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DEL  DERECHO  CIVIL;  EL  TEXTO  DE  LOS  CilDIGOS,  LEYES,  REALES  DKCRETOS,  REGLAMENTOS  É  INSTRUCCIONES  VIGENTES 

SOBRE  CADA  MATERIA  HASTA  1891;  LOS  PUNTOS  RESUELTOS   POR  LA  JURLSPRUDENCIA    DEL  CONSEJO  DE 

ESTADO,  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO  Y  DEL  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO;  DOCTRINAS, 

DICTÁMENES,  INFORMES  Y  OTROS  DATOS  SOBRE  LOS  MÁS  IMPORTANTES  RAMOS  DE  LA  ADMINISTRACIÓN,  ETC.,  ETC., 

Y  UN  ESMERADO  ÍNDICE  CR0NOMÍGIC0  GENERAL  DE  TODA  LA  OBRA 


POR 


D.   MARCELO   MARTÍNEZ  ALCUBILLA 

Abogado  de  los  Ilustres  Colegios  de  Madrid.  Bnrgos  y  VaUadolid,  Jefe  superior  honorario  de 
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DICCIOEyARIO 


INISTRACIÓN  ESPAÑOLA 


BEBIDAS  NOCIVAS.  Véanse  Abastos  (donde 
hemos  tratado  de  la  policía  de  abastos  ó  de 
bebidas  y  comestibles):  Análisis  químkjo:  Far- 
macia: Limonadas  gaseosas:  Vinos. 

BECA.  Distintivo  qiie  usan  los  colegiales  ó 
seminaristas  sobre  el  manto.  La  misma  plaza 
ó  prebenda  del  colegial.  Fué  peculiar  por  lar- 
g'O  tiempo  de  los  seis  Colegios  mayores  (véase 
esta  palabra),  sin  duda  porque  la  beca  era 
distintivo  de  nobleza;  pero  lueg'o  la  usaron  los 
individuos  de  los  Colegios  menores  y  hoy  los 
de  los  Seminarios  Conciliares. — Tratan  de  la 
provisión  de  becas  las  leyes  7.^  y  8.*,  tft.  III, 
lib.  VIII,  Nov.  Rec,  las  cuales  para  corregir 
abusos  de  los  Colegios  mayores  que  debieron 
ser  remarcables,  prohibieron  á  los  mismos  la 
provisión  de  las  que  vacaban,  reservándola  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Las  becas  de  gracia  de  los  Seminarios  figu- 
ran en  el  presupuesto  de  obligaciones  eclesiás- 
ticas, y  según  R.  O.  de  16  de  Diciembre  de 
1850,  no  es  necesario  ser  natural  de  la  dióce- 
sis pai-a  optar  á  ellas,  bastando  ser  residente. 

La  ley  de  instrucción  pública  trata  también 
de  las  becas  de  los  Colegios  (que  las  hay  de  pa- 
tronato) en  sus  arts.  1-13,  146  y  147.— V.  Ins- 
trucción pública:  Seminarios. 

BECERRO.  El  libro  en  que  las  iglesias  y 
monasterios  antiguos  escribían  sus  privilegios 
y  pertenencias.  El  en  que  de  orden  del  Rey 
D.  Alfonso  se  esci'ibieron  las  behetrías  de  las 
merindades  de  Castilla  y  los  derechos  que  per- 
tenecían en  ellas  4  la  Corona,  á  los  diviseros 


y  á  los  naturales.  Llamáronse  así  estos  libros 
porque  sus  hojas  eran  de  becerro.       ^       ^ 

BEGUER.  Magistrado  que  en  Cataluña  y 
Mallorca  ejercía  funciones  administrativas  y 
judiciales,  á  semejanza  dé  los  ijprregidores  de 
Castilla.— V.  Audiencia  de  Palma. 

BEHETRÍA.  Especie  de  señorío.  La  pobla- 
ción cuyos  moradores,  como  dueños  absolutos 
de  ella,  podían  elegir  y  variar  libremente  su 
señor,  según  que  les  hiciese  bien  ó  agravio. 

Llamábase  behetría  de  entre  parientes  cuan- 
do la  desig'nación  de  señor  debía  hacerse  en- 
tre los  del  linaje  del  difunto  ó  bien  que  tuviese 
naturaleza  en  aquel  lug'ar.  La  que  libremente 
podía  elegir  señor  sin  sujeción  á  lugar  de- 
terminado se  llamaba  de  mar  á  mar,  que  era 
la  frase  acostumbrada  para  indicar  que  en  todo 
el  reino,  desde  el  Océano  al  Mediterráneo,  po- 
dían buscar  señor,  ó,  por  mejor  decir.  Defen- 
sor, pues  así  se  llama  en  alg'unas  partes,  y  tal 
debía  ser  la  índole  de  su  señorío.  Especie  de 
behetría  era  también  la  encartación,  palabra 
y  aun  cosa  que  ha  lleg'ado  hasta  nosotros  en 
las  Encartaciones  de  Vizcaya.  Las  condicio- 
nes del  señorío  se  consignaban  en  una  escri- 
tura solemne  ó  carta,  de  donde  vino  encarta- 
ción. 

Entre  los  servicios  con  que  contribuían  las 
behetrías  á  sus  señores,  se  cuentan  los  llama- 
dos conducho,  yantar,  martiniega,  devisa,  in- 
furción,  minción,  etc. 

En  nuestros  Códigos  antiguos  pueden  con- 
sultarse las  leyes  4.*  á  11.  tlt.  I,  lib.  VI,  Novl- 
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sima  Recopilación,  las  15,  16,  18,  19,  23,  26  á 
32  tlt.  XXXII  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  la 
ley  3.*,  tit.  XXV,  Part.  4."  y  todas  las  de  los 
tlts.  VIH  y  IX,  lib.  I  del  Fuero  Viejo  de  Cas- 
tilla, las  cuales  nos  dicen  lo  que  eran  las  behe- 
trías en  Castiella  é  suos  fueros  antiguos.— 
V.  Abadengo:  Señoríos'. 

BELLAS  ARTES.  Bajo  este  titulo  se  com- 
prenden la  pintura,  escultura,  arquitectura  y 
música.  En  Academi.í  de  bellas  artes  nos 
hemos  ocupado  ya  de  esta  materia.  Estos  es- 
ttidios  se  mejoraron  en  la  Real  Academia  de 
San  Fernando  por  R.  D.  de  25  de  Septiembre 
de  1844,  dándoles  mayor  extensión  cuando  por 
el  Real  decreto  orgánico  de  31  de  Octubre  de 
1849  se  establecieron  los  esttidios  de  Bellas  Ar- 
tes en  varias  Academias,  como  hemos  visto  ya 
en  el  citado  artículo.  La  ley  de  instrucción 
pública  comprende,  entre  las  enseñanzas  su- 
periores, la  de  Bellas  Artes,  y  en  sus  arts.  55  al 
58  inclusives  determina  los  estudios  que  com- 
prende, ampliados  por  el  D.  de  8  de  Julio  de 
1873,  inserto  en  Instrucción  pública.— Véa- 
se además  Academias  de  bellas  artes:  Ar- 
quitectura: Escultura,  etc. 

BENEFICENCIA.  (Establecimientos  generales, 
provinciales  y  municipales  de  Beneficencia:  Benefi- 
cencia particular.)  Reservando  para  el  final 
algunas  consideraciones  prácticas  que  nos  pa- 
recen oportunas  en  cuanto  tiendeu  á  facilitar 
el  estudio  y  consulta  de  la  complicada  legis- 
lación que  rige  este  ramo  de  la  Administra- 
ción pública,  indicaremos  aqiií  vínicamente 
que  constituyen  el  contenido  principal  de  este 
articulo  las  leyes  y  demás  preceptos  genera- 
les sobre  el  servicio  de  la  Beneficencia  y  las 
disposiciones  relativas  al  gobierno  y  régimen 
de  los  hospitales  civiles,  con  exclusión  de  los 
hospitales  manicomios,  de  los  cuales  tratare- 
mos en  Manicomios,  debiendo  además  consul- 
tarse los  artículos  Abogados  de  la  Benefi- 
cencia: Asilo  de  inválidos  del  trabajo: 
Desamortización:  Ejército  (en  lo  referente 
al  Cuerpo  de  Inválidos,  reg'ido  hoy  por  el  re- 
glamento de  25  de  Junio  de  1890):  Epidemlas: 
Fundaciones  de  enseñ.ínza:  Hospitales  .mi- 
litares Y  asistencia  de  militares  en  los 
hospitales  CIVILES:  Mayorazgos:  Médicos  t 
demás  facultativos  de  la  Beneficencia: 


*  Son  intei'esantes  Jos  datos  contenidos  en  la  Noticia 
histórica  de  la  behetría,  primitivas  libertades  caste- 
llanas, por  D.  Ángel  de  los  Ríos^  C.  de  la  Real  Acadejiiia 
de  la  Historia,  Madrid,  íS7f!.  Puede  verse  también  el  ca- 
pitulo XlVdel  ailo  segundo  de  la  Crónica  del  Rey  D.  Pe- 
dro I  de  Castilla,  por  Pedro  López  de  Ayala.  El  capítulo 
se  intitida  asi:  «En  que  manera  fueron  las  behetrias 
en  los  regnos  de  Castilla  é  de  León.»  (Autores  espa- 
ñoles de  Rivadeneyra,  t.  GG,  p.  417.) 


Mendicidad:  Montes  de  Piedad:  Orden  ci- 
vil de  Beneficencia:  Patrimonio  de  la  co- 
rona: Patronatos,  memorias  y  obras  pías: 
Presos  pobres:  Sordomudos  y  ciegos  (Cole- 
gio de). 

Leyes  del  tit.  XXXVII,  lib.  VII,  No  v.  Recop. 
(Están  dedicadas  estas  leyes  á  tratar  de  los 
expósitos  y  de  las  casas  establecidas  para  su 
crianza,  educación  y  destino.  Véanse  en  la  pá- 
1.496  de  nuestros  Códigos  de  España.) 

Leyes  del  tit.  XXXVIII  del  mismo  lib.  VII. 
(Hiiblan  de  los  hospitales,  hospicios  y  otras 
casas  de  misericordia.  Véanse  en  la  p.  1.499 
de  los  citados  Códigos.) 

Leyes  del  tit.  XXXIX,  lib.  VII  (Códigos,  p.  1.504). 
Socorro  y  recogimiento  de  los  pobres:  Requisitos  para  pe- 
dir limosna,  etc.:  Recogimiento  de  mendigos:   Vagos. 

Ley  /.*  Dispone  que  «no  puedan  andar  ni 
anden  pobres  por  estos  nuestros  Reinos,  veci- 
nos ni  naturales  de  otras  partes,  sino  que  cada 
uno  pida  en  su  naturaleza».  (Don  Carlos  I  y 
Doña  Juana  en  Valladolid,  año  de  1533.) 

Ley  2."  Dispone  «que  las  personas  que  ver- 
daderamente fueren  pobres  y  no  otros  pueden 
pedir  limosna...  donde  fueren  naturales  y  mo- 
radores y  en  sus  tierras  y  jurisdicciones;  y 
que  siendo  naturales...  puedan  pedir  limosna 
en  la  ciudad  ó  villa  y  en  los  lugares  de  su  tie- 
rra y  jurisdicción,  y  si  fueren  naturales  de  al- 
guna ciudad  ó  villa  que  no  tenga  lug-ares  ni 
aldeas  de  su  jurisdicción,  ó  tan  pocos  que  no 
se  extiendan  á  seis  leguas  de  la  dicha  ciudad 
ó  villa,  que  puedan  pedir  y  pidan  en  los  pue- 
blos que  estuvieren  dentro  de  seis  leguas  al- 
rededor de  la  dicha  ciudad  ó  villa  donde  fue- 
ren naturales  ó  moradores,  teniendo  para  ello 
licencia...»  (Felipe  II,  año  de  lo(J2.) 

Ley  3.°-  Ordena  que  ning'uno  pueda  pedir 
limosna  sin  cédula  del  cui'a  de  su  parroquia  y 
licencia  de  la  justicia  del  pueblo  de  su  natu- 
raleza ó  vecindad. 

Ley  6.^  Que  ningún  pobre  lleve  consigo  á 
pedir  limosna  hijos  suyos  ni  de  otros  que  pa- 
sen de  cinco  años. 

Ley  7."  Que  los  estudiantes  puedan  pedir 
limosna  con  licencia  del  rector  de  su  estudio. 

Ley  0.^  Que  la  licencia  para  pedir  limosna 
no  sirve  para  hacerlo  dentro  do  iglesias  duran- 
te la  Misa  mayor. 

Ley  21.  Prohibe  que  se  sitúen  pobres  á  las 
puertas  de  las  iglesias.  En  circular  del  Conse- 
jo de  5  de  Mayo  de  1778  se  recomendó  que  no 
pidiesen  limosna  los  pobres  en  los  templos  ni 
en  sus  claustros,  atrios  y  porterías.  (R.  O.  17 
Junio  1119.) 

Ley  22.  Se  establecieron  en  los  72  barrios 
de  Madrid  las  Diputaciones  de  barrio,  bajo  las 
reglas  que  allí  se  previenen.  Por  cédula  de  3 
de  Febrero  de  1785  se  hizo  extensiva  esta  ley 
á  todos  los  pueblos  en  que  hubiere  Juntas  de 
caridad.  Por  otras  disposiciones  de  23  de  Abril, 
12  y  28  de  Julio  y  de  4  de  Septiembre,  como 
complemento  de  esta  ley,  se  dictaron  medidas 
sobre  cuentas  y  constituciones  de  las  Juntas, 
etcétera.  Esta"  ley  y  las  disposiciones  que  le 
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sirven  de  complemento  contienen  muy  buena 
docti-Ina  vigente  en  nuestra  moderna  legisla- 
ción. {30  Marzo  1118.) 

Leyex  23  y  24.  Por  estas  leyes  se  ordena  el 
recogimiento  de  mendigos,  el  socorro  respecto 
de  lo  que  corresponde  según  las  leyes  y  la  ex- 
pulsión de  los  forasteros.  A  este  fin  se  expidie 
ron  también  las  resoluciones  de  12  de  Febrero 
de  1780,  de  20  de  Noviembre  de  1787,  de  27  de 
Marzo  y  22  de  Junio  de  1789,  y  autos  de  la 
Sala  plena  de  Corte  de  23  de  Marzo,  9  de  Mayo 
del  mismo  año  v  9  de  Enero  de  1790.  (lí.i.  Os. 
25  Diciembre  1180  y  23  Octubre  1183.) 

Ley  25.  Dispone  que  los  mendig'os  lacera- 
dos ó  deformes  sean  recogidos  y  curados  para 
evitar  todo  contagio,  para  procurarles  su  ali- 
vio y  para  libertar  al  público  de  su  importu- 
nidad y  de  su  vista  desagradable.  (Carian  III, 
año  lis,').) 

Ley  20.  Que  los  mendigos  voluntarios  y 
robustos  sean  tratados  del  mismo  modo  qtie 
los  vag'os;  y  los  inválidos  y  verdaderamente 

impedidos harán  que  se  recojan en  los 

hospicios  y  casas  de  misericordia,  en  donde 
cuidarán  sean  bien  tratados;  pero  por  ningún 
caso  ni  pretexto  permitirán  jamás  que  los  que 
piden  limosna  traigan  consigo  muchachos  ni 
muchachas;  y  á  los  que  los  trajeren  se  les  qui- 
tarán, y  aunque  sean  hijos  suyos...  ni  consen- 
tii"án  tampoco  que  los  muchachos  se  ocupen 

en  ciertos  ejercicios,    que en  llegando  á 

edad  más  adelantada  no  puedan  mantenerse 
con  ellos (FA  mismo,  Instrucción  de  corre- 
gidores en  cédula  de  15  Mayo  1718.)   . 

Ley  11  Octubre  1820. 
Prohibición  de  adquirii-  bienes. 
Es  la  ley  de  desvinculación,  cuyos  arts.  15 
y  16  prohiben  á  las  manos  muertas  adquirir 
bienes  raices  ó  inmuebles,  ni  imponer  ni  ad- 
quirir por  título  alguno  capitales  de  censo  de 
cualquiera  clase,  impuestos  sobre  dichos  bie- 
nes, etc.,  etc.  Véase  esta  lej-  en  Mayorazgos. 

Ley  23  Enero-6  Febrero  1822  '. 
Establtcimiento  general  de  la  Beneficencia. 
(GoB.)    «LEY. — Las  Cortes  extraordinarias, 
después  de  haber  observado  todas  las  forma- 
lidades prescritas  por  la  Constitución,  han  de- 
cretado lo  siguiente: 

TITULO  I.— De  las  juntas  de  beneficencia  =. 

Artículo  1.°  Para  que  los  Ayuntamientos 
puedan  desempeñar  más  fácil  y  expeditamen- 
te lo  prevenido  en  el  par.  6."  del  art.  321  de  la 
Constitución,  habrá  una  Junta  municipal  de 
Beneficencia  en  cada  pueblo,  que  deberá  en- 
tender en  todos  los  asuntos  de  este  ramo,  como 
auxiliar  de  su  respectivo  Ayuntamiento. 

Art.  2."  En  las  capitales  y  pueblos  que  ten- 
gan 400  vecinos  ó  más,  se  compondrá  esta  Jun- 
ta de  ntieve  individuos,  á  saber:  de  uno  de  los 
alcaldes  constitucionales,  que  será  presidente 
nato,  de  un  regidor  del  Ayuntamiento,  del 
cura  párroco  más  antiguo,  de  cuatro  vecinos 


*  Conócese  también  por  Decreto  de  las  Cortes  de  21  de 
Diciembre  de  1821.  Sobre  su  valor  y  eficacia,  véase  en  la 
.JnrisprnrleTicia  el  importa7ite  fallo  de  II  Junio  de  IH80. 

2     Véase  la  nota  al  art.  5."  de  la  ley  de  'JO  Junio  1849, 


ilustrados  y  caritativos,  de  un  médico  y  un  ci- 
rujano de  ios  de  mayor  reputación. 

Art.  3."  En  los  demás  pueblos  de  menos 
vecindario,  se  compondrá  la  misma  Junta  de 
siete  individuos,  á  saber:  del  alcalde  constitu- 
cional, que  será  presidente  nato,  de  un  regidor 
del  Ayuntamiento,  del  cura  párroco  más  anti- 
guo, de  un  facultativo  de  Medicina,  y  en  su 
defecto  de  Cirugía,  y  de  tres  vecinos  de  los 
más  pudientes  é  ilustrados. 

Art.  4."  En  los  pueblos  en  que  no  hubiere 
facultativos  se  completará  el  número  de  voca- 
les eligiéndolos  del  vecindario,  ya  sea  del  es- 
tado eclesiástico,  ya  del  secular. 

Art.  5."  Estas  Juntas  se  gobernarán  por  las 
reglas  que  fija  esta  ley,  y  por  el  reglamento 
particular  que  para  ellas  formará  el  Gobierno. 

Art.  6."  Los  vocales  electivos  de  las  Jun- 
tas de  Beneficencia  serán  nombrados  por  los 
Ayuntamientos  respectivos,  debiendo  ejercer 
siis  funciones  por  el  tiempo  de  dos  años,  y  en 
cada  uno  de  éstos  se  mudarán  por  mitad,  sa- 
liendo la  primera  ve/,  el  mayor  número,  la  se- 
gunda el  menor,  y  asi  sucesivamente. 

Art.  7."  Uno  de  lo;;  vocales  de  la  Junta 
desempeñará  las  funciones  de  secretario,  y 
otro  las  del  contador,  ambos  elegidos  por  la 
misma  Junta,  aprobados  por  el  Ayuntamiento. 

Art.  8."  Si  por  haber  en  un  pueblo  muchos 
establecimientos  de  Beneficencia  fuesen  tan- 
tas las  ocupaciones  de  estos  cargos ,  que  la 
Junta  creyese  ser  necesarios  un  secretario  y 
contador,  dotados  y  de  fuera  de  su  seno,  lo 
hará  presente  al  Ayuntamiento  para  que  in- 
formando sobre  ello  la  Diputación  provincial, 
pueda  ésta  consultar  al  Gobierno  lo  conve- 
niente. 

Art.  9."  En  el  caso  en  que,  á  propuesta  del 
Gobierno,  las  Cortes  aprobasen  la  creación  de 
estas  plazas,  señalándoles  la  dotación  que  esti- 
men conveniente,  las  Juntas  propondrán  para 
ellas  las  personas  que  creyesen  más  á  propó- 
sito para  su  buen  desempeño,  y  los  Ayunta- 
mientos harán  el  nombramiento. 

Art.  10.  La  Depositarla  de  estas  Juntas 
será  servida  gratuitamente  por  un  individuo 
de  su  seno  ó  de  fuera  de  él,  nombrado  á  pro- 
puesta suya,  por  el  Ayuntamiento  bajo  respon- 
sabilidad, á  cuyo  individuo  se  le  abonarán  los 
gastos  indispensables  que  se  le  originen  por 
este  encargo. 

Art.  11.  Las  Juntas  municipales  celebra- 
rán sus  sesiones  en  uno  de  los  est.ablecimien- 
tos  de  Beneficencia  que  juzguen  más  adecua- 
do al  efecto,  en  los  días,  forma  y  modo  que 
prescriba  el  reglamento. 

Art.  12.  Las  obligaciones  de  estas  Juntas 
serán: 

1."  Hacer  observar  esta  ley  y  los  regla- 
mentos y  órdenes  del  Gobierno  á  los  directo- 
res, administradores  y  demás  empleados  de 
los  establecimientos  de  Beneficencia. 

2."  Informar  al  Ayuntamiento  sobre  la  ne- 
cesidad de  aumentar,  suprimir  ó  arreglar  cua- 
lesquiera de  dichos  establecimientos. 

3."  Proponer  arbitrios  para  su  dotación  y 
socorro  de  la  indigencia  en  las  necesidades 
extraordinarias. 

4."    Ejecutar  las  órdenes  sobre  mendicidad 
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que  le  comunique  el  Gobierno  por  conducto 
de  sus  respectivos  Ayuntamientos. 

5."  Recibir  las  cuentas  de  los  administra- 
dores de  los  establecimientos  de  Beneficencia,, 
y  examinadas,  pasarlas  al  Ayuntamiento  con 
su  censura. 

6."  Cuidar  de  la  buena  administración  de 
los  establecimientos  de  su  carg'o,  y  establecer 
la  más  escrupulosa  economía  en  la  iuversióu 
de  los  fondos,  claridad  en  las  cuentas,  y  buen 
desempeño  en  las  respectivas  obligaciones  de 
cada  empleado,  dando  cuenta  al  Ayuntamiento 
si  notasen  en  alguno  poco  celo  y  actividad,  y 
suspendiendo  en  el  acto  A  cualquiera  por  sos- 
pechas fundadas  de  tortuosos  manejos,  ó  por 
otro  motivo  grave. 

7."  Proponer  al  Ayuntamiento  para  los 
destinos  de  directores  y  administradores  de 
los  establecimientos  de  Beneficencia  las  per- 
sonas que  juzguen  más  A  propósito. 

8."  Formar  anualmente  un  presupuesto  de 
g'astos  para  el  año  próximo  y  la  estadística  de 
beneficencia  de  su  distrito,  pasando  uno  y  otra 
al  Ayuntamiento  para  su  dirección  ulterior. 
9.°  Presentar  anualmente  al  Ayuntamiento 
cuentas  documentadas  de  los  fondos  invertidos 
en  la  hospitalidad  y  socorros  domiciliarios. 

Art.  13.  Para  que  la  vigilancia  de  estas 
Juntas  sobre  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia sea  más  efectiva,  nombrarán  para  cada 
lino  de  dichos  establecimientos  un  vocal,  que 
con  la  calidad  de  visitador,  estará  encargado 
deobservarfrecuentementesi  se  cumplen  en  él 
los  reglamentos,  si  los  empleados  desempeñan 
su  obligación,  y  si  los  pobres  están  bien  asis- 
tidos. 

Art.  14.  Las  Juntas  municipales  preferi- 
rán, en  lo  posible,  las  Hermanas  de  la  Caridad 
para  desempeñar  todos  los  carg'os  de  benefi- 
cencia (jue  les  estén  encomendados,  especial- 
mente en  la  dirección  de  las  casas  de  mater- 
nidad, y  en  la  asistencia  de  los  enfermos  de 
ambos  sexos  en  los  hospitales. 

Art.  15.  También  se  valdrán,  al  mismo 
efecto,  de  las  asociaciones  de  uno  y  otro  sexo 
que  tu\  ieren  por  objeto  el  cuidado  de  los  ni- 
ños expósitos  ó  la  asistencia  de  los  enfermos, 
procurando  atraer  á  objetos  de  caridad  las  de- 
más hermandades  que  hubiese  en  su  distrito 
con  distintos  fines. 

Art.  16.  Estas  Juntas  se  entenderán  en 
todo  directa  y  exclusivamente  con  los  Ayun- 
tamientos rispectivos,  y  sólo  en  el  caso  de  te- 
ner que  reclamar  de  agravio  contra  ellos  po- 
drán dirigMrse  en  derechura  á  las  Diputacio- 
nes provinciales:  las  cuales,  en  todo  lo  relativo 
al  ranio  de  Beneficencia,  se  entenderán  con  el 
Ministerio  de  la  Gobernación  de  la  Península. 
Art.  17.  En  las  poblaciones  de  mucho  ve- 
cindario, las  .Juntas  municipales,  con  la  apro- 
bación de  su  respectivo  Ayuntamiento,  nom- 
brarán Juntas  parroqviiales  de  Beneficencia, 
que  serán  presididas  por  el  cura  de  l,a  parro- 
quia, y  en  susausencias  y  enfermedades  por 
su  teniente. 

Art.  18.  Estas  Juntas,  además  del  presi- 
dente, se  compondrán  de  ocho  individuos  ce- 
losos y  caritativos,  vecinos  de  la  parroquia,  y 
se  renovarán  cada  dos  años  por  mitad,  á  vir- 


tud de  propuesta  de  la  propia  Junta  á  la  mu- 
nicipal de  Beneficencia. 

Art.  19.  Uno  de  los  individuos  de  la  Junta 
parroquial  desempeñará  las  funciones  de  se- 
cretario, otro  las  de  contador  y  otro  las  de  de- 
positario, debiendo  haber,  jiara  custodiar  los 
fondos,  una  arca  de  tres  lla\-es,  de  las  que 
tendrá  ima  el  presidente,  otra  el  contador  y 
otra  el  depositario. 

Art.  20.  No  se  manejarán  por  estas  Juntas 
más  fondos  que  los  que  provengan  de  limos- 
nas de  la  parroquia,  y  los  que  les  destinen  las 
municipales  por  vía  de  socorro,  para  los  fines 
de  su  instituto. 

Art.  21.  Las  Juntas  parroquiales  cuidarán  * 
de  la  colecta  de  limosnas,  de  las  suscricione-s 
voluntarias,  de  la  hospitalidad  y  socorros  do- 
miciliarios, de  la  primera  enseñanza  y  vacu- 
nación de  los  niños  pobres,  de  recog'er  los  ex- 
pósitos y  desamparados,  y  de  conducir  á  los 
establecimientos  de  Beneficencia  respectivos  á 
los  que  no  puedan  ser  socorridos  en  sus  pro- 
pias casas. 

Art.  22.  Donde  no  hubiese  Juntas  parro- 
quiales, todas  estas  obligacioues  serán  pro- 
pias de  las  Juntas  municipales  de  Benefi- 
cencia. 

Art.  23.  Las  Juntas  parroquiales  presenta- 
rán anualmente  á  las  municipales  cuentas  do- 
cumentadas de  los  fondos  parroquiales,  dando 
además  una  idea  exacta  del  estado  en  que  se 
hallen  en  su  parroquia  la  hospitalidad  y  soco- 
rros domiciliarios. 

Art.  24.  Siendo  las  Juntas  parroquiales  el 
resorte  principal  del  sistema  de  beneficencia 
en  las  grandes  poblaciones,  el  Gobierno  for- 
mará para  ellas  un  reg-lamento  particular,  en 
el  cual  se  expresarán  por  menor  todas  sus 
atribuciones  y  el  modo  de  desempeñarlas. 

TÍT.  II.— De  la  administración  de  los  fondos  de 

DENEFICENCIA. 

Art.  25.  Los  fondos  de  Beneficencia  proce- 
dentes de  fundaciones,  memorias  y  obras  pia.'* 
de  patronato  público,  sea  Real  ó  eclesiástico, 
cualquiera  que  fuere  su  origen  primitivo,  que- 
dan reducidos  á  una  sola  y  única  clase,  desti- 
nados al  socorro  de  las  necesidades  á  que  se 
provee  por  esta  ley. 

Art.  26.  Reducidos  á  un  sistema  común  lo» 
fondos  de  Beneficencia,  se  dividirán  en  dos 
clases,  á  saber:  en  generales  y  municipales. 

Art.  27.  Fondos  g'enerales  son  los  proce- 
dentes de  rentas,  consignaciones  y  arbitrios 
que  las  Cortes  teng'an  á  bien  asignar  á  favor 
do  tan  inqiortante  objeto;  y  municipales,  son 
las  rentas,  bienes,  censos,  derechos,  acciones 
y  demás  arbitrios  particulares  que  posean,  ó 
á  cjue  tengan  derecho  los  establecimientos  de 
Beneficencia,  como  también  las  limosnas  que 
al  efecto  colecten  las  Juntas  respectivas  en  los 
pueldos. 

Art.  28.  Los  fondos  generales  servirán 
para  socorrer  las  casas  de  Beneficencia  del 
Reino,  cuyas  rentas  no  alcancen  á  su  comple- 
ta subsistencia,  y  también  para  auxiliar  á  lo.* 
pueblos  eu  sus  necesidades  ordinarias,  siem- 
pre que  no  basten  al  efecto  los  fondos  munici- 
pales. 
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Avt.  29.  Los  foudos  municipales  se  empleíi- 
ráu  en  mantener  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia y  socorros  domiciliarios  de  cada  pue- 
blo, á  juicio  de  las  Juntas  municipales  y  pa- 
rroquiales, en  la  forma  y  modo  que  prescriba 
el  reg'lamento,  y  si  hubiere  alg-ún  sobrante, 
con  cuenta  y  razón  formará  parte  de  los  fon- 
dos g-enerales. 

Art.  30.  La  recaudación  de  los  fondos  ge- 
nerales de  Beneficencia  se  liarA  por  los  emplea- 
dos de  la  Hacienda  pública,  conforme  al  siste- 
ma administrativo  aprobado  por  las  Cortes; 
y  la  de  los  fondos  municipales  se  harA  por  una 
ó  más  personas  nombradas  por  la  Junta  mu- 
nicipal respectiva,  cou  aprobación  y  bajo  res- 
ponsabilidad del  Ayuntamiento  abonandoálos 
recaudadores  el  1  por  100  de  lo  que  recauden. 

Art.  3L  Los  fondos  generales  de  Benefl- 
cenvia  estarán  siempre  á  cargo  del  tesorero  de 
cada  provincia,  sin  que  por  ning-ún  titulo  ni 
pretexto  se  puedan  aplicar  á  otro  objeto,  bajo 
la  más  estrecha  responsabilidad;  pero  el  Go- 
bierno podrá  destinar  el  sobrante  de  una  pro- 
vincia á  los  establecimientos  de  Beneficencia 
de  otra,  oídas  las  Diputaciones  provinciales 
respectivas. 

Art.  32.  Los  recaudadores  de  fondos  muni- 
cipales darán  cada  mes  cuenta  exacta  al  depo- 
sitario, entregándole  lo  que  hubiere  cobrado, 
y  podrán  hacerle  las  observaciones  competen- 
tes para  mejorar  el  estado  de  la  cobranza,  las 
que  sin  dilación  pondrá  aquél  en  noticia  de  la 
.Junta  municipal. 

Art.  33.  Los  depositarios  de  los  fondos  mu- 
nicipales darán  mensualmente  á  las  Juntas 
respectivas  de  Beneficencia  cuenta  exacta  de 
lo  recaudado  en  cada  mes,  de  los  pagos  que 
hubieren  hecho  y  de  las  existencias  que  resul- 
taren en  Caja. 

Art.  34.  Cada  seis  meses  se  publicará  una 
razón  circunstanciada  de  los  caudales  que  ha- 
yan entrado  en  la  Depositaría,  expresando  las 
inversión  qiie  hayan  tenido,  las  existencias  ó 
déficit  que  hubiere,  y  el  número  de  pobres  que 
se  haya  socorrido. 

Art.  3.5.  Los  Ayuntamientos  examinarán 
cada  año  las  cuentas  documentadas  que  darán 
las  Juntas  municipales  de  Beneficencia,  y  cou 
su  aprobación  ó  censura  las  remitirán  á  la  Di- 
putación provincial,  para  que  examinadas  y 
glosadas  por  la  Contaduría  de  propios  de  la 
provincia,  recaiga  sobre  ellas  su  V."  B.",  si 
las  hallare  conformes  á  las  leyes  y  reglameu- 
tos,  y  con  estos  requisitos  se  pasarán  después 
al  jefe  político  para  su  aprobación. 

Art.  3(í.  La  Diputación  provincial  hará  for- 
mar cada  año  por  dicha  Contaduría  un  fini- 
quito g'eneral  comprensivo  de  las  cuentas  de 
todos  los  establecimientos  de  Beneficencia  de 
la  provincia,  en  el  que  se  expresarán  los  cau- 
dales sobrantes  que  existieren  en  Caja,  y  con 
el  V ."  B.°  de  la  misma  Dijjutacióu  y  aproba- 
ción del  jefe  político,  le  remitirá  éste  al  Go 
bierno  para  su  conocimiento  y  efectos  conve- 
nientes. 

TV.rt.  37.  En  consecuencia  quedan  suprimi- 
das todas  las  Juntas  gubernativas  de  las  ca- 
sas públicas  de  Beneficencia  y  sus  oficinas,  con 
inclusión  de  la  del  fondo  pío  beneficial,  y  la 


Superintendencia  de  este  ramo  con  respecto  á 
las  casas  y  establecimientos  de  Beneficencia, 
sin  que  en  virtud  de  esta  medida  se  hayan  do 
considerar  cesantes  sino  los  empleados  que 
tengan  nombramiento  del  Rey,  ó  de  las  perso- 
nas ó  corporaciones  que  por  ley  ó  costum- 
bre hayan  estado  autorizadas  al  efecto,  de- 
biendo arreglarse  su  sueldo  á  las  disposiciones 
dadas  en  este  punto  por  las  Cortes. 

Art.  38.  Las  .Juntas  municipales  de  Bene- 
ficencia propondrán,  para  los  nuevos  empleos 
que  resulten,  á  los  empleados  cesantes  con 
sueldo  que  tengan  la  aptitud  correspondieute. 

Art.  39.  Un  reglamento  particular  pres- 
cribirá, para  los  contadores  de  la  Junta  de  Be- 
neficencia, un  método  sencillo  y  uniforme,  á 
fin  de  que  en  el  arreg'lo  de  estas  cuentas  se 
evite  toda  sospecha  de  la  menor  defraudación. 

TIT.  III.— De  los  establecimientos  de 

BENEFICENCIA. 

Art.  40.  Los  objetos  que  han  de  estar  bajo 
la  dirección  y  vigilancia  de  las  Juntas  mvmi- 
eipales  de  Beneficencia,  son  las  casas  de  ma- 
ternidad, las  de  socorro,  los  liospitales  de  en- 
fermos, convalecientes  y  locos,  y  la  hospitali- 
dad y  socorros  domiciliarios. 

De  las  casas  de  maternidad. 

Art.  4L  Habrá  en  cada  provincia  una  casa 
de  maternidad  con  tres  departamentos;  uno  de 
refugio  para  las  mujeres  embarazadas  y  pari- 
das; otro  para  la  laetancia  de  los  niños,  y  otro 
para  conservar  y  educar  á  éstos  hasta  la  edad 
de  seis  años. 

Art.  42.  Siendo  el  objeto  del  departamento 
de  refugio  evitar  los  infanticidios  y  salvar  el 
honor  de  las  madres,  serán  admitidas  en  él  to- 
das las  mujeres  que,  habiendo  concebido  ile- 
gifimamente,  se  hallen  en  la  precisión  de  re- 
clamar este  socorro. 

Art.  43.  No  serán  admitidas  las  mujeres 
que  se  hallen  en  el  caso  del  artículo  anterior, 
hasta  el  séptimo  mes  de  su  preñez,  á  menos 
que  por  causas  justas  y  graves,  á  juicio  del 
director,  deban  ser  admitidas  antes  de  dicho 
tiempo,  ó  paguen  una  pensión  ó  g'anen  el  sus- 
tento con  su  propio  trabajo. 

Art.  44.  Habrá  en  este  departamento  la 
conveniente  separación  entre  las  mujeres  aco- 
gidas, según  sus  circunstancias  y  la  conducta 
pública  que  hubiesen  observado. 

Art.  45.  Se  observará  el  secreto  más  invio- 
lable en  este  departamento,  no  debiendo  ha- 
cerse pregunta  ni  información  alguna  sobre  la 
conducta  privada  de  las  mujeres  refugiadas, 
y  será  expelido  inmediatamente  el  empleado  ó 
dependiente  que  faltase  de  cualquier  modo  á 
tan  importante  obligación. 

Art.  4ü.  El  descubrimiento  de  alguna  mu- 
jer en  estas  casas  no  podrá  servir  de  prueba 
legal  contra  ella. 

Art.  47.  Este  departamento  servirá  de  es- 
cuela de  obstetricia  á  las  alumnas  que  quieran 
dedicarse  á  este  arte. 

Art.  48.  Pasado  el  tiempo  que  el  Gobitjrno 
crea  necesario  después  del  establecimiento  de 
estas  escuelas,  á  ninguna  mujer  se  permitirá 
ejercer  dicho  arte  en  los  pueblos  sin  haber  es- 
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tudiado  en  ellas,  ó  á  lo  meuos  adquirido  el  ti- 
tulo correspondiente  previo  examen. 

Art.  4!t.  Los  reconocimientos  que  hayan  de 
practicarse  en  este  departamento,  las  estan- 
cias que  hayan  de  pagar  las  que  tengan  posi- 
bilidad para  ello,  la  ocupación  en  que  hayan 
de  emplearse  las  mujeres  acogidas,  el  modo 
con  que  han  de  ser  admitidas,  el  tiempo  de  su 
salida  y  lo  demás  perteneciente  á  las  oblig'a- 
ciones  de  los  dependientes  y  rég'inieu  adminis- 
trativo, deberá  expresarse  en  su  particular 
reglamento. 

Art.  50.  Serán  recibidos  eu  el  departamen- 
to de  lactancia  los  niños  que  nacieren  eu  el 
de  maternidad,  si  sus  madres  determinasen 
dejarlos  á  carg'o  del  establecimiento,  y  todos 
los  que  fueren  expuestos  ó  entregados  á  mano. 

Art.  51.  Niuguna  persona  pública  ni  pri- 
vada podrá  detener,  examinar  ni  molestar  eu 
manera  alguna  á  los  que  llevaren  niños  para 
entregarlos  eu  las  casas  de  maternidad,  ó  á  las 
Juntas  municipales  de  Beneficencia,  salvas  las 
reglas  de  sanidad  y  policía. 

Art.  52.  Lejos  de  deber  perjudicar  á  la 
buena  opinión  de  una  persona  el  haber  reco- 
gido un  niño  expuesto  ó  abandonado  para  con- 
ducirle á  la  casa  de  maternidad,  ó  presentar- 
le íi  la  Junta  respectiva  municipal  de  Benefi- 
cencia, se  tendrá  por  una  obra  digna  del  re- 
conocimiento de  la  Nación. 

Art.  58.  El  director  de  estas  casas  tendrá 
un  libro  de  recepciones  en  que,  con  arreg-lo  á 
lo  prevenido  por  las  leyes,  llevará  asiento  de 
la  entrada  de  los  niños,  con  todas  las  circuns- 
tancias y  señales  que  conveng'a  expresar  para 
contestar  su  identidad,  certificando  haber  re- 
cibido el  bautismo  dentro  ó  fuera  de  la  casa. 

Art.  54.  En  estos  establecimieutos.se  pre- 
ferirá por  regla  general  el  método  de  dar  á 
criar  los  niños  á  nodrizas  de  fuera  de  la  casa, 
mientras  se  pueda,  valiéndose  al  efecto  sus 
directores  de  las  Juntas  municipales  de  Bene- 
ficencia. 

Art.  55.  En  los  pueblos  donde  no  hubiese 
casas  de  maternidad  estará  á  cargo  de  las  Jun- 
tas municipales  de  Beneficencia  el  cuidado  de 
recibir  los  niños  expósitos  y  formarles  el  asien- 
to correspondiente  en  un  libro  que  tendrán  al 
efecto. 

Art.  5(i.  Es'.as  Juntas  no  perdonarán  me- 
dio alguno  para  proporcionar  á  los  niños  ex- 
pósitos ó  abandonados  nodrizas  sanas  y  hon- 
radas que  se  encarg-uen  de  criarlos  en.sus  pro- 
pias casas;  y  sólo  eu  el  caso  de  no  poder  lograr 
esto,  los  harán  conducir  con  la  seguridad  y 
precaución  debidas  á  la  casa  de  maternidad 
respectiva,  remitiendo  los  documentos  corres- 
pondientes para  poder  formarles  alli  el  asiento 
prescrito  en  el  art.  53. 

Art.  57.  Se  practicarán  tanto  por  los  direc- 
tores de  los  establecimientos,  cuanto  por  las 
Juntas  municipales  de  Beneficencia,  continuas 
y  eficaces  diligencias  para  colocar  los  niños 
expósitos  y  los  absolutamente  desamparados, 
unos  y  otros  después  de  concluida  su  lactan- 
cia; en  casas  de  labradores  ó  artesanos  de 
arreglada  conducta. 

Art.  58.  Se  considerarán  como  absoluta- 
mente desamparados  aquellos  niños  que  ha- 


biendo sido  abandonados  por  sus  padres,  ó 
quedado  huérfanos  de  padre  y  madre,  no  hu- 
bieren sido  recogidos  por  algún  pariente  ó 
persona  extraña,  con  propósito  de  cuidar  de 
su  crianza. 

Art.  59.  Se  dejarán  en  poder  de  las  nodri- 
zas los  niños  que  hayan  tenido  en  lactancia, 
siempre  que  hubieren  cumplido  bieu  con  su 
encargo  y  manifestaren  voluntad  de  seguir 
criándolos. 

Art.  60.  Los  niños  que  hubieren  cumplido 
la  edad  de  dos  años  en  el  departamento  de 
lactancia,  serán  trasladados  al  de  crianza  y 
conservación. 

Art.  61.  Serán  también  recibidos  en  este 
departamento  los  niños  desamparados  desde 
la  edad  de  dos  hasta  la  de  seis  años. 

Art.  62.  Los  niños  de  este  departamento 
serán  cuidados  y  asistidos  por  mujeres,  cuyo 
esmero  y  honradez  las  hagan  acreedoras  á  un 
encarg'o  de  tanta  confianza,  debiendo  ser  su- 
periora  la  que  posea  estas  circunstancias  en 
más  disting'uido  grado. 

Art.  6.3.  Los  individuos  de  ambos  sexos 
que  se  crien  en  las  casas  de  maternidad,  aun 
aquellos  cuya  crianza  ó  educación  fuere  cos- 
teada por  personas  particulares,  estarán  bajo 
la  tutela  y  curaduría  de  las  Juntas  municipa- 
les de  Beneficencia,  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  64.  Si  estos  individuos  de  la  casa  de  ma- 
ternidad adquirieren  por  herencia  ó  por  otro 
cualquier  titulo  legitimo  algunos  bienes  raices 
ó  capitales,  las  Juntas  arriba  expresadas  cui- 
darán de  que  con  sus  productos  se  acuda  á  los 
gastos  de  la  crianza  y  educación  del  pupilo  ó 
menor,  supliendo  los  fondos  de  Beneficencia 
lo  que  faltare,  y  reservando  para  el  interesado 
lo  que  sobrare. 

Art.  65.  Los  niños  expósitos  y  abandona- 
dos que  no  fuesen  reclamados  por  sus  padres, 
y  los  huérfanos  de  padre  y  madre,  podrán  ser 
prohijados  por  personas  honradas  que  teug'an 
posibilidad  de  mantenerlos,  todo  á  discreción 
de  las  Juntas  municipales  de  Beneficencia; 
pero  este  prohijamiento  no  producirá  más 
efecto  que  el  que  determinen  las  lej'es. 

Art.  66.  Las  Juntas  municipales  de  Bene- 
ficencia cuidarán  de  que  á  los  prohijados  les 
sean  guardados  todos  sus  derechos,  y  caso  de 
que  por  cualquier  motivo  la  prohijación  vinie- 
se á  no  ser  beneficiosa  al  prohijado  respectivo, 
las  expresadas  Juntas  lo  volveráu  á  tomar 
bajo  su  amparo. 

Art.  67.  Antes  de  procederse  á  la  entrega 
de  los  que  hubieren  sido  reclamados,  los  gas- 
tos que  su  crianza  hubiere  ocasionado  á  estas 
casas  serán  resarcidos  por  los  padres  en  el 
todo  ó  en  la  parte  que  pudieren,  á  discreción 
de  las  Juntas;  y  si  éstas  juzgaren  que  los  pa- 
dres no  se  hallan  en  estado  de  poder  pagar 
cosa  alguna,  les  serán  devueltos  los  hijos  sin 
exigir  nada. 

Art.  68.  Aun  cuando  alguno  estuviere  ya 
prohijado,  será  devuelto  á  sus  padres  que  le 
reclamaren,  los  cuales  con  la  intervención  de 
las  Juntas  se  concertarán  antes  con  el  prohi- 
jante sobre  el  jnodo  y  forma  en  que  haya  de 
ser  éste  indemnizado  de  los  gastos  hechos  en 
la  crianza  del  prohijado. 
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Art.  69.  Se  suspenderá  la  entrega  de  lo.s 
niño.'!  reclamados  íi  los  padres  de  mala  conduc- 
ta por  todo  el  tiempo  en  que  haya  fundadas 
sospechas  de  que  noles  darán  buenaeducación. 

Art.  70.  Las  formalidades  y  condiciones 
que  deban  acompañar  á  la  entreg'a  y  coloca- 
ción de  les  niños,  la  vigilancia  que  sobre  ellos 
ejercerán  asi  las  casas  de  maternidad  como  las 
Juntas  de  Beneficencia,  las  asistencias  y  con- 
signaciones que  en  su  caso  habrán  de  sumi- 
nistrar por  ellos,  la  educación  física  y  moral 
que  haya  de  dárseles  y  todo  lo  demás  concer- 
niente á  la  seguridad  de  su  bienestar  y  de  su 
mejor  suerte  para  lo  sucesi\  o,  todo  será  ma- 
teria de  los  reglamentos. 

TIT.  IV.— De  las  casas  de  socorro. 

Art.  71.  Habrá  en  cada  provincia,  según  lo 
exijan  su  extensión  y  demás  circunstancias, 
una  ó  más  casas  de  socorro  para  acoger  á  los 
huérfanos  desamparados,  y  niños  de  las  casas 
de  maternidad  que  hayan  cumplido  seis  años 
de  edad,  como  también  á  los  impedidos  y  á  los 
demás  pobre.s  de  ambos  sexos  que  no  tengan 
recurso  alguno  para  proporcionarse  el  susten- 
to diario. 

Art.  72.  Estas  casas  tendrán  dos  departa- 
mentos separados  é  independientes  entre  si, 
uno  para  hombres,  y  otro  para  mujeres,  de  los 
cuales  el  primero  será  gobernado  por  un  di- 
rector, y  el  segundo  por  una  directora;  ambos 
adornados  del  celo,  conocimientos  y  demás 
circunstancias  debidas. 

Art.  Tó.  Para  conservar  el  buen  nombre  de 
estas  casas,  y  evitar  que  lleguen  á  hacerse 
odiosos  estos  asilos  de  la  involuutariía  pobreza, 
se  prohibe  destinar  á  ellos  por  via  de  correc- 
ción ó  castig'o  á  niug'una  persona,  sea  de  la 
clase  que  fuere. 

Art.  74.  Además  de  la  primera  enseñanza 
que  se  proporcionará  á  los  niños  y  niñas  de 
estas  ea.sas,  conforme  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  11,  12  y  120  del  reglamento  general 
de  Instrucción  pública,  en  todas  ellas  se  esta- 
blecerán las  fábricas  y  talleres  que  sean  más 
análogos  á  las  necesidades,  y  producciones  de 
la  provincia;  tomando  las  debidas  precaucio- 
nes para  que  con  este  motivo  no  decaigan  las 
fábricas  particulares. 

Art.  75.  Luego  que  un  niño  haya  recibido 
la  primera  enseñanza,  se  le  destinará  al  arte, 
profesión  ú  oficio  á  que  más  disposición  teng'a 
y  él  quiera  elegir;  procurando  proporcionarle 
esta  segunda  enseñanza  fuera  de  la  cas»  en 
cualquier  pueblo  de  la  provincia;  y  sólo  en  el 
caso  de  que  esto  no  pueda  conseguirse,  se  en- 
tregará á  un  maestro  de  la  casa,  observándo- 
se lo  mismo  con  las  niñas,  seg'ún  sus  circuns- 
tancias. 

Art.  76.  A  toda  persona  de  uno  y  otro  sexo 
que  llegue  ya  á  ganar  más  de  lo  que  la  casa 
gastase  en  su  manutención,  se  le  reservará  el 
excedente  en  un  fondo  de  ahorros  del  modo 
que  se  prescriba  en  el  reglamento. 

Art.  77.  En  cuanto  sea  posible  se  propoi'- 
ciouará  también  por  estas  casas  trabajo  á 
aquellas  personas  de  ambos  scx(^  que  siendo 
naturales  de  la  provincia  no  halmn  en  ciertas 
temporadas  medios  de  ganar  su  suboisteucia. 


Art.  78.  Para  proporcionar  estímulo  al  tra- 
bajo, en  ninguna  casa  de  socorro  se  trabajará 
por  jornal,  sino  por  obra,  arreglándola  según 
la  materia,  naturaleza  y  calidad  del  trabajo. 

Art.  79.  No  debiendo  ya  ser  estas  casas  un 
encierro  de  gentes  forzadas,  sino  un  honroso 
asilo  de  impedidos  y  menesterosos,  se  les  per- 
mitirá una  prudente  y  arreglada  libertad,  pro- 
porcionándoles desahogos  y  diversiones  mode- 
radas, y  se  proscribe  para  siempre  en  ellas  el 
uso  de  g-rillos,  cepos,  azotes  y  calabozos. 

Art.  80.  Ninguna  persona  podrá  ser  dete- 
nida en  estas  casas  más  tiempo  que  el  que  ne- 
cesite para  su  socorro  y  cuidado;  pero  deberá 
preceder  á  su  salida  licencia  por  escrito  de  las 
Juntas  de  Beneficencia,  y  la  entrega  de  sus 
ahorros. 

Art.  81.  Cualquier  individuo  de  la  casa  que 
habiendo  observado  buena  conducta  quiera 
contraer  matrimonio  con  alguna  mujer  ampa- 
rada en  la  misma,  además  de  sus  ahorros,  re 
cibirá  una  gratificación  mayor  ó  menor,  según 
las  circunstancias  de  la  interesada. 

Art.  82.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior se  entenderá  también  conlos  que,  no  per- 
teneciendo al  establecimiento,  pero  teniendo 
oficio  y  buena  conducta,  contrajesen  matrimo- 
nio con  alguna  de  las  mujeres  amparadas  en 
estas  casas. 

Art.  83.  El  pasto  espiritual  de  las  casas  de 
socorro  estará  á  cargo  del  cura  de  la  parro- 
quia á  que  ellas  pertenezcan,  y  en  caso  de  ser 
muy  grande  el  número  de  personas  ampara- 
das en  alg'una  de  estas  casas,  la  Junta  de  Be- 
neficencia señalará  una  pensión  moderada  al 
cura,  para  que  con  ella  pueda  nombrar  un  te- 
niente que  le  ayude  en  el  desempeño  de  este 
cargo. 

Art.  84.  A  proporción  del  número  de  per- 
sonas, fábricas,  talleres  y  demás  negocios  que 
haya  en  cada  una  de  estas  casas,  la  Junta  de 
Beneficencia  respectiva  nombrará  una,  dos  ó 
más  personas  de  la  confianza  del  director  y  di- 
rectora para  que  á  sus  órdenes  les  ayuden  á 
desempeñar  los  importantes  ramos  de  su  cai*- 
go,  procurando  emplear  en  esto  los  mismos 
pobres  déla  casa  que  hubiese  idóneos  al  efecto. 

Art.  8.5.  Todo  lo  demás  concerniente  al  or- 
den, policía  y  administración  de  estas  casas 
será  objeto  de  un  reglamento  particular. 

TIT.  V De  los  socorros  domiciliarios. 

Art.  86.  Las  Juntas  parroquiales  de  Bene- 
ficencia (y  donde  no  las  haya  las  municipales) 
atenderán  á  las  necesidades  de  los  indig-entes 
de  su  distrito  de  tal  modo,  que  sólo  sea  condu- 
cido á  la  casa  de  socorro  el  que  por  ningún 
otro  medio  pueda  ser  socorrido  en  la  suya 
propia. 

Art.  87.  A  este  fin  nombrarán  un  individuo 
de  la  Junta  que  con  el  título  de  comisario  de 
pobres  estará  encargado  de  distribuir  los  so- 
corros domiciliarios;  debiendo  dar  á  la  Junta 
cada  semana  cuenta  exacta  de  las  cantidades 
invertidas,  del  número  de  pobres  socorridos  y 
de  todo  lo  demás  concerniente  á  la  recta  y  eco- 
nómica distribución  de  estos  socorros. 

Art.  88.  Para  que  un  necesitado  sea  soco- 
rrido en  su  casa  habrá  de  ser  vecino  residente 
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en  la  parroquia,  de  Inienas  costumbres  y  teuer 
oficio  ú  ocupación  conocida;  debiendo  las  mu- 
jeres gozar  igual  concepto  en  su  caso. 

Art.  K9.  Si  la  necesidad  proviniese  de  falta 
de  trabajo,  las  Juntas  procurarán  suministrar 
materias  primeras  á  los  individuos  de  ambos 
sexos,  determinando  la  cantidad  y  calidad  de 
dichas  materias,  según  las  circunstancias  de 
los  interesados,  y  tomando  las  precauciones 
necesarias  para  que  al  devolverse  elaboradas 
uo  se  cometa  la  menor  defraudación. 

Art.  90.  En  el  caso  de  ser  muchas  las  per- 
sonas necesitadas  y  tener  que  recurrir  á  la  dis- 
tribución de  alguna  sopa  económica,  cuidarA, 
la  Junta  de  hacer  trabajar  á  los  socorridos, 
descontándoles  del  precio  de  su  trabajo  el  va- 
lor del  alimento  que  se  les  suministrare. 

Art.  91.  Cuando  algiiu  pobre  no  tuviese 
casa  propia  ni  ajena  en  q\m  albergai'se,  ó  por 
otra  cualquier  causa  no  pudiese  ser  socorrido 
en  el  pVieblo  de  su  domicilio,  será  destinado 
por  la  Junta  al  establecimiento  de  Beneficen- 
cia á  que  corresponda,  facilitándole  el  pasa- 
porte y  los  auxilios  necesarios  para  el  viaje, 
con  prohibición  de  pedir  limosna  durante  él. 

Art.  92.  El  extranjero  que  se  estableciere 
en  uu  pueblo  con  algún  oficio,  arte  ó  profesión 
útil,  y  se  imposibilitare  para  ganar  su  susteu-, 
to,  participará  de  todos  los  socorros  que  la  Na- 
ción disiieusa  á  los  españoles  necesitados,  y  es- 
tará sujeto  á  las  mismas  leyes  y  reg'lamentos. 

Art.  9:!.  En  donde  ya  se  hallen  estableci- 
das las  casas  de  socorro,  ó  facilitados  los  au- 
xilios domiciliarios  bajo  el  sistema  prescrito  en 
esta  ley,  no  se  permitirá,  absolutamente  á  na- 
die, pedir  limosna  bajo  titulo  ni  pretexto  al- 
guno. 

Art.  94.  Las  autoridades  civiles  vigilarán, 
bajo  su  más  estrecha  responsabilidad,  sobre 
este  particular,  dando  inmediatamente  á  tocio 
mendigo  el  destino  que  le  corresponda,  seg'ún 
sus  circunstancias,  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  9'>.  Los  jefes  políticos  disi)ondrán, 
desde  lueg'o,  que  los  mendigos  sean  traslada- 
dos al  pueblo  de  su  domicilio  ó  naturaleza,  cii 
vas  autoridades  locales,  previos  los  informes 
corr es: '0!i  dientes  sobre  las  necesidades  de  cada 
uno  de  ellos,  ])rovidenciaráu  lo  conveniente, 
dando  aviso  á  las  Juntas  municipales  de  Be- 
neficencia por  lo  respectivo  á  los  socorros  que 
fuere  oportuno  prestarles. 

Art.  96.  Mientras  se  plantifica  este  sistema 
tampoco  podrá  pedir  limosna  el  que  no  teiig'a 
licencia,  por  escrito,  de  la  respectiva  .Junta 
municipal  de  Beneficencia,  la  cual  tomará  al 
efecto  los  correspondientes  informes;  y  si  fue- 
re transeúnte  el  que  la  solicite,  no  se  le  dará  á 
no  expresarse  en  su  pasaporte  que  es  pobre 
de  solemnidad. 

Art.  97.  Las  .Juntas  de  Beneficencia  promo- 
verán las  asociaciones  piadosas  que  tengan 
por  objeto  el  alivio  de  los  presos  en  las  cárceles 
públicas;  debiendo  estas  asociaciones  excitar, 
en  casos  extraordinarios,  el  celo  de  las  Juntas 
para  el  posible  socorro  de  los  presos,  sin  per- 
juicio de  los  demás  establecimientos  de  Bene- 
ficencia. 


TIT.  VI.— De  la  hospitalidad  domiciliaria. 

Art.  98.  En  todos  los  pueblos  de  la  Monar- 
quía, segúu'sus  circunstancias  lo  permitan,  se 
establecerá  la  hospitalidad  domiciliaria,  limi- 
tándose, en  lo  posible,  la  curación  de  los  en- 
fermos en  los  hospitales  á  los  que  no  teugau 
domicilio  en  el  pueblo  en  que  enfermaren,  á 
los  que  padezcan  enfermedades  sospechosas  y 
á  los  que  no  se  hallen  con  las  circunstancias 
prevenidas  en  el  art.  88  de  esta  ley. 

Art.  99.  Las  Juntas  parroquiales  de  Bene- 
ficencia, y  en  su  defecto  las  municipales,  cui- 
darán de  suministrar  á  los  enfermos  pobres  en 
sus  mismas  casas  los  socorros  y  medicamentos 
necesarios,  nombrando  al  efecto  uno  ó  má.s 
vocales,  que,  bajo  el  titulo  de  enfermeros,  es- 
tén encargados  de  todo  lo  concerniente  á  este 
ramo.  ^ 

Art.  100.  Será  cargo  de  los  enfermeros  to- 
mar los  correspondientes  informes  y  oir  el  pa- 
recer del  facultativo  antes  de  suministrar  so- 
corro alg'uno,  á  excepción  de  los  casos  muy 
iirgeutes  en  cjue  peligrase  inminentemente  la 
vida  de  algún  enfermo. 

Art.  101.  Los  enfermeros  darán  cada  sema- 
na á  la  Junta  parroquial  ó  municipal,  cuenta 
exacta  de  las  cantidades  cjue  se  hayan  inver- 
tido en  este  objeto,  de  los  enfermos  que  se  ha- 
yan curado,  muerto  ó  adolecido  de  nuevo,  y 
de  todo  ciianto  juzguen  digno  de  ponerse  en 
conocimiento  de  la  Junta,  para  que  ésta  pro- 
vea por  si  lo  conveniente,  o  recurra  á  la  mu- 
nicipal en  caso  necesario. 

Art.  102.  Para  la  asistencia  de  los  enfer- 
mos las  Juntas  parroquiales  nombrarán  los 
facultativos  necesarios,  á  quienes,  previa  la 
aprobación  de  la  municipal,  señalarán  el  ho- 
norario correspondiente,  y  recomendarán  al 
Gobierno,  por  conducto  de  los  Ayuntamientos, 
á  los  que  se  presten  gratuitamente  al  desem- 
peño de  este  cargo. 

Art.  103.  En  la  parroquia  ó  pueblo  en  que 
hubiese  alg'una  asociación  de  caridad,  cuyo 
objeto  sea  el  asistir  y  socorrerá  los  socios  enfer- 
mos en  sus  propias  casas,  los  enfermeros  de  la 
Junta  de  Beneficencia  se  pondrán  de  acuerdo 
con  los  de  dicha  asociación  para  auxiliar  sus 
operaciones  en  caso  necesario  y  para  asegu- 
rarse de  que  nada  falta  á  los  enfermos  que  se 
hallen  en  el  caso  de  reclamar  la  asistencia  y 
vigilancia  de  la  Junta. 

TÍT.  VII. — De  la  hospitalidad  pública. 

Art.  104.  Los  enfermos  que  no  pudiesen  ser 
asistidos  y  curados  en  sus  propias  casas,  lo  se- 
ráu  en  los  hospitales  públicos. 

Art.  105.  Habrá  hospitales  públicos  en  to- 
das las  capitales  de  provincia  y  en  todos  los 
pueblos  en  que  el  Gobierno  juzgue  convenien- 
te que  los  haya,  oídos  los  Ayuntamientos  y 
Diputaciones  provinciales  respectivas. 

Art.  106.  Ningún  pueblo,  por  grande  que 
sea,  tendrá  más  de  cuatro  hospitales,  que  se 
procurará  situar  en  otros  tantos  ángulos  ó  ex- 
tremos del  mismo;  y  el  Gobierno,  oyendo  á  las 
Diputaciones  provinciales ,  determinará  los 
que  deba  h^er  en  cada  uno,  seg'úu  su  pobla- 
ción y  dem^  circunstancias. 

Art.  107.     Entre  estos  cuatro  hospitales  no 
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se  comprendei'iV  el  de  convalecencia,  que  será 
separado,  siempre  que  sea  posible,  y  el  de  lo- 
cos, que  lo  será  siempre. 

Art.  108.  En  los  pueblos  en  que  se  haya  es- 
tablecido lo  hospitalidad  domiciliaria,  ningún 
hospital  deberá  contener  más  de  300  enfermos 
sino  en  los  casos  extraordinarios. 

Art.  109.  En  los  hospitales  habrá  departa- 
mentos ú  salas  separadas  para  hombres  y  mu- 
jeres, niños  y  adultos,  parturientas  y  paridas, 
diferentes  clases  de  enfermedades  y  convale- 
cientes, en  cuanto  la  localidad  lo  permitiere. 

Art.  1 10.  Habrá  también  una  ó  más  piezas 
separadas  para  los  enfermos  cuyas  estancias 
fueren  costeadas  por  ellos  mis'ttios,  por  sus 
amos  ó  por  otra^j  personas. 

Art.  111.  Además  del  competente  número 
de  enfermeros  ó  «nfermeras,  habrá  en  cada 
hospital  un  director  dotado  de  las  calidades 
debidas,  á  cuyo  cargo  estará  el  gobierno  inte- 
rior del  establecimiento  y  la  conducta  de  los 
empleados  y  enfermos. 

Art.  112.  Habrá  también  en  los  hospitales 
el  competente  número  de  capellanes,  adorna- 
dos de  las  circunstancias  necesarias,  para 
ejercer  debidamente  en  ellos  su  sagrado  minis- 
terio, sin  ])erjuicio  de  la  autoridad  y  derechos 
parroquiales. 

Art.  ll;5.  En  los  hospitales  de  pocos  enfer- 
mos un  individuo  de  la  Junta  municipal  de 
Beneficencia,  nombrado  por  ella,  podrá  ejer- 
cer el  cargo  de  director,  y  el  cura  del  pueblo 
ó  su  teniente  atender  á  la  asistencia  espiritual 
de  los  enfermos. 

Art.  114.  Habrá  en  los  hospitales  el  corres- 
pondiente número  de  facultativos,  dotados 
competentemente,  cuyas  plazas  serán  provis- 
tas por  rigorosa  oposición  en  los  hospitales  de 
las  capitales,  debiendo  ser  en  todos  ellos  de 
nombramiento  de  las  Juntas  municipales  de 
Beneficencia;  pero  esta  disposición  solo  se  en- 
tenderá para  lo  sucesivo  y  sin  perjuicio  de  los 
actuales. 

Art.  115.  La  entrada,  colocación,  perma- 
nencia y  salida  de  los  enfermos,  la  ventilación, 
limpieza  y  fuinig'aciones,  el  modo  de  depositar 
los  cadáveres,  la  cantidad  y  calidad  de  los  ali- 
mentos, el  orden  y  hora  de  tomarlos,  y  todo 
lo  demás  perteneciente  al  rég'imen  interior, 
como  taniliién  el  orden  y  ascenso  de  los  facul- 
tativos, sus  atribuciones  y  su  autoridad  sobre 
los  empleados  del  hospital,  la  admisión  y  obli- 
g-aciones  de  los  practicantes,  el  tiempo  y  modo 
de  las  visitas,  serán  objeto  del  reglamento. 

Art.  lib.  En  los  pueblos  en  que  sea  muy 
numerosa  la  hospitalidad  piiblica  las  Juntas 
municipales  de  Benefícencia  podrán  establecer 
fuera  de  la  población  casas  de  convalecencia, 
á  las  que  se  conducirán  los  convalecientes  de 
los  hospitales,  previo  el  dictamen  de  los  facul- 
tativos. 

Art.  117.  Las  casas  de  convalecencia  ya 
existentes  dentro  de  los  pueblos  podrán  que- 
dar á  juicio  del  Gobierno,  habiendo  oido  á  las 
Diputaciones  provinciales  y  Ayuntamientos 
respectivos. 

Art.  lis.  Un  reglamento  especial  dispon- 
drá el  régimen  interior  y  cuanto  fuere  condu- 


cente para  el  mejor  gobierno  de  las  casas  de 
convalecencia. 

Art.  119.  Habrá  casas  públicas  destinadas 
á  recoger  y  curar  los  locos  de  toda  especie, 
las  cuales  podrán  ser  comunes  á  dos  ó  más 
provincias,  según  su  población,  distancias  y 
recursos,  y  aun  según  el  niiniero  ordinario  de 
locos  en  ellas;  todo  á  juicio  del  Gobierno. 

Art.  120.  Estas  casas  no  deberán  estar 
precisamente  en  la  capital,  y  el  Gobierno  po- 
drá establecerlas  en  otros  puntos  de  la  pro- 
vincia que  ofrezcan  más  ventajas  y  comodi- 
dades para  la  curación  de  los  locos. 

Art.  121.  En  estas  casas  las  mujeres  ten- 
drán un  departamento  distinto  del  de  los  hom- 
bres, y  las  estancias  de  los  locos  serán  sepa- 
radas en  cuanto  fuere  posible  según  el  dife- 
rente carácter  y  periodo  de  la  enfermedad. 

Art.  122.  El  encierro  continuo,  la  aspereza 
en  el  trato,  los  golpes,  grillos  y  cadenas  jamás 
se  usarán  en  estas  casas 

Art.  123.  Se  ocupará  á  los  locos  en  los 
trabajos  de  manos  más  proporcionados  á  cada 
tino,  según  la  posibilidad  de  la  casa  y  el  dicta- 
men del  médico. 

Art.  124.  Habrá  un  director,  á  cuyo  cargo 
estará  la  parte  económica  de  la  casa,  como 
también  la  gubernativa  en  todo  lo  que  no  tu- 
viere relación  directa  con  la  curación  de  los 
locos. 

Art.  125.  Podrán  los  particulares  estable- 
cer de  su  cuenta  casas  de  locos;  pero  éstas  de- 
berán estar  también  bajo  la  inspección  de  las 
Juntas  de  Beneficencia. 

Art.  12Ü.  La  admisión,  colocación  y  ali- 
mentos de  los  locos,  la  forma  del  edificio  y 
estancias  particulares,  la  cantidad  <jue  deban 
pagar  los  que  puedan  costear  su  curación,  las 
atribuciones  de  los  facultativos,  las  circuns- 
tancias de  los  sirvientes,  el  orden  y  tiempo  de 
las  visitas,  todo  será  objeto  de  un  reglamento 
especial. 

TIT.  VIH.  -DisrosiciONKS  generales. 

Art.  127.  Todos  los  establecimientos  de 
Beiu'ficencia,  de  cualquiera  clase  y  denomnia- 
ción  que  sean,  incluso  los  de  patronato  parti- 
cular, sus  fondos  y  rentas,  quedan  sujetos  en 
todo  al  orden  de  policía  que  prescribe  esta  ley. 

Art.  128.  El  Gobierno  indemnizará  á  los 
patronos  por  derecho  de  sangre,  mediante 
transacciones  particulares,  los  derechos  perso- 
nales y  pecuniarios  que  les  correspondiesen 
por  fundación,  sin  que  entre  tanto  que  se  ve-* 
rifiquen  los  contratos  respectivos  puedan  sei" 
privados  del  goce  de  aquellos  derechos. 

Art.  129.  Cuando  los  establecimientos  de 
que  habla  el  articulo  anterior  hubiesen  sido 
fundados  exclusivamente  para  socorro  de  al- 
guna familia,  clase,  corporación,  pueblo,  pro- 
vincia ó  nación  determinada,  se  propondrá 
por  las  Juntas  municipales  de  Beneficencia  á 
los  interesados  en  su  conservación  la  cesión 
del  derecho  que  pueda  corresponderles,  ofre- 
ciéndoles iguales  ventajas  en  los  estableci- 
mientos análogos  del  pueblo  ó  provincia  á  que 
pertenezcan;  y  si  conviniesen  en  ello,  se  agre- 
garán sus  haberes  al  fondo  común  de  Benefl- 
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cencía,  cuidando  las  Juntas  de  cumplir  escru- 
pulosamente lo  pactado. 

Art.  130.  Los  contratos  indicados  en  los 
dos  aniculos  anteriores  estarán  sujetos  á  la 
aprobación  del  Gobierno. 

Arl.  131.  Si  los  interesados  no  conviniesen 
en  este  jiartido,  no  se  adniitir.'ln  las  personas 
correspondientes  ¡I  aquellas  familias,  corpora- 
ciones ó  naciones  en  los  establecimientos  pú- 
blicos del  pueblo  en  que  estuvieren  fundados 
dichos  establecimientos  particulares,  mientras 
no  esté  lleno  el  objeto  de  su  fundación,  y  en 
todo  caso  quedarán  obligados  á  observar  las 
leyes  y  reglamentos  vigentes  en  el  nuevo  sis- 
tema, y  á  presentar  sus  cuentas  á  la  Junta 
municipal  de  Beneficencia,  únicamente  para 
examinar  si  .se  cumple  lo  dispuesto  por  los  fun- 
dadores, y  cuidar  se  lleve  á  debido  efecto  su 
voluntad. 

Art.  132.  Se  admitirán  en  todos  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia  pensiones  á  fa 
vor  de  personas  determinadas,  las  cuales  se- 
rán tratadas  religiosamente  con  arreglo  á  los 
convenios  celebrados  al  efecto  con  la  Junta 
municipal  y  aprobados  por  el  Ayuntamiento. 

Art.  133.  Este  plan  de  beneficencia  se  irá 
planteando  en  toda  la  Monarquía  al  paso  que 
se  proporcionen  medios  para  verificarlo. 

Art.  134.  Todos  los  establecimientos  des- 
tinados á  objeto  público  de  beneficencia  no 
mencionados  en  esta  ley  deberán  suprimirse, 
adjudicándose  sus  fondos  á  los  que  queden 
existentes  en  la  misma  provincia,  según  su 
respectiva  analogía;  pero  no  se  comprende- 
rán en  esta  providencia  los  colegios  de  ins- 
trucción para  ciegos  y  sordomudos,  y  cuales- 
quiera otras  casas  cuyo  objeto  sea  la  educa- 
ción de  ambos  sexos,  los  cuales  establecimien- 
tos no  están  comprendidos  en  está  ley. 

Art.  135.  El  Gobierno  tomará  las  medidas 
más  eficaces  para  averig-xiar  brevemente  y 
con  toda  la  exactitud  posible  á  cuánto  ascien- 
den en  cadaprovincia  los  fondos  aplicados  á 
objetos  de  beneficencia,  de  cualquier  clase 
que  sean,  jiroponiendo  á  las  Cortes  las  refor- 
mas y  economías  que  crea  deben  hacerse  en 
su  administración. 

Art.  136.  Si  reunidos  estos  fondos  aún  re- 
sultase un  déficit  para  costear  los  estableci- 
mientos prescritos  en  este  plan,  el  Gobiemio, 
tomando  los  correspondientes  informes,  pro- 
pondrá á  las  Cortes  el  modo  de  cubrirlo  per- 
manentemente. 

Art.  137.  Se  autoriza  al  Gobierno  para 
•  que,  oyendo  á  las  Diputaciones  provinciales  y 
Ayuntamientos  respectivos,  destine  á  estable- 
cimientos de  Beneficencia  los  edificios  públi- 
cos que  crea  más  á  propósito,  entre  los  que 
pertenecieron  á  establecimientos  ó  Corpora- 
ciones suprimidas. 

Art.  138.  Las  Diputaciones  provinciales 
projjondrán  al  Gobierno  los  medios  que  juz- 
guen más  convenientes  para  ir  estableciendo 
en  sus  respectivas  provincias  este  plan  gene- 
ral de  Beneficencia.  Lo  cual  presentan  las 
Cortes  á  S.  M.  etc.,  Madrid  27  de  Diciembre 
de  1821.»  Palacio,  23  Enero  de  1822.  Publlque- 
se  como  ley.— Fernando.»  (D.  de  las  C,  t.  8, 
pág.  115.) 


Inst.  30  Noviembre  1833. 

Se  inserta  en  Gobieuno  y  administración 
DE  LAS  PROVINCIAS.  El  Cap.  IX  habla  de  los 
hospicios,  hospitales  y  otros  establecimientos 
de  Beneficencia. 

B.  O.  26  Marzo  1834. 

Inspección  y  protectorado  <íe  los  establecimientos 

de  Beneficencia. 

(FoM.)  «Persuadida  S.  M.  la  Reina  Gober- 
nadora de  la  necesidad  de  establecer  reglas 
uniformes  que  fijen  con  claridad  y  precisión 
las  relaciones  que  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia del  Reino  deben  tener  con  los  sub- 
delegados de  Fomento,  y  el  orden  con  que  han 
de  intervenir  en  su  régimen;  y  enterada  de  lo 
manifestado  por  varios  de  estos  jefes,  y  prin- 
cipalmente por  el  de  Granada,  se  ha  dignado 
aprobar  las  reglas  siguientes: 

1."  Todos  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia, ya  sean  de  fundación  ó  patronato  Real, 
ya  del  de  otra  Corporación  ó  persona,  están 
bajo  la  vigilancia  y  protección  de  los  subdele- 
gados de  Fomento  de  la  provincia  en  que  se 
hallen. 

2."  Pueden,  por  tanto,  visitarlos  dichos  je- 
fes cuando  lo  juzguen  oportuno,  celar  sobre 
que  se  cumplan  los  reglamentos  ó  estatutos, 
proponer  la  modificación  ó  variación  de  éstos 
cuando  lo  consideren  útil,  y  ejercer,  en  fin,  la 
vigilancia  que  sobre  todos  los  establecimien- 
tos públicos  corresponde  al.Gobierno,  de  quien 
los  subdelegados  son  agentes  especiales. 

3.*  Por  consecuencia  del  derecho  de  ins- 
pección, protección  y  vigilancia  que  compete 
á  los  subdelegados,  y  atendidos  los  vicios  de 
que  hoy  adolecen  casi  todos  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  del  Reino,  deberán  dichos 
jefes  hacer  desaparecer  los  abusos  que  advir- 
tieren, tomar  noticias  de  .sus  rentas,  ver  el 
modo  con  que  se  administran  y  la  proporción 
que  guardan  con  sus  necesidades,  intervenir 
su  inversión,  examinar  sus  cuentas,  reducir 
sus  empleados  á  los  que  las  del  servicio  exi- 
jan, y  hacer,  en  fin,  eficaz  la  protección  que  el 
Gobierno  desea  dar  á  los  asilos  de  dolientes  y 
menesterosos. 

4."  En  conformidad  de  los  principios  adop- 
tados por  regla  general,  los  presidentes  délos 
Ayuntamientos  presidirán  las  Juntas  de  los 
establecimientos  locales  de  Beneficencia,  y  los 
subdelegados  las  de  los  establecimientos  pro- 
vinciales, cediéndoles  siempre  el  asiento  pre- 
ferente en  el  caso  de  que  alguna  vez  juzguen 
útil  asistir  á  las  locales. 

5.*  Queda  abolida  la  antigua  costumbre  de 
elegir  precisamente  de  la  nobleza  y  estado 
eclesiástico  todos  los  individuos  que  deban 
componer  las  Juntas  ó  Corporaciones  directi- 
vas de  aquéllos,  y  eií  lo  sucesivo  recaerán  las 
elecciones  en  sujetos  que,  cualquiera  que  sea 
la  clase  á  que  pertenezcan,  posean  conoci- 
mientos en  la  ciencia  económica,  y  estén  do- 
tados de  celo  por  el  bien  de  sus  semejantes. 

6."  Todas  las  autoridades.  Corporaciones 
ó  Hermandades  encargvadas  de  la  dirección  de 
los  referidos  establecimientos,  cumplirán  exac- 
tamente cuantas  órdenes  relativas  á  los  mis- 
mos expidan  los  subdelegados  de  Fomento 
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dentro  de  sus  atribuciones. — De  Real  orden, 
etcétera.  Madrid  26  de  Marzo  de  1834.»  (C.  L., 
tomo  19,  pdg.  166.) 

B.  O.  22  Septiembre  1834. 

Se  mandó  cesar  al  colector  g-eneral  de  espo- 
lios  y  vacantes  en  el  desempeño  de  la  Super- 
intendencia general  de  las  casas  de  misericor- 
dia y  hospicios.  (C.  L.,  t.  19,  pdg.  390.) 
E.  D.  8  Septiembre  1836. 
Restableciendo  la  ley  de  1822. 

(GoB.)  «Deseando  que  la  Beneficencia  pú- 
blica se  arregle  en  su  ejercicio  del  modo  mAs 
adecuado  y  capaz  de  llenar  los  grandes  obje- 
tos que  la  humanidad  y  la  justicia  reclaman, 
he  tenido  ¡i  bien  decretar  A,  nombre  de  mi  au- 
gusta hija,  etc.,  lo  siguiente: 

ArtlcuU'  1."  Se  restablece  en  toda  su  fuer- 
za y  vigor  el  Reg.  general  de  Beneficencia  pú- 
blica, decretado  por  las  Cortes  e.^ctraordina- 
rias  y  sancionado  por  mi  difunto  esposo  en  6 
de  Febrero  de  18-2-2.»  (Contiene  otros  dos  ar- 
tículos transitorios.)  (C.  L.,  t.  21,  pág.  382.) 

R.  O.  20  JuUo-2-t  Agosto  1838. 

Sean  defendidos  por  pobres  los  eatablecimientoa 

de  Beneficencia. 

(Grac.  t  Just.  yGob.)  «...Conformándose 
S.M.con  lo  consultado  por  ese  Tribunal  (el  Su- 
premo) acerca  de  una  instancia  de  la  Diputación 
provincial  de  Barcelona,  y  de  la  Junta  de  Be- 
neficencia de  Areyns  de  Mar,  se  ha  servido  re- 
solver que  los  hospitales,  hospicios  y  demíis 
institutos  de  Beneficencia,  sean  defendidos  gra- 
tuitamente como  pobres  en  los  pleitos  de  cual- 
quiera clase  que  tengan  que  sostener,  enten- 
diéndose esto  con  la  calidad  de  por  ahoi-a,  y 
hasta  que  aquellos  establecimientos  mejoi-en  de 
situación,  y  se  pueda  en  tal  caso  ordenar  otra 
cosa  por  regla  general. 

Y  cumplimentada,  etc.  Cartagena  6  de  Agos- 
to de  1838.»  (Col.  de  El  Castellano,  t.  5.°,  pá- 
gina 23.) 

B.  O.  30  Noviembre  1838. 
Casas  y  establecimienfos  particulares. 

(GoB.)  Se  resolvieron  algunas  dudas  sobre 
el  cumplimiento  de  la  ley  de  Beneficencia  de 
182-'  en  lo  relativo  iljnntasy  se  mandó  además: 

«5.°  Que  en  las  casas  y  establecimientos 
mantenidos  con  fondos  particulares  se  respete 
el  derecho  de  propiedad,  limitándose  las  Dipu- 
taciones provinciales  k  proponer  á  la  Superio- 
ridad, por  conducto  de  los  jefes  políticos,  con 
arreglo  al  art.  138,  lo  que  tengan  por  conve- 
niente acerca  de  su  estado  y  de  las  mejoras  que 
consideren  oportunas,  pudiendo  desde  luego 
ponerlas  en  obra,  si  hubiere  conformidad  por 
ambas  partes.»  (Ó.  L.,  t.  24,  p.  628.) 

B.  o.  30  Diciembre  1838. 
Las  Juntas  no  entablen  litigios  sin  recurrir  á  S.  M. 

(GoB.)  «...S.  M...  se  ha  servido  resolver, 
conformándose  con  lo  propuesto  por  la  Junta 
auxiliar  consultiva  de  este  Ministerio,  que  ni 
las  .Juntas  municipales  entablen  recurso  algu- 
no en  los  Tribunales  ordinarios,  ni  éstos  se  los 
admitan,  asi  como  tampoco  k  los  demás  esta- 
blecimientos públicos  de  Beneficencia  los  que 
interpusieren  contra  las  mismas,  sin  que  los  de- 
mandantes acrediten  previamente  que  han  re- 


currido á  S.  M.  por  la  vía  gubernativa  para  ob- 
tener la  protección  de  sus  derechos;  prometién- 
dose S.  M.  que  por  este  medio  se  logrará  la  de- 
bida justicia  con  más  expedición,  reservando 
el  recurso  judicial  solamente  para  aquellos  ca- 
sos en  que  no  quepa  avenencia  ó  se  ofrezcan 
dudas  graves.  —  De  Real  orden,  etc.  Madrid  30 
de  piciembre  de  1838.»  (C.  L.,  t.  24,  p.  701.) 

E.  O.  8  Mayo  1840. 
Sobre  destino  y  asistencia  de  dementes. 
(GoB.)  «...S.  M.  se  ha  servido  mandar...  se 
prevenga  alas  autoridades  eclesiásticas,  judi- 
ciales y  civiles  que  cuando  se  destine  por  pro- 
videncia gubernativa  ó  judicial  alg'ún  demen- 
te, al...  hospital  de  Toledo  ó  á  cualquiera  otro 
que  esté  eu  su  caso  que  sea  provincial  ó  local, 
se  imponga  ala  familia  ó  bienes  de  aquél  la  obli- 
gación de  atender  en  todo  ó  en  parte  k  su  ma- 
nutención y  asistencia,  y  que  en  el  caso  de  ser 
el  demente  pobre  de  solemnidad  ó  desvalido, 
arbitre  la  Diputación  provincial  k  que  corres- 
ponda el  modo  de  cubrir  aquel  gvisto. — Madrid 
8  de  Mayo  de  1840,  etc..   (C.  L.,  t.  26,  p.  172.) 

R.  D.  17  Enero  1841. 
Sobre  el  patronato  ejercido  por  comunidades  suprimidas. 
(GoB.)  Extracto. —  Declaró  que  cuando  el 
patronato  se  ejercía  por  comunidades  religio- 
sas, caducó  en  virtud  de  la  supresión  de  éstas, 
y  sus  funciones  deben  recaer  en  los  demás  pa- 
tronos nombrados  por  la  fundación,  aunque 
sea  uno  solo,  en  cuyo  caso,  como  eu  el  de  no 
haber  patrono,  corresponde  á  la  autoridad  ci- 
vil con  arreglo  alas  leyes,  el  inspeccionar  si 
cumple  lo  dispuesto  por  los  fundadores,  y  cui- 
dar se  lleve  á  debido  efecto  su  voluntad.  Hoy, 
sin  embaraw,  debe  estarse  al  art.  8."  de  la  ins- 
trucción dW?  de  Abril  de  1875. 

R.D.  29  Julio  1841. 

(GoB.)  Se  nombró  una  Comisión  encargada 
de  revisar  el  reglamento  de  Beneficencia  y  de 
proponer  un  proyecto  de  ley  que  establezca  la 
oportuna  subdivisión,  administración  y  depen- 
dencia de  los  establecimientos  piadosos,  sobre 
la  base  de  centralización  de  todos  los  fondos 
aplicados  á  Beneficencia,  aunque  resp  'tando 
eu  cuanto  sea  útil  v  posible  la  voluntad  de  los 
fundadores  '.  29  Jiilio  1841.  (C.  L.,t.  27,  pági- 
na 490.) 

B.  O.  23  Marzo  1845. 
Mandas  y  legados  á  la  Beneficencia. 

(Grac.  y  Just.)  «Para  que  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia  no  se  vean  privados 
injustamente  de  las  mandas  y  legados  que  per- 
sonas caritativas  suelen  dejar  constituidos  á 
favor  de  aquéllos  en  sus  disposiciones  testa- 
mentarias, se  ha  servido  resolver  la  Reina  nues- 
tra Señora,  eu  vista  de  lo  solicitado  por  la  Jun- 
ta municipal  de  esta  corte,  de  a-uerdo  con  el 
Ministerio  de  la  Gobernación,  que  los  escriba- 


>  Por  otra  Real  orden  de  la  misma  fecha  se  pidió  d  las 
Corporaciones  ó  jefes  encargados  de  los  establecimientos 
de  Beneficencia,  ¡/a  generales,  ya  provinciales  de  partido 
ó  de  pueblo,  y  díos  administradores  de  obras  pin^,  me- 
morias ó  de  cualquier  otro  instituto  benéfico,  .v»  sean  da 
patronato  Real,  eclesiástico  ó  particular,  que  facilitaran, 
bajo  su  responsabilidad,  noticias  exactas  de  la  proceden- 
cia de  la  fundación,  sus  rentas  ó  productos  en  todos  con- 
ceptos, y  obligaciones  y  cargas  dque  aquéllos  estén  afectos. 


BENEFICENCIA.  (1845—1846.) 


_14 

no.s  públioo.s,  ó  los  notarios  reales  eu  su  caso, 
al  dar  la  primera  copia  de  los  testamentos  ó  co- 
dicilos  que  ante  ellos  ó  en  su  respectivo  Regis- 
tro se  Iwibieren  otorgado,  la  expidan  asimismo 
de  las  clAusulas  que  contengan  alguna  manda 
ó  legado  para  dichos  establecimientos, ó  den  su 
fe  negativa  de  no  contener  ninguna  cláusula 
de  esta  clase;  y  que  si  no  expidieren  la  prime- 
ra copia  il  instancia  de  los  interesados  dentro 
de  un  mes,  contado  desde  el  fallecimiento  del 
testador,  faciliten  en  los  tres  días  inmediatos 
la  copia  testimoniada  que  queda  prevenida,  ó 
el  documento  neg'ativo  en  su  caso,  remitién- 
dolos sin  exigir  derechos  al  jefe  político  de  la 
provincia  respectiva  para  que  adopte  las  dis- 
posiciones convenientes. — UeReal  orden,  etcé- 
tera.—MadridáS  deMarzo  de  IHiri. » (C.  L.,  t.  34, 
pág.  IIG.) 

R.  o.  16  Abril  184.5. 

Declarando  que  la  prohibición  de  adquirir 
bienes  raices  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia no  tiene  efecto  retroactivo  á  lo  verifica- 
do antes  de  30  de  Agosto  de  1836. 

Es.   Os.  2  Febrero   y  2.5  Marzo   1846. 
Pidiendo  datos  de  casas  de  dementes. 

(GoB.)  Se  pidieron  á  los  jefes  políticos  no- 
ticias de  los  establecimientos  de  dementes  de 
sus  respectivas  provmciíis.(C.L.,t.36,p.  186.) 

Esto  mismo  se  les  previno  por  otra  R.  O.  de 
25  de  Marzo  del  mismo  año,  encargándoles 
que  no  habiendo  casas  de  dementes,  manifes- 
tasen á  qué  puntos  son  conducidos  los  des- 
graciados á  quienes  esta  enfermedad  ataca. 
(C.  L.,  t.  36,  p.  538.) 

B.  O.  25  Marzo  1846. 

Protectorado  del   Gobierno  sobre  las  ^Kdaciones 

benéficas. 

(GoB.)  «Cuando  los  poderes  legislativo  y 
ejecutivo  residían  en  el  Trono,  disposiciones 
Reales  confirieron  á  diversas  autoridades  el 
protectorado  de  las  fundaciones  sin  distinción 
alguna,  y  crearon  además  Juzgados  especia- 
les para  fallar  los  negocios  contenciosos  rela- 
tivos á  las  mismas.  Establecido  el  Gobierno 
representativo,  pasó  el  protectorado  en  las 
provincias  á  los  jefes  políticos,  y  todo  lo  con- 
tencioso á  la  justicia  ordinaria.  Este  cambio 
de  sistema,  unido  al  restablecimiento  de  la  ley 
de  6  de  Febrero  de  1822,  ha  dado  ocasión  á  va- 
rias dudas  que  S.  M.  me  manda  aclarar  en  tér- 
minos que  sirvan  de  regla  para  lo  sucesivo. 
Revestido  el  Gobierno  de  S.  M.  por  el  art.  43 
de  la  Constitución  de  un  soberano  imperio  so- 
bre cuanto  concierne  al  orden  público,  ejerce 
por  sí  mismo,  y  por  medio  de  los  jefes  políti- 
cos sus  delegados,  el  protectorado,  no  tan  so- 
lamente de  los  establecimientos  que  pertene- 
cen al  Estado,  á  las  provincias  ó  á  los  pueblos, 
sino  también  el  de  los  intereses  colectivos, 
que,  como  el  socorro  de  pobres,  ó  el  dote  de 
doncellas,  sin  entrar  en  el  cuadro  de  aquellas 
divisiones  políticas,  requieren  una  especial 
tutela  de  parte  de  la  Administración  pública, 
ya  por  su  iiiiportancia,yapor  carecer  de  repre- 
sentante que  eficazmente  los  defienda.  Siem- 
pre que  el  protectorado  ó  la  administración  de 
los  intereses  públicos  ó  colectivos  están  reuni- 


dos en  una  sola  mano,  el  Gobierno  ejerce  en 
toda  su  plenitud  el  imperio  de  que  se  halla 
coustitucionalmente  revestido;  pero  cuando 
los  patronos  ó  administradores  son  personas 
particulares,  el  ejercicio  del  protectorado  que- 
da reducido  A  la  vigilancia  é  intervención 
necesaria  para  que  la  voluntad  del  fundador 
teng-a  debido  cumplimiento.  Toda  duda  sobre 
la  inteligencia  de  esta  voluntad,  debe  ser  re- 
suelta por  los  Tribunales  ordinarios.  Cuando 
por  disposición  explícita  del  fundador  queda 
el  cumplimiento  de  su  voluntad  á  la  fe  y  con- 
ciencia del  patrono  ó  administrador,  cesa  toda 
facultad  coercitiva  de  parte  del  protectorado, 
porque  la  voluntad  de  un  fundador  debe  ser 
respetada  en  tanto  que  no  se  opone  ni  á  la  mo- 
ral, ni  á  la  naturaleza,  ni  á  las  leyes.  Por  últi- 
mo, si  una  fundación  de  aquellas  en  que  tienen 
parte  los  intereses  públicos  ó  colectivos  se  ha- 
llase sin  patrono,  ó  nadie  se  creyese  con  dere- 
cho á  serlo,  ósi  creyéndose  alg'uuo  considerase 
el  jefe  político  que  no  le  corresponde,  en  tales 
casos  debe  éste  nombrar  por  si  mismo  un  pa- 
trono, en  tanto  que  un  fallo  judicial  no  venga 
á  declarar  este  derecho. — De  Real  orden,  etc. 
Madrid  25  de  ilarzo  de  184G.»  (C.  L.,  t.  30, 
pág.  541.) 

H.  O.  1.»  Abril  1846. 
Los  gastos  de  los  dementes  son  de  cargo  de  los  2)resupues- 
tos  provinciales. 

(GoB.)  «Vista  la  comunicación  de  V.  S.  de 
6  de  Marzo  próximo  pasado  dando  cuenta  de 
las  reclamaciones  de  la  Junta  do  Beneficencia 
de  Granada  para  el  pago  de  lo  que  la  Munici 
palidad  del  ramo  en  esa  ciudad  y  su  Ayunta- 
miento le  están  debiendo  por  las  estancias  de 
los  dementes  de  esa  provincia  existentes  en  el 
Hospicio  de  aquella  ca])ital,se  ha  servido S.M. 
resolver  que  el  gasto  que  ocasionen  estos  des- 
graciados se  incluya  en  el  presupuesto  provin- 
cial, aumentando  los  repartimientos  que  se  ha- 
gan á  los  pueblos  para  cubrir  el  déficit,  con 
una  cantidad  proporcionada  á  su  respectivo 
vecindario. — De  Real  orden,  etc.— Madrid  1." 
de  Abril  de  1846.»  (C.  L.,  t.  37,  p.  30.J 

E.  O.  3  Abril  1846. 

Clasificación  de  los  establecimientos  de  Beneficencia. 

Facidtades  de  los  alcaldes,  etc. 

(GoB.)  «La  ley  de  6  de  Febrero  de  1822  eu- 
carg'aba  la  dirección  de  la  Beneficencia  públi- 
ca á  las  .Juntas  municipales  en  calidad  de  auxi- 
liares de  los  A_yuntamientos.  Semejante  sista- 
ma  es  insostenible  desde  que  publicada  la  ley 
de  8  de  Enero  de  1845,  los  alcaldes  deben  ser 
los  encargados  de  dirigir  los  establecimientos 
municipales  de  Beneficencia  ';  variación  esen- 
cial y  conveniente,  por  cuanto  separa  de  los 
Cuerpos  colectivos  la  gestión  administrativa 
y  la  coloca  en  las  manos  de  autoridades  uni- 
personales. Es,  por  lo  tanto,  preciso  que  pro- 
ponga V.  S.  á  la  brevedad  posible  el  arreglo 
administrativo  de  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia de  esa  provincia,  con  sujeción  á  las 
bases  siguientes:» 


'  Con  arreglo  al  art.  73,  núm.  S."  de  la  ley  de  2  Je  Oc- 
tubre de  isn,  es  obligación  de  los  Ayuntamientos  procu- 
rar que  se  llene  el  servicio  que  prestan  los  establecimien- 
tos benéficos,  cuya  inspección  y  dirección  corresponde  al 
alcalde  según  el  114,  núm.  S.° 
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(Las  bases  eran:  líi  clasificación  de  los  esta- 
blecimientos en  provinciales  y  municipales; 
(lUc  las  casas  de  expósitos  fuesen  cousidera- 
,  das  como  provinciales;  que  ol  jefe  de  los  esta- 
blecimientos municipales  sea  el  alcaldfc,  y  las 
Juntas  se  considerasen  como  Cuerpos  consul- 
tivos. Hoy  debe  estarse  á  la  ley  de  1H49  y  re- 
glamento para  su  ejecución  y  al  decreto  é  ins- 
trucción de  27  de  Abril  de  1875.)  (C.  L.,  t.  37, 
pág.  57.) 

B.  O.  as  Septiembre  1846. 
Cuentas  procedentes  de  fundaciones  eclesi'isticas, 
«He  dado  cuenta  A  S.  M.  la  Reina  de  la  con- 
sulta de  3  de  Mayo  do  l.S4."i,  en  que  solicitó  (el 
jefe  político  de  Cádiz)  la  competente  declara- 
ción para  que  las  Juntas  municipales  de  Be- 
neficencia puedan  intervenir  las  cuentas  del 
ramo  i)rocedentes  de  fundaciones  eclesiásti- 
cas ú  otras.  Y  teniendo  presente  S.  M.  no  sólo 
lo  que  A  la  autoridad  superior  administrativa 
corresponde  en  el  protectorado  de  todos  los 
establecimientos  inclusos  los  de  intereses  co- 
lectivos..., se  ha  servido  mandar  dig'a  á  V.  S. 

que  ateniéndose  á  lo  determinado    en  las 

circulares  de  2.5  de  Marzo  y  3  de  Abril  úl- 
timo, haga  uso  del  ejercicio  de  su  autoridad 
en  los  casos  respectivos,  cuidando,  sobre  to- 
do, de  que  en  las  fundaciones  particulares  se 
cumpla  la  voluntad  del  fundador  sin  detrimen- 
to de  los  objetos  de  beneficencia. — De  Real  or- 
den, etc. — Madrid  28  de  Septiembre  de  1846.» 
(C.  L.,  t.  38,  p.  398.) 

B.  D.  26  Septiembre  1847. 
Que  se  vendan  los  inmjtehles. 
(Hac.)  Extracto.— Este.  Real  decreto,  cuya 
acción  fué  suspendida  por  el  que  á  conti- 
nuación ponemos,  ordenaba  la  venta  de  los 
bienes  inmuebles  pertenecientes  á  estableci- 
mientos de  Beneficencia  nacionale.s,  provin- 
ciales ó  locales,  cjue  no  sieiulo  necesarios  para 
el  servicio  de  los  mismos,  produjesen  menos 
de  2  por  100  liquido  de  renta,  y  dictaba  dispo- 
siciones para  llevarle  á  cabo.  (C.  L.,  t.  42,  pá- 
gina 1112.) 

E.  D.  6  Octubre  18i7. 
Suspendiendo  los  efectos  del  anterior. 

(Hac.)  «Tomando  en  consideración  las  ra- 
zones que  me  ha  expuesto  mi  Ministro  de  Ha- 
cienda, vengo  en  mandar  que  mientras  se  re- 
únen las  Cortes  y  resuelven  lo  conveniente 
acerca  de  la  enajenación  de  los  bienes  de  Be- 
neficencia, se  suspenda  la  ejecticiónde  mi  Real 
decreto  de  26  de  Septiemln-e  último,  relativo  ;l 
los  ex|iresados  bienes. — Do  Real  orden,  etc. 
Madrid  (i  de  Octubre  de  1847.»  (C.  L.,  t.  42, 
pág.  217.) 

E.  O.  11  Diciembre  1847. 
Defensa  gratuita  de  establecimientos  de  Beneficencia. 

(Gob.)  Se  declaró  por  este  Ministerio  que 
la  R.  O.  de  20  de  Julio  de  1838,  expedida  por 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  y  circulada 
por  Gobernación  en  24  de  Agosto"  del  mismo 
Rüo,  se  hallaba  en  su  fuerza  y  vigor.»  (C.  L., 
tomo  42,  p.  409.) 


B.  O.  23  Enero  1848. 

Requisitos  para  la  entrega   de  créditos  pertenecientes  á 

patronatos. 

(Gob.)  «Al  elevar  A  este  Ministerio  las  res- 
pectivas instancias  solicitando  la  ontreg-a  de 
créditos  liquidados  pertenecientes  A  patrona- 
tos y  obras  pias,  dejan  de  llenarse  los  requisi- 
tos que  determina  la  R.  O.  de  17  de  Enero  de 
1841,  y  A  fin  de  disminuir  en  lo  posible  los  trú- 
mitos  que  entorpecen  el  pronto  despacho  de 
este  importante  ramo  de  la  Administración, 
es  la  voluntad  de  S.  M.  se  manifiesto  á  V.  S. 
para  qu(í  lo  haga  publicar  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia,  que  A  dichas  instancias  han  de 
unirse  los  documentos  que  justifiquen  plena- 
mente que  el  patrono  ó  administrador  de  la 
pía  memoria,  de  cualquiera  clase  ó  condición 
que  sea,  no  es  deudor  á  los  establecimientos 
de  Beneficencia  ni  ha  faltado  al  cum|ilimiento 
de  lo  prevenido  por  el  fundador.— De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  23  de  Enero  de  1848.»  (C.  L., 
t.  43,  p.  41.) 

E.  O.  15  Mayo  1848. 
Sobre  venta  y  permuta  de  bienea. 

(Gob.)  Extracto.— EHta.  Real  orden  manda- 
ba que  el  g'obernador  de  la  provincia  «impida, 
por  cuantos  medios  estén  A  su  alcance,  que  se 
ejecuten  ventas  ó  permutas  de  los  bienes  que 
pertenecen  A  la  Beneficencia  pública  sin  que 
preceda  la  autorizaci(in  del  Gobierno,  dando 
cuenta  inmediatamente  en  el  caso  de  que  se 
efectúe  alguna  enajenación  ó  cambio  sin  los  re- 
quisitos enunciados  '.»  (C.  Ij.,  t.  44,  p.  47.) 

^  E.  O.  21  Junio  1848. 
Oposiciones  d  las  plazas  de  facultativos. 
(Gob.)  Extracto.— Esta.h\ec[6  los  requisitos 
para  aspirar  A  plazas  de  facultativos  en  los 
hospitales,  conforme  á  la  ley  de  1822,  y  sobre 
ejercicios  de  oposición,  etc.;  pero  hoy  debe  es- 
tarse A  las  disposiciones  que  en  Médico-S  de 
LA  Beneficencia  se  insertan,  y  muy  princi- 
palmente al  Reg.  de  23  de  Diciembre  de  1884. 

E.  o.  1.3  Agosto  1848. 

Casos  en  que  se  pueden  entablar  recursos  sin  autorización: 

Personalidad  de  los  alcaldes. 

(Gon.)  E-ctrticto. — Habiéndose  dado  dema- 
siada latitud  A  la  R.  O.  de  30  de  Diciembre  de 
1838,  de  modo  que  se  seguían  notables  perjui- 
cios A  los  establecimientos  de  Beneficencia,  se 
resolvió: 

«Que  en  los  actos  propios  de  una  Adminis- 
tración celosa,  como  son  las  reclamaciones  ju- 
diciales por  débitos  procedentes  de  arrenda- 
mientos y  réditos  de  censos,  interposición  de 
interdii'tos  posesorios  y  otros  anAlogos  por  su 
urgencia,  no  es  indisiieusable  que  preceda  la 
consulta  al  Goljierno,  ni  la  previa  aprobación 
de  éste,  bastando  sólo  la  personalidad  del  al- 
calde del  pueblo  en  que  se  halle  situado  el  es- 
tablecimiento de  Beneficencia,  para  que  como 
director  del  mismo  reclame  ante  los  Tribuna- 
les en  los  casos  indicados,  sin  perjuicio  de  dar 
cuenta  al  jefe  político  cuando  la  g-ravedad  lo 


1  Modificada  la  legislación  referente  á  la  enajenación 
de  estos  bienes  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  í.?.5.>,  remiti- 
mos á  nuestros  lectores  al  articulo  DesamortizacióM, 
donde  la  encontrarán. 
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exija,  pava  que  esta  autoridad  lo  ponga  en  co- 
nocimiento del  Gobierno. — De  Real  orden,  etc. 
Madrid  13  de  Agesto  de  1848..  (C.  L.,  t.  44, 
pág.  291.) 

H.  O.  26  Noviembre  1848. 
Se  defiendan  como  pobres  los  hospitales,  etc. 
(Grac.  y  Just.)  Extracto. — La  Herman- 
dad del  Refugio  de  esta  corte  acudió  manifes- 
tando se  le  habían  exigido  las  costas  de  un 
¡ileito,  y  se  resolvió  «debe  considerársela  com- 
¡irendida  entre  las  Corporaciones  de  que  ha- 
))la  la  citada  R.  O.  de  20  de  Julio  de  1838,  por 
la  cual  se  mandó  que  los  hospitales,  hospicios 
y  demás  institutos  de  Beneficencia  sean  defen- 
didos como  pobres  en  todos  los  Tribunales  del 
Reino».  (C.  L.,  t.  45,  p.  2S7.) 

B.  O.  IS  Diciembre  1848. 

Requisitos  necesarios  antea  de  pedir  autorización  para 

litigar. 

(GoB.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.)...  se  ha  ser- 
vido resolver:  1."  Que  antes  de  pedir  la  com- 
petente autorización  para  que  puedan  litig-ar 
los  establecimientos  de  Beneficencia,  califi- 
quen los  jefes  políticos  la  importancia  del 
asunto  á  los  Consejos  provinciales  para  resol- 
ver sobre  la  conveniencia  de  elegir  letrado  que 
no  sea  de  turno.  2."  Que  cuando  no  se  haga  de- 
claración expresa  sobre  el  particular  al  tiem- 
po de  conceder  la  autorización,  se  entiende 
que  ha  de  pedirse  el  nombramiento  de  aboga- 
do de  pobres  que  defienda  á  la  Beneficencia 
sin  retribución  alg'una.  Y  3."  Que  en  los  asun- 
tos calificados  como  de  importancia,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  anteriormente  se  abonen 
sus  honorarios  al  letrado  electo,  no  siendo  dfe 
turno.  De  Real  orden,  etc.  Madrid  18  de  Di- 
ciembre de  1848.»  (C.  L.,  t.  45,  p.  417.) 

Ley  20  Junio  1819. 
Organizandola  Beneficencia:  Creación  de  una  Junta  ge- 
neral y  de  'Juntas  provinciales  y  municipales,  y  fijando 
sus  atribuciones. 

(GoB.)  «Doña  Isabel  II,  etc.  Sabed  que  las 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  si- 
guiente: 

Articulo  1."  Los  establecimientos  de  Beue- 
figencia  son  públicos. 

Se  exceptúan  únicamente,  y  se  considera- 
rán como  particulares,  si  cumpliesen  con  el 
objeto  de  su  fundación,  los  que  se  costeen  ex- 
clusivamente con  fondos  propios,  donados  ó 
'  legados  por  particulares,  cuya  dirección  y  ad- 
ministración esté  confiada  á  corporaciones 
autorizadas  por  el  Gobierno  para  este  efecto, 
ó  á  patronos  desig-nados  ]ior  el  fundador. 

Cuando  éstos  lo  fuesen  por  razón  de  oficio, 
y  el  oficio  quedase  suprimido,  el  estableci- 
miento se  regirá  por  las  disposiciones  de  esta 
ley,  respetando  en  todo  lo  demás  las  de  la  fun- 
dación. 

Art.  2.°  Los  establecimiei^tos  pi'iblicos  se 
clasificarán  en  generales,  provinciales  y  mu- 
nicipales. El  Gobierno  procederá  á  esta  clasi- 
ficación teniendo  presentes  la  naturaleza  de 
los  servicios  que  presten,  y  la  procedencia  de 
sus  fondos,  y  oyendo  previamente  á  las  Jun- 
tas que  se  crean  en  la  presente  ley. 

Art.  3."^  Son  establecimientos  provinciales 
por  su  naturaleza: 


Las  casas  de  maternidad  y  de  expósitos. 
Las  de  huérfanos  y  desamparados. 
Art.   4.°     La  dirección  de  la  Beneficencia 
corresponde  al  Gobierno. 

Art.*."  Para  auxiliar  al  Gobierno  en  la 
dirección  de  la  Beneficencia,  habrá  en  Madrid 
una  Junta  general,  en  las  capitales  de  provin- 
cia Juntas  provinciales,  y  en  los  pueblos  Jun- 
tas municipales '. 

Art.  6.°  La  Junta  general  de  Beneficencia 
se  compondrá: 

De  un  presidente  que  nombrará  el  Gobierno. 

Del  arzobispo  de  Toledo,  vicepresidente;  del 
patriarca  de  las  Indias  y  del  comisario  gene- 
ral de  Cruzada,  como  individuos  natos. 

De  un  consejero  Real  de  la  Sección  de  Go- 
bei-nación,  y  otro  de  la  de  lo  Contencioso;  de 
un  consejero  de  Instrucción  pública;  de  otro 
de  Sanidad,  que  sea  médico,  y  de  cuatro  vo- 
cales más,  nombrados  todos  por  el  Gobierno. 

Del  patrono  de  un  establecimiento  general 
que  se  halle  domiciliado  en  Madrid,  y  si  fue- 
sen varios,  de  dos  que  elegirá  el  Gobierno. 

Art.  7."  Las  Juntas  provinciales  de  Bene- 
ficencia se  compondrán: 

Del  jefe  político,  presidente. 

Del  prelado  diocesano  ó  quien  haga  sus  ve- 
ces en  ausencia  ó  vacante,  vicepresidente. 

De  dos  capitulares  propuestos  por  el  Cabil- 
do al  Gobierno;  y  donde  no  hubiere  catedral, 
de  dos  eclesiásticos,  que  propondrá  el  prelado. 

De  un  diputado  provincial. 

De  un  consejero  provincial,  de  un  médico, 
de  dos  vocales  más,  todos  domiciliados  en  la 
capital  y  nombrados  por  el  Gobierno  A  pro- 
puesta del  jefe  político. 

Del  patrono  de  un  establecimiento  provin- 
cial que  se  halle  domiciliado  en  la  capital  de 
la  provincia,  y  si  fuesen  varios,  de  dos  que 
propondrá  el  jefe  político. 

Art.  8."  Las  Juntas  municipales  de  Bene- 
ficencia se  compondrán: 

Del  alcalde,  ó  quien  haga  sus  veces,  pre.si- 
dente. 

De  un  cura  párroco,  en  los  pueblos  donde 
no  hubiere  más  de  cuatro  parroquias;  de  dos, 
donde  pasaren  de  este  número. 

De  un  regidor,  y  de  dos  en  el  caso  de  exce- 
der de  cuatro  el  número  de  los  que  componen 
el  Ayuntamiento. 

Del  médico  titular,  y  en  su  defecto,  de  un 
facultativo  domiciliado  en  el  pueblo. 

De  un  vocal  más,  si  los  vecinos  del  pueblo 
no  llegan  á  200,  y  de  dos  si  exceden  de  este 
número. 

Todos  estos  vocales  serán  nombrados  por  el 
jefe  político  á  propuesta  del  alcalde. 

Del  patrono  de  un  establecimiento  que  se 
halle  destinado  á  socorrer  á  hijos  del  pueblo, 
con  tal  que  estuviere  domiciliado  en  el  mismo; 
y  si  fuesen  varios,  de  dos  que  propondrá  el  al- 
calde. 


*  Suprimida  la  Junta  general  por  decreto  ley  de  4  de 
Noviembre  de  Í8S8.  Las  provinciales  y  municipales  fue- 
ron también  suprimidas  por  el  decreto  de  17  de  Diciembre 
de  Í868,  pero  kan  sido  después  restablecidas  en  30  de  Sep- 
tiembre de  ÍS7S,  y  sus  atribuciones  las  fijan  los  arts.  14  á 
19  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1815. 
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Art.  9."  El  presidente  de  la  Junta  general 
de  Beneficencia  es  amovible. 

La  duración  del  cargo  de  vocales  de  nom- 
bvaniieuto  del  Gobierno  ó  de  los  jefes  políti- 
cos, ser;V  de  cuatro  años  e^  la  Junta  general, 
tres  en  las  Juntas  provinciales  y  dos  en  las 
municipales.  Todos  ellospuedeu  ser  reelegidos 
por  los  mismos  trámites  y  conceptos  con  que 
hubiesen  sido  nombrados. 

Art.  10.  La  .Tunta  general,  además  de  ejer- 
cer en  los  establecimientos  generales  las  atri- 
buciones que  las  provinciales  y  municipales 
en  los  de  su  respectiva  competencia,  será  con- 
sultiva del  Gobierno  para  los  asuntos  de  Be- 
neficencia. 

Art.  11.  Corresponde  á  la  Junta  general,  A 
las  provinciales  y  A  las  municipales  proponer 
á  la  aprobación  del  Gobierno  los  reglamentos 
especiales  de  fos  establecimientos  de  Benefi- 
cencia de  su  cargo  y  las  modificaciones  eou- 
venientes  en  los  mismos. 

En  todos  los  reg'lameutos,  asi  como  en  ciia- 
lesquiera  otras  disposiciones  relativas  A  los 
establecimientos  de  Beneficencia,  se  observa- 
rán siempre  las  reglas  y  principios  siguientes: 
Primero.  Los  patronos,  bien  ejerzan  este 
cargo  por  si,  bien  j^or  razón  de  oficio  ó  por  re- 
presentación de  algHina  corporación  leg'itima, 
conservarAn  sobre  los  establecimientos  de  su 
patronato  los  derechos  que  les  correspondan 
por  fundación,  ó  por  posesión  inmemorial. 

Seg'undo.  Cuando  el  patrono  no  tenga  de- 
recho terminante  de  nombrar  en  todo  ó  en  par- 
te los  empleados  necesarios  para  la  adminis- 
tración del  establecimiento,  la  Junta  general 
propondrá  al  Gobierno  los  que  no  pudiese  nom 
brar  el  patrono,  si  el  establecimiento  ttiese 
general:  si  fuese  provincial  ó  municipal,  ha- 
rán la  propuesta  al  jefe  político  las  Juntas  co- 
rres])ondientes. 

Tercero.  El  presidente  de  la  Junta  gene- 
ral, mediando  faltas  graves,  y  previa  instruc- 
ción de  un  expediente  gubernativo,  en  que 
serA  oída  la  Junta  general,  podrA  suspender  A 
los  patronos  de  establecimientos  generales. 

Los  jefes  políticos  tendrAn  ignial  atribución 
respecto  de  patronos  de  establecimientos  pro- 
vinciales ó  municipales,  oyendo  al  Consejo 
provincial. 

Unos  y  otros  darán  inmediatamente  cuenta 
al  Gobierno  con  remisión  del  expediente  ins- 
truido al  efecto. 

El  Gobierno  confirmará  la  suspensión  ó  la 
modificará  en  los  términos  que  halle  conve- 
nientes. 

Cuarto.  La  destitución  de  cualquier  patro- 
noperteueceexclusivamente  al  Gobierno;  pero 
para  acordarla  habrá  de  ser  precisamente  oído 
el  interesado  y  consultado  el  Consejo  Real. 

El  patrono  destituido  tendrá  derecho,  sin 
embargo,  A  reclamar  ante  los  Tribunales  que 
según  los  casos  correspondan. 

Destituido  un  patrono,  si  su  cargo  fuese 
anejo  A  un  oficio,  el  Gobierno  nombrarA  otro 
patrono  temporal  para  mientras  el  destituido 
viviere  ó  sirviere  el  oficio  que  lleva  consigo  el 
patronato.  Si  el  oficio  fuere  eclesiástico,  el  Go- 
bierno nombrarA  patrono  temporal  A  un  sa- 
cerdote de  categoría  análoga,  en  cuanto  sea 
Tomo  II, 


posible,  A  la  del  destituido.  Si  el  patrono  pro- 
viniere de  elección  de  alg'una  corporación  per- 
petua, ésta  procederá  á  nombrar  otro  patrono; 
y  si  no  lo  hiciere  en  el  término  de  quince  días 
después  que  le  haya  sido  comunicada  la  des- 
titución, lo  hará  el  Gobierno.  Si  el  patronato 
fuese  personal,  será  llamado  en  su  reemplazo 
el  que  corresponda  con  arreg'lo  á  la  funda- 
ción, sin  perjuicio  de  los  derechos  existentes  ó 
eventuales  que  la  misma  hubiere  establecido. 
Quinto.  Por  ningún  establecimiento  de  Be- 
neíicencia,  sean  públicos  ó  particulares,  ni  por 
sus  ]iatronos  podrá  oponerse  la  menor  dificul- 
tad ó  entorpeciuíiento  A  las  visitas  que  el  pre- 
sidente de  la  Junta  g-eneral  ó  los  jefes  políti- 
cos, ó  por  sí  ó  por  deleg-ados  especiales  suyos, 
girasen  á  los  mismos.  La  autoridad  de  inspec- 
ción de  estos  representantes  del  Golfieruo  es 
omnímoda  en  el  acto  de  visita  sobre  cuanto 
tenga  relación  con  examinar  el  estado  econó- 
mico del  establecimiento,  la  reg'ularidad  de  su 
administración  y  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones A  que  por  reglamento  se  halla  con- 
sagrado. 

Sexto.  Los  obispos,  en  desempeño  de  su 
ministerio  pastoral,  podrAn  visitar  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia  de  sus  respectivas 
diócesis,  y  poner  en  conocimiento  de  los  jefes 
políticos,  de  la  Junta  g'eneral  ó  del  Gobierno, 
las  observaciones  que  juzguen  beneficiosas  á 
los  mismos,  y  no  fueren  de  su  propia  compe- 
tencia. 

Séptimo.  Todos  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia están  obligados  á  formar  sus  presu- 
supuestos  y  á  rendir  anualmente  cuentas  cir- 
cunstanciadas de  su  respectiva  administración. 
Estos  T)resupuestos  y  cuentas  se  examina- 
rán y  repararán  por  las  Juntas  generales,  pro- 
vinciales ó  municipales,  según  la  clase  de  los 
establecimientos,  dándoles  después  el  curso 
correspondiente. 

Octavo.  Todos  los  cargos  de  la  dirección  de 
Beneficencia  encomendada  á  las  .Juntas  gene- 
ral, provinciales  y  municipales,  excepto  sus 
Secretarías,  serán  gratuitos. 

Todos  los  empleados  en  la  recaudación  y 
custodia  de  fondos  están  sujetos  A  la  dación  de 
fianzas. 

Art.  12.  Las  Juntas  provinciales  establece- 
rAn,  donde  sea  posible.  Juntas  de  señoras  que, 
en  concepto  de  deleg'adas,  cuiden  de  las  casas 
de  expósitos,  procurando  que  la  lactancia  de 
éstos  se  verifique  en  el  domicilio  de  las  amas; 
de  las  de  maternidíid,  de  las  de  pArvulos  ó  de 
cualquier  otro  establecimiento  de  Beneficen- 
cia que  se  considere  auAlog'O  á  las  condiciones 
de  su  sexo. 

Queda  autorizado  el  establecimieuco  de  ca- 
sas subalternas  de  maternidad. 

Art.  13.  Las  Juntas  municipales  organiza- 
rán y  fomentarán  todo  género  de  socorros  do- 
miciliarios, y  muy  particularmente  los  soco- 
rros en  especie. 

Las  Juntas  municipales  determinarán  el  mi- 
mero  de  las  subalternas  de  socorros  domicilia- 
rios que  haya  de  haber,  y  que  podrán  ser  tan- 
tas cuantos  sean  los  barrios  de  la  puMacií'm. 
Al  frente  de  cada  Junta  subalterna  de  soco- 
rros domiciliarios  habrá,  por  regla  general,  un 
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eclesiástico  que  nombvariV  el  alcalde  á  pro- 
puesta de  la  Junta  municipal.  Los  curas  pá- 
rrocos lo  estiVn  por  razón  de  sii  ministerio  al 
de  las  Juntas  parroquiales  de  Beneflcencia 
domiciliaria. 

Las  cuentas  de  las  Juntas  parroquiales  com- 
prenderán y  refundirán  en  una  las  de  las  Jun- 
tas de  barrio  en  que  se  hallen  subdivididas. 

Estas  cuentas  se  darán  mensualmente  á  la 
Junta  municipal,  y  expresarán  el  niimero  y 
cantidad  de  auxilios  recibidos,  ya  en  efectos, 
ya  en  dinero,  y  su  distribución. 

Las  licencias  para  las  cuestaciones  domici- 
liarias y  públicas  las  concederá  el  alcalde. 

Art.  14.  Son  bienes  propios  de  la  Benefi- 
cencia, cualesquiera  que  sea  su  g'éuero  y  con 
dición,  todos  los  que  actualmente  poseen,  ó  á 
cuya  posesión  tengan  derecho  los  estableci- 
mientos existentes  y  los  que  en  lo  sucesivo  ad- 
quieran con  arreglo  á  las  leyes. 

Lo  son  igvialmente  las  cantidades  que  se  les 
consig'nen  en  los  presupuestos  g'enerales,  pro- 
vinciales y  municipales,  según  los  casos. 

Art.  15.  Se  reserva  al  Gobierno  la  facultad 
de  crear  ó  suprimir  establecimientos,  agregar 
ó  segregar  sus  rentas  en  todo  ó  en  parte,  pre- 
via consulta  del  Consejo  Real,  después  de  de- 
liberar la  Junta  general  respecto  de  estableci- 
mientos generales,  las  Juntas  y  Diputaciones 
provinciales  respecto  de  establecimientos  pro- 
vinciales, y  las  Juntas  municipales  y  Ayunta- 
mientos respecto  de  los  municipales. 

También  podrá  el  Gobierno  usar  de  iguales 
facultades  respecto  de  los  establecimientos 
particulares  cuyo  objeto  haya  caducado  ó  no 
pueda  llenarse  cumplidamente  por  la  disminu- 
ción de  sus  rentas;  pero  en  uno  y  fttro  caso 
deberá  oir  precisamente  al  Consejo  Real  y  á 
los  interesados. 

Art.  16.  La  supresión  de  cualquier  estable- 
cimieutode  Beneficencia,  público  ó  particular, 
supone  siempre  la  incorporación  de  sus  bie- 
nes, rentas  y  derechos  en  otro  establecimiento 
de  Beneficencia. 

Art.  17.  Asi  en  los  negocios  contencioso- 
administrativos  como  en  los  ordinarios,  bien 
sean  actores,  bien  demandados,  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia  litigarán  como  pobres. 

Art.  18.  Los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia, públicos  ó  particulares,  no  admitirán 
á  pobres  ó  mendigos  válidos. 

Art.  19.  Los  establecimientos  que  pertene- 
cen exclusivamente  al  Patrimonio  Real  conti- 
nuarán rigiéndose  como  hasta  aquí  por  sus 
reglamentos  particulares. 

Art.  20.  No  son  objeto  de  esta  ley  los  esta- 
blecimientos de  Beneflcencia  no  voluntarios, 
ya  sean  disciplinarios,  ya  correccionales. 

Art.  21.  Quedan  derogadas  las  leyes.  Rea- 
les decretos,  órdenes  é  intruccione's  que  se 
opongan  á  la  presente  ley.  Por  tanto,  etc.— 
Dado  en  Araujuez  á  20  de  Junio  de  1849.» 
fC.  L.,  t.  47,  p.  203.) 

E.  O.  27  Jtinio  1849. 

(GoB.)  Se  encargó  á  los  gobernadores  que 
publicasen  la  ley  en  los  Boletines  oficiales  y 
procediesen  á  organizar  las  Juntas  en  los  tér- 
minos que  previene  el  art.  8.°  de  la  misma  lev. 


B.  O.  7  Julio  1849. 
Deríiandas  de  estos  establecimientos. 
(GoB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
una  exposición  del  duque  Abrantes  y  de  Lina- 
res, solicitando  se  fije  el  verdadero  sentido  de 
la  R.  O.  cii-cular  de  30  de  Diciembre  de  1838, 
S.  M.  se  ha  servido  declarar  que  la  citada  Real 
orden  y  las  aclaratorias  de  5  de  Febrero  y  13 
de  Ag'osto  del  año  último  se  refieren  y  tienen 
aplicfíción  en  un  solo  caso:  cuando  las  Juntas 
ó  los  establecimientos  piiblicos  de  Beneficencia 
sean  actores,  no  demandados,  porque  de  otra 
suerte  se  perjudicaría  el  derecho  de  los  par- 
ticulares entorpeciendo  la  acción  judicial.» 
(R.  O.  7  Julio  1849.— C.  L.,  t.  48,  p.  368.) 

E.  o.  6  Enero  1850. 

Organizó  provisionalmente  la  Secretaría  de 
las  Juntas  de  Beneficencia.  Ver  los  arts.  22  v 
23  de  la  lust.  de  27  de  AbrU  de  1875. 

E.  0. 18  Septierntre  1850. 
Cuentas  de  los  patronos  de  fundaciones  partictilares. 
(GoB.)  «...Se  ha  servido  declarar  S.  M.  que 
los  patronos  de  establecimientos  ó  fundaciones 
particulai-es,  sin  excepción  de  ningnxna  espe- 
cie, están  oblig'ados  á  exhibir  las  cuentas  de 
su  administración  cuando  por  la  autoridad 
competente  sean  requeridos  al  efecto  y  á  jus- 
tificar el  cumplimiento  de  las  cargas  de  la 
fundación,  para  que  en  su  vista  y  en  la  del  es- 
tado del  establecimiento,  pueda  tener  lug-ar 
en  su  caso  lo  que  tocante  á  los  patronos  de  es- 
tablecimientos públicos  previene  el  párr.  3.°, 
art.  11  de  la  lev  de  20  de  .Junio  del  ano  últi 
mo.  (R.  O.  18  Septiembre  1850.— C.  L.,  t.  51, 
página  105.) 

E.  O.  27  Enero  1851. 
Indemnización  de  gastos  d  hospitales. 

(Grac.  y  Just.)  Extracto.  —  Declarando, 
«por  regla  general,  que  los  hospitales  y  demás 
establecimientos  de  Beneficencia,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  118  del  C.  P.,  con  refe- 
rencia al  115,  tienen  derecho  á  la  indemniza- 
ción de  los  gastos  de  curación  y  demás  que 
ocasionen  los  enfermos  á  consecuencia  de  un 
delito,  cuya  medida  aplicarán  los  Tribunales 
en  las  causas  en  que  entiendan».  (C.  L.,  t.  52, 
pág.  124.) 

E.  O.  26  Febrero  1851. 

Reglas  para  el  servicio  de  hospitalidad  de  militares 

dementes. 

Véase  Hospitales  militares. 

E.  D.  14  Mayo  18.52. 

Aprobando  el  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  20 

de  Junio  de  1S40. 

(GoB.)  «En  vista  de  lo  que  me  ha  expuesto 
el  Ministro  de  la  Gobernación,  y  de  acuerdo 
con  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros,  oído 
el  Consejo  Real,  y  conformándome  en  lo  sus- 
tancial con  el  proyecto  de  reglamento  formado 
por  la  Junta  general  de  Beneficencia,  vengo 
en  mandar  que  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
20  de  Junio  de  1849  se  observe  y  guarde  el 
adjunto  reglamento.— Dado  en  Aranjuez  á  14 
de  Mavo  de  1852. 
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REULtHEili'TO 

pnra  la  ojcciiolón  «le  la  lev  «lo  Bcnellccncla 
de  «O  lie  Junio  «le  1840. 


TITULO  I.— Dk  los   establecimientos 

DE  BENEFICENCIA. 

CAPITULO  I. — De  las  clases  y  objeto  de  los  estable- 
cimientos de  Beneflcencia, 

Articulo  1.°  Los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia son  públicos  y  particulares;  pertene- 
cen el  la  primera  clase  los  generales,  provin- 
ciales y  municipales. 

Art.  2.°  Son  establecimientos  g^enerales  de 
Beneficencia  todos  aquellos  que  exclusivamen- 
te .se  hallen  destinados  á  satisfacer  necesida- 
des permanentes  ó  que  reclaman  una  atención 
especial. 

A  esta  clase  pertenecen  los  establecimientos 
de  locos,  sordomudos,  ciegos,  impedidos  y  de- 
crépitos *. 

Art.  3."  Son  establecimientos  provinciales 
de  Beneficencia  todos  aquellos  que  tienen  por 
objeto  el  alivio  de  la  humanidad  doliente  en 
enfermedades  comunes,  la  admisión  de  menes- 
terosos incapaces  de  un  trabajo  personal  que 
sea  suficiente  para  proveer  A  su  subsistencia, 
el  amparo  y  la  educación,  hasta  el  punto  en 
que  puedan  vivir  por  sí  propios,  de  los  que 
carecen  de  la  protección  de  su  familia. 

A  esta  clase  pertenecen  los  hospitales  de 
enfermos,  las  casas  de  misericordia,  las  de  ma- 
ternidad y  expósitos,  las  de  huérfanos  y  des- 
amparados. 

Art.  4.°  Son  establecimientos  municipales 
de  Beneficencia  los  destinados  A  socorrer  en- 
fermedades accidentales,  á  conducir  A  los  es- 
tablecimientos g'enerales  ó  provinciales  A  los 
pobres  de  sus  respectivas  pertenencias  j^  á 
proporcionar  A  los  menesterosos  en  el  hogar 
doméstico  los  alivios  que  reclamen  sus  dolen- 
cias ó  vina  pobreza  inculpable. 

A  esta  clase  pertenecen  las  casas  de  refugio 
y  hospitalidad  pasajera,  y  la  Beneficencia  do- 
miciliaria. 

CAP.  II. — De  la  situación  y  número  de  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia. 

Art.  5.°  El  Gobierno,  oída  la  Junta  gene- 
ral de  Beneficencia,  señalará  los  puntos  donde 
hayan  de  situarse  los  establecimientos  gene- 
vales. 

Su  número  será  por  ahora  en  todo  el  Reino 
de  seis  casas  de  dementes,  dos  de  ciegos,  dos 
de  sordomudo.s,  y  dieciocho  de  decrépitos, 
imposibilitados  é  impedidos. 

Art.  6.°  Las  Juntas  provinciales  propon- 
drán al  Gobierno  por  conducto  de  los  gober- 
nadores, en  los  puntos  convenientes  y  en  el 
número  necesario,  los  establecimientos  que  se 
hallan  á  su  cai-go,  bajo  las  reglas  siguientes: 

En  cada  capital  de  provincia  se  procurará 
que  haya  ¡lor  lo  menos  un  hospital  de  enfer- 
mos, una  casa  de  misericordia,  otra  de  huér- 
fanos y  desamparados,  y  otra  de  maternidad 
y  expósitos. 

Se  procurará  que  haya  asimismo  en'  cada 
provincia  un  hospital  de  enfermos,  que  se  de- 


'     Ver  el  art.  B."  de  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  ISSS. 


nominará  de  distrito.  En  la  situación  de  estos 
hospitales  subalternos  se  ¡¡rocurará  que  medie 
una  distancia  proporcionada  entre  unos  y 
otros,  considerando  las  circunstancias  venta- 
josas de  las  poblaciones  que  al  efecto  se  desig- 
nen, y  el  aprovechamiento  de  edificios,  funda- 
ciones y  establecimientos  existentes. 

Art.  7."  En  todos  los  pueblos  donde  haya 
Junta  municipal  de  Beneficencia  habrá  por  lo 
menos  un  establecimiento  dispuesto  para  reci- 
bir á  los  enfermos  que  por  no  ser  socorridos 
en  sus  casas  llamaren  á  sus  puertas.  En  cada 
uno  de  estos  establecimientos  municipales  se 
tendrán  preparados  los  medios  necesarios  para 
transportar  al  hospital  del  distrito  los  enfer- 
mos del  ])ueblo  que  hayan  de  curarse  en  él,  y 
cualquier  otro  menesteroso  que  por  su  clase 
haya  de  pasar  á  otros  establecimientos,  ya 
provinciales,  ya  generales. 

La  Beneficencia  domiciliaria  se  org-anizará 
desde  luego  en  todos  los  pueblos  que  tengan 
Junta  municipal. 

CAP.  III. — De  las  obligaciones  y  derechos  de  los  estable- 
cimientos  de  Beneflcencia  *. 

Art.  8.°  Ningún  establecimiento  de  Bene- 
ficencia puede  excusarse  de  recibir  á  pobre 
alguno  ó  menesteroso  de  la  clase  A  que  se 
haya  destinado. 

lista  obligación  se  extiende  A  pobres  ó  me- 
nesterosos de  distinta  clase  de  las  que  forman 
el  objeto  especial  de  su  instituto  en  los  casos 
en  que  no  hubiera  en  la  población  estableci- 
miento destinado  A  la  dolencia  ó  necesidad 
que  padezca  el  pobre,  siempre  que  por  cir- 
cunstancias especiales  no  se  prefiera  ó  con- 
venga prestarle  socorros  domiciliarios. 

Art.  9.°  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior supone  siempre  gestión  personal  del  po- 
bre ó  doliente,  ó  por  medio  del  párroco.  Los 
menesterosos  A  quienes  involuntariamente  la 
autoridad  piiblica  sometiere  á  cualquier  géne- 
ro de  reclusión,  no  corresponden  A  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia,  los  cuales  no  deben 
tomar  nunca  el  carActer  de  correccionales. 

Art.  10.  El  Estado  abonarA  los  gastos  de 
traslación  de  los  pobres  destinados  A  estable- 
cimientos generales  desde  el  hospital  provin- 
cial que  los  haya  recog'ido,  y  este  abono  se 
hará  por  medio  de  consig'naciones  mensuales 
que  se  pedirán  al  Tesoro  con  carg-o  al  crédito 
que  se  señale  en  la  ley  de  presupuestos  para 
Beneficencia,  expidiendo  el  libramiento  la  Di- 
rección de  Contabilidad  á  favor  de  la  Junta 
g'enoral,  para  que  ésta  lo  distribuya  como 
reintegro  entre  los  establecimientos  provin- 
ciales que  hayan  ocurrido  al  gasto:  para  jus- 
tificarlo debidamente,  se  exig'irAn  cuentas  do- 
cumentadas que  acrediten  la  inversión. 

Art.  H.  Es  obligación  de  toda  casa  ó  esta- 
blecimiento municipal,  recibir  y  trasladar  al 
hospital  de  distrito  mAs  inmediato  toda  clase 
de  pobres  ó  menesterosos  que  se  acogieren  A 
él.  La  provincia  costeará  las  estancias  y  tras- 
lación al  establecimiento  provincial  correspon- 
diente desde  la  entrada  del  pobre  en  el  hospi- 
tal del  distrito. 


•     Verlos  arts.  3."  á  13  déla  Inst.  de  22  Abril  de  1873. 
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Art.  12.  La  admisión  de  pobres  incapaces 
de  un  trabajo  suficiente  para  g-auar  su  subsis- 
tencia, que  constituye  el  objeto  de  las  casas 
de  misericordia,  y  la  educación  de  los  huérfa- 
nos y  desamparados,  corresponde  exclusiva- 
mente iV  la  provincia  de  donde  sean  natura- 
les, il  menos  de  liaber  tomado  los  primeros,  ó 
sus  padres,  si  se  trata  de  hnérl'anos  y  desam- 
parados, vecindad  en  aquella  donde  reclaman 
el  socorro  de  la  Beneficencia. 

No  mediando  esta  circtmstancia,  la  provin- 
cia á  que  pertenezcan  abonará  los  g'astos  de 
traslación  y  las  estancias  desde  el  día  en  que 
la  Junta  provincial  que  los  hubiera  acogido 
haga  la  competente  reclamación  á  la  Junta 
provincial  correspondiente. 

La  excepción  indicada  no  se  entiende  res- 
pecto de  los  expósitos  que  pasan  á  las  casas 
de  huérfanos  y  desamparados  á  la  edad  com- 
petente. 

Art.  13.  Todos  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia pueden  admitir  pensiones  y  soco- 
rros en  favor  de  personas  determinadas.  Los 
convenios  que  al  efecto  se  celebren  deberán 
ser  aprobados  por  el  presidente  de  la  Junta  á 
que  se  halle  sometido  el  establecimiento,  dan- 
do después  cuenta  á  la  misma. 

.^rt.  14.  Los  establecimientos  generales  de 
locos  tendrán  un  departamento  especial  para 
aquellos  cuyas  familias  pudiesen  costear  sus 
estancias  en  los  mismos,  conforme  dispongan 
sus  reglamentos. 

Art.  1.5.  Los  establecimientos  generales  de 
cieg'os  y  sordomudos  podrán  recibir  y  educar 
á  pacientes  no  pobres  con  la  separación  con- 
veniente, y  por  el  estipendio  que  autoricen 
sus  reglamentos  especiales. 

Art.  16.  La  tutela  y  curaduría  de  los  indi- 
viduos de  ambos  sexos  que  se  crian  en  los  es- 
tablecimientos provinciales  de  expósitos,  aun 
de  aquellos  cuya  crianza  ó  educación  fuese 
costeada  por  personas  particvilares,  corres- 
ponde á  la  Junta  provincial  de  Beneficencia 
con  arreglo  á  las  leyes  '. 

Art.  17.  Serán  admitidas  en  la  casa  de  ma- 
ternidad todas  las  mujeres  que  habiendo  con- 
cebido ilegítimamente  se  hallen  en  la  preci- 
sión de  reclamar  este  socorro. 

Art.  18.  No  serán  admitidas  las  mujeres 
que  se  hallen  en  el  caso  del  artículo  anterior 
hasta  el  séptimo  mes  de  su  preñez,  á  menos 
que  por  causas  justas  y  graves,  á  juicio  del 
director,  deban  ser  admitidas  antes  de  dicho 
tiempo,  ó  paguen  una  pensión,  ó  ganen  el  sus- 
tento con  su  propio  trabajo. 

Art.  19.  El  descubrimiento  de  alguna  mu- 
jer en  estas  casas,  no  podrá  servir  de  prueba 
legal  contra  ella. 

Art.  20.  Ninguna  persona  púliliea  ni  pri- 
vada podrá  detener,  examinar,  ni  molestar  en 
manera  alguna  á  los  que  llevaren  niños  para 
entregarlos  en  las  casas  de  expósitos,  ó  en  los 
establecimientos  municipales,  salvas  las  re- 
glas de  sanidad  y  policía. 

Art.  21.  Si  los  inilividuos  de  las  casas  de 
expósitos  adquirieren  por  herencia  ó  por  otro 
cualquier  titulo  legítimo  algunos  bienes  raices 


Véiinse  los  arts.  46,  212  y  303  del  Código  civil. 


ó  capitales,  las  Juntas  provinciales  cuidarán 
de  que  con  sus  productos  se  acuda  á  los  g'as- 
tos de  la  crianza  y  educación  del  pupilo  ó  me- 
nor, supliendo  los  fondos  de  Beneficencia  lo 
que  faltare,  y  reservando  para  el  interesado  lo 
que  sobrare. 

Art.  22.  Los  niños  expósitos  ó  abandona- 
dos que  no  fuesen  reclamados  por  sus  padres, 
y  los  huérfanos  de  padre  y  madre,  podrán  ser 
prohijados  por  personas  honradas  que  teng-an 
posibilidad  de  mantenerlos,  todo  á  discreción 
de  la  .Tunta  provincial  de  Beneficencia;  pero 
este  prohijamiento  no  producirá  más  efecto 
que  el  que  determinen  las  leyes  *. 

Art.  23.  Las  Juntas  provinciales  de  Bene- 
ficencia cuidarán  de  que  á  los  prohijados  les 
sean  g'uardados  todos  sus  derechos,  y  caso  de 
que  por  cualquier  motivo  la  prohijación  vinie- 
se á  no  ser  beiieficiosa  al  prohijado,  las  Jun- 
tas lo  volverán  á  tomar  bajo  su  amparo  '. 

Art.  2-1.  Antes  de  proeedcrse  á  la  entrega 
de  los  que  hubieren  sido  reclamados,  los  gas- 
tos que  su  crianza  hubiere  ocasionado  á  los 
establecimientos  de  Beneficencia  serán  resar- 
cidos por  los  padres  en  el  todo  ó  en  la  parte 
cjue  pudieren,  á  discreción  de  las  .Tuntas;  y  si 
éstas  juzgaren  que  los  padres  no  pueden  pa- 
gar cosa  alguna,  les  serán  devueltos  los  hijos 
sin  exigir  nada. 

Art.  2.5.  Atin  cuando  alguno  estuviere  ya 
prohijado,  será  devuelto  á  sus  padres  que  le 
reclamaren,  los  cuales,  con  la  intervención  de 
las  Juntas,  se  concertarán  antes  con  el  prohi- 
j.ante  sobre  el  modo  y  forma  en  que  haya  de 
ser  éste  indemnizado  de  los  gastos  hechos  eu 
la  crianza  del  prohijado. 

Art.  26.  Se  suspenderá  la  entrega  de  los 
niños  reclamados  á  los  padres  de  mala  con- 
ducta por  todo  el  tiempo  en  que  haya  funda- 
das sospechas  de  que  no  les  darán  buena  edu- 
cación. 

Art.  27.  A  toda  persona  de  tino  y  otro  sexo 
que  lleg'ue  á  g-anar  más  de  lo  que  el  estableci- 
miento de  Beneficencia  gastare  en  su  manu- 
tención, se  le  reservará  e!  excedente  en  un 
fondo  de  ahorros  del  modo  que  prescriban  los 
reglamentos  especiales. 

Art.  28.  Ninguna  persona  podrá  ser  dete- 
nida en  los  establecimientos  de  Beneficencia 
más  tiempo  que  el  que  necesito  para  su  soco- 
rro y  cuidado;  pero  deberá  ¡¡receder  á  su  sali- 
da licencia  por  escrito  del  director  del  estable- 
cimiento, y  la  entrega  de  sus  ahorros,  si  los 
tuviere. 

TIT.  II. — Del  gobierno  de  los  establecimiento.? 

DE  BENEFICENCIA. 

CAP.  I. — Del  gobierno  supremo  de  los  establecimientos  de 
íleneflcejicia. 

Art.  20.     La  Dirección  superior  de  los  esta 
blecimientos   de  Beneficencia  corresponde  al 
Gobierno  por  conducto  del  Ministerio  de  la 
Gobernación. 

El  Ministro  de  la  Gobernación  delegará  en 
las  .Tuntas  general  -,  provinciales  y  municipa- 
les, Cionforme  al  art.  5."  de  la  ley  de  20  de  .Ju- 


'     Véase  en  el  artículo  Adopción  la  Sent.  de  25  de  Oc- 
tubre de  1889  11  el  comentario  d  la  misma. 
2     Véase  la  nota  ú  los  arts.  6."  á  8."  de  la  ley. 


BENEFICENCIA.  (Reglam.  14  Mayo  185^1.) 


21 


uio   de  1849,  las   atribuciones  convenientes, 
adeniiVs  de  lasque  se  expresarán  más  adelante. 

Art.  30.  Es  propio  exclusivamente  del  Go- 
bierno el  nombramiento  de  los  vocales  de  la 
Junta  general  que  no  lo  son  por  razón  de  sus 
oficios.  Los  de  igual  carácter  de  la.s  Juntas 
provinciales  los  nombra  el  Gobierno  á  pro- 
puesta de  los  gobernadores;  y  éstos,  los  de  las 
Juntas  municipales  á  propuesta  de  los  alcaldes . 

Art.  Hl.  Fuera  de  los  casos  en  que  el  pa- 
trono de  algún  establecimiento  de  Beneficen- 
cia, pública  ó  particular,  tenga  tin  derecho 
terminante  para  nombrar  los  empleados  de 
Beneficencia,  el  Gobierno  nombra  los  de  esta- 
blecimientos generales  á  propuesta  de  la  Jun- 
ta g'eneral,  y  los  gobernadores,  como  delega- 
dos del  Gobierno,  los  de  establecimientos  pro- 
vinciales y  municipales  á  propuesta  de  las 
respectivas  Juntas. 

Art.  32.  Corresponde  al  Gobierno  confir- 
mar ó  modificar  la  suspensión  de  patronos  de 
establecimientos  generales  de  Beneficencia, 
que  hubiese  acordado  el  presidente  de  la  Junta 
general,  oída  ésta;  y  los  gobernadores  oido  el 
Consejo  provincial,  respecto  de  patronos  de 
establecimientos  provinciales  y  municipales. 

Art.  33.  La  destitución  y  nombramiento 
consiguiente  de  cualquier  patrono  de  estable- 
cimientos de  Beneficencia  pertenece  exclusi- 
vamente al  Gobierno  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  34.  La  facultad  de  crear  ó  suprimir  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  y  la  de  agregar 
ó  seg'iegar  sus  rentas,  en  todo  ó  en  parte,  está 
reservada  por  la  ley  al  Gobierno,  previas  las 
formalidades  que  segniu  la  clase  de  estableci- 
mientos se  previenen  en  la  misma. 

CAP.  II. — Di'  la  Junta  general  (le  Beneficencia. 

(Comprendía  este  capitulo  los  arts.  35  á  37, 
que  han  sido  derogados  por  el  D.  de  4  de  No- 
viembre de  1868.) 

CAP.  III. — De  las  Juntas  i>ro¡)inciales  de  Beneficencia. 

(Comprende  los  arts.  38  y  39. — Véanse  los  14 
á  IG  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875.) 
CAP.  IV. — De  las  Juntas  mu7iiSl^nles  de  Beneficencia. 

(Comprende  los  arts.  40  v  41. — Véanse  los  17 
á  19  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875.) 

CAP.  V. — Ve  las  Juntas  de  Beneficencia  en  general. 

Art.  42.  Las  obligaciones  de  las  .Jimtas  son 
hacer  observar  la  ley,  reglamentos,  órdenes 
del  Gobierno  y  de  las  mismas  á  los  directores, 
administradores  y  demás  empleados  de  los  es- 
tablecimientos de  Beneficencia;  deliberar  é  in- 
formar sobre  la  necesidad  de  aumentar,  supri- 
mir ó  arreglar  cualquiera  de  dichos  estableci- 
mientos; proponer  medios  y  recursos  para  su 
dotación;  recibir  las  cuentas  de  los  adminis- 
tradores de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia; y  examinadas  y  rejoaradas ,  pasarlas  al 
gobernador  las  municipales  y  provinciales,  y 
al  Gobierno  la  Junta  general;  cuidar  de  la 
buena  administración  de  los  establecimientos 
de  su  cargo,  y  establecer  la  nu'is  escrupulosa 
economía  en  la  inversión  de  los  fondfls,  clari- 
dad en  las  cuentas  y  buen  desemiieño  en  las 
respectivas  obligaciones  de  cada  empleado; 
dando  cuenta  al  gobernador  de  la  ¡irovincia 
las  municipales  y  provinciales,  y  al  Gobierno 


la  general,  si  notasen  en  alguno  poco  celo  y  ac- 
tividad, y  suspendiendo  en  el  acto  sus  presi- 
dentes á  cualquiera  por  sospechas  fundadas 
de  tortuosos  manejos,  ó  por  otro  motivo  g'ra- 
ve;  formar  anualmente  un  presupuesto  de  g'as- 
tos  para  el  año  próximo,  y  la  estadística  de  Be- 
neficencia de  su  correspondiente  atención. 

Art.  43.  Todas  las  Juntas  de  Beneficencia 
del  Reino  se  organizarán  en  tres  Secciones. 

1.'''     De  gobierno. 

2.''     De  administración. 

3."     De  estadística. 

La  prinu^ra  de  estas  Secciones,  ó  sea  de  go- 
bierno, entenderá  en  todo  lo  que  diga  relación 
con  las  personas:  la  educación,  la  liigiene,  el 
cuidado  do  los  enfermos,  la  admisión  y  despe- 
dida de  toda  clase  de  menesterosos,  empleados 
y  dependientes  pertenecen  á  esta  Sección. 

La  seg'unda,  ó  sea  la  de  administraciíJu,  se 
ocupará  de  las  cosas.  Los  edificios,  bienes, 
rentas,  efectos,  presupuestos  y  contabilidad, 
son  los  objetos  de  esta  Sección. 

La  tercera,  ó  de  estadística,  examinará  las 
fundaciones,  origen  y  vicisitudes  de  los  esta- 
blecimientos, bienes  y  rentas  que  han  tenido 
ó  conservan  ó  jiueden  reclamar;  atenciones  á 
que  han  estado  ó  están  consignadas,  y  número 
clasificado  de  pobres  socorridos. 

Art.  44.  Ningún  empleado  en  las  Secreta- 
rías de  las  .Juntas  podrá  desempeñar  cargo 
alguno  ni  retribuido  ni  g'ratuíto  en  la  adminis- 
tración de  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia. 

Art.  45.  Las  Juntas  celebrarán  sus  sesiones 
en  un  edificio  público,  sea  ó  no  propio  de  la 
Beneficencia,  y  esté  ó  no  destinado  al  socorro 
de  los  pobres;  establecerán  en  él  sus  Secreta- 
rías, su  Archivo  y  las  demás  dependencias  que 
fueren  necesarias. 

TÍT.  III. — De  la  administración  de  la 

BENEFICENCIA. 

CAP.  I. — De  los  bienes  y  fondos  de  Beneficencia. 

Art.  46.  Los  bienes  y  fondos  de  Beneficen- 
cia procedentes  de  fundaciones,  memorias  y 
obras  pi.is,  de  patronato  público,  sea  Real  ó 
eclesiástico,  cualquiera  que  fuere  su  origen 
primitivo,  quedan  destinados  al  socorro  délos 
necesitados. 

Se  exceptúan  los  de  establecimientos  que  per- 
tenecen exclusivamente  al  Patrimonio  Real. 

Art.  47.  Además  de  los  bienes,  fondos  y 
rentas  propias  de'los  actuales  establecimien- 
tos de  Beneficencia,  derechos  y  acciones  de  los 
mismos,  pertenecen  á  esta  institución  las  can- 
tidades que  las  Cortes  consignen  en  la  ley  de 
presupuestos  á  los  establecimientos  generales; 
las  Diputaciones  provinciales  á  los  estableci- 
mientos de  esta  clase  en  los  presupuestos  pro- 
vinciales, y  los  AyuntaHiientos  en  los  munici- 
pales con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  48.  Son  también  fondos  de  Beneficen- 
cia las  limosnas  que  se  colecten  con  destino  á 
la  misma. 

Art.  49.  Son,  por  último,  bienes  de  Benefi- 
cencia los  que  adquieran  los  establecimientos 
con  arreglo  á  las  leves  '. 


1     Vfanse  los  arts.  S8,  746,  74T 
del  Código  civil. 
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CAP.    11.  — De  la  administración  de  los  bienes  y  rentas 
de  la  Beneficencia. 

Avt.  50.  Cada  Junta  de  Beneficencia  ten- 
drcV  lina  Depositaria,  en  donde  se  reunirán  los 
foudo.s  procedentes  de  cousig'uaciones,  limos- 
nas y  demás  ingresos  que  no  teng-an  aplica- 
ción á  determinados  establecimientos. 

Art.  51.  En  principios  de  cada  mes  la  Jun- 
ta general  publicará  en  la  Gaceta  del  (íobier- 
no,  las  provinciales  en  los  Bolefines  de  las  pro- 
vincias, y  las  municipales  en  la  portería  del 
establecimiento  municipal,  y  donde  hubiere 
varios,  en  la  de  las  Casas  Consistoriales,  tm 
estado  comprensivo  de  las  cantidades  que  por 
los  indicados  conceptos  hubiesen  ingresado  en 
su  poder,  y  la  distribución  que  de  ellos  htibie- 
sen  verificado,  con  expresión  de  las  fechas. 

Art.  52.  Los  estados  de  que  habla  el  artícu- 
lo anterior  irán  firmados  por  el  depositario  de 
la  Junta  y  por  el  decano  de  su  Sección  de  ad- 
ministración, y  visados  por  el  presidente. 

Art.  53.  Los  contratos  sobre  arriendos  y 
alquileres  de  los  bienes  propios  de  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia  se  harán  por  los  ad- 
ministradores de  los  mismos,  bajo  su  respon- 
sabilidad, pero  no  podrán  llevarse  á  efecto  sin 
la  aprobación  de  la  Junta  respectiva. 

Art.  5-t.  En  las  .Juntas  se  llevará  un  regis- 
tro de  los  días  y  meses  en  que  venzan  los 
arrendamientos,  alquileres,  censos,  etc.,  de 
cada  uno  de  los  establecimientos  de  su  cargo. 

Art.  55.  La  recaudación  de  los  bienes  pro- 
projiios  de  los  establecimientos  de  Beneflceu- 
cia  se  hará  por  los  administradores  de  los  mis- 
mos, con  arreglo  á  los  contratos  aprobados  ó 
á  las  imposiciones  y  demás  títulos  constituti- 
vos de  las  obligaciones  correspondientes. 

Art.  5G.  Las  .Juntas  por  medio  de  stis  visi- 
tadores ordinarios,  y  sus  presidentes  por  la 
inspección  que  les  corresponde,  vig-ilarán  muy 
esmeradamente  las  circunstancias  de  los  ble 
nes  y  de  sus  productos. 

Los  servicios  y  obras  de  los  establecimientos 
de  Beneficencia  se  sujetarán  á  lo  prevenido 
en  el  art.  14  del  R.  D.  de  27  de  Febrero  del 
presente  año. 

Art.  57.  Las  Juntas  adoptarán  por  regla 
general  el  sistema  de  estancias,  ó  de  contratar 
los  socorros  personales  de  los  acogidos  en 
los  establecimientos  de  Beneficencia  en  todas 
aquellas  cosas  y  efectos  en  que  sea  posible.  Es- 
tos contratos  se  harán  siempre  en  pública  su- 
basta. 

Art.  58.  Todos  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia, salvo  los  casos-  en  que  por  su  poca 
importancia  acuerden  otra  cosa  los  goberna- 
dores ó  el  Goljierno,  á  propuesta  de  las  Juntas 
respectivas,  tendrán  un  director  y  un  secreta- 
rio contador  con  sueldo  fijo,  y  uu  administra- 
dor con  el  tanto  por  100  que  determinen  los  re- 
glamentos especiales.  Estos  dos  últimos  em- 
pleados están  sujetos  á  fianza. 

Art.  59.  El  arca  de  caudales  de  las  Jun- 
tas estará  en  el  local  que  éstas  determinen,  y 
l.i  de  los  esta.blecimientos  en  los  mismos;  las 
arcas  tendrán  tres  llaves  distintas,  que  se  dis- 
tribuirán: las  de  las  Juntas,  entre  el  presiden- 
te, el  decano  de  la  Sección  de  contabilidad  y 
el  depositario;  y  las  de  los  establecimiento.s, 


entre, el  director,  el  secretario  contador  y  el 
administrador. 

Art.  60.  El  administrador  puedeserlo  de  va- 
rios establecimientos  á  la  vez,  hasta  el  punto 
de  no  haber  más  que  uno  en  cada  capital  ó  po- 
blación, si  asi  conviniere  ajuicio  de  las  Juntas 
respectivas. 

Art.  61.  El  cargo  de  director  es  incompati- 
ble con  el  de  administrador. 

CAP.  III, — De  los  presupuestos  y  contabilidad  de 
Beneficencia . 

Art.  62.  Los  directores  de  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  formarán  en  el  mes  de  Fe- 
brero de  cada  año  el  presupuesto  de  gastos  y 
de  ingresos  que  para  su  respectivo  estableci- 
miento haya  de  reg'ir  en  el  año  siguiente. 

Art.  63.  Los  directores  remitirán  dichos 
presupuestos  á  la  Junta  general  y  á  la  provin- 
cial ó  á  la  municipal,  según  que  el  estableci- 
miento corresponda  á  una  ti  otra  de  estas  clases. 

Art.  64r.  La  Junta  general,  las  provinciales 
y  las  municipales,  después  de  examinar  los  pre- 
supuestos que  deben  recibir,  según  dispone  el 
articulo  anterior,  los  reasumirán  en  uno  g'ene- 
ral,  consig-nando  además  en  él  las  restantes 
obligaciones  que  hayan  de  satisfacer  directa- 
mente por  sus  propias  Depositarías  y  los  in- 
gresos que  se  recauden  inmediatamente  por  las 
mismas;  de  manera  que  el  presupuesto  de  cada 
Junta  presente  reunido  el  conjunto  completo 
de  g-astos  y  de  ing-resos  de  la  Beneficencia  g-e- 
ueral,  provincial  ó  municipal  que  teng-a  á  su 
cargo.  La  Junta  general  remitirá  el  suyo  al 
Ministerio  de  la  Gobernación;  las  provinciales 
al  gobernador  de  la  provincia  y  las  municipa- 
les á  los  alcaldes. 

Art.  65.  El  gobernador  incorporará  el  pre- 
supuesto de  la  Beneficencia  provincial  al  de 
gastos  provinciales,  y  los  alcaldes  al  de  su  Ayun- 
tamiento respectivo  los  de  la  Beneficencia  mu- 
nicipal. 

Art.  66.  En  el  mes  de  Enero  de  cada  año  se 
formará  un  presupuesto  adicional  al  ordinario, 
ya  provincial  ó  municipal,  que  comprenda  eu 
los  ingresos  las  e:ígsteucias  en  metálico  en  31 
de  Diciembre  anterior  y  los  créditos  sin  reali- 
zar en  la  misma  fecha  que  provengan  del  pre- 
supuesto precedente;  y  en  los  gastos,  las  obli- 
g-aciones  devengadas  y  pendientes  de  pag'o  ea 
el  mismodíaylos  créditos  necesarios  para  nue- 
vos servicios,  ó  para  amjdiar  los  ya  autoriza- 
dos. Estos  presupuestos  seg'uirán  hasta  su 
aprobación  los  mismos  trámites  que  para  los 
ordinarios  establece  el  artículo  anterior. 

Art.  67.  El  déficit  que  resulte  entre  el  total 
de  los  gastos  y  el  de  los  ing-resos  de  la  Benefi- 
cencia g'eneral  se  cubrirá  por  el  presupuesto 
del  Estado;  el  de  la  provincial  por  el  de  la  pro- 
vincia, y  el  de  la  municipal  ]ior  el  del  Ayunta- 
miento á  que  corresponda.  Los  fondos  destina- 
dos á  este  objeto  ingresarán  en  las  Deposita- 
rías de  las  Juntas  respectivas. 

Art.  68.  Las  Juntas  aplicarán  el  importe  de 
dichas  consignaciones  distribuyéndolas  entre 
los  establecimientos  que  de  ellas  dependan,  ea 
proporción  al  déficit  que  tuviere  cada  uno,  pu- 
diendo  con  el  mismo  objeto  disponer  las  trasla- 
ciones de  fondos  sobrantes  de  unos  á  otros  es- 
tablecimientos. 
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Art.  69.  Sati.sfaváu  además  las  Juntas  di- 
rectamente por  medio  de  sus  propios  deposita- 
rios los  sueldos  y  gastos  de  sus  Secretarías,  y 
las  demás  atenciones  g-euerales  que  no  estén 
alect<as  exclusivamente  á  uing-ún  estableci- 
miento. 

Los  pagos  que  ejecuten  las  Depositarías  de 
las  Juntas  se  harán  en  virtud  de  libramientos 
que  expidan  los  presidentes  de  las  mismas,  in- 
tervenidos por  el  decano  de  la  Sección  de  con- 
tabilidad. 

Art.  70.  Todo  establecimiento  público  de 
Beneficencia,  cualquiera  que  sea  su  clase  y 
condición,  está  sujeto  á  la  rendición  de  Cuen- 
tas documentadas,  exceptuándose  los  compren- 
didos en  el  art.  20  de  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1849,  y  que  no  son  objeto  de  la  misma. 

Los  pagos  correspondientes  á  las  oblig'acio- 
nes  de  cada  establecimiento  se  harán  con  su- 
jeción al  presupuesto  aprobado  para  el  mismo, 
en  virtud  de  libramientos  expedidos  por  el  di- 
rector intervenidos  por  el  secretario  contador. 

Art.  71.  Cada  establecimiento  de  Beneficen- 
cia producirá  tres  cuentas,  una  que  rendirá  el 
director  y  las  otras  el  administrador. 

Art.  72.  El  director  formará  la  cuenta  del 
presupuesto  en  que  figure,  con  la  clasificación 
oportuna,  la  cantidad  aprobada  para  gastos, 
la  suma  calculada  por  ingresos,  lo  pagado  por 
los  primeros, lo  realizado  por  los  segundos,  ex- 
plicando además  la  causa  de  las  diferencias 
que  aparezcan  entre  la  cuenta  y  el  presupues- 
to á  que  se  refiera. 

Art.  73.  El  administrador  formará  la  cuen- 
ta de  caudales  que  comprenderá  en  el  carg-o  las 
cantidades  que  hayan  entrado  en  su  poder  por 
todos  conceptos  y  en  la  data  todos  los  pagos 
que  haya  ejecutado.  * 

Art.  74:.  El  administrador  formará  igual- 
mente la  cuenta  de  administración  de  todas  las 
fincas,  censos,  eonsig'naciones  y  rentas  fijas  que 
administre  por  cuenta  de  cada  establecimiento. 

Art.  75.  Los  depositarios  de  las  Juntas  de 
Beneficencia  rendirán  también  cuenta  de  to- 
das las  cantidades  que  ingresen  directamente 
en  su  poder  por  consignaciones  y  demás  obje- 
tos á  que  se  refiere  el  art.  50. 

Art.  76.  Las  cuentas  de  caudales  délos  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  se  presentarán 
á  las  Juntas  respectivas  según  queda  estable- 
cido en  el  art.  63  para  los  presupuestos. 

Art.  77.  Después  que  las  Juntas  examinen 
estas  cuentas,  las  pasarán  á  su  depositario, 
para  que  incorporando  con  la  suya  propia  de 
que  hal)la  el  art.  75,  las  de  los  administrado- 
res de  los  varios  establecimientos,  constituyan 
la  cuenta  completa.de  la  Beneficencia  gene- 
ral, provincial  ó  municipal,  siguiendo  su  cur- 
so hasta  su  aprobación  definitiva. 

Art.  78.  La  Junta  g'eneral  pasará  su  cuen- 
ta al  Ministerio  de  la  Gobernación;  las  provin- 
les,  al  gobernador  de  provincia  para  que  la 
incorpore  á  la  suya  el  depositario  de  fondos 
provinciales;  y  las  municipales  la  dirig'irán  al 
alcalde  para  que  el  depositario  del  Ayunta- 
miento la  una  también  á  la  siiya. 

Art.  79.  Las  cuentas  de  presupuestos  y  las 
de  administración  que  han  de  formar  el  direc- 
tor y  el  administrador  de  cada  establecimien- 


to, se  acompañarán  á  la  de  caudales,  y  las 
Juntas  las  remitirán  con  las  de  su  propio  de- 
positario al  dar  á  ésta  el  curso  marcado  en  el 
articulo  anterior. 

Art.  80.  En  31  de  Diciembre  de  cada  año 
se  cerrarán  líis  cuentas  de  presupuestos  de  los 
establecimientos  pro\inciales  y  municipales, 
sea  cual  fuere  el  estado  que  en  dicho  día  ten- 
ga la  cobranza  de  los  ingresos  y  el  pago  de 
las  obligaciones,  considerándose  caducados 
en  aquel  día  todos  los  créditos,  sin  perjuicio 
de  incluir  en  el  presupuesto  adicional,  de  que 
habla  el  art.  66,  los  que  en  el  mismo  se  desig- 
nan, para  enlazar  la  cuenta  y  razón  del  año 
anterior  con  la  del  sucesivo. 

Art.  81.  Para  la  redacción  de  los  presu- 
puestos, cuentas  y  demás  documentos  de  la 
contabilidad  de  Beneficencia  se  circularán  los 
formularios  correspondientes.  Las  cuentas  á 
que  se  refieren  los  arts.  72,  73,  74  y  75,  se  ren- 
dirán en  las  épocas  que  determinen  las  dis- 
posici  .-nes  vig-entes  respecto  á  la  contabilidad 
provincial  y  municipal. 

La  cuenta  de  que  trata  el  art.  78  se  dará  en 
las  épocas  y  bajo  la  forma  que  establezca  el 
Ministerio  de  la  Gobernación  con  arreg'lo  al 
sistema  general  establecido. 

Art.  82.  Los  administradores  de  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia  deberán  llevar 
además,  bajo  la  inspección  inmediata  do  las 
Juntas  respectivas,  y  rendirán  periódicamen- 
te á  éstas,  según  las  mismas  determinan,  una 
cuenta  especial  de  depósitos  cu  la  que  se  ha- 
rán cargo  de  las  cantidades,  bienes  ó  efectos 
que  reciban  por  herencias,  donaciones  ü  otros 
haberes  que  pertenezcan  individualmente  á 
los  acog'idos  en  el  establc^-imiento  y  de  los 
ahorros  que  les  correspondan  por  siis  jornales 
ú  otro  concepto  dentro  de  la  casa;  datándose 
en  dicha  cuenta  de  las  entreg'as  que  hagan 
por  iguales  conceptos. 

Art.  83.  La  Beneficencia  domiciliaria  no 
forma  presupuestos;  pero  rinde  cuenta  formal 
á  la  Junta  municipal  de  quien  depende. 

Art.  84.  En  poblaciojies  en  que,  por  su 
nmcho  vecindario,  existan  .Juntas  de  barrio, 
éstas  darán  cuenta  á  la  Junta  parroquial  de 
Beneficencia  domiciliaria  á  que  correspondan. 
La  Junta  parroquial  formará  de  ellas  su  cuen- 
ta g'cneral,  que  rendirá  á  la  Junta  municipal. 

Art.  85.  Las  .Juntas  parroquiales  de  Bene- 
ficencia no  manejarán  más  fondos  que  los  que 
provengan  de  limosnas  y  los  que  les  destinen 
las  municipales  por  vía  de  socorro  para  los 
fines  de  su  instituto. 

Art.  86.  Las  Juntas  parroquiales  cuidarán 
de  la  colecta  de  limosnas  de  las  suscriciones 
voluntarias;  de  la  hospitalidad  y  socorros  do- 
miciliarios, celando  muy  particularmente  que 
éstos  sean  en  especie;  de  la  primera  enseñanza, 
aprendizaje  de  oficios  y  vacunación  de  los  ni- 
ños; de  recog'er  los  expósitos  y  desamparados, 
y  de  conducir  al  establecimiento  municipal, 
para  que  éste  los  traslade  al  que  corresponda, 
á  los  pobres  que  no  puedan  ser  socorridos  en 
sus  casas. 

Art.  87.  Al  pasar  las  .Juntas  parroc[UÍales 
á  las  municipales  la  cuenta  de  que  trata  el  ar- 
ticulo   anterior ,   añadirán   una   relación  cir- 
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cuiistaneiada  del  estado  en  qiie  se  lialleii  en  su 
parroquia  la  liospitalidad  y  socorros  domit-i- 
íiarios,  y  llamarán  la  atención  de  la  Junta  so- 
bre las  observaciones  qne  la  experiencia  haya 
acreditado  sobre  esta  base  esenciallsima  de 
todo  buen  sistema  de  Beneficencia  pública. 

TIT.  IV.— Disposiciones  generales  y  transitorias. 
CAP.  I. — Bisposiciones  generales. 

Art.  88.  Los  establecimientos  municipales 
de  Beneficencia,  reducidos  á  .socorrer  nece- 
sidades pasajeras  ó  repentinas,  y  <á  encargar- 
se de  la  traslación  de  los  enfermos  ó  menes- 
terosos de  cualquier  otra  clase  al  estableci- 
miento provincial  mAs  pró.ximo,  podrán  ser 
tan  sencillos  cuando  asi  lo  exigiese  la  pobreza 
d(d  pueblo,  que  baste  una  sala  de  recepción, 
una  pieza  recluida,  dos  camas,  un  carro  ó  tar- 
tana y  dos  caballerías ,  bien  propias ,  bien 
contratadas. 

Art.  89.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior no  obstará  para  que,  en  dond,e  los  fondos 
municipales  lo  consientan,  las  casas  de  hospi- 
talidad momentánea  y  los  medios  de  conducir 
los  pobres  y  enfermos  al  hospital  provincial, 
..sean  dignos  de  la  institución,  y  también  que 
la  hospitalidad  y  los  socorros  "se  prolonguen 
en  ellos  cuanto  sea  posible,  hasta  evitar  en 
algunos  casos,  con  la  curación  de  los  enfer- 
mos, los  gastos  y  las  incomodidades  de  la  con- 
ducción. 

Art.  90.  La  más  importante  obligación  de 
los  Ayuntamientos  respecto  de  Beneficencia, 
consiste,  según  el  espíritu  de  la  ley  y  las  dis- 
posiciones del  presente  reglamentó,  que  la 
desenvuelve  y  explica,  en  los  socorros  y  hos- 
pitalidad domiciliaria.  Este  es  el  verdadero  y 
esencial  objeto  de  la  Beneficencia  municipal '. 

Las  Juntas  municipales  organizarán  desde 
luego,  en  consecuencia  de  esto,  las  Juntas  pa- 
rroquiales y  de  barrio,  y  excitai'án  la  caridad 
del  vecindario  acomodado  á  lomar  parte  en 
estos  trabajos  y  en  las  limosnas,  en  efectos  y 
en  especie,  que  reclama  esta  clase  de  Benefi- 
cencia domiciliaria. 

Art.  91.  Cum Iludas  de  esta  suerte  las  obli- 
gaciones de  la  Municipalidad,  los  pobres  que 
no  pueden  ser  socorridos  por  los  pueblos  en 
sus  domicilios,  y  que  la  Junta  municipal  tras- 
lada á  los  establecimientos  de  Beneficencia 
más  inmediatos,  entran  ya  bajo  el  cuidado  de 
la  provincia.  Por  esta  consideración  las  Jun- 
tas provinciales  procurarán  organizar,  sin 
pérdida  de  tiempo,  los  establecimientos  de  dis- 
trito prevenidos  en  el  art.  6."  de  este  regla- 
mento. 

Art.  92.  Estos  establecimientos  tienen  di- 
versos objetos:  el  de  curar  los  enfermos  pobres 
del  distrito  A  que  sus  recursos  alcancen,  ó  <|ue 
no  haya  una  necesidad  de  transportar  al  esta- 
blecimiento de  la  capital:  el  de  recibir  los  ex- 
jiósitos  y  tener  un  departamento  de  materni- 
dad: el  de  conducir  á  las  casas  correspondien- 
tes de  la  provincia  á  los  huérfanos  y  desanijia- 
rados,  y  á  los  menesterosos  incapaces  de  un 
trabajo  suficiente;  y  por  último,  el  de  cuidar 
•de  los  locos,  sordomudos,  ciegos,  decréjiitos 


^     Véase  el  arf.  74ü  del  CYxl.  civil. 


é  impedidos,  hasta  su  entrega  en  los  estable- 
cimientos de  la  capital  ó  en  el  general  á  que 
correspondan,  salvas  las  indemnizaciones  (jue 
fija  este  reglamento.  En  semejantes  concejitos, 
los  establecimientos  de  Beneficencia  de  distri- 
to serán  considerados,  en  cuanto  tengan  rela- 
ción con  las  oblig'aciones  de  la  provincia, como 
hijuelas  ó  casas  subalternas  de  los  estableci- 
mientos pro\iuciales  de  la  capital,  y  como  ta- 
les se  regirán  por  las  disposiciones  correspon- 
dientes de  los  reg'lainentos  de  aquéllos. 

Art.  93.  Asi  en  los  establecimientos  que  en 
las  capitales  y  en  los  distritos  forman  la  Bene- 
ficencia provincial,  como  en  los  mismos  esta- 
blecimientos generales,  no  hay  necesidad  de 
cjue  cada  establecimiento  ocujie  un  edificio  se- 
parado: tampoco  se  prohibe  que  puedan  estar 
reunidos  en  todo  ó  en  parte,  en  uno  solo,  dos 
ó  más  de  diversa  clase. 

Estas  cuestiones  se  resolverán  con  arreglo 
á  los  edificios  que  pueden  aprovecharse,  á  los 
recursos  disponibles,  y  á  las  demás  circunstan- 
cias locales,  más  ó  menos  duraderas,  que  pue- 
den ofrecerse. 

En  su  resolución,  sin  embargo,  se  procurará 
desde  luego  y  en  cuanto  sea  posible: 

1.°  Que  las  atenciones  que  teng'an  analogía 
se  ag'rupen,  asi  como  que  se  separen  las  con- 
trarias. 

2."  Que  los  establecimientos  de  maternidad 
se  unan  con  los  de  expósitos,  dando  ala  parte 
destinada  á  los  primeros  la  separación  necesa- 
ria y  entrada  independiente  para  conservar  el 
secreto  y  para  inspirar  confianza. 

3."  Que  los  establecimientos  de  huérfanos 
y  desamparados  se  reúnan. 

4."  Que  cada  hospital  de  enfermos  no  pase 
de  300  camas.     • 

5."  Que  haya  la  conveniente  separación  en- 
tre los  enfermos  contagiosos  y  los  restantes,  y 
qiie  se  establezcan  aparte  las  salas  de  cirugía. 

6."  Que  los  hospitales  de  convalecencia  se 
hallen  situados  fuera  de  los  de  enfermos. 

7."  Qne  los  niños  expósitos  se  crien  fuera 
y  en  poder  de  nodrizas  particulares. 

8."  Que  en  toda  casa  de  Beneficencia  haya 
una  completa  separación  entre  ambos  sexos. 

9."  Que  se  promuevan  y  utilicen  los  servi- 
cios de  toda  asociación  de  caridad  de  uno  y 
otro  sexo,  bien  religiosa,  bien  regular,  ya  en 
favor  de  los  enfermos,  ya  en  el  cuidado  de  los 
párvulos,  ya  en  la  educación  de  los  huérfanos 
y  desamparados.  Se  evitará,  con  todo,  que  nin- 
guna de  estas  asociaciones  ni  institutos  inter- 
vengan ni  tomen  parte  en  objetos  de  adminis- 
tración interior  de  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia. ^ 

Art.  94  Las  Juntas  acudirán  al  Gobierno 
por  conducto  de  las  autoridades,  cuando  cre- 
yeren conveniente  que  se  destine  á  estableci- 
mientos de  Beneficencia  algún  edificio  público 
de  los  que  pertenecieren  al  Estado. 

CAP.  II. — Disposiciones  transitorias. 

Art.  95.  Las  Juntas  g-eneral  y  provinciales 
y  las  municipales  que  se  crean  necesitadas  de 
hacerlo,  propondrán  inmediatairiente  al  Go- 
bierno las  primeras  y  á  los  gobernadores  las 
últimas,   las  plantillas  de  su  Secretaría  y  los 
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medios    de    CTibrir    sus    propias    atenciones. 

Art.  9G.  Las  Juntas  se  ocuparán  desde  lue- 
g'o  en  reconocer  todas  las  fundaciones,  bienes, 
títulos,  derechos  y  acciones  propias  de  la  Be- 
neficencia general,  provincial  y  municipal  que 
radiquen  dentro  de  sus  respectivas  demarca- 
ciones. 

Art.  97.  A  medida  que  las  .Juntas  adelan- 
ten en  estos  trabajos,  propondrán  al  Gobier- 
no, la  general  directamente,  y  las  provinciales 
y  municipales  por  conducto  de  los  gobernado- 
res, la  reorganización  y  clasificación  de  los  ac- 
tuales establecimientos  de  Beneficencia  con 
arreglo  á  la  ley  y  presente  reglamento. 

Art.  98.  Propondrán  también  del  mismo 
modo  los  puntos  donde  deban  conservarse 
unos  establecimientos,  trasladarse  y  situarse 
otros,  y  los  bienes  que  han  de  constituir  su  do- 
tación respectiva. 

Art.  99.  Propondrán  igualmente  los  regla- 
mentos especiales  do  cada  establecimiento  de 
su  carg'o,  cuidando  de  observar  en  ejlos  las 
prevenciones  de  la  ley  y  las  bases'  orgánicas 
de  este  reglamento  general. 

Art.  100.  Durante  estos  trabajos,  las  .Jun- 
tas procurarán  atender  al  servicio  de  la  Bene- 
ficencia pública,  enmendando  parcial  y  jirovi- 
sionalniente  los  defectos  que  advirtieren,  po- 
niendo al  abrigo  de  todo  riesgo  á  los  pobres 
refugiados,  ó  que  se  vayan  refugiando  en  las 
actuales  casas  de  caridad,  y  celando  con  acti- 
vidad y  perseverancia  por  que  los  intereses  de 
la  Beneficencia  no  padezcan  el  más  leve  me- 
noscabo, ni  durante  el  periodo  que  medie  ó 
transcurra  desde  la  org-anizacion  anterioi'  á  la 
actual,  ni  al  incorporarse  sucesivamente  en  la 
nueva  administración  y  régimen  que  la  ley  y 
el  presente  reg'lamento  establece.  Madrid  14  de 
Mayo  de  1852.— Bertrán  de  Lis.»  (C.  L.,  t.  5lí, 
página  49.) 

R.  O.  4  Abril  1833. 
Expedientes  de  enajenación  y  permuta  de  bienes. 
(GoB.)  «Ha  llamado  la  atención  de  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  la  poca  regularidad  con  que  se  acos- 
tumbra á  instruir  losexpedientesrelativos  á  la 
enajenación  <!(  permuta  de  fincas  y  valores  per- 
tenecientes á  la  Beneficencia  pública.  A  fin  de 
que  se  armonice  dicha  instrucción  y  que  haya 
en  la  tramitación  de  los  expedientes  la  debida 
homogeneidad,  me  manda  prevenir  á  V.  S.  que 
se  ateng-a  estricta  y  rigurosamente  para  estos 
casos  á  lo  preceptuado  en  lasKs.  Os.  de  24  de 
Agosto  de  1834,  .3  de  Marzo  de  1835, 17  de  Mayo 
de  1838,  15  de  Mayo  de  1848,  13  de  Febrero  y  3 
de  Julio  de  1849,  y  R.  D.  de  28  de  Septiembre 
de  1849,  asi  bien  que  en  las  leyes  de  organiza- 
ción y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos  y  Di- 
putaciones provinciales;  en  la  inteligencia  de 
que  no  se  aprobará  expediente  alguno  en  que 
se  omita  cualquiera  de  las  formalidades  en  di- 
chas Reales  órdenes  prevenidas,  de  cuya  trans- 
gresión, si  llegara  á  noticia  de  V. 'S.,  dará 
cuenta  al  Gobierno...— Dios,  etc.  Madrid  4  de 
Abril  de  1853..  (C.  L.,  t.  58,  p.  290.) 

E.  O.  28  Mayo  1853. 
Hospitalidad  domiciliaria. 
Excitó  el  celo  de  los  gobernadores  para  que 
procurasen  por  cuantos  medios  estuvieran  á 


su  alcance,  plantear  y  regularizar  el  servicio 
de  la  hospitalidad  domiciliaria.  (C.  L.,  t.  59, 
pág.  124.) 

H.  O.  25  Junio  1853. 

Instrucción  de  expedientes  para  la  venta  de  bienes  y  efec- 
tos públicos:  Modo  de  suplir  la  falta  de  titulo. 

(GoB.)  «...Es  la  voluntad  de  S.  M.  la  Rei- 
na (Q,.  D.  G.)  que  se  pi'evenga  terminantemen- 
te á  V.  S.  como  de  sti  Real  orden  lo  verifico: 

1."  Que  bajo  concepto  alguno  remita  á  este 
Ministerio  los  expedientes  relativos  á  enaje- 
nación de  bienes  propios  de  la  Beneficencia, 
hasta  que  su  instrucción  esté  completa  á  tenor 
délas  disposiciones  vigentes,  sin  omitir  forma- 
lidad ni  requisito  alg'iino  de  los  que  para  esta 
clase  de  asuntos  se  requi(M-en. 

2."  Que  cuide  de  instruir  del  propio  modo 
y  con  las  mismas  formalidades,  los  que  se  re- 
fieran á  la  conversión  ó  enajenación  del  papel 
del  Estado  que  sea  caudal  de  la  Beneficencia. 

3."  Que  en  el  caso  de  no  ser  habidos  los  tí- 
tulos de  los  bienes,  de  cuya  enajenación  se 
trate,  se  una  al  expediente,  para  acreditar  el 
dominio  que  sobre  ellos  tenga  la  Beneficencia, 
y  atraer  mayor  concurrencia  en  su  día  á  la 
pública  licitación  en  que  habrán  de  ser  vendi- 
dos, una  certificación  de  lo  que  resulte  en  el 
reglamento  de  propios  del  pueblo  en  que  radi- 
quen aquéllos,  si  tuviesen  los  bienes  tal  proce- 
dencia, ó  de  lo  que  conste  en  el  libro  catas- 
tral; y  si  nada  de  esto  hubiere  para  justificar 
la  pertenencia,  que  se  acompañe  original  una 
información  de  testigos  ancianos,  recibida  en 
debida  forma,  para  que  tenga  fuerza  legal  en 
juicio  y  fuera  de  él  ante  efjuez  de  primera 
instancia  del  partido. — Dios,  etc.  Madrid  25 
de  Junio  de  1853.»  (C.  L.,  t.  59,  p.  22S.) 

H.  D.  6  Julio  1853. 

Clasificación  de  establecimientos  benéficos:  Creación:  Su- 
presión: Abonados:  Directores,  etc. 

(GoB.)  (Este  decreto  recomendó  á  las  Jun- 
tas provinciales  de  Beneficencia  que  formaran 
y  remitieran  á  la  aprobación  del  Gobierno,  á 
la  mayor  brevedad,  la  clasificación  de  los  es- 
tablecimientos de  sus  respectivos  distritos  (ar- 
ticulo 1.°),  y  determinó  cómo  debían  hacerse 
las  clasificaciones  (arts.  2."  á  4.°),  sobre  lo  cual 
hay  que  estar  á  los  arts.  .50  á  58  de  la  Inst.  de 
27 'de  Abril  de  1875.)  Los  arts.5.°á8.°dicen  asi: 

«Art.  5.°  Clasificado  tm  establecimiento 
para  su  objeto  y  en  la  categoría  que  sea  más 
conforme  al  espíritu  de  la  ley, serán  admitidos 
ó  continuarán  admitiéndose  en  él  los  pobres 
que  aunque  rig-urosamente  no  le  pertenezcan 
por  la  clase  de  su  enfermedad  ó  sus  circuns- 
tancias, careciesen  de  otro  establecimiento  des- 
destinado especialmente  para  ellos. 

Art.  6."  Ño  podrá  suprimirse  ningiin  esta- 
blecimiento de  Beneficencia  si  no  resulta  pro- 
bada su  inutilidad  en  un  expedicuite  que  de- 
berá remitirse  después  de  instruido  al  Gobier- 
no para  que  le  resuelva  oyendo  al  Consejo 
Real  y  á  la  Junta  general  de  Beneficencia. 

Art.  1."  Las  .Tuntas  general,  provinciales 
y  municipales  de  ])ol)la.iones  de  crecido  vecin- 
dario, promoverán  la  creación  de  los  estable- 
cimientos que  juzg'uen  más  convenientes,  y  en 
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especial  de  los  destinados  á  enfermos  si  uo  los 
hubiere  en  su  territorio. 

Art.  8."  En  las  poblaciones  que  carecieren 
de  hospitales  de  esta  clase,  en  las  de  corto  ve- 
cindario y  aun  en  aquellas  en  que  la  Junta 
nnmicipal  no  pueda  componerse  del  número 
de  individuos  que  la  ley  prescribe,  se  formará 
también  dicha  Junta,  á  lo  menos  para  socorrer 
á  domicilio  á  los  vecinos  pobres,  especialmente 
en  caso  de  enfermedad,  para  cuidar  del  mo- 
mentáneo amparo,  alimento  é  inmediata  tras- 
lación de  los  expósitos,  enfermos  y  demás  de.s- 
<;-raciados  que  deban  pasar  á  los  estableci- 
mientos respectivos,  y  para  sostener  por  el 
tiempo  indispensable  á  aquellos  cuyo  critico 
estado  ó  circunstancias  extraordinarias  les  ha- 
gan merecedores  de  sus  auxilios.  Para  estos 
objetos  tendrá  dispuesta  dicha  Junta  munici- 
pal una  pequeña  casa  habitación  ó  cuando  me- 
nos una  sala. 

(Los  arts.  9  "  á  14  hablan  del  personal  de  los 
establecimientos  públicos  de  Beneficencia;  so- 
bre lo  que  es  preciso  estar  hoy  á  los  arts.  28  á 
33  de  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  1885.) 

Art.  15.  Tanto  en  dichas  Secretarlas,  como 
en  las  Salas  de  Juntas  y  en  los  mismos  esta- 
blecimientos de  Beneficencia,  se  evitará  todo 
gasto  que  indique  superfluidad  ó  lujo. 

(El  art.  1(5  habla  de  los  abogados  de  Benefi- 
cencia, que  se  rigen  hoy  por  los  arts.  24  á  29 
de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875.)  • 

Art.  17.  No  se  dará  por  contrata  á  los  aco- 
gidos en  los  establecimientos  de  Beneficencia 
los  efectos  necesarios  para  su  manutención  ó 
socorro,  pero  si  podrán  hacerse  ajustes  con  las 
seguridades  debidas  de  aquellos  artículos  que 
no  sea  fácil  adulterar  ó  escatimar. 

Art.  18.  El  Gobierno,  las  Juntas-  general, 
provinciales  y  municipales  y  las  de  inmediata 
dirección  de  ios  establecimientos,  respetarán 
en  todo  lo  posible  la  voluntad  de  los  bienhe- 
chores, y  aunque  no  permitirán  que  se  propor- 
cione á  los  acogidos  cosa  alguna  que  pueda 
perjudicarles,  procurarán  conciliar  el  deseo  de 
aquéllos  con  el  provecho  de  éstos. 

Art.  19.  La  acumulación  de  rentas  perte- 
necientes á  establecimientos  distintos  y  la 
aplicación  ó  traspaso  de  las  de  uno  á  otro,  sólo 
se  verificará  en  los  casos  expresamente  pre- 
venidos por  la  ley  y  coa  las  formalidades  que 
ella  prescribe. 

Art.  20.  Cada  establecimiento  se  socorrerá 
con  el  producto  de  sus  bienes  projiios,  los  cua- 
les serán  administrados  con  absoluta  indepen- 
dencia de  los  demás  por  distintas  personas 
nombradas  al  efecto  por  el  Gobierno  ó  por  el 
gobernador  de  la  provincia  respectivamente. 
Estas  personas  deberán  prestar  la  correspon- 
•  diente  fianza,  y  tendrán  la  retribución  que 
para  cada  uno  determine  el  g'obernador,  ó  el 
Gobierno  en  su  caso,  á  propuesta  de  la  Junta 
general,  oidas  las  provinciales. 

Art.  21.  Quedan  subsistentes  las  clasifica- 
ciones de  establecimientos  piadosos  hechas  en 
virtud  del  reglamento  de  14  de  Mayo  de  1852, 
sin  perjuicio  de  reformarlas  cuando  por  alg'iin 
motivo  grave  lo  creyere  el  Gobierno  necesario. 

Art.  212.     Quedan  derogadas  todas  las  dis- 


posiciones anteriores  que  se  opongan  á  la  eje- 
cución del  presente  decreto. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  6  de  Julio  de  1853.» 
(C.  i.,  t.  59,  p.  275.) 

E.  O.  8  Julio  1853. 
Autorización  para  obras  y  servicios:  Subastas, 
(GoB.)     «La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 
acordar... 

1.°  Que  bajo  ningiin  concepto  permita  que 
se  ejecuten  obras  de  nueva  planta  ni  reparos 
en  los  edificios  y  fincas  de  Beneficencia  sin 
que  para  ellas  precédala  autorización  de  S.M., 
ó  la  de  V.  S.,  seg'úu  los  casos. 

2."  Que  cuando  las  obras  sean  de  las  que 
necesitan  la  Real  aprobación,  no  se  proceda  á 
realizarlas  bajo  ningún  pretexto  hasta  que, 
instruido  el  oportuno  expediente,  recaig'a  la 
autorización  de  S.  M.,  pues  de  lo  contrario  se 
exigirá  la  más  severa  responsabilidad  á  quien 
corresponda. 

3.°  Que  ningún  servicio  ni  obra  se  adjudi- 
que ni  íealice  si  llega  á  la  cantidad  que  fija  el 
articulo  14  del  citado  R.  D.  (27  Febrero  1852), 
sin  previa  licitación  pública  y  aprobación  del 
remate  por  la  autoridad  competente,  á  fin  de 
que  los  fondos  de  Beneficencia  reporten  las 
ventajas  consig'uieutes  al  sistema  de  concu- 
rrencia y  publicidad  en  todos  los  contratos. 

y  4."  "  Que  tanto  en  los  expedientes  de  obras, 
como  en  los  de  servicios,  se  observen  las  for- 
malidades prevenidas  en  las  disposiciones  vi- 
gentes, según  que  los  establecimientos  sean 
municipales  ó  provinciales,  exceptuándose  tan 
sólo  el  servicio  de  estancias. — Dios,  etc. — San 
Ildefonso  8  de  Julio  de  1853.»  (C.  L.,  t.  59, 
pág.  293.) 

E.  D.  3  Agosto  1853. 

Asilos  de  párvulos:  su  establecimiento  en  las  capitales 

de  provincia,  su  objeto,  dirección,  etc. 

(GoB.)  «Teniendo  en  consideración  las  ra- 
zones que  me  ha  expuesto  mi  Ministro  de  la 
Gobernación,  vengo  en  decretar  losiguiente  ': 

Articulo  1."  Se  establecerán  inmediata- 
mente en  cada  capital  de  provincia  de  prime- 
ra clase  uno  ó  más  Asilos  de  párvulos  donde 
serán  acog-idos  durante  el  dia  los  niños  de 
ambos  sexos  pobres  y  menores  de  seis  años. 
Estos  establecimientos  podrán  extenderse  á 


'  En  el  preámbulo  del  decreto  se  dice  que  su  objeto  es 
*introducir  en  España  esta  institución  saludable  que  na- 
ció en  su  suelo;  pues  aunque  existen  ya  escuelas  de  párvu- 
los en  Madrid  y  en  algunas  provincias,  donde  se  da  cierta 
instrucción  elemental  y  gratuita  á  los  niños  mayores  de 
dos  años  y  menores  de  seis,  estos  establecimientos  tío  lle- 
nan cumplidamente  el  objeto  de  los  otroS',  conviniendo 
por  lo  tanto  crear  asilos  de  párvulos  ó  casas  piiblicas  de 
Beneficencia  donde  puedan  ser  acogidos  los  niños  pobres 
de  ambos  se.ros  menores  de  seis  años,  cuya  dirección  su- 
prema corra  á  cargo  de  una  Junta  de  señoras,  y  la  inme- 
diata á  cargo  de  mujeres  honradas,  'porque  sólo  el  cora^- 
zón  de  la  mujer,  donde  la  ternura  tiene  su  natural  asien- 
to, es  capas  de  comprender  el  oficioso  desvelo  que  tales  ca- 
sas exigen  si  han  de  corresponder  dignamente  al  objeto  de 
su  institución*. 

€El  coste  de  los  Asilos  de  pár\-iLlos,  dice,  será  insigni- 
ficante comparado  con  los  beneficios  inmensos  que  repor- 
tará de  ellos  la  clase  pobre  y  honrada.  Según  los  datos 
que  ha  reunido  la  Administración,  puede  cnlcidarse  con 
bastante  exactitud  que  no  excederá  de  8  maraveí' -s  el  cos- 
te de  cada  estancia  en  Madrid,  y  de  3  l/'íá  4  en  las  pro- 
vincias: precio  que  se  deberá  disminuir  á  medida  que  se 
aumente  el  número  de  niños  acogidos,  porque,  á  no  ser  ex- 
traordinario, no  alterará  el  coste  del  local  y  del  utensilio.* 


BENEFICENCIA.  (1853.) 


las  capitales  de  segunda,  tercera  y  cuarta 
clase,  y  á  otros  pueblos  Apetición  de  los  Ayun- 
tamientos y  de  las  Juntas  municipales  de  Be- 
neficencia. 

Art.  2.°  Para  los  efectos  de  la  ley  se  consi- 
derarán estos  asilos  como  establecimientos 
municipales  de  Beneficencia,  y  estarán  bajo  la 
vigilancia  de  las  Juntas  y  autoridades  locales. 

Art.  3.°  También  podrán  instituirse  esta- 
blecimientos de  la  misma  clase  de  carácter 
privado,  pero  con  entera  sujeción  á  lo  que  se 
preceptúa  en  este  decreto. 

Art.  4."  En  todo  asilo  de  párvulos  habrá 
precisamente  dos  departamentos  ó  secciones: 
uno  para  los  niños  menores  de  dos  años  que 
estén  en  lactancia;  otro  para  los  que  tengan 
de  dos  á  seis  años. 

Art.  5.°  Las  escuelas  de  párvulos  que  exis- 
ten en  la  actualidad  servirán  de  base  á  los 
asilos  que  se  crean  por  este  decreto,  y  forma- 
rán la  segunda  sección  de  ellos. 

Art.  ti."  El  régimen  y  dirección  de  los  asi- 
los de  párvulos,  en  lo  concerniente  á  la  ense- 
ñanza, se  arreglarán  á  las  disposiciones  gene- 
rales de  la  materia;  y  en  todo  lo  demás  es- 
tarán dichas  casas  á  cargo  de  una  Junta  de 
señoras  que  se  creará  al  efecto  en  las  poblacio- 
nes donde  no  la  hubiere  establecida.  La  pre- 
sidencia de  estas  Juntas  corresponde  al  gober- 
nador de  la  provincia  en  las  capitales,  y  á  los 
alcaldesconstitucionales  en  losdemás  pueblos. 

Art.  7.°  Uu  reglamento  especial,  que  se 
formará  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
de  acuerdo  con  el  de  Gracia  y  Justicia,  y  que 
me  reservo  aprobar,  determinará  el  rég'imen 
interior  de  estos  establecimientos,  el  método 
de  enseñanza,  las  circunstancias  que  han  de 
tener  las  personas  que  en  ellos  sirvan,  y  las 
demás  prescripciones  necesarias  para  el  buen 
gobierno  de  los  mismos.  Serán  bases  de  este 
reglamento  las  sig'uientes: 

Primera.  En  los  asilos  de  párvulos  se  ad- 
mitirá gratuitamente  tan  sólo  á  los  niños  po- 
bres de  ambos  sexos. 

Segunda.  No  serán  admitidos  en  manera 
alguna  los  niños  enfermos  ni  los  que  estén  sin 
vacunar. 

Tercera.  La  sección  de  lactancia  ha  de 
estar  al  exclusivo  cargo  dennijeres,  cuya  acti- 
tud especial  se  haya  acreditado  ante  la  Junta 
de  señoras.  En  la  segunda  sección  se  podrá,  á 
juicio  de  la  propia  Junta,  dar  entrada  á  los 
hijos  de  familias  acomodadas,  que  pagarán 
una  subvención  mensual. 

Cuarta.  En  la  primera  sección  habrá  una 
sala  de  cunas  y  otra  para  juegos  y  comidas. 
En  la  segunda,  destinada  especialmente  á  pro- 
mover el  desarrollo  físico,  moral  é  intelectual 
de  los  niños,  habrá  un  departamento  para  es- 
cuela, otro  para  policía,  paseo  y  juegos  de 
gimnasia,  y  otro  para  comedor.  El  local  do 
ambos  departamentos  tendrá  todas  las  con- 
diciones convenientes  de  ventilación  y  salu- 
bridad. 

Quinta.  Se  prohibirá  toda  clase  de  castigo 
corporal. 

Sexta.  La  Junta  de  damas  inspeccionará 
diariamente  dichas  casas  de  asilo  por  medio 


de  una  visitadora,  en  cuyo  cargo  alternarán 
todas  las  señoras. 

Art.  8."  A  los  gastos  de  instalación  y  sos- 
tenimiento de  los  asilos  de  párvulos,  mientras 
las  Cortes  no  concedan  crédito  para  la  Bene- 
flcencia  pública,  ó  se  varié,  con  acuerdo  de  las 
mismas,  la  legislación  actual  sobre  la  adquisi- 
ción de  bienes,  se  aplicará: 

Primero.  El  producto  de  la  suscrición  vo- 
luntaria, que  se  promoverá  por  los  goberna- 
dores de  provincia  y  Juntas  de  señoras. 

Segundo.  Las  cuotas  mensuales  que  se  sa- 
tisfagan en  la  segunda  sección  por  la  asisten- 
cia de  los  niños  que  no  pertenezcan  á  familias 
pobres. 

Tercero.  La  parte  que  del  fondo  del  indul- 
to cuadragesimal  pueda  aplicarse  por  los  dio- 
cesanos en  cada  pueblo,  previa  la  instrucción 
del  oportuno  expediente  y  la  resolución  del  Go- 
bierno. 

Cuarto.  El  producto  de  las  fundaciones  y 
obras  pías  que  por  la  analogía  de  su  objeto  ó 
por  haber  éste  caducado  haya  disponibles  con 
arreglo  á  las  leyes.  El  di'ficit  que  resulte  se 
cubrirá  con  los  fondos  de  la  Beneficencia  mu- 
nicipal, si  en  ellos  hubiere  sobrante,  ó  con  el 
presupuesto  municipal  en  la  forma  que  permi- 
ten las  leyes,  y  como  se  practica  para  cubrir 
las  atenciones  de  la  Beneficencia  de  cada 
pueblo. 

Art.  9°  .  El  primer  asilo  de  párvulos  que  se 
abra  en  Madrid  llevará  el  nombre  de  mi  que- 
rida hija  la  augusta  Princesa  de  Asturias,  y 
estará  bajo  su  especial  é  inmediata  protección. 
La  dirección  de  éste  y  todos  los  de  su  clase 
que  en  la  Corte  se  establezcan  se  encomiendan 
á  la  Junta  de  damas  de  Honor  y  Mérito,  que 
tiene  á  su  cargo  la  Inclusa,  bajo  la  presiden- 
cia del  gobernador  de  la  provincia.  Dado  en 
San  Ildefonso  á  3  de  Agosto  de  1853.— Está  ru- 
bricado de  la  Real  mano.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Pedro  de  Egaña.»  (C.  L.,  t.  59, 
p.  448.) 

*K.  O.  22  Agosto  1853. 

Dictando  disposiciones  sobre  los  eslablecimientoa 

de  la  provincia  de  Teruel. 

(GoB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  lo 
expuesto  por  V.  S.  en  su  comunicación  de  21 
de  Mayo  último  respecto  á  la  clasificación  y 
organización  do  los  establecimientos  de  esa 
capital,  y  la  creación  desde  luego  de  un  hos- 
pital de  "distrito  en  Alcañiz,  sin  perjuicio  de 
proceder  más  adelante  á  la  creación  de  otros 
de  esta  clase  según  las  distancias  y  situación 
de  los  pueblos;  S.  M.,  oída  la  Junta  general  do 
Beneficencia,  y  de  acuerdo  con  su  dictamen, 
se  ha  servido  "aprobar  lo  propuesto  por  esa 
Junta  respecto  á  la  casa  de  misericordia  en 
que  deberán  reunirá*  el  departamento  de  ex- 
pósitos, que  ya  lo  está;  el  de  pol)res  de  ambos 
sexos;  la  casa  de  maternidad,  y  la  sala  secreta 
de  que  habla  el  art.  17  del  reglamento  gene- 
ral de  14  de  Mayo  de  1852,  pudiendo,  en  caso 
de  que  se  reúna  mayor  número  de  pobres  há- 
biles, establecerse  una  fábrica  de  tejidos  de 
lana  ú  otro  género,  aprovechando  los  saltos 
de  agua  que  hay  dentro  del  recinto:  que  el 
hospital  llamado  de  la  Asunción  se  declare 
provincial  mediante  el  número  de  150  camas 
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con  que  ciieiit.a  y  las  buenas  condiciones  que 
reúne:  que  se  ajiruelje  la  creación  del  hospital 
de  distrito  en  Alcafíiz,  destinando  al  efecto  el 
edificio  que  fué  couvento  de  San  Francisco, 
en  que  está  situado  el  municipal,  y  finalmente, 
que  atendidas  las  cortas  rentas  que  disfruta  la 
Beneficencia  en  esa  provincia,  suplan  los  fon- 
dos provinciales  el  déficit  que  resulte,  conti- 
nuando la  Junta  sus  g'estiones  para  atender  á 
la  hospitalidad  de  distrito,  sin  olvidar  la  do- 
miciliaria, y  aiustar  sus  disposiciones  á  las 
contenidas  en  el  R.  D.  de  6  de  .Julio  ixltimo  en 
cuanto  sea  posible.  De  Real  orden,  etc. — San 
Ildefonso  22  de  Ag-osto  de  1853.»  (C.  L.,  t.  59, 
2).  516.) 

E.  O.  9  Septiembre  185.3. 

Que  los  Ayuntamientos  construyan,  por  su 
cuenta,  casas  para  pobres. — Véase  el  núme- 
ro XXVII  de  la  parte  doctrinal. 

Ley  1.°  Mayo  1855. 

Es  la  ley  declarando  en  estado  de  venta  to- 
dos los  predios  rústicos  y  urbanos,  censos,  et- 
cétera, de  manos  muertas,  en  que  se  incluye  la 
Beneficencia. — V.  Dbsamoutiz ación. 

E.  O.  29  Mayo  1855. 
Se  encargó  á  los  g'obernadores  recomenda- 
sen á  los  Ayuntamientos  y  Corporaciones  de 
Beneficencia  que  estudiasen  con  toda  deten- 
ción la  inversión  que  habian  de  dar  á  los  fon- 
dos procedentes  de  las  ventas  de  bienes  de  la 
Beneficencia.  (C.  L.,  t.  65,  p.  157.) 

Ley  28  Noviembre  1855. 

Es  la  g-eneral  de  Sanidad,  que  se  inserta  en 
su  respectivo  articulo. 

E.  D.  17  Mayo  1856. 

Se  creó  por  este  decreto  una  condecoración 
civil  con  el  nombre  de  Orden  de  Beneficencia, 
la  cual  fué  reformada  por  otro  de  30  de  Di- 
ciembre de  1857. — V.  Okdbn  de  beneficencia. 

E.  O.  6  Diciembre  1856. 

Aprohando  el  reglamento  de  la  Asociación  de  Beneficencia 

domiciliaria. 

(GoB.)  «...La  Reina  (Q,.  D.  G.)seha  digna- 
do aprobar  dgsde  lueg-o  y  plenamente  el  cita- 
do reg-lamento  de  la  Asociación  de  Beneficen- 
cia domiciliaria;  reservándose  para  su  día, 
con  presencia  de  los  recursos  disponibles  del 
fondo  común  de  la  Beneficencia  pública,  pro- 
veer, con  la  subvención  que  asequible  sea,  á 
la  duración  y  acrecentamiento  de  fundación 
tan  piadosa  y  activa.— De  Real  orden,  etc.— 
IMadrid  G  de  Diciembre  de  1856.»  (C.  L.,  t.  70 
p.  385.) 

Es.  Ords.  25  Peferero  1857. 
Sohre  incompatihilidad  de  cargos  en  las  Juntas. 

(GoB.)  Extracto.— Con  esta  fecha  se  expi- 
dieron dos  Reales  órdenes,  declarando  por  la 
Una  incom]>at¡l)le  el  carg'o  de  vocal  de  las  Jun- 
tas provinciales  y  municipales  con  cualquiera 
destino  que  haya  de  servirse  en  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia;  y  por  la  otra  incom- 
patibles entre  si  los  carg-os  de  vocales  de  unas 
y  otras  Juntas  provinciales  v  municipales. 
(C.  L.,  t.  71.  jnig.s.  230  y  231.)' 


E.  O.  20-21  Marzo  1857. 

Sobre  ejercicio  del  patronato  citando  se  designe  jmra 

desempeiiarle  una  corporación  ó  cargo  suprimido. 

(GoB.  Y  Grac.  y  Ju-st.)    « Se  ha  servido 

S.  M.  disponer: 

1.°  Cuando  quiera  que  en  la  fundación  de 
una  obra  pía  aparezca  designado  como  patro- 
no ó  testamentario  una  corporación  religiosa 
suprimida,  ó  un  cargo  eclesiástico  que  por 
cualquier  razón  hubiere  caducado,  sea  y  se 
entienda  sustituto  natural  y  necesario  el  pre- 
lado de  la  diócesis  respectiva  '. 

2."  Cuando  apareciere  designado  como  pa- 
trono ó  testamentario  una  corporación  civil 
suprimida,  ó  un  cargo  público  seg'lar  que  por 
cualquier  razón  hubiere  caducado,  sea  y  se 
entienda  sustituto  natural  y  necesario  el  go- 
bernador de  la  provincia  resiiectiva. 

3.°  Que  tanto  el  prelado  diocesano  en  el 
primer  caso,  como  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia en  el  segundo,  cada  cual  en  el  circu.lo 
de  sus  atribuciones  propias  y  al  tenor  de  lo 
que  dispusieren  las  leyes  canónicas  ó  ci  iles 
que  respectiva  ó  simultáneamente  les  concier- 
nan, puedan  delegar  las  funciones  y  faculta- 
des que  como  á  patronos  les  correspondan,  se- 
g'ún  las  dos  anteriores  disposiciones,  en  perso- 
nas inmediatamente  sometidas  á  su  respecti; 
va  autoridad  eclesiástica  ó  civil. — De  Real 
orden,  etc.  Madrid  24  de  Marzo  de.  1857.» 
(C.  L.,t.  71,p.  412.) 

O.  8  Junio  1857. 
Es  una  circular  de  la  Dirección,  disponien- 
do se  entrega.se  á  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia el  interés  del  4  por  100  anual  de  las 
cantidades  procedentes  de  los  bienes  vendidos 
á  los  mismos,  todo  con  arreglo  al  art.  41  de  la 
ley  de  11  de  Julio  de  1856  y  con  las  formalida- 
des prevenidas  en  el  par.  7".",  art.  22  de  la  Real 
Inst.  de  11  de  Julio  del  mismo  año. — V.  Des- 
amortización. 

E.  o.  27  Agosto  1857. 

Representación  del  prelado  diocesano:  Vícepresidencia  de 

las  Juntas  provinciales. 

(GoB.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina(Q.D.G.) 
de  una  comunicación  elevada  á  este  Ministe- 
rio por  el  gobernador  de  Soria,  consultando 
quién  debe  desempeñar  el  cargo  de  vicepresi- 
dente nato  de  las  Juntas  provinciales  de  Be- 
neficencia en  los  casos  en  que  el  prelado  dio- 
cesano no  resida  en  la  capital  de  la  provincia 
respectiva,  ni  haya  en  la  misma  vicario  ecle- 
siástico que  le  represente.  Y  visto  el  art.  7."  de 
la  ley  de  20  de  Junio  de  1849,  como  igualmen- 
te lo  informado  en  6  de  Agosto  de  1850  por  la 
Junta  general  del  ramo  en  exjiediente  análo- 
go promovido  por  el  gobernador  de  la  Cora- 
na, S.  M.  se  ha  dignado  declarar  que  en  el 
caso  que  es  objeto  de  esta  consulta  correspon- 
de á  los  prelados  diocesanos  la  facultad  de  de- 
sig'uar  un  eclesiástico  de  su  confianza  que  los 
represente  como  vicepresidentes  natos  de  las 
.Junta.s  provinciales  de  Beneficencia. — De  Real 
orden,  etc.  Madrid  27  de  Agosto  de  1857.» 
(C.  L.,  t.  73,  p.  217.) 


'     Véase  más  adelante  la  R.  O.  de  15  Octubre  1882  vio- 
dificando  este  núm.  1." 


BENEFICENCIA.  (1857-1859.) 


29 


B.  O.  21  Dioiíimbre  1857. 
Defensa  por  pobre  de  los  establecimientos  benéficos. 

(Grac  y  Ju.st.)  '«He  dado  cuenta  á  la  Rei- 
na (Q.  D.G.)  de  una  exposición  del  procurador 
g'eneral  de  las  Escuelas  Pías  en  solicitud  de 
que  .se  declare  vigente  y  en  toda  su  tuerza  la 
R.  O.  de  11  de  Marzo  de  1851,  que  hizo  exten- 
siva á  dicho  benéfico  instituto  la  ga^^cia  de  liti- 
gar como  pobre,  concedidaálos  e^bleeimien- 
tos  de  Beneficencia,  y  que  en  algún  Juzgado 
ha  sido  tenida  comoderog'ada  por  la  nueva  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

Considerando  que  el  art.  180  de  la  citada 
ley,  asi  como  los  siguientes  dictados  para  su 
ejecución,  se  circunscriben  á  los  casos  y  per- 
sonas particulares,  según  se  infiere  de  su  lite- 
ral contexto,  no  siendo  aplicables  ¡'i  aquellos 
establecimientos  ó  ¡lersouas  morales  que  tie- 
nen legalmente  declarada  la  pobreza  por  las 
circunstancias  y  fin  de  su  piadoso  instituto, 
como  sucede  con  los  hospitales,  casas  de  Bene- 
ficencia y  las  lOscuelas  l'ias,  contadas  en  esta 
clase  por  la  R.  O.  de  11  de  Marzo  de  1851. 

Oido  el  Supremo  Tribunal  do  Justicia,  y  de 
conformidad  con  lo  propuesto  jior  la  Sala  de 
o'obierno  del  mismo,  se  lia  servido  S.  M.  resol- 
ver que  el  beneficio  de  litigar  como  pobres, 
concedido  por  disposiciones  g'enerales  ;V  los 
citados  establecimientos  subsiste  en  todo'  su 
vig'or  y  no  se  halla  de  modo  alguno  en  contra- 
dicción con  lo  <|ue  previene  la  ley  de  Enj.  ci- 
vil en  el  título  de  las  defensas  poV  pobre. — De 
Real  orden,  etc.  Madrid  21  de  Diciembre  de 
1857.»  (C.  L.,  t.  74,  p.  249.) 

R.  O.  U  Abril  18.58. 

Que  informen  lo.t  abogados  de  Beneficencia  sobre  los 

asuntos  que  sean  consultados  por  las  .Juntas. 

(GoB.)  Extracto. — Dispone  esta  Real  orden, 
como  aclaración  al  art.  IG  del  R.  D.  de  G  de 
.Julio  de  185.'!,  que  los  abogados  de  Beneficen- 
cia dí'ben  ilustrar  iV  la.s  Juntas  respectivas  de 
Beneficencia  en  todos  aquellos  asuntos  que 
por  ofrecer  dudas  jurídicas  reclamen  su  dicta- 
men'.(R.  O.  14  Abril  1858.— C.  L.,t.  76,  p.  43.) 

R.  O.  1."  Marzo  ia59. 

Sobre  provisión  de  plazas  de  maestros  de  establecimientos 

benéficos. 

(GoB.)  «Remitida  A  informe  de  la  Sección 
de  Gobernación  y  Fomento  del  C.  de  E.  la  con- 
sulta elevada  por  V.  S.  respecto  á  la  provisión 
de  la  plaza  de  maestro  de  instrucción  primaria 
del  Hospicio  de  e.sa  capital,  ha  informado  lo 
siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Resulta  que  el  g'obernador, 
con  fecha  27  de  Febrero  último,  elevó  comu- 
nicación á  ese  Ministerio  del  dig'no  cargo 
de  V.  E.,  diciendo  que  así  que  la  Junta  pro- 
vincial de  Beneficencia  supo  la  vacante  de  la 
plaza  de  mae.stro  de  primeras  letras  del  Hos- 
picio, teniendo  en  cuenta  lo  prevenido  en  la 
ley  de  20  de  Junio  de  1849,  y  principalmente 
en  el  art.  31  del  Reg.  de  14  de  Mayo  de  1852, 
convocó  opositores  para  dicha  plaza;  que  la 
Junta  de  Instrucción  pública  también  hizo  lo 
mismo  para  proveerla,  conforme  dispone  la 
ley  de  9  de  Septiembre  de  1857:  que  la  primera 
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de  aquellas  Corporaciones  entieude  que  no 
debe  interpretarse  asi  la  ley,  porque  la  de  20 
de  Junio  de  1849  y  reglamento  dado  para  su 
ejecución  so  halla  en  toda  su  fuerza  y  vigor; 
porque  el  maestro  del  Hospicio  es  un  emplea- 
do del  establecimiento,  y  como  tal,  sujeto  su 
nombramiento  á  lo  prescrito  en  aquéllas;  y, 
finalmente,  porque  del  silencio  de  la  ley  de  9 
de  Septiembre  puede  inferirse  lógicamente 
que  se  confirman  los  derechos  que  competían 
alas  respectivas  Juntas  de  Beneficencia  an- 
tes de  publicarse  para  proveer  esta  clase  do 
plazas;  por  todo  esto,  el  gobernador  consulta 
acerca  de  la  verdadera  inteligenciadelas  men- 
cionadas disposiciones  para  que  pueda  cum- 
plimentar las  órdenes  de  S.  M. 

Esta  comunicación  se  tra.sladó  al  Ministerio 
de  Fomento,  y  en  su  consecuencia  se  expidió 
por  éste  una  Real  orden  dirigida  A  la  .Tunta  do 
Instrucción  pública  de  Valladolid  disponiendo 
que,  con  arreglo  al  art.  97  de  la  ley  de  9  de 
Septiembre  de  1857,  proveyese  Ja  plaza  en 
cuestión,  siguiendo  los  mismos  trámites  y  pol- 
la misma  autoridad  á  quien  compete  el  nom- 
bramiento de  maestros  de  escuelas  públicas. 

El  art.  31  del  Reg.  de  14  de  Mayo  de  1852, 
publicado  para  llevar  á  efecto  la  ley  de  20  de 
Junio  de  1849,  que  es  la  iinica  disposición  en 
que  se  apoya  la  Junta  de  Beneficencia  de  Va- 
lladolid para  oponerse  á  la  provisión  de  la 
plaza  de  maestro  de  la  Casa  Hospicio ,  cou 
arreglo  A  las  prescripciones  de  la  ley  de  Ins- 
trucción pública,  concede  A  los  gobernadores 
facultad  para  nombrar  A  los  empleados  de  los 
establecimientos  de  Beneficencia  provinciales 
ó  municipales,  siempre  que  el  patrono  no  ten- 
ga un  derecho  terminante  para  hacer  estos 
nombramientos. 

Pero  esta  disposición  no  es  aplicable  ya  á. 
las  plazas  de  maestros  de  primeras  letras,  por- 
que la  citada  ley  de  9  de  Septiembre  ha  intro- 
ducido en  la  materia,  en  sentir  de  la  Sección, 
modificaciones  esenciales.  Los  maestros  des- 
empeñan un  carg'O  demasiado  imijortante  para 
que  se  les  considere  como  A  otros  empleados 
cualesquiera  de  Beneficencia.  Para  ejercer 
hoy  aquella  profesión  es  preciso  haber  segui- 
do una  carrera,  y  por  lo  mismo  deben  exigirse 
en  las  |iersonas  que  aspiren  A  éStas  plazas  co- 
nocimientos especiales,  que  si  en  ocasiones 
pueden  ser  apreciados  por  las  Juntas  de  Be- 
neficencia, la  mayor  parte  de  las  veces  no  será 
dable  que  juzguen  de  ellos  de  un  modo  exacto 
y  positivo:  por  eso  la  indicada  ley  de  9  de  Sep- 
tiembre de  1857  considera  como  escuelas  pú- 
blicas aquellas  que  en  todo  ó  en  parte  se  sos- 
tienen con  fondos  públicos,  obras  pías  ú  otras 
fundaciones,  piadosas  ,  disponiendo  adeniAs 
que  las  plazas  de  esta  clase,  cuya  dotación  ex- 
ceda de  3.000  rs.,  se  provean  por  ei  rector  del 
distrito,  previa  oposición  ante  la  .Tunta  pro- 
vincial de  Instrucción.  Se  ve,  pues,  que  la  ex- 
presada ley  no  clasifica  sólo  de  escuelas  pú- 
blicas A  líis  que  se  sostienen  con  fondos  de 
igual  clase,  sino  también  las  dotadas  por  obras 
pías;  y  así  que,  en  conceiito  de  la  Sección,  no 
puedo  dejarse  de  clasificar  del  misino  modo  la 
de  los  estableeimiento.s  de  Beneficencia  cuan- 
do éstos  se  sostienen  cou  fondos  procedentes 
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del  presupuesto  general,  provincial  ó  muni- 
cipal. 

Por  lo  tanto,  entiende  que  las  plazas  de 
maestros  y  maestras  de  primera  enseñanza  de 
los  hospicios  y  demás  asilos  públicos  de  Bene- 
ficencia deben  proveerse  con  arreg'lo  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  9  de  Septiembre,  quedan- 
do sujeta.s  A  la  inspección  del  Gobierno  y  sus 
delegados;  pero  sin  que  por  esto  se  entienda 
que  la  Junta  á  cuya  dirección  se  halla  someti- 
do el  establecimiento  pierde  los  derechos  que 
le  correspondan  ])ara  obligar  A  los  profesores 
al  cumplimiento  de  las  disposiciones  regla- 
mentarias del  asilo.»  Y  asi  se  resuelve.  (R.  O. 
1.»  Marzo  1859.— ffac.  25  Marzo.) 

B.  o.  28  Julio  1860. 
Requisito  ^yara  el  envío  de  dementes  á  establecimientos. 

(GoB.)  «Con  el  fin  de  evitar  los  conflictos 
que  ha  producido  alguna  vez  el  envió  de  de- 
mentes por  las  autoridades,  asijudiciales  como 
militares  y  civiles,  desde  las  provincias  <á  la 
Junta  g-eueral  de  Beneficencia  y  á  la  casa  de 
enajenados  de  Santa  Isabel  de  Leganés,  ó  al 
hospital  de  esta  corte,  en  cuyos  establecimien- 
tos no  siempre  es  posible  admitir  i'i  aquéllos 
por  falta  de  local,  la  Reina  (Q.  D.  6.)  ha  teni- 
do A  bien  mandar  que  se  prevenga  á  V.  S., 
como  en  su  Real  nombre  lo  ejecuto,  que  en 
ning'ún  caso  remita  dementes  á  los  estableci- 
mientos de  su  clase  sin  ponerse  previamente 
de  acuerdo  con  las  Juntas  de  que  éstos  de- 
pendan. 

Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  que  esta 
soberana  disposición  se  publique  en  la  Gace- 
ta, para  su  debido  cumplimiento  por  parte  de 
todas  las  autoridades  ii  quienes  corresponda. 
Dios,  etc. — San  Ildefonso  28  de  Julio  de  1860.» 
(C.  L.,t.84,p.99.) 

E.  0. 12  Ootutre  1860. 
Los  reglamentos  para  establecimieyttos  particulares  ne- 
cesitan la  aprobación  del  Gobierno,  como  los  de  cofra- 
días, hermandades,  etc* 

(GoB.)  «Remitida  A  informe  de  la  Junta  ge- 
neral de  Beneficencia  la  consulta...  relativa  á 
si  han  de  recibir  ó  no  laaprobación  del  Gobier- 
no de  S.  M.  los  reglamentos  de  establecimien- 
tos particulares  de  Beneficencia,  dicha  Corpo- 
ración ha  infoPmado  lo  que  sigue:  «Excmo.  Se- 
ñor: ...Ni  en  la  ley  vigente,  ni  en  el  reglamen- 
to que  la  completa,  ni  en  las  demás  disposicio- 
nes especiales  del  ramo,  se  encuentra  ninguna 
que  expresa  y  terminantemente  resuelva  este 
punto.  Sin  embargo,  la  Junta  cree  que  no 
obstante  la  carencia  de  legislación,  dichos  re- 
glamentos deben  recibir  la  aprobación  del  Go- 
bierno como  una  consecuencia  de  la  ley  del 
Reino,  que  la  exige  para  que  sean  legítimas 
las  hermandades  y  cofradías,  del  derecho  de 
inspección  y  vigilancia  que  sobre  los  estable- 
cimientos particulares  ejerce  y  por  el  interés 
general  y  piíblico  que  rein-eseiitan  como  esta- 
blecidos en  beneficio  de  los  pobres,  del  cual  es 
el  Gobierno  tínico  regulador  y  custodio.  Por 
esto  es  que  vienen  interviniendo  desde  muy 
antiguo  en  los  referidos  establecimientos,  así 
puede  decirse  también  que  por  una  práctica 
constante  y  casi  general  le  corresponde  tam- 
bién este  derecho.  Aun  considerados  dichos  es- 


tablecimientos como  meras  asociaciones  debe- 
ría el  Gobierno  autorizar  su  existencia  y  orga- 
nización. Además,  si  han  de  gozar  aquéllos  de 
los  privilegios  y  exenciones  que  las  leyes  les 
conceden,  deben  recibir  precisamente  la  san- 
ción de  S.  M.»  (Comunicada  en  12  de  Septiem- 
bre  de  18G0  al  g-obernador  de  Gerona,  y  circu- 
lada en  12  de  Octubre.)  (Bol.  ofic.  de  Soria.) 

K.  O.  5  Julio  1861. 
Distinta  jurisprudencia  sobre  bienes  de  fundaciones  bené- 
ficas.— Medidas  á  fin  de  evitar  que  los  intereses  de  la 
Beneficencia  sufran  el  más  leve  perjuicio  por  ítiadver- 
tencia  ó  por  descuido,  considerándose  como  desvincula- 
dos y  partibles  entre  parientes  los  bienes  de  fundaciones 
que.  según  la  jurisprudencia  del  T.  S.,  deben  continuar 
invirtiéndose  en  los  objetos  benéficos  d  que  los  destinó  el 
fundador. 

(GoB.)  «Restablecida  á  virtud  del  R.  D.  de 
30  de  Agosto  de  1836  la  ley  de  desvinculación 
de  11  de  Octubre  de  1820,  la  inteligencia  é  in- 
terpretación dadas  desde  entonces  á  alguna  de 
sus  más  importantes  disposiciones  por  los  Tri- 
bunales encargados  de  aplicarlas,  han  careci- 
do, sin  duda  por  efecto  de  las  especiales  con- 
diciones de  la  misma  ley,  de  la  fijeza  y  homo- 
g'eneidad  que  fueran  de  desear,  seg'iin  parece 
demostrarla  varia  é  inconciliable  jurispruden- 
cia admitida  en  las  dos  principales  épocas  que 
á  su  desenvolvimiento  práctico  pueden  asig- 
narse, dominando  alternativamente  en  ellas 
distintos  y  aun  opuestos  principios,  como  base 
del  criterio  judicial. 

Hasta  el  año  de  1855,  y  mtiy  señaladamente 
desde  que  se  publicó  la  sentencia  del  Supremo 
Tribunal  de  Justicia  de  7  de  Mayo  de  1850, 
puede  decirse  que  prevaleció  la  doctrina  de 
que  toda  clase  de  vinculaciones,  sin  excepción 
de  ninguna,  se  hallaban  comprendidas  en  el 
art.  1.°  de  la  expresada  ley,  y  debían  en  con- 
secuencia adjudicarse  y  distribuirse  los  bienes 
que  las  constituían  entre  los  parientes  de  los 
fundadores,  ó  de  los  llamados  por  éstos,  con 
arreglo  al  citado  artículo  y  los  sucesivos. 

Semejante  jurisprudencia  debía  naturalmen- 
te producir,  y  produjo  de  hecho,  el  sensible 
resultado  de  privar  á  la  Beneficencia  pública 
de  no  pocas  fundaciones  que,  según  la  expre- 
sa y  terminante  voluntad  de  sus  piadosos  ins- 
tituidores, pertenecían  evidentemente  á  aqué- 
lla ])or  haber  sido  sido  creadas  en  beneficio 
no  de  ciertas  y  determinadas  personas  ó  fami- 
lias, sino  de  las  clases  más  menesterosas  ó  más 
dignias  de  protección,  y  que  sin  embargo  for- 
man hoy  bajolasalvag'uardia  incontrastable  de 
la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  el  patrimonio 
de  los  particulares  á  quienes  fueron  adjudica- 
dos los  bienes  en  que  consistían  sus  dotacio- 
nes. Pero  esteorden  decosas,  en  laesfera  de  la 
aplicación  de  la  ley,  sufrió  una  alteración  hon- 
damente fundamental  á  virtud  de  otra  senten- 
cia del  mencionado  T.  S.  de  30  de  Junio  de 
1855,  cuya  doctrina  vino  á  confirmar  y  robus- 
tecer una  nueva  decisión  del  mismo  Tribunal 
de  10  de  Marzo  de  1858.  En  una  y  otra  quedó 
consig'nado  con  especial  aplicación  á  institu- 
ciones de  carácter  benéfico  que  no  hubieren 
sido  establecidas  en  favor  de  determinadas  per- 
sonas ó  familias,  el  principio  de  que  en  la  ley 
de  des  vinculación  de  11  de  Octubre  de  1820  se 
reconoce  la  existencia  de  fundaciones  que  no 
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constituyen  vinculo  ni  patronato,  sino  un  con- 
junto ó  caudal  de  bienes  amortizados  para  lle- 
nar con  sus  rendimientos  un  objeto  peculiar, 
en  cuyo  caso  previenen  ambas  sentencias  que 
deben  aquéllas  ser  declaradas  subsistentes. 

Estas  decisiones,  que  al  parecer  fijan  defini- 
tivamente la  jurisprudencia  aplicable  ;V  las  fun- 
daciones particulares  de  Índole  benéfica,  no 
circunscritas  á  señaladas  familias  ó  personas, 
llamaron  muy  especialmente  desde  un  princi- 
pio la  atención  de  S.  M.,  cuyo  Real  ánimo  tan- 
to se  desvela  y  tan  solícito  se  muestra  siempre 
por  la  conservación  é  integridad  del  patrimo- 
nio de  los  pobres  y  de  los  desvalidos;  y  á  fin 
de  evitar  en  lo  posible  que  tan  sag-rados  inte- 
reses sufran  el  más  leve  menoscabo  por  inad- 
vertencia ó  descuido  de  los  funcionarios  de  la 
Administración  pública,  á  quienes  niAs  inme- 
diatamente están  encomendados  la  inspección, 
protectorado  y  defensa  de  los  bienes  y  dei'e- 
chos  del  ramo  de  Beneficencia,  se  ha  servido 
disponer: 

1."  Que  sin  demora  remita  V.  S.  á  este  Mi- 
nisterio una  nota  ó  relación  circunstanciada 
de  todas  las  fundaciones  instituidas  cou  desti- 
no á  alguna  atención  de  Beneficencia  que  no 
tenga  carácter  familiar  pasivo,  y  acerca  de  las 
cuales  penda  litigio  sobre  pertenencia  ó  adju- 
dicación de  los  bienes  que  las  constituyan, 
manifestando  al  propio  tiempo  qué  juez  ó  Tri- 
bunal conoce  del  asunto,  cuál  sea  su  estado  y 
si  en  él  se  encuentra  legalmente  representada 
la  Beneficencia  piiblica. 

2."  Que  si  lo  apremiante  de  los  términos  le- 
gales, atendido  el  periodo  de  sustanciación  de 
los  litig'ios  pendientes,  no  permitiera  consul- 
tar á  la  Superioridad  con  remisión  de  los  da- 
tos y  noticias  que  la  anterior  disposición  ex- 
presa, adopte  V.  S.  las  quesean  indispensables 
para  que  se  interpong'an  en  tiempo  y  forma 
los  recursos  procedentes,  con  especialidad  los 
de  apelación  y  casación  en  los  respectivos  ca- 
sos, dando  inmediatamente  cuenta  á  este  Mi- 
nisterio con  los  antecedentes  necesarios  para 
formar  un  juicio  completo. 

3.°  Y  por  último;  que  en  el  caso  de  no  ha- 
ber en  la  actualidad  litig'io  pendiente  respecto 
á  fundaciones  de  la  mencionada  Índole,  se  ten- 
gan presentes  para  su  puntual  observancia  y 
cumplimiento  en  los  que  más  adelante  se  pro- 
movieren, las  dos  precedentes  disposiciones, 
en  la  parte  que  á  cada  caso  especial  fuese  apli- 
cable.— De  Real  orden  lo  comunico,  etc.  Ma- 
drid 5  de  Julio  de  1861.»  (C.  L.,  t.  86,  p.  52.) 

E.  O.  1.»  Agosto  1861. 
Sobre  carácter  del  hospital  del  Rty  de  Toledo. 

(GoB.)  «Declarado  establecimiento  gene- 
ral de  Beneficencia,  á  virtud  de  R.  O.  de  2  de 
Julio  de  1859,  el  hospital  de  decrépitos  de  To- 
ledo, titulado  del  Rey,  S.  M.  laReina{Q.D.  G.), 
animada  del  deseo  de  que  esta  clasificación 
llegue  á  noticia  de  cuantos  se  encuentren  en 
el  caso  de  utilizar  las  ventajas  que  ofrece  aquel 
benéfico  instituto,  se  ha  servido  disponer  se  dé 
publicidad  á  la  declaración  mencionada  por 
me!&io  de  la  Gaceta  de  Madrid  y  Boletines  ofi- 
ciales de  las  provincias,  con  inserción  de  los 
arts.  18  y  19  del  reglamento  de  dicho  hospital; 


debiendo  los  interesados  dirigir  sus  instancias 
al  vicepresidente  de  la  Junta  general  de  Bene- 
ficencia, no  obstante,  lo  prevenido  sobre  el 
particular  en  el  mencionado  art.  19. — De  Real 
orden,  etc.  Madrid  1."  de  Agosto  de  1861.»  (No 
insertamos  los  articules  que  se  citan,  porque 
el  hospital  del  Rey  se  rige,  como  los  demás  de 
incurables,  por  el  Reg.  de  27  de  Enero  de  1885.) 

H.  o.  n  Junio  1862. 
Dictando  jirevenciones  higiénicas  y  de  buen  orden,  relati- 
vas á  246  casas  de  caridad. 

(GoB.)  Hace  esta  R.  O.  las  siguientes  pre- 
venciones: 

«il."  Las  baterías  de  cobre  que  existan  en 
las  casas  de  Beneficencia  de  esa  provincia,  de- 
berán reemplazarse  inmediatamente  por  otras 
de  hierro;  remitiendo  V.  S.  á  este  Ministerio 
para  su  aprobación  el  presupuesto  del  impor- 
te de  éstas,  y  enajenando  aquéllas  en  subasta 
pública. 

2.^  En  todas  las  enfermerías  de  los  estable- 
cimientos habrá  la  conveniente  separación  de 
edades,  alejando  á  los  párvulos  de  los  adultos. 

3.*  No  se  permitirá  que  desempeñen  el  car- 
go de  boticarias  las  Hermanas  de  la  Caridad, 
debiendo  regirse  estas  oficinas  con  estricta 
sujeción  á  las  Ordenanzas  de  Farmacia. 

4."  Procurará  V.  S.  y  recomendará  muy 
eficazmente  á  la  Junta  provincial  y  muuicipa- 
les  se  vigile  con  exquisito  celo  que  en  todas 
las  casas  de  Beneficencia  se  cuide  con  espe- 
cial y  constante  esmero  de  la  conservación  de 
la  limpieza,  ventilación  de  todos  los  departa- 
mentos y  vida  higiénica  de  los  acogidos,  muy 
particularmente  en  los  hospicios.»  {Boletín  ofi- 
cial de  Ciudad  Real,  núm.  80.) 

R.  O.  2  Julio  1862. 
Reiterando  que  cada  provincia  costee  las  estancias   que 
sus  dementes  ó  enfermos  causen  en  otras,  y  el  Estado  los 
gastos  de  traslación  d  los  establecimientos  generales. 

(GoB.)  Extracto. — Con  motivo  de  consulta 
de  la  Junta  de  Beneficencia  de  la  provincia  de 
Castellón  sobre  la  extensión  que  debe  darse  á 
la  obligación  de  abonar  las  provincias  las  es- 
tancias causadas  en  establecimientos  pertene- 
cientes á  otras  por  los  acogidos  que  de  las  mis- 
mas proceden,  oido  el  C.  de  E.,  y  de  confor- 
midad con  su  dictamen,  se  resuelve  «que  no 
habiendo  motivo  para  innovar  la  legislación 
vigente  en  esta  parte,  las  estancias  causadas 
y  que  causen  los  dementes  y  enfermos  proce- 
dentes de  otra  provincia,  bien  en  las  casas  de 
locos  ó  en  los  hospitales  provinciales  destina- 
dos á  la  curación  de  enfermedades  es]ieciales, 
deben  ser  cargo  de  la  provincia  en  donde  los 
enfermos  ó  dementes  tengan  su  domicilio,  de- 
biendo, por  lo  tanto,  y  hasta  que  con  mayores 
datos  se  acuerde  otra  cosa,  limitarse  la  oblig-a- 
ción  del  Estado  á  costear  los  gastos  de  trasla- 
ción de  los  pobres  destinados  á  establecimien- 
tos generales,  desde  el  hospital  provincial  que 
los  haya  recogido,  en  los  casos  y  en  la  forma 
qne  previene  el  art.  10  del  Reg.  de  14  de  Mayo 
de  1852,  cuyo  art.  12  debe  también  observarse 
cuando  se  trate  de  la  admisión  de  po))res  inca- 
paces de  un  trabajo  suficiente  para  ganar  la 
subsistencia. — De  Real  orden  lo  comunico  á 
V.  E.  para  su  inteligencia,  la  de  la  Junta  do 
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Beneficencia  de  e.sa  provincia  y  .svi  exacto  y 
cabal  cuniijlimiento.»  (Bol.  ofic.  de  Castellón 
de  1862,  núm.  89.) 

R.  O.  15  Octubre  1862-10  Agosto  1860. 

Sobre  el  patronato  que  se  ejercia  por  cargos  civiles  su- 

jyrimidos. 

(Grac.  y  Just.  y  Gob.)  «Por  el  Ministerio 
de  la  Gobernación  se  ha  comunicado  A  este  de 
Gracia  y  .Justicia  la  Real  orden  sio-uiente: 

El  Excnio.  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación 
dijo  al  g-obernador  de  Madrid,  en  10  de  Ag:os- 
to  del  año  pasado  de  18G0,  lo  siguiente: — En 
vista  de  la  comunicación  de  V.  E.  de  12  de  No- 
viembre último,  manifestando  la  conveniencia 
de  modificar  el  art.  1.°  de  la  R.  O.  de  20  de 
Marzí)  de  1857,  por  la  cual  se  determinó  el 
modo  de  sustituir  á  los  patronos  de  memorias 
y  obras  pias,  cuando  este  carg'o  hubiese  sido 
confiado  á  comunidades  eclesitVsticas,  suprimi- 
das en  la  actualidad,  ó  individuos  de  las  mis- 
mas comunidades;  la  Reina  se  ha  dig'nado  re- 
solver, que  cuando  las  fundaciones  sean  de 
carácter  puramente  civil,  sucedan  en  el  patro- 
nato de  las  mismas,  A  las  comunidades  y  car- 
gos eclesiásticos  suprimidos,  los  g'obernadores 
de  las  provincias  como  delegados  del  Gobier- 
no, y  que  el  propio  patronato  sea  ejercido  por 
los  prelados  de  las  diócesis  respectivas  cuando 
las  expresadas  fundaciones  tengan  por  obje- 
to el  cumplimiento  de  cargas  espirituales. — De 
Real  orden,  etc.  MadridlS  de  Octubrede  1862.» 
(C.  L.,  t.  88,  p.  465.) 

R.  O.  17  Octubre  1863. 
Cargas  de  patronatos  á  favor  de  la  Dciieflcencia, 
(GoB.)  «Pai-a  tener  una  exacta  y  cabal  no- 
ticia en  el  Ministerio  de  mi  cargo  y  adoptar 
en  su  consecuencia  las  medidas  que  seg-ún  los 
casos  y  circunstancias  sean  necesarias  y  con- 
venientes al  servicio  de  la  Beneficencia  piibli- 
ca,  la  Reina  ha  tenido  á  bien  mandar  se  forme 
y  remita  por  V.  S.  á  la  mayor  posible  brevedad 
un  estado  comprensivo  de  todos  los  patronatos 
de  leg'os  que  se  conozcan  en  esa  provincia  y 
teng-an  carg-as  en  favor  de  la  Beneficencia,  con 
expresión  de  los  que  están  administrados  por 
sus.  patronos  naturales  y  los  que  por  haber 
quedado  vacantes  se  administren  en  nombre 
de  la  autoridad,  pueblos  eu  que  radican,  fin- 
cas de  que  constan  y  cargas  á  que  se  hallan 
afectas.»   {Bol.   ofic.   de   07-ense  31   Octubre.) 

R.  0. 12  Agosto  186i. 

Prohibiendo  que  las  casas  de  maternidad  sirvan  de  escuela 

practica  de  matronas. 

(GoB.)  «En  vista  del  expediente  promovido 
por  esa  .Junta  provincial  de  Beneficencia  para 
que  la  enseñanza  de  matronas  no  se  verifique 
en  la  casa  de  maternidad  de  esa  capital:  con- 
siderando que  la  índole  de  las  casas  de  mater- 
nidad exige  la  reserva  y  el  secreto,  como  con- 
dición esencial,  ]iara  impedir  que  la  publicidad 
de  la  deshonra  de  las  acogidas  sea  causa  de 
criminales  atentados,  que  ocurrirían  con  la- 
nientablí"  frecuencia,  á  no  existir  esta  clase 
de  asilos:  considerando  que  el  establecimiento 
en  los  mismos  de  la  enseñanza  de  matronas 
quebrantaría  esta  indis])eusable  y  rigorosa  re- 
serva prescrita  por  todos  los  reglamentos  d\3 
las  expresadas  casas;  y  desnaturalizando  este 


servicio,  impedirla  los  benéficos  resultados 
que  la  moral  y  el  interés  público  rejiortan  de 
su  institución:  considerando  que  la  reducción 
del  local  de  las  casas  de  maternidad,  que  seria 
consiguiente  al  planteamiento  en  las  mismas 
de  la  referida  enseñanza,  perjudicaría  asimis- 
mo notablemente  el  servicio  á  que  diclias  casas 

están  destinadas la  Reina  (Q.  D.  G.),   de 

conformidad  con  el  dictamen  de  la  Junta  ge- 
neral de  Beneficencia,  ha  tenido  á  bien  pro- 
hibir que  la  casa  de  maternidad  de  esa  pro- 
vincia sirva  de  escuela  práctica  para  la  ense- 
ñanza de  matronas;  siendo  asimismo  la  volun- 
tad de  S.  M.  que  esta  disposición  se  observe 
como  regla  general  para  todas  las  casas  de 
maternidad  del  Reino,  á  cuyo  efecto  deberá 
publicarse  en  la  Gaceta  oficial. -De  Real  orden, 
etcétera.— Madrid  12  de  Agosto  de  1864.— Cá- 
novas.» (Gac.  18  Septiembre.) 

R.  O.  13  Septiembre  1865. 

Se  prohibió  dar  licencias  á  los  empleados 
del  ramo,  ínterin  hubiera  atacado  del  cólera 
algún  punto  del  Reino. 

R.  O.  2  Octubre  1865. 
Que  se  trasladen  a  una  casa  de  devientes  por  cuenta  del 
Erario  los  oficiales  del  ejército  que  padezcan  de  enaje- 
nación mental. 

(Guerra.)  «Enterada  la  Reina(Q.  D.  G.)  de 
la  comunicación  de  V.  E.,  fecha  17  de  Marzo 
último,  en  que  participa  á  este  Ministerio 
haber  dispuesto  la  traslación  á  la  casa  de  locos 
de  Valladolid,  por  cuenta  del  Erario,  del  te- 
niente qv.e.  fué  de  carabineros,  D.  Simón  Ca- 
nellas  y  González,  atendido  su  estado  actual 
de  demencia  que  impide  continúe  al  lado  de  su 
hermano  D.  Francisco,  capitán  del  regimiento 
de  infantería  do  Valencia,  núm.  23,  se  ha  dig- 
nado S.  M.  aprobar  dicha  disposición,  de  con- 
formidad con  lo  expuesto  sobre  el  particular 
por  el  T.  S.  de  Guerra  y  Marina  y  el  director 
general  de  Administración  militar,  resolvien- 
do, al  propio  tiempo,  se  entienda  lo  dispuesto 
en  el  presente  caso  como  aclaración  á  lo  de- 
terminado eu  la  Real  orden  sobi-e  dementes  de 
25  de  Febrero  de  1851.— De  la  de  S.  M.,  etc.— 
Madrid  2  de  Octubre  de  1865.»  (C.  L.,  t.  94, 
pág.  59.5.) 

R.  O.  9  Noviembre  1865. 

Aclaratoria  de  otras  sobre  novibramiento  de  empleados 

del  ramo  en  las  provincias. 

(GoB.)  «A  pesar  de  que  la  Real  orden  cir- 
culada en  18  de  Septiembre  líltimo  tenía  por 
exclusivo  objeto  recordar  las  disposiciones  vi- 
gentes en  materia  de  nombramientos  de  em- 
pleados del  ramo  de  Beneficencia  provincial, 
insertándose  para  mayor  esclarecimiento  la 
de  18  de  Noviembre  de  1854,  aclaratoria  del 
R.  D.  de  .31  de  Octubre  de  1853,  en  que  se  fa- 
culta á  la  Dirección  g'eneral  de  Beneficencia 
para  nombrar  y  separar  á  los  empleados  cuyos 
sueldos  no  lleguen  á  6.000  reales  en  los  esta- 
blecimientos especiales  de  su  dependencia, 
recientes  consultas  cometidas  á  este  Ministe- 
rio inducen  á  creer  que  todavía  subsisten  du- 
das, litigando  á  suponer  alg'ún  gobernadnr*|ue 
por  la  última  Real  disposición  han  sido  despo- 
seídos por  completo  de  las  facultades  que  les 
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concefle  la  veg-la  2.^  del  art.  11  de  la  ley  de 
Beneficencia. 

En  su  vista,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á 
bien  di.'^poiier  manifieste  ;l  V.  S.,  para  que  no 
haya  lug'ar  ;'i  nuevas  dudas  en  estos  casos,  que 
continúa  subsistente  la  autorización  que  la  ley 
de  Beneficencia  concedió  A  los  jefes  políticos, 
cuyas  atribuciones  corresponden  ahora  al  car- 
go queV.  S.  desempeña,  y  por  lo  tanto  que, 
mediante  la  propuesta  de  la  Diputación  pro- 
vincial, que  es  requisito  previo  é  indispensa- 
ble para  la  provisión  de  todos  los  caraos  retri- 
buidos de  fondos  provinciales,  A  V.  S.  compete 
el  nombramiento  de  los  empleados  necesarios 
para  la  administración  de  los  establecimientos 
provinciales,  siempre  que  el  patrono  no  teng-a 
para  ello  terminante  derecho;  refiriéndose, 
por  lo  tanto,  las  prevenciones  dirig'idas  A  V.  S. 
en  la  ya  citada  circular  de  18  de  Septiembre 
íiltimo  A  establecer  reg'Ias  necesarias,  vistas 
las  opuestas  interpretaciones  dadas  A  las  ór- 
denes vigentes  sobre  el  particular,  respecto  de 
la  provisión  de  los  destinos  de  las  Secretarlas 
de  las  Juntas  provinciales  del  ramo  y  demAs 
dependencias  del  mismo  que  existan,  cuyos 
nombramientos,  según  sus  dotaciones,  corres- 
ponden A  S.  M.  ó  A  la  Dirección  general  de 

Beneficencia — De  orden  de  S.   M.,  etc. — 

Madrid   9   de   Noviembre   de   1865.  —  Posada 
Herrera.»  (Gac.  24  id.) 

B.  O.  27  Diciembre  ISeS. 

Sobre  noinhrafíiienio  de  apoderados  por  las  Juntas  para 

enajenar  el  papel  de  la  Deuda, 

(GoB.)  Extracto. — Dispone  «que  se  preven- 
ga A  las  Juntas  de  Beneficencia  y  demAs  esta- 
blecimientos del  ramo  autorizados  para  las 
operaciones  expresadas,  que  en  lo  sucesivo 
cuiden  muy  escrupulosamente  de  nombrar 
como  apoderados  A  personas  de  toda  su  con- 
fianza, de  reconocida  probidad  y  honradez,  y 
siendo  posible,  A  empleados  que  se  hallen  bajo 
su  dependencia  y  que  por  razón  de  sus  cargos 
teng'an  prestada  fianza;  en  la  inteligencia  de 
que  en  caso  de  descuido  ó  negligencia,  serAn 
responsables  de  los  perjuicios  que  puedan  irro- 
garse A  los  establecimientos  que  dirijan  ó  ad- 
ministren.— De  Real  orden,  etc. — Madrid  27  de 
Diciembre  de  1865. — Posada  Herrera.»  (Gac.  3 
Enero.) 

K.  O.  30  Septiembre  1866. 
No  es  atribución  de  las  Juntas  acordar  los  arriendos  de 
la9  fincas  de  Bene/tcencia,  por  corresponder  verificarlo 
'I  la  Administración  délos  establecimientos  á  que  perte- 
necen en  propiedad. 

(GoB.)  «Remitido  A  informe  del  Consejo  de 
Estado  el  expediente  instruido  A  consecuencia 
de  la  suspensión  dispuesta  por  V.  E.  de  un 
acuerdo  déla  Diputación  provincial, por  el  que 
dispuso  se  pidiesen  datos  y  antecedentes  rela- 
tivos al  arriendo  de  la  plaza  de  toros,  aquel 
alto  Cuerpo  ha  emitido  el  siguiente  dictamen: 

«Excmo  Sr...:  Resolvió  ésta  preg'untar  A  di- 
cha autoridad cuAndo  terminaba  el  arriendo  de 
la  plaza  de  toros  y  pedirle  los  antecedentes  j- 
datos  que  hubiera  reunido  respecto  del  mismo 
arriendo,  A  fin  de  tenerlos  presentes  al  acordar 
las  condiciones  con  que  habría  de  hacerse  otro 
nuevo,  lo  cual  era,  en  su  concepto,  de  la  com- 
petencia de  la  Corporación,  seg'ún  el  art.  56  de 
Tomo  II. 


la  ley  para  el  g-obicrno  y  administración  de  las 
provincias. 

Entendiendo  el  gobernador  que  el  núm.  1.° 
de  dicho  artículo  se  refiere  A  las  propiedades 
do  la  provincia  y  no  A  las  particulares  de  la  Bc- 
neüce;icia,  y  teniendo  presento  que  la  plaza  de 
toros  corresponde  al  hospital  y  que  las  atribu- 
ciones de  las  Diputaciones  provinciales  respec- 
to de  aquel  ramo  se  limitan  A  la  inspección  que 
les  da  el  núm.  6.",  art.  54  de  la  referida  ley  so- 
bre los  establecimientos  que  se  costean  en  todo 
ó  en  parte  por  los  fondos  provinciales,  sus- 
pendió el  acuerdo  v  lo  puso  en  conocimiento 
de  V.  E. 

El  Consejo  halla  acertado  el  juicio  que  for- 
mósobre  este  asunto  el  g'obernadorde  Madrid; 
y  ])ara  convencerse  de  que  lo  es,  basta  exami- 
nar el  precepto  legal  en  que  so  apoya  la  Dipu- 
tación y  tener  presente  A  quién  pertenece  la 
finca  en  cuyo  arriendo  pretende  intervenir. 

Corresponde  á  las  Diputaciones  provincia- 
les, según  el  núm.  1.°,  art.  56  de  la  l(\v  de  25 
de  Septieml)re  de  1863,  acordar  sobre  «el  modo 
de  administrar  las  propiedades  que  tenga  la 
provincia,  y  condiciones  de  los  arriendos». 

Es  evidente  que  esta  disposición  se  refiere  á 
aqiiellas  fincas  ó  bienes  que  per:enecen  A  la  en- 
tidad prorincia,  y  cuyos  productos  en  venta  y 
renta  pueden  aplicarse  libremente,  salva  la  ob- 
servancia de  las  leyes  y  reg'lamentos,  A  cubrir 
cualquiera  de  los  servicios  provinciales. 

La  plaza  de  toros  de  Madrid  es  propiedad  del 
hospital,  según  afirma  el  gobernador;  y  siendo 
asi,  no  puedecomprenderse  entre  las  fincas  que 
tiene  la  provincia;  los  productos  ordinarios  ó 
extraordinarios  de  aquélla  han  de  invertirse 
precisamente  en  el  estal)lecimiento  A  qiie  per- 
tenece, y  lo  mismo  habría  de  hacerse  con  el  que 
rindiera  en  venta  si  llegara  A  efectuarse;  uno 
y  otro  mientras  el  Gobierno  no  haga  uso  de  la 
facultad  que  le  concede  el  art.  15  (le  la  ley  de 
20  de  Junio  de  1849,  agregando  las  rentas  de 
la  plaza  A  otro  establecimiento.  Y  es  de  notar, 
que  aun  en  este  caso,  por  ahora  poco  probable, 
esas  rentas  no  podrían  ajilicarse  A  las  atencio- 
nes generales  de  la  provincia,  sino  A  cubrir  las 
de  Beneficencia. 

Los  contratos  sobre  arriendos  y  alquileres 
de  los  establecimientos  de  este  ramo  han  de 
hacerse  por  los  administradores  de  los  mismos 
bajo  su  responsabilidad,  y  no  pueden  llevarse 
A  efecto  sin  la  aprobación  de  la  Junta  respec- 
tiva. Así  lo  dispone  el  art.  5.'!  del  reglamento 
de  14  de  Mayo  de  1852,  y  corresponde  de  con- 
sig'uiente  A  la  Junta  provincial  de  Bciu'fieencia 
de  Madridaprobar  lascondicionesde  losarreu- 
damientos  de  las  propiedades  del  hospital. 

No  tiene,  ])ues,  aplicación  al  caso  actual  el 
citado  núm.  1."  del  art.  56  de  la  ley  do  25  de 
Septiembre  de  1863;  y  como  las  Diputaciones 
provinciales  no  pueden  delil)erar,  según  el  ar- 
tículo 59,  sobre  otros  asuntos  que  los  compren- 
didos en  aquélla,  no  era  licito  A  la  de  Madrid 
ocuparse  en  el  que  motiva  esta  consulta,  ni  to- 
mar el  acuerdo  (jue  fué  consecuencia  de  su  de- 
liberación. 

t)pina,  por  tanto,  el  Consejo,  que  si  V.  E.  estA 
conforme  con  las  observaciones  que  preceden, 
puede  servirse  proponer  A  S.  M.  la  anulación 
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del  acuerdo  en  que  la  Diputación  provincial  de 
Madrid  pidió  datos  y  antecedentes  respecto 
del  arriendo  de  la  plaza  de  toros  en  el  concep- 
to de  que  le  corresponde  entender  en  las  cou- 
dicionis  con  que  debe  contratarse  esta  «uic^-' 
y  asi  se  resuelve.  (R.  O.  30  Septiembre  186b.- 
Gac.  7  Octubre.) 

B.  O.  14  Febrero  1867. 
fífromendando  d  las  Juntas  ,íe!  ramo  el  cumiJlimimtoiW 
aT¡Tdelr"gUimento  de  Í852,cn  que  seseñaUn  sm  obl- 
aa¿tonesydel  43  sobre  gestión  de  los  asuntos  de  su  m- 
teres,  d  fin  de  ecitar  desralcos  y  abusos. 
(GoB  )     «Recientes  y  deplorables  hechos  en 
desdoro  de  la  Administración  subalterna  del 
ramo  de  Beneficencia,  y  lo  que  es  mas  sensi- 
ble  eu  periuicio  de  los  sa^-rados  intereses  de 
los 'establecimientos,  han  venido  á  demostrar 
la  necesidad  imperiosa  de  que  se  adopten  !ll- 
«■unas  medidas  urgentes  y  eficaces  para  poner 
ácubiertode  todaeventualidad  el  caudal  desti- 
nado al  socorro  de  los  pobres  acog-idos...  Para 
Drecaver  su  repetición,  manteniendo  siempre 
despierta  la  N-igilancia,  asi  de  los  que  inspec- 
cionan la  custodia  de  fondos,  coino  de  los  que 
los  administran,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  ser- 
vido disponer  lo  siguiente:  ,      ^       .. 

1  o  Que  dando  V.  S.  la  preferente  atención 
oue  requiere  este  interesante  ramo  por  la  ca- 
ritativa misión  que  realiza,  recuerde  A  esa 
Junta  provincial  el  exacto  cumplimiento  de 
las  obligaciones  que  le  encomienda  el  art.  4- 
del  Reo°  do  14  de  Mayo  de  1852,  de  cuya  ob- 
servancia V  exacta  ejecución  por  parte  de  sus 
subordinados  depende  la  buena  o  mala  adnií- 
uistracióu  de  los  establecimientos. 

2  o  Que  igualmente  encarezca  á  la  misma 
Corporación  la  conveniencia  de  que  designe 
vocales  de  su  seno  que  se  encarguen  de  la  vi- 
sita especial  de  cada  uno  de  aquéllos;  caso  de 
tiue  no  se  hubiere  verificado  dicho  encargo 
como  dispone  el  art.  38  del  citado  reglamento. 

3  °  Que  recomiende  con  igual  interés  que 
la  Sección  de  Administración  de  la  misma  Jun- 
ta despliegue  todo  su  celo  y  patriotismo  en  la 
o-estión  de  los  asuntos  que  le  encomienda  el 
art.  -43,  los  cuales  constituyen  el  patrnnonio 
de  los  diferentes  asilos  puestos  á  su  cuidado. 

4  o  Que  en  el  arca  de  la  Depositaría  de  esa 
Junta  provincial  tan  sólo  se  retengan  los  fon- 
dos indispensables  para  las  atenciones  cono- 
cidas de  cada  mes,  debiendo  reducir  dicha 
suma  al  importe  de  una  quincena,  caso  de 
que  aquélla  excediere  del  que  representen  las 
fianzas  prestadas  por  el  depositario,  ünu-o  cla- 
vero de  esta  Caja  obligado  á  la  dación  de 
fianza. 

5."  Que  las  sumas  que  excedan  del  gasto 
preciso  para  el  mes  ó  quincena  se  coloquen  en 
cuenta  corriente  en  la  sucursal  de  la  Caja  de 
Depósitos  de  esa  provincia,  disponiendo  de 
ellas  á  medida  que  sea  lu-eciso,  y  mediante 
orden  escrita  del  presidente  de  la  Junta. 

6.°  Que  caso  de  existir  también  en  el  arca 
particular  de  cada  establecimiento  valores  so- 
brantes y  que  superen  al  importe  de  las  obli- 
gaciones presupuestas  para  un  mes,  se  trasla- 
den en  igual  forma  A  la  referida  sucursal  de 
la  Caja  de  Depósitos,  usando  de  ellas  á  medi- 
da que  lo  exijan  las  atenciones  del  estableci- 


miento, v  mediante  ordeu  escrita  del  visitador 
del  misnio.  Adoptadas  estas  medidas  de  pre- 
caución V  buen  régimen  administrativo  será, 
fAcil  evitar  la  perpetración  de  desfalcos...»  — 
De  Real  ordeu,  etc. -Madrid  14  Febrerode 
1867.-González  Brabo.»  (C.  L.,  t.  01,  p.  212.) 

D.  3  Noviembre  1868. 

Lenalizando  la  existencia  de  las  antiguas  Asoetaciones  de 
¿inoras  y  recomendando  las  de  hombres  para  el  ejerci- 
cio de  ¡o  Beneficencia  domiciliaria. 

(GoB.)  «Articulo  1.0  Se  legaliza  la  exis- 
tencia de  las  antiguas  Asociaciones  de  seno- 
ras,  previa  la  presentación  y  aprobación  de 
los  reglamentos  que  no  fueron  autorizados 
por  los  Gobiernos  que  hasta  hoy  han  existido. 
Art,  2.°  Los  gobernadores  civiles  de  las 
provincias  en  que  hubiesen  existido  las  Aso- 
ciaciones aludidas,  invitarán  á  las  señoras 
que  las  formaron  á  constituirse  de  nuevo, 
ofreciéndoles  todo  el  apoyo  y  protección  del 
Gobierno  provisional  para  el  ejercicio  y  prac- 
tica del  objeto  exclusivo  de  su  institución.  _ 

Art.  3."  Los*  gobernadores  de  las  provin- 
cias donde  no  hubieren  existido  aquellas  Aso- 
ciaciones, procurarán  constituirlas,  haciendo 
un  llamamiento  A  los  sentimientos  caritativos 
de  las  señoras  de  conocida  virtud  y  filantro- 
pía, en  nombre  de  las  clases  desvalidas  y  me- 
nesterosas. 

Art.  4."  Los  mismos  gobernadores  procu- 
rarán establecer  en  las  provincias  encomen- 
dadas á  su  cuidado  v  dirección,  Asociaciones 
de  hombres  para  igual  objeto  del  ejercicio  de 
la  Beneficencia  domiciliaria,  tomando  por  base 
las  que  se  formaron  durante  la  iiltima  inva- 
sión epidémica  con  la  denominación  de  Ami- 
qoíí  de  lox  pobres.  ... 

Art.  5."  Ninguna  de  estas  Asociaciones 
podrá  reconocer'dependencia  ni  autoridad  es- 
tablecida en  pais  extranjero.  .     . .      , 

Art  6  »  Se  devolverán  á  la  Asociación  de 
señoras,  tan  pronto  como  se  halle  constituida 
V  en  disposición  de  dedicarse  prácticamente 
"al  objeto  de  su  creación,  las  sumas  de  nietáli- 
co  V  efectos  utilizables,  ocupados  A  las  Oonte- 
reiicias  de  San  Vicente  de  Paúl,  para  su  apli- 
cación y  distribución,  conforme  á  los  regla- 
mentos'por  que  se  rige.  . 

Madrid  3  de  Noviembre  de  1868.-E1  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  Práxedes  Mateo  Sa 
gasta.»  (Gac.  4  Noinembre.) 

D.  4  Noviembre  1868. 
Suprimiendo  la  .Tunta  general  del  ramo  y  derogando 
^  varios  artículos  del  Hey.  de  14  Mayo  IS52. 

(GoB  )  «...Como  individuo  del  Gobierno 
provisional  y  Ministro  de  la  Gobernación,  he 
venido  en  resolver:  „i  j„ 

1  o  Queda  suprimida  la  Junta  general  de 
Beneficencia  v  declarados  cesantes  todos  los 
empleados  de  sus  oficinas  y  dependencias 

2  »  Quedan  derogados  los  arts.  35,  db  y  á ( 
delReg.  de  14  de  Mayo  de  1852  para  la  ejecu- 
ción de  la  ley  de  20  de  J»"'^/^  ^^f "  ^,  ^i- 

... Madrid  4  de  Noviembre  de  ISG^'-f '  fl 
nistro  de  la  Gobernación,  Práxedes  Mateo  Sa- 
gasta.»  (Gac.  5  Noviembre.) 
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D.  17  Diciembre  1868. 
Suprimiendo  las  Juntas  provinciales  y  municipales  del 
ramo,  y  refundiendo  sus  funciones  en  las  de  las  Dipu- 
taciones y  Ayuntamientos  ^ 

(GoB.)  «...Como  individuo  del  Gobierno 
provi.sional  y  Ministro  de  la  Gobernacióu, 

Vengo  en  resolver: 

1.°  Quedan  suprimidas  láS  Juntas  provin- 
ciales y  municipales  de  Beneficencia,  y  dero- 
gadas, por  tanto,  las  leye.s  y  reg'lamentos  cjue 
á  dichas  .Juntas  se  refieren. 

2°  Todas  las  funciones  directivas  y  admi- 
nistrativas que  las  expresadas  .Juntas  desem- 
peñaban, quedan  refundidas  en  las  que  com- 
peten A  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayun- 
tamientos ,  conforme  á  las  leyes  orgánicas 
provincial  y  municipal. 

3.°  Quedan  declarados  cesantes  todos  los 
empleados  en  las  oficinas  y  dependencias  de 
dichíis  .Tuntas. 

4."*  Las  Diputaciones  provinciales  y  Ayun- 
tamientos nombrarán,  en  uso  de  svis  atribu- 
ciones, los  empleados  que  juzguen  necesarios 
para  el  despacho  de  los  negocios  de  Benefi- 
cencia. 

5."  Los  fondos ,  documentos  y  efectos  de 
las  Juntas  provinciales  y  municipales  de  Be- 
neficencia serán  entreg'ados  con  las  formali- 
dades correspondientes  á  las  Diputaciones  y 
Ayuntamientos.  Madrid  17  Diciembre  de  18G8. 
El  Ministro  de  la  Gobernación,  Práxedes  Ma- 
teo Sagasta.»  (Gac.  Í8  Diciembre. J 

O.  28  Enero  1869. 
Créditos  de  patronatos  y  fítndaciones  pías. 
Declaró  extinguidos  los  créditos  que  perte- 
necieron á  comunidades  religiosas,  y  cancela- 
dos }•  amortizados  los  del  clero  secular,  cofra- 
días, ermitas  y  santuarios,  convirtiéndose  en 
inscripciones  intransferibles,  en  la  forma  que 
se  dice,  los  de  patronatos  y  fundaciones  pias 
familiares.  Se  inserta  en  De.sa.mortiz.\ción. 

D.  9  Julio  1869. 
Que  la  Dirección  del  ramo  se  haga  carato  de  los  bienes  y 
valores  liquidados  ó  por  liquidar  provenientes  de  pa- 
tronatos, memorias  y  obras  pías,  y  que  se  proceda  á  la 
clasificación  de  las  fundaciones  y  t  determinar  sus  cua- 
lidad y  carácter  '^, 

(GoB.)  «...Articulo  1.°  Entre  tanto  que  se 
verifica'la  decretada  enajenación  de  los  bienes 
inmuebles  afectos  á  patronatos,  memorias  y 
obras  pias  y  con  el  objeto  de  inventariar  y 
comprol)ar  los  que  corresponden  a  la  Benefi- 
cencia, dándoles  la  debida  aplicación  en  cum- 
plimiento de  la  voluntad  de  los  fundadores  y 
conforme  al  espíritu  y  á  la  letra  de  las  dispo- 
siciones vigentes  sobre  la  materia,  la  Direc- 
,ción  general  de  Beneficencia  se  hará  cargo  de 


'  Las  Juntas  provinciales  y  municipales  se  han  resta- 
blecido en  30  de  Septiembre  de  1873,  aun  cuando  no  con 
«!i  antiguo  carácter,  y  de  ellas  hablan  los  arts.  14  d  19  de 
la  Inst,  de  27  de  Abril  de  1875. 

2  En  el  preámbulo  de  este  decreto  encarece  el  Sr.  Mi- 
nistro la  piedad  del  pueblo  español  revelada  en  numero- 
sos establecimientos  de  fundación  particular,  cuya  admi- 
nistración y  dirección  han  adolecido  de  vicios  que  no  han 
alcanzado  d  e.r.tirpar  las  medidas  dictadas  para  reme- 
diarlos y  las  atribuciones  concedidas  á  los  gobernadores 
de  provincia;  y  dice  que  las  disposiciones  del  decreto,  ins- 
piradas por  idénticas  causas,  envuelven  el  propósito  de 
preparar  sobre  sólidas  bases  una  reforma  en  el  importan- 
te ramo  de  la  Beneficencia. 


cuantos  valores  procedentes  de  aquellas  fun- 
daciones existan  liquidados  ó  para  liquidar  en 
la  Dirección  general  de  la  Deuda  ó  en  la  del 
Tesoro,  hállense  ó  no  ocupados  por  el  Estado. 

Si  algún  establecimiento  benéfico,  ya  sea 
publico  ó  particular,  viniere  percibiendo  inte- 
rés de  aquellos  valores,  con  los  cuales  aten- 
diese á  su  sostenimiento,  los  reclamará  y  per- 
cibii'á  ])or  ahora  de  la  Dirección  general  de 
Beneficencia,  sin  perjuicio  de  aducir  sus  titu 
tulos  y  justificar  su  legitima  inversión  en  el 
examen  é  investig'ación  de  que,  á  los  fines  ya 
expresados,  se  habrá  de  ocupar  sin  levantar 
mano  la  Sección  especial  de  patronatos  creada 
en  aquella  Dirección. 

Art.  2.°  Al  efecto  los  gobernadores  de  las 
provincias,  con  presencia  de  cuantos  expe- 
dientes, inventarios,  libros,  escrituras  de  fun- 
dación y  demás  documentos  existan  en  sus 
respectivas  oficinas  relativos  á  patronatos,  me- 
morias y  demás  fundaciones  piadosa-;  de  ca- 
rácter Real  ó  eclesiástico  y  de  objeto  benéfico 
en  todo  ó  en  parte,  formarán  y  remitii'án  en  el 
más  breve  término  al  Ministerio  de  la  Gober- 
nación un  estado  comprensivo  de  los  datos 
y  noticias  á  que  se  refieren  las  Rs.  Os.  de  20 
de  Agosto  de  1838,  4  de  Febrero  de  1839  y  de- 
creto del  Regente  del  Reino  de  29  de  Julio 
de  1841. 

Art.  3."  Para  investigar  y  hacer  constar  el 
número,  clase,  naturaleza  y  circunstancias  de 
aquellas  fundaciones  que  no  resultasen  com- 
probadas por  los  datos  y  documentos  existen- 
tes en  los  Archivos  de  sus  oficinas,  los  mis- 
mos gobernadores  abrirán  una  información, 
oyendo  á  las  Administraciones  de  Hacienda 
pública,  á  los  comisionados  de  ventas  de  bie- 
nes del  Estado,  á  las  Corporaciones  populares 
que  han  debido  hacerle  cargo  de  los  Archivos  > 
de  las  Juntas  de  Beneficencia  provincial  y  mu- 
nicipal, y  reclamaudo  además  cuantos  infor- 
mes, datos  y  noticias  puedan  suministrarles 
los  patronos  administradores  ó  mayordomos 
de  aquellas  fundaciones,  los  directores  de  es- 
tablecimientos benéficos,  cualesquiera  que  sea 
su  nombre,  y  los  notarios  públicos. 

Art.  4."  Al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  este 
particular  en  las  Rs.  Os.  y  Ds.  de  20  de  Agos- 
to V  30  de  Diciembre  de  1838,  4  de  Febrero 
de  1839,  29  de  Julio  de  1841  y  19  de  Abril  de 
1848,  y  por  lo  que  resulte  de  los  datos,  noticias 
y  antecedentes  así  reunidos  y  de  los  que  exis- 
ten en  la  Dirección  general  de  Beneficencia, 
se  procederá  por  su  Sección  especial  de  pa- 
tronatos: 

1."  A  clasificar  éstos,  fijando  la  parte  de 
sus  bienes  destinada  á  objetos  benéficos. 

2."  A  determinar  asimismo  la  cualidad  ge- 
nera!, provincial,  municipal  ó  particular  de  los 
establecimientos  á  cuyo  favor  se  hubiere  he- 
cho aquella  aplicación. 

3."  A  declarar  el  carácter  meramente  fa- 
miliar, oficial  ó  mixto  de  los  patronatos,  de- 
terminando en  su  virtud  las  personas.  Corpo- 
raciones ó  funcionarios  que  deban  ejercerle,  y 
el  sistema  respectivo  de  administración,  con- 
forme á  las  disposiciones  vigentes  sobre  la  ma- 
teria. 

4.°    A  confrontar  los  inventarios,  compro- 
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bar  los  bienes  de  cada  t'uudación  correspon- 
dientes á  la  Beneficencia,  examinar  la  inver- 
sión de  sus  rentas  y  proponer  los  medios  de 
rectificar  los  errores,  de  corregir  los  abusos  y 
de  reparar  las  faltas  de  administración  y  de  in- 
versión que  advirtieren. 

5."  A  proponer  asimismo  los  medios  de  ha- 
cer efectiva  la  responsabilidad  de  los  abusos 
que  encontraren,  asi  como  de  recuperar  los 
bienes  detentados  y  los  valores  perdidos  para 
la  Beneficencia  por  efecto  de  malversaciones 
de  fondos  ó  de  ilegales  y  fraudulentas  enaje- 
naciones ó  adjudicaciones  que  hayan  podido 
mermar  ó  consumir  el  sagrado  patrimonio  de 
los  desg-raciados  y  de  los  pobres. 

Y  6."  A  promover  la  enajenación  de  los  bie- 
nes inmuebles  que  constituyan  ese  patrimonio 
y  su  conversión  en  renta  del  Estado,  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  desamortización. 

Art.  5."  Las  investig'acioues  y  deniils  tra- 
bajos á  que  se  refieren  Tas  anteriores  disposi- 
ciones con  el  especial  objeto  de  conocer  el  ver- 
dadero patrimonio  de  la  Beneficencia,  reco- 
brando su  integridad  en  lo  que  proceda  de 
patronatos,  memorias  y  obras  pias,  para  apli- 
carle fielmente  ¡i  los  objetos  que  se  propusie- 
ron los  fundadores,  se  verificarán,  sin  perjui- 
cio de  la  acción  investig'adora  que  venian 
ejerciendo  las  Administraciones  y  empleados 
especiales  de  Hacienda  y  que  se  les  recomien- 
da de  nuevo  por  el  D.  de  1."  de  Marzo  del  pre- 
sente año,  al  exclusivo  intento  de  promover  y 
facilitar  la  desamortización.  A  este  efecto  por 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  se  pasarán  al 
de  Hacienda  copias  autorizadas  por  la  Direc- 
ción general  de  Beneficencia  de  los  estados 
que  vaya  formando  su  Sección  de  patronatos, 
del  patrimonio  y  dotación  de  éstos  en  inmue- 
bles, con  la  expresión  y  datos  que  alcanzare  á 
virtud  de  sus  investigaciones. 

Art.  tí.°  Entre  tanto  que,  verificadas  las 
operaciones  que  se  indican  en  los  párrafos  pri- 
mero, seg'undo  y  tercero  del  art.  4.°,  no  se  de- 
terminen por  el  Gobierno  las  personas,  corpo- 
raciones ó  funcionarios  á  quienes  correspon- 
den la  gerencia  y  administración  de  tales  bie- 
nes, el  Ministro  de  Hacienda  cuidará  de  que 
por  la  Dirección  general  de  la  Deuda  se  en- 
treg'uen  las  inscripciones,  títulos,  recibos  y 
valores  por  conversión  de  bienes  ó  liquida- 
ción de  intereses  procedentes  de  patronatos, 
memorias  y  obras  pías  á  la  persona  autoriza- 
da por  la  Dirección  general  de  Beneficencia 
con  el  carácter  de  depositario  general  del 
rarno,  cuidando  en  tanto  este  Centro,  bajo  su 
responsabilidad,  de  la  legitima  inversión  de 
las  mismas  rentas,  para  que  ni  un  momento 
quede  desatendido  cu  punto  alguno  donde 
exista  el  servicio  de  la  Beneficencia,  y  de  que 
se  depositen  en  el  Banco  de  España  aquellos 
títulos  qiie  desde  luego  no  deba  entregar  á 
personas  ó  corporaciones  con  derecho  recono- 
cido á  recogerlos  y  administrarlos  cual  proce- 
da. Dado  en  Madrid  á  íl  de  Julio  de  18G9.— 
Francisco  Serrano.  —  El  Ministro  de  la  Gober- 
nación, Práxedes  Mateo  Sagasta.»  (Gac.  10 
Julio.) 


O.  21  Julio  1869. 

Entrega  de  los  interesen  de  valores  pilblicos  d  los  patronos 

de  fundaciones. 

(GoB.)  «Habiendo  acudido  á  este  Ministe- 
rio varios  sujetos  con  el  carácter  de  apodera- 
dos de  patronos  familiares  unos,  de  Diputacio- 
nes provinci;»*es  y  Ayuntamientos  constitu- 
cionales otros,  reclanumdo  los  intereses  de  los 
valores  que  á  determinados  establecimientos 
de  Beneficencia  les  están  liquidados  por  la  Di- 
rección general  de  Contabilidad,  conforme  á 
la  ley  de  1."  de  Abril  é  Inst.  de  1."  de  Julio  de 
1859  ',  por  virtud  de  conversiones  é  indemniza- 
ciones de  sus  rentas  y  bienes  enajenados;  á  fin 
de  no  dar  lugar  á  torcidas  interpretaciones 
acerca  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  l.°y  6."  del 
decreto  fecha  9  del  corriente  y  con  el  olyeto  de 
obviar  trámites  y  evitar  dificultades...  S.  A.  el 
Regente  del  Reino  ha  venido  en  resolver  que, 
sin  perjuicio  de  la  presentación  de  las  funda- 
ciones y  de  los  títulos  que  justifiquen  la  pro- 
piedad y  legítima  posesión  de  aquellos  valo- 
res por  parte  de  los  establecimientos,  corpora- 
ciones ó  patronos  administradores  en  cuyo  po- 
der se  encuentren,  y  sin  perjuicio  también  de 
comprobar  la  adecuada  aplicación  y  fiel  in- 
versión de  aquellos  mismos  valores  en  la  for- 
ma prevenida  y  para  los  fines  á  que  se  con- 
trae el  decreto  antes  citado,  las  Direcciones 
generales  del  Tesoro  y  de  la  Deuda  pública 
tendrán  desde  esta  fecha  por  otorgada  la 
anuencia  de  la  Dirección  general  de  Benefi- 
cencia á  ñn  de  hacer  las  entregas  de  aquellos 
intereses  á  los  establecimientos  á  quienes  se 
hallen  debidamente  adjudicadas  las  láminas  é 
inscripciones  que  los  hayan  producido,  siem- 
pre que  aquellas  oficinas  encuentren  legítima 
la  representación  del  establecimiento,  corpo- 
ración ó  persona  que  le  administre  legalmeu- 
te  por  parte  de  aquélla  á  la  cual  hubiesen  de 
hacer  la  entrega...  De  orden  de  S.  A.,  etc. — 
Madrid  21  Julio  ISGO.  — Práxedes  Mateo  Sagas- 
ta.— Sr.  Ministro  de  Hacienda. »  {Gac.  23  Julio.) 

O.  23  Agosto  1869. 
Declarando  que  todos  los  patronos  y  administradores  de 
encino  rias,  obras  pias  y  demás  fundaciones  de  carácter 
henálico  están  sujetos  d  las  disposiciones  del  decreto  de 
9  de  Julio  último, 

(Gon.)  «El  deán  y  Cabildo  de  la  santa  igle- 
sia catedral  de  Sevilla,  con  focha  20  de  Julio 
último,  ha  recurrido  á  este  Ministerio  en  soli- 
citud de  que  respecto  á  los  patronatos  que  ad- 
ministra, se  le  excluya  de  las  disposiciones  del 
decreto  de  fecha  9  del  mismo  mes. 

La  expresada  solicitud  es  manifiestamente 
contraria  á  los  buenos  principios  de  adminis- 
tración, porque  tiende  á  negar  el  derecho  de 
alta  inspección  y  supremo  ¡irotectorado  que 
siempre  ha  ejercido  el  Gobierno,  y  el  deber 
cuyo  cumplimiento  se  ha  recordado  también 
más  de  una  vez  á  los  patronos  }'  administra- 
dores de  establecimientos  de  Beneficencia  y 
de  fundaciones  de  carácter  benéfico. 

Que  de  este  carácter  participan  las  memorias 
y  patronatos,  cuyos  objetos  son  dotar  donce- 
llas pobres  para  contraer  matrimonio  ó  ingre- 
sar en  relig'ión,  dar  limosnas  para  socorro  de 


'     Véase  en  Desamoktización. 


BENEFICENCIA.  (1869—1870.) 


37 


faruilias  menesterosas  ó  para  detevmiuados 
estableciniieutos,  nadie  más  lo  ha  desconocido 
hasta  hoy  que  el  Cabildo  de  Sevilla. 

y  que  los  patronos  y  administradores  de  ta- 
les memorias  tienen  y  han  tenido  siempre  las 
oblig'aciones  de  cumplir  los  objetos  de  ellas,  de 
formar  presupuestos,  rendir  cuentas  con  jiis- 
tificación,  y  de  satisfacer  al  protectorado  ya  el 
2,  ya  el  10  ó  el  4  por  100  do  sus  rentas  anua- 
les, no  necesitaba  declararlo  el  decreto  de  9 
Julio;  estaba  declarado  y  mandado  y  reencar- 
nado por  la  lev  de  Beneficencia  de  23  de  Ene- 
ro de  18-22;  por  la  R.  C.  de  2  de  Abril  de  1829 
para  los  patronatos  de  Andalucía;  por  la  or- 
den de  la  Regencia  de  27  de  Agosto  de  1811; 
por  la  de  7  de  Enero  de  1842;  por  la  de  2.5  de 
Marzo  di:  1846;  por  la  de  17  de  Septiembre  de 
1850;  por  la  de  12  de  Marzo  do  1856,  y  por 
otras  varias  disposiciones  legales  sobre  la  ma- 
teria. De  modo  que  el  expresado  decreto  de  9 
de  Julio  último,  contra  el  que  se  reclama  y  de 
cuyas  disposiciones  pretende  el  Cabildo  que  se 
le  declare  exento,  no  ha  innovado  nada;  no  ha 
hecho  otra  cosa  qvie  recordar  aciuellas  mismas 
disposiciones,  dejjlorar  su  falta  de  cumpli- 
miento, que  ha  dado  margen  á  que  se  cometan 
abusos  dignos  de  severa  corrección,  y  adoptar 
medidas  para  que  sea  de  hoy  más  ineludible 
el  cumpliuúeutodelos  deberes  que  pesan  sobre 
los  patronos  y  administradores  de  las  memo- 
rias, patronatos  y  obras  pias.  Pero  ese  decre- 
to, como  aquellas  otras  prescripciones  leg-a- 
les,  no  niegau  ni  merman  las  facultades  ni 
atribuciones  que  por  las  fundaciones  respecti- 
vas tengan  los  patronos;  facultades  y  atribu- 
ciones que  á  su  vez  no  pueden  negar  ni  mer- 
mar las  de  alta  inspección  y  supremo  protec- 
torado que  corresponden  al  Gobierno,  y  que 
éste  ejerce  por  medio  de  este  Ministerio. 

En  tal  conformidad,  S.  A.  el  Regente  del 
Reino  ha.  tenido  á  bien  desestimar  la  preten- 
sión del  Cabildo  catedral  de  Sevilla,  y  disponer 
que  se  publique  esta  resolución  en  la  Gaceta 
para  conocindeuto  de  cuantos  patronos,  admi- 
nistradores de  memorias  y  obras  pias  se  en- 
cuentren en  ig'ual  caso  y  pudieran  intentar  la 
misma  reclamación. — Madrid  23  de  Agosto  de 
18G9.— Sagasta.»  (C.  L.,  t.  102,  p.  408.) 

D.  1.°  Diciembre  1869. 
Incorporando  d  la  plantilla  del  Ministerio  de  la  Gober- 
nación la  Sección  de  patronatos  y  estableciendo  admi- 
nistradores provinciales. 

(GoB.)  «...Articulo  1."  La  Sección  de  pa- 
tronatos creada  por  la  orden  del  Poder  Ejecu- 
tivo fecha  10  de  Junio  de  este  año  dentro  de 
la  Dirección  general  de  Beneficencia,  quedará 
en  su  totalidad,  y  desde  esta  fecha,  incorpo- 
rada á  la  plantilia  general  de  dicho  Ministe- 
rio, al  tenor  de  la  que  va  por  apéndice  de  este 
decreto,  que  ha  sido  aprobada  por  mi  resolu- 
ción de  18  de  Octubre  último. 

Art.  2."  Suprimidas  por  esta  resolución  las 
Delegaciones,  cesan  en  sus  respectivos  cargos 
los  delegados  especiales  nombrados  en  la  ci- 
tada fecha  de  10  de  Junio  para  ejercer  funcio- 
nes anejas  al  siipremo  protectorado  en  las  pro- 
vincias de  Sevilla,  Cádiz,  Huelva,  Málaga  y 
Córdoba. 

Art.  3."    Para  la  investigación,  examen  y 


clasificación  de  estas  funciones,  mientras  se 
obtiene  su  cabal  descubrimiento  y  la  completa 
reintegración  en  sus  bienes  y  derechos,  asi 
como  para  la  administración  y  custodia  de  ta- 
les bienes  y  rentas,  se  nombrarán  por  la  Direc- 
ción general,  y  bajo  su  alta  inspección,  admi- 
nistradores provinciales  que  funcionarán  sin 
perjuicio  de  las  facultades,  derechos  y  debe- 
res de  los  patronos,  y  de  la  gestión  de  los  ad- 
ministradores particulares  que  lo  fueren  con 
arreglo  á  las  respectivas  fundaciones  y  á  las 
leyes'. 

La  rennineración  y  gastos  de  aquella  admi- 
nistración y  custodia,  no  excederán  del  4  por 
100  del  importe  anual  de  las  rentas. 

Art.  4."  Las  garantías  que  hayan  de  pres- 
tar y  las  atribuciones  que  hayan  de  ejercerlos 
administradores  provinciales,  se  determinarán 
por  la  Dirección  g-eneral  de  Beneficencia, 
atemperándose  á  las  instrucciones  ajn-obadas 
para  los  delegados  por  la  orden  de  10  de  Ju- 
nio y  á  las  disposiciones  vigentes  sobre  la 
materia. 

Art.  5."  De  conformidad  con  el  pre.supues- 
to  adicional  remitido  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  á  las  Cortesy  apro))adopor  éstas, 
se  hará  extensivo  á  los  patronatos,  memorias 
y  obras  pias  de  todas  las  provincias  del  Reino 
el  pago  del  2  por  100  que  por  la  Real  cédula  de 
2  de  Abril  de  1829  han  venido  y  continuarán 
satisfaciendo  aniialmente  las  rentas  de  aque- 
llas mismas  fundaciones  en  las  provincias  de 
Andalucía  para  subvenir  á  los  gastos  del  pro- 
tectorado. Pero  dicho  pago  ingresará  desde 
esta  feclia  en  las  arcas  del  Tesoro  público,  for- 
mando parte  del  presupuesto  de  ingresos  del 
Ministerio  de  la  Gobernación. 

Dado  en  Madrid  á  1.°  de  Diciembre  de  1869. 
— Francisco  Serrano. — El  Ministro  de  la  Go- 
bernación, Práxedes  Mateo  Sag'asta...»  (C  L., 
t.  102,  p.  7S9.) 

O.  7  Febrero  1870. 
Dictando  disposiciones  sobre  entretja  de  valores  d  los  pa- 
tronos que  han  cutujdido  ó  cumplan  lo  dispitesto  en  las 
órdenes  y  decretos  que  se  citan. 

(GoB.)  «La  investigación  y  el  examen  de 
fundaciones  benéficas  para  conocer  el  estado 
de  sus  bienes  y  la  inversión  de  sus  rentas,  al 
tenor  de  lo  dispuesto  por  los  mismos  fundado- 
res, deber  es  del  supremo  protectorado,  para 
cuyo  exacto  cumplimiento  se  dictaron  por  este 
Ministerio  la  orden  de  10  de  Junio  y  los  de- 
cretos de  9  de  Julio  y  1."  de  Diciembre  del 
año  anterior,  vienen  ofreciendo  los  más  hala- 
güeños resultados  en  provecho  de  la  Benefi- 
cencia, en  bien  del  Estado  y  en  honra  de  la 
Administración  pública.  La  Sección  de  patro- 
natos, primero  por  sus  delegados  especiales, 
y  después  por  medio  de  sus  administradores 
provinciales ,  eficazmente  auxiliados  en  su 
constante  acción  por  los  gobernadores  de  las 
provincias,  ha  logrado  sacar  del  oscurecimien- 
to y  del  abandono  en  que  yacían  centenares 


*  Los  administradores  provinciales  creados  por  este 
decreto,  fueron  suprimidos  por  fl  de  22  de  Enero  de  1872, 
que  se  inserta  en  su  lutjar  cronológico;  jiero  volvieron  d 
ser  restablecidos  en  30  de  Septiembre  de  Iii73,  y  de  ellos 
trata  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875,  en  sus  aj'ticu- 
'    los  20  al  22. 
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de  patronatos  y  de  pías  memorias,  y  restau- 
rar no  pocos  de  los  infinitos  institutos  benéfi- 
cos, testimonios  irrefragables  de  los  senti- 
mientos humanitarios  que  en  todos  tiempos 
han  enaltecido  el  carácter  español. 

Llenado  en  parte  el  objeto  de  aquellas  dis- 
posiciones, y  siendo  de  todo  punto  indispensa- 
ble regularizar  la  acción  y  los  derechos  de  los 
patronos,  y  continuar  la  inspección  y  vigilan- 
cia sobre  ios  administradores  para  que  la  in- 
versión de  las  rentas  sea  conforme  al  espíritu, 
ya  que  uo  siempre  pueda  serlo  á  la  letra  de  las 
fundaciones,  y  á  fin  de  obviar  desde  luego  los 
inconvenientes  que  producir  pudiera  la  sus- 
pensión de  entrega  de  valores  recomendada  á 
ia  Dirección  general  de  la  Deuda  pública  por 
la  orden  y  decretos  antes  citados,  hasta  que 
los  patronos  y  administradores  fundacionales 
justificasen  ante  este  Ministerio  el  cumpli- 
miento de  lo  preceptuado  en  la  R.  O.  de  23  de 
Enero  de  18i8',  S.  A.  el  Regente  del  Reino  se 
ha  servido  disponer: 

1."  Que  la  suspensión  á  qiie  se  refieren 
aquellas  disposiciones  quede  alzada  desde  hoy 
para  las  fundaciones  benéficas  cuyos  créditos 
y  patronos  se  determinan  en  la  relación  que 
acompaña  á,  esta  orden. 

2.°  Que  este  alzamiento  virtual  se  hará  ex- 
tensivo y  realizable  para  las  restantes  funda- 
ciones á'medida  que  sus  patronos  administra- 
dores vayan  justificando  los  extremos  reque- 
ridos al  intento  por  el  decreto  de  9  de  Julio  de 
1869,  en  consonancia  con  lo  que  dispone  la 
E.  O.  de  23  de  Enero  de  184-8,  á  cuyo  efecto  la 
Dirección  general  de  Beneficencia  remitirá  á 
la  de  la  Deuda  y  mandará  publicar  en  la  Ga- 
ceta relaciones  detalladas  y  análogas  á  la  de 
que  se  hace  mérito  en  el  artículo  anterior. 

3."  Que  á  este  propósito  la  Dirección  gene- 
neral  de  la  Deuda  piiblica  remita  al  Ministe- 
rio de  la  Gobernación  todos  los  documentos 
que  allí  hubieran  presentado  los  patronos,  ad- 
ministradores, mayordomos  y  protectores  de 
patronatos  y  pías  memorias  para  cumplir  con 
lo  prevenido  eu  la  citada  R.  O.  de  23  de  Enero 
de  1848,  á  fin  de  que  por  la  Dirección  general 
de  Beneficencia  se  pueda  dar  más  pronto  cum- 
plimento á  lo  que  se  determina  en  las  anterio- 
res disposiciones,  ladeando  asi  todo  inconve- 
niente, y  salvando  el  principio  de  vigilancia  y 
de  inspección,  base  cardinal  del  protectorado. 
De  orden  de  S.  A.  lo  pong'o  en  conocimiento 
de  V.  E.  para  los  efectos  consigniientcs. — Dios, 
etcétera. — Madrid  7  de  Febrero  de  1870. — Ri- 
vero. — Sr.  Ministro  de  Hacienda.»  (Gaceta  14 
Febrero.) 

O.  5  M.iyo  1870. 
Disponiendo  que  hecha  la  liquidación  y  conversión  délos 
valores  de  Deuda  del  Estado  pertenecientes  á  obraspias 
se  suspenda   la  entrega  hasta  acreditarse  la  índole  de 
las  fundaciones. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  S.  A.  el  Regen- 
te del  Reino  de  la  solicitud  elevada  por  el  apo- 
derado de  la  obra  pía  fundada  por  D.  Alonso 
Rodríg'uez  eu  Fuentes  de  Nava,  de  esa  provin- 
cia, para  que   no   sufran  retención  las  opera- 


*    La  R.  O.  de  S3  de  Enero  de  1848  que  se  cita,  queda 
inserta  en  sií  lugar  cronológico. 


clones  de  liqíiidación  y  conversión  de  una  lá- 
mina de  5  por  100  no  negociable,  mim.  6.196, 
de  30.866  rs.  de  capital: 

Considerando  que  las  operaciones  de  liqui- 
dación y  conversión  de  los  valores  de  Deuda 
del  Estado  pertenecientes  á  fundaciones  bené- 
ficas, lejos  de  estar  prohibidas  por  el  decreto 
de  9  de  Julio  iiltimo,  deben  activarse,  á  juz- 
gar por  el  laudable  espíritu  de  éste: 

Considerando  que  tampoco  es  necesario  sus- 
pender aquellas  operaciones  para  facilitar  al 
protectorado  la  suprema  inspección  que  las  le- 
yes le  encargan,  que  traería  funestos  resulta- 
dos entender  en  este  sentido  la  disposición  le- 
gislativa citada,  y  que  por  fortuna  las  Direc- 
ciones generales  de  Contabilidad  y  de  la  Deu- 
da pública  han  entendido  perfectamente  los 
deseos  de  S.  A.,  significados  en  el  decreto  de 
9  de  Julio,  y  de  ello  dan  pruebas  diarias,  re- 
mitiendo á  este  Ministerio  y  á  la  Dirección  ge- 
neral de  Beneficencia  relaciones  de  los  crédi- 
tos liquidados  y  emitidos;  y 

Considerando  que  para  satisfacer  los  propó- 
sitos del  decreto  y  dar  al  protectorado  los  me- 
dios de  ejercer  la  suprema  inspección  que  le  es- 
tá confiada,  basta  la  suspensión  de  entrega  de 
los  valores  liquidados  y  emitidos,  hasta  acre- 
ditarse la  Índole  de  las  fundaciones  y  el  cum- 
plimiento de  las  cargas  benéficas  que  encar- 
nan, S.  A.  se  ha  dignado  declarar  innecesaria 
la  orden  solicitada  para  que  prosig-aii  las  ope- 
raciones de  liquidación  y  conversión  de  los 
valores  de  Deuda  del  Estado,  pertenecientes  á, 
obras  pías  de  D.  Alonso  Rodríguez,  y  mandar 
que  esta  declaración  se  entienda  como  gene- 
ral y  aplicable  á  cuantos  casos  de  la  misma 
clase  ocurran. 

De  orden  de  S.  A.,  etc.— Madrid  5  de  Mayo 
de  1870.  —  El  Subsecretario,  Joaquín  María 
Sanromá. — Sr.  Director  general  de  la  Deuda 
pública.»  (C.  L.,  t.  103,  p.  1.105.) 

O.  21  JnUo  1870. 

Equiparando  á  los  administradores  depatronatos  conlos 
investigadores  de  Hacienda  pública  en  cuanto  á  remu' 
neración  por  sus  servicios.... 

(GoB.)  «...S.  A.  el  Regente  se  ha  servido 
disponer  que  eu  adelante  los  administradores 
de  patronatos  quedeu  equiparados  á  los  inves- 
tigadores de  Hacienda  pública,  debiendo  te- 
ner el  mismo  premio  y  con  iguales  condicio- 
nes que  ellos,  cuando  con  su  celo  y  eficacia 
descubran  bienen  pertenecientes  á  tales  fun- 
daciones, ya  ig-norados  por  la  incuria  de  los 
patronos,  ya  ocultos  por  la  codicia  de  los  de- 
tentadores".—De  orden  de  S.  A.,  etc.— Madrid 
21  de  Julio  de  1870.— Rivero.»  (Gac.  22  Julio.) 

O.  27  Julio  1870. 

Disponiendo  que  las  Diputaciones  establezcan  en  los 
hospitales  departame7itos  para  dementes  ó  los  remitan 
y  mantengan  á  su  costa  en  los  manicomios  de  Vallado- 
lid,  Zaragoza,  Valencia  ó  Toledo:  Gastos  de  traslación: 
Estancias. 

(GoB.)  «El  reglamento  de  14  de  Mayo  de 
1852  para  la  ejecución  de  la  ley  general  de  Be- 
neficencia, que  con  algunas  alteraciones  rige 
en  la  actualidad,  coloca  bajo  la  protección  in- 
mediata del  Estado  los  establecimientos  de  lo- 
cos, sordomudos,   ciegos,   impedidos  y  decré- 
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pitos,  cuyo  sostenimiento  corve  i\  cargo  del 
presupuesto  general  de  la  Nación. 

Hasta  el  dia  la  necesidad  siempre  creciente 
de  introducir  en  los  gastos  públicos  toda  clase 
de  econoniias  lia  impedido  multiplicar  aque- 
llos asilos,  que  hoy  se  ven  representados  en  el 
hospital  de  locos  de  Santa  Isabel  en  Léganos,  ■- 
incurables  de  Jesús  Nazareno  y  del  Carmen, 
Colegio  de  sordomudos,  y  el  de  ciegos  de  San- 
ta Catalina  de  los  Donados. 

Siendo  la  enajenación  mental  una  enferme- 
dad no  muy  común  en  nuestro  pais,  con  rela- 
ción á  otras  que  dependen  de  causas  propias 
de  nuestro  clima,  de  nuestra  alimentación  y 
costumbres  higiénicas,  y  de  la  gran  diferencia 
de  temperatura  entre  unas  y  otras  provincias, 
creyóse  que  con  60  plazas  para  enfermos  de 
ambos  sexos  habría  las  necesarias;  pero  insen- 
siblemente el  desarrollo  ne  la  demencia  ha  ido 
tan  en  progreso,  que  ya  el  manicomio  de  Lé- 
ganos alberga  sobre  200  infelices,  ;Y  quienes 
el  Estado,  coa  mano  caritativa  y  cariñosa, 
cuida  y  atiende  sin  omitir  género  alguno  de 
gasto. 

.  Como  este  hospital  no  fuese  bastante  para 
acoger  el  excesivo  número  de  plazas  que  de- 
mandan ingreso  en  él,  se  dispuso  en  circula-' 
res  A  los  gobernadores,  fecha  27  de  Junio  y  15 
de  Diciembre  de  IHG-i,  que  excitaran  el  celo 
de  las  Diputaciones  provinciales  para  que  ar- 
bitraran un  edificio  con  destino  ;i  dementes. 
La  mayor  parte  de  ellas  han  cumiilido  este  hu- 
manitario ser^icio.  Alguna,  con  solicitud  dig- 
na de  todo  encomio,  ha  construido  de  planta 
un  hospital  con  todas  las  condiciones  que  su 
índole  especial  exige;  y  las  que  no  han  halla- 
do local  se  han  servido  de  las  casas  de  Valla- 
dolid,  Zaragoza,  Valeucia  y  Toledo. 

Eu  Madrid,  donde  la  población  procedente 
de  provincias  determina  un  aumento  de  es- 
tancias considerable  en  todos  los  estableci- 
mientos que  corren  A  cargo  de  la  Beneficen- 
cia general,  provincial  y  municipal,  ha  llegado 
el  departamento  de  locos  A  tomar  un  incre- 
mento tan  excesivo,  que  A  niAs  del  gasto  que 
impone  A  la  provincia,  crea  graves  apuros  A 
sus  autoridades  por  falta  de  un  local  A  propó- 
sito para  los  asilados. 

A  fin  de  evitar  que  la  excesiva  aglomeración 
de  dementes  eu  el  hospital  general  de  Madrid 
y  en  cualquier  otro  de  los  que  corren  por  cuen- 
ta de  la  Beneficencia  provincial  y  municipal, 
pudiera  desarrollar  entre  estos  desgraciados 
una  enfermedad  contagiosa,  es  la  voluntad  de 
S.  A.  el  Regente,  que  ínterin  se  pidan  A  las 
Cortes  los  fondos  necesarios  para  ensanchar  el 
de  Leganés,  y  se  estudien  los  medios  de  alle- 
gar recursos  sin  gravamen  del  Estado  para 
construir  el  proyectado  manicomio  modelo,  las 
Diputacioues  establezcan  en  los  hospitales,  si 
no  contaren  con  locales  A  propósito,  un  depar- 
tamento para  dementes  de  ambos  sexos,  ó  bien 
que  satisfagan  los  gastos  de  traslación  de  las 
provincias  donde  se  encuentren  sus  naturales 
"respectivos  A  los  manicomios  de  Valladolid, 
Zarag'oza,  Valencia  y  Toledo,  asi  como  las  es- 
tancias que  en  ellos  devenguen,  siempre  que 
resulten  ser  pobres  do  solenuiidad. 

De  la  propia  manera  S.  A.  el  Regente  ha  dis- 


puesto que  por  el  gobernador  de  Madrid  so  ofi- 
cie A  los  de  las  provincias  respectivas,  dAndo- 
les  cuenta  de  la  existencia  de  los  locos  que  es- 
tén en  el  hospital  general  pertenecientes  á. 
ellas,  no  sólo  para  el  pago  de  las  estancias  de- 
vengadas, sino  para  que  dispongan,  en  un  pe- 
ríodo queuo  excederá  de  un  mes,  su  traslación 
A  los  puntos  que  por  el  gobernador  requerido 
se  indiquen.  Madrid  27  de  Julio  de  -°""^ 
(C.  L.,  t.  104,  p.  403.) 

R.  O.  20  Enero  1871. 
Las  instancias  en  reclamación  de  dotes  de  patronato  se  di' 
rijan  ante  id  patronato  respectivo.  Lo  que  es  patronato 
y  patronazgo. 

(GoB.)  «He  dado  cuenta  A  S.  M.  el  Rey  de 
la  instancia  de  doña  Carlota  GonzAlez  de  Men- 
doza, reclamando  dotes  del  ¡Patronato  de  Pérez 
de  GuzniAn,  y  elevada  por  V.  S.  A  esto  Minis- 
terio con  los  documentos  que  la  justifican,  y 
considerando  que...  sólo  al  patronato  toca  de- 
cretar las  dotes  y  otorg-ar  ó  neg'ar  los  benefi- 
cios de  la  fundación  con  estricta  sujeción  A  las 
reglas  de  la  misma:  considerando  que  el  pro- 
tector \ig'ila  la  conducta  del  patrono,  le  corri- 
ge cuando  de  la  loy  so  aparta,  y  conoce  como 
en  alzada  de  cuantas  reclamaciones  se  inter- 
pongan contra  los  acuerdos  del  mismo,  y  con- 
siderando que  por  esto  es  de  evidente  impro-  ^ 
cedencia  acudir  A  este  Ministerio  en  primer 
término  reclamando  una  dote  ó  cualquier  otro 
beneficio  de  una  fundación  particuhvr,  S.  M.  se 
ha  dignado  mandar  que  se  dig'a  A  V.  S.  para  su 
conocimiento  y  el  do  la  solicitante,  y  para  que 
ajuste  su  conducta  A  la  misma  doctrina  en 
cuantos  casos  análogos  le  ocurran,  que  la  doña 
Carlota  GonzAlez  de  Mendoza  use  do  su  dere- 
cho en  primer  término  ante  el  patrono  respec- 
tivo, y  que  para  no  ocasionar  nuevos  g-astos  A 
la  interesada  se  la  devuelvan  por  igual  con- 
ducto los  comprobantes  quo  ha  presentado.» 
(R.  O.  20  Enero  1871.— 6'ae.  30  Enero.) 

Circ.  15  Marzo  1871. 
Declarando  que  las  prescripciones  del  decreto  de  9  de  Ju- 
lio  de  íStí!)  sobre  inscripciones,  son  aplicables  d  las 
fundaciones  benéficas  de  origen  particular. 

(DiR.  GBN.  DE  BeN.,  SaNID.  Y  ESTAU.  PENA- 
LES.) «A  una  comunicación  del  administrador 
de  patronatos,  memorias  y  obras  lúas  de  esa 
provincia,  consultando  si  las  prescripciones 
del  D.  de  9  de  Julio  do  ISG'J  son  aplicables  A 
las  inscripciones  nominales  intransferibles  de 
renta  del  3  por  100  pertenecientes  A  las  funda- 
ciones benéficas  de  origen  particular,  esta  Di- 
rección general  ha  acordado  contestar  afirma- 
tivamente, añadiendo  quo  por  esta  causa  los 
patronos  ó  administradores  do  las  fundaciones 
que  tienen  aquella  clase  do  valores  están  acu- 
diendo diariamente  A  este  Ministerio  en  soli- 
citud de  que  se  les  alce  la  suspensión  de  pagos 
decretada  en  la  fecha  citada,  quo  no  so  accede 
á  sus  solicitudes  si  no  acreditan  las  cargas  be- 
néficas de  las  fundaciones  respectivas  y  su 
cumplimiento,  y  que  esto  aumenta  consig'uien- 
teinente  las  investigaciones  apetecidas. — Ma- 
drid If)  do  Marzo  de  1871.— El  Subsecretario, 
Francisco  Romero  y  Robledo.— Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  de  Zaragoza.»  (Bev.  de  Gob.) 
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E.  O.  13  Abril  1871. 
Sobre  entrega  ile  valores  de  fundacioites  d  sus  patronos: 
Cuando  los  productos  de  una  fundación  se  aplicaban  d 
varios  objetos  y  uno  ha  caducado,  acrecen  á  los  subsis- 
tentes. 

(GoB.)     «He  dado  cuenta  á  S.  M.  el  Rey  de 
una  solicitud  de  los  patronos  de  las  memorias 
fundadas  en  esta  corte  por  el  limo.  Sr.  D.  Juan 
Gonzáite  de  Uzqucta  v  Valdis,  en  que  se  que- 
jan de^e  por  la  Fiscalía  de  Deuda  piiblica  se 
les  oponen  reparos  á  la  entrega  de  los  créditos 
y  valores  que  por  acuerdo  de  la  Junta  de  aquel 
Centro  directivo,  techas  5  y  12  de  Agosto  úl- 
timo, y  en  virtud  de  las  certificaciones  niime- 
ros  0.734  y  9.73ri  que  el  departamento  de  li- 
quidación" libró  por  el  ramo  de  juros,  se  le 
mandaron  entregar,  alegando  que  la  tercera 
parte  de  los  productos  de  la  misma  fundación, 
que  fué  destinada  A  la  redención  de  cautixos, 
debe  aplicarse  A  otro  establecimiento  de  Be- 
neficencia ó  al  Estado,  por  ser  objeto  caduca- 
do: Considerando  que  los  bienes,  créditos^ 
valores  pertenecientes  á  fundaciones  benéfi- 
cas de  origen  particular  cpie  con  arreglo  íí  la 
ley  y  demás  disposiciones  vigentes  deben  apli- 
carse á  otros  establecimientos  de  Beneficencia, 
son  aquellos  cuyas  rentas  no  alcancen  á  cubrir 
las  cargas  impuestas  por  los  fundadores  ó  des- 
tinadas exclusivamente  á  un  objeto  caducado: 
Considerando  que  la  fundación  de  que  se  tra- 
ta tiene  otros  objetos  evidentemente  sub.sisteu- 
tes,  cuales  son,  el  sustento  de  los  hospitales  de 
esta  corte  y  la  dotación  de  doncellas,  y  en  ca- 
sos talos  debe  acrecer  y  prácticamente  acrece 
en  favor  de  los  objetos  subsistentes  la  renta 
afecta  A  objetos  caducados;  Y  considerando 
que  en  ningún  caso  fuera  legal  aplicar  al  Es- 
tado bienes  y  valores  que  las  leyes  vigentes 
reservan  para  la  Beneficencia:  Vistos  el  art.  15 
de  la  lev  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de  1849, 
el  46  del  Reg.  de  14  de  Mayo  de  1852,  las  Rea- 
les órdenes  de  2  y  17  de  Juiio  de  1855,  diversos 
pareceres  de  lo.s'  Consejos  Real  y  de  Estado  y 
el  D.  de  S.  A.  de  7  de  Diciembre  liltimo,  S.  M. 
se  ha  dignado  mandar  que  se  signifique  A  ese 
Ministerio  la  procedencia  de  que  expida  las 
órdenes  necesarias  i)ara  llevar  A  debido  cum- 
plimiento los  referidos  acuerdos  de  la  Junta  de 
la  Deuda  pública  de  5  y  12  de  Agosto  de  1870, 
que  fueron  comunicados  por  aquel  Centro  di- 
rectivo A  este  Ministerio  con  fechas  4  y  25  de 
Septiembre  del  propio  año,  entregando  aque- 
llos valores  A  los  patronos  ó  A  quien  legítima- 
mente les  represente. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  13  de  Abril  de 
1871. —Práxedes  Mateo  Sagasta.— Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda.» 

E.  O.  20  Abril  1871. 
Declarando  el  carácter  de  los  bienes  que  constituyen  cier- 
tas fundaciones  pías  de  orir/en  privado,  como  para  re- 
dención de  cautivos  y  dote  de  doncellas,  etc. 

(GoB.)  «Excmo.  Sr. :  He  dado  cuenta  A 
S.  M.  el  Rey  de  la  consulta  elevada  A  este  Mi- 
nisterio por  V.  E.  en  26  de  Septiembre  último 
para  que  se-  decida  el  carácter  y  suerte  que 
deben  tener  los  bienes  que  constituyen  funda- 
ciones de  origen  privado  afectas  A  la  reden- 
ción de  cautivos  y  dote  de  doncellas  que  quie- 
ran entrar  en  religión.  Consultadas  sobre  el 


asunto  las  Secciones  de  Gobernación  y  Fo- 
mento V  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de 
Estado",  eimtieron  con  fecha  de  17  del  último 
Marzo  el  siguiente  parecer: 

«Exemo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  orden 
de  S.  A.  el  Regente  del  Reino  do  14  de  Diciem- 
bre de  1870,  han  examinado  estas  Secciones  la 
adjunta  consulta  que  elevó  al  Ministerio  del 
digno  cargo  de  V.  E.  el  gobernador  de  esta 
provincia  A  fin  de  que  se  declare  si  están  com- 
prendidos entre  los  bienes  de  Beneficencia 
aquellos  cuyos  productos  fueron  destinados  á 
objetos  que' han  desaparecido  ó  caducado. 

Contrayendo  el  gobernador  los  términos  de 
su  consulta,  pregunta  si  deben  considerarse 
bienes  de  Beneficencia  los  destinados  A  la  re- 
dención de  cautivos  en  general,  los  de  funda- 
ciones particulares  cdh  el  propio  destino,  y  los 
de  memorias  y  obras  pías  para  la  dote  de  don- 
cellas que  quisieran  entrar  en  religión. 

Haciéndose  cargo  la  Sección  de  Beneficen- 
cia y  Patronatos  de  ese  Ministerio  de  la  pre- 
gunta que  precede,  cree,  no  sin  fundamento, 
que  la  resolución  debe  ser  afirmativa,  con 
arreglo  A  lo  que  disponen  los  arts.  15  y  16  de 
la  ley  de  20  de  Junio  de  1849,  y  el  46  del  re- 
glamento para  su  ejecución. 

Las  Secciones  tienen  también  igual  creen- 
cia, sin  que  en  su  sentir  haya  necesidad  de 
emplear  prolijas  razones  para  llevar  al  Animo 
de  V.  E.  el  convencimiento  de  que  tal  resolu- 
ción es  la  procedente. 

La  palabra  beneficencia,  derivada  de  be- 
nefacere,  indica  la  institución  de  la  caridad 
en  cuantas  manifestaciones  puede  emplearse 
para  socorrer  á  los  desvalidos,  que  por  cual- 
quier accidente  ó  desgracia  carecen  de  medios 
para  hacerlo  por  si. 

No  es  esta  ocasión  de  examinar  el  origen  de 
los  diversos  establecimientos  de  Beneficencia, 
inspirados  todos  en  la  caridad,  ni  esto  parece 
el  objeto  de  la  consulta:  basta  determinar  que 
la  caridad  fué  el  fundamento  de  la  famosa  Or- 
den de  la  Merced  ¡tara  la  redención  de  cauti- 
vos; que  el  mismo  origen  tuvieron  tantas  otras 
instituciones  particulares  encaminadas  al  mis- 
mo fin,  V  que  el  sentimiento  intimo,  el  deseo 
de  hacei-  un  bien  A  los  que,  queriendo  entrar 
en  religión,  carecían  de  los  medios  necesarios 
para  ello,  fué  asimismo  la  causa  de  tantas  fun- 
daciones particulares  como  se  registran  en 
nuestro  país,  destinadas  A  formar  dotes  para 
entrar  en  religión.  Es,  pues,  indudable,  que 
pertenece  A  la  Beneficencia  cuanto  se  refiere 
á  estos  objetos. 

La  redención  de  cautivos  era  una  obra  de 
caridad  de  alta  importancia  en  los  tiempos  en 
que  hubo  necesidad  de  emplearla;  constituía, 
A  no  dudar,  uno  de  los  mayores  bienes  que  po- 
día hacerse  A  la  humanidad;  pero  no  porque 
afortunadamente  haya  desaparecido  esa  nece- 
sidad; no  porque  la  civilización  y  las  relacio- 
nes internacionales,  producto  de  aquélla,  ha- 
yan hecho  imposible  el  cautiverio,  han  dejado,, 
"de  ser  esencialmente  benéficos  los  bienes  que 
se  aplicaban  entonces  á  redimir  A  los  que  caían 
en  poder  de  los  infieles:  la  naturaleza  de  esos 
bienes  es  la  misma,  por  niAs  que  haya  caduca- 
do el  objeto  A  que  estaban  destinados.  Se  ha- 
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Han,  pues,  com])rendido.s  en  las  prescripcioues 
dQ  la  ley  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de 
1849,  que  en  sus  arts.  1.5  y  16  establece  la  fa- 
cultad resei'vada  al  Gobierno  de  suprimir  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  ó  ag-reg'ar  ó  se- 
grcg'ar  las  rentas  de  aquellos  cuyo  objeto  haya 
caducado  ó  no  pueda  llenarse  cumplidamente 
por  la  disminución  de  sus  rentas;  debiendo  en 
este  caso  observarse  cuanto  prescriben  dichos 
artículos  y  el  34  del  reglamento  de  14  de  Mayo 
de  185-2. 

Cuanto  queda  dicho  respecto  de  los  bienes 
cuyo  destino  era  la  redención  de  cautivos,  es 
ajilicable  ;l  los  de  las  memorias  ó  fundaciones 
para  dotes  de  doncellas  que  contraig'an  matri- 
monio ó  ing'resen  en  religión.  La  obra  es  esen- 
cialmente benéfica,  y  sus  bienes,  como  de  na- 
turaleza de  Beneficencia,  han  de  reg'irse  por 
las  leyes  que  se  arrcg'lan  los  de  su  clase.  Por 
esta  razón,  sin  duda,  se  exceptuaron  de  la  des- 
amortización por  la  ley  de  2  de  Septiembre 
de  1841  y  el  decreto  de  18  de  Octubre  de  1868, 
elevado  á  ley  por  acuerdo  de  las  Cortes  Cous- 
tituyeutes,  declarando  exting-uidos  los  monas- 
terios, conventos  y  demás  establecimientos  re- 
ligiosos que  cita,  ni  ha  variado  la  Índole  ni  la 
naturaleza  de  las  fundaciones,  ni  puede  en  ri- 
g'or  decirse  que  por  virtud  del  mismo  alg'unos 
de  estos  bienes,  los  correspondientes  A  dotes 
para  entrar  en  religión,  deban  recaer  en  el 
Estado,  puesto  que  con  arreg'lo  al  art.  9."  de 
dicho  decreto  ley,  se  declararon  subsistentes 
las  comunidades  relig'iosas  dedicadas  A  la  en- 
señanza y  beneficencia. 

En  resumen,  las  Secciones  entienden: 
1."  Que  son  bienes  de  Beneficencia  los  que 
tenían  por  objeto  la  redención  de  cautivos  eu 
general,  los  de  fundaciones  particulares  con 
igual  destino,  y  los  de  memorias  y  obras  pías 
para  la  dote  de  doncellas  que  quisieran  entrar 
eu  religión,  y  que  por  tanto  les  son  ai)licables 
las  leyes  de  Beneficencia. 

2."  Que  para  que  los  bienes  A  que  se  refie- 
re la  precedente  conclusión  puedan  ser  decla- 
rados de  Beneficencia  pública  é  incorporados 
eu  otro  establecimiento  de  Beneficencia,  es  in- 
dispensable que  se  observen  los  trAmites  pre- 
venidos en  los  arts.  15  y  16  de  la  ley  de  Bene- 
ficencia de  20  de  Junio  de  1849  y  eii  el  34  del 
reglamento  de  14  de  Mayo  de  1852. 

V.  E.  se  servirá  consultarlo  así  con  S.  M.,  ó 
resolverá  lo  que  mejor  estime.» 

Y  habiéndose  digmado  S.  M.  conformarse  con 
el  preinserto  dictamen,  ha  mandado  que  se  co- 
munique A  V.  E.,  y  traslade  al  Ministro  de  Ha- 
cienda, sig'uificAudole  la  procedencia  de  que 
dicte  las  órdenes  necesarias  para  su  cumpli- 
miento en  la  parte  que  le  corresponde. — De 
Real  orden,  etc.— Madrid  20  de  Abril  de  1871. 
Sag-asta. — Sr.  Gobernador  de  esta  provincia.» 
(Gac.  22  Abril  y  C.  L.,  t.  106,  p.  731.) 

O.  de  la  Dirección  de  1871. 
Creando  un  visitador  general  eclesiástico. 

(DiE.  GEN.  DE  Beneficencia,  S.\nidad  y  Es- 
tablecimientos PENALES.)  Extracto.  — ^e¡ 
dice  á  los  directores  de  los  hospitales  de  Jesiis 
Nazareno,  Nuestra  Señora  del  Carmen,  la 
Princesa  y  del  Rey  (en  Toledo),  y  A  la  directo- 


ra del  Colegio  de  Iax  Unión  (en  Aranjuez),  que 
en  uso  de  sus  atribucioTies  ha  acordado  la  crea- 
ción del  carg'o  de  visitador  eclesiástico  de  los 
asilos  de  la  Beneficencia  general,  carg'o  pura- 
mente gratuito  y  honorífico,  cuyas  superiores 
atribuciones  se  desigiiarAu debidamente... (i¿e- 
vista  de  Gob.) 

Circ.  12  Mayo  1871. 
Sobre  renta  de  inscripciones  de  patronatos. 
(DiR.  GEN.  DE  Benei'.)  Exfrcwto.—Se  ad- 
vierte al  administrador  de  patronatos  de  Zara- 
goza, que  al  declarar  comprendidas  en  el  de- 
creto de  9  de  Julio  de  1869  las  inscripciones  in- 
tran.sferibles  de  la  Deuda  pública  de  España  al 
3  por  100  '  sólo  ha  querido  sig'nificar  la  Direc- 
ción que  no  es  pagadera  la  renta  de  dichos  va- 
lores, antes  de  que  se  autorice  el  pago  por  el 
señor  Ministro  de  la  Gobernación,  en  vista  de 
la  carg'a  benéfica  que  pesa  sobre  la  fundación 
respectiva  y  de  las  pruebas  del  cumplimiento 
de  la  misma. 

B.  O.  9  Junio  1871. 
Resolviendo  que  para  que  no  se  reúnan  las  funciones  de 
patronato  y  protector  en  el  gobernador  civil,  nombre 
éste,  d  falta  de  patrono  familiar,  quien  ejerza  este  caí-- 
go,  etc.  2. 

(GoB.)  «He  dado  cuenta  A  S.  M.  el  Rey  de 
la  solicitud  de  doña  María  del  Amparo  Luna, 
de  esta  vecindad,  reclamando  un  doto  del  pa- 
tronato fundado  en  la  misma  por  Ginesa  de  la 
Barrera,  y  del  expediente  en  su  virtud  instruí- 
do;  resultando  <)ue  dicha  solicitud  fué  preseu- 
tada  A  ese  Gobierno  de  provincia,  porque  la 
fundación  respectiva  carece  de  patrono,  y  con- 
siderando que  con  arreglo  á  las  Rs.  <)s.  de  17 
de  Enero  de  1841,  30  de  Marzo  de  1844,  20  de 
Marzo  de  1857  y  10  de  Agosto  de  1860,  confir- 
madas en  esto  por  D.  de  6  de  Diciembre  de 
1868,  al  gobernador  de  la  respectiva  provincia 
toca  reasumir  el  patronazgo  eu  casos  tales; 
pero  por  Rs.  Os.  de  17  de  Marzo  de  1840  y  25 
de  Marzo  de  1846,  y  especialmente  por  ordeu 
de  S.  A.  de  23  de  Marzo  de  1870  ■*,  se  le  encar- 
g-a  que  nombre  quien  lo  ejerza,  para  evitar  que 
se  reúnan  las  funciones  de  patrono  y  protec- 
tor, S.  M.  se  ha  dig'nado  mandar  que  asi  lo 
haga  V.  S.  en  el  presente  caso,  supuesto  inex- 
cusablemente que  la  fundación  sólo  debiera  te- 
ner patrono  familiar,  que  carezca  eu  la  actua- 
lidad de  él  y  que  nadie  alegue  dei'ccho  al  mis- 
mo eu  vista  de  la  convocatoria  que  debe  hacer- 
se al  intento. — De  Real  orden,  etc.  Madrid  9  de 
Junio  de  1871. — Sagasta. — Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de  Sevilla.» 

R.  0. 14  Junio  1871. 

(GoB.)  Extracto. — Se  dijo  al  Ministerio  de 
Hacienda  que  procedía  dictase  las  órdenes  con- 
venientes para  que  no  se  pagasen  los  intereses 
de  los  valores  de  la  Deuda  pública  pertene- 
cientes á  patronatos,  memorias  y  obras  pías, 
antes  de  que  por  los  que  legítimamente  repre- 
senten tales  fundaciones  se  acredite  en  este  Mi- 


1  En  su  lugar  cronológico  queda  inserta  una  circular 
de  15  de  Marzo  de  este  mismo  año,  á  que  se  hace  referencia. 

■^  Boy  es  preciso  estar  á  los  arts.  tí,  regla  a.",  y  30  de 
la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875. 

^  De  estas  disposiciones  no  conocemos  las  de  17  de  Mar- 
zo de  1840  y  23  del  mismo  mes  de  1870;  y  si  son  de  aplica- 
ción  general,  ¿dónde  han  sido  iJublicadas? 
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nisterio  las  carg'as  benéficas  con  que  fueron 
g-ravada.s  y  el  cumpliiniento  de  las  mismas,  mo- 
tivando con  ello  la  consiguiente  aut.orizacióu;y 
para  que  aun  cuando  respecto  de  los  estableci- 
mientos de  ig'ual  origen  destinados  al  remedio 
jjernianente  do  cierta  necesidad  ó  desg'racia, 
como  liüspitales,  hospicios,  casas  de  materni- 
dad, colegios  y  otros  análogos,  se  entienda 
prestada  desde  luego  y  genéricamente  la  indi- 
cada autorización  de  este  Ministerio,  se  cuide 
con  esmero  de  acreditar  antes  del  pago,  ade- 
más de  la  personalidad  del  reclamante,  del  de- 
recho del  establecimiento  y  de  la  existencia  y 
funciones  de  éste,  su  carácter  ó  categ'oría  le- 
gal. (Gac.  18  Junio.) 

E.  o.  20  Junio  1871. 
(GoB.)  Extracto.  —  Se  deja  sin  efecto  un 
acuerdo  de  la  Diputación  provincial  de  Zamo- 
ra, relevando  de  fianza  á  los  secretarios  inter- 
ventores de  los  establecimientos  provinciales 
de  Beneficencia,  que  fué  suspendido  por  el  go- 
bernador como  contrario  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  58  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  20  de  Junio  de  1849;  se  manda  A  dicha 
Diputación  se  ajuste  en  el  que  nuevamente 
adopte  á  lo  prescrito  sobre  la  materia  en  el  re- 
ferido artículo;  y  se  declara  con  vista  de  los  ar- 
tículos 4G,  50,  88  y  81)  de  la  ley  provincial,  «que 
el  gobernador  de  Zamora  debió  limitarse  á  po- 
ner en  conocimiento  del  Ministro  el  acuerdo, 
exponiendo  lo  que  estimara  sobre  el  particu- 
lar; pero  sin  suspender  su  ejecución  por  opo- 
nerse á  ello  el  citado  art.  50». 

R.  O.  20  Junio  1871. 

Declaró  compatibles  los  premios  que  perci- 
bían los  administradores  de  patronatos,  con 
cualqtiier  otro  sueldo,  comisión,  etc. 

(Esta  resolución  no  puede  ser  apliisable  á  los 
administradores  provinciales  de  Beneficencia 
á  que  se  refiere  la  instrucción  de  1875.) 

E.  O.  28  Agosto  1871. 
Declarando  que  la  de  14  de  Junio  se  refiere  exclusivamen- 
te d  las  fundaciones  benéficas  de  origen  particular  *. 

(GoB.)  «Excmo.  Sr.:  Hedadocuenta  á  S.  M. 
el  Rey  de  la  resistencia  que  opone  la  Caja  de 
Depósitos,  fundándose  en  la  R.  O.  de  14  de 
Junio  último,  para  pagar  á  la  Depositarla  ad- 
ministración de  la  Beneficencia  general  los 
intereses  correspondientes  á  inscripciones  in- 
transferibles de  la  Deuda  pviblica  que  aquélla 
g-uarda  en  depósito,  y  que  pertenecen  á  los  hos- 
pitales de  Jesús  Nazareno,  de  Nuestra  Señora 
del  Carmen  y  Nacional,  exitentes  en  esta  corte; 
de  dementes  en  Leganés  y  del  Rey  en  Toledo, 
y  al  Refugio  de  Valencia,  agregado  hoy  al  Cole- 
gio de  huérfanas  de  Aranjuez;  y  considerando 
que  la  Real  orden  citada  se  refiere  exclusiva- 
mente, por  su  letra  como  por  su  espíritu,  h  las 
instituciones  benéficas  de  origen  privado,  ya 
se  reconozcan  bajo  la  denominación  genérica 
de  patronatos,  memorias  y  obras  pias,  ya  por 
estar  destinadas  al  remedio  permanente  de 
cierta  necesidad  ó  desgracia  se  las  llame  hos- 
pitales, hospicios,  casas  de  maternidad,  cole- 
gios, etc.;  considerando  que  los  estableciniieu- 


'     Véase  en  su  luijar  cronológico  la  1!.  O.  de  12  de  Octu- 
bre de  este  mismo  año. 


tos  de  Beneficencia  general,  provincial  y  mu- 
nicipal obedecen  á  otras  prescripciones  y  están 
inspeccionados  y  protegidos  por  otras  autori- 
dades y  con  sujeción  á  otras  reglas; 

S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  se  signi- 
fique á  ese  Ministerio  la  conveniencia  de  que 
expida  las  órdenes  oportunas  cometidas  á  las 
Direcciones  correspondientes,  declarando  que 
la  citada  R.  O.  de  14  de  Junio  último  se  re- 
fiere exclusivamente  á  las  fundaciones  bené- 
ficas de  origen  particular.»  (R.  O.  28  de  Agos- 
to de  1871. -Gac.  1."  Septiembre  y  C.  L.,  t.  Í07, 
página  445.) 

Ciro.  21  Septiembre  1871. 
Se  resolvió  una  consulta  sobre  premios  de 
investigación  de  bienes  de  patronatos;   pero 
hoy  debe  estarse  á  lo  estalílecido  en  el  tit.  IV, 
cap.  IV  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875. 

K.  o.  23  Septiembre  1871. 
Sobre  admisión  de  dementes  en  los  Jiospit xles  provincia^ 
les:  Se  deja  sin  efecto  un  acuerdo  de  la  Diputación  pro- 
vincial de  Madrid,    . 

(GoB.)  «Remitido  á  informe  del  Consejo  de 
Estado  el  expediento  sobre  suspensión  de  tiu 
acuerdo  tomado  por  la  Diputación  provincial 
acerca  de  que  no  sean  admitidos  más  demen- 
tes en  la  sala  de  observación  del  hospital  ge- 
neral, aquel  alto  Cuerpo  en  pleno  ha  emitido 
el  sig'uiente  dictamen : 

«Excmo.  Sr.:  Para  dar  cum]ilimiento  á  la 
R.  O.  de  28  de  .Junio  liltimo,  recibida  el  1.°  del 
actual,  ha  examinado  el  Consejo  el  adjunto 
expediente  instruido  con  motivo  del  acuerdo 
en  que  la  Diputación  de  esta  provincia  dis- 
puso que  no  se  admitieran  dementes  en  la 
Sala  de  observación  del  hospital  general.  Dio 
motivo  A  esta  medida  una  orden  del  goberna- 
dor de  31  de  Marzo  último  para  que  se  reci- 
biera en  el  establecimiento  al  demente  Sauda- 
lio  Gutiérrez,  el  cual  resolvió  la  Diputacióa 
provincial  en  25  de  Abril  anterior  que  no  podía 
continuar  en  el  establecimiento,  según  el  ar- 
ticulo 2."  de  la  ley  de  Beneficencia,  sino  que 
debiera  ingresar  en  los  asilos  de  enajenados, 
poniéndose  al  efecto  á  disposición  de  la  Direc- 
ción general  del  ramo. 

Tal  resolución  se  hizo  extensiva  á  todos  los 
demás  dementes,  y  aun  á  los  que  satisfacen 
las  estancias  de  su  propio  peculio. 

El  gobernador  suspendió  el  acuerdo  en  7  de 
Mayo  por  considerarlo  contrario  á  las  prác- 
ticas establecidas  y  á  las  prescripciones  de  la 
ley;  y  al  participarlo  á  V.  E.  en  14  del  propio 
mes,  manifestó  que  tendría  razón  el  acuerdo 
provincial  si  la  sala  del  hospital  general,  esta- 
blecida desde  muy  antiguo,  y  que  sirve  de 
asilo  transitorio  para  observar  á  los  atacados 
repentinamente  de  enajenación  mental,  se 
convirtiera  en  manicomio  y  asilo  perpetuo; 
pero  que  su  único  objeto  es  que  la  autoridad 
g-nbernativa,  encargada  de  velar  por  la  seg'u- 
ridad  de  sus  administrados,  tenga  un  departa- 
mento á  donde  condiicir  á  los  que  en  un  acceso 
de  demencia  pudieran  poner  en  peligro,  no 
sólo  su  vida  propia,  sino  la  de  los  demás.  Aña- 
dió que  si  el  sostenimiento  de  la  sala  perjudi- 
cara á  los  intereses  de  la  provincia,  sería 
innegable  el  derecho  de  la  Diputación  para  su- 


BENEFICENCIA.  (1871.) 


43 


priinirln.  con  todas  las  demás  que  creyese  opor- 
tuno, desapareciendo  entonces  el  titulado  hos- 
pital general  provincial;  pero  que  mientras 
subsista  no  lia_f  razón  ni  ley  alguna  que  auto- 
rice la  supresión  intentada ,  mucho  menos 
cuando  no  es  gravosa  la  existencia  de  esta 
sala,  porque  se  reintegran  los  gastos  que  oca- 
siona según  la  práctica  establecida. 

La  Diputación  provincial  expuso  ¡I  su  vez 
que  la  ley  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de 
1840  declaró  en  su  art.  3."  que  son  estableci- 
mientos provinciales  por  su  naturaleza  las  ca- 
sas de  maternidad  y  de  expósitosy  lasde  huér- 
fanos y  desanipnrados;  que  el  reg'lamento  para 
su  ejecución  de.  14  de  Mayo  de  1852,  al  hacer 
la  clasificación  de  los  establecimientos  públi- 
cos de  Beneficencia  en  generales  y  provincia- 
les, declaró  pertenecer  á  los  primeros,  como 
destinados  á  satisfacer  necesidades  permanen- 
tes, los  de  locos,  sordomudos,  ciegos,  etc.,  y  á 
los  últimos,  que  tienen  por  objeto  el  alivio  de 
la  humanidad  doliente  en  enfermedades  co- 
munes, los  hosintales  de  enfermos,  las  casas 
de  misericordia,  etc.;  de  lo  cual  deducía  que 
la  Beneficencia  provincial  estaba  exenta  de 
recoger  los  dementes  que  la  legislación  coloca 
bajo  la  protección  inmediata  del  Estado;  y 
concluyó  pidiendo  que  se  tuvieran  en  cuenta 
estas  observaciones  para  resolver  acerca  de  la 
suspensión  decretada. 

Conocidos  los  antecedentes,  no  puede  menos 
el  Consejo  de  manifestar  á  V.  E.  cjiíe  cuando 
le  fué  remitido  el  expediente  habia  pasado  ya 
el  plazo  en  que,  según  el  art.  53  de  la  le3'  pro- 
vincial, debe  resolverse  acerca  de  los  acuerdos 
suspendidos  ó  apelados,  y  que  en  virtud  de  lo 
que  al  final  del  párr.  1."  del  citado  articulo  se 
prescribe,  el  acuerdo  orig'en  de  esta  consulta 
se  entiende  aprobado  y  es  ejecutivo  de  derecho. 

No  obstante,  este  Cuerpo  emitirá  su  parecer 
sobre  el  fondo  del  asunto,  porque  la  ejecución 
de  los  acuerdos  de  la  Diputación  provincial 
en  lo  que  ya  tienen  carácter  de  definitivos  no 
se  opone  á  que  para  en  adelante  se  dejen  sin 
efecto  si  por  acaso  son  ilegales.  Es  exacto 
cuanto  la  Diputación  provincial  manifiesta 
respecto  de  la  clasificación  y  destino  de  los  es- 
tablecimientos del  ramo:  mas  aunque  el  Cuer- 
po provincial  ha  tenido  presente  el  art.  2."  del 
Regí,  de  14  de  Mayo  de  1852,  ha  prescindido 
del  art.  92  y  del  objeto  con  que  fué  dictado. 

Al  mandar  en  el  art.  6."  que  las  Juntas  pro- 
vinciales propusieran  al  Gobierno,  en  los  pun- 
tos eon\'enientes  y  en  el  número  necesario, 
los  establecimientos  que  se  hallasen  á  su  car- 
g'o,  añadió  que  se  procurase  que  hubiera  en 
cada  provincia  un  hospital  de  enfermos  que  se 
denominara  de  distrito.  Estos  establecimien- 
tos tienen,  según  el  citado  art.  ÍI2,  diversos 
objetos,  y  entre  otros  el  de  cuidar  de  los  locos, 
sordomudos,  ciegos,  decrépitos  é  impedidos 
hasta  su  entrega  en  los  establecimientos  de  la 
capital  ó  en  el  general  á  que  corresponda, 
salvas  las  indemnizaciones  oportunas.  En  el 
hospital  general,  cjue  asi  se  denomina  el  pro- 
vincial de  C|ue  se  trata,  ha  habido  desde  muy 
antiguo  una  sala  de  observación  destinada  ex- 
clusivamente al  cuidado  de  Ios-locos  ó  ataca- 
dos reijentinamente  de  enajenación  mental,  á 


fin  de  prevenir  las  de.sgTacias  que  pudieran 
ocasionarse  á  si  propios  ó  á  los  demás.  Bajo 
este  supuesto,  el  departamento  ó  sala  de  de- 
mentes tiene  el  mismo  carácter  que  la  destina- 
da en  los  hospitales  de  distrito  á  cuidar  de  los 
locos,  sordomudos  y  demás  que  debe  admitir 
hasta  su  entreg-a  en  los  establecimientos  á  que 
correspondan.  Es  claro,  pues,  que  no  está  des- 
tinada á  satisfacer  una  necesidad  permanente, 
sino  transitoria,  y  cuyos  gastos  no  pesan  por 
punto  general  sobre  el  establecimiento  que 
presta  el  servicio,  puesto  que  reciben  indem- 
nización. 

Si,  como  se  ve,  no  es  gravosa  estaoblig'acióu 
á  la  pro\incia,  y  con  ella  se  evitan  indudable- 
mente las  desgracias  que  podría  ocasionar  uu 
loco  entregado  á  si  mismo,  deber  es  de  la  Ad- 
ministración procurar  á  la  autoridad  encarga- 
da de  velar  por  el  bienestar  de  sus  adminis- 
trados los  medios  necesarios  para  que  este  ser- 
vicio se  lleno  cumplidamente. 

Tal  ha  sido  la  i)ráctica  constantemente  ob- 
servada en  el  hospital  general,  y  tales  las 
prescripciones  legales  con  las  cuales  guarda 
aquélla  perfecta  armonía. 

La  Diputación  no  ha  tenido  presente  lo  que 
se  acaba  de  exponer;  y  aunque  .su  acuerdo  res- 
pecto de  Saudalio  Gutiérrez  y  de  los  demás  de- 
mentes que  desde  el  25  de  Abril  se  hayan  pre- 
sentado en  el  establecimiento  es  ejecutivo  y 
debe  respetarse,  el  Gobierno,  en  virtud  de  la 
facultad  que  le  concede  el  art.  88  de  la  ley  or- 
gánica provincial,  puede  inq)edir  para  lo  suce- 
sivo la  infracción  de  que  queda  hecho  mérito, 
haciendo  que  se  respete  la  práctica  de  antiguo 
establecida,  á  lo  menos  mientras  que  adopte 
las  medidas  convenientes  para  que  se  prepare 
en  otro  lugar  sitio  á  propósito  para  recoger  in- 
terinamente á  los  que  padezcan  enajenación 
mental. 

En  resumen,  el  Consejo  opina: 

I.''  Que  el  acuerdo  tomado  por  la  Diputa- 
ción provincial  respecto  de  Sandalio  Gutiérrez 
y  de  los  demás  dementes  que  se  presentaron 
en  el  hospital  debe  cumplirse  hasta  que  el  Go- 
bierno adopte  otra  resolución. 

2."  Que  el  mismo  acuerdo  quebranta  dispo- 
siciones terminantes  del  Reg.  de  14  de  Mayo 
de  1852,  é  interrumpe  una  práctica  antig'ua  y 
constante,  y  puede  el  Gobierno  dejarlo  sin  efec- 
to para  lo  sucesivo  mientras  no  disponga  de 
local  á  propósito  para  colocar  interinamente  á 
los  dementes,  en  virtud  de  la  inspección  que  le 
concede  el  art.  88  de  la  ley  de  20  de  Agosto  de 
1870;  encargando  á  laPlputación  que  no  pon- 
ga ol)Stáculo  á  que  se  ejecute  un  servicio  que, 
sin  gravar  sus  fondos,  es  de  sumo  interés  para 
la  humanidad  doliente  y  aun  para  la  seguri- 
dad de  las  personas.» — Y  conforme  S.  M.  el 
Rey  con  el  preinserto  dictamen,  se  lia  servido 
resolver  como  en  el  mismo  se  propone. — Do 
Real  orden,  etc.  Madrid  23  de  Septiembre  de 
1871. — Rui/.  Zorrilla. — Sr.  Gobernador  de  esta 
provincia.»  (Gac.  'JO  Septiembre.) 

K.  O.  12  Octubre  1871. 
Declarando  que  no  es  aplicable  d  las  futidaciunes  de  Be* 

neltcencia  particular  la  li.  O.  de  28  de  Agosto  último, 

(Goii.)  «Excmo  Sr.:  He  dado  cuenta  ¡I  S.  M. 
el  Rev  de  la  consulta  elevada  á  este  Ministerio 
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por  el  adiiiiiiistrador  de  patronatos  de  Toledo 
pretendiendo  á  favor  de  los  deniíis  de  su  clase, 
y  por  las  fundaciones  benéficas  particulares 
confiadas  á  su  administración,  igual  declara- 
ción á  la  que  jior  R.  O.  de  28  de  Agosto  último 
se  hizo  k  favor  de  la  Beneficencia  púljlica,  ge- 
neral, provincial  óniunicipal,  y  la  misma  exen- 
ción que  por  R.  O.  de  25  de  Mayo  de  1859  se 
otorgó  á  los  Ayuntamientos,  Corporaciouos  de 
Beneficencia  y  deniíis  que  dependan  inmedia- 
tamente del  Gobierno 

. .  .S.  M.  se  ha  dignado  declarar  que  en  ningxiu 
caso  ser;'i  aplicable  á  las  fundaciones  de  Bene- 
ficencia particular  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  úl- 
timo, y  mandar  que  se  signifique  á  ese  Minis- 
terio la  conveniencia  de  que  expida  las  opor- 
tunas órdenes  para  que  los  administradores 
provinciales  de  patronatos,  por  las  fundacio- 
nes deBeueficencia  particular  que  administren 
sean  comprendidos  en  la  exención  de  la  Real 
orden  de  25  de  Mayo  de  1859. — De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  Í2  de  Octubre  de  1871.— 
Francisco  de  P.  Candau. — Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda.» (Gac.  IS  Octubre  y  C.  L.,  t.  101 ,  pá- 
gina isa.) 

E_.  O.  13  Octubre  1871. 
J)iS2)0ni€nfÍQ  qut  la  conducción  de  los  militares  dementes 
desde  los  hospitales  á  los  manicomioSf  se  verifique  con- 
forme ú  lo  dispuesto  en  la  E.  O.  de  20  de  Febrero  de  lS5í. 

(Guerra.)  «El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
dice  hoy  al  director  general  de  la  Guardia  ci- 
vil lo  siguiente: 

«He  dado  cuenta  al  Rey  (Q.  D.  G.)  de  la  con- 
sulta dirigida  por  V.  E.  á  este  Ministerio  en  26 
de  Agosto  últuno,  con  motivo  de  haber  orde- 
nado al  capitán  general  de  las  Provincias  Vas- 
congadas y  Navarra,  que  por  las  parejas  de  la 
g'uardia  civil  fuese  conducido  desde  el  hospi- 
tal militar  de  Pamplona  al  manicomio  de  San 
Baudilio  de  Llnbregat,  el  carabinero  Melchor 
Soto,  que  se  hallaba  en  completo  estado  de 
demencia...  teniendo  presente  lo  mandado  en 
la  vigente  R.  O.  de  26  de  Febrero  de  1851,  so- 
bre el  modo  y  forma  que  debe  observarse  para 
la  asistencia  y  admisión  en  los  establecimien- 
tos de  reclusión  de  los  militares  acometidos  y 
declarados  incurables  de  enajenación  mental: 
S.  M.  ha  tenido  por  conveniente  disponer,  que 
cuando  en  lo  sucesivo  ocurran  casos  como  el 
que  ha  motivado  la  citada  consulta,  se  proce- 
da con  sujeción  á  la  regla  9."  de  la  menciona- 
da Real  orden,  que  determina  sean  conducidos 
los  dementes  por  personas  que  al  efecto  comi- 
sione la  autoridad  militar  local  del_ punto  de 
salida,  A  quienes  les  será  facilitada  expresa 
orden  de  auxilio  para  q"ue  la  guardia  civil  se 
lo  preste  siempre  que  lo  considere  necesario.» 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  13  de  Octubre 
de  1871.-ElSubsecretario,  Victoriano  de  Ame- 
ller.»  (C.  L.,  t.  101,  p.  188.) 

H.  O.  17  Octubre  1871. 
Declarando  que  asegurado  el  cumplimiento  de  las  cargas 
piadosas,  no  puede  suspenderse  el  abono  de  intereses  á 
los  3)atronos,  procediendo  la  división  del  capital  entre 
los  declarados  dueños  y  la  carga  de  la  fundación, 

(GoB.)  «Excmo.  Sr.:  Visto  el  expediente 
instruido  en  la  Administración  de  Patronatos 
de  Jaén,  sobre  suspensión  del  abono  de  inte- 
reses de  una  inscripción  perteneciente  al  pa- 


tronato fundado  en  Torre  Don  Jimeno  por  don 
Andrés  Rodríguez  Rivero,  hasta  que  se  rin- 
dieran cuentas  por  el  administrador  de  dicho 
patronato:  considerando  que  una  vez  declara- 
da la  desvinculación  y  adjudicadas  las  fincas, 
es  claro  que  los  agraciados  con  ellas  son  le- 
gítimos poseedores,  y  por  la  misma  razón  han 
de  serlo  también  de  los  créditos  contra  el  Es- 
tado, cuyos  réditos  están  pendientes  de  pago: 
considerando  igualmente  que  la  suspensióu 
de  este  pago  estaba  aconsejada  por  la  pruden- 
cia hasta  que  se  aclarara  el  estado  del  a.suu- 
to,  pero  que  una  vez  aclarado  no  tiene  ya  ra- 
zón que  la  justifique,  como  no  sea  la  de  que 
los  declarados  dueños  de  las  fincas  no  pueden 
posesionarse  de  ellas,  sin  asegurar  previa- 
mente el  cumplimiento  de  sus  carg'as  piadosas 
y  civiles,  y  este  requisito  se  ha  cubierto  por 
los  interesados,  comprometiéndose  ante  la  Di- 
rección de  Beneficencia  á  asegurar  la  renta  y 
cumplimiento  de  dichas  cargas:  considerando 
que  en  el  expediente  aparecen  practicadas  dos 
liquidaciones  de  cargas,  una  por  la  Delega- 
ción para  el  arreglo  de  capellanías  de  la  dió- 
cesis y  otra  por  el  Juzgado  desviuculador,  y 
que  los  interesados  han  aceptado  la  más  alta 
de  dichas  liquidaciones,  ó  sea  la  que  arroja 
mayor  capital,  y,  por  consiguiente,  mayor 
renta  para  cubrir  las  cargas:  considerando 
que  los  patronos  han  manifestado  su  confor- 
midad en  acta  notarial  que  se  ha  traído  al  ex- 
pediente: considerando,  por  último,  que  es- 
tando asegnirados  los  intereses  del  patronato 
no  hay  razón  para  perjudicar  con  la  suspen- 
sión á  los  que  están  declarados  por  sentencia 
dueños  de  los  bienes:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.) 
se  ha  dig-nado  resolver  que  por  conducto  de 
V.  E.  se  diga  á  la  Dirección  general  de  la  Deu- 
da pública,  que  del  crédito  que  á  su  favor  tie- 
nen los  declarados  dueños  de  los  bienes  que 
compusieron  la  dotación  del  patronato  funda- 
do en  Torre  Don  Jimeno,  provincia  de  Jaén, 
bajo  la  advocación  de  Sau  Antonio,  por  don 
Andrés  Rodríguez  Rivero,  segregue^a  canti- 
dad de  29.666  rs.  y  66  cents.,  ó  sean  7.416'66 
y  V,  ptas.,  formando  con  esta  suma  una  ins- 
cripción intransferible  á  favor  de  dicha  fun- 
dación, que  retendrá  hasta  nuevo  aviso  á  dis- 
posición de  la  Dirección  general  de  Beneficen- 
cia, y  que  el  resto  del  crédito  puede  entregarlo 
á  los  que  en  virtud  de  la  sentencia  desvincu- 
ladora  acrediten  tener  derecho  á  él.  De  Real 
orden,  etc.— Madrid  17  de  Octubre  de  1871.— 
Candau. — Sr.  Ministro  de  Hacienda.» 

B.  O.  20  Enero  1872. 
Dejando  sin  efecto  un  acuerdo  de  la  Diputación  provin- 
cial de  las  Baleares  por  el  que  suprimió  del  presupues- 
to la  partida  destinada  á  cubrir  los  gastos  de  trasla- 
ción de  dementes  g  las  estancias  de  éstos  en  el  manico- 
mio de  San  Baudilio  de  Llobregat. 

(GoB.)  Extracto. — La  Diputación  provin- 
cial de  las  Baleares,  fundada  en  la  clasifica- 
ción de  establecimientos  generales,  provincia- 
les y  municipales  de  Beneficencia,  que  se  con- 
signa en  la  ley  de  20  de  Junio  de  1849  y  en  el 
Reg.  de  14  de  Mayo  de  1852,  consideró  que  no 
debían  incluirse  en  el  presupuesto  de  la  pro- 
vincia las  cantidades  que  durante  los  ejerci- 
cios de  años  anteriores  figuraban  en  él  para 
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cubrir  lo.s  gastos  de  traslación  de  dementes 
del  hospital  de  Pahna  al  manicomio  de  Sau 
Baudilio  de  Llobregat,  y  satisfacer  las  estan- 
cias que  allí  devengaban,  porque  semejantes 
oblig'aeioues  eran  de  carg'o  del  Estado,  cuya 
resolución  fué  comunicada  al  gobernador  para 
que  esta  autoridad  la  transmitiese,  como  lo 
liizo,  al  Ministro  de  la  Gobernación,  con  el  fin 
de  que  la  Dirección  general  de  Beneficencia 
se  hiciese  carg-o  de  los  57  dementes  de  aque- 
llas islas,  asilados  en  el  referido  manicomio. 
Remitido  el  expediente  A  informe  de  la  Sec- 
ción correspondiente  del  Consejo  de  Estado 
para  su  acertada  resolución,  fué  de  parecer 
que  el  acuerdo  de  la  Diputación,  aunque  g'uar- 
da  conformidad  con  las  disposiciones  que  in- 
voca, se  halla  en  abierta  pug'na  con  las  demás 
que  constituyen  la  base  de  la  ley  de  18-19  y  del 
reglamento  dictado  para  su  ejecución,  y  aun 
con  los  precepto.s  del  derecho  conu'in,  porque 
ni  en  la  situación  actual  puede  el  Estado  ad- 
mitir las  obligaciones,  bien  onerosas  por  cier- 
to, que  se  pretende  transmitirle,  ni  el  manico- 
mio de  San  Baudilio  de  Llobregat,  que  no  es 
de  los  públicos  y  generales  A  que  aludo  la  ley, 
dejará  sin  su  consentimiento  de  reconocer  á, 
la  Diputación  de  las  Baleares  por  obligada  al 
pago  de  las  estancias  do  los  dementes  de  estas 
islas  que  allí  existen  asilados;  opinando,  en  re- 
sumen, que  se  deje  sin  efecto  el  acuerdo  de  di- 
cha Corporación  y  se  le  devuelva  el  expedien- 
te por  conducto  del  gobernador  para  que  de- 
cida de  nuevo  en  el  asunto  lo  que  correspon- 
da con  arreglo  ;'i  derecho.»  Y  asi  se  resuelve. 
(R.  O.  20  Enero  1872.) 

E.  D.  22  Enero  1872. 

(GoB.)  Extracto. — Definió  este  decreto  la 
Beneficencia  particular  como  se  define  des- 
pués en  el  R.  D.  de  27  de  Abril  de  1875,  y  en 
el  art.  2."  de  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  1885; 
determinó  sus  instituciones,  deslindó  el  pro 
tectorado  que  corresponde  al  Gobierno  supre- 
mo del  patronazgo,  y  dio  reg'las  para  el  ejer- 
cicio del  uno  y  del  otro;  determinó  las  facul- 
tades del  Ministro  de  la  Gobernación,  de  la 
Dirección  general  del  ramo  y  de  los  goberna- 
dores de  provincia  en  los  asuntos  benéficos; 
suprimió  los  administradores  de  patronatos,  y 
creó  el  cargo  de  inspectores  provinciales. 

Todas  las  disposiciones  de  este  decreto  han 
sido  refundidas  y  algunas  modificadas  en  el  de 
27  de  Abril  de  1875. 

o.  7  Febrero  1872. 

Sobre  prórroga  dp.  los  arrendamientos  de  /incas  rústicas 

y  urbanas  propias  de  patronatos. 

(DiR.  GEN.  DK  BeNEF.,  S.\NIDAD  Y  E.STABLE- 

CiMiBNTOS  PENALB.s.)  «En  vista  do  lo  mani- 
festado por  el  inspector  de  patronatos  de  esta 
provincia  en  su  comunicación  fecha  4  del  pró- 
ximo pasado  Enero,  esta  Dirección  general  ha 
resuelto  prevenirle  que  siempre  que  la  conve- 
niencia ó  necesidad  aconsejen  prorrogar  los 
arreudamieutos  de  las  fincas  rústicas  y  urba- 
nas, propias  de  patronatos  que  administre, 
debe  en  primer  lugar  tomar  parecer  de  esta 
Dirección  general;  y  si  por  la  premura  del 
tiempo  no  pudiera  hacerse  otra  consulta,  dar 


por  lo  menos  cueuta  en  tiempo  oportuno  de 
las  disposiciones  que  tomare. 

Que  respecto  á  las  prórrogas  de  los  arrenda- 
mientos por  un  año  de  los  bienes  pertenecieu- 
tes  k  los  patronatos  de  D.  Antonio  Varaona  y 
de  Alarcón,  en  Veloz  Málaga,  y  de  D.  Alonso 
BazAn,  en  Marbella,  remita  copia  de  los  con- 
tratos celebrados  con  los  colonos.  Lo  que  digo 
A^V.  S.,  etc.— Madrid  7  de  Febrero  de  1872.— 
El  Director  g-eneral,  .loaquin  Bañón. — Sr.  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Málaga.» 

Ciro.  1.»  Marzo  1872. 

Dictó  la  Dirección  reglas  para  armonizar 
la  contabilidad  de  la  Beneficencia  particular, 
presupuestos  y  cuentas  de  los  representantes 
legitimos  de  las  fundaciones,  sobre  lo  que  hay 
que  estar  á  lo  establecido  en  los  arts.  :i6  A  118 
de  la  Real  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875, 
que  se  inserta  Integ'ra  en  su  lug'ar. 

O.  14  Marzo  1872. 
Encargando  al  gobernador  de  Córdoba  que  sostenga,  sus 
atribuciones  hasta  entablar,  si  necesario  fuese,  la  opor- 
tuna competencia  en  el  caso  d  que  se  re/tere  sobre  rendi- 
ción de  cuentas  de  los  bienes  de  un  patronato  en  litigio. 
Los  jueces  tío  pueden  intervenir  en  la  administración 
económica  y  gubernativa  de  los  patronatos. 

(DiR.  GEN.  DB  BbNEF.  Y  SANIDAD.)      ExfmC- 

to. — D.  Melchor  Morales  Osuma,  que  por  nom- 
bramiento judicial  venia  administrando  hacia 
varios  años  un  patronato  familiar,  fundado  en 
Montoro  por  D.  Bartolomé  Beultez,  fué  reque- 
rido por  el  administrador  provincial  para  que 
rindiese  cuentas  de  su  gestión  y  entregase  las 
fincas  A  dicho  administrador,  en  el  supuesto  da 
corresponder  A  éste  la  administración  de  las 
mismas.  D.  Melchor  contestó  que  no  recono- 
cía autoridad  en  la  Administración  de  Patro- 
natos para  pedirle  la  rendición  de  cuentas  que 
sólo  el  juez,  á  quien  debia  su  nombramiento, 
podia  exigirle.  En  vista  de  esto  el  administra- 
dor provincial  recurrió  al  g'obernador  pidien- 
do autorizase  una  comisión  de  apremio  contra 
Morales;  pero  expedida  que  fué,  el  juez  muni- 
cipal se  negó  á  darla  cumplimiento  en  virtud 
de  comunicación  del  juez  de  primera  instan- 
cia, en  que  asi  se  le  procejituaba  por  halier  in- 
terpuesto el  interesado  recurso  de  queja  ante 
la  Audiencia  del  territorio  por  extralimitacióii 
de  atribuciones  del  gobernador. 

La  Dirección  general,  después  de  hacer  no- 
tar que  se  echa  de  menos  en  el  expediente  la 
comunicación  del  juez  do  in-imera  instancia,  y 
que,  por  consiguiente,  se  ignoran  las  razones 
en  que  se  funda,  y  que  tampoco  aparece  eu  él 
cuál  sea  la  naturaleza  del  pleito  existente  en- 
tre la  curia  eclesiástica  y  los  herederos  del 
fundador  en  cuya  virtud  se  nombró  adminis- 
trador A  Morales,  ni  en  qué  concepto  desem- 
peña éste  el  cargo,  fué  de  opinión  que  estaba 
sujeto  como  los  de  todas  las  fundaciones  A  pre- 
sentar sus  cuentas  al  administrador  provin- 
cial de  patronatos;  que  hasta  que  recayese  eje- 
cutoria no  podia  el  Juzgado  mezclarse  en  la 
parte  administrativa,  económica  y  g'ubernati- 
va  de  las  fundaciones,  sujetas  siempre  á  sus 
patronos  respectivos,  y  en  su  caso  al  protecto- 
rado del  Gobierno,  y  qne  el  g'obernador  debió, 
al  ser  requerido  por  el  juez  de  primera  instan- 
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cia,  defendei-  sus  atribuciones,  y  eu  último  ex- 
tremo provocar  la  competencia. 

(Citanse  á  continuación  varias  disposiciones 
y  resoluciones  del  Consejo  de  Estado ,  que 
apovan  esta  doctrina;  entre  las  primeras,  las 
Rs.'Ords.  de  25  de  Marzo  de  1846,  2  de  Julio 
de  18;?5,  18  de  Septiembre  de  1850  y  5  de  Julio 
de  1S61,  y  entre  las  resoluciones  á  consulta  del 
C.  de  E.  las  siguientes:  tnia  de  26  de  Marzo 
de  1847,  que  fundándose  en  la  R.  O.  de  2  de 
Julio  de  1835  y  en  la  ley  de  19  de  Agosto  de 
1841,  estableció  en  sus  considerandos  que  la 
declaración  judicial  obtenida  por  los  parientes 
del  fundador  no  dispensaba  al  administrador 
del  patronato  de  la  obligación  de  dar  cuentas, 
las  cuales  sólo  al  jefe  de  la  provincia  tocaba 
exig'ir,  segiiu  la  terminante  disposición  de 
aquella  R.  O.,  procurando  dejar  cumplidas  las 
atenciones  de  la  Administración  del  patronato 
hasta  la  época  en  que  de  derecho  deba  comen- 
zar A  tener  efecto  la  declaración:  otra,  de  16 
de  Abril  de  1847,  q\ie  establece  cjue  el  conoci- 
miento de  lo  contencioso  atribuido  á  los  Tri- 
bunales por  la  R.  O.  de  2  de  Julio  de  18.35,  se 
contrae  A  la  facultad  de  declarar  el  derecho  A 
los  patronatos  en  posesión  y  en  propiedad, 
que  el  protectorado  debe  respetarla,  y  que 
éste  puede  adoptar  la  medida  de  suspender  al 
administrador  judicial  que  no  dé  cuentas  ó  se- 
guridad suficiente,  y  otras  de  14  de  Julio  del 
mismo  año,  de  11  de  Junio  de  1851  y  4  de  Mar- 
zo de  1857.)  y  concluye: 

«Con  tan  poderosas  razones,  ha  podido  V.  S. 
sostener  con  energía  sus  atribuciones  sin  so- 
meterse á  la  suspensión  decretada  por  el  Juz- 
g-ado,  ni  menos  arredrarse  por  la  amenaza  de 
queja  á  la  Audiencia  por  invasiones  que  no  ha 
cometido,  sin  cjue  por  este  Centro  pueda  pre- 
cisarse la  regla  de  conducta  que  há  debido  se- 
g'uir,  porqiie  como  se  ha  indicado  al  ]irincipio, 
no  trae  el  expediente  todos  los  datos  que  para 
ello  fueran  de  desear.  Por  tanto,  esta  Direc- 
ción ha  acordado  remitir  á  V.  S.  el  menciona- 
do expediente,  manifestándole  que  teniendo 
presentes  las  doctrinas  que  quedan  emitidas, 
y  las  disposiciones  legales  y  superiores  reso- 
luciones citadas,  y  aplicándolas  al  caso  con- 
creto en  qiie  se  encuentre,  con  los  demás  que 
le  sugiera  su  ilustración,  sostenga  sus  atribu- 
ciones hasta  entablar,  si  necesario  fuese,  la 
oportuna  competencia. — De  esta  resolución  se 
servirá  V.  S.  dar  conocimiento  al  administra- 
dor de  patronatos  de  esa  i)rovincia  á  los  efec- 
tos oportunos. — Dios,  etc.  Madrid  14  de  Marzo 
de  1872. — El  Director  general  interino,  M.  Z. 
Cazurro. — Sr.  Gobernador  civil  de  la  provin- 
cia de  Córdoba.» 

E.  O.  27  Marzo  1872. 
Sobre  recurso  de  nulidad  contra  una  sentencia  perjudi- 
cial acierta  fundación  benéfica,  y  sobre  suspensión  y 
destitución  de  Ioíí  patronos. 

(GoB.)  Extracto.— hos  patronos  de  la  fun- 
dación ordenada  por  D.  Lorenzo  Armengual 
de  la  Mota,  á  favor  de  los  pobres,  «en  quienes 
veía  á  Dios  sin  atender  á  la  carne  ni  á  la  san- 
gre», se  negaron  con  fútiles  pretextos  y  falsos 
motivos  á  rendir  cuentas,  y  consintieron,  sin 
impugnarla,  una  sentencia  de  uno  de  los  jue- 
ces de  Málaga  declarando  el  instituto  someti- 


do á  las  leyes  desvinculadoras  y  adjudicando 
los  bienes  á  los  parientes.  Noticioso  S.  M.  de 
lo  ocurrido,  resuelve  lo  siguiente: 

«1.°  Que  en  uso  de  las  facultades  que  com- 
peten-al  supremo  protectorado  por  diferentes 
disposiciones  recapituladas  iiltiraamente  en 
el  R.  D.  org.  de  22  de  Enero  iiltimo  ',  se  sus- 
pendan desde  luego  de  sus  cargos  á  los  ]jatro- 
uos  del  de  Armengual  de  la  Mota,  mandándo- 
se que  V.  S.  forme  inmediatamente  el  oportuno 
expediente  para  que  con  audiencia  de  los 
mencionados  patronos  y  consulta  del  C.  de  E., 
se  proceda  á  su  definitiva  destitución. 

2."  Que  en  su  consecuencia,  se  encargue 
de  este  patronato  el  administrador  provincial, 
obligando  á  los  patronos  suspensos  por  cuan- 
tos medios  coercitivos  están  en  las  atribucio- 
nes de  V.  S.  y  que  implorará  al  efecto,  á  que 
le  entreguen  cuantos  bienes,  títulos  y  docu- 
mentos conserven  en  su  poder,  á  pesar  de  la 
indicada  sentencia  desvinculadora,  y  á  que  le 
rindan  cuentas  del  tiempo  que  no  lo  hubieren 
verificado,  con  satisfacción  de  los  derechos 
que  correspondan,  procurando  dicho  adminis- 
trador evitar  por  los  medios  legales  el  extra- 
vio de  cuantos  bienes,  efectos  de  cualquiera 
clase  y  derechos  pertenezcan  á  esta  fundación. 

3.°  Que  el  mismo  administrador  intente  in- 
mediatamente el  recurso  de  nulidad  contra  la 
sentencia  desvinculadora,  valiéndose  para  ello 
de  los  abog-ados  de  Beneficencia  '•=. 

Y  4.°  Que  al  comunicar  á  V.  S.  esta  Real 
resolución  para  su  cumplimiento,  y  para  que 
la  haga  conocer  del  administrador,  para  que 
también  la  cumpla  en  la  parte  que  le  toca,  se 
le  remita  y  devuelva  este  expediente,  á  fin  de 
que  obre  los  efectos  que  conveng'an,  en  el  que 
debe  formar  para  la  destitución  de  los  patro- 
nos. De  Real  orden,  etc.  Madrid  27  de  Marzo 
de  1872.— El  Subsecretario,  M.  Z.  Cazurro.— 
Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga...» 

E.  O.  12  Mayo  1872. 
Disponiendo  que  cuando  exista  alfiún  subdito  ruso  en  esta- 
blecí miento  de  caridad  sedé  conociviiento  ala  Legación. ,, 

(GoB.)  .S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  á  quien  he 
dado  cuenta  de  la  comunicación  que  con  fecha 
4  de  Abril  me  transcribió  el  Ministerio  de  Es- 
tado, relativa  á  las  disposiciones  nuevamente 
adoptadas  por  el  Gobierno  Imperial  de  Rusia 
para  que  siempre  que  alguno  de  sus  .subditos 
se  halle  acogido  en  un  establecimiento  de  cari- 
dad pública  extranjero, sea  sostenido  porcueu- 
ta  dicho  de  Gobierno  y  repatriado  por  las  Le- 
gaciones y  Consulados  del  Emperador;  se  ha 
servido  disponer  que  siempre  que  exista  un 
subdito  ruso  en  un  establecimiento  de  caridad 
pública,  ya  corresponda  á  la  Beneficencia  ge- 


•  Hoy  en  el  de  27  de  Abril  de  ¡87S. 

*  Contra  las  sentencias  definitivas  de  las  AudienciaSf 
dice  el  a  rt.  403  de  la  ley  de  Enj.  civil,  no  se  dará  otro  re- 
curso  que  el  de  casación.  El  término  para  preparar  el  re- 
curso de  casación  esel  de  diez  días,  según  el  art.  1.700  de 
la  misma  ley,  y  el  señalado  para  interponerlo,  de  40  con 
arreglo  al  1.7 IS.  Estos  artículos  están  conformes  con  los 
76,  t.OSS,  30  y  31  de  la  antigua  ley  de  1S55.  Los  términos 
improrrogables,  como  lo  es  el  señalado  para  interponer 
el  recurso  de  casación,  no  pueden  suspenderse  iii  abrirse 
después  de  cumplidos  pon  vía  de  restitución  ni  por  otro 
motivo  alguno,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  311  de 
dicha  ley. 
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neral,  provincial  ó  nmnicipnl,  y  aun  á  la  par- 
ticular, se  dé  conocimiento  inmediatamente 
por  los  gobernadore.s  de  las  provincias  á  la 
Legación  imperial  en  Madrid,  ó  al  cónsul  ó 
vicecónsul  residente  en  el  punto  más  próximo 
del  en  que  se  halle  recogido  el  subdito  ruso, 
para  los  fines  acordados  por  el  Gobierno  de  aii 
nación.— Madrid  V2  de  Mayo  de  1872.— Sagas- 
ta.»  (Gac.  18  Mayo  y  C.  L.,  t.  108,  p.  582.) 
K.  O.  8  Junio  1872. 

Se  dictó  para  aclarar  dudas  respecto  de  las 
atribuciones  que  correspondían  á  los  suprimi- 
dos inspectores  provinciales  de  Benefieencia, 
disponiendo  que  se  extendían  k  todas  las  fun- 
daciones particulares  benéficas,  y  por  sólo  las 
cargas  que  les  den  este  carácter,  ya  apare- 
cieran solas,  va  asociadas  con  otras  espiri- 
tuales. (C.  L.,'t.  108,  p.  669.) 

E.  o.  28  Julio  1872. 

(GOB.)  Dictó  reglas  para  la  recaudación  y 
contabilidad  del  2  por  100  sobre  rentas  de  pa- 
tronatos k  cargo  de  los  inspectores  provincia- 
les que  estableció  el  art.  'M  de  la  Inst.  de  22  de 
Enero  último.  Ha  quedado  supriuddo  desde  el 
decreto  de  30  de  Septiembre  de  1873. 

0. 1.°  Abril  1873. 
Derogó  el  art.  11  y  sus  concordantes  de  la 
Inst.  de  22  de  Enero,  y  la  R.  O.  de  8  de  Junio 
de  1872,  que  autorizaban  la  compatibilidad  del 
cargo  de  inspector  provincial  de  Beneficencia 
particular  con  el  de  administrador  de  funda- 
ción de  esta  clase,  cuyas  funciones  declaró  in- 
compatibles para  lo  sucesivo.  (Gac.  5  Abril.) 

D.  22  Abril  1873. 

Aprohanrlo  la  Inxtrucclnn    e^ncrnl    para   los 

omtatoloclinicntos  l»enélit*n*4  nacionales. 

(GoB.)  «En  consideración  á  las  razones  ex- 
puestas por  el  Ministro  de  la  Gobernación 
sobre  la  necesidad  de  imprimir  orden  y  regu- 
laridad en  los  servicios  de  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  y  colegios  nacionales,  el 
Gobierno  de  la  República  ha  tenido  k  bien 
aprobar  la  instrucción  general  que  se  publica 
á  continuación  del  presente  decreto  para  su 
Inmediata  observancia. 

Madrid  22  de  Abril  de  1873.— El  Presidente 
interino  del  Poder  Ejecutivo  y  Ministro  de  la 
Gobernación,  Francisco  Pí  y  Margall. 

INSTRUCCIÓN  GENERAL 

PARA    LO.S    ESTABLECIMIENTOS   BENÉFICOS 


NACIONALES 


PARTK    l>nlHKR% 

cliiilontuf4  de  II 


—  Ilp  los  ooU'glos  y  eMtablc- 
^neflccni'lu  on  gcncriil. 


SECCIÓN  1.^— 'NÚMKUO,  DESTINO,  DKIIKCH03,  OBLIGA- 
CIDNUS  É  INSFECCIÚN  DE  LOS  COLEGIOS  Y  ASILOS  IlE- 
NÉFICOS. 

CAP.  I — Clasificación  y  destino  de   los  establecimientos 
nacionales. 

(Comprende  este  capitulo  los  arts.  1.°  y  2.°, 
que  han  sido  sustituidos  ])or  los  1.°  á  4.°  de  la 
Inst.  de  27  de  Enero  de  188.0.) 

CAP.  II. — Derechos  y  obligaciones  de  los  establecimientos 
nacionales. 

Art.  3."  La  administración  local  de  los  es- 
tablecimientos se  encarga  de  la  traslación  de 
los  enfermos  y  ancianos  inválidos,  domicilia- 


dos en  Madrid,  á  los  asilos  bcnóficos  respecti- 
vos, valióndose  de  los  coches  ó  camillas  de  su 
servicio,  toda  vez  ciue  el  estado  de  aquéllos  lo 
haga  absolutamente  necesario. 

Art.  4."  Los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia, los  colegios,  y  en  su  representación  el 
Gobierno,  pueden  admitir  pensiones  y  socorros 
en  favor  de  personas  determinadas  acog'idas 
en  aquéllos,  siempre  que  lleve  la  limosna  ó  la 
donación  la  cláusula  expresa  de:  «donativo 
en  favor  del  enfermo  ó  huérfano  F.  de  T.» 

Art.  5."  Los  socorros,  donativos  ó  legados 
hechos  en  favor  de  una  ])ersona  determinada, 
serán  custodiados  ou  la  Caja  de  la  Administra- 
ción, y  constituirán  propiedad  del  acogido  ó 
alumno,  á  quien  se  le  eutreg'aráu  integ'ros 
cuando  por  haber  recobrado  la  salud  ó  por 
otra  circunstancia  cualquiera  se  le  diese  de 
alta;  á  sus  deudos  ó  parientes,  caso  de  falleci- 
miento, y  á  falta  de  éstos,  las  cantidades  ú 
objetos  en  custodia  quedarán  á  favor  de  la 
Bepeficencia  g-eneral. 

Art.  6."  Cuando  un  logado  ó  donación  se 
haga  por  tercera  persona  con  la  condición  de 
aplicar  su  importe  á  un  colcg'io,  hospital  ii 
hospicio,  la  Dirección  del  establecimiento  de- 
mandará inmediatamente  autorización  del  Go- 
bierno para  aceptarle,  doliiendo  aquélla  vigñ- 
lar  la  ejecución  de  esta  superior  disposición  '. 
Art.  1.°  Ni  la  Dirección  de  los  hospitales, 
hospicios  y  colegios,  ni  el  administrador  de- 
positario, ni  otro  empleado  cualquiera  pueden 
aceptar,  sin  autorización  expresa  del  Gobier- 
no, asi  como  tampoco  emplear  para  las  nece- 
sidades de  los  establecimientos  en  concepto 
de  gasto  ordinario,  los  donativos  hechos  á  ti- 
tulo gratuito  ú  oneroso,  ya  consistan  en  nu- 
merario, ya  en  muebles  ó  ropas  y  cualquiera 
cjue  fuere  su  valor  '. 

Art.  8."  No  obstante  los  propósitos  de  la 
Administración  para  que  solamente  la  desva- 
lida indigencia  pueble  los  establecimientos 
benéficos  propiamente  dichos,  mientras  otra 
cosa  no  se  acuerde,  los  establecimientos  dis- 
pondrán desalas  independientes  de  las  gene- 
rales, destinadas  á  recibir  asilados  de  pago  ó 
sea  pensionistas  y  medio  pensionistas. 

Art.  9."  En  los  establecimientos  de  ancia- 
nos válidos,  inválidos  y  dementes  habrá  de- 
partamentos destinados  á  labores  ó  trabajos 
de  arte  y  oficios  compatibles  con  el  estado  ó 
la  salud  de  los  acogidos,  que  á  par  de  darles 
distracción  saludable,  les  procure  algún  aho- 
rro. La  Administración  procurará  que  los  ar- 
tículos elaborados  en  los  referidos  talleres  se 
expendan  al  precio  medio  de  los  artículos  si- 
milares. 

Art.  10.  Estas  habitaciones  ó  salas  de  la- 
bor habrán  de  medir  necesariamente  lOmetro.s 
ciibicos  de  aire  por  cada  individuo,  disponién- 
dolas de  manera  que  la  renovación  sea  ade- 
más fácil  por  medio  de  aberturas  discrecional- 
mente  colocadas. 

Art.  11.  Los  instrumentos  y  materias  pri- 
meras que  menester  fueren  para  el  trabajo  y 
labores  en  las  salas  de  oficios,  se  facilitarán 
por  la  Administración  superior. 


•     Véanse  los  arts.  748  y  738  del  Código  civil. 
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Art.  12.  Los  productos  de  esta  útil  y  beue- 
ficios.a  ocupación,  reinteg-rada  que  sea  la  Ad- 
niiuisti-acióii  del  valor  de  las  materias  prime- 
ras, se  dividirán  en  dos  partes.  Una  quedará 
en  beneftcio  del  acogido,  depositada  en  las  ca- 
jas de  la  Administración  con  arreo-lo  ;l  lo  ]ire- 
venido  en  el  art.  .'i."  de  la  presente  instrucción, 
y  la  otra  en  el  de  la  Beneficencia  general. 

Ai't.  13.  Queda  desde  ahora  prohibida  la 
imposición  á  los  asilados  de  penas  y  castig'os, 
.asi  como  toda  represión  por  medio  de  trabajo 
mecánico  ninguno,  siendo  meramente  volun- 
taria ó  en  calidad  de  coadyuvante  ó  higiénica 
la  ocupación  \i  otício  de  que  hace  mérito  el  ar- 
ticulo anterior. 


CAP.  III. 


Del  gobierno  superior  de  los  estahlecimientos 
benéficos  y  colegios. 


(Contiene  los  arts.  14  á  17,  sustituidos  por 
los  5."  á  12  íe  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  1885.) 

CAP.  IV. — Del  gobierno  inmediato  de  los  establecimientos 
y  asilos  nacionales. 

Art.  18.  En  todos  los  establecimientos  á 
cargo  del  Gobierno  habrá,  según  su.  destino, 
un  director  ó  directora,  con  habitación  y  des- 
pacho dentro  del  establecimiento,  que  será  el 
jefe  superior  local  inmediatamente  responsa- 
ble ante  el  Gobierno  de  cuanto  ocurra  y  me- 
rezca castigo  ó  represión  por  contrario  á  las 
leyes  ó  á  lo  ordenado  en  esta  instrucción  y 
reglamentos  especiales  de  cada  uno  de  los  es- 
tablecimientos. 

CAP.  V. — De  los  directores. 

Art.  19.     Corresponde  á  los  directores: 

1.°  Mantener  la  subordinación,  el  orden  y 
rég'imen  de  los  establecimientos,  haciendo 
que,  asi  acogidos  como  empleados,  perseveren 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberos  y  obliga- 
ciones. 

2."  Corregir  las  faltas  y  defectos  proponien- 
do á  la  Superioridad  los  medios  conducentes 
para  la  desaparición  ó  enmienda  de  aquéllos. 

3."  Reglar  todos  los  servicios  en  orden  con 
lo  dispuesto  en  la  presente  instrucción. 

4.°  Responder  en  breve  plazo  á  las  consul- 
tas que' les  haga  el  Gobierno,  concretando  sus 
informes  al  objeto  ó  letra  de  la  comunicación. 

5."  Desempeñarlas  comisiones  relacionadas 
con  su  cargo  que  asi  dentro  como  fuera  del  es- 
tablecimiento les  confiera  la  Superioridad. 

G."  Velar  para  que  se  lleve  con  exactitud 
por  dependencias  la  alta  y  baja  de  los  inven- 
tarios respectivos. 

7.°  Formar  los  antepresupuestos  de  g-astos 
é  ingresos  del  año  económico  inmediato,  y 
autorizar  los  mensuales,  acompañándolos  con 
estados  comparativos  pordependeucias, segui- 
dos délas  observaciones  apropiadas  para  el  co- 
nocimiento de  sus  diferencias  y  variaciones. 

8."  Rendir  la  cuenta  anual  de  gastos  é  in- 
gresos. 

y."  Autorizar  las  certificaciones  que  e.Kpi- 
da  el  secretario  contador  y  el  economato. 

10.  Expedir  los  libramientos  de  todas  las 
obligaciones  consignadas  en  los  presupuestos 
y  los  concernientes  á  gastos  extraordinarios, 
cualesquiera  que  sean  las  causas  ó  motivos 
que  los  hayan  hecho  necesarios. 


11.  Proponer  los  reparos,  obras,  derribos, 
decorado,  mejoras  y  procederes  de  todas  cla- 
ses que  reclamen  los  establecimientos,  acom- 
pañando, cuando  pasen  de  la  cantidad  fijada 
por  la  ley,  el  presupuesto  de  su  referencia. 

12.  Solicitar  de  la  Superioridad  los  reco- 
nocimientos periciales  que  el  estado  de  los 
edificios  ó  sus  dependencias  exijan. 

13.  Visar  las  cuentas  y  los  estados  de  des- 
pensa, comprobando  á  cortos  intervalos  los  in- 
ventarios do  ropería  y  menaje. 

14.  Autorizar  la  correspondencia  con  las 
antoridiides  y  particulares. 

15.  Vender  en  pública  subasta  todos  los 
objetos  en  desuso  del  establecimiento,  dando 
cuenta  á  la  Superioridad  del  resultado  y  de  la 
cantidad  que  por  este  concepto  se  recaude. 

16.  Formar,  al  finalizar  el  año  económico, 
un  estado  en  el  que  se  consig-nen  las  mejoras 
introducidas  en  los  establecimientos  y  los  va- 
lores que  por  cualquier  concepto  posean. 

17.  Procurar  la  mejor  economía  en  los  ser- 
vicios, desempeñando  además  cuantas  obliga- 
ciones y  deberes,  en  coparticipación  con  los 
restantes  empleados,  enumera  la  pi-esente  ins- 
trucción. 

CAP.  VI.— jDeí  secretario  contador. 
(Comprende  los  arts.  20  á  22.) 
CAP.  VW.—Del  comisario  de  entradas  y  ecónomo. 
(Arts.  23  á  33.) 

CAP.  \111.— Del  visitador.      . 
(Arts.  34  á  38,  sustituidos  por  los  30  á  33  de 
la  In.st.  de  1885.) 

CAP.  IX. — De  los  bienes  y  fondos  de  la  Beneficencia 
nacional. 

(Arts.  39  y  40,  sustituidos  por  los  13  á  17  de 
la  Inst.  de  1885.) 

SECCIÓN    2."— RÉGIMEN  ECONÓMICO. 

CAP.  X.— Custodia  y  recaudación  de  los  fondos  de  la  Be- 
neficencia general. 

(Arts.  41  á  54,  sustituidos  por  los  18  y  19  de 
la  Inst.  de  27  Enero  1885.) 

CAP.  XI. —  Contabilidad  ctntral. 
(Art.  55,  sustituido  por  los  20  á  27  de  la  ins- 
trucción de  1885.) 

CAP.  XII. — Presupuestos. 
(Arts.  56  á  60,  sustituidos  por  los  48  á  50  de 
la  Inst.  de  1885.) 

CAP.  XIII. — Obras  y  reparacioyies. 
(Arts.  61  á  65,  sustituidos  por  el  6.°,  núme- 
ro 8.°  de  la  Inst.  de  1885.) 

SECCIÓN  3."— E.MPLKADOS  ESPECIALES  DE  LA.  BENEFI- 
CENCIA  NACIONAL. 

CAP.  XIV. — Atribuciones  y  deberes  del  arquitecto. 
(Arts.  66  V  67,  sustituidos  por  los  34  á  37  de 
la  Inst.  de  27  Enero  1885.) 

CAP    XV. — De  los  profesores  de  Medicina  y  Cirugía  de 
Beneficencia. 

(Arts.  68  á  75,  sustituidos  por  los  38  y  39  de 
la  Inst.  de  1885.) 

CAP.  XVI. — Directores  morales. 

(Arts.  76  á  79,  sustituidos  por  los  40  á  43  de 
la  Inst.  de  1885.) 
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CAP.  XVII. — Servicio  interior. 
(Arts.  80  á  8.5,  sustituidos  por  los  4-1  á  47  de 
la  Inst.  de  1885.) 

CAP.  XVIII.— Transitorio. 
(Art.  86.     Dispuso  la  formación  de  iuveii- 
tarios.) 

PAHTE  HEniJ»ln.4 

SECCIÓN  ÚNICA.— De  los  estaulecimikntos  bené- 
ficos V  COLEGIOS  EN  rAllTICULAR. 

CAP.  XIX. — Santa  Isabel  (l/eganés). 

(Arts.  87  á  100.  Se  rige  hoy  el  manicomio 
deLegauéspor  el  Reg.  de  12  de  Mayo  de  1885.) 

CAP.  "K-X.— Hospital  N'adonal. 

(Este  hospital,  al  que  están  dedicados  los 
arts.  101  A  108,  creemos  que  es  el  mismo  cono- 
cido antes  y  conocido  también  hoy  con  el  nom- 
bre de  hosiHtal  de  la  Princesa,  que  se  rig'e  por 
el  reglamento  especial  de  2;i  Diciembre  1884.) 

CAPS.  XXI  y  XXII.— Hospital  del  Rey  (Toledo).— Hos- 
pitales de  Jesús  Nazareno  y  Carmen  (Madrid). 

(Estos  caps.  XXI  y  XXII  comprenden  los 
arts.  109  á  120.  Hoy  los  hospitales  del  Rey,  de 
Jesús  Nazareno  y  del  Carmen,  se  rigen  por  la 
instrucción  g'eneral  y  reglamento  para  el  or- 
den interior  de  los  hospitales  de  incurables  de 
27  de  Enero  de  1885.) 

CAP.  XXIII.  — CtíZeí/ío  de  la  Unión  (Aranjuez). 
(Este  Colegio,  al  que  están  dedicados  los 
arts.  121  á  131,  se  rige  hoy  por  el  reg'lameuto 
especial  de  30  de  Junio  de  1884.) 

CAP.  XXIV. — Colegio  del  Carmen. 

Art.  132.  Correspondo  este  establecimien- 
to á  la  Asociación  de  Señoras  de  la  Casa  de 
Caridad  para^  huérfanas  y  sirvientas,  y  está 
desde  22  de  Julio  de  18G1  bajo  la  dirección  de 
las  hermanas  terciarias  eseorialescas  proce- 
dentes de  Vich,  dedicado  á  la  educación  de 
niñas  pobres. 

Art.  133.  El  Gobierno  sostiene  en  esta  casa 
24  becas  para  otras  tantas  huérfanas  de  los 
oflciales,  sargentos,  cabos  y  guardias  del  be- 
nemérito Cuerpo  de  la  guardia  civil  y  vetera- 
na, y  resuelve  por  tanto  en  las  solicitudes  de 
admisión. 

Art.  134.  Para  la  instrucción  de  expedien- 
tes y  cuanto  se  relaciona  con  el  régimen  inte- 
rior del  colegio,  están  en  observancia  las  ba- 
ses aprobadas  por  R.  O.  de  12  de  Enero  de 
1864,  á  las  cuales  atemperarán  las  instancias 
las  huérfanas  que  aspiren  á  ingresar  en  su  es- 
tablecimiento. 

CAPÍTULO  ADICIONAL 
Art.  135.     Quedan  derogados  todos  los  re- 
glamentos, órdenes  y  disposiciones  que  no  es- 
tén en  consonancia  con  lo  prevenido  en  esta 
instrucción  g'eneral. 

Madrid  22  de  Abril  de  1873.— El  Ministro  de 
la  Gobernación,  Francisco  Pí  y  Margall.»  (Ga- 
ceta 2S  Abril  ij  C.  L.,  t.  110,  p.  770.) 

O.  30  Mayo  1873. 
Dictó  reglas  para  el  nombramiento  de  ins- 
pectores provinciales  de  Beneficencia  en  las 
provincias  donde  todavía  no  los  hubiere  y  en 
las  vacantes  que  ocurriesen,  y  relevó  á  estos 
funcionarios  de  la  prcstaciou'de  fianzas.  Fue- 

TOMO  II. 


ron  suprimidos  por  D.  de  30  Septiembre  1873. 
(C.  L.,  t.  110,  p.  1.391.) 

D.  16  Junio  1873. 
Dando  nuevo  nombre  á  los  servicios  administrativos  de 
Beneficencia  e/eneral  ¡/  particular,  y  organizándolos  en 
armonía  con  los  principios  democráticos:  Gobierno  y 
administración  délas  fundaciones  particulares:  Bienes 
y  valores  de  la  Beneficencia. 

(GoB.)  «A  propuesta  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación, el  Gobierno  de  la  República  decre 
ta  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  Los  servicios  administrativos, 
conocidos  hasta  ahora  con  las  denominaciones 
de  Beneflcenciageneral  y  de  Beneficencia  par- 
ticular constituirán  uno  solo,  bajo  el  nombre 
genérico  de  Beneficencia  de  la  República  fe- 
deral, encomendado  á  la  iniciativa  y  adminis- 
tración particulares,  bajo  la  alta  inspección 
del  Gobierno  Central,  ejercida  por  su  Ministe- 
rio de  la  Gobernación.» 

Arts.  2."  al  5."  (Concuerdan  estos  artículos 
con  los  respectivos  del  R.  D.  de  27  (Je  Abril  de 
1875,  en  los  que  han  sido  refundidos  ó  modifi- 
cados.) (C.  L.,  t.  110,  p.  1.630.) 

D.  30  Septiembre  1873. 
Modificando  el  sistevia  actual  acerca  del  protectorado 
del   Gobierno  sobre  la   Kimellcenrla   pnrdeiiliir. 

Supresión  de  los  ins-pectores:  Creación  de  Juntas  pro- 
vinciales y  municipales  de  Beneficencia  particidar,  y 
sus  facultades:  Nombramiento  de  administradores:  Ar- 
chivos. 

(GoB.)  «Los  inspectores  provinciales  de 
Beneficencia  particular  han  producido  bienes 
muy  estimables  promoviendo  la  investigación, 
facilitando  la  estadística  y  reg'ularizando  la 
contabilidad  de  las  numerosas  y  ricas  funda- 
ciones que  existen  hasta  en  las  más  modestas 
poblaciones  de  la  República.  Pero  esto  mismo 
ha  determinado  un  extraordinario  desarrollo 
en  tan  importante  ramo  de  la  Administración, 
y  acusa  la  necesidad  de  una  organización  más 
eficaz  y  poderosa. 

Con  ocasión  tan  oportuna  el  Gobierno  de  la 
Repúlilica  ha  estudiado  los  medios  más  apro- 
piados para  hacer  simpático  el  protectorado 
que  ejerce  sobre  la  Beneficencia  particular,  y 
para  extender  y  mejor  utilizar  por  este  medio 
su  acción,  y  se  ha  confirmado  una  vez  más  en 
los  propósitos  que  inspiraron  el  decreto  de  16 
de  Junio  último  y  está  persuadido  de  que  la 
g-eneralización  del  sistema  de  Juntas  para  el 
gobierno  y  administración  de  la  Beneficencia 
satisfará  todo  género  de  conveniencias. 

La  existencia  de  los  inspectores  provincia- 
les exige  reniuueraciones  que  sólo  de  los  fon- 
dos del  ramo  pueden  salir;  pero  satisfecha  esta 
necesidad  con  los  actuales  premios,  hay  peli- 
gro de  inspirar  apetitos  de  lucro,  empañando 
los  sei'vicios  que  al  caudal  de  los  pobres  se 
prestan,  y  de  fomentar  estímulos  para  eludir 
la  inspección,  denunciando  un  vicio  org'ánico 
funesto.  Por  ello  el  Gobierno  se  propone  dero- 
gar aquellos  premios. 

De  otra  parte,  las  Juntas  de  Beneficencia 
particular  pueden  despertar  la  caridad  fre- 
cuentemente entibiada  por  acepciones  políti- 
cas ó  por  temores  de  malversación  ó  de  apli- 
caciones indebidas,  y  de  seguro  interesarán 
vivamente  la  iutelig'encia  y  la  voluntad  de 
muchos  en  bien  del  pobre  y  del  enfermo,  apro- 
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vechaván  de  una  manera  h;'ihil  las  ilnsti-acio- 
nes  especiales-  y  las  inclinaciones  manifiestas 
por  los  institutos  benéficos,  elevarán  la  digni- 
dad de  este  servicio  haciéndolo  gratuito  y  ro- 
dearán de  prestigio  y  de  garantías  de  morali- 
dad unos  capitales  tan  sagrados 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Go- 
bierno de  la  República,  A  propuesta  del  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  acuerda  lo  siguiente: 

Articulo  1."  El  ejercicio  del  protectorado 
que  compete  al  Gobierno  en  las  instituciones 
de  Beneficencia  particular  que  interesan  á  co- 
lectividades indeterminadas  continúa  confiado 
al  Ministro  de  la  Gobernación,  quien  lo  ejerce- 
rá por  si,  por  la  correspondiente  Sección  de  su 
Secretaria,  y  por  los  gobernadores  de  provin- 
cia, según  los  casos  y  con  arreglo  á  las  leyes. 
Art.  2.°  Se  suprimen  los  inspectores  pro- 
vinciales de  Beneficencia  particular  creados 
por  el  decreto  de  22  de  Enero  de  1872. 

Art.  S.°  Se  crean  Juntas  provinciales  de 
Beueflceiícia  particular  para  ilustrar  y  facili- 
tar el  ejercicio  del  protectorado. 

También  se  crearán  Juntas  municipales  del 
niismo  carácter,  y  dependientes  de  las  provin- 
ciales respectivas,  donde  las  conveniencias  del 
servicio  lo  recomienden.»       * 

(Los  arts.  4."  al  16  disponen  sobre  el  número 
de  vocales  de  las  Juntas,  circunstancias  de 
éstos  y  sus  facultades,  en  consonancia  con  lo 
que  establecen  los  arts.  14  al  19  de  la  lust.  de 
27  de  Abril  de  1875. 

•  El  art.  13  suprimió  el  premio  de  2  por  100 
concedido  por  el  art.  31  de  la  Inst.  de  22  de 
Enero  de  1872  sobre  ingresos  anuales  de  las 
fundaciones.) 

«Art.  14.  Las  Juntas  y  Administraciones 
de  Beneficencia  particular,  su  Caja  y  su  Av- 
chivo,  se  instalarán  en  edificio  propio  de  la 
misma  Beneficencia  donde  le  hubiese,  previa 
la  instrucción  del  oportuno  expediente  y  la 
autorización  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción. En  los  demás  casos  los  gobernadores  de 
provincia  facilitarán  local  piiblico  y  apropiado 
para  dichos  objetos  '. 

...Dado  en  Madrid  á  .30  de  Septiembre  de 
1873.— El  Presidente  del  Gobierno  de  la  Re- 
pública, Emilio  Castelar.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Eleuterio  Maisonnave.»  (Gaceta 
4  Ortiibre  y  C.  L.,  t.  111,  p.  504.) 

Ciro.  7  Octubre  1873. 

Hizo  prevenciones  A  los  gobernadores  sobre 
el  es])iritu  y  puntual  cumplimiento  del  decre- 
to anterior. 


1  «JPs  de  urgente  nccesiclad^  decía  el  Sr.  Ministro  de 
Fomento  en  su  cirrulai-  <le  7  de  nniilired  los  cinheniado- 
res,  el  cumipliminiln  rlr  rsla  di^iinsirnin.  Con  frecuencia 
los  Archivos  de  la  nrnc/lrcncia  parUcular  lian  sido  tan 
criminalmente  tratados  como  sus  caudales.  Esto  no  suce- 
derá de  hoy  mris.  El  Gobierno  está  resuello  á  ser  ine.rora- 
ble  con  los  que,  distrayendo  <i  inutili-ando  títulos,  escri- 
turas, expedientes  6  libros,  favorecen  las  detentaciones  de 
bienes  y  de  valores,  pero  para  que  ¡nteda  partirse  de  una 
base  cierta,  conviene  sacar  inmediatamente  de  las  vivien- 
das particulares  los  Archivos  y  los  caudales  de  Beneficen- 
cia, y  esto  no  será  dable  antes  de  hallar  el  local  á  que  ha 
de  confiarse  sit  custodia  en  lo  sucesivo.  Instruya  V.  S.  al 
intento  i  inmediatamente  el  expediente  de  que  habla  el  ci- 
tado art.  14,  y  sométalo  tan  ¡>ronto  como  lesea  dable  d 
mi  aprobación.*  Lo  que  dispone  el  citado  art.  14  es  lo  que 
ya  tenia  dispuesto  el  art.  45  del  reglamento  de  1852. 


Ciro.  8  Octubre  1873. 
(GoB.)     Extracto. — Por  esta  circular,  el  se- 
ñor Ministro  de  la  Gobernación,  atendido  el 
estado  alarmante  que  presentaba  la  salud  pú- 
blica en  Europa,  encarg'ó  á  los  gobernadores 
que  visitaran  ó  encomendaran  la  visita  de  los 
establecimientos  benéficos  particulares  de  sus 
respectivas  provincias,  con  el  preferente  obje- 
to de  examinar  las  condiciones  higiénicas  que 
tienen,  recomendar  y  exigir  de  los  patronos 
respectivos  la  observancia  de  las  reglas  g'ene- 
rales  de  orden,  ventilación  y  aseo  inexcusa- 
bles  en  las  casas  de  caridad;  corregir  en  el 
acto  cuanto  hallare  nocivo  en  este  concepto, 
y  preparar  cuanto  armonice  con  los  fines  de 
las  fundaciones  respectivas,  y  sea  posible  sin 
perjudicarlos,  una  dependencia  escogida  del 
establecimiento  donde  sean  recogidos  y  soco- 
rridos   debidamente   los  atacados  del  cólera 
morbo,  si  por  desgracia  esta  enfermedad  tras- 
pasara nuestras  fronteras  ó  invadiese  nuestras 
costas,  procurando  obrar  en  el  más  perfecto 
acuerdo  con  los  patronos  y  administradores 
de  las  funciones,  y  sin  perjuicio  en  su  caso  de 
salvar  los  derechos  del  protectorado,  cumplir 
las  oblig-aciones  anejas  al  mismo,  defender  la 
salud  pública,  y  mejor  interpretar  la  presente 
voluntad  de  los  fundadores,  quienes,  segura- 
mente, si  fueran  testigos  de  los  presentes  pe- 
lig-ros,  secundarían  con  exquisito  celo  los  de- 
seos del  Gobierno.  (Gac.  del  10.) 

D.  14  Noviembre  1873. 
Declarando  establecimiento  2>articular  el  Colegio  de  San- 
ta Isabel  sometido  al  patrona-qo  del  Gobierno. 

(GoB.)  «El  espíritu  de  guerra  y  de  conquis- 
ta, y  los  errores  administrativos  del  siglo  xvi 
aumentaron  extraordinariamente  la  pobreza 
y  la  miseria  pública;  el  Monarca,  que  se  en- 
tristecía de  pensar  en  la  vejez  que  le  aguarda- 
ba, porque  ya  no  veía  un  día  de  qué  podría 
vivir  al  siguiente,  tentó  de  evitar  al  menos  la 
perturbación  tan  grande  que  en  .fus  Reinos 
habla,  particularmente  en  la  villa  y  corte  de 
Madrid,  de  gente  viciosa  y  vagabunda  é  infi- 
cionadora  de  la  república:  y  visto  que  no  po- 
día conseguirlo  con  castigos  ordenados  por 
las  leyes,  fundó  en  esta  cajntal  (159.5)  una  casa 
de  recogimiento  para  los  niños  y  niñas  pobres, 
huérfanos  ó  desamparados  que  vagaban  por 
calles  y  plazas,  con  grave  daño  de  las  cos- 
tumbres. Felipe  11  dio  á  este  recogimiento  el 
nombre  de  Santa  Isabel,  Reina  de  Hungría,  á 
contemplación  de  su  hija  Isabel,  en  quien  poco 
después  abdicó  la  soberanía  de  los  Países  Ba^ 
jos,  lo  dotó  con  500  ducados  mensuales,  le  dio 
constituciones  y  lo  encomendó  á  la  adminis- 
tración de  su  capellán  Acevedo. 

A  principios  del  siglo  xvii  los  testamenta- 
rios del  cardenal  Quiroga  aplicaron  al  reco- 
gimiento dos  cuentos  de  maravedises  de  juro 
anual,  situados  sobre  yerlias  de  Alcántara, 
renta  de  lanas  y  otras  haciendas  del  ilustre 
finado;  pero  el  Monarca,  al  otorgar  la  compe- 
tente autorización,  se  reservó  el  patronazgo 
perpetuo  y  la  superintendencia  de  todo  lo  que 
á  la  fundación  tocase. 

Felipe  III  limitó  el  recogimiento  á  las  niñas, 
conocida  la  dificultad  del  común  destino  de  la 
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pi-iiiiitiva  fundación,  y  él  y  sus  sucesores  fiu- 
mcutaron  la  dotación  de  esta  casa  hasta  pro- 
ducirle una  rfinta  anual  resi)etable. 

Esto  no  obstante,  Felipe  V  tuvo  que  aperci- 
bir al  patriarca  Mendoza  Caainaño,  su  cape- 
lláu  mayor,  para  que  se  abstuviera  de  hacer 
provisiones  en  la  fundación,  y  como  las  primi- 
tivas constituciones  parecían  incompletas,  an- 
ticuadas y  poco  conformes  á  la  situación  en 
que  el  país  y  el  patronato  se  hallaban,  dio  A, 
éste  los  nuevos  estatutos  por  que  ha  venido 
rifí'iéndose  en  cuanto  las  vicisitudes  de  los 
tiempos  lo  han  permitido,  confirmó  la  exclu- 
sión de  los  niños,  admitió  porcionistas,  prohi- 
bió, si  no  fuera  en  casos  extraordinarios,  el 
hospedaje  de  viudas  y  de  casadas,  y  acentuó 
en  la  fundación  el  carácter  de  colegio. 

Todo  esto  acusa  la  necesidad  de  nuevas  re- 
formas. Y  el  Gobierno  de  la  Repiiblica,  que 
mira  con  especial  afecto  los  intereses  de  la 
Beneficencia  particular,  no  quiere  ni  debe 
aplazarlas.  Es  público  que  se  introdujeron 
abusos  condenables  en  época  reciente,  cuan- 
do los  Monarcas  creyeron  projjios  unos  bienes 
de  que  sólo  tenían  el  patronazgo,  y  sobre  ellos 
otorgaron  viudedades  y  pensiones  vitalicias, 
y  vincularon  ó  perturbaron  contra  derecho  la 
dirección  de  la  enseñanza  y  la  administración 
económica.  Aparte  de  esto,  aún  no  se  halla 
bien  definida  la  Índole  de  la  fundación,  que 
pretende  revestir  los  caracteres  mal  concilia- 
bles de  recogimiento  y  de  colegio:  era  tan  lind- 
tada  la  instrucción  permitida  por  los  estatutos 
vigentes,  que  ha  tenido  que  ampliarse  contra 
ellos  y  en  su  desprestigio,  y  es  imprescindible 
concluir,  por  acuerdos  legales,  con  prácticas 
que  el  buen  sentido  ha  puesto  en  desuso,  é  im- 
primir al  Colegio  el  desarrollo  que  exigen  de 
consuno  sus  excelentes  condiciones,  el  enal- 
tecimiento de  la  mujer  y  los  justos  deseos  de 
los  padres  de  familia. 

Para  realizar  tan  necesarias  reformas  den- 
tro de  los  principios  democráticos  consig'nados 
ya  en  la  legislación  del  ramo,  el  Gobierno  de 
la  República,  á  propuesta  del  Ministro  de  la 
Gobernación,  decreta  lo  siguiente: 

Articulo  1.°  El  Colegió  de  Santa  Isabel, 
existente  en  Madrid,  es  uu  establecimiento 
particular  de  Beneficencia,  y  en  tal  concepto 
y  como  patronato  que  fué  de  los  Monarcas  es- 
pañoles, queda  sometido  al  patronazg'o  del 
Gobierno  de  la  República  y  al  protectorado  del 
Ministerio  de  la  Gobernación. 

Art.  2.°  El  Gobierno  delegará  el  patronaz- 
go de  este  Colegio  eu  una  Junta  de  su  nom- 
bramiento. 

Art.  3."  La  .Tunta  de  Patronos  que  se  nom 
brará  para  el  oljjeto  prevenido  eu  el  artículo 
anterior,  tendrá  á  su  cargo  el  gobierno  y  la 
administración  del  Colegio;  estudiará,  redac- 
tará y  propondrá  al  Ministro  de  la  Goberna- 
nación,  en  forma  de  estatutos,  cuanto  juzgue 
conveniente  para  la  reorg'anización  de  la  fun- 
dación en  armonía  con  las  actuales  condicio- 
nes sociales:  formará  los  reglamentos  del  mis- 
mo; rescatará  sus  bienes  y  valores;  organiza- 
rá la  administración  de  éstos,  y  conservará 
siempre  la  facultad  de  pro]ioner  al  Ministro  el 
nombramiento  y  separación  de  las   personas 


que  han  de  dirigir  los  diferentes  servicios  del 
Coleg'io,  y  la  de  nomlirar  y  se|)arar  ]ior  si  mis- 
ma todos  los  otros  empleados  subalternos. 

Dado  en  Madrid  á  14  de  Noviembre  de  1873. 
El  Presidente  del  Gobierno  de  la  República, 
Emilio  Castelar.— El  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, Eleuterio  Maisounave.»  (Gac.  15  No- 
viembre y  C.  L.,  t.  Ul,  p.  760.) 

D.  30  Diciembre  1873. 
Instrucción  para  el  ejercicio  del  protectorado  en  las  ins- 
tituciones de  Beneflcencia. 

(GoB.)  Extracto.  —  Esta  instrucción  rigió 
hasta  la  publicación  de  la  de  27  de  Abril  de 
1875.  Su  objeto  fué  el  que  dice  su  breve,  pero 
expresivo  preámbulo  en  las  siguientes  frases  ': 

«...El  Gobierno  de  la  Reiniblica  ha  creído 
conveniente,  rompiendo  con  el  funesto  sistema 
de  las  reformas  parciales  y  dispersas,  reunir 
todas  las  disposiciones  vig-entes  sobre  la  ma- 
teria. Al  intento  se  ha  formado  la  instrucción 
adjunta,  donde  se  definen  en  términos  claros 
y  precisos  la  Beneficencia  particular,  sus  con- 
diciones y  privileg'ios;  el  protectorado,  las  fa- 
cultades que  implica  y  los  funcionarios  que  lo 
ejercen;  el  patronazgo,  sus  derechos  y  obliga- 
ciones y  las  responsabilidades  que  ini]ioue,  y 
las  regias  generales  y  particulares  del  proce- 
dimiento en  las  diferentes  y  delicadas  contro- 
versias que  pueden  suscitarse. 

La  tarea  era  delicada,  pero  indispensable. 
Había  necesidad  de  llenar  bastantes  vacíos, 
de  reunir  muchas  declaraciones  dispersas,  de 
evitar  no  pocas  contradicciones  y  de  impedir 
la  confusión  que  la  práctica  evidenciaba  sin 
cesar.  Y  no  podía  prescindirse,  al  curar  tales 
males,  de  respetar  la  ley,  ajirovechar  las  indi- 
caciones de  la  ciencia,  coníirmar  las  declara- 
ciones de  los  Tribunales  y  secundar  las  ense- 
ñanzas de  la  experiencia. 

...Todo  esto  se  ha  procurado  con  esmero  en 
la  instrucción  citada,  y  al  mismo  tiempo  con- 
tiene regias  muy  apropiadas  para  evitar  ó  re- 
solver los  cüurtictos  entre  la  Administración  y 
la  autoridad  judicial,  y  para  facilitar  la  reali- 
zación armónica  de  la  desviuculación  y  de  la 
desamort  izacióu . » 

D.  26  Febrero  1874. 

(GoB.)  Se  crearon  plazas  de  delegados  para 
los  servicios  de  investigación  y  estadística  de 
la  Beneficencia  p<irticular,  dividiendo  al  efec- 
to en  siete  circunscripciones  el  territorio;  pero 
quedó  derogado  por  otro  de  13  de  Junio  del 
mismo  año.  (Gac.  27  Febrero.) 

O.  27  Febrero  1874. 

Resolviendo  que  la  administración  de  un  establecimiento 

declarado  municipal  corresponde  al  Aii untamiento. 

(GoB.)    Extracto.— Y).   Juan  Codina,  pres- 

'  La  instrucción  lleva  las  firmas  del  Sr.  Castelar  como 
Presidente  del  Gobierno  déla  República,  y  del  Ministro  de 
la  Gobernación,  Sr.  Maisonnave.  Esta  instrucción,  que 
vino  d  satisfacer  una  necesidad  conocida,  era  esencial- 
mente buena  en  su  espirita,  en  su  plan  y  en  todo,  tatito  que 
sus  disposiciones  ?/  su  espíritu  y  su  plan  son  los  mismos 
de  la  instrucción  vigente,  que  llena  la  flrm.a  del  Sr.  Rome- 
ro Robledo.  Se  ha  establecido,  no  obstante,  alguna  varia- 
ción, y  ésta  ha  tenido  sin  duda  por  objeto,  romo  lo  dice  el 
preámbulo,  vigorizar  la  administración  ¡/  dar  unidad  al 
servicio.— Ha  refundido  el  R.  D.  de  27  de  Abril  de  1S7S  en 
un  solo  servicio  la  neneficencia  iiública  y  la  particular,  y 
ha  atribuido  alguna  mayor  amplitud  á  las  facultades  del 
Gobierno. 
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bitern,  interpuso  recurso  de  alzada  ante  el  Mi- 
nisterio de  la  Goberuacióu  contra  el  acuerdo 
de  la  Comisión  provincial  de  Barcelona  que 
desestimó  una  instancia  del  mismo  oponién- 
dose, como  administrador  que  se  llamaba  del 
hospital  de  la  %-illa  de  Sallent,  A  que  el  Ayuíi- 
tamiento  arrendase  parte  de  dicho  estableci- 
miento. Se  desestimó  el  recurso  estableciendo, 
de  acuerdo  con  el  dictamen  do  la  Sección  del 
Consejo  de  Estado,  que  es  al  Municipio  de  Sa- 
llent á  quien  corresponde  la  administración 
del  hospital.  Los  fundamentos  de  esta  resolu- 
ción dicen  así: 

«...De  los  antecedentes...  aparece  que  k  so- 
licitud de  la  .Junta  municipal  de  Sallent,  y 
previos  los  informes  favorables  de  la  provin- 
cial y  general  de  13  de  Junio  y  22  de  Octubre 
de  1853  respectivamente,  se  dictó  en  el  expe- 
diente de  clasificación  de  la  villa  de  Sallent  *n 
21  de  Noviembre  de  1853  una  Real  orden, 
de  la  que  se  acompaña  copia,  por  la  cual,  de 
acuerdo  con  el  parecer  de  la  .Tunta  general  de 
Beneficencia,  se  declaró  municipal  el  referido 
establecimiento,  y  se  ordenó  que  continuase 
A  cargo  de  la  Junta  que  lo  gobernaba. 

Por  lo  tanto,  en  virtud  de  esta  disposición 
y  del  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1868,  iini- 
'camente  al  Municipio  corresponde  el  ejercer 
actos  de  administración  sobre  el  mencionado 
e.stablecimiento,  pues  que  si  acerca  de  ello  pu- 
diera haber  existido  duda  hasta  21  de  Noviem- 
bre de  1853,  desde  dicha  fecha  desaparece  ésta 
por  completo  con  la  declaración  que  se  hizo  de 
ser  municipal  el  hospital  de  Sallent,  declara- 
ción fundada,  A  no  dudar,  ya  en  la  naturaleza 
de  los  servicios  que  presta,  ya  en  la  proceden- 
cia de  parte  de  sus  fondos  que  se  satisfacen 
del  presupuesto  municipal  para  cubrir  todos 
los  finos  á  cjue  se  halla  destinado. 

Si,  pues,  al  Municipio  corresponde  la  admi- 
nistración V  viene  hace  tiempo  ejerciendo  el 
patronato, 'no  es  posible  negarle  el  ejercicio  de 
las  funciones  que  A  todo  administrador  corres- 
ponden, y  siendo  una  de  ellas,  y  no  la  menos 
importante,  la  de  arrendar,  aparece  que  en  el 
presento  caso  estuvo  el  Ayuntamiento  en  su 
perfecto  derecho  al  practicar  actos  de  aquel 
gónero,  y  si  acaso  por  el  Cabildo  de  Vich  se 
considerasen  lastimados  sus  derechos  civiles 
por  los  efectos  de  la  Real  orden  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  y  fundándose  en  consideracio- 
nes puramente  relativas  A  aquella  clase  de  de- 
rechos quisiera  reivindicarlos,  expedita  tiene 
su  acción  pai-a  ejercitarlos  en  la  forma  que  le 
convenga  ante  los  Tribunales  competentes.» 

D.  5  Junio  1874. 

(GOB.)  Por  este  decreto  se  determinaron 
las  facultades  que  corresponden  A  la  Direc- 
ción g'oneral  de  Beneficencia,  para  el  ejercicio 
del  protectorado  en  la  Beneficencia  particular, 
pero  han  sido  esencialmente  modificadas  y  re- 
fundidas en  los  arts.  11  y  12  de  la  lust.  de  27 
de  Abril  de  1875.  {Gac.  ¿'  Junio.) 

O.  10  Junio  1W4. 

Es  sobre  separación  de  un  facultativo  de 
hospital  provincial.-— V.  Miiuicos  y  de.más  fa- 
cultativos UB  Beneficencia. 


D.  IS  Junio  1874. 

Suprimiendo  los  delegados  de  Beneflcencia  g  derogando 
el  decreto  de  26  de  Febrero  último. 

(GoB.)  «Artículo  único.  Quedan  suprimi- 
dos los  delegados  de  Beneficencia  particular, 
y  derogado  en  su  consecuencia  el  decreto  de 
26  de  Febrero  último  que  los  creó.» 

O.  13  Julio  1874. 

Atrilniciones  de  la  autoridad  local  en  el  patronazgo 

de  fundaciones... 

Resolviendo  una  consulta  acerca  de  las  atri- 
buciones y  facultades  que  correspondían  A  la 
autoridad  local  en  el  patronazgo  de  las  funda- 
ciones de  Beneficencia  particular,  por  supre- 
sión do  los  cargos  A  que  iba  aneja  su  repre- 
sentación en  conformidad  con  el  art.  lO  de  la 
Inst.  de  30  de  Diciembre  de  1873,  quedando 
solo  un  patrono  fundacional,  se  declara: 

<il.°  Que  la  autoridad  que  debe  intervenir 
en  las  fundaciones  de  Beneñcencía  particular, 
según  lo  dispuesto  en  el  pArrafo  segundo, 
art.  40  citado,  tiene  las  mismas  atribuciones 
que  el  patrono  fundacional,  A  excepción  de  las 
que  privativamente  señalase  A  éste  el  funda- 
dor, las  cuales  seguirá  ejerciendo  sin  la  inter- 
vención de  la  citada  autoridad. 

2."  Que  en  ésta  y  el  patrono  fundacional  se 
refunden  los  derechos  de  los  que  hubieren  ce- 
sado en  su  cargo  por  supresión  del  oficio  á 
que  iba  anejo.» 

D.  28  Septiembre  1874. 
Disponiendo  que  el  visitador  general  de  Beneflcencia  for- 
me parte  del  Consejo  Nacional  de  Sanidad  y  que  sea 
nombrado  á  propuesta  de  éste. 

(GoB.)  «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1."  El  visitador  general  de  los  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  y  Sanidad  por 
razón  de  su  cargo,  formará  parte  en  concepto 
de  vocal  nato  del  Consejo  Nacional  deSanidad. 
Art.  '2.°  En  lo  sucesivo  el  nombramiento  de 
visitador  se  hará  por  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación, A  propuesta  del  citado  Consejo  Na- 
cional de  Sanidad.— Madrid  28  Septiembre  de 
1,S74.— Francisco  Serrano.- El  Ministro  de  la 
Gobi.ernación,  Práxedes  Mateo  Sagasta.»  (Ga- 
ceta 6  Octubre.) 

E.  D.  27  Abril  1875. 
Organizando  los  servicios  de  la  Beneflcencia  general  y 

particular,  con  el  nombre  genérico  de  Beneficencia, 
bajo  la  inspección  y  protectorado  del  Gobierno:  Patro- 
nos II  establecimientos  particulares:  Bienes:  Juntas: 
InKtruccIón  para  el  ejepolelo  del  protectora- 
do del  Uoblerno. 

(GoB.1  «E.rpoxK-íó «.—Señor:  La  Boneficeu- 
cia  particular  tiene  en  España  historia  tan 
honrosa,  como  que  puede  decirse  que  nació  al 
calor  del  sentimiento  nacional,  y  recibió  de  él 
vida  V  desarrollo.  Los  altos  dignatarios  de  la 
Iglesia,  los  herederos  de  los  mAs  ilustres  nora- 
bT-es  españoles,  las  Asociaciones  populares, 
todo  lo  que  fué  aquí  un  día  progresivamente 
mejnrador,  poderoso,  patriótico,  contribuyo  a 
su  origen.  A  medida  que  aquellos  elementos 
de  común  grandeza  fueron  existiendo,  fundA- 
ronse  por  ellos  instituciones  más  ó  menos  úti- 
les, siempre  loables,  destinadas  A  remediar  do- 
lencias sociales,  A  proteger  piadosos  objetos, 
ó  A  enaltecer  y  perpetuar  insignes  memorias. 
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De  la  g'i'an  Es])aña  relig'iosa,  giien-era,  descu- 
cubridura,  artística,  monárquica,  resultó  na- 
turalmente una  gran  caridad  nacional,  un  pro- 
fundo amor  al  bien,  un  alto  esjilritu  de  protec- 
ción al  infortunio.  La  Beneñcencia  particular 
ha  sido  el  reflejo  de  nuestra  civilización. 

Hoy  es  un  vasto  servicio  que  se  roza  con  sa- 
grados intereses,  conserva  g'loriosas  tradicio- 
nes, afecta  á  los  ni.-Ys  levantados  impulsos  del 
humano  corazón,  entraña  difíciles  controver- 
sias, y  merece  predilecto  estudio  de  los  esta- 
distas. Porque  al  tomar  bajo  su  amparo  la 
Administración  pública  lo  que  de  aquellas  ins- 
tituciones log'ró  escapar  de  las  grandes  vicisi- 
tudes de  la  antig'ua  España,  y  al  entrar,  por 
decirlo  asi,  en  la  esfera  de  acción  del  nuevo 
régimen,  mucho  de  lo  que  vacia  en  olvido,  en 
postración  ó  en  abandono  estéril,  lia  vuelto  á 
ofrecerse  A  la  conveniencia  de  su  g'eneroso  ob- 
jeto, con  todo  su  valor  moral  y  positivo.  Hasta 
el  punto  de  que,  si  en  los  últimos  tiempos  de 
bonanza  para  las  fundaciones  particulares,  el 
protectorado  las  hubiera  vigilado  con  su  eficaz 
desinterés  de  hoy,  aventajaríamos  en  la  mate- 
ria A  la  mayor  parte  de  los  pueblos  cultos,  y 
sin  g-ravameu  del  Estado,  de  la  provincia  ui 
del  Municipio  estaría  nuestra  Beneficencia  ri- 
camente dotada,  y  satisfaría  por  completo  las 
múltiples  y  transcendentales  necesidades  que 
la  inspiran. 

Pero  el  irreflexivo  apasionamiento  que  ha 
resaltado  por  desgracia  en  muchas  de  nues- 
tras reformas  políticas  y  administrativas  se  ha 
dejado  también  sentir  en  aquélla.  Así  se  ha 
visto  que,  cuando  la  lógica  de  los  principios 
g'obernantes  parecía  pedir  todo  género  de  res- 
petos para  la  acción  individual  y  para  las  ins- 
tituciones particulares,  se  lanzaron  contra  las 
benéficas  los  más  rudos  ataques;  y  la  ley  de  23 
de  Enero  de  1822,  fruto  de  una  preocupación 
exag'crada  en  pro  de  la  org-anización  autonó- 
mica del  Municipio  y  de  la  provincia,  les  sa- 
crificó toda  creación  particular.  Por  el  contra- 
rio, cuando  más  pujante  parecía,  por  natural 
reacción,  el  es])ir¡tu  ceutralizador,  obtuvo  la 
Beneficencia  particular  mavores  respetos  en 
la  ley  de  20  de  .Junio  de  1849.  Y  en  18G8,  á  las 
sacudidas  de  otra  reacción  opuesta,  se  abolie- 
ron todas  las  Juntas  del  ramo. 

Reconocióse,  al  fin,  como  lo  más  justo  y  con- 
veniente para  atenuar  en  lo  posible  las  malas 
cousecviencias  de  añejos  errores,  ya  que  nues- 
tras agitaciones  jioliticas  no  permitieran  la 
discusión  tranquila  de  una  ley  ajustada  á  los 
buenos  principios,  aprovechar  para  la  Benefi- 
cencia particular  las  legitimas  consecuencias 
de  la  de  1849.  Y  así  se  ha  procurado,  con  feliz 
éxito,  creando  una  Sección  especial  en  la  Se- 
cretaría de  este  Ministerio,  organizando  Jun- 
ta.s  provinciales  y  de  ¡latronos,  favoreciendo 
la  investigación,  desarrollando  la  estadística, 
regularizando  la  contabilidad,  aboliendo  gra- 
vámenes desprestigiados,  y  procurando  al  pro- 
tectorado las  condiciones  simpáticas  que  su 
mismo  nombre  exige.  Y  los  buenos  resultados 
obtenidos,  á  pesar  de  nuestras  funestas  con- 
vulsiones, prueban  el  mal  sentido  con  que  se 
prescindió  de  la  organización  análoga  impues- 
ta por  la  ley  de  1849  á  la  Beneficencia  pública 


en  todas  sus  clases  y  grados,  y  la  necesidad  de 
volver  á  una  situación  más  legal. 

De  aquí  surge  naturalmente  la  posibilidad 
de  dar  unidad  á  todos  los  servicios  benéficos, 
y  la  conveniencia  práctica  de  realizarlos. 

El  Gobierno  tiene  la  alta  inspección  de  las 
fundaciones  particulares  en  interés  de  las  co- 
lectividades indeterminadas,  que  no  pueden 
excusar  su  representación,  porque  no  caben 
en  el  reducido  cuadro  de  la  familia;  y  nada  tan 
análog'o  en  el  fondo  como  la  Beneficencia  par- 
ticular y  la  pública,  siquiera  sus  calificativos 
parezcan  antitéticos.  Los  establecimientos  de 
Beneficencia  general  son  pocos,  mal  distribuí- 
dos  y  de  dotación  escasa;  los  provinciales  y 
municipales  carecen  de  toda  tutela  é  inspec- 
ción superior,  y  unos  y  otros  deben  casi  s"iu 
excepción  su  origen  á  la  iniciativa  particular, 
no  siendo  aventurado  asegurar  que  acaso  no 
se  rig'en  y  g'obieruan  de  la  manera  más  apro- 
piada para  atraer  afectos  y  auxilios.  En  cam- 
bio las  instituciones  particulares,  siqui(u-a  ha- 
yan sido  muy  mal  tratadas,  conservan  más 
recursos,  é  interesan  en  su  protección  ala  in- 
telig'encia  y  á  la  actividad  privadas.  Y'  como 
el  Gobierno  tiene  á  la  vez  la  facultad  de  dis- 
poner de  los  fondos  particulares  insuficientes, 
sobrantes  ó  de  objeto  caducado,  para  otro  be- 
néfico, el  Ministro  que  suscribe  cree  acometer 
una  reforma  útilísima  proponiendo  á  V.  M.  la 
refundición  de  todos  los  servicios  de  Benefi- 
cencia en  una  legislación  común,  y  en  una  Sec- 
ción de  este  Ministerio,  modificando  la  ins- 
trucción vigíente  en  el  sentido  que  aconseja  la 
necesidad  de  vigorizar  la  acción  administrati- 
va, y  dando  unidad  enérgica  á  sus  servicios. 
Asi  la  Beneficencia  particular  vendrá  en  obli- 
gado auxilio  de  la  pública,  y  especialmente  de 
la  general,  aliviando  los  presupuestos  del  Es- 
tado, y  nunca  podrá  distraerse  de  su  sag'rado 
destino  la  hacienda  del  pobre  y  del  enfermo. 
Asi  también  la  Beneficencia  pública  se  orga- 
nizará, como  la  particular,  más  en  armonía 
con  la  vigente  ley,  y  de  una  manera  más  apro- 
piada para  despertar  la  caridad  y  para  intere- 
sar en  su  bien  á  las  ilustraciones  y  aficiones 
es])eciales.  Y  así,  por  último,  se  aumentarán 
los  recursos  y  los  auxiliares  de  líi  Beneficeu- 
eia,  habrá  dilatado  campo  para  ulteriores  y 
más  extensas  reformas,  y  la  administración  de 
este  ramo  será  ilustrada,  rápida  y  enérgica. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Minis- 
tro que  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  tiene  el  honor  de  proponer  á  V.  M. 
el  siguiente  provecto  de  decreto. — Madrid  27 
de  Abril  de  1875.— Señor:  A  L.  R.  P.  de  V.  M., 
Francisco  Romero  y  Robledo. 

REAL    DECRETO 

A  propuesta  del  Ministro  de  la  Gobernación 
y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  sig'uiente: 

Artículo  1."  Los  servicios  de  la  Adminis- 
tración central,  conocidos  hoy  con  las  denomi- 
naciones de  Beneficencia  general  y  ]iarticu- 
lar,  constituirán  uno  solo,  bajo  el  nombre  ge- 
nérico de  Beneficencia,  encomendado  á  la  ini- 
ciativa y  administración  particulares,  bajo  la 
inspección  y  protectorado  del  Gobierno,  ejer- 
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cidos  por  el  Ministro  de  la  Goberuación  y  la 
Dirección  del  ramo. 

Art.  2.°  Los  patronos  de  establecimientos 
ó  instituciones  benéficas  particulares,  cual- 
quiera que  sea  el  origen  legal  de  su  cargo,  so- 
r;Vn  respetados  y  protegidos  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos. 

Art.  3."  Los  establecimientos  benéficos  de- 
nominados hoy  g-enerales,  los  de  patronazgo 
del  Gobierno  ó  de  sus  delegados  y  agentes,  y 
todos  los  demás  ¡^articulares  huérfanos  tempo- 
ral ó  indefinidamente,  en  todo  ó  en  parte,  de 
los  patronos  que  les  designaran  sus  respecti- 
vos fundadores,  serán  encomendados  á  Jun- 
tas de  patronos. 

Art.  i."  Los  establecimientos  particulares 
de  Beneficencia  serán  sostenidos  con  los  bie- 
nes y  valores  de  su  dotación,  y  con  los  auxi- 
lios voluntarios  que  se  les  concedieren 

Art.  5."  Se  destinarán  á  la  conservación, 
mejora  y  aumento  de  los  establecimientos  ge- 
nerales de  Beneficencia  los  bienes  y  valores 
siguientes: 

1."  Los  de  procedencia  particular  qiie  for- 
man parte  de  su  dotación. 

2.°  Los  que  por  contratos  entre  vivos,  ó 
por  iiltima  voluntad,  destinaren  los  particula- 
res á  este  objeto'. 

3.°  Los  de  Beneficencia  particular  insiifi- 
cientes  para  el  servicio  de  fundación,  sobran- 
tes del  mismo,  ó  cuyo  objeto  hubiera  caduca- 
do ó  no  estuviese  en  armonía  con  las  actuales 
condiciones  sociales. 

Y  4."  Las  partidas  consignadas  en  los  res- 
pectivos presupuestos  pviblicos. 

Art.  6."  Las  Juntas  provinciales  de  Benefi- 
cencia particular  se  denominarán  de  Benefi- 
cencia, y  extenderán  su  inspección  á  los  dos 
servicios  reimidos  por  este  decreto; 

Art.  7.°  Se  aprueba  la  adjunta  instrucción 
para  el  ejercicio  del  protectorado  que  al  Go- 
bierno compete  en  la  Beneficencia,  y  quedan 
derogadas  todas  las  disposiciones  anteriores 
sobre  la  misma  materia. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Abril  de  1875. — Al- 
fonso.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fran- 
cisco Romero  y  Robledo. 

Instrucción  para  el  ejercicio 
del  protectorado  del  Gobierno  en  la  Beneficencia. 

título  peimeeo 

DE   LA   BENEFICENCIA 

Articulo  1."  Pertenecerán  á  la  Beneficencia 
general  todos  los  establecimientos  clasificados 
con  este  carácter  en  la  foi'ma  provenida  por 
las  leyes. 

Art.  2."  La  Beneficencia  particular  com- 
Iirende  todas  las  instituciones  benéficas  crea- 
das y  dotadas  con  bienes  particulares,  y  cuyo 
patronazg'o  y  administración  fueron  regla- 
mentados por  los  respectivos  fundadores  ó  en 
nombre  de  éstos,  y  confiados  en  igual  forma  á 
corporaciones,  autoridades  ó  personas  deter- 
minadas. 

Art.  3.°    Adquirirá  el  carácter  de  pública 


'      Véanse  los  urts.    88,  74lS,  748,  788,  956,  957  y  1.668 
del  Cúdif/o  civil. 


toda  institución  particular  cuando  estuviere 
encomendada  por  fundación  á  patronos  de  ofi- 
cio, y  éste  fuere  suprimido. 

Art.  4.°  Las  instituciones  particulares  no 
perderán  este  carácter  por  recibir  alg'una  sub- 
vención del  Estado,  de  la  provincia  ó  del  Mu- 
nicipio, siempre  que  aquélla  fuere  voluntaria 
y  no  indispensable  para  la  subsistencia  de  las 
fundaciones. 

Art.  5."  Las  instituciones  de  Beneficencia 
son  establecimientos  ó  asociaciones  permanen- 
tes, destinados  á  la  satisfacción  gratuita  de 
necesidades  intelectuales  ó  físicas,  como  casa.s 
de  maternidad,  escuelas,  coleg'ios,  hospitales, 
pósitos,  Montes  de  Piedad,  Cajas  de  Ahorros 
y  otros  análog'os,  ó  fundaciones  sin  aquel  ca- 
rácter de  permanencia,  aunque  con  destino  se- 
mejante, conocidas  comunmente  con  los  nom- 
bres de  patronatos,  memorias,  legados,  obrasy 
causas  pías. 

Art.  6."  Las  instituciones  de  Beneficencia, 
bien  sean  actores,  bien  demandados,  litig'arán 
como  pobres,  asi  en  los  negocios  coutencioso- 
admiuistrativps  como  en  los  ordinarios. ~ 

TÍTULO  II 

DEL  PROTECTORADO 

CAPÍTULO  PHIMEKO.— fitiícíones  del  protectorado 
y  autoridades  que  lo  ejercen. 

Art.  7."  Corresponde  al  Gobierno  el  pro- 
tectorado de  todas  las  instituciones  de  Bene- 
ficencia que  afecten  á  colectividades  indeter- 
minadas, y  que  por  esto  necesiten  de  tal  re- 
presentación. , 

Art.  8."  Este  protectorado  no  comprenderá 
más  que  las  facultades  necesarias  para  lograr 
que  sea  cumplida  la  voluntad  de  los  fundado- 
res en  lo  que  interese  á  colectividades  inde- 
terminadas. 

En  los  establecimientos  públicos  la  acción 
del  Gobierno  no  tendrá  otras  limitaciones  que 
las  impuestas  por  las  leyes. 

En  las  herencias  y  legados  benéficos  qiie  no 
impliquen  obligaciones  permanentes,  la  acción 
del  protectorado  cesará  con  el  cumplimiento 
probado  de  la  voluntad  del  testador. 

En  las  asociaciones  benéficas  creadas  y  re- 
glamentadas por  la  libre  voluntad  de  los  mis- 
mos asociados,  y  sostenidas  exclusivamente 
con  las  cuotas  obligatorias  de  éstos  ó  con  bie- 
nes de  su  libre  disposición,  y  en  los  estableci- 
mientos propios  de  los  que  gobiernen  y  admi- 
nistren, el  protectorado  no  tendrá  otra  misión 
que  la  de  velar  por  la  higiene  y  por  la  moral 
pública. 

En  las  cláusulas  de  fundación  que  revistan 
carácter  exclusivamente  familiar,  el  protecto- 
rado respetará  la  competencia  exclusiva  de  los 
Tribunales  de  justicia. 

Cuando  el  fundador  relevare  á  sus  patronos 
ó  administradores  de  la  presentación  de  cuen- 
tas, no  tendrán  éstos  la  oblig'ación  de  rendirlas 
reg'ular  y  periódicamente;  pero  si  la  de  justifi- 
car el  cumplimiento  de  las  carga.'»  de  la  funda- 
ción, siempre  que  sean  requeridos  al  intento 
por  autoridad  competente. 

Cuando  por  disposición  explícita  del  funda- 
dor quedase  el  cumplimiento  de  su  voluntad  á 
la  fe  y  conciencia  del  patrono  ó  administrador 
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sólo  tendrá  éste  la  obligación  de  declai-ar  so- 
lemnemente dicho  cumplimiento,  acreditando 
que  es  ajustado  á  la  moral  y  á  las  leyes. 

Art.  9.°  El  ejercicio  del  protectorado  conti- 
mia  confiado  al  Ministro  de  la  Gobernación, 
quien  lo  desempeñará  por  sí,  por  la  Dirección 
general  de  Beneficeucia,  Sanidad  y  Estableci- 
n\ieutos  penales,  y  por  los  gobernadores  de 
provincia. 

Serán  auxiliares  del  protectorado  las  Juntas 
y  los  administradores  provinciales  y  munici- 
pales, las  Juntas  de  patronos  y  los  delegados 
y  demás  funcionarios  del  ramo. 

CAP.  II.— Del  Gobierno. 

Art.  10.    Se  reserva  el  Gobierno: 
1.°     La  aprobación  de  las  constituciones  y 
estatutos  de  las  fundaciones  de  su  patronaz- 
go, y  de  las  demás  de  carácter  permanente  en- 
comendados á  Juntas  de  patronos. 

2.°  La  aprobación  de  los  presupuestos  y 
cuentas  de  los  establecimientos  generales. 

CAP.  III. — Del  Ministro  de  la  Gobernación, 

Art.  II.  Corresponde  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación, con  las  formalidades  que  se  expre- 
sarán, las  sig'uientes  facultades: 

1.*  Clasificar  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia. 

2.*  Crear,  suprimir,  agregar  y  segregar 
fundaciones  por  iniciativa  propia  ó  en  cumpli- 
miento de  voluntad  privada;  modificarlas  en 
armonía  con  las  nuevas  conveniencias  socia- 
les, y  suplir  por  medio  de  los  acuerdos  y  nom- 
bramientos absolutamente  necesarios  para  el 
orden  regular  de  las  instituciones,  las  eviden- 
tes omisiones  de  los  fundadores. 

3.*  Disponer  de  los  fondos  sobrantes  ó  de 
objeto  caducado  en  las  fundaciones  particula- 
res, á  favor  de  otro  servicio  inexcusablemente 
benéfico. 

4.*  Autorizar  á  los  representantes  leg'itimos 
de  las  fundaciones,  cuando  no  lo  estuvieren 
por  otro  título,  para  defender  los  derechos  de 
éstas  ante  los  Tribunales  de  justicia,  para 
transig-ir  sus  litigios,  para  vender  sus  bienes 
inmuebles  no  amortizados,  para  convertir  en 
títulos  al  portador  las  inscripciones  intransfe- 
ribles y  para  negociar  los  demás  valores  repre- 
sentativos del  capital. 

5.*  Acordar  las  reglas  generales  para  el 
ejercicio  del  protectorado,  y  decretar  iuspec- 
ciones  y  visitas  extraordinarias. 

6.^  El  nombramiento,  suspensión,  destitu- 
ción y  renovación  total  ó  parcial  de  las  Juntas 
provinciales  '. 

7.*  El  nombramiento,  suspensión,  destitu- 
ción y  renovación  total  ó  parcial  de  las  Juntas 
encargadas  de  ejercer  en  nombre  del  Gobierno 
el  patronazgo  que  por  ley  ó  por  título  de  fun- 
dación le  corresponda  en  establecimientos  be- 
néficos, y  de  las  destinadas  á  patrocinar  las  de 
carácter  permanente  que  por  cualquier  cir- 
cunstancia uo  conservasen  el  número  de  pa- 
tronos designados  por  la  fundación. 

S.'^    Aprobar  los  reglamentos  que  las  Juntas 


*  V  municipales,  anadia  este  número  antes  de  ser  re- 
fornuído  por  el  D.  de  28  de  Julio  de  1881,  con  arreglo  ul 
cual  le  insertamos. 


provinciales  '  y  de  patronos  acordaren  para  su 
régimen  interior. 

9.'^  Confiar  á  las  Juntas  provinciales  el  pa- 
tronazgo de  las  instituciones  no  permanentes 
que  se  hallaren  en  alguno  de  los  casos  si- 
guientes "^: 

1.°  Pendientes  de  reg'ularización,  ínterin  se 
realiza  ésta  con  arreglo  á  la  voluntad  de  los 
fundadores  y  á  las  leyes. 

2."  Huérfanas  absolutamente  de  represen- 
tación, porque  fuese  aneja  á  oficios  suprimi- 
dos, ó  á  personas  que  la  han  abandonado  ó  re- 
nunciado, porque  no  se  conocieran  los  indivi- 
duos llamados  á  desempeñarla,  ó  porque  el  me- 
jor derecho  á  su  ejercicio  se  ventila  ante  los 
Tribunales  de  justicia. 

3."  Suspensos  ó  destituidos  todos  los  que 
llevaren  su  representación  legal. 

4.°  Encomendada  por  ley  ó  por  fundación  al 
patronazgo  de  los  gobernadores  de  provincia. 

No  obstante,  aun  en  los  casos  que  quedan 
enumerados,  podrán  impedir  la  representación 
de  las  Juntas  y  rescatar  el  ejercicio  del  patro- 
nazgo, los  siguientes: 

Primero.  Si  el  fundador  ó  la  ley  vigente  hu- 
biese previsto  el  caso  en  que  l^fundación  se 
encuentra,  y  dispuesto  la  manera  de  proveer 
en  él,  los  favorecidos  por  esta  declaración. 

Segundo.  Si  el  patronazgo  activo  fuere  fa- 
miliar, la  persona  ó  personas  que  obtuvieren 
la  declaración  de  mejor  derecho,  con  arreglo 
al  título  de  fundación  ante  el  Tribunal  compe- 
tente. 

Y  tercero.  Si  la  representación  estuviese 
confiada  á  la  elección  de  una  autoridad,  corpo- 
ración, funcionario  ó  particular,  la  persona  ó 
personas  que,  con  arr^'lo  á  las  prescripciones 
de  la  fundación,  fueren  nuevamente  elegidas 
y  presentadas  con  tal  objeto. 

10.  Confiará  los  administradores  provincia- 
les la  administración  de  las  fundaciones  que, 
respecto  á  esta  función,  se  encontraren  en  al- 
guno de  los  casos  de  la  facultad  anterior. 

11.  Nombrar,  suspender  de  ejercicio  y  de 
sueldo  y  destituir  á  los  attministradores  provin- 
ciales y  municipales,  y  á  los  empleados  jefes  de 
servicio  dependientes"  de  las  Juntas  de  Patro- 
nos V  aprobar  los  sueldos  de  unos  y  otros. 

12'.  Nombrar  y  separar  á  los  delegados  y 
abogados  del  ramo. 

13.  Aprobar,  modificar  ó  alzar  las  suspen- 
siones de  patronos,  administradores  y  encar- 
gados particulares,  decretadas  por  los  gober- 
nadores de  provincia,  y  acordarlas  por  sí  mis- 
mo cuando  las  juzgue  procedentes. 

14.  Destituir  patronos,  administradores  y 
encargados  particulares. 

Y  15.  Autorizar  todos 
afecten  á  los  presupuestos 
tado. 


os  contratos  que 
generales  del  ISs- 


•  Municipales,  decía  además  este  decreto  .antes  de  la 
citada  reforma  de  188 1.  .     . 

2  En  virtud  de  este ¡>atrona:go  lus  Juntas  jirovinciales 
se  subrrogan  en  todos  los  derechos  y  deberes  de  los  patro- 
nos fund'acionales  y  pueden,  por  tanto,  reclamar  en  vía 
contenciosaeontralas  disposiciones  ministeriales  que  afec- 
ten d  tales  fundaciones.—  V.  en  Jurisdicción  contkncio- 
SO-ADMINISTKATIVA  ¡(t  R.  O.  de  13  de  Mayo  de  18Í/1. 
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CAP.  IV. — De  la  Dirección  general  de  Beneficencia,  Sa- 
nidad II  Esfahlecimientos penales  '. 

Ai-t.  12.  Corresponden  h  la  Dirección  gene- 
ral de  Beueflceucia,  Sanidad  y  Estableciiuieii- 
to.s  penales,  con  las  formalidades  que  se  ex- 
presarán, las  facultades  siguientes: 

I.''  Autorizar  la  entrega  de  los  valores  de 
Deuda  pública  emitidos  por  liquidación  ó  con- 
versión á  favor  de  las  fundaciones,  y  el  pag'O 
de  los  intereses  correspondientes  ^. 

2."  Aprobar  los  presupuestos  y  las  cuentas 
de  las  Juntas  provinciales  y  municipales  de 
Beneficencia,  de  las  de  patronos,  y  de  los  ad- 
ministradores provinciales,  municipales  y  par- 
ticulares, siempre  que  las  rentas  de  las  fun- 
daciones á  que  dichos  jyresupuestos  y  cuentas 
se  refieran,  lleguen  á  exceder  de  500 pesetas  3. 

3.^  Aprobar  las  fianzas  de  los  administra- 
dores provinciales  y  municipales,  y  de  los  fun- 
cionarios jefes  al  servicio  de  las  Juntas  de  Pa- 
tronos que  tuvieren  que  prestarlas,  y  alzarlas 
cuaiulo  proceda. 

4.*  Aprobar  los  expedientes  de  iuvestiga- 
cióu. 

5.*  Girar  inspecciones  y  visitas  extraordi- 
narias. 

6."  Autorizar  á  los  representantes  legíti- 
mos de  las  fundaciones,  cuando  no  lo  estuvie- 
ran por  otro  titulo,  para  negociar  los  valores 
de  Deuda  pública  al  portador,  que  les  perte- 
nezcan en  concepto  de  rentas. 

7."  Autorizar  las  ventas,  arrendamientos, 
obras  y  suministros  que  afecten  á  la  Benefi- 
cencia particular,  ciiando  excediesen  las  fa- 
cultades de  los  representantes  legítimos  de  las 
fundaciones. 

Y  8."  Aprobar,  á  propuesta  de  los  respecti- 
vos representantes,  el  .^tema  de  contabilidad 
que  ha  de  seguirse  en  las  fundaciones  que  ca- 
reciesen de  esta  previsión. 

CAP.  V. — De  los  gobernadores  de  provincia  ^. 

Art.  13.  Corresponde  á  los  gobernadores  de 
provincia,  dentro  del  territorio  de  su  mando, 
y  hasta  donde  lo  permitan  las  atribuciones  que 
las  leyes  les  confiau,  representar  y  ejercer  el 
protectorado. 

Pero  tieneu  especialmente  las  siguientes  fa- 
cultades: 

1."  Nombrar,  siispender,  destituir  y  reno- 
var total  ó  parcialmente  en  los  periodo.s  regla- 
mentarios las  Juntas  municipales  de  Benefi- 
cencia, y  aprobar  siis  reglamentos,  oyendo 
previamente  á  la  Junta  provincial. 

2.''  Aprobar  los  presupuestos  y  cuentas  de 
las  Juntas  municipales,  de  los  patronos  y  ad- 
ministradores de  fundaciones  benéficas,  cuyas 
reutas  no  lleguen  á  ,500  pesetas,  después' de 
examinados  y  censurados  por  la  Junta  pro- 


1  El  ramo  de  establecimientos  penales  no  forma  parte 
de  la  Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad,  sino 
que  depende,  por  si  solo,  de  una  Dirección  especial  desde 
el  D.  de  29  de  Septiembre  de  1875.  Boy  esta  Dirección  de- 
pende del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. — V.  Presidios. 

2  i'éanse  las  Re.  Os.  de  29  Mayo,  28  Junio  y  9  Diciem- 
bre isas. 

•■*    Adicionado  este  número  en  28  de  Julio  de  1S81  con 
las  palabras  que  van  de  cursiva. 
'•     Véanse  los  arts.  747  y  788  del  Código  civil. 


S.''  Convocar  y  ¡u-esidir,  cuando  lo  creye- 
ren conveniente,  las  Juntas  provinciales  y  mu- 
nicipales del  ramo;  prestarles  el  auxilio  de  su 
autoridad  siempre  que  las  mismas  lo  solicita- 
ren para  el  ejercicio  de  sus  funciones  yfacilitar- 
les  sus  comunicaciones  con  la  Superioridad. 

4.^  Proteger  en  los  derechos  de  patronazgo 
y  de  administración  á  las  personas  llamadas  á 
su  ejercicio  por  las  leyes  ó  por  título  de  funda- 
ción. 

5.*  Elevar  al  Ministro  de  la  Gobernación 
relaciones  de  las  personas  de  la  localidad  res- 
pectiva más  distinguidas  en  moralidad,  ilus- 
tración y  celo  por  la  Beneficencia,  siempre  que 
se  trate  del  nombramiento  de  alguna  Junta 
provincial,  municipal  ó  de  patronos. 

Y  G.'"*  Facilitar  local  propio  de  la  Beneficen- 
cia, y  donde  no  lo  hubiere,  otro  iJÚblico  y  apro- 
piado, en  que  se  instalen  las  Juntas  y  adminis- 
tradores del  ramo,  sus  Cajas  y  Archivos,  ins- 
truyendo los  expedientes  necesarios  alintento '. 

CAP.  VI.— De  las  Juntas  provinciales  2. 

Art.  14.  Las  Juntas  provinciales  de  Benefi- 
cencia constarán  de  siete  á  once  vocales,  ve- 
cinos de  la  capital  de  la  provincia  y  muy  ca- 
racterizados en  ilustración,  moralidad  y  celo 
por  la  Beneficencia  ■'. 

Estos  carg'os  son  honoríficos  y  gratuitos. 

Son  incompatibles  los  carg-os  de  vocal  en  di- 
ferentes .luntas  de  Beneficencia,  y  los  mismos 
y  los  de  vocal  de  Junta  de  patronos,  patrono 
administrador,  encargado,  director  ó  repre- 
sentante de  fundaciones  benéficas. 

Cuando  un  vocal  de  la  Junta  provincial  fue- 
se nombrado  presidente  del  Ayuntamiento  ó 
de  la  Diputación  provincial,  ó  individuo  de  la 
Comisión  permanente,  dejará  de  intervenir  en 
los  acuerdos  de  la  Junta,  hasta  que  cese  en  es- 
tos cargos. 

Art.  15.  Las  Juntas  provinciales  durarán 
cuatro  años:  los  individuos  que  las  formen  se- 
rán renovados  por  mitad  en  cada  bienio,  y  la 
suerte  determinará  la  primera  mitad  reno- 
vable. 

Los  vocales  de  estas  Juntas  son  reelegibles 
indefinidamente,  y  se  entenderán  reelegidos 
cuando  no  se  decrete  su  renovación  en  el  tér- 
mino leg'al. 

Art  16.  Las  Juntas  provinciales  tienen  la 
misión  de  ilustrar  y  facilitar  la  acción  del  pro- 
tectorado, y  ejercerán  dentro  de  sus  respecti- 
vas provincias  las  funciones  sig'uientes: 

1.*  Nombrar  de  entre  sus  vocales,  con  el 
titulo  da  vicepresidente,  su  presidente  habi- 
tual, al  empezar  el  ejercicio  de  las  Juntas,  en 
caso  de  renovación,  y  cuando  por  otra  causa 
accidental  ó  permanente  vacare  aquel  cargo. 

2."''     Formar  sus  reg'Iamentos,  y  someterlos 


1  Este  articulo  se  ha  modificado  por  el  D.  de  28  de  Ju- 
lio de  1881,  que  ha  adicionado  el  7iúm.  2.°,  disponiendo 
por  consiguiente  que  se  cambie  la  numeración  de  los  demás 
en  la  forma  en  que  quedan  insertos,  y  ha  sustituido  el  1.° 
con  el  qiie  arriba  aparece.  Antes  este  núni.  1.°  decía  así: 
«Suspender  á  los  patronos,  administradores  y  encargados 
particulares.» 

-  Tenganse  presentes  las  disposiciones  del  S.  D.  de  11 
de  Marzo  de  1890. 

^  Por  E.  D.  de  3  de  Marzo  de  ISS.'t  se  eleva  hasta  Í5  el 
número  de  vocales  de  la  Junta  provincial  de  Madrid, 
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il  la  aprobación  del  Ministro  de  la  Gober- 
nación. 

3.*  Proponer  el  sueldo  que  el  administra- 
dor provinciíil  ha  de  peixibir,  y  la  fianza  que 
debe  prestar  para  el  ejercicio  de  su  cargo,  te- 
niendo en  cuenta  la  importancia  de  los  bienes 
y  valores  que  custodie. 

4."  Nombrar  sus  procuradores  y  notarios, 
y  el  personal  subalterno  que  han  de  tener  á  su 
servicio,  dando  cuenta  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación. 

5.*  Ejercer  el  patronazgo  de  todas  las  fun- 
daciones que  se  les  encomendasen,  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  la  facultad  í)."  del  art.  11. 

6.^  Informar  al  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, á  la  Dirección  general  y  k  los  goberna- 
dores de  provincia  en  cuantas  ocasiones  se  lo 
ordenaren,  y  necesariamente  en  los  expedien- 
tes que  se  instruyan  para  ejercitar  las  facul- 
tades 1.",  2.",  9,^y  14  del  art.  11,  y  2.*,  3."  y 
4."  del  art.  12  de  esta  instrucción. 

7.^  Informar  las  cuentas  de  sus  respectivos 
administradores  y  de  los  particulares. 

8.''  Pedir  informes  .sobre  los  asuntos  que 
les  están  confiados,  y  reclamar,  como  de  oficio, 
con  las  formalidades  legales,  de  las  Notarías, 
Registros  de  la  propiedad  y  demás  oficinas  y 
Archivos  públicos,  testimonios  ó  certificacio- 
nes autorizadas  de  los  documentos  que  juzgue 
necesarios  para  conocer  el  origen,  naturaleza, 
patronos  administradores,  objeto,  dota(^ión  y 
vicisitudes  de  las  fundaciones  enclavadas  en 
la  provincia. 

9.^  Vi.sitar  los  establecimientos  benéficos 
de  la  provincia. 

10.  Averiguar  si  los  bienes,  valores  y  pa- 
peles pertenecientes  á  Beneficencia  existen 
indebidamente  en  poder  de  alg-una  persona  ó 
corporación;  si  los  que  ejercen  el  patronazgo 
y  la  administración  de  las  fundaciones  tienen 
justo  titulo  para  ello  y  respetan  las  prescrip- 
ciones legales  y  de  fundación,  y  si  los  encar- 
gados de  crear  y  mejorar  alguna  institución 
benéfica  cumplen  su  cometido,  y  participar  A 
la  autoridad  correspondiente  los  abusos  que 
observaren,  para  sni  remedio  por  medio  de 
oportunos  expedientes  de  suspensión  y  de  des- 
titución de  los  patronos,  administradores  ó  en- 
cargados y  por  los  demás  recursos  leg'ales. 

Respecto  á  los  bienes  y  valores  procedentes 
de  Beneficencia  particular,  y  a]ilicados  legal- 
mente  á  la  provincial  ó  municipal,  averigua- 
rán si  se  conservan  debidamente,  y  si  se  em- 
plean en  los  objetos  de  su  institución  con  las 
formalidades  convenientes. 

11.  Velar  por  que  en  los  litigios  que  afecten 
á  la  Beneficencia  se  aprovechen  los  plazos  y 
recursos  legales;  cuidar  de  que  se  eviten  con- 
troversias judiciales,  improcedentes  ii  onero- 
sas, y  comparecer  y  mostrarse  parte  si  fuese 
indispensable,  con  autorización  del  Ministro 
de  la  Gobernación  en  representación  de  los  in- 
tereses colectivos  que  los  están  confiados. 

12.  Ser  parte,  con  igual  representación,  en 
los  autos  de  desvinculación;  resistirla  cuando 
no  proceda  con  arreg'lo  á  las  leyes  y  procurar 
en  todo  caso  el  respeto  á  las  cargas  benéficas 
que  deban  subsistir. 

13.  Ejercitar,  estimular  y  auxiliar  la  acción 


investigadora,  y  facilitar  á  los  funcionarios 
eucarg-ados  de  este  servicio  cuantas  noticias 
pudieran  aprovecharles  para  su  mejor  des- 
empeño, y  las  certificaciones  de  documentos 
que  obrasen  en  los  Archivos  de  las  Juntas  y 
que  pudieran  contribuir  al  mismo  fin. 

14.  Promover  las  operaciones  de  liquida- 
ción, emisión  y  entrega  de  las  inscripciones 
intransfei'ibles  de  Deuda  pública,  por  equiva- 
lencia de  bienes  desamortizados;  evitar  que  el 
Estado  se  incaute  de  ellos  antes  de  consumar 
la  desamortización;  cuidar  de  que,  una  vez 
realizada  ésta,  se  abone  lo  procedente,  á  euen- 
ta  de  los  intereses  de  las  inscripciones,  hasta 
su  emisión,  y  procurar  el  cobro  de  los  atrasos 
que  la  Beneficencia  tenga  por  rentas  de  los 
bienes  ó  por  intereses  de  las  inscripciones. 

15.  Formar  coa  los  premios  de  patronaz- 
g'os  y  de  administración  de  las  fundaciones 
que  se  les  confíen,  y  con  los  demás  recursos 
que  esta  instrucción  crea,  un  fondo,  cuya  dis- 
tribución anual  presupuestarán  y  de  cuya  in- 
versión darán  anualmente  cuenta. 

Por  dichos  premios  de  patronazg'o  y  admi- 
nistración, las  Juntas  percibirán  el  10  por  100 
sobre  los  ingresos  de  las  respectivas  funda- 
ciones ^ 

16.  Dictar  cuantas  disposiciones  crean  con- 
venientes respecto  de  los  libros  que  deben  lle- 
var sus  administradores,  y  el  sistema  y  forma 
á  que  han  do  sujetar  la  contabilidad  de  los 
fondos  propios  de  las  .Juntas  y  de  cada  una  de 
las  fundaciones  que  tengan  á  su  cargo. 

17.  Registrar  los  presupuestos  y  cuentas 
que  informen  y  reelijan  aprobadas  y  formar  la 
contabilidad  provincial. 

18.  Elevar  al  director  general,  al  terminar 
los  meses  desig-nados  para  informar  los  presu- 
puestos y  las  cuentas  particulares,  estados  de 
los  representantes  que  han  cumplido  y  de  los 
que  no  han  cumplido  esta  obligación. 

Y  19.  Formar  libros  registros  do  todas  las 
fundaciones  de  Beneficencia  enclavadas  eu  la 
provincia,  con  cuantos  detalles  sean  indispen- 
sables para  reunir  su  estadística. 

CAP.  VII.— Be  las  Juntas  municipdlea. 

Art.  17.  El  Ministro  de  la  Gobernación  crea- 
rá Juntas  municipales  de  Beneficencia,  con 
audiencia  de  la  provincial  respectiva,  en  los 
pueblos  apartados  de  la  capital  que  tuviesen 
instituciones  del  ramo  numerosas  ó  muy  ricas. 

Art.  18.  Estas  Juntas  constarán  de  cinco  á 
nueve  individuos.  Los  períodos  de  duración  y 
renovación  y  las  condiciones  y  circunstancias 
de  sus  vocales,  serán  iguales  á  las  de  las  Jun- 
tas provinciales. 

Art.  19.  Las  Juntas  municipales  depende- 
rán inmediatamente  de  las  provinciales  res- 
pectivas y  ejercerán  en  su  localidad  las  fun- 
ciones que  aquéllas  en  toda  la  provincia. 

CAP.  VIII. — De  los  admínistradoresjirovinciales. 

Art.  20.  Los  administradores  provinciales 
de  Beneficencia  serán  nombrados  y  separados 
por  el  Ministro  de  la  Gobernacinn,  y  disfruta- 
rán el  sueldo  que  el  mismo  Ministro  les  señale 


•     Víase  el  art.  0.°  del  R.  D.  de  ti  Mar:o  1890. 
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;i  propuesta  de  la  Junta  pi-ovincial  re.spectiva. 

Cuando  por  iusuficiencia  de  datos  ó  por  fal- 
ta de  recursos  no  pudiere  fijarse  este  sueldo, 
podrá  asignárseles  los  premios  de  administra- 
ción de  las  fundaciones  que  se  les  vayan  coii- 
tiando,  por  todo  su  valor  ó  en  parte  alícuota 
de  los  mismos. 

Art.  21.  No  podrán  ser  nombrados  para  este 
cargo  los  que  estuvieren  residenciados  ó  hu- 
biesen sido  responsabilizados  gubcrnativa- 
iiiente  por  abuso  de  sus  funciones  como  em- 
pleados públicos,  ni  los  que  se  hallaren  pvoce- 
.sados  ó  hubiesen  sido  condenados  por  alg'uno 
délos  delitos  de  falsedad,  do  los  empleados  pú- 
blicos en  el  ejercicio  de  sus  cai-g'os,  ó  contra 
la  propiedad. 

Tampoco  podrán  ser  nombrados  los  vocales 
de  Juntas  de  Beneficencia  ó  de  Patronos,  los 
patronos',  adnn\üstradores,  eucarg'ados,  direc- 
tores ó  representantes  de  otras  fundaciones 
benéficas. 

Art.  22.  Los  administradores  provinciales 
serán  los  secretarios,  pero  .siu  voto,  de  las  res- 
¡lectivas  Juntas,  y  tendrán,  bajo  la  inspección 
de  las  mismas,  y  con  las  formalidades  que  se 
dirán,  las  atribuciones  siguientes: 

l.''^  Administrar  todas  las  fundaciones  que 
se  les  encomendaren  con  arreg'lo  á  lo  preveni- 
do en  la  facultad  10  del  art.  11. 

2.'''  Llevar  los  libros  que  las  Juntas  de  que 
dependan  les  exijan,  y  observar  el  sis  tema  y  for- 
ma de  contabilidad  prevenidos  por  las  mismas. 

S."'  Formar  presupuestos  y  rendir  cuentas 
de  cada  una  de  las  fundaciones  que  tengan  á 
su  cuidado,  en  el  tiempo  y  forma  prevenidos 
para  este  servicio  á  los  representantes  parti- 
culares. 

4."  Custodiar,  en  la  forma  que  dispusieren 
las  respectivas  Juntas,  los  valores  que  consti- 
tuyan el  presupuesto  anual  de  las  mismas  y 
los  que  formen  el  haber  de  las  fundaciones  que 
tengan  á  su  carg'o. 

Y  5."  Organizar  y  custodiar  el  Archivo  del 
ramo;  formar  y  conservar  los  índices  del  mis- 
mo y  los  inventarios  de  todos  los  muebles  y 
pertenencias  de  las  Juntas,  y  remitir  á  la  Di- 
rección general  copias  de  dichos  inventarios  é 
índices. 

CAP.  IX. — Be  los  administradores  municipales. 

Art.  23.  Habrá  administradoi-es  municipa- 
les donde  el  Ministro  de  la  Gobernación  creare 
Juntas  municipales  del  ramo;  y  tendrán,  en  la 
localidad  á  que  pertenezcan,  las  facultades  y 
obligaciones  que  los  administradores  provin- 
ciales en  sus  respectivas  provincias. 
CAP.  X. — De  los  abonados  '. 

Art.  24.  Habrá  todos  los  abogados  del  ramo 
que  las  necesidades  del  ser\icio  exijan. 

Art.  25.  Los  abogados  de  Beneficencia  se- 
rán nombrados  por  el  Ministro  de  la  Gober- 
nación. 

Art.  26.  Para  ser  nombrado  abogado  de 
Beneficencia  es  indispensable  tener,  además 
de  los  títulos  a.cadémicos  y  requisitos  adminis- 
trativos necesarios,  algunas  de  las  circunstan- 
cias sig'uientes: 


'     Véase  el  articulo  Abogados  de  la  bemeficencia. 


I.''  Haber  ejercido  la  profesión,  cou  estu- 
dio abierto,  durante  seis  años,  y  pagado  en 
tres,  por  lo  menos,  la  cuota  media  de  la  contri- 
bución de  subsidio  en  la  localidad  respectiva. 

2.'''  Haber  desempeñado  cargos  de  la  ca- 
rrera judicial  ó  fiscal  durante  cuatro  años. 

3."  Haber  desempeñado  cátedra  de  Derecho 
de  Administración  durante  dos  años. 

4.'''  Haber  pertenecido  á  Juntas  de  Benefi- 
cencia ó  de  Patronos  durante  dos  años. 

Y  5.''  Ser  autor  de  alguna  obra  de  Derecho 
ó  de  Administración,  reputada  útil. 

Estas  circunstancias  constarán,  por  las  cer- 
tificaciones correspondientes,  en  el  expediente 
que  ocasione  al  nombramiento  y  serán  citadas 
en  la  orden  que  lo  otorgue. 

Art.  27.  Serán  obligaciones  gratuitas  de 
los  abogados  de  Beneficencia. 

1.*  Ilustrar  á  las  Juntas  de  Beneficencia  y 
de  Patronos  en  todos  aquellos  asuntos  que,  por 
ofrecer  dudas  jurídicas,  reclamen  su  dictamen. 

Y  2."  Defender  á  las  mismas  Juntas  en  to- 
dos los  pleitos  y  negocios  que,  con  la  compe- 
tente autorización,  sostengan,  y  en  que  sea  ne- 
cesaria la  intervención  de  letrado, siempreque 
hayan  de  ventilarse  dentro  del  territorio  á  que 
se  refiera  su  nombramiento. 

Art.  28.  Los  representantes  particulares  de 
fundaciones  benéficas  podrán  valerse  de  los 
abogados  del  ramo,  y  si  lo  hicieren,  gozarán 
de  la^  ventajas  consiguientes  á  lo  prevenido 
en  el  articulo  anterior.  Para  valerse  de  aboga- 
do que  no  sea  de  Beneficencia,  necesitarán  au- 
torización especial  del  Ministro  déla  Goberna- 
ción, si  no  la  tuviesen  por  título  de  fundación. 

Art.  29.  Los  abogados  de  Beneficencia  ten- 
drán, respecto  á  las  partes  que  litiguen,  las 
mismas  obligaciones  y  los  mismos  derechos  que 
los  representantes  jurídicos  de  quienes  gozan 
de  la  defensa  por  pobres. 

TÍTULO  III 

DEL  PATRONAZGO 

CAP.  I. — De  las  Juntas  de  Patronos. 

Art.  30.  Las  Juntas  de  Patronos  á  que  el 
Gobierno  confiará  el  régimeny  administración 
de  las  instituciones  que  por  ley  ó  por  funda- 
ción correspondan  á  su  patronazg'o,  y  las  en- 
cargadas de  los  establecimientos  permanentes 
que  no  conserven  el  número  de  patronos  de- 
sig'nados  por  la  fundación,  no  tendrán  duración 
determinada  ni  número  fijo  de  vocales. 

Serán  vocales  natos  de  las  Juntas  de  la  se- 
gunda clase,  el  patrono  ó  patronos  subsistentes. 

Art.  31.  Las  Juntas  de  Patronos  tendrán 
las  facultades  que  los  estatutos  y  constitucio- 
nes de  los  establecimientos  respectivos  les  con- 
fien, y  en  todo  caso  las  siguientes: 

1."  Nombrar  sus  respectivos  presidentes  y 
secretarios. 

2."  Someter  á  la  aprobación  del  Gobierno 
las  modificaciones  que  reputen  necesarias  ó 
convenientes  en  los  estatutos  y  constituciones 
de  la  fundación. 

3."    Formar  los  reglamentos  convenientes ' 
para  facilitar  el  cumplimiento  de  dichos  esta- 
tutos ó  constituciones,  y  someterlos  á  la  apro- 
bación del  Ministro  de  la  Gobernación. 

4.''    Proponer  los  sueldos  de  sus  empleados 
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jefes  de  servicio  y  la  tuautia  de  las  fianzas  de 
los  que  teng'aii  que  prestarlas. 

5."  Nombrar  y  separar  A  todos  sus  emplea- 
dos subalternos,  dando  cuenta  al  Ministro  de 
la  Gobernación. 

6.''  Llevar  la  dirección,  gobierno  y  admi- 
nistración de  los  establecimientos,  cumpliendo 
las  prescripciones  legales  y  de  fundación. 

7.'  Formar  los  presupuestos  y  rendir  las 
cuentas  con  arreg-lo  á  esta  instrucción,  dán- 
doles el  curso  correspondiente. 

Y  8."  Custodiar,  ordenar  y  servir  el  Archi- 
vo del  establecimiento;  formar  sus  Índices  y 
los  inventarios  de  todos  los  bienes  y  valores 
que  le  pertenezcan,  y  remitir  á  la  Superiori- 
dad copias  de  dichos  índices  é  inventarios. 

CAP.  II. — De  los  patronos  y  administradores 
particulares  *. 

Art.  32.  Los  rejj^i-esentantes  legítimos  de 
las  instituciones  particulares  de  Beneficencia, 
A  título  de  fundación  ó  de  ley,  tendrán  las 
obligaciones  siguientes: 

l.'^  Presentar  al  protectorado  los  títulos  de 
fundación  y  de  propiedad  de  las  institucio- 
nes que  tengan  á  su  cargo,  y  las  escrituras, 
convenios,  concordias  ó  providencias  que  las 
hayan  confirmado  ó  modificado,  y  d.arle  rela- 
ción de  sus  bienes  y  valores. 

2.*  Llevar  la  contabilidad  de  las  fundacio- 
nes con  arreglo  al  sistema  acordado  en  las 
mismas,  y  en  su  defecto,  con  arreglo  al  que, 
á  su  propuesta,  aprobase  la  Dirección  general. 

3.*  Presentar  presupuestos  y  rendir  cuen- 
tas con  arreglo  á  esta  instrucción. 

4.*  Tener  en  buen  estado  de  conservación, 
producción  y  cobro  los  bienes  .y  valores  que 
administren. 

5."  Cumplir  las  cai-gas  benéficas  anejas  á 
las  fundaciones  respectivas. 

6."  Respetar  en  el  gobierno  y  administra- 
ción de  las  fundaciones  las  leyes  y  las  preven- 
ciones de  los  fundadores. 

7.*  Solicitar  del  protectorado  las  autoriza- 
ciones necesarias  para  ciertos  actos  de  g'obier- 
no  y  administración  que  se  expresarán. 

Art.  33.  Los  representantes  legítimos  de 
fundaciones  particulares  podrán  ser  suspen- 
didos, y  destituidos  en  su  caso  por  alguna  de 
las  causas  siguientes: 

l.'^  Estar  impedidos  intelectual  ó  física- 
mente para  el  ejercicio  de  su  cargo. 

2."  Haber  sido  privados  ó  suspendidos  ju- 
dicialmente de  «US  derechos  civiles,  ó  impués- 
toles  pena  corporal  que  les  impida  el  ejercicio 
del  cargo. 

3.*  No  cumplir  sin  justa  causa  las  obliga- 
ciones impuestas  por  el  fundador  ó  por  las  le- 
yes, después  de  requeridos  previamente  por 
la  autoridad  encargada  de  velar  por  dicho 
cumplimiento. 

4.*  Desobedecer  las  órdenes  del  protecto- 
rado en  asunto  de  su  competencia,  después 
de  amonestados  para  su  cumplimiento. 

b.^  Turbar,  aun  después  de  amonestados 
en  contrario,  á  las  respectivas  Juntas  de  Be- 


'    Véanse  las  £ts.  Os.  de  29  de  Mayo,  2S  de  Junio  y  9  de 
Diciembre  de  íSSfí. 


neflcencia,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
propias,  y  sin  mediar  justas  causas,  que  sólo 
podrán  serlo  la  de  evitar  un  daño  inminente 
á  la  fundación,  y  la  de  reportarle  un  beneficio 
manifiesto. 

G.*  Dar  á  los  bienes  y  valores  de  la  funda- 
ción destino  no  benéfico  y  diverso  del  designa- 
do por  los  fundadores. 

7."  Apropiarse  bienes  y  valores  de  la  fun- 
dación. 

S.^  Negar  la  debida  intervención  á  sus  com- 
patronos. 

Y  9."  Cometer  abandono  y  negligencia  gra- 
ves en  el  desempeño  de  sus  funciones,  con 
daño  de  los  intereses  de  la  fundación. 

Art.  34.  Las  suspensiones  podrán  decre- 
tarse por  el  Ministro  de  la  Gobei  nación,  ó  [lor 
los  gobernadores  de  provincia,  previa  la  ins- 
trucción de  un  expediente  sumario  en  que 
sean  oídos  los  interesados  y  conste  alguna  de 
las  causas  apuntadas  en  el  artículo  anterior. 

Art.  35.  Acordada  la  suspensión  por  el  go- 
bernador de  la  provincia,  se  dará  cuenta,  con 
remisión  del  expediente,  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación, quien  la  confirmará  ó  alzará. 

Art.  36.  Siempre  que  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación acordase  ó  confií'mase  la  suspen- 
sión del  representante  de  una  fundación,  ins- 
truirá tin  expediente,  para  resolver  con  toda 
urg'encia  la  forma  en  que  ha  de  g'obernarse 
interinamente  la  fundación,  y  otro  distinto, 
para  que  aquél  no  sufra  retraso,  con  objeto  de 
acordar  el  alzamiento  de  la  suspensión  ó  la 
destitución  definitiva. 

Art.  37.  El  expediente  de  destitución  se 
instruirá  ampliando  el  de  suspensión  con  los 
informes  convenientes  y  las  inexcusables  au- 
diencias de  los  interesados,  de  la  .lunta  pro- 
vincial y  del  C.  de  E.,  y  se  resolverá  sin  per- 
juicio de  recurso  coutencioso-administrativo 
que  pueden  entablar  los  destituidos. 

Art.  38.  De  toda  suspensión  y  destitución 
se  dará  traslado  al  Ministro  de  Hacienda,  para 
conocimiento  de  las  Direcciones  que  de  él  de- 
penden, á  los  g'obernadOres  y  Juntas  respecti- 
vas, y  á  las  demás  oficinas  públicas  y  particu- 
lares á  que  pueda  afectar  el  acuerdo. 

Art.  39.  Cuando  por  suspensión,  destitu- 
ción, renuncia  ó  por  otra  causa,  cesaren  alg'u- 
uo  ó  varios  representantes  legítimos  de  una 
misma  fundación  no  permanente,  pero  aún 
quedaren  dos  ó  más,  se  refundirán  en  éstos 
los  derechos  de  los  restantes. 

Art.  40.  Si  por  virtud  de  cualquiera  de  las 
causas  apuntadas  en  el  artículo  anterior  que- 
dase un  solo  patrono  al  frente  de  la  fundación 
no  permanente  que  debiera  de  tener  dos  ó  más 
representantes,  se  proveerá  que  teng'a  dos  al 
menos,  y  al  tenor  siguiente: 

1."  Se  reconocerá  á  quien  ó  á  quienes,  se- 
gún lo  dispuesto  en  la  última  parte  de  la  fa- 
cultad 9.''  del  art.  11,  puedan  rescatar  el  ejer- 
cicio del  patronazgo,  que  en  otro  caso  se  con- 
fiará á  las  Juntas. 

Y  2."  Si,  á  pesar  de  esto,  no  resultase  más 
que  un  representante,  los  actos  de  éste  nece- 
sitarán para  su  validez  y  aprobación  superior 
la  intervención  obligada  de  la  autoridad  local 
administrativa,  judicial  ó  eclesiástica,  según 
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que  en  la  vacante  predominase  uno  ú  otro  de 
estos  caracteres. 

Art.  41.  Lo  dispuesto  en  los  dos  anteriores 
artículos  será  aplicable  á  los  administradores 
particulares,  por  lo  que  se  refiera  á  su  admi- 
nistraciiin. 

Art.  42.  Cuando  lo  previsto  por  los  prece- 
dentes arts.  3;>  y  40  ocurriere  en  fundaciones 
de  carácter  permaneute,  tendrá  lugar  el  nom- 
bramiento de  Junta  de  patronos,  en  la  forma 
prevista  por  los  arts.  11,  facultad  7.*,  y  30  de 
esta  instrucción. 

TÍTULO  IV 

DEL    PHOCEDIMIENTO 

CAPÍTULO  PRIMEEO.— fleffZas  generales. 

Art.  43.  Los  que  comparezcan  y  g-estionen 
en  representación  ajena  deberán  acreditarla 
con  la  exliibición  de  poder  bastante,  ó  con  la 
presentacuMi  del  correspondiente  mandato  pri- 
vado legalizado  por  autoridad  dependiente  del 
Ministro  de  la  Gobernación. 

Art.  44.  Los  que  invoquen  la  legitima  re- 
presentación de  una  fundación,  la  acreditarán 
por  testimonio  del  auto  judicial  correspon- 
diente cuando  fuese  familiar  el  titulo  que  in- 
voquen; y  por  certificación  en  forma  de  la  au- 
toridad competente,  cuando  la  representación 
fuese  aneja  á  un  oficio  ó  cargo,  ó  resiiltado  de 
una  elección. 

Art.  45.  Los  títulos  de  fundación  y  de  pro- 
piedad, escrituras,  convenios,  concordiasy  de- 
más documentos  piiblicos  que  deban  obrar  en 
los  expedientes  á  que  esta  instrucción  se  re- 
fiera, se  presentarán  en  testimonio  ó  por  cer- 
tificación; pero  ésta  ha  de  ser  expedida  por 
autoridad  dependiente  del  Ministerio  de  lá  Go- 
bernación, que  no  sea  parte  en  el  expediente. 
La  falta  absoluta  de  estos  documentos,  cuan- 
do sean  necesarios,  sólo  podrá  suplirse  por 
una  información  judicial  para  perpetua  me- 
moria. 

Art.  46.  Todos  los  títulos  de  fundación  y 
de  propiedad,  escrituras,  estatutos,  constitii- 
ciones,  reglamentos  y  disposiciones  oficiales 
que  autoricen,  modifiquen,  agreguen  ó  supri- 
man alguna  fundación  de  Beneficencia,  for- 
marán, bajo  el  nombre  de  ésta,  en  el  Archivo 
de  la  Sección,  un  legajo  especial,  para  que 
pueda  ser  consultado  en  cuantos  expedientes 
lo  necesiten,  sm  ocasionar  nuevas  molestias 
ni  gastos  innecesarios  á  los  interesados. 

Art.  47.  Cuando  sea  preciso  alguno  de  es- 
tos documentos,  se  reclamará  por  el  conducto 
debido,  se  extractará  la  parte  pertinente  en  el 
expediente  respectivo,  y  se  devolverá  al  Ar- 
chivo después  de  evacuado  este  servicio. 

Art.  48.  Cuando  obraren  en  el  Ministerio 
de  la  Gobernación  los  documentos  exigidos 
para  los  expedientes  reglamentados  en  esta 
instrucción,  bastará  citarlos  en  la  correspon- 
diente solicitud. 

Cuando  existieren  en  otras  oficinas  delaAd- 
ministración  pública,  se  podrá  pedir  certifica- 
ción de  los  mismos  al  jefe  de  la  oficina  res- 
pectiva. 

Y  cuando  se  presentaran  copias  simples  en 
el  papel  sellado  correspondiente  acompañadas 
de  testimonios  ó  certificaciones  auténticos,  po- 


drá pedirse  la  devolución  de  éjtos,  previos  su 
cotejo  y  la  consignación  de  la  diligencia  ne 
conformidad. 

Art.  49.  Los  expedientes  de  carácter  parti- 
cular se  referirán  siempre  á  una  sola  funda- 
ción. Al  efecto,  se  procurará  que  cada  solici- 
citud,  comunicación  ó  acuerdo  no  tenga  más 
alcance.  Y  cuando  otra  cosa  sucediere,  se  for- 
marán las  correspondientes  piezas  separadas. 

CAP.  II. — De  las  clasiftcaciones. 

Art.  50.  Siempre  que  se  suscitasen  dudas 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  sobre  el  carác- 
ter público  ó  particular  de  una  fundación  be- 
néfica, se  instruirá  expediente  para  su  clasi- 
ficación. 

Art.  51.  Podrán  promover  expediente  de 
clasificación: 

1."  El  Ministro  de  la  Gobernación  por  ini- 
ciativa propia  ó  á  excitación  de  alguna  de  las 
autoridades,  corporaciones  ó  funcionarios  en- 
cargados de  representar,  auxiliar  ó  ilustrar  al 
protectorado. 

2.°  Los  representantes  legales  de  las  fun- 
daciones. 

3."  Los  interesados  directa  ó  indirectamen- 
te en  sus  beneficios. 

Art.  52.  En  los  expedientes  de  clasificación 
constarán  necesariamente: 

1.°    El  objeto  de  la  fundación  y  sus  cargas. 

2.°  Los  bienes  y  valores  que  constituyan 
su  dotación. 

3."  Sus  fundadores  y  las  personas  que  ejer- 
zan su  patronazg'o  y  administración. 

Art.  53.  Serán  documentos  inexcusables  en 
estos  expedientes: 

1.°    El  titulo  de  fundación. 

2.°     Relación  autorizada  de  sus  bienes. 

3."  Certificaciones  bastantes  para  acreditar 
las  condiciones  necesarias  del  establecimien- 
to, según  su  clase. 

Art.  54.  Serán  trámites  indispensables  en 
estos  expedientes  los  siguientes: 

1."  La  audiencia  de  los  representantes  de 
la  fundación  y  de  los  interesados  en  sus  bene- 
ficios, por  un  plazo  que  no  bajará  de  quince 
días  ni  excederá  de  cuarenta,  dtirante  el  cual 
tendrán  de  manifiesto  el  expediente  en  la  Sec- 
ción del  ramo. 

Los  representantes  é  interesados  que  fue- 
ren conocidos,  serán  citados  directamente;  los 
que  no  lo  fueren,  serán  citados  por  los  perió- 
dicos oficiales. 

2."     El  informe  de  la  Junta ^irovincial. 

Y'  3."     El  dictamen  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  55.  Para  que  una  fundación  pueda 
clasificarse  como  particular,  se  necesita: 

1."  Que  reúna  las  condiciones  exigidas  por 
los  arts.  2."  y  3."  de  esta  instrucción. 

2.°  Que  cumpla  con  el  objeto  de  su  crea- 
ción, ó  con  el  que  tuvo  desde  tiempo  inme- 
morial. 

Y'  3."  Que  se  mantenga  exclusivamente  cou 
el  producto  de  sus  bienes  propios,  sin  ser  so- 
corrida por  necesidad  con  fondos  del  Gobier- 
no, de  la  provincia  ó  del  Municipio,  y  sin  dis- 
frutar del  beneficio  de  repartos  ó  arbitrios  for- 
zosos. 

Art.  56.     Cuando  no  ofreciese  dudas,  ni  sus- 
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citase  controversias  el  carácter  de  iiu  esta- 
blecimiento, bastará  que  lo  clasifique  g-uber- 
uativameute  el  Ministro  de  la  Gobernación, 
sin  perjuicio  de  practicarlas  demás  diligencias 
cuando  se  hiciese  oposición  á  dicho  acto. 

Art.  57.  Hecha  la  clasificación  de  un  esta- 
blecimiento en  cualquiera  de  las  formas  apun- 
tadas, se  participará  al  Ministro  de  Hacienda, 
para  su  conocimiento  y  el  de  las  Direcciones 
que  de  él  dependen,  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia, á  la  respectiva  Junta  provincial  y  á  las 
demás  oficinas  públicas  y  particulai'es  á  que 
pueda  afectar  el  acuerdo. 

Art.  58.  La  fundación  asi  clasificada,  será 
confiada  por  el  Ministro  de  la  Gobernación  á 
las  autoridades,  corporaciones  ó  particulares 
qiie  deban  ejercer  su  patronazgo  y  adminis- 
tración con  arreglo  á  los  títulos  respectivos  y 
á  las  leyes. 

CAP.  III. — De  las  autorizaciones. 

Art.  59  *.  Para  que  la  Dirección  general 
autorice  por  primera  vez  la  entrega  de  valo- 
res de  Deuda  pública  emitidos  por  liquidación 
ó  conversión  y  el  pag'O  de  sus  intereses  seg'ím 
se  dispone  bajo  el  núm.  1."  del  ai-t.  10  de  esta 
instrucción,  se  necesita  que  los  que  lleven  la 
legitima  representación  de  las  fundaciones 
acrediten  en  expediente  instruido  al  intento, 
lo  siguiente: 

1.°    La  personalidad  de  los  solicitantes. 

2.°  Las  carg-as  benéficas  que  constituyen 
la  fundación,  por  medio  de  la  presentación  del 
titulo  de  la  misma  y  de  cuantos  documentos 
oficiales  la  hayan  confirmado  ó  modificado. 

Y  3.°  El  cumplimiento  reg'ular  y  completo 
de  las  cargas  citadas,  ó  el  motivo  legal  que  lo 
haya  impedido. 

Árt.  60.  Las  autorizaciones  que  se  expidan 
por  primera  vez,  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  articulo  anterior,  serán  remitidas  á  la  Di- 
rección general  de  la  Deuda  pública,  y  de  ellas 
se  dará  traslado  á  los  gobernadores  y  á  las 
Juntas  de  Beneficencia  de  las  respectivas  pro- 
vincias, para  que  mejor  ejerzan  en  lo  sucesi- 
vo, sobre  las  fundaciones  de  que  se  trate,  la 
inspección  y  vigilancia  legales. 

Art.  61.  Para  la  seg-unda  y  ulteriores  en- 
tregas de  valores  y  pag'os  de  intereses,  basta- 
rá que  los  repríísentantes  legítimos  de  las  fun- 
daciones acrediten  en  la  Dirección  g-eneral  de 
la  Deuda  pública,  por  certificación  de  la  de 
Beneficencia,  que  continúan  bajo  la  inspec- 
ción del  protectorado,  y  cumpliendo  con  las 
obligaciones  legales  y  de  fundación  *. 

Art.  62.  No  se  solicitará,  trasnmitii'á  ni  con- 
cederá autorización  para  defender  ante  los 
Tribunales  de  justicia  los  derechos  de  la  Be- 
neficencia, sino  cuando  estuvieren  agiotados 
todos  los  procedimientos  y  recursos  adminis- 
trativos. 

Art.  63.  Cuando  los  representantes  legíti- 
mos de  una  fundación  creyeren  procedente 
presentar  una  demanda  judicial,  solicitarán  la 
necesaria  autorización  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación;  cuando  fueren  demandados,   sin 


'     Véanse  las  Rs.  Os.  de  25  Mayo,  2S  Junio  y  9  Dicierii' 
bt-e  de  ISBS. 


perjuicio  de  contestar  en  tiempo  y  forma  pro- 
cedentes, darán  cuenta  á  la  Junta  respectiva 
de  aquel  hecho  dentro  del  día  siguiente  al  en 
que  fueron  emplazados;  y  siempre  que  inten- 
ten un  litigio,  comunicarán  á  la  Junta  citada 
las  providencias  definitivas  que  en  él  recaye- 
sen, dentro  del  dia  siguiente  al  que  fueron  no- 
tificadas. 

Art.  64.  Se  necesitan  expedientes  y  reso- 
luciones especiales  del  Ministro  de  la  Gober- 
nación para  hacer  las  sig'uientes  declaraciones 
si  excediesen  de  las  facultades  de  los  re.spec- 
tivos  patronos  ó  administradores: 

1.^  Que  el  capital  de  una  fundación  es  in- 
suficiente para  cumplir  lo  acordado  por  su 
fundador,  y  que  por  ello  debe  destinarse'á  otro 
objeto  benéfico,  ó  modificarse  el  existente. 

2.^  Que  una  fundación  tiene  rendimientos 
sobrantes,  y  que  éstos  deben  destinarse  á  otro 
objeto  benéfico. 

3."  Que  han  caducado  en  todo  ó  en  parte 
los  objetos  benéficos  de  una  fundación,  y  que 
el  capital  destinado  al  objeto  caducado  debe 
destinarse  á  otro. 

é.*  Que  deben  reformarse  las  disposiciones 
de  una  fundación  para  ponerlas  en  armonía 
con  las  nuevas  conveniencias  sociales. 

S."^  Que  conviene  convertir  las  inscripcio- 
nes intransferibles, dotación  de  unafundación, 
en  títulos  al  portador,  y  vender  los  demás  va- 
lores transferibles  representativos  del  capital 
de  la  misma. 

6.''  Que  es  útil  transigir  un  litigio  que  afee 
te  á  la  Beneficencia. 

Y  7.^  Que  conviene  vender  los  bienes  in- 
muebles, no  amortizados,  de  una  fundación. 

Art.  65.  Son  aplicables  á  todos  estos  ex- 
pedientes las  circxmstancias  exigidas  por  los 
arts.  52,  53  y  5-1  de  esta  instrucción. 

Art.  66.     Los  fondos  que  resulten   disponi- 
bles á  consecuencia  de  lo   prevenido  en  los 
artículos  anteriores,   formarán   uno  especial 
custodiado  en  la  Depositaría  del  ramo  y  des- 
tinado preferentemente: 
1."     A  satisfacerlos  gastos  del  protectorado. 
2.°     A  completar  la  dotación  de  las  funda- 
ciones que  la  tuvieren  insuficiente  y  que  fue- 
sen de  extraordinaria  conveniencia  pública. 
3."     A  instalar  nuevas  fundaciones,  cuyo 
objeto  sea  la  satisfacción  de  necesidades  des- 
conocidas en  lo  antiguó  ó  muy  reclamado  por 
el  estado  actual  de  la  sociedad. 

Art.  67.  Respecto  á  la  forma  de  verificarse 
las  ventas,  los  arrendamientos,  las  obras  y  los 
suministros  que  afecten  á  instituciones  de  Be- 
neficencia, se  observarán  las  sig'uientes  reglas: 
1.*  Se  respetarán  en  todo  caso  las  autori- 
zaciones de  los  respectivos  fundadores,  si  las 
hubiere  explícitas. 

2.'^  Si  no  existiesen  estas  autorizaciones, 
los  representantes  de  las  fundaciones  podrán 
adoptar  la  forma  de  administración  ó  la  de  su- 
basta, siempre  que  se  trate  de  valores  que  no 
excedan  de  la  tercera  parte  de  la  dotación  to- 
tal de  las  fundaciones  respectivas. 

S.''  Cuando  no  existiesen  las  autorizacio- 
nes de  la  regla  1."''  y  se  tratase  de  valores  su- 
periores á  los  citados  en  la  2.",  la  Dirección 
general  resolverá,  oyendo  á  los  representan- 
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tes  de  las  fundaciones,  si  ha  de  adoptarse  la 
forma  de  administración  ó  la  de  subasta. 

Art.  68.  La  Dirección  g-eneral  autorizará  la 
negociación  de  valores  al  portador  proceden- 
tes de  reutas,  k  falta  de  otra  autorización  le- 
gal ó  de  fundación,  cuando  se  acreditare  la 
absoluta  necesidad  de  ello  y  con  las  interven- 
ciones necesarias  para  evitar  el  fraude. 

CAP.  IV.— -De  las  ini'estigacionea. 

Art.  69.  La  aprobación  de  las  investig'acio- 
ues  de  bienes  y  valores  de  Beneficencia  corres- 
poude  k  la  Dirección  general. 

Art.  70.     Son  objeto  de  investigación; 

1."  Los  bienes  y  valores  de  Beneficencia 
disfrutados  por  personas  que  ningún  derecho 
tengan  á  los  mismos. 

2."  Los  poseídos  como  propios  por  las  per- 
sonas A  quienes  la  fundación  otorg'ue  otro  de- 
recho sobre  ellos. 

3."  Los  poseídos  por  los  legítimos  repre- 
sentantes de  las  fundaciones,  en  concepto  de 
tales,  pero  no  aplicados  síti  motivo  leg-al  al 
cumplimiento  de  las  cargas  benéficas  estable- 
cidas por  los  fundadores. 

Se  considerará  que  están  incumplimentadas 
las  cargas  de  una  fundación  cuando  existan 
recursos  con  que  levantarlas  en  todo  ó  en  par- 
te, y  no  se  haya  hecho,  y  cuando  se  hayan 
cumiUimentado  en  una  parte  menor  de  la  que 
aquéllos  representen.  La  investig'ación ,  en- 
tonces, se  referirá  á  la  parte  del  capital  ó  pro- 
ductos que  dejen  de  aplicarse. 

■  4.°  Los  bienes  y  valores  que  por  incuria  de 
los  representantes  legítimos  de  las  fundacio- 
nes, halláranse  ó  no  en  su  poder,  estén  siendo 
improductivos  para  las  mismas. 

Art.  71.  La  investigación  no  tendrá  lug'ar 
cuando  conste  en  alguna  oficina  de-  la  Admi- 
nistración pública  ó  de  Beneficencia  particu- 
lar la  detentación  que  expresa  el  primer  caso 
del  artículo  anterior,  la  posesión  en  concepto 
de  propios  del  2."  v  la  falta  de  aplicación  del 
3."  y  4.° 

Art.  72.  Podrán  promover  expedientes  de 
investigación  los  particulares  que  estén  en  el 
pleno  goce  de  sus  derechos,  ejercitando  la  ac- 
ción popular  que  se  reconoce  para  este  ser- 
vicio. 

Art.  73.  Tienen  obligación  de  promover 
esta  misma  clase  de  expedientes: 

1."  Las  autoridades,  corporaciones  y  fun- 
cionarios encargados  de  ejercer  ó  auxiliar  la 
acción  del  protectorado. 

Y  2."  Los  deleg'ados  especiales  que  el  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  crea  conveniente 
autorizar  para  toda  la  Nación  ó  para  uua  ó 
más  provincias. 

Art.  74.  Los  expedientes  de  investigación 
se  promoverán  y  tramitarán  en  la  Sección  de 
Beneficencia  del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

Art.  75.     Los  expedientes  promovidos  por 
particulares  ó  por  deleg-ados  constarán  de  tres 
partes: 
1.''   Avttorización  para  hacer  la  investigación. 

2.^     Prueba  de  ésta. 

Y  3.*     Resolución. 

Art.  76.  Para  que  se  otorgue  la  autoriza- 
cióu  es  preciso  que  se  promueva  la  invcstiga- 


eióu  por  exposición  elevada  al  director  gene- 
ral, expresiva  de  las  sig'uientes  circunstancias: 

1.^  El  nombre  y  domicilio  del  que  promue- 
va la  investig'ación,  ó  de  su  apoderado  si  com- 
pareciese por  éste ,  acreditados  respectiva- 
mente con  volante  ó  certificado  de  la  autori- 
dad local. 

2."*  La  fundación  á  que  se  refiere  la  denun- 
cia, determinada  por  el  nombre  del  fundador 
ó  de  los  fundadores,  por  el  punto  de  su  insta- 
lación ó  por  cualquiera  otra  circunstancia  que 
haya  servido  para  su  desig-nación  usual. 

3.''  Las  autoridades,  corporaciones,  fun- 
cionarios ó  particulares  que  tienen  ó  debieran 
tener  la  representación  leg'al  de  la  fundación. 

4.*     Las  cargas  benéficas  de  la  misma. 

b.^  Los  bienes  y  valores  objeto  de  la  inves- 
tigación, su  cuantía,  clase  y  situación. 

6."  El  tiempo  que  se  considere  bastante 
para  terminar  la  investigación. 

Y'  7."''  Los  medios  que  se  crean  necesarios 
para  este  efecto. 

Art.  77.  El  primer  escrito  qiie  presente  el 
particular  ó  delegado  que  promueva  la  inves- 
tigación, será  anotado  en  el  acto  en  el  regis- 
tro especial  que  llevará  el  Negociado  de  in- 
vestigaciones, con  la  expresión  siguiente: 

1.°  Nombre  y  domicilio  del  que  promueve 
la  investigación,  y  de  su  apoderado,  si  com- 
pareciese por  éste. 

2."    Fundación  á  que  se  refiere. 

3."     Bienes  que  comprende  la  investig'ación. 

Y  i."  Hora,  día,  mes  y  año  en  que  se  prac- 
tique el  asiento. 

Con  referencia  á  dicho  asiento  podrán  ex- 
pedirse por  el  jefe  de  la  Sección  los  correspon- 
dientes certificados  que  pidan  los  interesados. 

Art.  78.  La  denuncia  que  no  reúna  los  re- 
quisitos prevenidos  en  el  art.  7(5  y  la  que  no 
tenga  ]ior  objeto  bienes  y  valores  de  los  com- 
prendidos en  el  art.  70  será  desestimada. 

Art.  79.  La  denuncia  que  reúna  dichos  re- 
quisitos y  tenga  por  objeto  bienes  y  valores 
de  los  comprendidos  en  el  citado  art.  70,  será 
decretada  concediendo  la  autoi'ización  para 
proseguirla,  y  fijando  el  tiempo  en  que  deba 
terminarse  la  investig'ación  con  las  prevencio- 
nes de  que,  pasado  éste  sin  realizarla,  quedará 
caducada  y  se  continuará  de  oficio  por  el  pro- 
tectorado y  de  que,  aun  realizada,  serán  de 
cuenta  del  denunciador  todos  los  g'astos  que 
ocasione  hasta  que  la  Beneficencia  reciba  ios 
bienes  y  valores  investig'ados. 

Art.  80.  Si  se  hubiere  pedido  á  la  vez,  y 
por  dos  ó  más  particulares  ó  deleg'ados,  auto- 
rización para  realizar  una  misma  investig'a- 
ción, se  acumularán  las  solicitudes  de  todos,  y 
al  otorg'ar  la  autorización  se  señalará  la  pre- 
lación  entre  ellas  con  referencia  al  asiento 
prescrito  en  el  art.  77,  reservando  al  segundo 
en  orden  y  á  los  sucesivos,  su  derecho  para  el 
caso  de  que  se  declare  caducada  ó  abandona- 
da la  autorización  del  primero.  Si  llegase  este 
caso,  el  denunciador  segundo  y  los  demás  res- 
pectivamente no  podrán  utilizar  los  datos  del 
anterior,  cuyo  expediente  quedará  en  suspen- 
so hasta  que  el  protectorado  se  encargue  de 
la  investigación. 

Art.  81.     Si  las  denuncias  presentadas  si- 
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multáneamente  tuvieren  alf^'o  do  común  en  su 
objeto,  se  concederá  al  que  obtuviere  la  pre- 
ferencia autorización  para  la  parte  común  y 
para  la  especial  propia,  y  A  los  demás  denun- 
ciadores, la  stiya  de  esta  clase,  reservándoles 
la  acción  subsidiaria  que  establece  el  artículo 
anterior  respecto  á  lo  comím  y  formando  ex- 
pediente separado  por  cada  parte  en  que  estu- 
vieren discordes  las  denuncias. 

Art.  82.  Si  al  hacerse  la  denuncia  por  los 
particulares  ó  por  los  deleg-ados  hubiera  ges- 
tión pendiente  por  parte  de  las  autoridades, 
corporaciones  ó  funcionarios  encargados  de 
ejercer  ó  auxiliar  la  acción  del  protectorado  á 
que  se  refiere  el  párrafo  primero  del  art.  73, 
se  deneg'ará  la  autorización  solicitada,  ínterin 
se  halle  pendiente  aquélla,  con  reserva  al  par- 
ticular de  la  acción  subsidiaria  que  expresan 
los  arts.  80  y  81. 

Art.  83.  La  autorización  á  los  particulares 
y  á  los  deleg'ados  les  revestirá  de  carácter  ofi- 
cial para  obtener  de  las  oficinas  públicas  los 
datos  que  en  ellas  existan  referentes  al  expe- 
diente que  motive  la  reclamación  y  les  dará 
derecho  al  premio  correspondiente  si  la  inves- 
tigación se  realiza  y  aprueba. 

Art.  84.  En  el  término  de  prueba  se  harán 
por  los  que  obtuvieron  la  autorización  las  jus- 
tificaciones que  estimen  pertinentes  para  acre- 
ditarla, y  necesariamente  se  presentarán  los 
títulos  de  fundación  y  de  propiedad  de  los  bie- 
nes y  valores  objeto  de  la  investigación,  y  se 
probarán  las  circunstancias  necesarias  para 
considerar  comprendida  la  investigación  en 
alguno  de  los  casos  del  art.  70. 

Art.  85.  El  denunciador  y  el  delegado  es- 
tán obligados  á  dar  cuenta  del  estado  de  sus 
gestiones  al  director  general  cuando  éste  lo 
considere  conveniente. 

Art.  86.  Los  deleg-ados  y  particulares  au- 
torizazos  ¡lara  la  investigación  deberán  tener 
concluida  la  prueba  en  el  termino  que  se  fijó 
al  autorizarles  para  seguirla,  y  si  no  lo  veri- 
ficasen, se  les  declarará  incursos  en  la  cadu- 
cidad con  que  se  les  apercibió. 

Art.  87.  La  declaración  de  caducidadno  se 
acordará  sin  la  audiencia  de  los  interesados. 

Art.  88.  Transcurrido  el  término  de  prue- 
ba y  verificada  ésta,  se  pondrá  de  manifiesto 
el  expediente,  por  quince  dias,  á  los  patronos 
ó  legítimos  representantes  de  la  fundación  re- 
quiriéudoles  directamente  si  fueren  conocidos, 
y  en  otro  caso  por  la  Gaceta  de  Madrid  y  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva,  para 
que  expongan,  durante  dicho  plazo,  lo  que  á 
su  derecho  convenga  sobre  la  solicitud  de  in- 
vestigación. 

Art.  89.  Evacuada  esta  audiencia  y  prac- 
ticado lo  que  de  ella  resulte  procedente,  se 
oirá  á  la  Junta  provincial  respectiva,  y  con  lo 
que  expttsiere,  se  dará  por  terminada  la  se- 
gunda parte  del  expediente. 

Art.  90.  Con  vista  de  todo  se  resolverá  de- 
clarando haber  ó  no  lugar  á  la  investigación 
y  supuesto  que  proceda: 

1."    Qué  bienes  y  valores  comprende. 

2."    Premio  deveng-ado. 

3."    Persona  que  tiene  derecho  á  él. 

Y  4."    Forma  do  pagarlo. 


Art.  91.  Si  para  conocer  la  cantidad  liquida 
en  que  consista  el  premio  fuera  preciso  hacer 
alguna  o])eración  de  contabilidad,  se  oirá  para 
este  efecto  al  Negociado  respectivo. 

Art.  92.  La  investigación  producirá  los 
premios  siguientes: 

El  20  por  100  de  los  bienes  investigados  con 
arreglo  al  núm.  1."  del  art.  70. 

El  15  por  100  de  los  comprendidos  en  el  nú- 
mero 2."  del  mismo  art.  70. 

El  10  por  100  de  los  que  son  objeto  del  nú- 
mero 3." 

El  5  por  100  de  los  que  se  expresan  en  el  mi- 
mero  4." 

El  premio  de  investig'ación  de  rentas,  inte- 
reses ó  pensiones  anuas,  será  una  tercera  par- 
te del  señalado  á  la  investig'ación  de  los  bie- 
nes que  los  produzcan. 

Art.  93.  Los  premios  de  investigación  se 
harán  efectivos  por  los  sig'uientes  procedi- 
mientos: 

1.°  Ciiando  lo  investigado  sea  numerario, 
se  hará  el  abono  al  ing-resar  éste  en  Deposita- 
ría, y  en  la  misma  especie. 

2.°  Cuando  lo  investigado  consista  en  va- 
lores ó  títulos  al  portador,  también  se  abona- 
rá el  premio  al  ingresar  aquéllos  en  Deposita- 
rla, y  si  al  efecto  fuese  indispensable  algvma 
contratación,  la  realizará  el  depositario  con 
intervención  de  ag'ente  autorizado. 

3.°  Cuando  lo  investig'ado  fueren  valores 
nominativos  ó  intransferibles,  se  acudirá  á  la 
oficina  de  que  éstos  procedan,  para  que  prac- 
tique las  operaciones  de  reducción  y  conver- 
sión necesarias  á  obtener  valores  al  portador 
con  que  hacer  el  pago. 

4."  Cuando  lo  investigado  fueren  bienes  ó 
derechos  sujetos  á  desamortización,  se  pronio- 
verá  ésta,  enviando  al  Ministro  de  Hacienda 
las  instrucciones  convenientes  jiara  que  por 
las  Direcciones  que  de  él  dependen  y  que  han 
de  intervenir  en  las  operaciones  de  liquida- 
ción, emisión  y  entrega  de  las  equivalencias, 
no  se  dé  el  carácter  de  intransferilile  á  la  can- 
tidad correspondiente  al  premio. 

Y  5.°  Cuando  lo  investigado  fueren  bienes 
ó  derechos  no  sujetos  á  desamortización,  el 
pago  del  premio  se  realizará  por  uno  de  estos 
medios: 

1."  Con  otros  fondos  disponibles  y  perte- 
necientes á  la  misma  fundación,  si  los  hubiere. 

2.°  Con  la  adjudicación  de  la  parte  sufi- 
ciente de  los  bienes  ó  derechos  investigados. 

3.°  Con  la  realización  de  parte  de  dichos 
bienes  y  derechos  en  lo  que  sea  bastante  para 
hacer  el  pago. 

Y  4."  Con  la  realización  de  todo  lo  investi- 
gado y  consiguiente  liquidación. 

El  director  general  escogerá  de  los  medios 
que  quedan  apuntados,  el  menos  oneroso  en 
cada  caso  particular,  oyendo  á  la  Junta  pro- 
vincial. Ante  la  misma  Junta  se  practicarán 
los  sorteos  de  lotes,  si  en  algún  caso  se  creye- 
se conveniente  liacerlos,  para  acreditar  mayor 
imparcialidad. 

Las  ventas  que  hayan  de  verificarse  por  lo 
prevenido  en  este  artículo,  se  harán  siempre 
en  pública  licitación. 

Art.  94.    Cuando  lo  investigado  fueren  bie- 
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nes  ó  valores  en  litigio,  se  esperará  á  la  ter- 
minación de  éste  para  hacer  las  aplicaciones 
necesarias. 

Art.  95.  Los  expedientes  de  investigación 
promovidos  por  las  autoridades,  corporacio- 
nes y  funcionarios  encarg-ados  de  ejercer  ó 
auxiliar  la  acción  del  protectorado,  no  están 
sujetos  á  las  formalidades  de  los  artículos  an- 
teriores, ni  producirán  premio  para  los  que  los 
promuevan;  pero  respetarán  la  prescripción 
del  reg'istro  de  la  primera  g-estión,  al  efecto  de 
resolver  las  dudas  de  prelación  á  que  se  refie- 
ren los  arts.  80  y  81,  y  otorg'aráu  la  audieucia 
de  los  interesados  ó  poseedores  de  los  bienes 
á  que  se  refiere  la  investigación  y  la  de  la  Jun- 
ta provincial. 

CAP.  V.— De  la  contabilidad. 
SECCIÓN  1.*^ — De  la  contabilidad  de  las  fundaciones. 

Art.  96.  Los  representantes  de  las  funda- 
ciones llevarán  los  libros  y  registros  determi- 
nados por  los  respectivos  estatutos,  reg'lamen- 
tos  ó  escrituras  de  fundación,  supliéndose  la 
omisión  de  reglas  concretas  para  su  adminis- 
tración económica,  por  las  que  á  su  propuesta 
aprobase  la  Dirección  g'eueral. 

Art.  97.  Los  representantes  de  estableci- 
mientos dedicados  á  satisfacer  necesidades 
permanentes,  remitirán,  antes  de  terminar  el 
mes  de  Abril  de  cada  año,  á  la  Junta  provin- 
cial, el  presupuesto  de  los  ingresos  que  han  de 
realizarse  y  de  los  gastos  que  deben  satisfa- 
cerse en  el  año  económico  sig'uiente. 

Este  presupuesto  se  redactará  en  doble  co- 
pia y  ajustado  al  modelo  niim.  1.° 

Art.  98.  A  cada  presupuesto  acompañará 
una  relación  detallada  de  los  bienes  y  valores 
de  la  fundación,  especificando  el  capital  que 
representan  y  la  renta  que  producen,  confor- 
me al  modelo  niim.  2." 

También  se  expresará  si  el  presupuesto  es 
de  hospital  ó  asilo,  el  número  de  camas,  el  de 
enfermos  ó  acogidos,  el  de  estancias  que 
anualmente  se  causen  y  el  coste  de  cada  una; 
y  si  es  de  colegio  ó  esciiela,  el  número  de  alum- 
nos internos  y  externos,  especificando  las  pla- 
zas gratuitas  y  las  de  pago  '. 

Art.  99.  Las  Juntas  provinciales  examina- 
rán, informarán  por  escrito  en  el  ejemplar  in- 
documentado, registrarán  y  elevarán  á  la  Di- 
rección general  en  todo  el  mes  de  Mayo  si- 
guiente los  presupuestos  qne  lleguen  ó  exce- 
dan de  500  pe.'ietas,  sometiendo  los  demás  á  la 
aprobación  del  gobernador -. 

Art.  100.  Por  el  Negociado  de  Contabilidad 
de  la  correspondiente  Sección  del  Ministerio 
se  procederá  al  exameu  de  los  presupuestos 
recibidos,  proponiendo  su  aproíjación  ó  re- 
forma. 

Art.  101.  Para  acordar  reformas  en  los  pre- 
supuestos se  oirá  á  los  que  les  autoricen. 

Art.  !02.  Aprobados  con  reforma  ó  sin  ella, 
se  devolverá  el  ejemplar  no  informado,  con  di- 


1  El  seffitiuio  párrafo  de  este  articulo  ha  sido  adicio- 
nado por  el  D.  de  28  de  Julio  de  1881. —  V.  ndemás  la  cir- 
cuí ir  de  27  de  Af/osfo  de  1H8G. 

2  Eíte  articulo  ha  sido  adicionado  con  las  palabras 
que  van  de  cursiva,  por  el  D.  de  28  de  Julio  de  1881. — 
Véase  además  la  Circ.  de  27  de  Agosto  de  1886. 


ligencia  autorizada  que  acredite  la  aproba- 
ción, por  conducto  de  la  Junta  provincial,  para 
resguardo  de  quienes  lo  presentaron. 

Art.  103.  Dentro  de  los  meses  de  Julio  y 
Agosto  de  cada  año,  todos  los  representantes 
legítimos  de  fundaciones  de  Beneficencia  re- 
mitirán á  la  Junta  provincial  respectiva  la 
cuenta  cerrada  en  30  de  Junio  anterior,  de  to- 
das las  operaciones  económico-administrati- 
vas del  año  terminado,  y  ajustada  al  modelo 
núm.  3." 

Esta  cuenta  se  redactará  en  doble  copia  y 
llevará  una  relación  nominal,  con  expresión 
de  conceptos  y  cantidades,  de  los  deudores  y 
de  los  acreedores  de  la  fundación. 

Uno  de  los  ejemplares  de  la  cuenta  irá  acom- 
pañado de  los  justificantes  necesarios  ^ 

Art.  104.  En  la  documentación  citada  en  el 
articulo  anterior  figurarán  las  órdenes  de  pa- 
go de  las  Juntas  y  patronos,  con  los  recilsos 
originales  de  los  perceptores,  numerados  co- 
rrelativamente, y  las  autorizaciones  compe- 
tentes para  los  gastos  que  necesitaren  este  re- 
quisito in-evio. 

Art.  105.  Las  Juntas  provinciales  examlna- 
ráii,  informarán  por  escrito  en  el  ejemplar  in- 
documentado y  elevarán  á  la  Dirección  g'eue- 
ral en  el  mes  de  Septiembre  siguiente  las  cuen- 
tas de  las  fundaciones  cuyas  rentas  lleg'uen  ó 
excedan  de  500  pesetas,  sometiendo  las  demás 
en  el  mismo  periodo  d  la  aprobación  del  go- 
bernador ''. 

Art.  106.  Por  el  Negociado  de  Contabilidad 
de  la  Sección  del  ramo  se  procederá  al  examen 
de  las  cuentas  recibidas,  proponiendo  su  apro- 
bación ó  reparos,  y  que  se  reclame  certificado 
de  haber  sido  aprobada  la  cuenta  precedente, 
cuando  no  constase  este  acto. 

Art.  107.  Délos  reparos  propuestos  se  dará 
conocimiento  al  cuentadante ,  para  que  los 
conteste  en  el  plazo  de  quince  dias. 

Art.  108.  De  las  cuentas  aprobadas  se  de- 
volverá el  ejemplar  documentado  á  los  que  las 
rindieron,  por  conducto  de  la  .Junta  provincial 
con  diligencia  autorizada  que  acredite  la  apro- 
bación. 

Art.  109.  Si  los  informes  del  Negociado  no 
estuvieren  conformes  con  los  de  las  Juntas,  se 
las  dará  conocimiento  de  aquéllos  para  que  ex- 
pongan lo  que  juzg'uen  más  acertado. 

Art.  lio.  Las  Juntas  de  patronos  que  ad- 
ministren fundaciones  cuyas  rentas  lleg'uen  ó 
pasen  de  500  pesetas,  presentarán  sus  presu- 
puestos y  rendirán  sus  cuentas,  en  los  mismos 
periodos  y  con  las  formalidades  prevenidas,  á 
la  Dirección  general,  donde  serán  censuradas 
por  la  Sección  del  ramo.  Los  presupuestos  y 
cuentas  de  las  fundaciones  cuyas  rentas  no 
lleguen  á  500  pesetas  se  preseíitarán  por  los 
patronos  al  g'obernador,  que  las  aprobará  ó 
desaprobará,  previo  examen  y  censura  de  la 
Junta  provincial  de  Beneficencia^. 


1     Véase  la  Circ.  de  27  de  Agosto  de  1880, 
-    Insertamos  este  articulo  tal  como  quedó  redactado 
por  el  D.  de  28  de  Julio  de  1881.   En  su  primitiva  expre- 
sión no  /iffuralja  el  concepto  que  va  de  cursiva. —  V.  ade- 
m  'S  la  Circ.  de  27  de  Agosto  de  1880. 

3  Insertamos  este  articido  con  la  redacción  que  le  dio  el 
R.  D.  de  28  de  Julio  de  ISSI.  Antes  las  cuen'as  se  presen- 
taba siempre  á  la  Dirección  general. 
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Art.  III.  La  contabilidad  de  los  estableci- 
mieutos  generales,  mientras  éstos  consuman 
fondos  del  Estado,  se  ajustará  ¡I  las  disposi- 
ciones vigentes  sobre  esta  materia. 

Art.  112.  Los  representantes  particulares 
que  no  presentaren  los  presupuestos,  ó  no  rin- 
dieren las  cuentas  en  los  plazos  prevenidos  en 
esta  instrucción,  p.agarán,  de  su  particular 
peculio,  iin  2  por  100  sobre  las  rentas  liquidas 
que  las  respectivas  fundaciones  tuvieren  en  el 
año  correspondiente,  sin  perjuicio  de  la  sus- 
pensión y  de  la  destitución  en  su  caso. 

Este  2  por  100  figurará,  en  el  presupuesto  de 
ingresos  de  la  respectiva  Junta  de  Beneficen- 
cia, y  será  recaudado  por  su  administrador  á 
nombre  de  la  misma,  por  el  procedimiento  pre- 
venido para  realizar  los  créditos  del  Estado'. 
SEC.  II.— De  la  contabilidad  provincial  2. 

Art.  113.  Las  Juntas  provinciales  formarán 
presupuesto  y  cuenta  anuales  de  los  fondos 
que  se  las  destinen,  según  se  previene  en  el 
núm.  15  del  art.  lü  de  esta  instrucción,  con 
arreglo  á  los  modelos  nüms.  4."  y  b." 

Art.  114.  Fig'urarán  como  primeras  partidas 
del  presupuesto,  el  sueldo  del  administrador 
provincial  y  los  demás  gastos  de  personal  y  de 
material  necesarios. 

Art.  115.  Tanto  los  presupuestos  como  las 
cuentas  á  que  se  refieren  los  artículos  ante- 
riores, se  redactarán  en  doble  copia  y  serán 
aprobados  por  la  Dirección  general  si  acredi- 
tasen: 

1."  Los  ingresos  y  gastos  que  proceden  y 
os  que  se  han  realizado. 

Y  2.°    Las  existencias  en  Caja. 

Art.  116.  Uno  de  los  ejemplares  de  los  pre- 
supuestos y  de  las  cuentas  aprobadas,  se  ar- 
chivará en  la  Dirección  general,  y  otro  se  de- 
volverá á  la  .Junta,  ambos  cou  diligencia  au- 
torizada de  su  aprobación. 

Art.  117.  En  los  meses  de  Diciembre  y  Ene- 
ro de  cada  año  económico,  las  Juntas  provin- 
ciales remitirán  á  la  Dirección  general  esta- 
dos generales  que  den  á  conocer  la  riqueza 
destinada  en  sus  respectivas  provincias  al  ser- 
vicio de  la  Beneficencia,  la  renta  que  ha  pro- 
ducido, los  gastos  que  ha  sufragado  y  los  deu- 
dores que  cuenta,  ajustándose  á  los  modelos 
núms.  6.°,  7."  y  8." 

SEC.  III.— De  la  contabilidad  general. 

Art.  118.  La  contabilidad  general  se  lleva" 
rá  por  la  Sección  central  del  ramo  y  Negocia" 
do  encargado  de  este  servicio,  con  estricta  su- 
jeción á  las  reglas  que  se  aprueban  con  esta 
fecha  en  instrucción  particular  formada  con 
este  exclusivo  objeto. 

Madrid  27  de  Abril  de  1875.— Romero  v  Ro- 
bledo.» (C.  L.,  t.  114,  p.  609.) 

D.  27  Abril  187.5. 
Creando  una  Junta  de  señoras  para  auxiliar  al  Gobierno 
en  los  servicios  de  Beneficencia  y  determinando  sus  fun- 
ciones. 

(GoB.)  «A  propuesta  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación, y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, 


'     Véase  la  disposición  3.»  de  la  B.  O.  de  24  de  Junio  de 
J876,  que  se  inserta  en  su  lugar  cronolóyieo. 
''    Véase  el  R.  D.  de  11  de  Marzo  de  isso. 
Tomo  II. 


Veng-o  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Para  auxiliar  al  Gobierno  en 
los  servicios  de  Beneficencia,  avivando  la  ca- 
ridad y  ordenando  sus  recursos  en  beneficio 
público,  se  crea  en  esta  corte  una  Junta  de  se- 
ñoras. 

Art.  2."  Esta  Junta  ejercerá  las  funciones 
siguientes: 

l.'"^  Visitará  las  asociaciones  y  estableci- 
mientos benéficos  de  esta  corte;  estudiará  sus 
necesidades,  é  invocando  el  auxilio  de  la  cari- 
dad, les  aplicará  oportuno  alivio  ó  remedio,  ó 
acudirá  en  demanda  de  él  á  mi  Gobierno. 

2.'^  Cuidará  especialmente  de  las  inclusas 
y  de  los  colegios  de  niñas,  hospitales  de  muje- 
res, casas  de  recogimiento  y  demás  institutos 
benéficos  dedicados  á  la  instrucción,  alivio  ó 
socorro  de  la  mujer. 

3.*  Se  comunicará  directamente  con  todas 
las  Juntas  y  Asociaciones  de  señoras  dedica- 
das á  ejercer  la  Beneficencia  en  cualquiera  de 
sus  múltiples  manifestaciones,  é  inspeccionará 
y  organizará  sus  servicios  para  bien  común. 

4.*  Promoverá  la  creación  y  organización 
de  Juntas  de  señoras,  con  el  carácter  de  sus 
auxiliares,  en  todos  los  pueblos  del  Reino  en 
que  fueren  posibles.  ^ 

Y  5."  luTocará  el  apoyo  de  las  autoridades, 
Juntas  de  Beneficencia  y  demás  auxiliares  del 
protectorado  para  el  mejor  desempeño  de  las 
funciones  que  este  Real  decreto  la  confia  '. 

Art.  3."  Por  el  Ministro  de  la  Gobernación 
se  proveerá  á  la  Junta  de  señoras  del  perso- 
nal que  sea  indispensable  para  el  desempeño 
de  su  cometido. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Abril  de  1875.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fran- 
cisco Romero  y  Robledo.»  (Gac.  21  Mayo.) 

Por  otro  R.  D.  de  la  misma  fecha  se  nombra 
presidenta  de  la  Junta  de  señoras  á  la  Prince- 
sa de  Asturias  -.  fGac.  21  Mayo.) 

t  R.  D.  12  Junio  187.5. 

Mandando  que  se  abone  d  los  establecimientos  de  Bene/Í- 
cencia  é  Instrucción  el  importe  d  que  ascendiera  la  ren- 
ta que  les  jjroducian  sus  bienes  untes  de  su  enajenación, 

(Hac.)  «...Articulo  1.°  El  Tesoro  público 
abonará  á  los  establecimientos  de  Instrucción 
y  Beneficencia,  cuyos  bienes  fueron  desamor- 
tizados, mientras  no  puede  atenderse  al  pago 
de  intereses  de  la  Deuda  pública,  el  importe  á 
que  ascendiera  la  renta  líquida  que  les  produ- 
cían sus  bienes  antes  de  la  enajenación. 

Art.  2.°  La  entrega  se  hará,  á  partir  de  1.** 
de  Julio  próximo,  por  trimestres  vencidos  y 
en  concepto  de  anticipación,  ó  sea  á  buena 
cuenta  de  lo  que  los  mismos  establecimientos 
deben  percibir  por  intereses  de  sus  inscrip- 
ciones. 

Art.  3.°  El  Ministro  de  Hacienda  dictará 
las  órdenes  necesarias  para  el  cumplimiento 
de  este  decreto,  del  cual  se  dará  oportuna- 
mente cuenta  á  las  Cortes.— Dado  en  Palacio 
ál2  de  Junio  de  1875.— Alfonso.— El  Minis- 


.  *  Véase  en  su  lugar  el  art.  fí."  de  la  Inst.  de  27  de  Ene- 
ro de  Í885j  que  amplia  las  atribuciones  de  la  Junta  de  se- 
ñoras. 

^    Véase  en  su  lugar  el  D.  de  8  de  Abril  de  1876,  que  fijó 
las  atribuciontíS  que  en  tal  concepto  le  corresponden. 
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tro  de  Hacienda,  Pedro  Salaverria.»  (Gac.  13 
Junio  y  C.  L.,  t.  114,  p.  942.) 

B.  O.  24  Junio  1876. 
Disponiendo  que  los  establecimientos,  memorias,  patro- 
natos, etc.,  sujetos  á  rendición  de  cuentas,  están  obliga- 
dos al  pat/o  del  1  por  100  de  censura:  2 por  100:  Multas. 

«Enterado  S.  M.  el  Rey  de  la  con.sulta  ele- 
vada ÍL  este  Ministerio  por  la  Junta  provincial 
de  Beneficencia  de  e.sta  capital,  manifestando 
lo  precario  de  sti  situación  por  virtud  del  ar- 
ticulo 7."  del  R.  D.  de  27  de  Abril  último,  apro- 
bando la  instrucción  para  el  ejercicio  del  pro- 
tectorado que  al  Gobierno  compete  en  la  Be- 
neficencia y  derog'audo  todas  las  disposiciones 
anteriores  sobro  la  materia: 

Resultando...  se  ha  servido  declarar: 

1.°  Los  establecimientos,  memorias,  patro- 
natos y  obras  pías  de  Beneficencia  particular 
sujetas  á  la  rendición  de  cuentas,  con  arreglo 
á  cuanto  prescribe  la  instrucción  vigente,  es- 
tán obligados  al  pago  del  1  por  100  de  censura 
por  los  ingresos,  deducidas  contribuciones  y 
gastos  de  administración  de  las  cuentas  de 
1867  al  71  inclusives  v  el  2  por  100  en  las  de 
1872  y  73. 

2."  Que  el  impuesto  de  2  por  100  para  el 
protectorado  se  reclame  de  los  ing'resos  líqui- 
dos de  las  fundaciones ,  deducidos  el  premio 
de  censura  y  los  g'astos  mareados  en  la  dis- 
posición 1."  de  esta  circular,  hasta  las  cuentas 
pertenecientes  al  año  económico  de  1874-75  in- 
clusive. 

3."  y  último.  La  multa  que  determina  el  ar- 
ticulo 112  de  la  lust.  de  27  de  Abril  último,  no 
será  exigible  sino  por  lo  que  respecta  á  las 
cuentas  desde  el  año  económico  de  1874  á  75  y 
presupuestos  de  1875-76. — Be  Real  orden,  etc.» 
(Bol.  oflc.  de  Albacete.) 

E.  O.  29  Febrero  1876. 
Cuestión  entre  varias  Diputaciones  provinciales  sobre 
pago  de  estancias  de  los  dementes  pobres.  Cantidades 
que  deben  consignarse  en  los  presupuestos  para  el  abono 
de  estancias  de  los  dementes  de  cada  provincia  (natura-* 
les  ó  vecinos)  en  los  manicomios  de  otras. 

(GoB.)  «Remitido  á  informe  del  Consejo  de 
Estado  el  expediente  relativo  al  pago  de  es- 
tancias causadas  por  dementes  pobres  en  los 
hospitales  de  Valencia  y  Granada,  la  Sección 
de  Gobernación  de  aquel  alto  Cuerpo  ha  emi- 
tido el  siguiente  dictamen:... 

Restilta  de  los  antecedentes  que  la  Comisión 
provincial  de  Valencia,  en  instancia  elevada  á 
ese  Ministerio  en  24  do  Marzo  de  1873,  expuso 
que  varias  Diputaciones  y  especialmente  la  de 
Madrid,  esquivaban  el  reinteg'ro  de  las  dietas 
devengadas  por  los  dementes  forasteros,  ha- 
biendo sido  preciso  remitirlos  á  las  provincias 
de  su  procedencia  y  recurrir  á  la  Superioridad 
pidiendo  protección  y  amparo,  ya  que  aqtiella 
Diputación  carecía  de  autoridad  para  obligar 
A  otras  á  que  le  abonasen  las  estancias  que 
adeudaban:  que  siendo  las  casas  de  enajena- 
dos, según  la  ley,  establecimientos  generales, 
debían  estar  .sostenidas  por  el  Estado;  pero  que 
por  no  haber  podido  establecerlas  en  número 
suficiente,  las  lu-ovincias  que  tenían  manico- 
mios venían  obligadas  A  admitir  los  pobres  de- 
mentes naturales  y  vecinos  de  las  provincias 
que  no  los  tienen  con  el  abono  de  las  estancias 


que  causen,  según  lo  declaró  la  R.  O.  de  2  de 
Julio  de  1862:  que  la  Diputación  de  Madrid  de- 
bía 15.765  ptas.  hasta  30  de  Junio  de  1872,  y 
para  eludir  el  pag'o  reclama  á  la  de  Valencia 
1.954  ptas.  por  estancias  de  domentesen  el  hos- 
pital de  Madrid  y  75.567  por  las  de  acogidos  en 
el  Hospicio  y  Coleg'io  de  Desamparados,  de- 
vengadas linas  y  otras  desdo  1."  de  Enero  de 
1850  á  30  de  Juiiio  de  1872:  que  si  bien  la  pri- 
mera partida  puede  considerarse  de  legítimo 
abono,  no  así  la  segunda,  porque  la  ley  de  Be- 
neficencia de  20  de  Junio  de  1849  y  el  regla- 
mento de  14  de  Mayo  de  1852  declararon  esta- 
blecimientos provinciales  las  casas  de  miseri- 
cordia, huérfanos  y  desamparados,  á  cuya 
categoría  pertenece  el  Hospicio  y  Colegio  de 
Desamparados  de  Madrid,  y  que  estando  dis- 
puesto en  el  art.  12  del  reglamento  citado  que 
los  pobres  acogidos  en  los  indicados  estableci- 
mientos deben  ser  mantenidos  por  la  provincia 
de  donde  son  naturales,  á  menos  de  haber  to- 
mado los  mismos,  ó  sus  padres  si  se  trata  de 
huérfanos,  vecindad  en  la  provincia  en  que  re- 
clamen el  socorro  de  la  Beneficencia,  carece  de 
fundamento  la  reclamación  de  la  Diputación 
de  Madrid,  porque  si  la  vecindad  es  lo  primero 
que  la  ley  tiene  en  cuenta,  debió  aquella  Cor- 
poración consignar  en  los  expedientes  la  de  los 
pobres  que  acog'ió  para  mantenerles  con  sus 
propios  recursos  si  eran  de  la  provincia,  ó  tras- 
ladarles á  la  de  Valencia  si  á  aquélla  corres- 
pondían; y  que  no  habiéndose  hecho  constar 
tal  circunstancia,  no  puede  reconocerse  obli- 
gada á  reinteg-rar  las  dietas  de  veintidós  años, 
cuando  ni  tuvo  noticia  de  la  admisión  de  los 
pobres  que  las  causaren,  ni  pudo  juzgar  de  sus 
necesidades. 

Con  presencia  de  esta  exposición,  y  de  las 
comunicaciones  que  acerca  del  particular  ha- 
bían antes  mediado  entre  las  dos  Corporacio- 
nes, se  declaró  por  ese  Ministerio  en  17  de  No- 
viembre de  1873  que  la  Diputación  provincial 
de  Valencia  tenía  derecho  al  cobro  de  las  can- 
tidades reclamadas  á  la  de  Madrid,  con  deduc- 
ción de  las  1.954  ptas.  que  aquélla  reconocía  de 
legítimo  abono,  y  sin  perjuicio  de  que  esta  úl- 
tima pudiera  instruir  en  la  forma  que  juzgase 
procedente  el  oportuno  expediente  en  deman- 
da de  la  otra  cantidad  que  reclama.  La  misma 
Comisión  provincial  de  Valencia  en  23  de  Sep- 
tiembre de  74  acudió  de  nuevo  á  la  Superiori- 
dad exponiendo  que  no  sólo  había  sido  des- 
atendida la  orden  anterior,  sino  que  también 
la  Diputación  de  Murcia  había  protestado  le- 
tras g'iradas  para  el  cobro  de  las  estancias  de- 
veng'adas  por  los  dementes  naturales:  soli- 
citando, en  su  consecuencia,  la  adopción  de 
disposiciones  eficaces  para  conseg'uir  que  las 
Diputaciones  de  Madrid  y  Murcia  abónenlas 
cantidades  que  por  el  concepto  indicado  deben 
al  hospital  de  Valencia. 

Con  posterioridad,  en  12  de  Febrero  i'iltimo, 
el  gobernador  de  Granada  remite  copia  del 
acuerdo  de  aquella  Comisión  provincial  con  el 
objeto  de  que  el  Gobierno  interponga  su  auto- 
ridad, toda  vez  que  las  Diputaciones  de  Alme- 
ría, Córdoba,  Málag'a  y  Jaén,  á  las  cuales  se 
habla  reclamado  las  cantidades  de  que  estaban 
en  descubierto  i)or  estancias  de  dementes  y  la- 
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zarinos  en  el  hospital  de  aquella  ciiidad,  nada 
hablan  contestado  á  haberles  animciado  que  en 
otro  caso  se  enviarían  los  enfermos  á  las  res- 
pectivas provincias  de  su  natui'aleza. 

De  los  antecedentes  expuestos  resulta,  que 
la  Diputación  de  Valencia  tiene  derecho  al  co- 
bro de  lo  que  la  de  Madrid  le  adeuda  por  es- 
tancias de  dementes  en  el  hospital  de  aquella 
población;  pero  como  á  su  vez  la  de  Madrid  re- 
clama mayor  suma  por  razón  de  las  estancias 
de  los  acogidos  en  el  Hospicio  y  Colegio  de 
Desamparados,  tal  vez  la  circunstancia  de  con- 
siderarse acreedora  por  mayor  suma  sea  causa 
do  que  todavía  no  haya  satisfecho  el  crédito 
que  se  le  reclama.  De  todos  modos,  la  Sección 
advierte  que  la  principal  cuestión  á  que  el  ex- 
pediente se  refiere,  se  halla  resuelta  ya  por  or- 
den de  17  de  Noviembre  de  1873. 

En  ella  se  declaró  que  la  Diputación  de  Va- 
lencia tenía  derecho  al  abono  de  las  estancias 
causadas  por  los  dementes  naturales  de  Ma- 
drid, disponiendo,  al  propio  tiempo,  que  la  Di- 
putación de  esta  liltima  provincia  instruyese 
en  la  forma  que  juzgase  oportuno  el  debido  ex- 
pediente en  demanda  de  la  cantidad  que  recla- 
ma, de  manera  qiie  al  presente  sólo  procede 
acordar  las  medidas  necesarias  para  hacer 
cumplir  lo  mandado,  puesto  que  desde  qxie 
aquella  resolución  se  dictó,  en  nada  han  cam- 
biado los  tórminos  del  asunto  ni  las  disposicio- 
nes que  hayan  de  aplicarse. 

La  orden  del  Regente  del  Reino  de  27  de  Ju- 
lio de  1870  mandó  que  ínterin  se  estudian  los 
medios  de  allegar  recursos  sin  gravamen  del 
Estado  para  construir  el  proyecto  de  manico- 
mio modelo,  las  Diputaciones  establezcan  en 
los  hospitales,  si  no  cuentan  con  locales  á  pro- 
pósito, un  departamento  para  dementes  de  am- 
bos sexos,  ó  bien  que  satisfagan  los  gastos  de 
traslación  de  las  provincias  donde  se  encuen- 
tren sus  naturales  respectivos  á  los  manico- 
mios de  Valladolid,  Zaragoza,  Valencia  y  To- 
ledo, asi  como  las  estancias  que  en  ellos  de- 
veng'uen,  siempre  que  resulten  ser  pobres  de 
solemnidad;  y  como  la  resolución  dictada  en 
este  expediente  con  fecha  17  de  Noviembre  de 
1873,  además  de  hallarse  en  armonía  con  lo 
mandado  en  la  orden  de  27  de  Julio  de  1870,  de 
carácter  g-eneral,  no  ha  sido  tampoco  objeto  de 
reclamación,  y  la  Diputación  de  Madrid  tiene 
reconocido  el  crédito,  la  Sección  no  halla  mo- 
tivo alguno  para  que  se  altere  lo  que  ya  está 
acordado  acerca  de  este  expediente;  con  tanta 
mayor  razón,  cuanto  que  en  él  no  se  inicia  ni 
se  debate  ninguna  de  las  cuestiones  generales 
á  que  la  naturaleza  del  asunto  pudiera  dar  mo- 
tivo. La  Sección  se  cree,  por  esta  causa,  dis- 
pensada de  examinar  si  por  hallarse  declarado 
en  el  reglamento  que  las  casas  de  dementes 
son  establecimientos  generales,  debe  correr  á 
cargo  del  Estado  el  pag-o  de  las  estancias  cau- 
sadas por  tales  enfermos  en  los  hospitales  en 
que  sean  asistidos,  y  de  si  una  vez  impuesta 
interinamente  esta  oblig-ación  á  las  Diputacio- 
nes, debe  atenderse  para  ello  á  la  naturaleza  ó 
bien  á  la  vecindad  del  que  reclame  el  auxilio. 
Sobre  el  primer  extremo,  ja  tiene  hechas  la 
Sección  algunas  indicaciones  en  su  informe  de 
9  de  Enero  de  1872  con  motivo  de  cierto  acuer- 


do tomado  por  la  Diputación  de  las  islas  Ba- 
leares, y  además  la  orden  de  27  de  Julio  de 
1870,  repetidamente  citada,  ha  determinado 
los  deberes  de  las  Diputaciones  en  el  particu- 
lar de  que  se  trata;  y  en  cuanto  á  si  el  pago  de 
estancias  ha  de  pesar  sobre  la  provincia  de  que 
fueren  vecinos  los  dementes  asistidos  ó  sobre 
aquella  de  que  sean  naturales,  tampoco  cree 
procedente  la  Sección  examinar  ahora  tal  cues- 
tión, porque  independientemente  de  las  razo- 
nes que  abonen  uno  ii  otro  sistema,  resuelta 
está  ya  en  el  seg'undo  sentido  por  la  O.  de  27 
de  Julio  de  1870...  Sensible  es  que  la  Diputa- 
ción de  Madrid,  en  vez  de  activar  la  formación 
del  expediente,  haya  dado  lugar  á  mievas  re- 
clamaciones de  la  de  Valencia,  y  también  lo  es 
que  las  Diputaciones  de  Málaga ,  Córdoba, 
.Jaén  y  Murcia,  desentendiéndose  de  las  g'es- 
tiones  practicadas  por  la  de  Granada,  hayan 
asimismo  eludido  el  pago  de  estancias  de  de- 
mentes, según  resulta  de  la  comunicación  iil- 
timamente  unida  al  expediente;  y  por  lo  mis- 
mo, en  vista  de  la  morosidad  en  el  pago  de  ta- 
les obligaciones  y  de  la  falta  de  cumplimiento 
de  lo  mandado  en  la  O.  de  27  de  Julio  de  1870, 
la  Sección  cree  que  procede  recordar  esta  dis- 
posición y  mandar  que  en  el  presupuesto  pro- 
vincial .se  incluya  la  cantidad  necesaria  para 
el  pago  de  las  sumas  adeudadas  por  el  concep- 
to indicado,  exigiendo  en  otro  caso  la  debida 
responsabilidad,  en  la  cual  incurren  las  Dipu- 
taciones, según  el  párrafo  segundo  del  art.  89 
de  la  ley  provincial,  en  el  caso  de  desobedien- 
cia al  Gobierno  en  los  asuntos  en  que  proco- 
den  por  delegación  y  bajo  la  depeudencia  de 
éste. 

Opina,  en  resumen,  la  Sección: 

1."  Que  estando  ya  resuelto  este  expedien- 
te por  O.  de  17  de  Noviembre  de  1873,  debe  lle- 
varse á  cumplido  efecto  lo  mandado. 

2."  Que  en  tal  concepto  procede  prevenir  á. 
la  Diputación  de  Madrid  que,  sin  perjuicio  de 
reclamar  en  la  forma  que  estime  el  crédito  que 
tiene  contra  la  de  Valencia,  debe  incluir  en  su 
presupuesto  la  cantidad  necesaria  para  el  pag'O 
de  lo  que  á  ésta  adeuda  por  razón  de  estancias 
deveng'adas  por  los  dementes  pobres  en  aquel 
hospital. 

3.°  Que  igual  resolución  conviene  adoptar 
respecto  de  las  reclamaciones  hechas  ¡lor  la 
Diputación  de  Granada  á  las  provincias  de  Al- 
mería, Córdoba,  Jaén  y  Málaga,  siemi)re  que 
éstas  no  tuviesen  motivos  fundados  para  re- 
chazar el  pag-o  exigido  alas  mismas. 

4."  Que  debe  recordarse  de  un  modo  g'ene- 
ral  el  cumplimiento  de  lo  mandado  en  la  orden 
de  27  de  Julio  de  1870. 

5.°  Que  si  después  de  reconocido  un  crédi- 
to de  esta  naturaleza  por  la  Diputación  res- 
pectiva, y  dispuesta  por  el  Gobierno  su  inclu- 
sión en  el  presupuesto  provincial,  no  se  diese 
cumplimiento  á  ello,  procederá  exigir  la  res- 
ponsabilidad de  que  habla  el  párrafo  segundo 
del  art.  89  de  la  lev  provincial  '.■>  Y  así  se  re- 
suelve. (R.  0. 29FeÍ3rero  1876.— Gac.  24  Mayo.) 


'  Sobrf  los  debures  de  la  Administración  respecto  al 
eafabUcimicnto  de  asilos  para  dementes,  consúltese  en  Go- 
bierno DE  LAS  PROVINCIAS  el  art.  45  de  la  Inst.  de  30  de 
Noviembre  de  1833. 
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E.  O.  15  Marzo  lfs76. 
Disponiendo  que  los  maestros  y  maestras  de  Beneficencia 
sean  nombrados  y  separados  en  la  forma  y  ])0r  las  au- 
toridades que  determina  la  ley  de  Instrucción  pública  y 
Jt.  O.  de  1.°  de  Marzo  de  Í85í>,  qitednndo  sujetos  á  la  ins- 
pección del  Gobierno  y  sus  delegados. 

(FoM.)  «A  fin  de  resolver  las  solicitudes  di- 
rigidas A  este  Ministerio  con  motivo  de  haber 
algunas  Diputaciones  provinciales  nombrado 
y  separado  á  los  maestros  de  primera  enseñan- 
za de  los  establecimientos  de  Beneficencia,  sin 
tener  en  cuenta  las  prescripciones  de  la  lev  de 
•'  9  de  Septiembre  de  1857  y  R.  O.  de  1."  de  Mar- 
zo de  1859,  y  de  establecer  las  reglas  que  han 
de  observarse  en  este  importante  asunto,  S.  M. 
el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo  con  lo  propuesto 
por  V.  I.,  se  ha  servido  dictar  las  disposiciones 
siguientes: 

1.*  Los  maestros  y  maestras  de  primera  en- 
señanza de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia, serán  nombrados  y  separados  en  la  forma 
y  por  las  autoridades  que  determina  la  lev  de 
9  de  Septiembre  de  1857  y  R.  D.  de  1."  de  Mar- 
zo de  1859,  cuyo  puntual  y  exacto  cumplimien- 
to se  recuerda. 

2.*  Los  inspectores  de  primera  enseñanza 
participarán  ¿i  esa  Dirección  general  si  los 
maestros  de  aquellos  establecimientos  en  sus 
respectivas  provincias  se  hallan  nombrados 
con  arreglo  á  las  citadas  disposiciones; 

3.''  Los  profesores  que  habiendo  obtenido 
sus  cargos  en  esta  forma  hubieren  sido  sepa- 
rados sin  la  previa  formación  del  expediente 
que  determina  la  referida  ley,  serán  inmedia- 
tamente repuestos  en  sus  destinos. 

4."  Los  que  hayan  sido  nombrados  para 
desempeñar  las  escuelas  de  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  sin  los  requisitos  legales, 
serán  considerados  como  interinos,  y  las  Jun- 
tas provinciales  de  Instrucción  pública  é  ins- 
pectores de  primera  enseñanza  lo  pondrán  en 
conocimiento  del  rector  del  distrito  universita- 
rio, que  procederá  sin  dilación  alguna  á  anun- 
ciar las  vacantes  para  proveerlas  en  la  forma 
que  determinan  las  disposiciones  vigentes. — 
De  Real  orden,  etc.— Madrid  15  de  Marzo  de 
1876. -C.  Toreno.»  fC.  L.,  t.  116,  p.  209.j 

E.  D.  8  Abril  1876. 
Determinando  las  atribuciones  de  S.  A.  R.  la  Princesa  de 
Asturias,  como  presidenta  déla  Junta  de  señoras  encar- 
gada de  auxiliar  al  Gobierno  en  los  sermcios  de  la  Be- 
neficencia, 

(GoB.)  «Articulo  único.  Corresponden  á 
S.  A.  R.  la  Princesa  de  Asturias,  como  presi- 
denta de  la  .Junta  de  señoras  encargada  de 
auxiliar  al  Gobierno  en  los  servicios  de  Bene- 
ficencia, las  atribuciones  siguientes: 

1.*  Visitar  ó  inspeccionar,  por  sí  ó  por  se- 
ñoras de  dicha  Junta,  las  asociaciones  y  esta- 
blecimientos benéficos,  examinar  el  "estado 
económico  de  los  mismos,  la  regularidad  de 
su  administración  y  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  á  que  por  reglamento  se  hallen 
consagrados,  estudiar  sus  necesidades  v  pro- 
curarles alivio  ó  remedio  en  los  auxilios  de  la 
caridad  ó  en  los  deberes  del  Gobierno  v  de  sus 
delegados  ó  agentes  para  el  ejercicio  del  pro- 
tectorado. 

2."  Cuidar  especialmente  de  las  inclusas, 
colegios  de  niñas,  hospitales  y  recogimientos 


de  mujeres,  y  de  los  demás  institutos  benéfi- 
cos destinados  á  la  instrucción,  alivio  ó  soco- 
rro de  la  mujer. 

3.^  Comunicarse  directamente  con  todas 
las  Juntas  y  Asociaciones  de  señoras  dedica- 
das á  ejercer  la  Beneficencia  en  cualquiera  de 
sus  múltiples  manifestaciones,  é  inspeccionar 
y  organizar  sus  servicios  para  el  bien  común. 

4.*  Promover  la  creación  y  organización 
de  Juntas  de  señoras,  con  el  carácter  de  sus 
auxiliares,  en  todos  los  pueblos  del  Reino  en 
que  sean  posibles. 

ó.'-  Reunir  bajo  su  presidencia  á  la  Junta 
de  señoras,  cuantas  veces  lo  crea  conveniente 
ó  necesario. 

6.^"  Dictar  las  reglas  oportunas  para  el  ré- 
gimen interior  de  la  misma  Junta. 

7.''  Designar  las  señoras  de  la  Junta  de  su 
presidencia  que  han  de  ser  vocales  de  las  de 
patronos  de  los  establecimientos  generales  de 
Beneficencia. 

8.^  Determinar  los  cargos  que  dichas  seño- 
ras han  de  desempeñar  en  las  respectivas  Jun- 
tas de  patronos. 

9."  Nombrar  á  las  señoras  de  la  Junta  ge- 
neral que  hayau  de  sustituir  interinamente  á 
las  vocales  de  las  de  patronos  en  sus  ausen- 
cias y  enfermedades. 

10.  Nombrar  también  á  las  señoras  de  la 
misma  Junta  general  que,  como  Comisiones 
auxiliares,  han  de  ayudar  á  las  de  patronos 
en  el  mejor  desempeño  de  las  funciones  que 
les  están  encomendadas. 

11.  Reunir  bajo  su  presidencia  á  las  Jun- 
tas de  patronos  y  á  las  Comisiones  auxiliares 
respectivas  cuantas  veces  lo  crea  convenien- 
te, para  enterarse  de  los  trabajos  que  tienen 
confiados  y  darles  instrucciones  para  el  mejor 
despacho. 

12.  Convocar  con  el  mismo  objeto  á  las  se- 
ñoras que  formen  parte  de  la  .Junta  de  su  pre- 
sidencia ó  de  las  de  patronos,  tengan  ó  no  en 
ellas  cargo  especial  '. 

Dado  en  Madrid  á  8  de  Abril  de  1876.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fran- 
cisco Romero  y  Robledo.»  (Gac.  11  Abril  y  Co- 
lección Legislativa,  t.  IIG,  p.  299.) 

Ley  26  Junio  1876. 
Patronazgo  en  los  patronatos  de  la  Corona. 

Según  el  art.  4."  de  esta  ley,  que  se  hallará 
inserta  en  el  articulo  Patrimonio  de  la  co- 
rona, para  los  patronatos  de  la  misma  rigen, 
por  regla  general,  las  disposiciones  legales  y 
administrativas  adoptadas  para  los  patrona- 
tos particulares,  pero  radicando  el  protecto- 
rado en  la  Real  Casa. 

E.  O.  20  Enero  1877. 
Sobre  las  reformas  introducidas  por  la  ley 
de  16  de  Diciembre  de  1876  en  la  municipal 
de  20  de  Agosto  de  1870,  principalmente  en  lo 
que  se  refiere  á  la  Beneficencia.  Queda  inser- 
ta en  Ayuntamientos. 

Ley  municipal  20  Octubre  1877. 

Queda  inserta  en  Ayunt.\mieñtos.  Sus  ar- 


'     Véase  el  art.  H."  de  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  1885, 
ampliando  las  atribuciones  de  la  Junta  de  seFioras. 
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tlcillos  73,  mim.  6.°,  84,  nüm.  1.°,  114,  niime- 
ro  8.°,  y  137,  regla  3.",  se  refieren  al  fomento, 
supresión  y  sostenimiento  de  los  institutos  de 
Beneficencia  mxmicipal. 

E.  0.26  Febrero  1S78. 

Sobre  intereses  de  inscripciones  correspon- 
dientes á  establecimientos  de  Beneficencia  é 
Instrucción  pública. — V.  Deuda  pública. 

B.  O.  6  Diciembre  1878. 
(Mandó  proceder  á  la  renovación  bienal  de 
las  Juntas  provinciales,  dictando  las  disposi- 
ciones al  efecto.) 

E.  O.  20  Mayo  1879. 

Suprimiendo  la  Caja  esjjecial  de  Beneñcencia  particular 

existente  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación. 

(GoB.).  «Art.  1."  Queda  suprimida  la  Caja 
especial  de  Beneficencia  particular,  existente 
en  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  haciéndo- 
se entrega  de  los  fondos  y  valores  públicos 
en  ella  existentes  en  la  general  de  Depósitos, 
sin  que  por  esto  se  entiendan  prejuzg-ados  los 
derechos  de  los  particulares,  patronos  ó  re- 
presentantes por  cualquier  concepto  de  las 
fundaciones. 

Art.  2."  Los  expedientes  relativos  á  Bene- 
ficencia que  se  hallen  pendientes  ó  que  se  in- 
coen en  lo  sucesivo,  se  seguirán  por  todos  sus 
trámites  hasta  llegar  á  resolución  definitiva 
que  cause  estado;  y  si  por  virtud  de'ella  hu- 
biese que  hacer  entrega  ó  devolución  de  va- 
lores ó  metálico,  se  comunicará  la  resolución 
al  Ministerio  de  Hacienda  para  que  éste  veri- 
fique la  entreg-a  ó  el  pago  de  los  fondos  de 
Beneficencia  que  haya  recibido  ó  del  capítulo 
correspondiente  al  presupuesto. 

Art.  3."  Siempre  que  por  resolución  de  al- 
gún expediente  de  patronatos,  fundaciones 
benéficas,  liquidación  de  cuentas  atrasadas 
del  2  por  100  de  protectorado,  ú  otro  cualquier 
concepto,  hiibiera  que  percibir  en  lo  sucesivo 
cantidades,  rentas  ó  valores  de  cualquier  es- 
pecie, se  trasladará  la  resolución  al  Ministerio 
de  Haciendo  por  R.  O.  comunicada  con  el  fin 
de  que  se  efectúe  el  cobro  por  el  jefe  económi- 
co correspondiente  y  se  verifique  el  ing-reso  en 
el  Tesoro  si  fuese  metálico,  y  en  la  Caja  g-ene- 
ral  de  Depósitos  si  fuesen  valores,  á  los  cuales 
se  dará  el  destino  é  inversión  que  con  arreg'lo 
á  la  legislación  de  Beneficencia  ó  á  la  resolu- 
ción especial  del  expediente  corresponda. 

Ai't.  4."  En  los  presupuestos  generales  del 
Estado  que  se  sometan  á  las  Cortes  se  abrirá 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  un  capitulo  de 
ingresos  correspondiente  á  bienes  y  rentas  de 
la  Beneficencia  particular,  y  otro  de  gastos 
igual  á  los  ing'resos  aplicable  al  presupuesto 
del  JMiuisturio  de  la  Gobernación  para  los  rein- 
tegros, devoluciones  ó  pagos  que  reconozcan 
el  mismo  orig'en. 

Art.  5."  Los  Ministros  de  Hacienda  y  de 
Gobernación  quedan  encargados  de  la  eje- 
cución y  reglamentación  de  este  decreto,  así 
en  lo  relativo  á  la  entreg'a  de  los  fondos  y  va- 
lores existentes,  como  para  su  sucesiva  centra- 
lización en  el  Tesoro;  debiendo  la  Caja  espe- 
cial de  Beneficencia  formar  una  liquidación  á 
30  de  Junio  del  corriente  año,  con  arreglo  á  la 


cual  se  llevará  á  efecto  la  referida  entreg'a,  y 
cesando  desde  aquella  fecha  todas  las  obliga- 
ciones que  se  satisfacen  con  cargo  á  dichos 
fondos  que  no  sean  consignados  cu  el  capitulo 
correspondiente  del  presupuesto  del  próximo 
año  económico. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Mayo  de  1879.— 
Alfonso.  —  El  Ministro  de  la  Gobernación, 
Francisco  Silvela.»  (Gac.  21  Mayo  y  C.  L., 
t.  122,  p.  915.) 

E.  O.  31  Enero  18S0. 
Desestimando  reclamación  de  la  Diputación  de  Madrid 
relativa  á  que  se  exceptúe  de  enajenación  un  hospital  de 
carácter  (jeneral. 

(GoB.)  -Ej;¿?-acío.— Aprobados  por  el  Go- 
bierno los  presupuestos  y  pliegos  de  condicio- 
nes generales  y  económicas  para  la  construc- 
ción de  un  hospital  de  incurables  de  ambos 
sexos  en  la  dehesa  de  Amaniel,  y  autorizada 
la  venta  ó  permuta  de  los  edificios  que  respec- 
tivamente ocupan  los  hospitales  de  Nuestra 
Señora  del  Carmen  y  de  Jesús  Nazareno,  pidió 
la  Diputación  provincial  de  Madrid  la  excep- 
ción de  venta  del  Asilo  del  Carmen  y  su  entre- 
ga al  Colegio  de  niños  desamparados,  alegan- 
do que  dicho  Colegio  es  dueño  del  edificio. 
Instruido  el  oportuno  expediente,  se  deses- 
tima la  reclamación  de  conformidad  con  el 
dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  i)leno,  por- 
que ni  por  la  índole  de  la  fundación  que  ha 
sido  siempre  de  carácter  g-eneral,  ni  por  los 
hechos  consentidos  y  realizados  por  la  provin- 
cia puede  ostentar  la  Diputación  titulo  alg'uno 
para  oponerse  á  la  enajenación  del  hospital  de 
Nuesti-a  Señora.  (R.  O.  31  Enero  1880.— Ga- 
ceta  11  Febrero.) 

E.  O.  20  Abril  1880. 
Excitando  d  las  Diputaciones  para  que  acuerden  uyi  so- 
corro diario  destinado  d  los  enfermos  pobres  durante 
su  jjermanencia  e?i  los  baílos. 

(DlU.    GEN.    DE    BeNBF.     Y    SANIDAD.)       «La 

asistencia  y  medicación  para  curar  al  pobre  en 
sus  enfermedades  son  siempre  objeto  de  aten- 
ción preferente  de  la  Beneficencia  pública. 

A  esto  fin  conspiran  los  esfuerzos  del  Esta- 
do, de  la  provincia  y  del  Municipio,  noblemen- 
te secundados  por  la  caridad  particular;  pero 
falta  en  muchos  casos  aunarlos  y  armonizarlos 
con  aquellas  medidas  que  puedan  conducir  al 
socorro  completo  de  las  personas  desvalidas. 

En  los  establecimientos  minero-medicinales 
son  gratuitos  para  el  pobre,  así  el  baño  como 
el  agua  que  necesita  beber:  suele  también 
serlo  el  albergue  cubierto,  donde  para  ello  hay 
disposición:  lo  son  asimismo  las  cartas  de  so- 
corro y  bagajes  que  dan  los  gobernadores 
para  que  los  enfermos  hagan  sus  viajes;  pero 
una  vez  llegados  éstos  á  los  establecimientos 
balnearios,  carecen  siempre  de  lo  necesario 
para  su  alimentación,  y  muchas  veces  hasta  de 
sitio  donde  recogerse  á  dormir.  Cuando  esto 
sucede  tienen  que  apelar  á  la  caridad  de  los 
bañistas;  y  si  los  enfermos  indigentes  son 
muchos,  no  basta  aquélla  para  remediar  j'  so- 
correr uno  y  otro  día  las  apremiantes  necesi- 
dades de  un  niimero  desproporcionado  de  in- 
felices que  sufren,  y  no  tienen  ni  dónde  reco- 
g-erse  ni  de  qué  alimentarse. 

Esta  Dirección  cree  que  si  las  provincias 
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acoi'clavau  el  socorro  diario  que  habría  de 
darse  á  los  enfermos  pobres  durante  su  per- 
manencia en  los  baños;  si  diariamente  se  lo 
diese  el  alcalde  ó  el  dueño  del  establecimiento 
si  está  en  despoblado,  pasando  á  ñu  de  tem- 
porada cada  provincia  el  cargo  respectivo  para 
abonarse  mutuamente  lo  que  cada  uno  debie- 
ra; si  todo  esto  se  practicara  con  las  precau- 
ciones necesarias  á  evitar  el  abuso,  podría 
con  un  pequeño  sacrificio  pecuniario  remediar- 
se una  necesidad  muy  atendible  y  sentida  por 
todas  las  personas  que  tienen  ocasión  de  ver 
el  desamparo  en  que  se  encuentran  tantos  des- 
dichados como  concurren  á  buscar  en  los  ba- 
ños la  curación  ó  el  alivio  de  sus  dolencias. 

Yo  ruego  á  V.  S.  encarecidamente  que,  ins- 
pirándose en  estos  sentimientos,  invite  ¡I  la 
Diputación  de  esa  provincia  ii  que  adopte  las 
medidas  que  mejor  puedan  conducir  al  fin  ca- 
ritativo deseado...— Madrid  20  de  Abril  de 
1880.— El  Director  g-eneral.  Castor  I.  de  Alde- 

coa. — Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de » 

(Gac.  21  Abril.) 

E.  D.llMayo  1880. 
Secciones  del  hospital  de  la.  Princesa. 

(GoB.)  Este  decreto  dividió  el  hospital  en 
dos  Secciones.  Lo  que  sobre  el  particular  dis- 
puso, constituye  el  art.  2."  del  Regí,  de  23  de 
Diciembre  de  1884. 

Ley  21  Jtüio  1880. 
Autorisación  á  la  Diputación  de  Zaragoza  para  construir 
un  manicomio:  Concesiones  análogas  para  objetos  be- 
néftcos. 

(GoB.)  «Artículo  1."  Se  autoriza  k  la  Di- 
putación provincial  de  Zaragoza  para  que  de 
los  bienes  que  adquieran  sus  establecimientos 
de  Beneficencia,  ó  á  que  éstos  tengan  derecho 
desde  la  promulg'ación  de  esta  ley,  enajene  en 
pública  subasta,  al  contado  y  con  intervención 
del  Gobierno,  los  que  basten  ;l  producir  dos 
millones  de  pesetas,  que  en  vez  de  recibir  en 
inscripciones  intransferibles,  percibirá  en  me- 
tálico, con  destino  á  la  construcción  de  un  ma- 
nicomio modelo,  administrado  siempre  por  la 
misma  Diputación  provincial  de  Zaragoza. 

Art.  2."  El  Gobierno  otorg'ará  concesiones 
de  la  misma  naturaleza  á  todos  los  demás  es- 
tablecimientos de  España  que  lo  soliciten  para 
objetos  benéficos,  oyendo  previamente  al  Con- 
sejo de  Estado.»  (Gac.  27  Julio  y  C.  L.,  t.  125, 
p.  Ifí.) 

B.  O.  19  Enero  1881. 

Disposiciones  para  la  renovación  bienal  de  las  Juntas 

provinciales  y  municipales  de  Beneficencia. 

(GoB.)  «Los  arts.  15  y  18  de  la  Inst.  de  27 
de  Abril  de  187.5  disponen  que  las  Juntas  pro- 
vinciales y  municipales  de  Beneficencia  duren 
cuatro  años,  debiendo  renovarse  cada  bienio 
la  mitad  de  los  individuos  que  formen  estas 
.Corporaciones.  Verificada  en  Enero  de  1879, 
y  por  sorteo,  conforme  á  la  R.  O.  Circ.  de  6  de 
Diciembre  de  1878,  la  primera  renovación,  es 
preciso  que  cesen  en  el  desempeño  de  sus  car- 
gos los  vocales  que  permanecieron  en  las  Jun- 
tas, y  á  quienes  toca  ahora  salir,  para  cumplir 
lo  dispuesto  eu  los  artículos  anteriormente  ci- 
tados. 

A  este  fin,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  se  ha  dig- 


nado mandar  lo  siguiente:  (Las  reglas  1."  á  5.* 
son  sustancialraente  iguales  á  las  disposicio- 
nes de  la  Circ.  de  13  de  Mayo  de  1889,  eu  su 
lugar  inserta.)  La  regla  ó  núm.  6.°,  dice  asi: 

«6.°  La  renovación  de  las  Juntas  que  exis- 
ten eu  algunas  localidades  á  virtud  de  lo  pre- 
venido en  los  arts.  17  y  posteriores  de  la  ins- 
trucción referida,  se  verificará  en  la  forma  ex- 
presada en  las  disposiciones  que  proceden,  con 
las  modificaciones  sig'uientes: 

Primera.  Los  alcaldes  respectivos  presidi- 
rán estas  Juntas,  y  cumplirán  con  V.  S.  cuan- 
to le  está  prevenido  por  la  Superioridad  res- 
pecto de  las  Juntas  provinciales. 

Segunda.  Cuidará  V.  S.  de  enviar  á  este 
Ministerio  las  actas  y  propuestas  de  las  .Jun- 
tas municipales  á  medida  que  las  vaya  reci- 
biendo de  los  alcaldes.»  (R.  O.  19  Enero  1881. 
Gac.  21  Enero  y  C.  L.,  t.  126,  p.  45.) 

Ley  3  Febrero  1&81. 
Es  la  de  Enj.  civil.  Su  art.  460  exceptúa  de 
la  necesidad  de  celebrar  acto  de  conciliación 
los  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  deman- 
dados los  establecimientos  de  Beneficencia  *. 

H.  O.  8  Junio  1881. 
Medidas  para  hacer  más  independiente  la  acción  de  la 
Intervención  de  la  Dirección  y  del  Ministerio  en  el  exa- 
men y  aprobación  de  las  cuentas  de  Beneficencia, 

(GoB.)     «...S.  M...  se  ha  servido  resolver: 

Primero.  Que  de  acuerdo  este  Ministerio 
con  el  de  Hacienda,  se  separen  debidamente 
las  consignaciones  de  material  y  obras  de  los 
establecimientos  de  Beneficencia  que  constan 
actualmente  eug'lobadas  en  los  arts.  2."  y  3." 
del  cap.  XI,  seo.  6.*  del  presupuesto  vigente, 
á  fin  de  que  en  el  próximo  ejercicio  queden  las 
segundas  en  el  Tesoro,  para  que  el  abono, 
cuando  fuere  preciso,  se  haga  con  la  debida 
justificación  y  previo  libramiento  en  firme  de  la 
Ordenación  de  Pagos  por  obligaciones  de  este 
Ministerio. 

Segundo.  Que  por  este  Ministerio  se  solici- 
te del  de  Hacienda  ordene  lo  conveniente  para 
que  eu  lo  sucesivo  se  libreu  directamente  las 
subvenciones  consig'nadas  por  el  Estado  é  in- 
cluidas en  los  presupuestos  á  las  Juntas  del 
Instituto  Oftálmico  establecido  en  Madrid,  y 
Colegio  de  Irlandeses  de  Salamanca. 

Tercero.  Que  por  el  indicado  Ministerio  de 
Hacienda  se  den  las  órdenes  oportunas  jiara 
que  la  consiguación  de  material  del  hospital  del 
Rey  en  Toledo,  se  pague  por  la  Administra- 
ción económica  de  aquella  provincia  al  admi- 
nistrador depositario  del  establecimiento. 

Cuarto.  Que  quede  prohibida  la  admisión 
eu  la  Depositarla  central  de  Beneficencia  de 
los  depósitos  provisionales  y  definitivos  en  ga- 
rantía de  contratos  de  servicios  y  obras  de  Be- 
neficencia y  fianzas  de  cargos  del  ramo. 

Quinto.  Que  en  los  próximos  presupuestos 
se  incluya  en  el  capítulo  y  artículo  correspon- 
diente el  sueldo  del  depositario  central  de  Be- 
neficencia. 

Sexto.  Que  para  tomar  posesión  de  dicho 
destino  deberá  previamente  constituirse  en  la 


*  Sobre  defensa  gratuita,  véase  la  R.  O.  de  21  de  Di- 
ciembre de  JS57,  y  en  la  Sección  de  Jurisprudencia  la  sen- 
tencia de  12  de  Octubre  de  1888. 
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Caja  g'eueral  de  Depósito.s  la  fiauza  de  10.000 
peseta.seii  efectivo,  ó  su  equivalente  eu  valores 
públicos  á  los  tipos  marcados  eu  iustruccióu. 

Y  séptimo.  Que  mieutras  no  rijan  unos  nue- 
vos presupuestos,  se  designe  por  este  Ministe- 
rio un  jete  de  Negociado  que  desempeñe  el 
cargo  de  depositario  central  de  Beneficencia, 
previa  la  constitución  de  la  correspondiente 
fianza  '. — De  Real  orden,  etc. — Madrid  8  de 
Junio  de  1881. — González. — Sr.  Director  ge- 
neral de  Beneficencia  y  Sanidad.»  (Gac.  15 
Junio  y  C.  L.,  t.  126,  p.  1.143.) 
E.  O.  28  Julio  1881. 

Se  da  nueva  redacción  á  los  arts.  11,  12, 13, 
98,  99,  105  y  110  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de 
1875,  según  quedan  insertos  en  la  misma. 

E.  O.  30  Setiembre  1881. 
Colegio  de  Nuestra  Seü07-a  de  log  Remedios, 

(GoB.)  Extracto. — Instruido  expediente  so- 
bre reforma  del  régimen  económico  de  ese  es- 
tablecimiento, se  prohibe  hacer  préstamos  con 
los  fondos  sobrantes  del  mismo,  que  habrAn  do 
aplicarse,  como  también  el  producto  de  las  li- 
quidaciones que  han  depracticarse  de  los  prés- 
tamos existentes,  á  la  adquisición  de  inscrip- 
ciones intransferibles  de  la  Deuda  jiública;  se 
prohibe  ig-ualmeute  la  enajenación  de  los  títu- 
los del  .3  por  100  consolidado  interior,  del  2 
por  100  amortizable,  de  los  bonos  del  Tesoro 
y  de  las  acciones  del  Banco  que  posee  el  Co- 
legio, á  no  ser  que  se  instruya  expediente  en 
que  se  acredite  la  necesidad  de  la  venta.  (Real 
orden  30  Septiembre  1881.  — Gac.  2(j  Octubre.) 

R,  O.  13  Diciembre  1881. 

Aproltando  el  reglamento  para  el  n'givieti  interior  del 

Colegio  de  ciegos  de  Santa  Catalina. 

(GoB.)  Extracto. — El  reglamento  aprobado 
por  esta  Real  orden  consta  de  diez  capítulos. 
El  primero  trata  del  gobierno  y  organización 
del  Colegio,  estableciendo  que  depende  éste 
del  Ministerio  de  la  Gobernación,  y  que  por 
delegación  del  Ministro  desempeña  la  alta  ins- 
pección del  establecimiento  el  director  de  Be- 
neficencia y  Sanidad;  y  que  el  Colegio  tiene 
por  objeto  educar  é  instruir  á  los  jóvenes  cie- 
gos, en  la  primera  enseñanza  especial  y  en  la 
de  música,  atender  á  su  manutención,  asisten- 
cia y  equipo,  y  preparar  convenientemente  :l 
los  alumnos  ciegos  que  tengan  aptitud  para 
comunicar  la  instrucción  á  sus  compañeros  de 
desgracia.  Los  capítulos  restantes  se  ocupan 
respectivamente  del  director,  profesores,  ins- 
pector, alumnos,  alimentación  y  asistencia, 
cocinero,  criados,  portero  y  servicio  interior. 
(Gac.  16  Diciembre.) 

Ley  del  Imp.  de  derechos  reales  de  31  Dic.  1881. 

El  art.  5.",  núm.  G.°  de  la  ley,  y  el  mismo  nú- 
mero del  art.  28  del  reg-lamento,  dispone  que 
contribuirán  por  el  O' 10  por  100  de  su  valor 
los  actos  ó  contratos  otorgados  directamente 
A  favor  de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia.— V.  Impuesto  de  derechos  reales. 

Ley  31  Diciembre  1881. 

Sobre  facturas  de  intereses  de  inscripciones 
nominativas  de  Beneficencia  é  Instrucción. — 
V.  Deuda  pública. 


•     Ver  el  preámbulo  y  los  arts.  20  d  29  de  la  Inst.  de  27 
de  Enero  de  11185. 


Ley  31  Diciembre  1881. 

Mandatido  incluir  en  presupuesto  subvenciones  para  in- 
demnizar á  los  establecimientos  beneficiados  por  rifas 
que  se  suprimen. 

(Hac.)     «ley.— D.  Alfonso  XII,  etc. 

Articulo  1."  Desde  1."  de  Enero  de  1882 
quedan  suprimidas  todas  la  rifas  de  carácter 
permanente  autorizadas  hasta  el  día. 

Art.  2."^  En  el  presupuesto  de  gastos  se  in- 
cluirá la  partida  necesaria  para  dar  á  los  es- 
tablecimientos y  Corporaciones  comprendidos 
en  el  adjunto  estado  las  cantidades  que  en  él 
se  indican,  ó  las  que,  previa  formación  de  ex- 
pediente, determine  el  Gobierno  concederles 
por  vía  de  equidad. 

Art.  3.'^  Los  establecimientos  de  Asilo  de 
pobres  de  Nuestra  Señora  del  Consuelo  de 
Ciempozuelos,  Asilo  de  sirvientas  de  Madrid 
y  Asilo  de  Nuestra  Señora  de  la  Asunción  do 
Madrid,  tendrán  opción  á  percibir  una  canti- 
dad anual  que  el  Ministerio  de  Hacienda  se- 
ñalará entre  el  máximum  y  el  mínimum  de  las 
rifas  similares  comprendidas  en  el  estado  ad- 
junto. 

Art.  4.°  Las  cantidades  que  se  hayan  de 
satisfacer  á  las  Corporaciones  mencionadas  eu 
esta  ley,  se  considerarán  como  minoración  de 
ingresos  del  producto  de  la  renta  de  loterías. 

Art.  5.°  En  el  caso  eu  que  termine  el  obje- 
to para  que  fueron  creadas  estas  Corporacio- 
nes, ó  en  que  por  cualquiera  otra  razón  cese 
el  motivo  por  que  fué  concedida  la  rifa,  se  en- 
tenderá extinguida  la  cantidad  señalada  á  las 
mismas,  sin  que  acrezca  á  las  otras  compreu- 
didas  en  esta  ley. 

Los  edificios  en  construcción  de  las  Corpo- 
raciones á  que  se  refiere  el  art.  2.°,  no  podrán 
destinarse  á  otro  objeto  que  al  que  actualmen- 
te se  les  dedica;  y  si  se  intentare,  quedarán 
como  propiedad  del  Estado. 

Dado  en  Palacio  á  31  de  Diciembre  de 

1881.— Yo  el  Rey.— El  Ministro  de  Hacienda, 
Juan  Francisco  Camacho. 

Estado  demostrativo  de  las  subvenciones  á  las  Corpora- 
ciones y  establecimientos  d,e  Beneficencia,  equivalentes 
á  los  productos  líquidos  que  obtenían  de  las  rifas  que 
quedan  suprimidas. 


Hospitales  de  niños,  96.330 

pesetas. 
Asilo  del  Pardo,  122.810. 
Beneficencia    domicilia- 
ria, 71.960. 
La  Caridad,  2.420. 
Huérfanos  de  Chamberí, 

30.150. 
Escuel.as  católicas,  10.900. 
Asilo  de  Aranjuez,  12.000. 
Hospital  de  Santa  Cruz 

de  Barcelona,  304.220. 
Casa  do  Caridad  de  ídem, 

342.930. 
Salas  de  Asilo  de  ídem, 

29.710. 

Madrid  31  de  Diciembre 
Hacienda,  Juan  Francisco 
ro  1H82  y  C.  L.,  t.  127,  p.  5.99 


Aniigos  de  los  pobres  de 

ídem,  88.600. 
Casa  de  Misericordia  de 

Valencia,  8.5BÜ. 
Casa  de  Beneficencia  de 

ídem,  121.030. 
Casa  de  id.  de  Valls,  2.810. 
Casa  deid.de  Eeus,  25.610. 
Amigos  de  los  pobres  de 

Sevilla,  19.440. 
Asilo  gaditano,  8.410. 
Casa  de  Beneficencia  de 

Palma,  8.370. 
Beneficencia  de   Mahón, 

32.740. 
Total,  1.839.000  pesetas, 
de  1881.— El  Ministro  de 
Camacho. >  (Gac.  1.°  Ene- 


E.  D.  7  Febrero  1882. 

Es,  como  el  R.  D.  de  12  de  Junio  de  1875, 
sobre  abono  á  cuenta  á  la  Beneficencia  de  lo 
que  tenga  que  percibir  por  intereses  de  ins- 
cripciones no  expedidas.  Se  inserta  eu  Des- 
amortización. 


BENEFICENCIA.  (1882) 


E.  0. 15  Febrero  1S82. 

Derecho  de  los  facultativo»  de  establecimientos  de  Benefi- 
cencia, que  han  ingresado  por  oposición,  citando  se  su- 
primen sus  j)tazas:  Que  no  se  saque  á  licitación  el  surni- 
nistro  de  medicamentos  para  los  enfermos  pobres  y  es- 
tablecimientos benéficos. 

(Gon.)  Extracto. — Promovido  expediente 
por  D.  Marcial  Moure  contra  acuerdo  de  la 
Diputación  provincial  de  la  Coruña,  que  su- 
primió la  oficina  de  Farmacia  del  hospital  de 
Santiago,  que  desempeñaba  el  recurrente,  y 
dispuso  que  los  boticarios  de  la  localidad  sur- 
tieran ese  establecimiento  de  medicinas,  se  re- 
mitió el  asunto  á  informe  del  C.  de  E.,  cuya 
Sección  de  Gobernación  le  pmite  eu  los  si- 
guientes términos: 

«...Seg-iin  lo  dispuesto  en  los  arts.  44  y  45  de 
de  la  ley  orgánica  provincial,  corresponde  á 
las  Diputaciones  provinciales  el  gobierno  y 
dirección  de  los  intereses  peculiares  de  las  pro- 
vincias, y  en  particular  lo  que  entre  otros  ob- 
jetos se  refiere  á  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia; de  suerte  que  al  declararse  provin- 
cial el  Gran  Hospital  de  Santiago  por  R.  O.  de 
7  de  Octiibre  de  1879,  la  Diputación  de  la  Co- 
ruña pudo  introducir  en  su  gobierno,  direc- 
ción y  gestión  económica  las  reformas  que 
juzgó  conveidentes. 

Cierto  es  que  la  R.  O.  de  16  de  Julio  de  1861, 
inspirándose  en  un  fin  altamente  humanitario, 
declaró  que  el  suministro  de  medicamentos 
para  los  establecimientos  benéficos,  mediante 
pública  licitación,  ofrece  inconvenientes  gra- 
vísimos y  de  suma  transcendencia  para  la  hu- 
manidad, siendo ,  como  lo  es,  imposible  de 
comprobar  su  buena  calidad  y  perfecta  elabo- 
ración, y  que  por  este  motivo  deben  conside- 
rarse como  una  de  las  cosas  ó  efectos  que  no 
se  pueden  contratar  y  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 57  del  Reg.  general  de  14  de  Mayo  de 
1852  ';  pero  no  es  menos  cierto  que,  según  la 
Sección  informó  á  V.  E.  en  11  de  Octubre,  y 
segrin  se  resolvió  en  otra  R.  O.  de  31  de  Di- 
ciembre de  1878,  la  de  1861  quedó  sin  efecto  al 
publicarse  las  leyes  orgánicas  provincial  y  mu- 
nicipal de  1870,  no  alteradas  por  la  de  2  de 
Octubre  de  1877,  en  lo  que  en  materia  de  re- 
gularizacióu  de  los  servicios  sanitarios  corres- 
ponde á  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones. 
Esto  es  lo  legal,  aunque  quizás  no  sea  lo  más 
conveniente. 

Fácil  es  comprender,  por  tanto,  que  si  á  con- 
secuencia de  estas  reformas  quedó  suprimido 
el  destino  de  farmacéutico  cjue  desempeñaba 
D.  Marcial  Moiu-e,  éste  solamente  puede  soli- 
citar de  la  Diputación  que  se  le  coloqtie  en 
otro  destino  análog'O,  si  lo  hubiere  vacante  en 
la  provincia  ó  se  restableciese  la  suprimida 
botica,  puesto  que  el  haber  iugresado  por  opo 
sicióu  no  ofrece  al  interesado  más  garantía 
que  la  de  ser  respetado  en  sti  destino,  mieu- 
tras  no  sea  suprimido,  si  lo  desempeña  bien  y 
fielmente. 

Opina,  por  tanto,  la  Sección,  que  se  debe 
desestimar  el  recurso  interpuesto;  pero  que, 
esto  no  obstante,  seria  conveniente  recomen- 


•     Yéuse  la  R.  O.  que  se  cita  en  Médicos  t  demás  fa- 
cultativos DE  Beneficencia. 


dar  á  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayun- 
tamientos que  eu  cuanto  sea  posible  no  saqueu 
á  licitación  el  sumiuislro  de  medicamentos 
para  los  enfermos  pobres  y  para  los  estableci- 
mientos benéficos.»  Asi  se  resuelve.  (R.  O.  15 
Febrero  1882.— Gac.  27  id.) 

B.  O.  6  Marzo  1882. 
Aprobando,  contra  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado, 
provideiicia  del  gobernador  de  Madrid  suspendiendo  un 
acuerdo  de  la  Diputación  provincial  referente  al  modo 
de  realizar  el  pago  de  unos  terrenos  para  la  construc- 
ción de  un  nuevo  hospital. 

(GoB.)  «En  vista  del  expediente  elevado 
por  V.  É.  relativo  á  un  acuerdo  de  la  Diputa- 
ción provincial,  referente  al  modo  de  realizar 
el  pago  de  unos  terrenos  para  la  construcción 
de  un  nuevo  hospital: 

Resultando  que  la  Diputación  provincial  de 
Madrid  eu  25  de  Septiembre  de  1880  acordó 
solicitar,  como  lo  hizo,  autorización  para  ena- 
jenar bienes  propios,  en  la  actualidad  ó  más 
adelante,  de  la  Beneficencia,  eu  cantidad  de  2 
millones  de  pesetas,  además  de  la  venta  de  los 
solares  procedentes  del  actual  hospital  provin- 
cial, para  fundar  un  nuevo  asilo;  y  que  sobre 
este  acuerdo  recayó  la  R.  O.  de  28  de  Octubre 
de  1880  pidiendo  que  la  Diputación  remitiese 
algunos  datos  y  documentos  relativos  á  los 
dichos  bienes,  lo  cual  hasta  el  presente  no  se 
ha  cumplido: 

Resultando  que,  lejos  de  dar  cumplimiento 
á  la  expresada  orden,  al  día  siguieute  de  su 
fecha  se  empezó  á  gestionar  la  compra  de  te- 
rrenos, y  hasta  á  ajustarlos,  y  dejada  en  sus- 
penso la  enajenación  de  los  solares  del  anti- 
guo hospital  por  otra  R.  O.  de  24  de  Junio  de 
1881,  la  Diputación  acordó  en  9  de  Enero  úl- 
timo consignar  en  el  presupuesto  de  1881-82, 
250.000  pesetas  para  la  compra  de  terrenos 
acordada;  otorgar  inmediatamente  la  escritu- 
ra y  dar  principio  á  las  obras,  con  otros  por- 
menores de  ejecución  y  especialmente  el  de 
que,  si  quedase  sin  efecto  la  R.  O.  de  24  de 
Junio  de  1881,  pudiese  pactarse  con  el  vende- 
dor respecto  de  las  condiciones  y  manera  de 
aplicar  á  esta  obligación  tanto  las  cantidades 
consignadas  en  la  Caja  de  Depósitos,  como 
las  que  en  lo  sucesivo  pudiesen  ingresar  por 
la  venta  de  los  solares: 

Considerando  que  no  se  trata  en  el  presente 
caso  de  la  creación  de  un  nuevo  hospital,  lo 
cual  pudo  acordar  la  Diputación  en  uso  de 
sus  atribuciones,  sino  de  los  recursos  necesa- 
rios para  adquirii-  los  terrenos  convenientes  y 
ejecutar  la  obra: 

Considerando  que  el  acuerdo  .suspendido  de 

9  de  Enero  liltimo  no  se  refiere  á  la  fundación, 
sino  que,  dándola  por  supuesta,  se  limita  á 
llevar  á  efecto  la  compra  de  terrenos;  á  que 
se  otorgue  inmediatamente  la  escritm-a  de 
compra;  á  consignar  en  su  presupuesto  la  can- 
tidad de  250.000  pesetas  y  á  encargar  al  arqui- 
tecto proviucial  la  formación  inmediata  de 
los  planos  y  presupuestos  que  se  le  encomen- 
daron en  29  de  Octubre  de  1880: 

Considerando  que  si  bien  es  de  la  atribución 
de  las  Diputaciones  provinciales  acordar  todo 

10  relativo  á  establecimientos  de  Beneficencia, 
su  conservación  y  fomento,  ejerciéndola  bajo 
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la  alta  inspección  del  Gobierno,  seg-im  el  inci- 
fjQ  segundo  del  niim.  1.°  d^l  art.  44  de  la  ley 
provincial,  no  la  tienen  para  comprar  y  ven- 
der bienes  con  destino  á  este  servicio,  para  lo 
cual  es  necesaria  la  previa  autorización  de 
este  Ministerio,  como  lo  es  la  de  las  Cortes 
para  que  el  Gobierno  pueda  enajenar  bienes 
del  Estado  con  arreglo  al  art.  86  de  la  Cons- 
titución: 

Considerando  que  la  ley  de  obras  piiblicas 
de  13  de  Abril  de  1877,  en  sus  arts.  16,  36  y  40, 

dispone (V.  Obras  públicas.) 

Considerando  que  se  pretende  realizar  la 
compra  de  terrenos  y  otorg'ar  desde  luego  la 
escritura  sin  hacer  constar  eu  el  acuerdo  el 
uiimero  de  pies  que  se  adquieren,  ni  su  plano 
ni  su  valoración,  ui  la  extensión  que  lia  de 
tener  el  hospital  proyectado,  sin  haber  llama- 
do á  concurso  para  la  adquisición,  circunstan- 
cia importante,  cuya  omisión  no  puedo  excu- 
sarse con  el  infundado  temor  de  que  los  pro- 
pietarios pudieran  ponerse  de  acuerdo  para 
subir  el  precio; 

Considerando  que  solicitada  por  la  Diputa- 
ción en  Septiembre  do  1880  la  autorización 
para  destinar  á  la  construcción  de  Tin  nuevo 
hospital  el  valor  en  venta  de  los  solares  del 
antiguo,  la  misma  Corporación,  prescindiendo 
de  remitir  los  datos  que  por  la  11.  O.  de  28  de 
Octubre  de  1880  se  le  pidieron  para  resolver, 
al  día  siguiente  (cuando  quizá  todavía  no  le 
era  desconocida  aquella  disposición)  tomó  otro 
acuerdo  que  tondia  íl  prescindir  de  la  aiitori- 
zación  solicitada: 

Considerando  que  el  citado  acuerdo  de  29 
de  Octubre  de  1880  no  era  ni  podía  legalmente 
ser  ejecutivo,  porque  jjara  llevarlo  á  efecto 
se  requería,  como  queda  dicho,  la  previa  au- 
torización del  Gobierno,  mediante  otro  requi- 
sito, los  prevenidos  en  los  artículos  antes  cita- 
dos de  la  lej'  de  obras  públicas: 

Considerando  que  si  este  proceder  no  cons- 
tituye delincuencia,  revela,  no  obstante,  el 
propósito  de  obrar  con  infracción  de  las  leyes, 
cuya  observancia  compete  al  Gobierno... 

Considerando  que  teniendo  bienes  propios 
la  Beneficencia  de  la  provincia  de  Madrid,  no 
tenia  tampoco  la  Diputación  facultad  para 
destinar  á  la  creación  de  nuevos  estableci- 
mientos benéficos  fondos  generales  del  presu- 
puesto provincial,  ni  la  tenia  tampoco  para 
emplear  sin  autorización  previa  valores  de  la 
propia  Beneficencia  que  se  dicen  existentes 
eu  la  Caja  de  Depósitos; 

Y  considerando,  finalmente,  que  el  acuerdo 
de  9  de  Enero  último  y  el  de  29  de  Octubre  de 
1880,  del  cual  procede,  no  son  ni  pueden  ser 
ejecutivos  sin  la  previa  Real  autorización,  y 
que  por  lo  mismo  procedía  la  suspensión,  con 
arreglo  al  mim.  1.''  del  art.  48  de  la  ley  provin- 
cial; S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  oído  el  C.  de  E.,  se 
ha  servido  aprobar  la  suspensión  del  expresa- 
do acuerdo  de  9  de  Enero  último,  y  dejarlo 
sin  efecto  en  todas  sus  partes  mientras  no  se 
obtenga  la  correspondiente  autorización  de 
este  Ministerio.»  (R.  O.  6  Marzo  1882.— Gacela 
16  id.)  i. 


*    A  continuación  publícala  Gaceta  el  informe  de  la 


Ley  provincial  29  Agosto  1882. 

Habla  de  los  establecimientos  provinciales 
de  Beneficencia  eu  sus  arts.  74,  núin.  1.°,  76 
y  115.— V.  Gobierno...  de  las  provincias. 

Ley  5  Jtilio  1883. 
Autorizando  al  Ministro  de  la  Gobernación  para  destinar 
d  la  adquisición  del  hospital  de  enfermos  incurables  los 
valores  y  propiedades  que  se  expresan  y  para  invertir 
un  crédito  de  2.500.000  pesetas  en  el  mismo  objeto  *. 

(GoB.)  «Artículo  1."  Se  autoriza  al  Minis- 
tro de  la  Gobernación  para  que  destine  á  la 
adquisición  de  un  edificio  para  hospital  gene- 
ral de  enfermos  incurables  de  ambos  sexos, 
ó  bien  para  su  construcción: 

Primero.  El  producto  en  venta  de  las  ins- 
cripciones y  valores  de  las  fundaciones  de  Be- 
neficencia particular,  comprendidas  en  el  caso 
3.0,  art.  11,  cap.  III  de  la  Inst.  de  27  de  Abril 
de  1875. 

Seg'undo.  El  producto  en  venta  de  los  va- 
lores públicos,  propiedad  de  los  actuales  hos- 
pitales de  incurables  de  Nuestra  Señora  del 
Carmen  y  de  Jesús  Nazareno  y  sus  edificios. 

Tercero.  Los  terrenos  que  componen  la  d* 
hesa  de  Amaniel  en  todo  ó  en  parte. 

Cuarto.  El  importe  de  los  leg'ados  en  obras 
ó  eu  metálico  que  se  hayan  hecho  ó  se  hicieren 
il  los  hospitales  de  incurables  de  Madrid. 

Art.  2."  Se  autoriza  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación para  que,  de  acuerdo  con  el  de  Ha- 
cienda, invierta  un  crédito  de  2.500.000  pese- 
tas eu  los  objetos  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  siendo  reembolsado  eu  su  día  con 
los  productos  de  los  bienes  que  quedan  enu- 
merados. 

Art.  3."  Por  los  Ministerios  de  la  Goberna- 
ción y  de  Hacienda  se  dictarán  las  disposicio- 
nes convenientes  para  llevar  á  efecto  lo  pre- 
venido en  los  artículos  anteriores.»  (Gao.  7 
Julio  y  C.  L.,  t.  131,  p.  13.) 

E.  D.  15  Enero  1884. 
Bienes  de  la  Beneficencia  particular. 

Autorizó  al  Ministro  de  la  Gobernación  para 
presentar  á  las  Cortes  un  proijecto  de  ley  de 
v^nta  de  los  hieiies  de  Beneficencia  particular 
que  aún  no  hubieren  KÍdo  enajenados  en  cum- 
plimiento de  la  ley  de  1."  de  Mayo  de  1855. 

«El  objeto  de  este  proyecto,  se  dice,  es  poner 
término  á  las  ocultaciones  que  merman  y  des- 
truyen el  patrimonio  de  los  pobres,  y  destinar, 
al  propio  tiempo,  á  objetos  más  en  armonía 
con  las  necesidades  de  la  época,  el  capital  que 
produzca  la  venta  de  los  bienes  que  aiin  con- 
servan las  fundaciones  piadosas.»  (Gac.  16 
Enero.) 

E.  o.  28  M.ayo  1884. 

Abrió  una  información  sobre  el  estado  y  ne- 
cesidades de  las  clases  obreras.  Las  preg'untas 
182  y  183  del  Cuestionario,  se  refieren  A  las 
instituciones  de  Beneficencia.  Se  inserta  en 
Obreros. 

E.  D.  30  Junio  1884. 
Colegio  de  Mtérfanas  de  la  Unión. 

(GoB.)    Extracto. — Este  decreto  aprobó  la 


Sección  del  Consejo  de  Estado,  opinando  se  levante  la 
suspensión  dtl  acuerdo  de  la  Diputación  jiroiñncial. 

1     Véase  la  ley  de  24  de  Marzo  de  isas  que  amplió  esta 
autorización. 
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instrucción  general  y  reg'lanieuto  para  el  Co- 
legio de  huérfanas  de  la  Unión,  establecido 
en  Araujiiez.  Fué  fundado  este  instituto  con 
fondos  de  la  Nación  en  29  de  Octubre  de 
18.35,  y  se  han  refundido  en  el  mismo  el  Refu- 
gio de  Valencia  y  las  24  plazas  de  individuos 
de  la  Guardia  civil  cjue  el  Estado  costeaba  en 
el  Colegio  de  Nuestra  Señora  del  Carmen. 

Su  objeto  es  dar  asistencia  y  educación  á  94 
colegialas,  70  huérfanas  de  militares  y  patrio- 
tas y  24  de  individuos  de  la  Guardia  civil, 
siendo  condición  precisa  que  los  primeros  ha- 
yan muerto  en  campaña  ó  por  consecuencia 
de  lesiones  recibidas  en  el  campo  del  honor,  y 
que  los  segundos,  si  eran  guardias,  cabos,  sar- 
gentos ó  subalternos,  hayan  muerto  á  conse- 
cuencia de  actos  del  servicio,  y  si  eran  oficia- 
les no  hayan  dejado  beneficios  del  Montepío 
á  su  viuda  y  huérfanos. 

También' pueden  ingresar  las  hijas  de  los 
guardias,  cabos  y  sargentos  que  se  reengan- 
chen por  el  tiempo  que  aquéllas  permanezcan 
en  el  Colegio. 

•  El  Estado  se  obliga  á  costear  el  titulo  de 
maestra  elemental  á  las  albergadas  y  á  pro- 
veer á  su  subsistencia  hasta  que  cumplan  2.5 
años,  ó  cambien  de  estado  ó  de  fortuna,  ó  se 
hagan  acreedoras,  por  su  mala  conducta,  á  ser 
expulsadas  del  Colegio.  (Gac.  3  Julio.) 

R.  D.  30  Jnnio  1884. 
Flauta  del  personal  del  Colegio  de  huérfanas  de  la  Unión. 
(GOB.)  Exti-acto.—Se  aprueba  la  planta  del 
personal  del  Colegio,  en  el  que  servirán  un 
administrador  deiiositario,  un  médico,  un  ca- 
pellán, 12  Hijas  de  la  Caridad,  tres  criadas  y 
un  portero.  (Gac.  3  Julio.) 

E.  D.  17  Julio  1881. 

Creando  Juntas  de  señoras  en  las  ciudades  que  se  expresan 

■y  en  las  demás  poblaciones  que  lo  soliciten. 

(GoB.)  «...Articulo  1."  Para  auxiliar  á  las 
Corporaciones  provinciales  y  municipales  en 
los  servicios  de  Beneficencia,  se  crearán  Jun- 
tas de  señoras  en  las  ciudades  de  Barcelona, 
Sevilla,  Valencia,  Málaga,  Granada,  Cádiz,  la 
Coruña,  Zaragoza,  Valladolid,  Palma  de  Ma- 
llorca, Jerez  do  la  Frontera  y  en  las  demás 
poblaciones  que  lo  soliciten. 

Art.  2."  Tendrán  estas  Juntas  las  mismas 
atribuciones  y  deberes  que  la  establecida  en 
la  capital  de  ¡a  Monarquía  por  el  R.  D.  de  27 
de  Abril  de  1875. 

Art.  3.°  Los  nombramientos  de  sus  vocales 
sa  harán  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
y  las  Juntas  elegirán  las  señoras  que  hayan  de 
desempeñar  los  cargos  que  consideren  nece- 
sarios, tanto  para  su  régimen  interior,  como 
para  la  dirección  de  sus  trabajos,  é  inspección 
y  cuidado  de  los  establecimientos  colocados 
bajo  su  patrocinio. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  17  Julio  1884.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fran- 
cisco Romero  y  Robledo.»  {Gac.  22  Julio.) 

R.  D.  23  Diciembre  1884. 
Aprobó  el  reglamento  orgánico  del  Cuerpo 
facultativo  de  Beneficencia  general.  Se  inser- 
ta con  otras  disposiciones  en  Médicos  y  de- 
más FACULTATIVOS  DE  BENEFICENCIA. 


R.  D.  23  Diciembre  1884. 

Retjlamento  para  el  orden  y  gobierno  interior 

del  liospdal  de  la  Princesa. 

(GoB.)  «A  propuesta  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación, de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad 
y  Junta  de  Patronos  del  hospital  de  la  Prince- 
sa de  esta  corte,  se  aprueba  por  este  Real  de- 
creto el  adjunto 

nEGI..%MEMTO 

para  oí  orden  y  gobierno  Interior  del  hospital 
do  la  Princesa. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— Del  GOBIERNO  interior 

DEL  ESTABLECIMIENTO. 

Articulo  1.°  Compete  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación el  gobierno  del  establecimiento:  la 
alta  inspección  la  desempeña,  por  delegación 
del  Ministro,  el  director  general  de  Beneficen- 
cia y  Sanidad. 

CAP.  II.— Destino  del  establecimiento. 

Art.  2."  El  hospital  de  la  Princesa  se  divi- 
dirá, mientras  otra  cosa  no  se  acuerde  por  el 
Ministerio  de  la  Gobernación,  en  dos  seccio- 
nes: una  de  Medicina  y  Cirugía,  con  150  ca- 
mas, y  otra  de  Clínica  de  operaciones,  con  50. 

En  la  primera  se  admitirán  con  preferencia 
los  enfermos  de  ambos  sexos  invadidos  de  afec- 
ciones agudas,  no  infecciosas,  de  medicina  y 
cirugía,  y  después  los  que  padezcan  las  espe- 
ciales de  los  aparatos  respiratorio,  circulato- 
rio, digestivo  y  génito-urinario,  las  de  los  sis- 
temes nervioso  y  óseo  y  los  tumores  en  ge- 
neral. 

En  la  segunda  sección  sólo  se  admitirán 
aquellos  enfermos  que  necesiten  operaciones 
de  alta  cirugía. 

Se  establecerán  oportunamente  laborato- 
rios clínicos  y  dispensarios  independientes 
para  ambas  secciones. 

CAP.  III.— De  la  Junta  de  patronos. 

Art.  3."  Corresponde  á  la  Junta  de  Pa- 
tronos: 

1.0  La  dirección  y  administración  del  hos- 
pital. . 

2."  La  recaudación,  por  medio  del  admi- 
nistrador, de  los  ingresos  por  consignaciones 
ordinarias  del  presupuesto  general  del  Esta- 
do, legados,  donaciones,  estancias  y  demás  in- 
gresos. 

3."  Autorizar  los  pagos  de  las  obligaciones 
ordinarias  dentro  de  la  consignación  del  pre- 
supuesto del  establecimiento. 

4."  Examinar  las  cuentas  anuales  que  pro- 
duzcan los  administradores. 

5.°  Determinar  la  forma  de  contratación  de 
los  suministros,  sujetándose  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  los  Reales  decretos  de  27  de 
Febrero  de  1852  y  6  de  Julio  de  1853. 

6.°  Promover  los  expedientes  de  obras  nue- 
vas, sometiéndolos  á  la  aprobación  de  la  Su- 
perioridad. 

7."     Disponer   de   la   cantidad   consignada 
para  obras  de  conservación  del  edificio,  pre- 
via audiencia  é  intervención  del  arquitecto  de 
Beneficencia. 
8.°    Nombrar  el  personal  subalterno  del  es- 
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tablecimieuto  cou  arreg'Io  A  la  plantilla  apro- 
bada en  presupuesto,  y  posesionar  y  extender 
los  ceses  del  factiltativo. 

9."  Reformar  la  referida  plantilla  en  cuan- 
to crean  conveniente  dentro  de  la  cantidad 
consig'nada  en  presupuesto,  dando  cuenta  de 
ello  á  la  Pireccióu  general  del  ramo. 

10.  Formar  los  presupuestos  añílales,  re- 
mitiéndolos á  la  Dirección  general  en  el  mes 
de  Abril  de  cada  año. 

11.  Proponer  cuanto  crea  conveniente  y 
conduzca  á  la  mejor  y  más  acertada  adminis- 
tración del  hospital. 

12.  A''ariar  cuando  lo  estime  conveniente  la 
alimentación  de  los  albergados,  previa  apro- 
bación de  la  Dirección  general  del  ramo,  con 
audiencia  del  jefe  facultativo  del  estableci- 
miento y  del  visitador  general  de  Beneficencia 
y  Sanidad. 

13.  Disponer  por  si,  ó  por  medio  del  admi- 
nistrador depositario  oportunamente  delega- 
do, la  admisión  y  alta  de  los  albergados,  oyen- 
do previamente  el  dictamen  del  jefe  facultati- 
vo ó  del  médico  de  guardia,  si  el  caso  exigie- 
se una  inmediata  resolución. 

14.  Cuidar  del  orden  y  disciplina  interior 
del  establecimiento  y  de  que  se  cumplan  en  él 
con  exactitud  todos  los  servicios,  dando  cuen- 
ta á  la  Superioridad  de  las  faltas  que  note,  si 
no  pueden  ser  corregidas  por  la  sola  autoridad 
de  la  Junta. 

CAP.  IV.— -Del  personal  del  establecimiento. 

Art.  4.°  Los  empleados  del  hospital  serán, 
cou  el  haber  y  emolumentos  que  á  cada  uno 
corresponda  legalniente  percibir: 

Un  administrador  depositario. — Un  comisa- 
rio interventor. — Ocho  médicos. — Un  farma- 
céutico.—  Dos  capellanes. — Treinta  y  seis 
practicantes  de  Medicina. — Seis  practicantes 
de  Farmacia. — Hijas  de  la  Caridad,  y  del  nú- 
mero de  porteros,  ordenanzas  y  sirvientes  que 
acuerde  la  Junta  de  Patronos  dentro  de  las 
cantidades  consignadas  para  estos  servicios 
en  los  presupuestos 


CAP.  V. — De  la  población  acogida,  admisión  y 

SALIDA    DE   LOS  ENFEKMOS. 

Art.  58.  La  población  acog'ida  ascenderá  á 
200  individuos  de  ambos  sexos;  pero  se  podrá 
aumentar  el  nihnero  cuando  se  considere  con- 
veniente, á  juicio  del  Gobierno. 

Art.  59.  Para  ser  admitido  en  el  estableci- 
miento bajo  el  concepto  de  pobre,  bastará 
acreditar  la  cualidad  de  pobreza  con  certifica- 
ción del  alcalde  de  barrio,  ó  de  la  casa  de  so- 
corro del  distrito  correspondiente,  ó  siendo  fo- 
rastero, con  la  cédula  personal  y  certificación 
del  alcalde. 

Art.  60.  Queda  autorizada  la  Administra- 
ción local  del  establecimiento  ¡jara  averiguar 
la  falta  de  veracidad  de  los  que,  considerados 
pobres  sin  serlo,  irrogan  con  su  permanencia 
en  el  establecimiento  perjuicio  al  patrimonio 
de  los  pobres.  Acreditado  que  fuera  el  hecho, 
cuidará  de  que  se  reintegre  al  establecimien- 
to el  pago  de  las  estancias  que  se  hubiesen 
causado. 


Art.  61.  Aun  cuando  hubiese  certeza  de 
que  la  persona  admitida  como  pobre  no  lo  fue- 
ra, ningún  empleado  dPI  establecimiento  po- 
drá dirigirle  por  este  hecho  cargo  ni  recon- 
vención, ni  menos  ordenar  la  salida  antes  de 
hallarse  completamente  restablecido,  y  conste 
el  alta,  aconsejada  por  los  médicos. 

Art.  62.  Para  los  enfermos  pensionistas  se 
destinarán  salas  independientes  y  departa- 
mentos separados  para  ambos  sexos,  y  el  pag'o 
de  la  estancia  lo  satisfarán  por  semanfl^  ade- 
lantadas á  razón  de  2,50  ptas.  diarias. 

Art.  63.  Para  ser  admitido  en  calidad  de 
pensionista  basta  que  un  pariente  ó  alleg'ado 
del  enfermo  lo  solicite  de  la  Junta  de  Patro- 
nos, siempre  que  la  dolencia  sea  de  las  de  ad- 
misión en  el  establecimiento. 

Art.  64.  Ning'ún  enfermo  admitido  con  le- 
gitimo derecho  podrá  ser  obligado  á  dejar  el 
establecimiento  sino  cuando  hubiese  logrado 
la  curación,  así  como  tampoco  podrá  ser  rete- 
nido aquel  que  hubiese  expresado  decidida 
voluntad  por  dejar  el  hospital. 

Probada  por  declaración  ó  parte  escrito  do 
los  médicos  la  permanencia  indebida  de  un  en- 
fermo en  el  establecimiento,  bien  sea  por  efec- 
to del  paso  de  la  dolencia  al  estado  crónico, 
bien  por  haberse  complicado  ó  degenerado  eu 
las  de  carácter  especial  ó  especifico,  la  Junta 
consultará  inmediatamente  á  la  Superioridad 
sobre  la  traslación  del  enfermo,  si  es  pobre,  á 
otro  asilo  de  la  Nación,  y  si  pensionista,  so- 
bre la  vuelta  del  enfermo  al  seno  de  su  fa- 
milia.» 

(Siguen  en  la  Gaceta  de  3  de  Enero  otros 
capítulos  hasta  el  X,  cuyos  epígrafes  son:  — 
VI.  De  las  horas  de  visita  y  despacho  de  la  bo- 
tica.— VII.  Alimentación  y  régimen  de  los  en- 
fermos.— VIII.  Alimentación  de  los  emplea- 
dos.— IX.  Visitas  á  los  enfermos. —  X.  Adi- 
cional.) (C.  L.,  t.  133,  p.  1.012.) 

H.  D.  27  Enero  188.5. 
Apro})ítndo  la  instrucción  para  la  adiiiiniatración  y  f/o- 
bierno  délos  etitah\cñ\n\liint»9  de  UcneUcenclu 
gciierHi.  Su  clasificación,  destino  y  gobierno  superior; 
bienes  y  fondos;  recaudaciónj  contabilidad,  etc. 

(GoB.)  <t  Exposición .  —  Señor:  El  decreto 
del  Gobierno  provisional  de  4  de  Noviembre 
de  1868  suprimió  la  Junta  general  de  Benefi- 
cencia del  Reino,  creada  por  el  reglamento  de 
14  de  Mayo  de  1852  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  20  de  junio  de  1849,  y  dispuso  que  la  Di- 
rección g'eneral  del  ramo  nombrase  porsona 
que  se  hiciese  cargo  de  todo  lo  perteneciente  á 
la  suprimida  Junta.  Aquella  disposición,  quo 
tenia  y  tiene  fuerza  de  ley,  hizo  que  vinieran 
á  refundirse  en  este  Ministerio  y  Centro  di- 
rectivo de  la  Beneficencia  las  facultades  de  la 
Juntíi  general. 

Las  atribuciones  y  obligaciones  de  este  de- 
partamento se  definieron  y  regularon  en  la 
instrucción  de  22  de  Abril  de  1873,  que  á  su 
vez  fué  reformada  en  parte  por  la  que  aprobó 
el  R.  D.  de  27  de  Abril  de  1875  con  relación  al 
protectorado  de  Beneficencia  particular. 

Esta  última  instrucción  se  modificó  en  lo  que 
toca  á  la  mencionada  Beneficencia  particular 
por  el  R.  D.  de  28  de  Julio  de  1881;  y  en  cuan- 
to á  la  Beneficencia  general,  por  el  reglamen- 
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to  orgánico  de.  30  de  Junio  de  1876,  dado  para 
la  administración  y  gobierno  de  los  estableci- 
mientos que  de  ella  dependen  '. 

Las  reformas  hechas  en  1875  se  completa- 
ron con  los  Rs.  Ds.  de  27  de  Abril  de  dicho 
año  y  8  del  mismo  mes  de  1876,  creando  una 
Junta  de  señoras  pai-a  auxiliar  los  servicios 
de  la  Beneficencia  g-eneral,  y  marcando  las  fa- 
cultades de  la  presidencia  de  la  referida  Cor- 
poración, otorgada  porV.  M.  A  S.  A.  R.  la  Se- 
renísima Señora  Infanta  doña  Isabel,  enton- 
ces PViucesa  de  Asturias. 

Respecto  á  contabilidad  se  dictaron  también 
varias  disposiciones  normalizándola  y  armoni- 
zándola con  las  conveniencias  del  servicio,  se- 
gún aparece  en  las  Rs.  Os.  de  4  de  Octubre  de 
1875  y  8  de  Julio  de  1881  ^-. 

Las  atribuciones  y  deberes  de  los  funciona- 
rios encarg'ados  de  la  administración,  g'obier- 
no  y  asistencia  médica  de  los  establecimientos 
de  Beneficencia  general,  aunque  definidas  en 
la  Inst.  de  22  de  Abril  de  1873,  fueron  á  su  vez 
reformadas  por  disposiciones  posteriores. 

Esta  diversidad  de  resoluciones,  exigida  por 
circunstancias  del  momento,  ocasiona  sin  em- 
bargo dudas  y  complicaciones  en  su  ejecu- 
ción, que  aconsejan,  y  aun  imponen,  la  nece- 
sidad de  redactar  y  publicar  una  nueva  ins- 
trucción general  que  refunda  y  complete  las 
disposiciones  hoy  vig-entes,  formando  asi  un 
sólo  cuerpo  de  doctrina  que  satisfaga  cumpli- 
damente todas  las  necesidades  de  este  impor- 
tante ramo  de  la  Administración  pitblica... 

EBAL  DECRETO 

A  propuesta  del  Ministro  de  la  G-obernación, 
de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Dirección 
de  Beneficencia  y  Sanidad, 

Vengo  en  aprobar  la  adjunta  rnstrueción 
para  la  administración  y  gobierno  de  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia  general. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Enero  de  1885.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fran- 
cisco Romero  y  Robledo. 

■lüSTRKCCIOIIÍ 

I'AKA  LA  ORGANIZACIÓN,  RÉGIMEN,  GOBIERNO  Y  ADMI- 
NISTRACIÓN SUPERIOR  DE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE 
LA  BENEFICENCIA  GENERAL. 

CAPITULO  PEIMEEO.— «as!/íCíic;dn  j/  destino  de  los 
establf^chnientos  (le  Beneficencia. 

Articulo  l.°  Los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia costeados  por  el  Estado,  la  provincia 
ó  el  Municijiio  son  públicos. 

Art.  2."  Son  establecimientos  de  Benefi- 
cencia particular,  si  cumplieren  el  objeto  de 
su  fundación,  los  que  se  costeen  exchisiva- 
mente  con  fondos  propios,  donados  ó  leg'ados 
por  particulares.  Éstos  establecimientos  se  re- 
girán y  ajustarán  á  las  disposiciones  de  la 
instrucción  aprobada  por  R.  D.  de  27  de  Abril 
de  1875  y  R.  D.  de  28  de  Julio  de  1881. 

Art.  3."  Son  establecimientos  de  Benefi- 
cencia general  v  funcionan  como  tales  ^: 


1  Ko  conocemos  este  reglamento,  que  no  se  hapiihlicaclo 
en  la  Gaceta  ni  en  la  C.  L. 

2  Tampoco  se  ha7i  publicado  oflcialmente  estas  Rs.  Os, 
No  sabemos  si  con  la  cita  de  la  de  8  de  Julio  de  1881  que- 
rrá aludirse  á  la  deH  de  Junio  de  1881. 

'    Víase  el  a?-í.  S56'  del  Cód.  ciuil. 


1.°  El  hospital  déla  Princesa,  establecido 
en  Madrid,  con  destino  al  albergue  de  enfer- 
mos de  padecimientos  ag-udos. 

2."  Los  hospitales  de  enfermos  incurables 
ó  decrépitos,  establecidos  también  en  Madrid 
bajo  la  denominación  de  Jesús  Nazareno  y 
Nuestra  Señora  del  Carmen. 

3.''  El  hospital  de  decrépitos  y  cieg'os  de 
ambos  sexos,  denominado  del  Rey,  establecido 
en  Toledo. 

4."  El  hospital  manicomio  de  Santa  Isabel 
de  Leganés. 

5.°  El  hospital  hidrológico  de  Carlos  III, 
establecido  en  Trillo  (Guadalajara). 

6.°  El  Colegio  de  ciegos  de  Santa  Catalina 
de  los  Donados,  de  Madrid. 

7.°  El  Colegio  de  huérfanos  denominado  de 
La  Unión,  en  Aranjuez. 

Los  mencionados  establecimientos  se  regi- 
rán por  los  reg'lamentos  de  orden  interior  vi- 
gentes en  esta  fecha,  ó  por  los  que  nuevamen- 
te les  apruebe  el  Gobierno. 

Art.  4.°  El  número  de  establecimientos  de 
Beneficencia  general  se  irá  ampliando,  según 
lo  vaya  permitiendo  la  situación  del  Tesoro 
público,  hasta  que  puedan  quedar  cumplidas 
todas  las  disposiciones  de  la  ley  y  satisfechas 
las  necesidades  ptiblicas. 

CAP.  II. — Del  gobierna  superior  de  los  establecimientos 
de  Beneficencia  general. 

Art.  5."  El  Ministro  de  la  Gobernación,  y 
en  su  representación  el  director  general  de 
Beneficencia  y  Sanidad,  ejerce  la  tutela,  alta 
inspección  y  dirección  de  los  establecimientos 
generales  de  Beneficencia. 

Art.  6."  Auxiliará  al  Gobierno  en  los  ser- 
vicios de  la  Beneficencia  g-eneral  la  Junta  de 
señoras  creada  por  R.  D.  de  27  de  Abril  de 
1875  con  las  facultades  que  se  marcan  en  dicha 
disposición,  R.  D.  de  8  de  Abril  de  1876  y  las 
sig'uientes: 

1."  Proponer  las  reformas  qite  estimen  con- 
venientes en  los  regiamentos  interiores  de  los 
establecimientos  sometidos  á  su  patronazg-o. 

2.^  Dirigir,  administrar  y  g'oberuar  los  es- 
tablecimientos con  sujeción  á  la  ley  y  á  las 
instrucciones  que  reciban  del  Ministro  de  la 
Gobernación  ó  del  director  general  de  Benefi- 
cencia y  Sanidad. 

3."  Recaudar  por  medio  de  los  respectivos 
administradores  depositarios  todos  los  ingre- 
sos ordinarios  de  los  presupuestos. 

4."  Autorizar  los  pagos  de  las  obligaciones 
de  las  consignaciones  del  presupuesto  ordi- 
nario. 

5.*  Transferir  los  sobrantes  de  unas  relacio- 
nes á  otras,  dentro  de  los  limites  marcados 
por  la  totalidad  de  los  créditos  del  material. 

6."'  Examinar  y  censurar  las  cuentas  anua- 
les que  rindan  los  administradores  deposi- 
tarios. 

7.^  Determinar  la  forma  de  contratación  de 
los  suministros  de  víveres,  con  la  excepción 
marcada  en  el  R.  D.  de  6  de  Julio  de  1853,  de 
no  dar  por  contrata  á  los  acogidos  los  artícu- 
los necesarios  para  su  manutención  ó  cm-a- 
ción,  aunque  pudiendo  adquirir  con  las  debi- 
das seguridades  por  medio  de  ajustes  aquellos 
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efectos  que  no  sean  fáciles  de  adulterar,  ó 
acordar  la  subasta  piiblica,  cuando  asi  parez- 
ca conveniente,  en  la  forma  que  marca  el  Real 
decreto  de  27  de  Febrero  de  1852. 

8.*  Promover  los  expedientes  de  obras  de 
reparación  y  de  nueva  construcción,  haciendo 
constar  en  ellos  la  necesidad  y  conveniencia 
de  las  mismas,  para  que  en  su  vista  el  Gobier- 
no acuerde  lo  que  considere  justo. 

d.'^  Disponer  que  la  recaudación  de  fondos 
leg-ados  se  destine  á,  las  obligaciones  genera- 
les de  los  establecimientos  dentro  del  limite 
marcado  en  el  presupuesto,  ó  si  tiene  objeto 
especial,  que  se  haga  constar  así,  y  se  cumpla 
la  voluntad  de  los  donantes. 

10.  Proponer  <i  la  Dirección  g'eneral  el  per- 
sonal subalterno  no  facultativo. 

11.  Proponer  al  Gobierno  la  reforma  de  la 
plantilla  del  personal  del  establecimiento,  den- 
tro de  la  cantidad  consignada  en  el  presu- 
puesto. 

12.  Formar  los  presiipuestos  anuales  y  re- 
mitirlos á  la  Dirección  general  del  ramo. 

13.  Proponer  al  Gobierno  cuanto  estimen 
conveniente  y  conduzca  al  servicio  y  adminis- 
tración de  los  establecimientos. 

14.  Previa  aprobación  del  Gobierno,  hacer 
los  contratos  con  las  Hijas  de  la  Caridad  para 
el  servicio  de  los  hospitales  y  colegios,  otor- 
g-ando  las  correspondientes  escrituras. 

15.  Variar,  cuando  lo  crean  conveniente, 
previas  las  formalidades  que  marquen  los  re- 
glamentos de  orden  interior,  la  alimentación 
de  los  alberg-ados. 

16.  Intervenir  en  la  admisión,  altas  y  licen- 
cias temporales  de  los  acogidos  con  sujeción  á 
los  reglamentos. 

17.  Desempeñar  todas  las  funciones  que 
las  delegue  el  Gobierno  en  bien  del  mejor  sei'- 
vicio  de  la  Beneficencia  general. 

Art.  7."  Es  privativo  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación el  nombramiento  de  todo  el  perso- 
nal de  Beneficencia  cuyo  sueldo  sea  ó  exceda 
de  1.500  pesetas;  y  del  director  general,  cou 
sujeción  k  reglamentos,  el  de  personal  facul- 
tativo cuyo  sueldo  no  lleg'ue  á  1.500  pesetas 
anuales. 

Asimismo  corresponde  al  Ministro  y  direc- 
tor general  la  suspensión  y  separación  de  to- 
dos los  empleados,  sin  excepción  de  sueldo  ni 
categoría;  pero  atemperándose  á  los  regla- 
mentos en  el  caso  de  que  el  funcionario  co- 
rresponda al  Cuerpo  facultativo  de  Beneficen- 
cia general  y  haya  obtenido  su  plaza  previa 
oposición. 

Art.  8."  Corresponde  al  Gobierno  la  crea- 
ción de  nuevos  establecimientos  de  Beneficen- 
cia general,  supresión  y  ag-reg'ación  de  los 
mismos  según  las  conveniencias  del  servicio. 

Art.  9.°  Aprobar  los  presupuestos  de  los  es- 
tablecimientos, distribuyendo  los  fondos  pi'O- 
pios  de  la  Beneficencia  según  las  necesidades 
de  cada  establecimiento. 

Art.  10.  Aprobar  las  cuentas  anuales  de  los 
administradores  depositarios,  declarar  bastan- 
te las  fianzas  que  éstos  presten  con  arreglo  á 
los  reglamentos,  y  mandarlas  devolver  cuan- 
do éstos  cesen,  si  finiquitadas  sus  cuentas  no 
les  resulta  responsabilidad  alguna. 


Art.  II.  Resolver  todas  las  consultas  que  le 
hagan  las  Juntas  de  Patronos. 

Art.  12.  Aprobar  y  contratar  en  la  forma 
legal  las  obras  de  reparación  y  nueva  cons- 
trucción que  sean  necesarias  ó  convenientes  eu 
los  establecimientos  de  Beneficencia  g-eneral. 

CAP.  III.— De  los  bienes  y  fondos  de  la  Beneficencia 
general. 

Art.  13.  Además  de  los  bienes,  pensiones, 
rentas  y  fondos  propios  de  la  Beneficencia  ge- 
neral, le  pertenecen  las  cantidades  que  el  Es- 
tado consigne  en  sus  pi-esupuestos  generales, 
y  los  legados  y  donativos  que  se  le  hicieren 
con  ó  sin  objeto  determinado  '. 

Art.  14.  Todos  los  fondos  sobrantes,  des- 
pués de  cubiertos  los  presupuestos  de  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia  g'eneral,  se  cus- 
todiarán precisamente  en  la  Caja  g-eneral  de 
Depósitos  hasta  que  el  Gobierno  dispong'a  de 
ellos  para  atenciones  ordinarias  de  los  siguien- 
tes ejercicios  ó  para  obligaciones  urgentes  no 
previstas  en  los  presupuestos. 

Art.  15.  Los  sobrantes  que  resulten  en  al- 
guno ó  algunos  de  los  establecimientos  una 
vez  cvibierto  su  presupuesto  de  gastos  de  ma- 
terial, se  aplicarán  á  los  demás  que  necesiten 
de  este  auxilio. 

Art.  16.  Las  cantidades  que  falten  en  los 
presupuestos  para  cubrir  las  atenciones  de  la 
Beneficencia  g-eneral  se  incluirán  en  los  pre- 
supuestos del  Estado. 

Art.  17.  El  personal  de  la  Beneficencia  ge- 
neral se  incluirá  siempre  en  totalidad  en  los 
presupuestos  generales  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  y  capitulo  correspondiente. 

CAP.  IV. — Recaudación  y  custodia  de  los  fondos  de  la 
Beneficencia. 

Art.  18.  La  recaudación  de  los  fondos  de 
Beneficencia  general  se  hará  por  los  respecti- 
vos administradores  depositarios ,  ya  proce- 
dan éstos  de  ingresos  fijos,  de  rentas  propias, 
pensiones,  legados  ó  subvención  del  Tesoro. 

Los  valores  públicos  que  poseen  ó  adquie- 
ran los  establecimientos  de  Beneficencia  g'e- 
neral se  custodiarán  en  la  Caja  general  de 
Depósitos,  y  los  resguardos  de  ésta  en  la  de  la 
Depositaría  central  de  Beneficencia. 

También  se  impondrán  en  la  Caja  de  Depó- 
sitos los  sobrantes  en  efectivo. 

Art.  19.  La  Depositaría  central  de  Benefi- 
cencia custodiará  los  resg'uardos  de  valores  y 
efectivo,  y  cuidará  de  recaudar  los  intereses  á 
su  vencimiento,  distribuyendo  inmediatamen- 
te á  cada  establecimiento  la  parte  que  le  co- 
rresponda, é  ingresando  el  sobrante,  si  lo  hu- 
biere, en  la  Caja  general  de  Depósitos. 

CAP.  V. — De  la  contabilidad. 

Art.  20.  Todos  los  ingresos  y  pagos  se  ha- 
rán por  medio  de  cargaremes  y  libramientos. 

Art.  21.  Se  harán  arqueos  periódicos  en  la 
Depositaría  central. 

A  estos  arqueos  asistirán  el  director  gene- 
ral ó  el  jefe  de  la  Sección,  si  delegase  en  él, 
el  interventor  y  el  depositario. 

Art.  22.     Los  ingresos  no  considerados  en 


1     Véase  el  art.  966  del  C'ód.  civil. 
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los  respectivos  pi-iísupuestos  que  por  ciial- 
quier  causa  viuierau  á  ser  de  la  clase  de  ex- 
traordinarios, se  ingresarán  también  en  la 
Caja  general  de  Depósitos. 

Art.  23.  Todos  los  ingresos  y  pagos  que 
haga  la  Depositaría  central,  se  harAn  por  me- 
dio de  cargaremes  y  libramientos  que  autoriza- 
rá el  jefe  de  la  Intervención  de  Contabilidad. 

Art.  24.  La  Intervención  de  Contabilidad 
de  Beneficencia  general  será  desempeñada 
por  un  jefe  de  Administración  ó  de  Negocia- 
do, el  cual  tendrá  las  atribuciones  y  deberes 
siguientes: 

1."  Cuidar  que  un  auxiliar  de  la  clase  de 
oficial  de  Administración  civil  lleve,  bajo  su 
dirección,  la  teneduría  de  libros  por  partida 
doble. 

2.°  Autorizar  todos  los  libramientos  y  car- 
garemes del  movimiento  de  fondos  de  la  De- 
positaría central. 

3."  Llevar  un  reg'istro  de  cai'go  por  todos 
conceptos  á  los  establecimientos  de  Beneficeu- 
cia  general. 

4."  Censurar  y  proponer  lo  que  proceda  en 
todas  las  cuentas  que  rindan  los  admini.stra- 
dores  y  el  depositario  central. 

5.°  Presenciar  todos  los  arqueos  que  se  ha- 
g'an  en  la  Depositaría  central,  y  conservar  en 
su  poder  una  de  las  llaves  de  la  Caja  en  que 
se  custodian  los  valores  de  la  Beneficencia  ge- 
neral. 

6."  Informar  en  todos  los  expedientes  de 
Beneficencia  general  que  se  rocen  con  la  con- 
tabilidad, esencialmente  en  los  de  obras  de  re- 
paración, obras  nuevas  y  en  los  de  prestación 
de  fianza  de  los  empleados  del  ramo. 

Art.  25.  El  examen,  censura  y  aprobación 
de  las  cuentas  de  Beneficencia,  se  sujetará  á 
los  mismos  trámites  que  para  las  g-enerales 
del  Estado  determina  la  ley  de  contabilidad  de 
26  de  Junio  de  1870. 

Art.  26.  El  jefe  de  la  Sección  de  Beneficen- 
cia hará  las  veces  de  ordenador  de  pagos. 

Art.  27.  Los  resguardos  de  valores  de  Be- 
neficencia se  custodiarán  en  la  Depositarla 
central  en  arca  de  tres  llaves,  de  las  cuales 
una  tendi-á  el  director  general,  otra  el  inter- 
ventor de  Contabilidad  y  otra  el  depositario. 

CAP.  VI. — De  los  administradores  depositarios. 

Art.  28.  Los  admin¡.stradores  depositarios 
de  los  establecimientos  de  Beneficencia  son  los 
delegados  representantes  de  la  Administra- 
ción central;  liabitarán  los  establecimientos  y 
tendrán  la«  facultades  que  determinen  los  re- 
glamentos interiores,  representan,  además, 
dentro  del  asilo,  la  autoridad  delegada  de  las 
Juntas  de  patronos,  y,  en  este  concepto,  son 
los  jefes  locales. 

Art.  29.  Las  operaciones  de  contabilidad 
estarán  siempre  intervenidas  por  los  comisa- 
rios, en  la  forma  que  detallan  los  reglamentos 
de  orden  interior. 

CAP.  VII.— iJeí  visitador  facultativo. 

Art.  30.  Intervendi'á  el  visitador  facultati- 
vo de  Beneficencia  y  Sanidad  en  todo  lo  i-ela- 
tivo  á  salubridad,  higiene  y  servicio  médico 
farmacéutico. 


Art.  31.  Incumbe  al  visitador  de  Benefi- 
cencia: 

1.°  Vig'ilar  para  que  ninguna  persona,  sin 
las  condiciones  requeridas  por  los  reglamen- 
tos especiales,  ocupe  estancia  en  los  estable- 
cimientos. 

2.°  Asegurarse  de  la  exactitud  del  régi- 
men alimenticio  de  los  enfermos,  cotejando  el 
cuaderno  de  visitas,  donde  escribirán  precisa- 
mente los  médicos  sus  prescripciones. 

3."  Enterarse  con  frecuencia  de  la  calidad 
y  estado  de  los  alimentos  y  medicinas  que  se 
suministran  á  los  acogidos. 

4."  Velar  para  que  se  mantengan  en  buen 
estado  las  condiciones  de  salubridad  de  todos 
los  departamentos,  proponiendo  al  Gobierno 
los  medios  ó  aparatos  que  fuere  conveniente 
introducir  para  el  mejoramiento  de  aquéllos. 

5."  Presidir  el  tribunal  de  oposiciones  para 
la  provisión  de  plazas  de  médicos  y  practican- 
tes de  Beneficencia  general. 

6.°  Presidir  las  Juntas  do  profesores  de 
Beneficencia,  siempre  que  el  Gobierno  acuer- 
de oir  el  dictamen  de  aquéllos  sobre  un  par- 
ticular cualquiera  relacionado  con  la  epide- 
mología  ó  la  salubridad,  autorizando  las  co- 
municaciones que  la  Junta  de  médicos  eleve, 
en  su  consecuencia,  á  la  Superioridad  dándo- 
la conocimiento  de  sus  acuerdos. 

7.°  Reconocer  los  dementes  domiciliados 
en  Madrid  que  soliciten  ing-reso  en  el  estable- 
cimiento de  Leg-anés. 

b."  Visitar  como  deleg'ado  de  la  Dirección 
general,  todos  los  asilos  de  dementes,  ya  sean 
provinciales,  municipales  ó  particulares,  á  fin 
de  cerciorarse  de  que  no  existe  recluido  en 
ellos  ning'ún  individuo  que  no  padezca  enaje- 
nación mental  que  exija  el  cuidado  y  clausu- 
ra necesarios  á  este  padecimiento. 

9."  Dar  dictamen  respecto  de  la  naturaleza 
de  cualquiera  indisposición  infecciosa  que  se 
desarrolle  en  los  hospitales  y  colegios,  propo- 
niendo, en  su  consecuencia,  las  medidas  con- 
ducentes para  evitar  la  propag'ación  del  mal 
en  la  población  acog'ida. 

10.  Elevar  al  Gobierno,  en  el  mes  de  Enero 
de  cada  año,  una  Memoria  de  los  estableci- 
mientos, acompañando  las  observaciones  que 
su  celo  le  sug'iera  y  la  estadística  médica  for- 
mada con  los  datos  mensuales  que  pasen  al 
Ministerio  el  decano  ó  los  profesores  de  los  es- 
tablecimientos. 

11.  Desempeñar  cuantas  comisiones  den- 
tro y  fuera  de  Madrid  le  encomiende  el  Go- 
bierno respecto  á  la  Beneficencia  general,  y 
por  excepción  en  lo  que  concierne  á  la  higiene 
y  pública  salubridad. 

12.  Dar  á  la  Dirección,  cada  quince  días, 
parte  escrito  de  todas  las  novedades  que  ocu- 
rran en  los  hospitales. 

13.  Examinar,  un  día  por  semana  cuando 
menos  y  sin  previo  aviso,  los  alimentos  que  se 
suministren  á  los  acogidos  en  el  acto  de  ir  és- 
tos al  refectorio. 

Art.  32.  Dar  cuenta  á  la  Dirección  g-ene- 
ral  de  las  faltas  que  note  en  el  personal  facul- 
tativo de  la  Beneficencia  general. 

Art.  33.  Para  facilitar  el  despacho  de  los 
asuntos  propios  de  su  cargo,  tendrá  el  visita- 
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dor,  con  dependencia  del  jefe  de  la  Sección  de 
Beneficencia,  mesa  y  negociado  en  el  Ministe- 
rio de  la  Gobernación. 


-Empleados  especiales  de  la  Beneficencia 
-Atribuciones  y  deberes  del  arquitecto. 


CAP.  VIII.- 

geyíeral.- 

Art.  34.  Al  arquitecto  de  la  Beneficencia 
general  le  corresponde: 

1.°  Velar  por  la  conservación  de  los  edi- 
ficios. 

2."  Levantar  los  planos  y  redactar  los  pre- 
supuestos, Memorias  y  pliegos  de  condiciones 
facultativas  de  las  obras  nuevas,  y  hacer  los 
proyectos  y  presupuestos  de  las  de  conserva- 
ción y  reparación. 

3."  Dirigir  la  ejecución  de  todas  las  obras 
de  los  establecimientos  que  dependan  de  la 
Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad. 

4."  Hacer  la  medición  y  tasación  de  las  fin- 
cas que  adquiera  ó  enajene  la  Beneficencia 
general. 

5."  Asistir  á  las  .subastas  para  ilustrar  las 
cuestiones  ó  dudas  que  se  susciten. 

Art.  35.  El  arquitecto  evacuará,  todas  las 
comisiones  facultativas  que  el  Gobierno  le  con- 
fie, siempre  que  tengan  relación  con  la  Bene- 
ficencia general. 

Art.  36.  Terminado  el  año,  elevará,  en 
cada  uno  el  arquitecto  al  Gobierno  una  Me- 
moria detallada  sobre  el  estado  de  los  estable- 
cimientos, reparos  y  mejoras  que  conceptúe 
de  urg-ente  necesidad,  así  como  de  los  proce- 
dimientos que  en  opinión  suya  convenga  em- 
plear con  objeto  de  acrecer  las  condiciones  de 
salubridad,  ventilación  y  limpieza  de  los  esta- 
blecimientos, sobre  todo  en  orden  k  la  prepa- 
ración de  un  buen  sistema  de  higiene. 

Art.  37.  La  asignación  fija  del  arquitecto 
se  consignará  en  el  presupuesto  del  Estado,  y 
sus  derechos  y  obligaciones  se  establecerán  en 
un  contrato  que  deberá  ser  aprobado  de  Real 
orden. 


CAP.  IX.- 


-Del  Cuerpo  facultativo  de  Beneficencia 
general. 


Art.  38.  Habrá  un  Cuerpo  facultativo  de 
médicos,  farmacéuticos  y  practicantes  para  el 
servicio  de  los  establecimientos  generales  de 
la  Beneficencia. 

Art.  39.  Este  Cuerpo  se  ajustará  á  las  dis- 
posiciones de  su  reglamento  y  organización  es- 
pecial '. 

CAP.  X. — De  los  capellanes. 

Art.  40.  Habrá  en  cada  establecimiento  una 
ó  más  personas  eucargadasde  la  dirección  mo- 
ral de  los  enfermos  y  alumiias,  á  quien  incum- 
be además  recoger  las  colectas  y  limosnas  do 
los  cepillos,  las  cuales  entregarán  todos  los  lu- 
nes al  administrador  del  establecimiento,  pre- 
vio resguardo  intervenido  por  comisario  inter- 
ventor. 

Art.  41.  Los  directores  referidos  se  infor- 
marán con  solícito  cuidado  de  las  quejas  que 
tuvieren  los  acogidos  de  los  establecimientos 
sobre  la  asistencia  en  general,  régimen  y  todo 
cuanto  concierne  á  su  cuidado  y  servicio,  po- 
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nióndolas  en  conocimiento  de  las  Juntas  de  Pa- 
tronos. 

Se  esmerarán  también  por  imprimir,  median- 
te pláticas  frecuentes,  eu  el  ánimo  de  los  acogi- 
dos las  ideas  de  moral  y  los  sentimientos  de  ca- 
ridad y  de  abnegación. 

Art.  42.  Los  auxilios  religiosos  se  adminis- 
trarán dentro  de  los  establecimientos  de  la 
Beneficencia  general  en  los  casos  sig'uientes: 

1."     Mediando  petición  expresa  del  asilado. 

2.°  En  caso  de  pelig-ro  de  muerte,  si  prece- 
de mandato  facultativo  ó  indicación  del  en- 
fermo. 

No  se  administrarán,  sin  embargo,  los  auxi- 
lios referidos  al  asilado  que  por  cualquiera  ra- 
zón tuviese  inconveniente  cu  aceptarlos. 

Art.  43.  Las  cuestaciones  que  se  hag'an  du- 
rante la  Semana  Santa  en  las  iglesias  de  los 
establecimientos  ing-resarán  necesariamente 
en  las  Administraciones  Depositarías  respec- 
tivas. 

CAP.  XI. — Servicio  interior. 

Art.  44.  No  podrá  haber  empleados  parien- 
tes ó  allegados  dentro  de  los  establecimientos. 

Los  administradores  transmitirán  inmedia- 
tamente á  la  Superioridad  nota  de  los  que  bajo 
sus  órdenes  so  lialléu  en  el  caso  referido. 

Art.  45.  Probado  experimeutalmente  que 
en  los  hospitales  se  puede  regular  desdo  luego 
el  número  de  empleados  y  sirvientes  con  des- 
tino al  servicio  directo  de  los  enfermos  por  el 
de  acogidos,  ig'ualmente  que  con  relación  á  la 
población  do  válidos  é  inválidos  en  los  de  in- 
curables, se  ordenará  este  particular  en  los  es- 
tablecimientos de  la  Beneficencia  general  en 
los  términos  que  justifique  la  práctica  como 
convenientes  y  bastantes. 

Art.  46.  Los  encargados  del  servicio  inte- 
rior de  los  establecimientos,  mediante  contra- 
tos hechos  con  el  Gobierno,  no  tendrán  otra 
ocupación  ó  empleo  que  el  inherente  al  servi- 
cio, asistencia  y  cuidado  do  los  enfermos,  al 
arreglo,  conservación  y  cuidado  de  las  ropas, 
con  intervención  de  la  Administración,  que  es 
la  que  asumo  toda  la  responsabilidad. 

Art.  47.  No  obstante  la  obligación  que  in- 
cumbe al  comisario  de  entradas  de  liacor  el  in- 
ventario de  las  prendas  de  vestir,  de  adorno, 
dijes  ó  alhajas  que  aportan  á  su  llegada  los  en- 
fermos y  acog'idos,  los  encargados  del  servicio 
inmediato  de  aquéllos  harán  en  el  acto  do  la 
entrada  de  un  enfermo  ó  indigente  válido  ó  in- 
válido, otro  inventario,  del  cual  entregarán 
una  copia  al  dia  sig'uiento  al  administrador, 
agregando  al  original  las  limosnas  que  los  aco- 
gidos reciban  en  tanto  permanezcan  en  el  es- 
tablecimiento. Con  presencia  de  este  inventa- 
rio y  con  el  del  comisario  de  entradas,  so  de- 
volverá al  acogido  á  su  salida  cuanto  le  perte- 
nezca. 

CAP.  XII. — De  la  formación  de  lospresu¡mestos. 

Art.  48.  Las  Juntas  de  Patronos  formarán 
y  remitirán  los  presupuestos  de  material  de  los 
respectivos  establecimientos,  sujetándolos  á 
las  siguientes  bases: 

1  .'^    Prosupuestos  de  ingresos:  relaciones  de 
I   ingresos  por  producto  de  tincas  y  rentas  pro- 
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pias,  ingresos  eventuales  por  pensiones,  lega- 
dos, donaciones  y  limosnas  y  subvención  del 
Tesoro. 

2.*  Presupuesto  de  gastos:  relaciones  de  vi- 
veres  y  utensilios,  reposición  de  camas,  iitilcs 
de  cocina,  ropas,  etc.,  gastos  de  botica  y  medi- 
cinales, gastos  de  escritorio  é  imprevistos, gas- 
tos generales,  obras  de  conservación,  cargas 
del  establecimiento,  culto  y  enterramientos. 

Art.  49.  La  Dirección  general,  oyendo  <l  la 
Intervención  de  Contabilidad  de  Beneficencia, 
aprobará  ó  reformará  dichos  presupuestos  lle- 
vando los  sobrantes,  si  los  hubiere,  de  un  es- 
tablecimiento á  otro  á  fin  de  reducir  en  lo  po- 
sible la  asig'uación  del  Tesoro. 

Art.  50.  Aprobados  los  presupuestos  por  la 
Dirección,  pasará  ésta  un  tanto  de  ellos  al  Mi- 
nisterio para  que  este  departamento  incluya 
en  el  suyo  respectivo  las  subvenciones  del  Te- 
soro que  necesiten  los  asilos  de  Beneficencia 
general. 

Al  mismo  tiempo  que  estos  presupuestos  re- 
mitirá la  Dirección  al  Ministro  las  plantillas 
del  personal  \'  nota  de  las  cantidades  que  sean 
necesarias  para  atender  á  las  obras  de  repara- 
ción de  los  edificios  destinados  á  asilos  benéfi- 
cos y  nuevas  construcciones  de  los  mismos. 

CAP.  XIII. — Disposiciones  adicionales. 

Art.  51.  Además  de  las  prescripciones  esta- 
blecidas en  esta  instrucción,  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  general  se  sujetarán  á  las 
disposiciones  de  sus  reg'lamentos  especiales. 

Art.  52.  Quedan  derogadas  todas  las  dispo- 
siciones reglamentarias  que  se  opongan  á  las 
comprendidas  en  esta  instrucción  general. 

Art.  53.  Los  expedientes  sobre  investiga- 
ción de  bienes  de  Beneficencia  general  se  ins- 
triiirán  y  resolverán  en  la  forma  que  determi- 
na la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875. 

Art.  54.  En  el  término  de  un  mes,  á  partir 
desde  la  publicación  de  la  presente  instruc- 
ción, se  formarán  por  los' administradores  de- 
positarios inventarios  cuadruplicados,  sig'uien- 
do  el  orden  de  dependencias,  de  cuanto  en  los 
establecimientos  benéficos  exista,  incluso  el 
mobiliario,  enseres,  cuadros,  alhajas,  orna- 
mentos de  iglesia,  ropas,  instrumentos  de  ci- 
rugía, aparatos,  farmacia,  batería  de  cocina, 
etcétera,  etc.,  de  los  cuales  uno  quedará  en 
poder  del  comisario,  otro  en  el  del  administra- 
dor depositario,  otro  en  el  de  la  Junta  de  Pa- 
tronos y  otro  se  remitirá  á  la  Dirección  gene- 
ral de  Beneficencia  y  Sanidad. 

Las  rectificaciones  á  este  inventarióse  harán 
todos  los  años  antes  del  comienzo  del  econó- 
mico inmediato. 

Madrid  27  de  Enero  de  1885. — Romero  y 
Robledo.»  (Gac.  5  Febrero  y  C.  L.,  1. 134,  pá- 
gina 70.) 

E.  D.  27  Enero  18a5. 

Aprobando  la  adjunta  instrucción  general  y  reglamento 

para  el  orden  interior  de  los  hospitales  de  incurables. 

(GoB.)  «A  propuesta  del  Ministro  de  la  Go- 
bernación, de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Dirección  deBeneficencia  y  Sanidad,  se  aprue- 
ba por  este  Real  decreto  la 


■iiíSTRiüCCiox  c:e\er.%i. 

Y  REGLAMENTO  PARA  EL  ORDEN  INTERIOR  DE  LOS  HOSPI- 
TALES DE  INCURABLES. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— CTíisí/fCrtcídn,  número  y  des- 
tino de  los  establecimientos. 

Articulo  1."  Constituyen  los  hospitales  ge- 
nerales de  incurables: 

1-°  El  hospital  del  Rey,  establecido  en  To- 
ledo, declarado  general  por  R.  O.  de  2  de  Ju- 
lio de  1859,  con  destino  á  albergar  decrépitos, 
inválidos  y  ciegos  de  ambos  sexos  que  hayan 
cumplido  los  primeros  65  años  de  edad  y  40  los 
segundos. 

2.°  El  hospital  de  Jesús  Nazareno,  destina- 
do á  enfermas  crónicas  incurables. 

3.»  El  hospital  de  Ntra.  Sra.  del  Carmen 
con  destino  á  enfermos  crónicos  incm-ables. 

En  estos  dos  hospitales  serán  admitidos: 

1.°  Los  enfermos  crónicos,  infebriles,  que 
necesiten  asistencia  médica  constante. 

2."  Los  impedidos  por  enfermedad  crónica 
ó  vicio  orgánico  congénito  ó  adquirido. 

3."  Al  hospital  de  Nuestra  Señora  del  Car- 
men está  ag-regada  la  sección  de  jóvenes  cie- 
gos que  se  educan  y  atienden  en  el  Colegio 
de  Santa  Catalina  de  los  Donados,  pero  sólo 
para  los  efectos  del  racionado  y  equipo  de  los 
mismos. 

CAP.  II. — Del  gobierno  superior  de  los  establecimientos. 

Art.  2."  Corresponde  al  Ministerio  de  la 
Gobernación,  y  en  su  representación  á  la  Di- 
rección g-eneral  de  Beneficencia  y  Sanidad: 

1."  La  alta  inspección  de  los  estableci- 
mientos. 

2.°  El  nombramiento,  por  medio  de  Real 
orden,  del  personal  administrativo  y  faculta- 
tivo cuyo  sueldo  sea  de  1.500  pesetas  anuales 
en  adelante. 

3."  Censurar  y  aprobar  los  presupuestos 
anuales  que  formen  las  Juntas  de  Patronos, 
incluyendo  su  importe  en  el  general  del  Es- 
tado, que  se  somete  á  la  deliberación  de  las 
Cortes. 

4."  Censurar  y  aprobar  las  cuentas  que 
rindan  los  administradores  depositarios,  acor- 
dando, cuando  proceda,  el  levantamiento  de 
las  fianzas  prestadas  por  dichos  funcionarios. 

5.°  Resolver  las  consultas  de  las  Juntas  de 
Patronos,  y  acox'dar  las  autorizaciones  que 
éstas  necesiten  para  la  resolución  de  los  inci- 
dentes que  no  estén  dentro  de  las  facultades 
de  dichas  Juntos. 

6.°  Expedir  las  órdenes  oportunas  al  visi- 
tador y  arquitecto  de  Beneficencia  y  Sanidad 
en  todo  lo  relativo  al  cumplimiento  de  los  de- 
beres de  estos  funcionarios. 

7.°  Acordar,  con  arreglo  al  reglamento, 
oj'endo  á  la  Junta  de  Patronos,  el  ingreso  y 
las  bajas  de  todos  los  albergados,  así  como  líis 
salidas  temporales  por  las  causas  que  se  de- 
terminan en  el  mismo. 

CAP.  III. — Del  gobierno  interior  de  los  hospitales. 

Art.  S."  El  gobierno  interior  de  los  tres 
hospitales  corresponde  á  sus  Juntas  de  Pa- 
tronos. 

Compete  á  dichas  Juntas: 
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1."  Iiiiciav  las  reformas  que  la  práctica 
aconseje  en  este  reg-lameiito. 

2."  La  dirección,  administracióu  y  g'obier- 
110  interior  de  los  establecimientos. 

3."  La  recaudacióu,  por  medio  de  los  res- 
pectivos administradores  depositarios,  de  to- 
dos los  ing-resos  ordinarios  y  extraordinarios 
de  los  presupuestos. 

4."  La  ordenación  del  pago  de  las  obliga- 
ciones dentro  de  los  créditos  concedidos  en  los 
presupuestos. 

5.°  Examinar  y  censurar  las  cuentas  anua- 
les de  los  administradores  depositarios  y  remi- 
tirlas con  su  informe  al  Ministerio. 

6.**  Transferir,  dentro  de  los  créditos  presu- 
puestados, los  sobrantes  de  unas  relaciones  á 
otras  eu  lo  que  se  refiere  ;l  la  distribución  de 
los  gastos  del  material. 

7."  Invertir  los  legados  en  el  objeto  ú -obje- 
tos que  designen  los  donantes. 

8."  Promoverlos  expedientes  de  obras  nue- 
vas, sometiéndolos  á  la  aprobación  de  la  Sii- 
perioridad. 

9.°  Proponer  todo  el  personal  subalterno 
no  facultativo  con  arreglo  A  la  plantilla,  apro- 
bada en  presupuesto,  y  solicitar  del  Gobierno 
la  reforma  de  ésta  cuando  así  convenga  al 
mejor  servicio. 

10.  Intervenir  y  proponerlos  contratos  que 
haya  necesidad  de  celebrar  con  la  comunidad 
de  las  Hijas  de  la  Caridad  encargadas  de  la 
asistencia  y  cuidado  de  los  enfermos. 

11.  Formar  y  remitir  al  Ministerio  en  el 
mes  de  Diciembre  de  cada  año  los  proyectos 
de  presupuestos  para  el  año  económico  si- 
guiente. 

12.  Informar  las  solicitudes  de  ingresos  en 
los  hospitales,  los  expedientes  de  bajas  y  los 
de  salidas  temporales. 

13.  Variar,  cuando  lo  estime  conveniente, 
la  alimentación  de  los  acogidos,  previo  infor- 
me del  jefe  facultativo  del  establecimiento  y 
del  visitador  de  Beneficenciay  Sanidad  yapro- 
bación  del  director  general  del  ramo. 

Art.  4."  El  personal  de  los  establecimien- 
tos, salvas  las  alteraciones  que  se  hag-an  en 
los  presupuestos,  constará  en  cada  uno  de 
ellos  de  un  administrador  depositario  nombra- 
do de  Real  orden  y  con  una  fianza  equivalen- 
te k  la  dozava  parte  del  presupuesto  del  ma- 
terial del  Asilo;  un  capellán  nombrado  á  pro- 
puesta de  la  Junta  de  Patronos,  y  un  acólito. 

Los  facultativos  y  practicantes  del  Cuerpo 
g-eneral  de  Beneficencia  que  se  destinen  á  ca- 
da establecimiento  en  proporción  á  sus  nece- 
sidades. 

Un  comisario  interventor. 

El  número  de  Hijas  de  la  Caridad,  enferme- 
ros, porteros,  criados,  etc.,  que  determine  el 
presupuesto  aprobado. 

Art.  5."  Los  administradores,  comisarios, 
interventores  y  capellanes  tendrán  habitación 
dentro  del  establecimiento  y  ctbligacióu  de  re- 
sidir constantemente  en  él. 

Art.  6."  También  tendrán  habitación  las 
Hijas  de  la  Caridad,  enfermeros  y  subalternos 
que  presten  servicio  constante  en  los  hospi- 
tales. 

Art.  7."    Las  Hijas  de  la  Caridad,  enferme- 
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ros,  porteros,  practicantes  y  acólitos  de  servi- 
cio, tendrán  derecho  á  ración. 

Art.  8."  Es  obligación  de  los  administrado- 
res depositarios: 

1."  Recaudar  todos  los  Ingresos  que  corres- 
pondan al  establecimiento. 

2."  Distribuirlos  en  la  forma  que  acuerde 
la  Junta  de  Patronos  dentro  de  los  limites  del 
presupuesto,  haciendo  los  pagos  en  virtud  de 
libramiento  autorizado  por  la  misma,  interve- 
nido por  el  comisario  y  justificado  debida- 
mente. 

3."  Cuidar,  bajo  su  responsabilidad,  de  no 
efectuar  ningún  pag-o  cuyo  crédito  no  esté 
consignado  en  el  presupuesto  dentro  del  limi- 
te marcado  en  el  mismo  ó  con  ¡sujeción  á  lo 
prescrito  en  el  art.  3.",  caso  6."  de  este  regla- 
mento. 

4."  Remitir  á  la  Junta  de  Patronos,  para 
que  ésta  lo  haga  á  la  Dirección  g'eneral,  un 
estado  trimestral  de  los  ing'resos  y  g'astos  del 
hospital. 

5.°  Rendir  anualmente  las  cuentas  justifi- 
cadas de  todo  el  ejercicio. 

6."  Acompañar  á  dichas  cuentas  un  inven- 
tario general  de  los  muebles,  ropas,  enseres  y 
demás  efectos  que  existan  en  30  de  Junio  ,  y 
un  estado  detallado  de  las  existencias  que  j-e- 
sulten  de  víveres  y  utensilios. 

7."  Redactar  los  proyectos  de  presupues- 
tos anuales  con  arreglo  á  las  instrucciones 
que  reciban  de  la  Junta  de  Patronos,  y  actuar 
como  secretarios  de  las  mismas  desempeñando 
los  demás  servicios  que  como  tales  adminis- 
tradores depositarios  y  secretarios  les  enco- 
miende la  referida  Junta. 

8."  Rcsi>onder  de  las  cantidades  satisfe- 
chas con  exceso  á  los  créditos  consignados  cu 
los  presupuestos,  y  de  las  que  no  resulten  de- 
bidamente justificadas. 

Art.  9."  Son  deberes  de  los  comisarios  in- 
terventores: 

1."  Llevar  los  registros  de  entrada  y  salida 
de  los  albergados,  inventarios  de  efectos,  ro- 
pas y  útiles  y  custodiar  debidamente  ordena- 
dos todos  los  documentos  del  archivo  del  esta- 
blecimiento. 

2.°  Intervenir  la  entrada  y  salida  en  alma- 
cenes de  cuantas  ropas,  efectos,  víveres  y 
utensilios  se  adquieran  ó  reciban  para  el  esta- 
blecimiento, expidiendo  las  certificaciones  que 
han  de  acompañar  á  los  libramientos. 

3."  Responder,  en  unión  del  administrador 
depositario,  de  todos  aquellos  pagos  que  se 
hubieren  efectuado  con  exceso  al  presupuesto 
si  los  libramientos  estuvieren  intervenidos  ¡lor 
ellos. 

Art.  10.  El  comisario  interventor  sustitui- 
rá al  administrador  depositario  en  sus  ausen- 
cias y  enfermedades. 

CAP.  VI. — Número  y  condiciones  de  los  albergados. 

Art.  11.  El  nVimero  máximo  de  los  alherg'a- 
dos,  salvas  las  alteraciones  que  puedan  hacer- 
se en  los  presupuestos,  será  el  siguiente: 

Sesenta  hombres  y  sesenta  mujeres  en  el 
hospital  del  Rey,  de  Toledo;  250  hombres  en  el 
hosiiital  de  Nuestra  Señoi'a  del  Carmen,  y  250 
mujeres  eu  el  liosjiital  de  Jesús  Nazareno. 
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Art.  12.  Para  tener  iiig'reso  eu  los  referi- 
dos hospitales  serán  condicioues  iudispeiisa- 
ble."-  para  el  liospital  del  Rey,  que  los  aspiran- 
tes reúnan  las  condiciones  marcadas  eu  el 
caso  1."  del  art.  1.°,  cap.  I  de  este  reg'lanion- 
to,  y  adeniAs  las  siguientes: 

1.*  Que  los  ancianos  decrépitos  hayan  cum- 
plido 65  años  de  edad,  no  tengan  medios  de 
subsistencia  ni  familia  que  les  dispense  su  cui- 
dado. 

S."  Que  los  impedidos  hayan  cumplido  50 
años  de  edad  y  teugau  las  mismas  condiciones 
de  los  anteriores. 

3.*  Que  los  ciegos  sean  mayores  de  40  años, 
y  la  ceguera  no  sea  curable  por  algún  proce- 
dimiento 11  operación  quirúrgica. 

Para  ingresar  en  los  hospitales  de  Nues- 
tra Señora  del  Carmen  y  Jesús  Nazareno  se- 
rán tambi(>n  indispensables  las  condiciones  de 
edad,  pobreza  y  abandono  que  se  exige  para 
los  acogidos  del  hospital  del  Rey,  de  Toledo. 

Art.  13.  En  estos  tres  establecimientos  po- 
drán admitirse  pensionistas  y  medio  pensio- 
nistas, si  los  interesados  reúnen  las  condicio- 
nes de  edad  y  enfermedad  que  determina  este 
reglamento;  pero  en  ningún  caso  excederá  el 
número  de  los  primeros  del  10  por  100  de  la 
población  acogida  é  igual  proporción  para  los 
segundos. 

Estos  albergados  pagarán  1  peseta  .50  cénti- 
mos diarios  los  pensionistas  y  1  peseta  los  me- 
dio pensionistas. 

Las  pensiones  se  abonarán  por  trimestres 
anticipados,  y  el  atraso  de  15  días  en  el  abono 
de  las  pensiones  llevará  consigo  la  expulsión 
del  acogido. 

Art.  14.  En  ningún  caso  se  concederán  si- 
multáneamente turnos  de  ingresoade  pensión, 
media  pensión  y  pobre,  sino  sólo  de  una  de  es- 
tas tres  clases. 

Art.  15.  Las  solicitudes  de  ing'reso  se  ha- 
rán á  la  Dirección  general  de  Beneficencia  y 
Sanidad,  acompañadas  de  la  partida  de  bau- 
tismo de  los  interesados,  certificación  de  po- 
breza, expedida  por  el  alcalde,  y  certificación 
facultativa  acreditando  la  dolencia  incurable 
del  solicitante,  ó  su  estado  de  imposibilidad 
para  el  trabajo  por  razón  de  edad  ó  inutilidad 
física  absoluta. 

Art.  16.  Estas  solicitudes  pasarán  á  las  res- 
pectivas Juntas  de  Patronos,  las  cuales,  des- 
pués de  oir  el  dictamen  del  .jefe  facultativo 
del  establecimiento,  informarán  lo  que  consi- 
deren de  justicia. 

Art.  17.  Todas  las  solicitudes  de  ingresos 
se  anotarán  eu  el  registro  especial  de  la  Sec- 
ción central  de  Beneficencia  por  riguroso  or- 
den de  presentación,  y  cuando  sean  acordadas 
favorablemente  se  concederá  al  peticionario 
el  ingreso  con  el  número  de  orden  que  preci- 
samente le  corresponda  con  relación  á  la  fecha 
de  registro  de  la  solicitud. 

Art.  18.  No  podrán  ser  admitidos  eu  estos 
hospitales: 

1."  Los  que  tengan  hijos  solteros  mayores 
de  edad  ó  menores  que  no  acrediten  debida- 
mente que  los  tieneu  abandonados  sin  causa 
justificada. 


2."  Los  que  padezcan  enfermedades  con- 
tagiosas. 

3."  Los  enajenados,  los  idiotas,  imbéciles, 
ejnléptieos  y  tuberculosos;  los  que  padezcan 
iilceras  con  supuraciones  incoescibles,  los  cán- 
ceres externos  y  aquellos  que  para  su  ciira- 
cióu  necesiten  una  operación  quiriírgica. 

Art.  19.  De  los  turnos  concedidos  se  lleva- 
rá por  las  Juntas  de  Patronos  de  los  estable- 
cimientos un  registro  especial,  y  además  una 
lista  que  estará  constantemente  expuesta  en 
la  iiorteria  de  los  hospitales. 

En  la  mencionada  lista  se  anotarán  los  in- 
gresos y  las  bajas  de  los  albergados. 

Cuando  llamado  un  solicitante  por  haberle 
corresijondido  ingresar  para  ocupar  vacante 
no  compareciese  en  el  término  de  15  días,  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  notificación  admi- 
nistrativa que  deberá  hacerle  el  comisario  in- 
terventor, se  le  dará  de  baja  dando  cuenta  de 
la  causa  á  la  Dirección  general,  y  expresán- 
dolo asi  en  la  lista  general  expuesta  en  lapor- 
tería  del  establecimiento.  Cuando  no  fuera  po- 
sible conocer  e!  domicilio  del  agraciado  en  la 
fecha  en  que  le  corresponda  ingresar  en  el 
hospital,  se  hará  la  notificación  ¡lor  medio  de 
cédula  que  se  insertará  en  el  Boletín  de  la 
provincia. 

Art  20.  El  funcionario  público  que,  fal- 
tando á  estas  prescripciones,  altere  el  niimero 
de  turno  ó  reserve  alguno  para  colocar  en  él 
á  sujetos  preferentes  será  destituido,  y  si  la 
falta  envolviera  responsabilidad  crimiukl  será 
entregado  á  los  Tribunales  ordinarios,  previa 
la  formación  del  oportuno  expediente  guber- 
nativo. 

CAP.  V. — De  la  división  de  los  establecimientos. 

Art.  21.  Los  establecimientos  se  dividirán 
en  las  dependencias  siguientes:  1.^  Capilla. — 
2."-  Oficinas.— 3."  Cocina.— 4.^^  Almacén.— 5." 
Despensa.— 6.*  Dormitorio  para  los  acogidos. 
7."  Enfermerías.— 8.-'  Refectorios.— 9. =»  Salas 
de  labor  y  recreo.— 10.  Habitaciones  para  las 
Hijas  de  la  Caridad  contratadas. — 11.  ídem 
del  administrador  depositario,  comisario  in- 
terventor y  dependientes. 

Art.  22.  Los  departamentos  para  los  acogi- 
dos se  dividirán  eu  salas  de  decrépitos  y  de 
ciegos. 

Art.  23.  En  cada  sala  estarán  las  camas 
numeradas,  y  á  la  distancia  entre  sí  de  75 
centrímetros. 

Art.  24.     A  la  cabecera  de  cada  cama  habrá 
una  mesa  destinada  á  las   vasijas  y  demás 
enseres  con  destino  al  servicio  del  acogido. 
CAP.  YI.—De  las  enfermerías. 

Art.  25.  Dispondrán  estos  departamentos 
de  sillones  de  ruedas,  arreglados  á  los  mejores 
modelos,  y  de  orinales  de  cinc  manuables  para 
uso  dentro  de  la  cama. 

Art.  26.  A  fin  de  aislar  completamente  de 
los  demás  acogidos  al  que  padezca  de  enfer- 
medad epidémica  ó  contagiosa,  se  destinará 
una  ó  más  habitaciones  pai-a  colocación  de 
camas,  cuyo  número  se  regulará  con  relación 
á  20  metros  cúbicos  de  aire  por,  cada  enfermo. 

Destinado  á  los  convalecientes  se  preparará 
también  un  departamento  especial. 
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Art.  27.  Tan  iironto  como  un  acogido  sea 
atacarlo  de  enfermedad  aguda  se  trasladará  á 
la  enfermería,  ó  bien  A  la  sala  especial  de  que 
se  ha  hecho  mérito  en  el  articulo  anterior,  si 
fuese  la  dolencia  epidémica  ó  contagiosa. 

Art.  28.  No  se  permitirá  la  entrada  en  las 
enfermerías  á  ningún  acogido  ni  otra  persona 
sin  licencia  del  administrador  del  estableci- 
mientD,  de  acuerdo  con  el  facultativo. 

Art.  29.  Inmediatamente  que  el  enfermo 
entre  eu  convalecencia  .será  trasladado  á  la 
sala  preparada  para  estos  casos. 

Art.  30.  Conseguida  la  curación  completa, 
volverá  á  su  departamento,  donde  observará 
rigurosamente  el  plan  dietético  que  el  facul- 
tativo le  prescriba. 

CAP.  VII.— De¡  refectorio. 
(Comprende  los  arts.  31  á  34.) 

CAP.  VIII.— -Df^l  régimen  alimenHcio. 
(Comprende  este  capitulo  los  arts.  35  á  39. 
Las  comidas  han  de  ser  tres:  desayuno  de  cho- 
colate ó  sopa;  comida  de  sopa,  carne,  tocino, 
garbanzos,  verdura,  pan  y  vino;  y  cena  de 
sopa  ó  caldo,  guisado  de  carne,  ensalada  co- 
cida ó  cruda,  pan  y  vino,  sin  perjuicio  del  plan 
alimenticio  que  hayan  de  observar  especial- 
mente los  asilados  respecto  de  los  cuales  lo 
disponga  el  médico.) 

CAP.  IX. — Plan  higiénico  de  los  acogidos. 

Art.  40.  Se  levantarán  y  recogerán  á  sus 
salas  respectivas  á  las  horas  que  el  adminis- 
trador señale,  segiin  la  estación. 

Art.  41.  Antes  de  salir  de  la  sala,  previo 
asentimiento  del  facultativo,  levantará  cada 
acogido  su  cama  y  los  más  hábiles  harán  la  po- 
licía de  sus  respectivos  departamentos. 

Art.  42.  Hecha  la  operación  anterior  pasa- 
rán los  acogidos  á  la  estancia  de  aseo  y  lava- 
bo, doude  practicarán  todas  aquellas  opera- 
ciones encaminadas  á  la  limpieza  é  higiene 
privadas.  Los  acogidos  se  afeitaráu  y  corta- 
rán el  pelo  en  los  periodos  que  marque  la 
Junta. 

Art.  43.  Una  hora  después  de  las  prácticas 
higiénicas  el  celador  del  establecimiento  pasa- 
rá revista  de  policía  individual  y  de  sala. 

Art.  44.  Hechas  las  plegarias  de  la  mañana 
que  el  director  moral  haya  dispuesto,  irán  los 
asilados  al  refectorio,  donde  les  servirán  el 
desayuno,  y  terminado  éste  se  entregarán  á 
sus  labores  respectivas. 

Art.  45.  La  Junta  designará  las  horas  en 
que  los  acogidos  darán  tregua  al  trabajo.  En 
ellas  se  dedicarán  á  los  entretenimientos  ho- 
nestos que  preñeran. 

Art.  46.  En  los  días  festivos  tendrán  las 
hora"  de  paseo  que  la  Junta  ordenare.  Los 
acogidos  estarán  en  estas  salidas  bajo  la  di- 
rección del  encargado  por  el  administrador: 
las  mujeres  serán  acompañadas  de  Hijas  de 
la  Caridad. 

Art.  47.  La  .Jiinta  señalará  á  cada  válido  ó 
invalido,  seg'ún  la  actitud,  las  tareas  que  le 
concierna  desempeñar  en  la  sala   de  laljores. 

CAP.  X. — Higiene  moral  de  los  asilados. 
Art.  48.     En  días  alternos   dedicarán  uua 


hora  á  la  asistencia  de  las  pláticas  que  el  ca- 
pellán acuerde. 

Art.  49.  Los  días  festivos  asistirán  á  la 
capilla. 

CAP.  XI. — Del  vestuario  de  los  acogidas. 

Art.  50.  Tanto  los  hombres  como  las  muje- 
res vestirán  camisa  de  retort  blanco,  mudán- 
dosela cuando  menos  una  vez  á  la  semana. 

Art.  51.  El  traje  de  los  hombres  será  de  la- 
nilla en  verano  y  de  paño  oscuro  ó  color  café 
en  las  demás  estaciones.  Consistirá  en  panta- 
lón, chaqueta,  chaleco  y  calcetas,  zapatos  de 
becerro  y  sombrero  hongo  de  fleltro  negro  y 
ala  ancha  para  diario;  las  mismas  prendas  de 
paño  negro  para  los  días  festivos.  El  botón  eu 
las  prendas  será  de  hueso  negro. 

Art.  52.  El  traje  de  las  mujeres  para  el  in- 
terior de  la  casa  consistirá  en  vestido  de  per- 
cal color  café  y  mantón  de  abrigo,  ó  pañuelo 
de  percal  para  el  cuello,  según  la  estación; 
enag'ua  de  algodón,  refajo  de  bayeta  color 
amarillo,  calcetas  negras  de  lana  y  zapato  alto 
de  dos  costuras. 

Para  los  días  festivos  y  de  salida,  vestido  de 
estameña  color  negro,  manto  de  lo  mismo,  pa- 
ñuelo de  lana  ó  mantón  de  abrigo,  según  la 
estación,  enagua  de  algodón,  refajo  de  baye- 
ta color  amarillo,  calcetas  de  lana  negra  y  es- 
carpín de  dos  costuras.  A  todos  los  acogidos 
se  les  entregará  un  pañuelo  de  mano  que  se 
cambiará  todas  las  semanas. 

Art.  53.  La  falta  de  limpieza  y  el  descuido 
en  la  ropa  se  castigará  correccionalmente. 

Art.  54.  A  cada  acogida  se  le  entregará 
dedal,  aguja,  y  los  hilos  necesarios  para  el  re- 
cosido de  sus  ropas.  Sólo  se  compondrán  en  la 
Sección  general  de  recosido  las  ropas  de  aque- 
llas asiladas  que  se  hallen  imposibilitadas  para 
hacerlo  por  si. 

(Los  caps.  XII  al  XXI  tratan  del  capellán, 
del  acólito,  del  médico,  de  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad, de  los  practicantes,  de  los  enfermeros, 
portero,  criadas,  ld,vauderas,  mozos  y  sir- 
vientes.) 

CAP.  XXII.— .SVííí'fZa  temporal  de  los  acogidos. 

Art.  88.  Ningún  acogido  podrá  dejar  tem- 
poralmente el  establecimiento  sin  licencia  de 
la  Dirección  general. 

Art.  89.  No  se  cursará  ni  concederá  licen- 
cia temporal  sino  por  causa  de  salud  justifica- 
da con  certificación  del  facultativo  del  esta- 
blecimiento, en  que  se  ordene  la  toma  de 
baños  minero-medicinales  ó  la  conveniencia 
de  cambio  de  clima  preciso  para  mejorar  el 
estado  de  salud  de  los  albergados. 

Estas  licencias  no  podrán  exceder  nunca  de 
tres  meses,  y  llevarán  consigo  el  carácter  de 
improrrogaljies. 

Art.  90.  Las  solicitudes  de  licencia  tempo- 
ral deberán  venir  á  la  Dirección  general  infor- 
madas por  las  Juntas  de  Patronos. 

Art.  91.  Cum)jlido  el  término  de  la  licencia 
sin  que  se  presente  el  albergado,  será  dado  de 
baja  en  el  establecimiento  y  cubierta  su  plaza. 

Art.  92.  El  albergado  pobre  que  probare 
qtie  no  dependió  de  su  vohmtad  la  no  presen- 
tación dentro  del  plazo  marcado  en  la  licencia, 
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podrá  volveí-  á  ing-resar,  concediéndosele  al 
efecto  el  número  de,  turno  que  le  corresponda 
con  arreglo  á  la  fecha  de  su  rehabilitación,  sin 
perjudicar  A  los  que  ya  la  tuvieren  concedida 
con  anterioridad. 

CAP.  XXIII.— jDe  la  salida  definitiva  del  establecimiento. 

Art.  93.  Los  alberg'ados  de  los  tres  hospi- 
tales serán  baja  definitivamente  á  virtud  de 
acuerdo  de  la  Dirección  geueral  de  Beneficen- 
cia y  Sanidad  por  alguna  de  las  causas  si- 
g'uientes: 

1.*     Por  reclamarlo  la  familia. 

2.=^  Por  adquirir  alguna  de  las  enfermeda- 
des'marcadiis  en  el  art.  18  de  este  reglamento. 

«Cuando  un  acogido  fuese  dado  de  baja  por 
haber  adquirido  una  enfermedad  contagiosa 
accidental  ó  alguna  otra  dolencia  que  exija 
operación  alguna  quirúrgica,  se  entenderá 
ésta  provisional,  reservándole  su  plaza  por 
el  término  de  dos  meses:  y  este  plazo  podrá 
ser  prorrogado  por  la  Dirección  general  de 
Beneficencia  y  Sanidad  cuando  á  juicio  del 
jefe  facultativo  del  establecimiento  y  visita- 
dor de  Beneficencia  sea  preciso  y  conveniente 
á  la  total  curación  del  enfermo  '.» 

3."  Porque  la  conducta  incorregible  del  al- 
bergado sea  perjudicial  para  el  orden  interior 
del  establecimiento. 

Se  entenderá  comprendido  en  este  caso  el 
acogido  que  haya  cometido  tres  faltas,  siendo 
penadas  por  la  Junta  de  Patronos  las  dos  pri- 
meras con  reprensión  privada  y  pública,  y  la 
tercera  hecha  constar  en  expediente,  que  se 
remitirá  á  la  Dirección  general  proponiendo 
la  baja  definitiva. 

CAP.  XXIV.— De  los  castigos. 

Art.  9-4.  Quedan  prohibidos  absolutamente 
los  castigos  corporales  y  las  penas  de  supre- 
sión de  comidas . 

Sólo  se  autorizan  las  siguientes  penas: 

1.*  Supresión  de  recreosy  paseos,  si  esto  úl- 
timo no  puede  afectar  á  la  salud  del  albergado. 

2.*  Reprensión  privada  y  reprensión  pú- 
blica. 

S.''    Expulsión  del  establecimiento. 

CAP.  XXV .—Ocupación  de  los  acogidos. 

Art.  95.  Los  acogidos  en  los  hospitales  de 
que  trata  este  reglamento  tendrán  las  ocupa- 
ciones útiles  y  recreativas  que  determinen  las 
Juntas  de  Patronos,  en  relación  perfecta  con 
el  estado  de  validez  de  los  mismos  á  las  horas 
que  se  les  fije,  procurándose  que  la  parte  re- 
creativa consista  principalmente  en  lectura  de 
libros  de  instrucción  y  sana  moral. 
CAP.  XXYI.— Adicional. 

Art.  96.  Quedan  derogadas  todas  las  dispo- 
siciones y  órdenes  reglamentarias  que  no  estén 
en  consonancia  con  la  presente  instrucción. 

Madrid  27  de  Enero  de  1885.— Romero  v  Ro- 
bledo.» (Gac.  5  Febrero  y  C.  L.,  t.  134,  p.  53.) 

B.  O.  28  Febrero  18a5. 

(Adicionó  un  segundo  párrafo  al  art.  12  del 


reglamento  del  Colegio  de  La  Unión  de  30  de 
Junio  de  1884.) 

R.  D.  3  Marzo  18S5. 
Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Madrid. 

(GoB.)  «Articulo  único.  La  Junta  provin- 
cial de  Beneficencia  de  Madrid  se  compondrá 
en  lo  sucesivo  de  15  vocales  en  vez  de  los  11 
de  que,  como  máximum,  han  de  constaj-  estas 
Corporaciones  con  arreg'lo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  14  de  la  Inst.  de  27"de  Abril  de  1875. 

Dado  en  Palacio  á  3  de  Marzo  de  1885.» 
(Gac.  7  Marzo  y  C.  L.,  t.  134,  j).  152.) 

E.  O.  21  Marzo  1885. 
Adicionó  en  los  términos  en  que  queda  in- 
serto el  art.  93  de  la  Inst.  genaral  y  Reg.  de  27 
Enero  del  mismo  año. 

Ley  24  Marzo  188.5. 
Ainpliando  lo-  autorización  concedida  al  Ministro  para 
instalar  los  estahleciini entos  generales  de  Beneficencia 
que  hoy  carecen  de  las  debidas  condiciones. 

(GoB.)  «Articulo  1."  Se  amplia  la  autori- 
zación concedida  al  Ministro  de  la  Goberna- 
ción por  la  ley  de  5  de  Julio  de  1883,  para  ins- 
talar en  la  forma  que  crea  más  ojiortuua,  pero 
con  la  separación  conveniente  y  en  sitio  que 
reúna  condiciones  de  capacidad  é  higiene,  los 
establecimientos  generales  de  Beneficencia 
que  hoy  carecen  de  las  condiciones  mencio- 
nadas. 

Art.  2."  Para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto 
en  el  articulo  anterior,  el  Ministro  podrá  uti- 
lizar:—  Primero.  Los  recursos  consignados 
en  la  ley  de  5  de  .Julio  de  1883.  Segundo.  El 
producto  en  venta  de  los  edificios  que  ocupan 
el  Colegio  de  ciegos  de  Santa  Catalina,  el  de 
niñas  huérfanas  de  Aranjuez  y  el  total  de  la 
dehesa  de  Amaniel.  Tercero.  El  producto  de 
los  valores  de  las  fundaciones  de  Beneficen- 
cia particular  que  hayan  sido  declaradas  ca- 
ducas ó  lo  fueren  en  lo  sucesivo.  Y  cuarto. 
El  de  las  mandas,  legados  y  donaciones  que  se 
hicieren  á  la  Beneficencia  general,  siempre 
que  no  tuviesen  un  oljjeto  especialmente  de- 
terminado por  el  testador  ó  el  donante. — Dado 
en  Palacio  á  24  de  Marzo  1885.»  (Gac.  27  id.  y 
C.  L.,  t.  134,  p.  220.) 

H.  D.  12  Mayo  18815. 
Reglamento  del  manicomio  de  Santa  Isabel. 

Consúltese  este  reglamento  en  Manicomios. 

E.  D.  19  Mayo  1885. 

Por  este  decreto  *  se  reglamentó  la  hospita- 
lidad de  los  dementes,  ya  ingresen  en  los  ma- 
nicomios en  observación,  ya  en  reclusión  de- 
finitiva, con  el  objeto  de  cortar  los  abusos  que 
pudieran  cometerse  por  falta  de  justificación 
legal  del  estado  de  demencia  de  los  recluidos. 
Está  inserto  en  Manicomios  con  las  demás  dis- 
posiciones referentes  á  estos  establecimientos. 

E.  O.  29  Mayo  1886. 

Formación  de  presupuestos  y  rendición  de  cuentas  relati' 

vas  d  las  fundaciones  de  la  Beneficencia  imrticular. 

(GoB.)  Extracto.— Después  de  lamentarse 
el  Sr.  Ministro  en  esta  disposición  de  que  en 


•    Este  inciso  fué  adicionado  por  R.  O.  de  21  de  Mar:o 
de  1885. 


»    Hecho  extensivo  á  la  Isla  de  CaliB  en  24  de  Marzo 
de  ISST.—'V.  Manicomios. 
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algunas  provincias  exista  gran  número  de 
jiatronatos,  de  los  cuales  ni  se  presentan  pre- 
supuestos ni  fe  rinden  cuentas  hace  muchos 
años,  hallándose  en  completo  abandono  y  des- 
cuido el  cumplimiento  de  los  fines  para  que 
fueron  instituidos,  recuérdalos  arts.  59  en  re- 
lación con  el  12,  párr.  1.",  y  61  de  la  Inst.  de 
27  Abril  1875,  y  luego  dice: 

«Es,  por  lo  tanto,  uno  de  los  remedios  más 
prácticos  y  eficaces,  entre  los  varios  qne  ofre- 
ce la  instrucción,  para  conseg'uir  la  presenta- 
ción de  presupuestos  y  cuentas  y  evitar  la  dis- 
tracción de  fondos,  impedir  el  cobro  de  los  in- 
tereses de  ninguna  anualidad,  sin  presentar 
previamente  en  Tesorería  la  certificación  opor- 
tuna de  la  Dirección  general  de  Beneficencia, 
por  la  que  se  acredite  que  se  cum|)len  los  ob- 
jetos de  las  fundaciones  y  que  los  bienes  afec- 
tos á  los  patronatos  se  aplican  á  los  fines  que 
se  propusieron  los  fundadores. 

Necesarios  son  para  alcanzar  estos  resulta- 
dos el  conciirso  y  la  cooperación  del  Ministe- 
rio de  Hacienda;  y  en  su  vista  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  Keg'eute  del  Keino,  ha  tenido  á  bien 
<lisponer  se  manifieste  á  V.  E.  que  se  sirva 
<lar  las  órdenes  oportuná.sá  las  Direcciones g'e- 
iierales  de  la  Deuda  y  del  Tesoro  y  Deleg'acio- 
iies  de  Hacienda  á  fin  de  que  se  reciierde  el 
cumplimiento  de  la  dicha  instrucción  y  no  se 
.satisfagan  en  manera  alg'una  á  los  patronos, 
administradores  ó  representantes  de  las  funda- 
ciones de  Beneficencia  particular  los  intereses 
de  las  inscripciones  intransferibles  ó  títulos 
de  la  Deuda  que  posean,  sin  que  presenten 
previamente  certificación  expedida  por  la  Di- 
rección general  de  Beneficencia  y  Sanidad  que 
les  autorice  para  el  cobro  de  los  mencionados 
intereses;  cuya  certificación  se  facilitará  cuan- 
do se  hubiere  cumplido  en  los  años  anteriores 
con  el  objeto  de  la  fundación,  presentando  sus 
presupuestos  y  rindiendo  además  las  cuentas 
de  la  inversión  de  los  fondos  que  se  les  hubie- 
.sen  entregado.»  (lí.  O.  29  Mayo  18S6.— Boletín 
oficial  de  Gerona  de  9  de  Junio.) 

Ciro.  25  Junio  1886. 
<Jertifl,caciones  para  el  pago  de  intereses  de  inscripciones 
á  los  patronos  ó  administradores  de  fundaciones  be- 
néficas, 

(DiR.  (iBN.  DE  Rentas.)  En  virtud  de  con- 
.sulta  de  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de 
Burg'os,  se  declara  ¡lor  esta  circular: 

«I."  Que  las  Juntas  provinciales  de  Bene- 
ficencia están  oljligadas  á  presentar  ante  las 
Deleg'aciones  de  Hacienda  la  certificación  á 
que  se  refiere  la  R.  O.  citada  de  29  de  Mayo 
anterior,  pidiéndola  al  efecto  por  medio  de  ofi- 
cio dirigido  á  la  Dirección  general  de  Benefi- 
cencia y  Sanidad,  expresando  las  fechas  en 
que  sereuiitieron  á  dicho  Centro  las  cuentas  de 
las  respectivas  fundaciones  que  administran. 

2."  Que  los  p.itronos  y  administradores  de 
las  fundaciones  cuyas  rentas  no  lleguen  á  500 
liesetas  y  á  las  que  se  refiere  el  R.  D.  de  28  de 
Julio  de  1881  dirigirán  sus  instancias  al  direc- 
tor general  de  Beneficencia  por  conducto  del 
gobernador  civil,  cuya  autoridad,  al  remitir- 
las, expresará  la  fecha  en  que  haya  sido  apro- 
bada la  última  cuenta  de  la  respectiva  funda- 
ción y  el  año  económico  á  que  corresponde. 


Y  3."  Que  ios  administradores  y  patronos 
de  las  demás  fundaciones  cuyas  rentas  lleguen 
ó  pasen  de  la  cantidad  anteriormente  expresa- 
das, elevarán  directamente  sus  instancias  al 
director  g'eneral  de  Beneficencia.»  (Circ.  25 
Junio  1886. — Bal.  ofic.  de  las  Baleares.) 

B.  O.  26  Junio  1886. 

Fundaciones  que  tienen  por  objeto  atenciones  ó  servicios  de 

educación  y  enseñanza  con  carácter  de  perpetuidad. 

Esta  R.  (X,  acordada  en  Consejo  de  Minis- 
tros, es  relativa  á  la  legalidad  y  carácter  de 
esas  fundaciones,  quién  debe  ejercer  el  pro- 
tectorado sóbrelas  mismas  y  si  pueden  serbase 
de  ellas  los  edificios  y  terrenos  que  han  de  ocu- 
par los  institutos  fundados. — Véase  en  FuN- 

D.\CIONE.S  DE  BNSEÑ.4NZA. 

Ciic.  28  Junio  1886. 

Fundaciones  d  qne  no  son  aplicables  las  disposiciones  de 
la  11.  O.  de  iu  de  Mayo. 

Esta  circular,  lo  mismo  que  la  R.  O.  anterior, 
no  se  ha  publicado  oficialmente,  pero  seg'ún 
el  texto  de  la  de  9  de  Diciembre  de  1886,  que 
se  insertaá  continuación,  declaró  «que  las  fun- 
daciones sometidas  por  ley,  por  disposición  de 
los  fundadores  o  por  otras  causas,  á  la  direc- 
ción y  administración  de  los  Ayuntamientos  y 
Diputaciones  no  han  sido  objeto  de  la  referida 
R.  O.  (la  de  29  de  Mayo  de  1886),  puesto  que 
estas  Corporaciones  forman  sus  presupuestos 
y  rinden  sus  cuentas  permanentes». 

Gire.  27  Agosto  1886. 
Sentido  de  algunos  artículos  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de 
1875:  Prevenciones  d  los  patronos  de  fundaciones  bené- 
ficas y  á  las  Juntas  provinciales  sobre  formación  de  pre- 
supuestos y  rendición  de  Cuchitas. 

(GoB.  —  DiR.  GEN.  DE  Bbn.  Y  San.)  «La 
práctica  viciosa  seguida  por  la  mayoría  de  los 
patronos  y  administradores  de  la  fundaciones 
benéficas,  de  prescindir  del  exacto  cumpli- 
miento de  los  preceptos  de  la  Inst.  de  27  de 
Abril  de  1875,  al  formar  los  presupuestos  y 
rendir  cuentas  de  las  que  están  á  su  carg'o,  da 
motivo  á  que  se  devuelvan  repetidas  veces 
para  su  reforma  y  complemento,  haciendo  per- 
der el  tiempo  á  esta  Dirección  general  en  unos 
trámites  que  deben  evitarse,  y  dificultando, 
por  consiguiente,  el  despacho  pronto  y  rápido 
de  unos  y  otras  como  deseara. 

(Recuerda  á  seg'uida  la  Dirección  el  texto  de 
los  arts.  98  y  103  de  la  instrucción  citada,  re- 
formada por  R.  D.  de  28  de  Julio  de  1881,  y 
después  continúa:) 

Son  pocos  los  patronos  y  administradores 
que  cumplen  con  dichos  preceptos,  pues  apar- 
te de  no  formar  los  presupuestos  y  cuentas 
conforme  á  la  instrucción,  dejan  de  acompa- 
ñar las  relaciones  de  que  va  hecha  mención,  y 
que  son  indispensables  ¡¡ara  el  examen  y  apro- 
))ación  de  los  primeros  y  de  las  segundas;  y 
por  lo  que  respecta  á  los  patronos  y  adminis- 
tradores de  hospitales  y  asilos,  si  acompañan 
alguna  vez  al  presupuesto  la  relación  de  los 
enfermos  que  se  calculan  podrán  ser  acog-idos 
en  el  establecimiento  durante  el  año  económi- 
co y  de  las  estancias  qne  los  mismos  causen, 
dejan  de  acompañar  á  las  cuentas,  como  de- 
berían verificarlo,  jiorque  es  una  consecuen- 
cia lógica  y  precisa  del  precepto  del  art.  98,  la 
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relaeióu  exacta  y  comprobada  de  los  enfermos 
que  se  acogieron  en  el  estabkiiimiento  duran- 
te el  año  económico  y  de  las  estancias  que 
causaron. 

Y  las  ditieiiltades  que  en  primer  término 
ofrecen  los  patronos  para  que  sean  aprobados 
en  tiempo  oiiortuno  los  presupuestos  y  cuen- 
tas, se  aumentan  con  la  interpretación  que  las 
•Tuntas  provinciales  dan  á  los  arts.  99  y  105  de 
la  instrucción,  limitando  g-eneralmente  sus  in- 
iormes  relativos  á  dichos  documentos  á  la  sen- 
cilla tramitación  de  enviarlos  á  este  Centro 
directivo,  no  pudieudo  servir  sus  informes  de 
punto  de  partida  para  el  examen  de  aquéllos 
ni  de  fundamento  para  los  fallos  definitivos 
(|ue  en  los  mismos  hayan  de  recaer. 

A  las  consideraciones  expuestas  debe  esta  Di- 
rección general  agregar  otras...  Al consig'uar- 
se  en  los  presupuestos  cantidades  para  obras, 
se  hace  generalmente  sin  distiug'uir  si  son 
para  las  ordinarias  y  periódicas  que  necesiten 
los  edificios,  ó  para  otras  extraordinarias  ó  de 
alguna  importancia;  y  como  no  se  dan  expli- 
caciones acerca  de  ellas  ni  las  Juntas  provin- 
ciales hacen  mención  de  las  mismas  en  sus  in- 
formes, hay  necesidad  de  devolver  el  presu- 
puesto para  pedirlas.  Deben,  por  tanto,  los 
patronos ,  al  consig'nar  en  sus  presupuestos 
cantidades  con  el  objeto  mencionado,  expre- 
sar de  una  manera  terminante  si  las  obras  á 
que  aquéllas  se  han  de  destinar,  son  de  repa- 
ración ordinaria,  porque  cuando  excedan  de 
una  cantidad  que  no  esté  en  relación  con  la 
imijortancia  del  edificio  ó  se  trate  de  nuevas 
obras,  están  obligados  A  hacer  un  presupuesto 
extraordinario ,  formado  por  persona  autori- 
zada para  ello,  y  en  el  cual  se  han  de  incluir 
separadamente,  no  sólo  el  importe  de  los  jor- 
nales, sino  el  de  los  materiales  de  construcción, 
especificando  sus  clases,  precios  y  demás  de- 
talles que  debe  comprender  esta  clase  de  do- 
cumentos, presupuesto  que  ha  de  informar  la 
Junta  favorable  ó  desfavorablemente,  porque 
es  la  que  puede  conocer  de  una  manera  más 
precisa  la  necesidad  de  la  obra  y  circunstan- 
cias que  oblig'uen  á  llevarla  á  cabo. 

En  el  art.  98  ya  citado,  se  ordena  qtie  á  los 
presupuestos  de  hospitales  se  acompañe  i-ela- 
ción  de  los  enfermos  que  se  calcule  podrán  ser 
acogidos  durante  el  año  económico  en  los  niis- 
laos,  número  de  estancias  que  causen  y  precio 
medio  de  cada  una;  y  es  tan  distinto  el  criterio 
do  los  administradores  y  patronos  al  aceptar 
la  base  para  calcular  el  importe  de  aquéllas, 
que  mientras  unos  parten  del  total  general  de 
los  g-astos  del  hospital  sin  distinción  alguna, 
otros  la  limitan  á  proporciones  tan  exig'uas, 
dejando  de  incluir  cantidades  destinadas  ex- 
clusivamente para  el  cuidado  y  asistencia  de 
los  enfermos,  que  eu  uuos  hospitales  resulta 
la  estancia  excesivamente  costosa,  mientras 
que  eu  otros  aparece  exageradamente  econó- 
ndca.  Hay  necesidad,  por  tanto,  de  admitir 
un  criterio  fijo  para  establecer  el  precio  de  la 
estancia  á  fin  de  que  esta  Dirección  pueda  for- 
mar un  juicio  exacto  acerca  de  servicio  tau 
importante.  El  importe  de  los  sueldos  del  per- 
sonal facultativo,  de  los  enfermeros,  medica- 
mentos, pan,  carne,  vino  y  cuanto  tenga  rela- 


ción con  la  asistencia  y  alimentación  de  les 
enfermos,  debe  ser  la  base  para  calcular  el 
precio  de  la  estancia. 

Esta  Dirección  general  espera  confiadamen- 
te que  tanto  los  patronos  como  las  Juntas  pro- 
vinciales cumplirán  las  indicaciones  anterior- 
mente expuestas,  para  que  el  servicio  de  con- 
tabilidad no  sufra  demoras  improcedentes,  de- 
biendo prevenir  á  las  xiltimas,  que  al  emitir 
sus  informes  en  los  presupuestos  y  cuentas, 
consignen  terminantemente  que  van  acompa- 
ñados uuos  y  otras  de  las  relaciones  y  demás 
documentos  prevenidos  por  la  instrucción,  pro- 
curando no  darles  curso  Ínterin  no  esté  cum- 
plido lo  que  se  ordena  en  esta  circular. .. — Dios 
guarde,  etc. — Madrid  27  de  Agosto  de  1886. — 
El  Director  g'eneral,  Teodoro  Baró.»  (Bol.  of. 
de  Valladolid  10  Septiembre  Í8SG.J 

E.  O.  18  Septiembre  1886. 

(Es  sobre  asistencia  por  los  profesores  de 
Sanidad  militar  á  sus  enfermos  en  los  hospita- 
les civiles  ó  establecimientos  en  la  zona  de  su 
demarcación. — V.  Hospitales  militares.) 

K.  O.  9  Diciembre  1856. 
Declarando  que  los  patronos,  administradores  de  funda- 
ciones benéficas  en  cuyo  poder  existan  inscripciones  in- 
transferibles, están  obligados  á  rendir  cuentas  al  Pro- 
tectorado, y  determinando  las  inscripciones  que  no  re- 
quieren para  su  pago  la  certificación  d  que  alude  la 
B.  O.  de  29  de  Mayo  de  1888. 

(GoB.)  «Vista  la  comunicación  que  cou  fe- 
cha 9  de  Octubre  anterior  dirig'e  la  Dirección 
general  de  la  Deuda  pública,  en  la  que  trans- 
cribe una  consulta  elevada  por  la  Intervención 
de  la  Delegación  de  Hacienda  en  Vizcaya 
acerca  de  la  aplicación  de  la  K.  O.  de  29  de 
Mayo  anterior. 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Munda- 
ca...  como  patrono  del  hospital  de  aquella  an- 
teiglesia, presentó  al  cobro  de  intereses  una 
inscripción  intransferible,  perteneciente  á  la 
fundación,  que  no  pudo  realizar  porque  la  De- 
leg'ación  de  Hacienda,  conforme  A  lo  precep- 
tuado en  la  R.  O.  anteriormente  citada,  exigió 
la  presentación  del  certificado  del  cumplimien- 
to de  cargas  á  que  la  misma  se  refiere: 

Resultando  que  elevada  instancia  por  el 
Ayuntamiento  á  la  Dirección  general  de  Bene- 
ficencia en  solicitud  del  referido  certificado,  el 
gobernador  civil,  sin  darle  curso,  comunicó  de' 
oficio  al  expresado  Ayuntamiento  que  estaba 
relevado  déla  presentación  de  aquél, cou  arre- 
glo á  la  circular  de  dicho  Centro  directivo  de 
28  de  Junio  anterior,  que  declaró... 

Considerando  que  los  caracteres  que  pueden 
tener  las  inscripciones  intransferibles  de  Be- 
neficencia son:  general,  provincial,  municipal 
y  particular,  y  que  de  estos  caracteres  pueden 
ser  también  las  que  posean  las  Corporaciones 
provinciales  y  municipales: 

Considerando  que  el  R.  D.  de  27  de  Abril  de 
1875  estableciendo  el  protectorado  en  la  Bene- 
ficencia particular  y  la  instrucción  de  la  mis- 
ma fecha  para  su  ejecución  marcan  los  dere- 
chos V  deberes  de  los  patronos... 

Considerando  que  la  citada  R.  O.  (la  de  2í) 
de  Mayo),  ha  dado  margen  á  varias  consultas 
en  vista  de  la  resistencia  de  las  Delegaciones 
de  Hacienda  á  satisfacer  los  intereses  de  algu- 
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ñas  inscripciones,  entre  otras  la  in-omovidapor 
la  Junta  provincia!  de  Beneficencia  de  Burg'os 
respecto  á  las  fundaciones  que  dirig'e  y  admi- 
nistra, conforme  á  las  facultades  que  concede 
á  este  Ministerio  el  art.  11  del  Reg-.  de  27  de 
Abril  de  1S75,  acordándose  por  la  Dirección 
general  de  Benelicencia,  con  fecha  25  de  Junio 
y  de  conformidad  con  el  criterio  que  presidió 
al  fin  que  so  propone  la  R.  O.  de  2lt  de  Mayo, 
que  toda  vez  que  las  Juntas  provinciales  de 
Beneficencia  al  sustituir  á  los  patronos  goza- 
ban de  todos  sus  derechos  y  quedaban  sujetas 
á  todos  sus  deberes,  estaban  en  la  imprescin- 
dible necesidad  de  presentar  el  certificado  de 
la  Dirección  general  de  tener  rendidas  sus 
cuentas  para  percibir  los  intereses  de  las  ins- 
cripciones d(^  la  Deuda  y  demás  títulos  de  la 
misma  pertenecientes  á  las  fundaciones  que 
administra: 

Considerando  que  posteriormente  se  han  ele- 
vado (luejas  por  Corporaciones  provinciales  y 
municipales  acerca  de  la  negativa  de  las  In- 
tervenciones de  Hacienda  á  satisfacer  intere- 
ses de  las  inscripciones  intransferibles  que  po- 
seen por  falta  de  presentación  del  certificado 
á  que  se  refiere  la  repetida  R.  O.  de  29  de 
Mayo,  y  en  su  vista  la  Dirección  general  en  28 
del  sig'uieute  mes  de  Junio  acordó  decir  á  los 
gobernadores  de  las  provincias,  para  que  die- 
ran conocimiento  á  los  delegados  de  Hacien- 
da, que  las  disposiciones  de  la  referida  Real 
orden  no  eran  aplicables  alas  láminas  pertene- 
cientes á  fundaciones  que  por  lej',  por  volun- 
tad de  los  fundadores  ó  por  otras  catisas  estén 
sometidas  á  la  dirección  y  administración  de 
dichas  Corporaciones,  cuya  disposición  es  la 
que  ha  motivado  la  consulta  de  la  Interven- 
ción de  Hacienda  de  Vizcaya  por  no  hallarla 
euperfecta  armonía  con  la  R.  O.  de  29deMayo: 

Considerando  que  al  dictarla  no  pudo  pre- 
sidir otro  criterio  que  el  que  informó  la  citada 
R.  O.  y  la  Resol,  de  25  de  Junio,  esto  es,  que 
toda  fundación  de  Beneficencia  particular  que 
no  pierde  el  carácter  de  tal,  sean  cuales  fueren 
sus  vicisitudes,  está  siempre  bajo  la  inspección 
del  protectorado,  y  por  tanto  sus  patronos  y 
administradores  oblig'ados  á  la  rendición  de 
cuentas  y  á  la  presentación  del  certificado  ex- 
pedido por  esa  Dirección  g'eneral; 

S.  M.  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  y 
en  su  nombre  la  Reina  Regente,  se  ha  servido 
disponer: 

1."  Que  todos  los  particulares.  Corporacio- 
nes, Juntas  provinciales  de  Beneficencia,  Di- 
putaciones ó  Ayuntamientos,  en  cuyo  poder 
existan  inscripciones  intransferibles  emitidas 
á  favor  de  fundaciones  de  Beneficencia  parti- 
cular y  respecto  de  las  cuales  ejerzan  el  carg'o 
de  patronos,  seg'ún  los  preceptos  de  la  ins- 
trucción de  27  de  Abril  de  1875,  están  oblig'a- 
dos á  rendir  cuenta  al  protectorado,  seg'ún 
dispone  la  misma,  y  por  tanto  á  la  presenta- 
ción del  certificado  del  cumplimiento  de  car- 
gas que  establece  la  R.  O.  de  29  de  Mayo  últi- 
mo para  el  percibo  de  los  intereses. 

2.°  Que  los  de  las  demás  inscripciones  qtie 
posean  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos,  cu- 
yos productos  los  figuran  en  las  cuentas  que 
rinden  con  arreg'lo  á  los  preceptos  de  las  leyes 


provincial  y  municipal,  deben  satisfacerse  por 
la  Dirección  de  la  Deuda  ó  Delegaciones  de 
Hacienda  sin  la  presentación  del  certificado  á 
que  se  refiere  la  Real  orden  citada,  si  bien  se 
acreditará  por  medio  del  que  deberá  expedir  el 
Gobierno  civil  de  la  provincia,  que  los  intere- 
ses de  las  referidas  inscripciones,  constan  in- 
cluidos en  los  presupuestos  que  para  cubrir 
sus  oblig'aciones  forman  las  Diputaciones  y 
Ayuntamientos. 

Lo  qtie  de  Real  orden,  etc.— Madrid  9  de  Di- 
ciembre de  1886. — León  y  Castillo. — Sr.  Direc- 
tor general  de  Beneficencia  y  Sanidad.»  (Ga- 
ceta 21  Diciembre.) 

Ley  9  Enero  1887. 

(Es  sobre  exenciones  á  favor  de  la  sociedad 
de  caridad  La  constructora  benéfica. — V.  la  ley 
de  15  do  Junio  de  1888.) 

B.  o.  26  Marzo  1887. 
Encargando  d  los  gobernatUtres  que  cuiden  de  que  sean 
convenientemente   atendidos   por    las    Diputaciones  y 
Ayunta inientos  los  establecimientos  de  Beneficencia** 

(GoB.)  Circular. — «La  ley  provincial,  al 
enumerar  los  servicios  que  competen  k  las  Di- 
putaciones, coloca  en  primer  lugar  los  de  Be- 
neficencia... 

Dentro  de  las  leyes  tiene  V.  S.  medios  para 
oblig'ar  á  las  Diputaciones  provinciales  á  que 
atiendan  los  establecimientos  de  Beneficencia, 
y  debe  V.  S.,  sin  contemplaciones,  agotar  to- 
dos los  recursos  que  la  legislación  le  propor- 
ciona, hasta  lograr  su  objeto.  (Cita  á  este  efec- 
to el  Ministro  los  art.  121,  122,  131,  párrafosl." 
y  4."  de  la  ley  provincial,  y  después  continúa:) 

Tiene  el  Gobierno  de  S.M.  confianza  en  V.  S., 
y  espera  que,  secundando  sus  propósitos  con 
acción  que  revele  voluntad  firme  y  constante, 
guiada  por  el  conocimiento  de  las  leyes,  logra- 
rá que  en  breve  espacio  sólo  aplauso  merezca 
la  administración  de  los  establecimientos  de 
Beneficencia.  Si  asi  no  fuere,  los  g'obernado- 
ros  compartirán  con  las  Diputaciones  provin- 
ciales que  en  ella  hubieren  incurrido,  la  res- 
ponsabilidad de  la  omisión  ó  neg'ligencia,  por 
no  haber  proporcionado  al  Gobierno  los  me- 
dios do  hacer  efectiva  la  de  que  trata  el  tít.  III 
de  la  ley  provincial. 

En  vista  de  lo  expuesto,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
y  en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino, 
se  ha  servido  disponer: 

1."  Al  día  siguiente  de  recibida  esta  circu- 
lar, girará  V.  S.  una  visita  á  todos  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia  á  cargo  de  las  Dipu- 
taciones provinciales,  enterándose  de  su  esta- 
do moral  y  material,  y  con  preferencia  de  si 
las  cantidades  consignadas  en  presupuestos 
son  suficientes  y  se  abonan  con  exactitud;  ca- 
lidad de  alimentación,  vestuario;  si  la?  amas 
de  cría  cobran  con  regularidad  y  si  hay  el  nii- 
mero  que  corresponde  á  los  expósitos:  servicio 
de  farmacia  y  médico;  relación  que  existe  en- 
tre los  gastos  del  personal  y  el  sostenimiento 


1  Aunque  de  interés  puramente  transitorio,  insertamos 
esta  circular  porque  ofreced  las  autoridades  medios  efi- 
caces y  acertados  ¡tara  llenar  sus  deberes  en  orden  al 
ramo  de  Beneficencia  y  para  corregir  ó  prevenir  los  abu- 
sos y  punibles  manejos  en  la  administración  de  los  esta- 
blecimientos benéficos. 


88 


BENEFICENCIA.  (1888.) 


de,  los  asilados,  contabilidad  y  cuanto  se  re- 
fiera á  la  administración  de  dichos  estableci- 
mientos. 

2.°  Si  resultase  neg'lig'encia  ii  omisión  iier- 
judicial  á  la  Beneficencia,  se  enterará  V.  S.  de 
los  pag'os  acordados  y  ordenados  por  la  Dipu- 
tación, y  servicios  A  que  han  sido  destinados. 

Del  resultado  de  la  visita  y  del  examen  de 
pag-os  dará  V.  S.  cuenta  á  la  Dirección  gene- 
ral de  Beneficencia  y  Sanidad,  y  al  mismo 
tiempo  se  dirigirá  á  la  Diputación  provincial 
y  al  presidente,  como  ordenador  de  pag'os,  y 
no  estando  reunida  aquélla,  á  la  Comisión, 
para  que  en  la  próxima  y  sucesivas  distribu- 
ciones mensiiales  de  fondos  y  ordenación  de 
pag'os  sean  atendidas  las  obligaciones  de  Be- 
neficencia con  la  preferencia  debida. 

.3."  En  el  caso  de  que  la  excitación  de  V.  S. 
uo  diese  resultado  eficaz,  instruirá  en  el  acto 
expediente  para  que  el  Gobierno  pueda  corre- 
g'ir  el  abuso,  exigiendo  la  responsabilidad  á 
los  diputados  provinciales  que  en  ella  hubie- 
ren incurrido,  con  arreglo  á  los  artículos  del 
titulo  III  de  la  ley  provincial  que  al  caso  se 
refieren. 

4.°  Si  el  personal  facultativo  y  el  adminis- 
trativo de  Beneficencia  no  estuviese  nombra- 
do con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  ó 
reglamentos  de  los  respectivos  asilos,  se  diri- 
girá V.  S.  á  la  Diputación  provincial  exig'ión- 
dole  el  inmediato  cumplimiento  de  dichas  dis- 
posicioues  ó  reg'lamentos.Sidela  visita  girada 
por  V.  S.  resultase  que  el  personal  no  cum- 
ple, lo  pondrá  V.  S.  en  conocimiento  de  la  Di- 
putacióu  provincial  ó  de  la  Comisión  para  que 
coirija  la  falta;  y  si  ésta  uo  fuere  corregida, 
instruirá  V.  S.  expediente  para  exigir  la  res- 
ponsabilidad que  resulte  de  la  negligencia. 

5."  Cada  mes  girará  V.  S.  una  visita  á  los 
establecimientos  de  Beneficencia  para  ente- 
rarse de  los  abusos  corregidos,  mejoras  intro- 
ducidas y  reformas  realizadas  á  consecuencia 
de  la  gestión  de  V.  S.,  pidiendo  mensualmen- 
te  estado  de  lo  que  se  adeuda  y  se  ha  pagado, 
en  primer  lugar  á  las  amas  de  cria,  y  luego  á. 
los  proveedores,  Hijas  de  la  Caridad,  perso- 
nal facultativo  y  administrativo.  Si  los  resul- 
tados fuesen  nulos,  instruirá  V.  S.  expediente 
para  que  el  Gobierno  pueda  aplicar  el  debido 
correctivo,  dando  cuenta  de  todo  á  la  Direc- 
ción general. 

6.°  Aprovechará  V.  S.  la  reunión  ordina- 
ria de  Abril  de  la  Diputación  provincial  para 
que  ésta  realice  cuanto  sea  necesario  á  fin  de 
que  los  establecimientos  de  Beneficencia  estén 
atendidos  como  es  debido. 

7.°  Cuanto  se  previene  respecto  á  los  asi- 
los de  Beneficencia  provinciales  es  aplicable  á 
los  municipales.»  (R.  O.  C.  2G  Marzo  1887  diri- 
gida á  los  gobernadores  y  á  los  delegados  del 
Gobierno  en  Mahou  y  las  Palmas. — Gac.  27 
Marzo.) 

E.  O.  24  Febrero  18S8. 

Mandando  formar  índices  de  relaciojies  de 
remanentes  de  los  establecimientos  benéficos 
correspondientes  á  la  venta  de  sus  bienes  des- 
amortizables  anteriores  al  22  de  Julio  de  liS7(i 
é  Índice  de  relaciones  de  rentas  liquidas,  etc. 
V.  en  Desamortización. 


B.  O.  18  Mayo  188S. 

Estancias  de  pobres  íranséwites  en  asilos  benéficos  pi-o- 
vinciales:  Las  Provincias  Vasconejadas  tienen  obligación 
de  mantener  la  reciprocidad  de  los  servicios,  no  obstan- 
te su  autonomía  económica. 

(GoB.)  Extracto. — La  Comi-sión  provincial 
íe  Guipúzcoa,  fundándose  en  el  art.  12  del  re- 
glamento de  14  de  Mayo  de  18r)2,  reclamó  á  la 
Comisión  provincial  de  Guadalajara  las  estan- 
cias causadas  por  unos  enfermos  pobres,  na- 
turales de  esta  provincia,  en  la  Casa  de  mise- 
ricordia de  San  Sebastián,  pretensión  á  que 
se  opuso  la  iiltima  de  dichas  Corporaciones 
alegando  que  en  varios  casos  análogos,  ocu- 
rridos en  la  provincia  de  Guadalajara,  hablan 
sido  acog'idos  accidentalmente  en  la  Casa  de 
Beneficencia  cuantos  naturales  ó  vecinos  de 
otras  provincias  demandaron  tal  auxilio,  siu 
que  se  hubiera  exigido  nunca  á  éstas  el  pago 
de  las  estancias  causadas  por  dichas  personas, 
por  entender  que  se  oponía  á  ello  las  relacio- 
nes de  fraternidad  y  mutua  protección  que  de- 
ben reinar  entre  las  Diputaciones;  y  que  el  ci- 
tado art.  12  del  Regí,  de  14  de  Mayo  de  1852 
se  refiere  á  los  que  ingresen  en  uno  de  los  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  como  enfermos 
ó  ancianos,  pero  no  á  aquellos  que  lo  hagan  en 
concepto  de  pobres  transeúntes. 

La  Comisión  provincial  de  Guipúzcoa  acu- 
dió al  Ministerio  de  la  Gobernación,  el  cual,  á 
propuesta  déla  Subsecretaría,  remitió  el  asun- 
to á  informe  de  la  Sección  de  Gobernación  del 
C.  de  E.,  que  lo  evacuó  eu  los  siguientes  tér- 
minos: 

«Mientras  subsista  el  concierto  económico 
consignado  en  el  R.  D.  de  28  de  Febrero  de 
1878,  las  Diputaciones  de  las  Provincias  Vas- 
congadas estarán  investidas,  según  la  dispo- 
sición cuarta  transitoria  de  la  ley  provincial, 
de  facultades  extraordinarias,  gozando  de  la 
autonomía  que  por  dichas  disposiciones  les 
corresponde,  pero  esta  excepción  no  puede  te- 
ner otro  alcance  que  el  estrictamente  legal; 
estando,  por  regla  general,  dichas  Diputacio- 
nes sometidas  á  las  leyes  del  Reino  lo  mismo 
que  las  de  las  otras  provincias. 

Según  las  disposiciones  citadas,  la  autono- 
mía de  la  Diputación  vascongada  es  esencial- 
mente económica  y  está  limitada  á  todo  lo  que 
se  relacione  con  el  modo  como  han  de  repar- 
tir, cobrar  y  entregar  al  Tesoro  las  cuotas 
contributivas  que  le  correspondan  y  á  la  ges- 
tión de  los  intereses  económicos  de  la  pro- 
vincia. 

Es  evidente  que  no  refiriéndose  á  este  or- 
den la  cuestión  origtuí  del  adjunto  expediente, 
no  influve  en  nada  para  su  resolución,  ni  el 
R.  D.  de  28  de  Febrero  de  1878,  ni  la  disposi- 
ción cuarta  transitoria  de  la  ley  provincial,  de 
ninguna  aplicación  al  presente  caso,  sobre 
todo  st  se  tiene  en  cuenta  que  se  trata  de  Di- 
putaciones de  varias  provincias,  entre  las  que 
la  reciprocidad  de  derechos  y  obligaciones  es 
evidente. 

En  resumen,  la  Sección  opina  que  procede 
declarar  que  las  Provincias  Vascongadas  tie- 
nen obligación  de  mantener  la  reciprocidad  de 
los  servicios  de  que  se  trata,  siu   que   para 
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nada  iiiHuya  en  ello  la  autonomía  de  que  es- 
tén revestidas  con  arregio  h  las  leyes.» 

El  Ministerio  resuelve  en  el  siguiente  .sen- 
tido: 

cY  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
V  en  su  nouibie  la  Reina  Regente,  con  el  prein- 
serto dictamen,  se  ha  servido  resolver  como  en 
el  mismo  se  propone,  y  en  su  consecuencia, 
ordenar  á  la  Diputación  de  Guadalajara  el 
pag-o  de  las  G24  pesetas  51  céntimos  que  la  de 
Guipúzcoa  reclama  por  estancias  causadas 
por  Dámasa  Garrido  v  sis  hijos  en  la  Casa  de 
Misericordia  de  San  Sebastián. >  (R.  O.  18  de 
Mayo  de  1888.— (?ftc.  3í  Mayo.) 

R.  o.  29  Mayo  1888. 
Exención  de  los  amlados  en  los  establecimientos  benéficos 
del  payo  de   honorarios  d  los  médicos  directores  de 
baños. 

(Véase  esta  R.  O.  en  Baños  y  agua.s  mine- 

RALE.S.) 

Ley  15  Junio  1888. 

Declarando  entoda  su  fuerza  y -vigor  la  de  .9  de  Enero 
de  1887,  que  exiviió  de  toda  es¡iecic  de  contribuciones, 
imimestos  y  cargas  los  terrenos  y  edificios  que  adquiera 
ó  construya  la  Asociación  de  caridad  titulada  La  cons- 
tructora benéfica. 

(Hac.)  «...Articulo  imico.  •  Se  declara  en 
toda  su  fuerza  y  vigor  la  ley  de  9  de  Enero 
de  1887,  cuyo  texto  dice  así: 

«Los  terrenos  y  edificios  que  adquiera  ó 
construya  la  Asociación  de  caridad  titulada 
La  construclora  benéfica  con  destino  al  objeto 
de  su  fundación,  quedan  exentos  completa- 
mente de  toda  especie  de  contribuciones,  im- 
puestos y  cargas,  así  pertenecientes  al  Esta- 
do como  provinciales  y  municipales,  mientras 
no  pasen  á  ser  propiedad  particular  de  otras 
personas,  cesando  el  dominio  de  la  Asocia- 
ción. La  traslación  de  éste  á  los  particul.ares 
por  la  primera  vez,  queda  exenta  igualmente 
del  impuesto  de  su  clase. 

En  el  uso  del  papel  sellado,  inscripciones 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  diligencias  ó 
expedientes  judiciales  y  administrativos  de 
cualquier  género,  g'ozará  dicha  Asociación  de 
todas  las  exenciones,  inmunidades  y  ventajas 
que  se  otorguen  por  cualquier  ley  ú  otra  dis- 
posición A  los  pobres  en  general  ó  á  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia.»  Dado  en  Pala- 
cio á  15  de  Junio  de  1888. — Yo  la  Reina  Re- 
gente.— El  Ministro  de  Hacienda,  Joaquín  Ló- 
pez Puigcerver.»  (Gac.  18  Junio.) 

Ciroialar  26  Marzo  1889. 
Conversión  de  titulas  del  3  y  4  por  100  y  de  las  acciones 
del  Banco  pertenecientes  d  la  Beneficencia,  en  inscrix^- 
ciones  intransferibles  y  en  acciones  inalienables. 

(DiR.  GEN.  DE  Ben.  Y  San.)  Circular.— 
«Al  aprobai'se  por  este  Centro  directivo  las 
cuentas  que  anualmente  rinden  los  patronos 
de  las  obras  pías  instituidas  por  la  iniciativa 
particular,  ha  llamado  siempre  su  atención 
que  entre  los  ingresos  de  aquéllas  figuren  los 
intereses  de  títulos  del  3  y  4  por  100  y  los  di- 
videndos de  las  acciones  del  Banco  de  Espa- 
ña, habiendo  hecho  con  este  motivo  indicacio- 
nes repetidas  A  los  patronos  para  que  convir- 
tieran los  primeros  en  inscripciones  intransfe- 
ribles para  evitar  que  dichos  valores  jiudieran 
))erderse  por  extravio,  sustracción  ó  cualquier 


otro  suceso  imprevisto.  Desgraciadamente  las 
indicaciones  de  esta  Dirección  no  han  sido 
atendidas,  y  dos  hechos  recientes  han  venido 
á  confirmar  sus  temores. 

Con  fecha  16  de  Diciembre  del  año  anterior 
el  gobernador,  presidente  de  la  Junta  de  Be- 
neficencia de  la  provincia  de  Burgos,  partici- 
paba á  esta  Dirección  general  que  el  apodera- 
do del  Ayuntamiento  de  Villafranca  Montes 
de  Oca,  que  ejerce  el  patronato  del  hospital  de 
dicho  pueblo,  había  desaparecido  llevándose 
títulos  al  portador  por  valor  de  94.500  pesetas 
nominales;  y  el  vicepresidente  de  la  de  Sevi- 
lla da  cuenta  de  haber  sido  sustraídos  del  arca 
de  caudales  de  la  fundación  titulada  de  Nues- 
tra Señora  de  la  Anunciación  35.000  pesetas 
en  títulos  del  4  por  100. 

(Continúa  la  Dirección  exponiendo  que  á 
eventualidades  análogas  están  sujetas  las  ac- 
ciones del  Banco,  y  con  este  motivo  acuerda 
lo  siguiente:) 

1."  Se  concede  el  plazo  de  tres  meses  á  los 
patronos  de  cuantas  fundaciones  benéficas 
tengan  títulos  de  la  índole  anteriormente  ex- 
presada, para  que  acrediten  ante  esta  Direc- 
ción general  haberlos  convertido  en  inscrip- 
ciones intransferibles  del  4  por  100. 

2."  Los  que  tengan  acciones  del  Banco  de 
España  de  libre  disposición,  procederán  á  con- 
vertirlas en  inalienables  indefinidamente, con- 
forme á  lo  que  previene  el  art.  24  del  regla- 
mento del  Banco  de  España  y  demás  con  él 
relacionados,  acreditando  ante  esta  Dirección 
haberlo  efectuado  en  el  plazo  más  arriba  flj;ido. 

3.°  Los  patronos  que  no  cumplieran  esta 
disposición  serán  castigados  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 33  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875, 
como  comprendidos  en  las  causas  4.'''  y  9.'''  del 
mismo,  para  lo  cual  quedan  previamente  amo- 
nestados.» (Gac.  28  Marzo.) 

E.  O.  25  Abril  1889. 

Aplicación  que  los  patronos  han  de  dar  á  los  fondos  de 

legados  ó  donaciones. 

(GoB.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido 
á  bien  disponer  que  los  legados  ó  donaciones 
hechos  á  los  establecimientos  de  beneficencia 
particular  se  empleen  por  los  patronos  de  los 
mismos  en  el  objeto  que  designe  terminante- 
mente el  testador  ó  donante,  y  á  falta  de  tal 
designación,  se  invierta  su  importe  en  inscrip- 
ciones intransferibles  del  4  por  100  de  la  Deu- 
da del  Estado,  cuidando  las  respectivas  Juntas 
provinciales  de  Beneficencia  del  exacto  cum- 
plimiento de  esta  disposición. — Lo  que  de  Real 
orden,  etc.  Madrid  25  de  Al)ril  de  1889.— Ruiz 
y  Capdepón. — Sr.  Director  general  de  Benefi- 
cencia y  Sanidad  '.»  (Gac.  2  Mayo.) 

Código  civil. 

Disposiciones  aplicables  á  los  establecimientos  benéficos 

y  á  los  asilados. 

Sobre  consentimiento  para  el  matrimonio  de 
los  educandos  en  las  casas  de  exiiósitos,  tutela 
de  los  acogidos  en  estabh^cimientos  de  Be- 
neficencia, capacidad  de  éstos  para  adquirir, 
derechos  sucesorios,  aplicación  á  su  favor  de 
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los  bienes  que  .se  dejen  por  testamento  jiara 
iuverlir  en  obras  piadosas,  requisitos  para  la 
validez  de  las  instituciones  hechas  A  favor  do 
los  establecimientos  públicos  bajo  cor.dición  ó 
imponiéndoles  un  gravamen,  formalidades  que 
han  de  llenarse  para  la  eficacia  de  la  disposi- 
ción testamentaria  que  mande  invertir  perió- 
dicamente ciertas  cantidades  en  obras  benéfi- 
cas y  derecho  de  la  Beneficencia  A  las  ganan- 
cias de  las  sociedades  ilícitas  disueltas,  véanse 
los  arts.  46,  212,  303,  746  á  748,  788,  956,  957 
y  1.666  del  Cód.  civil. 

Circular  13  Mayo  1889. 
Prevenciones  sobre  renovación  de  Juntas  provinciales. 

(DiR.  GEN.  DE  Ben.  Y  San.)  «El  Hrt.  15  de 
la  Inst.  de  27  do  Abril  de  1875  dispone 

Verificada  la  última  renovación,  según  lo 
dispuesto  en  la  Circ.  de  30  de  Abril  de  1887,  co- 
rresponde ahora  cesen  en  el  desempeño  de  sus 
cargos  los  vocales  que  entonces  quedaron  eu 
las  Juntas,  y  teniendo  en  cuenta  la  importan- 
cia del  servicio  encomendado  á  las  mismas, 
esta  Dirección  general  ha  acordado: 

1."  Que  A  la  mayor  brevedad  posible  reúna 
V.  S.  la  Junta  provincial  de  Beneficencia,  con 
objeto  de  proceder  á  la  renovación  de  los  vo- 
cales que  deben  cesar  por  ministerio  de  la  ley. 

2.°  Que  si  durante  el  bienio  último  hubie- 
sen ocurrido  vacantes  parciales,  las  personas 
que  las  hayan  ocupado  queden  del  mismo  modo 
sujetas  el  la  renovación,  cualquiera  que  sea  la 
fecha  en  que  hubiesen  entrado  ;l  desempeñar 
su  cargo,  siempre  que  las  plazas  que  ocupen 
correspondan  á  las  que  hayan  de  renovarse 
este  año,  teniendo  eu  cuenta  la  renovación  an- 
terior. 

3.°  Que  verificada  la  sesión  de  la  Junta  en 
que  se  designen  los  vocales  que  deben  cesar, 
se  levante  acta  por  duplicado,  que  firmarán  los 
vocales  que  asistan,  remitiendo  V.S.  á  este  Mi- 
nisterio uno  de  los  ejemplares. 

4."  Que  A  tenor  de  lo  prescrito  eu  el  art.  13 
de  la  citada  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875.  remi- 
ta V.  S.  A  este  Ministerio  las  correspondientes 
propuestas  en  ternas,  cuidando  de  que  todas 
las  personas  designadas  para  reemplazar  A  los 
vocales  salientes  de  esa  Junta  sean  reconoci- 
das por  su  moralidad,  ilustración  y  celo  por  la 
Beneficencia...»  (R.  O.  13  Mayo  1889.— (?ac.  16 
Mayo.) 

E.  O.  26  Diciembre  1889. 

Organiza  el  Cuerpo  de  médicos  de  la  Admi- 
nistración de  Justicia  y  de  penitenciarías  y  de- 
clara eu  su  art.  3.°,  par.  2.°,  que  el  desempeño 
simultáneo  de  los  carg'os  de  médico  forense  en 
los  Juzgados  de  instrucción  y  de  cárcel  ó  co- 
rreccional, es  compatible  con  el  de  médico  de 
Beneficencia  municipal  yprovincialen  los  Juz- 
g'ados  de  instrucción  cuja  categoría  no  sea  de 
término. 

B.  O.  17  Enero  1890. 

Inversión  de  remanentes  de  fundaciones  en  inscripciones 

intransferibles. 

(GoB.)  Extracto. — Consultado  por  una  Jun- 
ta provincial  de  Beneficencia  si  la  oblig'ación 
impuesta  A  los  patronos  de  instituciones  bené- 
ficas, respecto  de  donaciones  v  legados,  por 
la  R.  O.  de  25  de  Abril  de  1889^^  podría  hacer- 


se extensiva  A  los  remanentes  que  quedaran 
de  obras  pías  después  de  cubiertas  sus  res- 
pectivas cargas  fundacionales,  se  dispone  por 
esta  R.  O.  que  los  tales  remanentes,  «cubier- 
tas que  sean  las  cargas  ó  necesidades  ordina- 
rias y  permanentes,  se  inviertan  en  inscrip- 
ciones intransferibles  del  4  por  100,  debiendo 
cuidar  las  Juntas  provinciales  de  Beneficen- 
cia de  que  sea  cumplida  esta  disposición.» 
(R.  O.  17  Enero  1890.— C?af.  26  id.) 

K.  D.  6  Febrero  1890. 
Autorizando  ima  operación  de  crédito  con  las  inscripción 
nes  pertenecientes  d  la  Beneficencia  pública^  solicitada, 
por  la  Diputación  provincial  de  Madrid, para  atenderá 
la  construcción  del  nuevo  hospital  de  San  Juan  de  Dios: 
Forma  y  condiciones  de  la  obra  *. 

(GoB.)  «De  conformidad,  etc.,  vengo  eu  de- 
cretar lo  siguiente: 

Artículo  1."  Se  autoriza  A  la  Diputación 
provincial  de  Madrid  para  que  atienda  A  los 
gastos  que  ocasione  la  construcción  de  un  hos- 
pital que  sustituya  al  de  San  Juan  de  Dios, 
establecido  en  esta  corte,  por  medio  de  una 
operación  de  crédito  garantizada  con  la  pig- 
noración de  las  inscripciones  intransferibles 
que  pertenezcan  por  su  origen  A  la  Beneficen- 
cia pública,  con  arreglo  A  las  bases  sometidas 
A  la  aprobación  de  este  Ministerio. 

Art.  2."  Se  autoriza  A  la  Diputación  para 
que  contrate  con  la  casa  Tollet,  sin  las  forma- 
lidades de  subasta,  las  obras  necesarias  para 
la  construcción  del  mencionado  edificio  en  los 
terrenos  adqairidos  al  efecto  por  dicha  Corpo- 
ración. 

Dado  en  Palacio  A  6  de  Febrero  de  18i)0.-Ma- 
ria  Cristina.— El  Ministro  de  la  Gobernación, 
Trinitario  Ruizy  Capdepóú.»  (Gac.7  Febrero.) 

E.  O.  4  Marzo  1890. 
Facultad   de  los  gobernadores  para  distri- 
buir, entre  los  establecimientos  benéficos,  can- 


1  Relaciónanse  en  la  Exposición  que  al  decreto  acom- 
paña  los  trámites  del  expediente  instruido  con  motivo  de 
la  autorización  solicitada,  comprensiva  de  los  extremos  á 
que  hacen  relación  los  dos  artículos  que  la  disposición 
contiene.  Sometido  el  asunto  al  estudio  del  Consejo  de  Es- 
tado, y,  en  cuanto  á  las  citestiones  técnicas  que  envuelve, 
al  de  Sanidad,  ambos  Cuerpos,  desde  su  respectivo  punto 
de  vista,  emitieron  favorable  dictamen,  por  reclamar  de 
consuno  la  mejora  propuesta  razones  de  higiene  y  ra- 
zones  de  seguridad,  ya  que  el  actual  hospital  carece  de 
las  condiciones  que  requieren  los  establecimientos  de  su 
índole,  y  su  desaparición  quitará  un  foco  de  insalubri- 
dad al  populoso  barrio  en  que  radica,  ya  también  por  el 
estado  de  ruina  d  que  posteriormente  ha  venido  el  edificio. 

Hace  también  constar  el  Sr.  Ministro  que  sobre  la  con- 
versión proyectada,  ha  sido  oída,  en  cumplimiento  de  la 
Inst.  de  y"  de  Abril  de  1875,  la  Junta  provincial  de  Sani- 
dad; que  se  ha  justificado  que  la  Diputación  tenía  ins- 
cripciones en  numero  bastante  d  obtener  la  cantidad  ne- 
cesaria para  la  construcción  del  edificio,  sobre  las  que  no 
e.riste  duda  alguna  pertenecen  en  su  origen  á  la  Beneficen- 
cia pública,  y  que  habiendo  de  llevarse  á  cabo  la  obra 
proyectada  con  arreglo  á  un  sistema  de  construcción,  res- 
pecto del  cual  tiene  la  casa  Tollet  patente  de  invención 
privilegiada,  no  puede  someterse  alas  reglas  generales 
de  los  contratos  administrativos  celebrados  por  las  Dipu- 
taciones y  Ayuntamientos,  extremo  en  orden  al  cual  ma- 
nifestó el  Consejo  de  Estado  su  opinión  de  que  'por  las  es- 
peciales circunstancias  referidas ,  la  construcción  del 
nuevo  hospital  no  puede  sujetarse  d  las  disposiciones  de  la 
ley  general  de  obras  ptiblicas  de  13  de  Abril  de  1817,  ni  á 
las  del  R.  D.  de  4  de  Enero  de  18x3,  y  que  se  debe  consi- 
derar no  sólo  exceptuada  de  la  subasta  pública  con  arre- 
glo al  núm.  2.°  del  art.  36  del  mencionado  R.  D.,  sino 
también  de  los  trámites  y  requisitos  que  en  los  proyectos 
de  obras  de  sistema  no  privilegiado  se  tienen  que  cumplir 
antes  de  llegar  á  dicha  solemnidad*. 
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tidades  procedentes  del  importe  de  billetes 
de  andén. — Véa.se  en  Gobierno  y  adminis 

TRACIÓN  DE  LAS  PROVINCIA.S. 

B.  D.  11  Marzo  1890. 
Juntas  provinciales:  Nombramiento  de  vocales:  Sesiones 
de  las  Juntas:  Sn  sosteniíniento ,  etc.:  Instrucción  de  27 
Abril  i875  y  demás  disposiciones  relativas  al  asunto. 

(Gon.)  «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1.°  Los  nombramientos  de  los  vo- 
cales de  las  Juntas  provinciales  de  Beneficen- 
cia se  harán  á  propuesta  eu  terua  del  gober- 
nador civil,  del  prelado  de  la  diócesis  y  de  la 
misma  Junta,  y  se  elevarán  al  Ministerio  de 
la  Gobernación  por  conducto  del  gobernador 
civil.  Si  el  número  de  las  vacantes  no  fuere 
exactamente  divisible  por  tres,  el  derecho  á 
proponer  aumentará  por  el  orden  en  que  se 
nombra  A  los  que  lo  tienen;  pero  en  las  suce- 
sivas renovaciones  será  compensado  el  que 
hubiese  sido  perjudicado. 

Art.  2.°  Las  Juntas  provinciales  celebrarán 
sesión  cuando  menos  los  dias  1.°  y  15  de  cada 
mes,  ó  el  siguiente  si  aquéllos  fuesen  festivos, 
reuniéndose  aunque  no  medie  convocatoria,  á 
la  hora  que  eu  la  primera  sesión  se  hubiere 
fijado. 

Art.  3."  Si  no  asistiere  el  vicepresidente, 
presidirá  el  vocal  más  antiguo,  y  si  hubiese 
dos  ó  más,  en  este  caso  el  de  mayor  edad. 
El  vicepresidente  ordenará  las  convocatorias 
para  las  sesiones,  invitando  al  g'obernador 
como  presidente,  á  quien  se  notificará  la  hora 
á  que  se  hubiese  acordado  celebrar  las  sesio- 
nes de  los  dias  ^ ."  y  15  de  cada  mes. 

Art.  4."  Siempre  que  tres  señores  vocales 
pidan  que  se  celebre  sesión,  se  celebrará.  El 
gobernador  ó  vicepresidente  podrán  reunir  á 
la  Junta  cuando  lo  estimen  necesario. 

Art.  5.°  Todos  los  acuerdos  tomados  en  las 
sesiones  que  celebren  las  Juntas,  tendrán  ca- 
rácter ejecutivo,  sin  que  sea  necesario  para  su 
cumplimiento  esperar  hasta  la  aprobación  del 
acta  en  la  siguiente. 

Art.  6."  Cuando  los  vocales  nombrados  de- 
jaren de  asistir  á  cuatro  sesiones  consecutivas 
sin  justificar  su  falta,  se  entenderá  que  renun- 
cian á  dicho  cargo,  y  por  el  gobernador,  pre- 
lado ó  .lunta,  según  quien  hubiese  hecho  la 
propuesta,  se  elevará  inmediatamente  otra  á 
la  Dirección  general,  designando  persona  que 
ocupe  la  vacante.  Si  el  que  debe  hacer  la  pro- 
puesta no  usare  de  su  derecho  al  mes  de  de- 
clarada la  vacante,  la  hará  aquel  á  quien  co- 
rresponda por  el  orden  marcado  en  el  art.  1." 
El  vicepresidente  dará  cuenta  al  gobernador 
de  las  faltas  de  asistencia,  cuando  por  llegar 
á  cuatro  ocasionen  vacante,  y  eu  la  sesión  in- 
mediata noticiará  ala  Junta  haber  cumplimen- 
tado esta  disposición,  consignándose  eu  acta 
su  manifestación. 

Art.  7.°  Las  Juntas  tendrán  local  propio, 
donde  se  custodiarán  los  documentos  y  el  ar- 
chivo. En  el  caso  de  que  sus  recursos  no  bas- 
tasen, el  g'obernador  cuidará  de  facilitárselo 
eu  el  Gobierno  civil  ó  en  algún  otro  edificio 
del  Estado,  ó  procurará  que  lo  faciliten  la  Di- 
putación provincial  ó  el  Ayuntamiento. 

Art.  8."  En  las  provincias  en  que  las  Jun- 
tas uo  tengan  fondos  para  cubrir  sus  gastos  de 


personal  y  material,  el  gobernador  se  dirig'irá 
á  la  Diputación  provincial  á  fin  de  que  ésta 
incluya  en  su  presupuesto  cantidad  suficiente 
para  su  sostenimiento. 

Art.  9."  Si  el  10  por  100  que  perciben  las 
Juntas  por  premios  de  patronazgo  y  adminis- 
tración sobre  los  ing'resos  de  las  fundaciones 
que  se  les  confien,  no  lleg'ase  á  cubrir  los  gas- 
tos del  pei'sonal,  y  tínicamente  en  el  caso  do 
negarse  la  Diputación  provincial  á  auxiliar  la 
acción  de  la  Junta  incluyendo  en  su  presu- 
puesto la  partida  necesaria,  el  Ministro  de  la 
Gobernación  podrá  en  cada  caso  autorizar  el 
aumento  de  dicho  10  por  100,  que  no  excederá 
del  20,  para  suplir  la  diferencia  entre  los  in- 
g'resos de  la  Junta  y  el  sueldo  de  2.000  peseta.s 
que  en  estas  circunstancias  se  señala  como 
máximo  á  los  secretarios  administradores  de 
Juntas  faltas  de  recursos,  únicos  empleados 
cuyo  sueldo  podrá  ser  abonado  con  dicho  au- 
mento. A  medida  que  aquéllos  acrezcan  dis- 
minuirá el  tanto  por  ciento,  hasta  desaparecer. 

Art.  10.  Todos  los  fondos  pertenecientes  á 
los  patronatos  que  administren  las  Juntas  de 
Beneficencia,  deberán  depositarse  en  las  su- 
cursales del  Banco  de  Es|)aña,  expidiéndose 
los  resguardos  á  nombre  de  los  mismos. 

Art.  11.  Cada  seis  meses  deberá  hacerse 
arqueo  á  presencia  del  gobernador,  vicepresi- 
dente de  la  Junta  y  dos  vocales,  extendiéndo- 
se un  acta  del  mismo,  que  se  unirá  á  la  cuenta 
de  la  Junta  provincial  de  Beneficencia. 

Art.  12.  Quedan  derogados,  y  en  su  caso 
modificados,  los  artículos  de  la  instrucción  de 
27  de  Abril  de  1875  y  demás  disposiciones  que 
se  opong'an  á  lo  establecido  en  este  decreto  '. 

Dado  en  Palacio  á  11  de  Marzo  de  1890. — 
Maria  Cristina. — El  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, Trinitario  Ruiz  y  Capdepón.»  (Gac.  16 
Marzo.) 

R.  O.  17  Abril  18flO. 

Autorizando  el  ejercicio  y  cumplimiento  de  ítna  nueva 

litndacion   bcnéliou. 

(GOB.)  Extracto. — El  marqués  de  ürquijo 
legó  una  cantidad  para  que,  convertida  en 
inscripción  intransferible  de  4  por  100,  produ- 
jera una  renta  auual,  con  destino  al  sosteni- 
mieuto  de  hospitales,  socorro  de  pobres  y  re- 
composición de  los  caminos  de  Llodio  y  Mur- 
ga, y  con  la  prohibición  de  que  «persona  ni 
autoridad  alguna  pueda  entrometerse,  ni  te- 
ner administración  eu  el  cumplimiento  de  las 
cláusulas  que  deja  establecidas».  Los  patro- 
nos D.  Juan  Manuel  de  Urquijo  y  D.  Marcos  de 


*  La  construcción  gramatical  de  todo  el  decreto  no 
puede  ser  viás  oscura  y  viciosa;  pero  sobresale  por  su  im- 
perfección este  articulo.  ¿Por  qué  no  decir  quedí^n  modi- 
ticados  y  en  fcodo  caso  derogados?  ¿No  es  más  lóyica  y 
natural  esta  fórmula  qtie  la  de  quedan  derogados  y  eu 
su  caso  modificados? 

Pero  aparte  de  esto,  la  disposición  del  articulo  es  inútil 
é  innecesaria.  Sin  que  se  expresara,  era  racional  suponer 
que  en  virtud  de  las  disposiciones  del  R.  D.,  quedan  sin 
aplicación  los  preceptos  concordantes  anteriores;  porque 
sino,  ¿para  qué  el  H.  D.9  Lo  indicado  en  este  caso  era,  no 
el  empleo  de  esa  fórmula  vaya  de  derogación,  sino  seilalar 
nominativamente  aquellos  preceptos  ó  aquellas  disposicio- 
nes que  debían  considerarse. abrogadas  ó  derogadas  por 
la  actual,  y  con  eso  se  orillarían  las  dificultades  y  se  cojt- 
Jurarian  las  dudas  probables  y  posibles. —  Véase  el  aríí- 
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Usia,  determinaron  el  reglamento  por  el  que 
había  de  regirse  la  fundación,  y  dispusieron  la 
aplicación  y  distribución  de  la  renta,  acudien- 
do después"  al  Ministerio  para  que  autorizara 
y  ain-obara  la  fundación,  á  lo  cual  se  accede  en 
ios  siguientes  términos: 

«Considerando  que  la  fundación  benéfica 
instituida  por  D.  Estanislao  de  Urquijo  y  Lan- 
dalucc,  marqués  de  Urquijo,  se  halla  compren- 
dida en  el  art.  2."  de  la  Inst.  de  27  Abril  1875, 
y  debe,  por  tanto,  disi'rutar  de  las  ventajas  y 
privilegios  que  k  las  de  su  clase  concede  la 
misma; 

Y  considerando  que  si  bien  el  benéfico  fun- 
dador concedió  A  los  patronos  nombrados  fa- 
cultades para  modificar  la  fundación  y  el  modo 
de  administrarla,  facultades  que  reconoce  y 
respeta  el  protectorado,  no  les  eximió  de  la 
obligación  de  rendir  cuentas  A  a?iuél  del  em- 
pleo que  dé  á  rentas  señaladas  á  la  misma; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  re- 
solver: 

Primero.  Autorizar  el  ejercicio  y  cumpli- 
miento de  dicha  institución  benéfica  y  aplica- 
ción del  reglamento  establecido. 

Segundo".  Declarar  Cjue  los  patronos,  eu 
virtud  de  las  facultades  que  les  confiere  el  fun- 
dador, pueden  modificar  y  variar  la  fundación 
dentro  de  los  límites  que  aquéllos  prescriben, 
dando  cuenta  al  protectorado  de  las  innova- 
ciones qiie  introduzcan  en  ella. 

Tercero.  Que  conforme  á  lo  que  prescribe 
el  art.  97  de  la  Inst.  va  citada  y  el  98  del  R.  D. 
de  28  de  Julio  de  1881,  están  obligados  los  pa- 
tronos il  presentar  presupuestos  y  rendir  las 
cuentas  de  su  administración  al  protectora- 
do...» (R.  O.  17  Abril  1890.  — e«c.  18  id.) 

Cód.  de  J.  M.  27  Septiembre  1890, 
Su  art.  232,  núm.  2.",  determina  la  sanción 
penal  para  el  hecho  de  atacar  sin  necesidad  á 
los  hospitales  ó  asilos  de  Beneficencia,  dados 
á  conocer  por  los  signos  establecidos  para 
tales  casos.— V.  .Juiu.sdicción  militar. 

R.  O.  13  Mayo  1891. 
Las  .Juntas  provinciales  tienen  personalidad 
para  impugnar  en  vía  contenciosa  las  Rs.  Os. 
que  afectan  á  los  establecimientos  benéficos 
respecto  de  los  cuales  ejerzan  el  patronazgo. 
Véase  en  Jueisdicción-contbnuioso-adminis- 

TRATIVA. 

B.  D.  U  Junio  1891. 
Aprueba  el  reglamento  para  el  servicio  be- 
néfico sanitario  cíe  los  pueblos  y  se  inserta  eu 
Partidos  médicos. 

R.  o.  1  Agosto  1891. 
Dispone  sobre  paxajes  oficiales  á  Ultramar 
y  concede  derecho  á  ellos  por  cuenta  del  Esta- 
do á  los  albergados  ó  socorridos  por  estableci- 
mientos de  caridad  ó  beneficencia  (art.  8.").— 
Véase  Pasajes  oficiales. 

,S.  O.  20  Agosto  1891. 
Declara  reformados  todos  los  reglamentos 
de  los  hospitales  provinciales  y  de  la  Benefi- 
cencia general,  eu  lo  relativo  á  los  requisitos 
especiales  que  en  ellos  se  exijan  á  los  practi- 


cantes para  ingresar  en  la  carrera. — V.  Prac- 
ticantes Y  MATRONAS. 

K.  o.  18  Noviembre  1891. 

Sobre  construcción  de  un  hospital  de  epidemias  en 

Madrid . 

Véase  eu  Sanidad. 

Jurisprudencia. 

Son  importantes  las  resoluciones  qae  á  continua- 
ción se  insertan,  pero  debemos  advertir  que  no  son 
las  únicas,  y  que  pueden  consultarse  muchas  más 
que  tienen  relación  con  la  materia  del  presente  ar- 
ticulo, en  Desamoutizaciún:  Mayorazgos  y  Patro- 
natos. 

sentencias  del  tribunal  9upre.m0 
gcnt.  3  Octubre  lt*9«.     No  son  adjudicables  A  los 
parientes  del  fundador  los  bienes  dótales  de  un  patrona- 
to benéfico  de  carácter  permanente. — La  ley  de  1."  de 
Mayo  de  18!>&  en  cuanto  a  bienes  de  Beneficencia. 

La  Avidienoia  de  Madrid  habia  declarado  que  una 
obra  pia  para  pensiones  á  estxidiantes  no  se  regía 
por  la  ley  desvinculadora  de  1820,  y  que  debían  con- 
tinuar sus  bienes  destinados  al  tín  benéflco  de  la 
fundación.  Contra  esta  sentencia  se  interpuso  re- 
curso de  casación,  y  el  T.  S.  declaró  no  haber  lugar 
&  él; 

.Considerando  que  al  negar  la  adjudicación  de  la 
obra  pía  destinada  al  socorro  simultáneo  de  estu- 
diantes pertenecientes  á  cinco  casas  ó  familias  de 
la  parentela  del  fundador,  no  se  ha  infringido  por 
la  Sala  sentenciadora  la  ley  de  11  Octubre  de  1820, 
ni  la  jurisprudencia  que  invocan  los  recurrentes 
D.  Bernardino  y  doña  Adelaida  de  Aparicio  y  don 
Tomás  de  Fominaya,  porque  son  verdades  recono- 
cidas y  sancionadas  repetidas  veces,  qiie  dicha  ley 
desvinculadora  no  os  tan  absoluta  que  siempre  ten- 
gan derecho  los  parientes  á  que  se  les  adjudiquen 
los  bienes:  que  á  veces  no  se  encuentran  reglas  en 
sus  arts.  2.°,  i."  y  5.»  para  la  adjudicación  de  funda- 
ciones destinadas  á  objetos  de  Beneficencia:  que 
ella  no  comprende  los  bienes  aplicables  á  un  fin  be- 
néflco permanente  en  favor  de  los  parientes  del  fun- 
dador: que  ningún  derecho  otorga  la  misma  á  los 
patronos  activos  para  pretender  la  adjudicación: 
que  la  de  1.°  de  Mayo  de  1855  enumera  entre  los  bie- 
nes desamortizables  los  de  Beneficencia,  sin  distin- 
ción de  pública  y  privada:  que  su  objeto  no  fué  su- 
primir fundaciones  ó  establecimientos  benéficos, 
sino  poner  en  circulación  los  bienes  de  sus  repecti- 
vas  dotaciones,  y  sustituirlos  por  una  renta  de  otra 
clase;  y  por  último,  que  numerosas  disposiciones  re- 
conocen la  subsistencia  de  tales  fundaciones  ó  esta- 
blecimientos públicos  y  privados,  poniendo  los  se- 
gundos bajo  la  inspección  administrativa  ó  vigilan- 
cia del  Gobierno..  (T.  S.,  Sent.  3  Octubre  1876.— Gn- 
ceta  í¡3  id.)— y.  Mavouazgos. 

Sent.  II  Jimio  ISSO.  Valor  y  eficacia  de  la  ley  de 
Beneficencia  de  6  de  Febrero  de  1SS2. 

Por  escritura  pública  otorgada  eu  22  de  Mayo  de 
1834,  los  vocales  de  la  Junta  de  la  Casa  de  Caridad 
de  Barcelona,  cedieron  á  D.  José  Ignacio  Sagristá 
y  otros  la  facultad  de  celebrar  seis  corridas  de  to- 
ros cada  año,  á  cuyo  unios  cesionarios  construirían 
la  correspondiente  plaza,  que  al  cabo  de  algún 
tiempo  entregarían  en  propiedad  al  indicado  esta- 
blecimiento benéfico.  En  2  de  Septiembre  de  1844  los 
mismos  vocales  otorgaron  otra  escritura  relacio- 
nando la  anterior  y  manifestando  que  no  habían 
podido  cumplirla,  y  resolvieron,  de  acuerdo  con  los 
cesionarios  ó  sus  representantes  legales,  renovar  el 
antiguo  contrato,  convirtiéndole  en  un  censo  enh- 
téutico,  que  habia  de  recaer  sobre  los  terrenos  que 
ocupaba  la  plaza  de  toros  y  otros  inmediatos,  todos 
los  que  se  entregaban  eu  dominio  útil  á  Sagristá  y 
consortes.  ,         . 

La  Diputación  provincial  de  Barcelona  reclamo 
contra  la  razón  social  Oompte  y  Compañía,  como  sn- 
cesora  en  los  derechos  de  los  cesionarios  ó  enfiteu- 
tas,  para  que  se  declarase  nulo  el  convenio  de  1814, 
condenando  á  los  demandados  á  la  dimisión  de  la 
plaza  de  toros  á  favor  de  la  parte  demandante.  Dic- 
tada sentencia  absolutoria,  interpuso  la  Diputa- 
ción provincial  recurso  de  casación,  por  haberse  in- 
fringido, en  su  concepto,  los  arts.  71,  37,  40,  30,  33,  34, 
35  36,  129  y  130  de  la  ley  de  Beneficencia  de  6  de  Fe- 
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brero  1822,  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823,  la  R.  O.  de 
26  de  Marzo  de  1834,  la  de  30de  Noviembre  de  1638,  la 
ley  de  20  de  Junio  de  1849  en  su  art.  3.°,  el  Reg.  de  14 
de  Mayo  de  1852  en  el  mismo  articulo,  los  arts.  1.^  y 
48  del  D.  é  Inst.  de  29  de  Junio  de  1813;  los  arts.  46  y 
48  del  Reg.  de  23  de  Julio  de  1835,  las  Rs.  Os.  de  24  de 
Agosto  de  1834  y  15  de  Mayo  de  1)^48,  y  el  art.  63  de  la 
ley  orgánica  de  Ayuntamientos  de  14  Julio  de  1840, 
pxiblicada  en  30  de  Diciembre  de  1845,  El  T.  S.  decla- 
ra no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando...  que  la  cuestión  litigiosa  está  re- 
diicida  á  si  la  Junta  de  Caridad,  que  en  1834  habla 
contratado  con  capacidad  por  nadie  disputada, 
pudo  en  1844  modificar  aquel  contrato  sin  aproba- 
ción de  la  Diputación  provincial,  y  si  lo  hizo  con 
tan  gran  perjuicio  de  los  intereses  de  la  Casa  de  Ca- 
ridad, que  el  mismo  contrato  debe  ser  anulado  por 
lesión  enormísima... 

Considerando  que  como  declaran  la  R.  O.  de  30  de 
Noviembre  de  1838  y  el  art.  133  de  la  ley  de  6  de  Fe- 
brero de  1822,  y  lo  demuestra  el  sentido  general  de 
sus  disposiciones,  esta  ley  no  tuvo  desde  luego  ni  ha 
sido  de  aplicación  inmediata,  por  más  que  se  hayan 
dictado  desde  su  promulgación  diversas  medidas 
preparatorias  de  su  general  planteamiento;  y  por 
consecuencia,  que  no  constando  que  en  2  de  Sep- 
tiembre de  1844  estuviese  en  efecto  planteada  en 
Barcelona,  no  puede  resolverse  por  ella  las  cuestio- 
nes que  el  recurrente  suscita  en  los  cuatro  primeros 
motivos  del  reciirso  acerca  de  la  naturaleza  de  la 
Casa  de  Caridad,  capacidad  jurídica  y  existencia 
legal  de  la  Jnnta  que  desde  su  creación  venia  gober- 
nándola, dependencia  en  qiie  estuviera  de  la  Dipu- 
tación provincial  para  verificar  el  contrato  de  aque- 
lla fecha,  y  valor  y  eficacia  de  la  aprobación  que  le 
prestaron  el  Ayuntamiento  y  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  con  conocimiento  de  causa,  porque 
ninguna  de  las  leyes,  órdenes  y  decretos  que  en  di- 
chos motivos  se  citan,  abstracción  hecha  de  los  pos- 
teriores á  1844,  se  refieren  á  estas  cuestiones,  ya  que 
el  art.  104  de  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823,  al  que 
parece  contraerse  la  cita  repetida  de  esta  ley,  esta- 
ba expresamente  derogado  por  el  67  del  Reg.  de  6  de 
Enero  de  1844  '.»  (Sala  I.*",  Sent.  11  Jiinio  1880.— Gac.  29 
Agosto,  p.  8G.) 

Sen t.  91  Enero  iíiftl  Facultades  del  Gobierno  para 
crear  y  suprimir  estahlecimientos  benéficos  y  agregar  y 
segregar  sus  bienes  y  recitas:  ¿Tiene  personalidad  enjuicio 
un  hospital  generala  ¿La  tiene  el  Ministerio  fiscal,  á  nom- 
bre del  Estado,  en  las  contiendas  judiciales  que  sobre  ta- 
les asuntos  se  susciten? 

Acordada  por  R.  O.  de  29  de  Abril  de  1864  la  incor- 
poración de  los  bienes  del  hospital  de  peregrinos  ó  de 
Enconill  de  Valencia  al  general  ó  provincial  de  la 
misma  ciudad,  el  patrono  del  establecimiento  don 
Ventura  MontoUn  reclamó  en  via  gubernativa,  y  ha- 
biéndosele reservado  su  derecho  para  que  lo  deduje- 
ra ante  los  Tribunales  ordinarios,  entabló  demanda 
contra  el  Ministerio  fiscal  como  representante  del 
Estado  y  de  las  fxindaciones  benéficas,  para  que  se  le 
condenase  á  reintegrar  al  actor  todos  los  bienes  que 
constituían  la  dotación  del  hospital  de  peregrinos. 
Dictada  sentencia  (que  fué  firme)  en  27  de  Junio  de 
1873,  estimando  la  demanda  en  todas  sus  partes,  el 
gobernador  de  Valencia,  como  representante  de  la 
Diputación  provincial  y  ésta  del  hospital  de  la  pro- 
vincia, propxiso  á  su  vez  demanda  contra  Montolíu, 
jiara  que  se  declarase  que  la  sentencia  anterior  «no 
empece  al  hospital  general,  único  poseedor  de  los 
bienes,  ni  á  la  Diputación  provincial,  por  no  haber 
sido  citado,  ni  emplazado  ni  oído  en  el  pleito  en  q\ie 
dicha  sentencia  se  dictó».  Dictado  nuevo  fallo  en  dos 
instancias  resolviendo  de  completa  conformidad  con 
lo  pedido  por  el  gobernador,  interpuso  el  demanda- 
do recurso  de  casación  por  haberse  infringido  el  pá- 
rrafo 4.**  del  art,  838  de  la  ley  orgánica  judicial.  El 
T.  S.  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida: 

«Considerando  que,  conforma  á  las  leyes,  corres- 
ponde al  Gobierno,  por  conducto  del  Ministerio  de  la 
Gobernación,  la  dirección  superior  de  los  estableci- 
mientos de^eneficencia,  en  la  qae  se  comprende  la 
facultad  de  svi  creación  y  supresión  y  la  de  la  agre- 
gación y  segregación  de  sus  bienes  y  rentas,  actos 
todos  de  interés  general  de  los  mismos  y  de  verdade- 
ro gobierno,  en  que  asume  toda  su  personalidad  ju- 
rídica sin  otro  representante  legítimo  que  el  Minis- 


i  La  ley  de  3  Febrero  182is  que  se  cita,  debe  ser  la  mu- 
nicipal de  esa  fecha,  indicada  en  Ayuntamientos.  No 
conocemos  el  reglamento  de  6  Enero  1844, 


terio  fiscal  en  las  contiendas  judiciales  que  con  moti- 
vo de  ellos  puedan  suscitarse;  y  que  por  consiguiente, 
les  obliga  con  su  gestión  á  todo  lo  que  él  quedase- 
obligado  por  virtud  de  los  fallos  ó  sentencias  que  re- 
cayesen sobre  las  mismas: 

Considerando  que  la  demanda  deducida  en  16  de 
Marzo  de  1872  por  D.  Ventura  Montolin  lo  fué  con  mo- 
tivo de  la  R.  O.  de  29  de  Abril  de  1861,  expedida  por  el 
Ministerio  de  la  Gobernación,  que  incorporó  los  bie- 
nes del  hospital  de  peregrinos  ó  Enconill  de  Valen- 
cia, de  que  era  patrono  administrador,  al  general  ó 
provincial  de  esta  ciudad,  y  le  interpuso  contra  el 
promotor  fiscal,  como  representante  del  Estado;  y 
por  ello,  que  al  declarar  la  sentencia  recurrida  quG 
la  ejecutoria  de  27  de  Junio  de  1873,  dictada  en  aque- 
llos aiitos,  no  perjudica  al  hospital  general  de  Valen- 
cia por  no  haber  sido  citado  ni  oído  en  los  mismos, 
atribuye  á  este  establecimiento  una  personalidad  ju- 
rídica propia  ó  independiente  de  la  del  Estado,  de 
que  carece  en  cuanto  á  estas  cuestiones,  y  desconoce 
en  el  Ministerio  fiscal  la  representación  ouiuímoda  y 
exclusiva  que  en  ellas  les  concede  el  par.  4.*^  del  ar- 
ticulo 838  de  la  lej'^  del  Poder  judicial.»  (Sent.  21  Ene- 
ro IHSl.— Grtcs.  de  la  Sala  l.'^,  p.  84.) 

^ent.  IS  Octubre  19^^.  Asociación  que  no  puede 
reputarse  establecimiento  benéfico  instituido  para  satisfa- 
cer necesidadeft  ¡nfflprtuales  ó  físicas  ij  <¡t(r  carece  por 
consiguiente  drl  drrecho  á  la  asistencia  judicial  gratuita. 

«El  beneficio  de  gratuita  defensa  está  concedido  á. 
los  establecimientos  de  Beneficencia  propiamente 
tales  que  satisfacen  necesidades  intelectuales  ó  físi- 
cas, y  que  en  este  concepto  estén  reconocidos  y  cla- 
sificados, ya  sean  piiblicos  ó  ya  particulares,  entre 
los  cuales  no  se  comprende  una  hermandad  ó  cofra- 
día que  tiene  por  objeto  prestar  las  obras  piadosas, 
acostumbradas  á  los  reos  en  capilla,  cuidar  de  una 
iglesia  y  concurrir  á  varias  procesiones.»  (Sala  !."■, 
Sent.  12  Octubre  1888.— Gac.  íi6  Abril  1889,  p.  12o.) 

í$en(.  II  Marzo  l$$9.  Recurso  de  casación  enta- 
blado sin  éxito  contra  utia  sentencia  que  denegó  la  solici- 
tud de  una  Junta  provincial  producida  en  1879  y  encami- 
nada á  que  se  anulase  una  ejecutoria  recaída  en  1861,  qiir-. 
á  su  vez,  en  pleito  que  siguieron  los  patronos  de  cierta 
obra  pia,  declaró  la  nulidad  de  ésta  y  de  libre  disposición 
los  bienes  á  ella  afectos. 

Entre  otros  motivos,  se  funda  el  T.  S.  para  decla- 
rar no  haber  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la  Jun- 
ta provincial  de  Beneficencia,  en  que  no  teniendo  la 
Junta  provincial  de  Beneficencia  otra  representa- 
ción en  los  autos  que  la  de  la  obra  pía,  que  se  supo- 
ne subsistente  en  derecho,  son  la  misma  persona  la. 
que  acciona  ahora  y  la  qiie  fué  vencida  en  el  pleito 
cuya  sentencia  se  pretende  anular;  en  que  el  hecho 
de  no  haberse  aducido  en  el  pleito  anterior  el  codi- 
cilo  del  fundador,  minea  demostraría  que  el  dicho 
pleito  se  hubiese  decidido  por  falsas  cartas,  como 
requieren  para  declarar  su  nulidad  las  leyes  de  Par- 
tida y  las  romanas  con  ellas  sustancialmente  con- 
formes; y  que  ninguno  de  los  casos,  de  no  obstar  la 
cosa  juzgada,  que  menciona  la  ley  63,  tít.  I,  lib.  XLII 
del  Digesto,  es  aplicable  á  la  situación  de  la  Junta 
provincial  de  Beneficencia  en  relación  con  la  obra, 
pía  cuya  fundación  sostiene,  y  con  el  pleito  anterior 
que  siguieron  sus  particulares  representantes  con 
intervención  del  Ministerio  fiscal  sobre  la  misma 
cuestión  de  la  subsistencia  de  aquélla,  pues  que  en 
uno  y  otro  pleito  es  la  misma  persona,  ó  sea  la  obra 
pía,  quien  defiende  su  existencia,  con  la  única  dife- 
rencia de  que  ahora  lleva  su  voz  y  representación 
la  Junta  provincial,  por  no  haber  ya  patronos,  en 
consecuencia  de  lo  que  en  el  primer  pleito  se  deci- 
dió, y  por  lo  tanto,  que  la  Sala  sentenciadora,  al  dar 
lugar  á  la  excepción  de  cosa  juzgada  después  d© 
haber  desestimado  la  acción  do  nulidad,  no  infringe 
la  ley  citada  ni  la  20,  tít.  XXII,  Part.  3.^,  y  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal,  sustancialmente  conformes 
con  ella,  mencionadas  también  en  el  sexto  motivo 
del  recurso.  (Sent.  11  Marzo  1889. — Gac.  8  Junio  id.,  pá- 
gina 202.) 

Sent.  «5  Octubre  IftSO.  Validez  y  eficacia  de  la 
adopción  de  expósitos  autorizada  por  las  Comisiones  prO" 
vinciales...  y  derechos  hereditarios  del  prohijado. 

Esta  importante  sentencia  puede  verse,  con  su  co- 
mentario, en  el  t.  I,  p.  190. 

IPÍcnt  31  Diciembre  Ifí^BO.  Pobreza  para  lífigart 
Gozan  del  beneficio  las  Diputaciones  provinciales  cuando 
obran  en  representación  délos  estahleciniientos  benéficos^ 

Interpuesto  recurso  de  casación  contra  sentencia 
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TTTirrTTTTlimltaxiónprovincial  de  Zaragoza 

mer^  1  °  y  3.°  del  art.  74  de  la  ley  org.  provincial  de 
29  de  Agosto  de  1«2:  ,  ,^  deducida  por  el 

!SSS¡SSBS=.SBS 

iüsüiSi 

^i;''.írTo!'í(Sent'^3l  Dicle^br:  de  l«X,.a'ac.  .«  Enero 

PKCISIONES   Á    COKSÜLT.    ^-'K.    C      I>|    E.    V    SENTENCIAS 
DEL   T.  líE  LO  C.   A. 

n  n  «  «OMnyolSSf*.  Los  pairónos  de  esíafcíe- 
c  "/e"o,f  ]>nT"v»(««s  no  e.Mn  obligados  á  rendar  cuen- 
tnosi  les  ha  eximido  f!  fiindcidor. 

§j*íeS^ae^^5!re\^e%ta"e'^Vt;e^onL|fo.o.ad. 
mintstrativa^ina  Real  orden,  entahleciendo: 

r^^"^-'r¿'ii?^fir?:p^isVnra:l''sia'l%\tnd:. 

cIorer"paniÍufarVs°L'''Lneficencia  de  prese„  ar 
pro°npnestos  y  rendir  cnentas  no  es  apl>^^^i^^*f^! 
institnciones  qiae   por  voluntad  del  t««**7/f^^|„ 

diencia  de  1."  de  Jnnio.-Gac.  Í3  A„o>to.) 
H  D  H  aoJunlolSS».     ClasificacióndehoBpitales. 

'?°'%Xo1,e  fu/obíe?o.  por  ías-'ne^esidades  qne  sa- 
?w"aoeno^Tóí"deirs  enfermos  pobres  de  la  pobla- 

wMmmmm 

diencia  de  10  da  Julio.— Gac.  19  SeiHtemore.j 


n  n  K  «  Julio  l»*f*0.  Deben  respetarse,  con  arrc- 
g(o  a  í(is  if  !;< ».  I  .o(,„,fnd  de  ios  instiltiidores:  Se  deja 
Tn  :;;/;o\T,»"i"«"ó'd2  de  Í7.«  ,»e  00«(™r,a6a  la  vo- 
luntad del  fundador  de  un  patronato.  .      ,     „,„ 

Vistos  el  art.  15  de  la  ley  de  Beneficencia  de  20  de 


E-f:í:e?o!i^^s!'d/í^^ípf  l^ííífl 

luaí  se  dio  destino,  en   cierto   modo  diferente    4  la 

E-^^::^íaiíí:^^^-bíir^:^g£ 

^r^r;:?  ,^^ÍÍ^S?=  proviSf-'S^aJ 
^oXa  dicha  Eeal  cédula,  cuya  confirmación  pide  el 
Cabildo  de  Cádiz  como  patrono,  coadyuvando  á  la 
Administración.  He  aqui  sus  más  principales  fun- 

■"".CoSluerando que   según  la    1¡^P°^if ■„*"*-" 

tamentaria  de  Ibáñez  Porcio,  el  deán  y  el  Cabildo 
nombrados  por  el  patrono  de  la  obra  pía  han  de 
?uidaí  de  convertir  anualmente  sus  rentas  en  las 
obras  de  piedad  y  caridad  que,  atendidas  las  circuns- 
tancias fean  más  necesarias,  no  ciñéndose  a  ésta  o 
á  aqTélia,  sino  eligiendo  en  cada  año  las  más  opor- 

%'ue  U  mera  anunciación  de  las  anteriores  dispo- 
siciones testamentarias  hace  evidente  que  la  Keal 
cédula  de  Í7¿<  pone  obtáculo  á  su  P""*»'»!  «".^P^: 
miento  toda  vez  que  sustituye  á  las  obras  benéficas 
más  necesarias,  á  juicio  del  Cabildo  en  cada  ano,  la 
Tnlicación  perpetua  de  la  mitad  de  las  rentas  .al  sos- 
?enlmTent°o  del'^Hospicio  é  Inclusa,  es  decir,  siempre 

'  ^''•^Sl'ir voTu^Tad'd'e  los  fundadores  ha  sido  res- 
p¿iada  «n  todo  tiempo  por  la  ley;  P"n«!P">„1"«  "„" 
conoce  la  de  20  de  Junio  de  18iS  en  su  art.  1»3;  en  el8. 
de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  187.^i,  sin  que  se  halle  an- 
?orizado  el  Gobierno  para  -f  egar  todo  ó  parte  de 
su  dotación  en  el  caso  presente,  porque  f»  ha  de  ca 
ducar  el  objeto  de  esta  institución  mientras  no  des- 
ov,(.í.íi7can  ñor  completo  sus  rentas; 
''^"consWeVando,  e";  virtud  de  lo  e^riiesto  que  la 
Real  cédula  de  1788  no  pudo  crear  ni  creo  derecüos  a 
favor  dé  los  establecimientos  que  representa  la  Di- 
putación provincial,  y  que,,  por  1° /f  "*0'  ^^  ¡"¿^.to 
el  Gobierno  de  sus  atribuciones  al  de.iar  sm  etecto 
una  disposición,  que  si  bien  diotada  cuando  el  Mo- 
Sarca'rimia  toáoslos  Poderes,  en  razón  a^ punto 
que  decidió,  sólo  debe  reputarse  W  co<no  «na  de 
cisión  administrativa  revocable  porotra..  (H.  V.t,.- 
Julio  1880.— Gao.//  Ocí«6rc.; 

R  D  S  30  Olclenihre  iSSO.  Ley  que  rige  lospó- 
si^^^'iosd  diferencia  de  los  concejiles  ó pnbUcos  Pro- 
tectorado del  Gobierno  y  obligación  de  los  patronos  de 
rendir  cuentas. 

c!b  absuelve  á  la  Administración  de  una  demanda, 
confirmándose  la  resolución  impugnada  porlosfnn- 

■'X^^sider'fntolne  la  fundación  es  un  pósito  pío 

''Unsile"  ^dotue  "tos  pósitos  pios,  á  diferencia 
de  lo^  1  óbitos  co,?ce¡iles  y  públicos,  que  se  gobiernan 
po  un'aMglsllc'ión^espeL^al,  no  se  rigen  por  otra  le>: 
oue  la  general  de  Beneficencia,  según  el  «•.^-  ?e  -' 
de  Abrfl  de  1875,  y  á  tenor  de  la  instrucción  de  la 
•  fiX,    cúvo  art   5  "  incluye  nominalmente  di- 

rh'ofpósiíosentíe  los  esta¿leci¿ientos  permanentes 

destiSados"ria  satisfacción  gratuita  de  -ece^dade. 
intelectuales  ó  físicas  que  constituyen  el  objeto  de 
^"¿J'nsid-íSnrt^ie  las  obras  de  Beneficencia  par- 
<-;)^,iin>.  están  suietas,  como  todas  las  denins.  a  lasu 

í^t'^i^s^'t^  WrerdimTJfic^n^ia  que  afecten  á  colee- 
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y  menos  aún  infieles  al  sagrado  mandato  recibido 
cuando  de  tan  honrosa  confianza  fueron  merecedo- 
res, y  en  tal  concepto,  eximiéndoles  de  la  obligación 
de  rendir  ciientas  regular  y  periódicamente,  se  limi- 
ta á  exigir  que  justifiquen  el  ciimplimiento  de  las 
cargas  de  la  fundación,  siempre  que  A  ello  sean  re- 
queridos por  autoridad  competente.»  (R.  D.  S.  30  Di- 
ciembre 1880. — Gaceta  8  Abril.) 

Otras  sentencias.  La  doctrina  sobre  derecho  del 
Gobierno  para  exigir  cuentas  á,  los  patronos  que  no 
se  hallen  eximidos  de  rendirlas  por  el  fundador,  se 
repite  en  Rs.  Ds.  Sents.  de  5  de  Agosto  líiSI  (Gac  S 
Diciembre)  y  IS  de  Septiembre  del  mismo  año  (Ga- 
ceta 17  Enero  1882). 

R.  D.  S.  »  Enero  ■«»■.  Las  resoluciones  del  Go- 
bierno, dictadas  en  virtud  del  protectorado  sobre  las  fun- 
daciones particulares,  no  obstan  d  las  acciones  judiciales 
de  los  que  se  sientan  perjudicados  en  sus  derechos. 

Promovido  pleito  contencioso-administrativo  por 
D.  Gregorio  y  D.  Eusebio  Benito  contra  R.  O.  de  26 
de  Enero  de  1874,  declaratoria  de  que  dichos  intere- 
sados no  se  consideraban  parientes  del  fundador  de 
un  patronato  pío,  instituido  por  el  conde  de  Lerena 
en  el  pasado  siglo,  por  hallarse  fuera  del  10. "^  grado 
y  que  debían  amalarse  las  consignaciones  alimenti- 
cias á.  ellos  adjudicadas,  pidieron  dichos  interesados 
que  se  declarase  que  la  referida  soberana  resolución 
sólo  tuvo  el  carácter  de  decisión  final  en  el  expe- 
diente gubernativo;  para  que  los  actores  pudieran 
ejercitar  sus  derechos.  Con  vista  de  la  R.  O.  de  2o  de 
Marzo  de  1846,  del  art.  4.°  del  R.  D.  de  22  de  Enero  de 
1872  y  del  6."  de  la  instrucción  de  30  de  Diciembre  de 
1873,  se  accede  a,  la  anterior  solicitud: 

«Considerando  que  las  memorias  establecidas  por 
el  conde  de  Lerena  constituyen  una  fundación  par- 
ticular de  Beneficencia  exclusivamente  familiar,  y 
que  por  lo  mismo,  según  las  disposiciones  citadas,  el 
protectorado  del  Gobierno  debe  limitarse  á  la  resi- 
dencia de  los  patronos  testamentarios  y  á  la  insi)ec- 
ción  de  sus  actos  para  que  la  voluntad  del  fundador 
se  cumpla  en  todo  lo  que  interese  á  colectividades 
indeterminadas: 

Considerando  que  para  decidir  si  se  cumple  ó  no 
con  lo  dispuesto  en  uua  fundación,  es  indispensable 
fijar  la  inteligencia  de  sus  cláusulas;  y  que  por  con- 
siguiente no  puede  negarse  al  Gobierno  la  facultad 
de  exigir  se  cumplan  del  modo  y  forma  que  concep- 
túe deben  entenderse: 

Considerando  que  las  aclaraciones  con  tal  objeto 
hechas  por  la  Administración,  en  virtud  del  derecho 
que  su  protectorado  le  confiere,  no  tienen  otro  efec- 
to que  el  de  que  la  fundación  se  cumpla  como  deter- 
mina mientras  otra  cosa  no  decidan  los  Tribunales 
de  justicia,  á  los  cuales  exclusivamente  correspon- 
de ¡resolver  en  definitiva  respecto  de  las  acciones 
que  en  reclamación  de  sus  derechos  ejerciten  los  in- 
teresados, y  de  las  dudas  que  ocurran  sobre  la  inte- 
ligencia de  la  voluntad  del  fundador; 

Y  considerando  que  por  los  fundamentos  expues- 
tos, lá  Real  orden  de  26  de  Enero  no  debe  tener  otro 
efecto  que  el  dar  por  terminada  la  vía  gubernativa, 
para  que  los  interesados  acudan  si  les  conviene  á. 
sostener  sus  derechos  donde  corresponda.»  (R.  D.  S.  9 
Enero  1881.  — Gac.  10  Abril.) 

Sent.  97  Octubre  ■***»».  La  Asociación  de  los  Ami- 
gos de  los  pobres  de  Barcelona,  perdió  su  carácter  de 
fundación  particular  y  adquirió  el  de  establecimiento  de 
Beneficencia  general,  desde  que  aceptó  la  subvención  d  su 
favor  establecida  en  la  ley  de  SI  de  Diciembre  de  1881. 

Después  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  la 
Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Barcelona,  fun- 
dándose en  que  la  Asociación  Amigos  de  los  pobres  ha- 
bía perdido  su  carácter  de  fundación  privada  y  per- 
tenecía á  la  Beneficencia  general,  exigió  cuentas  á 
los  patronos,  los  cuales  se  negaron  á  rendirlas,  ale- 
gando que  el  establecimiento  era  de  Beneficencia 
particular.  Desestimada  tal  pretensión  en  vía  gu- 
bernativa, la  reprodujeron  los  patronos  en  la  con- 
tenciosa, donde  se  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda,  estableciendo  sustancialmente  la  doc- 
trina del  epígrafe,  con  vista  de  los  artículos  segun- 
dos de  las  instrucciones  de  27  Enero  1885  y  27  Abril 
1875  y  de  la  ley  de  31  Diciembre  1881.  (Sent.  27  Octu- 
bre 1888.— G«c.  2  Septiembre  1889,  p.  59.) 

Auto  4  Febrero  l«80.  El  investigador  de  bienes  de 
Beneficencia  pública  carece  de  personalidad  para  impug- 
nar en  vía  contenciosa  el  patronato  particular  de  una 
fundación. 

Reconocido  de  Real  orden  el  ijatronato  de  D.  Pas- 


cual Gayangos  sobre  una  obra  pía  fundada  por  doña 
Ana  Juarros,  y  negada  á  la  Junta  provincial  de  B'3- 
neficencia  de  Madrid  la  autorización  que  pretendió 
para  impugnar  tal  resolución  en  vía  contenciosa, 
propuso  demanda  el  investigador  D.  Salvador  López 
Orozco,  denunciador  de  la  fundación,  en  súplica  de 
que  se  dejara  sin  efecto  lo  resuelto.  El  fiscal  opuso 
las  excepciones  dilatorias  de  falta  de  personalidad 
é  incompetencia  de  jurisdicción,  y  el  Trilmnal  las 
declara  procedentes  y  sin  curso  la  demanda,  vistos 
los  arts.  1.**,  núm.  3.°,  2.",  párr.  B.**,  46,  núms.  1."  y  2." 
y  50  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

«Considerando  que  el  carácter  de  investigador  de 
los  bienes...  con  que  ha  intervenido  D.  Salvador  Ló- 
pez Orozco  en  el  expediente  administrativo,  no  le 
confiere  persona.lidad  para  impugnar  en  la  vía  con- 
tenciosa Las  Reales  órdenes  dictadas  por  el  Ministe- 
rio de  la  Gobernación,  en  virtud  del  protectorado  y 
alta  inspección  que  le  corresponde  en  las  fundacio- 
nes benéficas •  (T.  de  lo  C.  A.,  auto  4  Febrero  1869, 

Gac.  22  Marzo  1890,  p.  264i) 

Auto  3  Junio    ISSO.     La  Diputación  provincial  no 

tiene  acción  para  impugnar  las  determinaciones  adop- 
tadas por  el  Ministerio  en  el  ejercicio  de  su  protectorado. 

Así  se  establece  admitiendo  las  excepciones  de  in- 
competencia y  falta  de  personalidad  opuestas  por 
el  fiscal  á  la  admisión  de  una  demanda  entablada 
por  la  Diputación  provincial  de  Córdoba  contra 
cierta  Real  orden  que  declaró  pertenecer  á  la  Junta 
de  Beneficencia  de  la  provincia,  varias  inscripcio- 
nes de  la  Deuda,  emitidas  á  favor  de  determinadas 
obras  pías.  He  aquí  á  la  letra  los  términos  de  la  doc- 
trina: 

«Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  al 
resolver  que  á  la  Junta  provincial  de  Beneficencia 
de  Córdoba  corresponde  la  posesión  y  administra- 
ción de  las  inscripciones  á  que  el  expediente  se  re- 
fiere, no  ha  lastimado  derecho  alguno  de  la  Diputa- 
ción provincial,  porque  ninguno  le  asiste  á  conser- 
var en  su  poder  dichos  valores,  faltando,  por  tanto, 
uno  de  los  requisitos  indispensables  para  que  con 
arreglo  al  art.  1.**  de  la  ley  sea  reclamal>le  una  reso- 
lución en  vía  contenciosa,  en  cuyo  sentido  es  proce- 
dente la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de 
jurisdicción  alegada  por  el  fiscal: 

Considerando  que  la  misma  Real  orden  aparece 
dictada,  en  uso  de  las  facultades  del  protectorado, 
que  en  materia  de  Beneficencia  corresponden  al  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación  con  arreglo  á  la  Inst.  de 
27  de  Abril  de  1875,  y  que,  por  consiguiente,  la  Cor- 
poración demandante,  como  delegada  en  este  pun- 
to de  la  Administración  central,  carece  de  persona- 
lidad para  impugnar  las  resoluciones  que  ésta  adop- 
te en  ese  terreno  y  como  superior  jerárquico.»  {Auto 
3  Junio  1889.— Guc.  14  Agosto  1890,  p.  384.) 

Auto  II  Diciembre  llfi*»».  Impersonalidad  de  la 
Junta  jyrovincial  de  Beneficencia  para  impugnar  en  vía 
contenciosa  la  denegación  de  pago  de  ciertos  créditos  de 
Beneficencia,  si  no  se  la  facultó  antes  de  entablar  el  re- 
curso, aun  cuando  después  se  la  haya  autorizado. 

Por  R.  O.  de  27  de  Abril  de  1875,  se  encargó  á  la  Jun- 
ta provincial  de  Beneficencia  de  esta  corte,  que  ges- 
tionase la  emisión  de  las  láminas  correspondientes 
á  cierta  obra  pía,  etc.  Solicitada  la  emisión  por  la 
Junta,  fué  denegado  el  abono  de  los  créditos  por 
otra  R.  O.  de  18.87,  contra  la  cual  acudió  la  Junta  en 
vía  contenciosa.  El  fiscal  opuso  la  excepción  de  fal- 
ta de  personalidad,  y  en  el  acto  de  la  vista  del  incí-» 
dente,  el  defensor  de  la  parte  actora  adujo  otra 
R.  O.  de  3  de  Diciembre  de  1889  autorizando  á  la 
Junta  para  entablar  el  recurso  contencioso.  El  Tri- 
bunal estima  la  excejició^  de  incompetencia,  esta- 
bleciendo la  doctrina  del  epígrafe.  (Auto  11  Diciem- 
bre 1889.  — Gac.  23  Octubre  1890,  p.  541.) 

Auto  *  Febrero  I^OO.  Cuestiones  sobre  ¡personali- 
dad- dp.  los  gobernadores  y  Juntas  provinciales  de  Bene- 
ficencia. Cómo  debe  resolverse  el  conflicto  surgido  entre 
dos  Ministerios. 

Acordada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  30  de 
Abril  de  18791a  cancelación  de  un  certificado  de  la 
Deuda  emitido  á  favor  de  cierta  memoria  fundada 
para  dotar  doncellas  que  quisieran  entrar  en  reli- 
gión, el  Ministerio  de  la  Gobernación  dictó  otra  en 
24  de  .Junio  de  1880,  confiando  el  patronazgo  y  admi- 
nistración de  la  memoria  á  la  Junta  provincial  do 
Beneficencia  de  Madrid  y  autorizándola  para  recu- 
rrir en  vía  contenciosa  contra  la  resolución  ele  1879; 
contra  la  cual  recurrió  en  efecto  la  Junta  provincial 
y  además  el  muy  reverendo  arzobispo  de   Toledo. 
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Acumuladas  amlias  demandas,  el  fiscal  opuso  á,  ellas 
las  excepciones  de  impersonalidad  ó  incompetencia, 
une  sun  estimadas:  ,      .,       ,-  t      „„ 

.Considerando;  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
l-i  E  O  de  15  de  Octubre  de  1862,  cuando  las  funda- 
ciones ¿ean  de  carácter  puramente  civil  ó  benéfico, 
sucederán  en  el  patronato  de  las  mismas  á  las  comu- 
nidades y  cargos  eclesiásticos  suprimidos  los  gober- 
nadores de  las  provincias  como  delegados  del  Go- 

^''cónsiderando:  que  dado  el  carácter  puramente 
benéfico  de  la  fundación  de  que  se  tratfi,  la  cual  no 
tiene  por  objeto  el  cumplimiento  de  cargas  espiri- 
tuales el  reverendo  obispo  de  Madrid-Alcalá  no 
nuede'ser  patrono  de  la  misma,  y  por  tanto  carece 

«personalidad  para  reclamar  envía  contenciosa 
contra  la  K.  O.  de  30  de  Abril  de  1879: 

Considerando:  que  también  carece  de  personali- 
dad norque  consintió,  no  reclamando  en  tiempo  y 
forma  la  B.  O.  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación en  24  de  Junio  de  18»,  en  que  se  confiaba 
■•  la  Jiinta  de  Beneficencia  de  Madrid  el  patronazgo 
'v  administración  de  la  memoria  de  que  se  trata: 
^  Considerando:  que  asimismo  carece  de  personali- 
dad para  impugnar  en  la  via  contencioso-adminis- 
írati^a  di¿ha  rTo.  la  Junta  provincial  de  Beneficen- 
cia de  esta  corte,  porque  la  misión  de  estas  Juntas, 
como  meros  delegados  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción s^  limita  tln  sólo  á  facilitar  la  obra  <íe  pro- 
tectorado, según  se  lia  declarado  en  la  jurispruden- 
cia coSs^inteniente  seguida  por  la  suprimida  Sala 
de  lo  Contencioso  y  por  este  Tribunal:  , 

Considerando:  que  por  razón  de  la  materia  es  in- 
competente la  jurisdicción  contencioso-adm.nistra- 
tiva  para  conocer  de  la  demanda  propuesta  por  la 
Tnntk  provincial  de  Beneficencia  de  Madrid,  la  cual 
rei^resenta  al  Ministro  de  la  Gobernación,  por  virtud 
de'cuya  autorización  litiga,  toda  vez  que  un  Minis- 
tro no  puede  impugnar  en  la  vía  contenciosa  las  re- 
soluciones de  Ministro  de  distinto  ramo:  . 

Considerando:  que  la  E.  O.  dictada  por  el  Ministe- 
rio de  la  Gobernación  en  24  de  Junio  de.lSSO  ordenan- 
do á  la  Junta  provincial  ie  Beneficencia  qxie  impug- 
nara en  via  contenciosa  la  expedida  por  el  de  Ha- 
ciendreJsO  de  Abril  de  1879,  constituye  un  conflicto 

entre  ambos  Ministerios,  para  cuyo  conocimiento 
no  existe  competencia  en  la  jurisdicción  contencioso 

admlnistrati/a  por  corresponder  s".".»o|"'i'^'>  .^1 
Conseio  de  Ministros,  previa  audiencia  del  de  asta- 
do en''pleno^  (Auto  ¿Febrero  1890.-Gac.  //  Kome-nv- 
bre,  p.  28.)  . 

-Las  Jumas  de  Beneficencia  carecen  de  personali. 
dad  para  reclamar  en  via  contenciosa  contr-a  las  re- 
soluíiones  que  afectan  á  los  establecimientos  some- 
tido B  al  protectorado  del  «"^lerno  (Reitérase  esta 
doctrina  en  auto  de  28  de  Febrero  de  1890.-Gíics.  15 
y  n  Noviembre,  p.  48  ) 

Auto  ÍS  Febrero  ISBO.  CueMones  sobre  propiedad 
ydUitiónde  bienes  afectos  á  la  Beneficencia  particular. 
Por  E.  O.  de  14  Enero  1889  se  declaró  improcedente 
la  división  de  los  bienes  del  hospital  de  Santa  Cruz, 
de  Barcelona,  pretendida  por  las  Diputaciones  de 
Lérida  Gerona  y  Tarragona,  no  obstante  estar  de- 
claradi  elestabfecimiento  de  Beneficencia  partiCAi- 
íar  Contra  la  anterior  B.  O.  entablaron  demanda 
separadamente  las  tres  citadas  Diputaciones  y  la 
Ju^nta  provincial  de  Beneficencia  de  Tarragona 
,  Acumuladas  todas  estas  reclamaciones,  el  iiscal 
opuso  á  las  mismas  la  excepción  dilatoria  de  incom- 
petencia de  jurisdicción,  que  el  Tribunal  declara 
Procedente  porque  .el  hospital  está  clasificado  como 
dé  Beneflcencia  particular  y  todas  las  cuestiones  que 

^^^i?f?i^'Br^^íír^^e:o\^;.:'^^'^.^?r? 

ro  1890.— Gacs.  15  y  n  Noviembre,  p.  48.) 

sent  i«  Mayo  I»»©.  -En  el  patronato  délas  funda- 
ciones, 'cuno  principal  objeto  es  cicil,  cuando  los  cargos 
eclesiásticos  que  le  Uevatmn  anejo  lian  s,do  suprimidos 
sucede  la  respectim  Junta  de  Beneficencia  y  no  el  prelado 
de  la  diócesis. 

Absuelve  el  T.  C.  A.  á  la  Administración  general 
del  Estado  de  demanda  entablada  á  nombre  del  re- 
verendo obispo  de  Madrid  contra  una  Eeal  orden  de 
Gobernación  que  confirió  á  la  Junta  provmctal  de 
Beneficencia  de  Madrid  el  patronato  sobre  una  fun- 
dación ordenada  por  D.  Juan  de  Herrera: 

.Considerando:  que  la  única  cuestión  que  en  este 


pleito  se  discute  se  contrae  á  determinar  si  la  suce- 
sión en  el  patronato  anejo  á  cargos  eclesiásticos  que 
han  sido  suprimidos,  por  lo  que  se  refiere  á  la  fun- 
dación de  D.  Juan  de  Herrera,  corresponde  al  pre- 
lado de  la  diócesis  ó  á  la  Junta  provincial  de  Bene- 
ficencia: T       T^      T  I 

Considerando:  que  del  testamento  de  U.  Juanete 
Herrera,  si  bien  resultan  cargos  de  carácter  espiri- 
tual, es  lo  cierto  que  aparecen  destinados  los  bie- 
nes del  mayorazgo  que  poesía,  y  que  en  el  mismo  tes- 
tamento detalla,  á  dotar  doncellas,  supuesto  que  las 
capellanías  tenían  su  dotación  propia,  de  escasa 
cuantía  en  relación  con  los  bienes  del  mayorazgo: 
Considerando  que,  á  virtud  de  lo  expuesto,  es  in- 
dudable que  el  objeto  principal  de  la  fundación  es 
puramente  civil,  y  por  tanto,  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  la  Eeal  orden  de  15  de  Octubre  de  1862,  la  su- 
cesión en  el  patronato  de  que  se  trata  corresponde, 
no  al  reverendo  prelado,  sino  á  la  Junta  provincial 
de  Beneficencia: 

Vista  la  Eeal  orden  de  15  de  Octubre  de  1862,  falla- 
mos que  debemos  absolver  y  absolvemos,  etc.»  (Sen- 
tencia 12  Mayo  1890.— Gacs.  i4  y  25  Noviembre,  p.  104.) 
Sent  **  Mayo  ÍH91.  Estancias  de  enfermos  en  el 
hospital  clinico  de  Madrid:  Obligación  de  la  Diputación 
de  atender  al  pago  de  esas  estancias,  tanto  por  haberlo 
convenido  asi  en  5  de  Agosto  de  1876,  como  porque  los  en- 
fermos proceden  del  hospital  general,  que  corre  a  cargo 
de  la  provincia. 

Con  vista  del  art.  74,  nüm.  1."  de  la  ley  provincial, 
absuelve  el  T.  de  lo  C.  A.  á  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  dos  demandas  deducidas  por  la  Di- 
putación provincial  de  Madrid  contra  otras  tantas 
Eeales  órdenes:  .,       ,.        i-,  * 

.Considerando:  que  la  cuestión  discut^ida  en  este 
pleito  os  si  la  Diputación  provincial  de  Madrid  está 
obligada  á  contribuir  al  sostenimiento  del  hospital 
clínico  de  la  Facultad  de  Medicina  de  la  Universi- 
dad central  con  una  peseta  75  céntimos  diarios  por 
cada  uno  de  los  150  enfermos  que  había  de  tener,  se- 
gún el  E.  D.  de  27  de  Agosto  de  1875;  y  de  igual  modo 
por  las  estancias  que  excedieren  de  dicho  numero, 
en  consecuencia  de  la  ampliación  de  las  clínicas 
dispuesta  por  E.  O.  de  7  de  Febrero  de  1881: 

Considerando:  que  si  bien  es  cierto  que  el  hospital 
clínico  tiene  por  objeto  la  enseñanza  de  una  de  las 
facultades,  cuyo  sostenimiento  es  de  cargo  del  as- 
tado, no  lo  es  menos  que  al  propio  tiempo  realiza  el 
fin  benéfico  de  asistir  y  cuidar  a  sus  enfermos,  que  en 
otro  caso  estarían  en  el  hospital  provincial: 

Considerando:  que  el  tipo  de  una  peseta  7o  cénti- 
mos diarios,  fijado  para  cada  uno  de  los  enfermos, 
no  solamente  no  puede  estimarse  gravoso  para  la 
Diputación  provincial,  sino  que  resulta  beneficioso 
para  los  intereses  de  dicha  Corporación: 

Considerando  que  aunque  no  se  hubiere  verificado 
el  convenio  de  5  de  Agosto  de  1875,  del  que  tue  con- 
secuencia el  H.  D.  de  27  del  mismo  mes  la  Diputa- 
ción provincial  estaría  obligada  á  contribuir  á  los 
eastos  que  ocasionan  las  estancias  de  enfermos  del 
hospital  clínico,  porque  dichos  enfermos  proceden 
de  los  del  hospital  provincial,  que  está  á  cargo  de  la 
Dinntación,  y  por  consiguiente  no  puede  admitirse 
que  esta  Corporación,  al  contribuir  á  dichos  gastos, 
emplearía  los  bienes  de  Beneficencia  en  fines  ajenos 
á  sus  destinos,  sino  al  propio  fin  para  que  fueron  de- 
jados por  los  fundadores  de  las  rentas  de  aquel  es- 
tablecimiento benéfico..  (Sent.  ^  Mayo  1891.— Gaceín 
14  Octubre,  p.  183.) 

«  Junio  ISOl.  Instituciones  sobre  las  cuales  no  pue- 
den ejercer  el  patronazgo  las  Juntas  provinciales  </■■  Be- 
neflcencia:  Caso  de  allanamiento  del  fiscal  d  la  demanda. 
Otorgado  de  Eeal  orden  el  patronazgo  de  las  me- 
morias fundadas  por  D.  Francisco  y  D.  Joaquín 
Graial,  á  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de 
Madrid,  el  Reverendo  Obispo  de  la  diócesis,  'inf  se 
consideraba  protector  y  patrono  de  la  tunUaciOn, 
acudió  ala  via  contenciosa  contra  la  anterior  reso- 
lución, presentando  certificado  de  vanos  particula- 
res de  la  escritura  del  nuevo  establecimiento,  dota- 
ción y  patronato  de  la  Eeal  iglesia  de^au  Isidro  de 
esta  corte,  otorgada  á  nombre  do  S.  M.  el  Rey  don 
Carlos  III  en  2  de  Diciembre  de  liHÜ  ante  el  escriba- 
no de  número  de  Madrid  D.  Rodrigo  González  de 
Castro,  siendo  estos  particulares,  además  de  la  ca- 
beza y  pie  de  dicTia  escritura,  la  cláusula  de  patro- 
nato, que  literalmente  dice  asi:  .Sobre  patronato  y 
copatronato  que  ejercía  el  rector  que  fue  del  Lole- 
eio  V  quedan  subrrogados  en  el  señor  protector  de  la 
Real  iglesia.  Y  últimamente,  consta  que  el  rector 
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del  que  fué  Colegio  imperial,  y  los  preceptos  do  ca- 
pillas disfrutaban  el  derecho  y  prerrogativas  de  di- 
versos patronatos  y  coi^atronatos  de  memorias  es- 
tablecidas dentro  y  fuera  de  la  Real  iglesia,  con  cu- 
yos respetos  disfrutaban  en  cada  un  ano  por  vía  de 
propinas,  que  deben  satisfacer  los  particulares  ad- 
ministradores de  ellas,  1.303  reales  de  vellón  en  cada 
un  año,  cuyas  facultades,  que  haVjían  recaído  en 
S.  M.  por  virtud  del  extrañamiento  por  la  providen- 
cia de  conmiatación  y  elección  de  capellanías,  se 
dispuso  y  mandó  quedasen  subrrogadas,  como  desde 
luego  quedan  en  el  señor  protector  que  por  tiempo 
fuese  de  la  Real  iglesia,  y  el  derecho  de  percibir  el 
expresado  honorario,  á  quien  para  su  gobierno  se  le 
ha  de  entregar  la  correspondiente  circunstanciada 
noticia,  con  arreglo  A  las  fundaciones  de  que  proce- 
den y  se  expresan  en  dicha  providencia,  bajo  los  nú- 
meros 6'3...*  El  fiscal,  previa  autorización  del  Minis- 
terio de  la  Gobernación,  se  allanó  á  la  demanda,  y 
el  T.  C.  A.  revoca  la  R.  O.  impugnada  por  el  Reve- 
rendo Obisijo: 

Considerando:  que  en  la  escritura  de  2  de  Diciem- 
bre do  1780,  testimoniada  en  autos  en  la  parte  nece- 
saria, se  expresó  claramente  j:iue  los  patronatos  y 
copatronatos  de  diversas  memorias  establecidas  en 
el  Colegio  imperial*de  los  jesuítas,  quedaba  confia- 
do por  voluntad  expresa  del  Monarca  al  protector 
de  la  Real  capilla  de  San  Isidro: 

Considerando:  que  las  funciones  de  protector  de 
esta  Real  Capilla  se  transmitieron  al  Rdo.  Prelado 
demandante,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de 
13  de  Abril  de  18S6,  de  que  queda  hecho  mérito,  y  en 
el  que  se  dispuso  que,  hasta  tanto  que  se  instalase 
en  el  templo  de  Nuestra  Señora  de  la  Almudena  la 
Santa  Iglesia  Catedral  de  la  diócesis  de  Madrid-Al- 
calil,  corresponderían  al  Rdo.  Obispo  de  la  misma  la 
vigilancia  y  protección  de  las  fundaciones  é  institu- 
ciones pertenecientes  á  la  citada  capilla: 

Considerando:  que,  como  consecuencia  de  la  sub- 
rrogación  de  derechos  mencionada,  es  evidente  que 
lejos  de  hallarse  huérfanas  de  representación  legal 
las  memorias  establecidas  por  los  hermanos  Grajal, 
el  patronazgo  de  las  mismas  correspondía  al  Reve- 
rendo Prelado  de  Madrid-Alcalá,  por  lo  cual  debe 
ser  revocada  la  Real  orden  que  se  impugna,  en  la 
que  se  otorga  este  patronazgo  á  la  Junta  provincial 
de  Beneficencia  de  esta  corte: 

Y  considerando:  que  las  razones  expuestas  justifi- 
can el  allanamiento  ala  demanda,  presentado  por 
el  fiscal,  en  virtud  de  la  autorización  que  le  ha  otor- 
gado el  Ministro  de  la  Gobernación...»  (Sent.  2  Junio 
1S91.— Gac.  23  Octubre,  p.  IDO,} 

REALES  ÓRDENES  V  DECISIONES  DE  COMPETENCIA 

R.  O.  S3  Enero  IA30.  Alzada  de  Ayuntamiento  con- 
fra  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  que  le  obligó  al  abo- 
no de  estancias  de  dos  enfermos  en  el  hosjntal  provincial. 

El  Ayuntamiento  de  Valdés  se  alzó  al  Gobierno  de 
un  acuerdo  por  el  que  la  Comisión  provincial  de  Ovie- 
do le  obligó  á  satisfacer  las  estancias  en  el  hospital, 
de  dos  enfermos.  De  conformidad  con  el  dictamen  de 
la  Sección  de  Gobernación,  se  desestima  la  instancia 
atendiendo  á,  que  la  suma  cuyo  abono  resiste  el  Ayun- 
tamiento de  Valdés  proviene  de  estancias  causadas 
en  1870;  y  aunque  es  cierto  que  al  reclamársele  en  di- 
cho año,  contestó  que  suspendía  el  pago  por  tratar- 
se de  enfermos  de  que  no  tenía  conocimiento,  como 
quiera  que  á,  pesar  de  las  comunicaciones  que  se  le 
pasaron  explicándole  las  causas  de  la  admisión  de 
aquéllos  y  los  motivos  por  los  que  debía  satisfacer 
■  ■1  importe  de  los  auxilios  que  seles  prestaron,  no  jus- 
tificó ni  justifica  t.ampoco  ahora  que  los  interesados 
estuviesen  avecindados  con  un  año  de  antelación  á 
la  focha  de  su  ingreso  en  el  establecimiento  en  otro 
distrito  municipal,  no  es  posible  eximirle  de  satisfa- 
cer la  cantidad  que  la  Comisión  provincial  le  recla- 
ma, una  vez  que  el  art.  5."  del  reglamento  del  hospi- 
tal dispone  que  las  estancias  de  los  enfermos  serán 
de  cargo  de  los  Ayuntamientos  en  cuyos  concejos  se 
hallen  avecindados,  ó  de  que  sean  naturales,  si  no 
tienen  domicilio  fijo  en  la  provincia  ó  son  vecinos  de 
otra.  (R.  O.  'Jl  Enero  1S79.— G«c.  14  Febrero.) 

R.  I».  ZO  /%l»rll  lí4í*í.  Queja  contra  un  (fobernador, 
por  ¡intfcr  dado  posesión  de  una  obra  pía,  como  patrono, 
a  un  interesado:  Inteligencia  del  art.  8,°  de  la  Insí.  de  1875. 

Muerto  D.  Pedro  Samaniego  bajo  testamento  en 
'lue  instituyó  una  obra  pía  para  atender  á  los  labra- 
dores de  Toro,  el  patrono  D.  Benito  Samaniego,  usan- 
do de  las  facultades  que  le  confirió  el  testador,  nom- 
bró para  sucederle  á  D.  José,  del  mismo  apellido,  eri 
Tomo  II. 


18t)8,  y  puesto  éste  en  posesión  del  cargo,  designó  el 
propio  D.  Benito  para  desempeñarle  á  D.  Clemente 
Samaniego,  el  cual  solicitó  del  goberdador  de  Zamo- 
ra q\ie  se  le  diera  posesión  del  cargo,  á.  lo  qxie  acce- 
dió dicha  autoridad,  á.  pesar  de  las  protestas  y  opo- 
sición de  D.  José,  que  invocaba  lo  dispuesto  en  el  tes- 
tamento de  D.  Celestino.  La  Audiencia  de  Vallado- 
lid  formalizó  recurso  de  queja  contra  el  gobernador, 
y  elevado  el  expediente  al  Gobierno,  se  declara  pro- 
cedente dicho  recurso,  con  vista  del  art.  8.'*,  aparta- 
do 5."  de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875: 

«Considerando...  Que  ya  tenga  el  carácter  de  fami- 
liarla  expresada  obra  pía,  ó  ya  se  trate  de  determinar 
la  extensión  y  alcance  de  los  derechos  que  nacen  de 
un  testamento,  es  lo  cierto  que  á  los  Tribunales  de 
justicia  corresponde  hacer  las  declaraciones  proce- 
dentes, sin  que  puedan  las  autoridades  administra- 
tivas resolver  cosív  alguna  en  este  concepto,  ni  me-  ' 
nos  privar  de  los  derechos  al  que  estaba  en  posesión 
del  cargo  de  patrono  familiar,  y  dar  dicha  pososi.m  . 
á  D.  Clemente  Samaniego,  que  con  posterioridad  lué 
nombrado.»  íR.  D.  20  Abril  1882.— ttic.  30  id.) 

R.  O.  30  Uicienibre  tP^Ht.  Actos  de  tutela  que  no 
ofenden  derechos  preexistentes. 

D.  Manuel  Lombas  solicitó  sucesivamente  sin  re- 
sultado, de  la  DipiTtación  provincial  de  Zaragoza,  y 
en  alzada  del  Ministerio  de  la  Gobernación,  que  el 
hospital  y  el  hospicio  de  dicha  ciudad  recibiesen  en 
papel  de  la  Deuda  al 4  por  100  la  cantidad  equivalen- 
te á  la  renta  de  3.000  pesetas,  legadas  para  ambos  es- 
tablecimientos por  D.  Mariano  Gil,  librándose  de 
todo  gravamen  las  fincas  hipotecailas  para  respon- 
der de  dicha  renta.  Contra  la  negativa  del  Ministe- 
rio entabló  demanda  D.  Manuel<JjomV)as;  pero  se  do- 
clara  que  no  procede  admitirla,  visto  el  art.  56  de  la 
ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado, 

«Considerando  que  la  R.  O.  que  por  la  demanda  Se 
impugna  no  puede  motivar  el  juicio  que  se  intenta 
promover,  porque  al  desestimar  el  Ministerio  la  pro- 
puesta hecha  por  D.  JVÍanuel  Lombas  respecto  á  la» 
forma  en  que  había  de  cumplirse  lo  prescrito  en  su 
testamento  por  D.  Mariano  Gil  ^i  favor  de  los  ins- 
titutos benéficos  de  Zaragoza,  ejerció  un  acto  piira- 
mei^e  tuitivo  de  los  intereses-  benéficos  que  le  co- 
rresfR>ndía  custodiar,  sin  que  al  acordado  así  prejuz- 
gue ni  resuelva  las  cuestiones  á  que  el  dicho  legado 
pudiera  dar  lugar,  las  cuales,  además  de  no  haber 
sido  debidamente  propuestas,  se  hallan  sometidas 
al  conocimiento  y  resolución  de  autoridades  de  im 
orden  especial  é  independiente  de  la  del  Ministerio 
que  dictó  la  Real  orden  contra  la  que  se  dirige  el 
presente  recurso. — Madrid  30  de  Diciembre  ríe  18S4.» 
(Gac.  2  Ma.zo  1885.) 

R.  D.  S3  Fohrcro  ISí!»0.  La  falta  de  autorización 
para  litigar  no  puede  justifica  r  el  requerimiento  inhibito- 
rio, sin  perjuicio  de  las  facultades  de  la  Administración 
para  conceder  aquélla. 

Promovido  juicio  de  desahucio  en  el  Juzgado  de 
Laredo  por  la  Junta  de  patronos  de  una  fundación, 
particular,  contra  el  Ayuntamiento  que  ocuna  cierto 
edificio  de  la  institución  dedicado  á  la  enseñanza, 
el  gobernador  de  Santander  suscitó  competencia  al 
Juzgado  alegando  que  la  Junta  debió  hacer  prece- 
der á  su  demanda  la  aprobación  del  Ministro  de  la 
Gobernación;  y  citando  los  arts.  97  y  98  de  la  ley  de 
Inst.  pública,  y  los  6.°  y  7.'^  do  la  Inst.  de  20  de  Abril 
de  1875.  El  Juzgado  sostuvo  su  comi>etencia,  y  eleva- 
dos los  antecedentes  del  conflicto  al  Gobierno,  con 
vista  de  los  arts.  3.'^  núm.  4.°  del  R.  D.  de  8  de  Sep- 
tiembre de  1887  y  1.561  de  la  ley  de  Enj.  civil,  se  re- 
suelve á  favor  de  la  aiitoridad  judicial,  sin  perjuicio 
de  las  facultades  qiie  competen  ala  Administración 
para  conceder  la  autorización  para  litigar  ó  para 
examinar,  con  arreglo  á  la  Inst.  de  1875,  cualquier 
otro  acto  de  la  Junta  de  patronos  demandante: 

«Considerando:  1.°  Que  el  requerimiento  del  go- 
bernador... se  funda  en  la  falta  de  autorización  para 
litigar  que  se  exige,  con  arreglo  á  la  Inst.  ile  27  de 
AbriUle  1875: 

2.**  Que  si  los  gobernadores  no  pueden  suscitar 
contiendas  de  conipetencia  por  falta  de  autorización 
cuando  deban  darla  ellos  mismos,  no  deben  suscitar- 
la tampoco  cuando  sea  otra  la  autoridad  competen- 
te para  conceder  aquélla... 

3.**  Que  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  competente 
para  conocer  en  el  juicio  de  desahucio,  con  arreglo 
á  la  ley  de  Enj.  civil,  y  ante  la  misma  deben  propo- 
nerse las  excepciones  á  que  dé  lugar  la  falta  de  au- 
torización ó  cualqiiiera  otra  que  se  haya  cometido, 
según  la  Inst.  de  1875,  para  entablar  la  demanda  ó 
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adoptar  los  acuerdos  qiie  le  liau  dado  origen- 
decreto  23  Febrero  1889.— Cfnc.  7  Marzo.) 

R.  D.  t"  Abril  lf*»l.  Decidiendo  á  favor  de  laaiito- 
ridád  judicial  una  competencia  suscitada  con  motivo  de 
la  acumulaciún  decretada  d  cierto  Juicio  de  testamenlarta 
de  las  diliuencias  de  apremio  contra  el  administrador  de 
tina  obra  pía. 

Instruido  expediente  administrativo  para  hacer 
efectivo  el  descubierto  en  que  se  encontraba  don 
Matías  Posada,  coino  patrono  de  la  obra  pía  funda- 
da por  D.  Vicente  Rojas,  consistente  en  una  escuela 
de  primera  enseñanza  en  el  pueblo  de  Brez,  se  pasa- 
ron al  Juzgado  municipal  las  diligencias  practica- 
das por  la  Administración  para  que  las  completara, 
procediendo  por  la  via  de  apremio  contra  los  bienes 
del  deudor;  y  fallecido  éste,  D.  Matías  Gutiérrez 
acudió  al  Juzgado  como  acreedor  del  Posada,  so- 
licitando se  previniera  el  juicio  de  testamentaria, 
citando  para  ello  en  forma  á,  sus  herederos,  y  asi  se 
acordó.  Seguidos  los  procedimientos  de  este  juicio 
universal,  el  .Juzgado  mandó  librar  despacho  al  juez 
municipal  para  que  remitiera  las  actuaciones  que 
ante  el  mismo  se  practicaban  contra  los  bienes  del 
finado  Posada,  para  reintegrar  k  la  escuela  obra  pía 
del  pueblo  de  Brez,  A  fin  de  acumularlas  al  juicio  de 
testamentaría;  y  habiendo  tenido  lugar,  el  goberna- 
dor de  Santander  requirió  al  Juzgado  para  que  se 
inhibiera  de  conocer  en  las  diligencias  referentes  al 
patronato  de  Rojas.  El  juez  dictó  auto  declarándose 
competente,  y  elevados  al  Gobierno  los  anteceden- 
tes del  conflicto,  es  resuelto  k  favor  de  la  autoridad 
iudicial,  vistos  el  art.  8."  de  la  Inst.  de  27  de  Abril 
de  1875,  el  núm.  4.°  del  art.  161  déla  ley  de  Enj.  civil, 
por  los  fundamento»  siguientes: 

«Que  limitadas  las  facultades  del  protectorado  k 
hacer  que  se  cumpla  la  voluntad  del  fundador 


las 


cuestiones  que  surjan  para  hacer  efectivos  los  dere- 
chos que  nazcan  de  la  fundación  deben  ventilarse 
ante  los  Tribunales  del  fuero  común,  como  así  se  ha 
entendido  en  el  presente  caso,  al  solicitar  la  Junta 
local  de  Beneficencia  y  conceder  el  Gobierno  la  au- 
torización necesaria  para  hacer  las  reclamaciones 
consiguientes  A  tales  descubiertos  ante  los  Tribuna- 
les de  justicia.  .    ^ 

•  Que  el  juicio  de  testamentaria  es  de  los  univWsa- 
les,  que  atrae  k  si  todos  los  demás  que  se  refieran  k 
los  bienes  intervenidos,  y  en  tal  concepto  el  jaez 
pudo  decretar  la  acumulación  y  conocer  délos  dere- 
chos que  invoquen  los  que  reclaman  el  reintegro  á 
la  obra  pía.-  (E.  D.  1."  Abril  lb91.— Gac.  12  id.) 


I.— Concepto  de  la  Beneficencia. 
La  palabraBeneficeucia,  derivada  de.  las  dos 
latina.s  hene  faceré,  hacer  bien,  designa  la  ins- 
titución de  la  caridad  social  para  socorrer  A 
los  desvalidos  que  por  cualquier  accidente 
desgraciado  carecen  de  los  medios  indispensa- 
bles de  atender  A  su  subsistencia  ó  la  de  su 
familia  ó  de  curar  sus  dolencias  ó  enferme- 
dades. 

Los  publicistas  no  están  del  todo  conformes 
con  las  teorías  sobre  este  ramo  de  la  Admi- 
nistración, y  mientras  unos  sostienen  que  el 
Estado  tiene  el  deber  indeclinable  de  subve- 
nir directamente  á  las  necesidades  de  las  cla- 
ses de.svalidas,  ó  lo  que  es  igual,  que  éstas 
tienen  el  derecho  de  ser  mantenidas  k  costa 
del  Estado,  creen  otros  que  la  intervención 
del  Estado  en  este  asunto  no  pasa  de  ser  tm 
deber  moral,  imperfecto,  que  puede  dejar  de 
existir  en.  circunstancias  dadas.  No  vemos 
muy  distantes  entre  si  estas  dos  opiniones,  ni 
.creemos  que  sea  conveniente  empeñarse  en 
cuestiones  de  estegéuero:  aparte  de  las  teorías 


en  que  se  fundan  ciertas  escuelas  para  incli- 
narse á  lo  primero,  no  descubrimos  en  el  fondo 
motivo  de  contradicción,  y  no  vacilamos  en  re- 
conocer, que  la  Beneficencia  es  un  deber  per- 
fecto, un  deber  sagrado  de  la  sociedad  á  que 
no  podría  faltar  ésta  sin  desconocer  abierta- 
mente el  derecho  innato  en  el  hombre  de  en- 
contrar en  sus  semejantes  un  amparo  conti'a 
la  indigencia  y  la  desgracia.  Y  no  queremos 
decir  que  este  derecho  sea  igualmente  perfecto 
respecto  al  individuo,  como  lo  es  respecto  k  la 
colectividad  social,  que  bien  sabemos  que  el 
deber  de  caridad  es  individualmente  imperfec- 
to, por  más  que  la  religión  y  la  moral  le  reco- 
mienden tan  estrechamente.  Pero  si  esto  es 
indudable,  ¿podrá  decirse  lo  mismo  de  los  in- 
dividuos de  una  familia  para  con  esta  familia, 
y  de  los  miembros  del  Estado  para  con  el  Es- 
tado? No:  y  las  leyes  asi  lo  ti,enen  establecido. 
Han  reconocido  y  sancionado  respecto  de  la 
familia  el  deber  de  prestarse  alimentos,  que 
es  un  deber  de  Beneficencia;  y  han  reconocido 
y  sancionado  la  Beneficencia  pública  como 
una  de  las  cargas  más  preferentes  del  Munici- 
pio y  hasta  de  la  provincia  y  del  Estado. 

II.— Indicaciones  históricas  acerca  de  la  Beneficen- 
cia en  España:  Legislación  por  que  se  rige  ac- 
tualmente. 

El  pensamiento  de  fundar  establecimientos 
permanentes  de  Beneficencia  y  su  realización, 
dice  Balmes  \  corresponde  á  la  Iglesia.  Y  en 
efecto,  la  Beneficencia  como  institución  pii- 
biica,  en  absoluto  desconocida  antes  de  Jesu- 
cristo, nace  y  se  difunde  cuando  el  Evangelio, 
derramando  sobre  el  mundo  el  inefable  tesoro 
de  sus  doctrinas,  abrió  en  la  humanidad  los 
fecundos  gérmenes  de  la  caridad  cristiana.  La 
palabra  de  Jesús,  produciendo  como  un  des- 
bordamiento de  caridad  sobre  los  miserables  -, 
inspira  la  idea  de  la  verdadera  hospitalidad 
que  se  ejerce  en  favor  de  los  seres  débiles  que 
la  antigüedad  oprimía  ó  destruía.  Entonces  se 
erigen  hospitales,  se  fundan  Ordenes  hospita- 
larias, el  número  de  las  instituciones  caritati- 
vas iguala  al  de  nuestras  miserias,  y  los  niños 
expósitos,  los  huérfanos,  los  enfermos,  los  po- 
bres, los  ancianos  tienen  su  asilos  ^.  Favore- 
cieron y  fomentaron  las  fundaciones  benéficas 
los  Concilios  y  los  Pontífices,  y  en  el  siglo  i.x 
aparecen  ya  establecidos  para  todas  las  enfer- 
medades hospitales  especiales  ''  y  gran  número 


•  El  Protestantismo  comparado  con  el  Catolicis- 
mo  Cap.  XXXIII. 

■'     Chateaubriand.  El  Genio  del  Cristianismo. 

3    La  Historia  de  la  Humanidad,. i.i07'  Laurent. 

"  Fernández  Iglesias,  La  Beneficencia  en  España. 
iladrid,  ISlti. 
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de  albcrg'uerias  en  las  soledades  para  recoger 
Á  los  peregrinos,  objeto  de  especial  solicitud  y 
amparo. 

Los  árabes  no  sólo  respetan  estas  casas  de 
caridad  ó  misericordia,  sino  que  fundan  otras 
A  su  semejanza,  y  las  diferentes  Ordenes  reli- 
g'iosas  que  se  crearon  desde  el  sig-lo  ix  para 
socorros  de  desvalidos  y  rescate  de  cautivos, 
contribuyen  íi  la  creación  de  nuevos  asilos  de 
Beneficencia,  siendo  también  parte  para  ello 
Ja  aparición  de  la  lepra  y  del  fuego  de  San 
Antón  y  de  otras  enfermedades  epidémicas. 
A  consecviencia  de  la  mala  administración  y 
de  haberse  convertido  en  militares  algunas 
Corporaciones  religiosas,  decreció  algún  tan- 
to en  la  Edad  Media  el  espíritu  de  crear  nue- 
vas casas  de  caridad,  de  que  sin  embargo  no 
se  olvidaban  nuestras  leyes;  y  las  de  Partida 
consignaron  que  eran  asilos  religiosos  los  hos- 
pitales  é  las  alheryíierías  que  facen  los  ornes 
para  recibí)'  los  pobres,  é  las  otras  casas  que 
ííon  fechas  para  facer  en  ellas  cosas  é  obras  de 
piedad.  Este  espíritu,  sin  embargo,  volvió  ¡I 
reanimarse  con  motivo  de  los  cismas,  que  sa- 
bido es  produjeron  el  buen  efecto  de  avivar 
más  y  más  el. celo  religioso;  y  correg-idos  alg'u- 
nos  abusos  por  el  Santo  Concilio  de  Trentn, 
no  es  extraño  que  á  favor  de  la  facilidad  de 
amortizar  bienes,  se  construyesen  nuevos  hos- 
picios y  hospitales  y  se  aumentasen  las  rentas 
de  los  pobres  '. 

Asi  continuaron  las  cosas  hasta  el  tiempo  de 
Carlos  III,  que  dio  grande  impulso  á  la  Bene- 
ficencia pxiblica,  creando  en  la  corte  diputa- 
ciones de  caridad  y  nombrando  una  Junta  ge- 
neral del  ramo. 

En  el  reinado  de  Carlos  IV  la  mala  adminis- 
tración y  la  injusticia  con  que  se  puso  mano 
en  tiempo  de  Godoy  sobre  los  bienes  de  la  Be- 
neficencia particular,  la  resintieron  g'rande- 


*  Son  muchos  los  establecí niicnt os  de  Beneficencia  que 
se  conocían  en  España  á  principios  del  presente  siglo, 
pnes  apenas  había  una  ¿población  de  importancia  que  no 
tuviese  uno,  dos  ó  más,  con  las  denominaciones  de  hospi- 
tales, hospicios,  casas  de  caridad,  casas  de  misericordia, 
casas  de  refugio,  casas  de  desainjni7-ado3,  casas  de  reco- 
gidas, casas  de  mujeres  grávidas,  casas  de  arrepentidas, 
casas  de  convalecencia,  casas  de  niñas  hurrfanas,  beate- 
ríos, etc.  Los  ¡lay  antiquísimos,  como  el  de  Santa  Marta, 
de  la  Pía  limosna,  de  Barcelona,  fundado  en  l:iOH;  el  de 
Santa  Cruz,  de  la  misma  ciudad,  en  1401 ;  el  de  Nuestra 
Señora  de  Gracia,  de  Zaragoza,  en  142.'',;  el  de  Cervera 
de  Cataluña,  en  138!);  el  de  Santiago  de  Compostela,  en 
1492;  el  de  Madrigal,  de  Avila,  en  1443.  Los  demñs,  que 
repetimos,  abundan  en  todas  las  capitales,  son  funda- 
ciones de  los  siglos  XVI  y  siguientes,  y  especialmente 
del  X  VIII. 

Por  su  riqueza  y  magniftcencia  llamaban  la  atención  el 
de  Nuestra  Señora  de  Gracia,  de  Zaragoza,  el  de  Sa7i- 
iiago,  la  casa  de  misericordia  de  Vitoria  y  el  hospicio  de 
Jaén.  La  renta  de  Nuestra  Señora  de  Gracia,  que  siem- 
pre ha  sido  tan  notable,  ascendía  á  un  milliin  de  reales 
próximamente,  y  todavía  tenia  que  cubrir  un  déficit  de 
cerca  de  200.000  rs. 


mente,  y  el  descuido  con  que  el  poder  civil  la 
miraba,  auxiliado  por  la  índole  misma  de  las 
fundaciones  complexasy  heterogéneas,  favore- 
ció la  incuria  cuando  no  la  codicia  de  los  pa- 
tronos y  dio  frecuente  ocasión  para  que  se  con- 
virtiera en  peculio  de  la  avaricia  aquel  pingüe 
legado  de  la  caridad. 

Los  legisladores  de  Cádiz  (art.  321  de  la 
Const.  de  1812)  pusieron  los  establecimientos 
de  Beneficencia  á  cargo  de  los  Ayuntamien- 
tos, principio  que  se  desenvolvió  en  el  D.  de  2;! 
de  Junio  de  1813;  pero  constituido  otro  régi- 
men á  la  vuelta  de  Fernando  VII  en  1814, 
quedaron  anulados  todos  los  actos  de  aquellas 
Cortes.  En  1820  se  restableció  la  Constitución 
y  se  sancionó  la  ley  desvinculadora  que  pro- 
hibía A  las  manos  muertas  adquirir  bienes  rai- 
ces; y  en  la  misma  época  (1822),  se  formó  un 
importante  reglamento  de  Beneficencia  que 
.  establecía  .Juntas  del  ramo  en  todas  las  Muni- 
cipalidades, y  acordaba  á  la  vez  otras  mejoras 
de  interés;  pero  también  fué  anulado  todo  esto 
en  el  cambio  ocurrido  en  1823. 

Por  Real  cédula  de  2  de  Abril  de  1829,  mi- 
rando, sin  duda,  á  que  se  desatendía  el  cum- 
plimiento de  las  fundaciones  piadosas  que 
fknto  abundan  en  Andalucía,  se  creó  un  Tribu- 
nal privativo  de  los  patronatos  de  legos,  fun- 
dados en  el  territorio  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, y  se  le  encomendó  el  conocimiento  de 
sus  incidencias  y  dependencias  en  lo  guber- 
nativo y  contencioso,  con  inhibición  de  toda 
otra  autoridad.  Este  Tribunal  fué  suprimido 
tan  luego  como  prevalecieron  las  buenas  doc- 
trinas sobre  distribución  de  poderes,  creándo- 
se en  las  mismas  provincias  Inspecciones  y 
Secciones  dotadas  con  los  fondos  del  ramo. 

Restablecido  en  1836  el  sistema  constitucio- 
nal, se  dio  fuerza  al  importante  Reg.  de  Bene- 
ficencia do  1822,  que  en  si  solo  envolvía  todo 
un  sistema;  y  aunque  hoy  no  cabe  afirmar  que 
esté  derogado  en  todas  sus  partes,  es  lo  cierto 
que  muchas,  la  mayor  parte  de  sus  disposicio- 
nes, carecen  de  aplicación  después  de  la  ley  de 
20  de  Junio  de  1849,  del  reglamento  para  su 
ejecución  de  14  de  Mayo  de  18.")2  y  de  las  ins- 
trucciones vigentes  de  1875  y  1885. 

En  22  de  Abril  de  1873  se  publicó  uua  im- 
portante instrucción  organizando  los  servicies 
de  la  Beneficencia  y  dictando  reglas  para  los 
establecimientos  benéficos  de  carácter  gene- 
ral, destinados  á  enfermedades  agudas  ó  cró- 
nicas, á  dementes,  A  ancianos  válidos  ó  invá- 
lidos, A  expósitos,  á  la  educación  de  huérfa- 
nos, etc.;  y  poco  después,  por  decreto  de  30  do 
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Diciembre  del  propio  año,  otra  no  menos  nota- 
ble para  el  ejercicio  del  protectorado  del  Go- 
bierno eu  el  ramo  de  la  Beneficencia. 

Este  último  decreto-instrucción— que  luego 
se  refundió  en  la  de  27  de  Abril  de  1875,  rom- 
piendo con  el  funesto  sistema  de  las  reformas 
parciales— reunió  en  un  cuerpo  todo  lo  vigen- 
te en  la  materia,  definió  eu  términos  clavos  y 
precisos  la  Beneficencia  particular,  sus  con- 
diciones y  privilegios,  el  protectorado,  las  fa- 
cultades que  implica  y  los  funcionarios  que  lo 
ejercen;  y  aX  patronazgo,  sus  derechos  y  obli- 
gaciones, y  las  responsabilidades  que  impone; 
dictando  reglas  generales  y  particulares  de 
procedimiento  en  las  diferentes  y  delicadas 
controversias  que  pueden  suscitarse.  Como  en 
su  preámbulo  se  declaró,  el  decreto  citado 
llenó  bastantes  vacios;  reunió  muchas  decla- 
raciones dispersas;  evitó  no  pocas  contradic- 
ciones, é  impidió  la  confusión  que  la  priVctica 
evidenciaba  sin  cesar.  Respetó  la  ley,  aprove- 
chó las  indicaciones  de  la  ciencia,  confirmó  las 
declaraciones  de  los  Tribunales  y  secundó  las 
enseñanzas  de  la  príictica. 

La  ley  de  20  Junio  1849,  la  Inst.  de  27  Abril 
1875  reiativa  al  ejercicio  del  protectorado  del 
Gobierno  eu  la  Beneficencia,  parcialmente  mo- 
dificada por  el  R.  D.  de  11  Marzo  1890,  y  la  de 
27  Enero  1885  para  la  organización,  régimen, 
gobierno  y  administración  superior  de  los  es 
tablecimientos  de  Beneficencia  general,  cons- 
tituyen principalmente  la  legalidad  vigente  en 
la  materia,  sin  contar  las  disposiciones  que  es- 
pecialmente reglamentan  determinados  orga- 
nismos comprendidos  en  el  concepto  de  esta- 
blecimientos de  la  Beneficencia  general. 

III.— La  Beneficencia  en  España  á  principios  de  si- 
glo y  su  estado  actual.  La  Beneficencia  pro- 
vincial como  está  atendida 

Con  la  sobriedad  y  elocuencia  que  caracte- 
rizan sus  escritos,  el  ilustre  Olózaga  descri- 
bió la  situación  de  la  Beneficencia  particu- 
lar en  España  h  principios  de  este  siglo,  con 
ocasión  de  un  informe  que  le  encomendara  la 
Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas, 
acerca  del  Manval  del  vixitador  del  pobre,  por 
Doña  Concepción  Arenal  '.  Empieza  Olózaga 
por  afirmar  que  tal  situación  era  peor  aún  que 


la  de  los  demás  ramos  de  la  Administración  pii- 
blica,  que  es  cuanto  es  posible  decir— añade— 
para  encarecer  su  lastimoso  atraso  y  su  com- 
pleto abandono;  y  dice  luego: 

«Acaso  no  habia  en  Europa  ninguna  nación 
que  pudiese  competir  con  la  nuestra  en  la  ri- 
queza y  aun  en  la  opulencia  con  que  fueron 
en  lo  antiguo  dotados  nuestros  hospitales,  hos- 
picios y  toda  clase  de  establecimientos  piado- 
sos. La  caridad  de  los  españoles,  que  era  una 
de  las  más  nobles  prendas  de  nuestro  carác- 
ter, nuestro  ferviente  espíritu  religioso  que 
tan  felizmente  se  hermanaba  con  ella,  y  nues- 
tras flotas  de  América,  concurrían  de  consuno 
á  aumentar  las  antiguas  fundaciones  y  á  crear 
otras  nuevas,  muchas  veces  más  allá  de  lo  que 
'  aconsejaba  la  conveniencia  en  algunas  partes, 
dejando  en  otras  de  atender  á  lo  que  era  ne- 
cesario. A  esta  falta  de  difícil  remedio,  aun- 
que no  por  eso  menos  sensible,  se  agregaba 
en  general  el  vicio  orgánico  y  esencial  de  es- 
tas fundaciones,  el  de  las  manos  á  que  se  en- 
comendaba su  administración,  sin  que  tuvie- 
ran que  temer  una  inspeccióu  eficaz  y  mucho 
menos  una  verdadera  fiscalización.  Agrcgvie- 
se  á  esto  la  disminución  do  nuestras  rentas 
por  las  vicisitudes  de  los  tiempos  y  por  conse- 
cuencia de  la  disminución  del  valor  del  dine- 
ro, y  no  se  extrañará  que  viniese  á  menos,  y 
aun  que  desaparecieran  las  más  sólidas  fun- 
daciones. Sin  embargo,  se  conservaba  la  idea 
de  su  riqueza;  pasaba  como  verdad  que  los  po- 
bres en  España  nadan  con  un  derecho  ea  su 
miseria  á  disfrutar  de  las  más  pingües  rentas 
destinadas  á  cubrir  todas  sus  necesidades,  y 
nadie  se  cuidaba  de  aumentar  un   tesoro  qtie 
se  creía  inagotable.  No  es  esto  decir  que  las 
almas  virtuosas,  en  aquellos,  como  en  todos 
tiempos,  no  se  apresurasen  á  socorrer  y  á  con- 
solar á  los  necesitados  y  á  los  afligidos  de  que 
tuvieran  noticia;  pero  no  se  había  pensado  en  ■ 
organizar  la  caridad,  ni  se  había  creído  que 
la 'Beneficencia  pública  necesitaba  semejante 
auxiliar.   El  público   veía  inmensos  edificios 
destinados  para  asilo  de  los  desvalidos  y  para 
la  curación  de  los  enfermos,  y  cuando  nada  se 
publicaba  y  nada  se  sabia  de  lo  que  pasaba  en 
el  interior^  de  ellos,  y  ninguna  participación 
tenía  ni  podía  tener  en  ningún  ramo  de  la  ad- 
ministración, creía,  sin  duda,  si  acaso  se  le 
ocurría  pensar  en  esto,  qiie  unos  y  otros  esta- 
rían bien  asistidos.  Los  que  lo  estaban,  por 
lo  común,  eran  los  directores  ó  administrado- 
res, V  hasta  tal  punto  algunos  de  éstos,  que 
ocupaban  ellos  solos  los  establecimientos  qu? 
debían  dirigir',  y  consumían  todas  sus  reu- 


1  M  Manual  de  doña  Concepción  Arenal,  premiado 
por  la  Academia  en  aquella  actualidad,  dice  el  Sr.  Olóza- 
ga, es  un  profundo  estudio  de  la  pobreza,  dirigido  á  ense- 
ñarnos los  deberes  que  para  con  ella  tenemos;  lleno  de  má- 
ximas moralei  y  de  sublimes  ideas,  en  el  cual  se  conside- 
ra al  votre  bajo  todos  sus  aspectos,  cuando  es  niño, 
■  cuando  es  anciano,  cuando  está  enfermo;  en  su  casa 
y  en  la  cárcel,  en  sus  desgracias  y  en  sus  vicios.  Se 
re/Tejan  en  él  los  destellos  de  una  razón  superior  y  lleva 
unidas  la  profundidad  y  la  originalidad  de  petisainiento 


con  la  ternura  y  delicadeza  del  sentir  y  aquella  difícil  fa- 
cilidad de  expresar  todo  lo  que  se  siente. 

¡Qué  podríamos  añadir  nosotros  ni  juicio  que  mereció  al 
ilustre  académico  el  libro  de  dona  Concepción  Arenalf 

'  Desgraciadamente  es  algo  frecuente  eso  que  lamenta 
el  Sr.  Oiózaga.  Asilo  hay  en  Madrid,  para  el  cual  se  ha 
levantado  de  nueva  planta  magnifico  edi/lcio,  y  los  pisos 

principales  están  dedicados  á Para  los  asilados  se 

destinaron  por  mucho  tiempo  los  sótanos,  y  al  pn,  aten- 
diendo justisinM  reclamación,  ascendieron  á  los  entre- 
suelos Forma  notable  contraste  con  este  incalí flcable  alm- 
solo  que  en  otro  lugar  nos  dice  Olózaga  hablamlo  del 
hospital  de  Cartagena,  donde  el  principio  fundamental, 
consignado  en  los  estatutos  de  aquella  santa  casa,  es  de- 


BENEFICENCIA. 


101 


tas,  sin  que  fueran  parte  á  impedirlo  el  celo  y 
la  virtud  ejemplar  de  tantas  personas  nobles  y 
distinguidas  como  por  su  caridad  ó  por  comi- 
sión que  se  les  diera,  se  consagraban  á  vigi- 
larlos y  á  hacer  todo  el  bien  posible  á  los  aco- 
gidos. 

Por  más  extraño  que  esto  parezca,  podrían 
citarse  de  ello  muchos  ejemplos.  Como  mues- 
tra, aunque  en  pequeño,  citaremos  uno.  Ha- 
bla en  la  calle  de  Toledo,  y  muy  cerca  de  la 
puerta  de  este  nombre,  un  albergue  de  pere- 
grinos, y  como  en  este  siglo  es  cosa  verdade- 
ramente peregrina  tropezar  con  algunos  que 
merezcan  este  nombre,  quiso  la  autoridad 
averiguar  si  se  distraían  sus  fondos  en  alber- 
gar á  otra  clase  de  gentes.  Ociirrió  esto  en  el 
año  1835.  El  administrador  que  allí  vivía  ha- 
bía sido  nombrado  en  1808,  y  resultó  probado 
que  desde  aquella  fecha,  cuando  menos,  nadie 
absolutamente,  ni  peregrino,  ni  vecino,  habla 
sido  acogido  en  aquel  asilo,  que  so  cerró  in- 
mediatamente como  se  han  cerrado  otros  mu- 
,  chos.  Entre  otros,  merece  citarse  un  hospital 
para  estudiantes  que  habla  en  Alcalá,  donde 
nadie  habla  conocido  un  estudiante  enfermo. 
Tenia  buenas  rentas  y  recibiaademás  unacon- 
signación  de  la  Universidad,  de  modo  que  el 
administrador  ó  patrono  podia  pasar  muy  re- 
¿•alada  vida.  Se  cerró  también  el  propio  año, 
y  las  rentas  de  estos  aparentes  establecimien- 
tos sirvieron  para  otros  verdaderos  y  muy  im- 
portantes de  Beneñcencia. 

Asi  se  han  ido  centralizando  los  fondos  do 
ésta,  que  serán  inmensos,  si  logran  descubrirse 
todos;  y  las  leyes  hechas  en  Cortes  han  intro- 
ducido útiles  y  transcendentales  reformas,  y 
autoridades  ¡nuy  celosas  se  han  distinguido 
justamente  en  mejorar  alg'unos  establecimien- 
tos muy  importantes  que  casi  siempre  hablan 
estado  muy  mal  dirig'idos.» 

Aunque  la  Beneficencia  particular  ha  mejo- 
rado mucho  desde  que  el  insigue  estadista  for- 
muló la  dura  critica  qxie  dejamos  transcrita, 
aún  existeu  bastantes  abusos  que  corregir  en 
ella;  todavía  hay  innumerables  fundaciones 
cuyos  bienes  están  siistraídos  á  la  benéfica 
aplicación  que  les  dieron  los  instituidores,  y 
aún  entre  las  oficialmente  conocidas  quedan 
muchas,  respecto  de  las  cuales  se  hace  nece- 
saria la  intervención  del  protectorado,  y  haría 
el  Gobierno  un  gran  beneficio  á  la  causa  pú- 
blica si  llevase  á  efecto,  sin  consideración  de 
ninguna  especie,  la  clasificación  de  los  esta- 
blecimientos existentes,  no  consintiendo  que 
algunos,  que  todavía  son  considerados  como 
particulares,  continúen  siéndolo,  pomo  reunir 
las  condiciones  que  provienen  el  art.  1."  déla 
ley  de  1!^49  y  el  55  de  la  instrucción  de  27  de 
Abril  de  1885,  en  cuyo  caso  hau  de  eucontrar- 


clarar  qitfi  los  señores  de  ella  son  los  enfermos;  el 
cual  es  fielmente  ohsevi'íulo  por  todos  los  emplearlos,  que 
se  consideran,  y  de  hecho  son,  sus  asiduos  i/  cariilusos  ser- 
vidores. 


se  muchos  que  pudieran  convertirse,  con  grau 
provecho  de  los  pobres,  en  hospitales  de  dis- 
trito ó  en  casas  de  Beneficencia  municipal,  ó 
servir  sus  rentas  para  aumentar  las  de  ésta  y 
la  provincial,  sacando  dichos  institutos  de  ma- 
nos que,  no  sólo  no  pueden  dirigirlos  al  obje- 
to filantrópico  de  su  fundación,  sino  que  ni  si- 
quiera los  administran  con  la  integridad  y  pu- 
reza debida,  ó  con  el  celo  y  prudencia  que  se- 
rian convenientes.  La  ley,  el  reglamento  y  las 
instrucciones  de  1875  y  1885  son  bastantes  con 
sus  acertadas  y  previsoras  disposiciones,  rigu- 
rosamente cumplidas,  aponer  remedio  al  mal 
que  Iwiientamos  '. 

Cuanto  á  la  Beneficencia  general  y  provin- 
cial, la  actual  legislación  no  ha  descuidado 
nada,  y  para  toda  clase  de  infortunio  hay  crea- 
dos asilos  correspondientes;  pero  todavía  su 
aplicación  es  tan  incompleta,  principalmente 
respecto  á  las  casas  de  misericordia  de  índole 
provincial  y  á  las  de  impedidos  y  decrépitos 
consideradas  como  g'enerales,  que  extraña, 
después  de  haber  leido  la  ley  y  el  reglamento, 
cómo  todavía  se  oyen  por  los  sitios  públicos 
los  lamentos  do  tanto  mendigo  sin  acog'er,  y, 
lo  que  es  más  repug-nanto,  de  tantos  míseros 
tullidos  enseñando  sus  miembros  lacerados,  ó 
la  falta  de  ellos,  ó  las  heridas,  muchas  veces 
abiertas  con  objeto  de  excitar  la  caridad  ó  la 
compasión.  Y  esto  en  la  corte,  donde  hay  mul- 
titud de  asilos  benéficos,  entro  ellos  los  de  San 
Bernardino,  El  Pardo  y  los  de  incurables  de 
ambos  sexos. 

De  nada  sirve,  pues,  el  formar  buenas  leyes 
si  luego  su  aplicación,  cuando  menos,  ha  de 
ser  muy  remota.  Por  eso  seria  muy  convenien- 
te que  en  el  presupuesto  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  se  destinase  un  crédito  principal- 
mente á  remediar  estas  uece.sidades,  con  lo 
cual  se  cumplirían  las  laudables  prescripcio- 
nes de  la  ley  estableciéndose  hasta  el  número 
de  las  seis  casas  de  locos,  dos  de  ciegos,  dos 
de  sordomudos  y  las  tau  necesarias  diez  y 
ocho  de  imposibilitados  que  marca  el  regla,- 
mento  de  Beneficencia  '•';  y  que,  mejorando 


'  Se  ha  hecho  yaalt/o,  como  decimos,  sobre  todo  en  los 
últimos  años;  pero  falta  mucho  por  hacer.  Con  un  gran 
espíritu  de  justicia,  sin  consideración  deningún  género  ni 
á  ninguna  clase  de  personas,  aunque  sean  de  esas  que  sue- 
len hacerse  valer  jior  su  infltiencia  en  las  luchas  politi- 
CrtS...,  debe  el  Gobierno  continuar  la  obra  comenzada  has- 
ta lograr  que  sean  convenientemente  adiiütii^l rudos  los 
bienes  y  rentas  de  todas  clases  que  tienen  síí  destino  d 
cualquiera  de  las  variadas  atenciones  de  la  Beneficencia 
pública. 

■^  Al  cabo  de  la.ntos  años  sólo  se  han  aplicado  al  objeto 
el  hospital  del  ¡leii  de  Toledo,  y  Ion  de  ./esüs  Nazareno  ¡/ 
Nuestra  Señora  del  Carmen,  de  Híiutrid;  hallándose  de 
tal  manera  desa)uparada  esta  clase,  tau  ¡merecedora  de 
lástima  y  de  socorro,  que,  como  hetuos  dicho,  los  infelices 
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además  los  establecimientos  existentes,  pro- 
curara el  mismo  Ministerio  inculcar  á  las  au- 
toridades de  las  provincias  la  necesidad  im- 
prescindible de  dotar  á  cada  una  de  éstas  de 
hospitales  de  distrito  y  de  las  casas  de  miseri- 
cordia que  sean  indispensables  para  aliviar  en 
ellas  A  la  humanidad  doliente. 

Pero  respecto  de  \íís  provincias,  otras  medi- 
das son,  sin  embargo,  más  urg-eutes  que  la  de 
completar  la  dotación  de  sus  establecimientos, 
cou  ser  esto  de  necesidad  evidente;  las  enca- 
minadas ;l  moralizar  la  administración  escan- 
dalosa y  abusiva  de  los  fondos  destinados  á 
tan  preferente  atención.  Si  el  estado  d*la  Be- 
neficencia particular  á  principios  del  siglo  ins- 
piró á  Olózaga  las  elocuentes  frases  que  deja- 
mos copiadas,  el  abandono  deplorable  en  que 
actualmente  se  hallan  las  atenciones  provin- 
ciales déla  Beneficencia,  no  ha  podido  menos 
de  alarmar  y  preocupar  intensameute  á  uno 
de  nuestros  estadistas  contemporáneos,  inci- 
tándole á  preparar  el  oportuno  remedio.  He 
aquí  en  qué  sentido  se  expresa  el  informe  emi- 
tido en  30  de  Septiembre  de  1891  sobre  la  re- 
forma de  las  leyes  provincial  y  municipal,  pre- 
parada por  D.  Francisco  Silvela  ': 

«Las  atenciones  de  Beneficencia,  que  repre- 
sentan por  si  solas  muy  cerca  de  la  cuarta 
parte  de  la  cifra  total  de' los  ga.stos  en  los  pre- 
supuestos provinciales,  se  hallan  en  la  gene- 
ralidad de  las  provincias  por  tal  manera  des- 
cuidadas, que  con  harta  frecuencia-suele  darse 
el  caso  de  hospitales  careciendo  hasta  de  caldo 
para  sus  enfermos  y  no  pocos  que  arrastran 
trimestres  y  años  enteros  de  atrasos  en  sus  dé- 
bitos más  sagrados.  Penuria  que  contrasta 
con  el  puntual  y  cuantioso  pago  de  las  dietas 
de  asistencia  á  los  vocales  de  la  Comisión  pro- 
vincial, cuya  cifra  de  dietas  ha  llegado  4  figu- 
rar en  algún  presupuesto  cou  importe  inavor 
que  el  que  pudiera  corresponder  á  la  asisten- 
cia de  todos  los  vocales  de  la  Comisión  en  to- 
dos y  cada  uno  de  los  dias  del  año,  sin  excep- 
tuar un  solo  dia  festivo.  Asi  se  producen  los 
tristes  ejemplos  de  sesiones  celebradas  por 
una  Comisión  provincial,  no  más  que  para 
acordar  un  ingreso  en  hospital  ó  asilo,  y  de- 
vengando por  ella  sus  vocales  125  ó  más^pese- 
tas  de  asistencia,  mientras  que  se  liquida  lue- 
go el  presupuesto  del  año  sin  que  dicho  esta- 
blecimiento de  Beneficencia  haya  percibido 
los  créditos  consig-nados  para  siis  atenciones 
más  precisas. 

Y  no  es  menester  añadir,  por  ser  abuso  to- 
davía más  notorio,  que  en  poder  de  las  Dipu- 
taciones provinciales,  directamente  apremia- 


imposibüitadi/s  son  los  que  forman  el  mayornúmero  de 
mendigos,  y  á  los  decrépitos  los  vemos  morirse  de  ham- 
bre, si  no  hay  almns  caritativas  que  les  socorran. 

*  Proyecto  de  reforma  de  las  leyes  municipal  y 
provincial,  JS.'il.  2\'os  ocuparemos  de  este  proyecto  im- 
portante en  Gobierno  y  administración  de  las  pro- 
vincias. 


das  por  los  compromisos  é  influencias  locales, 
se  ha  desvirtuado  el  ramo  de  Beneficencia,  en 
términos  que  sus  establecimientos  y  fundacio- 
nes más  parecen  destinadas  á  la  colocación  de 
numeroso  plantel  de  empleados  que  al  soco- 
rro de  los  pobres  y  desvalidos  en  e)  sentido  le- 
gal, resultando  instituciones  de  Beneficencia 
más  bien  para  sus  empleados  que  para  sus 
asilados.» 

IV.— Juntas  de  Beneficencia. 

Bajo  tres  diferentes  aspectos  consideró  la 
ley  de  1822  la  Beneficencia  pública:  ó  como 
dispensada  por  el  Estado,  ó  por  la  provincia, 
ó  por  el  Municipio.  Por  eso  empezó  por  crear 
tres  clases  de  Juntas:  una  general  cou  residen- 
cia en  la  capital  de  la  Nación,  otra  en  cada 
una  de  las  capitales  de  provincia  y  otra  en  los 
distritos  municipales  que  tengan  algún  esta- 
blecimiento benéfico,  ó  donde  lo  exijan  las 
conveniencias  del  servicio.. Fueron  suprimi- 
das en  4  de  Noviembre  y  17  de  Diciembre  de 
1868,  refundiéndose  los  facultades  de  la  gene- 
ral en  el  Ministerio  de  la  Gobernación  y  Direc- 
ción general  del  ramo;  pero  las  provinciales  y 
municipales  se  restablecieron  por  D.  de  30  da 
Septiembre  de  1873.  La  organización  y  atribu- 
ciones de  estas  Juntas  se  determinan  princi- 
palmente en  el  R.  D.  de  27  de  Abril  de  1875  y 
R.  D.  de  11  de  Marzo  de  1890. 

Como  auxiliares  del  Gobierno  y  de  las  Cor- 
poraciones provinciales  y  municipales,  la  ley 
admite  en  Madrid  y  en  otras  poblaciones  Jun- 
tas de  señoras  que  vigilen  y  cuiden  de  los  asi- 
los de  maternidad,  de  expósitos,  de  huérfanos 
y  recogidas  y  de  otros  institutos  benéficos  ';  y 
también  reconoce  Juntas  de  parroquia  ó  de 
barrio  en  las  grandes  poblaciones,  nombradas 
por  las  municipales,  con  aprobación  del  Ayun- 
tamiento ó  del  alcalde  presidente,  y  se  encar- 
gan principalmente  de  la 'Beneficencia  domi- 
ciliaria, dando  cuenta  de  los  auxilios  recibidos 
y  de  su  distribución,  sobre  cuyo  particular 
pueden  consultárselas  disposiciones  indicadas 
en  el  sumario,  palabra  Juntas. 

En  las  Juntas  de  Beneficencia,  más  que  la 
discusión  debe  ser  la  acción  la  que  domine: 
siendo  su  misión  el  socorro  de  la  indigencia  y 
el  alivio  de  las  desgracias,  llegar  á  este  objeto 
por  el  camino  más  fácil  y  corto,  sin  necesidad 
de  empleados,  ó  con  los  menos  que  sea  posible, 
debe  ser  todo  su  constante  esmero.  Para  tan 
humanitarias  tareas  basta,  pues,  una  firme  y 
decidida  voluntad;  bastan  la  prudencia  y  la 


1  La.  Junta  de  Madrid  se  creó  por  It.  D.  de  27  Abril 
Í875,  que  deterinina  su  composición  y  atribuciones,  las 
cuales  se  han  ampliado  por  el  a7't.  e."  de  la  Inst.  de  27 
Enero  1885.  Las  Juntas  provinciales  de  señoras  deben  su 
creación  al  E.  D.  de  17  Julio  1884. 
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práctic<a  en  los  asuntos  locales,  sin  necesidad 
de  ostentar  erudición  en  estériles  controver- 
sias. 

Las  Juntas  deberán  celebrarse  en  un  sitio 
público,  como  la  Casa  Consistorial  ó  algn'in  es- 
tablecimiento de  Beneficencia,  etc.,  y  allí  de- 
berán establecerse  la  Secretaría,  el  Archivo  y 
las  demás  dependencias  que  sean  necesarias. 

Sobre  incompatibilidad  de  cargos,  está  re- 
suelto que  la  haj'a  entre  el  cargo  de  vocal  de 
las  Juntas  con  ciialquiera  destino  de  las  mis- 
mas, ó  de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia, y  también  entre  los  cargos  de  vocales  de 
las  Juntas  municipales  y  las  provinciales.  Hay, 
por  tanto,  incompatibilidad  entre  el  cargo  de 
vocal  en  estas  Juntas  y  el  de  la  de  patronos,  y 
el  de  director  y  administrador  y  representan- 
te de  fundaciones  benéficas. 

V.— Modos  de  ejercer  la  Beneficencia. 

La  Beneficencia  pública  se  ejerce  eu-  gene- 
ral de  dos  maneras: 

1.*  Socorriendo  en  su  casa  al  indigente  que 
á  causa  de  un  infortunio  ó  con  motivo  de  no 
tener  trabajo,  no  se  encuentra  con  medios  de 
subsistir;  ó  bien  asistiéndole  también  en  casa 
durante  sus  enfermedades,  y  suministrándole, 
á  par  que  los  alimentos,  la  asistencia  facul- 
tativa y  medicinas  que  necesitaren:  Esto  es  lo 
que  se  llama  Beneficencia  domiciliaria. 

2.'^  Acogiendo,  alimentando,  educando  y 
curando  á  los  indigentes  en  los  diversos  esta- 
blecimientos que,  según  las  circunstancias  de 
los  necesitados,  se  han  creado  para  aliviar  sus 
infortunios. 

La  1.''  es  dispensada  siempre  por  las  Juntas 
municipales  y  constituye  la  parte  más  impor- 
tante de  la  Beneficencia  pública.  Y  en  la  2.=^ 
también  intervienen  siempre  las  Juntas  muni- 
cipales, las  cuales,  si  los  males  que  se  quieren 
remediar  no  son  momentáueos  ó  pasajeros, 
trasladan  los  acogidos  á  los  establecimientos 
provinciales  para  su  curación  y  sostenimiento, 
si  corresponde  á  ellos,  ó  para  que  pasen  á  los 
establecimientos  generales. 

VI.— Beneficencia  domiciliarla. 
Su  concepto:  Ventajas  é  inconvenientes. — 

La  Beneficencia  domiciliaria,  como  ya  hemos 
indicado,  se  presta,  ó  socorriendo  á  los  que  no 
tienen  ^medios  de  proporcionárselos  alimentos 
por  cualquier  motivo,  lo  que  llamaremos  dar 
socorros  á  domicilio,  ó  curándolos  á  la  par 
cuando  están  enfermos,  que  es  lo  que  se  deno- 
mina líDspitalidad  domiciliaria. 

No  es  posible  hallar  términos  bastantes  con 


que  encarecer  los  consuelos  que  derrama  y  los 
grandes  resiiltados  que  produce  la  Beneficen- 
cia domiciliaria,  cuando  se  practica  con  cari- 
tativo-celo  como  la  ley  demanda. 

Su  idea  es  buscar  al  menesteroso  en  su  pro- 
pia casa  y  facilitarle  en  ella  los  socorros  en  es- 
pecie que  necesita  para  hacer  fronte  á  sus  ne- 
cesidades, sin  separarle  de  la  familia,  sin  pri- 
varle de  los  oficios  cariñosos  que  ésta  puede 
prestarle  y  de  los  consuelos  del  hogar  que  tan- 
to valen  y  que  dificilmente  pueden  dispensar 
los  establecimientos  oíiciales.  Por  lo  mismo  ha 
sido  unánime  la  opinión  eu  manifestar  su  pre- 
ferencia por  este  medio  de  ejercer  la  Benefi- 
cencia. La  ley  de  1822  llamó  á  las  Juntas  en- 
cargadas de  practicarla,  el  resorte  principal 
del  sistema  de  Beneficencia  (art.  24),  y  dispu- 
so que  sólo  fueran  conducidos  á  las  casas  de 
socorro  los  que  no  pudieran  ser  socorridos  eu 
sus  casas  y  que  se  limitara  eu  lo  posible  la  cu- 
ración de  los  enfermos  eu  los  hospitales,  dan- 
do al  mismo  tiempo  la  necesaria  extensión  á  la 
hospitalidad  domiciliaria  (arts.  8f¡  y  98).  La 
instrucción  para  los  subdelegados  de  Fomento 
de  30  de  Noviembre  de  1833,  consideraba, 
sobre  todo,  importante  que  en  vez  de  hacinar 
enfermos  en  vastos  edificios,  donde  es  casi  im- 
posible socorrerles  convenientemente,  se  les 
asista  en  sus  casas  ';  y  el  Reg.  de  1852  conside- 
ra los  socorros  y  la  hospitalidad  domiciliaria 
como  el  verdadero  y  esencial  objeto  de  la  Be- 
neficencia municipal. 

De  acuerdo  con  la  doctrina  legal,  va  en  este 
punto  la  de  los  autores  que  han  dedicado  al- 
guna atención  á  este  linaje  de  investigaciones, 
llegándose  á  afirmar  por  alguno  que  el  objeto 
preferente  y  más  elevado  de  la  Beneficencia  no 
es  la  dirección  y  administración  de  los  esta- 
blecimientos públicos,  sino  la  asistencia  domi- 
ciliaria -.  Un  aspecto  de  ella,  sin  embargo,  el 
de  las  limosnas  á  domicilio,  préstase  á  incali- 
ficables abusos,  pues  no  practicándose  con  ri- 
gor y  lealtad  en  muchos  casos,  desvía  las  dá- 
divas do  la  caridad  de  su  sagrada  aplicación, 
estafando  al  verdadero  necesitado  y  poniendo 
en  su  lugar  al  vago  y  al  vicioso,  y  aumenta 
por  otro  lado  el  número  de  pobres  «porque  la 
inscripción  en  las  listas  no  les  ofrece  ninguna 


•  En  este  documento  dedicó  su  saliio  autor  todo  el  ca- 
piiido  IX  á  exponer  los  del>eres  de  la  Administración  en 
el  ramo  de  la  /leneflcencia.  De  él  ha  dicho  acertadamen- 
te un  escritor  que  es  un  cuerpo  hermoso  de  doctrina  en 
donde  abundan  preceptos  de  buena  administración;  y  nos- 
otros, reconociendo  su  mérito  A  importancia,  que  no  de- 
crece con  el  tiempo,  le  insertamos  integro  en  (JouiEUNO  V 
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incomodidad,  en  cambio  de  las  utilidades  que 
los  proporciona,  y,  por  consig'uiente,  se  soli- 
cita hasta  alcanzarla  por  todos  los  medios  po- 
sibles '».  En  adoptar  medidas  convenientes  y 
])rev!soras  para  dominar  en  lo  posible  es- 
tos inconvenientes  y  peligros,  se  encierra  el 
deber  de  la  Administración,  pues  no  serla 
discreto  proscribir  ó  abandonar  uno  de  los  ser- 
vicios más  beneficiosos  que  comprende  la  asis- 
tencia domiciliaria,  sólo  por  los  torpes  mane- 
jos k  qiie  se  presta.  A  este  fin  las  Juntas  mu- 
nicipales ó  sus  subalternas  tendnVn  el  especial 
cuidado  en  la  asistencia  domiciliaria,  de  no 
l)restar,  si  puede  ser,  más  que  en  especie  los 
socorros,  dando  el  pan,  carne  y  demás  qiie 
puedan  necesitar  los  iudig-cntes,  en  vez  del 
equivalente  en  dinero;  pues  de  este  modo  no 
es  tan  fácil  que  distraigan  las  limosnas  de  su 
leg'itima  aplicación.  También  procurarán  las 
Juntas  no  confundir  al  verdadero  necesitado 
con  el  falso,  ajustar  los  socorros  al  grado  de 
infortunio,  remediar  las  necesidades  verdade- 
ras y  no  alimentar  el  vicio,  y,  por  fin,  saber  re- 
tirar á  tiempo  el  socorro,  para  que  no  lo  con- 
sideren los  necesitados  como  obligatorio,  ni 
contraigan  hábitos  de  pereza  y  ociosidad. 

Es  indispensable,  por  lo  menos,  que  las  per- 
sonas q;ie  estén  encargadas  de  prestar  estos 
beneficios  se  armen  de  severidad  y  sean  tan 
cautas  que  nunca  consientan  que  el  falso  ne- 
cesitado robe  el  pan  al  pobre  verdadero,  pero 
.sin  humillar  A  éste;  teniendo  en  cuenta  que 
quien  pueda  trabajar  ó  vivir  con  más  econo- 
jnia,  proporcionándose  de  este  modo  lo  nece- 
sario para  vivir,  si  no  lo  hace,  no  debe  encon- 
trar abiertas  las  puertas  de  la  Beneficencia. 

La  asistencia  domiciliaria  sólo  deberá  con- 
cederse al  vecino  residente  en  el  pueblo,  de 
buenas  costumbres  y  que  teng'a  oficio  ú  ocu- 
pación conocida.  Cuando  la  necesidad  es  re- 
sultado de  la  falta  de  trabajo,  deben  facilitar- 
.se,  si  es  posible,  á  los  que  experimentan  este 
contratiempo  las  primeras  materias. 

Los  socorros  domiciliarios  deben  distribuir- 
se con  arreglo  á  la  especialidad  de  ellos,  á  su 
medida  y  á  su  oportunidad;  es  decir,  que 
debe  cuidarse,  en  primer  lugar,  que  tengan 
relación  con  el  sexo,  la  edad,  la  salud  y  el  ca- 
rácter de  las  personas  necesitadas;  en  segun- 
do, que  g'u.arden  proporción  entre  eL  beneficio 
y  el  infortunio,  y  en  tercero,  que  coincida  el 
remedio  con  el  mal;  advirtieudo  que  cuando 


*  Lecciones  de  Administración,  iomo  IV,  Estudios 
Bobre  la  Beneíicenoia  pública,  jjoriJ.  José  Posada  He- 
rrera. 


las  necesidades  disminuyan  deben  disminuir 
los  socorros,  y  cesar  cuando  cesen  las  necesi- 
dades. 

Aspectos  que  comprende  la  Benefícencia 
domiciliaria:  Socorro  á,  forasteros. — Si  hu- 
biera necesidad  de  socorrer  por  el  momento  á 
un  indigente  forastero,  satisfecha  esta  necesi- 
dad y  dándole  el  socorro  necesario  hasta  el 
pueblo  más  próximo,  debe  ser  remitido  á  la 
Junta  del  pueblo  á  que  corresponda,  cuidando 
de  que  por  ella  sea  reintegrado  el  fondo  de 
Beneficencia  del  pueblo  de  donde  ha  sido  so- 
corrido. En  esta  doctrina  no  nos  apartamos  de 
lo  que  se  dispone  por  los  arts.  88  al  90  de  la 
ley  de  Beneficencia  de  1822  que  pueden  con- 
sultarse. 

Comisarios  de  pobres:  Enfermeros. — Para 
que  las  .Juntas  puedan  atender  á  todos  los  ser- 
vicios del  instituto  de  la  Beneficencia  domici- 
liaria, deben  nombrar  un  individuo  de  su 
seno,  que  con  la  denominación  de  comisario 
de  pobres,  se  encargue  de  la  distribución  de 
los  socorros,  dando  cuenta  semanal  de  su  im- 
porte, del  mímero  de  socorridos  y  de  lo  de- 
más conciernente  al  caso.  Asi  lo  dispuso  el  ar- 
ticulo 87  de  la  ley  de  1822. 

También  será  muy  recomendable,  siguien- 
do el  espíritu  de  los  arts.  99  y  100,  que  las 
.Juntas  municipales,  para  practicar  con  más 
acierto  la  hospitalidad  domiciliaria,  nombren 
uno  ó  más  enfermeros,  si  pudiera  ser,  de  en- 
tre los  mismos  individuos  de  su  seno;  eligien- 
do otras  personas  competentes  y  á  propósito 
para  prestar  tan  útil  servicio.  De  este  modo 
podrán  evitarse  algunos  abusos  y  darán  me- 
jor resultado  las  filantrópicas  tareas  de  las 
Juntas. 

Asistencia  facultativa  gratuita. — En  las 
grandes  poblaciones  ó  distritos,  donde  hay 
Juntas  parroquiales  y  aun  de  barrio,  nombra- 
rán éstas  para  su  demarcación  los  facultati- 
vos que  sean  necesarios,  si,  conforme  á  lo 
prevenido  en  la  ley  de  Sanidad  de  28  de  No- 
viembre de  1855,  no  es  suficiente  el  titular  ó 
titulares  para  la  prestación  de  este  servicio. 
Esta  ley,  en  sus  arts.  64  y  65  impone  á  los 
Ayuntamientos  la  oblig'ación  de  proporcionar 
asistencia  facultativa  gratuita  á  las  familias 
pobres  residentes  en  cada  Municipio,  y  deter- 
mina que  este  servicio  se  realice  con  sujeción 
á  las  bases  de  contratación  directa  entre  los 
pueblos  y  los  profesores  de  ciencias  médicas 
y  con  separación  del  que  pueda  prestarse  á  los 
vecinos  acomodados.  Complementan  y  des- 
arrollan estos  preceptos  de  la  ley,  los  del  re- 
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g'laniento  de  14  de  Junio  de  1891  para  el  ser- 
vicio benéfico  sanitario  de  los  pueblos,  que  ha 
venido  á  sustituir  al  de  24  de  Octubre  de  1873. 
y  en  él  se  determinan  las  personas  que  ten- 
drán la  consideración  de  vecinos  pobres  para 
los  efectos  de  la  asistencia  g-i-atulta,  los  debe- 
res de  los  facultativos  titulares,  las  poblacio- 
nes que  deberán  tenerlos,  etc.,  etc. — V.  Par- 
tidos MÉDÍCO.S. 

Vil.— Clasificación  de  los  establecimientos  de 
Beneficencia. 

Hemos  de  indicar  en  el  curso  de  esta  obra 
los  medios  que  nos  parecen  convenientes  para 
extirpar  en  lo  posible  el  g-ermen  de  la  pobreza 
sostenido  y  vivificado  por  la  falta  de  buenas 
leyes,  de  trabajo  constante  para  la  clase  jor- 
nalera, de  hábitos  de  economía,  y  de  Montes 
de  Piedad  y  de  Cajas  de  Ahorros  y  otros  esta- 
blecimientos piadosos  que  ofrezcan  á  las  fami- 
lias estimulo  para  depositar  los  fondos  que  les 
sobren  de  sus  diarlas  atenciones,  y  facilidad, 
también,  de  encontrar  á  un  módico  interés  los 
que  les  falten  para  satisfacer  sus  más  urgen- 
tes necesidades  en  situaciones  criticas.  Ahora, 
después  de  las  indicaciones  relativas  á  la  ma- 
nera de  aliviar  la  pobreza  por  medio  de  soco- 
rros domiciliarios  convenientemente  distribui- 
dos, exige  el  buen  orden  que  nos  ocupemos  de 
los  establecimientos  creados  para  el  amparo, 
sostenimiento  y  educación  de  los  hviérfanos  y 
desamparados,  de  los  pobres  cieg'os  y  sordo- 
mudos, de  los  indigentes  decrépitos  ó  enfer- 
mos, etc.,  en  cuanto  los  remedios  que  hemos 
indicado  y  propuesto  antes  no  hayan  bastado 
para  evitar  el  mal  y  sea  indispensable  la  asis- 
tencia en  dichos  establecimientos,  que  tanto 
han  abundado  y  tanto  abundau  en  este  hospi- 
talario pais. 

Eu  dos  clases  divide  principalmente  la  ley 
los  asilos  de  Beneficencia:  eu  públicos  y  en 
particulares. 

Establecimientos  públicos  de  Beneficencia, 
Se  llaman  públicos:  1.°  Los  que  se  sostienen 
eu  todo  ó  en  parte  de  los  fondos  municipales, 
provinciales  ó  del  Estado  fley  20  Junio  1849, 
arts.  1."  y  2.'^;  Eeg.  1852,  art.  1.";  Imt.27  Ene- 
ro 1885,  ar-t.  1.°)  2."  Los  dirigidos  por  pa- 
tronos de  oficio  que  esté  suprimido  (ley  cita- 
da, art.  1°,  par.  3.°:  Inst.  27  Abril  1875,  ar- 
ticulo 3°)  3."  Los  que,  aunque  particulares  de 
'origen,  no  llenan  ya  el  objeto  de  su  fundación 
(ley  20  Junio  1849,  art.  l.°,'2mr.  2.";  Inat.  27 
Abril  1875,  art.  55;  id.  27  Enero  1885,  art.  2.°) 
ó  reciban  alguna  subvención  oficial  por  nece- 
sidad y  que  sea  indispensable  para  su  sosteni- 
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miento  (Inst.  27  Abril  1875,  arts.  4.' 
Inst.  27  Enero  1885,  art.  2."). 

Los  establecimientos  públicos  de  Beneficen- 
cia se  clasifican  por  la  índole  de  los  desgra- 
ciados que  son  acogidos  en  ellos,  por  las  en- 
fermedades que  éstos  padecen  y  según  que 
son  costeados  por  la  Nación,  por  la  provincia 
ó  por  el  Municipio.  Esta  última  división  es  la 
que  adopta  la  ley  como  fundamental,  y  á 
ella  ajustaremos  la  exposición  de  las  breves 
indicaciones  que  vamos  á  dedicar  al  asunto. 

(a)  Establecimientos  genkrales 
Son  los  que,  costeados  por  el  Estado,  están 
dedicados  exclusivamente  á  satisfacer  necesi- 
dades permanentes,  ó  que  reclaman  una  aten- 
ción especial.  Comprende  esta  clase  de  asilos 
las  ca.s-as  de  locos,  sordomudos,  ciegos,  impe- 
didos y  decrépitos.  (Art.  2.°,  Eeg.  14  Mayo 
1852.)  Los  establecimientos  de  Beneficencia 
general  que  funcionan  como  tales  según  la 
instruccióu  de  27  de  Enero  de  1885  (art.  3.'*), 
son  los  siguientes:  El  hospital  de  la  Princesa, 
establecido  en  Madrid,  con  destino  al  albergue 
de  enfermos  de  padecimientos  agudos  (se  rige 
por  el  Eeg.  aprobado  por  R.  D.  de  23  Diciem- 
bre 1884).  Los  hospitales  de  enfermos  incura- 
bles ó  decrépitos,  establecidos  en  Madrid  bajo 
la  denominación  de  Jesús  Nazareno  y  Nuestra 
Señora  del  Carmen,  y  el  hospital  del  Rey,  eu 
Toledo,  para  inválidos,  decrépitos  y  ciegos  de 
ambos  sexos  <  (se  rigen  por  el  reglamento  de 
27  de  Enero  de  1885).  El  hospital  manicomio 
de  Santa  Isabel  establecido  en  Leg-anés  (se 
rige  por  el  reglamento  de  12  de  Mayo  de  1885, 
inserto  en  Manicomios).  Elliospital  hidrológi- 
co de  Carlos  III,  establecido  en  Trillo.  El  co- 
legio de  ciegos  de  Santa  Catalina  de  los  Do- 
nados en  Madrid  *  (se  rige  por  el  Reg-.  de  13  de 
Diciembre  de  1881)  y  el  colegio  de  huérfanas, 
denominado  de  la  Unión,  en  Aranjuez  (se  rige 
por  el  Reg.  de  30  de  Junio  de  1884). 

Sobre  gobierno  superior  de  estos  estableci- 
mientos, bienes  y  fondos  de  los  mismos,  re- 
caudación y  custodia  de  éstos,  contabilidad, 
empleados.  Cuerpo  facultativo  de  la  Benefi- 
cencia general,  etc.,  etc.,  en  .suma,  sobre 
todo  lo  relativo  á  la  organización,  régimen, 
gobierno  y  administración  superior  de  los  es- 
tablecimientos de  la  Beneficencia  general,  nos 
remitimos  al  citado  Reg.  de  27  Enero  de  1885 


■  Los  queprivados  de  la  vistapor  su  edad  ú  otros  acha- 
ques, no  son  a  propósito  para  recibir  la  educación  que  se 
da  en  las  casas  de  ciegos,  deben  conceptuarse  como  impe- 
didos y  ser  acoijidos.á  nuestro  juicio,  en  los  asilos  co- 
rrespondientes d  esta  última  clase. 
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qiie  regula  cuanto  á  esos  puutos  coucierue  eu 
los  13  capítulos  que  le  integran. 

(b)  Establecimientos  provinciales 
Son  los  costeados  por  la  provincia;  dan  al- 
bergue y  asistencia  á  los  pobres  en  sus  enfer- 
medades comunes,  admiten  los  menesterosos 
que  no  pueden  con  su  trabajo  ganar  lo  sufi- 
ciente para  el  sustento,  y  amparan  y  educan, 
hasta  que  puedan  sostenerse  por  sí,  á  los  que 
se  ven  privados  de  la  protección  de  su  familia; 
y  por  lo  tanto,  se  denominan  estos  asilos,  hos- 
pitales,  casas  demisericordia,  de  maternidad, 
de  expósitos  ij  de  huérfanos  tj  desamparados. 
En  cada  provincia  debe  haber  uno  por  lo  me- 
nos de  cada  uno  de  los  expresados,  y  de  la 
misma  manera  un  hospital  de  distrito,  cuidan- 
do que  esta  clase  de  hospitales  subalternos  es- 
tén situados  de  manera  que  auxilien  eficaz- 
mente á  los  provinciales  '.  (Art.  3.°,  ley  de  1849 
U  ff.°,  Reg.  de  1852.) 

(e)      ESTADLECIMIENTOS  MUNICIPALES 

Indicaciones  generales.— Los  estableci- 
mientos municipales  son  los  destinados  á  so- 
correr enfermedades  accidentales,  á  conducir 
á  los  establecimientos  generales  ó  provincia- 
les á  la  infancia  abandonada  y  los  pobres  de 
sus  respectivas  pertenencias,  y  á  proporcio- 
nar a  los  menesterosos  en  el  hogar  domestico 
los  alivios  que  reclamen  sus  dolencias  ó  una 
pobreza  inculpable.  Asi  los  definen  el  articu- 
lo ■i."  y  el  S8  del  R^g.  de  14  de  Mavo  de  1852 
incluyendo  entre  los  de  esta  clase  A  las  casas 
de  refugio  y  hospitalidad  pasajera,  v  la  Benefi- 
cencia domiciliaria.  De  esta  última  nos  hemos 
ocupado  en  los  nüms.  V  y  VI. 

Pero  la  ley  no  se  limita  á  definir;  prescribe 
ademas  terminantemente  que  eu  todos  los  pue- 
blos donde  haya  Junta  municipal  de  Beneficen- 
cia, se  establezca  por  lo  menos  un  estableci- 
miento dispuesto  para  recibir  enfermos,  con 
los  medios  necesarios  para  transportar  al  hos- 
pital del  distrito  los  que  hayan  de  cui-arse  en 
él  y  los  menesterosos  que  por  su  clase  hayan 
de  pasar  á  otros  establecimientos,  va  provin- 
ciales, ya  generales.  Esto  dice  el  art.  7.°  del  re- 
glamento, y  esperamos  que  algún  dia  sea  cum- 
plido en  todas  las  poblaciones  de  alguna  im- 
portancia, debiendo  ahora  contentarnos  con 
que  en  donde  no  haya  hospitales,  dispongan 
siquiera  las  Juntas  municipales  una  pequeña 

y  IOS  m  ticulos  especiales  Adopción:  Expósitos. 
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casa  habitación  ó  cuando  menos  una  sala,  para 
cuidar  del  momentáneo  amparo,  alimento  é  in- 
mediata traslación  de  los  expósitos,  enfermos 
y  demás  desgraciados  que  deban  pasar  á  los 
establecimientos  respectivos,  y  para  sostener 
por  el  tiempo  indispensable  á  aquellos  cuyo 
crítico  estado  ó  circunstancias  extraordinarias 
les  hagan  merecedores  de  sus  auxilios.  La  ley, 
por  ahora,  no  exige  más  en  las  pp^ueñas  po- 
blaciones, como  vemos  en  el  art-S.^del  R.D.  de 
6  de  Julio  de  1853;  pero  serla  muy  convenien- 
te que  no  se  mirase  con  indiferencia  tan  im- 
portante servicio  en  bien  de  la  Beneficencia  y 
en  bien  de  los  vecindarios,  obligados  á  levan- 
tar individualmente  la  pesada  y  enojosa  carga 
de  alojar  á  los  pordioseros  y  enfermos, sufrien- 
do todas  sus  incomodidades  y  hasta  el  espec- 
táculo repugnante  de  la  miseria  que  su  pobre- 
za no  puede  remediar. 

La  Beneficencia  municipal,  sus  casa  de  asilo 
y  socorro,  son,  pues,  el  primer  resorte  que  to- 
can los  que  demandan  los  auxilios  de  sus  se- 
mejantes. Son  estas  casas  las  que  recogen  los 
enfermos  que  sin  asilo  ó  sin  medios  de  curarse 
morirían  eu  medio  de  las  calles,  ya  para  cui- 
darlos, si  sus  dolencias  son  de  corta  duración, 
ya  para  conducirlos,  después  de  los  primeros 
socorros,  á  los  hospitales  de  provincia  ó  á  los 
generales.  En  ellas  se  acoge  provisionalmente 
también  y  encuentran  auxilio  los  niños  aban- 
donados en  la  lactancia,  los  párvulos  desam- 
parados, los  pobres  dementes,  ciegos,  sordo- 
mudos, impedidos  ó  decrépitos;  se  les  remedia 
en  lo  posible  y  son  conducidos  á  los  estableci- 
mientos correspondientes.  A  todos,  repetimos, 
atiende  en  primer  término  la  Beneficencia  mu- 
nicipal. ¡Cuánta  es,  pues,  su  importancia! 

Pero  en  vano  es  que  se  hagan  buenas  leyes 
para  arreglar  este  importantísimo  ramo  si  no 
se  llevan  á  cabo,  si  no  se  conceden  recursos  su- 
ficientes para  ello,  si  las  Municipalidades  ca- 
recen de  fondos  con  que  responder  á  ese  grau 
deber  que  nos  imponen  la  religión  y  la  huma- 
nidad, la  satisfacción  de  las  necesidades  de  la. 
Beneficencia  local,  llave  de  la  Beneficencia  na- 
cional. Bien  conocemos  hasta  donde  llegan  és- 
tas y  otras  muchas  dificultades  que  han  de  en- 
contrar los  pueblos  para  el  planteamiento  déla 
Beneficencia  local,  de  tal  manera  que  ningún 
verdadero  necesitado  deje  de  recibir  el  oportu- 
no auxilio;  pero  toda  vez  que  las  leyes  han 
consignado  el  deber  de  atender  á  los  desgra- 
ciados según  el  grado  de  su  infortunio,  es  pre- 
ciso remover  los  obstáculos  que  impidan  su 
observancia. 
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Aspectos  ó  servicios  que  comprende  la  Be- 
neficencia municipal:  Admisión  de  enfermos: 

Forasteros.  — Para  laadmisióu  de  un  enfermo 
eu  las  casas  municipales  es  muj'  conveniente 
que  antes  ó  después,  según  las  circunstancias, 
se  exhiba  volante  de  pobreza  dado  por  la  auto- 
ridad, y  de  estar  enfermo  y  de  corresponder  al 
establecimiento  por  padecer  la  dolencia  que  se 
designe,  expedido  por  el  facultativo  titular  ú 
otro  de  la  población. 

En  vista  de  estos  atestados,  el  encargado  de 
la  casa  municipal  puede  acordar  la  admisión 
del  enfermo.  El  médico  titular  ó  del  estableci- 
miento, por  los  síntomas  qvie  presente  la  en- 
fermedad, debe  informar  si  el  doliente  ha  de 
.ser  trasladado  al  hospital  de  provincia,  te- 
niendo entendido  que  en  éste  debe  curarse, 
cuando  la  enfermedad  sea  común  ó  exija  re- 
cursos para  su  curación  que  no  haya  en  la 
casa  de  socorro. 

Cuando  el  enfermo  fuere  forastero,  vista  la 
necesidad  de  socorrerle,  debe  admitírsele,  y 
averiguado  el  pueblo  á  que  corresponde,  su 
Junta  municipal  debe  abonar  los  gastos  que 
se  ocasionen  con  motivo  de  la  asistencia  de 
aquél,  á  no  ser  que  el  enfermo  tenga  medios 
para  sufragarlos;  pero  de  todas  maneras  debe 
oficiarse  al  alcalde  del  domicilio  del  socorrido 
para  que  satisfaga  las  estancias  del  fondo  de 
la  Beneficencia  del  pueblo,  si  aquél  es  pobre, 
ó  le  obligue  ;'i  que  él  las  pague  si  no  lo  es.  Eu 
caso  de  no  poder  cobrarlo,  debe  ponerse  en 
conocimiento  del  gobernador  para  que  dicha 
autoridad  se  entienda  con  la  del  pueblo  íi  que 
pertenezca  el  individuo  asistido.  Esto  es  lo  que 
parece  mAs  conforme  k  justicia,  pues  no  debe 
recaer  sobre  un  pueblo  la  asistencia  y  cura- 
ción de  los  que  no  están  domiciliados  en  él;  y 
asi  hemos  dicho  lo  establecen  los  arts.  88  al  90 
de  la  ley  de  1822. 

En  la  traslación  de  los  enfermos  se  han  de 
tomar  todas  las  precauciones  necesarias  para 
que  no  se  ag'raven  los  padecimientos;  y  no  se 
deberá  realizar  si  con  la  curación  en  la  casa 
de  refugio  se  evitan  mayores  gastos.  Al  remi- 
tir las  Juntas  municipales  los  enfermos  á  los 
hospitales  de  provincia  deben  acompañar  el 
informe  del  facultativo,  expi-esivo  de  la  en- 
fermedad, síntomas  que  presenta  y  medica- 
mentos empleados  para  combatirla.  (Art.  89 
del  Rcyl.  de  1852.) 

Parturientas  pobres. — A  las  parturientas 
pobres  debe  asistírselas  en  su  propia  casa; 
pero  como  pudiera  suceder  que  alg'una  casa- 
da ó  viuda  pobre  se  encontrase  sin  recursos  y 


sin  hogar,  debe  admitírsela  en  la  casa  de  so- 
corro municipal,  dispensándola  todos  los  auxi- 
lios que  exija  su  estado,  siempre  que  acredite 
su  pobreza  y  haya  pasado  del  séptimo  mes  de 
su  embarazo;  pero  cuidando  que  salga  del  es- 
tablecimiento con  la  criatura  á  los  quince  ó 
más  días  después  del  alumbramiento,  si  su  es- 
tado de  salud  lo  permite.  Aunque  en  nuestra 
legislación  no  se  encuentra  previsto  este  caso, 
creemos  que  hay  necesidad  de  socorrer  este 
infortunio,  considerándole  bajo  todos  aspectos 
como  de  los  más  atendibles. 

Mujeres  que  han  concebido  ilegítimamen- 
te.— Pocos  casos  pueden  presentarse  de  esta 
especie  en  las  poblaciones  de  reducido  vecin- 
dario; porque  siendo  el  alma  de  las  casas  de 
maternidad  el  misterio,  para  ocultar  la  falta 
cometida  eu  un  momento  de  extravío,  este  ob- 
jeto no  se  puede  llenar  acogiéndose  en  la  casa 
municipal  de  socorro.  No  obstante,  si  llegare 
el  caso  de  solicitarse  auxilio  de  esta  naturale- 
za, deben  tomarse  todas  las  precauciones  ne- 
cesarias para  cubrir  el  secreto,  no  exigiendo 
la  revelación  del  nombre,  permitiendo  que  en- 
tre y  permanezca  en  la  casa  con  velo  y  facili- 
tando A  las  desgraciadas  los  auxilios  necesa- 
rios hasta  su  ingreso  en  la  casa  de  maternidad 
de  la  provincia;  pero  teniendo  presente  que 
para  admitir  la  Beneficencia  en  esta  clase  de 
asilos  á  las  que  aciiden  á  ellos,  debe  acreditar- 
se que  se  encuentran  al  menos  en  el  séptimo 
mes  de  su  preñez,  á  no  ser  que  haya  causas 
graves  para  admitirlas  antes.  (Art.  41  de  la 
ley  de  1822;  12  de  la  de  1849;  11  y  18  del  re- 
glamento y  R.  O.  de  12  de  Agosto  de  1864.) 

Niños  expósitos.— Al  niño  expósito  cuyos 
padres  son  desconocidos  ó  no  conocidos  leg'al- 
mente,  se  le  recibe  en  el  asilo  municipal  guar- 
dando el  mayor  sigilo,  si  es  posible,  acerca  de 
su  nacimiento,  prodigándole  todos  los  cuida- 
dos ciue  necesita  en  tan  tierna  edad,  hacién- 
dole bautizar,  si  no  hay  seguridad  de  haber 
recibido  este  Sacramento,  y  entregándole  pro- 
visionalmente á  una  nodriza  para  que  le  ali- 
mente. Cumplidos  estos  deberes,  se  le  remite 
á  la  casa  cuna  correspondiente  con  las  ma- 
yores precauciones,  comisionando  para  ello, 
si  puede  ser,  una  mujer,  y  si  no  una  persona 
de  confianza  que  le  cuide,  con  oficios  del  al- 
calde al  gobernador  de  la  provincia  solamen- 
te, si  se  halla  en  la  capital  aquel  estableci- 
miento, y  al  director  de  él  también,  si  la  casa 
de  expósitos  se  encuentra  fuera  de  la  capital; 
incluyendo  en  él  la  fe  de  bautismo  del  niño  en 
su  caso  y  los  justificantes  expresivos  del  sexo, 
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señas  .y  ropas  con  que  estuviere  envuelto,  asi 
como  también  del  día,  hora  y  sitio  en  que  fué 
expuesto  ó  recogido  y  demás  circunstancias 
que  sean  del  caso.  (Arta.  20  al  22  del  Ueg.) 

Huérfanos  y  niños  desamparados.— Cuan- 
do éstos  se  encuentran  en  lactancia  se  practi- 
ca cuanto  dejamos  prevenido  respecto  de  los 
expósitos,  pero  expresando  además  los  nom- 
bres de  sus  padres  y  el  certificado  de  pobreza, 
sin  el  cual  no  deben  admitirse  g-ratultamente; 
remitiéndolos  con  las  mismas  precauciones  de 
la  casa  de  expósitos  con  las  formalidades  con- 
venientes. Si  ya  están  destetados,  se  admiten 
de  la  misma  manera  que  los  que  no  lo  están,  y 
son  trasladados  álos  hospicios  ó  casas  de  huér- 
fanos y  desamparados,  con  los  correspondien- 
tes documentos  y  bajo  las  mismas  formalida- 
des qiie  los  anteriores. 

Pobres  incapaces  de  un  trabajo  suficiente 
para  ganar  su  subsistencia.— Cuando  so  pre- 
sente alg-ún  pobre  mendigo  incapaz  de  ganar- 
se lo  bastante  para  su  sustento,  debe  exiglr- 
sele  informe  del  párroco  ó  del  Ayuntamiento, 
si  es  del  pueblo,  y  certificado  del  facultativo, 
para  acreditar  la  pobreza  y  la  imposibilidad; 
pudiendo  en  su  vista  autorizarse  el  ingreso  en 
el  establecimiento  municipal  hasta  su  trasla- 
ción á  la  casa  de  misericordia  de  provincia.  Si 
el  pobre  es  de  distinta  provincia,  aquélla 
debe  abonar  los  gastos,  como  se  colige  del  es- 
píritu del  art.  11  del  reglamento,  y -lo  aconseja 
la  equidad. 

Pobres  válidos  6  que  pueden  trabajar.— 
Los  mendigos  válidos  no  tienen  derecho  por 
la  ley  á  ser  acogidos  en  los  establecimientos 
da  Beneficencia;  pueden,  si,  ser  socorridos  á 
domicilio  si  la  falta  de  recursos  que  experi- 
mentan no  es  producida  por  la  vagancia  ó 
prodigalidad;  pero  hay  precisión  de  no  confun- 
dir unos  con  otros.  (Art.  18,  ley.) 

Asilos  de  párvulos.— El  R.  D.  inserto  de  3 
de  Agosto  de  1853  trata  de  los  asilos  dedica- 
dos á  acoger  durante  el  dia  á  los  niños  que 
hasta  la  edad  de  seis  años  se  encuentran  casi 
abandonados  ó  en  sus  casas  ó  en  las  calles, 
porque  sus  padres,  obreros  ó  jornaleros  po- 
bres, están  casi  todo  el  dia  en  los  talleres. 

La  beneficencia  social,  no  contenta  con  que- 
rer atender  al  sostenimiento,  curación  y  edu- 
cación de  los  menesterosos  ó  impedidos,  trata 
también  de  cuidar  y  educar  los  niños  de  pa- 
dres pobres,  que  no  tienen  tiempo  para  hacer- 
lo por  si,  á  no  ser  que  se  vean  privados  del 
salario  correspondiente  á  las  horas  que  en 
cuidado  de  su  pequeños  hijos  hubieran  de  in- 


BENEFICENCIA. 


vertir,  y  por  consiguiente  de  los  recursos  ne- 
cesarios para  sostener  su  casa,  puesto  que  sin 
el  producto  de  aquellas  horas  no  podrían 
cubrirlas.  Otros  inconvenientes  evitarla  esta 
filantrópica  institución  si  llegara  á  plantearse, 
y  son:  la  prematura  desmoralización  de  los 
niños,  pues  abandonados  á  sí  propios,  adquie- 
ren los  hábitos  de  una  vida  licenciosa;  y  tam- 
bién, que  á  pretexto  de  no  abandonarlos  los 
padres,  exploten  sus  débiles  fuerzas,  obligán- 
doles á  trabajar  con  daño  y  menoscabo  de  su 
desarrollo  físico  é  intelectual. 

En  las  capitales  de  provincia  de  primera 
clase  debe  haber,  cuando  menos,  uno  de  estos 
asilos,  según  el  R.  D.  de  3  de  Agosto  de  1853, 
y  como  municipales  habrán  de  estar  bajo  la 
vigilancia  de  las  Juntas  y  autoridades  locales. 
Deberán  dividirse  en  dos  secciones:  una  para 
los  niños  menores  de  dos  años  que  están  en 
lactancia,  y  otra  para  los  que,  hallándose  des- 
tetados, no  pasen  de  seis  años,  sirviéndoles 
de  base  las  escuelas  de  párvulos  que  haya 
establecidas.  Estos  asilos,  sujetos  en  cuanto  á 
la  enseñanza  á  las  disposiciones  de  la  ley  de 
Instrucción  pública,  estarán  en  lo  demás  á 
cargo  de  una  Junta  de  señoras.  Las  rentas 
que  se  fijan  para  su  sostenimiento  son:  el  pro- 
ducto de  suscriciones,  las  cuotas  que  satisfa- 
gan los  niños  no  pobres,  parte  del  fondo  de 
Bulas  y  el  producto  de  las  fundaciones  y  obras 
pías  de  carácter  análogo.  (Arts-.  1."  al  6.°  del 
citado  decreto.) 

Encarecemos  á  los  Ayuntamientos  el  plan- 
teamiento de  asilos  de  párvulos,  mediante  los 
cuales  pueden  entregarse  al  trabajo  durante  el 
día  los  matrimonios  pobres,  seguros  de  que 
serán  asistidos  y  educados  sus  hijos  mientras 
ellos  ganan  el  sustento  '. 

Casas  de  lavado  y  baños  para  pobres. — 
El  desaseo  que  experimentan  los  pobres,  prin- 
cipalmente en  las  poblaciones  de  crecido  ve- 
cindario, efecto  de  la  falta  de  medios  para  el 
buen  lavado  de  sus  escasas  ropas  y  para  po- 
der bañarse,  sugirió  al  Gobierno  la  idea  de 
proporcionar  á  las  clases  menesterosas  esta- 

»  En  Madrid,  aparte  délas  escuelas  de.  jmrmüos,  que 
no  son  objeto  de  este  articulo,  fundó  la  Reina  Doña  María 
Victoria  un  asilo  de  hijos  de  lavanderas,  estableciéndo- 
le en  la  Puerta  de  San  Vicente,  y  consiguientemente  cerca 
de  los  lavaderos  del  Manzanares.  En  61  pueden  dejar  las 
lavanderas  sushijos  menores  de  cÍ7ico  aüos,  mientras  ellas 
se  dedican  d  su  trabajo,  y  son  cuidados  y  atendidos  tan 
tiernos  niilos  con  loable  solicitud.  También  hay  una  sala 
c^/n  seis  camas  para  las  lavanderas  que  sufran  alqún  ac- 
cidente repentino.  Ha  corrido  ette  asilo  á  carr/o  del  E.ece- 
lentisimo  Ayuntamiento  y  actualmente  está  bajo  laprotec- 
ción  de  la  Iteal  Casa. 

Semejante  d  este  asilo  se  ha  creado  recientemente  otro, 
según  nuestras  noticias,  por  el  Rdo.  Obispo  de  Madrid- 
Alcalá,  para  la  asistencia  de  niilos  pobres  de  las  opera- 
rlas de  la  Fábrica  de  tabacos. 
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blecimientos  de  este  género,  dictando  al  efec- 
to la  R.  O.  de  15  de  Junio  de  1853,  por  la  que 
se  nombraba  una  Junta  que  propusiera  lo  con- 
veniente para  la  construcción  de  estos  lavade- 
ros y  baños  para  pobres;  establecimientos  muy 
convenientes,  porque  en  ellos  los  desgracia- 
dos, á,  la  vez  que  no  contagian  su  miseria  en' 
cuentran  los  artículos  necesarios  para  su  com' 
pleto  aseo,  y  lugares  A  propósito  para  llevar  á 
cabo  esta  necesidad  que  de  otro  modo  enerva- 
ría sus  fuerzas  y  haría  contraer  enfermedades 
contagiosas  y  de  difícil  ó  muy  larga  curación. 

Casas  ó  habitaciones  para  pobres.  —  Te- 
niendo en  cuenta  las  malas  condiciones  en 
que  por  lo  general  se  encuentran  las  casas 
de  los  pobres,  el  desaseo  que  en  ellas  reina 
y  la  falta  de  ventilación,  que  engendra  la 
fetidez  y  con  ella  un  foco  perenne  de  infec- 
ción que  produce  mortíferas  enfermedades,  el 
Gobierno,  que  debe  ser  muy  previsor,  y  que 
debe  á  la  vez  no  desatender  nada  de  cuanto 
tiene  relación  con  el  bienestar  de  las  clases 
desvalidas,  no  pudo  menos  de  reconocer  por 
la  R.  O.  de  9  de  Septiembre  de  1853,  la  necesi- 
dad de  procurar  á,  dichas  clases  habitaciones 
económicas,  bien  acondicionadas,  aireadas  y 
sanas.  Al  efecto,  excit;lbasPj.^por  dicha  Real 
orden  el  celo  y  la  filantropía  de  los  Ayunta- 
mientos de  Madrid  y  Barcelona,  principal- 
mente, para  que  se  ocupasen  con  toda  prefe- 
rencia en  escogitar  los  medios  más  aptos  de 
edificar  en  barrios  extremos  una  ó  más  casas 
para  pobres  en  que  il  la  comodidad  é  indis- 
pensable holgura  se  aunase  la  baratura  de  los 
alquileres. 

Empeño  grande  y  noble  mostraba  el  Go- 
bierno por  conseguir  la  construcción  de  estas 
casas  en  las  poblaciones  crecidas,  y  más  prin- 
cipalmente en  las  mencionadas  capitales;  pero 
poco,  después  de  tantos  años,  hemos  adelan- 
tado todavía  en  tan  importante  asunto,  si- 
guiendo como  antes,  en  esas  y  otras  grandes 
poblaciones,  habitando  en  casas  mal  sanas  los 
pobres  braceros,  los  operarios,  los  desvali- 
dos, etc.,  con  daño  de  ellos  mismos  y  con  peli- 
gro de  la  salud  pública. 

VIII.— Beneficencia  particular. 

Son  establecimientos  paríí'cííiare.s  de  Bene- 
ficencia todos  los  que,  fundados  por  particula- 
res á  expensas  de  los  fondos  ó  bienes  que  les 
pertenecían,  cumplen  con  el  objeto  para  que 
fueron  creados,  sin  encontrarse  comprendidos 
en  ninguna  de  las  cuatro  clases  de  públicos  de 
«lue  hablamos  en  el  número  Vil  {ley  20  Junio 
1840,  art.  1°;  Lint.  27  Abril  1875,  arts.  2°  á 


4°;  id.  27  Enero  1885,  art.  2.°).  Se  designan 
comunmente  con  los  nombres  de  patronatos, 
memorias,  legados,  obras  y  causas  pías  {inx- 
tntcción  de  1875,  art.  5.°).— Véansií  los  epígra- 
fes 'Fundacione.i:  Patronato.',-:  Protectorado: 
Investigación,  etc.,  etc.,  del  sumario  alfabéti- 
co y  los  artículos  especiales  Patronatos  : 
Fundaciones. 

Rígese  este  punto  por  la  instrucción  tantas 
veces  citada  de  27  Abril  1875,  para  el  ejerci<cio 
del  protectorado  del  Gobierno  en  la  Benefi- 
cencia, dictada,  seg'úu  consigna  su  preámbu- 
lo, con  el  propósito  de  refundir  todos  los  ser- 
vicios de  Beneficencia  en  una  legislación  co- 
mún y  en  una  Sección  del  Ministerio  de  la 
Gobernación,  modificando  la  de  30  de  Diciem- 
bre de  1S73  en  el  sentido  de  vigorizar  la  ac- 
ción administrativa  y  de  dar  unidad  y  energía 
á  sus  servicios  para  que  la  Beneficencia  par- 
ticular auxilie  á  la  pública,  especialmente  á  la 
general,  aliviando  los  presupuestos  del  Esta- 
do, y  que  nunca  pueda  distraerse  de  su  sa- 
grado destino  la  hacienda  del  pobre  y  del  en- 
fermo. 

IX.— Personalidad  y  representación  jurídica  de  los 
establecimientos  de  Beneficencia:  Sus  bienes  y 
derechos. 

Personalidad. 

El  Código  civil,  que  en  sus  arts.  35  á  39  san- 
ciona la  existencia  de  las  personas  jurídicas  y 
afirma  las  bases  fundamentales  de  su  condi- 
ción legal,  comprende  determinadamente  en 
tal  concepto  las  instituciones  de  Beneficencia 
(establecimientos  ó  asociaciones  y  fundacio- 
nes) declarando  que  en  cuanto  á  la  facultad 
de  adquirir  y  poseer  bienes,  celebrar  contra- 
tos y  ejercitar  acciones  civiles  y  criminales,  se 
regirán  por  las  leyes  especiales.  Es  ésta  la  de 
20  de  Juuio  de  1849,  principalmente  su  art.  14, 
á  la  que  sirven  de  complemento  el  R.  D.  de  27 
Abril  1875,  la  instrucción  de  la  misma  fecha 
y  la  de  27  de  Enero  de  1885,  que  determinan 
los  bienes  y  derechos  que  constituyen,  por  de- 
cirlo asi,  el  peculio  de  los  establecimientos  be- 
néficos, de  que  lueg'o  hablaremos,  disponiendo 
además  la  de  1875  las  formalidades  necesarias 
para  las  ventas,  arrendamientos,  negociación 
de  valores,  etc.,  por  los  representantes  legí- 
timos de  las  fundaciones.  Ley  especial,  que 
también  debe  tenerse  en  cuenta  como  comple- 
mento fundamental  de  las  disposiciones  del 
Código, es  ladesamortizadorade  1855(arts.l.", 
2.°,  15^20  y  25  á  27),  que  autoriza  á  Ins  estable- 
cimientos de  Beneficencia  y  á  los  demás  com- 
prendidos en  la  denominación  de  manos  muer- 


lio 


BENEFIOENCIA. 


tas,  para  adquirir  bienes  raices  á  condición 
de  enajenarlos  convirtiendo  el  producto  de  la 
venta  en  inscripciones  intransferibles  de  la 
Deuda  púlilica,  doctrina  confirmada  por  el 
T.  S.  en  multitud  de  fallos,  á  tenor  de  los  cfta- 
les  las  vigentes  leyes  de  Beneficencia  y  des- 
amortización autorizan  á  las  instituciones  be- 
néficas subsistentes  para  adquirir  bienes  in- 
muebles que  han  de  convertirse  en  títulos  de 
la  Deuda.  Salvo,  es  claro,  los  que  necesiten 
para  los  fines  de  sn  instituto. 

La  reíerencia  general  qiie  á  las  leyes  espe- 
ciales hace  el  Código  civil  en  el  art.  38  en 
cuanto  á  la  facultad  de  los  e.stablecimient03  de 
Beneficencia  para  adquirir  y  poseer  bienes, 
parece  indicar  que  nada  más  establece  á  este 
respecto, -ó  que  deja  integro  este  punto  á  tales 
leyes  especiales  (las  actuales  ó  las  que  en  lo 
sucesivo  se  promulguen),  y  no  es  asi,  sin  em- 
bargo; pues  por  el  art.  746  se  autoriza  á  los 
establecimientos  de  hospitalidad  y  Beneficen- 
cia para  adquirir  por  testamento  con  sujeción 
al  mencionado  art.  38;  por  el  95(5  implicita- 
mente  se  les  concede  un  lugar  en  la  sucesión 
abintestato  al  ordenar  que  cuando  una  suce- 
sión corresponda  al  Estado  deben  destinarse  la 
mitad  de  los  bienes  que  como  heredero  se  le  ad- 
judiquen, A  los  estaljlecimientos  de  Beneficen- 
cia, en  la  forma  y  orden  que  el  propio  articulo 
dispone;  y  últimamente,  también  establecen 
ciertos  derechos  relacionados  con  el  principio 
de  la  personalidad  para  adquirir,  los  788  y  747, 
el  primero  que  consagra  un  medio  legal  para 
constituir  por  testamento  rentas  á  favor  de  los 
establecimientos  benéficos,  al  autorizar  ;V  los 
testadores  para  gravar  perpetua  ó  temporal- 
mente los  bienes  hereditarios  con  mandas  para 
obras  benéficas  ó  en  favor  de  cualquier  esta- 
blecimiento de  Beneficencia,  y  el  747,  relativo 
A  la  aplicación  de  los  bienes  hereditarios  cuan- 
do el  testador  dispone  de  ellos  en  general  para 
sufragios  y  obras  piadosas,  disponiendo  que 
en  tal  caso  la  mitad  de  la  herencia  correspon- 
de A  los  establecimientos  benéficos  del  domici- 
lio del  difunto,  y  en  su  defecto  A  los  de  la  pro- 
vincia. 

Bienes  y  derechos  de  la  Beneficencia, 
Los  bienes  que  pertenecen  A  la  Beneficencia 
general,  provincial  y  municipal,  se  determi- 
nan en  los  arts.  14  de  la  ley  de  1849;  47  A-  49 
del  Keg.  de  1852;  5."  del  R."  D.  de  27  de  Abril 
de  1875,  y  13  de  la  Inst.  de  27  de  Enero  de  1885. 
Constituyen  los  fondos  de  la  Beneficencia  pai'- 
ticular,  los  bienes  y  valores  de  su  dotación  (do- 
nados ó  legados  por  particulares),  y  los  auxi- 


lios voluntarios  que  se  les  concedieren  por  el 
Estado,  la  provincia  ó  Mtmicipio  *  (ley  de 
1849,  art.  1°;  R.  D.  de  21  de  Abril  de  1S75,  ar- 
ticulo 4.";  Inst.  de  21  de  Enero  de  1S85,  articu- 
lo 2.");  y  también,  lo  mismo  que  respecto  de  la 
Beneficencia  general,  los  bienes  que  adquie- 
ran conforme  A  las  leyes.  En  tal  sentido  deben 
tenerse  en  cuenta,  respecto  de  todos  los  esta-  * 
blecimientos  benéficos,  los  artículos  citados 
del  Cód.  civil  y  el  1.666,  seg-iin  el  cual,  se  des- 
tinarán A  los  establecimientos  de  Beneficencia 
por  el  orden  que  expresa  ^  las  g'anancias  de 
sociedades  ilícitas  disueltas,  y  además  la  Real 
orden  de  4  de  Marzo  de  1890  sobre  inversión 
de  cantidades  procedentes  del  importe  de  bi- 
lletes de  andén  y  el  art.  181  del  Reg.  de  ferro- 
carriles sobre  aplicación  del  importe  de  los  ob- 
jetos olvidados,  de  las  mercancías  cuyo  con- 
signatario ó  remitente  se  ignore,  etc.,  etc. 

La  gran  cuestión  de  si  los  bienes  de  funda- 
ciones de  carácter  benéfico  deben  adjudicarse 
á  los  que  se  crean  con  derecho  á  ellos,  con 
arreglo  á  la  ley  dcsvinculadora  de  11  de  Oc- 
tubre de  1820,  ó  si  deben  conservarse  para  la 
Beneficencia  como  comprendidos  en  la  de  des- 
amortización de  1."  de  Mayo  de  1855,  la  tie- 
ne resuelta  el  T.  S.  en  multittld  de  fallos,  y  de 
acuerdo  con  esta^'urispriidencia  la  R.  O.  de  5 
de  .Julio  de  1861.— Es,  pues,  axioniAtico  que  la 
ley  de  desvinculación  no  comprende  los  bie- 
nes aplicables  A  un  fin  benéfico  permanente 
en  favor  de  los  parientes  del  fundador,  y  que 
los  patronos  activos  no  tienen  derecho  A  pre- 
tender la  adjudicación.  En  los  artículos  De.s- 
AMORTizACiÓN  y  MAYORAZGOS,  pucdeu  Consul- 
tarse los  distintos  fallos  que  establecen  esta 
jurisprudencia,  además  del  de  3  de  Octubre 
de  1876,  inserto  en  este  artículo. 

Su  defensa  enjuicio:  Administración  de  sits  fondos. 
La  Beneficencia  municipal,  asi  como  la  g'C- 
neral  y  provincial,  se  defienden  como  pobres, 

1  Los  auxilios  necesarios  con  fondos  públicos,  hacen 
perderá  los  establecimientos  particulares  de  Beneficencia 
8u  carácter  de  tales.  Asi  se  deduce  del  art.  55  de  la  ins- 
trucción de  27  de  Abril  de  1875,  y  asi  lo  consigna  la  juris- 
prudencia. Puede  verse  la  sent.  del  T.  de  lo  C.  A.  de  27  de 
Octubre  de  Í88S.  La  ley  de  3t  de  Diciembre  de  1881  con- 
tiene un  estado  de  los  establecimientos  de  Beneficencia 
subuejicionados  por  el  Estado,  y  son  los  ^nisvios  y  con  las 
cantidades  que  allí  se  expresan  los  que  vierten  figurando, 
en  los  presupuestos  y  en  el  proyecto  para  I8.92-Í/3,  únenos 
el  que  está  en  cuarto  lugar,  La  Cariiiad,  que  no  figura  en 
dicho  proyecto.  En  cambio  aparecen  añadidos: 

El  Asilo  de  pobres  de  Ntra.  Sra.  de  Ciempozuelos,  con 
8.000  pesetas. 

El  de  Sirvientas  de  Madrid,  con  otras  8.000. 

El  de  Ntra.  Sra.  de  la  Asunción  de  id.,  con  otras  8.000. 

Segtin  la  doctrina  expuesta,  la  subvención  del  Estado 
convierte  en  públicos  todos  los  referidos  establecimientos, 

'*  Se  inspiran  todos  los  artículos  del  Cód.  civil,  relati- 
vos al  asunto,  enel  principio  racional  de  preferir  y  favore- 
cer, en  primer  término,  á  los  establecimientos  municipa- 
les, en  su  defecto,  á  los  provinciales,  y  á  falta  de  ambos, 
á  los  generales. 
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bien  se  preseuteu  como  demandadas ,  bien 
como  demandantes,  y  tienen  sus  abogados  es- 
peciales, de  que  pueden  valerse  también  los  re- 
presentantes de  fundaciones  particulares.  (Ar- 
tículos n,  ley;  16  del  R.  D.  6  Junio  1853  y  24 
á  29,  In.it.  de  1875.) — Véase  además  el  articu- 
lo especial  Abogados  de  la  beneficencia. 
■  Para  litigar  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia es  necesario  que  estén  agotados  todos 
los  procedimientos  y  recursos  administrativos 
y  obtengan  la  necesaria  autorización  del  Mi- 
nistro de  la»6obernación,  conformo  á  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  6.°,  11,  facultad  4.^,  IG,  nú- 
niero.:;  11  k  13,  43,  44,  45,  62  y  G3  de  la  Inst.  de 
1875  (relativos  también  á  la  representación  ju- 
dicial de  los  establecimientos)  y  á  las  demás 
disposiciones  que  se  citan  en  el  sumario,  pa- 
labras Autorización  y  Defeníta, 

En  cnanto  á  la  administración  de  los  fondos 
de  establecimientos  é  instituciones  de  Benefi- 
cencia, ténganse  presentes  los  arts.  11  de  la 
ley,  50  á  59  del  Reg.  y  la  Inst.  de  1875,  asi 
como  los  estatutos  y  reglamentos  y  fundacio- 
nes especiales,  sin  olvidarse  que  los  servicios 
y  obras  -de  Beneficencia  están  sujetos  á  las 
prescripciones  del  R.  D.  de  27  de  Febrero  de 
1852  sobre  contratación  de  obras  y  servicios 
públicos.  (Art.  56  del  reglamento  y  E.O.  8  Ju- 
lio 1853.) 

Respecto  á  la  voita  de  sus  bienes  é  inscrip- 
ciones, deberá  tenerse  presente  lo  dispuesto  en 
las  leyes  de  Desamortización,  consultando 
además  en  el  presente  articulo  las  Rs.  Os.  de 

26  de  Septiembre  y  6  de  Octubre  de  1847,  15 
de  Mayo  de  1848,  4  de  Abril  y  25  de  Junio  de 
1853,  10  de  Febrero  de  1855,  27  de  Diciem- 
bre de  1865  é  Inst.  de  1875,  arts.  11,  facul- 
tad 4.^,  12,  64,  regla  7.^  y  67. 

Sobre  arriendo.';  véanse  las  Rs.  Os.  de  30  de 
Septiembre  de  1866,  la  de  27  de  Febrero  de 
1874,  los  arts.  53  y  57  del  Reg.,  v  el  67  de  la 
Inst.  de  1875. 

X.— Presupuestos:  Contabilidad. 
Todo  lo  que  proporcione  á  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia  recursos  para  soco- 
rrer á  los  necesitados  y  todo  cuanto  conduzca 
A  la  claridad  en  su  cargo  y  data  debe  adoptar- 
se. Por  tanto,  los  presupuestos  deben  formar- 
se con  tiempo  y  rendirse  las  cuentas  con  mé- 
todo y  regularidad,  ajustándose  tan  impor- 
tantes operaciones  á  los  arts.  96  y  siguientes 
de  la  Inst.  de  27  de  Abril  de  1875,  y  á  los  ar- 
tículos 20  á  27  y  48  á  50  de  la  instrucción  de 

27  de  Enero  de  1885. 


En  el  articulo  Mendicidad  exponemos,  ha- 
blando de  los  medios  de  prevenir  la  miseria 
y  sus  consecuencias,  los  que  debieran  adoptar 
las  autoridades  y  Corporaciones  municipales 
con  el  objeto  de  evitar  la  vagancia  y  de  pro- 
porcionar recursos  en  sus  necesidades  á  los 
que  por  falta  de  trabajo  no  puedan  adquirir- 
los. No  dejaremos  de  insistir  sobre  ello,  recoi-- 
dando  que  cuanto  mejor  administrado  está  un 
pueblo  con  respecto  á  este  punto,  más  sobrios 
y^  morigerados  son  sus  habitantes  y  menos 
necesidades  sienten,  puesto  que,  ó  ya  tienen 
ahorros,  ó  derecho  á  una  pensión,  ó  ya  en- 
cuentran fondos  sin  gran  quebranto  de  sus 
intereses.  No  deben  omitir,  pues,  medio  algu- 
no para  que  las  clases  menos  acomodadas  se 
habitúen  al  ti-abajo,  pues,  como  dice  Bonin  en 
su  Compendio  de  los  principiox  de  Adminis- 
tración, «acostumbrar  á  los  hombres  al  traba- 
jo, á  no  buscar  recursos  sino  en  si  mismos,  á 
economizar  para  el  tiempo  en  que  las  fuerzas 
falten,  ó  la  edad  y  los  achaques  los  inhabiliten 
para  atender  á  sus  necesidades  y  ganar  asi 
la  independencia  del  último  tercio  de  su  vida, 
es  el  complemento  de  la  perfección  de  una  Ad- 
ministración sabia  y  política». 

Pero  de  nada  sirve  que  haya  afición  al  tra- 
bajo, si  no  hay  demanda  de  él;  ó  si,  aun  cuan- 
do la  haya,  el  salario  no  alcanza  á  cubrir  las 
necesidades  del  operario,  como  sucede  en  las 
épocas  de  carestía.  En  uno  y  otro  caso  la  Ad- 
ministración municipal  debe  promover  obras 
de  utilidad  común,  para  que  el  jornalero  en- 
cuentre recursos  suficientes  en  el  primero,  y 
el  segundo  para  que  el  jornal  adquiera  más 
precio  y  se  aumenten  sus  rendimientos;  y 
cuando  esto  no  baste,  debe,  con  aprobación 
de  la  Superioridad,  arbitrar  recursos,  á  fln  de 
que  los  proletarios  puedan  contar  con  los  ar- 
tículos indispensables  para  su  sustento  y  el 
de  su  familia,  por  humanidad  siquiera  y  por 
evitar  también  los  trastornos  que  con  tal  mo- 
tivo pudieran  sobrevenir  á  la  sociedad,  si  la 
idea  de  socorrer  al  necesitado  no  es  por  si  sola 
atendible  para  la  Administración. 

Sumario  alfabético  '. 

Abogados  de  la  Beneficencia:  G  Julio  1853,  art.  16;  11  Abril 
1858;  Inst.  1875,  arts.  21  á  29.— Véase  el  articulo  es- 
pecial Abogados  de  la  Benekickncia. 

Acción  popular  para  promover  expedientes  de  inves- 
tigación de  bienes  y  valores  de  la  Beneficencia: 
Inst.  27  Abril  1875,  art.  72. 

.Acciones del  Banco:  conversión  de  lasque  posean  los 


*     Ténganse  presentes  las  referencias  hedías  en  el  in- 
greso de  este  articulo  (p.  4). 
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establecimientos  de  carácter  particular:  26  Marzo 

de  1886. 
Actos  de  conciliación:  exentos  los  establecimientos  be- 
néficos; 3  Febrero  ISSl. 
Administradores  depositarios  de  Beneficencia:  27  Ene- 
ro 1885,  art.  28. 

_  municipales:  Inst.  de  1875,  art.  23. 

_  particulares:  Inst.  de  1S7.5,  cap.  II  del  tit.  III. 

_  provinciales  de  patronatos:  creados  por  decre- 
to 1.°  Diciembre  18ti9;  20  Junio  1871.  Sustituidos  por 
inspectores;  decreto  22  Enero  1872.  Suprimidos  los 
inspectores  y  creando  administradores  de  Benefi- 
cencia particular,  etc.;  30  Diciembre  1873;  id.,  ins- 
trucción de  1875.  arts.  20  A  22  y  114.  • 

Adopción  de  espósitos.-Véase  el  articulo  Adopción. 

Agregación  y  segregación  de  establecimientos  bené- 
ficos.—V.  Disolución. 

Alimentación  y  medicación  en  establecimientos  bené- 
ficos: prohibición  de  contratarla;  Inst.  27  Enero 
1685  art.  6.°,  regla  7."— Variación  de  la  alimenta- 
ción; id.,  art.  6,°,  regla  15.— Inspección  de  alimen- 
tos; id.,  art.  31,  núms.  2.°,  3.»  y  13.— Véase  Medica- 
mentos, y  ténganse  presentes  además  los  regla- 
mentos especiales  de  los  hospitales. 

Ancia7ios  válidos  é  inválidos:  22  Abril  1873,  arts.  9.°  y 
10.— V.  Hospit.iles  de  incurables. 

Apoderados  de  las  Juntas;  27  Diciembre  1865. 

Arca  de  tres  llaves:  27  Enero  1885,  art.  27. 

Arrendamientos:  obras:  suministros:  Inst.  1875,  art.  67. 

—  de  bienes  de  Beneficencia:  Beg.  14  Mayo  1852,  ar- 
tículos 53  y  57;  30  Septiembre  1856;  27  Febrero  1874; 
Inst.  de  1875,  art.  67. 

Arqueos  de  caudales:  Inst.  27  Enero  18a5,  art.  21. 

Arquitecto  de  la  Beneficencia  general:  Inst.  27  Enero 
1885,  arts.  34  á  37. 

Asilados.— Y.  Asilos:  Castigos. 

Asilos  de  Beneficencia:  ataque  á  los  mismos  sin  nece- 
sidad, en  caso  de  guerra;  Cód.  de  Just.  Mil.  de  27  de 
Septiembre  1890,  art.  232,  núm.  2." 

—  de  párvulos:  3  Agosto  1853. 

—  benéficos  provinciales:  ISMayo  1888. 

—  pasajes  oficiales  á  Ultramar  por  cuenta  del  Es- 
tado á  los  asilados  en  establecimientos  benéficos; 
4  Agosto  1891.— V.  Establecimientos. 

Asociaciones  benéficas:  Alcance  de  la  intervención 
del  protectorado:  Inst.  de  1875,  art.  8.°,  párr.  4."  '. 

—  Asociaciones  para  alivio  de  presos:  ley  de  1822, 
artículo  97. 

—  de  caridad:  Reg.  de  18-52,  art.  93. 

_  de  señoras:  ley  de  1822,  art.  15;  ley  de  1849,  art.  12; 
3  Noviembre  1868.— V.  Junta  de  señoras. 
Autorizaciones  para  entrega  de  valores  y  pago  de  in- 
tereses, para  la  formalización  de  ventas,  arrenda- 
mientos, para  litigar,  transigir,  etc.;  30  Diciembre 
1838;  13  Agosto  1848;  18  Diciembre  1848;  7  Julio  1849; 
instrucción  de  1875,  arts.  11  y  59  á  68.— Juiíisp.,  Real 
decreto  23  Febrero  1889. 

_  para  investigar  bienes  y  valores  déla  Beneficen- 
cia: Inst.  27  Abril  1875,  arts.  73,  caso  2.°,  7.5,  76,  79,80, 
Ü2,  83y  siguientes.- V.  Premios. 
Auuntamientos:  asilos  municipales;  ley  20ctubrel877 
y  K.  O.  26  Marzo  1887. 

—  Fundaciones  sometidas  á  su  dirección  y  admi- 
nistración; 28  Junio  1886. 

—  en  concepto  de  patronos  de  la  Beneficencia  parti- 
cular; E.  0. 9  Diciembre  18S6.—V.  Establecimientos. 


1     Víase  además  en  Asocuctonesíos  arts.  I."  y  tí  de 
la  ley  de  asociaciones  de  30  .Junio  JHHT. 


Bafíos:  socorro  á  los  enfermos  pobres  durante  su  per- 
manencia en  los  baños;  20  Abril  1880. — Exención  á 
favor  de  los  asilados  del  pago  de  honorarios  á  los 
médicos  directores;  29  Mayo  1888. 

Benefícencia:lo  qxie  es. — Su  historia,  su  estado  actual, 
modos  de  practicarla,  ps.  93  y  siguientes. 

—  Beneficencia  particular:  lo  que  comprende;  ins- 
trucción de  187.5,  arts.  2.°,  B."  y  4.°— V.  Fundacio- 
nes: Patronatos:  Protectorado,  etc.,  etc. 

—  Beneficencia  provincial. — V.  Diputaciones:  Casas 
de  Beneficencia;  Tutela,  etc.,  y  los  núms.  III  y  Vil 
de  la  parte  doctrinal. 

—  Beneficencia  general. — V.  Establecimientos. 

—  Beneficencia  domiciliaria. — V.  Hospitalidad  do- 
miciliaria y  el  núm.  VI  de  la  parte  d(5ctrinal. 

—  Beneficencia  municipal.—V..\j-untamientos  y  las 
referencias  contenidas  en  el  núm.  Vll^  letra  (c)  de 
la  parte  doctrinal,  p.  106. 

Beneficio  de  pobreza. — V.  Defensa  gratuita. 

Bienes  inmuebles:  Inst.  de  1875,  art.  64. 

Bienes  y  fondos  de  la  Beneficencia;  27  Enero  188-5,  ar- 
tículos 13  á  17,  18  y  19;  ley  de  1822,  arts.  24  á  39  y  134; 
ley  de  1849,  art.  14;  Eeg.  de  1852,  8rts,46á50;  22  Abril 
1873,  arts.  39  á  -55;  12  Junio  1875  y  Cód.  civil,  arts.  46, 
746  á  74S,  788,  9-56,  957  y  1.666.— Véase  el  núm.  IX  de 
la  parte  doctrinal,  p.  109. 

—  de  fundaciones,  patronatos  y  obras  pías:  los  ci- 
tados,y23Enerol848;  170ctubre  1863;  28 Enero  1869; 
9  Julio  id.;  7  Febrero  y  5  Mayo  1870;  13  Abril  1871;  12 
Junio  1875;  21  Febrero  1888;  26  Marzo  1889;  25  Abril 
1SS9  y  la  doctrina  de  la  p.  109.  — V.  Furidaciones 
de  patronato  particular:  Desamortización. 

—  de  expósitos:  Herencias,  legados,  etc.;  Keg.  1852, 
art.  21. 

—  Aplicación  de  los  bienes  de  instituciones  benéfi- 
cas que  dejen  de  funcionar  por  motivos  legales;  ley 
de  1849,  art.  16;  Eeg.  de  18-52,  art.  34;  Inst.  de  1875, 
articulo  11,  facultad  3.»;  Código  civil,  art.  39. 

Billetes  de  andén:  inversión  de  cantidades  proceden- 
tes del  importe  de  los  mismos;  B.  O.  4  Marzo  1890. 

Pfy'ade  Beneficencia  particular:  supresión;  20  Mayo 
de  1879. 

Caja  de  Depósitos:  custodia  los  fondos  de  la  Benefi- 
cencia: 27  Enero  1885,  arts.  14,  18  y  22. 

Capacidad  de  los  establecimientos  de  Beneficencia 
para  adquirir  bienes. — V.  Personalidad. 

Capellanes  de  Beneficencia;  27  Enero  1885,  arts.  40  á  43; 
instrucción  de  los  hospitales  de  incurables  de  la 
misma  fecha;  arts.  4S  y  49. 

Cargaremes  y  libramientos;  27  Enero  1885,  arts.  20  y  2.3. 

Cargas  A  favor  de  la  Beneficencia;  17  Octubre  1863. 

Casas  de  Beneficencia:  ley  de  1-822,  arts.  40,  71,  85  y  86; 
ley  de  ISMg,  art.  3.°;  22  Abril  1873,  art.  2.°;  22  Agosto 
de  1&53,  y  17  Junio  18G2. 

—  de  locos. — V.  Manicomios. 

—  de  expósitos,  huérfanos  y  desamparados:  títu- 
lo XXVII,  lib.  VII,  Nov.  Eec;  ley  de  1849,  arts.  3." 
y  12;  E.  O.  3  Abril  1840;  Reg.  de  1852,  arts.  3.°,  6.°,  20 
á  27  y  93;  ley  de  1822,  arts.  41,  50  á  61,  65  y  71;  Cód.  ci- 
vil, arts.  4l3,  212  y  303. 

—  para  pobres;  ps.  108  y  109. 

—  de  maternidad:  ley  de  1822,  arts.  40,  41  á  70;  ley  de 
1849,  art.  2.";  Eeg.  de  1852,  arts.  17,  18, 19  y  93;  12 
Agosto  1864. 

—  de  misericordia;  ley  de  1822,  arts.  71  y  72  á  85;  ídem 
de  1849,  art.  20,  y  Reg.  de  1852,  arts.  6.°,  12  y  27. 

—  de  lavado,  p.  108. 

—  de  párvulos.— V.  Asilos. 
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—  de  refugio  j-  de  socorro;  Reg.  11  Jtayo  1852,  ar- 
tículos 4.°,  I.",  88  y  89;  B.  D.  6  Juli 0*1853,  art.  8." 

Castigos  á  los  asilados:  27  Enero  18S5,  art.  94;  12  Mayo 
1885,  art.  104;  22  Abril  1873,  art.  13. 

Ciegos:  p.  105. — ^V,  Colegios. 

Clasificación  de  establecimientos;  27  Enero  18S5,  ar- 
tículos 1.»  á  4.°;  22  Agosto  1853;  1."  Agosto  1-861;  Ins- 
trucción de  1875,  arts.  11,  50  k  58;  id.de  1873,  arts.l.° 
y  a.";  JüKiSP.,  E.  D.  S.  80  Junio  1879. 

Colegios:  del  Carmen:  22  Abril  1873,  arts.  132  y  134. 

—  de  ciegos  de  Sant.a  Catalina  de  los  Donados:  13 
Diciembre  1881;  27  Enero  1885,  arts.  2.°  y  siguientes. 

—  de  la  Unión  (de  huérfanas  :  22,\bril  1873,  arts.  121 
á.  131;  30  Junio  1884;  27  Enero  188.5,  arts.  2.°  y  si- 
guientes. 

—  de  Nuestra  Señora  de  los  Remedios:  30  Septiem- 
bre 18.81. 

—  de  Santa  Isabel:  14  Noviembre  1873.— V.  Hospi- 
tales. 

Comisarios  de  Beneficencia:  27  Enero  1885,  art.  29. — 
Ley  de  1822,  art.  87.— Ecónomos;  22  Abril  1873,  ar- 
tíoiüos2.3á,34y  p.  104. 

Coriipetencia  en  las  cuestiones  sobre  propiedad  y  di- 
visión de  bienes  de  la  beneficencia  particular  y  en 
las  que  surjan  jiara  hacer  efectivos  los  derechos 
que  nazcan  de  las  fundaciones,  etc.,  etc.;  JuRISP., 
Rs.  Ds.  de  comp.  de  20  de  Abril  de  1882yl.<' de  Abril 
de  1891,  y  auto  del  T.  de  lo  C.  A.  de  aS  de  Febrero 
de  1890. 

Conciliación. — V.  Actos  de... 

Constituciones  y  estatutos  de  fundaciones  de  patro- 
nazgo del  Gobierno  y  délas  demás  de  carácter  per- 
manente, encomendadas  á  Juntas  de  patronos: 
Aprobación;  Inst.  de  187.5;  art.  10. 

Contabilidad.— Y.  Cuentas:  Presupuestos. 

Contratos. — V.  Alimentación:  enajenaciones:  Obras: 
Hijas  de  la  Caridad:  SuminÍTOos. 

Contribuciones. — V.  Exenciones,  y  en  Contribución 
TERRiTORHL  la  palabra  Beneficencia  de  su  sumario 
alfabético. 

Conversión  de  títulos  en  inscripciones  intransferi- 
bles: Inst.  27  Abril  1875,  art.  64,  regla  6.»;  26  Marao 
de  1889. 

Copias  de  escrituras:  23  Marzo  1871. 

Cuentas  de  Beneficencia:  Reg.  I&j2,  arts.  62  á  87;  Ins- 
trucción de  1875,  arts.  32,  96  A  112;  24  Junio  1875;  8  Ju- 
nio 1881;  27  Enero  1885,  arts.  10,  20  á  27.— Sobre  obli- 
gación de  rendir  cuentas  los  patronos  de  estable- 
cimientos particulares;  29  Mayo,  25  y  28  Junio,  27 
Agosto  y  9  Diciembre,  todas  de  1886;  JüRISP.,  Rea- 
les decretos  sentencias  20  Mayo  1878  y  30  Diciem- 
bre 1880. — V.  Presupuestos. 

Cuerpo  facultativo  do  Beneficencia:  ley  de  1822,  ar- 
tículos 102  y  114;  R.  O.  21  Junio  1818;  22  Abril  187.3, 
a"  .  68;  23  Diciembre  1881;  27  Enero  1885,  arts.  31,  nií- 
mero  5.°,  88  y  39;  26  Diciembre  1889,  y  p.  101. 

Cuestación  de  limosnas;  22  Abril  1873,  arts.  10  á  79. 

Defensa  gratuita  de  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia: 20  Julio  1S38;  11  Diciembre  1817;  26  Noviem- 
bre 1818;  ley  de  1819,  art.  17;  7  Julio  1819;  21  Diciem- 
bre 1.8.57;  Inst.  1875,  art.  6.°— V.  Ministerio  fiscal. 

—  Concesión  del  beneficio  á  las  Diputaciones  cuan- 
do obran  en  representación  de  los  establecimien- 
tos benéficos;  JuRisp.,  T.S.,  sent.  31  Diciembre  1890. 

Delegados  aula  Beneficencia  particular:  26  Febrero 
1874;  13  Junio  id. 

Dementes.— V.  Manicomios, 

Denuncia  de  bienes  y  valores  de  la  Beneficencia;  Ins- 
trucción 27  .\bril  1875.  arts.  76  y  sigs. 
Tomó  II. 


Depositaría  central  de  Beneficencia:  27  Enero  1885, 
arts.  19  A  27. 

Depósitos. — V.  Caja  de... 

Derechos  sucesorios  de  los  establecimientos  benéfi- 
cos; Cód.  civil,  arts.  956  y  957. 

Desamortización  de  bienes  de  Beneficencia:  26  Sep- 
tiembre 1847;  6  Octubre  id. 

Diputaciones  provinciales:  ley  29  Agosto  1882;  R.  O.  9 
Diciembre  1886  y  26  Marzo  1887.— V.  Defensa  gratui- 
ta: Jurisdicción  contencioso-administrativa. 

Dirección  general  de  Beneficencia:  su  creación  y  atri- 
buciones; 31  Enero  1865;  Inst.  1875,  art.  12. 

Director  ({e  establecimiento  de  Beneficencia;  Reg.  de 
ia52,  arts.  ñS,  61  y  62;  6  Julio  1853,  arts.  11,  12  y  18;  22 
Abril  1873,  arts.  18  y  19. — V.  Administradores  depo- 
sitarios. 

Directores  morales:  22  Abril  1873,  art.  76. — V.  Cape- 
llanes. 

Disolución  ó  supresión  de  instituciones  de  Beueficen- 
ci.i  y  agregación  y  segregación  de  rentas;  ley  de 
1.822,  arts.  128  A  131  y  134;  ley  de  1849,  arts.  15  y  16;  re- 
glamento de  18.52,  art.  34;  R.  D.  27  Abril  1675,  articiT- 
lo  5.°,  nvim.  3.°;  Inst.  de  1875,  arts.  11,  facultades  2." 
y  3.»,  46,  47  y  64;  Inst.  de  18a5,  art.  8.°;  Código  civil, 
art.  89. 

Donaciones  y  legados. — V.  Legados. 

Dotes  de  doncellas  (ley  aplicable  A  los  bienes  de  me- 
morias ó  fundaciones  para':;  20  Abril  1871: 

Edificios;  Regí,  de  18-52,  arts.  93  y  91. 

Ejército:  recUisión  de  militares  enajenados;  19  Maj-o 
1885,  arts.  16  y  16.— V.  Asilos. 

Empleados  de  la  Beneficencia:  Reg.  de  18.52,  arts.  30  y 
31;  13  Septiembre  y  9  Noviembre  186.35  "¿2  Abril  1873, 
arts.  15  y  16;  27  Enero  1885,  arts.  7."  y  17.— Inst.  de 
los  hospitales  de  incxirables  de  27  Enero  1885,  ar- 
tículo 2.°,  núm.  2.° — V.  Arquitectos:  Parentesco: 
Visitador. 

Enajenaciones  y  permutas:  4  Abril  y  25  Junio  1853;  I.*' 
y  29  Mayo  18.55;  8  Junio  1857;  Inst.  1875,  arts.  11,  re- 
gla 4.";  12,  regla  6.»;  64,  reglas -5."  y  7.»,  y  67;  12  Junio 
187.5;  31  Enero  1880;  15  Enero  1884. 

Enfermos. — V.  Estancias:  Hospitales. 

Enseñanza  (fundaciones  del. — V.  Fundaciones... 

Entrega  de  valores  de  patron.atos:  Inst.  1875,  arts.  12, 
59,  60  y  61. 

Epidemias  (Hospital  del:  18  Noviembre  1891. 

Escrituras  (copias  de):  28  Marzo  1871. 

Escuelas  de  obstetricia:  ley  de  1822,  arts.  47  y  48. 

—  de  primera  enseñanza:  id.,  art.  74. 

—  de  pArvulos:  3  Agosto  1858. — V.  Maestros. 
Establecimientos  de  Beneficencí.a:  su  creación,  supre- 
sión, calificación,  etc.;  ley  de  1849,  arts.  1.**  A  I.**  y 
15;  Reg.,  arts.  5.»  á  8.°,  28,  31  y  88  A  90;  23  Abril  1846; 
22  Abril  1873,  arts.  3.°  A  13;  27  Abril  187.5,  arts.  50  y 
siguientes;  27  Enero  1885,  art.  8.°;  ai  Marzo  1885;  26 
Marzo  1887,  y  pág.  105. 

—  do  jiatronato:  ley  de  1822,  arts.  127  y  siguientes; 
26  Marzo  18:tl;  30  Noviembre  1838. — Agregación  y  se- 
gregación; JURiSP.,  21  Enero  1881. — V.  Fundaciones. 

Estancias  de  enfermos  forasteros  ó  pobres  transeún- 
tes; 27  Enero  1879:  18  Mayo  1888  y  p.  104. 

Estancias  de  enfermos  en  el  hospital  clínico  de  Ma- 
drid: JUEISP.,  Sent.  del  T.  C.  A.  de  22  Mayo  1891.— 
Estancias  de  dementes;  V.  Manicomios. 

Exenciones  A  favor  de  establecimientos  de  caridad 
ó  beneficencia;  ley  15  Julio  If^. 

Expedieiites  sobre  asuntos  de  patronatos,  etc.;  ins- 
trucción de  1875,  arts.  13  A  49  y  31  A  -38,  51  y  siguien- 
tes y  64. 

8 
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Expósitos. — V.  Casas  de...:  Tutela,  y  los  artículos  es- 
peciales Adoi'ción:  Expósitos. 
Facultativos. — V.  Cuerpo  facultativo:  Visitador. 
Farmacéuticos. — V.  Cuerpo  facultativo. 
Fondos  de  la  Beneficencia. — V.  Bienes. 
Forasteros:  socorros;  p.  104. — V.  Estancias. 
Fueros  de  las  Provincias  Vascongadas:  Su  alcance 

respecto  de  la  Beneficencia;  18  Mayo  18^S. 
Fundaciones  para  objeto  caducado:  20  Abril  1S71. 
Fttndacioncs  de  patronato  particular;  ley  de  1822,  ar- 
tículos 25,  127  y  siguientes;  26  Marzo  18S1;  30  No- 
viembre 1838;   17  Enero  1841;  25  Marzo  1846;  ley  de 
184fl,  arts.  1.°,  6.°,  7.",  8.°,  11,  15  y  10;  5  Julio  1861;  Ins- 
trucción de  1875,  arts.  2.",  3."  y  55.— Distinto  carác- 
ter de  las  familiares  y  las  benéficas,  etc.;  5  Julio 
1861;  20  Abril  1882;  27  Enero  1885,  art.  2.°— No  están 
sxijetas  á  la  ley  desvinculadora;  JUKisp.,  Seut.  30 
Octubre  1876.— Derechos  del  Gobierno:  Id.  9  Enero 
1881.— Fundaciones  que  tienen  por  objeto  atencio- 
nes ó  servicios  de  educación  y  enseñanza  con  ca- 
rácter de  perpetuidad:  Su  legalidad   y  carácter: 
Protectorado,   etc.;  E.   O.  26  Juuio   1886.— Inunda- 
ción de  una  obra  pia;  E.  O.  17  Abril  1890.— Respeto 
á  la  voluntad  del  instituidor;  JuRisp.,  R.  D.  S.  2  Ju- 
lio ISSiX— Interpretación  del  test(amento  de  los  fun- 
dadores: Facultades  de  los  Tribiiuales;   JuiuspRü- 
DENCIA,  E.  D.  20  Abril  1882.— Caso  de  pérdida  del  ca- 
rácter de  particular;  Jüiiisp.,  Sent.  del  T.  C.  A.  de  27 
Octubre  1SS8. — Fundaciones  cuyo  principal  objeto 
es  civil:  Sucesión  en  el  patronato;  JuRisr.,  Senten- 
cia del  T.  C.  A.  de  12  Mayo  1890.— V.  Bienes;  Diso- 
lución: Patronazgo,  etc.,  etc. 
Gobernadores:  26  Marzo  1834;   Inst.  de  1875,  art.  13.— 
Funciones;  19  Mayo  1S85,  art.  12;  26  Marzo  1887;  i 
Marzo  1890. 
Gobierno  y  rdgimen  de  los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia.— V.  Dirección:  Director:  Directores  mora- 
les: Administradores  depositarios:  Capellanes:  Vi- 
sitador: Visitas  de  inspección:  Insp'ección:  Inter- 
vención: .Junta  de  Beneficencia. 
JIere7icias. — -V.  Instituciones  testamentarias. 
Sermunas  é  Hijas  de  la  Caridad;  ley  de  1822,  art.  14;  17 
Juuio  1862,  disp.  3."* — Contratos  con  las  Hijas  de  la 
Caridad  para  el  servicio  de  hospitales  y  colegios; 
Eegl.  27  Enero  1885,  art.  6.°,  núm.  14. 
Hermandades:  lej'  de  1822,  art.  15. 
Higiene. — V.  Sanidad. 

EosiiíCios:  tit.  XXXVIII  y  ley  26,  tit.  XXXIX,  li- 
bro VII,  Nov.  Recop.;  22  Abril  1873,  art.  2.° 
Hospitales:  tit.  XXXVIII,  lib.  VII,  Nov.  Recop.;  ley 
de  1822,  arts.  40,  104  á  126;  27  Enero  1851;  Eegl.  de 
1852,  art.  93;  22  Abril  1873,  art.  2.°;  C.  de  J.  M.  27  Sep- 
tiembre 1890,  art.  232,  núm.  2.° — Cuestión  sobre  clasi- 
ficación de  un  hospital;  JuRiSP.,  R.  D.S. 20  Junio  1879. 

—  de  incurables  {del  Rey,  de  Jesús  Nazareno  y  de 
Nuestra  Señora  del  Carmen);  Inst.  27  Enero  1885; 
5  Julio  1883;  22  Abril  1873,  arts.  109  á  120;  27  Enero 
188.5,  art.  3.°;  31  Enero  1880;  16  Julio  1881;  Inst.  27 
Enero  1885,  a,rts.  2."  y  siguientes. 

—  Nacional:  22  Abril  1873,  arts.  101  á  IOS. 

—  de  la  Princesa:  11  Mayo  1880;  23  Diciembre  1884;  27 
Enero  1885,  arts.  2.°  y  siguientes. 

—  de  Nuestra  Señora  de  Monserrat:  26  Junio  1876. 

—  del  Rey  (Burgos):  26  Junio  1876. 

—  de  ciegos-y  sordomudos:  Regí.  1852,  art.  15. 

—  de  convalecientes:  ley  de  1822,  arts.  40,  107  y  demás 
del  capitulo,  y  116  á  118;  Regí.  1852,  art.  93. 

—  Hidrológico  de  Carlos  III:  21  Enero  1885,  art.  2.°  y 
siguientes. 


—  del  Buen  Suceso:  26  Junio  1876. 

—  Hospital  clínico  de  Madrid:  Pago  de  estancias 
por  la  Diputación  provincial ;  JURisp.,  Sent.  del 
T.  C.  A.  de  22  Mayo  1891. 

—  Hospital  de  epidemias  en  Madrid;  18  Noviembre 
1891. 

—  Reforma  de  los  reglamentos  de  hospitales  en  el 
sentido  que  se  espresa;  20  Agosto  1891. 

—  Asistencia  de  niilitares  en  hospitales  civiles;  18 
Septiembre  1886 — Véase  el  artículo  especial  Hospi- 
tales MILITARES. 

—  Departamentos  para  dementes;  27  Julio  1870. — 
Admisión  de  dementes  en  los  hospitales  provincia- 
les; 23  Septiembre  1871. — V.  Manicomios. 

—  V.  Asilos:  Terrenos. 

Hospitalidad  domiciliaria;  lej'  de  1822,  arts.  40  y  98  á 
103:  Regí.,  art.  83;  6  Diciembre  1856  y  pág.  103. 

Huérfanos;  pág.  108. — V.  Casas:  Colegios. 

Impedidos  y  decrépitos. — Véanse  las  consideraciones 
del  núm.  III  de  la  parte  doctrinal. 

Impuesto  de  2  por  100  para  el  protectorado;  24  Junio 
de  1875. 

—  de  derechos  reales;  31  Diciembre  1881. 
Incompatibilidades  de  cargos  de  la  Beneficencia;  ins- 
trucción de  1875,  art.  14. 

Incurables. — V.  Hospitales  de... 

Inspección  del  Gobierno  sobre  la  Beneficencia;  27 
Abril  187.5,  art.  1.» 

Inscripciones  de  Beneficencia:  15  Marzo  1871;  17  Enero 
1890. — V.  Conversión:  Desamortización:  Legados. 

Ins^^ectores:  creación  y  supresión  de  éstos,  etc.;  22  Ene- 
ro 1872;  30  Septiembre  y  80  Mayo  1873. 

Instituciones  de  Beneficencia  (lo  que  son):  Inst.  187-5, 
art.  5.°— V.  Establecimientos. 

Instituciones  tesiavientarias  á  favor  de  la  Beneficencia; 
requisitos  para  s^validez;  Cód.  civil,  art.  788. — 
V.  Capacidad:  Bie^res. 

Instrucción  pública:  maestros  de  establecimientos  be- 
néficos; ley  de  1822,  art.  74;  1."  Marzo  1&59;  15  Marzo 
IgYS.—Fundaciones  que  tienen  por  objeto  atencio- 
nes ó  servicios  de  enseñanza  con  carácter  de  per- 
petuidad; R.  0. 26  Junio  1886.— V.  Asilos  de  párvulos. 

Intereses  de  inscripciones:  requisitos  para  percibir- 
los, etc.;  12  Mayo  y  17  Octubre  1871;  29  Mayo  y.  9  Di- 
ciembre 1886. 

Intervención  de  contabilidad  de  la  Beneficencia:  27 
Enero  18*5,  aít.  24. 

Inventario  de  bienes:  de  los  asilados:  27  Enero  1885,  ar- 
ticulo 47.— De  los  establecimientos  benéficos;  idem, 
art.  54. 

Jjií'ej'sídí!  de  remanentes  de  fundaciones:  17  Enero  1890. 

Investigación:  Investigadores:  21  Septiembre  1871;  Ins- 
trucción de  1875,  arts.  69  á  95:  27  Enero  1885,  art.  5-3; 
JUBISP.:  Sobre  personalidad  de  los  investigad^es 
para  acudir  á  la  vía  contenciosa;  auto  del  T.  C.  A. 
de  4  Febrero  1889,  p.  95. 

Juntas  de  Beneficencia:  p.  102. 

—  Junta  general:  ley  de  1849,  arts.  .5.°,  6.",  9."  10, 11  y 
15;  reglamento  1852,  arts.  30,  35  á  37,  42  á  45;  4  No- 
viembre 1868. 

—  Juntas  municipales:  ley  de  1822,  arts.  1.°  á  24;  ley 
de  1849,  arts.  5.",  8.°,  11, 12,  13  y  15;  Reg.  1852,  arts.  40 
y  41  á  4.5.— Supresión,  17  Diciembre  1868.— Restable- 
cimiento, 30  Septiembre  1873;  Inst.  27  Abril  1875,  ar- 
tículos 9.°,  11,  17  á  19  y  23. 

—  Juntas  p.irroquiales:  ley  de  1822,  arts.  17  á  22;  re- 
glamento de  1852,  arts.  84  á  87.     - 

—  Juntas  de  patronos:  12  Mayo  1885,  art.  5.°;  27  Ene- 
ro 1885,  art.  48. 
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—  Juntas  provinciales:  ley  de  1819,  arts,  5.",  7.**,  11, 

12  y  15;  Reg.  de  ia52,  arts.  38  y  S9, 12  A  45;  25  Febrero 
ia57;  17  Diciembre  186S;  30  Septiembre  1873;  E.  D.  27 
Abril  1875,  art.  3.°;  é  Inat.  de  igual  fecha,  arts.  9.° 
á  15,  30  y  31, 12  y  110;  3  Marzo  1885.— Beño vaoión  bie- 
nal: Inst.  27  Abril  1875,  arts.  13  y  14;  6  Diciembre  1878 
19  Enero  1881;  18  Mayo  1889;  11  Marzo  1890. -Nom- 
bramiento de  vocales:  sesiones,  sostenimiento,  et- 
cétera; R.  D.  11  Marzo  1890.— Personalidad  para  re- 
currir á  la  vía  contencioso-administrativa  cuando 
gestionen  en  concepto  de  patronos;  13  Mayo  1891 — 
Juntas  provinciales  en  concepto  de  representan- 
tes de  fundaciones  siaprimidas;  JuRiSP.,  sent.  del 
T.  S.  de  11  Marzo  1889.  —Instituciones  sobre  las  cua- 
les no  piteden  ejercer  el  patronazgo;  Jumsp.,  sen- 
tencia del  T.  C.  A.  de  2  de  Junio  1891. 

—  Juntas  de  señoras;  27  Abril  187.5;  8  Abril  1876;  27 
Enero  1885,  art.  6.°;  17  Julio  1881.— V.  Asociaciones. 

Jurisdicción  contencioso-admiiiistratioa :  personalidad 
de  las  .Tuntas  x^rovinciales  cuando  obren  con  el  ca- 
rácter de  patronos;  13  Mayo  1891. — Impersonalidad 
para  inij^ugnar  las  determinaciones  del  Ministerio 
en  el  ejercicio  de  su  protectorado;  JuRiSP.,  3  Junio 
1889,  p.  9.5. -Cuestiones  sobre  personalidad  de  las 
Juntas  provinciales  y  gobernadores,  p.  95. 

Legados  y  donaciones:  23  Marzo  1845;  22  Abril  1873,  ar- 
tículos 6."  y  7.°;  27  Enero  1885,  arts.  6.°,  regla  9.»,  y 

13  á  17;  25  Abril  18S9. — V.  Derechos  sucesorios:  Insti- 
tuciones testamentarias. 

Xey  6  Febrero  1822;  sobre  su  valor  y  eficacia;  Juris- 
prudencia, sent.  11  Julio  1880. 

Libramientos. — V.  Cargaremes. 

Limosnas  (Cuestación):  22  Abril  1873,  arts.  40  á  79. 

Litigios.  — V.  Acto  de  conciliación:  Defensa  gratuita. 

Locales  de  las  Juntas  provinciales;  Inst.  de  1875,  ar- 
ticulo 13,  facultad  6.»;  11  Marzo  1890. 

Locos. — V.  Manicomios.        * 

Maestros  de  Beneficencia. — V.  Instrucción  pública. 

Manicomios:  ley  de  1822,  arts.  40,  107  y  119  á  126;  8  Mayo 
de  1810;  2  Febrero  y  1."  Abril  de  1816;  26  Febrero  1851; 
Eeg.  de  1852,  art.  11;  28  Julio  1860:  2  Julio  1862;  2  Oc- 
tubre 1865:  27  Julio  1870;  23  Septiembre  1871;  13  Octu- 
bre id.;  20  Enero  1872;  '¿2  Abril  1873;  29  Febrero  1376. 
—Reglamentación  de  la  hospitalidad  de  dementes. 
19  Mayo,  22  Mayo  y  20  Junio  1885.— Construcciones; 
21  Julio  1880  y  7  Julio  1882.— Manicomio  de  Lega- 
nés:  22  Abril  1873,  arts.  87  al  100. -Beg.  12  Mayo  1885; 
27  Enero  1885,  arts  2.°  y  siguientes.— Ver  el  artícu- 
lo especial  Manicomios. 

Matronas:  prohibición  de  que  les  sirvan  de  escuela 
práctica  las  casas  de  maternidad;  12  Agosto  1864. 

Mayorazgos.— Y .  Patronatos. 

Medicamentos  á  los  establecimientos  de  Beneficencia; 
IS.Pebrero  1882;  27  Enero  1885,  art.  6  °,  regla  7." 

Médicos  de  la  Beneficencia.— V.  Cuerpo  facultativo. 

Médicos  titulares:  servicio  benéfico  de  los  pueblos; 
11  Junio  1891. 

Mendicidad:  leyes  del  tít.  XXXIX,  lib.  VII,  Nov.  Rec. 

Mendigos  inválidos:  su  recogimiento  en  los  hospicios 
y  casas  de  caridad;  ley  26,  tít.  XXXIX,  lib.  VII, 
Nov.  Rec. 

Mendigos  válidos  ó  robttstos:  que  sean  tratados  como 
vagos;ley26,  tít.  XXXIX,  lib.  VII,  Nov.  Rec;  ley 
de  1822,  art.  95.-V.  Casas:  Hospitales. 

Militares.— V.  Asilos:  Ejército:  Hospitales,  y  el  ar- 
ticulo especial  Hospitales  militares. 

Ministro  de  la  Crobernación:  sus  atribuciones,  etcéte- 
ra; Inst.  de  1875,  art.  11;  id.  22  Abril  1873,  arts.  11  á  17. 

Ministerio  de  la  Gobernación:  funciones;  Inst.  de  los 


hospitales  de  incurables  de  27  Enero  1885,  art.  2.°, 

Inst.  general  de  la  misma  fecha,  arts.  5.°  y  7.°;  19 

Mayo  1885,  art.  12. 

Ministerio  fiscal,  representa  enjuicio  los  intereses  de 

la  Beneficencia  pública;  JuRisp.,  sent.  21  Enero  1881. 

Negociación  de  valores:  Inst.  1875,  arts.  12  y  68. 

Nilíos  desamparados;  ley  de  1822,  art.  61.— V.  Casas  de 

Beneficencia. 
Niilos  expósitos:  ley  de  1822,  arts.  50  á  60  y  65;  Novísi- 
ma Recopilación;  tit.  XXXVII,  lib.  VII  y  pi  107.— 
Véase  Casas  de  niños  expósitos. 
Nombramiento  del  personal  déla  Beneficencia;  Eeg. 27 

Enero  1885,  art.  7.° 
Obispos:  visita  de  establecimientos;  lej-de  1849,  art.  11 

— V,  Prelados. 
Obras  en  los  asilos:  27  Enero  1885,  art.  12. 
Obras  y  servicios  de  Beneficencia:  Beg.,  arts.  56  y  57; 
22  Abril  1873,  art.  61;  8  Julio  18.53;  Inst.  de  1875,  ar- 
ticulo 67. 
Obras  pías. — V.  Fundaciones  particulares. 
Ordenación  de  pagos  de  Beneficencia:  27  Enero  1885, 

art.  26. 
Pareittesco:  no  puede  existir  entre  los  empleados  de 

los  establecimientos:  27  Enero  1885,  art.  44. 
Partidos  médicos:  servicio  benéfico  sanitario;  14  Ju- 
nio 1891. 
Parturientas  pobres  ó  solteras;  p.  107. — V.  Casas  de 

maternidad. 
Pasajes  oficiales  á  Ultramar  por  cuenta  del  Estada 
á  los  albergados  en  estaj^lecimientos  benéficos;  4 
Agosto  1891. 
Patronato  de  cargos  suprimidos;  15  Octubre  1862;  17 

Enero  1811;  20-21  Marzo  1857. 
Patronatos  de  Beneficencia:  no  están  sujetos  á  la  ley 
desvinculadora;  JuRiSP.,  y  p.  109;  Inst.  3  Octubre 
1876. — V.  Bienes:  Fundaciones:  Instrucción  pública. 
Patronazgo;  20  Enero  1871;  E.  D.  27  Abril  1875,  arts.  2." 
y  3.°;  Inst.,  id.,  arts.  11,  regla  9.",  30  á  12.— Institu- 
ciones respecto  de  las  cuales  no  pueden  ejercerle 
las  Juntas  provinciales;  JuRisp.,  sent.  del  Tribunal 
contencioso-administrativo  de  2  Junio  1891.. 
Patrono  y  protector:  incompatibilidad  de  cargos;   9 

Junio  1871. 
Patronos  (sobre  suspensión,  etc.):  Eeg.  1852,  arts.  32  y 
a3;  20  Enero  1871;  11  Junio  id.;  28  Agosto  id.;  17  Oc- 
tubre id.;  B.  D.  27  Abril  1875,  art.  2.";  Inst.  de  id.,  ar- 
tículos 13  y  32  á  42;  17  Abril  1890.— V.  Fundaciones: 
Cuentas,  etc. 
Patronos  de  oficio:  ley  de  1849,  art.  1.°;  13  Julio  1874. — 

Véase  Cuentas, 
Penas. — V.  Castigos. 

Pensiones  y  pensionistas:  22  Abril  1873,  arts.  4."  y  8." 
Personalidad  y  representación  jurídica  de  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia:  Véanse  las  considera- 
ciones y  referencias  del  núm.  t%.  de  la  parte  doc- 
trinal; p.  109. 
Personalidad  para  acudir  á  la  vía  contenciosa. — Véa- 
se Investigadores:  JiTrisdicción... 
Personalidad  enjuicio  délos  hospitales;  sent.  21  Ene- 
ro 1881,  p.  93. 
Plaza  de  toros  de  Madrid:  á  quién  corresponde  arren- 
darla; 30  Septiembre  1868. 
Pobres  incapaces  para  el  trabajo,  etc.;  p.  108. — Dis- 
posiciones sobre  mendicidad;  leyes  del  tít.  XXXIX, 
lib.  VII,  Nov.  Recop. 
Pobreza  para  litigar.— V.  Defensa  gratuita. 
Pósitos  píos:  JuRisp.,  30  Diciembre  1880. 
Prelados:  ley  de  1819,  arts.  7.°  y  11;  27  Agosto  1857. 
Premios  de  patronazgo  y  administración  que  perci- 
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ben  las  Juntas;  Inst.  27  Abril  1875,  art.  16,  regla  15. 
Inversión;  11  Marzo  1890.— Premios  de  censura  de 
cuentas  tle  las  fundaciones;  24  Junio  1875. — De  in- 
vestigación de  bienes  y  valores  de  la  Beneficencia; 
Instrucción  citada,  arts.  91  y  95. 
Presupuestos  y  contabilidad:  ley  de  1819,  art.  11;  regla- 
mento 1852,  arts.  62  á  87;  22  Abril  1873,  arts.  56  á  60; 
Inst.  de  187.5,  arts.  22,  32,  97  á  99  y  ICfi;  27  Enero  líS.5, 
arts.  9.°,  48  á  50;  29  Mayo,  25  y  28  Junio  y  9  Diciem- 
bre 1886,  y  15. 111.— V.  Cuentas. 
Procesados  dementes:  12  Mayo  1885,  art.  106;  19  Mayo 

1885,  art.  9.° 
Prohijamiento:  ley  de  1822,  arts.  65  &  68;  Eeg.,  arts.  25 

á,25. 
Protectorado  de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia: 26  Marzo  1834;  25  Marzo  1846;  30  Septiembre  y  30 
Diciembre  1873;  27  Abril  1875,  art.  1.»;  Inst.  de  la 
misma  fecha,  arts.  1."  al  fin  y  principalmente  el  ti- 
tulo II. — Protectorado  sobre  fundaciones  que  tie- 
nen por  objeto  atenciones  de  enseñanza;  26  Junio 
1886;  JüRi-SP.,  Rs.  Ds.  Sents.  30  Diciembre  1880,  9 
Enero  1881  y  siguientes,  ps.  94  á  97;  R.  O.  30  Diciem- 
bre 1884,  y  Real  decreto  de  competencia  de  1."  de 
Abril  de  1891. 
Provincias  Vascongadas:  Servicio  de  estancias  en  los 

asilos  de  la  misma;  18  Mayo  1888. 
Redenci  n  de  cautivos:  20  Abril  1871. 
Reglamentos:  de  los  manicomios  particulares;  19  Mayo 
1885,   articulo   adicional. — Para  establecimientos 
particulares:  formalit^des;  12  Octubre  1860. — Para 
el  régimen  interior  de   las  .Tuntas;  Inst.  27  Abril 
1875,  art.  11,  regla  5.",  y  16;  regla  2."— Reglamentos 
para  el  ciimplimiento  de  los  estatutos  de  estable- 
cimientos; Inst.  1875,  art.  31,  caso  3.° — Reglamentos 
de  las  Juntas  provinciales;  Inst.  de  1875,  art.  16, 
regla  2.*^ — V.  Constituciones  y  estatutos. 
Remanentes  de  fundaciones;  24  Febrero  1888;  17  Enero 

de  1890. 
Renovación  de  Juntas  provinciales  y  municipales. — 

V.  Juntas. 
Rentas  de  inscripciones,  etc.;  12  Junio  1875  y  24  Fe- 
brero de  18S8. 
Responsahilidad  gubernativa  ó  administrativa  de  los 
representantes  legítimos  de  fundaciones  particu- 
lares; Reg.  27  Abril  1875,  arts.  33  &  39  y  112;  24  Junio 
de  1875. 
Rifas. — V.  Subvenciones. 

Sanidadáe\o^  establecimientos  benéficos;  27  Enero 

1885,  arts.  30  á  33. — Plan  higiénico  de  los  enfermos 

incurables;  Inst.   27  Enero  18a5,  arts.  31,  40  á  47.— 

V.  Alimentación. 

Secretario  eotitador  üq  establecimiento;  22  Abril  1873, 

arts.  20  á  22. 
Secretarios   de   las  Juntas  de  Beneficencia. — Véase 

Juntas. 
Segregación  de  establecimientos  benéficos.  — V.  Diso- 
lución. 
Seiioras. — V.  Juntas  de... 
Se7-vicio  interior  de  los  establecimientos;  27  Enero 

1885,  arts.  44  á,  47. 
Socorros  domiciliarios;  ley  1822,  arts.  40  y  86  á  97;  ley 
1849,  art.  13;  Reg.  1&52,  art.  90;  28  Mayo  18.53;  6  Julio 
1853,  art.  8." 
Sordomudos, — V.   Hospitales  y  el  articulo  especial 

Sordomudos... 
Síibve7iciones  A  ciertos  establecimientos  por  la  supre- 
sión de  sus  rifas;  31  Diciembre  1881. 
—  k  Juntas  provinciales  de  Beneficencia:  11  Marzo 
de  1890. 


Suministros  de  víveres;  6  Julio  1853,  art.  17;  22  Abril 
1873,  art.  52;  23  Abril  1875,  art.  67;  27  Eneto  1885,  ar- 
ticulo 6.°,  regla  7.* 

Supresión  de  instituciones  benéficas. — V.  Disolución: 
Bienes. 

Terrenos:  pago  de  los  adquiridos  para  construir  un 
hospital;  6  Marzo  18S2. 

Testamentos. — V.  Fundaciones  particulares:  Institu- 
ciones testamentarias. 

Títulos  del  3  y  4  por  100  y  acciones  del  Banco:  conver- 
sión; 26  Marzo  1889. 

Tribunales  de  justicia. — V.  Competencia. 

Tutela  sobre  los  establecimientos  benéficos;  27  Enero 
1895,  art.  5.° 

—  de  individxios  tue  se  crian  en  casas  de  expósi- 
tos, etc.;  Eeg.,  art.  16  y  Cód.  civil,  arts.  212  y  303. 

Ventas  de  bienes  y  valores. — V.  Enajenaciones. 
Vestido  de  los  enfermos  incurables:  Inst.  27  Enero 

1885,  arts.  50  A  54. 
Visitador:  Reg.  1852,  art.  56. 

—  Visitador  general  de  los  establecimientos:  22 
Abril  1873,  arts.  34  á  38;  28  Septiembre  1874. 

—  Visitador  facultativo  de  Beneficencia;  27  Enero 
1885,  arts.  30  á  33. 

Visitas  de  inspección  á  los  manicomios;  19  Mayo  1885, 
art.  12. 

Víveres. — V.  Suministros. 

Voluntad  de  los  fundadores  de  establecimientos:  res- 
peto que  merece;  Inst.  de  1875,  art.  8.°,  párrs.  1.°, 
3.",  6."  y  7.°;  JURiSP.,  B.  D.  S.  2  Julio  1880. 

BENEFICIO.  Eu  la  acepción  que  aquí  toma- 
mo.s  esta  palabra,  es  el  derecho  que  compete 
á  alg'uno  por  ley  ó  privilegio,  como  el  benefi- 
cio de  competencia,  de  deliberar,  de  divisióu, 
de  excusión  ó  de  ord^en  y  de  inventario. 

BENEFICIO  DE  COMPETENCIA.  Derecho  que 
la  ley  ha  establecido  k  favor  de  ciertas  clases 
de  deudores  por  motivos  de  conveniencia  y  de- 
coro piibliccs,  parentesco,  relaciones,  estado, 
liberalidad  ó  desgracia,  para  no  poder  ser  re- 
convenidos ú  oblig-ados  sino  eu  cuanto  les 
quede  lo  necesario  para  vivir,  sin  perjuicio  de 
completar  el  pago  si  vinieren  á  mejor  fortuna. 

Tratan  de  la  materia  las  leyes  4.^^,  tlt.  IV; 
1.5,  tlt.  X,  y  1.^  y  3.",  tlt.  XV  de  la  Part.  5.*; 
la  51,  tít.  VI,  Part.  1.",  y  la  I."'  á  4.=^,  tlt.  XVIII 
del  Ordenamieüto  de  Alcalá,  que  reconocen 
este  beneficio  á  favor  de  los  ascendientes,  des- 
cendientes, hermanos,  cónyuges,  suegroá",  pa- 
tronos, militares,  empleados  y  clérigos. 

Por  regla  general,  á  los  que  gozan  sueldos 
ó  pensiones  no  puede  embargárseles  la  asig- 
nación que  en  tal  concepto  les  corresponda, 
siuo  con  las  limitaciones  marcadas  en  el  ar- 
ticulo 1.451  de  la  ley  de  Enj.  civil.  El  Código 
penal  reconoce  este  derecho  á  los  locos,  imbé- 
ciles y  menores  (art.  19). 

El  Cód.  civil  no  contiene  disposición  alguna 
sobre  el  beneficio  de  comp&teneia,  sin  duda 
porque  el  legislador  ha  creído  que  bastaba  !\. 
asegurar  la  subsistencia  de  los  ejecutados  para 
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el  pago  de  deudas  por  sus  parientes,  lo  esta- 
blecido sobre  obligación  de  alimentar  en  los 
arts.  142  i\  153.— V.  Alimentos. 

Jurisprudencia. 

Sent.  28  Febrero  IWflS.  Casación  por  no  haber 
apreciado  la  excepción  fundada  en  el  beneficio  de  compe- 
tencia. 

El  T.  S.  casa  y  antila  una  sentencia  por  infracción 
de  la  ley  1.",  tít.  XV,  Part.  5.": 

«Considerando  qne  elbenetício  de  compoteuciaqno 
concede  la  ley  1.",  tit.  XV  de  la  Part.  5.",  entre  otros, 
k  los  ascendientes  respecto  A  sus  descendientes,  para 
no  ser  obligados  A  más  délo  qne  puedan  pagar  des- 
pués de  atender  á  su  precisa  subsistencia,  no  se  li- 
mita al  caso  de  cesión  de  bienes,  sino  que  aun  sin  la 
cesión  compete  á  los  privilegiados  este  privilegio; 

Considerando  que  por  lo  lauto  la  sentencia  reciv 
rrida  al  rechazar  la  excepción  que,  fundado  en  di- 
cho beneficio,  .alegó  el  demandado  para  restringir 
los  efectos  de  la  demanda,  bajo  el  concepto  de  que 
aquél  no  puede  utilizarse  más  q\ae  en  la  cesión  de 
bienes,  infringe  la  referida  ley  1.",  tit.  XV,  Part.  5.'^» 
(Seut.  28  Febrero  1877.— Gacs.  de  la  Sala  /.",  t.  II, pá- 
gina 29.) 

—V.  Retención  de  sueldos:  Embargo. 

BENEFICIO  DE  DELIBERAR.  Tratan  de  e.stc 
beneficio  las  leyes  1."  á  4.^,  tit.  VI,  Part.  tí.''', 
según  las  cuales  el  heredero  puede  pedir  al 
juez  término  para  deliberar  sobre  .si  tomará 
la  herencia  ó  uo.  El  término  que  podrá  otor- 
garse uo  excederá  de  nueve  meses  ni  será 
menor  de  cien  dias  (ley  2.'^).  Durante  el  plazo 
no  puede  vender  ni  enajenar  ninguna  cosa  de 
la  herencia,  y  cuando  no  la  qviisiere  aceptar, 
debe  volverla  á  los  que  la  deben  haber. — Véa- 
se Sucesiones. 

Inspirándose  el  Cód.  civil  en  estos  prece- 
dentes, regula  el  derecho  de  deliberar  en  los 
arts.  1.010  y  sucesivos,  concediendo  al  here- 
dero el  derecho  de  pedir  la  formación  de  in- 
ventario para  por  su  resultado  deliberar  sobre 
la  aceptación  ó  repudiación  de  la  herencia. 

BENEFICIO  DE  DIVISIÓN,  DE  EXCUSIÓN  Y  OR- 
DEN. El  fiador  oblig'ado  con  otros,  simple  ó 
maucomunadamente,  g-oza  del  beneficio  de  di-  ■ 
visión,  por  el  cual  sólo  deberá  responder  de  la 
parte  que  le  toque  con  los  demás  fiadores  á 
prorrata  de  la  oblig'ación  principal,  á  diferen- 
cia de  cuando  la  fianza  es  solidaria,  en  que 
cada  fiador  responderá  por  el  todo,  como  pue- 
de verse  en  el  articulo  Obligaciones.  En  Ara- 
gón y  Cataluña  el  acreedor  puede  reconvenir, 
á  su  elección,  al  deudor  principal,  ó  al  fiador; 
y  en  Cataluña  no  se  reconoce  en  rigor  la  fian- 
za in  solidíiiii,  puesto  que  en  todo  caso  sólo 
queda  el  fiador  obligado  á  pagar  su  parte,  á 
no  ser  en  caso  de  insolvencia  de  los  demás  fia- 
dores. Del  beneficio  de  división,  de  orden  ó 
excusión,  cuándo  tiene  lugar,  etc.,  trataremos 
en  Fianza. 

BENEFICIO  DE  INVENTARIO.    Trata  de  este 
beneficio  concedido  al  heredero  el  tít.  VI  de  la 


Part.  6.-'',  en  las  leyes  5."^  y  siguientes,  y  los 
arts.  1.010  y  sigs.  del  Código  civil.  Para  evi- 
tar repeticiones,  nos  remitimos  á  Inventario. 
BENEFICIO  ECLESIÁSTICO.  Es  renta  unida 
á  un  oficio  eclesiástico,  ó  cargo  ú  oficio  en  la 
Iglesia,  constituido  con  autoridad  del  obispo 
y  dotado  con  cierta  renta. 

Para  que  un  beneficio  sea  verdaderamente 
eclesiástico  se  requiere,  según  los  canonistas, 
que  se  haya  erigido  con  autoridad  del  obispo, 
que  lleve  aneja  cosa  espiritual,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  que  se  dé  por  razón  de  oficio  divino, 
que  se  confiera  por  persona  eclesiástica,  aun- 
que la  presentación  corresponda  á  un  patrono 
lego,  que  haya  de  conferirse  á  clérigo  ó  á  per- 
sona que  cuando  menos  tenga  la  primera  ton- 
sura, que  sea  perpetuo  y  que  no  pueda  perso- 
na alguna  retenerlo  para  si. 

Tal  es  la  definición  y  tales  son  los  caracte- 
res de  los  beneficios  eclesiásticos,  siendo  á  to- 
dos ellos  inherente  la  obligación  de  residencia 
personal,  que  nunca  se  ha  puesto  en  duda,  y 
se  ha  establecido  también  en  el  art.  19  del  Con- 
cordato de  1851,  eu  el  R.  D.  de  14  de  Noviem- 
bre del  mismo  año  y  en  las  Rs.  Os.  de  8  de  Fe- 
brero de  1853,  16  de  Octubre  de  1855  y  otras. 
Hay  beneficios  seculares,  que  son  los  que 
pueden  conferirse  á  religiosos  clérigos  no  li- 
gados cou  voto  en  Orden  religiosa;  y  regulares 
los  que  se  conceden  únicamente  á  los  clérigos 
regulares. 

Son  beneficios  seculares,  el  papado,  el  epis- 
copado, las  dignidades  de  los  capítulos,  las  de 
cardenal  y  patriarca,  las  canouglas,  los  cura- 
tos, las  vicarias  perpetuas,  las  capellanías  y 
en  general  todos  los  beneficios  que  sólo  poseen 
los  clérigos  seculares. 

Son  beneficios  regulares,  el  título  de  una 
abadía  y  otros  oficios  de  que  se  recibe  pro- 
visión. 

Todos  los  beneficios  se  comprenden,  como 
queda  indicado,  en  la  clasificación  de  secula- 
res ó  regulares;  pero  se  dividen  en  simple.^, 
que  son  los  que  no  tienen  jurisdicción  ni  están 
encargados  de  gobierno  alguno  ni  sobre  el 
pueblo  ni  sobre  el  clero;  como  las  canonglas 
que  no  son  dignidades,  las  capellanías,  etc.; 
en  dobles,  que  son  los  que  tienen  cargo  de  al- 
guna administración,  ya  concedan  con  la  ad- 
ministración algún  derecho  de  jurisdicción  co- 
mo los  curatos  (eu  cuyo  caso  se  denominan  be- 
neficios curados)  y  las  dignidades  de  la  Igle- 
sia; ya  sin  este  derecho,  como  los  personados; 
en  colativos,  que  son  los  que  pertenecen  sim- 
plemente al  nombramiento  del  prelado  ecle- 
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siástico  ú  otro  coleidor;  jjcdronados,  cuando  el 
colador  no  le  confiere  sino  en  virtud  de  pre- 
sentación del  patrono;  electivos,  los  que  se 
confieren  por  medio  de  sufragios;  inco7npati- 
bles,  los  que  no  pueden  hallarse  juntos  en  una 
persona;  mutuales,  que  también  se  dicen  ma- 
nuales ó  amovibles  ad  nutum,  porque  pueden 
quitarse  ó. dejarse  á  voluntad  de  otro;  patri- 
inoiiiales,  que  son  los  que  deben  conferirse  á 
hijos  de  la  diócesis;  pilongos,  los  que  están 
destinados  á  hijos  de  la  parroquia,  ó  sea  á  los 
que  han  sido  bautizados  en  su  pila. 

Los  beneficios  dobles  que  tienen  jurisdic- 
ción ó  cargo  de  almas,  requieren  con  relación 
al  oficio  la  edad  de  veinticinco  años,  según  el 
Concilio  de  Trento,  sesiones  23,  cap.  VI,  y  24, 
cap.  XII,  de  reforniatione;  para  los  demás  be- 
neficios veintidós,  y  para  los  simples  catorce. 
Además  de  los  Cánones,  se  ocupan  también 
nuestras  leyes  de  los  beneficios  eclesiásticos, 
como  puede  verse  en  las  del  tit.  XVI,  Par- 
tida 1.",  y  eu  varios  títulos  del  libro  I  de  la 
Nov.  Recop.,  en  las  cuales  se  contiene  toda  la 
doctrina  canónica,  con  más  otras  disposiciones 
puramente  civiles. 

El  tít.  XVI  de  la  Part.  I.'',  De  los  beneficios 
de  Santa  Iglesia,  contiene  diecinueve  leyes, 
y  en  ellas  se  definen  los  beneficios,  se  deter- 
minan las  condiciones  de  los  que  han  de  obte- 
nerlos, la  edad,  incompatibilidades,  términos 
para  proveerlos,  residencia  que  exigen,  etc. 

La  Nov.  Recop.  contiene  también  no  pocas 
y  dedica  títulos  cuteros  á  este  asunto,  funda- 
das Xodas  eu  la  doctrina  conónica. 

La  5.^,  tít.  XII,  lib.  I  (Felipe  V,  año  1741), 
conforme  con  lo  dispuesto  en  el  art.  6."  del 
Concordato  de  1737,  reprodujo  la  prohibición 
de  fundar  beneficios  temporales  y  mando  que 
quedasen  enteramente  abolidos  los  fundados. 
La  G.''  del  mismo  titulo  (Carlos  IV,  año  1796) 
prohibió  la  fundación  de  capellanías  perpe- 
tuas, sin  Real  licencia  y  á  consulta  de  la  Cá- 
mara, y  eso  sólo  con  los  bienes  expresados,  eu 
la  ley  12  del  tit.  XVII,  lib.  X,  ó  D.  de  2«  de 
Abril  de  1789,  prohibición  que  es  hoy  más  ab- 
soluta, según  el  art.  14  de  la  ley  de  11  de  Oc- 
tubre de  1820. 

Las  demás  leyes  recopiladas  tratan,  outre 
Otras  cosas,  de  que  los  beneficios  no  se  pro- 
vean en  extranjeros,  de  la  facultad  de  los  obis- 
pos para  trasladar,  suprimir  ó  reunir  los  in- 
congruos, de  la  residencia,  de  la  provisión  en 
g'eueral  y  de  los  patrimoniales  y  pilong'os.  (Le- 
yes de  los  tits.  XIII  al  XVI  del  lib.  I.) 

Hoy,  sobre  lo  que  es  objeto  de  este  articulo, 


hay  que  estar  á  lo  dispuesto  en  las  referidas 
leyes,  eu  el  Concordato  de  1753,  en  el  de  1851, 
en  los  convenios  posteriores  con  la  Santa  Sede 
y  disposiciones  dictadas  para  su  ejecucióu. 
Del  Concordato  de  1851,  consúltense  princi- 
palmente los  arts.  IG  al  2(5. 

Lo  que  principalmente  corresponde  á  S.  M. 
en  la  provisión  de  beneficios  se  establece  en  el 
art.  18.  Lo  que  es  relativo  á  la  provisión  de 
curatos  eu  el  art.  26;  habiendo  cesado  el  pri- 
vilegio de  patrimonialidad  ó  la  exclusiva  ó 
preferencia  para  obtener  curatos  y  otros  be- 
neficios los  patrimoniales  ó  pilongos.  Consúl- 
tense especialmente  los  artículos  Capella- 
nías: Clérigos:  Curato:  Concilio  de  Tren- 
to: Concordatos  y  Prebendas. 

BESAMANOS  (Recepción  oficial  ó).  Solemni- 
dad de  Corte,  que  consiste  en  concurrir  ala 
Real  estancia  los  dignatarios  del  Estado,  au- 
toridades, Cuerpos  y  personas  que  tienen  en- 
trada para  tales  actos  á  besar  la  mano  al  Mo- 
narca y  á  las  diiuiás  personas  de  la  Real  fami- 
lia que  con  él  se  sientan  á  recibir  este  home- 
naje. En  las  capitales  de  provincia  donde  no 
reside  el  Rey  reciben  Coi-te  á  su  nombre  las 
autoridades  de  provincia,  pero  sin  besar  la 
mano,  salvo  en  donde  resida  el  Príncipe  de 
Asturias  ó  algún  infante  de  España,  que,  en 
ausencia  del  Rey,  gozan  de  los  mismos  hono- 
res que  éste.  Hoy  es  un  hecho  que  la  recep- 
ción se  verifica  sin  la  ceremonia  de  besar  la 
mano. 

Son  muchas  las  cuestiones  que  se  han  pro- 
movido con  motivo  de  la  recepción  de  Corte  6 
besamanos,  sobre  preferencias,  etc.,  y  para 
resolverlas  se  han  dictado  las  disposiciones 
que  pueden  consultarse  en  Recepción  de  cor- 
te: Presidencia  y  Precedencias. 

BESO.  Las  leyes  de  Partida  nos  dicen  que 
el  beso  tenia  en  aquella  época  gran  significa- 
ción: era  señal  que  quitaba  la  enemistad  pro- 
cedente de  homicidio,  deshonra  ó  daño,  como 
el  abrazo  solo  sin  el  beso  era  señal  de  perdón 
de  injurias  recibidas.  (Ley.  4."^,  tit.  XII,  Par- 
tida 7.^) 

Del  beso  entre  esposos  y  sus  efectos  nos  ha- 
blan la  ley  3.'',  tít.  I,  lib.  V  del  Fuero  Juzgoj 
4."-,  tít.  I,  lib.  V  del  Fuero  Viejo;  5.'',  tít.  II, 
lib.  III  del  Fuero  Real;  la  S.'',  tit.  XI, Part.  4.», 
y  la  52  de  Toro,  3.*,  tít.  III,  lil).  X,  Novísima 
Recopilación. 

BESTIALIDAD.  Nuestro  Código  penal  no  ha- 
bla de  este  nefando  pecado  ni  de  otro,  también 
contra  naturíi,  denominado  sodotnía.  Nos- 
otros, por  más  que  sea  repugnante  el  solo 
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nombrarlos,  hablaremos  de  ellos  en  Sodomía 
Y  BESTIALIDAD,  va  qiie  nuestras  antiguas  le- 
yes, sin  duda  para  conjurar  tan  detestables 
vicios,  tuvieron  que  establecer  para  ellos  san- 
ción penal,  que  también  hay  para  la  sodoniia 
en  el  art.  254  del  Cód.  penal  de  la  Marina  y 
298  del  de  Justicia  militar. 

BIBLIA.  La  colección  de  libros  sagrados  es- 
critos por  inspiración  del  Espíritu  Santo,  «como 
fuente  de  toda  y  saludable  verdad  y  regla  de 
costumbre». 

Estos  libros  son  conocidos  bajo  el  nombre 
de  Antiguo  y  Nuevo  Testamento;  y  para  que 
nadie  pueda  dudar  de  cuáles  son,  los  enumera 
el  Concilio  de  Trente  en  la  sesión  í.^  Son  los 
siguientes: 

«Del  Antiguo  Testamento:  que  son  el  Géne- 
sis, el  Éxodo,  el  Levítico,  los  Números  y  el 
Deuteronomio;  el  de  Josué,  el  de  los  Jueces, 
el  de  Ruth,  los  cuatro  de  los  Reyes,  dos  del 
Paralipómenon,  el  primero  de  Esdras  y  el  se- 
gundo que  llama  Nehemias ,  el  de  Tobías, 
Judit,  Estbor,  Job,  el  Salterio  de  David,  de 
150  salmos,  los  Proverbios,  el  Eclesiastés,  el 
Cántico  de  los  Cánticos,  el  de  la  Sabiduría, 
el  Eclesiástico,  Isaías,  Jeremías  con  Baruch, 
Ezequiel,  Daniel,  los  doce  Profetas  menores, 
que  son:  Oseas,  Joel,  Amos,  Abdias,  Jonás, 
Miüheas,  Nahurn,  Abacuc,  Sofonias,  Ag'geo, 
/adiarías  y  Malachlas,  y  los  dos  de  los  Slaca- 
beos,  que  son  primero  y  segundo.» 

«Del  Testamento  Nuevo:  Los  cuatro  Evan- 
gelios; es  á  saber:  según  San  Mateo,  San  Mar- 
cos, San  Lucas  y  San  Juan;  los  Hechos  de  los 
Apóstoles,  escritos  por  San  Lucas  Evang-elis- 
ta;  catorce  Epístolas,  escritas  por  San  Pablo 
Apóstol^  á  los  Romanos;  dos  á  los  Corintios;  á 
los  Gálatas;  á  los  Efesios;  á  los  Filipeuses;  á 
los  Colosenses;  dos  á  los  de  Tesalóuica;  dos  á 
Timoteo;  á  Tito;  á  Philemón;  y  á  los  Hebreos; 
dos  de  San  Pedro  Apóstol;  tres  de  San  Juan 
Apóstol;  una  del  Apóstol  Santiago,  una  del 
Apóstol  San  Judas,  y  el  Apocalipsis  del  Após- 
tol San  Juan...» 

Tales  son,  según  el  Concilio,  los  libros  sa- 
grados, ó  á  que  se  da  el  título  de  Biblia  sacha. 
Todos  ellos  son  el  fundamento  de  la  religión 
de  los  cristianos.  Se  escribieron  en  griego,  ex- 
cepto el  Evangelio  de  San  Mateo  y  la  Epísto- 
la á  los  Hebreos,  que  se  cree  haberse  escrito 
en  hebreo  y  traducido  al  griego  poco  tiempo 
después. 

Sobre  publicación  y  venta  de  Biblias,  he 
aquí  tres  Reales  órdenes: 

E.  O.  13  Mayo-20  Julio  1838. 

(GiiAC.  Y  JusT.)  «...Ha  tenido  á  bien  resol- 
ver S.  M.  que  se  prohiba  la  impresión  en  Es- 
paña en  lengua  vulgar,  no  siendo  la  Biblia  en- 
tera como  la  reconoce  la  Iglesia  Católica,  con 
las  notas  correspondientes:  que  se  impida  su 
entrada  por  las  fronteras,  así  como  no  se  per- 


mite la  de  los  libros  impresos  en  castellano  en 
país  extranjero;  y  que  las  que  se  hallen  pues- 
tas en  venta  pública  se  recojan,  y  en  un  pa- 
quete precintado  y  sellado  se  entreg'uen  á  sus 
dueños  con  oblig'ación  de  extraerlas  por  las 
Aduanas  de  las  fronteras  ó  puertos. — Lo  que 
de  orden  de  S.  M.,  etc.»  (C.  de  El  Cast.,  t.  5°, 
pág.  62.) 

O.  25  Marzo  1869. 

Resuelve  el  Ministerio  de  Hacienda,  que 
previo  «el  pag'o  de  los  correspondientes  dere- 
chos del  Arancel  de  Aduanas,  se  permita  la 
introducción  en  España  de  las  Biblias  y  demás 
libros  religiosos  de  la  Iglesia  protestante,  im- 
presos en  idioma  extranjero».  (C.  L.,  t.  101, 
pág.  860.) 

—V.  Cultos. 

BIBLIA  POLÍGLOTA  COMPLUTENSE.  Llámase 
asi  la  que  se  publicó  en  España  de  orden  del 
cardenal  Cisneros,  impresa  en  Alcalá  de  He- 
nares en  1515.  Está  escrita  en  cuatro  idiomas, 
que  son  el  texto  hebreo,  la  paráfrasis  caldea, 
la  versión  griega  de  los  Setenta  y  la  antigua 
versión  latina  ó  itálica.  El  Cardenal  murió  á 
poco  de  terminada  la  impresión.  Sus  autores 
fueron  varios,  encargados  respectivamente  de 
la  parte  hebraica,  g-rieg'a,  caldea  y  latina. 

BIBLIOTECAS:  BIBLIOTECA  NACIONAL.  En  Aii- 
ciuvos,  Bibliotecas  y  Museos,  pág.  601  del 
tomo  I,  quedan  insertas,  para  evitar  su  frac- 
cionamiento, todas  las  disposiciones  de  carác- 
ter general  que  rigen  en  la  materia.  En  este 
articulo  nos  proponemos  reunir  únicamente 
las  que,  por  ser  especiales  del  ramo  de  Biblio- 
tecas, tienen  en  él  su  natural  asiento. 
Creación  de  la  Biblioteca  Nacional. 

(Ley  I.'',  tít.  XIX,  lib.  VIII,  Nov.  Recop.)  Mandó 
establecer  en  ]\Iadrid  una  Bil)lioteca  reunien- 
do en  ella  el  mayor  número  posible  de  libros, 
algunos  instrumentos  matemáticos,  monedas, 
medallas  v  otras  curiosidades. 

Se  la  do'tó  con  8.000  pesos  de  renta  al  año, 
consignándolos  en  las  del  tabaco  y  naipes  del 
Reino,  4.000  pesos  importaban  los  sueldos  que 
por  la  misma  ley  se  establecen,  y  los  4.000  res- 
tantes dispono  se  empleen  todos  los  años  en  la 
compra  de  libros  que  no  hubiere.  {Decisión 
de  1116.) 

(Ley  2.",  id.,  id.)  Previene  la  observancia  de 
las  nuevas  constituciones  de  la  Real  Biblio- 
teca de  Madrid,  formadas  por  algunas  de  las 
leyes  que  dejamos  transcritas.  En  su  párra- 
fo' 1."  dice:  «La  Biblioteca,  como  fundación 
Real,  y  uua  de  las  más  preciosas  alhajas  de  la 
Corona,  de  que  resulta  tanto  beneficio  y  honor 
al  Estado,  estará  siempre  bajo  la  protección 
de  S.  M.;  y  todas  sus  dependencias  y  negocios 
correrán  siempre  privativamente,  con  entera 
independencia  de  otro  cualquier  Ministro,  por 
el  secretario  del  Despacho  universal  que  tu- 
viere á  su  cargo  las  cosas  Reales.»  (Cédula 
de  Í161.) 
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Que  se  faciliten  ejemplares  para  la  Biblioteca. 

(Ley  36,  tit.  XVI,  id.)  «...He  resuelto  que  de 
todas  las  impresioues  nuevas  que  se  hlciereu 
en  mis  dominios,  se  haya  de  colocar  en  ella  un 
ejemplar  del  tomo  ó  tomos  de  la  facultad  que 
trataren,  encuadernados  y  en  toda  forma,  en 
la  misma  que  se  practica  dar  A  los  .del  Consejo; 
colocándose  también  en  dicha  Biblioteca  todos 
los  libros  y  demás  impresioues  que  se  hubie- 
ren dado  k  la  estampa  desde  el  año  de  1711  en 
que  tuvo  principio  esta  Biblioteca.»  (nili.) 

(Ley  37,  id.,  id.)  Para  no  causar  perjuicio  á 
los  autores  que  según  auto  de  10  de  .julio  de 
1713  tenían  que  dar  un  ejemplar  para  el  Esco- 
rial, otro  al  presidente  y  á  cada  u.no  de  los  mi- 
nistros del  Consejo,  otro  al  secretario  del  Go- 
bierno y  otro  al  portero,  se  dispone  que  sola- 
mente den  tres  ejemplares  de  las  obras  que 
impriman:  uno  á  la  Real  Biblioteca,  otro  al 
Real  convento  de  San  Lorenzo  del  Escorial  y 
el  otro  al  g-oberuador  del  Consejo,  (mi.) 

(Ley  38,  id.,  id.)  Declara  que  no  pueda  darse 
curso  ó  expender  ninguna  obra  ó  impreso  cual- 
quiera de  que  no  se  haya  entregado  antes  uu 
ejemplar  á  la  Biblioteca  Real.  (Us.  Os.  de  1701 
y  1793.) 

(Ley  39,  id.,  id.)  Que  igualmente  se  entregue 
uu  ejemplar  de  todas  las  obras  h  la  Biblioteca 
de  los  Estudios  Reales  de  Madrid.  (R.  0. 1786.) 

E.  o.  23  Febrero  1819. 

(Extracto.)  Renueva  las  disposiciones  que 
prescriben  que  de  todas  las  obras,  papeles,  es- 
critos de  cualquiera  clase,  mapas  y  estampas 
que  se  diesen  á  luz,  se  entregue  un  ejentplar 
encuadernado  álaRealBiblioteca.  (C.  t,.,  t.  ff.", 
pág.  104.) 

D.  (le  Las  Cortes  22  Marzo  1837. 

Entree/a  en  la  Kacional  de  un  ejemplar  de  todas  las  obras 

que  se  impritiian. 

(GoB.)  «Los  señores  diputados  secretarios 
de  las  Cortes,  con  fecha  17  del  corriente,  me 
dicen  lo  que  sigue: 

Las  Cortes  se  han  enterado  de  la  exposición 
del  bibliotecario  nacional  de  esta  capital,  eu 
que...  En  su  vista,  atendiendo  á  que  estable- 
cida por  el  Sr.  D.  Felipe  V  en  171G  la  expresa- 
da Biblioteca,  se  ha  mandado  posteriormente 
en  repetidas  leyes  que  de  todas  las  obras,  li- 
bros, papeles  y  escritos  de  cualquiera  clase,  se 
haya  de  entregar  en  aquélla  un  ejemplar,  sien- 
do el  mejor  comprobante  la  segunda,  tit.  XVI, 
libro  VIH,  las  .%,  37  y  38,  tit.  XVI  del  mismo 
libro,  comprendidas  en  la  Nov.  Recop.;  consi- 
derando asimismo  que  habiendo  sido  sancio- 
nada y  publicada  la  ley  de  imprenta  con  di- 
verso objeto,  y  no  haciéndose  en  ella  específica 
mención  de  las  que  vienen  citadas,  no  deben 
entenderse  derog'adas  en  lo  que  contienen  con 
respecto  á  la  entrega  del  ejemplar;  han  resuel- 
to las  mismas,  que  cumpliendo  con  lo  determi- 
nado en  las  expresadas  leyes,  entreguen  los 
escritores  y,  libreros  uu  ejemplar  en  la  Biblio- 
teca Nacional,  según  asi  se  resolvió  ya  en 
cuanto  A  la  de  las  Cortes.— Y  de  Real  orden, 
etcétera.  Madrid  22  Marzo  de  1837.»  (Col.  de 
El  Castellano,  t.  2.°,  p.  140.) 


O.  del  Regente  o  Agosto  1841. 
(GoB.)     Se  recordó  el  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  sobre  entregar  un  ejemplar  en  la  Na- 
cional. (C.  L.,  t.  27,  p.  514.) 

O.  so  Septiembre  1813. 
Dicta  medidas  con  el  mismo  objeto  que  la  anterior. 

(GoB.)  Como  á  pesar  de  lo  decretado  por 
las  Cortes  en  22  de  Marzo  de  1837  y  de  la  O.  de 
5  de  Agosto  de  1811,  continuaba  la  inobservan- 
cia de  lo  que  disponen,  recordó  su  cumplimien- 
to en  los  términos  siguientes: 

«1.°  Los  jefes  políticos  cuidarán  de  que  se 
lleve  á  puro  y  debido  efecto  el  preinserto  de- 
creto de  las  Cortes  y  las  leyes  á  que  se  refiere, 
mandando  que  eu  el  mismo  día  de  la  publica- 
ción, y  sin  excusa  alguna,  se  deposite  eu  la  Se- 
cretaría por  los  autores,  libreros  o  editores  el 
ejemplar  correspondiente  á  la  Biblioteca  Na  ■ 
c'ional...»  (C.  L.,  t.  34,  p.  199.) 

E.  O.  24  Diciembre  1849. 
Comisiones  para  su  arreglo. 

(CoM.,  In.st.  y  Ob.  PtJB.)  Con  el  objeto  de 
surtir,  tanto  la  Biblioteca  Nacional  como  la 
de  las  Universidades  de  todas  las  obras  que 
deben  poseer  y  de  hacerlo  cou  el  mayor  pro- 
vecho eu  cuanto  á  su  elección  y  economía,  «Su 
Majestad  se  ha  servido  dictar  las  disposicio- 
nes sig'uientes: 

1."  Eu  cada  Universidad  se  formará  una 
Comisión  compuesta  del  rector,  presidente;  del 
Inbliotecario,  de  un  catedrático  de  las  Facul- 
tades de  Teolog'ia,  Jurisjírudencia,  Medicina 
y  Farmacia,  donde  existan,  y  de  otro  de  Filo- 
sofía por  cada  una  de  las  secciones  que  la  coin- 
poneu.  Hará  de  secretario  el  más  joven. 

2.^  Eu  la  Biblioteca  Nacional  de  esta  corte 
se  formará  otra  Comisión  compuesta  de  todos 
sus  bibliotecarios,  presididos  por  el  mayor;  y 
de  uu  oficial  de  la  misma  como  secretario. 

S.''  Estas  Comisiones,  con  presencia  de  los 
índices  de  su  respectiva  Biblioteca,  formarán 
una  lista  de  las  obras  que  crean  necesario  ad- 
quirir y  la  remitirán  á  la  Dirección  general  de 
Instrucción  pública,  jviutameute  con  el  catá- 
logo de  las  que  posean  correspondientes  á  las 
publicadas  en  el  presente  siglo. 

4."'^  Una  Comisióu  central,  presidida  por  el 
director  general  de  Instruccióu  pública  y  com- 
puesta del  bibUotecario  mayor  de  la  Nacional, 
del  de  la  Universidad  de  Madrid  y  de  catedrá- 
ticos eleg'idos  entre  las  Facultades  de  la  mis- 
ma, reunirá  estas  listas,  formará  el  catálogo 
modelo  que  ha  de  servir  para  todos  los  esta- 
blecimientos, el  de  las  obras  que  han  de  sumi- 
nistrarse á  cada  Bibüoteca,  inclusa  la  Nacio- 
nal, y  el  presupuesto  del  costo  que  ha  de  te- 
ner la  adquisicióu  de  todas  las  obras. 

5."  La  misma  Comisióu  central,  reunidos 
que  sean  estos  datos  y  formado  el  presupuesto 
general,  indagará  y  propondrá  al  Gobierno 
los  medios  de  hacer  las  adquisiciones  del  modo 
más  fácil  y  económico,  y  se  encargará  des- 
pués de  verificarlas. 

6."  El  Gobieruo,  con  presencia  de  los  da- 
tos que  le  suministre  la  Comisión  central,  pre- 
sentará á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  que  le 
autorice  para  llevar  á  efecto  estas  compras  é 
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incluir  en  el  presupuesto  de  Instrucciou  pú- 
blica, en  nno  ó  más  años,  seg-úu  se  crea  con- 
veniente, las  cantidades  que  requiere  la  ad- 
quisición de  las  obras. 

7.''  Las  Comisiones,  á  fin  de  sacar  el  par- 
tido posible  de  las  existencias  que  sean  inúti- 
les en  sus  respectivas  Bibliotecas,  formarán 
también  listas  de  las  obras  triplicadas  ó  des- 
cabaladas que  tengan,  y  propondrán  los  me- 
dios de  venderlas  con  la  mayor  ventaja  posi- 
ble, á  lin  de  atender,  en  parte,  con  su  produc- 
to á  la  adqnisición  do  las  nuevas. — De  Real 
orden,  etc.  Madrid  2-1  de  Diciembre  de  181:9.» 
(C.  L.,  t.48,p.644.) 

H.  D.  3  Diciembre  1856. 
Reorganizando  la  Biblioteca  Xacional. 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  que  me  ha 
expuesto  mi  Ministro  de  Fomento,  vengo  en 
decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  La  Biblioteca  Nacional  se  or- 
ganizará en  esta  forma:  habrá  un  director, 
cuyo  cargo  será,  por  ahora,  honorífico  y  gra- 
tuito ':  dos  bibliotecarios,  uno  con  el  sueldo 
anual  de  26.000  reales,  y  otro  con  el  de  20.000; 
10  oficiales,  de  ellos,  los  dos  primeros  con  el 
haber  anual  de  16.000;  dos  segundos  con  el  de 
14.000;  dos  terceros  con  el  de  13.000;  dos  cuar- 
tos con  el  de  10.000,  y  dos  quintos  con  el  de 
8.000.  Siete  celadores!^  uno  con  8.000;  dos  con 
6.000;  dos  con  5.000,  y  dos  con  3.000.  Un  es 
cribiente  con  6.000.  Dos  porteros  con  4.400  y 
4.000  rs.  respectivamente.  Dos  mozos,  uno  con 
a. 000  reales  y  otro  con  2.200.  Y  un  plantón  con 
2.545.  Para  los  gastos  del  material,  se  consig- 
nará la  cantidad  de  140.000  rs.  La  pequeña  di- 
ferencia de  10.825,  entre  el  importe  de  sueldos 
de  empleados  y  la  cantidad  votada  ])or  las  Cor- 
tes, se  cubrirá  con  las  economías  del  art.  2.°, 
cap.  XXXIII  del  presupuestogeneral degastos 
del  Ministerio  de  Fomento,  hasta  que  sea  in- 
cluida en  los  correspondientes  al  año  venidero. 

Art.  2.°  Terminado  que  ahora  sea  el  arre- 
glo de  la  Biblioteca  Xacional,  se  proveerán  en 
lo  sucesivo  laS  vacantes  de  bibliotecarios  y  ofi- 
ciales en  concurso  público  y  á  propuesta  en 
terna  del  tribunal  que  se  designe  al  efecto;  en 
cuyo  caso  los  nombrados  serán  inamovibles: 
Únicamente  podrán  presentarse  al  concurso. 

1."  Los  que  hubieren  escrito  y  publicado 
obras  cieutiflcas  ó  literarias  de  mérito  reco- 
nocido. 

2."  Los  que  hayan  desempeñado  por  tres 
años  lo  menos,  con  celo,  aptitud  y  probada 
moralidad,  destinos  en  las  Bibliotecas  públi- 
cas del  Reino. 

Y  3."  Los  que  tengan  el  título  de  paleógra- 
fos bibliotecarios. 

Art.  3.°  Los  empleados  de  la  Biblioteca 
Nacional,  consagrándose  con  empeño  á  la  for- 


>  El  director  de  la  Biblioteca  es  hoy  el  jefe  superior  del 
Cuerpo  de  archiveros,  hihliotecarios  y  anticuarios, conla 
dotación  de  12.500  pesetas  anuales,  seiiim  los  arts.  2.^  y 
4."  del  R.  D.  de  18  Noviembre,  1887, inserto  en  Archivos, 
tomo  I,inig.  (725.  No  sé  que  hayamos  adelantado  nada 
desde  que  el  director  tiene  tan  importante  sueldo;  lo  que 
3i  sabemos,  es  que  hay  muchos  libros  que  no  se  facilitan  al 
púljlico porque  no  están  encuadernados,  ó  porque  no  están 
en  el  establecimiento,  y  hubiera  sido  preferible  que  esas 
12.500  pesetas  se  dedicasen  á  encuademaciones  y  adquisi- 
ciones de  libros. 


mación  de  índices  por  autores  y  materias,  co- 
menzarán desde  luego  á  redactar  un  Diccio- 
nario biográfico  y  bibliográfico  de  todos  los 
escritores  españoles.  Mi  Ministro  de  Fomento 
me  propondrá  uu  sistema  de  premios  anuales 
y  extraordinarios  que  serán  adjudicados  en 
concurso  entre  los  oficiales  que  presten  ma- 
yores servicios  en  una  y  en  otra  empresa. 

Art.  4.°  Bajo  los  auspicios  de  la  Biblioteca 
Nacional,  se  publicará  mensualmente  un  Bo- 
letín bibliográfico,  en  la  forma  y  del  modo 
que  se  prescribirán  á  su  tiempo. 

Art.  5."  El  director  y  bibliotecarios  pft- 
pondrán  los  medios  oportunos  para  establecer 
la  Biblioteca  en  local  propio  de  la  Nación,  ca- 
paz V  adecuado. 

Art.  6."  A  la  brevedad  posible  se  someterá 
á  mi  Real  aprobación  un  reglamento  de  la  Bi- 
blioteca Nacional,  donde  se  fije  y  determine 
cuanto  conduzca  á  la  conservación  de  las  pre- 
ciosidades que  allí  se  guardan,  mayor  lustre 
de  la  española  literatura  y  mejor  servicio  del 
público  V  del  Estado.— Dado  en  Palacio  á  3  de 
Diciembre  de  1856.»  (C.  L.,  t.  10,  p.  380.) 

E.  D.  7  Knero  1857. 

(FoM.)  Aprobando  un  nuevo  reglamento 
para  el  régimen  de  la  Biblioteca  Nacional. 

.TITULO  I Del  objeto  de  la  biblioteca. 

Artículo  1.°  La  Biblioteca  Nacional  tiene 
por  objeto  reunir,  conservar  é  ir  acrecentando 
sucesivamente,  parauso  del  público,  el  mayor 
número  posible  de  libros  y  demás  impresos, 
manuscritos  útiles,  mapas,  música  y  cualquier 
otro  género  de  grabados  y  litografías,  mone- 
das, medallas  y  antigüedades. 

Art.  2."  Reunirá  también  la  Biblioteca  Na- 
cional cuantos  retratos  originales  puedan  ha- 
berse de  nuestros  escritores. 

Art.  3."  En  virtud  de  lo  que  se  establece 
en  el  art.  13  de  la  ley  de  propiedad  literaria, 
la  Biblioteca  Nacional  tiene  el  carácter  de  Ar- 
chivo público,  para  asegurar  los  derechos  de 
los  autores  ó  editores  de  obras  impresas  eu 
España  v  sus  posesiones  ultramarinas. 

Art.  4>  La  Biblioteca  Nacional  aumentará 
su  caudal  de  imiiresos: 

1.°  Compiaudo  los  que  necesite  hasta  don- 
de alcancen  los  fondos  señalados  anualmente 
al  efecto. 

2."  Haciendo  permutas  de  duplicados  con 
otras  Bibliotecas  ó  con  particulares. 

3.°  Recibiendo  los  impresos  que  el  Gobier- 
no le  adjudicare. 

4."  Recibiendo  un  ejemplar  de  todos  los  li- 
bros, folletos,  periódicos  y  hojas  volantes  que 
se  imprimieren  en  España  y  sus  posesiones. 

5.0  Recibiendo  las  donaciones  y  legados 
que  se  le  hicieren,  y  aprobare  el  Gobierno. 

Art.  5.»  Los  ejemplares  de  lo  que  se  publi- 
que en  Madrid  serán  entregados  por  los  auto- 
res ó  editores  en  la  Secretaría  de  la  Biblioteca; 
los  ejemplares  de  lo  que  se  dé  á  luz  en  las  pro- 
vincias y  en  nuestras  posesiones  ultramarinas 
pasarán  á  la  Biblioteca  Nacional  por  mano  del 
Gobierno.  .,  .    ,  ,    „■ 

Art.  6."  En  iguales  términos  recibirá  la  bi- 
blioteca un  ejemplar  de  cada  moneda  ó  meda- 
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lia  que  se  acuñare  en  España  ó  en  sus  domi- 
nios, de  cada  g-rabado  suelto  ó  litog'rafia. 

Art.  7."     El  Gobierno  expedirá  sus  órdenes 
para  facilitar  ;l  la  Biblioteca  la  adquisición  de 
estatuas,  bustos,  relieves,  lápidas,  utensilios 
y  otros  objetos  de  la  antigüedad. 
TIT.  II.— Del  personal. 

Art.  8.»  Como  determina  el  R.  T>.  de  3  de 
Diciembre  de  1856,  constituyen  el  personal  de 
la  Biblioteca  2ü  individuos  en  la  forma  si- 
gniieute: 

Un  director,  conservador  y  bibliotecario  ma- 
ydr-,  con  40.000  rs.  de  sueldo  anual.  (En  lo  que 
sig-ue  de  este  artículo  se  determina  el  perso- 
nal como  en  el  R.  D.  de  3  de  Diciembre  de 
1856,  y  todo  lo  relativo  á  la  provisión  de  pla- 
zas, oposiciones,  ejercicios,  etc.;  en  los  demás 
artículos  y  títulos  sucesivos  hasta  el  V  inclu- 
sive.) 

TIT.  VI.— De  la  toma  de  posesión. 

Art.  38.  La  toma  de  posesión  de  los  cargos 
cientiflcos  de  la  Biblioteca  será  siempre  so- 
lemne y  pública,  á  cuyo  fln  se  anunciará  á 
tiempo  en  el  periódico  oficial,  y  se  verificará 
en  un  día  festivo  dentro  de  los  quince  sigiuieu- 
tes  á  la  feclia  del  nombramiento. 

Art.  39.  El  acto  será  presidido  por  el  Mi- 
nistro del  ramo,  ó  en  su  nombre  por  un  funcio- 
nario de  elevada  categoría,  si  la  toma  de  po- 
sesión fuere  de  la  plaza  de  director;  presidien- 
do éste  si  la  plaza  fuere  de  bibliotecario  ó  de 
oficial.  Al  Ministro  y  al  director  corresponde 
respectivamente  señalar  día  para  la  ceremo- 
nia, á  la  cual  habrán  de  concurrir  todos  los 
empleados  de  la  Biblioteca. 

Art.  40.  En  este  acto,  si  es  director  el  nom- 
brado, leerá  un  breve  discurso  acerca  de  un 
punto  proi)io  de  sus  estudios  y  ocupaciones. 
Si  es  bibliotecario  li  oficial  leerá  la  Memoria 
remitida  por  él  á  la  Biblioteca  sobre  el  tema 
anunciado  en  la  convocatoria  de  oposición. 

Ai't.  41.  Terminada  la  lectura,  el  presiden- 
te dará  la  posesión  en  nombre  de  S.  M.,  y  re- 
tirado el  público,  se  presentarán  al  nombrado 
todos  los  individuos  del  personal  científico. 

Art.  42.  De  los  demás  empleos  se  dará  po- 
sesión en  Junta  de  gobierno  privativamente. 

TIT.  VII. — De  la  junta  de  gobierno. 

Art.  43.  Constituyen  la  Junta  de  gobierno 
de  la  Biblioteca:  el  director,  como  presidente; 
los  bibliotecarios,  como  vocales,  y  el  oficial  se- 
cretario, sin  voto. 

Art.  44.  Tendrá  la  Junta  sesión  ordinaria 
en  uno  de  los  siete  primeros  días  de  cada  mes, 
y  celebrará  sesión  extraordinaria  siempre  que 
ocurra  una  vacante  y  haya  de  proponerse  una 
terna,  ó  darse  posesión  á  un  empleado,  ó  ne- 
cesite el  director  consultarla  para  algún  asun- 
to importante. 

Art.  45.  La  sesión  ordinaria  tendrá  por  ob- 
jeto: 

Examinar  el  estado  de  los  índices,  de  los 
trabajos  bibliográfico-biográficosy  cualesquie- 
ra otros  en  que  se  ocupen  los  dependientes  del 
establecimiento;  acordar  las  mejoras,  reformas 
y  adquisición  oportunas;  resolver  las  consul- 
tas que  hayan  de  elevarse  al  Gobierno;  llamar 


y  amonestar  á  los  empleados  que  no  cumplan 
con  sus  deberes;  examinar  y  aprobar  las  cuen- 
tas, y  disponer  en  general  todo  lo  relativo  al 
gobierno  y  administración  de  la  Biblioteca, 
para  lo  cual  podrá  la  Junta  oir  á  los  oficiales. 
TIT.  VIII.— Del  director. 

Art.  46.  El  director,  como  jefe  superior  y 
conservador  del  establecimiento,  tiene  á  su 
cargo  el  gobierno  é  inspección  general  de  él, 
y  lo  representará  en  las  solemnidades  á  que 
asistiere  por  derecho  ó  por  invitación. 

Art.  47.  Firmará  toda  la  correspondencia 
oficial  y  autorizará  con  su  visto  bueno  los  li- 
bramientos, cuentas,  certificados  y  documen- 
tos de  importancia. 

Art.  48.  Presidirá  todos  los  actos  oficiales 
que  se  celebrenen  la  Biblioteca,  excepto  aque- 
llos en  que  asistieren  los  Ministros  de  S.  M.  ó 
sus  delegados  en  virtud  de  Real  orden. 

Art.  49.  Nombrará  contador,  secretario  y 
habilitado  de  la  Biblioteca;  distribuirá  libre- 
mente los  demás  cargos  y  ocupaciones,  y  cui- 
dará de  que  todos  los  dependientes  cumplan 
su  obligación. 

Art.  50.  Dispondrá  de  los  fondos  de  la  Bi- 
blioteca, pudiendo  emplear  grandes  ó  peque- 
ñas cantidades  dentro  del  presupuesto,  sin  ne- 
cesidad de  autorización  especial. 

Art.  51.  Cada  año,  en  la  segunda  quincena 
de  Diciembre,  remitirá  al  Gobierno  una  Me- 
moria acerca  del  estado  de  la  Biblioteca,  ad- 
quisiciones y  trabajos  hechos  durante  el  año, 
variaciones  del  personal  y  mejoras  que  se  ne- 
cesitaren, incluyendo  en  el  lugar  oportuno  un 
resumen  del  movimiento  científico  y  literario 
de  España,  comparado  con  el  de  otros  países. 
Esta  Memoria  se  imprimirá  con  el  Boletin  bi- 
blioijrúfico  en  que  ha  de  entender  la  Biblioteca. 

Art.  52.  El  director,  habiendo  causa  justi- 
ficada y  urgente,  podrá  conceder  hasta  un 
mes  de  licencia  á  los  empleados  del  estableci- 
miento. 

Art.  53.  Sólo  por  conducto  dsl  director  po- 
drán los  individuos  do  la  Biblioteca  presentar 
al  Gobierno  solicitudes. 

TIT.  IX.— De  los  bibliotecarios. 

Art.  54.  Los  dos  bibliotecarios  sustituirán 
por  su  orden  al  director,  y  se  sustituirán  en- 
tre sí  en  caso  de  vacante,  ausencia  ó  enfer- 
medad. 

Art.  55.  Uno  de  los  dos  bibliotecarios  ten- 
drá á  su  cargo  los  códices,  los  grabados,  las  li- 
tografías y  música,  las  monedas,  medallas  y 
antigüedades;  dirigirá  la  formación  de  los  ín- 
dices y  catálogos  correspondientes,  y  cuidará 
de  su  conservación,  ordenación,  aumentos  y 
mejoras. 

Árt.  56.  El  otro  bibliotecario  se  encargará 
de  los  libros  y  demás  impresos;  dirigirá  é  ins- 
peccionará la  formación  de  sus  índices,  la  de 
listas  para  compras  y  cambios,  encuademacio- 
nes, restauraciones,  etc. 

Art.  57.  Ambos  bibliotecarios  trabajarán 
artículos  para  el  Diccionario  bibliográfico  en- 
cargado á  la  Biblioteca  y  para  el  Boletin  bi- 
bliográfico en  que  ha  de  entender. 

Art.  58.  Pondrán  asimismo  su  V.°  B.°,  si  á 
su  juicio  lo  merecieren,  á  los  artículos  biblio- 
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grílfico-biogi'áficos  que  i-edactaren  los  oficia- 
les, y  los  reuiitiráu  al  secretai'io  archivero. 

Art.  59.  El  bibliotecai-io  eucarg-ado  de  los 
manuscritos  desempeñará  el  cavg'o  de  conta- 
dor, y  como  tal  intervendrá  los  libramientos, 
llevando  los  libros  de  entrada  y  salida. 

(Siguen  los  títulos  X  al  XIII,  determinando 
los  deberes  del  oficial  secretario,  oficiales,  ce- 
ladores, escribientesy  demás  empleados  subal- 
ternos.) 

TIT.  XIV.— Del  sehvicio  público. 

Art. 86.  LaBibliotecaNacionalestaráabier- 
ta  al  piiblico  todos  los  días  no  festivos,  desde 
las  diez  de  la  mañana  á  las  cuatro  de  la  tarde 
en  los  meses  de  Octubre,  Noviembre,  Diciem- 
bre, Enero  y  Febrero,  y  desde  las  nueve  de  la 
mañana  á  las  tres  déla  tarde  en  el  resto  del 
año. 

Art.  87.  En  los  dos  meses  de  Julio  y  Agos- 
to, que  serán  vacaciones,  quedará  sólo  en  la 
Biblioteca  iiua  Comisión  compuesta  de  un  bi- 
bliotecario, dos  oficiales  y  dos  celadores,  des- 
tinada á  servir  á  las  personas  que  tengan  pre- 
cisióu  de  concurrir  al  establecimiento  para 
trabajos  é  investigaciones  de  importancia  ó  de 
urgencia,  y  justifiquen  la  precisión  á  juicio  del 
bibliotecario. 

Art.  88.  Los  Museos  arqueológico  y  numis- 
mático sólo  se  franquearán  al  público  el  iilti- 
mo  día  de  trabajo  de  cada  semana. 

Art.  89.  A  los  viajeros  ú  otras  personas 
que  no  puedan  visitar  la  Biblioteca  en  los  días 
y  horas  en  que  se  abre  para  ol  público,  podrá 
el  director  franquear  la  entrada,  ya  en  los  días 
festivos,  ya  en  horas  extraordinarias,  no  sien- 
do de  noche. 

Art.  90.  Los  porteros  recibirán  al  público, 
y  entregarán  á  cada  uno  de  los  concurrentes 
una  papeleta  de  las  que  liabrá  dispuestas  al 
efecto  con  el  sello  de  la  Biblioteca,  para  que 
escriban  en  ella  el  titulo  de  la  obra  li  obras 
que  soliciten:  con  diclia  papeleta  se  dirig-irá  el 
lector  al  oficial  de  la  sala  que  se  le  indique,  y 
éste,  por  medio  del  celador,  le  entregará  lo  que 
se  pide,  si  fuere  de  dar,  conservando  la  pape- 
leta por  vía  de  resguardo. 

Art.  91.  Devuelta  al  oficial  la  obra,  se  de- 
volverá la  papeleta  al  lector,  quien  á  su  salida 
deberá  dejarla  en  la  portería. 

Art.  92.  Todo  nuevo  pedido  se  reclamará 
con  nueva  papeleta. 

Art.  93.  No  se  podrá  sacar  libro  alguno 
fuera  del  establecimiento  sino  con  permiso  del 
director  para  sólo  quince  días,  ó  eu  virtud  de 
Real  orden  para  más  tiempo. 

Art.  9i.  Las  obras  modernas  de  puro  en- 
tretenimiento no  se  darán  sino  á  los  lectores 
que  justifiquen,  á  juicio  de  los  bibliotecarios, 
necesitarlas  para  objetos  de  estudio. 

Art.  95.  Los  que  por  más  de  un  diaquieran 
usar  de  las  colecciones  de  periódicos  en  cjiíe 
hay  novelas,  justificarán  también  que  necesi- 
tan el  libro  para  estudio,  consulta  ó  investiga- 
ción importante.  Al  que  pida  un  periódico  para 
copiar  ó  extractar  de  él,  se  le  franqueará  in- 
mediata é  ilimitadamente. 

Art.  96.  El  que  pida  uu  manuscrito  firmará 
la  papeleta  correspondiente. 


Art.  97.  Los  manuscritos  se  servirán  con- 
forme á  las  disposiciones  que  rigen  sobre  Ar- 
chivos y  Bibliotecas. 

Art.  98.  Las  monedas,  medallas  y  objetos 
pequeños  de  la  autigüedad,  se  examinarán 
siempre  en  la  mesa  del  oficial  encargado  de  su 
custodia. 

Art.  99.  Los  porteros  conscrvai'án  las  pa- 
peletas de  pedir  impresos  y  manuscritos,  y  las 
entregarán  al  secretario,  que  formará  con  es- 
tos datos  una  estadística  de  la  entrada  de  lec- 
tores, estudios  que  con  preferencia  se  cultivan 
y  obras  solicitadas  que  no  existen  eu  la  Biblio- 
teca y  deben  adquirirse. 

Art.  100.  Los  concurrentes  que  observen 
algún  descuido,  ó  á  quienes  se  desatienda  en 
cualquier  concepto,  podrán,  de  palabra  ó  por 
escrito,  acudir  en  queja  al  director. 

Art.  101.  Los  que,  por  el  contrario,  abusen 
de  la  confianza  que  se  les  dispensa  en  esta  cla- 
se de  establecimientos,  ó  resistan  sus  pres- 
cripciones y  reglas,  incurrirán  en  la  pena  que 
corresponde  á  tales  faltas,  según  la  ley. 

TIT.  XV.— De  los  premios  y  recompensas. 

Art.  102.  Todos  los  años,  desde  el  día  1." 
al  30  de  Diciembre,  se  constituirá  un  Tribunal 
en  la  Biblioteca,  en  la  misma  forma  que  el  de 
las  oposiciones,  para  la  adjudicación  de  pre- 
mios. 

Art.  103.  El  secretario  leerá  el  expediente 
instruido  al  efecto,  y  presentará  al  Tribunal 
los  trabajos  hechos  durante  el  año,  por  los  ofi- 
ciales de  la  Biblioteca,  y  los  remitidos  por  las 
demás  personas  que  hayan  entrado  en  el  con- 
curso. 

Art.  104.     Los  premios  serán  cuatro. 

Uno  de  8.000  rs.  para  la  persona,  de  dentro 
ó  fuera  del  establecimiento,  que  presente  má.s 
y  mejores  artículos  bibliográfieo-biográflcos 
acerca  de  escritores  españoles.    ■ 

Otro  de  6.000  rs.  para  la  persona,  de  dentro 
ó  fuera  del  establecimiento,  que  presente  en 
mayor  número  y  con  superior  desempeño  mo- 
nografías de  literatura  española,  ó  sean  ar- 
tículos bibliográficos  de  un,  género,  como  un 
catálogo  de  obras  sin  nombre  de  autor,  otro 
de  los  que  han  escrito  sobre  un  ramo  ó  punto 
de  historia,  sobre  una  ciencia,  sobre  artes  y 
oficios,  usos  y  costumbres  y  cualquier  trabajo 
de  especie  análoga,  útil  para  completar  nues- 
tra bibliografía. 

Otro  premio  de  -i. 000  para  el  oficial  de  la  Bi- 
blioteca que  presente  mayor  número  de  pape- 
letas clasificadas,  y  que  hayan  obtenido  el 
V."  B.°  de  uno  de  los  bibliotecarios. 

Dos  mil  reales  se  distribuirán  entre  los  ce- 
ladores y  el  escribiente,  siempre  que  segiin  el 
informe' de  la  Junta  de  gobierno,  además  de 
haber  cumplido  bien  sus  obligaciones,  hayan 
desempeñado  trabajos  extraordinarios  ó  faci- 
litado la  adquisición  de  libros  preciosos,  me- 
dallas, monedas  ó  antigüedades. 

Art.  105.  Para  juzgar  de  las  bibliografías 
y  monografías,  el  tribunal  habrá  de  leerlas  to- 
das sin  excepción;  para  formar  juicio  de  las 
papeletas  de  índice,  los  bibliotecarios  y  el  se- 
cretario las  habrán  dividido,  según  la  respec- 
tiva importancia,  en  tres  clases:  se  sacarán  á 


124 


BIBLIOTECA  NACIONAL.  (1857-1887.) 


\n  suerte  cxiatro  de  cada  clase,  correspondien- 
tes las  12  á  nna  misma  persona,  y  se  leerán 
éstas,  pudiendo  los  jueces  adem;Vs  examinar- 
las todas  eu  la  forma  que  mejor  les  parezca. 
La  votación  para  adjudicar  los  premios  será 
secreta. 

Art.  106.  El  dia  2  de  Enero  del  año  sig'uien- 
te  se  reunirá  el  tribunal,  presidido  por  el  Mi- 
nistro del  ramo,  ó  persona  deleg-ada  al  efecto; 
el  director  leerá  la  Memoria  relativa  al  año 
anterior,  y  el  presidente  dará  los  premios  eu 
nombre  de  S.  M. 

Art.  107.  En  la  Memoria  del  director  se  ex-, 
I)resará  el  número  de  bibliogTafias,  monog-ra- 
fias  y  papeletas  de  índice  que  haya  trabajado 
cada  uno  de  los  oficiales  durante  el  año. 

Art.  108.  Los  nombres  de  los  injdividuos 
premiados  se  publicarán  en  la  Gaceta,  y  eu  sus 
artículos  cuando  se  impriman. 

Art.  109.  Cuando  no  se  adjudicaren  pre- 
mios, porque  los  trabajos  presentados  no  lo 
merezcan,  se  anunciará  asi  en  el  ijeriódico 
oficial. 

Art.  110.  Si  aunque  no  se  hayan  adjudicado 
los  premios,  hay  entre  los  artículos  presenta- 
dos alg'unos  de  conocido  mérito  é  importancia, 
el  tribunal  podrá  autorizar  al  director  de  la 
Biblioteca  para  que  los  adquiera  de  los  res- 
pectivos autores. 

TÍT.  XVI.— De  la  separación  de  empleados. 

Art.  111.  Si  algún  empleado  de  la  Bibliote- 
ca faltare  á  sus.  deberes,  ó  desobedeciere  las 
órdenes  de  sus  superiores,  el  director  le  amo- 
nestará en  Junta  de  g'obierno  hasta  tres  ve- 
ces; y  en  caso  de  nueva  reincidencia,  propon- 
drá su  separación,  ó  le  separará,  seg'ún  la  clase 
á  que  perteneciere. 

Art.  112.  Si  un  oficial  no  presentase,  du- 
rante tres  años  consecutivos,  el  número  de  pa- 
peletas que  le  corresponde,  propondrá  la  Jun- 
ta de  gobierno  su  separación. 

TÍT.  XVII.— Dlsposiciones  generales 

y   TRANSITORIAS. 

1.^  Se  publicará  mensiialmente,  bajo  los 
auspicios  de  la  Biblioteca,  iin  Boletín  bibliográ- 
fico del  movimiento  literario  español,  á  cuyo 
fin  se  dispondrá  lo  conveniente  para  que  los 
g'obernadores  de  las  provincias  reciban  de  los 
autores  O  editores  (además  de  los  dos  ejempla- 
res que  deben  entreg'ar  de  cuanto  imprimie- 
ren) dos  portadas  de  cada  obra,  que  pueden 
ser  pruebas  de  la  edición. 

Al  respaldo  de  una  de  estas  portadas  ó  prue- 
bas se  expresará  el  precio  del  impreso,  si  es  ó 
no  periódica  su  publicación,  el  número  de  to- 
mos, el  tamaño,  puntos  de  venta  y  cuanto  re- 
cíprocamente pueda  interesar  al  editor  y  al 
piiblico. 

Las  portadas  con  estas  noticias  serán  remi- 
tidas por  los  gobernadores  al  director  de  la  Bi- 
blioteca en  los  primeros  ocho  días  de  cada 
mes,  qviedándose  una  en  el  Archivo  del  esta- 
blecimiento, y  remitiéndose  la  otra  al  editor 
del  Boletín. 

Los  libros  y  demás  impresos  que  reciban  los 
g'obernadores  de  provincia  con  destino  á  la 
Biljlioteca  Nacional,  se  remitirán  á  Madrid  de 
seis  en  seis  meses. 


2.^  Una  linea  diagonal  impresa  con  tinta 
encarnada  de  derecha  á  izquierda  en  las  págü- 
nas  1,  25,  51  y  101  de  cada  libro,  será  el  dis 
tintivo  de  los  de  la  Biblioteca  Nacional.  En  las 
láminas  se  marcará  esta  misma  linea,  pero  en 
el  áng'ulo  inferior  de  la  derecha. 

El  director  certificará  en  la  anteporta  de  los 
libros  ó  al  pie  de  las  estampas  que,  por  cambio 
II  otro  concepto  análogo,  salgan  para  siempre 
del  establecimiento. 

3.^  De  dos  en  dos  años,  tres  personas  de  su- 
perior instrucción  y  categ'oria,  delegadas  por 
el  Gobierno,  practicarán  una  visita  de  inspec- 
ción en  la  Biblioteca  Nacional,  para  informar 
acerca  de  su  estado. 

4.^  Esta  visita  se  hará  en  la  forma  que  se 
determine  en  el  reglamento  interior. 

5.'"'  La  Junta  de  gobierno  queda  especial- 
mente encarg'ada  de  proponer  lo  conveniente 
para  el  establecimiento  de  la  Biblioteca  Nacio- 
nal en  local  propio,  capaz  y  adecuado. 

6.^^  Para  el  mejorserviciodelpúblico, mien- 
tras la  Biblioteca  subsista  donde  hoy  se  halla, 
y  como  principio  de  las  reformas  y  aumentos 
que  necesita,  se  procederá  inmediatamente  á 
un  reconocimiento  g'eneral  de  sus  libros,  com- 
probando con  ellos  el  índice  por  papeletas  á 
fin  de  rectificarlo  y  adicionarlo,  sacar  uua  co- 
pia de  él  con  que  formar  los  índices  6  inventa- 
rios particulares  de  lassalas,  reponer  las  obras 
que  por  el  uso  ó  por  haberse  descabalado  re- 
sulten inservibles,  y  fijar  en  cada  volumen, 
además  de  los  números  de  sala,  estante  y  or- 
den, que  ya  tienen  todos,  otro  uiimero  que  ex- 
prese el  lugar  que  ocupa  cada  tomo  en  su  ta- 
bla respectiva. 

1.^  El  director  de  la  Biblioteca  Nacional 
hará  imprimir  este  reglamento,  que  regirá 
desde  la  fecha  en  todo  lo  que  por  ahora  no 
ofrezca  algún  inconveniente  material  que  ha 
de  allanarse  después. 

8.^  Sobre  la  base  de  este  reglamento,  el  di- 
rector de  la  Biblioteca  Nacional  formará  otro 
para  el  régimen  interior  de  ella,  sometiéndolo 
á  la  aprobación  del  Gobierno.  Madrid  7  de 
Enero  de  1857.»  (C.  L.,  t.  71,  p.  23.) 

E.  O.  8  Enero  1857. 
Nota  de  ohraspara  formar  el  Boletín  bibliográfico, 
(Fo.M.)  Extracto. — Se  mandó  para  el  debi- 
do cumplimiento  de  la  disposición  1.^,  titu- 
lo XVII  del  reglamento  orgánico  inserto,  que 
no  se  concediera  licencia  para  la  circulación 
de  ning'iín  impreso,  sin  que  el  autor  ó  editor, 
además  de  los  dos  ejemplares  que  debe  entre- 
gar en  observancia  de  la  ley ,  lo  haga  asimismo 
de  dos  portadas  sueltas  de  la  obra,  que  pue- 
den ser  pruebas  de  la  edición.  (C.  L.,  t.  71, 
pág.  40.) 

Bs.  Ds.  18  Noviembre  1887. 
Cuerpo  de  archiveros  bibliotecarios. 

Uno  de  estos  decretos  reorganizó  el  perso- 
nal y  la  Junta  facultativos,  suspendió  la  for- 
mación del  índice  de  documentos,  dictó  para 
la  incorporación  do  estaljlecimientos  á  la  Di- 
rección de  Instrucción  pública,  creó  el  Museo 
arqueológico  de  Toledo,  concedió  premios,  et- 
cétera, etc. 

— Otro  decreto  de  la  misma  fecha  aprobó  el 
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reglamento  del  Cuerpo  de  archiveros,  biblio- 
carios  y  anticuarios  y  establecimientos  que  do 
él  dependen. 


Además  de  las  disposiciones  que  quedan  in- 
sertas, pueden  consultarse  en  el  articulo  Ar- 
chivos: Bibliotecas:  Museos,  pág-s.  601  á. 
649  del  tomo  I,  otras  que  son  generales  para 
estos  establecimientos,  y  entre  ellas,  princi- 
palmente, el  R.  D.  de  17  de  Julio  de  1858,  que 
creó  el  Cuerpo  de  archiveros  bibliotecarios  y 
la  Junta  superior  directiva  de  Archivos  y  Bi- 
bliotecas; el  de  12  de  Junio  de  1867,  que  clasi- 
ficó los  Archivos,  Bibliotecas  y  Museos  y  arre- 
gló el  Cuerpo  de  archiveros  bibliotecarios,  y 
el  D.  y  íieg-.  de  18  de  Noviembre  de  1887,  re- 
formando la  organización  del  Cuerpo  y  de  la 
Junta  facultativa,  con  la  nueva  clasificación 
de  los  Archivos  y  Bibliotecas. 

Las  Bibliotecas  son  antiquísimas,  tan  anti- 
guas, dice  un  escritor,  como  los  libros.  Nos 
habla  la  historia  de  la  fundada  por  Osyman- 
dias,  uno  de  los  más  antiguos  reyes  de  Egip- 
to, á  la  que  dice  dio  el  nombre  de  Farmacia  ó 
remedios  del  alma:  de  la  de  Pisistrato,  de  la 
famosa  de  Alejandría,  cuyo  fundador  fué  To- 
lomeo  Filadelfo,  y  cuyos  volúmenes  ó  rollos 
se  hacen  ascender  á  700.000,  y  de  las  de  los 
romanos,  cuyos  emperadores  no  descuidaron 
este  asunto,  contándose  en  el  siglo  iv  hasta 
29  Bibliotecas,  entre  ellas  las  llamadas  Pala- 
tina y  la  Ulpiana. 

En  la  presente  época  se  conocen  excelentes 
Bibliotecas  eu  todos  los  países  cultos.  En  Es- 
paña la  más  notable  es  la  Nacional,  fundada 
por  Felipe  V.  Un  escritor  francés  '  dice  que 
es  rica,  excelente,  escogida,  y  que  comprende 
cerca  de  200.000  volúmenes,  que  hoy  son  mu- 
chos más,  impresos,  aparte  de  8.000  manus- 
critos. La  Sección  Numismática,  mandada  pa- 
sar al  Museo  Arqueológico,  poseia  más  de 
150.000  medallas  griegas,  romanas,  góticas, 
árabes,  etc.,  muchos  camafeos  y  otros  objetos 
de  la  antigüedad. 

Según  el  R.  D.  de  12  Junio  de  1867,  había 
tres  clases  de  Bibliotecas  públicas.  A  la  prime- 
ra clase  pertenecían  la  Nacional  y  las  de  más 
de  100.000  volúmenes;  á  la  segunda  las  que  pa- 
saban do  20.000,  y  á  la  tercera  las  que  exce- 
dían de  5.000.  No  llegando  á  este  número  se 
consideraron  Bibliotecas  privadas,  á  cargo  de 
un  profesor  del  establecimiento  de  enseñanza 
en  que  radicaban.  Otra  clasificación  análog'a 
se  hizo  ya  por  el  art.  7."  del  R.  D.  de  17  de 
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Junio  de  1858  y  por  la  base  5.'"'  del  de  8  de 
Mayo  de  1859;  pero  hoy  rige  sobre  este  punto 
el  reglamento  aprobado  por  R.  D.  de  18  No- 
viembre 1887  (p.  626,  tomo  I),  y,  según  él,  las 
Bibliotecas  públicas  se  dividen  ea  tres  clases, 
siendo  do  I."'  la  Nacional  de  Madrid,  las  de 
las  Universidades  de  Madrid  y  Barcelona;  y 
las  que  excedan  ahora  ó  en  lo  sucesivo  de 
100.000  volúmenes.  De  2.-''  clase,  las  de  Sala- 
manca, Toledo,  Sevilla,  Valencia,  Palma,  San- 
tiago, Cádiz,  Zaragoza,  Oviedo,  Valladolid, 
Granada,  Huesca,  la  del  Ministerio  de  Fomen- 
to y  todas  las  que  excedan  de  25.000  volúme- 
nes. Y  de  3.'''  clase,  las  de  Orihuela,  Canarias, 
Orense,  Alicante,  Burgos,  Cáceres,  Córdoba, 
Murcia,  Castellón,  Mahón,  Lérida,  Gerona, 
León  y  Teruel,  la  de  la  Escuela  diplomática  y 
las  que  no  lleguen  á  25.000  volúmenes. 

Todas  las  Bibliotecas  públicas  están  á  car- 
go del  Cuerpo  de  archiveros,  bibliotecarios  y 
anticuarios,  con  sujeción  á  las  disposiciones 
insertas,  en  que  se  determina  sobre  el  perso- 
nal, servicio,  formación  de  inventarios  é  índi- 
ces general  y  especiales,  inspección  y  gobier- 
no, adquisiciones  de  obras  y  servicio  público. 
Sobre  este  iiltimo  punto  preceptúa  el  art.  52, 
niimero  3.°  del  Reg.  de  18  Noviembre  1887,  que 
estén  abiertos  los  establecimientos  al  público 
6  horas  los  días  laborables  y  3  los  festivos.  Sólo 
por  excepción  autoriza  la  apertura  de  noclie, 
olvidando  que  las  horas  más  propias  para  el 
estudio,  son  acaso  las  primeras  de  ella. 

Ya  dejamos  dicho  que  el  complemento  de 
este  articulo  está  eu  Archivos,  Bibliotecas 
Y  Museos,  donde  se  inserta  la  legislación  ge- 
neral. 

BIBLIOTECA   ESCÜRIALENSE  Y  DE    PALACIO. 

La  Biblioteca  Escurialense  fué  formada  por 
el  celo  y  sabiduría  del  célebre  historiador 
Ambrosio  de  Morales  y  enriquecida  desde  su 
fundación  con  donaciones  y  compras  de  teso- 
ros bibliográficos  que  pertenecieron  á  los  va- 
rones más  doctos  y  eminentes,  así  como  tam- 
bién con  la  adquisicióu  de  muchos  volúmenes 
de  la  Capilla  Real  de  Granada;  de  los  monas- 
terios de  la  Murta,  Poblet  y  Roncesvalles;  de 
las  librerías  del  marqués  de  los  Vélez  y  del 
Emperador  de  Marruecos  Muley  Zidán  y  de 
gran  número  de  libros  prohibidos  llevados  allí 
de  los  Archivos  de  la  Inquisición.  Cuenta  más 
de  1.000  manuscritos,  códices  y  vitelas,  algu- 
na de  las  cuales  se  remonta  al  siglo  x;  rarísi- 
mos incunables,  magníficas  ediciones,  autó- 
grafos preciosos  y  estampas  y  dibujos  por 
todo  extremo  admirables.  Es,  en  fin,  la  Biblio- 
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teca  que  goza  ha  más  de  tres  siglos  eu  el 
mundo  entero  de  la  justa  y  merecida  celebri- 
dad á  que  la  hacen  acreedora  tantas  y  tan 
pereg'rinas  i-iquezas. 

La  ciencia  teológica,  las  ciencias  físicas, 
abstractas  y  natiu-ales,  la  literatura,  la  histo- 
ria, cuanto  pueda  anhelar  el  curioso,  tiene  alli 
su  representación  y  brinda  al  estudio,  forman- 
do im  cuadi'O  completo  de  la  altura  il  que  rayó 
la  ilustración  de  la  España  erudita  de  los  si- 
glos XVI  y  XVII. 

Y  no  solamente  los  volúmenes  de  la  Escu- 
rialense  han  contribuido  por  si  á  crear  la  fama 
de  su  nombre:  las  artes  todas  con  g-ran  acier- 
to, espléndida  ostentación,  elevación  de  ideas 
y  belleza  de  formas,  erigieron  de  consuno  ar- 
mónico recinto  por  su  severidad,  lujo  y  pro- 
porciones para  guardarlos.  Pavimentos  de  lim- 
pios mármoles,  grandiosa  estantería  dórica 
diseñada  por  Juan  de  Herrera  y  primorosa- 
mente ejecutada  por  Giüseppe  Flecha;  encua- 
demaciones de  seda  y  oro,  pinturas  murales 
de  elevado  estilo,  correcto  dibujo  y  meditada 
composición,  que  consignan  en  paredes  y  bó- 
vedas la  apoteosis  de  las  ciencias  y  artes  libe- 
rales, forman  desella  la  más  artística  y  monu- 
mental de  todas  las  Bibliotecas. 

Indicada  asi  la  importancia  de  la  Biblioteca 
Escurialense,  con  el  deseo  de  conservarla  y  de 
poder  ofrecer  al  público  con  orden  y  facilidad 
la  ciencia  y  la  enseñanza  que  guardan  los  em- 
polvados libros  y  raros  y  codiciados  manus- 
critos, asi  como  los  de  la  de  Palacio  que  encie- 
rra también  documentos  curiosos  y  de  gran 
estima,  se  dictó  el  siguiente 

D.  16  Octubre  1869. 

(Hac.)  «Artículo  1."  Una  Comisión,  com- 
puesta de  los  individuos  que  de  su  seno  elija 
la  Comisión  directiva  del  Museo  de  tapices  del 
Escorial,  se  encargará  con  sus  actuales  em- 
pleados y  con  los  auxiliares  del  Cuerpo  de  ar- 
chiveros bibliotecarios  que  designe,  y  en  vista 
de  los  antecedentes  que  existan  en  la  Direc- 
ción g'eneral  del  Patrimonio  que  fué  de  la  Co- 
rona, de  examinar  los  índices,  inventarios  y 
documentos  relativos  á  las  Bibliotecas  del  Es- 
corial y  de  Palacio. 

Ai-t.  2."  Una  vez  rectificados  los  Índices,  ó 
formados  de  nuevo  si  la  Comisión  lo  creyera 
conveniente,  propondrá  los  medios  oportunos 
para  que  ambas  Bibliotecas  puedan  ser  abier- 
tas al  público,  y  franqueados  con  las  debidas 
precauciones  sus  libros,  códices,  estampas  y 
objetos  curiosos. 

...Dado  eu  Madrid  á  16  de  Octubre  de  1869. 
Francisco  Serrano. — El  Ministro  de  Hacienda, 
Constantino  de  Ardanaz.»  (Gac.  19  Octubre.) 

Por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1873  (p.  616  del 
tomo  I),  se  mandó  agregar  el  Archivo  y  Bi- 


blioteca de  la  Casa  Real  al  Archivo  y  Bibliote- 
ca de  las  Cortes;  pero  por  D.  de  14  de  Enero 
de  1875,  al  determinarse  la  dotación  de  S.  M., 
se  ordenó  que  los  Archivos  se  entregaran  otra 
vez  á  la  Administración  de  la  Real  Casa. 

BIBLIOTECA  AGRÍCOLA.  Teniendo  en  cuenta 
lo  dispuesto  en  el  art.  13  de  la  ley  de  1."  de 
Agosto  de  1876  sobre  enseñanza  agrícola,  se 
mandó  proceder  por  R.  O.  de  16  del  mismo  mes 
á  la  creación  de  una  Biblioteca  agrícola  por 
medio  de  la  adquisición  de  pequeños  manua- 
les que,  gratuitamente  distribuidos  eu  las  Bi- 
blotecas  populares,  pongan  los  adelantos  agro- 
nómicos al  alcance  de  todas  las  inteligencias. 
Diclia  Biblioteca  está  bajo  la  protección  del 
Ministerio  de  Fomento  y  bajo  la  inspección  de 
la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria 
y  Comercio. 

BIBLIOTECAS  DE  LAS  AUDIENCIAS.  Los  Tri- 
bunales todos,  y  principalmente  los  de  la  ju- 
risdicción ordinaria,  deben  tener  su  Bibliote- 
ca, pero  más  principalmente  las  Audiencias 
territoriales  y  hoy  las  de  lo  criminal,  no  con- 
cibiéndose cómo  puedan  carecer  do  una  insti- 
tución tan  necesaria  para  su  estudio  y  para 
su  prestigio.  El  celoso  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  Sr.  Silvela,  pidió  en  Septiembre  de 
1885  á  los  presidentes  de  las  Audiencias,  noti- 
cia detallada  de  las  obras  existentes  en  sus  res- 
pectivas Bibliotecas,  .y  compreudiendo,  sin 
duda,  que  habla  necesidad  de  adoptar  una  me- 
dida general,  asi  lo  hizo  proponiendo  á  S.  M. 
el  R.  D.  de  6  de  Octubre  del  mismo  año,  por  el 
cual  se  crea  en  cada  una  de  las  Audiencias 
territoriales  y  de  lo  criminal  una  Biblioteca, 
comprensiva  por  lo  menos  de  todos  los  códi- 
gos y  textos  legales,  de  los  fueros  en  obser- 
vancia en  el  territorio  en  que  el  Tribunal  ejer- 
za sus  funciones  y  de  la  Colección  legislativa. 
Creemos  que  en  el  breve  tiempo  trauseiu'rido 
se  habrá  ya  cumplido  tan  excelente  propósito, 
y  que  el  Gobierno  ha  de  hacerlo  extensivo  á 
todos  los  Juzgados  de  instrucción  ó  de  prime- 
ra instancia. — V.  Justici.v. 

BIBLIOTECAS  DE  LAS  CATEDRALES  Y  OBISPA- 
DOS. Por  R.  C.  del  Consejo,  que  es  la  ley  5.*, 
tit.  XIII,  lib.  II,  Nov.  Recop.,  se  dispuso  que 
se  reserven  á  favor  de  las  Mitras  todas  las  li- 
brerías de  los  prelados  que  se  encontrasen  al 
tiempo  de  su  muerte  para  el  uso  de  sus  suce- 
sores y  para  el  aprovechamiento  público  de 
sus  diocesanos:  asimismo  dice  que  á  la  muerte 
del  prelado  se  forme  un  índice  de  los  libros 
que  dejase,  con  expresión  de  sus  autores,  ma- 
teria de  la  obra  y  lugar  de  su  impresión,  etc. 
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.  BIBLIOTECAS  MUNICIPALES.  Como. va  hemos 
dicho  en  otra  ocasión,  se  ha  tratado  cu  Frau- 
da de  pouer  en  ejecución  un  gran  pensamien- 
to; el  de  establecer  Bibliotecas  eu  todos  los 
Municipios  ó  Comunes  para  que  puedan  ser- 
vir á  los  hombres  estudiosos  alejados  de  la  cor- 
te y  de  las  grandes  ciudades.  Este  pensamien- 
to no  es  nuevo  en  aquel  país,  pues  se  iuició 
como  medida  general  eu  1837,  creando  Biblio- 
tecas administrativas  provinciales  y  de  parti- 
do (en  las  prefecturas  y  subprefecturas),  y 
autorizando  á  los  Ayuntamientos  para  com- 
prender en  sus  presupuestos  como  gastos  vo- 
luntarios toda  suscricióu  A  colecciones  ó  com- 
pilaciones especiales,  y  toda  adquisición  de 
obras  de  Admiuistracióu  y  de  Jurisprudencia. 

No  pretenderemos  nosotros,  de  ninguna  ma- 
nera, que  se  obligue  á  nuestros  Ayuntamien- 
tos á  la  adquisición  ó  suscricióu  forzosa  de 
obras  de  ning-una  clase,  como  A  veces  se  ha 
hecho  para  enriquecer  A  editores  A  costa  de  la 
dignidad  é  independencia  del  Municipio;  pero 
tampoco  nos  parece  conveniente  y  justo  que 
se  contraríe  el  deseo  de  las  Municipalidades 
•celosas,  como  también  se  ha  hecho  mAs  de  una 
vez,  por  el  Gobierno  ó  por  sus  delegados.  Lo 
que  sólo  queremos  es  llamar  la  atención  del 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  para  que  dicte 
una  disposición  auAloga  A  la  que,  como  deja- 
mos indicado,  se  dictó  en  Francia  en  1837.  No 
es  posible  que  se  desconozca  por  nadie  la  con- 
veniencia de  dejar  A  los  pueblos  en  completa 
libertad  de  adquirir  obras  de  Administración 
y  de  Jm-isprudencia,  y  lo  que  interesa  por  lo 
mismo,  es  consignarlo  asi  por  medio  de  una 
ley,  si  bien  adoptando  A  la  vez  medidas  para 
que  se  conserven  en  los  Archivos  municipales, 
sin  que  puedau  ser  por  nadie  sustraídas,  y 
para  que  al  mismo  tiempo  se  permita  consul- 
tarlas A  todos  los  habitantes  de  los  pueblos 
bajo  las  reglas  que  se  establezcan. 

Después  de  reunir  cada  Ayuntamiento  las 
obras  administrativas  que  fuesen  de  su  agra- 
do, los  Códigos,  la  Gaceta,  los  Boletines  oficia- 
les, etc.,  habría  muchos,  A  no  dudarlo,  princi- 
palmente los  de  las  cabezas  de  partido  judicial, 
que  aspirarían  A  formar  su  pequeña  Biblio- 
teca. No  es  esto,  en  verdad,  muy  fAcil;  tanto 
que  ni  aun  en  Francia^  después  de  tantas 
proposiciones  y  de  tantas  tentativas,  y  de  tan- 
tos esfuerzos  de  hombres  celosísimos,  se  había 
conseguido  generalizar  al  cabo  de  mucho 
tiempo  el  establecimiento  de  Bibliotecas,  si- 
quiera en  las  cabezas  de  cautón  ^  Pero  lo  que 

'    jEíi  Francia  hay  86  departamentos  ó  i>rovinciaa,  SUS 


es  difícil,  decía  Mr  Grüu,  no  es  inqiosible,  y 
si  hasta  ahora  dificultades  políticas,  adminis- 
trativas y  financieras  ó  metAlicas  han  retarda- 
do la  realización  de  este  pensamiento,  el  buen 
deseo,  añadía,  de  ciudadanos  ilustrados,  uni- 
do A  la  acción  de  la  Administración  pública, 
llegarA  A  ofrecer  aquel  apetecido  resultado. 

Con  efecto:  el  tiempo  triunfó  al  cabo  do  las 
dificultades,  y  tanta  es  la  importancia  que  las 
expresadas  Bibliotecas  han  llegado  A  adqui- 
rir, que  en  1869  no  bajaba  de  10.000  el  niimero 
de  las  que  estaban  abiertas  al  público,  pasan- 
do el  caudal  de  estos  establecimientos  de  un 
millón  de  volúmenes. 

Empecemos,  pues,  nosotros  por  dar  facili- 
dades A  los  Ayuntamientos  para  la  formación 
de  Bibliotecas  administrativas;  excítese  su  celo 
y  el  de  las  Diputaciones  provinciales  para  que 
no  desatiendan  este  asunto,  por  lo  menos  en 
todas  las  capitales  de  provincia  y  partidos  ju- 
diciales, huyendo  de  dar  pAbulo  A  las  combi- 
naciones de  la  especulación  privada,  que  aquí 
como  eu  Francia  son  el  más  capital  enemigo  de 
este  gran  pensamiento,  y,  A  no  dudarlo,  den- 
tro de  pocos  años,  con  la  cooperación  do  los 
hombres  ilustrados  de  cada  localidad,  sehabrA 
conseguido  poner  el  cimiento  de  las  Bibliote- 
cas de  partido  ó  municipales,  para  lo  que  se  ha 
adelantado  mucho  con  el  establecimiento  de 
las  llamadas  populares. 

BIBLIOTECAS  MILITARES.  Por  Real  decreto 
de  8  de  Noviembre  de  1879  se  maudó  crear  Bi- 
bliotecas militares  en  los  puntos  donde  se  ha- 
llan establecidas  conferencias  de  oficiales,  con 
excepción  de  Madrid,  donde  existen  varias  de 
aquéllas,  siendo  ya  notable  la  que  tiene  el  Cír- 
culo conocido  con  el  nombre  de  Centro  del 
Ejército  y  de  la  Armada. —V.  Ejército. 

BIBLIOTECA  DE  LEGISLACIÓN  EXTRANJERA. 
V.  Comisión  de  legislación  extban.tbra. 

BIBLIOTECAS  POPULARES.  E.stas  Bibliotecas, 
que  no  son  las  municipales  ni  las  provinciales, 
fueron  creadas  por  el  D.  de  18  de  Enero  de 
1869,  que  se  inserta  en  Instrucción  pública, 
en  cuyo  art.  2°  se  estableció  que  en  todas  las 
escuelas  haya  una  sala  para  Biblioteca.  He 
aquí  ahora  las  disposiciones  que  posterior- 
mente se  han  dictado  sobre  el  particular: 

0.18SeptiembreIS69. 
Organizando  20  Bibliotecas  populares,  dos  en  cada  dis- 
trito universitario,  y  exponiendo  la  importancia  de  es- 
tas Bibliotecas  y  la  conveniencia  de  sit  propagación. 

(FOM.)  Extracto.— Se  dice  al  señor  director 
de  Instrucción  pública  que,  consignada  en  el 


distritos,  2.847  cantones  ó  distritos  de  Juzgados  de  paz 
y  37.000  municipalidades. 
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art.  2."  del  D.  de  18  de  Enero  de  1869  la  crea- 
ción de  Bibliotecas  populares  en  las  escuelas 
de  primera  enseñanza,  corresponde  al  Gobier- 
no tomar  la  iniciativa  y  auxiliar  la  formación 
de  estos  centros  de  ilustración  pública,  por 
más  que  el  sostenimiento  y  couscrvación  de 
estas  Bibliotecas  corresponda,  seg-iin  la  orga- 
nización dada  á  la  enseñanza  piiblica,  á  las 
Diputaciones  provinciales  y  á  los  Ayuntamien- 
tos. Estas  Bibliotecas,  dice,  «han  cío  suplir  en 
España  la  falta  de  comunicaciones,  de  vida 
científica  y  literaria  y  de  todos  aquellos  ele- 
mentos que  abundan  en  naciones  más  adelan- 
tadas y  que  llevan  la  ilustración  con  muy  di- 
versos aspectos  y  motivos  á  los  pueblos  más 
apartados  y  de  menos  vecindario».  Y  después 
de  exponer  las  dificultades  con  que  ha  luchado 
en  otros  países  la  creación  de  estas  Bibliotecas 
añade:  «Bien  quisiera  el  Ministro  que  suscribe 
empezar  la  creación  de  estos  centros  literarios 
y  científicos  en  grande  escala;  pero  tiene  que 
limitarse  hoy  A  la  fundación  de  20  Bibliotecas, 
dos  en  cada  distrito  universitario,  empleando 
para  ello  los  libros  que  formaban  el  depósito 
del  disuelto  Consejo  de  Instrucción  piibliea, 
que  no  tienen  utilidad  alguna  eu  el  Ministerio. 
Claro  es  que  este  primer  donativo  no  puede 
constituir  por  si  solo  una  Biblioteca;  pero  es 
seguramente  un  gran  paso  el  poner  A  los  ha- 
bitantes de  un  pueblo  en  disposición  de  hojear, 
leer  y  meditar  obras  elementales  de  lectura, 
escritura,  gramática,  educación,  agricultura, 
artes,  oficios, higiene,  geog-rafia,  historia,  arit- 
mética, física,  química,  historia  natural,  no- 
ciones de  derecho  y  de  legislación,  y  princi- 
pios de  las  lenguas  francesa,  italiana,  ing'lesa 
y  alemana,  dejando  á  la  actividad  y  afición 
individuales  el  cuidado  del  estudio  con  elemen- 
tos ya  para  hacerlo.  A  V.  I.  coa-responde  el 
cuidar  de  que  estas  obras  se  repartan  pronto 
y  convenientemente,  y  de  proponer  los  medios 
que  crea  más  adecuados  y  para  continuar  la 
fundación  de  otras  Bibliotecas  para  aumen- 
tar estas  mismas,  cuya  base  ha  de  ser  el  dona- 
tivo que  ahora  se  hace. — Dios,  etc. — Madrid 
18  de  Septiembre  de  1869.— Echegaray.— Se- 
ñor Director  g-eneral  de  Instrucción  pública.» 
(Gac.  22  Septiembre.) 

O.  28  Septiembre  1869. 

Díspngíciones  reglamenfarias  provisionales  para  la  orga- 
nización,  vigilancia  y  servicio  de  las  Bibliotecas  popu- 
lares. 

(PoM.)  «Mientras  se  dicta  el  reglamento 
que  ha  de  org'anizar  definitivamente  las  Bi- 
bliotecas populares,  S.  A.  el  Regente  del  Rei- 
no se  ha  servido  aprobar  las  disposiciones  si- 
guientes: 

I.''  La  Dirección  g'eneral  de  Insti'ucclón 
piiblica,por  conducto  del  presidente  de  la  Jun- 
ta provincial  de  Instrucción  primaria ,  hará 
entrega  al  presidente  del  Ayuntamiento  y  al 
profesor  de  primera  enseñanza  de  la  localidad 
correspondiente  de  las  obras  desig-nadas  por 
el  Jlinisterio  de  Fomento  para  formar  en  aquel 
punto  una  Biblioteca. 

2.*  Para  este  fin  el  Ministerio  de  Fomento 
remitirá  al  presidente  de  la  Junta  provincial 
tres  ejemplares  del  catálogo  de  los  libros  que 


constituyan  la  base  de  la  Biblioteca.  Eu  estQ 
catálogo  se  expresarán  los  títulos  délas  obras, 
el  nombre  del  autor  ó  autores,  el  punto  y  año 
de  la  edición,  el  tamaño  y  la  encuademación. 
El  alcalde  y  el  maestro  pondrán  al  pie  de  es- 
tos catálogos  el  recibí  y  conforme,  depositan- 
do iin  ejemplar  en  la  Secretaria  de  la  Junta 
provincial,  remitiendo  otro  á  la  Dirección  ge- 
neral de  Instrucción  pv'iblica,  y  entreg-ando  el 
tercero  al  maestro  para  su  responsabilidad. 

3.'''  Los  Ayuntamientos  poseerán  los  libros 
remitidos  por  el  Ministerio  como  propiedad 
inalienable;  y  como  atendido  su  patriotismo  es 
de  esperar  que  la  Diputación  provincial  y  el 
Municipio  aumenten  con  nuevas  obras  la  Bi- 
blioteca, formarán  para  ellas  un  catálogo  es- 
pecial. 

■  4.*^  La  formación  de  este  catálogo  corres- 
ponderá al  maestro;  pero  será  lo  más  conve- 
niente que  forme  un  catálogo  general  eu  que 
estén  todos  los  libros  clasificados  por  materia.s 
ó  por  autores,  cualquiera  que  fuese  su  origen, 
conservando  fuera  del  uso  diario  el  catálogo 
remitido  por  el  Ministerio. 

5.*  Las  Bibliotecas  populares  quedarán  su- 
jetas á  las  disposiciones  generales  que  sobre 
formación  de  catálogos  se  dicten  para  las  de- 
más del  Reino. 

6.*     Los  libros  remitidos  por  el  Ministerio 
de  Fomento  llevarán  un   sello  especial.  Los 
que  adquiera  por  cualquier  otro  medio  el  Mu-' 
nicipio,  llevarán  el  sello  del  Ayuntamiento. 

l.'^  Los  libros  de  las  Bibliotecas  populares 
podrán  servirse  al  público  en  la  escuela  y  á 
domicilio.  Se  servirán  en  la  primera  forma  á 
toda  persona  cpie  lo  solicite  y  acuda  al  local  de 
la  escuela  eu  las  horas  señaladas  para  la  asis- 
tencia del  maestro,  quien  habrá  de  facilitar 
además  al  lector  sitio  cómodo  en  lo  posible,  y 
si  es  fVicil  á  su  vista.  Se  servirán  los  libros  "á 
domicilio,  y  mediante  recibo,  á  toda  persona 
á  quien  el  maestro,  bajo  su  responsabilidad, 
conozca  capaz  de  salir  garante  del  libro  en- 
tregado para  su  inmediata  compostura  ó  re- 
posición en  caso  de  desperfecto  ó  extravio. 

8.''  Si  hubiese  dudas  respecto  de  este  últi- 
mo caso,  decidirá  el  alcalde. 

9."  Nunca  podrá  servirse  más  de  un  volu- 
men á  los  lectores,  no  siendo  de  diccionarios, 
atlas  li  otras  obras  de  precisa  consulta.  Los  li- 
bros de  la  Biblioteca  no  podrán  estar  en  poder 
de  ning'ún  lector  más  de  diez  días. 

10.  Todo  lector  será  inmediatamente  res- 
]ionsable  del  buen  uso  y  conservación  de  los 
libros  que  reciba,  y  en  todo  caso  pasará  la  res- 
ponsabilidad al  maestro  encargado  de  la  Bi- 
blioteca. 

11.  El  maestro  llevará  nota  diaria  de  los 
libros  que  sirva,  con  arreg'lo  á  la  cual  estará 
oblig'ado  cada  seis  meses  á  formar  la  estadís- 
tica de  lectores. 

12.  Redactará  también  el  maestro  y  remi- 
tirá á  la  Dirección  al  fin  de  cada  año  una  su- 
cinta Memoria  comprensiva  de  las  vicisitudes 
por  que  ha  pasado  la  Biblioteca  de  sli  carg-o, 
ios  aumentos  ó  pérdidas  que  ha  sufrido  y  las 
mejoras  de  cualquiera  especie  de  que  sea  sus- 
ceptible. 

13.  La  Dirección  de  Instrucción  pública 
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teudrá  pi-esente.s  est.as  Memorias  para  las  dis- 
ti'ibueioncs  sucesivas  de  libros. 

14.  Los  libros  que  sucesivamente  remitiere 
el  Miuisterio,  serán  anotados  en  el  catálogo 
primitivo,  comunicándose  su  recibo  á  la  Direc- 
ción de  lustriiccióu  piiblica  por  el  Ayunta- 
miento. 

15.  Si  los  lectores  tuvieran  necesidad  de 
tomar  notas,  copiar  párrafos,  dibtijos  ó  graba- 
dos, el  maestro  les  facilitará  tinta,  pluma  y  si- 
tio á  propósito  para  hacerlo. 

16.  La  Dirección  de  Instrucción  pública 
vería  con  ag-rado  el  establecimiento  de  lectu- 
ras populares,  en  las  cuales  el  maestro  ú  otra 
persona  ilustrada  de  la  población  leyesen  en 
pxiblico,  ó  explicasen  párrafos,  lecciones  ó  ca- 
pítulos de  las  obras  que  constituyen  la  Biblio- 
teca, ya  pei'iódicameute  ó  sin  periodo  fijo.  La 
institución  de  estas  lecturas  se  tendrá  presen- 
te también  para  la  distribución  de  libros. 

17.  Serecomienda  especialmenteálosAytm- 
tauxieutos,  no  sólo  la  adquisición  de  libros  para 
estas  Bibliotecas,  sino  la  encuademación  de 
los  que  se  remitan  ó  por  otro  medio  se  adquie- 
ran que  no  estuviesen  encuadernados  de  un 
modo  duradero. 

18.  Mientras  la  Dirección  de  Instrucción 
pública  provee,  en  cuanto  sea  posible,  el  ma- 
terial de  las  Bibliotecas,  los  Ayuntamientos 
costearán  los  armarios  y  demás  muebles  en 
ellas  necesarios. 

19.  Los  inspectores  de  Instrucción  prima- 
ria velarán  por  el  buen  orden  y  arreglo  de  es- 
tas Bibliotecas,  comunicando  al  Miuisterio  las 
faltas  g'raves  que  observasen  y  que  merezcan 
inmediata  correción. 

20.  Los  carteles  de  lectura  y  escritura,  los 
mapas,  los  dibujos  de  botánica,  zoología,  etc., 
podrán  colocarse,  cuando  no  estén  unidos  á  un 
libro,  en  cuadros  en  el  local  de  la  Biblioteca. 

21.  Las  esferas  armilares  ó  g-eográficas, 
instrumentos  de  matemáticas  y  geografía,  má- 
quinas, modelos,  proyectos,  etc.,  que  posean 
las  escuelas  ó  que  se  remitan  á  ellas,  estarán 
también  bajo  la  inmediata  inspección  del  maes- 
tro, á  disposición  de  los  lectores. 

22.  Estarán  también  á  disposición  de  las 
personas  ilustradas  que  quieran  dar  leccio- 
nes públicas  ó  particulares,  sin  retribución  en 
este  segundo  caso,  bajo  la  responsabilidad  del 
maestro. 

23.  Los  gastos  de  los  Ayuntamientos  en  el 
aumento  y  conservación  de  las  Bibliotecas  po- 
pulares, se  considerarán  como  de  abono  en  las 
cuentas. 

24.  Si  el  local  de  la  escuela  no  permitiera 
establecer  en  ella  la  Biblioteca,  se  depositarán 
los  libros  en  la  Casa  Ayuntamiento  ó  en  otro 
sitio  que  creyeren  conveniente  y  de  común 
acuerdo  el  alcalde  y  el  maestro. 

De  orden  de  S.  Á.,  etc. — Madrid  2S  de  Sep- 
tiembre de  1869. — Ecliegaray.»  (Gac.  27  Oc- 
tubre.) 

BIBLIOTECAS  PROVINCIALES.  Sensible  es 
que,  contra  lo  que  fuera  de  desear,  no  haya  en 
todas  las  provincias  la  correspondiente  Biblio- 
teca de  esta  clase,  y  mucho  más  todavía  qiie 

aun  en  muchas  de  aquellas  en  que  existen  no 
Tomo  II. 


se  haya  desplegado  por  las  autoridades  y  per- 
sonas ilustradas  todo  el  celo  que  es  necesario 
para  que  tan  útiles  establecimientos  obtengan 
el  debido  desenvolvimiento  y  contribuyan  á 
esparcir  la  cultura  en  las  clases  todas  de  nues- 
tro país.  Algo  han  contribuido  á  suplir  este 
vacío  las  llamadas  Bibliotecas  pop\ilares,  fun- 
dadas en  los  últimos  años,  de  las  cuales  uos 
ocupamos  en  otro  lugar;  pero  no  por  eso  es 
menos  censurable  el  abandono  en  que  se  en- 
cuentran las  que  son  objeto  de  este  artículo. 
Las  Bibliotecas  provinciales  están  compren- 
didas en  la  clasificación  general  hecha  por  el 
Reg.  18  Noviembre  1887,  y  trata  de  ellas  tam- 
bién la  R.  O.  de  10  de  Agosto  de  1859,  que  por 
conceptuarla  de  interés  iuscrtamos  á  eouti- 
nuacióu: 

K.  0. 10  Agosto  1859. 
Bibliotecas  provinciales:  gastos,  etc. 

(FoM.)  Dicta,  para  llevar  á  efecto  lo  preve- 
nido en  el  art.  36  del  R.  D.  de  8  de  Mayo  del 
mismo  año  (V.  Archivo.s),  las  disposiciones 
siguientes: 

«I."-  No  se  disminuirá  en  ninguna  provin- 
cia la  consignación  hecha  en  los  iiltimos  pre- 
supuestos aprobados  para  los  gastos  de  perso- 
nal y  material  de  las  Bibliotecas. 

2."^  Las  provincias  que  tengan  Biblioteca 
pública,  sostenida  hasta  ahora  exclusivamen- 
te con  fondos  generales  del  Estado,  pero  que 
goce  carácter  de  provincial,  ya  por  su  funda 
ción,  ya  por  haber  recogido  ios  libros  de  Cor- 
poraciones suprimidas,  bien  por  declaración 
oficial  terminante,  bien  por  cualquier  otro  con- 
cepto legal,  deberán  consignar  para  esta  aten- 
ción, en  los  próximos  presupuestos,  alguna 
cantidad,  que  no  bajará,  si  fuese  posible,  de 
4.000  rs.,  y  que  será  siempre  proporcionada  á 
los  recursos  de  la  misma  provincia,  y  al  estado 
y  riqueza  literaria  de  la  Biblioteca. 

3.^"  Aquellas  otras  pro\'incias  ciuo  tienen  ó 
deben  tener  Biblioteca  formada  con  los  libros 
de  los  extinguidos  conventos  ó  con  las  obras- 
que  van  adquiriéndose  en  los  Institutos  de  se- 
gunda enseñanza,  y  que,  sin  embargo,  no  con- 
tribuyen con  jiingún  recurso  para  este  servi- 
cio, consignarán  alguna  cantidad,  no  inferior 
á  la  de  1.000  rs.,  con  destino  á  tan  importante 
ramo  de  la  Administración. 

4.^  Las  que  en  los  presupuestos  anteriores 
han  señalado  una  corta  suma  para  su  Biblio- 
teca, uo  inferior  á  1.000  rs.  anuos,  pero  que 
no  ha  excedido  de  2.000,  procurarán  aumen- 
tar, aunque  sea  en  pequeña  cantidad,  la  con- 
signación, sobre  todo  si  lo  reclama  así  el  es- 
tado, en  algunas  no  satisfactorio,  del  estable- 
cimiento. 

ó.-'*  Para  la  mayor  claridad,  las  consigna- 
ciones destinadas 'á  este  objeto  formarán  ar- 
tículos diferentes,  pero  de  un  mismo  capitulo, 
eulos  presupuestos  provinciales,  siempre  que 
la  provincia  sostenga  sus  Bibliotecas,  aunque 
huljiese  dos  en  una  misma,  la  una  en  Instituto 
V  la  otra  en  edificio  aparte;  pues  si  bien  deben 
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distiüguir.se  por  artículos  los  gastos  que  cada 
cual  ocasiona,  ambas  han  de.  fig'urar  en  el  pre- 
supuesto provincial,  que  es  el  que  las  sostiene. 

6."  Se  tendrán  presentes  estas  reglas,  y  se 
aplicarán,  según  lo  especial  de  cada  caso,  al 
formar  los  presupuestos  provinciales  de  1860, 
qtie  serán  examinados  y  aprobados  con  suje- 
ción á  ellas. 

Y  7.^  Si  en  su  ejecución  ocurriese  alguna 
dificultad  ó  duda  grave,  será  consultada  inme- 
diatamente á  este  Ministerio. — De  Real  or- 
den, etc. — San  Ildefonso  10  de  Agosto  de  1859.» 
(C.  L.,  t.  81,  ]■>.  305.) 

E.  O.  31  M.arzo  1876. 
Se  resuelve  una  cuestión  suscitada  entre  la 
Diputación  provincial  de  Burgos  y  la  Comi- 
sión de  monumentos  históricos,  sobre  á  cuál 
de  las  dos  compete  fijar  las  horas  en  que  debe 
estar  abierta  la  Biblioteca  provincial,  y  se  es- 
tablece que  corresponde  esta  atribución  á  la 
Diputación  provincial,  según  los  arts.  46  y  68 
de  la  ley.  Se  inserta  en  la  sección  de  Jurispru- 
dencia de  GoiiiER>:c  de  la.s  provincias. 

BIBLIOTECA  DE  SAN  ISIDRO.  Se  debe  su  íiin- 
dacióu  á  Carlos  III,  que  la  creó  por  R.  D.  de  19 
de  Enero  de  1770,  mandando  pasar  á  ella  las 
obras  que  existían  en  los  conventos  deje.sultas 
que  acababan  de  extinguirse.  Por  otro  decre- 
to de  1."  de  Enero  de  1786,  la  concedió  el  pri- 
vilegio de  un  ejemplar  de  todas  las  obras  que 
se  publicasen  ó  reimprimiesen  en  el  Reino,  con" 
signándola  para  compra  de  libros  extranjeros 
y  nacionales  ya  publicados,  asi  como  para  en- 
cuademaciones y  demás  g'astos,  13.738  rs.  so- 
bre los  fondos  de  los  Estudios  d.e  San  Isidro. 

Llegó  á  ser  esta  Biblioteca  una  de  las  prime- 
ras del  Reino,  y  á  poseer  66.000  vohimeiies,  en- 
tre ellos  obras  preciosas,  especialmente  en 
ciencias  eclesiásticas. 

BIBLIOTECAS  UNIVERSITARIAS.  Están  com- 
prendidas en  la  clasificación  g'eneral  del  Real 
decreto  y  Reg.  de  18  de  Noviembre  de  1887,  y 
tratan  de  ellas  especialmente  el  R.  D.  de  12  de 
Junio  de  1867,  inserto  en  Archivos  (pág.  610 
del  tomo  I),  y  otras  varias  disposiciones,  entre 
las  cuales  se  encuentran  las  sig'uientes: 
Ley  5.»,  tlt.  XIX,  lib.  VIII,  Nov.  Keoop. 

Dispuso  que  en  cada  uno  de  los  Colegios  de 
Cirugía  ha  de  haberunaofieina  destinada  para 
Biblioteca;  en  la  cual  se  procurará  tener  todas 
las  mejores  obras  de  la  Facultad  y  sus  ramos 
auxiliares  para  la  instrucción  pública,  hacién- 
dose sucesivamente  una  colección  de  las  que 
se  consideren  más  convenientes  á  este  fin.  (Cé- 
dula 6  Mayo  1804.) 

H.  O.  22  Septiembre  1888. 
Foi-mación  de  Bibliotecas  de  las  Universidades  con  los  li- 
bros dt  los  conventos. 

(GoB.)  «...S.  M.  ha  tenido  á  bien  disponer 
que  en  las  provincias  donde  hubiere  Universi- 
dad reemplace  este  Cuerpo  literario  á  la  Co- 


misión artística  eu  la  reunión,  colocación  y 
arreglo  de  los  libros  procedentes  de  los  supri- 
midos conventos;  pero  en  la  inteligencia  que 
no  ha  de  considerar  la  Biblioteca  que  se  forme 
como  propiedad  exclusiva  suya,  aunque  sí  po- 
drá servirse  de  ella,  sino  como  establecimiento 
público,  de  cuya  conservación  estará  encarga- 
do, y  que  deberá  estar  abierto  .seis  horas  al 
menos  diarias,  excepto  en  el  mes  de  Agosto, 
que  se  destinará  á  la  limpia  general  y  verifi- 
cación anual  de  índices;  y  como  en  la  realiza- 
ción de  este  proyecto  están  interesados  los 
Ayuntamientos  y  Diputacioues  provinciales, 
es  la  voluntad  de  S.  M.  que  se  pongan  los  Claus- 
tros de  acuerdo  con  estas  Corporaciones  para 
que  señalen  fondos  sobre  sus  presupuestos  á 
efecto  de  conservar  y  enriquecer  las  Bibliote- 
cas...—De  Real  orden,  etc.»  (C.  L.,  t.  24,  pá- 
gina 4(J8.) 

Circular  8  Julio  1861. 
Que  se  abran  al  público  las  Bibliotecas. 

(FoM.)  Se  dispone  por  la  Dirección  general 
de  Instrucción  pública  «que  entre  tanto  que 
por  los  nuevos  reg'lamentos  generales  se  acuer- 
de lo  que  parezca  más  oportuno,  las  Bibliote- 
cas universitarias,  las  de  Instituto  y  las  pro- 
vinciales, estén  abiertas  para  el  público  todos 
los  días,  excepto  los  festivos».  (C.  L.,  t.  86,  pá- 
gina 74.) 

Para  concluir  lo  que  se  refiere  á  Bibliotecas 
universitarias,  diremos  dos  palabras  acerca  de 
las  muy  importantes  de  Madrid  y  Salamanca. 

La  primera  trae  su  origen  de  la  que  fundó  el 
cardenal  Cisneros  en  el  Colegio  ma\'or  de  San 
Ildefonso  de  Alcalá  de  Henares,  después  Uui- 
versidad  Complutense,  y  se  ha  enriquecido 
muy  recientemente  con  varios  legados  de  par- 
ticulares, como  han  sido  los  de  los  doctores 
Fleyer,  Sanz  del  Rio,  Maranges  y  Castro,  que 
entre  los  cuatro  la  han  donado  2.117  obras  y 
634  folletos,  ascendiendo  el  número  de  volú- 
menes que  eu  total  contiene  actualmente  á 
más  de  26.000,  entre  los  cuales,  y  especialmen- 
te entre  los  manuscritos,  los  hay  muy  notables. 

Por  estar  agregada  á  la  Universidad  Cen- 
tral debemos  hacer  mención  de  la  del  Coleg'io 
de  Medicina,  fundada  como  éste  por  Carlos  III 
en  1787  y  aumentada  notablemente  en  los  últi- 
mos tiempos.  Cuenta  hoy  más  de  23.000  volú- 
menes. 

La  Biblioteca  de  la  Universidad  de  Salamanca, 
tau  notable  por  su  importancia  histórica,  debe 
su  origen  á  D.  Alfonso  el  Sabio,  que  la  fundó 
por  los  años  de  1252  á  1254.  En  el  siglo  actual 
ha  tenido  aumentos  de  consideración  ^  ya  por 
compras  y  donaciones,  ya  por  resultado  de  la 
incautación  de  libros  pertenecientes  á  los  con- 
ventos y  colegios  suprimidos;  y  si  estas  y  otras 
agregaciones  se  hubiesen  hecho  eu  tiempo 
oportuno  y  con  las  formalidades  debidas,  bieu 
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puede  asegnirarse  que  esta  Biblioteca  seria  lioy 
la  mayor  de  España,  excepción  heciía,  á  lo  su- 
mo, de  la  Nacioual. 

BIENES.  Para  la  mejor  inteligencia  de  esta 
importante  materia,  vamos  A  tratar  separada- 
mente de  toda  clase  de  bienes,  empezando  por 
definirlos  y  estableciendo  bases  para  la  clasi- 
ficación. 

K.— Concepto  getieral  de  los  bienes:  Bases  para  la 
clasificación. 

Decían  las  Partidas  que  son  bieues  aquellas 
cosas  de  que  los  hombres  se  sirven  é  se  ayu- 
dan (proemio  del  tit.  XVII,  Part.  9.^),  dando 
por  supuesto  que  se  han  creado  para  su  utili- 
dad, por  lo  cual  no  se  cuentan  entre  ellos  los 
que  producen  más  daño  que  pro  (regla  3."^, 
tit.  XXXIV,  Part.  T.''). 

El  hombre  necesita  de  medios  que  le  faci- 
liten el  cumplimiento  de  sus  fines.  Cuanto 
aprovecha  para  desarrollar  su  actividad  inteli- 
gente, para  la  conservación  de  su  existencia  ó 
para  la  satisfacción  de  sus  necesidades  y  de 
sus  deseos,  constituye  im  bien  que  en  princi- 
pio le  pertenece.  Sin  embarg-o,  no  siempre  so- 
mete á  su  dominio  los  objetos,  pues  algunos  le 
favorecen  ó  benefician  y  no  son  susceptibles 
de  ocupación  definitiva.  Y  como  la  ley  escrita 
se  contrae  ;l  regular  la  propiedad  de  los  bie- 
nes, solamente  considera  como  tales  las  cosas 
que  son  ó  pueden  ser  objeto  de  apropiación 
(Código  civil,  art.  335),  ó  sea  aquellas  que  las 
personas  naturales  ó  jurídicas  están  en  aptitud 
de  hacer  suyas,  adquiriendo  el  derecho  exclu- 
sivo de  gozar  y  disponer  de  ellas  (art.  348). 

Los  bienes  son,  por  lo  tanto,  la  matei-ia  so- 
bre la  cual  recae  el  derecho  de  propiedad,  y 
cuantas  circunstancias  afectan  á  la  existencia 
y  ejercicio  del  mismo,  influyen  forzosamente 
en  la  clasificación  y  concepto  de  aquéllos,  que 
por  razón  de  su  naturaleza  ó  realidad  objeti- 
va, se  dividen  en  muebles  é  inmuebles  (ar- 
tículos S33  á  337);  y  por  razón  de  las  personas 
á  que  pertenecen,  en  bienes  de  dominio  públi- 
■   co  y  de  propiedad  privada  (art.  338). 

lí.^Bienes  inmuebles  y  miiebles. 

El  Cód.  civil  enumera  en  el  art.  334  las  co- 
sas ó  bienes  inmuebles,  pero  no  los  define.  Su 
concepto  técnico  surge  del  art.  335,  con  arre- 
glo al  cual  cabe  establecer  que  son  bienes  in- 
muebles los  que  no  pueden  transportarse  de 
un  punto  á  otro  sin  menoscabo  de  su  existen- 
cia ó  de  su  integridad.  Ya  dijo  incidentalmen- 
te  la  ley  18,  tit.  XXIX,  Part.  3.",  que  son  cosas 
inmuebles  «aquellas  que  se  non  pueden  mo- 
ver»; pero  esta  noción  es  incompleta  en  el  or- 


den del  derecho  constituido,  que  califica  de 
bienes  inmuebles,  no  solamente  á  los  que  lo 
son  por  su  propia  esencia,  sino  á  los  que  repu- 
ta tales  por  el  sitio  ó  lugar  que  ocupan,  por  el 
destino  ó  fin  á  que  se  dedican,  por  el  origen 
inmediato  de  donde  proceden  y  por  el  objeto 
sobre  el  cual  recaen. 

Por  su  projyia  esencia  ó  condición  natural, 
son  bienes  inmuebles  las  tierras,  edificios,  ca- 
minos y  construcciones  adheridas  al  suelo  (ar- 
tjculo  334,  niim.  1.")  Por  el  sitio  ó  lugar  que 
ocupan,  tienen  la  misma  calidad  los  Arboles, 
plantas  y  frutos  no  desprendidos  de  la  tierra, 
cuanto  esté  unido  á  un  inmueble  de  un  modo 
fijo,  las  estatuas,  relieves  ó  pinturas  colocados 
en  los  edificios  ó  heredades,  los  viveros  de  es- 
pecies zoológicas  que  formen  parte  integrante 
de  las  fincas,  y  las  ag'uas  vivas  ó  estancadas 
(ídem,  núms.  2.»  á  4.°,  6.»  y  8.»).  Por  el  des- 
tino ó  fin  á  que  se  dedican,  merecen  también 
el  concepto  de  inmuebles  las  máquinas  y  efec- 
tos que  eonciirren  á  la  explotación  de  los  edi- 
ficios y  heredades  y  á  satisfacer  las  necesida- 
des de  los  predios;  los  abonos  utilizables  para 
el  cultivo,  y  los  diques  establecidos  en  puntos 
fijos  de  los  ríos,  lagos  y  costas.  (Id.,  niimeros 
5.°,  7.°  y  9.°)  Por  el  origen  inmediato  del  cual 
proceden,  alcanza  la  calificación  de  inmuebles 
alas  minas,  canteras  y  escoriales,' mientras 
su  materia  permanece  unida  al  j'acimiento 
(Ídem,  número  8);  y  por  el  objeto  sobre  el  que 
recaen,  se  reputan  inmuebles  las  concesiones 
administrativas  de  obras  piiblicas,  las  servi- 
dumbres y  los  demás  derechos  reales  sobre 
bieues  inmuebles  (ídem,  núm.  10),  inscribibles 
todos  en  el  Registro  de  la  propiedad  (ley  hipo- 
tecaria, art.  2.°).  Los  bienes  inmuebles  son 
hipotecables  (ley  hipot.,  arts.  106,  107,  110  y 
siguiente),  y  no  hipotecables  (ídem,  108  y  109). 

Bajo  la  palabra  muebles  se  comprenden  sola- 
mente las  cosas  que  tienen  por  principal  des- 
tino amueblar  ó  alhajar  las  habitaciones,  ó  sea 
el  menaje  de  las  casas  (Cód.,  art.  346).  La  ex- 
presión bienes  muebles  índica  todas  las  que 
puedan  transportarse  de  un  punto  á  otro  por 
obra  del  hombre  ó  por  actividad  propia,  como 
los  animales  y  ganados  (semovientes);  las  ren- 
tas, pensiones,  oficios  enajenados,  contratos 
sobre  servicios  públicos,  cédulas  y  títulos  re- 
presentativos de  préstamos  hipotecarios  (le- 
yes 4.'\  tit.  XXIX,  Part.  3.%  y  10,  tit.  XXXIII, 
Part.  7.",  arts.  4.°  de  la  hipotecaria,  y  335  y  336 
del  Cód.  civil);  y  los  buques  de  comercio  (Có- 
digo mercantil,  art.  585). 

Habla  el  Código  de  valores  mobiliaHos  (ar- 
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ticulo  163  ',  y  como  uo  los  define,  entendemos 
que  quiere  referirse  á  tjtulos,  inscripciones  ó 
documentos  representativos  de  efectos  públi- 
cos, ó  valores  mercantiles  ó  industriales  '-. 

Los  bienes  mtiebles  vienen  A  constituir  tina 
especie  de  prolongación  de  la  personalidad 
jurídica  del  dueño  y  por  eso  están  sujetos  á  la 
ley  do  su  nación,  mientras  qiie  los  inmuebles 
tienen  existencia  y  expresión  propia  y  defini- 
nida  en  el  espacio,  y  se  hallan  sometidos  á  la 
ley  del  país  donde  radican  (Cód.,  art.  10;  Reg. 
del  imp.  de  derechos  reales  de  31  Diciembre 
1881, art.  38).  Por  eso  los  primeros  por  sí  uoori- 
giuau  competencia  para  conocer  de  las  accio- 
nes que  sobre  ellos  recaen,  mientras  que  los 
segundos  se  la  confieren  al  juez  del  lugar  eu 
que  se  encuentren  (ley  de  Enj.  civil,  arts.  62 
y  63).  El  legado  de  cosa  mueble  genérica  es 
válido  aunque  no  haya  cosas  de  su  género  en 
la  herencia,  al  contrario  de  lo  que  sucede  con 
el  de  cosa  inmueble  (Cód.,  art.  875).  El  derecho 
de  accesión  en  los  inmuebles  se  rige  por  los 
arts.  358  á  374,  y  en  los  muebles  por  los  375 
á  383  (V.  Accesión).  Aquéllos  se  prescriben 
por  el  lapso  de  diez  ó  veinte  años  (ídem,  ar- 
tículo 1.957)  y  éstos  por  el  transcurso  de  tres 
ó  seis  (ídem,  art.  1.955), 

La  venta  judicial  de  bienes  muebles  é  in- 
muebles \4aría  en  algunos  detalles  ó  acciden- 
tes, como  puede  verse  por  los  arts.  1.481  ¡I  1.531 
y  2.011  y  siguientes  de  la  ley  de'Euj.  civil. 

Considerados  los  inmuebles  por  razón  de  la 
contribución  territorial,  los  hay  sujetos  á  ella, 
que  son  los  especificados  en  el  art.  2."  del  Real 
decreto  de  23  de  Mayo  de  1845,  con  las  aclara- 
ciones hechas  por  las  órdenes  y  circulares  de  2 
de  Enero,  28  de  Febrero,  31  de  Marzo  v  23  de 


'    Mobiliario.  Es  adj.  •de  uso  reciente,  y  aplicase  por 

10  común  d  los  efectos  públicos  al  portador  ó  tratisferi- 
hles  por  endoso  '  (Dice,  de  la  Academia,  12.^  edición.) 

-  M  Cúdifjo,  si  bien  no  define  los  bienes  inmuebles,  nos 
dice  entiles  son  en  los  nueve  números  del  art.  334,  y  tío  es 
tan  explícito  en  cuanto  d  bienes  mnebles,  de  donde  no 
pueden  menos  de  resultar  algunas  dudas,  porque  enntia  de 
estas  dos  clases  hemos  de  comprender  necesariamente,  se- 
gún el  art.  333,  otras  cosas  que  son  objeto  de  apropiación 

11  de  que  habla  el  mismo  Código.  Por  ejemplo:  en  el  articu- 
lo 163.  pdrr.  2.",  habla  de  valores  mobiliarios;  en  ti  ¡66, 
de  valores  mercantiles  ó  industriales:  en  el  372,  de  va- 
lores bursátiles,  públicos  ó  mercantiles  6  industria- 
les; en  el  347,  de  valores  créditos  ó  acciones;  en  los 
Í.355,  1.330  y  1.872,  de  valores  cotizables;  en  el  1.370,  de 
valores  públicos;  en  el  1.371,  de  valores  públicos  ó  de 
crédito  ¡/  en  el  1.444,  de  valores  públicos  ó  créditos  de 
Empresas  y  Compañías  mercantiles.  Aparte  de  que 
podía  el  Código  liaber  sido  más  preciso  en  este  tecnicismo, 
en  la  letra  de  los  arts.  335  y  336,  que  definen  los  bienes 
muebles,  no  están  claramente  comprendidos  todos  estos 
valores  sino  en  cuanto  son  susceptiljles  de  apropiación, 
ti  no  pueden  incluirse  entre  los  inmuebles.  Los  oficios 
enajenados,  las  cédulas  y  títulos  representativos  de  prés- 
tamos hipotecarios .  son  muebles,  según  el  art.  336,  y  poco 
costaba  haber  dicho  lo  mismo  de  los  demás  efectos  públi- 
cos según  los  define  el  Código  de  Comercio,  al  que  ha  debi- 
do referirse,  en  esto  y  en  la  calificación  de  los  buques  como 
muebles. 


Diciembre  de  1846,  22  de  Mayo  de  1849,  1.»  de 
Noviembre  de  1854,  10  de  Febrero  de  1869  y 
disposiciones  posteriores  sintetizadas  en  los- 
arts.  1.°  y  siguientes  del  Reg.  general  de  30 
Septiembre  1885;  y  los  hay  que  están  exentos 
de  la  misma,  ya  absoluta  ya  temporalmente, 
como  puede  verse  en  los  arts.  3.°  y  4.°  del  Real 
decreto  citado,  y  en  las  órdenes  y  circulares 
de  5  de  Noviembre  de  1845,  7  de  Febrero,  19 
de  Diciembre  de  1846,  24  de  Julio  de  1849  y  31 
de  Enero  de  1854;  en  la  ley  de  3  Junio  de  1868, 
en  el  art.  10  de  la  de  18  Junio  1885  y  en  los  ar- 
tículos 4."  á  14  y  52  del  Reg.  general  de  30 
Septiembre  1885.— V.  Contribución  territo- 
rial; Baldíos  y  colonias. 

Las  ocupaciones  criminales  de  bienes  in- 
muebles constituyen  el  delito  de  usurpación 
(Cód.  penal,  art.  534).  Las  de  bienes  muebles, 
los  de  robo,  hurto,  malversacióny  estafa  (ídem, 
arts.  515,  530,  405  y  siguientes,  548  y  550  i 
552).  Las  traslaciones  de  dominio  de  bienes 
inmuebles  y  la  constitución,  modificación,  re- 
conocimiento y  extinción  de  los  derechos  rea- 
les, están  sujetos  siempre  al  pago  del  impues- 
to; al  que  los  muebles  sólo  contribuyen  por  las 
transmisiones  viortis  causa  y  por  las  que  se 
verifican  mediante  actos  judiciales,  adminis- 
trativos ó  notariales  (ley,  art.  1.°,  y  Reg.,  ar- 
ticulo 3.°,  ambos  de  31  Diciembre  1881). 

Los  bienes  inmuebles  pueden  ser  rústicos: 
y  urbanos:  los  muebles  fungibles  y  no  fun- 
gibles. 

m. — Bienes  rústicos  y  urbanos. 

V 

El  Cód.  civil  no  formula  esta  clasificación., 
pero  da  por  supuesta  su  existencia  al  autori- 
zar la  servidumbre  de  paso  en  beneficio  de  las 
fincas  ó  heredades  (art.  564),  al  señalar  la  res- 
pectiva anchura  de  las  vías  pecuarias  (ar- 
tículo 570),  al  presumir  la  servidumbre  de  me- 
dianería en  las  cercas,  vallados  y  setos  que 
dividen  los  predios  rústicos  (art.  572),  al  re- 
gular las  comunidades  de  pastos  y  aprovecha- 
mientos de  leñas  (arts.  600  á  604),  al  establecei- 
el  retracto  de  colindantes  cuando  se  venda 
alguna  finca  rústica  cuya  cabida  no  exceda 
de  una  hectárea  (art.  1.523),  y  en  fin,  al  dictar 
disposiciones  especiales  para  el  arrendamien- 
to de  predios  rú.iticos  y  para  el  de  los  urbanos 
(arts.  1.575  á  1.579  y  1.580  á  1.582). 

La  diferencia  entre  unos  y  otros  tómase 
también  en  cuenta  por  la  ley  de  Enj.  civil,  que 
expresamente  habla  de  las  fincas  rú.sficas  y 
urbanas  en  los  arts.  1.563,  núm.  1.°,  1.565,  nii- 
mero  3.°,  1.596  y  1.597;  referentes  al  juicio  de 
desahucio.  Se  aplican  especialmente  á  las  pri- 
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sneras  las  medidas  sobre  acotamientos  y  liljer- 
tad  de  arriendos  adoptadas  en  el  D.  de  8  Junio 
de  1813  para  el  mayor  fomento  de  la  agricul- 
tura y  ganaderia,  y  á  las  seg'imdas  las  de  la 
ley  de  9  de  Abril  de  1842  (V.  Arrendamiento, 
pág.  692,  t.  I).  En  beneficio  de  la  propiedad 
rústica  se  ha  dictado  también  la  ley  de  co- 
lonias agrícolas  de  3  Junio  1868,  y  de  fincas 
rústicas  y  urbanas  hablan  además  los  arts.  3.", 
núm.  i.",  y  6.",  núm.  3."  del  Reg.  general  de 
■30  de  Septiembre  de  1885.  El  de  amillaramien- 
tos  de  la  misma  fecha  contiene  declaraciones 
muy  precisas  para  distinguir  y  clasificar  la 
propiedad  rústica  y  la  urbana,  en  sus  artícu- 
los 28  á  41. 

No  están  muy  conformes  los  autores,  á  pesar 
de  los  copiosos  documentos  que  se  refieren  á 
unos  y  otros  bienes,  en  la  diferencia  caracte- 
rística que  los  separa  ó  disting-ue.  Nosotros 
deducimos  que,  en  términos  generales,  pueden 
llamarse  bienes  rústicos  los  dedicados,  por  su 
propia  naturaleza,  á  la  producción  de  especies 
vegetales  ó  al  servicio  de  la  ganadería;  y  ur- 
banos los  destinados  preferentemente  á  habi- 
tación ó  morada  del  hombre. 

IV. — Bienes  fundibles  y  no  fungihles. 

Las  leyes  de  Partida,  como  el  Derecho  ro- 
mano, hablan  de  la  diferencia  entre  el  présta- 
mo mutuo  y  el  comodato,  haciendo  objeto  del 
primero  las  cosas  «que  se  pueden  contar,  ó  pe- 
sar ó  medir»  y  del  segundo  «todas  las  otras 
•cosas  que  non  son  de  aquella  manera».  (Le- 
yes 1.*  y  ^.'■,  tít.  I  y  proemio  del  tít.  II,  Par- 
tida 5.")  Es  decir,  que  hay  cosas  que  uecesa 
riamente  desaparecen  al  usarlas,  pero  pueden 
ser  sustituidas  exactamente  por  otras  ig-uales 
«u  número,  peso  y  cantidad,  como  el  dinero, 
■el  trigo,  etc.,  etc.,  y  éstas  se  llaman  fungibles; 
y  hay  otras  que  pueden  emplearse  en  los  fines 
propios  de  su  naturaleza  sin  necesidad  de  des- 
pojarse de  ellas  ó  de  destruirlas,  como  un  li- 
bro, un  caballo,  etc.  Muchas  veces  el  concepto 
de  la  adquisición  determina  la  naturaleza  fun- 
gible  ó  no  fungible  de  la  misma  cosa,  y  por 
«so  un  libro  es  cosa  fung-ible  para  el  comer- 
ciante de  esta  mercancía  y  no  fungible  para 
ei  que  se  le  procura  con  ánimo  de  estudiarlo. 

Inspirándose  el  Código  en  estos  precedentes, 
<lice  que  pertenecen  á  la  especie  de  biejies  fun- 
gibles aquellos  de  que  no  puede  hacerse  el 
uso  adecuado  á  su  naturaleza  sin  que  se  con- 
suman, y  á  la  de  no  fungibles  los  demás  (ar- 
ticulo 337).  Mantiene  esta  misma  diferencia  al 
regular  el  usufructo  sobre  «cosas  que,  sin  con- 
sumirse, se  deterioran  poco  a  poco  por  el  uso» 


y  sobre  aquellas  «que  no  pueden  usarse  sin 
consumirlas»  (arts.  481  y  482),  y  al  declarar  que 
los  bienes  fungibles  «que  se  consumen  con  el 
uso»  no  pueden  ser  materia  del  contrato  de 
arrendamiento  (art.  1.545).  Porvía  de  ejemplo, 
enumera  el  legislador  los  «valores,  granos  y  lí- 
quidos» entre  los  bienes  fungibles;  cuya  venta 
ocasiona  diferentes  efectos  en  cxianto  al  daño 
ó  provecho  de  que  sean  objeto,  según  que  se 
haj'anó  no  enajenado  alzadamente  por  un  solo 
precio,  ó  lo  que  es  ig"ual,  sin  consideración  á  su 
peso,  número  y  medida  (arts.  1.448  y  1.452). 

If,  — Bienes  corporales  é  incorporales:  derechos^  accioneSj 
efectos^  valores  y  créditos. 

Son  bienes  corporales  aquellos  que  tienen 
realidad  tangible  ú  ocupan  lugar  eu  el  espa- 
cio, é  incorporales  los  que  carecen  de  ella'. 
Los  primeros  pueden  ser  objeto  de  material 
tradición  efectiva  ó  simlíólica,  conforme  á  los 
arts.  1.462  y  1.463  del  Código.  En  los  segtmdos 
el  otorgamiento  de  la  escritura  que  se  acuerde 
sobre  ellos  equivale  á  la  entrega  de  los  mis- 
mos (art.  1.464).  Las  Partidas  someten  á  igua- 
les regias  la  prescripción  de  los  bienes  raíces 
y  de  los  incorporales;  y  comprenden  entre  és- 
tos «las  servidumbres...  é  los  derechos  porque 
demanda  un  ome  sus  debdas,  é  las  otras  cosas 
que  non  son  corporales»,  declarando  que  pro- 
piamente no  se  pueden  poseer,  pero  que  su 
uso  tolerado  y  consentido  es  como  manera  de 
posesión  (leyes  18,  tít.  XXIX,  y  1."-,  tít.  XXX, 
Partida  3.^). 

De  los  arts.  266,  272,  334,  núm.  10^  336  y  347 
del  Código  civil;  del  epígrafe  indicador  del 
contenido  de  los  1.526  á  1.5.36,  en  armonía  con  el 
texto  de  los  mismos,  y  de  los  arts.  2."  y  4.''  de 
la  ley  hipotecaria,  se  deduce  que  son  bienes  in- 
corporales, ya  inmuebles,  y  a  muebles,  los  efec- 
tos públicos  y  valores  mercantiles  é  industria- 
les, los  bursátiles  de  una  y  otra  clase,  las  conce- 
siones administrativas  de  obras  públicas,  las 
servidumbres  y  demás  dereclios  reales,  las  ren- 
tasó  pensiones,  óseael  derecho  de  percibirlas, 
los  oficios  enajenados,  los  contratos  sobre  ser- 
vicios públicos,  las  cédulas  y  títulos  represeu- 
tativos  de  préstamos  hipotecarios,  y  en  gene- 
ral los  créditos,  derechos  y  acciones.  Para  re- 
tener ó  recobrar  la  posesión  ó  cuasi  posesión 
de  los  derechos,  procede  el  interdicto,  pues 
aunque  la  ley  de  Enj.  civil  (art.  1.651)  sola- 
mente habla  de  cosas,  de  la  misma  manera  qtie 


*  Corporales  son  los  que  por  su  naturaleza  pueden  to- 
carse, como  un  fundo,  un  vestido,  el  oro,  la  plata...;  li  in- 
corporales los  que  no  pne<^n  tocarse  y  consisten  en  un 
derecho,  como  el  usufructo, el  uso  y  las  obligaciones.  (Ins- 
tituciones de  Juatiniano ,  lib.  IJ,  til.  II.) 
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se  perturba  eu  la  tenencia  de  éstas,  jíuede 
atentarse  al  libre  ejercicio  de  aquéllos  por  ac- 
tos de  despojo  (T.  S.,  Sent.  de  31  de  Diciembre 
de  1879.) 

Las  palabras  derechos,  acciones,  efectos,  va- 
lores j  créditos,  se  toman  á,  veces  como  sinóni- 
mas, aunque  uo  lo  sou  rigurosamente.  Dere- 
cho es  la  relación  jurídica  que  constituye  al 
que  le  invoca  en  acreedor  de  otro;  acción  el 
medio  de  reclamar  eu  juicio  el  derecho  que 
asiste  al  que  la  ejercita;  acciones  sociales  los 
documentos  que  acreditan  la  participación  de 
los  socios  en  el  capital  social;  efectos  se  Uamau 
en  g-eueral  todas  las  cosas  muebles  propia- 
mente dichas  y  eu  acepción  más  limitada  los 
sig'nos  que  las  representan  y  los  demás  docu- 
mentos de  comercio,  como  letras  de  cambio, 
pagarés,  warrcmts,  cheques;  efectos  públicos 
los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado,  cotiza- 
bles en  Bolsa;  valores,  estos  mismos  efectos, 
los  documentos  mercautiles  antes  enumerados 
y  los  billetes  de  Banco,  libranzas,  pólizas,  cé- 
dulas de  garantía  hipotecaria  ó  pignoraticia, 
etcétera,  etc.;  y  crédito  todo  documento  que 
demuestra  el  derecho  de  percibir  una  canti- 
dad, de  reclamar  una  cosa  ó  de  exigir  el  cum- 
plimiento de  una  obligación,  y  también  se  lla- 
ma crédito  al  derecho  mismo  en  si  ó  sin  consi- 
deración á  su  expresión  externa  ó  manifesta- 
ción de  existencia. 

Además  de  otras  disposiciones  que  inser- 
tamos ó  indicamos  en  Código  de  Comercio, 
se  refieren  especialmente  á  las  acciones  de 
Compañías,  los  arts.151  y  160  á  169  de  éste;  A 
los  billetes  de  Banco,  los  21,  núm.  11,  23,  179, 
56G  }'  910;  A  las  cartas  de  porte,  los  67  y  350  á 
.■!.53;  á  las  cartas  órdenes  de  crédito  los  567  á 
572;  á  las  cedidas  hipotecarias,  los  199,  201  y 
206  á  208;  á  los  cheques,  los  534  á  543;  á  los  co- 
nocimientos  ó  guias  de  carga  de  los  buques,' 
los  67,  612  y  G53  á  718;  á  los  efectos  públicos 
cotizables  en  Bolsa,  los  67,  68,  320  á  324  y  566; 
á  los  efectos  al  portador,  los  544  á  566;  á  las 
letras  de  cambio,  los  443  y  siguientes;  á  las 
obligaciones  mercantiles,  los  176,  186,  187  y 
190;  á  los  pagarés,  los  60,  67,  214,  215,  450,  531 
y  siguieutes,  y  á  \iis  pólizas  de  seguro  g  fleta- 
mento,  los  383,  384,  417,  431,  433,  652,  737  y  si- 
guientes. 

El  Código  civil  habla  además  de  valores  mo- 
biliarios en  el  párrafo  segundo  del  art.  163, 
con  cuya  expresión  ignoramos  cuáles  querrá 
designar.  Los  valores  públicos,  los  cotizables 
en  general  y  los  créditos  de  Empresas  y  Com- 
pañías mercantiles,  son  objeto  de  accidental 


mención  en  los  arts.  1.355,  1.359,  1.370,  1.371, 
1.444  y  1.872  del  mismo  Código  ' 

^l.— Bienes  presentes  y  futuros. 

Son  bieues  presentes  aquellos  que  tienen 
existencia  real,  en  poder  del  sujeto,  eu  el  mo- 
mento de  establecerse  relación  jurídica  sobre 
ellos;  y  futuros  aquellos  que  razonablemente 
se  esperan,  según  el  orden  natural  de  las  co- 
sas, como  son  los  frutos  que  aún  no  han  naci- 
do, aquellos  en  que  la  adquisición  depende 
del  azar,  como  sucede  con  la  caza  y  con  la 
pesca,  y  genéricamente,  puede  decirse,  aque- 
llos de  que  no  puede  disponer  el  sujeto  de  una 
relación  jurídica  al  querer  establecer  ésta, 
pero  de  los  cuales  podrá  disponer  después. 
En  este  sentido  hablan  de  los  bienes  futuros  el 
art.  357  del  Códig'o  civil,  que  sólo  reputa  fru- 
tos naturales  ó  industriales  los  ya  manifies- 
tos ó  nacidos,  el  635,  al  prohibir  donar  los  bie- 
nes futuros,  y  el  1.271,  según  el  cual,  pueden 
ser  objeto  de  contrato  todas  las  cosas  que  es- 
tán en  el  comercio  de  los  hombres,  con  excep- 
ción de  la  herencia  futura. 

vil. — Bienes  divisibles  é  indivisibles. 

Pertenecen  á  la  primera  clase  los  que  pue- 
den distribuirse  en  porcioues  distintas  consti- 
tutivas de  un  todo  análogo  al  primitivo  con- 
junto, y  con  el  cual  no  g-uardan  otra  i'clación 
que  la  del  origen;  ó  indivisibles,  los  que  no 
pueden  disgregarse  en  partes  sin  quedar  des- 
truidos ó  transformados. 

El  Código  establece  que  las  servidumbres 
sou  indivisibles  (art.  535)  "^,  declaración  ya 
contenida  en  la  ley  9.-'^,  tit.  XXXI,  Part.  3."; 
autoriza  á  todo  condomino  para  jiedir  que  se 
divida  la  cosa  común,  á  no  ser  que  haya  de  re- 
sultar inservible  para  el  uso  á  que  se  destina 
(arts.  400  y  401),  y  dispone  que  si  fuera  esen- 
cialmente indivisible,  se  venderá  á  fin  de  re- 
partir el  precio  (art.  404). 

VIH. — Bienes  lititjiosos  ¡/  no  litigiosos. 

Se  llaman  bienes  litigiosos  los  que  son  obje- 
to de  litis  ó  contienda  legítima  ante  los  Tribu- 
nales de  justicia.  Se  refieren  á  ellos  los  artícu- 
los 1.291,  núm. 4.»,  1.459,  uúm.S.»,  1.535yl.536 
del  Cód.  civil.  Puedeu  embargarse  pai'a  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  la  sentencia  que  en 
detiuitiva  recaiga  en  los  casos  que  establecen 
los  arts.  1.400  y  siguientes  de  la  ley  de  Enj.,  y 
asegurarse  también  eu  los  de  los  arts.  1.419  á 


>     Ví'ase  la  nota  de  lapág.  132. 

~  La  misma  declaración  hace  respecto  de  las  acciones 
del  Banco  de  España  el  art.  '¿í  del  Reg.  de  1.°  de  Mayo 
de  ISTS.—  Véase  además  el  30  de  los  estatutos  del  hipote- 
cario de  12  de  Octubre  de  1875. 
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1.428,  A  los  que  sirven  de  comijlemento  los  42 
y  43  de  la  ley  hipotecaria,  y  las  demás  dispo- 
siciones y  doctrinas  que  hemos  indicado  en 
Anotación  preventiva  (tomo  I,  pág-.  466). 

La  ley  13,  tít.  VII,  Part.  3.'',  invalida  la  ven- 
ta de  bienes  litigiosos  hecha  después  del  em- 
plazamiento; pero  entiéndase  que  esta  ley  se 
contrae  al  caso  en  que  la  venta  de  la  cosa  des- 
mandada se  verifique  por  la  sola  voluntad  del 
poseedor  y  con  la  intención  de  perjudicar  al 
demandante.  (T.  S.,  Seut.  23  Mayo  1859.) 

El  mismo  Tribunal  tenía  establecido,  que  la 
sentencia  que  declara  nula  la  venta  de  una 
casa  sobre  cuya  propiedad  hay  pleito  pendien- 
te por  estar  ya  contestada  la  demanda,  no  in- 
friage  la  ley  14,  tit.  VII,  Part.  3.",  que  prescri- 
be no  pueda  ser  enajenada  la  cosa  sobre  que 
es  fecho  el  emplazamiento  fasta  que  la  contien- 
da que  han  sobre  ella  sea  librada  -por  juicio; 
ni  la  7.^^,  tlt.  XV,  Part.  S.'',  en  que  se  determi- 
na que  puedan  ser  revocadas  las  ventas  de 
bienes  hechas  con  las  formalidades  legales, 
siempre  que  se  hubieren  verificado  en  fraude 
de  acreedores  legítimos;  ni  la  sentencia  del 
T.  S.  de  23  de  Mayo  de  1859  dictada  en  caso 
diverso  de  ést6;(T.S.,Sent.  15  Diciembre  1865.) 
IX. — Bienes  de  dominio  público  y  de  propiedad  privada. 

Los  bienes,  según  las  personas  á,  que  perte- 
necen, son  de  dominio  público  ó  de  propiedad 
privada  (Cód.,  art.  338).  Entre  ios  pi-imeros 
figuran  los  destinados  al  uso  público,  los  que 
pertenecen  privativamente  al  Estado  sin  ser 
de  uso  común  y  se  hallan  destinados  á  algún 
servicio  púljlico  ó  al  fomento  de  la  riqueza  na- 
cional, y  los  de  uso  público  de  las  provincias 
y  pueblos  (arts.  339  y  344). 

De  propiedad  privada  son  los  patrimoniales 
del  Estado,  los  de  dominio  piiblico  cuando  de- 
jan de  estar  destinados  al  uso  general  ó  á  la 
defensa  del  territorio,  los  del  Patrimonio  Real 
en  cuanto  no  se  halle  previsto  por  la  ley  es- 
pecial que  los  rige,  los  de  las  provincias  y  pue- 
blos no  entregados  al  uso  público  y  los  perte- 
necientes á  particulares  individual  ó  colecti- 
vamente (arts.  340,  341,  342,  344  y  345). 

De  esta  suerte  confirma  y  perfecciona  el  Có- 
digo la  clasificación  generalmente  admitida 
por  los  autores  y  deducida  de  nuestra  antigua 
legislación,  que  aprovechando  los  preciosos 
elementos  de  la  jurisprudencia  romana,  com- 
prendió y  expiiso  el  distinto  concepto  jurídico 
de  los  bienes,  según  la  personalidad  á  quien 
pertenecen.  Los  que  no  son  de  nadie  son  co- 
munes y  nullius.  En  aquéllos  el  uso  indivi- 
dual, su  empleo  por  una  persona,  no  perjudica 


ni  limita  análog-as  é  iguales  y  simultáneas 
aplicaciones  por  las  demás;  pero  en  cambio  no 
son  susceptibles  de  apropiación,  ni  caen,  por 
tanto,  bajo  las  prescripciones  del  derecho  civil, 
como  se  ve  por  el  art.  333.  Los  bienes  nidlius 
ó  que  á  nadie  pertenecen,  entran  en  el  domi- 
nio privado  por  la  ocupación  deque  hablan  los 
arts.  610  á  617. 

En  el  Derecho  romano  y  en  las  Partidas  los 
bienes  da  las  Corporaciones,  incluso  los  del 
Estado,  á  que  hoy  se  aplica  el  nombre  de  pa- 
trimoniales, eran  los  llamados  res  universita- 
tis,  ó  cosas  de  Corporación,  respecto  de  las 
cuales,  y  singularmente  de  las  propias  de  la 
Iglesia,  tantas  y  tan  importantes  disposicio- 
nes se  han  dictado  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo 
de  1855,  por  cuantas  la  sirven  de  complemen- 
to y  por  los  Concordatos  celebrados  con  la 
Santa  Sede. 

Los  bienes  patrimoniales  de  los  Municipios 
y  pueblos  son  de  dos  clases:  comunales  y  de 
propios.  Bienes  comunales  son  los  que  se  en- 
tregan al  aprovechamiento  exclusivo  del  ve- 
cindario de  uno  ó  más  pueblos,  ya  libremente 
ó  bajo  algunas  trabas,  con  arreglo  á  concor- 
dias, Ordenanzas,  ejecutorias,  etc.  Bienes  de 
propios  aquellos  que  administraban  directa- 
meute  los  Ayuntamientos  sin  entregarlos  al 
uso  de  los  vecinos  ó  iuvirtiendo  sus  rendi- 
mientos en  atenciones  del  presupuesto  muni- 
cipal. Estos  bienes  se  sometieron  á  la  des- 
amortización por  la  ley  de  1."  de  Mayo  de 
1855;  pero  en  equivalencia  del  capital  que  re- 
presentaban se  ha  entregado  á  los  pueblos  en 
títulos  de  la  Deuda  y  en  metálico  el  80  por  100 
del  precio  en  venta  de  tales  bienes.  Los  comu- 
nales, como  los  de  propios,  son  los  mismos  en 
su  origen,  bienes  que  de  remota  fecha  poseen 
los  pueblos  como  fincas  rústicas  y  urbanas, 
prados,  eras  de  pan  trillar,  etc.,  y  la  diferen- 
cia entre  unos  y  otros  está  en  su  aplicación: 
los  de  propios  han  sido  fincas  productivas 
para  el  presupuesto,  y  los  comunales  fincas 
improductivas,  por  aprovecharse  en  comiin. 
Variedad  de  éstos  son  las  dehesas  boyales,  las 
cuales  han  podido  exceptuarse  de  la  enajena- 
ción á  merced  del  art.  2."  de  la  ley  citada,  del 
1.°  de  la  de  11  de  Julio  de  1856,  del  R.  D.  de 
10  de  Julio  de  1865  y  de  la  ley  de  8  Mayo  1888. 

Téngase  en  cuenta  que  las  especies  de  bie- 
nes públicos  enumeradas  en  los  arts.  339  y 
344,  lo  están  por  vía  de  ejemplo,  y  no  exclu- 
yen la  clasificación  en  igual  sentido  de  otros 
análogos  que  estén  destinados  á  servicios  ó 
usos  de  cai-ácter  general. 
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Vamos  á  tratar  en  artículos  separados  de 
las  difereutes  clases  de  bienes. 

BIENES  DEL  ESTADO  Ó  DE  LA  NACIÓN.  Sou 
de  dos  clases:  de  domluio  público  y  patrimo- 
niales ó  de  propiedad  privada.  A  la  primera 
pertenecen  los  destinados  al  uso  piiblico,  como 
los  caminos,  canales,  rios,  torrentes,  puertos, 
puentes,  riberas,  playas,  radas,  etc.;  y  á  la 
seguuda,  los  que  pertenecen  privativamente 
al  Estado,  sin  ser  del  uso  comiin  y  están  des- 
tinados á  algún  servicio  público  ó  al  fomento 
de  la  riqueza  nacional,  como  las  murallas, 
fortalezas  y  demás  obras  de  defensa  del  terri 
torio,  y  las  minas,  mientras  no  se  otorgue  su 
concesión.  (Cód.  art.  339;  ley  6.^,  tlt.  XXVIII, 
Part.  3.^;  ley  de  aguas  de  13  Junio  1879,  artícu- 
los 2.0,  4.°,  17,  30  y  3i;  ley  de  puertos  de  7 
de  Mayo  de  1880,  arts.  1.°,  2.»  y  12  y  ley  de 
minas  de  6  de  Julio  de  1859,  art.  2."  y  decreto 
ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  art.  6.°) 

Todos  los  demás  bienes  del  Estado  no  desti- 
nados al  uso  ni  al  servicio  público,  ni  al  fo- 
mento de  la  riqueza  nacional,  son  patrimo- 
niales ó  de  la  propiedad  privada  del  mismo 
(arts.  310  y  344,  Cód.  civil).  En  este  caso  están 
los  bosques  ó  montes,  las  heredades  y  fábri- 
cas, las  herencias  vacantes  ó  mostrencas  y  los 
otros  que  se  declaren  por  la  ley. — V.  Db.s- 

AMORTIZACIÓN:    MOSTRENCOS:    MONTES. 

El  Estado  tiene  además  el  dominio  eminen- 
te sobre  todos  los  bienes  inmuebles  que  inte- 
gran la  unidad  histórica  del  territorio  nacio- 
nal ó  que  forman  parte  de  él;  los  cuales  se  ha- 
llan, por  virtud  de  dicho  dominio,  sometidos 
á  las  leyes  del  país.  Para  enajenar,  ceder  ó 
permutar  alg'una  porción  de  ese  territorio, 
necesita  el  Rey  autorización  especial  legislati- 
va (Coust.,  art.  55). 

La  propiedad  de  los  demás  bienes  qu.e  per- 
tenecen al  Estado  se  traspasa  con  sujeción  á 
las  leyes  especiales  que  autorizan  su  conce- 
sión, como  las  de  aguas,  las  de  minas,  etc.;  y 
cuando  no  hay  particular  disposición  alusiva 
al  caso,  la  enajenación  se  verifica  por  medio 
de  una  ley,  según  la  práctica  generalmente 
seguida  '. 

Los  bienes  patrimoniales  del  Estado,  como 


'  Una  ley  especial,  la  de  10  de  Marzo  de  1887,  se  pro- 
mulgó para  que  el  Estarlo  cediera  en  propiedad  á  la  Dipu- 
tación 2>rocincial  de  Valencia  la  finca  llamada  .Jardín 
Beal,  á  fin  de  que  su  importe,  una  vez  enajenada  po  r  dicha 
Corporación,  se  aplicara  á  habilitar  una  granja  viodelOj 
construir  una  fábrica  de  tabacos  é  instalar  la  Audiencih 
(Gac.  11  Marzo);  ley  modificada  por  la  de  19  de  Junio 
de  1888  (Gac.  20  ii.].—Otra  ley  de  1."  de  Mayo  de  1800 
se  dictó  para  trasjyasar  la  plena  projnedad  del  conven^ 
to  de  Sati  Francisco  con  su  área,  al  Ayuntamiento  de  El- 
goibar,  en  parte  delpago  de  los  créditos  que  la  Municipa- 
lidad tenia  que  liquidar  con  el  Estado  (Gac.  4  Mayo). 


que  están  en  el  comercio  de  los  hombres,  son 
susceptibles  de  prescripción,  en  nuestro  sentir, 
con  arreglo  al  art.  1.936.  Los  de  uso  piiblico 
se  han  considerado  siempre  imprescriptibles. 
Actualmente  se  discute  en  las  Cámaras  un 
proyecto  de  ley  sobre  prescripción  de  bienes 
del  Estado. 

"BIENES  DE  LAS  PROVINCIAS  Y  DE  LOS  PUE- 
BLOS. Los  bienes  de  estas  dos  entidades  sou, 
como  los  del  Estado,  de  uso  público  ó  de 
propiedad  privada.  De  uso  público  los  cami- 
nos, plazas,  calles,  fuentes,  aguas  públicas, 
paseos  y  obras  piiblicas  de  servicio  general, 
costeadas  por  los  mismos  pueblos  ó  provincias. 
De  propiedad  privada  ó  patrimoniales,  todos 
los  no  entregados  al  uso  público  (Cód.,  ar- 
tículos 344  y  345).  Las  enajenaciones  y  permu- 
tas de  bienes  de  una  y  otra  clase  han  de  aco- 
modarse á  las  reglas  del  art.  85  de  la  ley  mu- 
nicipal y  77  de  la  provincial. 

El  Estado,  las  Diputaciones  provinciales  y 
los  Ayuntamientos  pueden  reivindicar  por  sí 
las  ustu'paciones  de  que  sean  objeto  los  bienes 
de  uso  público,  siempre  que  el  despojo  sea  re- 
cientey  fácil  de  comprobar,  según  hemos  dicho 
en  Actos  conservatorios  y  veremos  más  mi- 
nuciosamente en  Deslinde. 

Las  declaraciones  del  Cód.  civil  respecto  á 
los  bienes  de  las  provincias  y  pueblos  están 
inspiradas  en  nuestras  antiguas  leyes.  La  6.", 
tit.  XXVIII,  Part.  3.-^,  viene  á  definir  los  bie- 
nes comunales  de  los  pueblos,  y  dice  que  apar- 
tadamente son  del  común  de  cada  ciudad  ó 
villa  las  fuentes,  y  las  plazas,  y  los  mercados, 
y  los  lugares  ó  edificios  donde  se  juntan  á  con- 
cejo, y  los  arenales  que  hay  en  las  riberas  de 
los  rios,  y  los  ejidos,  y  los  montes,  y  las  dehe- 
sas, y  otros  lugares  semejantes  establecidos 
para  procomunal  de  cada  pueblo,  los  cuales 
pueden  usar  todos  los  vecinos  pobres  y  ricos, 
pero  no  los  forasteros  contra  la  voluntad  ó 
prohibición  de  aquéllos. 

Y  la  ley  10  pone  más  en  claro  la  anterior, 
declarando  que  pueden  tener  las  ciudades  y 
villas,  campos,  y  viñas,  y  huertas,  y  olivares, 
y  otras  heredades,  y  ganados,  cuyas  rentas  se 
destinan  á  cubrir  los  gastos  locales,  pero  sin 
que  vecino  alguno  pueda  apartadamente  usar 
de  ellas.  Así  definen  nuestras  antiguas  leyes 
los  bienes  comunales.  Cuando  estaban  desti- 
nados á  servicios  especiales  ó  arrendados  con 
objeto  de  cubrir  las  atenciones  de  los  presu- 
puestos municipales,  se  denominaban  de  pro- 
pios, como  se  infiere  de  la  doctrina  que  deja- 
mos expuesta  en  el  articulo  general  Bienes, 
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bajo  el  uúiD.  IX,  y  veremos  más  exteusameute 
en  Propios  y  comunes. 

BIENES  PATRIMONIALES.  Se  llamaban  antes 
res  iiiiiveniitatit''  ó  cosas  de  Corporación.  Son, 
como  dejamos  dicho  en  Bienes  del  Estado  y 
Bienes  de  las  provincias  y  pueblos,  los 
que  pertenecen  á  estas  entidades  y  no  se  hallan 
entregados  al  uso  público.  Figm-an  entre  los 
de  propiedad  particular  y  se  refieren  á  ellos 
los  arts.  3tó,  341,  343,  3-14,  pArr.  2.°,  y  345  del 
Cód.  civil. 

BIENES  DEL  PATRIMONIO  DE  LA  CORONA.  Son 
los  dótales  del  mayorazg-o  constituido  á  favor 
de  los  monarcas  de  España  por  la  ley  de  12  de 
Mayo  de  186.5.  No  pueden  dividirse,  enajenar- 
se ni  prescribirse,  y  están  exentos  de  todo 
gravamen  real  y  sujetos  ¡I  dicha  ley  y  á  la  de 
26  de  Junio  de  1876. — V.  Patrimonio  de  la 
Corona. 

BIENES  PRIVATIVOS  DEL  REY.  Hablan  do 
ellos  para  someterlos  al  pleno  dominio  de  S.  M. 
como  constitutivos  de  su  caudal  particular,  y 
á  las  contribuciones,  carg-as  públicas  y  res- 
ponsabilidades del  orden  civil,  los  arts.  17  de 
la  ley  de  12  Mayo  1865,  19  de  la  de  18  Diciem- 
bre 1869  y  6.°  de  la  de  26  Junio  1876.  No  se 
refieren  á  responsabilidades  de  otra  Índole, 
porque  la  persona  del  Rey  es  sagrada  é  in- 
violable, seg'ún  el  art.  48  de  la  Constitución. 

BIENES  DE  PROPIEDAD  PRIVADA.  Figuran  en 
esta  clase  los  patrimoniales  del  Estado,  pro- 
vincias y  pueblos;  los  constitutivos  del  caudal 
del  Rey  y  los  pertenecientes  á  particvilares  in- 
dividual y  colectivamente.  (Cód.  civil,  artícu- 
los 340,  341,  344,  y  345.) 

La  propiedad  es  el  derecho  de  usar  y  dispo- 
ner de  las  cosas  (art.  348)  y  se  supone  siempre 
libre,  mientras  no  conste  que  se  halla  grava- 
da.— V.  Dominio:  Servidumbres. 

BIENES  ADVENTICIOS.  Se  ha  dado  este  nom- 
bre, seg'ún  nuestro  antig'uo  Derecho,  <i  los  que 
el  hijo  de  familia,  estando  bajo  la  patria  potes- 
tad, adquiere  por  su  trabajo  en  algún  oficio, 
arte  ó  iudustria,  ó  bieu  por  fortuna,  por  lega- 
do, donación  ó  herencia.  Hoy  no  hace  esta  dis- 
tinción el  Cód.  civil,  aunque  establece  otra 
entre  bienes  de  hijos  emancipados  ó  no  eman- 
cipados, como  vamos  á  ver  á  continuación. 

BIENES  DE  LOS  HIJOS  NO  EMANCIPADOS.    Los 

arts.  159  y  siguientes  al  105  del  Cód.  civil  de- 
terminau  sobre  la  administración,  el  usufructo 
y  la  propiedad  de  los  bienes  de  los  hijos  que 
están  bajo  la  patria  potestad,  y  de  estos  bienes 
es  objeto  el  presente  articulo,  sin  hacerla  dis- 


tinción antigua  de  adventicios,  castrenses  y 
cuasi  castrenses;  pues  todos,  habiendo  sido 
adquiridos  por  el  trabajo  del  hijo,  por  su  in- 
dustria ó  por  cualquier  titulo  lucrativo,  están 
comprendidos  en  la  regla  de  que  pertenecen 
al  hijo  en  propiedad,  y  al  padre  ó  la  madre  en 
administración  y  usufructo.  No  hay  más  ex- 
cepción que  la  del  art.  161  respecto  á  lo  que 
adquiere  el  hijo  con  el  caudal  de  los  padres, 
llamado  antes  peculio  profecticio,  lo  cual  per- 
tenece á  los  mismos  padres  en  propiedad  y  usu- 
fructo, salvo  que  les  cedan  expresamente  el 
todo  ó  parte  de  las  ganancias  que  obtengan. 

I. — Los  bienes  de  loshijos  no  emancipados  antes  del  Código. 

Según  la  ley  13,  tit.  II,  lib.  IV  del  Fuero 
Juzgo,  la  24,  tit.  XIII,  Part.  5.",  y  los  arts.  65 
y  69  de  la  ley  de  matrimonio,  no  podían  los 
padres  enajenar  los  bienes  de  sus  hijos,  y  en 
caso  que  los  enajenaren,  los  suyos  propios 
quedaban  hipotecados  á  la  seguridad  de  los 
vendidos  y  al  resarcimiento  de  daños  yjier- 
juicios,  según  luego  veremos.  La  hipoteca,  an- 
tes general  y  tácita,  se  convirtió  en  especial 
con  arreglo  á  los  arts.  168,  202  á  206  de  la  ley 
hipotecaria  y  142  á  144  del  reglamento. 

La  lej'  17,  tit.  I,  lib.  X  de  la  Nov.  Rec,  esta- 
blecía que  ningún  hijo  de  familia,  ni  el  menor 
que  tuviera  tutor  ó  curador,  pudiera,  sin  li- 
cencia de  ellos,  comprar  ni  tomar  en  fiado 
mercaderiax  ni  otros  f/éneros,  y  qne  los  mer- 
caderes, plateros  ni  ninguna  persona  se  los 
pudiera  dar  sin  dicha  licencia,  no  valiendo  el 
contrato,  fianza,  seguridad  y  mancomunidad 
que  sobre  ello  se  hiciere  en  cualquier  modo  y 
con  cualesquier  cláusulas,  ni  pudiendo  pedir- 
se enjuicio  ni  fuera  de  él,  en  tiempo  alguno, 
á  los  dichos  hijos  de  familia  y  menores,  ni  á 
sus  fiadores,  principales  pagadores  ni  á  otras 
personas  que  por  ellos  se  obligaren.  La  misma 
ley  hizo  extensiva  la  prohibición  y  nulidad  á 
tomar  en  fiado,  mayores  y  menores  de  edad, 
para  cuando  se  casaren,  heredaren  ó  sucedie- 
ran en  algún  mayorazgo,  ó  para  cuando  tu- 
vieran más  renta  ó  hacienda. 

II, — Formalidades  para  la  enajenación  por  los  padres^ 
antes  del  Cód.  civil. 

Habla  consignado  el  T.  S.  en  sus  fallos  de  ca- 
sación la  doctrina  de  que  los  requisitos  que  se 
exigían  por  las  leyes  para  la  enajenación  de  los 
bienes  de  menores, no  eran  aplicables á  las  que 
los  padres  hicieran  de  los  desús  hijos,  aunque 
fueran  también  menores;  y  como  esta  doctrina 
se  refería  á  casos  anteriores  á  la  ley  de  matri- 
monio civil  y  se  hacía  necesario  resolver  las 
diflcultade.s  que  se  ofrecían  en  los  Registros  de 
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la  propiedad  cuando  se  preseutabau  escrituras 
de  enajeuaciüu  de  estos  bienes,  la  R.  O.  de  28 
de  Agosto  de  187G,  fundándose  en  los  arts.  65 
y  69  de  dicha  ley  de  matrimonio  y  en  la  del 
Fuero  Juzgo,  vino  á  exigir  la  autorización  ju- 
dicial, previa  la  justificación  de  la  necesidad 
ó  utilidad,  obtenida  en  expediente  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  dándose  conocimiento  á  las 
personas  designadas  en  el  art.  205  de  la  ley  hi- 
potecaria, á  los  efectos  del  art.  202  de  la  mis- 
ma. Estos  requisitos  los  aminoró  el  art.  2.015 
de  la  ley  de  Euj.  civil  de  1881;  y  la  Dirección 
general  de  los  Registros  declaró  en  resolución 
de  18  de  Junio  de  1885,  que  no  eran  aplicables 
íi  las  particiones  de  bienes  en  que  hubiese  me- 
nores, toda  vez  que  la  referida  ley  de  Euj.,  en 
su  art.  1.049  sólo  exige  que  sean  aprobadas  ju- 
dicialmente. 

La  citada  Real  orden  resolvió  una  cuestión 
grave  que  venía  produciendo  grandes  conflic- 
tos; mas  como  carecía  de  la  autoridad  necesa- 
ria para  que  sus  declaraciones  fueran  eficaces, 
ocasionó  otro  no  menos  importante,  poniendo 
en  contradicción  la  jurisprudencia  de  la  Direc- 
ción de  los  Reg'istros  y  del  T.  S.  A  propuesta 
de  aquel  Centro  y  de  conformidad  con  lo  con- 
sultado por  la  Sala  de  gobierno  de  ese  alto  Tri- 
bunal, se  adoptó  el  acuerdo;  pero  las  de  justi- 
cia no  dieron  curso  á  los  recursos  de  casación 
fundados  en  la  infracción  de  la  Real  orden,  por 
no  tener  ésta  el  concepto  de  ley;  y  como  las  le- 
yes no  exigían  el  expediente  judicial  de  utili- 
dad y  necesidad,  se  sostenían  y  prosperaban 
como  válidas  muchas  ventas  en  que  no  se  había 
instruido  tal  expediente,  entendiéndose  que  la 
única  garantía  establecida  á  favor  de  los  hijos 
estaba  en  la  ley  24,  tit.  XIII,  Part.  5.'',  que  les 
reservaba  el  derecho  de  reintegrarse  con  los 
bienes  del  padre,  una  vez  muerto  éste,  del  va- 
lorde  las  enajenaciones,  y  el  de  reivindicar  los 
que  hubieran  sido  objeto  de  ellas,  siempre  que 
renunciaran  á  la  herencia  paterna. 

El  art.  2.015  de  la  ley  de  Enj.  ciyil  simplificó 
las  formalidades,  exigiendo  únicamente  auto- 
rización judicial  para  la  venta  por  los  padres, 
}•  no  expediente  de  necesidad  y  utilidad;  pero 
los  registradores  de  la  propiedad,  en  svi  g'ran 
mayoría,  consideraban  en  pleno  vigor  la  Real 
orden  de  1876  y  denegaban  las  inscripciones 
de  venta  de  bienes  de  menores  hechas  por  los 
padres,  cuando  no  precedía  á  la  enajenación  el 
respectivo  expediente  de  utilidad  y  necesidad. 

III. — Enajenación  (Je  hienes  de  Jos  Jiijos  no  emancipados 
des|fucs  del  Código. 

El  Cód.  civil  ha  decidido  la  cuestión  en  ar- 


monía con  el  criterio  que  inspiró  la  R.  O.  de 
1876,  cuj'a  doctrina  convalida  y  autoriza,  de- 
clarando que  el  padre,  ó  la  madre  en  su  caso, 
no  podrán  enajenar  los  bienes  inmuebles  del 
hijo  en  que  les  corresponda  el  usufructo  ó  la 
administración,  ni  gravarlos  sino  por  causas 
justificadas  de  utilidad  ó  necesidad,  previa 
la  autorización  del  juez  del  domicilio,  con  au- 
diencia del  Ministerio  fiscal  y  salvo  las  disposi- 
ciones que  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  trans- 
misión establece  la  ley  hipotecaria  (art.  164). 
Este  precepto  modifica  sustancialniente  el 
art.  2.015  de  la  ley  de  Euj.  civil  que,  segiiu  de- 
jamos dicho,  sólo  exigía  la  autorización  judi- 
cial; y  en  la  reserva  con  que  termina  alude,  en 
nuestro  sentir,  al  art.  164  de  la  hipotecaria, 
con  arreglo  al  cual  las  hipotecas  legales  ins- 
critas subsisten  hasta  que  se  extinguen  los  de- 
rechos que  garantizan. 

V. — Derechos  de  Jos  padres  y  de  los  Jiijos  no  emancipados 
sobre  los  bienes  de  éstos,  hijos  mayores  de  veintitrés  y 
■menores  de  veinticinco  años. 

Ni  el  art.  164  ni  ninguno  otro  del  Código  ha- 
bla de  bienes  adventicios  ni  de  peculio  adven- 
ticio; y  es  que  sig'uieudo  el  ejemplo  de  los  de- 
más de  Europa,  no  menciona  la  institución, 
aunque  la  reconoce,  admite  y  regula  al  conce- 
der al  padre  el  usufructo  de  los  bienes  que  el 
hijo  adquiera  A  título  lucrativo  (art.  IGO).  So- 
lamente la  regla  6."  de  las  disposiciones  tran- 
sitorias autoriza  al  padre  para  continuar  dis- 
frutando el  derecho  que  se  hubiere  reservado 
sobre  los  bienes  adventicios  del  hijo  volunta- 
riamente emancipado,  durante  el  tiempo  que 
el  último  habría  de  estar  sometido  por  minis- 
terio de  la  ley  á  la  patria  potestad  segúu  el  de- 
recho anterior;  término  que  igualmente  fija  la 
regla  5."-  para  que  el  padre  conserve  el  usu- 
fructo, la  administración  y  los  demás  derechos 
que,  según  ella,  le  asistan  sobre  los.  bienes  de 
los  hijos,  aunque  éstos  hayan  cumplido  vein- 
titrés años,  y  siempre  que  continúen  vivien- 
do en  la  casa  y  á  expensas  de  los  padres. 
Cuando  sea  excluido  ó  desheredado  un  des- 
cendiente y  entren  á  suceder  sus  hijos,  enton- 
ces dicho  excluido  ó  desheredado  no  tendrá 
sobre  los  bienes  así  adquiridos  el  usufructo  ni 
la  administración  (arts.  761  y  857). 

Fuera  de  estos  casos,  los  padres  tienen  el 
usufructo  y  la  administración  de  los  bienes 
de  los  hijos,  y  por  virtud  del  art.  163,  las  obli- 
gaciones de  todo  usufructuario  y  administra- 
dor y  las  especiales  establecidas  en  la  sección 
tercera,  tít.  V  de  la  ley  hipotecaria.  Este  ar- 
ticulo 163  aparece  en  contradicción  con  el  492, 
que  dispensa  de  constituir  fianza  á  los  padres 
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usufructuarios  délos  bienes  de  sus  hijos.  Para 
tratar  de  armonizar  ambos  preceptos,  vamos 
A  examinar  con  detención  sus  antecedentes 
legales. 

■Vt.— Hipoteca  legal  de  bienes  en  los  ¡mares  para  garan- 
tizar el  peculio  de  sus  hijos. 

El  art.  168  de  la  ley  hipotecaria  estableció 
hipoteca  legal:  «...2.°,  en  favor  de  los  hijos  so- 
bre los  bienes  de  sus  padres  por  los  que  éstos 
deban  reservarles  y  por  los  de  su  peculio»,  y 
el  art.  202  dio  derecho  al  hijo  para  exigir  que 
su  padre  le  asegurase  con  hipoteca  los  bienes 
quo  no  tuvieran  el  concepto  de  inmuebles, 
pues  los  de  esta  clase  se  debían  inscribir  á 
nombre  del  hijo  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad. Promulgóse  poco  tiempo  después  de  la 
ley  anterior  la  de  matrimonio  civil,  cuyo  ar- 
ticulo 69  eximió  al  padre  de  la  obligación  de 
constituir  hipoteca  mientras  no  contrajese  se- 
gundo matrimonio;  y  en  este  sentido  quedó 
modificada  la  hipotecaria,  como  lo  consignó  el 
reglamento  para  su  ejecución  de  29  de  Octu- 
bre de  1870  en  el  art.  134,  y  lo  entendió  la  Di- 
rección de  los  Registros  eu  su  resolución  de  27 
de  Octubre  de  1880.  w 

El  texto  aislado  del  art.  163  del  Cód.  parece 
que  restituye  il  la  hipotecaria  la  primitiva  inte- 
gridad de  su  imperio,  al  declarar  que  los  padres 
tienen,  relativamente  á  los  bienes  de  los  hijos, 
en  que  les  corresponde  el  usufructo  ó  la  admi- 
uistración,  íaso6¿í^acio«es  de  todo  usufructua- 
rio (y  por  lo  tanto  la  de  prestar  fianza);  á  más 
de  las  especiales  establecidas  eu  la  sección  3.", 
tit.  V  de  la  hipotecaria,  eu  la  cual  sección  se 
contienen  precisamente  los  citados  arts.  168  y 
202,  por  la  ley  de  matrimonio  civil  derogados. 
Son  absolutos  los  términos  del  art.  163  citado; 
pero  si  no  han  de  suponerse  eu  contradicción 
con  los  del  492,  habrá,  de  admitirse  que  en- 
cuentran su  moderación  eulos  de  éste,  relacio- 
nados con  el  491,  el  cual  declara  que  el  usu- 
fructuario, antes  de  entrar  en  el  g'oce  de  los 
bienes,  está  obligado:  «...2.",  aprestar  fian- 
za...»; y  el  492  dice  que  la  obligación  de  pres- 
tar fianza  uo  es  aplicable  á  los  padres  usufruc- 
tuarios de  los  bienes  de  los  hijos...  siuo  en  el 
caso  de  que  contrajesen  segundo  matrimonio. 
En  el  proyecto  de  1882  se  dispensaba  á  los  pa- 
dres uo  solamente  de  la  obligación  de  afian- 
zar el  usufructo  de  los  bienes  de  sus  hijos,  sino 
también  de  la  de  formar  inventario  mientras 
no  contrajeran  segundo  matrimonio;  eu  la  pi'i- 
mera  edición  del  Códige  se  les  eximió  única- 
mente del  deber  de  formar  inventario,  pero  no 
del  de  afianzar,  y  por  virtud  de  la  revisión,  se 
alteró  el  citado  art.  492  en  el  sentido  de  ex- 


ceptuarles de  la  fianza  mientras  no  celebren 
otro  enlace.  Con  estos  antecedentes  tan  varia- 
dos y  aun  contradictorios,  y  en  la  necesidad 
de  armonizar  el  art.  163  con  el  492,  nos  parece 
que  el  legislador  ha  querido  mantener  el  statu 
quo  cread»  por  el  art.  69  de  la  ley  de  matri- 
monio civil,  ó  sea  exigir  la  hipoteca  en  favor 
de  los  bienes  de  peculio  del  hijo  cuando  el  pa- 
dre ó  madre  tengan  el  usufructo  y  adminis- 
tración y  hayan  repetido  matrimonio. 

He  aquí,  para  terminar,  la  R.  O.  de  28  de 
Agosto  de  1876,  precedida  de  otra  orden  de  la 
Dirección  de  Contribuciones  de  11  de  Septiem- 
bre de  1874  y  seguida  de  varias  resoluciones 
de  jurisprudencia: 

O.  11  Septiembre  1874. 
Declarando  válida  administrativamente  la  venia  hecha 
por  un  padre  de  finca  perteneciente  al  peculio  adventicio 
de  su  hijo,  conforme  á  la  jurisprudencia  del  T.  S.,  y 
con  vista  de  la  ley  de  matrimonio,  debiendo  ser  admiti- 
da á  liquidación  y  pago  del  imjfuesto  de  transmisión  de 
bienes. 

(Diu.  GEN.  DE  Contribuciones.)  Extrac- 
to.— Doña  Luisa  G.  heredó  de  su  madre  una 
casa-corralón,  sita  en  Badajoz;  finca  que  el  pa- 
dre de  Doña  Luisa,  D.  Carlos,  como  represen- 
tante legal  de  la  misma,  que  era  menor  de 
edad,  vendió  por  escritura  pública  á  D.  Ra- 
món Martin  M.  Presentado  al  pago  del  im[iues- 
to  el  documento,  el  liquidador  le  reputo  nulo 
por  no  haber  precedido  á  la  enajenación  el 
expediente  judicial  de  necesidad  y  utilidad,  es- 
tablecido por  la  ley  de  Euj.  civil  paralas  ven- 
tas de  bienes  de  menores,  y  aplicaljle,  según  el 
espíritu  de  la  hipotecaria  y  de  matrimonio  ci- 
vil, al  caso  del  expediente. 

Elevado  éste  á  la  Dirección  general  de  Con- 
tribuciones, y  considerando  este  Centro  que, 
según  la  doctrina  del  T.  S.,  es  válida  la  venta 
que  hace  el  padre  de  los  bienes  adventicios  del 
hijo  que  tiene  en  su  poder,  sin  necesidad  de 
que  instruya  el  expediente  de  necesidad  y  uti- 
lidad establecido  para  lo.i  curadores;  que  las 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros, 
inspiradas  en  distinto  criterio,  no  pueden  mo- 
dificar dicha  doctrina;  y  que  tampoco  influye 
en  ella  el  contenido  de  los  arts.  65  y  69  de  la 
ley  de  matrimonio  civil,  «ha  acordado  ser  ad- 
ministrativamente válida  la  escritura  de  veu- 
tade  la  casa-corralón  en  favor  do  D.  Ramón 
Martin  M.,  disponiendo  su  devolución  para  li- 
quidar los  derechos  que  haya  devengado  el 
acto,  según  su  naturaleza,  y  proceder  á  su 
exacción,  sin  perjuicio  de  la  devolución  si  fue- 
se declarada  nula  por  los  Tribunales,  todo 
conforme  á  los  arts.  51,  72  y  73  del  Regí,  de  14 
de  Enero  de  1870.» 

E.  O.  28  Agosto  1876. 
Dictando  reglas  que  los  notarios  y  registradores  deben  te- 
ner presentes  al  autorizar  i  inscribir  los  actos  ó  contra- 
tos de  enajenación  de  bienes  raices  y  derechos  reales 
pertenecientes  á  los  hijos  no  emancipados.  E.vposición 
de  doctrina  sobre  ventas  de  bienes  de  los  hijos  por  sus 
padres:  tei/es  del  Fuero  Juzgo.  Partidas,  hipotecariay 
de  matrimonio:  Jurisprudencia. — Bienes  de  hijos  eman- 
cipados. 

(Grac.  y  Just.)  Extracto  de  la  parte  ex- 
posiíirrt.— Instruido  expediente  en  la  Direc- 
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cióu  general  de  los  Registros  civil  y  de  la 
propiedad  «con  objeto  de  Ajar  las  reg'las  que 
deben  tener  presentes  los  notarios  y  los  regis- 
tradores de  la  propiedad,  para  autorizar  é  ins- 
cribir respectivamente  los  actos  ó  contratos  de 
enajenación  de  bienes  raices  y  derechos  rea- 
les, pertenecientes  á  los  hijos  no  emancipados, 
y  uniformar,  al  mismo  tiempo,  la  diversa  prác- 
tica seguida  por  dichos  funcionarios  con  mo- 
tivo de  la  doctrina  estalilecida  por  esa  Direc- 
ción...»: Considerando  sustancialmente  que  la 
ley  13,  tit.  II,  lib.  IV  del  Fuero  Juzgo  y  la  24, 
tlt.  XIII,  Part.  5.'^  prohiben  al  padre  enajenar 
los  bienes  que  el  hijo  hubiese  heredado  de  la 
madre:  y  que  la  de  matrimonio  civil  concede  á 
aquél  el  usufructo  y  la  administración  de  ellos, 
lo  cual  supone  qvie  tampoco  puede  enajenar- 
los, pues  tal  facultad  no  asiste  ni  al  usufruc- 
tuario ni  al  administrador;  y  que  si  el  padre 
pretende  vender  tales  bienes  ha  de  ser  en  pro- 
vecho del  hijo  y  sometiéndose,  para  demostrar- 
lo, á  los  trámites  que  regulan  las  transmisio- 
nes que  realizan  los  curadores:  Vistas  las  dis- 
posiciones citadas,  los  arts.  65  y  fítí  de  la  ley  de 
matrimonio  civil,  202  y  68  de  la  hipotecaria, 
6."  del  R.  D.  de  9  de  Febrero  de  1875,  la.s  sen- 
tencias del  T.  S.  de  8  de  Mayo  de  1861,  16  de 
Enero  de  1862,  13  de  Febrero  y  30  de  Diciem- 
bre de  1864  y  25  de  Octubre  de  1866:  las  reso- 
luciones de  la  Dirección  de  15  de  Marzo  v  31 
de  Julio  de  1871  y  23  de  Septiembre  de  1873; 
«S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo  con  lo 
informado  por  la  Sala  de  gobierno  del  T.  S.,  y 
á  propuesta  de  esa  Dirección  general,  se  ha 
servido  resolver  lo  siguiente: 

Art.  1."  Los  notarios  que  fueren  requeri- 
dos para  autorizar  algiiu  acto  ó  contrato  de 
venta,  retroventa,  hipoteca  ó  cualquier  otro 
por  el  que  resulten  gravados  ó.  enajenados 
Ijienes  inmuebles  jiertenecientes  al  peculio  de 
los  hijos  no  emancipados,  exigirán  de  los  otor- 
gantes el  documento  que  acredite  haberse  con- 
cedido la  correspondiente  autorización  judi- 
cial, ¡irevia  justificación  do  la  necesidad  ó  uti- 
lidad, cuya  autorización  se  obtendrá  con  arre- 
glo á  los  trámites  señalados  en  el  art.  1.208  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dándose  cono- 
cimiento á  las  personas  desig'uadas  en  el  ar- 
ticulo 205  de  la  ley  hipotecaria  á  los  efectos 
expresados  en  el  art.  202  de  la  misma  K 

Art.  2.°  Igual  autorización  exig-irán  los  no- 
tarios para  intervenir  en  los  actos  ó  contratos 
que  tengan  por  objeto  la  extinción  de  dere- 
chos reales  de  la  propiedad  de  los  hijos  no 
emancipados,  como  son  cesión,  renuncia,  sub- 
rrog'aeión,  cancelación,  redención  y  otros  de 
Índole  ó  naturaleza  semejante. 

Art.  3."  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 18  de  la  ley  hipotecaria,  los  registrado- 
res no  admitirán  á  inscripción  los  instrumen- 
tos púlilieos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos 
anteriores   cuando   no  constare  de   ellos  que 


*  «Scíi  cualquiera  la  interpretación  que  se  dé  d  la  Eeal 
orden  de  28  ííj  Agosto  de  1870,  es  lo  cierto  que  el  articu- 
lo 1.04ít  de  la  vif/ente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  muy 
posterior  á  aquella,  sólo  exige,  con  relación  d  las  parti- 
ciones en  que  liay  interesados  menores,  que  sean  aproba- 
das judicialmente.^  (Resol,  (le  la  Direc.  gen.  de  los  Re- 
gistros de  18  de  Junio  de  1885.) 


los  otorgantes  han  obtenido  previamente  la 
oportuna  autorización,  y  que  reúnen  por  lo 
mismo  la  capacidadnecesariapara celebrarlos. 

No  obstante,  podrán  inscribirse  los  docu- 
mentos ó  escrituras  otorg-adas  sin  este  requi- 
sito con  anterioridad  á  la  publicación  de  la 
presente  Real  orden  si  los  interesados  lo  sub- 
sanaren solicitando  y  obteniendo  en  cualqiiier 
tiempo  la  referida  autorización . 

Art.  4.°  Respecto  de  los  actos  ó  contratos 
relativos  á  enajenación  de  bienes  inmuebles 
de  los  hijos  emancipados  constituidos  en  me- 
nor edad,  tendrán  presente  los  notarios  y  re- 
gistradores lo  dispuesto  en  la  legislación  vi- 
gente, y  principalmente  en  los  arts.  188,  189  y 
191  de  la  ley  hipotecaria,  46  de  la  de  matrimo- 
nio civil,  y  eu  el  tit.  XIII  de  la  parte  2."-  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Lo  que  de  Real  orden,  etc. — Madrid  28  de 
Agosto  de  1876. — Martin  de  Herrera. — Sr.  Di- 
rector general  de  los  Registros  civil  y  de  la 
propiedad  y  del  Notariado.»  (Gac.  30  Agosto.) 

Jurisprudencia. 

13  Febrero  I9B4  y  otra^.  Requisitos  para  la  ena- 
jenación de  bienes  de  lujos  por  los  p.idrts. 

Los  requisitos  qne  se  exigen  para  la  enajenación 
de  bienes  de  menores  do  edad,  no  son  aplicables  k  la 
que  los  padres  h.igan  de  los  correspondientes  A  sus 
hijos  constituidos  bajo  su  potestad,  aunque  sean 
menores,  según  repetidamente  lo  tiene  declarado 
el  T.  S.,  de  conformidad  con  la  práctica.  (Sents.  8 
Mayo  IStSl,  13  Febrero  1864  y  25  Octubre  1866.) 

SS  Octubre  lS<t8  y  otriis.     Acción  de  los  hijos. 

Cuando  se  verifica  la  enajenación  de  bienes  de  pe- 
culio, los  hijos  tienen  e.xpedito  su  derecho  para  diri- 
girse contraía  testamentaría  délos  padres,  hacien- 
do \iso  de  la  acción  personal  ó  de  la  hipotecaria, 
pero  no  de  la  de  dominio  contra  uu  tercer  poseedor; 
A  menos  que  justifiquen  que  el  caudal  hereditario 
de  los  padres  no  es  bastante  para  el  pago  de  los  bie- 
nes vendidos,  y  aun  en  este  caso  renimciando  expre- 
samente la  herencia.  fSents.  13  Febrero  y  30  Diciem- 
bre 1861  y  25  Octubre  1866.) 

*0  Abril  ISS».  Itesponsahilidad  de  los  bienes  del 
padre... 

Segím  la  ley  21,  tit.  XIII,  Part.  5.",  el  padre  no 
puede  enajenar  los  bienes  del  hijo  procedentes  de  la 
herencia  de  la  madre;  y  si  los  enajenare,  quedan  los 
suyos  propios  obligados  al  hijo.  Si  no  bastaren,  «pue- 
de éste  demandar  sus  bienes  á  quien  qnier  que  los 
falle  et  débelos  cobrar»  cuando  no  quisiere  heredar  « 
los  de  sxi  padre. 

Cuando  el  hijo  repudia  la  herencia  paterna,  es  evi- 
dente que  procede  la  acción  roivindicatoria  contra 
los  poseedores  de  las  fincas  de  aquél  enajenadas  por 
el  padre.  (Sent.  20  Abril  1870.— A'iim.  12.1  de  la  O.  L.) 

18  flayo  i«9S.  Validez  de  venta  de  bienes  advetiti- 
cios  liedla  por  el  padre  á  no  ser  que  el  hijo  reclame  contra 
ella  y  renuncie  la  herencia. 

«Con  arreglo  á  la  ley  21,  tlt.  XIII,  Part.  5."  y  A  la 
jurisprudencia  admititl.a  por  los  Tribunales,  no  es 
nula  la  enajenación  que  hace  el  padre  de  los  bienes 
adventicios  del  hijo  que  conserva  eu  su  patria  po- 
testad; pues  si  bien  los  hijos  en  los  casos  que  la  misuia 
ley  expresa  pueden  demandar  sus  bienes  de  qi^ien 
quiera  qae  los  teug.a,  «esto  se  entiende  cuando  no 
•  quisieran  heredar  ni  haber  parte  en  los  bienes  del 
.padre....  (T.  S.,  Sala  1.",  sent.  18  Mayo  1878.— Gace- 
tas, p.  218.) 

— La  misma  doctrina  en  sents.  de  20  Octubre  1880, 
25  Junio  ia85,  10  Enero  18S6  y  8  Julio  1890  declarando 
terminantemente  que  las  ventas  que  hacen  los  pa- 
dres de  los  bienes  adventicios  de  los  hijos,  son  váli- 
das; aunque  los  hijos  piieden  reclamarlos  de  quien 
los  tenga  si  no  encuentran  otros  para  reintegrarse  y 
renuncian  la  herencia  paterna. 

No  obsta  al  ejercicio  de  esta  ac-clón  «que  la  venta 
se  hiciera  con  licencia  judicial,  ñique  se  constituye- 
ra hipoteca  para  asegurar  la  inversión  del  precio  & 
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favor  ílel  raenor^.  (Sent.  25  Noviembre  1886.— Gac.  10 
Abril  1887  >.; 

9  Mayo  ISÍO.  Lo  que  es  el  usufructo  de  los  bienes 
adventicios:  id.  el  icsufructo  de  minas. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  de  la  Aiidien- 
cia  de  Granada,  por  la  que  se  declaró  que  los  pro- 
ductos de  unas  minas  pertenecían  al  cónyuge  sobre- 
viviente como  usufructuario  legal  de  los  bienes  de 
sus  hijos,  y  establece  en  los  considerandos: 

«Que  el  usufructo  que  pertenece  al  padre  en  los 
bienes  del  peculio  adventicio  de  las  hijas  que  tiene 
bajo  su  patria  potestad  está  limitado,  como  todos 
los  de  su  clase,  por  la  obligación  de  conservar  la 
sustancia  ó  la  esencia  de  la  cosa  usufructuada  que 
ha  de  entregarse  á,  su  tiempo  al  hijo  propietario  sin 
menoscabo  del  capital  que  representaba  al  princi- 
piar el  usufructo,  salvo  los  casos  de  excepción  pre- 
vistos en  la  ley,  de  los  cuales  no  se  trata  en  el  pre- 
sente pleito: 

Que  por  el  principio  expiiesto,  eliasufructo  que  co- 
rresponde á  D...  en  las  participaciones  que  sus  hijas 
representan  en  las  minas  Tajo  y  Sarmiento,  consiste 
en  las  utilidades  que  por  las  transformacionesindus- 
triales  ó  mercantiles  A  qiie  se  les  destine  produzcan 
los  metales  ú  otros  minerales  extraídos  de  dichas 
minas;  puesto  que  si  se  le  conceden  los  minerales 
mismos  en  concepto  de  frutos  y  rentas  con  pleno  do- 
minio y  libre  disposición,  se  le  entregó  en  absoluto 
la  propiedad  de  las  minas,  ó  sea  la  sustancia  de  la 
cosa  ixsufructixada,  que  debe  reservarse  integra  y 
entregarse  al  dueño  ciando  termino  el  usufructo: 

Por  consecuencia,  que  al  declarar  la  sentencia  re- 
currida que  los  expresados  minerales  pertenecen  al 
cónyuge  sobreviviente  D...,  como  usufructuario  de 
los  Ilíones  de  sus  hijos  durante  el  tiempo  en  que  éstos 
jierinanecieron  bajo  su  patria  potestad,  infringe  los 
lirincipios  qxie  quedan  sentados,  y  las  leyes  20  y  2á, 
título  XXXI,  Parfc.  3."^,  en  que  estAn  consignados  y 
(jue  invoca  el  recxirrente.'  (Sala  l.",sent.  7  Mayo  1879. 
Gitc.  'J(j  Julio,  -p.  14.) 

Í2  Alirll  IMí^O.  Garantia  concedida  á  los  hijos  sobre 
los  bienes  de  los  padres^  antes  de  la  ley  hipotecaria. 

«Al  ordenar  el  art.  355  déla  ley  hipotecaria,  que 
las  hipotecas  generales  que  establecía  la  legislación 
anterior  A  186B,  ti  favor  de  los  hijos  sobre  los  bienes 
de  sus  padres  por  su  peculio  que  éstos  usufructtaasen 
ó  administrasen,  subsistan  mientras  duren  las  obli- 
gaciones que  garantizan,  excepto  cuando  por  volun- 
tad de  las  partes  se  sustituyan  con  hipotecas  espe- 
ciales, evidentemente  requiere  que  la  tlransforma- 
ción  de  garantías  se  verifique  con  la  conformidad 
incondicional  de  las  partes  en  la  sustitución  de  una 
hipoteca  por  otra.»  (Sala  l.*^,  sent.  22  Abril  18S0,  con- 
siderando D.° — Gac.  9  J-.dio,  p.  14.) 

15  Kiioro  I*»<*-1.  Venta  de  bienes  de  los  hijos  j^or  su 
madre,  y  f-ilfd  de  acción  en  ésta  para  j}edir  la  nulidad 
de  la  enajrnariiiii  bajo  el  supuesto  de  que  los  ¡tendió  como 
suyos  siendo  de  sus  hijos. 

Doña  María  Y.  Pardo  dedujo  demanda,  en  su  pro- 
pia representación,  solicitando  se  declarase  la  nuli- 
dad de  la  venta  que  ella  había  becho  de  varias  fin- 
cas, en  atención  A  pertenecer  éstas  á,  sus  hijos  y  no 
A  ella,  y  se  condenase  al  comprador  á  devolverlas 
con  sus  frutos,  mediante  la  restitución  del  precio 
por  la  demandante.  Impugnada  la  demanda  y  dicta- 
dla en  definitiva  sentencia  absolutoria,  interpuso  la 
demandante  recurso  de  casación,  en  que  citaba 
como  infringido  el  principio  de  derecho  de  que  na- 
die puede  dar  lo  que  no  tiene,  y  las  leyes  referentes 
á  la  nulidad  de  las  ventas  de  cosas  ajenas.  El  Tribu- 
nal Supremo  declara  no  haber  lixgar  al  recurso: 

«Considerando  que  limitándose  la  sentencia  recu- 
rrida á>  absolver  á  D.  M-,  como  comprador,  de  la  de- 
manda interpuesta  por  la  vendedora,  en  su  propia  re- 
2irfsenfacÍÓ7i  y  7io  en  la  de  sus  hijos,  y  declarando  ade- 
más que  no  se  prejixzgan  por  el  fallo  los  derechos  que 
correspondan  á-  dichos  hijos,  y  puedan  deducir  como 
y  según  proceda,  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas 
que  se  citan,  porque  aun  cuando  sus  preceptos  fue- 
ran aplicables  al  caso,  en  sentido  de  anular  el  con- 
trato de  venta  perfeccionado  y  consumado  solemne- 
mente por  la  referida  señora,  carece  de  acción  para 


*  El  Código  civil  no  menciona  la  facultad  establecida 
en  la  ley  24,  tit.  XIII,  Part.  ñ.^; x>ero  exige  en  lodo  caso 
que  d  la  enajenación  de  bienes  del  hijo  menor  por  el  padre 

^  preceda  expediente  de  necesidad  y  utilidad  y  audiencia 

'  del  Ministerio  fiscal  (art.  164). 


reclamar  unas  fincas  que  vendió  como  suyas,  y  que 
hoy  afirma  pertecer  á.  sus  hijos,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
para  obtener  por  medio  de  la  personal  que  ejercita, 
los  efectos  legales  propios  de  la  reivindicatoria,  in- 
compatibles con  la  negación  de  su  dominio,  no  siendo 
tampoco  este  juicio  el  adecuado  para  discutir  ni  re- 
solver la  cuestión  de  propiedad  de  las  fincas  enaje- 
nadas por  la  escritura  pública  de  18  de  Mayo  de  18B0, 
ni  la  legitimidad  ó  no  de  los  derechos  creados  por 
ella...»  (Sent.  15  Jlnero  18Si.  —  Gacetas  de  la  Sala  i.*^ 
¿07/10  /,  p.  150.) 

í  I  Ahrll  19^4.    Entrega  al  hijo  de  sus  bienes  adven* 

tic  i  03. 

Según  prescribe  terminantemente  la  ley  48  de  Toro, 
casándose  y  velándose  el  hijo  ó  bija,  adquiere  el  usu- 
fructo de  todos  sus  bienes  adventicios,  aunque  viva 
su  padre,  el  cual  está  obligado  á  restituírselo,  sin 
reservarse  parte  alguna  '.  (Sala  1.*^,  sent.  21  Abril 
1884.— Gac.  8  Septiembre,  p.  153.) 

■  S  Junio  tS^S.  Inscripción  de  particiones  en  que 
hay  interesados  menores. 

Negada  por  el  registrador  de  Gijón  la  inscripción 
de  una  escritura  particional  fumlado  en  que,  á  pesar 
de  haber  menores  no  se  había  instruido  expediente 
de  necesidad  y  utilidad  conforme  á  la  R.  O.  de  1876, 
resuelve  la  Dirección  que  es  inscribible  con  vista  de 
esta  disposición  y  del  art.  1.049  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  porque  este  i>recexíto  «muy  poste- 
rior á  aquélla,  sólo  exige,  con  relación  A  las  parti- 
ciones en  que  hay  interesados  menores,  que  sean 
aprobadas  judicialmente...»  (Resol.  18  Junio  t%5.— 
Gac.  18  Octubre.) 

BIENES  DE  HIJOS  EMANCIPADOS,  MENORES 
DE  EDAD.  «Las  disposicioues  de  los  artícu- 
los 1.401  al  1.413  de  la  ley  de  Enj.  civil  de 
1H55,  estableciaii  los  requisitos  para  la  enaje- 
nación de  bienes  de  menores  de  edad  é  inca- 
pacitados, y  transacción  sobre  sus  derechos; 
pero  se  referían  á  los  menores  que  no  tienen 
padres  ó  que  están  bajo  tutela  ó  curaduría. 
Era,  pues,  necesario  determinar,  para  suplir 
la  omisión  de  la  ley,  los  requisitos  para  la  ena- 
jenación de  bienes  de  hijos  emancipados,  cons- 
tituidos en  la  menor  edg,d,  y  á  esto  quiso  pro- 
veer el  art.  4.°  de  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de 
1876,  inserta  en  las  págs.  139  y  140. 

Pero  ni  este  artículo  es  bastante  explícito, 
ni  ha  querido  serlo  tampoco  la  nueva  ley  de 
Enj.  civil  de  1881,  que  nos  habla  ya  de  bienes 
de  hijo.'i  no  emancipados,  y  ha  establecido  ex- 
cepción en  su  art.  2.015,  simplificando  los  re 
quisitos  para  su  enajenación. 

Ahora  bien;  visto  el  art.  4."  de  la  R.  O.  de 
1876  y  vistos  los  arts.  2.013  al  2.0;!0  d#la  ley  de 
Enj.  civil  de  1881,  ¿cuáles  son  los  requisito.s 
necesarios  para  enajenar  bienes  de  hijos  eman- 
cipados menores  de  edad?  ¿Son  los  mismos  que 
para  los  menores  que  no  tienen  padres?  Pues 
ha  debido  decirse,  y  h¿i  debido  disponerse  en 
este  caso,  si  es  necesaria  ó  uo  la  intervención 
del  padre,  mirando  al  bien  de  los  hijos  y  al 
honor  también  de  los  padres,  á  quienes  los  hi- 
joií  emancipado^,  segiiu  el  art,  70  de  la  ley  de 
matrimonio  civil,  deben  tributar  siempre  res- 


1     Lo  mismo  viene  d  deducirse,  aunque  con  ciertas  Itmt-' 
taciones,  del  art.  317  del  Código  civil. 
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peto  j'  reverencia.  Esto  aparte  de  lo  que  en 
los  arts.  188,  189  y  191  de  la  ley  hipotecaria  se 
establece  para  el  caso  de  bienes  dótales  ó  afec- 
tos á  responsabilidad  dotal. 

El  silencio  de  la  ley  da  ocasión  á  dudas,  y 
nos  parece  duro  que  se  prescinda  en  absoluto 
de  la  intervención  del  padre,  haciendo  nece- 
saria la  de  curador,  sin  dar  á  aquél,  siquiera, 
la  audiencia  que  se  otorga  en  todo  caso  al  Mi- 
nisterio fiscal.» 

Esto  decíamos  en  la  edición  anterior  del  Dic- 
cionario, sobre  tan  delicada  cuestión,  qiie  el 
Cód.  civil  ha  resuelto  en  el  art.  317,  segiin  el 
cual  «la  emancipación  habilita  al  menor  para 
regir  su  persona  y  bienes  como  si  fuera  mayor; 
pero  hasta  que  llegue  k  la  mayor  edad  no  po- 
dríi  tomar  dinero  á  préstamo,  gravar  ni  ven- 
der bienes  inmuebles  sin  consentimiento  de  su 
padre,  en  defecto  de  éste  sin  el  de  sii  madre, 
y  por  falta  de  ambos  sin  el  de  un  tutor». 

Hay  cierta  contradicción  entre  los  términos 
de  este  articulo.  El  mayor  de  edad  gobierna 
su  persona  y  maneja  sii  hacienda  sin  trabas, 
sin  intervención  ajena  ;  el  hijo  emancipado 
menor  no  puede  tomar  dinero  á  préstamo, 
gravar  ó  vender  bienes  inmuebles,  ni  com- 
parecer en  juicio  sino  en  los  términos  que  la 
primera  parte  del  articulo  establece;  la  mu- 
jer menor  de  edad,  cuyo  marido  está  suje- 
to á  interdicción,  no  puede  administrar  libre- 
mente sus  bienes  ni  representar  los  derechos 
de  sus  hijos,  siuo  dirigida  por  su  padre,  ma- 
dre ó  tutor  (art.  314,  núm.  1.°),  y  el  marido, 
sin  el  consentimiento  de  estas  personas,  tam- 
poco puede  administrar,  siendo  menor  de  die- 
ciocho años,  ó  tomar  dinero  á  préstamo,  gra- 
var ni  enajenar  bienes  raíces,  siendo  menor 
de  veintitrés  (art.  59).  No  es,  pues,  legalinente 
exacto  que  la  emancipación  habilite  al  menor 
para  regir  su  persona  y  bienes  como  si  fuese 
tnat/or. 

En  la  1.'"'  edición  del  Cód.  dicho  art.,  en  vez 
de  UN  tutur,  decía  su  tuto7\  Hoy  un  tutor  equi- 
vale, en  nuestro  concepto,  al  curador  ad  litem 
de  que  hablan  los  arts.  1.852  á  1.860  de  la  ley 
de  Enj.  civil,  ó  en  su  caso  al  defensor  judicial 
A  que  se  refiere  el  165  del  Cód.  civil.  Asi  se  de- 
duce de  la  comparación  del  art.  317  con  el  200, 
que  determina  taxativamente  quiénes  son  los 
sometidos  á  tutela.  De  todos  modos,  pudo  el 
legislador  lialjer  sido  más  explícito  diciendo 
un  tuto?'  liara  pleitos  en  lugar  de  un  tutor. 

BIENES  DE  capellanías.    V.  Capellanías. 
BIENES  CASTRENSES.     Los  bienes  castren- 
ses, ó  sea  las  adquisiciones  hechas  en  la  gue- 


rra ó  por  razón  del  servicio  militar,  disfruta- 
ban en  el  derecho  histórico  de  ciertos  privile- 
gio.s  que  no  subsisten:  la  ley  5.*,  tít.  IV,  lib.  X, 
Nov.  Recop.,  declaró  que  pertenecían  privati- 
vauíente  al  marido  y  no  entraban  á  formar 
parte  de  los  gananciales,  y  la  6.*,  tít.  XVII, 
Part.  4.°',  autorizó  al  hijo  para  disponer  libre- 
mente de  ellas,  reconociéndole  en  las  mismas 
los  derechos  de  propiedad,  usufructo  y  admi- 
nistración. 

El  Códig'o  civil  no  menciona  siquiera  esta 
clase  de  bienes  ó  peculio,  que  se  hallan  con'i- 
prendidos  entre  «los  que  el  hijo  no  emancipa- 
do haya  adquirido  ó  adquiera  con  su  trabajo 
ó  industria»,  mencionados  en  el  art.  160. 

BIENES  DE  LA  COMUNIDAD  DE  INDIOS.     Lo 

que  en  los  pueblos  de  españoles  en  Ultramar 
y  en  Castilla  se  llaman  ¡propios  y  arbitrios,  en 
los  de  indios  se  llaman  bienes  de  la  comunidad 
de  indios,  con  las  mismas  aplicaciones  y  las 
mismas  reg'las  de  administración.  Tratan  de 
estos  bienes  las  leyes  del  tít.  IV,  lib.  VI  de  la 
Recopilación  de  Indias. — V.  Propios  y  comu- 
nes OE  los  pueblos. 

BIENES  COMUNALES  Y  DE  PROPIOS.  Deja- 
mos indicado  lo  que  son  en  la  p.  135.  Remi- 
tiéndonos al  artículo  Propios  t  comunes  de 
LOS  pueblos,  añadiremos  aquí  que  cuando  un 
monte  ú  otra  finca  corresponde  en  conuin  á 
uno  ó  más  pueblos,  debe  distribuirse  su  pro- 
ducto, habida  proporción  á  sus  respectivos  ve- 
cindarios, como  se  declaró  por  R.  O.  de  6  de 
Marzo  de  1849,  inserta  en  Montes;  pero  en- 
tiéndase salvo  derecho  en  contrario,  pues  pu- 
diera suceder  que  el  de  mancomunidad  estu- 
viera bagado  en  el  número  de  cabezas  de  ga- 
nado de  cada  pueblo,  ó  en  igualdad  recíproca, 
etcétera.— Véase  Mancomunidad  de  pastos: 
Montes:  Aguas,  etc. 

BIENES  DESAMORTIZADOS.  Se  denominan 
así  todos  los  pertenecientes  al  Estado,  al  cle- 
ro, á  las  Ordenes  militares,  á  cofradías,  obras 
pías  y  santuarios,  al  secuestro  del  ex-infante 
D.  Carlos,  á  los  propios  y  comunes  de  los  pue- 
blos, á  la  Beneficencia,  á  la  Instrucción  pú- 
blica y  cualesquiera  otros  que  fueron  de  ma- 
nos muertas.  (Ley  de  1°  Mayo  1855.) 

Nos  remitimos  al  artículo  Desamortiza- 
ción. En  el  sumario  alfabético  del  mismo  in- 
dicamos las  distintas  clases  de  bienes  des- 
amortizados ,  según  su  procedencia ,  y  las 
principales  disposiciones  ó  articiilos  de  las  le- 
yes desamortizadoras  que  en  su  lugar  deben 
consultarse.  Sobre  bienes  eclesiásticos  vean- 
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se    adoniás    Concordatos    y   Capellanías. 

BIENES  DE  DIFUNTOS.  Dase  esta  denomina- 
ción en  Ultramar,  no  A  todos  los  bienes  de  los 
que  han  muerto,  sino  A  los  de  españoles  ó^- 
tranjeros  que  morían  en  aquellas  provincias, 
y  cuyos  herederos  ex-testamento  ó  abintesta- 
to  ó  sus  legatarios  se  hallaban  ausentes  de 
aquellos  dominios.  Para  conocer  privativa- 
mente de  las  sucesiones  de  los  herederos  ó  le- 
gatarios ausentes  se  instituyeron  Juzgados 
privativos  de  bienes  de  difuntos,  á  los  pocos 
años  del  descubrimiento  de  América;  pero  han 
sido  ya  suprimidos.— Véase  Justicia  en  Ul- 
tramar. 

BIENES  DE  LA  SOCIEDAD  CONYUGAL:  DÓTA- 
LES, PARAFERNALES,  GANANCIALES  Y  DEL  MA- 
RIDO. El  autig'uo  Derecho  de  Castilla  impo- 
nía como  obligatorio  é  incontrastable  el  régi- 
men legal  de  gananciales,  por  virtud  del  que 
cada  uno  de  los  cónyuges,  conservando  la  pro- 
piedad exclusiva  de  los  bienes  que  como  suyos 
aportaba  al  matrimonio,  tenía  derecho,  una 
vez  disuelto  éste,  á  la  mitad  de  los  adquiridos 
durante  él  y  á  la  de  los  productos  de  los  pro- 
pios de  cada  cónyuge.  Este  sistema  se  conser- 
va en  el  Código  para  el  caso  de  que  los  espo- 
sos expresamente  se  sometan  á  él  ó  nada  es- 
tablezcan en  contrario;  pues  pueden  adoptar 
otro  distinto  en  uso  de  la  libertad  de  estipula- 
ción que  les  reconoce  el  art.  1.315,  de  acuerdo 
con  la  base  22  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888. 

Antes  las  capitulaciones  matrimoniales,  que 
contenían  la  descripción  de  los  bienes  de  la 
mujer  (carta  dotal)  y  del  marido  (carta  de  ca- 
pital), no  podían  ofrecer  la  importancia  que  el 
Código  las  ha  comunicado  al  conceder  á  los 
contrayentes  la  facultad  de  pactar  hasta  la  se- 
paración absoluta  de  bienes. 

Dejando  para  el  articulo  Contratos  ma- 
trimoniales el  examen  de  esta  transcenden- 
tal novedad  y  cuanto  se  refiere  al  contenido  y 
expresión  y  solemnidades  del  consentimiento, 
vamos  aquí  á  reseñar  las  diferentes  clases  de 
bienes  conyugales  que  el  Cód.  civil  reconoce 
y  reg'ula,  de  acuerdo  con  los  precedentes  his- 
tóricos. 

Bienes  dótales  ó  dote. 

Del  texto  combinado  de  los  arts.  1.336, 
1.338  y  1.346,  que  suponen  siempre  la  entrega 
de  la  dote  al  marido,  como  administrador  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  salvo  esti- 
pulación en  contrario  (art.  59),  y  del  1.357,  so 
deduce  que  forman  la  dote  la  suma  de  bienes 
y  derechos  que  la  mujer,  sus  padres,  parien- 


tes ó  extraños,  ó  el  esposo  mismo,  constituyen 
con  carácter  dotal  como  propios  de  aquélla,  y 
son  entregados  al  marido  para  que  con  su 
producto  levante  las  cargas  del  consorcio,  y 
también  los  que  con  ig'ual  carácter  adquiera 
la  misma  por  donación ,  herencia  ó  leg'ado; 
quedando  obligado  á  devolver  las  mismas  co- 
sas que  como  dote  recibió  ó  la  estimación  en 
que  se  hubieran  evaluado  '. 

Solamente  pasa  A  la  mujer  la  administra- 
ción de  los  bienes  dótales  en  los  casos  de  pro- 
digalidad, locura,  sordomudez  ó  ausencia  del 
marido  'K  (Arts.  225,  1.441  y  1.443.) 

Un  capitulo  entero  dedica  «1  Código,  el  3." 
del  tit.  III,  lib.  IV,  á  tratar  de  la  dote,  divi- 
diéndole en  tres  secciones,  á  saber:  Primera; 
Constitución  y  garantía  (arts.  1.336  á  1..356): 
segunda;  Administración  y  usufructo  (1.357 
á  1.364):  y  tercera;  Restitución  (arts.  1.365 
á  1.380). 

En  esas  disposiciones  ha  recog-ido  y  formu- 
lado el  legislador  las  contenidas  en  las  que 
anteriormente  regían;  y  con  arreglo  ¡I  unas  y 
otras  vamos  á  examinar  la  materia,  siguiendo 
el  plan  del  Código,  aunque  sin  sujetarnos  pre- 
cisamente á  sus  tres  divisiones,  porque  las  en- 
contramos escasas  para  nuestro  objeto. 

I. — Cosas  que  pueden  aportarse  como  dote. 
El  art.  1.336  del  Código  dice  que  la  dote  se 
compone  de  bienes  y  derechos,  y  creemos  qne 
puedan  ser  de  todas  clases  unos  y  otros,  de 
acuerdo  con  el  precedente  de  algunas  leyes 
del  tlt.  XI,  Part.  IV. 

II. — Bienes  que  tienen  el  concepto  de  dótales. 

Los  que  la  mujer  aporta  al  matrimonio  al 
tiempo  de  contraerlo;  los  que  durante  él  ad- 
qiiierc  por  donación,  herencia  ó  legrado  con  el 
carácter  dotal;  por  permuta  con  otros  bienes 
dótales;  por  derecho  de  retracto  perteneciente 
á  la  mujer;  por  donación  en  pago  de  dote,  y 
por  compra  con  dinero  de  la  misma  (arts.  1.336 
y  1.337);  los  donados  ó  dejados  en  testamento 
á  los  esposos  en  cuanto  á  la  parte  correspon- 
diente á  la  mujer  (art.  1.398);  las  cantidades 
entregadas  en  pago  de  créditos  de  su  perte- 
nencia por  los  plazos  vencidos  durante  el  ma- 
trimonio (art.  1.402)  y  los  bienes  que  la  mu- 
jer pruebe  pertenecería  privativamente  (ar- 
tículo 1.407). 


1  Dote  es  *el  algo  que  da  la  mujer  al  marido  por  ra^ 
zón  de  casamiento...  manera  de  donación  hecha  con  en- 
tendimiento de  se  mantener  é  ayuntar  el  matrimonio  con 
ella'.  (Leu  5.".  tit.  XI,  Part.  4.^) 

'^  t  En  posesión  deoe  meter  el  marido  á  la  mujer  de  la 
donación  qttel  face,  é  otrosi  la  mujer  al  marido  de  la 
dote  quel  da...>  (Ley  7."  tit.  XI,  Part.  4.'^) 
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kít.—Dote  adventicia  y profecticia:  voluntaria 
y  obligatoria. 

Adventicia  es  la  dote  «que  da  la  mujer  por 
si  misma  de  lo  suyo  ó  la  que  da  por  ella  su  ma- 
dre ó  algún  otro  su  pariente  que  non  son  de 
aquellos  que  suben  ó  descienden»  '.  La  profec- 
ticia «sale  de  los  bienes  del  padre  ó  del  abue- 
lo ó  de  los  otros  parientes  que  suben  por  la 
linea  derecha»  -  (ley  2.",  tit.  XI,  Part.4.^).Esta 
clasificación  de  la  dote  por  el  orig-eu  de  los 
bienes  que  la  forman,  no  ocasionaba  muy  im- 
portantes consecuencias,  y  el  Código  ha  pres- 
cindido de  ella  con  buen  acuerdo,  declarando 
en  el  art.  1.3:j8  que  pueden  constituir  dote  los 
padres,  parientes,  extraños  y  el  esposo  mismo, 
aquéllos  antes  ó  después  del  matrimonio  y  éste 
antes  en  todo  caso,  en  armonía  con  lo  que 
preceptúan  los  arts.  1.315  y  1.320. 

Otra  división  más  importante  de  la  dote, 
relacionada  también  con  la  procedencia  de  los 
bienes  que  la  componen,  estableció  el  derecho 
antiguo,  y  el  nuevo  la  conserva  y  regula. 

Habia  dicho  el  Emperador  Justiniano  que 
el  constituir  dote  á  favor  de  la  hija  es  un  ofi- 
cio de  paternidad;  y  acaso  exag-erando  el  prin- 
cipio, el  Rey  Sabio  marcó  la  división  de  las  do- 
tes en  necesarias  y  voluntarias  en  las  leyes  H.^ 
y  9.^,  tit.  XI,  Part.  á.'^:  «otros  y  ha  que  son 
teuudos  de  las  dar  por  premia,  maguer  non 
quieran,  asi  como  el  padre.»  No  estaba  deter- 
minada la  cuantía  de  la  obligación  y  hubieron 
de  fijarla  las  pragmáticas  de  D.  Carlos  y  doña 
Juana,  y  D.  Felipe  IV,  que  forman  las  leyes  6." 
y  T.-'',  tit.  III,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop. 

La  ley  de  Partida  impuso  también  la  obliga- 
ción de  dotar  al  abuelo  paterno  que  tuviese 
nieta  pobre  en  su  poder,  y  los  intérpretes  du- 
daban si  subsistiría  tal  deber  después  de  la 
ley  47  de  Toro. 

El  Código  civil  no  solamente  ha  resuelto 
esta  duda,  sino  que  ha  fijado  un  limite  más  ra- 
cional á  la  dote  forzosa  y  ha  enaltecido  la 
dignidad  del  padre  prohibiendo  en  todo  caso 
pesquisas  inquisitoriales  sobre  su  fortuna  (ar- 
ticulo 1.341),  y  concediéndole  el  derecho  de 
opción  entre  aprontar  un  capital  como  dote,  ó 
satisfacer  al  matrimonio  una  pensión  periódica 
(art.  1.342).  La  obligación  de  dotar  comprende 
al  padre,  á  la  madre  ó  al  que  de  ellos  viva 
(art.  1.340);  la  dote  obligatoria  consistirá  en  la 


1  De  esta  defínición parece  deducirse  que  no  es  dote  ad- 
venticia la  qUe  da  la  abuela  maternaj  y  como  tal  cosa  no 
puede  sostenerse,  diremos  que  dote  adventicia  es  la  cons- 
tituida por  la  mujer,  por  la  madre,  por  algún  pariente 
que  no  sea  el  padre  O  ascendiente  de  la  linea  paterna,  ó 
por  cualquier  extraño. 

-  Es  e.vacta  esta  definición  entendiendo  por  linea  dere- 
cha la  linea  paterna. 


mitad  de  la  legítima  rigorosa  presunta  (articu- 
lo 1.341)  1,  y  se  paga  con  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  ó  con  los  propios  de  cada  cónyuge 
(a^.  1.343). 

IV. — Dote  entregada  y  confesada. 

Dote  entregada  es  aquella  cuya  tradición 
al  marido,  en  concepto  de  estimada  ó  inesti- 
mada, consta  del  documento  público  que  de- 
berá otorgarse  en  armonía  con  los  arts.  1.280, 
núm.  3.°,  y  1.321  del  Cód.,  los  cuales  exigen 
que  las  capitulaciones  consten  por  escritura 
pública,  salvo  que  los  bienes  no  sean  inmue- 
bles, no  excedan  de  2.500  pesetas  y  no  haya 
notario  en  el  pueblo,  en  cuyo  caso  podrán  otor- 
garse ante  el  secretario  del  Ayuntamiento,  en 
la  forma  que  prescribe  el  art.  1.324. 

Es  dote  confesada  la  que  el  marido  declara 
haber  recibido,  pero  cuya  entrega  no  consta, 
ó  consta  solamente  por  documento  privado 
(art.  1.344).  A  fin  de  evitar  combinaciones 
fraudulentas  entre  el  marido  y  la  mujer,  que 
cedan  en  perjuicio  de  los  acreedores  de  aquél 
anteponiendo  á  los  derechos  de  los  mismos 
otros  que  invoque  la  mujer  y  que  acaso  no  se 
funden  en  la  entrega  efectiva  de  bienes  al  ma- 
rido, hállase  dispuesto  que  la  dote  confesada 
no  surtirá  más  efecto  que  el  de  las  oblig-acio- 
nes  personales,  y  solamente  podrá  pedir  la 
mujer  la  constitución  de  hipoteca  que  la  ase- 
gm-e,  siempre  que  la  confesión  sea  anterior  al 
matrimonio  ó  se  haya  hecho  dentro  del  primer 
año  de  su  celebración,  y  conste  judicialmente 
la  existencia  de  los  bienes  dótales  ó  de  otros 
semejantes  ó  equivalentes  (Cód.  arts.  1.344  y 
1.345;  ley  hipotecaria,  arts.  170  y  171). 

V. — Dote  estimada  é  inestimada. 

La  ley  16,  tit.  XI,  Part.  4.^^,  dice  que  es  dote  Ij 
apreciada  aquella  en  que  se  determina  el  valor 
de  los  bienes  que  la  constituyen,  como  si  se  di- 
jese: «dovos  tal  viña  en  dote  é  aprecióla  en  100 
maravedís».  Y  no  apreciada,  la  que  se  consti- 
tuye sin  fijar  su  valor.  Esta  diferencia  dema- 
siado material,  no  originaba  resultados  preci- 
sos en  las  aplicacionesdel  derecho  escrito,  por- 
que todas  las  descripciones  de  dote  han  solido 
y  suelen  contener  la  expresión  del  valor  de  los 
bienes  que  la  forman.  Pero  unas  veces  el  raa-  '| 
rido  contrae  la  obligación  de  devolver  aqué- 
llos que  en  tal  concepto  recibe,  y  otras  su  apre- 
cio ó  equivalencia  en  metálico  ó  en  otros  obje- 


1  La  legitima  rigorosa,  cualquiera  que  sea  el  número 
de  hijos,  debe  ser  la  tercera  parte  del'haber  del  padre  ola 
madre,  atendiendo  á  loque  claramente  establece  la  base  n>.^ 
de  la  ley  de  ti  de  Jtat/o  de  IS8S,  con  la  que  están  confor- 
mes los  arts.  808,  623,  S'J5  y  otros  del  Código. 
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tos  distintos,  y  de  aquí  q\ie  la  jurisprudencia 
liaya  veuido  distinguiendo  desde  muy  antig'uo 
dos  clases  de  estimación:  la  que  causaba  ven- 
ta y  la  que  no  causaba  venta,  deduciendo  una 
y  otra  de  la  ley  1.",  tit.  XT,  Part.  i.''  Es  decir, 
((ue  el  marido  se  hace  dueño  do  la  dote  estima- 
da, de  la  cual  puede  disponer  lil)remente,  que- 
dando obligado  ¿devolver  su  importe;  y  la  mu- 
jer conserva  el  dominio  de  la  dote  inestimada 
que  administra  el  marido,  dedicando  sus  ren- 
dimientos A  levantar  las  cargas  de  la  sociedad. 
Usta  diferencia  se  halla  aceptada,  impuesta  y 
formulada  en  los  arts.  1.34G  y  sig'uientes,  l..%7 
y  1.360  del  Cód.  civil,  concordantes  con  los  169, 
173,  174,  175,  176,  182,  183  y  18G  de  la  ley  hipo- 
tecaria. La  escritura  de  constitución  de  dote 
ha  de  contener  la  expresión  de  si  ésta  es  esti- 
mada ó  inestimada,  y  las  demás  circunstancias 
exigidas  por  los  arts.  41  á  49  de  la  Inst.  de  9 
de  Noviembre  de  1874,  inserta  en  Notariado. 

VI Garantía  de  Jos  bienes  dótales. 

Para  asegurar  A  la  mujer  la  restitución  de 
la  dote,  el  antiguo  Derecho  establecía  hipoteca 
g'eneral  y  tácita  sobre  todos  los  bienes  del  ma- 
rido «obligados  á  la  mujer  como  por  peños  por 
razón  de  la  dote  que  rescivió  con  ella»  (leyes 
1.*  y  13,  tit.  XIII,  Part.  5.*).  Esta  garantía  era 
de  naturaleza  privileg-iada  (ley  33  de  los  cita- 
dos tit.  y  Part.),  y  subsiste  á  favor  de  las 
mujeres  casadas  antes  del  1.°  de  Enero  de  1863, 
en  que  comenzó  á  regir  la  ley  hipotecaria. 
Así  se  ha  establecido  por  el  T.  S.  en  armonía 
con  los  arts.  354  y  355  de  la  misma. 

Las  que  han  contraído  matrimonio  con  pos- 
terioridad á  partir  de  esa  fecha,  tienen  hipote- 
ca legal  en  garantía  de  su  dote,  ó  sea  el  dere- 
cho de  pedir  la  inscripción  de  los  bienes  que 
entreg'aron  al  marido  como  dote  inestimada  ó 
la  constitución  de  garantía  sobre  los  de  la  es- 
timada ó  sobre  otros  del  marido  para  asegu- 
rar el  reinteg'ro  en  los  términos  prescritos 
por  los  arts.  168  á  193  de  la  ley  hipotecaria, 
sustancialy  algunos  literamente  reproducidos 
eu  los  1.349  á  1.356,  1.3-58  y  1.360  del  Código 
civil,  á  los  que  sirven  de  complemento  los  40, 
41  y  46  de  la  Inst.  de  9  de  Noviembre  de  1874. 

VIH. — Aumentos  ij  deterioros  de  la  dote. 
Cuatro  leyes  del  antiguo  Derecho,  las  18,  19, 
20  y  21,  tit.  XI,  Part.  4.",  están  dedicadas  á 
esta  materia  declarando  «quien  debe  aver  la 
mejora  ó  pechar  el  menoscabo  de  las  cosas  que 
son  dadas  por  dote;  cuando  pertenesee  el  daño 
de  las  cosas  que  son  dadas  en  dote  á  la  mujer, 
et  non  al'marido;  á  quien  pertenesce  el  daño  ó 

To.MO  II. 


el  pro  de  las  siervas  que  fuesen  dadas  en  dote. . .   . 
é  de  los  ganados  é  de  las  otras  cosas  que  se 
pueden  contar  ó  pesar  ó  medir». 

El  Cód.  civil  ha  simplificado  la  materia  in- 
formándola en  la  re¡^la  de  derecho,  según  la 
cual  las  cosas  g-anan,  pierden  ó  perecen  para 
su  dueño.  Por  eso  declara  que  el  incremento  ó 
deterioro  de  la  dote  estimada  es  de  cuenta  del 
marido,  salvo  el  derecho  de  reclamar  contra  el 
error  ó  agravio  que  contenga  la  evaluación 
(arts.  1.347  y  1.348);  y  que,  salvo  el  caso  de 
culpa  ó  negligencia  del  marido,  es  de  la  mujer 
el  incremento  ó  deterioro  que  tuvieren  los 
bienes  qne  constituyen  la  dote  inestimada  (ar- 
tículo 1.360). 

IV. — Enajenación  ó  f/ravainen  de  Itienes  dótales. 

La  ley  hipotecaria  fijó  solemnemente  la  di- 
ferencia fundamental  entre  la  dote  estimada  é 
inestimada,  pero  no  aceptó  las  naturales  con- 
secuencias de  la  distinción  eu  cuanto  á  la  trans- 
ferencia de  los  bienes  dótales,  limitándose  á 
estatuir  que  no  se  podrían  enajenar,  g-ravar 
ni  hipotecar  sino  en  nombre  y  con  consenti- 
miento expreso  de  ^ibos  cónyugues  (art.  188). 

Más  consecuente  el  Código  con  la  doctrina 
que  acepta,  concede  á  la  mujer  la  facultad  ex- 
clusiva de  enajenar,  g'ravar  é  hipotecar  los 
bienes  de  la  dote  inestimada  (art.  1.361).  Res- 
pecto de  la  estimada,  asiste  tan  importante  atri- 
bución al  marido,  como  dueño  qne  es  de  ella, 
y  asi  se  infiere  de  los  arts.  1.346  y  1.366  en  re- 
lación con  el  348,  sin  perjuicio  de  la  garantía 
que  establece  el  art.  1..349  y  siguientes,  de- 
biendo tenerse  muy  en  cuenta,  respecto  de 
efectos  púljlicos,  valores  cotizables  y  bienes 
fuugibles,  lo  dispuesto  en  el  1.359.  (Véase  el 
número  VI),  La  transacción  sobre  bienes  dóta- 
les se  gobierna  por  las  mismas  reglas  que  la  , 
enajenación  ó  g'ravamen  (art,  1,811). 

X, — Restitución  de  la  dote. 

Tiene  lugar  en  los  casos  siguientes:  en  el  de 
haberse  declarado  la  prodigalidad  del  marido 
(arts.  225  y  1.365,  núm.  2.");  eu  el  de  disolución 
ó  nulidad  del  matrimonio  (arts,  72  y  1.365,  nú- 
mero 1,");  eu  el  de  divorcio  por  culpa  del  es- 
poso (arts.  73,  núm.  4."  y  1.436);  eu  el  de  pre- 
sunción de  muerte  por  ausencia  i^arts.  193  y 
1.4.36),  y  en  el  de  interdicción  civil  del  marido 
si  la  mujer  pide  la  separación  de  bienes  (ar- 
ticulo 1.433).  La  dote  estimada  debe  restituir- 
se devolviendo  el  importe  de  la  evaluación. 
La  inestimada  reintegrando  el  marido  ó  sus 
herederos  los  mismos  bienj^s  que  en  tal  con- 
ciípto  recibió  aquél,  todo  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 1.306  á  1.380  y  1.421  del  Cód.  civil. 

10 
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En  Cataluña  la  mujer  tiene  el  derecho  de 
reintegrarse  de  su  dote  cuando  se  proceda  eje- 
cutivamente contra  el  marido  (sent.  15  Noviem- 
bre 1871). 

Bienes  parafernales. 

XI.— S»  concepto  Icr/al  ¡j  especies. 

Una  sola  ley  de  nuestro  Derecho  antiguo, 
la  17,  tit.  XI,  Part.  4.",  hatla  de  los  bienes  pa- 
rafernales, aquellos  «quier  sean  muebles  ó 
raices  que  retienen  las  mujeres  para  si  apar- 
tadamente é  non  entran  en  cuento  do  dote». 
El  mismo  concepto  histórico  de  estos  bienes 
mantiene  y  formula  el  Códig-o  civil  declarando 
que  «son  parafernales  los  que  la  mujer  aporta 
al  matrimonio  sin  incluirlos  en  la  dote  y  los 
que  adquiere  después  de  constituida  ésta  sin 
ao-regarlos  ¡V  ella».  La  cualidad  característica 
de  estos  bienes  es  que  la  mujer  conserva  siem- 
pre y  en  todo  caso  el  dominio  sobre  ellos,  en 
lo  cual  se  parecen  á  la  dote  inestimada  (ar- 
tículos 1  ."82  y  1.360),  di.stinguiéndose  de  ésta 
en  que  el  marido  es  siempre  administrador  y 
usufructuario  de  la  misma  (art.  1.357),  mien- 
tras que  la  mujer  puede  administrar  por  si  su 
paraferna.  Hay,  pues,  dos  clases  de  bienes  pa- 
rafernales: unos  que  la  mujer  entrega  al  ma- 
rido con  intención  de  que  los  administre,  y 
otros  cuya  administración  conserva  la  mujer 
(art.  1..38-t). 

Aquéllos  no  se  distinguen  apenas  de  los  do- 
tales  inestimados,  pues  se  enajenan  con  aná- 
logos requisitos  que  éstos  ■■;  la  administración 
conferida  al  marido  se  ajusta  A  las  mismas  re- 
glas y  la  devolución  tiene  lugar  en  los  mismos 
casos  y  con  las  mismas  formalidades  (Código 
civil,  arts.  1..">()1,  1.387,  1.389  y  1.391;  ley  hipo- 
tecaria, arts.  168,  169  y  180). 
I  Verdad  es  que  el  Código  dice,  respecto  de 
la  dote  inestimada,  que  el  marido  es  adminis- 
trador y  usufructuario  (art.  1.357)  y  sólo  le 
concede,  en  su  caso,  la  administración  de  los 
parafernales;  pero  no  es  menos  cierto  que  for- 
mando parte  de  los  gananciales  los  rendimien- 
tos de  una  y  otros  (arts.  1.385  y  1.401,  núme- 
ro 3.°),  han  de  dedicarse,  tanto  los  de  la  dote 
como  los  de  los  parafernales,  á  levantar  las 
cargas  de  la  familia,  conforme  á  los  arts.  1.408 
á  1.411,  concordantes  con  la  ley  S."',  tit.  IV, 
lib.  X  de  la  Nov.  Reeop.;  sin  que  se  opongan 
á  la  libre  gestión  del  marido  otras  limitacio- 
nes que  la  prohibición  de  contravenir  las  dis- 
posiciones del  nuevo  texto  y  la  de  defraudar 


1  Véase  sobre  enajenación  de  bienes  parafernales  la 
importante  resolución  de  3  de  Junio  de  1890^  qtte  inserta- 
jnos  más  adelante. 


á  la  mujer(art. 1.413). Si  las  capitulaciones  que  J 
autoriza  el  art.  1.315  modificaran  el  imperio 
de  lo  preceptuado  en  cuanto  á  los  bienes  pa- 
rafernales, la  misma  facilidad  habría  de  des- 
virtuarlo dispuesto  sobre  aplicación  de  rentas 
de  bienes  dótales  inestimados. 

XII. — Señorío  y  administración:  Entrega  de  ésta  al 
marido. 

La  citada  ley  de  Partida  no  hablaba  ni  podía 
hablar  de  administración,  palabra  no  usada  ni 
conocida  en  el  siglo  xiii;  pero  permitía  que  la 
mujer  entregara  el  señorío  de  los  paraferna- 
les al  marido  ó  que  lo  retuviera  para  si.  El 
T.  S.,  en  repetidas  sentencias,  ha  declarado 
que  señorío  en  dicha  ley  equivale  á  adminis- 
tración, y  que  la  mujer  podía  ejercerla  con 
completa  independencia  de  su  marido,  pero 
previo  el  otorgamiento  por  parte  de  éste  de  la 
licencia  exigida  en  las  leyes  de  Toro.  Eran 
contradictorios  los  términos  de  tal  jurispru- 
dencia, que  dificultaban  á.  la  mujer  la  misma 
libre  administración  que  la  reconocían,  ó  anu- 
laban de  hecho  la  autoridad  del  marido;  y  por 
eso  el  Código  resuelve  tan  difícil  cuestión  ha- 
ciendo viable,  en  cuanto  á  dichos  bienes,  la 
administración  que  ejerza  la  mujer  cuando  no 
la  entregue  al  marido,  y  exigiendo  solamente 
la  licencia  de  éste  en  los  casos  en  que  aquélla 
pretenda  enajenarlos,  gravarlos  ó  hipotecar- 
los, ó  bien  litigar  sobre  ellos  (art.  1..387). 

Otra  duda,  muy  grave  también,  ha  resuelto 
el  Código.  La  ley  de  Partida  sólo  concedía  el 
señorío  de  los  parafernales  al  marido  cuando 
la  mujer  se  le  hubiera  entregado  señalada- 
mente, y  no  determinaba  la  forma  en  que  de- 
bía tener  lugar  la  entrega,  si  bien  en  caso  de 
duda  reputaba  á  la  mujer  señora  de  ellos.  La 
jurisprudencia  había  declarado  que  no  signi- 
ficaba entrega  señalada  ni  la  inscripción  de 
los  bienes  á  favor  del  marido  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  ni  la  autorización  conferida 
al  marido  para  cobrar  cierta  suma  ;l  cuenta  de 
los  parafernales  (Sents.  11  Octubre  1886  y  13 
Enero  1888). 

El  art.  1.384  exige  que  la  entrega  de  los  pa- 
rafernales al  marido  se  verifique  ante  notario 
y  con  intención  de  que  los  administre,  con 
cuya  precisa  expresión  se  evitarán  muchos  li- 
tigios. 

JÍXH.— Responsabilidad  de  los  frutos  de  bienes 
parafernales. 

Dice  el  art.  1.386  del  Código,  que  las  obliga- 
ciones personales  del  marido  no  podrán  hacer- 
se efectivas  sobre  los  frutos, de  los  bienes  pa- 
rafernales, á  menos  que  se  pruebe  que  redun- 
daron en  provecho  de  la  familia;  pi»ohibicióa 
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que  en  apariencia  contradice  el  texto  del  ar- 
ticulo 1.408,  mim.  1.",  en  relación  con  el  1.401, 
caso  3.°,  con  arreglo  A  los  que,  los  bienes  ga- 
nanciales, entre  los  que  figuran  los  frutos  y 
demás  rendimientos  de  los  parafernales,  están 
sujetos  al  pago  de  todas  las  deudas  y  obliga- 
ciones contraidas  durante  el  matrimonio  por 
el  marido,  y  también  de  las  que  contrajere  la 
mujer,  en  los  casos  en  que  pueda  legalmente 
obligar  á  la  sociedad.  Este  último  inciso,  el 
texto  del  art.  1.410  y  las  declaraciones  del  Tri- 
bunal Supremo,  nos  convencen  de  que  la  con- 
tradicción no  existe,  habiénf.ose  limitado  el 
legislador  á  sancionar  en  el  Código  la  juris- 
ju'udencia  establecida.  Segúu  ésta,  los  dere- 
chos del  marido  sobre  los  frutos  y  rentas  de 
los  bienes  dótales  y  )iarafernales,  se  entienden 
subordinados  á  la  obligación  de  atender  á  las 
cargas  del  mati'imonio  (sent.  20  Junio  1879)  y 
responden  de  las  deudas  contraídas  por  el  ma- 
rido para  levantarlas  (sent.  11  .Julio  1881);  pero 
«de  las   obligaciones  personales   del   marido, 
que  en  manera  alguna  redundan  en  provecho 
de  la  sociedad   conyugal ,   no  responden  los 
frutos  de  los  bienes  aportados  por  la  mujer» 
(Seut.  22  Noviembre  1888).  Sigúese  de  esta 
doctrina  que  las  responsabilidades  que  adquie- 
ra el  marido  como  jefe  de  la  sociedad  conyu- 
gal y  para  el  cumplimiento  de  los  fines  de  ésta, 
se  hacen  efectivas  en  los  bienes  gananciales,  y 
por  lo  tanto,  en  los  frutos  de  los  parafernales; 
pero  aquellos  otros  compromisos  que  no  tie- 
nen por  objeto  atender  A  la  subsistencia,  con- 
servación ó  engrandecimiento   de  la  familia, 
se  entenderán  personales  del  deudor,   y  no 
podrán  realizarse  nunca  en  los  frutos  de  los 
bienes  parafernales  de  su  mujer.  Este  supone- 
mos que  será  el  pensamiento  del  legislador, 
aunque,  en  verdad,  pudo  estar  más  exj)lícito 
para  no  autorizar  la  duda  que  existia  también 
antes  del  Código  y  que  dio  origen  á  multi- 
tud de  pleitos.  Desgraciadamente  no  han  de 
sérmenos  los  que  se  motiven  en  los  citados  ar- 
tículos; sobre  todo  por  la  dificultad  de  deter- 
minar qué  obligaciones  redundan  en  provecho 
de  la  familia,  y  cuáles  han  de  entenderse  per- 
sonales del  marido;  pues  el  legislador  no  ha 
establecido  principio,  reg-la  ni  base  para  cali- 
ficar tales  obligaciones. 

Capital  del  marido. 

XIV. — Bienes  que  le  constituyen. 

Constituyen  el  capital  del  marido  los  bienes 
que  haya  aportado  ó  aporte  como  de  su  perte- 
nencia, los  que  constante  el  matrimonio  ad- 
quiera á  titulo  lucrativo  ó  por  compra,  dere- 


cho de  retracto  ó  permuta  con  otros  bienes  de 
su  propiedad  (art.  1.39G);  la  porción  corres- 
pondiente de  los  donados  ó  dejados  en  testa- 
mento á  ambos  esposos  con  ó  sin  designación 
de  partes  (l.í!98y  G37);  los  vencimientos  ó  plazos 
de  sus  créditos  (1.400  y  1.402);  el  derecho  de 
usufructo  ó  de  pensión  que  le  pertenezca  per- 
petuamente ó  de  por  vida,  pero  no  los  frutos, 
pensiones  ó  intereses  devengados  durante  el 
matrimonio  que  serán  gananciales  (1.400  y 
1.403).  Estos  artículos  no  sólo  determinan  el 
capital  del  marido,  sino  también  lo  que  son 
bienes  de  la  mujer. 

Disuelta  la  sociedad  de  gananciales,  se  hace 
la  liquidación  como  veremos  en  el  mim.  XXII,  y 
el  marido  debe  ser  reintegrado  de  su  capital. 

Bienes  gananciales. 

XV. — Resumen  histórico  de  la  legislación  sobre  bienes 
gananciales  *. 

Tres  distintas  é  importantes  manifestacio- 
nes ofrece  el  sistema  de  g-ananciales  en  la  his- 
toria de  nuestro  Derecho,  ó  por  mejor  decir, 
tres  sistemas  ha  adoptado  el  legislador,  para 
regular  la  institución,  en  la  sucesión  de  los 
tiempos  -. 

Hállase  representado  el  primero  por  el  pre- 
cepto de  la  ley  17,  tit.  II,  lib.  IV  del  Fuero 
Juzgo,  según  la  cual,  las  ganancias  realiza- 
das durante  el  matrimonio,  se  repartían  entre 
los  cónyuges  en  proporción  al  capital  que  res- 
pectivamente hubieren  aportado.  La  equidad 
mercantil  del  sistema  contrariaba  la  dignidad 
del  matrimonio  y  la  igualdad  de  los  cónyu- 
ges, los  cuales  más  eran  mii'ados  por  las  dis- 
posiciones escritas  como  miembros  de  una 
compañía  comercial,  que  como  fundadores  y 
mantenedores  de  una  familia  á  la  cual,  por 
idéntico  modo  y  bajo  la  inspiración  del  mismo 
designio,  debían  sus  atenciones  y  desvelos. 
Asi  llegó  á  comprenderlo  D.  Alonso  el  Sabio 
al  inaugurar  otro  sistema  en  la  ley  1.*,  tit.  III, 
libro  III  del  Fuero  Real,  cuyo  espíritu  amplió 
la  207  del  Estilo.  Con  arreglo  á  aquélla,  «toda 
cosa  que  el  marido  y  la  mujer  ganaren  de  con- 
suno háyaulo  ambos  de  por  medio». — Segiiu 
ésta  «todo  el  debdo  que  el  marido  é  la  mujer 
hicieren  en  uno,  páguenlo  otrosí  en  uno». 
Desde  entonces,  sin  consideración  á  la  cuantía 


'  En  el  articulo  Contratos  matrimoniales,  comple- 
mento ó  más  bien  ampliación  del  actual,  estudiaremos  Itv 
transcendental  novedad  introducida  por  el  Código  cicil  al 
conceder  á  los  contrayentes  la  facultad  de  pactar  hasta 
la  separación  absoluta  de  bienes,  y  eraminaremos  también 
cuanto  se  refiere  al  conteni  o,  expresión  y  solemnidades 
del  consentimiento. 

•'  Aún  hay  un  cuarto  sistema  especial  ó  de  excepción 
jiara  ciertos  pueblos  de  Extremadura  donde  rige  el  Fuero 
de  Ilailio.  •  V.  Fuero  uk  Bailío. 
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del  capital  aportado  por  cada  uno  de  los  cón- 
yuges, se  vinieron  repartiendo  las  ganancias 
con  igualdad  absoluta  entre  ambos,  haciendo 
asi  imposible  la  inferioridad  económica  de  uno 
de  ellos  dentro  de  la  sociedad  familiar. 

El  sistema  de  gananciales— que  se  ha  obser- 
vado constantemente  y  sin  contradicción  en 
Castilla,  Navarra  y  Aragón,  y  entre  los  habi- 
tantes de  Tortosa,  Lérida,  Valle  de  Aran  y 
Campo  de  Tarragona— parece  como  que  ha- 
bía encontrado  su  expresión  definitiva  en  la 
muy  célebre  ley  de  Santa  María  de  Nieva, 
síntesis  y  complemento  de  las  anteriormente 
citadas,  y  ademas,  de  las  2.=^  y  3.*,  tít.  III,  li- 
hro  III  del  Fuero  Real  y  de  la  20.3  del  Es- 
tilo. 

La  de  Santa  María  de  Nieva,  que  es  la  5.^, 
tit.  lY,  lib.  X,  Nov.  Kecop.,  excluyó  de  las  ga- 
nancias conyugales  los  bienes  castrenses,  ofi- 
cios de  Rey  y  donadíos  mejorados  y  habidos 
por  el  marido  ó  por  la  mujer  durante  el  matri- 
monio; asignó  la  condición  de  gananciales  á 
los  frutos  de  aquellos  bienes,  oficios  y  dona- 
díos, y  á  todo  lo  demás  ganado,  comprado  y 
multiplicado  durante  el  matrimonio;  mientras 
éste  subsistiera  reconoció  al  marido  la  exclu- 
siva disposición  y  administración  de  los  ga- 
nanciales y  la  eficacia  de  la  enajenación  que 
sobre  ellos  concertare,  «salvo  si  fuese  proba- 
do que  se  hizo  cautelosamente  por  defraudar 
ó  damnificar  A,  la  mujer»,  y  privó  de  su  parte 
de  gananciales  á  la  viuda  que  viviere  desho- 
nestamente. Después  de  esta  ley,  la  60  de  Toro 
eximió  á  la  mujer  que  renunciase  los  ganan- 
ciales de  p.agar  las  deudas  contraídas,  cons- 
tante el  matrimonio,  por  el  otro  cónyuge. 

Tal  era  la  legislación  que  regía  al  promul- 
gai'se  el  Cód.  civil,  que  ha  planteado  un  nuevo 
sistema  tomado  del  Código  de  Napoleón,  y  que 
consiste  en  autorizar  A,  los  cónyuges  para  pac- 
tar antes  del  matrimonio  el  sistema  que  ten- 
gan por  conveniente,  entendiéndose  que  si  no 
estipiilan  nada  en  contrario,  quedarán  someti- 
dos al  régimen  legal  de  gananciales  (ley  de  11 
Mayo  1888,  base  22;  Cód.,  art.  1.315),  salvo  el 
caso  especial  del  núm.  1.°,  art.  óO. 

Reservamos  para  Contratos  matrimoni.\- 
LBS  el  examen  de  tan  importantísima  novedad 
y  el  de  los  pactos  y  estipulaciones  que  en  los 
territorios  donde  impera  el  derecho  foral  sue- 
len acordarse  y  establecerse,  con  ocasión  del 
matrimonio,  respecto  al  régimen  económico  de 
la  familia;  y  vamos  á  limitarnos  en  este  lugar 
á  exponer  la  doctrina  referente  á  los  bienes 
gananciales  por  las  disposiciones  del  derecho 


escrito  y  con  independencia  de  las  capitula- 
ciones de  los  cónyuges. 

XVI. —  La  sociedad  de  ganatictales  segiin  el  Cód.  civil. 

La  sociedad  de  gananciales  se  constituye 
entre  el  marido  y  la  mujer,  y  mediante  ella 
«hacen  suyos  por  mitad,  al  disolverse  el  matri- 
monio, las  ganancias  ó  beneficios  obtenidos  in- 
distintamente por  cualquiera  de  los  cónyuges 
durante  él»  (art.  1.392). 

El  Código  dedica  el  cap.  V,  tit.  III,  lib.  IV, 
á  esta  importante  institución,  regulando  la 
materia  en  siete  secciones:  1.^  Disposiciones 
generales  (artfe'.^1.392  á  1.395).  2.'^  Bienes  de  la 
propiedad  de  cada  uno  de  los  cónyuges  (1.39  i 
á  1.100).  S.'^  Bienes  gananciales  (1.401  á  1.407). 
i.^  Cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad  (1.40S 
á  1.411).  5.''*  Administración  de  la  misma  (1.412 
á  1.41G).  e.-"*  Disolución  (1.41T).  7. "^  Liquidación 
de  la  sociedad  (1.418  á  1.431). 

La  sección  2.",  referente  á  los  bienes  de  la 
propiedad  de  cada  uno  de  los  cónyuges,  no  en- 
caja muy  bien  en  el  capitulo,  porque  en  rigor  ; 
no  se  refiere  ala  sociedad  de  gananciales,  sino 
á  la  pertenencia  de  las  arras,  dote  y  parafer- 
nales de  la  mujer  y  del  capital  del  marido. 

Nosotros  no  hemos  de  seguir  servilmente  la 
clasificación  del  Código,  sino  que,  teniéndola 
en  cuenta,  trataremos  de  recoger  los  puntoí 
más  culminantes  ó  dudosos  en  divisiones  es- 
peciales, á  semejanza  de  lo  que  hemos  hecho 
al  tratar  de  la  dote. 

XVH.  —  Casos  en  que  se  obseriia  el  régimen  de 
gananciales. 

El  sistema  de  gananciales  queda  constitui- 
do por  el  consentimiento  expreso  de  los  con- 
trayentes, por  su  voluntad  tácita  y  por  impo- 
sición incontrastable  de  la  ley.  Por  voluntad 
expresa  de  los  interesados,  cuando  le  pactan 
en  las  capitulaciones  matrimoniales  (art.  1.315); 
por  su  aquiescencia  tácita,  cuando  no  acuer- 
dan nada  contrario  á  él,  ya  se  celebre  el  ma- 
trimonio entre  españoles,  ya  entre  español  y 
extranjera  (arts.  1.315  y  1.325),  y  por  imposi- 
cióu  de  la  ley,  cuando  el  menor  á  cuyo  matri- 
monio precede  el  consentimiento  de  las  perso- 
nas que  deben  autorizarlo,  no  obtiene,  sin  em- 
bargo, la  intervención  y  firma  de  las  mismas 
en  las  capitulaciones  matrimoniales,  que  por 
lo  tanto  son  nulas  '  (art.  1.318). 
XVm.— ijíííics  ipie  tienen  el  concepto  de  gananciales. 
Los  adquiridos  por  titulo  oneroso  durante 


i  Asi  entendemos  el  art.  1.318 para  armonizar  sus  tér- 
minos conlos  del  50,  núm.  l.°,que  somete  al  régimen  di 
separación  de  bienes  el  matrimonio  celebrado  sin  el  pre 
vio  consentimiento  ó  consejo  de  las  personas  que  deber, 
otorgarlo. 
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el  matrimonio  á  costa  del  caudal  común  o  por 
la  industria,  sueldo  ó  trabajo  de  los  cónyuges 
ó  dé  cualquiera  de  ellos;  los  frutos,  rentas  ó 
intereses  de  los  bienes  comunes  ó  de  los  pro- 
pios de  cada  uno,  incluso  de  los  parafernales 
(arts.  1.401  y  1.385);  los  frutos,  pensiontfs  ó  in- 
tereses procedentes  de  los  derechos  de  usu- 
fructo ó  pensión  pertcnpciente  á  ixno  de  los 
cónyuges  y  devengados  durante  el  matrimo- 
nio (art.  1.403);  las  expensas  titiles'  hechas  en 
bienes  de  cada  cónyuge  mediante  anticipa- 
ción de  la  sociedad  ó  por  la  industria  de  uno; 
los  edificios  construidos  en  suelo  de  uno  de  los 
esposos  d«rante  el  matrimonio  (art.  1.404);  los 
ganados  pertenecientes  al  marido  ó  á  la  mu- 
jer, en  cuanto  á  las  cabezas  que  excedan  de 
las  que  fueron  aportadas  al  matrimonio  (ar- 
ticulo 1.40Ú);  las  ganancias  obtenidas  en  el 
juego  (art.  1.406),  y  lo  que  los  cónyuges  no 
prueben  pertenecerles  privativamente  (articu- 
lo 1.407  y  ley  203  del  Estilo). 

No  forman  parte  de  los  bienes  gananciales: 
los  aportados  al  matrimonio  como  propios  de 
cada  cónyuge;  los  comprados  ó  adquiridos  con 
dinero  ó  por  derecho  exclusivo  de  uno;  los  ob- 
tenidos durante  el  consorcio  por  titulo  lucra- 
tivo (art.  1.396);  los  donados  ó  dejados  por  tes- 
tamento conjuntamente  á  los  esposos  (artícu- 
los 1.398  y  1.399);  los  vencimientos  de  créditos 
i,  plazo  (arts.  1.400  y  1.402),  y  los  derechos  de 
usufructo  ó  pensión  (arts.  1.400  y  1.403)  '.  La 
legislación  anterior  eximia  también  del  con- 
cepto ganancial  A  los  bienes  castrenses;  pero 
el  Códig'o  suprime,  con  buen  acuerdo,  esta  ex- 
cepción, rindiendo  el  debido  tributo  al  princi- 
pio de  igualdad  ante  la  ley,  incompatible  con 
el  régimen  de  privilegio  á  favor  de  la  clase 
militar. 

XIX. — Cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad  conyugal. 

Determinan  cuáles  son,  los  arts.  1.408  á  1.411 
del  Código  civil,  especificando  en  tal  concepto 
las  deudas  contraídas  por  los  cónyuges  du- 
rante el  matrimonio,  y  auu  antes,  en  el  caso 
del  art.  1.410,  par.  3.";  los  atrasos  y  réditos 
devengados  durante  el  matrimonio  de  obliga- 
ciones á  que  estuviesen  afectos  bienes  conyu- 
gales; las  reparaciones  menores  de  los  bienes 
propios  de  cada  cónyuge  y  las  mayores  y  me- 
nores de  los  gananciales;  el  sostenimiento  de 
la  familia  y  la  educación  de  los  hijos  comunes 


*  -En  Vizcaya  la  sociedad  legal  significa  la  comuni- 
dad completa  de  bienes  cuando  hay  hijos  del  matrimonio. 

En  los  pueblos  de  KxtremaAurn^  donde  se  observa  el 
Fuero  de  Bailio,  se  sujetan  á  partición  como  gananciales 
todos  los  bienes  que  los  cónyuges  llei;an  al  matrimonio  ó 
adquierenpor  cualquiera  rasan. 


y  de  los  legitimos  de  uno  solo  de  los  cónyu- 
ges; lo  donado  ó  prometido  A  los  hijos  para  su 
colocación  ó  carrera;  y  lo  perdido  en  jueg'o 
licito.  De  otras  disposiciones  del  Código  se  in- 
fiere que  en  el  sostenimiento  de  la  familia,  edu- 
cación y  colocación  de  los  liijos  entran:  los  ali- 
mentos naturales  y  civiles  de  los  padres  y  de 
los  hijos  (arts.  114,  142,  143,  155  y  158);  las  do- 
tes de  las  hijas  (art.  1.343);  los  gastos  funera- 
rios cuando  el  difunto  no  hubiera  dejado  bie- 
nes (art.  1.894)^  los  invertidos  en  cosas  des- 
tinadas al  consumo  ordinario  de  la  familia 
(art.  62),  ó  sea  los  diarios  y  usuales  de  la  mis- 
ma aunque  los  haya  realizado  la  mujer  (ar- 
ticulo 1.362);-  los  hechos  también  por  ella  y 
consentidos  por  el  marido  para  la  adquisición 
de  joyas,  muebles  y  objetos  preciosos  (art.  62  y 
ley  de  matrimonio  civil,  art.  51),  y  todos  los 
que  haga  el  marido  como  administrador  de  la 
sociedad  si  no  se  prueba  que  ha  contravenido 
al  Código  ó  se  ha  propuesto  defraudar  A  la 
mujer  (art.  1.413). 

Jí^.—  Derechos  del  marido  y  de  la  mujer  en  los  bienes 
gananciales:  Administración  de  los  mismos  por  uno 
¡j  otra. 

Hablando  de  los  bienes  do  los  cónyuges,  de- 
cía la  ley  7.",  tít.  XI,  Part.  4."'^  «que  el  marido 
debe  ser  señor  é  poderoso  do  todo...  para  go- 
bernar A  sí  mismo  é  á  su  mujer  é  á  su  compa- 
ña, é  para  mantener  é  guardar  el  matrimonio 
bien  é  lealmente».  Con  dificultad  podrá  expre- 
sarse más  concisa  y  elocuentemente  la  auto- 
ridad del  marido  en  lo  que  se  refiere  al  orden 
económico  de  la  familia,  autoridad  que  con- 
servó, respecto  do  los  bienes  g-ananciales,  la 
ley  de  Santa  Maria  de  Nieva,  citada  y  extrac- 
tada bajo  el  núm.  XV;  la  cual  respeta  todos 
los  actos  del  marido,  excepto  aquellos  ejecu- 
tados con  el  desig'nio  de  perjudicar  (damnifi- 
car) A  la  mujer. 

El  Código  civil  permite  que  por  convención 
entre  los  esposos,  no  sea  el  marido  el  que  ad- ' 
ministre  los  bienes  de  la  sociedad  conj'ugal 
(art.  59);  pero  cuando  los  administra,  su  poder 
sobre  los  gananciales  es  tan  grande  hoy  como 
antes  de  la  reforma,  pues  puede  enajenarlos 
y  comprometerlos  á  titulo  oneroso  y  por  actos 
entre  vivos;  salvo  que  proceda  contra  lo  dis- 
puesto en  el  Código  ó  en  fraude  de  la  mujer 
(art.  1.413).  Por  testamento  sólo  puede  dis- 
ponerde  laraitad  délos  gananciales(art  1.414), 
que  es  la  porción  que  en  definitiva  ha  de  co- 
rresponderle  (art.  1.392). 

La  administración  de  los  gananciales  se 
desempeña  por  la  mujer:  cuando  asi  se  pacta 
en  las  capitulaciones  matrimoniales  (art.  59); 
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cuando  sea  nombrada  tutora  de  su  marido  por 
incapacidad  de  éste  (art.  220  en  relación  con  el 
199)y  cuando  el  marido  sea  declarado  pródig-o 
(art.  22;')).  El  Código  no  dice  cuáles  serán  las 
facultades  de  la  mujer  en  todos  estos  casos; 
pero  creemos  que  en  el  primero  dependerán 
de  lo  concordado  eu  las  capitulaciones  matri- 
moniales; y  en  el  de  incapacidad  del  marido 
liabrá  de  atemperarse  á  lo  prevenido  en  los 
arts.  261  y  siguientes.  En  el  de  prodigalidad 
está  prohibida  terminantemente  á  la  mujer 
la  venta  de  los  bienes  conyug-ales  sin  autori- 
zación judicial  (art.  225). 

También  la  coi-responde  la  administración 
por  separación  de  los  bienes  conyugales,  me- 
diante interdicción  civil  del  marido,  por  impe- 
dimento de  éste  para  desempeñarla  y  por  es- 
tar prófug'O  ó  declarado  rebelde  eu  causa  cri- 
minal (art.  1.141).  Eu  todos  estos  casos,  la 
mujer  no  puede,  sin  licencia  judicial,  enajenar 
ni  gravar  los  bienes  objeto  de  la  administra- 
ción (art.  1.141). 

XXl. — Renuncia  de  los  bienes  gananciales.  • 

Puede  renunciarse  á  los  bienes  ganancia- 
les antes  ó  después  del  matrimonio.  Antes, 
porque  los  cónyuges  son  arbitros  de  acordar 
tal  estipulación  eu  las  capitulaciones,  confor- 
me á  lo  prevenido  en  los  arts.  1.315  y  1.319  del 
Código,  y  según  se  infiere  de  la  prohibición 
contenida  eu  el  1.394.  Después  del  matrimo- 
nio, uno  de  los  cónyuges  puede  renunciar  á 
sus  efectos  y  consecuencias  (arts.  1.418,  nii- 
mero  1.°,  y  1.391,  par.  2.°),  que  constituyen 
para  él  derechos  de  los  que  le  es  licito  pres- 
cindir (art.  4.°,  par.  2.").  En  todo  caso,  la  re- 
nuncia debe  formalizarse  en  documento  pii- 
blico  (arts.  1.280,  niim.  4.",  y  1.394,  par.  2.°) 

Por  regla  general,  está  prohibida  la  renun- 
cia de  los  gauancialcs  diu-ante  el  matrimonio 
(1.394),  por  estarlo  las  donaciones  entre  cón- 
yuges (art.  1.334).  Sin  embargo,  en  el  caso  de 
separación  judicial,  hállase  permitida  á  un 
cónyuge  la  renuncia  de  los  gananciales  (ar- 
ticulo 1.394),  porque  entonces  queda  disuelta 
la  sociedad  (art.  1.434)  y  es  lícito  repudiar  sus 
consecuencias  y  efectos  (art.  1.418). 

Cuando  uno  de  los  cónyuges  renuncia  los 
gananciales,  .sus  acreedores  tienen  la  facultad 
de  aceptarlos  en  cuanto  baste  á  cubrir  el  im- 
porte de  sus  créditos  y  para  evitar  insolven- 
cias fraudulentas  (arts.  1.001,  1.394,  par.  2.°,  y 
1.418,  inciso  último). 

La  ley  60  de  Toro  (9.-%  tit.  IV,  lib.  X,  Noví- 
sima Recop.),  eximia  á  la  mujer  que  renun- 
ciaba los  gananciales  de  pagar  las  deudas 


contraídas  por  el  marido  durante  el  matrimo- 
nio. Hoy  todos  los  bienes  que  enumera  como 
gananciales  el  art.  1.401,  están  sujetos  á  ellas 
con  la  sola  excepción  establecida  en  los  artícu- 
1.386  y  1.413,  párr.  2." 

X3LXI. — Disolución  y  liquidación  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

Tres  causas  distintas  motivan  la  disolución 
de  la  sociedad:  la  nulidad  del  matrimonio,  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges  y  la  separa- 
ción de  bienes.  La  nulidad  del  matrimonio  pro- 
duce los  mismos  efectos  que  la  disolución  por 
muerte  (arts.  72  y  1.417),  y  como  ésta  disuel- 
ve el  matrimonio  válmamente  contfaido  (ar- 
ticulo 52),  disuelve  también  la  sociedad  de  ga- 
nanciales que  haya  sido  su  consecuencia  '. 

La  separación  de  bienes  tiene  lugar:  en  caso 
de  haberse  celebrado  el  matrimonio  siu  que 
preceda  consentimiento  ó  consejo  (art.  .50,  re- 
gla 1.*);  en  el  de  divorcio  (arts.  73,  núm.  4.", 
y  1.436);  en  el  de  haberse  condenado  á  uno  de 
los  cónyuges  á  la  pena  de  interdicción  civil 
(art.  1.433)  y  eu  el  de  ausencia  (arts.  188,  193 
y  1.436). 

En  todos  los  casos  de  disolución  de  la  socie- 
dad de  gananciales,  se  liquidan  éstos  por  las 
mismas  reglas  (arts.  1.418  á  1.431  y  1.434). 
Empieza  por  formarse  el  inventario  de  todos 
los  bienes  de  los  cónyuges,  comprendiendo  en 
él,  para  colacionarlos,  las  dotes  de  las  hijas, 
las  deudas,  obligaciones  y  costas  que  se  ha- 
yan jjagado  por  la  sociedad,  y  deban  rebajar- 
se del  caudal  de  uno  solo  de  sus  miembros,  el 
importe  del  luto  de  la  viuda,  caso  de  que  el 
matrimonio  se  haya  disuelto  por  muerte  del 
marido,  y  el  de  las  donaciones  y  enajenacio  - 
nes  ilegales  ó  fraudulentas  de  los  gananciales 
hechas  por  él  (arts.  1.366,  1.377,  1.413,  1.419  y 
1.427  del  Cód.  civil).  No  se  incluyen  en  el  in- 
ventario ni  el  lecho  de  los  esposos  ni  las  ropas 
y  vestidos  de  su  uso  (arts.  1.374  y  1.420).  Asi 
formado  el  inventario,  se  paga  la  dote  de  la 
mujer  y  los  parafernales  cuya  administración 
ésta  no  se  hubiere  reservado  (arts.  1.366  y  si- 
guieutes,  1.391  y  1.422);  después  las  deudas, 
cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad  conyu- 
g'al,  que  son  las  que  dejamos  especificadas 
bajo  el  nüra.  XIX;  y  por  liltimo,  el  capital  del 
marido  hasta  donde  alcauce  el  caudal  inven- 
tariado (art.  1.423).  El  remanente,  si  alg'o 
queda,  constituirá  el  haber  de  la  sociedad  de 
gananciales  (art.  1.424),  que  ha  de  dividirse. 


*  En  Aragón  suele  continuar  la  sociedad  de  ganaTi- 
dales f  después  de  muerto  uno  de  los  cónyugeSj  con  los  he- 
rederos del  otro. 


BIENES  DE  LA  SOC.  CONYUGAL.  (Jurinp...  Dótales.) 


151 


por  mitad  entre  marido  y  mujer,  ó  sus  here- 
deros (arts.  1.392  y  1.426).  Cuando  queda  di- 
suelto el  matrimonio,  hasta  que  se  han  hecho 
las  deducciones  correspondientes  del  capital 
Inventariado  y  arroja  éste  un  líquido  partible 
entre  los  esposos,  no  hay,  en  rigor,  ganancia- 
les ni  pueden  adjudicarse,  gravarse  ni  hipo- 
tecarse bienes  en  tal  concepto.  (T.  S.,  senten- 
cia 26  Mayo  1887,  y  otras  que  insertamos  eu 
la  Jurisprudencia.) 

XXLIII. — rCrdida  de.  los  gananciales  por  uno  délos 
cónyuges. 

La  ley  de  Santa  María  de  Nieva,  5.*,  titu- 
lo IV,  lib.  X,  Nov.  Kecop.,  privaba  de  su  parte 
de  gananciales  á  la  viuda  que  viviera  desho- 
nestamente. Las  aplicaciones  de  esta  disposi- 
ción han  ocasionado  pleitos  verg-onzosos,  pro- 
movidos pf)r  la  codicia  y  sostenidos  á  costa 
del  honor  de  las  familias.  Por  eso  el  Código, 
con  buen  acuerdo,  uo  ha  reproducido  el  pre- 
cepto, formulando  otros  en  que  impone  la  pér- 
dida de  los  gananciales.  Priva  de  ellos  el  le- 
gislador al  cónyuge  que  hubiere  contraído  de 
mala  fe  matrimonio  declarado  nulo  (art.  72);  á 
la  mujer  cuyos  bienes  se  hayan  separado  de 
los  del  marido  á  instancia  de  éste  (art.  1.435), 
y  al  marido  cuyos  bienes  se  hayan  separado 
de  los  de  la  mujer  por  habérsele  aplicado  la 
pena  de  interdicción  civil  (art.  1.436).  En  es- 
tos dos  últiuaos  casos  la  pérdida  se  limita  á  los 
gananciales  ulteriores  á  la  separación. 

Jurisprudencia  del  T.  S.  sobre  bienes  dótales. 

«5  Mov.  y  »  nlc.  IA04:  «.t  Abril  IM«0  y  1.°  Mar- 
zo I  !SB3.  Frutos  de  los  bienes  dof ales  y  parafernales: 
í'leitos  sostenidos  durante  el  matrimonio. 

Todos  los  productos  de  bienes  que  la  mujer  aporta 
al  matrimonio,  eu  cualquier  concepto,  ya  como  do- 
tales,  ya  como  parafernales,  aunque  retenga  su  ad- 
ministración ó  no  se  la  entregue  señaladamente  á, 
su  marido,  están  como  los  de  éste  destinados  á  la 
subsistencia  de  los  cónyuges  y  A  levantar  las  cargas 
matrimoniales  con  inclusión  de  los  pleitos  que  se 
susciten  durante  la  sociedad  conyugal,  cuy_os_  gas- 
tos no  constitujen  una  deuda  personal  ó  individual 
del  marido  ni  de  la  mujer  y  sí  una  de  sus  comunes 
obligaciones.  (T.  S.,  Sents.  9  Diciembre  1864,  25  No- 
viembre id.,  23  Abril  isee  y  1."  Marzo  1867.) 

lO  Junio  IA3I.  etc.  Prelación  de  aportaciones  de 
la  mujer:  Hipoteca  legal  *. 

Según  la  ley  17,  tit.  XI,  Part.  4.»  y  la  doctrina  ad- 
mitida i)or  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  la 
mujer,  por  los  liienes  que  ajprta  al  matrimonio,  tie- 
ne bipoteca  legal  en  los  de  su  marido,  siempre  que 
conste  su  entrega. 

No  es,  por  t.anto,  la  mujer  por  dicho  concepto  un 
acreedor  común,  sino  acreedor  hipotecario  legal,  y 
debe  graduarse  como  tal  su  crédito,  infringiéndose 
dicha  ley  eu  otro  caso,  supuesta  la  prueVía  de  la 
aportación.  (Sent.  10  Jimio  18',  /.— Xúm.  177  de  la  C.  L.) 

— La  misma  hipoteca  sancionan  las  leyes  23  y  13.3 
del  propio  titulo  y  Partida.  (Sent.  20  Mayo  1873.) 

Restitución  de  dote  en  Ca- 
Si  bien  por  las  Constituciones  de  Cataluña  tiene 
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*  Esta  antigua  hipoteca  sólo  subsiste  para  las  mitjeres 
casadas  antes  del  año  1863,  según  dejamos  dicho  bajo  el 
niimero  VI. 


la  mujer,  en  caso  de  ser  ejecrítadf»s  los  bienes  del 
marido,  el  derecho  de  elegir  los  muebles  ó  inmuebles 
suficientes  A  cuV)rir  su  dote,  es  necesario  para  que 
pueda  usarlo,  que  no  haya  firmado  la  obligación  por 
que  se  ha  procedido  ejecutivamente.  (Sent.  15  No- 
viembre 1871.) 

SO  Marzo  if493.  Enajenación  de  bienes  hipotecados 
d  seguridad  de  dote. 

Atendido  lo  dispuesto  en  los  arts.  82,  83,  164  y  189 
de  la  ley  hipotecaria,  los  bienes  hijiotecados  por  el 
marido  A  la  seguridad  de  dote,  lo  mismo  que  en  el 
caso  de  hipoteca  voluntaria,  no  pxieden  enajenarse 
sino  subsistiendo  la  hipoteca,  ni  cancelarse  ésta,  k 
no  consentir  la  mujer  ó  en  virtud  de  ejecutoria  en 
juicio  ordiuario.  No  procede,  por  tanto,  la  cancela- 
ción, por  razón  de  ejecución  y  embargo  judicial  de 
dichos  bienes,  ni  con  reservas  de  su  derecho  á  la  mu- 
jer   ni  á  condición  de  qvie  el  marido  hipoteque 

los  primeros  bienes  que  adquiera.  (T.  S.,  Sent.  SO  Mar- 
zo 1873.) 

26  Marzo  IA33.  Bienes  dótales  ó  parafernales:  Res- 
ponsabilidad de  los  frutos  á  las  deudas  del  matrimonio: 
Fuero  de  Aragón. 

La  sentencia  qwe  no  declara  sujetos  al  concurso 
de  tm  marido  los  bienes  propios  de  su  mujer,  sino  los 
frutos  de  ellos,  cuyos  friitos  corresponden  al  marido 
como  administrador  de  la  sociedad  conyugal,  no  in- 
fringe el  principio  de  derecho  aragonés  Standuiii  esl 
Chartce,  ni  la  observancia  Z>e /?<Ze  instrumentorum,  toda 
vez  que  las  deiidas  se  hayan  contraído  durante  el 
matrimonio  y  en  provecho  de  la  sociedad  conyugal. 

No  es  aplicable  k  dicho  caso  la  sentencia  del  T.  S. 
de  27  de  Septiembre  de  1837.  sobre  que  los  bienes  de 
los  cóny\iges  y  sus  frutos  no  son  responsables  k  las 
obligaciones  personales  del  marido.  (Sent.  26  Mar- 
zo 1873.) 

SO  Mayo  IS33.  La  mujer  acreedora  de  dominio  por 
sus  bienes  dótales,  arras,  etc.:  Anotación  en  el  Registro 
de  comercio. 

Cuando  la  Sala  sentenciadora,  con  presencia  de  la 
prxieba  de  testigos  y  de  los  documentos  que  justifi- 
can la  promesa  de  la  dote,  la  entreg.a  de  ésta  y  la 
obligación  de  las  arras,  así  como  la  certeza  y  entre- 
ga de  los  bienes  parafernales,  aprecia  en  uso  de  sus 
facultades  que  el  marido  reclinó  efectiv,anaente  la 
dote  y  paraferna  y  que  hizo  la  promesa  de  arras,  no 
infriugelaley23,  tit.  XIII,  Part.  5.»,  ni  la  17,  tit.  XI, 
Part.  4.'^,  declarando  á  la  mujer  acreedora  de  domi- 
nio ó  hipotecaria  respectivamente. 

La  falta  de  anotación  de  los  créditos  dótales  en  el 
Registro  de  comercio,  no  puede  perjudicar  k  la  mu- 
jer, y  la  sentencia  que  así  lo  estima  no  quebranta 
los  arts.  21,  22,  Zi,  27,  1.114  v  1.116  del  Cód.  de  Comercio, 
y  las  reglas  ISy  29,  t  ít.  XXXI V,  Part.  7.»  iT.  S.,  Sent.  20 
Mayo  1873.) 

<■  níovlenibrc  lítíB.  Recursos  de  la  mujer  contra 
la  mala  administración  de  la  dote  por  su  marido:  Senten- 
cia incongruente. 

Dejada  al  marido  la  elección  de  uno  de  los  tres  me- 
dios que  pueden  adoptarse  para  asegurar  los  bienes 
dótales,  la  sentencia  que  le  condena  k  entregar  és- 
tos, infringe  la  ley  29,  tit.  XI,  Part.  4.»,  y  las  refe- 
rentes k  la  congruencia  de  lo  sentenciado  con  lo  pe- 
dido, como  lo  son  la  26,  tit.  XXII,  Part.  3.»,  según  la 
cual  «debe  el  juzgador  dar  el  juicio  en  la  manera 
que  fué  puesta  la  demanda»,  y  el  espíritu  de  la  24, 
tit.  Xi,  Part.  .5.",  conforme  k  la  que,  las  obligaciones 
disyuntivas  se  solventan  por  el  obligado,  cumplien- 
do una  de  ellas  «cualesquiera  ó  non  más».  (Sent.  21 
Noviembre  1876.) 

— El  derecho  de  pedir  la  restitución  de  la  dote  ó  su 
garantía  ó  su  depósito  cuando  el  marido  es  jugador, 
administra  mal  y  viene  k  pobreza,  sancionado  en 
dicha  ley  29,  tit.  XI,  Part.  4."  y  en  el  art.  187  de  la  hi- 
potecaria, no  piiede  menos  de  prosperar  cuando  la 
Sala  sentenciadora  aprecia  sin  error  de  hecho  ni  de 
derecho,  que  el  marido  malbarata  los  bienes  dota- 
Íes  '.  (Sent.  2  Junio  1887.— Gac.  11  Septiembre.) 

O  Julio  IB9».  Diferencia  entre  la  demanda  de  resti- 
tución de  dote  y  la  de  preferencia. 

Cuando  la  demanda  no  se  dirige  contra  el  marido 
para  la  restitución  de  la  doto  y  entrega  de  bienes 


1  El  Cód.  ciril,  en  caso  de  prodigalidad  del  marido  en- 
trega la  administración  de  la  dote  á  la  mujer  (arts.  225, 
1.365,  ntim.  2.",  y  1.443). 
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parafernales  siuu  ]»ara  ijue  se  declare  su  preferencia 
sobre  el  crédito  qxie  reclama  un  tercero,  no  son  apli- 
cables la  ley  14,  tit.  XI,  Part.  o.**,  que  establece  el 
principio  de  que  lo  prometido  á  día  cierto  ó  bajo 
crmdirión  no  haj'  obligación  de  cviniplirlo  hasta  que 
llegue  el  dia  ó  tenga  lugar  la  condición;  ni  tampoco 
la  29,  tít.  XI,  Part.  4.*^,  sobre  que  la  mujer  pueda  exi- 
gir del  marido  s\\  dote  en  caso  de  dilapidacióji.  (Sa- 
la I.*",  Sent.  9  Julio  1S79.— Goc.  13  Agosto,  p.  S7.) 

9  Enero  IN90  Pérdida  de  la  dote  en  favor  del  ?na- 
ridopor  adulterio  déla  mujer. 

D.Francisco  Mendoza,  acreditando  que  su  esposa 
doña  Teresa  García  fué  condenada  en  causa  crimi- 
nal como  reo  de  adulterio,  y  separada  de  sn  marido 
por  sentencia  de  divorcio,  dictada  en  consideración 
á  ese  delito,  entabló  demanda  contra  su  esposa  para 
que  se  declarase  que  habia  perdido  hi  dote  que  apor- 
tó al  matrimonio  en  favor  del  actor,  por  causa  de  la 
mencionada  infidelidad;  invocando  en  apoyo  de  su 
pretensión  la  ley  '2'^,  tit.  XI,  Part.  4.*',  según  la  cual 
gana  el  marido  la  dote  que  da  su  mtijer  jior  yerro  que 
face  ésta  faciendo  adulterio.  Imputada  la  deman- 
da y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  recayó 
en  ambas  sentencia  absolviendo  de  ella  á  la  deman- 
dada. D.  Francisco  Mendoza  interpuso  recurso  de 
casación  por  baberse  infringid  o  en  su  concepto  dicha 
ley;  y  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  la  ley  15,  tit.  XVII,  Part.  7.^, 
castigaba  el  delito  de  adulterio  de  la  mujer,  además 
de  otras  penas,  con  la  de  la  pérdida  de  su  dote  y 
arras  á,  favor  del  marido,  y  que  derogada  esta  ley 
-por  el  Cód.  penal,  derogada  debe  entenderse  también 
la  23,  tít.  XI,  Part.  4.*,  en  la  parte  en  que  menciona 
y  reiiroduce  aquella  pena  como  efecto  de  tal  delito, 
ya  porque  la  derogación  de  una  ley  lleva  consigo  la 
de  todo  el  derecho  anterior  sobre  igual  materia  en 
lo  favorable,  j'a  porque  no  cabe  dentro  de  ninguna 
de  las  esferas  del  procedimiento  la  imposición  de 
una  pena  criminal  abolida 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina 
legal  invocada,  de  que  las  leyes  en  el  orden  puramen- 
te civil  no  tienen  efecto  retroactivo,  porqiie  la  1.5,  tí- 
tulo XVII,  Part.  7.",  de  cuj-a  influencia  y  consecuen- 
cias se  trata,  por  virtud  de  su  derogación,  era  esen- 
cialmente criminal ' »  'Sala  1.",  sent.  7  Enero  1880. 

Gac.  8  Ftbrero,  p.  38.) 

3  Febrero  iSWO.  Transación  Jiecha  por  el  marido 
sobre  bienes  dótales  de  la  mi/jer. 

Si  bien  es  cierto  que  la  transacción  es  una  verda- 
dera enajenación  de  derechos,  y  por  lo  tanto  sólo 
pixeden  otorgarla  los  propietarios  de  los  bienes  sobre 
que  recae,  es  válida  la  ejecutada  por  el  marido  sin 
intervención  de  la  mujer,  en  los  bienes  dótales  que 
no  ha  recibido  en  dominio  de  la  misma,  si  la  mujer 
aparece  que  asintió  al  pacto  pagando  alguuas  can- 
tidades en  consecuencia  de  él.  después  de  muerto  su 
esposo;  y  la  sentencia  que  asi  lo  declara  no  infringe 
los  arts.  IhH  y  1(59,  núms.  1.**  y  2.°  de  la  ley  hipoteca- 
ria, y  las  leyes  7.«  y  18,  tit.  XI,  Part.  4.''  iSala  I.-',  sen- 
tencia 3  Febrero  1880.— Gitc.  23  Jíarzo,  p.  64  ^.) 

15  Enero  lit^3.  Destino  de  los  bienes  dótales  d  levan- 
tar las  cargas  de  la  social  conyugal. 

«Según  las  leyes  7.^  y  18,  tít.  XI  de  la  Part.  4.^,  y 
las  demás  por  que  se  rige  esta  materia,  aunque  el 
niarido  no  puede  enajenar  ni  gravar  la  dote  inesti- 
mada, puede  disponer  de  los  frutos  de  la  misma  du- 
rante el  matrimonio  para  sostener  las  cargas  de  la 
sociedad  conyugal;  y  deben  reputarse  cargas  de  la 
sociedad  conyugal  á  cuyo  pago  están  afectos  los 
friitos  de  los  bienes  de  la  dote  de  la  mitjer.  ya  sea  es- 
timada ó  inestimada,  las  deudas  que  contrae  el  ma- 
rido durante  el  matrimonio,  aunque  lo  verifique  por 
si  solo  sin  el  consentimiento  de  su  mujer,  mientras 
no  se  pruebe  que  procedió  con  dolo  ó  que  se  invir- 
tieron en  cubrir  obligaciones  personales  del  mismo 
marido  independientes  de  dicha  sociedad  '.« (Sent.  15 
Enero  1883.— Gacs.  de  la  Sala  1.^,  i.  II,  p.  52.) 

19  Vlayo  i«4S3.  Derecho  foral  de  Aragón  respecto  á 
la  administración  y  responsahilid ad  de  los  bienes  dótales. 

Los  pactos  pueden  alterarlas  observancias  de  Ara- 


1  El  art.  73  del  Cód.  civil  tampoco  asigna  al  divorcio 
el  efecto  de  que  la  mujer  cul})able  pierda  la  propiedad  de 
la  dote,  aun  cuando  la  sentencia  se  pronuncie  por  causa 
de  adulterio. 

2  léase  el  art.  l.Síl  del  Cód,  civil. 

^  Lo  mismo  se  deduce  de  los  arts.  60,  1.357  y  1.36¡£  del 
Cód.  civiL 


gón  <Ke  vir  sine  Uj:ore,  i.*  de  rerum  amortarum  y  -33  de 
jure  dotium»y  según  las  que  el  marido  es  dueño  y  ad- 
ministrador de  los  bienes,  créditos  y  derechos  del 
matrimonio,  con  facultad  de  disponer  libremente  de 
ellos;  y  por  lo  tanto  cabe  que  tales  pactos  impidan 
q\Te  los  bienes  de  la  mujer  esténsujetos  álasdeudas 
del  marido  contraidas  antes  del  matrimonio.  (Sen- 
ten  17  Mayo  1883.- Gac«.  de  la  Sala  /.",  t.  II,  p.  207.) 

9  Junio  flA^3.    3Iá8  sobre  el  destino  de  las  rentas  de 

los  bienes  dótales,  etc. 

•Las  deudas  que  contrae  el  marido  constante  el 
matrimonio  para  y  en  el  ejercicio  de  su  industria  ó 
profesión,  con  lo  cual  contribuye  al  sostenimiento 
de  la  familia,  no  pueden  considerarse  como  persona- 
les y  privativas  suyas,  ni  exceptuarse  por  consi- 
giiiente  de  su  pago  con  los  productos  ó  rentas  de  los 
bienes  propios  de  la  mujer,  que  responden  como  loa 
del  marido  al  sostenimiento  de  las  cargas  del  matri- 
monio.» (Sent.  9  Junio  l>í!>3. — Gacs.  de  la  Sala  /.",  /.  //, 
pág.  243.) 

80  j^eptiembre  1SS5.  Validez  de  la  venta  de  la  dote 
estimada  hecha  j^tor  el  marido.  Prescripción  de  dominio. 

Por  escritura  de  26  de  noviembre  de  1852  los  cón- 
yuges D.  Vicente  Llido  y  su  esposa  entregaron  á,  su 
yerno  D.  Vicente  Llorca  diferentes  bi^es  y  ropas 
en  concepto  de  dote  que  constituían  á  favor  de  su 
hija  Vicenta,  expresando  determinadamente  el  va- 
lor que  los  asignaban.  Permutados  por  otros  algu- 
nos de  esos  bienes,  fueron  enajenados  los  adquiridos 
en  equivalencia,  á  diferentes  personas,  contra  las 
cuales  interpusieron  demanda  muchos  años  después 
las  hijas  de  Llorca,  alegando  que  la  dote  fué  inesti- 
mada, que  su  padre  no  XJ^ido  enajenarla  y  pidiendo 
que  se  condenara  á,  los  demandados  á  restituir  los 
bienes  que  la  constituían.  Opuesta  por  los  demanda- 
dos la  excepción  de  que  la  dote  fué  estimada  y  que- 
dó el  marido  señor  de  ella,  y  la  de  prescripción,  la 
Audiencia  de  Valencia  declaró  nulas  las  enajenacio- 
nes y  dictó  sentencia  condenatoria,  contra  la  cual 
interpusieron  aquéllos  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  las  leyes  16,  7.*  y  26,  tít.  XI,  Part.  4.*,  so- 
bre dotes,  y  de  la  18,  tit.  XXIX,  Part.  'd.^,  sobre  pres- 
cripción. El  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 

*Cousiderando  que  la  escritura  de  26  de  Noviembre 
de  ]852  acredita  que  la  entrega  de  bienes  por  Vicen- 
te Llido  y  su  consorte  Vicenta  Palmer  á  su  futuro 
yerno  Vicente  Llorca  lo  fué  con  expresión  del  valor 
relativo  de  cada  cosa,  demostrando  con  ello  que  la 
dote  que  se  constituía  á  Vicenta  Llido  era  apreciada 
ó  estimada,  puesto  qiie  los  donantes  se  espresaron 
en  los  mismos  términos  que  prescribe  la  ley  16,  titu- 
lo XI,  Part,  4.^,  y  en  tal  concepto,  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Valencia  al  dictar  la  sentencia 
recurrida  ha  contrariado  la  voluntad  de  los  otorgan- 
tes de  la  escritura  é  infringido  la  ley  indicada  y  ci- 
tada en  primer  término  por  los  recurrentes: 

Considerando  que  por  lo  expuesto  y  conforme  ala 
ley  7.*,  tít.  XI,  Part.  4.*^,  también  citada  en  el  recur- 
so, el  marido  puede  vender  la  dote  estimada  qiiedan- 
do  obligado  á  la  restitución  de  su  valor,  3*  en  su  con- 
secuencia la  demanda  de  los  recurridos  ejercitando 
la  acción  de  nulidad  de  las  ventas  y  la  reivindica- 
toría de  las  fincas,  carece  de  base  y  no  debió  pros- 
perar: 

Considerando  además  que  es  procedente  la  excep- 
ción de  prescripción  alegada  por  los  recurrentes, 
qiie  con  titulo  inscrito,  buena  fe  y  posesión  conti- 
nuada por  el  tiempo  legal,  disfrutan  lo  que  se  les  re- 
clama '.»  (Sala  l.*^,  sent.  29  Septiembre  1885.— Gac.  24 
Enero  1886.) 

19  Abril  l^Se.  Domlítio  de  la  mujer  sobre  la  dote 
inesti7nada. 

Las  leyes  7.*  y  18,  tít.  XI,  Part.  4.";  1.*,  tít.  IX,  Par- 
tida d.^;  11,  tit.  IV,  lib.  III  del  Fuero  Real  y  2.=*,  títu- 
lo I,  lib.  X  de  la  Xov.  Recop.,  no  contradicen  sino 
que  corroboran  el  principio  fundamental  de  que  el 
dominio  de  la  dote  inestimada  corresponde  á  la  mu- 
jer, y  por  consecuencia  también  el  precio  obtenido 
en  virtud  de  la  venta  de  una  finca  dotal -.  ,Sala  1.", 
sent.  17  Abril  1886.— Gac.  5  Agosto,  p.  51.) 


1  Hoy  subsiste  la  misma  diferencia  entre  dote  estimada 
é  inestimada^  pero  cuando  no  se  determina  la  calidad  se 
considei-a  inestimada  (Cód.,  art.  1.34S). 

2  Esta  misma  doctrina  proclaman  los  arte.  1.346  y 
1.360  del  Cód.  civil. 
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tO  .%brll  IMS9.  Califlcación  de  una  dote  como  esti- 
iiiaihi  }/  consifitiiente  eficacia  de  los  pagos  de  la  misma,  he- 
chos al  marido. 

Doña  Cándida  Valledor  aportó  A  su  matrimonio 
con  í>.  E\isel)io  Cotarelo  50.000  pesetas,  parte  en  cré- 
ditos, de  cu>'»  realización  se  encargó  el  padre  del 
novio,  1».  Pedro  Cotarelo,  á  quien  se  entregó  el  haber 
dotal...  A  cuenta  del  mismo,  D.  Kusebio  recibió  las 
cantidades  correspondientes  de  su  padre  D.  Pedro, 
al  cual  demandó  después  en  representación  de  doña 
Cándida  y  para  que  se  le  condenara  á  reintegrar  á 
ésta  el  importe  de  los  créditos  cobrados  como  repre- 
sentante de  ella.  En  defínitiva  fué  estimada  la  de- 
manda; pero  elT.  S.  casó  y  anuló  tal  sentencia,  con- 
siderando que  doña  Cándida  no  retuvo  ni  se  reservó 
el  señorío  de  la  aportación,  conforme  á  la  ley  17,  ti- 
tulo XI,  Part.  4.®:  que  se  trata  de  una  dote  estimada 
cuyo  dominio  corresponde  al  marido  conforme  á  la 
ley  7.*^,  y  que,  por  lo  tanto,  los  pagos  hechos  al  mis- 
mo son  eficaces  sin  intervención  de  la  mujer.  (Sen- 
tencia 20  Abril  1889.— Gacs.  5  y  7  Julio.) 

tO  Febrero  iftOO.  Dote  entregada:  La  entrega  de 
dote  es  cuestiv7i  de  jntro  hecho. 

La  entrega  de  la  dote  es  un  punto  de  hecho  sujeto 
á  la  apreciación  del  Tribunal  sentenciador;  aprecia- 
ción qxxe  sólo  puede  combatirse  útilmente  e'Q  la  for- 
ma establecida  eu  el  uúm.  7.°  del  art.  1.692  de  la  ley 
de  Enj.  civil.  Consiguientemente,  si  la  Sala,  apre- 
ciando las  pruebas,  declara  que  sólo  existió  una  sim- 
ple escritura  de  promesa  de  dote  y  otra  de  confesión 
del  marido  de  haberla  recibido,  otorgada  constante 
el  matrimtmio,  al  uo  dar  lugar  á  la  preferencia  in- 
vocarla por  la  mujer,  partiendo  del  supxiesto  de  la 
entrega,  y  fundada  eu  la  ley  33,  tit.  XIII,  Part  5."-, 
aplicable  por  entero  á  las  mujeres  casadas  antes  de 
1863,  conforme  al  art.  3.54  de  la  ley  hipotecaria,  no  in- 
fringe ninguno  de  estos  preceptos.  (Sent,  10  Febrero 
1890.— Gac.  26'  Junio,  p.  15«.) 

IS  EVoiioinhre  If^OO.  Antigua  hipoteca  d  favor  de 
la  mujer:  Dote  confesada. 

La  hipoteca  general  tácita  estaltlecida  por  la  an- 
tigua legislación  á  favor  de  la  mujer  sobre  los  bie- 
nes de  su  marido  y  en  garantía  de  la  dote,  no  se  ex- 
tiende ni  puede  extenderse  á  los  pertenecientes  al 
marido  hijjotecados  con  anterioridad  al  matrimonio 
á  favor  de  un  tercero. — La  simple  escritura  de  dote 
confesada  sólo  perjudica  al  marido,  pero  no  á  terce- 
ras personas.  (Sent.  12  Noviembre  1890. — Gac.  13  Di- 
ciembre^ p.  346-7 

Jurisprudencia  de  la  Dir.  gen.  de  los  Registros  civil 
y  de  la  Prop.  y  del  Not.  sobre  bienes  dótales. 

Renol.  562  Keptienihre  IA39>.  Dote  consistente  en 
c redi f os  liijiot.ecarios.  Requisitos  ptira  su  cotjro  por  el  ma- 
rido  u  otorgamiento  de  escritura  de  cancelación,  siendo 
menor  la  mujer. 

Habiendo  sido  requerido  D.  Julio  Durqui,  como 
marido  de  doña  Aurora  López,  para  recibir  el  impor- 
te de  unos  créditos,  con  expediente  instruido  confor- 
me A  la  K.  O.  de  28  de  Agosto  de  1876,  cobró  y  otorgó 
escritura  de  carta  de  pago  y  cancelación;  pero  pre- 
sentada ésta  en  el  Registro  fué  suspendida  su  ins- 
cripción por  no  haber  sido  otorgada  por  la  mujer 
con  su  curador  ad  bona  y  con  permiso  y  asistencia  de 
su  esposo. 

Promovido  espediente  giibernativo  contra  la  ne- 
gativa, fué  confirmada  en  última  alzada  por  la  Di- 
rección, que  declaró  no  inscribible  la  referida  carta 
de  pago  y  cancelación. 

Los  fundamentos  de  esta  resolución,  con  vista  del 
art.  4.T  de  la  ley  de  matrimonio  civil,  188  de  la  hipote- 
caria y  R.  O.  de  28  de  Agosto  de  1876,  son: 

»Que  los  actos  ó  contratos  eu  virtud  de  los  cuales 
se  extinguen  ó  cancelan  derechos  reales  inscritos 
importan  t.into  como  una  verdader»   enajenación... 

Que  entre  las  facultades  de  los  administradores  y 
de  los  usufructuarios  no  está  comprendida  la  de 
enajenar  bienes  raíces  y  derechos  reales  de  las  per- 
sonas cuyos  bienes  administran  ó  usufructúan: 

Que  es  indiadaV^le  que  el  marido,  por  más  que  sea 
el  representante  y  administrador  legítimo  de  la  per- 
sona y  bienes  de  la  mujer  casada,  y  pueda  ejercer 
tal  facultad  sin  limitación  alguna  desde  que  es  ma- 
yor de  dieciocho  años,  y  al  propio  tiempo,  de  con- 
formidad con  otras  disposiciones,  tenga,  por  lo  que 
xespecta  á  la   dote  ine.-ítimada,  el   carácter  de  usu- 


fructuario, la  verdad  es  que  ni  lo  uno  ni  lo  otro  le 
autoriza  á  ejercer  actos  de  dominio  ': 

Que  no  obsta  á  los  fundamentos  anteriormente 
espuestos  el  que  dicho  interesado  haya  aciidido  á  la 
autoridad  judicial  para  conseguir  y  obtener  la  co- 
rrespondiente licencia,  y  que  ésta  le  haya  sido  con- 
cedida; pues  para  que  semejantes  actos  sean  válidos 
y  produzcan  s\is  natiirales  efectos,  es  iudisiíens.able 
qiie  se  ciñan  á  lo  que  las  leyes  prescriben,  que  en  el 
caso  del  expediente  y  supuesto  el  concepto  dotal  de 
los  créditos,  no  son  otras  sino  las  disposiciones  de 
la  ley  hipotecaria,  y  con  especialidad  el  art.  188  de 
la  misma: 

Y,  finalmente,  que  no  habiendo  sido  otorgada  la 
escritura  de  cancelación,  origen  del  presente  recur- 
so, eu  nombre  y  con  consentimiento  expreso  de  am- 
bos cónyuges,  ni  solicitada  y  concedida  la  autoriza- 
ción judicial  en  la  forma  que  determina  el  repetido 
art.  188  de  la  ley  hipotecaria,  sino  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  la  R.  O.  de  2y  de  Agosto  de  1S76, 
dictada  para  la  enajenación  de  los  bienes  de  los  hi- 
jos no  emancipados,  es  improcedente  su  inscripción 
mientras  tales  defectos  nu  se  subsanen; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la 
providencia  apelada,  declarando  en  su  lugar  que  no 
procede  inscribir  en  los  libros  del  Registro  la  escri- 
tura de  carta  de  pago  y  cancelación  otorgada  por 
D.  Julio  Derqui  Campos  de  los  dos  créditos  hipote- 
carios á  que  la  misma  se  contrae.»  (Resol. 22  Septiem- 
bre 1879.) 

Reí«ol.  flO  niovionihre  l^Afii.  Venta  de  bienes  cons- 
tituidos en  dote  inestimada. 

Doña  Dolores  García  Briz,  previa  licencia  marital, 
adjudicó  á  un  tercero,  en  pago  de  cierto  crédito,  bie- 
nes pertenecientes  á  la  dote  inestimada  de  la  otor- 
gante, inscritos  con  tal  carácter,  formalizando  Ir- 
cesión  ^lor  escritura  pública.  El  registrador  denegó 
la  inscripción  de  este  titulo  por  no  haberse  hecho  la 
transmisión  en  nombre  y  con  consentimiento  ex- 
preso de  ambos  cónyuges,  de  acuerdo  con  lo  preve- 
nido en  los  arts.  1S!S  y  191  de  la  ley  hipotecaria.  Im- 
pugnada gubernativamente  esta  calificación,  es  con- 
firmada por  la  Dirección  general,  considerando: 
Que  la  escritura  no  llena  las  exigencias  de  dicho 
art.  188,  piies  la  autorización  y  licencia  del  marido 
que  se  exige,  por  regla  general,  á  todo  contrato  ce- 
lebrado por  la  mujer,  no  crixiivale  al  otorgamiento 
á  nombre  y  con  consentimiento  expreso  de  ambos 
cónyuges,  lo  cual  significa  que  do  los  deberes  resul- 
tantes de  la  venta  de  bienes  dótales  inestimados 
han  de  ser  responsables  por  igual  ambos  cónyuges -. 
(Resol.  19  Noviembre  LSSS.—Gac.  25  Diciembre.) 

Resol.  22  Enero  I^WO.  Dotes  obligatorias:  Defec- 
tos en  la  reducción  de  una  carta  dotal  que  impiden  la  ins- 
cripción de  la  misma. 

D.  Saturnino  Martínez  hizo  constar  por  escritura 
pública  que  entregaba  á  su  yerno,  en  bienes  muebles 
é  inmuebles,  la  cantidad  de  92o  pesetas,  en  parte  de 
pago  de  1.000,  que  como  dote  de  su  hija  le  tenía  pro- 
metida por  flocumento  privado.  El  registrador  de 
Belorado  no  admitió  á  inscripción  el  documento  pov 
no  constarla  preexistencia  de  la  obligación  de  cons- 
tituir la  dote,  porque  la  escritura  suponía  la  reno- 
vación del  compromiso...  y  por  no  expresarse  las  cir- 
cunstancias enumeradas  en  el  art.  124  del  reglamen- 
to hipotecario.  El  notario  autorizante  del  título 
recurrió  contra  la  calificación,  y  la  Dirección  decla- 
ra: -que  el  documento  no  está  redactado  con  suje- 
ción á  las  formalidades  y  prescripciones  legales». 
He  aquí  los  fundamentos  de  la  resolución: 

^Vista  la  ley  8.'S  tit.  XI  de  la  Partida  4.'': 

Visto  el  art.  189  del  reglamento  dictado  para  la 
ejecución  de  la  ley  hipotecaria: 

Visto  el  art.  45  de  la  instrucción  de  9  de  Noviem- 
bre de  1874: 

Considerando  que  por  ser  obligación  del  padre  la 
de  dotar  á  la  hija  cuando  se  casa,  con  arreglo  á  la 
ley  8.^,  tit.  XI  de  la  Partida  4.'^,  es  de  todo  pxmto  in- 


1  La  mujer  es  la  que  tiene  el  derecho  de  enajenar  hi 
dote  inestimada  con  licencia  judicial,  si  es  menor  de  edad, 
según  el  art.  1.361  del  Cód.  civil.  El  marido,  atmque  la 
dote  sea  inestimada,  puede  sustituir  los  efectos  públicos^ 
valores  cotizables  y  bienes  fungihles  en  que  consista^  con 
otros  equivalentes  (art.  1.350). 

^  El  Cód.  civil  ha  quitado  importancia  d  esta  doctrina, 
desde  que  por  el  art.  1.301  se  autoriza  a  la  mujer  para 
vender,  gravarte  hipotecarla  dote  inestimada  conlicencitv 
del  marido  ií  dt-ljuez  si  la  interesada  es  meiior. 
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necesaria  la  justificación  que  en  el  primer  extremo 
tle  su  nota  exige  el  registrador: 

Considerando  que  no  hay  novación  de  contrato  en 
la  escritura  origen  de  este  recurso,  pues  en  el  primi- 
tivo documento  privado  sólo  se  estipuló  que  el  don 
Saturnino  entregaría  á  su  hija,  en  concepto  de  dote, 
la  cantidad  de  1.000  pesetas,  mas  no  se  expresó  que 
la  entrega  había  de  ser  forzosamente  en  metAlico: 
Considerando  que  aunque  esa  novación  existiera, 
consentida  como  lo  ha  sido  por  el  marido,  único  á 
fiuien  podía  perjudicar  en  todo  caso,  no  es  posible 
dudar  acerca  de  su  perfecta  validez  y  eficacia... 

Considerando  que  el  notario  recurrente  no  se  ha 
ajustado  en  la  redacción  de  la  escritura  de  entrega 
de  dote  á  lo  prevenido  por  el  art.  4o  de  la  Inst.  de  9 
de  Noviembre  de  1874,  pues  faltan  en  ella  las  circuns- 
tancias á  que  se  refieren  los  niiins.  3.°,  6.°  y  7.**  del  ci- 
tado articulo,  dado  q\ie  no  consta  la  naturaleza  de 
la  dote,  ni  se  expresan  los  derechos  ú  obligaciones 
del  marido  con  respecto  á  los  bienes  inmuebles,  ni 
se  han  hecho  las  prevenciones  relativas  á  la  hipote- 
ca dotal: 

Considerando  que  en  punto  tan  capital  como  el  de 
la  naturaleza  de  la  dote,  no  es  lícito  proceder  por 
conjeturas  más  ó  menos  fiindadas,  que  es  lo  que  pre- 
tende el  notario  recurrente  cuando  trata  de  demos- 
trar que  los  iumuebles  han  sido  entregados  como 
inestimados,  por  cuj'a  razón  existe  un  defecto  que 
impide  la  inscripción  del  documento,  piies  no  hay 
manera  de  precisar  en  su  vista  cuáles  son  los  verda- 
deros derechos  del  marido  sobre  los  inmuebles  en- 
tregados eu  calidad  de  dótales »  (Hesol.  22  Enero 

1889.— 6'ac.  7  Marzo.) 

Jurisprudencia  sobre  bienes  parafernales. 

2G  Orltihre  IM03  y  utrnM.  Señorío  ó  administra- 
ción de  los  bienes  parafernales  por  la  iniijer:  Licencia, 
marital  necesaria  para  qite  ésta  contrate  acerca  de  ellos. 
El  T.  S.  había  declarado  que  ít  la  mujer  correspon- 
día el  señorio  y  administración  de  los  bienes  para- 
fernales, cuando  no  le  entregaba  expresamente  á.  su 
marido,  al  cual  reservaba,  sin  embargo,  la  facultad 
de  otorgar  la  oportuna  licencia  conforme  A  las  le- 
^'es  recopiladas,  55  y  siguientes  de  Toro,  para  que  su 
mujer  contratase  acerca  de  ellos,  y  disponer  de  los 
rendimientos  ó  productos,  como  parafernales.  (Sen- 
tencias de  26  Octubre  de  1863;  2o  Noviembre  1864;  12 
Mayo  1S66;  11  Marzo  de  1871;  10  Mayo  1873;  17  Junio 
1874:  21  Febrero  y  16  de  Abril  de  1881;  2  Noviembre  1883 
y  18 Noviembre  I8H4'.) 

O  Julio  MHTI-t  y  otra.  Administración  de  los  bienes 
2)ara¡'e males  en  Cataluña. 

Las  leyes  especiales  de  Cataluña  en  qiie  los  Tribu- 
nales deben  fundar  siis  sentencias,  autorizan  k  la 
mujer  casada  para  administrar  y  disponer  de  sus 
bienes  parafernales  con  independencia  del  marido 
(áent.  9  Julio  1874. — Gac.  8  Septiembre);  pues  el  espí- 
ritu de  la  22,  t't.  XXX,  líb.  IV  de  las  Constituciones 
de  Cataluña,  concuerda  con  la  17,  tlt.  XI,Part.  4."^ 
(Sent.  26  Octubre  1863;. 

*S  Marzo  iítíí  y  otra.  Cuándo  los  parafernales  tie- 
nen  privilegio  dotal. 

Sólo  tienen  estos  bienes  el  privilegio  de  dote,  se- 
gún la  ley  17,  tit.  XI,  Part.  4.",  cuando  la  Sala  sen- 
tenciadora aprecia  que  la  mujer  los  ha  dado  al  ma- 
rido señaladamente,  con  intención  de  que  haya  el 
señorio  de  ellos  ^. 

Si  bien  es  doctrina  legal  y  de  jurisprudencia  que 
basta  para  que  los  bienes  del  marido  queden  obliga- 
dos A  la  responsabilidad  del  valor  de  los  paraferna- 
les, que  éstos  se  hayan  vendido  por  consentimiento 
de  ambos,  ha  de  constar  que  el  importe  entró  en  po- 
der del  marido  (Sent.  28  Marzo  1874).  La  cuestión  de 
si  la  entrega  se  hizo  ó  no  señaladamente,  es  de  he- 
cho 3'  sonietida  en  tal  concepto  á  la  apreciación  del 
Tribunal  sentenciador  (Sent.  8  Noviembre  1890). 

S  Febrero  H*»!*!.  Responsabilidad  délos  bienes  del 
marido  á  la  seguridad  de  los  parafernales  de  la  mujer. 

«La  doctrina  legal  sancionada  por  este  T.  S.  de 
que  los  bienes  del  marido  quedan  obligados  por  los 


parafernales  vendidos  de  consentimiento  de  ambos 
cónyuges  durante  el  matrimonio,  sólo  es  aplicable 
cuando  resulta  debidamente  acreditado  que  entró 
su  importe  en  poder  del  mismo.»  (Sent.  8  Febrero 
de  1881. — Gacetas  déla  Sala  l.^,pág.  124.) 

9  Octubre  lí^S*.  El  vuirido,  sin  la  omtorización  de 
la  mujer, no  puede  contratar  sobre  sus  bienes  parafer- 
nales. 

•  CualqiTÍera  que  sea  la  personalidad  del  marido 
para  representar  á  su  mujer  y  administrar  los  inte- 
reses y  derechos  de  la  sociedad  conyugal,  tratándo- 
se de  bienes  parafernales  de  la  mujer,  que  no  le 
han  sido  entregados  señaladamente,  su  dominioy 
administración  corresponden,  según  la  ley  y  juris- 
prudencia, á  la  mujer  misma,  y  no  puede  el  marido 
contratar  y  transigir  acerca  de  ellos  sin  autori- 
zación de  la  legitima  dueña...»  (Sent.  9  Octubre  1882. 
Gacetas  de  la  Sala  1.'^  de  1883,  t.  I,  pág.  1."-) 

8  Abril  18SJ,  etc.  Más  sobre  privilegio  dotal  de  los 
parafernales.  Necesidad  deprobarla  entrega  de  estos  bie- 
nes al  marido. 

Para  que  el  señorio  de  los  bienes  parafernales 
pase  durante  el  matrimonio  al  marido,  y  pueda, 
por  consiguiente,  exigirse  á  éste  la  responsabilidad 
que  la  ley  le  impone  relativamente  á  dichos  bienes, 
es  indispensable  probar  que  la  mujer  se  los  entregó 
señaladamente  y  con  intención  de  que  los  poseyera 
y  administrara,  pues  en  otro  caso,  siempre  finca  la 
mujer  señora  de  ellos.  (Sent.  8  Abril  1884. — Gac.  S 
Septiembre,  Sala  l.^,pág.  116.) 

— La  misma  doctrina  en  sent.  de  14  Mayo  y  28  3\\- 
nio  1890.  No  basta  para  hacer  tal  prueba  la  mera 
confesión  del  marido  de  haberlos  recibido.  (Sent.  11 
Julio  1885.— <?ftc.  20  Enero  1886.) 

5  Diciembre  11*^*5.  Cuestión  sobre  si  la  muje^  tiene 
pernonalidad  projjia  para  gestionar  en  la  testamentaria 
de  su  padre,  sin  licencia  ni  intervencióji  del  m,arÍdo,  cuan- 
do los  bienes  hereditarios  han  de  entregársela  como  para- 
fernales  *. 

Muerto  el  duque  de  Santoña  bajo  testamento  en 
el  que  instituyó  á  su  hija  doña  María  Josefa  Manza- 
nedo  heredera  universal,  el  marido  de  ésta  aceptó  la 
herencia  k  beneficio  de  inventario,  é  intervino  r-u  la, 
testamentaria  como  representante  legal  de  su  mta- 
jer;  pero  doña  Josefa  entabló  demanda  contra  él 
para  que  se  le  condenase  á  dejar  liVjre  á  la  actora  el 
uso  y  ejercicio  de  los  derechos  que  la*  competían  en 
la  herencia,  sin  intervenir  en  ella,  por  ser  parafer- 
nales los  bienes  que  habían  de  adjiídicársela.  Ab- 
suelto  el  demandado  por  la  Audiencia  de  Madrid,  in- 
terpuso su  mujer  recurso  de  casación,  al  que  el  T.  S. 
declara  no  haber  lugar; 

«Considerando  que  la  verdadera  cuestión  litigiosa 
la  única  que  en  rigor  aparece  resuelta  en  la  senten- 
cia de  que  se  trata,  está,  reducida  á.  si  doña  Josefa 
Manzanedo,  por  deber  estimarse  parafernales  los 
bienes  que  puedan  adjudicársele  en  los  autos  de  tes- 
tamentaría de  su  difunto  padre  duque  de  Santoña, 
tiene  derecho  á  comparecer  en  dichos  autos  por  si 
misma  ó  por  medio  de  los  apoderados  que  designe, 
debiendo  su  marido  concederle  la  oportuna  licencia 
ó  dársela  el  juez  en  su  defecto,  ó  si  ha  de  ser  aquél 
quien  la  represente  en  el  citado  juicio  universal, 
como  viene  haciéndolo  desde  su  prevención: 

Considerando  qae  con  arreglo  á  los  arts.  45,  49  y  50 
de  la  ley  de  matrimonio  civil,  de  acuerdo  con  lo  es- 
tablecido en  la  ley  11,  tít.  I,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop., 
corresponde  al  marido  como  jefe  y  gerente  de  la  so- 
ciedad conyugal  la  representación  en  juicio  de  su 
miii'er,  no  pudiendo  ésta  comparecer  por  sí  misma 
válidamente  sin  licencia  de  dicho  su  marido,  salvo 
los  casos  de  excepción  que  el  derecho  señala  y  que 
aqiii  no  concurren...»  (Sent.  5  Diciembre  1885. — Gac.  18 
Marzo  1886.) 

RoMol.  «■  Ololcmbre  I^SO.  Cuestión  sobre  si  pier- 
den el  carácter  de  bienes  parafernales  los  enajenados  cotí 
pacto  de  retro  cuando  se  ejercita  la  acción  de  retracto. 

Véase  en  Hipotecah. 


*  Los  casos  en  que  la  mujer  necesita  hoy  de  licencia 
del  marido  para  contratar  sobre  sus  bienes  parafernales, 
?on  los  especificados  taxativamente  en  el  art.  1.887  del 
Código  civil. 

-  En  el  mismo  caso  gotean  de  garantía  hipotecaria  por 
el  art.  1.384  del  Cód.  civil. 


*  Esta  cuestión  ha  dejado  de  serlo  por  virtud  del  Códi- 
go civil,  cuyo  art.  1.387  exige  licencia  marital  para  qu& 
la  mujer  comparezca  en  juicio  d  litigar  sobre  sus  bienes 
parafernales. 
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„i  1  ■..nio  DvOU.  Requisitos  necesarios  parala 
.„íí,'ér"n  '  ••rl" '*  "."/•e;í»ale,  ,,o,-  ¡a  .nu.er  con 
arreglo  al  Cód.  ciod. 

•r      ^  rt  w<.  Mnrrieta  V  Compañía  compró  vanas 

fi^^e'lf  rc^rf^rjeíf ¿,£re  las  cnale^ 

ban  doüa  Co'?«"'=l°  J., ^°l"  s  wTues  por  herencia  de 

tenían  P'^'^t'"P»;";^,"„''^asad'^^ "  °'<'"°"*  '*''  '^ ''""'' 
su  padre,  y  que  VOrsevc^^!"'!'  lor  sus  maridos  res- 
asistieron  al  acto  '^«t»"^'', f/;!^  ?"  les  fué  concedida 
pectivos  y.°4t'V\'-'^,^,^°t',TSeVenta!  de  20  de  Abril 
por  su  madre.  t.a  escruurai  >o„;«trador  de  Valma- 
Sltimo,  fué  l'"^«"^^^„^¿Hpñ6n  por  no  tener  di- 
seda, el  cual  'le"«g*  '^^,¡\?^a"^aVa  eíec^  ^^  «"JJ"" 
chas  interesadas  capacdaoi  a  ^^^^  jj^^_ 

ciAn  sin  Previa  aatori2íaci6naeijii^^  alegando  que 
irieta  impugnó  la  '^»*;^,"*'io"'r"emüsitos  del  art.  BIT 
se  lií^''i-''^>'»'»Pl'^?*°lwo°bitneseranparaferna- 
del  Cód.  civil,  l™e«*°XL?ón  le  r'elistrador  por  el 
les;  y  revocada  la  <^'\\'^  f*":,," X  de  la  Audiencia  de 

guientes  fundamentos.  Código  establece 

^  .Considerando  que  el  art    Jnael  1.00  g  ^^ 

una  regla  general  ■!«?  "'^'l'^'f  t*dos  los  emancipa- 
emancipación  y  es  ap  cable  ^?^'^^\^  consiste  en 
dos,  sean  l^'^'^^'^-'^^f'^  ■\^,mSio  por  la  emancipación 
que  el  menor  q"f^^^^'^^,^,'/,*^¿3°  ¿^".o  si  fuera  mayor, 
para  regir  su  persona  y  "I'^TJ''  ^p^sitar  el  consenti- 
^in  m.-^s    imitación  H™6     *  de  «eces  t  ^^^^^^  ^^^ 

•    rc\^¿\*Vre\'-i-^'"arM;ulo    determina,  y,   entre 
ellos,  el  de  vender  bienes  '"■"^«W«^-„„  «1  registra- 
Considerando  •!"«  1'"  Vaima,eda  X^'^'   q«o  la 
dor  de  la  P^oPf  ^^'"Vn-aTa  eTart  317  es  tan  sólo  la 
t=S:;reí  iX:ÓÍ  ^^s^^^-^es^rón,  es 

'l^^iderandc^queconoci^lj^ncipiop^ 

Xc^^o'^í::^c:fqíig<^aí¿t?¿rcivlí  limita 
f'°"''  SiSaS  "e  a! üél  y  cTcaso  origen  del  pre- 
^^i^r^^^l^ot:^  iS^u  Jo  en  alj^n^Oe  e^^    ^^^ 

Có'dTgo't^^ían  ^rslílrmr'en-ienta  al  resolver 


'I 


Código  que  han  -■^°  f 'y^«"'i\'^;%i;;  h  aUmos  que  mo 
la  cuestión  Pr<',>*<'»t«' *^".  ?"°„  "l  art  BIT;  el  art.  61 
difiquen  la  regla.  c°»*«""\f  ■'^."o  de  orden  en  el  seno 
que,  obedeciendo  íi  un  .l^n"l"°  "^  °¿',\'^„  contrate 
de  la  familia,  no  '^""^^^'^'^  '5  f„.''\,"\  Si  que,  en 
sin  licencia  ó  pof-,  ^e  su  mar  do    y^lj¿\.^l^^\,„. 

?^-dor:ir:^níf :í^i3fc— ^^^-^  - 

las  personas  señaladas  en  f"*-l--\7{p piones  que  se 
Considerando  que  de  esas  ^^"^  "^f  ,Y_f^e°"  es  por  su 
acaban  de  apuntar  únicaniente  la  primera  e^l^^ 

naturaleza  P«""'^"«"*'''^?^  dentro  de  la  familia;" 
tuación   que   í^upa    a  miyer  dentro  ^^^  j,  ^ 

masía  otra,  ^■>f?""«'^^"*\í;"  de  „    d''^''^  ^"  extendí- 

^rrx^^^^íintf;;  por^'^Sl  i;-  --^z:í 

^S^Ia^^^^erC^^ílg^W^y-ltg^camenLtiene 

establecidas:  „.,,,,nsfn   se   infiere   que 

Considerando  que  de  \^,«í,|;"„\\*  Vr^uebles  para- 
para la  en.ajeiíac  ón  de  l"^  "™^enor  de  edad  basta 
fernales  propios  de  una  ^>y;¡'a^>;f ;\°e„nsentimiento 
la  licencia  ó  poder  «e  s"  mariao  j 

soltera,  menor  do  edad,  e'"^""!''',  der  sus  bienes  in- 
paterna, no  ha  menester,  pa"  vender  >'J'|  »■;«      ¿ 

ínuebles  más  que  del  fO"^»."*'""^"*?,^  además  di 
mas  si  e"ntí'^'''".'"fdMa  Ucencia  mari'taUa  auto- 
ese  consentimiento  y  de  la  j'cef  ""■  P  ^  aquella 
rización  del  Juzgado,  siendo  »°t°;'»  S"a  de  estado 
licencia  es  cosa  inherente  ^  '»  'J^XÍr"  en  cambio 
de  la  menor,  y  por  ende  l"g'7y'\'í*'a"„^,Ve  motiva  la 
no  se  concibe  que  según  sea  la  ^*"-'^\^"\°esari*  ^^ 
emancipación  de  la  menor,  asi  sea  ó  no  necesaria 

autori>;ación,iudicial:        ,„^„, ,,,..„   i„   fuerza  de  las 

Considerando  que  no  desvirtúa  'a  i"f/^a¿^   ,    , 

anteriores  alegaciones  el  precepto  del  art.  1.880  del 


^¡7-;^    hien  se  concibe    dada  la  l|tra.de^este 
articulo  y  el  ««Pi"*^,'!"*}?^*  X   in,  "t.  XV  y  li- 

=?ucl^n:^^¿^£v¿-cióni.l. 
oa,  masnoquelacapacidaajuriui 

presente  «c"rso  consta    primero     ^^^^^^^  ^.^^^.^_ 

Consuelo  y  dona  M"'''^^"^  el  contrato,  obtuvieron 
menores  de  edad,  al  "'""iSar  ci  i  _„s,,e¿tivos  mari- 
para  el  mismo  a  Ijce^cia  de  l'^^{^lXTn,ha.s  doña 
fíos  y  el  consentimieiito  de  la  "ladre  a  ^^^ 

",?;^:qi?e^^e^nnura's:=  quecos   dikos  bienes 

Fueran  dótales  inestimados;  doctrina  jurídica 

Considerando  que  en  ^^''''^,r '*eo„  "gnados  en  el 

arriba  expuesta  y  de  los  '^«^^''^^^'."áV^e  "lo  al  Códi- 

!íiri:"u.^rnr:drce,  t>oríairto",'ííél  defecto  que  el 

l:s'K:gS^s'íeiíAi^í:^¿^«-"«— ^ 

Jurisprudencia  del  T.  S.  sobre  bienes  gananciales. 

Sent.  i-  0.-t..l..-c  I«OI.  Renuncia  de  los  bienes  ga- 
nanciales por  la  mujer. 

El  beneflcio  conce.Hdo.  la  mujer  pc-r  U  le^>^60^d^e 
Toro,  de  no  Pagarj^arte  alguna  oei^^.^  ^.  ^^, 
traídas  por  el  mando  '^l"''^"7,,^\^,  '  nanciales,  no 
ticipadamente  "»;'»='* '^?"t.  la  renun^a  ni  se  ex- 
roSí:'¿S?a'  i%"inr'c^n?rriatVt::a  y  validez  de  las 
deudas'.  (T.S.,  Sent.  ÍS  Octubre  186 í.) 

.  .  M  ..  ,..  imM  T  otra^.    Deudas  y  responsabdtda- 

ral  -.  (Sent.  1."  Marzo  1867.1  t  „  ^nc 

Irresponsamid^apor^eUto  |  -^^f  S^ oj^^^ 

bienes  ni  la  mitad  de  las  fananoias  proce- 

el  n.atrimonio,  se  -^f  ere  á  los  casos  en  q        p^  ^^ 

-^ir^ií\r;í»^-  ISi^r  d^  i:^;  d^s; 

sabilidades  civiles  P^Vi  1„  disoluc  6„  del  matrimo- 

"i:^:r^!::'aplicacióna^lacitadaleyr«.opilada,^ 

pendiente  cuando  cesa  la  f  °c;f  "'í  .,  '^ivil  del  mari- 
liró^P^rcutoír  (T^"s^"llnt.TTarzo'Í867  y  7  .e- 

"^o^íl^lientemente  no^nfringe  dicba  leyja^- 
tencia  que  reserva  para  cuando  se^liq^ 
dad  conyugal,  al  ''"*"'^erse,  la  i"  realmen- 

'*'' '-^ -T^rse,  ^Yfucta?se°inenrencirc''ondenatoria 
te  existiesen  al  dictarse  ^\-'^.f..jo_fí„e.llJunio.) 
contra  un  cónyuge. lSent.8Mayol87.J.     wic  / 


',  El  beneflcio  de  la  ley  60  de  Toro  no  se  ha  reproduci- 
''V"¿lí:^^r^tkeduce  del  art.  ,.40,.  nü,n.  5."  del  COdi- 
""/''soi-r.  paoo  de  v,uUas  y  condenas  í'^^míar/^  í«ye 

imponga»  d  «no  délos  cónyuges,  véase  el  a,t.  1.410 

Código  civil. 
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inarido  y  pueden  afectarse,  por  tanto,  &  la  respon- 
sabilidad de  los  delitos  que  cometa, (Sent.  25Febrero 
1885. — Gac.  21  Septiembre.) 

■9  Muyo  1S08,  Presunción  favorable  á  los  ganan- 
ciales. 

Según  la  ley  ■á."-,  tít.  IV,  lib.  X  de  la  Nov.  Recopi- 
lación, los  bienes  qne  iian  marido  y  mujer  son  de 
ambos  por  medio,  salvo  los  qne  probare  cada  uno 
que  son  suyos  apartadamente  *.  (Sent.  7  Mayo  1868.) 

ft  Julio  iSiSI.  Finca  comprada  con  dinero  de  la 
mujer. 

La  mujer  qi^e  deduce  tercería  de  dominio  sobre  xltí 
terreno  embargado  á  sii  marido,  ha  de  justificar  que 
lo  tiene,  no  bastando  que  al  comprarle  el  marido 
dijese  que  lo  hacia  con  dinero  de  la  mujer,  si  no 
consta  registrado  á  favor  de  la  misma.  (Sen*.  11  Ju- 
lio 1871.) 

18©  Enero  ISÍÍ  y  otra.  Tienen  carácter  de  bienes  ga- 
nanciales los  frutos  de  los  bienes  privativos  de  uno  de  los 
.cónyuges:  Pensión  qzie  ?io  puede  re2)utarse parafernal. 

«Los  frutos  de  los  bienes  pertenecientes  á  cualquie- 
ra de  los  cónyuges  son  de  ambos,  y  ban  de  haberlos 
de  consuno,  según  las  leyes  3."^  y  5."-,  tít.  IV,  lib.  X  de 
la  Nov.  Becop.,  y  su  administración  corresponde  al 
marido  como  jefe  de  la  familia  y  representante  le- 
gal de  la  sociedad  conyugal;  debiendo  en  su  con- 
secuencia, iiercibirlos  y  aplicarlos  A  levantar  sus 
cargas. 

La  pensión  ó  renta  convenida  entre  una  madre  y 
su  hija  casada,  aiitorizada  por  su  marido  en  equiva- 
lencia de  los  frutos  déla  legitima  paterna,  no  pue- 
de calificarse  de  bienes  parafernales,  y  al  hacerlo  asi 
y  negar  en  su  virtud  al  marido  el  derecho  ¿t  perci- 
birla, ha  infringido  las  leyes  3."  y  5.",  tít.  IV,  lib.  X, 
Wov.  Recopilación,  la  jurisprudencia  constante  y 
unánime  sobre  estas  leyes  en  su  relación  con  la  17, 
tit.  XI,  Part.  4."-,  consignada,  entre  otras  sentencias, 
en  las  de  26  de  Octubre  de  1863,  25  Noviembre  de  1864, 
::í  de"  Abril,  8  y  15  de  Octubre  de  1866,  y  29  de  Octubre 
de  1867,  que  en  el  recurso  se  alegaron.»  (Sent.  29  Ene- 
ro 1^77— Gac5.  de  la  Seda  1.'^,  t.  I,p.  133.) 

— Tienen  carácter  de  gananciales  los  frutos  de  los 
'  bienes  parafernales  de  la  mujer -.  (Sent.  27  Febrero 
1889.— G(/c.  7  Junio.) 

SO  ri'lii'cro  y  90  Junio  l*«?f>,  cíe  Di'udas  del 
marido  no  contraidas  para  atender  á  las  cargas  del  ma- 
trimonio: Fianza  á  favor  de  tm  tercero. 

Contra  sentencia  que  dio  lugar  á  demanda  de  ter- 
cería de  dominio,  producida  por  la  mvijer  sobre  los 
frutos  de  bienes  dótales  y  parafernales,  embargados 
para  atender  al  pago  de  deudas  del  marido,  recu- 
rrió en  casación  el  acreedor  ejecutante.  El  T.  S.  de- 
niega ul  recurso,  considerando: 

«Que  los  derechos  que  sobre  los  frutos  ó  rentas  de 
los  bienes  dótales  y  parafernales  concede  la  ley  al 
mariílo  como  jefe  de  la  familia  y  administrador  de 
la  sociedad  conyugal,  se  entienden  subordinados  á. 
la  preferente  obligación  do  atender  con  olios  k  las 
cargas  del  matrimonio  (T.  S.,  Sents.  26  Febrero  y  20 
Junio  lh79;i  entre  las  que  no  pueden  comprenderse 
las  deudas  particulares  del  marido  fSent.  7  Enero 
de  1882).  , 

— De  las  obligaciones  personales  del  marido  que 
en  manera  alguna  redimdan  en  provecho  de  la  socie- 
dad conjugal,  no  responden  los  frutos  de  los  bienes 
aportados  por  la  mujer,  que,  por  lo  tanto,  no  pue- 
den ser  embargados  al  cvimplímiento  del  contrato 
de  fianza  constituida  por  el  marido  A  favor  de  un 
tercero.  (Sent.  22  Noviembre  de  1888.— Grtcs.  28  Febre- 
ro y  6  Marzo  188D.) 

%  llarx»  l^Ml^  etc.  Qué  es  necesario  para  qite  haya 
gnnriurifiles. 

Las  leyes  1.*^  A  5."^,  tit.  IV,  lib.  X,  Nov,  Recop.,  qvie 
disponen  que  los  bienes  gananciales  pertenecen  por 
mitad  A  ambos  cónyuges  ó  A  sus  herederos,  «no  pue- 
den tener  aplicación  mientras  que  disuelta  la  socie- 
dad conyugal  por  In.  muerte  de  uno  de  los  socios,  no 
se  averigua  por  medio  de  nna  liqíiidación  si  después 
de  satisfechas  y  pagadas  las  obligaciones  y  deudas 
sociales  queda  un  remanente  de  caudal  partible  en- 
tre el  cónyuge  que  sobrevive  y  los  caiisababientes 
del  cónyuge  premuerto,  que  es  lo  qiie  constituye  el 


haber  ganancial»  (Sent.  2  Marzo  1881. —  Gacs.  de  la 
Sala  1.^,  p.  183);  de  modo  que  no  hay  gananciales 
mientras  asi  no  resulte  de  una  liquidación  de  bienes 
déla  sociedad  *.  (Sents.  20  Octubre  1880,  Gac.  7, No- 
viembre; 1."  Marzo  1885,  Gac.  5  Agosto;  y  8  Junio  1886, 
Gac.  28  Agosto.) 

4  Junto  i)S*!^l  Carácter  de  las  rentas  de  la  pensión 
perteneciente  d  un  cónyuge. 

•  Si  bien  los  derechos  de  usufructo  vitalicio  ó  pen- 
sión forman  parte  de  los  bienes  del  cónyuge  á  quien 
corresponden,  sus  frutos  ó  rentas  devengadas  duran- 
te el  matrimonio,  son  comunes  del  marido  y  la  mu- 
jer, como  por  regla  general,  sin  esceiición,  lo  orde- 
nan las  leyes  3."^  y  b.'\  tit.  IV,  lib.  X,  de  la  Novísima 
Recopilación  '^.  (Sent.  4  Junio  1881. -Gacs.  de  la  Sala  /.", 
t.  II,  p.  94.) 

ÍO  IVovIeniliro  líi^l.     Pago  de  las  dotes  de  las  hijas. 

La  dote  necesaria  que  el  padre  debe  dar  á  la  hija 
pesa  en  primer  término  sobre  los  frutos  ó  rentas  del 
caudal  conyxigal,  conforme  á  la  ley  53  de  Toro  y  3." 
y  b.'^,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  3. 

3  Octubre  19^3.  Gastos  judiciales:  están  compren- 
didos en  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal  y  d  ellos  debe 
aplicarse,  por  lo  tanto,  el  producto  de  los  bienes  de  los 
cónyuges. 

El  procurador  D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz,  entablo 
demanda  contra  D.  Juan  Pertierra  para  que  se  le 
condenase  á.  pagar  al  actor  los  derechos  que  había 
devengado  y  los  gastos  que  había  hecho  en  diferen- 
tes pleitos  de  divorcio  seguidos  entre  Pertierra  y  su 
mujer,  y  en  los  cuales  llevó  Alises  la  representación 
de  ésta.  Sustanciada  la  reclamación  en  dos  instan- 
cias y  absuelto  el  demandado  en  la  segunda,  inter- 
puso el  demandante  recurso  de  casación,  citando 
como  infringí  das  las  lej'es  20,  tít.  XII,  Part.  5."^  y  la  2o, 
tít.  V,  Part.  3."^,  en  relación  con  las  3.'^  y  5.*^,  tít.  IV, 
lib.  X  de  la  Nov.  Rec.  El  T.   S.  casa  y  anula  el  fallo: 

«Considerando  q\ie  es  doctrina  legal  sancionada 
por  este  T.  S.  que  los  productos  de  los  bienes  do  los 
cónyuges  pertenecen  A  la  sociedad  conyugal,  y  con 
ellos  debe  atenderse  á  levantar  las  cargas  del  ma- 
trimonio, entre  las  que  se  comprenden  el  pago  de  los 
gastos  judiciales  ocasionados  en  los  litigios  que 
cualquiera  de  ellos  tuviese  que  sostener: 

Considerando  que  á  esta  clase  corresponden  los 
reclamados  por  el  procurador  Alises  en  la  demanda 
origen  de  los  ¡presentes  autos,  por  lo  qiie  es  induda- 
ble que  D.  Juan  Pertierra  debe  satisfacer  el  importe 
de  dichos  gastos  con  los  iirdductos  de  los  dichos  bie- 
nes... con  arreglo  á,  la  expresada  doctrina  y  leyes 
que  se  citan  en  el  primer  motivo, las  ciiales,  por  tan- 
to, han  sido  infringidas  por  la  sentencia  ni  absolver 
á  dicho  demandado.»  (Sent.  3  Octubre  1883. — Gacs.  de 
la  Sala  /.",  t.  II,  p.  328.) 

tt  DIolofiibro  ISM5.  Apreciación  del  valor  de  los 
bienes  a¿)ortados  d  la  sociedad  conyugal,  con  relación  d 
la  época  en  que  se  celebró  el  juatrimonio.  Sobre  si  procede 
deducir  del  valor  de  las  aportaciones  de  cada  cónyuge,  el 
'de  las  deudas  que  éstos  tuvieran  al  casarse''. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  i)or  infracción 
de  las  leyes  21,  tít.  XI,  Part.  4.'';  1.",  tit.  I,  y  1.^,  ti- 
tiilo  II,  Part.  5.'\  y  1  »,  2.%  4.'^  y  5.",  tít.  IV,  lib.  X  de 
la  No"v.  Rec,  y  declara  no  haber  lugar  al  recurso,  en 
cu.anto  á,  la  infracción,  tambiiín  alegada  de  la  doc- 
trina que  inspira  las  leyes  3.*^  y  9.*^,  tit.  IV,  lib.  IH 
del  Fuero  Real: 

"Considerando  que  vendidos  los  bienes  inmuebles 
y  semovientes  aportados  por  el  marido  á  la  sociedad 
conyugal,  cuando  ésta  se  disuelve  debe  restituirle  A. 
aquél  ó  á  quien  le  represente  el  valor  que  tuvieran 
al  tiem  o  de  la  aportación,  qne  es  el  que  utilizó  la 
sociedad  conyugal:... 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  re- 
curso, qxie  la  sentencia  al  disponer  que  no  correspon- 
de deducir  del  haber  ó  aportación  de  D.  Santiago 
Blázquez  las  deudas  que  éste  pudiera  tener  al  casar- 
se, no  infringe  la  voluntad  del  testador  ni  las  demás 
que  se  alegan,  porque  el  testamento  determina  con 
precisión  cuáles  f^^eron  las  aportaciones  de  los  cón- 


^     Lo  mismo  dispone  el  art.  1.407  del  Cód.  civil. 
-     }'  lo  mismo  declara  el  art.  1.401,  nii7n.  3.^  del  Código 
civil. 


*  Lo  mismo  se  deduce  de  los  arts.  1.3^2  y  1.424  del  Có- 
digo civil. 

■'  Igual  disposición  contiene  el  art.  1-403  del  Código 
civil. 

'     Concuerda  ron  el  art.  1.343  del  Cód.  civil. 

'*  Sobre  puqn  de  dpudus  anteriores  al  jnatrimonio,  vea' 
se  el  art.  1.410  del  Cód.  Cicd. 
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yuges.  y  al  disponer  que  todo  lo  demás  se  entienda 
gananciales,  es  evidente  que  voluntariamente  pres- 
rindieron  así  de  las  deudas  pagadas  constante  ma- 
trimonio como  de  las  adquisiciones  que  apartada- 
mente tuvo  D.  Santiago  Blázquez,  que  debían  ser 
notorias  á.  uno  y  otro  cónyuge,  por  lo  cual  sus  here- 
deros voluntarios  están  en  el  deber  de  respetar  su 
voluntad.»  (Sala  1.°,  sent.  14  Diciembre  1885. — Gac.  20 
Marzo  lS8G,p.218.) 

15  llarzo  lftí*9.  Bienes  gananciales:  Mejora  ganan- 
cial en  las  fincas  de  cada  uno  de  los  cónyuges:  Los  frutos 
pendienteií  en  ellas  al  disolverse  la  sociedad  conyugal,  son 
parte  de  los  gananciales. 

Declarando  haber  lugar  en  parte  A  un  rectarso  de 
casación,  estalUece  el  Tribunal  Supremo: 

Que  la  mejora  ganancial  en  las  fincas  de  cada  uno 
de  los  cónyuges  consiste  en  las  impensas  que  se  ha- 
gan aumentando  su  valor,  pero  no  en  el  alimento  de 
valor  que  puedan  tener  sobre  dichas  impensas  por 
su  naturaleza  ó  por  otras  ca\isas;  y  la  sentencia  que 
aprecia  como  ganancial  en  finca  exclusiva  de  uno  de 
los  cónyuges,  lo  qxie  se  ha  x^robado  haber  invertido 
en  su  fomento  la  sociedad  conyugal  y  no  el  mayor 
valor  adquirido  sobre  el  coste  de  dichas  mejoras,  no 
infringe  las  leyes  1.*  y  5.*,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Recop. 

Que  los  frutos  que  al  ocurrir  la  muerte  de  uno  de 
los  cónyuges  estaban  pendientes  en  tal  finca,  deben 
estimarse  gananciales  conforme  á  las  leyes  10,  titu- 
lo II,  lib.  III  del  Fuero  Real,  y  'd.'\  tit.  I,  lib.  X,  No- 
vísima Recopilación;  y  la  sentencia  que  declara  co- 
rresponden por  accesión  al  propietario  del  fundo, 
además  de  infringir  dichas  leyes,  aplica  indebida 
mente  la  26,  tit.  XI,  Part.  4.*  (Sent.  15  Marzo  1887.— 
Qacs.  6  y  14  de  Agosto,  }>.  55.) 

IB  Junio  flsil?.  Inteligencia  de  las  leyes  que  privan 
de  la  mitad  de  los  bienes  gananciales  'i  la  viuda  de  vida 
licenciosa. — Cuestión  sobre  si  son  aplicables  d  la  viuda 
que  repite  casamiento  por  el  rito  anglicano  con  un  pres- 
bítero apóstata. — Interpretación  de  la  frase  remanceada 
del  Fuero  Juzgo  se  casa  cuomo  non  dehe^  en  relación 
con  el  texto  latino. 

Heredera  universal  doña  María  Ossorno  de  sti  di- 
funto marido  D.  José  María  López  de  Scala,  adqui- 
rió relaciones  amorosas  con  el  presbítero  D.  Manuel 
Camacho,  y  luego  contrajo  matrimonio  civil  mixto 
en  Gibraltar  con  dicho  sujeto,  que  abjuró  previa- 
mente sus  creencias  católicas  y  ae  hizo  protestante; 
matrimonio  que,  según  parece,  fué  disuelto  después 
por  escrúpulos  de  conciencia.  Los  parientes  del  fina- 
do reclamaron  los  bienes,  de  los  cuales  debía  ser  pri- 
vada la  mujer  por  haber  vivido  deshonestamente,  y 
casádose  cuomn  non  debia;  y  denegada  tal  demanda 
en  dos  instancias,  acudieron  al  T.  S.,  que  desestima 
el  recurso: 

«Considerando  que  las  leyes  5.*,  tít.  II,  lib.  V  del 
Fuero  Juzgo;  la  9,'S  tít.  XII,  lib  III  del  Fuero  Real, 
y  la  5.*,  tít.  IV,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop.,  están  con- 
formes en  privar  á  la  viuda  en  determinadas  circuns- 
tancias, las  dns  priaueras  de  cuantos  bienes  hubiere 
adquirido  por  la  liberalidad  de  su  marido,  y  la  reco- 
pilada, de  la  mitad  de  los  gananciales,  transfiriendo 
á  los  herederos  de  éste  el  derecho  á  su  obtención;  y 
aun  cuando  emplean  formas  ó  locuciones  distintas 
al  consignar  la  causa  determinante  de  su  sanción, 
es  incuestionable  que  dada  la  genulna  inteligencia 
de  su  letra  y  de  su  espíritu  combinada  con  la  índole 
y  la  importancia  de  los  derechos  que  quitan  y  trans- 
fieren, esa  causa  no  puede  ser  otra  que  la  conducta 
torpe  de  la  vida  como  ofensiva  á  la  memoria  del  di- 
funto, pues  que  la  frase  del  texto  latino  del  Fuero 
Juzgo  Sí  per  adulterium  seu  jjer  conjuntionem  é  inminum 
conrinlitis  in  honestam,  romanceada  con  la  de  «si  face 
adulterio  ó  se  casa  cuomo  non  debe»,  así  como  la  de 
la  ley  del  Fuero  Real  de  si  no  ficicre  bufna  vida,  y  por 
último,  la  de  la  Nov.  Reeop.,  si  siendo  viuda  viviese  lu- 
juriosamente, todas  bien  se  aprecien  aisladamente  ó 
en  conjunto,  se  inspiran  en  ol  mismo  criterio  de  re- 
primir la  relajación  de  conducta  de  la  viuda  y  pre- 
suijonen  la  existencia  de  actos  manifiestos  do  la  li- 
viandad que  castigan: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  al  absolver  de 
la  demanda,  la  sentencia  recurrida,  fundándose  en 
primer  término  en  que  el  matrimonio  celebrado  por 
la  viuda  señora  Ossorno  no  ofrece  causa  legal  para 
la  aplicación  de  las  citadas  leyes,  y  en  que  tampoco 
existe  en  los  .autos  prueba  alguna  que  independien- 
temente de  dicho  casamiento  atestigüe  que  aquélla 
observase  vida  nmla  (>  lujuriosa  después  de  la  muer- 
te de  su  marido,  no  infringe  las  repetidas  disposicio- 
nes legales,  teniendo  además  presento,  en  amplia- 


ción de  lo  expuesto,  que  si  bien  en  la  versión  del  tex- 
to latino,  se  emplea  la  frase  de  se  casa  cuotno  non  debe, 
sobre  que  ni  en  el  original  ni  en  las  demás  leyes  exis- 
te indicación  alguna  de  casamiento  indebido,  y  ser 
ésta  en  todo  caso  una  definición  demasiado  vaga 
para  constituir  y  aplicar  un  precepto  legal,  es  por 
otra  parte  lo  cierto  que  así  en  el  texto  como  en  su 
traducción  figura  en  primer  lugar  el  adulterio,  es  de- 
cir, una  falta  ó  causa  torpe  en  consonancia  con  la 
mala  vida  y  con  la  conducta  lujuriosa  en  que  funda 
su  sanción  la  ley  del  Fuero  Real  y  la  Recopilada  res- 
pectivamente: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  la  doctri- 
na establecida  en  la  sentencia  de  este  Trib.  en  19  (no 
29)  de  Junio  de  1868  que  se  invoca  en  el  motivo  5.°  del 
recurso,  y  se  reproduce  en  el  4.**;  antes,  por  el  con- 
trario, resulta  la  cita  contraproducente,  porque  en 
el  caso  allí  resuelto  se  trataba  de  una  viuda  que 
quedó  embarazada  durante  ese  estado,  si  bien  con- 
trajo matrimonio  con  el  autor  del  embarazo  antes 
del  alumbramiento,  y  este  T.  S.  declaró  que  en  el  sen- 
tido y  á  los  efectos  de  las  leyes  de  que  se  trata,  no 
debían  calificarse  de  barraganía  ó  amanceltamien- 
to  aquellas  relaciones;  denegándose  en  su  virtud  el 
recurso  interpuesto  por  los  parientes  del  primer  ma- 
rido •: 

Considerando,  por  último,  en  orden  á  los  doce  res- 
tantes del  recurso,  que  encaminados  todos,  aunque 
por  diversos  conceptos,  á  persuadir  la  ilegitimidad 
en  España  del  matrtmouio  celebrado  por  la  deman- 
dada en  Gibraltar  con  arreglo  ala  legislación  ingle- 
sa, son  impertinentes  á  la  cuestión  de  este  pleito,  por- 
que limitada  á  resolver,  no  la  nulidad  ó  validez  de 
tal  casamiento,  sino  si  por  las  circunstancias  que  le 
precedieron ,  acompañaron  y  subsiguieron,  puede 
imprimir  á  la  conducta  de  la  contrayente  la  nota  de 
lubricidad,  lujuria  ú  otra  que  autorice  la  aplicación 
de  las  leyes  arriba  explicadas,  j-a  queda  resuelto  es- 
te punto  negativamente,  siendo,  por  lo  tanto,  in- 
aplicables y  de  imposible  infracción  las  leyes  y  doc- 
trinas que  se  invocan.»  (Sala  l.*^,  sent.  16  Junio  18S7. 
Gac.  14  Sejdiembre.p.  213.) 

30  ;%l»i'll  1^8^,  etc.  Deudas  que  sesuponen  contraí- 
das en  beneficio  común. 

La  ley  9.**,  tit.  IV,  lib.  X,  Nov.  Recop.;  reputa 
como  bienes  comunes  de  ambos  cónyuges  los  frutos 
y  rentas  de  los  del  marido  y  la  mujer,  frutos  y  ren- 
tas que  responden  de  las  deudas  contraidas  por  el 
marido  y  que  se  suponen  adquiridas  en  beneficio  co- 
mún (Sent.  ll  Julio  It»*!»!).  «Deben  presumirse  in- 
vertidas en  beneficio  común  y  para  levantar  las  car- 
gas del  matrimonio,  las  deudas  contraidas  por  el 
marido  subsistente  la  sociedad  conyugal,  mientras 
no  se  pruebe  que  lo  han  sido  en  beneficio  suyo  ex- 
clusivo...' (Sent.  30  Abril  ISSS.— Gac,  24  Julio.) 

II  Febrero  I^OI  y  otrtiN.  Derecho  de  Aragón.  Li- 
quidación necesaria  para  que  haya  gana7icin.u's.  Obliga- 
ciones y  cargas  de  que  responden.  Continuación  de  la  so- 
ciedad con  los  herederos  del  cónyuge  pre muerto. 

«Según  tiene  declarado  este  Tribunal  en  pleitos 
procedentes  de  Aragón,  las  leyes  relativas  á  bienes 
gananciales  se  refieren,  por  necesidad,  á  la  disolu- 
ción del  matrimonio  como  la  época  en  que  ha  de  co- 
nocerse si  existen,  ó  si,  por  el  contrario,  hay  pérdi- 
das en  vez  de  ganancias.»  Por  lo  tanto,  la  sentencia 
que  desde  luego  reputa  como  ganancial  una  finca 
declarando  que  la  mitad  de  ella  corresponde  en  tal 
concepto  á  la  mujer,  antes  de  que  se  j)ractique  la  li- 
quidación necesaria  para  determinar  cuántos  y  cuá- 
les son  realmente  los  bienes  y  deudas  do  la  sociedad 
conyugal  y  de  cada  uno  de  los  interesados  en  ella, 
infringe  dicha  doctrina.  (Sent.  11  Febrero  1891. — Ga- 
ceta 27  Marzo.) 

— Los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  están  afectos 
al  cumxiliniiento  de  las  obligaciones  y  cargas  con- 
traídas en  beneficio  de  la  misma.  No  existen  ganan- 
ciales hasta  que  disuelto  el  matrimonio  natural  ó 
legalmente  se  practique  la  liquidación,  en  cuyo  caso 
es  cuando  tienen  aplicación  las  observaciones  ó  dis- 
posiciones forales  de  Aragón,  respecto  al  dominio  y 
derecho  de  viudedad.  No  son,  por  tanto,  aplicables 
ni  se  han  infringido  las  observacias  19,  58y  59  de  jure 
dotiuvi,  2."-  de  Ne  oir  sine  u.core,  y  29  y  64,  que  exigen 
que  la  mujer  consienta  para  que  la  deuda  del  mari- 
do la  obligue,  ó  que  recaiga  si  no  en  utilidad  del  ma- 
trimonio, por  la   sentencia  que  desestima  una  de- 
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manda  de  tercería  de  una  finca  comprada  durante 
el  matrimonio  y  embargada  enjriioio  e.iexntiTO  para 
pago  de  una  deuda.  (T.  S.,  sent.  11  Febrero  1870.- 
Núm.  ra  de  la  C.  L.) 

—Se-'ún  las  observancias  2."  y  55  de  jure  dotnm,  y 
3.»  de  íecundis  nuptiis,  la  sociedad  legal  continua  en- 
tre el  cónyuge  sobreviviente  y  los  lierederos  del  pre- 
mnerto,  si  no  hacen  diligencia  que  signifique  su  vo- 
luntad de  separarse  de  ella.  (Sent.  23  Diciembre  tó-79. 
Gac.  2  Febrero  18S0.) 

Jurisprudencia  de  la  Dir.  gen.  de  los  Registros 
sobre  gananciales. 

Krsols.  *t  Octubre  ISSS  y  2|  Fohrero  ISS». 
Incapacidad  del  vhido  para  representar  todos  los  bienes 
que  fueron  de  la  sociedad  conyugal. 

Se  docLara  que  no  es  inscribible  cierta  escritura 
Dor  no  tener  capacidad  para  otorgarla  uno  de  los 
contrayentes,  pues  siendo  viudo  obraba  en  represen- 
tación de  la  sociedad  conyuga^  =i"  lVn'\™"e'íiSÍI' 
de  los  herederos  de  su  mujer.  (Besol.  12  Octubre  1882. 
Gac.  10  Nocicmbre.) 

Oti-ocato.  Diego  López,  de  estado  viudo,  vendió 
fincas  que  había  adquirido  durante  su  matrimonio. 
El  registrador  de  .Ubacete  denegó  la  inscripción  de 
la  escritura  de  enajenación,  y  recurrida  su  califica- 
ción gubernativamente,  es  confirmada  por  la  Direc- 

"cSns'ideíSndo:  .que  durante  el  matrimonio  puede 
el  marido  disponer  de  la  totalidad  de  los  ganancia- 
les...; mas  disuelto  aquél  por  la  muerte  de  uno  de 
los  cónyuges,  el  supórstite  tiene  que  pagar  las  deu- 
das y  dedÍLcir  las  aportaciones...-  de  modo  .que  a,l 
cesar  la  sociedad  conyugal,  no  sirve  p.ara  determi- 
nar cuáles  bienes  son  gananciales,  el  titulo  median- 
te el  nne  fneron  por  dicha  sociedad  adquiridos,  smo 
la  liquidación  del  caudal  y  la  adjudicación  de  aque- 
llo que  resultare  no  pertenecer  privativamente_  a 
cada  uno....;  no  bastando  el  dicho  del  viudo  ni  la  cir- 
cunstancia de  hallarse  inscritos  A  su  nombre  los  bie- 
nes objeto  déla  venta.  (Kesol.  21  Febrero  1889.— Gnce- 
ta  24  ilarzo.J 

HPsol  «  «¡ovlenihrc  1»»««.  El  marido  puede  ven- 
der la  finca  inscrita  á  nombre  de  su  mujer  sin  la  calidad 
de  dotal  ó  parafernal. 

D  Aleiandro  Vélez  vendió  una  parte  de  casa  que 
su  mujer  había  comprado  durante  el  matrimonio, 
con  licencia  del  mismo,  y  que  se  había  inscrito  á 
nombre  de  la  compradora  en  el  Eegistro  de  la  pro- 
piedad de  Chiolana.  Presentada  la  escritura  de  ena- 
fenación  que  Vélez  otorgó  al  funcionario  encargado 
de  esa  oficina,  fué  denegada  la  inscripción  del  títu- 
lo por  hallarse  inscrita  la  finca  A  nombre  de  perso- 
na distinta  de  la  que  transmitía.  Promovido  recurso 
gubernativo  contra  la  anterior  calificación,  y  con- 
firmada en  dos  instancias,  se  recurrió  k  la  Dirección, 
ene  la  revoca  y  declara  que  la  escritura  se  halla  ex- 
tendida con  arreglo  A  las  formalidades  y  prescrip- 
ciones legales,  y  es,  por  lo  tanto,  inscribible,  no  obs- 
tante aparecer  inscrita  la  finca  en  el  Registro  A 
nombre  de  la  mujer  del  vendedor: 

.  Considerando  que  según  las  leyes  patrias,  todo 
lo¿dquirido  ó  ganado  Atítulo  oneroso  por  cu.alquie- 
ra  de  los  cónyuges  durante  el  matrimonio  es  de  am- 
bos por  medio  y  entra  A  formar  parte  de  la.  sociedad 
conyugal,  pudiendo  el  mando  disponer  libremente 
de  los  bienes  de  la  misma:    ,.,.,,  j    •„„ 

Considerando  que  si  bien  las  indicadas  leyes  dejan 
á  salvo  A  favor  de  cada  uno  de  los  cónyuges  el  capi- 
tal propio  aportado  al  matrimonio  ó  el  que  con  pos- 
terioridad adquiriesen  separadamente  por  titulo  u- 
crativo,  A  cuyos  capitales  señalan  concepto  y  desig- 
nación juridiíos  distintos,  es  también  indudable  que 
tal  concepto  y  designación  deben  hacerse  constar 
en  los  documentos  y  en  las  inscripciones  respectivas 
con  arreglo  A  las  disposiciones  de  la  legislación  no- 
tarial é  hipotecaria:  „„eAl„-„„ro 
Considerando  que  en  el  caso  actual,  no  sólo  no  re- 
sulta que  la  finca  vendida  se  adquirió  é  inscribió  en 
el  Registro  A  nombre  de  la  mujer  en  concepto  de  do- 
tal  pSrafernal,  sino  que  consta  claramente  del  do- 
cumento ahora  presentado  que  fué  adquirida  A  titu- 
lo oneroso  en  virtud  de  contrato  de  compraventa,  por 
lo  que,  mientras  otra  cosa  no  se  pruebe,  debe  esti- 
m.arse  perteneciente  A  la  sociedad  conyugal  y  de 
libre  disposición  del  marido,  á.teuor  de  las  leyes  4. 
v5»    tit   IV,  lih.  X  de  laNov.  Eecop.: 

Considerando,  finalmente,  que  el  art.  20  de  la  lej. 
hipotecaria  no  se  opone  á  la  inscripción  ue  la  escri- 


tura de  que  se  trata  porqne  inscrita  la  finca  á  nom- 
bre de  la  mujer  sin  la  calidad  de  dot.al  ó  parafernal, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  ser  bienes  priv.ativos  de  ella, 
ha  de  entenderse  inscrita  A  nombre  de  la  sociedad 
legal,  de  la  que  son  representantes  ambos  cónyuges, 
por  mAs  que  al  marido  solamente  compete  la  admi- 
nistración y  libre  disposición  de  los  bienes.  (.Resol.  S 
Noviembre  1882.- Gac.  1."  Diciembre.) 

Re«ol  «O  «icpUeiiibrc  ií»«í.  La  finca  anotada 
como  del  marido  aunque  comprada  durante  el  matrimo- 
nio, no  puede  embargarse  para  las  responsabilidades  de 
la  mujer. 

Visto  el  art.  42  del  reglamento  para  la  ejecución 
de  la  ley  hipotecaria,  se  confirma  la  negativa  del  re- 
gistrador de  Cabuérniga  y  se  establece  que  inscritos 
unos  bienes  A  nombre  del  marido,  no  puede  anotarse 
el  embargo  de  aquéllos  hecho  A  la  mujer,^porque  si 
bien  es  cierto  que  con  arreglo  A  la  ley  1.  ,  tit.  iv, 
libro  X  de  la  Nov.  Recop.,  los  bienes  adquiridos  du- 
rante la  sociedad  conyugal  «á  título  oneroso  se  re- 
putan de  ambos  cónyuges,  por  mitad,  también  lo  es 
que  según  la  ley  5.»  del  mismo  titulo  y  libro,  sólo  el 
marido  puede  disponer  de  aquéllos:  .„„„,.„.,„  .. 

.Que  aun  en  el  supuesto  de  que  en  el  Registro  se 
hubiese  acreditado  la  disolución  del  matrimonio  por 
fallecimiento  del  marido,  este  hecho  no  probaria 
por  si  solo  que  á  la  mujer  pertenecía  la  mitad  de 
todas  las  fincas  inscritas  A  nombre^  de  aquél,  ni 
autorizaría  al  registrador  para  practicar  la  indica- 
da anotación,  ya  que  antes  es  preciso  que  se  pro- 
ceda A  la  liquidación  de  la  sociedad  conyugal  para 
depurar  si  hay  ó  no  bienes  gananciales  y  su  impor- 
tancia, que  se  hagan  las-adjudicaciones  correspon- 
dientes y  que  respecto  A  inmuebles  se  inscriban  en 
el  Registro  para  que  surtan  efecto  con  relación  á, 
?ercero...»  (Resol.  20  Septiembre  18Si.-Gnc.  29  Oc- 
tabre.) 

Bc«nl.  30  Junio  1Í*S«.  Adquisiciones  que  se  dice 
hechas  con  dinero  de  la  mujer,  sin  acreditarse  este  extre- 
mo: Son  gananciales. 

Pilar  Antelo,  casada,  compró  fincas  á  su  padre 
mediante  escritura,  en  la  que  se  consignó  q^e  el  di- 
nero procedía  de  los  bienes  parafernales  de  la  muje' 
y  la  adquisición  era  también,  y  por  lo  tanto,  pa,raler- 
nal.  Denegó  el  registrador  de  Noya  la  inscripción 
del  documento  por  entender  que  la  compra  de  las 
fincas  durante  el  matrimonio,  las  atraía  A  los  bienes 
gananciales;  y  aunque  tal  calificación  íué  impugna- 
da gubernativamente,  la  Dirección  general  la  confir- 
ma por  los  siguientes  fnndanientos:  i„i„„ii 
.Vista  la  ley  19,  tit.  V  de  la  Part.  5.»;  vista  la  ley  U, 
titulo  IV,  lib.  III  del  Fuero  Seal;  ^'f^J^^jf  "f"!?; 
clones  de  este  Centro  de  8  de  Noviembre  de  1882  y  üo 

'^'c^nsYd'erandf  que  en  materia  de  adquisiciones  á, 
titulo  oneroso  verificadas  durante  el  matrimonio, 
rige  la  re"la  general  de  que  se  reputan  gananciales 
f¿f  bienes  asi  adquiridos,  salvo  los  casos  exceptua- 
dos, entre  los  que  figura  el  de  que  «1  e^f  t^Vl^uaír  ' 
do  para  la  adquisición  fuere  procedente  del  patri- 
monio de  uno  de  los  cónyuges:  „„„=t¡t,i 

Considerando  que  por  lo  mismo  que  esto  constitu- 
ye un.a  excepción  A  la  regla  general  arriba  expuesta, 
debe  justificarse  en  cada  caso  la  P7<=edencia  del  di- 
nero, dado  que  de  otra  suerte,  por  la  sola  ^olvintad 
de  los  particulares  se  alterar  an  los  derechos  que  la 
iey  castellana  otorga  al  m.arido  en  la  sociedad  con- 
yugal, se  facilitaría  A  los  cónyuges  el  me^io  de  bur- 
lar la  prescripción  legal  que  prohibe  los  contratas 
entre  ellos,  y  la  alegación  del  m.arido  en  una  com- 
praventa de  que  el  precio  era  de  su  mujer  sena  la 
manera  de  encubrir  una  ilícita  donación. 

Considerando  que  de  lo  expuesto  se  infiere  que  no 
esÍA  prohibido  en  nuestro  Derecho  que  a  ninje-r  ad- 
quiera durante  el  matrimonio  y  l?""?.^'^  l'^^AV^e; 
rital  fincas  que  según  el  origen  del  dmero  podrAn  ser 
dótales  ó  parafernales,  mas  esto  es  A  condición  de 
que  se  pruebe  tal  origen  ó  procedencia,  por  lo  cual 
2o  puede  afirmarse  que  el  contrato  de  "^y«;  "^«"P" 
ció¿  se  trata  adole  ce  de  un  vicio  de  nulidad  que  cons- 
tituye un  defecto  insubsanable:  ,A1„  noTistanor 

Considerando  que  en  ese  contrato  sólo  consta  por 
la  mera  afií'ración  de  los  cónyuges  q^e  fl  dmer" 
empleado  para  la  adquisición  era  procedente  del 
crp'ltal  parafernal  ap!>rtado  al  ™^t"-X°,r'  ^^ 
Pilar  Antelo,  y  esa  afirmación  no  es  bastante  para 

-\^^SdrdX;t  no  Ie"áp^\^:  ^\t&So  que 

E¿í¿ítieáiJ5=^-^---^r 
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Reí«ol.  •*  Mar»o  1*4»»  Venta  por  el  marido  de 
'lienes  gananciales  inscritos  d  su  nombre  y  al  de  su  mujer» 

José  Pallares,  casado,  vendió  por  escritura  otor- 
gada ante  el  notario  D.  Telesí'oro  Aragón,  una  casa 
á  Bernardino  Peris.  Presentado  el  documento  al  re- 
gistrador de  Morella,  fué  denogada  su  inscripción, 
porque  la  finca  aparecía  inscrita  en  el  Registro,  no 
solaniente  á  nombre  del  vendedor,  sino  de  su  mujer 
Josefa  Gruardiola.  Aragón  recurrió  gubernativamen- 
te contra  la  negativa,  y  confirmada  en  dos  instan- 
cias, apeló  para  ante  la  Dirección  general,  que  de- 
clara, por  el  contrario,  que  la  escritura  origen  del 
recurso  ha  sido  redactada  con  sujeción  á  las  forma- 
lidades y  prescripciones  legales: 

«Visto  el  art.  57  del  reglanaento  hipotecario: 

Considerando  que  interpuesto  el  presente  recurso 
Ijor  el  notario  autorizante  déla  escritura  denegada, 
lo  único  que  importa  averiguar  es  si  ésta  se  halla 
redactada  con  sujeción  á  las  formalidades  y  pres- 
cripciones legales: 

Considerando  que  ninguna  de  ellas  obliga  al  no- 
tario que  autoriza  una  escritura  de  enajenación 
otorgada  por  el  marido  á.  qiie  exprese  el  nombre  de 
su  mujer,  por  lo  cual  la  omisión  de  esta  circunstan- 
cia no  puede  estimarse  defecto  qiie  impida  la  ins- 
cripción: 

Considerando  qxie  obligado  el  registrador  k  califi- 
car i»or  lo  que  resulte  de  la  misma  escritura,  cons- 
tando en  ella  que  el  qvie  vende  es  casado  y  en  el  Re- 
gistro que  la  finca  vendida  fué  adquirida  á  título 
oneroso  durante  el  matrimonio,  no  puede  incurrir 
el  citado  funcionario  en  responsabilidad  al  inscri- 
hir  la  venta,  ya  que  es  indudable  el  derecho  del  ma- 
rido á  enajenar  los  bienes  gananciales  y  que  no  hay 
dato  alguno  que  permita  asegurar  que  la  sociedad 
legal  ha  sidodisnelta.»  (Resol.  12 Marzo  1889. — Gac.  26 
Junio.) 

Resol.  2  Diciembre  IN^O,  Enajenación  de  bienes 
i/ananciales  por  la  mujer  estando  el  marido  ausente: 
Concepto  de  la  adquisición  de  tales  bienes  por  otra  mttjer 
también  casada. 

Doña  Dominica  de  la  Fuente,  casada  con  D.  Eu- 
genio Martínez,  que  estaba  ausente  cu  ignorado  pa- 
radero, siguió  contra  la  testamentaría  de  D.  Maria- 
no Giiillén  autos  ejecutivos,  en  los  cuales  la  fué  ad- 
judicada una  casa  perteneciente  al  deudor.  Doña 
Dominica  vendió  la  finca  ¿i  doña  Vicenta  Montoj-a, 
previa  licencia  judicial,  siendo  de  advertir  que  al 
otorgarse  el  contrato,  la  compradora  se  hallaba  ca- 
sada con  D.  Antonio  Martínez;  que  ésjte  concurrió 
al  acto  y  lo  autorizó  y  aprobó;  y  que  declaró  en  el 
contrato  qxxe  el  precio,  fijado  en  15.000  pesetas,  era 
de  la  exclusiva  pertenencia  de  doña  Vicenta,  la  cual 
las  tenía  entregadas  á  doña  Dominica,  cuando  doña 
V'icenta  se  hallaba  viuda.  Presentado  este  dócilmen- 
te en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Valladolid,  «no 
fué  admitida  su  inscripción,  porque  la  finca  que  la 
doña  Dominica  de  la  Fuente  enajena,  como  ha  sido 
adquirida  por  título  oneroso  constante  el  matrimo- 
nio, pertenece  á  la  sociedad  conyugal,  y  por  lo  tan- 
to carece  aquélla  de  capacidad  para  venderla,  sin 
que  pueda  suxíHrla  en  este  caso  la  licencia  judicial 
que  invoca,  y  porque  no  estando  probada  en  forma 
la  procedencia  que  se  alega  respecto  al  precio  de  la 
compra  actual,  no  es  admisible,  según  se  pretende, 
que  la  casa,  objeto  de  ella,  haya  de  ser  y  entender- 
se aportación  al  matrimonio  de  la  compradora  doña 
Vicenta  Montoya,  y  que,  en  tal  concepto,  haj'a  de 
inscribirse  á  su  favor  como  de  su  exclusiva  perte- 
nencia. 

El  notario  autorizante  de  la  escritura  pidió  se  de- 
clarase que  el  documento  se  ajustaba  k  las  formali- 
dades legales  y  era  inscribible;  y  al  efecto  promovió 
recurso  gubernativo,  en  el  cual  el  juez  delegado  y 
el  presidente  de  la  Audiencia  confirmaron  la  califi- 
cación del  registrador.  Apeló  este  funcionario  á  la 
Dirección  general,  y  es  resuelta  la  alzada  en  el  mis- 
mo sentido: 

«Vistas  las  leyes  12,  tlt.  II,  y  U,  tít.  XIV  de  la  Par- 
tida 3.«;  15,  tu.  I,  y  1.^  y  4.%  tlt.  IV,  lib.  X  de  la  No- 
vísima Recopilación: 

Vista  la  resolución  de  este  Centro  de  30  de  Junio 
de  1888: 

Considerando  que  la  primera  de  las  dos  cuestio- 
nes... debe  ser  resuelta  con  sujeción  al  derecho  vi- 
gente, antes  de  la  publicación  del  Cód.  civil: 

Considerando  que  todo  ese  derecho  antiguo  se  ha- 
llaba contenido  en  las  leyes  i2,  tít.  II,  y  14,  tit.  XIV 
de  la  Part.  3.*^,  y  en  las  sentencias  del  T.  S.  de  22  de 
Diciembre  de  ISGOy  13  del  mismo  mes  de  1S64,  en  vir- 


tud de  cuyos  preceptos  había  qiie  nombrar  al  au- 
sente un  curador  que  le  representase  en  juicio,  se 
hiciera  cargo  de  sus  bienes,  los  cuidara  y  los  admi- 
nistrara *: 

Considerando  que  esa  doctrina  legal,  siquiera  fue- 
se deficiente  é  incompleta,  descansaba  sobre  la  idea 
de  que  era  el  ausente  un  incapacitado,  cuyos  bienes 
era  preciso  amparar  y  conservar,  quedando,  en  su 
consecuencia,  el  ausente  en  la  propia  condición  ju- 
rídica que  cualquiera  otro  incapacitado,  y  su  cura- 
dor sometido  A  las  limitaciones  y  deberes  de  todo 
curador,  y  por  ende,  llegado  el  caso  de  enajenar 
bienes  de  aquél,  á  las  formalidades  establecidas  por 
la  ley  de  Enj.  civil: 

Considerando  que  en  el  caso  origen  de  este  recurso 
se  ha  prescindido  de  esa  doctrina,  y  aplicando  la 
ley  15,  tít.  I,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop.,  se  ha  concedi- 
do licencia  judicial  á  doña  Dominica  de  la  Fuente 
para  enajenar  la  finca  en  cuestión;  licencia  estable- 
cida por  la  ley  en  sustitución  de  la  del  marido  au- 
sente, al  intento  de  suplir  la  incapacidad  en  que  la 
mujer  se  halla  por  virtud  del  matrimonio  para  dis- 
poner de  sus  propios  bienes,  pero  insuficiente  al  ob- 
jeto de  que  pueda  contratar  sobre  aquellos  otros 
que  son  de  la  propiedad  del  marido: 

Considerando  que  la  condición  jurídica  de  estos 
últimos  bienes  es  la  de  pertenecer  k  un  incapacitado, 
y  estar,  por  tanto,  subordinados  en  su  enajenación 
á  los  trámites  establecidos  por  el  tít.  XI,  lib.  III  de 
la  ley  de  Enj.  civil,  de  donde  se  infiere,  que  vendidos 
en  otra  forma,  el  contrato  es  nulo,  sin  que  A  ello 
obste  que  precedió  A  su  otorgamiento  licencia  judi- 
cial; pues  ni  ésta  se  estableció  para  casos  como  el 
actual,  ni  reúne  las  garantías  de  la  autorización 
concedida,  á  tenor  de  los  arts.  2.014  y  2.015  de  la  ley 
procesal: 

Considerando,  respecto  de  la  segunda  cuestión 
planteada  en  este  expediente,  es,  A  saber,  si  puede 
inscribirse  la  finca  de  que  se  trata  A  favor  de  Vicen- 
ta Montoya  como  aportación  matrimonial,  que  por 
ser  gananciales  todos  los  bienes  que  marido  y  mu- 
jer ganaren  ó  compraren  estando  de  consuno,  según 
dispone  la  ley  1.",  tít.  IV,  lib.  X  de  la  Nov.  Rec,  es 
forzoso  aplicar  esta  regla  niientras  no  prueben  ma- 
rido ó  mujer  que  el  bien  de  que  se  trata  les  pertene- 
ce aparta<lamente,  Atener  de  lo  preceptuado  por  la 
ley  4.°-  del  titulo  y  libro  citados  ^: 

Considerando  que  en  el  caso  del  recurso  no  apare- 
ce probado  que  las  15.000  pesetas,  precio  de  la  venta 
otorgada  A  favor  de  Vicenta  Montoya,  habían  sido 
por  ésta  prestadas  A  la  vendedora  antes  de  contraer 
segundas  bodas  con  D.  Antonio  Martínez,  dado  que 
el  mero  dicho  de  doña  Dominicano  constituye  por 
si  solo  la  prueba  que  el  derecho  requiere,  y  la  confe- 
sión del  marido  tampoco  es  bastante  para  ese  efecto, 
según  resolvió  este  Centro  en  30  de  Junio  de  1888.» 
{Resol.  2  Diciembre  1889.— Gac.  14  J/ctí-ro  1890.) 

ReNol.  e»  Ahril  IA90.  Bienes  f/ananciales  en  Viz- 
caya.—  Los  bienes  de  los  cónyuges  son  coviunes  á  medias 
al  disolverse  el  matrimonio,  siempre  que  haya  hijos;  de- 
biendo adjiídicarse  la  mitad  á  éstos  sin  neceaidad  de  pre- 
via lidarión,  y  la  otra  mitad  al  viudo,  conforme  á  la 
ley  1.^,  tit.  XX  del  Fuero. 

Declarados  los  hijos  de  D,  Antonio  do  las  Muñecas 
herederos  de  su  padre,  solicitaron,  con  el  auto  en 
que  tal  resolvió  el  Juzgado  de  Valmaseda  y  con  una 
relación  descriptiva  de  las  fincas  relictas,  que  el  re- 
gistrador del  partido  inscribiese  la  mitad  de  los  bie- 
nes ó  n.imbre  de  los  mencionados  herederos.  El  refe- 
rido funcionario  suspendió  la  inscripción  que  se  le 
pedia  «porque  al  parecer  debe  preceder  la  liquida- 
ción de  la  sociedad  conyugal...»  Los  herederos  recu- 
rrieron contra  la  negativa  y  el  juez  delegado  decla- 
ró inscribible  el  testimonio.  Elevado  el  expediente 
A  la  Presidencia  A  virtud  de  alzada  del  registrador, 
fué  confirmado  el  auto  por  las  propias  razones.  Ape- 
lada la  providencia  por  el  registrador,  he  aquí  la 
resolución  de  la  Dirección: 

«Vistas  la  ley  1.'^,  tit.  XX  del  Piiero  de  Vizcaya  y 
las  Resols.  de  20  de  Septiembre  de  18''4  y  21  de  Febre- 
ro de  1HS9: 

Considerando  que  la  doctrina  de  las  resoluciones 


1  Seyíín  el  Código  civil,  el  cónyuge  ausente  es  represen' 
tado  por  el  presente  (art.  183),  pudíendo  la  mujer  dispo- 
ner de  los  bienes  del  marido  y  de  los  de  la  sociedad  con- 
yugal, con  licencia  judicial  (arts.  188,1,441  y  1.442). — 
V.  Ausencia. 

2  La  misma  presunción  establece  el  art.  1.407  del  Có- 
digo civil* 
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citadas  sólo  es  aplicable  íi  los  puntos  en  que  rige  la 
legislación  de  Castilla,  según  la  que  únicamente  son 
gananciales  y  pertenecen  por  mitad  á  los  cónyuges 
los  bienes  qne  habiendo  sido  adquiridos  por  los  mis- 
mos á  titulo  oneroso  durante  la  sociedad  coíyiigal, 
resulten  A  favor  de  ésta  despnés  de  liecha  la  oportu- 
na liquidación  al  disolverse  el  matrinionio: 

Considerando  qne  no  sncede  asi  en  Vizcaya,  donde 
rige  el  fuero,  cuya  ley  primera  del  tit.  XX  declara 
que  los  bienes  de  los  cónyuges  son  comunes  á  medias 
si  al  disolverse  el  matrimonio  tuvieren  bijos,  sin 
(¡lie  en  su  consecuencia  deba  esperarse  A  practicar 
la  liqviidación  de  la  sociedad  y  hacer  la  adjudicación 
correspondieute  para  que  se  tenga  por  ciimplido  el 
art.  20  de  la  ley  hipotecaria,  al  efecto  de  inscribir  á 
nombre  de  los  hijos  y  herederos  de  D.  Antonio  de  las 
Muñecas  la  mitad  de  los  bienes  que  aparecen  inscri- 
tos á  favor  del  mismo  y  de  su  cónyuge  doña  Maria 
de  San  Ginés; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la 
providencia  apelada. •  (Eesol.  28  Abril  1890.— Gac.  27 
Julio.) 

Res«l.  *9  Sliiyo  lAOO.  Gananciales  en  Arn¡jiin:  Fa- 
cultad del  marido  para  enajenar  libremente  los  bienes  in- 
muebles adquiridos  dtirante  la  sociedad  conyugal. 

Por  escritura  autorizada  en  Tortosa  por  D.  Anto- 
nio Monasterio,  D.  .losé  Pegueroles  se  confesó  deu- 
dor de  D.  José  Maria  de  Salvador,  por  cierta  canti- 
dad, cuyo  reintegro  aseguró  con  hipoteca  sobre  las 
mitades  indivisas  de  dos  fincas  adquiridas  por  Pe- 
gueroles durante  la  sociedad  legal  con  su  mujer  Ma- 
riana Samper.  Presentada  la  escritura  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  de  Valderrobres,  fué  inscrita  en 
cnanto  á  una  cuarta  parte  y  denegada  en  cuanto  al 
resto,  porque  adquirida  la  mitad  constante  el  ma- 
trimonio, esa  otra  -cuarta  parte  pertenece  á  doña 
Mariana  Samper.  Contra  esa  negativa  promovióse 
por  Monasterio  el  recurso  que  previene  el  reglamen- 
to, y  confirmada  la  calificación  del  registrador  por 
el  juez  delegado  y  por  el  presidente  de  la  Audiencia 
de  Zaragoza,  apeló  el  notario  Ala  Dirección  gene- 
ral, qvie  resuelve  asi: 

.Vistas  las  sentencias  del  T.  S.  de  Justicia  de  11  de 
Febrero  y  19  de  Abril  de  1870: 

Considerando  que  las  dos  citadas  sentencias,  y  es- 
pecialmente la  primera,  sientan  de  un  modo  induda- 
ble la  doctrina  de  que,  no  obstante  los  Fueros  de 
Aragón,  el  marido  puede  libremente  enajenar  los 
bienes  inmuebles  adquiridos  durante  la  sociedad 
conyugal: 

Considerando  qiie  en  cuestiones  de  derecho  civil, 
como  es  la  de  que  se  trata,  es  lo  más  prudente  y  lo 
que  mejor  se  aviene  con  la  Índole  de  estos  recursos 
gubernativos  inspirarse  al  resolverlas  en  la  doctrina 
sancionada  por  el  T.  S.  cuando  ésta  es  clara  y  ter- 
minante: 

Esta  Dirección  general,  de  conformidad  con  lo  in- 
l'ormado  en  este  expediente  por  el  señor  sxibdirector 
i.-  oficiales  de  la  misma,  ha  tenido  .'i  bien  revocar  la 
providencia  apelada  y  la  nota  del  registrador  y  de- 
clarar que  la  escritura  que  ha  motivado  este  recur- 
so, se  halla  estendida  con  sujeción  á  los  preceptos 
legales,  y  es,  por  lo  tanto,  inscribible. — Madrid  27  de 
Mayo  de  1890..  (Gac.  23  Septiembre.) 

BIENES  LITIGIOSOS.    Vcascel  núm.  Vlll,p.l34. 

BIENES  DE  MENORES  É  INCAPACITADOS.    Los 

menores  é  incapacitados  no  pueden  oblig'avse 
.sino  con  ari-eg'lo  A  las  prescripciones  dictadas 
para  proteger  y  auxiliar  sn.s  dereclios,  y  de 
las  cuales  hablaremos  en  Contrato.s  civiles. 
Aquí  son  objeto  tínico  de  nuestro  examen  las 
que  señalan  los  requisitos  y  formalidades  que 
han  de  cumplirse  para  la  venta  de  sus  bienes. 

I. — Lefiíslación  anterior  al  Código  civil. 
La  ley  18,  tit.  XVI,  Part.  6.*,  dice  que  los 
guardadores  no  deben  enajenar  ninguna  de 
las  cosas  de  los  huérfanos  que  sea  raíz,  salvo 
si  lo  hicieren  por  pagar  las  deudas  que  hubie- 
se dejado  el  padre  del  huérfano,  ó  por  casa- 


miento de  éste,  ó  por  otra  razón  derecha,  y 
esto  con  otorgamiento  del  juez.  La  60,  titu- 
lo XVIII,  Part.  3."',  disponiendo  la  manera  en 
que  debia  hacerse  la  venta,  cuando  tenga  lu- 
gar epoi'  deuda  ó  por  gran  pro  de  los  huérfa- 
nos", exige  también  el  otorgamiento  del  juez 
«andando  la  cosa  públicamente  en  almoneda 
treinta  días». 

Conforme  con  estas  leyes,  la  de  Enj.  civil 
estableció  las  formalidades  que  debían  obser- 
varse en  la  venta  de  bienes  de  menores  é  in- 
capacitados; y  exigió  licencia  judicial,  ya  se 
tratase  de  bienes  raices,  ya  de  derechos,  ya  de. 
alhajas  de  oro,  plata  y  piedras  preciosas,  ya, 
en  fln,  de  toda  clase  de  bienes  inmuebles,  mue- 
bles y  semovientes  de  valor  que  pudieran  con- 
servarse sin  menoscabo  (art.  2.011). 

La  enajenación  liabia  de  pedirla  por  escrito 
el  tutor  del  meuor,  ó  éste  asistido  de  su  cura- 
dor, expresando  el  motivo,  el  destino  que  ha- 
bía de  darse  al  precio  y  justifleaudo  la  utili- 
dad ó  necesidad  de  la  venta.  El  juez,  oyendo 
al  Ministerio  fiscal,  concedía  ó  negaba  la  au- 
torización (art.  2.014).  La  venta  se  hacia  en 
pública  subasta,  y  previo  avaliio,  con  suje- 
ción, en  tocFo  caso,  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
tleulos  2.011  á  2.0.30  de  la  citada  ley.  No  era, 
sin  embargo  ,  tan  absoluta  esta  doctrina  en 
punto  A  las  formalidades  que  habían  de  con- 
currir en  el  expediente  para  la  venta  de  bie- 
nes de  menores;  pues  en  una  resolución  de  la 
Dirección  general  de  los  Registros  de  11  de 
Noviembre  de  1876,  se  consignó  que  cuando 
para  la  ejecución  de  lo  convenido  en  acto  de 
conciliación  entre  una  madre  á  nombre  de  su 
hijo  y  el  acreedor  de  éste,  acordara  el  Juzga- 
do el  otorg'amiento  de  la  escritura  de  venta  de 
determinada  finca,  ésta  era  inscribible  á  nom- 
bre del  comprador;  pues  la  providencia  de 
enajenación  en  dicho  caso  suplía  al  expedien- 
te de  necesidad  ó  utilidad,  que  en  los  demás 
sería  necesario  instruir.  De  modo  que  no  siem- 
pre era  preciso- instruir  aquel  expediente,  ni 
tampoco  que  se  verificase  la  venta  de  los  bie- 
nes de  menores  en  pública  subasta,  aunque  la 
regla  general  era  que  para  transigir  sobre 
cuestiones  de  derechos  de  menores  é  incapaci- 
tados se  necesitaban  los  mismos  requisitos  que 
pava  la  venta  de  bienes,  procediendo  en  la 
forma  qne  establecen  los  citados  arts.  2.011  al 
2.030  de  la  ley  de  1881. 

m. — Disxwsiciones  del  Código  civil  y  del  mercantil. 

Con  arreglo  al  nuevo  texto,  la  venta  de  bie- 
nes do  menores  é  incapacitados  se  acomoda  A 
diversas  reglas,  según  la  clase  de  bienes  obje- 
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to  del  acto  y  la  sltuacióu  y  circunstancias  de 
los  respectivos  menores.  De  la  letra  y  espíritu 
de  la  ley  se  infiere: 

Que  el  padre  ó  la  madre  pueden  enajenar  y 
gravar  por  si  los  bienes  muebles  del  hijo  en 
que  tcng'an  aquéllos  el  usufructo  y  la  admi- 
nistración; pero  no  se  hallan  facultados  pai-a 
enajenar  ni  g'ravar  los  inmuebles,  sino  por 
causas  justificadas  de  utilidad  y  necesidad  y 
previa  autorización  judicial  y  audiencia  del 
Ministerio  fiscal  (art.  IGl).— V.  Bienes  de  me- 
nores NO  EMANCIPADOS. 

Que  los  bienes  que  constituyen  el  capital  de 
los  menores  é  incapacitados  sometidos  á  tutela 
(locos,  sordomudos,  pródigos  é  interdictos),  no 
pueden  enajenarse  ni  gravarse  sin  autoriza- 
ción del  consejo  de  familia,  previo  dictamen, 
eu  .su  caso,  de  peritos,  celebración  de  subasta 
cuando  el  valor  de  los  bienes  esceda  de  4.000 
pesetas  é  intervención  de  agente  do  Bolsa  ó 
corredor  si  se  trata  de  valores  bursátiles  (ar- 
tículos 269,  núm.  5.°,  271  y  272.)  Con  los  mis- 
mos requisitos  se  enajenarán  por  los  albaceas 
los  bienes  de  herencias  en  que  haya  interesa- 
dos menores  (art.  903).  Estas  disposiciones  mo- 
difican sustaucialmente  las  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento antes  citadas  sobre  venta  de  bienes 
de  menores  ó  incapacitados: 

Que  el  menor  de  veintitrés  años,  emancipa- 
do por  el  matrimonio  ó  por  concesión  del  pa- 
dre ó  déla  madre,  ó  habilitado  de  mayor  edad, 
no  puede  vender  ni  g-ravar  bienes  inmuebles 
sin  el  consentimiento  de  su  padre,  madre  ó 
tutor  (arts.  59,  317  y  324); 

Y  que  los  menores  de  veintitrés  y  mayores 
de  veintiún  años  que  ejercen  el  comercio,  pue- 
den comprar  y  vender  todos  los  objetos  de  su 
tráfico  como  se  infiere  del  art.  4.°  del  Código 
mercantil. 

IW>— Hipoteca  en  íjarantia  de  bienes  (Le  menores  é 
incapacitados. 

Tratando  de  armonizar  el  texto  de  los  ar- 
tículos 163  y  492  del  Cód.  civil,  hemos  dicho 
eu  Bienes  de  hijos  no  emancipados  que  el 
padre  ó  la  madre  están  obligados  á  constituir 
hipoteca  que  asegure  los  bienes  del  hijo,  siem- 
pre que  tengan  el  usufructo  y  la  administra- 
ción del  peculio  adventicio  y  repitan  matrimo- 
nio. Además  de  esta  hipoteca,  se  halla  estable- 
cida otra  tambiéu  legal  sobre  los  bienes  de  los 
tutores  y  curadores,  debiendo  hoy  ser  especial 
la  que  constituyan  con  arreglo  al  tít.  XI,  li- 
bro III  de  la  ley  de  Enj.  civil;  arts.  168,  207  al 
216  de  la  ley  hipotecaria;  145  á  153  del  regla- 
mento, y  252  y  sigs.  del  Código  civil. 
Tomo  II. 


IV .—Derecho  foral. 

La  cualidad  más  saliente  y  característica 
del  derecho  especial  por  que  se  rig-en  los  te- 
rritorios torales,  es,  ingenuamente  hablando, 
la  confusión  ú  oscuridad.  Los  jurisconsultos 
más  estudiosos  y  renombrados  de  las  regiones 
no  se  ponen  de  acuerdo  sobre  el  contenido  de 
sus  instituciones  propias,  y  frecuentemente, 
ni  siquiera  sobre  la  existencia  de  las  mismas, 
que  unos  afirman  y  otros  niegan.  De  esa  mis- 
ma incertidumbre  participarían  también  las 
reg'las  aplicables  á  la  venta  de  bienes  de  me- 
nores é  incapacitados  y  trannacci6n  sobre  sus 
derechos,  á  no  haberlas  uniformado  la  ley  de 
Enj.  civil,  que  en  sus  arts.  2.011  á  2.0.30  de- 
termina cuáles  son;  reglas  que  por  ser  adjeti- 
vas se  aplican  invariablemente  eu  todo  el  te- 
rritorio español  peninsular,  con  derogación 
de  los  Fueros  que  á  ellas  se  opongan,  por  ex- 
presa disposición  del  art.  2.182. 

Pero  si  esas  disposiciones  adjetivas  son  las 
aplicables  á  las  ventas  de  bienes  de  meno- 
res, será  menester  recurrir  también  á  las  sus- 
tantivas, que  dicen  cuáles  son  éstos,  determi- 
nadas en  el  Derecho  especial  de  las  respecti- 
vas provincias. 

En  Cataluña  la  menor  edad  dura  hasta  los 
veinticinco  años,  en  opinión  de  alg'unos  trata- 
distas y  letrados,  y  hasta  los  veinte  en  la  de 
otros.  Ambos  dictámenes  se  hallan  autoriza- 
dos por  dos  Constituciones  del  Principado,  que 
respectivamente  exigen  el  consentimiento  del 
padre  para  que  los  hijos  menores  de  veinticin- 
co años  contraten,  y  el  acuerdo  de  tres  parien- 
tes ó  amigos  para  que  los  menores  de  veinte 
puedan  hacer  donación  de  sus  bienes. 

Eu  Aragón  son  menores  de  edad  los  que  no 
han  cumplido  veinte  años,  si  nos  atenemos  al 
fuero  Ut  nünor  viginti  annorum,  y  los  que  no 
han  cumplido  catorce,  si  consultamos  el  De 
tutoribus  y  las  Observancias,  que  favorecen 
solamente  á  los  menores  de  catorce  con  el  pri- 
vilegio de  la  ilesidad,  ó  sea  el  de  no  poder  ser 
perjudicados  por  los  contratos  que  celebren. 

Eu  Navarra  la  mayor  edad  principia  á  los 
veinticinco  años,  según  ha  declarado  el  T.  S. 
en  su  sent.  de  1."  Abril  1891,  en  la  que  acepta 
la  costumbre  seguida,  contraria  al  Fuero,  se- 
gún el  cual,  la  ma\-oria  principia  á  los  siete 
años  (!),  y  al  Amejoramiento  que  amplió  el  li- 
mite de  la  minoría  hasta  los  catorce. 

En  Vizcaya  son  mayores  de  edad  los  que  han 
cunqjlido  veinticiuco  años  y  los  que  habiendo 
cumplido  dieciocho,  obtuvieron  emancipación 
del  juez  «por  ser  de  entendimiento  sagaz  y  di- 
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ligente».  (Ley  2.^,  tit.  XXII,  Fuero  de  Viz- 
caya.) 

En  las  provincias  y  pueblos  torales  creemos 
que  deberán  observarse  para  las  ventas,  ena- 
jenaciones y  gravámenes  de  bienes  de  meno- 
res, los  arts.  2.011  y  siguienLes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, que  han  quedado  profundamente 
modiflcados,  para  los  territorios  dondej-igeja 
legislación  comiin,  por  los  arts.  26í>,  271,  2<2, 
317  y  324delCód.  civil. 

Jurisprudencia  del  T.  S. 

iS  Septlcmbrí- 1«««.    Mujer  casada  menor  de  edad. 

Las  leyes  que  sólo  exigen  la  licencia  del  marido 
nara  que  su  mujer  pueda  contratar  eficazmente,  se 
defieren  Ales  que  están  en  la  mayor  edad,  y  mientras 
sea  menor  el  marido,  no  piaede  conceder  la  licencia 
para  enajenar  válidamente  bienes  raices  de  aquélla, 
Si  venderlos  por  sí  mismo,  en  concepto  de  adminis- 
Ladorlegítinio,  sin  que  preceda  decreto  judicial  con 
las  debidls  solemnidades,  siendo  nula  en  su  caso  la 
venta  '.  íSent.  láSeptiembre  1862.) 

«S ¡Soilenihre  l*t8a  y  1»  Octubre  1SS5.  Forma- 
lidades respecto  de  los  casados  manares  dedieciocho  ailos. 

Las  formalidades  legales  para  la  venta  de  bienes 
de  menores  son  necesarias  aunque  el  menor  se.a  ca- 
sado V  mayor  de  dieciocho  anos:  porque  la  ley  7.  ,  1 1 
tulo  íl  lib.  X  de  la  Nov.  Becop.,  al  conceder  á  los 
casados  mayores  de  dieciocho  anos  y  menores  de 
Tei°ntic?nfo,  la  administracion.de  sus  bienes  sm  ne- 
cesidad de  venia,  no  les  autoriza  iiara  enajenarlo» 
Ubremente  y  sin  observar  los  requisitos  legaUs^n 
les  faculta  tampoco  para  ello  la  3.»,  tit.  \  del  mis 
mo  libro,  que  se  Umita  á  declarar  emancipado  alhijo 
casado  y  velado  '.(Sents.  28  Noviembre  1863  y  19  Oc- 
tubre 1865.) 

*»  Abril  H»OS  y  otras.  Omisión  de  subastas  y  públi- 
co reviate. 

Cuando  en  la  venta  de  bienes  raíces  de  menores  se 
omiten  las  formalidades  de  la  subasta  y  publico  re- 
mate, compete  á  aquéllos,  siendo  perjudicados,  el 
beneficio  de  la  restitución:  pero  sólo  puede  tener  lu- 
sar  dentro  del  cuadrienio  les.al.  En  tal  caso  procede 
la  nulidad  de  la  venta,  pero  debe  solicitarse  expresa 
y  directamente,  y  no  dándola  por  supuesta -^Sen- 
tencias 28  Abril  1865,  12  Marzo  1881  y  b  Jumo  1866.J 
Sá  Enero  IS69.  Transacciones. 
La  lev  del  contrato  en  las  transacciones  sobre  bienes 
de  menores  y  su  venta,  se  establece  por  la  providen- 
cia aue  concede  la  autorización  judicial  necesaria 
para  celebrarla  fijando  los  límites  á  que  han  de  suje- 
tarse, en  la  forma  que  determinan  los  arts  1.401  y 
sieui¿ntes  de  la  ley  do  Enj.  civil;  y  quebranta  dicha 
leí  la  sentencia  que  defiere  *  P^ft^^'P^^f  "°?í£f: 
rias  á  la  referida  providencia  •'.  íSent.  23  Enero  1867.) 

3  Abril  ISOS-     Soletnnidadei  en  las  ventas. 

Para  la  validez  de  las  ventas  de  bienes  inmuebles 
de  menores  son  esenciales  las  causas  y  solemnidades 
que  determinadamente  expresan  las  lej-es  18,  títu- 
lo XVI  de  la  Part.  6.»,  y  la  60,  tit.  XVIII  de  la  Parti- 
da 3  '  venando  faltan  son  aquéllas  nulas  de  dere- 
cho'Contra  la  acción  de  nulidad  no  puede  oponerse 
válidamente  la  excepción  de  prescripción  á  no  Inn- 
darse  en  el  transcurso  de  treinta  años,  pues  para  la 
prescripción  ordinaria  deben  concurrir  los  requisi- 
to" de  la  ley  18,  tit.  XXIX,  Part.  3.»  '.  :Sent.  .3  Abril 
1868,  casando  y  anulando  una  sentencia  de  la  Au- 


diencia de  Sevilla  por  infracción  de  las  leyes  18,  ti- 
tulo XVI,  Part.  6.";  60,  tit.  XVIII.  Part.  3.",  y  21,  ti- 
tulo XXIX,  Part.  3.'— Núm.  90  de  la  C.  L., 

S  Enero  II*»».  Préstamos  á  menores:  enajenaciones. 
La  ley  3.»,  tit.  I,  Part.  .5.»,  que  dispone  que  lo  pres- 
tado al  menor  de  veinticinco  años  no  se  puede  de- 
mandar, salvo  si  se  probase  que  redundó  en  su  pro,  no 
es  aplicable  cuando  concurre  autorización  judicial, 
concedida  en  virtud  de  información  de  necesidad 
v  utilidad,  é  interviniendo  el  curador  ad  ítem  del 
menor.  Si  bien  en  la  ley  18.  tit.  XVI,  Part.  6.»,  se  pre- 
viene que  los  guardadores  no  deben  enajenar  los  bie- 
nes raices  de  los  huérfanos,  á  no  ser  para  pagar  las 
deudas  que  hubiere  dejado  su  padre,  ó  por  los  demás 
motivos  que  determinadamente  refiere,  añade,  o  por 
otra  razón  derecha,  pudiendo  también  hacerlo,  se- 
gún la  ley  4.",  tit.  V.  Part.  5.'.  cuando  les  tuere  gran 
men«ster,  ó  por  gran  pro  de  los  mismos  huérfanos  '. 
CT.  S.,  Sent.  8  Enero  1SI'J9.— Núm.  4  de  la  C.  L.) 

31  Marzo  I*90  y  otras.    Menor  que  engañosamente 
dice  que  es  mayor. 

La  ley  6.»,  tit.  XIX,  Part.  6.»,  priva  del  beneficio  de 
restitución  in  inf.egruvi  al  menor  que  engañosamente 
diiere  que  es  mayor  de  veinticinco  años,  si  por  su  as- 
pecto lo  pareciere,  dando  por  razón  de  tal  castigo, 
que  las  leyes  ayudan  d  los  engañados,  mas  no  a  los  enga- 
ñadores. Én  este  caso  son  inaplicables  las  leyes  59  y 
60.  tit.  XVIII,  Part.  3.";  18,  tit.  XVI  Part  6  ";  17  ti- 
tulo I,  libro  X,  Nov.Kec,  ylos  art  1.401.  1.402  y  1.40.3 
de  la  ley  de  Enj.  civil.  (T.  S.,  Sent.  31  Marzo  IbTO.) 
—La  misma  doctrina  en  sent.  27  Abril  1860. 
—Cuando  el  menor  dice  que  es  mayor  sin  serlo  y  no 
lo  parece,  es  nula  la  obligación  que  contrae  -.  (Sen- 
tencia 1.5  Noviembre  1881.) 

»  Wnyo  ISíI .  Nulidad  de  venta  de  bienes  de  menores 
en  Cataluña  y  de  compras  por  tutores  y  curadores. 

Según  disposiciones  terminantes  dnl  Derecho  civil 
romano  vigentes  en  Cataluña,  y  señaladamente  las 
contenidas  en  la  ley  22,  Cód.  De  administratwne  tuto- 
rum:  en  la  5.",  párrafos  2."  y  3.",  Digesto  De  auctorita- 
te  et  consensu  t.utorum  vel  (.-Mmíoriím,  y  la  Novela  72,  ca- 
pitulo V,  conformes  con  algunas  Constituciones  es- 
peciales de  aquel  territorio,  como  lo  están  con  las  le- 
yes del  Derecho  patrio,  4.",  tit.  V,  Part.  o.»;  18.  titu- 
lo XVI;  60,  tit.  XVIII.  Part.  6.»,  y  1.»,  tit.  XII,  llb.X 
de  la  Nov.  Kec,  son  nulas  las  enajenaciones  de  bie- 
nes inmuebles  y  de  muebles  preciosos  pertenecientes 
á  menores,  sin  la  intervención  y  decreto  del  juez, 
previa  la  solemne  demostración  de  una  imperiosa 
necesidad,  y  que  los  tutores  ó  curadores  compren  o 
adquieran  por  si  ni  por  interpuesta  persona  bienes 
algunos  délos  menores  que  tuvieren  bajo  su  guarda  ■. 
(T?S.,  Sent.  9  Mayo  1871.— Núm.  146  de  la  C.  L.) 

16  Movlembre  t«9l  y  otras.  Formalidades  en  las 
enajenaciones:  Es  esencial  la  subasta. 

Aunque  la  ley  18,  tit.  XVI,  Part.  6.»,  sólo  exige  la 
aprobación  del  juez  en  las  enajenaciones  de  bienes  de 
menores,  al  señalar  los  casos  en  que  pueden  tener  lu- 
ear,  son  necesarias  para  su  validez  las  lormalidades 
todksque  consigna  la  60,  tit.  XVIII,  Part  3.»  No 
puede  invocarse  como  justo  y  suficiente  titulo  de 
prescripción  una  venta  de  bienes  de  menores  en  que 
falta  el  requisito  de  la  subasta.  Para  que  concurra 
el  justo  titulo  necesario  para  la  prescripción  ordi- 
naria, se  requiere  que  éste  sea  singular,  y  no  puede 
merecer  dicho  concepto  el  de  sucesión  •■.  a  .b.,  sen- 
tencia 16  Noviembre  1871.— Núm.  283  de  la  C.  L.) 

—Para  la  declaración  de  nulidad  por  falta  de  su- 
basta no  es  necesario  acogerse  al  beneficio  de  la  res- 
titución. (Sent.  19  Mayo  1880.— toe.  2.5  Agosto.) 

—Otros  casos  análogos  en  sents.  de  10  Mayo  1882  y 
27  Octubre  isaó. 


1  Bouhabrd  que  estar  al  art.  .9/7  del  Cód.  civil. 

2  El  beneficio  de  la  restitución  in  integrum  no  se  con- 
serva en  el  Cód.  civil,  y  sólo  liay  inrlicaciones  de  su  exis- 
tencia en  los  arts.  1.291,  l.í!>r,  -;  l.nna.  También  han  de 
enajenarse  los  inmuebles  en  pública  subasta  conforme  ai 
art.  272,  pena  de  nulidad  según  el  4."  .     j^ 

3  La  transacción  ha  de  autorizarse  por  el  Consejo  (te 
familia,  sfflim  losarts.  2fí!>.  núm.S.",  y274  d>-l  '";"'■';'"'• 

t    Las  solemnidades  de  las  ventas  son  hoy  las  délos  ar- 

líenlos  S71  y  272  del  Códiqo.  En  cuanto  á  la  prescripción, 
véanse  los  1.930  á  1.930,  'l.9Gl  y  siguientes. 


>  Sobre  préstamos  á  menores  é  incapacitados,  verlos 
arts.  2fí9,  núm.  9.",  y  317  del  Cód.  civil. 

¿  El  Cód.  civil  no  contiene  disposición  alguna  sobre  esto . 
La  solución  de  la  duda  se  hallará  en  el  penal,  que  en  sus 
artículos  S4S,  314  y  SIS  describe  lasestafas  ;/  las  falseaos 
des,  eicua  comisión  originará  la  indemniMCinn  o  repara- 
ción  del  perjuicio  inferido  por  el  culpable,  conforrne  atoa 
artículos  18,  121  y  siguientes  de  dicho  Cód.  penal,  y  100 
déla  ley  de  Enj.  crim. 

a  La  misma  2>roliiljición  establece  el  art.  1.459,  nume- 
ro 1."  del  Código.  ,      .  .,  j.„„ 

4  Sobre  ventas  de  bienes  de  testamentarias  en  que  nag 
menores,  véase  el  art.  903,  párr.  2."  del  Código. 
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9  Febrero  1»33.  Bienes  dei  testama/ttai-ii  en  que  hay 
'urnores. 

Las  leyes  60,  tit.  XVIII,  Part.  3.",  y  18,  tlt.  XVI,. 
l'art.  6.",  se  refieren  únicamente  alas  ventas  de  bienes 
:  de  menores,  casos  y  comliciones  con  que  por  sus 
-  guardadores  deben  hacerse;  por  lo  que  ninguna  apli- 
cación tienen  cuando  de  oonl'ormidad  de  herederos 
y  legatarios  se  ha  verificado  una  venta  en  juicio  de 
testamentarla  en  subasta  pública  é  interviniendo  y 
precediendo  A  este  acto  todas  las  formalidades  que 
le  hacen  válido  con  tal  que  tengan  lugar  ante  ]\xez 
competente. 

Los  bienes  de  nna  testamentaria  no  pertenecen  á 
ninguno  de  los  herederos  y  legatarios  en  particular, 
Ínterin  no  llega  el  caso  do  la  divisiúu  y  adjudicación. 
_    (T.  S.,  Sent.7  Febrero  IHTi.—Gac.  4  Mar:o.) 

•O  Knrro  I89J.  Venta  <le  fincas  de  menores  v  mayo- 
rea  de  edad. 

La  nulidad  de  la  venta  de  finca  de  menores  no  lleva 
consigo  la  de  la  parte  de  la  misma  que  no  les  perte- 
nece; y  la  sentencia  que  asi  lo  establece  no  infringe 
la  ley  60,  tit.  XVIII.  Part.  3.",  ni  el  principio  de  de- 
recho de  qiíe  «lo  que  es  nulo  no  puede  producir  nin- 
gún efecto..  (T.  S.,  Sent.  20  Enero  VSli.-Gac.  21  Fe- 
brero.) 
í 

13  Abril  iíts».  Xulidad  de  la  enajenación  de  bienes 
de  un  menor  liedla  con  intervención  de  curador  distinto 
de  aquel  que  le  está  designado  por  testamento. 

Doña  Estefanía  de  la  Torrionte,  menor  de  edad  y 
poseedora  de  una  fortuna  considerable,  quedó  some- 
tida, por  muerte  de  su  madre,  ala  autoridad  del  cu- 
rador que  ésta  designó  en  su  testamento,  si  bien  no 
llegó  A  discernírsele  el  cargo.  Doña  Estefanía  con- 
trajo matrimonio  con  D.  Francisco  Loynaz,  con 
cuyo  consentimiento  solicitó  se  la  diera*por  curador 
especial  A,  D.  Lorenzo  Guridi,  A  fin  de  entregar  la 
hacienda  de  doña  Estafania  á  su  marido,  en  concep- 
to de  dote  estimada.  Acordóse  asi,  y  Loynaz,  como 
dueño  de  un  crédito  cuantiosísimo  asegurado  con 
hipoteca  y  que  en  dote  recibió  de  sn  esposa,  lo  cedió 
y  traspasó  A  D.  SebastiAn  Ulacia.  Con  tales  antece- 


guientemente  la  de  la  constitución  de  la  dote  á  fa- 
vor de  Loynaz  y  de  la  cesión  del  crédito  hipotecario, 
pidio  se  declarasen  nulos  estos  dos  últimos  actos. 
Declarada  en  definitiva  por  la  Audiencia  de  la  Ha- 
b.ana  nula  la  escritura  de  dote  y  la  cesión  del  crédito 
hipotecario,  interpuso  Ulacia  recurso  de  casación, 
por  conceptuar  que  el  fallo  infringía: 

«1.°  La  doctrina  legal...  de  que  cuando  el  derecho 
reclamado  por  el  demandante  en  un  pleito  arranca 
de  la  nulidad  de  un  acto,  contrato  ó  título,  lo  prime- 
ro que  debe  solicitarse  es  la  declaración  de  talnuli- 
dad...  3."  La  doctrina  legal  declarada  en  sent.  de  29 
de  Marzo  de  l*o,  de  que  carece  de  personalidad  el 
tutor  ó  curador  que  pretende  representar  Aun  menor 
sm  el  indispensable  requisito  del  discernimiento  iu- 
dicia.1  de!  cargo...  6.»  La  doctrina  declarada  en  sen- 
tencia de  20  de  Enero  de  1863,  deque  nombrado  un 
curador  por  una  persona  i.  quien,  interesa,  ésta  se 
Jialla  legalmente  incapacitada  para  reclamar  des- 
pués contra  el  nombramiento...  El  T.  S.  declara  no 
naber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la 
doctrina  invocada  en  el  primer  motivo,  porque  la 
nulidad  del  nombramiento  de  curador  especial  es  el 
tundamento  de  la  Meolaración  pretendida  respecto 
de  las  dos  escrituras  de  constitución  de  dote  y  ce- 
sión del  crédito  hipotecario,  y  por  consiguiente  con 
recto  orden  se  discutió  y  resolvió  todo  simultánea- 
mente, sin  necesidad  de  dos  juicios,  el  uno  preli- 
minar del  otro... 

Considerando  que  ..  si  al  tutor  nombrado  por  la 
madre  le  faltaba  el  requisito  del  discernimiento,  era 
Obvio  pedir  este  en  vez  de  solicitar  el  nombramiento 
ae  un  curador  especial,  que  no  tiene  razón  de  ser 
tnera  do  los  casos  de  incompatibilidad  del  propio 
guaraatlor: 

Considerando  qn»...  no  se  trata  de  separar  A  nn  cu- 
rador por  sus  actos  ó  condiciones  personales,  sino 
ae  la  nulidad  con  que  se  le  nombró  é  intervino  en  un 
asunto  dado,  prescindiéndose  de  la  existencia  de  cu- 
rador ordinario: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina 
que  se  supone  en  el  sexto  motivo,  porque  contra  los 
aptos  propios  puede  reclamarse  cuando  con  ellos  se 
violan  leyes  cuya  inobservancia  no  se  subsana  por 


el  consentimiento  con  perjuicio  del  interés  publi- 
co.... (hala  1.",  sent.  17  Abril  Hiiid.—Gac.  S  Julio  mi- 
guia  21.)  " 

C4  «arzo  1891.  Arrendamientos  constitutivos  de 
derecho  real. 

La  condesa  de  Cumbre  Hermosa  fué  nombrada  cu- 
radora ejemplar  de  su  marido,  incapacitado;  y  con 
dicha  representación  otorgó  una  escritura  de  arren- 
damiento del  corcho  que  produjeran  durante  veinte 
anos  las  dehesas  del  Bey  y  de  la  Bóveila,  propias  del 
conde;  siendo  inscrito  el  documento  en  el  Registro 
de  la  propiedad.  Muerto  el  conde,  su  hijo  y  heredero 
D.  Francisco  Mayone  en'tabló  demanda  en  súplica 
de  quese  declarase  nulo  el  contrato  de  arrendamien- 
to por  no  haberse  otorgado  previo  el  cumplimiento 
de  los  necesarios  requisitos.  Sustanciada  tal  recla- 
mación en  dos  instancias  y  denegada  en  la  segunda, 
interpuso  el  conde  recurso  de  casación  por  concep- 
tuar infringidos  los  arts.  2.011  y  2.030  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  El  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  re- 
currido: 

«Considerando  que,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  2.030  de  la  ley  do  Enj.  civil,  para  hipotecar  ó 
gravar  bienes  inmuebles  ó  para  la  extinción  de  de- 
rechos reales  que  pertenezcan  A  un  menor,  se  han  de 
observar  las  mismas  formalidades  establecidas  para 
la  venta  de  bienes  de  menores,  la  primera  de  las 
cuales  es,  segúu  el  art.  2.011  de  la  propia  ley,  la  pre- 
via licencia  judicial: 

Considerando  que  arrendadas  las  dehesas  que  per- 
tenecían al  incapacitado  conde  do  Cumbre  Hermosa 
por  término  de  veinte  años,  é  inscrito  el  contrato 
en  el  Registro  de  la  propiedad  correspondiente,  que- 
daron aquellos  bienes  gravados  por  el  hecho  de  la 
inscripción  por  toda  la  duración  del  contrato,  el  cual 
fué  celebrado  por  la  curadora  ejemplar  sin  la  debi- 
da licencia  judicial,  y,  por  tanto,  en  contra  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  antes  citados  de  la  ley  de 

Enj.   civil' (Sent.  21  Marzo  1891.— Giics.  25  v  26 

Mayo.p.  241!.) 

Jurisprudencia  de  la  Dirección  general  de  los 
Registros. 

Ri^Hol.  14  IVovIoinbrc  IM30.  En  Aragón  los  meno- 
res de  veinte  años  ;/  mayores  de  catorce  pueden  vender  vd- 
lidamenle  sus  bienes  cansólo  obtener  el  consentimiento  de 
sus  padres  ó  del  que  ellos  viva,  sin  que  sea  aplicable  la 
R.  O.  de  28  de  Ai/osto  de  1S76. 

Los  hermanos  D.  Macario  y  doña  Manuela  Franco, 
•de  estado  solteros  y  de  edad  do  diecisiete  y  catorce 
años  cumplidos,  respectivamente,  con  expresa  vo- 
luntad y  consentimiento  de  su  madre,  viuda,  doña 
María  Tremedal,  vecinos  todos  y  domiciliados  en 
Calatayud,  vendieron  A  D.  Alvaro  Nogués  cuatro 
séptimas  partes  que  les  pertenecían  A  título  de  pro- 
indiviso  en  cierta  finca.  Presentado  el  documento 
al  registrador  de  Albarracln,  fué  denegada  su  ins- 
cripción, por  no  haberse  cumplido  por  parte  del  no- 
tario con  el  art.  1.°  de  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de 
1876,  según  el  cual  había  de  acreditarse  l.a  autoriza- 
ción judicial  para  enajenar  la  parte  del  inmueble 
vendido  por  D.  Macario  y  doña  Manuela.  La  Direc- 
ción de  los  Registros  declara  inscribible  la  escritura 
de  venta  por  los  fundamentos  siguientes: 

«Visto  el  art.  1."  de  la  ley  mandando  publicar  la  de 
matrimonio  civil: 

Vistos  los  Fueros  único,  título  De  contractibus  mi- 
norum:  el  único,  título  Ut  minar  XX  annoriim;  libro  V 
de  la  Compilación  titulada  Fororum  Reijni  Aragonum: 

Vistos  el  Fuero  acordado  en  las  Cortes  generales 
de  Monzón  de  1561,  bajo  el  epígrafe  Que  los  menores  de 
veinte  años  no  puedan  hacer  contratos  alijitnos,  y  el  acor- 
dado en  las  Cortes  de  1585,  b.ajo  el  titulo  Délas  obli- 
gaciones de  menores  de  veinteaiios: 

Vista  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de  1876: 

Considerando  que,  según  las  disposiciones  citadas 
del  Derecho  foral  vigente  en  el  territorio  del  partido 
judicial  do  Albarracin,  donde  radicalafinca,  y  en  la 
ciudad  de  Calatayud,  de  que  son  vecinos  los  otor- 
gantes, pertenecientes  uno  y  otro  A  la  Audiencia  de 
Zaragoza,  los  hijos  menores  de  veinte  años,  mayo- 
res de  catorce,  pueden  vender  v,Alidamente  sus  bie- 
nes con  sólo  obtener  el  consentimiento  de  sus  padres 


'  Ha//  no  es  necesaria  licencia  judicial;  pero  si  atitori- 
;:ncióndel  consejo  de  familia  para  hacer  contratos  suje- 
tos d  inscripción  (Cód.,  art.  26."),  núm.  5."),  entre  los  cua- 
les figura  el  arrendamiento  constitutivo  de  derecho  real, 
según  el  art.  2."  de  la  ley  hipotecaria. 


■^Considerando.  'IJ'^.^^^^^l^Xl.fresD  Macario  y  doña 
yinenoresdeveintelosvemecior^^^^^^^     ^^^ 
kannela  franco    y  habiendo  od  ^^^.^^  ^ 

el  consentimiento  de  BU  madre         otorgado  válida- 
del  padre,  por  haber  taUecido  inscripción  se 

rrSr  sin  qne*sea*°apUcablc  lo  dispuesto  en  el  a^rU^l.^ 

déla  B.  O.^le  -^^^^l.^^^l'li'l^Te.^X^-  "-1^  ''" 
disposición  se  ^ictó  c^on  ei  en  l^^  bienes  de  sus 

capacidad  de^P^'^^J  Ce  le  n4<'«'  !«■  legislación  co- 
^tin'le  cnnl'idf  d^i^mln^ra  clara  y  terminante 

U  leg^islación  foral  -íe  A"f  ^J^^,  ^^^  inaplicables  las 
Considerando  igua,  mente  que  so       ^y^^    segunda 

disposiciones  contenidas   en  el      ^^^  tampoco  lo  se 
parte,  de  la  ley  de  Enj-  cy"'  contrato  se  hubiera  ce 
rian  en  el  supuesto  de  ^"e  el  con        .  ^     ¡¿„  común, 
[¿Lado  en  t"ritorio  sujeto  A  la    c^g'      ^.^^,i^  r.  q. 
eomo  lo  ha  reconocido  y  declaraa^^^^.^.^^^^  ^ 
de  28  de  Agosto  '^1 ''^terminar  un  i.      .^-^^^  con  el 
necialpara  obtener  la  autorización  J  ^        ^ien- 

»S;?o^le  celebrar  c„t.atoscU^v-t^^ 

*tón    1  N™víe,nbre''l8TO^-eac.  20  Alril  ISSO.) 

aoloT  ««  M...-0  .««•.    Escritura  ae  enajenano,, 

de.  bienes  de  un  inc<ip<ic,ta'lo.  negativa  del 

LaDirección  genera  ^revocando  la  n,^g^^^^^^^._ 

registrador  de  L'^%í^^l'"?"' "rdoña  Slaria  Molina  y 
ble  una  escritura  otorgada  P«ao   ^^^  ^^^  ^larido: 

Pacheco,  c''m°°'-"^rSf;\a  escritura  ha  sido  otorga- 
.Considerando  que  d^cha  e^critxl^.^.^^^  ^  trAmites 

da  después  de  c^°?Pl,^'Í°LÍi|as  enajenaciones  que 
establecidos  para  If^  í«í¡í'''Í;evia  -^información  dr 
son:    autorización  judicial    pre\  <,tor. 


^oín"Soriz¿ción¿udicia^J^J^^»— — í„fi,. 
r¿"e"«.a:r:rí^;?X're  a1rn..''e„  el  testa,nento  .ar. 

'•^rr  rniero  ^f^^^:-T^^°:^:i^i 
^^^^^^iíKSSi-^^^"^^ 

D.  Francisco  1^"^?"'^,,°,^  bienes  legados  en  caso  dé» 
tándolepara  í'^^^.i;" ^raio  un  prlstfmo  hipotecario 
necesidad.  Bojas  contrajo  un  P  ^.^.^^^  ^  3, 

é.  nombre  del.menor,  previa  Uce  otorgando  la  co- 
pagarle  vendió  líi-hn"»  "^F"  inscripción,  en  cuanto 
P„lpondiente  e^crit^^"?,  "^y^J'^e^is'lrador  de  Santa 
á  la  Venta,  fi^é.  denegada  por  el  ■^  ^^o  las  solem- 
Cruz  de  Tenerife,  por  no  haberse  c        1^  j^j^.^^^g 

Sldades  legales  en  1»-*- ¡V^o^a  ^a  negativa,  que 
de  menores.  Bojas  recnrr'i  j|¡^  p^^  el 

té  confirmada  P°"VenTiadef.as  Palmas;  y  apelada 
presidente  de  la  Ai^diencia  cíe  Dirección  general 

|,íTV;^stradot'eVc\'SfiTmada  merced  .  los  fnn- 

Samentos  siguientes:  ^^^  ^^  ^       ¿,e  En- 

.Vistos  los  '^rts.l^HM  ^-^'fiJ      j^g  ^^j  reglamento 

iuiciamiento   civil,  visto  ei  ,       binotecaria;  vis- 

Í,ítado  para  la. ejecución  déla  lej    ^I^^^_^  ^^^  ^^^^  ^ 

tas  las  sentencias  del   1.  ».  ae  ^ 

30  de  Junio  de  1866:         .g-oj^er  el  presente  recurso 
Considerando  que  al  "solver^       i.^^^  ^^  principio 

hay  qiie  investigar  si  es  inoo^^^      de  que  es 

fundamental  en,í"f  iY„ft^\nente  se  dispone,  con  la 
lev  cuanto  en  ellos  licítame.  ^^  j^  j^.^  je 

regla  general  contemda  en  el  art^  Ucencia  judicial 
E,vi.  civil,  que  df  clara  necesar  ^^^^^  ^^^  menores: 

para  ena  enar  o  gravar  cierto  conjunto  las 

'^Considerando  q7„j^^f"""t^í%n  lo  que  concierne 

i'rtJ;íoris!i5^r.^gd^i--^^t^:- 

rn"ranIrirPírit"m^¿ÍVv"elarporla  persona 

é  intereses  del  men'''^;-;^  ¿¿ebo  se  infiere  que  las  le- 
Considerando  <!"« ''^o-cionar  á  los  menores  pro- 
yes  dictadas  para  P/"»";",  'í^trse  supletorias  en  el 
teoción  y  amparo  deben  estima  .^^^^^  jos  intere- 

fes  ^'e' aquéllo^:  laXad^  fa  ley  Is  menos  necesaria 
culos  209,271  y  ¡72  del  Cod.cwd. 


cuanto^í7;5^ir^e7ir¡:^ÍIÍÍ^^dí;ii'^"'  '  '^■^'"'"''^' 
tal  garantía:  „«, modos  estos  principios,   de- 

Considerando  que  ahrmados  es^os  p         ^i^  ^^ 
•dúcese  de  ellos  como  consec„enciaj^g^^  ^^  ^j^_  ^^ 
los  trámites  y  formalidades  qxie  esi  obligato- 

del  lib.  III  de  la  ley  procesal  n°  debe"!  ^^testamen- 

rios  para  q^'f"  j\tn  ó  be-^""°  al  me'uor  ó  le  dejó 
to  en  que  se  lnstltu^  9  "fí"  ,  „  „ne  fuera  contra- 
manda de  consideración,  toda  ^e^qu  jj^^  ^rá- 
dictorio  suponer  que  halla  el  menor            '       .¿^¡¿n  j. 

mites  defensa  más  "^"PVnue  si  otorgó   al  guar 
prudencia  de  un  testador     que  si  otorg      ^J^^^^ 
Sador  facultades  extraordinarias,  lúe  |.^^^^_ 

A  unos  bienes  en  e'iya°''^,\"?¿"  al  menor  á  quien 
íl°ó\\^'la  h"o^ra"d¿  la^muert^tk'n"  singular  prueba  de 

''^¿rUerando  que   ^-^-.^^ilr pTe^-dllg'ua^^ 

ma  ley  procesal  a"';°^;i^,'^i'',fieva  en  ='""*•  ^^  '^'  ''' 
suerte  que  la  de  Enj.  ci^  U  reie  ^^^^^^^  cual- 

obligación  de  dar  hanza  al  tu";»  ^^^^^^^^^  ^^ 

quiera  persona  que  haj.iinstiri  ^^^^^   ^^^^^ 

¿or  ó  dejádole  manda  de  nnpor^a  idéntico,  au- 
en  las  facultades  del  testador  ^^^^  ^  enajenar, 

torizar  al  guardador  Para  lue  P  ^  ^  ^1  menor, 
sin  judicial  licencia,  los  b  enes  leg  ^^  ^^.^_^^ 

puesto  que,  en  primer  término    domiej     ^.  j^ 

íazón,  debe  aplicarse  el  misino  dejec      .^y^^^^  ^^  ^ 
confianza   que  inspira  el  tutor^     ;^„  .^  ¡e  puede 
exime  de  afianzar,  por  '««"tico     j      ^  .3  f,il  de  aque- 
exceptuar  de    Precepto  general  del  a^^^^^^^^  ^ 

lia  ley,  c^'^'i^^"  *^Var  .^  admitido  por  nuestro  dere- 
tador;  y,  por  otra  Pa"e,  »  .  j  ^  j  afianzamiento 
cho  que  el  causante  P^^ede  eximir  i  guardador 

no  hay  razón.que  le  prohiba  autor  .za        g^ 
para  que  enajene  por  si  5   ante  ^^1  ^^  ^^^^^^  ;, 

fsmás  ampli.oéimport^ante    como  q  tutelar,  y 

un  acto  relacionado  con  toda  la  g  ^.^^^^  ^^_  ^j 

la  intervención  judicial  en  la  ,  en 
fin,  un  acto  aislado  del  tntor_  afirmar- 

Considerando. que  P»^  1°  ?J¿X  en  el  testamento 
se  que  la  autorización  contenida  «ne^^^^  ^^ 
de  D.  Juan  Somero  delgado  n"pig  ^^  ^^^^ 

tu  que  informa  nnestras  lej  es  proc  '^^^  ^ues- 

otro  concepto  p.erfeotamenteconcí        precepto  in- 

tro  derecbo   c.vil,qnej;%^^i|l¿tad°iel  testador '...- 
discutible  el  «spet^o  á  lajoiun  ^^^^^^ 

(Kesol.  5  Noviembre  IWí.     wii- " 


■  •laa     vv.n/aíif  Rienes  por  ¡n  mi- 
Resol.  4  «'«^•»'-«7^'***V(rs  „  „e«s;da<í  Se  s«6.a«í" 
d,,-e  en  »r»son:  f  "^ '^'L '''  "™  ¿.u  autorización  judi- 

^X';-í;ro  2.°  '^^  "^  'a.".^;  ^"^'ITT  a  que  no  precedió 

Previa  autorización  judicial  á^aqiie^^.^  P  ,  ^^^^_ 

expediente  de  utilidad  5  necesiaaa,  escritura, 

^eislo  .Sevilla  do«  «nc-s  ^^/i    ^gi^tíadonie  Zaragoza 
cuya  inscripción  den«go  ei  r"S  patria  po- 

porque  no  teniendo  la  n^adre  aragone       1^^^  ^  _ 

Lstad,  tenia  nne  atemperarse  á  los  req       ^^        ._ 
rrafo  1."  y  nodel  -•  .delart.-.ii^  j.g^j^^j¿n, 

re!ev;^do«unt¿TíS  DUel^ión  general,  este  Cen- 

*'í\?{s^irí^i:  2.015  de  la  ley^de  Enj     civil;  el^Ftg; 

ro  1.°  De  exheredationeflhorum\ih.Jl,elJ^;^^^ 

Ustamentis  nobilnan:  el  Enero  3.__   De  ^»  «;"■,„„.„„,  ^|,:<,. 

lus,  lih-V:  los  Eneros  1.»  |^1  ^-¡^f^^^V  ub.  V;  el  Fue- 

rum.  lib.  VI;  el  Euero  3.    I  e  c^'™         ¿       ^^  ^geO:        ^ 

ro  1."  de  1561  y  la  f  «"*-/o«„ftexto  literal  del  art.  2.015 
Considerando  que  dado  01  tex.^^^^j,^^  ^^  ^n- 

de  la  ley  de  Enj.  c  "1  en  su  según       1  ^.^^^^         ^g. 

dudable  que  tratándose  de  la  ven       ^^  ^j^^^^arla  en 

bles  de  menores,  están  e^^^eptuí  siempre,  y 

pública  subasta  y  previo  avaluó  eii 

r madre  cuando  tnviese  jiatria  potesta  ^.^^^  ^^ 
Considerando   que  semejant^  rt.sti  ^  .  ^^  ^^^_. 

tnral  cabida  en  el  derecho  de  t-astiiia^  1  ^^^^ 

ga  á  la  madre  patria  P°tf*^;^boÍ hubiere  quedad; 
5  aun  viuda  la  niega  f  «X'lev  de  luatrimonio  civil 
IVs-^^oi^^coit^-n  A-¿^¿   -vos  fueros  hacen  d, 

•  '^^^^^^^^^^^^'^¿/^::::^t'diicXo'^^^ 

doctrína  de  esta  "■'»  '"^  "'  '  f  t^"„eV  -  sancionar  el  m< 
arts.  7«3.  7.9J  y  oros  muc  os  ^™w  ^„   .  pero 

fs  eestame«íarío,  legitimo  o  dativo. 
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igual  condición  al  marido  y  mujer  en  lo  que  al  régi- 
men y  dirección  de  la  familia  concierne  *: 

Considerando  que  por  esta  razón,  al  aplicar  el  tex- 
to de  la  ley  jirocesal  en  un  territorio  regido,  en  cuan- 
to al  orden  civil,  por  leyes  especiales,  conviene  no 
olvidar  la  Índole  de  aquélla,  que  no  piiede  alterar 
en  lo  más  mínimo  las  instituciones  Jurídicas  que  está 
llamada  á  sancionar,  de  donde  se  mñere  que  regida 
la  familia  aragonesa  por  el  principio  de  unidad,  se- 
gún el  que  igual  consideración  tiene  ante  el  fuero 
el  padre  que  la  madre,  é  idénticos  derechos  se  les 
asigna,  seria  quebrantar  esa  unidad,  y  contrariar  el 
fuero  eximir  al  padre  de  ciertas  formalidades  en  la 
venta  de  los  bienes  del  hijo  é  imponerlas  á  la  madre, 
mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  dicha  exención 
no  es  otra  cosa  que  una  prueba  de  confianza: 

Considerando  que  si  por  los  fundamentos  expues- 
tos es  fuerza  otorgar  á  la  madre  en  Aragón  el  pri- 
vilegio que  al  padre  concede  el  segundo  párrafo  del^ 
a,rt.  2.015  de  la  ley  de  Enj.  civil,  un  detenido  análisis 
del  Fuero  en  lo  que  á  la  patria  potestad  se  refiere 
conduce  ai  mismo  resultado; 

Considerando  que  la  autoridad  tuitiva,  rectora  y 
educadora  de  los  padres,  llámesela  ó  no  patria  po- 
testad, es  de  derecho  natural,  y  en  tal  concepto  de 
esencia  en  la  constitución  familiar,  lo  cual  explica 
que  la  misma  legislación  aragonesa  que  ha  consig- 
nado en  la  observancia  2.*^,  lib.  II,  el  precepto  tan- 
tas veces  repetido  de  consuetudine  Rtgni  non  habemus 
patria  potestatem,  ha  desarrollado  una  teoría  com- 
pleta de  las  relaciones  entre  padres  é  hijos,  determi- 
nando las  obligaciones  de  aquéllos  con  siugxüar  pre- 
cisión y  otorgándoles  derechos  tan  importantes 
como  el  de  autorizar  el  matrimonio  de  los  hijos,  el 
de  la  libre  testamentiíacción  entre  ellos,  el  de  nom- 
brarles tutor  en  el  testamento,  el  de  desheredar  al 
que  lo  mereciere  por  su  conducrta,  el  de  reclamarles 
alimentos  si  viniere  á  pobreza  y  el  de  completar  la 
capacidad  del  hijo  menor  de  veinte  años,  dando  su 
consentimiento  á.  los  contratos  que  otorgare: 

Considerando  que  ese  conjunto  de  derechos  y  de- 
beres existente  con  arreglo  al  fuero  en  el  padre  y  en 
la  madre  durante  la  vida  de  ambos,  y  en  el  sobrevi- 
viente, y  por  ser  todos  ellos  efectos  naturales  ó  civi- 
les de  las  relaciones  jurídicas  que  la  paternidad  en- 
gendra, son  para  Aragón  la  institución  que  equivale 
á  la  patria  potestad  castellana: 

Considerando  qxie  el  precepto  del  art.  2.015  de  la 
ley  de  Enj.  civil  es  de  general  observancia  en  todo 
el  Heino,  i>or  cuja  razón,  al  hablar  de  la  patria  po- 
testad de  la  madre,  no  ptido  referirse  exclusivamen- 
te á  dicha  institución  en  la  forma  que  está  regulada 
por  las  leyes  de  Castilla,  sino  en  aquella  que  reviste 
también  en  todas  las  legislaciones  torales: 

Considerando  que  la  autoridad  con  que  en  Aragón 
Interviene  la  madre  en  la  venta  de  bienes  de  sus 
hijos  es  igual  á  la  del  padre,  y  esto  basta  á  los  fines 
del  espresado  artículo  de  la  ley  procesal,  que  parece 
sólo  exige  para  otorgar  el  privilegio  de  su  segundo 
párrafo  que  sea  la  condición  jurídica  de  la  madre 
idéntica  á  la  del  jiadre,  con  arreglo  á  la  ley  civil; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la  pro- 
videncia apelada;  dejar  sin  efecto  la  negativa  del 
registrador,  y  declarar  que  es  inscribible  la  escritu- 
ra que  ha  motivado  el  presente  recurso. 

Lo  que,  etc.— Madrid  4  de  Febrero  de  1888.— El  Di- 
rector general,  Emilio  Xavarro. — Sr.  Presidente  de 
la  Audiencia  de  Zaragoza.»  (Gac.  23  Marzo.) 

Resol.  15  :\'OTlciiibre  ISSS.  Los  menores  no  pue- 
den enajfn<t  r  por  si  aus  bienes  ni  ratificar,  después  de  ma- 
yores, la  enajenación, 

D.  Jerónimo  Mezquida,  de  23  años,  vendió  una  fin- 
ca por  esL-ritura,  cuyo  contenido  ratificó  después 
de  haber  cumplido  25  años.  El  registrador  de  Menor- 
ca se  negó  á  inscribir  los  documentos  en  el  Registro 
por  no  haberse  hecho  la  enajenación  con  las  fornia- 
lidades  establecidas  para  la  de  bienes  de  menores. 
Confirmada  esta  negativa  por  el  juez  delegado  y  por 
el  presidente  de  la  Audiencia  de  Palma,  lo  es  tam- 
bién por  la  Dir.  gen.  merced  á  los  siguientes  funda- 
mentos: 

«Vistas  las  leyes  60.  tít.  XVIII,  Part.  3.*:  4.*  y  5.*, 
tít.  XI,  Part.  5.*,  17  y  18,  tit.  XVI,  Part.  6."^; 

Vistas  las  Sents.  del  T.  S.  de  11  de  Mayo  de  1861,  8 


*  La  ley  de  matrimonio  civil,¿no  ha  venido  riqiendo  en 
Aragón,  ¡¡  consiguientemente  su  cap.  V,  referente  d  ¡os 
f'fectosdel  nuitrimonio,  conforme  al  D  de  U  Febrero  ISTS.-* 
Nosotros  no  lo  dudamos,  ti  jn'Sar  de  los  fundamentos  de 
«íía  resolución. 


de  Octubre  de  1862,  28  de  Noviembre  de  1863  y  19  de 
Octubre  de  1865,  3  de  Abril  de  1868,  16  de  Noviembre 
de  1871,  29  de  Enero  1874,  19  de  Marzo  y  13  de  Abril  de 
1875,  19  de  Mayo  de  1880  y  10  de  Mayo  de  1882: 

Considerando  que,  según  Sent.  de  11  de  Mayo  de 
1861,  al  determinar  la  ley  17,  tit.  XVI  de  la  Part.  6.* 
que  sean  válidos  los  contratos  beneficiosos  á  los  me- 
nores, se  refiere  al  caso  en  que  éstos  sean  los  com- 
pradores y  no  al  en  que  se  trate  de  enajenación  de 
sus  fincas,  lo  cual  no  puede  hacerse  sino  por  los  mo- 
tivos y  con  las  formalidades  que  exige  la  ley  18  del 
mismo  título  y  Partida  y  el  tít.  XIII  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil: 

Considerando  que  el  mismo  Supremo  Tribxinal  ha 
declarado  en  Sent.  de  28  de  Noviembre  de  1863  que 
laa  leyes  4.^  y  5.*,  tít.  XI  de  la  Part.  5.^,  citadas  por 
la  parte  recurrente,  no  se  refieren  ni  podían  referir- 
se á  las  ventas  de  bienes  raíces  de  menores,  respecto 
de  los  cuales  otras  leyes  han  prescrito  reglas  y  solem- 
nidades especiales  á  las  que  se  hallan  subordinados 
los  preceptos  de  aquéllas: 

Considerando  que  esas  reglas  y  solemnidades  tie- 
nen tal  importancia  que  su  omisión  es  causa  de  nu- 
lidad de  la  venta,  según  terminantemente  precep- 
túa la  ley  60,  tit.  XVIII  de  la  Part.  3.",  y  ha  consig- 
nado el  Supremo  Tribunal  en  fallos  que  forman 
jurisprudencia,  como  los  de  8  de  Octubre  de  1862,  19 
de  Octubre  de  1865,  3  de  Abril  de  1868,  29  de  Enero  de 
1874,  13  de  Abril  1875,  19  de  Mayo  de  1880  y  10  de  Mayo 
de  1882:... 

Considerando  que  actos  y  contratos  en  su  origen 
esencial  y  absolutamente  nulos,  no  son  susceptibles 
de  ratificación,  pues  con  respecto  á  ellos  rige  el  co- 
nocido principio  de  que  lo  nulo  no  puede  ex  post  faC' 
to  convalecer.»  .Resol.  15  Noviembre  1688. — Gac.  'J3 
Diciembre.) 

Resol.  lO  Septiembre  I^OO.  Extinción  por  el  pa- 
dre de  derechos  reales  constituidos  d  favor  de  los  hijos: 
Licencia  judicial  necesaria  aun  cuando  la  madre  de  quien 
proceden  los  bienes  dispensara  de  ella  al  marido. 

Don  Joj^quin  Batlle  otorgó  escritura  dándose  por 
pagado  á  nombre  de  sus  hijos  de  un  crédito  consti- 
tuido á  favor  de  los  mismos,  heredado  de  la  madre, 
y  asegurado  con  hipoteca. 

El  registrador  de  Figueras  no  accedió  á  la  can- 
celación del  gravamen  por  no  haber  obtenido  Batlle 
licencia  judicial.  El  notario  autorizante  del  título, 
promovió  recurso  gubernativo,  invocando  el  testa- 
mento de  la  difunta  mujer  del  otorgante  que  autori- 
zó á  éste  para  contratar  á  nombre  de  los  hijos  sin 
necesidad  de  dicna  licencia.  Elevado  el  asunto  á  la 
Dirección  gene/al,  es  confirmada  la  calificación  del 
registrador: 

«Vistos  el  art.  2.030  de  la  lej-  de  Enj.  civil  y  la  reso- 
lución de  este  Centro  de  5  de  Noviembre  de  1887: 

Considerando  que  el  articulo  citado  exige  en  tér- 
minos absolutos  y  sin  excepción  alguna  la  licencia 
judicial  para  la  extinción  de  derechos  reales  perte- 
necientes á  menores: 

Considerando  que  admitida  la  necesidad  de  esta 
licencia,  la  cuestión  que  ha  de  resolverse  en  este  re- 
curso se  reduce  á  decidir  si  la  facultad  concedida 
por  la  testadora  al  padre  de  los  menores,  siis  hijos, 
para  cobrar  créditos  hipotecarios  y  cancelar  las  hi- 
potecas, sin  necesidad  de  autorización  judicial,  le 
exime  de  cumplir  el  precepto  legal  que  exige  la  li- 
cencia en  estos  casos 

Considerando  que  en  el  caso  presente  se  trata  de 
herederos  forzosos  con  derecho  indisputable  á  legi- 
tima en  una  parte  de  la  herencia,  según  la  legisla- 
ción de  Cataluña,  por  lo  cual  es  evidente  que  sólo 
pueden  ser  reputados  herederos  voluntarios  en  aque- 
lla otra  porción  de  que  el  padre  pudo  disponer  libre- 
mente según  la  misma  legislación: 

Considerando  que  no  estando  formalizadas  las 
operaciones  de  testamentaría  ni  hechas  á  los  here- 
deros las  adjudicaciones  de  bienes  por  la  parte  de 
herencia  que  les  corresponda,  todos  ellos  tienen  por 
derecho  de  legítima  una  participación  en  el  crédito 
hipotecario  perteneciente  al  caudal  3'  de  cuya  can- 
celación se  trata;  y  siendo  herederos  necesarios  en 
esta  parte,  es  visto  que  no  se  encuentran  en  el  caso 
á  q\ie  se  refiere  la  resolución  citada,  ni  puede  ella 
tener  aquí  rigurosa  aplicación  en  el  presente: 

Considerando  que  la  hipoteca  constituida  en  ga- 
rantía de  un  préstamo  es  un  derecho  real  para  cuya 
extinción,  cuando  pertenece  á  menores,  se  han  de 
observar  las  mismas  formalidades  establecidas  para 
la  venta  de  sus  bienes,  siendo  la  primera  de  ellas  la 
licencia  judicial ,  previo  el  oportuno  expediente, 
conforme  á  los  arts.  2.011  al  2.014  y  2.030  de  la  ley  de 
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Enjiiiciamiento  civil  ',*  (Resol.  16  Septiembre  1890. — 
Gac.  13  Enero  1891.) 

Resol.  *0  •ieptlciubre  t^90.  Negativa  á  tnscribir 
tina  escritura  de  venta  oiorf/adapor  el  guardador  d  nom- 
hre  del  pupilo,  conforme  al  Cód.  civil.., 

Vicente  Árenos,  curador  de  la  menor  Quiteria  Se- 
clncl,  pidió  aiitorización  al  Juzgado  en  Bl  de  Mayo 
de  18b9  para  enajenar  algunos  bienes  de  aquélla. 
Previo  el  cvimplimionto  de  los  trámites  señalados  en 
la  ley  de  Enj.  civil,  fuóle  otorgada  la  autorización, 
usando  de  la  cual  vendió  dns  ñncas  de  la  menor  A 
otros  tantos  compradores.  Presentadas  las  escritu- 
ras de  enajenación  al  registrador  de  Nules,  denegó 
éste  la  inscripción  de  las  mismas,  por  no  haber  au- 
torizado la  venta  el  consejo  de  familia,  conforme  al 
Cód  civil.  D.  Félix  Cruzado,  notario  autorizante  de 
las  escrituras,  promovió  contra  las  notas  del  regis- 
trador el  recurso  que  previene  el  art.  57  del  regla- 
mento hipotecario,  y  pidió  se  declare  que  aquéllas 
no  adolecen  de  defecto  alguno,  y  en  tal  concepto  son 
inscribibles,  pretensión  que  fundó:  en  que  las  ventas 
se  han  ejecxitado  con  sujeción  -X  los  preceptos  de  la 
ley  de  Enj.  civil,  no  derogada  en  su  tít.  XI  por  el 
nuevo  Código,  y  el  curador  de  la  menor  se  ha  limi- 
tado á  elevarlas  A  escritura  pública,  cumpliendo  un 
mandato  de  la  autoridad  judicial;  que  si  k  tenor  del 
art.  310  del  Código  son  apelables  las  decisiones  del 
consejo  de  familia  para  ante  el  juez  de  primera  ins- 
tancia, y  cabe,  por  tanto,  que  éste  aiitorice  una  ena- 
jenación denegada  por  aquél,  claro  es  que  carece  de 
fundamento  legal  la  caliñcación  del  registrador, 
cuando  no  hay  consejo  de  familia,  ni  existe  acaso 
posibilidad  de  constituirle;  que  la  menor,  por  el  me- 
dio empleado,  ha  obtenido  mayor  suma  de  garantías 
qwe  las  que  podía  suministrarle  el  consejo  de  fami- 
lia, y  por  último,  que  el  tránsito  del'antiguo  al  mo- 
derno derecho ,  estuvo  virtuahnente  en  suspenso 
desde  la  ley  de  26  de  Mayo  hasta  el  R.  D.  de  24  de  Ju- 
lio, en  que  se  mandó  publicar  en  la  Gaceta  la  nueva 
edición  del  Código,  y  precisamente  en  ese  tiempo  se 
incoó  el  expediente  de  autorización,  por  cuya  razón, 
ciiando  el  Juzgado  la  concedió,  no  se  había  dictado 
la  disposición  8."  de  las  transitorias  adicionadas  en 
esa  segunda  edición. 

El  registrador  informó  que  la  cuestión  que  aq^^l 
se  debate,  queda  redxicida  á,  determinar  si  solicita- 
da la  autorización  judicial  por  el  tutor,  rigiendo  ya 
la  primera  edición  del  Código  que  no  contenia  reglas 
de  derecho  transitorio ,  deja  ele  ser  aplicable  el 
caso  b.°  del  art.  269,  escrito  de  igual  ma'uera  en  ambas 
ediciones;  que  así  planteada  la  cuestión,  resulta  in- 
dudable que  en  el  caso  origen  del  recurso  debió  obser- 
varse el  precepto  del  citado  art.  269,  no  sólo  porque 
las  reglas  de  transición,  caso  de  ser  omitidas  por  el 
legislador,  deben  sobreentenderse  jíor  el  buen  sen- 
tido de  la  ciencia  jurídica  y  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  sino  también  porque  el  referido  texto 
legal  no  aparece  modificado  en  la  segunda  edición 
del  Código;  y  finalmente,  q\ie  es  una  argucia  soste- 
ner que  por  estar  investido  el  Juzgado  de  la  facultad 
de  reformar  en  grado  de  apelación  los  acuerdos  del 
consejo  de  familia,  es  también  competente  para 
prescindir  de  ellos  y  resolver  en  primera  instancia. 

El  juez  delegado  declaró  no  haber  lugar  á  admi- 
tir ei  recurso  por  considerar  que  el  Código  civil  está 
vigente  desde  1."  de  Mayo  del  año  próximo  pasado; 
que  no  es  lícito  eludir  el  terminante  precepto  de  sn 
art.  269,  recabando  de  un  Tribunal  una  autorización 
privativa  del  consejo  de  familia;  que  no  obsta  al 
valor  de  lo  preceptuado  en  dicho  articulo  la  cir- 
cunstancia de  haberse  omitido  en  la  primera  edi- 
ción del  Código  las  disposiciones  transitorias,  ma- 
yormente cuando  -una  de  éstas  declara  *que  los  tu- 
tores y  curadores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la 
legislación  anterior,  deben  ejercerlas  con  sujeción 
A  lo  dispuesto  en  el  Código»,  y  que  no  procede  esti- 
mar los  razonamientos  aducidos  por  el  notario  se- 
ñor Criizado,  por  cnanto  todos  se  reducen  á  insistir 
en  que  tiene  el  Juzgado  atribuciones,  que  desde  I.** 
de  Mayo  de  1889  pasaron  á  ser  competencia  del  con- 
sejo de  familia. 

Elevado  el  reciirso  á  la  Presidencia  en  virtiid  de 
alzada   del  notario  recurrente,   fué   confirmado  el 


^  El  art.  Ití4  del  Cód.  e>rigc  la  licencia  judicial  para 
enajenar  y  gravar  bienps  inntuebles:  pero  la  extinción  de 
derechos  reales  equivale  á  una  verdadera  enajenación  de 
inmuebles,  jfucs  d  éstos  están  equiparados  tales  derechos 
por  el  núm.  10,  art.  334. —  Véase  más  adelante  la  resolu- 
ción de  25  Agosto  1891. 


auto  apelado  por  sus  propios  fundamentos,  y  ade- 
más porque  á  la  fecha  en  que  se  celebró  la  venta  y 
se  otorgaron  las  escrituras  estaba  ya  publicada  la 
segunda  edición  del  Código  civil,  y  jior  tanto  se  ha- 
llaban en  vigor  las  disposiciones  que  el  registrador 
cita  en  apoyo  de  su  negativa.  Apelada  la  providen- 
cia, resuelve  así  la  Dirección  general: 

«Vistos  los  arts.  263  tdebe  ser  269^,  310  y  1.976  de  la 
priuiera  edición  del  Cód.  civil,  que  empezó  á  regir 
en  1."  de  Mayo  de  1889: 

Considerando  que  el  núm.  5.°  del  citado  art.  269, 
que  impone  al  tutor  el  deber  de  obtener  autoriza- 
ción del  consejo  de  faniilia  para  e-najenar  bienes  de 
los  menores  que  estén  bajo  su  guarda,  no  distingue 
éntrelos  tutores  que  á  la  publicación  del  Código 
estaban  ya  en  posesión  de  sus  cargos,  y  los  que  ob- 
tuvieran el  nombramiento  con  posterioridad  á  su 
vigencia,  por  lo  que  es  indudable  que  tal  precepto 
jfcobliga  á  unos  y  otros: 

Considerando  que  contra  tal  doctrina  no  es  licito 
alegar  la  falta  de  \ina  declaración  expresa  del  le- 
gislador, porque  bastaba  en  todo  caso  la  deroga- 
ción contenida  en  el  art.  1.946  del  Código  de  todos, 
los  cuerpos  legales  que  constituj'en  el  derecho  civil 
común,  en  todas  las  materias  que  son  objeto  de 
aquél  para  estimar  que  los  tutores  habían  de  ate- 
nerse á  las  proscripciones  del  Código  y  no  á  las  de 
la  ley  de  Enj.  civil,  en  cuanto  al  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones se  rehere: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  el  art.  310- 
del  Código  concede  al  juez  facultad  para  modificar 
los  aciierdos  del  consejo  de  familia,  y  en  definitiva 
p\idiera  ser  él  qiiien  concediera  la  autorización,  eso 
mismo  prueba  que  es  incompetente  x^í^r^  conceder 
tal  aiitorización,  mientras  no  la  niegiie  el  consejo 
de  familia: 

Considerando,  por  último,  que  la  autorizaciónen 
virtud  de  la  que  se  jirocedió  al  otorgamiento  de  las- 
escrituras  de  venta,  se  solicitó  y  obtiivo  del  Juzga- 
do de  primera  instancia  cuando  ya  estaba  vigente 
el  Código  civil,  en  vez  de  haberse  solicitado  y  obte- 
nido del  consejo  de  familia,  con  arreglo  A  lo  precep- 
tuado en  el  mismo; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirm.ar  la 
providencia  apelada.»  (Resol.  20  Septiembre  1890. — 
Gac.  14  Enero  1801.) 

Resol.  O  Abril  tS9t.  Casos  en  que  es  necesaria  li- 
cencia judicial  para  la  extinción  del  derecho  real  de 
arrendamiento  en  que  están  interesados  menores, 

VóasG  esta  resolución  en  Auhendamiento,  pAg.  701» 
tomo  I, 

Resol.  3á  Agosto  IS9I.  Enajenación  de  bienes  de 
menores  por  los  albaceas:  Licencia  judicial  itecesaria 
aunque  el  testador  la  prohiba. 

D.  Manxiel  Jovó  Montano  falleció  bajo  testamento 
en  el  que  autorizó  á  sus  albaceas  para  vender,  den- 
tro del  .año  de  la  muerte  del  ordenador,  y  de  manera 
privada  y  amistosa,  la  finca  Zaida.  Los  albaceas,  en 
iinión  de  doña  Isabel  Vázquez,  que  obraba  en  repre- 
sentación de  sxi  hijo  D.  Emilio,  hijo  también  y  here- 
dero del  finado  y  dueño  de  tres  décimas  partes  déla 
finca,  vendieron  ésta  A  D.  Manuel  Jové  Quiñones, 
por  escritura  de  4  de  Noviembre  de  1888.  Presentado 
tal  documento  en  el  Registro  de  Lérida,  fvié  denega- 
da su  inscripción  en  cuanto  k  la  porción  propia  de 
D.  Emilio,  porque  no  podía  enajenarse  sin  autoriza- 
ción judicial.  Impugnada  esta  nota  en  recxirso  gu- 
bernativo, y  revocada  sucesivamente  por  el  juez  de- 
legado y  el  presidente  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
apeló  el  registrador  A  la  Dirección,  que  A  sxi  vez  re- 
voca lo  resuelto  por  dichas  autoridades  y  mantiene 
la  calificación  del  registrador: 

«Vista  la  resolución  de  este  Centro  de  16  de  Sep- 
tiembre de  1890 ': 

Considerando  que,  según  esta  resolución,  el  testa- 
dor que  tiene  herederos  forzosos  no  puede  autorizar 
al  padre  de  éstos  para  extinguir  derechos  reales  per- 
tenecientes A  los  mismos  sin  la  autorización  judicial, 
por  ser  pertinente  al  caso  el  precepto  del  art.  2.0B0 
de  la  ley  de  Enj.  civil; 

Considerando  que  esta  doctrina  es  aplicable  con 
mayor  razón  á  un  caso  como  el  presente  en  que  se 
trata  de  enajenar  sin  judicial  licencia  una  finca  en 
parte  i)crteuecionte  A  un  menor,  por  albacea  que  al 
efecto  ha  recibido  facultades  del  testador,  de  quien 
era  el  dicho  menor  heredero  forzoso;  y  esto  así,  no 
sólo  porque  al  fin  mAs  consideraciones  y  confianza 


1     Véase  con  su  nota  en  la  página  anterior^ 
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merece  ei  padre  que  el  extraño,  por  donde  lo  que 
laerma  la  autoridad  de  aquél  con  mayor  causa  ha 
lo  menoscabar  la  de  éste,  sino  además,  porque  de- 
clarado que  tratándose  de  kerencias  forzosas  la  vo- 
1  antad  del  testador  cede  ante  el  precepto  del  artícu- 
lo 2.030  de  la  ley  procesal,  declarado  queda  que  lo 
]iropio  a  ^ontece  con  respecto  á  los  arts.  2.011  y  2.012 
'le  dicha  ley,  ya  que  el  primero  es  lógica  deducción 
del  principio  que  informa  estos  dos  últimos: 

Considerando  que,  por  tal  razón,  adolece  la  escri- 
tura de  4  de  Noviembre  de  18BS  de  un  defecto  que  la 
invalida.»  (Kesol.  25  Agosto  1891. — Gac.  14  Noviembre.) 

BIENES  MOSTRENCOS.  Se  aplica  esta  deno- 
miuación  á  todos  aquellos  bieues  muebles  é 
iumuebliis  que  se  encuentran  perdidos  ó  aban- 
donados ó  no  tienen  dueño  conocido.  Se  lla- 
man también  así  los  bienes  abintestato  que 
quedan  sin  dueño  por  la  muerte  del  que  lo  era 
sin  haber  hecho  testamento  y  sin  tener  des- 
cendientes, ascendientes  ni  colaterales  que  le 
sucedan. — V.  Mostrencos. 

BIENES  NACIONALES.  V.  Desamortización: 
Bienes  públicos. 

BIENES  PARAFERNALES.     V.  Bienes  de  la 

SOCIEDAD    CONYU(!AL. 

BIENES  PÚBLICOS.  V.  Bienes  del  Esta- 
do...: De  las  i'kovincias  y  pueblos. 

BIENES  RESERVABLES.  Es  la  reaerva  una 
iastitución  antiquísima  en  nuestras  leyes  y  en 
nuestras  costumbres,  genuinamente  española 
é  ideada  para  proteger  los  intereses  de  los  hi- 
jos, conjurando  los  pelig'ros  con  que  pueda 
amenazarlos  el  segundo  ó  ulterior  matrimo- 
nio de  su  padre  ó  de  su  madre. 

Según  el  proemio  del  tit.  XII,  Part.  4.",  el 
apóstol  San  Pablo  estableció  las  seg'uudas 
nupcias  para  evitar  el  mal  mayor  de  la  li- 
N'iaudad,  siguiendo  el  ejemplo  de  Moisés,  que 
toleró  el  repudio  contra  su  deseo:  «como  quier 
quel  pesó». 

No  suelen,  eu  verdad,  las  segundas  nupcias, 
ofrecer  la  dicha  á  los  qne  la  buscan  en  ellas, 
y  menos  cuando  quedan  hijos  del  primer  ma- 
trimonio, hacia  los  cuales  puede  disnuuuir  el 
amor  ó  la  solicitud  del  padre  ó  de  la  madre, 
por  la  Inñuoucia'que  sobre  uno  ú  otra  ejerzan 
el  nuevo  cónyuge  ó  los  hijos  que  nazcan  del 
último  consorcio;  y  ante  el  temor  de  que  con- 
suma éste  los  bienes  procedentes  del  anteriOr, 
se  ha  fundado  en  nuestras  leyes  la  institución 
de  las  reservas. 

S.~Dfsposíciones  del  derecho  histórico  sobre  bienes 
reservables. 

Cuando  un  viudo  ó  viuda  volvía  á  casarse, 
si  tenía  hijos  del  primor  matrimonio,  eran  re- 
servables para  ellos  todos  los  bienes  que  hu- 
biere adquirido  del  consorte  difunto  por  ti- 
tulo lucrativo,  como  arras,  donación,  legado; 
ó  heredado  de  alguno  de  los  hijos  del  primen' 


matrimonio,  con  tal  que  fueran  de  los  que  éste 
hubiera  heredado  de  su  difunto  padre  ó  ma- 
dre. El  padre  ó  la  madre  gozaban  vitalicia- 
mente del  usufructo  de  diclios  bieues,  y  la 
nuda  propiedad  pertenecía  A  los  hijos,  ya  des- 
de que  se  abría  la  sucesión  del  cónyuge  pre- 
muerto,  ya  en  su  caso  desde  que  el  sobrevi- 
viente contrajera  seg'undo  matrimonio.  Asi  lo 
establecieron  diferentes  leyes,  cuyo  contenido 
reproduce  eu  sustancia  el  Código  civil,  por  lo 
que  no  queremos  privar  ;l  nuestros  lectores  de 
su  conocimiento  literal:  Dicen  asi: 

Ley  a.'',  tit.  V,  líb.  IV,  Fuero  Juzgo. --<■.. .E  la  mu- 
jer que  ovo  dos  maridos  ó  más  é  ovo  ñios  de- 
llos,  las  arras  que  ovo  de  un  marido  non  pue- 
de dexar  á  los  íiios  del  otro;  mas  cada  un  filo 
ó  fiia,  ó  nieto  ó  nieta  deve  aver  las  arras  quel 
dio  su  padre  ó  su  abuelo  á  su  madre,  después 
de  la  muerte  de  su  padre.» 

Ley  \.-\  lit.  II,  lib.  Ili,  Fuero  Real.— «...E  si  la 

mujer  hobiere  fijos  de  dos  maridos  ó  do  más, 
cada  uno  de  los  lijos  hereden  las  arras  que  dio 
su  padre...» 

Ley  26,  tit.  XIII,  Part.  5."  — <>Marido  de  alguna 
»mujer  finando,  si  casase  ella  después  con  otro, 
»l.as  arras  é  las  donaciones  que  ol  marido  fina- 
»do  lo  o'siere  dado  en  salvo  fincan  á  sus  fijos 
»dol  primer  marido  é  devenías  cobrar  é  haber 
«después  de  la  muerte  de  su  madre...» 

Ley  7.'',  tit.  IV,  lib.  X,  Nov.  Recop.  (15  de  Toro). 

«En  todos  los  casos  que  las  mujeres  casando 
»seguna  vez,  son  oblig'adas  á  reservar  á  los 
«fijos  del  pri:  lero  matrimonio  la  propiedad  de 
«lo  que  oviere  del  primero  marido,  ó  heredare 
"de  los  fijos  del  primero  matrimonio;  en  los 
«mismos  casos  ol  ^■arón  que  casare  segunda  ó 
«tercera  vez,  sea  obligado  á  reservar  la  pro- 
«piedad  dello  á  los  fijos  del  primero  matrimo- 
»uio;  de  manera  que  lo  establecido  cerca  deste 
«caso  en  las  mujeres  que  casaren  seg'unda  vez 
»haya  lugar  en  los  varones  qiie  pasaren  á  se- 
«gundo  ó  tercero  matrimonio.» 

tit— Descendientes  d  favor  de  los  cuales  se  establece  la 
obligación  de  reservar. 

Había  declarado  el  T.  S.  por  sentencias  de 
9  de  Mayo  do  1859,  31  del  mismo  mes  de  18G1, 
27  de  Junio  de  18G6  y  16  de  Euero  do  1871, 
que  la  reserva  de  bienes,  ó  sea  la  obligación 
de  reservar  un  padre  ó  una  madre,  sólo  tiene 
lugar  respecto  de  hijos  suyos  liabidos  en  an- 
terior matrimonio,  no  respecto  de  los  hijos  que 
su  consorte  hubo  eu  otro;  y  estos  fallos  son  do- 
blemente importantes,  porque  modificau  la 
doctrina  que  se  habla  sancionado  por  el  mis- 
mo T.  S.  eu  sentencia  de  14  de  Mayo  de  1856, 
según  la  cual  ol  beneficio  de  la  reservación  de 
bienes  alcanzaba  también  álos  hijastros  ó  en- 
tenados del  viudo,  respecto  á  los  bienes  que 
éste  recibió  en  arras  ó  por  donación  del  difun- 
to, ó  por  herencia  de  algvino  de  sus  hijos,  her- 
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mano  uuilatcral  de  aquéllos.  Las  razones  en 
que  se  fundaba  esta  doctrina  las  expusimos 
detenidamente  en  1859,  y,  francamente,  la 
creíamos  arreglada,  ya  que  no  á  la  letra,  al 
espíritu  y  recta  iutelig-encia  de  la  ley.  Pero  el 
T.  S.  creyó  interpretarla  mejor,  estableciendo 
después  la  doctrina  contraria;  y  en  cuatro  fa- 
llos unAnimes  quedó  completamente  decidido 
y  fuera  de  discusión  que  el  beneficio  de  la  re 
servación  sólo  tiene  higar  d  favor  de  hijos  su- 
yos de  otro  matr-itnonio,  no  á  favor  de  hijas- 
tros ó  entenados,  aunque  se  tratase  de  arras  ó 
bienes  donados  por  sus  padres. 

El  art.  968  del  Cód.  civil  impone  la  obli- 
g'acióu  de  reservar  al  viudo  ó  viuda  que  pase 
á  segundo  matrimonio  en  favor  de  los  hijos  y 
descendientes  del  primero;  locución  vag'a  cu- 
ya letra  material  no  concede  ni  niega  sanción 
á  la  jurisprudencia  del  T.  S.  Pero  creemos  ijue 
la  mente  del  legislador  ha  do  haber  sido  ex- 
cluir del  beneficio  á  los  entenados  ó  flliastros 
del  sobreviviente,  puesto  que  el  Código  se  ha 
formado  recogiendo  las  enseñanzas  de  la  doc- 
trina, en  la  solución  de  las  dudas  suscitadas 
por  la  práctica,  conforme  k  la  base  1.^  de  la 
ley  de  11  de  Mayo  de  1888. 

itt.— Bienes  sujetos  á  reserva. 

Era  punto  resuelto  por  el  antiguo  Derecho 
que  se  hallaban  sometidos  á  reserva  los  bienes 
que  el  cónyuge  viudo  había  adquirido  desii  di- 
funto consorte.  En  cuanto  k  los  precedentes  de 
los  hijos  de  aquel  matrimonio,  reinaba  en  la 
pi-áctica  alguna  incertidumbre.  Tenían  el  con- 
cepto de  reservables  los  heredados  abintcstnto 
por  el  supérstite,  puesto  que  así  lo  e.stablecía 
la  ley  15  de  Toro  y  {isí  también  lo  consignó  el 
Tribunal  Supremo  en  Sent.  de  26  Enero  1874, 
por  la  que  casó  y  anuló  otra  de  la  Audien- 
cia de  Manila.  Pero  en  este  mismo  fallo,  y  es- 
pecialmente en  el  primero  de  sus  consideran- 
dos, dióse  k  entender  que  la  obligación  de  re- 
servar no  se  extendía  á  los  bienes  que  el  padre 
heredara  del  hijo  en  virtud  de  disposición  tes- 
tamentaria de  éste;yuosotros  así  lo  hemos  sus- 
tentado alguna  vez  respecto  de  la  tercera  parte 
de  que  podía  disponer  el  descendiente,  porque 
esta  parte  la  recibe  el  padre  por  expresa  vo- 
luntad del  hijo  como  cualquier  otro  extraño. 

El  Código  civil,  atento,  sin  embargo,  al  prin- 
cipio de  patrimonialidad  de  los  bienes  fami- 
liares, en  el  que  tantas  veces  inspira  sus  dis- 
posiciones, resueh  e  esta  dificultad  en  sentido 
contrario,  por  su  art.  ¡169,  que  declara  sujetos 
k  reserva  los  bienes  adquiridos  por  el  viudo  de 
los  hijos  del  primer  matrimonió,  mediante  los 


títulos  expresados  en  el  art.  968,  que  son  el 
testamento,  la  sucesión  intestada,  la  donación 
y  cualquiera  otro  lucrativo. 

•  V. — Casos  en  que  se  produce  y  cesa  la  obligación  de 
reservar. 

Para  que  se  produzca  la  obligación  de  reser- 
var es  indispensable  que  ha^a  descendientes 
del  primer  matrimonio  y  que  el  cónyug'e  viu- 
do haya  heredado  ó  adquirido  k  título  gratui- 
to bienes  del  premuerto  ó  de  sus  hijos.  Cuando 
el  sobreviviente  no  ha  adquirido  tales  bienes 
ó  cuando  no  quedau  hijos  ó  descendientes  del 
primer  matrimonio,  entonces  el  viudo  es  due- 
ño de  disponer  libremente  de  todo  su  caudal, 
repita  ó  no  casamiento. 

La  obligación  de  reservar  nace  con  la  viu- 
dez siempre  que  queden  hijos  del  primer  en- 
lace y  haya  adquirido  el  viudo  bienes  proce- 
dentes de  aquel  consorcio;  pero  no  se  perfec- 
ciona hasta  que  el  sobrevivien'^e  contrae  se- 
gundo matrimonio.  También  surge  cuando  el 
viudo  ó  viuda,  sin  contraer  segundo  matrimo- 
nio, tiene  un  hijo  natural  reconocido  ó  judi- 
cialmente declarado  (art.  980);  novedad  opor- 
tunísima fundada  en  el  principio  jurídico  se- 
gún el  cual,  donde  existe  la  misma  razón,  debe 
aplicarse  igual  regla. 

Cesa  la  obligajióu,  según  el  Código,  cuando 
los  hijos,  siendo  mayores  de  edad,  renuncian 
su  derecho  (art.  970),  y  cuando  al  morir  el 
padre  ó  la  madre  que  repitió  casamiento,  no 
existen  ya  descendientes  del  primero  (artícu- 
lo 971).  Aunque  la  expresión  del  art.  970  sola- 
mente constituye  la  aplicación  del  pAr.  2.",  ar- 
tículo 4.°,  creemos  que  el  legislador  ha  hecho 
bien  en  consignarla  para  que  no  pueda  enten- 
derse que  tal  renuncia  está  comprendida  en  la 
prohibición  de  contratar  sobre  la  herencia  fu- 
tura, que  establece  el  art.  1.271. 

Cesa  también  la  obligacióu  de  reservar 
cuando  los  hijos  y  descendientes,  en  cuyo  fa- 
vor se  establece,  mueren  antes  que  el  padre  ó 
madre  á  quien  se  impone.  El  Código  no  lo  dice 
terminantemente,  pero  de  su  texto  se  deduce 
tal  consecuencia,  pues  el  art.  974  declara  sub- 
sistentes las  enajenaciones  de  bienes  reser- 
vables hechas  por  el  viudo  ó  viuda  si  k  su 
muerte  no  quedau  hijos  ó  descendientes  leg'í- 
timos  del  primer  matrimonio. 

V. —  Validez  de  las  enajenaciones  de  bienes  reservables, 
verificadas  por  el  viudo  ó  viuda. 

Como  el  derecho  á  la  reserva  no  se  consoli- 
daba por  parte  do  los  hijos  hasta  qiie  su  padre 
ó  madre  contraían  seg'undo  matrimonio,  era 
iudeliuid¿i  en  el  antiguo  Derecho   la  eficacia 
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de  las  enajenaciones  que  verificaba  el  viudo  ó 
viuda  antes  de  celebrarlo,  de  los  bienes  sujetos 
á  reserva;  y  por  eso,  después  de  declarar  el 
T.  S.  que  la  propiedad  de  ellos  no  se  transfiere 
á  lo  hijos  del  primer  enlace  hasta  que  se  efec- 
túa el  seg-uudo  (Sent.  21  Mayo  1861),  consignó 
que  la  obligación  de  reservar  es  inseparable 
de  la  prohibición  de  enajenar,  y  aquélla  que- 
darla eludida  si  se  reconociera  la  completa 
validez  de  las  enajenaciones  hechas  antes  del 
nuevo  consorcio  (Sent.  3  Enero  1881).  El  Có- 
digo civil  procura  resolver  esta  grave  dificul- 
tad en  los  arts.  974  á  976. 

Disting'uen  estos  preceptos  dos  clases  de 
enajenaciones:  por  razón  de  los  bienes  á,  que 
se  refieren  (muebles  é  inmuebles)  y  por  razón 
del  momento  en  que  se  verifican  (antes  ó  des- 
pués del  segundo  matrimonio). 

Las  enajenaciones  de  bienes  muebles,  ora  se 
hagan  antes  ó  después  del  segundo  consorcio, 
son  válidas,  salvo  siempre  la  obligación  de  in- 
demnizar. Las  de  bienes  inmuebles  anteriores 
al  segundo,  todas  son  válidas,  pero  el  transmi- 
tente  queda  obligado  A  aseg'urar  el  valor  de  los 
bienes  objeto  de  ellas.  Las  posteriores  subsis- 
ten únicamente  si  á.  la  muerte  del  que  las  hizo 
no  quedan  hijos  ni  descendientes  legítimos  del 
primer  matrimonio . 

^t.— Hipoteca  legal  jtara  asegurarlos  bienes  reservables: 
Otras  garantías. 

La  ley  26,  tit.  XIII,  Part.  5.",  e.stableció  hi- 
poteca tácita  y  general  en  g-arantla  de  los  bie- 
nes reservables.  La  ley  hipotecaria  convirtió 
el  gravamen  en  especial  y  expreso,  y  sus  ar- 
tículos 168,  200  y  201  no  solamente  la  estable- 
cieron sobre  los  bienes  del  cónyuge  viudo  á 
favor  de  los  reservables  correspondientes  á 
los  hijos,  sino  también  sobre  los  del  padrastro 
cuando  los  de  la  madre  no  bastaran  á  garanti- 
zar los  sujetos  á  reserva;  pero  promulgada  la 
ley  de  matrimonio  civil,  cuyo  art.  64  concedió 
á  la  madre  la  patria  potestad  en  defecto  del 
padre,  declaró  el  art.  134  del  reglamento  hi- 
potecario que  no  subsistía  la  obligación  del 
padrastro,  supuesto  el  alcance  del  art.  53,  nii- 
mero  2."  de  la  propia  ley  de  matrimonio  civil. 
Tampoco  el  Código  mantiene  esa  oblig'ación, 
por  no  hacerla  necesaria  la  disposición  de  su 
art.  168,  que  por  regla  general  priva  de  la 
jiatria  postestad  á  la  madre  que  pase  á  segun- 
das nupcias. 

Además,  el  Código  civil  ordena  que  al  repe- 
tir matrimonio  el  viudo  ó  viuda,  forme  inven- 
tario de  todos  los  bienes  resei'vables,  inscriba 
los  inmuebles  con  tal  carácter,  tase  los  mue- 


bles y  asegure  no  solamente  la  restitución  de 
éstos  ó  de  su  valor,  sino  el  abono  de  los  dete- 
rioros que  ocurrieren  por  culpa  ó  negligencia 

(arts.  977  y  978). 

vil. — lieserva  troncal  del  art.  811. 

Otra  reserva  ha  creado  el  legislador  en  el 
art.  811,  á  la  que  expresamente  aluden  los 
938  y  968.  El  Código  da  acceso  á  una  especie 
de  sucesión  troncal,  no  conocida  ni  practicada 
hasta  ahora  en  los  territorios  donde  impera  el 
Derecho  común,  y  cuyos  resultados,  favora- 
bles ó  adversos  al  principio  de  patrimoniali- 
dad  de  bienes  en  las  familias,  no  conocemos 
aún,  por  no  haber  resuelto  todavía  la  juris- 
prudencia caso  alguno  sobre  aplicación  del 
nuevo  texto.  Pero  estuvo  el  legislador  tan 
omiso  al  formular  la  institvición,  que  apenas 
hay  eu  el  art.  811  una  sola  palabra  que  no  sea 
ocasión  de  dudas  y  perplegidades.  Nosotros 
que  ya  tenemos  formado  nuestro  juicio  sobre 
ellas,  y  es  en  parte  conocido,  hemos  de  expo- 
nerlas y  examinarlas  con  el  mayor  cuidado  en 
Sucesiones,  esperando  que  acaso  para  enton- 
ces ya  habrá  fijado  algún  fallo  del  T.  S.  el  ver- 
dadero sentido  y  el  alcance  de  la  disposición. 
Solamente  resulta  clara  en  ella  la  obligación 
de  reservar  impuesta  al  ascendiente  que  here- 
de de  su  descendiente,  en  favor  de  los  parien- 
tes que  estén  dentro  del  tercer  grado  y  perte- 
nezcan á  latinea  de  donde  losbienes proceden; 
pero  ni  se  expresa  con  precisión  cuáles  son  los 
bienes  sujetos  á  esta  reserva,  ni  se  determina 
con  fijeza  quiénes  son  las  personas  en  cuyo 
obsequio  se  ordena,  ni  se  dice  el  carácter  y 
facultades  con  que  el  ascendiente  adquiere  los 
bienes  que  ha  de  reservar  para  los  parientes 
tronqueros,  ni  se  indica  nada  sobre  la  validez 
ó  nulidad  de  las  enajenaciones  que  verifique  el 
ascendiente  obligado  á  reservar,  ni  se  asegu- 
ra con  garantía  real  el  derecho  de  aquéllos. 
La  mayor  parte  de  estas  graves  dificultades 
no  las  vemos  salvadas  en  los  comentarios  de 
los  autores,  y  solamente  alcanzarán  cumpli- 
da solución  en  las  declaraciones  de  la  juris- 
prudencia, si  la  oscuridad  del  texto  no  da  ori- 
gen á  sentencias  contradictorias  que  aumen- 
ten y  perpetúen  la  confusión. 

Jurisprudencia. 

o  Julio  IfitSO.    Bienes  que  no  son  reseroables. 

No  son  reservables  y  si  partibles  entre  los  hijos  de 
ambos  matrimonios,  los  bienes  que  hereda  el  padre  ó 
la  madre  común  por  muerte  de  los  del  segundo,  sise 
ha  conservado  viudo,  como  lo  estarían  si  hubiera 
pasado  A  terceras  nupcias.  (Sent.  tí  .Julio  1S50.) 

14  Muyo  103M.    Reserva  d  /'acor  Je  liijastros. 
El  benelicio  de  la  reservación  de  bienes  alcanza  á 
los  hijastros  ó   entenados  del  viudo  respecto  A  los 
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bienes  que  éste  recibió  en  arras  ó  por  donación  del 
ditiinto,  ó  i3or  herencia  de  alguno  de  sus  hijos,  her- 
mano unilateral  de  aquéllos,  conforme  al  texto  y  al 
espíritu  de  la  ley  7.",  tit.  IV,  lib.  X  de  la  Novísima 
Recopilación,  disposición  que  amplia  y  declara  lo 
dispuesto  en  la  ley  2.»,  tit.  V,  lib.  IV  del  Fuero  Juz- 
go, en  la  ley  1.",  tit.  II,  lib.  III  del  Fuero  Real  y  en 
la  afi,  tit.  XIII,  Part.  5."  (Sent.  14  Mayo  /SS6'.— Núme- 
ro 9  de  la  C.  L.) 

SS  Octubre  IfSlSS.    Bienes  vhiculados. 
Ijos  bienes  que  fueron  de  mayores  están  en  su  caso 
sujetos  á  reserva.  (Sent.  Stf  Octubre  185S.) 

O  Hayo  IS3»,  «I  .lla^o  ISSe  y  «3  Junio  18«6. 

Persotuis  á  favor  de  las  cuales  se  ha  establecido  la  obli- 
gación. 

La  reserva  de  bienes,  ó  sea  la  obligación  de  reser- 
var un  padre  ó  una  madre,  sólo  tiene  lugar  respecto 
de  hijos  suyos  habidos  en  anterior  matrimonio,  no 
respecto  dé  los  hijos  que  su  consorte  tuvo  en  otro 
distinto.  (Sent.  S  MayolSM,  21  Mayo  1866  y  27  Junio 

de  tase.) 

ti  ítfai'zo  l«OI.  Limitaciones  de  la  reservación:  No 
es  extensiva  d  los  abítelos. 

La  obligación  de  reservar  se  limita  á  los  padres 
respecto  de  los  bienes  que  heredaren  de  sus  hijos,  y 
no  es  extensiva  A  los  abuelos  respecto  de  sus  nietos, 
porque  la  ley  15  de  Toro  debe  interpretarse  en  senti- 
do restrictivo.  (Sent.  11  Marzo  18G1.) 

81  Mayo  lí«(tl.    Nulidad  de  enajenaciones... 

La  propiedad  de  los  bienes  reservables,  se  transfie- 
re por  disposición  de  la  ley  á  los  hijos  del  primer  ma- 
trimonio en  el  momento  de  contraer  el  padre  segun- 
das ntipcias,  quedAudole  sólo  el  usufructo  hasta  su 
raiTerte.  La  enajenación  que  de  dichos  bienes  hiciere 
el  padre,  no  es,  por  lo  tanto,  eficaz,  sosteniéndose 
solamente  durante  su  vida;  y  á  su  muerte  adquiere 
eLhijo  el  pleno  dominio  y  las  acciones  k  él  inheren- 
tes, que  desde  luego  puede  ejercitar  contra  el  posee- 
dor, por  más  que  tenga  asimismo  la  hipoteca  tácita 
on  los  del  padre  para  la  seguridad  de  la  reserva. 
(Sent.  21  ílayo  1861.) 

tS  Junio  ll^SS.  Más  sobre  nulidad  de  enajena- 
ciones... 

Las  enajenaciones  ó  gravámenes  de  bienes  reser- 
vables que  se  verifican  por  el  padre  ó  la  madre  antes 
de  contraer  ulterior  matrimonio,  sólo  son  válidas 
mientras  el  cónyuge  que  enajenó  ó  gravó  no  incurra 
en  el  caso  de  la  ley;  pero  si  después  se  casara,  ad- 
quieren á  su  muerte  los  hijos  el  pleno  dominio  de  los 
bienes  y  el  derecho  para  ejercitar  las  acciones  á  él 
(consiguientes  contra  sus  poseedores.  No  pueden,  por 
lo  tanto,  los  padres  disponer  eficaz  ó  irrevocable- 
mente de  los  bienes  reservables,  sino  por  testamen- 
to, cuando  se  conserv  n  viudos;  ó  en  cualqviier  tiem- 
po faltando  el  objeto  de  la  reserva  por  haber  pre- 
niuerto  aquellos  á  cuyo  favor  se  estableció.  (Sent.  16 
Junio  1862.) 

f  O  Enero  iSSl.  La  reserva  no  favorece  d  los  hijos 
del  cónyuye previuerto  que  no  lo  son  también  del  sobre- 
viviente. 

Los  bienes  que  hereda  un  padre  de  alguno  de  sus 
hijos  no  son  reservables  para  los  hijos  habidos  por 
su  consorte  en  otro  matrimonio  anterior,  porque  la 
obligación  de  reservar  el  padre  ó  la  madre,  sólo  tie- 
nen lugar  respecto  de  hijos  suyos,  conforme  á  las  le- 
yes 26,  tit.  XIII,  Part.  5.'',  y  7."-,  tit.  IV,  lib.  X,  Noví- 
sima Eecopilación  (15  de  Toro).  (Sent.  16  Enero  1871. 
Niim.  18  de  la  C.  L.) 

Za  Knero  lSS-1.  Propiedad  de  los  bienes  reservables: 
Nulidad  de  enajimaciones. 

Conforme  á  las  leyes  26,  tit.  13,  Part.  5.»;  23,  tit.  XI, 
Part.  4.",  13,  tit,  I,  Part.  l.'\  y  la  15  de  Toro,  ó  sea  la 
7.»,  tit.  IV,  lib.  X  de  la  Nov.  Eec,  el  art.  ÍJ22  de  la 
R.  Céd.  de  30  de  Enero  de  1855;  el  cap.  I  de  la  Novela 
98,  el  cap.  XXIII  de  la  Novela  22:  las  leyes  13  y  15, 
tit.  II,  lib.  IV  del  Fuero  Juzgo:  la  2.",  tit.  V,  lib.  IV; 
la  5.",  tit.  II,  lib.  V  del  mismo  Código,  y  la  1.",  tit.  II, 
lib.  III  del  Fuero  Real,  y  la  jurisprudencia  á  su  te- 
nor establecida,  el  cónyuge  sobreviviente  debe  re- 
servar para  los  hijos  del  primer  matrimonio  todos 
los  bienes  que  baya  habido  de  su  cónyuge  premuer- 
to,  por  cualquier  titulo  lucrativo  ó  adquirido  por  su- 
cesión intestada  de  algxino  de  los  indicados  hijos,  si 
pasa  á  segundas  nupcias.  Realizado  este  caso,  los  di- 
chos bienes  quedan  reservados  pcv  disposición  de  la 


nento  que  se  abre  la  sucesión  uei  cónyuge  pre- 
irto,  no  correspondiendo  al  padre  sobreviviente 
i  que  el  usufructo,  conforme  á  lo  dispuesto  en  las 
)S  7.",  tit.  IV,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop.,  y  26,  tltu- 


ley  para  los  hijos  del  primer  matrimonio,  quienes 
desde  el  mismo  instante  adquieren  su  pleno  dominio 
y  propiedad. 

Con  arreglo  ala  constante  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  y  con  especialidad  de  este  Supreino,  las 
enajenaciones  que  de  los  bienes  inmuebles  sujetos  á 
reserva  hubiere  hecho  el  cónyuge  sobreviviente  an- 
tes ó  después  de  su  segundo  casamiento,  únicamen- 
te pueden  ser  eficaces  y  subsistir  siásu  fallecimiento 
no  quedare  ninguno  de  sus  hijos  del  primero.  (Sen- 
tencia 26  Enero  1874.— Gac.  15  Febrero.) 

S  Julio  1884  La  reservación  en  Cataluña:  Renuncia 
de  este  derecho. 

Si  según  las  leyes  romanas  el  viudo  ó  viuda  que 
contraigan  segundo  matrimonio  tienen  obligación 
de  reservar  para  los  hijos  del  primero  los  bienes  que 
hubiere  recibido  de  su  cónyuge  premuerto  por  suce- 
sión testada  ó  intestada  ó  por  otro  titulo  lucrativo, 
la  obligación  establecida  en  favor  de  los  hijos  del 
primer  matrimonio,  cesa  cuando  éstos,  siendo  ma- 
yores de  edad  y  capaces  de  contraer,  renuncian  en 
debida  forma  el  derecho  que  se  les  atribuye.  (T.  S., 
Sent.  8  Julio  1874.— Gac.  30  Agosto.) 

18  Junio  1880.  Cuindo  adquieren  la  propiedad  de 
los  bienes  reservables  los  hijos  d  cuyo  favor  se  establece  la 
reservación, 

<La  nuda  propiedad  de  los  bienes  que  el  cónyuge 
que  contrae  segundas  nupcias  está  obligado  á  reser- 
var á  favor  de  los  hijos  del  primer  matrimonio,  se 
transmite  á  éstos  por  ministerio  de  la  ley  desde  el 
momento  que  se  abre  la  sucesión  del  cónyuge  pre^ 
muert 
más  t 

lo^Xni  de'ia  Pa'r't.  5."^  (S\ala  ].',  Sent.  18  Junio  1880. 
Gac.  1.°  Septiembre, p.  107.) 

31  Enero  1881.  Cuándo  adquieren  los  bienes  el  ca- 
rácter de  reservables:  Inseparabilidad  de  la  obligación  de 
reservar  y  la  prohibición  de  enajenar. 

Se  establece  en  el  considerando  3.°:  «Que  es  erró- 
neo suponer  que  los  bienes  reservables  no  adquieren 
este  carácter  hasta  que  el  cónyuge  sobreviviente 
contrae  segundo  matrimonio,  porque  «según  ya  tie- 
ne declarado  este  S.  T.,  á  la  obligación  de  reserva 
va  intimamente  unida  la  prohibición  de  enajenar, 
y  aquélla  quedaría  eludida  si  se  reconociera  la  com- 
pleta validez  de  las  enajenaciones  hechas  por  el 
cónyuge  antes  de  su  ulterior  matrimonio.»  iSent.  31 
Enero  1881.— Giícs.  de  la  Sala  l.'-,p.  106.) 

BIENES  SECULARIZADOS.  Los  bienes  que  ha- 
biendo sido  antes  eclesiásticos  han  sido  leg-iti- 
mameute  vendidos,  haciéndose  cargo  el  Esta- 
do de  los  capitales  que  produjo  la  enajenación. 
Véase  Deuda  pública:  Desamortización. 

BIENES  TRONCALES.  Los  que  no  se  com- 
prenden en  la  sucesión  regular,  sino  que  como 
de  abolengo,  buscan  y  requieren  persona  de 
la  linea  ó  familia  de  que  proceden,  lo  cual  tie- 
ne lugar  cuando  su  poseedor  no  deja  descen- 
dientes. El  derecho  de  troncalidad  está  sub- 
sistente en  muchos  pueblos,  aun  de  aquellos 
en  que  rige  de  Heno  la  legislación  de  Castilla, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  12  del  Có- 
digo civil,  y  en  la  ley  6."  de  Toro,  según  la 
cual,  de  acuerdo  con  la  4.-'',  tit.  XIII,  Part.  6.% 
los  ascendientes  suceden  extestameuto  y  abin- 
testato  á  los  descendientes  cuando  éstos  uo 
tienen  hijos  ó  nietos,  etc.,  salvo  en  los  pueblos 
donde  según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbra 
tornar  los  bienes  al  tronco  y  la  raíz  á  la  raíz. 
El  art.  811  del  Cód.  civil  establece  una  espe- 
cie de  sucesión  troncal,  á  la  que  hemos  dedi- 
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cado  alg'unas  palabras  en  Bienes  reserva- 
bles,  pág-.  169.— V.  Fuero  de  tronc.a.lidad: 
Sucesiones. 

BIENES  VINCULADOS.  V.  Capellanías:  Ma- 
yorazgos. 

BIENES  QUE  LOS  VIZCAÍNOS  POSEEN  EN  TIE- 
RRA LLANA.  Eu  el  tei-i-itoiio  de  Vizcaya  hay 
que  distinguir  las  villas  y  las  merindades  ó 
tierra  llaua;  aquéllas  sometidas  al  derecho  co- 
inúu,  al  Cód.  civil;  la  tierra  llana  ó  de  infan- 
zón ai  Fuero  de  Vizcaya.  El  párrafo  último  del 
art.  10,  adicionado  en  la  revisión  del  Código, 
aplicando  el  estatuto  real  A,  los  bienes  situa- 
dos eu  tierra  llana,  declara  que  en  cuanto  á 
ellos,  á  la  transmisión  de  esos  bieues,  los  viz- 
caínos, aunque  residan  en  territorio  sujeto  á, 
la  ley  común  (vecinos  de  las  villas,  como  dice 
el  Fuero),  se  han  de  sujetar  á  la  ley  15,  títu- 
lo XX  del  Fuero  de  Vizcaya.  Dice  asi  su  texto: 

«Otrosí,  dixeron:  Que  havian  de  Fuero,  y  estable- 
cían por  ley,  porque  acaece,  que  algún  vecino  de  las 
villas  de  Vizcaya  entre  otras  tierras,  y  heredades, 
que  tiene  sitas  en  el  Juzgado  de  la  tal  villa,  de  don- 
de es,  tiene,  y  poffee  otras  tierras,  y  heredades,  sitas 
en  el  juzgado  y  tierra-llana,  afsi  troncales:  Y  acaece, 
que  el  tal  suele  disponer  de  las  tales  tierras  tronca- 
les por  sí,  ó  á  bueltas  con  las  otras  heredades  de  la 
tai  villa,  agora  en  vida,  agora  en  muerte:  Y  ponen 
duda,  si  de  los  tales  bienes  troncales  ha  de  disjíoner, 
según  que  de  los  otros,  que  no  son  troncales.  Por 
ende,  dixeron:  Que  ordenaban,  y  ordenaron,  que  el 
tal  vecino  de  villa,  do  los  bienes  (según  ley  del  Hey- 
no)  son  partibles;  que  toda  la  tal  rayz,  que  tuviere 
en  la  tierra-llana,  y  jiizgado  de  Vizcaya,  sea  de  la 
condición,  y  calidad,  privilegio  y  Fuero,  que  la  otra 
rayz,  que  poseen  los  vizcaynos  de  la  tierra-llana 
troncal:  Y  tal,  qtie  en  vida,  y  en  muerte  pueda  dis- 
poner de  ello,  como  podia  disponer  el  vizcayno,  ve- 
cino de  la  tierra-llana:  Y  sean  admitidos  para  la  tal 
rayz  los  tronqueros  profincos  *,  como  y  según  se  ad- 
miten á  los  bienes,  que  posseen,  venden,  y  mandan, 
los  vizcayuos,  vecinos  de  la  tierra-llana.» 

BIGAMIA.  El  estado  de  un  hombre  casado  A 
uu  tiempo  con  dos  mujeres  ó  de  la  mujer  casa- 
da con  dos  hombres.  Es  delito  penado  en  el 
art.  486  del  Cód.  penal.— V.  Matrimonios  ile- 
gales: Poligamia. 

BILBAO.  Villa,  capital  de  Vizcaya.  Para 
premiar  la  manera  tan  heroica  cou  que  este 
pueblo,  auxiliado  por  su  guarnición  y  por  el 
general  D.  Baldomcro  Espartero  con  el  ejér- 
cito de  su  mando,  defendió  con  el  éxito  de  la 
más  brillante  victoria,  eu  las  memorables  jor- 
nadas del  24  y  25  de  Diciembre  de  1836,  la 
causa  de  la  libertad  en  su  encarnizada  lucha 
con  las  huestes  absolutistas,  se  dictó  el  R.  D. 


_'  Se  entienden  por  tales,  los  paTientes  cercanos  de  la 
linea  de  donde  los  expresados  bienes  proceden  (ley  S.',  íí- 
tulo  XXI  del  Fuero). 


de  3  de  Enero  de  1837.  Por  él  se  dispuso  que 
la  villa  de  Bilbao  añadiera  el  titulo  de  Invicta 
á  los  que  ya  tenia  de  Muy  Noble  y  Muy  Leal; 
se  concedió  á  la  Municipalidad  el  tratamiento 
de  Excelencia:  á  su  milicia  nacional  y  á  los 
Cuerpos  del  ejército  libertador  el  uso  en  la 
corbata  de  sus  banderas  de  la  insignia  de  la 
Orden  militar  de  San'  Fernando;  á  todos  los 
soldados,  oficiales  y  jefes  de  la  guarnición  y 
del  referido  ejército  libertador,  una  cruz  de 
distinción,  y  el  titulo  de  conde  de  Liichana  al 
valiente  y  entendido  general  que  dirigió  las 
operaciones  y  que  luego  llegó  á  ser  duque  de 
la  Victoria  y  príncipe  de  Vergara,  por  haber 
puesto  término  felizmente  á  la  guerra  civil  y 
asegurado  el  triunfo  de  la  Reina  y  de  las  ins- 
tituciones liberales. — V.  Convenio  de  Ver- 
gara. 

Las  Cortes  en  17  de  Enero  del  mismo  año 
declararon  también  que  los  defensores  de  Bil- 
bao, el  g'eneral  y  el  ejército,  hablan  merecido 
bien  de  la  Nación  española.  Y  iiltimaineute, 
con  motivo  de  la  segunda  guerra  civil,  termi- 
nada eu  1875,  se  creó  una  medalUx  llamada  de 
Bilbao,  en  honor  álos  esforzados  defensores  de 
la  plaza  durante  el  nuevo  y  prolongado  sitio 
que  la  hicieron  sufrir  las  huestes  absolutistas. 

BILLETES  DE  BANCO.  Promesa  de  pago  al 
portador,  pag'adera  en  efectivo,  en  la  Caja  del 
Banco  á  que  corresponde.  Sin  que  propiamen- 
te puedan  ser  llamados  moneda,  hacen  sus  ve- 
ces, y  como  tal,  se  dan  y  reciben  en  las  tran- 
sacciones mercantiles,  mientras  inspira  con- 
fianza el  establecimiento  que  los  emite.  Por  su 
naturaleza  son  realizables  á  la  vista,  aunque 
el  mismo  billete  no  lo  haga  constar,  como  su- 
cede con  los  emitidos  por  el  Banco  de  España. 
Consúltese  el  articulo  Banco  de  España. 

BILLETES  HIPOTECARIOS.  Valores  creados 
por  la  ley  de  26  de  Junio  de  1864,  que  autoi'i- 
zó  la  celebración  de  uu  convenio  entre  el  Go-  ■ 
bierno  y  el  Banco.  El  Tesoro  recibió  del  Banco 
500  millones  de  reales  efectivos  en  cambio  de 
obligaciones  de  compradores  de  bienes  nacio- 
nales, emitiendo  el  Banco  billetes  hipotecarios 
al  portador  y  á  la  orden,  con  interés  de  6  por 
100  al  año.  Estos  valores,  con  otras  nuevas 
emisiones  que  se  hicieron ,  están  ya  amorti- 
zados.—V.  Deuda  pública. 

BILLETES  DEL  TESORO.  Obligaciones  que 
emite  el  Tesoro  público  bajo  la  garantía  de  las 
rentas  y  contribuciones  del  Estado,  á  pagar 
en  uu  plazo  fijo  y  con  un  interés  determinado. 

Es  este  un  medio  pasajero  á  que  han  solido 
recurrir  cou  bastante  frecuencia  los  Gobiernos 
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para  salir  de  apuros  por  el  momento. — Véa.se 
Deuda  pública:  Empréstitos. 

BILLETES  HIPOTECARIOS  DEL  TESORO  DE  LA 
ISLA  DE  CUBA.  Fueron  creados  por  Real  de- 
creto de  12  de  Junio  de  1880,  en  virtud  de  lo 
determinado  en  el  art.  14  de  la  ley  de  5  de  los 
mismos  mes  y  año.  El  Ministro  de  Ultramar, 
eu  representación  del  Tesoro  de  la  isla  y  cou 
intervención  del  Banco  Hispano  Colonial,  emi- 
tió 750.000  billetes  hipotecarios  para  caujear 
las  obligaciones  del  empréstito  autorizado 
por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1878,  capitalizar 
asignaciones,  atender  al  abono  de  la  liquida- 
ción y  saldos  del  Banco  Hispano  Colonial,  por 
rescisión  de  su  contrato  de  12  de  Octubre  de 
1876,  y  recoger  los  bonos  del  Tesoro  de  Cuba 
existentes  en  circulación. 

Estos  billetes  fueron  convertidos  eu  los  emi- 
tidos'por  virtud  del  R.  D.  de  10  de  Mayo  de 
1886,  dictado  en  uso  de  la  autorización  con- 
cedida al  Gobierno  por  las  leyes  de  25  de  Ju- 
lio de  1881  y  13  de  Julio  de  1885. 

Y  posteriormente,  por  R.  D.  de  27  de  Sep- 
tiembre de  1890,  se  emitieron  por  el  Ministe- 
rio de  Ultramar  1.750.000  billetes  hipotecarios, 
por  875.000.000  de  pesetas  nominales,  para 
satisfacer,  ent^e  otras  atenciones,  la  conver- 
sión de  los  billetes  hipotecarios  de  1886,  con 
la  garantía  especial  de  la  Renta  de  Aduanas, 
sello  y  timbre  de  la  isla  de  Cuba,  contribucio- 
nes directas  ó  indirectas  de  la  isla,  y  con  la 
de  la  Nación  española. 

Los  billetes  llevan  la  fecha  de  1."  de  Octu- 
bre, tienen  un  interés  de  5  por  100  anual,  y 
son  amortizables  á  la  par  por  sorteos  trimes- 
trales en  cincuenta  años  á  lo  sumo,  á  contar 
desde  1.»  de  Octubre  de  1890. 

BISABUELO.  El  padre  de  nuestro  abuelo. — 
V.  Abuelo:  Alimentos:  Parentesco,  etc. 

BIZNIETO.  El  hijo  del  nieto.  Biznieto  y  bis- 
abuelo son  palabras  correlativas,  como  lo  son 
padre  é  hijo,  abuelo  y  nieto,  tatarabuelo  y  ta- 
taranieto. 

BLASFEMIA.  Blasfemar  es  maldecir,  vitupe- 
rar. Blasfemia,  palabra  injuriosa  contra  Dios 
ó  sus  santos.  Estaba  penada  en  el  art.  481  del 
Cód.  penal  de  1850,  y  por  R.  O.  de  12  de  Agos- 
to de  1857  se  previno  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  á  los  gobernadores  que  encarga- 
sen muy  especialmente  á  sus  dependientes  y 
subordinados  que  entregaran  á  los  autores  de 
estas  faltas  k  los  Tribunales  de  justicia  para 
que  se  les  impusiera  la  pena  merecida. 

El  Código  penal  vig'ente  no  castiga  la  blas- 
femia; pero  creemos  que  podrá  hallarse  sanción 


para  ella  eu  el  art.  586,  núm.  2.",  que  castiga 
los  actos  que  ofendieren  la  moral  y  las  buenas 
costumbres. 

Es,  siu  embargo,  frecuente  que  los  goberna- 
dores de  provincia  apliquen  á  la  blasfemia  el 
correctivo  que  autoriza  el  art.  22  de  la  ley  pro- 
vincial para  la  repre.sión  de  los  actos  contra- 
rios á  la  moral  y  k  la  decencia  pública. — Véa- 
se CÓDIGO  penal:  Gobierno  de  las  provin- 
cias. 

BLASÓN.  El  arte  de  explicar  y  describir  los 
escudos  de  armas  que  tocan  á  cada  linaje,  ciu- 
dad ó  persona.  También  se  toma  figuradamen- 
te por  el  mismo  escudo  de  armas,  por  sus  sig- 
nos ó  emblemas  y  por  la  nobleza  y  gloria  que 
están  llamados  á  significar. — V.  Escudo  de 

ARMAS. 

BLOQUEO.  Cerco  que  se  pone  k  una  plaza  á 
distancia  y  fuera  de  tiro  de  cañón,  ocupando 
las  vías  para  impedir  que  se  introduzcan  gen- 
te, viveres  y  municiones.  Hállase  autorizado 
por  las  leyes  de  la  guerra,  como  se  deduce  del 
art.  933  del  Reg.  de  campaña. 

España  tuvo  que  apelar  k  él  en  el  año  1875 
con  motivo  de  la  guerra  civil  que  k  la  sazón 
sostenía,  y  lo  estableció  en  toda  la  costa  can- 
tábrica desde  el  cabo  de  Peñas  á  Fuenterra- 
bía,  con  exclusión  únicamente  de  los  puertos 
de  Gijón,  Santander  y  San  Sebastián. — Véase 
Ejército. 

BOALAJE.  Tributo  que  se  pagaba  por  pacer 
los  bueyes  en  prados  ó  dehesas  ajenas. 

BOLETÍN  BIBLIOGRÁFICO.  Por  la  disposición 
I.''  de  las  generales  y  transitorias  del  R.  D.  de 
7  de  Enero  de  1857  se  dispuso  la  publicación 
mensual  de  uu  Boletín  bibliográfico  del  movi- 
miento literario  español,  y  para  llevarlo  á  efec- 
to se  dictó  la  R.  O.  de  8  de  Enero  de  1857;  pero 
no  sabemos  que  lleg'ara  á  publicarse. 

boletín  DE  BIENES  NACIONALES.  Es  perió- 
dico oficial  exclusivo  para  el  anuncio  de  las 
subastas  de  fincas  desamortizadas,  con  arreg'lo 
al  art.  207  de  la  Inst.  de  31  de  Mayo  de  1855.— 
V.  Desamortiz.\ción". 

boletín  de  fomento.  Por  R.  O.  de  27  de 
Noviembre  de  1847  se  mandó  publicar  desde 
1.**  de  Enero  de  1848  un  Boletín  semanal  del 
Ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras 
públicas,  refundiéndose  eu  él  los  de  Caminos 
é  Instrucción  pública.  Lueg'O,  por  otra  R.  O. 
de  26  de  Diciembre  de  1851,  se  mandó  conti- 
nuar con  el  titulo  de  Boletín  del  Ministerio  de 
Fomento.  Por  otra  de  24  de  Marzo  de  1852  y 
por  la  de  18  de  Enero  de  1853  se  hizo  obligato- 
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riala  suscricióu  á  las  Juntas  de  Agricultura, 
Juntas  y  Tribunales  de  Comercio,  Colegio  de 
Corredores,  y  se  encargó  que  se  promoviese  la 
suscrición. 

BOLETÍN  DE  INSTRUCCIÓN  PÚBLICA.  Fué 
creado  por  orden  de  la  Regencia  de  1 ."  de  Ene- 
ro de  1841,  y  aunque  se  hizo  de  oblio-atoria  ad- 
quisición á  los  establecimientos  públicos  de  en- 
señanza, uo  tuvo  larga  vida.  En  1847  se  refun- 
dió en  el  Boletín  del  Ministerio  de  Comercio, 
Instrucción  y  Obras  públicas  y  luego  en  el  de 
Fomento,  que  no  subsiste. 

boletín  del  ministerio  de  la  guerra.    Se 

mandó  publicar  por  R.  O.  de  10  de  Agosto  de 
1843,  con  el  titulo  de  Boletín  del  ejército,  y 
después  por  otra  de  17  de  Marzo  de  1851  se 
dispuso  que  se  publicase  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra,  previniendo  que  cuanto  contuviese 
el  Boletín  tendría  cumplida  ejecución,  sin  re- 
petición (le  traslado,  para  las  armas,  institutos 
y  dependencias  del  ramo,  como  la  Gaceta  ofi- 
cial para  todas  las  del  Estado. — V.  Colección 

LEGISLATIVA. 

BOLETÍN  OFICIAL  DEL  MINISTERIO  DE  HACIEN- 
DA. Se  creó  por  R.  ().  de  1.°  de  Diciembre  de 
1849  para  dar  publicidad  á,  las  disposiciones 
i-elativas  á  la  Hacienda  del  Estado  y  para  di- 
lucidar en  la  forma  conveniente  las  difíciles  y 
numerosas  cuestiones  que'se  rozan  con  este 
ramo  de  la  Administración. 

BOLETÍN  OFICIAL  DE  PROVINCIA.  Periódico 
oficial  que  se  publica  en  cada  provincia  bajo  la 
autoridad  de  su  respectivo  gobernador  civil, 
por  cuyo  medio  se  comunican  á  los  pueblos  las 
leyes  y  disposiciones  del  Gobierno  y  las  de  las 
respectivas  autoridades  provinciales.  Fueron 
establecidos  los  Boletines  por  R.  O.  de  20  de 
Abi-il  de  1833  con  objeto  de  aliviar  á  los  pue- 
blos del  gravamen  que  era  consiguiente  al 
sistema  de  veredas  de  que  se  hacía  uso,  y  más 
bien  para  librarles  de  las  extorsiones  que  su- 
frían por  los  abusos  de  tan  odioso  sistema, 
como  con  tanta  razón  se  lamentaba  el  Gobier- 
no en  R.  O.  de  18  de  Febrero  de  1820.  He  aquí 
las  disposiciones  que  rigen  sobre  este  asunto. 

E.  O.  20  Abril  1833. 
Creando  los  Boletin&s provinciales. 

(FoM.)  «...S.  M...  ha  tenido  á,  bien  resolver 
lo  siguiente: 

1."  Se  establecerá  en  cada  capital  de  pro- 
vincia un  Diario  ó  Boletín  periódico,  en  que 
se  inserten  todas  las  órdenes,  disposiciones  y 
prevenciones  que  tengan  que  hacerse  á  las 
justicias  y  Ayuntamientos  de  los  pueblos  por 
cualquiera  autoridad,  en  el  cual,  bajo  el  epí- 
grafe de  articulo  de  oficio,  se  han  de  insertar 


ocupando  el  primer  lugar,  las  órdenes  y  circu- 
lares de  cualquiera  ramo  que  sean,  con  las 
prevenciones  particulares  que  las  autoridades 
deleg'adas  en  las  provincias  crean  deber  hacer 
en  consecuencia  de  dichas  órdenes,  ó  para  fa- 
cilitar su  cumplimiento. 

2.°  Al  fin  de  cada  mes,  y  á  la  manera  que 
lo  hace  la  Gaceta  de  Madrid  con  las  Reales 
órdenes  y  decretos,  se  insertará  en  el  mismo 
periódico  un  resumen  de  las  órdenes  expedi- 
das durante  él,  y  á  fin  de  cada  uño  otro  que 
se  clasificará  por  ramos,  épocas  y  auforidades, 
que  sirva  como  de  índice  para  recordar  á  las 
justicias  y  Ayuntamientos  las  disposiciones 
que  puedan  estar  todavía  pendientes  de  su 
cumplimiento. 

3."  Aun  cuando  la  circular  ii  orden  sea  tan 
larga  que  uo  baste  para  su  inserción  el  tama- 
ño ordinario  del  Diario,  que  ha  de  ser  de  me- 
dio plieg'o,  aumentarán  los  editores  otro  medio 
á  sus  expensas:  no  conviniendo  que  se  inte- 
rrumpa la  comunicación  de  cualquiera  orden, 
aunque  sea  para  insertarla  en  el  niimero  si- 
g'uiente. 

4."  Los  mismos  editores  se  han  de  hacer 
cargo  de  la  remesa  por  el  correo,  segura  y 
franca,  del  Diario  ó  Boletín  á  todos  los  pue- 
blos de  la  provincia,  con  oblig'ación  y  respon- 
sabilidad de  remediar  prontamente  y  sin  costo 
cualíiuiera  falta  ó  extravío  que  ocurra.  Para 
este  servicio  se  pondrá  de  acuerdo  con  las  Ad- 
ministraciones de  Correos,  á  las  cuales  se  pre- 
vendrá lo  conveniente  por  la  Dirección  de  este 
ramo. 

5.°  A  fin  de  que  nunca  pueda  servir  de  ex- 
cusa á  las  justicias  y  Ayuntamentos  de  los 
pueblos  para  faltar  al  cumplimiento  de  las  ór- 
denes el  no  haberlas  recibido,  irán  numerados 
todos  los  Diarios  ó  Boletines,  y  deberán  los 
Ayuntamientos  reclamar  del  editor  por  correo 
inmediato  el  número  ó  números  que  les  hayau 
faltado;  y  si  el  editor  no  lo  verificase,  ó  lo  re- 
tardase, se  dirigirán  en  queja  al  intendente 
de  la  provincia  para  que  sea  reconvenido  eí 
empresario  y  se  remedie  el  defecto.  De  otro 
modo  las  justicias  y  Ayuntamientos  que  na 
hayan  reclamado  prontamente  la  falta  no  que- 
darán exentos  de  responsabilidad. 

6.°  Los  pueblos  estarán  obligados  á  suscri~ 
birse  por  trimestres,  semestres  ó  por  todo  el 
año  al  expresado  periódico.  El  precio  se  pa- 
gará por  trimestres  vencidos,  y  las  Contadu- 
rías principales  de  propios  cuidarán  y  serán 
garantes  de  que  en  esta  parte  no  haya  el  me- 
nor retraso  para  que  no  se  perjudique  á  los 
empresarios. 

7."  La  empresa  del  Diario  o  Boletín  se  sa- 
cará en  cada  capital  de  ¡iroviucia  á  pública 
subasta,  interviniendo  en  los  remates  la  auto- 
ridad de  los  intendentes,  y  prefiriéndose  en- 
tre los  licitadoves  el  que  ofrezca  más  ventajas 
y  seguridades. 

8."  La  Dirección  de  propios,  teniendo  en 
consideración  el  niímero  de  pueblos  de  cada 
provincia  que  han  de  suscribirse  al  periódico 
de  la  capital  de  ella,  podrá,  si  lo  cree  conve- 
niente, comunicar  en  papel  reservado  al  in- 
tendente respectivo  el  máxi¡num  de  lo  que 
pueda  abonarse  por  cada  suscrición;  y  si  las 
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posturas  que  se  hicieren  no  pareciesen  arre- 
gladas, suspenderá  el  intendente  la  adjudica- 
ción, convocando  para  segundo  remate,  y  dan- 
do cuenta  íi  la  Superioridad  en  el  intermedio. 
9."  Estarán  también  obligados  los  editores 
del  periódico  á  insertar  en  él,  g'ratuitamente, 
cualquiera  anuncio  concerniente  al  Real  ser- 
vicio, como  ventas,  arriendos,  subastas,  etc., 
que  les  remitan  el  intendente  y  demás  autori- 
dades de  la  provincia. 

10.  Será  igualmente  de  su  ciienta  el  impri- 
mir y  circular  cualquiera  instrucción  ó  regla- 
mentos que  se  expidan  por  las  diversas  auto- 
ridades, cuando  por  su  extensión  no  puedan 
éstos  insertarse  íntegros  aun  en  el  Diario 
doble. 

11.  A  falta  de  órdenes  ó  de  anuncios  de  las 
autoridades,  tendrán  los  editores  la  facultad 
de  insertar  en  su  periódico  los  avisos  particu- 
lares de  la  capital,  como  ventas,  alquileres, 
pérdidas  y  toda  clase  de  anuncios,  y  de  dedi- 
car alguna  parte  de  él  á  la  publicación  de  ar- 
tículos sobre  ag'ricultura,  artes,  industria,  co- 
mercio y  literatura;  pero  con  sujeción  á  las 
reglas  de  censura  establecidas  ó  que  se  esta- 
blezcan por  el  Juzgado  de  imprentas. 

12.  Se  prevendrá  por  cada  uno  de  los  Mi- 
nisterios á  las  Direcciones  g-enerales  y  demás 
autoridades  de  sus  respectivos  ramos  cesen  en 
la  expedición  de  veredas  é  impresión  de  circu- 
lares desde  que  se  halle  org'anizada  la  empre- 
sa del  Diario  en  las  respectivas  capitales  (co- 
mo no  sea  en  algún  caso  de  extraordinaria  ur- 
gencia), y  que  en  ^u  lugar  pasen  á  la  redac- 
ción del  periódico  copias  autorizadas  de  las 
órdenes,  disposiciones  ó  prevenciones  que  ha- 
yan de  comunicarse  á  los  pueblos  ó  Corpora- 
ciones para  que  puedan  insertarse  en  él;  y  los 
editores  serán  responsables  de  la. exactitud  y 
conformidad  do  sus  impresos  con  el  tenor  de 
las  copias  autorizadas  que  se  les  transmitan 
por  las  autoridades.  Siendo  declarado  el  Dia- 
rio ó  Boletín^  bajo  este  respecto,  papel  oficial 
de  la  provincia  respectiva,  podrán  las  autori- 
dades hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  las 
justicias  y  Ayuntamientos  por  la  falta  de  cum- 
plimiento de  las  órdenes  ó  disposiciones  inser- 
tas en'  él;  debiendo,  por  lo  mismo,  cuidar  las 
autoridades  provinciales  de  que  los  editores 
no  retarden  la  inserción. 

13.  Los  editores,  además  de  la  suscrición 
obligatoria  de  los  Ayuntamientos,  podrán  ad- 
mitir otras  particulares  y  voluntarias;  pero 
para  éstas  no  estarán  oblig'ados  á  sujetarse  al 
precio  de  subasta,  ni  á  la  condición  de  percibir 
el  trimestre  después  de  vencido. 

14.  P<ara  disminuir  el  precio  del  porte  por 
el  correo  de  los  Diarios  ó  Boletines,  deberán 
remitirse  éstos  con  fajas,  en  cuya  forma  es 
mucho  menor  el  importe  de  los  pliegos  seg'iiu 
el  Arancel  de  correos.  Este  podrá  todavía  re- 
ducirse alg'iin  tanto  á  favor  de  los  empresa- 
rios, especialmente  si  se  hiciese  un  ajuste  al- 
zado anual  entre  los  mismos  editores  y  la  ren- 
ta de  correos  que  sea  beneficioso  á  ambas 
partes. 

15.  En  los  casos  extraordinarios  y  de  ur- 
gencia podrán  todavía  las  autoridades  des- 
pachar vereda  para  circular  alguna  orden  ó 


prevención  que  asi  lo  requiera:  pero  aun  en 
estos  casos,  que  deben  ser  raros,  no  se  gravará 
á  los  pueblos  con  el  costo  de  las  veredas  ex- 
traordinarias, y  deberán  sufrirlo  los  fondos  de 
los  ramos  por  los  cuales  se  expidan. 

Por  estos  medios,  que  han  merecido  la  apro- 
bación de  S.  M.,  y  que  ya  han  comenzado  á 
ensayarse  con  buen  éxito  en  la  provincia  de 
Extremadura,  quedará  asegurado  el  servicio, 
los  pueblos  aligerados  del  considerable  peso 
de  las  veredas,  y  todas  las  dependencias  de! 
Estado  en  las  provincias,  se  descargarán  del 
no  pequeño  gasto  de  impresiones  .y  reimpresio- 
nes de  circulares  y  órdenes. — De  Real  orden, 
etcétera.— Madrid  20  de  Abril  de  1833.»  (C.  L., 
t.  18,  p.  91.) 

E.  O.  26  Marzo  1837. 
Publicación  de  órdenes  en  los  Boletines  oficíales. 
(G-OB.)  «...Enterada  S.  M....  y  convencida 
de  la  necesidad  de  que  sólo  por  conducto  de 
los  jefes  políticos  reciban  órdenes  los  alcaldes 
y  Ayuntamientos,  se  ha  servido  disponer  que 
cuando  las  autoridades  dependientes  de  ese 
Ministerio  tengan  que  comunicar  á  las  popu- 
lares cualesquiera  órdenes,  ó  que  mandarlas 
publicar  en  los  Boletines  oficiales,  se  dirijan 
á  los  mencionados  jefes  políticos  para  el  efec- 
to...— De  Real  orden,  etc.»  (En  26  de  Maj-zo  de 
1837  se  comunicó  por  el  Ministerio  déla  Gober- 
nación al  de  la  Guerra  v  en  6  de  Abril  se  cir- 
culó por  éste.)  (Vallecillo,  t.  2.°,  ]).  378.) 

B.  O.  12  Abril  1837. 

Pueden  los  regentes  transmitir  directamente  las  órdenes 

d  los  alcaldes. 

(Grac.  y  .Just.)  «Se  ha  servido  S.  M.  re- 
solver que  los  regentes  de  las  Audiencias  de- 
jen al  cuidado  de  los  jefes  políticos  la  publica- 
ción de  las  leyes  y  órdenes  generales  en  los 
Boletines  oficiales.  Pero  ejerciendo  los  alcal- 
des de  los  pueblos  funciones  judiciales  inde- 
pendientes de  las  gubernativas  y  económicas, 
son  en  tal  concepto  dependientes  de  los  Tribu- 
nales y  jueces,  los  que  deberán  por  lo  mismo 
continuar  dirigiéndoles  en  derechura  y  sin  el 
concurso  de  los  jefes  políticos  las  órdenes  é 
instrucciones  que  exigiere  la  buena  adminis- 
tración de  justicia. — Madrid  12  de  Abril  de 
1837.»  (Col.  de  El  Cast.,  t.  2.°,  p.  183.) 

R.  O.  5-12  Julio  iaS7. 
Qwe  los  editores  sean  responsables  del  retraso  en  la  inser- 
ción de  las  órd.enes. 

(Gon.  Y  Hac.)  Extracto. — Vistaslas  quejas 
manifestadas  por  algunos  intendentes  respec- 
to al  retraso  con  que  se  insertan  en  los  Bole- 
tines oficiales  las  órdenes  correspondientes  á 
los  ramos  de  la  Hacienda  pública,  se  encarga 
á  los  jefes  políticos  «prevengan  á  los  editores 
de  los  Boletines  oficiales  que  su  imica  misión 
es  la  de  insertar  las  órdenes  del  Gobierno,  y 
les  hagan  responsables  de  cualquiera  omisión 
ó  retraso  que  padezca  su  publicación,  limitán- 
dose á  la  de  otros  asuntos  ajenos  de  este  obje- 
to sólo  en  el  caso  de  dejar  lo  oficial  la  cabida 
suficiente.  —  Madrid  12  de  Julio  de  1837». 
(Col.  de  El  Cast.,  t.  3.",  p.  6.) 

Ley  4-23  Noviemlire  1B37. 

Dispuso  que  las  leyes  y  disposiciones  del 
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Gobierno  oblis'ueii  en  los  pueblos  desde  cuatro 
días  después  de  su  publicación  en  la  capital. — 
V.  Disposiciones  del  Gobierno. 

B.  o.  8  Julio  1838. 
Que  se  inserte  lo  relativo  al  ramo  de  amorti::ación. 

(GoB.  Y  Hac.)  Extracto.— ^q  dispone  por 
esta  Real  orden  se  inserten  en  los  Boletines 
oficiales  los  anuncios  de  ventas  de  bienes  na- 
cionales '. 

Circ.  13  Julio  1838. 
.^0  se  inserten  noticias  ni  discusiones  poliiicas. 

(GoB.)  «Los  Boletines  oficiales  fueron  esta- 
blecidos para  comunicar  á  los  pueblos  con  ce- 
leridad las  órdenes  del  Gol)ierno  y  librarlos 
del  oneroso  gravamen  de  las  veredas.  Permi- 
tióse también  la  inserción  en  ellos  de  artículos 
científicos  y  literarios,  de  anuncios  de  parti- 
culares, y  posteriormente  la  de  los  partes  ofi- 
ciales de"  las  operaciones  militares.  Las  noti- 
cias y  discusiones  políticas  quedaron  siempre 
excluidas,  entre  otras  razones,  ])orque  los  edi- 
tores de  estos  periódicos  no  est;ln  sujetos  al 
depósito  y  demás  requisitos  de  la  ley  vigente 
de  imprenta.  Pero  contraviniendo  á,  ella,  no 
menos  que  á  las  diferentes  Reales  órdenes  ex- 
pedidas sobre  la  materia,  alg^unos  Boletines 
oficiales  han  venido  A  ser  el  órg-ano  de  los 
partidos  y  de  las  opiniones  políticas  de  sus  re- 
dactores. Semejante  abuso  ha  llamado  muy 
particularmente  la  atención  de  S.  M.  la  Reina 
Gobernadora,  que  deseosa  de  evitarlo,  se  ha 
servido  prevenirme  encargue  muy  estrecha- 
mente ;V  V.  S.,  como  de  su  Real  orden  lo  eje- 
cuto, que  cuide  con  esmero  de  la  puntual  ob- 
servancia de  las  diferentes  Reales  resolucio- 
nes que  rig'en  en  la  materia,  evitando  que 
degenere  una  institución  que  dentro  de  sus 
propios  límites  no  puede  menos  de  producir 
muchos  beneficios  A  los  pueblos. — Dios,  etc. 
Madrid  13  de  Julio  de  1838.»  (Col.  de  El  Cast., 
t.5.°,p.l9,) 

n.  o.  9  Octubre  1838. 

Que  no  se  use  en  los  Boletines  oficiales  más 
escudo  que  el  de  las  armas  nacionales.  (C.  L., 
t.  24,  p.  507.) 

E.  O.  5  Abril  1839. 
Sohre  subastas  de  Boletines. 
(GoB.)  «Habiéndose  suscitado  dudas  sobre 
si  las  Diputaciones  deben  entender  en  las  su- 
bastas de  los  Boletines  oficiales,  S.  M.  la  Reina 
Gobernadora  se  ha  servido  declarar  que,  con 
arreglo  á  la  R,  O.  de  24  de  Febrero  de  1834, 
corresponde  sólo  á  los  jefes  políticos  continuar 
entendiendo  exclusivamente  en  todos  los  inci- 
dentes relativos  áesteasunto. — De  Real  orden, 
etcétera.  Madrid  5  de  Abril  de  1839.»  (C.  L., 
t.  25,  p.  234.) 

R.  O.  6  Abril  1839. 
Sobre  inserción  de  órdenes  y  edictos  en  los  Boletines. 

(GoB.)    «Con  esta  fecha  digo  á  los  señores 


*  Esta  disposición  se  halla  modificada  por  el  art.  207 
de  la  instrucción  para  el  cumtdimienlo  de  la  ley  de  /."  de 
Mayo  de  íSB.'i  y  R.  O.  de  8  de  Octubre  de  Isas,  que  dispone 
se  publique  en  la  corte  y  demás  capitales  de  p)  ovincia  un 
periódico  con  el  titulo  de  Boletín  oficial  de  ventas  de 
bienes  nacionales.  Véase. 


Ministros  de  Estado,  Hacienda,  Guerra,  Gra- 
cia y  Justicia  y  Marina  lo  que  sigue: 

«Varios  jefes  políticos  han  hecho  ])rosen{e 
á  S.  M.  la  Reina  Gobernadora  que  desde  el  es-  . 
tablecimiento  de  los  Boletines  oficiales  se  han 
acostumbrado  las  autoridades  de  los  diferen- 
tes ramos  de  la  Administración  iniblica  á  diri- 
gir ])or  sí  á  los  editores  de  aquelhis  periódicos 
las  órdenes  y  anuncios  cuya  publicación  esti- 
man conveniente;  resultando  de  aquí  que  mu- 
chas Reales  órdenes  se  insertan  por  duplicado, 
al  paso  que  se  posterg-an  comunicaciones  muy 
urgentes.  A  fin  de  regularizar  este  servicio,  y 
que  en  su  caso  haya  sobre  quien  pueda  caer 
la  responsabilidad  de  las  faltas  que  en  él  se 
cometieren,  S.  M.,  oído  el  parecer  de  la  Junta 
consultiva  de  Gobernación,  se  ha  servido  dic- 
tar las  disposiciones  siguientes: 

1.*  Todoslos  Ministros prevendránásus su- 
bordinados en  las  provincias  que  los  anuncios, 
circulares  y  demás  disposiciones  que  manden 
publicar  en  los  Boletines  oficiales,  sean  remi- 
tidas al  jefe  político  respectivo,  por  cuyo  con- 
ducto se  pasarán  á  los  editores  de  los  mencio- 
nados periódicos. 

2."  Al  remitir  estos  documentos,  las  auto- 
ridades expresarán  el  gi-ado  de  urgencia  con 
que  en  su  concepto  convendrá  hacer  la  publi- 
cación, para  que  le  sirva  al  jefe  político  de 
gobierno. 

3.-''  Los  jefes  políticos  al  pasar  los  docu- 
mentos oficiales  á  la  redacción  del  Boletín,  lo 
harán  por  medio  de  una  numeración  que  ma- 
nifieste el  orden  en  que  se  deban  insertar  en  el 
periódico,  conservando  en  su  Secretaría  un 
registro  con  la  misma  numeración. 

4.''  Sin  embarg'o  de  lo  prevenido  en  la  re- 
gla anterior,  en  caso  de  urgencia,  mandará  el 
jefe  político  anticipar  cualquier  anuncio  que 
conveng'a  á  los  remitidos  anteriormente. 

5.''  Los  jefes  políticos  serán  responsables 
de  las  consecuencias  que  pueda  acarrear  la 
tardanza  indebida  de  cualquier  anuncio  perte- 
neciente á  otra  autoridad,  siempre  que  hubie- 
se dependido  de  ellos,  á  no  existir  razones  de 
conveniencia  pública  que  la  justifiquen.— De 
Real  orden,  etc.  Madrid  fi  Al)ril  de  1839. « 
(C.  L.,  t.  25,  p.  236.) 

B.  O.  9  Agosto  1839. 

Pueden  los  capitajies  generales  remitir  directamente  al 

editor  las  disposiciones 

(GoB.)  «...S.  M.  la  Reina  Gobernadora...  se 
ha  servido  declarar  que  los  capitanes  g-enera- 
les  no  están  sujetos  á  las  disposiciones  de  la 
R.  O.  deG  de  Abril  último,  pudiendo  remitir  di- 
rectamente cuando  lo  estimen  oportuno  á  la 
redacción  de  los  Boletines  oficiales,  para  su  in- 
serción en  ellos,  los  anuncios  que  tengan  que' 
publicar,  sin  necesidad  de  hacerlo  por  conduc- 
to del  jefe  político;  pero  que  esta  excepción  no 
comprende  á  los  comandantes  de  ])ro\  ineia  ni 
demás  autoridades  militares,  <|ue  deberán  ob- 
servar lo  prevenido  en  la  expresada  Real  or- 
den.—De  la  de  S.  M.,  etc.  Madrid  9  de  Agos- 
to de  1839..  (C.  L.,  t.  25,  p.  412.) 

R.  O.  4  Abril  1840. 
Contratas  de  Boletines. 

(GoB.)   Dispone:  «1."  Que  las  contratas  para 
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la  piiblicación  de  los  Boletines  oficiales  se  ve- 
rifiquen precisamente  admitiendo  condiciones 
por  escrito  en  plieg'o  cerrado,  en  el  que  se  in- 
oUiiriV  la  oportuna  contraseña  que  garantice 
en  su  caso  el  derecho  del  postor.  (2.°,  3.°  y  4.° 
están  notoriamente  sustituidos  por  la  R.  Ó.  de 
3  de  Septiembre  de  1846.)  5.°  Las  proposicio- 
nes presentadas  y  el  anuncio  de  la  que  haya 
sido  preferida,  se  publicarán  en  el  primer  mi- 
mero  del  Boletín  oficial  después  de  hecha  la 
elección.  6."  Si  alguno  de  los  licitadores  se  cre- 
yese ag'raviado  podrá  acudir  dentro  del  tér- 
mino fatal  de  tercero  día  con  una  exposición 
al  jefe  político.  Este  la  remitirá  bajo  su  res- 
ponsabilidad al  Ministerio  por  el  primer  co- 
rreo, con  su  iuforiney  los  plieg'os  originales  de 
propo.siciones  del  recurrente  y  del  preferido. 
7.°  La  contrata  será  para  el  año  solar,  con 
oblig'ación  de  continuarla  hasta  la  resolución 
de  los  recursos  á  que  pueda  dar  lugar  la  si- 
guiente, á  no  ser  que  el  licitador  preferido  por 
el  jefe  político  quisiere  encargarse  desde  1." 
de  Enero  de  la  empresa,  no  obstante  la  exis- 
tencia de  reclamaciones  pendientes  y  con  su- 
jeción á  lo  que  acerca  de  ellas  se  resuelva.  8.° 
El  empresario  se  sujetará  ó  la  decisión  única 
del  Gobierno,  con  exclusión  de  los  Tribvma- 
les,  en  todas  las  contestaciones  que  pueda  ori- 
ginar la  contrata,  y  al  efecto  se  incluirá  la 
oportuna  cláusula  en  la  escritura  de  adjudica- 
ción y  en  el  pliego  de  condicioues. — De  Real 
orden,  etc.  Madrid  4  de  Abril  de  1840.»  (C.  L., 
t.  26,  p.  150.) 

E.  o.  34  Mayo  1846. 
Ejemplar  al  jefe  de  la  guardia  civil. 

(GoB.)  «Ha  tenido  á  bien  la  Reina  nuestra 
Señora  determinar  que  desde  1."  de  Enero  del 
año  próximo  de  1847  disponga' V.  S.  se  entre- 
gue al  jefe  de  la  guardia  civil  do  esa  provin- 
cia un  ejemplar  del  Boletín  oficial,  imponién- 
dose esta  obligación  en  el  plieg'o  de  condicio- 
nes con  que  se  ha  de  llevar  á  la  licitación  para 
el  mes  de  Noviembre,  conforme  está  preveni- 
do. Lo  digo  á  V.  S.  de  orden,  etc.  Madrid  24 
de  Míiyo  de  1846.» 

B.  O.  3  Septiembre  1846. 
Sobre  la  licitación  y  adjudicación. 

(GoB.)  Para  evitar  las  reclamaciones  que 
ocasionaba  la  subasta  de  los  Boletines  oficia- 
les con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  R.  O.  de  4  de 
Abril  de  1840,  se  dispone  se  observen  las  re- 
glas sig'uientes: 

«I.'"'  La  adjudicación  del  Boletín  oficial  del 
año  próximo  se  ha  de  verificar  el  primer  do- 
mingo del  mes  de  Noviembre  de  este  año. 

S.'''  Los  pliegos  cerrados  de  los  que  hagan 
proposiciones  se  han  de  dirig'ir  al  jefe  político 
¡lor  el  correo,  ó  se  han  de  depositar  en  una 
caja  cerrada  y  con  buzón  que  estará  expuesta 
al  público  en  la  casa  del  Gobierno  político  en 
todo  el  mes  de  Octubre. 

'¿.'^  A  las  tres  de  la  tarde  del  primer  domin- 
go de  Noviembre,  el  jefe  político  acompañado 
del  secretario  y  del  oficial  interventor,  abrirá 
públicamente  los  pliegos  que  se  le  hayan  diri- 
gido por  el  correo  ó  se  encuentren  en  la  caja. 

4.''    El  secretario  los  leerá  eu  voz  clara  ó 


inteligible.  Preguntará  á  los  concurrentes  si 
se  han  enterado  de  las  proposiciones  leídas,  y 
si  alguno  pidiere  que  se  vuelva  á  leer  el  pre- 
cio que  cada  uno  ofrece,  se  ejecutaráeu  el  acto. 

b."-  Los  pliegos  de  proposiciones  que  hayan 
de  hacerse  han  de  ser  uniformes  en  todo  "me- 
nos en  el  precio  que  se  ofrezca,  y  han  de  conte- 
ner las  condiciones  sig-uientes: 

Primera.  D.  N.,  vecino  de...  propone  re- 
dactar y  publicar  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia de...  los  lunes,  miércoles  y  viernes  de 
todo  el  año  de  1847  y  repartirlo  por  su  cuenta 
y  riesgo  á  los  suscritores  de  la  capital  eu  los 
mismos  días,  enviáudole  por  el  correo  más  in- 
mediato al  de  su  publicación  á  los  demás  pue- 
blos y  suscritores. 

Segunda.  Ha  de  insertar  en  el  Boletín,  bajo 
el  epígrafe  del  articulo  de  oficio,  todoslos  anun- 
cios, circulares  y  documentos  que  se  le  remi- 
tan antes  de  las  tres  de  la  tarde  del  día  ante- 
rior á  la  publicación,  con  las  formalidades  pre- 
venidas en  la  Real  orden  de  6  de  Abril  de  1839, 
y  las  que  le  dirijan  los  capitanes  generales  de 
los  distritos  militares  en  virtud  de  la  autoriza- 
ción cjue  se  les  concedió  por  la  de  9  de  Agosto 
del  mismo  año. 

Tercera.  El  tamaño  del  Boletín  ha  de  ser 
de  á  pliego  de  marquilla,  nüm.  3,  tirado  en 
buen  papel  de  letra  llamada  de  lectura,  y  cada 
plana  llevará  dos  columnas  de  68  lineas  cada 
una. 

Cuarta.  Cuando  en  el  Boletín  ordinario  no 
cupiese  alguna  orden,  reglamento,  etc.,  ni 
aun  eu  letra  glosilla,  se  aumentará  por  cuen- 
ta del  redactor  el  plieg'o  ó  pliegos  necesarios 
para  que  no  se  interrumpa  la  inserción,  si  el 
jefe  político  lo  considera  urgente. 

Quinta.  Los  anuncios  relativos  á  amorti- 
zación se  insertarán  conforme  á  lo  prevenido 
en  la  R.  O.  de  8  de  Julio  de  1838. 

Se.xta.  Se  darán  Boletines  extraordinarios 
cuando  el  jefe  político  considere  que  no  puede 
demorarse  la  circulación  de  alg'una  orden. 

Séptima.  Los  avisos  de  los  Ayuntamientos 
remitidos  por  el  jefe  político  á  la  redacción,  se 
insertarán  gratuitamente. 

Octava.  Eu  el  primer  Boletín  de  cada  mes 
se  insertará,  aun  cuando  sea  en  suplemento, 
el  índice  de  todas  las  órdenes  del  mes  ante- 
rior, y  el  día  último  del  año,  uno  general  con- 
forme al  que  se  le  pase  por  el  Gobierno  po- 
lítico. 

Novena.  Por  cada  ejemplar  del  Boletín  se 
ha  de  pag'ar...  maravedís  de  vellón,  pero  nada 
por  un  ejemplar  para  la  Biblioteca  Nacional, 
otro  para  la  provincial,  uno  para  el  Consejo 
provincial,  dos  para  el  Gobierno  político  y  uno 
para  cada  diputado  á  Cortes  de  la  provincia, 
mientras  las  Cortes  estén  reunidas. 

Décima.  Ha  de  cobrar  por  trimestres  ade- 
lantados el  precio  de  las  suscricionea  de  los 
pueblos,  según  la  nota  de  éstos,  que  le  pasará 
el  jefe  político,  al  precio  indicado,  entendién- 
dose directamente  con  los  alcaldes,  á  quienes 
será  de  abono  este  gasto,  cuya  satisfacción  no 
sufrirá  demora  en  caso  alguno. 

Undécima.  Se  obliga  al  proponente  á  otor- 
'gar  la  correspondiente  escritura  de  fianza  á. 
satisfacción  del  jefe  político,  por  el  importe  de 
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la  mitad  de  las  suscvicioues  de  los  Ayunta- 
mientos. 

Duodécima.  Los  gastos  de  la  escritura  de 
fianza  serán  de  cuenta  del  propouente. 

Décimatercia.  Si  se  presentara  otra  ii  otras 
proposiciones  ig'uales  en  el  precio  de  cada 
ejemplar  del  Dolefín,  se  conforma  el  propo- 
nente en  que  la  suerte  decida  la  persona  A 
quien  se  ha  de  adjudicar;  pero  si  la  proposi- 
ción ig'ual  fuere  heclia  por  el  actual  empresa- 
•  rio  del  Boletin,  será  ésta  preferida  sin  dar  lu- 
g'ar  al  sorteo. 

Feclia  y  firma  del  que  hag'a  las  propuestas. 

6.'''  Inmediatamente  después  de  Icidos  to- 
dos los  plieg'os  de  las  propuestas,  declarará,  el 
jefe  político  la  adjudicación  del  Boletin. 

7."  El  jefe  político  remitirá  á  este  Ministe- 
rio una  relación  de  las  personas  que  hayan 
liecho  proposiciones,  con  expresión  de  los  pre- 
cios y  de  la  adjudicación  que  haya  declarado. 

8."-  El  jefe  político  hará  insertar  en  los  Bo- 
letines del  mes  corriente  esta  Real  orden,  para 
que  se  ateng'an  á'sus  disposiciones  los  que  so- 
liciten la  empresa. 

9."-  Quedan  además  vigentes  las  Reales  dis- 
posiciones sobre  Boletines  oficiales  de  20  de 
Abril  de  1833,  15  de  Marzo  de  1835,  12  de  Julio 
de  1837,  8,  9  y  13  de  Octubre  de  1838,  5  y  6  de 
Abril  y  9  de  Agosto  de  1839  v  5  de  Abril  de 
1841  '.—De  Real  orden,  etc.— Madrid  :(  de  Sep- 
tiembre de  1846.»  (C.  L.,  t.  38,  p.  278.) 

E.  0. 16  Septiembre  1846. 
*■  Entrega  de  Boletmes  <i  la  Guardia  civil. 

(GoB.)  «La  R.  O.  de  3  de  este  mes  no  de- 
roga la  de  24  de  Mayo;  y,  por  consiguiente, 
deberá  comprenderse  en  la  disposición  9."''  de 
aquélla  la  oblig-ación  de  entregar  un  ejemplar 
del  Boletín  oficial  de  esa  provincia  al  jefe  de 
la  Guardia  civil.— Madrid  16  de  Septiembre  de 
184G.»  (C.  L.,  t.  38,  p.  309.) 

E.  O.  19  Marzo  1SÍ8. 
Remesa  de  un  ejemplar  ü  la  Dirección  de  Agricultura... 

(CoM.,  Inst.  t  Ob.  Púb.)  Se  mandó,  entre 
otras  cosas,  qiie  en  los  pliegos  de  subastas 
para  los  Boletine.'í  oficiales  se  comprenda  la 
obligación  de  remitir  un  ejemplar  de  todos  los 
números  del  Boletín  á  la  Dirección  de  Agri- 
cultura, Inclu.^tria  y  Comercio.  (C.  L.,  t.  45, 
pág.  98.) 

E.  O.  21  Enero  1SÍ9. 

(GoB.)  Dispone  que  «los  jefes  políticos  re- 
mitan en  fin  de  cada  mes  á  este  Ministerio  la 
colección  áe\  Boletín  oficial  de  su  provincia...» 
(C.  L.,  t.  46,  p.  84.) 

Circ.  7  Mayo  1S49. 
Contribución  industrial  de  los  empresarios. 

La  Dirección  general  de  Contribuciones  di- 
rectas declara  que  los  empresarios  de  los  Bo- 
letines oficiales  de  las  provincias  sólo  deben 
pagar  por  subsidio  el  medio  por  ciento  del  im- 
porte de  su  contrato.  (C.  L.,  t.  47,  p.  31.) 


'     Véase  en  Contratos  administrativos  el  R.  D.  de  4 
ae  Enero  de  ISSS  sobre  subasta  de  servicios  ii  obras  pro- 
vinciales y  municipales. 
Tomo  II. 


R.  O.  lo  .Jiüio  1849. 

Inserción  de  leyes,   disposiciones   y  anuncios  en  los 

Boletines. 

(Grac.  y  Just.)  «Establecidos  los  Boleti- 
nes oficiales  para  dar  la  mayor  y  más  conve- 
niente publicidad  á  las  leyes  y  Reales  disposi- 
ciones, se  nota,  sin  embargo,  que  no  todas  se 
insertan  en  los  mismos,  ó  lo  son  con  tan  nota- 
ble retraso,  que  en  parte  queda  frustrado  el 
fin  del  legislador.  En  vista  de  ello,  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  mandar  que  los  re- 
gentes y  fiscales  en  el  punto  de  su  residencia, 
y  los  jueces  de  primera  instancia  y  promoto- 
res-fiscales en  las  demás  capitales  de  provin- 
cia, poniéndose  de  acuerdo  con  los  jefes  poli- 
ticos  y  dirigiéndoles,  en  caso  necesario,  las 
reclamaciones  oportunas,  procuren  con  espe- 
cial esmero  que  á  su  tiempo,  ó  con  la  menor 
dilación  posible,  se  inserten  en  los  Holctines 
oficiales  de  las  provincias  respectivas,  las  le- 
yes y  Reales  disposiciones  que  se  publicaren 
en  la  Gaceta  del  Gobierno,  como  también  los 
anuncios  y  notas  de  gracia  ó  de  publicidad 
honrosa  de  servicios  notables  en  la  adminis- 
tración de  justicia  que  aparecieren  en  la  parte 
oficial  de  la  misma. — De  Real  orden,  etc.  Ma- 
drid 15  de  Julio  de  1849.»  (C.  L.,  t.  47,  p.  445.) 
R.  O.  9  Octubre  1849. 
Presten  fianzas  los  lidiadores  en  las  subastas. 

(Gob).  Para  cortar  el  abuso  de  presentarse 
á  las  subastas  do  los  Boletines  oficiales  algu- 
nos licitadores  .sin  responsabilidad,  perjudi- 
cando á  los  verdaderos  postores,  «S.  M.  se  ha 
servido  mandar  no  admita  V.  S.  proposiciones 
para  la  subasta  del  citado  periódico  en  esa 
provincia,  si  á  ellas  no  acompaña  un  certifica- 
do de  haber  hecho  en  la  Depositaría  del  Go- 
bierno político  la  consignación  de  8.000  rs.  en 
metálico  ó  papel  del  Estado  á  precio  corriente, 
cuya  cantidad  deberá  dejar  en  fianza  el  que 
remate  la  publicación  del  Boletin  por  todo  el 
tiempo  á  que  se  extienda  su  contrato,  devol- 
viéndose á  los  demás  licitadores  su  respectivo 
depósito  luego  que  se  halle  adjudicado  el  re- 
mate á  uno  de  los  concurrentes. — De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  9  de  Octubre  de  1849.»  (C.  L., 
tomo  48,  p.  145.) 

E.  D.  9  Marzo  1851. 

Es  sobre  inserción  de  las  leyes  y  demás  dis- 
posiciones generales  en  la  Gacetcl  y  Boletines 
oficiales. — V.  Di.sposicionbs  del  Gobibkso. 

.  R.  O.  8  Octubre  1856. 
Disposiciones  para  las  subastas. 

(GoB.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.)...  se  ha  dig- 
nado resolver,  que  para  las  subastas  que  han 
de  celebrarse  en  el  inmediato  mes  de  Noviem- 
bre, se  teng'an  en  cuenta,  á  más  de  las  reglas 
y  prescripciones  vigentes  en  la  materia  en  la 
parte  que  no  fuesen  derogadas  por  esta  sobe- 
rana resolución,  las  regias  siguientes: 

1.=^  Desde  1."  de  Enero  de  1857,  en  que  ha- 
brán de  comenzar  los  nuevos  contratos,  se  pu- 
blicarán semanalmente  seis  números  del  Bole- 
tin oficial  en  las  provincias  de  primera  clase; 
cuatro  números  en  las  de  segnmda,  y  tres  en 
las  de  tercera,  sin  perjuicio  de  los  extraordi- 
narios que  reclame  el  servicio  y  en  su  caso  de- 
terminen los  g'oberuadores. 
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2."-  Las  diniensioues  del  Ilolefin  serán  ig-ua- 
les  en  los  de  todas  las  provincias,  constando 
de  un  [ilicg-o  de  papel  continuo,  tamaño  mar- 
qiiilla  (26  pulgadas  de  largo  por  17  y  media  de 
ancho),  dividido  en  cuatro  planas,  con  cuatro 
columnas  cada  una,  del  ancho  de  nueve  emes 
de  parangona,  tipo  del  cuerpo  10,  conteniendo 
cada  columna  90  lineas  de!  mismo  cuerpo. 

S.^  El  editor  ó  empresario  dará  gratis  el 
ejemplar  ó  ejemplares  que  establezca  previa- 
mente el  pliego  de  condiciones  y  siempre  los 
que  se  consideren  necesarios  al  Ministerio  de 
la  Gobernación,  Biblioteca  Nacional,  regente 
y  fiscal  de  la  Audiencia  del  territorio  y  Capi- 
tanía general  del  distrito  á  que  pertenezca  la 
provincia;  y  dentro  de  ésta  al 

Gobernador  civil.— Comandante  general.— 
Diputados  á  Cortes.— Diputados  provinciales. 
Jefes  de  la  Guardia  civil. — Comisionado  de  vi- 
gilancia.— Administrador  y  comisario  de  ven- 
tas de  bienes  nacionales. — Jefes  de  Hacienda 
de  la  provincia. — Vicariaeclesiástica  de  la  dió- 
cesis.—  Ayuntamientos.  —  Juzgados. — Biblio- 
teca provincial.— Capitanes  generales  y  co- 
mandantes generales  de  los  departamentos 
maritiraos. 

El  reparto  y  envío  por  el  correo  de  estos 
ejemplares  serán  de  cuenta  y  riesgo  del  editor, 
exceptuando  sólo  los  que  deban  remitirse  á  los 
Ayuntamientos,  que  se  dirigirán  á  los  respec- 
tivos pueblos  por  conducto  de  la  Secretarla 
del  Gobierno  civil. 

4.^  El  editor  conservará  archivados  50  ejem- 
plares de  cada  número,  que  facilitará;  á  la  mi- 
tad del  precio  corriente  para  el  público,  al  go- 
bernador. Diputación  provincial  y  oficinas  de 
desamortización,  si  lo  reclamasen. 

S.''^     Para  la  inserción  en  el  -Boletin  de  las 
comunicaciones,  órdenes,  circulares,  edictos 
y  anuncios  que  se  harán  en  todo  caso  por  con- 
ducto y  con  beneplácito  del  gobernador,  se  ob- 
servará el  orden  signiiente,  que   por  ningún 
concepto  podrá  ser  alterado: 
Del  Gobierno  de  la  provincia. 
De  la  Diputación  provincial. 
De  la  Comandancia  general. 
De  las  oficinas  de  Hacienda. 
De  los  Ayuntamientos. 
De  la  Audiencia  del  territorio. 
De  los  Juzgados. 

De  las  oficinas  de  desamortización. 
Cuando  las  necesidades  del  servicio  exigie- 
ren la  publicación  de  Jlohtines  extraordina- 
rios, previa  siempre  la  autorización  del  g'ober- 
iiador  civil,  si  éstos  no  fueren  sobre  asuntos  de 
gobierno,  el  importe  de  su  publicación  será  de 
cuenta  de  la  dependencia  ii  oficina  que  lo  re- 
clamase. 

e."  Desde  1."  de  Enero  de  1857  la  publica- 
ción del  Boletín  oficial  se  hará  por  cuenta  de 
los  fondos  provinciales,  jjag'ándose  por  trimes- 
tres adelantados,  y  cesando  por  tanto  desde  la 
misma  fecha  de  consigniarse  la  partida  corres- 
pondiente en  los  presupuestos  municipales, 
toda  vez  que  los  pueblo.s  han  de  contribuir  al 
pago  de  este  servicio  en  la  forma  que  determi- 
nen las  leyes  para  las  demás  carg'as  de  interés 
provincial. 
7."    Para  hacer  proposiciones  en  las  subas- 


tas de  Boletines  será  necesario:  1.°,  tener  esta- 
blecimiento tipográfico  suficientemente  abas- 
tecido de  prensas  ó  máquinas,  tipos,  cajas  y 
demás  litiles  necesarios  para  la  publicación: 
2.°,  acreditar  el  depósito  de  16.000  rs.  en  las 
provincias  de  primera  clase,  de  12.000  en  las 
de  seg'unda  y  de  8.000  eu  las  de  tercera,  cuya 
fianza  permanecerá  integ'ra  en  la  Tesorería  de 
la  provincia  todo  el  tiempo  que  durare  el  arren- 
damiento. 

Acompañarán  al  gobernador  en  el  acto  de  la 
subasta  tres  diputados  provinciales,  á  quienes 
oirá  en  las  dudas  é  incidentes  que  ocurriesen 
en  la  misma. — De  Real  orden,  etc.  Madrid  8  de 
Octubre  de  1856..  (C.  L.,  t.  10,  p.  58.) 
E.  O.  10  Agosto  18.57. 
Orden  en  que  se  kan  de  insertar  las  disposiciones. 

(GoB.)  «A  fin  de  evitar  los  perjuicios  que 
.suelen  producir  la  inserción  tardía  en  los  Bo- 
letines oficiales  de  las  leves  v  disposiciones  del 
Gobierno,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido 
á  bien  dictar  las  prevenciones  siguientes: 

1.^  Los  g'obernadores  de  las  provincias  dis- 
pondi'án  que  se  inserte  en  los  Boletines  ó  pe- 
riódicos oficiales  toda  la  parte  oficial  de  la  Ga- 
ceta que  comprende  la  primera  sección  de  la 
misma. 

2."  La  inserción  se  verificará,  no  por  orden 
cronológico,  sino  por  el  de  su  importancia, 
dándose  preferencia  á  las  disposiciones  que 
más  inmediatamente  afecten  á  los  pueblos  y 
particulares. 

3."  Los  documentos  oficiales  arriba  men- 
cionados que  por  su  índole  deban  considerarse 
como  urgentes,  se  insertarán  en  el  primer  nii- 
mero  que  se  publique  después  de  recibida  la 
Gaceta  en  el  Gobierno  de  la  provincia,  á  no 
ser  que  la  urgencia  sea  tal  que  hag'a  necesa- 
ria la  publicación  de  un  número  extraordina- 
rio. Las  disposiciones  c¿ue  afecten  á  los  pue- 
blos ó  ¡¡articulares  se  insertarán  dentro  de  los 
ocho  días  sig'uieíites,  y  todas  las  restantes  no 
podrán  demorarse  más  de  un  mes. 

Si  para  el  cumplimiento  de  lo  que  en  este 
punto  se  previene  hubiese  necesidad  de  pu- 
blicar suplementos  eu  los  Boletines  oficiales, 
los  gobernadores  dispondrán  que  asi  se  ve- 
rifique. 

4.*  Serán  responsables  los  gobernadores 
de  la  falta  de  cumplimiento  de  estas  disposi- 
ciones.— De  Real  orden,  etc.  Madrid  10  de 
Agosto  de  1857.»  (C.  L.,  t.  73,  páy.  150.) 

R.  0. 11  Octubre  1859. 
Otras  diS230SÍcioncs  sohre  subastas. 

(GoB.)  Modificando  algunas  disposiciones 
de  la  R.  O.  de  8  de  Octubre  de  1856  sobre  su- 
bastas de  los  Boletines  oficiales,  se  manda  por 
ésta  se  observen  las  que  siguen: 

«1.*  Podrán  hacer  proposiciones  en  las  su- 
bastas de  los  Boletines  oficiales  las  personas 
que  no  tengan  establecimiento  tipográfico 
abierto,  siempre  (jue  acrediten  y  garanticen, 
á  satisfacción  del  gobernador  de  la  provincia, 
que  poseen  todos  los  elementos  necesarios 
para  el  desempeño  de  dicho  servicio. 

2.'''  Deberá  consignarse  eu  los  pliegos  de 
condiciones  el  tipo  máximo  sobre  que  deben 
girar  las  proposiciones. 
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3.*  Los  licitadores  expresarán  eu  las  mis- 
mas la  cauticiad  anual  por  cuyo  importe  ofre- 
cen desempeñar  el  servicio  de  que  se  trata. 

4.*  Adjudicado  el  remate,  remitirán  los  g'O- 
bernadores  de  las  provincias  á  este  Ministerio 
copia  de  las  actas  de  las  subastas. 

5."  Los  gobernadores  adoptarán  las  medi- 
das convenientes  A  fin  de  evitar  cualquier 
abuso  que  pueda  cometerse  contra  la  inviola- 
bilidad de  los  pliegos  cerrados  que  se  deposi- 
ten en  los  buzones  durante  su  permanencia 
en  los  mismos,  y  hasta  el  momento  en  que  se 
proceda  A  su  apertura  '. — De  Real  oideu,  et- 
cétera. Madrid  11  de  Octubre  de  1859.»  (C.  L., 
tomo  82,  pág.  63.) 

E.  O.  31  Agosto  1863. 

Inserción  de  fftsposiciones,  aminños  y  circulares 

(Je  las  aiiforidades  militares, 

(GoB.)  «Vista  una  consulta  elevada  A  este 
Ministerio  por  el  g'obernador  de  la  provincia 
de  Córdoba  sobre  los  requisitos  necesarios 
para  insertar  eu  los  Boletines  oficiales  de  las 
provincias  las  disposiciones,  anuncios  y  circu- 
lares que  emanen  de  las  autoridades  militares 
en  las  mismas,  y  si  es  preciso  que  en  todo  caso 
se  dirijan  A  las  redacciones  de  aquellos  perió- 
dicos por  conducto  del  gobernador  y  con  el 
insértese  del  mismo: 

Vista  la  R.  O.  de  8  de  Octubre  de  1856  y  lo 
que  la  misma  dispone  en  el  pArrafo  quinto; 

Considerando  que  por  éste  se  prescribe  que 
la  inserción  de  órdenes,  comunicaciones,  cir- 
culares, edictos  y  anuncios  se  hag'a  por  con- 
ducto y  con  beneplácito  del  gobernador  de  la 
provincia,  y  que.  por  tanto,  esta  disposición 
dejó  sin  vigor  las  Rs.  Os.  de  9  de  Ag'osto  de 
1830  y  31  lie  Octubr*  de  1845  en  la  parte  á  que 
ella  se  refiere; 

La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer 
que  asi  expresamente  se  declare,  y  que  eu  lo 
sucesivo  todas  las  autoridades  que  deseen  in- 
sertar sus  decisiones,  edictos  y  demAs  en  los 
Boletines  oficiales  de  las  provincias,  las  diri- 
jan por  conducto  de  los  gobernadores. — De 
Real  orden,  etc.»  (Bol.  ofic.  de  Orense,  7iú- 
mero  115.) 

E.  O.  4  Abril  1871. 

Disponiendo  qxie  los  Boletines  se  pongan  de  manifiesto 

á  los  vecinos  en  las  Casas  consistoriales. 

(GOB.)  «Habiéndose  producido  varias  que- 
jas ante  este  Ministerio  por  negarse  algunos 
Ayuntamientos  á  poner  A  disposición  del  pú- 
blico .los  Boletines  oficiales  de  las  provincias 
y  siendo  el  objeto  principal  de  este  periódico 
el  dar  la  mayor  y  más  conveniente  publicidad 
á  las  leyes.  Reales  órdenes,  convocatorias  y 
demás  disposiciones  de  la  Administración  en 
general;  para  evitar  los  perjuicios  que  natu- 
ralmente inieden  ocurrir  por  la  falta  de  i)ubli- 
cidad  en  dicho  Boletín,  S.  M.  el  Rey  ha  tenido 
&  bien  disponer  que  se  recomiende  á  V.  S.  la 
necesidad  de  que  prevenga  á  los  señores  al- 
caldes populares  de  esa  provincia,  que  en  lo 
sucesivo  dejen  en  las  Casas  consistoriales,  to- 
dos los  dias  y  durante  las  horas  de  despacho, 
los  Boletines  oficiales  cosidos  ó  eucuaderna- 

'  Véase  en  Contratos  aiim'inistrativos  el  R.  D.  de 
4  de  Enero  de  lusa. 


dos,  á  fln  de  que  el  público  pueda  enterarse 
y  tomar  las  noticias  que  le  conviniere  de  to- 
das las  inserciones  que  couteng'a. — De  Real 
orden,  etc.— Madrid  4  de  Abril  de  1871. — Sa- 
gasta. — Sres.  Gobernadores  de  las  provincias 
de...»  fllev.  de  Gobernación.) 

R.  o.  ao  Jnnio  1871. 
Atribuciones  de  los  gobernadores  civiles. 

(GoB.)  Se  desestimó  la  autorización  pedi- 
da al  Ministerio  de  la  Gobernación  por  la  Co- 
misión provincial  de  Alicante  para  pasar  di- 
rectamente al  Boletín  los  edictos,  anuncios  y 
demás  que  estime  oportuno,  por  ser  atribución 
exclusiva  de  los  g'obernadores  de  provincia, 
según  el  tit.  II  de  la  ley  orgánica,  }•  de  acce- 
derse  se  mermarían  las  atribuciones  de  dichas 
autoridades  '. 

E.  O.  19  Julio  1871. 
Impresiún  del  Boletín  en  la  imprenta  del  Hospicio. 

(GoB.)  Extracto. — De  conformidad  con  el 
dictamen  del  C.  de  E.  en  pleno,  se  desesti- 
ma una  reclamación  interpuesta  por  tipógra- 
fos de  la  Coruña  contra  el  acuerdo  de  la  Di- 
putación jjrovincial  sobre  que  la  impresión  del 
Boletín  oficial  do  la  provincia  se  verificase  en 
la  imprenta  del  Hospicio;  porque  dicho  acuer- 
do no  es  opuesto  á  la  ley  de  1.870,  y  por  el  fin 
altamente  moral  que,  á  la  vez  que  el  económi- 
co, se  propone  dicha  Dijnitación  provincial  de 
perfeccionar  en  la  enseñanza  A  los  acog'idos 
en  dicho  establecimiento.  (Gac.  5  Septiembre.) 

—Otra  R.  O.  de  1.°  de  Agosto  desestimó  la  al- 
zada interpuesta  i)or  los  Sres  Oliva  hermanos 
contra  un  acuerdo  de  la  Diputación  provin- 
cial de  Salamanca  en  otro  caso  auAlog'O. 

E.  0.1."  Agosto  1871. 
Espedientes  de  subasta. 
Alzando,  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  C.  de  E.,  la  suspensión  de  acuerdos  de  la 
Diputación  de  Huelva,  y  declarando  que  es  de 
la  competencia  de  las  Diputaciones  la  instruc- 
ción y  resolución  de  los  expedientes  para  las 
suba.stas  de  los  Boletines,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 4G  de  la  lev  de  20  de  Agosto  de  1870. 
(Gac.  24  Agosto.) 

B.  O.  9  Julio  1872. 
Declarando  que  los  anuncios  de  minas  se  publiquen  oficial- 
mente  y  sin  pago  de  derechos  en  los  Boletines  provin- 
ciales. 

(GoB.)  Extracto. — Con  vista  del  art.  86  de 
la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  18G8,  de  la 
disposición  4."  general  del  Reg.  de  24  de  Ju- 
nio del  mismo  año,  y  del  art.  46  de  la  ley  pro- 
vincial, se  deja  sin  efecto  un  acuerdo  de  la 
Diputación  provincial,  sobre  que  los  interesa- 
dos en  los  anuncios  de  los  registros  de  minas, 
paguen  derechos  por  la  inserción  de  los  mis- 
mos en  el  Boletín  oficial,  por  considerar  que 
con  arreglo  A  las  disposiciones  citadas,  los  ex- 
pedientes de  minas  son  puramente  gubernati- 
vos, y  no  pueden  exigirse  A  Jas  partes  otras 
cantidades  que  las  desig'uadas  en  el  reglamen- 
to y  para  los  objetos  en  él  expresados.  (Gace- 
ta 9  Agosto.) 


Es  el  mismo  espíritu  de  la  12.  O.  de  5  Abril  IS39  . 
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R.  O.  21  Febrero  ISSO. 
Una  cuestión  sohre  si  el  editor  debía  de  insertar  gratis  un 
documento  en  el  Boletín  oficial. 
(GOB.)  Extracto.— E\  admiui.stradoi-  dioce- 
sauo  de  Barbastro  remitió  al  g-oberuadoi-  de 
Huesca  uua  relación  de  acreedores  del  Estado 
por  atrasos  del  clero  para  que  ordenara  su  in- 
serción en  el  Boletín  oficial.  Acordado  asi  por 
el  gobernador,  el  administrador  de  la  impren- 
ta del  Doletin  se  opuso  á  insertar  la  relación 
gratuitamente,  y  reiterada  la  orden  por  elg-o- 
bernador,  recurrió  el  administrador  al  Gobier- 
no, que  desestimó  la  reclamación  aceptando  el 
parecer  de  la  Sección  de  Gobernación,  porque 
no  cabe  duda  alguna  de  que  la  inserción  en  el 
Boletín  de  Huesca  de  la  relación  de  acreedo- 
res del  Estado  por  atrasos  del  clero,  formada 
por  el  administrador  diocesano  de  Barbastro, 
se  hace  por  mandado  de  autoridad  competen- 
te, y  aunque  no  se  dirig'e  ;l  justicia  ni  Ayun- 
taxnientos,  es  lo  cierto  que  concierne  al  servi- 
cio público,  conforme  manifiesta  el  goberna- 
dnr  de  Huesca,  y  se  halla,  por  consiguiente, 
taxativamente  comprendida  en  la  disposición 
^.^  de  la  R.  O.  de  ■'O  de  Abril  de  1833.»  (Real 
orden  21  Febrero  1880.— ffrtc.  29  Marzo.) 

Código  civil. 

Su  art.  1."  se  refiere  k  la  promulgación  de 
las  leyes|,  y  no  exige,  para  que  se  verifique,. 
la  inserción  de  las  mismas  en  los  Boletines  de 
las  provincias,  pues  obligan  á  los  20  dias  de 
publicadas  en  la;  Gaceta. 

B,  O.  C.  30  Abril  1891. 

Disponiendo  que  los  Boletines  se  faviliten  gratis  á  los 

subdelegados  de  Sanidad. 

(GoB.)  •...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su 
nombre  la  Reina  Regente  del  ITeino,  se  ha  ser- 
vido disponer  que  al  renovar  los  contratos 
para  la  publicación  del  Boletín  oficial  de  esa 
provincia,  si  antes  no  fuera  posible,  se  esta- 
blezca la  condición  de  que  se  facilitará  g-ratis 
dicho  Boletín  á  los  subdelegados  de  Medicina, 
Farmacia  y  Veterinaria,  como  funcionarios 
que  g'ratuita  y  honoríficamente  desempeñan 
cargos  dependientes  de  este  Ministerio.»  (Real 
orden  circular  ;!0  Abril  1891.— Gac.  17  Mai/o.) 

BOLETÍN  DE  LA  PROPIEDAD  INTELECTUAL  É 
INDUSTRIAL.     Fué  creado  por  el  R.  D.  de  2  de 

Agosto  de  1886. — V.  Propiedad  intelectual. 
boletín  OFICIAL  DEL  MINISTERIO  DE  ULTRA- 
MAR. Se  fundó  por  orden  del  Gobierno  de  la 
Repiibliea  de  27  de  Octubre  de  1873,  en  que  se 
dispuso  que  empezara  á  publicarse  desde  1." 
de  Noviembre  inmediato.  Su  confección  estuvo 
á  cargo  de  uno  de  los  oficiales  del  Negociado 
de  política,  bajo  la  inmediata  inspección  de  la 
Secretaria.  El  presupuesto  ascendía  á  25.000 
pesetas  anuales  á  cargo  de  las  provincias  ul- 
ti-amarinas.  Ha  dejado  de  publicarse. — V.  Co- 
lección LEGISLATIVA. 

BOLETINES  ECLESIÁSTICOS.     V.  Imprenta, 
E.  O.  de  12  de  Julio  de  1862. 
BOLLA.     Derecho  que  se  cobraba  en  el  Prin- 


cipado de  Cataluña  de  las  mercaderías  que  se 
vendían.  Fué  abolido  en  1789. 

BOLLA  DE  NAIPES.  Derecho  que  se  pagaba 
á  la  Hacienda  por  la  fabricación  y  venta  de 
naipes  ó  barajas.  Aunque  quedó  subsistente 
este  impuesto  por  el  sistema  trilmtariode  1845, 
ha  sido  después  abolido  por  el  R.  D.  de  17  de 
Octubre  de  1849,  quedando  desde  entonces 
libre  la  fabricación  sin  perjuicio  del  impuesto 
de  subsidio. 

BOLSAS  DE  COMERCIO.  Son  establecimien- 
tos públicos  de  coutratación  legalmente  auto- 
rizados, doude,  con  sujeción  á  reglas  determi- 
nadas, se  reúnen  los  comerciantes,  especula- 
dores, particulares,  y  los  agentes  medianeros 
colegiados  para  concertar  y  efectuar  sus  ue- 
g-ociaciones  de  valores  y  efectos  públicos,  va- 
lores industriales,  letras  de  cambio,  pagarés  y 
otros  valores  mercantiles,  fletes,  transportes, 
seguros  de  efectos  comerciales  y  otras  opera- 
ciones análogas. 

El  Cód.  de  Comercio  dedica  su  tit.  V  del  li- 
bro I  (arts.  64  á  87),  á  los  lugares  de  contrata- 
ción, y  especialmente  las  secciones  1.*  y  2.*,  á 
las  Bolsas  de  comercio  y  á  las  opcracio7ies  que 
en  ellas  se  fmcen.  En  la  palabra  Código  de 
Comercio  es,  pues,  donde  pueden  consultar 
nuestros  lectores  las  disposiciones  indicadas  y 
las  demás  que  se  han  dictado  sobre  este  asunto. 
Se  rigen  las  Bolsas  de  coiíiercio  por  el  regla- 
mento de  31  de  Diciembre  de  1885. 

BOMBARDEO.  Medio  extremo  de  rendir  una 
ciudad  sitiada,  al  que  se  refieren  los  arts.  935 
•y  936  del  Reg.  de  campaña  de  5  de  Enero  de 
1882.— V.  Ejército. 

BONOS  DEL  TESORO.  Fueron  creados  por 
decreto  ley  de  2S  de  Octubre  de  1868,  que  cu- 
brió por  suscrición  un  empréstito  de  200  millo- 
nes de  escudos  efectivos,  representados  por  un 
millón  doscientos  cincuenta  mil  bonos  de  200 
escudos  nominales  cada  uno,  con  renta  de  12 
escudos  al  año,  emitidos  al  tipo  de  80  por  100. 
Hau  sido  los  bonos  del  Tesoro  un  papel  muy 
estimado,  como  veremos  en  Deuda  pública. 

BRAZAL.  El  cauce  que  se  hace  para  derivar 
las  aguas  de  los  rios,  canales  y  acequias  para 
su  aplicación  al  riego. 

El  establecimiento  de  brazales  está  favore- 
cido por  nuestras  leyes  con  la  exención  de  al- 
gunos tributos  á  los  terrenos  qite  riegan,  así 
como  el  de  acueductos,  canales  y  acequias; 
siendo  necesario,  como  para  estas  obras,  la 
formación  del  oportuuo  expediente. 

Los  brazales,  como  cualquiera  otra  obra  de 
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liego,  imponen  al  regante  la  obligación  tle  su 
entretenimiento,  buena  conservación  y  el  cui- 
dado de  hacer  las  mondas  y  limpias  necesa- 
rias; este  servicio  generalmente  le  regularizan 
y  establecen  las  respectivas  ordenanzas  de  los 
canales  de  riego  ó  el  mutuo  consentimiento 
CTiando  es  servidumbre  particular. — V.  Ace- 
QUiA.s:  AouAS:  RiEGO.s:  Servidumbre  de  acue- 
ducto. 

BRAZO  SECULAR.  Expresión  con  que  se  de- 
sigua la  autoridad  temporal  que  ejercen  los 
Tribunales  y  jueces  civiles.  Asi  se  dice,  cuando 
se  somete  á  un  eclesiástico  á  la  jurisdicción 
ordinaria,  que  es  entregado  «al  brazo  secu- 
lar». Por  contraposición  á  brazo  secular,  se 
llama  brazo  eclesiástico  A  la  autoridad  ecle- 
siástica. 

BRAZOS  DEL  REINO.  Dábase  este  nombre  á 
la  representación  en  Cortes  de  las  tres  clases, 
el  Clero,  la  Nobleza  y  el  Pueblo,  ó  sean  los  di- 
putados de  ciudades  y  villas.  En  Aragón  se 
contaron  ctiatro  brazos,  porque  el  de  la  Noble- 
za se  dividía  en  dos;  el  de  la  alta,  compuesto 
de  títulos  y  barones,  y  el  de  la  inferior,  al  que 
correspondían  los  caballeros  hidalgos  é  infan- 
zones.— V.  Cortes. 

BRIGADIER.  Oficial  general  del  ejército  lla- 
mado hoy  general  de  brigada. — V.  Ejército. 

BUENA  FE.  Esta  locución,  muy  usada  en  el 
Derecho  y  el  foro,  significa  la  creencia  propia 
de  que  una  cosa  nos  pertenece,  ó  de  la  justicia 
de  un  derecho,  ó  de  la  certeza  ó  verdad  de  un 
acto.  La  buena  fe  se  presume  siempre  mien- 
tras no  se  pruebe  ó  aparezca  claramente  lo 
contrario,  y  basta  que  exista  al  tiempo  de  la 
tradición,  ó  sea  al  empezar  á  poseer,  y  en  la 
compra  al  jjerfeccionarse  el  contrato.  Asi  lo 
establece  la  ley  12,  tit.  XXIX,  Part.  3.",  en  es- 
tas palabras:  >¡Epor  ende  decimos  que  si  aque- 
lla sazón  que  ganaron  posesión  de  las  cosas 
ovieron  buena  fe...  maguer  ante  que  los  apo- 
derasen, ó  después  la  oviesen  tnala...  no  les 
empesce  á  ellos  nin  á  sus  herederos.» 

El  Cód.  civil  contiene  disposiciones  impor- 
tantes sobre  buena  y  mala  fe  en  la  posesión 
(arts.  433,  431,  435,  449,  451  y  sigs.,  464y  1.940 
y  sigs.);  en  el  matrimonio  (arts.  69  y  sigs.); 
en  la  venta  de  créditos  y  derechos  (arts.  1..529 
y  sigs.)  y  en  la  accesión  (arts'.  361,  365,  379, 
382  y  383). 

Hemos  de  hablar  de  la  buena  fe  en  otros  ar- 
tículos, como  en  Costa.s,  Erutos,  Posesión 
Y  PRESCRIPCIÓN,  y  á  ellos  nos  remitimos. 

BUHONERO.     El  que  se  dedica  al  tráfico  am- 


bulante de  buhonería,  ó  sea  á  vender  efectos 
y  mercaderías  de  poco  valor,  como  cordones, 
cintas,  agujas  y  alfileres,  botones  y  otras  ba- 
ratijas. 

BULA:  BREVE:  RESCRIPTO  PONTIFICIO.     Se  da 

el  nombre  de  Btda  á  las  letras  ó  constitucio- 
nes pontificias  que  contienen  alguna  decisión 
del  Papa  sobre  asunto  grave.  Se  diferencia 
del  Breve,  entre  otras  cosas,  en  que  éste  se 
suele  expedir  con  más  brevedad  y  sólo  para 
negocios  particulares;  en  que  la  fecha  de  la 
Bula  se  pone  desde  la  Encarnación  de  Jesu- 
cristo y  las  del  Breve  desde  la  Natividad;  eu 
que  la  Bula  se  escribe  en  pergamino,  en  la 
parte  áspera;  el  Breve  se  escribe  en  papel  y 
en  la  parte  lisa  del  pergamino,  etc.  Itescriptos 
pontificios  son  también  letras  apostólicas  por 
las  que  manda  el  Papa  hacer  alguna  gracia: 
ó  bien  las  respuestas  del  Papa  extendidas  por 
escrito.  Como  que  la  potestad  temporal  y  la 
eclesiástica  son  reciprocamente  independien- 
tes entre  si,  se  ha  reconocido  como  una  rega- 
lía inseparable  de  la  soberanía  el  examinar  si 
eu  las  bulas,  breves  j  rescriptos  pontificios 
se  perjudica  al  Estado,  ó  si  se  establecen  cosas 
contrarias  á  las  disposiciones  canónicas  y  á  la 
disciplina.  Este  es  el  objeto  del  pase  ó  exequá- 
tur que  se  exige  por  nuestras  leyes,  según  ve- 
remos en  Exequátur  ó  pase  regio. 

BULARIO.  Colección  de  bulas  de  uno  ó  va- 
rios Pontífices  en  que  se  sigue  el  orden  crono- 
lógico ó  de  materias.  Sobre  los  bularlos  dice  el 
abate  Andrés  en  su  Diccionario  de  Derecho 
canónico  lo  siguiente: 

«El  primero  que  reunió  las  bulas  de  los  So- 
beranos Pontífices  fué  Laercio  Querubín,  ju- 
risconsulto romano;  publicó  un  volumen  bajo 
los  auspicios  de  Sixto  V,  que  contiene  las  bu- 
las desde  San  León  Maguo  hasta  el  referido 
Sixto  V.  Después  empezó  á  aumentar  su  libro 
con  las  Constituciones  de  Paulo  V;  mas  habien- 
do muerto  después  de  empezada  la  obra,  le 
sucedió  su  hijo  Ángel  María  Querubín,  el  que 
dio  á  luz  en  Roma  el  Bulario  magno  romano 
en  cuatro  tomos,  eu  el  que  reunió  todas  las 
bulas  que  había  preparado  su  padre  y  otras 
muchas  que  omitió,  además  de  las  que  dieron 
los  Pontífices  después  de  su  muerte,  y  el  qiie 
contiene  multitud  de  Constit aciones  pontifi- 
cias, principalmente  de  Paulo  V,  Gregorio  XV, 
Urbano  VIII  é  Inocencio  X.  A  e.stos  cuatro 
libros  añadieron  el  quinto  Ángel  Latusca  y 
Juan  Pablo  Romano,  los  que  reunieron  todas 
las  demás  bulas  hasta  Clemente  X. 

Pero  muy  superior  A  todos  estos  bularlos, 
fué  el  publicado  en  Roma  algunos  años  des- 
pués por  Jerónimo  Mainardo,  dividido  en  ca- 
torce tomos,  llamado  Bulario  magno,  el  que 
contiene  todas  las  bulas  de  los  Sumos  Pontift- 
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ees  desde  Sau  León  Maguo  hasta  Clemen- 
te XII. 

También  hay  un  hidario  de  Benedicto  XIV 
dividido  en  cuatro  tomos,  y  comprende  todas 
las  Constituciones  de  este  Í?ontifice;  también 
están  contenidas  en  un  libro  las  bulait  de  Cle- 
mente XIII,  XIV  y  Pió  VII. 

Habiéndose  hecho  la  colección  de  los  bilia- 
rios por  estudio  privado,  no  tiene  autoridad 
leg'al,  mas  cada  bula  tendrá  la  que  su  recep- 
ción y  promulgación  legitima  les  hubiere  con- 
cillado. Pero  su  grande  autoridad  consiste  en 
que  no  puede  dudarse  de  la  existencia  y  rea- 
lidad de  las  bulas  que  contienen.» — V.  Dere- 
cho CANÓNICO. 

BULA  APOSTOLICII  MINISTERII.  Tiene  entre 
los  españoles  gran  autoridad,  y  fué  sil  objeto, 
como  en  la  introducción  dice,  «que  se  haga 
observar  la  disciplina  eclesiástica  por  los  del 
clero  secular  y  reg'ular,  ó  restaurarla  donde 
la  necesidad  lo  pidiere,  según  los  estatutos  de 
los  Sagrados  Cánones,  santísimas  leyes  y  pre- 
ceptos de  la  Iglesia».  Contiene  30  artículos  y 
se  mandó  observar  y  cumplir  por  D.  de  9  de 
Marzo  de  1724,  dejándose  ejemplares  de  ella  á 
todos  los  prelados,  recomendándoles  sli  ejecu- 
ción y  práctica  en  sus  diócesis  y  distritos. 
(yota  11,  tit.  I,  lib.  I,  Kov.  Recop.J  La  expidió 
el  Pontífice  Inocencio  XIII,  con  fecha  1.3  de 
Mayo  de  1723,  á  instancia  del  ilustrado  carde- 
nal Belluga  y  Moneada,  siendo  obispo  de  Car- 
tagena, que  pedia  remedio  para  que  se  obser- 
vasen en  toda  su  pureza  los  decretos  del  sa- 
grado y  general  Concilio  Tridentino. 

BULA  DE  COMPOSICIÓN.  La  que  da  el  comi- 
sario general  de  Cruzada,  en  virtud  de  la  fa- 
cultad que  le  está  concedida  por  el  Sumo  Pon- 
tífice, á  los  que  poseen  bienes  mal  habidos, 
ilícitamente  retenidos  ó  usurpados,  cuando  no 
les  consta  su  dueño  á  pesar  de  haber  practica- 
do diligencias  para  encontrarle.  Esta  Bula 
sólo  es  válida  en  el  fuero  interno. 

BULA  DE  CRUZADA.     V.  Cruzada. 

BULA  IN  CíENA  DOMINI.  Esta  famosa  Bula, 
de  la  que,  dice  Febrouio,  stabilitur  absoluta 
monarchia  Bomani  Pontificis,  no  ha  sido  ad- 
mitida en  España,  como  contraria  á  las  pre- 
rrogativas de  la  Corona  y  atentatoria  á  los 
derechos  del  Estado.  Llamóse  asi  porque  se 
leia  piiblicamente  el  Jueves  Santo  ó  de  la 
Cena,  y  en  ella  se  fulminaba  excomunión,  en 
un  principio,  contra  los  herejes  y  contumaces 
y  desobedientes  á  la  Santa  Sede,  y  desde 
Paulo  III,  contra  los  mismos  herejes  y  sus 
fautores,  los  piratas  y  corsarios,  los  que  impii- 
.sieran  nuevos  peajes  ó  gabelas  ó  las  aumen- 
tasen, los  que  falsificasen  bulas  y  demás  car- 


tas apostólicas,  los  que  maltratasen  á  los  pre- 
lados de  la  Iglesia,  los  que  turbasen  ó  quisie- 
sen restringir  la  jurisdicción  eclesiástica,  etc. 

Pero  no  sólo  en  España,  sino  en  todos  los 
Principes  cristianos  encontró  esta  Bula  una 
vigorosa  resistencia  respecto  de  los  puntos 
que  determinaban  el  alcance  de  la  jurisdicción 
eclesiástica  y  las  relaciones  de  ambas  potes- 
tades. 

La  práctica  de  publicar  periódicamente  la 
Bula  ¿71  Ccena  Doniini,  dice  un  escritor,  qu^  ha 
cesado  completamente  desde  que  ocupó  la 
Silla  apostólica  la  Santidad  de  Clemente  X, 
pero  que  sus  censuras  y  sus  condenaciones, 
con  otras  muchas  más,  se  han  trasladado  y  re- 
producido en  innumerables  documentos  apos- 
tólicos, de  los  cuales  ha  venido  á  ser  índice  y 
fórmula  concreta  el  Syllabus,  que  acompañó 
á  la  Encíclica    Quanta  cura  '.  —  V.   Quanta 

CURA. 

BULA  INEFFABILIS  DEUS.  Se  da  este  nombre 
á  la  expedida  por  Su  Santidad  en  8  de  Diciem- 
bre de  1854,  declarando  dog'nia  de  fe  el  Mis- 
terio de  la  Inmaculada  Concepción  de  la  Vir- 
gen, Madre  del  Salvador.  Se  la  dio  el  pase  por 
R.  O.  de  9  de  Mayo  de  1855,  con  ciertas  restric- 
ciones, que  por  R.  O.  de  7  de  Diciembre  de  1856 
se  declararon  preteridas  y  testadas. — V.  Exe- 
quátur. 

BUQUE.  Nave  ó  barco  con  cubierta,  ade- 
cuado para  navegaciones  ó  empresas  maríti- 
mas de  importancia.  Trata  de  los  buques  el 
libro  III  del  nuevo  Código  de  Comercio  de  1885 
(arts.  573  á  869),  y  allí  es  donde  principalmen- 
te debe  consultarse  todo  lo  relativo  á  la  pro- 
piedad, construcción  y  enajenación  de  buques, 
á  la  navegación  y  al  comercio  marítimo,  per- 
sonas que  en  él  intervienen,  propietario,  capi- 
tán y  patrón  del  buque,  oficiales,  tripulación 
y  sobrecarg'os;  los  contratos  especiales  del  co- 
mercio marítimo  como  el  netamente,  contrato 
á  la  gruesa  ó  préstamo  á  riesgo  marítimo  y 
seguros,  y  en  fin,  la  importante  materia  de  los 
riesgos,  daños  y  accidentes  marítimos,  como 
averías,  arribadas,  abordajes  y  naufragios. — 
V.  Sanidad:  Tratados  internacionales. 

Además  deberán  consultarse  las   palabras 


*  Los  que  quiei'an  enterarse  á  fondo  de  lo  que  es  la  Bula 
in  Ccena  Domini  pueden  consultar  la  Historia  legal  que 
publicó  D.  Juan  Luis  López,  del  Consejo  de  S.  M.  en 
el  Sacro  y  Supre7no  de  Aragón,  impresa  en  Madrid  en 
MDÍ'CL  VIIL  En  ella  se  refieren  -su  urigen,  su  aumento  y 
sti  estado,  las  defensas  que  los  Reyes  han  hecho  en  particu- 
lar á  sus  capítulos:  las  süjtl'cas  que  han  interpuesto  de 
ellos  d  la  Santa  Sede  y  lo  que  acerca  de  ellos  han  sentido 
y  escrito  diferentes  autores,  por  esjiacio  de  cuatro  sifilos 
y  medio,  conteniendo  además  el  discurso  legal  del  seiior 
D.  José  de  Ledesma,  fiscal  del  Consejo,  defendiendo  las 
regalías. 


BUREO  (Juzgado  rfeJ.-CABEZA  DE  FAMILIA 
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Contribución  de  consumos,  relativamente  á 
los  recouochnientos  y  pago  de  derechos  por 
las  mercaucias  que  adquieran;  Enjuiciamien- 
to CRIMINAL,  en  cuanto  al  carácter  de  los  del 
Estado  y  mercantes  y  su  registro;  Renta  de 
aduanas,  en  lo  que  se  refiere  á  las  operacio- 
nes de  comercio,  y  á  la  compra,  construcción 
y  reparación  de  buques,  y  también  sobre  ma- 
trimonios k  bordo  el  art.  94,  y  sobre  testamen- 
tos en  el  mar  y  en  buques  de  guerra  ó  mercan- 
tes, los  art.  722  á  731  del  Cód.  civil. 

BUREO  (Juzgado  de).  El  tít.  XII,  lib.  III  de 
la  Nov.  Recop.  estaba  dedicado  á  tratar  del 
Keal  Bureo,  oficiales  de  Casa  Real,  sus  cria- 
dos y  dependientes.  Conocía  de  todas  las  cau- 
sas civiles  y  criminales  tocantes  á  las  personas 


que  gozaban  del  tuero  de  la  Casa  Real.  Fué 
suprimido  por  R.  O.  de  29  Septiembre  1836, 
comunicada  al  mayordomo  mayor  de  S.  M.,  en 
la  que  se  decía  «que  uo  habiendo  más  que  un 
solo  fuero  para  toda  clase  de  personas,  excep- 
to los  eclesiásti-cos  y  militares,  según  lo  dis- 
puesto eu  la  Coustitucióu  de  1812,  y  habiendo 
quedado  por  sola  su  publicación  suprimidos 
de  pleno  derecho  y  sin  jurisdicción  alguna, 
tanto  la  Suprema  Junta  patrimonial  de  apela- 
ciones, como  el  Juzgado  privativo  de  la  Casa 
Real,  debían  pasar  todos  los  procesos  pendien- 
tes en  éste  y  en  aquélla  á,  los  Tribunales  y 
Juzgados  ordinarios,  á  quienes  según  su  natu- 
raleza ó  listado  tocase  su  reconocimiento,  con 
arreglo  á  la  Coustitucióu  y  á  las  leyes. 
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CABALLERÍA.  El  cuerpo  de  soldados  de  á 
caballo  que  es  parte  de  un  ejército.  Cualquie- 
ra de  las  Ordenes  militares  ó  ecuestres. 

Eu  la  Edad  Media  era  la  caballería  uua  dig- 
nidad militar  instituida  para  la  defensa  del 
Estado,  de  la  religióu,  de  las  mujeres,  y,  en 
g'eneral,  de  los  débiles  y  oprimidos.  Los  que  á 
ella  pertenecían  se  llamaban  caballeras;  eran 
hidalgos  de  calificada  nobleza  y  estaban  arma- 
dos de  caballeros.  Tratan  de  éstos  las  leyes 
del  tít.  XXI  de  la  Part.  2.-'',  y  nos  dicen  por 
qué  razones  la  caballería  é  los  caballeros  tu- 
vieron este  nombre,  y  cómo  debían  ser  escogi- 
dos y  guardar  la  nobleza,  y  las  virtudes  que 
debían  poseer,  y  quién  podía  hacer  caballeros 
y  quiénes  no  podían  serlo,  etc.,  el  modo  de 
armar  caballeros,  sus  obligaciones,  comporta- 
miento, preemineuoias  y  derechos,  descendien- 
do hasta  especificar  la  comida  de  que  se  de- 
ben alimeutar  y  la  cama  donde  deben  dormir. 
La  Nov.  Recop.  se  ocupa  de  los  caballeros  en 
las  leyes  del  tít.  III,  lib.  VI,  estableciendo 
la  jurisdicción  privilegiada  para  juzgar  á  los 
de  las  Ordeaes  militares  eu  la  ley  G."'  del  titu- 
lo VIII,  lib.  II.  Hablan  también  nuestras  le- 
yes de  Partida  de  los  caballeros  noveles  '. — 
V.  Hidalguía:  Xublbza:  Ordenes  reales: 
Títulos  del  reino. 


'  Caballero  uovel  e/*ít  el  que  se  presentaba  en  campa- 
í!a  con  escudo  en  blanco,  }}or  no  haber  ganado  aún  las  ar- 
m.ts  que  pudiera  grabar  en  él. 


CABALLERIZO.  Empleado  de  la  servidumbre 
de  Palacio  que  tiene  por  oficio  ir  á  caballo  á 
la  izquierda  del  coche  del  Rey.  Caballerizo  ma- 
yor del  Rey  es  uno  de  los  jefes  de  Palacio,  A 
cuyo  cargo  está  el  cuidado  y  gobierno  de  las 
caballerizas  de  S.  M.,  de  la  Armería  Real  y 
otras  depeudencias.  Primer  caballerizo  es  el 
inmediato  subalterno  del  caballerizo  mayor. 

CABANA  REAL  DE  CARRETERÍA:  CABANA  REAL 
DE  GANADERÍA.  A  todo  el  cuerpo  de  carrete- 
ros ocupados  en  la  conducción  y  tráfico  de  ma- 
deras y  efectos,  etc.,  se  llamó  Cabana  real  de 
carretería,  del  mismo  modo  que  se  llamó  tam- 
bién Cabana  real  de  ganados  al  conjunto  de 
los  trashumantes  propios  de  los  Hermanos  de- 
la  Mesta. 

Las  leyes  antiguas  otorgaron  á  la  Cabana 
de  carreteros,  lo  mismo  que  á  la  Mesta,  odio- 
sos privilegios  que  hau  sido  abolidos  por  la  ley 
de  8  de  Junio  de  1813  y  otras  disposiciones  dic 
tadas  desde  el  establecimiento  del  sistema 
constitucional,  insertas  en  el  artículo  Acota- 
miento. Además  se  han  dictado  sobre  el  asun- 
to las  de  que  hacemos  mérito  en  el  artículo 
Ganadería. 

CABEZA  DE  FAMILIA.  Es  el  jefe  ó  persona 
más  caracterizada  de  los  que  habitan  una  casa, 
y  para  nosotros  aquella  que  la  tiene  inscrita 
á  su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad,  si 
la  ocupa  como  dueño,  ó  la  tieue  tomada  en 
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arrendamiento,  si  es  inqiiilino,  órecibida  como 
usufructuario,  morador  ó  precario  poseedor. 
Es  frecuente  el  uso  de  la  locución  cabeza  de 
familia  en  los  documentos  relativos  á  los  em- 
padronamientos vecinales  y  en  otros.  El  Códi- 
go civil  la  emplea  igualmente  en  el  art.  1.910, 
para  imponer  al  cabeza  de  familia  la  respon- 
sabilidad de  ciertos  daños. 

CABEZA  DE  PARTIDO.  Partido  es  una  de  las 
divisiones  del  territorio  en  lo  judicial ,  y  se 
compone  ordinariamente  de  varios  pueblos  ó 
Municipios.  Cabeza  de  partido  es  el  pueblo  en 
que  el  juez  ó  Tribunal  tiene  establecida  la 
residencia.— V.  División  territorial. 

CABEZA  MANSA.  Significó  en  lo  antiguo,  es- 
pecialmente en  Aragón,  el  derecho  de  primo- 
genitura  y  el  mismo  mayorazgo. 

CABEZAGE  DE  MORO.  Tributo  que  pagaban 
los  moros  por  sus  personas  en  reconocimiento 
de  su  vasallaje  á  nuestros  Reyes.  Era  especie 
de  capitación,  y  su  producto  se  dividía  entre 
el  Erario  público  y  la  Iglesia  '. 

CABILDO.  Tratándose  de  Ayuntamientos, 
Cabildo  significa  el  mimero  colectivo  de  con- 
cejales de  un  Municipio  y  la  reunión  ó  junta 
que  éstos  celebran;  pero  puede  también  em- 
plearse dicha  palabra  relacionándola  con  ne- 
gocios concernientes  á  ía  Iglesia,  y  en  este 
caso  se  entiende  por  Cabildo  el  Cuerpo  de 
eclesiásticos  de  una  catedral  ó  colegiata.  En 
las  catedrales,  el  Cabildo  constituye  lo  que  se 
llama  Senado  del  Obispo,  y  se  compone  del 
deán,  de  las  demás  dignidades,  cuatro  canó- 
nigos de  oficio  y  los  de  gracia  que  el  art.  17 
del  Concordato  de  1851  señala  á  cada  iglesia. 
En  las  colegiatas  forman  el  Cabildo  el  abad, 
que  es  su  presidente,  dos  canónigos  de  oficio 
con  los  títulos  de  magistral  y  doctoral,  y  ocho 
canónigos  de  gracia;  habiendo  además  seis  be- 
neficiados ó  capellanes  asistentes.  Consúltese 
el  articulo  Concordato,  y  ténganse  presentes 
además  los  arts.  7-16  y  752  del  Cód.  civil  sobre 
capacidad  para  heredar  los  Cabildos  eclesiás- 
ticos. 

CABO.  Desde  muy  antiguo,  esta  voz  de  ca- 
put  significa  cabeza,  caudillo,  capitán.  Hoy 
designa  el  último  escalón  jerárquico  de  la  mi- 
licia y  también  la  segunda  autoridad  de  uu 
distrito  militar  ó  Capitanía  general,  cuando  se 
le  antepone  el  calificativo  segundo. — V.  Capi- 
tanes GENERALES:  EJÉRCITO. 


*  Hablando  de  esta  eontrihiición,  dice  Cornejo^  «Dic- 
cionario histórico  forense»,  que  en  la  que  correspondía 
d  la  If/lesia  de  Hhtreiapor  los  moros  qve  había,  en  el  lugar 
de  Alcantarilla^  estaba  establecido  pagasen  diez  mrs.  de 
A  tres  blancas  cada  uno. — V. Moneda, 


CABO  DE  VARA.  Agente  subalterno,  de  la 
clase  de  penados,  jefe  inmediato  de  un  grupo 
de  éstos.  Los  antiguos  cabos  de  vara  se  deno- 
minan hoy  celadores. — V.  Presidios  y  en 
Atentado  la  Sent.  de  11  do  Junio  de  1889, 
t.  I,  p.  741. 

CABOTAJE.  El  comercio  ó  tráfico  que  se  hace 
por  las  costas  de  cabo  en  cabo  y  de  puerto  en 
puerto.  Este  comercio  ó  tráfico  desde  un  puer- 
to español  á  otro  del  mismo  reino,  estaba  re- 
servado exclusivamente  á  los  buques  de  la  ma- 
trícula española,  salvas  las  excepciones  de  los 
tratados,  por  el  art.  591  del  Código  de  Comer- 
cio de  1829;  principio  que  ha  desaparecido  eu 
el  Código  de  1885.  Las  Ordenanzas  de  Adua- 
nas vigentes  de  19  de  Noviembre  de  1884,  en 
sus  arts.  185  á  206  y  261,  definen  el  comercio 
de  cabotaje  y  determinan  todo  lo  relativo  al 
mismo,  estableciendo  su  art.  186  que  sólo  pue- 
de hacerse  eu  buques  españoles,  salvo  en  los 
casos  que  expresa.  El  Arancel  de  31  de  Di- 
ciembre de  1891  concede  los  beneficios  del  ca- 
botaje á  las  procedencias  de  Fernando  Poo  é 
islas  anexas.— V.  Código  de  comercio:  Na- 
vegación: Renta  de  Aduanas. 

CABREVACIÓN.  El  acto  de  apear  en  los  te- 
rrenos realengos  de  Aragón,  Mallorca,  etc., 
las  fincas  ó  tierras  sujetas  al  pago  de  derechos 
al  Real  Patrimonio; 

CABREO.  En  algunas  localidades,  el  padrón 
ó  libro  en  que  están  escritas  ó  anotadas  las 
utilidades  ó  ganancias  que  se  consideran  á 
cada  vecino  por  su  industria,  tráfico,  oficio  ó 
profesión  para  el  efecto  de  cargarle  los  im- 
puestos. 

CABRÓN:  CORNUDO.  Son  dos  expresiones  al- 
tamente injuriosas  para  un  marido  amante  de 
su  reputación,  pero  que  expresan  conceptos 
diferentes.  Cabrón  se  dice  del  marido  tan  poco 
celoso  de  su  honra  que  consiente  el  adulterio 
de  su  mujer;  cornudo  se  dice  del  que  es  mari- 
do de  una  mujer  que  falta  á  la  fidelidad  con- 
yugal, pero  sin  él  saberlo  ni  menos  tolerarlo. 

Si  según  el  C.  P.,  art.  471,  injuria  es  toda  ex- 
presión proferida  en  descrédito  ó  menosprecio 
de  otra  persona,  las  dos  palabras  expresadas 
son  indudablemente  de  las  más  graves  y  afren- 
tosas, objeto  de  la  sanción  del  art.  472. 

Entre  la  desgracia  del  hombre  á  quien  su 
mujer  falta,  sin  él  saberlo,  el  acto  de  con- 
sentir un  marido  el  adulterio  de  su  mujer,  que 
uo  se  concibe  sino  por  un  interés  bastardo  é 
inmoral,  y  el  de  ser  alcahuete  de  ella  misma, 
hay  indudablemente  notable  diferencia,  y  lo 
iiltimo  es  va  el  exceso  de  la  degu-adación.  Por 
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(i.so  curtiido  las  leves  del  tit.  XXII,  Part.  7.*, 
hupoueu  la  peua  de  muerte  al  <iome  que  es  tan 
vil  que  él  alcahueta  á  su  mujer»,  entendemos 
que  no  se  refería  sino  á  los  verdaderos  alca- 
huetes como  dichas  leyes  los  definen,  iV  los  que 
engañan  A  su  mujer  socavándola  é  faciéndola 
facer  mal  de  su  cuerpo.  El  Cód.  penal  vigente 
no  habla  de  este  feo  y  degradante  delito,  aun- 
que pueda  serle  aplicable  alguna  vez  el  ar- 
tículo 459  del  mismo;  como  no  habla  tampoco 
expresamente  de  los  de  bestialidad  y  sodomía, 
abominables  y  nefandos  pecados  contra  na- 
turam,  que  sin  embargo  no  ha  querido  dejar 
impunes  cuando  les  alcance  la  sanción  del  ar- 
ticulo 45G  referente  á  los  delitos  de  escándalo 
público. — V.  Alcahuete:  Código  penal. 

CACIQUE:  CACIQUISMO.  Era  el  cacique  señor 
de  vasallos,  ó  el  superior  en  alguna  provincia 
ó  pueblo  de  indios.  Trata  de  los  caciques  el 
tit.  VII,  lib.  VI  de  la  Recop.  de  Indias,  cuyas 
leyes  querían  que  se  respetasen  los  derechos 
de  los  naturales  de  Indias  que  eran  en  tiempo 
de  su  infidelidad  caciques  y  señores  de  pue- 
blos, así  como  los  de  sus  sucesores,  pei'o  mode- 
rando sus  excesos,  como  los  derecíbir  en  tribu- 
to á  las  hijas  de  los  indios  y  matar  indios  para 
enterrarles  con  sus  caciques,  etc.,  seg'ún  puede 
verse.  Hoy  son  conocidos  con  el  calificativo 
de  caciques  ciertos  personajes  de  la  bastarda 
política  que  tienen  verdadera  influencia  y  dis- 
ponen de  medios  para  hacer  en  los  municipios, 
en  las  provincias,  y  aun  en  la  corte,  aqiiello 
que  más  les  conviene  para  sus  fines,  sin  respe- 
tar la  ley  ni  las  conveniencias. 

El  caciquismo  ha  adquirido  una  importancia 
extraordinaria  en  estos  últimos  tiempos,  lle- 
gando, digámoslo  asi,  á  constituir  una  especie 
de  poder,  con  fuerza  baslfcnte  para  perturbar 
la  marcha  ordenada  de  la  Administración, 
para  entorpecer,  impulsar  ó  determinar  á  la 
justicia,  y  para  proporcionar  posiciones  á  pei-- 
souas  que  sólo  por  el  favorpueden  adquií-irlas. 

Entre  los  individuos  que  ejercen  este  poder 
encubierto,  pero  incontrastable,  hay  consti- 
tuida una  especie  de  ordenación  jerárquica,  y 
los  caciques  que  viven  en  la  capital  de  España 
inspiran  y  apoyan  directamente  á  los  que  do- 
minan en  una  provincia  ó  en  una  extensa  parte 
de  ella,  quienes  á  su  vez  imponen,  apoyan  é 
inspiran  también  á  los  caciques  de  las  peque- 
ñas localidades.  Así  pueden  protegerse  todas 
las  inmoralidades,  consumarse  impunemente 
todos  los  atropellos  y  oprimir,  sin  temor  á  la 
ley,  á  los  ciudadanos  honrados  y  pacíficos, 
que    acatan    las    determinaciones    del   caci- 


que antes  de  exppnerse  á  arrostrar  su  enojo. 

Los  Gobiernos  mismos  no  tratan  de  atajar 
esta  influencia  misteriosa,  y  muy  al  contrario, 
la  alientan  y  se  ayudan  de  ella  en  las  luchas 
electorales  y  después;  mientras  que  los  partidos 
que  viven  en  la  oposición  se  ven  obligados  á 
acudir  al  mismo  procedimiento  para  asegurar 
su  existencia  ó  su  victoria,  contrayendo  com- 
promisos graves  que  luego  tienen  que  cumplir 
desde  las  alturas  del  poder,  con  mengua  de  la 
dignidad  y  de  la  ley. 

Así  ha  podido  decirse  y  decirse  con  razón 
por  un  escritor  ilustre  ',  que  el  derecho  admi- 
nistrativo ha  quedado  convertido  «en  un  mon- 
tón de  escombros  bajo  cuyo  peso  gimen  todos 
los  españoles  que  uo  gozan  el  favor  de  quien 
á  la  sazón  gobierna»  y  que  «ha  llegado  á  ser 
casi  un  apotegma  que  las  leyes  y  los  regla- 
mentos uo  se  entienden  con  los  amigos»;  fra- 
ses que  son,  por  desgracia,  el  resultado  de  una 
larga  experiencia  y  que  dan  cabal  idea  del  po- 
der sin  tasa  ni  responsabilidad  que  ejercen  los 
caciques  de  la  política. 

De  todos  ellos  los  más  teiuibles  son  los  que 
imperan  en  las  pequeñas  localidades,  apode- 
rándose de  los  cargos  municipales  ó  sobrepo- 
niéndose á  los  que  los  ejercen  -;  pues  envane- 
cidos de  la  consideración  que  les  dispensan  las 
autoridades  superiores,  ó  ciertas  personas  im- 
portantes, no  se  detienen  ante  miramiento  al- 
guno, oculto  en  repetidas  ocasiones  á  su  es- 
casa instrucción,  y  se  atreven  á  oprimir  cou 
exigencias  y  aun  con  amenazas  la  conciencia 
de  las  gentes  honradas. 

Mientras  no  se  prescinda  de  este  pernicioso 
factor  para  las  luchas  de  la  política  y  no  se 
apliquen  todas  las  severidades  del  Código_  pe- 
nal á  los  que  eluden  las  disposiciones  escritas, 
no  tendremos  magistrados  independientes,  ni 
Administración  paternal  y  digna,  ni  verdade- 
ra libertad  individual;  y  las  leyes  más  sabias 
perderán  todo  prestigio  si  no  se  reprimen  con 
mano  fuerte  los  olvidos  de  la  ignorancia  y  las 
infracciones  de  la  malicia. 

CADALSO.  Tablado  que  se  levanta  para  la 
ejeciición  de  la  pena  de  muerte.  La  pena  de 
muerte  se  ejecuta  en  garrote  sobre  un  tabla- 
do. (Art.  102,  Cód.  penal.)— V.  Mueute  (Pe- 
na de). 

CADÁVERES  HUMANOS.  No  se  les  puede  dar 
sepultura  sin  la  correspondiente  licencia  del 


>  El  Sr.  Posada  Herrera  en  él  prólogo  de  un  libro  de 
Administración, 

2  En  este  espíritu  nos  hemos  inspirado  al  escribir,  en 
el  articulo  Ayuntamientos,  el  penúltimo  párrafo  del  nú- 
mero I  y  el  último  del  niim.  ■■  (püga.  H50  ;y  .''■'¡2  del  tomo  I), 
condenando  la  centralizaciónadniinist ratina. 
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juez  municii)al,  previos  lo.s  requisitos  y  eu  la 
forma  que  establecen  los  arts.  75  á  95  de  la 
ley  de  Registro  civil  de  1870  y  62  á  64  del  re- 
glamento de  13  de  Diciembre  del  mismo  año, 
concordantes  con  las  Rs.  Os.  de  1.°  de  Diciem- 
bre de  1837  y  12  de  Diciembre  de  1853. 

El  art.  138  del  Cód.  penal  de  1850  castiga- 
ba con  la  pena  de  pri3ión  correccional  al  que 
exhumase  cadáveres  humanos,  los  mutilare  ó 
profanare  de  cualquiera  otra  manera.  En  el 
Código  reformado  en  1870  este  delito  es  el  de 
violación  de  sepulcro  ó  sepulturas,  penado  por 
el  art.  350,  al  que  sirven  de  complemento  los 
355  y  596.  Sobre  inhumaciones,  exhumacio- 
nes, traslación  de  cadáveres,  sepultm-a  ecle- 
siástica, etc.,  etc.,  véase  Cementerios.  Sobre 
todo  lo  relativo  á  embalsamamientos,  véase 
esta  palabra.  Sobre  inscripción  de  defunciones 
véase  Registro  civil. 

CADENA.  Es  una  de  las  penas  aflictivas  que 
establece  el  Cód.  penal,  y  la  segunda  en  gra- 
vedad, segiin  el  art.  89.  Es  perpetua  ó  tem- 
poral. 

La  cadena  perpetua  lleva  consigo  el  indulto 
á  los  treinta  años  de  cumplimiento  de  la  con- 
dena, salvo  que  el  penado,  por  su  conducta,  et- 
cétera, no  se  hag'a  merecedor  de  esta  g-racia 
(art.  29);  de  modo  que,  en  rigor,  no  hay  penas 
perpetuas.  Sus  accesorias  son  en  todo  caso  la 
degradación  y  la  interdicción  civil.  Su  ejecu- 
ción y  cumplimiento  tiene  lugar  donde  y  como 
se  establece  en  los  arts.  106  á  109.  Es  causa 
legitima  de  divorcio,  según  el  art.  100  del  Có- 
digo civil. 

La  cadena  temporal  dura  de  doce  años  y  un 
día  á  veinte  años;  lleva  consigo  \a,  interdicción 
civil  del  penado  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na y  la  inhabilitación  absoluta  perpetua.  Fi- 
gura la  3.^  en  la  escala  núm.  1."  del  art.  92,  y 
su  ejecución  y  cumplimiento  tiene  lugar  don- 
de y  segiin  se  establece  en  los  arts.  106  á  109. 

La  pena  de  cadena  se  señala  en  el  Códig'o,  ó 
tal  como  es  simplemente  en  toda  su  extensión, 
ó  fraccionada  la  temporal,  ó  compuesta  con 
otras.  Se  emplea  simplemente  en  los  arts.  280, 
283,  304,  305,  307,  314,  322,  405,  núm.  4,  498, 
499,  516  y  563.  Se  emplea  fraccionada,  en  su 
grado  máximo,  para  el  robo  en  despoblado  y 
en  cuadrilla  á  que  se  contrae  el  art.  517  en  su 
relación  con  el  núm.  3.°  del  articulo  anterior. 
Se  emplea  compuesta  en  diferentes  combina- 
ciones con  el  presidio  mayor,  ó  la  temporal  con 
la  perpetua,  ó  ambas  con  la  pena  de  muerte. 

Los  sentenciados  á  cadena  la  sufren  en  uno 
de  los  puntos  destinados  á  este  objeto  en  Áfri- 


ca, Canai'ias  ó  Ultramar,  trabajando  en  bene- 
ficio del  Estado  y  llevando  siempre  una  cade- 
na al  pie  pendiente  de  la  cintura,  en  la  forma 
que  establecen  los  arts.  106  á  109.— V.  Código 
penal:  Pbna.s. 

El  Cód.  penal  de  la  Marina  no  menciona 
esta  pena.  El  de  justicia  militar  se  refiere  á 
ella  en  los  arts.  177  y  188. — V.  Jurisdicción 

MILITAR. 

CADUCIDAD:    CADUCIDAD  DE   LA  INSTANCIA. 

En  términosgeuerales  se  denomina  caducidad 
la  pérdida  de  un  derecho,  acción,  crédito  ó 
ventaja.  Asi  se  dice  que  los  asientos  de  presen- 
tación de  títulos  en  el  Registro  de  la  propiedad 
caducan  á  los  ti-einta  días;  y  las  anotaciones, 
consecuencia  de  no  poderse  verificar  inscrip- 
ción, á  los  sesenta  (lej'  hipotecaria,  arts.  17  y 
96);  que  las  libranzas  del  Giro  mutuo  y  los 
premios  de  la  lotería  caducan  al  año  (O.  15  Fe- 
brero 1869  é  Inst.  3  Diciembre  1882,  arts.  18  y 
232);  que  los  créditos  contra  el  Estado  cadu- 
can cuando  no  se  presentan  á  reconocimiento 
y  liquidación  en  los  plazos  señalados  (leyes  19 
Julio  1869  y  21  Julio  1876);  que  las  concesio- 
nes de  aguas  públicas  caducan  cuando  no  se 
usa  de  ellas  ó  cuando  se  infringen  las  condi- 
ciones bajo  las  cuales  se  otorgaron  (arts.  148, 
ley  de  aguas  y  411,  Cód.  civil);  que  las  de  mi- 
nas caducan  cuando  el  dueño  no  abona  el  ca- 
non de  superficie  (Dec.  ley  29  Diciembre  1868, 
articulo  23);que  los  testamentoscaducancuan- 
do  dejen  de  ser  eficaces  (Cód.  civil,  arts.  719, 
730,  740  y  743)  y  que  los  legados  de  deuda  ca- 
ducan cuando  después  de  ordenados,  el  testa- 
dor reclame  al  legatario  judicialmente  el  im- 
porte del  débito  (art.  870). 

Fuera  de  los  casos  especiales  en  que  las  le- 
yes hablan  de  cadt»idad,  hay  otros  de  pres- 
cripción de  acciones,  ó  sea  de  caducidad  de  las 
mismas,  que  se  g'obiernan  por  los  arts.  1.930  á 
1.939  y  1.961  á  1.975  del  Cód.  civil.  Especie  de 
caducidad  de  acción  es,  respecto  de  los  crédi- 
tos contra  el  Estado,  la  que  se  produce  por  el 
transcurso  de  cinco  años  sin  reclamarlos,  con- 
forme al  art.  19  de  la  ley  de  contabilidad.  La 
de  Enj.  civil  de  1881,  dedica  un  titulo  entero, 
el  X  del  lib.  I,  á  la  caducidad  de  la  instancia 
(artículos  411  á  420).  Sus  disposiciones  no  tie- 
nen antecedentes  en  las  procesales  que  habían 
venido  rigiendo,  y  son  dignas  de  elog'io  por- 
que contribuyen  á  disminuir  la  duración  de 
los  litigios  y  á  impedir  la  incertidumbre  de  los 
derechos.  El  Reg.  de  29  de  Diciembre  de  1890 
las  ha  adaptado  al  procedimiento  contencioso- 
admiuistrativo  por  los  arts.  195  á  198. 
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El  Tribunal  Supremo  tieue  declarado  so  jre 
caducidad  de  la  mstancia  lo  siguieute: 

Qiie  está  en  su  Ingar  la  caducidad  cuando  no  se  ins- 
tan'los  pleitos  dentro  délos  términos  legales  (sent.  %0 
l«epllcuibre  l»ÍIO);  Que  cuando  se  anuncia  la  pro- 
moción de  la  demanda  de  pobreza  y  transciirren  cua- 
tro años  sin  deducirla,  no  puede  luego  entablarse  la 
acción  para  cuyo  ejercicio  se  había  de  utilizar  la  asis- 
tencia gratuita  (sent.  ítt  IVovIcnibre  iíltOO);  Que 
no  se  produce  la  caducidad  cuando  la  suspensión 
del  pleito  depende  de  qito  el  procurador  de  una  par- 
te dejó  de  representarla  y  no  se  comunicó  tal  acon- 
tecimiento al  interesado  (sent.  3  Junio  ISttl);  Que 
el  término  para  la  caducidad  empieza  A  contarse  al 
dia  siguiente  al  do  la  i'xltima  notiticación,  entrando 
el  del  vencimiento  en  el  cómputo  (sent.  Z-k  Eliovieiu- 
bre  ISS*»;;  Que  el  extravío  de  un  rollo  de  los  autos 
no  puede  estimarse  como  causa  de  fixerza  mayor  qtie 
impida  la  caduciaad  (sent.  Í4  .finyo  ISStí);  Que  ésta 
rige  también  para  el  Ministerio  fiscal  cuando  es 
parte  en  un  pleito  é  incurre  en  ella  (id.);  Y  que  la  ca- 
ducidad de  la  instancia  establecida  pcjr  la  ley  de  1881 
es  igualmente  aplicable  A  los  pleitos  que  se  sigxten 
sustanciando  por  la  antigua,  sin  otra  diferencia  res- 
pecto A  los  que  se  bailaban  paralizados  á.  la  promul- 
g.aeión  de  la  ley  nueva,  que  la  establecida  en  el  arti- 
culo 4á0,  ó  sea  la  de  contarse  los  términos  señalados 
en  el  411  desde  el  día  en  que  después  de  su  publica- 
ción, comenzó  la  misma  ley  A  regir.  (Sala  1.'',  senten- 
cia S  Diciembre  IS>»S.— G.tc  IS  Jlarzo  ISSS,  p.  212.) 

CAJA  DE  AHORROS.  Benéfica  iustitucióu  de 
utilidad  piiblica,  cuyo  objeto  es  recibir  los 
ahorros  ó  pequeñas  ecouomias  de  las  clases 
obreras  ó  pobres  para  utilizarlas  reunidas  y 
acrecentarlas  con  los  réditos  ó  intereses. — Véa- 
se Montes  de  piedad  y  Cajas  de  ahorros. 

CAJA  DE  AMORTIZACIÓN.  Oficina  del  Estado 
que  tenia  A  su  cargo  liquidar  y  clasificar  las 
deudas  del  mismo,  pag-ar  los  réditos  y  extin- 
guir los  capitales,  administrar  y  recaudar  los 
fondos  aplicados  á  este  objeto.  Este  era  el 
carg-o  también  del  crédito  público;  pero  uo 
pudieudo  llenar  estas  necesidades  á  pesar  de 
los  cuantiosos  arbitrios  que  se  le  tenían  seña- 
lados, no  obstante  los  cuales,  no  podía  reem- 
bolsar el  capital  ni  pagar  los  intereses  en  las 
épocas  convenientes  de  los  empréstitos  que  el 
Estado  se  veía  en  la  necesidad  de  contratar, 
se  hizo  indispensable,  para  llenar  cumplida- 
mente tan  sagradas  obligaciones  y  afirmar  el 
crédito  del  Estado,  la  creación  de  la  Caja  de 
amortización,  llevada  .i  cabo  por  R.  D.  de  4 
de  Febrero  de  1824.  Continuó  la  Caja  de  amor- 
tización hasta  11  de  Junio  de  1847,  en  que, 
al  reorganizar  la  Dirección  universal  de  la 
Hacienda  pública,  quedó  suprimida  la  Caja 
estableciéndose,  en  lugar  de  ella  y  otras  de- 
pendencias, una  Dirección  general  de  la  Deu- 
da del  Estado  dividida  en  tres  Secciones,  de 
las  cuales  una  se  denominaba  de  amortización 
y  entendía  de  todo  lo  relativo  á  este  ramo. — 
Véase  Deuda  públic.\. 

CAJA  DE  DEPÓSITOS.  Establecimiento  pú- 
blico destinado  á  recibir,  bajo  la  responsabi- 
lidad del  Estado,  los  valores  cuva  custodia  se 


le  encarga  á  título  de  depósito  ó  de  cuenta 
corriente.— Véase  Dbpó.sitos  (Caja  de). 

CALAMIDADES  PÚBLICAS.  Desgracias  ó  iu- 
fortuuiüs  que  alcanzan  á  grau  número  de  ha- 
bitantes, á  pueblos  enteros  de  una  comarca,  á 
una  nación  y  á  veces  k  más  de  una,  con  moti- 
vo de  males  tan  funestos  como  son  siempre 
las  epidemias,  guerras,  inundaciones,  incen- 
dios, plagas, sequías,  terremotos,  y  sobre  todo, 
la  falta  de  subsistencias  en  las  grandes  cri- 
sis económicas. 

Las  calamidades  no  solamente  son  un  gran 
mal  por  los  tristes  efectos  que  directamente 
producen,  sino  que  también  suelen  ser  un 
gran  peligro  para  el  oi-deu  social,  ya  por  el 
terror  que  difunden,  ya  por  el  estado  de  zo- 
zobra y  desasosiego  que  imponen,  ya  tam- 
bién por  la  ocasión  que  dan  á  que  se  aprove- 
chen de  su  existencia  para  intentar  crimina- 
les aventuras  los  enemig-os  de  la  pública  tran- 
quilidad. La  falta  de  subsistencias  es  acaso  el 
más  terrible  de  los  males  que  pueden  afligir  á. 
un  pueblo,  y  que  si  se  prolonga  suele  acabar 
por  extinguir  todo  respeto  á  la  autoridad  y 
todo  temor  á  la  ley,  dejando  el  cuerpo  social 
á.  merced  de  las  clases  obreras,  mal  instruidas 
de  su  derecho  y  peor  aconsejadas  por  sus  pa- 
siones. 

Un  Gobierno  paternal  y  prudente  debe  pre- 
ver el  mal  para  evitarle  ó  disminuirle,  y  pro- 
curar en  su  caso  la  aplicación  del  remedio  que 
posible  sea,  reanimando  con  la  firmeza  y  con 
el  ejemplo  el  espíritu  popular,  castigando  se- 
veramente á  los  que  abandonen  sus  funciones, 
distribuyendo  con-  discreción  y  rapidez  los  so- 
corros necesarios  para  contener  el  desastre  ó 
para  conjurar  el  peligro  y  proporcionando 
trabajo  útil  á  las  manos  ociosas. 

Pero  si  la  calamidad  es  aterradora  por  su 
extensión,  por  su  intensidad  ó  por  su  dvira- 
ción,  en  vano  se  esperará  del  Poder  que  pro- 
vea á  todas  las  necesidades  y  remedie  todas 
las  desgracias;  porque  entonces  será  preciso 
hacer  un  gran  llamamiento  á  la  caridad  par- 
ticular, que  de  seguro  responderá  á  él,  tanto 
por  espíritu  de  humanidad  como  por  instinto 
de  conservación.  No  se  abuse,  sin  embargo, 
deeste  supremo  medio,  y  sobre  todo,  no  se  em- 
plee si  los  recusos  que  proporciona  no  han  de 
ser  prontamente  distribuidos,  justificándose 
con  la  mayor  claridad  su  aplicación;  pues  cuan- 
do los  particulares  se  persuaden  de  que  los  so- 
corros no  llegan  á  su  destino  ó  llegan  tarde  y 
mal  administrados,  miran  con  desconfianza  la 
iniciativa  del  Gobierno  ó  de  las  autoridades,  y 


188 


CALAMIDADES  PUBLICAS.  (1860-1888.) 


desoyeu  cou  razón  sus  excitacioues  y  sus  pro- 
mesas. 

E.  O.  29  Febrero  1860. 
Marinando  incluir  en  los  presupuestos  provinciales  y  mu- 
nicipales sumas  destinadas  al  remedio  de  las  calami- 
dades ptlblicas. 

(Extracto.)  En  esta  R.  O.,  fijando  cuándo 
V  en  qué  forma  podrán  solicitarse  fondos  del 
"Estado  para  atender  al  remedio  de  las  necesi- 
dades ocasionadas  por  alguna  calamidad,  se 
establece  lo  siguiente: 

«1 ."  Que  se  excite  el  celo  de  las  Diputacio- 
nes provinciales  y  de  los  Ayuntamientos,  á  fin 
de  que  en  ningún  presupuesto  provincial  ni 
municipal  deje  de  incluirse  una  suma  más  ó 
menos  crecida;  según  lo  permitan  las  circuns- 
tancias, con  destino  á  cubrir  las  necesidades 
ocasionadas  por  alguna  calamidad  en  los  res- 
pectivos pueblos  y  provincias,  mientras  dure 
el  ejercicio  de  los  presupuestos  mencionados. 
2."  Que  sólo  cuando  estos  créditos  se  hayan 
agotado  completamente,  ó  bien  cuando  la  ca- 
lamidad a.si  lo  reclame  por  su  importancia  y 
gravedad ,  se  soliciten  para  cubrirla  ó  re- 
mediarla fondos  del  presupuesto  general  del 
Estado. 

3.°  Que  para  solicitar  del  Gobierno  la  con- 
cesión de  estos  fondos  se  instruya  siempre  un 
expediente  en  que  se  liaga  constar: 

Primero.  El  número  total  de  enfermos  con 
.separación  de  los  pudientes  y  de  los  pobres 
cuando  la  calamidad  consista  en  una  epidemia 
ó  alteración  geneviil  de  la  salud  pública. 

Segundo.  El  precio  de  los  comestibles  y  el 
número  de  familias  desvalidas  y  de  pobres  de 
solemnidad,  cuando  se  trate  de  socorrer  á  pue- 
blos afligidos  por  el  hambre. 

Tercero.  El  valor  de  los  efectos  materiales 
destruidos  por  la  calamidad  cuando  ésta  sea 
un  incendio,  una  inundación  ó  cualquier  otro 
siniestro  de  semejante  Índole,  previa  tasa- 
ción de  las  pérdidas  ocasionadas  por  el  mismo 
hecha  e;i  debida  forma  y  con  expresión  de  los 
sujetos  menos  acomodados  que  hayan  padeci- 
do algún  daño  en  sits  personas  ó  haciendas. 

Cuarto.  La  proporción  aproximada  entre 
el  producto  de  las  cosechas  en  un  año  regular 
y  el  de  aquellas  cuya  escasez  se  alegue  para 
jjedir  auxilios  del  presupuesto  general,  mani- 
festando además  detenidamente  los  efectos 
producidos  en  la  población  por  este  accidente 
y  los  que  del  mismo  hayan  de  originarse  for- 
zosamente en  lo  sucesivo. 

Quinto.  El  número  y  grado  de  miseria  de 
los  trabajadores  ó  braceros  á  quienes  se  con- 
sidere necesario  socorrer  por  carecer  de  tra- 
bajo y  de  reciu-sos,  por  consiguiente,  cou  que 
atender  á  su  subsistencia  con  motivo  de  la  es- 
casez ó  pérdida  de  las  cosechas  ó  de  cualquie- 
ra otra  desgracia  piiblica. 

Sexto.  Todos  los  datos  y  noticias  que  sea 
dable  i-euuir  para  la  más  completa  justifica- 
ción, asi  de  los  distintos  géneros  de  calamida- 
des que  quedan  indicados,  como  de  cuales- 
quiera otros  que  puedan  ocurrir. 

Séptimo.  El  informe  que  acerca  de  la  im- 
portancia del  siniestro  y  de  la  conveniencia  ó 
necesidad  de  (juc  se  concedan  para  su  remedio 
fondoi  del  Estado,  deberán  remitir  el  AjTinta- 


miento  y  Junta  municipal  de  Beneficencia  del 
pueblo  "ó  pueblos  afligidos  por  la  calamidad, 
la  Junta  provincial  del  mismo  ramo,  la  de  Sa- 
nidad cuando  se  trate  de  asuntos  que  tengan 
relación  con  la  salud  pública,  y  el  gobernador 
de  la  provincia. 

Y  octavo.  La  forma  en  que  hayau  de  inver- 
tirse los  fondos  solicitados  para  los  objetos  de 
que  se  trata. >  (Bol.  ofic.  de  Ciudad  Real  del 
de  Marzo.) 

E.  O.  27  Junio  1S71. 
Disponiendo  que  no  se  cursen  peticiones  en  demanda  de 
socorros  del  fondo  de  calamidades  si  no  se  ajustan  es- 
trictamente ú  las  prescripciones  de  la  R.  O.  de  29  de 
Febrero  de  1860. 

(GoB.)  «En  vista  del  considerable  número 
de  peticiones  en  demanda  de  socorros  por  el 
fondo  de  calamidades,  unas  desprovistas  en- 
teramente de  los  documentos  que  pueden  ilus- 
trar y  deben  justificar  á  la  vez  los  motivos  que 
les  sirven  de  fundamento,  y  las  otras,  aunque 
provistas  de  ellos,  no  lo  están  de  una  manera 
tan  (íompleta  como  es  de  desear  para  que  pue- 
da recaer  una  acertada  resolución,  ocasionan- 
do con  semejantes  omisiones  enojosas  adver- 
tencias á  las  autoridades  que  están  llamadas 
á  intervenir  en  estos  asuntos,  y  lo  que  es  to- 
davía más  sensible,  el  consiguiente  entorpe- 
cimiento en  la  rapidez  de  su  tramitación,  que 
es  necesario  evitar  á  todo  trance. 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dispo- 
ner que  en  lo  sucesivo  no  se  dé  curso  á  ningu- 
na reclamación  que  no  se  halle  estrictamente 
ajustada  á  las  prescripciones  que  determina  la 
R.  O.  de  29  de  Febrero  de  1800.  De  la  de  S.  M. 
lo  digo  áV.S.,  etc.  Madrid  27 de  Juuio  de  1871. 
Sagasta.»  (Gac.  I.°  Julio.) 

Ley  de  presupuestos  21  Julio  1876. 

Su  art.  9.°,  núm.  5.",  autorizó  al  Gobierno 
para  conceder  los  perdones  que  de  contribu- 
ciones de  años  anteriores  por  causas  de  cala- 
midad tuvieran  solicitados  los  pueblos. 

E.  O.  12  Abril  1877. 
Autorizó  al  Ministro  de  Hacienda  para  re- 
solver, de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, los  expedientes  en  justificación  de  cala- 
midades sufridas  para  el  pago  de  contribu- 
ciones. 

Ley  22  Julio  1888. 

Sobre  auxilio  d  varios  pueblos  por  haber  perdido  sus 

cosechas. 

(Hac.)  «Articulo  1.°  El  Estado  auxiliará 
á  los  pueblos  del  Corral  de  Almaguei ,  La 
Guardia,  Villatobas  y  Santa  Cruz  de  la  Zarza, 
en  la  provincia  de  Toledo,  cuyas  cosechas  han 
quedado  destruidas  por  los  temporales. 

Art.  2."  Con  este  fin  se  releva  á  dichos  pue- 
blos del  pago  de  la  contribución  territorial 
correspondiente  á  los  dos  primeros  trimestres 
del  año  económico  de  1888-89. 

Art.  3."  El  Ministro  de  Hacienda  dictará 
las  órdenes  necesarias  para  la  ejecución  de 

6Stíl  lev 

Por  tanto:  etc.— Dado  en  San  Sebastián  á  22 
de  Julio  de  1888...»  (Gac.  IGEnero  1889.) 
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AdeiTiiVs  de  Ia.s  disposiciones  que  quedan  in- 
sertas ó  extractadas,  debe  tenerse  presente  el 
art.  134,  uúm.  7.°,  de  la  ley  municipal,  inserta 
en  Ayuntamientos,  sobre  cousig-nación  en  los 
presupuestos  de  una  partida  para  imprevistos 
j-  calamidades  públicas;  el  art.  115,  núni.  5.°,  de 
la  ley  provincial  vigente,  que  contiene  igual 
precepto  con  relación  á  los  presupuestos  pro- 
vinciales (V.  Gobierno  de  l.\s  provincias);  el 
art.  9."  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1885,'  y  los 
arts.  87  k  111  del  Reg-.  de  30  de  Septiembre  del 
mismo  año  sobre  perdón  de  la  contribución  de 
inmuebles  por  causa  de  calamidad  extraordi- 
naria (V.  CoNTRiisuciÓN  territorial);  la  ley 
de  18  de  Junio  de  1885  declarando  calamidad 
pública  la  plaga  flloxérica  (V.  Lango.sta  y 
otras  plagas);  y  el  art.  10,  núm.  13,  del  C.  P., 
que  considera  como  agravante  la  circunstan- 
cia de  cometer  el  delito  con  ocasión  de  incen- 
dio, naufragio  ú  otra  calamidad  ó  desgracia. 
Para  los  efectos  de  la  rebaja  del  precio  en  el 
contrato  de  arrendamiento  enumera  el  Código 
civil  los  casos  fortuitos  extraordinarios  ó  gran- 
des calamidades  en  el  art.  1.575. 

Para  concluir,  diremos  que  en  la  sección 
del  presupuesto  de  gastos  del  Estado,  corres- 
pondiente al  Ministerio  de  la  Gobernación,  so 
consigna  anualmente  una  cantidad  alzada  con 
el  objeto  de  subvenir  á  las  necesidades  que  ori- 
gine cualquier  calamidad  que  ocurra  en  la  Na- 
ción, y  cuyas  atenciones  no  puedan  ser  cubier- 
tas con  los  fondos  que  los  Municipios  y  las  pro- 
vincias destinan  A  este  efecto  en  sus  presu- 
puestos respectivos.— V.  Abastos:  Acopios: 
Epidemias:  Inundaciones:  Obras  públicas: 
S.\NiDAi>:  Terremotos. 

calcografía   nacional.     V.   Imprenta   y 

CALCOr.RAFÍA  NACIONAL. 

CALENDARIO:  ALMANAQUE.  Catálogo  de  los 
días,  meses  y  fiestas  que  cada  año  comprende, 
con  inclusión  del  santoral  y  observaciones  as- 
tronómicas. Por  la  ley  14,  tit.  I,  lib.  I  de  la 
Nov.  Reí;,  se  mandó  g-uardar  en  estos  reinos  el 
calendario  y  breve  del  Papa  Greg'orio  XIII  so- 
bre la  reforma  y  cuenta  del  año  y  fijación  per- 
petua de  las  Pascuas  y  otras, fiestas  en  sus  de- 
bidos tiempos.  Las  disposiciones  que  rigen  so- 
bre su  confección,  impresión  y  venta  son  estas: 

H.  O.  4  Octubre  1828. 

Prohibiendo  la  pnhUcación  de  todo  aimariaque  que  no  sea 

el  civil  general. 

(M.\RINA.)  Extracto. — En  virtud  de  recla- 
mación iutcrpuestfi  por  el  contratista  del  de  la 
provincia  de  Barcelona  por  haber  sido  reim- 
preso en  parte  en  un  periódico  de  aquella  ca- 
pitívl,  se  dispuso  «se  prohiba  por  punto  gene- 


ral la  publicación  de  toda  clase  de  almanaques 
que  no  sean  los  civiles  g'enerales  dispuestos 
por  el  Observatorio  astronómico  de  San  Fer- 
nando, pues  que  cualquiera  tolerancia  en  este 
punto  es  perjudicial  á  los  intereses  de  aquel 
establecimiento  Rea!,  que  no  cuenta  con  otros 
fondos  para  atender  á  sus  muchas  é  importan- 
tes obligaciones».  (C.  L.,  t.  13,  p.  305.) 

E.  O.  27  Mayo  1816. 

Instrucción  para  la  reiiiesn,  subasta  y  remate 

de  su  impresión  ¡i  venta. 

(Mar.,  Com.  y  Gob.)  Extracto. — Se  aprobó 
por  esta  Real  orden  la  instrucción  para  la  re- 
misión de  datos  y  acto  de  subasta  del  almana- 
que. Comprende:  Las  obligaciones  de  la  Direc- 
ción del  Observatorio;  las  de  las  autoridades 
de  provincia,  y  las  de  los  subastadores  y  sus 
dcreclios.  El  rematante  adquiría  el  privilegio 
exclusivo  de  publicar  y  expender  el  almana- 
que en  toda  una  provincia  ó  territorio.  (C  L., 
t.  37,  p.  404.) 

R.  O.  25  Agosto  1819. 
Se  introduzcan  las  mejoras  que  se  indican. 

(Marina.)  «Enterada  la  Reina  nuestra  Se- 
ñora de  cuanto  propone  T.  S.  en  carta  núme- 
ro 32,  de  16  del  actual,  respecto  k  la  mejora 
que  debe  introducirse  en  los  calendarios  civi- 
les que  carecen  de  ella,  aumentándolos  con  un 
articulo  en  que  so  marquen  las  horas  del  orto 
y  ocaso  del  sol  y  de  la  luna,  que  adenuls  de  las 
ventajas  que  estas  noticias  reporten  se  agri^g-a 
la  de  dificultar  su  falsificación,  como  también 
con  una  tabla  para  arreglar  los  relojes  por  el 
tiempo  medio,  se  ha  servido  aprobarlo,  deter- 
minando en  su  consecuencia  que  se  lleve  á 
efecto  desde  el  año  próximo  venidero  de  1850 
para  los  almanaques  de  aquellas  provincias 
que  debe  sacarse  á  pública  licitación  su  rema- 
te, dejando  al  arbitrio  de  los  arrendatarios  que 
tengan  adquirido  el  derecho  de  su  impresión 
y  venta  para  años  posteriores  al  citado,  la 
adopción  de  la  nueva  forma  ó  la  continuación 
de  la  antigua,  hasta  tanto  que  concluido  el 
tiempo  del  contrato,  sea  oblig'atorio,  sin  que 
esta  circunstancia  les  autorice  para  aumentar 
su  precio,  cláusula  que  debe  tenerse  presente 
al  abrirse  las  subastas.  Y  por  último,  S.  JL  no 
ha  tenido  por  conveniente  aprobar  el  aumento 
de  la  cantidad  que  se  satisface  al  compositor 
del  juicio  del  año,  que  también  propone. — Di- 
golo  á  V.  S.  de  Real  orden,  etc. — San  Ildefon- 
so 25  de  Agosto  de  1848.  >  (C.  L.,  t.  44,  p.  317.) 

Ley  5  Diciembre  1855. 
Declarando  libre  su  confección  é  impresión, 

(JIarina.)  LEY.— «...Articulo  1.°  La  con- 
fección é  impresión  de  los  calendarios  serán 
libres  en  toda  España  desde  el  año  inmediato 
de  185G  con  .sujeción  á  las  leyes  de  imprenta. 

Art.  2."  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  todos  los  editores  de  calen- 
darios están  obligados  á  consignar  en  ellos  las 
observaciones  astronómicas  del  Observatorio 
nacional,  el  cual  las  |iublicará,  al  efi^cto.  en  el 
mes  de  Septiembre  del  año  anterior  al  que 
aquéllas  correspondan.  Por  tanto,  etc.  —  Dado 
en  Palacio  á5  de  Diciembre  de  1855.»  (C.  L., 
t.  (>(>,  p.  un.) 
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E.  O.  9  Mayo  1856. 
Sobre  cumplimiento  de  la  leu  anterior. 

(Marina.)  «...S.  M.,  de.spiiés  de  haber  oído 
el  parecer  del  Almirantazgo,  se  ha  dignado  re- 
solver manifieste  A  V.  E.  iio  es  posible  acceder 
á  lo  que  propone  dicho  director  (del  Observa- 
torio de  San  Fernando),  relativo  á  seguir  re- 
dactándose, como  hasta  aqiii,  el  calendario 
oficial  por  aquel  establecimiento  para  subas- 
tarse después;  pudiendo  tan  sólo  expenderlo 
como  particulares  los  empleados  de  dicho  Ob- 
servatorio, del  mismo  modo  que  puede  verifi- 
carlo cualquiera  individuo  que  lo  desee,  pero 
sin  faltar  A  ningnina  de  las  prescripciones  de 
la  ley.  Es  también  la  Real  voluntad  se  conti- 
núe preparando  en  el  expresado  estableci- 
miento el  mismo  niiniero  de  calendarios  que  se 
verificaba  anteriormente,  pero  sin  insertar  en 
ellos  el  santoral,  ni  los  dias  de  gala,  ni  las  fe- 
rias, quedando  reducidos,  por  consiguiente,  á 
la  parte  astronómica;  arreglándolos  respecti- 
vamente á  los  distintos  meridianos  de  las  ca- 
pitales de  los  reinos,  provincias,  arzobispados 
ú  obispados,  en  que  antes  se  hallaba  dividido 
el  territorio  de  la  Península  é  islas  adyacen- 
tes, para  las  subastas  é  impresión  de  los  al- 
manaques civiles;  debiéndose  remitir  dichos 
trabajos  anualmente  por  el  director  del  Obser- 
vatorio al  Almirantazgo  en  la  primera  quince- 
na de  Agosto,  y  publicarse  por  esa  Corpora- 
ción en  fa  Gaceta  oficial  en  la  época  prefijada 
eu  la  precitada  ley  de  5  de  Diciembre,  para  co- 
nocimiento del  público. — Todo  lo  que  de  Real 
orden,  etc.— Madrid  9 de  Mavo de  1856.»  (C.L., 
tomo  68,  p.  274.) 

D.  17  Noviembre  1873. 

Declarando  libres  la  redacción,  impresiÓR  y  venta  del 
calendario  en  Puerto  Rico. 

(Ultramar.)  «Articulo  1."  Se  declaran  li- 
bres la  redacción,  impresión  y  venta  del  alma- 
naque civil  de  Puerto  Rico  desde  1."  de  Enero 
de  1875. 

Art.  2.°  Sin  embarg'o  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  todos  los  editores  de  calen- 
darios están  oblig'ados  á  consig'nar  en  ellos  las 
observaciones  astronómicas  del  Observatorio 
de  San  Fernando,  á  cuyo  efecto  serán  publica- 
das con  la  anticipación  conveniente  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid  y  Boletín  oficial  de  la  isla  de 
Puerto  Eico.y>  (Gac.  26  Noviembre.) 

Cód.  de  Comercio  22  Agosto  1885. 
El  art.  60  dispone  que  en  los  cómputos  de 
meses  se  entiendan  éstos  según  están  desig-na- 
dos    en   el   calendario   g-regoriano. — V.   Días 

FESTIVOS. 

CALICATAS.  Sobre  calicatas  en  busca  de 
aguas,  consúltense  los  arts.  22  y  siguientes  de 
la  ley  de  13  de  .Junio  de  1879;  el  art.  350  del  Có- 
digo civil;  la  R.  O.  de  25  de  Mayo  de  1871  y  las 
sentencias  del  T.  S.  insertas  bajo  el  núm.  V, 
en  la  pág'ina  373  del  tomo  I.  De  las  calicatas 
en  busca  de  minas  tratan  los  arts.  426  y  427 
del  Cód.  civil,  el  cap.  II  de  la  ley  de  6  de  Ju- 
lio de  1859,  el  art.  12  de  la  ley  de  4  de  Marzo 
de  1868,  reformando  la  ¡interior,  el  cap.  II  del 


Reg.  de  24  de  Junio  del  mismo  año,  y  los  ar- 
tículos 10  y  11  del  decreto  ley  de  29  de  Diciem- 
bre, también  de  1868,  que  ha  derogado  todas 
las  prescripciones  de  las  dos  leyes  y  reg'lamen- 
tos  citados,  en  cuanto  se  opongan  al  mismo. — 
Véanse  estas  disposiciones  en  Mina.s,  cuyo  ar- 
tículo y  el  de  Aguas  son  los  que  deben  tener- 
se presentes  tratándose  del  particular  que  nos 
ocupa. 

CALUMNIA.  Delito  contra  el  honor  que  con- 
siste en  la  falsa  imputación  de  un  delito  de  los 
que  dan  lugar  á  procedimiento.'i  de  oficio.  Se 
castiga  la  calumnia  en  el  tít.  X  del  lib.  II  del 
C.  P.  Hay  que  tener  eu  cuenta  la  diferencia 
entre  la  calumnia  que  definen  dichos  artícu- 
los, la  injuria  que  castigan  el  471  y  siguientes 
al  482,  y  la  acusación  ó  denuncia  falsa  que 
son  objeto  de  los  arts.  340  y  341. — V.  Acu.sa- 
ciÓN  falsa:  Atentado:  Injuria  y  calu.mnia. 

CALLES  Y  PLAZAS.  Nos  remitimos  al  artícu- 
lo Policía  municipal,  eu  donde  se  insertan 
las  importantes  disposiciones  dictadas  sobre 
instrucción  de  expedientes  para  alineación  de 
calles  y  plazas,  enajenación  de  tei'renos,  re- 
cursos contra  las  providencias  de  los  Ayunta- 
mientos, etc.,  limitándonos  á  decir  en  este  lu- 
gar que  entre  los  asuntos  que  el  art.  72  de  la 
ley  municipal  de  2  de  Octubre  de  1877  declara 
de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayunta- 
mientos, fig'ura  el  de  alineación  de  calles  y 
plazas;  y  que  seg'vín  el  art.  9.°  de  la  ley  de  22 
de  Diciembre  de  1876  sobre  ensanche  de  las 
poblaciones,  los  Ayuntamientos  deben  hacerse 
cargo  de  tales  vías  desde  el  momento  que  en 
cada  una  de  ellas  estén  construidas  las  alcan- 
tarillas, aceras  y  empedrado,  y  establecido  el 
alumbrado,  siendo  su  conservación  desde  en- 
tonces de  cuenta  del  presupuesto  municipal. 
Las  calles  y  plazas  son  bienes  de  uso  público 
de  los  pueblos.  (Cód.  civil,  art.  344.) 

También  debemos  indicar  que  el  art.  599 
del  C.  P.  castiga  con  multa  de  5  á  50  pesetas  ó 
reprensión  á  los  que  corrieren  caballerías  ó  ca- 
rruajes por  las  calles,  paseos  y  sitios  públicos 
con  peligro  de  los  transeúntes  ó  con  infracción 
de  las  Ordenanzas  y  bandos  de  buen  gobierno; 
á  los  que  obstruyeren  las  aceras  con  actos  ó 
artefactos  de  cualquiera  especie,  y  á  los  que 
tuviesen  en  los  parajes  exteriores  de  su  mora- 
da sobre  la  calle  ó  vía  pública  objetos  que 
amenacen  causar  daño  á  los  transeúntes. 

Obligados  los  propietarios  de  casas  á  con- 
formarse rigurosamente  con  las-prescripciones 
de  la  autoridad  municipal  sin  poder  avanzar 
ni  retroceder  de  la  alineación  aprobada,  cou- 
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viene,  consultar  eu  el  artículo  Policía  munici- 
pal, para  resolver  con  acierto  las  cuestiones 
que  sobre  este  asunto  se  promuevan,  las  Rea- 
les órdenes  é  instrucciones  allí  insertas  y  la 
ley  dictada  para  regularizar  el  ensanche  de 
las  poblaciones,  con  el  reglamento  para  su  eje- 
cución. 

Son  esencialmente  administrativas  las  cues- 
tiones relativas  al  trazado  y  alineación  de  edi- 
ficios ó  formación  y  alineación  de  calles,  pasa- 
dizos y  plazas;  y  como  tales,  de  la  resolución 
de  los  alcaldes  y  Ayuntamientos  según  los  ar- 
tículos 70,  párr.  5.",  y  83,  párr.  4."  de  la  ley 
de  8  de  Enero  de  1845,  y  72,  73  y  74  de  la  de 
1877,  y  sus  acuerdos  ejecutivos,  salva  apela- 
ción ó  alzada,  no  sobre  el  fondo,  sino  limitada 
á,  inspeccionar  si  se  ha  infringido  la  ley  muni- 
cipal II  otras  especiales  (art.  171);  pero  sin  per- 
juicio de  los  derechos  privados  que  lastimen, 
para  lo  que  deja  .1  salvo  el  art.  172  el  derecho 
de  acudir  á  los  Tribunales  mediante  demanda 
arreglada  á  las  leyes.  Véase  además  en  Ayun- 
tamientos la  importante  R.  O.  de  2G  de  Mayo 
de  1880. 

No  procederá  el  interdicto  sino  en  su  caso, 
en  cuanto  no  contraríe  el  acuerdo  municipal. 
V.  Actos  administrativos:  Competencias: 
Obras  públicas:  Arquitectos:  Academia  de 
San  Fernando,  etc.,  y  muy  especialmente 
Policía  municipal. 

CÁMARA  APOSTÓLICA.  Tribunal  que  es  como 
el  Consejo  de  Hacienda  del  Papa,  porque  se 
tratan  en  él  los  asuntos  pertenecientes  al  Te- 
soro ó  al  dominio  de  la  Iglesia  ó  del  Soberano 
Pontífice. 

'  .CÁMARA  DE  CASTILLA.  Consejo  Supremo 
que  ejercía  atribuciones  consultivas  de  gran- 
de importancia  y  algunas  judiciales.  Se  com- 
ponía del  presidente  ó  gobernador  del  Conse- 
jo de  Castilla  y  de  algunos  ministros  de  él,  con 
un  fiscal  y  los  dependientes  necesarios.  Sus 
atribuciones  más  principales  se  determinaron 
en  el  tít.  IV,  lib.  IV  de  la  Nov.  Recop.,  y  eran 
referentes  á  la  provisión  de  oficios  de  justicia, 
perdones  de  muerte  y  remisiones  de  penas 
corporales  y  pecuniarias,  facultades  para  ha- 
cer mayorazg'os,  habilitación  de  hijos  de  cléri- 
gos y  bastardos  para  tener  oficios  y  gozar  de 
honras,  exenciones  ó  privilegios,  de  villazgos, 
acotamientos  de  tierras  y  otras  gracias  llama- 
das al  sacar,  etc.  Todas  las  atribuciones  de  la 
Cámara  han  pasado  al  Tribunal  Supremo  y  al 
Consejo  de  Estado.— V.  Consejo  de  Castilla: 
Conse.jo  de  Estado:  Justicia. 

CÁMARA  DE  INDIAS.     Tribunal  Supremo  que 


ejercía,  respecto  de  los  dominios  de  Ultramar, 
las  mismas  funciones  que  la  Cámara  de  Casti- 
lla respecto  de  la  Península.  También  cesó 
por  consecuencia  del  R.  D.  de  24  de  Marzo  de 
1834.— V.  Consejo  de  Indias. 
CÁMARA  DEL  REAL  PATRONATO.     V.  Cámara 

BCLBSIÁ.STICA:   PATRONATO  REAL. 

CÁMARA  ECLESIÁSTICA.  Consejo  de  nego- 
cios eclesiásticos  establecido  por  R.  D.  de  2  de 
Mayo  de  1851  con  las  atribuciones  que  se  de- 
terminan en  el  art.  7.°  del  mismo.  Se  compo- 
nía la  Cámara  del  M.  R.  Arzobispo  de  Toledo, 
presidente,  del  M.  R.  Patriarca  de  las  Indias, 
ambos  natos,  de  un  eclesiástico  constituido  en 
dignidad,  de  dos  ministros  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  y  cuatro  altos  funcionarios 
nombrados  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. Por  otro  R,  D.  de  17  de  Octubre  de  1851 
se  mandó  cesar  la  Cámara  eclesiástica  y  fué 
reemplazada  con  otro  Consejo  denominado 
Cámara  del  Real  Patronato,  con  las  atribu- 
ciones que  determinan  los  arts.  5."  al  10  del 
mismo  decreto.  Pero  también  esta  Cámara  fué 
suprimida  por  R.  D.  de  21  de  Noviembre  de 
1857,  sometiéndose  al  Consejo  Real  (hoy  de 
Estado)  el  conocimiento  de  los  asuntos  en  qua 
entendía. 

CÁMARAS  AGRÍCOLAS.  Fueron  creadas  por 
el  R.  D.  de  14  de  Noviembre  de  1890,  inserto 
en  Agricultura,  tomo  I,  pág.  239. 

CÁMARAS  DE  COMERCIO,  INDUSTRIA  Y  NAVE- 
GACIÓN. Asociaciones  de  comerciantes,  in- 
dustriales, navieros  y  capitanes  de  la  Marina 
mercante,  nuevamente  autorizadas  y  organi- 
zadas con  carácter  oficial  por  virtud  del  Real 
decreto  de  9  de  Abril  de  1886  que,  con  otras 
disposiciones  complementarias,  insertamos  á 
continuación. 

E.  D.  9  Abril  1886. 
Dando  carácter  oficial  á  la.9  Cámaras  que  funden  en  los 
puertos  y  plazas  mercantiles  los  comerciantes,  indits- 
trialeSf  naoieros,  etc.,  y  sobre  sm  organización  y  fun- 
ciones. 

(FoM.)  Exposición.  —  «Señora:  ...Desde  muy 
antiguo  ha  venido  eu  España  promoviéndole 
el  acrecentamiento  del  comercio  y  de  la  indus- 
tria por  medio  de  .Juntas  y  Corporaciones  ofi- 
ciales en  armonía  con  los  )irincipios  dominan- 
tes en  cada  época.  Los  Consulados  marítimos 
y  terrestres  autorizados  oficialmente  desde 
1283  para  entender  en  asuntos  del  orden  judi- 
cial y  del  administrativo,  que  funcionaron  en 
Mallorca  desde  1343,  en  Barcelona  desde  1347, 
después  en  Gerona  ,  San  Feliú  de  Guixols, 
Tortosa,  Tarragona,  y  más  tarde  en  el  reino 
de  Castilla;  las  Universidades  de  Mercadei-es 
ó  Casas  de  Contratación,  institución  útilísima 
que,  fundada  en  Burgos,  se  propag'ó  á  otros 
puntos  del  Reino  y  del  extranjero,  y  ejerció 


192 


CÁMARAS  DE  COMERCIO (1886.) 

descubrimiento 


decisiva  influencia  en  el  descubrimiento  y 
conquista  de  apartados  territorios,  facilitando 
recursos  para  realizar  estas  empresas;  la  Jun- 
ta de  Comercio,  creada  en  1(579  para  restable- 
cer V  aumentar  el  comercio  general  del  Rei- 
no, y  á  cuvos  altos  fiues  hubo  de  ag-regarse 
más' adelante  cuanto  hacia  relación  á  moneda 
V  minas,  denominándose  desde  entonces  Jun- 
ta general  de  Comercio,  Moneda  y  Minas;  el 
Consejo  v  las  Juntas  provinciales  de  Agricul- 
tura, ludustria  y  Comercio ,  posteriormente 
instituidas  con  la  principal  misión  de  evacuar 
las  cousultas  que  el  Gobierno  tuviera  por  con- 
veniente encomendarles,  y  que,  andando  los 
tiempos,  dieron  origen  á  los  actuales  Consejos 
superior  v  provinciales  de  Agricultura,  In- 
dustria V  Comercio,  asi  como  otras  Juutas  de 
iudole  semejante,  modificadas  y  reconsti- 
tuidas en  diferentes  épocas,  son  otros  tantos 
testimonios  del  cuidado  con  que  los  poderes 
públicos  han  protegido  en  otros  tiempos  en  Es- 
paña los  intereses  del  comercio  y  de  la  indus- 
tria, logrando  en  las  épocas  de  su  florecimien- 
to comercial  y  fabril  que  sus  instituciones 
sirvieran  de   enseñanza   provechosa  á  otros 

países.  .,     .  , 

Inútil  seria  dar  hoy  nueva  vida  a  las  anti- 
guas Corporaciones,"  que  registra  la  historia 
mercantil  española... 

El  Consejo  superior  y  los  provinciales  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio, cuyos  bue- 
nos servicios  á  la  Administración  son  notorios, 
tampoco  pueden  considerarse,  asi  por  su  or- 
o-anización  como  por  su  cometido,  como  ge- 
uulna  representación  de  los  comerciantes  é 
industriales,  ni  mucho  menos  dejar  satisfechas 
sus  legitimas  aspiraciones. 

Pero  si  en  nuestro  propio  pais  nada  hay  que 
pueda  utilizarse  en  benehcio  de  la  institución 
que  se  trata  de  crear,  en  cambio  Francia  nos 
ofrece  en  sus  Cámaras  de  Comercio  un  ejem- 
plo que  puede,  á  lo  menos  por  ahora,  seguirse 
con  provecho.  Creadas  á  mediados  del  si- 
o-lo  XVII,  se  han  ido  propagando  por  las  demás 
naciones,  que  va  toeau  sus  ventajas;  y  no  hay 
razón  para  que  España  no  las  acepte  también 
como  un  adelanto  de  la  época,  siempre  que  al 
importar  lo  bueno  que  en  ellas  eucuentre,  cui- 
de de  amoldarlo  á  los  usos,  costumbres  y  leyes 
generales  del  pais  '.  ... 

Sin  perder,  pues,  de  vista  esta  institución 
de  la  nación  vecina,  el  Ministro  que  suscribe 
cree  que  debe  autorizarse  el  establecimiento 
de  Cámaras  oficiales  del  Comercio,  de  la  In- 
dustria V  de  la  Navegación  en  las  plazas  de 
mavor  importancia  en  estos  ramos  de  la  ri- 
queza pública,  dividiéndolas  en  dos  secciones 
para  el  comercio  v  la  industria,  ó  en  tres  allí 
donde  la  importancia  de  la  navegación  lo  re- 
clame. 


1  Marsella  fué  la  ciudad  mercantil  de  Francia  donde, 
)„))■  espontánea  asociación  de  sus  comerciantes,  brotóla 
i.iea  de  sustituir  d  sus  reuniones  accidentales  una  institu- 
ción permanente,  como  en  efecto  sucedió  en  lesO,  crenndo- 
s.'  la  Cámara  de  Comercio,  com23ue8ta  de  doce  personas, 
irte  por  la  grande  importancia  que  prontoUegó  a  adqui- 
rir obtuvo  el  apoi/o  del  Gobierno.  En  1700  se  creo  la  Ca- 
marade  Comercio  de  Dunque rque  á  semejanza  de  la  de 
Marsella,  y  en  1701  fué  ya  autorizada  la  creación  de  la» 
de  Lyún,  Ruán,  Burdeos,  Tolosa  y  otras. 


Los  que  á  estas  industrias  se  dedican,  noto- 
rio es  que  al  amparo  de  la  libertad  común  pue- 
den asociarse  para  sus  peculiares  fines  sin  in- 
tervención alguna  del  Estado.  Pero  si  estas 
asociaciones  han  de  tener  carácter  oficial  y  sus 
actos  no  han  de  ser  meramente  privados,  y  los 
poderes  públicos  han  de  tener  que  contar  con 
su  concurso,  será  preciso  que  su  organización 
se  acomode  á  bases  que  ciertamente  no  coar- 
tan de  un  modo  sustancial  la  amplitud  de  mo- 
vimientos de  que  podrían  gozar  como  asocia- 
ciones libres  y  privadas... 

REAL  DECRETO 

A  propuesta  de  mi  Ministro  de  Fomento,  y 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  he  te- 
nido á  bien  disponer: 

Articulo  l.°  Las  asociaciones  de  carácter 
permauente  que  usando  de  su  libertad  consti- 
tucional fúndenlos  comerciantes, industriales, 
navieros  y  capitanes  de  la  Marina  mercante 
de  altura  se  considerarán  como  Cámaras  ofi- 
ciales de  Comercio,  Industria  y  Navegación 
para  los  efectos  de  este  decreto,  si  en  su  cous- 
titueióu  y  régimen  se  acomodan  á  las  bases  si- 
g'uientes: 

Primera.  Corresponderá  al  Ministro  de 
Fomento  designar  las  plazas  en  que  por  el  des- 
arrollo é  importancia  que  en  ellas  tengan  los 
intereses  mercantiles,  industriales  ó  de  la  na- 
vegación, puedau  constituirse  Cámaras  ofi- 
ciales para  el  fomento  de  los  mismos. 

Segunda  '.  Para  pertenecer  á  una  Cámara 
de  Comercio,  ludustria  ó  Xavegacióu,  se  re- 
quiere: 

1."    Ser  español  -. 

2."  Comerciante,  industrial  ó  naviero  por 
cuenta  propia  con  cinco  años  de  ejercicio  en 
una  de  estas  profesiones  ^. 

3.°  Pagar  también  con  cinco  años  de  ante- 
lación coutribución  direíta  al  Estado  por  al- 
o-uno de  estos  conceptos. 

Y  4.°  Contribuir  á  la  Cámara  con  la  cuota 
que  en  su  reglamento  se  determine. 

Podrán  tambiéu  pertenecer  á  la  Cámara  los 
o-erentes  ó  representantes  de  sociedades  ó  emr 
presas  mercantiles,  industriales  ó  de  navega- 
ción de  altura  ó  de  cabotaje,  y  los  pilotos  que 
sean  ó  hubieren  sido  capitanes  de  la  marina 
mercante  de  altura.  Los  comerciantes,  indus- 
triales, navieros  v  capitanes  de  la  marina 
mercante  de  altura  que  no  estén  domiciliados 
en  la  población  donde  exista  Cámara  oficial 
podrán  agregarse  á  la  más  próxima. 

'Tercera.  Todos  los  miembros  de  la  Cámara 
formarán  su  Asamblea  general.  Esta  podrá 
dividirse  en  las  secciones  mercantil,  industrial 
V  de  navegación,  con  tal  que  cuente  para  ca- 
da una  con  12  miembros  de  la  profesión  res- 
pectiva. .  ,  ,  , 
Cuarta.     Toda  Cámara   oficial  tendrá  una 


1  Véase  la  R.  O.  de  29  Xoviembre  ISSfí,  inserta  a  con- 
tinuación, aclarando  la  base  2."  de  este  decreto. 

"  íoTindustriales  y  comerciantes  extranjeros  quelle- 
ven  diez  anos  de  residencia  en  Espaíla,  pueden. nyresar 
en  las  Cámaras  de  Comercio,  conforme  a  la  R.  O.  de  29  de 

^""lo' ptoksores  mercantiles  pueden  insfresar  en  las 
Cámaras' de  Comerció  (R.O.  11  Marzo  j«»/>i|¿7'"^'' 
£o,  agentes  de  cambio  y  Bolsa  (R.  O.  10  Abril  1383). 
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Junta  directiva  compuesta  de  uu  presidente, 
un  vicepresidente,  uu  tesorero,  un  contador, 
un  secretario  general  y  á  lo  menos  seis  voca- 
les. Si  la  Cámara  estuviese  dividida  en  sec- 
ciones, los  carg'os  de  vocales  se  distribuiráu 
entre  ellas. 

Quinta.  Seráu  elegibles  para  los  cargos  de 
la  .Tunta  directiva  los  miembros  de  la  Cámara 
comerciantes,  industriales  y  navieros  que  en 
nombre  propio  ó  en  representación  de  una  so- 
ciedad ó  empresa  figuren  en  la  mitad  superior 
de  la  escala  que  se  formará  con  todos  los  miem- 
bros de  la  Cámara,  contribuyentes  al  Estado 
por  sus  respectivas  profesiones.  Seráu  tam- 
bién eleg'ibles  los  capitanes  que  fig-uren  asi- 
mismo en  la  primera  mitad  de  la  lista  de  todos 
los  de  su  clase  que  sean  miembros  de  la  Cá- 
mara; habiendo  de  formarse  aqu(>lla  por  el  or- 
den de  antigüedad  del  titulo  de  piloto  que  ten- 
gan los  que  en  dicha  lista  hubieran  de  incluirse. 

Sexta.  Los  carg'os  de  la  .Junta  directiva  se 
proveerán  por  elección  directa  de  los  miem- 
bros de  la  Cámara  reunidos  en  Asamblea  g'e- 
neral.  Si  ésta  se  hallase  dividida  en  secciones, 
cada  una  de  ellas,  y  no  la  Asamblea  general, 
elegirá  los  vocales  que  le  correspondan  en  la 
Junta  directiva.  Elegirá  asimismo  cada  sec- 
ción entre  estos  vocales  los  que  hayan  de  des- 
empeñar los  cargos  de  presidente  y  secretario 
de  su  Junta  respectiva.  Los  cargos  serán  trie- 
nales, excepto  las  dos  terceras  partes  de  la 
primera  Junta  directiva,  y  anualmente  se  pro- 
veerá la  tercera  parte,  haciéndose  inmediata- 
mente después  de  la  constitución  de  la  prime- 
ra Junta  directiva  el  sorteo  de  todos  sus  indi- 
viduos con  el  fin  de  determinar  el  orden  de  los 
cargos  que  desde  el  año  innaediato  siguiente 
han  de  proveerse  por  la  Asamblea  general,  y 
en  su  caso  por  cada  una  de  las  secciones. 

Séptima.  La  Junta  directiva  de  cada  Cá- 
mara, las  de  sus  respectivas  secciones,  la 
Asamblea  general  y  las  de  secciones  se  reuni- 
rán cuantas  veces  se  disponga  en  su  reg'la- 
mento,  y  además  cuando  asi  lo  considerase 
conveniente  el  Gobierno. 

Octava.  Podrán  también  reunirse  diver- 
sas Cámaras  ó  sus  .Juntas  directivas  cuando 
el  Gobierno  asi  lo  disponga,  ó  en  los  casos 
previstos  en  sus  respectivos  reglamentos,  pa- 
ra deliberar  sobre  intereses  comunes  á  todas 
ellas.  Cuando  fueren  dos  ó  más  Cámaras  las 
que  hubiesen  de  reunirse,  no  será  necesaria 
la  asistencia  de  cada  uno  de  los  miembros,  pu- 
diendo  elegir  la  Asamblea  general  de  cada 
uno,  aquellos  que  hayan  de  concurrir  en  su 
representación  á  la  reunión  común. 

Novena.  Cada  Cámara  podrá  formar  el  re- 
glamento de  su  régimen  interior  con  entera 
libertad,  si  bien  respetando  en  él  las  disposi- 
ciones de  este  decreto.  En  el  reglamento  po- 
drá fijarse  la  cuota  con  que  ha  de  contribuir 
cada  miembro  á  los  gastos  comunes  de  la  Cá- 
mara. 

Art.  2.»  Corresponderá  á  las  Cámaras  ofi- 
ciales de  Comercio,  Industria  y  Xa\egación: 

1."  Pedir  al  Poder  legislativo  cuanto  con- 
sidereu  conveniente  para  el  desarrollo  v  me- 
jora del  comercio,  de  la  industria  v  de  Ía«ha- 
vogacióu. 

Tomo  II. 


2."  Proponer  al  Gobierno,  á  instancia  de 
éste  ó  por  iniciativa  propia,  las  reformas  que 
en  beneficio  de  aquellos  intereses  entiendan 
que  deben  hacerse  en  las  leyes  y  disposiciones 
vig'eutes  que  á  ellos  se  refieran. 

'ó.°  Proponerle  asimismo  la  ejecución  de  las 
obras  y  el  establecimiento  ó  reforma  de  los 
servicios  públicos  en  lo  que  pucnlan  ser  con- 
venientes para  el  comercio,  la  industria  ó  la 
navegación. 

4."  Proporcionar  al  Gobierno  los  datos  y 
noticias  que  le  pidiere  y  evacuar  los  informes 
que  se  les  demandaren. 

5."  Promover  y  dirigir  exposiciones  co- 
merciales y  de  industrias  terrestres  y  marí- 
timas. 

6.°  Establecer  y  sostener  relaciones  con  las 
demás  Corporaciones  mercantiles  é  industria- 
les, asi  nacionales  como  extranjeras,  y  nom- 
brar corresponsales. 

7."  Procurar  la  uniformidad  de  los  usos  y 
prácticas  mercantiles. 

8.°  Fomentar  directa  ó  indirectamente  la 
enseñanza  comercial,  industrial  y  marítima, 
celebrando  al  efecto  conferencias  piiblicas,  pu- 
blicando Memorias,  ofreciendo  y  concediendo 
premios  en  concurso  y  fuera  de  él  á  los  auto- 
res de  obras  que  versen  sobre  algiin  ramo  del 
comercio,  de  la  industria  ó  de  la  navegación, 
y  fundando  con  sus  propios  fondos  y  dirigien- 
do establecimientos  de  enseñanza  sobre  estos 
ramos. 

9.^  Nombrar  y  separar  libremente  á  sus 
empleados ,  asignándoles  la  retribución  que 
han  de  percibir  y  las  funciones  que  han  de  des- 
empeñar. 

10.  Elegir  los  delegados  que  han  de  repre- 
sentar á  la  Cámara  cuando  se  reúnan  varias  y 
no  hayan  de  concurrir  á  la  reunión  común  to- 
dos los  miemlíTOs  de  cada  una. 

11.  Resolver  como  jurado,  y  con  arreglo  á 
las  condiciones  que  voluntariamente  establez- 
can las  partes  interesadas,  las  cuestiones  que 
los  comerciantes,  industriales  ó  nayieros  so- 
metan á  su  decisión  ' . 

12.  Resolver  las  cuestiones  que  surjan  en- 
tre los  fabricantes  y  operarios  cuando  los  unos 
y  los  otros  se  convengan  en  someterlas  á  la 
decisi(Jn  de  la  Cámara. 

1.3.  Promover  entre  los  comerciantes,  in- 
dustriales y  navieros  el  procedimiento  del  jui- 
cio de  amigables  componedores  como  el  más 
conveniente  para  la  resolución  de  las  cuestio- 
nes que  entre  ellos  surjan. 

l-t.  Ejercitar  ante  los  Tribunales  las  accio- 
nes criminales  para  la  persecución  de  los  deli- 
tos cometidos  en  perjuicio  de  los  intereses  co- 
munes del  comercio,  de  la  industria  y  de  la  na- 
vegación. 

15.  Nombrar  veedores  que  por  cuenta  de 
la  Cámara  cuiden  de  la  policía  industrial  y 
mercantil  para  poner  en  conocimiento  de  las 
autoridades  á  quienes  corresponda  los  abusos 
y  fraudes  que  se  cometan  en  perjuicio  del  co- 
mercio de  buena  fe  y  en  el  de  los  fabricantes 
y  operarios. 


*  La  idea  de  los  jurados  induMrtales  es  aniiaua  y  se 
halla  soUmnementc  formulada  en  el  art.  .5-3  de  la  ley  de. 
propiedad  industrial  de  30  Julio  1H7H, 
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16.  Y  redactar  y  publicar  auualmeute  una 
Memoria  de  sus  trabajos. 

Art.  3."  Las  Cámaras  oflciales  liabrAn  de 
ser  necesariamente  consultadas  sobre  los  pro- 
yectos de  tratados  de  comercio  y  de  navega- 
ción, reformas  de  aranceles,  creación  de  Bol- 
sas de  comercio,  y  organización  y  planes  de 
la  enseñanza  mercantil,  industrial  y  de  nave- 
gación. 

Art.  4."  No  podrán  deliberar  las  Cámaras 
oficiales  sobre  asuntos  ajenos  al  comercio,  á  la 
industria  y  á  la  navegación. 

Art.  5.°  Las  Cámaras  oficiales  pondrán  en 
conocimiento  del  g-obernador  de  la  provincia 
respectiva  y  de  la  Dirección  general  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio  su  constitución 
definitiva,  su  reglamento  interior,  y  anual- 
mente su  Junta  directiva  inmediatamente  que 
fuere  nombrada. 

Di.si'o.sicióN  GENERAL.  Eu  las  plazas  en 
que  el  comercio  y  la  industria  estuvieren  or- 
ganizados por  gremios  formarán  parte  de  la 
Cámara  oficial  los  representantes  de  cada  gre- 
mio, que  éstos  elegirán,  procurando  al  hacer 
esta  elección  que  estén  proporcionalmente  re- 
presentados los  intereses  peculiares  á  cada 
gremio. 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS 

Primera.  Podrán  constituirse  desde  luego 
Cámaras  oficiales  en  los  puertos  que  tengan 
Aduana  de  primera  clase,  y  en  las  plazas  mer- 
cantiles é  industriales  de  Madrid,  Alcoy,  Ba- 
dajoz, Burgos,  Córdoba,  Gerona,  Granada, 
Jerez,  Jaén,  Lérida,  Sabadell,  Tarrasa,  Mur- 
cia, Oviedo,  Salamanca,  Reus,  Valladolid, 
Santiago  y  Zaragoza  '. 

Segunda.  Dentro  de  los  quince  dias  si- 
guientes á  la  publicación  de  esté  decreto  eu  el 
Boletín  oficial  de  la  respectiva  provincia,  la 
autoridad  superior  administrativa  de  la  plaza 
en  que  hubiere  de  constituirse  la  Cámara 
nombrará  tina  Comisión  compuesta  de  igual 
número  de  comerciantes,  industriales  y  navie- 
ros, si  los  hubiere,  designando  entre  los  nom- 
brados los  que  han  de  ejercer  los  cargos  de 
presidente  y  secretario  de  la  Comisión,  invi- 
tándola para  que  proceda  á  la  formación  de 
la  lista  de  los  comerciantes,  indu.striales,  na- 
vieros y  capitanes  de  Marina«mercante  de  al- 
tura que  quieran  ser  miembros  de  la  Cámara, 
y  á  la  redacción  de  un  proyecto  del  reglamen- 
to interior  por  que  haya  de  regirse. 

Tercera.  Transcurrido  que  sea  un  mes,  á 
contar  desde  el  nombramiento  de  la  Comisión, 
ésta  convocará  á  los  comerciantes,  industria- 
les, navieros  y  capitanes  de  Marina  mercante 
de  altura,  que  hayan  de  pertenecer  á  la  Cá- 
mara, á  una  Asamblea  general.  Eu  ella  se 
discutirá  el  proyecto  de  reglamento  interior, 
que  se  aprobará  con  las  enmiendas,  reformas 
ó  adiciones  que  en  él  acordare  hacer  la  Asam- 


1  El  día  28  de  Mayo  de  ISSfí  quedó  constituida  con  504 
asociados  la  Cámara  ojtcinl  de  Comercio,  Industria  y 
Navegación  de  la  villa  de  Bilbao;  y  noticioso  de  ello  el 
Gobierno,  se  hizo  público  el  affrado  con  que  S.  M.  habia 
visto  tan  activa  gestión,  y  la  esperanza  que  abriga  de  que 
los  individuos  que  forman  la  Cámara  manifestarán  en 
lo  sucesivo  igual  celo,  inteligencia  y  laboriosidad.  (R,  O, 
14  Junio  isitf.— Gao.  18  ido 


blea  general,  y  se  nombrarán  los  individuos 
de  la  Junta  directiva,  cuya  elección  corres- 
ponde á  la  misma.  Inmediatamente  después 
las  Secciones,  si  las  tuviere  la  Cámara,  nom- 
brarán los  vocales  de  dicha  Junta. 

Cuarta.  En  las  plazas  en  que  el  comercio 
y  la  industria  se  hallasen  organizados  eug're- 
mios,  la  autoridad  superior  administrativa  en- 
comendará á  los  presidentes  de  los  mismos  y  á 
alg'unos  de  los  comerciantes,  industriales,  na- 
vieros ó  capitanes  de  la  Marina  mercante  de 
altura,  si  los  hubiere  no  agremiados,  las  fun- 
ciones mencionadas  en  la  disposición  anterior. 

Quinta.  El  Ministro  de  Fomento  dictará 
las  disposiciones  necesarias  para  el  cumpli- 
miento de  este  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  9  de  Abril  de  18SG.— Ma- 
ría Cristina. — El  Ministro  de  Fomento,  Euge- 
nio Montero  Ríos.»  (Gac.  12  Abril.) 

E.  D.  19  Noviembre  1886. 
Cámaras  de  Comercio  en  Ultramar. 

«Articulo  1."  Las  asociaciones  de  carácter 
permanente  que  en  las  provincias  de  Ultramar 
funden  los  comerciantes,  industriales,  navie- 
ros y  capitanes  de  la  Marina  mercante  de  al- 
tura, se  considerarán...  (Sig'ue  como  el  art.  1." 
del  R.  D.  de  9  de  Abril  que  dejamos  inserto, 
sin  más  diferencias  que  las  sig'uientes:  La  base 
priviera  atribuye  al  Ministro  de  Ultramar  la 
designación  de  las  plazas.  La  cuarta  contie- 
ne un  nuevo  inciso,  que  dice:  «Para  los  casos 
en  que  los  vocales  de  la  .Tunta  directiva  no 
puedan  asistir  á  sus  reuniones,  se  agregará  á 
aquéllos  cierto  niimero  de  suplentes,  cuya  de- 
signación, asi  como  la  forma  de  ejercer  sus 
funciones,  determinará  el  reglamento  ante- 
rior.» En  la  base  .sexta  el  segundo  punto,  des- 
))ués  de  vocales,  dice  y  .suplentes.  La  redacción 
de  la  novena  está  algo  alterada,  y  además  se 
exige  en  ella  la  aprobación  del  reg'lamento 
por  el  gobernador  general.) 

Art.  2.°  (Adiciona  el  texto  del  de  la  Penín- 
sula con  las  siguientes  palabras:  «de  la  cual 
deberán  remitir  ejemplares  al  Gobierno  gene- 
ral que  corresponda,  para  que  éste  á  su  vez 
envíe  dos  al  Ministerio  de  Ultramar».) 

Art.  3.°  (Añade  al  texto  del  peninsular 
estas  palabras:  «á  no  ser  que  altas  considera- 
ciones ó  la  premura  deltiempo  lo  impidieren».) 

Art.  4.°  «Las  Cámaras  oficiales  estableci- 
das eu  las  provincias  de  Ultramar,  para  diri- 
girse al  Gobierno  deberán  hacerlo  por  conduc- 
to del  gobernador  general  de  las  mismas.» 

Art.  5."  (Es  el  4."  de  la  Península,  pero 
adicionado  con  este  punto:)  «Cuando  el  gober- 
nador general  respectivo  entendiera  que  en 
algún  caso  se  contradecía  este  precepto,  queda 
facultado  [lara  nombrar  un  representante  de 
su  autoridad  que  asistirá  á  las  sesiones  y  de-' 
clarará  disuelta  la  reunión  en  que  se  trate  da 
cuestiones  ajenas  á  los  peculiares  y  exclusivos 
fines  de  la  asociación.» 

Art.  6."  (Sustancialmente  conforme  con 
el  5.°  del  R.  D.  de  9  de  Abril.) 

Disposición  general.  (Reproduce  á  la  letra  la 
del  citado  Real  decreto.) 

^ftlSPOSIUIONBS  TRANSITORIAS.       1.^       (Confil"- 

ma'el  establecimiento  de  la  Cámara  de  Comer- 
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cío  de  la  Habana  autorizada  por  R.  O.  de  21 
de  Octubre  último,  y  autoriza  la  creación  de 
otras  eu  Santiafío  de  Cuba,  San  Juan  de  Puer- 
to Rico,  Ponce  y  Manila.) 

2.'^  á  5."''  (Concuerdan  .sustancialniente  con 
las  del  R.  D.  de  !)  de  Abril,  imponiendo  natu- 
ralmente al  Ministro  de  Ultramar  la  oblig'a- 
ción  de  dictar  las  disposiciones  para  el  cum- 
plimiento de  lo  mandado.) 

Dado  en  Palacio  A  11»  do  Noviembre  do  18S6. 
Maria  Cristina.  — El  Ministro  de  Ultramar, 
Víctor  Balaguer.»  (C.  L.,  t.  137,  p.  1.013.) 

E.  O.  29  Noviembre  1886. 

Pueden  ser  miembros  de  una  Cámara  los  apoderados 

ó  representantes  de  otras. 

(FoM.)  «...El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Reg-eute  del  Reino,  ha  tenido  á 
bien  declarar  que  la  base  2.^  del  art.  1."  del 
E.  D.  de  9  de  Abril  último  se  entienda  en  el 
sentido  de  que  puedan  ser  miembros  de  las 
Cámaras  de  Comercio,  Industria  y  Xaveg'a- 
ción  los  representantes  ó  apoderados  consti- 
tuidos por  medio  do  poder  en  forma  de  em- 
presas ó  sociedades  domiciliadas  en  territorio 
de  otra  Cilmara  que  sean  españolas  y  vengan 
pag'ando  contribución  en  los  cinco  años  ante- 
riores, cuando  aquella  representaeióu  hnl)iere 
sido  permanente  en  la  misma  localidad  duran- 
te igual  tiempo.»  (R.  O.  29  Noviembre  188G.— 
Gac.  4  Diciembre.) 

E.  O.  25  Enero  1887. 

Aptitud  de  los  corredores  de  comercio  y  cotisignataríos 
de  buqiíes. 

(FoM.)  «...Ha  llegado  A  noticia  de  este  Mi- 
uisterio  que  alg'unas  Cámaras  do  Comercio, 
Industria  y  Navegación  dudan  acerca  de  la 
aptitud  de  los  corredores  de  comercio  y  de  los 
consignatarios  de  buques  para  pertenecer  á 
las  mismas,  y...  El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  ser- 
vido declaiar  que  los  corredores  de  comercio 
y  los  consignatarios  de  buques  puedeu  formar 
parte  de  las  Cámaras  de  Comercio,  siempre 
que  reúnan  las  demás  condiciones  señaladas 
en  el  R.  D.  de  9  de  Abril  de  1S85.»  (R.  O.  25 
Enero  1887.— Gac.  del  28.) 

E.  O.  29  Enero  1.987. 

Los  comerciantes  extranjeros  pueden  formar  parte  de 

estas  asociaciones  *. 

(FoM.)  «...El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  eu  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido 
autorizar  al  Ministerio  de  Fomento  para  que 
conceda  á  los  comerciantes  é  iudu.striales  ex- 
tranjeros que  lo  soliciten  el  ingreso  eu  las  Cá- 
niaras  de  Comercio,  siempre  que  lleven  diez 
años  de  residencia  en  España,  pagando  coii- 
trílnición,  y  sin  que  su  número  exceda  nunca 
de  la  décima  parte  de  la  totalidad  de  los  aso- 
ciados de  cada  una  de  esta  clase  do  Corpora- 
cioties.— De  Real  ordeu,  etc.— Madrid  29  de 
Enero  de  1887  ^»  (Gac.  6  Febrero.) 


•  Esta  Real  orden  se  hc^  hecho  extensiva  á  Ultramar 
por  ¡rt  de  i'S  de.  Noviembre  de  1888.  (Apéndice,  p.  721.) 

=  Esta  Itetil  orden  se  ha  hecho  extensiva  d  las  provin- 
cias de  Viiha  II  l'ui'.rto  Rico  por  otra  de  S8  de  Noviembre 
de  Jsaa.  (Gac.  3  Diciembre.) 


E.  O.  11  Marzo   1887. 

Qne  puedan  ingresar  en  las  Cámaras  los  profesores 

mercantiles  . 

(PoM.)  Exti-acto.—Sa  atiende  la  solicitud 
hecha  por  la  Asociación  de  profesores  mercan- 
tiles de  Madrid,  teniendo  en  cuenta  su  aptitud 
para  cooperar  á  los  trabajos  propios  de  las 
precitadas  Corporaciones,  y  de  conformidad 
con  ella,  «el  Rey...  se  ha  servido  disponer  que 
los  profesores  mercantiles  que  se  hallen  eu  po- 
sesión del  titulo  oficial  con  cinco  años  de  an- 
telación, pueden  ingresar  en  las  Cámaras  de 
Comercio.»  (Gac.  17  Marzo.) 

E.  O.  10  Abril  1888. 
Sobre  aptitud  de  los  agentes  de  cambio  y  Bolsa  para  for- 
mar parte  de  estas  Corporaciones  y  sobre  elección  de 
cargos  de  la  Junta  directiva  de  las  mismas. 

(FoM.)  «limo.  Sr.:  En  vista  de  la  exposi- 
ción elevada  por  la  Cámara  de  Comercio  de 
Madrid  de  15  de  Marzo  próximo  pasado... 

Considerando  que  declarado  el  derecho  de 
los  corredores  de  Comercio  para  ingresar  en 
las  referidas  Cámaras,  por  la  R.  O.  de  21  de 
Enero  de  1887  \  quedó  también  implicitamen- 
to  reconocido  el  de  los  ag'ontcs  de  cambio  y 
Bolsa...  Considerando  que  lo  segundo  que  se 
pretende  es  lo  mismo  establecido  en  el  Real 
decreto  de  9  de  Abril  de  18iS(j  respecto  á  la 
elección  de  los  individuos  que  forman  las  Jun- 
tas directivas  de  esta  clase  de  Corporaciones, 
y,  por  consiguiente,  sólo  hay  que  atenerse  á 
lo  dispuesto: — Considerando  que  la  ¡¡rovisióu 
de  los  carg'os  de  vocales  de  la  Junta  directiva, 
con  arreglo  á  la  recta  interpretación  de  las 
liases  5."  y  6."  del  mencionado  Real  decreto, 
habrá  de  recaer  entre  los  individuos  que  se 
hallen  en  la  mitad  superior  de  la  escala  de 
contribuyentes  al  Estado  de  su  respectiva 
Sección,  aunque  no  figuren  con  la  misma  cir- 
cunstancia en  cuanto  á  la  escala  general  de 
todos  los  asociados,  pero  que;  sería  variar 
esencialmente  la  legislación  del  ramo  estable- 
cer como  aclaración  que  dichos  nombramien- 
tos pudieran  hacerse  sin  limitaciones  de  niu- 
g'una  clase: — Considerando  que  de  no  existir 
en  alg'una  Sección  niimero  bastante  de  indivi- 
duos en  la  mitad  superior  de  la  escala  de  con- 
tribución en  que  pueda  recaer  la  elección  de 
vocales  de  la  misma,  atemperándose  ahespíri- 
tu  del  expresado  Real  decreto,  y  en  analogía 
á  lo  que  está  determinado  relativamente  á  los 
pilotos,  del)erá  atenderse  al  ord(ni  de  antig'üe- 
dad  ()ue  tengan  dentro  de  la  Cámara; 

El  Rey  ((.¿.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  disponer  que 
los  agentes  de  cambio  y  Bolsa  tienen  derecho 
al  ingreso  en  las  Cámaras  oficiales  de  Comer- 
cio, Industria  y  Naveg-aeión;  que  para  la  elec- 
ción de  los  carg-os  de  presidente,  vicepresiden- 
te, tesorero,  contador  y  secretario  g'oneral  de 
la  Junta  directiva  de  estas  Corporaciones, 
siga  observándose  lo  prevenido  por  el  Real 
decreto  de  9  de  Abril  de  1886,  y  que  la  desig- 
nación de  los  vocales  nombrados  por  las  Sec- 
ciones deíjo  hacerse  entre  los  comerciantes, 
industriales  y  navieros  que  figuren  en  la  mi- 


*    Quiere  aludirse,  sin  duda,  d  la  de  S5  de  Enero  de  1887 
que  dejamos  inserta. 
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tad  superior  de  la  escala  de  contribuyentes  de 
su  respectiva  Sección,  y  que  cuando  no  haya 
niunero  bastante  de  ellos  que  reúnan  esta  cir- 
cunstancia, recaiga  la  eleccióu  entre  los  de 
mayor  antigüedad.»  (R.  O.  10  Abril  1888. — 
Gac.  del  19.) 

K.  O.  28  Noviembre  1888. 
Sobre  elección  de  los  profesores  mercantiles  para  las  Jun- 
tas directicas  de  las  Cámaras  de  Comercio. 

(FOM.)  «limo.  Sr.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
y  en  su  nombre  la  Reina  Reg'ente  del  Reino, 
en  vista  de  la  solicitud  presentada  por  la  Aso- 
ciación de  profesores  mercantiles  de  esta  cor- 
te, pidiendo  se  les  reconozca  A  los  que  seau 
miembros  de  una  Cámara  de  Comercio  el  dere- 
cho á  poder  ser  eleg-idos  para  los  carg'os  de  la 
Junta  directiva  de  la  misma,  y  considerando 
atendibles  las  razones  en  que  fundan  su  pre- 
tensión, se  h.i  servido  acceder  i\  que  los  profe- 
sores mercantiles  cjue  reúnan  las  condiciones 
legales  para  formar  parte  de  las  Cámaras  de 
Comercio  y  se  encuentren  en  las  análogas  á 
las  de  los  capitanes  de  buque  á  que  se  refiere 
la  base  quinta  del  art.  I.»  del  R.  D.  de  9  de 
Abril  de  1886,  puedan  ser  elegidos  para  los 
cargos  directivos  mencionados.»  (R.  O.  28  No- 
viembre 1888. — Gac.  2  Dicieinbre.) 

E.  O.  28  Octubre  1889. 

Disposiciones  encaminadas   á   robustecer  y   afírjnar  la 

autoridad  de  tan  importantes  institutos  en  Ultramar. 

(Ui.TRAMAR.)  (Encarece  el  Ministro  la  nece- 
sidad de  realzar  el  prestigio  y  autoridad  de 
las  Cámaras  de  Comercio  de  Ultramar,  y  dice 
que  á  comunicarlas  más  y  más  importancia  se 
dirigen  los  propósitos  del  Gobierno,  y  luego 
añade:) 

«La  lectura  de  las  Memorias  anuales  hasta 
la  fecha  redactadas  por  las  Cámaras  de  Ultra- 
mar, revela  que  impulsadas  todas  ellas  por  un 
celo  altamente  plausible,  han  desplegado  en 
sus  trabajos  grande  actividad,  ya  facilitando 
á  los  Centros  administrativos  luminosos  infor- 
mes, ya  acudiendo  á  las  autoridades  siiperio- 
res  en  demanda  de  las  disposiciones  y  refor- 
mas á  su  juicio  convenientes.  Mas  si  en  la  ma- 
yoría de  los  casos  esos  informes  y  demandas 
han  sido  tomados  en  consideración  y  han  dado 
lugar  á  proutas  y  acertadas  resoluciones,  ha 
habido  también  alg'uuas  ocasiones  en  que  han 
sido  estériles,  sin  que  hasta  la  fecha  las  Cor- 
poraciones citadas  conozcan  el  resultado  de 
sus  consultas  y  peticiones.  Para  evitar  esto 
último,  espero  que  V.  E.  se  sirva  disponer  que 
la  Secretaria  de  ese  Gobierno  general  revise 
cuidadosamente  las  Memorias  anuales  que  las 
Cámaras  de  Comercio  eleven  en  lo  sucesivo  á 
su  autoridad,  y  que  tomando  nota  de  los  asun- 
tos en  que  aquellas  Corporaciones  hayan  in- 
tervenido y  de  las  reformas  que  hayan  inicia- 
do y  estén  todavía  sin  resolver,  sé  dirijan  á 
los  Centros  correspondientes  los  oportunos 
recordatorios,  para  el  más  pronto  despacho  de 
los  expedientes  respectivos.»  (R.  O.  28  Octu- 
bre 18H9. —  Gac.  1.°  Noviembre.) 

Ley  26  Junio  1890. 

Es  la  de  sufragio  universal,  inserta  en  Elec- 
ciones. Según  los  arts.  2-ty  siguientes,  tienen 
el  concepto  de  Colegios  especiales  las  Cáma- 


ras de  Comercio,  industriales  y  agrícolas,  pu- 
diendo  elegir  im  diputado  por  cada  ó. 000  elec- 
tores. 

CAMARILLA.  Diminutivo  de  la  palabra  Cá- 
mara, con  la  que  se  expresa  la  idea  de  un 
conjunto  de  personas  que  constituyen  el  Con- 
sejo privado,  familiar  y  anticonstitucional  de 
un  Monarca.  Mr.  Block,  en  su  «.Dictionaire 
general  de  la  politiquea ,  dice  que  esta  pala- 
bra, que  ha  tomado  en  Francia  y  en  otros  paí- 
ses carta  de  naturaleza,  es  de  origen  español, 
y  se  aplica  á  las  influencias  extraconstitucio- 
uales  ú  ocultas  que  se  ejercen  sobre  el  Sobe- 
rano, y  en  los  Gobiernos  absolutos  sobre  los 
neg'ocios  piiblicos;  y  añade  que  no  tiene  nece- 
sidad de  advertir  que  su  acepción  tiene  un 
sentido  irónico  y  malicioso,  equivalente  á  fa- 
voritismo. 

CAMBIO.  Trueque  ó  permuta  de  una  mone- 
da por  otra.  Giro  de  una  plaza  sobre  otra  por 
medio  de  letras  de  cambio. — V.  Código  de 
Comercio:  Letra  de  cambio:  Moneda:  Per- 
muta. 

CAMINO.  Vía:  carretera:  vereda:  calzada. 
Faja  de  tierra  hollada  para  facilitar  ei  tránsi- 
to de  un  punto  á  otro. 

Hay  caminos  ordinarios  y  ferrocarriles.  Los 
caminos  ordinarios  ó  cari-eteras  se  dividen, 
según  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857,  en  vías 
de  servicio  público  y  en  vías  de  servicio  par- 
ticular. 

Todas  las  vías  de  servicio  piiblico  conocidas 
antes  con  la  denominación  vulg'ar  de  camino.'i 
reales,  y  después,  algunas  mejor  construidas, 
con  la  de  calzadas,  se  conocen  hoy  indistin- 
tamente, conforme  á  la  ley  citada  y  á  la  de  4 
de  Mayo  de  1877,  con  el  nombre  de  carreteras, 
en  que  se  comprenden,  seg'ún  su  naturaleza, 
todos  los  caminos  de  servicio  público,  inclusos 
los  vecinales. 

Aunque  los  caminos,  lo  mismo  que  los  puen- 
tes, los  canales,  los  puertos  de  mar,  etc.,  se 
comprenden  en  la  denominación  genérica  de 
Obras  pítelicas,  cuyo  artículo  será  neces.a- 
rio  consultar,  nos  ha  parecido  conveniente  di- 
vidir toda  la  legislación  sobre  caminos  públi- 
cos, en  tres  grandes  grupos  ó  artículos,  para 
comprender  en  uno  los  caminos  vecinales,  en 
otro  las  carreteras  generales  y  en  el  otro  los 
ferrocarriles.— V.  Caminos  vecinales:  Carre- 
teras: Ferrocarriles. 

CAMINOS  DE  SERVICIO  PARTICULAR:  CAMINOS 
RURALES.  Una  simple  indicación  Ijasta  aquí 
á  nuestro  objeto.  Los  particulares  pueden 
construir  caminos  ó  carreteras  para  su  serví-  ■ 
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cío  ó  el  de  sus  edificios,  haciendas,  etcétera,  y 
esto  no  sólo  en  terrenos  propios  ó  dentro  de 
sus  mismas  propiedades,  sino  también  pasan- 
do por  terrenos  ajenos,  sujetAndose  en  este 
caso  á  lo  prescrito  en  los  arts.  25  al  29  de  la 
ley  de  22  de  Julio  de  1857,  que  se  inserta  en 
Carreteras. 

En  la  clasificación  de  caminos  de  servicio 
particular  no  pueden  menos  de  comprenderse 
los  caminos  rurales,  ya  sean  conocidos  de  an- 
tig'uo,  ya  se  construyan  de  nuevo,  ya  enlacen 
ó  no  por  todos  sus  extremos  con  caminos  pú- 
blicos, ya  sean  propiedad  de  un  solo  particu- 
lar, ó  de  varios,  ó  de  todos  los  habitantes  de 
un  pueblo  ó  de  una  comarca,  ó  de  todos  los 
dueños  ó  partícipes  de  los  aprovechamientos 
de  una  ó  más  fincas. 

La  ley  municipal  de  1877,  lo  mismo  que  las 
que  la  han  procedido,  ha  atribuido  á  los  Ayun- 
tamientos el  cuidado  de  todo  lo  concerniente 
á  la  policía  rural;  estableciendo  que  los  Ayun- 
tamientos cuidarán  de  los  caminos  rurales  y 
obligarán  á  los  interesados  en  los  mismos  á  su 
reparación  y  conservación.  Esto,  por  supues- 
to, no  deberá  entenderse  respecto  de  los  ca- 
minos rurales  que  sean  de  propiedad  particu- 
lar, sino  de  los  de  servidumbre,  como  los  de 
un  pago  ó  término  cualquiera. 
.  El  buen  sentido  basta  muchas  veces  para 
determinar  la  naturaleza  de  un  camino,  á  fal- 
ta de  títulos  ó  documentos  que  la  pong'an  en 
claro;  y  los  Ayuntamientos,  desplegando  el 
mismo  celo  que  los  particulai-es ,  deben,  con 
bien  meditadas  providencias,  procurar  que  los 
caminos  rurales  ó  del  servicio  particular  de 
sus  términos  ó  montes  no  lleguen  á  confun- 
dirse con  los  vecinales  ó  públicos.  Esto  inte- 
resa, más  de  lo  que  á  pi;imera  vista  parece,  á 
los  pueblos,  por  razones  que  son  fáciles  de 
comprender.  — V.  Ayuntamientos:  Caminos 
VECiNALE.s:  Deslinde:  Prestación  personal 
y  Servidumbre  de  paso. 

CAMINOS  VECINALES.  Esta  denominación, 
que  se  adapta  perfectamente  á  los  caminos  ru- 
rales destinados  no  á  comunicarse  dos  ó  más 
pueblos,  sino  al  servicio  particular  de  los  ve- 
cinos de  un  pueblo  para  sus  haciendas  ó  tér- 
minos ó  montes,  se  dio  con  mucha  impropie- 
dad por  el  R.  D.  de  7  de  Abril  de  1848,  por  la 
ley  de  28  de  Abril  de  1849  y  por  la  de  4  de  Ma- 
yo de  1877,  á  todos  los  caminos  públicos  no 
comprendidos  en  las  clases  de  carreteras  na- 
cionales y  provinciales,  y  que  por  lo  tanto  sólo 
son  de  interés  inmediato  de  uno  ó  más  pue- 
blos. 


Conforme  al  art.  1.°  del  R.  D.  de  1.°  de  Abril 
de  1848,  los  caminos  vecinales  se  denomina- 
ban de  primero  ó  de  segundo  orden,  según 
la  clasificación  que  de  ellos  se  hiciese  por  los 
jefes  políticos,  hoy  gobei-nadores,  en  la  for- 
ma allí  establecida.  Los  caminos  clasificados 
como  de  segundo  orden  se  pusieron  exclusi- 
vamente á  cargo  de  los  pueblos  cuyos  tér- 
minos atravesaban,  y  para  los  de  primer  or- 
den era  lo  regular  que  se-concedierau  avixi- 
lios  de  los  fondos  provinciales,  debiendo  de- 
cidii-se  las  cuestiones  que  se  suscitasen  sobre 
el  particular  entre  los  pueblos,  en  la  forma 
que  establecen  el  art.  8."  de  la  ley  de  1849  y 
la  disposición  2.-''  de  la  R.  O.  de  10  de  Sep- 
tiembre de  1849. 

La  clasificación  dependía,  en  último  térmi- 
no, de  la  mayor  ó  menor  frecuencia  del  trán- 
sito, pues  los  de  segundo  orden  podían  inte- 
resar á  más  de  un  pueblo.  Los  de  primero  in- 
teresaban á  varios  á  un  tiempo  y  eran  de  trán- 
sito activo  y  frecuente. 

La  ley  de  22  de  Julio  de  1857,  prescindiendo, 
y  con  mucho  fundamento,  de  la  denominación 
de  caminos  vecinales,  clasificó  estas  vías  como 
carreteras  de  tercer  orden  y  las  puso,  como 
era  consiguiente,  á  cargo  del  Estado.  La  |de 
14  de  Noviembre  de  1868,  descentralizadora 
en  esta  materia,  dejó  al  cuidado  exclusivo  de 
los  Ayuntamientos  el  proyectar,  construir  y 
explotar  obras  públicas  de  su  interés.  Y  la  de 
29  de  Diciembre  de  1876  estableció,  por  úl- 
timo, un  sistema  mixto  (al  que  obedecen  la 
ley  de  4  de  Mayo  de  1877  y  su  reg'lamento),  de- 
jando á  los  Ayuntamientos  que  formen  los  pla- 
nes de  las  obras  cjue  hayan  de  ser  de  su  car- 
go, sin  perjuicio  de  someterlos  á  la  aprobación 
del  gobernador  y  á  la  inspección  del  Gobier- 
no. Por  las  disposiciones  citadas  de  1848  y 
1849,  trató  el  Gobierno  de  atender  cuanto  era 
dable  á  la  construcción  y  mejora  de  estas  im- 
portantes vías  de  comunicación,  facilitando  á 
los  Ayuntamientos,  entre  otros  medios,  el  in- 
agotable recurso  de  la  prestación  personal, 
poco  g'ravoso  cuando  se  distribuye  bien  y  se 
admite  la  conversión  á  metálico,  y  con  el  que, 
á  uo  dudarlo,  si  hubiera  habido  un  poco  más 
de  iniciativa  y  celo  por  parte  del  Gobierno  ó 
de  las  Diputaciones  provinciales,  se  habría 
conseguido  el  laudable  propósito  del  ilustrado 
Ministro  de  aquella  época,  Sr.  Bravo  Murillo, 
y  tendríamos  hoy  más  y  mejores  caminos  que 
cruzasen  en  todas  direcciones  nuestro  suelo  y 
confluyesen  á  las  grandes  carreteras,  á  los 
centros  de  consumo  v  á  los  caminos  de  hierro. 


lf'8 


CAMINOS -CAMPANAS  DE  LAS  IGLESIAS. 


No  se  ha  hecho  asi  y  se  ha  dado  el  espectáculo 
de  teuer  construidas  y  en  explotación  grandes 
lincas  férreas  que  tan  inmensos  sacrificios  han 
impuesto  al  pais,  cuando  todavía  carecemos  de 
las  más  necesarias  carreteras  transversales  y 
de  otras  de  comarcas  y  de  pequeñas  travesías, 
ó  vecinales,  que  enlacen  entre  si  unas  con 
otras  y  los  puntos  productores  con  los  de  mer- 
cado ó  de  consumo;  viniendo  de  este  modo  á 
ser  estériles  en  g-rau  parte  los  beneficios  que 
nos  prometíamos  y  que  de  lleno  pudiéramos 
ya  obtener  de  los  caminos  de  hierro,  si  á  la 
vez  que  las  comunicaciones  interiores,  hubie- 
ran progresado  también  proporcionalmente 
nuestra  agricultura  y  nuestra  industria. 

Es  desgracia  para  el  país  que  se  haya  mira- 
do por  todos  con  tanto  desdén  asunto  tan  vi- 
tal; porque  los  males  que  traen  consigo  los 
errores  como  el  que  lamentamos,  son  de  gran- 
de transcendencia  y  se  dejan  sentir  por  mu- 
cho tiempo,  aun  dedicándose  después  con  per- 
severancia y  celo  á  ponerles  correctivo,  como 
parece  que  se  ha  querido  hacer  por  muchas 
Diputaciones  provinciales,  que  estos  últimos 
años  han  dado  gran  impulso  á  la  construcción 
de  las  carreteras. 

Conforme  al  art.  6.°  de  la  repetida  ley  de 
1877,  corren  éstas  á  cargo  del  Estado  cuando 
son  de  tercer  orden;  y  al  de  la  provincia  cuan- 
do se  incluyen  en  el  plan  de  la  m.isma,  á  tenor 
del  art.  2.ó.  Fuera  de  estos  casos,  son  de 
cuenta  de  los  Municipios,  que  forman  los  pla- 
nes de  las  que  deben  ejecutar,  clasificándolas 
por  el  orden  de  su  respectiva  preferencia,  y 
presentan  los  proyectos  á  la  aprobación  del 
gobernador  ó  del  Ministerio  de  Fomento  en 
su  caso,  sujetándose  á  la  inspección  del  inge- 
niero jefe  de  la  provincia. 

Los  trabajos  de  conservación  y  reparación 
de  los  caminos  se  llevan  á  cabo  sin  más  limi- 
tación que  la  de  ajustarse  á  los  créditos  pre- 
supuestos para  las  obras,  y  los  Ayuntamientos 
pueden  establecer  arbitrios  por  el  uso  de  los 
caminos  ejecutados  por  su  cuenta.  Los  cami- 
nos vecinales  pueden  también  ejecutarse  por 
individuos  ó  empresas  particulares,  y  auxiliar 
su  ejecución  las  Diputaciones  provincialesres- 
pectivas.  (Arts.  3tí  á  4:6  y  52  de  la  ley  de  4  de 
Mayo  de  1877;  45  á  57,  58  y  62  del  reglamento 
para  su  ejecución;  6.°,  44  á  51,  52  y  siguien- 
tes de  la  ley  de  Obras  públicas  de  13  de  Abril 
del  mismo  año,  y  91  á  121  del  reg'lamento  para 
su  ejecución.) 

El  Cód.  civil  dice  que  son  bienes  de  uso  pú- 
blico en  las  provincias  y  pueblos  los  caminos 


provinciales  y  los  vecinales,  lo  cual  indica  que 
bajo  esta  última  denominación  comprende  el 
legislador  aquellos  que  huj  en  un  término 
municipal  para  el  uso  del  vecindario  (articu- 
lo 344).  Los  caminos  destinados  al  público  son 
de  dominio  piíblieo  (art.  339). 

—V.   Carreteras:  Obras  públicas. 

CAMINOS  DE  HIERRO.     V.  Ferrocarriles. 

CAMPANAS  DE  LAS  IGLESIAS.  Es  la  campa- 
na un  instrumento  cóncavo  que  se  destina  en 
los  templos  para  advertir  al  pueblo  cuando  se 
celebran  los  Divinos  Oficios.  De  aquí  que  se 
tome  también  la  voz  campana  por  la  iglesia  ó 
parroquia.  En  Moreri  y  Cantú,  hablando  de 
su  origen  y  antigüedad,  leemos  que  no  hay 
testimonio  de  que  se  hayan  usado  en  las  igle- 
sias para  llamar  al  pueblo  antes  del  tiempo  de 
San  Paulino,  que  estableció  este  uso  en  Ñola. 
Para  usos  profanos  se  sirvieron  de  ellas  los 
antig'uos  antes  de  dicha  época;  y  en  Roma  las 
había  para  indicar  la  hora  del  baño,  lo  cual 
confirma  Marcial  en  sus  epigramas,  cuando 
dice:  Redde pilam  sonant  ms  thennarum,  cos- 
tumbre que  se  conserva  entre  nosotros,  prin- 
cipalmente en  las  aldeas  y  pequeñas  villas 
donde  se  usan  para  llamar  á  Concejo,  para  los 
públicos  remates,  para  indicar  la  hora  de  me- 
dio día  á  fin  de  que  las  gentes  del  campo  de- 
jen el  trabajo;  y  hasta  en  las  mismas  ciudades^ 
también,  como  señal  de  incendio,  de  piiblico 
regocijo,  etc.,  etc. 

Una  cuestión  importante. 

¿A  quién  pertenecen  la  propiedad  y  el  uso 
de  las  campanas  parroquiales,  costeadas,  en 
parte,  por  los  propios  del  pueblo  y  fieles  de  la 
parroquia?  ¿Podrán  los  alcaldes,  en  este  caso, 
disponer  de  ellas  para  usos  de  utilidad  y  con- 
veniencia piiblica?  A  esta  pi-egunta ,  que  es 
una  de  las  muchas  que  sobre  asuntos  adminis- 
trativos se  nos  han  hecho,  contestamos  en  1856 
que,  aunque  los  propios  de  un  pueblo  y  los 
fieles  de  la  parroquia  hayan  contribuido  á  cos- 
tear las  campanas  de  una  iglesia,  no  por  eso 
debe  deducirse  que  la  propiedad  de  dichas 
campanas  sea  del  Concejo;  porque  por  la  ben- 
dición ó  consagración  episcopal  que  reciben  y 
por  el  servicio  á  que  principalmente  están  des- 
tinadas, son  cosas  eclesiásticas.  Y  añadíamos: 
que  respecto  al  particular  de  neg'arse  el  pá- 
rroco á  que  las  campanas,  según  antigua  cos- 
tumbre, se  empleen  en  otros  usos  piiblicos,  ta- 
les como  anunciar  la  hora  de  empezar  ó  dejar 
el  trabajo  la  gente  del  campo,  avisar  para  los 
remates  de  propios  y  arbitrios,  hacer  la  señal 
de  incendios,  robos,  etc.,  etc.,  la  oposición  de 
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ose  párroco  nos  parecía  infundada.  La  prácti- 
ca general  asi  lo  tiene  recibido  en  nuestras 
villas  desde  muy  aiitig'uo;  y  cuando  esta  cos- 
tumbre se  tunda  además  eu  haber  costeado  las 
campanas  en  todo  ó  en  parte,  y  no  ha  sido  con- 
tradicha en  su  orig'en  por  el  obispo,  ha  llega- 
do á  constituir  derecho.  Y  al  expresarnos  asi 
añadíamos,  porque  la  naturaleza  del  caso  asi 
lo  exigía,  que  eu  caso  urgente  no  tiene  el  al- 
calde necesidad  de  acudir  al  prelado  para  exi- 
gir la  llave  de  la  torre;  que  si  el  párroco  se 
resiste  á  su  entrega,  cuando  se  le  pida  atenta 
y  cortesmente  por  aquella  autoridad,  siendo 
para  usos  de  costumbre  ó  por  motivos  lícitos, 
deberá  ordenarle  la  entrega  bajo  apercibi- 
miento de  proceder  contra  él  como  desobedien- 
te á  la  autoridad  pública. 

A  propósito  de  esto,  no  queremos  dejar  de 
insertar  en  este  lugar  un  importante  documen- 
to que  copia  el  abate  Andrés  en  su  Dicciona- 
rio, y  cuyo  conocimiento  puede  ser  provecho- 
so para  formar  juicio  sobre  el  asunto  y  resol- 
ver casos  dudosos.  Es  una  decisión  de  la  Cá- 
mara de  diputados  de  Francia  de  17  de  Julio 
de  1837,  que  dice  así  *: 

«Considerando  que  el  destino  de  las  campa- 
nas  de  las  iglesias  se  ha  tenido  siempre  como 
esencialmente  religioso,  y  que  para  resolver 
las  dificultades  que  ocurren  entre  la  autoridad 
eclesiástica  y  municipal  con  motivo  del  toque 
de  las  campanas,  conviene  establecer  desde 
luego  cuál  era  la  antigua  jurisprudencia  en 
esta  materia,  que  ha  sido  la  siguiente:  Que 
siempre  han  sido  consagradas  con  una  bendi- 
ción solemne,  y  con  ceremonias  y  oraciones 
que  manifiestan  su  destino  especial  al  servicio 
divino.  Que  el  art.  32  de  la  Ordenanza  de  Blois 
y  el  'ó."  de  la  de  Melún,  comprenden  las  cam- 
panas entre  las  co«as  necesarias  para  la  cele- 
bración del  servicio  divino,  y  encarg-an  A  los 
obispos  cuiden  en  sus  visitas  que  estén  provis- 
tas de  ellas  las  iglesias.  Que  habiendo  prohi- 
bido muchos  Concilios  el  emplearlas  en  usos 
profanos,  so  ha  seguido  constantemente  esta 
regla,  salvo  las  excepciones  en  que  la  necesi- 
dad ó  la  conveniencia  las  hacía  necesarias. 
Que  es  suficiente  citar  el  decreto  del  Parlamen- 
to de  Paris  de  29  de  Julio  de  1784,  cuyas  pa- 
labras son  las  siguientes:  «Mandamos  que  no 
•podrán  tocarse  las  ran?pfmrt.s  sino  en  los  varios 

•  oficios  de  la  Iglesia,  misas  y  oraciones,  seg'iih 
»los  usos  yritos  de  la  diócesis;  mandamos  ade- 
»más  que  eu  los  casos  extraordinarios  que 
«puedan  exigir  un  toque  particular,  no  se  eje- 
«cutará  éste  sin  haber  avisado  al  cura  y  haber- 
»le  manifestado  los  motivos,  bajo  la  pena  de 
«veinte  libras  de  multa  á  cada  uno  de  los  con- 

•  traveutores.»  Que  según  la  antigua  legisla- 


*  No  hemos  encontrado  este  documento  en  varias  obras 
francesas  de  Derecho  admmistrativo,  ni  en  el  Bnlletlii. 
des  lois  et  ortlennances,  que  ha  ptihlicado  Mr.  Paul 
Bupont, 


ción,  las  c<t»t])anas  de  las  ig'lesias  han  perte- 
necido siempre  al  culto  católico,  y  que  sólo  el 
párroco  ha  sido  su  conservador  y  regvilador. 
Considerando  no  obstante  que  hay  casos  que 
en  virtud  de  la  antigua  jurisprudencia,  se 
piiede  exigir  el  tocar  las  caynjianas  délas  ig'le- 
sias en  casos  excepcionales  á  las  ceremonias 
religiosas  y  que  conviene  para  estos  casos  in- 
dicar las  reglas  que  deben  seguirse,  somos  de 
parecer: 

1.°  Que  las  campanas  de  las  iglesias  están 
especialmente  destinadas  á  las  ceremonias  de 
la  relig'ión  católica;  de  lo  que  se  deduce  que  no 
puede  exig'irse  su  empleo  para  los  matrimo- 
nios de  las  personas  extrañas  al  culto  católico, 
ni  para  el  entierro  de  aquellos  á  quienes  se 
neg'aron  las  oraciones  de  la  Iglesia  en  virtud 
de  reglas  canónicas. 

2."  Que  sólo  el  cura  ó  el  ecónomo  debe  te- 
ner lá  llave  del  campanario,  así  como  tiene  la 
de  la  ig-lesia,  y  que  el  alcalde  no  tiene  derecho 
para  tener  otra. 

3."  Que  se  conserven  y  respeten  los  usos 
existentes  en  las  varias  localidades  relativos 
al  toque  de  las  campanas,  si  están  fundados 
en  verdaderas  necesidades  y  no  presentan 
g'raves  inconvenientes. 

4."  Que  con  respecto  á  esto  debe  concertar- 
se el  alcalde  con  el  cura  ó  el  ecónomo,  que  las 
dificultades  que  se  suscitasen  éntrelos  mismos 
deben  someterse  al  obispo  y  á  la  autoridad  ci- 
vil superior,  los  que  se  convendrán  para  su  re- 
solución y  para  impedir  que  nfíHa  altere  en 
este  punto  la  buena  armonía  que  debe  reinar 
entre  la  autoridad  eclesiástica  y  la  municipal. 

5."  Que  liu  estos  casos  es  justo  que  el  Co- 
mún contribuya  al  pag'o  del  campanero  de  la 
iglesia,  eu  proporción  de  los  toques  que  haga 
para  las  necesidades  comunales,  y  que  á  éste 
sólo  puedo  nombrarlo  y  separarlo  el  cura  ó  el 
ecónomo. 

6.°  Que  cualquier  nombramiento  que  se 
haga  contrario  á  estas  prescripciones  será 
nulo  y  de  ningiin  valor. 

7."  Que  en  caso  de  un  peligro  comxin  que 
exija  un  pronto  socorro,  ó  en  las  circunstan- 
cias en  que  las  disposiciones,  leyes  óreglanieu- 
tos  prescriben  toques,  debe  el  cura  ó  el  ecóno- 
mo acceder  á  las  instancias  del  alcalde,  y  que 
en  caso  de  negativa  puedo  hacerlas  tocar  por 
sola  su  autoridad.  Para  esto  se  necesitaba  el 
consentimiento  interpretativo  del  obispo,  pero 
éstos  en  las  varias  disposiciones  que  han  dado 
conceden  á  los  alcaldes  esta  facultad  en  seme- 
jantes casos.» 

Es  miiy  perjudicial  la  costiimbre  de  voltear 
las  campanas  eu  los  momentos  de  un  nublado. 
La  creencia  general  es  qvie  las  tempestades  / 
se  ahuyentan  de  este  modo,  pero  es  la  verdad 
que  á  la  natural  y  enérgica  acción  que  sobre 
las  nubes  ejerce  la  altura  de  las  torres,  la  con- 
figuración aguda  de  su  extremidad  y  el  metal 
de  las  campanas,  se  añade  otra  probabilidad 
más  de  atracción  de  las  descargas  eléctricas 
con  la  corriente  atmosférica  que  establece  el 
movimiento  y  vibración  de  las  campanas. 
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Cuando  reina  alg'una  epidemia,  es  también 
conveniente  economizar  mucho  el  iiso  de  las 
campanas  en  cuanto  indiquen  del'uuüioues  y 
entierros,  porque  la  experiencia  tiene  acredi- 
tado que  «las  impresiones  morales  y,  sobre 
todo,  las  ideas  tristes,  ejercen  una  influencia 
funesta  sobre  los  enfermos»,  y  asi  se  reconoce 
en  las  instrucciones  para  la  preservación  del 
cólera  morbo,  publicadas  eu  21  de  Octubre  de 
1865,  como  veremos  en  Epidemias. 

CAMPAÑA.  El  reglamento  de  campaña  es  el 
de  5  de  Enero  de  1882,  inserto  eu  Ejército. 
Sobre  testamento  en  campaña,  véanse  los  ar- 
tículos 716  á  721  del  Cód.  civil.  Los  jefes  de  los 
cuerpos  militares  en  campaña,  autorizan  el 
matrimonio  civil  in  articulo  mortis,  eu  defec- 
to de  juez  municipal. 

CANALES  Y  PANTANOS.  Son  los  canales  es- 
pecie de  cauces  ó  cavidades  prolongadas  por 
donde  se  conducen  las  ag'uas,  ya  para  la  nave- 
gación, ya  para  el  riego,  ya  para  el  surtido  de 
las  poblaciones;  y  los  pantanos,  sitios  donde 
aquéllas  se  recogen  para  destinarlas  al  riego 
de  las  heredades. 

Los  canales  corresponden  al  Neg-ociado  g-e- 
naral  de  Obbas  públicas,  cuyo  articulo  será 
necesario  consultar,  lo  mismo  que  el  de  Aguas, 
en  donde  se  insertan  la  ley  de  13  de  Jiinio  de 
1879  y  otras  disposiciones  generales  sobre  ca- 
nales. 

Antes  de  ocuparnos,  en  particular,  de  nues- 
tros principales  canales  de  navegación  y  de 
riego,  indicaremos,  ante  todo,  eu  cuanto  ;i  los 
xiltimos,  que  son  una  necesidad  imperiosa  de 
uue.stro  país,  cuyo  clima,  como  dice  Jovella- 
nos,  es,  en  general,  ardiente  y  seco,  y  es  gran- 
de, por  consiguiente,  el  niimero  de  tierras  que 
por  falta  de  riego,  ó  no  producen  cosa  alguna, 
ó  dan  sólo  algún  escaso  pasto.  Esto  mismo  se 
viene  ya  reconociendo  desde  la  más  remota 
antigüedad.  Justino,  que  escribió  ha  ya  1.500 
años,  dijo  que  la  España  padecía  sequías,  y 
que  el  remedio  contra  ellas  era  promover  los 
riegos  de  la  gran  multitud  de  ríos  que,  sin 
aprovecharse,  vuelven  íntegros  sus  raudales 
al  mar.  El  Reino,  junto  en  Cortes,  propuso 
también  A  Carlos  I  la  necesidad  de  abrir  los 
riegos  y  canales  para  librarse  de  los  malos 
efectos  do  la  sequedad.  Y  el  ilustre  Campoma- 
nes,  deduciendo  las  naturales  consecuencias 
de  las  sequías  y  de  las  escaseces,  añadió  que 
«es  inútil  quejarse  de  los  efectos  cuando  no  se 
pone  remedio  á  las  causas,  estableciendo  rie- 
gos eu  todas  partes  que  sea  posible». 


hace,  salvo  en  las  provincias  de  Valencia  y 
Murcia  y  alguna  otra;  pero  no  será,  ciei-ta- 
mente,  porque  nuestros  economistas  hayan 
desconocido  la  g'rande  importancia  de  los  rie- 
gos. Antes  que  Campomaues  y  Jovellanos,  los 
doctores  Cristóbal  Pérez  de  Herrera,  Sancho 
de  Moneada  y  otros,  de  que  hacen  mención 
aquellos  dos  ilustres  patricios ,  ponderaron 
también  los  malos  efectos  de  la  sequedad  y 
abogaron  por  la  apertura  de  riegos  y  canales 
que  fertilizasen  nuestros  campos  y  evitaran  la 
carestía  y  la  miseria  en  años  en  que  las  lluvias 
escasean  ó  vienen  tardías.  La  legislación  de 
estos  últimos  tiempos  ha  propendido  también 
á  lo  mismo;  pero  los  esfuerzos  del  interés  in- 
dividual no  alcanzan  á  vencer  tantos  inconve- 
nientes, ni  á  sufragar  tantos  gastos  como  exi- 
gen ó  demandan  estas  empresas;  y  desgracia- 
damente para  el  país,  un  sin  número  de  socie- 
dades de  crédito,  fundadas  en  los  pasados  años 
con  bizarros  cálculos  y  engañadoras  prome- 
sas, sólo  ha  servido  para  esterilizar  capitales, 
distraerlos  de  la  producción  nacional  y  retar- 
dar indefinidamente  el  logro  del  loable  propó- 
sito que  sirvió  de  fundamento  á  las  leyes  sobre 
so.íiedades;  sin  que  una  sola  de  tantas  pensara 
en  aunar  los  esfuerzos  de  muchos  para  cons- 
truir un  caual,  ó  en  allegar  fondos  á  este  fe- 
cundo pensamiento,  digno  de  toda  la  protec- 
ción oficial  y  de  la  consideración  de  los  hom- 
bres ilustrados  y  amantes  de  la  prosperidad  y 
fomento  del  país. 

Los  legisladores  y  los  Gobiernos  asi  lo  han 
comprendido ,  sobre  todo ,  en  estos  últimos 
años,  y  han  dictado  importantes  disposiciones 
para  impulsar  la  construcción  de  canales  y 
pantanos  de  rieg'o  y  favorecer  la  explotación 
de  los  mismos. 

La  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866  con- 
cedió ya  á  las  empresas  de  canales  de  riego  la 
facultad  de  abrir  canteras,  recog-er  piedra  suel- 
ta, construir  hornos  y  depositar  efectos  ó  cons- 
truir talleres  para  la  elaboración  de  materiales 
en  los  terrenos  contiguos  á  las  obras,  el  bene- 
ficio de  la  vecindad  en  los  pueblos  en  que  se 
hiciere  la  construcción,  y  la  exención  de  im- 
puestos á  los  capitales  que  se  invirtieran  en 
ellas  (art.  245),  ventajas  reproducidas  en  el  ar- 
tículo 194  de  la  ley  de^lSde  Junio  de  1879  (Véa- 
se Aguas).  La  ley  de  20  de  Febrero  de  1870  las 
aumentó  con  otras  especificadas  en  sus  artícu- 
los 8.0  á  14:  y  la  de  27  de  Julio  de  1883  autori- 
zó al  Estado  para  auxiliar  la-  construcción  de 
canales  y  pantanos  de  interés  público,  ora  por 


Estamos  todavía  como  estábamos  tantos  años   |   medio  de  la  subvención  directa,  ora  por  la  con- 
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cesión  de  premies  eu  metálico,  de  la  manera 
establecida  eu  su  art.  2.°  Ambas  leyes  están 
insertas  en  la  parte  leg-islativa  de  este  articu- 
lo, siendo  aplicable  la  de  1870  á  los  canales, 
pantanos  y  demás  obras  que  tengan  por  objeto 
aprovechar  en  el  riego  ag'uas  públicas  proce- 
dentes de  manantiales,  rios,  arroyos  y  embal- 
ses naturales;  y  la  de  1883,  á  toda  empresa  que 
solicite  del  Gobierno  ser  auxiliada  con  fondos 
del  Estado. 

Pasando  á  hacer  mención  de  algunos  ca- 
nales que  eu  España  existen,  asi  de  uaveg-a- 
cióu  como  de  riego  y  surtido  de  aguas  para  las 
poblaciones,  nos  limitaremos  á  ocuparnos  de 
los  principales,  siquiera,  por  desgracia  nues- 
tra, sea  bien  corto  el  número  de  los  que  tienen 
verdadera  importancia. 

Entre  los  canales  de  navegación,  figuran  el 
de  Castilla,  el  de  Tamarite  y  el  Imperial  de 
Aragón  '.  También  debe  contarse,  entre  estos 
medios  de  comunicación,  las  partes  de  rio  que 
el  arte  hace  navegables,  como  sucede  con  el 
Ebro  eu  un  gran  espacio  antes  de  su  emboca- 
diu-a  en  el  mar,  y  con  el  Guadalquivir  junto 
á  Sevilla;  y  como  sucederá  con  los  demás  trozos 
que  se  hagan  navegables  en  los  referidos  rios 
y  en  otros,  como  el  Tajo,  etc.,  cuyas  obras  de 
canalización  se  hallen  proyectadas  ó  se  proyec- 
ten. Tanto  los  canales  de  navegación  como  los 
rios  canalizados,  además  de  ser  navegables, 
pueden  no  obstante  proporcionar  acequias  de 
riego  y  saltos  de  agua  para  el  establecimiento 
de  algún  artefacto. 

Los  canales  de  riego  propiamente  tales  más 
notables,  excluyendo  la  multitud  de  acequias 
que  hay,  principalmente  en  los  reinos  de  Mur- 
cia y  Valencia  y  principado  de  Cataluña,  de- 
dicados exclusivamente  á  detefmiuadas  loca- 
lidades y  pagos,  son:  el  de  Tamarite  y  el  de 
Tauste,  ya  concluidos  y  en  explotación,  y  con- 
cedidos por  noventa  y  nueve  años,  y  los  de 
Henares  y  Principe  Alfonso;  y  en  construc- 
ción, el  de  la  Princesa  de  Asturias  en  la  pro- 
vincia de  Huesca,  que  tomará  sus  aguas  del 
rio  Ara,  según  autorización  decretada  en  2  de 
Octubre  de  1855  á  favor  de  D.  Miguel  Ravella, 
y  el  de  Urgel  á  favor  de  los  Sres.  Giroua,  Cla- 
va y  Compañía,  según  el  R.  D.  de  3  de  Noviem- 
bre de  1852,  cuyas  obras  deben  estar  bastante 
adelantadas. 

Entre  los  canales  para  conducción  de  aguas 
potables,  sólo  debemos  detenernos  en  el  de 
Isabel  II,  conocido  también  con  el  nombre  de 


'    Hemos  buscado  inútilmenfe  en  las  estadísticas  pnbli- 
'adas  por  el  Instituto  la  reseña  de  nuestros  canales... 


canal  de  Lozoya,  verdaderamente  notable  por 
la  longitud  de  su  encañado  y  la  abundancia  de 
ag'uas  de  que  surte  á  Madrid.  Las  demás  obras 
de  esta  clase  que  en  España  existen  no  mere- 
cen otra  denominación  que  la  de  acueductos. 
Hechas  estas  indicaciones,  he  aquí  algunas 
disposiciones  que,  al  tratar  de  las  aguas  en 
general,  reservamos  para  este  lugar: 

E.  D.  81  Agosto  1S19. 

Por  este  Real  decreto  se  concedían  varias 
gracias  y  exenciones  á  las  provincias,  corpo- 
raciones ó  particulares  que  emprendieran 
obras  de  canales,  como  se  ha  hecho  después 
por  la  ley  de  24  de  Junio  de  1849,  por  la  Real 
orden  de  la  misma  fecha  para  su  ejecución,  y 
por  otra  de  29  de  Noviembre  de  1850,  cuyas 
disposiciones  se  hallan  en  el  artículo  Servi- 
dumbre DE  ACUEDUCTO. 

K.  o.  2  Noviembre  1846. 
Sobre  deslinde  y  amojonamiento  de  los  terrenos  adyacentes 

(Gon.)  «Conviniendo  á  la  mejor  conserva- 
ción y  aprovechamiento  público  de  los  canales 
de  navegación  que  los  terrenos,  colindantes 
necesarios  á  su  uso  y  los  demás  que  le  son 
propios  se  deslinden  y  amojonen  bajo  las  re- 
gias prescritas  para  las  carreteras  generales 
v  provinciales  en  la  R.  O.  de  27  de  Mayo  últi- 
mo (V.  Carreteras),  S.  M.  se  ha  servido  re- 
solver que  se  apliquen  sus  disposiciones  á^Ios 
canales  del  Estado,  poniéndose  al  efecto  V.S.  I. 
de  acuerdo  con  los  respectivos  jefes  políticos. 
De  Real  orden,  etc.— Madrid  2  de  Noviembre 
de  1846.»  (C.  L.,  t.  39,  p.  101.) 

R.  D.  5  Febrero  1847. 

Por  este  decreto  se  pasó  al  Ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas,  entre 
otros  Negociados,  el  de  Obras  públicas  que 
hoy  continúa  en  el  de  Fomento. 

E.  O.  27  Mayo  1869. 

Para  aprovechar  aguas  de  canales  particulares  no  seexige 

autorización  del  Gobierno. 

(FoM.)  «Visto  el  expediente  promovido  en 
el  Gobierno  de  la  provincia  de  León  por  dou 
José  García,  solicitando  autori:íac¡ón  para 
aprovechar  las  aguas  de  la  presa  Bernesga 
como  fuerza  motriz  de  un  molino  harinero  que 
intenta  construir  en  el  término  de  Trobajo,  y 
resultando  que  las  expresadas  aguas  constitu- 
yen el  caudal  de  una  acequia  de  aprovecha- 
miento común,  sinque  para  utilizarlas  hayade 
hacerse  derivación  ú  obra  alguna  en  el  rio, 
arroyo  ú  otra  corriente  natural,  ni  sean  por 
consiguiente  aplicables  á  ellas  las  disposicio- 
nes de  la  R.  O.  de  14  de  Marzo  de  1846,  S.  M.  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  resolver  que  se 
devuelva  este  expediente  al  gobernador  de  la 
provincia,  á  fin  de  que,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  párr.  2."  del  art.  80  de  la  ley  mu- 
nicipal, se  acuerde  lo  que  corresponda  por  el 
Ayuntamiento  ó  corporación  encargada  de  la 
aiiministración  do  las  aguas  referidas.— De 
Real  orden,  etc.— Madrid  27  de  Mayo  de  1859.» 
(Gac.  2  Junio.) 

— Lo  mismo  se  resuelve  eu  otra  R.  0.  (le  20 
Junio  de  1859  cou  motivo  de  solicitud  de  autori- 
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zacióu  para  aprovechar  eu  el  movimiento  de 
iiu  batán  las  aguas  que  despide  por  un  alivia- 
dero la  acequia  de  Guadalaviar,  del  Común  de 
regantes. 

Ley  11  Julio  1865. 
Anticijyacíones:  Préstamos  y  subvenciones  á  propietarios 
y  empresas  para  fomento  de  riegos  *.  Sociedades:  Efu- 
sión de  obligaciones. 

(FoM.)  «LEY.— Doña  Isabel  II,  etc. 
Articulo  1."  La  cantidad  de  100  millones 
destinada  para  fomento  de  riegos  ppr  la  ley 
de  7  de  Abril  de  1861  -,  se  invertirá  en  la  for- 
ma siguiente:  primero,  dos  terceras  partes  en 
anticijiaciones  ó  préstamos  á  los  propietarios 
que  intenten  ejecutar  obras  para  regar  sus  tie- 
rras; segundo,  una  tercera  parte  en  subven- 
ciones á  las  empresas  que  se  dediquen  á  alg'U- 
no  de  los  siguientes  objetos: 

1."  Construcción  de  presas  ó  de  canales  de 
riego. 

2.°  Construcción  de  pantanos  con  destino 
al  riego. 

3."  Saneamiento  y  cultivo  de  tei'renos  pan- 
tanosos ó  aguanosos. 

Art.  i."  Para  hacer  la  más  equitativa  dis- 
tribución de" las  anticipaciones  ó  préstamos,  se 
tendrá  presente  la  extensión  del  terreno  reg'a- 
ble,  el  costo  comparativo  de  las  obras,  el  nú- 
mero de  las  familias  beneficiadas,  el  precio  re- 
niuuerador  que  haya  de  resultar  á  la  produc- 
ción agrícola,  con  todas  las  demás  circunstan- 
cias capaces  de  conducir  al  acierto. 

Art.  o."  Podrá  asimismo,  por  el  Gobierno, 
acordarse  anticipación  de  fondos  del  Tesoro  á 
una  colectividad  de  propietarios,  toda  vez  que 
conste  feliacieuto  la  conformidad  de  la  mayo- 
ría de  los  mismos  interesados  eu  el  riego,  com- 
putada por  la  propiedad  que  cada  una  repre- 
sente. 

Art.  4.°  Las  anticipaciones  ó  préstamos  se 
concederán  por  Reales  decretos,  previa  con- 
sulta del  C.  de  E.  eu  cada  ocasión,  siempre 
que  no  exceda  de  la  cantidad  de  dos  millones 
de  reales;  pues  cuando  el  anticipo  exceda  de 
esta  cantidad,  será  objeto  de  una  ley. 

Ai-t.  5."  En  conformidad  con  el  reglamento 
que  publicará  el  Gobierno,  podrán  hacerse  an- 
ticipaciones y  proponer  subvenciones  á  satis- 
facer con  los  productos  aplicados  por  la  ley  de 
7  de  Abril  de  ISGl. 

Art.  6.''  Toda  subvención  á  una  empresa 
será  objeto  de  una  ley. 

Art.  7.°  La  subvención  consistirá  en  un 
tanto  por  ciento  sobre  el  importe  del  presu- 
puesto de  la  empresa,  y  se  satisfará  en  metá- 
lico eu  periodos  fijos.  La  primera  tercera  par- 
te cuando  se  halle  abierta  ó  terminada  la  caja 
del  canal.  La  segunda  tercera  parte  cuando 
estén  terminadas  las  obras  de  fálDrica.  La  ter- 
cera y  última  parte  después  de  haberse  co- 
menzado la  distribución  de  las  agnias  á  los  re- 
gantes. 

Art.  8."  Toda  empresa  con  subvención  ó 
anticipación,  se  adjudicará  en  piiblica  subasta 


en  favor  de  quien  hiciere  mayor  rebaja  en  el 
tanto  por  ciento  señalado.  El  adjudicatario 
abonará  al  dueño  del  proyecto  y  planos  el  im- 
porte tasado  con  anterioridad  á  la  subasta. 

Art.  9."  En  estos  actos  y  en  los  demás  con- 
siguientes, se  observará  lo  dispuesto  eu  la  le- 
gislación de  obras  públicas,  para  seguridad  de 
los  caudales  del  Estado  y  buena  ejecución  y 
cumplimiento  de  los  contratos. 

Art.  10.  Si  alguna  de  las  empresas  actual- 
mente dedicadas  á  construcción  de  canales  ó 
saneamiento  de  pantanos,  pidiese  auxilios 
después  de  bien  ejecutada  la  mitad  de  sus 
obras,  y  por  haber  tropezado  con  dificultades 
imprevistas  mereciese  ser  atendida  á  juicio 
del  Gobierno,  podrá  éste  presentar  un  pro- 
yecto de  ley  para  subvencionarla  como  caso 
excepcional. 

Art.  11.  Cuando  una  colectividad  de  pro- 
pietarios constituida  en  sociedad  con  arreglo 
á  las  leyes,  haga  las  obras  por  su  cuenta,  po- 
drá emitir  obligaciones  por  valor  de  las  dos 
terceras  partes  del  que  representen  sus  tierras. 
Cuando  las  obras  se  ejecuten  por  una  em- 
presa, podrá  ésta  emitir  obligaciones  con  arre- 
glo á  las  leyes  que  rigen  en  materia  de  obras 
piiblicas  para  el  uso  del  crédito,  y  podrá  tam- 
bién emitirlas  en  los  términos  que  señala  el 
párrafo  anterior,  siempre  que  cuente  con  la 
conformidad  de  los  propietarios. 

Art.  12.  Los  concesionarios  de  obras  para 
riego  y  saneamiento  que  no  las  hubiesen  prin- 
cipiado á  la  promulgación  de  la  presente  ley, 
podrán  optar  á  los  beneficios  de  la  misma,  so- 
metiéndose á  sus  condiciones  y  al  resultado 
de  la  subasta. 

Los  actuales  concesionarios  de  estudios 
para  canalizaciones  y  saneamientos,  y  los  que 
en  general  tuvieren  sus  expedientes  en  trami- 
tación, los  continuarán  por  la  legislación  común 
de  obras  públicas,  si  no  aspirasen  á  subven- 
ción ni  anticipo. 

Por  tanto:  mandamos,  etc.— Dado  en  San 
Ildefonso  á  11  de  Julio  de  18G5.— Yo  la  Reina. 
El  Ministro  de  Fomento,  Antonio  de  Aguilar 
y  Correa.»  (C.L.,  t.  94,  p.  36.) 

Ley  5-20  Febrero  1870. 
Se  establecen  las  reglas  y  formalidades  que  han  de  obser- 
var los  que  soliciten  autorización  para  construir  cana- 
les de  riego:  Cuándo  se  concede  por  las  Diputaciones 
proninciaies:  Cuándo  por  el  Ministerio  de  Fomento  '. 

(FoM.)  «D.  Francisco  Serrano  y  Domín- 
guez, Regente  del  Reino  por  la  voluntad  de 
las  Cortes  soberanas;  á  todos  los  que  las  pre- 
sentes vieren  y  entendieren,  salud:  Las  Cortes 
Constitunyentes  de  la  Nación  española,  en  uso 
de  su  soberanía,  decretan  y  sancionan  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1."  Las  personas  ó  compañías  que 
en  adelante  se  propongan  construir  canales  de 
riego  conforme  á  la  presente  ley,  darán  cono- 


'  Véase  sobre  este  asunto  la  ley  de  27  de  Julio  de  1883, 
inserta  más  adelante. 

2  Determina  la  inversión  que  había  de  darse  á.  los  bie- 
nes eclesiásticos  desamortizados,  y  se  inserta  en  Des- 
amortización. 


1  Beneficios  á  las  empresas:  Derogación  de  la  ley 
de  20  de  Febrero  de  1870  por  la  de  13  de  Junio  de  lSi9. 
La  ley  de  13  de  Junio  de  1879  (V.  Aguas),  derogó  ín.««.2» 
de  Febrero  de  1870,  en  cuanto  estuviese  en  contradicción 
con  ella;  y  ciertamente  lo  estaba  en  todo  cuanto  se  refería 
á  los  beneficios  que  podían  otorgarse  á  las  empresas  de 
canales  que  en  la  época  de  la  promulgación  íí?  una  y  otra 
ley  no  tuvieren  terminadas  sus  obras.  (B.  D.  S.  f*"  ' 
de  iSSS.— Gao.  26  Agosto.) 
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liinieuto  de  ello  á  la  Administración,  presen- 
tando el  proyecto,  planos,  Memoria  descriptiva 
\-  presupuesto  de  g'astos,  que  serán  admitidos 
aun  cuando  no  estén  firmados  por  ing'enieros 
ni  arquitectos  ni  otros  facultativos  ó  peritos. 
ICsta  franquicia  es  aplicable  también  A  todo 
proyecto  de  pantanos,  y  en  g-eneral  á,  los  de 
aprovechamiento  de  ag'uas. 

Art.  2."  La  concesión  ó  autorización  se 
otorg'ará  por  la  Diputación  de  cada  provincia 
cuando  los  ríos,  pantanos  y  demás  ag'uas,  ob- 
jeto de  la  explotación,  se  hallen,  nazcan  y  no 
salg'an  de  la  misma  provincia  y  en  ella  hubie- 
ren de  utilizarse,  y  cuando  además  no  haya 
oposición  á  las  obras  ni  á  la  expropiación  qvie 
las  mismas  exijan:  en  los  demás  casos  se  con- 
cederá por  el  Ministerio  de  Fomento,  todo  sin 
perjuicio  de  lo  que  se  dispoga  en  la  ley  de 
ag'uas. 

Art.  'á."  En  las  concesiones  serán  siempre 
preferidos  los  primeros  solicitantes,  y  á  falta 
de  éstos  los  que  les  sigan  en  prioridad. 

Art.  4."  Adjudicada  la  concesión,  deposita- 
rán los  interesados  ea  el  término  preciso  de 
cuarenta  días,  bien  en  el  Banco  de  Es|iaña, 
bien  en  la  Caja  de  Depósitos,  el  2  por  100  del 
importe  total  del  presupuesto.  Esta  suma  será 
devuelta  en  cantidades  ig-uales  al  valor  de  las 
obras  ejecutadas,  según  certificaciones  semes- 
ti'ales  expedidas  por  los  ingenieros  jefes  de  las 
provincias,  con  el  V."  B.°  de  la  Dirección  ge- 
neral del  ramo,  que  servirán  de  libramiento 
para  la  devolución. 

El  deposito  de  que  se  hace  mérito  en  el  pá- 
rrafo anterior  so  ha  de  verificar  interviniendo 
el  Gobierno,  y  bajo  la  responsabilidad  penal  y 
subsidiaría  en  lo  civil  de  sus  agientes  y  subor- 
dinados •. 

Art.  5."  Transcurridos  los  cviarentas  días 
sin  haberse  llevado  á  cabo  el  depósito,  cadu- 
cará la  concesión  ipso  fado  -, 

Art.  6."  Los  empresarios  darán  principio  á 
las  obras  á  los  seis  meses  de  haber  obtenido  la 
concesión,  y  las  terminarán  en  un  periodo  de 
tiempo  que  no  excederá  de  nueve  años. 

Si  los  empresarios  no  empezaren  las  obras 
dentro  del  plazo  de  los  seis  meses,  ó  no  las 
terminaren  en  el  de  los  nueve  años,  ó  faltaren 
á  cualquiera  otra  de  las  condiciones  prescritas 
en  esta  ley ,  no  sólo  caducará  la  concesión,  sino 
que  perderán  el  depósito.  Las  obras  ejecuta- 
das se  sacarán  á  subasta  por  su  valor  pericial, 
añadiéndose  ITiO  pesetas  por  hectárea;  y  los 
empresarios  sólo  tendrán  derecho  á  percibir, 
dentro  de  los  plazos  que  ofrezca  el  mejor  pos- 
tor, la  suma  qne  por  las  obras  se  obtenga, 
cualquiera  que  sea,  sin  derecho  á  indemniza- 
ción ni  reclamación  de  ninguna  clase. 

Art.  7."  Si  no  continuaren  y  adelantaren 
las  obras  de  modo  que  cada  tres  años  de  los 
señalados  en  el  art.  6.°  se  haya  empleado  en 
ellas  la  tercera  parte  del  importe  total  del  pre- 
supuesto,  caducará  también  la  concesión  y 


Sohrp  flin^a  ijf  lo^  concesionarios  á  quienes  alcanza 
la  ley  de  a?  ríe  Julio  de  t8S3,  ver  el  art.  4.°  de  ésta. 
»"•"  j'''"'  <^onces!ones  comprendidas  en  la  ley  de  27  de  Ju- 
lio de  188.3  caducan  en  los  casos  que  exi>resa  el  art.  S."  de 
la  misma. 


tendrá  efecto  cuanto  se  dispone  en  el  articulo 
precedente  '. 

Art.  S."  Además  de  la  perpetuidad  de  las 
concesiones  '■',  déla  libertad  para  establecer  y 
modificar  el  canon  ó  renta,  y  de  cuantos  dere- 
chos otorga  la  legislación  vigente  á  las  empre- 
sas de  canales  de  riego  y  pantanos,  se  les  con- 
cede el  importe  del  aumento  de  contribución 
que  se  ha  de  imponer  A  los  dueños  de  las  tie- 
rras regadas  hasta  completar  la  suma  de  150 
pesetas  por  cada  hectárea  ■'. 

Este  beneficio  no  comenzará  á  disfrutarse 
sino  pasados  dos  años  de  haber  regado  los  te- 
rrenos, siendo  de  carg'o  de  las  Administracio- 
nes económicas  de  las  provincias  la  inqiosi- 
ción  y  cobranza  del  aumento  que  entregarán 
á  los  concesionarios  durante  los  anos  necesa- 
rios á  completar  la  suma  de  150  pesetas  por 
hectilrea. 

Art.  9.°  Asi  las  concesiones  de  canales  y 
pantanos,  como  la  relación  de  las  cantidades 
que  se  vayan  entreg'ando  á  los  concesionarios, 
se  publicarán  puntual  y  exactamente  en  los 
diarios  oficiales. 

Art.  10.  Una  vez  percibida  la  cantidad  de 
l.óO  pesetas,  se  seguirá  entregando  á  los  con  - 
cesionarios  el  total  del  aumento  rt(;  contribu- 
ción por  tres  años  más  á  titulo  de  indemniza- 
ción del  interés  correspondientíi  á  los  capita- 
les invertidos  durante  la  construcción  de  los 
canales  y  pantanos  de  riego. 

Art.  11.  Se  declaran  comprendidas  en  la 
exención  del  impuesto  sobre  la  ])r¡mera  trasla- 
ción de  dominio  las  de  los  terrenos  que  hayan 
de  regarse  conforme  á  las  proscripciones  ele 
esta  ley  ''. 

Art.  12.  Los  constru.ctores  de  canales  y 
pantanos  de  riego  pagarán  únicamente  la  con- 
tribución que  por  las  utilidades  de  su  indus- 
tria les  corresponda,  no  estando  sujetos  á  nin- 
gún otro  gravamen  ó  imposición. 

Art.  l;?.  Quedan  declaradas  do  utilidad  pú- 
blica, para  los  efectos  de  la  ley  de  expro|)ia- 
ción  forzosa,  las  obras  de  canales  y  pantanos 
de  riego,  siempre  que  produzcan  el  volumen 
de  agua  necesario  para  fertilizar  una  exten- 
sión de  200  hectáreas  cuando  menos:  en  su 
consecuencia  se  releva  á  las  empresas  de  la 
obligación  de  instruir  los  expedientes  que 
para  obtener  tal  declaración  se  han  exigido 
hasta  ahora. 

Art.  14.  Los  propietarios  que  construyeren 
de  su  cuenta  acequias  ó  cauces  derivados  de 
corrientes  ó  pantanos  públicos  con  el  fin  de 


•  Véase  el  R.  D.  de  1.9  de  Noviembre  de  1875  sobre  um- 
pliaciÓ7i  del  plazo  señalado  en  este  articulo. 

2  Las  concesiones  d  que  se.  aplica  la  ley  da  27  de  Julio 
de  188.1,  no  son  perpetuas,  sino  que  se  olorr/an  por  el  tér- 
mino de  ¡t;i  años,  setiún  el  art.  4."  de  la  misma  leí/. 

■'  Hoy,  con  arrei/lo  d  la  ley  de  -¿I  de  Julio  de  1883,  el 
Estado  ituede  au.viliarla  construcciúude.  canales  de  rietfO^ 
ofortjando  «  las  ein¡>resa8  concesionarias  la  subrenciáu  ó 
el  premio  expresados  en  el  art.  2."  de  la  misma  ley.  Las 
subvenciones  concedidas  conforme  d  la  de  1870,  se  pagan 
de  la  manera  prescrita  en  la  3.'^  disposición  transitoricí 
de  la  ley  de  188H 

'*  Sobre  beneficio  en  el  pago  del  impuesto  de  traslación 
de  dominio  alas  sociedades  que  se  formen  para  construir 
ca7tales  con  subvención  ó  jjremio  del  Estado,  ver  el  a?*í.  14 
de  la  ley  de  27  de  .Julio  de  188.3,  y  el  art.  n.",  núms.  11  y  llt 
de  la  de  31  de  Diciembre  de  1881,  inserta  en  Imi'uksto  de 
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fertilizar  sus  heredades  continuarán  disfrutan- 
do la  exención  del  aumento  de  contrilniciones, 
al  tenor  de  lo  que  se  previene  en  el  art.  246  de 
la  ley  de  3  de  Agosto  de  Í866 '. 

Art.  15.  Si  las  Diputaciones  provinciales, 
Sindicatos,  Ayuntamientos,  Compañías  na- 
cionales ó  extranjeras  ó  personas  particulares 
acudieren  al  Gobierno  pidiendo  estudios  de 
alg'iin  canal  ó  pantano  de  riego  por  el  Estado, 
se  accederá  á  su  instancia  cuando  no  lo  impi- 
diere el  servicio  público,  y  siempre  que  Los  so- 
licitantes se  comprometan  á  satisfacer  el  cos- 
te de  aquellos  estudios. 

Art.  16.  Los  beneficios  de  esta  ley  serán 
aplicables  á  todas  las  empresas  de  canales  y 
pantanos  ya  existentes  que  no  hayan  termina- 
do sus  obras,  siempre  que  se  sujeten  á  las  pres- 
cripciones do  la  propia  ley  y  no  hayan  recibi- 
do subvención  del  Gobierno  ni  de  los  jnieblos; 
pero  en  caso  de  que  hayan  sido  auxiliadas  con 
capitales  del  Estado,  de  las  provincias  ó  de 
los  Municipios  en  calidad  de  reintegro,  se 
aplicarán  al  mismo  con  preferencia  las  indem- 
nizaciones que  conceden  los  arts.  8."  y  10  -. 

Art.  17.  Quedan  derog'adas  todas  las  dis- 
posiciones que  se  opongan  á  las  contenidas 
en  la  presente  ley. 

De  acuerdo  de  las  Cortes  Constituyentes  se 
comunica  al  Regente  del  Reino  para  su  pro- 
mulgación como  ley. 

Palacio  de  las  Cortes  5  de  Febrero  de  1870. 

Por  tanto: 

Mando  á  todos  los  Tribunales,  justicias,  je- 
fes, gobernadores  y  demás  autoridades,  asi 
civiles  como  militares  y  eclesiásticas  de  cual- 
quiera clase  y  dignidad,  que  la  guarden  y  ha- 
gan g'uardar,  cumplir  y  ejecutar  en  todas  sus 
partes. 

Madrid  á  20  de  Febrero  de  1870.— Francisco 
Serrano. — El  Ministro  de  Fomento,  José  Eche- 
garay.»  {Gac.  22  Febrero.) 

D.  20  Diciembre  1870. 

Se  ajpruehn  el  reglamento  para  la  aplicación  de  la  ley 

de  SO  de  Febrero  último. 

(FpM.)  «Oído  el  C.  de  E.,  y  conformándome 
con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Fomento, 
de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, 

'  Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reglamento 
para  la  aplicación  de  la  ley  de  20  de  Febrero 
iiltiino  sobre  canales  y  pantanos  de  riego. 

Dado  en  Madrid  á  20  de  Diciembre  de  1875. 
Francisco  Serrano. — El  Ministro  de  Fomen- 
to, José  Echogaray. 

PARA  LA  APLICACIÓN   UE   LA   LEY  DE  20  DE  FEBREKO 
ULTIMO   SOHRE  CANALES  Y  PANTANOS  DE  RIEGO. 

Artículo  1.°  Están  comprendidos  en  esta 
ley  los  canales,  pantanos  y  demás  obras  que 
teng-an   por   objeto    aprovechar   en   el  riego 


1    Concuerda  con  el  195  de  la  ley  de  13  de  Junio  de  1S7Í). 

^  Can.ilGS  de  riego:  Diferencia  entre  las  ventajas 
roncedidas  á  las  compañías  concesionarias. — ...Se- 
ffún  el  lenguaje  jurídico  de  uso  corriettte,  no  es  licito  con- 
fundir la  snl)vención  con  los  beneficios  que  otorga  la 
ley  de  20  de  Febrero  de  1S70  (d  las  empresas  constructo- 
ras de  canales  de  riego)  la  cual,  lo  riiismo  que  suregla- 
7)iento,  se  abstiene  cuidadosamente  de  dar  aquel  nombre  á 
hí  recompensa  que  sobre  el  aumento  decontribitciún  pue- 


aguas  piiblicas  procedentes  de  manantiales, 
ríos,  aiToyos  y  embalses  naturales. 

Art.  2."  Las  empresas  ó  particulares  que 
intenten  aprovechar  las  aguas  de  que  trata  el 
articulo  anterior  presentarán  sus  solicitudes 
en  el  Gobierno  de  la  provincia  donde  haya  de 
otorg'arse  la  concesión  ó  hacerse  la  derivación, 
acompañando,  por  duplicado,  el  proyecto  de 
las  obras  '. 

Art.  3.°  Los  proyectos  estarán  redactados 
con  la  claridad  y  exactitud  suficientes  para  dar 
idea  de  su  objeto  é  importancia,  y  deberán 
constar  de  los  documentos  siguientes: 

1."  Memoria  explicativa  de  las  obras,  con 
expresión  detallada  de  lo  que  se  refiera  al  vo- 
lumen de  ag-ua  que  se  trata  de  utilizar,  su 
jirocedencia,  sistema  de  toma,  superficie  rega- 
ble y  cuanto  pueda  ejercer  influencia  en  los 
intereses  generales. 

2."  Plano  general  de  la  superficie  regable, 
en  el  que  se  indiquen  las  obras  y  detalles  ne- 
cesarios para  apreciar  la  influencia  de  éstas 
en  los  intereses  á  que  puedan  afectar;  planos, 
perfiles  longitudinales  y  transversales  del  pro- 
yecto de  aprovechamiento;  planos  parciales  y 
detallados  de  las  obras  que  ocupen  ó  atravie- 
sen ríos  y  cauces  públicos,  ó  que  se  relacio- 
nen con  otros  intereses  g'enerales. 

Todos  los  planos  deberán  ir  provistos  de  sus 
correspondientes  escalas. 

3."  Presupuesto  que  comprenda  el  resumen 
de  la  cubicación  de  las  obras  de  tierra  y  el  de 
•la  cubicación  de  las  obras  de  fábrica  que  sean 
importantes;  la  relación  de  los  precios  de  las 
diferentes  unidades  de  obra  que  se  han  de  em- 
plear; la  valoración  de  las  obras  cubicadas  y 
de  todas  las  demás  que  el  proyecto  compren- 
da, apreciándolas  por  tipos;  el  presupuesto 
general  que  abrazará,  además  de  las  partidas 
citadas,  los  gastos  de  expropiación,  obras  ac- 
cesorias, acequias  de  distribución,  gastos  de 
dirección  y  los  demás  necesarios  para  la  eje- 
cución completa  del  proyecto. 

4.°  Lista  ó  relación  de  los  pueblos  y  propie- 
tarios interesados  en  la  expropiación. 

Art.  4.°  En  los  Gobiernos  de  provincia  se 
llevará  un  libro  talonario,  en  el  cual  se  con- 
signará la  fecha  y  hora  de  presentación  de  los 
proyectos,  dándose  á  los  interosados  el  recibo 
correspondiente.  El  g'obernador  pasará  sin  de- 
mora los  proyectos  al  ing'eniero  jefe  de  la  pro- 
vincia para  que  manifieste  con  toda  brevedad 
si  están  redactados  ó  no  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  articulo  anterior.  Si  á  juicio  de  este 
funcionario  no  rouniesen  los  documentos  i)re- 
sentados  las  circunstancias  y  requisitos  que 
determina  el  mencionado  artículo,  quedarán 
sincurso  yserán  devueltos  álosautores,  trans- 
cribiéndolos el  informe  del  ingeniero. 

Art.  5.°  Si  fuere  favorable  el  informe  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  el  gobernador 


den  obtener  las  compaíiias  de  esta  clase  dos  aüos  despur.^ 
de  haberse  regado  los  terrenos.»  (T.  S.,  Sala  J.*,  sent.  27 
Febrero  /S«u.— Gac.  26  Abril,  p.  101.) 

1  Los  arts.  2.°  y  siguientes  de  este  Reg.  hablan  de  los 
trámites  que  han  de  guardarse  para  la  concesión  de  ca- 
nales: los  ej- pedientes  comprendidos  en  la  ley  de  27  de  .Tm- 
lio  de  18H3,  se  tramitan  conforme  á  los  arts.  3.°  y  sucesi- 
vos del  Reg.  de  9  de  Abril  de  1883. 
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(lispoiulril  iiimediatamentc  que  el  proyecto  se 
anuncie  al  i)úblico  por  medio  del  Boletín  ofi- 
riiil  de,  la  provincia  y  de  edictos  que  se  fijarán 
en  los  pueblos  interesados.  En  la  misma  forma 
se  publicará  la  lista  de  los  pueblos  y  particu- 
lares á  quienes  afecte  la  expropiación.  Se  se- 
ñalará un  plazo  de  treinta  días  para  que  pue- 
dan presentar  sus  reclamaciones  los  que  se 
creyeren  perjudicados  con  la  ejecución  de  las 
obras  ó  con  la  expropiación,  y  durante  este 
plazo  estarán  los  proyectos  á  disposición  del 
público  en  las  oficinas  del  Gobierno  de  provin- 
cia para  que  pueda  enterarse  de  cuanto  le  con- 
venga. Si  se  presentasen  reclamaciones  contra 
los  proyectos,  se  dará  conocimiento  de  ellas  á 
los  autores  á  fin  de  que  contesten  lo  que  les 
pare/ca  conveniente  '. 

Art.  6."  Transcurrido  el  plazo  señalado  para 
las  reclamaciones,  ó  cuando  hubiesen  contes- 
tado á  ellas  los  peticionarios,  se  pasará  el  ex- 
pediente al  ing-eniero  jefe  de  la  provincia  |iara 
que  en  el  tórmino  de  cuarenta  y  cinco  dias 
emita  .su  dictamen,  haciéndose  cargo  de  la  ¡lo- 
sibilidad  racional  do  la  obra;  manifestando  si 
existen  el  volumen  de  ag-ua  y  la  extensión  de 
terreno  necesarios  para  que  la  obra  pueda  ser 
considerada  de  utilidad  pública  coíi  arreglo  á 
la  ley;  examinando  el  fundamento  de  las  re- 
clamaciones presentadas,  y  formulando  las 
condiciones  especiales  que  deban  imponerse  en 
la  concesión,  si  procediere,  para  dejar  á  salvo 
tanto  los  intereses  generales  como  los  parti- 
culares. 

Se  oirá  después  á  la  Junta  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  de  la  provincia. 

Cuando  las  obras  proyectadas  puedan  afec- 
tar á  intereses  encomendados  á  los  ingenieros 
jefes  de  servicios  especiales,  se  oirá  además  á 
estos  funcionarios. 

Tanto  la  Junta  como  los  ingenieros  referi- 
dos evacuarán  su  informe  en  el  término  de 
quince  dias. 

Art.  7."  Cumplidos  estos  trámites,  y  cuan- 
do las  ag'uas  cuyo  aprovechamiento  se  haya 
proyectado  nazcan  y  no  salgan  de  los  límites 
de  la  provincia;  cuando  fuesen  favorables  los 
informes  del  ing'eniere  jefe  y  de  la  Junta  de 
Agricultura,  y  siempre  que  no  se  hubiese  pre- 
seutado'reclamación  alg'una  coutra  las  obi'as 
y  la  expropiación,  el  gobernador  pasará  el  ex- 
pediente á  la  Diputación  provincial  para  que 
dicte  la  resolución  que  proceda. 

La  Diputación  resolverá  en  el  plazo  de  trein- 
ta dias,  imponiendo  en  las  concesiones  que 
otorgare  las  cláusulas  que  resulten  necesarias 
de  la  tramitación  del  expediente  y  las  C|ue 
prescriba  la  leg'islación  actual. 

En  todas  las  concesiones  se  fijará  indispeu- 
sablemeute  el  volumen  de  agua  que  se  ha  de 
utilizar  y  la  sxiperficie  de  terreno  á  que  ha  de 
aplicarse,  y  so  consignará  que  las  obras  han 
de  ser  ejecutadas  bajo  la  vigilancia  del  inge- 
niero jefe  de  la  provincia. 

Se  publicarán  en  el  Boletín  oficial  todas  las 
concesiones;  se  remitirá  copia  al  Ministerio  de 


*  El- plazo  para  imjnigna?- proyectos  comprendidos  en 
la  ley  de  27  de  Julio  de  18SS,  es  el  señalado  en  el  art.  S2 
del  reglamento  de  9  de  Abril  de  1885. 


Fomento,  y  se  trasladarán  á  los  interesados  y 
á  los  alcaldes  de  los  pueblos  á  quienes  afecten 
los  aprovechamientos,  después  de  lo  cual  las 
Diputaciones  devolverán  los  expedientes  al 
Gobierno  de  provincia. 

Quedará  unido  á  los  expedientes  uno  de  los 
ejemplares  del  proyecto  autorizado  y  se  devol- 
verá el  segundo  á  los  concesionarios. 

Art.  8."  Los  que  se  sintieren  perjudicado.s 
con  las  resoluciones  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales podrán  interponer  el  recurso  de  al- 
zada ante  el  Ministerio  de  Fomento  en  el  pla- 
zo do  treinta  dias. 

Art.  9.°  Cuando  la  resolución  de  los  expe- 
dientes corresponda  al  Ministerio  de  Fomen- 
to, al  tenor  de  lo  que  prescribe  el  art.  2."  de  la 
ley,  el  g'obernador,  después  de  cumplir  la  tra- 
mitación anteriormente  dispuesta,  los  pasará 
á  la  Diputación  provincial  para  que  en  ol  tér- 
mino de  quince  dias  consigne  su  dictamen. 
Llenado  este  requisito,  el  gobernador  remitirá 
los  expedientes  al  Ministerio  de  Fomento  cou 
su  informe  razonado. 

Art.  10.  Cuando  las  aguas  cuyo  aprove- 
chamiento se  pretenda  discurran  por  varias 
provincias,  se  instruirá  en  todas  el  expediente 
á  que  se  refieren  las  disposiciones  anteriores, 
exceptuando  el  trámite  del  primer  informe  del 
ing'eniero;  y  al  efecto  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia en  que  se  ha  incoado  el  expediente  pa- 
sai-á  la  instancia  y  el  proyecto  presentados  al 
de  la  inmediata,  y  la  autoridad  de  ésta  á  la  de 
la  siguiente,  y  así  sucesivamente  hasta  la  úl- 
tima!^  Pero  cuando  en  las  provincias  inferiores, 
no  se  haya  de  ejecutar  obra  alguna  y  no  se 
presentaren  tampoco  reclamaciones  contra  el 
proyecto  después  de  anunciado  al  público, 
bastará  hacer  constar  este  hecho  en  los  expe- 
dientes y  quedará  terminada  la  tramitación. 

Losgobernadores  de  estas  provincias  devol- 
verán al  primero  los  expedientes  una  vez  con- 
cluidos, y  éste  remitirá  cou  su  dictamen  todos 
los  antecedentes  al  Ministerio  de  Fomento. 

Art.  11.  Antes  de  dictar  resolución,  el  Mi- 
nisterio oirá  siempre  á  la  Junta  consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  á  cualesquiera 
otros  funcionarios  ó  Corporaciones  cuando  lo 
creyere  necesario  ó  conveniente. 

Por  medio  de  la  Dirección  g-eneral  de  Obras 
públicas.  Agricultura,  Industria  y  Comercio, 
el  Ministerio  comunicará  á  las  empresas  las 
condiciones  ó  cláusulas  que  estime  necesario 
imponer  en  las  concesiones  ijara  que  en  el  tér- 
mino de  treinta  dias  manifiesten  su  confor- 
midad ó  expong-an  lo  que  tengan  por  conve- 
niente. 

Art.  12.  En  las  concesiones  otorgadas  así 
por  el  Ministerio  como  por  las  Diputaciones, 
serán  siempre  preferidos  los  primeros  solici- 
tantes que  hayan  presentado  los  proyectos 
cuando  éstos  puedan  considerarse  de  igual 
importancia  y  conveniencia,  y  tengan  por  ob- 
jeto beueñeiar  los  terrenos  de  la  misma  loca- 
lidad. 

Cuando  los  aprovechamientos  se  hubieren 
proyectado  en  puntos  diferentes  de  una  co- 
rriente pública  ó  de  sus  afluentes  con  objeto 
de  fertilizar  localidades  distintas,  serán  pre- 
feridos los  proyectos  que  se  refieran  á  la  re- 
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gión  superior,  siempre  que  uuos  y  otros  sean 
de  igual  importancia.  Pero  en  todos  los  casos 
serán  preteridos  los  proj-ectos  que  ofrezcan 
mayores  y  reconocidas  ventajas  para  el  des- 
arrollo de  la  riqueza  pública. 

Art.  13.  Todas  las  autorizaciones  otorga 
das  por  el  Jlinisterio  de  Fomento  se  publica- 
rán en  la  Gaceta  de  Madrid;  se  trasladarán  á 
los  concesionarios  y  á  los  gobernadores  de  las 
provincias  interesadas,  encargando  á  éstos 
que  las  den  publicidad  en  los  Boletinex  oficia- 
les y  las  comuniquen  á  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos, previniéndoles  dispensen  alas  empresas 
la  protección  que  puedan  necesitar. 

Art.  14.  Los  plazos  señalados  á  las  empre- 
sas en  los  arts.  -i."  y  6.°  de  la  ley  para  consig- 
nar la  fianza  v  para  principiar  y  terminar  las 
obras,  se  contarán  desde  el  dia  en  que  se  hu- 
biesen publicado  las  concesiones  en  la  Gaceta 
ó  en  los  Boletines  oficiales  de  las  provincias. 
Art.  l.ó.  El  depósito  de  2  por  100  del  im- 
porte del  presupuesto  total  de  la  obra,  exigi- 
gido  á  las  empresas  por  el  art.  4.°  de  la  ley,  se 
hará  en  metálico  ó  en  efectos  de  la  Deuda  pú- 
blica al  tipo  que  les  está  señalado  para  fianzas 
por  la  legislación  vigente. 

Art.  IG.  Las  empresas  nombrarán  un  re- 
pre.sentaute  para  recibir  las  comunicaciones 
del  Gobierno  y  sus  delegados  y  para  enten- 
derse con  los  particulares  á  quienes  interese 
la  obra,  dando  conocimiento  á  la  Superioridad 
del  punto  que  elijan  para  su  residencia. 

Art.  17.  Los  ingenieros  jefes  de  las  provin- 
cias, ó  los  que  designe  al  efecto  el  Gobierno, 
vigilarán  la  ejecución  de  las  obras,  exigiendo 
el  cumplimiento  de  las  cláusulas  de  cada  con- 
cesión, y  dando  cuenta  á  la  Dirección  general 
de  Obras  públicas.  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  ó  al  gobernador  en  su  caso,  de  las 
faltas  que  cometieren  las  empresas. 

También  expedirán  las  certificaciones  de 
obras  hasta  cubrir  el  importe  de  la  fianza,  y  al 
espirar  cada  uno  de  los  periodos  de  tres  años 
que  se  establecen  en  el  art.  7."  de  la  ley,  la  cer- 
tificación que  acredite  la  obra  que  se  ha  eje- 
cutado, valorándola  con  arreglo  al  pn-supues- 
to  y  remitiendo  oportunamente  estos  docu- 
mentos á  la  Dirección.  Todos  los  gastos  que 
ocasione  el  servicio  de  vigilancia  de  las  obras 
serán  de  cuenta  de  las  empresas  '. 

Art.  18.  Los  días  1.'^  de  Enero  y  1."  de  Ju- 
lio de  cada  año  pasarán  los  concesionarios  á 
las  Administraciones  económicas  de  las  pro- 
vincias una  relación  que  comprenda  las  hec- 
táreas que  han  obtenido  los  beneficios  del  rie- 
go en  cada  uno  de  los  semestres  vencidos  á 
aquella  fecha. 

Las  relaciones  expresarán  el  nombre  del 
propietario  de  cada  finca  regada  que  figure 
en  el  amillaramiento  de  la  riqueza  del  pueblo, 
asi  como  también  el  producto  que  tenia  fijado 
en  el  repartimiento  de  la  contribución  territo- 
rial del  último  año.  Estas  relaciones  las  pa_sa- 
rán  las  mismas  Administraciones  todos  lósanos 
en  los  meses  citados  por  conducto  de  los  alcal- 


'  La  inipección  de  las  obras  comprendidas  en  la  ley  de 
27  de  Julio  de  isas,  se  cerifica  con  sujeción  á  los  arts.  49, 
47  y  48  del  reglamento  de  9  de  Abril  de  1835. 


des  á  las  Comisiones  de  evaluación  y  reparto 
de  las  capitales  de  provincia  y  á  las  Juntas 
periciales  de  los  pueblos  á  que  pertenezcan 
las  fincas,  á  fin  de  que  pueda  fijarse  el  aumen- 
to que  corresponda  á  cada  hectárea  por  con- 
secuencia del  regadío. 

Art.  l'J.  Para  que  las  citadas  Corporacio- 
nes puedan  graduar  el  aumento  á  que  se  refie- 
re el  articulo  anterior,  será  necesario  el  con- 
curso de  los  interesados  en  las  obras  del  ca- 
nal de  riego  de  las  fincas,  á  cuyo  efecto  la  Co- 
misión de  evaluación  ó  .Junta  pericial  citarán 
por  medio  de  oficio  al  representante  del  con- 
cesionario y  á  los  dueños  de  las  tierras  regadas 
para  que  asistan  á  la  sesión  en  que  aquel  au- 
mento haya  de  fijarse. 

En  esta  sesión  se  procederá  á  señalar  el  au- 
mento que  corresponda  á  cada  hectárea  rega- 
da; y  .si  no  resultase  avenencia  entre  los  inte- 
resados, nombrará  la  Administración  econó- 
mica de  la  provincia  un  perito  en  discordia, 
el  cual  fijará  definitivamente  el  aumento  de 
producto. 

Tampoco  tendrán  recurso  los  interesados 
contra  el  aumento  que  se  señale  en  la  primera 
reunión  de  la  Comisión  de  evaluación  ó  Junta 
pericial,  si  1  ella  no  asistiesen.  Los  gastos  que 
cause  el  nombramiento  de  perito  en  el  caso  de 
que  tenga  que  hacerlo  la  Administración,  se- 
rán de  cuenta  del  concesionario  del  canal  ó 
pantano. 

Art.  20.  Fijado  ya  definitivamente  el  au- 
mento que  corresponde  á  cada  hectárea,  se 
consignará  en  las  relaciones  á  que  se  refiere 
el  art.  18.  Estas  las  firmarán  la  Comisión  de 
evaluación  ó  la  Junta  pericial,  según  sea  en 
las  capitales  ó  pueblos,  el  representante  de  la 
empresa  del  canal  y  los  dueños  de  las  fincas 
regadas  cuando  asistiesen  á  la  reunión,  y  por 
último,  el  perito  si  llegase  el  caso  de  tener  que 
nombrarse  en  discordia. 

Las  indicadas  relaciones  las  devolverán  los 
alcaldes  á  las  Administraciones  económicas  de 
las  provincias  dentro  de  los  meses  de  Febrero 
y  Agosto  de  cada  año,  según  el  semestre  á 
que  las  mismas  correspondan,  con  objeto  de 
que  puedan  practicarse  las  operaciones  ulte- 
riores. 

Art.  21.  Luego  que  hubieren  recibido  las 
Administraciones  las  relaciones  firmadas  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior, 
abrirán  un  registro  por  pueblos  y  contribu- 
yentes, en  el  cual  habrá  de  constar: 

1."  El  nombre  del  propietario  de  la  tierra 
que  se  ha  convertido  en  regadío. 

2.°     El  nrimero  de  hectáreas  regadas. 
'¿.°     El  producto  que  cada  finca  tenía  seña- 
lado anteriormente  en  el  amillaramiento. 

4."  El  que  se  señala  con  arreglo  á  la  nue- 
va legislación. 

5.°  El  aumento  ó  valor  que  se  ha  gradua- 
do á  cada  hectárea  por  disfrutar  del  riego, 
que  es  el  que  ha  de  servir  de  base  para  la  bo- 
nificación de  las  150  pesetas  por  hectárea  con- 
cedidas en  el  art.  8.°  de  la  ley  á  los  concesio- 
narios de  canales  y  pantanos. 

Y  6.°  El  año  en  que  las  empresas  han  de 
comenzar  á  disfrutar  el  aumento  de  contribu- 
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ció'n  que  correspouda  á  las  fincas  con  arreglo 
al  articulo  mencionado. 

Art.  22.  Transcurrido  el  plazo  de  los  dos 
años  de  exención  que  el  art.  8."  de  la  ley  con- 
cede á  los  dueños  de  las  tierras  regadas,  las 
Administraciones  procederán  á  mandar  ejecu- 
tar los  repartos  en  los  pueblos  que  ya  se  hallen 
en  aquel  caso,  á  fin  de  que  pueda  empezarse  á 
cobrar  la  contribución  que  corresponda  á  los 
concesionarios  del  canal  La  cobranza  deberá 
verificarse  por  triuíestres  y  en  iguales  plazos 
en  que  se  realiza  la  de  las  contribuciones  di- 
rectas. 

Art.  2.3.  Cuando  llegue  el  caso  de  verificar 
los  repartos,  no  podrá  imponerse  más  grava- 
men que  el  que  tenga  la  riqueza  inmueble  de 
cada  pueblo  por  la  contribución  territorial 
que  corresponda  al  Tesoro,  debiéndose  au- 
mentar sobre  la  cuota  el  tanto  por  100  del  pre- 
mio de  cobranza  contratado  por  la  Hacienda, 
más  el  1  por  100  para  los  gastos  que  se  ocasio- 
nen á  las  Administraciones  económicas. 

Art.  2-1.  En  el  año  en  que  deba  terminarse 
el  pago  de  las  1.50  pesetas  por  hectárea  rega- 
da no  se  impondrá  á  los  dueños  de  las  tierras 
más  contribución  que  la  necesaria  para  com- 
pletar esta  cantidad. 

Art.  25.  Las  Administraciones  económicas 
entregarán  á  los  concesionarios,  á  medida 
que  las  vayan  haciendo  efectivas,  las  cantida- 
des que  recauden  por  cuenta  de  la  subvención 
de  las  IfiO  pesetas  por  hectárea  regada  y  au- 
mento correspondiente  á  los  tres  años  que  con- 
cede el  art.  10  de  la  ley. 

En  ningún  caso  y  bajo  ningún  concepto  po- 
drá hacerse  anticipo  á  las  empresas  á  cuenta 
de  dichas  cantidades. 

Art.  26.  La  Administración  central  de  Ha- 
cienda dictará  en  svi  día  las  demás  reglas  á 
que  han  de  atenerse  las  oficinas  provinciales 
del  ramo  para  la  recaudación  y  efectos  concer- 
nientes á  este  servicio. 

Art.  27.  Si  los  concesionarios  de  canales  ó 
pantanos  de  rieg'o  dejasen  transcurrir  el  plazo 
de  cuarenta  días  sin  constituir  el  depósito  ó 
fianza  que  previene  el  art.  4.°  de  la  ley,  se 
hará  inmediatamente  y  por  quien  corresponda 
la  declaración  de  caducidad,  publicándose 
esta  disposición. 

Quedarán  en  poder  del  Gobierno  ó  de  las 
Diputaciones  Ins  proyectos  autorizados,  con  el 
fin  de  que  pueda  otorgvarse  la  misma  conce- 
sión á  un  tercero,  quien  deberá  abonar  al  pri- 
mer concesionario  el  valor  del  proyecto,  en- 
comendándose la  tasación  á  la  Junta  consul- 
tiva de  Caminos ,  Canales  y  Puertos,  ó  al 
ing-eniero  jefe  de  la  provincia,  según  los  casos. 

Cuando  se  hiciere  la  declaración  de  caduci- 
dad por  no  haber  las  empi-esas  principiado 
las  obras  dentro  del  plazo  que  señala  la  ley, 
perderán  la  fianza  constituida,  y  se  observa- 
rán las  disposiciones  del  párrafo  anterior  res- 
pecto á  los  proyectos. 

Art.  28.  Si  la  declaración  de  caducidad  se 
hiciere  después  de  haberse  dado  principio  á 
las  obras,  y  á  consecuencia  de  haber  cometi- 
do las  empresas  algunas  de  las  faltas  á  que 
se  refiere  la  ley,  procederá  la  Administración 
A  la  tasación  de  las  obras,  incluyendo  el  valor 


del  proyecto  y  añadiendo  1.50  pesetas  por  liec- 
tárea. 

Se  deducirán  del  importe  total  de  las  hectá- 
reas las  cantidades  que  pueda  haber  percibi- 
do la  empresa,  en  uso  del  derecho  que  le  con- 
cede la  ley,  por  cuenta  del  aumento  de  contri- 
bución que  hayan  tenido  los  dueños  de  las 
tierras  regadas. 

Los  gastos  que  ocasione  la  tasación  serán 
de  cuenta  de  la  empresa. 

Art.  29.  Hecha  la  valoración  en  los  térmi- 
nos expresados  en  el  artículo  anterior,  se  pro- 
cederá inmediatamente  á  anunciar  la  subasta 
de  la  concesión  por  el  término  de  tres  meses, 
á  no  ser  que  conviniere  á  las  empresas  cadu- 
cadas acortar  este  plazo,  en  cuyo  caso  lo  soli- 
citarán oportunamente. 

La  subasta  se  verificará  ante  la  Dirección 
general  del  ramo  y  en  los  Gobiernos  de  pro- 
vincia, con  las  formalidade  establecidas  para 
el  servicio  de  obras  piiblicas. 

Art.  30.  Los  licitadores  podrán  presentar 
proposiciones  á  pagar  al  contado  ó  en  i)]azos. 
Se  adjudicará  la  subasta  al  mejor  postor;  y  la 
suma  que  se  obtenga,  cualquiera  que  sea, 
será  entregada  á  la  empresa  caducada  sin 
más  deducción  que  la  del  importe  de  la  fianza, 
en  el  caso  de  que  se  hubiere  devuelto,  y  que 
debe  ser  reintegrado  al  Tesoro  público. 

La  empresa  caducada  no  tendrá  derecho 
para  reclamar  indemnización  de  ninguna 
clase. 

Art.  31.  La  nueva  empresa  quedará  sub- 
rrogada  en  todos  los  derechos  y  obligaciones 
que  estaban  declarados  á  los  antiguos  conce- 
sionarios. 

Art.  32.     Si  no  se  hubiese  presentado  licita- 
dor  alguno  en  la  subasta,  el  Gobierno  podrá 
disponer  que  se  verifique  una  segunda  licita- 
ción en  el  caso  de  que  la  solicitasen  las  em 
presas  caducadas. 

Si  tampoco  hubiese  postor  en  la  segunda  su- 
basta, el  Gobierno  resolverá  lo  que  estime 
oportuno  con  arreglo  á  la  leg'islación  vigente 
de  obras  públicas. 

Art.  33.  El  cumplimiento  de  lo  prevenido 
en  los  arts.  11,  12  y  14  de  la  ley  queda  á  cargo 
de  las  Administraciones  económicas  de  las 
provincias. 

Art.  34.  Las  corporaciones,  compañías  ó 
particulares  que  deseen  obtener  del  Estado  los 
estudios  de  alg'ún  canal  ó  pantano  de  riego 
deberán  solicitarlo  en  el  Ministerio  de  Fomen- 
to. En  el  caso  de  acceder  é-ite  á  la  instancia, 
dispondrá  que  el  ing-eiiiero  jefe  de  la  provin- 
cia forme  el  presupuesto  oportuno,  que  se  re- 
mitirá á  los  peticionarios. 

Si  éstos  estuvieren  conformes,  consignarán 
en  las  Depositarías  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales el  importe  del  presupuesto  de  los  es- 
tudios, el  cual  quedará  á  disposiciiin  del  inge- 
niero jefe,  quien  cuidará  de  formalizar  men- 
sualmente  la  cuenta  de  g-astos  de  la  misma 
manera  que  en  los  demás  servicios  de  obras 
públicas. 

Art.  35.  Cuando  los  gobernadores  de  las 
provincias,  en  uso  de  las  atribuciones  que  les 
confiere  la  ley  de  3  de  Agosto  de  IWUG,  conce- 
dan autorizaciones  de  estudios  para  canales  ó 
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paútanos  de  riego,  las  publicarán  en  el  Bole- 
tin  oficial;  remitirán  copia  al  Ministerio  de 
Fomento,  y  las  comunicarán  á  los  alcaldes  de 
los  pueblos  interesados,  previniéndoles  que 
protejan  debidamente  á  las  empresas  ó  parti- 
culares que  verifiquen  los  estudios. 

Art.  36.  Cuando  los  g-obernadores  autori- 
cen á  los  particulares,  al  tenor  de  lo  prescrito 
en  aquella  ley,  para  construir  acequias  ó  cau- 
ces derivados  de  corrientes  piiblicas  con  obje- 
to de  fertilizar  las  tierras  de  su  propiedad, 
cumplirán  en  las  concesiones  las  disposiciones 
dictadas  para  las  Diputaciones  provinciales 
en  los  párrafos  segundo  y  sig'uientes  del  ar- 
ticulo 7."  de  este  reglamento. 

Art.  37.  Las  empresas  concesionarias  de 
canales  y  pantanos  de  riego  que  no  tuvieren 
terminadas  sus  obras  á  la  fecha  de  la  promul- 
gación de  la  ley,  y  no  hubiesen  recibido  sub- 
vención del  Gobierno,  ni  de  las  provincias  ó 
de  los  Municipios,  asi  como  las  que  hubieren 
recibido  algún  auxilio  con  el  carácter  de  rein- 
tegrable, tendrán  derecho  á  disfrutar  de  todos 
los  beneficios  de  la  ley,  siempre  que  las  em- 
presas concesionarias  se  sujeten  A  las  pres- 
cripciones de  la  misma;  quedando  á  salvo  los 
derechos  de  tercero  nacidos  al  amparo  de  las 
respectivas  concesiones. 

En  ciianto  á  los  auxilios  de  150  pesetas  por 
hectárea  á  que  se  refiere  el  art.  8.°,  y  de  los 
tres  años  de  aumento  de  contribución  de  que 
se  habla  en  el  art.  10,  sólo  se  aplicarán  á  los 
terrenos  que  no  estuvieren  cultivados  cons- 
tantemente á  riego  á  la  publicación  de  la  ley. 
Para  la  aplicación  de  este  precepto,  se  enten- 
derá como  posterior  á  la  ley  todo  riego  que  se 
establezca  tle  nuevo  en  terrenos  cuyos  dueños 
hubieren  desistido  de  tomar  el'agua  á  las  em- 
presas después  de  haberla  utilizado  por  más  ó 
menos  tiempo,  y  asimismo  sólo  se  considerará 
que  está  puesto  en  rieg^o  un  terreno  cuando  el 
cultivo  en  él  establecido  fuere  el  regular  y 
constante,  apropiado  al  aprovechamiento  del 
agua,  sea  de  siembra,  plantación  ú  otro  cual- 
quiera '. 

La  preferencia  de  Cjue  trata  el  art.  16  en  su 
iiltimo  periodo,  con  respecto  al  Estado,  para 
la  aplicación  del  importe  de  los  beneficios  en 
el  caso  á  que  se  refiere,  no  será  absohita,  sino 
relativa;  y  por  lo  tanto,  el  Gobierno  podrá, 
mediante  causas  atendibles  y  previa  consulta 
al  Consejo  de  Estado,  conceder  á  las  empre- 
sas alguna  parte  de  tales  beneficios,  siempre 
que  en  todos  los  casos  sea  mayor  la  que  se 
aplique  al  Estado. 

Art.  38.     Para  que  los  concesionarios  de  los 


t  «£JÍ.  texto  explícito  del  art.  37  del  reglamento,  decla- 
ra que  sólo  son  aplicables  los  auxilios  en  cuestión  d  los  te- 
rrenos que  tío  estuviesen  cultivados  constantemente  á  rie- 
go á  la  pnhlicació7i  de  la  misma,  y  que,  por  lo  tantOj  ex- 
cluye de  su  concesión  por  punto  general  las  tierras  que  al 
efectuarse  dicha  publicación,  obtenían  ya  el  cultivo  á  rie- 
go en  los  terrenos  que  el  propio  artículo  expresa: 

^Expedido  como  fué  el  referido  reglamento  con  las  so- 
lemnidades legales  debidas,  no  cabe  poner  en  duda  la  efi- 
cacia de  una  de  sus  disposiciones,  d  pretexto  de  que  710  se 
halla  en  armonía  con  los  preceptos  de  la  ley  que  desarro- 
lla, cuando  no  los  contradice,  sino  que  linicamente  los 
aclara  y  suple  en  alguno  de  sus  vacíos.*  (R.  D.  S  21  Di- 
ciembre 1878  publicado  en  aitdiencia  de  15  de  Enero  187,9. 
Gac.  11  Maj'o.) 


canales  y  pantanos  á  que  se  refiere  el  articulo 
anterior  puedan  alcanzar  los  beneficios  que  la 
ley  les  concede,  deberán  presentar  la  oportu- 
na solicitud  en  el  Ministerio  de  Fomento, 
acompañando  una  Memoria  demostrativa  del 
estado  en  que  se  encuentran  las  obras,  de  los 
riegos  establecidos  y  de  los  que  les  falte  esta- 
blecer; y  en  caso  de  haber  recibido  subven- 
ción en  calidad  de  reintegro,  un  estado  de  las 
cantidades  que  por  este  concepto  tengan  reali- 
zadas. El  Ministerio  remitirá  estos  documen- 
tos á  los  g'obernadores  de  las  provincias  inte- 
resadas en  las  obras  para  que  lleguen  á  cono- 
cimiento del  piiblico  por  medio  de  los  Boleti- 
nes of,ciales  y  de  edictos  en  los  pueblos;  pu- 
dieudo  los  que  se  creyeren  perjudicados  hacer 
sus  reclamaciones  en  el  término  de  treinta 
días,  contados  desde  la  fecha  de  la  publica- 
ción. Pasarán  los  g'obernadores  estos  expe- 
dientes á  informe  de  la  Diputación  provincial 
y  de  la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio, y  los  elevarán  con  su  dictamen  al  Mi- 
nisterio de  Fomento,  el  cual,  oyendo  al  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  dictará  la  resolución 
que  proceda  *. 

Art.  .39.  Las  empresas  ó  particulares  que 
quieran  disfrutar  de  los  beneficios  anterior- 
mente expresados  deberán  presentar  las  opor- 
tunas solicitudes  en  el  término  de  un  año,  con- 
tado desde  la  fecha  de  la  publicación  del  pre- 
sente reglamento  *. 

Art.  40.  Tanto  el  Ministerio  de  Fomento 
como  las  Diputaciones  provinciales  aplicarán 
á  las  empresas  de  canales  y  pantanos  los  be- 
neficios y  obligaciones  de  la  ley  al  resolver  los 
expedientes  que  actualmente  están  en  trami- 
tación; respetando  los  derechos  que  puedan 
haber  adquirido  las  em])resas  con  arreglo  á  la 
legislación  anterior  respecto  á  la  prioridad  ó 
preferencia  de  los  proyectos  que  hubiesen  pre-  ; 
sentado  '.  ! 

Madrid  20  de  Diciembre  de  1870.— Aproba- 
do por  su  S.  A.— Echegarav.»  (Gae.  23  Di- 
ciembre y  C.  L.,  t.  105,  p.  310.) 

E.  D.  12  Enero  1872. 

Autori::and.o  la  construcción  de  un  canal  destinado  al  rie- 
go; bajo  las  condiciones  que  se  dicen,  con  sujeción  á  la 
ley  de  20  de  Febrero  de  1870  y  al  reglamento  para  su 
ejecución. 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  propuesto 
por  el  Ministerio  de  Fomento,  de  acuerdo  con 
el  parecer  de  la  Dirección  g'eneral  de  Obras 
públicas , 

Veng'o  en  decretar  lo  sig'uiente: 

Articulo  1.°  Se  autoriza  á  D.  Eugenio  Gar-j 
cia  Ruiz  y  D.  Marcial  de  la  Cámara  para  que 
puedan  construir  un  canal,  que  se  denomina-l 
rá  La  Granja,  derivado  del  rio  Pisuerga,  eal 
el  término  de  Villalaco,  provincia  de  Palen- j 
cia,  con  el  fin  de  fertilizar  una  superficie  de  ] 
8.000  hectáreas. 

Art.  2."  Al  tenor  de  lo  prescrito  por  la  leyj 
de  20  de  Febrero  de  1870,  quedan  declaradas 


1     El.  Estado  auvilia  hoy  la  construcción  de  canales  de\ 
riego,  otorgando  las  subvenciones  ó  los  premios  que  a«ío-j 
riza  laley'de¡7  de  Julio  de  18S3,en  suart.  2.°,  y  losbene-i 
flcios  que  d  favor  de  las  sociedades  constructoras  ó  expío-] 
tadoras  establece  el  art,  14  de  la  misma  ley. 
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de  utilidad  púlílica  estas  obras  para  los  efec- 
tos de  la  expropiación. 

Art.  3."  La  dotación  de  agua  del  canal  se 
fija  en  1.600  litros  por  sef^undo  durante  los 
meses  de  Junio,  Julio,  Agosto  y  Septiembre, 
siempre  que  el  río  lleve  esta  cantidad,  y  en 
5.000  litros  por  segundo  en  los  demás  meses 
del  año. 

Art.  4."  La  derivación  ó  toma  de  las  aguas 
se  verificará  por  medio  de  la  presa  del  molino 
denominado  de  Liibiano,  sin  elevar  la  altura 
que  tiene  en  la  actualidad,  y  refiriéndola  á  un 
punto  fijo  é  invariable  del  terreno  inmediato. 

Art.  5."  Se  establecerán  los  módulos  ó  apa- 
ratos convenientes^á  fin  de  que  no  entre  en 
el  canal  mayor  volumen  de  agua  que  el  con- 
cedido. 

Art.  6."  Los  concesionarios  respetarán  es- 
crupulosamente los  riegos  establecidos  con 
las  agTias  del  Pisuerga;  y  en  el  caso  de  que 
para  ¡levar  á  cabo  su  proyecto  necesitasen  ex- 
propiar los  artefactos  en  que  se  utiliza  como 
fuerza  motriz  el  caudal  de  aquel  rio,  indemni- 
zarán á  los  dueños  en  los  términos  que  pres- 
cribe la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866. 

Art.  7."  Cuidarán  los  concesionarios  de 
evitar  que  con  las  obras  se  produzcan  estan- 
camientos ó  detención  de  las  aguas,  y  respon- 
derán de  cualesquiera  daños  que  puedan  re- 
sultar de  la  inobservancia  de  esta  disposición. 

Art.  8."  Será  de  cuenta  de  la  empresa  res- 
tablecer por  medio  de  puentes  ú  otras  obras 
las  comunicaciones  y  servicios  públicos  que 
puedan  quedar  interrumpidos  al  llevarse  á 
cabo  el  proyecto  del  canal. 

Art.  9."  Quedan  oblig-ados  los  concesiona- 
rios á  dar  principio  á  las  obras  dentro  de  seis 
meses,  contados  desde  la  fecha  en  que  esta 
autorización  se  publique;  á  continuarlas  sin 
interrupción,  y  á  dejarlas  concluidasíen  el  pla- 
zo que  previene  la  mencionada  ley  de  1870. 

Art.  10.  Con  arregdo  á  lo  dispuesto  en  la 
misma  ley  y  en  el  reglamento  aprobado  para 
su  ejecución,  se  consigniará  en  el  término  de 
cuarenta  días  en  la  Caja  general  de  Depósitos 
el  2  por  100  de  la  cantidad  de  1.379.873  ptas. 
á  que  asciende  el  presupuesto  de  las  obras, 
como  fianza  ó  g'arantia  de  la  ejecución  de  las 
mismas. 

Art.  11.  Las  obras  se  ejecutarán  con  arre- 
glo al  proyecto  aprobado  y  bajo  la  vig-ilancia 
del  ingeniero  jefe  de  la  provincia. 

Art.  12.  Se  declarará  caducada  esta  auto- 
rización si  la  empresa  faltase  á  alguna  de  las 
obligaciones  anteriormente  consig-nadas. 

Art.  13.  Esta  concesión  se  otorga  á  perpe- 
tuidad y  con  la  libertad  de  tarifas  ó  canon  es- 
tablecida en  el  decreto  lev  de  14  de  Noviembre 
de  1868. 

Si  fuese  transferida  por  la  empresa  antes  de 
que  estén  concluidos  los  trabajos  del  canal,  se 
dará  conocimiento  de  la  cesión  al  Gobierno 
para  su  aprobación. 

Art.  14.  Disfrntará  la  empresa  de  los  be- 
neficios declarados  en  los  arts.  8."  y  10  de  la 
citada  ley  de  20  de  Febrero  de  1870  y  los  de- 
más privilegios  que  concede  á  las  obras  de 
esta  clase  la  legislación  vigente,   quedando 

Tcvio  II. 


también  sujeta  á  todas  las  obligaciones  que 
en  la  misma  se  establecen  '. 

Dado  en  Palacio  á  12  de  Enero  de  1872.— 
Amadeo. — El  Ministro  de  Fomento,  Alejandro 
Groizard.»  (írrtc.  14  Enero.) 

B.  0. 12  Noviembre  1872. 
Anidando  la  concesión  de  un  canal  hecha  pbr  la  Dipufa- 
ciún  provincial  de  Granada,  por  corresponder  al  Go- 
bierno y  no  haberse  llenado  los  requisitos  y  formalida- 
des legales, 

(FoM.)  Extracto. — D.  Francisco  Gutiérrez 
y  D.  Guillermo  La  Comba  solicitaron  autori- 
zación para  construir  un  canal  de  riego  deri- 
vado del  río  Cádiar;  á  cuya  pretensión  se  opu- 
so la  sociedad  titulada  La  Explotadora  agrí- 
cola, alegando  que  tenía  concedido  el  aprove- 
cliamiento  de  300  litros  de  ag'ua  por  segundo 
del  Guadalfeo,  en  el  que  desembocaba  el  Cá- 
diar; y  si  se  ejecutaba  el  canal,  no  habría  cau- 
dal bastante  para  tomar  los  300  litros  de  aquel 
río.  También  se  opuso  D.  Gabriel  Sabater, 
fundándose  en  que  era  autor  de  un  proyecto 
de  mayor  importancia  que  el  de  Gutiérrez  y 
La  Comba;  y  habiéndose  pedido  informe  ai 
iug-eniero  jefe  de  la  provincia,  le  dio,  haciendo 
mérito  de  una  concesión  de  todas  las  aguas 
del  Guadalfeo,  otorgada  por  Felipe  II  para  el 
riego  de  los  términos  de  Motril,  Lobrcs  y  Sa- 
lobreña. La  Junta  provincial  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  se  limitó  á  decir  que  la 
utilidad  del  proyecto  era  innegable,  y  la  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos  hizo  observar  que 
se  había  faltado  al  reglamento,  puesto  que  el 
expediente  se  tramitó  por  la  Diputación.  Sin 
embargo,  este  Cuerpo  acordó  entregar  la  con- 
cesión pretendida. 

Remitido  el  asunto  al  Consejo  de  Estado,  su 
Sección  de  Gobernación  y  Fomento  cree  que 
la  concesión  hecha  por  la  Diputación  debe  de- 
clararse nula  en  todas  sus  partes;  puesto  que 
con  arreglo  á  los  arts.  2."  de  la  ley  de  20  de 
Febrero  de  1870  y  7."  y  9.°  de  su  reglamento, 
sólo  pueden  conceder  las  Diputaciones  la  au- 
torización, si  no  surge  complicación  alguna; 
pues  desde  que  ésta  se  revela  por  la  oposición 
de  tercera  persona  ó  por  alg'ún  informe  con- 
trario á  la  concesión,  debe  ser  objeto  de  reso- 
lución del  Gobierno. 

Dice  también  que  no  puede  hacerse  diferen- 
cia entre  la  oposición  á  las  obras  y  la  oposi- 
ción al  proyecto,  pues  siendo  las  obras  la  rea- 
lización del  proyecto,  éste  y  aquéllas  son  una 
sola  y  misma  cosa;  y  la  oposición  al  ó  á  las 
otras,  determina  la  competencia  del  Ministerio 
de  Fomento  ])ara  decidir. 

La  Sección  no  se  ocupa  del  proyecto  de  Sa- 
bater porque  no  se  acompañan  los  perfiles  del 
mismo,  y  son  defectuosos  la  Memoria,  plano 
y  presupuestos;  pero  se  detiene  en  la  conce- 
sión de  toda.t  las  ag'uas  que  discurren  por  el 
Guadalfeo  á  favor  de  los  regantes  de  Motril, 


»  En  idénticos  ó  semejantes  términos  se  han  otorgado 
otras  varias  concesiones  partí  construir  canales  deriva- 
dos de  los  ríos:  en  '¿1  de  Marzo  de  IS72,  á  D.  Ciríaco 
Francisco  Gerner;  en  12  de  Abril  del  mismo  año  y  7  de 
Abril  de  Í/ITS,  al  marqués  de  Larios;  en  5  de  .Julio  de 
1H72,  á  D.  Emigdio  Santamaría;  en  la  misma  fecha,  á 
D.  José  de  Aman;  en  21  de  Abril  de  1876,  d  D.  Pedro  An- 
tonio Contreras:  en  2  de  Octubre  de  1878,  d  D.  Fernando 
Duelias,  u  en  5  de  Enero  de  1882,  d  D.  José  Pinilla. 
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Lobres  y  Salobreña;  y  recordando  lo  dispues- 
to en  el  art.  197  de  la  ley  de  aguas  de  18G6 
(que  concuerda  con  el  152  de  la  vigente  de  13 
de  Junio  de  1879),  afirma  que  la  base  de  la 
concesión  no  puede  ser  otra  qxie  el  conoci- 
miento exacto  de  la  cantidad  de  ag'ua  cjue  con- 
tiene el  rio,  y  cjue  además  de  este  dato  es  pre- 
ciso completar  el  expediente  que  adolece  de 
sustanciales  defectos.  Lueg'o  la  Sección  con- 
tiniia: 

«Las  prácticas  arbitrarias  producen  la  con- 
cepción de  proyectos  lo  menos  conformes  á 
los  medios  de  ejecutarlos:  la  escasa  instruc- 
ción de  los  expedientes  induce  á  errores  gra- 
vísimos acerca  de  la  utilidad  pública  y  parti- 
cular de  las  empresas,  y  la  informalidad  de 
estos  actos  suscita  á  veces  repetidas  desave- 
nencias entre  los  empresarios  y  los  pueblos,  y 
eng'eudra  frecuentes  abusos,  eludiendo  unas 
veces  y  alterando  otras  las  condiciones  de  las 
concesiones. 

Para  evitar  estos  males,  deber  es  de  los  in- 
g'euieros  comprobar  escrupulosamente  la  ver- 
dad de  los  proyectos  con  los  datos  que  posean 
ó  que  se  se  procuren  con  los  estudios  que  so- 
bre ellos  liag'an,  con  la  práctica  de  los  cálcu- 
los y  de  las  operaciones  que  demanden,  con 
la  inspección  inteligente  y  constante  sobre  las 
obras  que  se  realicen. 

La  Sección  abriga  el  firme  convencimiento 
de  que  si  los  interesados,  autoridades  y  Cor- 
poraciones que  han  intervenido  en  el  asunto 
se  hubieren  ajustado  al  procedimiento  vigeu 
te,  otra  sería  la  suerte  del  actual  proyecto. 

Faltando  los  primeros  á  lo  que  el  art.  1."  de 
la  R.  O.  de  18  de  Diciembre  de  1865  dispone, 
presentaron  ante  la  Di))utacióu,  en  vez  de  ha- 
cerlo ante  el  Gobierno  de  la  provincia,  su  so- 
licitud con  el  proyecto. 

Admitidos  indebidamente  estos  documentos 
por  aquella  Corporación,  se  eludió  por  enton- 
ces el  informe  del  ingeniero  jefe  de  la  provin- 
cia, que  establece  el  mismo  artículo,  sobre  la 
redacción  de  los  proyectos,  sobre  las  circuns- 
tancias y  requisitos  convenientes.  Así  es  que 
en  cambio  de  escasos  días  ganados  por  la  em- 
presa, se  ciirsó  el  proyecto  con  los  vicios,  de- 
fectos y  nulidades  que  habían  de  invalidar- 
lo algún  día.  Ni  se  redactó  con  claridad  y 
exactitud  suficientes  para  dar  idea  de  su  ob- 
jeto c  importancia,  ni  la  Memoria  explicativa 
de  las  obras  contiene  la  expresión  detallada 
de  lo  que  se  refiere  al  volumen  de  agua  que  se 
trata  de  utilizar  y  superficie  que  ha  de  regar- 
se, ni  en  los  planos  se  marcan  los  correspon- 
dientes detalles. 

De  todo  esto  se  hizo  por  entonces  caso  omi- 
so, sin  considerar  que  formando  esos  datos 
la  base  de  la  concesión,  fuera  ésta  de  todo 
punto  imposible  sin  obtener,  ante  todo,  la 
exactitud  y  la  verdad  de  la  ciencia.  Y  véase 
cómo  con  una  ley  y  con  un  reglamento  dicta- 
dos con  la  mira  y  el  propósito  constante  de 
facilitar  estas  concesiones,  de  promover  em- 
presas como  la  presente,  esta  Sección,  y  V.  E. 
mismo,  sienten  la  pena  de  aplazar,  por  ahora, 
una  resolución  que  ha  de  llevar  en  si  misma 
el  germen  de  riqueza  y  de  producción  A  un 
extenso  territorio. 


También  debe  hacer  á  V.  E.  la  Sección  alg'u- 
nas  observaciones  con  respecto  al  dictamen 
emitido  por  la  Junta  de  Ag-ricultura,  Indus- 
tria y  Comercio  de  la  provincia.  Esta  Corpo- 
ración, lejos  de  informar  A  V.  E.  sobre  las  cou- 
diciones  g'enerales  del  país  y  sobre  sus  espe- 
ciales circunstancias,  demostrando  la  utilidad 
y  conveniencia  del  proyecto  con  los  datos  y 
noticias  que  indudablemente  posee,  cumplien- 
do de  esta  .suerte  el  objeto  de  la  ley  al  darla 
intervención  en  estos  asuntos,  recuerda,  desde 
Sesostris  hasta  nuestros  días,  algunos  de  los 
canales,  en  el  mundo  hechos  para  la  unión  del 
Mar  Rojo  con  el  Mediterráneo,  en  el  Eufrates, 
parala  comunicación  denlos  asirlos  y  de  los 
Ijabilonios;  datos  y  noticias  que  si  tal  vez  pu- 
dieran probar  la  erudición  de  la  Junta,  no  tie- 
nen aplicación  alguna  al  caso  del  expediente, 
desniído  por  completo  de  los  antecedentes  ne- 
cesarios. 

En  consecuencia  de  todo  lo  expuesto,  la  Sec- 
cióu  es  de  dictamen: 

Primero.  Que  procede  anular  la  concesión 
de  1.115  litros  de  agua  por  segundo,  derivados 
de  río  Cádiar,  para  el  rieg'o  de  los  terrenos 
que  se  expresan,  hecha  por  la  Diputación  pro- 
vincial de  Granada,  en  11  de  Junio  xiltimo,  á 
D.  Francisco  Gutiérrez  y  D.  Guillermo  La 
Comba,  por  ser  notoriamente  incompetente 
para  acordarla  y  corresponder  á  V.  E.  esta 
resolución,  seg'ún  el  art.  2."  de  la  ley  de  cana- 
les de  riego  de  20  de  Febrero  de  1870. 

Seg'uudo.  Que  en  su  consecuencia  debe  de- 
volverse el  expediente  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Granada: 

1."  Para  que  los  peticionarios  consignen 
que  solicitan  la  concesión  de  estas  aguas  con 
sujeción  á  la  expresada  ley  y  para  obtener  sus 
ventajas;  y  que  en  este  concepto  se  obligan  á 
dar  el  riag'o  permanente  á  los  terrenos  que  se 
proponed  beneficiar.  Declarando  A  la  vez,  de 
una  manera  precisa,  cuAl  es  el  caudal  que  pre- 
tenden, así  como  el  número  de  hectáreas  que 
con  él  intentan  regar,  cuya  extensión  señala- 
rán en  el  plano  del  proyecto. 

2.°  Para  que  el  ingeniero  jefe  de  la  provin- 
cia compruebe  la  exactitud  del  aforo  hecho  eu 
el  río  Cádiar  por  los  peticionarios,  y  se  deter- 
mine el  volumen  que  corresponde  á  los  apro- 
vechamientos existentes,  poniendo  en  claro  si 
los  sobrantes  ciue  resultan  hoy  en  aquel  río 
son  necesarios  para  cubrir  los  aprovechamien- 
tos establecidos  con  las  aguas  del  Guadalfeo. 

3.°  Para  que  al  efecto,  y  en  cum|ilimiento 
del  art.  197  de  la  ley  de  aguas,  se  deduzcan  es- 
tos datos,  practicando  el  expresado  ingeniero 
jefe,  en  tiempo  o|)ortuuo,  los  aforos  indispen- 
sables, reuniendo  los  datos  que  demuestren 
las  necesidades  de  los  riegos  de  Motril,  Lobres 
y  Salobreña;  entendiéndose  la  concesión  que 
se  refiere  A  todas  las  aguas  que  discurren  por 
el  Guadalfeo,  sólo  al  caudal  que  considere 
preciso  para  el  objeto  del  aprovechamiento, 
fijando  el  niimero  de  metros  cúbicos  por  se- 
gundo que  A  esta  atención  deba  destinar,  y 
por  hectáreas  la  extensión  de  terreno  que  haya 
de  regarse,  estableciendo  al  efecto  los  módu- 
los convenientes  á  costa  de  los  interesados. 

4.°    Para  c[ue  cumpliéndose  lo  dispuesto  eu 
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el  art.  121  de  dicha  ley,  se  obtenga  la  autori- 
zación que  proceda  de  los  dueños  do  la  acequia 
de  Narila,  para  imponer  la  servidumbre  de 
acueducto  con  las  modificaciones  proyectadas, 
fijando  las  reglas  y  condiciones  necesarias 
para  el  uso  y  conservación  de  la  misma  ace- 
quia, y  á  fin  de  que  si  fuere  preciso  se  instru- 
ya el  expediente  á  que  hace  referencia  el  mis- 
mo articulo  de  la  ley  mencionada. 

5.°  Para  que  la  Junta  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio  de  la  provincia  emita  de 
lluevo  su  parecer,  teniendo  en  cuenta  las  ob- 
servaciones que  sobre  su  anterior  informe  se 
hacen  en  este  dictamen. 

tí.°  y  último.  Para  que  la  Diputación  y  el 
gobernador  de  Granada,  en  cumplimientodel 
articulo  9."  del  reglamento,  consignien  su  dic- 
tamen razonado,  elevando  á  V.  E.  el  expedien- 
te para  la  resolución  que  proceda.» 

«Y  liabieudo  resuelto  el  Rey  (Q.  D.  G.)  de 
conformidad  con  lo  propuesto  eu  el  preinserto 
dictamen,  lo  comunico  A  V.  E.  para  su  inte- 
ligencia, la  de  los  interesados  y  el  mils  estricto 
cumplimiento,  con  devolución  del  mencionado 
expediente. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años. — Madrid 
12  de  Noviembre  de  1.S72. — Echegaray. — Señor 
Gobernador  de  la  provincia  de  Granada.»  (Ga- 
ceta 6  Diciembre.) 

E.  O.  13  Marzo  1873. 
Autorizando  la  construcción  de  un  pantano  de  rifígo,  sal- 
vo el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  las  condi- 
ciones que  se  dicen:  Memoria,  ^ylanos,  trabajos,  riegos 
existentes. 

(FoM.)  «Conformándose  con  lo  propuesto 
por  esa  Dirección,  de  acuerdo  en  lo  sustancial 
con  el  dictamen  evacuado  por  la  Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  el  Gobier- 
no de  la  República  ha  tenido  á  bien  autorizar 
A  D.  Miguel  de  Navarrete,  D.  Emeterio  An- 
drés y  D.  Joaquín  SolauUonde  para  que,  salvo 
el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de 
tercero,  construyan  un  pantano  de  riego  en  el 
barranco  denominado  de  la  Hoz,  tórmino  de 
Torralba  de  Ribota,  provincia  de  Zarag'oza; 
debiendo  sujetarse  los  concesionarios  k  las 
condiciones  siguientes: 

1.'''  Las  obras  se  ejecutarán  con  arreglo  á 
la  Memoria  y  planos  presentados,  construyén- 
dose de  manipostería  hidráulica  el  murallón 
proyectado  para  formar  el  pantano. 

2."'  Se  dará  principio  á  los  trabajos  en  el 
término  de  seis  meses,  contados  desde  esta 
fecha,  continuándolos  sin  interrupción,  y  de- 
jándolos concluidos  en  el  plazo  de  dos  anos. 

3.'^  Quedan  obligados  los  concesionarios  á 
respetar  escrupulosamente  los  riegos  y  cua- 
lesquiera otros  aprovechamientos  que  puedan 
haberse  establecido  con  las  ag'uas  del  barran- 
co de  la  Hoz. 

4.*  A  tenor  de  lo  prescrito  por  el  art.  201 
de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  consignarán 
los  concesionarios  en  la  Caja  de  Depósitos  el 
1  por  100  de  la  cantidad  de  26.487  pesetas  á 
que  asciende  el  presupuesto  de  las  obras,  como 
fianza  ó  garantía  d<!  la  ejecución  de  las  mismas. 

5.^  Si  faltaron  los  concesionarios  á  alguna 
de  las  obligaciones  anteriormente  expresadas, 
se  declarará  caducada  esta  concesión. 


6.*  El  ing-eniero  jefe  de  la  provincia  de  Za- 
rag'oza queda  eucarg"ado  de  la  inspección  y 
vigilancia  de  los  trabajos. 

7.''  Esta  concesión  se  otorg-a  á  perpetuidad 
y  con  la  libertad  de  tarifas  ó  canon  declarada 
por  el  decreto  ley  de  14  de  Noviembre  de  1868. 

Lo  comunico,  etc.  Madrid  13  de  Marzo  de 
1873. — Chao.— Sr.  Director  general  de  Obras 
públicas.»  (Gac.  JS  Marzo.) 

D.  29  Marzo  1873.      - 
Otorgando  los  beneftcios  de  la  ley  de  1870  ájoia  concesión 
anterior  á  dicha  ley. 

(FoM.)  «En  vista  del  expediente  promovi- 
do por  D.  Manuel  Pérez  y  Ganuza  á  quien  se 
autorizó  por  decreto  del  Poder  Ejecutivo  en  28 
de  Abril  de  1869  para  construir  un  pantano  de 
riegos  en  el  término  de  Almochuel,  provincia 
de  Zaragoza;  y  conformándose  con  el  dicta- 
men emitido  en  pleno  por  el  C.  de  E., 

El  Gobierno  de  la  República  ha  resuelto  de- 
clarar que  el  concesionario  do  estas  obras  tie- 
ne opción  á  los  beneficios  otorg'ados  por  la  ley 
de  20  de  Febrero  de  1870  á  las  empresas  de  ca- 
nales y  pantanos  de  riego,  pero  con  sujeción  á 
las  obligaciones  que  impone  A  las  mismas  em- 
presas aquella  disposición  legislativa,  y  que- 
dando á  salvo  cualesquiera  derechos  de  que 
se  crean  asistidos  los  vecinos  de  los  pueblos  de 
Almochuel,  La  Zaida  y  Azaila. 

Madrid  29  de  Marzo  de  1873.— El  Presidente 
del  Gobierno  de  la  Repiiblica,  Estanislao  Fi- 
gueras.— El  Ministro  de  Fomento,  Eduardo 
Chao.»  (Gac.  31  Marzo.) 

O.  16  Abril  1873. 
Negando  la  concesión  de  un  pantano  de  riego  en  la  pro- 
vincia de  Teruel,  por  afectar  d  aguas  de  propiedad 2>ar' 
ticular  ó  á  sus  aprovechamientos,  no  habiendo  confor- 
midad con  el  2íropietario,  etc. 

(FoM.)  Extracto. — Se  declara  que  no  ha- 
llándose formados  los  proyectos  para  la  cons- 
trucción del  ¡lantano  de  Hijar  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  la  ley  y  reglamento  de  canales  de 
rieg'o,  y  no  pudiendo  ser  consideradas  de  do- 
minio público  aguas  que  se  hallan  declaradas 
propiedad  de  un  tercero  por  ejecutorias  de  los 
Tribunales,  no  pueden  ser  objeto  de  concesio- 
nes por  parte  del  Gobierno,  mientras  los  pro- 
yectos no  sean  reformados  y  los  propietarios 
de  las  agnias  no  renuncien  sus  derechos  ó  no 
presten  en  cualquier  otra  forma  su  conformi- 
dad. Declárase  esto  último  por  haber  mediado 
oposición  de  varios  pueblos,  y  se  dice: 

•«Los  pueblos  que  reclaman,  derivan  sus  de- 
rechos de  una  sentencia  ejecutoria  del  Tribu- 
nal Supremo  do  Justicia,  dada  en  1836.  Declá- 
rase en  ella  que  les  pertenecen  las  aguas  del 
río  Martín,  del  cual  es  afluente  el  Escixriza, 
alegrando  además  los  pueblos  interesados  que 
de  tiempo  inmemorial  aprovechan  el  caudal 
continuo  y  discontinuo  de  agua,  sin  que  nadie 
pueda  utilizar  contra  su  voluntad  más  que  los 
sobrantes.  Si  esto  es  así,  es  indudable  que  no 
puedo  otorgarse  definitivamente  la  concesión; 
pues  habiendo  de  recaer  ésta  precisamente  so- 
bre aguas  de  dominio  piiblico,  se  haría  culpa- 
ble el  Gobierno  do  un  desjiojo  concediendo  á 
ios  Sres.  Brockniann  y  Thirial  las  que  ya  fue- 
ron declaradas,  en  virtud   de  las  expresadas 
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sentencias,  propiedad  particular  de  los  ptie 
blos  que  las  reclaman. 

En  apoyo  de  esta  doctrina,  determina  el  ar- 
ticulo 13  de  la  Constitución  que  nadie  podrá 
ser  privado  temporal  ó  perpetuamente  de  sus 
biene.s  ó  derechos  ni  turbado  en  la  posesión  de 
ellos,  íi  no  ser  por  sentencia  judicial. 

La  ley  de  3  de  Agosto  de  1866  en  muchas  de 
las  disposiciones  que  contiene,  reserva  ¡I  los 
pueblos,  no  sólo  los  derechos  de  propiedad  que 
pudieran  aleg-ar  sobre  las  aguas,  sino  también 
cuantos  aprovechamientos  se  hallen  estable- 
cidos. 

Y  la  de  canales  y  pantanos  para  el  riego  que 
haya  de  hacerse  con  ag-uas  públicas  proceden- 
tes de  manantiales,  ríos,  arroyos  y  embalses 
naturales,  según  el  art.  1."  de  su  reglamento 
expresa,  es  contraria  también  A  toda  conce- 
sión de  aguas  que  no  conste  que  sean  de  aquel 
origen.»  {Gac.  2  Mayo.) 

H.  0.21  Enero  1875. 
Declarando  cadtí^ada  la  concesión  otorgada  á  la  Socie- 
dad Unión  Castellana  para  concluir  un  canal  de  rie- 
go y  abastecimiento  derivado  del  río  Duero. 

(FoM.)  Extracto. — Remitido  al  C.  de  E.  el 
expediente  promovido  por  la  Sociedad  Unión 
Castellana  sobre  construcción  de  un  canal  de 
riego  y  abastecimiento  derivado  del  rio  Duero, 
se  resuelve  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la 
Sección  de  Gobernación  y  Fomento  de  dicho 
alto  Cuerpo... 

«1.°  Que  debe  considerarse  caducada  la 
concesión  otorg-ada  á  la  Sociedad  Unión  Ca.'>- 
tellana  en  6  de  Mayo  de  1864  desde  que  dejó  de 
cumplir  con  lo  prescrito  en  el  art.  18  del  K.  D. 
de  29  de  Abril  de  1860  y  Reales  ordenes  dicta- 
das A  favor  de  esta  Sociedad'. 

2.°  Que,  caso  de  que  la  Compañía  lo  solici- 
tase nuevamente,  deberá  instruirse  el  expe- 
diente con  arreglo  á  la  ley  de  canales  de  rieg'o 
de  1870  y  reglamento  dictado. para  su  ejecu- 
ción. 

Y  3."  Que  la  resolución  que  recaiga  debe 
ptiblicarse  en  la  Gaceta  oficial  para  conoci- 
miento de  los  que  se  hallen  en  casos  análo- 
gos.» /"Gac.  30  Enero.) 

R.  D.  19  Noviembre  1875. 
(FoM.)  Extracto.  —  Se  concedió  prórroga 
hasta  seis  años  del  primer  plazo  que  señala  el 
art.  7.»  de  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1870  á 
las  empresas  de  canales  y  pantanos  de  riego, 
para  invertir  en  las  obras  la  tercera  parte  del 
presupuesto,  y  se  amplió  esta  g'racia  también 
A  las  empresas  que  tenían  opción  á  los  auxilios 
y  beneficios  concedidos  por  la  misma.  (Gac.  20 
Noviembre.) 

E.  O.  26  Mayo  1876. 

Desestimando  una  instancia  en  solicitud  de  autorización 

para  modifícar  el  proyecto  aprobado  de  un  canal. 

(FoM.)  Extracto. — Autorizado  D.  Martin 
Maguiteg'ui  por  R.  D.  de  30  de  Noviembre  de 
1872  para  construir  un  canal  derivado  del  Ba- 
rranco Acequia  de  la  Obra,  con  la  condición 
de  respetar  los  derechos  de  los  propietarios  de 
los  predios  en  que  nacen  varias  fuentes  cuyos 
sobrantes  tienen  salida  al  barranco,  solicitó  el 
interesado  autorización  para  modificar  el  pro- 
vecto en  el  sentido  de  aumentar  el  caudal  de 


agua  que  se  proponía  aprovechar,  y  la  exten- 
.sión  del  terreno  que  había  de  fertilizar  con 
ella.  Los  propietarios  de  las  fuentes  se  opu- 
sieron á  las  reformas  alegando  que  éstas  les 
perjudicaban;  v  con  vista  de  la  lev  de  3  de 
Agosto  de  1866,  del  art.  13  de  la  de  20  de  Fe- 
brero de  1870  y  del  1."  del  reg'Iamento  para  su 
aplicación,  se  desestima  la  autorización  soli- 
citada: Considerando  que  sólo  están  compreu- 
didos  en  la  ley  de  1870  «los  canales,  pantanos 
y  demás  obras  que  teng-au  por  objeto  aprove- 
char en  el  riego  ag-uas  públicas  procedentes 
de  manantiales,  ríos,  arroyos  y  embalses  na- 
turales...; que  ni  aun  para  el  abastecimiento 
de  una  población  puede  decretarse  la  enaje- 
nación forzosa  de  aguas  de  propiedad  parti- 
cular sino  cuando  falten  de  dominio  público, 
y  que  la  expropiación  solicitada  por  el  peti- 
cionario, si  se  consintiera,  llevaría  el  temor  y 
el  sobresalto  á  todos  los  particulares  que  po- 
seen ag'uas  nacidas  en  terrenos  de  sti  propie- 
dad, ó  que  han  alumbrado  con  su  dilio'encia  v 
trabajo.»  (R.  O.  26  Mayo  1876.— ffac.  25  id.)  " 

K.  0. 19  Marzo  1677. 
(FoM.)  Se  declara  que  la  Compañía  Ibéri- 
ca de  rieg'os,  concesionaria  del  canal  derivado 
del  rio  Esla,  tiene  derecho  á  disfrutar  los  be- 
neficios otorg'ados  por  la  ley  de  20  de  Febrero 
de  1870  á  las  empresas  de  canales  y  pautauo.s 
de  riego.  (Gac.  23  Marzo.) 

E.  o  6  Febrero  1878. 
(FoM.)  Declarada  la  caducidad  de  la  con- 
cesión del  canal  de  riego,  fuerza  motriz  y 
abastecimiento  de  Bugejar,  en  Granada,  se 
dispone  por  esta  orden  que  se  anuncie  la  su- 
biista  de  la  concesión  con  arreglo  al  art.  20  del 
reglamento  de  20  de  Diciembre  de  1870.  (Ga- 
ceta n  Febrero.) 

Ley  13  Jnnio  1879. 

Es  la  de  aguas,  inserta  en  el  tomo  I,  pági- 
nas 288  y  siguientes.  Se  refieren  á  las  obras  de 
canalización  y  á  los  beneficios  que  disfrutarán 
las  empresas  concesionarias  los  arts.  117,  136, 
137,  IGO,  194,  198  y  otros. 

Ley  15  Junio  18S2. 
Subvención  al  canal  de  Valladolid. 
(FoM.)  Extracto. — Se  autoriza  al  Gobierno 
para  dar  á  la  Empresa  del  canal  de  Valladolid 
en  cambio  de  la  subvención  indirecta  que  le 
concedía  el  decreto  de  su  concesión  de  21  de 
Abril  de  1876,  una  directa  consistente  en  el 
pago  de  40  por  100  de  todas  las  obras  necesa- 
rias para  el  riego.  (Gac.  18  Junio.) 

E.  D.  10  Noviembre  1882. 
Declarando  (i  la  Sociedad  anónima  Canal  de  Urgel  coí 
derecho  ú  los  beneficios  de  la  Uy  de  20  Febrero  1870. 

(FoM.)  Extracto. — Vistos  los  arts.  16  de  h 
ley  de  20  de  Febrero  de  1S70  sobre  canales  di 
riegos  y  pantanos,  y  37  y  38  del  reglamento  di 
20  de  Diciembre  del  mismo  año,  se  accede  á  1¡ 
solicitud  de  la  Sociedad  anónima  Canal  de  Ur 
gcl,  declarándola  comprendida  en  dicha  ley,  ; 
por  tanto,  «con  derecho  á  gozar  de  los  benefl 
cios  concedidos  en  la  misma  y  sujeta  á  su 
prescripciones,  quedando  á  salvo  los  derecho 
de  tercero  nacidos  al  amparo  de  la  coucesió 
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ó  por  convenio  con  la  Conipafíia;  entendién- 
dose que  en  cuanto  al  auxilio  á  que  se  refieren 
los  arts.  8.°  y  10  de  la  ley,  de  ceder  á  la  Com- 
pañía el  importe  de  los  aumentos  de  contribu- 
ción impuestos  A  las  tierras  reg-adas  por  el 
tiempo  necesario  para  completar  150  ptias.  por 
hectárea  y  tres  años  más,  sólo  son  aplicables 
á  las  que  se  hayan  puesto  en  rie.o-o  cou  poste- 
rioridad al  20  (ie  Febrero  de  1870,  y  respecto 
de  las  qTie  lo  estaban  con  anterioridad,  cuan- 
do sin  perjudicar  á  los  actuales  aprovecha- 
mientos, se  mejore  el  riejío  que  hoy  se  hace  en 
el  cultivo  de  año  y  vez,  couvirtiéndole  en 
anual  y  favoreciendo  el  aumento  y  desarrollo 
de  la  riqueza  ag-rícola  existente  eu  aquella  fe- 
cha.» (Gac.  16  Noviembre.) 

Ley  27  Julio  1883. 
Declarando  quf  el  Esfatlo  podrá  au.viJiar  la  consfritcción 
de  cannle»  y  pantanos  de  interés  público  que  hayan  de 
ser  objeto  de  concesión,  si  suministran  2:>ara  el  riego  un 
cauditl  de  aqun  eqairnlejite  á  200  litros  por  segundo. — 
Clases  de  an.vilio. — Trámites.—  Subasta  pública. — P}  ó- 
rrofias. — Caducidad. —  Comunidades  de  reffantes.— Es- 
tudios de  canales  y  pantanos. — linpuesto  de  derechos 
reales. — Sello  y  timbre. — Concesiones  anteriores, — E.í'j¿e- 
dientes  en  tramitación. 

(FoM.)  .LEY.— D.Alfonso  XII,  etc.  Sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sanciona- 
do lo  siguiente: 

Artículo  1."  El  Estado  podrá  auxiliar  la 
construcción  de  canales  y  pantanos  de  interés 
pxiblico  que  hayan  de  ser  objeto  de  cesión  á 
empresas,  si  suministran  para  el  rieg'O  un  cau- 
dal de  agua  equivalente  á  200  litros  continuos 
por  seg'uudo  ". 

Art.  2."     El  auxilio  consistirá: 

Primero.  Eu  una  subvención  que  no  exce- 
derá del  30  por  100  del  coste  presupuesto  de 
las  obras  del  canal  ó  pantano  y  acequias  prin- 
cipales. 

Segundo.  Eu  un  premio  que  no  excederá 
de  2.50  pesetas  por  cada  litro  continuo  por  se- 
gundo (ó  sea  por  cada  31.530  metros  cúbicos 
anuales),  que  el  canal  ó  pantano  invierta  en 
riego.  El  Gobierno  queda  facultado  para  sus- 
tituir la  subvención  mencionada  en  el  párrafo 
primero  por  una  cantidad  equivalente  de  obras 
especiales  ó  de  difícil  ejecución,  c^ue  construi- 
rá por  su  cuenta.  En  ningún  caso  la  siima  de 
la  subvención  y  el  premio  excederá  del  40  por 
100  de  los  gastos  de  establecimiento  del  riego, 
que  se  calcularán,  añadiendo  al  presupuesto 
que  se  apruebe  para  el  canal  y  acequias  prin- 


'    He  aquí  un  ejemplo  de  concesión  de  estos  auxilios: 

(FOM.)  «Examinado  el  exiiediente  promovido  por 
la  Sociedad  del  canal  de  Aragón  y  Cataluña  para 
obtener  nueva  concesión  con  arreglo  á  la  ley  de  au- 
xilios de  27  de  Julio  de  It^,  de  acuerdo  con  lo  pres- 
crito en  la  misma;  en  nonitire  de  mi  augusto  hijo  el 
Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Rei- 
no, coní'omiándome  con  lo  acordado  por  mi  Consejo 
de  Ministros,  ¿t  propuesta  del  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  único.  Se  otorga  k  la  Sociedad  Canal  de 
Aragón  y  Cataluña  nueva  concesión  con  arreglo  á  la 
ley  de  ¿7  de  Julio  de  18«3,  para  el  aprovechamiento 
de  las  aguas  de  los  ríos  Essera  y  Cinca,  en  el  riego 
d©  104.8.JÍ1  hectáreas  de  terrenos  de  las  provincias  de 
Huesca  y  Lérida,  y  eu  fuerza  motriz  para  estableci- 
mientos industriales,  eu  sustitiición  de  la  que  le  fué 
concedidíi  en  17  de  Noviembre  de  1876,  y  con  sujeción 
&  las  condiciones,  organización  de  obras  y  tarifas 
que  son  adjuntas.»  (H.  D.  3  Febrero  IH'^.—  Gac.  tí  id.) 

Publica  también  la  Gaceta  el  pliego  de  condiciones. 


cipales,  100  pesetas  por  hectárea  de  terreno 
que  haya  de  reg'arse. 

Art.  3."  Toda  concesión  cjue  haya  de  ser 
auxiliada  en  la  forma  prevenida  en  el  articulo 
anterior  será  solicitada,  tramitada  y  resuelta 
con  arreg'lo  á  las  prescripciones  siguientes: 

Primera.  Se  presentará  con  la  solicitud  uu 
estudio  completo  del  proyecto  que  comprenda 
el  de  la  zona  regable,  los  aforos  del  caudal  de 
agua  disponible,  el  presupuesto  y  las  condi- 
ciones, las  tarifas  máximas  que  anualmente 
podrán  exigirse  por  el  riego,  referidas  al  litro 
continuo  por  segundo,  cou  tablas  de  equiva- 
lencia por  hectárea  en  las  diversas  clases  de 
cultivo  y  un  estudio  de  las  utilidades  proba- 
bles de  la  empresa,  y  finalmente,  compromiso 
escrito  de  los  propietarios  de  más  de  la  mitad 
de  la  zona  regable,  por  el  cual  se  obliguen  á. 
reg'ar  sus  tierras  á  precios  que  no  excedan  de 
los  que  expresa  la  tarifa  propuesta. 

Segunda.  La  Administración  mandará  ins- 
truir un  expediente  para  acreditar  el  carácter 
de  utilidad  general  de  la  obra,  su  importancia 
y  sus  rendimientos  probables,  en  el  cual  se 
oirá  dentro  de  un  plazo  que  no  podrá  exceder 
de  seseuta  días  á  las  corporaciones  interesa- 
das y  á  los  particulares  que  quieran  exponer 
su  opinión  sobre  estos  extremos. 

Tercera.  Simultáneamente  la  Dirección  de 
Obras  públicas  mandará  proceder  ala  confron- 
tación del  proyecto  y  al  informe  de  sus  condi- 
ciones técnicas  y  económicas,  de  las  tarifas 
propuestas  y  del  cálculo  de  utilidades  proba- 
bles de  la  empresa. 

Al  evacuar  este  informe  se  hará  por  el  fun- 
cionario encargado  de  él  una  división  de  todas 
las  obras  del  proyecto  en  grupos  ó  secciones 
apropiados  á  la  marcha  y  duración  racional  de 
los  trabajos,  expresando  el  orden  que  haya  de 
seguirse  en  la  ejecución,  el  tiempo  que  haya 
de  invertirse  en  cada  una  de  las  expresadas 
^cciones  y  en  la  totalidad  de  la  obra  el  tan- 
to por  100\lel  presupuesto  cou  que  dentro  del 
limite  fijado  eu  el  art.  2.°  sea  conveniente  sub- 
vencionar la  obra  y  el  premio  que  deba  otor- 
garse después  de  establecido  el  riego,  según 
previene  el  mismo  art.  2.° 

Cuarta.  La  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  informará  sobre  todos  los 
extremos  que  abarque  el  expediente,  en  el  que 
se  oirá  después  al  Consejo  superior  de  Agri- 
cultura, y  por  último,  al  Consejo  de  Estado. 

Quinta.  Eu  vista  de  todos  estos  anteceden- 
tes, el  Consejo  de  Ministros,  oyendo  al  Minis- 
tro de  Fomento,  resolverá  si  ha  lugar  á  la 
construcción  del  canal  ó  pantano ,  fijará  la 
cuantía  de  la  subvención  y  del  premio  cou  que 
haya  de  auxiliarse  la  obra,  determinará  los 
plazos  parciales  y  totales  para  la  ejecución  y 
las  tarifas  definitivas  para  la  explotación. 

Art.  4."  La  concesión  se  hará  por  noventa 
y  nueve  años  eu  subasta  pública  que  versará 
sobre  la  cuantía  de  la  subvención.  Si  en  este 
punto  coincidieseu  las  proposiciones,  se  enten- 
derá preferible  la  que  más  rebaje  el  premio;  y 
si  también  sobre  este  extremo  hubiese  coinci- 
dencia, se  adjudicará  la  concesión  al  que  más 
rebaje  las  tarifas.  El  Ministerio  de  Fomento 
anunciará  la  subasta  con  arreglo  á  los  trámi- 
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tes  y  requisitos  que  prescriba  el  reglameuto 
para  la  ejecuciúu  de  la  presente  ley.  Para  to- 
mar parte  eu  la  subasta  será  preciso  acreditar 
hal*ír  entregado  eu  la  Caja  de  Depósitos  una 
cantidad  equivalente  al  5  por  lüO  del  presu- 
puesto total.  Los  licitadores  que  no  sean  el  au- 
tor del  proyecto  deberán  depositar  además  por 
separado  el  valor  del  mismo,  fijado  eu  previa 
tasación,  hecha  por  peritos  y  aprobada  por  el 
Ministerio,  tasación  que  comprenda  el  gasto 
material  que  aquél  represente  y  la  remunera- 
ción que  merezca  el  autor  del  estudio.  Termi- 
nado el  remate  y  adjudicada  la  concesión,  si 
el  adjudicatario  resulta  distinto  del  autor  del 
proyecto,  se  entregará  á  éste  el  valor  del  mis- 
mo á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior.  El  ad- 
judicatario deberá  en  el  término  de  quince  días 
convertir  su  depósito  en  una  fianza  de  10  por 
100  del  presupuesto  total,  la  cual  se  le  irá  de- 
volviendo á  medida  c(iie  acredite  la  iuversióu 
de  doble  cantidad  en  secciones  ó  grupos  de 
obras,  descontando  el  importe  de  la  subvención. 

Art.  5.°  La  subvención  se  abonará  por  par- 
tes proporcionales  y  correspondientes  á  los 
grupos  ó  secciones  de  que  se  trata  en  la  pres- 
cripción S.^  del  art.  3.",  á  medida  que  cada  uno 
de  ellos  se  termine,  con  arreglo  á  los  plazos  fija- 
dos eu  la  prescripción  5.''"  del  mismo  art.  ü."  El 
premio  será  pagado  á  medida  cjue  se  acredite 
el  empleo  del  agua  en  el  riego,  dentro  de  la 
cantidad  que  para  cada  año  se  fijará  al  hacer 
la  concesión  y  que  sólo  podrá  anmeu  tarse  cuan- 
do del  capitulo  correspondiente  del  presvtpues- 
to  general  del  Estado  resulte  sobrante,  dedu.- 
cidas  las  sumas  afectas  á  otras  concesiones. 
Las  cantidades  que  en  el  ¡ilazo  fijado  jaara  el 
abono  de  esta  concesión  no  hayan  sido  satisfe- 
chas, ya  por  no  haberse  utilizado-  la  parte  de 
agua  correspondiente,  ya  por  habei'se  aumen- 
tado la  dotación  del  canal,  se  abonarán  en  los 
años  sucesivos  según  los  recursos  y  compro- 
misos del  iiresupuesto  del  Estado.  En  ningúu 
caso  excederá  la  cantidad  anual  de  la  quinta 
parte  del  premio  correspondiente  al  caudal  de 
aguas  empleado  en  el  riego. 

Art.  6."  Ni  los  aumentos  ni  las  redttcciones 
del  presupuesto  que  puedan  resultar  de  modi- 
ficaciones debidamente  aprobadas  harán  va- 
riar la  cuantía  de  la  subvención,  á  no  ser  que 
por  efecto  de  ellas  se  disminuyese  la  dotación 
de  agua  del  canal,  en  cuyo  caso  se  reducirá  eu 
igual  proporción.  El  abono  del  premio  se  hará 
siempre  por  el  número  do  litros  de  ag'ua  por 
segundo  utilizada  en  riego,  sin  que  ni  bajo 
este  concepto  ni  bajo  otro  alguno  pueda  el 
concesionario  entablar  reclamaciones  á  causa 
de  errores  en  los  atoros. 

Art.  7.°  Las  empresas  construirán,  con  en- 
tera libertad,  las  acequias  secundarias  y  bra- 
zales de  riego,  pudiendo  hacer  los  convenios 
que  estimen  oportunos  con  las  regantes.  Es- 
tos convenios,  sin  embargo,  no  podrán  elevar 
el  canon  de  riego  por  encima  del  máximum 
fijado  en  las  tarifas. 

'  Art.  8."  El  Gobierno  por  Real  decreto  acor- 
dado en  Consejo  de  Ministros,  y  oído  el  de  Es- 
tado, podrá  otorgar  prórrog'as  de  los  [ilazos  se- 
ñalados á  la  construcción  en  los  casos  de  fuer- 
za mayor  debidamente  justificada,   ó   aque- 


llos en  que,  hallándose  construida  más  de  la 
mitad  de  la  obra  correspondiente  al  plazo  cvxj'a 
prórrog'a  se  solicite,  se  aleguen  causas  aten- 
dibles para  explicar  el  retraso.  En  ningún  caso 
las  prorrogas  podrán  exceder  de  la  mitad  del 
plazo  correspondiente. 

Art.  d."     Caducará  la  concesión: 

Primero.  Por  no  haber  constituido  la  fian- 
za dentro  del  plazo  fijado  en  el  art.  4." 

Segundo.  Por  no  haber  empezado  las  obras 
dentro  del  plazo  señalado  en  el  pliego  de  con- 
diciones. 

Tercero.  Por  no  haber  terminado  los  diver- 
sos g-rupos  de  obras  dentro  del  plazo  asignado 
á  cada  uno  de  ellos.  No  se  reputarán  obras 
terminadas  las  que  no  se  ajusten  estrictamen- 
te á  las  coíidicioues  facultativas  del  proyecto. 
Los  vicios  de  construcción  cuya  corrección  sea 
debidamente  exigida  jjor  el  ingeniero  inspec- 
tor liabrán  de  subsanarse  dentro  del  plazo  co- 
rrespondiente *. 

Cuarto.  Por  las  causas  especiales  que  con- 
tenga el  pliego  de  condiciones. 

•Art.  10.  La  caducidad  se  decretará  por  el 
Ministro  de  Fomento  en  el  caso  de  no  haberse 
constituido  la  fianza  ó  empezado  las  obras  en 
el  plazo  señalado.  Para  decretarla  eu  los  de- 
más casos  será  precisa  la  audiencia  del  inte- 
resado y  el  informe  del  C.  de  E. 

Art.  11.  La  declaración  decaducidad  llevará 
consigo  la  pérdida  del  depósito  ó  de  la  fianza. 
Si  hubiere  obras  ejecutadas  y  se  estimase  con- 
veniente proseguir  la  ejecución  ó  aprovecha- 
miento, cuidará  el  C4obierno  de  sti  conserva- 
ción y  de  completar  las  que  puedan  sufrir  des- 
perfectos considerables,  y  podrá  entonces  ter- 
minar por  sí  la  obra  total,  ti  otorg'ar  nueva 


•  Sobre  cadm-iihitl  df  concesiones  el  T.  O.  A.  estableció 
en  Sent.  ííe 'i-*  ílíir/.o  I**SH,  importante  doctrina,  que 
aunque  directa  mente  rcjucioiinda  conla aplicación  del  ar- 
ticulo 1.^  del  R.  D,  de  lít  de  Noviembre  de  1875,  no  deja- 
rá de  consultarse  con  fruto  para  otros  casos  análogos. 
He  acjici  el  resuelto  por  el  Tribttnal: 

Don  Antonio  García  Laredo  fué  antorizado  en 
1871  para  derivar  agua  del  Guadalquivir  con  desti- 
no á  \in  canal...  y  por  no  haber  terminado  las  obras 
dentro  del  plazo  señalado  en  el  art.  7.°  de  ia  ley  de 
1870,  la  Dirección  del  ramo  le  otorgó,  en  8  de  Abril 
de  IS84,  el  de  treinta  días,  para  qx^e  expusiera  lo  que 
tuviera  por  conveniente  acerca  de  la  caducidad  en 
que,  A  su  juicio,  liabia  incurrido  la  concesión.  Decla- 
rada ést.a  caducada  por  Real  decreto,  con  pérdida 
de  la  ftanza  á.favor  del  Estado,  acudió  Laredo  al  Tri- 
bun.al  Contencioso-adniinistrativo,  que  revocó  tal 
resolución  y  falla  que  la  concesión  del  canal  está 
conii>rendida  en  el  Real  decreto  de  19  de  Noviembre 
de  187.5  y  que  el  plazo  de  contratación  quedó  en  sus- 
penso desde  el  8  de  Abril  de  1884  en  que  él  conminó  al 
concesionario  con  la  caducidad: 

•  Considerando:  que,  según  las  palabras  textuales 
del  art.  1.**  del  referido  decreto,  se  prorrogó  hasta 
seis  años  el  plazo  señalado  por  el  art.  7."  de  la  ley  de 
20  de  Febrero  de  1870,  sin  hacer  distinción  alguna 
entre  las  concesiones  en  curso,  y  aquellas  ciiyos 
plazos  no  hubiesen  empezado  á  correr: 

Considerando  que  habiendo  tenido  sanción  legis- 
lativa el  R.  D.  de  19  de  Noviembre  de  187-Ó,  qxiedaron 
válidamente  alteradas  y  modificadas  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1870,  y  prorrogados 
los  pl.azos  en  la  misma  establecidos: 

Y  considerando:  que  en  el  caso  actual,  conminado 
con  la  caducidad  el  contratista,  desde  ese  moraento 
no  podia  exigirsele  que  continuase  ejecutando  tra- 
bajos é  invirtiendo  sixmas  en  una'obra  amenazada 
con  semejante  pena  en  un  plazo  breve,  por  lo  cual 
es  de  justicia  que  se  entienda  en  suspenso  el  plazo 
de  esa  fecha » 
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concesión  con  arreglo  A  esta  ley.  En  caso  de 
jiroseg'uirse  la  ejecución,  el  primitivo  conce- 
sionario tendrá  derecho  <i  ser  indemnizado  del 
valor  del  proyecto  y  de  las  obras  que  se  apro- 
vechen, descontándose  la  subvención  recibi- 
da, los  gastos  de  conservación  hechos  por  el 
Estado,  y  el  impone  de  la  fianza  si  se  hubiere 
devuelto.  La  indemnización  del  valor  del  pro- 
yecto y  de  las  obras  se  hará  previa  tasación 
de  los  ingenieros  del  Gobierno,  aproliada  ¡lor 
la  Junta  consultiva  de  Caminos,  con  audien- 
cia del  interesado.  Si  al  declararse  la  caduci- 
dad existieran  convenios  celebrados  respecto 
al  rieg'o  por  los  concesionarios,  el  estado  que- 
da oblig'ado  á  cumplirlos,  á  reserva  de  indem- 
nizarse de  los  perjuicios  que  esta  oblig'ación  le 
ocasione,  reteniendo  para  ello  la  cantidad  ne- 
cesaria del  valor  de  las  oln-as. 

Art.  12.  Cuando  las  conumidades  de  reg'au- 
t.'s  constituidas  con  arreg-lo  á  la  ley  de  aguias 
quieran  construir  canales  ó  pantanos  para  re- 
gar sus  tierras  ó  mejorar  los  rieg'os  existentes, 
ciial<|uiera  que  sea  la  cantidad  de  agua  que 
hayan  de  invertir  en  riego,  comprometiéndose 
endebida  forma  á  sufragar  la  mitad  de  los  gas- 
tos seg'úu  proyecto  ]U'eviamente  aprobado,  el 
Gobierno  podrá  otorgar  la  concesión  sin  su- 
basta y  sub\-encionar  las  obras  hasta  el  50  por 
100  del  presupuesto.  La  subvención  consistirá 
siempre  en  ejecutar  una  cantidad  equivalente 
de  obras,  ])reIiriendo  las  de  mayor  dificultad  é 
importancia.  Además  el  Gobierno  podrá,  den- 
tro de  los  recursos  del  presupuesto  del  Estado, 
anticipar  en  concepto  d("  préstamo  á  la  comu- 
nidad el  50  por  100  de  los  gastos  del  estableci- 
miento de  brazales  y  acequias  secundarias  y 
]n-eparacióu  de  tierras.  Las  cantidades  antici- 
jiailas  serán  reintegradas  con  interés  de  3  por 
100,  mediante  un  canon  sobre  los  terrenos  re- 
gados, fijado  al  hacer  el  anticipo.  Tanto  uno 
como  otro  auxilio  se  concederá  en  virtud  del 
expediente  á  que  alude  el  art.  3.°  de  esta  ley. 
Las  asociaciones  de  propietarios  que  presen- 
ten un  compromiso  hipotecario  debidamente 
constituido  con  arreg'lo  á  las  leyes  y  al  regda- 
mento  que  se  dicte  para  la  ejecución  de  ésta, 
disfrutarán  de  los  mismos  beneficios  que  por 
los  párrafos  anteriores  se  otorgan  á  las  comu- 
nidades de  reg-antcs.  Ninguna  de  las  corpora- 
ciones comprendidas  en  este  articulo  disfruta- 
rá de  premio  por  el  agua  que  emplee  en  los 
riegos  '. 

Art.  1.3.  El  Gobierno  podrá  hacer  estudiar 
los  canales  y  pantanos  que  crea  conveniente. 
Hecho  el  estudio,  procederá  á  la  información 
que  previene  el  art.  3."  de  esta  ley,  y  previos 
todos  los  rec¿uisitos  que  en  él  se  determinan, 
podrá  anunciar  la  subasta  ó  presentar  el  pro- 
yecto de  ley  necesario  jiara  construir  el  canal 
ó  pantano  por  cuenta  del  Estado. 

Art.  14.  Las  sociedades  que  se  formen  para 
la  construcción  ó  explotación  de  las  obras 
comprendidas  en  la  presente  ley  pagarán  el 
impuesto  de  derechos  reales  con  arreglo  al  ar- 
tículo 5.0  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881, 


Las  subvenciones  d  que  se  refiere  este  articulo  pttede.n 
iihonarse  en  metal  ico  por  virtud  de  la  ley  de  26  de  Julio 
de  1X73,  inserta  más  adelante. 


según  lo  dispuesto  en  la  de  3  de  Agosto  de 
1866.  Las  acciones  y  obligaciones  que  se  emi- 
tan pagarán,  con  arreglo  al  art.  127  de  la  ley 
de  31  de  Diciembre  de  1881,  el  timbre  de  10 
céntimos  que  se  prescribe  para  las  cédulas  lii- 
potecarias  de  Bancos  territoriales.  Las  hipo- 
tecas que  los  propietarios  de  terrenos  consti- 
tuyan para  los  efectos  de  esta  ley  satisfarán 
tan  sólo  el  10  céntimos  por  100  del  valor  de  la 
renta  que  el  propietario  se  comprometa  á  pa- 
gar. La  liberación  de  la  hipoteca  juagará  la 
mitad  de  dicha  suma. 

Art.  15.  En  cuanto  no  resulten  expresa- 
mente modificadas  [lor  esta  ley,  contiuuaráu 
rigiendo  la  general  de  obras  públicas  de  13  de 
Abril  de  1877  v  la  de  aguas  de  13  de  Junio 
de  1879. 

DISPO.SICIONE.S   TR.iN.SlTORIAS 

Primera.  Las  concesiones  existentes  que 
uo  hayan  sido  objeto  de  ley  especial  podrán 
acogerse  á  ésta  siempre  que  reúnan  las  con- 
diciones fijadas  en  su  art.  1.°  Los  concesiona- 
rios deberán  solicitarlo  dentro  de  seis  meses, 
contados  desde  la  promulgación  de  esta  ley,  y 
en  un  plazo  que  fijará  la  Administración,  te- 
niendo en  cuenta  las  condiciones  de  cada 
obra,  completarán  sus  proyectos  hasta  llenar 
todos  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  3.", 
después  de  lo  cual  se  decretará  si  ha  lugar  i'i 
declarar  la  concesión  comprendida  en  esta 
ley.  En  caso  afirmativo  y  antes  de  fijar  los  ti- 
pos de  subvención  y  prendo,  se  valorarán  las 
obras  ejecutadas  y  aprovechables,  comparán- 
dohis  con  la  totalidad  de  las  del  proyecto.  La 
subvencióu  no  podrá  aplicarse  más  que  á  las 
obras  por  ejecutar,  sin  exceder  del  30  por  100 
del  presupuesto  de  éstas. 

Los  tipos  del  premio  no  excederán  respec- 
tivamente de  los  siguientes: 

Tipo  máximo 
Obra  ejecutada  de  premio  por  litro  de 

agua  por  segundo 
con  relación  al  total.  empleado   en   íiego. 


O'SO  á  100 380  pesetas. 

0'60  á   0'80 340 

0'40  á   O'GO 300 

O'OO  á   O'iO 250 

En  ningún  caso  la  suma  de  la  subvención  y 
del  premio  excederá  del  40  jior  100  de  los  gas- 
tos de  establecimiento  del  riego,  c(ue  se  cal- 
cularán añadiendo  al  presupuesto  y  valora- 
ción aprobados  100  pesetas  por  hectárea  de 
terreno  que  haya  de  reg'arse,  y  se  descontará 
siempre  el  importe  de  los  auxilios,  subvencio- 
nes y  anticipos  que  haya  recibido  anterior- 
mente el  concesionario.  Eijados  los  tipos  de  la 
subvención  y  del  premio,  si  el  concesionario 
se  conforma  con  ellos  y  con  las  demás  condi- 
ciones que  con  arreglo  á  esta  ley  se  impon- 
gan, renunciando  expresamente  á  la  perpe- 
tuidad y  á  la  libertad  de  tarifas,  si  las  tuviese 
concedidas,  y  á  las  demás  ventajas  de, que 
disfrute,  se  le  otorgará  la  nueva  concesión  en 
sustitución  do  la  primitiva  con  arreg'lo  al  ar- 
ticulo 4.",  pero  sin  necesidad  de  subasta.  Se- 
rán siempre  respetados  los  convenios  que  los 
concesionarios  hubieren  celebrado  respecto  A 
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rieg'os  0011  aiiterioridad  á  la  fecha  de  27  de 
Junio  de  1882.  Las  actuales  concesiones  otor- 
gadas á  comunidades  de  regantes  y  asociacio- 
nes de  propietarios  podrán  aeog'erse  á  las 
prescri])ciones  del  art.  12  de  la  presente  ley 
dentro  de  los  plazos  cjue  señala  el  párrafo  pri- 
mero de  esta  disijosición. 

Segunda.  Cuando  lleg'iie  el  caso  de  decla- 
rar la  caducidad  de  alguna  concesión  de  las 
existentes,  se  aplicará  el  art.  11  de  esta  ley. 
Si  se  otorg'are  nueva  concesión,  los  tipos  de 
subvención  y  premio  serán  los  establecidos  en 
la  disposición  transitoria  anterior.  Las  pres- 
cripciones de  esta  dispo-sición  son  aplicables  á 
las  concesiones  ya  caducadas. 

Tercera.  Las  subvenciones  á  que  dé  dere- 
cho la  aplicación  de  la  ley  de  20  de  Febrero 
de  1870  se  abonarán  por  el  Estado  k  los  due- 
ños de  las  concesiones  subsistentes,  en  los 
laisnios  plazos,  forma  y  manera  en  que  ha- 
brían de  abonarse  con  el  aumento  de  contri- 
bución de  los  regantes. 

Cuarta.  Los  expedientes  que  se  hallen  en 
tramitación  al  ser  promulgada  esta  ley  .se 
ajustarán  á  sus  preceptos,  pero  completando 
lo  que  del  proyecto  ó  información  falte  para 
cumplir  todos  los  requisitos  exigidos  por  el 
art.  3.°  Las  concesiones  se  harán  siempre  con 
arreglo  á  la  presente  ley. 

Por  tanto:  Mandamos,  etc. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Julio  de  1883.— Yo 
el  Rey.— El  Ministro  de  Fomento,  Germán 
Gamazo.»  (Gac.  31  Julio.) 

E.  O.  2  Abril  18S1. 
Desestimando  itna  instancia  en  solicitud  de  sithvención 
por  no  estar  comprendidas  las  obras  en  la  leu  de  27  de 
Julio  de  1SS3,  toda  vez  que  las  aguas  con  que  se  ha  de 
formar  el  canal  no  son  de  dominio  público. 

(FoM.)  Extracto. ^'El  Sindicato  de  panta- 
nos de  Hljar  solicitó  que  se  le  concediera  la 
cantidad  de  243.642  pesetas  para  terminar  las 
obras  del  pantano  inferior.  Pasada  la  solici- 
ttid  al  C.  de  E.,  este  Cuerpo,  en  pleno,  cree 
que  no  procede  acceder  á  la  petición  del  Sin- 
dicato de  pantanos  de  Hijar,  porciue  la  ley  de 
auxilios  á  los  canales  y  pantanos  de  27  de  Ju- 
lio ixltimo  sólo  se  refiere  á  las  obras  de  riego 
que  necesiten  concesión  del  Gobierno,  según 
se  ve  claramente  en  todos  y  cada  .uno  de  sus 
artículos,  especialmente  en  el  1.°  y  3.°,  que 
fijan  el  espíritu  dominante  en  la  ley  y  los  trá- 
mites á  que  han  de  sujetarse  las  concesiones. 
El  pantano  inferior  do  Hijar,  para  el  que  se 
pide_  subvención,  no  se  halla  en  este  caso, 
pues  no  sólo  no  necesitó  concesión  para  em- 
pezarse á  construir,  sino  que  está  ya  recono- 
cido por  la  K.  O.  de  8  de  Enero  de  1879  que  no 
puede  el  Gobierno  otorgarla,  porque  las  ag-uas 
conque  se  hade  forniarno  son  de  dominio 
público,  iinicas  que  el  Estado  puede  conceder, 
sino  de  propiedad  particular,  según  ya  había 
declarado  la  orden  de  16  de  Abril  de  1873,  dic- 
tada de  acuerdo  con  este  Consejo. 

Sj  el  Gobierno  por  la  R.  O.  citada  de  8  de 
Enero  de  1879  aprobó  el  proyecto  de  los  pan- 
tanos de  Hijar,  presentado  por  las  comunida- 
des de  regantes,  dueños  de  las  aguas,  no  otor- 
gó por  ello  implícita  ni  explícitamente  contra- 
to alguno,  como  aquéllas  suponen,  pues  txivo 


muy  buen  cuidado  de  hacer  constar  que  sólo 
lo  aprobaba  con  carácter  técnico;  es  decir,  en 
cuanto  se  refería  á  sus  facultades  de  velar  por 
la  seguridad  y  por  la  salubridad  pública;  pero 
no  para  que  sirviese  de  baso  á  una  concesión 
que  la  misma  Real  orden  reconocía  que  no 
era  necesaria  -ni  se  podía  otorgar. 

Por  esto  se  negaron  á  dichos  pantanos  los 
beneficios  ó  auxilios  de  la  ley  de  1870,  que  en- 
tonces regia,  y  por  la  misma  razón  tampoco 
puede  concedérseles  los  que  otorga  la  nueva 
ley  de  1883,  cuyo  art.  12,  que  principalmente 
invoca  el  Sindicato,  parte  tamlMén  del  princi- 
pio de  que  el  Gobierno  ha  de  otorgar  la  con- 
cesión á  las  comunidades  de  regantes  á  quie- 
nes se  haya  de  dar  subvención  para  regar  sus 
tierras  ó  mejorar  los  rieg'os  existentes,  cir- 
cunstancia que  no  concurre  en  el  presente 
caso,  según  se  ha  dicho. 

Opina,  pues,  en  resumen,  el  Consejo,  que 
procede  desestimar  la  pretensión  del  Sindica- 
to de  pantanos  de  Hijar  de  que  se  le  dé  la  sub- 
vención de  243.642  pesetas  para  terminar  las 
obras  del  pantano  inferior,  por  no  estar  com- 
prendidas dichas  obras  en  la  ley  de  27  de  Ju- 
lio de  1883.»  Y  así  se  resuelve.  (R.  O.  2  Abril 
de  1884.— Grtc.  30  id.) 

E.  D.  9  Abril  1885. 

A2)robando  el  reglamento  para  la  a23licació7i  de  la  ley 

de  27  de  Julio  de  1SS3. 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  propuesto  , 
por  el  Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el 
dictamen  emitido  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reg-la- 
mento  para  la  aplicación  de  la  ley  de  27  de  Ju- 
lio de  1883,  relativa  á  auxilios  á  las  empresas 
de  canales  v  pantanos  de  riego. — Dado  en  Pa- 
lacio á  9  d'e  Abril  de  1885.— Alfonso.— El  Mi- 
nistro de  Fomento,  Alejandro  l'idal  y  Mon. 

neUMNKKTO 

PARA  LA  EJECUCIÓN  DE  LA  LEY  DE  27  DE  JULIO  DE  1883, 
RELATIVA  Á  AUXILIOS  Á  LAS  EMPRESAS  DE  CANALES  Y 
PANTANOS  DE  RIEGO. 

CAPÍTULO  'PRIM'E'RO. —Disposiciones  generales. 

Articulo  primero.  Obras  á  que  son  aplica- 
bles las  disposiciones  del  reglamento  y  de  la 
ley. — Las  disposiciones  de  este  reg'lamento, 
como  las  de  la  ley  á  que  se  refiere,  serán  apli- 
cables á  toda  empresa  que  solicite  del  Gobier- 
no ser  auxiliada  con  fondos  del  Estado  para 
establecer  nuevos  riegos,  y  á  las  comunidades 
de  regantes  ó  asociaciones  de  propietarios  que 
pretendan  auxilio  de  ig'ual  clase,  ya  para  el 
establecimiento  de  riegos,  ya  para  mejorar  ó 
ampliar  los  existentes. 

Art.  II.  Catidal  de  aguas  necesario. — Cuan- 
do el  auxilio  sea  solicitado  por  una  empresa 
que  haya  de  explotar  el  canal  ó  pantano  que 
construya  mediante  canon  ó  retribución,  será 
condición  precisa  para  solicitar  y  obtener  el 
auxilio  que  pueda  suministrar  para  riego  un 
caudal  de  agua  equivalente  á  200  litros  conti- 
nuos por  seg'undo,  después  de  deducidas  las 
pérdidas  que  se  calculen  por  evaporación  y  fil- 
traciones. Si  la  concesión  se  pide  sólo  para  de- 
terminadas épocas  del  año,  será  necesario  que 
el  consumo  anual,  calculado  por  el  nVimero  de 
rieg'OS  y  su  altura  (descontando  pérdidas),  re- 
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presente  por  lo  menos  6.;i07.200  metros  cvibi- 
cos,  como  equivalente  de  los  200  litros  conti- 
nuos ;l  i-azón  de  31.530  niiítros  cúbicos  por 
cada  nno,  seg'ún  el  art.  2."  de  la  ley. 

CAP.  II. — Concesiones  á  empresas. 

Art.  III.  Petición. — La  solicitud  se  dirigi- 
rá siempre  al  Ministro  de  Fomento  y  será  en- 
treg-ada  en  el  correspondiente  Neg'ociado  de 
la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  que 
dará  recibo  expresando  el  dia  y  liora  en  que 
se  entregue  y  los  documentos  que  so  acompix- 
ñen.  Deberá  ir  escrita  en  el  i)apel  del  sello  co- 
rrespondiente y  firmada  por  el  empresario  ó 
empresarios;  y  si  se  trata  de  una  sociedad  ó 
compañía,  por  los  que,  con  arreglo  á  sus  esta- 
tutos, tengan  la  representación  de  la  mi.sma. 
Cuando  los  solicitantes  sean  los  regantes  ó 
propietarios  de  que  se  ha  hecho  mención  en  el 
art.  1.°,  se  observará  lo  prescrito  en  el  capitu- 
lo III  de  este  reglamento. 

Art.  IV.  Extremos  que  debe  abarcar  la  .'so- 
licitud.— La  solicitud  expresará,  además  del 
nombre  y  vecindad  del  peticionario,  la  canti- 
dad de  agua  en  litros  por  segundo,  cuya  con- 
cesión se  pretenda,  el  punto  ó  puntos  de  toma 
de  agua,  la  extensión  de  terreno  que  se  trate 
de  reg'ar,  la  provincia  y  los  t(^rnlinos  munici- 
pales en  que  se  hallen  enclavados,  asi  como 
los  qiie  atraviese  el  trazado  del  canal  ó  deba 
comprender  el  remanso  del  pantano,  6  iguales 
datos  respecto  de  las  acequias  principales. 

Si  hubieran  de  ser  expropiados  aprovecha- 
mientos de  ag'uas  públicas  clasificados  en  la 
ley  de  aguas  como  de  orden  inferior  cu  cuan- 
to á  preferencia  ó  riegos  situados  agua  abajo, 
cuando  se  trate  de  un  pantano  se  pedirá  en  la 
solicitud  la  autorización  competente,  expre- 
sando los  nombres  de  los  interesados  y  su  ve- 
cindad. 

En  el  iiltimo  caso,  y  si  los  riegos  inferiores 
pueden  ser  servidos  por  el  pantano,  se  expre- 
sará así  con  ig-uales  datos. 

Art.  V.  Documentos  que  deben  acompañar 
á  la  solicitud. — Toda  solicitud  deberá  ir  acom- 
pañada: 

1."  Del  documento  ó  documentos  piiblicos 
que  acrediten  la  personalidad  del  peticiona- 
rio, cuando  no  solicite  en  su  ¡¡ropio  nombre. 

2."  De  la  escritura  de  constitución  de  la 
sociedad,  cuando  la  petición  se  haga  por  una 
entidad  jurídica  de  esta  clase,  de  sus  estatutos 
y  el  acuerdo  adoptado  en  la  forma  que  los  mis- 
mos prescriban  facultando  al  solicitante  para 
hacer  la  petición. 

3."    Del  proyecto  completo  de  las  obras. 

4.°  Del  phego  de  tarifas  ó  canon  máximo 
que  haya  de  abonarse  por  los  riegos,  referido 
al  litro  continuo  do  agua  por  segundo,  con  ta- 
bles  de  equivalencia  por  liectároa  para  las  di- 
versas clases  de  cultivo. 

5."  De  la  carta  de  pago  que  acredite  haber 
consignado  eu  la  Caja  de  Depósitos  una  can- 
tidad igual  al  5  por  100  del  importe  del  presu- 
puesto del  canal  ó  [lantano  y  acequias  ¡n-inci- 
pales.  El  depósito  podrá  liacerse  en  melálico  ó 
en  efectos  públicos  valorados  al  precio  que  se 
halle  establecido  para  fianzas  al  Estado. 

G.°    De  los   documentos   que   acrediten  el 


compromiso  contraído  por  los  propietarios  de 
una  extensión  de  terreno  que  comprenda  más 
de  la  mitad  de  la  zona  reg'able,  de  reg'ar  sus 
tierras  con  agua  que  haya  de  suministrar  el 
canal  ó  pantano  proyectado,  abonando  un  ca- 
non que  no  exceda  del  máximo  fijado  en  las " 
tarifas. 

7."  Certificaciones  por  términos  municipa- 
les, expedidas  por  los  secretarios  de  los  Ayun- 
tamientos, en  que  consten  las  hectáreas  de 
terreno  que  dentro  de  la  zona  que  haya  de  re- 
garse posea  como  dueño  cada  uno  de  los  que 
suscriben  el  compromiso. 

Art.  VI.  Documentos  que  deben  constituir 
el  proyecto. — El  proyecto  se  compodrá  de  los 
documentos  siguientes: 

1."    Memoria  descriptiva. 

2.0    Planos. 

3.°    Pliego  de  condiciones  facultativas. 

4."     Presupuestos. 

Art.  VIL  Memoria. — Primera  parte. — La 
primera  parte  de  la  Memoria  deberá  compren- 
der, además  de  las  consideraciones  generales 
ó  particulares  que  el  autor  quiera  ex])oner  en 
apoyo  de  su  proyecto,  la  descripción  exacta  y 
detallada  del  terreno  que  se  pretenda  regar; 
de  los  cultivos  existentes  y  de  los  que  se  quie- 
ra establecer  de  nuevo  ó  mejorar  con  la  apli- 
cación del  riego:  reseña  del  trazado  seg'uido 
para  el  canal  principal,  ó  para  la  situación  del 
pantano,  así  como  para  las  acequias  principa- 
les; extensión  en  hectáreas  de  la  zona  regable, 
y  dentro  de  ella,  de  las  partes  que  se  calcule 
destinar  á  diferentes  cultivos,  y  como  conse- 
cuencia, la  cantidad  de  agua  necesaria,  fijada 
por  número  de  rieg'os  y  altura  de  éstos  para 
deducir  y  justificar,  habida  cuenta  de  las  pér- 
didas estimadas  en  vista  de  la  constitución 
geológ'ica  del  terreno;  el  volumen  de  agua  que 
se  pida,  expresado  en  litros  jjor  seg'undo,  ó  la 
capacidad  del  vaso  del  pantano;  estado  de  afo- 
ros en  diversas  épocas,  y  especialmente  en  es- 
tiaje, de  la  corriente  ó  corrientes  de  que  se 
pretenda  hacer  la  derivación,  toma  ó  represa- 
miento,  coa  los  datos,  cuando  se  trate  de  pan- 
tanos, referentes  á  demostrar  la  posibilidad  de 
llenarle  y  el  número  de  veces  en  que  esto  se 
verificará  eu  el  año. 

Art.  VIII.  Memoi-ia. — Se(/unda])arte. — La 
seg'unda  parte  de  la  Memoria  contendrá  la 
descripción  detallada  del  trazado  horizontal 
del  canal  y  sus  acequias  principales;  la  distri- 
bución de  pendientes;  las  diversas  secciones 
transversales  que  deban  adoptarse  para  el  gas- 
to de  agua  calculado,  fijadas  con  arreglo  á  las 
formulas  usuales,  reseña  y  justificación  de  las 
obras  de  fábrica  adoptadas,  asi  como  de  los 
puno.?  inferiores  y  superiores  para  dejar  expe- 
ditas las  servidumbres  públicas  y  privadas: 
sistema  de  toma  de  aguas  ó  de  represamiento, 
expresándose.,  respecto  de  las  presas  ó  muros 
de  contención,  las  cotas  de  su  plano  superior 
ó  coronamiento,  con  relación  á  puntos  fijos  ó 
fijados  en  el  terreno;  cálculos  de  estabilidad 
de  las  obras  importantes,  especialmente  de  las 
presas  y  muros  de  contención  de  aguas,  cálcu- 
los del  trabajo  útil  y  g'asto  de  aguas  citando 
se  trate  de  (extraerla  ó  elevarla  con  máquinas, 
ó  conducirla  por  tubería  y  sifones;  materiales 
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que  se  pi'oyecte  emplear  eu  la  coustrucción, 
y  lig'era  jiistiücacióu  de  los  precios  que  se 
adopten  para  las  uuidades  de  obra  y  para  las 
exproplaciüues  de  todo  g'énero. 

Art.  IX.  Memoria. —  Tercera  parte. — La 
'  Jlemoria  terminará  cou  una  tercera  parte  des- 
tinada al  estudio  de  las  condiciones  económi- 
cas de  la  empresa,  examinando  y  justificando 
las  tarifas  que  se  propongan  y  los  rendimien- 
tos probables;  el  orden  y  plazos  de  ejecución 
lijados  teniendo  en  ciienta  la  importancia  de 
los  trabajos  y  los  recursos  del  pais,  y  la  nece- 
sidad de  alg'una  ó  algunas  obras  que  por  sus 
condiciones  especiales  requieran  tiempo  deter- 
minado y  el  sistema  de  explotación  que  se 
piense  seg-uir. 

Art.  X.  Planos. — Los  planos  serán  genera- 
les, parciales  y  de  detalles. 

En  el  primero  se  dibujarán,  cou  las  princi- 
pales acotaciones,  el  trazado  del  canal  y  ace- 
quiasprincipales;la  zona  regable,  con  los  acci- 
dentes del  terreno,  y  especialmente  las  vías 
de  comunicación,  las  coi'rientes  de  aguas  na- 
ttu-ales  ó  artificiales,  y  los  pueblos,  caseríos, 
minas  y  establecimientos  industriales. 

Eu  los  segundos  .se  dibujarán  eu  liojas  sepa- 
radas y  por  trozos  el  trazado  del  canal  y  ace- 
quias, cou  acotaciones  de  las  longitudes  y  ra- 
dios de  las  alineaciones  rectas  y  curvas,  con 
su  ntimero  de  orden,  á  partir  del  respectivo 
origen,  y  las  indicaciones  de  los  kilómetros, 
á  contar  de  igual  punto;  el  perfil  longitudinal 
del  caual  y  acequias,  señalando  las  diferentes 
rasantes,  con  expresión  de  su  longitud,  pen- 
dientes, mañeros  de  orden  y  kilómetros  en  re- 
lación cou  el  plano  del  trazado,  asi  como  las 
cotas  ueg'ras  y  rojas  de  los  puntos  principales. 
Cuando  se  trate  de  un  pantano  en  el  plano  ge- 
neral, se  sustituirá  el  trazado  del  canal  por  la 
representación  por  curvas  de  nivel,  de  toda  la 
extensión  del  embalse,  con  señalamiento  de 
los  mismos  accidentes  y  detalles  enumerados. 
En  los  planos  parciales,  los  relativos  al  traza- 
do y  perfil  del  caual  serán  reemplazados  por 
perfiles  longitudinales  de  las  diversas  vagina- 
das que  hayan  de  cubrirse  cou  las  aguas,  re- 
lacionados entre  si,  y  los  transversales  del  pan- 
tano con  sus  áreas,  para  calcular  el  volumen 
que  pueda  contener. 

Todos  los  planos  deberán  llevar  escrita  la 
expresión  de  la  escala  en  que  están  dibujados. 
Los  planos  de  detalle  contendrán  las  diver- 
sas secciones  del  caual  y  acequias  y  las  obras 
de  fábrica,  en  especial  las  de  toma  de  aguas  y 
presas  ó  muros  de  contención,  señalando  eu 
éstos  las  cotas  ó  alturas  por  ambos  paramen- 
tos. Si,  como  es  de  desear  y  se  recomienda,  se 
adopta  el  método  de  representar  gráficamente 
los  cálculos  de  estabilidad,  se  harán  en  hojas 
especiales,  formando  parte  de  los  planos  de 
detalle. 

Art.  XI.  Pliego  de  condiciones. — El  pliego 
de  condiciones  facailtativas  contendrá,  con  la 
descripción  general  de  las  obras,  el  orden  eu 
que  las  mismas  se  han  de  llevar  á  cabo,  y  to- 
dos los  preceptos  para  su  buena  ejecución,  es- 
pecificando la  manera  de  hacerlas  explanacio- 
nes, consolidación  de  terraplenes,  la  clase  y 
procedencia  de  materiales,  su  preparación  y 


el  asiento  y  colocación  eu  obra  de  los  mismos. 
Art.  XII.  Presupuesto. — El  presupuesto  se 
dividirá  en  cuatro  secciones  ó  capítulos,  á  sa- 
ber: cubicación  de  todas  las  obras;  estado  de 
precios  para  las  diversas  unidades  de  cada 
clase,  en  relación  con  el  análisis  ó  justificación 
que  se  haya  hecho  en  la  ¡Memoria;  presupues- 
tos parciales  de  las  obras  de  importancia;  pre- 
supuesto general  comprendiendo  el  importe 
calculado  para  las  expropiaciones,  tanto  del 
terreno,  cuanto  de  los  aprovechamientos  de 
que  se  hace  mención  eu  el  art.  4.";  el  de  todas 
las  obras  que  requiera  el  establecimiento  del 
canal  ó  pantano  y  acequias  principales,  seg'ún 
las  cubicaciones,  precios  y  presiipuestos  par- 
ciales; lo  que  se  estime  por  gastos  imprevis- 
tos, de  administración  y  dirección,  y  por  inte- 
rés del  dinero  adelantado;  en  la  inteligencia 
de  que  el  total  por  estos  tres  conceptos  no  po- 
drá exceder  del  16  por  100  del  importe  de  las 
obras.  Por  separado  se  acompañará  el  presu- 
puesto  especial  de  gastos  de  inspeccióu  para 
el  periodo  de  ejecución  de  las  obras,  arregla- 
do á  los  tipos  que  rijan  para  indemnizaciones 
para  esta  clase  de  servicios. 

Art.  XIII.  Caso  de  que  se  publiquen  for- 
mularios.— Cuando  se  aprueben  y  publiquen 
formularios  para  esta  clase  de  proyectos,  los 
peticionarios  deberán  ajustarse  en  su  redac- 
ción, y  para  el  ciunplimiento  de  lo  prevenido 
en  los  artículos  anteriores,  á  la  forma  y  dis- 
posición que  en  los  mismos  se  prevengan. 

Art.  XIV.  Compromiso  para  el  riego. — El 
compromiso  á  que  se  refiere  el  núm.  6.°  del  ar- 
ticulo 5.°,  puede  hacerse  constar,  bien  por  es- 
critura pública,  bien  por  acta  suscrita  por  los 
dueños  ante  notario  ó  ante  el  alcalde  y  secre- 
tario del  Ayuntamiento  del  término  en  que  ra- 
dique la  finca.  Cuando  pertenezcan  á  dií'ereu- 
tes  dueños  el  dominio  directo  y  el  útil,  será  ne- 
cesario el  consentimiento  de  ambos.  Si  las  tie- 
rras perteneciesen  á  menores  ó  incapacitados, 
ó  se  hallaren  eu  secuestro,  embargo  ó  admi- 
nistración por  disposición  judicial,  los  que 
tengan  la  representación  leg'al  de  los  respecti- 
vos dueños,  deberán  hallarse  autorizados  para 
otorg'ar  el  compromiso  eu  la  forma  que  pres- 
cribe el  derecho  comiin  para  contraer  y  gra- 
var la  propiedad  en  tales  casos. 

Art.  XV.  Admisión  de  la  solicitud  y  docu- 
mentos.— Presentada  la  solicitud  y  documen- 
tos de  que  se  ha  hecho  mérito  eu  los  artículos 
anteriores  eu  la  Dirección  general  de  Obras 
públicas,  ésta  los  hará  examinar  por  la  Sec- 
ción correspondiente  de  la  .Junta  consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  que  evacuará  su 
dictamen  eu  el  término  de  veinte  días,  y  en  uu 
plazo  de  ocho  días  resolverá  si  están  comple- 
tos y  reúnen  las  condiciones  externas  exig-idas 
eu  este  reglamento  que  quedan  enumeradas, 
y  pueden  por  tanto  servir  de  base  á  ulteriores 
diligencias.  La  resolución,  que  será  motivada, 
se  comunicará  al  peticionario,  devolviéndole 
el  proyecto  y  demás  documentos  si  no  se  esti- 
masen suficientes,  indicando  sus  defectos  ú 
omisiones. 

Art.  XVI.  Derechos  del  peticionario  en 
cuanto  á  prioridad. — Eu  el  caso  de  que  por  la 
Dirección  g-eneral  se  deniegue  la  admisión  del 
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proyecto  y  documeutos,  el  peticionario  perde- 
rá todos  los  derechos  que  pudiera  darle  la  prio- 
ridad en  la  preseutación,  que  sólo  se  le  couta- 
rán  desde  que  nuevamente  los  presente  com- 
pletados ó  reformados  si  insiste  en  la  ¿jeticióu. 
Cuando  se  admitan  desde  luego,  el  tiempo 
para  estimar  la  prioridad  se  contará  desde  la 
presentación  primera. 

Art.  XVII.  Publicación  de  la  solicitud. — 
Decidida  la  admisión  de  la  solicitud  y  docu- 
mentos, la  Dirección  g-eueral  de  Obras  públi- 
cas liará  insertar  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en 
los  Boletines  oficicdes  de  las  provincias  á  las 
que  pertenezcan  los  terrenos  que  hayan  de 
ocupar  el  canal  ó  embalse  del  pantano  y  ace- 
qiiias  principales,  y  en  las  que  se  halle  encla- 
vada la  zona  regable,  un  sencillo  edicto  anun- 
ciando la  petición,  por  si  en  el  término  impro- 
rrogable de  treinta  dias,  contados  desde  la 
última  de  dichas  publicaciones ,  se  presenta 
alg'una  otra  solicitud  y  proyecto  para  el  mismo 
objeto. 

Estas  nuevas  solicitudes  deberán  tambión 
presentarse  en  la  Dirección  general,  y  á  ellas 
será  aplicable  todo  lo  prescrito  en  los  arts.  3.° 
al  16  inclusive  de  este  reglamento. 

Art.  XVIII.  Para  el  cumplimiento  de  lo 
prevenido  en  el  articulo  anterior,  los  g'oberna- 
dores  cuidarán  de  que  el  anuncio  se  inserte  en 
el  primero  de  los  respectivos  Boletines  que  se 
publiquen  después  que  reciban  la  orden  co- 
rrespondiente, poniéndolo  eu  conocimiento  do 
la  Dirección  general,  á  la  que  se  remitirá  un 
ejemplar  de  dicho  número  para  unirlo  al  expe- 
diente. 

Art.  XIX.  Durante  el  plazo  de  los  treinta 
días  á  que  se  refiere  el  art.  17,  la  Dirección  ge- 
neral de  Obras  públicas  cuidará  de  que  se 
unan  al  expediente  todos  los  datos  que  en  la 
misma  existan  ó  que  pueda  pedir  á  los  Gobier- 
nos de  provincia  y  Divisiones  hidrológicas 
sobre  concesiones  de  aguas  hechas  y  existen- 
tes ó  en  tramitación,  que  puedan  afectar  ó  ser 
afectadas  por  la  que  se  pide,  y  sobre  aforos  de 
la  corriente  en  donde  haya  de  hacerse  la  deri- 
vación ó  retención,  y  de  las  inferiores  á  que 
afluya,  y  hará  redactar  para  cada  uno  de  los 
proyectos  presentados  la  nota  extracto  c^ue  ha 
de  servir  para  la  información. 

Art.  XX.  Notas  extractos  para  la  informa- 
ción.— Las  notas  extractos  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  deberán  contener  precisa- 
mente y  para  cada  proyecto  el  nombre  del  pe- 
ticionario, la  cantidad  de  ag'ua  cuya  concesión 
solicite,  ó  el  volumen  de  la  retenida  ó  embalse, 
cuando  se  trate  de  pantanos;  la  corriente  ó  co- 
rrientes de  que  haya  de  derivarse  ó  represar- 
se; la  situación  de  la  toma  de  aguas  y  sistema 
que  para  ella  se  proponga,  con  expresión  de 
la  altura  de  la  presa  ó  muros  de  contención, 
cuando  hayan  de  construirse;  ligera  reseña 
del  trazado  del  canal  ó  embalse  del  pantano, 
determinado  por  sus  longitudes  ó  superficies, 
y  sus  principales  puntos  con  referencia  á  se- 
ñalados accidentes  del  terreno;  posición,  ex- 
tensión y  límites  de  la  zona  reg'able  con  los 
cultivos  existentes  y  los  que  se  pretenda  esta- 
blecer y  mejorar;  vías  de  comunicación  y  ser- 
vidumbres que  se  ocupen  ó  atraviesen; provin- 


cia y  términos  municipales  en  los  que  hayan  de 
situarse  la  toma  de  aguas,  el  trazado  del  canal 
y  acequias,  ó  el  embalse  del  pantano,  y  en  los 
que  se  halle  la  zona  regable;  resumen  de  las 
cifras  del  presupuesto,  de  los  rendimientos  cal- 
culados y  de  las  tarifas,  y  finalmente,  los  nom- 
bres y  vecindad  de  los  dueños  y  clase  de  los 
aprovechamientos  que  hayan  de  expropiarse, 
y  á  que  se  refiere  el  art.  4.0  de  este  reglamen- 
to, así  como  los  de  cualquiera  otro  á  que  la 
concesión  pueda  afectar  yfuese  conocido,  bien 
por  los  datos  del  proyecto,  bien  por  los  que 
se  unan  al  expediente. 

Art.  XXI.  Los  peticionarios  pueden,  si  así 
lo  creen  oportuno,  redactar  por  sí  mismos  di- 
cha nota  y  acompañarla  en  su  solicitud,  con 
los  demás  documentos.  En  este  caso,  la  Direc- 
ción general  la  hará  confrontar  y  la  adiciona- 
rá ó  corregirá. 

Tanto  cuando  así  suceda  y  después  de  co- 
rregida, como  cuando  se  haya  redactado  en  la 
Dirección  podrán  los  peticionarios  hacerla  im- 
primir á  su  costa,  debiendo  entregar  en  tal 
caso  en  el  Negociado  correspondiente  el  nú- 
mero de  ejemplares  que  se  estime  necesario 
para  los  efectos  prevenidos  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  XXII.  Información,  anuncio  y  noti- 
ficación.—Termina.áo  el  plazo  fijado  en  los 
anuncios  prevenidos  en  el  art.  17  y  la  redac- 
ción ó  corrección  de  las  notas  extractos,  y  en 
su  caso  recibidos  los  ejemplares  impresois,  la 
Dirección  general  abrirá  la  información  pres- 
crita en  la  disposición  2.^  del  art.  3."  de  la  ley, 
y  para  ello  hará  publicar  en  la  Gaceta  el  co- 
rrespondiente edicto  señalando  un  plazo  im- 
prorrogable que  no  baje  de  30  dias  ni  exceda 
de  60,  durante  el  cual  se  admitirán  cuantas 
observaciones  y  reclamaciones  se  presenten 
acerca  y  en  contra  de  las  concesiones  solicita- 
das. A  continuación  del  anuncio  se  insertará 
la  nota  ó  notas  extractos  de  que  habla  el  ar- 
tículo 20.  Una  copia  del  edicto  y  de  las  notas 
se  remitirá  á  los  gobernadores  ile  las  provin- 
cias en  que  la  obra  proyectada  haya  de  esta- 
blecerse y  á  los  de  lasque  sean  atravesadas 
por  la  corriente  de  donde  se  haya  de  tomar  ó 
represar  el  agua  y  las  de  que  sea  afluente.  Los 
gobernadores  harán  insertar  inmediatamente 
ambos  documentos  en  los  Boletines  oficiales, 
avisándolo  y  remitiendo  un  número  á  la  Direc- 
ción general. 

Los  gobernadores  comunicarán  directamen- 
te el  anuncio,  acompañando  un  número  del 
Boletín  á  los  alcaldes  de  los  términos  en  que 
hayan  de  establecerse  las  obras,  asi  como  á 
los  propietarios  ó  usuarios  de  aprovechamien- 
tos y  concesiones  cuyos  nombres  consten  en 
la  nota  ó  notas.  También  podrán  hacerlo  á  los 
que,  según  datos  que  obren  en  sus  archivos  ó 
de  que  tengan  conocimiento ,  se  hallen  en 
igual  caso  y  se  hayan  omitido. 

La  comunicación  se  hará  por  conducto  de  la 
autoridad,  recogiendo  el  correspondiente  re- 
cibo que  se  unirá  al  expediente.  En  el  caso  en 
que  se  hayan  facilitado  impresos  de  las  notas 
extractos,  la  comunicación  á  los  alcaldes  y  par- 
ticulares se  reducirá  á  notificarles  el  plazo  du- 
x-ante  el  que  se  admiten  reclamaciones,  j'  se 
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acompañará  un  ejemplar  de  la  nota.  Los  gas- 
tos de  piiblicacióu  j  ejemplares  de  los  Bole- 
tines serán  de  cuenta  del  peticionario. 

Art.  XXIII.  Reclamaciones  contra  la  con- 
cesión.— Las  observaciones  y  reclamaciones 
que  los  particulares  ó  corporaciones  de  todas 
clases  quieran  hacer  acerca  de  la  concesión  y 
de  todos  los  datos  consignados  en  las  notas, 
podrán  presentarse,  siempre  por  escrito ,  lo 
mismo  en  la  Dirección  general  que  en  los  Go- 
biernos de  provincia  donde  se  haya  publicado 
el  anuncio. 

En  el  primer  caso  se  dará  en  el  término  de 
tres  días  aviso  al  peticionario  á  quien  se  refie- 
ran, poniéndoselas  de  manifiesto  para  que 
pueda  contestarlas,  bien  desde  luego,  bien  eu 
el  plazo  que  para  todas  se  le  señale  al  ñn  de 
la  información. 

En  el  segundo,  y  si  el  peticionario  tiene  en 
la  capital  de  la  provincia  representante  auto- 
rizado, se  le  dará  también  aviso  en  el  plazo 
señalado,  pudiendo  contestarlas  ante  el  gober- 
nador durante  el  término  de  la  información 
provincial,  ó  reservarse  el  hacerlo  ante  la  Di- 
rección g'eueral  como  en  el  caso  anterior. 

Si  no  tiene  representante,  ó  no  reside  en  la 
capital  de  la  pro'í'iucia,  el  g'obernador  man- 
dará unirlas  al  expediente. 

De  todo  escrito  que  se  presente  deberá  darse 
recibo,  con  expresión  de  la  fecha  de  presen- 
tación. 

Art.  XXIV.  Informaciones  de  funciona- 
rios y  corporaciones  provinciales. — Los  go- 
bernadores, durante  el  plazo  de  la  informa- 
ción, pedirán  dictamen  al  Consejo  provincial 
de  Ag'ricultura,  Industria  y  Comercio,  á  la 
Comisión  jn-oviucial  y  al  ingeniero  jefe  de 
Obras  públicas,  cuando  no  sea  éste  el  encar- 
gado de  la  confrontación  y  examen  del  pro- 
yecto. Oirán  asimismo  á  la  Junta  de  Sanidad 
cuando  se  trate  de  establecer  pantanos,  y 
siempre  que  las  obras  puedan  afectar  á  la  sa- 
lubridad pública.  Cada  una  de  estas  corpora- 
ciones y  funcionarios  deberá  evacuar  su  dic- 
tamen en  el  plazo  que  se  le  señale,  y  siempre 
dentro  del  de  la  información,  discutiendo  dete- 
nidamente para  cada  petición  la  importancia 
y  utilidad  de  las  obras,  la  probabilidad  de  los 
rendimientos  calculados  y  la  justificación  de 
las  tarifas  máximas  propuestas,  comparando 
las  ventajas  relativas  de  los  diversos  pro- 
yectos. 

Eu  los  informes  del  Consejo  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  y  de  la  Comisión  provin- 
cial, se  prescindirá  de  todo  lo  que  haga  rela- 
ción á  la  parte  técnica  y  facultativa  de  los  pro- 
yectos. 

Art.  XXV.  Publicidad  de  los  expedientes. 
Modo  de  facilitar  el  examen  de  los  proyectos. 
Durante  el  periodo  de  la  información  pvibli- 
ca  los  expedientes  estarán  de  manifiesto  en  la 
Dirección  g'eneral  y  en  las  Secciones  de  Fo- 
mento de  las  respectivas  provincias. 

Si  se  ha  presentado  más  de  un  ejemplar  del 
proyecto  ó  proyectos,  se  tendrán  también  á 
disposición  del  público  en  la  Dirección  gene- 
ral. Si  el  peticionario  ha  entreg'ado  únicamen- 
te el  que  ha  de  servir  para  la  confrontación  é 
informe  técnico,  los  que  deseen  examinarlo  lo 


pedirán,  en  el  período  de  infoi*mación,  á  la 
Dirección  g-eneral ,  expresando  los  motivos 
que  para  ello  tuvieren  y  la  parte  que  desean 
conocer.  Igual  petición,  en  idénticos  términos, 
y  en  el  loismo  período,  podrán  dirigir  los  opo- 
sitores, corporacioues  ó  funcionarios  de  pro- 
vincias por  conducto  de  los  g'obernadores. 

La  Dirección  general  resolverá  y  mandará 
poner  de  manifiesto  el  proyecto,  cuando  sea 
posible,  avisando  á  los  que  lo  teug-an  solicita- 
do, señalándoles  el  número  de  días  en  que 
podrán  hacer  uso  de  esta  facultad  y  exponer 
lo  que  teng'an  por  conveniente.  En  cuanto  á 
los  que  lo  reclamen  de  provincias,  la  Direc- 
ción, si  resuelve  afirmativamente  la  petición,  ó 
remitirá  el  proyecto  á  los  gobei'nadores,  ó  dará 
orden  al  ingeniero  en  cuyo  poder  se  halle  para 
que  lo  hag'a,  siempre  señalando  el  nitmero  de 
días.  Contra  la  resolución  de  la  Dirección  ge- 
neral no  se  dará  recurso  alguno.  Podrá  pro- 
testarse para  el  caso  en  que  otorgada  la  con- 
cesión, se  interponga  contra  ella  alguno  de 
los  recursos  enumerados  en  el  cap.  XV  de  la 
ley  de  aguas  de  13  de  Junio  de  1879. 

Art.  XXVI.  Remisión  de  los  espedientes 
á  la  Dirección  general. — Terminada  en  cada 
provincia  la  información,  los  g-obernadores 
remitirán  los  expedientes  originales  con  su 
informe  sobre  todas  las  cuestiones  suscitadas, 
y  sobre  la  utilidad  é  importancia  de  la  obra, 
sus  rendimientos  y  tarifas. 

El  plazo  para  la  remisión  é  informe  no  podrá 
exceder  de  15  días,  á  partir  del  en  que  con- 
cluya el  periodo  de  publicidad  en  cada  pro- 
vincia. 

Art.  XXVII.  Expediente  general. — Su  con- 
clusión.—  Contestación  á  las  oposiciones. — 
Todos  los  expedientes  remitidos  de  las  pro- 
vincias se  unirán  al  que  se  lleve  en  la  Direc- 
ción g-eneral,  la  cual  hará  examinarlos,  com- 
pletarlos si  falta  algún  dato  esencial,  y  si  lo 
considerase  conveniente  en  vista  de  las  oposi- 
ciones presentadas,  podrá  pedir  informe  sobre 
cualquiera  de  ellas  á  la  corporación  ó  funcio- 
nario que  estime  oportuno;  y  si  en  el  término 
de  30  días  no  estuvieran  evacuados  dichos  in- 
formes, el  expediente  seguirá  su  curso.  Asi- 
mismo dará  conocimiento  al  peticionario  de 
las  oposiciones  que  no  se  le  hubieran  notifica- 
do y  le  señalará  el  plazo  para  contestará  todas; 
plazo  que  no  excederá  de  veinte  días,  pero  que 
podrá  prorrogarse  por  otros  tantos  á  petición 
del  interesado. 

Art.  XXVIII.  Confrontación,  informe  téc- 
nico del  proyecto,  reinisión. — En  el  mismo  día 
en  que  según  lo  prescrito  en  el  art.  22  se  re- 
mitan á  la  Gaceta  y  á  los  g-obernadores  el 
antmcio  y  nota  ó  notas  para  la  información, 
la  Dirección  general  enviará  el  proyecto  ó 
proyectos  completos  y  un  ejemplar  de  las  no- 
tas extractos  respectivas  al  ing-eniero  jefe  de 
la  provincia  donde  haya  de  verificarse  la  toma 
ó  represamiento  del  agnia,  ó  al  que  se  desig'ne, 
para  que  examinándolas  detenidamente,  reco- 
nociendo el  terreno,  tanto  del  trazado  cuanto 
de  la  zona  regable,  y  confrontando  los  princi- 
pales datos  y  los  qiTC  juzg-ue  oportuno,  emita 
su  informe  en  el  plazo  que  se  le  señale.  De  la 
remisión  se  dará  aviso  á  los  gobernadores  de 
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las  provincias  que  la  obra  atraviesa  y  al  peti- 
cionario para  que  facilite  fondos  al  ing-eniero 
y  para  que  por  si  ó  por  representante  autori- 
zado, pueda  concurrir  al  reconocimiento. 

Art.  XXIX.  PZrtao.s- J/ í?YÍOTÍ¿e.s-.— El  plazo, 
por  regla  g-eneral,  será  de  20  á  30  días  para  los 
trabajos  de  gabinete,  de  los  que  se  calculen 
para  notificar  las  fechas  del  reconocimiento  j 
para  trasladarse  el  ingeniero  desde  su  resi- 
dencia ordinaria  al  terreno,  y  de  un  día  por 
cada  dos  kilómetros  de  canal  y  acequias  prin- 
cipales. 

Cuando  se  trate  de  pantanos,  á  esta  iiltima 
parte  del  tiemi)0  se  añadirá  un  día  por  hectá-. 
rea  de  terreno  que  haya  de  ocupar  el  remanso. 
Estos  plazos  podrán  ser  prorrogados  por  la 
Dirección  general  en  virtud  de  propuesta  mo- 
tivada del  ingeniero  jefe. 

El  plazo  deberá  contarse  desde  el  día  en  que 
el  peticionario  ó  peticionarios  pong'an  á  dis- 
posición del  ingeniero  jefe,  dentro  del  máximo 
de  tiempo  que  se  les  desig-ne  por  éste,  la  can- 
tidad necesaria  para  los  gastos  de  confronta- 
ción y  reconocimiento  é  indemnización  del 
personal  con  arreglo  á  los  tipos  vig-entes.  Al 
efecto  se  les  pasará  por  dicho  funcionario,  al 
sexto  dia  de  recibir  los  proyectos,  el  corres- 
pondiente presupuesto.  Si  sobre  su  importe  se 
suscita  cuestión  por  el  peticionario,  será  re- 
suelta sin  ulterior  recurso  por  la  Dirección 
general,  debiendo  consignarse  previamente  !a 
cantidad  pedida  .si  el  peticionario  quisiera  que 
se  llevara  á  efecto  la  comprobación  del  pro- 
yecto sin  esperar  la  resolución  de  la  Dirección. 
Cuando  haya  más  do  un  peticionario,  el  in- 
geniero designará  la  parte  con  que  cada  uno 
debe  concurrir  al  total  presupuesto.  Si  vino  ó 
varios  se  retrasasen  en  hacer  la  consignación 
y  los  demás  no  quisieran  sufrir  ese  perjuicio, 
podrán  eutreg'ar  la  cantidad  total,  salvo  el 
hacerse  reinteg'rar  como  corresponda. 

Pasado  el  plazo  máximo,  que  no  bajará  de 
ocho  dias,  sin  cumplir  este  requisito,  se  ten- 
drá por  abandonada  la  petición. 

Art.  XXX.  Prevenciones  })ara  el  reconoci- 
miento.—  Al  siguiente  del  en  que  los  fondos 
estén  á  .su  disposición,  el  ingeniero  jefe  de- 
sig'nará  los  dias  en  que  para  cada  término  mu- 
nicipal haya  de  verificarse  el  reconocimiento, 
y  lo  participará  al  peticionario  ó  peticionarios 
y  á  los  gobernadores,  para  que  éstos  lo  comu- 
niquen sin  demora  á  los  respectivos  alcaldes, 
á  fin  de  que  lo  hagan  público,  notificándolo 
expresamente  á  los  dueños  ó  usuarios  á  que 
se  refiero  el  art.  4.°  y  consten  en  la  nota  ex- 
tracto, cuya  redacción  se  previene  en  el  ar- 
ticulo 20,  los  que  se  designarán  por  el  ingenie- 
ro jefe  de  los  respectivos  oficios. 

Si  el  ingeniero  jefe  no  practica  por  sí  el  re- 
conocimiento, indicará  también  el  nombre  del 
ingeniero  en  quien  deleg'ue  para  esta  dili- 
gencia. 

La  asistencia  al  reconocimiento  será  obli- 
gatoria para  el  alcalde  ó  individuo  del  Ayiin 
tamiento  designado  por  escrito,  que  se  unirá 
alas  diligencias.  Para  todos  los  demás,  inclu- 
so páralos  peticionarios,  será  potestativa. 

Al  comunicar  el  gobernador  á  los  alcaldes 
el  día  señalado  para  la  práctica  del  reconoci- 


miento, les  hará  sobre  la  asistencia  la  obser- 
vación oportuna. 

Art.  XXXI.  Reconocimiento. — En  los  días 
señalados,  el  ing-eniero  jefe  ó  el  ingeniero  en 
quien  haya  delegado,  se  pei'sonará  en  los  tér- 
minos municipales  correspondientes,  acompa- 
ñado de  la  autoridad  local  ó  su  representante. 
Sobre  el  terreno,  y  al  tiempo  de  verificar  el 
reconocimiento,  oirá  cuantas  observaciones, 
quejas  ii  oposiciones  se  le  presenten  por  los 
que  asistan,  consignándolas,  así  como  las  par- 
ticularidades que  ocurran,  en  un  acta  que  será 
suscrita  por  los  asistentes  que  quieran  hacer- 
lo, y  siempre  por  el  ing-eniero  y  la  autoridad 
local,  cuyas  firmas  g'arantizarán  la  certeza 
del  contenido,  á  no  mediar  prueba  en  con- 
trario. 

Al  acta  se  unirán,  sin  discutirlos,  cuantos 
escritos,  títulos  ó  documentos  se  presenten. 

Art.  XXXII.  Confrontación  y  comproba- 
ción.— Verificado  el  reconocimiento,  y  redac- 
tadas las  actas,  el  ingeniero,  en  el  orden  que 
estime  más  oportuno,  verificará  por  sí  la  con- 
frontación del  proyecto  ó  proyectos  con  la  tra- 
za de  los  mismos  sobre  el  terreno,  la  cual  cui- 
dará el  peticionario  de  tener  perfectamente 
clara  y  evidente  para  dicha  confrontación  con 
el  terreno,  y  la  comprobación  de  sus  principa- 
les datos,  especialmente  de  los  relativos  á  la 
situación  y  altura  de  presas  y  muros  de  con- 
tención, asi  como  á  las  obras  y  accidentes  de 
importancia. 

Art.  XXXIII.  Informes  técnicos. — Termi- 
nadas la  confrontación  y  comprobación,  y  si 
no  han  sido  verificadas  por  el  ingeniero  jefe, 
el  ingeniero  que  las  haya  practicado  remitirá 
á  aquél  el  acta  y  documentos  y  .su  informe, 
que  contendrá  la  reseña  del  terreno,  segiin  el 
reconocimiento;  el  resultado  de  la  comproba- 
ción de  los  datos  de  los  proyectos;  la  aprecia- 
ción de  las  condiciones  técnicas  de  éstos  y  de 
la  posibHidad  racional  de  la  empresa,  y  la 
comparación  entre  las  diversas  soluciones  pro- 
puestas. Le  acompañará  la  cuenta  justificada 
de  los  g-astos  ocasionados. 

Art.  XXXIV.  En  vista  de  todos  los  datos 
reunidos,  el  ingeniero  jefe  emitirá  el  informe 
á  que  se  refiere  la  disposición  3.'^  del  art.  3.° 
de  la  ley,  razonando  su  opinión  sobre  las  con- 
diciones técnicas  y  económicas  de  cada  pro- 
yecto; la  exactitud  de  sus  datos;  la  posibilidad 
racional,  orden  y  plazo  total  para  su  ejecu- 
ción; los  rendimientos  probables;  las  tarifas 
propuestas,  y,  como  consecuencia  detodo  ello, 
consignará  su  dictamen  sobre  la  propuesta  que 
merezca  ser  preferida;  la  procedencia  del  au- 
xilio y  I4  cuantía  que  éste  debe  tener  en  sus 
dos  partes  de  subvención  y  premio,  segiin  el 
art.  2."  de  la  ley,  ó  si  cree  conveniente  que 
parte  de  la  subvención  se  sustituya  por  la  eje- 
cución de  algunas  obras  especiales  por  cuenta 
del  Estado. 

Con  arreglo  al  plazo  total  que  estime  nece- 
sario para  la  conclusión  del  canal  ó  pantano 
y  acequias  principales,  al  ord-en  racional  de 
ejecución  y  á  la  importancia  de  las  obras  y  su 
presupuesto,  el  ingeniero  jefe  jn-opondrá  para 
cada  proyecto  una  división  en  grupos  ó  par- 
tes, señalando  el  tiempo  en  que  dentro  del 
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total  cada  uua  de  ellas  debei-á  ser  concluida  y 
el  pi-esupuesto  que  le  corresponda.  De  esta 
parte  del  informe  dará  copia  el  ingeniero  jefe 
al  peticionario  respectivo  para  que  pueda  pre- 
sentar sus  observaciones  ante  la  Dirección  ge- 
neral. El  ing'cniero  jefe  formulará  la  cuenta  de- 
finitiva de  g'astos  de  confrontación  y  examen, 
y  la  pasará  á  los  peticionarios  con  los  documen- 
tos justificativos,  exig-iéndoles  lo  que  falte,  ó 
devolviéndoles  lo  que  sobre  de  lo  consig'uado, 
y  dándoles  certificación  de  quedar  soh'entada, 
con  expresión  de  su  importe.  Cada  peticiona- 
rio, desp^^és  de  satisfacer  en  su  caso  lo  que 
adeude,  podrá  acudir  contra  la  cuenta  á  la  Di- 
rección g'eneral,  c(ue  resolverá  lo  que  proceda, 
oyendo  al  ingeniero  jefe,  con  alzada  ante  el 
Ministerio,  y  sin  pei'juicio  de  los  demás  recur- 
sos que  pueda  interponer  el  interesado. 

El  ingeniero  jefe  devolverá  á  la  Dirección 
general  el  proyecto  con  su  informe,  las  actas 
del  reconocimiento,  el  dictamen  del  ing'eniero 
y  copia  autorizada  de  la  cuenta. 

Art.  XXXV.  Aunque  la  obra  abarque  más 
de  una  provincia,  el  examen  é  informe  en  la 
parte  técnica  y  económica  será  siempre  en- 
cargado á  un  solo  ing'eniero  jefe,  que  por  re- 
gla general  deberá  ser  el  de  la  provincia  don- 
de radique  la  toma  ó  represamiento  de  las 
aguas.  Podrá,  sin  embargo,  la  Dirección  g'e- 
neral,  confiar  esta  comisión  á  otro  ing'eniero 
jefe,  cuando  lo  estime  conveniente. 

En  todos  los  casos,  el  funcionario  escog'ido 
podrá  pedir  directamente á los  ing-enieros  jefes 
de  los  demás  servicios  de  obras  públicas,  los 
datos  que  le  convengan  y  éstos  puedan  sumi- 
nistrarle. Si  creyese  conveniente  adqiiii'ir  al- 
guno que  pueda  ser  facilitado  por  funcionario 
do  otro  ramo,  deberá  dirigirse  á  los  respecti- 
vos g'obernadores. 

Art.  XXXVI.  Informes  de  la  Junta  con- 
sultiva.— La  Dirección  general,  después  de 
cerciorarse  de  que  se  han  cumplido» todas  las 
disposiciones  do  este  reg'lamento,  unirá  los 
proyectos,  las  actas  y  los  informes  al  expe- 
diente, y  lo  pasará  todo  á  la  Junta  consultiva 
de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  la  que  ya  eu 
pleno,  ya  en  la  Sección  correspondiente,  seg'ún 
se  preveng'a  en  vista  de  la  importancia  de  la 
obra,  examinará  los  proyectos  y  la  informa- 
ción, y  consultará  la  resolución  que  estime 
procedente  sobro  todos  y  cada  uno  de  los  ex- 
tremos que  abrace.  En  su  consecuencia,  el  dic- 
tamen de  la  .Junta  deberá  recaer  sobre  los  si- 
guientes puntos: 

1."  Faltas  en  la  información  y  trámites  del 
expediente  y  procedencia  de  las  oposiciones. 

2.°  Apreciación  de  los  proyectos^tanto  so- 
bre sus  condiciones  técnicas,  cuanto  sobre  .su 
posibilidad  de  ejecución,  indicando  cuál  debe 
ser  aprobado,  ó  si  procede  desecharlos  todos, 
ó  bien  modificar  alg'uno,  indicando  en  este 
caso  si  las  modificaciones  han  do  preceder  á  la 
concesión  ó  pueden  ser  introducidas  durante 
la  ejecución  de  las  obras. 

3."  Conveniencia  ó  necesidad  de  otorg'ar  ó 
neg'ar  en  todo  ó  qn  parte  la  concesión  de  aguas 
pedida,  tanto  desde  el  aspecto  de  su  utilidad, 
cuanto  desde  el  de  haber  ó  no  caudal  de  agua 
disponible,  y  modificaciones  que  eu  su  caso 


debieran  introducirse  por  éste  ii  otro  motivo; 
examen  de  la  parte  económica,  rendimientos 
y  tarifas. 

4.°  Auxilio  que  pueda  ser  otorgado,  habi- 
da cuenta  de  las  condiciones  del  proyecto, 
fijando  su  cuantía,  tanto  en  lo  relativo  A  la 
subvención,  cuanto  en  lo  referente  al  premio, 
siempre  dentro  de  los  limites  establecidos  en 
la  lej',  y  si  conviene  sustituir  la  subvención  en 
todo  ó  en  parte  por  la  ejecución  de  obras  por 
cuenta  del  Estado,  señalándolas  con  las  reglas 
y  observaciones  que  procedan. 

5.°  Plazos  de  ejecución  total  y  parciales 
para  los  g-rupos  en  que  se  propong'a  dividir  la 
obra. 

6.°  Condiciones  especiales  con  las  qtxe  en 
su  caso  podrá  hacerse  la  concesión,  exami- 
nando si  por  las  circunstancias  de  la  obra  liay, 
en  cuanto  á  la  caducidad,  alguna  que  merezca 
sor  añadida  á  las  señaladas  á  la  ley  de  auxi- 
lios y  en  las  generales  de  obras  públicas  y  de 
agu.as. 

Art.  XXXVIL  Si  la  Junta  encontrase  al- 
guna omisión  ó  falta  do  importancia  cometida 
en  la  tramitación,  el  Ministerio,  á  propuesta 
de  la  Dirección  g-eneral,  resolverá  lo  que  pro- 
ceda, mandando,  en  su  caso,  que  en  breve  pla- 
zo sea  subsanada.  Cuando,  ya  por  defectos  en 
la  parte  técnica  del  proyecto,  ya  por  no  ser 
posible  conceder  toda  el  agua  ])edida,  se  pro- 
pongan por  la  Junta  modificaciones  que  sea 
preciso  introducir  antes  de  la  concesión,  de: 
berá  señalarlas,  así  como  el  tiempo  necesario 
para  esto  trabajo.  En  vista  de  esto,  se  resol- 
verá por  el  Ministerio,  á  propuesta  de  la  Di- 
rección general,  lo  que  se  estime  procedente. 
Si  se  acordase  que  se  lleven  á  cabo  las  modifi- 
caciones, se  ordenará  asi  al  peticionario,  de- 
volviéndole el  proyecto  y  fijándole  el  plazo 
que  se  estime  oportuno,  y  queá  petición  suya 
y  por  causas  reconocidas  podrá  ser  prorrog'a- 
do  por  una  mitad  más  del  tiempo  fijado. 

Si  no  cumpliese  ó  se  ueg'ase  á  introducir  las 
modificaciones,  se  le  tendrá  por  desistido  de  la 
petición ,  devolviéndole  el  depósito ,  siempre 
que  acredite  tener  satisfechos  los  gastos  que 
son  de  su  cuenta. 

En  el  caso  en  que  por  defectos  radicales  eu 
los  proyectos,  ó  por  carencia  absoluta  de  agua 
que  conceder,  proponga  la  Junta  que  sean  des- 
echadas las  peticiones,  el  Ministro  de  Fomento 
resolverá  lo  qxio  proceda;  y  si  el  acuerdo  fuese 
conforme  con  la  propuesta,  se  devolverán  á 
los  peticionarios  id  proyecto  y  el  depósito,  con 
la  salvedad  hecha  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  XXXVIII.  Informe  del  Coiiftejo  supe- 
rior de  Agricultura. — C".ando  segi'in  el  dic- 
tamen do  la  Junta  consultiva  la  concesión  sea 
procedente,  ó  el  Ministerio  no  haya  estimado 
la  propuesta  para  desechar  las  peticiones,  y 
cuando  en  su  caso  se  hayan  introducido  las 
modificaciones  acordadas  (sobre  las  cuales,  si 
son  de  carácter  técnico,  volverá  á  oirse  á  la 
Junta),  se  pasará  el  expediente  al  Consejo  su- 
perior de  Agricultura,  Industria  y  Comercio 
para  que  emita  su  informe,  que  deberá  versar 
especialmente  sobro  la  parte  técnica  de  su  com- 
petencia: esto  es,  sobre  la  importancia  y  utili- 
dad de  la  obra,  desde  el  punto  de  vista  agrlco- 
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la  é  industrial,  y  sobre  los  reudimioiitos,  tari- 
tas  y  procedencia  del  auxilio,  y  cuantía  de 
éste  en  siis  dos  partes. 

Art.  XXXIX.  Informe  del  Consejo  de  Es- 
fado  .—Davucho  el  expediente  por  el  Consejo 
superior  de  Agricultura,  y  completado  con  las 
notas  del  Nog-oeiado  correspondiente  y  de  la 
Dirección  g-eneral  de  Obras  pviblicas,  se  pasa- 
rá al  Consejo  de  Estado  en  pleno. 

Art.  XL.  Acuerdo  sobre  la  procedencia  de 
la  concesión.  Trámites  que  deben  preceder  al 
Real  dec/'eto.— Completado  asi  el  expediente, 
se  someterá  á  la  decisión  del  Consejo  de  Mi- 
nistros para  los  efectos  prevenidos  cu  la  dispo- 
sición 5."  del  art.  3.°  de  la  ley. 

Si  el  acuerdo  del  Consejo  fuese  favorable  á 
la  construcción  de  la  obra,  el  Ministro  de  Fo- 
mento, antes  de  exi)edir  el  correspondiente 
Real  decreto,  liará  redactar,  con  arreglo  á  lo 
acordado,  el  ¡iliego  especial  de  las  condiciones 
que  han  de  servir  de  base  á  la  adjudicación. 
Estas  condiciones  se  darán  por  escrito  á  cono- 
cer al  peticionario  por  la  Dirección  general, 
señalándole  un  plazo  que  no  exceda  de  treinta 
dias  para  su  aceptación.  Si  no  contestase  ó  no 
las  aceptase,  se  le  tendrá  por  desistido  de  la 
petición,  devolviéndole  el  proyecto  y.depósi- 
to  en  los  términos  indicados  en  el  art. '37.  Si  so- 
licitare alguna  modiñcación  en  las  condiciones 
se  resolverá  definitivamente  por  el  Ministerio 
ó  en  Consejo  de  Ministros  cuando  afecten  á  lo 
acordado  por  éste,  negando  ó  concediendo  la 
variación  pedida.  En  el  primer  caso  se  proce- 
derá como  en  el  de  no  acei)tación;  en  el  segun- 
do se  tendrán  por  aceptadas. 

Hasta  el  momento  de  la  aceptación  de  las 
condiciones,  el  peticionario  podrá,  en  todo  es- 
tado del  expediente,  retirar  la  petición,  el  pro- 
yecto y  el  depósito  en  los  términos  del  art.  37. 
Aceptadas  las  condiciones,  ya  no  podrá  hacer- 
lo sin  la  pérdida  de  dicho  depósito,  cuvo  im- 
porte se  adjudicará  al  Estado. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  el  Gobierno  tar- 
dase más  de  un  año  en  anunciar  la  subasta, 
en  el  que  el  peticionario  quedará  libre  de  todo 
compromiso. 

En  las  condiciones  se  incluirá  siempre  la  de 
estar  y  pasar  por  la  tasación  del  proyecto  que 
se  haga  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  este 
reglamento. 

Art.  XLI.  Real  decreto  deco)icesión.—Un¡i 
vez  aceptadas  las  condiciones,  el  Ministerio  de 
Fomento  expedirá  y  publicará  en  la  Gaceta  el 
Keal  decreto  autorizando  la  ejecución  de  la 
obra  y  su  concesión  por  subasta. 

Al  Real  decreto  acompañará  el  plieg-o  de 
condiciones.  Los  gobernadores  le  harán  inser- 
tar en  los  Boletines  provinciales  v  la  Dirección 
general  cuidará  de  que  se  comüni(|ue  lo  dis- 
puesto á  todos  los  que  en  el  expediente  ai)a- 
rezcan  como  habiéndose  opuesto  ó  reclamado 
para  que  puedan  hacer  uso,  si  lo  creen  proce-^ 
dente,  de  los  recursos  que  autoriza  el  capítu- 
lo XV  de  la  ley  de  aguas. 

Art.  XLIL  Tasación  del  proyecto.— ^q.  pro- 
cederá inmediatamente  á  la  tasación  del  pro- 
yecto aprobado  por  dos  ingenieros  de  Cami- 
nos, designados,  uno  por  la  Dirección  general 
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de  Obras  públicas  y  otro  por  el  peticionario. 

En  caso  de  discordia,  se  oirá  á  la  Sección 
correspondiente  de  la  Junta  consultiva  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos. 

La  tasación  comprenderá  dos  partes.  En  la 
primera,  ó  sea  la  de  los  gastos  materiales  que 
el  proyecto  haya  originado,  se  incluií-án  los 
que  se  estimen  por  trabajos  de  campo  y  gabi- 
nete, y  el  importe  de  las  cuentas  de  confron- 
tación y  publicaciones  exigidas  por  este  re- 
glamento, asi  como  cualquier  gasto  justifica- 
do en  la  tramitación  del  expediente.  En  la 
segunda,  la  remuneración  que  merezca  el  au- 
tor del  estudio  se  fijará  por  los  peritos,  ó  en  .sil 
caso  por  la  Junta  en  dictamen  razonado,  te- 
niendo en  cuéntala  importancia  del  j)royecto, 
el  mérito  de  su  concepción  y  desarrollo  y  las 
dificultades  que  haya  ofrecido. 

La  tasación  deberá  ser  aprobada  de  Real 
orden  por  el  Ministerio  de  Fomento,  fijando  el 
total,  ó  sea  la  suma  de  ambas  partes. 

Art.  XLIII.  Subastas. ~Anuncios.~Aipro- 
bada  la  tasación,  la  Dirección  general  anun- 
ciará la  subasta,  fijando  un  plazo  que  no  baje 
de  treinta  dias.  El  anuncio  se  publicará  en  la 
Gaceta  y  en  los  Boletines  oficiales  de  las  pro- 
vincias, insertándose  á  continuación  el  Real 
decreto  de  autorización  y  las  condiciones  an- 
tes publicadas.  El  anuncio  deberá  arreglarse 
á  lo  precei)tuado  para  todos  los  servicios  pii- 
blicos,  y  en  él  se  expresarán,  para  los  efectos 
prescritos  en  la  ley,  la  cantidad  total,  importe 
de  la  tasación  del  proyecto  y  el  orden  de  pre- 
ferencia de  las  proposiciones,  según  dicha  ley. 

Art.  XLIA^  Celebración  de  la  subasta.— La 
subasta  se  verificará  en  la  Dirección  general 
de  Obras  públicas  en  el  día  anuucia<lo  y  con 
los  formalidades  prescritas  para  todas  ías  de 
servicios  públicos.  Los  licitadores,  á  excep- 
ción del  dueño  del  proyecto  aprobado,  debe- 
rán acompañar  á  sus  respectivos  pliegos  dos 
cartas  de  pago,  una  que  acredite  liabor  depo- 
sitado en  el  establecimiento,  al  efecto  desig- 
nado, la  cantidad  señalada  para  tomar  parte 
en  el  remate,  que  será  el  5  por  100  del  presu- 
puesto aprobado  para  las  obras,  cuyo  depósito 
podrá  ser  en  metálico  ó  efectos  públicos  al 
tipo  señalado  para  fianzas,  y  otra  de  análo- 
go depósito,  en  igual  sitio, "pero  siempre  en 
metálico,  del  importe  total  de  la  tasación  del 
proyecto.  Este  segundo  documento  expresará 
claramente  su  objeto,  esto  es,  quedar  á  dispo- 
sición de  la  Dirección  general  de  Obras  públi- 
cas la  cantidad  consignada  cuando  no  se  de- 
vuelva al  imponente  el  resguardo,  con  objeto 
de  ser  entregada  de  su  orden  á  la  persona  que 
la  misma  designe.  Al  efecto,  al  anunciar  la  su- 
basta se  dará  conocimiento  al  Ministerio  de 
Hacienda  para  que  éste  dicte  las  órdenes  opor- 
tunas. 

Del  depósito  del  valor  del  proyecto  podrán 
los  licitadores  ser  dispensados  jior  el  dueño 
del  proyecto,  lo  que  deberá  hacerse  constar,  ó 
por  escritura  pública,  ó  jior  manifestación  ver- 
bal en  el  acto  de  la  subasta,  hecha  por  el  mis- 
mo dueño,  ó  ])or  persona  autorizada  por  él, 
con  poder  especial  y  bastante. 

El  dueño  del  proyecto  aprobado  puede  pre- 
sentar en  el  acto  de  la  subasta  la  proposición 
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que  le  convenga,  sin  necesidad  de  otra  carta 

de  pag'o.  .       . ,  ^     j     i„ 

Art    XLV.     Ac1jtidtcacion.—E\  acta  de  la 
subasta  se  someterá  á  la  aprobación  del  Mi- 
nisterio. Si  no  ha  habido  licitadores  se  adju- 
dicará la  concesión  al  peticionario  dueño  del 
provecto  aprobado.  Si  ha  habido  proposicio- 
nes" la  adjudicación  sí;  hará  á  la  más  ventajo- 
sa  se°-úu  el  art.  4.°  de  la  lev.  Al  comunicar  la 
Real  orden  de  adjudicación,  se  darán  también 
las  necesarias  para  la  entrega  al  dueño  del 
provecto,  si  no  es  el  adjudicatario,  del  imp^or- 
te  de  la  tasación  del  proyecto.  La  Real  orden 
se  publicará  en  la  Gaceta,  y  desde  la  lecha  de 
su  publicación,  si  no  se  ha  podido  hacer  cons- 
tar la  de  la  entrega  del  traslado,  se  contarán 
el  plazo  para  constituir  la  fianza,  según  el  ar- 
ticulo 4  ""de  la  lev,v  el  de  empezar  los  trabajos. 
Art    XLVI.    ' Noynbramiento  de   ingeniero 
para  la  inspección  de  las  o6ra.«.— Cuando  el 
adiudicatario  hava  consignado  la  fianza  deü- 
nitiva  V  otorgado  la  correspondiente  escritu- 
ra el  Ministerio  designará  el  ingeniero  á  cuyo 
caro-o  hava    de  correr   la   inspección   de  las 
obras,  al  que  se  pasará  copia  de  la  parte  ne- 
cesaria del  provecto  aprobado,  que  deberá  ta- 
cilitar  el  concesionario,  y  será  controntada 
con  el  original  en  la  Dirección  general,  bi  el 
ino-eniero'encaro-ado  no  es  jefe  de  otros  servi- 
cios, con  destiní  á  los  cuales  tenga  a  sus  or- 
denes personal  subalterno  que  pueda  también 
dedicarse  a  auxiliarle  en  la  inspección  de  las 
obras  V  fuese  necesario  su  concurso,  le  nom- 
brará  la  Direceióu  general  á  propuesta  del 
jefe   La  misma  Dirección  general  fijará,  si  ya 
no  la  tuviere  designada,  la  residencia  del  in- 
geniero inspector.  •  ... 
Todas  estas  resoluciones  se  comunicaran  al 
adiudicatario,  el  cual  a  su  vez  deberá  nom- 
brar  si  no  reside  en  la  población  donde  se  es- 
tablezca el  inspector,  un  representante  en  ella, 
al  que  puedan  hacerse  todas  las  observacio- 
nes y  comunicarse  las  órdenes  necesarias. 

Ai  frente  de  las  obras  deberá  también  exis- 
tir un  representante  del  adjudicatario  (que 
puede  ser  el  mismo  antes  anunciado),  autori- 
zado expresamente  para  asistir  á  las  medicio- 
nes reconocimientos  v  visitas  de  inspección. 
Art  XLVII.  Funciones  de  la  Inspección.— 
Ga^'tos  que  ocasione.— AAemAs  de  cuidar  de 
que  todas  las  obras  se  ejecuten  con  arreglo  al 
provecto  aprobado  (salvo  lo  prescrito  en  los 
arts  ó:í  al  5fi),  v  satisfaciendo  las  condiciones 
facultativas  v  'especiales  que  hayan  servido 
de  base  á  la  concesión,  el  ingeniero  inspector 
deberá  intervenir  los  replanteos  de  la  toma  de 
ao-uas,  de  la  traza  v  de  las  obras  importantes, 
extendiendo  las  correspondientes  actas,  de  las 
que  un  ejemplar  se  conservará  en  su  archivo 
v  otro  se  eutreá'ará  al  concesionario:  certifi- 
car expresando  su  importe  según  presupues- 
to V  la  subvención  correspondiente,  la  termi- 
nación de  cada  uno  de  los  grupos  o  partes  en 
que,  para  los  efectos  de  los  arts.  3.°  y  o."  déla 
lev  se  havan  dividido  las  obras;  dar  parte  á 
la" Dirección  general  del  día  en  que  se  comien- 
cen V  se  terminen  las  obras  de  cada  gvupo, 
asi  como  de  la  falta  de  cumplimiento  al  final 
de  cada  plazo. 


Todas  las  órdenes  de  la  Dirección  general  se 
comunicarán  al  concesionario  por  conducto  de 
la  Inspección,  y  por  el  mismo  se  elevarán  a 
dicho  Centro  cuantas  reclamaciones  ó  peticio- 
nes formule  aquél. 

Se  exceptúa  iinicameute  el  caso  de  queja 
contra  el  ingeniero  inspector,  en  el  que  el  con- 
cesionario podrá  exponer  directamente  al  di- 
rector general .  ,  ,  .  , 
Al  principio  de  cada  trimestre  deberá  el 
concesionario  consignar  en  la  Caja  de  la  pro- 
vincia donde  resida  el  ingeniero  inspector,  la 
cantidad  necesaria  para  los  gastos  de  inspec- 
ción, según  las  aprobadas  en  presupuesto.  Di- 
cha cantidad  se  tendrá  á  disposición  del  inge- 
niero y  se  le  irá  entregando,  ó  al  funcionario 
que  designe,  á  medida  que  la  pida,  por  con- 
ducto del  gobernador.  A  este  efecto,  y  al  otor- 
garse la  escritura,  se  acudirá  por  el  Ministe- 
rio de  Fomento  al  de  Hacienda  para  que  dé 
las  oportunas  órdenes.  Al  fin  de  cada  trimes- 
tre el  ingeniero  formulará  la  cuenta  de  gastos 
é  indemnizaciones,  y  con  sus  justificantes  la 
pasará  al  concesionario,  devolviendo  los  so- 
brantes de  lo  que  haya  percibido,  ó  reclamán- 
dole lo  que  falte  si  no  quedase  suficiente  resi- 
duo de  la  consignación. 

La  parte  que  al  fin  de  un  trimestre  quede  de 
remanente  en  la  Caja  servirá  para  la  asigna- 
ción del  siguiente.  Una  copia  de  la  cuenta  se 
elevará  á  la  Dirección  general,  ante  la  que  el 
concesionario  podrá  exponer  lo  que  sobre  ella 
estime  oportuno;  pero  siempre  después  de  pa- 
o-ar  los  gastos  v  cubrir  las  consignaciones. 
"  Si  se  faltase'  en  hacer  oportunamente  las 
consignaciones,  el  ingeniero  lo  pondrá  en  co- 
nocimiento de  la  Dirección,  remitiendo  en  su 
dia  la  cuenta  justificada,  que  se  mandará  abo- 
nar con  cargo  al  capitulo  del  presupuesto  del 
Estado  en  que  se  incluyan  los  auxilios  á  estas 
obras.  De  su  importe  se  reintegrará  el  Estado 
por  la  vía  de  apremio,  ó  en  su  dia  de  la  fianza 
si  no  estuviera  afecta  á  otras  responsabihda 
des;  además  no  se  librará  ninguna  parte  de  la 
subvención  ni  premio  mientras  estén  pendien- 
tes de  pago  las  cuentas  de  Inspección,  á  cuyo 
efecto  lo  hará  constar  el  ingeniero  cuando  re- 
mita las  certificaciones  á  que  se  refiere  est( 
articulo.  ,  .  1 

Art.  XLYIII.  Abono  de  las  siibrenciones.^ 
Recibidas  que  sean  en  la  Dirección  general 
las  certificaciones  de  terminación  de  cada  gru- 
po, se  examinarán  para  ver  si  se  hallan  con 
formes  con  el  provecto,  presupuesto  y  condi- 
ciones de  la  concesión;  y  siendo  asi,  y  corres- 
pondiendo á  los  plazos  señalados,  se  mandará 
de  Real  orden  librar  su  importe.  Al  propic 
tiempo  se  ordenará  devolver  la  parte  de  fiau; 
za  correspondiente,  según  lo  prevenido  en  " 
art.  4."  de  la  ley.  _  .    . 

No  se  abonará  dentro  de  cada  ano  econonu 
co  sino  la  cantidad  correspondiente  á  la  fijadí 
para  cada  obra. 

Para  el  pago  de  la  subvención  será  condi 
ción  precisa  que  el  concesionario  acredite  t 
ner  satisfechas  todas  las  expropiaciones  y  oc 
paciones  temporales  ó  perjuicios  ocasionad 
por  las  obras  del  respectivo  grupo. 
Art.  XLTX.     Terminación  de  las  obras 
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Inspección  durante  la  explotiicion. — Termina- 
flas  las  obras,  el  ingeniero  inspector  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  la  Dirección  general,  y 
por  ésta  se  le  autorizará  ó  se  nombrará  un  in- 
geniero para  verificar  el  reconocimiento,  que 
tendrá  lug'ar  con  la  asistencia  del  concesiona- 
rio ó  su  representante,  y  de  su  resultado  se  ex- 
tenderá la  oportuna  acta  que  se  remitirá  á  la 
Dirección  general. 

Desde  el  día  en  que  sea  aprobada  comenza- 
rá el  periodo  de  explotación,  para  vigilar  la 
cual  designará  la  Dirección  al  ing-eniero  jefe 
de  una  de  las  provincias  en  que  las  obras  radi- 
quen. Los  gastos  que  origine  esta  inspcccióu 
serán  de  cuenta  del  concesionario,  formándose 
al  efecto  el  correspondiente  presupuesto  anual, 
que  será  aprobado  por  la  Dirección  general, 
oyendo  previamente  al  concesionario,  y  den- 
tro del  cual  el  ing'eniero  encargado  pedirá  al 
concesionario  que  ponga  á  su  disposición  las 
necesarias  sumas,  tanto  cuando  tenga  que  ve- 
rificar trabajos  á  petición  del  mismo,  cuanto 
en  el  caso  en  que  lo  sean  por  orden  superior. 
En  este  último,  y  si  el  concesionario  no  obe- 
deciese, se  observará  lo  prescrito  en  el  art.  48. 
También  se  cumplirá  lo  prevenido  en  el  mis- 
mo articulo  en  la  rendición  y  justificación  de 
cuentas. 

Art.  L.  Acequias  secundarias  y  brazcües. 
Para  la  construcción  de  las  acequias  secunda- 
rias y  brazales  procederá  el  concesionario  cou 
entera  libertad,  sin  qite  la  Inspección  inter- 
veug'a  sino  cuando  hayan  de  ocuparse  terre- 
nos de  dominio  público  ó  cruzarse  servidum- 
bres de  igual  carácter,  para  lo  que  deberá  so- 
licitarse la  autorización  que  las  respectivas 
leyes  y  reglamentos  exijan,  siu  la  que  no  po- 
drán ejecutarse  las  obras.  La  autorización  de- 
berá comunicarse  á  los  funcionarios  á  cuyo 
cargo  corran  esos  servicios  ó  servidumbres, 
para  que  no  poug-an  por  su  parte  obsteículos  á 
la  marcha  de  los  tralSajos. 

Art.  LI.  Abono  del  premio. — A  medida  que 
vaya  estableciéndose  el  riego,  el  concesiona- 
fio  lo  pondrá  en  conocimiento  de  lalnspección, 
la  que  inmediatamente  practicará  el  reconoci- 
miento necesario  para  asegurarse  de  ello;  y  en 
vista  del  resultado,  y  si  además  aparece  que 
se  hallan  construidas  todas  las  obras  necesa- 
rias para  asegurar  de  una  manera  permanen- 
te el  riego  de  los  terrenos  desig'uados,  seg'viu 
el  cultivo  á  que  se  les  dedique,  medirá  la  su- 
perficie regable  y  expedirá  el  certificado  en 
que  conste  este  dato,  el  del  agua  necesaria  y 
su  equivalencia  en  litros  por  segundo,  segiiii 
las  tablas  de  la  concesión,  y  la  cantidad  que 
como  premio  corresponda  abonar,  remitiendo 
lo  á  la  Dirección  general  y  una  copia  al  conce- 
sionario. La  Dirección,  si  encuentra  la  certifi- 
cación arreglada  á  las  condiciones,  propondrá, 
y  el  Ministerio  acordará,  la  expedición  del 
oportuno  libramiento  cou  las  limitaciones  es- 
tablecidas en  el  art.  5."  de  la  ley. 

Art.  LIL  Prórrogas. — Las  peticiones  de 
prórroga  para  los  diversos  plazos  se  dirigirán 
al  Ministerio  de  Fomento.  Si  se  fundan  en  caso 
de  fuerza  mayor,  te  entregarán  al  gobernador 
de  la  provincia  donde  haya  tenido  lugar  el  su- 
ceso, el  cual  hará  instruir  el  respectivo  expe- 
Touo  TI. 


diente  en  averiguación  de  la  certeza  del  hecho, 
con  arreglo  á  las  instrucciones  que  rigen  ó 
rijan  en  lo  sucesivo  para  toda  clase  de  obras 
públicas,  salvo  lo  de  plazo  para  solicitarlo  y 
valoración  de  dai~ios,  remitiéndolo  después  de 
terminado  á  la  Dirección  general.  Cuando  la 
petición  se  funde  en  otras  causas,  la  solicitud 
se  entregará  al  ingeniero  inspector,  el  cual  la 
elevará  á  la  Dirección  g'eneral  con  la  certifi- 
cación de  las  obras  ejecutadas.  Si  éstas  son  su- 
ficientes, según  el  art.  8.°  de  la  ley,  se  manda- 
rá que  por  el  gobernador  respectivo  se  instru- 
ya el  oportuno  expediente  en  justificación  de 
las  causas  alegadas,  en  el  cual  será  oido  el 
concesionario  y  admitidas  todas  las  pruebas 
que  presente,  así  como  las  oposiciones  que  se 
quieran  formular,  á  cuyo  efecto  se  abrirá  in- 
formación pública  por  un  plazo  de  diez  días, 
anunciado  en  el  Boletín  oficial  y  por  edictos 
en  los  pueblos  interesados. 

Terminada  la  información,  el  gobei-nador 
devolverá  las  diligencias  á  la  Dirección  para 
la  resolución  que  ]M'oceda,  con  arreglo  al  men- 
cionado art.  8."  de  la  ley. 

Para  motivar  la  prórroga  se  podrán  tomar 
en  cuenta  obras  y  trabajos  ejecutados  en  otros 
grupos,  materiales  acopiados  á  pie  de  obra  y 
gastos  de  expropiaciones;  pero  en  ningún  caso 
se  abonará  la  subvención  sino  por  partes  ó 
grupos  concluidos. 

Con  las  mismas  formalidades  que  la  prórro- 
g'a,  menos  la  parte  de  información,  se  podrá 
acordar  la  sustitución  de  un  grupo  i)or  otro 
en  el  ordeu  de  ejecución,  siempre  que  no  se 
altere  la  parte  de  subvención  que  anualmente 
haya  de  abonarse. 

Art.  Lili.  Modificación  de  proyectos  du- 
rante la  ejecución. — Las  obras  se  ejecutarán 
siempre  con  arreglo  al  proyecto  aprobado. 
Cuando  sin  variar  la  traza,  ni  las  rasantes,  ni 
las  secciones  del  canal  ó  la  altura  y  situacióu 
de  las  presas  y  muros  de  contención  se  preten- 
da introducir  modificaciones  de  detalle,  po- 
drán ser  autorizadas  por  la  Inspección,  previa 
presentación  del  proyecto  y  dando  parte  á  la 
Dirección  g'eneral. 

Cuando  se  pretenda  modificar  el  trazado  ó 
las  condiciones  esenciales  de  la  obra,  so  nece- 
sitará siem]ire  la  aprobación  .superior;  pero  en 
los  trámites  para  obtenerla  se  distinguirán  los 
tres  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  la  variación  del  proyecto,  siu 
aumentar  la  dotación  de  agua,  no  modifique 
la  zonareg'abltí  ni  en  extensión  ni  en  situación. 

2."  Cuando  sin  alterar  la  dotación  de  agua 
ó  disminuyéndola  se  modifique  la  zona  rega- 
ble, ya  en  extensión,  ya  en  situacióu. 

3.°  Cuando  se  solicite  aumento  de  dotación 
de  agua,  cualquiera  que  sea  la  variación  que 
haya  de  experimentar  la  superficie  regada. 

Art.  LIV.  En  el  primer  caso  de  los  mencio- 
nados en  el  artículo  anterior,  la  modificación 
se  solicitará  por  conducto  de  la  Inspección, 
acompañando  el  respectivo  proyecto,  compues- 
to de  iguales  doctimentos  que  el  primitivo.  El 
ingeniero  inspector  lo  remitirá  á  la  Dirección 
general  con  su  informe,  y  se  aprobará  ó  des- 
echará de  Real  orden,  oyendo  antes  á  la  .lunta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 
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Cuando  la  variación  exija  modificar  los  pla- 
zos y  división  en  grupos,  deberá  ser  acordada 
en  Consejo  de  Ministros,  oyendo  al  de  Estado. 

Art.  LV.  En  el  segundo  de  los  casos  del 
articulo  53,  si  se  disminuye  la  zona  reg'able, 
será,  necesario  el  consentimiento  expreso  y 
consig'nado  de  ig'vial  modo  que  el  comiiromiso 
para  el  rieg'o  por  ellos  contraído  de  todos  los 
propietarios  de  terrenos  que,  habiendo  suscri- 
to el  compromiso  exigido  en  el  art.  3.°  de  la 
ley,  vayan  á  ser  privados  del  riego  en  todo  ó 
en  parte,  y  que  quede  subsistente  el  de  los 
dueños  de  la  mayor  parte  de  la  extensión  de 
la  zona  reducida. 

Cuando  la  zona  regable  haya  de  alimentar- 
se sin  merma  de  la  dotación  convenida  de  los 
primitivos  regantes,  deberá  preceder  el  com- 
promiso de  los  dxieños  de  la  mayor  parte  del 
terreno  que  se  adicione  á  regar  sus  tierras, 
aceptando  el  canon  ó  tarifas  máximas  de  la 
concesión. 

El  consentimiento  ó  el  compromiso  deberá 
hacerse  constar  en  los  términos  prevenidos  en 
el  art.  14,  y  se  acompañará  á  la  solicitud  y  pro- 
yecto. Este  deberá  constar  de  los  mismos  do- 
cumentos que  el  primitivo,  y  se  someterá  á  una 
información  análoga,  si  bien  ceñida  á  las  pro- 
vincias donde  se  hallen  situadas  las  obras.  Los 
informes  de  la  Inspección,  do  la  Junta  consul- 
tiva, del  Consejo  de  Agricultura  y  del  Conse- 
jo de  Estado  deberán  proponer  las  modifica- 
ciones que  couveng'a  introducir  en  las  condi- 
ciones de  la  concesión,  y  en  el  caso  de  la  dis- 
minución del  caudal  de  agua  la  que  deba  sufrir 
la  subvención. 

Se  resolverá  por  los  mismos  trámites  y  eu 
ig'ual  forma  que  previenen  los  .arts.  40  y  41, 
menos  en  lo  relativo  á  la  subasta. 

Art.  LVI.  Eu  el  caso  3.»  del  art.  .53  serán 
necesarios  para  aprobar  la  modificación  todos 
los  trámites  señalados  para  las  concesiones, 
menos  el  de  subasta. 

Art.  LVn.  Efectos  de  las  modificaciones 
aprobadas. — Las  alteraciones  que  eu  el  pre- 
supuesto permitan  introducir  las  variaciones 
del  proyecto  aprobadas,  cuando  no  haya  dis- 
minución de  ag'ua,  sólo  serán  tenidas  en  cuen- 
ta para  los  efectos  de  la  división  en  g'rupos, 
señalamiento  de  plazos  y  concesión  de  pró- 
rrogas. 

Art.  LVIII.  La  propuesta  de  variaciones 
de  proyecto  no  será  motivo  suficiente  para  pa- 
ralizar los  trabajos,  y  hasta  que  aquélla  sea 
aprobada  seg'uiráu  en  su  fuerza  y  vigor,  y 
surtirán  todas  sus  consecuencias  las  condicio- 
nes de  la  concesión. 

Art.  LIX.  Caducidad:  procedimiento  para 
decretarla. — En  los  casos  1."  y  2.°  del  art.  9." 
de  la  ley,  la  Dirección  general  de  Obras  pú- 
blicas, cerciorada  de  que  concurren  las  cir- 
cunstancias en  ellos  jn-evistas,  propondrá  la 
declaración  de  caducidad,  que  se  hará  por 
Real  decreto  expedido  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

En  los  otros  casos  del  mismo  artículo  y  en 
los  demás  no  previstos  en  la  ley  á  que  se  refie- 
re su  art.  15,  la  Dirección  pondrá  en  conoci- 
miento del  concesionario  los  motivos  por  los 
que  procede  proponer  la  caducidad,  señalán- 


dole un  plazo  para  que  pueda  exponer  lo  que 
á  su  derecho  convenga,  y  presentar  las  justi- 
ficaciones que  estime  oportunas.  Si  eu  vista 
de  lo  expuesto  se  creyese  necesario  pedir  in- 
formes ó  aclaraciones,  lo  resolverá  la  Direc- 
ción en  el  más  breve  plazo,  y  completado  el 
expediente,  propondrá  la  resolución  que  pro- 
ceda, pasándose  las  diligencias  con  los  aute- 
cedentes  de  la  concesión  al  C.  de  E.  para  que 
informe  lo  que  acerca  de  la  caducidad  deba 
resolverse  en  méritos  de  la  ley.  En  caso  de 
acordarse  la  caducidad,  deberá  hacerse  por 
Real  decreto  expedido  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  Bole- 
tines oficiales,  y  se  notificará  directamente  al 
concesionario. 

Art.  LX.  Consecuencia  de  la  caducidad. — • 
Custodia  y  conservación  de  las  obras  y  termi- 
nación de  las  urgentes. — Decretada  la  caduci- 
dad, eu  el  caso  de  que  haya  obras  ejecutadas, 
la  Dirección  g'eneral  tomará  las  medidas  opor- 
tunas para  la  custodia  y  conservación  de  las 
mismas,  á  cuyo  efecto  el  ingeniero  inspector 
formulará  el  correspondiente  presupuesto,  y 
si  hubiera  obras  cuyo  estado  exija  algunos 
trabajos,  bien  para  su  terminación,  bien  para 
ponerlas  en  disposición  de  que  no  se  destruya 
lo  construido,  podrá  el  Ministerio  mandarlos 
llevar  á  cabo,  ya  por  administración,  ya  por 
contrata,  considerándolos  como  obras  del  Es- 
tado y  pagándolas  del  capitulo  correspondien- 
te del  presupuesto  general.  De  todas  las  cuen- 
tas de  gastos  que  se  orig-inen  por  este  servicio 
se  dará  copia  al  concesionario  para  que  pueda 
exponer  ante  la  Dirección  lo  que  estime  opor- 
tuno. Podrá  asimismo  presenciar  y  asistir  á  los 
trabajos  con  el  propio  objeto;  pero  sin  tener 
eu  ellos  intervención  do  ning'una  clase. 

Art.  LXI.  Medición  y  tasación  de  las  obras. 
Al  decretarse  la  caducidad,  se  resolverá  si  las 
obras  han  de  continuar,  y  en  caso  afirmativo 
si  el  Estado  ha  de  terminarlas  por  sí,  ó  hacer- 
las objeto  de  una  nueva  concesión. 

Acordada  la  prosecución,  la  Dirección  ge- 
neral mandará  tasar  por  el  ing'eniero  inspe(^ 
tor,  ó  por  el  que  designe,  el  proyecto  y  las 
obras  construidas  y  como  consecuencia  redac- 
tar el  presupuesto  de  lo  que  reste  por  ejecu- 
tar. De  las  tasaciones  se  dará  por  la  Dirección 
general  conocimiento  al  concesionario ,  que 
podrá  también  asistir,  previamente  notifica- 
do, á  la  medición  y  toma  de  datos,  pero  sin  in- 
tervención alguna.  En  el  plazo  que  se  le  seña- 
le, prorrog'able  por  otro  tanto  á  solicitud  suya, 
manifestará  su  conformidad,  ó  lo  que  estime 
conveniente;  y  cumplido  este  trámite  ó  el  pía-  , 
zo,  se  pasará  el  expediente  á  la  Junta  cónsul-  i 
tiva  para  los  ef'ecto.s  del  art.  11  de  la  ley.  En 
la  tasación  del  proyecto  sólo  se  incluirá  el  va- 
lor de  la  parte  referente  á  lo  no  ejecutado.  En 
la  de  las  obras  se  comprenderán  las  ejecutadas 
y  aprovechables,  asi  como  los  materiales  que 
puedan  utilizarse  y  estén  á  pie  de  obra,  siem- 
pre que  el  concesionario  acredite  tenerlos  pa- 
gados. Se  incluirá  también  el  valor  de  los  te- 
rrenos y  aprovechamientos  que  se  acrediten 
con  los  expedientes  ó  escftturas  correspoji- 
dientes,  que  han  sido  debidamente  expropia- 
dos; pero  valorándolos,  no  por  lo  que  hayan     i 


CANALES  Y  PANTANOS.  {Reglam.  9  Abril  1885.) 


costado,  sino  por  los  precios  .señalados  on  el 
presupuesto. 

De  las  expropiaciones  sólo  se  abonarán  las 
que  hayan  de  sei  vir  para  la  obra,  tal  como  de- 
finitivamente debe  quedar. 

Art.  LXII.  Continuación  délas  obrax:  caxo 
de  nueva  conccxiún. — Fijado  el  valor  del  pro- 
yecto y  obras  aprovechables  se  abonará  al 
concesionario  con  las  retenciones  prevenidas 
en  el  art.  11  de  la  ley,  y  los  ga.stos  de  medi- 
ción y  tasación,  si  las  oljras  se  continúan  por 
el  Estado,  que  las  llevará  á  cabo  con  arreií'lo 
á  las  pre^•enciones  de  la  ley  de  obras  públicas. 
Terminadas  que  sean,  se  ajilicará  para  la  ex- 
plotación lo  que  á  la  sazón  se  halle  establecido 
en  las  leyes  de  ag-uas  y  obras  públicas  para 
las  del  Estado. 

Cuando  hayan  de  ser  objeto  de  nueva  conce- 
sión, deberá  el  presupuesto  de  lo  que  reste  por 
ejecutar  someterse  para  su  a])robación  al  Con- 
sejo de  IMinistros,  previa  audiencia  del  Conse- 
jo de  Estado,  así  como  las  reformas  que  pro- 
ceda introducir  en  las  condiciones,  |)la7.os  y  en 
.su  caso  en. los  tipos  de  subvencióU;y  premio, 
aegún  previene  el  art.  41;  y  acordwflas  las  ba- 
,ses,  si  la  concesión  ha  de  hacerse  á  particula- 
res ó  empresa,  se  sacará  á  subasta  con  las  for- 
malidades prevenidas  en  los  arts.  4'!,  44  y  45, 
entendiéndose  que  todos  los  licitadores  debe- 
.ráu  acreditar  que  han  depositado,  además  del 
ó  por  100  de!  presupuesto,  el  valor  de  la  tasa- 
ción del  proyecto  y  obras,  depósito  de  que  po- 
drán  ser  dispensados   por  el  antiguo  conce- 
sionario  en  la  parte  que  le  corresponda  y  en 
la  forma  prescrito  en  los  citados  artículos.  La 
nueva  concesión  podrá  otorgarse  á  petición 
de  una  comunidad  ó  asociación  de  propieta- 
rios, ó  bien  de  cualquier  particular  ó  empre- 
sa, pero  en  este  caso  en  subasta  piiblica.  El 
peticionario   deberá   adelantar  los  gastos  de 
medición,  tasación  y  reforma  del  presupuesto, 
depositando  al  efecto  la  cantidad  que  se  le  de- 
sig'ne  por  la  üirección,  ajilicándose  áeste  caso, 
respecto  de  la  rendición  de  cuentas,  lo  prevé 
nido  en  el  art.  29.  El  peticionario  podrá  asistir 
á  las  mediciones  y  se  le  dará  también  conoci- 
miento de  la  tasación;  y  vina  vez  fijado  el  im- 
l>orte  de  ésta  y  las  condiciones  de  la  subasta, 
se  le  harán  saber  para  su  aceptación  \\  obser- 
vaciones, procediéndose  como  se  indica  en  el 
art.  40.  Desde  el  momento  en  que  las  acepte, 
y  en  un  plazo  de  quince  días,  depositará  el  5 
por  100  del  presu|)uesto  y  el  importe  de  las  ta- 
saciones con  las  bajas  señaladas  en  este  ar- 
ticulo, heelio  lo  enalbe  otorg-ará  la  concesión 
ó  se  anunciará  la  subasta. 

Si  no  eumpliesií  quedará  el  (Tobierno  en  li- 
bertad de  resolver  lo  que  crea  más  oportuno, 
y  el  peticionario  sólo  tendrá  derecho  á  reinte- 
grarse de  los  gastos,  cuyo  importe  haya  ade- 
lantado, cuando  llegue  el  dia  de  aprovechar 
las  mediciones  y  tasación  verificadas. 

Siempre  que  se  acuerde  y  hag'a  nueva  con- 
cesión, el  depósito  y  la  fianza  se  referirán  al 
importe  del  presupuesto  de  las  obras  que  res- 
tan por  ejecutar. 

Cuanilo  la  nueva  concesión  haya  de  hacerse 
A  comunidades  de  regantes  ó  asociaciones  de 
propietarios,  se  prescindirá  de   la  subasta, 


pero  se  observarán  las  formalidades  preveni- 
das en  los  arts.  6I>,  70,  77  y  78.  A  los  respecti- 
vos decretos  de  concesión  deberá  preceder  el 
pag'o  al  primitivo  concesionario  del  importe 
aprobado  para  obras  y  proyecto. 

Art.  LXIII.  Moilifiraciones  en  el  proyecto 
después  de  la  caducidad. — Si  en  el  proyecto 
aprobado  para  canal  ó  pantano,  cuya  conce- 
sión haya  caducado,  se  creyese  conveniente 
introducir  modificaciones  esenciales,  según  lo 
definido  en  el  art.  5;i,  se  procederá  como  pre- 
vienen los  arts.  54,  55  y  56,  salvo  lo  de  la 
aquiesceuciade losantes  comprometidos,  siem- 
pre que  quede  subsistente  el  compromiso  de  la 
mayoría  de  los  reglantes,  computada  por  la  ex- 
tensión de  terreno.  Si  las  modificaciones  se  so- 
licitan por  un  particular,  deberá  éste  presen- 
tar el  oportuno  proyecto  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  dichos  artículos. 

Art.  LXIV.  Caducidad  durante  la  explo- 
tación.— Cuando  terminadas  las  obras  proceda 
en  el  periodo  de  explotación  declarar  la  cadu- 
cidad con  arreglo  á  la  ley  de  obras  públicas 
que  esté  en  vig-or,  ó  condiciones  especiales  de 
la  concesión,  se  aplicarán  los  preceptos  seña- 
lados en  este  reglamento  y  en  la  ley  á  que  se 
refiere  para  los  casos  en  que  hay  obras  eje- 
cutadas. 

CAP.  III. — Concesiones  d  comunidades  d»  regantes 
y  asociaciones  de  propietarios. 

Art.  LXV.  Comunidades:  condiciones  que 
deben  tener  sus  ordenanzas. — Tanto  las  comu- 
nidades de  regantes  existentes,  cuanto  las  que 
se  constituyan  de  nuevo,  si  pretenden  cons- 
truir alguna  obra  con  las  ventajas  que  le  otor- 
ga el  art.  12  de  la.  ley,  deberán  tener  sus  or- 
denanzas formadas  y  aprobadas  con  arreglo  á 
lo  establecido  en  la  de  aguas.  Al  efecto,  y  si  para 
ello  fuese  necesario  introducir  alg'una  refoi-j 
ma,  deberán  proponei'la  y  llevarla  á  cabo  en 
los  términos  prevenidos  en  esta  i'iltima,  antes 
de  obtener  la  concesión.  En  las  ordenanzas  de- 
berá estar  claramente  definido  el  modo  de  acor- 
dar, repartir  y  cobrar  gastos  de  obras  nuevas 
ó  de  mejora,  dentro  de  las  atribuciones  que 
concedan  la  ley  y  disposiciones  vigentes. 

Art.  LXVI.  Solicitud:  documentos  que  de- 
ben acompañarse. — Cuando  la  comunidad  tra- 
to de  establecer  nuevos  riegos  ó  mejorar  los 
existentes  con  los  beneficios  de  la  ley,  deberá 
solicitarlo  en  los  términos  prescritos  en  el  ar 
ticulo  3."  de  este  reglamento,  firmando  la  so- 
licitud el  presidente  del  Sindicato  ó  Junta  di- 
rectiva. La  solicitud  redactada  como  previene 
el  art.  4.°,  deberá  ir  acompañada  de  los  docu 
mentos  siguientes: 

1."  Acta  de  la  Junta  general  celebrada  para 
tomar  el  acuerdo  de  la  ejecución  de  la  nue- 
va obra,  en  la  qiie  conste  debidamente  acre- 
ditada la  convocatoria  de  todos  los  interesado;, 
hecha  con  arreglo  á  ordenanzas,  los  nombre.-, 
de  los  asistentes  y  la  extensión  de  terreno  re- 
gable que  poseen,  los  nombres  de  los  que 
hayan  votado  en  pro  y  en  contra  y  los  acuer 
dos  especiales  sobre  el  modo  de  levantar  los 
fondos  necesarios  para  la  construcción. 

2."     Certificación,  con  referencia  al  registra 
de  la  comunidad,  de  pertenecer  á  ella  los  vu- 
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tautes  y  poseer  el  teri-eno  asignado  en  el  acta 
;l  cada  vino. 

3."  Proyecto  completo  de  las  obras,  redac- 
tado como  se  detalla  en  los  arts.  6.°  al  13  de 
este  reglamento. 

4.0  Plieg'o  de  tarifas  máximas  que  eu  su 
caso  haya  de  ser  aplicable  A  los  regantes,  que 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  aguas 
no  voten  ó  se  adhieran  al  acuerdo. 

ó."  Carta  de  pago  que  acredite  el  depósito 
•ilel  5  por  100  del  presupuesto. 

6."  Propuesta  de  reforma  de  las  ordenan- 
zas con  el  correspondiente  acuerdo  de  la  jun- 
ta general,  en  el  caso  prescrito  en  el  art.  6.5. 

Art.  LXVII.  Tramitación. — Omitiendo  el 
anuncio  á  que  se  refiere  el  art.  17,  y  llenados 
los  tramites  prevenidos  en  los  arts.  15,  16,  19, 
20  y  21,  se  procederá  inmediatamente  á  la  in- 
formación pública  prevenida  eu  el  art.  22,  ob- 
servándose las  formalidades  prescritas  eu  el 
mismo  y  en  los  arts.  23,  24,  25,  26  y  27.  Al  pro- 
pio tiempo  se  llevará  íí  cabo  el  reconocimien- 
to, confroutación,  comprobación,  é  informe 
del  proyecto  en  los  términos  prevenidos  en  los 
arts.  28  al  34,  entendiéndose  que  se  considera- 
rá como  peticionario  para  los  efectos  legales 
al  presidente  del  Sindicato,  y  que  será  obliga- 
ción de  éste  satisfacer  todos  los  gastos,  .ape- 
lando para  ellos,  si  necesario  fuese,  á  los  me- 
dios que  la  ley  de  ag'uas  y  sus  ordenanzas 
.autorizan  para  todos  los  que  hayan  sido  apro- 
Ijados  por  la  comunidad. 

El  informe  del  ingeniero  jefe  deberá  omitir 
lo  relativo  á  cuantía  del  premio  y  subvención, 
y  señalar  en  cambio  las  obras  qiie  dentro  de 
ios  limites  fijados  en  el  art.  12  de  la  ley  deban 
ser  ejecutadas  por  el  Estado,  y  la  división  eu 
grupos  y  plazos  parciales  para  las  que  hayan 
de  serlo  por  la  comunidad. 

Si  sólo  se  tratase  de  mejora  de  riegos  sin 
aumentar  la  dotación  de  ag'uas,  la  infornia- 
«■ión  sólo  tendrá  lug'ar  eu  la  provincia  en  que 
se  hallen  las  obras. 

Art.  LXVIII.  Informes  de  los  Centros  su- 
periores.— La  Junta  consultiva  y  el  Consejo 
de  Agricultura  evacuarán  los  informes  preve- 
nidos en  los  arts.  36  y  38,  omitiendo  lo  relati- 
vo á  la  cíiantia  del  premio  y  subvención,  pero 
señalando  la  primera  de  dichas  Corporaciones 
las  obras  que  en  concepto  de  auxilios  deban 
ser  ejecutadas  por  el  Estado  y  el  sistema  que 
haya  de  seg'uirse,  limitando  la  división  en 
a'rupos  y  señalamientos  de  plazos  parciales  á 
la  parte  que  haya  de  ser  construida  por  la  co- 
munidad, conforme  se  ha  indicado  en  el  arti- 
culo anterior.  Oidas  estas  Corporaciones  se 
pasará  el  expediente  al  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

Eu  cuanto  á  modificaciones  que  proceda  in- 
troducir en  el  proyecto  antes  de  la  concesión, 
se  obsevará  lo  pi-escrito  eu  el  art.  37. 

Art.  LXIX.  Concesión. — La  concesión  y 
el  auxilio  se  acordarán  por  Real  decreto  ex- 
pedido de  conformidad  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, en  los  términos  y  con  los  trámites  y 
consecuencias  establecidos  en  los  arts.  40  y  41, 
omitiéndose  todo  lo  relativo  á  la  subasta  y  la 
tasación  del  proyecto.  Se  publicará  la  resolu- 
ción en  la  Gaceta  y  Boletines,  y  se  comunica- 


rá á  los  gobernadores,  al  Sindicato  y  á  los 
oposicionistas.  En  el  plaxo  señalado  eu  la  ley, 
deberá  completarse  la  fianza  hasta  el  10  por 
100  del  presupuesto  total. 

Art.  LXX.  Obras  que  haya  de  ejecutar  el 
Estado. — Eu  el  mismo  Real  decreto  de  la  con- 
cesión se  autorizará  la  ejecución  de  las  obras 
en  que  liaya  de  consistir  el  auxilio,  y  por  el 
Ministerio  de  Fomento  se  dictarán  las  órde- 
des  para  que  se  lleven  á  cabo,  con  las  demás 
obras  públicas  del  Estado,  dentro  de  los  re- 
ciirsos  del  presupuesto  y  ajustándose  al  ordeu 
y  plazos  que  se  haya  fijado  para  las  que  la 
comunidad  haya  de  construir. 

Art.  LXXI.  Inspección  de  las  obras. — Du- 
rante el  periodo  de  construcción  de  las  obras 
ejecutadas  por  la  comunidad,  la  inspección  de 
las  mismas  se  ajtistará  á  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 46,  47  y  48,  á  excepción  de  lo  relativo 
al  abono  de  la  .subvención.  Las  certificaciones 
de  terminación  de  g-rupos  sólo  servirán  pai'a 
los  casos  de  prórrog'a  y  para  la  devolución  de 
la  parte  proporcional  de  la  fianza  según  el  ar- 
tículo 4."  de  la  ley.  Esta  devolución  sólo  se 
acordará  o^^ndo  estén  cubiertas  todas  las  res- 
ponsabilidades por  g'astos  de  inspección.  Se 
considerará  como  concesionario  al  Sindicato 
representado  por  su  presidente,  aplicándose 
para  los  expresados  gastos  lo  indicado  en  el 
artículo  67. 

Art.  LXXII.  Explotación. — Terminadas  y 
reconocidas  las  obras,  como  previene  el  arti- 
culo 49,  cesará  la  inspección,  y  entreg'adas 
que  sean  á  la  comunidad  las  construidas  por 
el  Estado,  la  explotación  se  hará  con  arreglo 
á  las  Ordenanzas  aprobadas.  La  Administra- 
ción sólo  intervendrá  en  los  casos  previstos  en 
las  mismas  ó  en  la  ley  de  aguas,  salvo  el  de 
abandono,  en  el  cual  se  aplicará  lo  dispuesto 
en  el  art.  64  y  en  el  74  para  la  caducidad. 

Art.  LXXÍII.  Prórroga,  ;/  viodificaciones. 
Las  concesiones  de  prórroga  y  las  autoriza- 
ciones para  modificar  los  proyectos,  se  sujeta- 
rán á  lo  dispuesto  eu  los  arts.  52  al  58,  ambos 
inclusive,  menos  eu  la  parte  relativa  á  la  sub- 
vención, y  refiriéndose  lo  que  en  ellos  se  dice 
de  los  propietarios  que  hubiesen  suscrito  el 
compromiso  exigido  eu  el  art.  3.°  de  la  ley,  A 
los  regantes  que  hayan  votado  ó  teugau  que 
votar  la  ejecución  de  las  obras. 

Art.   LXXIV.     Caducidad.— liíis  concesio- 
nes á  las  comunidades  de  regantes  otorgadas 
con  arreglo  á  la  ley  de  27  de  .Julio  de  1883  ca- 
ducarán por  los  motivos  señalados  en  su  arti- 
culo 9.",  como  las  hechas  á  particulares  ó  em- 
presas,  procediéudose,  conforme  á  lo  estable- 
cido eu  los  artículos  59  al  64  de  este  regiamen-  : 
to,  con  las  modificaciones  sig'uientes:  Si  uo  se  ' 
ha  dado  principio  á  la  ejecucióu  de  las  obras, 
el  Gobierno  podrá  hacerlas  por  si  ó  por  nueva  j 
concesión  otorg'ada  á  particulares  en  subasta 
ó  á  otra  comunidad  ó  asociación,  y  con  arre- 
glo á   lo  prevenido  en  la  ley  y  reglamento 
cuando  se  trate  de  obras  que  puedan  ejecutar- 1 
se  y  explotarse  con  independencia  de  las  quej 
antes  disfrutare  la  comunidad.  Si  esto  no  ftie-1 
se  posible,  se  prescindirá  de  la  concesión,  quel 
se  tendrá  por  nula.  La  fianza  se  adjudicará  eu| 
ambos  casos  al  Estado.  Cuando  haya  obra.s 
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ejeciitailas  y  la  separacióu  iudioada  sea  posi- 
ble, podrán  también  continuarse  los  trabajos 
•ó  hacerse  nueva  concesión  con  arreglo  á  la 
ley,  abonándose  por  el  concesionario  á  la  co- 
munidad que  obtuvo  la  primera,  ó  á  su  repre- 
sentación legal  si  se  hubiese  disuelto,  el  im- 
porte de  su  proyecto  y  de  obras  ejecutadas, 
con  las  deducciones  indicadas  en  la  ley,  pro- 
cediéndose,  conforme  á  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 60,  61,  62  y  63.  Si  no  pudiesen  separar- 
se las  nuevas  obras  de  las  antiguas,  y  el  Es- 
tado no  luibiese  invertido  cantidad  alguna,  se 
tendrá  por  nula  la  concesión;  si  se  hubiesen 
ejecutado  trabajos  por  el  Gobierno,  éste  se  en- 
carg-ará  de  terminar  todas  las  obras  como  si 
fuesen  del  Estado;  pero  costeando  las  de  la 
comunidad  con  los  recursos  votados  por  la 
misma,  que  el  Sindicato  seguirá  cobrando  por 
los  medios  legales  y  abonará  en  la  forma  que 
se  acuerde,  pudiendo  si  no  cumpliese  ser  com- 
jielido  y  apremiado  como  segundo  contribu- 
yente. Concluidas  que  sean,  se  entregarán  á 
la  comunidad  para  la  explotación,  imiionién- 
dose  el  canon  necesario  para  cubrir  todas  las 
responsabilidades,  y  entre  ellas  las  de  la  fian- 
za, si  se  huljíere  devuelto. 

En  los  casos  de  abandono  ó  mala  ex])lota- 
ción,  y  siendo  posible  la  separación  de  la  par- 
te antigua  y  moderna,  se  procederá  respecto 
de  ésta  conforme  previene  el  art.  64. 

Para  los  efectos  prevenidos  en  este  articu- 
lo, se  tasará  en  su  caso  el  proyecto  con  las 
formalidades  y  en  los  términos  prevenidos  en 
el  art.  61. 

En  el  caso  de  otorgarse  nueva  concesión  á 
jiarticulares,  se  fijará  la  cuantía  de  .subven- 
ción y  premios  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
los  arts.  2."  y  3."  de  la  ley  y  ios  correspondien- 
tes de  este  reglamento. 

Art.  LXXV.  Asociaciones  de  proj)ietarios. 
Solicitud  y  documentos. —  Los  propietarios 
que  quieran  asociarse  para  construir  obras 
destinadas  al  aprovechamiento  de  aguas  pú- 
blicas para  establecer  en  sus  tierras  luievos 
riegos  ó  mejorar  los  existentes,  disfrutando 
de  los  beneficios  concedidos  en  el  art.  12  de  la 
ley  de  27  de  Julio  de  1883,  sin  constituirse  en 
comunidad  de  regantes,  deberán  solicitar  la 
•concesión  en  los  términos  prevenidos  en  el  ar- 
ticulo 3."  de  este  reglamento,  acompañando 
los  documeiitns  siguientes: 

1."  Escritura  de  asociación  en  la  que  cons- 
to el  objeto  de  ésta;  los  nombres  de  los  asocia- 
dos; la  extensión  y  situación  de  la  zona  reg'a- 
ble  y  la  porción  de  terreno  que  en  ella  posea 
como  dueño  cada  uno  de  los  asociados;  la  obli- 
gación de  costear  en  la  proporción  y  forma  que 
designen  la  mitad  de  los  gastos  de  toda  clase 
<jue  las  obras  ocasionen,  asi  como  los  del  ex- 
pediente de  concesión;  las  reglas  por  las  que 
haya  de  regirse  la  asociación  durante  el  perio- 
ilo  de  construcción  y  explotación,  y  finalmen- 
te el  nombramiento  de  gerencia  ó  representa- 
ción, que  será  la  que  deba  suscribir  la  solici- 
tud y  entenderse  con  la  administración.  Los 
asociados  se  obligarán  á  garantizar  en  su  dia 
cuando  el  Gobierno  fije  las  condiciones  de  la 
concesión,  y  antes  de  decretarse  ésta,  median- 
te fianza  hipotecaria,  el  pago  de  la  parte  cjue 


les  corresponda  sufragar  de  los  gastos  de  cons- 
trucción. 

2."  Certificaciones  del  Registro  de  la  pro- 
piedad haciendo  constar  la  tierra  que  eu  la 
zona  regable  posea  cada  uno  de  los  asociados. 

3."  El  proyecto  completo  de  las  obras,  re- 
dactado conforme  previenen  los  arts.  6  al  13 
de  este  reglamento. 

4.°  Pliego  de  tarifas  ó  canon  máximo  para 
el  solo  efecto  del  art.  197  de  la  ley  de  aguas 
de  13  de  .luuio  de  1879. 

5."  Carta  de  pago  que  acredite  haber  depo- 
sitado el  5  por  100  del  importe  del  presupuesto. 

Art.  LXXVI.  Tramitación  é  informes.— 
Serán  aplicables  á  las  concesiones  hechas  á 
propietarios  asociados  todo  lo  dispuesto  en  los 
arts.  67  y  68  de  este  reglamento  para  las  he- 
chas á  las  comunidades  de  regantes,  enten- 
diéndose que  las  facultades  y  obligaciones 
que  en  ellos  se  asignan  al  Sindicato,  incumbi- 
rán en  este  caso  á  la  gerencia  ó  representa- 
ción nombrada  en  la  escritura  de  asociación,  á 
excepción  de  la  relativa  á  la  cobranza  y  exac- 
ción de  las  cantidades  que  deban  aprontar  los 
asociados,  que  aquí  sólo  podrá  hacerse  por  los 
medios  que  proporcione  el  derecho  común,  se- 
gún la  obligación  contraída.  Ante  el  Gobier- 
no, y  para  el  solo  efecto  de  lo  prevenido  sobre 
gastos  de  confrontación,  informes,  inspección 
y  publicaciones,  responderá  el  gerente  ó  ge- 
rentes firmantes  de  la  solicitud  y  designados 
en  la  escritura. 

Art.  LXXVII.  Concesión:  garantía  para 
obtenerla. — Cuando  en  Consejo  de  Ministros, 
y  según  el  art.  69,  se  haya  decidido  otorgar  la 
concesión  y  fijado  las  condiciones,  división  en 
g'rupos  y  plazos  parciales  y  totales,  se  hará 
saber  á  los  asociados,  y  aceptados  por  éstos 
con  los  trámites  del  art.  40,  se  les  señalará  un 
plazo  para  que  puedau  formalizar  el  compro- 
miso hipotecario  á  que  se  refiere  el  art.  12  de 
la  ley  y  el  75  de  este  reglamento. 

El  compromiso  se  contraerá  en  escritura  pii- 
blica,  otorgada  en  nombre  de  la  asociación 
por  sus  representantes  legales,  y  con  todas  las 
formalidades  que  requiere  la  ley  hipotecaria  y 
la  instrucción  para  redactar  documentos  suje- 
tos á  registro,  constituyendo  una  fianza  en 
fincas  á  favor  del  Estado,  como  las  que  para 
los  demás  servicios  se  admiten,  y  con  el  espe- 
cial objeto  de  cubrir  los  gastos  de  las  obras 
que  la  asociación  deba  construir.  El  valor  de 
las  fincas  deberá  cubrir  el  importe  del  presu- 
puesto, ó  sea  el  doble  de  la  parte  que  ha  de 
ser  ejecutada  por  la  asociación  y  lo  que  se  es- 
time para  costas,  en  caso  de  ejecución.  Las 
fincas  deberán  ser  ofrecidas  por  los  asociados, 
cada  uno  de  los  cuales,  concurriendo  al  otor- 
gamiento, asegurará  lo  que  en  proporción  le 
corresponda,  según  las  bases  de  la  asociación, 
ó  según  convenios  posteriores  entre  ellos  que 
la  hayan  modificado,  pudiendo  también  ser 
reemplazados  por  otros  socios  ó  por  terceros 
que  al  efecto  hipotequen  sus  propiedades.  Los 
plazos  que  se  fijen  en  la  escritura  ó  escrituras 
serán  los  señalados  para  la  conclusión  de  cada 
grupo  de  obras,  y  la  cantidad  que  venza  eu 
cada  plazo  correspondiente  á  los  presupuestos 
parciales  de  dichos  grupos.  La  distribución  en- 
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tre  los  asociados  para  hacei'  frente  á  las  obli- 
g- aciones  de  cada  plazo  será  objeto  de  conve- 
nio entre  ellos,  y  si  no  se  pusieran  de  acuerdo, 
.se  hará  en  proporción  á  lo  que  para  la  totali- 
dad deba  cada  uno  contribuir.  No  se  admitirá 
más  que  primera  hipoteca,  cualquiera  que  sea 
el  valor  de  la  finca. 

Las  escrituras  se  otorg-aráir  en  Madrid  ó  en 
la  capital  de  la  provincia  en  que  se  hallen  en- 
clavadas la  mayor  parte  de  las  obras.  En  la 
primera  representará  al  Estado  el  director  g'e- 
neral  de  Obras  públicas;  en  la  seg'unda  el  g'o- 
bernador.  El  examen  de  títulos  de  propiedad 
y  de  las  condiciones  de  la  hipoteca  se  hará  cu 
el  primer  caso  por  la  Dirección  de  lo  Conten- 
cioso del  Estado,  y  en  el  segundo,  por  los  abo- 
g'ados  del  Estado;  pero  cuando  los  gobernado- 
res las  remitan  á  la  Dirección  g-eneral  de  Obras 
públicas,  deberán  pasarse  para  la  aprobación 
á  la  mencionada  Dirección  de  lo  Contencioso. 
Cuando  por  morosidad  de  algunos  de  los 
propietarios  transcurra  el  plazo  señalado  ó  la 
prórrog-a  que  se  conceda,  y  que  no  podrá  ex- 
ceder de  otro  tanto  sin  otorgarse  todas  las  es- 
crituras, podrán  los  demás  sustituirse  al  mo- 
roso. Las  acciones  qxie  contra  éste  podrán 
(ejercitar  serán  las  que  nazcan  de  la  olslig'ación 
contraída  en  la  escritura  de  asociación;  pero 
sin  que  afecten  en  nada  á  las  relaciones  de  la 
asociación  con  el  Estado. 

Art.  LXXVIII.  Concesión:  período  de  eje- 
cución.— Aprobadas  las  escrituras  de  fianzas, 
se  expedirá  el  Real  decreto  correspondiente  en 
los  términos  y  con  los  trámites,  consecuencias 
y  formalidades  puestos  en  los  arts.  40,  69  y  70 
(le  este  reglamento,  dictándose  las  órdenes  in- 
dicadas en  el  iiltimo  para  la  ejecución  de  la 
parte  de  obras  que  corresponda- al  Estado. 

Durante  la  ejecución  de  las  que  corran  á 
sCarg'o  de  los  asociados  se  aplicará  lo  dispuesto 
en  el  art.  71,  sirviendo  las  certificaciones  de 
grupos,  no  sólo  para  los  efectos  en  él  indica- 
dos, sino  para  cancelar  la  parte  correspon- 
diente de  las  hipotecas,  si  bien  para  esto  será 
necesario  acreditar  que  se  han  pagado  las  ex- 
propiaciones de  todas  clases,  segiiu  previene 
el  art.  48.  A  la  conclusión  de  las  obras  se  ob- 
servará lo  prescrito  en  el  art.  72,  y  se  cance- 
larán todas  las  hipotecas  con  la  salvedad  hecha 
anteriormente. 

La  obligación  hipotecaria  podrá  sustituirse  y 
cancelarse  en  todo  tiempo,  depositando  el  pro- 
pietario en  la  Caja  correspondiente  el  importe 
de  la  suma  g-arantizada,  en  metálico  ó  en  tí- 
tulos de  la  Deuda  pública,  al  tipo  que  les  esté 
señalado  para  las  demás  fianzas  al  Estado. 

Art.  LXXIX.  Prórrogas  y  jnodificaciones. 
Para  la  concesión  de  prórrogas  y  modifica- 
ciones de  proyectos  se  observará  lo  prevenido 
en  el  art.  73;  pero  entendiéndose  que  ningún 
propietario  de  los  comprometidos  podrá  ver- 
se privado  del  riego  para  sus  fincas,  en  todo 
ni  en  parte,  sin  su  expreso  consentimiento;  y 
que  si  se  aumenta  el  presupuesto,  deberá  au- 
mentarse también  la  garantía,  en  igual  pro- 
porción, ya  poi'los  primeros  asociados,  ya  por 
los  que  nuevamente  ingresen;  cuya  conformi- 
dad deberá  constar  en  todo  caso  por  escritura 
piiblica. 


Art.  LXXX.  Caducidad  ij  sus  consecuen- 
cias.— Para  la  caducidad  de  las  concesiones 
hechas  á  propietarios  asociados,  se  aplicarán 
los  preceptos  establecidos  cu  el  art.  íl."^  de  la 
ley,  y  señalados  en  los  arts.  59  á  64  y  74  de 
e.ste  reglamento,  procediéndose  como  se  indi- 
ca en  este  último;  pero  en  el  caso  de  qtxe  por 
haber  obras  ejecutadas  y  no  poderse  separar 
de  las  antiguas  haya  que  terndnarlas  por  el 
Estado,  el  Gobierno  recaudará  las  sumas  ne- 
cesarias al  pag'o  de  lo  ejecutado  por  cuenta  de 
la  asociación,  dirigiendo  los  procedimientos 
contra  sus  representantes  leg-ales;  pero  limi- 
tando la  responsabilidad  á  los  de  las  fincas  hi- 
potecadas. 

Si  lo  que  por  éstos  se  obtuviese  no  cubriera 
los  gastos  de  ejecución,  el  Gobierno  se  reinte- 
grará imponiendo  un  canon  sobre  el  riego  al 
entregar  las  obras  á  la  asociación,  análoga- 
mente á  lo  dispuesto  en  el  ai-t.  74,  asi  como 
para  las  demás  responsabilidades,  inclusa  la 
fianza,  si  se  ha  devuelto. 

Art.  LXXXI.  Anticipos  para  acequias  se- 
cundarias y  brazales.  Solicitud. — Cuando  al- 
guna comunidad  de  regantes  ó  asociación  de 
propietarios  desee  g'ozar  del  beneficio  otorga- 
do en  el  art,  12  de  la  ley  jjara  obtener  antici- 
pos destinados  al  establecimiento  de  acequias 
secundarias  y  brazales,  y  preparación  de  tie- 
rras, lo  solicitará  del  Gobierno,  previo  acuer- 
do de  la  Junta  general,  debida  y  expresamen- 
te convocada,  ya  por  iniciativa  del  Sindicato 
ó  de  la  Junta  directiva,  ya  á  petición  de  los 
propietarios  que  necesiten  y  pidan  este  au- 
xilio. 

La  solicitud,  que  deberá  estar  suscrita  por 
el  presidente  del  Sindicato,  expresará:  el  des- 
tino concreto  del  auxilio  solicitado;  la  clase  é 
importancia  de  las  obras  que  se  intente  eje- 
cutar; la  situación,  extensión  y  propietarios 
de  las  tierras  que  hayau  de  beneficiarse  con  la 
mejora,  y  los  cultivos  á  que  han  de  dedicarse 
y  la  promesa  del  reintegro  en  los  términos  de 
ia  ley. 

A  la  solicitud  acompañarán  los  siguientes 
documentos: 

1."  Certificación  del  acuerdo  de  la  Junta, 
con  expresión  de  los  concurrentes  y  votantes 
y  de  la  parte  de  terreno  que  poseen,  si  estos 
datos  no  constan  en  el  expediente  de  conce- 
sión, asi  como  de  los  medios  acordados  para 
sufrag-ar  la  parte  de  gastos  quo  incumba  á  la- 
comunidad. 

2.°  Proyecto  de  las  obras  que  se  han  de  eje- 
cutar. Este  documento,  si  bien  ha  de  ser  re- 
dactado con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 6."  al  13  de  este  reglamento,  se  ceñirá 
á  lo  relativo  á  las  obras  especiales  de  que  se 
trate,  omitiendo  con  la  debida  referencia  to- 
dos las  datos  que  consten  en  el  presentado 
para  la  concesión,  en  el  caso  de  que  ésta  haya 
precedido  y  lo  relativo  á  tarifas. 

Art.  LXXXIl.  Tramitación.— 'Roc\h\átí  la 
solicitud  en  la  Dirección  general  de  Obras  pii- 
blicas  y  encontrándose  suficientes  los  docu- 
mentos presentados  ó  completados,  seg'ún  la 
misma  disponga,  se  procederá  á  la  informa- 
ción y  al  examen  del  proyecto. 

La  primera  será  pxiblica;  pero  sólo  en  las 
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provincias  donde  se  liallen  situadas  las  obras, 
observándose  lo  prescrito  eu  el  art.  22  y  sir- 
viéndole de  base  los  respectivos  anuncios,  cou 
inclusión  de  notas  extractos  anAlog\as  alas  que 
previenen  los  arts.  li>,  20  y  21,  pero  reduci- 
das al  objeto  especial  de  la  petición  y  del  pro- 
yecto. El  plazo  para  oponerse  no  podrá  exce- 
der de  30  días,  ni  bajar  de  quince,  y  tanto  las 
reclamaciones,  cuanto  los  informes  á  que  se 
refiere  el  art.  21,  se  ceñirán  á  la  procedencia 
y  utilidad  del  anticipo.  Por  lo  demás,  se  segui- 
rán en  la  tramitación  del  expediente  las  reglas 
señaladas _en  los  arts.  23  al  27. 

En  cuauto  al  proyecto,  será  remitido,  seg'i'in 
previene  el  art.  28,  al  ingeniero  inspector  que 
haya  sido  ó  sea  de  las  obras  del  canal  ó  pan- 
tano, el  ctial,  en  el  plazo  prudencial  i|ue  se  le 
señale  y  que  á  su  instancia  podrá  prorrogarse 
y  previo  reconocimiento  y  confrontación  he- 
chos con  las  formalidades  prevenidas  en  los 
arts.  29,  30,  31,  32,  33  y  3-t,  emitirá  su  informe 
arreglado  á  dicho  art.  34,  que  versará  acerca 
de  la  conveniencia,  posibilidad  y  condiciones 
técnicas  de  las  obras,  sobre  su  presupuesto, 
sobre  el  orden  y  plazos  parciales  y  totales  en 
que  podrán  ejecutarse  y  condiciones  que  ha- 
yan de  imponerse.  La  Dirección  g-eneral,  cum- 
plidas las  formalidades  del  art.  36,  oirá  sobre 
estos  mismos  puntos  y  además  sobre  la  época 
eu  que  deba  hacerse,  plazos  para  el  reintegro 
y  procedencia  del  anticipo,  á  la  .Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  pasándo- 
se después  el  expediente  al  Consejo  superior 
de  Agricultura  y  al  C.  de  E.,  para  los  efectos 
prevenidos  en  los  arts.  38  y  39.  Sobre  el  dic- 
tamen de  la  .Junta  y  reformas  ó  modificacio- 
nes que  pueda  proponer,  se  observará  lo  que 
disponen  los  arts.  3G  y  37.  El  Consejo  de  Agri- 
cultura examinará  con  preferente  atención  lo 
relativo  á  la  conveniencia  de  los  cultivos  que 
se  trate  de  introducir  y  el  canon  para  el  rein- 
tegro. 

Art.  LXXXIII.  Resolución. — En  vista  del 
expediente  se  acordará  en  Consejo  de  Minis- 
tros lo  qtie  proceda.  Si  se  resuelve  la  conce- 
sión del  anticipo,  se  fijará  su  cuantía,  épocas 
de  entrega,  plazos  y  condiciones  para  la  eje- 
cución de  las  obras  y  canon  para  el  reintegro, 
y  se  comunicará  á  la  comunidad  ó  asociación 
peticionaria  para  la  aceptación  ü  observacio- 
nes, según  el  art.  40.  Si  se  acepta,  se  expedi- 
rá el  Real  decreto  y  las  órdenes  para  su  cum- 
plimiento, con  las  formalidades  del  art.  41.  Si 
no  se  acepta  ó  no  fuesen  atendibles  las  obser- 
vaciones, se  tendrá  [lor  dend|;ada  la  petición. 

Cuando  el  anticipo  se  conceda  á  una  asocia- 
ción de  propietarios,  antes  de  expedirse  el 
Real  decreto  deberá  asegurarse  con  fianza  hi- 
potecaria, formalizada  en  los  mismos  términos 
que  el  art.  77  exige  para  las  destinadas  á  ase- 
gurar el  pago  de  las  obras  del  canal  ó  panta- 
no, el  del  canon  anual  señalado  para  reintegro 
hasta  la  cantidad  que  á  cada  finca  se  asigne, 
entendiéndose  que  el  plazo  para  empezar  á 
exigirle  s(!rá,  ya  el  de  ponerse  las  tierras  en 
riego,  ya  el  de  anularse  la  concesión  por  fal- 
tarse á  las  condiciones. 

Art.  LXXXIV.  licintegro  de  los  anticipos. 
La  Administración  vigilará  las  obras  y  traba- 


jos para  asegurarse  de  que  se  llevan  á  cabo 
en  los  plazos  señalados  y  de  que  se  practican 
con  sujeción  al  proveció  aprobado.  Si  no  se  hi- 
ciesen dentro  de  dichos  plazos  ó  de  las  prórro- 
gas concedidas  con  arreglo  al  art.  52,  se  ten- 
drá por  nula  la  concesión,  cesarán  los  abonos 
del  anticipo,  se  tendrá  por  comenzada  la  épo- 
ca del  reintegro  y  se  procederá  á  cobrar  el  ca- 
non anual  consignado,  teng'an  ó  no  las  tierras 
establecido  el  riego. 

A  medida  que  vaya  estableciéndose  el  riego 
en  cada  finca,  empezará  á  deveng-arse  el  ca- 
non para  el  reintegro.  De  su  abono  al  Estado 
eu  los  plazos  fijados  en  la  concesión  hasta  la 
extinción  del  importe  del  préstamo  é  interés  á 
razón  del  3  por  100  anual  serán  responsables  los 
Sindicatos  ó  Gerentes,  que  á  su  vez  harán  uso 
de  los  recursos  que  para  el  cobro  de  los  propie- 
tarios pongan  á  su  disposición  las  Ordenanzas 
de  la  comunidad  ó  reglas  de  la  asociación,  y 
el  derecho  comiin.  El  Gobierno  en  su  caso 
obligará  á  los  Sindicatos  en  la  forma  preveni- 
da en  el  art.  74,  ó  procederá  contra  los  repre- 
sentantes de  la  asociación  en  los  términos  del 
articulo  80. 

CAP.  IV. — Concesiones  de  obras  con  arreglo  á proyectos 
estudiados  por  la  Administración. 

Art.  LXXXV.  Tramitación. —  Cuando  el 
Gobierno  en  virtud  de  la  autorización  conce- 
dida en  el  art.  13  de  la  ley  haya  hecho  estudiar 
un  proyecto  de  canal  ó  pantano,  deberá  para 
la  ejecución  de  la  obra,  si  para  ella  se  han  de 
otorgar  los  auxilios  señalados  en  la  misma, 
proceder  á  la  información  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 3."  de  la  lev  por  los  trámites  y  reglas 
señalados  en  los  arfs.  19,  20,  22,  23,  24,  25,  26 
y  27  de  este  reglamento,  omitiendo  todo  lo  re- 
lativo al  peticionario,  l'ln  cu.anto  á  las  dilig'en- 
cias  señaladas  en  los  arts.  28  al  35,  se  limita- 
rán al  reconocimiento,  sobre  el  terreno,  con 
citación  de  los  interesados  y  autoridades,  al 
levantamiento  de  las  actas  respectivas  y  al 
informe  sobre  las  reclamaciones  y  observacio- 
nes y  sobre  los  plazos,  condiciones  y  tipos  de 
subvención  y  premios,  si  el  ingeniero  infor- 
mante no  es  el  autor  del  proyecto  ó  no  estu- 
viese de  acuerdo  con  las  indicaciones  hechas 
en  éste.  Se  oirán  después  los  informes  preve- 
nidos en  los  arts.  36  al  39. 

Art.  LXXXVI.  Concesión. — En  Consejo  de 
Ministros,  y  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
art.  40,  se  acordará  si  la  obra  se  ha  de  cons- 
truir, svis  condiciones,  plazos  y  g-rupos,  así 
como  si  ha  de  adjudicarse  la  concesión  á  una 
comunidad  de  regantes  ó  asociación  de  pro- 
pietarios ó  bien  á  una  empresa  particular  para 
explotación  retribuida;  fijándose  en  este  caso 
los  tipos  de  subvención  y  premio,  y  se  manda- 
rá proceder  á  la  tasación  del  proyecto  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  42,  pero  sólo 
se  comprenderá  lo  relativo  á  la  primera  parte, 
ó  sean  los  gastos  materiales  que  haya  origina- 
do el  estudio  al  Estado.  La  tasación  se  hará 
por  la  Sección  ■  correspondiente  de  la  Junta 
consultiva. 

La  concesión  á  particulares  deberá  hacerse 
siempre  en  subasta  i)iiblica,  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  los  arts.  43  y  44,  debiendo  todos 
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los  licitadores  hacer  el  depósito  del  5  por  100 
del  presupuesto  y  del  valor  del  proyecto. 

Cuando  la  concesión  se  hag'a  Auna  connmi- 
dad  de  regantes  ó  á  una  asociación  de  propie- 
tarios, no  teudráu  oblig'ación  de  abonar  el  va- 
lor del  proyecto,  pero  se  les  imputará  en  el 
auxilio  marcado  eu  la  ley. 

Art.  LXXXVII.  Petición  por  particulares. 
Cvialqiiier  particular,  aso''iación  ó  comunidad 
puede  solicitar  la  adjudicación  con  arreg'lo  á 
nu  proyecto  estudiado  de  orden  y  !i  costa  del 
Gobierno,  depositando  el  5  por  lüO  del  importe 
del  presupuesto.  Desde  el  momento  en  que  la 
solicitud  sea  acog'ida,  tendrá  en  la  informa- 
ción, reconocifnieuto  y  tasación  del  proyecto  la 
participación  que  el  reg'lameato  señala  para 
los  peticionarios. 

CAP.  V. — DispoBíCiones  transitorias. 

Art.  LXXXVIII.  Proijcctos  y  documentos. 
Depósitos.  —  Los  particulares,  comiinidades 
ó  asociaciones  que  dentro  del  plazo  concedido 
por  la  ley  se  hayan  acogido  á  sus  beueflcios 
tendrán  que  presentar  en  el  plazo  que  se  les 
haya  señalado,  el  proyecto,  al  que  deberán 
acompañar  los  documentos  que  se  exig-en  eu 
los  arts.  5.°,  66  ó  75  de  este  reglamento,  redac- 
tados como  el  mismo  previene,  pnidiéudose 
omitir  los  que  ya  consten  en  el  expediente  de 
concesión.  Eu  cuanto  al  depósito  del  5  por  100 
sólo  será  necesario  eu  la  parte  á  que  no  alcan- 
ce la  cantidad  antes  depositada  ó  mitad  del 
valor  de  las  obras,  cuya  ejecución  conste  por 
certificado  eu  forma  que  obre  en  el  expediente. 

Art.  LXXXIX.  Tramitación. —  Presenta- 
dos el  proyecto  y  documentos,  se  les  dará  toda* 
la  tramitación  prevenida  eu  los  arts.  19  al  39 
de  este  reglamento,  siu  más  vari'aeión  que  la 
de  hacer  constar  en  los  anuucios  que  no  se  tra- 
ta de  nueva  concesión,  sino  de  incluir  eu  la 
ley  la  existente  y  eu  las  notas  extractos  el  es- 
tado en  que  se  encuentran  las  obras,  seg-im  el 
proyecto.  Cuando  no  se  solicite  aumento  en  la 
dotación  del  agua  ya  concedida,  las  informa- 
ciones sólo  deberán  hacerse  en  las  provincias 
en  cjue  las  obras  hayan  do  estar  enclavadas. 

Art.  XC.  Resolución:  medición  de  las  obras 
ejecutadas. — Cuando  terminado  el  expediente 
se  acuerde  en  Consejo  de  Ministros  la  conce- 
sión al  peticionario  de  los  beneficios  de  la  ley, 
se  mandará  por  la  Dirección  general  proceder 
A  la  medición  de  las  obras  ejecutadas  que  seau 
aprovechables  para  la  prosecución,  con  arre- 
g'lo  al  proyecto  completado  ó  reformado  que 
haya  .servido  de  base  al  acuerdo.  Las  opera- 
ciones se  harán  por  el  ingeniero  ó  ing'euieros 
que  la  misma  Dirección  desig'ue,  y  á  ella  ])0- 
drá  concurrir  el  concesionario  para  cerciorar- 
se de  la  exactitud  de  los  datos;  de  todos  los 
cuales  deberá  dársel.  conocimiento. 

Con  el  resultado  de  la  medición  y  los  pre- 
cios del  nuevo  presupuesto  se  harála  tasacióu 
ó  valoración,  cuidando  de  separar  la  parte  co- 
rrespondiente á  cada  uno  de  los  grujios  en 
que  para  la  ejecución  y  plazos  se  haya  |iropues- 
to  dividir  las  obras.  En  cuanto  á  materiales  y 
expropiaciones,  se  tendrá  presente  lo  preveni- 
do en  el  art.  61. 

La  Dirección  general  señalará  los    plazos 


para  estas  operaciones,  debiendo  el  concesio- 
nario tener  á  disposición  del  ingeniero  los  fon- 
dos necesarios,  observándose  lo  prevenido  en 
en  el  art.  29  para  el  caso  de  la  confrontación 
del  proyecto.  Los  plazos  podrán  ser  prorrog-a- 
dos  en  una  mitad  á  petición  razonada  del  in- 
geniero ó  del  concesionario.  Si  por  culpa  de 
éste  transcurriesen  sin  ha'-erse  el  servicio,  se 
tendrá  por  abandonada  la  petición. 

De  la  medición  y  tasacióu  se  dará  conoci- 
miento al  peticionario  para  que  en  el  plazo 
que  se  le  señale  exponga  cuanto  tenga  por 
conveniente. 

Evacuado  este  trámite,  se  oirá  á  la  Junta 
consultiva,  qiie  informará  sobre  dicha  valora- 
ción, y  con  arreglo  á  su  resultado  propondrá 
la  subvención  y  premio  que  dentro  de  los  li- 
mites señalados  en  la  ley  proceda  otorgar. 

Art.  XCI.     Concesión. — El  Consejo   de  Mi- 
nistros, eu  vista  de  la  tasación  é  informes,  re- 
solverá la  cuantía  de  la  subvención  y  las  de- 
más bases  señaladas  en  el  art.  3.°  de  la  ley  y 
40  de  este  reglamento;  y  redactado  por  la  Di- 
rección general  el  correspondiente  pliego   de 
condiciones  según  el  citado  art.  40,  se  proce-      .■ 
derá  como  en  el  mismo  ó  en  los  69  ó  71  de  este       | 
reg'lamento  se  previene.  Aceptadas  las  condi-       1 
clones  en  los  términos  expresados  en  la  pri-       \ 
mera  disposición  transitoria  de  la  ley,  y  cum- 
plidos los  requisitos  preceptuados  en  los  artí- 
culos 40,  69  ó  77  del  reglamento,  se  formaliza- 
rá la  concesión,  conforme  á  los  arts. 41, 69  ó  7K. 

La  tasación  del  proyecto  sólo  tendrá  lugar 
en  los  casos  de  caducidad,  proeediéndose  con 
arreg'lo  á  lo  establecido  en  los  arts.  61,  74  y  80 
de  este  reglamento. 

Art.  XCIL  Fianza. — Sí  de  la  medición  y 
valoración  de  las  obras  ejecutadas  no  resulta- 
sen concluidos  alguno  ó  algunos  grupos  ó  sec- 
ciones, cuyo  presupuesto  sea  igual  al  20  por 
100  del  total,  el^eticionario  deberá  aumentar 
el  depósito  ó  consig'uar  de  nuevo  hasta  el  10  | 
por  100  del  importe  de  dicho  presupuesto  to-  ^ 
tal,  en  concepto  de  fiauza  y  eu  el  plazo  seña- 
lado eu  el  art.  4.°  de  la  ley. 

Art.  XCIII.  Prevención  general. —  Desde 
el  momento  en  que,  previa  la  aceptación  del 
peticionario,  so  haya  decretado  la  nueva  con- 
cesión con  los  beneficios  de  la  ley,  quedará 
aquélla  siijeta  á  todos  los  preceptos  de  la  mis- 
ma, y  deberá  observarse  lo  prevenido  en  este 
reglamento,  tanto  para  el  caso  de  particula- 
res ó  empresas,  cuanto  en  el  de  comunidades 
ó  asociaciones.  * 

Cuando  ya  p¿fr  no  estimarse  procedente  la 
concesión  de  los  beneficios,  ya  jior  no  aceptar 
el  concesionario  las  condiciones  acordadas,  se 
tenga  por  no  hecha  la  petición,  se  le  devolve- 
rán el  proyecto  reformado  y  el  nuevo  deposito 
y  quedará  sujeto  á  la  legislación  y  condicio- 
nes á  que  estaba  sometido  al  hacer  la  referida 
petición. 

Art.  XCIV.  Concesiones  existentes  no  aco- 
gidas á  la  ley. — Caducidad. — Cuando  las  con- 
cesiones existentes  que  no  sean  declaradas 
comprendidas  en  la  ley  de  27  d«  .Julio  de  ]8>S3 
incurran  en  caducidad,  se  procederá  confor- 
me á  lo  presci-ito  en  el  art.  11  de  dicha  ley, 
aplicándose  lo  preceptuado  en  los  arts.  59  á 
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(i4,  74  á  80  de  este  reglamento,  pero  teniendo 
presente  que  á  toda  nueva  concesión  será  ne- 
cesario que  preceda,  la  reforma  del  proyecto 
para  completarlo  y  las  informaciones,  según 
los  arts.  88  y  90  de  este  reg'laniento.  Puede 
precederse,  ó  por  orden  del  Gobierno  apli- 
cando el  art.  13  de  la  ley  y  los  8»  y  8G  de  este 
reglamento,  ó  á  petición  de  particulares,  co- 
munidades ó  asociaciones,  en  cuyo  caso  se  con- 
siderarán éstas  sustituidas  al  antiguo  conce- 
sionario para  los  efectos  de  los  arts.  90  á  94. 

Cuando  asi  suceda,  para  el  abono  del  valor 
del  proyecto,  só4o  se  tendrá  en  cuenta  la  parte 
aprovechable  del  primitivo,  y  en  cíianto  á  las 
obras  ejecutadas  que  puedan  utilizarse,  se  va- 
lorarán á  los  precios  del  antiguo  presupuesto. 

La  nueva  concesión  á  particulares  ó  empre- 
sa para  explotación  retribuida,  sólo  podrá  ha- 
cerse en  subasta  pública.  Lo  mismo  se  apli- 
cará á  las  concesiones  que  han  caducado  an- 
tes de  la  promulgación  de  la  ley  y  que  no  ha- 
yan sido  meramente  concedidas. 

Art.  XCV.  Abono  de  los  beneficioa  de  la  ley 
de  18T0. — Para  cumplimiento  de  lo  prevenido 
eu  la  tercera  disposición  transitoria  de  la  ley 
de  27  de  Julio  de  1883,  los  actuales  concesio- 
narios que  tengan  derecho  á  los  beneficios 
concedidos  por  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1870, 
remitirán  á  la  Dirección  g'eueral  de  ( Ibras  pú- 
blicas, por  conducto  del  ingeniero  inspector 
de  sus  obras,  nota  ex])resiva  del  número  de 
hectáreas  en  las  que  vayan  estableciendo  el 
riego  de  una  manera  permanente  y  definitiva, 
iudicaudo  los  nombres  de  sus  dueños,  C-  tér- 
mino municipal  en  que  se  liallen  situadas  ó 
amillaradas,  el  producto  que  para  contribuir 
al  Estado  se  haya  fijado  á  cada  tierra  como  de 
.secano  en  el  último  año  económico  y  la  cuota 
correspondiente,  y  los  cultivos  á  que  estaba 
dedicada  y  á  que  se  intenta  dedicarla.  El  in- 
geniero, previo  reconocimiento,  informará  so- 
bre la  certeza  del  establecimiento  del  rieg'o, 
manera  de  servirlo  y  condiciones  de  perma- 
nencia,  y  la  Dirección  general,  después  de 
tomar  nota  en  el  registro  que  se  alirirá  al  efec- 
to y  en  el  expediente  de  su  razón,  enviará  las 
notas  ó  relaciones  á  los  gobernadores  de  las 
respectivas  provincias  para  que  las  pasen  á 
las  oficinas  de  Hacienda,  á  fin  de  que  por  los 
procedimientos  que  ésta  tenga  ordenados,  y 
siempre  con  audiencia  de  los  interesados  y 
del  concesionario  del  canal,  aprecie  y  se  fije 
la  riqueza  por  la  que  las  tierras  regadas  deban 
contribuir  y  la  cuota  que  por  contribución  del 
Estado  las  correspondería  á  los  tipos  señala- 
dos en  las  leyes  de  presupuestos. 

Devuelto  el  expediente  á  la  Dirección  g-ene- 
ral  de  Obras  piiblicas,  se  propondi'á  por  ésta  y 
se  resolverá  de  Real  orden  sobre  la  proceden- 
.cia  del  abono  de  la  subvención,  y  en  caso  afir- 
mativo, y  transcurridos  que  sean  dos  años 
desde  el  establecimiento  del  riego,  se  librará 
por  trimestres,  á  favor  del  concesionario  y  con 
cargo  al  ¡iresupuesto  del  Estado  y  capitulo  de 
subvenciones  para  rieg'os,  la  cantidad  eqiiiva- 
lente  del  aumento  ó  diferencia  de  cuotas  de 
contribución  por  el  tiempo  necesario  para 
completar  150  ptas.  por  hectárea  y  por  tres 
años  más. 


Si  los  los  tipos  de  contribución  vanasen,  se 
variará  también  en  igual  projiorción  el  ifií- 
porte  de  los  libramientos  trimestrales. 

Art.  XCVl.  Expedientes  en  tramitación. — 
Las  particulares,  comunidades  ó  asociaciones 
que  en  el  Ministerio  ó  Gobiernos  de  provincia 
tengan  solicitadas  y  eu  tramitación  concesio- 
nes de  canales  ó  pantanos  de  riego,  ya  con  los 
beneficios  de  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1870, 
ya  con  otra  subvención  ó  auxilio  directo  del 
Estado  que  no  sea  de  los  señalados  en  el  ar- 
ticulo 196  de  la  ley  de  aguas  de  13  de  Junio 
de  1879,  manifestarán  á  la  Dirección  general 
de  Obras  públicas  en  un  plazo  improrrogable 
de  seis  meses,  contados  desde  la  publicación 
de  este  reglamento,  si  desean  acogerse  á  la 
ley  de  27  de  Julio  de  1883. 

La  Dirección,  reclamando  en  su  caso  el  ex- 
pediente, fijará,  con  arreglo  al  art.  88,  el  plazo 
dentro  del  cual  haya  de  presentarse  el  proyec- 
to completado  y  reformado,  asi  como  los  demás 
documentos  necesarios,  según  el  art.  89,  en- 
tendiéndose que  al  presentarlo  deberá  am- 
pliarse el  depósito  que  ya  se  haya  hecho  hasta 
el  5  por  100  del  presupuesto. 

Presentado  el  proyecto,  la  Dirección  g-ene- 
ral,  examinando  el  expediente,  mandará  eva- 
cuar todas  las  diligencias  y  completar  todos 
los  informes  que  falten  para  llenarse  los  trá- 
mites y  requisitos^  exig'idos  en  la  ley  y  en  este 
reglamento,  y  la  resolución  se  dictará  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  mismo. 

Si  no  so  hiciese  la  petición  en  el  término  se- 
ñalado, ó  no  se  reformase  el  proyecto  en  el 
])raiío  que  se  fije,  se  tendrá  por  abandonada  la 
solicitud  primitiva,  y  se  devolverá  el  proyecto 
y  el  depósito. 

Art.  XCVII.  Todos  los  plazos  señalados 
en  este  reglamento  para  los  que  no  se  indica, 
ó  su  carácter  de  improrrog'ables  ó  la  prórroga 
que  puede  concederse,  podrán  ser  ampliados 
á  petición  de  parte  y  por  causa  justificada  por 
un  término  que  no  exceda  de  la  mitad  del  \m- 
mitivo,  siempre  que  se  solicite  antes  de  aspirar 
éste.  Cuando  de  uno  ú  otro  modo  hayan  trans- 
currido, se  tendrá  por  perdido  el  derecho  ó 
por  evacuado  el  trámite  á  que  se  refieran,  y  el 
expediente  segniirá  su  curso,  recogiéndolo  de 
oficio  si  no  se  hallase  en  la  oficina  donde  se 
instruye.  Las  reclamaciones  ú  oposiciones  que 
se  presenten  fuera  de  término  no  serán  admiti- 
das; los  informes  de  funcionarios  ó  corpora- 
ciones oficiales  podrán  imirseálas  diligencias, 
sin  retrograclar  éstas  y  sin  perjviicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  hayan  incurrido  los  mo- 
rosos. 

Madrid  9  de  Abril  de  1885.— Ajirobado  por 
S.  M.— El  Ministro  de  Fomento,  Alejandro 
Pidal  y  Mon.»  (Gacs.  23  Abril  á  1."  Mayo.) 

Ley  26  Julio  1888. 

Pago  en  metálico  de  Ui  subvención  que  señala  el  art.  i3  de 

la  ley  de  ül  de  Julio  de  1883... 

(FOM.)     «D.  Alfonso  XIII,  etc. 

Articulo  único.  La  subvención  que  señala 
el  art.  12  de  la  ley  de  27  de  Julio  de  1883  á  las 
comunidades  de  regantes  y  asociaciones  de 
propietarios  que  quieran  construir  canales 
para  regar  las  tierras  ó  mejorar  los  riegos 
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existentes,  podrá  también  abonarse  eu  metá- 
lii-o.  Cuando  asi  lo  deseen  las  mencionadas 
entidades,  debertán  solicitarlo  previamente  de 
la  Administración,  y  sus  peticiones  serán  tra- 
mitadas y  resueltas  con  sujeción  á  las  prescrip- 
ciones del  art.  3."  de  dicha  ley.  Las  cjue  lo  so- 
liciten después  de  tramitados  sus  expedientes 
respectivos  eu  el  supuesto  de  recibir  el  auxilio 
en  obras  y  no  eu  metálico,  deberán  completar 
su  tramitación  conforme  á  los  términos  del 
caso  anterior,  teniendo  en  cuenta  la  nueva 
forma  de  pago  de  la  subvención  que  se  solicita. 
Por  tanto:  ¡Mandamos,  etc. 

Dado  eu  San  Sebastián  á  26  de  Julio  de  1888. 
Yo  la  Reina  Regente.— El  Ministro  de  Fomen- 
to, José  Canalejas  y  Méndez.»  (Gac.  3  Agosto.) 

Además  de  las  disposiciones  insertas,  deben 
tenerse  presentes  sobre  concesión  de  canales 
y  pantanos  de  riego  y  beneficios  de  las  empre- 
sas concesionarias,  el  art.  B.°  del  R.  D.  de  29 
de  Abril  de  1860,  la  R.  O.  de  30  de  Marzo  de 
1872  y  los  arts.  117,  138,  137,  160,  194  y  198  de 
la  ley  de  13  de  Junio  de  1879  (V.  Aguas); 
sobre  cuota  tributaria  de  los  canales  como 
bienes  sujetos  á  la  conti-ibucióu  de  inmuebles, 
los  arts.  3.»,  núms.  1."  y  6.";  5.°,  núm.  9.°;  6." 
núm.  1.°,  y  8.°  del  Reg'.  de  30  de  Septiembre 
de  1885(V.  Contribución  tbkritorial); sobre 
derechos  por  traslacióu  de  dominio  de  los  bie- 
nes que  adquieran  las  empresas  concesiona- 
rias, los  arts.  .5.°,  núms.  11  y  16  de  la  ley  de  31 
de  Diciembre  de  1881,  28  del  reglamento  dicta- 
do para  su  ejecución  y  los  núms.  19  y  91  de  la 
tarifa  unida  al  mismo  (V.  Impuesto  de  dere- 
chos reales).  Sobre  adopción  de  medios  diri- 
gidos á  impulsar  el  establecimiento  de  riegos 
para  evitar  en  lo  posible  la  pérdida  de  las  co- 
sechas y  la  ruina  de  la  ganadería,  la  R.  O.  de 
4  de  Enero  de  1883  (V.  Agricultura),  y  sobre 
clasificación,  constr.ucción  y  vigilancia  de  los 
canales  de  navegación  y  riego,  los  arts.  1.°, 
7.0,  8.»,  niims.  4."  y  5.",  11,  núm.  2.",  53  y  si- 
guientes de  la  ley  de  13  de  Abril  de  1877  y  los 
concordantes  de  su  reglamento. 

Sumario  alfabético. 

Acciones  y  obligaciones  de  empresas  oonuesionarias: 
27  Julio  1883,  art.  14. 

.d¿Z»t7'ítiS¿j'at';oíies  económicas:  funciones:  20Diciembre 
de  1870,  art.'33. 

Acequias  y  cauces:  construcción;  20  Febrero  1870,  ar- 
ticulo 14. 

Aceijuias  secundarias  y  brazales:  27  Julio  1883,  arts.  7." 
y  12;  9  Abril  18&5,  arts.  50  y  81. 

Aguas  públicas:  obras  para  aprovecharlas:  Reg.  20 
Diciembre  1870,  art.  1." 

Anticipaciones  para  el  fomento  de  los  riegos:  11  Jiilio 
de  1865;  27  Julio  1883,  art.  12;  9  Abril  1885,  art.  84. 

Apelaciones.—y.  Eecurso  de  alzada. 

Afirovechamientos  de  aguas  (expedientes). — V.  Provin- 
cias. 


Asociaciones  de  propietarios:  9  Abril  1885,  arts.  1.**,  75, 
84,  y  disposición  2.*  transitoria. 

Auxilios  á  empresas  concesionarias.  —  V.  Subven- 
ciones. 

Beneficios:  concesión  al  canal  de  Urgel:  10  Noviembre 
de  1882. 

—  Beneficios  de  la  ley  de  1870:  Beg.  9  Abril  1885,  ar- 
tículos 95  y  96. 

—  de  las  empresas  concesionarias  de  canales,  etc.: 
20  Febrero  1870,  art.  8."  y  siguientes;  20  Diciembre 
1870,  arts.  37,  38,  39  y  40;  29  Marzo  1873.— Prórroga  de 
los  beneficios  del  art.  7."  de  la  ley:  19  Noviembre 
1875.  — Concesión  á  la  Compañía-  Ibérica:  19  Marzo 
de  1877. 

—  Beneficios  á  sociedades  constructoras  ó  explota- 
doras de  canales:  27  Julio  1883,  art.  14. 

Boletines  oficiales. — V.  Publicación. 

Brazales. — V.  Acequias. 

Qaducidad  de  concesiones:  20  Febrero  1870,  art.  5.**  y 
siguientes;  20  Diciembre  1870,  art.  27;  27  Julio  18^, 
arts.  9."  y  siguientes;  9  Abril  1885,  arts.  59  á,  64,  74, 
80  y  94. — Caducidad  de  una  concesión:  21  Enero  1875, 

Canales:  concesión  de  uno;  12  Enero  1872. — Nulidad  de 
la  otorgada  con  infracción  de  ley;  12  Noviembre 
1872. — Solicitud  de  concesión  de  canales  de  riego; 
20  Febrero  1870,  art.  1." 

—  Canales  comprendidos  en  la  ley:  Reg.  20  Diciem- 
bre 1870,  art.  1.° — V.  Subastas:  Subvenciones. 

Caíices. — V.  Acequias. 

Caudal  de  aguas  necesario  para  la  concesión  de  sub- 
venciones: 9  Abril  1885,  art.  2." 

Certificaciones  de  obras:  20  Diciembre  1870,  art.  17. 

Comunidades  de  regantes:  subvenciones:  27  Julio  1883, 
art.  12  y  disposición  1.*  transitoria;  9  Abril  1885,  ar- 
tículos 1.°,  62  y  65  4  74. 

Concesiones  de  canales  y  pantanos  de  riego:  ley  20  Fe- 
brero 1870. — Se  hacen  por  noventa  y  nueve  años;  27  ' 
Jxxlio  18S3,  art.  4.** — Concesiones  existentes;  ley  27 
Julio  1883;  Disposiciones  transitorias.  —  V.  Cadu- 
cidad: Canales;  Diputaciones  provinciales:  Expe- 
dientes: Ministerio  de  Fomento:  P.antanos:  Publi-, 
cación :  Reconocimiento  de  terrenos:  Reclama- 
ciones. 

Condiciones  de  las  concesiones:  20  Diciembre  1870,  ar- 
ticulo 11;  9  Abril  1885,  art.  11. 

Consejos  de  Agricultura  y  de  Estado:  casos  en  que  in- 
forman.— V.  Informes.. 

Construcción  y  explotación  de  canales. — V.  Asociacio- 
nes: Comunidades:  Expropiación  forzosa;  Hipote- 
cas: Premio:  Sociedades. 

Contratos. — V.  Convenios:  Siibastas. 

Contribución:  parte  de  ella  que  perciben  los  concesio- 
narios; 20  Febrero  1870,  arts.  8.°  A  10. — Exenciones! 
arts.  8.°,  11,  12  y  14;  20  Diciembre  1870,  arts.  18  á  í 
22  y  33.— V.  Repartos. 

Convenios  entre  los  concesionarios  y  los  regantes;  S 
Julio  1883,  arts.  7."  y  11  y  disposición  1."  transitoria, 

Depósito  que  han  de  constitiiir  las  empresas  licitado- 
ras  y  concesionarias;  20  Febrero  1870,  arts.  4.^,  5.°, 
6.'  y  7.°;  20  Diciembre  id.,  arts.  14,  15  y  27;  27  Julio 
1883,  art.  4.°;  9  Abril  1885,  arts.  52,  88  y  92. 

Derechos  adquiridos:  se  respetan  por  el  art.  40  del  re- 
glamento  20  Diciembre  1870. 

Diputaciones  provinciales:  concesiones  que  autori- 
zan; 20  Febrero  1870,  art.  2.°;  20 Diciembre  id.,  arti- 
culo 7.°;  12  Noviembre  1872. 

Estudios  de  canales  y  pantanos:  20  Febrero  1870,  ar^ 
ticulo  15;  20  Diciembre  1870,  arts.  34  y  35;  27  Julic 
1880,  art.  13. 
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—  Estudios  por  el  Gobierno;  9  Abril  1885,  arts.  74  y 
siguientes. 

Exenciones  de  las  empresas  subvencionadas;  ley  27 
Julio  1883,  art.  14. —V.  Beneficios:  Impuesto. 

Expedientes  sobre  concesión  de  canales,  pantanos, 
etcétera:  Reg.  20  Diciembre  1870,  arts.  2.*^  y  siguien- 
tes; ley  27  Julio  18S3,  art.  3.°  y  disposición  4.**  tran- 
sitoria; 9  Abril  1885,  arts.  3.°  y  siguientes,  61  y  si- 
guientes, 75  y  siguientes,  88  y  siguientes. 

—  Expedientes  en  tramitación;  9  Abril  1885,  art.  96. 
Expropiación  forzosa:  por  causa  de  la  construcción 

de  canales;  20  Febrero  1870,  art.  13;  20  Diciembre 
1870,  art.  5.« 

Fianza. — V.  Depósito. 

Formularios  de  proyectos:  9  Abril  1885,  art.  13. 

Gaceta. — V.  Publicación. 

Gobernadores:  funciones;  20  Diciembre  1870,  art.  36. 

Hipotecas  para  la  construcción  de  canales:  27  Julio 
1S83,  art.  14. 

I.npuesto  de  derechos  reales:  exención;  20  Febrero 
1870,  art.  11;  27  Julio  1883,  art.  14. 

Indemnización  k  empresas  caducadas:  27  Julio  1883, 
artículo  11. 

Información  sobre  los  iiroyectos;  27  Julio  1«83,  art.  3.**, 

.  núm.  9,  y  9  Abril  1885,  art.  22. — V.  Notas  para  la  in- 
formación. 

Informes  sobre  los  proyectos:  20  Diciembre  1870,  artí- 
culos 4.«,  6.**  y  7.'';  27  Julio  1883,  art.  3.°,  regla  4.'^  y 
art.  10;  9  Abril  1885,  arts.  24,  33,  34,  36  A  39. 

Ingenieros:  funciones:  20  Diciembre  1870,  art.  17. — Véa- 
se Informes:  Inspección, 

Inspección  de  las  obras:  20  Diciembre  1870,  art.  17;  9 
Abril  1885,  arts.  46,  47,  48,  49  y  71. -V.  Reconoci- 
miento. 

Interés  de  los  anticipos  becbos  por  el  Estado:  27  Julio 
1883,  art.  12;  9  Abril  1885,  art.  84. 

Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio.— V.  In- 
formes. 

Junta  de  caminos,  canales  y  puertos:  audiencia;  20 
Diciembre  1870,  art.  11.— Expedientes  qxae  informa; 
27  Julio  1883,  art.  3.°,  regla  4.'^-V.  Informes. 

lAhro  de  presentación  de  proyectos:  20  Diciembre 
1870,  art.  4.° 

Mandatarios. — V.  Representantes. 

Memorias  descriptivas  de  obras:  20  Diciembre  1870, 
art.  3.°;  9  Abril  1885,  arts.  7.°  á  9.° 

Minisierio  de  Fomento:  concesiones  que  autoriza;  20 
Febrero  1870,  art.  2.°;  20  Diciembre  id.,  art.  9.°;  12 
Noviembre  1872.— Caducidades  que  decreta;  27  Julio 
1883,  art.  10. 

Notas  para  la  información  de  proyectos;  9  Abril  1885, 
arts.  20  y  21. 

Obras  comprendidas  en  la  ley  de  1870:  Reg.  20  Diciem- 
bre del  mismo  año,  art.  1.°;  id.  en  la  ley  de  27  Julio 
18a3;  2  Abril  1881,  y  art.  1.°  del  Reg.  de  9  Abril  1885. 
V.  Memorias  descriptivas:  Planos:  Presupuestos. 

Pantanos  con  destino  al  riego:  11  Julio  1865,  art.  1.°; 
comprendidos  en  la  ley;  Reg.  20  Diciembre  1870,  ar- 
tículo I.**— Concesión  de  uno;  13  Marzo  187B.— Nega- 
tiva de  concesión  de  otro;  16  Abril  1873.  — Sobre  con- 
cesiones; 20  Febrero  1870,  art.  1." 

Planos  de  obras:  9  Abril  1885,  art.  10;  20  Diciembre 
1870,  art.  3.° 

Plazos.~y.  Términos. 

Preferencia  entre  los  peticionarios  de  canales:  20  Fe- 
brero 1870,  art.  3.°;  20  Diciembre  id.,  art.  12;  9  Abril 
1885,  art.  16. 

Premio  k  las  empresas  constructoras:  27  Julio  1883, 
artículo  2.'>;  27  Julio  1883,  arts.  5.°  y  6.**— Pago;  9 


Abril  de  1885,  art.  51  y  disposición  1."-  transitoria» 

Préstamos  con  el  producto  de  bienes  desamortizados, 
aplicable  al  fomento  de  los  riegos:  11  Julio  1865. 

Presupuestos  de  obras:  9  Abril  1885,  art.  12;  20  Diciem- 
bre 1870,  art.  3.** 

Prórrogas  k  las  enapresas  subvencionadas:  27  Julio 
1883,  art.  8.";  9  Abril  1885,  art.  52,  73  y  79. 

Provincias:  expedientes  para  el  aprovechamiento  de 
aguas  que  discurren  por  varias  provincias:  20  Di- 
ciembre 1870,  art.  10. 

Proyectos  de  obras  de  canales:  documentación;  20 Di- 
ciembre 1870,  arts.  3.°,  4.''  y  siguientes. — Pago  en 
caso  de  caducidad;  20  Diciembre  1870,  art.  27. — Mo- 
dificaciones; 26  Mayo  1876;  9  Abril  1885,  arts.  53  k  58 
y  63.— Documentos  que  deben  constituirlos;  9  Abril 
1885,  arts.  6."  y  42.— Sobre  su  preferencia.— V.  Libro: 
Formularios:  Información:  Preferencia. 

Publicación  de  las  concesiones:  20  Diciembre  1870,  ar-, 
ticulos  7.*»  y  13;  9  Abril  1885,  arts,  17,  18  y  19. 

Reclamaciones  contra  las  concesioHes:  9  Abril  1885, 
artículo  23. 

Relaciones  de  fincas  regadas:  20  Diciembre  1870,  artí- 
culos 18  y  siguientes.— V.  Registro:  Repartos  de 
contribución. 

Reconocimiento  de  terrenos  afectos  alas  concesiones! 
9  Abril  1885,  arts.  30  y  31. 

Recurso  de  alzada:  contra  las  decisiones  de  las  Dipu- 
taciones provinciales;  20  Diciembre  1870,  art.  8.^ 

Registro  de  fincas  regadas,  etc.:  20  Diciembre  1870,  ar- 
tículo 21. — V.  Relaciones. 

Repartos  de  contribxición  k  tierras  regadas:  20  Di- 
ciembre 1870,  arts.  22  y  siguientes. 

Representantes  de  las  empresas  concesionarias:  20  Di- 
ciembre 1870,  art.  16. 

Riegos.— y.  Subvenciones. 

Saneamiento  de  terrenos:  11  Julio  1865,  arts.  1.°  y  12, 

Sello.-Y,  Timbre. 

Sociedades  para  la  construcción  ó  explotación  de  ca- 
nales: 27  Julio  1683,  art.  14. — V.  Asociaciones:  Co- 
munidades. 

Solicitudes  de  subvenciones:  9  Abril  1885,  arts.  3.°  k  b.^ 
Su  admisión,  art.  15. 

Subastas  para  la  adjudicación  de  canales:  11  Julio 
1865,  arts.  8."»,  9."  y  12;  20  Febrero  1870,  art.  6.°;  20 
Diciembre  1870,  arts.  29,  30  y  31;  6  Febrero  1878;  ley 
27  Julio  1883,  arts.  4."  y  13;  9  Abril  1885,  arts.  43  y  si- 
guifentes,  y  62. 

Sitbvenciones:  aplicación  de  100  millones  al  fomenta 
de  los  riegos;  11  Julio  1865. — Las  siibvenciones  obs- 
tan en  su  caso  á  los  beneficios  de  la  ley  de  20  de  Fe- 
brero de  1870,  etc.;  art.  16  de  la  misma.— Subven- 
ción de  150  ptas.  por  hectárea  regada;  ley  20  Fe- 
brero 1870,  arts.  8.°  k  10;  20  Diciembre  id.,  arts.  24  y 
25  á  37.— Al  canal  de  Valladolid;  15  Junio  1882.— A 
comunidades  de  regantes;  27  Julio  188^3,  art.  12.— 
Pueden  abonarse  en  metálico;  26  Julio  1888. 

—  Subvenciones  k  que  da  derecho  la  ley  de  1870;  27 
Julio  1883,  disiíosición  3."^  transitoria.*- Cómo  se 
abonan;  27  Julio  1883,  art.  5." — Disminución;  ar- 
ticulo 6."^ — Cómo  puede  auxiliar  el  Estado  la  cons- 
trucción de  canales  y  pantanos;  ley  27  Julio  1883, 
Reg.  para  su  ejecución  9  Abril  1885. — En  qué  con- 
siste el  auxilio;  ley  citada,  art.  2.° 

—  Siibvenciones  A  empresas  existentes;  disposición 
1,"^  transitoria  de  la  misma  ley. — Negativa  de  sub- 
vención; 2  Abril  1884. — V.  Prórrogas;  Solicitxades. 

Térmi?ios:  para  principiar,  continuar  y  terminar  las 
obras  las  empresas  concusionarias;  20  Febrero  1870» 
arts.  6.°  y  siguientes;  20  Diciembre  id.,  art.  14. 
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—  Para  aceptar  ó  rechazar  condiciones:  20  Diciem- 
bre 1870,  art.  11. 

—  Para  apelar  contra  los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones: 20  Diciembre  1870,  art-S.** 

—  Para  que  informen  las  Corporaciones  y  funcio- 
narios que  deban  hacerlo:  20  Diciembre  1870,  ar- 
ticules 6.°  y  9.°;  27  Julio  1883,  art.  3.°— V.  Informes. 

'—  Para  oponerse  á  las  concesiones;  20  Diciembre 
1870,  art.  5.*;  9  Abril  1885,  art.  22. 

—  Para  resolver  los  expedientes:  20  Diciembre  1870, 
arts.  7."  y  36. 

—  Para  solicitar  los  beneficios  de  la  ley:  20  Diciem- 
bre 1870,  art.  39. 

—  Para  acogerse  á  la  de  27  de  Julio  1883:  disposición 
1.*^  transitoria. 

—  Término  de  la  concesión:  27  Julio  1883,  art.  4.° 

—  Para  solicitar  concesiones:  9  Abril  1885,  arts.  17 
y  19. 

—  Parala  información  de  proyectos:  9  Abril  1885, 
arts.  22  y  36. 

—  Términos  en  general:  9  Abril  1885,  arta.  29  y  97. 
Timbre  de  las  acciones  y  obligaciones  de  empresas 

concesionarias:  27  J\ilio  1883,  art.  14. 

Trámites  de  la  concesión  de  subvenciones. — V.  Expe- 
dientes. 

Utilidad  -pú-hllcíi. — V.  Expropiación  forzosa. 

CANAL  DE  CASTILLA.  Para  fomeutar  la  agri- 
cultura, la  iudu.striay  el  comercio  en  Castilla,  se 
proyectó,  hace  ya  alg-unos  sig-los,  la  apertura 
de  un  canal  de  riego  y  navegación  que  fertili- 
zase sus  dilatados  campos.  En  1550  se  hicieron 
los  primeros  ensayos  sin  resultado.  Reprodu- 
jéronse  las  obras  en  tiempo  de  Fernando  VI, 
se  continuaron  en  los  de  Carlos  III  y  Carlos  IV, 
hubieron  de  suspenderse  por  la.  injusta  agre- 
sión en  1808,  y  se  impulsaron  otra  vez  ii  virtud 
de  la  R.  O.  de  27  de  Enero  de  1815,  haciendo 
desaguar  la  laguna  de  la  Nava.  Estas  noticias 
nos  suministra  la  R.  C.  de  17  de  Marzo  de  1831, 
por  la  cual,  convencido  el  Rey  D.  Fernan- 
do VII  de  que  «los  productos  del  Erario  no 
podían  hacer  frente  á  los  muchos  gastog  que 
exigía  el  proyecto»,  deliberó  entregarlo  á  una 
empresa  de  particulares  constituida  por  per- 
sonas ilustradas  y  de  considerable  arraigo,  y 
representada  por  D.  Alejandro  Aguado,  ban- 
quero de  París,  la  cual  se  encargó  de  terminar 
por  su  cuenta  y  ¿i  sus  expen^s  las  obras  en  el 
término  de  siete  años,  bajo  las  bases  y  condi- 
ciones que  entonces  se  establecieron  (C.  L., 
tomo  16,  p.  111).  La  Dirección  del  canal  resu- 
mió en  una  Inst.  de  14  Octubre  1837  aquellas 
A  que  había  de  ajustarse  la  navegación,  el  sis- 
tema aplicable  al  movimiento  de  los  artefactos, 
,v  los  deberes  de  los  encargados,  excluseros  y 
patrones. 

Aunque  e!  proyecto  del  Canal  de  Castilla 
era  más  vasto,  lo  que  de  él  hay  construido 
desde  Alar  del  Rey  A  Valladolid,  alcanza  una 
extensión  de  30  leguas  próximamente  y  ha 


producido  y  está  produciendo  inmensos  bene- 
ficios á  las  provincias  de  Valladolid,  Santan- 
der y  Falencia. 

Como  para  la  evaluación  de  los  terrenos  que 
ocupan  los  canales  á  los  efectos  del  impuesto 
se  han  suscitado  dudas  y  reclamaciones,  he 
aquí  una  R.  O.  que  se  dictó  en  virtud  de  ex- 
pediente del  director  del  Canal  de  Castilla,  de- 
terminando lo  que  debe  entenderse  por  canal 
de  navegación  y  orillas  adyacentes: 

K.  O.  14  Mayo  1872. 

(Hac.)  Extracto.— 'Promoxiáo  expediente 
por  el  director  del  Canal  de  Castilla  en  solici- 
tud de  que  se  fije  cómo  deben  contribuir  al 
impuesto  de  territorial  los  terrenos  compren- 
didos en  los  planos  aprobados  para  la  ejecu- 
ción de  las  obras,  y  visto  el  art.  105  del  regla- 
mento de  18  de  Diciembre  de  1846  (V.  Contiu- 
BUCiÓN  territorial),  se  dispone,  de  acuerdo 
con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Ultramar  y 
Hacienda  del  C.  de  E.,  lo  siguiente: 

«1."  Que  para  los  efectos  del  impuesto  terri- 
torial se  entiende  por  canal  de  nacegación  y 
orillas  adyacentes  el  terreno  ó  suelo  que  ocu- 
pa el  mismo  canal  con  sus  diques  ó  murallas, 
ya  sean  éstas  de  piedra  ó  ya  de  tierra,  embar- 
caderos y  demás  accesorios,  ó  sean  todos  los 
terrenos  comprendidos  en  los  planos  aproba- 
dos parala  ejecución  de  las  obras. 

2."  Que  las  hectáreas  de  terreno  compren- 
didas en  los  mismos  jilanos  sean  evaluadas 
aplicando  los  tipos  evaluatorios  de  la  cartilla 
del  pueblo  por  donde  atraviese  el  canal,  y 
haciéndolo  con  relación  á  los  terrenos  circun- 
vecinos ó  colindantes,  si  bien  considerando  los 
de  los  canales  de  mejor  calidad  dentro  dé  la 
clase  de  los  respectivos  cultivos. 

Y  3."  Que  los  demás  terrenos  pertenecien- 
tes á  las  empresas  y  que  separados  de  los  ca- 
nales no  constituyen  parte  integrante  de  éstos, 
sean  evaluados  con  independencia  segim  su 
clase  y  calidad,  en  la  forma  determinada  para 
los  demás  del  término  respectivo  '.»  (C.  L.,  to- 
mo 108,  p.  588.) 

Jurisprudencia. 

SI  Mnyo  1^*3.  Obras  abusivas  ejecutadas  por  la 
Empresa  del  Canal  de  Castilla.  Reposición  de  la  linea  de 
desagite  del  aliviadero  d,e  Becerrilejos. 

Desestimándose  alzada  de  D.  Manuel  Martínez 
Durango,  se  declaró  por  R.  O.  do  7  de  Enero  de  1880 
(tomo  I,  p.  308),  que  la  Compañía  del  canal  de  Cas- 
till.a  no  se  había  excedido  de  su  derecho  al  ejecutar 
las  obras  de  reparación  Uevad.as  A  efecto  en  el  ali- 
viadero de  Becerrilejos,  resolución  que  impugnó 
Martínez  en  vía  contenciosa,  consign.indo  que  por 
R.  D.  S.  de  21  de  Mayo  188:5  se  mandara  á  la  Empresa 
destruir  y  retirar  la  hilada  de  piedra  puesta  sobre  la 
antigiia  fábrica  del  aliviadero,  dejávlolo  en  el  sor  y 
estado  que  antes  tenia.  Como  fundamento  se  coa- 
signa : 

•  Considerando  que  por  virtud  de  la  cédula  de  con- 
cesión de  17  de  Marzo  de  1831,  de  la  escritura  arbitral 
de  19  de  Septiembre  de  1811  y  la  adicional  de  24  de 
Abril  de  1842,  que  son  leyes  del  Reino,  al  entregarse 
el  Canal  de  Castilla  á  la  Compañía  concesionaria, 
debieron  quedar  fijados  sus  niveles,  en  atención  k 


1  Los  términos  de  la  resolución  hdllanse  casi  literal- 
mente reproducidos  en  el  art.  50  del  Reg.  de  amillaramien- 
tos  de  30  de  Septiembre  de  18S5. 
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cuya  altura  se  estableció  el  rt'gimen  de  las  aguas  del 
canal,  sus  sobrantes  y  derrames,  y  las  del  rio  Ca- 
rrión,  teniendo  enciienta  estos  derrames  y  sobrantes; 

Considerando  que  puesta  sobre  la  antigua  obra  de 
fAbriea  del  aliviadero  de  Becerrilejos  una  hilada  de 
piedra  de  sillería  de  40  centímetros  de  altura,  como 
aparece  del  expediente  gubernativo,  se  ba  alterado 
el  nivel  del  canal  en  aquella  parte,  y  por  consecuen- 
cia el  régimen  establecido  en  las  aguas  del  mismo  y 
del  río  por  las  leyes  de  concesión  y  arbitraje,  con 
manifiesto  perjuicio  de  los  que  venían  aprovechan- 
do dichas  aguas: 

Considerando  que  establecido  aquel  régimen  por 
mandamiento  de  las  dos  citadas  leyes,  no  era  potes- 
tativo en  la  Administración,  ni  conceder  autoriza- 
ción para  variarlo  ni  aprobar  las  variaciones  lleva- 
das á.  cabo  que  pudieran  perjudicar  derechos  de  ter- 
cero ó  intereses  legítimos  amparados  jíor  estas  le- 
yes...» (R.  D.  S.  21  Mayo  1883.— Giic.  23  Octubre.) 

CANAL  IMPERIAL  DE  ARAGÓN.  Derivase  e.ste 
canal  del  Ebro,  á  una  legua  de  Tudela,  en  Na- 
varra. Aunque  tuvo  principio  en  el  reinado 
del  Emperador  Carlos  V,  por  lo  que  se  deno- 
mina Imperial,  el  proyecto  no  prosperó  hasta 
fines  del  sig'lo  xviii,  que  fvié  emprendido  de 
nuevo  con  sujeción  al  plan  del  canónigo  don 
Ramón  Pignatelli  (año  1772),  y  bajo  la  direc- 
ción de  ingenieros  nacionales.  Es  propiedad 
del  Estado;  según  se  declaró  expresamente 
por  R.  D.  de  30  de  Alwil  de  1875  ',  y  aunque 
en  su  preámbulo  se  lamenta  el  Ministro  de  To- 
mento de  que  en  Espai~ia  apenas  existen  los  ca- 
nales de  navegación,  se  añade  que  quizás  en- 
tre ellos  se  halla  A  la  cabeza  el  Imperial  de 
Aragón  por  la  importancia  presente  y  por  la 
que  habrá  de  tener  en  lo  porvenir,  que  con  su 
desarrollo  producirá  el  gran  beneficio  que  en 
otros  países  ofrecen  las  vias  fluviales,  conside- 
radas como  rivales  de  las  terrestres,  y  que 
tanta  utilidad  prestan  á  la  industria,  á  la  agri- 
cultura y  al  comercio. 

En  los  presupuestos  de  ing'resos  del  Estado 
para  1887-88,  figuraba  por  producto  de  cana- 
les y  uavegacióu  fluvial  la  cantidad  de  705.000 
pesetas,  pero  no  se  dice  de  qué  canales  y  por 
qué  conceptos,  ni  es  fácil  resolver  esta  difl. 
cuitad  por  las  estadísticas  que  ha  publicado  el 
instituto  Geog-ráflco  y  Estadístico,  á  las  cuales 
hemos  recurrido  sin  resultado. 

Se  rige  este  Canal  por  el  Reg.  de  30  de  Oc- 
tubre de  1869,  que  declara  que  es  propiedad 
del  Estado;  determina  los  derechos  y  obliga- 
ciones inherentes  á  dicha  propiedad,  y  sobre 
sus  aprovechamientos,  que  son  la  navegación, 
los  riegos,  el  abastecimiento  de  poblaciones  y 
ferrocarriles,  la  fuerza  motriz  y  los  usos  in- 
dustriales. 

Por  R.  D.  de  10  de  Mayo  do  1873  se  creó  en 


'  Según  la  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros 
lie  16  de  Diciembre  de  18(!3.  y  la  R.  O.  de  20  de  Diciembre 
de  ÍS67,  insertas  en  el  articulo  Hipotecar,  el  canal  esta- 
rá inscrito  en  loa  Registros  de  la  propiedad  correspon- 
dientes como  del  Estado, 


Zaragoza  una  .Junta  del  Canal,  á  cuyo  cargo 
se  puso  su  administración,  la  conservación  de 
sus  obras  y  la  ejecución  de  las  que  hayan  de 
llevarse  á  cabo,  lo  cual  se  confirmó  por  otro 
decreto  de  30  de  Abril  de  1875. 

CANAL  DE  ISABEL  II.  Llámase  asi  el  que  eu 
virtud  del  R.  D.  de  18  de  Junio  de  1851  se  ha 
construido  para  conducir  á  Madrid  las  aguas 
del  rio  Lozoya  '.  Omitimos  la  inserción  de  mul- 
titud de  disposiciones  dictadas  para  la  cons- 
trucción de  este  Canal,  haciendo  sólo  mérito 
de  las  sig'uientes: 

R.O.  6  Marzo  1849. 

(FoM.)  Se  aprobó  el  proyecto  provisional 
presentado  por  la  Comisión  de  ing'enieros, 
mandando  remitir  los  antecedentes  al  Ministe- 
rio de  la  Gobernación  para  que  determinase  el 
modo  de  emprender  las  obras.  (C.  L.,  t.  40, 
l)ág.  200.) 

B.D.  18  Junio  1851. 

(Prbs.  del  Cons.  de  Min.)  Extracto.— Se 
mandó  proceder  directamente  á  la  ejecución 
de  las  obras  del  Canal,  á  que  se  denominó  de 
I.sabel  II,  cuyo  coste,  calculado  entonces  ea 
80  millones  de  reales,  se  cubriría  en  parte  del 
presupuesto  del  Estado,  en  parte  con  la  sus- 
crición  voluntaria  del  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid por  la  cantidad  de  16  millones  de  reales, 
y  en  parte  con  el  producto  de  la  suscrición  vo- 
luntaria. Para  la  administración  de  las  obras 
se  creó  un  Consejo  de  Administración.  Se  pre- 
supuestó como  mínimo  del  caudal  de  ag'uas 
del  Canal  10.000  rs.  fontaneros,  y  el  aumento 
se  consideró  beneficio  en  la  ejecución,  del  cual 
el  25  por  100  se  distribuiría  entre  los  concu- 
rrentes á  su  coste,  incluso  el  Ayuntamiento. 
(C.  L.,t.53,p.280.) 

R.  D.  23  Marzo  1852. 

(Pres.  del  Cons.  de  Min.J  Para  aseg-urar 
la  ejecución  y  apresurar  la  termiuacióa  de  las 
obras  del  Canal,  é  inspirar  confianza  á  los  sus- 
critores,  tomó  de  su  cuenta  el  Tesoro  público 
los  reales  fontaneros  de  agua  calculados,  sin 
perjuicio  de  continuar  admitiendo  la  suscri- 
ción de  los  particulares,  obligándose  el  Tesoro 
á  i'eembolsar,  en  el  término  de  un  año  de  con- 


1  Mucho  tiempo  ha  que  se  consideraba  ya  como  de  ur- 
gente necesidad  material  del  pueblo  de  Madrid  el  abaste- 
cimiento de  aguas.  Hacia  más  de  un  siglo  que  se  venían 
formando  proyectos  y  discurriendo  métodos  para  llevar 
d  cabo  esta  importante  empresa,  y  hechos  los  estudios  y 
aceptado  por  R.  O.  de  6  de  Marzo  de  1840  el  pensamiento 
de  los  ingenieros  D.  .Juan  Rafo  y  D.Juan  Rivera,  se  man- 
dó por  el  citado  decreto  proceder  á  la  ejecución  de  las 
obras  necesarias  por  cuenta  del  Estado,  admitiendo  á  la 
vez  la  participación  ó  suscrición  voluntaria  del  Ayunta- 
miento de  la  capital  y  délos  particulares,  d  condición  d& 
reintegrar  su  importe  en  reales  de  agua,  ó  en  efectivo,  en 
los  términos  qne  establece  el  mismo  decreto. 

La  obra  se  llevó  á  cabo,  venciendo  cotí  loable  perseveran- 
cia todo  género  de  dificultades  i  y  lioy  cuenta  Madrid  un 
inmeyíso  caudal  de  aguas  potables  mucho  mayor  qup.  el 
q\ic  se  calculó,  teniendo  sobrantes  pa,ra  otros  usos  de  la 
población  y  para  empreS-is  industriales  y  de  riego.  Baste 
indicar  que,  según  dijo  el  Gobierno  en  un  documento  ofi- 
cial,se  había  logrado  que  pudiesen  llegar  ti  Madrid  70.000 
reales  fontaneros  de  los  ríos  Guadali.r  y  Lozoya,  destinán- 
dose /o.ooo  para  el  servicio  interior  de  la  capital,  y  es- 
tando dedicados  00.000  a  fertilizar  los  campos. 
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fluidas  las  obras,  á  los  suscritores  que  hicie- 
i-on  la  autieipacióu  á,  reintegTarse.  (C.  L.,  to- 
»no55,  p.  553.) 

Ley  5  Junio  1859. 
Sobre  propiedad  de  sus  aguas:  Obras  de  alcanta- 
rillado, etc.,  etc. 

(FoM.)  «Doña  Isabel  II,  etc.:  Sabed:  que 
las  Cortes  hau  decretado  y  Nos  sancionado  lo 
siguiente: 

Art.  1.°  Se  declara  al  Estado  propietario 
de  las  ag-uas  del  Canal  de  Isabel  II  en  la  pro- 
porción que,  á  prorrata  con  los  demás  suscri- 
tores, le  corresponda  por  las  sumas  con  que 
lia  contribuido,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
R.  D.  de  23  de  Marzo  de  1852,  á  la  ejecucióu 
de  las  obras  de  reuuióu,  conducción  y  distri- 
bución para  completar  los  80  millones  de  rea- 
les que  se  calcularon  necesarios  para  la  traida 
de  10.000  reales  fontaneros.  Se  satisfará  á  los 
suscritores,  al  Ayuntamiento  de  Madrid  y  á 
los  contratistas  de  sifones  el  importe  de  sus 
respectivas  dotaciones  en  ag'ua,  que  se  com- 
putarán al  precio  de  8.000  rs.  vn.  el  real  fon- 
tanero, puesto  en  las  cañerías  de  distribución. 

Art.  2.°  Se  considerarán  como  anticipo 
reintegrable  las  demás  suQias,  con  que  el  Es- 
tado haya  contribuido  ó  contribuya  en  adelan- 
te para  las  obras  expresadas.  Al  reintegro  de 
estas  sumas  y  de  sus  réditos,  calculados  al  in- 
terés simple  del  6  por  100  anual,  se  destinará 
el  producto  total  de  las  aguas  que  excedan  de 
10.000  rs.  fontaneros. 

Art.  3."  El  Consejo  de  Administración  del 
Canal  formará  inmediatamente  la  liquidación 
de  todos  los  ingresos  y  gastos  que  hayan  te- 
nido lugar  por  cuenta  de  los  arbitrios  estable- 
cidos por  la  ley  de  19  de  Junio  de  1855.  Esta 
liquidación  comprenderá  hasta  31  de  Diciem- 
bre de  1856,  y  aprobada  que  sea  por  el  Gobier- 
no, previa  la  conformidad  del  Ayuntamiento, 
servirá  de  base  para  fijar  la  dotación  de  ag'ua 
á  que  tiene  derecho  esta  Corporación  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  segundo  par.  del  art.  2." 
del  R.  D.  de  18  de  Junio  de  1851  y  en  el  4."  de 
la  citada  ley. 

Art.  4."  Si  de  esta  liquidación  i-esultase  que 
el  Ayuntamiento  no  ha  satisfecho  aún  los  16 
millones  de  reales  por  que  debía  suscribirse, 
según  el  art.  2.°  del  R.  D.  de  18  de  Junio  de 
1851,  quedará  relevado  de  esta  obligación,  á 
no  ser  que  voluntariamente  quiera  completar 
su  suscrición,  para  lo  cual  se  le  concede  el  pla- 
zo de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  eu 
que  se  apruebe  la  liquidación.  Si,  jior  el  con- 
trario, apareciese  haber  contribuido  con  más 
de  16  millones,  podrá  aplicar  el  exceso  bien  á 
la  adquisición  de  la  cantidad  de  ag'ua  corres- 
pondiente, confoi-me  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 4."  de  la  ley  de  19  de  Junio  de  1855,  so- 
bre los  2.000  rs.  por  que  está  suscrito,  bien  al 
pago  de  la  parte  que  tenga  á  su  cargo  del  cos- 
te de  las  alcantarillas  con  arreglo  á  la  presen- 
te ley. 

Art.  5."  Las  obras  de  alcantarillado  y  de- 
más que  sean  necesarias  para  la  salida  y  apro- 
vechamiento de  las  agnias  sucias,  seguirán 
construyéndose  como  hasta  aquí  por  la  empre- 
sa del  Canal  de  Isabel  II,  con  cargo  al  vecin- 
dario de  Madrid. 


Art.  6."  Laempresa  del  Canal  se  reintegra- 
rá del  importe  de  las  obras  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  en  la  proporción  siguiente: 
el  Ayuntamiento  de  Madrid  abonará  el  impor- 
te total  de  todos  los  pozos,  sumideros  ó  bocas 
de  entrada  de  las  aguas  pluviales  que  se  esta- 
blezcan y  la  tercera  parte  del  que  tengan  las 
otras  que  la  empresa  haya  construido  ó  cons- 
truya para  la  salida  de  las  aguas  en  las  calles 
que  no  tenían  alcantarillas.  Los  propietarios 
de  casas  y  solares  de  estas  mismas  calles  satis- 
farán las  dos  terceras  partes  restantes  y  el  to- 
tal délos  acometimientos  particulares.  Será  de 
cuenta  de  la  empresa  del  Canal  el  alcantarillado 
piiblico  de  las  calles  en  que,  por  efecto  de  las 
obras  que  se  ejecuten  para  la  distribución  de 
las  aguas  en  el  interior  de  la  capital,  haya  ne- 
cesidad de  reformar  las  alcantarillas  que  ya 
existan  en  servicio,  asi  como  la  construcción 
de  los  acometimientos  particulares  de  las  ca- 
sas y  solares  que  los  tuviesen  ya  hechos  á  las 
antig'uas  alcantarillas. 

Art.  7."  El  Gobierno  determinará,  oyendo 
al  Consejo  de  Estado,  las  bases  con  arreglo  á 
las  cuales  se  ha  de  hacer  el  repartimiento  en- 
tre los  propietarios  de  la  cantidad  que  les  co- 
rresponda satisfacer.  Su  cobranza  se  verifica- 
rá en  cuatro  años  por  partes  iguales  en  cada 
uno,  y  se  hará  efectiva  por  las  oficinas  de 
Hacienda  jíxíblica,  con  sujeción  á  las  instruc- 
ciones vig-entes  para  la  de  contribución  de  in- 
muebles. 

Art.  8."  Se  formará  también  la  liquidación 
de  las  obras  de  alcantarillado  á  medida  que  se 
va^'an  concluyendo  las  de  cada  una  de  las 
cuencas  en  que  está  dividida  la  capital.  Estas 
liquidaciones  se  harán  con  estricta  sujeción  á 
las  disposiciones  vigentes  en  el  servicio  de 
obras  públicas,  debiendo  constar  en  ellas  por 
separado  la  parte  que  corresponde  pag-ar  á 
los  propietarios,  al  Ayuntamiento  y  á  la  em- 
presa; y  aprobadas  que  sean  por  el  Gobierno, 
se  remitirá  un  ejemplar  al  Consejo  de  Admi- 
nistración y  otro  al  Ayuntamiento,  para  que 
éste  proponga  los  medios  del  reintegro,  que 
deberá  verificarse  en  cuatro  años  por  partes 
iguales. 

Art.  9."  En  el  término  de  dos  meses,  con- 
tados desde  la  publicación  de  esta  ley,  se  veri- 
ficará el  reintegro  de  las  sumas  anticipadas 
por  los  prestamistas  que,  usando  de  su  dere- 
cho dentro  del  plazo  concedido  por  la  ley  de  19 
de  Junio  de  1855,  optaron  por  el  reintegro  en 
metálico. 

Art.  10.  Al  efecto,  y  para  dar  al  mismo 
tiempo  á  las  obras  dol  Canal  el  conveniente  im- 
pulso, se  autoriza  al  Gobierno  para  que  haga 
una  nueva  emisión  de  acciones  por  la  suma  de 
32  millones  de  reales  efectivos  sobre  los  50  mi- 
llones que  la  referida  ley  autorizó.  Estas  nue- 
vas acciones  serán  en  un  todo  ig'uales  á  las  an- 
tiguas, y  gozarán  de  los  mismos  beneficios  y 
garantías  que  éstas. 

Art.  11.  El  Gobierno,  previa  la  formación 
del  proyecto  definitivo  de  conducción  y  distri 
bución,  que  se  concluirá  eu  el  término  de  un 
año,  fijará  la  cantidad  máxima  con  que  el  Es- 
tado debe  contribuir  para  la  conclusión  de  las 
obras  del  Canal  de  Isabel  II.  Si  los  recursos 
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concedidos  por  la  presente  ley  no  fueran  snfi- 
cientes  para  hacer  efectiva  esta  cantidad,  pro- 
pondrá ;l  las  Cortes  los  que  estime  necesario. 
En  ningún  caso  podrá  excederse  de  la  canti- 
dad asi  fijada,  sino  en  virtud  de  una  ley  es- 
pecial. 

Art.  12.  En  el  mismo  plazo  fijará  el  Gobier- 
no la  dotación  de  agua  del  Canal  de  Isabel  II; 
y  si  para  completarla  se  necesitase  usar  alg'u- 
nas  de  las  que  hoy  se  aprovechan  para  la 
agricultura,  presentará  el  oportuno  proyecto 
de  ley. 

Art.  13.  Seguirá  consignándose  todos  los 
años  eu  el  presupuesto  general  del  Estado, 
hasta  que  se  verifique  la  conclusión  de  las 
obras  del  Canal  y  la  amortización  de  todas  las 
acciones  emitidas  en  virtud  de  la  ley  de  19  de 
Junio  de  1855  y  que  se  emita  con  arreglo  á  la 
presente,  un  crédito  de  cuatro  millones  de 
reales,  y  además  una  cantidad  igual  al  rendi- 
miento que  tuvo  en  1856  el  recargo  sobre  los 
derechos  de  puertas  de  Madrid,  establecido 
por  la  indicada  ley.  Por  tanto,  etc. — Dado  en 
Aranjuez  á  5  de  junio  de  1859.»  (C.  L.,  t.  80, 
pág.  396.) 

E.  O.  24  Marzo  1860. 
Tarifa,  de  colocación  de  tubería... 
No  la  insertamos  porque  hoy  rige  la  publi- 
cada en  el  Reg'.  de  6  de  Octubre  de  1886,  á  con- 
tinuación de  su  último  artículo,  que  es  el  82.— 
Véase  más  adelante. 

E.  o.  26  Marzo  1860. 

Aprobó  el  reglamento  para  el  abono  á  las 
aguas  con  destino  al  consumo.  Hov  rige  el  de 
6  de  Octubre  de  188G. 

R.  O.  20  Noviembre  1863. 
Par/o  de  intereses:  Amortización... 

(Hac.)  Se  dispone  que  «todo  lo  que  se  re- 
fiere al  pago  de  intereses,  amortización  y  pre- 
mio por  sorteo  de  las  acciones  del  Canal  de 
Isabel  II,  que  hasta  el  presente  ha  corrido  á 
cargo  de  las  oficinas  del  Ministerio  de  Fomen- 
to, estará  en  lo  sucesivo  al  de  la  Dirección  g'e- 
neral  de  la  Deuda  pública,  á  cuya  disposición 
quedará  el  crédito  legislativo  del  presupuesto 
vigente,  y  el  que  resulte  sobrante  de  los  atra- 
sados y  sea  necesario  para  satisfacer  las  obli- 
gaciones de  esta  clase  que  estén  pendientes  de 
pagos»  V  dictando  disposiciones  para  su  cum- 
plimiento. (C.  L.,  t.  90,  p.  717.) 

B.  O.  22  Enero  1857. 

Disolviendo  el  Consejo  de  Administración  y  mandando  se 

rija  el  Canal  por  la  legislación  de  Obras  públicas. 

(PoM.)  «...  '  Art.  4."  La  obra  del  Canal  de 
Isabel  II  se  regirá  desde  la  fecha  de  este  Real 
decreto  por  la  legislación  común  de  Obras  pú- 
blicas   Dado  eu  Palacio  á  22  de  Enero  de 

1867.»  (C.  L.,  t.  97,  p.  126.) 

E.  O.  30  Abril  1867. 

(FoM.)  Se  resuelve  que  «los  concesionarios 
de  aguas  del  Canal  de  Isabel  II  que  utilicen  las 
sobrantes  en.las  afueras  de  Madrid  para  el  ex- 


*  Losarte,  l.*^  nt  .3.^  disolvieron  el  Consejo  de  Admi- 
nistración, dando  cuenta  de  los  ingresos  y  gastos,  y  sin 
perjuicio  de  las  t/racias  i/  recompensas  d  qué  se  hayan  he- 
Kho  acreedores  los  individitos  del  mismo. 


elusivo  servicio  del  rieg^o,  previa  autorización 
de  este  Ministerio,  abonen  por  cada  real  fon- 
tanero el  precio  provisional  de  dos  escudos 
anuales »  (C.  L.,  t.  97,  p.  779.) 

O.  6  Junio  1873. 

Aprobando  el  reglamento  para  el  servicio  y  distribución 
de  las  aguas. 

(No  le  insertamos  porque  ha  sido  sustituido 
por  el  de  6  de  Octubre  de  1886  que  puede  ver- 
se más  adelante.) 

E.  D.  22  Enero  1876. 
Concediendo  al  Ayuntamiento  de  Madrid  la  facultad,  de 
tornear  la  cantidad  de  agua  que  necesite  para  atender  á 
los  servicios  picblicos. 

(FoM.)  «Artículo  1."  Se  concede  al  Ayun- 
tamiento de  Madrid  la  facultad  de  tomar  gra- 
tuitamente sobre  el  importe  de  su  suscricióu 
la  cantidad  de  agua  que  necesite  para  atendi-r 
á  los  servicios  que  exige  el  aumento  de  la  po- 
blación y  que  no  utilice  el  Estado. 

Art.  2."  De  ningún  modo  dispondrá  la  Mu- 
nicipalidad de  cantidad  alguna  de  agua  para 
servicios  que  no  sean  de  utilidad  piiblica  y 
que  no  se  hallen  bajo  su  inmediata  adminis- 
tración. 

Art.  3."  Serán  de  la  exclusiva  cuenta  del 
Ayuntamiento  los  gastos  que  so  hagan  para  la 
construcción  de  cañerías  dedicadas  al  estable- 
cimiento de  nuevos  servicios,  cuyas  obras  no 
se  ejecutarán  sin  que  se  pase  el  oportuno  avi- 
so á  la  Dirección  del  Canal,  de  quien  exclu- 
sivamente   depende    la    distribución    de    las 

aguas Dado  en  Palacio  á  22  de  Enero  de 

1876.»  (Gac.  23  Enero.) 

E.  D.  20  Febrero  1880. 
Suprimiendo  el  pago  de  agua  suministrada  d  los  estable- 
cimientos del  Estado. 

(FoM.)  «Articulo  1."  Se  suprime  el  pago 
de  2  pesetas  50  céntimos  anuales  por  cada 
hectolitro  de  agua  del  Canal  de  Isabel  II,  que 
venía  cobrándose,  seg'ún  la  tarifa,  á  los  esta- 
blecimientos del  Estado ,  conforme  á  lo*  dis- 
puesto en  el  art.  68  del  reglamento  de  dicho 
canal. 

Art.  2.°  El  sistema  de  concesión  del  agua, 
así  como  la  dotación  que  corresponda  aidicar 
á  cada  uno  de  los  referidos  establecimientos 
ú  oficinas  del  Estado,  so  fijarán  por  el  Minis- 
terio de  Fomento  eu  virtud  de  propuesta  del 
director  del  Canal. 

Art.  3."  Los  gastos  de  instalación  y  colo- 
cación de  la  tubería  y  accesorios  para  la  dis- 
tribución interior  del  ag'ua  en  los  edificios 
continuarán  siendo,  como  hasta  aquí,  de  car- 
go de  cada  uno  do  los  Ministerios  de  quien 
aquéllos  dependan;  pero  tanto  estas  operado» 
nes  como  el  servicio  del  agua,  se  harán  bajo 
la  inspección  y  vigilancia  de  los  empUíados 
del  canal,  con  sujeción  al  reg-Iamento  aproba- 
do. Dado  en  Palacio  á  20  de  Febrero  de  ISSO: 
Alfonso.»  fGac.  31  Febrero.) 

E.  o.  15  Enero  1886. 

Se  relevó  á  los  infractores  del  Reg.  de  1873 
de  toda  penalidad,  si  dentro  del  plazo  de  tres 
meses  se  colocaban  en  las  condiciones  regla- 
mentarias. 
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R.  O.  6  Octubre  1866. 
AvrobancLo  el  reglamento  para  el  servicio  y  distribución 
de  las  aguas  del  Canal  de  Isabel  II. 
(FOM.)  «limo.  Si-.:  S.  M.  la  Reina  Regente, 
en  nombre  de  su  augusto  hijo  D.  Alfonso  XIII 
(Q.  D.  G.),  ha  tenido  A  bien  aprobar  los  ad- 
juntos reglamentos  para  el  servicio  y  distri- 
bución de  las  aguas  del  Canal  de  Isabel  II  en 
los  usos  urbanos,  domésticos,  é  industriales 
que  pueden  tener  lugar  en  Madrid,  y  para  el 
servicio  y  distribución  de  las  que  conducen 
las  acequias  de  riego  derivadas  del  mismo 
Canal.  De  Real  orden,  etc.— Madrid  6  de  Oc- 
tubre de  1886.— Montero  Ríos.— Sr.  Director 
general  de  Obras  públicas. 

para  serwlclo  y  dlsIrllMiolón  «le  las  aguas  del 
Canal  dp  Isnhel  II  en  los  usos  urbanos,  tlo- 
méstiroH  é  inilustrlales  que  pueden  tener  la- 
gar en  .lladrld. 

TÍTULO  PRIMEBO. — Concesión  de  agitas^. 
Articulo  1."  La  concesión  de  aguas  se  ve- 
rificará por  el  director  del  Canal  con  estricta 
sujeción  á  las  disposiciones  de  este  reglamen- 
to. De  sus  resoluciones,  tanto  concediendo  ó 
negando  el  agua,  como  en  cualquier  asunto  ó 
expedientes,  podrá  siempre  reclamarse  ante 
la  Dirección  general  de  Obras  públicas  en  un 
plazo  de  quince  días,  contados  desde  la  fecha 
en  que  se  haya  comunicado  el  acuerdo.  Pasa- 
do dicho  plazo  de  quince  dias  sin  interposi- 
ción de  alzada,  será  firme  el  acuerdo  del  di- 
rector del  Canal. 

De  la  orden  del  director  general  de  Obras 
públicas  podrá  apelarse  para  ante  el  Ministro 
de  Fomento  en  el  plazo  de  un  mes,  contado 
desde  la  fecha  de  la  notificación. 

En  todos  los  casos  el  director  del  Canal  re- 
mitirá el  expediente  á  la  Dirección  general  de 
Obras  públicas. 

Art.  2."  Los  concesionarios  de  agua  del  Ca- 
nal de  Isabel  11  se  clasifican  en  tres  categorías: 
l.J  Propietarios  de  agua  ó  tenedores  legí- 
timos actuales  de  los  títulos  de  suscrición 
abierta  en  diferentes  épocas  para  la  construc- 
ción del  mencionado  Canal. 

2.*  Abonados  al  consumo  del  agua  median- 
te el  pago  de  la  tarifa  correspondiente. 

S.'^  Establecimientos  públicos  sostenidos 
con  fondos  del  presupuesto  general  del  Esta- 
do, de  la  provincia  ó  del  Municipio,  y  en  cuan- 
to la  concesión  de  agua  se  ajuste  á  lo  ordena- 
do en  este  reglamento  ó  á  disposiciones  legales. 
Art.  3."  Las  concesiones  de  agua  hechas  á 
propietarios  de  la  misma  están  sujetas  á  todas 
las  variaciones  que  pueda  sufrir  el  reglamen- 
to de  distribución;  pero  mientras  dicho  regla- 
mento subsista,  las  citadas  concesiones  son 
permanentes,  si  el  propietario  tiene  á  bien 
darle  este  carácter. 

.  Las  concesiones  hechas  á  los  abonados  son 
mensuales  ó  anuales,  si  bien  podrán  prorro- 
garse por  mutuo  acuerdo  tácito  entro  la  Di- 
rección del  Canal  y  los  particulares,  mientras 
aquélla  ó  éstos  no  expresen  su  voluntad  de  de- 

í  Véase  más  adelante  la  R.  O.  de  1»  Octubre  de  1SS9, 
que  adiciona  este  reglamento,  pera  que  pueda  accederse 
á  la  concesión  de  agiias  con  destino  á  ventiladores  que  la 
exijan  en  forma  pulverizada. 


clararlas  caducadas.  Las  prórrogas  conveni- 
das de  esta  manera  por  acuerdo  tácito  son  tam- 
bién mensuales  ó  anuales,  según  que  sea  tam- 
bién mensual  ó  anual  la  concesión  correspon- 
diente, y  se  entenderá  que  sólo  subsisten  en 
el  caso  de  estar  satisfecho  el  importe  con  arre- 
glo á  tarifa. 

Art.  4.°  Bajo  ningún  concepto  se  harán 
concesiones  gratuitas  á  particulares  ó  coi-po- 
raciones. 

Art.  5.°  Las  concesiones  de  agua  pueden 
hacerse: 

1."    Por  volumen  determinado  con  llave  de 
aforo. 
2.°    Por  volumen  alzado  á  caño  libre. 
3."    Por  volumen  indeterminado  con  con- 
tador. 

Art.  6.°    En  el  primer  .sistema  el  concesio- 
nario recibirá  el  caudal  de  su  dotación  de  una   | 
manera  constante  y  uniforme  en  las  veinticua-    ' 
tro  horas. 

En  el  segundo  tomará  el  agua  en  los  momen- 
tos en  que  la  necesite  de  uno  ó  más  grifos  co- 
locados en  el  interior  de  su  finca  en  comunica- 
ción directa  con  la  cañería  de  la  calle,  y  á  sil 
libre  disposición. 

En  el  tercero  el  concesionario  tomará  toda 
el  agua  que  necesite,  y  un  aparato  especial 
indicará  el  volumen  que  haya  consumido. 

Art.  7.°  En  todos  estos  casos  la  llave  del 
aparato  aforador  y  una  de  las  del  contador  es- 
tarán en  poder  de  los  agentes  encargados  de 
la  distribución. 

Art.  8."  Estos  sistemas  de  concesión  se  apli- 
carán con  sujeción  á  las  bases  que  se  expresan 
en  este  reglamento. 

Art.  9."  Cada  conce.sión  va  aneja  á  una  fin- 
ca ó  servicio.  La  toma  de  aguas  va  aneja  á  la 
concesión. 

Cuando  una  misma  toma  sea  utilizada  por 
dos  ó  más  concesionarios,  se  observarán  las 
disposiciones  del  art.  19,  ya  sea  el  concesiona- 
rio un  propietario  de  agua,  ya  un  abonado  y 
cualesquiera  que  sean  las  combinaciones  de 
estos  dos  caracteres  entre  el  dueño  de  la  toma 
y  los  que  la  utilicen. 

Art.  10.  Las  concesiones  no  se  harán  más 
que  por  hectolitros  consumidos  cada  veinti- 
cuatro horas:  en  la  inteligencia  que  toda  frac- 
ción de  hectolitro,  por  pequeña  que  sea,  se 
contará  como  un  hectolitro,  y  de  que  no  podrá 
hacerse  ninguna  concesión  que  sea  inferior  á 
-cinco  hectolitros. 

Se  exceptúan  las  concesiones  por  contador, 
en  las  cuales  se  computarán  para  el  pago  los 
volúmenes  efectivos  consumidos,  según  las 
tarifas  consignadas  en  el  art.  3G  y  prescindien- 
do del  carácter  de  diario  asignado  al  consumo 
en  el  párrafo  anterior. 

Art.  11.  Las  concesiones  se  dividen  en  cin- 
co clases,  según  los  usos  á  que  se  destinen  las 
aguas,  á  saber:  . 

1."    Concesiones  para  usos  domésticos. 
2.*    ídem  para  cuadras,  cocheras,  ¿ardines 
v  fuentes  de  adorno. 

'    a.-''     ídem  para  fondas,  cafés,  tabernas  y  de- 
más establecimientos  análogos. 

4."     ídem  para  usos  industriales  en  general. 
b.'^    ídem  para  servicios  públicos. 
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Art.  12.  Se  entiende  poi-  usos  domésticos 
todas  las  aplioaciones  que  se  dan  ;l  las  ag'uas 
pava  atender  A  las  necesidades  ordinarias  de 
la  vida,  como  son  la  Isebida,  preparación  de 
alimentos,  limpieza  personal,  etc.,  etc. 

Art.  13.  Se  entiende  por  usos  industriales 
los  que  la  Dirección  del  Canal  clasifique  como 
tales,  debiendo  ser  necesario  al  efecto  que  el 
ag'ua  se  emplee  ya  como  fuerza  motriz,  ya 
como  agente  mecánico  ó  químico  en  las  oi)era- 
eioues. 

Las  concesiones  hechas  hasta  hoy  del  agua 
para  usos  industriales  continuarán  con  carác- 
ter provisional  hasta  que  se  acuerde  la  cadu- 
cidad de  las  mismas. 

Para  el  otorgamiento  de  nuevas  concesiones 
de  este  género  se  instruirá  expediente  por  la 
Dirección  del  Canal,  en  que  se  demuestre  la 
posibilidad  de  atender  á  ellas  de  modo  q\ie  no 
perjudiquen  ó  dificulten  los  demás  servicios 
que,  aparte  de  los  industriales,  se  clasifican  en 
el  art.  11  de  este  reglamento. 

Art.  14.  Las  concesiones  correspondientes 
á  las  cuatro  primeras  clases  se  harán  lo  mismo 
á  los  propietarios  de  agua  que  á  los  que  pidan 
abono,  con  sujeción,  respecto  de  aquéllos,  á  los 
tipos  alzados  de  consumo  de  agua  que  se  ex- 
presan en  el  art.  38  y  á  las  tarifas  correspon- 
dientes respecto  de  los  abonados. 

Art.  15.  Las  concesiones  de  las  tres  prime- 
ras clases  enumeradas  en  el  art.  11  se  harán 
á  caño  libre  ó  por  aforo,  según  convenio  entre 
la  Dirección  del  Canal  y  el  peticionario,  y  con 
las  restricciones  sig'uientes: 

!."■  Las  fuentes  de  adorno,  cualquiera  que 
sea  su  forma,  serán  siempre,  y  sin  excepción, 
objeto  de  concesiones  por  aforo. 

2.^^  Ninguna  dependencia  ó  accesorio  po- 
drá disfrutar  de  agua  á  caño  libre,  sino  bajo 
la  condición  de  que  la  disfrute  tambiéii  á  caño 
libre  todo  el  edificio  ó  toda  la  finca,  ó  todo  el 
servicio  de  que  es  tal  dependencia  ó  accesorio. 
Art.  16.  Las  concesiones  para  usos  indus- 
triales se  harán,  en  general,  por  llave  de  afo- 
ro. Si  el  agua  se  emplea  como  fuerza  motriz, 
y  conviene,  á  juicio  de  la  Dirección  del  Canal, 
establecer  im  contador,  se  hará  la  concesión 
por  este  sistema.  También  podrá  adoptarse  el 
de  caño  libre  si  las  condiciones  de  la  industria 
y  las  del  local  en  que  se  establece  no  ofrecieren 
para  ello  inconveniente  alguno,  ajuicio  de  la 
Dirección  del  Canal.  En  tal  caso  las  bases  de 
la  valuación  se  fijarán  teniendo  en  cuenta  las 
condiciones  especiales  de  la  industria  que  se 
plantea.  Si  el  agua  se  pidiese  para  alimentar 
máquinas  de  vapor,  la  valuación  se  hará  con 
arreglo  á  las  cifras  siguientes: 

Litros  por 
caballo  y  hora. 


Máquinas  de  vapor 30 

ídem  de  expansión  y  condensación.,  60O 

ídem  de  baja  presión 1.200 

Toda  concesión  para  usos  industriales  lleva 
consigo  otra  concesión  para  los  usos  domésti- 
cos pro]iios  del  establecimiento  en  que  se  ejér- 
zala industria,  y  cuya  cuantía  fijará  la  Direc- 
ción del  Canal,  previo  reconocimiento. 

Art.  17.  Toda  concesión  para  usos  indus- 
triales se  reputa  jirovisional  v  subordinada  á 
Tomo  II. 


los  usos  domésticos  y  públicos.  En  su  virtud 
el  usuario  de  aguas  para  industria  no  podrá 
reclamar  daños  ni  perjuicios  de  ninguna  espe- 
cie si  se  suspende  el  suministro  del  agua  ó  si 
se  rescinde  el  abono  en  cualquier  tiempo. 

Siempre  que  se  suspenda  el  suministro  del 
agua  durante  quince  días,  el  abonado  tendrá 
derecho  á  pedir  la  rescisión  de  su  abono,  con 
devolución  de  la  parte  del  importe  del  abono 
que  le  corresponda,  asi  como  cuando  la  Direc- 
ción del  Canal  se  vea  obligada  á  rescindir  el 
referido  abono. 

TIT.  II. — ConiJicionca  de  la  concesión  '. 

Art.  18.  El  concesionario  no  podrá  emplear 
el  agua  en  otros  usos  que  aquellos  para  que 
haya  sido  pedida  y  concedida,  quedando  ex- 
presamente prohibida  la  cesión  total  ó  parcial 
de  las  aguas  en  beneficio  de  un  tercero  sin  au- 
torización expresa  de  la  Dirección  del  Canal 
pedida  por  escrito  y  concedida  de  igual  modo. 
Sólo  en  caso  de  incendio  podrá  faltarse  á  esta 
disposición. 

Art.  19.  Si  el  propietario  de  una  toma  au- 
torizase por  escrito  á  otro  ó  más  usuarios  para 
utilizar  aquélla  en  servicio  de  los  mi.smos,  la 
Dirección  del  Canal  aceptará,  si  lo  estima  con- 
veniente, el  uso  de  la  cañería  por  parte  de  es- 
tos nuevos  usuarios,  entendiéndosela  acep- 
tación en  todo  caso  con  las  condiciones  si- 
guientes: 

!."■  La  autorización  ha  de  constar  por  es- 
crito. 

2.-'  El  propietario  de  la  cañería  renuncia  á 
toda  reclamación  en  el  caso  de  que  la  Direc- 
ción del  Canal  se  vea  obligada  á  suspender  ó 
cortar  el  suministro  del  agua  jior  la  llave  co- 
mún para  apremiar  á  los  segundos  usuarios, 
por  más  que  el  primero  haya  cumplido  sus 
compromisos  con  dicha  Dirección. 

Antes  de  conceder  la  autorización  para  que 
^un  usuario  aproveche  la  toma  ó  cañería  de 
otro,  la  Dirección  del  Canal  exigirá,  si  lo  esti- 
ma conveniente,  un  croquis  en  que  aparezcan 
ambos  servicios,  con  todas  las  indicaciones 
que  juzgue  necesarias. 

Art.  20.  Para  cada  concesión  de  agua  se 
establecerá  una  llave,  sea  de  paso  si  aquélla 
es  á  caño  libre,  sea  de  aforo  si  la  concesión  es 
por  este  sistema. 

Las  llaves  de  paso  se  establecerán,  en  gene- 
ral, en  el  exterior  de  las  fincas  servidas. 

Las  llaves  de  aforo  se  situarán  taml)iéu,  en 
general,  en  el  interior  de  las  fincas,  si  el  ser- 
vicio es  de  carácter  permanente  ó  periódico. 


•  Obtenida  la  concesión  de  ar/iia  del  Canal  de  Isahel  II 
para  el  seruicio  de  dos  casas  en  la  calle  de  Alcalá  de  esta 
corte,  pretendió  el  interesado  rstalilecer  un  grif'o  en  cada 
patio  y  qui-  queda.s.'u  ..rehiidas  de  tarifa  las  tiendas  que 
no  tienen  coinunu'aeíoii  directa  ron  los  mismos,  d  cuya  úl- 
ttina  petición  no  accedió  la  Dirección  del  Canal,  ni  la  de 
Obras  públicas,  cunos  acuerdos  fueron  conflrmadoa  de 
Real  orden,  contra  la  ,¡ue  se  ha  entablado  demanda  con- 
tenciusa;  y,  visto  el  art.  sa  de  la  leí/  orijánica  del  Consejo 
de  Estado,  es  declarada  inadmisible: 

•  Considerando:  I."  Que  las  concesiones  de  aifuas  del 
Canal  en  cuestión,  hechas  d  los  particulares,  ií¿  pueden 
menos  de  estimarse  como  efecto  de  contrato  consensual  en- 
tre partes,  y  en  su  virtud  ninr/una  de  ellas  puede  imponer 
a  la  otra  más  cláusulas  y  condiciones  que  las  que  estime 
oportuno  admitir,  ó  que  se  hallen  prefijadas  en  el  reala- 
Viento...-  (R.  O.  4  Enero  lüKS.—G&c.  2-5  id  ) 
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Art.  21.  Si  la  medida  se  hace  por  contador, 
habrá  dobles  llaves  para  el  registro  en  que 
esté  colocado;  una  en  poder  de  los  encargados 
del  servicio  y  otra  eu  el  del  concesionario,  siu 
que  pueda  abrirlo  uno  siu  el  otro. 

Art.  22.  Tanto  las  llaves  de  aforo  como  las 
de  paso  se  colocarán  dentro  de  nnreg-i.stro  que 
la  Dirección  del  Canal  establecerá  por  cuenta 
del  interesado  en  la  toma.  La  apertura  del 
reg'istro  será  intervenida  reciprocamente  por 
el  concesionario  y  la  Dirección  del  Canal. 

La  llave  de  paso  ó  aforo,  cualquiera  pieza 
accesoria  de  la  misma,  ó  el  registro  respecti- 
vo que  hubieren  servido  para  una  toma  de 
aguas,  no  podrán  emplearse  en  otra  toma,  sino 
eu  virtud  de  orden  escrita  del  director  del  Ca- 
nal. Esta  orden  se  consig'nará  en  virtud  de 
instancia  en  forma  qtie  al  efecto  presentará 
el  interesado,  entendiéndose  que  en  todo  caso 
han  de  quedar  debidamente  j^lstificados  dos 
extremos,  á  saber:  primero,  que  la  pieza,  llave 
ó  registro  se  halla  en  buen  estado  de  servicio; 
segundo,  que  proceden  de  los  almacenes  de  la 
Dirección  del  Canal. 

Art.  23.  Los  concesionarios  de  agnia  por 
aforo  podrán  distrilíuir  el  caudal  de  su  dota- 
ción en  el  niimero  de  grifos  que  tengan  por 
conveniente,  quedando  en  perfecta  libertad  de 
establecer  éstos  en  la  forma  que  entiendan 
más  adecuada  á  su  mejor  servicio. 

Los  concesionarios  de  agua  por  caño  libre, 
ya  sean  propietarios  de  la  misma,  ya  abona- 
dos por  tarifa,  presentarán  al  solicitar  la  con- 
cesión el  cuadro  ó  relación  de  g'rifos  y  sus  usos 
respectivos.  Toda  innovación  será  objeto  de 
autorización  espresa  [)or  escrito  de  la  Direc- 
ción del  Canal,  sin  cuyo  requisito  queda  some- 
tida á  las  disposiciones  correccionales  de  este 
reglamento.  El  sistema  de  grifos  en  las  conce- 
siones á  caño  libre  será  fijado  por  la  Dirección 
del  Canal. 

Art.  2-t.  La  Dirección  del  Canal  fijará  tam- 
bién el  área  de  los  orificios  de  desagüe,  cuan- 
do la  concesión  sea  á  caño  libre  y  no  se  pon- 
gan grifos  automáticos. 

Art.  25.  Acordada  que  sea  una  concesión 
por  caño  libre,  efectuado  el  pag'o  eu  su  caso  ó 
aceptada  la  valuación  de  consumo  probable, 
abonado  el  importe  de  las  obras  hechas  por  la 
Dirección  del  Canal  con  cargo  al  interesado, 
establecidos  los  grifos  que  correspondan,  no 
se  dará  el  agua  mientras  el  concesionario  no 
estampe  por  escrito  su  conformidad  eu  la  re- 
lación definitiva  de  dichos  grifos  que,  compro- 
bando la  presentada,  formará  el  ag'ente  res- 
pectivo de  la  mencionada  Dirección,  después 
de  asegurarse  de  que  los  repetidos  grifos  se 
hallan  en  armonía  con  las  condiciones  de  la 
concesión  correspondiente. 

Art.  26.  La  relación  definitiva  de  que  ha- 
bla el  articulo  anterior  constituye  el  servicio 
de  ag'uas  autorizado  por  la  concesión  respec- 
tiva. La  más  pequeña  modificación  será  objeto 
de  autorización  escrita  de  la  Dirección  del 
Canal,  sin  cuyo  requisito  será  penada  con 
arreglo  á  los  artículos  que  correspondan  del 
titulo  VI  de  este  reglamento. 

Art.  27.  La  distribución  de  las  aguas  en  el 
interior  de  las  fincas  estará  sujeta  á  la  inspec- 


ción de  los  dependientes  del  Canal  encarg-a- 
dos  de  este  servicio,  quienes  deberán  presen- 
tar al  concesionario  una  autorización  del  di- 
rector del  Canal  para  verificarlo. 

TIT.  111.— Tarifa  de  las  concesiones. 

Art.  28.  La  tarifa  anual  del  agua  en  las 
concesiones  á  caño  libre  para  usos  domésticos 
se  subordinará  al  alquiler  de  las  habitaciones 
que  ocupen  los  inquilinos  que  las  disfrutan. 
Esta  tarifa  será  la  qiie  marca  el  cuadro  si- 
guiente: 
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El  ascensor  de  personas  pagará  una  tarifa  j 
de  100  pesetas  anuales. 

La  taiñfa  precedente  se  aplicará  única  y  ex-  j 
elusivamente  al  surtido  de  agua  á  las  casas  de  j 
habitación  particular,  con  exclusión  de  concu- 
rrencia pública. 

En  los  establecimientos  de  concurrencia  pú- 1 
blica  fijará  la  Dirección  del  Canal  las  tarifas] 
que  según  los  casos  crea  conveniente  á  los  re- 1 
trefes,  urinarios,  bañeras  y  lavaderos,  siem- J 
pre  que  estas  instalaciones,  aisladas  ó  combi- 
nadas, no  constituyan  industria.  La  tarifa  de.lj 
.ascensor  de  personas  en  establecimientos  de 
concurrencia  queda  fijada  en  200  pts.  anuales.! 

Para  los  efectos  de  la  tarifa  que  se  inserta 
en  el  cuadro  precedente,  se  entiende  por  al- 
quiler la  cantidad  total  que  paga  cada  inquili-| 
no  por  el  uso  de  la  habitación,  incluidos  todosJ 
los  servicios  de  la  casa. 

En  las  concesiones  á  caño  libre  correspon-l 
dientes  á  edificios  ó  habitación  no  alquiladal 
regirá  la  tarifa  precedente,  á  cuyo  efecto  1%] 
Dirección  del  Canal  fijará  por  comparación  ell 
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akniilcr  i-cg'ulador.  Si  el  interesado  no  se  con- 
formara con  el  alquiler  fijado  de  esta  manera, 
uo  tendrá  dereclio  á  tomar  el  ag'ua  sino  por 
aforo. 

Art.  29.  Cuando  el  surtido  de  una  finca,  ó 
de  parte  de  la  misma,  se  haga  por  medio  de  uu 
caño  común  ¡\  varias  habitaciones,  la  tarifa  so 
fljarA  como  si  el  servicio  se  efectuara  dentro 
de  las  mismas  habitaciones.  La  misnna  reg'la  se 
seg'uirá  respecto  de  una  bañera,  lavadero  ó 
cualquiera  otra  instalación  cuyo  uso  fuere  co- 
miiu  á  dos  ó  más  habitaciones. 

En  todos  estos  casos  la  Direccióu  del  Canal 
podrá  deneg'ar  la  conccsióu. 

También  podrá  deneg'ar  la  concesión  de 
agua  á  caño  libre  á  todo  establecimiento  ó 
casa  abierta,  si  la  disposición  local  no  permite 
ejercer  la  vigilancia  necesaria  para  precaver 
el  abuso. 

Art.  BO.  Además  de  la  tarifa  consignada  en 
el  art.  28  se  abonará  un  sobreprecio  cuando 
por  el  género  de  comercio  ({ue  se  ejerza  en 
tiendas,  almacenes,  etc.,  haya  de  emplearse  el 
agua  como  elemento  del  mismo  comercio  ó  in- 
dustria, por  ejemplo,  confiterías,  depósitos  de 
vinos  ó  licores,  boticas,  fábricas  de  embutidos, 
ecétera,  etc.  Este  sobreprecio  se  fijará  pruden- 
cialmeute  por  la  Dirección  del  Canal,  no  ba- 
jando nunca  de  8  pesetas  anuales. 

Art.  31.  En  las  fincas  en  que  haya  acumu- 
lación de  personas  que  tengan  su  domicilio  en 
las  mismas,  se  pag'ará  además  de  la  tarifa  or- 
dinaria por  cada  individuo  una  peseta. 

Se  exigirá  el  mismo  sobreprecio,  aunque  las 
personas  á  que  este  artículo  se  refiere  no  ten- 
gan su  domicilio  en  la  finca,  siempre  que  en 
ésta  exista  servicio  de  fonda,  pastelería,  café, 
cantina  ú  otro  análogo. 

En  establecimiento  de  concurrencia  sin  ser- 
vicio de  fonda,  cantina,  café  ú  otro  análogo, 
como  Sociedades  de  recreo,  talleres,  etc.,  eu 
que  haya  acumulación  de  personas  que  no 
tengan  su  domicilio  en  los  misinos,  el  tipo  de 
sobreprecio  se  reducirá  á  50  céntimos  de  pese- 
ta por  individuo. 

Art.  32.  Los  concesionarios  de  ag'ua  por 
caño  libre,  además  de  la  correspondiente  tari- 
fa, pagarán  anualmente  por  los  servicios  que 
se  expresan  á  continuación  los  tipos  sig-uieu tes: 

Pesetas. 

Porcada  metro  cuadrado  de  j.ardin. ,.  - 0'.50 

Por  cadfi  caballería  ó  vaca 8 

Por  cada  carruaje 10 

Pop  cada  asiento  de  fonda,  café,  etc 1 

Art.  33.  En  cada  cuadra,  cochera,  fonda, 
café,  etc.,  se  pagará  la  tarifa  correspondiente 
con  ai'reglo  al  niimero  de  caballerías,  carrua- 
jes y  asientos  que  quepan  en  ellas,  y  no  al  de 
los  queexistan  a!  tiempo  de  hacer  la  concesión. 
No  obstante,  cuando  la  autoridad  municipal 
haya  fi,jado  en  la  licencia  respectiva  el  núme- 
ro máximo  de  cabezas  que  permite  en  una 
cuadra  de  vacas  ó  burras  de  leche,  se  admiti- 
rá este  mimero  como  caijacidad  efectiva,  pre- 
via exhibición  de  aquel  documento  original. 

_No  podrán  nunca  concederse  bocas  de  rieg'o 
ni  otros  grifos  cualesquiera  que  derramen  el 
agua  directamente  sin  interposición  de  apara- 
tos automáticos,  cuando  diclias  bocas  ó  grifos 
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estén  destinados  ó  puedan  utilizarse  para  la- 
vado de  carruajes  ó  lilhpieza  de  cuadras. 

El  área  de  los  jardines  se  computará  en  las 
nueve  décimas  partes  de  la  extensión  total 
limitada  por  el  recinto,  sin  excluir  los  andenes 
ni  calles  laterales  ó  intermedias,  cubiertos  ó 
descubiertos,  enarenados  ó  pavimentados  de 
cualquier  modo,  ni  las  partes  ocupadas  por 
fuentes  de  adorno  ú  otras  cualesquiera  insta- 
laciones que  no  estén  techadas  y  totalmente 
cerradas  por  recinto  propio. 

Art.  34.  El  precio  de  un  hectolitro  diario 
de  agua  suministrado  ]ior  aforo  para  todos  los 
usos  que  no  sean  industriales  es  de  8  pesetas 
anuales. 

Art.  35.  Las  concesiones  para  usos  indus- 
triales se  pagarán  con  arreglo  al  cuadro  si- 
guiente: 

Pesetas  al  año. 


Por  5  hectolitros  diarios 35 

PorlOld.  id 4.5 

Por  20  id.  id 70 

PorSOld.id 85 

Las  concesiones  superiores  á  30  hectolitros 
se  pag'arán  á  razón  de  2'50  pesetas  anuales 
por  cada  hectolitro  diario  y  variarán  de  10  eu 
10  hectolitros.  No  se  concederá  cantidad  me- 
nor de  5  hectolitros,  ni  ning'uua  intermedia 
entre  las  que  marca  el  cuadro  anterior. 

Art.  36.  Si  la  concesión  se  hiciese  por  con- 
tador, los  abonos  se  harán,  no  por  tarifa  anual 
correspondiente  á  uu  volumen  diario,  sino  por 
los  volúmenes  totales  consumidos  en  el  perio- 
do á  que  alcance  la  liquidación,  marcados  por 
el  aparato  y  corregidos  con  arreglo  al  coefi- 
ciente obtenido  en  los  experimentos  que  de  su 
precisión  se  practiquen  por  la  Dirección  del 
Canal,  con  asistencia  del  concesionario  si  éste 
lo  estima  oportuno. 

Las  tarifas  de  aplicación  á  cada  hectolitro 
marcado  por  el  aparato,  asi  rectificado,  serán 
las  siguientes: 

Pesetas 
por  hectolitro. 

1." — Para  todo  nso  no  industrial 0'03 

2.° — Par.a  uso  industrial  como  consu- 
mo diario  inferior  A  20  hectolitros. .  0'03 

3.** — Para  uso  industriíil  siempre  que 
el  consumo  diario  no  baje  de  20  hec- 
tolitros   '._ 0'02 

4." — Para  xiso  industrial  siempre  que 
el  consumo  diario  exceda  de  40  hec- 
tolitros  '. COI 

Art.  37.  Los  propietarios  de  agua  del  Ca- 
nal podrán  aplicar  por  aforo  el  todo  ó  parte  del 
volumen  de  ijue  sean  tales  propietarios,  ya  á 
fincas  propias,  ya  á  otras,  y  con  sujeción  á 
las  bases  g'enerales  consig-nadas  en  este  regla- 
mento para  los  abonados.  Si  la  cuantía  de  la 
propiedad  uo  cubriese  el  total  de  agua  pedida, 
se  otorga  á  los  concesionarios  la  facultad  de 
completarla  por  abono,  pagando  el  exceso  íi 
precio  de  tarifa. 

Art.  38.  Si  los  propietarios  de  agua  solici- 
tasen aplicarla  por  caño  libre  para  usos  do- 
mésticos, sea  á  fincas  ó  servicios  de  su  propie- 
dad, sea  á  los  de  propiedad  de  otra  persona, 
se  sujetarán  á  la  valuación  alzada  de  consu- 
mo probable  que  formulará  la  Dirección  del 
Canal,  con  arreglo  á  los  tipos  signieutes: 
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Litros  diarios. 

Por  cada  persona  domiciliada 50 

Por  cada  aUimiio,  operario,  etc 15 

Por  cada  caballería 75 

Por  cada  carruaje  de  dos  ruedas 50 

Por  cada  id.  de  cuatro  id •,...  100 

Por  cada  bañera .  300 

Porcada  inodoro 100 

Por  cada  metro  superficial  de  jardín.,  5 

Por  cada  asiento  de  fonda,  café,  etc  .  5 

Por  aumento  de  volumen  correspon- 
diente á  los  establecimientos  indica 
dos  en  el  art.  31,  un  volumen  que  fija- 
rá prudencialmente  la  Dirección  del 

Canal,  no  bajando  nunca  de 100 

Por  iin  lavadero  en  cas.a  particular . .  600 
Por  un  lavadero  en  establecimiento  de 
concurrencia  no  consagrado  6.  la  in- 
dustria de  lavado 1.200 

Por  un  ascensor  de  personas  en  casa 

particular 1.200 

Por  un  ascensor  de  personas  en  esta- 
blecimiento de  concurrencia 2.400 

Por  un  ascensor  de  platos  en  casa  par- 
ticular   300 

Por  un  ascensor  de  platos  en  estable- 
cimientos de  concurrencia I.IÍOO 

En  todo  caso  la  Direccióu  del  Canal  podrá 
denc.g'ar  la  concesión  á  caño  libre  para  retre- 
tes, urinarios,  lavaderos  y  bañeras. 

Eu  caso  de  negación  se  hará  el  sei'vicio  por 
el  sistema  de  aforo. 

Art.  39.  Los  mismos  tipos  y  condiciones  se 
aplicarán  respecto  de  los  abonados,  cnando 
por  la  naturalcíia  del  establecimiento,  finca  ó 
servicio,  no  pueda  tomarse  el  alquiler  como 
base  de  valuación. 

La  capacidad  dé  la  finca  ó  establecimiento 
servirá  para  fijar  el  número  de  personas,  ca- 
ballerías, etc.,  siempre  que  se  apliquen  los  ti- 
pos coiisig'uados  en  el  articulo  anterior. 

Para  la  determinación  de  la  capacidad  de 
cuadras  destinadas  á  vacas  ó  burras  de  leche, 
se  aceptará  la  que  haya  fijado  la  autoridad 
municipal  en  la  licencia  respectiva. 

El  área  de  los  jardines  se  determinará  según 
lo  dispuesto  en  el  art.  33. 

TÍT.  IV. — Duración  déla  concesión. 

Art.  40.  Las  concesiones  hechas  á  propie- 
tarios de  agua  para  una  finca  ó  servicio  deter- 
minado que  no  cxig'en  más  volumen  que  aqué- 
lla que  el  de  que  son  propietarios,  no  tienen 
más  limitación  eu  cuanto  á  su  duración  que 
la  que  quieran  darle  los  mismos.  Caducarán, 
no  obstante,  por  sí  mismas,  y  sin  que  preceda 
manifestación  expresa,  en  los  tres  casos  si- 
g'uieutes: 

1."     Al  variar  el  reglamento  de  distribución. 

2."  Al  cambiar  de  dueño  la  finca  servida, 
ó  el  servicio  estipulado. 

3."     Al  cambiar  de  dueño  el  agua  aplicada. 

En  estos  casos  será  necesario  renovación  del 
convenio. 

Las  concesiones  hechas  á  propietarios  de 
agua  para  una  finca  ó  servicio  determinado 
que  exijan  mayor  volumen  de  aquélla  que  el 
de  que  son  propietarios,  ó  sea  un  suplemento 
de  ag'ua  por  abono,  se  sujetarán  en  un  todo  á 
las  prescripciones  que  este  reg'lamento  señala 
para  los  abonados. 

Art.  41.  El  propietario  de  un  volumen  de- 
terminado de  agua,  no  tiene  más  derecho  res- 
¡1  cto  de  la  Dirección  del  Canal,  que  el  del  con- 
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sumo  del  mismo  volumen,  sea  en  finca  ó  ser- 
vicio de  su  propiedad,  sea  en  finca  ó  servicio 
de  propiedad  ajena,  sin  perjuicio  de  sus  dere- 
chos como  dueño  del  repetido  volumen  para 
enajenarlo,  cederlo  ó  conservarlo  sin  aplica- 
ción. Eu  este  último  caso  el  volumen  de  agua 
que  por  más  ó  menos  tiempo  haya  j)ernianeci- 
(¡0  sin  aplicación  podrá  sustituirse  en  compen- 
sación ó  pago  de  otro  volumen  consumido  de 
más  en  otra  concesión  de  ag'ua  hecha  por  la 
Dirección  del  Canal,  sin  perjuicio  del  pag-o  de 
las  multas  correspondientes  por  las  infraccio- 
nes que  se  hayan  podido  cometer. 

Todo  propietario  de  agua  podrá  aplicar  por 
aforo  el  total  volumen  de  que  es  dueño  ó  par- 
te del  mismo  donde  crea  conveniente,  con  su- 
jeción á  las  bases  generales  de  este  regla- 
mento. 

La  aplicación  por  caño  libre  se  sujetará  á  la 
valuación  alzada  de  consumo  jirobable  formu- 
lada por  la  Dirección  del  Canal,  tanto  en  las 
concesiones  directas  como  en  las  traslaciones 
de  concesión  anterior. 

Las  concesiones  podrán  trasladarse  de  una 
finca  á  otra,  ó  de  un  servicio  á  otro.  Los  gas- 
tos que  ocasionen  estas  traslaciones  serán  de 
cuenta  del  propietario  de  agua  interesado. 
Las  traslaciones  de  que  se  trata  sólo  podrán 
efectuarse  eu  virtud  de  orden  escrita  del  di- 
rector del  Canal,  ó  en  su  defecto  del  funciona- 
rio á  .sus  órdenes  en  quien  delegue  sus  atribu- 
ciones. 

Art.  42.  Si  el  curso  de  las  aguas  experi- 
mentase eu  algunas  cañerías,  ó  en  toda  la  dis- 
tribución, variaciones  ó  interrupciones  de  las 
que  son  inherentes  á  esta  clase  de  obras,  como 
sequías,  heladas,  reparaciones  ú  otras  análo- 
gas, y  en  especial  las  que  son  ocasionadas  por 
fuerza  mayor,  no  dará  esta  circunstancia  de- 
recho á  los  propietarios  de  agniapara  reclamar 
abono  alguno  á  título  de  indemnización  de  da- 
ños ó  perjuicios,  cualquiera  que  sea  el  número 
de  días  que  duro  la  interrupción. 

Art.  43.  Las  concesiones  por  abono  segiin 
tarifa  serán  anuales.  La  concesión  compren- 
de todo  el  tiempo  que  medie  desde  el  día  que 
eminecpn  á  correr  las  ag'uas  hasta  el  1.°  de 
Enero  Ó  Julio  inmediato,  y  además  un  año 
completo.  Podrán  también  hacerse  concesio- 
nes mensuales  para  servicios  de  poca  duración 
ó  que  sólo  teng-an  aplicación  eu  épocas  deter- 
minadas, y  sus  tarifas  serán  las  que  respecti- 
vamente les  corresponderían  si  fuesen  conce- 
siones anuales,  aumentadas  en  un  20  ]>or  100. 
Toda  concesión  por  abono  confiere  Vínica  y 
exclusivamente  la  facultad  de  consumir  la'^ 
ag'uns  en  los  servicios  y  en  la  forma  estipula- 
dos en  la  misma  concesión.  La  menor  altera- 
ción somete  al  concesionario  á  las  disposicio- 
nes correccionales  consignadas  en  el  tít.  VI 
de  este  reglamento. 

Las  concesiones  anuales  podrán  trasladarse 
de  una  finca  á  otra  dentro  del  plazo  de  la  con- 
cesión si  no  hubiese  inconveniente  en  ello  á 
juicio  de  la  Dirección  del  Canal;  entendiéndo- 
se c(ue  todos  los  gastos  que  ocasione  la  trasla- 
ción son  de  cuenta  del  concesionario,  y  que  si 
el  servicio  en  la  nueva  finca  fuere  superior  al 
de  la  ijrimera,  deberá  abonarse  el  exceso. 
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Estas  traslaciones  se  decretarán  por  escrito 
por  el  director  del  Canal,  ó  en  su  defecto  por 
el  funcionario  ;'i  sus  órdenes  en  quien  delegue 
sus  atribuciones. 

Art.  44.  Las  concesiones  por  meses  no  se- 
rán nunca  menores  de  100  hectolitros  eu  24  ho- 
ras por  llaves  de  aforo.  Sin  embargo,  la  Di- 
rección general  podrA  hacer  concesiones  de 
esta  clase  por  evaluación,  previo  informe  de 
la  del  Canal  y  de  quien  crea  oportuno  consul- 
tar además. 

Art.  4.5.  En  el  caso  previsto  en  el  art.  42, 
sólo  tendrán  derecho  los  concesionarios  por 
abono,  siempre  que  la  interrupción  pase  de 
ocho  días  consecutivos,  á  que  so  les  devuelva 
el  importe  del  uiimero  de  días  que  sobre  esos 
ocho  estuviiu'a  interrumpido  el  servicio.  La 
devolución  será  objeto  de  expediente  incoado 
ante  la  Dirección  del  Canal  y  resuelto  por  la 
Superioridad . 

Art.  46.  Espirado  el  plazo  de  la  coucesión, 
podrá  el  abonado  renovarla  con  las  mismas 
condiciones  y  tarifas,  si  éstas  no  han  tenido 
alteración  ó  con  las  que  entonces  estuviesen 
aprobadas  por  el  Gobierno.  Si  el  abono  no  se 
continúa,  satisfará  con  arreglo  á  tarifa  los 
g'astos  de  cerrar  definitivamente  la  toma  de 
agua;  pero  quedará  dueño  de  todas  las  cañe- 
rías, llaves  y  piezas  que  hayan  servido  para  el 
abono. 

Art.  47.  La  traslación  de  dominio  de  una 
finca  á  que  hubiere  aplicada  agua  en  propie- 
dad da  lugar  inmediatamente  á  uueva  valua- 
ción de  consumo  efectivo  ó  probable,  si  la  fin- 
ca ha  de  continuar  abastecida.  Si  el  nuevo  ad- 
quirente  de  la  finca  omitiere  comunicar  á  la 
Dirección  del  Canal  la  transmisión  de  dominio 
de  aquélla,  y  los  precios  ó  tipos  de  consumo 
efectivo  ó  probable  sufrieren  alteración  en 
más,  queda  obligado  dicho  nuevo  adquirente 
á  abonar  el  exceso  de  consumo  sobre  la  dota- 
ción en  propiedad,  según  precios  de  tarifa, 
desde  el  día  en  que  la  finca  dejó  de  ser  de  la 
propiedad  del  dueño  anterior. 

Si  se  hubieren  sucedido  varios  dueños,  el 
\iltimo  ó  actual  es  el  obligado  á  abonar  dicho 
exceso  desde  que  la  finca  dejó  de  ser  propia  de 
la  persona  á  quien  se  otorgó  la  concesión  pri- 
mitiva. Si  el  agua  primitivamente  aplicada  á 
la  finca  no  pertenece  al  dueño  mismo  de  ésta, 
sino  á  otra  persona,  las  obligaciones  consig- 
nadas en  los  párrafos  anteriores  de  este  arti- 
culo se  entienden  respecto  de  esa  segunda 
persona;  y  la  responsabilidad  de  abono  irá 
aneja  al  certificado  ó  titulo  de  propiedad  del 
agua  que  se  hubiere  aplicado  primitivamente 
á  la  finca  ó  al  titulo  ó  títulos  que  le  sustituyan 
por  renovación  ó  extravio,  por  transferencia 
total  ó  parcial  ú  otro  modo  cualquiera  de  trans- 
misión de  propiedad  del  agua. 

Cuaiulo  la  finca  estuviese  abastecida  por 
abono  y  caminare  de  dueño,  el  adquirente 
está  obligado  á  comunicarlo  á  la  Dirección  del 
Canal.  La  omisión  de  este  requisito,  si  las  ta- 
rifas de  abono  hubiesen  sufrido  aumento,  obli- 
ga al  dueño  último  de  la  finca  al  abono  del  ex  • 
ce.so  correspondiente  desde  el  día  en  que  ésta 
dejó  de  ser  propiedad  del  primer  concesiona- 
rio, sea  cualquiera  el  número  de  dueños  que 


se  hubiesen  sucedido.  Para  los  efectos  del  pre- 
sente articulo  se  considera  como  transmisión  de 
dominio  el  traspaso  y  el  subarriendo  de  tien- 
das, almacenes,  cafés  y  establecimientos  aná- 
logos. 

Art.  48.  El  derribo  de  una  finca  abastecida 
de  ag'ua  del  Canal,  ó  cualquiera  otra  causa 
que  no  pvieda  de  ningún  modo  imputarse  á  la 
voluntad  delsuscritor  ó  abonado,  rescinde  des- 
de luego  el  compromiso  contraído  por  uno  ú 
otro  con  la  Dirección  del  Canal,  siempre  cjue 
se  dé  conocimiento  á  la  misma  anticipadamen- 
te ó  dentro  de  los  ocho  días  siguientes,  y  sin 
que  el  abonado  tenga  derecho  alguno  á  la  de- 
volución de  la  parte  de  su  abono  relativa  al 
tiempo  en  que  por  tales  causas  no  disfrute  del 
agua  que  tenga  pagada. 

Si  el  abonado  ó  propietario  no  da  cuenta 
del  derribo  de  la  finca  á  la  Dirección  del  Ca- 
nal, pagará  el  exceso  de  consumo  de  agua 
hasta  que  aquélla  teng'a  conocimiento  del  de- 
rribo. 

TIT.  V.— Disposiciones  generales. 

Art.  49.  A  toda  concesión  de  agua  prece- 
derá el  consentimiento  por  escrito  del  dueño 
de  la  finca,  si  ésta  es  de  propiedad  particular, 
ó  del  jefe  del  establecimiento  en  .su  caso.  Se 
entenderá  por  jefe  de  un  establecimiento  la 
persona  autorizada  por  ley,  reglamento  ó  prác- 
tica para  representar  dicho  establecimiento  en 
las  relaciones  del  mismo  con  la  Administra- 
ción general  ó  con  sus  sujjeriores  jerárquicos. 

Cuando  el  propietario  de  una  casa,  el  inqui- 
lino  de  una  de  sus  habitaciones,  autorizado 
por  aquél,  ó  el  jefe  de  un  establecimiento  pú- 
blico ó  privado,  deseen  una  toma  de  agua,  di- 
rigirán al  director  del  Canal  una  petición  in- 
dicando la  situación  exacta  de  la  finca  eu  que 
se  pretende  emplear  ó  el  sitió  de  su  aprove- 
chamiento, con  especificación  detallada  de  los 
usos  á  que  se  destina  la  cantidad  que  se  desea 
obtener,  si  es  por  aforo,  y  por  qué  medio, 
ateniéndose  siempi-e  á  las  prescripciones  de 
este  reglamento. 

En  el  caso  que  la  petición  sea  para  usos  do- 
mésticos, se  indicará  el  alquiler  de  la  habita- 
ción según  la  cuota  de  contriljución  y  recibos 
de  inquilinato,  el  niimero  de  inodoros,  bañe- 
ras, caballos,  carruajes  de  lujo  ó  alquiler,  el 
ag'ua  que  se  destine  á  jardín,  etc. 

Los  modelos  de  estas  peticiones  serán  im- 
presos, y  se  darán  gratis  en  las  oficinas  del 
Canal. 

Art.  50.  El  director  del  Canal  hará  visitar 
por  el  dependiente  encargado  de  este  servi- 
cio los  locales  á  que  se  refiere  la  petición,  to- 
mando todas  las  noticias  que  puedan  condu- 
cir á  dar  una  comjileta  seguridad  acerca  de 
la  exactitud  de  las  declaraciones,  y  obtener 
el  convencimiento  de  que  es  posible  y  conve- 
niente acceder  al  sistema  de  suministro-  de 
ag'ua  pedido.  En  este  caso  el  director  del  Ca- 
nal hará  la  concesión,  especificando  en  ella 
las  condiciones  á  que  deberá  sujetarse,  ade- 
más de  las  contenidas  en  este  reg'iamento. 
Antes  de  efectuar  las  obras  para  la  toma  de 
aguas  exhil)irá  el  interesado  la  licencia  de  la 
autoridad  municipal. 
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Si  la  Dirección  del  Canal  crevose  ocasiona- 
da al  abuso  la  concesión  en  los  términos  en 
que  se  solicite,  y  que  la  vigilancia  necesaria 
para  evitarlo  resultase  excesivamente  costosa, 
podrá  deueg'ar  dicha  concesión. 

Art.  51.  Todas  las  concesiones  se  anotarán 
en  un  registro  especial  por  su  orden  crono- 
lógico. 

Los  interesados  están  obligados  á  infor- 
marse, por  si  ó  por  delegado,  del  estado  en 
que  se  halle  el  expediente  respectivo  de  con- 
cesión, quedando  prohibido  á  la  Dirección  del 
Canal  manifestarlo  oficialmente  por  escrito, 
exceptuando  el  caso  en  que  asi  se  le  ordene 
por  la  Superioridad. 

Art.  .52.  La  toma  de  agua  \  el  suministro 
y  la  colocación  de  la  tubería,  llaves  y  piezas 
para  conducir  el  agua  desde  la  cañería  públi- 
ca hasta  la  llave  de  aforo  ó  de  paso  inclusive, 
se  harán  por  los  agentes  de  la  Dirección  del 
Canal.  Esta  suministrará  la  tubería,  llaves  y 
piezas,  pero  no  los  contadores,  siendo  éstos  de 
cuenta  del  concesionario,  previa  aprobación 
del  sistema  por  la  Dirección  del  Canal. 

Los  gastos  qiie  se  originen  jaor  el  suminis- 
tro y  colocación  de  los  efectos  indicados  en  el 
párrafo  anterior  serán  satisfechos  por  el  con- 
cesionario anticipadamente  y  con  arreglo  á  la 
tarifa  adjunta.  El  resto  de  las  obras  las  hará 
el  concesionario  con  los  operarios  y  materia- 
les que  crea  conveniente,  pero  sujetándose 
siempre  á  la  inspección  facultativa  de  los 
ag'eutes  del  servicio,  quienes  fijarán  los  orifi- 
cios de  toma  y  salida  del  agua  si  la  concesión 
es  por  aforo,  y  la  colocación  y  diámetro  de  to- 
dos los  que  se  coloquen  dentro  de  la  finca  si 
fuese  la  concesión  á  caño  libre. 

Art.  53.  Aceptadas  la  concesión  y  la  tarifa, 
el  abonado  satisfará  en  la  Caja  de  la  Dirección 
del  Canal  el  importe  del  agua  correspondien- 
te al  mes  en  que  se  firme  por  el  interesado  la 
aceptación,  como  si  aquélla  se  hubiese  utili- 
zado durante  todo  el  mes,  si  la  concesión  es 
mensual,  ó  el  que  corresponda  al  periodo  del 
tiempo  que  media  entre  la  fecha  de  la  acepta- 
ción y  el  1."  de  Enero  ó  Julio  inmediato,  ade- 
más del  importe  del  agua  durante  el  semestre 
sig'uiente,  si  la  concesión  es  anual;  los  pagos 
sucesivos  se  efectuarán  por  meses  ó  semestres 
adelantados,  seg'ún  sea  la  concesión  mensual 
ó  anual.  No  se  suministrará  agua  hasta  que 
se  haya  hecho  el  pag'O. 

El  interesado  hará  efectivo  el  importe  de  la 
cuenta  de  obra  en  la  Caja  de  la  Dirección  del 
Canal  dentro  de  los  ocho  diassig'uieutes.  Toda 
reclamación  sobre  cuenta  de  obras  se  presen- 
tará por  escrito  ante  la  Dirección  del  Canal. 

El  concesionario  por  contador  pag'ará  el 
valor  del  agua,  segnin  la  tarifa  correspondien- 
te, que  á  juicio  de  la  Dirección  pueda  consu- 
mirse durante  un  plazo  ig-ual  al  señalado  en 
este  articulo  para  las  concesiones  anuales,  á 
reserva  de  practicar  al  finalizar  este  plazo, 
asi  como  cada  uno  de  los  semestres  siguien- 
tes, la  liquidación  correspondiente. 

Art.  5i.  La  vigilancia  de  las  tomas  de  ag'ua 
.se  ejercerá  exclusivamente  por  el  director  del 
Canal  y  sus  dependientes.  Estos  cuidarán  de 
que  no  se  cometa  ningún  abuso,  sea  separan- 


do de  su  lug-ar  ó  cambiando  la  forma,  el  diá- 
metro ó  el  número  de  llaves  ó  grifos  y  de  las 
cañerías,  ó  sea  distrayendo  el  agnia  de  los  usos 
para  que  se  haya  hecho  la  concesión. 

Art.  .55.  Los  empleados  del  Canal  en  sus 
visitas  de  inspección  cuidarán  de  hacer  constar 
las  fechas  de  dichas  \'isitas.  Para  ello  entre- 
g'arán  tina  cédula  firmada  con  dicha  fecha,  y 
recogerán  otra  firmada  ig-ualmente  del  sus- 
critor  ó  propietario,  jefe  ó  principal  de  la  casa 
ó  finca  que  se  visita,  y  si  no  se  hallase  en  su 
domicilio,  del  pariente  más  cercano,  y  en  su 
defecto  del  familiar  ó  criado  mayor  de  cator- 
ce años  que  estuviera  en  la  habitación  del 
que  hubiere  de  ser  notificado,  y  si  no  se  en- 
contrase á  nadie  en  ella,  del  vecino  más  cer- 
cano que  fuese  habido.  En  el  caso  de  no  saber 
firmar  se  requerirá  á  dos  testigos  para  q\ie  lo 
hag'an.    ■ 

TIT.  VI.— /nfrncciones  del  reglamento. 

Art.  56.  La  relación  escrita"  de  grifos  y 
servicios  de  que  habla  el  art.  25,  juntamente 
con  la  naturaleza  del  uso  á  que  se  ha  de  apli- 
car el  agua  cuyo  extremo  consta  en  el  expe- 
diente respectivo  de  concesión,  constituyen 
las  bases  invariables  del  convenio  entre  el 
concasionario  y  el  Estado. 

La  menor  alteración  en  dichas  bases  será 
objeto  de  autorización  escrita  expedida  por  el 
director  del  Canal,  previo  aviso  también  por 
escrito  del  concesionario.  Si  el  concesionario 
faltase  á  este  reqtiisito,  satisfará  una  multa  de 
50  pesetas  en  papel  correspondiente  ó  en  la 
forma  que  prescriban  al  efecto  los  reg'lamentos 
g'eneraíes.  Tan  luego  como  el  iug-eniero  direc- 
tor del  Canal  teng-a  conocimiento  de  alguna 
infracción  del  reglamento  se  presentará  ya 
personalmente,  ya  por  stis  delegados,  en  el 
local  donde  aquélla  se  haya  cometido,  y  apre- 
ciando el  daño  que  realmente  haya  resultado, 
y  oyendo  siempre  al  concesionario,  procederá 
á  imponer  la  pena  que  con  arreglo  á  este  re- 
g'lamento  corresponda. 

El  acuerdo  de  la  Dirección  del  Canal  se  no- 
tificará al  interesado  eu  comunicación  dirigida 
al  domicilio  del  mismo,  si  fuese  conocido,  y  si 
no  lo  fuese,  ó  si  el  interesado  se  negase  á  dar 
recibo  de  la  comunicación,  se  depositará  ésta 
en  el  Gobierno  de  "la  provincia.  El  pago  se 
efectuará  siempre  dentro  del  término  de  ocho 
días. 

Cuando  no  pueda  precisarse  con  exactitud 
el  tiempo  transcurrido  entre  el  conocimiento  de 
la  infracción  y  la  última  visita  verificada  por 
los  agentes  del  Canal  en  el  local  en  que  .se  ha 
cometido,  no  podrá  nunca  exigirse  la  correc- 
ción por  un  periodo  de  más  de  dos  años. 

Art.  57.  El  que  transportase  las  aguas  á 
otra  finca  ó  dejase  tomarla  á  personas  extra- 
ñas á  la  misma,  sin  variar  eu  ning'uno  de  los 
dos  casos  el  uso  autorizado  por  la  concesión, 
pag-ará  el  doble  abono,  á  contar  desde  la  úl- 
tima visita  practicada  por  los  ag-eutes  del  Ca- 
nal; pudiendo  admitirse  prueba,  á  los  interesa- 
dos respecto  de  cualquier  punto  de  liecho  que 
les  convenga  acreditar,  y  quedando  reducido 
el  tiempo  máximo  para  la  imposición  de  la  pe- 
nalidad al  de  dos  años  antes  del  día  en  que  se 
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descubriese  la  iutracc¡óu,si  no  pudiere  probar- 
se que  ésta  había  sido  más  reciente. 

Eu  caso  de  reincidencia  pagará  el  infractor 
el  doble  abono,  á  contar  desde  la  última  visita 
practicada  por  los  agentes  del  Canal,  y  multa 
de  óO  pesetas. 

En  nueva  reincidencia,  á  más  del  doble 
abono  y  multa  de  50  pesetas,  perderá  la  con- 
cesión, siendo  abonado  á  las  aguas,  y  no  podrá 
volver  á  usarlas  sino  eu  virtud  de  rehabilita- 
ción dictada  do  Real  orden. 

Los  propietarios  de  aguas  no  perderán  la 
concesión  y  sufrirán  como  penalidad  la  impo- 
sición del  doble  abono  y  multa  en  cada  in- 
fracción. 

Art.  58.  El  articulo  precedente  se  aplicará 
eu  todas  siis  partes  al  que  subarriende  ó  venda 
el  agua,  la  ceda  bajo  cualquier  titulo  que  sea, 
ó  la  deje  tomar  á  quien  no  esté  autorizado 
para  ello  por  la  concesión. 

Art.  5!l.  El  que  aplicase  á  usos  domésticos 
el  agua  que'^e  le  hubiere  concedido  para  usos 
industriales  pagará  16  pesetas  anuales  por 
liectülitro  diario,  además  del  abouo  heclio,  y 
á  contar  desde  la  última  visita  practicada  por 
los  agentes  del  Canal:  satisfará  igualmente 
iiua  multa  de  50  pesetas.  En  caso  de  reinci- 
dencia se  aplicarán  las  prescripciones  consig- 
nadas eu  los  dos  artículos  anteriores  y  como 
si  la  concesión  estuviera  hecha  para  usos  do- 
mésticos. 

Art.  (iO.  El  que  teniendo  concedida  agua  á 
caño  libre  para  usos  domésticos,  la  aplicase  á 
tisos  industriales,  pagará  8  pesetas  auuales 
por  hectolitro  diario  del  volumen  que  en  total 
derramen  todos  los  grifos  establecidos  abier- 
tos simultáneamente  y  aforados  directamente, 
y  á  C07itar  desde  la  última  visita  pi'acticada 
por  los  agentes  del  Canal.  Satisfará  además 
lina  multa  de  50  pesetas.  En  caso  de  reinciden- 
cia pagará  50  pesetas  de  multa  y  el  importe 
del  agua  aforada  eu  la  forma  que  acaba  de 
decirse  á  razón  de  16  pesetas  anuales  por  hec- 
tolitro diario,  á  contar  desde  la  última  visita. 
En  nueva  reincidencia,  además  de  pagar  las 
multas  dichas,  perderá  la  concesión  y  uo  podrá 
volver  á  hacer  uso  de  las  aguas  del  Canal  sino 
eu  virtud  de  rehabilitación  dictada  de  Real 
orden. 

El  que  teniendo  concedida  agua  por  aforo 
para  usos  domésticos  la  aplicase  á  usos  indus- 
triales, pagará  solamente  50  pesetas  de  multa. 
Todas  las  reincidencias  sucesivas  serán  casti- 
gadas respectivamente  con  la  misma  multa. 

Los  establecimientos  benéficos  que  por  gra- 
cia especial  disfrutan  el  agua  por  aforo  ó  caño 
libre  al  precio  de  2  pesetas  50  céntimos  anua- 
les por  hectolitro  diario  satisfarán  en  caso  de 
cualquiera  de  las  infracciones  consignadas  en 
los  artículos  precedentes,  las  mismas  multas  y 
las  mismas  cantidades  que  si  fueren  concesio- 
narios á  precio  corriente. 

Art.  61.  Toda  alteración  en  el  número  ó  en 
la  disposición  de  los  aparatos  y  cualquiera  de 
sus  partes,  no  habiendo  transiiorte,  venta,  sub- 
arriendo, cesión  gratuita  ó  á  título  oneroso,  ni 
cambio  del  uso  del  agua  concedida  por  la  Di- 
rección del  Canal,  lleva  consigo  el  abono  del 
cuadruplo  del  precio  fijado  en  la  tarifa  para  el 


servicio  que  se  haya  aumentado,  y  además 
una  multa  de  50  pesetas. 

En  caso  de  reincidencia,  el  concesionario 
quedará  sujeto  á  las  prescripciones  señaladas 
pava  este  caso  en  el  articulo  precedente  y  abo- 
nará las  cantidades  en  él  consignadas. 

Para  los  efectos  de  este  articulo  se  entiende 
servicio  aumentado  á  los  autorizados  por  la 
concesión  el  volumen  que  so  vierta  por  conse- 
cuencia de  haber  puesto  eu  curso  pernianeute 
ctialquier  grifo  autorizado,  cuyo  volumen  so 
considerará  suministrado  por  aforo  por  el  grifo 
que  hul)iere  sufrido  la  alteración. 

Art.  62.  Cuando  se  cometan  dos  ó  más  in- 
fracciones, se  acunntlarán  las  umitas  é  indem- 
nizaciones que  á  cada  infracción  correspondan 
para  componer  la  nuilta  é  indemnización  total, 
salvo  el  caso  de  que  alguna  de  las  infracciones 
constituya  solo  medio  de  realizar  las  otras,  en 
el  que  se  aplicará  únicamente  la  penalidad 
mayor  que  corresponda  á  las  distintas  infrac- 
ciones ccmetid.as. 

Art.  63.  Si  el  pago  de  un  abono  mensual  no 
se  efectuase  dentro  de  los  tres  días  siguientes 
al  en  que  debe  verificarse,  se  suspenderA  el 
suministro  del  agua. 

Pasados  otros  tres  días  sin  realizarse  el 
pago,  se  procederá  á  la  interceptación  defini- 
tiva del  servicio.  Si  empezada  ya  la  operación 
de  la  interceptación  el  concesionario  pidiera 
la  suspensión  de  la  misma,  se  accederá  á  su 
petición,  previos  el  pago  del  abono  y  una  in- 
demnización de  50  pesetas. 

Si  el  pago  de  un  semestre  corresi)ondieute  á 
uu  abouo  anual  no  se  efectúa  denlro  del  mes 
de  Enero  ó  Julio,  se  suspenderá  el  suministro 
del  agua  el  ol  del  mes  respectivo.  Si  transcu- 
rriese otro  mes  sin  verificarse  el  pago  se  pro- 
cederá á  la  interceptación  definitiva  de  la 
toma.  Si  empezada  esta  operación  el  concesio- 
nario pidiese  la  suspensión  de  la  misma,  se  ac- 
cederá á  su  petición,  jirevios  el  pago  del  abo- 
no, 50  pesetas  de  indemnización  y  otras  50  de 
multa. 

La  falta  de  exactitud  en  los  pagos  corres- 
pondientes á  todo  género  de  infracciones  aje- 
nas á  la  falta  de  pago  del  aljono,  lleva  consi- 
go la  suspensión  del  servicio  de  aguas,  siu 
previo  aviso,  y  si  transcurriese  un  mes  siu  ve- 
rificarse el  pago,  se  procederá  á  la  interccpta- 
cióu  definitiva  de  la  toma. 

En  todos  los  casos,  si  llega  á  efectuarse  la 
interceptación  del  servicio  por  falta  de  pag'o, 
quedará  inhabilitado  el  concesionario  para 
volver  á  hacer  uso  de  las  aguas  del  Canal,  y 
no  podrá  por  ningún  concepto  reclamar  iu- 
demnización  de  daños  y  pierjuicios  por  los  cjue 
puedan  sufrir  sus  llaves  y  cañerías  por  causa 
de  la  operación  del  corte  del  agua,  que  puede 
intervenir  y  para  ello  se  le  citará  oportuna- 
mente. 

Su  rehabilitación  tendrá  que  ser  objeto  de 
una  Real  orden  y  deberá  abonar  eu  su  caso  el 
duplo  del  importe  ademlado. 

Art.  64.  A  toda  interceptación  de  toma  ve- 
rificada á  petición  del  interesado  precederá  la 
licencia  que  pi'oceda  por  parte  de  la  autoridad 
municipal;  si  no  se  presenta  esta  licencia,  ni 
se  efectVia  el  pago  dentro  de  los  quince  dias 
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sig-uieiites  íl  la  ¡letición,  la  Direccióu  del  Canal 
pi-ocederá  A  la  liiterceptacióu  de  la  toma,  que 
se  verificará  con  las  mismas  condiciones  ex- 
presadas y  con  las  responsabilidades  consig- 
nadas en  el  articulo  anterior. 

La  solicitud  de  interceptación  se  hará  pro- 
tísameiite  por  escrito. 

Art.  (55.  LaDirección  del  Canal  podrá  acor- 
dar, á  petición  del  interesado,  en  un  abono 
mensual,  la  suspensión  del  servicio  por  el 
tiempo  que  crea  conveniente,  no  excediendo 
de  tres  meses,  sin  responsabilidad  para  dicho 
interesado.  Pasados  dichos  tres  meses,  se  pro- 
cederá á  renovar  el  servicio,  previo  el  ]iag-o 
del  abono  correspondiente,  ó  á  la  intercepta- 
ción definitiva  del  mismo  en  su  caso,  conside- 
rándola para  los  efectos  de  este  reglamento 
como  interceptación  de  toma  por  falta  de  pago 
si  no  se  abona  la  tarifa  correspondiente,  pre- 
sentando además  la  licencia  que  proceda  de 
la  autoridad  municipal. 

Si  los  servicios  tuvieran  carácter  periódico, 
la  Dirección  del  Canal  acordará  la  suspensión 
en  los  términos  que  crea  convenientes. 

Art.  66.  Cuando  en  virtud  de  los  artículos 
precedentes  haya  derecho  á  exigir  una  indem- 
nización de  valor  de  agua  por  un  periodo  de 
tiempo  que  exceda  de  dos  años,  se  reducirá  el 
importe  de  la  misma  á  la  parte  correspondien- 
te á  dichos  dos  años. 

Art.  67.  Queda  absolutamente  prohibido 
gratificar  bajo  cualquier  concepto  á  los  depen- 
dientes del  servicio.' 

La  prueba  del  hecho  de  haberse  dado  algu- 
na lleva  consigo  la  suspensión  de  la  concesión 
y  la  pérdida  del  destino  del  dependiente  que 
la  haya  recibido,  sin  perjuicio  de  los  procedi- 
mientos á  que  pueda  dar  lugar  por  conato  de 
soborno  ii  otro  concepto. 

Art.  68.  Si  la  concesión  se  ha  hecho  á  pro- 
pietario de  agua,  no  podrá  hacer  uso  de  ella, 
sea  para  la  misma  finca,  sea  para  otra,  sea 
])ara  transferirla  á  nuevo  dneño,  hasta  ha- 
ber satisfecho  las  cantidades  arriba  indicadas 
como  si  fuera  abonado,  y  además  el  coste  de 
levantar  la  cañería. 

Art.  69.  Los  concesionarios  son  responsa- 
bles de  la  observancia  de  este  reglamento  y  de 
las  condiciones  particulares  de  la  concesión 
que  no  estén  incluidas  en  él,  aun  cuando  no 
disfruten  el  ag'ua  ni  habiten  la  finca  que  la 
recibe. 

Art.  70.  La  Dirección  del  Canal  autoriza- 
rá, á  petición  de  los  interesados  ó  del  Ayun- 
tamiento, el  establecimiento  de  bocas  y  otras 
instalaciones  contra  incendios  en  los  edifi- 
cios que  por  su  naturaleza  exijan  tales  pre- 
cauciones. 

Las  dimensiones  de  las  bocas  contra  incen- 
dios serán  las  mismas  que  las  del  servicio  mu- 
nicipal establecidas  en  la  vía  pviblica  de  Ma- 
drid. La  Dirección  del  Canal  puede  adoptar 
cuantas  medidas  crea  oportunas  para  jireca- 
ver  abusos  é  inspeccionar  al  efecto  las  bocas 
siempre  y  á  cualquier  hora. 

El  concesionario  de  bocas  de  incendio  que 
aplicare  el  agua  suministrada  por  las  mismas 
A  usos  diferentes,  cualesquiera  que  éstos  sean, 
del  Vínico  y  exclusivo  de  extinción  de  incen- 


dios, pagará  á  razón  de  16  pesetas  anuales 
por  hectolitro  diario  todo  el  volumen  de  ag'ua 
que  derramen  las  bocas  abiertas  simultánea- 
mente y  aforadas  directamente  por  el  periodo 
de  tiempo  transcurrido  desde  la  última  conce- 
sión hasta  el  día  en  que  se  descubriese  la  in- 
fracción, ó  en  su  defecto  por  un  año,  además 
de  reponer  las  cosas  en  su  ser  y  estado. 

En  todos  los  casos  de  reincidencia,  y  si  no 
es  posible  variar  la  situación  de  la  boca  de 
incendios,  se  pagará  el  duplo  de  la  penalidad 
establecida  en  el  jiárrafo  anterior. 

Art.  71.  El  presente  reglamento  rige  desde 
su  publicación  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  se 
aplicará  á  todas  las  concesiones  que  desde  di- 
cha época  se  otorg'uen,  y  á  las  concedidas  con 
anterioridad  desde  el  momento  en  que  se  re- 
nueven por  convenio  expreso  ó  tácito. 

También  se  aplicará  á  las  concesiones  exis- 
tentes en  la  actualidad,  si  los  interesados  eu 
las  mismas  lo  solicitan  por  escrito  de  la  Direc- 
cióu del  Canal  en  el  término  de  un  mes  desde 
la  publicación  de  este  reg'lamento. 
TÍTULO  ADICIONAL. — De  las  concesiones  para  usos 
públicos. 

Art.  72.  Se  entiende  por  servicios  públicos 
los  que  atiende  el  Ayuntamiento  con  las  aguas 
que  emplea  en  el  riego  de  paseos,  calles,  fuen- 
tes de  ornato,  limpieza  de  alcantarillas  y  ca- 
lles, baños,  lavaderos  y  otros  análogos. 

Se  comprende  también  en  los  servicios  pú- 
blicos, los  que  se  cubren  con  aguas  concedi- 
das para  el  surtido  de  las  escuelas,  cuarteles, 
hospitales  y  otros  establecimientos  de  natura- 
leza análoga,  sostenidos  con  fondos  municipa- 
les, provinciales  ó  g-euerales  del  Estado . 

Art.  73.  Las  concesiones  de  agua  para  ser- 
vicios iJÚblicos  están  sujetas  á  las  prescripcio- 
nes de  este  reglamento  en  cuanto  no  se  opon- 
gan á  lo  prevenido  eu  los  articules  siguientes. 

Art.  7-1.  Las  concesiones  para  servicios 
efectuados  por  el  Ayuntamiento,  como  riegos 
de  calles,  paseos  y  arbolados,  fuentes  de  ve- 
ciudad  autorizadas,  fuentes  de  ornato,  baños 
y  lavaderos  públicos,  limpiezas  de  lodos  y  nie- 
ves, limpieza  de  alcantarillas  y  abastecimien- 
tos de  establecimientos  dependientes  del  Mu- 
nicipio, se  harán  á  caño  libre,  cuyo  sistema  se 
empleará,  sea  que  las  aguas  que  se  suminis- 
tren correspondan  á  los  2.000  rs.  fontaneros 
(6.491  metros  cúbicos  eu  veinticuatro  horas) 
de  que  es  propietario,  sea  que  correspondan  á 
las  dotaciones  g-ratuitas  de  que  habla  el  art.  76. 

Las  fuentes  de  vecindad  ya  instaladas  y  las 
que  se  establezcan  eu  lo  sucesivo,  deberáu  es- 
tar provistas  de  un  aparato  que  impida  el  cui'- 
so  permanente  del  agua. 

Art.  75.  Solamente  podrán  hacerse  por  afo- 
ro los  suministros  de  agua  correspondientes  á 
las  fuentes  de  ornato  en  el  caso  de  que  se  con- 
sidere oportuno  que  tal  servicio  sea  completa- 
mente independiente  de  todos  los  demás  y  fue- 
se continuo. 

Art.  76.  El  Ayuntamiento  de  Madrid  podrá 
tomar  gratuitamente  sobre  el  importe  de  su 
suscrición  la  cantidad  de  agua  que  necesite 
para  atender  á  los  servicios  que  exige  el  au- 
mento de  la  población  y  qite  no  utilice  el  Es- 
tado. 
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Art.  77.  De  uiiigún  modo  dispondriV  la  Mu- 
nicipalidad de  cantidad  alguna  de  agua  para 
servicios  que  no  seau  de  utilidad  pública  y  que 
lio  se  hallen  bajo  su  inmediata  administración. 

Art.  78.  Serán  de  la  exclusiva  cuenta  del 
Ayuntamiento  los  g'astos  que  se  hag'an  para  la 
construcción  de  cañerías  dedicadas  al  estable- 
cimiíMitn  de  nuevos  servicios,  cuyas  obras  no 
se  efectuarán  sin  que  se  pase  el  oportuno  avi- 
so á  la  Dirección  del  Canal,  de  quien  exclusi- 
vamente depende  la  distribución  de  las  aguas. 

Art.  79.  Las  concesiones  de  agua  para  es- 
tablecimientos provinciales  de  Beneficencia  se 
harán,  en  general,  por  el  sistema  de  aforo,  al 
precio  de  2'üO  pesetas  anuales  por  hectolitro 
diario. 

Si  la  naturaleza  del  servicio  cjtie  ha  de  pres- 
tar el  agua  exigiera  el  sistema  de  caño  libre, 
corresponderá  á  la  Dirección  general  de  Obras 
públicas  otorg'ar  la  concesión,  previo  informe 
de  la  del  Canal. 

Art.  80.  Los  establecimientos  del  Estado 
que  no  sean  propietarios  de  agua,  ó  que  sién- 
dolo uo  puedan  satisfacer  sus  necesidades  con 
la  dotación  que  posean,  disfrutarán  gratis  del 
volumen  total  ó  del  suplementario  en  uno  y 
otro  caso  respectivamente. 

Art.  81.  El  sistema  de  concesión  del  agtia, 
asi  como  la  dotación  que  corresponda  aplicar 
á  cada  uno  de  los  referidos  establecimientos  ú 
oficinas  del  Estado,  se  fijarán  por  el  Ministerio 
de  Fomento  cu  virtud  de  propuesta  del  direc- 
tor del  Canal. 

Art.  82.  Los  gastos  de  tuberia  y  accesorios 
hasta  la  distribución  interior  del  agua  en  los 
edificios  serán  de  cargo  de  cada  uno  de  los  Mi- 
nisterios de  quien  aquéllos  dependan;  pero 
tanto  estas  operaciones  como  el  servicio  del 
ag'ua  se  harán  bajo  la  inspección  y  vigilancia 
de  los  empleados  del  Canal  con' sujeción  al 
presente  reglamento. 

Varlfn  (lelos precios  que  deberán  satisfacer  los  suscri- 

Aorta  y  abonados  d  las  aguas  del  Canal  de  Isabel  II por 

la  colocación  y  suministro  de  la  tuberia  y  piezas  desde 

la  ca1>eria  piiblica  hasta  la  entrada  de  sus  propiedades. 

Pías.  Cts. 

Taladrar  la  cañería  general,  suminis- 
trar y  colocar  la  pieza  de  toma  y  la 
tubería  desde  ésta  hasta  la  fachada 
de  la  casa,  siempre  que  esta  distan- 
cia no  exceda  de  5  metros 40 

Cada  llave  de  aforo  con  su  caja  de  hie- 
rro y  su  llave 57'50 

Cada  llave  de  paso  de  20  milímetros..       18'75 

Cada  llave  de  paso  de  ;30  id 25 

Cada  llave  de  paso  de  40  id 50 

Cada  platillo  de  hierro  para  la  unión 
de  la  tubería 0'63 

Cada  tornillo  cou  su  tuerca  para  los 
mismos  iilatillos 1 

Cada  registro  para  la  colocación  de 
las  llaves  con  buzón  de  piedra 22'50 

Cada  metro  de  cañería  colocado  en  el 
exterior  ó  interior  de  la  finca  hasta 
la  llave  de  paso  ó  aforo,  siempre 
que  no  exceda  de  2  centímetros  de 
diámetro ...         5 

Por  cerrar  la  comunicación  de  un  aco- 
metimiento particular  cou  la  cañe- 


Ptaa.  Cts. 

ría  piiblica,  reemplazando  la  pieza 
de  toma  con  un  tapón  de  bronce  á 
rosca 20 

Cada  cerradura  de  bronce  para  llave 
de  aforo 15 

Cada  caja  de  fundición  para  llave  de 

aforo 10 

Madrid  6  deOctubrede  1886.— Ajirobado  por 

S.  M.— Montero  Kios.»   (Gcw.  11   Octubre  '  y 

C.  L.,  t.  137,  ¡j.  (¡48.) 

E.  0.7  Agosto  18S8. 
Pago  del  doble  abono  de  derecho  en  papel  de  mtíltas. 

(Hac.)  Extracto.— Se  resuelve  á  instancia 
de  D.  Luis  Barthe,  cou  vista  del  art.  182  de  la 
ley  del  Timbre  «que  las  imposiciones  del  doblo 
abono  por  infracciones  del  reglamento  del  Ca- 
nal de  Isabel  II,  deben  considerarse  como  mul- 
tas y,  por  tanto,  ser  satisfechas  eu  papel  de 
pagos  al  Estado». 

H.  O.  19  Octutre  1889. 
Reglas  d  que  ha  de  sujetarse  el  uso  de  la  concesión  de 
agua  para  el  establecimie^ito  de  ventiladores.,.,  adicio- 
nales al  Reg.  de  6  de  Octubre  de  ISSG. 

(FoM.)  «El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido  A  bien 
confirmar  la  concesión  hecha  cou  carácter  pro- 
visional por  el  director  del  Canal  de  Isabel  II, 
al  Casino  de  Madrid  para  el  establecimiento 
de  ventiladores  con  agua  pulverizada,  conser- 
vando el  mismo  carácter  provisional  con  que 
fué  dada,  asi  eu  lo  referente  á  tipos  de  percep- 
ción, como  á  tarifas  y  reputándola  para  usos 
domésticos.  Al  propio  tiempo...  se  ha  ser\'ido 
S.  M.  disponer  que  las  reglas  á  que  ha  de  ate- 
nerse el  Casino  de  Madrid  para  el  uso  de  la 
concesión,  aplicables  á  los  casos  análogos  que 
se  presenten,  seau  adicionales  al  reglamento 
de  6  de  Octubre  de  1886  y  expresadas  del  si- 
g'uiente  modo: 

1."  Para  que  pueda  accederse  á  la  conce- 
sión de  aguas  con  destino  á  ventiladores  que 
la  exijan  eu  forma  pulverizada,  es  indispensa- 
ble que  estén  satisfechos  todos  los  servicios 
domésticos  de  agua  en  la  fiuca  en  que  hayan 
de  emplearse. 

2.^     La  concesión  se  hará  á  caño  libre. 

3.''  Mientras  los  orificios  que  proyectan  el 
agua  no  tengan  un  diámetro  superior  á  tres 
milímetros  y  cada  uno  de  ellos  uo  lance  la 
vena  fluida  'más  que  sobre  un  solo  cono  de  su- 
perficie tersa,  constituyendo  asi  cada  orificio 
con  el  cono  correspondiente  un  pulverizador 
elemental,  el  ti])o  de  consumo  para  el  ventila- 
dor se  fija  en  uu  hectolitro  diario  por  cada 
serie  formada  de  10  pulverizadores,  compu- 
tándose por  serie  completa  el  residuo  menor 
de  10  si  lo  hubiere. 

4.^^  Si  la  concesión  fuere  otorgada  por  abo- 
no, la  tarifa  se  fijará  valorando  en  8  pesetas 
anuales  por  hectolitro  diario,  el  tipo  de  con- 
sumo que  resulte  de  la  apreciación  hecha  por 
la  base  anterior. 

DeReal  orden, etc.  Madrid  19nctubre  1889.» 
(Gac.  4  Noviembre  y  rectificación  de  la  del  5.) 


'    La  misma  Gaceta  publica  el  reglamento  pu  ra  el  ser- 
¡icio  y  distribución  de  las  aguas  de  las  acequias  de  riego. 
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CANAL  DE  TAMARITÉ.-CAXAL  DE  URGEL. 


CANAL  DE  TAMARITE  (hoy  de  Aragón  y  Cata- 
luña).    Empezáronse  á  hacer  los  estudios  de 
este  Canal  en  el  i-eiuado  de  Carlos  III,  pero  no 
se  lleg'ó  á  un  plan  definitivo  hasta  1834,  en 
que  por  R.  C.  de  25  de  Abril  se  concedió  á.  una 
Compañía  su  construcción  para  los  servicios 
de  la  navegación,  del  riego  y  de  la  industria. 
En  el  preámbulo  del  R.  D.  de  1.°  do  Septiem- 
bre de  18f)6,  modificando  las  condiciones  de  la 
concesión,  dice  el  Sr.  Ministro  del  ramo,  que 
desde  su  primitiva   autorización  sigue  este 
asunto  una  penosa  j  difícil  tramitación,  tanto 
que  en  19  de  Junio  de  1865  no  se  habían  co- 
menzado las  obras  de  tan  importante  Canal, 
destinado  a  fertilizar  extensas  comarcas. 
He  aquí  un  extracto  del  preámbulo: 
El  Sr.  Ministro  dice  qxie  han  sido  varias  y 
numerosas  las  vicisitudes  que  ha  .experimenta- 
do este  canal,  debidas  principalmente  á  la  ín- 
dole especial  de  la  Real  cédula  de  concesión, 
que  por  afán  de  propjorcionar  g'randes  benefi- 
cios  al  país,   otorg'ó  á  la  Compañía  tales  y 
tan  ciianiiosos  privilegios,  que  chocan  con  la 
organización  y  régimen  económico  y  adminis- 
trativo actual;  que  la  g'uerra  civil  y  la  epide- 
mia que  afligieron  á  España  en  los  primeros 
años  del  actual  reinado,  la  viciosa  org'aniza- 
ción  de  la  Compañía  concesionaria,  y  las  difi- 
cultades con  qué  se  tropezaba  á  cada  paso 
en  la  ejecución,  juntas  á  los  extraordinarios 
privilegios  y  exenciones  concedidos  á  la  Em- 
presa, han  dilatado  por  largo  tiempo  su  reali- 
zación: que  en  18-11  se  tocaban  ya  gravísimas 
dificultades  para  llevar  á  cabo  la  obra  en  los 
términos  prevenidos  en  aquélla,  y  que  en  29 
de  Mayo  de  1843,  el  Regente  del  Reino,  de 
acuerdo  con  la  Junta  consultiva  de  la  Sección 
de  caminos,  mandó  que  se  procediese  á  cele- 
brar nuevo  contrato,   disposición  que  no  se 
pudo  llevar  á  efecto,  merced  á  las  reclamacio- 
nes de  la  Compañía:  que  transcurridos  algni- 
jios  años,   dictóse  otra   disposición  en  23  de 
j\Iayo  de  1850,  declarando  definitivamente  ca- 
ducada la  concesión,  de  que  se  alzó  la  Compa- 
ñía en  la   vía   conteucioso-administrativa,  y 
por  R.  D.  S.  de  10  de  Septiembre  de  1856  se 
declaró  sin  efecto  dicha  Real  orden,  disponien- 
do al  mismo  tiempo  lo  conveniente  para  regu- 
larizar el  asunto  y  llevar  á  cabo  la  obra  pú- 
blica:  que  pasaron  todavía  alg'unos  años  en 
discusiones  sobre  los  objetos  del  Canal:  que  se 
aprobó  por  las  Cortes  sin  llegar  á  ser  ley  un 
proyecto  sobre  el  asunto:  cjiíe  mediaron  nue- 
vos informes  del  Consejo  de  Estado  sobre  mo- 
dificación de  la  concesión,  y  que  aceptadas  por 
la  Compañía  las  nuevas  condiciones,  se  estaba 
en  el  caso  de  subrrog-ar  por  ellas  la  Real  cé- 
dula de  1834.  Fundado,  pues,  el  Gobierno  en 
estas  consideraciones,  dictó  el  sig'uiente  Real 
decreto: 

«Artículo  único.  La  concesión  del  Canal  de 
Tamarite  de  Litera,  otorgada  por  R.  C.  de  25 
de  Abril  de  1834,  queda  modificada  en  los  tér- 
minos que  expresan  las  condiciones  adjuntas. 
Dado  en  Zarauz  á  3  de  Septiembre  de  1866. — 


Está  rubricada  de  la  Real  mano. — El  Ministro 
de  Fomento,  Manuel  de  Orovio.»  {C.  L.,  t.  96, 
pág.  545.) 

En  3  de  Junio  de  1873  se  declaró  á  la  Em- 
presa del  Canal  de  Tamarite  en  situación  de 
optar  á  los  derechos  y  obligaciones  que  para 
el  régimen  de  las  concesiones  de  canales  de 
rieg'o  consigna  la  ley  de  1870. 

Y  tiltiraameute,  por  R.  D.  de  17  de  Noviem- 
bre de  1S76  se  autorizó  á  D.  Carlos  Fortuny  y 
otros  jiara  la  continuación  de  los  trabajos  de 
dicho  Canal  con  losbeneficios  déla  ley  de  1870, 
entendiéndose  la  concesión  á  perpetuidad. 

CANAL  DE  URGEL.  Fué  concedida  provisio- 
nalmente la  construcción  de  este  canal  de  rie- 
go, por  R.  O.  de  8  de  Marzo  de  1850,  con  vista 
de  la  instrucción  para  promover  y  ejecutar 
las  obras  públicas  de  10  de  Octubre  de  1845, 
de  la  R.  O.  de  14  de  Marzo  de  1846,  sobre  el 
aprovechamiento  de  ag-uas  de  los  ríos  y  su 
aclaratoria  de  21  de  Ag-osto  de  1849,  y  de  la 
ley  de  enajenación  forzosa  de  17  Julio  de  1836. 
He  aquí  las  vicisitiides  de  este  Canal: 

Por  R.  O.  3  Xoviembre  1852,  declarándose 
caducada  la  anterior  autorización  concedida, 
se  otorgó  á  la  casa  deGirona  la  Real  concesión 
definitiva  para  la  construcción  del  canal  á  sus 
expensas,  cuyo  costo  se  halla  presupuestado 
en  la  cantidad  de  31.595.677  rs.  vn.,  con  arre- 
glo á  los  planos  y  Memoria  facultativa  presen- 
tados y  eu  los  términos  y  con  las  obligaciones 
que  se"  expresan  en  el  referido  decreto,  que 
son  en  resumen:  declaración  de  utilidad  pú- 
blica; disfrute  del  Canal  por  noventa  y  nueve 
años,  al  cabo  de  los  cuales  pasará  al  Estado 
en  plena  propiedad;  goce  de  los  derechos  y 
privilegios  concedidos  á  las  obras  de  riego 
por  la  lev  de  24  de  Junio  de  1849;  uso  y  apro- 
vechamiento de  las  aguas,  y  facultad  de  ce- 
derlos mediante  el  pago  de  un  canon  ó  presta- 
ción anual,  de  libre  comercio  con  los  reglan- 
tes, pero  deutro  del  tipo  máximo  que  fije  el 
Gobierno;  la  plena  propiedad  de  los  saltos  de 
ag-ua  que  establezca  eu  el  Canal,  en  tanto  que 
los  aplique  vitilmente  sin  reversión  en  este 
caso  al  Estado,  aun  pasados  los  noventa  y 
nueve  años;  obligación  de  ejecutar  las  repa- 
raciones que  sean  precisas;  principio  y  con- 
clusión de  las  obras  en  los  plazos  que  se  fija- 
ron; depósito  eu  garantía  del  10  por  100  del 
capital  presupuesto,  y  cumplimiento  de  la  ley 
de  su  razón  si  hubiera  de  organizarse  socie- 
dad por  acciones. 

Por  leyes  de  25  de  Abril  de  18.56,  12  de  Ju- 
nio de  1859,  18  de  Junio  de  1862  y  11  de  Junio 
de  1866,  se  otorgaron  anticipos  á  la  Empresa 
para  llevarla  adelante ,  á  calidad  de  reinte- 
gro, sin  poder  aplicar  á  otra  cosa  las  canti- 
dades recibidas.  El  reintegro  ha  de  hacerse  eu 
el  plazo  de  veinte  años,  amortizándose  suce- 
sivamente cada  año  la  cantidad  que  se  dice,  y 
la  Empresa  quedó  autorizada  para  emitir  obli- 
gaciones á  medida  que  sus  necesidades  lo  exi- 
jan, por  un  capital  igual  al  auxilio  que  se  la 
concede  por  la  última  de  las  citadas  leyes 
(200.000  escudos).  Por  R.  D.  de  10  de  Noviem- 
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bre  de  1882  se  declaró  á  la  Empresa  con  dere- 
cho á  Ins  beneficios  de  la  ley  de  20  de  Febrero 
de  1S70. 

CANALES  VARIOS.  Son  muchos,  además  de 
los  dichos,  los  canales  de  navegación  y  de  rie- 
go que  se  hau  autorizado,  algunos  de  ellos  ca- 
ducados. Haremos  mérito  de  aquellos  de  que 
tenemos  noticia: 

Canal  del  Castril  y  del  Guardal. — Fué  au- 
torizada la  construcción  de  este  canal  en  la 
provincia  de  Granada  por  R.  D.  de  2  de  Octu- 
bre de  1878. 

Canal  del  Duero. — Fué  autorizada  la  cons- 
trucción de  lino  en  la  provincia  de  Burg'os  por 
R.  D.  de  5  de  Julio  de  1872,  y  declarada  la  ca- 
ducidad de  otro  en  la  de  Valladolid  y  autori- 
zado de  nuevo  por  Rs.  Ds.  de  21  do  Enero  de 
1875  y  21  de  Abril  de  187(). 

Canales  del  Fluviá.—'Por  R.  D.  de  5  de  Ene- 
ro de  1882  se  autorizó  la  construcción  de  tres 
canales  derivados  del  río  Fluviá  en  la  zona 
del  AmpurdAu. 

Canal  de  la  Granja. — Fué  autorizado  por 
R.  D.  de  12  de  Enero  de  18G2. 

Canid  de  Guadarrama. — Por  R.  O.  de  10  de 
Mayo  de  1786  se  aprobó  el  proyecto  y  empresa 
de  un  canal  navegable  desde  el  rio  Guadarra- 
ma hasta  incorporarle  con  el  de  Manzanares, 
junto  al  puente  de  Toledo,  en  Madrid.  Soló  se 
construyeron  unas  tres  leguas  hasta  cerca  de 
las  Rozas,  habiendo  quedado  sin  efecto  las  rei- 
teradas concesiones  hechas  para  llevarle  á 
cal)o. 

Canalón  de  Guadiaro. — Ha  sido  autorizada 
la  construcción  de  dos  canales  derivados  del 
rio  Guadiaro  por  R.  D.  de  12  de  Abril  de  1872 
y  de  otros  dos  por  D.  do  7  de  Abril  de  1873. 
i  Canal  del  Guadalete. — Autorizado  por  Real 
decreto  de  7  do  Enero  de  1876. 

Canal  del  Henares. — Fué  autorizada  la  cons- 
trucción do  este  canal  de  riego  derivado  del 
rio  Henares,  por  R.  D.  do  12  do  Mayo  de  1859, 
con  destino  á  rogar  y  fertilizar  la  campiña  de 
Alcalá,  ó  los  términos  de  Yun((uera,  Fonta- 
nar, Marchámalo,  Cabanillas,  Alobora.y  Azu- 
queca,  en  la  provincia  de  Guadalajara,  y  Me- 
co, Camarma  y  Alcalá  en  la  de  Madrid,  reco- 
rriendo una  línea  do  42  kilómetros  y  825  me- 
tros, sobre  una  superficie  regable  de  10.000 
hectáreas. 

Canal  de  Manzanares. — Llámase  así  el  cons- 
truido desdo  el  puente  de  Toledo  en  Madrid, 
hasta  cerca  de  Vacia  Madrid  (unas  dos  leguas 
y  media).  Debió,  según  oí  proyecto,  llegar  á 
Araujuez  ])ara  continuar  después  la  navega- 
ción por  el  Tajo. 

Canal  de  Murcia.— Por  Real  cédula  de  4  do 
Junio  de  1775  se  autorizó  la  construcción  de 
un  canal  de  navegación  y  riego  |)ara  los  cam- 
pos de  Lorca  y  otros  pueblos  del  Reino  de 
Murcia,  pero  sólo  se  construyeron  entonces 
unas  cuantas  leguas. 

Canal  de  María  Cristina  (de  Albacete). — 
Muy  pocas  noticias  logislati\as  podemos  dar 
de  este  canal  que  tan  beneficioso  lia  sido  para 
Albacete.  Se  habla  de  él  extcíiisamente  en  el 
Diccionario  del  Sr.  Madoz,  t.  1,  p.  282.  En  or- 


den de  19  de  Febrero  de  1866  se  determinó  ser 
ajenos  del  presupuesto  general  del  Estado  los 
gastos  de  conservación  de  este  canal;  siendo 
confirmada  por  otra  de  .31  de  Enero  de  1867, 
en  que  se  mandó  además:  1.",  que  el  goberna- 
dor de  la  provincia  convocara  una  Comisión 
de  ¡iropietarios  y  regantes,  la  cual,  con  los  in- 
dividuos qvie  de  su  seno  designasen  el  Ayun- 
tamiento y  la  Piputación  provincial,  procedie- 
ra á  fijar  la  parte  alícuota  con  que  desde  1." 
do  Juíio  de  aquel  ai~io  habían  de  contribuir  á. 
la  conservación  de  la  obra  la  Diputación  pro- 
vincial, el  Ayuntamiento  y  los  propietarios. 
Y  2.",  que  el  ingeniero  jefe  de  la  provincia 
formulara,  sin  levantar  mano,  el  reglamento, 
poniendo  en  armonía  con  la  legislación  de 
aguas  el  de  28  de  Marzo  de  1818. 

Canal  del  Pisuerga.  —  Fué  autorizada  su 
construcción  por  el  R.  D.  de  12  Enero  1872, 
que  (pioda  inserto  en  la  p.  208. 

Canal  del  Principe  Alfonso  (ó  del  Esla).— 
Se  autorizó  la  construcción  do  este  canal  por 
R.  D.  do  G  de  Abril  de  1859,  derivándole  del 
rio  Esla,  con  destino  al  riego,  y  fertilizando 
linea  de  40  kilómetros  y  361  metros,  sobre  una 
superficie  regable  do  35.900  fanegas  del  paí», 
ó  sean  9.226  hectáreas,  de  los  pueblos  de  San 
Milláii,  Villademor,  Toral,  Algadefe,  Villarro- 
bines,  Villamandos,  Villaquejida,  Cimanes, 
Barriónos  V  Losdomanos,  en  la  provincia  de 
León,  y  San  Miguel  del  Valle,  Santa  Colomba, 
San  Cristóbal,  Benaventey  Vilianueva  de  Aza- 
güe,  en  la  de  Zamora. 

Canal  del  Tujo.—Vxxk  autorizada  la  cons- 
trucción de  este  canal  por  R.  D.  do  7  de  Abril 
de  1871,  con  aplicación  al  riego  do  las  vegas 
de  Estremera,  Fueutidueña,  Villarejo  /Villa- 
nianriíjue. 

CANALIZACIÓN  DE  RÍOS.  Debemos  remitir- 
nos sobre  este  importante  asunto  al  artículo 
Canale.s.  En  el  de  Aguas  consúltense  las  dis- 
posiciones que  se  citan  en  la  palabra  Canales 
del  Sumario;  pág.  402  del  1. 1.  También  se  re- 
laciona este  articulo  con  Obras  inMicas. 

CANCELACIÓN.  La  ley  hipotecaria  nos  habla 
del  modo  de  extinguirse  las  inscripciones,  las 
anotaciones  preventivas  y  las  hipotecas,  y  nos 
dice  que  la  cancelación  puede  ser  total  ó  par- 
cial, los  casos  en  que  tiene  lugar  una  y  otra, 
los  requisitos  y  limitaciones  con  que  debe  prac- 
ticarse y  hasta  los  casos  eu  que  será  nula  la 
cancelación.  (Arts.  77  á  104,  122  y  136  y  otros 
muchos.)  Estas  disposiciones  con  otras  muy 
importantes,  pueden  consultarse  eu  el  ai-tlculo 
Hipotecas,  estando  indicadas  en  la  palabra 
Cancelación,  del  sumario  alfabético. 

Sólo  anticiparemos  que  el  Código  civil  habla 
de  la  inscripción  de  la  fianza  hipotecaria  del 
tutor  y  de  su  caucelacióu  eu  los  arts.  257  A  259, 
de  la  cancelación  de  la  hipoteca  por  razón  de 
usufructo  en  el  522  y  de  la  dotal  en  el  1.180;  es- 
tableciendo en  el  tlt.  VllT  del  lib,  II,  que  para 
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todo  lo  relativo  á  la  forma,  efectos  y  extincióu 
de  las  inscripciones  y  anotaciones,  se  esté  á  lo 
dispuesto  en  la  ley  hipotecaria. 

CANCELARÍA  ROMANA.  El  lugar  en  que  se 
expiden  los  actos  de  todas  las  gracias  que 
concede  el  Papa  en  el  Consistorio,  y  particu- 
larmente las  bulas  de  los  arzobispados,  aba- 
días 3^  otros  beneficios  tenidos  por  consisto- 
riales. Se  tiene  en  Roma  por  una  gran  máxi- 
ma que  la  Cancelarla  representa  la  Santa 
Sede  ó  al  Papa  que  es  su  jefe;  y  como  dice  Ce- 
rrado, est  organum  mentis  et  vocis  Papa.  Por 
eso  dicen  los  canonistas  que  solus  Papa  es 
canccllariti.s  in  Ecciesia  Dei. 

CANCILLER.  Empleado  público  encargado 
de  custodiar  y  estampar  el  sello  de  alguna  au- 
toridad. El  secretario  del  Rey,  á  quien  estaba 
confiada  la  custodia  del  sello  Real  para  auto- 
rizar los  privilegios  y  cartas  Reales. 

El  tit.  XX  de  la  Part.  3.-''  habla  de  los  sellos 
y  de  los  selladores  de  la  Cancelaría,  y  el  titu- 
lo XX,  lib.  V  de  la  Nov.  Recop.,  del  Chanci 
11er  y  su  teniente  en  las  Chaucillerias. 

CANCILLER  DE  CASTILLA.  Llámesele  tam- 
bién Gran  Canciller  en  acepción  más  amplia 
y  elevada  que  la'  antigua  de  canciller  mayor, 
y  desempeñó  en  lo  antig'uo  dicho  cargo  el  que 
por  titulo  propio  estaba  en  la  casa  del  Rey  al 
frente  de  la  que  se  denominaba  Cancillería  de 
Gracia,  que  comprendía  la  de  mercedes,  títu- 
los, nombramientos  y  privilegios.  Posterior- 
mente fué  incorporado  dicho  oficio  á  la  Cáma- 
ra, y  más  tarde,  en  1750,  enajenado  á  perpe- 
tuidad, con  el  título  de  canciller  del  Real  Sello 
de  Castilla  y  registrador  de  la  Corte,  á  don 
Francisco  Pascual  del  Castillo. 

Por  decreto  del  Gobierno  de  la  Repiiblica  de 
25  de  Mayo  de  1873,  quedó  revertido  á  la  Na- 
ción dicho  oficio  enajenado,  previa  indemni- 
zación á  la  que  á  la  sazón  era  actual  poseedo- 
ra del  mismo  doña  Elia  del  Castillo  y  Valles, 
de  las  cantidades  satisfechas  por  precio  de 
egresión,  valimiento  ó  confirmación  del  mis- 
mo, etc. 

En  sustitución  del  Sello  Real,  suprimido  por 
este  decreto,  se  mandó  abrir  el  de  la  Nación, 
de  cuya  guarda  y  custodia  quedaba  encarga- 
do el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia;  pero  por 
R.  D.  de  30  de  Agosto  de  1875  fué  restablecido 
el  de  Castilla,  que  es  el  que  hoy  se  estampa  en 
todas  las  cédulas,  títulos  y  despachos  que  se 
expiden  por  el  referido  Ministerio  y  en  las  eje- 
cutorias del  Tribunal  Supremo. 

CANCILLER  DE  CONTENCIONES.  Funciona- 
rio de  nombramiento  Real  que  eu  la  Corona  de 


Aragón  tenia  á  su  cargo  dirimir  las  compe- 
tencias entre  la  jurisdiccióu  Real  y  la  ecle- 
siástica. Ha  sido  suprimido  este  empleo  por 
R.  D.  de  31  de  Octubre  de  1835,  mandándose  á 
la  vez  que  las  competencias  que  allí  ocurran 
entre  los  Tribunales  Reales  y  los  eclesiásticos 
se  entablen  y  decidan  conforme  á  lo  que  pre- 
vienen las  leyes  de  Castilla,  y  que  del  mismo 
modo  tengan  lugar  eu  dicha  Corona  de  Ara- 
gón los  recursos  de  fuerza  y  protección  como 
en  las  demás  provincias  de  la  Monarquía. 

CANCILLER  DE  INDIAS.  Descubierto  el  Nue- 
vo Mundo  y  creado  el  Consejo  de  Indias,  se, 
estableció,  como  era  consiguiente,  la  Cancille- 
ría del  mismo  nombre.  Por  ella  se  expedían  y 
refrendaban  las  infinitas  cédulas,  títulos,  gra- 
cias y  privilegios  relativos  á  los  nuevos  domi- 
nios, cuyo  número  é  importancia  sobrepujaba 
ciertamente  á  los  relativos  á  la  Península.  El 
encargado  de  la  nueva  Cancillería  se  llamó 
con  razón  Gran  Canciller  de  Indias,  cuyo  ofi- 
cio fué  concedido  á  perpetuidad,  por  cédulas 
de  27  de  Junio  y  3  de  Noviembre  de  1623,  por 
gracia  del  Rey  Felipe  IV,  á  D.  Gaspar  de  Guz- 
mán,  conde-duque  de  Olivares. 

Por  decreto  de  2  de  Junio  de  1873  fueron  su- 
primidas las  funciones  de  Gran  Canciller  de 
Indias  que  á  la  sazón  ejercía  el  duque  de  Ber- 
wick  y  de  Alba,  como  sucesor  de  D.  Gaspar 
de  Guzmán,  disponiéndose  que  en  lo  sucesivo 
los  despachos,  títulos,  cédulas  y  documentos 
que  conforme  á  la  legislación  anterior  debie- 
ran llevar  estampado  el  sello  de  Indias,  fue- 
sen autorizados  únicamente  por  las  firmas  que 
los  leg'alizasen  y  el  sello  del  Ministerio. 

CANCILLER  REGISTRADOR.  Funcionario  que 
tiene  á  su  cargo  en  el  T.  S.  y  en  cada  una  de 
las  Audiencias  registrar  y  sellar  las  Reales 
cartas,  despachos  y  provisiones  que  se  manden 
despachar  por  dichos  Tribunales.  Hablan  de 
los  cancilleres  del  Tribunal  Supremo  los  ai-- 
tículos  79  al  83  del  reglamento  del  mismo  de 
17  de  Octubre  de  1835,  y  de  los  de  las  Audien- 
cias los  arts.  146  á  153  y  227  de  sus  Orde 
uauzas. 

La  disposición  15  transitoria  de  la  ley  or- 
g'ánica  judicial  de  1870,  dispone  que  conti- 
núen ejerciendo  sus  funciones  los  cancilleres 
donde  los  haya,  pero  que  iina  vez  vacantes  las 
plazas,  quedafán  suprimidas. — V.  Justicia: 
Aranceles. 

CANON.  La  pensión  que  paga  el  que  tiene 
el  dominio  útil  de  una  finca  al  dueño  de  ésta 
en  reconocimiento  del  dominio  directo. — Véa- 
se Cen.sos. 
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También  se  llama  asi  la  ley  canóuica,  ó  la 
decisión  ó  regla  establecida  en  algún  Concilio 
de  la  Iglesia  sobi-e  el  dog-ma  ó  disciplina.  En 
este  sentido,  véase  Derecho  canónico. 

CANONGÍA:  canónigo.  Se  llama  canónigo  el 
que  goza  en  una  iglesia  catedral  ó  colegial  de 
cierta  renta  afecta  A,  los  que  deben  hacer  en 
ella  el  servicio  divino.  Canongia  es  propia- 
mente el  cargo,  reuta  y  ministerio  del  canóni- 
go. El  Concordato  de  1851.  en  sus  arts.  13,  16, 
17,  18  y  19,  con  otras  disposiciones  que  se  in- 
sertan en  el  articulo  Concordatos,  son  las 
que  determinan  lo  relativo  &  la  organización 
de  las  iglesias  catedrales  y  colegiatas,  provi- 
sión de  prebendas,  dignidades,  cauongias,  be- 
neficios, etc.  y  su  dotación.  Consúltese  tam- 
bién el  artículo  Concilio  db  Trbnto. 

canonización  de  santos.  La  ley  6G,  titu- 
lo IV,  Part.  I.''',  dicen  la  forma  y  requisitos 
para  otorgar  por  santo  á  los  que  por  sus  bue- 
nas obras  se  han  hecho  dig'nos  de  ello. 

CAÑADAS:  CORD'LES:  VEREDAS:   COLADAS. 

Caminos  que  tienen  señalados  los  ganados  me- 
rinos ó  trasliumantes  jiara  pasar  de  sierra  A 
extremos.  También  se  conocen  en  muchos  pue- 
blos con  el  nombre  de  cañadas  los  caminos 

>  más  anchos  que  los  ordinarios,  que  están  prin- 
cipalmente destinados  al  servicio  de  sus  pro- 
pios ganados,  y  no  al  de  los  mesteños. 

La  cañada  mesteua  ha  tenido  hasta  aqui  una 
extensión  de90  varas;  el  cordel  45,  la  vereda  25 
ó  las  que  en  cada  localidad  señala  la  costum- 
bre; y  la  colada,  que  sirve  para  poner  en  co- 
municación varias  fincas  de  un  término,  es  iu- 

^  determinada,  como  la  de  los  aln-evaderos  '. 
He  aqui,  sin  perjuicio  de  consultar  los  artí- 
culos Ganadería:  Mbsta:  Pastos,  etc.,  algu- 
nas disposiciones  especiales  sobre  cañadas  y 
demás  caminos  y  servidumbres  pecuarias,  y 
una  minuciosa  instrucción  de  la  Presidencia 
de  la  Asociación  general  de  ganaderos,  dada 
en  9  de  Noviembre  de  1858,  para  el  deslinde  y 
amojonamiento  de  las  de  la  provincia  de  Te- 
ruel, en  que  se  citan  y  recopilan  cuidadosa- 
mente las  leyes  é  instrucciones  que  rigen  en 
la  materia: 

R.  D.  U  Septiembre  1838. 
(Goii.)     Extracto.— Sd  declaró  «que  la  su- 
prema insi)ección  de  cañadas  reales  y  demás 
caminos  pastoriles  do  todo  el  Reino,  "con  sus 
descansaderos,  abrevaderos  y  demás  servi- 

'  Todas  astas  vinspastorileK  se  rUflneii  en  el  art.  S."  del 
B.  D.  de  a  de  Marzo  de  1S77,  inserto  en  Ganadhuía.— 
Hoy  el  art.  570  del  Ca<l. civil  delermiiui  que  la  cniiuila 
no  podrá  exceder  de  la  anchura  de  3S  metros:  el  cordel 
de 33  metros  y  ü»  centímetros. y  la  veroAade  Z»  metros, 
sin  perjuicio  de  los  derechos  leí/itimamenle  adquiridos. 


dumbres  piiblicas  de  los  ganados,  correspon- 
día á  la  Superintendencia  general  de  caminos 
unida  al  Ministerio  de  la  Gobernación». 

E.  D.  27  Junio  1839. 
Derogando  la  disposición  anterior. 
(GOB.)  «...He  venido  en  declarar  á  nombre 
de  mi  augusta  hija  la  Reina  Doña  Isabel  II, 
que  queda  derogado  en  todas  sus  partes  el 
mencionado  R.  D.  de  4  de  Septiembre,  subsis- 
tiendo en  su  lugar  la  declaración  contenida  en 
la  R.  O.  de  15  de  .Julio  de  183G  (V.  Ganade- 
ría), hasta  la  aiirobación  de  una  nueva  ley 
que  reforme  y  modifique  las  existentes  protec- 
toras del  ramo  do  ganadería...» 

B.  O.  20  Marzo  1851. 
Se  C07i8arven  las  veredas,  caminos  de  ganados,  jiozos,  etc. 

(CoM.,  In.st.  y  Ob.  Púb.)  «Ha  llegado  á  no- 
tica  de  este  Ministerio  que  en  esa  provincia  se 
han  destruido,  ó  maliciosamente  ó  por  incu- 
ria, diferentes  pozos  abrevaderos,  alg'uno  de 
ellos  tan«otable  por  la  antig'üedad  de  su  cons- 
trucción, como  por  la  excelencia  del  servicio 
que  proporcionaba,  no  habiendo  otro  para  el 
uso  de  los  ganados  en  varias  leguas  á  la  re- 
donda. Y  no  pudiendo  consentir  la  Adminis- 
tración ni  la  impunidad,  ni  la  continuación  de 
este  exceso,  me  ordena  S.  M.  que  recomiende 
á  V.  S.  que  con  toda  la  actividad  y  energía  que 
corresponde  cuide  de  reprimirle  y  evitar  su 
repetición,  por  medio  de  la  Guardia  civil  y  los 
guardas  de  campo,  y,  sobre  todo,  imponien- 
do, así  sobre  este  criminal  abuso,  como  sobre 
los  incendios,  robos  y  demás  delitos  contra  la 
seguridad  de  las  personas  y  de  la  propiedad 
en  los  campos  y  sobre  las  faltas  contra  la  po- 
licía rural,  la  correspondiente  responsabilidad 
á  los  alcaldes  en  cuyo  territorio  se  cometan,  y 
que  por  falta  de  vigilancia  ó  apatía  en  el  cum- 
plimiento de  sus  deberes  no  descubran  y  en- 
treg'uen  á  los  Tribunales  á  los  causadores  del 
daño.  Teniendo  también  entendido  que  en  esa 
provincia  no  se  guardan  las  veredas  de  carne 
y  caminos  ganaderos,  acerca  de  lo  cual  hay 
que  observar,  que  si  bien  son  funestas  las  su- 
perfinas, son  respetables  las  necesarias,  ha- 
llándose como  caminos  piiblicos  bajo  la  vigi- 
lancia de  la  Administración;  me  encarga  S.  M. 
que  llame  la  atención  de  V.  S.  sobre  la  uece- 
sidadde  deslindarlas  y  conservarlas...  De  Real 
orden,  etc.  — Madrid' 20  de  Marzo  de  1851.» 
(C.  L.,  t.  52,piig.  401.) 

H.  O.  21  Diciembre  1853. 
Dando  nueva  dirección  d  un  cordel. 

(FoM.)  «Vista  la  comunicación  de  V.  S...  en 
que  apoya  la  solicitud  hecha  por  el  Ayunta- 
miento de  Villarastín...  y  que  es  relativa  á  ■ 
que  se  varíe  la  dirección  del  cordel  que  cruza 
por  su  término  jurisdiccional  y  sitio  de  Nava- 
celicha...  S.  M.  se  ha  servido  aprobar  lo  pro- 
puesto, disponiendo  que  en  lo  sucesivo  el  cor- 
del mencionado  se  dirija...  (Aqui  la  dirección). 
Debo,  sin  embargo,  advertir  á  V.  S.  que  esta 
autorización  es  y  sólo  se  ha  do  entender  en 
caso  de  que  este  nuevo  cordel  no  invada  te- 
rrenos de  propiedad  particular  ó  en  el  de  que 
invadiéndolos  ,  presten  su  conformidad  los 
dueños;  pues  si  habiéndolos,  no  se  obtuviere 
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este  avenimiento,  habrel  de  precederse  á  la 
instrucción  del  expediente  que  marca  la  ley 
17  de  Julio  de  1S3G  para  la  declaracióu  de  iiti- 
lidad  pública  y  la  enajenación  forzosa  de  la 
propiedad... — De  Real  orden,  etc. — Madrid  24 
de  Diciembre  de  1853.»  (C.  L.,  t.  60,  p.  516.) 

Inst.  9  Noviembre  1858. 

Para  el  deslinde  i/  amojonamiento  de  las  vias  y  servidum- 
bres pecítarias  de  la  provincia  de  Teruel. 

(Presidencia  de  la  A.sociación  general 
DE  ganaderos.)  «Son  repelidas  las  quejas 
que  los  ganaderos  de  la  ]irovineia  de  Teruel 
han  elevado  :l  la  presidencia  de  mi  carg-o  so- 
bre el  mal  estado  do  las  vías  y  servidumbres 
pecuarias  de  aquélla. 

Persuadido  de  que  no  pueden  menos  de  ser 
fundadas,  y  deseando  contribuir  á  que  des- 
aparezcan cuantos  obstáculos  se  oponen  á  que 
el  ramo  de  ganadería  prospere,  y  á  que  sean 
respetadas  por  todas  las  disposiciones  legales 
que  la  protegen  y  amparan,  he  teniíjp  á  bieu 
resolver,  en  uso  de  las  facultades  y  atribucio- 
nes que  por  varias  Reales  órdenes  y  decretos 
me  están  conferidas,  que  se  ])roceda  A  hacer 
un  deslinde  de  las  cañadas,  veredas,  cordeles 
y  abrevaderos  de  la  provincia,  á  cuyo  efecto, 
j-  para  el  buen  orden  de  la  operación,  se  ob- 
servarán las  reg'las  siguientes,  deducidas  de 
nuestras  leyes,  decretos  y  Reales  órdenes  so- 
bre la  materia: 

1.*  Inmediatamente  que  esta  instrucción 
sea  publicada,  los  señores  alcaldes  reunirán 
la  Junta  local  de  ganaderos,  para  que  en  ella 
se  manifieste  el  estado  de  las  vias  y  servidum- 
bres pecuarias  y  el  mejor  modo  de  hacer  el 
deslinde. 

2.'''  Con  arreg'lo  á  lo  acordado,  el  sindico  de 
g'auaderia  saldrá  á  reconocer  si  los  pastos,  pa- 
sos, cañadas,  cordeles,  descansaderos  y  abre- 
vaderos se  hallan  ó  no  libres  y  desembaraza- 
dos ])ara  el  tránsito  de  los  ganados.  (Cap.  V, 
ley  11,  tit.  XXVII,  lib.  VII,  Nov.  Becop.;  y 
art.  13,  Inst.  26  Octubre  1827.) 

S."'  Debiendo  extenderse  dicha  dilig-encia  á 
cualquiera  exceso  propio  de  la  Comisión  de  los 
antiguos  entregadores,  reconocerá  también  el 
estado  de  los  pastos  públicos,  majadas,  abre- 
vaderos y  demás  servidumbres  para  la  estan- 
cia de  los  ganados.  (Tit.  V,  Inat.  de  22  Abril 
de  1841.) 

4.^  Este  reconocimiento  lo  ha  de  ejecutar 
extrajudieialmente  y  por  si  solo.  (ídem) 

5.'''  Del  resultado  de  la  visita,  aunque  todo 
lo  encontrare  corriente,  dará  parte  al  juez  ó 
autoridad  competente  (al  alcalde)  manifestan- 
do los  dias  y  las  servidumbres  en  que  haya 
hecho  el  reconocimiento,  y  expresando  el  ori- 
gen, dirección  y  salida  de  éstas,  para  que  lo 
teng'a  á  la  vista  el  secretario,  al  extender  el 
estado  anual  ó  testimonio  de  las  actuaciones 
de  este  ramo.  (Modelos  de  8  Agosto  1818  y  11 
Mayo  1811,  y  de  la  3.^  aprobada  por  la  presi- 
dencia en  16  Junio  de  1844.) 

6.*  Si  de  resultas  del  reconocimiento  anual 
ó  de  otro  modo,  llegare  á  entender  alguna  con- 
travención cometida  por  persona  particular, 
la  denunciará  al  juez  ó  autoridad  correspon- 
diente (al  alcalde),  por  medio  de  pedimento 


formal,  en  téi-minos  claros  y  precisos  con  ex- 
presión individual  del  exceso,  sus  circunstan- 
cias y  los  nombres  de  los  infractores,  huyendo 
de  toda  generalidad,  confusión  y  ambig'üedad. 
(Caps.  V,  VIII  y  XV,  ley  11.)  ' 

1.^  La  denuncia  y  demás  pedimentos  los 
extenderá  en  papel  sellado  de  oficio.  (Arts.  3.°, 
5.°  y  12,  Inst.  de  1827,  y  arts.  5."  y  8."  de  la 
de  1841.) 

8."  En  el  mismo  pedimento  ofrecerá  desde 
lueg'O  información  de  testig'os  ganaderos,  y  en 
su  defecto  de  los  más  instruidos  en  las  cosas 
de  campo,  que  puedan  dar  razón  clara  de  los 
sitios  donde  principian  las  cañadas  y  servi- 
dumbres, y  especificar  los  términos  y  terrenos, 
de  su  situación,  y  de  consigniiente  determinar 
y  declarar  los  rompimientos,  acotamientos  y 
demás  hechos  en  que  consista  el  exceso.  (Ca- 
pitulo VIII,  ley  citada. J 

9.'  El  juez  (el  alcalde)  debe  recibir  por  si 
las  declaraciones,  sin  cometei'las  á  escribano; 
y  no  se  ha  de  hacer  á  los  testigos  pregunta  ge 
neral,  sino  vínicamente  han  de  ser  examinados 
á  tenor  de  la  denuncia.  (Cap.  16,  ley  11.)  Se- 
gún las  instrucciones  antiguas  hasta  1782,  se; 
hacian  á  los  testigos  preg'untas  indagatorias 
de  los  rompimientos  ó  excesos  que  hubiese  en 
sus  términos.  (Cap.  IX  de  la  de  1757.) 

10.  La  denuncia  y  su  justificación  debe 
comprender  todos  los  rompimientos  ó  excesos 
hallados  en  la  parte  de  la  cañada,  cordel  á 
servidumbre  relativa  á  cada  pueblo,  aunque 
sea  en  varios  parajes;  pues  que  se  ha  de  hacer 
im  solo  apeo,  darse  testimonio  del  de  dicha 
parte  á  su  justicia  y  ponerse  otros  parciales, 
para  procesar  á  los  reos  de  intrusiones  qu 
estén  en  cada  sitio  distinto  v  á  una  linde.  (Ca- 
pítulos IX,  X,  XII  y  XXVI,  ley  11  citada.) 

11.  Con  presencia  de  la  información,  si 
acordará  el  reconocimiento  y  medida  de  la; 
cañadas,  servidumbres  y  terrenos  que  sea 
necesarios  para  la  comprobación  de  la  denun- 
cia, á  cuyo  fin  el  procurador  fiscal  (el  sindic 
de  g-anadería)  nombrará  dos  apeadores,  y  st 
citará  á  los  reos  contra  quienes  se  dirija  aqué- 
lla con  señalamiento  de  día  y  hora,  y  con  ca- 
lidad de  que  por  su  parte  nombren  otros  tan- 
tos peritos;  pues  si  no  los  nombrasen  lo  hará 
de  oficio  el  juez  ó  autoridad  (el  alcalde)  que 
entienda  en  el  asunto.  (Cap.  IX,  ley  11  citada.) 

12.  Se  designarán  para  apeadores  personas 
que  tengan  práctica  inteligencia  de  los  térml 
nos, cañadas  vdemás  servidumbres.  (Cap.  A'FJ 
In.'it.  de  1757  y  III  de  la  de  1782.) 

13.  Hecha.s  estas  diligencias  y  citaciones' 
con  toda  formalidad  y  llegado  el  dia  y  hora 
señalados,  el  subdelegado,  juez  ó  autoridad 
competente  (el  alcalde)  pasará  en  persona  á 
los  terrenos  expresados  en  la  denuncia  cou 
los  dos  apeadores  de  la  parte  fiscal  y  los  otros 
dos  nombrados  por  parte  de  los  reos  denun- 
ciados, ó  de  oficio  en  su  defecto,  y  se  procede- ' 
rá  por  todos  al  reconocimiento  y  medida  acor 
dados,  abriendo  la  cañada  ó  cordel  donde  sea 
necesario  por  encontrarse  ocupado  el  sitio 
donde  debia  haberle,  ó  renovando  los  mojones 
é  hitos,  si  estuviese  corriente.  (Cap.  IX,  ley  II 
citada.) 

14.  El  procurador  fiscal  (el  síudico  de  ga 
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iiridevla)  ha  de  estar  presente  á  esta  visita  y 
apeo,  y  también  el  escribano  y  secretario  de 
]:i  Comisión;  sin  que  pneda  faltar  ninguno  de 
I  llns.  (Cap.  XXII,  ley  5.^,  tit.  y  l'ib.  citados,  y 
,,i¡)ítulo  XV,  In.it.  de  1757.) 

15.  Los  peritos  apeadores  aceptarán  y  ju- 
rarán sus  encargaos  ante  el  mismo  subdelegado 
ó  autoridad.  (Art.  3.",  In.-.t.  de  1782.)_ 

16.  Eln  caso  de  discordia  de  los  peritos  apea- 
dores nombrará  el  subdelegado  ó  autoridad 
im  tercero.  (Cap.  IX,  ley  citada.) 

17.  Si  acerca  de  la  dirección  de  la  cañada, 
cordel  ó  paso  ocurriese  alg'una  duda  que  no 
sea  fácil  allanar  en  el  acto  del  reconocimien- 
to, se  suspenderá  éste  para  decidir  aquélla  en 
uu  juicio  breve  y  sumario.  (Cap.  XIII  de  di- 
cha ley  11.) 

18.  Al  mismo  tiempo  de  medir  las  servi- 
dumbres y  poner  ó  renovar  los  mojones  cjue 
marquen  sus  lindes,  se  medirá  y  especificará 
en  el  acta  de  apeo  el  número  de  fanegas  que 
se  encuentren  rotas  ú  ocupadas  dentro  de  las 
respectivas  servidumbres,  los  nombres  de  los 
autores,  y  el  sitio  donde  resulte  hecho  el  rom- 
pimiento. (Cap.  XII  de  dicha  ley  11.) 

19.  Los  apeadores  firmarán  la  diligencia, 
expresándose  separadamente  la  edad  de  cada 
uno.  (Cap.  XV,  par.  5.°,  In.st.  de  1752.) 

20.  Concluida  la  diligencia  del  reconoci- 
miento y  apeo,  se  dará  traslado  al  procurador 
fiscal  (al  sindico  de  ganadería);  y  no  ofrecién- 
dosele reparo  la  aprobará  el  subdelegado,  juez 
ó  autoridad  competente  (el  alcalde)  condenan- 
do A  todos  á  (pie  estén  por  él  (esto  es,  por  el 
reconocimiento  ó  apeo),  y  lo  g'uardeu  inviola- 
blemente bajo  la  multa  de  cincuenta  ducados. 
(Cap.  X,  ley  11  citada.) 

21.  Lo  que  se  hallare  sembrado  dentro  de 
ias  cañadas,  cordeles  ó  pasos ,  se  hará  pacer 
de  los  g'anados,  según  ley,  si  antes  de  cogerse 
el  ft-uto  han  de  pasar  por  allí  los  trashuman- 
tes: pero  si  pudiese  ejecutarse  la  recolección 
antes  de  este  paso  preciso,  podrá  suspenderse 
aquella  diligencia;  bien  que  conminando  á  los 
autores  del  exceso  con  las  mayores  penas  para 
que  no  vuelvan  á  labrar,  y  encargando  á  la 
justicia  avise  al  subdelegado  ó  autoridad  su- 
perior, si  se  contraviniese  á  lo  referido.  (Ca- 
pitulo XI,  dicha  ley  11.) 

22.  Lo  prevenido  en  los  capítulos  anterio- 
res se  ejecutará,  sin  embargo,  de  cualquiera 
apelación.  (Cap.  XII,  ley  5.^,  titulo  y  lU)ro  ci- 
tados.) 

23.  Si  algunas  ocupaciones  ó  intrusiones 
en  las  cañadas,  servidumbres  ó  pastos  comu- 
nes hubiesen  sido  dispuestas,  autorizadas  ó 
consentidas  por  el  alcalde  ó  Ayuntamiento 
ejerciendo  autoridad  gubernativa,  deberá  el 
procurador  fiscal  (el  síndico  de  g'anaderia)  ex- 
presar en  su  pedimento  de  denuncia  el  nombre 
del  pueblo,  con  las  demás  circunstancias  de  la 

1  infracción.  (Parece  ser  que  entre  ellas  debe 
I  ser  la  del  tiempo,  para  saber  quiénes  son  los 
concejales  primeros  y  principales  responsa- 
bles.) En  tal  caso,  averiguado  el  hecho  y  prac- 
ticada la  información  sumaria  (comoqueda 
dicho,  núms.  8  y  siguientes),  deberá  el  pro- 
curador fiscal  (el  .sindico  de  ganadería)  dirigir 
sus  quejas  al  jefe  político  (hoy  gobernador  ci- 


vil) superior  de  la  provincia,  para  que  reme- 
die el  daño,  poniéndolo  en  noticia  de  la  Presi- 
dencia. (Aíis.  5.°  y  23,  Inxt.  de  1841,  y  3."  de 
la  Circ.  18  Agosto  1840.) 

24.  Si  el  alcalde  dejase  de  ejecutar  algún 
acto  prescrito  por  la  ley,  el  jefe  político  (el  go- 
bernador civilj,  después  de  haberle  requerido 
al  cumplimiento,  deberá  proceder  oficialmen- 
te á  su  ejecución,  ya  por  si,  ya  por  medio  de 
comisionados.  (Art.  76,  ley  8  Enero  1845.)  Y 
además  procederá  á  lo  que  hubiese  lugar  se- 
gún las  circunstancias  con  arreglo  á  las  leyes; 
y  dará  parte  al  Gobierno.  (Ai-t.  75,  lieyl.  16 
Septiembre  1845.) 

25.  Siempre  que  el  alcalde  suspenda  la  eje- 
cución de  los  acuerdos  y  deliberaciones  del 
Ayuntamiento,  procederá  el  jefe  político  (el 
gobernador  civil),  según  las  circunstancias 
aconsejen,  dando  cuenta  al  Gobierno  de  lo  que 
acordare.  (Art.  76,  Rey.) 

26.  Cuando  en  el  acto  del  reconocimiento 
de  una  cañada  ó  paso,  no  se  haya  podido  alla- 
nar la  duda  ocurrida  sobre  su  dirección,  se 
oirá  sobre  ella  al  procurador  fiscal  (al  síndico 
de  ganadería)  y  demás  interesados  breve  y  sii- 
mariamente,  con  calidad  de  que  presenten  los 
documentos  y  pruebas  que  tengan.  (Debiendo 
ser  esta  audiencia  ó  juicio  breve  y  sumario, 
parece  que  las  pruebas  se  han  de  presentar  y 
proponer  con  los  mismos  escritos,  sin  seguir 
los  trámites  v  términos  de  un  juicio  ordinario.) 
(Cap.  XIII,' ley  11  del  tit.  XXVII,  lib.  VII, 
iíoí.'.  Rec.)  Si  el  juicio  se  ventila  ante  el  Con- 
sejo provincial,  habrán  de  seguirse  los  trámi- 
tes que  señala  el  reglamento  de  procedimien- 
tos de  1."  de  Octubre  de  1845,  de  que  luego  su 
hablará. 

27.  Las  noticias  que  existan  en  los  oficios 
antiguos  de  la  Mesta  y  en  las  oficinas  de  la  ac- 
tual asociación,  y  que  necesitaren  el  Tribunal 
(el  alcalde)  y  procurador  fiscal  (sindico  de  ga- 
nadería) para  dirigir  arregladamente  sus  pro- 
cedimientos en  la  cuestión  promovida,  las  pe- 
dirán al  señor  presidente,  y  éste  dará  orden 
para  que  se  les  franqueen.  (Cap.  VII  de  dicha 
ley  11.) 

28.  En  vista  de  todo  lo  referido,  el  Tribu- 
nal (el  alcalde)  tomará  la  providencia  que  con- 
venga en  justicia  para  fijar  la  dirección  de  la 
cañada  ó  paso  en  el  sitio  dudoso,  sin  ])erjuieio 
del  derecho  que  competa  á  los  interesados  en 
su  caso.  (ídem.)  I^arece  que  alude  al  de  apela- 
ción ó- al  de  evicción. 

21).  Para  castigar  á  los  que  hayan  roto  ú 
ocupado  las  cañadas  y  cordeles,  se  mandará 
poner  el  correspondiente  testimonio  de  lo  que 
resulte  del  apeo  y  dilig'encia  de  reconocimien- 
to, especificando  el  número  de  faneg'as,  los 
nombres  de  los  autores  y  sitios  donde  resulte 
hecho  el  rompimiento.  (CVyj.  XII,  ley  licitada.) 

30.  Se  procurará  reunir  bajo  un  contexto 
todas  aquellas  intrusiones  ú  ocupaciones  que 
estén  á  una  linde  y  dentro  de  un  mismo  sitio  ó 
paraje,  sin  embarg'o  de  que  sean  varios  los 
ocupados,  y  también  podrán  reunirse  bajo  uu 
contexto  las  que  haya  hecho  un  mismo  sujeto, 
afinque  en  distintos  sitios.  (ídem.) 

31.  Cada  uno  de  estos  testimonios,  como 
cabeza  del  proceso,  se  comunicará  al  procura- 
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dor  fiscal  (al  síndico  de  ganadería)  para  que 
exponga  y  pida  contra  los  culpados  la  multa 
ó  pena  ii  cjTie  se  hayan  hecho  acreedores  con- 
forme á  la  ley.  (Ídem.) 

32.  Este  pedimento  de  acusación,  como  to- 
dos los  demás,  debe  estar  concebido  con  la 
precisión  y  circunstancias  que  quedan  dichas 
(6.")  y  los  nombres  de  los  infractores,  huyendo 
de  toda  generalidad.  (Cap.  XV,  dicha  ley  11.) 

33.  El  subdeleg'ado  ó  juez  (el  alcalde)  ad- 
mitirá la  denxmcia  fiscal  si  estuviese  conforme 
A  derecho,  y  de  ella  dará  traslado  á  los  reos, 
citilndolos  en  forma  v  con  toda  expresión. 
(Caps.  XII  y  XV,  ley  11.) 

34.  Si  los  reos  estuviesen  en  otro  pueblo  se 
librará  despacho  citatorio,  en  el  cual  se  han 
de  insertar,  precisamente  á  la  letra,  el  referido 
pedimento  de  denuncia  ó  acusación  y  el  auto 
de  admisión,  para  que  las  partes  vengan  ins- 
truidas y  prevenidas.  (Cap.  16  id.) 

35.  En  el  despacho  citatorio  se  prescribirá 
el  término  preciso  y  perentorio  de  ocho  dias 
para  comparecer  el  acusado  á  decir  de  su  de- 
recho, bajo  apercibimiento  de  que  en  su  defec- 
to se  librará  segundo  á  su  costa.  (Cap.  XVII, 
ley  11.) 

36.  En  el  segundo  despacho  ó  citación  se 
apercibirá  al  acusado  de  que  se  sustanciará  la 
causa  en  rebeldía,  y  será  condenado  conforme 
á  la  ley,  según  el  exceso  que  resulte  justifica- 
do. (Id.,  id.) 

37.  Si  con  todo  no  compareciese  en  el  se- 
g'undo  plazo,  se-procederá  á  la  sustanciacióu 
de  la  causa  en  rebeldía,  justificando  el  exceso 
por  medio  de  tcstig'os  fldedig'nos  que  presente 
el  procurador  fiscal  (el  síndico  de  g-anaderia). 
(Dicho  cap.  XVII.) 

38.  La  denuncia  se  sustanciará  breve  y  su- 
mariamente, limitando  los  términos  más  ó  me- 
nos, á  medida  do  los  excesos, su  calidad  y  prue- 
ba de  documentos  ó  testigos  que  haya  que 
hacerse  por  los  interesados.  (Cap.  XVII,  id.) 

39.  Las  partes  harán  su  defensa  conforme 
á  derecho,  sin  larg'as  dilaciones,  desvanecien- 
do el  carg-o  que  les  resulte,  ó  contestándolo  de 
plano,  si  fuese  cierto  y  no  hubiese  disculpa 
justa  ó  razón  fundada  que  oponer,  comprome- 
tiéndose á  la  pena  que  se  les  imponga.  (Capi- 
tulo XV,  id.) 

40.  A  su  tiempo  se  dará  la  sentencia  cpie 
corresponda  imponiendo  las  penas  conforme  á 
la  ley,  y  haciendo  las  condenaciones  arreg'la- 
das  á  los  excesos  v  sus  circunstancias.  (Capí- 
tulos XII  y  X  VIH,  id.) 

41.  La  tasación  de  costas  se  hará  con  arre- 
glo al  arancel  del  .Juzg-ado  ordinario,  ponien- 
do en  cada  caso  las  que  se  regulen  al  subde- 
legado ó  juez,  síndico,  escribano  (secretario, 
alg'uacil  y  demás  á  quien  corresponda).  (Ca- 
pit}do  XX,  id.)  Entre  estos  iiltimos  debe  com- 
prenderse á  los  apeadores  según  se  infiere  de 
las  instrucciones  antig'uas. 

42.  Por  cada  pedazo  de  tierra  de  media  fa- 
nega abajo  serán  los  ocupantes  condenados 
en...  por  una  fanega  en...  y  á  esto  respecto 
irán  creciendo  las  condenaciones.  (Cap.  XXll, 
ley  5.»,  tit.  XXVII,  lib.  Vil,  Nov.  liec.) 

43.  De  las  penas  referidas  se  hacen  cuatro 
partes,  de  las  cuales  una  se  aplica  al  Erario, 


otra  á  la  Asociación,  otra  al  juez  (al  alcalde  y  ' 
al  secretario),  y  otra  al  procurador  fiscal  (sin- 
dico deganadería).  (R.  0.30 Septiembre  1155.) 

44.  Para  que  cada  uno  de  e.stos  partícipes 
perciba  la  cantidad  que  le  corresponda  en  las 
multas  impuestas,  el  alcalde  le  entreg'ará  cer- 
tificación de  e.sta  circunstancia  con  inserción 
de  las  notas  puestas  en  el  pliego  que  entregue 
al  multado,  esto  es,  la  autoridad  que  inipone 
la  multa,  motivo  é  importe  de  ésta,  la  ley,  de- 
creto ú  orden  en  cuya  virtud  se  impone,  la  fe- 
cha de  la  providencia,  el  nouíbre  del  multado 
y  el  número  que  corresponde  á  la  multa.  Las 
certificaciones  deberán  extenderse  en  papel 
del  sello  4.",  que  satisfará  el  interesado  cuan- 
do el  importe  de  la  multa  que  hubiere  de  co- 
brar exceda  de  30  rs.  La  Hacienda  pública  sa- 
tisfará el  importe  señalado  por  estas  certifica- 
ciones, dentro  de  los  quince  días  siguientes  al 
de  la  presentación.  (Art.  4.",  R.  D.  18  Abril 
1S58,  y  arts.  41  y  50  del  de  8  Agosto  1851.) 

45.  La  extensión  de  la  cañada  es  de  noven- 
ta varas,  la  del  cordel  de  cuarenta  y  cinco,  y 
la  de  la  vereda  de  veinticinco  ó  la  que  señale 
la  costumbre.  (Cap.  VI,  ley  5.^,  tit.  XXVII, 
lib.  Vil,  Nov.  Rec,  y  cap  I,  ley  11  de  los  mis- 
mos título  y  libro.) 

Cuyas  disposiciones  legales  se  publican  para 
que  nadie  aleg'ue  ig'norancia,  y  sean  cumpli- 
das por  todos  en  la  parte  que  respectivamente 
les  corresponda. — Madrid  ;)  de  Noviembre  de 
1858. — El  Marqués  de  Perales.» 

Ciro.  3  Febrero  1871. 

Mandando  reunir  los  antecedentes  relativos  á  deslindes 

de  servidumbres  pecuarias. 

(Diii.  GEN.  DE  Agrio. ,  Ind.  t  Com.)  «Acor- 
dada por  Real  orden  de  esta  fecha  la  formación 
de  un  mapa  pecuario,  en  el  que  se  deslinden 
de  una  manera  concreta  y  exacta  los  caminos 
pastoriles  con  las  servidumbres  que  corres- 
pondan, esta  Dirección  ha  resuelto  prevenir  á 
V.  S.  dicte  las  órdenes  oportunas  con  objeto 
de  que  en  ese  Gobierno  de  provincia  se  reúnan 
con  la  posible  urg-eneia  cuantos  antecedentes 
existan  en  los  Archivos  municipales  y  pro- 
vinciales sobre  deslindes  de  servidumbres  pú- 
blicas, remitiéndolos  inmediatamente  á  esta 
Superioridad  con  su  correspondiente  índice.» 
(Circ.  3  Febrero  ISll.— Boletín  de  Cádiz,  nú- 
mero 46.) 

E.  O.  23  Octubre  1871. 
(FoM.)  Aprobando  la  suspensión  decretada' 
por  el  gobernador  de  Oviedo  y  dejando  ,siu 
efecto  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial, 
por  el  que  revocó  otro  del  Ayuntamiento  de; 
Langreo  relativo  á  una  vereda  ó  servidumbre 
pública,  que  se  había  interceptado  ó  cerrado 
por  un  particular  cuatro  años  hacía.  El  funda- 
mento de  esta  resolución  es  «que  la  providen- 
cia del  Ayuntamiento,  dirigida  exclusivamen- 
te á  la  conservación  de  una  vereda  ó  camino 
de  uso  común,  es  di^  las  inmediatamente  eje- 
cutivas, conforme  al  art.  50  de  la  ley  munici- 
pal de  21  de  Octubre  de  18G8;  y  que  si  bien  la 
ejecución  de  los  acuerdos  de  esta  clase  debe 
suspenderse  en  observancia  del  art.  5G  cuando 
pueda  causar  perjuicio  á  tercero,  y  éste  recla- 
me contra  ellos,  la  susjiensión  en  tal  caso  co- 
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iTesponde,  seg'im  el  ai't.  78,  no  ;l  la  Diputa- 
ción,  sino  al  alcalde.  Se  infringió,  pues,  la  ley 
por  la  Comisión  provincial,  atribuyéndose  fa- 
cultades que  no  lo  competen,  porque  si  bien 
es  cierto  que  la  ejecución  de  los  acuerdos  á 
que  alude  dicho  art.  5G  se  suspenderá  hasta 
que  la  reclamación  sea  definitivamente  resuel- 
ta, de  aqui,  sin  embarg'o,  uo  se  infiere  que  la 
resolución  definitiva  haya  de  dictarse  por  la 
Diputación,  sino  por"  la  autoridad  á  quien, 
atenilida  la  naturaleza  del  asunto,  correspon- 
da dictarla;  y  precisamente  de  la  cuestión  de 
que  se  trata  acerca  de  un  derecho  civil  incum- 
be conocer  á  los  jueces  y  Tribunales  ordina- 
rios, ante  los  cuales  puede  D.  Manuel  Fernán- 
dez Suárez  entablar,  si  le  conviniere,  la  de- 
manda que  considere  oportuna.  Podrá  haber 
cometido  exceso  el  Ayuntamiento  en  el  mero 
hecho  de  resolver  sobre  una  usurpación  que 
después  del  transcurso  de  año  y  día  desde  cjue 
se  verificó,  no  merece  calificarse  de  reciente  ni 
hallarse  comprendida  entre  las  de  fácil  com- 
probación; pero  de  todos  modos  la  decisión  d'e- 
ttnitiva  no  deja  de  corresponder  por  esta  causa 
á  las  autoridades  judiciales...»  (Gac.  28  No- 
viembre.) 

E.  D.  3  Marzo  1877. 

(Se  halla  inserto  en  el  articulo  Ganadería. 
El  art.  8.°  define  las  cañadas,  cordeles,  vere- 
das, coladas,  abrevaderos,  descansaderos  y 
])asos;  y  los  arts.  9."  y  10  ponen  todos  estos 
caminos  pastoriles  bajo  la  vigilancia  y  cuida- 
do de  la  Asociación  general  de  ganaderos, 
etcétera,  encomendando  á  la  autoridad  muni- 
cipal su  deslinde,  conservación  y  restableci- 
miento. 

El  reg'lamento  de  la  Asociación  establece  en 
.su  cap.  XII  todo  lo  relativo  al  deslinde  de  ser- 
iñdambres  pecuarias.) 

Código  civil. 

Determina  el  art.  570  que  las  servidumbres 
existentes  de  pasos  para  ganados,  se  regirán 
por  sus  Ordenanzas  y  reglamentos;  y  la  anchu- 
ra de  la  cañada,  cordel  y  vereda,  seg'ún  deja- 
mos dicho  en  la  nota  de  la  p.  253. 


Tenemos  á  la  vista  una  Memoria  sobre  el 
estado  de  la  administración  y  legislación  de 
las  cañadas  y  demás  asuntos  relativos  á  la 
tvashumación  de  los  ganados,  presentada  en 
184G  á  las  .Juntas  generales  de  ganadería  del 
Reino  por  la  Comisión  especial  que  nombra- 
ron al  efecto  en  18-13  '.  Este  trabajo  es  impor- 
tante y  hacemos  especial  mención  de  él,  sin 
ser  partidarios  de  los  grandes  y  abusivos  pri- 
vilegios otorgados  en  otros  tiempos  á  la  ga- 
nadería española,  con  daño  de  ella  misma, 
porque  á  la  vez  deseamos  que  no  se  desatien- 
da este  ramo  de  riqueza  y  prospere  de  nuevo, 
couciliando  sa  interés  con  el  de  la  agricultu- 
ra, con  la  cual  nunca  debe  estar  en  pugna. 


•     Madrid,  1847;  imprenta  del  Colegio  de  sordomudos. 
Tomo  II. 


La  Comisión   desempeñó  su  cometido  con 
acierto,  y  es  atendible  cuanto  expone  en  su 
deseo  de  que  se  conserven  las  cañadas  con  to- 
das las  servidumbres  anejas  y  se  respete  su 
libre  uso.  Empieza  i)or  exponer  el  g'ran  inte- 
rés y  marcada  preferencia  que  ha  merecido 
siempre  á  las  Juntas  generales  de  ganaderos 
todo  lo  relativo  á  la  trashumación.  y  que  este 
preferente  interés  se  halla  justificado  por  la 
necesidad  de  atender  con  urg-encia  y  eficacia, 
si  no  á  fomentar,  al  menos  á  sostener  los  res- 
tos de  la  Cabana  española,  como  tina  preciosa 
semilla,  para  que  en  tiempos  más  favorables 
se  reproduzca,  extienda  y  perfeccione  cual  lo 
exigen  las  circunstancias  de  nuestro  país.  En 
su  comprobación,  cita  el  célebre  informe  de 
la  Sociedad  Económica  Matritense,  redactado 
por  Jovellanos,  sobre  él  expediente  de  la  ley 
agraria,  y  otro  también  impreso  de  la  misma 
Corporación,  fecha  13  de  Enero  de  1835,  sobre 
un  proyecto  de  ley  de  cerramientos.  En  ambos 
informes,  dice,  se  aboga  por  la  ganadería,  le- 
yéndose en  el  primero  «que  la  trashumación 
es  de  indispensable  necesidad  para  la  conser- 
vación de  los  ganados,  debiendo  España  á  ella 
sola  la  rica  y  preciosa  granjeria  de  sus  lanas, 
tan  celebrada  en  la  historia,  y  el  aprovecha- 
miento de  las  sabrosas  yerbas  veraniegas  de 
las  altas  sierras  y  de  las  pingües  dehesas  de 
extremos,  que  se  malograrían  con  los  gana- 
dos, sin  la  alternada  combinación  de  sus  pas- 
tos estivos  con  los  de  invierno.  Por  eso,  aña- 
de, reconoció  la  Sociedad  la  existencia  y  el 
uso  de  las  cañadas  por  anterior  al  cultivo;  su 
establecimiento  por  justo  y  leg'itimo,  y  la  fran- 
queza y  amplitud  de  los  caminos  pastoriles  por 
muy  necesarias,  tanto  más  en  el  sistema  pro- 
tector de  legislación  rural  que  entonces  pro- 
ponía y  que  en  la  actualidad  se  encuentra  es- 
tablecido; y  por  eso  la  legislación  castellana, 
siguiendo  el  ejemplo  de  los  pueblos  más  s^ 
bios,  ha  respetado  las  cañadas  conocidas  ya 
en  Italia,  seg'ún  consta  de  Cicerón,  con  el 
nombre  de  calles  pastoruní".  Se  hace  lueg'o 
cargo  del  informe  de  1835  ',  en  donde  la  Socie- 
dad consignó  que  es  justo  respetar  la  trashu- 
mación y  cuidar  de  que  no  perezcan  los  restos 
de  nuestra  célebre  Cabana  trashumante,  como 
sucedería  si  se  la  privase  de  repente  de  las  ca- 
ñadas, veredas,  cordeles  y  descansaderos  que 
de  tiempo  inmemorial  viene  disfrutando,  é  in- 
siste en  que  no  se  debe  escatimar  el  terreno  ó 
reducir  la  anchura  de  tales  usos  v  serviduin- 


'    Es  el  inserto  en  (i  articulo  Acotamiento,  tomo  I. 
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bres,  porque  se  haria  uu  despojo  injusto  é  in- 
necesario para  hacer  después  una  donación  ea- 
pricliosa  á  los  dueños  de  las  tierras  contig'uas. 

Y  tienen  razón  los  autores  de  la  ¡Memoria; 
que  en  los  dos  informes  de  la  Sociedad  Econó- 
mica Matritense  están  los  textos,  cuya  auto- 
ridad con  tanto  talento  han  invocado.  Las  ca- 
ñadas no  las  consideró,  en  efecto,  el  ilustre 
Jovellanos  como  privilegio,  ó  le  consideró  ex- 
cepcional para  no  comprenderle  en  la  califica- 
ción que  hizo  de  los  demás.  Pei"o  Jovellanos 
abogó,  no  obstante,  enérg'icameute  contra  la 
Mesta  y  contra  sus  privileg'ios.  Jovellanos  con- 
sideraba la  sola  existencia  del  Concejo  como 
una  ofensa  de  la  razón  y  de  las  leyes...  Pedía 
la  entera  disolución  de  esta  Sociedad  tan  pre- 
potente, la  abolición  de  sus  exorbitantes  pri- 
vilegios, la  derogación  de  sus  injustas  Orde- 
nanzas y  la  supresión  de  sus  Juzg'ados  opresi- 
vos. Pedia,  y  lo  pedia  con  urg-eneia,  que  des- 
apareciese para  siempre  de  la  vista  de  nues- 
tros labradores  este  Concejo  de  señores  y  mon- 
jes convertidos  en  pastores  y  granjeros,  y  abri- 
gados á  la  sombra  de  un  niag-istrado  público; 
y  que  desapareciese  con  él  esta  coluvie  de  al- 
caldes, do  entregadores,decuadrillerosyacha- 
queros,  que  á  todas  horas  y  en  todas  partes  les 
afligían  á  su  nombre;  restituyéndose  de  una 
vez  su  subsistencia  al  g'anado  estante,  su  li- 
bertad al  cultivo,  sus  derechos  k  la  propiedad 
y  sus  fueros  á  la  razón  y  á  la  justicia. 

A  pesar  de  todo,  muy  lejos  nosotros  de  que- 
rer oponernos  á  las  justas  y  razonables  pre- 
tensiones de  la  Asociación  de  ganaderos,  abo- 
gamos con  plena  franqueza  por  qiie,  sin  entrar 
en  el  terreno  de  odiosas  investigaciones  para 
restablecer  antig'uas  servidumbres  que  el  trans- 
curso del  tiempo  ha  borrado  sin  dejar  de  ellas 
vestigio  ni  huella  alg-una,  se  conserven  por 
ahora  todas  las  existentes  y  todas  las  que  re- 
«ientemente  hayan  sido  iisnrpadas,  procuran- 
do no  inferir  con  estos  procedimientos  perjui- 
cio á  quien,  con  titulo  legitimo  y  buena  fe, 
esté  en  posesión  quieta  y  pacifica  de  lo  que 
cree  suyo  y  haya  prescrito  con  arreglo  al  de- 
recho común.  Lo  contrario  es  lo  que  se  está 
haciendo;  y  no  nos  parece  equitativo  y  trae 
perturbación  y  consecuencias  deplorables. — 
Véase  Ganadería. 

CANAMA.  Repartimiento  de  cierta  contribu- 
ción antigua,  hecha  á  proporción'del  valor  de 
las  haciendas  ó  por  cabezas. 

CAÑERÍA.  Conducto  formado  de  caños  ó  tu- 
bos por  donde  se  llevan  las  aguas  á  las  fuen- 
tes públicas  ó  á  otras  partes.  La  ley  7.*,  titu- 


lo XXXII,  Part.  3.",  dispone  que  nadie  puede 
impedir  á  otro  componer  y  limpiar  los  caños 
de  sus  casas,  por  enojo  de  que  recibe  mal  olor 
ú  otra  incomodidad,  por  lo  mucho  que  intere- 
sa á  los  edificios  y  á  la  salud  de  los  hombres 
que  las  cañerías  estén  bien  reparadas  é  lim- 
pias; pero  si  no  se  trata  de  sólo  limpiar,  sino 
de  hacer  cañería,  y  con  ella  ha  de  sufrir  luego 
perjuicio  un  tercero,  éste  puede  querellarse 
al  juez  é  pedir  que  la  mande  quitar  ó  deshacer 
(ley  13,  id.).  Conforme  con  esta  ley,  dice  Ardc- 
mans,  que  el  que  tuviere  fuente  en  su  casi 
debe  estar  obligado  ú  que  el  vecino  medianero 
no  reciba  perjuicio  en  las  paredes  ni  suelos, 
debiendo  indemnizar  los  daños  que  causare  y 
reparar  la  cañería  á  satisfacción. — V.  Servi- 
dumbres. 

•  CAPACIDAD:  INCAPACIDAD.  En  sentido  jurí- 
dico la  capacidad  es  equivalente  á  aptitud 
para  el  ejercicio  de  algún  derecho  ó  para  prac- 
ticar válidamente  algún  acto,  ó  para  ejercer 
algún  cargo  ó  profesión.  Cuando  por  falta  de 
alguna  cualidad  ó  requisito  carece  una  perso- 
na de  capacidad  para  algún  acto  ó  para  ejer- 
cer un  derecho,  ó  desempeñar  un  cargo,  se 
dice  que  es  incapaz,  de  manera  que  la  regla 
general  debe  ser  la  capacidad,  y  excepciones 
las  incapacidades. 

Difícil  seria  poder  compendiar  aquí  todo  lo 
que  determinan  las  leyes  sobre  capacidad  é  in- 
capacidades, y  habrá  de  ser,  por  tanto,  objeto 
de  distintos  artículos.  En  Contratos  habla- 
mos de  la  capacidad  de  los  contrayentes,  y 
consiguientemente  de  las  incapacidades  que 
llevan  consig'o  la  nulidad  de  los  contratos.  En 
M.\TRiMONio,  de  los  que  no  pueden  contraerle. 
En  Sucesiones  testada  é  intestada,  de  la 
capacidad  y  de  las  incapacidades  para  testar 
y  suceder.  En  Enjuiciamiento  civil,  _de  las 
personas  que  no  pueden  comparecer  en  juici.i. 
Eu  Ayuntamientos,  en  Constitución  políti- 
ca, en  Elecciones,  en  Empleados  públicos, 
etcétera,  de  las  que  tieueu  ó  no  tienen  aptitud 
para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  y  \ 
para  el  desempeño  de  cargos  honoríficos  y  em- 
pleos retribuidos,  etc. 

La  capacidad  se  pierde  y  se  adquiere  natu- 
ral y  civilmente,  y  alguna  vez  por  efecto  de 
pena,  ya  principal,  ya  accesoria,  segiin  vere- 
mos en  Interdicción:  Inhabilitación:  Sus- 
pensión. 

Cuando  se  declare  la  incapacidad  legal  para 
administrar  ó  se  imponga  la  pena  de  interdic- 
ción ó  cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique 
la  capacidad  civil  de  las  personas  eu  cuanto  á 
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la  libre  disposición  de  sus  bienes,  la  ejocutori.a 
deberá  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad correspondiente,  conforme  al  párrafo  4.°, 
art.  2."  de  la  ley,  y  4.",  15,  42,  43  y  68  del  re- 
glamento hipotecario. 

CAPATACES  (agrícolas:  de  minas:  de  cultivos). 
Respecto  de  los  capataces  aj;'ricolas,  ver  en 
Agricultur.\.  el  stimario  alfabético,  palabra 
Capataces,  1. 1,  p.  243.  Por  B.  D.  de  4  Septiem- 
bre de  1883  se  creó  en  Cartagena  ima  Escuela 
de  capataces  de  minas  y  maquinistas,  apro- 
bándose el  reg'lamento  de  la  misma  en  20  de 
Febrero  de  18S4;  y  por  R.  O.  de  1."  de  Enero 
de  1890,  se  estableció  en  Vera  la  de  capataces 
de  minas  y  maestros  de  fundición  de  la  provin- 
cia de  Almería.  Se  rige  por  el  reglamento  de 
la  misma  fecha.  (V.  Ingenieros  de  minas.) 
Las  capataces  de  cidtivos  son  ciertos  empica- 
dos de  montes  obligados  á  denunciar  los  da- 
ños y  abusos  que  en  ellos  se  cometan,  como  se 
declaró  por  R.  O.  de  29  de  Septiembre  de  1879. 
(Véase  Montes  pijblicos.) 

CAPELO.  Sombrero  rojo  que  llevan  por  in- 
signia los  cardenales  de  la  Iglesia  Romana:  la 
misma  dignidad  de  cardenal. 

CAPELLÁN.  Todo  clérigo  ó  eclesiástico, 
principalmente  los  que  obtienen  capellanía,  y 
los  que  están  encargados  de  la  celebración  de 
la  misa  en  alguna  capilla  ú  oratovio. -Capellán 
de  coro  es  el  sacerdote  que  ha}'  en  las  iglesias 
catedrales  y  colegiatas,  para  asistir  en  el  coro 
A  los  Oficios  y  Horas  canónicas. 

CAPELLÁN  DE  EJÉRCITO.  El  eclesiástico  que 
tiene  á  su  cargo  la  cura  de  almas  en  los  cuer- 
pos, plazas  y  hospitales  militares.  Los  capella- 
nes de  ejército  son  verdaderos  párrocos  de  los 
militares,  y  como  tales  tienen  obligaciones  y 
derechos  análogos  á  los  párrocos  territoriales. 
Véa.9e  Cr,EKO  castrense. 

CAPELLÁN  DE  HONOR.  Eclesiástico  que  for- 
ma parte  del  Cuerpo  de  capellanes  de  la  Real 
Capilla.— V.  Capilla:  Concordatos. 

CAPELLÁN  DE  LA  ARMADA  Ó  DE  MARINA;  El 
eclesiástico  que  ejerce  la  cura  de  almas  á  bor- 
do de  los  buques  del  Estado.  Deben,  por  con- 
siguiente, llevar  libros  de  nacidos,  casados  y 
muertos  para  hacer  los  asientos  correspon- 
dientes en  la  misma  forma  que  los  párrocos. 

CAPELLANÍA:  CAPELLANÍA  LAICAL:  CAPELLA- 
NÍAS COLATIVAS  FAMILIARES:  CAPELLANÍAS 
ECLESIÁSTICAS  NO  FAMILIARES.  Llámase  ca- 
pellauia  una  fundación  que  da  derecho  á  per- 
cibir ciertos  frutos  con  la  obligación  de  cele- 
brar ó  hacer  celebrar  anualmente  cierto  nú- 


mero de  misas  en  determinada  iglesia  ó  altar, 
ó  levantar  determinadas  cargas  espirituales, 
conformándose  á  la  voluntad  del  fundador.  La 
capellanía  es  laical  ó  colativa. 

Capellanía  laical  es  la  instituida  sin  inter- 
vención de  la  autoridad  eclesiástica;  no  sirve 
de  título  para  ordenarse  y  está  iinicamente 
obligado  el  poseedor  á  mandar  celebrar,  ó  á 
celebrar,  si  es  clérigo,  cierto  niimero  de  misas, 
conforme  á  la  fundación.  Las  capellanías  lai- 
cales ó  mercenarias  no  están  sujetas  á  la  au- 
toridad eclesiástica,  que  respecto  de  ellas  no 
tiene  otro  derecho  que  investigar  si  están 
cumplidas  las  cargas;  y  este  es  uno  de  los  ca- 
racteres que  más  distinguen  las  referidas  ca- 
pellanías de  las  colativas.  Se  conocen  con  el 
nombre  de  capellanías  íaícaíe-s,  porque  podían 
ser  poseídas  por  legos,  solteros  ó  casados,  va- 
rones ó  hembras,  etc.,  según  la  fundación;  y 
porque  los  bienes  que  las  constituían  conser- 
vaban su  cualidad  de  temporales  ó  profanos. 
Se  llaman  también  memorias  de  misas,  porque 
el  fundador  las  instituía  con  el  fin  de  conser- 
var su  memoria  por  medio  de  las  misas  que 
han  de  celebrarse.  Se  llaman  legados  píos  por 
acostumbrarse  á  fundar  como  manda  ó  legado. 
Y  por  último,  se  denominan  patronatos  de  le 
gas,  porque  sus  poseedores  se  reputan  como 
patronos  que  pueden  nombrar  sacerdote  que 
celebre  las  misas,  ó  mandarlas  celebrar  sin  ne- 
cesidad de  nombramiento. 

Capellanía  colativa  es  la  instituida  con  in- 
tervención de  la  autoridad  eclesiástica,  y  sirve 
de  título  de  ordenación.  Llámase  eclesiástica, 
porque  es  á  manera  de  beneficio  eclesiástico, 
y  es  propio  del  obispo  el  conferirlas.  Cuando 
en  la  fundación  se  llama  para  su  disfrute  á 
parientes  del  fundador  ó  de  las  personas  que 
señaló  como  tronco,  la  capellanía  se  llama  co- 
lativa familiar;  cuando  no  se  llama  á  la  pose- 
sión á  individuos  de  familia  determinada,  siu,o 
que  se  faculta  á  patronos  para  nombrar,  en- 
tonces se  llama  colativa  simple  ó  gentilicia. 

Cuando  ha  desaparecido  el  testamento  del 
fundador  y  no  existe  otro  documento  por  el 
que  pueda  determinarse  la  naturaleza  de  una 
capellanía,  entonces  se  considerará  como  ecle- 
siástica, si  el  Ordinario  ha  dado  la  colación  é 
institución  canónica  por  espacio  de  cuarenta 
años;  y  laical  en  el  caso  de  que  por  igual  tiem 
po  se  haya  provisto  por  los  patronos,  sin  inter- 
vención del  obispo  '. 


*  Salazar.  Instituciones  de  Derecho  canónico  citando  el 
cap.  V,  iit.  IV,  lib.  III,  sext.  Decret.,  cap.  I,  tit.  XIII, 
lib.  II,  id. 
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Aplicado  el  principio  de  desamortizacióu  á 
las  capellanías  colativas,  por  las  leyes  de  11 
de  Octubre  de  1820  y  19  de  Agosto  de  1841, 
vamos  á  insertar  literalmente  esta  ley  y  las 
que  con  posterioridad  se  han  dictado  sobre  tan 
importante  asunto,  inclusa  la  de  2-1  de  Junio 
de  1867,  que  contiene  el  convenio  ó  arreglo 
cutre  el  Gobierno  y  la  Santa  Sede;  debiendo 
anticipar  que  en  el  art.  5.°  de  la  ley  de  15  de 
Juuio  de  1866  se  definen  las  capellanías  cola- 
tivas comprendidas  en  la  de  19  Agosto  1841. 

Antes,  sin  embargo,  conviene  conocer,  por 
la  aplicación  que  todavía  pueden  tener  en 
miestros  Tribunales,  algunas  de  las  leyes  con- 
tenidas en  la  Nov.  Rec. 

Ley  6.»,  tit.  XII,  lib.  I,  Nov.  Rec. 
Prohibición  de  hacer  capellanías..,  sin  la  Real  licencia  y 
demás  requisitos  que  se  previenen.  (D.  Carlos  IV  en  20 
Febrero  1799.) 

«A  fin  de  evitar  dudas  en  la  inteligencia  de 
la  cláusula  del  decreto  de  28  de  Abril  de  1789  ' 
que  dice:  ni  prohibir  perpetuamente  la  enaje- 
nación de  bienes  raices  y  e.ttables  por  medios 
directos  ó  indirectos;  declaro,  se  deben  enten- 
der comprendidas  en  ella  las  capellanías  y 
cualesquiera  otras  fundaciones  perpetuas,  sin 
que  se  puedan  hacer,  no  precediendo  licencia 
mía  á  consulta  de  la  Cámara  ni  con  otros  bie- 
nes que  los  que  se  expresan  en  dicho  decreto 
por  lo  respectivo  á  los  mayorazgos:::  La  Cá- 
mara, para  hacerme  sus  consultas,  tomará  in- 
formes, especialmente,  de  los  diocesanos,  de 
la  necesidad  conocida  ó  utilidad  pública  de  la 
fundación;  renta  con  que  se  há  de  hacer,  de 
manera  que  sea  suficiente  congrua  para  man- 
tener con  decencia  al  clérigo  que  la  haya  de 
noseer,  y  del  servicio  que  éste  haya  de  pres- 
tar á  la  ig'lesia  ó  capilla  donde  se  funde.  Esta 
Ueal  resolución  se  comunique  á  los  M.  RR.  Ar- 
;';obispos,  RR.  Obispos  y  demás  Ordinarios, 
para  que  la  tengan  entendida  y  la  cumplan 
respectivamente  en  la  parte  que  á  cada  uno 
toque. 

Ley  22,  tit.  V,  lib.  I,  Nov.  Hec. 
Sobre  ventas  de  bienes  de...  capellanías. 

Por  esta  ley  fR.  C.  25  Septiembre  1798),  á  la 
vez  que  se  dispuso  la  venta  de  bienes  de  Be- 
neficencia, se  invitó  á  los  M.  RR.  Arzobispos  y 
RR.  Obispos  y  demás  prelados  eclesiásticos, 
seculares  y  regulares,  á  la  venta  de  las  cape- 
llanías colativas  ú  otras  fundaciones  eclesiás- 


'  FA  R.  D.  de  2S  de  Abril  de  ¡789  (ley  Í2,  tit.  XVII,  li- 
bro X.  Nov.  Rec.)  dispiíso:  *que  desde  ahora  en  adelante 
no  se  puedan  fundar  maf/orazgos...  ni  prohibir  perpetua- 
mente la  enajenación  de  bienes  raices  ó  estables,  por  me- 
dios directos  ó  indirectos,  si7i  preceder  licencia  mía  ó  de 
los  Reyes  mis  sucesores,  la  cual  se  concederá  á  consulta 
de  la  "CAniara,  precediendo  conocimientos  de  si  el  maijo- 
razgo  llega  ó  excede,  como  deberá  ser,  a  tres  mil  dncatlos 
de  renta...  y  si  el  todo  ó  la  mayor  parte  de  los  bienes  con- 
siste en  raices,  lo  que  se  deberá  moderar,  disponiendo  que 
las  dotaciones  perpetuas  se  hagan  y  sitüejí  principalmen- 
te sobre  efectos  de  rédito  fjo,  como  censos,  juros,  efectos 
d^  villa,  acciones  de  Banco  y  otras  semejantes...  decla- 
rando como  decl.aro  nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto 
las  vinculaciones  que  en  adelante  se  hicieren  sin  Real  fa- 
cultad...» 


ticas,  poniendo  su  producto  en  la  Caja  de 
amortización,  con  el  interés  de  3  por  100 
anual. 

Ley  1.",  tit.  XVI,  lib.  I,  Nov.  Hec. 
Supresión  y  reunión  de  capellanías  incongruas. 

Dispuso  esta  ley  la  reunión  de  capellanías 
iucong-ruas,  sin  perjuicio  de  sus  respectivos 
patronos. 

Ley  7.",  tit.  XVII,  lib.  I,  Nov.  Rec. 

Por  esta  ley  se  declaró  el  Rey  patrono  de 
las  capellanías  cuya  dotación  consista  en  ju- 
ros de  la  Real  Hacienda. 

E.  D.  1."  Febrero  1815. 
Suspende  la  provisión  de  beneficios. 
1 He  venido  en  mandar  que...  se  suspen- 
da la  provisión  de  todos  los  beneficios  simples, 
préstamos  enteros  y  medios  pontificales,  y 
toda  otra  pieza  eclesiástica,  de  cualquiera  de- 
nominación que  sea,  que  por  costumbre,  por 
tolerancia  ó  por  otro  titulo  no  se  hubiese  re- 
cibido por  sus  anteriores  poseedores,  y  se  ha- 
llen vacantes  ó  vacaren  á  mi  Real  presenta- 
ción, ó  á  la  de  los  Ordinarios,  ú  otros  presente- 
ros eclesiásticos...»  (C.  L.,  t.  2.",  p.  85.) 

E.  D.  I."  Febrero  181.5. 
Dispone  que  la  Real  Cámara  de  Castilla  tome 
las  medidas  que  dicte  su  celo  y  sabiduría  para 
realizar  los  importantes  objetos  sobre  supre- 
sión y  reunión  de  capellanías  y  beneficios  in- 
congruos, de  que  se  hace  mención  en  el  decre- 
to que  antecede.  fC.  L.,  t.  2.",  p.  87.) 

E.  D.  12  Diciembre  1817. 
Vacantes. — Que  se  exija  media  anualidad. 

(Hac.)     «Se  ha  enterado  el  Rey  nuestro  Se- ; 
ñor  de  lo  expuesto  por  VV.  SS.  en  13  del  pasa- ' 
do,  sobre  haberse  procedido  hasta  ahora  por  I 
ese  establecimiento  en  concepto  equivocado 
en  la  percepción  de  las  vacantes  respectivas  áJ 
capellanías  y  patronatos,  y...  S.  M....,  se  ha  I 
servido  determinar  que  sólo  se  les  exija  la  me- 
dia anualidad  con  que  únicamente  están  gra-j 
vados  por  R.  C.  de  10  de  Febrero  de  1805,  de- 
volviéndose á  sus  poseedores  por  derecho  del 
sucesión,  deducidos  gastos,  lo  que  hayan  sa- 
tisfecho más  allá  de  la  citada  media  anualidad. 
Palacio  12  Diciembre  1817.»  (C.  L.,Ap,p.438.) 

Ley  27  Septiembre-11  Octubre  1820. 

Esta  ley,  inserta  en  M.\yor.\zgo.s.  suprimió 
toda  especie  de  vinculaciones,  y  prohibió  en 
lo  sucesivo  fundar  mayorazgo,  fideicomiso,  pa- 
tronato, capellanía,  obra  pía  ni  vinculación 
alguna. 

Ley  29  Jnnio  1821. 

Que  vuelvan  d  las  familias  los  bienes  de  capellanías. 

Esta  ley  dispuso  principalmente  sobre  re- 
ducción del  diezmo  y  primicia,  y  en  su  artícu- 
lo 4.",  relativo  á  capellanías  de  sangre,  diceí 

«Art.  4.°  Para  indemnizar  á  los  seculares 
partícipes  de  diezmos,  se  aplicarán  todos  lo.s 
bienes  raíces  rústicos  y  urbanos,  censos,  fo- 
ros, rc«tas  y  derechos  que  poseen  el  clero  y 
las  fábricas  de  las  iglesias.  Gozarán  de  Ih  in- 
demnización las  personas  y  corporaciones  que 
posean  rentas  en  grano  ó  dinero,  á  cuya  satis- 
facción estén  obligados  los  diezmos;  y  encuan- 
to  d  las  fincas  pertenecientes  á  prebendas,  ca- 
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pellanias  ó  beneficios  de  patronato  liasivo  de 
iítngre,  muertos  los  actuales  poseedores,  deben 
volver  á  las  respectivas  familias.»  {Dec.  de 
las  C,  t.  7,  jj.  245.) 

O.  de  la  Reg.  de  2  Septiembre  1823. 
Deroga  el  decreto  de  las  Cortes  de  ^  de  Noviembre  de  1820. 

(Grac.  y  Ju.st.)  «a  solicitud  del  vicario 
capitular  del  Arzobispado  Sede  vacaute  de  la 
ig'lesia  metropolitaua  de  Sevilla,  ha  tenido  A 
bien  la  Regencia  del  Reino  mandar  quede  sin 
efecto  el  decreto  expedido  por  las  Cortes  con 
techa  de  ii  de  Noviembre  de  1820  reducido  á  la 
incorporación  al  crédito  público  de  todos  los 
bienes  raices,  derechos  y  acciones  de  las  ca- 
pellanías vacantes  y  que  vacaren  que  no  fue- 
sen de  llamamiento  familiar;  é  ig'ualmente  los 
de  ermitas,  santuarios,  cofradías,  hermanda- 
des, fundaciones  y  demás  establecimientos 
piadosos.  Madrid  2  de  Septiembre  1823.»  (Co- 
lección Legislativa,  t.  7,  ji-  105.) 

B.  O.  15  Junio  1821. 
Se  dejen  e.vpeditas  las  facultades  al  juez  colector. 

(Hac.)    « S.  M se  ha  servido  mandar 

qne  por  ese  Ministerio  se  comunique  al  refe- 
rido g-obernador  la  orden  m;is  terminante  para 
que  deje  expeditas  la  autoridad  y  facultades 
que  competen  al  juez  colector  de  anualidades 
y  vacantes,  acerca  de  todas  las  vacantes  de 
beneficios  y  capellanías,  á  excepción  de  los  cu- 
rados, en  que  sólo  deben  entender  los  ecóno- 
mos, con  arreglo  á  la  R.  O.  de  10  de  Abril  de 
1.S19.— De  Real  orden,  etc.— Madrid  15  de  Ju- 
nio de  1824.»  (C.  L.,  t.  8,  p.  401.) 

B.  0. 1.5  Febrero  1«38. 

(Hac.  y  CtOb.)     « S.  M se  ha  servido 

disponer:  1."  Que  la  Diputación  provincial  de 
Madrid  y  las  demás  que  están  en  su  caso,  de- 
jen desde  luego  desembarazada  la  administra- 
ción de  las  memorias,  obras  pias,  patronatos  y 
capellanías  devolviendo  á  los  curas  párrocos  y 
demás  empleados  de  la  amortización,  los  libros 
y  papeles  pertenecientes  á  estos  establecimien- 
tos^^... (C.  L.,  t.  24,  p.  60.) 

B.  O.  ¿6  Marzo  lSi39. 

Mandó  poner  á  disposición  de  las  Juntas  dio- 
cesanas los  rendimientos  de  mitras  secuestra- 
das, patronatos  y  capellanías  que  no  sean  de 
sang-re.  (C.  L.,  t.  25,  p.  200.) 

Ley  19  Agosto  1ÍÍ41. 
Mandando  adjudicar  á  los  parientes...  como  de  libre  dis- 
posición los  bienes  de  capellanias  colativas. 

(Grac.  y  .Just.)  «LEY.— Doña  Isabel  II, 
etcétera. 

Articulo  1.°  Los  bienes  de  las  capellanías 
colativas  á  cuyo  goce  estén  llamadas  ciertas  y 
determinadas  familias,  se  adjudicarán  como 
de  libre  disposición  á  los  individuos  de  ellas  en 
quienes  concurra  la  circunstancia  de  preferen- 
te parentesco  según  los  llaraamientos;  pero 
.sin  diferencia  de  sexo,  edad,  condición  ni  es- 
tado. 

■A-rt.  2."  En  consecuencia  de  la  anterior  dis- 
posición, serán  preferidos  los  ¡larientes  c^ue 
■con  arreglo  á  la  fundación  sean  de  mejor  linea, 
y  entre  los  de  ésta,  aquél  ó  aquéllos  que  fue- 
sen de  grado  preferente.  Cuando  se  hiciesen 


los  llanianiieutos  en  general  á  los  parientes, 
sin  distinguir  de  lineas  ni  grados,  serán  prefe- 
ridos los  más  próximos  á  los  fundadores  ó  á 
los  que  éstos  señalasen  como  tronco  K 

Art.  3."  En  los  casos  en  que  las  fundacio- 
nes dispongan  que  alternen  las  lineas,  se  divi- 
dirán los  bienes  entre  éstas  cou  entera  ig'ual- 
dad,  y  la  porción  que  á  cada  una  corresponda 
se  adjudicará  á  los  individuos  existentes  de 
ella  en  los  términos  que  dispone  el  articulo 
antecedente. 

Art.  4."  Cuando  sólo  el  patronato  activo 
fuese  familiar  se  adjudicarán  también  los  bie- 
nes en  concepto  de  libres  á  los  parientes  llama- 
dos á  ejercerlo. 

Art.  .5."  Si  en  alguna  fundación  se  dispu- 
siere de  los  bienes  para  el  caso  en  que  dejare 
de  existir  la  capellanía,  se  cumplirá  lo  deter- 
minado en  aquélla. 

Art.  6.°  Las  disposiciones  que  preceden 
tendrán  toda  su  aplicación  á  las  capellanias 
vacantes  en  la  actualidad,  y  á  las  demás  según 
fueren  vacando. 

Art.  7.°  Los  poseedores  actuales  continua- 
rán gozando  de  las  capellanías  en  el  mismo 
concepto  en  que  las  obtuvieron,  y  con  entera 
sujeción  á  las  reglas  de  las  fundaciones  res- 
pectivas. Pero  podrán  en  su  caso  usar  del  de- 
recho que  les  corresponda  en  virtud  de  los  an- 
teriores artículos. 

Art.  8."  Los  pleitos  que  sobre  capellanías 
colativas  se  hallen  pendientes  podrán  conti- 
nuar, y  éstas  proveerse  como  tales,  quedando 
los  que  lleguen  á  obtenerlas  en  el  mismo  caso 
que  los  actuales  poseedores. 

Art.  9."  Los  parientes  que  conforme  á  los 
cuatro  primeros  artículos  de  esta  ley  ó  las  per- 
sonas que  con  arreglo  al  5."  tuviesen  derecho 
á  los  bienes  de  capellanias  que  no  se  hallen  va- 
cantes, sobre  las  que  penda  litigio,  podrán 
desde  luego  pedir  que  se  les  declare  la  pro- 
piedad de  dichos  bienes,  sin  perjuicio  del  usu- 
fructo que  á  los  poseedores  corresponde. 

Art.  10.  A  los  Tribunales  civiles  ordinarios 
de  los  partidos  en  que  radique  la  mayor  par- 
te de  los  bienes,  corresponde  hacer  la  aplica- 
ción de  los  derechos  que  se  declaran  en  esta  ley. 

Art.  11.  La  adjudicación  de  los  bienes  se 
entenderá  con  la  oblig-ación  de  cumplir,  pero 
sin  mancomunidad,  las  cargas  civiles  y  ecle- 
siásticas á  que  estaban  afectos.  —  Por  tanto, 
etcétera.  — Madrid  á  19  de  Agosto  de  1841.» 
(C.  de  D.,  t.  27,  p.  394.) 

Ley  2  Septiembre  1841. 

Bienes  de  prebendas,  capellanias,  etc.,  exceptuados  de  la^ 

desamortización. 

(Hac.)  Enumera  entre  los  bienes  exceptua- 
dos de  la  desamortización  los  de  pi'ebendas,  ca- 
pellanias, beneficios  y  demás  fundaciones  de 
patronato  de  sang-re,  activo  ó  pasivo. 

B.  D.  11  Marzo  18«  ■'. 

(Hac.)  Declara  comprendidos,  entre  otros, 
en  la  excepción  de  la  ley  de  2  de  Septiembre 
de  1841,  sobre  venta  de  bienes  del  clero,  los  de 


*  En  las  capellanias  no  se  sucede  por  derecho  de  re- 
presentación, y  sonde  mejor  dercUio  en  una  misma  linea 
los  parientes  más  próximos.  (T.  S.,  Seut.  19  Abril  18.50.) 

^    Circulado  por  O.  de  la  Reg.  del  día  14  del  mismo  mes. 
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t-apellauias  ó  fundación  de  patronato  familiar 
activo  ó  pasivo. — V.  Desamortizacióx. 

E.  0. 17  Enero  16U7. 
Expeñientes  sohre  reclamaciones  de  bienes  de  capeUa7iias 
colativas  jtara  declararlos  exceptuados  de  la  desamor- 
tización. 

(Hac.)     «...S.  M.  se  ha  servido  resolver: 

1."  Siempre  qiie  ocurra  una  reclamación  de 
l)ienes  procedentes  de  capellauias  colativas  de 
patronato  activo  ó  pasivo  familiar,  deberá  ins- 
truirse inmediatamente  un  expediente  g-uber- 
nativo  para  declararlos  ó  uo  comprendidos  en 
las  excepciones  cousiguadas  en  el  art.  6."  de 
la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841,  ajustándo- 
se en  su  formación  al  curso  y  trámites  preve- 
nidos en  la  citada  R.  O.  9  Febrero  de  1842  '. 

2."  Las  resoluciones  definitivas  que  reeai- 
g'an  en  estos  expedientes  no  se  ejecutoriarán 
hasta  que  no  obtengan  la  aprobación  de  la  Su- 
perioridad. 

3."  En  el  caso  de  que  ésta  sea  favorable  á 
los  particulares  reclamantes,  deberán  entre- 
gárseles todos  los  productos  líquidos  desde 
que  ocurrió  la  vacante,  salvas  las  deducciones 
que  procedan  de  gastos  necesarios  para  la  con- 
servación de  las  fincas,  administración,  recau- 
dación y  demás  indispensable.  Lo  mismo  se 
hará  cuando  la  declaración  sea  favorable  al 
Estado. 

4."  Las  providencias  de  los  .Juzg'ados  de 
primera  instancia  no  tienen  fuerza  ejeciitiva,  ni 
para  declarar  la  excepción  de  las  fincas  que 
reclamen  ni  para  decidir  la  inmediata  entrega 
de  sus  productos;  pero  serán  útiles  para  que, 
cuando  una  }•  otra  deban  verificarse,  se  haga 
á  la  persona  legitima...  De  Real  orden,  etc. — 
Madrid  17  de  Enero  de  1847.»  (C.  L.,  t.  40, 
pág.  96.) 

K.  O.  29  Julio  1847. 

(Hac.)  Dispuso  se  comunicara  á  las  X\\- 
dieucias  territoriales  y  jueces  de  ¡irimera  ins- 
tancia «que  en  los  expedientes  sobre  adjudi- 
cación de  capellanías  de  sangre  á  los  parien- 
tes de  los  fundadores,  se  oiga  á  los  promoto- 
res fiscales  como  representantes  del  Estado». 
(C.L.,t.41,p.415.) 

E.  O.  20  Septiembre  1847. 
Sobre  frutos  de  capellanias  vacantes,  etc. 

(Geac.  y  Just.)  Extracto.— Alaunzada  por 
alg-unas  personas  legas  ante  los  Juzgados  civi- 
les de  las  islas  Canarias  la  propiedad  de  varias 
capellanías  familiares  de  sangre  con  arreg'lo  á 
la  ley  de  19  Agosto  de  1841,  solicitaron  se  les 
entregasen  los  rendimientos  del  tiempo  de  la 
vacante,  sobre  lo  cual  se  elevó  consulta,  é  in- 
formada por  el  Ministro  de  Hacienda  y  Junta 
gubernativa  del  S.  T.  de  Justicia,  se  resolvió: 
«Enterada  S.  M.  del  resultado  de  ambos  infor- 
mes, y  considerando  que  los  bienes  afectos  á 
las  capellanías  familiares  de  sangre  tenían  el 
carácter  de  espiritualizados  hasta  la  ley  de  19 
de  Ag'osto  de  1841;  que  los  individuos  que  han 
obtenido  á  su  favor  la  declaración  de  propie- 
dad de  los  mismos  bienes,  en  consecuencia  de 
1.1  citada  ley,  los  han  adquirido  como  seculari- 
zados por  un  titulo  civil,  el  cual  no  puede  dar- 


Véase  en  Desamortización. 


les  derecho  álos  frutos  producidos  cuando  los 
bienes  se  reputaban  espiritualizados;  y  por 
último,  que  tales  rendimientos  tienen  una  apli- 
cación determinada  según  las  disposiciones 
vig'entes,  se  ha  dignado  mandar  que  en  ob- 
servancia déla  Circ.  de  10  de  Enero  de  1837, 
los  reverendos  obispos  y  gobernadores  de  las 
diócesis  entreguen  en  el  Erario  piiblico  Ios- 
frutos  de  las  capellanias  colativas  correspon- 
dientes al  tiempo  de  sus  últimas  vacantes  has- 
ta el  19  de  Agosto  de  1841  deducidas  las  car- 
gas civiles  y  eclesiásticas,  y  que  las  personas 
ácuyo  favor  se  hubiere  declaradola  propiedad 
de  los  mencionados  bienes  sólo  puedan  exigir 
con  igual  deducción  de  carg-as  las  rentas  pos- 
teriores á  la  promulgación  de  la  ley  de  19  de 
Aa'osto.— De  Real  orden,  etc. — Madrid  20  de 
Septiembre  de  1847.»  (C.  L.,  t.  42,  p.  I-JfJ.) 

E.  O.  12  Febrero  laóO. 

Prevenciones  á  los  fiscales  sobre  bienes  de  capellanías  y 

patronatos. 

(Hac.)  «Por  varias  Reales  órdenes  está 
mandado  que  se  dé  audiencia  á  los  fiscales  y  á 
los  promotores  en  los  pleitos  que  se  sigan  para 
adjudicar  como  libres  los  bienes  que  pertene- 
cieron á  capellanias  y  patronatos  '.  Esta  dis- 
posición, come  V.  S.  conoce,  tiene  por  objeto 
evitar  que,  á  pretexto  de  derechos  no  declara- 
dos en  las  fundaciones  y  de  parentescos  simu- 
lados, se  prive  al  Fisco  de  bienes  que  en  otro 
caso  debieran  corresponderle.  Yo  espero  que 
V.  S.  y  sus  subordinados,  á  quienes  se  servirá 
hacer  al  intento  las  prevenciones  oportunas, 
cuidarán,  como  hasta  ahora,  de  examinar  con 
el  más  escrupuloso  esmero  los  referidos  plei- 
tos, para  conocer  si  los  que  aspiran  á  la  adju- 
dicación de  los  bienes  tienen  derecho  á  ellos 
por  la  fundación,  si  están  dentro  del  grado  que 
para  adquirirlos  requieren  las  leyes,  y  si  hay 
de  dichos  parentescos  la  prueba  necesaria,  sin 
descansar  en  las  concesiones  que  acerca  de 
ésto  se  hag'an  reciprocamente  los  litigantes, 
porque  en  ellas  puede  halier  amaños,  que  no 
deben  pasar  desapercibidos  á  los  ojos  del  Mi- 
nisterio público.  Cuando  por  consecuencia  de 
las  gestiones  de  V.  S.  se  declare  que  los  liti- 
gantes no  tienen  derecho  á  la  adquisición  de 
los  bienes,  dará  V.  S.  cuenta  á  la  Dirección  de 
lo  Contencioso  para  resolver  lo  conveniente  á 
los  intereses  del  Fisco.  La  ley  de  lí)  de  Agosto 
de  1841  dispone  que  la  adjudicación  de  los  bie- 
nes de  las  capellanias  se  hag'a  con  la  obliga- 
ción en  los  agraciados  de  cumplir  las  cargas 
de  la  fundación.  Hasta  ahora  el  cumplimiento 
de  esta  obligación  no  ha  tenido  más  garantía 
que  la  moralidad  de  las  personas:  preciso  es 
aseg'urarlodeunamanera  conveniente,  y  para 
ello  es  necesario  que  V.  S.,  luego  que  recaiga 
ejecutoria  á  favor  de  cu.alquiera  de  los  parien- 
tes, se  sirva  remitir  nota  de  los  bienes  de  la 


*  Los  promotores  fiscales  fueron  suprimidos  por  la 
ley  de  14  de  Octubre  de  1SS2  y  sustituida  su  representa- 
ción en  los  juicios  civiles  con  la  de  los  fiscales  de  las  Au- 
diencias ó  los  auxiliares  de  éstos,  conforme  d  los  arts.  56^ 
5S  y  disposición  VI IT  transitoria  de  la  misma  ley. —  Fíío- 
sc  .Justicia.  Hoy  la  representación  de  la  Administración 
en  los  pleitos  que  interesan  á  la  misma  coi  responde  d  lo» 
abonados  del  Estado,  conforme  el  art.  5."  del  B.  D.  de  IR 
de  Marzo  de  1860. 


capellanías (1800-1852.) 


263 


rnndación  y  de  sus  cargas  eclesiásticas,  como 
misas  y  aniversavios,  á  la  Comisión  investiga- 
dora cleada  por  R.  D.  de  12  de  Octubre  del 
lasado  ,  dando  cuenta  k  la  Dirección  de  lo 
Contencioso  de  haljerlo  ejecutado...— Dios,  et- 
I  .'lera.  Madrid  12  de  Febrero  de  1850.»  (C.  X., 
/.  49,  p.  263.) 

E.  0.1."  Mayo  1850. 

Interi-ención  de  los  fiscales  en  pleitos  de  capellanías 

de  sangre  >. 

(Hac.)  «...S.M.  se  ha  servido  niandavqiie  en 
lo.s  referidos  pleitos  de  capellanías  de  sangre, 
couio  en  las  de  patronatos,  se  tenga  por  parte 
i\  los  promotores  fiscales  y  á  los  fiscales  eu  las 
Audiencias ;  que  se  entiendan  con  ellos  todas 
las  diligencias  y  actuaciones,  pero  que  los  pro- 
motores no  deduzcan  pretensión  alguna  hasta 
después  de  publicadas  las  pruebas,  eu  cuyo 
caso,  si  encontrasen  que  los  litigantes  no  tie- 
nen derecho  á  los  bienes  de  la  fundación,  bien 
por  los  términos  de  ésta,  bi'en  porque  el  paren- 
tesco alegado  no  esté  comprobado,  hagan  la 
pretensión  que  convenga  ;'i  los  intereses  de  la 
Hacienda,  y  de  lo  contrario  devuelvan  los  au- 
tos sin  oposición,  pero  precediendo  consulta 
con  el  fiscal  de  la  Audiencia  para  que,  eu  el 
caso  de  que  el  asunto  termine  en  primera  ins- 
tancia, no  quede  sólo  decidido  con  la  opinión 
del  promotor.  Que  á  los  fiscales  de  las  Audien- 
cias se  les  comuniquen  dichos  pleitos  después 
que  las  partes  hayan  alegado,  y  antes  de  sen- 
tencia, y  entonces,  arreglándose  á  lo  que  que- 
da dicho  con  respecto  á  los  promotores,  ejecu- 
ten lo  mismo  que  á  éstos  se  previene  con  res- 
pecto a  la  oposición  que  deba  hacerse  ó  devo- 
lución de  los  autos  sin  despacho. — De  Real 
orden,  etc.— Madrid  1."  de  Mavo  de  1850.» 
(C.  L.,  t.  50,  p.  4.) 

R.  O.  7  Octubre  1850. 

Cuándo  deben  reclamarse  los  bienes  de  capellanías  de 
sangre  ú  familiares  entregados  al  clero. 

(Hac.)  «Enterada  la  Reina  del  expediente 
instruido...  sobre  si  deberían  reclamarse  del 
clero  los  bienes  pertenecientes  á  las  capella- 
nías de  sangre  y  de  libre  presentación  que  se 
le  entregaron  eu  5  Diciembre  1845  '^,  á  conse- 
ciU'ucia  de  la  ley  de  3  Abril  del  mismo  año,  y 
conformándose  con  el  parecer  de  la  Dir.  de  lo 
Cont.  de  Hacienda  pública,  se  ha  servido  re- 
solver que  no  se  haga  ¡lor  ahora  novedad  algu- 
na eu  los  bienes  de  las  capellanías  de  cjue  se 
trata,  y  que  sólo  deben  reclamarse  del  clero  los 
pertenecientes  á  las  de  sangre  ó  familiares, 
cuando  los  interesados á  quienes  correspondan 
las  hayan  pedido  y  se  hayan  declarado  excep- 
tuados de  la  aplicación  al  Estado. — De  Real 
orden,  etc. — Madrid  7  de  Octubre  de  1850.» 
(C.  L.,  t.  51,  p.  173.) 

■  E.  O.  20  Mayo  1851. 

(Hac.)  E'.ctracto. — Declaró  que  los  bienes 
de  capellanías  vacantes  no  exceptuados  de  la 
venta  por  la  ley  de  2  de  Soptiembrc  de  1841, 
correspondían  al  clero  secular  v  debían  entre- 
gársele. (C.  L.,  t.  53,  p.  IGO.J—V.  Desamorti- 
zación. 


Véase  la  nota  anterior. 
V.  Desamortización. 


Concordato  17  Octubre  1851. 

Los  artículos  de  éste  cjue  pueden  ser  toma- 
dos en  cuenta  para  resolver  las  dudas  sobre 
capellanías  colativas,  son:  el  41, en  que  se  esta- 
blece á  favor  de  la  Iglesia  el  derecho  de  adqiii- 
rir  por  cualquier  titulo  legítimo;  el  43,  dispo- 
niendo que  todo  lo  demás  perteneciente  á  per- 
sonas ó  cosas  eclesiásticas  sobre  lo  que  no  se 
provee  en  los  artículos  anteriores  será  dirigi- 
do y  administrado  según  la  disciplina  de  la 
Ig-lesia  canónicamente  vigente;  el  44,  por  el 
c^ue  se  declara  quedar  salvas  é  ilesas  las  Rea- 
les prerrogati'i  as  de  la  Corona  de  España  en 
conformidad  á  otros  convenios  anteriores;  y 
el  45,  según  el  cual  se  tendrán  por  revoca- 
das, en  cuanto  á  él  se  oponen,  las  leyes,  ór- 
denes y  decretos  publicados  hasta  ahora  de 
cualquier  modo  y  forma  en  los  dominios  de 
España,  debiendo  regir  el  Concordato  como 
tal  ley. — V.  Concord.-vtos. 

R.  D.  30  Abril  18.52. 
Deroga  la  ley  de  1$  de  Agosto  de  1841 '. 

(Grao,  y  Just.)  «En  vista  de  lo  expviesto 
por  varios  diocesanos  y  fiscales  de  las  Reales 
Audiencias  acerca  de  la  aplicación  del  Concor- 
dato en  lo  relativo  á  capellanías  colativas  y 
fundaciones  piadosas  de  patronato  activo  ó 
pasivo  de  sangre,  deseando  quitar  todo  motivo 
de  duda...  vengo  eu  declarar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Desde  el  día  17  de  Octubre  iil- 
tiino,  en  que  se  publicó  el  Concordato  como  ley 
del  Estado,  oe  considerará  derogada  la  ley  de 
19  de  Agosto  de  1841,  relativa  á  ca|)ellanias 
colativas  de  ¡latronato  activo  ó  ])asivo  de  san- 
gre. De  la  misma  manera,  y  desde  igual  fecha, 
se  entenderán  derogadas  las  disposiciones  re- 
lativas á  las  fundaciones  piadosas  familiares. 

Art.  2."  A  su  consecuencia  quedan  subsis- 
tenies  las  capellanías  colativas  de  patronato 
activo  ó  pasivo  de  sangre,  estén  ó  no  actual 
mente  vacantes,  cuyos  bienes  no  hayan  sido 
adjudicados  judicialmente  á  las  familias  res- 
pectivas, ó  para  cuya  adjudicación  no  pendie- 
re juicio  eti  ejecución  de  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1841,  y  otras  disposiciones,  antes  de  dicho 
día  de  17  de  Octubre.  Lo  mismo  se  entenderá 
respecto  á  las  fundaciones  piadosas  arriba 
mencionadas. 

Art.  3."  Por  lo  tanto,  se  adjudicarán  por 
los  Tribunales  eclesiásticos,  y  servirán  de  tí- 
tulo de  ordenación  las  capellanías  subsistentes 
según  los  artículos  anteriores,  siempre  que 
sean  congruas. 

Art.  4."  Continuarán  hasta  su  decisión  de- 
finitiva con  arreglo  á  derecho  los  expedientes 
judiciales  que  peudíau  en  los  Juzgados  de  pri- 
mera instancia  y  Reales  Audiencias  el  citado 
día  17  de  Octubre,  cesando  los  juicios  princi- 
piados con  posterioridad. 

Art.  5."  Si  los  sujetos  á  quienes  se  hayan 
adjudicado  judicialmente  los  bienes  de  las  ca- 
pellanías hubieren  sido  ordenados,  ó  lo  fueren 
en  lo  sucesivo  á  titulo  de  ellas,  se  entenderá 
que  los  interesados  han  renunciado  al  benefi- 
cio de  la  ley  de  19  de  Ago.sto  de  1841,  obser- 
vándose, por  lo  tanto,  lo  dispuesto  en  los  ar- 
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ticiilos  1."  y  3."  de  la  presente  declaración.  Lo 
mismo  se  entenderá  respecto  de  las  capellanías 
que  hayan  servido  ó  sirvieren  de  tituln  de  or- 
denación á  alg'iin  individuo  de  las  familias  en- 
tre quienes  se  hayan  distribuido  los  bienes, 
siempre  ijue  presten  á  esto  su  consentimiento 
todos  los  interesados. 

Art.  6."  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
dará  las  instrucciones  y  disposiciones  conve- 
nientes liara  la  ejecución  del  presente  decre- 
to.—Dado  en  Aranjuez  á  30  de  Abril  de  1852.» 
[C.  L.,  t.  55,  p.  656.) 

Otra  E.  O.  1."  Jnuio  1853. 

Sobre  mejor  derecho  á  bienes  de  una  capellanía.  Lo  que 

procede  faltando  opositores. 

(Hau.)  Enterada  S.  M.  de  una  consulta  ele- 
vada solire  el  indicado  objeto,  «se  ha  dignado 
resolver,  de  acuerdo  con  la  Dirección  general 
de  lo  Contencioso,  que  continúe  el  Ministerio 
fiscal  deduciendo  las  oportunas  pretensiones 
para  que  los  citados  bienes  no  se  adjudiquen 
sino  á  los  que  prueben  legalmente  su  derecho 
á  los  mismos;  y  que  si  ninguno  de  ellos  se  ha- 
llara en  su  casi,  se  limite  el  promotor  de  Salas 
á  solicitar  quede  subsistente  la  capellanía  y  no 
la  adjudicación  de  los  citados  bienes  al  Esta- 
do en  calidad  de  mostrencos,  pues  sería  opo- 
nerse al  espíritu  del  Concordato  y  al  del  Real 
decreto  de  30  de  Abril  de  1852,  siendo  asimis- 
mo la  \oluutad  de  S.  M.  que  esta  resolución 
sirva  de  reg'la  general  para  todos  los  demás 
casos  de  igual  naturaleza  que  puedan  ocurrir. 
De  Real  orden,  etc.— Madrid  1."  de  Junio  de 
1853.»  (C.  L.,t.5í>,p.  143.) 

K.  D.  6  Febrero  1855. 
Declara  vigente  la  ley  de  lü  de  Agosto  de  1841. 

(Grau.  y  Just.)  «Teniendo  en  considera- 
ción, etc.,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
t_jArticulo  1."  Se  declara  en  su  fuerza  y  vi- 
gor la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  sobre  cape- 
llanías de  sangre,  y  las  demás  disposiciones 
relati\  as  á  fundacionespiadosas  familiares  que 
fueron  derogadas  por  mi  R.  D.  de  30  de  Abril 
de  1852. 

Art.  2."  Se  declaran  legítimos  los  derechos 
adquiridos  en  virtud  del  citado  R.  D.  por  sen- 
tencia definitiva,  pronunciada  ó  que  se  pro- 
nuncie en  los  juicios  incoailos  ante  Tribunal 
competente.— Dado  en  Palacio  á  6  de  Febrero 
de  1855.»  (C.  L.,  t.  64,  p.  177.) 

Ley  14-15  Junio  1858. 
Aclara  la  de  capellanías  colativas  de  1841. 

«LEY.— Doña  Isabel  II,  etc. 

Artículo  1."  Los  individuos  de  preferente 
parentesco  que  con  arreglo  á  la  ley  de  19  de 
Ago.sto  de  1841  tenían  derecho  á  los  bienes  de 
capellanías  colativas  al  tiempo  de  publicarse 
la  misma  ley,  y  hayan  fallecido  sin  haber  pe- 
dido la  adjudicación,  le  han  transmitido  á  sus 
herederos,  c|uienes  por  tanto  ocupan  el  mismo 
grado  y  lugar  que  sus  causantes  para  la  par- 
ticipación de  los  bienes. 

Art.  2."  También  tienen  derecho  á  pedir  la 
adjudicación  de  los  bienes  de  capellanías  co- 
lativas los  llamados  por  la  fundación  y  los  he- 
rederos de  los  que  teniendo  aquel  derecho  fa- 
llecieron después  de  la  publicación  del  decreto 


de  30  de  Abril  de  1852  y  antes  del  de  6  de  Fe- 
brero de  1855,  en  la  miasma  forma  que  se  pre- 
viene en  el  artículo  anterior;  pero  no  tendrá 
lugar  la  entrega  inmediata  délos  bienes,  cuan- 
do la  capellanía  ha  ser\¡do  de  título  para  as- 
cender á  las  órdenes  mayores,  en  cuyo  caso 
los  capellanes  serán  considerados  como  usu- 
fructuarios hasta  que  obtengan  otro  benefi- 
cio eclesiástico,  y  si  no  lo  tuvieren  durante 
su  vida. 

Art.  3."  Los  interesados  que  no  reclamasen 
la  adjudicación  dentro  de  veinte  años,  conta- 
dos desde  la  publicación  de  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  1841,  perderán  todo  derecho,  y  se 
transmitará  á  los  siguientes  en  grado,  que  de- 
berán ejercitarlo  dentro  del  término  de  los  cua- 
tro años  siguientes  después  de  los  que  los  bie- 
nes de  las  capellanías  se  declaran  comprendi- 
dos en  la  ley  de  1."  de  Mayo  de  1855  '. 

Art.  4."  Todas  las  adjudicaciones  de  bienes 
de  capellanías  cohrtivas  se  entienden  hechas  i 
sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho  á  los 
mismos  -,  que  solamente  podrá  ejercitarle  den- 
tro de  cuatro  años  á  contar  desde  el  día  de  la 
ejecución  ^. 

Art.  5.°  Se  declaran  como  capellanías  co- 
lativas de  sangre  comprendidas  en  la  ley  de 
19  de  Agosto  de  1841  restablecida  en  6  de  Fe- 
brero de  1855: 

1.'^  Las  fundaciones  que  poseen  actual- 
mente los  ecle.siásticos  corporativa  ó  indivi- 
dualmente en  concepto  de  prebendas  ó  benefi-, 
cios,  y  las  que  como  tales  se  hallan  vacantes, 
siempre  que  los  fuudadores  llamen  á  su  disfru- 
te á  familias  ó  personas  determinadas,  ó  que 
sean  de  patronato  activo  familiar,  y  no  hubie- 
sen sido  comprendidas  en  las  leyes  de  2  de 
Septiembre  de  1841  y  1."  de  Mayo  de  1855,  ó 
de  las  leyes  de  desamortización  civil. 

2.°  Las  capellanías  que  hau  sido  provistas 
á  presentación  de  los  patronos  después  de  la 
publicación  del  D.  de  6  de  Febrero  de  1855. 

3.°  Las  capellanías  colativas  de  sangre  que 
hayan  provisto  los  Ordinarios  en  virtud  de  de- 
recho de  devolución  por  providencia  posterior 
al  mismo  decreto. 

Art.  6."  Los  individuos  de  las  familias  de 
los  fundadores  que  estén  llamados  á  la  adju- 
dicación de  los  bienes  de  las  capellanías  de  que 
se  trata  en  el  artículo  anterior,  pueden  pedir- 
la desde  luego  ante  los  Tribunales  ordinarios, 
únicos  competentes  para  conocer  en  esta'  ma- 
teria, sea  cualquiera  el  motivo  que  en  contra-  • 


í     Obsérvese  que  este  articulo  sólo  trata  del  caso  en  que 
los  bienes  no  hayan  sido  aún  reclamados  por  ningún  jm- 
Tiente;  al  paso  que  el  art.  4."  habla  del  caso  en  que  se  haya  , 
ya  verificado  su  reclamación  y  adjudicación.  (T.  S.,  Sen- , 
tenci.^  21  Enero  1865.)  .        ,   ,     . 

■'  Debe  entenderse  lo  mismo  de  los  que  tienen  igual  oe- 
rerto.  (Sents.  13  Abril  186:3  y  20  Marzo  1867.) 

3  En  Se7it.  de  13  de  Noviembre  de  18fí5  consigna  el  T.  S. 
la  doctrina  de  que  la  ejecución  en  el  lenguaje  preciso  y 
técnico  ni  puede  ni  debe  confundirse  con  la  adjudicación, 
y  que  hay  que  atender  á  la  ejecución  según  el  tenor  de  este 
articulo.  En  otra  posterior  de  7  de  Abril  de  isee  se  esta- 
blece que  según  jurisprudencia  admitida  por  el  T.  5.,  el 
término  que  señala  este  articulo  debe  e7iipe:ar  á  correr 
desde  la  fecha  de  la  adjudicación.    ■ 

En  las  adjudicaciones  anteriores  ala  ley  se  cuenta  el 
plazo  desde  la  ley.  Y  en  las  sucesivas  á  la  ley,  desde  la  eje- 
cución de  adjudicación.  (T.  S.,Sont.  oO  Mayo  186:3;  Colec- 
ción legislativa,  núm.  128.— Id.  20  Marzo  1867,  C.  L.  ' 
nüm.  78.) 
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rio  se  iileg'ue,  ó  la  incidencia  qne  sobrevenga, 
cou  arreg'lo  4  lo  prescrito  en  el  art.  10  de  la 
ley  de  lí)  de  Agosto  de  1841. 

Art.  7."  Cuando  en  las  fundaciones  que 
poseen  las  Corporaciones  ó  Cabildos  eclesiás- 
ticos no  hubiere  llamamientos  A  familias  ó  per- 
sonas determinadas,  i)atronato  activo  familiar, 
los  bienes  de  aquellas  fundaciones  se  entien- 
den comprendidos  en  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de 
l.sñ5,  asi  como  también  lo  están  los  adquiridos 
por  las  iglesias  fuera  de  las  escrituras  de  fun- 
dación, ó  con  posterioridad  A  éstas  y  con  fon- 
dos que  no  estuviesen  consignados  especial- 
mente en  la  misma  para  este  objeto. 

Art.  8.°  Se  exceptúan  del  articulo  anterior 
los  beneficios  y  prebendas  de  los  Cabildos  ecle- 
siásticos que  constituyen  la  cong'rua  sustenta- 
ción de  sus  individuos  durante  la  vida  de  és- 
tos, ó  hasta  que  obteug'an  prel)enda  ú  otro  be- 
neficio eclesiástico. — Madrid  .Junio  14  de  1856. 
Publlquese  como  ley. — Isabel. — Por  tanto,  et- 
cétera.— Madrid  15  de  Junio  de  1856.»  (C.  L., 
t.  68,  p.  446.) 

Ley  11  Julio  18.56. 
Capellanías  comprendidas  en  la  ley  de  desamortización. 
El  art.  3."  declara  comprendidos  entro  los 
bienes  del  clero,  y  manda  proceder  á  su  venta, 
todos  los  pertenecientes  ó  que  se  hallen  dis- 
frutando los  individuos  ó  Corporaciones  ecle- 
siásticas, cualquiera  que  sea  su  nombre,  ori- 
g-en  ó  cláusulas  de  su  fundación,  á  excepción 
de  las  capellanías  colativas  de  sangre  ó  pa- 
tronato de  igual  naturaleza. — V.  Desamorti- 
zación. 

E.D.  28  Noviembre  1856. 
Suspeyíde  los  efectos  del  de  5  de  Febrero  de  ÍSSB. 

(Grac.  y  Just.)  «Articulo  1."  Se  suspen- 
den los  efectos  del  R.  D.  de  5  de  Febrero  de 
1855,  por  el  que  se  restableció  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  18-1:1  sobre  capellanías  colativas  de 
patronato  familiar  activo  ó  pasivo  y  demás 
fundaciones  piadosas  de  ig'ual  clase. 

Art.  2."  Quedan  en  suspenso  los  juicios  ó 
reclamaciones  que  pendan  ante  los  Tribuna- 
les civiles  y  eclesiásticos,  así  respecto  de  la  di- 
visión ó  secularización  de  los  bienes  compren 
didos  en  dichas  fundaciones  y  capellanías,  co- 
mo sobre  el  dereclio  de  suceder  en  ellas,  y  has- 
ta nueva  providencia  no  se  admitirán  en  lo 
sucesivo  demandas  de  esta  clase.— Dado  en 
Palacio  á2S  de  Noviembre  de  1856.  (C.  L.,  to- 
mo 70,  p.  290.) 

E.  0.6  Julio  1861. 

Es  sobre  excepción  de  la  venta  de  los  bienes 
pertenecientes  á  ca])ellaiiias  familiares,  y  se 
inserta  en  De.samortización. 

Ley  7  Junio  1867. 

Autori::ando  al  Gobierno  para  el  arreglo  de  capellanías 

colativas  y  el  de  otras  fundaciones  piadosas. 

(Grao,  y  Just.)  «LEY.— Doña  Isabel  II, 
por  la  gracia  de  Dios,  etc.— Articulo  único.  Se 
autoriza  al  Gobierno  para  formalizar,  con  in- 
tervención de  la  Santa  Sede,  el  arreglo  defi- 
tivo  de  las  capellanías  colativas  de  sangre  y 
otras  fundaciones  piadosas  de  la  propia  índo- 
le, conciliando,  hasta  donde  sea  posible,  el 
bieu  de  la  Iglesia,  el  del  Estado  v  el  de  las  fa- 


milias interesadas.  Por  tanto:  mandamos,  etc. 
Palacio  7  de  Junio  de  1867. — Yo  la  Keina. — 
El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Lorenzo 
Arrazola.»  (C.  //.,  t.  97,  p.  1.005.) 

Convenio-lej'  24  Junio  1867. 
Convenio  con  la  Santa  Sede,  que  se  publica  como  ley  del 
Estado,  sobre  capellanías  colativas  de  patronato  fami- 
liar, memorias,  obras  pías  y  otras  fundaciones  and- 
loyas. 

(Grac.  y  Just.)  «LEY.— Doña  Isabel  II, 
por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la 
Monarquía,  Reina  de  las  Españas:  á  todos  los 
que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  sabed: 

Que  para  llevar  á  debido  efecto  cuanto  en 
el  Concordato  de  1851  y  convenio  de  1859  '  se 
dispone  sobre  capellanías  colativas  de  sangre 
y  otras  fundaciones  piadosas  de  la  jiropia  ín- 
dole; y  para  poner  un  término,  con  utilidad 
de  la  Ig'lesia,  del  Estado  y  do  las  propias  fa- 
milias interesadas,  á  las  dudas  y  perjudicial 
controversia,  en  esta  parte  sobrevenida,  cou 
ocasión  de  las  leyes  y  disposiciones  dictadas 
sobre  el  particular,  por  el  M.  R.  Nuncio  de  Su 
Santidad  en  esta  corte,  D.  Lorenzo  Barili,  ar- 
zobispo de  Tiana,  y  mi  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  se  formalizó  un  proyecto  de  arreglo 
definitivo,  que  había  de  someterse  á  la  apro- 
bación pontificia,  como  lo  fué  por  mi  emljaja- 
dor,  cerca  de  la  Santa  Sede,  D.  Luis  José  .Sar- 
torius,  conde  de  San  Luis;  y  cuyo  arreg-lo  y 
convenio,  aprobado  por  el  corrospondicnto 
cambio  de  notas  y  explicadas  por  el  muy  re- 
verendo Nuncio  las  prevenciones  do  la  apro- 
bación pontificia,  es  como  sig'ue: 

CONVENIO 

«Siendo  ya  de  suma  necesidad  y  convenien- 
cia el  arreglo  definitivo  de  las  capellanías  co- 
lativas de  saug're  y  otras  fundaciones  piado- 
sas de  la  misma  índole,  al  tenor  do  las  solem- 
nes disposiciones  concordadas,  leyes  y  Reales 
determinaciones,  que  deban  tenerse  presen- 
tes, los  abajo  firmados.  Nuncio  de  Su  Santi- 
dad en  esta  corte,  y  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, hemos  convenido  en  el  siguiente  proyec- 
to de  arreglo,  que  ha  de  someterse  á  la  apro- 
bación pontificia: 

Articulo  1."  Las  familias,  á  quienes  se  ha- 
yan adjudicado  ó  se  adjudiquen  por  Tribunal 
competente  los  bienes,  derechos  y  acciones  de 
capellanías  colativas  de  patronato  familiar, 
activo  ó  pasivo  de  smigre,  reclamados  antes 
del  día  17  de  Octubre  de  1851,  fecha  de  la  pu- 
blicación del  Concordato,  como  ley  del  Esta- 
tado,  redimirán  dentro  del  término,  y  en  el 
modo  y  forma  que  se  disponga  en  la  instruc- 
ción para  la  ejecucióu  del  presente  Convenio, 
al  tenor  del  art.  23  del  mismo,  las  cargas  de 
carácter  puramente  eclesiástico,  de  cualquier 
clase,  específicamente  impuestas  en  la  funda- 
ción, y  á  que  en  todo  caso,  y  como  cai'ga  real, 
son  responsables  los  dichos  bienes. 

Art.  2."  Las  familias  asimismo,  á  quienes 
se  hayan  adjudicado,  ó  adjudicaren  por  estar 
pendiente  sil  adjudicación  ante  los  Trilniuales, 
los  mencionados  bienes,  dereclios  y  acciones, 


'    El  convenio  de  issa,  ó  ley  de  4  de  Abril  de  ISilU  ü  que 
se  refiere  el  presente,  véase  en  Coxcouuatos. 
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reclamados  cou  posterioridad  al  R.  D.  de  30  de 
Abril  de  1852,  redimirán  ig-ualmente  las  car- 
gas de  la  propia  índole  y  naturaleza,  conside- 
rándose para  este  solo  efecto,  como  carga  ecle- 
siástica, la  congTua  de  ordenación,  estableci- 
da por  las  sinodales  de  la  respectiva  diócesis 
al  tiempo  de  la  fundación. 

Art.  3.°  Se  consideran  completamente  ex- 
tinguidas las  capellanías,  de  cuyos  bienes  tra- 
tan los  dos  artículos  precedentes,  y  que  hayan 
sido  ó  fueren  adjudicadas  por  los  Tribunales 
á  las  familias,  ciijo  patronato,  desapareciendo 
á  petición  de  las  mismas  la  colectividad  de  bie- 
nes de  que  procedía,  dejó  de -existir. 

Art.  4.°  Se  declaran  subsistentes,  si  bien 
con  sujeción  á  las  disposiciones  del  presente 
Convenio,  las  capellanías,  cuyos  bienes  no  hu- 
biesen sido  reclamados  á  la  publicación  del 
R.  D.  de  28  de  Noviembre  de  1856,  y  sobre  los 
cuales,  por  consiguiente,  no  pende  juicio  ante 
los  Tribunales. 

Art.  5."  Están  obligados  de  la  manera  pre- 
venida en  los  arts.  1."  y  2.°,  á  redimir  las  car- 
gas eclesiásticas  de  la  propia  índole  y  natu- 
raleza: 

Primero.  Las  familias,  á  quienes  se  hubie- 
ren adjudicado,  como  procedentes  de  verda- 
dera capellanía  de  sangre,  los  bienes  de  una 
pieza ,  que  constituya  verdadero  beneficio, 
aunque  de  patronato  familiar,  activo  ó  pasivo 
de  sanare,  cualquiera  que  fuere  su  titulo  ó 
denominación.  , 

Segundo.  Los  poseedores  de  bienes  ecle- 
siásticos, vendidos  por  el  Estado  con  sus  car- 
gas eclesiásticas. 

Tercero.  Las  fannlias,  á  quienes  se  hayan 
adjudicado,  ó  adjudicaren,  bajo  cualquier  con- 
ce]jto,  bienes  pertenecientes  á  obras  pías,  le- 
grados píos  y  patronatos  laicales  ó  reales  de 
legos,  y  otras  fundaciones  de  la  misma  índole 
de  patronato  familiar,  también  activo  ó  pasi- 
vo, gravados  con  las  mencionadas  carg'as. 

Art.  6."  Sobre  la  antedicha  obligación  de 
redimir  las  cargas  corrientes,  estarán  tam- 
bién obligadas  á  satisfacer  el  importe  de  las 
misas,  sufrag'ios  y  demás  obligaciones,  venci- 
das, y  no  cvimplidas  por  culpa  de  los  poseedo- 
res, las  familias,  á  quienes  se  hubieren  adju- 
dicado, ó  adjudicaren  por  haber  litigio  pen- 
diente, bienes  de  los  designados  en  los  artí- 
culos precedentes,  inclusos  los  pertenecientes 
á  las  capellanías  que  se  declaran  subsistentes 
en  el  art.  4." 

Art.  7.°  Los  poseedores  de  bienes  de  do- 
minio particular  exclusivo,  gravados  con  car- 
gas elesiásticas,  podrán  también  redimirlas, 
si  tal  fuese  su  voluntad,  bajo  las  propias  re- 
glas, que,  respecto  de  los  bienes  comprendidos 
en  los  artícTilos  anteriores,  se  establecen;  pero 
será  en  ellos  obligatorio,  en  el  modo  y  forma 
que  para  los  otros  casos  se  determina  en  el 
art.  6."  y  demás  referentes,  satisfacer  las  obli- 
g'aciones  eclesiásticas  vencidas  y  no  cumpli- 
das, toda  vez  cjiíe  lo  sea  por  culpa  de  los  po- 
seedores. 

Art.  8."  La  redención  de  cargas,  la  conmu- 
tación de  rentas  y  el  pago  del  importe  de  las 
obligaciones  vencidas  y  no  cumplidas  todavía 
en  los  diversos  casos  que  se  expresan  en  los 


artículos  precedentes,  se  verificará,  entregan- 
do al  respectivo  diocesano  títulos  de  la  Deuda 
consolidada  del  3  por  100,  por  todo  su  valor 
nominal,  que  se  convertirán  en  inscripciones 
intransferibles  de  la  misma  Deuda. 

Art.  'J."  El  importe  de  las  cargas  corrien- 
tes se  apreciará  por  los  diocesanos  en  la  for- 
ma legal  correspondiente,  y  conforme  á  lo 
que  se  dispondrá  en  la  instrucción,  siempre 
que  no  esté  determinado  en  la  sentencia  eje- 
cutoria de  adjudicación,  dictada  antei'iormen- 
te,  que  deberá  cumplirse. 

Respecto  de  las  obligaciones  vencidas  y  no 
cumplidas,  los  mismos  diocesanos,  después  de 
oir  benignamente  á  los  interesados,  determi- 
narán equitativa,  alzada  y  prudencialmente 
la  cantidad,  que  por  dicho  concepto  deba  sa- 
tisfacerse. 

Art.  10.  En  los  juicios  pendientes  en  los 
Tribunales  civiles,  que  deberán  continuar  se- 
giin  el  estado  que  tenían  al  tiempo  de  la  sus- 
pensión decretada  en  28  de  Noviembre  de 
1856,  sobre  adjudicación  de  bienes  de  capella- 
nías, de  obras  pías  y  otras  fundaciones  de  su 
especie,  gravadas  con  cargas  eclesiásticas,  se 
hará  constar,  con  certificado  del  diocesano, 
antes  de  dictar  sentencia,  el  importe  de  las 
carg-as  corrientes  y  la  cantidad  que  para  el 
cumplimiento  de  oblig'aciones,  hasta  aquí  ven- 
cidas }•  no  satisfechas,  prefijare  el  mismo  dio- 
cesano. 

En  el  caso  de  que  la  familia  no  entreg'ue  al 
diocesano  los  títulos  correspondientes  en  el  tér- 
mino que  por  el  juez  se  prefije,  dispondrá  éste,J 
antes  de  pronunciar  auto  definitivo,  la  enaje- 
nación, cou  audiencia  de  los  poseedores,  de  la 
parte  indispensable  de  bienes,  en  pública  liJ 
citación,  á  pagar  en  Deuda  consolidada  del  i 
por  100,  por  todo  su  valor  nominal,  adjudican-^ 
do  únicamente  á  la  familia,  como  de  libre  dis- 
posición, los  demás  bienes  de  la  capellanía,] 
obra  pia  ó  fundación  piadosa,  aplicando,  en 
su  caso,  la  disposición  del  art.  14. 

Art.  11.  Cuando  dentro  del  término  que  sé 
prefije  en  la  instrucción,  las  familias,  á  lag 
cuales  hayan  sido  y  a  adjudicados  judicialmente 
los  bienes,  no  realizaren,  por  cualquier  causa 
la  redención  de  las  carg'as,  ó  el  pago  del  im| 
porte  de  las  vencidas  y  no  cumplidas  por  su.| 
culpa,  el  Gobierno  adoptará  las  medidas  con- 
ducentes para  que  ambos  extremos  tengan' 
cumplido  efecto  sin  demora,  aplicándose  al  inJ 
tentó  la  parte  necesaria  de  los  bienes  responl 
sables,  ya  se  encuentren  éstos  en  poder  de  la 
familia  del  fundador,  ya  estén,  por  cualquiei^J 
título,  en  manos  extrañas;  sin  perjuicio,  en 
su  caso,  del  derecho  que  pueda  tener  el  pod 
seedor  actual  de  la  finca  contra  su  causa-" 
dante. 

Art.  12.  La  congrua  de  ordenación  de  laS 
capellanías,  á  que  se  refiere  el  art.  4.°,  será,  aH 
menos,  de  2.000  rs.  Se  declaran  incongruas  la."? 
que  no  produzcan  esta  renta  anual  líquida,  la 
cual  se  fijará  por  el  producto  de  los  bienes  eii^ 
el  último  quinquenio,  deduciendo  la  porción 
que  el  diocesano,  á  petición  de  las  familias  ;' 
consideradas  con  equidad  todas  las  circuns-l 
tancias,  creyese  reservar,  con  benignidad  apo.s-^ 
tólica,  á  los  mismas,  cuya  porción  en  ningtiE 
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i.iso  podrA  exceder  de  la  cuarta  parte  de  di- 
cho producto. 

Art.  13.  Hecha  esta  deducción,  las  familias 
interesadas  entreg'aráu  al  diocesano  los  títu- 
los necesarios  de  la  Deuda  consolidada  del  3 
por  100  por  lo  demás  de  dicha  renta,  cuyos  tí- 
tulos se  convertirán  en  inscripciones  intrans- 
feribles de  la  propia  Deuda  del  Estado.  Verifi- 
cada la  entrega  de  aquéllos,  los  bienes  de  la 
capellania  corresponderán,  en  calidad  de  li- 
bres, á  la  respectiva  familia. 

Art.  14.  Del  mismo  modo,  cuando  las  fami- 
lias hayan  entregado  al  diocesano  los  títulos 
del  3  por  100,  que  se  convertirán  después  en 
títulos  iutransferililes  déla  Deuda,  correspon- 
derán á  aquéllas  en  calidad  de  libres  los  bie- 
nes de  las  capellanías  adjudicados,  ó  que  se 
adjudicaren  judicialmente,  en  virtud  del  pre- 
sente Convenio,  y  todos  los  demás  gravados 
con  cargas  eclesiásticas  que  se  rediman,  cu 
couforniidad  á  las  disposiciones  coutenidas  en 
los  arts.  i)."  y  10,  entregando  al  diocesano  los 
títulos  necesarios  al  efecto. 

Art.  15.  Cuando  los  títulos  del  3  por  100, 
eutreg'ados  por  la  familia,  produzcan,  al  menos, 
una  renta  auual  liquida  de  2.000  rs.,  se  consti- 
tuirá sobre  esta  cong'rua  nueva  capellanía 
eii  la  iglesia  en  que  anteriormente  estuvo  fun- 
dada la  capellania,  de  que  procedan  los  títu- 
los; y  en  su  defecto,  en  otra  iglesia  del  terri- 
torio, procurando  el  diocesano,  en  cuanto  sea 
posible,  que  se  cumpla  la  voluntad  del  funda- 
dor; pudiendo,  esto  no  obstante,  por  fines  del 
mejor  servicio  de  la  Iglesia,  modificar  ó  con- 
mutar, con  autoridad  apostólica,  que  al  efecto 
se  le  confiere  por  el  presente  Convenio,  tanto 
respecto  de  este  punto,  como  de  todo  lo  demás 
susceptible  de  mejora ,  lo  establecido  en  la 
fundación. 

Art.  16.  Se  formará  en  cada  diócesis  uu 
acervo  pío  común  con  los  títulos  de  la  Deuda 
consolidada  del  3  por  100,  procedentes  de  la 
redención  de  cargas ,  del  importe  de  las  no 
cumplidas,  ó  de  bienes  de  capellanías  colati- 
vas incongruas,  uniendo  al  intento  dos  ó  más, 
según  sea  necesario,  para  constituir  una  con- 
grua, al  menos  de  2.000  rs.,  haciendo  los  lla- 
mamientos para  el  disfrute  de  ella  entre  las 
familias,  que  por  las  respectivas  fundaciones 
tuviesen  derecho,  y  estableciendo  para  el  ejer- 
cicio del  patronato  activólos  correspondientes 
turnos,  habida  consideración  en  todo  caso  á  la 
cantidad  procedente  de  cada  capellania,  y  en 
la  inteligencia  de  que  ha  de  darse  al  diocesa- 
no el  turno  correspondiente  en  representación 
de  corporaciones  ó  de  cargas  eclesiásticas  no 
existentes. 

_Y  atendiendo  á  que  por  el  presente  Conve- 
nio se  da  nueva  forma  á  las  capellanías  cola- 
tivas familiares,  todavía  existentes,  y  á  las 
que  de  nuevo  se  establecen  en  subrrogación 
de  las  que,  por  efecto  de  las  pasadas  vicisitu- 
des, han  dejado  de  existir,  el  patronato  mera- 
mente activo  se  ejercerá,  eligiendo  el  patrono 
entre  los  propuestos  en  terna  por  el  Ordinario 
diocesano;  y  respecto  del  patronato  pasivo, 
usará  éste  de  sus  facultades,  si  el  presentado 
no  reuniese  las  circunstancias  necesarias  para 
cumplir  lo  dispuesto  en  el  presente  Convenio. 


Art.  17 .  Estas  capellanías  se  proveerán 
precisamente  dentro  del  término  canónico;  se- 
rán incompatibles  entre  sí,  y  no  podrán  pro- 
veerse en  menores  de  catorce  años. 

Los  provistos  en  ellas  deberán  seguir  la 
carrera  eclesiástica  en  Seminario,  ya  sea  en 
calidad  de  externos,  ya  de  internos,  ó  como 
ordenase  el  diocesano,  según  la  aliundancia 
ó  escasez  de  medios  al  ¡atento;  y  también  es- 
tarán oblig'ados  precisamente  á  ascender  á  or- 
den sacro,  teniendo  la  edad  canónica,  so  pena, 
en  otro  caso,  de  declararse  vacante  la  cape- 
llanía. 

Los  diocesanos  determinarán  las  obligacio- 
nes, eatudios  y  demás  requisitos  y  cualidades, 
no  expresadas  en  el  presente  Convenio,  ó  en 
la  instrucción  que  ha  de  darse  para  su  ejecu- 
ción, usando,  en  su  caso,  los  mismos  de  las  fa- 
cultades apostólicas  consignadas  en  los  artícu- 
los 15  y  21. 

Art.  18.  También  se  formará  en  cada  dió- 
cesis otro  acervo  pío  conmn,  con  los  títulos  de 
la  deuda  consolidada,  procedentes  de  las  olili- 
gaciones  consignadas  en  el  art.  5.",  en  la  par- 
te á  ellas  aplicable  del  6.°,  y  en  su  caso  tam- 
bién con  lo  correspondiente  á  virttid  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  7." 

Además  harán  parte  de  este  acerró  pío  co- 
mún las  insei'ipciones,  que  el  Gobierno  debe 
entregar: 

Primero:  en  compensación  de  los  bienes  de 
las  capellanías  colativas  de  patronato  particu- 
lar eclesiástico,  ó  de  derecho  común  eclesiás- 
tico, y  de  que  el  Estado  se  incautó.  Unas  y 
otras  capellanías  quedan  extinguidas,  y  de  li- 
bre disposición  del  Estado  dicho  bienes. 

Segundo:  en  ig'ual  compensación  de  los  bie- 
nes de  capellanías  patronadas,  de  que,  estan- 
do á  la  sazón  vigentes,  se  incautó  el  Estado, 
bajo  cualquier  título  y  concepto  que  sea. 

Y  tercero:  por  títulos  de  diversas  clases  de 
Deuda  del  Estado,  procedentes  de  cargas  ecle- 
siásticas, de  obras  pías  y  otras  fundaciones  de 
su  clase,  establecidas  en  coiporaciones  ecle- 
siásticas ,  hoy  no  existentes,  cuyo  patronato 
pertenece  actualmente  á  los  prelados  en  repre- 
sentación de  dichas  corporaciones. 

Los  diocesanos  fundarán  con  diclias  inscrip- 
ciones el  uiimero  de  capellanías,  título  de  or- 
denación, que  sean  posibles,  no  bajando  d.e 
2.000  rs.  la  congrua  de  cada  una. 

Estas  capellanías  serán  provistas  exclusiva- 
mente por  los  mismos  diocesanos,  observándo- 
se, en  cuanto  sean  aplicables,  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  art.  10,  respecto  de  las  nuevas 
capellanías  familiares;  pero  dándose  en  todo 
caso  preferencia  á  los  seminaristas  adelanta- 
dos en  su  carrera,  y  más  sobresalientes  en  cua- 
lidades y  costumbres  que  carezcan  de  otro  tí- 
tulodoordenación  paraascender  al  sacerdocio, 

Art.  19.  Los  capellanes  de  las  nuevas  ca- 
pellanías, tanto  familiares,  como  de  libre  nom- 
bramiento de  los  diocesanos,  estarán  adscritos 
á  una  iglesia  parroquial,  y  tendrán  en  cuan- 
to sea  compatible  con  las  obligaciones  espe- 
ciales de  la  capellanía,  la  de  auxiliar  al  párro- 
co, sin  perjuicio  de  que  el  diocesano  pueda 
destinarlos  al  servicio  que  estime  conducente, 
con  tal  que  se  puedan  cumplir  en  la  iglesia  en 
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que  esté  situada  la  capeilauía,  dichas  oblig'a- 
ciones  especiales. 

Hasta  tanto  que  el  capellán  pueda  levantar 
por  sí  mismo  las  cargas  de  la  capellanía,  dis- 
pondrá el  diocesano  lo  conveniente  para  que 
tengan  cumplido  efecto,  designando  el  cum- 
plidor, con  la  parte  de  estipendio  que  ha  de  sa- 
tisfacérsele de  la  renta  de  la  capellanía. 

Art.  20.  Los  pleitos  sobre  adjudicación  de 
capellanías,  que  pendían  en  los  Tribunales 
eclesiásticos,  y  fueron  suspendidos  en  1856, 
continuarán  su  curso,  según  el  estado  que  en- 
tonces tenían. 

Art.  21.  En  todo  aquello  que,  para  la  eje- 
cución de  este  Convenio,  no  bastare  el  derecho 
propio  de  los  diocesanos,  obrarán  éstos  en  con- 
cepto de  delegados  de  la  Santa  Sede,  á  cuyo 
fin  la  misma  les  autoriza  competentemente,  y 
también  para  que,  como  sus  encargados  espe- 
ciales, procedan  á  la  ejecución  de  este  Conve- 
nio en  los  territorios  exentos,  enclavados  en 
sus  diócesis. 

Además  de  esto,  Su  Santidad,  en  todo  lo  que 
pneda  ser  necesario,  extiende  la  benigna  san- 
ción, contenida  en  el  art.  42  del  Concordato  de 
1851,  á  los  bienes,  á  que  se  refiere  el  presente 
Convenio. 

Art.  22.  No  son  obieto  de  este  Convenio, 
por  su  índole  especial,  las  comunidades  de  be- 
neficiados de  la  diócesis  de  la  Corona  de  Ara- 
gón, en  las  cuales  no  se  hará  novedad  hasta  el 
arreglo  parroqiiial,  ó  bien,  que  entre  arabas 
jiotestades  se  celebre  acerca  de  ellas  otro  con- 
venio especial;  pero  los  bienes,  censos  y  de- 
más derechos  reales,  que  constituyen  su  dota- 
ción, se  conmutarán  en  la  forma  que  prescribe 
el  Convenio  de  25  de  Agosto  d&1859,  adicional 
al  Concordato  de  1851,  en  inscripciones  in- 
transferibles de  la  Deuda  consolidada  del  3  por 
100,  que  se  entregarán  á  la  respectiva  comu- 
nidad á  que  pertenecen  los  bienes. 

No  lo  son  tampoco  las  piezas  de  patronato 
familiar,  activo  ó  pasivo  de  sangre,  fundadas 
en  otras  diócesis,  que,  por  la  índole  y  natura- 
leza de  sus  cargos  y  oljligaciones,  constituyen 
verdaderos  beneficios  parroquiales,  hayan  ó 
no  formado  sus  obtentores  cabildo  beneficial; 
y  aunque  se  hubieren  denominadocapellanías, 
y  los  beneficiados  se  hayan  titulado  capellanes; 
)iorque,  en  conformidad  á  la  Real  cédula  de 
ruego  y  encargo  de  3  de  Enero  de  1854,  ha  de 
disponerse  lo  conveniente  sobre  el  particular 
en  el  plan  parroquial  de  la  respectiva  diócesis. 

Art.  23.  Con  intervención  del  Nuncio  Apos- 
tólico cerca  de  Su  Majestad  Católica,  al  cual 
la  Santa  Sede  delega,  al  efecto,  todas  las  facul- 
tades necesarias,  se  dictarán  la  correspondien- 
te instrucción  y  disposiciones  reglamentarias 
convenientes  para  el  desenvolvimiento  y  eje- 
cución del  presente  Convenio,  se  resolverán 
las  dudas,  y  se  removerán  los  obstáculos,  que 
impidieren  que  el  mismo  tenga,  en  todas  sus 
partes,  el  más  exacto  y  puntual  cumplimiento. 
Síadrid  16  de  Junio  de  1867.— Lorenzo  Arra- 
lóla.— Lorenzo,  Arzobispo  de  Tiana.» 

Por  tanto,  en  vista  de  las  razones  expuestas 
]ior  mi  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de  acuer- 
do con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros,  en 
uso  de  la  autorización  dada  á  mi  Gobierno  por 


las  leyes  de  4  de  Noviembre  de  1859  y  7  del 
presente  mes,  con  asentimiento  también  del 
M.  R.  Nuncio  de  Su  Santidad, 

Vengo  en  proveer  el  presente  '  decreto  con 
fuerza  de  ley,  que  como  tal  se  observará  en  el 
Reino;  y  mando  á  todos  los  Tribunales,  justi- 
cias, jefes,  g'obernadores  y  demás  autoridades, 
así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de 
cualquier  clase  y  dignidad,  que  la  g'uarden, 
cumplan  y  ejecuten,  y  la  hagan  guardar  y  eje- 
cutar en  todas  sus  partes. — Dado  en  Palacio  á 
24  de  Junio  de  1867.— Yo  la  Reina.— El  Minis- 
tro de  Gracia  v  Justicia,  Lorenzo  Arrazola.» 
(Gac.  3  Agosto  y  C.  L.,  t.  97,  p.  1.187.) 

B.  D.  25  Jnnio  1867. 

Aprohando  la  instrucción  parala  ejecución  del  Convento  \ 

con  la  Sania  Sede  ó  la  ley  de  24  del  7nismo  me». 

(Grac.  t  Just.)  «Conformándome  con  lo 
propuesto  por  mi  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de 
Ministros, 

Vengo  en  aprobar  la  instrucción  formada, 
con  intervención  del  M.  R.  Nuncio  Apostólico, 
para  la  ejecución  del  Convenio  referente  á  ca- 
pellanías colativas  de  sangre,  y  otras  funda- 1 
ciones  piadosas  de  la  propia  Índole,  celebrado] 
con  la  Santa  .Sede  y  publicado  por  mi  Real  de- 
creto, con  fuerza  de  ley,  fecha  de  ayer. — Dado  I 
en  Palacio  á  25  de  Junio  de  1867. — Está  rubri-l 
cado  de  la  Real  mano. — El  Ministro  de  Gracia] 
y  Justicia,  Lorenzo  Arrazola. 

Instrucción  acordada  en  todo  lo  procedente,  coa 

EL  M.  R.  NUNCIO  APOSTÓLICO,  Y  APROBADA  POR  S,  M.  LAI 
REINA  (Q.  D.  G.),  PARA  LA  EJECUCIÓN  DEL  CONVENIO  ] 
CELEBRADO  CON  LA  SANTA  SEDE  V  PUBLICADO  COMO  | 
LEY  DEL  ESTADO  POR  R.  D.  DE  24  DE  JUNIO  DE  1867,  SO- 
BRE LAS  CAPELLANÍAS  COLATIVAS  DEL  PATRONATO  F.\-l 
MILIAR,  MEMORIAS,  OBRAS  PÍAS  Y  OTRAS  FUNDACIONESJ 
ANÁLOGAS,  Y  PUNTOS  CONEXOS  CON  LAS  MISMAS  MA^p 
TERIAS. 

CAPÍTULO   PniME^RO.— Diaposiciones  preliminares.] 

Artículo  1."     A  la  mayor  brevedad  posible,! 
no  debiendo  exceder  de  tres  meses  después  del 
la  publicación  de  la  ley  en  la  Gaceta  oficial,^ 
los  jueces  de  primera  instancia  remitirán  del 
oficio  á  los  prelados  diocesanos,  á  que  perte- 
nezca el  pueblo  en  que  estén  sitas  las  parro- 
quias, ya  sean  de  la  jurisdicción  ordinaria,  yal 
exenta,  los  siguientes  estados:  primero,  de  la.sj 
capellanías  y  beneficios  de  toda  clase,  de  pa- 
tronato familiar,  activo  ó  pasivo  de  .•tangre, 
cuyos  bienes  hayan  sido  adjudicados  á  los  pa- 
rientes, en  virtud  déla  ley  de  19  de  Agosto  del 
1841,  ó  de  cualquiera  otra,  que  deberá  citarse;! 
expresando  la  iglesia,  titulo,  clase,  é  Índole^ 
de  la  fundación,  las  personas  á  quienes  se  hu- 
biere hecho  la  adjudicación;  la  vecindad  de| 
ellas,  y  la  fecha  del  auto  definitivo:  segundo,! 
de  las  memorias,  obras  pías  y  toda  clase  dej 
fundación  piadosa  familiar,  gravada  con  car- 
gas eclesiásticas,  y  cuyos  bienes  hubieren  sido  j 
adjudicados  á  los  patronos,  expresando  donde! 
radicaba  la  fundación,  nombres  y  vecindad  deJ 
las  personas  á  quienes  se  hubiese  hecho  la  ad-i 
judicación,  y  fecha  del  auto  definitivo:  tercero,| 
de  los  negocios  pendientes  de  capellanías 
beneficios,  con  separación  de  los  que  existan 
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tiulavia  fu  el  Juzgado,  de  los  que  se  hallen  en 
las  Audiencias,  techa  de  la  demanda  y  su  es- 
tado actual:  cuarto,  y  lo  mismo  respecto  de 
los  neg'oeios  pendientes  sobi-e  memorias  y  toda 
i.'lase  de  fundaciones  piadosas,  á  que  se  refiere 
el  número  seg'undo  de  este  .articulo. 

Las  Audiencias  remitirán  también  k  los  dio- 
cesanos nota  de  los  negocios  expresados  en 
los  dos  números  precedentes,  que  pendan  en 
el  Tribunal,  con  expresión  del  estado  en  quo 
se  encuentran. 

Art.  2."  La  Dirección  general  de  la  Deuda 
pública,  previa  la  correspondiente  instrucción 
del  Ministro  do  Hacienda,  formarA  ignahnento 
y  remitiril  al  respectivo  diocesano,  á  la  In-eve- 
dad  posible,  nota  de  los  créditos  satisfi^chos: 
primero,  á  los  patronos  de  capellanías  y  bene- 
ficios familiares,  ó  á  sus  caiisahabientes,  por 
bienes  que  se  hubieren  adjudicado  A  los  pri- 
meros: segundo,  il  los  patronos,  ó  causahabien- 
tes,  de  memorias  y  fundaciones  piadosas  de 
toda  clase,  gravadas  con  cargas  meramente 
eclesiásticas. 

Art.  3.°  Además,  las  Audiencias  territoria- 
les, los  jueces  de  primera  instancia,  las  auto- 
ridades y  oficinas  de  todas  clases,  suministra- 
rán de  oficio  y  sin  demora,  á  los  diocesanos, 
las  noticias  y  datos  necesarios,  que  éstos  re- 
clamaren para  llenar  su  coiuetido. 

Art.  4."  Los  diocesanos,  siempre  que  lo  es- 
timen conveniente,  podrán  delegar,  sin  causar 
gastos  á  los  interesados,  en  una  Comisión,  ó 
en  persona  do  su  confianza,  la  instrucción  de 
los  expedientes  de  toda  clase  y  naturaleza,  re- 
servándose la  resolución  definitiva,  ó  su  apro- 
bación. 

En  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  y  en  el 
eclesiástico  donde  le  hubiere,  se  publicarán 
estos  nombramientos  para  noticia  de  los  inte- 
resados, y  á  fin  de  que  sea  reconocida  su  per- 
sonalidad en  las  oficinas  de  todas  clases,  cuan- 
do 'piiera  que  hiciesen  alguna  reclamación,  ó 
pidieren  datos  y  noticias  para  llenar  .su  co- 
metido. 

Los  diocesanos  señalarán  ima  módica  retri- 
bución por  su  trabajo  á  sus  delegados.  Aqué- 
lla, y  los  gastos  de  oficina  indispensables,  se 
satisfarán  de  los  fondos  de  los  acervos  pios 
que  crea  el  Convenio. 

Art.  .5."  Por  cargas  de  carácter  puramente 
eclesiástico,  de  que  tratan  el  primero  y  otros 
varios  artículos  del  Convenio,  se  entiende  todo 
gravannni  impuesto  sobre  bienes,  de  cualquie- 
ra clase  que  sean,  para  la  celebración  de  mi- 
sas, aniversarios,  festividades,  y  en  general 
para  actos  religiosos  ó  de  devoción  en  iglesia, 
santuario,  capilla,  oratorio  ó  en  cualquiera 
Otro  puesto  público. 

Art.  G."  Los  diocesanos,  al  tenor  del  ar- 
ticulo 21  del  Convenio,  podrán  reducir,  como 
lo  estimen  más  equitativo,  las  cargas  mera- 
mente eclesiásticas,  y  también  lo  correspon- 
diente á  la  congrua  sinodal,  título  de  ordena- 
ción, que  según  el  art.  2."  del  mismo  Conve- 
nio, por  la  especialidad  de  los  casos,  tiene  la 
consideración  de  carga  eclesiástica. 

Art.  7.°  Siendo  puramente  prudencial  y 
discrecional  la  reducción  de  cargas,  y  de  mera 
benignidad  apostólica,  atendidas  las  circuns- 


tancias de  la  respectiva  familia,  la  aprecia- 
ción de  la  parte  de  bienes,  dejados  á  ésta  on  su 
caso  por  el  art.  12  del  Convenio,  los  diocesa- 
nos procederán  g'ubernativamente  en  esta  ma- 
teria, sin  que  haya  lugar  á  recurso  en  justi- 
cia, y  sí  sólo  el  de  pura  revisión  ante  el  mis- 
mo prelado  on  la  propia  forma. 

Art.  8."  Habiendo  circunstancias  especia- 
les, obstáculos  y  dificultades  para  ejecutar 
cualquiera  de  las  disposiciones  colitenidas  ea 
el  Convenio  y  en  esta  instrucción,  el  diocesa-  . 
no  lo  hará  presente  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  para  que  en  uso  de  la  facultad  que  se 
concede  por  el  art.  23  del  Convenio,  se  resuel- 
va lo  más  conveniente  y  eqiiitativo  con  acuer- 
do del  M.  R.  Nuncio  do  Su  Santidad. 

Art.  9."  Los  diocesanos,  bien  sea  por  me- 
dida general,  bien  en  casos  particulares,  ha- 
biendo circunstancias  especiales  que  lo  justi- 
fiquen, podrán  prorrog'ar,  según  lo  estimen 
conveniente,  los  plazos  que  en  esta  instrucción 
se  señalen,  tanto  para  reclamar,  como  para 
hacer  en  su  caso  entrega  de  los  créditos  del 
Estado,  y  todo  otro  que  se  prefijase,  cuyas  re- 
soluciones se  publicarán  en  el  Boletin  oficial 
de  la  provincia  y  en  el  eclesiástico. 

Art.  10.  Las  publicaciones  que  se  hag'an 
en  los  Boletines  oficiales  por  disposición  del 
diocesano  ó  de  su  delegado,  se  considerarán 
de  oficio. 

CAP.  II. — De  las  capellanías  adjudicadas,  ó  cufia  adju- 
dicación se  pidió  por  las  familias  antes  del  S8  de  No- 
viembre  de  185G. 

Art.  11.  Los  diocesanos  dictarán  y  publi- 
carán en  el  Boletin  oficial  de  la  provincia  auto 
general,  cu  la  correspondiente  forma  canó- 
nica, declarando,  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  3."  del  Convenio,  extinguidos  los 
patronatos  y  capellanías,  á  que  se  refieren  los 
dos  primeros  artículos  del  propio  Convenio. 

Art.  12.  Los  Tribunales,  así  civiles,  como 
eclesiásticos,  acordarán  eu  su  respectivo  caso 
lo  que  proceda,  para  terminar  lo  más  pronto 
posible  los  pleitos  pendientes. 

En  los  primeros,  el  Ministerio  fiscal,  pres-  % 
cindiendo  de  todo  lo  que  no  sea  pertinente, 
procurará  se  evite  toda  dilación  innoi^csaria, 
y  en  cuanto  de  su  acción  dependa,  el  despa- 
cliD  de  estos  neg-ocios  con  la  preferencia  que 
corresponda,  pidiendo  se  declare  desierta  la 
demanda^  apelación  ó  súplica,  si  no  fuese  pro- 
movido el  curso  del  pleito  por  los  interesados 
dentro  del  término  legal  correspondiente. 

Los  promotores  fiscales  no  dejarán  de  ape- 
lar djj  la  sentencia  de  adjudicación,  dando  in- 
mediatamente conocimiento  al  fiscal  de  la  Au- 
diencia, para  que  resuelva  lo  conveniente. 

El  Ministerio  fiscal  cuidará  también  muy 
particularmente  de  que  no  se  confundan  con 
las  capellanías  colativas  familiares,  á  las  cua- 
les es  solamente  aplicable  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  LS-il,  los  verdaderos  beneficios  de 
patronato  familiar,  activo  ó  pasivo,  ajielando 
en  su  caso  los  promotores  fiscales,  y  promo- 
viendo recurso  de  casación  en  interés  d(d  Es- 
tado los  fiscales  de  las  Audiencias. 

Art.  13.  En  el  término  do  cuatro  meses, 
contados  desde  la  publicación  de  la  hív  en  el 
Boletin  oficial  de  la  provincia  do  su  domicilio, 
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los  parientes  de  los  ñiiidadores  ó  sus  caiisaha- 
bieutes  á  quieaes  han  sido  ya  adjudicados  los 
bienes  de  las  eapellaulas  ó  beneficios,  cuya  po- 
sesión les  fué  dada  eu  su  tiempo,  presentarán 
al  diocesano  copia  auténtica  del  auto  definiti- 
vo, y  una  nota  bastante  expresiva:  1.",  de  las 
fincas,  derechos  y  acciones  que  k  cada  intere- 
sado liuliieren  sido  adjudicadas,  con  expresión 
de  los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado,  que,  á 
reclamación  suya,  le  hubiese  entregado  la  Di- 
rección de  la  Deuda  pública:  2.°,  de  las  cargas 
impuestas  sobre  cada  finca,  inclusas  las  de  los 
bienes  que  han  sido  subrrog'adas  por  Deuda 
piiblica;  ó  declaración  de  no  haberse-hecho  es- 
pecíficamente, sino  eu  globo,  sobre  los  bienes 
•  de  la  fundación:  3.",  de  las  cargas  vencidas,  y 
no  satisfechas,  desde  la  toma  de  posesión  de 
los  bienes,  ó  recibo  de  dichos  títulos  de  la 
Deuda,  expresando  las  causas  que  hubiese  ha- 
bido para  ello,  y  proponiendo  la  cantidad  al- 
zada que  estéu  dispuestos  á  satisfacer  para 
esta  sagrada  obligación. 

Cada  finca  será  exclusivamente  responsable 
de  la  parte  de  cargas  que  sobre  ella  pesaba,  y 
lo  será  con  la  generalidad  de  sus  bienes,  de 
las  correspondientes  á  las  fincas  subrrog'adas 
en  aquellos  títulos,  la  persona  que  lo  recibió. 

De  los  descubiertos  por  tiempos  anteriores 
á  la  toma  de  posesión  de  los  bienes,  ó  al  reci- 
bo de  los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado,  se- 
rán responsables  los  capellanes  beneficiados 
que  los  hubiesen  disfrutado,  los  administrado- 
res ó  detentadores  de  los  mismos  bienes,  y  en 
su  caso  el  Estado  por  el  tiempo  cjue  hubiese 
estado  incautado  de  ellos. 

Los  diocesanos  acordarán  lo  que  proceda 
l'especto  de  dichas  personas  responsables. 

Art.  14.  Los  que,  aunque  hayan  sido  pa- 
tronos leg'ítiraos,  tengan  eu  su  jioder  bienes, 
no  adjudicados  con  arreglo  á  la  legislación 
entonces  vigente,  deberán  hacer  manifesta- 
ción de  ellos  en  el  término  y  modo  expresados 
en  el  artículo  precedente,  para  disfrutar  de 
las  ventajas  concedidas  á  las  familias,  so  pena 
en  otro  caso  de  lo  que  pueda  corresponder  con 
arreglo  á  las  leyes  ^. 

Art.  1.1.  Pasados  los  términos  sin  presen- 
tar á  los  diocesanos  los  datos  y  manifestacio- 
nes, á  que  se  refieren  los  artículos  preceden- 
tes, los  mismos  diocesanos  formarán  de  oficio 
expediente  instructi'\o,  señalando  nuevo  pla- 
zo y  citando  á  los  interesados  por  el  Boletín 
oficial  de  la  provincia,  con  la  prevención  de 
que  se  ])rocederá  eu  su  caso,  sin  sti  interven- 
ción, á  determinar  las  cargas,  bajo  los  concep- 
tos de  que  cada  uno  de  los  interesadoS''deba 
responder,  después  de  hechas  las  deducciones, 
si  asi  fuese  equitativo,  parándoles  el  perjuicio 
que  hubiese  lugar. 

Art.  IG.  Cuando  en  la  sentencia,  ya  cumpli- 
da, no  se  hubiesen  prefijado  las  cargas,  ó  su 
importe  á  metálico,  correspondientes  á  cada 
finca,  como  tampoco  el  descubierto  por  las  atra- 
sadas no  cumplidas,  de  que  los  mismos  bienes 
deban  ser  responsables,  se  hará  lo  que  faltare 


*  No  hasta,  seriún  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1S41,  ser  el 
más  próximo  pariente,  etc.,  sino  que  era  necesaria  la  ad- 
judicación. (Sents.  4y  S Diciembre  187 1.) 


en  el  expediente  instructivo,  con  audiencia  de 
los  interesados,  ó  sin  ella  en  su  caso,  .según  lo 
ya  dispuesto. 

Art.  17.     De  la  apreciación  de  las  cargas  de 
la  capellanía  ó  beneficio,  hecha  por  el  diocesa- 
no, podrá  acudirseal  Tribunal  eclesiástico  con  ' 
las  apelaciones  correspondientes,  salvo  siem-j 
pre  lo  dispuesto  en  el  art.  7.°  de  esta  instruc- 
ción. 

Art.  18.  Fijado  definitivamente  el  importe 
anual  de  las  cargas,  y  el  de  las  atrasadas,  nol 
cumplidas,  los  interesados  entreg'arán  en  losl 
plazos  que  se  fijan  en  el  artículo  sigtiicntej 
donde  y  como  el  diocesano  dispusiere,  los  tltu-f 
los  necesarios  de  la  Deuda  consolidada  del 
por  100,  para  hacer  una  renta  igual  al  impor-j 
te  de  la  carga  anual  y  la  cantidad  á  que  as-i 
candieren  las  otras  cargas;  ó  en  metálico,  sóloj 
en  los  casos  que  se  expresarán  eu  el  artículo 
siguiente. 

Art.  19.  La  eutreg'a  de  los  títulos  se  verifi- 
cará en  cuatro  plazos;  el  primero,  de  una  cuar- 
ta parte  en  el  término  de  dos  meses,  y  los  res- j 
tantes  de  cuatro  en  cuatro  meses  cada  uno,J 
dándose  respecto  de  estos  viltimos,  pagarés  siJ 
el  diocesano  lo  prefiriese,  ú  otorgándole  laj 
correspondiente  escritm-a  á  satisfacción  deL 
mismo. 

A  los  que  anticipasen  los  jilazos,  si  á  elloj 
asintiese  el  diocesano,  se  les  abonará  un  3  porj 
100.  Además  se  hará  otro  abono  igual  á  los  quej 
uo  existiendo  la  escritura  de  imposición  del 
censo  ó  gravamen,  se  presten  voluntariamen-; 
te  á  su  redención. 

Cuando  la  renta  anual  corriente,  que  debe^ 
redimir  una  misma  persona,  no  pueda  repre-, 
sentarse  por  el  titulo  menor  de  la  Deuda  con-j 
solidada  del  3  por  100,  se  pagará  en  metálica 
la  cantidad  necesaria  para  que,  unida  con 
otras,  pueda  constituirse  la  renta  igual  á  la| 
carga,  en  dicha  Deuda  consolidada.  Lo  mismc 
se  verificará  respecto  de  las  cargas  atrasadaá 
no  cumplidas. 

Art.  20.     No  verificándose  en  su  respective 
plazo  la  eutreg'a  de  los  títulos,  el  diocesano  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio  de  Gra-l 
cía  y  .Justicia,  á  fin  de  que  se  ordene  al  pro-' 
motor  fiscal  del  Juzgado,  que  hubiese  entendi-| 
do  en  los  autos,  promueva  la  ejecución  contra 
las  fincas  responsables,  con  arreglo  á  lo  disl 
puesto  en  el  art.  11  del  Convenio,  á  fin  de  quí 
se  haga  efectivo  el  pag'o,  al  tenor  de  lo  prevé 
nido  eu  el  artículo  precedente. 

Verificado  el  total  pago  de  la  redención,  se 
librará  á  los  interesados  el  correspondiente  do-j 
cumento,  para  que  se  caueele  la  hipoteca  so- 
bre los  bienes,  y  queden  éstos  libres  de  ella. 

El  modo  de  levantar  las  cargas,  hasta  que 
lo  dicho  tenga  efecto,  se  acordará  por  el  dioco-j 
sano  con  audiencia  de  los  interesados. 

Art.  21.  Hasta  tanto  que  se  cumplan  la^ 
prescripciones  de  los  artículos  siguientes,  qué 
se  refieren  á  los  negocios  pendientes  ante  loa 
Tribunales  civiles,  se  suspenderá  el  dar  la  pO'J 
sesión  de  los  bienes  adjudicados  á  los  interesa4 
dos,  que  todavía  no  hubiesen  entrado  en  ellaJ 

Art.  22.     Tan  luego  como  los  autos  peu;^ 
dientes  se  hallen  en  estado,  el  juez  señalará 
los  interesados  el  término,  en  que  deben  prel 
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SI  atar  los  datos  y  hacer  al  diocesano  las  mani- 
tcstacioiiesque  procediesen  al  tenor  del  art.  13; 
en  la  intelig'encia  que,  de  no  verificarlo,  el 
mismo  diocesano  procederá  á  formar  de  oficio 
il  oportuno  expediente  instructivo,  remitien- 
do al  Intento  el  juez  al  diocesano  los  autos,  ó 
ios  datos  que  éste  pidiese. 

Art.  23.  Presentada  en  autos  la  certifica- 
ción del  diocesano,  de  que  trata  el  art.  10  del 
Convenio,  el  juez  procederá  á  lo  que  corres- 
ponda, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  propio 
articulo;  suspendiéndose,  sin  embargo,  la  en- 
trega de  los  bienes  adjudicados  á  las  familias, 
hasta  tanto  que  se  cumpla  lo  establecido  en 
los  arts.  18  y  19,  que  son  aplicables  al  objeto 
del  presente:  debiendo  otorg-arscá satisfacción 
del  jueü,  con  las  cláusulas  correspondientes,  la 
escritura,  de  que  habla  el  último  de  diclios  ar- 
tículos, y  consultando  previamente  al  diocesa- 
no, por  si  prefiriese  á  la  escritura  los  pagarés. 

Art.  24.  Cuando  haya  de  procederse  á  la 
venta  de  bienes  en  pública  licitación,  se  ten- 
drá presente,  para  fijar  el  tipo  de  la  subasta, 
lo  dispuesto  en  el  art.  19. 

Art.  25.  Cualquiera  que  sea  el  importe  de 
aqnéllos,  las  escrituras  y  sus  copias  se  exten- 
derán en  papel  del  sello  noveno,  y  no  se  de- 
vengarán derechos  de  transmisión  de  propie- 
dad, por  sustituirse  en  papel  del  Estado  los 
bienes  afectos  á  las  cargas,  de  que  so  trata;  ni 
en  el  Reg-istro  de  la  propiedad  más  derechos  de 
inscripción,  que  los  establecidos  para  negocios 
de  menor  cuantía. 

CAP.  III.— -De  los  patronatos  laicales  ó  reales  de  legos, 
memorias,  obras  pias  y  otras  fundaciones  de  la  misma 
índole,  de  patronato  familiar,  activo  ó  pasivo,  grava- 
dos con  cargas  puramente  eclesi'Hicas;  y  de  las  de  esta 
misma  índole,  que  afectan  á  bienes  de  dominio  particu- 
lar ej-clusivo,  ó  vendidos  lior  el  Estado  con  este  grava- 
men, de  que  tratan  los  arts.  5.^  y  T."  del  Convenio. 

Art.  26.  Las  familias,  que  e.stén  en  posesión 
de  los  bienes  adjudicados,  ó  sobre  los  que  pen- 
da juicio,  pertenecientes  á  memorias  y  funda- 
ciones piadosas  de  todas  clases  ó  á  patronato 
laical  ó  real  de  legos,  gTavados  con  carg-as  me- 
ramente eclesiásticas,  deberán  hacer  al  dioce- 
sano las  manifestaciones  documentadas,  que 
en  su  caso  respectivo  procedan,  al  tenor  de  los 
arts.  13  y  22  de  la  presente  instrucción. 

Art.  27.  Los  poseedores  de  bienes,  que  el 
Estado  ha  vendido,  ó  vendiese,  con  la  obliga- 
ción de  levantar  las  cargas ,  puramente  de 
carácter  eclesiástico,  á  que  están  afectos,  de- 
berán hacer  al  diocesano,  en  el  término  de 
cuatro  meses,  con  toda  la  especificación  conve- 
niente, declaración  de  aquéllas,  su  índole,  na- 
turaleza, objeto  é  iglesia  en  que  debieran  cum- 
plii'se;'expresando  al  propio  tiempo  las  venci- 
das y  no  satisfechas  desde  la  toma  de  posesión 
de  la  finca,  y  la  cantidad  que  están  dispuestos 
á  satisfacer  para  cumplir  tan  sagrada  obliga- 
ción. 

Art.  28.  Los  poseedores  de  bienes  de  domi- 
nio particular  exclusivo,  que  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  les  concede  el  art.  7."  del  Convenio, 
quieran  redimir  las  cargas  ó  gravámenes,  de 
carácter  puramente  eclesiástico,  deberán  acu- 
dir al  diocesano  con  los  documentos  corres- 
pondientes, en  dicho  término  de  cuatro  meses, 
haciendo  igual  manifestación  á  la  indicada  en 


el  articulo  anterior,  respecto  de  las  cargas 
atrasadas,  cuya  redención,  seg'ún  el  articulo 
citado  del  Convenio,  es  obligatorio. 

Art.  29.  Los  disposiciones  de  los  capítulos 
anteriores,  referentes  á  la  fijación,  graduación 
y  apreciación  de  las  cargas  y  al  modo,  forma 
y  plazos  en  que  ha  de  verificarse  el  pag'o,  son 
aplicables  de  la  misma  manera,  á  los  particu- 
lares del  presente  capitulo. 

CAP.  l'V.  —  De  las  capellanías  declaradas  subsistentes 
jwr  el  art.  4."  del  Convenio,  y  del  acervo  pin  cojnitn  de 
que  tratan  los  arts.  Jtl  al  IS  del  mismo  Convenio. 

Art.  30.  Se  consideran  comprendidas  en  las 
disposiciones  del  art.  4.°  del  Convenio,  si  las 
familias  no  hubieren  reclamado  judicialmente 
los  bienes,  las  capellanías  cuyo  disfrute  se  dejó 
á  los  capííllanes,  que  á  la  sazón  las  poseían,  y 
en  el  cual  han  de  continuar  hasta  que  canóni- 
camente vaquen. 

Art.  31.  Los  capellanes,  que  actiialmente 
están  en  posesión  de  las  capellanías  existen- 
tes, y  los  que  las  obtuvieren  por  consecuencia 
de  los  juicios  pendientes  en  los  Tribunales 
eclesiásticos,  continuarán  también  en  el  dis- 
frute de  su  renta  hasta  la  vacante;  pero  esto 
no  será  obstáculo  para  qtie,  instruido  el  expe- 
diente oportuno,  segvin  más  adelante  se  dirá, 
se  determine  lo  que  proceda,  y  que  en  el  caso 
de  ser  Incongrua,  se  decrete  desde  luego  la 
unión  á  otra,  aunque  sin  llevarlo  á  efecto  has- 
ta que  se  verifique  la  vacante  canónicamente. 

Art.  32.  Si  por  la  fundación  ó  disposiciones 
canónicas  vig-entes,  el  capellán,  que  disfrute 
las  rentas  de  alguna  capellanía  extinguida  ó 
existente,  estuviese  oblig'ado  á  ascender  d  or- 
den .íacro  y  en  su  día  al  presbiterado,  y  no  lo 
hubiese  verificado,  teniéndola  respectiva  edad 
para  ello,  el  diocesano  le  ¡n-efijará  el  término, 
dentro  del  cual  deba  verificarlo,  declarando 
caso  contrario  la  vacante  en  la  correspondien- 
te forma  canónica. 

También  se  instruirá  expediente  canónico, 
si  existiesen  otras  causas  leg'ales,  por  las  cua- 
les el  poseedor  de  la  capellanía  deba  perderla 
con  arreg'lo  á  dereclio. 

Art.  33.  Se  declaran  en  caso  de  excepción 
por  su  índole  y  naturaleza,  formen  ó  no  cuer- 
po sus  individuos,  y  sean  ó  no  colativas,  las 
capellanías  de  patronato  activo  familiar,  fun- 
dadas en  capillas  de  iglesia  metropolitana,  su- 
fragánea, colegial  ó  parroquial,  en  que  yacen 
losrestos  mortales,  existen  sepulcros,  ó  por- 
ciue  convenga  conservar  la  memoria  de  fami- 
lias ilustres. 

El  diocesano,  con  audiencia  instructiva  de 
los  mismos  patronos,  procederá  á  su  arreglo 
para  que,  al  propio  tiempo  que  se  perpetúe  la 
memoria  de  los  fundadores,  presten  á  la  Igle- 
sia, y  sobre  todo  en  su  caso  al  ministerio  pa- 
rroquial, el  mejor  servicio  posible.  En  todo 
caso  estarán  obligados  los  patronos  á  conmu- 
tar en  títulos  intransferibles  del  3  por  100  con- 
solidado la  renta  por  todo  su  valor,  que  deben 
satisfacer,  ó  que  anualmente  ])Voduzcan  los 
bienes  pertenecientes  á  la  capilla. 

Art.  34.  Los  diocesanos,  atendidas  todas 
las  circunstancias  de  su  respectiva  diócesis, 
formarán  el  oportuno  expediente  instructivo, 
con  audiencia  de  los  encargados  del  patronato 
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activo  y  de  los  interesados  en  el  pasivo,  seña- 
lando el  plazo  que  estimen  conveniente,  den- 
tro del  cual  los  mismos  patronos,  capellanes  y 
administradores  de  los  bienes  de  las  capella- 
nías, fundadas  en  iglesia  del  territorio  de  la 
misma  diócesis,  cualquiera  que  sea  la  jurisdic- 
ción á  que  hubieren  pertenecido  ó  actualmen- 
te pertenezcan,  deban  presentar  las  fundacio- 
nes y  dociimentos  necesarios  para  establecer 
el  quinquenio,  que  previene  el  art.  12  del  Con- 
venio, y  que  será  el  del  año  de  1862  á  1.SG6,  am- 
bos inclusive.  Y  para  formar  juicio  en  todo  lo 
dem;ls ,  en  consonancia  con  los  particulares 
que  deben  resolverse  con  arreglo  A  lo  dispues- 
to en  el  mismo  Convenio,  los  diocesanos  ten- 
drán muy  presente  lo  que  se  previene  en  el 
art.  13  de  esta  instrucción,  y  especialmente  al 
final  del  uúm.  1."  y  en  el  2."  del  propio  ar- 
ticulo. 

Art.  35.  Terminado  el  expediente  instruc- 
tivo, el  diocesano  señalará:  1."  la  renta  liqui- 
da, deducidas  las.carg'as  que  no  sean  de  índole 
puramente  eclesiástica,  y  demás  que  en  tales 
casos  procedan,  durante  el  quinquenio  prefi- 
jado; 2.°,  declarará  si  la  capellanía  es  congTua 
ó  incong'rua,  según  el  tipo  señalado  en  el  ar- 
ticulo 12  del  Convenio,  deducción  hecha,  ade- 
más de  la  expresada  en  el  número  anterior, 
de  la  porción  del  producto  que,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  dicho  art.  12,  creyese  equita- 
tivo el  mismo  diocesano  deber  dejar  á  la  fa- 
milia del  fundador,  no  excediendo  nunca,  se- 
gún allí  se  dispone,  de  la  cuarta  parte  de  di- 
cho producto. 

Art.  36.  Si  los  interesados  no  convinieren 
extrajudicial  y  amigablemente  en  lo  tocante  á 
su  derecho  á  los  bienes,  ó  en  la  parte  alícuota 
correspondiente  á  cada  uno  de  ellos,  podrán 
acudir  al  Juzgado  de  primera  instancia ,  á 
que  pertenezca  la  parroquia  en  que  esté  fun- 
dada la  capellanía,  para  que,  con  arreglo  á  la 
legislación  observada  antes  del  Concordato, 
se  determine  acerca  del  derecho  de  los  intere- 
sados, y  en  su  caso  se  fije  la  parte  alícuota  de 
la  renta  que  deba  convertirse  en  inscripciones 
intransferibles. 

Si  la  controversia  promovida  por  los  intere- 
sados se  limitara  á  la  renta  del  qiiinquenio, 
señalada  gubernativamente  por  el  diocesano, 
la  acción  se  deducirá  ante  el  Tribunal  ecle- 
siástico, según  lo  establecido  en  el  art.  17  de 
esta  instrvicción. 

Una  vez  fijado  judicial  ó  extrajudicialmeute 
el  derecho,  renta  del  quinquenio  y  la  parte 
alícuota  correspondiente  á  cada  interesado, 
verificarán  éstos,  en  el  tiempo,  modo  y  forma 
establecidos  en  el  cap.  II  de  la  presente  ins- 
trucción, la  entreg'a  de  los  títulos  de  la  Deuda 
consolidarla  del  3  por  100,  que  produzcan  la 
renta  líquida  prefijada  para  la  capellanía. 

Siendo  la  capellanía  de  mero  ]iatronato  ac- 
tivo, ó  en  el  caso  de  que  no  lo  soliciten  los  in- 
teresados ó  llamados  al  goce  y  disfrute  de  la 
misma,  el  patronato  familiar,  pues  los  compa- 
tronos que  no  fuesen  de  la  familia,  no  tienen 
derecho  á  los  bienes,  deberá  verificar  dicha 
entrega  de  los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado, 
en  el  tiempo  y  segiin  lo  denlas  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior. 


Art.  37.  Si  el  patrouo ,  ó  los  llamados  al 
disfrute  en  su  caso,  no  efectuaren  la  conmu- 
tación, se  enajenarán,  previa  disposición  del 
diocesano,  en  piiblica  subasta  por  el  juez  de 
primera  instancia  del  partido,  indicado  en  el 
párrafo  1."  del  artículo  precedente,  los  bienes 
necesarios  para  cubrir  la  cantidad,  teniendo 
presente  para  la  subasta  la  renta  señalada  á 
los  mismos  bienes;  jiero  sin  comprender  la  por- 
ción dejada  á  las  familias  por  benignidad  apos- 
tólica, con  arreglo  al  art.  3.^)  de  este  capitulo. 

Art.  38.  Si  la  capellanía  fuese  congrua,  el 
diocesano,  con  audiencia  del  patrono,  deter- 
minará la  ig'lesia  en  que  debe  establecerse  la 
capellanía,  si  no  existiese  la  en  que  primitiva- 
mente fué  fundada,  ó  si  por  el  m(\ior  servicio 
de  los  fieles,  ó  más  eficaz  auxilio  a!  ministerio 
parroquial,  conviniese  la  traslación  á  otra  pa- 
rroquia, santuario  ó  capilla,  usando  para  ello 
de  la  deleg-ación  apostólica,  consignada  en  los 
arts.  15  y  21  del  Convenio.  Además,  en  uso  de 
las  propias  facultades,  introducirán  los  dioce- 
sanos en  la  fundación,  con  audiencia  instruc- 
tiva de  los  patronos,  todo  lo  que  consideren 
provechoso  al  mejor  servicio  de  la  Iglesia,  y 
para  que  las  capellanías  llenen  cumplidamen- 
te los  elevados  objetos  que  las  su])remas  potes- J 
tades  se  han  propuesto  en  el  Convenio. 

Procurará  el  diocesano  que  entre  dichasl 
obligaciones  sea  una  de  ellas,  siempre  que  serj 
pudiere,  la  celebración  de  misa  de  alba  en  losl 
días  de  precepto  en  los  pueblos  agrícolas,  yj 
de  las  llamadas  de  hora  ó  de  punto,  acomoda-j^ 
do  á  los  usos  y  costumbres  de  la  generalidad' 
de  las  gentes,  en  las  poblaciones  ag-lomeradasl 
de  oti'a  clase;  ya  sea  en  la  parroquia  en  que  j 
esté  fundada  la  capellanía,  ya  en  cualquiera] 
otra,  que  conviniere  más,  dentro  de  la  mismaJ 
población. 

El  diocesano  dictará  ante  notario  y  en  papel 
de  oficio,  el  correspondiente  auto  canónico^ 
que  á  los  efectos  correspondientes  se  unirá 
la  primitiva  fundación  de  la  capellanía,  de-| 
hiendo  extenderse  en  el  propio  sello  la  copia 
original,  que  ha  de  archivarse  en  la  parroquia 
del  territorio  en  que  se  fundare. 

Art.  .39.     Las  rentas  de  las  capellanías  que 
se  declaren  incongruas  por  auto  dictado  en  la 
forma  prevenida  en  el  párrafo  anterior,  perte-í 
necerán  al  acervo  pío  común  de  que  trata  eli 
art.  16  del  Convenio. 

El  diocesano,  oyendo  instructivamente  á  lo^ 
patronos,  procederá  á  decretar  la  unión  de  áoi 
ó  más  de  la  propia  clase,  según  sea  necesario,^ 
para  constituir  una  congrua  anual  de  2.000 
reales,  á  lo  menos,  llamando  para  el  disfrute 
de  ella  á  los  que  por  las  respectivas  fundacio-j 
nes  tuvieren  derecho  y  estableciendo  para  elj 
ejercicio  del  patronato  activo,  los  turnos  co» 
rrespondientes,  segiin  lo  dispuesto  en  dicho| 
art.  16  del  Convenio.  La  nueva  capellanía  se 
establecerá  en  la  parroquia,  santuario,  ermita 
ó  capilla,  que  los  diocesanos  crean  más  á  pro^ 
pósito  para  la  mayor  comodidad  y  mejor  ser- 
vicio de  los  fieles. 

Además  de  las  mejoras  que,  en  uso  de  la  de- 
legación apostólica,  crean  conveniente  haceKJ 
en  las  fundacioiies  de  las  capellanías  unidas/ 
y  de  expresar  en  el  auto  lo  terminantemente' 


dispuesto  en  los  arts.  17  y  19  del  Convenio,  se 
consig-nai-íui  también  los  estudios  y  los  demás 
requisitos,  calidades  y  oblig'acioucs,  que  los 
diocesanos  estimen  oportunas,  teniendo  presen- 
tes las  indicaciones  hechas  en  el  articulo  pre- 
cedente respecto  de  la  celebración  de  misa  de 
alba  en  las  poblaciones  agrícolas,  y  de  las 
llamadas  de  hora  ó  de  punto  en  las  de  otra 
clase. 

Al  auto  que  provean  los  diocesanos,  se  agre- 
garán las  fundaciones  y  demás  documentos 
pertenecientes  A  las  capellanías  unidas,  obser- 
vándose lo  que  respecto  de  las  declaradas  con- 
gruas, se  dispone  en  el  par.  3."  del  art.  38. 

Art.  40.  Hasta  tanto  que  teng-a  cumplido 
efecto  la  conmutación  de  los  bienes,  continua- 
rán en  la  administración  de  los  mismos  los  ca- 
pellanes ó  personas,  á  quienes  por  la  funda- 
ción correspondiere. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  la  fundación,  en 
uso  de  la  delegación  apostólica,  los  diocesanos 
podrán  siempre  que  lo  creyeren  conveniente, 
nombrar  con  todas  las  garantías  debidas  un 
administrador  general  de  los  bienes  de  las  ca- 
pellanías actualmente  vacantes,  ó  bien  encar- 
gar cou  la  misma  garantía  la  de  cada  capella- 
nía, esté  ó  no  vacante,  á  persona  de  su  con- 
fianza, habiendo  justo  fundamento  para  ello. 

Art.  41.  Las  inscripciones  intransferibles 
se  pondrán  en  cabeza  de  la  capellanía  á  que 
se  le  apliquen  y  estarán  siempre  á  disposición 
del  diocesano,  quien  determinará  el  punto, 
modo  y  forma  de  su  conservación,  haciendo 
entregar  oportunamente  para  su  cobranza  á 
los  capellanes  el  cupón  que  corresponda. 

En  caso  de  vacante,  el  excedente  qxic  hu- 
biere, después  de  pagar  el  ecónomo,  que  el 
mismo  diocesano  nombrará  para  levantar  las 
cargas,  y  el  importe  de  los  gastos  abonables, 
se  aplicará,  parte  á  aumentar  la  congrua  de  la 
capellanía  adquiriendo  nuevas  inscripcioues 
inti-ansferibles  y  asimismo  la  parte  que  es- 
timen conveniente  los  diocesanos,  al  fondo  de 
reserva. 

Art.  42.  Cuando  el  patronato  sea  meramen- 
te activo,  el  patrono  presentará  de  entre  los 
que  el  diocesano  proponga  libremente  en  ter- 
na, por  ahora;  y  de  entre  los  ain-obados  en  los 
e.xámenes  periódicos,  de  que  habla  el  art.  18 
del  R.  D.  de  15  de  Febrero  liltimo,  luego  que 
lo  alli  establecido  llegue  á  plantearse. 

Art.  43.  Si  para  fundar  nueva  capellanía, 
fuese  necesario  reunir  el  residuo  de  muchas 
de  tan  corta  valia,  que  sea  difícil  establecer 
turno  en  el  patronato  pasivo,  el  patrono   á 
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quien  tocare  la  presentación,  podrá  hacer  ésta 
en  cualquiera  de  los  llamados  al  disfrute  por 
la  nueva  fundación. 

_  Art.  44.  En  adelante  se  procederá  instruc- 
tivamente en  los  expedientes  de  presentación, 
causándose  á  los  interesados  el  menor  g-asto 
posible. 

Art.  45.  Los  que  se  sintieren  agraviados 
podi-Au  deducir,  dentro  del  término,  que  al  in- 
tento prefijase  el  diocesano,  el  recurso  corres- 
pondiente ante  el  Tribunal  eclesiástico.  Este 
decidirá  sumariamente,  con  las  apelaciones  á 
que  hubiere  lugar,  hasta  la  decisión  final  por 
el  Tribunal  de  la  Rota,  el  cual  también  cono- 

TOMO   II. 


cera  sumariamente,  salvo  el  caso  previsto  eu 
el  art.  7."  de  esta  instrucción. 

Art.  46.  En  adelante,  toda  fundación  de 
capellanía  colativa,  de  patronato  activo  y  pa- 
sivo familiar,  ha  de  hacerse  con  arreglo  á  las 
bases  esenciales,  consignadas  en  el  Convenio 
para  las  actualmente  existentes  '. 

CAP.  W.—Del  acervo  pió  común  para  fundar  capellanías 
de  libre  nombramiento  de  los  diocesanos. 

Art.  47.  Además  de  los  fondos  que  pertene- 
cen á  este  acervo  pío  común,  según  el  art.  18 
del  Convenio,  los  diocesanos  agregarán  á  él  la 
parte,  todavía  disponible,  de  los  títulos  de  toda 
clase  de  Deuda  del  Estado,  que  en  representa- 
ción de  cor])oraciones,  que  han  dejado  de  exis- 
tir, les  han  sido,  ó  fueren  entregados  por  la 
Dirección  de  la  Deuda  pública  para  levantar 
las  cargas,  meramente  eclesiásticas,  á  que  es- 
taban afectos  los  bienes  de  que  dichos  títulos 
procedían. 

Art.  48.  Siguiendo  el  espíritu  de  los  artícu- 
los 39  y  45  del  Concordato  y  lo  establecido  eu 
el  Convenio  adicional  de  25  de  Agosto  de  1859, 
se  tratará  amigablemente  entre  el  Gobierno 
de  S.  M.  y  el  M.  R.  Nuncio  apostólico,  para  es- 
tablecer prudencial  y  alzadamente  lo  que  pro- 
ceda, respecto  de  los  particulares  á  que  se  re-' 
Aeren  los  diversos  números  del  párr.  2.",  ar- 
ticulo 18  del  presente  Convenio. 

Una  vez  acordado  el  número  de  inscripcio- 
nes intransferibles,  que  por  diclios  conceptos 
ha  de  entregar  el  Gobierno  de  S.  M.,  se  desti- 
nará al  accri-o  pío  de  que  se  trata,  la  parte 
correspondiente  á  cada  diócesis. 

Art.  49.  De  la  misma  manera  so  tratará 
con  el  Gobierno  respecto  de  las  cargas  pura- 
mente eclesiásticas,  que  gravaban  los  bienes 
de  los  establecimientos  de  Beneficencia  é  Ins- 
trucción pública  y  otros  análogos,  á  fin  de  que 
se  ponga  á  disposición  del  respectivo  diocesano 
el  correspondiente  niimero  de  inscripciones  in- 
transferibles, que  en  representación  de  sus 
bienes  se  han  entregado  ó  entregaren  á  los  mis- 
mos estalilecimientos.  . 

Art.  50.  También  corresponde  á  este  acer- 
vo pío:  primero,  la  mitad  del  importe,  que  por 
razón  de  cargas,  puramente  eclesiásticas,  se 
hayan  abonado  por  la  Dirección  de  la  Deuda 
á  las  familias,  á  quienes  se  hubiesen  adjudi- 
cado los  bienes,  derechos,  y  acciones  de  las 
capellanías  ó  beneficios,  que  no  correspondan 
á  las  comunidades  de  beneficiados  coadjutores 
de  la  antiguaCorona  de  Aragón:  seg'undo,  todo 
el  importe  quo  por  el  mismo  concepto  de  car- 
gas ¡niramente  eclesiásticas,  se  hubiese  abo- 
nado ó  abonase  á  las  familias,  á  quienes  se  han 
adjudicado  ó  adjudicaren  los  bienes,  derechos 
y  acciones  de  memorias,  obras  pías  y  cual- 
quiera otra  fundación  piadosa  familiar  de  toda 
clase  y  denominación;  y  tercero,  la  parte  que 
el  diocesano  crea  conveniente  destinar  de  la 
cantidad  alzada,  que  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  11  del  Convenio  adicional  de  25  de 
Agosto  de  1859,  debe  satisfacer  el  Gobierno  en 
inscripciones  intransferibles,  por  razón  de  las 


'    ¿A  qué  viene  aquí  este  artícitlof Ko  encontramos 

la  concordancia  con  el  Convenio-ley. 
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carg'as  eclesiásticas,  á  que  estaban  afectos  los 
bienes  vendidos  como  libres,  y  los  sujetos  á 
conmutación  según  el  mismo  Convenio;  siendo 
las  cargas  de  aquellas  que  no  deban  cumplir- 
se por  los  Cabildos  metropolitanos,  sufragá- 
neos, colegiales  ó  capillas  Reales,  en  cuerpo, 
ó  por  los  respectivos  párrocos  y  sus  coadju- 
tores. 

Los  diocesanos  procurarán  concertarse  con 
los  interesados,  usando  de  toda  la  posible  be- 
nignidad; y  si  ocurriesen  dificultades,  orillar 
éstas;  conviniendo  en  una  cantidad  alzada 
prudencial  y  eíjuitativa,  que  se  satisfará  en 
títulos  de  la  Deuda  consolidada  del  3  por  100 
por  todo  su  valor  nominal.  . 

Art.  51.  Tan  luego  como  se  reciba  niimero 
suficiente  de  inscripciones  intransferibles,  los 
diocesanos  fundarán  la  correspondiente  cape- 
llanía, dando  la  preferencia  para  establecerla 
á  las  iglesias  ó  parroqiiias,  en  que  la  necesidad 
fuese  más  apremiante;  teniendo  presentes  las 
disposiciones  análogas  que  le  sean  aplicables 
del  capitulo  precedente. 

Art.  5á.  La  erección  se  hará  en  la  forma 
canónica  correspondiente  y  cou  preferencia, 
en  cuanto  ser  pueda,  en  parroquia  de  más  de 
500  almas,  que  no  le  corresponda  coadjutor,  y 
que  por  circunstancias  especiales  necesite  otro 
eclesiástico,  además  del  párroco,  seg'ún  lo  dis- 
puesto en  la  base  19  de  la  Real  cédula  de  rtie- 
g'Q  y  encargo,  de  3  de  Enero  de  1854,  ó  bien  en 
santuario,  ermita  ó  parroquia  situada  conve- 
nientemente para  que  el  capellán  pueda  auxi- 
liar, caso  de  necesidad,  á  los  párrocos  limí- 
trofes. 

Se  expresarán  en  el  auto,  que  se  dictai-e,  to- 
das las  circxmstaueias  y  requisitos  que  en  los 
aspirantes  deben  concurrir,  y  las  obligaciones 
que  el  Convenio  exig'e  en  sus  obtentores,  con 
las  demás  qiie  los  diocesanos  estimen  conve- 
nientes, en  uso  de  la  facultad  que  el  mismo 
Convenio  les  concede. 

Art.  53.  Este  auto  hará  las  veces  de  funda- 
ción, y  de  él  se  sacará  copia  para  archivarla  é 
insertarla  en  el  correspondiente  libro  de  la  pa- 
rroquia, reservándose  en  el  Archivo  episcopal 
el  expediente  original  de  cada  fundación.  El 
auto  y  las  copias  se  extenderán  en  papel  del 
sello  de  oficio. 

Art.  54.  Las  inscripciones  intransferibles 
se  pondrán  en  nombre  de  la  fundación  á  que 
se  aplicaren  los  títulos  de  la  Deuda,  observán- 
dose lo  dispuesto  en  el  art.  41  del  capitulo  an- 
terior para  las  capellanías  de  patronato  fa- 
miliar. 

CAP.  VI. — De  las  comunidades  de  beneficiados  coadju- 
tores de  las  diócesifí  de  la  antigua  Corona  de  Aragón,  de 
que  trata  el  art.  22  del  Convenio. 

Art.  55.  Los  prelados  de  las  diócesis  de  la 
antigua  Corona  de  Aragón  remitirán  á  la  ma- 
yor brevedad  posible  al  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  para  el  uso  correspondiente,  nota 
debidamente  circunstanciada:  primero,  de  los 
bienes,  derechos  y  acciones,  de  que  todavía  se 
hallen  en.  posesión  las  comunidades  de  benefi- 
ciados coadjutores:  segundo,  de  los  que  se 
haya  incautado  el  Estado  de  esta  misma  pro- 
cedencia, y  su  fecha,  expresando  si  existen  ó 
no  reclamaciones  pendientes,  fecha  de  ellas,  y 


dependencia  del  Estado  en  que  existan  los  ex- 
pedientes de  reclamación. 

Art.  56.  La  entrega  al  Estado,  á  la  ciial  de- 
berá preceder  la  cesión  canónica  del  diocesa- 
no, de  los  bienes  existentes  todavía  en  poder 
de  las  comunidades,  no  se  verificará  hasta 
tanto  que  se  fije,  con  intervención  y  acuerdo 
de  la  correspondiente  Administración  de  pro- 
piedades del  Estado,  la  renta,  que  actualmen- 
te produce  cada  finca  ó  censo,  y  en  su  conse- 
cuencia se  expidan  á  favor  de  las  propias  co- 
munidades las  correspondientes  inscripciones 
intransferibles  de  la  Deuda  consolidada  del  3 
por  100,  para  hacer  una  renta  igual  á  la  prefi- 
jada, que  se  entreg'arán  al  mismo  prelado. 

Art.  57.  Antes  de  anunciarse  por  el  Estado 
la  venta  de  los  bienes  de  dichas  comunidades, 
que  todavía  conserva  el  mismo  Gobierno  en  su 
poder  sin  enajenar,  se  expedirán  las  inscrip- 
ciones intransferibles  correspondientes. 

Art.  58.  Se  expedirán  también  inscripcio- 
nes de  la  propia  clase  para  hacer  una  renta 
igual  á  la  que  producían  al  tiempo  que  el  Es-i 
tado  se  incautó  de  los  bienes,  derechos  y  ac; 
clones,  ya  enajenados  por  el  mismo  Estado, 
fijándose  prudencial  y  alzadamente  en  su  case 
aquella  renta.  A  este  fin  harán  los  diocesanos, 
por  conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, la  reclamación  debida,  hayase  ó  no  hechc 
anteriormente,  y  exista  ó  uo  expediente  en  si 
razón. 

Art.  59.  Los  mismos  diocesanos  harán  di 
rectamente  las  reclamaciones  oportunas  á  lof 
patronos,  á  quienes  se  adjudicó  parte  de  los 
bienes  de  la  comunidad,  ó  los  particulares  de! 
beneficio,  si  los  hubiese  tenido,  caso  de  no  cum; 
plir  ellos  mismos  lo  dispuesto  en  el  cap.  II;  eí 
la  inteligencia  de  que  por  falta  de  tal  cumplí 
miento,  además  de  las  cargas  especificas,  me- 
ramente eclesiásticas,  se  han  de  considerar 
como  tales  para  este  solo  efecto,  en  razón  á 
sus  diversas  obligaciones,  como  miembros  de 
la  comunidad,  el  importe  de  la  congrua  sino- 
dal de  ordenación. 

Art.  60.  Verificada  que  sea  la  reorganiza- 
ción de  las  comunidades,  ó  cabildos  de  benefi- 
ciados coadjutores,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  11  del  R.  D.  de  15  de  Febrero  últi- 
mo, los  diocesanos  ordenarán  la  traslación  á 
otra  parroquia  de  los  ecónomos  coadjutores, 
que  actualmente  perciben  dotación  del  Esta- 
do, y  que  han  de  cesar  en  este  carg'o  por  deber 
desempeñarlo  la  comunidad  de  beneficiados 
coadjutores. 

Art.  61.  Hasta  que  tenga  efecto  la  reorga- 
nización indicada,  sólo  se  proveerán  en  eco- 
nomato las  coadjutorías,  actualmente  existen- 
tes, ó  que  se  establezcan  en  el  arreglo  pa- 
rroquial. 

Art.  62.  Las  inscripciones  intransferibleá 
en  que  se  subrogan  los  bienes,  derechos  y  ac| 
clones  de  las  comunidades,  se  inscribirán  á 
nombre  de  las  mismas,  y  se  entregarán  á  los 
diocesanos  para  que  dispongan  su  ciistodia  y 
conservación  por  las  propias  comunidades,  ó 
de  la  manera  que  estimen  más  conveniente;  en 
cuyo  último  caso  deberán  entregarse  oportu- 
namente á  la  respectiva  comunidad,  los  cupo- 
nes para  su  cobro. 
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CAP.  VII  Y  ULTIMO.— ne  la  e.rpedición  y  custodia 
de  las  inscripciones  intransferibles. 

Art.  63.  Reunidos  lo.s  títulos  de  la  Deuda 
pública,  y  antes  de  darse  por  terminada  la  fun- 
dación de  la  capellanía,  dispondrá  el  diocesa- 
no la  remisión  de  los  mismos,  con  las  formali- 
dades debidas  pava  evitar  toda  conting'encia  á 
la  Dirección  de  la  Deuda,  si  en  ella  no  estu- 
viesen ya  depositados;  expresando  en  todo 
caso,  con  los  correspondientes  detalles,  la  ca- 
pellanía, tanto  de  patronato  familiar  como  de 
libre  fundación,  á  cuyo  nombre  hayan  de  for- 
malizarse las  inscri])eioncs  intransferibles. 

La  Dirección  de  la  Deuda  remitirá  dichas 
inscripciones  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, el  cual  las  pasará  al  diocesano;  y  éste  acor- 
dará el  depósito  y  custodia  de  ellas  en  el  pun- 
to que  crea  más  seguro. — Madrid  25  de  Junio 
de  1867.— Arrazola.»  (C.  L.,  t.  97,  p.  1.201.) 
E.  O.  7  Enero  186S. 
Redención  de  cargas  y  fjravámenes. 

(GuAC.  Y  JusT.)  Extracto.— Resolvió  que 
los  adjudicatarios  de  los  bienes  de  capellanías, 
de  que  habla  el  art.  2."  de  la  ley  de  24  de  .Ju- 
nio de  1867,  están  obligados  á  redimir,  además 
de  las  carg-as  generales  que  sobre  aquéllas 
gravan,  la  congrua  integra  de  ordenación  si 
el  valor  de  los  expresados  bienes  lo  permite, 
y  en  caso  de  que  no  lo  consienta,  hasta  la  can- 
tidad á  que  ascienda  el  valor  total  de  los  mis- 
mos bienes  '. 

H.  O.  18  Abril  1868. 

Aclarando  la  inteligencia  de  altj  unos  puntos  del  Convenio 

de  IHG7:  Cargas  sujetas  á  redención. 

(GiiAC.  Y  JusT.)  «Enterada  la  Reina  (que 
Diosguarde)de  las  consultas  elevadas  porV.S.^ 
al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  respecto  á' 
la  inteligencia  de  algunos  puntos  del  Conve- 
nio de  24-  de  Junio  de  1867  sobre  capellanías, 
.con  inteligencia  del  M.  K.  cardenal  pro-nun- 
cio de  S.  S.  se  ha  servido  resolver  lo  siguiente: 

1.°  Que  los  bienes  que  constituyen  la  do- 
tación de  los  patronatos  laicales  ó  reales  de 
'legos  con  destino  á  obras  pías  y  á  fundaciones 
piadosas  familiares  no  están  sujetos  á  la  con- 
mutación. 

2."  Que  los  censos  ó  pensiones  conocida- 
mente afectos  á  cargas  eclesiásticas,  como  ce- 
lebración de  misas,  de  aniversarios  y  de  otras 
funciones  religiosas,  estáu  sujetos"  á  la  re- 
dención. 

3."  Que  no  hay  dificultad  en  conceder  á  los 
censatarios  el  derecho  de  redimir  los  censo.s 
que  estáu  destinados  al  pago  de  cargas  ecle- 
siásticas; y  en  el  caso  de  que  ellos  no  quieran 
usar  do  este  derecho,  podrá  acudirse  al  medio 
de  la  venta  judicial.— De  Real  orden,  etc.— 
Madrid  18  de  Abril  de  1868.— Roncali.— Señor 
Gobernador  eclesiástico  de  Solsoua.» 

E.  o.  27  Julio  1868. 
Sobre  inscripción  de  bienes  de  capellanías  colativas. 

(Grac.  y  Just.)  «Visto  el  expediente  ins- 
truido con  motivo  de  haber  manifestado  el 
obispo  de  Segovia  la  conveniencia  de  declarar 
que  los  documentos  ó  actas  de  conmutación 
que  expidan  los  prelados  á  favor  de  las  fami- 

'    Fuá  derogada  por  la  O.  de  20  de  Marzo  de  Ift7i>. 


lias  interesadas  cu  los  bienes  de  capellanías 
colativas  son  suficientes  para  inscribirlos  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  y  que  puede  ha- 
cerse desde  luego  la  inscripción  á  nombre  de 
aquellas  familias,  ó  del  comprador  en  el  caso 
de  venta  judicial,  sin  necesidad  do  que  sean 
antes  inscritos  al  de  la  capellanía  ó  fuuttación 
de  que  i)roceden: 

Considerando  que  los  bienes  de  las  capella- 
nías colativas  declaradas  extinguidas  en  el  ar- 
tículo 3."  del  Convenio  de  24  de  Junio  último 
pertenecen  á  las  familias  desde  que  en  tiempo 
oportuno  los  reclamaron  judicialmente,  en  vir- 
tud del  derecho  que  para  ello  les  había  dado 
la  ley  de  lí)  do  Agosto  de  1841,  sin  que  en  aquel 
Convenio  se  les  haya  impuesto  otra  obligación 
que  la  de  redimir  las  cargas  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  mismo: 

Considerando  que  esta  redención  debe  acre- 
ditarse, según  nuestro  derecho,  en  escritura 
pviblica,  cuyo  documento  exige  también  el  ar- 
ticulo 82  de  la  ley  hipotecaria  para  que  pueda 
cancelarse  la  inscripción  de  la  cai-ga  rodinjída: 

Considerando  que  las  capellanías  colativas 
declaradas  subsistentes  en  el  art.  4."  del  cita- 
do Convenio  no  pertenecen  á  las  familias,  por- 
que si  bien  la  citada  ley  de  1841  les  dio  dere- 
cho á  ad(|uirirlos  no  lleg'ó  á  consumarse  la 
adquisición  por  no  haberlos  reclamado  judi- 
cialmente: 

Considerando  que  el  Convenio  de  24  de  Ju- 
nio ha  respetado  el  referido  derecho  y  estable- 
cido en  su  consecuencia  que,  realizada  que 
sea  por  las  familias  la  conmutación  de  rentas, 
ó  vendidos  judicialmente  en  su  defecto  los  bie- 
nes para  ello  necesarios, corresponden  á  aqué- 
llas en  calidad  de  libres  los  do  las  capellanías 
de  que  se  trata: 

Considerando  que  el  titulo  de  la  adquisición 
de  estos  bienes  no  puede  ser  otro  que  el  de  la 
fundación  de  la  capellanía,  con  la  alteración 
introducida  en  la  misma  por  la  ley  de  1841;  y 
la  conmutación  de  rentas  sólo  os  el  cumpli- 
miento de  la  condición  que,  según  el  cumpli- 
miento va  citado,  suspende  la  eficacia  de  dicho 
titulo: 

Considerando  que  la  disposición  contenida 
en  el  art.  20  de  la  ley  hipotecaria  no  os  aplica- 
ble á  los  referidos  títulos  por  ser  anteriores  á 
dicha  ley,  pero  sí  lo  es  á  las  ventas  judiciales 
que  se  verifiquen  para  realizar  la  conmutación 
do  las  rentas,  la  Reina  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo 
con  el  M.  R.  Nuncio  apostólico,  se  lia  servido 
dictar  las  disposiciones  sig'uientes: 

1.^  Los  bienes  de  las  capellanías  colativas 
declaradas  extinguidas  pueden  inscribirse  en 
el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  de  los  que 
hubiesen  reclamado  judicialmente,  presentan- 
do la  ejecutoria  que  hayan  obtenido  ú  obten- 
gan, la  escritura  de  fundación,  y  además  las 
de  inventario  y  partición  en  los  casos  nece- 
sarios. 

2.'''  Las  cargas  á  que  estén  afectos  los  refe- 
ridos bienes  deben  inscribirse  á  favor  de  la 
capellanía  iiresontándose  los  documentos  co- 
rrespondientes si  se  quiero  inscribir  el  domi- 
nio, II  observándose  lo  establecido  en  el  Real 
decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864  si  sólo  se 
inscribe  la  posesión.  En  el  caso  do  que  por  no 
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hallarse  inscrito  el  dominio  de  los  bienes  no 
fuera  posible  inscribir  las  referidas  cargas, 
podrá  practicarse  lo  dispuesto  en  los  arts.  317, 
318  y  319  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  hipotecaria. 

3.*  La  redención  de  las  expresadas  cargas 
debe*  consignarse  en  escritura  pública  para 
que  pueda  ser  inscrita. 

4.*  Los  bienes  de  las  capellanías  colativas 
declaradas  subsistentes,  podrán  inscribirse  á 
favor  de  las  familias,  presentándose  los  docu- 
mentos expresados  en  la  disposición  I."  de  esta 
Eeal  orden,  y  además  el  documento  ó  acta  li- 
brada por  el  respectivo  diocesano,  que  acredi- 
te haberse  realizado  la  conmutación  de  las 
rentas.  Para  verificarse  dicha  inscripción  no  es 
preciso  que  los  bienes  se  inscriban  previamen- 
te á  favor  de  la  capellanía  de  que  proceden. 

5."  Si  se  vendiesen  judicialmente  bienes  de 
la  capellanía  para  realizarse  la  conmutación 
de  las  rentas,  las  escrituras  de  venta  no  podrán 
ser  inscritas  sin  que  antes  se  inscriban  ¡os  bie- 
nes á  favor  de  la  capellanía,  bien  sea  la  ins- 
cripción de  dominio,  ó  sólo  la  de  posesión,  ob- 
servándose en  este  segundo  caso  lo  prevenido 
en  el  citado  R.  D.  de  11  de  Noviembre  de  1864. 
De  Eeal  orden,  etc.— San  Ildefonso  27  de  Julio 
de  1868.— Coronado.»  (Gac.  S  Agosto.) 

o.  28  Enero  1869. 
Créditos  de  capellanins:  Su  conversión  en  inscripciones. 
(H.4C.)  Declaj'ó  extinguidos  los  créditos 
contra  el  Estado  que  pertenecieron  á  comuni- 
dades religiosas  y  cancelados  y  amortizados 
los  del  clero  .secular,  etc.,  proponiendo  á  la 
vez  en  los  arts.  7."  y  8.°  que  se  conviertan  en 
inscripciones  intransferibles  del.3  por  100  en  la 
forma  que  se  dice  los  de  patronatos  y  pías  fun- 
daciones y  los  emitidos  á  favor  de  capellanías. 
V.  Desamortización. 

O.  29  Marzo  1870. 
Deror/nndo  la  U.  O.  de  7  de  Enero  de  1868,  que  declaró 
oblifjados  d  los  adjudicatarios  de  bienes  de  capellanías 
d  redimir  la  congrua  integra  de  ordenación,  etc. 

(Grac.  y  Just.)  «Habiendo  acudido  á  este 
Ministerio  D.  Fernando  de  Aguilar,  vecino  de 
Béjar,  con  la  pretensión  de  que  se  derogue  la 
R.  O.  de  7  de  Enero  de  1868,  por  la  cual  se  re- 
suelve que  los  adjudicatarios  de  los  bienes  de 
capellanías  de  que  habla  el  artí  2."  de  la  ley 
de  24  de  Junio  de  1867  están  oblig-ados  á  redi- 
mir, además  de  las  cargas  geneíales  que  sobre 
aquéllas  gravan,  la  congrua  integra  de  orde- 
nación si  el  valor  de  los  expresados  bienes  lo 
permite;  y  en  el  caso  de  que  no  lo  consienta, 
hasta  la  cantidad  á  que  ascienda  el  valor  total 
de  los  mismos  bienes;  y  teniendo  en  eueuta 
que  la  anterior  disposición  es  contraria  al  es- 
píritu y  letra  de  los  arts.  12  de  la  ley  citada  y 
6.°  de  la  instruccióu  para  ejecutarla,  que  no 
consienten  se  despoje  en  absoluto  de  todos  los 
bienes  á  los  linajes  de  donde  proceden,  aun  en 
las  capellanías  ineongruas;  y  á  que  para  la 
publicación  de  dicha  R.  O.  se  infringió  el  ar- 
tículo 45  de  la  ley  orgánica  del  C.  de  E.,  care- 
ciendo, por  consiguiente,  de  las  condiciones 
indispensables  exigidas  por  las  leyes,  sin  que 
pueda  invocarse  para  su  validez  la  interven- 
ción del  M.  R.  Nuncio  de  Su  Santidad,  que  en 


este  caso  no  ha  sido  legítima;  el  Regente  del 
Reino,  de  conformidad  con  el  parecer  del  Con- 
sejo de  Estado,  se  ha  servido  declarar  nula  la 
R.  O.  de  7  de  Enero  de  1868,  y  mandar  que  res- 
pecto á  los  bienes  de  las  capellanías  reclama- 
das con  posterioridad  al  decreto  de  30  de  Abril 
de  1852,  y  de  que  trata  el  art.  2.°  de  la  ley  de 
24  de  Junio  de  1867,  se  esté  á  lo  que  sobre  este 
y  otro.f  puntos  análogos  determine  el  Poder 
legislativo. — De  orden  de  S.  A.,  etc. — Madrid 
29  de  Marzo  de  1870.— Eugenio  Montero  Ríos. 
A  los  M.  RR.  Arzobispos,  RR.  Obispos  y  Go- 
bernadores eclesiásticos.»  (Gac.  30  Marzo.) 

E.D.  12  Agosto  1871. 
Dictando  disposiciones  para  exceptuar  de  la  venta  los 
bienes  de  capellanías  fariiiliares  ó  de  sangre  y  r,iemorias 
piadosas.  Plazo  para  pedir  la  excepción.  Suspensión  de 
inscripción  en  los  Registros. 

(Hac.)  <iExpoiiición. — Señor:  La  resisten- 
cia pasiva  de  varios  prelados  á  facilitar  rela- 
ción de  los  bienes  de  capellanías  vacantes,  que 
administran,  conforme  á  lo  clispuesto  en  el  ar- 
tículo 40  de  la  instruccióu  aprobada  para  eje- 
cutar el  Convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede 
en  24  de  Junio  de  1867,  embaraza  notoriamen- 
te la  gestión  administrativa  y  aplaza  el  térmi- 
no de  la  desamortización  eclesiástica.  Como  si 
la  ley  de  1."  de  Mayo  de  1855  y  sus  concordan- 
tes fuesen  antitéticos  al  mencionado  Convenio, 
y  en  la  creencia  de  que  la  excepción  del  arti- 
culo 3.°  de  la  de  11  de  Julio  de  1856  puede  de- 
clararse por  autoridad  propia  de  los  interesa-  ] 
dos.  se  viene  observando  que  las  delegaciones 
diocesanas  admiten  las  solicitudes  de  coumu- 
tación  de  bienes  de  las  capellanías  y  memorias 
piadosas  y  la  redención  de  cargas  espiritua- 
les, sin  que  la  alta  administración  civil  decida 
previamente  lo  legal  y  justo  acerca  de  la  na- 
turaleza familiar  y  cláusulas  de  las  fundacio- 
nes, invadiendo,  al  proceder  en  semejante  for- 
ma, atribuciones  C[ue  no  son  de  su  competen-  i 
cia.  Así  acontece  que,  conmutados  bienes  eu  ' 
el  supuesto  de  familiares,  la  administración 
activa  los  ha  declarado  después  permutables 
como  meramente  eclesiásticos:  que  estando 
destinadas  muchas  fundaciones  á  cumplir  car- 
gas espirituales  y  benéficas,  se  declaran  libres 
los  bienes,  bajo  el  supuesto  de  corresponder  á 
la  capellanía  ó  beneficio,  haciendo  caso  omiso 
de  lo  piadoso,  contra  la  letra  y  espíritu  de  la 
ley  y  la  voluntad  del  instituidor;  y  por  último, 
que  se  ofrezcan  dudas  á  los  registradores  de 
la  propiedad  sobre  la  inscripción  de  esos  mis- 
mos bienes  conmutados  sin  la  intervención  de 
la  potestad  civil 

A  este  fin,  el  Ministro  que  suscribe  tiene  la 
honra  de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el 
adjunto  proyecto  de  decreto.— Jladrid  12  de 
Agosto  de  1871.— El  Ministro  de  Hacienda, 
Servando  Ruiz  Gómez. 

DECRETO 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  el  Mi- 
nistro de  Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Correspondiendo  á  la  potestad 
civil  declarar  las  excepciones  que  se  contienen 
eu  las  leves  de  1."  de  Mayo  de  1855  y  11  de 
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Julio  de  1856,  los  que  se  crean  con  derecho  á 
los  bienes  de  capellanías  familiares  ó  de  san- 
g're  y  memorias  piadosas,  presentarán  sus  so- 
licitudes documentadas  ante  las  Administra- 
ciones económicas  de  las  provincias  en  que 
aquéllos  radiquen  dentro  del  término  impro- 
rrog'able  de  seis  meses,  contados  desde  la  pu- 
blicación de  este  decreto  en  el  holetin  oficial. 

Art.  2."  A  la  solicitud,  que  deberá  exten- 
derse en  papel  del  sello  !).°,  se  acompañará  la 
cédula  de  vecindad  y  copia  de  poder  bastan- 
teada  si  se  g'estiouare  á  nombre  de  tercera 
persona,  escrituras  de  fundación,  título  de  co- 
lación ó  de  presentación,  ]iartidas  sacramen- 
tales que  justifiquen  el  entronque  del  recii- 
rrente  con  el  fundador,  y  la  descendencia  de 
las  lineas  llamadas  al  g'oee  de  los  patronatos 
activo  ó  pasivo,  y  una  relación  de  los  bienes 
dótales  de  la  capellanía,  beneficio  ó  fundación 
piadosa,  expresando  si  se  hallan  en  la  Admi- 
nistración de  la  Hacienda  ó  los  ha  enajenado, 
ó  si  se  jioseen  por  el  patrono,  capellán  ctini- 
plidor  11  otras  personas. 

Art.  3."  Los  administradores  económicos 
darán  recibo  en  que  se  anote  la  fecha  de  la 
presentación  y  la  calidad  de  los  doctimeutos 
que  se  acompañan,  devolviendo  al  interesado 
la  cédula  de  vecindad  después  de  hacer  la  con- 
veniente anotación  al  margen  de  la  misma  ins- 
tancia. 

Art.  4."  Examinada  la  titulación  por  el  ofi 
cial  letrado,  y  no  encontrando  en  ella  vicio  re- 
parable, propondrá  al  jefe  de  la  Administra- 
ción económica  el  cotejo  con  sus  orig'inales, 
pudiendo  deleg'ar  en  los  promotores  fiscales  ó 
fiscales  municipales  su  intervención  cuando 
hubiere  de  practicarse  la  diligencia  fuera  de 
la  capital  de  la  provincia. 

Art.  5.*^'  La  no  existencia  de  las  primeras 
copias  de  escritura  ó  la  de  los  protocolos,  se 
suplirá  por  los  medios  de  prueba  establecidos 
ea  el  derecho  común  para  estos  casos. 
_  Art.  6."  La  Sección  de  Propiedades  y  comi- 
sionado principal  de  ventas  informarán,  con 
presencia  de  los  datos  resultantes  en  sus  res- 
pectivas dependen^-ias,  sobre  las  subastas,  ad- 
judicaciones, incautación  y  di'más  vicisitudes 
que  hubieren  sufrido  los  bienes  de  cuya  excep- 
ción se  trata,  certificando,  en  su  casó,  negati- 
vamente. 

Art.  7."  Siendo  el  título  de  colación  indis- 
pensal)le  para  determinar  si  la  capellanía  ó  be- 
neficio está  subsistente  por  conservarse  el  pa- 
tronato pasivo  en  las  lineas  llamadas  á  sn  ob- 
tención, los  oficiales  letrados  le  exaininarán 
escrupulosamente;  y  si  fuesen  necesarios  nue- 
vos datos  ó  com])robantes,  solicitarán  del  jefe 
económico  requiera  á  los  interesados  los  i)re- 
senten  en  un  plazo  improrrogable  que  no  po- 
drá exceder  de  treinta  dias,  y  con  apercibi- 
miento de  declarar  injustificada  la  solicitud, 
según  lo  ¡irevenido  en  'la  K.  O.  de  20  de  Agosto 
de  18(5(5.  La  concesión  de  nuevos  plazos  por 
causajustifieada,  corresponde  únicamente  á  la 
Dirección  de  Propiedades  v  derechos  del  Es- 
tado. 

Art.  8."  Cuando  el  patronato  fuera  mora- 
mente activo,  deberá  acreditarse  su  subsisten- 
cia en  las  familias  llamadas  á  ejercerlo  por  me- 


dio de  los  títulos  de  presentación  de  los  dos  vil- 
timos  capellanes. 

Art.  9."  Si  en  las  cláusulas  fundacionales 
se  destinase  alguna  parte  de  la  renta  al  levan- 
tamiento de  cargas  benéficas  ó  meramente  es- 
pirituales, se  eliminarán  de  la  masa  general 
de  bienes  los  que  basten  á  cumplirlas  para 
darles  el  destino  que  determina  la  legislacióu 
vig'ente. 

Art.  10.  Complementado  el  expediente  con 
las  diligencias  expresadas  en  los  artículos  an- 
teriores, se  pasará  de  nuevo  al  oficial  letrado 
para  que  emita  dictamen,  bajo  su  responsabi- 
lidad, acerca  de  la  validez  y  fuerza  legal  de  los 
documentos  presentados  en  apoyo  del  carácter 
familiar  de  la  fundación  y  de  la  personalidad 
de  los  recurrentes;  y  si  no  encontrare  detectes 
subsanables,  propondrá  su  remesa  sin  más  trá- 
mite á  la  Dirección  general  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado. 

Art.  11.  Recibido  c(ne  sea  en  este  Centro, 
se  formará  el  correspondiente  extracto,  pro- 
poniendo al  Ministerio  de  Hacienda  la  resolu- 
ción legal  que  merezca  la  excepción;  y  cuando 
se  hubiere  dictado,  la  comunicará  al  jefe  de  la 
Administración  económica  para  su  cumpli- 
miento, dando  copia  fehaciente  á  los  interesa- 
dos, de  quienes  exigirá  recibo,  que  se  unirá  al 
expediente.  Igual  conocimiento  en  relación  se 
pasará  al  diocesano  para  que  obre  sus  efectos 
al  realizarse  la  conmutación  de  bienes. 

Art.  12.  Cuando  la  resolución  fuere  favo- 
rable ala  excepción,  se  acompañarán  con  el 
traslado  de  la  orden  ministerial  los  documen- 
tos presentados  para  que  el  jefe  económico  los 
entregue  bajo  recibo  á  los  recurrentes. 

Art.  13.  Los  comisionados  principales  de 
ventas  se  abstendrán  de  sacar  á  siibasta  los 
bienes  de  capellanías  ú  otras  fundaciones  cuya 
excepción  se  haya  solicitado  ó  pueda  expedir- 
se dentro  del  plazo  fijado  en  el  art.  1." 

Art.  14.  Los  registradores  de  la  propiedad 
suspenderán  la  inscripción  por  defecto  subsa- 
nable  de  los  bienes  conmutados  por  los  dioce- 
sanos mientras  no  se  presente  el  traslado  de  la 
orden  ministerial  declaraliva  de  haber  sido 
exceptuados  en  conformidad  al  art.  3.°  de  la 
ley  do  11  de  Julio  de  185(5. 

Art.  15.  Los  expedientes  en  ciirso  que  ra- 
diquen en  las  provincias  se  sujetarán  á  las  re- 
glas establecidas  en  este  decreto. 

Art.  1(5.  Las  solicitudes  de  suspensión  de 
remate  ó  adjudicación  qiu"  se  presentaren  á  la 
Dirección  general  de  Projjiedades  y  Derechos 
del  Estado  ó  á  los  jefes  económicos  de  las  pro- 
vincias se  devolverán  á  los  interesados  con 
nota  marginal,  siempre  que  no  veng'an  docu- 
mentadas según  lo  dispuesto  en  el  art.  2.° 

Art.  17.  Transcurrido  el  plazo  mareado 
para  la  presentación  de  las  solicitudes  de  ex- 
cepción, se  procederá  á  ejercer  la  acción  in- 
vestig'adora,  imponiendo  á  los  ocultadores  ó 
detentadores  las  penas  marcadas  en  la  instruc- 
ción vigente  ó  las  que  de  nne\o  se  dictaren. 

Art.  18.  (."Juedan  derogados  los  ai-tículos  de 
la  Inst.  de  11  de  Julio  de  1><5G  y  demás  dispo- 
siciones sobre  tramitación  en  cnanto  se  opon- 
gan á  las  estal)lecidas  en  el  presente  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  12  de  Agosto  de  1871. — 
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Amadeo. — El  Ministro  de  Hacienda,  Servando 
Riiiz  Gómez.»  (Gac.  13  Agosto.) 

B.  D.  13  Febrero  1872. 

(Hac.)  ProiTOgó  por  seis  meses  el  término 
señalado  en  el  art.  1."  del  D.  de  12  de  Ag-osto 
para  presentar  solicitudes  documentadas  so- 
bre excepción  de  la  desamortización  de  los 
bienes  de  capellanías  y  memorias  piadosas. 
(Gac.  18  id.) 

E.D.  27  Agosto  1872. 

Concediendo  xtn  nuevo  2}Jii~o  con  el  mismo  objeto 

que  el  anterior. 

(Hac.)  «Articulo  1."  Se  amplia  hasta  31  do 
Diciembre  del  corriente  año  la  prórroga  de 
seis  me^es  concedida  por  R.  D.  de  13  de  Fe- 
brero último,  para  que  los  interesados  puedan 
presentar  ante  los  jefes  de  las  Administracio- 
nes económicas  de  las  provincias  las  solicitu- 
des documentadas  sobre  declaración  de  las  ex- 
cepciones contenidas  en  las  leyes  de  1.°  de 
Mayo  de  1855  y  11  de  Julio  de  Í856,  respecto 
á  los  bienes  de  capellanías  familiares  ó  de  san- 
g-re  y  patronatos  de  ig-ual  naturaleza,  con  su- 
jeción A  las  ]irescripcioues  del  R.  D.  de  12  de 

Agosto  de  1871 Dado  en  Palacio  á  27  de 

Agosto  de  1872. — Amadeo.  —  El  Ministro  de 
Hacienda,  Servando  Ruiz  Gómez.»  (Gac.  28 
Agoí<to.) 

E.  0. 14  Enero  1873. 
Aprohó  el  reglamento  provisional  para  la  administración 
y  realización  del  impuesto  de  derechos  reales  y  transmi- 
sión de  bienes. 

«Art.  28.  Quedan  exentos  del  pago  del  im- 
puesto  los   actos  ó  contratos   siguientes : 

15.  Las  transmisiones  de  bienes  y  derechos, 
verificadas  con  arreglo  al  Convenio  celebrado 
con  la  Santa  Sede  en  24  de  Junio  de  18G7,  so- 
bre capellanías  colativas  de  patronato  fami- 
liar, memorias,  obras  pías  y  otras  fundaciones 
análogas.» 

O.  3  Abril  1873. 
Veclaraiulo  que  es  facultad  del  Gobierno  resolver  los  ex- 
pedientes de  excepción  de  capellanías,  con  arreglo  d  las 
leyes  desamortizadoras  de  1S55  y  1856,  á  las  que  hay 
que  atenerse. 

(Hac.)  «Visto  de  nuevo  el  expediento  ins- 
truido por  D.  Manuel  Martínez  Í5aroja,  sobro 
excepción  de  los  bienes  dótales  de  una  cape- 
llanía fundada  por  doña  Ang'ola  Manzano,  y 
el  incidente  promovido  á  consecuencia  de  cier- 
to reparo  opuesto  por  la  Fiscalía  de  la  Deuda 
á  la  resolución  recaída  en  el  mismo 

El  Gobierno  de  la  República,  de  conformi- 
dad con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  gene- 
ral é  informado  por  la  Sección  de  letrados  del 
Ministerio,  ha  resuelto  que,  como  resolución 
g'oneral,  se  conteste  á  la  Dirección  g'oneral  de 
la  Deuda,  que  las  disposiciones  vigentes  en 
materia  de  desamortización  son  las  leves  de 
1."  de  Mayo  de  1855,  11  de  Julio  de  185(5  y  de- 
más posteriormente  dictadas,  habiendo  sido 
derogadas  por  los  arts.  29  y  41  respectivamen- 
te de  dichas  leyes  todas  las  disposiciones  an- 
teriores sobre  desamortización  que  pudieran 
oponerse  á  las  prescripciones  de  aquéllas;  en- 
tendiéndose que  esta  resolución  se  refiere  á 
los  expedientes  de  capellanías  aprobadas  por 
el  Gobierno,  y  cuyas  órdenes  pongan  término 


á  los  mismos  eu  la  vía  g-ubernativa.  De  orden 
del  expresado  Gobierno,  etc.  —  Madrid  3  de 
Abril  de  1873.— Tutau.» 

D.  8  Octxibre  1873. 
Suspendiendo  la  ejecución  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1867 
y  la  instrucción  de  L'5  del  mismo  raes,  y  los  negocios  re- 
lativos d  la  permutación  de  capellanías  y  cargas... 

(Grac.  Y  Just.)  «El  Gobierno  de  la  Repú- 
blica, de  acuerdo  con  lo  expuesto  por  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  decreta  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1.°  Desde  la  fecha  de  este  decreto 
se  suspende  en  todas  las  diócesis  de  España  la 
ejecución  de  la  ley  do  24  de  Junio  do  1867  y  la 
instrucción  de  25  del  mismo  mes  y  año. 

Art.  2."  Quedarán  igualmente  en  suspen- 
so, en  el  estado  en  que  se  hallen,  todos  los  ne- 
gocios relativos  á  permutación  de  capellanías 
y  cargas  que  estén  pendientes  de  sustancia- 
ción  ó  fallo  en  las  Comisiones  diocesanas,  Juz- 
gados ó  Tribunales. 

Art.  3."  Ningún  funcionario  del  Poder  ju- 
dicial, ni  otra  autoridad  de  cualquier  clase, 
prestará  auxilio  de  ningún  género,  ni  se  per- 
mitirá la  menor  intervención,  para  ejecutar 
ninguna  providencia  que  tenga  por  base  lo 
prescrito  en  la  indicada  ley. 

Art.  4."  Los  registradores  de  la  propiedad 
deneg'aráu  la  inscripción  ó  anotación  de  todo 
documento  posterior  á  la  fecha  de  este  decre- 
to, que  apareciere  extendido  en  contradicción 
á  lo  que  el  mismo  dispone;  y  si  se  los  presen- 
tare alguno  de  aquella  clase,  lo  pondrán  inme- 
diatamente en  conocimiento  del  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  por  conducto  de  la  Dirección 
general  de  los  Registros  civil  y  de  la  propiedad 
y  del  Notariado. 

Art.  5."  El  Gobierno  dará  oportunamente 
cuenta  á  Cortes  do  lo  dispuesto  en  el  presente 
decreto.  Madrid  8  de  Octubre  de  1873.— El 
Presidente  del  Gobierno  de  la  República,  Emi- 
lio Castelar.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Luis  del  Rio  Ramos.»  (Gac.  9  Octubre.) 

O.  12  Marzo  1874. 

Sobre  instancias  de  excepción  de  venta  presentadas  en 

tiempo. 

(Hac.)  «limo.  Sr.:  Vista  la  consulta  eleva- 
da á  este  Ministerio  por  esa  Dirección  g'one- 
ral con  motivo  do  las  diversas  solicitudes  que 
se  han  presentado,  pidiendo  se  abra  un  nuevo 
plazo  para  solicitar  la  excepción  de  los  bienes 
procedentes  de  capellanías  colativas  familia- 
res, por  haber  terminado  en  31  do  Diciembre 
de  1872  el  concedido  por  virtud  del  R.  D.  de 
12  de  Agosto  do  1871  y  demás  posteriores;  el 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repúbli- 
ca, de  conformidad  con  lo  iufoi'mado  por  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  y  lo  pro[iuesto  por  este 
Ministerio,  ha  resuelto:  1."  Que  se  denieguen 
las  instancias  jirosentadas  después  de  transcu- 
rrido el  plazo  señalado  ]ior  el  R.  D.  de  27  de  , 
Agosto  de  1872,  que  finalizó  en  31  do  Diciem- 
bre del  mismo  año. — 2. "Que  seestimon  las  pre- 
sentadas dentro  de  dicho  plazo,  con  protesta 
do  perfeccionar  la  instruccitm  del  expediente 
con  la  documentación  necesaria. — 3."  Que  por 
esa  Dirección  general  so  reformnlo  el  proyec- 
to de  decreto  sobre  capellanías  familiares,  que  J 
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eniisodu  las  facultades  extraordiiiariasclc  que 
el  Gobierno  está  investido,  haya  de  acordar 
el  Consejo  de  Ministros,  cou  reserva  de  dar 
cuenta  ;i  las  Cortes  para  que  se  supla  la  ley 
que  en  su  dfa  haya  de  sancionarse  y  que  ha  de 
decidir  con  relación  al  Estado  de  ciertos  dere- 
chos que,  aparte  de  otras  leyes,  estiVn  consig- 
nados en  las  mismas  desamortizadoras  para 
que  en  los  bienes  í\  que  afectan  se  ciimplan  sus 
fines. — Y  i."  Que  se  suspendan  las  ventas  de 
bienes  de  esta  clase  de  fundaciones,  siempre 
que  se  justifique  administrativamente  esta  pro- 
cedencia, con  arreglo  al  D.  de  12  de  Ag'osto  de 
1871,  hasta  que  se  presente  sentencia  de  los 
Tribunales  ó  se  publique  la  proyectada  ley.  De 
orden  del  mismo  Presidente  lo  digo  á  V.  K. 
para  los  efectos  correspondientes.  Dios  g'uardc 
A  V.  E.  muchos  años.  Madrid  12  de  Marzo  de 
1874. —  Echegaray.  —  Sr.  Director  general  de 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado.» 

D.  24  Julio  1874. 
Se  declara  sin  efecto  el  de  8  de  Octubre  de  lS73,por  el  cval 
ge  suxpendió  la  ejeatción  de  la  ley  drC  '¿4  de  Junio  de  Í8G7 
é  instrucción  de  25  del  mismo  ines. 

(Ghac.  Y  JusT.)  <tExposición. — Señor  Pre- 
sidente: Desde  que  por  D.  de  8  de  Octubre  de 
187;i  se  suspendió  en  todas  las  diócesis  de  Es- 
paña la  ejecución  de  la  ley  de  24  de  Junio  de 
18Ü7  y  de  la  Inst.  de  20  del  mismo  mes  y  año, 
relativas  A  la  liberación  y  permutación  de  car- 
gas eclesiásticas,  numerosas  y  justificadas  re- 
clamaciones elevadas  á  este  Ministerio  han 
evidenciado  los  enormes  perjuicios  irrog'ados 
con  a(|uella  disiiosición  á  los  indi\'iduos  y  fa- 
milias interesadas  en  la  permutación,  y  prin- 
cipalmente al  Estado...  La  extensa  interpreta- 
ción -X  que  en  particular  se  prestaban  sus  ar- 
tículos 2."  y  3.",  por  afectar,  no  sólo  á  la  per- 
mutación, sino  á  los  negocios  contenciosos 
pendientes,  produjo  desde  luego  arduas  con- 
sultas de  elevados  funcionarios  del  Poder  ju- 
dicial, de  las  Comisiones  diocesanas  y  de  los 
prelados  y  vicarios  capitulares,  á  la  vez  que 
fundadas  reclamaciones  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda. Todas  estas  circunstancias  patentizan 
por  lo  tanto  la  imperiosa  necesidad  de  poner 
l)ronto  y  eficaz  remedio  á  los  perjuicios  que  asi 
al  Estado  como  á  los  particulares  se  infieren 
con  la  paralización  de  asuntos  incoados  y  se- 
guidos al  amparo  de  una  ley  concordada,  que 
sobre  ser  en  cuanto  al  principio  general  de  la 
desamortización  eclesiástica  más  beneficiosa 
que  ninguna  otra  de  las  anteriormente  publi- 
cadas, iinposil)ilita  por  su  indudable  legitimi- 
dad toda  discusión  y  medida  opuesta  á  su  es- 
tricto cunqilimiento.  Fundándose,  pues,  en  las 
razones  aducidas,  el  Ministro  que  suscribe,  etc. 

DECRETO 

Articulo  1.°  Se  declara  sin  niugiin  valor 
ni  efecto  el  D.  de  8  de  Octubre  de  1873,  por  el 
cual  se  suspendió  (m  todas  las  diócesis  de  Es- 
paña la  ejecución  de  la  ley  de  24  de  Junio  de 
1867  y  de  ia  instrucción  á  ella  relativa  de  25 
.  del  mismo  mes  y  año;  restableciéndose,  por 
tanto,  en  todas  sus  partes  la  lev  ó  instrucción 
mencionadas. 

Art.  2."  Todos  los  negocios  gubernativos 
y  contenciosos  que  se  hallen  en  suspenso  i)or 


efecto  del  citado  decreto  continuarán  su  curso 
ordinario  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  las  an- 
tedichas ley  é  instrucción;  pudiéndose  incoar 
igualmente  los  que  procedieren  de  conformi- 
dad con  las  mismas. 

Art.  3."  Las  autoridades,  de  cualquier  cla- 
se y  grado  que  fueren,  asi  como  las  Comisio- 
nes diocesanas,  se  ajustarán  estrictamente  so- 
bre esta  materia  á  lo  dispuesto  en  el  presente 
decreto. 

Dado  en  Madrid  á  24  de  Julio  de  1874. —Fran- 
cisco Serrano. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez.»  (Gac.  23  Julia.) 

D.  22  Agosto  1874. 

Dictando  reqlas  y  aclarando  dudas  sobre  inscripción  en 
los  lii'tfistrüs  de  la  propiedad  de  los  bienes  de  capella- 
nías coliiticas  adjudicados  ó  que  se  adjudiquen 2}or  sen- 
tencia ¡Irme... 

(GiiAC.  Y  Ju.ST.)  «Art.  1.''  Los  bienes  que 
pertenecieron  á  las  capellanias  colativas  que 
declaran  extinguidas  el  Convenio-ley  de  24  de 
Febrero  de  1867  é  Inst.  del  25,  y  que  en  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  19  de- 
Agosto  de  1841  hubieren  sido  adjudicados  ó  se 
adjudicaren  á  consecuencia  de  sentencia  firme 
dictada  por  los  Tribunales  ordinarios  enjuicio 
en  que  el  Ministerio  fiscal  haya  sido  ó  fuere 
oido  en  representación  del  Estado,  podrán  ins- 
cribirse en  los  liegistros  de  la  propiedad,  aun- 
que no  se  presente  el  traslado  de  la  orden  mi- 
nisterial declarativa  de  haber  sido  exceptua- 
dos, en  conformidad  al  art.  3."  de  la  ley  de  11 
de  Julio  de  1856,  siempre  que  se  llenen  los  de- 
más requisitos  prevenidos  en  las  disposicio- 
nes vigentes. 

Art.  2."  En  todos  los  casos  no  señalados  en 
el  articulo  anterior,  los  registradores  obser- 
varán lo  prescrito  en  el  art.  14  del  R.  D.  de  12 
de  Agosto  de  1871. — Dado  en  ]\Ladrid  á  22  de 
Agosto  de  1874. — Francisco  Serrano.— El  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso 
Martínez.»  {Gac.  28  Agoato.) 

Ley  3  Febrero  1881. 
Es  la  de  Enjuiciamiento  civil.  La  regla  tí.'^ 
del  art.  63  fija  la  competencia  para  conocer  de 
los  juicios  sobre  adjudicación  de  bienes  de  ca- 
pellanias. Los  arts.  1.105  á  1.129,  el  jirocedi- 
miento  que  ha  de  seg'uirse  para  adjudicarlos. 

V.  EN.JU101AMIENTO  CIVIL.  ' 

Leyy  Reg.  31  Diciembre  1881. 
Son  los  que  rigen  para  la  administración  del 
impuesto  de  derechos  reales,  y  determinan   el 
que  han  de  pagarlos  bienes  de  capellanías. — 
V.  Impuesto  de  derechos  reales. 

Jurisprudencia  del  T.  S. 

■  S  Marzo  l^.»f>.     Carácter  de  las  adjudicaciones. 

Xia  adjudicación  de  capeilauía  conforme  ii  lo  esta- 
blecido en  los  arts.  1.°,  a.*  y  3.°  de  la  ley  de  10  de  Agos- 
to de  1841,  se  entienda  sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  se  controviert.an  en  contradictorio  juicio.  (T.  S., 
Sent.  18  Marzo  1859.— C.  L.,  t.  ~íl,p.  120.) 

O  Abril  flA50.  Cuándo  debe  reputarse  hecha  una 
fundacii'tn:  Capellania  que  no  llegó  d  erigirse. 

Fumlado  en  11H2  un  jjatronato  real  de  legos,  dispo- 
niendo el  fundador  que  k  la  muerte  del  último  lla- 
mado A  su  goce  se  erigiese  una  capellanía  colati- 
va, si  el  último  llamado  falleció  rigiendo  las  leyes 
desvinculadoras  (en  1838),  no  pudo  erigirse  la  cape- 
llanía, y  los  bienes  quedaron  en  la  clase  de  absolu- 
tamente libres  con  arreglo  al  decreto  de  las  Cortea 
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de  15  de  Mayo  de  1821. (T.  S.,  Sent.  9  Abrill«59.— C.  L., 
jiúm.  47,  xy.  7y.) 

S9  Junio  líiOO.  C'njJclííiKÍa  (uljiíáicacJa  en  1S21  en 
virtud  de  la  teij  (le  üH  ilc  Junio  de  dicho  ailo. 

Desamortizados  y  adjudicados  los  bienes  de  \ma 
capellanía  de  sangre  por  sentencia  diotada  confor- 
me al  art.  4.»  del  decreto, de  las  Cortes  de  29  de  Jumo 
de  1821,  los  que  se  crean  con  mejor  derecho,  podríin 
entablarla  acción  de  prelación  como  más  próximos 
parientes  del  fundador;  pero  no  la  reivindicatoría 
originada  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  cuya  ley, 
asi  como  las  disposiciones  que  ella  motivó,  en  cxiyo 
caso  se  halla  el  R.  D.  de  28  Noviembre  de  ISóBy  Rea- 
les órdenes  de  17  de  Enero  y  29  de  Julio  de  1847,  y  12 
de  Febrero  y  1.°  de  Mayo  de  1850,  no  pueden  tener 
aplicación  á  este  pleito.  (T.  S.,  Sent.  22  Junio  1880.— 
C.  L.,  núm.  14»,  p.  427.) 

*S  Junio  fS«0.  Bienes  de  capellanías  no  espiritua- 
li:ados.  mediante  no  haberse  erigido  por  incongritaa  ú 
otra  causa. 

Para  demandar  y  obtener,  bajo  el  concepto  de  vin- 
culados, los  bienes  con  que  se  lundó  una  capellanía 
que  había  de  ser  colativa,  debe  el  demandante  re- 
unir las  circunstancias  y  cualidades  que  la  funda- 
ción ordene,  aunqiie  la  capellanía  no  se  haya  erigi- 
do. !T.  S.,  Sent. 25  Junio  1860.— C.  L.,núm.  150,  p.  431.) 

*S  Junto  l^et.     Derecho  de  representación. 

Los  que  al  publicarse  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841 
tenían  derecho  k  los  bienes  de  una  capellanía  por  su 
parentesco  con  el  fundador  y  desptiés  murieron,  le 
transmitieron  &  sus  hijos,  los  cualespara  ejercitarle 
ocxipan  el  mismo  lugar  y  grado  que  aqiiéllos  por  la 
representación  que  nace  del  derecho  común. — Con- 
tra las  adjudicaciones  de  bienes  de  capellanías  tie- 
ne lugar  el  beneficio  de  restitución,  que  nace  del  per- 
juicio sufrido  en  la  menor  edad.  (T.  S.,  Sent.  28  Ju- 
nio 1861.) 

«»  .»hril  ISSl.  Cuándo  debe  reputarse  hecha  una 
fundación. 

Cuando  un  testador  ordenó  con  sus  bienes  la  fun- 
dación de  \in  beneficio  eclesiástico,  fijando  todas  sus 
circunstancias,  y  después  de  su  muerte  los  ejecuto- 
res testamentarios  lo  llevan  á  efecto  formulando  la 
institución  en  escritura  pública,  debe  reputarse  ve- 
rificada la  fundación  en  el  testamento,  adquiriendo 
á  la  muerte  del  testador  carácter  de  irrevocable. 
Consiguientemente  quedó  definitivamente  perfecta 
k  la  muerte  del  testador,  á  cuya  fecha  debe  aten- 
derse para  calificar  sxi  validez.  (T.  S.,  Sent.  19  Abril 
1861.— C.  L.,  niim.  104,  p.  325.) 

13  Abril  1^63.     Derecho  de  representación. 

La  ley  de  19  de  Agosto  de  1811  no  consigna  reglas 
especiales  para  el  derecho  de  representación,  el  cual 
debe  regirse  en  estas  sucesiones  por  las  prescripcio- 
nes del  derecho  común.  Consiguientemente  el  que 
teniendo  derecho  á  tina  capellanía  colativa  fallece 
sin  ejercitarlo,  transmite  este  derecho  k  sus  hijos, 
conforme  también  al  art.  1."  de  la  ley  de  15  de  Junio 
de  18.56.  (T.  S.,  Sent.  13  Abril  1863.- C.  £.,  íiiíhí.  78.) 

— La  misma  doctrina  en  Sent.  de  14  de  Mayo  de  1868, 
inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Junio. 

t.»  Junio  ISes.  Carácter  de  los  bienes  agregados  á 
.    capellanías. 

Los  bienes  agregados  auna  capellanía  con  la  apro- 
bación del  Ordinario  diocesano,  es  incuestionable 
que  quedan  desde  ese  acto  espiritualizados,  y  for- 
man parte  integrante  de  su  dotación,  por  más  que 
se  suscitaren  algunas  dudas  sobue  congrua  susten- 
tación, las  cuales  no  podían  alterar  el  carácter  y 
naturaleza  que  por  virtud  de  la  sanción  canónica 
habían  recibido  dichos  bienes.  (T.  S.,  Sent.  1.°  Ju- 
nio 1S63.)¡ 

t3  Hayo  «íiH»4.  Capellanía  repartida  en  1821  por 
efecto  de  la  ley  de  29  de  Junio  de  aquel  aílo. 

Dada  en  1821  posesión  judicial  de  una  capellania 
vacante,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  29  de 
Junio  del  mismo  año,  no  puede  sostenerse  que  esta 
capellania  subsiste  con  arreglo  á  los  arts.  2.",  3.°  y 
4.»  del  R.  D.  de  30  de  Abril  de  1852,  aunque  no  haya 
racaido  adjudicación  conforme  &  la  lej'  de  19  de 
Agosto  de  1841,  porjjne  la  e.vcepciónse  extiende  á  las 
adjudicadas  en  virtud  de  disposiciones  anteriores. 
El  R.  D.  de  I."  de  Octubre  de  1823,  que  declaró  nulo 
•todo  lo  hecho  en  la  anterior  época  constitucional, 


no  comprende  las  actuaciones  judiciales  iiracticar 
das  durante  ella.— En  materia  de  la  exclusiva  com^, 
petencia  de  la  jurisdicción  ordinaria,  no  obsta  lasj 
sentencia  de  un  Triimnal  eclesiástico.  (T.  S.,  Sent.S*" 
Mayo  1864.— C.  L.,núm.  148, p.  4í)l.) 

S8  Junio  IS«4     Fundación  nula. 

El  legado  de  bienes  raices  establecido  en  27  de  Ju- 
nio de  178Í)  á  favor  de  una  iglesia  para  que  los  pose- 
yera siempre  jamás  perpetuamente,  es  nulo  y  de  nin- 
gún valor  ni  efecto,  porque  contraría  abiertamente 
el  precepto  cié  la  R.  C.  de  14  de  Mayo  de  1789  (ley  U, 
tltTxVII,  lib.  X,  Nov.  Recop.)  de  que  no  se  puede  pro- 
hibir perpetuamente  la  enajenación  de  bienes  raices  ó  es- 
tables por  medios  directos  ó  indirectos,  en  cuya  cláusu- 
la se  deben  entender  comprendidas  las  capellanías 
y  cualesquiera  otras  fundaciones  perpetuas,  con 
arreglo  &  lo  declarado  por  la  ley  6."-,  tít.  XII,  "b.  1, 
Nov/Recop.  (T.  S.,  Sent.  28  Junio  1864.— C.  L.,p.  ,u8.) 

S4  Scpíienibre  1804.  Diferencia  entre  capellania 
colativa  y  laical. 

Se  casa  y  anula  nua  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Albacete  que  implícitamente  declaró  laical  ó  pa- 
tronato real  de  legos  una  capellania  en  la  que  se  ha 
obtenido  siempre  la  colación  y  canónicamstitucion; 
V  se  consignan  textualmente  los  siguientes  íuuda- 
mentosi  «Que  habiéndose  instituido  por  el  fundador 
una  capellania  con  carga  perpetua  de  misas  que  de- 
bían celebrarse  en  altar  determinado  por  los  pres- 
bíteros que  designaba...  con  la  obligación  de  inscri- 
birla en  los  libros  y  tablas  de  la  iglesia...  y  poniendo 
los  bienes  con  que  la  dotaba,  bajo  la  vigilancia  de  la 
autoridad  eclesiástica,  dicha  capellania  en  n.anera 
alguna  puede  calificarse  laical  6  patronato  real  de 
léeos,  V  sí  colativa.  ,     . 

Qu¿  entre  los  caracteres  que  distinguen  las  cape- 
llanías colativas  de  los  patronatos  de  legos,  se  en- 
cuentra en  primer  término  el  que  los  presentados 
Dorios  patronos  obtengan  del  diocesano  la  institu- 
ción autorizable  ó  sea  el  titulo  canónico  y  la  cola- 
ción, sin  cuyos  requisitos  no  pueden  h.acer  suyos  ios 
fíutis...»  (T.  S.,  Sent.  24  Septiembre  1864.— C.  L.,  nu- 
mero 38.) 
81  .*brll  isa».  Sucesión  en  las  capellanías  laicales. 
Cuando  en  una  capellanía  laical  debe  sucederse 
por  el  nombramiento  que  hagan  los  patronos,  y  este 
no  se  ha  podido  hacer  á  la  muerte  del  ultimo  posee- 
dor por  hallarse  suprimidas  las  vinculaciones,  debe 
pasar  la  mitad  reservable  al  pariente  más  próximo 
del  fundador;  y  no  es  aplicable  al  caso  la  regla  ad- 
mitida para  la  sucesión  de  los  mayorazgos  regula- 
res de  que  ía  proximidad  del  parentesco  debe  entaii- 
derse  con  relación  al  último  poseedor.  (Sent.  21  Abril 
de  18115.)  ' 

30  Octubre  »»65.     CaxJellanias  incongruas. 
Seo-ún  lo  prevenido  en  la  ley  2.=*,  tít.  XVI,  lib.  I  de 
la  Nov.  Recop.,  las  capellanías  incongruas  que  se 
han  declarado  legados  píos,  nunca  deben  reputarse 
beneficios  eclesiásticos,  por  lo  cual  es  manifiesta  la 
competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  para  cono- 
cer de  los  pleitos  sobre  adjudicación  de  los  mismos. 
(T.  S.,  Sent.  30  Octubre  1865.-0.  L.,  núm.  SO,p.  302.) 
ti  Febrero  ise«.     Licencia  para  fundaciones. 
Está  dentro  de  la  ley  12,  tit.  XVII,  lib.  X,  Novisi- 
ma  Recopilación,  la  capellanía  fundada  sm  Real  li- 
cencia en  3  de  Agosto  de  1792,  si  después  se   suplió 
con  la  confirmación  obtenida  en  forma  legal.  (X.  S., 
Sent.  14  Febrero  1866.-0.  L.,  núm.  Gl,p.  221.) 
«O  .tlurzo  1SS9.  Prescripción  ó  caducidad  de  acción. 
Para  los  efectos  de  los  arts.  3."  y  4.°  de  la  ley  de  15 
de  Junio  de  18.56,  sobre  poder  demandarun  tercero 
los  bienes  adjudicados  de  una  capellanía  colativa, 
dentro  de  los  cuatro  años  siguientes  á  haber  tenido 
efecto  la  adjudicación,  si  se  entabla  la  demanda  eu 
acto  de  conciliación  se  in.terrumpe  la  prescripcióu 
de  dicho  periodo.  (T.  S.,  Sent.  20  Marzo  1867.— C.  i., 

núm.  78,  p.  see.) 

30  Marzo  »>«BI!*.  Condiciones  incompatibles  con  el 
cumplimiento  déla  ley. 

A  virtud  de  la  promulgación  de  la  ley  desvincula- 
dora  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  30  de 
Agosto  de  1836,  quedaron  sin  efecto  las  condiciones 
incompatibles  con  el  cumplimiento  de  la  misma  ley. 

Entre  aquellas  condiciones  está  comprendida  la 
de  ordenarse  á- titulo  de  capellanías  laicales  ó  pa- 
tronatos de  legos,  por  ser  inconciliable  con  la  líber- 
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tad  do  los  bienes  y  derecho  do  dividirlos  y  enajenar- 
los, concedido  por  la  citada  ley  al  poseedor  y  al  in- 
mediato sucesor,  y  de  consiguiente  la  ejecutoria  al 
desestimar  esta  cualidad  requerida  por  la  funda- 
ción cnamio  el  vinculo  existía,  no  ha  infringido  el 
art.  2."  de  la  misma  ley  desvinculadora...»  (T.  S., 
Sent.  30  Marzo  1868.— Gac.  18  Abril.) 

Ift  Hloloinbrc  1^60.     Capellanias  familUirc8. 

La  ley  de  2  de  Septiembre  de-l.S41  y  demás  disposi- 
ciones dictadas  para  su  aplicación  se  concretan  á 
los  bienes  eclesiásticos,  y  no  pueden  tener  aplicación 
A  las  ca_pGllnnías  puramente  laicales  y  de  patronato 
de  sangre  que  se  rigen  por  la  ley  de  11  de  Octubre  de 
1820.  (T.  S.,  Sent.  15  Diciembre  de  1860.— iV«m  138  de  la 
Colección  Legislativa.) 

«O  l'^ncro  UNÍO.  Caracteres  disti7itivos  de  las  cape- 
llatiias  eclesiásticas  colativas  y  las  laicales  de  misas  ó  pa- 
tronatos de  legos.  Casación  de  sentencia  por  liaher  califl- 
cada  como  cnpellania  colativa  un  patronato  laical,  axñi- 
cando  la  let/  de  19  de  Agosto  de  1841  en  ve:i  de  la  de  11  de 
Octubre  de' 1820, 

Cuando  el  fimdador  quiere  que  la  fnndaciónno  sea 
capellanía  colativa,  ni  se  han  espiritualizado  los 
bienes,  ni  conferido  colación  canónica,  es  evidente 
que  no  ha  sido  capellanía  colativa,  sino  patronato 
laical.  (.T.  S.,  Sent.  20  Enero  1870.— Gac.  4  Febrero.) 

4  Julio  iS?0.  Capellanias  de  patronato  activo  fa- 
miliar. 

En  las  capellanias  colativas  de  sólo  patronato  ac- 
tivo familiar  deben  adjudicarse  sus  bienes  á  los  pa- 
rientes llamados  á  ejercerlo  según  los  llamamientos 
conforme  al  art.  4."  de  la  lej--  de  19  de  Agosto  de  1841, 
y  con  el  derecho  de  representación  que  no  puede  de- 
jar de  existir  en  las  fundaciones  de  sucesión  regular. 
fT.  S.,  Sent.  4  Julio  1870.— A'í/m.  226  de  la  C.  L.) 

— Se  repite  esta  misma  doctrina  ensentenciade  lO 
tle  niiiyo  il<^  I«t33,  añadiendo  además  que  los  arts.  1." 
y  2."  di'  di'ha  ley  dan,  en  todo  caso,  la  preferencia  á 
los  pari.utis  do  mejor  linea,  y  sólo  llama  á  los  más 
próximos  del  fundador  cuando  los  llamamientos  se 
hacen  en  general  sin  distinguir  de  líneas  ni  grados. 
(Gac.  2U  Agosto  1877,  p.  141.) 

O  Enero  1931.  Capellanias  no  comprendidas  en  la 
ley  de  18-11. 

Los  bienes  de  capellanías  eclesiásticas,  no  familia- 
res, sin  derecho  familiar  directo  activo  ó  pasivo,  es- 
tán comprendidos  en  las  leyes  de  desamortización 
y  s\ijetos,  por  tanto,  k  la  permxitación  acordada  en 
el  Convenio  de  1859  adicional  al  Concordato  de  1851. 
La  excepción  establecida  eu  el  art.  10  de  dicho  Con- 
venio es  exclusiva  para  las  capellanías  familiares. 
(T.S.,  Sala  de  lo  Contencioso;  Sent.  9  Enero  1871.— 
Núm.  7  de  la  C.  L.) 

XI  llArzo  1931.     Capellanía7io  familiar. 

Faltando  en  una  capellanía  la  calidad  de  familiar, 
sus  bienes  están  sujetos  á  la  desamortización  decre- 
tada por  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841,  y  la  de  1." 
de  Mayo  de  1855.  Se  declara  firme  una  Real  orden 
que  así  lo  establece,  por  sentencia  de  21  de  Marzo  de 
1871.{A'«í;t.  67  déla  C.  L.) 

41>lcieml>rc  1991.     Necesidad  de  la  adjudicación. 

Cuando  desde  una  remota  fecha  viene  considerán- 
dose como  colativa  familiar  una  fundación,  el  últi- 
mo capellán  no  ha  podido  llamarse  dueño  de  los  bie- 
nes que  la  constituían  y  disponer  de  ellos  como  si 
fuera  una  vinculación  civil. 

Para  conservar  el  derecho  que  la  ley  de  1841  conce- 
dió á  los  parientes  de  los  fundadores,  no  es  preciso, 
según  la  Liiy  de  14  de  Junio  de  1856  ni  el  convenio  de 
24  ¿e  .Junio  de  1867,  que  se  haya  formalizado  pleito, 
bastando  que  se  haya  hecho  reclamación  ó  pedido  la 
adjudicación.  tT.  S.,  Sent.  4  Diciembre  l>ü71.— C.  L., 
7iúm.  303.)  , 

5  Ulclcnihro  1991.  Las  adjudicaciones  de  bienes  d 
los  parientes  se  entienden  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
jor derecho. 

La  posesión  de  los  bienes  de  una  capellanía  en 
concepto  de  heredero  del  último  capellán,  sin  prece- 
der la  adjudicación  conforme  á  la  ley  de  19  de  Agos- 
*to  de  1811,  no  puede  obstar  al  derecho  de  los  parien- 
tes de  niejor  línea  y  grado,  ni  servir  para  la  pres- 
cripción por  transcurso  del  término  que  á  este  efec- 
to señala  el  decreto  de  15  de  Junio  de  1S56,  el  que  por 


otra  parte  se  halla  derogado  por  el  de  24  del  mismo 
mes  de  1867  '.  ^T.  ^.—Núm.  304  de  la  C.  L.) 

«9  Enero  199t.     Carácter  distintivo  de  las  capeUa- 

}iia8  familiares  y  colativas. 

No  puede  calificarse  como  colativa  una  capellanía 
en  que  el  fundador  estableció  la  prohibición  absolu- 
ta de  que  axitoridad  alguna  eclesiástica  pudiera  en- 
trometerse en  el  nombramiento  de  capellán,  y  cxiyos 
bienes  por  no  haberse  espiritualizado  no  han  perdi- 
do su  primitivo  carácter  de  temporales.  Tampoco 
puede  negarse  el  carácter  de  familiar  cuando  el  pa- 
tronato activo  ha  de  ejercerlo  un  pariente  y  el  nom- 
bramiento de  capellán  ha  de  recaer  necesariamente 
en  individuos  de  la  familia^.  (T.  S.,  Sent.  27  Enero 
1872.— C.  A.,  íuim.  2V.) 

4  Octiihrc  1992.     Legados  píos  ó  patronatos  de  legos. 

Cuando  el  fundador  de  una  capellanía  la  dio  un 
carácter  puramente  laical,  sin  haber  intervenido  eu 
la  fundación  la  autoridad  eclesiástica  ni  haberse 
espiritualizado  los  bienes,  etc.,  no  puede  calificarse 
como  colativa. — El  legado  pío,  ó  patronato  de  legos, 
constituye  una  vinculación  civil  sometida  á  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820.— Los  bienes  que  fueron  vin- 
culados están  sometidos  para  la  prescripción  á  las 
reglas  del  derecho  común,  desde  30  de  Agosto  de  1836. 
(T.  S.,  Sent.  4  Octubre  1872.) 

31  Dielonilire  1993.  Cuándo  piiede  decirse  quehay 
juicio  pendiente  para  los  efectos  del  R.  D.  de  30  de  Abril 
de  1852.  Litispendencia. 

Se  casa  y  anula  una  sentencia  de  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  sobre  la  nu- 
lidad de  la  posesión  de  una  capellanía  dada  á  D.  Pe- 
dro Solís  de  la  Vega,  por  infracción  del  art.  2,**  del 
B.  D.  de  30  de  Abril  de  1852  y  del  principio  de  dere- 
cho contenido  en  el  proemio  del  tít.  VH»  Part.  5.  j 
acerca  de  la  raíz  ó  comienzo  de  los  pleitos: 

«Considerando  que  la  gestión  practicada  por...  por 
medio  del  procurador  de  los  Juzgados  de  Cádiz,  don 
Joaquín  José  Meléndez,  para  que  se  las  tuviese  por 
opuestas  á  los  bienes  de  las  capellanías  fundadas 
por  D.  Bartolomé  Luis  Hurtado,  como  parientes 
más  próximos  del  fundador,  aunque  el  Jiizgado  las 
hubo  por  ojjnestas,  no  puede  estimarse  que  esto 
constituyera  verdadero  -pleito  pendiente,  lo  uno 
porque  el  procurador  no  acompañó  el  poder,  no  pro- 
sentó  documentación  alguna,  ni  relativamente  á  la 
fundación,  ni  respecto  al  parentesco  de  las  intere- 
sadas; y  lo  segundo  y  principal,  porque  no  se  citó  ni 
emjdazó  á  persona  alguna  en  particular,  ni  se  hizo 
el  emplazamiento  por  edictos;  además  que  las  dili- 
gencias quedaron  en  aquel  estado,  y  después  se  se- 
pararon voluntariamente  las  interesadas  de  sti  se- 
guimiento ^: 

Considerando  que  no  puede  estimarse  que  hay  li- 
tispendencia mientras  no  se  contesta  la  demanda,  ó 
al  menos  hasta  despiiés  de  la  citación  y  emplaza- 
miento, ó  cuando  se  hace  por  edictos,  siendo  desco- 
nocido el  demandado,  como  se  ha  practicado  en  to- 
dos h>s  concursos  á  los  bienes  de  capellanías;  lo  cual 
es  conforme  á  las  prescripciones  y  espíritu  de  las  le- 
yes de  Partida  y  posteriores,  y  á  la  jurisprudoncia 
constante  de  los  Tribunales...»  (T.  S.,  Sent.  31  Di- 
ciembre 1872.-0.  L.^p.  563.) 

31  EiK^ro  1993.  Cómimto  de  los  cuatro  a7'los  fijados 
en  el  art.  4.**  de  la  ley  de  15  Junio  1656. 

Los  cuatro  años  señalados  en  el  art.  4.**  de  la  ley 
de  14-15  de  Junio  de  1856  se  cuentan  desde  el  día  de  la 
ejecución  de  las  adjudicaciones.  Entiéndese  que  no 
tiene  lugar  la  ejecución,  mientras  sigan  gozando 
las  capellanías  los  poseedores  que  lo  eran  al  publi- 
carse la  ley  de  1841,  conforme  á  su  art.  7."  (T.  S,,  sen- 
tencia 31  Enero  1873.) 


*  El  T.  S.  llama  impropiamente  decretos  de  15  de  Ju- 
nio de  1856  y  24  del  mismo  mes  de  1867  á  lo  que  son  le- 
yes scgwiel  tecnicismo  político j  jurídico  y  administra- 
tivo. 

'^  Notoriamente  es  una  caxyellania  familiar  la  qiie  es 
objeto  del  fallo  y  carece  de  los  caracteres  de  las  colativas, 
no  estando  comprendida  en  las  leyes  de  19  de  Agosto  y  2 
de  Septiembre  de  1841.  Es.  pxtes,  muy  claro  que  se  trata 
de  tina  capellanía  laical  ó  memoria  de  misas,  y  que  como 
familiar  se  rige  jjor  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820. 

3  Debe  procurarse  armonizar  la  doctrina  de  inte  fallo 
con  la  del  de  4  de  Diciembre  de  1871  y  con  la  consignada 
e?i  el  de  .''  de  Enero  de  1880,  que  se  inserta  más  adelante^ 
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«  OTnrxn  •»•*».  Prueba  del  parentesco,  necesaria 
para  la  attjuilicarión  de  los  bienes. 

Cuando  el  fundamento  de  la  sentencia  que  deses- 
tima la  adjudicación  de  los  bienes  de  una  capella- 
nía, es  que  la  parte  no  ha  probado  su  derecho,  ó  sea 
su  parentesco  con  el  fundador  ó  con  las  personas  lla- 
madas al  goce  de  aquélla,  no  pueden  decirse  infrin- 
gidos los  arts.  1.°  y  2.°  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de 
1841,  ni  tampoco  la  ley  1.",  tit.  VIII,  Part.  i.'\  que 
establece  que  el  matrimonio  eleva  á  la  categoría  de 
legítimos  hijos  que  no  lo  son  '.  (T.  S.,  Sent.  6  Marzo 
1S73. — Gac,  27  Septiembre.) 

31  Marzo  (933.     Inteligencia  de  la  palabra  hijos. 

Según  la  jurisprudencia  establecida  en  diferentes 
sentencias  de  este  S.  T.,  bajo  la  palabra  hijos,  se  en- 
tienden comprendidos  los  nietos  y  demás  descen- 
dientes, especialmente  en  materia  sucesoria  ó  vin- 
cxilar.  (T.  S.,  Sent.  31  Marzo  lb73.— Gac.  13  Abril.) 

4  Julio  «Ssa.  Capellanías  mere-leijas:  Representa- 
ción. 

Las  capellanías  mere-legas  se  hallan  comprendi- 
das en  la  ley  desviuouladora  de  11  de  Octubre  do  1820, 
y  se  sucede  en  ellas  ajustándose  á  las  reglas  propias 
de  los  mayorazgos.  {T.  S.,  Sent.  4  Julio  1S73.— Gac.  14 
Octubre.) 

O  Marzo  1S94.  Cómo  se  entienden  los  arts.  3."  y  4.° 
de  la  ley  de  15  de  Junio  de  Í85b'. 

La  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  aclaratoria  de  la  de 
19  dejigosto  de  1841,  en  sus  arts.  3."  y  4Í^  establece 
dos  princi^tíos  distintos  aplicables  á  casos  diferen- 
tes, definiéndose  por  el  primero  el  derecho  que  tie- 
nen las  personas  á  quienes  alude  á  reclamar  bienes 
de  capellanías  colativas  que  no  han  sido  objeto  de 
reclamación  en  el  periodo  de  veinte  años,  transcu- 
rridos desde  la  pviblicación  de  la  ley  de  1841,  para 
que  puedan  hacerlo  dentro  del  término  de  cu.atro 
años,  á  contar  desde  la  publicación  de  aquella  ley, 
entrando  en  otro  caso  esos  bienes  en  la  masa  de  los 
desamortizados,  con  arreglo  á  la  ley  de  1.°  de  Mayo 
de  lao5;  y  se  refiere  el  segundo  de  dichos  principios 
al  caso  en  que  los  bienes  <le  capellanías  colativas 
hubiesen  sido  objeto  de  reclamación  y  adjudica- 
ción, entendiéndose  que  ésta  debe  hacerse  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho  á  los  niismos, 
que  solamente  podrá  ejercitarlo  dentro  de  cuatro 
años,  á  contar  desde  el  día  de  la  ejecución.»  (T.  S., 
Sent.  27  Marzo  1874.— Gac.  17  Mayo.) 

*«  Marzo  IS9-I.    Plazo  délos  cuatro  altos. 

El  plazo  de  ciiatro  años  fijado  por  el  art.  4.''  de  la 
ley  de  15  de  Jimio  de  1856  para  constituir  la  pres- 
cripción y  adquirir  el  pleno  dominio  de  los  bienes 
de  capellanías  que  han  sido  adjxldicados  como  de 
libre  disposición,  se  cuenta  desde  el  día  de  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  y  no  le  han  interrumpido  las 
suspensiones  acordadas  en  la  observancia  de  las  le- 
yes de  capellanías,  puesto  qiie  todas  ellas  se  concre- 
taban á  los  asuntos  sin  resolver,  ó  pendientes  ^e  la 
decisión  de  los  Tribunales,  mas  no  á  los  revestidos 
con  el  carácter  de  cosa  juzgada.  (T.  S.,  Sent.  28  Mar- 
zo 1874. — Gac.  17  Mayo  Ídem.) 

9  Mayo  I93A.     Llaiaamiento  alternativo. 

La  sentencia  que  distribuye  los  bienes  de  una  ca- 
pellanía entre  los  parientes  más  próximos  de  dos  lí- 
neas llamadas  alternativamente,  se  arregla  á  los 
arts.  1.°,  2."  y  o."  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841.— 
Kl  art.  5."  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  se  limita 
á  declarar  qvié  clase  de  fundaciones  se  consideran 
como  capellanías  de  sangre  comprendidas  en  la  ley 
de  1841  (T.  S.,  Sent.  8  Mayo  1875.— Gao.  1«  Julio.) 

f  I  Junio  IS95.     E.-ctinci6n  de  las  lineas  llamadas. 

Habiéndose  extinguido  las  lineas  llamadas  á  la 
obtención  de  una  capellanía,  tienen  derecho  á  los 
bienes  los  parientes  más  próximos  del  fundador  que 
lo  eran  al  publicarse  la  ley  de  1841,  cuyo  derecho 
han  transmitido  por  herencia  á  sus  hijos  y  demás 
descendientes. — Antes  de  llevarse  á  efecto  toda  sen- 
tencia, debe  darse  cumplimiento  á-lo  dispuesto  en 
el  art.  10  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1867  sobre  re- 


*  La  misma  doctrina  se  establece  en  otra  sentencia 
de  21  de  Junio  del  mismo  año,  penúltimo  considerando, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacicn  inter- 
puesto por  D.  .Santiago  Martin  Redondo  y  otros.  (Gac.  27 
Septiembre  1J73.) 


dención  de  cargas,  y  en  el  23  de  la  instrucción.  ( T.  S., 
Sent.  11  Junio  1«75.-Gac.  3  Agosto.) 

e  Marzo  193G.  Doctrina  sobre  la  prescripción  de 
los  cuatro  ailos. 

Promovido  pleito  en  1868  por  F.  M.  sobre  preferen- 
te derecho  á  los  bienes  de  ciertas  capellanías  cola- 
tivas adjudicadas  como  de  libre  disposición  en  184H 
á  doña  Josefa  Muñoz,  excepcionó  ésta  la  prescrip- 
ción, y  absuelta  de  la  demanda,  se  interpuso  recur- 
so de  casación,  citando  como  infringidas  la  ley  de 
1841,  el  R.  D.  de  28  de  Noviembre  de  1856  y  otras  dis- 
posiciones. El  T.  S.,  declara  no  haber  lugar  al  recur- 
so y  establece  la  misma  doctrina  que  en  la  senten- 
cia de  28  de  Marzo  de  1874.  (T.  S.,  Sent.  6  Marzo  1876. 
Gac.  27  Octubre, p.  210.) 

La  doctrina  contenida  en  esta  sentencia  y  en  la 
de  28  de  Marzo  de  1874,  sobre  prescripción  del  dere- 
cho de  reclamar  por  un  tercero  los  bienes  de  cape- 
llanías adjudicados  jirdicialmente,  se  repite  en  otras 
dos  de  5  y  19  de  Marzo  de  1877.  (Gacetas  de  la  Sala  1.» 
del  mismo  año,  t.  II,  ps.  34  y  52.) 

iOOrtubrc  iítS«.     Cuestión  de  prueba. 

Cuando  la  cuestión  que  se  ventila  es  sobre  apre- 
ciación del  valor  de  las  pruebas  ó  la  fuerza  proba- 
toria de  los  documentos,  y  no  se  impugna  el  libre 
criterio  de  la  Sala,  no  puede  sostenerse  el  recurso 
de  casación  fundado  en  la  infracción  de  la  ley  de  19 
de  Agosto  de  1841,  y  demás  disposiciones  sobre  ca- 
pellanías. (T.  S.,  Sent.  16  Octubre  1876.- Gac.  1'7  Oc- 
tubre, p.  210.) 

■  S  Knero  1SS9.  El  estado  de  casado  del  llamado  al 
goce  de  una  capellanía,  no  puede  obstar  hoy  á  la  adjudi- 
cación. 

Conforme  á  los  arts.  1."  y  2.°  de  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  1841,  la  adjudicación  de  los  bienes  á  que 
la  misma  se  refiere,  debe  hacerse  á  las  personas  que 
tengan  llamamiento  preferente  según  la  fundación, 
pero  sin  diferencia  de  sexo,  edad,  condición  y  esta- 
do. Y  *según  esto,  la  circimstancia  de  no  haberse  or- 
denado de  subdiáeono  y  haberse  casado  el  que  esta- 
ba preferentemente  llamado  al  goce  de  una  cape- 
llanía, no  obsta  al  derecho  que  le  asistía  cuando 
pidió  la  adjudicación  de  los  bienes  de  que  se  trata, 
porque  este  derecho  obedece  á  razones  de  índole 
distinta  del  que  piidiera  invocarse  al  propósito  de 
obtener,  disfrutar  y  servir  la  capellanía,  para  cuyo 
último  caso  estableció  el  fundador  la  condición  alu- 
dida.. (Sent.  15  Enero  1877.— Gac.  16  Mayo,p.  107.) 

14  Marzo  1S99.  Derecho  igual  de  los  parientes  del 
mismo  grado  á  los  bienes  de  las  capellanías:  Linea  pre- 
amada. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  á  un  recurso  de  ca- 
sación contra  sentencia  que  adjudicó  los  bienes  do- 
tales  de  una  capellanía  al  reclamante,  en  quien  con- 
cxirria  la  circunstancia  de  más  próximo  parentesco 
con  el  instituidor,  consignando  en  sus  fundamentos 
la  doctrina  de  los  arts.  1."  y  2.°  de  la  ley  de  19  Agos- 
to 1841,  mediante  no  haber  línea  preferente  llamada, 
y  considerando  que  tampoco  se  infringe  la  voluntad 
del  fnndador,  ni  las  leyes  6."-  y  9.",  tit.  XVII,  lib.  X, 
Nov.  Eec,  que  se  citan,  sobre  qxie  en  materia  suce- 
soria la  linea  es  preferente  al  grado,  porque  no  ha- 
biendo línea  preamada,  y  refiriéndose  las  expresa- 
das leyes  a  vínculos  y  patronatos  civiles,  no  pueden 
aplicarse  á  capellanías  colativas,  cuyos  bienes  se 
adjudican  en  virtud  délo  dispuesto  en  leyes  especia- 
les. (Sent.  14  Marzo  1877.— Gacs.  de  la  Sala  J.",  (.  II, pá- 
gina 4.^.) 

t3  Julio  iSSS.  Leyes  aplicables  á  las  capellanías 
laicales. 

•  ...La  ley.de  19  Agosto  1841  y  su  aclaratoria  de  15  ' 
J\inio  1856,  se  refieren  á  capellanías  colativas  y  no 
pueden  aplicarse  á  capellanías  laicales  o  patronees 
civiles...»  (Sent.  23  Junio  1877.— Gacs.  de  la  Sala  1.  , 
t.  II,  p.  ISO.) 

—Los  bienes  de  una  capellanía  laical  ó  vinculación 
civil,  no  se  rigen  por  la  legislación  desamortizadora 
de  i855  y  1856,  sin  que,  por  tanto,  sea  necesario  exa- 
minar la  aplicación  que  de  ésta  se  pretende  inopor- 
tunamente en  un  motivo  de  casación...  (Sentencia 
«M  Mnyo  1939.) 

II  ulolenibrc  1>*S».     Ko  pueden  adjudicarse  bienes 
de  capellanías  tío  reclamados  a  la^nílílicación  del  R.  D.de ^ 
28  Noviembre  185(1,  mientras  no  se  practique  la  co«?íi«ía-' 
ción  de  los  mismos  y  la  redención  de  cargas  canónicas. 

Solicitada  en  1875  la  adjudicación  de  los  bienes  de  j 


capellanías (Jurisprudencia  del  T.  S.) 


283 


«na  capellanía  colativa  familiar,  accedió  á  ella  la 
Audiencia  de  Oviedo,  aunque  mandando  quedase  en 
suspenso  la  posesión  ínterin  los  interesados  no  acre- 
ditasen la  conmutación  de  los  bienes  y  el  pago  de 
cargas  atrasadas,  al  diocesano.  El  fiscal  impugnó  en 
casación  este  fallo  por  infracción  de  los  arts.  4.*^,  lü, 
16  y  17  del  Convenio  de  If^ití?  y  del  cap.  IV  de  la  ins- 
trucción para  su  cumplimiento;  y  el  T.  S.  declara 
haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  decretada  la  prohibición  de  28 
de  Noviembre  de  18o6,  no  han  podido  instaurarse  jui- 
cios sobre  capellanías  colativas,  sin  preceder  el  cxim- 
plimiento  de  las  disposiciones  del  Convenio  ley  de 
24  de  Junio  de  1&67: 

Considerando,  por  tanto,  que  sin  quitar  á.  los  recu- 
rridos los  derechos  que  puedan  corresponderles,  es 
una  verdad  legal  que  se  ha  invertido  el  orden  que 
debió  guardarse,  y  que  en  su  virtud  se  ha  cometido 
la  infracción  que  expone  el  Ministerio  fiscal  recu- 
rrente.» (Sent.  11  Diciembre  1879.— G'ac.  'J3  Enero  1880, 
pág.  2.) 

Esta  sentencia  establece  que  los  bienes  de  capella- 
nías colativas  no  reclamadas  á  la  publicación  del 
R.  D.  de  28  Noviembre  1856,  no  pueden  serlo  con  pos- 
terioiidad  si  no  se  acredita  previamente  la  instruc- 
ción y  resolución  del  oportuno  expediente  canónico 
para  la  conmutación  de  tales  bienes  por  títxilos  de 
la  Deuda  y  el  pago  de  las  cargas  atrasadas  en  su 
caso.  Tan  imx)ortante  doctrina  se  repite  en  otras  sen- 
tencias de  «S  y  31  Olclonibre  1^«^0^  H  Abril  l^^l 
y  a^  l^acro  y  O  D-'cbrero  Huí***,  consignándose  lite- 
ralmente en  estas  dos  iiltimas  el  siguiente  conside- 
rando: 

«Que  la  sentencia  infringe  las  disposiciones  cita- 
das *  porque  se  pretendió  por  los  interesados  y  se  ha 
estimado  por  la  sentencia  la  adjudicación  de  los  bie- 
nes como  libres,  no  siendo  bastante  á  subsanar  este 
vicio  la  xiltima  parte  de  aquella  en  que  se  prohibe 
entrar  en  posesión,  antes  de  hacer  la  comutación  de 
cargas  espirituales,  puesto  que  el  Convenio-ley  ó 
Inst.  de  24  y  25  de  Junio  de  1867  no  se  limitan  á  pres- 
cribir la  redención  de  tales  cargas,  sino  que  mandan 
conmutar  todo  el  capital  de  la  fundación,  salva 
aquella  parte  qiie  el  i)relado  crea  conveniente  dejar 
á,  las  respectivas  familias.» 

Está  en  abierta  contradicción  con  esta  reitera- 
da jurisprudencia  la  contenida  en  la  Sent.  de  29  de 
Noviembre  de  1883,  que  insertamos  más  adelante, 

9  Enero  I^SO.  Cuándo  hay  juicio  pendiente  para 
les  efectos  de  la  atíjudicación  de  bienes  de  capellanías. 

Solicitados  en  Septiembre  de  1856  los  bienes  de  una 
capellanía,  previa  citación  de  los  que  se  creyeran 
con  derecho  á  ellos,  se  accedió  á  este  inciso  mandán- 
dose publicar  edictos,  lo  que  no  tuvo  lugar  hasta 
mucho  después  de  la  promulgación  del  decreto  de 
28  de  Noviembre  del  citado  año.  Dictada  en  definiti- 
va sentencia  favorable  á  la  partee  actora,  interpuso 
el  fiscal  recurso  de  casación  citando  como  infringi- 
do el  art.  4."  del  Convenio  de  1867  y  el  proemio  del  tí- 
tulo VII,  P.art.  'd.^,  pues  la  sentencia  había  dado  el 
carácter  de  juicio  para  no  declarar  subsistente  la  ca- 
pellanía á  las  actuaciones  preliminares  practicadas 
antes  do  la  publicación  del  citado  decreto. 

El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que,  si  bien  en  términos  técnicos  y 
conforme  al  principio  de  derecho  contenido  en  el 
proemio  del  tit.  VII  de  la  Part.  3.*,  no  puede  decirse 
que  hay  juicio  pendiente  hasta  que  ha  tenido  lugar 
la  citación  y  emplazamiento  de  la  demanda,  á  lo 
cual  equivale  eu  los  concxirsos  de  bienes  la  convoca- 
toria A  los  interesados  por  edictos,  no  se  ha  infrin- 
gido, sin  embargo,  en  la  sentencia  recurrida  este 
precepto  legal,  porque  tanto  el  E.  D.  de  28  de  No- 
viembre de  1856,  como  el  art.  4.'^  del  Convenio  ley 
de  1867,  usan  indistintamente  las  pjilabras  «juicios  ó 
reclamaciones  pendientes  ante  los  Tribunales,»  sien- 
do más  amplio  este  concepto  que  el  determinado  en 
el  decreto  de  30  de  Abril  de  1^52,  por  el  cual  se  decla- 
ran subsistentes  las  capellanías  colativas  cuyos  bie- 
nes no  hubiesen  sido  adjudicados,  ó  para  cuya  adju- 
dicación no  pendiera  juicio  en  ejecución  de  la  ley  de 


*     El  art.  ■/.*>  del  C'onvpnin  de  íSfí7,  los  30  i¡  af  á  36  de 
la  instruíción  y  la  sentencia  citada  de  S  Abril  lHHl. 


19  de  Agosto  de  1841.»  (Sala  I.'',  Sent,  9  Enero  1880.— 
Gac.  8  Febrero,  p.  39.) 

ZZ  .Unyo  l»HO.  Transmisión  del  derecho  d  los  bienes 
de  capellanías:  Prescripción  de  este  derecho:  Periodos  en 
que  ha  regido  la  ley  de  1841. 

Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación, 
se  establece  que  «al  tenor  de  la  ley  de  lo  de  Junio  de 
1856,  transmiten  á  sus  herederos  el  derecho  á  los  bie- 
nes de  las  capellanías  colativas  familiares  los  que 
habiéndolo  tenido,  murieron  sin  haber  pedido  la  ad- 
judicación». También  se  estalílece  que  está  destitui- 
do de  todo  valor  el  motivo  de  casación  invocado  de 
haber  perdido  el  derecho  por  el  transcurso  de  los 
veinte  años  que  señala  el  art.  3.**  de  la  ley  de  14  de 
Junio  de  1856,  «porque  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841, 
no  sólo  estuvo  sin  vigor  desde  1851  á  1855,  y  desde 
1856  á  1867,  sino  que  ella  quedó  entonces  siibordinada 
al  Convenio  de  24  de  Junio,  y  no  fué  restablecida  al 
suspenderse  aquél  por  D.  de  8  de  Octubre  de  1873,  ni 
al  acordarse  antes  el  aplazamiento  impuesto  por  or- 
den de  29  de  Marzo  de  1870,  sufriendo  además  las  re- 
clamaciones do  las  familias  el  retraso  consiguiente 
al  largo  expediente  de  excepción,  que  como  jirevio 
á  las  demandas  ante  los  Tribunales,  exigieron  el  de- 
creto de  12  de  Agosto  de  1871  y  otras  disposiciones 
posteriores.»  (Sala  1."^,  Sent.  22  Mayo  1880. — Gac.  26 
Noviembre,  p.  62.) 

15  iVovIenibre  ISSO.  Reconocido  por  documento 
público  fehaciente  el  entronque  de  una  persona  como  suce- 
soraen  un  patronato  activo  y  pasivo,  lo  está  también  á 
favor  de  todos  sus  hijos. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  en  que  se  cita- 
ban como  infringidas  las  lej'es  114,  tít.  XVIII,  y  19, 
20  y  21,  tit.  XXII,  Part.  3.",  los  arts.  280  y  281  déla  de 
Enj.  civil  y  la  sent.  del  T.  S.  de  22  de  Maj*o  de  1867; 

•  Considerando  que  la  sentencia  infringe  las  dispo- 
siciones invocadas,  porque  reconocido,  según  docii- 
mentos  públicos  fehacientes,  el  entronque  de  D.  Sal- 
vador Escanden  como  sucesor  en  el  patronato  acti- 
vo y  pasivOj  por  cuya  virtud  fué  adjudicada  la  cape- 
llanía á  su  hijo  D.  Benito,  lo  está  también  á  favor 
de  los  otros  hijos  de  aquél  y  hermanos  de  éste,  úni- 
cos parientes  que  han  tomado  parte  en  los  presentes 
aiitos.»  (Sala  1.",  Sent.  15  Noviembre  1880. — Gac.  23  id., 
página  233.) 

19  Febrero  ISí*!.  No  puede  fundarse  recurso  de  ca- 
sación en  la  infracción  del  D.  de  12  de  Agosto  de  1871. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  á  un  recurso  de  ca- 
sación en  que  se  citaba  como  infringido  el  D.  de  12 
de  Agosto  de  1871: 

«Considerando  que  los  rectirsos  de  casación,  en  el 
fondo,  sólo  se  dan  por  infracción  de  ley  ó  doctrina 
legal,  cuyo  carácter  no  tiene  el  R.  D.  que  se  cita 
como  infringido  en  el  segundo  motivo;  que  además 
tampoco  lo  habría  sido,  jiorqiie  según  el  aclaratorio 
de  22  de  Agosto  de  1874,  es  innecesaria  la  previa  de- 
claración administrativa  que  exige  el  primero  cuan- 
do se  trata,  como  en  el  caso  presente,  de  la  adjudica- 
ción de  bienes  de  capellanías  colativas  dictadas  por 
los  Tribunales  ordinarios  enjuicio  en  que  ha  sido 
parte  el  Ministerio  fiscal...»  (Sent.  17  Febrero  1881, — 
Gacs.  de  la  Sala  1.^,  t.  I,  p.  142.) 

tH  Febrero  lí»**!.  Preferencia  délos  parientes  de 
mejor  linea. 

«Con  arreglo  al  art.  2.**  de  la  lej'  de  19  de  Agosto  de 
1841,  son  preferibles  para  la  obtención  de  los  bienes 
de  las  capellanías  colativas,  á  cuyo  goce  están  lla- 
madas ciertas  y  determinadas  familias,  los  parien- 
tes que  con  arreglo  á  la  f\indación  sean  de  mejor 
linea.  Consiguientemente  los  descendientes  de  los 
llamados  por  la  fundación  á  ejercer  el  patronato 
activo,  deben  ser  preferidos  á  los  de  línea  distinta; 
y  la  sentencia  que  declara  el  mejor  derecho  de  aqué- 
llos á  conmutar  los  bienes  de  la  capellanía,  lejos  de 
infringir  se  atempera  á  los  arts.  1."  y  2.*^  de  la  ley  de 
19  de  Agosto  de  1841.»  (Sent.  18  Febrero  1881.— Gaceías 
de  la  Sala  l.^,  p.  143.) 

— La  misma  doctrina,  aunque  casando  y  anulando 
sentencia,  por  haberla  desconocido,  se  establece  por 
el  T.  S.  en  su  fallo  de  17  de  Junio  de  1881.  (Gacs.  de 
la  Sala  1."-,  i.  II,  p.  116.) 

1.0  ülarz»  IHHI.  La  ley  de  15  de  Jamo  de  1856  no  ha 
sido  derogada  por  el  Convenio  de  1867.  La  de  1.9  de  Agosto 
de  1841  rige  en  toda  la  Monarquía  decide  su  inserción  en 
la  Gaceta,  y  no  en  el  Boletín  de  la  respectiva  provincia, 
etcétera. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  á  un  recurso  de  ca- 


284 


CAPELLANÍAS {Jurisprudencia  del  T.  S.) 


sación  en  qtie  se  citaban  como  infringidas  las  loyes 
iniiicadas  en  el  ciiigrafe,  y  además,  en  los  motivos 
6."  y  6.°,  las  de  4  y  2>i  de  Noviembre  de  1887,  puesto 
que  se  habla  ai>licado  la  de  19  de  Agosto  do  1841  A  los 
bienes  de  iina  capellanía  ciiyo  poseedor  murió  en 
Mallorca  en  Septiembre  de  dicho  año,  y  la  ley  de  19 
de  Agosto  no  se  publicó  en  esa  ciudad  hasta  el  13  de 
Ño-\'iembre. 
He  aqui  los  fundamentos  de  la  sentencia: 
•  Considerando  que  como  la  ley  de  15  de  Junio  de 
1856  es  aclaratoria  de  la  de  19  de  Agosto  de  1841,  sus 
disposiciones  forman  parte  de  esta  última,  no  ha- 
biendo sido,  por  tanto,  derogadas  por  el  Convenio 
celebrado  con  la  Santa  Sede  en  '2-t  de  Junio  de  1867, 
toda  vez  que  éste  deja  subsistente  en  materia  de 
capellanías,  la  legislación  anterior  al  Concordato 
de  1851... 

Considerando  que  tampoco  infringe  dicho  fallo  las 
leyes  y  doctrinas  que  se  invocan  en  los  motivos  5."  y 
6.°,  pvies  si  bien  en  aquéllas  se  establece  que  las  dis- 
posiciones legislativas  y  del  Gobierno  son  obligato- 
rias desde  que  se  publican  en  cada  capital  de  pro- 
vincia, y  cuatro  días  después  para  los  pueblos  de  la 
misma,  esto  se  entiende  respecto  de  las  preceptivas 
ó  que  exigen  el  cumplimiento  de  algún  mandato,  y 
no  de  las  que  declaran  ó  definen  un  derecho;  pues 
que  en  éstas  ha  de  atenderse  ¡I  la  fecha  de  su  publi- 
cación en  la  Gaceta,  en  cuya  virtud  aparece  fuera  de 
toda  duda  con  relación  al  caso  presente:  que  habien- 
do fallecido  D.  Nicolás  Gramas  un  mes  después  de 
que  se  promulgara  en  Madrid  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1841,  sin  pedir  la  parte  que  le  pudiera  correspon- 
der en  los  bienes  de  la  capellanía  de  que  se  trata, 
trasmitió  este  derecho  á  su  hijo  y  heredero,  de  con- 
formidad con  lo  jirevenido  en  la  citada  ley  aclara- 
toria.» (Sent.  1.°  Marzo  1881.— Gocs  de  la  Sala  l^,p'i- 
fjina  181.) 

— Se  establece  literalmente  la  misma  doctrina  que 
en  el  caso  anterior  en  sent.  de  *l«t  «le  «iovirnibrc  ile 
I»)»»,  inserta  en  el  1. 1  de  las  Gacetas  de  la  Sala  1.»  de 
1S82,  p.  117. 

f  5  Marzo  ItíSl.  La  prescripción  de  acciones  para 
reclamar  bienes  de  capellanías,  no  corrió  durante  los  pe- 
riodos en  que  estuvo  en  suspenso  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1841. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia: 

«Considerando  que  al  compiitar  la  Sala  sentencia- 
dora el  tiempo  en  que  no  ha  estado  en  vigor  la  ley 
de  19  de  Agosto  de  1841  sobre  adjudicación  de  bienes 
de  las  capellanías  colativas,  sólo  ha  tenido  en  cuen- 
ta los  periodos  de  suspensión  que  sufrió  desde  1851  á, 
1856  y  desde  1867  ó  1873,  haciendo  caso  omiso  del  otro 
que  corrió  desde  1873  á,  24  de  Julio  de  1874,  durante  el 
cual,  como  en  los  dos  anteriores,  tampoco  pudieron 
ejercitarse  las  acciones  que  de  aquella  ley  se  deri- 
van, y  siendo  evidente  que  con  esta  dedticción  no 
habían  transcurrrido,  cuando  se  incoó  la  presente 
demanda,  los  veinte  años  que  da  de  duración  á  di- 
chas acciones  la  ley  de  14  de  Junio  de  1856,  no  hay 
méritos  para  declararprescrita  la  ejercitada  por  los 
actores,  como  lo  hauáBa  sentencia  recurrida  con  in- 
fracción de  la  lej'  últimamente  citada.»  (Sent.  15 
Marzo  1881.— Grics.i).  213.) 

4  Mayo  iSSl.  Adjudicación  de  los  bienes  de  capella- 
nias  conforme  d  la  voluntad  del  fundador. 

«La  adjudicación  de  los  bienes  de  las  capellanías 
colativas,  á.  cuyo  goce  están  llamadas  ciertas  y  de- 
terminadas familias,  ha  de  sujetarse  con  arreglo  á 
los  arts.  1."  y  2."  de  la  ley  de  19  de  Agosto  (le  1841,  á 
los  llamamientos  hechos  por  el  fundador,  cuya  vo- 
luntad expresa  en  esta  parte  es  la  lej-  por  que  debe 
regirse  la  sucesión. 

Cuando  los  llamamientos  se  hagan  conforme  á  los 
mayorazgos  de  Castilla,  y  en  tal  concepto,  sólo  pue- 
den suceder  los  hijos  de  legítimo  matrimonio  ó  legi- 
timados por  el  subsiguiente...»  (Sent.  4  Mayo  1881.— 
Gacs.,t.-2.'',p.3G.) 

IS  FeliiMM'o  IBSS.  El  Convenio  de  1867  no  modifi- 
có la  legislación  anterior  sobre  capellanías  colativas  de 
sangre. 

«....El  Convenio  de  1867  no  alteró  la  legislación 
existente  sobre  el  derecho  á  capellanías  colativas 
de  sangre,  estableciéndose,  por  el  contrario,  en  la 
instrucción  para  llevarlo  A  efecto,  que  si  los  intere- 
sados no  se  conviniesen  extrajudicialmente  en  lo  re- 
ferente á  s\T  derecho  á  los  bienes,  podrían  acudir  al 
Juzgado  de  primera  instancia,  para  que  con  arreglo 
d  lalegislación  obseriiada  antes  del  Concordato,  deter- 


mine acerca  del  derecho  de  los  interesados...»  (Sen- 
tencia 17  Febrero  1882.- Gncs.  de  la  Sala  I.'-,  t.  I,  pá- 
gina 248.) 

*f«Alirll  H>iS«.  iPuedenhoy  fundarse  capellanías  co- 
lativasf 

D.  Natalio  Cobos  falleció  bajo  testamento  otorga- 
do en  8  de  Abril  de  1864,  en  el  que  después  de  decla- 
rar que  no  tenia  herederos  forzosos,  ordenó  que  con 
el  papel  de  su  pertenencia  de  la  Deuda  consolidada 
y  diferida,  cuyo  importe  le  rendía  un  interés  de  4.000 
reales,  ó  con  el  valor  de  esos  títulos  conveniente- 
mente aplicado,  formase  D.  Mariano  Jimeno  Núñez, 
si  pudiera  ser,  ó  si  dentro  del  término  de  ocho  años 
contados  desde  su  fallecimiento  lo  autorizase  el  Go- 
bierno, una  capellanía  familiar  y  de  sangre,  déla 
que  sería  patrono  Jimeno,  sucediéndole  su  hijo  ma- 
yor varón,  y  de  no  tenerle,  su  hijo  iiiayor,  y  asi  su- 
cesivamente con  los  demás  descendientes. 

En  1875  fundó  y  constituyó  el  indicado  patrono  á. 
nombre  del  testador,  una  capellanía  eclesiástica, 
colativa  familiar  de  sangre,  para  siempre  jamás,  en 
la  iglesia  parroquial  de  Eueda,  con  la  carga  de  una 
misa  rezada  todos  los  dias,  cuya  fundación  aprobó 
el  provisor  eclesiástico,  erigiéndola  en  beneficio  ca- 
nónico colativo.  Los  herederos  del  testador  entabhi- 
rou  demanda  contra  Jimeno  y  otros,  alegando  que 
está  prohibida  por  las  leyes  la  fundación  de  capella- 
nías y  suplicando  se  declarase  nula  y  sin  valor  ni 
efecto  la  erigida  por  el  demandado  y  se  ordenase  el 
reintegro  á  los  actores  de  los  intereses  y  rentas  que 
la  dotaban.  Impugnada  la  demanda  y  estimadas  en 
dos  instancias  todas  las  pretensiones  deducidas  en 
la  misma,  por  sentencias  enteramente  conformes, 
interpuso  la  parte  demandada  recurso  de  casación 
alegando  haberse  infringido  la  voluntad  del  tes- 
tador. . 
El  T.-S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido  por  los  si- 
guientes fundamentos: 

•  Considerando  que  la  voluntad  del  testador  debe 
ser  respetada  y  cumplida  como  ley  del  caso  en  todo 
lo  que  disponga  respecto  al  destino  que  haya  de  dar- 
se á  sus  bienes,  siempre  que  no  sea  contrario  á  las 
leyes  ni  á  la  moral: 

Considerando  que  la  prohibición  establecida  en  el 
art.  14  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restableci- 
da en  1836,  de  fundar  mayorazgos,  patronatos,  cape- 
llanías ni  vinculación  alguna  sobre  ninguna  clase 
de  bienes  ó  derechos,  quedó  derogada  en  fcuauto  á 
capellanías  eclesiásticas  por  el  art.  45  del  Concorda- 
to celebrado  con  la  Santa  Sede  en  1851,  por  ser  opues- 
ta á  lo  que  se  dispone  en  sus  arts.  41  y  43,  según  los 
cuales  la  Iglesia  tiene  el  derecho  de  adquirir  por 
cualquier  titulo  legítimo,  como  lo  es  la  iundacion 
de  una  capellanía,  cuyos  bienes  sean  espiritualiza- 
dos, y  todo  lo  perteneciente  &  personas  ó  cosas  ecle- 
siásticas, sobre  lo  que  no  le  provea  en  el  mismo  Con- 
cordato, ha  de  ser  dirigido  y  administrado  según  la 
disciplina  de  la  Iglesia  canónicamente  vigente,  en 
cuya  disposición  están  comprendidas  las  expresadas 
capellanías,  puesto  que  conforme  A  dicha  disciplina 
corresponde  á  los  diocesanos  aprobar  tales  funda- 
ciones, erigiéndolas  en  beneficio  eclesiástico  colati- 
vo cuando  sean  congruas,  y  dando  la  colación  canó- 
nica al  que  tenga  derecho,  según  la  fundación,  con 
todo  lo  demás  que  á  la  provisión  y  administración 
de  las  mismas  se  refiera: 

Considerando  que  la  fundación  de  capellanías  co- 
lativas no  tiene  «n  el  día  otra  restricción  que  la  de 
convertir  los  bienes  cuando  sean  inmuebles  en  ins- 
cripciones intransferibles  de  la  Deuda  pública,  con- 
forme á  la  letra  y  espíritu  del  mismo  Concordat^o, 
del  convenio  adicional  publicado  como  ley  en  4  de 
Abril  do  1860,  del  de  capellanías  colativas  de  24  de 
Junio  de  1867,  del  art.  26  de  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de 
ia55,  del  8."  de  la  de  11  de  Julio  de  1856..y  otras  dispo- 
siciones: ... 

Considerando  que  la  capellanía  colativa  familiar 
de  sangre,  objeto  de  este  pleito...,  quedó  constituida 
conforme  á  las  disposiciones  antes  citadas,  puesto 
que  fué  dotada  congruamente  con  la  renta  de  títu- 
los de  la  Deuda  del  Estado,  y  el  vicario  general  de 
la  diócesis  de  Valladolid  le  prestó  su  aprobación, 
erigiéndola  en  beneficio  eclesiástico  colativo  con 
arreglo  A  los  cánones  y  disciplina  de  la  Iglesia: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  recurri- 
da, al  declarar  nula  y  de  ningún  valor  la  fundación 
de  dicha  capellanía,  mandando  entregar  los  valo- 
res en  títulos  de  la  Deuda  pública  destinados  A  su  do- 
tación por  el  fundador  D.  Natalio  Cobos  á  los  here- 
deros de  éste,  infringe  la  voluntad  del  testador,  ci- 
tada como  fundamento  del  recurso,  puesto  que  debe 
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ser  respetada  y  cuniplida  por  no  ser  contraria  á  las 
leyes  ni  A  la  nioral,  según  resulta  de  lo  expuesto  '.» 
(Sent.  28  Abril  1HS2.— Gacs.  <U  la  Sala  1."^,  t.  II,  p,  64,) 

IG  Junio  tSíHí.  Casación  de  un  fallo  que  adjudica 
una  capellanía  en  concfípto  de  laical  y  mercenaria,  cuan- 
do las  pr:^fensiones  de  las  partes  estaban  conformes  en  su 
carácter  de  colativa  familiar. 

Fundada  una  capellanía  perpetua  con  carga  do 
misas  en  la  villa  de  Centenera,  se  incoó  demanda  de 
adjudicación  en  ]S72,  en  concepto  de  colativa,  con 
arreglo  al  art.  4.°  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  lis41,  y 
al  art.  3r(  y  siguientes  de  la  Inst.  de  25  de  Junio  de 
1867.  Con  oposición  del  promotor  fiscal,  que  fundado 
en  qwQ  no  se  había  reclamado  hasta  muchos  años 
después  do  publicada  la  ley  de  24  de  Junio  de  lH(j7, 
debía  quedar  subsistente  con  sujeción  al  convenio 
celebrado  con  la  Santa  Sedo,  se  dictó  sentencia  de 
adjudicación  de  los  bienes  de  la  capellanía  en  con- 
cepto de  mercenaria.  El  Ministerio  fiscal  interpuso 
recurso  de  casación  citando  entre  otras  infraccio- 
nes la  de  la  ley  16,  tít.  XXII,  Part.  S.'S  por  incon- 
gruencia, y  así  se  estima  porque  se  ha  dado  juicio 
sobro  cosa  que  no  pertenece  á  la  demanda  ni  ha  sido 
objeto  del  pleito.  (Sent.  16  Junio  ÍSS2.~~Gac.,  p.  130.) 

II  Jiillu  IAA3.  Cumplimiento  de  cargas  afectas  a  ca- 
pellanías: escuela. 

La  obligación  que  el  fundador  de  una  capellanía 
colativa  impuso  al  capollá,n  que  la  sirviera  de  tener 
escuela  de  niñas,  enseñá-ndoles  la  doctrina  cristia- 
na, leer,  escribir  y  contar,  sin  salario  alguna,  cons- 
titiiye  ixna  carga  real  impuesta  sobro  los  bienes  con 
que  la  dotó,  que  A  frJta  de  capelUtn  dobo  cumplirse 
en  la  forma  posible  con  los  productos  de  dichos  bie- 
nes, puesto  qiie  con  esta  carga  y  otra  de  misas  A  que 
estaban  afectos,  fueron  adjiídicados  eu  virtud  de  la 
ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  y  por  tanto  la  sentencia 
recurrida,  en  cuanto  declara  que  los  bienes  de  dicha 
capellanía  estAu  sujetos  al  sostenimiento  de  los  gas- 
tos de  la  primera  enseñanza  en  la  anteiglesia  de  GrA- 
miz,  no  infringe  la  fundación...  (T.  S.,  Sent.  11  Jalio 
1883.- Gac.,7>.  305.) 

C4  0ctiihre  IS^ítl.  Los  j^atronos  no  pueden  suspen- 
der indefinidamente  la  provisión  de  cargos  eclesiásticos... 

Convertidos  el  año  1858  los  bienes  de  unas  capella- 
nías en  lAminas  intransferibles  de  la  Deuda,  el  pa- 
trono recogió  estos  títulos  de  poder  de  los  capella- 
nes, suspendiendo  el  pago  de  las  pensiones  asignadas 
A  los  mismos.  Entablada  demanda  contra  el  patrono 
duque  de  Alba  para  qxie  se  le  declarase  obligado  al 
pa^  de  las  capellanías  y  A  la  restitución  de  los  tí- 
tulos, fuó  estimada  en  dos  instancias,  ó  interpuesto 
recurso  de  casación  por  el  demandado,  es  denegado, 
estableciendo  la  doctrina  del  epígrafe.  (T.  S.,  sen- 
tencia 24  Octubre  imi.—Oac.,p.  6.) 

ÍO  IVovl(;tuhrc  iftÜS.  Conmutación  de  bienes  adju- 
dicados. 

So  establece  on  esto  fallo  que  la  sentencia  que  al 
adjudicar  los  bienes  de  una  capellanía  impone  al  quo 
ha  de  poseerlos  la  previa  obligación  de  conmutarlos 
en  la  forma  prevenida  on  el  Convenio  de  24  de  Junio 
de  1867,  no  infringe  los  arts.  4.°  de  éste,  36  de  la  ins- 
trucción de  25  del  propio  mes  y  año  y  doctrina  con- 
cordante del  T.  S.  (Sent.  29  Noviembre  1883.— GftCe¿a, 
Xjdg,  58.) 

lí  Abi'll  1^84.  Prioridad  del  patronato  pasivo  en  la 
adjudicación  de  bienes.  Representación. 

Casando  y  anulando  sentencia,  establece  el  T.  S* 
quo  la  ley  desvinculadora  de  19  de  Agosto  de  1>:^1,  no 
reconoce  otro  título  que  el  del  parentesco  de  mejor 
linea  y'grado  para  la  adjudicación  de  los  bienes  de 
capellanías  colativas,  y  que  esta  adjudicación  no 
puedo  hacerse  en  favor  del  patrono  activo  más  que 
cuando  el  patronato  pasivo  no  sea  también  familiar; 

«Considerando  que  la  facultad  cedida  por  la  fun- 
dación al  patrono  activo  para  retener  en  caso  de  va- 
cante la  capellanía  y  ordenarse  y  ascender  al  sacer- 
docio, no  constituyo  un'llamamiento  especial  y  pre- 
ferente sobre  los  demás  parientes  llamados  de  patro- 
nato pasivo,  ni  mejora  la  linea  y  grado  en  que  aquél 
se  baile: 

Que,  según  los  arts.  1,«  y  2.°  de  la  ley  de  15  de  Ju- 
nio de  1856,  los  individuos  de  preferente  parentesco 


1  Remitimos  al  lector  al  fin  del  articulo,  donde  expo- 
nemos nuestra  humilde  opinión,  contraria  á  la  doctrina 
de  este  fallo  de  28  de  Abril  de  1882. 


qyxQ  con  arreglo  A  la  de  19  do  Agnsto  de  1841  tenían 
derecho  A  los  bienes  de  capellanías  colativas  al  tiem- 
po de  publicarse  la  misma  ley,  y  hayan  fallecido  sin 
haber  pedido  la  adjudicación,  le  han  transmitido  A 
sus  herederos,  qxiienes  por  tanto  ociipan  el  misnio 
grado  que  sus  causantes  para  la  partición  de  los  bie- 
nes, y  que  igual  derecho  tienen  loa  herederos  de  los 
fallecidos  después  de  la  publicación  del  D.  de  30  de 
Abril  de  1852  y  antes  de  6  de  Febrero  de  1856.»  (T.  S., 
Sent.  12  Abril  18S4.— 6'ítc.  3  Septiembreyp.  118.) 

SO.lbi'il  is*í*3.  Términos  para  reclamar  la  adjudi- 
cación de  bienes  los  parientes  de  mejor  grado,  y  prescrip- 
ción de  la  acción  que  la  ley  concede  para  ello. 

Después  de  reproducir  fielmente  esta  sentencia  lo 
establecido  en  la  de  27  de  Marzo  de  1874,  añade  que 
de  los  arts.  S.'*  y  4."  de  la  ley  do  15  de  Junio  do  1^56,  se 
sigue  «que  si  abierta  la  sucesión  A  los  bienes  de  una 
capellanía,  y  adjudicados  A  los  parientes  que  los  re- 
clamen por  sentencia,  un  tercero,  que  ¡no  ha  sido 
parto  en  ©1  pleito,  se  presenta  invocando  su  mejor 
derecho  antes  de  que  la  sentencia  se  ejecute,  no  iJue- 
de  decirse  que  su  acción  ha  proscrito».  {Sent.  29 
Abril  18S5. — Gac.  5  Noviembre,  p,  187.) 

Sft  *$o¡»(irnihre  18SS.  Parentesco  preferente  para 
el  goce  de  bienes  de  capellanías. 

Al  disponer  la  ley  de  19  do  Agosto  de  1841  que  los 
bienes  de  las  capellanías  colativas  familiares  se  ad- 
judicarán como  de  libre  disposición  A  loff  individuos 
de  las  familias  de  preferente  parentesco,  sin  distin- 
ción de  sexo,  edad,  condición  ni  estado,  se  refiere  con 
la  palabra  condición  A  las  circunstancias  especiales 
que  según  la  fundación  debiera  reunir  la  persona 
que  hubiera  de  obtener  la  capellanía,  y  de  ningún 
modo  al  origen  legítimo  ó  ilegítimo  del  parentesco 
de  los  opositores.  (Sala  1.",  sent.  28  Septiembre  18S5, 
Gac.  22  Enero  1886,  p.  11.) 

tí  Octtihro  IH^5.  Demanda  de  adjudicación  debie- 
7ies:  Cargas  eclesiásticas:  Costas  de  la  segunda  instancia. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  A  un  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  la  R.  O.  de  17  de  Enero  de 
1847  y  del  R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871,  y  haber  lugar 
A  él  por  infracción  de  la  ley  3.",  tít.  XIX,  lib.  XI  de 
la  Nov.  Roe.  Declaró  la  sentencia  recurrida  el  pre- 
ferente derecho  de  D.  Bartolomé  Gómez  y  su  esposa 
A  los  bienes  dótales  de  una  capellanía,  y  dispuso  que 
se  les  adjudicaran  luego  que  hubieran  obtenido  la 
conmutación,  con  arreglo  al  convenio  de  24  de  Ju- 
nio de  1^67,  ó  instrucción  para  svi  cumplimiento.  He 
aquí  los  fundamentos  principales  del  fallo  del  T.  S.: 

«Considerando  que  aun  cuando  se  prescinda  del 
carActer  de  las  disposiciones  citadas  en  el  primer 
motivo,  la  sentencia  no  las  infringe  de  ninguna  ma- 
nera, porque  sobre  estar  derogatla  la  primera  por 
otras  del  mismo  año  y  do  los  subsiguientes,  y  modi- 
ficado el  segundo  por  el  de  22  de  Agosto  de  1874,  no 
contienen  disposición  alguna  que  prohiba  A  los  Tri- 
bunales de  justicia  la  admisión  y  sustanciación  de 
demandas  de  esta  clase,  y  sólo  se  encuentran  en  el 
de  12  de  dicho  mes  del  71  una  sanción  relativa  A  las 
inscripciones  y  A  la  acción  investigadora  de  la  Ha- 
cienda pública,  siendo  ademAs  de  notar  que  el  fallo 
no  adjudica  los  bienes  de  que  se  trata,  sino  que  dis- 
pone expresamente  qiie  se  adjudicarán  si  se  realizan 
los  supuestos  allí  establecidos:... 

Considerando  quo  por  el  contrario  la  sentencia  in- 
fringe la  ley  3.*,  tít.  XIX,  lib.  XI  de  la  Nov.  Recop.. 
porque  se  limita  A  declarar  el  derecho  A  obtener  los 
bienes  y  A  que  se  adjudiquen  en  su.  caso,  lo  cual  cons- 
tituye un  aditamento  favorable  sobro  la  de  primera 
instancia,  que  de  un  modo  absoluto  declara  el  dere- 
cho de  suceder.»  rSala  1.",  sent.  17  Octubre  1885,— Ga- 
ceta  1.°  Febrero  l8Sfí,  p.  117.) 

ZH  ítlcio.tnhrcí  IA*45  Leyes  inaplicables  al  caso  en 
que  se  trata  de  la  devolución  á  la  administración  eclesiás' 
tica  de  los  bienes  detentados  por  los  herederos  de  un  cape- 
llán: Cita  de  leyes  en  casación. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  A  un  recurso  de  ca- 
sación: "Considerando  que  las  leyes  que  no  tienen 
aplicación  oportuna  A  la  cuestión  del  litigio  no  pue- 
den ser  infringidas  en  la  sentencia,  y  que  por  esta 
razón  no  os  de  estimar  la  alegación  de  ios  arts.  1." 
y  6."  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  que  determi- 
nan A  quiénes  y  en  qué  forma  debe  hacerse  la  adju- 
dicación de  los  bienes  dótales  de  las  capellanías  co- 
lativas, puesto  que  no  se  ha  tratado  en  estos  autos 
de  obtener  ni  de  retener  una  adjudicación  de  esta  es- 
pecie, sino  de  la  devolución  A  la  administración  ecle- 
siAsticade  bienes  detentados  por  los  herederos  de  un 
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capellán  que  sólo  á  título  de  tal  los  poseyó,  lo  cual 
no  prejuzga  el  derecho  queá  los  parientes  conceden 
el  convenio  de  24  de  J\inio  de  1867  y  la  instrucción 
para  llevarlo  A  efecto: 

Y  considerando,  en  cnanto  á  la  cita  que  en  último 
término  se  hace  por  el  reciirrente  del  Convenio-ley 
de  1860,  qne,  según  tiene  declarado  este  Trib\inal,  es 
preciso  para  los  efectos  de  la  casación  expresar  el 
articulo  ó  parte  del  ciierpo  legal  qi^e  se  supone  in- 
fringido y  el  concepto  en  que  lo  haya  sido.»  (Sala  1.^, 
Sent.  28  Diciembre  1885.— Gac.  20  Marzo  1886,1).  253.) 

ÍO  Enero  iS*t«.  Demandas  sobre  adjudicación  de 
bienes:  Cuestiones  sobre  mejor  derecho  á  ellos. 

«La  prohibición  de  admitir  demandas,  acordada  en 
el  E,.  ]J.  de  28  de  Noviembre  de  18o6,  fué  una  disposi- 
ción transitoria  que  carece  de  aplicación,  desde  que 
se  dictaron,  de  acuerdo  de  ambas  potestades,  otras 
definitivas  reguladoras  de  la  materia  de  capellanías 

colativas Aun  cuando  subsistan  las  capellanías, 

son^djudicables  los  bienes  que  las  constituyen,  y 
sobre  el  mejor  derecho  á  ellos  y  A  realizar  la  conmu- 
tación, pueden  suscitarse  litigios  en  los  Tribunales 
de  justicia.»  (Sala  1.*,  sent.  20  Enero  1886. — Gac.  10 
Abril,  p.  2Í/5.) 

II  i'Vl»rcro  imft©.  Extinción  de  c  a  pellanias  con  arre- 
glo al  art.3.'^  del  Convenio  de  1867.  Admisión  y  sustancia- 
ción  de  demandas  soí>?'e  bienes  depatronato:  Comparecen- 
cia del  Ministerio  fiscal  como  apelante  en  los  pleitos  de  in- 
terés del  Estado. 

Promovido  en  el  siglo  pasado  pleito  ante  el  Conse- 
jo de  la  Gobernación  de  Toledo  sobre  provisión  de 
lina  capellanía  fundada  por  doña  Catalina  Ruano, 
recayó  sentencia  declarándola  familiar  de  sangre  y 
espiritualizando  sus  bienes.  En  2  de  Octubre  de  1849 
D.  Antonio  del  Olmo  y  D.  Sinforiano  Ruano  impug- 
naron la  posesión  en  que  estaba  D.  Tomás  José 
Atauce,  de  los  bienes  de  la  fundación,  pidiendo  que 
por  edictos  se  convocase  á  los  parientes  de  la  funda- 
dora, A  cuya  pretensión  se  opuso  Atauce,  pero  pros- 
peró, sin  embargo,  personándose  varios  parientes 
como  opositores,  y  disponiéndose  que  se  llamaran 
los  autos  con  citación  de  las  partes  en  1."  de  Diciem- 
bre de  1856;  en  cuyo  estado  quedaron  paralizados 
hasta  que  activados  después,  resolvió  la  Audiencia 
de  Madrid  en  26  de  Noviembre  de  1873  que  habiendo 
alegado  Atauce  que  no  se  trataba  de  una  capellanía 
sino  de  un  patronato  real  de  legos,  debió  ser  venci- 
do en  juicio  antes  de  los  edictos;  y  dejó  éstos  sin 
efecto  sin  que  por  ello  se  entendiera  prejuzgada 
cuestión  alguna  sobre  la  naturaleza  de  la  fundación. 
Con  tales  antecedentes  dedujo  Atauce  demanda  or- 
dinaria para  qixe  se  declarase  que  aquélla  era  un  pa- 
tronato real  de  legos,  correspondiendo  al  actor  la 
mitad  de  los  bienes  en  propiedad  y  el  usufructo  de 
la  otra  mitad  que  debía  pasar  al  sucesor  inmediato. 
Impugnada  esta  solicitud  por  algunos  parientes  de 
la  fundadora  y  por  el  Ministerio  fiscal,  dictó  senten- 
cia el  juez  estimando  la  demanda  en  todas  sus  par- 
tes, y  habiendo  interpuesto  el  fiscal  apelación  que  le 
fué  admitida,  transcurrió  el  tiempo  del  emplaza- 
miento, y  entonces  pidió  Atauce,  por  no  haberse 
personado  den  ti  o  de  él  el  fiscal,  que  se  declarase  de- 
sierto el  recurso;  á  cuya  pretensión  se  opuso  dicho 
Ministerio,  alegando  que  no  er.a  necesaria  su  compa- 
recencia especial  por  estar  siempre  presente  en  el 
Tribunal.  En  definitiva  declaró  la  Aiidiencia  que  la 
fundación  era  una  capellanía  colativa  familiar  y 
que  por  entonces  no  había  lugar  ala  adjudicación  de 
sus  bienes;  fallo  que  impugnaron  en  casación  el  fis- 
cal y  el  demandante,  citando  el  primero  como  in- 
fringidos los  arts.  3.**  y  4.**  del  Convenio  de  24  de  Ju- 
nio de  1867  y  1.°  y  17  del  D.  de  12  de  Agosto  de  1871;  y 
el  segundo  los  arts.  840  y  369  de  la  ley  de  Enj.  civil  y 
la  19,  tit.  XXII,  Part.  3.*,  conforme  á  cuyas  prescrip- 
ciones fué  firme  el  fallo  de  primera  instancia  por  no 
haberse  personado  el  apelante  á  tiempo  en  la  Supe- 
rioridad, y  la  ley  5.»,  tit.  XXXIII,  Part.  7.^  El  T.  S. 
declara  no  haberlugar  á  los  recursos: 

«Considerando,  respecto  al  primer  motivo  del  re- 
curso interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  que  recla- 
mados en  2  de  Octubre  de  1849  por  D.  Antonio  del 
Olmo  y  D.  Sinforiano  Ruano  los  bienes  de  la  funda- 
ción calificándola  de  capellanía  colativa,  y  promo- 
vido entonces  litigio  en  el  cual  fueron  parte  otros 
interesados,  es  indudable  que  la  capellanía  baque- 
dado  extinguida  en  virtixd  de  lo  qiie  establece  el  ar- 
ticulo S."^  del  Conveuio-ley  de  24  de  Jxmio  de  1867, 
pues  para  sostener  lo  contrario,  ó  sea  que  aquella 
reclamación  no  debe  producir  este  efecto,  se  parte 
del  supuesto  de  que  los  mencionados  Olmo  y  Riiano 


no  ejercitaron  la  acción  correspondiente,  y  se  pres- 
cinde además  de  los  fundamentos  y  reserva  consig- 
nados en  el  auto  de  26  de  Noviembre  de  1873,  que  dejó 
integra  la  cuestión  suscitada  para  que  fuese  resuel- 
ta en  este  pleito,  el  cual  por  tanto  debe  estimarse 
como  continuación  del  anterior: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  dis- 
posiciones citadas  en  el  segundo  motivo,  porqiie  el 
R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871,  sobre  haber  sido  modi- 
ficado por  el  de  22  de  Agosto  de  1874,  no  prohibe  á  los 
Tribunales  la  admisión  y  sustanciación  de  deman- 
das como  aquellas  á  que  se  refiere  el  presente  recur- 
so: y  sólo  contiene  una  sanción  relativa  á  \í\s  ins- 
cripciones en  el  Registro  de  la  propiedad  y  á  la  ac- 
ción investigadora  de  la  Hacienda  pública,  según  se 
ha  declarado  por  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando,  en  orden  al  recurso  de  D.  Tomás 
José  Atauee,  que  la  sentencia  no  infringe  las  dispo- 
siciones legales  y  doctrina  que  se  invocan  en  el  pri- 
mer motivo,  pues  si  bien  es  cierto  q\ie  con  arreglo  á 
ellas,  el  Ministerio  fiscal,  en  los  juicios  en  que  inter- 
viene representando  al  Estado,  se  halla  sujeto  como 
todo  litigante  álos  trámites,  términos  y  formalida- 
des de  la  ley  procesal,  debe  establecerse  diferencia 
entre  los  demás  casos  y  aquel  en  que  sólo  se  trata  de 
comparecer  como  apelante  en  la  segunda  instancia, 
acto  que,  dadas  las  funciones  permanentes  que  di- 
cho Ministerio  ejerce,  y  la  circunstancia  de  que  en 
aquellos  asuntos  está  siempre  presente  en  los  Tribu- 
nales respectivos,  tienen  éstos  por  realizado,  según 
la  práctica  observada,  sin  necesidad  de  escrito  ó 
gestión  alguna: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  y  doc- 
trina citadas  en  el  segundo  motivo,  toda  vez  que 
además  de  haberse  suscit.ado  dudas  desde  un  princi- 
pio acerca  de  la  clase  á  que  pertenecía  la  capella- 
nía, por  sentencia  firme  qne  dictó  hace  más  de  un 
siglo  el  Tribunal  competente,  fué  declarada  colati- 
va, espiritualizándose  sus  bienes,  y  con  tal  carácter 
se  ha  venido  poseyendo  sin  interrupción.»  (Sala  1.*', 
sent.  11  Febrero  1886.— Gac.  26  Abril,  p.  346.) 

t.°  Abril  18S©.  Sobre  si  pueden  adjudicarse  los  bie- 
nes antes  de  haberse  conmutado  las  cargas  canónicas  que 
pesan  sobre  ellos. 

En  pleito  sobre  reivindicación  de  bienes  de  cape- 
llanías, recayó  sentencia  declarando  que  pertene- 
cían á  D.  Ángel  Martínez,  y,  en  su  consecuencia,  se 
los  adjudicó  al  mismo;  que  no  podría,  sin  embargo, 
ser  puesto  en  posesión  de  ellos,  hasta  que  cumpliera 
lo  dispuesto  en  la  Inst.  de  25  de  Juuio  de  1867,  sobre 
conmutación  y  redención  de  cargas.  Alegando  el 
Ministerio  fiscal  que  no  puede  decretarse  la  adjudi- 
cación sino  después  de  haberse  redimido  tales  gra- 
vámenes entregando  al  diocesano  en  su  equivalen- 
cia las  láminas  intransferibles  correspondientes,  in- 
terpuso recurso  de  casación  *,  al  cual  declara  el  T.  S. 
no  haber  lugar: 

•  Considerando  que  sobre  no  constituir  materia  de 
casación  la  doctrina  en  que  se  f\inda,  por  no  haber 
sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito,  tampoco  infrin- 
ge la  sentencia  las  leyes  y  doctrinas  que  se  invocan 
en  los  cuatro  motivos  del  recurso;  porque  la  restric- 
ción con  que  termina  la  parte  dispositiva  del  fallo, 
deja  á  salvo  todos  los  derechos  previstos  y  ampara- 
dos por  la  ley  Convenio  de  24  de  Junio  de  1867  y  por 
la  instrucción  para  su  cumplimiento  en  que  está  ba- 
sada la  impugnación  fiscal.»  (Sala  1.*^,  sent.  1.^  Abril 
1886.— Gac.  4  Agosto,  i>.  25.) 

19  Julio  i*iSO.  Calificación  de  \ina  fundación  como 
patronato  real  de  legos  y  no  como  capellanía,  con  arreglo 
á  la  voluntad  del  fundador. 

En  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Las  Pal- 
mas, calificó  este  Tribunal  de  vinculación  ó  patro- 
nato real  de  legos,  la  fundación  hecha  por  el  arce- 
diano D.  Domingo  Albiturria  en  el  siglo  XVII,  cuyos 
bienes  se  hallaban  gravados  con  cu.atro  pensiones 
anuas  de  825  reales  cada  una,  destinadas  á  dotar  ca- 
pellanías colativas  erigidas  por  el  Ordinario  en  el 
siglo  XVIII  Contra  este  fallo  interpuso  una  de  las 
partes  litigantes  recurso  de  casacióu,  en  el  que  citó 
como  infringida  la  voluntad  del  testador  y  las  leyes 
que  la  sancionan,  así  como  la  de  19  de  Agosto  de  1841, 
única  aplicable  al  caso  por  no  tratarse  de  un  patro- 
nato de  legos,  sino  de  capellanías  colativas  familia- 
res. El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

<Considerando  que...  si  bien  es  cierto  que  al  consig- 


>     En  confirmación  de  esta  doctrina  del  fiscal,  véase  la 
consignada  en  sent.de  11  Diciembre  1N7Í>. 
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nar  el  arcediano  Sr.  Albiturria  su  propósito  de  fun- 
dar capellanías  emplea  la  frase  textual  de  que  de 
todos  sus  bienes  raices  y  imiebles  se  hiciesen  dos,  amplian- 
do después  este  número  hasta  siete,  no  es  menos 
cierto  que  limitó  la  retribución  de  los  capellanes  á, 
la  limosna  de  tres  reales  por  cada  una  de  las  misas 
que  habían  de  celebrar  en  todos  los  días  del  añOi  sin 
asignar  bienes  algunos  A  cada  caijellanía,  sino  que, 
formando  todos  un  solo  cuerpo,  designa  patronos 
para  el  cuidado  y  administración  del  patrimonio  y 
distribución  de  sus  productos  entre  los  capellanes, 
con  facultad  de  nombrar  éstos  y  de  disponer  del  so- 
lí ra  uto  después  de  satisfechas  las  respectivas  asigna- 
ciones; revelándose  asi  dentro  de  los  limites  de  la 
vohiutad  del  testador  el  pensamiento  generador  del 
patronato  activo  á  cargo  de  una  sola  persona,  y  la 
dotación  de  cada  una  de  las  capellanías  con  las  ren- 
tas de  los  bienes,  pensamiento  ó  mandato  que  tanto 
la  autoridad  eclesiástica  como  la  civil  han  llevado 
á  efecto,  reconociendo  nna  y  otra  el  carácter  laical 
del  patronato,  y  espiritualizando  la  eclesiástica  con 
la  debida  separación  aquellas  rentas,  como  dotación 
exclusiva  de  las  capellanías  erigidas  en  colativas 
familiares...»  (Sala  l.*^,  sent.  12  Julio  1686.— Cfac.  12 
Septiembre,  }\  205.) 

ft  Oicienibre  t****0.  Tienen  derecho  á  los  bienes  do- 
tales  de  capellanías  los  herederos  de  los  parientes  prefe- 
ridos, aunque  éstos  no  los  poseyeran  jamás  por  haber 
hiuerto  sin  pedir  la  adjudicación. 

La  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Sevilla, 
fallando  en  grado  de  revista  un  pleito  incoado  en 
1849  que  en  vista  sentenció  la  Sala  de  lo  civil,  sobre 
mejor  derecho  á  los  bienes  dótales  de  cierta  cape- 
llanía colativa  familiar,  desestimó  las  pretensiones 
deducidas  respecto  á  ellos  por  doña  Francisca  Ro- 
dríguez, en  atención  á  que  traía  causa  de  D.  Miguel 
Caballero,  qiie  no  los  pudo  transmitir  porque  nunca 
los  poseyó,  é  interpuesto  contra  dicha  sentencia  re- 
curso de  nulidad,  el  T  S.  la  declara  aula  y  de  nin- 
gún valor  ni  efecto: 

«Considerando  que  es  doctrina  inconcusa,  basada 
en  las  leyes  1."^,  t*.t.  III,  Part.  6.'S  y  13,  tít.  IX,  Parti- 
da 7.  "■,  que  el  heredero  sucede  al  testador  en  los  bie- 
nes, derechos  y  acciones  que  éste  tenia  al  tiempo  de 
su  muerte,  *siendo  contada  como  una  persona  la  del 
heredero  é  la  de  aquel  á  quien  heredó»: 

Considerando  que,  en  armonía  con  dicha  doctrina 
legal,  la  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  aclaratoria  déla 
de  19  de  Agosto  de  1841,  establece  en  su  art.  1.*^  que 
los  «individuos  de  preferente  parentesco  que  con 
arreglo  A  la  citada  ley  de  1841  tenían  derecho  á  los 
bienes  de  capellanías  colativas  al  tiempo  de  piiblí- 
carse  la  misma  ley,  y  hayan  fallecido  sin  haber  pe- 
dido la  adjudicación,  le  han  transmitido  á  sus  herede- 
ros, quienes  por  tanto  ocupan  el  mismo  grado  y  lu- 
gar que  sus  causantes  para  la  participación  de  los 
bienes»: 

Considerando  que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  la 
sentencia  reclamada  infringe  las  referidas  leyes  in- 
vocadas en  su  recurso  de  nulidad  por  doña  Francis- 
ca Rodríguez...»  {Sala  1.^,  sent.  6  Diciembre  1886. — 
Gac.  9  Mano.) 

*S  Muyo  I8^í.  Derecho  aplicable  á  la  adjudicación 
en  concepto  de  libres  de  los  bienes  de  una  capellanía  co- 
lativa. 

Las  leyes  y  doctrinas  que  se  refieren  al  orden  de 
suceder  en  la  Corona  y  en  los  mayorazgos  regulares, 
son  inaplicables  á  la  adjudicación  en  concepto  de 
libres  de  los  bienes  de  una  ca])f  llania  colativa,  adju- 
dicación que  en  cumplimiento  de  lo  expresamente 
dispuesto  por  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  de  lo 
reiteradamente  declarado  por  la  jurisprudencia, 
<lebe  hacerse  á  los  individuos  de  la  familia  llamados 
por  la  fundación  en  quienes  concurra  la  circunstan- 
cia de  preferente  parentesco,  pero  sin  diferencia  de 
sexo,  edad,  condición  ó  estado.  (Doctrina  sentada  al 
desestimar  un  recurso  interpuesto  en  el  sentido  de 
que  no  determinando  la  escritura  fundacional  orden 
alguno  de  sucesión  entre  los  parientes  llamados, 
debió  aplicarse  el  derecho  por  que  se  rige  la  sucesión 
á.la  Corona.  Sent.  ¿8  Mayo  1887.— Gac.  JO  Septiembre, 
páq.  172.) 

45  Febrero  Iftí**  Error  de  derecho  consistente  en 
haber  infringido  la  voluntad  del  fundador  de  varias  ca- 
pellanías laicales,  y  el  art.  6.°  del  Convenio  de  24  de  Ju- 
nio de  1867. 

Fundadas  varias  capellanías  con  la  dotación  de 
"So.OOO  pesos,  con  obligación  de  que  cada  sacerdote 
que  las  sirviera  había  de  decir  los  días  festivos  una 


misa  por  el  fundador,  dejando  el  patronato  al  abad 
y  Cabildo  de  Villafranca,  fueron  adjudicados  sus 
bienes  A  D.  Pelegrín  Valle- 

Suprimida  la  colegiata  de  Villafranca,  el  Obispo 
de  Astorga,  como  sustituido  en  los  derechos  propios 
del  patronato,  entabló  demanda  contra  D.  Pelegríu 
para  que  se  le  condenase  A  satisfacer  la  dotación  de 
los  capellanes  que  habían  de  ser  nombrados  por  él 
y  A  rendir  cuenta  de  las  rentas  percibidas.  Eu  segun- 
da instancia  la  Audiencia  de  Valladolid  dictó  sen- 
tencia declarando  que  los  demandados  están  obli- 
gados A  levantar  la  carga  de  ocho  misas  en  cada  uno 
de  los  días  festivos  del  año,  que  deberán  aplicarse 
por  el  alma  y  obligaciones  del  fundador;  condenán- 
doles en  conseciiencia  al  cumplimiento  de  la  referi- 
da carga  de  misas,  que  deberá  justificarse  haberse 
celebrado  al  Sr.  Obispo  de  Astorga,  ó  quien  legítima- 
mente le  represente,  mientras  que  no  rediman  en 
forma  procedente  aquella  carga,  cuyo  cumplimien- 
to debían  afianzar  convenientemente,  entendiéndo- 
se que  debía  tener  princiiño  aquella  obligación  des- 
de que  los  demandados  fueron  emplazados  con  la 
demanda.  El  Sr.  Obispo  interpiiso  recurso  de  casa- 
ción, y  se  declara  haber  lugar  A  él:  «Considerando... 
que  la  sentencia  recurrida  infringe  la  voluntad  del 
fundador...  al  declarar  que  los  poseedores  del  censo 
cumplen  con  hacer  decir  las  misas,  acreditando  al  • 
Sr.  Obispo  el  cumplimiento  de  dicha  carga,  cuando 
la  fun<lación  encargaba  expresamente  al  abad  y  Ca- 
bildo de  Villafranca,  sustituidos  hoy  por  el  prelado 
recurrente,  de  designar  los  sacerdotes  amovibles  A 
su  voluntad  que  habían  de  prestar  los  servicios  que 
estableció;  y  que  también  infringe  la  sentencia  la 
jurisprudencia  citada  en  el  tercer  fundamento,  al 
declarar  que  el  cumplimiento  de  las  cargas  se  en- 
tiende desde  el  emplazamiento  y  no  desde  que  les 
fueron  adjudicados  los  bienes  de  la  fundación...» 
(Sala  I.'',  sent.  15  Febrero  1888.— GrtCg.  8  y  9  Maiio,  va- 
gina IOS.)  "^   '-* 

lO  Abril  ISftS.     Conmutación  de  cargas. 

La  sentencia  que  al  adjudicar  los  bienes  de  las  ca- 
pellanías ordena  la  previa  conmutación  de  cargas 
canónicas  para  entrar  en  posesión  de  ellos,  etc.,  no 
infringe  las  disposiciones  concordadas,  ó  sea  el  ar-- 
ticulo  4.*^  del  Convenio-ley  de  24  de  Junio  de  1867  y  el 
36  de  la  Inst.  de  25  del  mismo  mes  y  año.  (Sent  19 
Abril  1888.— G'ac.  Ib'  Julio,  p.  16.) 

S  Junio  iftSí*.  Carácter  colativo  de  una  capellariía, 
no  obstante  haber  sido  laical  en  lospriraeros  llamamientos. 

Declara  el  T.  S.  que  se  comete  error  de  derecho  en 
la  sentencia,  con  infracción  de  la  doctrina  de  que  se 
considera  como  colativa  toda  capellanía  qne  tiene 
el  título  para  la  ordenación  canónica,  y  en  cuya  ins- 
titución interviene  la  autoridad  eclesiástica: 

«Considerando  que  si  bien  la  capellanía,  objeto  de 
la  cuestión,  fué  laical  en  sus  primeros  llamamientos, 
sirvió  después  de  título  de  ord-^nación,  y  cambió  de 
natiiraleza,  con  arreglo  alo  previsto  en  la  misma 
escritura  de  fundación  según  la  cual  los  que  suce- 
dieran en  ella  podrían  ser  ordenados  in  sacris  por 
virtud  de  la  misma,  si  no  tenían  otra  que  fuera  co- 
lativa: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  infrin- 
ge la  doctrina  invocada  A  este  propósito  en  los  re- 
cursos propuestos  por  D.Pascasio  y  doña  Paula  Slar- 
tin  y  A  nombre  de  María  de  la  Cruz  Carrillo.»  (Sen- 
tencia 8  Junio  1888.— G,tc.  11  Septiembre,  p.  H6.) 

SO»lcloiiibre  ■**(«*«.  Las  personas  que  teniendo  de- 
recho, seffún  la  ley  de  1841,  a  bienes  de  capellanias  mu- 
rieron sin  ejercitarlo,  le  transmitieron  á  sus  herederos 
que  ocupan  el  mismo  grado  y  lugar  de  sus  causantes. 

<Según  tiene  declarado  este  T.  S.  en  numerosas  de- 
cisiones, en  consonancia  con  el  art.  1.^  de  la  ley  de 
15  de  Junio  de  1856,  aclaratoria  de  la  de  19  de  Agosto 
de  1841,  los  individuos  de  preferente  parentesco  que 
con  arreglo  A  esta  última  ley  tenían  derecho  á  los 
bienes  de  las  capellanías  colativas  al  tiempo  de  su 
publicación  y  hayan  fallecido  sin  haber  ejercitado 
ese  derecho,  lo  han  transmitido  A  sus  herederos, 
quienes  ocupan,  por  lo  tanto,  el  mismo  grado  y  \\\- 
gar  que  sus  causantes...  sin  que  obste  la  circunstan- 
cia de  incompatibilidad  entre  los  patronatos  activo 
y  pasivo  por  ser  accidental  é  inaplicable  en  el  día  '. 


*  En  efecto,  la  doctrina  establecida  en  esta  sentencia  es 
reproducción  de  la  proclamada  en  otras  muchas,  pudien- 
do  citarse  las  de  28  de  Junio  de  1861,  13  de  Abril  de  1863 
y  12  de  Abril  de  1884. 


288 


CAPELLANÍAS fJurisp.  del  C.  de  E.  y  T.  de  lo  C.  A.) 


(Sala  1.'",  sent.  29  Diciembre  1888.— Gac.  29  Abril  188$, 
pág,  155.) 

31  uirlcmlirc  i8S8.  Cali fícadón  de  una  capellanía 
como  colatiüa  con  arreqlo  d  la  voluntad  del  fundador 
y  consiguiente  deredio  á  los  bienes  porjmrte  delpariente 
rilas  próximo. 

Declaró  la  Audiencia  de  Valladolid  qne  una  cape- 
llania  era  colativa  familiar,  regible  por  las  leyes  de 
19  de  Agosto  de  1841,  su  aclaratoria  de  1856  y  conve- 
nio especial  de  1867,  y  que  doiia  Damiana  Pérez  te- 
nia derecho  á  los  bienes  dótales  como  pariente  más 
próxima  de  la  fundadora.  Interpuso  recurso  de  ca- 
sación D.  Juan  Atienza,  que  habla  sosteiudo  en  el 
nleito  que  la  oapellania  era  un  patronato  de  legos 
sometido  á  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  y  q«e  le 
correspondía  á  él  como  heredero  del  último  capellAn; 
V  declara  el  T.  S.  que  no  ha  lugar: 

«Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  in- 
fringe la  voluntad  de  la  fundadora...  porque  la  cali- 
ficación de  colativa  que  hace  la  sentencia  de  cape- 
llanía fundada  por  Beatriz  Rodríguez  en  1765  resulta 
de  la  interpretación  dada  á  las  palabras  empleadas 
por  ésta  al  instituirla,  por  la  intervención  de  la  a"a- 
toridad  del  Ordinario  al  dar  la  colación  al  oapellíin 
elegido...  como  pariente  más  próximo  de  la  ínnda- 
dora..  {Sala  1.»,  sent.  31  Diciembre  im.-Qacs.  30 
Abril  y  3  ílayo  188»,  p.  168.) 

«O  Pobrero  «S80.  Las  partidas  sacramentales  y 
prueba  del  parentesco. 

Adiudicados  los  bienes  de  una  capellanía  merelega 
á  los  hiiosdel  último  poseedor  D.  Joaquín  Rodri- 
euez  interpuso  el  abogado  del  Estado  recurso  de  ca- 
sación por  creer  que  el  fallo  infringía  la  doctrina 
sentada  repetidamente  por  este  T.  S.,  según  la  que, 
las  partidas  sacramentales  de  casamiento  y  bautis- 
mo son  la  prueba  legal  necesaria  del  acto  especial  á, 
que  se  refieren  ó  contraen  é  indispensables  para  pro- 
bar el  parentesco  y  entronque  entre  dos  personas. 
El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  las  parti- 
das sacramentales  forman  prueba  legal  tan  sólo  res- 
pecto del  acto  especial  á.  que  se  contraen,  según  tie- 
íie  declarado  este  S.  T.  en  varias  sentencias,  y  entre 
ellas  en  las  invocadas  en  el  único  motivo  del  recur- 
so, también  lo  es  que  la  posesión  judicial  de  la  cape- 
llanía dada  á  D.  J.  Joaquín  Rodríguez,  padre  del  de- 
mandante, que  no  ha  sido  impugnada  y  las  demAs 
pruebas  supletorias  que  han  sido  estimadas  por  la 
Sala  sentenciadora,  acreditan  su  parentesco  con  los 
fundadores  de  la  capellanía,  requisito  esencial  para 
obtenerla,  por  cuya  razón  la  sentencia  no  infringe 
la  doctrina  alegada.»  (Sent.  16  Febrero  1889.— ftic.  5 
Junio,  p.  268.) 

O  Enero  ISWO.  Más  sobre  prueba  del  parentesco 
para  obtener  la  adjudicación.  Régimen  legal  vigente.  Al- 
cance é  imperio  del  R.  D.  12  de  Agosto  de  1871  sobre  m- 
tervención  administrativa. 

Aun  cuando  las  partidas  de  bautismo  y  de  matri- 
monio son  los  documentos  á  propósito  p.ara  justifi- 
car el  parentesco  que  sirve  de  titulo  de  adjudicación 
á  los  bienes  délas  capellanías  familiares,  cuando  no 
se  encuentran  todas,  puede  resolverse  la  cuestión 
litigiosa  por  las  que  se  hayan  exhibido  ó  por  las  de- 
más pruebas,  y  apreciado  el  conjunto  de  éstas,  no 
es  lícito  descomponer  sus  diversos  elementos,  sin 
demostrar  que  ha  habido  infracción  en  la  aprecia- 
ción de  cada  uno.— La  ley-Convenio  de  2i  de  Jumo 
de  1867  constituye  hoy  el  régimen  legal  vigente  en 
materia  de  capellanías,  al  cual  es  necesario  atener- 
se correspondiendo,  por  consecuencia,  á  los  iribu- 
nales  de  justicia  la  decisión  de  las  cuestiones  siisoi- 
tadas  entre  los  interesados  sobre  mejor  derecho  á 
la  adiudicaoión  de  los  bienes  en  concepto  de  libres; 
pues  «se  halla  con  repetición  declarado  por  este  T.  fe. 
que  el  S.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871,  además  de  haber 
sido  modificado  por  el  de  22  de  Agosto  de  1871,  con- 
tiene solamente  una  sanción  relativa  á  las  inscrip- 
ciones en  los  Registros  de  la  propiedad  y  á  la  acción 
investigadora  de  la  Hacienda  pública,  no  prohibien- 
do á  los  Tribunales  que  admitan  y  sustancien  deman- 
das sobre  adjudicación  de  bienes  de  capellanías  fa- 
miliares.. (Sala  1.",  Sent.  9  Enero  1890.-eac.  S  Abrd, 
p.ig.  IOS.) 

—La  misma  doctrina  sobre  facilidad  de  sustituir 
las  partidas  sacramentales  por  otros  medios  de  prue- 
ba, ensent.de  15  Enero  iS»©.  CGac.  6  Abril,  p.  112.) 

—En  sent.  de  14  Enero  IS»0  consigna  el  T.  S.que 
cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos,  testi- 


gos y  dictamen  pericial  y  la  Sala  los  apreci.a  en  con- 
iunto,  no  es  permitido  descomponerla  al  etooto  de 
alegar  infracciones  con  relación  al  valor  que  pueda 
darse  aisladamente  á  cada  uno  de  esos  elementos  de 
prueba.  (Sent.  U  Enerol8ÍK).-(?ítC8.5.vtf46rt¡,y.  108.) 
14  Junio  I8»0.  Capellanía  laical  ó  patronato  real 
de  legos,  sujeto  d  la  ley  de  1820  y  cuyos  bienes  se  han  he- 
cho  Ubres  por  el  fallecimiento  del  poseedor  actual. 

En  el  siglo  xvii  doña  Marina  Martínez  falleció  ba- 
io  testamento  en  el  que  instituyó  una  capellanía  pia 
de  misas,  meramente  lega  y  de  patronazgo  de  legos, 
con  la  obligación  de  cuatro  misas  cada  semana  per- 
petuamente y  un  responso  sobrB  la  sepultura  de  la 
fundadora.  Designó  los  capellanes  que  habían  de  ser 
nombrados,  de  entre  los  parientes  de  dona  Marina, 
y  los  que  hablan  de  ejercer  el  patronato,  entre  los 
de  su  familia,  con  preferencia  del  mayor  al  menor  y 
del  varón  ala  hembra.  ,.,.-  „„j„, 

D.  Casto  Beltrán,  hijo  mayor  del  ultimo  poseedor, 
entabló  demanda  en  18Sf7  en  súplica  de  que  se  decla- 
rase haberse  hecho  libre  la  mitad  de  los  bienes  de  la 
fundación  en  su  antecesor  y  la  otra  mitad  en  sus 
herederos;  y  se  adjudicasen  á  éstos  reservando  al 
sucesor  inmediato  la  mitad  que  basta  el  fallecimien- 
to del  poseedor  actual  estuvo  vinculada.  Opúsose  el 
abogado  del  Estado  á  estas  pretensiones,  y  estima- 
das en  definitiva,  interpuso  recurso  de  casación  por 
conceptuar  que  el  fallo  infringía:  ,         ,    j      „  j„ 

.1.»  Los  arts.  1.°  al  5."  de  la  ley  desvmouladora  de 
11  de  Octubre  de  1820,  y  la  doctrina  legal  s.ancionada 
en  la  sentencia  de  este  S.  T.  de  10  de  Marzo  de  18^, 
17  de  Diciembre  de  1862,  7  de  Mayo  de  1866,  4  de  No- 
viembre de  1872,  3  de  Octubre  de  1876  27  de  Diciembre 
de  1879 y  otras,  relativas  á  que  las  fundaciones  me- 
ramente benéficas  ó  1»^'!»^,='=  °°/*;'*" 'íí"?,l'ít"V: 
das  en  dicha  ley  desvinculadora  de  11  de  Octubre  de 
1820...;  2.°  La  doctrina  legal,  á  mayor  a,bundamiento 
declarada  en  sentencias  de  este  S.  T.  de  2b  de  Mayo 
de  187.5,  20  de  Marzo  de  1880  y  otras,  de  que  en  mate- 
ria de  fundaciones  y  testamentos  la  voluntad  del 
instituidor  y  las  condiciones  lícitas  y  honestu,s  que 
imponga  son  leyes  supremas  que  deben  respetarse  y 
cumplirse  religiosamente...  El  T.  S.  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso:  „  „„  t.oto 
«Considerando  que  la  capellanía  de  que  se  trata, 
si  bien  contiene  algunas  disposiciones  meramente 
piadosas  es  por  el  patronato  activo  y  pasivo  que  es- 
tablece, y  por  el  orden  de  los  llamamientos  "iia  fun- 


tablece,  y  por  el  oraen  ue  lu»  ii.„u,.^u.*...^~..-  „_„-_- 
dación  establecida  priucipalmente  en  f^vor  y  utili- 
dad de  la  familia  cíe  la  fundadora,  y  ñor  tanto  la 

•1  _1 i;firtn.w1nHíll^<l' 


dad  de  la  lamina  ae  la  lun^.v-..,...,  .,  por  tanto  la 

sentencia  recurrida,  ^l^'-'^lifi^'-l'^'J'' <'X  i^?;^' "^.J 
moria  pia  de  misas  meramente  lega  y  de  patronato 
de  legossuietaa¡P<ií»-í».o»;o  Real  (s,c)  no  inirmgelas 
cláusulas  déla  institución  ni  la  doctrina  estableci- 
da por  este  S.  T.  en  las  sentencias  que  se  .alegan  en 
los  motivos  1.°  y  2."  del  recurso,  ni  menos  los  arts.  1. 
y  5.»  de  la  ley  d^e  U  de  Octubre  de  1820  que  también 
se  invocan.  (Sent.  14  Junio  1890.-(íac.  10  Octubre.) 

Jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  Tribunal 
de  lo  Contencioso-administralivo. 

R  n  S  19  octubre  1S99.  ExceiKión  de  venta  de 
bienes  de  capellanías  familiares  cuyo  carácter  se  ha  apro- 
bado en  vía  contenciosa. 

Tustificado  en  vía  contenciosa  el  carácter  tami- 
liar  de  una  capellanía,  procede  declararla  exenta 
le  la  desamortización,  dejando  sin  f  \<';^t°  J'^^^^eal 
orden  que  negó  esta  solicitud  por  no  haberse  Pjoba- 
So  dicho  carácter  familiar  en  la  vía  gubernativa. 
(Qac.  15  Febrero  1878.) 

K  D  S  Í5  Kovlembre  1S9»  Requisitos  para  que 
lascapellanias  sean  familiares  y  estén  exceptuadas  de  la 
desamortización. 

Para  que  una  capellanía  sea  familiar  «es  necesa- 
rio qu^  &  su  goce  sean  llamadas  exclusivamente  oler- 
ías v  determinadas  familias,  ora  limite  el  tundador 
sSs  uámamieuto  á  determinadas  lineas,  ora  con  la 
denominación  genérica  de  parientes,  ^  "  ?«  «^^;;«"¿ 
tra  ñor  consiguiente,  en  ese  caso,  y  está  sujeta  a 
la  de?aLSrtización,  1¿  capellanía  á  ciiya  provisión 
son  llamados  Tos  naturales  de  un  pueblo  aunque  en 
gi"aldad  de  idoneidad  entre  los  ^"P^'^l^^^f^J'^l?' ^í] 
tiblecido  el  fundador  que  sean  P¿«fe"'^»/  ?^  Pf/. 
rientes.  (R.  D.  S.  25  Noviembre  1879.— Crac,  sueoie- 
ro  1880.) 

R  »  IS  «.V  .*lirll  1890.  Capellanias  sujetas  á  la  ley 
de  desamortización:  Excepciones. 

Se  confirma  una  R.  O.  que  desestimó  la  excepción 
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i.le  los  bienes  de  xiiia  capellanía  fundada  eu  la  parro- 
quia de  Santa  María  de  Trujillo,  con  vista  del  art.S." 
de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1856: 

•  Considerando  que  la  cláusula:  de  fundación  pre- 
sentada en  el  expediente  gubernativo  origen  de  este 
pleito,  dice  expresamente  que  dicha  capellanía,  cu- 
yos bienes  se  reclaman,  sea  servida  por  el  clérigo 
que  designa,  y  después  por  tuto  que  sea  buena  persona, 
de  buena  vida  e  fama,  nombrado  por  la  abadesa  del 
monasterio  de  San  Pedro,  á.  quien  instituye  patro- 
no, y  no  llama  al  patronato  activo  ni  pasivo  cierta 
ni  determinada  familia,  condición  indespensable 
para  que  pudiera  ser  considerada  colativa  familiar 
ó  de  sangre; 

Y  considerando  que  según  el  articulo  citado  de  la 
ley  de  11  de  Julio  de  1856,  conforme  en  este  punto 
con  todas  las  disposiciones  anteriores  y  posteriores 
en  el  particiilar,  sólo  están  excluidas  de  la  desamor- 
tización las  capellanías  colativas  familiares  ó  de 
sangre,  á  cuya  clase  no  pertenece  la  que  se  cuestio- 
na en  el  presente  litigio..  (K.  D.  S.  23  Abril  1880.— 
Gac.  n  Octubre.) 

R.  O.  *8  9lai'ZO  ISS-l  Inadmisión  de  demanda  con- 
tra Beal  o  rden  que  desestimó  excepción. 

La  doctrina  en  que  se  funda  la  inadmisión,  con 
vista  del  art.  15  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1870  y  183 
del  Eeg.  de  31  de  Diciembre  de  1S81,  es  que  la  recla- 
mación de  que  se  comprenda  al  actor  en  los  llama- 
mientos del  fundador,  sólo  puede  ser  resuelta  por 
los  Tribunales  ordinarios;  pero  está  en  su  lugar  la 
pretensión  en  via  gubernativa  de  que  el  Estado  ex- 
ceptvio  los  bienes  de  la  eu.ajenación,  trámite  nece- 
sario para  la  admisión  de  la  demanda  ante  la  juris- 
dicción ordinaria.  (B.  O.  28  Marzo  1881.  —  Gnc.  18 
Abril.) 

K.U.m.  m  Muyo  ISSe.  Excepciones  de  la  áesamor- 
t¡=ación.  Procede  la  incautación  por  el  Estado  de  los  bie- 
nes de  una  capellanía  por  no  haberse  podido  cotejar  la 
escritura  de  fundación  con  el  original,  ni  haberse  justifi- 
cado la  causa  de  la  desaparición  de  éste. 

Propuesta  demanda  por  doña  Damiaua  Guerra 
contra  la  E.  O.  de  31  de  Agosto  de  1883  que  declaró 
iujustiñca^;o  el  expediente  de  excepción  de  una  ca- 
pellanía colativa  familiar,  y  dispuso  la  incautación 
por  el  Estado  de  los  bienes  de  la  fundación,  pedia  la 
demandante  que  fuese  revocada  y  se  declarase  la 
excepción  de  la  venta  de  los  bienes  de  dicha  cape- 
llanía ,  teniendo  por  suficiente  la  documentación 
presentada.  Con  vista  de  los  arts.  S."  de  la  ley  de  11 
de  Julio  de  1856  y  1.°,  7.°  y  17  del  H.  D.  de  12  de  Agos- 
to de  1871,  se  absuelve  á  la  Administraci<in  de  la  de- 
manda considerando  que  la  copia  de  la  escritura 
matriz  no  puede  ser  cotejada  con  su  original  porque 
no  se  hallo  éste  en  el  Archivo  de  protocolos;  que  la 
interesada  no  probó  la  inexistencia  del  protocolo 
del  escribano,  y  que  aun  cuando  practicó  una  in- 
íormaoión  ad  perpetuam,  en  ella  no  se  demostró  la 
inexistencia  de  la  escritura  matriz  de  fundación  de 
la  capellanía.  (R.  D.  S.  16  Mayo  ISiG.—Gac.  25  Agosto.) 

Sent.  8«  Abril  i^oi.  Excepción  de  las  familiares 
colatioas.  ' 

Confirma,  esta  sentencia  la  Eeal  orden  que  denegó 
la  excopoion  de  venta  de  los  bienes  de  una  capella- 
nía en  concepto  de  familiar,  por  no  haber  presenta- 
do el  recurrente  la  escritura  de  fundación  ni  la  re- 
lación de  los  bienes  dótales  de  la  obra,  conforme  al 
?■  .»•  1  R  ?,  Agosto  de  1871.  (Sent.  del  T.  de  lo  O.  A. 
de  22  de  Abril  de  lS91.-Gac.  1."  Octubre.) 

pSt"*'  ','  •*'"^?  ".*?■•  ^"'^  ■contrario  al  anterior. 
Exención  decapellatualaical,  por  haberse  demostrado  la 
dTcrZrZ",Vf'  '"¿.««""'«"S  «rígidos  por  el  citado  Real 
aeci  eto  de  1871. -Plazo  ¡jara  acudir  d  la  vía  contencio- 
sa cuando  el  menor  de  tres  meses  señalado  antes  de  la  leu 
tulga,%!7sta.  '***""  '""^"^  transcurrido  alpro- 

Denegada  en  vía  gubernativa  la  exención  de  ven- 
ta de  los  bienes  dótales  de  cierta  capellanía,  cuyas 
cargas  canónicas  habla  conmutado  D.  Ildefonso 
Arooa,  obteniendo  la  declaración  de  libertad  de  di- 
chos bienes,  acudió  el  interesado  á  la  vía  contencio- 

dosí.n  ll"i  li Y^'íí", '^a"*'''^  '^'^  ^"^  *'•«=*  °^eses  señala- 
«nL  dpl  ^  "^  ^^  de  Septiembre  de  1851S,  aunque  des- 
pués de  los  dos  que  fijaban  las  disposiciones  ante- 
aunén/F'i"fi  "°1  '^^'''■\'i  espirado  al  promulgarse 
aquélla.  El  hsoal  opuso  la  excepción  de  mcompeten- 

révnc«"íl^  ÍJ"  A  °"'''  y  "}  Tribunal  la  desestima  y 
revoca  la  E.  O.  impugnada: 

«Conslderando^^que....   no  habiendo   transcurrido 


^■^A^i  Pl-'^^'^  V^ra,  que  el  demandante  pudiera  acu- 
dir á  la  vía  contenciosa  cuando  se  publicó  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888,  ese  plazo  quedó  virtual- 
meute  prorrogado  hasta  los  tres  meses  que  la  referi- 
da ley  señala: 

Considerando:  respecto  al  fondo,  que  en  el  expe- 
diente gubernativo  aparecen  presentados  por  el  so- 
licitante todos  los  documentos  exigidos  por  el  ar- 
ticulo 2."  del  E.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871,  é  igual- 
mente aparece  suplida  la  falta  de  la  escritura  lie 
fundación,  eu  la  forma  prevenida  por  el  art.  5.°  de 
dicho  R.  D.: 

Considerando  :  que  de  los  documentos  presentas, 
dos  se  deduce,  sin  duda  alguna  racional,  el  entron- 
que del  reclamante  con  los  fundadores.»  (Sent.  11 
Mayo  1891.— Gac.  10  Octubre,  p.  laS.) 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCIÓN  DE   LOS  REGISTROS 

Resol.  lO  Folirero  IS95  Venta  á  censo  reservati- 
vo de  finca xierteneciente  á  la  dotación  de  capellanía:  Su 
inscripción  en  el  Registro. 

Promovido  por  D.  Enrique  lUona  recurso  guber- 
nativo contra  la  negativa  del  registrador  de  la  pro- 
piedad de  Sevilla  á  inscribir  una  escritura  de  venta 
á  censo  reservativo,  de  casa  perteneciente  á  la  dota- 
ción de  cierta  capellanía,  hecha  con  autorización 
del  diocesano  en  pública  subasta,  la  Dirección  gene- 
ral, revocando  la  negativa,  declara  inscribible  la  es- 
critura sin  necesidad  de  que  se  acompañe  la  decla- 
ración ministerial  jírevenida  en  el  E.  D.  de  12  de 
Agosto  de  1871. 

Los  fundamentos  de  esta  resolución  son: 

«Vistos  el  art.  4.°  del  Convenio-ley  de  21  de  Junio 
de  1867;  el  10  de  la  instrucción  concordada  de  25  del 
propio  mes  y  año;  la  ley  7."-,  tit.  XIX,  lib.  III  de  la 
Nov.  Eec;  los  arts.  65  de  la  ley  hipotecaria,  57  y  210 
del  reglamento  general  dictado  para  su  ejecución; 
el  R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871  y  el  de  22  Agosto  1871: 

Que  la  finca  de  cuya  inscrliiclón  se  trata  pertene- 
ce á  la  capellanía:  que  esta  continúa  subsistente  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  del  Convenio  de 
1867;  que  el  capellán,  como  el  diocesano,  están  en  el 
deber,  en  concepto  de  administradores,  de  proponer 
y  acordar  las  medidas  más  convenientes  para  la  con- 
servación de  la  finca  que  se  hallaba  en  ruina,  según 
declaraciones  periciales;  que  el  medio  empleado  es 
el  establecido  por  la  ley  7.°-,  tit.  XIX,  lib.  III,  Noví- 
sima Recopilación,  sobre  solares  yermos.  Y  que  de 
todo  96  deduce  que  la  verdadera  naturaleza  de  la 
constitución  del  censo  reservativo,  es  la  de  un  acto 
de  administración  autorizado  por  las  leyes  y  por  la 
práctica,  al  cual  no  pueden  ser  aplicables  las  dispo- 
siciones del  R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871,  porque  la 
necesidad  de  la  previa  declaración  ministerial  sólo 
comprende  aquellos  actos  en  virtud  de  los  cuales  la 
Iglesia  transmite  á  los  particulares  en  concepto  de 
libres,  bienes  que  tienen  el  carácter  de  eclesiásticos 
y  que  por  este  titulo  podían  corresponder  al  Estado, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  desamortización.»  (Reso- 
lución 10  Febrero  1875.— Gac.  9  Marzo.) 

RcMol.  30  Octubre  1^95,  Competencia  de  los  pre- 
lados diocesanos  para  redimir  cargas  eclesiásticas  sobre 
bienes  raíces  de  propiedad  particular  á  favor  de  capella- 
7iías...  y  capacidad  de  sus  delegados  para  otorgar  lases- 
crituras  de  redención. 

En  el  siglo  svii,  doña  Melchora  Bra«o,  instituyó 
una  capellanía  perpetua  de  misas  en  Granada,  do- 
tándola con  una  casa  sita  en  la  calle  de  San  Antón; 
nombró  caxiellán  á  D.  Ambrosio  Garrido,  y  para  des- 
pués de  su  muerte,  á  cualquier  deudo  de  la  funda- 
dora que  viviere  en  la  ciudad  y  fuera  clérigo  de  misa, 
y  en  defecto  de  deudo  facultó  al  patrono  para  elegir 
capellán,  designando  como  primer  patrono  á  D.  Pe- 
dro Romero,  autorizándole  para  nombrar  los  que  le 
pareciese  llamados  á  sucederle. 

Muerto  D.  Laureano  de  Mora,  capellán  de  la  fun- 
dación, su  heredera  doña  Teresa  Martínez,  usufruc- 
tuaria de  la  casa,  otorgó  escritura  pública  en  1874 
en  unión  con  el  delegado  de  capellanías  y  memo- 
rias pías  del  Arzobispado;  en  cuyo  documento  el 
delegado,  á  nombre  del  arzobispo,  dio  por  redimi- 
do un  censo  de  3.500  pesetas  de  capital  y  105  de  rédi- 
tos anuos,  que  en  favor  de  la  capellanía  se  hallaba 
impuesto  sobre  la  finca,  mediante  haberse  verificado 
el  abono  de  capital  y  réditos  con  arreglo  al  art.  19  de 
la  Inst.  de  25  do  Junio  de  1867,  declarando  nulas  y 
canceladas  las  escrituras  de  imposición  y  reconoci- 
miento, y  debiendo  también  cancelarse  las  inscrip- 
ciones del  Registro,  para  que  en  todo  tiempo  cons- 
tara su  invalidación. 
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Presentado  el  documento  en  el  Begistro  de  la  pro- 
piedad, fué  denegada  su  inscripción  *por  no  tener 
capacidad  civil  la  persona  jurídica  qiie  otorga  la  re- 
dención». El  Rvdo.  Arzobispo  impugnó  gubernativa- 
mente la  anterior  calificación,  que  sostuvo  el  regis- 
trador alegando  que  ni  la  ley  de  24  de  Junio  de  18137, 
ni  la  Inst.  del  25,  ni  la  R.  O.  de  18  de  Abril  de  lb68,  fa- 
cultaban á  la  autoridad  eclesiástica  para  otorgar 
las  redenciones,  lo  cual  corresx>onde  al  Estado.  Con- 
firmada la  negativa  por  el  presidente  de  la  Audien- 
cia, apeló  el  prelado  ante  la  Dirección  general,  que 
resuelve  en  los  siguientes  términos: 
«.«Vistos  los  arts.  7.°,  8.°,  18  y  23  del  Convenio-ley  de 
24  de  Junio  de  1867;  S.'',  20,28  y  40  de  la  instrucción 
concordada  de  25  del  propio  mes  y  año: 

Vista  la  E.  O.  de  18  de  Abril  de  1868,  dictada  con  in- 
teligencia del  M  R.  Cardenal  pro-niTncio  de  Su  San- 
tidad, en  que  se  dispuso...  (Véase  en  su  iugftr.) 

Considerando  que  la  iinica  cuestión  suscitada  en 
el  presente  recurso  gubernativo  consiste  en  resolver 
silos  diocesanos  tienen  capacidad  con  arreglo  á,  la 
legislación  vigente  para  otorgar  la  redención  de  los 
censos  impuestos  sobre,  bienes  raíces  de  dominio 
particular  á  favor  de  capellanías,  celebración  de 
misas,  aniversarios  y  otras  fundaciones  religiosas: 
Considerando  qiie,  según  la  doctrina  clara  y  ter- 
minante de  los  arts.  7.^  y  8.'^  del  Convenio-ley,  los 
poseedores  de  bienes  de  dominio  particular  exclusivo 
gravados  con  cargas  eclesiásticas  gozan  de  la  facul- 
tad de  solicitar  la  redención  de  los  mismos  del  res- 
pectivo diocesano,  el  cxial,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  20  de  la  expresada  instrucción,  debe  librar, 
verificado  el  pago,  el  corres^Jondiente  documento  á 
los  interesados  para  que  se  cancele  la  hipoteca  cons- 
tituida sobre  los  bienes  y  queden  éstos  libres  de  ella: 
Considerando  que,  conforme  á  lo  declarado  en  el 
art.  5.**  de  la  instrucción  concordada,  se  entienden 
poi*  cargas  de  carácter  puramente  eclesiástico  para 
los  efectos  del  Convenio-ley,  íoíío  í/rai'ame»  impuesto 
sobre  bienes,  de  cualquier  clase  que  sea,  para  la  ce- 
lebración de  misas,  aniversarios,  festividades,  y  en 
general  para  actos  religiosos  ó  de  devoción  en  igle- 
sia, santuario,  capilla,  oratorio  y  en  ciialquier  otro 
puesto  público: 

Considerando  que  otra  de  las  formas  con  que  apa- 
recen impuestas  las  cargas  eclesiásticas  sobre  bienes 
de  dominio  particular  á  favor  de  capellanías,  memo- 
rias de  misas  y  demás  fimdaciones  análogas,  es  la  de 
censos  constitviídos  sobre  dichos  bienes,  cuyas  pen- 
siones anuales  se  invierten  en  la  celebración  de  los 
actos  religiosos,  por  lo  cual  es  evidente  q\ie  dichos 
censos  tienen  el  carácter  de  verdaderas  cargas  ecle- 
siásticas comprendidas  en  las  disposiciones  del  Con- 
venio-ley de  1867: 

Considerando  que  por  no  ser  bastante  claro  y  ex- 
plícito este  ultimo  acerca  de  si  dichos  censos  ó  gra- 
vámenes conocidamente  afectos  á  cargas  eclesiás- 
ticas estaban  incluidos  ó  no  en  el  beneficio  de  la  re- 
dención que  los  prelados  podían  otorgar  á  los  po- 
seedores de  bienes  de  dominio  particular  con  arreglo 
al  mismo  convenio,  y  para  evitar  las  dudas  que  el 
texto  literal  de  sus  disposiciones  pudiese  suscitar,  se 
declaró  por  R.  O.,  dictada  en  18  de  Abril  de  1S68,  con 
inteligencia  del  M.  R.  Cardenal  pro-nuncio  de  Su  San- 
tidad y  á  consulta  del  gobernador  eclesiástico  de 
Solsona,  que  los  mencionados  censos  y  xtensiones  co- 
nocidamente.afectas  á  cargas  eclesiásticas,  como 
celebración  de  misas,  aniversarios  y  otras  funciones 
religiosas,  están  sujetos  á  la  redención  concedida 
por  el  expresado  Convenio-ley  á  ios  poseedores  de 
los  bienes  gravados  con  ellos: 

Considerando  que  al  suponer  el  registrador  de  Gra- 
nada que  la  disposición  contenida  en  la  citada  Real 
orden  se  limita  á  declarar  que  los  referidos  censos 
son  rediniibles,  desconoce  los  antecedentes  que  la 
motivaron,  las  dudas  que  se  proponía  resolver,  y 
sobre  todo  el  haberse  dictado,  como  dice  el  texto  de 
ella,  en  vista  de  las  consultas  elevadas  á  este  Minis- 
terio respecto  de  la  inteligencia  de  algunos  puntos  del 
Convenio-ley  de  24  de  Junio  de  1867  sobre  capellanías... 
Considerando  que  refiriéndose  la  escritura  ciiya 
inscrii^ción  se  ha  denegado  á  un  censo  impuesto 
sobre  una  casa  de  la  propiedad  particxtlar  de  doña 
Teresa  Martínez  á  favor  de  la  capellanía  de  misas 
fundada  por  doña  Melchora  Bravo,  servidera  actiial- 
mente  en  la  iglesia  parroquial  de  N\iestra  Señora  de 
las  Angustias  de  la  misma  ciudad,  es  incuestionable 
la  competencia  del  diocesano  para  conceder  la  re- 
dención de  dicho  censo  con  arreglo  á  las  formalida- 
des del  Convenio-ley,  y  por  consiguiente  la  capaci- 
dad del  delegado  especial  de  aquella  autoridad  su- 


perior eclesiástica  para  otorgar  la  correspondiente 
escritura  de  redención  y  cancelación: 

...Esta  Dirección  general  ha  resuelto  que  ha  lugar 
al  recurso  gubernativo  promovido  por  el  M.  R.  Ar- 
zobispo de  Granada,  y,  con  revocación  de  la  provi- 
dencia apelada,  dejar  sin  efecto  la  calificaciónqne 
el  registrador  de  Granada  ha  hecho  de  la  capacidad 
de  la  porsona  jurídica  que  ha  otorgado  la  escritura 
de  redención  del  censo  impuesto  sobre  la  menciona- 
da casa  á  favor  de  la  capellanía  de  misas  fundada 
por  doña  Melchora  Bravo;  declarando  en  su  conse- 
ciiencia  que  el  M.  R.  Arzobispo  de  dicha  diócesis 
tiene  competencia  para  conceder  la  redención  de 
dicho  censo  con  arreglo  al  Convenio-lej'^  de  24  de  Ju- 
nio de  3867,  y  que  el  delegado  especial  de  dicha  au- 
toridad reúne  la  capacidad  jurídica  necesaria  para 
otorgar  la  mencionada  escritura.  Lo  que  comunico 
á  V.  I.,  etc.— Madrid  30  de  Octubre  de  1875.»  (Gac.  21 
Noviembre.) 

Resol.  f«  Enero  iSiSÍ.  Inscripción  de  certifica- 
ción posesoria  de  fincas  pertenecientes  á  la  dotación  de 
una  cap>ellania. 

Seguido  expediente  en  el  Tribunal  del  Provisora- 
to  de  Sevilla  sobre  expropiación,  en  beneficio  de  la 
Empresa  del  ferrocarril  de  Sevilla  á  Huelva,  de  una 
parcela  segregada  de  cierta  suerte  de  tierra  perte- 
neciente á  la  capellanía  fundada  en  la  iglesia  pa- 
rroquial de  Villarroz  por  D.  Juan  Domínguez  de 
Mora,  se  accedió  á  la  enajenación  forzosa  conce- 
diéndose licencia  para  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura de  venta  á  favor  de  dicha  Empresa,  y  expidién- 
dose certificación  posesoria  por  el  Provisorato,  con- 
forme al  art.  8.°  del  R.  D.  de  11  de  Noviembre  de  1864, 
para  que  pudiera  inscribirse  la  finca  á  nombre  de  la 
capellanía  en  el  Registro  de  Moguer.  Presentada  la 
certificación  al  registrador,  fué  devuelta  sin  resul- 
tado «porque  si  es  colativa  familiar  la  capellanía  á 
que  pertenecen  las  fincas,  han  debido  ser  adjudica- 
das á  los  parientes  del  fundador,  y  si  no  s\ts  bienes 
dótales  están  sujetos  á  desamortización  y,  por  lo 
tanto,  el  Estado  ha  debido  incautarse  de  ellos». 

Promovido  recurso  gubernativo,  es  resuelto  en  úl- 
tima alzada  por  la  Dirección  en  estos  términos: 

«Vistos  los  arts.  13  del  R.  D.  de  11  de  Noviembre 
de  1864  y  4.°  del  d  27  de  Julio  de  1868,  y  el  R.  D.  de 
27  de  Julio  de  1868: 

Visto  el  art.  4.^*  del  Convenio-ley  de  24  de  Junio  de 
1867  y  el  40  de  la  Inst.  del  mismo  mes  y  año: 

Vistas  las  resoluciones  de  16  de  Marzo  de  1864  y  29 
de  Octubre  de  1878: 

Considerando  que  el  presente  recurso  no  versa  so- 
bre si  es  inscribible  la  adquisición  hecha  por  la 
Compañía  concesionaria  de  la  linea  de  Sevilla  á 
Huelva  de  dos  trozos  de  tierra  sitos  en  el  término  de 
Villarrasa,  sino  acerca  de  si  es  inscribible  la  certifi- 
cación posesoria  librada  por  el  Piovisorato  de  la 
diócesis  de  Sevilla  de  que  dichas  fincas  pertenecen 
á  la  capellanía  fundada  por  D.  Juan  Domínguez 
de  Mora: 

Considerando  que  por  el  art.  4."  del  Convenio  de 
24  de  Junio  de  1867  se  declaran  subsistentes  las  cape- 
llanías de  sangre  cuyos  bienes  no  hubiesen  sido  re- 
clamados á  la  publicación  del  R.  D.  de  28  de  Noviem- 
bre de  1856,  y  por  el  art.  40  de  la  lust,  de  25  de  aquel 
mes  y  año  se  dispone  que  hasta  que  se  conmuten  di- 
chos bienes  se  administren  por  los  capellanes  ó  per- 
sonas á  quienes  corresponda  por  la  fundación; 

Considerando  que  los  arts.  13  del  R.  D.  de  11  de 
Noviembre  de  1864  y  4.<*  del  de  17  de  Julio  de  1868  dis- 
ponen como  regla  general  que  los  bienes  que  posea 
ó  administre  el  clero  pueden  ser  inscritos  presentan- 
do la  oportuna  certificación  del  diocesano: 

Considerando  que  el  registrador  de  la  propiedad 
de  Moguer  no  puede  apreciar  por  los  datos  que  su- 
ministra el  mismo  certificado,  únicos  en  que  ha_  de 
basar  su  calificación,  si  es  verdadera  posesión  civil 
la  que  tiene  el  clero  sobre  dichas  fincas,  esto  es,  si  po- 
see con  buena  fe  creyéndose  con  derecho  para  ello: 
Considerando  que  las  certificaciones  posesorias 
que~en  estos  casos  sustituyen  á  las  informaciones, 
sólo  acreditan  el  hecho  de  la  posesión,  sin  que,  por 
lo  tanto,  sea  arbitro  el  registrador  de  decidir  sobre 
la  legalidad  de  ella,  según  se  infiere  de  la  doctrina 
sentada  en  las  resoluciones  de  16  de  Marzo  de  1864y 
29  de  Octubre  de  1878: 

Considerando  que  las  demás  razones  alegadas  por 
el  registrador  de  si  la  capellanía  á  que  los  bienes 
pertenecen  es  ó  no  de  sangre,  y  si  para  inscribir  la- 
venta  es  necesario  que  conste  la  orden  ministerial 
declarando  estar  comprendidas  las  fincas  en  la  ex- 
cepción del  art.  3."  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  185b, 


CAPELLANÍAS... ■  (Jurüp.  Besáis,  de  la  Dirección.) 


segnn  lo  dispuesto  por  el  decreto  de  12  de  Agosto  de 
1871,  son  cuestiones  que  atañen  á  la  validez  y  efica- 
cia de  la  enajenación  de  dichos  bienes,  mas  no  al 
hecho  de  poseerlos  y  administrarlos  el  clero,  que  es 
precisamente  de  lo  que  se  trata; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la 
providencia  apelada,  y  en  su  virtud  declarar  que  es 
inscribible  la  certificación  posesoria  expedida  por  el 
Provisorato  de  Sevilla  respecto  á  los  dos  trozos  de 
tierra  que  en  la  misma  se  comprenden,  pertenecien- 
tes A  la  dotación  de  la  capellanía  fundada  por  don 
Juan  Domínguez  de  Mora,  mediante  nueva  presen- 
tación de  dicho  documento  en  el  Registro  déla  pro- 
S'%'1?¿  '^t?^"?"'''''  ^°  1»e,  etc.-Madrid  16  de  Enero 
de  1*2.— El  Director  general,  Feliciano  E.  de  Aie- 
llano.- (Gac.  lij  Febrero.)  ^  -^-.e 

Resol.  »  Oetnhre  f*»S5.  Subrogación  de  los  bieties 
afectos  a  un  censo  constituido  para  el  servicio  de  una  ca- 
iíellania. 

El  fiscal  eclesiástico  del  Obispado  de  Córdoba  ven- 
dió A  censo  reservativo  cuatro  fincas  propias  de  oa- 
pell.-inias  colativas,  inscribiéndose  la  venta  á,  nom- 
bre de  los  compradores  y  el  censo  A  favor  de  las  ca- 
pellanias.  Aquéllos  convinieron  con  el  fiscal  ecle- 
siástico y  con  D.  Hafael  Sánchez  Cobo  en  que  los 
cuatro  capitales  del  censo  se  impondrían  sobre  una 
casa  de  la  propiedad  del  último,  y  que  las  fincas  an- 
tes atectas  á  los  gravámenes  quedarían  libres  de  los 
mismos;  cancelándose  las  inscripciones  en  que  ana- 
recian  constituidos.  Formalizados  y  llevados  á  efec- 
to estos  acuerdos  en  diferentes  escrituras  públicas, 
iueron  presentadas  éstas  al  registrador  de  Posadas 
que  suspendió  las  cancelaciones  solicitadas,  por  no 
acreditarse  que  las  fincas  gravadas  con  elBcenso 
como  procedentes  de  capellanías,  estuvieran^xoep- 
tuadas  de  la  desamortización.  Recurrida  gubernati- 
vamente la  anterior  calificación,  confirmada  por  el 
juez  delegado  y  revocada  por  el  presidente  de  la 
Audiencia  de  SevilLa,  apeló  el  registrador  para  ante 
la  Dirección  general,  que  resuelve  en  los  siguientes 
términos:  * 

d»  *?,*"  1''^  ^;  °;  'llí-,°  ^^  ^g<"^to  '^'^  1«71.  el  decreto 
f  '-J?,é^g°^t<'  de  187i  y  la  resolución  de  10  de  Febre- 

Considerando  que  es  doctrina  admitida  por  e«ta 
Dirección  la  de  que  la  .autoridad  eclesiástica  puede 
vender  acenso  reservativo  fincas  pertenecientes  á 
capellanías  colativas,  .sin  que  para  la  validez  de  ta- 
les contratos  se  requiera  la  declaración  ministerial 
prevenida  en  el  R.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871- 

Considerando  que  mediante  tales  ventas  deian  de 
ser  las  fincas  las  que  forman  la  dotación  de  la  cape- 
Uania,  pasando  á  subvenir  á  las  cargas  de  la  misma 
las  pensiones  del  censo,  lo  cual  prueba  que  éste  y  no 
la  finca  viene  sujeto  en  adelante  á  la  amortización: 

l«u.'t^J:^'^A°  T"!^  ''•",  "^"^  '■•■^^"'^  se  estima  legal 
la  innovación  introducida  sin  el  concurso  de  la  au- 
toridad civil  no  obstante  haberse  subrogado  un  de- 
recho en  e  lugar  de  una  finca,  no  hay  razón  que 
abone  un  diferente  criterio  para  juzgar  el  acto  en 

?mí,'í.,;2?'t'^  "%  "'"?"  ^^'  «^■'■^s  1^*='^^  á  censo  y  se 
impone  éste  sobre  otro  inmueble,  ya  que  en  semejan- 
te contrato  no  hay  en  puridad  más  que  una  subro- 
!fa';feYa^a^Ít:'erfo?°""^*^  la  gravedad  é  importan- 
Considerando  que  no  es  obstáculo  á  esta  doctrina 
lo  dispuesto  en  el  E.  D.  de  12  de  Agosto  de  1871  unes 
aunque  éste  trata  también  de  conmutación  de  Me^ 
nes  se  concreta  á  exigir  la  previa  declaración  mi- 
msterial  cuando  aquélla  recae  sobre  bienes    nmne- 

íitJ'-*''"'"'  ''"  \''  ^'""^^'  y  ™  precepto,  sobr^ser 
taxativo,  no  puede  ser  aplicable  á  un  caso  como  el 
aotiial  en  que  no  se  trata  de  desamortizar  un  in' 
mueble,  smo  de  mantener  á  un  derecho  real  sn  ¿a- 
btfqne'r^ca ':'*'""'  '^"''"'^''^°  ^-P«o  la  finca  so- 

1«";;;^''*5  Dirección  general  ha  acordado  confirmar 
la  providencia  apelada  y  declarar  inscribibles  los 
documentos  presentados,  previa  la  presentación  di 

tado  ha  sucedulo  en  los  derechos  de  las  mismas. 

nom¿rrdelVs''/ñTo''''  Í?'^".°Í?  '^'^  ^^'^  Sebastián,  á 
sindico  Mi  í\s*"''l°'  y  D-  José  Manuel  Franconi,  como 
g^ug=^^— -;:-e  ^doña  Josefa 

&'Srí-^u;^rorpri\°;riii- 
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teasu  á,  favor  del  convento  de  monjas  de  Zarauz 
i™  J^a^St  ííia^rt!'^  '''  '''  '"^■^''"-  fundadasTo^^ 


-  j —  .,.  iactjniiu  jj,.riv  la,  reuencion  de  careas 

de  esta  clase  que  se  hallan  excluidas  de  los  efectos 
de  las  leyes  de  desamortización,  y  la  cual  compete 
al  respectivo  diocesano,  según  lo  dispuesto  en  los  ar^ 
íiS^'lo'*^"  y  8.°  del  ponvenio-ley  de  24  de  }?,¿io  "e 
d^daVeí  ;.^  f  siguientes  de  la  instrucción  eoncor- 
dada  del  25  del  mismo  mes». 

Inpugnada  la  anterior  calificación  en  recurso  en- 
bernativo  á  nombre  del  Estado,  confirmada  por  el 
juez  delegado  y  revocada  por  el  presidente  de  la  An' 
diencia  dj  Pamplona,  apeló  el  registrador  á  la  Di- 
rección general,  que  resuelve  asi:  »  la  x.i 

■  Visto  el  art.  82  de  la  ley  hipotecaria: 

u„»  f„^á?'''''°x"  1".^  PJ'.''/'  I"*»  P"<"la  ser  cancelada 
una  inscripción  extendida  en  virtud  de  escritura  pú- 
blica es  indispensable,  según  lo  dispuesto  en  el  cita- 
do articulo,  que  consienta  en  ello  la  persona  á  cuyo 
favor  está  aquélla  hecha,  ó  su  causahabiente  ó  re- 
presentante legitimo: 

Considerando  que  tenga  ó  no  competencia  el  Es- 
tado par.a  acordar  la  redención  del  censo  de  que  se 
trata,  es  lo  cierto  que  éste  está  inscrito  á  favor  de 
las  memorias  de  la  obra  pia  instituida  por  D.  Juan 
ftfcí,ü'"',  '  *'  l"'''f  I'-'"  f^  ¡^^■f'O.do  se  le  conceptúe  con 
íacultadespara  hacerla  redención,  es  indispensable 
que  acredite  que  legalmente  representa  á  la  obra 
pía,  lo  cualno  consta  de  los  documentos  presentados; 

üsta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la 
providencia  apelada  y  declarar  que  no  es  inscribible 
la  escritura  de  redención  por  el  defecto  de  estar  ins- 
crito el  censo  á  favor  de  la  obra  pia  y  no  haber  acre- 
ditado el  Estado  .su  derecho  al  mismo  censo.»  (Reso- 
lución 13  Octubre  1885.-Gac.  11  Diciembre.) 

—Otro  caso  exactamente  igual  al  anterior  en  reso- 
lución de  ■»  Wovlcniiire  t*»»&  confirmando  la  nega- 
tiva del  registrador  de  Pamplona  á  cancelar  cierto 
censo  constituido  á  iavor  de  una  obra  pia  y  redimi- 
do por  el  E.stado  sin  acreditarse  que  éste  represen- 
te los  derechos  de  la  fundación.  (Gac.  28  Enero  1880.) 

Bosol.  S  Marzo  1888.  Es  inscribible  la  posesión 
de  fincas  a  favor  de  una  capellanía  y  la  enajenación  de 
las  mismas  a  nombre  de  la  fundación  verificada  en  expe- 
diente admmistrativo  de  apremio  por  el  nopaqo  de  la  con- 
tribución á  que  están  afectas. 

En  expedientes  administrativos  de  apremio  por 
débitos  de  la  contribución  territorial,  fueron  em- 
bargadas varias  fincas  pertenecientes  á  la  capella- 
nía de  Nuestra  Señora  de  Pajares  y  enajenadas  á 
D.  Eustaquio  de  la  Torre  por  los  alcaldes  de  los 
pueblos  en  que  estaban  situadas:  mas  como  resul- 
tara que  los  inmuebles  no  se  hallaban  inscritos  á 
Iavor  de  la  fundación,  se  practicaron  informacio- 
nes posesorias  ante  los  Juzgados  municipales  com- 
petentes, ordenándose  en  definitiva  la  inscripción 
de  la  posesión  á  favor  de  la  capellanía.  El  registra- 
dor de  Peñafiel  denegó  la  inscripción  de  las  infor- 
maciones posesorias  y  de  las  escrituras  de  venta  á 
iavor  de  los  rematantes,  fundándose  en  que  los  bie- 
nes de  las  capellanías  se  consideran  espiritualizados 
y.í'jera  del  comercio  de  los  hombres,  y  no  son  inscri- 
bibles sino  en  ciertos  casos,  entre  los  cuales  no  figu- 
ra la  venta  para  el  pago  de  impuestos;  en  que  la  in- 
formación posesoria  no  es  suficiente  á  los  efectos  del 
artículo  20  de  la  ley  hipotecaria,  y  en  que  no  resul- 
taba haberse  requerido  al  patrono  de  la  capellanía 
para  el  otorgamiento  de  las  escrituras  de  venta.  Don 
Eustaquio  de  la  Torre  impugnó  gubernativamente 
la  anterior  calificación,  que  fué  revocada  por  el  juez 
delegado  y  mantenida  por  el  presidente  de  la  Au- 
diencia de  Valladolid;  contra  cuya  providencia  ape- 
ló el  registrador  á  la  Dirección  general...  que  resuel- 
ve en  los  siguientes  términos: 

•  Vistos  los  arts.397  y  siguientes  de  la  ley  hipote- 
caria y  sus  concordantes  del  reglamento: 

Considerando  respecto  de  la  inscripción  de  pose- 
sión á  favor  de  la  capellanía  de  Nuestra  Señora  de 
Pajares,  que  no  advirtiéndose  en  el  expediente  falta 
alguna  que  afecte  á  su  validez,  es  indeclinable  en  el 
registrador  el  deber  de  practicarla,  salvo  el  caso 
previsto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  402  de  la  lev 
hipotecaria: 

...Considerando  en  cuanto  á  la  escritura  de  venta 
que  por  no  haber  hoy  excepción  alguna  que  exima 
á  las  capellanías  del  pago  de  la  contribución  terri- 
torial por  los  inmuebles  pertenecientes  á  la»  mismas, 
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capellanías. 


es  indiscntilüe  el  derecho  del  Estado  á,  enajenarlos 
por  falta  de  pago  de  aqnólla: 

Considerando  qiae  del  expediente  de  apremio  apa- 
rece que  el  patrono  do  la  capellanía  fué  requerido 
en  la  forma  que  previene  la  Inst.  de  3  do  Diciembre 
de  1869  para  que  concurriese  al  otorgamiento  de  la 
escritura  do  venta,  por  lo  que  es  índiscxitible  la  ca- 
pacidad legal  del  alcalde  para  hacerlo  en  su  nombre 
y  rebeldia; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la 
providencia  apelada  y  la  nota  del  registrador  y  de- 
clarar inscribible  la  escritura  de  venta,  previa  ins- 
cripción de  la  posesión  á  favor  de  la  capellanía,  en 
la  cual  se  hará,  constar  el  carácter  interino  de  dicha 
posesión..  (Resol.  8  Marzo  1888.— Gac.  22  Abril.) 


Al  principio  de  este  articulo  dejamos^ya  de- 
fluidas  las  capellanias  colativas,  las  laicales, 
las  memorias  de  misas,  legados  píos,  etc.  *. 
Hemos  compilado  después  la  ley  de  29  de  Ju- 
uio  de  1821,  cuyo  art.  4."  dispuso  que  volvie- 
ran á  las  familias  los  bienes  de  las  capellaulas 
ó  beneficios  de  patronatos  pasivos  de  saug're, 
muertos  sus  poseedores  -;  la  de  19  d_e  Ag-osto 
de  1841,  sobre  adjudicación,  en  concepto  de 
libres,  de  los  bienes  de  capellanias  colativas 
familiares;  el  R.  D.  de  30  de  Abril  de  1852  de- 
clarando derogada  la  ley  de  1841;  el  R.  D.  de 
6  de  Febrero  de  1855  declarando  de  nuevo  en 
su  fuerza  y  vig'or  la  ley  citada;  la  ley  de  15  de 
.Junio  de  185G  aclaratoria  de  la  anterior;  el 
R.  D.  de  28  de  Noviembre  del  mismo  año,  sus- 
pendiendo de  nuevo  los  efectos  del  de  6  de  Fe- 
brero de  1855;  la  ley  de  24  de  Junio  de  1867 
que  contiene  el  Convenio  con  la  Santa  Sede, 
sobre  arreglo  definitivo  de  las  capellanías  co- 
lativas de  sang're  y  otras  fundaciones  piado- 
sas de  la  misma  índole,  y  la  lust.  de  25  del 
mismo  mes,  acordada,  en  todo  lo  procedente, 
con  el  M.  R.  Nuncio  apostólico,  para  la  ejecu- 
ción del  Convenio.  De  todas  ellas,  resulta  que 
la  última  ley  citada  ha  venido  á  poner  término 
il  la  situación  anómala  en  que  estaba  el  asun- 
to de  capellanías,  creando  otra  en  que  se  to- 
man ten  cuenta  las  fases  distintas  por  que  ha 
pa.sado  desde  el  19  de  Agosto  de  1841. 

Hay,  pues,  según  el  Convenio-ley  de  24  de 
Junio  de  1867,  capellanías  extinguidas  y  cape- 
llanías que  se  declaran  subsistentes. 


>  Como  hemos  dicho,  las  capellanias  colativas  fami- 
liares se  rii/en  por  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1S41,  el 
Convenio  con  la  Santa  Sede  ó  ley  de  24  de  Junio  de  1S07, 
y  demás  disposiciones  insertas. 

A  las  capell.anías  no  familiares  son  de  lleno  aplica- 
tiles  las  disposiciones  sobre  bienes  del  clero  contenidas  en 
el  articulo  Desamortización. 

Las  capellanías  laicales  ó  patronatos  de  legos,  se  ri- 
gen por  la  ley  de  11  de  Octubre  de  IS20  (V.  Mayo'bazgos), 
según  la  letra  y  espíritu  de  la  ley  de  1.1  de  Agosto  de  ÍK41, 
la  aclaración  del  art.  6."  de  la  de  14  de  Junio  de  185e,  y 
la  Jurisprudencia,  principalmente  los  fallos  de  30  3íarso 
ises,  10  Abril,  28  Septiembre  y  15  Diciembre  1S69,  20 
Enero  1870,4  Octubre  y  27  Enero  1872  y  4  Julio  1873,  que 
quedan  insertos. 

2  Las  sentencias  de  22  de  Junio  de  18S0  y  23  de  Mayo 
de  1864,  resuelven  cuestiones  sobre  las  particiones  y  pose- 
sión de  bienes  de  capellanías  vacantes  por  virtud  de  la  ley 
de  29  de  Junio  de  1821, 


Se  consideran  completamente  extinguidas 
aquellas  cuyos  bienes  hayan  sido  ó  fuesen  ad- 
judicados por  los  Tribunales  k  las  familias, 
estando  pendiente  su  adjudicación,  reclamada 
antes  de  17  de  Octubre  de  1851  y  desde  el  Real 
decreto  de  30  de  Abril  de  1852  hasta  el  28  de 
Noviembre  de  1856.  Desapareciendo  aquí  la 
colectividad  de  bienes  de  la  fundación,  deja 
consiguientemente  de  existir  el  patronato  fa- 
miliar, quedando  las  familias  á  quienes  se  ha- 
yan adjudicado  ó  se  adjudicaren  los  bienes, 
obligadas  á  la  redención  de  las  cargas  como 
se  previene,  según  los  casos,  en  los  arts.  1.°, 
2.",  5.°,  6.°,  14  y  otros  de  la  \&y  ó  Convenio,  y 
5.°,  6.°,  7.°,  15  y  siguientes  de  la  instrucción. 

Se  declaran  subsistentes,  si  bien  con  suje- 
ción á  las  disposiciones  del  Convenio,  las  ca- 
pellanías cuyos  bienes  no  hubieren  sido  recla- 
mados á  la  publicación  del  R.  D.  de  28  de  No- 
viembre de  1856,  y  sobre  las  cuales,  por  con- 
siguiente, no  pende  juicio  en  los  Tribunales. 
No  quiere  decir  esto  que  continuaran  amorti- 
zados los  bienes  raíces  que  las  constituían, 
sino  sólo  que  subsistirán  las  capellanías  y  el 
patronato  correspondiente,  convirtiéndose  el 
producto  de  los  bienes,  salva  la  parte  ó  por- 
ción que  se  reserva  á  las  familias,  en  inscrip- 
ciones intransferibles  de  la  Deuda  del  Estado, 
todo  con  arreglo  á  los  arts.  4.°,  12,  .30  y  si- 
guientes de  la  instrucción. 

Entre  las  capellanias  que  quedan  subsisten- 
tes, distingue  la  ley  de  18G7,  las  congruas  ó 
que  tienen  suficiente  congrua  de  ordenación, 
cuyo  mínimum  se  fija  en  2.000  rs.,  y  las  incon- 
gruas que  no  produzcan  dicha  renta.  El  pro- 
ducto de  los  bienes  en  uno  y  otro  caso,  no  es 
para  las  familias,  sino  en  la  porción  limitada 
que  con  arreglo  al  art.  12  señale  el  diocesano. 
Tiene,  pues,  por  objeto  esta  clasificación,  lo 
que  bien  claro  dicen  los  arts.  13  y  siguientes 
del  mismo  Convenio  y  el  38,  39  y  otros  de  la 
instrucción.  Es  decir,  que  resultando  con- 
gruas las  capellanías,  seguirán  éstas  servidas 
por  su  capellán  y  seguirá,  consiguientemente, 
el  patronato  familiar  con  arreglo  á  la  funda- 
ción y  al  Convenio;  y  resultando  incongruas, 
el  producto  se  lleva  á  la  formación  del  acervo 
pío,  de  que  habla  el  art.  16  del  Convenio,  para 
el  fin  que  allí  se  dice.  De  este  acervo  pío  tra- 
ta también  la  instrucción  en  su  cap.  IV  y  se 
destina,  segiin  se  ve  en  el  art.  39  de  la  misma, 
á  la  unión  de  dos  ó  más  capellanías  incon- 
gruas para  constituir  una  congrua  de  cada 
2.000  rs.  á  lo  menos,  llamando  para  su  disfru- 
te á  los  que  por  las  respectivas  fundaciones 
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tuviereu  derecho,  y  establecieudo  al  efecto  los 
turnos  correspondientes,  según  alli  se  ve. 

Pero  hay  otro  acervo  pío  que  es  objeto  del 
art.  18  del  Convenio,  cuyos  fondos  son  desti- 
nados á  fundar  nuevas  capellanías  de  libre 
nombramiento  de  los  diocesanos,  en  la  forma 
que  dice  el  cap.  V  de  la  instrucción,  al  cual 
nos  remitimos. 

El  Convenio  de  1867  no  nos  habla  de  niAs 
capellanías  que  las  que  dejamos  expresadas, 
y  conviene  que  abordemos  aquí, como  es  nues- 
tro deber,  una  cuestión  importante. 

¿Pueden  hoy  funflar^e  nuevas  eapcllnnins 
colulivas  ^  ? 

Siempre  nos  había  parecido  corriente  la  con- 
testación negativa  á  la  pregunta  formulada 
en  el  epígrafe,  pero  hoj''  la  encontramos  ya  di- 
fícil y  de  cierta  gravedad.  El  T.  S.,  en  senten- 
cia de  28  de  Abril  de  1882  (p.  284),  casando  y 
anulando  la  dictada  por  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid  que  declaró  nula  y  de  ningún  valor 
una  fundación  de  capellanía  colativa  familiar 
erigida  en  1875,  dice  como  motivo  y  conse- 
cuencia de  la  casación,  que  hoy  pueden  fun- 
darse capellanías  colativas;  y  aún  dice  más: 
que  estas  fundaciones  no  tienen  otra  restric- 
ción que  la  de  convertir  los  bienes,  cuando 
sean  inmuebles,  en  inscripciones  intransferi- 
bles de  la  Deuda  pública. 

El  autor  del  Diccionabio,  que  con  tanto  res- 
peto mira  siempre  las  doctrinas  consignadas 
en  los  autorizados  fallos  del  primer  Tribunal 
de  la  Nación,  ha  procurado  estudiar  con  sumo 
detenimiento  los  considerandos  del  que  queda 
indicado;  y  después  de  mucho  tiempo,  de  com- 
parar textos,  de  armonizar  disposiciones,  cada 
vez  más  firme  en  su  opinión,  no  ha  podido  con- 
formarse con  la  doctrina  de  que  hoy  se  pue- 
den fundar  capellanías  colativas  familiares,  y 
menos  todavía  que  puedan  fundarse  sin  inter- 
vención del  Gobierno;  porque  no  encuentra  en 
el  Concordato  con  la  Santa  Sede  de  1851,  ni 
en  el  Convenio-ley  de  4  de  Abril  de  1860,  ni  en 
el  de  1867,  ni  en  el  art.  26  de  la  ley  de  1.°  de 
Mayo  de  1855,  ni  en  el  3.°  de  la  de  11  de  Julio 
de  1856,  el  apoyo  y  fundamento  que  se  invo- 
can para  dar  por  derogadas  la  ley  6.^,  tít.  XII, 
libro  I  de  la  Nov.  Rec,  que  prohibió  fundar 
capellanías  sin  preceder  Real  ucencia  á  con- 


'  Un  ilustrarlo  comentarista  del  Cód.  civil,  Navarro 
Amandi,  presenta  esta  cuestión  bajo  el  epígrafe:  ¿Puede 
1»  Iglesia  adquirir  mediante  lá  fundación  de  cape- 
llanías? E.r.poiie  la  doctrina  consignada  por  el  T.  S.  en  la 
sentencia  de  2S  de  Abril  de  1S82,  1/  luego  añade:  «Esta 
seutencia  ha  sido  duramente  juzgadas  Se  hace  can/o 
de  nuestra  opinión  citándonos  y  copiando  nuestras  mis- 
mas palabras,  y  luego  concluye:  .Estamos  de  aoaerdo 
oon  la  opinión  del  autor  uit(i,clo.> 


sulta  de  la  Cámara,  informándose  de  la  nece- 
sidad conocida  ó  utilidad  pública  de  la  funda- 
ción, etc.,  ni  mucho  menos  la  ley  citada  de  11 
de  Octubre  de  1820,  qiie  en  su  art.  14  prohibió 
terminantemente  para  lo  sucesivo  fundar  ma- 
yorazgos, fideicomisos,  patronatos,  capella- 
nías, obras  pías  ni  vinculación  alguna. 

Las  leyes  de  desamortización  de  1."  de  Mayo 
de  1855  y  de  Julio  de  1856,  notoriamente,  no 
se  refieren  á  los  bienes  de  capellanías  colati- 
vas faftiiliares,  y  no  puede  haber  sobre  esto  la 
menor  duda,  porque  asi  lo  declara  de  la  ma- 
nera más  terminante  el  mismo  art.  3.°  de  di- 
cha ley  de  1856. 

El  art.  45  del  Concordato  de  1851  en  los  tér- 
minos genei-ales  é  indeterminados  que  emplea, 
nada  dice  tampoco  en  apoyo  de  la  doctrina  del 
T.  S.  Lo  que  manda  es  tener  por  revocadas, 
en  cuanto  á  él  se  opongan,  las  leyes,  órdenes 
y  decretos  publicados  hasta  ahora;  y  como  en 
los  39  á  43,  ni  en  otro  alguno,  nada  establece 
directa  ni  indirectamente  sobre  la  facultad  de 
fundar  nuevas  capellanías  familiares,  vendre- 
mos á  parar  en  que  falta  el  fundamento  para 
dar  por  derogados  el  artículo  de  la  ley  de  1820 
prohibitivo  de  fundar  capellanías,  y  la  ley  re- 
copilada (6.",  tlt.  XII,  lib.  I),  que  tantas  cor- 
tapisas puso  á  su  formación,  y  que  tantos  re- 
quisitos exigió;  como  quien  quería  ya,  por 
medios  indirectos,  poner  término  á  esas  in- 
convenientes fundaciones  familiares,  que  en 
opinión  de  un  estadista  ilustre  *,  creaban  para 
la  Iglesia  ministros  sin  oficio  ni  funciones 
ciertas,  desconocidos  en  la  antigua  disciplina 
y  que  han  sido  más  dañosos  que  útiles  al 
clero. 

El  art.  41  del  Concordato  dice,  sí,  que  ten- 
drá la  Iglesia  el  derecho  de  adquirir  por  cual- 
quier titulo  legitimo,  y  que  su  propiedad  en 
todo  lo  que  posee  ahora  ó  poseyera  en  adelan- 
te será  solemnemente  respetada;  que,  por  cou- 
siguiente,  en  cuanto  á  las  antiguas  y  nuevas 
fundaciones  eclesiásticas,  no  podrá  hacerse 
ninguna  supresión  ó  unión,  sin  la  interven- 
ción de  la  autoridad  de  la  Santa  Sede. 

¿De  qué  antiguas  y  nuevas  fundaciones  ha-_ 
bla  el  art.  41?  ¿No  es  de  las  antiguas  que  se- 
gún hemos  dicho  subsisten,  y  de  las  nuevas 
que  han  de  fundarse  con  el  acervo  pío  de  las 
incong'ruas  y  de  las  exting-uidas?  ¿Dice  acaso 
que  se  puedan  fundar  nuevas  capellanías  co- 
lativas familiares?  No;  ni  remotamente.  Las 
adquisiciones   de  la   Iglesia  se  comprenden 


1    Jovellanos,  Informe  sobre  la  lej'  agraria. 
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períectamente  siu  la  fuudacióu  de  capellauias 
colativas,  y  éstas  no  sou  realmente  adquisi- 
ciones de  la  Iglesia;  tanto  que  por  el  art.  40 
del  Concordato  ha  sido  necesario  que  se  de- 
claren de  la  misma,  eiiti-e  otros  bienes,  los  de 
capellanías  y  fundaciones  piadosas,  adjudi- 
cadas en  virtud  de  la  ley  de  1841,  ó  sea  su 
equivalente,  para  cumplir  las  cargas  de  que 
habla  el  art.  39;  y  por  el  art.  10  del  Convenio- 
ley  de  4  de  Abril  de  1860  sobre  conmutación 
de  bienes  de  la  Iglesia,  se  dice  que  no  est;lu 
comprendidos  en  el  mismo  Convenio  los  bie- 
nes pertenecientes  á  capellanías  colativas  y 
otras  fundaciones  piadosas  familiares,  los  cua- 
les serán  objeto  de  otro  Convenio  particular, 
Convenio  que,  en  efecto,  se  firmó  en  16  de  Ju- 
nio de  1867. 

Se  ve  bien  claro  que  se  ha  querido  hacer 
distinción  entre  bienes  de  la  Iglesia  propia- 
mente dichos  y  bienes  de  capellanías  y  funda- 
ciones piadosas  destinadas  á  foi'inar  congrua 
para  el  capellán  que  las  sirva. 

La  Iglesia,  pues,  tiene  derecho  á  adquirir 
bienes  por  cualquier  título  legítimo,  y  lo  que 
es  más,  siu  estar  sujetas  á  conmutación  las 
nuevas  adquisiciones,  conforme  al  Concordato 
de  1851  y  al  Convpnio-ley  de  1860. 

Pero  si  la  Iglesia  tiene  este  derecho,  expre- 
samente reconocido,  como  lo  tiene  cualquiera 
particular,  preciso  es  convenir  en  que  ni  la 
Ig'lesia  ni  los  particulares  pueden  considerar- 
se, con  derecho  á  las  fundaciones  hechas  de 
capellanías  ó  mayorazgos,  etc.,  en  contraven- 
ción al  art.  14  de  la  ley  de  1820  que  está  en 
pleno  vigor  y  que  terminantemente  prohibe 
su  establecimiento. 

Nuestra  opinión  es  esta,  y  nos  hemos  afir- 
mado más  en  ella,  cuando  hemos  consultado 
uno  por  uno  los  artículos  del  Concordato  y 
de  los  Convenios  de  1860  y  1867.  El  Conve- 
nio de  1860  tuvo  por  objeto,  como  hemos  di- 
cho, la  conmutación  de  bienes  eclesiásticos,  y 
el  art.  10  dice  que  no  están  comprendidos  los 
de  capellanías  colativas.  El  Convenio  de  1867 
se  formó  exclusivamente  para  el  arreglo  defi- 
nitivo de  las  capellanías  colativas,  ó,  como  di- 
^ce  el  mismo  en  su  art.  16,  «para  dar  nueva 
forma  á  las  capellanías  colativas  familiares 
todavía  existentes ,  y  á  las  que  de  nuevo  se  es- 
tablezcan en  subrogación  de  las  que  por  efec- 
to de  las  pasadas  vicisitudes  han  dejado  de 
existirá.  En  sus  disposiciones  se  habla,  consi- 
guientemente, de  capellanías  extinguidas,  de 
capellanías  que  quedan  subsistentes  y  de  nue- 
vas capellauias  que  habrán  de  fundar  los  dio- 


cesanos con  el  acervo  pío  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 16  y  18.  ¿En  dónde  autoriza  la  funda- 
ción de  nuevas  capellanías  colativas  de  patro- 
nato familiar?  Ni  una  sola  palabra,  ni  una  alu- 
sión siquiera  se  contiene  en  el  Convenio-ley 
de  1867  que  se  refiera  á  estas  nuevas  funda- 
ciones, y  esto  prueba  que  está  en  todo  su  vi- 
gor el  art.  14  de  la  ley  desvinculadora  de  1820, 
en  cuanto  prohibe  fundar  mayorazgos,  fidei- 
comisos, patronatos,  capellanías,  obras  pias 
ni  otra  vinculación  alguna. 

De  todos  modos,  aun  pasando  por  alto  di- 
cho artículo,  vendríamos  á  parar  á  las  leyes 
recopiladas  (6.*,  tit.  XII,  libro  I,  y  12,  titu- 
lo XVII,  lib.  X),  según  las  cuales  es  nula  y  de 
ningún  valor  ni  efecto  toda  capellanía  hecha 
sin  los  requisitos  que  en  ellas  se  exig-eu,  y  en- 
tre los  cuales  está  la  previa  Real  licencia  oyen- 
do á  la  Cámara,  hoy  al  Consejo  de  Estado,  con- 
forme al  párrafo  3.°,  art.  45  de  la  ley  de  17  de 
Agosto  de  1860. 

Estas  breves  indicaciones  creemos  que  bas- 
ten para  llamar  la  atención  de  otras  personas 
más  competentes  sobre  un  asunto  que  creemos 
de  sumo  interés,  y  el  cual  de  ning'una  manera 
consideramos  decidido  por  un  solo  fallo  del 
T.  S.,  y  menos  indirectamente,  por  disposición 
alguna  que  no  tenga  carácter  de  ley  '. 


Difícil  seria  que  pudiéramos  abrazar  en  es- 
tas breves  lineas  las  importantes  cuestiones  á 
á  que  da  lugar  la  legislación  sobre  capellanías, 
que  explican,  comentan  y  aclaran  los  muchos 
otros  fallos  del  T.  S.,  del  C.  de  E.  y  del  T.  de 
lo  C.  A.,  y  las  resoluciones  insertas  de  la  Di- 
rección general  de  los  Registros  civil,  de  la 
propiedad  y  del  Notariado,  cuya  doctrina  de 
jamos  expuesta  y  á  la  cual  nos  remitimos  para 
no  extralimitarnos  de  nuestro  propósito. 

Indicaremos,  no  obstante,  y  para  concluir, 
que  así  en  la  ley  ó  Convenio  de  1867,  como  en 
la  instrucción  para  su  cumplimiento,  se  habla 
de  la  redención  forzosa  de  ciertas  cargas  de 
carácter  puramente  eclesiástico,  aunque  no 


'  y  d  propósito  de  esto.  ¿Por  qué  no  se  ha  citado  en  la 
sentencia  un  artículo  de  la  Inst,  de  íí.t  de  Junio  de  1867 
para  la  ejecución  del  Convenio  del  24  del  tnisvio  mes  y  año, 
sobre  capellanías  colativas?  Nos  ha  extrañado  en  cierto 
viodo  esta  omisión;  y  lo  advertimos  para  que  no  se  crea 
que  la  desconocemos.  Pero  debemos  añadir  que  la  disposi- 
ción que  contiene  es  abiertamente  conffaria  á  la  letra  y  al 
espíritu  del  Concordato  y  del  ConveniOy  como  ya  lo  deja- 
mos demostrado,  y  no  se  aviene  bien  tautpaco  con  el  epí- 
grafe del  cctp.  IV de  la  misma  ii'strucción,  que  stdo  se  re- 
fiere á  capellanías  declaradas  sulisistentes  por  el  Con- 
venio, y  al  acervo  pío  de  que  tratan  los  arts.  16  A  18. 
El  art.  46  d  que  nos  referimos  parece  incluido  allí  de  una 
manera  subrepticia , y  no  puede  de  ninf/ún  modo  tener  fuer- 
za ale/una.  Latey  sobre  todo  y  antes  que  todo. 
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sean  de  capellanías  colativas  de  saugre  ó  fami- 
liares. Trata  de  ellas  el  art.  5."  de  la  misma  ley 
y  el  cap.  III  de  la  iustrucción;  exteudiéudose 
;i  los  patronatos  laicales  ó  reales  de  leg'os,  me- 
morias, obras  pias  y  otras  fuudacioues  de  la 
misma  índole.  Y  trata  también,  y  conviene  te- 
nerlo muy  presente,  de  la  tedención  d  voluntad 
de  las  cargas  del  mismo  carácter  que  g'ravau 
bienes  de  domhiio  particular  exclusivo. 

Véanse,  pues,  las  disposiciones  aludidas, 
y  lo  que  decimos  en  los  artículos  Beneficio: 
Cargas  piadosa.s:  Desamortización:  Hipo- 
tecas: Matorazüos:  Obras  pías  y  patrona- 
tos, etc.,  á  los  que  nos  remitimos. 

CAPILLA.  Oratorio  privado  autorizado  por 
el  prelado  con  determinadas  circunstancias  y 
condiciones.  También  se  llaman  capillas  las 
secciones  que  hay  en  las  catedrales,  colegiatas 
y  parroquias  ú  otras  iglesias  con  uno,  dos  y 
más  altares,  y  algunas  con  su  capellán,  cabil- 
do y  ser\-icio  especial.  Las  capillas  públicas 
(ermitas)  erigidas  en  todo  caso  con  autoriza- 
ción del  prelado,  deben  tener  campanas  para 
convocar  á  los  fieles.  Los  oratorios  privados 
necesitan  privileg'io  del  Papa  para  que  pueda 
celebrarse  en  ellos  el  saci'iflcio  de  la  misa,  y  no 
pueden  tener  campana. 

CAPILLA  DE  LOS  REOS  (de  pena  capital).     Se 

llama  asi  el  oratorio  que  hay  ó  se  forma  en  las 
cárceles  para  asistir  con  los  auxilios  espiritua- 
les á  los  sentenciados  al  último  suplicio  desde 
el  momento  en  que  se  les  notifica  la  sentencia. 
Se  mandaron  crear  estas  capillas  por  pragmá- 
tica de  Felipe  II,  ley  i.^,  tít.  I,  lib.  I  de  la  No- 
vísima Recopilación. 

E.  O.  1.°  Julio  1861. 
Limitando  la,  entrada  á  ciertas  personas. 

(GoB.)  «Habiéndose  observado  en  algunas 
ocasiones  la  censurable  costumbre  de  que  los 
reos  condenados  á  la  última  pena,  y  puestos 
en  capilla,  sean  objeto  de  una  curiosidad  in- 
conveniente que  les  retrae  del  recog-imiento 
con  que  deben  prepararse  cristianamente  jjara 
la  muerte,  y  con  el  objeto  de  que  el  tiempo  con- 
cedido A  los  mismos  reos,  con  tan  piadoso  fin, 
produzca  los  resultados  para  que  fué  estable- 
cido, sin  privarles  por  eso  de  la  asistencia  y 
consuelo  que  les  son  necesarios  en  tan  críticos 
momentos,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 
disponer,  que  solamente  puedan  entrar  en  las 
capillas  de  los  reos  condenados  á  muerte,  ade- 
más del  alcaide  y  los  celadores  ó  inspectora  y 
celadora,  si  fuesen  en  cárcel  de  mujeres,  que 
aquél  juzgue  absolutamente  necesarios,  el  ca- 
pellán del  establecimiento,  el  párroco  del  dús- 
trito  donde  éste  sehalle  situado,  y  dos  sacerdo- 
tes más,  designados  por  el  reo,  ó' en  su  defecto, 
por  el  vicario  eclesiástico  del  partido,  los  ma- 
gistrados. Ministerio  fiscal,  juez  y  escribano 


que  hayan  intervenido  eu  el  proceso,  y  el  al- 
guacil del  .Juzgado,  el  abogado  defensor  y  el 
procurador  del  reo;  los  individuos  de  la  her- 
mandad de  la  Paz  y  Caridad,  en  número  de  12, 
entregando  pieviamente  su  presidente  al  al- 
caide una  lista  en  que  consten  sus  nombres, 
y  uo  pudiendo  permanecer  nunca  en  la  capi- 
lla más  de  dos,  excepto  cuando  teng'a  lug'ar  el 
acto  de  la  admisión  del  reo  en  la  hermandad, 
y  haga  la  distribución  que  de  la  parte  de  li- 
mosnas le  está  permitido  en  las  constituciones 
de  la  misma;  las  personasáquieneselreo  llame, 
))revio  el  jicrmiso  de  la  Sala  sentenciadora  ó 
del  juez,  ó  aquellas  cuya  presentación  en  la 
capilla  consideren  dichos  funcionarios  ser  de 
evidente  utilidad  ó  justicia,  y  el  presidente  y 
vocal  eclesiástico  de  la  Junta  auxiliar  de  cár- 
celes. 

Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  quede  ab- 
solutamente prohibida  la  entrada  en  la  capilla 
de  cualesquiera  otra  clase  de  personas  que  no 
estén  comprendidas  en  las  ya  mencionadas, 
quedando  responsables  los  alcaides  del  cum- 
plimiento de  estas  disposiciones. — De  Real  or- 
den lo  digo  á  V.  S.,  etc.— Madrid  1."  de  Julio 
de  1864.— Cánovas.»  (C.  L.,  t.  92,  pág.  43.)— 
V.  Ejecución  de  la  pena  de  muerte. 

CAPILLAS  REALES.  El  Concordato  de  1851 
habla  en  svi  art.  21,  además  de  la  Capilla  del 
Real  Palacio,  de  la  de  Reyes  y  la  Muzárabe  de 
Toledo,  y  las  de  San  Fernando  de  Sevilla  y  de 
los  Reyes  Católicos  de  Granada,  que  dice  se 
conservarán,  pero  entendiéndose  siempre  con 
sujeción  al  prelado  de  la  diócesis  á  que  perte- 
nezcan y  con  derogación  de  toda  exención  y 
jurisdicción  veré  ó  quasi  nullius  que  limite  en 
lo  más  mínimo  la  nativa  del  Ordinario.  Consúl- 
tense en  la  palabra  Concordato  los  arts.  11, 
13,  19  y  21  del  de  1851,  el  art.  9."  del  R.  D.  de 
21  de  Noviembre  del  mismo  año,  y  el  R.  D.  de 
16  de  Julio  de  1852. 

CAPISCOL.  Es  una  dignidad  ó  un  oficio  en 
los  capítulos,  cfue  no  es  fácil  distinguir,  ni  en 
su  origen  ni  en  las  ideas  que  hay  hoy  día,  de  la 
dignidad  de  chantre  ó  maestrescuela.  (Abate 
Andrés.)  La  ley  5.''',  tít.  VI,  Part.  l.^'nos  dice 
lo  que  es. 

CAPITACIÓN.  Repartimiento  de  tributos  ó 
impuestos  que  se  hace  por  cabezas. 

CAPITAL.  Cabeza  de  un  Estado,  de  provin- 
cia, de  un  partido,  de  un  distrito,  municipio, 
etcétera.— V.  División  territorial. 

CAPITAL:  CAPITALISTA.  En  su  acepción  co- 
miin,  capital  se  dice  de  una  cantidad  que  da 
intereses.  En  oposición  á  la  palabra  i-enta,  sig- 
nifica la  fortuna,  el  haber  de  un  individuo,  su 
riqueza,  el  conjunto  de  lo  que  se  posee.  En  Eco- 
nomía política  no  sabemos  que  los  escritores 
estén  de  acuerdo  sobre  la  definición  del  capi- 
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tal,  comprendiendo  unos  bajo  esta  palabra  to- 
dos los  valores  producidos  por  el  hombre,  y 
otros  únicamente  los  que  están  especialmente 
destinados  á  la  reproducción.  El  capital,  como 
quiera  que  sea,  es  el  instrumento  general  de 
la  producción,  nace  de  ella  y  no  se  aumenta  ni 
se  reproduce  m;ls  que  por  ella.  Asi  lo  dice  un 
juicioso  escritor,  y  creemos  que  otro  no  se  apar- 
ta de  esta  idea  al  indicar  que  entran  á  compo- 
ner el  capital  las  tierras  con  todas  las  mejoras 
introducidas,  como  desmontes,  riegos,  planta- 
ciones, cercas  y  edificios,  los  utensilios  nece- 
sarios á  cada  ramo  de  la  industria,  los  anima- 
les que  auxilian  al  hombre,  los  talleres  y  ofi- 
cinas, los  graneros  y  almacenes,  las  provisio- 
nes, los  valores  que  se  siembran  y  la  misma 
inteligencia  que  todo  lo  dirige  ó  encamina  á  su 
resultado. 

CAPITALIZAR.  La  acción  de  reducir  á  capi- 
tal el  importe  de  una  renta,  canon,  rédito  ó 
pensión.— Enel  comercio,  la  agregación  de  los 
interesesal  capital, de  modo  que  deambas  can- 
tidades se  forma  uno  nuevo. 

CAPITÁN.  Empleo  en  la  milicia  que  manda 
una  compañía  de  soldados. — Jefe  siipcrior  mi- 
litar: en  este  sentido  se  dice: 

CAPITÁN  GENERAL  DE  DISTRITO.  Dividido 
el  territorio  de  la  Península,  islas  Baleares  y 
Canarias,  en  14  distritos  militares,  se  denomi- 
na capitán  general  de  distrito  el  jefe  superior 
de  cada  uno  de  estos  distritos,  de  la  clase  de 
capitanes  generales  ó  tenientes  g'euerales,  con 
jurisdicción  gubernativa  y  judicial,  esta  últi- 
ma determinada  en  los  arts.  27  á  31  del  Códi- 
go de  justicia  militar. 

En  Ultramar,  con  la  denominación  de  gober- 
nador general,  capitán  general  y  director  ge- 
neral, hay  uno  para  Cuba,  otro  para  Puerto 
Rico  y  otro  para  las  islas  Filipinas,  y  á  ellos 
se  refieren  también  las  atribuciones  de  que  ha- 
bla el  referido  Códig'o  en  su  art.29.  Los  capita- 
nes generales  han  sido  presidentes  de  nuestras 
Audiencias  y  Chancillerías,  y  no  hay  más  que 
consultar  las  leyes  del  tit.  XI,  lib.  V  de  la  No- 
vísima Recopilación,  principalmente  las  12  á 
16,  para  convencerse  de  lo  mucho  que  abusa- 
ban de  su.  presidencia. — V.  Ejército:  Juris- 
dicción Y  JUSTICIA  MILITAR. 

CAPITÁN  GENERAL  DE  EJÉRCITO.  Alto  dig- 
natario de  la  milicia,  ó  mejor,  la  más  alta  dig- 
nidad en  la  milicia.- V.  Ejército. 

CAPITÁN  DE  FRAGATA.  Oficial  de  la  Arma- 
da, cuya  g'raduaeión  corresponde  á  la  de  te- 
niente coronel  en  el  ejército. 


CAPITÁN  DE  BUQUE.  La  persona  que  tiene 
á  su  cargo  la  dirección  y  gobierno  de  una  em- 
barcación destinada  al  comercio  marítimo.  El 
C.  de  C.  determina  extensamente  los  requisi- 
tos para  ser  capitán  de  buque  y  .sus  obligacio- 
nes y  responsabilidad,  como  puede  verse  con- 
sultando dicho  Códjg-o,  en  sus  arts.  609  á  625 
y  otros  de  las  secciones  sobre  transporte  ma- 
rítimo, averías,  seguros,  etc. 

También  debe  consultarse  la  palabra  Renta 
DH  ADUANAS,  y  en  sus  Ordenanzas  el  título  de- 
dicado á  las  operaciones  de  comercio  en  que 
intervienen  las  Aduanas. 

CAPITÁN  A  GUERRA.  Era  en  lo  antiguo  el 
jefe  de  los  tercios  de  milicias  distribuidos  en 
cada  distrito  para  su  defensa  y  seguridad,  con 
jurisdicción  sobre  las  personas  que  comí  Julan 
dichos  tercios.  Conservaron  este  titulo  última- 
mente algunos  intendentes  y  corregidores, 
pero  sólo  ad  honorem.  En  la  isla  de  Cuba  se 
diiba  tambiin  este  titulo  á  sus  tenientes  gober- 
nadores políticos,  y  en  Filipinas  se  han  consi- 
derado también  como  capitanes  á  guerra  sus 
gobernadores,  corregidores  y  alcaldes  ma- 
yores. 

CAPITÁN  DE  NAVÍO.  Oficial  de  la  Armada 
cuya  graduación  corresponde  á  la  de  coronel 
en  el  ejército. 

CAPITÁN  DE  PUERTO.  La  autoridad  que  tie- 
ne á  su  carg'o  la  policía,  gobierno  y  dirección 
de  un  puerto,  toma  nota  de  las  embarcaciones 
que  en  él  entran  y  salen,  provee  A  sus  peticio- 
nes, etc.  Esta  autoridad  es  generalmente  un 
oficial  de  la  Armada  nacional,  más  ó  menos 
graduado,  según  la  importancia  del  puerto, 
con  inmediata  subordinación  al  capitán  gene- 
ral del  departamento  marítimo  respectivo.  Las 
obligaciones  del  capitán  de  puerto  se  deter- 
minan en  los  arts.  6."  y  siguientes  ^\  trata- 
do 5.°,  tit.  VII  de  las  Ordenanzas  navales  y  598, 
párr.  0.°,  616  y  651  del  Códig'o  de  Comercio. 

CAPITANÍA  GENERAL.  Llámanse  así  los  dis- 
tritos militares  en  que  está  dividido  el  territo- 
rio español,  á  cargo  cada  uno  de  ellos  de  un 
jefe  militar  de  la  clase  de  capitanes  ó  tenientes 
generales,  de  un  segundo  de  la  clase  de  gene- 
rales de  división,  etc.,  con  su  Secretaria  y  ofi- 
cinas correspondientes  para  la  dirección  y  des- 
pacho de  los  negocios. — Y.  Ejército:  Juris- 
dicción MILITAR,  etc. 

CAPITULACIÓN.  Convenio  por  el  cual  una 
tropa  ó  una  plaza  fuerte  se  obliga  á  rendirse 
bajo  ciertas  condiciones.  El  i-eg'lamento  para 
el  servicio  militar  de  campaña  que  se  mandó 
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observar  por  la  ley  de  5  de  Euero  1882,  define, 
como  dejamos  dicho,  la  capitulación  y  deter- 
mina su  carácter,  su  extensión  y  efectos,  en 
ios  arts.  939  y  953  á  957.  El  C.  de  J.  M.  habla 
también  de  la  capitulación,  para  el  caso  de 
que  constituya  delito  por  ueg-ligencia,  debili- 
dad ó  malicia. 

CAPITULACIONES  MATRIMONIALES.  Concier- 
to entre  los  qi;e  tienen  convenido  contraer  ma- 
trimonio, y  en  su  caso,  sus  padres,  parientes, 
tutores  y  otras  personas,  sobre  todo  lo  relati- 
vo ala  celebración  del  matrimonio  y  á  las  apor- 
taciones de  bienes.  El  Cód.  civil  las  ha  comu- 
nicado importancia  extraordinaria  permitien- 
do pactar  en  ellas  á  los  esposos  el  régimen  eco- 
nómico que  tengan  á  bien,  como  veremos  en 
Contratos  matrimoniales. 

capítulo.  El  cabildo  de  eclesiásticos  de  al- 
guna ig-lesia  catedral  ó  colegial.  En  las  Orde- 
nes militares,  la  Junta  de  caballeros  y  demás 
vocales  que  se  reúnen  para  poner  el  hábito  á 
algún  caballero  nuevo,  ó  para  tratar  de  asun- 
tos de  la  Orden. 

CARABINERO.    V.  Ebsguardos. 

CÁRCEL.  Edificio  público  destinado  á  la  re- 
tención de  las  personas  sometidas  A  la  acción 
'de  la  justicia,  ó  reputadas  culpables  do  delito 
ó  de  falta  en  su  caso. — V.  Peesidio.s  y  pri- 
siones: Arresto  y  Alcaide. 

CÁRCEL  DE  CORONA.  Cárcel  que  suele  ha- 
ber en  todas  las  diócesis  para  personas  clesiás- 
ticas  cuando  son  juzgadas  por  la  jurisdicción 
eclesiástica.  No  habiendo  cárcel  de  Corona,  y 
aun  habiéndola,  algunas  veces,  por  conside- 
ración á  la  calidad  del  reo,  suele  señalarse  la 
casa  de  éste  por  cárcel,  ó  es  encerrado  en  al- 
gún convento  ó  colegio.  Cuando  los  eclesiás- 
ticos son  juzgados  por  la  jurisdicción  tempo- 
ral son  llevados  á  las  cárceles  comunes,  salvo 
también  las  consideraciones  debidas  á  las  cir- 
cunstancias y  dignidad  de  las  personas.— Véa- 
se Presidios. 

CARCELAJE.  Los  derechos  que  con  arreglo 
á  los  Aranceles  cobraban  los  alcaides  de  los 
presos  que  no  eran  pobres  ni  quedaban  absuel- 
tosdesu  iiago.— V.  Prisiones. 

CARDENAL.  Dignidad  que  sigue  inmediata- 
mente á  la  del  Papa  en  la  jerarquía  eclesiás- 
tica. Cada  uno  de  los  setenta  prelados  que 
componen  el  Sacro  Colegio  Romano,  que  tie- 
nen voz  y  voto  en  la  elección  del  Papa  y  de 
entre  los  cuales  es  éste  elegido.  Son  los  anti- 
guos párrocos  de  Roma.  En  1059  Nicolás  II  de- 
cidió que  en  adelante  fuera  el  Papa  elegido 


por  los  cardenales,  quedando  reservado  al  cle- 
ro y  al  pueblo  el  derecho  de  aprobar  la  elec- 
ción. En  1179  se  retiró  ya  este  derecho  para 
dárselo  por  completo  á  los  cardenales.  El  tra- 
je de  éstos  es  encarnado  ó  violeta,  seg'ún  los 
tiempos.  Su  sombrero  es  chato,  de  anchas  alas, 
con  cordones  encarnados  de  seda  muy  largos... 

Son  los  cardenales  coadjutores  y  colatera- 
les del  Romano  Pontífice,  á  quien  auxilian  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones.  Niunero:  Obis- 
pos, 6.  Presbíteros,  50.  Diáconos,  14;  total,  70, 
á  imitación  de  los  ancianos  de  Moisés. 

Sus  prerrogativas  son:  retener  beneficios 
incompatibles,  y  algunas  veces  exenciones; 
usar  el  capelo  de  púrpura  con  que  los  honró 
Inocencio  IV.  Urbano  VIII  les  concedió  el  tra- 
tamiento de  Eminencia,  tan  sublimo  que,  se- 
gún determinación  del  Sacro  Colegio,  en  el 
caso  de  ser  promovido  á  tan  suprema  digni- 
dad algún  Serenísimo  Principe,  sólo  podía 
usar  el  tratamiento  de  Eminencia. — V.  Cón- 
clave: Papa. 

CAREO.  Confrontación  ó  comparecencia  an- 
te el  juez,  de  los  testigos,  de  los  procesados  ú 
otras  personas  que  han  declarado  en  causa 
criminal  y  no  están  conformes  sobre  la  certe- 
za de  algún  hecho  ó  ^s  circunstancias.  Cuán- 
do tiene  lug'ar  y  modo  de  practicar  esta  dili- 
gencia nos  lo  dicen  los  arts.  451  á  455,  713  y 
729  de  la  ley  de  Enj.  criminal. 

CARGA.  Es  una  palabra  de  sentido  muy  ge- 
nérico equivalente  á  gravamen,  imposición, 
tributo,  censo,  hipoteca,  servidumbre,  etc.,  y 
en  este  lato  sentido  la  emplea  el  Cód.  civil  en 
los  arts.  452  sobre  prorrateo  de  cargan  entre 
el  dueño  y  el  poseedor;  el  504  sobre  el  pago  de 
las  cargas  y  contribuciones  anuales  y  el  de  las 
que  se  consideren  g'ravámeues  de  los  frutos 
entre  el  dueño  y  el  usufructuario;  el  788  que 
hablando  de  la  validez  de  la  disposición  testa- 
mentaria que  impong'a  al  heredero  la  oLaga- 
ción  de  invertir  periódicamente  en  obras  be- 
néficas como  dotes  para  doncellas  pobres,  pen- 
siones para  estudiantes,  determina  lo  que 
debe  hacerse,  según  que  la  carga  sea  tempo- 
ral ó  perpetua;  el  867  que  habla  del  legado  de 
cosa  empeñada  ó  hipotecada  ó  de  cualquiera 
otra  carga,  á  que  se  halle  afecta;  el  1.023  de 
que  el  heredero  no  queda  oblig'ado  á  pagar  las' 
deudas  y  demás  cargas;  el  1.483  que  trata  de 
la  venta  de  finca  vendida,  gravada,  sin  men- 
cionarlo la  escritura,  con  alg-una  carga  ó  ser- 
vidumbre, y  asi  otros. 

Así,  pues,  prescindiendo  de  otras  divisiones 
que  podrían   hacerse,  sólo  indicaremos   que 
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hay  cargas  reales  ó  que  at'ectau  á  bienes  iu- 
muebles,  cargas  piiblicas  y  cargas  vecinales. 

Cargas  reales.— ToAo  censo,  tributo  ó  gra- 
vamen de  cualquier  naturaleza  que  sea,  sobre 
los  bienes  inmuebles,  constituyen  lo  que  se 
llaman  cargas  reales,  las  cuales  suponen  por 
necesidad  la  existencia  de  derechosreales,  por- 
que .son  palabras  correlativas  que  indican  una 
modificación  eu  la  propiedad.  Las  cargas  y 
derechos  reales,  ó  sean  los  títulos  en  que  se 
constituyan,  reconozcan,  modifiquen  ó  extin- 
gan derechos  de  usufructo,  uso,  habitación, 
enfitéusis,  hipotecas,  censos,  servidumbres  y 
otros  cualesquiera  reales,  deben  constar  ins- 
critos eu  los  resp'ectivos  Registros  de  la  pro- 
piedad, conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  hi- 
potecaria, arts.  2.°,  3.",  23  y  otros,  como  vere- 
mos en  las  palabras  respectivas. 

Cargas  ¡iúblicas.—Así  como  los  miembros 
ó  ciudadanos  de  una  nación  disfrutan  por  el 
hecho  de  serlo  de  ciertas  ventajas  y  garantías, 
asi  también  están  sujetos  á  ciertas  cargas.  Las 
contribuciones  son  cargas  piiblicas;  es  carga 
pública  el  servicio  militar  y  el  de  alojamientos 
y  bagajes;  lo  es  la  obligación  de  ser  tutor,  de- 
positario, jurado,  etc.,  ó  el  ser  individuo  de 
ciertas  Corporaciones,  como  Ayuntamientos  y 
Diputaciones  provinciafes,  etc. 

Cargas  vecmales.—Ca.vgAs  vecinales  y  car- 
gas concejiles  son  para  nosotros  una  misma 
cosa;  las  mismas  cargas  públicas  limitadas  á 
los  habitantes  de  los  resi)ectivos  Municipios, 
ó  á  los  que  en  su  territorio  poseen  ó  cultivan 
bienes,  según  su  distinta  naturaleza.  Todos 
los  vecinos  de  un  término  municipal,  dice  el 
articulo  26  de  la  ley  municipal  vigente,  tienen 
participación  en  los  aprovechamientos  comu- 
nes y  eu  los  derechos  y  beneficios  concedidos 
al  pueblo,  asi  como  están  sujetos  á  las  cargas; 
disposición  que  se  completa  con  las  del  art.  27 
y  también  con  las  del  138  en  cuanto  se  refieren 
á  propietarios  forasteros. 

Pero  aunque  sea  carga  pública  la  de  des- 
empeñar cargos  de  república  concejiles,  etcé- 
tera, hay  mucha  diferencia  entre  carga  y  car- 
go. Es  carga  en  cuanto  supone  obligación;  es 
cargo  en  cuanto  el  acto  supone  dignidad,  em- 
pleo ú  oficio.  Por  eso  dice  nuestra  Constitu- 
ción que  todos  los  españoles  son  admisibles  á 
los  empleos  y  cargos  públicos... 

CARGA  DE  APOSENTO.    V.  Aposento. 

CARGA  Y  DESCARGA.  Es  uu  impuesto  esta- 
blecido como  en  retribución  del  servicio  que 
se  presta  á  los  buques,  facilitándoles  las  ope- 
raciones del  comercio,  ó  bien  los  medios  de 


entrar  y  permanecer  cómodamente  en  las  ba- 
hías.—V.  Impuesto  de  navegación:  Renta 

DE  ADU.4NAS. 

CARGADOR.  El  que  encarga  al  porteador  el 
transporte  de  alguna  mercancía.  El  comer- 
ciante ó  mercader  que  embarca  mercancías 
para  comerciar  en  otra  parte  con  ellas.— Ver 
ios  arts.  349  á  379  y  652  á  718  del  Cód.  de  Co-^ 
mercio. 

CARGAREME.  Documento  equivalente  á  un 
recibo,  en  que  las  oficinas  donde  se  recaudan 
fondos  hacen  constar  haber  ingresado  en  ellas 
alguna  cantidad  con  las  formalidades  que  es- 
tén prevenidas. 

CARGAS  DE  JUSTICIA.  Se  conocen  con  este 
nombre  las  obligaciones  del  Estado  ó  del  Te- 
soro, comprendidas  en  Sección  especial  del 
presupuesto;  las  cuales,  procediendo  de  titulo 
oneroso  ó  remuneratorio  de  graudes  servicios 
reconocidos  que  se  detallan  en  la  cédula  de 
concesión,  ó  de  hipotecas  especiales  sobre  bie- 
nes ó  derechos  de  que  aquél  ha  dispuesto,  ob- 
tienen el  reconocimiento  y  sanción  que  han  es- 
tablecido las  leyes.  Para  dar  mejor  idea  de  lo 
que  se  entiende  por  cargas  de  justicia,  copia- 
remos á  la  letra  de  cualquiera  de  nuestras 
leyes  de  presupuestos  la  Sección  dedicada  á  di? 
chas  cargas.  He  aquí  la  del  proyecto  de  ley 
de  presupuestos  de  6  de  Febrero  de  1892: 

SKCCiOX  4.3— talgos  de  justicia. 

OBLIGACIONES  COBEIENTES 

Oficios  y  derechos  enajenados 540.710 

Recompensas  por  salinas 17.886 

Asignaciones  censuales  sobre  terre- 
nos y  derechos  del  Estado 200.467 

Recompensas  por  derechos,  rentas  y 

servicios 404.239 

Censos  y  pensiones  afectas  á  fincas 

del  Estado 24.040 

Rentas  vitalicias 135 .000 

Condonaciones 450.000 

OBLIGACIONES  ATRASADAS  ' 

Oficios  y  derechos  enajenados 4  496 

Recompensas  por  salinas 213.564 

Censos  y  pensiones  afectas  á  fincas 

del  Estado 8. 938 

Oficios  de  la  fe  pública  enajenados 

de  la  Corona 23.865 


Total  pesetas. 


..  2.023  205 

Dada  idea  de  lo  que  se  conoce  en  nuestra 
legislación  por  cargas  de  justicia,  he  aquí  las 
disposiciones  generales  dictadas  sobre  esta 
materia,  muy  enlazada,  como  se  deja  ver,  con 
los  artículos  Deuda  pública:  Donaciones  t 
mercedes  reales:  Oficios  y  derechos  ena- 
jenados V  algunos  otros: 
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Leyes  de  la  Nov.  Rec. 

Ley  9^,  tit.  V,  Mb.  III.  Esta  ley  (D.  Enrique, 
año  1743),  revocó  y  dio  por  uiugima  y  de  niu- 
gün  valor  ni  efecto,  todas  las  mercedes,  gra- 
cias y  donaciones  hechas  por  el  niisnio  desde 
el  15  de  Septiembre  de  1-164,  de  todas  j^  cuíi- 
lesquier  aldeas  y  términos  y  jurisdicciones... 

Ley  10,  id.  Esta  ley  (año  1480),  moderó  las 
donaciones  de  los  Reyes,  diciendo  que  las  he- 
chas por  ellos  solos  se  pudieran  revocar,  sien- 
do injustas. 

Ley  8.",  tit.  VIII,  llb.  Vil.  Dispuso  que  los  fls- 
•  cales  del  Consejo  demandaren  para  su  incor- 
poración lo  enajenado  de  la  Corona. 

Ley  9."'',  id.  Dispuso  que  el  fiscal  del  Conse- 
jo sin  ninguna  retardación,  siga  las  deman- 
das puestas  ó  las  pong'a  de  nuevo  sobre  recu- 
peración de  lo  enajenado  de  la  Corona  y  ven- 
dido sin  justo  y  efectivo  precio. 

Leyes  10  y  II,  id.— Por  las  cédulas  de  confir- 
mación despachadas  y  que  se  despachasen  en 
adelante,  no  adquieran  los  interesados  en  las 
alhajas  enajenadas  de  mi  Real  patrimonio  más 
derecho  que  el  que  tenían  antes  de  la  incorpo- 
ración  

Ley  íle  señoríos  6  Agosto  1811. 

Al  abolir  esta  ley  (V.  Señorío.s)  los  privile- 
gios llamados  exclusivos,  privativos  y  prohibi- 
tivos de  señorío,  como  son  de  caza,  pesca, 
hornos,  molinos,  etc.,  dispuso  su  art.  8°  que 
los  que  obtuvieron  estas  prerrogativas  por  tí- 
tulo oneroso,  serán  «.reintegradoK  del  capital 
que  resulte  de  los  títulos  de  adquisición,  y  los 
que  los  posean  por  recompensa  de  g'randes 
servicios  reconocidos,  serán  indemnizados  do 
otro  modo». 

Ley  de  presupuestos  2.3  Mayo  184.5. 
«Art.  16.  De  los  productos  del  derecho  de 
consumo  se  satisfará  á  los  dueños  de  alcaba- 
las y  cientos  enajenados  de  la  Hacienda  pú- 
blica la  cantidad  que  reijulte  haberles  corres- 
pondido en  el  año  común  del  último  quinque- 
nio. Este  abono  continuará  haciéndose  mien- 
tras no  se  acuerde  otro  medio  de  indemniza- 
ción.» 

Circ.  9  Mayo  1816. 
Reglas  para  el  pago  á  los  dueños  de  alcabalas  y  cientos. 

(DiR.  GEN.  DEL  T.  P.)    Sc  previene: 

«1.^  Con  arreglo  al  art.  16  del  presupuesto 
de  ingresos  vigente  debe  satisfacerse  anual- 
mente á  los  dueños  de  alcabalas  y  cientos  ena- 
jenados de  la  Corona  lo  que  resulte  haberles 
correspondido  en  el  año  común  del  último 
quinquenio. 

2."  La  cantidad  que  á  este  respecto  hayan 
'  do  percibir  en  cada  mes,  cuidarán  las  oficinas 
de  incluirla  en  los  presupuestos  como  una  car- 
ga de  justicia,  á  fin  de  que  la  Contaduría  ge- 
neral del  Reino  pueda  tenerla  presente  al  for- 
mar las  notas  de  aquella  clase  de  atenciones. 

3."  El  pago  de  lo  devengado  por  los  referi- 
dos partícipes  con  anterioridad  al  1."  de  Junio 
de  1844,  y  de  lo  que  desde  dicha  fecha  dejó  de 
satisfacérseles  hasta  fin  de  Diciembre  de  1845, 
por  haberse  entregado  indebidamente  lo  que 
les_^  correspondía  al  Banco  Español  de  San 
Fernando  por  cuenta  de  sus  servicios,  no  pue- 


de acordarse  por  esta  Dirección  sin  que  lo  de- 
termine el  Ministerio  de  Hacienda,  al  que  de- 
ben dirigir  los  interesados  las  reclamaciones 
que  les  convengan.»  (C.  L.,  t.  37,  p.  2-lS.J 

E.  0. 13  Agosto  18i6. 
Alcabalas  anteriores  á  184B:  id.  posteriores. 

(Hac.)  Para  satisfacer  alcabalas  enajena- 
das que  se  debían  á  su  dueño,  se  mandó  lo  si- 
guiente: 

«1.°  Que  con  arreglo  á  la  ley  de  presupues- 
tos de  23  de  Mayo  del  año  último,  sc  paguen 
las  referidas  alcabalas  á  los  partícipes  en  ellas 
desde  1."  de  Enero  de  1845  en  adelante,  usan- 
do los  intendentes  de  la  autorización  que  les 
confiero  el  art.  17  de  la  instrucción  de  5  de 
Enero  último,  formada  para  llevar  á  efecto  el 
contrato  con  el  Banco  Español  de  San  Fer- 
nando. 

2.°  Que  respecto  al  abono  de  las  alcabalas 
anteriores  al  1."  de  Enero  del  precitado  año  de 
1845,  estando  dispuesto  por  el  art.  2.°  de  la 
R.  O.  de  21  de  Septiembre  de  1841,  y  la  de  21 
de  Octubre  de  1844  que  la  ratifica,  que  los  cré- 
ditos de  los  partícipes  de  alcabalas  enajena- 
das se  admitan  en  pagos  de  lanzas,  medias 
anatas  y  contribuciones  atrasadas  hasta  fin  de 
Diciembre  de  1840,  se  amplíe  este  plazo  hasta 
fin  de  igual  mes  de  1844;  haciendo  extensiva 
la  compensación  á  los  censos  que  están  al  car- 
go de  la  Administración  general  de  bienes  na- 
cionales y  que  contra  si  tengan  dichos  parti- 
cipes. 

Y  3."  Que  se  aplace  el  reintegro  á  los  men- 
cionados participes  de  los  créditos  que  resul- 
tan á  su  favor,  anteriores  al  1.°  de  Enero  de 
1845,  después  de  hecha  la  compensación,  para 
cuando  el  Gobierno  determine  el  modo  y  for- 
ma de  atender  á  estos  y  otros  acreedores  que 
puedan  considerarse  de  |)rivilegiada  natura- 
leza.—De  Real  orden,  etc.  Madrid  13  de  Agos- 
to de  1846.»  (C.  L.,  t.  38,  p.  170.) 

R.  D.  7  Octubre  1847. 

Este  decreto  dio  nueva  organización  á  las 
Juntas  de  comercio  y  mandó  (art.  21)  que  no  se 
comprendieran  en  el  presupuesto  provincial 
las  cargas  de  justicia  de  los  Consulados,  que 
se  satisfarían  por  el  Estado. 

Ley  de  presupuestos  aO  Febrero  1850. 
« Art.  10.  Asimismo  presentará  anual- 
mente el  Gobierno  á  las  Cortes  nota  de  las  car- 
ga.<t  de  ju.tticía  que  dentro  del  mismo  año  se 
hubieren  reconocido;  sin  que  pueda  proceder 
á  satisfacerlas  hasta  que  se  lo  conceda  el  com- 
petente crédito...»  (C.  L.,  t.  49,  p.  332.) 

R.  O.  4  Marzo  1851. 

(Hac.)  ...Se  mandó  que  los  documentos  y 
expedientes...  «que  se  hallen  instruidos  para 
reconocer  alguna  nueva  carga  de  jiL-íticia,  ó 
que  se  instruyan  en  lo  sucesivo,  se  remitan  á 
medida  que  se  complete  su  instrucción,  para 
que  por  este  Ministerio  pueda  cumplirse  lo 
prevenido  en  el  art.  10  de  la  lev  de  presupues- 
tos do  1850.»  (C.  L.,  t.  52,  p.  ¿16.) 

Ley  de  Deuda  pi\blica  1.°  Agosto  1851. 
€...Art.  23.     Serán  objeto  de  una  ley  espe- 
cial que  el  Gobierno  someterá  á  la  aprobación 
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de  las  Cortes...  los  créditos  procedentes  de  ofi- 
cios enajenados...» 

E.  O.  23  Octulire  1852. 
Pase  este  Negociado  á  la  Dirección  de  lo  Contencioso, 
(Hac.)  Extracto. — «La  Reina...  ha  tenido  k 
bien  mandar  que  los  documentos  y  expedien- 
tes qixe  existen  en  ella  (la  Dirección  del  Te- 
soro) pasen  ;l  la  de  lo  Contencioso  para  que 
por  ella  se  instruyan  y  propongan  las  resolu- 
ciones que  procedan,  quedando  en  adelante 
radicado  en  ella  este  Negociado.»  (C.  L.,  to- 
mo 57,  p.  390.) 

B.  D.  29  Diciembre  1854. 

Se  suprimió  la  Dirección  g'eneral  de  lo  Con- 
tencioso, y  se  encomendaron  á  la  del  Tesoro 
los  negocios  relativos  al  reconocimiento  y  pa- 
go de  las  cargas  de  justicia. 

Ley  29  Abril  1855. 
Nuevo  reconocimienio  y  clasificación  de  car  gas  de  justicia. 

(H.4C.)     «LF-Y.— Doña  Isabel  II,  etc. 

Articulo  1."  Todas  las  cargas  de  justicia 
consignadas  por  el  Gobierno  euel  presupuesto 
de  g'astos  del  cox-riente  año,  quedan  sometidas 
al  nuevo  reconocimiento  y  clasificación  que 
hará  de  ellas  la  Dirección  general  del  Tesoro, 
intervenida  é  inspeccionada  por  una  Comisión 
permanente  de  siete  señores  diputados  elegi- 
dos por  las  Cortes  '. 

Art.  2.°  El  reconocimiento  y  clasificación 
se  verificarán  en  el  plazo  de  ocho  meses  desde 
la  publicación,  de  esta  ley,  dentro  del  cual  el 
Gobierno  señalará  á  los  interesados  el  que  iuz- 
gue  bastante  para  la  presentación  de  docu- 
mentos. 

Art.  3.°  El  Gobierno  presentará  á  las  Cor- 
tes, con  la  posible  brevedad,  -un  proyecto  de 
ley  para  liquidar  y  convertir  los  créditos,  cu- 
ya naturaleza  lo  consienta,  en  títulos  de  la 
Deuda  pública,  según  sus  clases  y  condi- 
ciones... 

MAranjuez  29  de  Abril  de  1855.— Yo  la  Reina. 
El  Ministro  de  Hacienda,  Pascual  Madoz.» 
(C.  L.,  t.  64,  p.  459.) 

K.  O.  30  Mayo  1855. 
Plazos  para  presentar  documentos  para  su  reconocimien- 
to y  clasificación,  y  documentos  que  según  los  casos  co- 
rresponde presentar  '^. 

(Hac.)  Extracto. — Por  esta  Real  orden  se 
señala  el  término  irrevocable  de  tres  meses  en 
que  los  participes  de  cargas  de  justicia  deben 
presentar  en  la  Dirección  del  Tesoro  público 
los  documentos  necesarios  para  justificar  su 
derecho  en  el  nuevo  reconocimiento  y  clasifi- 
cación que  la  comete  la  ley  de  29  de  Abril  úl- 
timo; los  documentos  que  dentro  del  referido 
plazo  presentarán  los  particulares,  son: 

«Los  comprendidos  en  el  art.  1."  por  oficios 
y  derechos  enajenados  de  la  Corona;  los  títu- 
los orig'iuales  primitivos  de  la  egresión;  la  cé- 
dula de  confirmación  del  último  reinado  eu 
que  la  hayan  obtenido,  con  declaración  de  no 
haber  adquirido  otra  posterior,  y  certificación 
de  la  Dirección  de  la  Deuda  pública,  expresi- 


•     Véase  la  ley  de  22  de  Mayo  de  1SS9. 
-    Sobre  el  vigor  de  esta  B.  O.  véase  en  la  Sección  de  Ju- 
risprudencia el  R.  D.  S.  de  16  de  Hayo  de  ISSS. 


va  de  no  haberse  satisfecho  el  capital  y  rédi- 
tos por  su  Tesorería  en  este  sig-lo. 

Los  del  art.  2."  la  cédula  de  concesión  de  la 
recompensa  por  salinas. 

Los  de  los  arts.  3.°  y  7."  las  escrituras  de  im- 
posición de  los  censos,  é  igual  certificación  de 
no  haberse  redimido  en  la  Deuda  pública. 

Los  pensionistas  que  figuran  en  el  art.  7.°, 
asi  como  los  incluidos  en  los  arts.  5.",  6."  y  9.°, 
presentarán  copia  fehaciente  de  las  órdenes  ó 
títulos  de  concesión. 

Se  exceptúan  sólo  aquellos  que  tuvieren  pre- 
sentados estos  documentos  anteriormente,  de- 
biendo, no  obstante,  entregar  los  que  falten 
de  los  mencionados. 

Si  por  esa  Dirección  fuere  necesario  algún 
otro  para  la  mejor  tramitación,  se  exigirá  ofi- 
cialmente de  los  interesados,  señalándoles  el 
término  de  quince  días,  pasados  los  cuales  se- 
guirán su  curso  los  expedientes  como  si  no 
existiese  el  reclamado.»  (C.  L.,  t.  65,  p.  158.) 

E.  O.  2  Junio  1855. 

Reglas  para  la  instrucción  de  erpedientes  sobre  el  recono- 

cimiento  y  clasificación  de  cargas  de  justicia, 

(Hac.)  Considerando  la  necesidad  de  fijar 
las  reglas  que  se  han  de  seguir  para  el  cum- 
plimiento de  la  ley  de  29  de  Abril,  tanto  en  la 
tramitación  de  los  expedientes,  como  en  las  re- 
laciones que  se  han  de  unir  á  la  misma,  se  dic- 
tan las  siguientes: 

«I.''  La  Dirección  del  Tesoro  examinará 
nuevamente  los  expedientes  que  en  ella  radi- 
can, relativos  á  cargas  de  justicia,  y  los  títu- 
los de  pertenencia  en  que  funden  sus  derechos 
los  interesados,  y  con  el  dictamen  de  la  Sec- 
ción los  pasará  á  la  Asesoría  general,  que  emi- 
tirá el  suyo  á  la  maj-or  brevedad  posible  '. 

2.'^  Con  vista  de  ambos,  el  director  del  Te- 
soro declarará  caducada  ó  subsistente  la  car- 
ga de  justicia  de  que  se  trata,  pasándolo  todo 
á  la  Comisión  de  ^ñores  diputados,  la  cual 
acordará  su  conformidad,  ampliación  de  ins- 
trucción ó  discordancia,  fundando  esta  iiltima 
con  las  razones  que  crea  oportunas,  y  elevan- 
do en  este  caso  el  expediente  á  este  Ministe- 
rio para  la  resolución  oportuna  *. 

3.'"'  Si  por  resultas  del  examen  estuviesea 
acordes  en  la  caducidad  de  la  carga  de  justi- 
cia la  Dirección  del  Tesoro  y  la  Comisión  de 
señores  diputados,  cesará  de  pagarse  desde 
luego  la  carga  de  justicia,  dando  conocimien- 
to de  oficio  al  interesado  en  ella  de  la  resolu- 
ción con  copia  de  los  dictámenes  contrarios  eu 
que  ésta  se  hubiese  fundado  para  acudir  en 
queja  á  S.  M.,  y  si  la  Reina  se  conformase  con 
el  fallo  de  la  Dirección  del  Tesoro,  podrá  acu-^ 
dir  el  interesado  en  queja  al  Tribunal  conten-* 
cioso-admiuistrativo. 

4.^^  15i  la  Comisión  del  Congreso  propusiese 
la  ampliación  del  expediente  se  evacuarán  los 
nuevos  trámites  que  la  misma  proponga,  y  he- 
cho asi,  resolverá  el  director  del  Tesoro,  pa- 
sándose de  nuevo  á  la  Comisión  el  expediente 
pora  su  conformidad  ó  disyuntiva. 

5.^    Concluida  la  revisión  de  las  correspou- 


*  Es  atribución  de  *ta  Dirección  de  la  Deuda 
D.  de  20  de  Julio  de  1889,  la  asignada  hasta  esa 
la  del  Tesoro. 
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dientes  d,  cada  uno  de  los  nueve  ai-ticulos  do 
los  que  comprende  el  presupuesto  en  su  sec- 
ción cuarta,  y  sin  esperar  la  de  ios  demás,  la 
Dirección  del  Tesoro,  en  unión  con  la  Comi- 
sión de  señores  diputados,  pondrá  en  conoci- 
miento de  S.  M.  las  que  hayan  declarado  sub- 
sistentes, formulando  su  opinión  acerca  de  si 
deben  convertirse  en  Deuda  del  Estado,  ó  se- 
guir como  hasta  el  dia  siéndolo  del  Tesoro. 

tí."  Declarada  subsistente  una  carg-a,  se  de- 
volverán los  títulos  originales  á  su  dueño,  que- 
dando copias  fehacientes  en  el  expediente; 
pero  si  se  declara  caducada,  se  reclamarán  del 
interesado,  caso  de  no  existir  más  que  en  tes- 
timonio, para  taladrarlos,  quedando  por  de 
n-iiigiin  valor  '. 

l.'^  Para  que  la  Dirección  pueda  cumplir  el 
cometido  de  la  ley  en  el  plazo  que  ésta  le  se- 
ñala, se  abstendrá  de  reconocer  ninguna  car- 
ga nuevamente  reclamada,  admitiendo  no  obs- 
tante las  reclamaciones  que  se  la  hagan  para 
queá  los  interesados  no  les  perjudique  la  pres- 
cripción que  les  impone  la  ley  de  contabilidad. 

8.'^  Esto  no  obstante,  y  en  cumplimiento 
del  R.  D.  de  29  de  Diciembre  del  año  último, 
la  Asesoría  general  pasará  á  la  Dirección  del 
Tesoro  con  la  brevedad  posible  cuantos  títu- 
los de  pertenencia  se  hayan  presentado  en  la 
suprimida  Dirección  de  lo  Contencioso  en  vir- 
tud de  la  R.  O.  de  23  de  Octubre  de  1852,  y  dis- 
posiciones que  la  misma  adoptó  para  su  cum- 
plimiento.— Lo  que  de  Real  orden,  etc. — Ma- 
drid 2  de  Junio  de  1856.»  (C.  L.,  t.  65,  p.  226.) 

Ley  de  presiipuestos  16  Abril  1856. 
«...2."  Las  cargas  de  justicia  que  á  virtud 
del  nuevo  reconocimiento  y  clasificación  que 
se  está  practicando  en  cumplimiento  de  la  ley 
de  29  de  Abril  de  1855,  carezcan  de  títulos  le- 
gítimos ó  hayan  caducado,  dejarán  de  satis- 
facerse por  el  Tesoro  público  desde  que  recaí- 
ganla declaración  de  la  Comisión  revisora  de 
señores  dipntadoscroada  por  laexpresada  ley, 
sin  perjuicio  de  los  recursos  que  los  interesa- 
dos tengan  á  bien  entablar.»  (C.  L.,  t.  68,  ¡pá- 
gina 80.) 

B.  o.  1.°  Febrero  1858. 
Regulariza  el  pago  de  cargas  por  rentas  vitalicias. 

(Hac.)  «...S.  M...  se  ha  servido,  respetan- 
do el  derecho  que  en  lo  principal  puedan  te- 
ner losinteresados  en  dichas  rentas,  y  con  el 
solo  objeto  de  regularizar  este  servicio,  adop- 
tar las  disposiciones  siguientes:  I.-''  Que  desde 
luego  se  dé  do  baja  en  nómina  á  los  percepto- 
res de  rentas  vitalicias  que  no  se  hayan  pre- 
sentado á  cobrar  sus  respectivas  rentas  en  los 
tres  futimos  semestres.  2.^  Excluir  de  igual 
manera  á  los  que  no  se  presenten  á  cobrar  ó 
no_  llenen  alguno  ó  algunos  de  los  requisitos 
exigidos  para  el  pago  dentro  del  mes  en  que 
se  abra  éste,  y  no  obtengan  rehabilitación  de 
la  Contaduría  respectiva  en  los  dos  meses  si- 
guientes al  finalizar  aquél.  3.*  Que  pasado  di- 
cho periodo  sin  obtenerla  de  la  mencionada 
Contaduría  no  pueden  ser  incluidos  nueva- 
mente en  nómina  sin  orden  expresa  de  la  Di- 


•     Véase  la  R.  O.  de  iff  de  Diciembre  de  1817. 


rección  general  del  Tesoro.  Y  4."  Que  en  la 
primera  quincena  del  mes  subsiguiento,  ó  sea 
el  cuarto  desde  el  en  que  se  abrió  el  pag'o,  se 
dé  á  esa  oficina  general,  por  la  Contaduría  de 
Hacienda  pública  de  la  provincia,  noticia  cir- 
cunstanciada de  los  participes  excluidos,  á  te- 
nor de  las  antedichas  reglas. — De  Real  orden, 
etcétera.— Madrid  1.°  ae  Febrero  de  1858.» 
(C.  L.,  t.  75,  p.  165.) 

E.  O.  9  AbrU  1859. 

A  quién  compete  conservar  los  documentos  de  cargas 
de  justicia. 

(Hac.)  Extracto.  —  Resolviendo  un  expe- 
diente instruido  con  este  motivo,  S.  M.  «so  ha 
dignado  resolver  que  á  las  Contadurías,  en  el 
doble  concepto  de  estar  encargadas  del  Archi- 
vo y  de  llevar  las  cuentas  individuales  de  los 
partícipes  de  las  rentas,  corresponde  el  con- 
servar y  custodiar  los  expedientes  y  documen- 
tos de  las  cargas  de  justicia,  sin  perjuicio  de 
que  los  administradores  hagan  uso  de  ellos,  en 
la  forma  puesta  en  práctica  con  todos  los  que 
están  archivados,  cuando  los  necesitaren  para 
consultarlos  ó  fueren  llamados  á  emitir  sobre 
ellos  su  opinión.»  (C.  L.,  t.  78,  p.  373.) 

Ley  de  presupuestos  22  Mayo  1859. 
Junta  para  el  reconocimiento  y  revisión. 

«Art.  9.''  La  revisión  y  reconocimiento  de 
cargas  de  justicia  determinadas  por  la  ley  de 
29  do  Abril  de  1855,  se  hará  en  lo  sucesivo  por 
una  Junta  compuesta  del  director  del  Tesoro, 
presidente;  del  asesor  g'eneral;  del  segundo 
jefe  de  la  Dirección  del  Tesoro,  y  de  dos  de  los 
coasesores  del  Ministerio  de  Hacienda. 

La  Junta  aplicará  la  legislación  especial 
que  corresponda  en  cada  caso  y  fundará  sus 
declaraciones  en  los  hechos  que  resulten  jus- 
tificados, consultándolas  al  Ministro  de  Ha- 
cienda, quien  resolverá  oyendo  á  la  Sección 
de  Hacienda  del' Consejo  de  Estado,  dándose 
la  debida  publicidad  á  estas  determinaciones. 

Si  se  declarase  la  caducidad,  podrán  los  in- 
teresados alzarse  por  la  vía  contenciosa,  caso 
de  proceder,  seg'ún  las  disposicioues  vigen- 
tes *.» 

E.  O.  25  Febrero  1863. 
Cuando  el  Estado  concurre  al  otorgamiento  de  una  escri^ 
tura,  lo  hace  como  piersona  jurídica  y  queda  ligado  co- 
'mo  un  particular  cmilquiera,  é  igual  sucede  cuando  re- 
presenta una  personalidad  civil  como  una  comunidad' 
religiosa  suprimida.  La  prescripción  establecida  en  el 
art.  18  de  la  ley  de  contabilidad  no  es  aplicable  d  los 
capitales  de  cargas  de  justicia,  pero  si  ti  las  anualida- 
des devengadas. 

(Hac.)  «He dado  cuentaálaReina(Q.  D.  G.) 
del  expediente  instruido  á  consecuencia  de  la 
consulta  hecha  por  esa  Dirección  general,  re- 
lativa á  la  interpretación  que  debía  darse  al 
art.  18  de  la  ley  de  contabilidad  de  20  de  Fe- 
brero de  1850  respecto  de  las  obligaciones  de- 
nominadas carg-as  de  justicia,  con  motivo  de 
haber  reclamado  el  conde  del  Valle  de  San 
Juan  y  D.  Francisco  Melgarejo  el  pago  de  los 
atrasos  de  los  censos,  importantes  2.200  rs.  50 
céntimos  anuales,  que  en  aquel  concepto  les 


*  La  Junta  quedó  suprimida  por  haberse  encomenda- 
do sus  atribuciones  d  la  Dirección  de  la  Deuda  á  virtud 
del  D.  de  20  Julio  18119. 
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fueron  reconocidos  por  R.  O.  de  22  Mayo  1861. 
En  sil  vista,  y  considerando  que  las  carg'as 
de  justicia  proceden  en  su  mayor  parte  de  tí- 
tulos de  carácter  puramente  civil,  de  derechos 
reales,  reconocidos  y  consig'nados  en  docu- 
mentos tan  solemnes  como  una  escritura  pú- 
blica ú  otro  documento  anAlog'o: 

Considerando  que  si  en  estos  casos  el  Esta- 
do concurrió  á  su  otorg'amiento  ó  reconoció  el 
derecho  alli  consig'nado,  lo  hizo  como  una  per- 
sona jurídica  y  quedó  lig~ado  como  un  particu- 
lar cualquiera: 

Considerando  que  aunque  el  Estado  no  haya 
contratado  directamente,  como  sucede  en  las 
cargas  de  justicia  que  proceden  de  una  obli- 
g'ación  contraída  por  las  comunidades  religio- 
sas exting'uidas  ó  por  cualquiera  Corporación 
de  cuyos  bienes  ha  dispuesto,  su  condición  es 
ig'ual,  porque  en  estos  casos  no  representa  más 
que  una  personalidad  civil,  y  lo  que  en  ellos 
califica  la  obligación  es  el  origen  y  naturaleza 
del  titulo  que  constituye  la  carga  de  justicia, 
el  derecho  que  asiste  al  acreedor  que,  como 
todos  los  que  proveng-an  de  acciones  ú  oblig'a- 
ciones  puramente  civiles,  se  halla  bajo  la  g-a- 
rantía  de  las  leyes  comunes: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  que 
en  lugar  de  un  particular  ó  de  una  Corpora- 
ción .sea  el  Estado  deudor,  no  afecta  al  dere- 
cho del  reclamante,  sino  á  la  forma  y  á  la  au- 
toridad que  gubernativamente  decide  su  re- 
clamación: 

Considerando  que  estos  derechos  ya  recono- 
cidos y  consignados  en  los  contratos  ó  títulos 
respectivos  de  que  procede  la  obligación  no 
necesitan  nuevo  reconocimiento  ni  se  derivan 
de  servicios  públicos: 

Considerando  que  en  rigor  de  derecho  no 
pixede  entenderse  como  el  verdadero  recono- 
cimiento de  una  obligación  ya  existente,  la  de- 
claración de  subsistencia  que  en  estos  expe- 
dientes se  hace,  sino  nicas  bieu  como  un  trá- 
mite exigido  por  la  ley  para  garantir  los  inte- 
reses públicos,  para  disipar  las  dudas  que  se 
habían  suscitado  sobre  la  legitimidad  de  algu- 
nas de  esas  oblig'aciones  y  abrig-ar  el  conven- 
cimiento de  que  la  iinica  que  flg'ura  en  el  capí- 
tulo de  cargas  de  justicia,  y  que  pesa  sobre  el 
Tesoro,  es  un  gravamen  legitimo  y  valedero, 
y  justos  los  títulos  en  que  se  funda: 

Considerando  que  tampoco  jiuede  sostenerse 
que  tal  gravamen  procede  de  sei-vicios  públi- 
cos, porque  no  merece  semejante  calificación 
la  constitución  de  un  censo  ó  la  indemnización 
concedida  y  en  equivalencia  del  derecho  ó  de 
la  cosa  de  que  el  Estado  se  aprovechó,  que  es 
en  su  mayor  parte  el  origen  de  las  obligacio- 
nes de  que  se  trata: 

Considerando  C[ue  por  las  circimstancias  iu- 
dicadas  no  es  aplicable  á  los  capitales  de  car- 
gas de  justicia  la  prescripción  establecida  en 
el  art.  18  de  la  ley  de  contabilidad,  la  cual  se 
refiere  á  créditos  procedentes  de  servicios  que 
es  necesario  reconocer  y  liquidar,  y  de  ningún 
modo  á  derechos  puramente  civiles  que  se  ha- 
llan bajo  la  salvaguardia  de  la  leg-islación  co- 
mrin,  con  arreg'lo  á  la  cual  debeu  resolverse 
las  ctiestioncs  que  sobre  el  particular  puedan 
suscitarse: 


Consideeando  que  no  militan  iguales  razo- 
nes para  exceptuar  de  la  prescripción  estable- 
cida en  dicho  artitulo  á  los  réditos  ó  pensio- 
nes anuales  que  se  satisfacen  por  las  cargas 
de  justicia,  por  cuanto  se  hallan  en  el  mismo 
caso  que  todas  las  oblig-aciones  ó  servicios 
que  se  comprenden  anualmente  en  los  presu- 
piiestos: 

Considerando,  finalmente,  que  los  réditos  de 
los  censos  en  que  consiste  la  carga  de  justicia 
que  ha  dado  lugar  á  la  consulta  de  que  va  he- 
cho mérito,  fueron  satisfechos  al  conde  del 
Valle  de  San  Juan  y  D.  Francisco  Melgarejo 
hasta  1849,  y  suspendido  el  pago  en  dicha  épo- 
ca, solicitaron  á  principios  del  año  siguiente 
que  aquél  continiiara,  cuya  reclamación  fué 
estimada  en  R.  O.  de  22  de  Mayo  de  1861,  y  por 
lo  tanto  no  se  ha  interrumpido  respecto  de  los 
interesados  una  prescripción  que  no  había 
existido  ni  puede  existir,  mediante  á  haber  co- 
menzado las  gestiones  desde  el  momento  en 
que  cesó  el  pago  de  los  réditos: 

S.  M.,  de  conformidad  con  el  dictamen  emi- 
tido sobre  el  particular  (lor  las  Secciones  de 
Hacienda  y  Gracia  y  Justicia  del  C.  de  E.  y  lo 
expuesto  por  esa  Dirección  general,  se  ha  ser- 
vido resolver: 

1.°  Que  el  art.  18  de  la  ley  de  contabilidad 
de  20  de  Febrero  de  1850  '  no  es  aplicable  á  los 
capitales  de  las  cargas  de  justicia,  debiendo 
decidirse  las  cuestiones  que  sobre  prescripción 
puedan  ocurrir  acerca  de  los  mismos  con  arre- 
glo á  la  legislación  común. 

2."  Que  respecto  á  las  anualidades  ante- 
riores á  1850,  á  la  Junta  de  la  Deuda  pública 
corresponde  determinar  lo  que  proceda  con  su- 
jeción á  lo  dispuesto  en  los  arts.  4."  v  9.°  de  la 
ley  de  3  de  Agosto  de  1851,  y  el  3.°,  5.»  y  25 
del  reglamento  publicado  para  su  ejecución  -. 

3."  Y  por  último,  que  es  aplicable  el  refe- 
rido art.  18  de  la  ley  de  contabilidad  á  las 
anualidades  deveng-adas  desde  1.°  de  Enei-o  de 
1850  eu  adelante  que  hayan  dejado  de  satisfa- 
cerse en  el  periodo  fijado  en  el  mismo  por  cau- 
sas imputables  á  los  respectivos  acreedores. — 
De  Real  orden,  etc.  — Madrid  25  de  Febrero 
de  1863.»  (C.  L.,  t.  89,  p.  144.) 

E.  o.  26  Abril  1B65. 
Es  ahonahle  á  tm  Ayuniavuenfo  la  renta  anual  proceden- 
te de  las  alcabalas  de  su  concejo  que  compró  á  Feli- 
pe III. — Regla  general  sobre  la  liquidación  á  los  parti- 
cipes de  aquéllas. 

(Hac.)  «...Visto  el  privilegio  original  ex- 
pedido en  esta  corte  por  el  Sr.  D.  Felipe  III  ál 
28  de  Agosto  de  1614,  en  el  que  se  inserta  unaj 
Real  carta  de  venta  del  propio  Monarca,  porj 
la  que  enajenó  al  concejo,  justicia  y  regimien-j 
to  del  dicho  lugar  de  Poláu  las  alcabalas  delj 
mismo  pueblo  en  precio  de  2.025.300  maravedís:! 

Vista  la  R.  C.  de  confirmación  dada  por  laj 
Reina  Gobernadora,  su  fecha  22  de  Junio  de 
1710,  por  la  que,  aprobando  y  ratificando  en 


í  El  art.  IS  de  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1S.M  concuerJ 
da  literalmente  C07i  el  19  de  la  vigente  de  25  de  Junio  da 
1870,  que  puede  verse  en  Hacienda  pública.  f 

=  La  ley  de  3  de  Agostb  de  1851  mando  practicar  uni 
liquidación  general  de  la  Deuda  del  Tesoro,  desde  1.^  al 
Hayo  de  1828  hasta  31  de  Diciembre  de  1849.— V.  Deüdí 

PÚBLICA. 
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favor  del  concejo  de  Poláu  el  privileg'io  y  car- 
ta de  venta  de  1614,  declaró  á,  la  vez  exceptua- 
das las  predichas  alcabalas  del  decreto  de  in- 
corporación y  valimiento: 

Visto  el  ri.  de  las  Cortes  de  6  de  Agosto 
de  1811: 
Vista  la  lev  de  presupuestos  del  año  1845: 
Vista  la  ley  de  29  de  Abril  de  1859  y  el  ar  - 
tlculo  9.°  de  ia  de  presupuestos  de  1859... 

«Considerando  que  no  habiendo  sido  devuel- 
to el  precio  de  egresión  ni  indemnizado  de 
otra  manera  el  Ayuntamiento  de  Polán,  sub- 
siste por  parte  del  Estado  la  obligación  de  sa- 
tisfacer anualmente  k  dicha  Municipalidad  la 
renta  de  que  queda  hecha  referencia: 

Considerando  que  apurados  los  medios  de 
investigación  sobre  el  paradero  de  los  compro- 
bantes que  sirvieron  de  base  h  las  liquidacio- 
nes practicadas  á  esta  clase  de  participes,  en 
cumplimiento  de  lo  mandado  por  el  ya  citado 
art.  16  de  la  ley  de  presupuestos  de  1845,  sin 
que  hayan  podido  ser  habidos,  esta  circuns- 
tancia "no  puede  estimarse  como  bastante  y 
justa  para  que  con  perjuicio  de  los  interesados 
siga  por  más  tiempo  en  suspenso  la  resolución 
i  definitiva  de  esta  clase  de  reclamaciones: 
'     S.  M.,  couformándo.se  con  los  dictámenes 
'  emitidos  sobre  el  particular  por  la  Sección  de 
i  Hacienda  del  C.  de  E.,  esa  Dirección  y  la  Ase- 
i  Soria  general  de  este  Ministerio,  ha  tenido  ;l 
bien  confirmar  el  acuerdo  de  la  Junta  de  revi- 
sión y  reconocimiento  de  cargas  de  jiisticia, 
por  el  que  se  declara  subsistente  la  de  que  se 
trata;  y  mandar  á  la  vez  que  para  la  justifica- 
ción del  total  importe  de  la  renta  anual  en  los 
expedientes  de  naturaleza  análoga,  sirva  de 
pauta  el  resultado  que  ofrezca  la  liquidación 
que  por  la  Administración  de  Hacienda  de  la 
respectiva  provincia  se  practicará  á  cada  par- 
ticipe, en  cumplimiento  de  lo  que  se  deter- 
minó por  el  art.  16  de  la  ley  de  presupuestos 
de  1845,  sin  perjuicio  de  que,  con  relación  al 
caso  actual,  como  á  los  demás  de  su  clase,  se 
continúe  gestionando  para  hallar  los   docu- 
mentos comprobantes  de  dichas  liquidaciones 
y  rectificar  las  diferencias  que  pudieran  resul- 
tar.—De  Real  orden,  etc.— Madrid  26  de  Abril 
de  1865. — Castro. — Sr.  Director  general  del 
Tesoro.»  (Gac.  15  Junio.) 

B.  o.  17  Abril  1868. 
Impuesto  sobre  cargas  de  justicia, 
(Hac.)  Se  declaró  que  las  asignaciones  cen- 
suales sobre  fincas  ó  terrenos  que  el  Estado  sa- 
tisface bajo  el  epígrafe  Cargas  de  justicia, 
cuando  sean  de  las  que  paguen  la  contribución 
de  inmuebles,  están  excluidas  del  impuesto  de 
5  por  100  establecido  por  las  bases  que  aprobó 
el  art.  3.°  de  la  ley  de  29  de  Junio  de  1867. 
(Gao.  3  Mayo.) 

15  Octubre  1868. 

(Junta  superior  de  Gobierno.)  «Consi- 
derando que  en  los  expedientes  para  clasificar 
las  llamadas  cargas  de  justicia  se  han  cometi- 
do muchos  abusos  en  perjuicio  de  la  Nación, 
propone  al  Gobierno  que  se  suspenda  el  pago 
<ie  las  referidas  cargas,  hasta  que  sean  revisa- 
das por  una  Comisión  que  se  nombre  al  efec- 
to, la  cual  dará  cuenta  á  las  próximas  Cortes. 


Madrid  15  de  Octubre  de  1868.— Joaquín  de 
Aguirre,  Presidente.»  (Siguen  las  firmas.) 

Ees.  27  Febrero  1869. 

Declarando  caducadas  las  que  se  expresan  pomo  haberse 

acreditado  su  Ictjifimidad. 

(Hac.)  «...No  habiendo  cumplido  los  par- 
tícipes que  expresa  la  relación  adjunta  con  el 
precepto  contenido  en  la  R.  O.  de  30_de  Mayo 
de  1855,  relativo  á  la  presentación  dé  los  títu- 
los originales  que  acreditaran  la  legitimidad 
de  sus  respectivos  derechos  al  percibo,  goce  y 
disfrute  de  las  cargas  de  justicia  de  que  pare- 
clan  ser  poseedores;  y  habiendo  transcurrido 
trece  años  sin  que  así  haya  tenido  efecto,  el 
Poder  Ejecutivo,  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, ha  resuelto  declarar  caducadas  adminis- 
trativamente todas  las  cargas  de  justicia  com- 
prendidas en  la  mencionada  relación,  reser- 
vando á  los  interesados,  la  facultad  de  alzarse 
contenciosamente  dentro  del  plazo  de  seis  me- 
ses, que  habrán  de  contarse  desde  la  publica- 
ción de  la  presente  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

En  su  consecuencia  se  eliminarán  las  referi- 
das cargas  del  presupuesto  que  haya  de  regir 
en  el  año  económico  de  1869-70,  haciéndose  la 
oportuna  anotación  en  los  respectivos  expe- 
dientes.—Dios  guarde,  etc.  Madrid  27  de  Fe- 
brero de  1869.— El  Ministro  de  Hacienda,  Lau- 
reano Figuerola.— Sr.  Director  general  del 
Tesoro  público.» 

(Sigue  la  relación  de  las  cargas  de  justicia 
comprendidas  en  la  sección  cuarta  del  presu- 
puesto de  obligaciones  generales  del  Estado, 
cuyo  pago  estaba  en  suspenso  y  se  declaran 
caducadas  por  la  orden  precedente.)  (Gac.  4 
Marzo.) 

D.  30  Junio  1869. 

Disponiendo  que  los  asuntos  de  este  ramo  dependan  de  la 

Dirección  de  la  Deuda  pública. 

(Hac.)  «Vengo  en  disponer  que  los  asun- 
tos pertenecientes  á  cargas  de  justicia  que  en 
la  actualidad  radican  en  la  Dirección  general 
del  Tesoro  público  pasen  desde  el  día  1."  de 
Julio  próximo  á  depender  de  la  de  Deuda  pú- 
blica, á  la  cual  se  trasladarán  los  empleados 
de  que  se  compone  la  Sección  de  las  citadas 
cargas  de  justicia,  reformándose,  en  su  conse- 
cuencia, la  planta  de  esta  última  Dirección  en 
los  términos  que  se  considere  conveniente  al 
mejor  servicio.  Dado  en  Madrid  á  30  Juuio  1869 
Francisco  Serrano.— El  Ministro  de  Hacienda, 
Laureano  Figuerola.»  (Gac.  2  Julio.) 

D.  20  Julio  1869. 

Atribuyendo  d  la  Junta  de  la  Deuda  pública  la  revisión  y 

reconocimiento  de  las  cargas  de  justicia. 

(Hac.)  «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  único.  En  lo  sucesivo  correspon- 
derá á  la  Junta  de  la  Deuda  pública  la  revi- 
sión y  el  reconocimiento  de  las  cargas  de  jus- 
ticia que  determinó  la  ley  de  29  de  Abril  de 
1855.— Dado  en  Madrid  á  20  de  Julio  de  1869.» 
(Gac.  22  Julio.) 

O.  25  Agosto  1870. 
Dictando  disposiciones  para  remover  los  obstáculos  que 
dificultan  la  terminación  de  los  crpedirntes  de  carg  is 
de  justicia:  Documentos  de  personalidad. 

(Hac.)     « S.  A.  el  Regente  se  ha  servido 

resolver: 


, 
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1.°  Qtie  para  fijar  en  lo  sucesivo  la  renta 
qnehaya  de  reconocerse  álos  participes  por  al- 
cabalas, sirva  de  tipo  el  resultado  que  en  cada 
caso  ofrezca  la  relación  original  formada  por 
la  Dirección  general  de  Contribuciones  indi- 
rectas en  el  año  de  1851,  en  que  se  consigua 
la  cantidad  liquida  correspondiente  á  los  mis- 
mos, sacada  del  quinquenio  de  1840  á  1844, 
con  arreglo  á  lo  que  dispuso  el  art.  16  de  la 
ley  de  presupuestos  de  1845,  cuyo  dato  servi- 
rá" para  la  comprobación  de  la  renta  que  como 
tal  carga  haya  de  figiu-ar  en  el  presupuesto, 
prescindiéndose  de  las  certificaciones  que  has- 
ta ahora  han  expedido  las  Administraciones 
provinciales. 

2.°  Que  por  equidad  se  fije  el  plazo  fatal  é 
improrrogable  de  un  mes,  contado  desde  la 
publicación  de  esta  orden  en  la  Gaceta  oficial 
y  bajo  pena  de  caducidad,  dentro  del  cual  los 
interesados  en  los  expedientes  de  cargas  de 
justicia  presentarán  los  documentos  justifica- 
tivos de  sti  derecho  exigidos  por  la  referida 
E.  O.  de  30  de  Mayo  de  1855,  como  ya  lo  de- 
bieron hacer  en  el  término  que  en  esta  misma 
disposición  se  les  señaló;  en  la  inteligencia 
que  de  no  verificarlo  así  procederá  desde  lue- 
go esa  Junta  á  dar  de  baja  en  el  presupuesto 
general  del  Estado  el  importe  de  la  carga  de 
cuya  revisión  se  trate,  proponiendo  á  este 
Ministerio  en  el  estado  de  instrucción  que  se 
halle  el  expediente  su  caducidad,  q\ie  será 
acordada  por  el  Gobierno,  previo  dictamen  de 
las  Secciones  reunidas  de  Gracia  y  Justicia  y 
Hacienda  del  Consejo  de  Estado. 

Y  3."  Que  no  se  exija  la  presentación  de 
los  documentos  de  personalidad  á  los  parti- 
cipes que,  figurando  ya  en  el  presupiiesto  de 
1S45,  han  venido  cobrando  sin  interrupción 
sus  respectivas  pensiones,  y  que  solamente  se 
reclamen  á  aqiiéllos  que  con  posterioridad  á 
la  referida  fecha  hayan  adquirido  por  cesión, 
venta  ú  otro  cualquier  titulo  la  propiedad  de 
las  cargas,  respecto  de  los  cuales  se  autoriza 
á  esa  Junta  para  que  les  fije  el  plazo  que  pru- 
dencialmente  considere  bastante  para  el  refe- 
rido objeto  quedando  después  sujetos  sus  ex- 
pedientes al  mismo  curso  establecido  para  los 
demás  en  la  presente  disposición  y  en  la  ley 
de  caducidad  de  19  de  Julio  de  1869.  De  orden 
de  S.  A.,  etc.  Madrid  25  de  Agosto  de  1870.— 
Figuerola.  — Sr.  Director  general  Presidente 
de  la  Junta  de  la  Deuda  piiblica.»  (Gac.  1." 
Septiembre.) 

O.  27  Abril  1871. 
Sobre  conversión  en  Deuda  perpetua  interior  de  los  capi- 
tales representados  por  cargas  de  justicia. 

(Hac.)  «limo.  Sr.:  Habiéndose  convenido 
los  acreedores  del  Estado  por  cargas  de  justi- 
cia contenidos  en  la  relación  adjunta  á  conver- 
tir sus  capitales  en  Deuda  perpetua  interior  y 
á  percibir  las  rentas  devengadas  en  billetes  de 
la  Deuda  flotante  del  Tesoro,  creados  por  vir- 
tud de  la  ley  de  31  de  Diciembre  liltimo,  este 
Ministerio  ha  acordado  autorizar  á  esa  Direc- 
ción general  para  que  satisfaga  desde  luego 
los  créditos  que  por  el  expresado  concepto 
aparezcan  á  favor  de  dichos  interesados... 
debiendo  hacerse  extensiva  esta  concesión  á 
los  demás  acreedores  de  igual  Índole  que  se 


adhieran  en  lo  sucesivo  á  este  convenio  ^.  Lo 
digo  á  V.  I.,  etc.— Madrid  27  de  Abril  de  1871. 
S.  Moret.»  (C.  L.,  t.  110,  p.  295.) 

E.  O.  31  Enero  1873. 

Los  acreedores  por  cargas  de  justicia  sigan  percibiendo 

sus  rentas  como  antes  de  la  R.  O.  de  27  Abril  1871. 

(Hac.)  «...S.  M.  el  Rey  ha  tenido  á  bien 
disponer,  que  los  acreedores  al  Tesoro  por  di- 
cho concepto  perciban  desde  1."  de  Febrero 
próximo  el  importe  de  las  rentas  que  deven- 
guen conforme  lo  verificaban  antes  de  la  refe- 
rida orden  ministerial  de  27  de  Abril  y  con 
entera  sujeción  á  las  reglas  establecidas  en  el 
presupuesto  de  1872  á  73  '. 

De  Real  orden,  et. — Madrid  31  de  Enero  de 
1873. — Echeg'aray. — Sr.  Director  g'eneral  del 
Tesoro  público.» 

Decreto-ley  26  Junio  1874. 

Es  la  ley  de  presupuestos  de  1874  á  75,  cuyo 
art.  7.°,  par.  4.",  dice:  «Igualmente  se  aumen- 
tará en  una  novena  parte  el  20  por  100  que  se 
venia  exig-iendo  á  los  perceptores  de  cargas 
de  justicia,  y  el  5  por  100  con  que  contribuyen 
los  productos  líquidos  de  la  riqueza  minera 
por  impuesto  transitorio.» 

Ley  de  prespuestos  21  Julio  1876. 
Impuesto  sobre  estas  cargas:  Fago  en  bonos  del  Tesoro. 

«Art.  8.°  ...Las  cargas  de  justicia  contri- 
buirán con  un  25  por  100,  eu  vez  del  impuesto 
ordinario  y  extraordinario  que  satisfacen  en 
la  actualidad.  Se  gravará  sólo  con  el  15  por 
100  á  las  que  hubiesen  sufrido  eu  su  capital 
la  reducción  de  11  por  100  por  frutos  civiles  y 
amortización,  ó  de  12  por  100  en  concepto  de 
contribución  territorial  -. 

Art.  1."  (adicional).  Se  autoriza  al  Gobier- 
no para  concertar  con  aquellos  perceptores 
de  carg-as  de  justicia  que  por  ser  perpetuas 
no  ofrezca  inconveniente,  la  conversión  del 
importe  de  la  renta  que  figura  á  favor  de  los 
mismos  en  los  presupuestos  de  obligaciones 
generales  del  Estado,  entregando  eu  pago  bo- 
nos del  Tesoro  existentes  en  cartera,  ó  cuan- 
do los  adquiera  el  Gobierno  por  liberación  de 
las  garantías  á  que  se  hallan  afectos,  en  can- 
tidad necesaria  á  producir  por  el  6  por  100  no- 
minal de  interés  de  los  bonos,  la  renta  anual 
que  resulte  líquida,  deducido  el  25  por  100  al 
menos  de  la  íntegra  que  se  consigna  actual- 
mente en  el  presupuesto,  que  cederán  los  per- 
ceptores de  carg-as  de  justicia  al  Estado  al  ve- 
rificarse la  conversión.» 

Ley  de  presupuestos  11  Julio  1877. 
Más  sobre  impuesto  exigible  á  los  perceptores, 
«Art.  20.  El  gravamen  de  15  por  100  de  la 
renta  liquida  impuesta  por  el  art.  8.'^  de  la  ley 
de  presupuestos  de  21  de  Julio  de  1876  á  los 
perceptores  de  carg'as  de  justicia  que  hubie- 
sen sufrido  en  su  capital  la  reducción  del  11 
por  100  por  frutos  civiles  y  amortización,  se 
entenderá  que  se  eleva  á  19  por  100  si  sola- 
mente se  hubiese  descontado  el  6  por  100  de 


*  Véase  la  ley  de  18  de  Junio  de  1885,  autorizando  la 
conversión  en  títulos  de  la  Deuda  y  ta  R.  O.  de  30  de  Ju- 
lio siguiente,  dictando  reglas  para  verificarla. 

2  Boy  contribuyen  con  el  10  por  100,  conforme  d  la  ley 
é  instrucción  de  31  de  Diciembre  de  lasi. 
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frutos  civiles,  y  á  20  por  100  en  el  ca.so  de  ha- 
berse rebajado  sólo  el  5  por  100  de  amortiza- 
ción.» 

E.  O.  26  Diciembre  1877. 
Aclara  la  regla  6."  de  ííi  de  2  de  Junio  de  1855,  en  el  sen- 
tido de  '[ue  se  entiendan  fehacientes  las  copias  simples 
cotejadas. 

(Hac.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  coufor- 
máudose  con  el  parecer  de  la  Sección  de  Ha- 
cienda del  C.  de  E.,  se  ha  servido  resolver 
que  se  reputen  fehacientes  para  los  efectos  de 
la  regla  tí.^  de  la  R.  O.  de  2  de  Junio  de  1855 
las  copias  simples  extendidas  en  el  papel  se- 
llado que  corresponda  y  cotejadas  con  sus  ori- 
ginales por  el  Xeg'ociado  respectivo,  con  el 
V."  B."  del  jefe  del  departamento  de  que  de- 
penda; poro  entendiéndose  que  dichas  copias 
habrán  de  sacarse  por  los  interesados,  ó  á  su 
presencia  por  las  personas  que  ellos  comisio- 
nen, faciMtándoseles  al  efecto  en  la  misma  ofi- 
cina un  local  ;'i  propósito  y  exhibiéndoseles  los 
documentos  todos  los  días  mientras  diu-e  el 
trabajo;  terminado  el  cual  pfesentarán  las  co- 
pias en  el  Xeg'ociado  para  su  confrontación, 
sin  que  se  les  entreguen  los  títulos  originales 
hasta  que  ésta  se  verifique  y  pong'a  el  V."  B." 
el  jefe  del  departaiuento.  Al  propio  tiempo  se 
lia  servido  también  declarar  S.  M.  que  las  re- 
feridas copias  no  podrán  nunca  invocarse  por 
los  interesados  para  intentar  nuevas  reclama- 
ciones; pues  su  único  objeto  es  suplir  á  los 
originales  que  ya  estaban  fuera  de  todo  curso 
respecto  al  punto  en  su  virtud  resuelto  desde 
la  definitiva  terminación  del  expediente.  De 
Real  orden,  etc. — Madrid  26  de  Diciembre  de 
1877. — Orovio.  —  Sr.  Director  general  Presi- 
dente de  la  Junta  de  la  Deuda  pvtblica.»  (Ga- 
ceta Í6  Enero  1S78.) 

Ley  22  Jiinio  ISSO. 
Concediendo  plazos  á  los  (lue¡^os  de  cargas  de  justicia 
para  que  presenten  los  títulos  justificaticos  de  su  de- 
recho. 

(Hac.)     «ley.— D.  Alfonso  XII,  etc. 

Artículo  1."  Se  concede  el  plazo  de  cuatro 
meses,  contados  desde  la  promulgación  de 
esta  ley  en  la  Gaceta  de  Madrid,  para  que  los 
dueños  de  las  cargas  de  justicia  comprendidas 
en  los  presupuestos  generales  del  Estado  y 
pendientes  de  revisión,  en  virtud  de  la  ley  de 
29  de  Abril  de  1855,  presenten  los  documen- 
tos justificativos  de  su  derecho,  si  no  los  hu- 
bieren presentado  antes.  Caducará  ese  dere- 
cho, y  serán  definitivamente  eliminadas  las 
cargas  de  los  presupuestos  del  Estado,  en  to- 
dos los  casos  en  que  no  queden  presentados 
los  documentos  justificativos  en  dicho  plazo. 

Art.  2."  Se  concede  el  plazo  improrrogable 
de  doce  meses,  contados  desde  la  promulga- 
ción de  esta  ley  en  la  Gaceta  de  Madrid,  para 
que  los  duei~ios  de  cargas  de  justicia  que  no 
figurando  en  los  presupuestos  generales  del 
Estado  pueden  ser  reconocidas  á  su  favor,  pre- 
senten en  la  Dirección  general  de  la  Deuda 
pública  los  documentos  justificativos  de  su  de- 
recho, que  serán,  según  los  casos,  los  que  de- 
terminó la  R.  O.  de  30  de  Mayo  de  1855;  en  la 
inteligencia  de  que,  transcurrido  aquel  plazo 
sin  haberlo  verificado,  quedarán  caducadas 
Tomo  II. 


las  expresadas  cargas.  Por  tauto,  etc»  (Gace- 
ta 23  Junio.) 

Inst.del  infpuesto  sobre  sueldos  de  31  Diciembre  1881. 
Los  arts.  34  á  3(5  declaran  sujetas  las  cargas 
de  justicia  al  descuento  del  10  por  100,  y  dis- 
ponen lo  necesario  para  su  exacción. — V.  Im- 
puesto SOBHE  SUELDOS. 

Ley  18  Junio  18a5. 
Conversión  de  las  cargas  de  justicia  en  títulos  del  4  por  100. 

Esta  ley,  que  autorizó  al  Gobierno  para  ve- 
rificar la  conversión,  se  inserta  en  Deuda  pú- 
blica. 

Ley  de  presupuestos  24  Junio  1885. 

«...Art.  5.°  El  75  por  100  del  importe  de  las 
cargas  de  justicia  cuyos  poseedores  acejiten  la 
conversión  á  Deuda  per]ietua  al  -1  por  100,  se 
entenderá  transferido  del  articulo  correspon- 
diente del  cap.  I  de  la  sección  4.''*,  al  art.  2."  de 
la  sección  3."  de  Obligacinne.i  generales  del 
Estado,  intereses  de  la  Deuda  perpetua  al  4 
por  100  interior... n 

E.  O.  30  Julio  1885. 

Reglas  para  llevar  d  efecto  la  ley  de  18  de  Junio  último 

sobre  conversión  y  pago  de  las  cargas  de  justicia. 

(Hac.)  «Para  lles'ar  á  efecto  la  ley  de  18  de 
Junio  iiltimo  sobre  conversión  y  pago  de  las 
cargas  de  justicia,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Di- 
rección, la  de  lo  Contencioso  y  la  Intervención 
general,  se  ha  servido  disponer  que  se  obser- 
ven las  siguientes  reglas: 

1."  Las  rentas  que  figuran  en  los  presu- 
puestos de  Oblig'aciones  generales  del  Estado 
á  favor  de  los  perceptores  de  cargas  de  justi- 
cia se  convertirán,  á  voluntad  de  los  mismos, 
en  Deuda  del  4  por  100  interior  en  cantidad 
necesaria  á  producir  un  interés  igual  al  75  por 
100  de  dichas  rentas,  siempre  que  teng-an  el 
carácter  de  perpetuas  y  hayan  sido  declara- 
das subsistentes. 

2.^  Los  interesados  cuyas  rentas  reúnan 
las  condiciones  establecidas  en  la  reg'la  ante- 
rior, podrán  pedir  á  la  Dirección  general  de 
la  Deuda  la  conversión  por  medio  de  instan- 
cia que  remitirá  á  dicho  Centro  con  informe  la 
Admini.stración  de  Hacienda  de  la  provincia 
donde  radique  el  pag-o,  acompañando  los  do- 
cumentos que  acrediten  la  personalidad  de  los 
reclamantes,  y  el  derecho  de  que  se  hallen  asis- 
tidos para  percibir  los  valores  que  se  emitan. 

3.^  La  Dirección  general  de  la  Deuda,  con 
vista  de  los  documentos  que  los  interesados 
aduzcan,  y  de  los  que  estime  necesario  recla- 
mar, si  no  fuesen  bastantes  los  presentados, 
procederá  á  convertir  las  rentas  con  sujeción 
á  lo  prevenido  en  la  regla  1.^,  y  acordará  las 
cantidades  que  deban  emitirse  en  títulos  ó  ins- 
cripciones, seg'ún  los  casos. 

4."  Cuando  la  conversión  haya  de  hacerse 
en  títulos,  se  emitirán  además  de  éstos  los  re- 
siduos necesarios  para  el  pago  de  las  fraccio- 
nes que  resulten,  los  cuales  no  darán  derecho 
al  abono  de  interés  mientras  no  se  conviertan 
en  títulos,  scg'iin  lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  del 
R.  D.  de  -JO  de  Mavo  de  1882. 


Tanto  los  títulos  v  residuos 

^  20 


como  las 
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inseri|iciones  qno.  se  eiiiitau,  deberán  i'ecog'er- 
se  precisamente  en  la  Tesorería  de  la  Direc- 
ción general  de  la  Denda  por  los  iigcresados 
ó  sus  representantes  con  poder  especial,  que 
quedará  unido  al  expediente  de  conversión: 

tí.^  La  Dirección  g'eneral  del  Tesoro  adop- 
tará las  medidas  oportunas  para  que  se  sus- 
penda el  llago  de  todas  las  rentas  vencidas 
desde  1."  de  Julio  del  año  actual,  procedentes 
de  cargas  de  justicia  que  no  hayan  sido  decla- 
radas subsistentes  con  las  formalidades  esta- 
blecidas en  las  disposiciones  legales. 

7.^  Una  vez  declaradas  subsistentes  las  car- 
gas de  justicia,  se  podrá  proceder  á  su  con- 
versión en  Deuda  perpetua,  si  la  aceptan  los 
interesados,  teniendo  éstos  derecho  á  percibir 
eu  metálico  el  importe  de  las  rentas  no  abo- 
nadas desde  la  suspensión  del  pago  hasta  que 
la  coliversión  se  verifique. 

8.^  Para  que  los  expedientes  de  cargas  de 
justicia  no  revisadas  todavía  puedan  ultimar- 
se en  un  breve  plazo,  las  Administraciones  de 
Hacienda  cuidarán  muy  particularmente  de  re- 
mitir á  la  Dirección  general  de  la  Deuda,  con 
toda  virg'encia,  cuantos  datos  y  documentos 
les  tenga  reclamados  ó  juzg'ue  oosiveniente  re- 
clamarlos, á  fin  de  que  se  evacué  sin  demora 
e.ste  importante  servicio;  pero  entendiéndose 
que  la  ley  de  18  de  Junio  ultimo  no  rehabilita 
derechos  caducados  por  virtud  de  la  de  22  de 
Junio  de  1880. 

9.*  No  se  hará  abono  alguno  de  rentas  pro- 
cedentes de  cargas  de  justicia  C(ue  se  detjaren 
caducadas  con  los  requisitos  legales,  sea  cual 
fuere  la  época  en  que  se  hubieren  devengado. 

10.  Los  títulos,  residuos  é  inscripciones 
que  se  emitan  para  la  conversión  de  cargas  de 
justicia  devengarán  interés  desde  el  trimestre 
inmediato  á  la  fecha  en  que  se  acuerde  la  con- 
versión, consignándose  expresamente  esta 
circTinstancia  en  los  residuos  que  se  expidan; 
y  para  evitar  que  se  abonen  indebidamente 
rentas  por  las  mismas  carg-as  de  justicia  que 
se  conviertan,  la  Dirección  general  de  la  Deu- 
da comunicará  las  órdenes  oportunas  alas  Ad- 
ministraciones de  Hacienda  de  las  provincias 
en  que  esttiviere  consig'nado  el  pag'o  de  las 
cargas,  á  fin  de  que  remitan  á  dicho  Centro 
certificación  expresiva  de  haber  dado  de  baja 
en  nómina  de  dichas  cargas  la  partida  ó  par- 
tidas correspondientes,  no  entreg'ándose  los 
créditos  á  los  interesados  ó  sus  representantes 
autorizados  hasta  que,  recibido  dicho  docu- 
mento, se  obtenga  la  conuprobación  necesaria 
á  asegurar  que  no  sufrirán  perjuicio  por  abo- 
no de  intereses  ni  los  acreedores  ni  el  Estado. 

11.  Como  los  residuos  de  Deuda  perpetua 
al  4  por  100  procedentes  de  la  última  conver- 
sión acordada  tienen  opción  á  deveng'ar  inte- 
rés desde  una  misma  fecha,  mientras  que  los 
que  hayan  de  emitirse  por  fracciones  de  capi- 
tal en  la  conversión  de  cargas  de  justicia  es- 
tarán sujetos  á  diferentes  fechas  de  liquida- 
ción, no  podrán  éstos  canjearse  por  títulos, 
•sino  haciendo  los  interesados  renuncia  expre- 
sa déla  parte  de  intereses  que  no  pueda  llevarse 
á  un  mismo  vencimiento,  además  de  ceder 
también  la  parte  de  capital  sobrante  de  un  re- 
siduo, si  la  hubiere,  á  tenor  de  lo  dispuesto 


en  el  art.  4."  del  R.  D.  citado  de  2!)  de  Mavo 
de  1882. 

12.  En  los  documentos  que  se  recojan  á  los 
interesados  por  efecto  de  la  conversión  se 
pondrá  la  correspondiente  nota  autorizada  por 
el  director  general  de  la  Deuda,  expresiva  de 
que  la  carga  de  justicia  ha  sido  extinguida 
por  conversión  del  capital  en  Deuda  perpetua 
del  4  por  100,  con  arreg'lo  á  la  ley  y  con  cita- 
ción del  número  del  expediente  y  de  la  fecha 
del  acuerdo  que  hubiese  autorizado  la  conver- 
sión. 

13.  Para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  por  la 
regla  6.*,  la  Dirección  general  de  la  Deuda 
formará  y  remitirá  á  la  del  Tesoro  público  re- 
laciones detalladas  de  las  oblig'aciones  que  se 
han  de  considerar  subsistentes  por  reutas  de 
carg-as  de  justicia,  con  expresión  del  concepto 
de  que  |)rocedau,  nombre  de  los  acreedores  i*e- 
conocidos  y  provincia  en  que  haya  de  verifi- 
carse el  pago,  en  vista  de  cuyas  relaciones  la 
citada  Dirección  general  del  Tesoro  hará  las 
consignaciones  que  correspondan  dentro  de 
los  créditos  asignados  para  cada  artículo  y  ca- 
pítulo de  la  sección  4."' 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  .30  de  .Julio  de 
1885. — Cos-Gayón. — Sr.  Director  general  de  la 
Deuda  pública.»  (Gac.  27  Agoxto.) 

Eeg.  11  Mayo  18SS. 
Es  el  orgánico  de  la  Administración  econó- 
mica provincial.  Sus  arts.  3.°,  29  y  tí'¡,  núm.  7." 
fijan  la  com|ietencia  pava  instruir  los  expe- 
dientes relativos  al  reconocimiento  y  pago  de 
las  cargas  de  justicia. — V.H.^cibnda  pública. 

Jurisprudencia. 
La  jurisprudencia  relativa  al  recoiiocimien- . 
to  de  cargas  de  justicia,  .so  contiene,  no  sólo 
en  los  fallos  contencioso-administrativos  del 
C.  de  E.  y  del  T.  S.,  mientras  tuvo  á  su  cargo 
esta  materia,  sino  también  en  las  Reales  órde- 
nes confirmando  ó  no  los  acuerdos  de  recono- 
cimiento y  pago. 

KEALES  ÓRDENES 

H  O  ®*  Enero  ISft*  Caducidad  de  las  enajenn- 
cione$  de  la  Corona  hechas  sin  justo  titulo  y  efectivo 
precio. 

Esta  Real  orden,  declarando  caducad.a  la  carga  de 
justicia  que  percibía  1.a  condesil  del  Montijo  por 
equivalencita  de  las  alcabalas  de  San  Pedro  de  Tarce, 
está  fundada  en  las  leyes  a"  á  la  11,  tlt.  VIII,  lib.VII 
de  la  Nov.  Rec.,  en  qiie  se  consigna  el  principio 
de  que  debe  reciiperar  la  Corona  lo  enajenado  de  la 
misma  sin  jiisto  y  efectivo  precio,  y  que  las  confir- 
maciones no  dan  á  los  poseedores  más  derechos  que 
los  que  tuvieron  por  los  títulos  primitivos  de  agre- 
sión; en  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  Agosto  de 
1811,  declarando  abolidos  los  señoríos  jurisdicciona- 
les, y  con  derecho  á  indemnización  los  que  los  hu- 
bieran adquirido  por  titulo  oneroso;  en  la  ley  de  29 
de  Abril  de  1855  y  en  el  art.  9."  de  la  de  presupuestos 
de  1S59. 

La  misma  doctrina  se  halla  consignada  por  el  Con- 
sejo de  Estado  eu  los  HriilOM  «h^ri'rlos  MOnt t^ncljis 
di-  I J  ilv  «liii'xii  y  4  ilr  .%l>rll  fie  ISOJ  y  otros. 

n.  I>  *.  *  í''rln*cro  IA4)S,  Ko  puede  ítuhsistir,  como 
cavffa  de  justicia,  el  privilegio  consistente  en  no  2^agar 
alcabalas. 

Se  establece  que  la  indemnización  acordada  jior 
la  ley  de  29  de  Abril  de  1855  y  la  de  presupuestos  de 
18ñfi  y  seis  primeros  meses  de  1857,  en  favor  de  los 
pueblos  que  tenían  el  derecho  de  cobrar  alcabalas, 


a  ley  á  man>laí  que  cese  ér,.fíñ^?',''"  ^"''«'■go. 
jnsticia  qne  earezcan  de  titufo  5  hl"  ^*^  '^''ÍSas  de 

detál.?"  *=''  <=°"<=epto.  (Sent.  del  C.  de  E.VFebíero 
— La  misma  doctrina  ph  n    #»   -■-»  ««   . 

saÍ?nr's'AT/^„^tl';a?.?rSe'^0^"  ^'  ^'^'°  -"™  ''- 
tronato  fundado  p??D'j„l"„?™7d  '"  ^""'"'^  '^  P''" 
necian,  la  cantidad  de  9a)rs  nn,n,i  '  "'■  '^'"'  P''^^- 
cia  de  sus  productos  ciVvi^Id;?'^'''^'  ""^  equivalen- 
clara  subsistente  como  caria  d'i"''  "!-'^'?''°°"'=«  J'  '!«" 
delaley  de29de  Ahrií  d„í2--  •',"f*'"*'  <=°"  "sta 
presupuestos  de  i5i9       ^  ^*''^  ^  '^'^1  *■•*•  9-°  de  la  de 

helT^itiro"^  rd'^ern"¡.'a°c^/n*°  '-',''%  "^  "  "^i* 
se_balla^oMi,¿d^rr¿ttsflt^Ya''r^^^^^^ 

ae^un'^rro'b^iif  í^írdnf  c"a°  """•^^ '"« -^'-  -° 

garantía  de  los  arbHrio,  „le  e^'?."!^-  Puentes  y  con 
'lió;  y  habiéndose  incanVn^i  .  tr"'»fno  le  conce- 
yrovincial  de  la  a dm^^i  t  'l^'^Pnés  la  Diputación 
pontazgos,  reconoció ^fn"?",  '*''  '"'^  portazgos  y 
.le  I.000W  de  ?apUalV''í,°fí^^<' '"  f"" '"■",'? '^  «'  "««^^ 
■me  también  reco"^^  oce  Ir^^d"'  í  o  ''k'^ÍÍ°'*'  •='^"^° 
buido  posteriormente  la  reCn^  por  haberse  atri- 
impuestos,  mandando  con<n"^i^  "1°''  ''"  °^  citados 
•leí  gravamen  en  los  presSpiStos'VP""'"  i^'  ?J°o" 
dicta  con  vista  de  la  ley  de  S> '1  "^V,, í^"  '"í^°i,'J£"='n  ^^ 
art.  24  deelar,<,  ,lo1  ívt    j     ,  '^  Julio  de  1857,  cuvo 

todos  lorprn'ta^^o';  '^ortazg^s"'!",'''''^  "■'■'  P'^'^J"  ^^ 
leyde29deAbr¡l?leÍ855!       ^       ^    haroajes,  y  de  la 

presupuestos  Ae\Soó,hmstrtcnÍJ!  ^^"'  ^  ^'''  "« 
(le  justicia  á  favor  del  pat'roLt„  í  7  í°'"°  '"'■'■S'^ 
tolomé  Gómez  del  Castiflo  S,  ^'°'1'''1°  P"""  Bar- 
aucados  as.™  rs,  tañendo  L"*''  '""'^^  '^'e  1-500 
crituras  de  1  »  de  Septiembre  Te  m7T^9%\r,  T 
lOíW,  el  prior  y  cónsules  rio  i„  rV    •         ■:  ,     "^  Abril  de 

;loresdílndiÍs'  .encLVon  4  R^tí'f'íV'''  "'''«''- 
Castillo  por  juri  de  Wdad  1  f^  d  ""í  ®°,™''^  ''«1 
en  cada  año  del  derecho  le  1  í.'ní^m"'''"'''^  ''«  '•enta 
Consulado  de  todos  los  ítJ^  ^°°  1"''  Percibía  el 
Aduana  de  Sevilla  hi„„fí^»  7  '^?1  entraban  en  la 
contrato  los  b."nes  y  rfntas^le!  Pn  '^r?""'Iatl  del 
oldieación  subsiste  Voruobii!  ^«"^"'ado;  q„e  esta 
pítales  que  el  ConsuíadoreciWó'de'r  1ín"'''',°,'^^  ^'^- 
Uo;  que  en  esta  obligación  sncediAiíwi'S''^^  f''^^"' 
me  al  citado  art.  21  dcT  decreto  rtpí-''°  '""'^"''- 
carga  de  jnsticia  es  idéntica  lian.,  '  ''.-'r  <'^*» 
marqués  de  Guadalcázar  ^       **"  ^^^t'^face  al 


.     nniiíiny-.r.   «„ ■      •*         '.         '  "  ■ — ¿ 


l?oo  etc.,  se  confirma  el  .acuerdo  de  h,T,^^?'''J°  ^e 
visión  y  reconocimiento  de  carcas  de  ;,Ít°-'''  "^^  "" 
que  se  declara  como  tal  laváYí'  "e  justicia,  por  el 
les  7i  céntimos,  qu°DBi'a^sd'é"i*"'^°-"-V  '^^  ^-^^  '^«■■ 
recho  A  percibir  conio  rédft^!  i  Quintana  tiene  de- 
de  que  en  1.a  .act^a^Mad  es  «^       f  capital  de  censo 

el  auprimido  oficio  di,  Prebostrdd"é'r''-íf^'r°''" 
bao,  en  que  se  subrroffó  el  1?!?=/  '*  ■*'*"*  ''e  Bil- 
Jfz,  en  su  consecuencia  nie  á  ,„  tV  '"^  ""'í'''^  *  1» 
dicha  obligación  en  la  'sección  co^^r^P"  ^''.  ¡nclnya 
presupuesto,  Uiego  oue  de  co^T  ■  .P^j'diente  del 
terminado  por  el  art  10  d«  i,.  ?  '"i^'^'^'d  con  lo  de- 
18-%,  se  reclame  y  obteng'a'dÍ'í„'i''r-P''?"P"e>>tos  de 
necesario  para  su'  V<i:g!7GacM''lní'oT  ''  "'''*" 


las  cantidades  que  al  efecÍT,  ^¡^  ^?".  ^i  mediante 
ción  se  dicta  con  vista  de  líl/Too"^'  ^^*-''  "solu- 
y  art.  9."  de  la  Je  ^^^eíipfíis^oYdtlls""  ^'"''  ''^  ^^^ 

la;^  ?rst^isá°irM:i¿rd°eía^Tr  ^\=^*'^^°  p" 
eñ'í?/-L^o^r&hi7]íí-^^ 

nidades  de  religiosas  fie  '-^aníÍ%'°°''5  '^'^  '•''^  '^omu- 
de  San  Ildefonso  v„oit„-^  ^"^"^  ^  de  dominicos 
la  acción  chirq^ie'irnr^me'rft ''"?'"  ""^-^  "«  derecho 
da..  A  la  vez  seTs¿o¿e  ."we  "sta'deí"'^  ^^  ^^^""- 

cía:^^  í^<;íí-'^£  ji,¿¿^Hn:  á?:c™;°i^^íii 

venio^ültimame^^rcTSr¿\riVSra;\1í°stL"-?"^ 

/?n"as*e "ofí^íjn^'^do'***-  2f««»«  constituidos  sobre 
res  á  18.50.    '"''"^"""'"^  conventos:  Anualidades  anterio- 

Impnesto  un  censo  de  lis  rs   iü„ 
de  3.946  rs.  -¿i  nirs.  sobre  los  hl}    °'^^-  nP"""  «1  capital 
descalzos  de  Selva  A  favor  ,7    ''"'='  '^'^  ^°-''  carmelitas 
liar,  se  reconoce  ílrefeHdarenV"".V^^;l"'■'°'•■'  ^^'"i- 
como  carga  de  iustícia        rnf      '^■'^^  í'*^"- ^  13  mrs. 

las  cantidades  v'enc  das  has  a^fSi"'''''''  "^P^'^*"  ^^ 
expediente  en  su  día  A  H  Ju''íi?í?-,1""'  «e  «mita  el 
para  que  decida.  La  resolncióA  i-"  P''"'''' P"''liea 
las  leyes  de  .3  de  Agosto  de  íi^1,v  n"'*''  """^  '''^^^  de 
29  de  Abril  de  1S.55  v  de  las  dp  Í '  '^''"'''^  PtüLiCA)  y 
m59:  Considerando'que  D  José  Gií^A^r*"'  '^7'^  ,^**  * 
se  hace  la  declaración  ha  iWiflcl'  1  "''"'í  '^"^  '="•''' 
los  bienes  de  la  capellaniá  ¿ue  Í?F.Í°  ?\'^"^''^o  & 
como  libres  las  fiLcas  del'  co,t^l  /*'\''°  •"»  rendido 
afectas  al  gravamen    vonerf  1"?*°  1^  carmelitas. 

no-p^rce^de^r-e'c^n'íc'é^  'o'^rctVaTi^ilt"' -'T^  ^"^^ 

patronato  de  K  misma  ?«      '=°'^*"-'i  familiar,  ni  el 

que  en  tal  concejft'hfs  b  ene^ídl  Í^ÍI!"^'  ^  KT 
comprendidos  entre  Ir,^  .7.1^  j  tiindación  están 
tado,  sujetos  A  la  ner^^t  -y  "^"^  propiedad  del  Es- 
ta Se'de  y  adquiridos  ^oMa  V  ■•'.<\"dada  con  la  San- 
levantar  l.ascrv¡iesvecll.-"l  ^T.*"*°  con  la  carga  de 
los  mismos.  cÓmpre'n|fÍ^^i^,%*''==''í'a"e  pesaran  ?obre 
tidad  alzada  qne  el  Gob.W^„  i      í'"P°'-*e  en  la  can- 

.Mario  ,le  IM«.  (,yü,n.  5S  de  la  al)  "  "' 

de'de  RobTe's!  raTen^adTl'lío  r*'^aÍf  '■  'r"  '^«^  «°- 
las  alcabalas'  de  la  vüla  de  Tudelf  dri^;'-  """"^  P" 

de^^r.^íS^rfavo^d e'fa''?  -  "  ^r í'"*  ^*  "»*''  "»»"! 
Jw  rs.  a  tav  or  de  las  hijas  del  marqués  de  Villa- 
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sante,  como  dueñas  del  capital  del  censo  impuesto 
sobre  unas  fincas  qxie  con  dicha  carga  compró  el  Es- 
tado, con  destino  á  palacio  arzobispal  de  Valladolid; 
porque  «el  Estado  al  adquirir  las  fincas  contrajo  la 
obligación  de  reconocer  y  pagar  los  gravámenes  á 
que  estaban  afectas». 

R.  O.  75  (%hril  IAO.B.  Alcabalas  segregadas  gracio- 
samente de  la  Corona  d  favor  de  señoríos  jurisdiccionales. 

Vistas  las  leyes  8.^  á  11,  tít.  VIII,  lib.  VII,  Novisi- 
ma  Recopilación;  las  de  señoríos  de  1811,  23  y  37;  las 
de  presupuestos  de  1845  y  1859;  la  de  29  de  Abril  de 
1855,  el  D.  de  30  de  Mayo  de  1817,  aboliendo  las  alcaba- 
las y  otros  derechos  enajenados,  la  Sent.  de  2  de  Ee- 
brero  de  1862  y  la  R.  O.  de  28  de  Enero  del  mismo  año, 
insertas  en  esta  Sección  de  Jurisprudencia,  se  de- 
clara caducada  la  carga  de  justicia  consistente  en  la 
renta  de  4.273  rs.  45  cónt».  anuos  que  en  equivalencia 
de  las  alcabalas  del  pueblo  de  Valdeverdeja  percibe 
la  condesa  del  Montijo.  La  resolución  se  dicta  consi- 
derando q\ie  por  la  carta  de  privilegio  otorgada  á 
favor  de  uno  de  los  antepasados  de  la  Condesa  ena- 
jenó el  Rey  D.  Juan  II,  entre  otras  villas,  la  de  Val- 
deverdeja con  sus  alcabalas  y  jurisdicción  civil  y 
criminal;  «que  no  puedo  reconocerse  en  los  señores 
jiirisdiccíonales  derecho  alguno  á  las  alcabalas  q\ie 
les  fueron  concedidas  graciosamente  ó  al  reintegro 
desn  importe,  por  haber  variado  la  forma  de  percep- 
ción de  esta  renta;  que  las  leyes  de  la  Nov.  Recop.  y 
de  señoríos,  citadas  anteriormente,  no  han  sido  de- 
rogadas... con  arreglo  al  art.  9.*^  de  la  de  presupues- 
tos de  1859...;  y  que  las  alcabalas  del  pueblo  de  Val- 
deverdeja fvieron  concedidas  por  título  meramente 
gracioso>.  (Gac.  16  Mayo  1866.) 

— La  misma  doctrina  en  otras  dos  Rs,  Os.  de  CO  de 
%bril  ele  I^OÁ  declarando  también  la  caducidad  de 
otras  tantas  cargas  de  justicia  que  venía  percibien- 
do la  condesa  de  Montijo. 

— En  R.  O.  de  14  ile  Fnhrcro  «le  19GA  se  reitera  la 
jurisprudencia  de  que  las  alcabalas  enajenadas  por 
concesión  de  pura  merced  y  graciosa  no  pueden  re- 
conocerse como  cargas  de  justicia;  que  en  este  caso 
se  encuentran  todasaquelías  en  que  los  poseedores 
no  acrediten  con  presentación  del  título  primitivo 
de  egresión,  haber  obtenido  las  concesiones  por  jus- 
to y  efectivo  precio,  y  qne,  por  lo  tanto,  no  procede 
reconocer  como  indemnizables  las  adquiridas  sin 
precio  ni  desembolso  alguno  el  año  1479  jior  servicios 
domésticos  prestados  á  la  Princesa  en  el  concepto  de 
mayordomo  y  contador  mayor  y  camarera  mayor  de 
la  misma.  (Gac.  19  Marzo  ISGU.) 

—En  R.  O.  de  14  de  Mayo  <lo  IftCO  se  declara  cadu- 
cada otra  carga  de  jiisticia  procedente  de  alcabalas 
concedidas  A  título  gracioso  al  marqués  de  Villena, 
y  se  recuerda  «que  al  abolirse  los  señoríos  j\arisdic- 
cionales  y  los  privilegios  de  origen  idéntico  sólo  se 
reconocieron  indemnizables  los  derechos  ó  egresio- 
nes de  la  Corona  efectuadas  á.  títixlo  oneroso  ó  re- 
muneratorio de  grandes  servicios  reconocidos».  {Ga- 
ceta 30  Mayo.) 

— Por  R  O.  de  5  Junio  <lc  If^GO  se  declara  cadu- 
cada otra  carga  de  justicia  procedente  de  las  alca- 
balas de  la  villa  de  Miranda,  cuyo  señorío,  jurisdic- 
ción y  renta,  sin  especificar  tales  alcabalas,  fueron 
concedidos  por  los  Reyes  Católicos  al  conde  del  mis- 
mo titulo.  Se  funda  la  declaración  de  caducidad  en 
que  en  la  carta  ejecutoria  de  concesión  no  se  hace 
mérito  de  las  alcabalas,  ni  de  su  contexto  se  infiere 
que  con  las  rentas  del  señorío  se  hubiesen  adjudica- 
do aquéllas,  que  no  deben  estimarse  como  anejas  ó 
inherentes  al  mismo,  y  en  que  «las  referencias  que  de 
dichas  alcabalas  se  haceu  en  las  cédulas  de  confir- 
mación. A  más  de  no  hallarse  conformes  con  la  con- 
cesión, no  pueden  ser  debidamente  apreciadas  por 
no  haberse  presentado  el  título  primitivo  de  egre- 
sión». {Gac.  21  Junio.) 

— La  misma  doctrina  en  R.  O.  de  8  Marzo  183*. 

R  O.  f»Jíiilio  I80B.  Alcabalas  enajenadas  dlospue- 
blosd  tihilo  oneroso:  Certificados  del  archivo  de  Simancas. 

Se  declara  subsistente  una  que  perciben  los  pro- 
pios do  Villanieriel,  por  el  concepto  de  alcabalas, 
por  haber  sido  segregadas  de  la  Corona  á  título  one- 
roso, y  no  haber  sido  reintegrado  dicho  pueblo  del 
precio  de  egresión. 

— La  misma  doctrida  se  establece  en  R.  O.  de  í  de 
Febrero  de  I87B,  y  además  «que  es  jurisprudencia 
constantemente  seguida  en  esta  clase  de  asuntos, 
así  en  la  vía  administrativa  como  en  la  contenciosa, 
que  los  certificados  expedidos  por  el  archivero  de  Si- 


mancas en  virtud  de  orden  de  la  Dirección  general 
de  Instrucción  pública,  comprensivos,  ya  de  cédulas 
de  egresión,  ya  de  las  de  confirmación,  se  reputen 
con  el  mismo  valor  legal  que  los  originales,  habien- 
do producido  los  mismos  efectos".  (Gac.  24  Febrero.) 

R.  O.  lOIVovIenihro  t80*.  Los  alcabalas  segrega- 
da,s  de  la  Corona  d  titulo  gracioso  y  vendidas  después  en 
virtud  de  facultad  Real  d  un  tercero  de  quien  las  tanteó  un 
Ayuntamiento  son  indemtiizables  como  carga  de  justicia. 

Así  se  establece  declarando  subsistente  una.  (Ga- 
ceta 27  Noviembre.) 

—La  misma  doctrina  en  R.  O.  de  18  de  Rlcleiubro 
de  I9tt9^  en  la  que  se  recuerda  como  fundamento  de 
la  declaración  de  subsistencia  de  la  carga  de  justi- 
cia, lo  establecido  en  la  anterior  de  10  de  Noviembre 
de  1865.  Ambas  resoluciones  se  dictan  con  vista  de 
las  leyes  8."-  y  9.%  tít.  VIH,  lib.  IX,  Nov.  Recop.  del 
R.  D.  de  30  Mayo  1817,  de  la  ley  de  29  Abril  1855  y  de  la 
de  presupuestos  de  1845. 

R.  O  13  Febrero  180G.  Mandando  abonar  una 
carga  de  justicia  y  los  réditos  que  no  hayan  prescrito  con 
arreglo  á  la  ley  de  contabilidad:  Servicio  ordinario  y  e:i:- 
traordinario  y  15  al  millar. 

Se  reconoce  como  carga  de  jiisticia  á  favor  de  la 
condesa  de  Ibangrande  la  renta  anual  do  197  escudos 
50  milésimas  que  tiene  derecho  á  percibir  en  equiva- 
lencia de  los  productos  del  servicio  ordinario  y  ex- 
traordinario y  15  al  millar  de  la  villa  de  Pinto,  con- 
cedido A  uno  de  los  antecesores  de  dicha  señora  en 
empeño  de  juro  de  heredad  al  quitar  por  el  Rey  don 
Carlos  II;  debiendo  inchiirse  dicha  cantidad  cenias 
que  correspondan  por  atrasos  en  el  presupuesto  de 
obligaciones  generales  del  Estado,  sin  precederse  á 
su  abono  hasta  que  se  obtenga  el  competente  crédi- 
to legislativo.  (Gac.  14  Marzo.) 

R.  O.  as  /%hrll  18KO.  Declarando  la  caducidad  de 
tm  censo  por  haber  prescrito  la  acción  para  reclamar  el 
capital  y  réditos  con  arreglo  d  la  ley  63  de  Toro  y  d  la  ju- 
risprudencia establecida  por  el  Tribunal  Supremo. 

Impuesto  tan  censo  sobre  los  bienes  de  cierto  con- 
vento de  la  provincia  de  Logroño,  los  herederos  del 
fundador  solicitaron  la  consignación  del  gravamen 
en  los  presupuestos  del  Estado,  como  carga  de  justi- 
cia, solicitud  que  se  deniega  con  vista  de  las  leyes 
de  29  de  Abril  de  1855,  art.  9."  de  la  de  presupuestos 
de  1859,  leyes  1.'^  á  4.'^,  tít.  XVI,  lib.  X  de  la  Novísima 
Recopilación,  ley  63  de  Toro  y  jurisprudencia  del 
T.  S.,  estableciendo  que  son  prescriptibles  los  capi- 
tales de  los  censos.  Se  funda,  principalmente,  la  re- 
solución en  que  del  censo  de  que  se  trata  no  se  tomó 
razón  en  la  Coutadiiria  de  hipotecas,  lo  cual  hace 
presumir  que  debió  ser  redimido;  en  que  no  resulta 
esclarecido  el  derecho  de  los  interesados  como  here- 
deros del  lUtimo  poseedor,  y  en  que  no  han  percibi- 
do los  réditos  del  censo  ni  deducido  reclamación  al- 
guna durante  más  de  treinta  años,  plazo  marcado 
por  la  ley  para  estimar  prescrita  su  acción  y  dere- 
cho. {Gac.  10  Mayo  1866.) 

R.  0. 13  Junio  18ttG.  Caducidad  de  la  carga  de  jus- 
ticia que  percibía  la  villa  de  Gijón  procedente  de  arbitrios 
para  la  conseroacióii  del  m.uelte,  por  proceder  de  un  acto 
graciable  de  la  Corona  y  haber  hecho  suya  el  Estada  la 
obligación  de  conservar  los  puertos. 

Por  Real  carta  librada  por  S.  M.  y  Consejo  en  27  de 
Enero  de  1774,  se  concedió  á  la  villa  de  Gijón  la  fa- 
cultad de  cobrar  ciertos  derechos  de  determinados 
artículos,  aplicando  su  importe  á  la  conservación  y 
aumento  del  puerto  y  muelle  de  la  misma,  y  come- 
tiendo á  una  Junta  la  administración,  recatidación 
é  inversión  de  aquellos  arbitrios.  Publicado  el  Real 
decreto  de  17  de  Diciembre  1851  por  el  qiie  se  mandó 
que  la  administración  y  servicio  de  los  puertos  de  la 
Península  é  islas  adyacentes  corriesen  á  cargo  del 
Ministerio  de  Fomento,  reduciendo  á  los  dos  impues- 
tos denominados  de  fondeadero  y  do  carga  y  descar- 
ga todos  los  arbitrios  establecidos  en  dichos  ^tiertos, 
y  dictando  reglas  -para  su  exacción;  y  pvibhcado  el 
reglamento  de  30  de  Enero  para  su  ejecución,  se  ha 
considerado  caducada  esta  asignación,  y  así  se  de- 
clara por  esta  R.  O.  de  13  de  .Junio: 

•  Considerando  que  los  arbitrios  concedidos  A  la 
Junta  conservadora  del  muelle  de  Gijón,  y  la  asig- 
nación anual  de  12.000  rs.  que  en  su  equivalencia  le 
fué  otorgada  posteriormente,  no  reconocen  por  fun- 
damento ningún  títiilo  oneroso,  sino  un  acto  gracia- 
ble de  la  Corona,  motivado  en  la  necesidad  de  las 
obras  á  que  debían  destinarse  aquellos  fondos: 
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Considerando  que  el  Estado  ha  hecho  suya,  la  obli- 
gación de  conservar  todos  los  puertos  del  Keiuo,  dis- 
poniendo que  la  administración  y  servicio  de  los 
mismos  corra  A  cargo  del  Ministerio  de  Fomento;  y 
que  hallándose  consignada  en  los  presupiiestos  de 
este  último  la  cantidad  indispensable  para  sufragar 
los  gastos  de  construcción  y  reparación  de  aijuóllos, 
no  es  posible  legalniente  la  aplicación  de  otros  fon- 
dos á.  dicho  objeto,  ni  menos  la  inclusión  de  éstos  en 
los  presupuestos  de  diverso  Ministerio: 

Y  considerando  que  determinadas  especialmente 
las  obras  del  puerto  de  Gríjón  y  las  cantidades  con 
que  el  Estado  había  de  contribuir  á  las  mismas,  no 
hay  razón  alguna  que  legitime  el  pago  de  la  asigna- 
ción de  que  se  trata  como  carga  de  justicia.»  {Giic.  "¿1 
Junio.) 

^.  O.  19  Movleiiibro  tSBB.  Alcabalas  cedidas  en 
€inpeño  de  juro  al  quitar. 

Instriiído  expediente  para  la  revisión  de  la  carga 
de  justicia  de  ':Í33  escudos  809  milésimas  qvie  figura  en 
el  presupuesto  de  gastos  del  Estado,  y  percibe  el 
Ayuntamiento  de  Vadocondes,  provincia  de  Burgos, 
por  las  alcabalas  de  la  misma  villa... 

Vista  la  lleal  carta  de  privilegio,  escrita  en  perga- 
mino y  librada  por  D.  Felipe  IV  y  los  de  su  Consejo 
y  Contaduría  mayor  de  Hacienda  en  Madrid  ii  30  de 
Mayo  de  1623,  confirmando  y  aprobando  la  de  venta 
qne  se  inserta,  dada  por  D.  Felipe  III  en  San  Loren- 
zo á  19  de  Septiembre  de  1620,  por  la  que  fueron  ce- 
didas en  empeño  de  juro  al  quitar  las  alcabalas  y 
tercias  de  la  villa  de  Vadocondes  al  concejo,  justicia 
y  regimiento  de  la  misma,  en  precio  de  6.788.2^)0  ma- 
ravedís que  ingresaron  en  la  Tesorería  general,  y  sin 
cargo  de  situado  las  primeras,  y  la  Real  cédula  de 
D.  Felipe  V,  expedida  en  esta  corte  á  31  de  Diciem- 
bre de  1709,  confirmando  A  la  citada  villa  en  la  pro- 
piedad de  aquellos  derechos,  y  declarándolos  preser- 
vados del  decreto  de  incorporación... 

Considerando  que  los  títvilos  relacionados  demues- 
tran legalmente  el  dominio  de  la  villa  de  Vadocon- 
des en  las  alcabalas  de  la  misma,  y  el  derecho  que  le 
asiste  á  continuar  percibiendo  la  renta  que  en  su 
equivalencia  le  está  asignada: 

Considerando  que  no  ha  sido  devuelto  el  precio  de 
egresión  ni  indemnizado  en  otra  forma  el  partícipe, 
y  que  la  cuota  por  que  figura  en  los  presiipuestos  es 
la  que  le  corresponde,  según  todo  resulta  acreditado 
en  el  expediente; 

S.  M.,  conformándose  con  los  dictámenes  giie  sobre 
el  particular  han  emitido  la  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado,  esa  Dirección  y  la  Asesoría  gene- 
ral de  este  Ministerio,  se  ha  servjclo  confirmar  el 
acuerdo  de  la  Junta  de  rei^isión  y  reconocimiento  de 
cargas  de  justicia,  por  el  que  se  declara  suVjsistente 
la  de  qiie  se  trata. — De  Real  orden,  etc. — Madrid  17 
de  Noviembre  de  1866. — Barzanallana.  — Sr.  Director 
general  del  Tesoro  público.»  (Gac.  4  Diciembre.) 

n.  O.  ÍO  Enero  IA09.  Se  declara  subsistente  una 
carga  dejusticin,  í/  que  las  pensiones  obtenidas  en  susti- 
tución de  derechos  cedidos  al  Estado  por  vía  de  transac- 
ción ó  convenio,  deben  estimarse  como  adquiridas  d  titulo 
oneroso. 

Promovido  expediente  en  cumplimientd  de  la  ley 
de  29  de  Abril  de  1855,  para  llevar  á  efecto  la  revisión 
de  la  carga  de  justicia  de  140  escudos  anuales  que 
figura  á  favor  del  duque  de  Montellano  en  el  presu- 
puesto de  obligaciones  generales  del  Estado,  al  nú- 
mero 24,  art.  1.",  cap.  I  de  la  sección  4.*,  por  indem- 
nización de  los  portazgos  de  Andújar  y  Marmolejo, 
se  declara  subsistente  en  virtud  de  los  documentos 
presentados,  en  estos  términor- 

«Vista  la  ley  17,  tít.  XX,  lib.  VI  de  la  Nov.  Recop., 
ó  sea  la  R.  O.  de  D.  Carlos  IV  de  29  de  Noviembre  de 
1796,  y  la  circular  del  Consejo  de  3  de  Enero  de  1797... 

Visto  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  Agosto  de  18U... 

Visto  el  R.  D.  do  12  de  Mayo  de  1837... 

Vistas  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855,  la  R.  O.  de  30  de 
Maj'o  del  mismo  año  y  la  ley  de  presup.  de  1859... 

Visto  el  R.  D.  S.  del  Consejo  de  4  Abril  de  IM04  y 
la  R.  O.  de  16  de  Julio  de  1865  recalda  en  el  expedien- 
te de  revisión  de  la  carga  de  justicia  qiie  percibe  el 
duque  de  San  Carlos,  sancionando  la  doctrina  legal 
de  que  las  pensiones  obtenidas  en  sustitución  de  derecfios 
cedidos  al  Eatado  por  vía  de  transacción  ó  convenio  cele- 
brado con  el  mismo  deben  estimarse  como  adquiridas  d 
titnlo  oneroso,  no  obstante  procedan  de  origen  gracioso: 

Considerando  que  la  merced  del  portazgo  de  Aii- 
di\iar,  su  tierra  y  términos,  hecha  en  favor  de  Oon- 
ííalo  de  Avila  y  confirmada  en  los  duques  de  Monte- 
llano,  como  sucesores  en  el  mayorazgo  fundado  por 


aquél,  no  puede  ser  calificada  de  puramente  gracio- 
sa, sino  remuneratoria  de  los  importantes  servicios 
que  se  expresan  en  los  enunciados  títulos: 

Considerando  que  la  existencia  de  éstos  seria  bas- 
tante para  que  al  poseedor  de  aquel  derechose  le  in- 
demnizase de  su  importe,  con  arreglo  á  lo  determi- 
nado en  la  ley  que  acordó  su  supresión  y  en  las  refe- 
rentes á  la  abolición  de  los  señoríos  y  clasificación 
de  pensiones  que  por  analogía  les  serían  aplicables: 

Considerando  que  el  actual  duque  de  Montellano, 
como  poseedor  del  referido  mayorazgo,  no  funda 
hoy  exclusivamente  su  derecho  á  la  carga  de  justicia 
de  que  se  trata  en  los  expresados  títiilos,  sino  en  el 
convenio  que  uno  de  sus  antecesores  celebró  con  el 
Estado,  en  virtud  del  cual,  y  por  la  cesión  á  éste  de 
los  derechos  del  portazgo  pertenecientes  á  aquél,  se 
le  concedió  en  su  equivalencia  la  renta  anual  que 
figura  á  su  favor  en  ios  presupuestos: 

Considerando  que  esta  renta  ó  pensión  debe  esti- 
marse como  obtenida  á  título  oneroso  y  comprendi- 
da, por  lo  tanto,  entre  las  declaraciones  subsistentes 
por  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1837,  en  atención  á  la  ju- 
risprudencia establecida  por  el  citado  R.  D,  de  4  de 
Abril  de  1864  y  la  R.  O.  de  16  de  Julio  de  1865,  cuya 
doctrina  ha  sostenido  el  Consejo  de  Estado  en  otros 
casos  análogos; 

Y  considerando  que  este  partícipe  no  ha  sido  rein- 
tegrado ó  indeninizado  en  otra  forma  del  capital 
correspondiente  á  esta  carga»,  etc.  (Gac.  4  Febrero.) 

— La  misma  doctrina  se  reproduce  en  la  sentencia 
de  la  de  .Ilayu  «l(»  1*3 1,  dictada  por  la  Sala  4.*  del 
Tribunal  Supremo. 

Rn.  Ords.  29  %brll  INSf^  Censos  sobre  bienes  del 
clero  vendidos  en  concepto  de  libres  en  épocas  anteriores. 

Son  dos  Rs.  Os.  de  22  de  Abril,  por  las  que,  vistas 
las  de  6  de  Abril  y  22  de  Mayo  de  1861,  de  22  y  26  de 
Febrero  de  1862  y  otras  posteriores,  sancionando  el 
principio  de  que  deben  reconocerse  como  cargas  de 
justicia  los  censos  afectos  á  bienes  incorporados  al 
Estado  y  vendidos  por  éste  en  épocas  anteriores  en 
concepto  de  libres,  y  vistas  las  demás  disposiciones 
de  que  se  hace  mérito  en  las  anteriores  insertas,  se 
confirman  los  acuerdos  de  la  Junta  y  se  reconocen 
como  tales  cargas  una  renta  anual  de  94  escudos  200 
milésimas  á  favor  del  marqués  de  Valmediano  que 
cobraba  un  censo  de  la  comunidad  de  religiosas  de 
la  Encarnación  de  esta  corte,  y  la  de  32  escudos  de 
otro  censo  sobre  bienes  del  clero  regular,  (^ue  corres- 
ponde á  D.  Vicente  Eslaba.  (Gac.  is  Mayo.) 

— Por  R.  O.  de  2.»  de  Mayo  de  1935  se  declara  c[iie 
no  procede  el  reconocimiento  como  carga  de  justicia 
de  un  censo  sobre  bienes  del  clero,  por  no  resultar 
vendidos  en  concepto  de  libres.  (Gac.  li  Junio.) 

R.  O.  ZZ  Abril  ISOS.  Censos  sobre  palacios  de  loa 
obispos  y  arzobispos. 

Se  reconoció  como  carga  de  justicia  la  renta  anual 
de  1.375  escudos  que  reclamó  D.  Antonio  del  Saso  y 
Salas,  dueño  del  capital  de  55.000  escxidos  imjjuesto  á 
censo  sobre  la  casa-palacio  arzobispal,  sito  en  esta 
corte.  Esta  resolución  se  dicta:  «visto  el  acuerdo  to- 
mado por  las  Cortes  en  1861,  reconociendo  como  car- 
gas de  justicia  el  importe  de  los  réditos  de  los  censos 
impuestos  sobre  los  palacios  arzobispales  de  Valla- 
dolid  y  Toledo  en  Madrid,  que  con  arreglo  al  Con- 
cordato y  Convenio  adicional  deben  entregarse  á  los 
muy  reverendos  prelados,  libres  de  toda  carga,  sin 
que  porque  esto  svifran  descuento  sus  respectivas  do- 
taciones: Vistos  los  arts.  31  del  Concordato  y  6.°  del 
Convenio  últimamente  citados,  mandados  observar 
como  leyes  en  17  de  Octxibre  de  1851  y  4  de  Abril  de 
1860,  y  el  art,  10  de  la  ley  de  presupuestos  de  1850,  que 
establece  el  modo  de  satisfacer  las  cargas  de  justicia 
que  nuevamense  se  reconozcan:  Vista  la  ley  de  29de 
Abril  de  1855  y  el  art.  9.'*  de  la  de  presupuestos  de 
1859,  que  determinan  la  forma  en  que  ha  de  verifi- 
carse el  reconocimiento:  Y  considerando  que  iiroba- 
do  el  derecho  del  reclamante  y  no  pudieudo  sufrir 
descuento  alguno  las  dotaciones  de  los  prelados,  el 
Estado  se  ha  subrrogado  en  las  obligaciones  de  los 
mismos  y  se  ha  dispuesto  que  figurará  el  importe  de 
losréditos  de  este  censo  entre  las  cargas  de  justicia.» 
(Gac.  13  Mayo.) 

Orden  15  Junio  fl^Oft.  Cargas  de  justicia  consis- 
tentes en  censos  que  afectan  á  bienes  desamortizados  vendi- 
dos con  anterioridad  á  la  ley  de  í.°  de  Mayo  de  1855. — 
Ko  ¿íi/íden  gravarse  los  títulos  de  la  Deuda  públicU. 

Habiendo  sido  enajenados  todos  los  bienes  del  Ca- 
bildo eclesiástico  de  Falces,  hipotecados  á  un  censo. 
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la  Jx-.nta  sxiperior  de  ventas  acordó  subrrogarle  en 
una  de  las  ñncas  que  constituían  su  hipoteca  si  en 
ello  convenia  el  comprador;  mas  no  asintiendo  á. 
ello  el  barón  de  Armendáriz  solicitó  el  reconocimien- 
to y  pago  en  concepto  de  carga  de  justicia.  Instruido 
el  oportuno  expediente,  la  Junta  revisora  declaró 
(¡ne  no  procedía  el  indicado  reconocimiento,  fun- 
dándose en  que  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855  é  ins- 
trucciones posteriores  hablan  determinado  el  modo 
de  satisfacer  las  cargas  que  contra  si  tengan  los 
bienes  puestos  en  venta,  sin  que  haya  indicación  al- 
guna que  disponga  el  reconocimiento  de  estos  gra- 
vámenes como  cargas  de  justicia,  y  en  que  según  la 
jurisprudencia  establecida  por  las  Es.  Ords.  de  6  de 
AbrU  y  de  22  de  Mayo  de  1861,  dictadas  de  conformi- 
dad con  el  C.  de  E.,  sólo  podian  reconocerse  en  aquel 
concepto  los  censos  sobre  bienes  enajenados  con  an- 
terioridad á  la  época  de  la  citada  ley.  Y  asi  lo  resuel- 
ve, en  efecto,  el  Gobierno,  vistas  las  leyes  de  1  "  de 
Mayo  de  lfe55  y  11  de  Julio  de  1856,  las  Rs.  Ords.  de  3 
de  Mayo  de  1860  y  13  de  Junio  de  1866,  y  los  artículos 
de  la  ley  hipotecaria  de  8  de  Febrero  de  1861;  refe- 
rentes á,  la  sustitución  en  especial  de  las  hipotecas 
generales  y  que  no  pueden  gravarse  los  títulos  de  la 
Deuda  pública,  el  art.  10  do  la  de  15  de  Junio  de  1866, 
la  E.  O.  de  14  de  Enero  de  1868,  y  las  de  6  de  Abril  y  22 
de  Mayo.  (Orden  15  Junio  1869.) 

O.  1.^  Agosto  1<*60.  Censos  que  gravitaban  sobre 
/incas  del  Estado  enajenadas  antes  de  ÍS55. 

Confirmando  el  acuerdo  de  la  Junta  de  revisión  y 
reconocimiento  de  cargas  de  justicia,  se  reconoce 
como  tal  el  pago  de  la  renta  anual  de  66  escudos 
como  réditos  del  capital  de  un  censo  á  favor  del  pa- 
tronato fundado  por  doña  Tomasina  de  Ochoa,  con- 
.siderando  que  los  censos  que  gravitaban  sobre  fincas 
que  pertenecieron  al  Estado,  y  por  éste  se  enajena- 
ron en  concepto  de  libres  antes  de  la  publicación  de 
la  ley  de  1.  de  Mayo  de  1855,  deben  reconocerse  como 
cargas  de  justicia  con  arreglo  á  lo  determinado  en 
las  Keales  órdenes  que  han  recaído  para  otros  casos 
análogos  en  6  de  Abril  y  22  de  Mayo  de  1861,  22  de  Fe- 
brero de  1862,  11  de  Junio  de  1863  y  17  de  Abril  de  1865. 
f^Gae.  3  Septiembre.) 

■  ?•:  ','  ■■"""■»  «»'«•  Nás  sobre  alcabalas  adquiridas 
a  ttiido  oneroso. 

Se  declara  subsistente  una  carga  de  justicia  con- 
sistente en  309  ptas.  a5  cents.,  que  percibe  el  mar- 
qués de  Villafranca  por  equivalente  de  las  alca  balas 
(le  la  villa  de  Carrión  de  los  Céspedes,  en  la  provin- 
cia de  Sevilla,  por  haber  sido  segregadas  de  la  Coro- 
na á  título  oneroso  y  no  haber  sido  devuelto  el  pre- 
cio de  egresión.  El  interesado  presentó  laEeal  carta 
de  privilegio  expedida  por  el  Eey  D.  Felipe  III  en  26 
de  Jumo  de  1619,  de  la  que  consta  que  por  otra  de 
venta  de  17  de  Noviembre  de  1617  se  enajenaron  á 
L).  trónzalo  de  Céspedes  las  alcabalas  de  Carrión  de 
los  Céspedes,  provincia  de  Sevilla,  en  empeño  al 
quitar  con  alza  y  baja  y  jurisdicción  para  su  admi- 
nistración y  cobranza,  estimadas  en  18.750  mrs  de 
íl!?™'  °"J'°  princiral,  á  34.000  el  millar,  importó 
M7..-)00mrs.  que  entregó  el  enunciado  D.  Gonzalo  al 
lesoro  general,  según  carta  de  pago  expedida  en  12 
'le  Enero  de  1619,  en  cuya  virtud  se  despachó  el  pri- 
vilegio y  la  E.  C.  de  confirmación  del  Eey  D.  Feli- 
pe V  de  17  de  Octubre  de  1714.  iGac.  1$  Marzo.} 

R^O.e  Uarzo  lítíí.  Declarando  caducadauna car- 
ga de  justicia  por  la  Escribaniade  guias  de  Balmaseda 
sinperjuicio  del  derecho  que  se  dice,  fundado  en  la  leu  de 
18B1  sobre  Deuda  pública. 

Vistas  la  ley  de  29  de  Abril  do  ia5.5,  la  E.  O.  de  30  de 
Mayo  del  mismo  año,  el  art.  9.»  de  la  ley  de  presu- 
puestos de  1852,  la  ley  de  1.»  de  Agosto  de  1851,  art.  23, 
y  la  orden  de  la  Eegencia  de  25  de  Agosto  de  1870  se 
resuelve,  como  en  el  epígrafe  se  dice,  en  estos  tér- 
minos: 

«Considerando  que  en  este  expediente  no  se  han 
presentado  los  títulos  primitivos  de  egresión  de  la 
Corona  de  la  Escribanía  de  Aduanas  de  Balmaseda 
prevenidos  por  la  referida  O.  de  30  de  Mayo  de  185.5, 
tant.as  veces  reclamados,  y  especialmente  por  la  or- 
den del  Hegente  de  25  de  Agosto  de  1870,  bajo  pena 
o  oí^  ""^  "^  Considerando  que  la  asignación  de  los 
2.009  rs.  que  como  carga  de  justicia  figura  en  el  pre- 
supuesto á  favor  de  los  reclamantes,  es  en  equiva- 
lencia de  los  productos  de  la  Escribanía  de  guías  de 
±Jalmaseda,  cuyo  oficio  fué  devuelto  á  la  Corona  por 
disposiciones  legales  vigentes,  por  haber  sido  enaje- 
nado de  la  Corona:  Considerando,  por  último,  que  la 
ley  de  1.°  de  Agosto  de  1851  sobre  arreglo  de  la  Deu- 
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da  i.ubhca,  en  su  art.  23  dispone  que  los  dueños  de 
estos  oficios  están  llamados  para  indemnizarlos  en 
la  lorma  que  el  Gobierno  determine  en  su  día-  S  M 
de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de 
Hat-ieuda  y  I  Itramur  del  C.  de  E.,  ha  tenido  á  bien 
eonfarmar  el  acuerdo  de  la  Junta  de  revisión  de  car- 
gas de  justicia,  por  el  que  se  declara  caducada  la  de 
que  se  trata,  sm  perjuicio  del  derecho  que  á  los  in- 
teresados concede  la  ley  de  1.°  de  Agosto  de  ia51. 

De  Eeal  orden,  etc.— Madrid  6  de  Marzo  de  1872.— 
Camacho.  Sr.  Director  presidente  de  la  Junta  de  la 
Deuda  publica.» 

U  O  3t  liayo  «SSí.  Derechos  de  al mojarifazno  ,, 
alcabala  cuja  de  Ecija.  i      -i     u 

Se  declara  caducada  la  carga  de  justicia  de  675  pe- 
setas que  percibía  la  condesa  de  Montijo  por  haber 
cedido  ó  haberse  incautado  el  Estado  de  los  de  - 
chos  de  almojarifazgo  y  alcabala  vieja  de  la  ciudad 
de  Jicija,  que  poseía  en  virtud  de  privilegio  expedido 
por  D.  Felipe  IV,  siendo  Principe,  en  Segovia  A  l.> 
de  Marzo  de  1646,  en  virtud  del  que  hizo  merced  de 
dichos  derechos  á  su  mayordomo  D.  Juan  Pacheco, 
en  remuneración  de  servicios;  habiendo  sido  confir- 
mada esta  gracia  por  varios  Monarcas,  hasta  que  el 
Estado  se  incautó  del  portazgo  en  1788.  El  fundamen- 
to de  esta  resolución  es  que  la  condesa  de  Montijo, 
no  obstante  lo  mandado  bajo  pena  de  caducidad  en 
las  órdenes  de  30  de  Mayo  de  1*55  y  25  de  Agosto  de 
1870,  no  ha  presentado  el  titulo  original  de  conce- 
sión. {Oac.S  Jidio.) 

n  o.  1.»  Octubre  vatt.  Se  deniega  el  reconocimieii- 
to  como  carga  de  justicia  del  impuesto  sobre  gatiadoa  que 
pasaban  210  r  la  ciudad  de  Toledo  liara  el  abasto  de  3Ia- 
drid. 

Se  deniega  el  reconocimiento  como  carga  de  jus- 
ticia, á  favor  del  marqués  de  la  Torrecilla,  de  la  ren- 
ta anual  equivalente  á  tres  florines  de  oro.  derecho 
que  tenia  á  percibir  por  cada  millar  de  cabezas  de 
gtinado  que  pasase  por  las  puertas  y  puentes  de  la 
ciudad  de  Toledo.  He  aquí  los  principales  funda- 
mentos de  la  resolución: 

•  Considerando  que  el  derecho  del  marqués  de  la 
Torrecilla  y  de  Navahermosa  trae  su  origen  de  una 
merced  hecha  por  D.  Enrique  IV  á  Alvar  Gómez,  de 
Ciudad  Eeal,  en  premio  de  servicios  que  no  se  de- 
tallan: 

Considerando  que  aun  cuando  este  derecho  recayó 
de  por  mitad  en  uno  de  los  ascendientes  del  mar- 
qués reclamante  por  venta  que  de  él  hizo  el  mismo 
Alvar  Gómez  en  5  de  Octubre  de  1479,  es  indudable 
que  esta  circunstancia  no  ha  podido  alterar  ni  alte- 
ró el  carácter  puramente  gracioso  de  la  primitiva 
concesión; 

Considerando  que  tampoco  han  podido  variar  el 
carácter  gracioso  de  la  donación  las  confirmaciones 
sucesivas... 

Y  considerando,  por  lUtímo,  que  no  habiendo  me- 
diado justo  y  efectivo  precio,  no  puede  ser  objeto  de 
la  compensación  á  que  se  refiere  el  art.  4."  del  E.  D. 
de  23  de  Septiembre  do  1836...»  (Gac.  2-2 Noviembre.) 

O.  30  Julio  IHS3.  Privilegio  de  barcas  en  el  rio 
Guadalquivir.  Aunque  haya  sido  adquirido  por  titulo  one- 
roso no  procede  su  reconocimiento  como  carga  de  justicia. 

Se  deniega  el  rpconocimieuto  de  una  carga  de  jus- 
ticia, y  la  forma  de  llevarse  á  efecto: 

«Considerando  que  el  derecho  exclusivo  de  barca- 
je, cuya  indemnización  solicita  el  conde  de  Cauti- 
llana,  estaba  anejo  al  señorío  jurisdiccional  que  al' 
mismo  pertenecía  en  la  villa  de  su  título  y  en  las  de 
Brenes  y  Villaverde,  siendo,  por  lo  tanto,  uno  délos 
privilegios  expresamente  abolidos  por  las  enuncia- 
das leyes    las  de  señoríos): 

Considerando  que  por  no  determinarse  en  éstas  ni 
en  ninguna  otra  disposición  ulterior  la  forma  de  in- 
demnizar á  los  que  hubiesen  obtenido  los  expresa- 
dos derechos  por  titulo  oneroso,  no  es  posible  re- 
conocer como  carga  de  justicia  el  derecho  de  que  se 
trata,  por  más  que  aparezca  segregado  de  la  Corona 
por  justo  efectivo  precio.. .>  (Gac.  Jü  Agosto.) 

O  90  Enero  fN35.  Oficio  de  correo  mayor  de  Espa- 
tia  en  Genova  vendido  en  07.500  escudos. 

Se  declaró  subsistente  la  carga  de  justicia  á  favor 
de  D.  Andrés  Piquinoti,  procedente  de  ese  oficio: 

•  Vistas  la  ley  de  29  de  Abril  de  18.5.5,  las  Es.  Os.  de 
30  de  Mayo  y¿  de  Junio  del  mismo-año,  la  lev  de  pre- 
supuestos de  22  de  Mayo  de  1859,  art.  9.",  los  Ds.  de  30 
de  Junio  y  20  de  Julio  de  1869,  y  considerando  que  en 
la  transmisión  ó  venta  del  oficio  de  que  se  trata,  se- 
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gún  la  escritura  otorgada  eu  17  de  Abril  de  l6t>l,  cou- 
currió  la  Kt-al  aprobación  á  propuesta  del  Consejo 
dü  Hacienda;  que  ya  por  esta  circi^nstancia,  como 
por  la  de  constar  en  ol  mismo  dociamento  y  eu  los 
dcmús  jiresentados  en  el  expediente  que  Piquinoti 
entregó  en  el  Erario  la  sun^a  de  45.00*)  pesos,  valor 
del  citado  oficio,  es  incuestionable  que  la  adquisi- 
fióu  de  úste  procede  de  títvilo  oneroso; 

Y  consiilorando,  linalmente,  q\ie  los  sucesores  de 
Piquinoti  tienen  un  jierí'ecto  derecho  íi  la  renta 
anual  que  en  recompensa  do  aquel  oficio  les  está  se- 
ñalada por  ser  títulos  suficientes  para  acreditarlo 
la  referida  escritura  del  año  1664  y  las  Heales  cédu- 
las anteriormente  relacionadas...»  (Ckic.  12  Febrero.) 

n.  O.  Vt  .Mayo  tH^Ü.  Organista  de  un  convento  de 
monjas. 

Se  declara  subsistente  la  carga  de  justicia  proce- 
dente do  contrato  para  servir  como  organista  "le  un 
convento  de  monjas  y  que  dejó  de  cumplirse  por  ha- 
berse incautado  el  Estado  de  los  bienes  que  queda- 
ron obligados  A>  su  cumplimiento.  Se  resiielve  asi  con 
vista  de  la  ley  de  29  do  Abril  de  1855  y  de  la  Real  or- 
den de  30  de  Mayo   siguiente, 

K  O.  t  Julio  iíik35.  Reconocimiento  como  carga  de 
justicia  de  la  pensión  de  5  000  ducados  anuales,  concedi- 
da ¡>or  D.  Felipe  IV á  Ambrosio  Spinola. — El  art.  S."  de 
/t'  /('//  lie  1811  no  e.i.'ige  que  los  servicios  eminentes  se  espe- 
cifiqucii  en  la  cedida  de  concesión. 

Promovido  expediente  por  el  marqués  de  los  Bal- 
bases,  sobre  reconocimiento  como  carga  de  justicia 
de  la  renta  ó  pensión  de  5.000  ducados  anuíilea,  con- 
cedida por  el  Rey  D.  Felipe  IV  A  uno  de  los  antece- 
sores del  referido  Marqués,  se  resuelve  que  procedo 
su  reconocimiento  como  carga  de  justicia  estable- 
ciendo: 

«...Que  del  estudio  detenido  de  la  Real  cédula  de  26 
de  Febrero  de  1641  se  adquiere  el  convencimiento  le- 
gal y  moral  de  qne  la  renta  anual  de  5.(HX)  ducados 
que  se  concedió  al  marqués  de  los  Ralbases  es  remu- 
neratoria de  grandes  y  eminentes  servicios,  y  repre- 
senta además  desembolsos  cuantiosos  de  capitales 
que,  si  no  ingresaron  en  el  Tesoro,  fueron  invertidos 
en  atenciones  de  guerra;  puesto  que  en  ella  expresa 
el  Rey  D.  Felipe  IV  que  al  conceder  al  D.  Felipe  (sic) 
Spinola,  marqués  de  los  Ralbases,  S.OOOducados  anua 
les  de  renta  perpetua  en  vasallos  del  Estado  de  Mi- 
lán, lo  hacía  en  consideración  de  los  scT'vicios  prestados 
por  sn  pa  rte  qiu-  fueron  particulares  y  relevantes,  porque 
además  del  calor  y  aprobación  general  con  que  los  conti- 
nuó muchos  ailos,  consumió  la  mayor  parte  de  su  hacien- 
da en  su  servicio: 

Que  al  convertir  esa  renta  de  3.000  ducados  antes 
rel'eridos  en  una  de  5.000  sobre  las  condenaciones  del 
Honrado  Concejo  de  la  Mesta  que  se  aplicaban  A  la 
Hacienda,  rlidio  Monarca  se  expresó  en  la  cédula  de 
concesión  en  los  sigxiientes  términos:  «Estando  como 
►estoy  en  entiTo  conocimiento  de  la  obligación  que 
>me  corre  de  daros  satisfacción  y  recompensa  de  la 
«hacienda  que  gastó  en  mi  servicio  el  dicho  mar- 
"qués,  vuestro  padre,  y  de  lo  que  él  me  sirvió»;  lo  que 
prueba  qne  se  concedió  bajo  el  doble  concepto  de  re- 
muneratoria de  grandes  servicios  y  recom]iensas  del 
patrimonio  qxie  Ambrosio  Spinola  consumió  levan- 
tando á  su  costa  numerosas  fuerzas  que  combatie- 
ron por  nuestra  Nación: 

Quo  el  último  párrafo  del  a;.'t.8.°  del  decreto  de  las 
Cortes  du  6  de  Agosto  de  1811,  que  es  el  precepto  le- 
gal en  virtud  del  que  los  derechos  como  el  de  que  en 
este  expediente  se  trata,  se  convierten  en  cargas  de 
justicia,  si  bien  exige  que  los  servicios  sean  eminen- 
tes y  reconocidos,  no  preceptúa  que  se  especifiquen 
en  la  cédula  de  concesión,  sino  que,  por  el  contra- 
rio, con  un  levantado  esjííritxx  de  justicia  no  excluye 
el  testimonio  de  la  historia,  la  que  se  debe  consultar 
cuando  se  trata  de  asuntos  de  esta  índole  y  de  per- 
sonas de  la  reputación  y  fama  de  Ambrosio  Spinola, 
que  bien  puede  calificarse  como  uno  de  los  primeros 
capitanes  de  su  época.. .«  {Gac.  23  Julio.) 

K.  O  :iO  lllcloiii>iiN>  l«i3.».  Sobre  asignaciones  cen- 
suales y  servicio  de  abrir  y  cerrar  las  puertas  de  una  po- 
blación. 

Vista  la  ley  do  29  de  Abril  de  1P55,  las  Rs.  Ords.  do 
;Í0  do  Mayo  del  mismo  año,  y  ií5  de  Agosto  de  JSTO 
y  las  demás  disposiciones  que  rigen  en  la  materia, 
se  declaran  caducadas  las  cargas  de  justicia  que  en 
concepto  de  asignaciones  censuales  por  ciertos  te- 
rrenos ocupados  por  la  Aduana  de  Sevilla,  reclama 
ol  Real  Patrimonio,  y  qvio  percibía  el  alcaide  del 
Real  Alcázar  de  dicha  ciudad;  por  no  conocer  con 


claridad  su  origen,  porque  'tampoco  es  posible  hoy 
distinguir  si  los  terrenos  cedidos  formaban  parte  ile 
lo  que  después  se  ha  conocido  como  Patrimonio  ex- 
clusivo de  la  Corona,  ó  silos  Royes  tenían  sobre  ellos 
iguales  derechos  qvie  los  denaás  que  pertenecian  al 
Fisco,  denominado  y  repintado  como  Real  Hacien- 
da», y  porque  una  vez  incorporado  al  Estado  el  Real 
Patrimonio,  han  venido  á  confundirse  en  una  la  per- 
sonalidad del  censualista  y  la  del  censatario.  Se  de- 
clara también  cíidncada  una  pensión  que  percibía 
el  conserje  del  referido  Alcázar  por  el  servicio  do 
abrir  y  cerrar  las  puertas  de  Jerez,  mediante  á  que 
este  servicio  es  hoy  municipal,  y  A  que  no  se  ha  re- 
clamado mucho  tiempo  hace.  (Gac  21  Enero.) 

R.  O.  IS9 /thi-ll  lí*íl*.  Además  del  titjdo  primitivo 
deben  presentarse  también  las  cédulas  de  confirmación. 
Caducidad  de  cargas  de  justicia. 

Visto  el  expediente  instruido  para  la  revisión  de 
la  carga  de  justicia,  importante  1.206  pesetas  48  cén- 
timos que  bajo  el  núm.  .^7,  articulo  y  capítulo  pri- 
meros, sección  4.''  del  presupuesto  de  obligaciones 
generales  del  Estado,  figvtra  á  favor  del  marqués  do 
Sacares  por  el  equivalente  de  las  alcabalas  de  Ba- 
cnres,  Gergal,  Cebeyre  y  Belefique,  provincia  de  Al- 
mería, se  declara  caducada,  con  vista  de  la  ley  de  29 
de  Abril  de  l-Soo,  las  Rs.  Ords.  de  30  de  Mayo  y  2  de 
Junio  del  mismo  año  y  demás  disposiciones  qxie  ri- 
gen sobre  la  materia: 

«Considerando  que,  según  las  dos  primeras  dispo- 
siciones citadas,  para  que  lana  carga  de  justicia  se 
declare  subsistente,  es  recjuisito  esencial  que  el  par- 
tícipe presente  en  el  juicio  de  revisión,  no  sólo  el 
titulo  primitivo  y  original  en  cuya  virtiid  so  segre- 
garon las  alcabalas  de  la  Corona,  sino  también  las  cé- 
dulas de  confirmación  que  demuestren  que  7to  se  reincor- 
2>oraron  á  la  misma  en  consecuencia  de  los  decretos  expe- 
didos en  el  reinado  de  D.  Felipe  V.*  (Oac.  19  Mayo.) 

— Otro  caso  en  «t'Htenelas  il»»l  T.  C.  \  do  <t  <lc  Uo- 
vi4*iiil»r»  lie  IHOO  (Gac.  15  Febrero  1S¿/1),  y  «5  .Vlaj» 
■««I  (Gac.  14  Octubre). 

R.  O  i."  iVIíiyo  lí»5ft.  Declarando  que  un  contrato, 
origen  de  las  cargas  de  justicia  que  hoy  perciben  el  hospi- 
tal'de  Santillanay  una  obra  pia  para  dotar  doncellas, es 
préstamo  y  no  censo. 

Visto  el  expediente  instruido  para  la  revisión  do 
las  dos  cargas  de  justicia  que  han  venido  percibien- 
do del  Tesoro  el  hospital  de  Santillana  y  la  obra 
pia  para  dotar  tLoncellas  pobres  del  mismo  pueblo, 
en  la  provincia  de  Santander,  como  procedentes  de 
la  imposición  de  1.0:30.000  rs.  hecha  al  5  por  lOO  en  el 
antiguo  Consulado  de  aquella  plaza  para  las  obras 
de  la  carretera  de  la  misma  á  la  Rioja  por  D.  Vicen- 
te de  la  Torre  Trasierra,  á  nombre  y  con  poder  do 
D.  Juan  Domingo  González  de  la  Reguera,  arzobis- 
po que  í'wé  de  Lima,  cuyas  cargas  importan  2.2(X)  y 
16.600  rs.  respectivamente  en  cada  año,  y  se  hallan 
comprendidas  eu  el  crédito  C[ue  para  los  acreedores 
por  igual  concepto  se  consigna  en  el  presupuesto 
de  obligaciones  generales  del  Estado,  bajo  el  núme- 
ro 68  del  art.  3.°,  cap.  I,  sección  4."... 

Considerando  que,  con  arreglo  al  derecho  comúnt 
es  indispensable  para  que  haya  censo  consignativo 
la  entrega  do  \\n  capital,  que  éste  se  imponga  sobre 
cosa  raíz  ó  derecho  real,  y  que  el  rédito  que  se  esti- 
pule no  exceda  del  5  por  100: 

Considerando  que  en  el  contrato  celebrado  por  la 
escritura  de  23  de  Noviembre  de  1803  entre  el  Consu- 
lado de  Santander  y  el  representante  de  D.  Juan 
Domingo  González  de  la  R¡eguera  no  concurrieron 
estos  requisitos,  revistiendo  aquél  solamente  el  ca- 
rácter de  un  préstamo  con  interés,  puesto  que  el 
Consulado,  en  virtud  de  la  autorización  qvie  tenía 
para  levantar  fondos  con  el  objeto  de  construir  la 
carretera  de  la  Rioja,  no  hizo  otra  cosa  que  aceptar 
el  que  se  le  ofreció  en  nombre  de  dicho  señor,  con  el 
interés  anual  del  5  por  100,  hipotecando  á  si\  segxiri- 
dad  los  arbitrios  concedidos  sobre  el  derecho  de 
avería  y  los  portazgos  que  se  establecieran  en  la  re- 
ferida carretera,  y  qxie,  jior  lo  tanto,  no  existiendo 
censo,  no  pueden  ser  aplicadas  las  leyes  de  des- 
amortización... 

Considerando  que  el  Consulado  de  Santander  so 
obligó,  por  tiicha  escritura,  al  pago  do  los  rétUtos  del 
capital  que  recibió  mientras  subsistiese  el  contrato, 
cuya  obligación  es  firme  y  valedera,  y  liga  necesa- 
riamente á  su  cumplimiento  á  quien  la  rontrajo; 

Considerando  que  suprimido  dicho  Consxilado  y 
abolMos  los  arbitrios  que  se  le  concedieron,  el  Esta- 
do ?  -  -•-  iibrrogó  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones. 
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y  se  halla,  por  tanto,  en  el  deber  de  cumplir  con  la 
de  que  se  trata,  ínterin  no  devuelva  el  capital,  ó  en 
otra  forma  indemnice  de  él  á  las  fundaciones  é.  cuyo 
favor  se  impuso,  lo  cual  no  consta  que  se  baja  veri- 
ficado: 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  conformándose  con  el  pare- 
cer de  las  Secciones  de  Hacienda  y  de  Estado  y  Gra- 
cia y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  se  ha  servido 
coníirmar  el  acuerdo  consultado  por  la  Junta  de  la 
Deuda  pública,  declarando,  en  su  consecuencia,  sub- 
sistentes á  favor  del  hospital  de  Santillana  y  de  la 
obra  pía  para  dotar  doncellas  del  mismo  pueblo  las 
dos  cargas  de  justicia  de  que  al  principio  se  hace 
mérito. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  1."  de  Mayo  de  1878. — 
Orovio. — Sr.  Director  general  Presidente  de  la  Jun- 
ta de  la  Deuda  pviblica.»  (Gac.  29  Mayo.) 

R.  O.  :$■  l-Jocro  tSSi  Denegando  la  adjnísión  de 
una  demanda  sobre  que  se  reconozca  como  cnrija  dejiis- 
ticia  la  pensión  de  viudedad  de  la  Reina  Doña  Maria 
Cristina  á  favor  de  sus  herederos. 

«...Según  la  cláusula  9.^  de  las  capitulaciones  m.a- 
trimoniales  celebradas  en  5  de  Noviembre  de  1829,  y 
que  precedieron  al  matrimonio  de  S.  M.  el  Rey  de 
España  D.  Fernando  VII  y  de  S.  A.  R.  la  Princesa 
de  las  Dos  Sicilias  Doña  Maria  Cristina,  esta  señora 
tenia  derecho,  para  el  caso  de  llegar  al  estado  de 
viuda,  de  percibir  una  pensión  anual  de  150.000  escu- 
dos de  vellón,  con  un  aumento  de  igual  suma,  si  de- 
cidiese vivir  Kiera  del  Reino,  por  su  equivalencia  de 
casa  y  caballerizas. 

Llegado  el  caso  previsto  en  aquella  cláusula,  no 
tuvo  lugar,  sin  embargo,  el  abono  de  dicha  pen- 
sión, porque  las  Cortes  de  1835  votaron  en  favor  de 
la  viuda,  como  Reina  Gobernadora,  una  dotación 
de  12  millones  anuales,  partida  que  se  incluyó  en  el 
presupuesto  correspondiente;  pero  habiendo  cesado 
la  mencionada  señora  en  aquel  alto  cargo,  cesó  asi- 
mismo en  el  percibo  de  la  dotación  expresada,  reco- 
nociéndosela y  consignando  en  la  ley  de  presupues- 
tos de  1.*^  de  Septiembre  de  1841  la  pensión  de  viude- 
dad á  que  tenia  d^erecho,  en  consonancia  con  la 
cláusula  9.''^  de  las  capitulaciones  matrimoniales  in- 
dicadas. 

Por  virtud  de  diversos  acontecimientos  ocurridos 
en  años  posteriores  dejó  de  percibir,  3'-  volvió  á  dis- 
frutar de  la  pensión  referida;  y  habiendo  pasado  á 
segundas  nupcias,  las  Cortes  acordaron  convertir 
aquella  pensión  en  otra,  que  se  la  otorgó  como  tes- 
timonio de  gratitud  nacional  por  los  servicios  que 
había  prestado  á  la  causa  del  país  y  de  las  institu- 
ciones, incluyéndola  en  los  presupuestos  de  23  de 
Mayo  de  1845,  y  de  la  c\i,al  disfrutó  hasta  el  año 
de  1868, 

En  31  de  Enero  de  1876  acudió  D.  Francisco  García 
Navarro  al  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E-,  so- 
licitando el  reconocimiento  y  pago  como  carga  de 
justicia  de  la  pensión  de  viudedad  estipulada  en  la 
cláusula  9."-  del  tratado  matrimonial  mencionado, 
en  favor  de  su  augixsta  representada;  y  previo  in- 
forme de  la  Asesoría  general  del  Ministerio,  se  ex- 
pidió la  R.  O.  de  28  de  Julio  de  1879,  por  la  que  se  de- 
clara no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  D.  Francis- 
co García  Navarro,  como  apoderado  de  S.  M,  la 
Reina  doña  María  Cristina. 

El  licenciado  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro, 
con  la  representacióa  antedicha,  ha  jiresentado  de- 
naanda  conten cioso-adniinistratí va...: 

Visto  el  art,  56  de  la  ley  orgánica  de  este  Consejo, 
etcétera: 

Considerando  que  ora  se  atienda  á  los  fundamen- 
tos de  la  demanda  derivados  de  las  capitiilaciones 
que  precedieron  al  matrimonio  del  Hey  D.  Fernan- 
do VII  con  la  Princesa  de  las  Dos  Sicilias  doña  Ma- 
ria Cristina  de  Borbón;  ora  se  tengan  en  cuenta  los 
actos  legislativos  que  otorgaron  determinada  asig- 
nación á  dicha  augusta  señora  en  su  carácter  de 
Reina  Gobernadora  primero,  de  Reina  viiida  des- 
pués, y  como  testimonio  de  gratitud  nacional  cuan- 
do contrajo  segxmdas  nupcias;  ora  se  consulte,  en 
fin,  la  disposición  del  art.  4.*'  de  la  ley  de  30  de  Junio 
de  1876,  sobre  dotación  del  Rey  3'  Casa  Real,  que  re- 
dujo á  250.000  pesetas  la  dotación  concedida  á  la 
misma  augusta  señora  por  la  le3'  de  presupuestos  de 
1845,  la  cuestión  propuesta  por  los  herederos  y  suce- 
sores de  la  Reina  doña  María  Cristina,  3'  que  ha  re- 
suelto la  Real  orden  que  se  impugna,  no  es  de  la 
competencia  de  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa: 
La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  c  jn  el 


fiscal  de  S.  M.,  entiende  que  no  procede  admitir  la 
demanda  de  que  lleva  hecha  referencia. 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  iQ.  D.  G.)  con  el 
preinserto  dictamen,  se  ha  servido  resolver  como  en 
el  mismo  se  propone. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  31  de  Enero  de  ISol.» 
(Gac.  2  Febrero.) 

R.  O.  C3  Diclenihro  1^93.  Improcedencia  de  la 
via  contenciosa  contra  resolución  que  niega  "por  ahora* 
el  reconocimiento  de  una  carga  de  justicia. 

No  piiede  impugnarse  en  via  contencioso-admi- 
nistrativa  la  resolución  que  niega  por  ahora  el  reco- 
nocimiento de  una  carga  de  justicia  por  no  ser  defi- 
nitiva que  cause  estado. 

R.  O.  IS  :Uai*zo  ISí»*.  El  Banco  de  España  no  tiene 
derecho  al  reconocimiento  como  carga  de  justicia  de  un 
crédito  procedente  del  Banco  de  San  Carlos, por  anticipo 
para  obra  pública. 

*He  dado  cuenta  á  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  del  expe- 
diente promovido  por  el  Banco  de  España  en  solici- 
tud de  que  se  reconozca  como  carga  do  justicia  la 
renta  á  que  se  considera  con  derecho  por  la  parte  no 
reintegrada  del  capital  que  el  Banco  de  San  Carlos 
anticipó  á  la  Junta  de  Comercio  y  Agricultura  de 
Valencia  para  la  construcción  de  las  obras  del  puer- 
to del  Grao... 
Vistas  las  disposiciones  vigentes  en  la  materia: 
Considerando  que  á  tenor  de  lo  que  determinan  la 
ley  de  29  de  Abril  de  1855  sobre  revisión  de  las  cargas 
de  justicia  3'  la  de  jiresupuestos  de  1S59  estableciendo 
la  forma  de  verificarla,  el  Estado  sólo  está  obligado 
á  reconocer  las  deudas  notorianiente  contraídas  por 
el  mismo  á  virtud  de  un  titulo  oneroso  que  produz- 
ca el  deber  de  restituir  la  suma  percibida  en  utili- 
dad del  Tesoro  público: 

Considerando  que  los  contratos  en  que  funda  el 
Banco  de  España  su  pretensión  de  que  le  sea  reco- 
nocido como  carga  de  justicia  el  crédito  resaltante 
por  anticipo  que  hizo  el  de  San  Carlos  á  la  empresa 
de  las  obras  del  puerto  del  Grao  do  Valencia  son  dos 
escrituras  del  año  1795,  celebradas  entre  la  Junta 
particular  constructora  de  las  indicadas  obras  y  el 
Banco  de  San  Carlos,  sin  aprobación  ni  intervención 
directa  del  Gobierno,  bajo  los  pactos  y  condiciones 
que  estimaron  convenientes  las  dos  partes  intere- 
sadas: 

Considerando  que  al  tiempo  de  verificarse  el  con- 
venio estipulado  entre  el  Gobierno  y  el  extinguido 
Banco  de  San  Carlos  se  transigieron  en  40  millones 
de  reales  todos  los  créditos  conocidos  y  cuantos  apa- 
reciesen en  adelante  por  razón  de  obligaciones  que 
el  Estado  pudiera  tener  con  el  referido  estableci- 
miento de  crédito: 

Considerando  que  el  Tesoro  hizo  efectiva  al  Ban- 
co de  San  Carlos  la  cantidad  convenida,  y  no  consta 
que  su  sucesor  el  de  San  Fernando,  y  mxicho  menos 
el  Banco  de  España,  hayan  adquirido  con  motivo  del 
crédito  expresado  del  año  1795  derechos  que  deben 
estimarse  completamente  extinguidos  á  consecvien- 
cia  de  dicho  convenio  3"  de  los  cobros  que  obtuvo  el 
Banco  anticipista,  superiores  á  las  sumas  que  apor- 
tó á  la  construcción  de  que  se  ha  hecho  mérito... 

Y  considerando  que  el  crédito  de  que  se  trata,  ni 
por  su  índole  ni  por  sus  circunstancias,  puede  cons- 
tituir una  carga  de  justicia,  supuesto  que  no  reviste 
ninguno  de  los  caracteres  esenciales  de  las  mismas; 
S.  M.,  conformándose  con  lo  propuesto  por  la  Di- 
rección de  lo  Contencioso,  la  Intervención  general 
y  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado  en  ^ 
su  dictamen  de  29  de  Enero  de  1874,  se  ha  servido  re- 
solver que  el  Banco  de  España  no  tiene  derechoal 
reconocimiento  como  carga  de  justicia  del  crédito 
que  reclama.»  (Gac.  2ti  Abril.) 

R.  O  3  Marzo  l§t§»^.  Desestimando  el  reconocimien- 
to de  U7ia pensión  de  15.000  j^esetas anuales,  en  concepto  de 
carga  de  justicia,  á  favor  déla  Basílica  de  Atocha,  por 
no  resultar  el  origen  oneroso  del  j/'avamen. 

«Visto  el  expediente  relativo  al  reconocimiento,  ' 
en  concepto  de  carga  de  justicia  y  á  favor  de  la 
Basílica  de  Atocha  de  esta  corte,  perteneciente  al 
Patronato   Real,    de   una   pensión...   de  15.000  pese- 
tas, á  que  ascendía  anualmente  la  concesión  otor- 
gada por  el  Rey  D.  Fernando  VII  en  21  de  Marzo  del 
1826  sobre  la  tercera  parte  de  los  fondos  y  rentas  dej 
la  Mitra   de  Santiago,  en  favor  del  extinguido  con- 
vento de  dominicos  de  Atocha,  en  subrrogación  de 
varios  capitales  de  juros  y  otros  diferentes  crédi- J 
tos  que  la  expresada  comunidad  tenía  contra  el  Es-l 
tado 
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Vistas  las  disposiciones  vigentes  en  la  materia: 

Considerando  que  no  resulta  demostrado  en  ma- 
nera alguna  el  carácter  oneroso  de  la  pensión  que 
concedió  el  fíey  D.  Fernando  VII  en  21  de  Marzo  de 
lb26  en  favor  del  extinguido  convento  de  dominicos 
de  Atoclia.  requisito  indispensable  para  que  pueda 
reconocerse  como  de  legítimo  abono  una  pensión  en 
concepto  de  carga  de  justicia: 

Considerando  que  por  R.  O....  de  6  de  Octubre  de 
1882  se  resolvió  que  el  carácter  oneroso  de  dicha  pen- 
sión no  estaba  justificado,  y  que  desde  entonces 
nada  se  ha  hecho  para  probar  el  origen  oneroso  de 
la  concesión,  ni  se  ha  aducido  á  este  efecto  docu- 
mento alguno,  no  habiendo,  por  tanto,  cambiado  en 
este  particular  y  en  lo  más  mínimo  la  situación  del 
asunto; 

El  Rey  (Q.  D.  G.)»  y  en  su  nombre  la  Reina  Regen- 
te del  Reino,  conformándose  con  lo  informado  por 
la  Dirección  de  lo  Contencioso,  intervención  gene- 
ral y  Secciones  de  Hacienda  y  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  des- 
estimar definitivamente  la  solicitud  presentada,  en 
que  se  pide  el  reconocimiento  en  concepto  de  carga 
de  justicia  de  la  pensión  de  que  se  trata.  De  Real  or- 
den, etc. — MadridS  de  Marzo  de  1888. — López  Puigcer- 
ver, — Sr.  Director  general  de  la  Deuda  pública.»  (Ga- 
ceta 28  Marzo.) 

Jurisprudencia  contencioso-administrativa. 

R.  ■>.  m.  S:í  <»<>tiihrc  IMttS.  Esf ó n  caducados  los 
créditos  denominados  juros,  cuya  capital¿:iación  no  se 
hubiese  soliciiado  dentro  del  plazo  señalado. 

Se  desestima  una  demanda  del  Colegio  de  Santa 
Isabel  de  esta  corte  contra  la  Administración  gene- 
ral, sobre  que  se  pagase  como  carga  de  jvisticia  un 
cuento  de  mn,rav6dis  de  renta  jierteneciente  á  dicho 
Colegio,  y  se  reformase  al  efecto  la  Real  orden  que 
declaró  la  caducidad  de  dicho  crédito  por  ser  un 
jaro  y  no  haberse  solicitado  la  capitalización  opor- 
tunamente, conforme  al  art.  39  del  Reg.  de  17  de  Oc- 
tubre de  1851,  estableciendo  la  doctrina  del  epígrafe. 
(R.  D.  S.  23  Octubre  1S62.) 

R.  D.  S.  30  Junio  lisuííl».  Las  cédulas  de  confirma- 
ción no  eximen  drl  nuevo  reconocimiento ,  ni  suplen  defec- 
tos, ni  mejoran  el  derecho. 

Al  nuevo  reconocimiento  decretado  por  la  ley  de 
29  de  Abril  de  1855,  no  obstan  ni  la  ejecutoria,  ni  las 
cédulas  de  confirmación,  lo  cual  es  de  conformidad 
con  las  leyes  lüy  11,  tit.  VIII,  lib.  VII,  Nov.  Recop., 
que  declararon  que  por  las  confirmaciones  no  se  en- 
tendiesen suplidos  defectos  ni  mejorado  el  derecho 
de  los  poseedores.  (R.  D.  S.  30  Junio  1868,  en  pleito 
sobre  caducidad  de  las  alcabalas  de  Casarrubios. — 
a.L.^p.  722.) 

—Otro  R.D.  S.dela  misma  fecha  .30  Junio  IftOS) 
establece,  así  bien,  que  con  arreglo  á  la  ley  de  29  de 
Abril  de  1855,  art.  1.",  á  la  de  presupuestos  de  22  de 
Mayo  de  1859  y  A  las  leyes  recopiladas  10  y  11,  tit.  V, 
lib.  III,  8.^,  9.^,  10  y  U,  tit.  VIII,  lib.  VII,  sólo  pue- 
den continuar  pagándose  los  derechos  enajenados 
déla  Corona  por  justo  y  efectivo  precio,  ó  bien  por 
servicios  grandes  y  reconocidos  y  expresamente  de- 
terminados, que  puedan  estimarse  como  precio  jus- 
to y  efectivo  de  la  concesión. 

R.  D.  S.  «O  Julio  lAftf^.  Necesidad  del  titulo  de 
egresión  primitiva. 

Cuando  resulta  que  en  pago  de  una  villa  y  rentas 
de  la  misma  se  dieron  las  alcabalas  de  otra,  no  pue- 
de calificarse  do  oneroso  el  título  de  adqaiisición  de 
dichas  alcabalas,  sin  examinar  el  t'tulo  do  egresión 
de  la  villa  y  rentas  en  cuya  subrrogación  se  dieron; 
y  no  presentándose  este  titulo,  está  bien  declarada 
la  cadiicidad  de  la  carga  de  justicia  procedente  de 
aquellas  alcabalas.  {R.  D.  S.  20  Julio  1868,  publicado 
en  audiencia  de  19  de  Septiembre. — C.  L.^p.  700.) 

Por  K.  I>.  H.  de  «I  Julio  1««W,  se  declara  la  ca- 
ducidad de  otra  carga  de  justicia  procedente  de  las 
alcabalas  de  Candelada,  por  haberse  otorgado  jírtra 
hacer  bien  y  merced  al  concesionario,  ó  sea  graciosa- 
mente; porque  no  basta  indicar  servicios  que  origi- 
nen la  concesión,  sino  demostrar  que  son  verdade- 
ros, importantes  y  señalados,  y  porque  las  confirma- 
ciones de  las  mercedes  Reales  no  dan  á  los  poseedo- 
res más  derechos  qvie  el  titulo  primitivo.  {Gac.  28 
Enero  1869.) 

— La  misma  doctrina  en  sentencia  de  Í1>  de  no- 
viembre do  ISJ».  (Gac.  8  Febrero  1874.) 


tüeni.  1*  Abril  IA30.  Oficios  enojeyíados:  Fiel  me- 
didor: Lonja:  Correduría:  Peso  real,  etc.  No  es  aplicable 
la  legislación  sobre  cargas  de  justicia  á  los  oficios  y  car- 
gos  enajenados  snprimidos. 

Por  la  ley  de  14  de  Julio  de  18i2  quedaron  suprimi- 
dos los  oficios  ó  cargos  de  fiel  mediador,  lonja  corre- 
duría, peso  real  y  demás  que  bajo  cualquier  deno- 
minación recaigan  sobre  el  j)eso  ó  la  medida,  que- 
dando la  Nación  en  el  deber  de  indemnizar  á  los  que 
los  poseían;  y  la  forma  de  hacer  la  indemnización  y 
los  valores  en  que  debe  consistir  á  fin  de  que  estos 
créditos  no  figuren  como  obligaciones  corrientes  del 
Estado  comprendidas  en  los  presupuestos  anuales 
de  gastos,  sino  en  la  Deuda  pública,  debe  determi- 
narse en  una  ley  especial,  en  conformidad  al  art.  23 
de  la  ley  de  1.**  de  Agosto  de  1851;  y  por  lo  tanto,  mien- 
tras no  llegue  este  caso  los  acreedores  tienen  en  sus- 
penso el  ejercicio  de  sus  derechos,  por  legítimos  que 
sean..- 

Siendo  esta  la  legislación  vigente,  no  se  pueden  in- 
vocar con  éxito,  ni  el  art.  4.*^  de  R.  O.  de  23  de  Octu- 
bre de  1852,  ni  el  4.",  también  de  la  ley  de  presupues- 
tos de  1855,  ni  el  16  de  la  de  1845,  por  cuanto  ésta  se 
refiere  taxativa  y  ex^íresamente  á  los  dueños  de  al- 
cabalas y  cientos,  y  aquéllas  á  los  créditos  definiti- 
vamente reconocidos  y  que  tengan  determinado  el 
modo  y  forma  de  indemnización.  (T.  S.,  Sala  de  lo 
Contencioso;  Sent.  12  Abril  1870. — Núrii.  G2  de  la  C.  L.) 

Por  R.  O.  de  31  de  Miayo  tSc  IftíS  se  declara  ca- 
ducada una  carga  de  justicia  por  el  oficio  de  algua- 
cil mayor  de  las  Ordenes  militares;  y  como  funda- 
mento se  recuerda  también  el  art.  23  de  la  ley  de  1.° 
de  Mayo  de  1851;  fundamento  que  se  reproduce  en 
sentencia  de  lí  €lc  iHovieiiibre  do  1^34,  confirman- 
do en  vía  contenciosa  la  citada  R.  O.  31  Mayo  1872. 

Sent  21  ■■'ebrero  l^30.  Plazo  para  presentar  do- 
cumentos justificativos  para  obtener  el  recono cÍ7niento  de 
cargas  de  justicia. 

El  nuevo  itlazo  de  un  mes,  concedido  por  la  orden 
de  25  de  Agosto  de  1870,  ampliando  el  de  la  R.  O.  de 
30  de  Mayo  de  1855,  que  terminó  en  1.^  de  Octubre  de 
1870,  alcanza  á  los  que  tenían  pendiente  reclam,ación 
en  la  vía  contenciosa.  (T.  S.,  Sala  de  lo  Contencioso; 
Sent.  21  Febrero  1870.— A^ííííi.  37  de  la  O.  L.) 

— Otros  dos  casos  en  sentencias  de  30  de  Ulciem- 
bru  de  1^91  y  ''fS  de  Abril  de  tHSit. 

Hont.  í  Wovlembre  lí*9l.  El  crédito  contra  el  Es- 
tado^ procedente  del  precio  de  la  venta  hecha  al  mismo  de 
ujia  finca  con  destino  al  servicio  público,  no  puede  recla- 
viarse  como  carga  de  justicia,  si  el  Estado  no  ha  estipu- 
lado, ni  aceptado^  ni  reconocido  este  medio  de  pago. — No 
puede  alterarse  en  la  vía  contenciosa  la  ciiestión  plantea- 
da  en  la  esfera  gubernativa. 

Se  absuelve  á  la  Administración  general  del  Está- 
do  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Diputación 
provincial  de  Cáceres  contra  la  orden  del  Regente 
del  Reino  de  13  de  Agosto  de  1869,  por  la  cual  se  de- 
negó declarar  como  carga  de  justicia  el  valor  en 
venta  de  los  edificios  comprados  en  1790  para  esta- 
blecer la  Audiencia  de  Extremadura,  consignando 
la  doctrina  del  epígrafe;  y  además,  que  la  ley  de  1.** 
de  Agosto  de  1851  y  el  reglamento  de  17  de  Octubre 
del  mismo  año  establecen  modos  especiales  para 
que  el  Estado  pague  sus  créditos  ordinarios,  aunque 
provengan  de  títulos  onerosos,  mucho  más  siendo 
aquéllos  antiguos  y  anteriores  á  1828,  época  en  que 
no  estaban  centralizadas  las  obligaciones.  (T.  S., 
Sala  de  lo  Contencioso;  Sent.  2  Noviembre  1871. — Nú- 
mero 184  de  la  C.  L.) 

Hent.  16  noviembre  líííl.  Alcaltalas  y  tercias 
con  gravamen. 

Se  declara  que  no  procede  el  reconocimiento  como 
carga  de  justicia  de  la  renta  anual  equivalente  acal- 
cábalas y  tercias  de  una  villa,  cuando  éstas  tenían 
solire  sí  el  gravamen  de  varios  juros  no  liberados, 
mayor  que  el  importe  de  aquéllas;  porque  el  Estado, 
al  refundirse  é  incorporarse  al  mismo  las  alcabalas, 
quedó  subrrogado  en  las  oldigaciones  á  qiie  servían 
de  garantía,  y  responsable  por  tanto  al  pago  de  los 
juros  impuestos  sobre  ellas.  (T.  S.,  Sala  de  lo  Con- 
tencioso, Sent.  16  Noviembre  1871.— íYííjíi.  l^G  de  C.  L.) 
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CARGAS  DE  JUSTICIA.  (Jurisp.  cont-admin.) 


Arnt.  lías  Febrero  IftSS.  Subsistencia  délas  car- 
ijas  de  Justicia  en  equivalencia  de  alcabalas  que  tienenjwr 
origen  un  titulo  oneroso  ó  grandes  y  reconocidos  servi- 
ccos.-  La  excepción  de  la  ley  lo,  tit.  VIIJ,  lib.  VII  de  la 
Nov.  Rec.^  es  aplicable  aun  no  teniendo  las  mercedes  un 
origen  oneroso,  cuando  las  cédulas  de  confirmación  las 
han  declarado  excluidas  de  los  decretos  y  órdenes  de  re- 
versión.— Se  consideraii  importantes  los  servicios  presta- 
dos por  D.  Beítrán  de  la  Cueva,  remunerados  jjor  el  Bey 
D.  Enrique  IV. — Renuncia  del  Maestrazgo  de  Santiago. 

La  Junta  de  la  Deuda  pública...  mediante  haberse 
llenado  los  requisitos  qiie  disponen  la  lej'  de  29  de 
Abril  de  1855  y  el  art.  9.°  de  la  de  1859,  declaró  siibsia- 
tentes  las  cargas  de  justicia  qtie  figuraban  en  el  pre- 
sujiuesto  del  Estado  á  favor  del  marqués  de  Alcani- 
ces,  duque  de  Alburquerque,  en  equivalencia  de  las 
alcabalas  de  Cuéllar,  Mombeltrán  y  sus  tierras;  y  re- 
mitido el  expediente  al  Ministerio  de  Hacienda  para 
su  ultimación,  por  órdenes  de  1.**  de  Agosto  de  IbTl, 
se  declararon  caducadas  las  cargas  de  que  se  trata, 
las  cuales  deberían  eliminarse  del  presupuesto,  fun- 
dá^ndose  esta  resolución  en  que  la  suma  en  que  obtu- 
vo el  duque  de  Alburquerque  las  alcabalas  de  que  se 
trata  provenia  de  las  mercedes  pecuniarias  j-  gra- 
tuitas que  el  Iley  le  había  hecho. 

Entablada  demanda  contenciosa  contra'las  órde- 
nes referidas,  el  T.  S.  las  dejó  sin  efecto  por  su  sen- 
tencia en  estos  términos: 

«Considerando  que  deben  conservarse  las  cargas 
de  justicia  que  tienen  por  origen  un  titulo  oneroso, 
ó  que  provienen  de  mercedes  concedidas  por  gran- 
des y  reconocidos  servicios,  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto por  las  leyes  H."^  y  9.^^,  tít.  VIII,  lib.  VH  de  la 
Nov.  Rec,  y  el  art.  8.**  de  la  ley  de  6  de  Agosto  1811, 
restablecida  por  el  ü.  D.  de  2  de  Febrero  de  1837: 

Considerando  qxie  las  alcabalas  de  Cuéllar,  Mom- 
beltrán y  sus  tierras  que  venia  disfrutando  el  duque 
de  Alburquerque  desde  el  siglo  XV  hasta  el  estableci- 
miento del  sistema  tributario,  y  que  se  convirtieron 
con  ocasión  de  éste  en  las  dos  cargas  de  justicia  cuya 
revisión  ha  dado  origen  á  este  pleito,  las  obtuvo 
aquél  por  titulo  oneroso,  puesto  que  se  desprendió 
lior  ellas  de  la  suma  de  785.000  mrs.  en  ([uo  fueron  re- 
matadas, y  la  cualj'por  carta  del  Rey  D.  Enrique  IV 
de  1470,  se  mandó  situar  para  siempre  en  las  mismas 
alcabalas  en  favor  del  duque  en  pago  y  lugar  de  can- 
tidades equivalentes  que  debía  percibir  del  Tesoro: 

...Considerando  que  apreciados  como  importantes 
los  servicios  del  duque  de  Alburquerque  por  los  que 
estaban  en  mejores  condiciones  para  hacerlo  cuan- 
do se  prestaron,  sería  aventurado  contradecir  ese 
juicio  después  de  ciiatro  siglos  sólo  por  el  triste  con- 
cepto que  el  reinado  de  Enrique  IV  ha  dejado  en  la 
historia,  porque  aunque  la  crítica  sea  justa  para  el 
conjunto  de  los  sucesos  de  dicha  época,  no  por  ello 
puede  sostenerse  en  absoUito  que  no  se  prestasen  en 
ella  servicios  dignos  de  recompensa,  no  obstante  las 
revueltas  que  la  agitaron  yá  causa  precisamente  de 
esas  mismas  revueltas,  y  entre  ellos  lo  fué  induda- 
blemente la  renuncia  que  hizo  D.  Beltrán  de  la  Cue- 
va del  Maestrazgo  de  Santiago,  como  también  su 
constante  fidelidad  al  Rey,  hechos  que  no  pudieron 
menos  de  influir  para  que  los  turbiilentos  magnates 
de  Castilla  no  lograran  por  completo  sus  intentos, 
facilit endose  así  el  reinado  de  los  Keyes  Católicos 
que  vino  inmediatamente  después,  y  en  el  que  pres- 
tó también  servicios  el  dixqne  de  Alburquerque: 

Considerando  que  las  alcabalas  de  Cuéllar,  Mom- 
beltrán y  sus  tierras  no  corresponden  sólo  á  los  ma- 
ravedís concedidos  al  duqiie  en  lifU,  sino  á  todos  los 
que  tenia  del  Rey  inscritos  en  el  libro  de  salvados, 
según  se  ve  en  el  testimonio  literal  de  la  carta  de 
1470,  y  por  consecuencia,  sobre  provenir  inmediata- 
mente de  un  título  oneroso,  como  ya  se  ha  demos- 
trado, no  es  cierto  que  en  su  origen  no  hubiese  más 
que  meros  servicios,  porque  en  los  maravedís  senta- 
dos á  favor  del  duque  en  el  libro  ya  referido,  esta- 
llan también  los  otorgados  en  compensación  de  la 
renuncia  del  Maestrazgo  de  Santiago: 

Considerando  qixe  a\inque  las  mercedes  concedi- 
das al  duque  no  tuviesen  un  origen  oneroso  ni  pro- 
viniesen de  servicios  reconocidos,  Felipe  V  al  con- 
firmarlas, lo  hizo,  como  se  ve  en  su  cédula,  con  la 
expresa  declaración  de  que  quedaran  excluidos  de 
los  decretos  y  órdenes  de  reversión,  por  lo  cual  se 
hallan  además  las  alcabalas  de  Cuéllar,  Mombeltrán 
y  sus  tierras  comprendidas  en  la  excepción  do  la  ley 
10,  tit.  VIII,  lib.  VII  de  la  Nov.  Rec,  que  con  las  de- 
más del  mismo  titulo  y  libro  hay  que  aplicar  en  es- 
tos recursos,  porque  es  la  legislación  común  sobre 
la  materia,  y  á  la  que  se  contrae  principalmente  el 


art.  y.**  de  la  ley  de  22  de  Mayo  de  1S59,  y  con  ese  cri-      ¡ 
terio  y  en  ese  sentido  ha  formado  su  jurisprudencia 
el  C.  de  E.: 

Considerando  que  entre  los  documentos  presenta- 
dos en  este  pleito,  el  más  importante,  que  es  la  car- 
ta de  recudimiento  de  1470.  por  la  cual  se  fijan  las  al- 
cabalas de  Cuéllar  y  Mombeltrán  en  favor  del  du 
que,  se  ha  traído  original  á  los  autos,  rel'rendada  por 
Juan  de  Oviedo,  secretario  del  Rey  Enrique  IV,  y 
está  además  testimoniada  á  la  letra  en  la  ejecutoria 
que  se  ha  presentado  en  este  S.  T.,  y  qiie  las  capitu- 
laciones en  que  se  hizo  la  renuncia  del  Maestrazgo 
de  Santiago,  las  confirmaciones  de  IJ.  Juau  de  Ara- 
gón y  de  los  Reyes  Católicos  y  la  iietición  de  los  pro- 
curadores reunidos  en  Salamanca  resultan  en  la 
Real  cédula,  también  original  de  iTelipe  V,  habién- 
dose á  mayor  abundamiento  ofrecido  en  el  acto  de 
la  vista  los  textos  primitivos  de  las  cajíltulaciones 
y  de  la  petición  de  los  procuradores  para  qvie  el  Tri- 
b\inal  pudiese  examinarlos  como  lo  ha  hecho: 

Y  considerando  que,  por  lo  expiiesto,  no  es  justo  el 
acuerdo  que  ha  declarado  la  caducidad  de  las  pen- 
siones que  representan  las  alcabalas  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  conviniendo  en  esta  calificación  que 
ya  hicieron  en  su  tiempo  los  Reyes  y  las  Cortes,  los 
informes  délas  oficinas  que  obran  en  el  expediente 
administrativo,  entre  ellos  el  muy  respetable  de  la 
Junta  de  la  Deuda,  conforme  en  un  todo  con  la  eje- 
cutoria de  este  S.  T.  de  1&4S,  que  decidió  el  manteni- 
miento de  las  alcabalas,  puesto  que  sobre  ellas  vino 
el  debate  que  la  produjo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sub- 
sistentes las  dos  cargas  de  justicia  que  en  lugar  de 
las  alcabalas  de  Cuéllar,  Mombeltrán  y  sus  tierras 
disfruta  el  duque  de  Alburquerque,  y  en  su  virtud 
dejamos  sin  efecto  las  dos  órdenes  ministeriales  de 
1.°  de  Agosto  de  1871  que  resolvieron  su  caducidad.» 
(T.  S.,  Sala  de  lo  Contencioso,  Sent.  13  Febrero  1873. 
Gac.  19  Marzo.) 

Mcnl.  1."  Diclciultrc  ISíS.  Caducidad  de  una  car- 
ga de  justicia  por  ser  ilegible  el  titido  presentado  y  fal- 
tar causa  onerosa  en  la  concesión  de  las  alcabalas. 

Se  absuelve  á  la  Administración  de  una  demanda 
entablada  contra  cierta  Real  orden  que  declaró  ca- 
ducada una  carga  de  justicia  por  el  equivalente  de 
las  alcabalas  de  Palacios  de  Valduerna.  Se  pronun- 
cia el  fallo  con  vista  de  las  leyes  S.*^  y  9.*^,  tít.  VIII, 
lib.  VII  de  la  Nov.  Recop.,  del  art.  S.°  de  la  ley  de  6 
de  Agosto  de  1811,  de  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855,  de 
la  R.  O.  de  30  de  Mayo  siguiente,  y  del  art.  9.**  de  la 
ley  de  presujiuestosde  1859:  Considerando  que  la  Real 
cédula  de  D.  Enrique  II,  despachada  en  el  año  de 
1366en  Calahorra,  es  ilegible  por  su  mal  estado,  y  ""lue 
por  la  confirmación  de  D.  Juan  I  en  1411  no  se  hace 
mención  de  las  alcabalas  de  Palacios  de  Valdiierna, 
expresando  que  la  donación  se  hizo  por  los  servicios 
ejecutados  y  que  cada  día  le  hacia  D.  Juan  Gonzá- 
lez Bazán,  fórmula  general  que  supone  no  hubo  cau- 
sa especial  v  mucho  menos  onerosa...  'T.  S.,  Sala  4.**, 
Sent.  1."  Diciembre  1873.— Gac.  Iti  Marzo  ÍS74.) 

í^ent.  3%  l-:noi'0  IS94.  Escribanía  de  guias  de  la 
Aduana  de  Orduña.  Confirmación  de  la  Real  orden  que 
declara  improcedente  la  subsistencia  de  la  carga  de  jus- 
ticia por  no  haberse  presentado  los  títulos  primitivos  de 
egresión,  y  por  tratarse  de  oficios  enajenados... 

Cualquiera  que  sea  el  origen  de  una  carga  de  justi- 
cia no  debe  continuar  sino  cuando  tiene  por  base  un  ' 
titulo  oneroso,  ó  grandes  y  reconocidos  servicios.  La 
confirmación  no  altera  la  naturaleza  de  la  egresión 
ni  subsana  sus  vicios  ó  defectos,  conforme  á  la  ley  10, 
tít.  VIII,  lib.  VII,  Nov.  Recop.;  y  -no  es  en  forma  de 

•  carga  de  justicia  como  debe  pedirse  la  índemniza- 
»ción  por  los  oficios  enajenados,  sino  del  modo  esta- 
■bleuido  en  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870;  es  decir,  ins- 
•truyendo  un  expediente  en  el  Ministerio  de  G-racia 
»y  Justicia  para  su  clasificación,  y  siendo  ésta  favo- 
arable,  pidiendo  en  el  de  Hacienda  su  pago,  según  de- 

•  termina  la  regla  o.-'-  del  art.  5.*^  de  dicha  ley."  {Sen- 
»tencia  22  Enero  1874.— G^ic.  11  Abril.) 

R  U.  M.  SO  Jimio  IfitAS.  Procede  declarar  caduca' 
das  aquellas  cargas  cuyos  docuuwntos  justificativos  no  se 
han  presentado  dentro  délos  plazos  legales. 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  Mayo  de  1855,  la  del  ' 
Regente  del  Reino  de  25  de  Agosto  de  1870  y  el  art.  1." 
de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880,  se  absuelve  á  la  Ad- 
ministración deuna  demanda  entablada  por  el  Ayun- 
tamiento de  Cieza  coxitra  Real  orden  que  declaró  ca- 
ducada cierta  carga  de  justicia  reclamada  por  dicha 
Corporación.  Como  fundamento  se  consigna:  que  ol 
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Ayuntamionto  de  Cieza  ha  dejado  transcurrir  los 
plazos  señalados  en  las  disxiosiciones  antes  citadas, 
sin  presentar  los  documentos  jnstificativos  que  acre- 
diten el  derecho  de  aquella  Corporación  k  la  carga 
que  reclama  y  que  se  halla  pendiente  do  revisión;  y 
que  en  tal  caso  procede  declarar  la  caducidad  y  de 
ningún  modo  otorgar  nuevo  plazo  para  la  presenta- 
ción de  documentos.  (E.  I).  S.  20  Jnnio  1S83.— Cfac.  14 
Noviembre.) 

— Otros  casos  en  Keales  decretos  sentencias  de  S^f 
,  lie  Jiiniu  <lc  tnm-i  (Gdc.  7  Octubre),  13  Ue  3iovlem- 
bi'C  tU'l  iiifMiuu  ikño  i  Gac.  5Febrcro  Ib-boj,  1 1  <le  Mayo 
de  lí^StS  {Gac.  13  Agosto),  '9  cíe  Oeliibrr  üc  IW»5  iGa- 
ctiía4Marzol««lj),  y  l«  de  Mayo  üe  l^*.0  (Gac.  3  Agos- 
to). Otros  en  varias  Rs.  Os.  de  U  *íi-  Mg^omUt  do  MnH'S 
{Gac.  11  Septiembre/  y  íO  Ue  Uicieuibre  del  mismo 
ano  (Gac.  ¿6  Knoro  18S8). 

R.  l>.^.IO:Hayo  lí*»«.  Documentos  necesarios  para 
justificar  el  reconocimiento.  Vigor  de  la  R.  O.  de  30  de 
Mayo  de  1S55. 

Se  declara  cadxicada  la  carga  de  justicia  que  el 
conde  de  Orgaz  decía  constituida  á  su  favor  por 
equivalencia  de  las  alcabalas  de  varios  piieblos  y  se 
consigna:  «que  si  bien  la  R.  O.  de  30  de  Mayo  de  1855 
ha  sido  derogada  en  ciiiinto  al  término  que  señala- 
ba, por  disposiciones  posteriores,  no  puede  menos  de 
estimarse  vigente  en  cuanto  á.  los  documentos  que 
oxigo  para  la  justitícación  del  derecho,  pues  ningu- 
na de  aquéllas  la  contradice,  y  por  tanto  es  induda- 
ble que  ei  demandante  debe  justificar  sii  derecho, 
presentando,  cutre  otros  docvamentos,  el  titulo  ori- 
ginal de  egresión,  y  que  la  carga  de  justicia  de  que  se 
trata  se  halla  conii-rendiila  en  el  art.  1.°  de  la  ley  de 
22  de  Junio  de  IS-^,  y  no  en  el  S.**,  qi\e  indudablemen- 
te se  refiere  a  las  cargas  de  justicia  que  nunca  han 
figurado  en  los  presupuestos».  (R.  D.  S.  de  16  de  Mayo 
de  lü^e.— Gac.  11  Agosto.) 

Otro  caso  igual  en  R.  D.  S.  de  18  de  Enero  de  1887. 
Gac.  21  Febrero.) 

R.  ».  S.  25  Miclonibrc  l^l§tf.  Derecho  de  lenda  ó 
llenda  en  Cataluña:  Prescripción  de  las  cargas  de  justicia 
cugos  titulus  justificativos  no  se  presentaron  en  el  plazo 
señalado  por  la  Icg  de  22  de  Junio  de  1880. 

Declarada  la  caducidad  por  la  Dirección  de  la 
Deuda  y  confirmada  por  R.  O.  de  ÜS  de  Marzo  de  1882, 
del  derecho  de  lenda*  ó  llenda,  esto  es,  de  introduc- 
ción ó  venta  de  ciertos  artículos,  en  la  ciudad  de  Ur- 
gel,  que  habían  tenido  los  marqxxeses  de  Monistrol, 
y  llevada  la  cuestión  á,  la  vía  contencioso-adminis- 
trativa,  el  C4obÍerno,  de  conformidad  con  lo  consul- 
tado por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  C.  de  E.,  con- 
firma la  repetida  Real  orden,  con  vista  de  la  de  30  de 
Mayo  de  1855  y  del  art.  2."  de  la  ley  de  22  de  Junio  de 
1880,  por  considerar  que  la  indemnización  únicamen- 
te podía  ser  reconocida  en  concepto  de  carga  de  jus- 
ticia, «sin  que  sean  de  apreciar  las  alegaciones  del 
actor  referentes  al  derecho  foral»;  y  qiie  el  marqués 
de  Monistrol,  con  arreglo  á  tales  preceptos,  debió 
presentar  en  la  vía  gubernativa  los  documentos  ta- 
xativamente marcados  en  la  R.  O.  de  30  de  Mayo  de 
1S55_,  para  demostrar  su  derecho  y  efectuar  la  presen- 
tación dentro  dol  plazo  de  los  doce  meses  que,  como 
último  y  al  indicado  fin,  concedió  el  art.  2.°  de  la 
ley  de  22  de  Junio  de  18S0  A  los  poseedores  de  cargas 
de  justicia  no  incluidas  en  los  presupuestos  genera- 
les del  Estado.  (K.  D..S.  25  Diciembre  18S6.  -  Gac.  2 
Marzo  lbS7.) 

R.  U.S.  tS  ,%l>rl|  tííWJ.  Ctiestión  sobre  subsistencia 
ó  caducidad  de  las  pensiones  otorgadas  ü  los  descendien- 
tes del  emperador  Moctezuma,  en  consideración  d  los  ser- 
victos  prestados  por  éste. 

Reconocido  de  R.  O.  el  derecho  del  duqxie  de  Moc- 
tezuma, como  sucesor  del  emperador  de  Méjico  del 
mismo  nombre,  A  percibir  dos  cargas  de  jiisticia,  una 
de  l.UOO  ducados,  pensión  concedida  jjor  el  Rey  Feli- 
pe III  il  los  biznietos  de  dicho  emperador,  que  re- 
nunciaron todo  derecho  al  señorío  de  Méjico,  y  otra 
bastante  ¿i  completar  al  hijo  de  dicho  monarca  3.000 
pesos  oro  de  minas  en  cada  año,  computando  la  ren- 
ta de  sus  bienes,  otorgada  esta  última  merced  en 
consideración  A  los  servicios  prestados  por  el  empe- 
rador, poniéndose  debajo  de  la  potestad  y  dominio 
del  monarca  español,  se  mandó  al  fiscal  del  C.  de  E. 
impugnar  dicha  R.  O.  en  vía  contenciosa,  como  lo 
verificó,  y  sustanciado  el  pleito,  se  falla  declarando 
que  debe  entenderse  caducada  la  pensión  de  1.000 
ducados,  en  consideración  k  que  los  derechos  al  im- 
perio de  Méjico  que  la  dieron  origen  no  están  bien 


definidos  ni  resultan  claros  ni  probados:  y  que  res^ 
pecto  de  la  de  3.000  pesos  debe  el  demiindado  acredi- 
tar la  fecha  hasta  la  cual  la  cobraron  sus  anteceso- 
res, y  la  cantidad  que  por  tal  concepto  percibieran 
para  completarla,  acordando,  un  su  consecuencia,  la 
Administración  la  cantidad  que  en  tal  concepto  es- 
time justa.  Se  dicta  el  fallo  con  vista  de  las  leyes  b."- 
y  O.-^,  tít.  VIII,  lib.  VII,  Nov.  Rec.  y  de  loa  arts.  8.** 
de  la  ley  de  6  de  Agosto  de  I8lí,lt>de  la  de  23  de  Mayo 
de  1845,  9.*^  de  la  de  22  de  Mayo  de  1859  y  23  de  la  de 
1.»  de  Agosto  de  1851.  (R.  D.  S.  12  Abril  1887.— G-ac.  25 
Agosto.) 

n.  I».  H.  9  .«goítto  lí*í*í.  Declaración  de  caducidad 
de  dos  cargas  de  justicia  por  falta  de  presentación  de  las 
cédulas  de  egresión. 

Declarada  la  caducidad  de  dos  cargas  de  justicia 
qiie  venían  figurando  á  favor  de  la  Orden  Tercera  de 
San  Francisco,  por  el  equivalente  de  las  alcabalas 
de  los  pueblos  de  Benamocarra  y  Torrox,  porque  de 
los  títulos  justificativos  presentados  no  constaba 
más  que  una  Real  carta  de  iirivilegio  otorgada  en 
1718,  la  cual  sólo  expresa  que  aprueba  y  confirma  lo 
contenido  en  los  varios  instrumentos  íi  qxie  hace  re- 
ferencia sobre  el  derecho  de  tal  Orden  á  las  mencio- 
nadas alcabalas,  el  presidente  de  la  misma  solicitó 
en  vía  contenciosa  que  se  revocara  aquella  resolu- 
ción, y  el  C.  de  E.  absiielve  á,  la  Administración  de 
la  demanda,  con  vista  de  la  ley  de  29  de  Abril  de 
1855,  del  piirr.  1."  de  la  R.  O.  de  30  de  Mayo  del  mismo 
año,  y  do  los  arts.  1.*^  y  2.°  de  la  ley  de  22  de  Junio 
de  1880: 

«Considerando  qxie  la  V.  O.  T.  de  San  Francisco  de 
esta  corte  no  ha  cumplido  en  el  caso  de  este  pleito  las 
condiciones  legales,  ijorque  el  título  original  primi- 
tivo de  la  egresión,  era,  sin  duda  alguna,  aquel  pri- 
vilegio que  sólo  por  referencia  es  conocido,  y  que  f\ió 
expedido  en  3  de  Marzo  de  1060  por  el  Sr.  Rey  D.  Fe- 
lipe IV,  en  elciial  debió  insertarse  la  carta  de  venta 
de  las  alcabalas  de  Benamocarra  y  Torrox,  otorga- 
da á  favor  de  doña  Francisca  Vallejo  en  10  de  Octu- 
bre de  1659,  y  porqxae  de  la  Real  Cédula  de  confirma- 
ción expedida  en  23  de  Agosto  de  1610  sólo  existe  nu 
testimonio  por  exhiljíción,  lo  cual  no  es  suficiente: 

Considerando  que  el  privilegio  del  Sr.  Rey  D.  Feli- 
pe V  de  20  de  Diciembre  de  1718,  presentado  por  el 
demandante,  no  es  más  que  la  aprobación  y  confir- 
mación de  los  títulos  anteriores »  (R.  D.S.  8  Agos- 
to 1887.— Grtc.  17  Octubre.) 

R.  U.  H.  O  Julio  IMHA.  Nulidad  de  las  caducidades 
acordadas  sin  audiencia  del  Consejo  de  Estado. 

Visto  el  art.  Q.°  de  la  ley  de  presupuestos  de  22  Mayo 
de  1859,  se  deja  sin  efecto  una  R.  O.  denegatoria  del 
abono  de  cierta  carga  de  justicia,  y  se  mar.da  repo- 
ner el  expediente  al  estado  que  tenia  cuando  se  dictó, 
á,  fin  de  que  sea  oída  la  Sección  de  Hacienda  antes  de 
pronunciar  en  el  mismo  la  resolución  que  proceda. 
Fúndase  este  fallo  en  que  «si  bien  fué  remitido  el 
asiinto  á  informe  de  la  mencionada  Sección  y  de  la 
de  Gracia  y  Justicia,  es  lo  cierto  que  habiéndose  li- 
mitado éstas  eu  sus  dictámenes  á  pedir  previamente 
la  práctica  de  ciertos  trámites,  nna  vez  evacuado  el 
último  de  éstos,  no  se  remitió  de  nuevo  el  expedien- 
te al  Consejo  y  se  expidió  la  R.  O.  impxignada  sin 
que  dichas  Secciones  llegasen  á  informar  en  cuanto 
al  fondo  del  asunto:  y  en  que,  á  tenor  de  la  jurisjjru- 
dencia  establecida,  la  falta  de  audiencia  del  C.  de  E., 
cuando  está  exigida  por  las  disposiciones  legales, 
constituye  un  vicio  de  nulidad  que  debe  subsanarse 
reponiendo  el  expediente  al  ser  y  estado  que  tenía 
cuando  se  causó.»  (R;  D.  S.  6  Julio  1888.— Gitc.  19  Se^)- 
Siembre.) 

R.  I».  H.  ÍJ  .agosto  l*ft«.  Los  préstamos  con  ga- 
rantia  de  arbitrios  y  rentas  tienen  el  concepto  de  censos. 

Si  bien  es  conformo  al  Derecho  civil  que  todo  cen- 
so aparezca  consignado  sobre  bienes  raices,  el  prés- 
tamo con  interés  garantizado  por  los  arbitrios  y 
rentas  qne  recaudara  el  x^restatario,  declarado  redi- 
mible y  calificado  de  censo,  no  puede  impugnarse 
bajo  el  concepto  de  que  no  lo  es,  despnés  de  largos 
años  y  cuando  ninguna  de  las  partes  ha  contradicho 
au  carácter;  aparte  de  que  la  jurisprudencia  admi- 
nistrativa ha  aceptado  la  denominación  de  censos 
para  los  préstamos  antiguos  con  garantía  de  arbi- 
trios especiales  y  hasta  de  obvenciones  de  oficios 
públicos  y  los  ha  convertido  A  título  de  censo  on 
cargas  de  justicia,  como  lo  demuestran  dos  Reales 
órdenes  particnlaref;.  una  de  21  ó  31  de  Marzo  y  otra 
de  13  de  Junio  de  1863.  (R.  D.  S.  24  Agosto  1888.— Gix- 
ceía  tí  Agosto  1890.) 
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Sent.  K-14  Febrero  180I.  Revocación  de  Real  or- 
den que  declaró  caducada  una  carga  de  justicia  aplican- 
do la  ley  de  22  de  Junio  de  1880,  no  obstante  venir  el  Es- 
tado desde  18tí9  satisfaciendo  la  obligación...  Dítdas  so- 
bre recisión  y  subsistencia  de  la  carga  y  modo  de  aclarar- 
las cuando  no  se  encuentra  la  Real  orden  en  que  se  dice 
haber  sido  reconocida. 

Por  virtud  de  orden  de  la  Dirección  de  la  Deuda  de 
4  de  Diciembre  de  1869  en  que  se  afirmaba  que  cierta 
carga  de  justicia,  procedente  de  un  censo  de  800  rea- 
les de  renta  aniial,  había  sido  revisada  y  declarada 
subsistente  por  B.  O.  de  31  de  Enero  de  1856,  venia 

Íiercibiendo  el  dueño,  D.  Juan  de  la  Torre  Trasierra, 
03  intereses  correspondientes;  hasta  que  por  no  ha- 
ber presentado  los  dociimentos  justificativos  de  su 
derecho,  fué  declarada  la  caducidad  del  gravamen 
por  otra  E.  O.  de  28  de  Marzo  de  1884.  El  interesado 
acudió  contra  tal  resolución  á  la  via  contenciosa. 
He  aqui  el  fallo  del  Tribunal: 

«Considerando:  que  si  bien  á  estos  hechos  alegados 
como  fundamentos  de  la  demanda  ha  opiiesto  la  Ad- 
ministración general  del  Estado  la  no  existencia  de 
la  K.  O.  lia  de  31  de  Enero  de  1856)  que  no  ha  podido 
ser  hallada,  en  los  archivos  ni  entre  los  expedientes 
á  cargo  de  las  oficinas  de  la  Dirección  de  la  Deuda, 
y  q\ae  tampoco  ha  presentado  la  parte  reciirrente, 
es  lo  cierto,  qiae  mientras  no  se  demuestre  la  inexis- 
tencia de  la  resolución  referida,  no  cabe  estimar  la 
caducidad  de  la  carga,  puesto  que  por  no  suponerla 
revisada  y  declarada  subsistente  no  se  hallaban  sus 
perceptores  sometidos  á  la  oblig.ación  prevenida  en 
la  citada  ley  de  1880,  y  anteriormente  en  la  R.  O.  de 
30  de  Mayo  de  1855,  de  presentar  justificantes  de  un 
derecho  que  la  misma  Administración  reconocía  en 
vigor  al  efectuar  el  pago: 

Y  considerando,  sin  embargo,  que  suscitadas  du- 
das graves  sobre  el  hecho  de  haber  ó  no  sido  revisa- 
da y  declarada  subsistente  la  carga  en  cuestión,  debe 
aclararse  este  transcendental  extremo  que  ha  de 
resultar  necesariamente,  entre  otros  documentos, 
de  las  actas  de  las  sesiones  que  la  Comisión  inspec- 
tora de  diputados  celebrara  en  el  año  1856  para  la 
revisión  de  las  cargas  de  justicia: 

Visto  el  art.  I."  de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880...,  la 

E.  O.  de  30  de  Mayo  de  1855 y  la  de  3  de  Junio 

de  1855 ; 

Fallamos:  qxie  (jetemos  revocar  y  revocamos  la 
Eeal  orden  impugatida  de  28  de  Marzo  de  1884,  que 
declaró  caducada  la  carga  de  justicia  A  que  este 
pleito  se  refiere,  mandando  en  su -lugar  que,  repo- 
niéndose el  expediente  al  estado  en  que  se  h.allaba 
en  15  de  Enero  de  1883,  al  incoarlo  el  Negociado  de 
la  Dirección  general  de  l:i  Deuda  piil)lica,  se  le  dé  la 
tramit.ación  que  corresponda  y  la  decisión  final  qtie 
proceda.»  (T.  C.  A.,  Sent.  12-14  Febrero  1891.— Gac.  3 
Septiembre,  p.  4o.) 


L<a  importante  leg'islación  sobre  cargas  de 
justicia,  está  principalmente  contenida  en  las 
leyes  de  presupuestos  de  1845,  1856, 1859,  1874 
y  1876,  en  las  especiales  de  29  de  Abril  de  1855 
y  22  de  Junio  de  1880  y  decretos  y  órdenes  de 
de  30  de  Mayo  y  2  de  Junio  de  1855,  20  de  Ju- 
lio de  1869  y  25  de  Agosto  de  1870,  26  de  Di- 
ciembre de  1877  y  30  de  Julio  de  1885. 

Pero  aparte  délas  disposiciones  leg'islativaS, 
conviene  mucho  consultar  con  detenimiento  la 
jurisprudencia  que  establecen  las  decisiones 
ministeriales,  dictadas  con  vista,  en  cada  caso, 
de  un  minucioso  expediente  instructivo ,  y 
oyendo  el  dictamen  de  Corporaciones  que  ilus- 
tran convenientemente  el  asunto  y  contribu- 
yen al  acierto  en  las  resoluciones;  asi  como 
las  contenidas  en  los  fallos  que  en  la  via  con- 
tenciosa han  pronunciado  el  Consejo  de  Esta- 
do, el  Tribunal  Supremo  y  el  de  lo  C.  A. 

Algunas  de  las  principales  dificultades  que 


ocurrieron  están  ya  decididas.  Respecto  á  las 
alcabalas,  por  ejemplo,  las  hay  adquiridas  pri- 
mitivamente á  titulo  oneroso,  las  hay  cedidas 
graciosamente,  y  las  hay  que  habiendo  sido 
cedidas  por  gracia,  el  adquirente  las  enajenó 
después  á  un  tercero  á  titulo  oneroso  y  fué 
confirmada  la  enajenación.  En  el  primer  caso 
procede  el  reconocimiento,  en  el  segundo  la 
caducidad,  y  en  el  tercero  también  el  recono- 
cimiento. 

Además  se  ha  consignado  la  doctrina  impor- 
tante, general,  de  que  las  cédulas  de  confirma- 
ción necesarias  para  demostrar  que  no  ha  ha- 
bido reincorporación  (19  Abril  1876)  no  eximen 
por  eso  del  reconocimiento  (30  Junio  1868), 
presentando  necesariamente  el  titulo  primiti- 
vo de  egresión,  ó  un  certificado  del  Archivo  del 
Simancas  ú  otro  público. 

En  cuanto  á  donaciones  reales,  nos  remiti- 
mos á  un  importante  documento  que  da  mucha 
luz  sobre  el  asunto.  Es  una  orden  de  23  de  Fe^J 
brero  de  1872  relativa  al  derecho  que  asiste  al] 
Estado  para  la  cobranza  del  arbitrio  impuesto 
sobre  las  donaciones  hechas  por  la  Corona  á] 
los  grandes  de  España,  títulos  de  Castilla,  co-l 
muuidades  y  corporaciones  eclesiásticas  y  be^ 
néflcas,  Ayuntamientos  y  particulares;  espe-j 
cialmente  desde  el  principio  de  la  Monarquía 
goda,  y  disponiendo  que  por  la  Dirección  de| 
Contribuciones  se  tomen  ciertas  medidas  y  se 
practiquen  las  indagaciones  convenientes 
averiguar  el  paradero  de  los  libros  en  que  1^ 
Contaduría  mayor  anotaba  las  donaciones, 
fln  de  clasificar  las  concedidas  á  título  gratui-l 
to,  exigiendo  á  los  que  las  disfrutan  los  titulosl 
de  egresión  y  la  confirmación  para  conocer  sú 
deben  ser  revertidas  á  la  Corona,  en  cuyo  caso 
han  de  instruirse  los  expedientes  oportuno^ 
por  la  Dirección  g'eneral  de  la  Deuda  piiblicÉÍ 
para  la  declaración  de  ca  lucidad.  Se  inserta 
en  Mercedes  reales,  á  donde  nos  remitimosj 
asi  como  á  Oficios  y  derechos  enajenados 
Señoríos. 

CARGAS  PIADOSAS.  Llamamos  asi  en  genel 
ral  á  las  instituidas  en  favor  de  alguna  iglesia 
memoria,  obra  pía  ó  establecimiento  de  Bene 
ucencia  ó  ens'  ñanza.  Todas  estas  cai-gas,  yq 
espirituales,  ya  temporales,  se  declararon  eti 
estado  de  redención  por  la  ley  de  23  de  Mayo 
de  1856,  á  cuyo  efecto  se  dictó  una  Inst.  en  i 
de  Julio  del  mismo  año;  pero  por  R.  D.  de  M 
de  Diciembre  se  suspendió  el  cumplimiento  ( 
dicha  ley. 

Hoy,  según  la  de  24  de  Junio  de  1867,  en  quá 
se  contiene  el  Convenio  con  la  Santa  Sedal 
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son  redimibles  forzosamente  las  cargas  de  ca- 
rácter puramente  eclesiástico ,  tte  cualquier 
clase,  que  g-ravan  los  bienes  de  las  capellanías 
colativas  de  sangre  adjudicadas  ó  que  se  ad- 
judicaren, sea  cualquiera  su  titulo  ó  deuomi- 
nación;  las  que  gravan  los  bienes  eclesiásticos 
vendidos  por  el  Estado  con  sus  cai-g-as  ecle- 
siásticas, y  las  que  ig'ualmente  gravan  los  bie- 
nes de  obras  pias,  leg'ados  píos  y  patronatos 
laicales  ó  reales  de  legos  ii  otras  fundaciones 
de  la  misma  Índole  de  patronato  familiar  acti- 
vo ó  pasivo.  (Arts.  1°  al  6°) 

Son  también  redimibles,  pero  no  forzosa- 
mente, y  sí  sólo  cuando  tal  fuere  la  voluntad 
de  los  poseedores,  las  cargas  puramente  ecle- 
siásticas que  gravan  los  bienes  de  dominio 
particular  exclusivo,  sometiéndose,  en  este 
caso,  los  que  quieran  redimirlas  á  las  reglas 
establecidas  eu  el  referido  Convenio  y  en  la 
instrucción  para  su  ejecución.  (Art.  7°) 

Por  carg-as  de  carácter  puramente  eclesiás- 
tico se  entiende,  según  el  art.  7."  de  la  instruc- 
ción de  25  de  Junio,  todo  gravamen  impuesto 
/•  sobre  bienes  de  cualquiera  clase  que  sean, 
^  para  la  celebración  de  misas,  aniversarios,  fes- 
tividades y  en  general  para  actos  religiosos  ó 
de  devoción  en  iglesia,  santuario,  capilla,  ora- 
torio ó  en  cualquier  otro  puesto  público. 

El  Código  civil  respeta  las  cargas  estableci- 
das eu  testamento  para  obras  benéficas,  ó  de 
iustrucción  pública,  como  dotes  para  doncellas 
pobres,  y  pensiones  para  estudiantes;  y  quiere 
que  imponiéndose  sobre  bienes  inmuebles,  si 
son  perpetuas,  pueda  el  heredero  capitalizar- 
las é  imponer  el  capital  A  interés  con  primera 
y  suficiente  hipoteca,  interviniendo  el  gober- 
nador civil  y  con  audiencia  del  Ministerio  pú- 
blico, etc.;  y  si  la  carga  fuere  temporal  podrá 
disponer  de  la  finca  gravada,  sin  que  cese  el 
gravamen  hasta  que  la  inscripción  se  cancele. 
(Art.  788.) 

—V.  Beneficencia:  Capellanías:  Concor- 
datos: Desamortización:  Fundaciones. 
Jurisprudencia. 

R.  D.  8.  16  <%brll  1S66.  Las  cargas  espirituales  que 
afectaban  á  fincas  del  clero,  están  comprendidas  en  el 
art.  ií  del  Convenio  adicional  con  la  Santa  Sede  de  25  de 
Agosto  de  t8S9,  contenido  eiila  ley  de  4  Abril  de  1860. 

El  Cabildo  catedral  de  Lérida  reclamó  ante  el  Con- 
sejo de  Estado  que  se  revoque  una  R.  O.  de  13  de  Ju- 
nio de  1862,  que  desestimando  la  solicitud  del  mismo 
Cabildo  de  que  se  le  abonasen  las  rentas  de  las  fin- 
cas do  Remolins  que  le  pertenecieron  y  estaban  afec- 
tas A  la  celebración  de  aniversarios,  dispuso  que  los 
abonos  á  que  el  Cabildo  se  considerase  con  derecho, 
estaban  comprendidos  en  el  art.  11  del  Convenio  ce- 
lebrado con  la  Santa  Sede.  Impugnada  la  demanda 
por  el  fiscal,  y  vistos  principalmente  los  arts.  .38  y  40 
del  Concordato  de  16  de  Marzo  de  1851  >,  y  el  4.°,  5.", 


Contenido  en  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1851, 


7.°,  10  y  11  del  Convenio  adicional  de  25  de  Agosto  de 
1859  ',  se  absuelve  A  la  Administración  de  la  deman- 
da y  se  confirma  la  R.  O.  reclamada  por  sentencia 
de  16  de  Abril  do  1866: 

«Considerando  que  los  bienes  de  que  se  trata  están 
comprendidos  en  el  art.  38  del  Concordato  de  1851,  y 
el  4."^  y  5.**  del  Convenio  adicional  de  1859,  habiendo 
quedado,  en  virtud  de  sus  estipulaciones,  en  la  pro- 
piedad de  1.a  Iglesia,  y  en  el  disfrute  y  administra* 
ción  del  clero: 

Considerando  que  x>oi  el  Concordato  se  mandó  im* 
putar  su  importe  liquido,  ó  deducid.as  carg.as,  en  la 
dotación  del  clero,  y  por  el  Convenio  se  estableció 
esta  misma  imputación,  pero  extendiéndola  al  im- 
porte total  de  estos  bienes;  resultando  de  aquí  la  ne- 
cesidad de  atender  por  separado  A  las  cargas  con  la 
adopción  de  lan  temperamento  adeciiado  á  este  fin: 

Considerando  que  este  temperamento  se  adoptó  en 
efecto  en  el  art.  11  del  Convenio  adicional,  asignan- 
do una  cantidad  alzada  que  debia  fijarse  de  común 
acuerdo  de  ambas  potestades: 

Considerando  que  mi  Gobierno,  sin  olvidar  tan  so- 
lemnes estipulaciones,  que  son  leyes  en  la  materia, 
no  podia  disponer  otra  cosa  que  lo  qne  dispu^^en  la 
R.  O.  impugnada  por  parte  del  Cabildo,  señalando  el 
art.  11  del  Convenio  adicional  como  única  soUición 
legal  de  la  cuestión  por  aquél  pl.anteada...  Y  consi- 
derando, en  fin,  qiie  no  se  ha  acreditado  por  parte 
del  Cabildo  qne  el  conjunto  de  los  bienes,  objeto  de 
su  reclamación,  constitiiyese  una  institución  piado- 
sa y  famili.ar,  comprendida  como  tal  en  el  aplaza- 
miento estipiilado  en  el  art.  10  del  Convenio.»  (Gace- 
ta SO  Junio.) 

S(Mit.  13  tbrll  IS73.  Cuando  algún  convento  tenia 
sobre  si  la  obligación  de  aniversario  en  razón  de  libera- 
lidad de  alguna  familia,  ésta  no  podrá  pedir  que  se  le  in- 
demnice, ni  por  las  misas  ó  sufragios,  ni  por  regalías  y 
preeminencias  puramente  Iionorificus  que  algún  patrona* 
to  llevase  consigo. 

En  consonancia  con  lo  dispuesto  en  1.a  ley  de  21  de 
Junio  de  1842  (V.  Desamortización),  asi  lo  ha  estable- 
cido el  T.  S.  absolviendo  á,  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  L).  Ma- 
nuel López  Paga,  A  quien  perteneciendo  un  patro- 
nato sobre  la  capilla  de  un  convento  con  ciertas 
preeminencias  en  ella  y  obligación  la  comunidad  de 
decirle  ciertas  misas,  pretendía  la  indemnización. 
La  doctrina  que  se  establece  en  este  fallo,  denegan- 
do la  indemnización,  es: 

«...Que  según  el  art.  39  del  Concordato  de  18.51  y  el 
11  del  Convenio  con  la  Santa  Sedo  de  1859,  el  Gobier- 
no quedó  en  satisfacer  á,  la  Iglesia  una  cantidad  al- 
zada para  que  sigan  cunijjlióndose  es.as  cargas  pia- 
dosas, por  lo  cual  es  evidente  que  la  obligación 
existe,  y  en  su  virtud  que  no  hay  derecho  en  los  par- 
ticulares como  el  demandante  par:i  exigir  por  ella 
indemnización  alguna: 

...Respecto  de  los  honores  del  patronato,  qtxe  és- 
tos los  dio  por  extinguidos  la  ley  de  21  de  Junio  da 
1842  al  relevar  á  los  antiguos  poseedores  de  los  debe- 
res y  prestaciones  anejas  á  los  mismos,  no  reservan- 
do esa  ley,  como  ninguna  otra  de  las  desamortiza- 
doras,  derecho  alguno  para  la  extinción  de  las  rega- 
lías y  preeminenciaspuramente  honoríficas  que  esos 
patronatos  Uevanan  consigo,  como  lo  hicieron  res- 
l>ecto  de  las  cargas  y  servidumbres  reales  con  qne 
pudieran  estar  afectos  los  bienes  que  fueron  de  la 
iglesia,  siendo  muy  fundad.a  esa  distinción,  porqne 
desapareciendo  por  mandato  de  la  ley  las  obligacio- 
nes inherentes  A  los  poseedores  de  los  patronatos,  no 
er.a  lógico  ni  posible  el  que  éstos  so  mantuviesen, 
sobre  todo  cuando  la  iglesia  en  qne  existían  había 
desaparecido  por  no  estimarse  necesaria  para  el 
culto. 

Y  que  no  obsta  contra  lo  expuesto  el  que  en  la  es- 
critura presentada  se  use  de  formas  propias  de  los 
contratos  de  venta  y  sus  similares,  pues  la  verdades 
que  la  Iglesia  no  concedía  sus  honores  por  precio, 
sino  ad  remuncrandam  fldelium  liberalitatem:  es  decir, 
para  recompensar  las  donaciones  ó  liberalidades  de 
los  fieles,  pues  ese  es  el  carácter  propio  y  la  natura- 
leza especial  de  esta  clase  de  patronato;  de  todo  lo 
c\ial  se  infiere  que  no  hay  un  derecho  estricto  y  per- 
fecto para  reclamar  indemnizaciones  pecvmiarias 
por  ellos.»  (T.  S.,  Sala  de  lo  Contencioso,  Sent.  19 
Abril  1872.— A'úm.  83  de  la  C.  L.) 


'     Contenido  en  la  ley  d,e  4  de  Abril  de  18(10,  insert  i 
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CARNAVAL.— CARRETERAS. 


CARNAVAL  (Carnestolendas).  Los  tres  días  de 
carne  que  ]ireeedeii  al  miércoles  de  Ceniza. 
(Dic.  de  la  Acad.)  El  Carnaval  indica  para  to- 
dos un  tiempo  de  fiestas,  de  diversiones,  de 
máscaras  y  disfraces,  y,  si  se  quiere,  de  placer 
}'  disipación  para  muchos.  El  origen  del  Car- 
naval, dice  un  ilustrado  escritor,  .se  pierde  en 
la  oscuridad  de  los  tiempos.  Todos  los  pueblos 
de  la  autig-üedad  tenían  sus  días  de  licencia  y 
de  crápula:  en  Roina  se  conocían  las  Saturna- 
les, durante  las  cuales  el  esclavo  se  igualaba 
á  su  señor,  se  ponía  sus  vestidos,  ocupaba  su 
asiento  en  la  mesa  y  era  obedecido  en  cuanto 
mandaba;  poder  de  un  día  que  le  hacia  más 
dura  Mi  esclavitud  del  siguiente. — Véase  MÁs- 

C.4R.\.S. 

CARNERAJE.  Antiguo  Impuesto  equivalente 
ó  análogo  al  de  montazgo  en  Castilla,  que  se 
exig'ía  en  Aragón,  no  precisamente  álos  car- 
neros, sino  á  todos  los  g-anados  gruesos  y  me- 
nudos. Martínez,  en  su  Libreria  de  jueces, 
hace  mención  de  un  privilegio  concedido  por 
D.  Pedro  IV  de  Aragón  en  1381,  para  cobrar 
el  derecho  llamado  carneragiiim,  á  todos  los 
ganados  gruesos  y  menudos  que  pasaren  por 
el  lugar  de  Jaz  y  los  de  Rompesacos,  Javierre 
de  Trasierra,  Savsamacuello,  sus  praderas  y 
términos;  privilegio  que  fué  confli-mado  y  ra- 
tificado en  1771.  Consistía  el  derecho  de  car- 
neraje en  un  carnero  de  bajada  y  otro  de  su- 
bida, de  cualquiera  rebaño,  hasta  mil  cabezas, 
etcétera.  Hoy  está  abolido. — V.  GANAi>ERtA. 

CARNICERÍAS.    V.  Matadero.?. 

CAROLINAS.    V.  IsLA.s  Carolinas. 

CARRERAS.  V.  Enseñanza:  Escuelas:  Ins- 
trucción pública. 

CARRETERAS  DEL  ESTADO  (ele  primero,  segun- 
do y  tercer  orden):  PROVINCIALES:  MUNICIPALES. 

De  los  deberes  económicos  del  Estado  no  es  el 
menos  importante  el  de  cuidar  de  la  apertura 
y  conservación  de  los  caminos  públicos,  que, 
facilitando  la  comunicación  de  unos  pueblos 
con  otros,  prestan  vida  asi  al  comercio  de  las 
ideas,  como  á  los  verdaderos  tratos  mercanti- 
les, contribuyendo  por  tal  manera  á  la  pros- 
peridad de  las  naciones. 

A  los  cartagineses  atribuyen  muchos  escri- 
tores la  invención  de  los  caminos  empedrados, 
que  Roma  perfeccionó  para  servirse  de  ellos 
en  sus  grandes  empresas  militares.  Por  eso  no 
se  contentó  con  establecerlos  en  los  territorios 
de  Italia,  en  las  cercanías  de  la  ciudad,  .sino 
que  los  extendió  á  todos  los  puntos  donde  al- 
canzaban sus  conquistas,  aprovechando  en  los 


descansos  de  la  guerra  los  brazos  de  sus  le- 
gionarios yiíaciendo  también  trabajar  en  la 
construcción  á  los  pueblos  que  sometía. 

Buenos  y  numerosos  fueron  los  que  abrió 
en  España,  de  algunos  de  los  cuales  hablan 
con  elogio  Masdeu  en  su  Historia  critica,  y 
Cean-Bermúdez  en  el  pi-efacio  de  sus  Antigüe- 
dades, refiriéndose  ambos  al  Itinerario  de  An- 
tonino. 

Esas  grandes  vías  desaparecieron  en  tiempo 
de  los  bárbaros,  y  el  estado  de  guerra  en  que 
vivió  España  después,  no  consintió  su  res- 
tauración, ni  la  apertura  de  otras  nuevas,  á 
pesar  de  ciue  en  algunos  de  nuestros  Códigos 
hay  disposiciones  enderezadas  á  asegurar  la 
conservación  délos  caminos  públicos.  Los  ára- 
bes, que  tanto  hicieron  prosperar  las  artes 
ag'rícolas,  y  que  nos  dejaron  testimonio  de  su 
cultura  en  multitud  de  monumentos  artísticos 
que  hoy  estudiamos  con  admiración,  tampoco 
se  preocuparon  de  las  comunicaciones,  y  has- 
ta la  época  de  los  Reyes  Católicos  en  que  con- 
cluyó la  reconquista  no  se  hicieron  nuevos  ca- 
minos. La  dominación  de  la  Casa  de  Austria 
fué  en  este  punto  para  la  nación  completamen- 
te infecunda,  y  sólo  las  provincias  del  Norte, 
los  pueblos  navarros,  vizcaínos,  alaveses  y 
g'uipuzcoanos  hicieron  algunos  caminos  rea- 
les. Felipe  V  introdujo  mejoras  en  este  punto, 
pero  puede  decirse  que  los  Reyes  de  la  Casa 
de  Borbón  á  pesar  del  empeño  que  pusieron 
en  remediar  la  decadencia  de  España,  no  tra- 
bajaron por  facilitarla  los  medios  de  comuni- 
cación que  tanto  requería  y  necesitaba,  hasta 
el  tiempo  de  Carlos  III,  en  que  se  emprendió 
la  apertura  do  cuatro  carreteras  para  enlazar 
la  capital  con  Valencia,  Cataluña,  Galicia  y 
Andalucía. 

Desde  este  reinado  empieza  para  España  un 
período  de  florecimiento.  Sin  embargo,  la  ne- 
g'ligencia  meridional,  las  gnierras  que  hemos 
sostenido,  las  luchas  políticas  que  forman  el 
carácter  de  nuestra  historia  en  el  siglo  actual, 
han  detenido  en  mucha  parte  el  adelantamien- 
to iniciado,  y  sólo  proseguido  por  intervalos  á 
medida  que  lo  han  ido  consintiendo  las  cir- 
cunstancias sociales  ó  lo  han  impuesto  los  cla- 
mores de  la  opinión.  Así  se  explica  que  esté 
aún  incumplido  en  bastantes  puntos  el  Infor- 
me de  Jovellanos  sobre  la  ley  agraria  y  que 
sólo  se  haya  realizado  de  él  aquello  que  ha 
constituido  como  bandera  de  algunos  partidos 
políticos,  mas  de  ninguna  suerte  las  medidas 
puranienteeconómicas,  comósucede,  porejem-  • 
p!o,  con  la  apertura  de  vías  de  comunicación. 
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Euumei-aba  Jovellauos  la  falta  de  caminos 
y  los  malos  existentes  entre  los  obstáculos  que 
era  necesario  remover  para  el  desarrollo  y  ío- 
mento  de  nuestra  riqueza,  y  ocupó  lina  parte 
de  su  clásico  Informe  en  recomendar  la  nece- 
sidad de  mejorar  los  interiores  de  nuestras 
provincias ,  los  exteriores  que  comunican  de 
unas  á  otras,  y  los  g'euerales  que  cruzan  des- 
de el  centro  á  los  extremos  y  fronteras  del 
Reino  y  á  los  puertos  de  mar,  por  donde  so 
]medeu  extraer  nuestros  frutos;  necesidad  que, 
dijo,  ha  sido  siempre  más  confesada  que  aten- 
ilida  entre  nosotros. 

Como  cada  vez  se  seutia  con  más  imperio,  no 
estuvo  del  todo  desciiidadaeu  la  época  de  doña 
Isabel  II  ',eu  que  se  construyeron  más  caminos 
que  en  todos  los  precedentes  reinados.  Siguió- 
se entonces,  como  era  natural,  el  sistema  de 
irradiación,  construyéndose  las  carreteras  des- 
de Madrid  á  los  extremos  del  perímetro  en  las 
costas  y  fronteras  -,  atendiéndose  después  á 
la  construcción  de  líneas  transversales  que 
pusieron  en  comunicación  los  pueblos  interme- 
dios. Poco  se  ha  hecho  en  relación  con  lo  que 
debía  haberse  realizado,  y  sólo  mcrecedoi'es 
de  acre  censura  son  los  Gobiernos  que  han 
trabajado  por  la  prosperidad  del  país,  en  este 
particular,  todo  lo  menos  que  han  podido  -'. 


'  Existían  en  fin  de  IHM.'í  16.065  kilómetros,  y  de  ellos 
s«  consfruyeron  e.ooo  kiUhnet.ros  después  de  1858.  Tenía- 
mos en  dicho  año  65,  2. Sis  kilómet,  os  en  cmist.rucción. 
6.640  estudiados,  y  2.825  en  estudio.  Están  comprendidas 
en  estas  cifras  las  carreteras  de  primero,  segundo  y  ter- 
cer orden. 

Según  la  Memoria  sobre  el  estado  de  las  carreteras, 
'publicada  por  la  Dirección  yeneral  de  Obras  públicas,  en 
virtud  de  I¡.  O.  de  25  de  Aoviem-bre  de  1885,  teníamos  en 
31  de  Diciembre  de  l*t*ta,  que  es  el  periodo  á  que  se  re/te- 
re, 21.722  kilómetros  de  carreteras  conchiidas:  4.63H  en 
construcción;  2.7.5-í  en  proyecto  aprobado;  8.851  en 
estudio,  y  8.727  sin  estudiar,  en  cuyas  cifras  se  com- 
prenden los  tres  órdenes  de  carreteras  del  Estado,  pero  no 
las  abandonadas  en  virtud  de  las  órdenes  de  7  de  Abril 
de  1870,  28  de  Marzo  de  1873,  y  articulo  transitorio  de  la 
ley  de  4  de  Mayo  de  1877;  ni  las  provinciales,  ni  los  cami- 
nos vecinales. 

De  carreteras  provinciales,  según  los  estados  23  y  24 
de  la  Memoria,  teníamos  en  fln  de  ISS3,  3. .952  kilómetros 
construidos;  688  en  construcción;  1.606  en  proyecto  apro- 
bado; 1.S85  en  estudio,  y  12.385  sin  estudiar,  lo  cual  prue- 
6a  el  crecie.'te  desenvolvimiento  de  este  importante  ramo. 

Y  de  caminos  vecinales,  bastante  desatendidos  en  al- 
gunas prociwias,  hay,  sin  embargo,  seriün  los  estados  25 
y  26  de  la  ¡Hnuirin,  7.627  kilómetros'concluidos;  817  en 
coistrurrinn;  iini  en  proyecto  aprobado;  1.440  en  estudio 
!l  in.TJI  sin  tsludiar. 

-     1>.  /Ví*;<ííí¿  r'a/)a/íí'ro.  Población  rural. 

'  II''  aquí  lo  que  decía  el  Gobierno  en  la  instrucción 
para  Ins  gobernadores  de  28  de  Junio  de  185.9,  inserta  en 

GOIIIKRNO  Y  ADMINI.STUACIÓN  DE  I,.\S  PROVINCIAS: 

•  Tayii]toco  hay  para  qué  ocultar  la  triste  verdad  de  que 
es  incomparablemente  mayor  que  el  progreso  obtenido  el 
que  se  necesita  con  urgencia  alcanzar.  La  relación  de  la 
superficie  de  nuestro  territorio  con  las  líneas  de  ferroca- 
rriles en  él  construidas,  se  halla  en  tina  desconsoladora 
desproporción  con  lo  que  sucede  en  el  resto  de  Europa. 
En  punto  á  carreteras,  tenemos  largas  lineas  empezadas 
y  sin  terminar,  trabajos  abandonados  á  poco  de  liaber 
sido  acometidos,  obras  de  fábrica  sin  emprender  aún  en 
las  vías  de  mayor  importancia,  caminos  terminadiis  en 
una  provincia  y  sin  principiar  en  la  inmediata ,  >/  rn  torios 
los  casos  y  por  todas  partes  una  inmensa  diferencia  ent re 


En  la  construcción  de  carreteras  transver- 
sales es  donde  se  ha  dejado  sentir  más  la  iner- 
cia del  Estado  á  cuyo  cuidado  han  sometido 
las  leyes  centralizadoras  muchos  intereses  que 
deberían  depender  de  las  Administraciones  lo- 
cales. Esto,  queríalo  ya  .Jovellauos,  y  lo  defeu- 
diacomOsi  presintiera  lasconsecuenciasque  la 
centralización  liabia  de  producir.  No  ha  falta- 
do quien  haya  calificado  de  ilusiones  candidas 
éstas  que  no  eran  sino  nobles  y  justas  aspira- 
ciones, y  un  estadista  contemporáneo,  comba- 
tiendo esas  ideas  del  inmortal  .Jovellauos,  ha 
presentado  con  mucha  viveza  de  color  el  cua- 
dro que 'ofrecen  hoy  algunos  Ayuntamien- 
tos y  Corporaciones  provinciales  pensionando 
pintores,  cuando  tienen  sin  comer  á  los  maes- 
tros; dando  comisiones  lujosísimas,  cuando 
tienen  sin  satisfacer  las  necesidades  de  los 
hospitales,  del  alumbrado  y  de  la  vía  pública; 
y  enajenando  plazas  y  calles  para  pagar  las 
atenciones  más  absolutamente  superfinas  y 
las  menos  justificadas  '.  Al  hablar  de  esta  suer- 
te, cometía,  en  nuestro  sentir,  un  error  de  es- 
pejismo el  Sr.  Silvela,  porque  para  combatir  la 
descentralización  la  atribuía  los  efectos  del 
rég'imen  ceutralizador  vig'ente.        , 

No  son  hoy  las  Corporaciones  populares  lo 
que  debieran  ser,  y  por  eso  no  obran  como 
debieran  obrar.  Déselas  facultades,  concéda- 
selas independencia,  no  so  las  escatime  medios 
de  acción,  impóug'aselas  ineludibles  responsa- 
bilidades, y  se  evitarán  asi  no  pocos  inconve- 
nientes, y  desde  luego  puede  decirse  que  no 
volveremos  á  oir  liablar  de  esas  carreteras  de 
10  kilómetros  que  se  contratan  para  construir- 
se en  seis  años,  sólo  con  el  objeto  de  que  pue- 
dan percibir  los  beneficios  de  las  concesiones, 
al  menos  en  la  Gaceta,  un  número  más  consi- 
derable de  diputados  y  de  electores,  seg'ún  la 
gráfica  expresión  del  Sr.  Silvela. 

En  manos  de  las  provincias  ó  de  los  munici- 
pios la  construcción  de  caminos,  no  se  comen- 
zarían tantas  carreteras  imitiles  como  hoy  se 
comienzan,  ni  quedarían  sin  concluir  la  mayor 
parte  de  las  empezadas.  Mas  no  se  olvide  que 


los  medios  de  comunicación  e.vistentes  y  la  necesidad  cada 
vez  más  apremiante  de  hacerlos  numerosos,  breves  y  fá- 
ciles.» 

En  el  articulo  GoiiiEUNO  Y  administuaciún  de  las 
puoviNCiAS  se  Í7isertan  tres  importantes  instrucciones 
dirigidas  á  los  gobernadores,  que  tienen  por  objeto  el  fo- 
mento de  los  intereses  morales,  intelectuales  y  inateriales 
del  país;  una  del  Ministro  Sr.  Burgos,  de  30  Noviem- 
bre 1833,  cuyo  cap.  XTTestá  dedicado  á  los  caminos,  ca- 
7iales  y  ríos;  otra  del  Sr.  Seijas,  de  26  de  Enero  de  1850, 
cuya  sección  3.'^,  cap.  T,  se  dedica  á.  los  caminos;  y  la,  otra 
del  señor  marqués  de  Corvera  de  38  de  .Junio  de  1859,  de- 
dicada asimismo  á  los  caminos  como  á  los  demás  ramos 
de  Fomento. 

•  D.  Francisco  Silvela:  Jovellanos;  conferencia  históri- 
ca en  el  Ateneo  de  Madrid,  cui-so  de  1S85-86. 
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lio  pueden  fiarse,  sin  peligro,  ese  y  otros  en- 
carg'os  el  los  municipios  y  provincias  mientras 
eontiniíen  con  su  defectuosa  actual  organiza- 
ción, sometidos  álos  caprichos  de  los  Gobiernos; 
en  tanto  que  no  sean  Cuerpos  independientes; 
mientras  vivan  en  todo  y  para  todo  bajo  la  po- 
co eficaz  y  nada  paternal  tutela  de  los  pode- 
res centrales. 


Todos  los  caminos  ordinarios  se  denomina- 
ron carreteras  por  la  ley  de  22  de  Julio  de 
1857,  clasificándose  por  la  misma  lej'  en  tres 
órdenes.  El  art.  3.°  clasifica  las  carreteras  de 
primer  orden;  el  4."  dice  cuáles  se  consideran 
de  segundo  orden,  y  el  5.°  determina  las  que 
quedan  en  la  clasificación  de  tercer  orden. 

Clasificadas  antes  las  carreteras  (ley  de  7  de 
Mayo  de  1851)  en  generales,  transversales, 
provinciales  y  locales,  dispuso  el  art.  10  de  la 
de  1857,  que  las  generales  y  tranversales  se 
considerasen  de  primer  orden;  la, provinciales 
de  segundo;  y  de  tercero  los  caminos  vecina- 
les, quedando  ya  por  cuenta  del  Estado  (ar- 
ticulo l'J)  el  estudio,  construcción,  reparación 
y  conservación  de  todas  ellas  si  se  hallaban 
comprendidas  en  el  plan  formado  por  el  Go- 
bierno. 

Dictadas  las  bases  para  la  legislación  de 
obras  públicas  de  2S)  de  Diciembre  de  187G,  se 
promulg'ó,  de  acuerdo  con  ellas  y  con  la  ley 
de  13  de  Abril  siguiente,  la  nueva  de  carre- 
teras de  4  de  Mayo  de  1877,  aplicable  á  to- 
das las  de  servicio  piiblico  de  la  Península  é 
islas  adyacentes.  Determina  las  carreteras  que 
corren  á  cargo  del  Estado,  de  las  provincias  y 
de  los  pueblos.  Divide  las  primeras  en  tres  ór- 
denes, según  su  respectiva  importancia  (ar- 
tículos 3.°  y  siguientes).  Impone  á  las  provin- 
cias la  obligación  de  formar  el  plan  de  las  que 
hayan  de  costearse  con  sus  fondos,  autorizan- 
do el  establecimiento  de  arbitrios  para  la  con- 
servación y  reparación  de  las  lineas  y  para  el 
reintegro  de  los  capitales  invertidos  en  ellas 
(arts.  25  á  35);  establece  prescripciones  análo- 
gas respecto  de  los  pueblos  en  lo  que  se  refie- 
re á  sus  caminos  vecinales  (arts.  36  á  45);  au- 
toriza á  los  particulares  para  construir  carre- 
teras públicas  (arts.  46  á  49),  y  permite  que  el 
Estado,  las  provincias  y  los  pueblos  se  auxi- 
lien recíprocamente  en  la  ejecución  de  las 
obras  (arts.  50  á  55).  El  reglamento  de  10  de 
Agosto  de  1877  desenvuelve  y  completa  las 
disposiciones  de  la  ley,  sobre  toda  clase  de  ca- 
minos ordinarios,  llámense  carreteras  del  Es- 
tado ó  provinciales  ó  municipales. 


La  ley  citada  de  4  de  Mayo  de  1877,  ha 
clasificado  las  carreteras  de  servicio  público 
de  conformidad  con  la  ley  general  de  obras 
públicas  de  13  de  Abril  del  mismo  año,  según 
que  se  costeen  por  el  Estado,  las  provincias, 
los  Municipios  ó  los  particulares  ó  con  fondos 
mixtos. 

Carreteras  del  Estado.— Tvtitñ,A.e.  ellas  el  ca- 
pítulo II,  arts.  3."  al  24,  clasificándolas,  según 
su  mayor  ó  menor  importancia,  en  carreteras 
de  primero,  segundo  y  tercer  orden,  en  los 
términos  que  se  expresan. 

Carreteras  provinciales.— De  las  carreteras 
costeadas  por  las  provincias,  tratan  los  artí- 
ciüos  25  al  35  comprendidos  en  el  cap.  III.  Las 
Diputaciones  habrán  de  formar  el  plan  de  las 
que  hayan  de  costearse  con  sus  fondos,  suje- 
tándose á  los  trámites  reglamentarios  y  obte- 
niendo la  aprobación  del  Ministerio  de  Fomen- 
to. Si  alguna  carretera  interesa  á  dos  ó  más 
provincias,  sus  respectivas  Diputaciones  han 
de  intervenir  en  el  plan,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  29  y  30. 

Carreteras  municipales  ó  caminos  vecina-. 
Ze.s'.— El  cap.  IV  establece  el  principio  de  que 
son  de  cargo  de  los  Municipios  las  carreteras 
que  no  hallándose  comprendidas  en  los  planes 
del  Estado,  ni  en  los  délas  provincias,  acuer- 
den los  Ayuntamientos  construir  para  satisfa-; 
cer  intereses  de  las  respectivas  localidades;  y' 
habrán  de  formar  consiguientemente  los  pla- 
nes de  sus  caminos  vecinales,  sometiéndolos 
á  la  aprobación  del  gobernador;  procediendo 
en  esto,  así  como  en  la  ejecución  de  todo'  ca- 
mino, y  en  lo  relativo  á  los  trabajos  de  con- 
servación y  reparación,  conforme  á  lo  estable- 
cido en  los  arts.  37  á  45  K 

Carreteras  de  servicio  público  costeadas  por 
j^articulares. — Aunque  pocas  veces  ha  de  ve- 
rificarse la  construcción  de  una  carretera  dej 
servicio  público  con  fondos  particulares  ó  de 
comijañías,  porque  las  concesiones  no  han  de 
prestarse  tan  fácilmente  como  en  los  canales, 
ferrocarriles  y  otras  obras  públicas  al  reinte- 
gro y  regular  rédito  de  los  capitales,  la  ley, 
sin  embargo,  provee  á  este  caso  en  las  dispo- 
siciones de  los  arts.  46  al  49,  concordantes  con 
el  1."  al  9.°  del  decreto  ley  de  14  de  Noviem- 
bre de  1868. 

Nótese  que  hay  caminos  de  interés  exclusivo 
de  uno,  dos  ó  más  pueblos  productores,  cuyaj 
vida  en  lo  porvenir,  y  aun  hoj^,  se  cifra  en  su  | 
construcción;  y  sin  embargo,  los  pueblos  no 


'     Véase  el  articulo  especial  Caminos  vecinales,  j>íí- 
gina  197, 
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quieren  ó  no  pueden  emprenderlos  por  las  di- 
ficultades que  ofrecen  ó  por  el  excesivo  coste 
k  que  se  eleva  el  presupuesto  ó  el  cálculo  de 
las  obras.  Si,  pues,  alguno  de  estos  caminos  se 
estudia  j  se  emprende  por  una  compañía  en 
que  se  combinan,  por  ejemplo,  el  capital  con 
la  iutelig'éncia  del  ing-euiero,  del  director  de 
caminos,  etc.,  y  lleg'a  á  obtenerse  una  conce- 
sión con  el  impuesto  de  peaje  ñ  otros,  y  condi- 
ciones ventajosas,  cuando  esté  terminado  su- 
l'rirán  con  g'usto  estos  impuestos  los  producto- 
res de  dichos  pueblos  y  los  porteadores;y  como 
la  inteligencia  y  el  capital  y  el  interés  privado 
vencen  más  fácilmente  las  dificultades  de  una 
empresa,  no  seria  difícil  que  entonces  los  mis- 
mos pueblos  productores  se  interesasen  en  la 
adquisición  del  camino  por  iina  cantidad  muy 
superior  á  su  coste,  aunque  inferior  con  mu- 
cho á  lo  que  hubiera  importado  hecho  por  su 
cuenta,  ganando  de  este  modo  el  particular  ó 
la  compañía  constructora  y  los  isucblos  inte- 
resados, los  cuales,  para  facilitar  la  concurren- 
cia, podrían  suprimir  los  impuestos  estableci- 
dos ó  reducirlos  á  lo  preciso  en  el  caso  de  que 
tuvieran  que  amortizar  el  todo  ó  parte  del  ca- 
pital aquirido  por  medio  de  un  empréstito. 

No  está,  desgraciadamente,  desarrollado  en 
nuestro  país  el  espíritu  de  asociación  y  de  em- 
presas útiles,  en  el  sentido  que  hemos  indica- 
do; j'  esto,  ya  por  la  demasiada  afición  á  cier- 
tas carreras  y  profesiones,  sobre  todo  á  la  de 
empleado  público,  ya  por  haberse  visto  atraí- 
dos los  capitales  en  los  últimos  tiempos  hacia 
otros  negocios  que  se  consideraban  más  lucra- 
tivos, como  la  Bolsa,  la  Caja  de  Depósitos,  las 
Cajas  particulares  de  imposiciones,  las  Socie- 
dades creadas  con  apelativos  seductores,  etc., 
y  ya  también  por  haber  afluido  otros  muchos 
á  la  compra  de  inmensas  propiedades  que  la 
desamortización  puso  en  venta.  Pero  tocando 
á  su  término  la  desamortización,  y  recibidos 
muchos  y  hasta  crueles  desengaños  por  los 
que  han  dedicado  sus  capitales  á  negocios  te- 
merarios, si  á  la  vez  se  dificultan  algiin  tanto 
las  carreras  de  lujo  con  el  rigor  en  los  estu- 
dios, se  facilitan  las  agrícolas  é  industriales, 
se  pone  correctivo  á  la  empleomanía,  y  se 
otorgan  algunos  beneficios  á  los  particulares 
y  compañías  constructoras,  el  mismo  interés 
particular  ha  de  abrirnos  paso  para  llegar  por 
este  medio  al  fin  que  se  propone  el  legislador 
con  las  disposiciones  á  que  nos  referimos,  cons- 
truyéndose por  los  particulares  ó  compañías, 
caminos  de  servicio  público,  ó  de  interés  ge- 
neral ó  local,  que  hoy  desean  y  no  pueden 
Tosió  II. 


construir  los  pueblos  abrumados  por  tantos 
impuestos. 

CamÍ7ios  costeados  con  fondos  mixtos.  Que 
el  Estado  piieda  auxiliar  á  las  Diputaciones  en 
la  construcción  de  carreteras  provinciales;  y 
las  Diputaciones  al  Estado  y  á  los  Ayunta- 
mientos; y  los  Ayuntamientos  á  las  Diputacio- 
nes; y  el  Estado,  las  Diputaciones  5'  los  Ayun- 
tamientos, según  los  casos,  á  los  particulares, 
son  disposiciones  del  cap.  VI  de  la  nueva  ley, 
que  nos  parecen  muy  acertadas  para  facilitar 
la  ejecución  de  estas  importantes  obras  públi- 
cas, con  la  única  limitación  de  que  no  exceda 
el  auxilio  á  los  particulares  de  la  tercera  par- 
te del  presupuesto. 

Leyes  ele  la  Xov.  Recop. 

Todo  el  tit.  XXXV  del  lib.  Vil  está  dedicado  á 
tratar  «cíe  los  caminos  y  puentes»,  y  contiene 
diez  leyes,  que  tienen  por  objeto  la  conserva- 
ción y  libre  uso  de  la  vía  piibüca.  A  saber: 

Ley  I.''  Prohibía  cerrar  ó  embargar  camino, 
vereda  ó  calle  por  donde  se  conducen  bestias 
y  carreteras,  \;(anda  y  mercaderías  de  xinos 
pueblos  á  otros,  y  previene  se  deshaga  la  ce- 
rradura ó  embarg'o  á  costa  del  contraventor, 
sufrindo  además  la  pena  que  establecía,  que 
era  de  100  maravedises.  (D.  Enrique  111.) 
"  Ley  2.'^  Dispuso  que  las  justiciasen  sus  res- 
pectivos términos,  abrieran  y  compusieran  los 
carriles  y  caminos  por  donde  pasen  las  carre- 
tas y  carros,  sin  consentir  que  se  cierron,  aren 
ni  angosten,  ni  que  en  ellos  se  haga  daño. 
(D.  Feriando  y  doña  Isabel,  año  1499.) 

bey  3."  Se  limitó  á  declarar  que  las  leguas 
de  que  hablan  las  leyes  se  entiendan  comunes 
V  vulgares  v  no  de  las  llamadas  legales.  (Don 
Felipe  II,  año  1587.) 

Por  nota  á  esta  ley  se  inserta  una  Real  reso- 
lución de  Id  de  Enero  de  1769,  por  la  que  se 
determinó  que  á  cada  legua  se  diesen  8.000 
varas  de  Burgos,  y  que  se  contasen  desde 
Madrid  y  sus  respectivas  puertas,  señalándo- 
las con  unos  pilares  altos  de  piedra,  y  con 
otros  menores  las  medias  leguas  '. 

Ley  4."  Ordenó  que  se  pusiesen  pilares  en 
los  puertos  para  señalar  los  caminos  y  evitar 
á  los  caminantes  los  peligos  en  tiempo  de  nie- 
ves. (D.  Felipe  II,  año  1580.) 

Ley5.^  Mandaba  que  los  corregidores  cuida- 
ran de  que  todas  las  justicias  y  subdelegados 
de  sus  provincias  tuvieren  compuestos  y  co- 
merciables los  caminos  públicos...  que  no  per- 
mitan álos  labradores  entren  en  ellos;y  cuida- 
rán de  conservarlos  corrientes,  poniendo  fltos 
ó  mojones,  y  procediendo  contra  los  que  ocu- 
paren alguna  parte  de  ellos,  con  las  penas  y 
multas  correspondientes  á  sus  excesos,  á  más 
de  oblig'arles  á  la  recomposición  á  su  costa.  Y 
concluyó  encargando  que  en  los  sitios  donde 


'    Hoy  se  halla  hecha  la  metlii-lón  ;/  designación  por  ki- 
lómetros, y  se  cuentan  desde  la  Puerta  del  Sol  en  Madrid, 
conforme  veremos  por  la  R.  O.  de  18  de  Diciembre  de  tSBK 
y  E.  Inst.  de  28  de  Febrero  de  íi-jt. 
"  -21 
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se  juntasen  iiuo,  dos  ó  iiiiVs  caminos  principa- 
les', pusieran  postes  de  piedra  con  un  letrero 
que  dijera:  Camino  para  tal  parte,  advirtieu- 
do  y  distinguiendo  los  que  fuereu  de  carrua- 
je, y  los  de  herradura.  ÍD.  Fernando  VI  en  la 
Ordenanza  de  intendentes  corregidores  de 
1149  ?/  Carlos  111  en  la  instrucción  de  corre- 
gidores de  1188.) 

Ley  6."  Prescribió  para  todcs  los  caminos 
g-euerales  la  observancia  de  las  reglas  siguien- 
tes que  damos  en  extracto:  1.'^  Que  en  los  már- 
genes que  se  compongan  de  murallas  ó  pare- 
des cobijadas  con  losas,  se  tenga  cuidado  de 
reponer  prontamente  cualquiera  piedra  cobi- 
jada que  de  ellas  se  caiga.  2."  Que  se  usasen 
carros  con  ruedas  de  llanta  ancha,  y  lisas,  sin 
clavos  prominentes  con  tres  pulgadas  de  hue- 
lla lo  menos,  excluyéndose  de  esta  providen- 
cia los  carros  recalzados  de  madera.  3.''  y  4.* 
Que  los  de  llanta  estrecha  y  clavos  prominen- 
tes pagasen  doble  portazgo  que  otros  cuales- 
quier  carros  á  no  ser  los  del  mismo  país.  5.-"' 
Que  no  pudieran  arrastrarse  maderas  por  ca- 
minos carreteros  con  pretexto  ni  motivo  algu- 
no. Y  6.°-  Que  los  reparos  menores  de  echar 
tierra,  ó  cerrar  alguna  corta  quiebra  en  los 
caminos,  sean  del  cargo  del  pueblo  en  cuyo  tér- 
mino se  causen.  Pero  si  fuera  obra  de  nu'is  con- 
sideración, que  se  haga  á  costa  del  portazgo 
donde  lo  hubiera  ó  en  otro  caso  de  los  arbi- 
trios concedidos.  (D.  Carlos  111,  año  1112.) 

(Por  nota  á  esta  ley  se  halla  inserta  usa 
B.  O.  de  22  de  Abril  ¿le  118G,  mandando  que 
los  pueblos  de  carreteras  principales  compu- 
sieran sólidamente  la  entrada  y  salida  de  todos 
los  caminos  en  la  distancia  de  325  varas.) 

Leyes  I.''  y  siguientes  hasta  la  !0.  Contienen 
otras  disposiciones  semejantes,  habiéndose 
por  ellas  agregado  la  Superintendencia  de  ca- 
minos y  posadas  á  la  de  correos. 

Es.  Ords.  6  Junio  1785  y  5  Abril  1805. 
Por  la  de  6  de  Junio  de  1785  declaró  S.  M. 
que  las  obras  de  puentes  y  caminos,  y  sus  ope- 
rarios, deben  gozar  de  la  libertad  de  abrir 
canteras,  cortar  leña  y  aprovecharse  de  los 
pastos  en  los  terrenos  públicos  y  baldíos,  del 
mismo  modo  que  los  vecinos  de  los  pueblos;  y 
por  otra  de  5  de  Abril  de  1805  se  dijo  á  las  jus- 
ticias que  en  los  parajes  en  que  no  se  encon- 
trasen otras  proporciones  para  abrir  canteras 
y  proveerse  de  leña  y  pastos  con  comodidad, 
sino  en  las  propiedades  de  los  particulares, 
sería  muy  conveniente  que  éstos  lo  permitie- 
ran, recibiendo  la  compensación  correspon- 
diente del  fondo  de  carreteras  por  justa  tasa- 
ción, usando  los  operarios  de  este  permiso  con 
la  moderación  y  respeto  que  es  debido  á  la 
propiedad.  (Notas  á  la  Nov.  Rec.) 

B.  o.  27  Octubre  1825. 

Impone  la  multa  de  60  rs.  á  los  carruajes 
que  se  hallen  en  los  paseos  laterales  de  las  cal- 
zadas reales.  (C.  L.,  t.  10,  p.  290.) 

K.  O.  15  Abril  18.30. 

Hace  extensiva  la  R.  O.  de  27  de  Octubre  de 
1825  A  las  caballerías  y  ganados,  imponién- 
dose k  aquéllos  4  rs.  por  cada  una  que  transi- 


tare por  los  paseos  laterales,  y  20  á  cado  hato 
de  ganado  que  cometiese  la  mismafalta.  (C.L., 
t.  15,  p.  128.) 

R.  O.  20  Octubre  18S1. 
Aprovechamientos  para  obras  de  caminos,  etc. 
(EsT.\DO.)  «...S  M.  se  ha  servido  resolver, 
conformándose  en  un  todo  cou  lo  propuesto 
acercado  este  asunto  por  la...  Dirección  de 
Correos,  que...  se  renueve  la  nota  4."  de  la 
ley  7.^^,  tít.  XXXV,  lib.  VII  de  la  Nov.  Rec,  en 
la  que  se  expresa  que  por  Reales  ói-deues  ex- 
pedidas por  la  Via  reservada  de  Hacienda  y 
Gracia  y  Justicia  en  4  y  6  de  Junio  de  1785,  se 
sirvió  S.  M.  declarar  que  las  obras  de  puentes 
y  caminos  públicos  y  sus  operarios  deben  g"o- 
zarde  la  libertad  de  abrir  canteras,  cortar  leña 
y  aprovecharse  de  los  pastos  en  los  terrenos 
públicos  y  baldíos,  según  y  como  lo  pueden 
hacer  los  vecinos  de  los  pueblos  en  sus  respec- 
tivos domicilios,  guardando  las  leyes  y  orde- 
nanzas en  la  materia,  para  que  por  este  medio 
consigan  las  obras,  sus  operados  y  caballerías 
todo  el  auxilio  }•  comodidad  posible.  Al  propio 
tiempo  es  la  soberana  voluntad  de  S.  M.  que 
el  Consejo  Real  disponga  el  exacto  cumpli- 
miento por  todas  las  autoridades  del  Reino  de 
la  expresada  ley,  de  modo  que  A  lo  sumo  pue- 
da sólo  obligarse  al  ramo  de  caminos,  si  los 
aprovechamientos  están  destinados  á  cubrir 
las  cargas  municipales  de  los  pueblos,  á  que 
se  satisfaga  aquella  cuota  que  se  justiprecie 
por  valor  de  las  leñas  que  se  corten  y  perjui- 
cio en  las  canteras  que  se  abran,  siempre  que 
pag'uen  igualmente  los  vecinos  de  los  pueblos 
las  cuotas  que  les  quepan  según  los  aprove- 
chamientos que  disfruten.»  ('C.  L.,t.  16,  p.  339.) 

E.  D.  30  Noviembre  18.33. 
Es  la  instrucción  para  los  subdelegados  de 
Fomento,  cuyo  cap.  XII,  dedicado  á  los  cami- 
nos, se  halla  inserto  en  Gobierno  y  adminis- 
tración DE  LAS  PROVINCIAS. 

R.  o.  9  Diciembre  1838. 

Que  los  Ayuntamientos  compongan  las  entradas  y  salidas 

de  los  pueblos  y  las  calles  de  travesía. 

(GoB.)  Extracto.  —  Mandó  que  se  cuidara 
del  más  exacto  v  puntual  cumplimiento  de  la 
R.  O.  de  22  de  Abril  de  1786  (nota  de  la  ley  6.=*, 
tit.  XXXV,  lib.  VII,  Nov.  Recop.),  que  dejamos 
inserta,  y  que  se  excitara  el  celo  de  las  Dipu- 
taciones provinciales  para  que  en  caso  necesa- 
rio admitieran  en  los  presupuestos  municipa- 
les las  partidas  destinadas  á  los  gastos.  (Real 
orden  9  Diciembre  1838.— C.  L.,  i.  24,  p.  646.) 
R.  O.  30  Noviembre  1840. 

(GoB.)  Se  dictaron  reg'las  para  la  formación 
de  un  plan  general  de  carreteras  generales  del 
Reino.  (C.  L.,  t.  26,  p.  421.) 

B.  O.  5  Marzo  1811. 
Encargó  el  cumplimiento  de  la  R.  O.  de  22 
de  Abrirde  1786,  citada  en  la  nota  á  la  ley  6.*, 
tit.  XXXV,  lib.  VII,  Nov.  Recop.,  sobro  obli- 
gación de  los  pueblos  situados  cu  las  carrete- 
ras de  ejecutar  por  su  cuenta  las  entradas  y 
salidas  hasta  la  distancia  de  325  varas.  (C.  L., 
t.  27,  p.  219.) 
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Ciro.  30  Julio  1»42. 

Se  dictaron  disposiciones  encaminadas  al 
buen  sei'vicio  de  los  peones  camineros,  á  fin 
de  que  sean  convenientemente  vig'ilados  y 
trabajen  de  sol  A.  sol,  teniendo  clavados  los  ja- 
lones en  la  carretera,  etc.  Se  hallan  recopila- 
das las  disposiciones  en  el  reglamento  de  19  de 
Enero  de  1867,  que  en  su  lugar  se  inserta. 

H.  O.  30  Julio  1812. 
AuiviUo  d  peones  camineros, 

(GoB.)    « S.  A.  el  Regente  del  Reino 

se  ha  servido  ordenar,  que  V.  S.  (el  respec- 
tivo jefe  político),  cuide  de  que  los  alcaldes 
de  todos  los  pueblos  de  esa  provincia  situa- 
dos en  las  carreteras  g-euerales  ó  k  su  inme- 
diación, presten  bajo  su  más  estrecha  res- 
ponsabilidad el  debido  auxilio  y  protección  á 
los  peones  camineros  y  demás  encargados  de 
hacer  cumplir  las  referidas  Ordenanzas;  pro- 
cediendo V.  S.  seg'ún  corresponda  con  arre- 
glo á  las  leyes  contra  aquellos  que  por  mali- 
cia ó  abandono  dejen  de  ejecutarlo  asi,  ó  de- 
muestren la  menor  tibieza  en  un  asunto  en 
que  el  interés  público  reclama  la  mayor  acti- 
vidad y  energía  de  parte  de  todas  las  autori- 
dades.—De  orden  de  S.  A.,  etc.— Madrid  30  de 
•Tullo  de  1842.»  (C.  L.,  t.  29,  p.  92.) 

O.  del  Eesente  de  11  Septiembre  1S12. 
Aprobando  las  Ordenanzas  de  conservación  y  policía 

(GoB.)     « S.  A.  el  Regente  del  Reino,  en 

vista  de  lo  propuesto  por  esa  Dirección  gene- 
ral, se  ha  servido  aprobar  la  adjunta  Ordenan- 
za para  la  conservación  y.policía  de  las  carre- 
teras generales,  en  la  cual  se  hallan  recopila- 
das todas  aquellas  disposiciones  de  las  anti- 
guas Ordenanzas,  órdenes  y  resoluciones  que 
rigen  en  el  día,  con  algunas  ligeras  innovacio- 
nes y  ampliaciones  que  la  variación  de  las  cir- 
cunstancias y  la  experiencia  han  hecho  indis- 
pensables...—De  orden  de  S.  A.,  etc. — Madrid 
14 de  Septiembre  de  1842.»  fC.  L.,  t.  29,  p.  297.) 

(A  continuación  se  publica  la  Ordenanza; 
pero  no  la  insertamos  ]ior  haberse  hecho  una 
nueva  edición  de  ella  por  R.  O.  de  19  de  Ene- 
ro de  18G7,  refundiendo,  modificando  y  am- 
pliando algunas  de  sus  disposiciones.  Véase 
en  su  lugar.) 

O.  del  Gob.  prov.  U  Septiembre  1813. 
Construcciones  contiguas  d  las  carreteras. 

(GoB.)  Extracto. — Habiendo  acudido  en 
queja  la  Dirección  general  de  Caminos  al  Go- 
bierno provisional  ]ior  haberse  reedificado  una 
casa  contig'ua  al  puente  de  Arce,  en  la  carre- 
tera de  Santander  á  Castilla  por  Reinosa,  es- 
trechando la  vía  pública  y  de  haber  desaten- 
dido el  jefe  político  las  justas  reclamaciones 
del  encargado  de  aquella  división  de  carrete- 
ra, dice: 

«Estos  hechos  han  llamado  justamente  la 
atención  del  Gobierno,  porque  descubren  que 
por  una  parte  se  ha  faltado  abiertamente  á  lo 
dispuesto  para  semejantes  casos  en  las  Reales 
órdenes  de  2.')  de  Juíio  de  1799  y  25  de  Mayo 
de  1805,  y  que  por  otra  se  ha  mirado  con  ti- 
■  bieza,  si  no  con  reprensible  descuido,  un  ne- 
gocio del  inmediato  conocimiento  y  atribución 
de  la  autoridad  local  administrativa,  y  como 


tal  de  la  competencia  del  jefe  político  de  la 

provincia 

Convencido  el  Gobierno  provisional  de  los 
perjuicios  que  puedan  seguirse  por  ello  al  pú- 
blico, y  á  fin  de  que  semejante  ejemplar  no 
vuelva  á  repetirse,  ha  tenido  A  bien  disponer 
que  se  proceda  á  la  demolición  de  la  obra  que 
el  Ayuntamiento  de  Piélag'os  ha  ejecutado  en 
el  puente  de  Arce,  en  la  parte  qiie  ocupa  la 
vía  pública,  y 'en  la  que  haya  avanzado  sobre 
la  fábrica  y  pretiles  del  referido  puente,  que 
V.  S.  cuide  de  que  esta  resolución  tenga  pron- 
to y  cumplido  efecto,  y  que  se  pase  traslado 
de  ella  á  los  jefes  políticos  de  las  demás  pro- 
vincias, encarg'ando  á  todos  bajo  su  más  es- 
trecha responsabilidad,  la  debida  observancia 
de  la  Ordenanza  de  14  de  Septiembre  del  año 
próximo  pasado,  en  la  que  están  recopiladas 
las  precitadas  órdenes  y  demás  disposiciones 
que  coneiernen  á  la  conservación  y  policía  de 
las  carreteras  generales.  De  orden  del  Gobier- 
no, etc. — Madrid  14  de  Septiembre  de  1843.» 
(C.  L.,  t.  31,  p.  163.) 

E.  O.  25  Marzo  1811. 
Travesías  de  los  pueblos. 

(GoB .)  Extracto  .  —Que  á  los  pueblos  que 
por  su  corto  vecindario  ó  por  otras  causas  es- 
peciales les  sea  notoriamente  gravoso  el  ser- 
vicio que  les  está  impuesto  de  reparar  las  tra- 
vesías de  las  carreteras,  les  auxilien  las  Dipu- 
taciones provinciales  facilitándoles  recursos. 
(C.  L.,  t.  32,  p.  443.) 

R.  O.  19  Septiembre  1815. 

Es  sobre  reclamaciones  por  razón  de  perjui- 
cios.— V.  Obras  públicas. 

B.  o.  18  Marzo  1816. 

Fijó  las  condiciones  generales  para  las  con- 
tratas de  obras  públicas  de  caminos,  canales  \ 
puertos.— V.  en  Contratos  para  obras  pú- 
blicas. 

Ciro.  28  Abril  1816. 
Proyectos  de  obras  de  caminos. 
(DiR.  GEN.  DE  CAMINOS.)  Extracto. — Se  re  ■ 
mite  por  esta  circular  á  los  jefes  políticos  y  á 
los  ingenieros  jefes  de  distrito  los  formularios 
aprobados  para  la  redacción  de  los  proyectos 
de  obras  públicas  de  caminos;  pero  hoy  los  vi- 
gentes son  los  aprobados  por  R.  O.  de  I.''  de 
Marzo  de  185!)  que  se  insertan  en  su  lugar  co- 
rrespondiente. (C.  L.,  t.  37,  p.  165.) 

E.  O.  27  Maj'o  1816. 
Acotamiento  y  amojonamiento  de  las  carreteras. 

(Gob.)  «S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  conside- 
rando que  los  derechos  del  público  á  quien 
pertenecen  los  caminos  no  prescriben  con  la 
posesión  de  cierto  número  de  años  como  suce- 
de con  otros,  atendiendo  á  lo  que  sobre  ese 
particular  han  previsto  las  leyes,  en  especial 
la  5.''',  tít.  XXXV,  lib.  VII  de  la  Novísima  R  •• 
copilación,  se  ha  servido  resolver: 

1."  Que  los  alcaldes  de  todos  los  pueblos 
cuyos  términos  jurisdiccionales  atraviesen  la-i 
carreteras  geuerah",,  bien  sea  por  sí  mismos  ó 
las  personas  que  deleguen  al  efecto,  acoinjia- 
ñadas  del  ingeniero  de  caminos  ó  de  los  ein- 
pleados  del  ramo  y  con  citación  de  los  propie- 
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tarios  colindantes,  acoten  y  amojonen  los  te- 
rrenos adyacentes  de  la  carretera,  previnien- 
do A  los  últimos  que  en  lo  sucesivo  uo  se  in- 
troduzcau  con  el  cultivo  fuera  de  lo  que  mar- 
que la  linea  acotada. 

2."  Que  para  hacer  el  amojonamiento  refe- 
rido valga  el  informe  de  testigos  que  declaren 
los  limites  que  antes  tenia  el  camino,  las  se- 
ñales que  aún  hubiese  en  otros  trozos  del  mis- 
mo en  que  no  haya  intrusión,  y  por  iiltimo,  el 
apeo  de  las  heredades  colindantes  en  caso  de 
duda  ó  no  conformidad  de  los  dueños  de  ella. 

3."  Que  comprobada  la  intrusión  en  la  ca- 
rretera y  sus  partes  accesorias  de  cualquier 
colindante,  se  allanen  las  zanjas,  vallados  ó 
tapias  que  hayan  construido  para  internar  eu 
su  propiedad  los  terrenos  usurpados,  verifi- 
cándose esta  operación  y  la  colocación  de  los 
nuevos  hitos  ó  mojones  á  costa  de  los  intrusos 
en  el  término  preciso  de  ocho  dias  sig'uientes 
á  la  intimación  que  les  hiciere  el  alcalde  bajo 
la  multa  que  el  mismo  señale. 

4."  Y  que  los  jefes  políticos  cuiden  de  la 
puntual  observancia  de  estas  disposiciones, 
asi  como  de  las  demás  que  contiene  la  Orde- 
nanza vigente  de  conservación  y  policía  de 
las  carreteras  generales,  extendiendo  el  cum- 
plimiento de  unas  y  otras  á  los  caminos  pro- 
vinciales y  demás  á  que  fueren  aplicables  al 
tenor  de  la  legislación  del  ramo. — De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  27  de  Mavo  de  1846.»  (C.  L., 
t.87,p.409.) 

E.  o:  9  Diciembre  1846. 
Carreteras  costeadas  con  fondos  mixtos. 
(GoB.)  Determina  ser  de  cargo  de  la  Di- 
rección general  de  Caminos  todo  lo  relativo  á 
la  administración  y  servicio  de  Jas  carreteras 
declaradas  generales,  aun  cuando  no  se  cos- 
teen sólo  con  fondos  del  Estado.  (C.  L.,  t.  39, 
página  215.) 

K.  D.  7  Abril  1818. 
Clasificación  de  los  caminos  vecinales. 

(CoM.,  Inst.  y  o.  P.)  « De  acuerdo  con  el 

Consejo  de  Ministros,  he  venido  eu  decretar  lo 
siguiente: 

Articulo  1.°  Los  caminos  piiblicos  que  no 
están  comprendidos  en  la  clase  de  carreteras 
nacionales  ó  provinciales  se  denominarán  en 
lo  sucesivo  caminos  vecinales  de  primero  y  se- 
gundo orden,  según  se  clasifiquen,  atendida 
su  frecuentación  é  importancia. 

Sou  caminos  vecinales  de  segundo  ordeu, 
los  que  interesando  á  uno  ó  más  pueblos  á  la 
vez,  son,  no  obstante,  poco  transitados  por  ca- 
recer de  un  objeto  especial  que  les  dé  impor- 
tancia. 

Son  caminos  vecinales  de  primer  orden  los 
que  por  conducir  á  un  mercado,  á  una  carre- 
tera nacional  ó  provincial,  á  un  canal,  á  la  ca- 
pital del  distrito  judicial  ó  electoral,  ó  por 
cualquiera  otra  circunstancia,  interesen  á  va- 
rios pueblos  á  un  tiempo  y  sean  de  un  tránsi- 
to activo  y  frecuente. 

Art.  2."  El  jefe  político,  oyendo  á  los 
Ayuntamientos  y  al  Consejo  provincial,  desig- 
nará los  caminos  vecinales  de  segnmdo  ordeu, 
lijará  la  anchura,  dentro  del  máximo  de  18 
lúas  de  firme  y  los  limites  que  han  de  tener. 


La  Diputación  provincial,  previo  informe 
de  los  Ayuntamientos  y  á  propuesta  y  con 
aprobación  del  jefe  político,  declarará  cuáles 
son  los  caminos  vecinales  de  ]U'imer  orden, 
designará  su  dirección  y  determinará  los  pue- 
blos que  han  de  concurrir  á  su  construcción  y 
conservación. 

La  anchura  de  estos  caminos,  con  arreglo  á 
las  locahdades,  se  marcará  por  el  jefe  jiolltico 
como  eu  los  caminos  vecinales  de  seg-undo 
orden. 

Art.  3."  Los  jefes  políticos  procederán  des- 
de lueg'o  á  hacer  la  clasificación  de  los  cami- 
nos y  á  marcar  las  dimensiones  de  que  trata 
el  artículo  anterior,  y  remitirán  á  la  Dirección 
de  Obras  públicas  itinerarios  circunstanciados 
que  expresen  los  cauíinos  clasificados,  el  nii- 
mero  de  leguas  que  comprendan,  los  puutos  á 
que  conduzcan  y  el  estado  eu  que  se  encuen- 
tren actualmente,  asi  como  el  grado  de  interés 
g'eneral  que  tengan. 

En  la  primera  reunión  de  las  Diputaciones 
provinciales  se  clasificarán  los  caminos  de 
primer  orden,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
articulo  precedente. 

Art.  4.°  Los  caminos  vecinales  de  segundo 
orden  estarán  exclusivamente  á  cargo  de  los 
pueblos  cuyo  término  atraviesen 

Art.  5.'-^  (Disponía  que  no  se  procediese  á 
la  construcción  y  mejora  de  los  caminos  veci- 
nales, sino  á  petición  y  de  conformidad  coulos 
Ayuntamientos  interesados.) 

Art.  6."  (Prevenía  á  los  jefes  políticos  que 
excitasen  á  los  Ayiiutamientos  á  votar  como 
gastos  voluntarios  recursos  para  la  construc- 
ción, conservación  y  mejora  de  los  caminos 
vecinales.) 

Art.  8.°     La  prestación  personal  votada  por 
el  Ayuntamiento  en  unión  de  los  mayores  con-  , 
tribuyentes,  se  impondrá  á  todo  habitante  del " 
pueblo  en  la  forma  que  sig'ue: 

1.°  Por  su  persona  y  por  cada  individuo 
varón,  no  impedido,  desde  la  edad  de  diez  y 
ocho  años  hasta  sesenta,  que  sea  miembro  ó 
criado  de  su  familia,  y  que  resida  en  el  pue- 
blo ó  en  su  término. 

2.°  Por  cada  uno  de  sus  carros,  carretas, 
carruajes  de  cualquiera  especie,  así  como  por 
los  animales  de  carg-a,  de  tiro  ó  de  silla  que 
emplee  en  el  uso  de  su  familia,  en  su  labor  ó 
en  su  tráfico  dentro  del  término  del  pueblo. 

Los  indig-entes  uo  están  oblig'ados  á  la  pres- 
tación personal. 

Art.  9."  La  prestación  podrá  satisfacerse  I 
personalmente  por  sí  ó  por  otro,  ó  en  diuero,i 
á  elección  del  contribuyente. 

El  precio  de  la  conversión  será  arreglado  al  j 
valor  que  el  jefe  político,  oyendo  á  los  Ayun- 
tamientos y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin-  i 
cial,  fije  anualmente  á  los  jornales,  según  lasj 
localidades  y  estaciones. 

La  prestación  personal  no  satisfecha  en  di- 
nero podrá  convertirse  en  tareas  ó  destajos, : 
con  arreglo  á  las  bases  y  evahiaciones  de  tra- 
bajos establecidas  de  antemano  por  los  Ayun- 
tamientos y  aprobadas  por  el  jefe  político. 

Siempre  qiie  eu  el  término  prescrito  por  el 
Ayuntamiento  respectivo  no  haya  optado  el 
contribuyente  entre  satisfacer  su  prestación 
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de  uno  de  los  dos  modos  expresados  eu  este 
articulo,  se  entiende  aquélla  exigible  en  di- 
nero. 

El  servicio  personal  uo  se  prestará  en  nin- 
gún caso  fuera  del  término  del  pueblo  del  con- 
tribuyente. 

Art.  10.  (Sobre  distribución  equitativa  de 
los  recursos  votados.) 

Art.  11.  Siempre  que  un  camino  vecinal 
conservado  por  uno  ó  más  pueblos  sufra  dete- 
rioro continuo  ó  temporalmente  á  causa  de  la 
_  explotación  de  minas,  bosques,  canteras  ó  de 
cualquier  otra  empresa  industrial  pertenecien- 
tes á  particulares  á  al  Estado,  se  podrá  exig;ir 
de  los  empresarios  una  prestación  extraordi- 
naria proporcionada  al  deterioro  que  syfra  el 
camino  en  razón  á  la  explotación. 

Estas  prestaciones  podrán  satisfacerse  en 
dinero  ó  en  trabajo  material,  y  se  destinarán 
exclusivamente  á  los  caminos  que  las  hayan 
exigido. 

Para  determinarlas  se  concertarán  las  par- 
tes entre  si,  y  en  caso  de  desavenencia  fallará 
el  Consejo  provincial. 

Art.  12  á  1.5.  (Es  sobre  necesidad  de  auto- 
rizacióu  de  los  jefes  políticos  para  ciertos  tra- 
bajos y  s_u  autorización  y  vigilancia  sobre  los 
caminos.) 

Art.  16.  Los  ing'enieros  de  las  provincias 
evacuarán  gratuitamente,  sin  perjuicio  de  laa-, 
atenciones  de  su  peculiar  instituto,  los  encalJB^ 
gos  que  les  dieren  los  jefes  políticos  relativos 
á.  caminos  vecinales,  y  sólo  en  el  caso  de  que 
tQDgan  que  salir  á  más  de  tres  leguas  de  su 
residencia,  disfrutarán  la  indemnización  de 
gastos  que  les  está  asignada  por  la  instrucción 
vigente. 

Art.  17.  Se  considerarán  de  utilidad  públi- 
ca las  obras  que  se  ejecuten  para  la  construc- 
ción de  los  caminos  de  que  trata  el  presente 
decreto. 

Los  negocios  contenciosos  qiie  ocurrieren 
con  ocasión  de  estas  obras,  se  resolverán  por 
los  Tribunales  ordinarios  ó  administrativos  á 
quienes  competa,  con  arreglo  á  los  principios, 
máximas  y  disposiciones  leg'ales  relativas  á 
las  obras  para  los  caminos  g'enerales  costeados 
por  el  Estado.— Dado  en  Palacio  á  7  de  Abril 
de  1848.»  (C.  L.,  t.  43,  p.  362.) 

Eeg.  8  Abril  184S'. 

Para  la  ejecución  del  decreto  anterior  sobre  caminoa 
vecinales. 

(CoM*  Inst.  y  O.  P.)  No  insertamos  literal- 
mente este  reglamento,  porque  en  lo  principal 
hay  qvie  estar  á  las  nuevas  leyes  sobre  obras 
públicas,  y  en  especial  sobre  carreteras;  pero 


'  Importante  fw:  sin  duda  alguna  este  rer/lamenfo,  de- 
bido á  la  iniciatioadel  celoso  Ministro  de  Comercio,  Ins- 
trucción !t  Obras  ¡lúhlicas,  que  era  d  la  sazón  el  Sr.  Bra- 
vo Murillo.  Hoii  no  puede  tener  aplicación,  ¡jorque  el  sis- 
tema administrativo  cigente  difiere  yamucliodel  de  eufon- 
ías,y  se  han  dictado  nuevas  leyes  y  nuevos  reglamentos 
M  oirás  públicas,  especiales  también  de  carreteras  del 
Matado,  provinciales  y  municipales,  y  en  ellas  se  ha  pres- 
cindido de  esta  legislación  de  caminos  vecinales.  Verdad 
es  que  la  derogación  contenidaen  las  leyes  no  es  absoluta, 
porgúese  reduce  á  declarar  que  quedan  derogadas  las  le- 
yes y  disjwsiciones  dictadas  sobre  caminos  ordinarios,  ó 
sobre  carreteras,  ó  sobre  obras  públicas,  en  cuanto  se 
opongan  á  las  nuevas. 


no  queremos  omitir  las  disposiciones  relativas 
á  la  ijrestación  personal,  y  á  las  prestaciones 
especiales  por  deterioros  causados  con  motivo 
de  la  explotación  de  minas,  bosques,  cante- 
ras, etc.  Contiene  trece  capítulos,  que  son: 

Capítulo  I.  Clasificación  de  los  caminos  ve- 
cinales.—(\.  los  arts.  1."  al  4."  del  decreto.) 

Cap.  II.  Disposiciones  relativas  á  la  apre- 
ciación de  las  necesidades  de  los  caminos  ve- 
cinales; arts.  22  á  25. 

Cap.  III.  Creación  de  recursos;  arts.  26  á. 
56. — (Entre  estos  recursos  está  la  prestación 
personal,  á  la  que  dedica  los  artículos  si- 
guientes:) 

«Art.  29.  Si  no  pudiere  dedicarse  ninguna 
porción  de  los  iug'resos  municipales  al  servicio 
de  los  caminos,  ó  si  la  jiorción  que  se  dedicare 
no  basta  para  las  necesidades  de  este  servicio, 
examinará  el  Ayuntamiento,  en  unión  de  los 
mayores  contribuyentes,  el  modo  de  proveer 
á  ellas,  y  votará,  si  lo  cree  conveniente,  cual- 
quiera de  los  otros  arbitrios  designados  en  el 
citado  Real  decreto. 

Si  el  arbitrio  votado  ftiere  la  prestación  per- 
sonal, bastará  la  aprobación  del  jefe  político 
para  hacerla  obligatoria;  si  fuere  cualquiera 
de  los  otros  que  se  expresan  en  el  Real  decre- 
to, se  someterá  á  la  aprobación  del  Gobierno. 

Art.  30.  En  el  caso  de  que  el  arbitrio  vota- 
do sea  la  prestación  personal,  se  declarará  el 
niimero  de  días  de  trabajo  con  que  ha  do  con- 
tribuir cada  habitante. 

Art.  31.  En  el  mismo  mes  de  Mayo  fijarán 
los  Ayuntamientos,  si  lo  creyeren  convenien- 
te, las  bases  y  evaluaciones  de  una  tarifa  de 
conversión  de  la  prestación  personal  en  tareas. 

Esta  tarifa  se  redactará  de  modo  que  cada 
peonada  de  bracero,  de  animales  ó  de  carrua- 
jes esté  representada  por  una  cantidad  detei-- 
niinada  de  tierra  que  cavar,  de  materiales  que 
extraer,  que  transportar,  ó  de  cualquiera  tra- 
bajo que  fuere  necesario  ejecutar. 

Los  Ayuntamientos  tomarán  por  base  de 
esta  tarifa  el  valor  de  los  jornales  de  presta- 
ción en  dinero,  tal  como  haya  sido  determina- 
do por  el  jefe  político  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo provincial,  y  el  precio  de  las  diferentes 
especies  de  trabajos  y  de  transportes  en  el 
país. 

Formada  que  sea  la  tarifa,  se  remitirá  á  la 
aprobación  del  jefe  político  por  conducto  del 
jefe  c\\i\,  donde  le  hubiere,  que  dará  su  dic- 
tamen sobre  ella. 

Soc.  4.* — De  la  prestación  personal  *. 

Art.  39.  En  cada  pueblo  de  la  provincia  se 
formará  por  el  alcalde,  en  unión  de  los  repar- 
tidores de  contribuciones,  un  padrón  de  todos 
los  contribuyentes  sujetos  á  la  prestación. 

Este  padrón  se  dispondrá  de  modo  que  pue- 
da servir  para  tres  años,  pero  se  revisará  cada 
uno  antes  de  que  empiece  el  turno  de  la  pres- 
tación, haciendo  en  él  las  alteraciones  nece- 
sarias. 

Siempre  que  se  renueve  totalmente,  se  so- 
meterá á  la  aprobación  del  jefe  político. 


'  El  art.  53  del  Rey.  de  carreteras  de  10  de  Agosto  de 
J877  autoriza  también  j)ara  la  ejecución  de  las  vecinales 
la  prestación/  personal,  de  acuerdo  con  la  ley  mtimcijtal. 
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Art.  40.     El  padi-óu  podrá  estar  ordenado  I 
por  el  orden  alfabético  de  los  nombres  de  los  I 
contribuyentes,  ó  bien  por  barrios  y  calles  de 
la  población,  según  la  costumbre  de  cada  loca- 
lidad. 

Eu  él  constarán:  1.°  El  nombre  y  apellido 
de  cada  vecino:  2.°  El  nombre  y  apellido  de 
cada  varón  que  sea  miembro  ó  criado  de  su 
familia:  3."  El  niimero  de  carros,  carretas,  ca- 
rruajes de  otra  especie,  y  de  animales  de  car- 
ga, de  tiro  y  de  silla  que  emplee  en  su  labor 
ó  en  su  tráfico  dentro  del  término  del  pueblo: 
4."  Las  causas  que  haya  para  exceptuar  á  al- 
gunos individuos  de  este  servicio,  sea  por 
edad.,  enfermedad,  indigencia  ó  cualquiera 
otra  razón  legitima.  Un  cierto  número  de  ren- 
glones quedará  en  blanco  al  fin  de  cada  pá- 
gina para  anotar  las  variaciones  que  puedau 
ocurrir  cada  año. 

Art.  41.  Están  obligados  á  la  prestación 
votada  por  los  Ayuntamientos,  en  ejecución 
del  art.  S."  del  R.  D.  de  7  de  Abril: 

1."  Todo  habitante  del  pueblo,  soltero  ó  ca- 
sado, varón,  no  impedido,  de  edad  de  diecio- 
cho años  hasta  sesenta.  Eu  este  caso  debe  la 
prestación  por  su  persona,  y  además  por  cada 
individuo  varón  no  impedido  de  dieciocho  á 
sesenta  años,  que  sea  miembro  ó  criado  de  su 
familia  y  que  resida  en  el  pueblo  ó  en  su  tér- 
mino, y  también  por  cada  carruaje  de  toda  es- 
pecie y  animales  de  carga,  de  tiro  y  de  silla 
que  emplee  en  su  labor  y  en  su  tráfico  dentro 
ilel  término  del  pueblo. 

2."  Todo  individuo  de  menos  de  dieciocho 
aüo.s  ó  más  de  sesenta,  aun  ciiando  sea  hem- 
bra, esté  impedido  y  no  resida  en  el  pueblo, 
si  este  iudi\iduo  es  jefe  de  una  familia  que  ha- 
bite en  él,  ó  dueño  ó  arrendatario  de  un  esta- 
blecimiento agrícola  ó  de  cualquiera  otra  es- 
pecie, situado  en  el  territorio  del  pueblo. 

Eu  este  caso  no  debe  la  prestación  por  su 
persona,  pero  sí  por  las  demás  personas  y  co- 
sas sometidas  á  este  servicio,  que  dependan 
del  establecimiento  de  que  sea  dueño  ó  arren- 
datario. 

Art.  42.  El  propietario  que  tenga  varias  re- 
sidencias que  habite  alternativamente,  estará 
sujeto  á  la  prestación  en  el  pueblo  donde  ten- 
ga la  vecindad. 

Si  tuviere  en  diferentes  pueblos  un  estable- 
cimiento permanente  con  criados,  carruajes  ó 
animales  de  carga,  de  tiro  ó  de  silla,  estará  su- 
jeto en  cada  pueblo  á  la  prestación  por  lo  que 
en  él  le  pertenezca. 

Si  sus  criados,  animales  y  carruajes  pasan 
temporalmentecon  élde  una  residenc-a  á  otra, 
no  está  obligado  á  la  prestación  eu  ningún  con- 
cepto sino  en  el  pueblo  donde  esté  avecindado. 
Art. 43.  Se  considerarán  como  criados  para 
los  efectos  del  art.  8.°  del  Real  decreto  los  que 
reciban  un  salario  mensual  ó  anual  permanen- 
te, y  no  los  obreros  que  trabajen  á  jornal  ó  á 
destajo,  ó  que  estén  empleados  temporalmen- 
te, durante  la  recolección,  sementera  y  otras 
faenas,  ni  los  jefes  de  talleres,  empleados  y 
obreros  de  los  establecimientos  industriales, 
ni  los  postillones  permanentes  de  las  paradas 
de  postas. 
Los  individuos  comprendidos  en  estas  clases 


deben  satisfacer  la  prestación  por  su  propia 
cuenta  en  el  pueblo  de  su  domicilio,  ó  del  di- 
su  familia. 

Art.  44.  Xo  están  sujetos  á  la  prestación: 
1."  Los  animales  destinados  al  consumo,  á 
la  reproducción,  y  los  que  se  poseen  como  ob- 
jeto de  comercio,  á  menos  de  que,  no  obstante 
el  objeto  á  que  estén  destinados,  los  emplee 
su  dueño  eu  trabajos  de  cualquier  especie. 

2."  Los  caballos  padres  y  g'arañones,  aun 
cuando  estén  domados,  y  los  caballos  y  muías 
de  las  casas  de  postas,  con  tal  de  que  no  exce- 
dan del  número  prefijado  por  los  reglamentos 
d^administración. 

3.°  Los  animales  de  carga  y  tiro  que  em- 
pleen los  trajineros,  ordinarios  y  arrieros  eu  el 
transporte  de  géneros  ó  pasaji'rosde  unos  pun- 
tos á  otros,  á  no  ser  que  los  dediquen  en  algu- 
na época  del  año  á  trabajos  ag'ricolas  y  de 
otra  especie,  en  cuyo  caso  estaráu  obligados  á 
la  prestación  los  que  se  empleen  en  dichos  tra- 
bajos. 

Art.  45.  Xo  deben  considerarse  como  ca- 
rruajes empleados  en  la  labor,  en  el  tráfico  ó 
en  servicio  de  la  familia,  sino  aquellos  que  el 
propietario  posee  de  una  manera  permanente, 
con  el  ganado  necesario  para  poder  usarlos  to- 
dos á  un  tiempo. 

Art.  46.  Formados  que  sean  los  padrones 
npr  los  alcaldes  y  repartidores,  se  pondrán  de 
ijfenitíesto  en  las  Casas  de  Ayuntamiento  por 
espacio  de  un  mes,  para  que  todos  los  contri- 
buyentes incluidos  en  ellos  puedan  hacer  las 
reclamaciones  que  crean  convenientes  del  mis- 
mo modo  que  se  practica  con  los  repartimien- 
tos de  las  demás  contribuciones. 

Pasado  este  término  y  hechas  las  alteracio- 
nes á  que  hayan  dado  lugar  las  reclamaciones 
de  los  contribuyentes,  se  pasará  el  padrón  al 
jefe  político,  que  lo  devolverá  á  los  alcaldes 
después  de  aprobarlo. 

Cuando  los  contribuyentes  no  sean  atendi- 
dos en  las  reclamaciones  que  hicieren  en  sus 
pueblos  respectivos,  podrán  acudir  al  Consejo 
provincial,  según  lo  establecido  en  el  art.  8.° 
de  la  ley  de  2  de  Abril  de  1845. 

Esto  no  obstante,  deberán  satisfacer  su  pres- 
tación del  modo  que  hayan  elegido,  salvo  el 
reembolso  en  dinero,  que  se  les  hará  de  los  fon- 
dos municipales,  de  la  rebaja  que  obtuvieren 
en  sus  cuotas. 

Art.  47.  Luego  que  los  jefes  políticos  hayau 
devuelto  aprobados  definitivamente  log  padro- 
nes, se  pasará  á  cada  vecino  del  pueblo  una 
papeleta  que  contenga: 

1."  El  número  de  días  de  trabajo  que  debe 
prestar  por  stx  persona  y  por  cada  uno  de  los 
miembros  ó  criados  de  su  familia. 

2."  El  número  de  días  que  debe  por  sus  ca- 
rros, carretas  y  demás  carruajes. 

3."  El  que  debe  por  los  animales  de  carga, 
de  tiro  ó  de  silla. 

4.°  El  importe  de  todos  estos  jornales  en 
dinero,  según  la  tarifa  de  conversión  formada 
en  vista  de  los  precios  señalados  á  los  jornales 
por  el  jefe  político  y  Consejo,  provincial,  con- 
forme á  lo  dispuesto  eu  el  art.  26. 

Esta  papeleta  se  arreglará  al  modelo  núm.  2. 
Art.  48.    Los  alcaldes  de  los  pueblos  harán 
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saber  á  los  vecinos  que  ;\  los  quince  días  de  re- 
cibida la  papeleta  de,  que  habla  el  articulo  an- 
terior, la  han  de  devolver  expresando  eu  ella 
por  escrito  si  quieren  satisfacer  la  prestacióu 
personalmente  ó  en  dinero;  en  la  inteligencia 
de  que  pasado  el  tórmino  prefijado  para  la  op- 
ción, se  entiende  aquélla  exigible  en  dinero. 

La  declaracióu  de  opción  debe  hacerse  aun 
cuando  se  haya  entablado  recurso  sobre  la 
cuot;'.  al  Consejo  provincial,  sin  qiie  esta  de- 
claración perjudique  al  derecho  del  recurrente. 

Art.  49.  Las  declaraciones  de  opción  serán 
recibidas  por  el  alcalde  ó  la  persona  que  nom- 
brare al  efecto,  y  después  que  estuvieren  re- 
unidas se  entregarán,  asi  como  los  padrones, 
aun  cobrador  nombrado  por  el  Ayuntamiento, 
que  anotará  eu  diclio  padrón,  al  lado  del  nom- 
bre de  cada  contribuyente,  la  manera  q\ie  ha 
elegido  para  satisfacer  su  prestación. 

Art.  50.  Estos  cobradores,  que  deben  ser 
los  depositarios  de  fondos  del  Común,  nombra- 
dos con  sujeción  á  lo  prevenido  en  el  párrafo 
primero  del  art.  79  de  la  ley  de  8  de  Enero  de 
18i5,  formarán  eu  los  quince  dias  siguientes  al 
del  recibo  de  los  padrones  y  papeletas,  un  ex- 
tracto de  dichos  padrones,  dividido  en  dos  par- 
tes: la  primera  comprenderá  solamente  los  ve- 
cinos ó  cabezas  de  familia,  con  los  días  de  tra- 
bajo de  peones,  animales  ó  carruajes  qwe,  ha- 
yan declarado  querer  satisfacer  materialmen- 
te; y  la  segunda,  el  importe  total  de  cada  una 
de  las  cuotas  que  se  han  de  cobrar  en  dinero, 
porque  asi  lo  haya  declarado  el  contribuyen- 
te, ó  porque 'en  defecto  de  opción  y  pasado  el 
término,  sean  exigibles  en  efectivo.  Modelo 
mim.  3. 

Una  copia  de  estos  extractos,  firmada  por  el 
cobrador  y  el  alcalde,  se  remitirá  al  jefe  polí- 
tico para  cjue  tenga  conocimiento  de  los  recur- 
sos con  que  cuentan  los  pueblos,  y  otra  se  en- 
tregará al  alcalde. 

Art.  51.  En  vista  del  extracto  mencionado 
en  el  articulo  anterior,  determinarán  los  al- 
caldes que  se  reserven  tanto  la  cantidad  en 
efectivo  como  las  peonadas  de  cada  clase,  que 
basten  para  ciibrir  la  cuota  con  que  el  pueblo 
se  haya  ofrecido  á  contribuir  ó  que  le  haya 
sido  impuesta  por  el  Consejo  provincial  para 
los  caminos  de  primer  orden;  y  el  dinero  y  peo- 
nadas restantes  se  emplearán  en  los  de  seg'un- 
do  orden,  con  sujeción  á  lo  que  previene  el 
cap.  V  de  este  reg'lameuto. 

Art-  52.  Las  cuotas  cjue  los  contribuyen- 
tes quieran  satisfacer  en  dinero,  y  las  que  sean 
exig-ibles  del  mismo  modo  por  falta  de  opción 
en  el  término  prefijado,  se  cobrarán  eu  igua- 
les plazos  y  épocas  que  las  contribuciones  di- 
rectas. 

El  .servicio  que  los  contribuyentes  hubieren 
declarado  querer  satisfacer  personalmente,  y 
que  no  prestaren  siendo  requeridos  para  ello, 
será  también  exig'ible  en  dinero. 

Respecto  á  los  que  se  nieguen  á  contribuir 
de  un  modo  ii  otro  con  sus  cuotas  respectivas, 
se  adoptarán  las  mismas  medidas  coercitivas 
que  .se  emplean  en  la  cobranza  de  las  contri- 
buciones generales.» 

Cap.  IV.  Prestaciones  espedalfs  por  dcte- 
riorox  continuos  ó  tempoi'ales.  —  (Comprende 


los  arts.  57  á  67,  y  sus  disposiciones  son  para 
el  cumplimiento  del  art.  11  del  decreto.) 

Cap.  V.  Di.fposiciones  relativas  á  la  ejecu- 
ción de  los  trabajos.— {Comprende  los  artícu- 
los GS  á  99  en  cinco  secciones.) 

sec.  1."  Arts.  68  y  69.  (Son  relativos  al  re- 
conocimiento de  caminos  cjue  hayan  de  repa- 
rarse.) 


Seo.  * 


' — Trabajos  de  prestación  y  época  de  su 
empleo. 


«Art.  70.  Los  trabajos  de  prestación  perso- 
nal se  ejecutarán  eu  dos  épocas  del  año,  que 
fijarán  los  jefes  políticos  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias particvilares  de  cada  provincia, 
do  modo  que  no  se  perjudique  á  la  agricultu- 
ra. Los  alcaldes  determinarán,  dentro  de  los 
limites  prefijados,  la  época  más  conveniente  á 
los  trabajos,  cuidando  de  señalar  el  día  que 
hayan  de  principiarse,  de  modo  que  puedan 
cpiedar  concluidos  al  espirar  el  térnnno  mar- 
cado por  el  jefe  político. 

Art.  71.  Xo  obstante  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo anterior,  si  después  de  fijadas  las  épo- 
cas para  la  ejecucióu  de  los  trabajos  se  reco- 
nociere que  respecto  á  algunos  pueblos  pue- 
den fijarse  otras  más  favorables  á  la  buena 
construcción  de  las  obras  ó  más  convenientes 
á  las  necesidades  de  la  agricultura,  lo  harán 
presente  los  alcaldes  al  jefe  político,  que  po- 
drá variar  dichas  épocas  como  crea  oportuno. 

Art.  72.  El  servicio  de  prestación  satisfe- 
cho personalmente,  debe  efectuarse  siempre 
en  el  mismo  año  para  que  ha  sido  votado,  pro- 
hibiéndose expresamente  que  se  reserve  parte 
do  dicho  servicio  de  iin  año  para  otro. 

Sec.  3.*— Apertura  y  vigilancia  de  los  trabajos  de 
prestación  personal. 

Art.  73.  Luego  que  el  alcalde  haya  fijado 
dentro  de  los  límites  determinados  por  el  jefe 
político  el  día  en  que  han  de  abrirse  los  tra- 
bajos, lo  hará  publicar  en  el  pueblo  por  pre- 
gón y  carteles  ó  en  la  forma  acostumbrada, 
quince  dias  antes  de  que  hayan  de  comen- 
zarse. 

Art.  74.  Cinco  dias  antes  por  lo  menos  de 
que  se  dé  principio  á  las  obras,  hará  el  alcal- 
de que  el  cobrador  remita  á  cada  contribu- 
yente de  los  que  hubieren  optado  por  satisfa- 
cer la  prestación  personalmente  una  papeleta 
firmada  por  dicho  cobrador,  requiriéndolepara 
cjue  se  presente  tal  día,  á  tal  hora,  en  tal  sitio, 
á  ejecutar  el  trabajo  que  se  le  indique. 

Estos  avisos  serán  conformes  al  modelo  nú- 
mero 4. 

Art.  75.  Si  un  contribuyente  no  pudiere 
asistir  el  día  citado,  por  enfermedad  ó  cual- 
quiera otra  causa,  lo  hará  presente  al  alcalde 
á  las  veinticuatro  horas  de  haber  recibido  el 
aviso. 

El  alcalde  podrá  concederle  un  plazo  pro- 
porcionado á  la  naturaleza  del  impedimento, 
para  satisfacer  su  prestacióu. 

Art.  76.  No  se  citarán  para  trabajar á  la  vez 
en  un  camino  más  que  el  número  de  hombres 
y  carruajes  ó  animales  que  puedan  emplearse 
simultáneamente  sin  confusión  ni  pérdida  de 
tiempo,  y  con  la  mayor  ventaja  para  la  ejecu- 
ción de  ¡os  trabajos.  Las  papeletas  de  aviso  no 
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se  enviarán  sino  sucesivamente,  y  á  medida 
de  los  adelantos  y  necesidades  de  las  obras, 
pero  de  modo  que  lleguen  siempre  á  los  con- 
tribuyentes cinco  dias  antes  del  de  sus  citas 
respectivas. 

Art.  77.  Si  el  pueblo  tuviere  que  contribuir 
para  algún  camino  de  primer  orden  con  una 
parte  del  servicio  personal,  no  se  avisaril  álos 
contribuyentes  cuyos  jornales  estén  reserva- 
dos á  este  efecto,  hasta  que  el  jete  político  ha- 
g'a  conocer  al  alcalde  el  dia  en  que  han  de  co- 
menzar estos  trabajos. 

Art.  78.  La  vigilancia  y  dirección  de  los 
trabajos  de  los  caminos  de  segundo  orden  per- 
tenecerá al  alcalde  del  pueblo  eu  cuyo  térmi- 
no se  ejecuten,  que  podrá  comisionar  á  vni  in- 
dividuo del  Ayuntamiento,  á  su  elección,  para 
que  los  vigile  cuando  él  no  pudiere  asistir  per- 
sonalmente. 

Art.  79.  El  alcalde,  deacuerdo  con  el  Ayun- 
tamiento y  con  la  autorización  del  jefe  políti- 
co, podrá  nombrar  un  maestro  de  obras,  apa- 
rejador ó  cualquier  otra  persona  inteligente 
que  se  encargue  de  la  dirección  material  de 
los  trabajos,  y  que  estará  también  á  las  órde- 
nes del  concejal  encarg-ado  de  la  vigilancia. 

El  sueldo  de  este  sobrestante  hará  parte  de 
los  gastos  de  los  caminos  vecinales  y  se  satis- 
fará de  los  fondos  afectos  á  dichos  trabajos. 

Art.  80.  En  los  pueblos  en  que  haya  guar- 
das de  campo,  deberá  hallarse  uno  de  ellos  en 
el  sitio  de  los  trabajos,  á  las  órdenes  del  con- 
cejal encarg'ado  de  vigilarlos. 

Art.  81.  El  alcalde  remitirá  cada  día  al  con- 
cejal que  vigile  los  trabajos,  una  lista  de  los 
contribuyentes  requeridos  para  prestar  su  ser- 
vicio eu  el  de  la  fecha.  Esta  lista  deberá  ex- 
presar, al  lado  del  nombre  de  cada  contribu- 
yente, los  útiles  de  que  ha  de  ir  provisto. 

Art.  82.  A  la  hora  indicada  para  dar  prin- 
cipio al  trabajo,  el  sobrestante  pasará  lista  á 
los  trabajadores  citados,  verá  si  están  provis- 
tos de  los  útiles  que  se  les  hubieren  desig-nado 
en  la  papeleta  de  aviso,  y  les  señalará  el  sitio 
donde  han  de  trabajar  y  la  clase  do  trabajo 
que  han  de  ejecutar. 

Los  contribuyentes  deberán  llevar  consigno 
la  papeleta  de  aviso  para  que  se  anote  al  res- 
paldo de  ella  por  el  sobrestante,  con  el  visto 
bueno  del  concejal  encarg'ado  de  la  vigilancia, 
la  parte  que  hayan  satisfecho  del  servicio  per- 
sonal que  les  corresponda. 

Art.  83.  Los  contribuyentes  deberán  tam- 
bién llevar  al  trabajo  las  palas,  azadas,  aza- 
dones y  demás  titiles  de  su  posesión,  que  les 
hubieren  sido  designados  en  la  papeleta  de 
aviso.  Respecto  á  las  almaiuas  ó  marros,  mar- 
tillos, carretones,  espuertas  y  otros  objetos  de 
que  no  suelen  estar  provistos  los  contribuyen- 
tes, deberá  proporcionárselos  cada  pueblo  con 
los  fondos  de  los  caminos. 

Las  caballerías  de  carg'a  deberán  ir  apare- 
jadas convenientemente  para  la  conducción 
de  materiales  al  uso  del  país. 

Art.  84.  Los  individuos  citados  que  no  tu- 
vieren los  iitiles  necesarios  para  el  trabajo  de 
su  prestación,  y  que  no  pudieren  la-ojiorcio- 
nárselos,  estarán  oblig'ados  á  hacerlo  presente   | 


al  alcalde  eu  las  cujirenta  y  ocho  horas  siguien- 
tes al  recibo  del  aviso. 

El  alcalde  verá  si  puede  proporcionar  las 
herramientas  precisas  para  proveer  á  estos 
trobajadores,  y  en  caso  de  no  tenerlas,  dará 
orden  de  que  no  vayan  al  trabajo  los  indivi- 
duos que  no  puedan  ser  ocupados  útilmente,  y 
les  designará  otro  día  para  satisfacer  su  pres- 
tación. 

Art.  85.  Los  contribuyentes  están  autori- 
zados para  enviar  jornaleros  pag-ados  por  ellos 
en  su  lug'ar,  con  tal  de  que  estos  sustitutos 
tengan  más  de  dieciocho  años  y  menos  de  se- 
senta, y  sean  además  útiles  para  los  trabajos. 

Art.  8G.  Los  trabajos  empezarán  desde  1." 
de  Abril  á  1."  de  Octubre  á  las  seis  de  la  ma- 
ñana y  concluirán  á  las  seis  de  la  tarde,  y  el 
resto  del  año  empezarán  á  las  siete  y  media  de 
la  mañana  y  concluirán  á  las  cuatro  y  media 
de  la  tarde. 

La  duración  del  trabajo  para  los  carruajes 
y  caballerías  de  carga,  será  de  ocho  horas  en 
dos  revezos. 

Art.  87.  La  policía  de  los  trabajos  pertene- 
cerá al  alcalde  ó  su  delegado;  los  trabajado- 
res estarán  obligados  á  obedecerlos  en  cuanto 
les  mandaren  relativamente  á  las  obras  que  se 
ejecuten. 

Art.  88.  Los  contribuyentes  que  no  se  so- 
metan á  las  reglas  establecidas  para  los  tra- 
bajos, que  perturben  el  orden,  que  no  lleven 
sus  animales  y  carruajes  aparejados  y  g'uar- 
necidos  de  modo  que  juiedan  ser  útiles,  que  no 
vayan  ¡irovistos  de  los  litiles  exig'idos  en  su 
papeleta  de  aviso,  salvo  el  caso  previsto  en  el 
art.  84,  ó,  en  fin,  que  no  trabajen  como  si  es- 
tu-viesen  á  jornal,  serán  despedidos  por  el  en- 
cargado d( 
en  dinero. 

Seo.  ■!.* — Justificación  del  servicio  prestado. 

Art.  89.  El  encargado  de  la  vigilancia  de 
los  trabajos  llevará  consigo  una  copia  del  ex- 
tracto de  la  prestación  personal  que  debe  for- 
mar el  cobrador  con  arreg'lo  al  art.  50. 

Al  fin  de  cada  día  anotará  al  margen  en  fren- 
te del  nombre  de  cada  contribuyente,  el  nrime- 
ro  de  jornales  de  diversas  especies  que  haj'a 
satisfecho  ó  hecho  satisfacer  por  su  cuenta,  é 
igual  anotación  hará  al  respaldo  de  la  papele- 
ta de  aviso  enviada  al  contribuyente. 

Art.  90.    Para  las  anotaciones  de  que  trata 
el  articulo  anterior  se  entenderá  que  á  los  con- 
ductores de  carruajes,  ó  animales  de  carg-a  ó  ' 
tiro,  se  les  debe  contar  el  trabajo  que  hicieren 
en  dicha  conducción  como  un  jornal  personal. 

Art.  91.  Concluidos  que  sean  los  trabajos, 
revisará  y  firmará  el  alcalde  el  extracto  mar- 
ginado, como  se  ha  dicho  eu  el  art.  89,  y  lo  re- 
mitirá al  cobrador,  que  marginará  del  mismo 
modo  el  padrón  original  expresando  los  jorna- 
les satisfechos. 

Scc.  5.* — Empleo  de  la  prestación  en  tareas  ó 
destajos. 

Art.  92.  Si  con  arreglo  á  la  facultad  que  se 
concede  por  el  art.  31  del  presente  reglamento 
hubiere  votado  el  Ayuntamiento  que  los  tra- 
bajos se  ejecuten  por  tareas  ó  destajos,  y  ti 
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jefe  político  hubiere  aprobado  las  bases  de  las 
tarifas  formadas  para  la  conversión,  será  obli- 
gatoria esta  conversión  para  todos  los  indivi- 
duos que  hayan  declarado  querer  satisfacer  su 
prestación  personalmente. 

Art.  93.  Siempre  que  los  trabajos  hayan  de 
ejecutarse  por  tareas,  se  mencionará  asi  en 
las  papeletas  de  aviso  dirigidas  á  los  contri- 
buyentes, en  cinnplimieuto  de  lo  prevenido  en 
el  art.  74,  expresando  también  en  ellas  la  es- 
pecie y  cantidad  de  trabajo  que  cada  indivi- 
duo ha  de  hacer,  y  el  término  en  que  debe  dar- 
la concluida. 

Estas  tareas  serán  además  señaladas  sobre 
el  teiTono  por  el  alcalde  ó  el  director  de  las 
obras.  Si  los  trabajos  consistieren  eu  remocio- 
nes de  tierra  ó  en  echar  capas  de  piedra,  se 
marcará,  si  es  posible,  eu  el  camino  con  mojo- 
nes ó  de  cualquier  otro  modo  la  extensión  de 
cada  tarea. 

Art.  94.  La  recepción  de  los  trabajos  ejecu- 
tados á  destajo  se  hará  por  el  alcalde  ó  el  en- 
cargado de  las  obras  á  medida  que  se  fueren 
concluyendo.  Los  contribuyentes  serán  res- 
ponsables de  estos  trabajos  hasta  que  se  veri- 
fique la  recepción. 

Art.  95.  Las  obras  que  no  se  recibieren 
por  su  mala  ejecución  sel'án  rehechas  ó  re- 
compuestas por  los  que  las  hubieren  construi- 
do eu  el  término  que  lije  el  alcalde. 

Art.  96.  Para  la  justificación  del  servicio 
pi'estado  se  observarán  eu  este  caso  las  forma- 
lidades prescritas  en  el  art.  89. 

Art.  97.  Ning'una  parte  de  la  prestación 
satisfecha  personalmente  ó  en  dinero,  podrá 
emplearse  eu  otros  caminos  que  en  los  clasifi- 
cados con  sujeción  á  las  disposiciones  del  ca- 
j)ítulo  I,  y  que  hayan  sido  además  designados 
por  los  Ayuntamientos  en  uso  de  la  facultad 
que  se  les  concede  por  el  art.  27.  Tampoco  po- 
ili'á  emplearse  la  prestación  en  ning-una  clase 
de  trabajos  que  no  sean  para  los  caminos  ve- 
cinales. 

El  funcionario  que  contraviniere  á  esta 
prescripción,  quedará  personalmente  respon- 
sable del  valor  de  las  prestaciones  que  hubie- 
re hecho  emplear  indebidamente. 

Art.  98.  El  empleo  de  las  prestaciones  sa- 
tisfechas personalmente  y  los  resultados  de 
ese  empleo,  se  justificarán  por  un  estado  cer- 
tificado por  el  concejal  encarg'ado  de  la  vigi- 
lancia de  los  trabajos.  Este  documento  se  en- 
viará al  jefe  político  por  conducto  del  jefe  ci- 
vil, donde  le  hubiere,  para qvie  dicha  autoridad 
disponga  que  se  forme  el  estado  general  que 
debe  remitir  al  Gobierno  cada  seis  meses,  con- 
forme se  previene  eu  el  art.  207. 

Art.  99.  Si  por  una  causa  cualquiera  no  se 
empleasen  las  prestaciones  votadas  en  alg'úu 
pueblo,  lo  pondrá  el  alcalde  eu  conocimiento 
del  jefe  político,  expresando  el  motivo  de  esta 
omisión.» 

Caps.  VI  al  XII.  (Tratan  de  los  trabajos  cuyo 
importe  haya  de  satisfacerse  en  dinero;  de  la 
contabilidad  de  los  ingresos  y  gastos;  de  los 
recursos  y  trabajos  de  los  caminos  vecinales  de 
primer  orden;  de  las  Comisiones  inspectoras, 
etcétera.) 


Ley  11  Abril  1&19. 
Sobre  re^inracíón,  etc.,  de  las  carreteras  en  sus  travesías 
por  los  pueblos  ^.      jE 

(CoM.,  Inst.  y  Ob.  púb.)  «ley.— Doña  Isa- 
bel II,  etc.:  sabed:  que  las  Cortes  han  decreta- 
do y  Ños  sancionado  lo  siguiente: 

Articulo  1.°  La  obligación  que  por  las  dis- 
posiciones vigentes  tenían  los  pueblos  situa- 
dos en  las  carreteras  principales  de  costear  la 
construcción  y  conservación  de  las  mismas, 
juntamente  con  las  expropiaciones  precisas 
para  su  rectificación  y  ensanche  en  la  travesía 
respectiva  y  en  las  325  varas  de  entrada  y  sa- 
lida, se  limitará  eu  lo  sucesivo  á  la  travesía  de 
cada  pueblo  por  sus  calles  con  inclusión  de  los 
arrabales,  arreglándose  alas  disposiciones  si- 
guientes: 

1."  Respecto  de  cada  uno  de  los  pueblos 
comprendidos  en  esta  ley,  determinará  el  Go- 
bierno, previa  instrucción  de  expedientes,  las 
calles  ó  arrabales  sujetos  á  la  servidumbre  de 
travesía  de  carretera,  designando  los  puntos 
extremos  y  la  longitud  de  la  misma,  la  anchu- 
ra de  la  vía  ó  sea  de  empedrado  ó  afirmado  de 
la  carretera,  y  las  alineaciones  y  rasantes  á 
que  deberán  en  lo  sucesivo  sujetarse  todos  los 
edificios  y  cercados  que  se  levanten  de  nuevo, 
ó  se  reconstruyan  entre  los  limites  de  la  res- 
pectiva travesía. 

2.*  Para  toda  construcción  nueva  ó  de  re- 
paración deberá  contribuir  el  pueblo,  de  igual 
modo  que  para  los  gastos  de  conservacióu 
permanente,  con  lo  que  permitan  sus  recur- 
sos, quedando  la  parte  restante  del  coste  pre- 
supuesto á  cargo  de  la  provincia,  si  la  carre- 
tera fuere  provincial;  de  la  misma  provincia  y 
del  Estado,  cuando  aquélla  corresponda  á  las 
de  gran  comunicación  transversal,  y  solamen- 
te del  Estado,  si  la  travesía  forma  parte  de 
una  carretera  general. 

3.*  En  cada  uno  de  los  casos  mencionados, 
el  Gobierno  determinará  el  tiempo  y  la  forma 
eu  que  deberán  ser  cubiertos  dichos  gastos  por 
los  pueblos,  fijando  las  cuotas  respectivas  que 
serán  desde  entonces  consideradas  é  incluidas 
como  gasto  obligatorio  en  los  presupuestos  co- 
rrespondientes. 

4.-'  Tanto  para  las  obras  nuevas  como  para 
las  de  reparación  y  nueva  conservación,  po- 
drán los  pueblos  cubrir,  por  medio  de  la  ¡ires- 
tación  personal  de  sus  vecinos  y  propietarios, 
el  coste  total  ó  la  parte  de  gasto  que  se  hubie- 
se declarado  ser  á  cargo  del  presupuesto  mu- 
nicipal, con  tal  que  el  acopio  y  suministro  al 
pie  de  la  obra  de  los  materiales  requeridos  por 
el  proyecto  aprobado,  ó  los  jornales  de  bra- 
zos, caballerías  y  carros  de  transporte  que  de- 
ban sumini.strarse,  sean  equivalentes  á  dicho 
gasto. 

5.'  El  Gobierno,  previa  instrucción  de  ex- 
pediente, podrá  también  declarar  cxceptua- 
doj  de  la  obligación  de  costear  las  obras  nue- 
vas ó  de  reparación,  á  los  pueblos  cuyos  recur- 
sos no  alcancen  á  cubrir  su  imiiorte  ó  la  parte 
que  les  corresponda,  quedando  eu  tal  caso  á 


«     V.  la  R.  O.  de  28  Junio  1871  ij  los  arts.  1!'  y  38,  pá- 
rrafo 4."  ¡leí  Regí,  de  10  Agosto  1877. 
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cargo  de  1.a  provincia  sola,  ó  juntanieute  con 
el  Estado,  según  fuere  la  carretera  de  que 
aquéllas  forman  parte. 

6."-  Eu  los  expedientes  de  que  tratan  las 
disposiciones  anteriores,  oirá  siempre  el  Go- 
bierno á  la  Diputación  ]>rovincial  respectiva. 

Art.  2."  Las  disposiciones  de  la  Ordenanza 
de  policía  de  las  carreteras  que  sean  aplica- 
bles á  las  travesías  de  los  pueblos  comprendi- 
dos en  esta  ley,  se  observarán  en  los  mismos 
sin  perjuiciodelasmunicipales  respectivas  que 
no  se  opongan  á  aquéllas.  Por  tanto,  etc.  En 
Palacio  á  1 1  de  Abril  de  1849.»  /C.  L.,  t.  46,  pá- 
gina 331.) 

Ley  29  Abril  1&19 '. 

Determinó  esta  ley  sobre  la  construcción, 
conservación  y  mejora  de  los  caminos  vecina- 
les, como  de  cargo  de  los  pueblos  inmediata- 
mente interesados  en  los  mismos,  sin  perjuicio 
de  los  auxilios  que  podrán  votar  las  Diputacio- 
nes (art.  1.°):  Que  los  Ayuntamientos  utiliza- 
sen la  prestación  personal  (arts.  2."  á  4."):  Que 
al  jefe  político  correspondía  la  clasificación  de 
los  caminos  y  designar,  sin  perjuicio  de  alza- 
da, la  parte  con  que  había  de  contribuir  cada 
pueblo  (arts.  1."  y  8."):  Que  los  ingenieros  de 
caminos  desempeñasen  gratuitamente  los  tra- 
bajos de  caminos  vecinales  que  les  encomen- 
dasen los  jefes  políticos  (art.  9.«),  etc.  (C.  L., 
t.  46,  p.  310.)  Sobre  prestación  personal  tén- 
gase en  cuenta  el  art.  79  de  la  ley  municipal 
de  1877.— V.  Pre'stación  personal. 

E.  D.  14  Julio  1849. 
Seglamento  para  la  ley  anterior. 

(COM.,  Inst.  y  Ob.  púb.)  «He  venido  en 
aprobar  el  adjunto  reglamento  para  la  ejecu- 
ción de  la  ley  de  11  de  Abril  de  este  año  sobre 
las  travesías  de  los  pueblos  por  donde  cruzan 
las  carreteras  principales.  Dado  en  San  Ilde- 
fonso á  14  de  Julio  de  1849.»  (C.  L.,  t.  47,  pá- 
gina 438.) 

Heglisiiionto  pnrn  la  ojt'cución  de  Iii  ley  de  11 
de  Ald-il  di-  IM-I»  Nohre  Iun  traveiüinN  de  los 
pueh Ion  por duudccni zuñías  currcterasurin- 
cipales '-'. 

CAPITULO  PBIMEEO.- /)¡s¿™cc;tín  de  los  ixpedien- 
íes  de  que  trata  el  art.  1."  de  la  ley  de  travesías. 

Artículo  1."  Se  declaran  comprendidas  en 
la  ley  de  11  de  Abril  último  sobre  travesías  de 
los  pueblos  por  donde  cruzan  las  carreteras 
principales,  además  do  las  generales,  todas  las 
transversales  de  grande  comunicación  y  las 
provinciales  que  clasifique  el  Gobierno.  " 

Art.  2."  Los  jefes  políticos,  oido  el  dicta- 
men del  ingeniero  jefe  del  distrito  respectivo, 
procederán  á  la  instrucción  de  los  expedientes 
queprc^•iene  la  disposición  primera  del  art.  1." 
de  la  ley  de  travesías. 

A  este  fin  designarán  dichas  autoridades  las 


'  Aunque  no  derogada  expresamente  esta  ley,  hay  que 
estar  hoy  d  la  de  4  de  Mayo  de  1877,  y  al  Beg.  de  10  de 
Agosto  del  mismo  año. 

-     V.  el  art.  19  del  Eegl.  de  20  Agosto  1877. 


carreteras  comprendidas  dentro  de  los  limites 
de  sus  respectivas  provincias,  en  el  mismo 
orden  que  señala  el  articulo  precedente,  y  si 
hubiere  dos  ó  más  de  una  misma  clase,  en  el 
de  su  respectiva  importancia;  pero  ftjando  al 
propio  tiempo,  respecto  de  los  pueblos  com- 
prendidos en  cada  carretera,  el  orden  eu  que 
ha  de  procederse  á  la  instrucción  de  dichos 
expedientes. 

De  todo  se  dará  conocimiento  á  los  pueblos 
interesados  por  un  aviso  que  se  insertará  en 
los  Boletines  ofieialea  con  treinta  días  de  anti- 
cipación, y  durante  el  mismo  periodo  los  jefes, 
políticos  y  los  ingenieros  jefes  de  distrito  co- 
municarán las  instrucciones  oportunas  al  de  la 
provincia. 

Art.  3."  Para  cada  uno  de  los  pueblos  que 
tengan  travesía  de  carretera,  se  instruirá  iiu 
expediente  que  constará: 

1.*'  Del  proyecto  de  travesía  formalizado 
con  los  planos  y  documentos  facultativos  co- 
rrespondientes. 

2."    De  los  informes  locales  y  de  los  recur- 
sos que  se  hayan  producido  eu  forma,  ya  en 
pro,  ya  en  contra  del  proyecto  ó  proyectos  de  ' 
travesía. 

Y  3.°  Del  informe  de  la  Diputación  provin- 
cial y  del  que  emita  el  ingeniero  jefe  del  dis- 
trito si  le  pidiere  su  dictamen  el  jefe  político. 
Art.  4."  Durante  los  treinta  días  señalados 
en  el  art.  2."  podrán  los  Ayuntamientos  deli- 
berar acerca  de  todo  lo  reíativo  á  la  travesía 
respectiva,  y  transcurrido  que  sea  aciuel  pla- 
zo, el  ingeniero  de  la  provincia  pasará  á  le- 
vantar el  plano  y  formar  el  proyecto  corres- 
pondiente. 

Art.  5."  Los  Ayuntamientos  discutirán  prin- 
cipalmente: 

1."  Sobre  la  conveniencia  de  que  la  carre- 
tera se  dirija  por  las  afueras  del  pueblo,  indi- 
cando eu  tal  caso  el  trayecto  y  los  puntos  ex- 
tremos de  la  longitud  eu  que  aquélla  haya  de 
ser  considerada  como  travesía. 

2."  La  designación  de  las  calles,  plazas,  te- 
rrenos, entradas  y  salidas  por  donde  se  juzgue 
conveniente  fljár  las  travesías,  señalándose 
también  sus  límites. 

3."  La  anchura  máxima  y  mínima  de  la  ca- 
rretera, comprendiendo  además  del  firme,  don- 
de las  circunstancias  locales  lo  permitan,  eL 
ancho  de  las  aceras  de  los  paseos  laterales,  y 
de  las  demás  partes  accesorias  de  la  vía  pú- 
blica. 

4.°  La  expropiación  de  terrenos  y  edificios 
que  para  el  mayor  ensanche  ó  la  rectificación 
y  regularidad  de  la  travesía  se  haya  creído 
necesaria. 

5."  La  preferencia  que  merezcan  los  empe- 
drados respecto  del  afirmado  de  la  carretera 
por  el  método  ordinario. 

6.°  Acerca  de  la  totalidad  ó  parte  de  los 
gastos  de  travesías  con  que  deban  contribuir 
el  pueblo,  la  provincia  ó  el  Estado,  según  !o 
dispuesto  en  el  art.  1.°,  par.  2."  de  la  ley. 

Art.  G.°  Los  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos se  comunicarán  de  oficio  al  ingeniero  á  su 
presentación  en  el  pueblo,  para  que  en  vista 
de  ellos,  y  reconocida  la  travesía  existente,  ó 
la  nueva  que  se  indique,   proceda  al  estudio 
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del  trazado  que  á  su  juicio   deba  adoptarse. 

Art.  7."  Cuando  uo  haya  couformidad  eu 
los  acuerdos  de  uu  Ayuntamiento  sobre  los 
puntos  que  por  el  art.  5."  se  someten  á  su  de- 
liberación, dispondrA  el  alcalde  que  se  reúnan 
de  nuevo  los  concejales,  con  asistencia  de 
igual  número  de  vecinos  mayores  eoutrilju- 
yentes  y  del  ingeniero,  á  fin  de  qvie  éste  ma- 
nifieste su  ¡larecer  acerca  do  los  particulares 
que  motiven  la  cuestión,  esclareciéndola  eou 
datos  facultativos  y  económicos,  y  explicando 
con  un  croquis  el  proyecto  en  que  él  se  hubie- 
re fijado. 

Art.  8."  No  resultando  tampoco  conformi- 
dad en  esta  segunda  reunión,  el  ing-eniero  for- 
malizará su  proyecto,  haciéndose  cargo  de  las 
variantes  de  trazado  ó  de  los  puntos  que  ha- 
yan motivado  la  diversidad  de  pareceres  en  la 
reunión  del  Ayuntamiento  y  de  los  mayores 
contribuyentes. 

Art.  9."  Aunque  la  Corporacióu  municipal 
i'slé  conforme  en  todo  lo  relativo  á,  la  travesía 
de  carretera  que  corresponda  al  pueblo,  su 
Ayuntamiento  se  reunirá  para  que  el  ingenie- 
ro explique  sobre  el  croquis,  que  entregará  al 
alcalde,  la  forma  y  disposiciones  del  proyecto 
que  hubiere  adoptado. 

Art.  10.  No  liabieudo  hecho  uso  el  Ayun- 
tamiento de  la  facultad  de  deliberar  concedi- 
da por  los  arts.  4."  y  .5.°,  el  ingeniero  formará 
el  proyecto  de  travesía,  y  remitirá  con  oficio 
al  alcalde  un  croquis  de  la  misma  acompañan- 
do una  relación  sucinta  de  la  dirección  y  dis- 
posiciones principales  del  proyecto  que  hubie- 
re fijado. 

Art.  11.  En  el  caso  previsto  por  el  articulo 
precedente,  satisfarán  los  pueblos  los  gastos 
de  nuevos  reconocimientos  y  proyectos  á  que 
den  lugar  las  reclamaciones,  dirig'idas  en  for- 
ma sobre  el  primitivo  proyecto  de  travesía. 

Art.  12.  Será  obligación  de  los  pueblos  fa- 
cilitar á  su  costa  los  operarios  que  el  ingenie- 
ro necesite  para  levantar  el  plano  y  fijar  las 
alineaciones  de  la  travesía:  y  por  su  parte  los 
alcaldes  prestarán  el  auxilio  de  su  autoridad 
cuando  lo  reclame  el  mismo  ing'eniero  para  el 
mejor  cumplimiento  de  la  ley  y  de  e.ste  regla- 
mento. 

Art.  13.  Los  planos  y  documentos  faculta- 
tivos que  completen  el  proyecto  de  una  trave- 
sía, deberán  arreglarse  á  las  escalas  y  formu- 
larios vigentes  é  instrucciones  que  se  dicten 
por  la  Dirección  general  de  Obras  piiblicas. 

Art.  14.  Completo  en  esta  forma  el  proyec- 
to, lo  visará  el  ingeniero  jefe  del  distrito,  re- 
mitiéndolo al  Gobierno  político  de  la  provin- 
cia para  que  quede  de  manifiesto  hasta  la  pri- 
mei'a  reunión  de  la  Diputación  provincial,  y 
si  durante  este  i)Oi-iodo  se  dirigieren  reclama- 
ciones acerca  del  proyecto  de  travesía,  se  ujii- 
ráu  al  mismo,  formándose  el  oportuno  expe- 
diente resiiecto  de  cada  pueblo. 
.  Art.  15.  El  ingeniero  que  hubiere  formado 
el  proyecto  asistirá  á  las  sesiones  de  la  Dipu- 
tación provincial,  y  dará  las  explicaciones  ne- 
cesarias para  que  dicha  Corporación  pueda 
emitir  su  informe  cou  entero  conocimiento  de 
cada  uno  de  los  expedientes  de  tra^esia. 

Art.  16.     Si  la  Diputación  provincial  no  es- 


tuviere conforme  con  los  dictámenes  faculta- 
tivos que  resulten  en  cada  expediente,  se  pa- 
sará al  ingeniero  jefe  del  distrito  para  que  in- 
forme ó  amplíe  su  parecer,  si  antes  lo  hubiere 
emitido. 

Art.  17.  Devuelto  el  expediente  al  jefe  po- 
lítico, dispondrá  esta  autoridad,  si  lo  juzga 
conveniente,  que  el  ingeniero  de  la  provincia 
varíe  ó  modifique  el  proyecto  de  travesía. 

Art.  18.  Previa  la  formalidad  mencionada 
en  el  articulo  anterior,  y  aun  cuando  no  se  hu- 
biere juzgado  necesaria,  el  jefe  político  oirá 
al  Consejo  provincial  sobre  el  expediente  do 
travesía  en  los  casos  de  que  trata  el  art.  IG. 

Art.  19.  Instruidos  los  expedientes  según 
los  casos  que  quedan  determinados,  se  remiti- 
rán por  el  jefe  político  con  su  dictamen  al  Mi- 
nisterio de  Obras  públicas,  á  fin  de  que  oído 
el  parecer  de  la  Junta  consultiva  del  ramo,  y 
cualesquiera  otros  informes  que  se  juzguen 
necesarios,  recaiga  la  oportuna  resolución. 

Art.  20.  Devueltos  los  expedientes  al  jefe 
político,  remitirá  esta  autoridad  á  cada  pueblo 
copia  de  los  planos  y  demás  documentos  del 
proyecto  de  la  respectiva  travesía,  comuni- 
cando á  los  alcaldes  la"Real  orden  de  su  apro- 
bación. 

Art.  21.  Los' expresados  documentos  se 
conservarán  en  el  Archivo  del  Ayuntamiento, 
para  tenerlos  presentes  al  adoptar  cualquiera 
medida  que  se  refiera  á  la  travesía. 

CAP.  II. — Disposiciones  relativas  d  las  obras  y  á  la 
conservación  y  policía  de  las  travesías. 

Art.  22.  Los  edificios,  cercados  y  terrenos 
que  con  arreglo  á  la  tra^a  y  alineaciones  del 
plan  de  travesía  deban  ocuparse  para  su  ma- 
yor ensanche  y  regularidad,  quedan  sujetos  á 
la  enajenación  forzosa  de  la  propiedad  parti- 
cular, en  el  modo  y  forma  que  dispone  la  ley 
de  17  de  Julio  de  18.36;  y  la  aprobación  del  re- 
ferido plan,  obtenida  por  los  trámites  señala- 
dos eu  el  cap.  I  de  este  reglamento,  valdrá 
como  declaración  solemne  de  que  las  obras 
comprendidas  en  dicho  plan  son  de  utilidad, 
púl)lica. 

Art.  23.  Para  todos  los  edificios  y  cercados 
que  se  hayan  de  hacer  de  nuevo,  ó  que  se 
reconstruyan  en  la  confrontación  de  las  tra- 
vesías, después  de  aprobado  el  plan  respecti- 
vo, será  necesaria  licencia  especial,  señalán- 
dose en  ella  para  las  fachadas  las  alineaciones 
y  rasantes  que  deban  darse  á  la  obi-a  confor- 
me al  referido  i)lan. 

Art.  24.  No  podrán  señalarse  otras  alinea- 
ciones y  rasantes,  ni  modificarse  las  que  re- 
sulten del  plan  aprobado  para  toda  la  trave- 
sía, tratándose  de  obras  de  particulares;  pero 
si  éstas  fuereu  de  interés  j3Úblico  y  conviniese 
introducir  alguna  variación,  deberá  ser  apro- 
bada de  Real  orden,  previo  el  oportuno  expe- 
diente, instruido  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  1."  de  este  reglamento. 

Art.  25.  El  ingeniero  de  la  provincia  for- 
mará oportunamente  los  proyectos ,  presu- 
puestos y  jiliegos  de  condiciones  facultativas 
de  todas  las  obras  de  nueva  construcción  ó  de 
reparación  que  exija  la  carretera  en  la  trave- 
sía, con  arreglo  al  plan  aprobado.  Dichos  pro- 
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j-ectos,  con  el  V.°  B."  del  iiigeuieio  jefe  del 
distrito,  se  remitirán  al  jefe  político,  quien  los 
pasará  al  alcalde  respectivo  para  los  efectos 
correspondientes,  con  las  instrucciones  que 
juzgue  oportunas. 

Art.  26.  Se  considerarán  como  parte  de  la 
Via  pública  en  las  travesías,  además  del  firme 
ó  emjiedrado  cpie  constituye  su  parte  princi- 
pal, las  cunetas  y  alcantarillas  de  desagüe, 
las  aceras,  los  paseos  laterales,  sus  arbolados 
y  las  demás  partes  accesorias  que  exigieren 
las  circunstancias  de  la  población  y  las  topo- 
gráficas de  la  travesía. 

Art.  27.  Los  pueblos  costearán  las  obras 
de  su  travesía,  incluyendo  su  importe  en  el 
prespuesto  municipal,  con  vista  del  particular 
de  las  mismas  obras,  mencionado  en  el  art.  25. 

Art.  28.  Si  los  recursos  locales  no  fueren 
suficientes  i)ara  cubrir  el  coste  de  las  obras 
nuevas  y  las  de  reparación  de  la  travesía  de 
un  pueblo,  sti  Ayuntamiento  promoverá  la 
instrucción  del  expediente  de  que  trata  la  re- 
gla, quinta  del  art.  í."  de  la  ley. 

Árt.  29.  El  Ayuntamiento  acompañará  á  la 
instancia  que  al  efecto  dirija  al  jefe  político, 
relaciones:  • 

1.0  Del  vecindario,  riqueza  y  contribucio- 
nes queportodosconceptos  satisface  el  pvieblo. 

2.°  Pe  los  g'astos  ordinarios  de  cargo  del 
presupuesto  municipal  y  de  las  deudas  y  otras 
obligaciones  qite  teug'a  el  pueblo  con  expre- 
sión de  los  recursos  aplicados  al  pago  de  di- 
chas oblig'aciones. 

Art.  30.  La 'solicitud  del  Ayuntamiento  se 
pasará  á  informe  de  la  Diputación  y  después 
del  Consejo  provincial,  quien  lo  emitirá  acer- 
ca de  los  trámites  observados  y  puntos  princi- 
pales que  resulten  del  expediente. 

Instruido  éste  en  la  forma  indicada,  se  re- 
mitirá por  el  jefe  político  al  Ministerio  de 
Dbras  públicas,  proponiendo  la  resolución  que 
le  parezca. 

En  vista  de  todo,  decidirá  el  Gobierno  las 
cuotas  respectivas  que  se  han  de  incluir  en  el 
prestipuesto  municipal  ó  en  el  provincial,  ó  so- 
lamente en  uno  ti  otro  como  g'asto  obligatorio, 
según  previene  la  disposición  tercera  del  ar- 
tículo 1."  de  la  ley,  fijando  también  la  parte 
que  en  su  caso  haya  de  cubrir  el  Estado,  con- 
forme á  lo  previsto  en  la  disposición  quinta 
del  mismo  artículo. 

Art.  31.  Cualquiera  que  sea  la  procedencia 
délos  recursos  y  fondos  con  que  se  provea  á 
la  ejecución  de  las  obras,  así  de  nueva  cons- 
trucción y  reparación,  como  de  conservación 
permanente  de  las  travesías,  se  observará  en 
unas  y  otras  el  régimen  establecido  por  los 
regiamentos  ó  instrucciones  generales  vigen- 
tes de  las  obras  piiblicas  de  su  clase. 

Los  Ayuntamientos  y  alcaldes  deberán  en 
consecuencia  acomodar  los  acuerdos  y  provi- 
dencias que  por  las  leyes  les  corresponda  dic- 
tar en  este  ramo  del  servicio  piiblico,  á  la  le- 
tra y  espíritu  de  dichas  instrucciones  y  regla- 
üientos. 

Art.  32.  Sin  perjuicio  de  las  atribuciones 
que  en  virtud  de  la  declaración  contenida  en 
el  artículo  anterior  corresiioiulen  al  iiig-eniero 
de  la  provincia  ó  al  que  especialmente  tuvie- 


re á  su  cargo  una  carretera,  las  obras  de 
mera  conservación  de  las  travesías  estarán  en 
cada  pueblo  bajo  la  inspección  inmediata  del  " 
alcalde  ó  de  los  concejales  en  quienes  dele- 
gue, al  cuidado  del  arquitecto  titular  ó  de 
otro  facultativo  competente  que  el  alcalde  de- 
berá nombrar  al  efecto  por  cuenta  del  pueblo. 

Los  presupuestos  y  pliegos  de  condiciones 
de  la  mencionada  clase  de  obras,  formaliza- 
dos por  diclios  facultativos,  se  remitirán  al 
jefe  político  para  la  correspondiente  aproba- 
ción. 

Art.  33.    En  los  pueblos  en  que  no  hubiere 
perito  de  la  clase  indicada,  y  que  carezcan  de 
recursos    para   satisfacerles   sus   honorarios, 
dispondrá  el  jefe  político,  previa  justificación    . 
de  la  falta  de  medios,  que  él  ingeniero  de  la  J 
provincia  provea  lo  conveniente  para  el  cui-    i 
dado  de  todo  lo  relativo  á  la  conservación  de 
las   travesías   respectivas,    entendiéndose   al 
efecto  directamente  con  los  alcaldes. 

Art.  34.  En  todos  los  casos  en  que  los  jefes 
políticos  hubieren  de  aprobar  en  uso  de  sus 
atribuciones  los  presupuestos  y  pliegos  de 
condiciones  de  alg'unas  obras  nuevas  ó  de  re- 
paración, ó  dictar  providencia,  para  suspen- 
der, modificar  ó  alterar  la  ejecución  de  las  co- 
rrespondientes á  una  travesía,  deberán  oír  al 
ing'eniero  de  la  provincia,  y  no  conformándo- 
se con  su  dictamen,  al  ing'eniero  jefe  del  dis- 
trito. 

Art.  35.  Los  jefes  políticos  autorizarán  á 
los  Ayuntamientos  respectivos  para  que  por 
medio  de  la  prestación  personal  se  atienda  á  la 
conservación  de  la  travesía  correspondiente, 
y  en  su  caso  á  las  obras  nuevas  y  de  repara- 
ción de  la  misma,  que  siendo  de  cargo  del  pue- 
blo no  pudiere  costearlas  de  otro  modo. 

Art.  36.  La  prestación  personal  de  los  ve- 
cinos f  propietarios  de  los  pueblos,  en  los  ca- 
sos previstos  en  el  articulo  precedente,  se  re- 
gulará y  exigirá  con  sujeción  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  art.  2.°  y  en  la  regla 
segunda  del  3."  de  la  ley  de  caminos  vecinales. 

Art.  37.  Los  jefes  políticos  y  alcaldes  cui- 
darán respectivamente  de  que  se  observen  en 
las  travesías  de  los  pueblos  las  disposiciones 
de  Ordenanza  de  policía  y  conservación  de  las 
carreteras. 

Disposiciones  transitorias.  Art.  40  '.  Hasta 
tanto  que  para  cada  uno  de  los  pueblos  com- 
prendidos en  la  ley  de  travesías  se  forma  el 
plan  general  de  lo  que  respectivamente  deba 
señalársele  con  las  formalidades  y  trámites  que 
quedan  prefijados  en  este  reg'lamento,  todos 
los  artículos  del  mismo  que  desde  lueg'o  sean 
aplicables,  se  observarán  respecto  de  las  travej 
sías  que  en  la  actualidad  se  hallen  en  uso. 

Art.  41.  Los  alcaldes  podrán  conceder  lij 
ceíicias  para  edificar  ó  reparar  los  edificios  ' 
cercados  que  confronten  con  las  travesías  ad 
tuales,  fljaudo  las  alineaciones  y  rasantes  co 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ordenanza  de  p| 
licía  v  conservación  de  las  carreteras. — Bravi 
Mtiriilo.»  (C.  L.,  t.  41,  p.  438.) 


'    Asi  dice  la  Colección  legislativa,  la  cual  no  contii 
ne  arts,  3S  y  39. 
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E.  O.  26  Enero  1850. 
Mandó  ob.servar  una  impoi-tante  insti'uceión 
para  los  g'obernadore.'i  de  pi-ovincia.  El  capi- 
tulo I  de  la  sección  tercera,  dedicado  íl  cami- 
nos, hace  ver  su  grande  importancia  y  los  de- 
beres de  dichos  funcionarios,  etc. — V.  eu  Go- 
bierno... DE  LAS  PROVINCIAS, 

Ley  7  Mayo  laól. 

Clasificación  general  de  car7-etei-as,  y  disposiciones 

sobre  ellas  >. 

(CoM.,  Inst.  y  Ob.  púb.)  «ley.— Doña  Isa- 
bel II,  etc.,  sabed:  que  las  Cortes  han  decreta- 
do y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Las  carreteras  de  la  Península 
se  consideran  divididas  para  los  efectos  de  la 
presente  ley  en  las  clases  sig-uientes:  Primera, 
carreteras  generales.  —  Segunda,  carreteras 
transversales. — Tercera,  carreteras  provincia- 
les.— Cuarta,  carreteras  locales. 

Art.  2."  Se  comprenden  en  la  primera  cla- 
se todas  las  carreteras  que  se  dirigen  desde 
Jladrid  á  capitales  de  provincia,  á  departa- 
Tiientos  de  marina  y  á  aduanas  de  gran  movi- 
miento mercantil,  habilitadas  para  el  comercio 
extranjero. 

Los  ramales  que  mande  contruir  el  Gobier- 
no, y  que  partiendo  de  una  carretera  general 
conduzcan  ;l  algunos  de  los  puntos  designados 
eu  el  párrafo  anterior,  forman  parte  de  la  mis- 
ma carretera. 

Art.  3."  Se  consideran  carreteras  transver- 
sales las  que  cortan  ó  enlazan  A  dos  ó  más  ca- 
rreteras generales,  pasando  por  alguna  ó  al- 
gunas capitales  de  provincia  ó  centros  do  ma- 
yor población  y  tráfico,  así  del  interior,  como 
del  litoral  de  la  Península. 
Art.  4.°  Son  carreteras  provinciales: 
Primero,  las  que  enlazan  una  carretera  ge- 
neral con  una  transversal. 

Segundo,  las  que,  partiendo  de  una  carrete- 
ra general  ó  de  una  transversa!,  terminan  en 
un  punto  de  producción  ó  de  exportación. 

Tercero,  las  que  ponen  en  comunicación  di- 
recta á  dos  ó  más  provincias. 

Cuarto,  las  que  eu  las  provincias  insulares 
de  las  Baleares  y  Canarias  pongan  en  comuni- 
cación á  la  capital  con  otros  puntos  marítimos, 
ó  á  dos  ó  más  puntos  de  producción  ó  de  ex- 
portación entre  sí. 

Art.  5.°  Las  carreteras  locales  son  aquellas 
que  algunos  pueblos  interesados  de  una  ó  más 
provincias  promueven  y  ejecutan  asociados 
para  un  objeto  de  utilidad  común. 

Art.  6.°  Si  después  de  haber  clasificado  el 
Gobierno,  con  arreg'lo  á  la  presente  ley,  las  ca- 
rreteras cuya  construcción  no  esté  ya  princi- 
piada, variasen  de  condiciones  por  efecto  de 
nuevas  vías,  procederá  á  variar  su  clasifica- 
ción, haciendo  las  declaraciones  que  corres- 
pondan. 

Ajjsta  variación  están  sujetas  por  las  mis- 
mas causas  todas  las  carreteras,  asi  las  ya  con- 
cluidas como  las  que  se  halleu  construj'eudo 
en  la  actualidad.  , 

Art.  7."  Las  carreteras  generales  y  sus  ra- 
males serán,  como  hasta  aquí,  de  carg'o  exclu- 


*     Ver  más  adelante  la  ley  fie  4  de  Mayo  de  IH77  hacien- 
do una  nueva  clasificación  de  las  carreteras  públicas. 


sivo  del  Estado,  y  su  costo  será  satisfecho  por 
el  Gobierno  con  los  fondos  que  se  consignen 
en  los  presupuestos  g'enerales.  Por  el  mismo 
medio  se  proveerá  á  la  reparación  y  conserva- 
ción de  las  can-eteras  g-enorales  y  sus  ramales. 

Art.  8.°  Las  carreteras  transversales  serán 
costeadas  por  el  Gobierno  y  por  las  provincias 
en  cuyo  territorio  se  construyan. 

La  concurrencia  del  Gobierno  para  la  cons- 
trucción de  esta  clase  de  carreteras,  no  será 
por  menos  de  la  tercera  parte  del  i^resupuesto 
respectivo,  ni  por  más  de  su  mitad,  coa  exclu- 
sión de  las  indemnizaciones  por  expropiación 
y  daños,  que  serán  siempre  de  carg-o  de  la  pro- 
vincia ó  provincias  interesadas.  El  resto  hasta 
el  total  costo  de  las  obras  se  prorrateará  entro 
las  mismas  provincias,  teniendo  eu  cuenta  el 
de  las  indemnizaciones  y  obras  comprendidas 
en  cada  una,  y  la  parto  pro]iorcional  de  las 
ventajas  que  deba  reportar  de  su  ejecución. 

La  designación  del  tanto  con  que  han  de 
concurrir  los  fondos  del  Estado,  y  la  de  las 
cuotas  que  han  de  aprontar  las  provincias  para 
la  ejecución  de  una  carretera  transversal,  se 
harán  por  el  Gobierno  con  presencia  de  los 
acuerdos  y  dictámenes  de  las  Diputaciones 
provinciales. 

El  Gobierno  aplicará  á  cada  una  de  las  ca- 
rreteras transversales  las  sumas  que  le  hubie- 
re señalado,  y  las  provincias  votarán  en  sus 
presupuestos,  con  igual  aplicación  y  como  g'as- 
to  obligatorio,  las  que  deban  hacer  efectivas 
en  cada  año  hasta  cubrir  la  cuota  coi-respon- 
diente. 

Concluida  que  sea  una  carretera  transver- 
sal, quedará  su  conservación  á  carg'o  exclusi- 
vo del  Estado. 

Art.  9."  La  construcción  y  conservacióu  da 
las  carreteras  provinciales  serán  exclusiva- 
mente de  cargo  de  la  provincia  ó  provincias 
interesadas. 

Cuando  la  carretera  provincial  se  extendie- 
se á  dos  ó  más  provincias,  el  Gobierno,  exa- 
minados los  acuerdos  y  dictámenes  de  las  Di- 
putaciones provinciales  respectivas,  y  toman- 
do en  consideración  el  coste  de  las  indemniza- 
ciones y  obras  comprendidas  en  cada  territorio 
y  las  ventajas  que  hayan  de  reportar  de  la  reji- 
lización  del  proyecto,  señalará  las  sumas  con 
que  deba  contribuir  cada  provincia. 

Verificado  el  señalamiento  de  las  cuotas,  in- 
cluirán las  provincias  anualmente  entre  los 
gastos  obligatorios  de  sus  presupuestos,  las 
cantidades  necesarias  para  cubrir  este  servicio. 

El  Gobierno  podrá  auxiliar,  hasta  con  la  ter- 
cera parte  de  su  coste,  la  construcción  de  ca- 
rreteras provinciales.  Este  auxilio  recaerá  ex- 
clusivamente y  como  compensación  sobre  las 
provincias  que  resulten  menos  favorecidas  eu 
carreteras  g-enerales  y  transversales,  pero  no 
podrá  tener  lugar  simultáneamente  en  dos  ca- 
rreteras provinciales  de  una  misma  provincia. 

Art.  10.  Las  prestaciones  personales  que 
dispone  la  ley  do  23  de  Abril  de  lM-19,  podrán 
utilizarse  para  la  construcción  de  las  carrete- 
ras locales,  entendiéndose  al  efecto  entre  sí  y 
con  los  iiarticulares  que  se  les  asociaren  para 
levantar  fondos  y  realizar  las  obras  los  pue- 
blos de  una  misma  ó  de  varias  provincias. 
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Art.  11.  Los  productos  de  tránsitos  eu  to- 
dos los  portazgos,  pontazgos  y  barcajes  esta- 
blecidos ó  que  eu  adelante  se  establecieren  en 
las  carreteras  genei-ales  y  transversales,  serán 
para  el  Estado  y  quedarán  afectos  sin  perjui- 
cio de  las  hipotecas  leg'ales  que  sobre  si  tuvie- 
ren, ala  conservación  de  carreteras,  como  par- 
te de  la  consignación  de  la  ley  anual  de  presii- 
puestos  g-eueralespara  los  gastos  de  este  ramo. 

Los  productos  de  portazgeos,  poutazg'os  y 
barcajes  de  las  carreteras  provinciales  serán 
para  las  provincias  respectivas. 

Los  de  carreteras  locales  construidas  por 
pueblo  s  asociados  entrarán  en  el  fondo  ó  caja 
particular  de  la  asociación  correspondiente. 

Art.  12.  Xo  podrán  distraerse  para  otros 
servicios  los  productos  de  los  derechos  de  trán- 
sito ni  los  arbitrios  ni  cualquiera  otros  recur- 
sos que  por  el  origen  ó  destino  de  su  imposi- 
ción y  establecimiento  constituye.!  uu  fondo 
especialmente  aplicado  á  las  carreteras. 

Art.  13.  Así  las  atenciones  de  reparación 
como  las  de  conservación  de  todas  las  carre- 
teras se  considerarán  preferentes  respecto  de 
las  de  nueva  construcción,  de  manera  que  no 
puedan  contratarse  nuevas  obligaciones  ni 
originarse  g'astos  de  la  segunda  especie  mien- 
tras que  no  quede  aseg'urado  el  servicio  de  la 
primera. 

Art.  14.  Una  vez  principiada  cualquiera 
carretera  nueva,  no  podrá  aliandonarse  para 
proceder  á  la  construcción  de  otra,  ni  suspen- 
derse indefinidamente  las  obras  comenzadas, 
•sino  mediando  la  imposibilidad  de  realizar  los 
recursos  que  se  consignaren  al  efecto  por  el  . 
Estado,  las  provincias  ó  los  pueblos. 

Art.  15.  Eu  lo  sucesivo  será  obligatorio 
para  las  provincias  el  contribuir  á  la  construc- 
ción de  lina  carretera  transversal  que  haya  de 
pasar  ])or  su  territorio  con  preferencia  á  otra 
cualquiera. 

Art.  10.  Si  una  provincia,  además  de  estar 
contribuyendo  para  la  construcción  de  una  ca- 
rretera transversal  acordase  la  construcción 
de  una  carretera  provincia!  y  recayese  la  apro- 
bación del  Gobierno,  ya  serán  obligatorios  los 
gastos  causados  por  esta  nueva  atención. 

Durante  cltierapo  en  que  una  provincia  esté 
contribuyendo  para  una  carretera  transversal 
y  otra  provincial,  ó  para  dos  provinciales,  no 
podrá  contribuir  para  la  construcción  de  más 
carreteras. 

Art.  17.  Por  cuenta  de  las  cuotas  con  que 
las  provincias  deberán  contribuir  para  una  ó 
más  carreteras,  podrán  las  Diputaciones  pro- 
vinciales acordar  y  prnijoner  á  la  aprobación 
del  Gobierno  la  contratación  de  anticipos,  sea 
en  fondos,  sea  en  obras,  bajo  la  garantía  de 
los  recursos  que  en  los  respectivos  presupues- 
tos se  votaren  para  el  mismo  objeto. 

Art.  18.  Las  carreteras  provinciales  y  loca- 
les que  se  estén  construyendo  ó  que  convenga 
construir  por  asociaciones  de  provincias,  pue- 
blos ó  particulares,  estarán  bajo  la  inspección 
de  la  autoridad  superior  correspondiente,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  generales  adminis- 
trativas. 

La  dirección  que  ha  de  llevar  cada  una  de 
estas  carreteras,  la  anchura  del  firme  y  las  de- 


más condiciones  de  arte  á  que  hayan  de  suje- 
tarse las  obras,  se  fijarán  previamente  por  el 
Gobierno. 

Art.  19.  El  Gobierno  publicará  cada  cuatro 
meses  un  doble  estado  en  que  se  manifieste: 

Primero.  Las  cantidades  invertidas  en  ca- 
rreteras á  que  se  destinen  fondos  del  Estado. 

Segundo.  El  señalamiento  que  se  haga  de 
cantidades  para  las  mismas  carreteras. 

Ig'ual  oblig'acióu  tendrán  los  gobernadores 
de  provincias  respecto  de  las  carreteras  pro- 
vinciales. 

Por  tanto,  etc. — Dado  en  Palacio  á  7  de 
Mayo  de  1851.»  (C.  L.,  t.  53,  p.  99.) 

K.  O.  7  Febrero  1852. 
Viveros  con  destino  á  las  carreteras. 

(FoM.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.)...  ha  tenido 
á  bien  resolver: 

1.°  Que  se  g'eneralioe  el  establecimiento  de 
viveros  de  árboles  en  todas  las  carreteras  ge- 
nerales con  destino  á  los  paseos  y  margene^ 
de  las  mismas ,  bajo  la  administración  del  ramti 
de  obras  públicas. 

2."  Que  al  efecto  se  reconozcan  y  designen 
los  terrenos  comprendidos  en  la  zona  de  las 
mismas  carreteras,  ó  los  que  convenga  adqui- 
rir por  su  mejor  calidad  y  circunstancias  entre 
los  colindantes  Cjue  pertenezcan  á  particula- 
res, comunales  ó  do  realengo. 

S.°  Que  tanto  en  la  siembra  de  los  viveros 
como  para  las  plantaciones  que  desde  luego  se 
hagan,  se  procure  estudiar  y  eleg'ir  aquellas 
clases  que  mejor  puedan  prevalecer,  atendida 
la  naturaleza  de  las  localidades. 

4.°     Que  se  aproveche  la  presente  estación 
para  proceder  á  la  ejecución  de  estas  disposi- 
ciones en  la  parte  que  por  ^hora  sea  posible,] 
sin  perjuicio  de  darles  sucesivamente  el  con-l 
veniente  desarrollo  á  medida  de  los  recursos 
que  se  vayan  destinando  á  este  objeto. 

5."     Que  para  las  plantaciones  que  de  pre-J 
senté  convenga  ejecutar,  sea  para  reponer  loaj 
pies  necesarios,  ó  para  dar  mayor  extensión  i' 
iosarbolados  existentes, ó  para  plantarlos  don^ 
de  no  los  haya,  se  dé  salida  á  los  plantones 
disponibles  que  hubiere  en  los  viveros  de  lasj 
carreteras,  y  en  caso  necesario  que  se  com- 
pren de  otros  planteles  el  número  suficiente  yl 
de  las  cantidades  indicadas,  á  fin  de  que  co- 
menzándose las  plantaciones  ahora  en  los  paJ 
rajes  doude  con  más  facilidad  se  log'reu,  puel 
dan  extenderse,  continuando  sin  interrupción| 
en  todos  los  años  siguientes. 

6.°  Que  el  personal  afecto  á  la  conserva-j 
cióu  de  las  carreteras  sea  el  encarg'ado  tam-J 
bien  de  ejecutar  dichas  operaciones,  así  como 
de  la  vig'ilancia  y  conservación  del  arbolada 
de  las  mismas  y  sus  viveros,  según  se  ha  pra'.-.-l 
ticado  hasta  ahora  en  virtud  de  las  disposicio-| 
ues  vigentes.  • 

Y  7.°  Que  por  la  Dirección  generíl  de 
Obras  públicas  se  medite  y  jiroponga  el  sistel 
ma  de  administración  y  aprovechamiento,  á| 
favor  del  ramo,  de  las  leñas  que  produzcan  elf 
esquilmo  y  las  cartas  de  dichos  arbolados,  co- 
municando inmediatamente  á  los  ingenieros 
jefes  de  los  distritos  las  instrucciones  oportu- 
nas para  el  mejor  cumplimiento  de  las  prece- 
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dentes  disposiciones.  De  Real  orden,  etc.  Ma- 
drid 7  de  Febrero  de  1852.»  (C.  L.,  t.  55,  pá- 
gina 143.) 

Circ.  7  Febrero  1852. 

Dicta  instrucciones  á  los  ingenieros  jefes  de 
los  distritos  para  el  cumplimiento  de  la  Real 
orden  anterior,  encarg'ándoles  el  reconocimien- 
to de  los  terrenos  m.^s  apropiados  para  los  vi- 
veros, .su  cerramiento,  adquisición  de  plan- 
tas, etc.  (C.  L.,  t.  55,  p.  145.) 

E.  o.  19  Marzo  18.52. 

Aprueba  la  instrucción  de  18  del  mi.smo  mes 
"y  año  para  las  subastas  y  servicios  de  obras 
que  estAn  á  cargo  de  la  Dirección  de  Obras  pii- 
blicas.— V.  Contratos  administrativos  '. 

E.  D.  25  Junio  1852. 

Distribución  de  peones  cnmínrros:  Construcción  de 

casillas  para  albergue. 

(Fo.M.)  «...Articulo  1."  La  distribución  de 
los  peones  camineros  de  número,  en  las  carre- 
teras de  carg'o  del  Estado,  so  hará  de  manera 
que  á  cada  uno  de  ellos  corresponda  uu<i  lon- 
gitud de  tres  kilómetros. 

En  los  puntos  de  entronque  de  dos  carrete- 
ras, ó  al  final  de  cada  una  podrá  asignarse  á 
un  solo  peón  mayor  ó  menor  longitud,  pero 
procurando  en  todo  caso  que  no  difiera  mucho 
de  aquélla. 

Art.  2."  En  las  mismas  carreteras  se  cons- 
truirán para  albergue  do  los  peones  camine- 
ros las  casillas  que  fueren  necesarias,  sobre  la 
base,  por  punto  general,  do  que  habrá  de  tener 
cada  una  dos  habitaciones;  pero  también  po- 
drán disponerse  para  un  solo  peón  en  los  pun- 
tos en  que  convenga  su  separación. 

Las  construcciones  deberán  ajustarse  á  los 
modelos  más  sencillos  y  económicos  bajo  un 
plan  de  distribución  interior  y  forma  exterior 
acomodado  al  objeto... — Dado  en  Aranjuez  A 
35  de  Junio  de  1852.»  (C.  L.,  t.  56,  p.  249.) 

E.  O.  1.°  Enero  1854. 
Acojños  de  materiales:  Condiciones  para  las  subastas. 

(FoM.)  Aprueba  el  adjunto  pliego  de  con- 
diciones para  proceder  A  la  sul)asta  de  los  aco- 
plos del  material  necesario  para  la  conserva- 
ción y  reparación  de  las  cai-reteras. 

Condiciones  particulares  y  económicas  para  la  contrata 

del  acopio  y  machaqueo  de  piedra  para  la  reparación 

de  las  leí/uas...  de  la  carretera  de...  -. 

«1.*  Además  de  las  clánsulas  contenidas  en  el 
pliego  de  condiciones  generales  para  las  contratas 
de  obras  pviblicas,  aprobadas  por  R.  O.  de  18  de  Mar- 
zo de  1846,  el  contratista  estará  obligado  al  puntual 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  de  las  facviltati- 
vas  y  de  lo  que  se  previene  en  las  siguientes. 

2.*  Antes  de  que  se  proceda  á  la  ejecución  de  la 
obra,  el  contratista  deberá  constituií  por  vía  de 
fianza  el  5  por  100  del  importe  del  servicio  contrata- 
do, y  cuidar  de  que  se  otorgue  la  escritura  y  se  ex- 
tiéndanlos demás  documentos  que  menciona  el  ar- 
tículo B7  de  dichas  condiciones  generales. 

3.*  El  contratista  deberá  emprender  los  trabajos 
en  el  preciso  término  de  diez  días  siguientes  á  la  fe- 
cha en  que  se  le  comianiqíae  l.a  aprobación  del  rema- 
te, y  llevarlos  por  el  orden  de  trozos  seguidos  ó  al- 


*  Esta  instrucción  está  subsistente  sólo  en  cuanto  no  se 
oponga  á  la  de  ti  de  Septiembre  de  ISSfí  para  las  subas- 
tas relaticns  d  los  servicios  y  obras  que  se  hallan  d  cargo 
del  Ministerio  de  Fomento,  inserta  igualmente  en  Contra- 
tos administrativos. 

=  Véasf  en  CONTRATOS  ADMINISTRATIVOS  la  Circ.  de  24 
Julio  iseu. 


temados  en  oí  modo  y  forma  que  le  prevenga  el  in- 
geniero encargado.  En  caso  contrario  perderá  la 
fianza  sin  derecho  á  reclamación  ni  resarcimiento 
de  ninguna  especie,  quedando  la  Administración  en 
libertad  de  proceder  á  nueva  subasta,  ó  dictar  cual- 
quiera otra  medida  qxae  juzgue  conveniente  para  la 
ejecución  de  la  obra. 

4."^  Los  pagos  se  verificarán  en  la  Tesorería  de... 
en  virtiid  de  las  relaciones  mensuales  que  se  expidan 
por  el  ingeniero,  en  efectivo  metálico  en  doble  tiem- 
po del  fijado  en  las  condiciones  faciiltativas  para  la 
conclusión  del  acopio  y  machaqueo. 

5.*  Si  el  contratista  no  hiciere  el  acopio  y  macha- 
queo déla  piedra  contratada  con  la  actividad  nece- 
saria para  que  se  concluya  en  el  tiempo  estipulado, 
se  le  retendrá  el  10  por  100  del  importe  de  cada  certi- 
ficación; y  si  espirase  el  plazo  sin  concluirlo,  perde- 
rá las  sumas  retenidas,  juntamente  con  la  fi.anzíl. 

Q.^  Concluido  el  acopio  y  machaqueo  se  hará  por 
el  jefe  del  distrito  ó  por  el  ingeniero  que  la  Dirección 
designe  la  recepción  única  y  definitiva;  y  si  se  halla- 
re arreglado  alo  estipulado  en  la  contrata,  previa 
J^  correspondiente  aprobación  superior,  quedará  el 
fiontratista  libre  de  toda  responsabilidad,  y  se  le  de- 
volverá la  fianza. 

7.*  Para  el  mejor  cumplimiento  de  estas  disposi- 
ciones, el  contratista  estará  obligado  durante  el 
tiempo  de  svi  contrata  k  la  puntu,al  observancia  de 
lo  que  el  ingeniero  encargado  de  la  carretera  le  or- 
dene conforme  al  espíritu  de  las  mismas,  y  de  las 
contenidas  en  los  pliegos  de  condiciones  generales  y 
facultativas  que  se  han  mencionado. — Madrid  1.°  de 
Enero  de  1854.»  (C.  L,  t.  ei,p.-!.) 

Circ.  25  Agosto  18.54. 
Vuelcos  de  carruajes  en  las  carreteras. 
La  Dirección  general  previene  por  esta  cir- 
cular que  siempre  que  ocurran  vuelcos  en  las 
carreteras,  se  proceda  por  los  respectivos  in- 
genieros á  verificar  una  escrupulosa  investi- 
gación de  las  causas  que  lo  hayan  producido, 
poniéndolo  en  conocimiento  de  los  gobernado- 
res. (C.  L.,  t.  (J2,  p.  379.)— \.  Carruajes. 

Circ.  30  Octubre  185.5. 
La  Dirección  general  de  Obras  públicas 
aprueba  unas  minuciosas  insti-iiccinnex  refe- 
rentes ni  método  que  debe  observar.fe  en  la  re- 
paración y  conservación  de  todas  las  carre- 
teras. Son  de  carácter  puramente  facultativo, 
y  se  contraen  al  orden  en  que  han  de  ejecutar- 
se las  o])eraeiones  de  reparación  y  restaura- 
ción, á  la  extracción  del  polvo  y  del  lodo  que 
producen  en  su  permanencia  y  aumento  délas 
deg'radaeioiiesdel  firme  por  su  reblandecimien- 
to, etc.;  al  empleo  de  materiales  según  la  na- 
turaleza del  suelo  ó  primitiva  construcción; 
al  recorrido  de  las  obras  de  tierra  y  de  cauces 
de  desag'üe,  v  á  la  reparación  de  las  obras  de 
fábrica.' YC.  L.,  t.  66,  p.  273.) 

Ley  30  Junio  y  25  Julio  1856. 

Créditos  para  la  construcción  de  carreteras  provinciales 

y  caminos  vecinales. 

(Hac.)     «LEY. —Doña  Isabel   11,   etc.: 

Articulo  1."  Laí5  Diputaciones  provincia- 
les procederán  desde  luego  á  levantar  por  me- 
dio de  operaciones  de  crédito,  los  fondos  ne- 
cesarios ])ara  construir  carreteras  provincia- 
les y  auxiliar  la  construcción  de  los  caminos 
vecinales  que  completen  el  sistema  de  comu- 
nicaciones en  todo  el  país. 

Art.  2."  Se  autoriza  á  las  mismas  Diputa- 
ciones provinciales  para  que  hipotequen,  como 
garantía  do  estas  operaciones  de  crédito,  to- 
dos los  recursos  que  les  conceden  las  leyes  ó 
puedan  concederles  en  lo  sucesivo. 

Art.  3."  Las  referidas  Diputaciones  están 
obligadas  A  incluir  eu  los  presupuestos  de  gas- 


336 


CARRETERAS (1856. 


tos  provinciales  las  cantidades  que  necesiten 
para  el  pago  de  los  intereses,  y  de  la  amorti- 
zación en  su  caso,  si  les  conviniere  hacerlo. 

Art.  4."  El  Estado  contribuirá  á  la  reali- 
zación de  estas  obras  en  todas  las  provincias 
por  medio  de  una  subvención  proporcional  á 
cada  una  de  ellas  para  la  construcción  de  sus 
carreteras ,  y  por  premios  graduales  A.  los 
Ayuntamientos,  particulares  ó  corporaciones 
que  abran  primero  las  vías  de  comunicacióu 
vecinal. 

Art.  5.°  El  Gobierno  queda  autorizado  por 
la  presente  lev  para  levantar  un  crédito  hasta 
la  cantidad  de  1.000.000.000  de  reales,  emi- 
tiendo acciones  de  carreteras  de  500,  1.000  y 
2.000  reales  cada  una,  con  el  interés  anual  de 
un  5  por  100.  jj 

Art.  6."  Las  cantidades  que  el  Gobierno 
realice  por  esta  operación  de  crédito  se  distri- 
buirán porterceras  partes:  Primero,  en  la  sub- 
vención y  premios  que  establece  el  art.  4.° 
para  la  construcción  de  carreteras  provincia- 
les y  caminos  vecinales.  Segundo,  en  la  repa- 
ración y  construcción  de  las  carreteras  g'ene- 
rales.  Tercero,  en  la  subvención  concedida  por 
las  leyes  á  las  lineas  de  ferrocarriles. 

Art.  7."  Para  la  adjudicación  de  estas  ac- 
ciones, el  Gobierno  abrirá  en  todos  los  pue- 
blos una  suscrición  voluntaria,  por  el  término 
de  sesenta  días,  hasta  la  suma  de  200.000.000. 

Art.  8."  Los  suscritores  de  las  acciones  sa- 
tisfarán el  importe  de  sus  respectivas  suscri- 
ciones  en  cinco  plazos  dedos  meses  cada  uuo, 
á  contar  desde  la  fecha  de  la  adjudicación. 

Art.  9."  Queda  autorizado  el  Gobierno  para 
fijar  el  tipo  de  las  acciones  que  se  emitan  para 
cubrir  la  suscrición,  así  como  para  repetir  ésta 
las  veces  que  lo  crea  conveniente. 

Art.  10.  El  Gobierno  negociará  en  pública 
licitación,  que  ha  de  verificarse  simultánea- 
mente en  las  provincias  y  en  Madi-id,  las  ac- 
ciones que  no  se  cubran  por  medio  de  la  sus- 
crición. 

Art.  11.  También  fijará  el  Gobierno  las 
épocas  y  cantidades  en  que  haya  de  hacerse 
la  negociación  de  que  se  habla  en  el  articulo 
anterior,  señalando  el  uiimero  de  acciones  que 
en  cada  una  haya  de  emitirse,  los  plazos  en 
que  deba  verificarse  su  pago  y  los  días  en  que 
deban  tener  efecto  las  subastas. 

Art.  12.  El  tipo  de  estas  acciones  se  fijará 
por  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  y  esta- 
rá reservado  hasta  el  acto  del  remate. 

Art.  13.  Las  acciones  de  carreteras  crea- 
das por  la  presente  ley  qtiedan  g-arantidas  cou 
la  mitad  destinada  á  obras  públicas  de  las  obli- 
gaciones que  otorguen  los  compradores  de 
bienes  del  Estado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  12  de  la  ley  de  I."  de  Mayo  de  1855. 

Art.  14.  Estas  acciones  se  admitirán  por 
todo  su  valor  nominal  en  pago  de  la  misma 
mitad  del  importe  de  los  plazos  de  bienes  del 
Estado  y  de  la  redención  de  censos  y  foros  de 
ig'ual  pertenencia. 

Art.  15.  El  Gobierno  determinará  en  el  re- 
g-lamento  é  instrucción  para  la  ejecución  de 
la  presente  ley  el  modo  y  forma  en  que  hayan 
de  admitirse  estas  acciones. 

Art.  16.     El  Tesoro  piiblico  abonará  por  se- 


mestres vencidos  los  intereses  de  estas  accio- 
nes con  cargo  á  los  fondos  procedentes  de  la 
referida  mitad  de  bienes  del  Estado  destinada 
á  obras  públicas. 

Art.  17.  Al  tiempo  de  admitir  los  billetes 
de  estas  acciones  de  carreteras  en  pago  de  las 
obligaciones  de  bienes  nacionales  y  reducción 
de  censos  en  los  términos  que  establece  el  ar- 
ticulo 14,  se  liquidarán  y  alionarán  en  cueuta  ■ 
al  tenedor  de  ellos  los  intereses  vencidos  has- 
ta el  último  dia  del  mes  anterior  en  que  se  ve- i 
rifica  el  pago. 

Art.  18.  Para  la  pronta  ejecución  de  esta  I 
ley  en  todas  sus  partes,  el  Gobierno  dictará  'i 
en  un  breve  plazo  los  reglamentos  é  instruc-  ; 
clones  convenientes. 

Art.  19.  El  Gobierno  dará  cuenta  á  lasCor-j 
tes  del  uso  de  la  autorización  que  le  concedeii 
los  arts.  5.°,  9.",  10,  11  y  12,  tan  luego  coma 
estén  concluidas  por  completo  las  operaeioí 
nes  de  crédito  prefijadas  en  esta  ley. 

Y  las  Cortes  Constituyentes  lo  presentan  áj 
la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  de  las  Cortes  30  de  Junio  de  1856...  í 
Por  tanto,  etc. — Palacio  á  25  de  Julio  de  1856.« 
(C.  /..,  t.  69,  p.  253.) 

E.  O.  3  Septiembre-8  Octubre  1856. 
Se  forme  el  j>lan  de  carreteras  provinciales. 

(FoM.)  Extracto.— Por  esta  Real  orden  sé 
mandó  á  la  Dirección  general  de  Obras  públiJ 
cas  adoptar  las  medidas  necesarias  para  que 
cada  provincia  formase  el  plan  general  de  laa 
carreteras  provinciales;  en  su  consecuencia  sq 
circularon  las  instrucciones  siguientes: 

«1.^     Los   gobernadores   de  provincia  dis^ 
pondrán  que  las  Diputaciones  provinciales,  en 
vista  de  las  vías  férreas  que  se  indican  en  la 
nota  adjunta,  de  las  carreteras  g'enerales,  trasl 
versales,  provinciales  y  locales  y  de  otras  cuaj 
lesquiera  vías  de  comunicación  ejecutadas,  eiB 
construcción  ó  en  proyecto,  procedan,  oyend| 
á  los  ing-enieros  de  las  respectivas  provincias 
á  formar  el  plan  g-eneral  de  carreteras  de  la| 
dos  últimas  clases  mencionadas  que  juzgues 
más  convenientes,  indicando  el  orden  de  pr< 
fereucia  con  que  deban  ser  construidas.  Est 
plan  consistirá  simplemente  en  desig'nar  pari 
cada  linea  los  puntos  de  partida  y  de  lleg-ada 
y  los  principales  por  donde  haya  de  pasar. 

2.^  Formado  el  plan  y  designado  el  ordeí 
de  ejecución,  se  publicará  en  el  Boletín  o/?l 
cial  de  cada  provincia,  fijando  un  plazo  parí 
que  los  pueblos  ó  particulares  puedan  hacei 
sobre  arabos  las  observaciones  que  juzgue| 
atendibles. 

Oidas  estas  reclamaciones,  lasDiputacione^ 
acordando  sobre  ellas  lo-  que  estimen  justo 
modificarán  si  ha  lug'ar  el  plan  de  que  se  ti'S 
ta  y  lo  pasarán  al  g'oberuador  de  la  provincia^ 
acompañando  un  informe  sobre  las  ventajas  ; 
utilidades  que  debe  producir  la  ejecucióu  d^ 
cada  vía;  recursos  que  destinará  la  provincia 
á  estas  construcciones;  modo  de  llevar  á  cabj 
su  ejecución,  ya  sea  por  administración,  pc_ 
contrata  ó  por  empresa,  y  coste  aproximad" 
de  cada  via. 

Asimismo  examinarán  detenidamente  las 
Diputaciones  en  su  informe  el  impuesto  cono- 
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cido  con  el  nombre  de  Prestación  personal. 

3."  El  ing'enicro  que  en  cad;i  provincia 
nombre  el  jefe  de!  distrito,  en  vista  de  lo  acor- 
dado por  la  Diputación,  trazará  en  una  carta 
las  vías  proyectadas,  disting'uiendo  las  pro- 
vinciales de  las  locales,  y  de  ambas,  las  que  de 
todas  las  clases  existan  ejecutadas,  en  cons- 
trucción ó  en  pi'oyocto,  que  también  se  mar- 
carán por  medio  de  los  signos  que  para  la  de- 
bida uniformidad  les  serán  indicados. 

Al  pasar  este  plano  al  gobernador,  le  dará 
su  informe: 

Pnimero.  Acerca  del  plan  general  de  vias 
que  juzg'ue  más  conveniente  á  la  prosperidad 
g'eneral,  clasificándolas  seg'ún  la  ley  de  7  de 
Mayo  de  1851. 

Segundo.  Si  no  existiendo  ning-una  carre- 
tera transversal  eu  la  provincia  hay  alguna  en 
las  provinciales  que  merezca  esta  clasificación. 

Tercero.  Acerca  del  coste  aproximado  de 
cada  carretera,  contando  con  el  ancho  de  su 
Via,  el  grueso  del  firme  y  género  de  las  obras 
de  fábrica  que  necesita,  procurando  siempre 
la  mayor  economía  compatible  con  la  dura- 
ción y  estabilidad  de  las  construcciones. 

Cuarto.  En  consideración  á  la  importancia 
de  cada  via,  á  su  extensión,  á  la  mayor  ó  me- 
nor dificultad  de  su  construcción,  á  la  riqueza 
relativa  de  la  provincia,  pueblos  ó  corporacio- 
nes que,  seg'ún  su  clase,  la  lian  de  costear,  y 
qué  subvención  alzada  convendrá  dársele  por 
el  Estado  en  conformidad  con  el  art.  4.°  de  la 
ley  de  25  de  Julio  de  1856. 

Del  informe  y  plano  que  entregue  al  g-o- 
bernador,  pasará  traslado  al  jefe  del  distrito. 

4."  Los  g'obernadores  de  provincia  remiti- 
rán los  expedientes  con  su  informe  al  Minis- 
tro de  Fomento. 

b.''  Los  jefes  de  distrito  reunirán,  en  uno 
solo,  los  planos  que  reciban  délos  ingenieros, 
armonizando  las  vias  de  unas  provincias  á 
otras,  y  con  su  informe  detallado  acerca  de  to- 
dos los  puntos  expresados,  lo  elevarán  á  esta 
Dii'ección  general. 

6.'"^  Todo  lo  relativo  á  carreteras  provincia- 
les, formará  un  expediente  separado  de  lo  re- 
lativo á  las  locales  ó  vecinales,  aunque  para 
ambos  expedientes  sirva  el  mismo  plano  ó 
carta. 

7.''  Para  que  la  Dirección  se  dé  cuenta  de  lo 
existente,  deberán  remitir  por  separado  los  je- 
fes de  distrito,  relaciones  circunstanciadas  de 
las  carreteras  provinciales  y  vecinales  de  su 
distrito  (siempre  con  la  misma  separación),  ex- 
presando las  entregadas  al  servicio  público, 
las  en  construcción  y  las  proyectadas,  asi  co- 
mo si  están  ó  no  sometidas  las  ejecutadas  á  un 
sistema  de  conservación  permanente  ó  no,  nVi- 
mcro  de  kilómetros,  coste  de  las  mismas  y  de- 
más detalles  que  conduzcan  al  objeto  apete- 
cido.» 

Al  participar  á  V.  S.  estas  reglas  para  el 
cumplimiento  de  la  parte  que  le  corresponda, 
la  Dirección  no  marca  plazo  á  los  trámites  que 
han  de  correr  para  la  obcervancia  de  las  mis- 
mas, porque  espera  de  su  celo  que,  teniendo 
en  cuenta  la  gran  importancia  del  objeto,  pro- 
curará abreviar  aquéllos  cuanto  sea  posible. 
Tomo  H. 


Dios,  etc.  Madrid  8  de  Octubre  de  1856.»  {Co- 
lección Lpijislativa,  t.  70,  p.  61.) 

R.  0. 18  Diciembre  1856. 
Medición  {/  designación  de  kilómeírós. 

(FoM.)  «limo.  Sr.:  Siendo  conveniente  para 
el  buen  servicio  é  inspección  de  las  obras  de 
conservación  y  reparación  de  las  carreteras, 
asi  como  para  la  mayor  claridad  y  sencillez  de 
la  contabilidad,  el  que,  según  está  mandado, 
se  mida  y  señale  toda  su  linea  con  arreglo  al 
sistema  métrico  adoptado  por  la  lev  de  19  de 
Julio  de  1849,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  te- 
nido á  bien  resolver: 

1."  Que  se  proceda,  desde  luego,  á  dicha 
mediciou  en  las  carreteras  radiales,  ó  sea  las 
que,  partiendo  de  esta  corte,  van  á  terminar 
en  las  costas  y  fronteras,  tomando  por  punto 
de  partida  la  Puerta  del  Sol  en  esta  capital,  y 
señalándose  las  calles  que  deberán  conside- 
rarse como  travesías. 

2."  Que  en  los  puntos  de  división  se  colo- 
quen postes  indicadores  de  los  kilómetros  co- 
rrespondientes. 

3."  Que  al  propio  tiempo  se  marquen  tam- 
bién los  limites  de  las  provincias  por  medio  de 
postes  arreglados  á  los  modelos  que  se  de- 
signen. 

4.°  y  último.  Que  en  las  indicadas  carrete- 
ras se  proceda  á  la  distribución  de  peones,  ca- 
pataces y  camineros  con  arreg'lo  á  las  nuevas 
medidas  itinerarias  y  eu  los  términos  que  se 
consideren  más  oportunos  según  las  especia- 
les circunstancias  en  que  se  encuentren. — De 
Real  orden,  etc.  Madrid  18  de  Diciembre  de 
1856.»  (C.  L.,  f.  70,  p.457.) 

Inst.  as  Febrero  1857. 
Colocación  de  postes  kilométricos,  etc. 

(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.)  «Artlculo  1."  Las 
carreteras  en  que  se  han  de  colocar  los  postes 
kilométricos,  son  las  siguientes: 

l."'^     Madrid  á  Irún  por  Burg'os. 

2."  Madrid  á  la  frontera  do  Francia  por 
Soria  y  Pamplona. 

3."  Madrid  á  la  Junquera  por  Zaragoza  y 
Barcelona. 

4.''     Madrid  á  Valencia  por  las  Cabrillas, 

5.^  Madrid  á  Cartagena  por  Albacete  y 
Murcia. 

6.-'     Madrid  á  Cádiz. 

7."     Madrid  á  Toledo. 

S.-'^     Madrid  á  Badajoz.  . 

O.'''  Madrid  á  Vigo  por  Avila,  Salamanca  y 
Zamora. 

10.  Madrid  á  la  Coruña  por  Medina  del 
Campo,  Benavente  y  Lugo. 

11.  Madrid  á  Gijón  por  Valladolid,  León  y 
Oviedo. 

12.  Madrid  á  Santander  por  Valladolid  y 
Patencia. 

Art.  2."  La  medición  de  las  cai-reteras  em- 
pezará á  contarse  desde  la  losa  que  se  ha  co- 
locado en  la  l'uerta  del  Sol  de  Madrid,  en  la 
prolongación  del  eje  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, y  á  10  metros  del  plano  que  forma 
(d  zócalo  de  la  puerta  central  del  edificio. 

Art.  3."  Para  la  carretera  de  Madrid  á  Irún 
por  Burg'os,  la  medición  se  hará  por  las  calles 
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de  la  Montera  y  Fueucarral  A.  salir  por  la 
Puerta  de  Bilbao. 

Para  la  de  Francia  por  Soria  y  Pamplona, 
y  para  la  de  la  Junquera  por  Zaragoza  y  Bar- 
celona, se  llevará  la  medición  por  la  calle  de 
Alcalá  á  salir  jior  la  Puerta  del  mismo  nombre. 

Para  la  de  Valencia  por  las  Cabrillas,  se 
hará  por  la  Carrera  de  San  Jerónimo,  Plaza 
de  las  Cortes,  calle  de  Trag'ineros  á  la  Puerta 
de  Atocha. 

Para  la  de  Cartagena  por  Albacete  y  Mur- 
cia, y  las  de  Cádiz  y  Toledo,  por  las  calles  de 
Carretas,  Concepción  Jeróuima  y  de  Toledo 
á  la  Puerta  de  este  nombre. 

Para  la  de  Badajoz,  por  las  calles  Mayor  y 
y  de  Esparteros,  plazuela  de  Santa  Cruz,  ca- 
lles Imperial  y  de  Latoneros,  Puerta  C.M-rada 
y  calle  de  Segovia  á  la  Puerta  del  mismo 
nombre. 

Y  para  las  de  Vigo,  Coruña,  Gijóu,  y  San- 
tander, por  la  calle  del  Arenal,  Plaza  de  Isa- 
bel II,  calles  de  la  Biblioteca,  San  Quintín  y 
Bailen,  al  paseo  de  San  Vicente  y  Puerta  del 
mismo  nombre. 

Art.  4."  Así  como  en  Madrid  se  fijan  las 
calles  que  se  consideran  como  de  travesía, 
cuidarán  los  ing'enieros  de  demarcar  en  todas 
las  poblaciones  del  tráusito  de  cada  carretera, 
cualquiera  que  sea  su  im]]ortancia,  las  calles 
por  donde  deba  hacerse  la  medición,  que  en 
ningún  punto  debe  interrumpirse  hasta  el 
extremo  de  la  linea. 

Art.  5.°  En  aquellos  puntos  délas  carrete- 
ras mencionadas  en  que  se  halle  en  construc- 
ción, ó  eu  proyecto  ya  aprobado,  alguna  re- 
forma de  trazado,  se  llevará  la  medición  por 
la  linea  modificada. 

Art.  6.°  El  punto  de  partida  de  la  medi- 
cióu  será  el  mismo  para  todas  las  carreteras; 
de  modo  que  cuando  dos  ó  más  teng'au  un  tro- 
zo comiin,  á  partir  de  Madrid,  no  se  empezará 
á  contar  nuevamente  la  medición  desde  el  pun- 
to del  empalme,  sino  que  continuará  como  si  el 
trozo  común  perteneciese  á  cada  una  de  ellas 
sejiaradamente. 

Art.  7."  La  medición  se  hará  por  los  ejes 
de  las  calles  y  carreteras,  señalándose  los  ki- 
lómetros por  medio  de  postes  colocados  en  los 
puntos  correspondientes.  Estos  postes  se  arre- 
glarán en  sus  formas  y  dimensiones  á  los  mo- 
delos que  acompañan  á  esta  instrucción,  sien- 
do el  número  1.°  para  los  kilómetros,  y  el  2." 
para  los  miriámetros,  y  cuidando  de  poner  en 
estos  iiltimos,  como  indica  el  modelo,  no  mi- 
riámetros, sino  el  número  de  kilómetros  que 
corresponda. 

Art.  8.°  La  colocación  de  los  postes  se  hará 
en  la  normal  á  la  lineación  respectiva  y  al  cos- 
tado izquierdo  de  las  carreteras  á  contar  des- 
de Madrid,  de  manera  que  una  vez  fijo  el  pos- 
te, bajando  desde  él  una  perpendicular  al 
eje,  su  pie  sea  el  punto  de  división  corres- 
pondiente. 

Cuando  haya  algún  obstáculo  que  impida 
colocar  el  poste  á  la  izquierda,  se  colocará  á 
la  derecha. 

Si  ni  aun  á  este  lado  fuere  posible  la  colo- 
cación, se  adelantará  ó  retrasará  lo  absolu- 
tamente indispensable,   cuidando  de  anotar 


eu  un  registro  especial  la  diferencia  de  dis- 
tancia entre  el  verdadero  punto  de  división  y 
aquel  en  que  se  coloque  el  poste  kilométiico. 
Esta  diferencia  se  anotará  también  en  la  par- 
te posterior  del  poste,  donde  se  marcará  el 
número-de  metros  que  se  halle  éste  adelanta- 
do ó  atrasado,  contándose  como  en  el  primer 
caso  los  que  se  hallen  antes  del  verdadero 
punto  de  división,  y  como  en  el  segundo  los 
que  se  hallen  después,  siempre  á  contar  des- 
de Madrid,  en  el  sentido  en  que  se  hace  la 
medición.  En  la  división  sig'uieute  no  se  ten- 
drá en  cuenta  la  diferencia,  sino  que  delierá 
situarse  el  poste  en  el  puuto  que  le  corres- 
ponda, á  contar  desde  el  origen  de  la  medición. 

Art.  9.°  En  los  parajes  llanos  se  colocarán 
los  postes  fuera  de  la  cuneta  á  medio  metro 
de  la  arista  exterior. 

En  los  desmontes  se  situarán  en  los  escar- 
pes, haciendo  una  roza  cuya  base  esté  al  nivel 
del  paseo  á  O™,  40  de  la  arista  exterior  de  la 
cuneta. 

En  los  terraplenes  se  colocarán  en  la  misma 
arista  exterior  del  paseo. 

Art.  10.  Cuando  el  puuto  de  división  cai- 
ga eu  el  interior  de  una  travesía,  eu  lugar 
del  poste  kilométrico,  se  pondrá  en  la  fachada 
de  la  casa  más  próxima  una  lápida  figurada, 
dada  de  cal,  en  la  que  aparecerá  una  inscrip- 
ción con  la  indicación  kilométrica  correspon- 
diente. Esta  lápida  se  colocará  á  una  altura 
suficiente  del  suelo,  á  fin  de  evitar  que  pueda 
borrarse  ó  sufrir  alg'ún  deterioro. 

Art.  11.  En  los  puntos  de  división  de  dos 
provincias  contiguas,  se  colocarán  también 
postes  cjue  indiquen  los  limites.  Estos  se  arre- 
glarán al  modelo  adjunto  niim.  3.",  colocán- 
dose de  manera  que  la  diagonal  del  cuadi-ado 
de  la  base  sea  normal  al  eje  de  la  carretera, 
viniendo  asi  á  cjuedar  la  cara  que  lleva  el 
nombre  de  cada  provincia  dentro  del  término 
correspondiente.  Eu  la  colocación  de  estos 
postes  se  observarán,  por  lo  demás,  las  mis- 
mas regias  que  en  los  indicadores  de  kiló-^ 
metros. 

Art.  12.     Los  postes  de  las  tres  clases  men-J 
clonadas  serán  de  madera,  y  la  parte  enterra- 
da se  dará  con  dos  manos  de  brea  mezcladaj 
con  '/,o  de  aceite  de  linaza  en  caliente,  dejan- 
do secar  la  primera  antes  de  dar  la  segunda.. 
El  resto  se  pintará  al  óleo  á  tres  capas  de  co-l 
lor  gris  claro,  como  el  que  se  ha  dado  á  losi 
postes  que  se  han  empezado  á  fijar  en  el  dis-j 
trito  de  Madrid.— Madrid  28  de  Febrero  de| 
1857.»  (C.  L.,  t.  71,  p.  243.) 

Circ.  5  Marzo  1857. 
Reglas  para  el  servicio  de  las  obras  de  reparación  '. 

(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.1  Extracto. — La-1 
mentándose  una  vez  más  del  mal  estado  del 
las  carreteras,  la  Dirección  general  de  Obras| 
públicas  circtila  otra  instrucción  á  los  inge^ 
uleros,  en  que  les  encarg-a  «se  lleven  á  efectol 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos ^ 
sig'uientes: 

Articulo  1."     Los  jefes  de  los  distritos  toma-  i 
rán  las  disposiciones  convenientes  para  quej 


»     Véase  la  E.  O.  i*  1."  Diciembre  1S5S. 
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en  fin  de  Abril  próximo  se  remitan  A  esta  Di- 
rección los  presupuestos  de  reparación  de  las 
carreteras g'eiieralesy  transversales,  compren- 
didas en  sus  respectivas  demarcaciones. 

Art.  2."  Estos  presupuestos  se  ajustarán  k 
las  instrucciones  aprobadas  en  24  de  Abril 
de  1856  ',  teniendo  en  cuenta  las  jjrevenciones 
siguientes: 

Primera.  Los  presupuestos  se  referirán  á 
aquellas  carreteras  ó  partes  de  carretera  que 
no  hayan  sido  reparadas. 

Seg'unda.  Se  clasifiearAn  por  carreteras, 
dividiéndose  cada  una  en  las  secciones  y  tro- 
zos correspondientes. 

Tercera.  Se  cuidará  de  separar  en  cada 
trozo  el  valor  de  acopio  de  materiales  y  su 
machaqiieo  del  de  la  mano  do  obra  de  su  em- 
pleo, ateniéndose  en  esto  al  modelo  núm.  l.^de 
los  que  acom|)añan  á  dichas  instrucciones. 

Cuarta.  Se  dividirán  los  trozos  de  manera 
qtie  el  importe  de  los  acopios  necesarios  en 
cada  uno,  y  su  machaqueo,  no  exceda,  en 
cuanto  sea  posible,  de  30.000  rs. 

Art.  3.°  Aunque  por  regla  general  deberá 
observarse  lo  que  previene  el  art.  14  de  las 
insti'uccioues  respecto  del  tamaño  de  la  piedra 
machacada  que  ha  de  emplearse  en  los  firmes, 
y  del  espesor  de  éstos,  se  deja  á  juicio  de  los 
jefes  de  distrito  el  proponer  en  esta  parte  las 
modificaciones  que  consideren  convenientes, 
teniendo  en  cuenta  las  diferentes  circunstan- 
cias de  clima,  calidad  de  materiales,  tráfico  y 
demás  que  puedan  concurrir  en  las  carreteras 
á  que  se  refieran  los  presupuestos,  para  cuya 
redacción  deberán  tener  presentes  dichas  mo- 
dificaciones . 

Art.  4."  Al  remitir  los  presupuestos  debe- 
rá fijarse  el  orden  de  ejecución  de  los  traba- 
jos, determinándose  en  cada  distrito,  no  sólo 
las  carreteras  cuyas  obras  se  consideren  pre- 
ferentes, sino  los  trozos  que  en  cada  una  de- 
ben repararse  con  mayor  urgencia. 

Art.  5."  Se  acompañarán  asimismo  plieg'os 
de  condiciones  con  arreglo  al  modelo  núm.  2." 
de  la  instrucción,  cualquiera  que  sea  por  otra 
parte  el  sistema  que  se  crea  conveniente  adop- 
tar para  la  ejecución  de  los  trabajos,  prefirién- 
dose por  regla  general  el  de  contrata  para  el 
acopio  de  |)iedra  y  su  machaqueo,  y  el  de  ad- 
ministración para  las  demás  obras,  proscri- 
biéndose desde  luego  los  ajustes  parciales  ^. 
Art.  ()."  Tanto  en  las  reparaciones  que  se 
hallen  en  ejecución,  como  las  que  se  empren- 
dan en  adelante,  procurarán  los  jefes  de  dis- 
trito vigilar  y  hacer  que  cada  uno  de  sus  su- 
bordinados, en  su  esfera  de  acción  correspon- 
diente, vigile  con  la  mayor  escrupulosidad  el 
exacto  cumplimiento  de  cxiantas  prevenciones 
se  tienen  hechas  para  la  buena  ejecución  de 
los  trabajos,  á  fin  de  obtener  el  mejor  resulta- 
do posible  de  los  fondos  que  á  este  objeto  se 
destinen. 

Art.  7."    Se  recomienda  la  mayor  exactitud 
en  la  formación  y  remisión  de  las  relaciones 


mensuales,  correspondientes  á  las  obras  de  re- 
paración. Estas  relaciones  se  sujetarán  en  un 
todo  á  los  modelos  vigentes  para  las  obras  que 
se  ejecutan  por  contrata,  siempre  que  sea  éste 
el  sistema  que  se  adopte  para  las  de  repara- 
ción; y  para  las  que  ,se  lleven  á  efecto  por  ad- 
ministración, servirá  el  modelo  nnm.  3."  de 
las  instrucciones  ya  mencionadas  de  24  de 
Abril,  agregando  al  fin  un  resumen  clasifica- 
do de  los  gastos  mensuales  relativos  á  las 
obras  que  comprenda  la  relación  correspon- 
diente. 

Art.  8."  En  adelante  se  cuidará  por  los  dis- 
tritos de  remitir  para  fin  de  Febrero  de  cada 
año  el  presupuesto  de  las  obras  de  reparación 
que  deban  ejecutarse  en  la  campaña  siguien- 
te, que  se  contará  desde  1.°  de  Mayo  de  aquel 
mismo  año  á  fin  de  Abril  del  .siguiente,  ate- 
niéndose en  su  redacción  á  cuanto  en  esta  cir- 
cular se  les  previene. — Dios,  etc. — Madrid  5 
de  Marzo  de  1857.»  (C.  L.,  t.  71,  p.  289.) 

Ley  22  .Julio  1857. 
Bases  que.  han  de  regir  sobre  carreteras:   Clasificación: 
Carreteras  de  primero,  sei/undo  y  tercer  orden:  Ntievo 
plan:  Carreteras  de  servicio  particular,  etc.  >. 

(FoM.)     «LEY.— Doña  Isabel  II,  etc. 

Articulo  1."  Los  caminos  ordinarios  ó  ca- 
rreteras de  la  Península  ó  islas  adyacentes  se 
dividirán  en  vías  de  servicio  público  y  en  vias 
de  servicio  particular. 

Art.  2."  Las  carreteras  de  servicio  público 
serán  clasificadas  para  los  efectos  de  esta  ley, 
según  su  importancia  y  utilidad,  en  carrete- 
ras de  primero,  segundo  y  tercer  orden. 

Art.  3."     Serán  carreteras  de  primer  orden: 

1."  Las  que  se  dirijan  desde  Madrid  á  las 
capitales  de  provincia,  departamentos  de  Ma- 
rina y  puntos  en  que  haya  establecidas  Adua- 
nas marítimas,  habilitadas  para  el  comei'cio 
general  de  importación  y  exportación. 

2."  Los  ramales  que  partiendo  de  un  ferro- 
carril ó  de  una  carretera  de  primer  orden, 
conduzcan  á  alguno  de  los  puntos  designados 
en  el  párrafo  anterior . 

3.°  Las  que  enlacen  dos  ó  más  ferrocarri- 
les, pasando  por  un  pueblo  cuyo  vecindario  no 
baje  de  15.000  almas. 

4.°  Las  que  unan  dos  ó  más  carreteras  de 
primer  orden,  pasando  por  alguna  capital  de 
provincia  ó  centro  de  gran  población  ó  tráfico, 
así  del  interior  como  del  litoral  de  la  Penínsu- 
la, siempre  que  su  vecindario  exceda  de  20.000 
almas . 

Art.  4."  (Es  exactamente  igual  al  5."  de  la 
ley  de  4  de  Mayo  de  1877.) 

Art.  5.°  Serán  carreteras  de  tercer  orden 
las  que,  sin  tener  ninguna  de  las  condiciones 
señaladas  para  las  carreteras  de  primero  y  se- 
gundo, interesen  á  uno  ó  más  pueblos,  aun 
cuando  no  pertenezcan  auna  misma  provincia. 

Art.  6.°  El  Ministro  de  Fomento,  oyendo  á 
las  Diputaciones  provinciales  respectivas,  pro- 
cederá inmediatamente  á  formar  iin  plan  ge- 


•  No  ruHocemns  estas  instrucciones  ni  están  en  la  Co- 
Itcción  Letfislativa.  Sin  duda  quiere  aludirse  á  IñS  apro- 
badas por  la  Circ.  de  So  de  Octubre  de  185!;. 

'  Véanse  los  arts.  21,  3J  ¡/ 41  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de 
1877,  y  21,  25,  .36,  :¡7  y  S2  del  reglamento. 


'  Esta  ley  ha  s'do  esencialmente  modificada  por  la  de 
4  de  Mayo  de  1877,  aplicable  tan  silo  d  las  carreteras  de 
servicio  público,  clasificadas  del  modo  que  establece  el  ar- 
ticulo 2.°,  siendo  de  fres  órdenes  las  que  aorren  d  cargo 
del  Estado,  conforme  d  los  ¡irts.  3.°  y  siijuientes. 
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ueral  de  carreteras,  en  el  que,  teniendo  eu 
cuenta  el  sistema  de  ferrocarriles  que  se  está 
ejecutando,  y  debe  completarse  en  adelante, 
y  los  caminos  hoy  construidos  y  en  curso  de 
construcción,  y  atendiendo  á  las  necesidades 
de  las  diferentes  provincias,  se  distribuyan 
convenientemente  las  tres  clases  de  carrete- 
ras que  reconoce  esta  ley. 

Art.  7."  No  podrá  procederso  á  la  clasifica- 
ción de  carretera  alguna,  cualquiera  que  sea 
el  orden  á  que  pertenezca  ó  haya  de  pertene- 
cer, sin  que  preceda  la  formación  de  un  ante- 
proyecto. 

Art.  8."  El  ingeniero  encargado  de  la  for- 
mación del  anteproyecto  remitirá  á  los  gober- 
nadores de  las  provincias,  por  donde  pase  la 
carretera,  una  copia  de  él. 

Los  gobernadores  dispondrán  que  se  dé  pu- 
blicidad al  anteproyecto  por  medio  del  Boletín 
oficial,  señalando  el  término  de  treinta  dias 
para  que  los  pueblos,  corporaciones  ó  particu- 
lares á  quienes  interese  el  camino,  puedan  en- 
terarse de  aquel  documento  en  la  Secretaría 
del  Gobierno.  Iguales  anuncios  deberán  pu- 
blicarse por  los  medios  acostumbrados  en  los 
pueblos  á  que  se  extienda  la  carretera. 

De  las  reclamaciones  que  hicieren  los  qtie 
se  creyesen  perjudicados,  se  dará  conocimien- 
to al  ingeniero  autor  del  anteproyecto,  para 
que  en  su  vista  exponga  lo  que  estime  conve- 
niente. 

Cumplida  la  formalidad  antei-ior,  se  pasará 
el  expediente  al  ing'cniero  jefe  del  distrito 
para  que  informe  lo  qne  se  le  ofrezca  y  parez- 
ca; y  si  para  hacerlo  con  pleno  conocimiento 
y  fundar  su  dictamen  necesitase  nuevos  datos 
ó  jvizgase  necesario  comprobarlo  sobre  el  te- 
rreno, pasará  á  reconocerlo. 

El  ingeniero  jefe  redactará  su  informe  ha- 
ciendo una  exposición  clara  y  sucinta  de  los 
puntos  de  hecho  que  hubiesen  dado  motivo  á 
la  oposición,  ó  los  reparos  puestos  al  antepro- 
yecto, y  lo  terminará  manifestando  la  clasifi- 
cación que  en  su  concepto  corresponda  á  la 
carretera. 

En  tal  estado  oirá  el  g'obernador  al  Consejo 
provincial  sometiendo  á  su  examen  el  antepro- 
yecto y  lo  remitirá  después  al  Ministerio  de 
Fomento,  consignando  su  dictamen,  para  que 
con  presencia  de  todo,  y  oyendo  á  la  Junta 
consultiva  de  caminos,  se  proponga  á  S.  M.  la 
resolución  que  corresponda. 

Art.  9."  La  clasificación  de  las  carreteras 
de  primer  orden  se  hará  por  Real  decreto,  pre- 
vio acuerdo  del  Consejo  de  Ministros. 

La  de  las  carreteras  de  segundo  orden  se 
hará  también  por  Real  decreto  expedido  á  pro- 
puesta del  Ministro  de  Fomento. 

La  de  las  carreteras  de  tercero  se  hai'á  de 
Real  orden. 

Art.  10.  Las  carreteras  declaradas  ya  ge- 
nerales y  transversales  se  consideran  de  pri- 
mer orden;  las  provinciales  de  seg'unda,  y  de 
tercero  los  caminos  vecinales. 

Art.  II.  Aprobado  el  anteproyecto  y  hecha 
la  clasificación  de  una  carretera,  se  procederá 
á  la  formación  del  proyecto  definitivo,  en  cuyo 
trazado  quedarán  comprendidos  los  piieblos 
que  eu  el  anteproyecto  se  hubiesen  fijado. 


Art.  12.  Si  de  este  estudio  definitivo  resul- 
tase la  necesidad  ó  conveniencia  de  variar  el 
trazado  marcado  por  el  anteproyecto  en  una 
zona  tal  que  queden  fuera  de  la  linea  alguno 
ó  algunos  de  los  pueblos  situados  en  la  traza 
del  anteproyecto,  se  procederá  á  una  informa- 
ción análoga  á  la  que  el  art.  8."  prescribe. 

Art.  13.  La  ajirobación  del  proyecto  defini- 
tivo de  las  carreteras  se  hará  de  Real  orden, 
previos  los  dictámenes  de  los  ingenieros  je- 
fes de  los  distritos  qvie  atraviese  la  linea,  y 
de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos. 

Art.  14.  La  aprobación  de  todo  proyecto  de 
carreteras  del  servicio  público,  con  arreglo  á 
las  prescripciones  que  marca  el  articulo  ante- 
rior, lleva  consigo  la  declaración  de  utilidad 
piiblica  en  favor  de  las  obras  eu  él  consig- 
nadas. 

Art.  15.  Una  vez  hecha  la  clasificación  de 
una  carretera,  no  podrá  variarse  sin  que  pre- 
cedan los  mismos  trámites  y  requisitos  que  se 
exigen  en  los  arts.  8."  y  9.° 

Art.  16.  Tam])oco  podrá  modificarse  su  tr.a- 
zado  ó  proyección  horizontal  en  mayor  distan- 
cia que  la  de  200  metros  á  uno  y  otro  lado  del 
eje  sin  que  se  cumplan  las  prescripciones  que 
marcan  los  arts.  8."  y  13. 

Art.  17.  No  se  dará  principio  á  la  construc- 
ción de  carretera  alguna  sin  que  esté  hecha  en 
debida  forma  su  clasificación,  aprobado  el  co- 
rrespondiente proyecto  y  acordada  su  ejecu- 
ción por  el  Gobierno. 

Art.  18.  La  aprobación  de  las  variaciones 
y  aumentos  de  obras  de  menor  cuantía  en  los 
proyectos  de  las  carreteras  de  tercer  orden 
que  se  hallaren  en  curso  de  construcción,  se 
hará  por  los  gobernadores  de  las  provincias 
siempre  que  sea  unánime  el  parecer  del  ing-e- 
niero  autor  del  pro3'ecto,  y  el  del  jefe  del  dis- 
trito y  con  arreglo  á  lo  que  se  prescriba  en  los 
reglamentos  que  se  publiquen  para  la  ejecu- 
ción de  esta  ley. 

Art.  19.     El  estudio,   construcción,  repara- 
ción y  conservación  de  las  carreteras  que  com-  j 
prenda  el  plan  formado  por  el  Gobierno,  se] 
hará  por  cuenta  del  Estado. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  g-eneral  las  ] 
travesías  de  los  pueblos  cuyo  vecindario  pase 
de  8.000  almas,  para  las  que  seguirá  rigiendo, 
la  ley  de  11  de  Abril  de  1849  en  cuanto  no  sej 
oponga  á  lo  dispuesto  en  la  presente. 

Art.  20.    Publicada  esta  ley,  se  hará  una  li- 
quidación délas  cantidades  invertidas  por  elj 
Estado  y  las  provincias  en  las  obras  que  se  es- 
tén ejecutando  con  fondos  mixtos.  Dicha  liqui- 
dación comprenderá  todos  los  trabajos  ejecu-] 
tados  hasta  la  fecha  de  la  indicada  publicacióu  i 
y  se  abonarán  respectivamente  al  Estado  y  ft  j 
"las  provincias  las  sumas  que  á  su  favor  resul- ' 
ten  en   cada  una  de  las  carreteras,  tomando  ', 
como  saldo   la  liquidación  colectiva  de  cada  j 
provincia. 

El  pago  de  los  saldos  que  á  favor  ó  en  con- 
tra del  Estado  resulten  se  hará  eu  metálico, ' 
invirtiéndose  su  importe  en  las  carreteras  de 
las  respectivas  provincias,  Siempre  que  resul- 
taren acreedoras  en  la  liquidación. 

Art.  21.    Eu  el  presupuesto  general  de  gas- 
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tos  de  cada  año  se  fijarán  en  capítulos  separa- 
dos las  sumas  que  á  cada  una  de  las  tres  clases 
de  carreteras  hayan  de  destinarse,  para  que 
atendido  el  número  y  longitud  de  las  lineas 
existentes  en  cada  orden,  se  distribuyan  los 
trabajos  de  modo  qne  resulte  convenientemen- 
te desarrollado  el  sistema  de  caminos  ordi- 
narios. 

No  podrá  el  Gobierno  alterar  esta  distribu- 
ción invirtiendo  cu  una  clase  de  carreteras  los 
fondos  que  para  las  otras  se  hubieren  señala- 
do en  el  presupuesto. 

Art.  22.  Las  cantidades  consignadas  á  las 
tres  clases  de  carreteras  se  distribuirán  equi- 
tativamente entre  las  provincias  del  Reino  por 
el  Consejo  de  Ministros,  á  projjuesta  del  de 
Fomento  y  previo  informe  de  la  Dirección  g'e- 
neral  de  Obras  pi'iblicas,  insertándose  la  dis- 
tribución en  la  Gaceta  de  Madrid  dentro  de 
los  30  dias  siguientes  á  la  fecha  en  que  hubie- 
i'e  sido  sancionada  la  lej'  de  presupuestos. 

Art.  23.  A  las  provincias  y  pueblos  que 
quieran  invertir  en  su  territorio  otras  canti- 
dades, ó  las  prestaciones  que  fije  la  leg'islaeión 
vigente,  además  de  los  fondos  que  á  sus  carre- 
teras destine  el  Estado,  se  concederá  por  el 
Gobierno  una  suma  ig'ual  á  la  mitad  de  la  que 
empleen  sobre  la  consignación  que  les  corres- 
ponda en  la  distribución  ordinaria,  hecha  con 
arreglo  al  articulo  anterior. 

Art.  24.  Los  productos  del  peaje  de  todos 
los  portazgos,  pontazg'os  y  barcajes  estableci- 
dos, ó  que  en  adelante  se  establecieren  en  las 
carreteras,  serán  para  el  Estado,  y  quedarán 
afectos,  sin  perjuicio  de  las  hipotecas  legales 
o[U.e  sobre  si  tuvieren,  á  la  conservación  de  ca- 
rreteras como  parte  de  los  ingresos  que  figu- 
ren en  la  ley  anual  de  presupuestos  para  cu- 
brii'  los  gastos  de  este  ramo. 

Art.  25.  Se  considerarán  como  carreteras 
de  servicio  particular  las  que  sirviendo  para 
la  explotación  de  minas,  canteras  y  montes, 
para  la  comunicación  de  establecimientos  in- 
dustriales ó  de  otra  clase  cualquiera  ó  para  el 
'servicio  de  edificios,  haciendas  ó  propiedades 
particulares,  pasen  por  terrenos  que  no  sean 
propiedad  del  que  construya  el  camino. 

Art.  26.  Los  que  quieran  estudiar  una  ca- 
rretera ó  camino  de  servicio  particular  solici- 
tarán del  gobernador  de  la  provincia  la  co- 
rrespondiente autorización;  obtenida  la  cual 
adquirirán  el  derecho  de  entrar  en  las  propie- 
dades particxilares  con  objeto  de  hacer  las  ope- 
raciones necesarias  al  estudio,  previo  aviso  á 
los  dueños  ó  colonos  de  las  que  se  halltin  cer- 
cadas, y  quedando  en  todo  caso  obligados  á  la 
indemnización  de  los  daños  que  causaren; 
para  lo  cual  presentarán  el  debido  afianza- 
miento. 

Art.  27.  Las  carreteras  de  servicio  particu- 
lar podrán  ser  declaradas  de  utilidad  pública, 
siempre  que  su  importancia  lo  merezca  y  que 
así  resultare  de  la  información  que  se  practi- 
que con  arreglo  á  los  trámites  prescritos  por 
la  legislación  que  se  hallare  vigente  sobre  ex- 
propiación forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. 

Art.  28.  Para  proceder  á  la  construcción  de 
una  de  estas  carreteras  se  necesita  la  avitori- 


zación  del  Gobierno,  siempre  que  acerca  de 
ella  haya  recaldo  la  declaración  de  utilidad 
pública. 

Art.  29.  Las  disposiciones  adoptadas  res- 
pecto de  los  caminos  particulares  en  los  tres 
precedentes  artículos  no  se  entienden  con  los 
que  los  dueños  construyan  dentro  de  sus  pro- 
piedades. 

Art.  30.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
sobre  caminos  ordinarios  en  cuanto  se  opon- 
gan á  la  presente. 

Art.  31.  El  Gobierno  formará  y  publicará 
los  reglamentos  necesarios  para  la  ejecución 
de  esta  lev.  Por  tanto,  etc.  Dado  en  Palacio  á 
22  de  Julio  de  1857.— Yo  la  Reina.— El  Minis- 
tro de  Fomento,  Claudio  Movano  Samauieg'o.» 
(C.  L.,  t.  73,  p.  11.) 

Circ.  5  Noviembre  1857. 

Se  enarquen  en  las  cartas  las  carreteras  construidaSf  en 

construcción  y  proyectos  aprobados. 

(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.)  Mandó  la  Direc- 
ción formular  y  señalar  sobre  las  cartas  de 
cada  una  de  las  provincias,  separadamente  y 
en  el  plazo  más  breve  posible,  los  caminos  de 
primero,  seg'undo  y  tercer  orden  que  se  hallen 
construidos,  en  construcción  y  proyectos  apro- 
bados, y  los  que  atendiendo  á  las  necesidades 
de  los  pueblos  (jue  han  de  poner  en  comunica- 
ción, deban  estudiarse.  (C.  L.,  t.  14,  p.  114.) 

Circ.  3  Mayo  1858. 
Carreteras  de  tercer  orden:  Pendiente:  Anchura,  etc. 

(DiH.  GEN.  DE  Ob.  púb.)  «ínterin  se  aprue- 
ban los  formularios  con  arreglo  á  los  cuales  en 
lo  sucesivo  se  han  de  redactar  los  proyectos 
de  las  carreteras  de  tercer  orden,  esta  Direc- 
ción g'eneral  ha  dispuesto  que  los  estudios  se 
ajusten  en  un  todo  á  los  mandados  observar 
por  la  misma  en  28  de  Abril  de  1846,  teniendo 
además  presentes  las  advertencias  siguientes: 

1.'''  Se  podrá  admitir  la  pendiente  limite 
de  7  por  100. 

2.^  El  ancho  de  dichas  carreteras  será  en 
los  trozos  fáciles  5  metros  50  centímetros  y  en 
los  difíciles  3  metros  50  centímetros,  dando  al 
firme  4  metros  y  á  cada  paseo  75  centímetros 
en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  3  metros  al 
firme  y  á  cada  paseo  25  centlmentros.  (Véase 
el  art.  20  del  Regí,  de  10  Agosto  1877.) 

i.'^  El  espesor  del  firme  en  el  centro  será 
de  20  centímetros. 

A  fin  de  que  puedan  ser  ejecutadas  estas 
vías  con  la  mayor  economía  posible,  se  podrán 
proponer  badenes  en  lugar  de  tajeas  y  alcan- 
tarillas en  aquellos  puntos  en  que  dicha  susti- 
tución pueda  hacerse  sin  graves  inconvenien- 
tes, y  se  cuidará  de  evitar  muy  particular- 
mente el  empleo  de  materiales  costosos  en  las 
obras  de  fábrica  que  sea  indispensable  ejecu- 
tar. Dios,  etc.— Madrid  3  de  Mavo  de  1858.» 
(C.  L.,  t.  16,  p.  191.) 

Circ.  10  Mayo  18.58. 
Anteproyectos  de  carreteras  de  tercer  orden. 
Dispuso  la  Dirección  de  Obras  públicas  que 
se  terminasen  en  el  menor  plazo  posible  los 
anteproyectos  que  de  las  carreteras  de  tercer 
orden  estaban  en  estudio  y  todos  los  demás 
proyectos  cuya  formación  se  había  mandado, 
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y  que  se  remitiera  uua  relaciún  de  lo.s  proyec- 
tos de  las  expresadas  carreteras  conipleta- 
meute  terminados,  etc.  (Ciro.  10  Mayo  1858. — 
C.  L.,  t.  70,  p.  215.) 

Ciro.  23  Junio  1858. 
Plan  de  carreteras. 
(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.)  Remite  la  Direc- 
ción á  las  autoridades  provinciales  el  plan  de 
carreteras  de  su  respectiva  provincia,  píira 
que  acuerden  lo  más  conveniente  en  cumpli- 
miento del  art.  6.°  de  la  lev  de  22  de  Julio  de 
1857.  (C.  L.,  t.  76,  p.  397.) 

H.  O.  1.°  Diciembre  1858. 
Aprueba  la  luNtriicelóii  para  las  obras  de  conser- 
vación y  reparación:  Contratos  de  acopios. 

(FoM.)  «limo.  Sr.:  La  importancia  que  van 
adquiriendo  los  trabajos  que  se  ejecutan  para 
la  conservación  y  reparación  de  las  carreteras 
merece  fijar  la  atención  del  Gobierno  para  in- 
troducir en  este  interesante  servicio  la  debida 
regularidad.  A  este  flu  se  encaminaron  las  dis- 
posiciones que  esa  Dirección  general  adoptó 
en  su  circular  de  5  de  Marzo  de  1857,  cuyas 
prescripciones  esenciales  es  ya  llegado  el  caso 
de  cumplir. 

Una  de  estas  prescripciones  es  la  de  verifi- 
car por  contrata  los  acopios  de  materiales  ne- 
cesarios para  la  reposición  de  los  firmes,  abo- 
liendo los  ajustes  parciales  á  que  por  lo  común 
se  ha  apelado  para  la  ejecución  de  esta  parte 
de  los  trabajos.  El  sistema  de  contratas,  sobre 
ser  en  general  más  económico  y  de  resultados 
más  seguros,  ofrece  las  inapreciables  ventajas 
de  ajustarse  más  estrictamente  á  las  disposi- 
ciones legales  que  sobre  esta  materia  rigen,  y 
de  presentar  mayores  garantías  de  la  buena 
gestión  de  los  asuntos  encomendados  á  la  ad- 
ministración de  las  obras  públicas.  Por  esta 
razón  es  preciso,  de  aquí  en  adelante,  adoptar 
por  regla  general  este  sistema  para  la  conser- 
vación y  reparación  de  las  carreteras,  asi  como 
se  halla  establecido  para  la  construcción  de 
las  obras  nuevas. 

Pero  al  hacerlo  asi,  es  preciso  no  perder  de 
vista  la  índole  especial  de  esta  clase  de  traba- 
jos, que  no  permite  la  rig'orosa  aplicación  de 
todas  las  disposicicJues  contenidas  en  la  ins- 
trucción de  18  de  Marzo  de  1852,  para  celebrar 
las  subastas  de  los  servicios  y  obras  que  se 
hallen  á  cargo  de  esa  Dirección  g'eneral  en 
este  Ministerio  de  Fomento.  En  efecto,  si  se  ha 
de  obtener  el  mejor  partido  de  las  sumas  que 
se  destinen  á  conservación  y  reparación,  es 
preciso  subdividir  los  presupuestos  correspon- 
dientes, de  modo  que  el  valor  de  los  materia- 
les que  haya  de  servir  de  tipo  para  cada  con- 
trata sea  poco  considerable  y  se  halle  al  alcance 
de  los  licitadores  de  pequeña  fortuna  que  sue- 
len entregarse  á  este  género  de  especulacio- 
nes. Esta  importante  consideración  demuestra 
que  forzosamente  hay  que  recurrir  á  la  cele- 
bración de  un  gran  número  de  subastas,  uua 
vez  adoptado  el  sistema  de  contrata  para  el 
acopio  de  materiales. 

Ahora  bien:  la  doble  subasta  cjue  prescribe 
el  art.  2."  de  la  lust.  mencionada  de  18  de  Mar- 
zo, y  sobre  todo,  la  formalización  de  los  con- 
tratos en  esta  corte,  conforme  se  previene  en 


el  art.  17  de  la  misma,  serán  obstáculos  gra- 
ves que  se  opondrán  á  la  marcha  desembaraza- 
da y  rápida  que  conviene  dar  á  la  tramitación 
de  los  expedientes  de  subasta  y  retraerán  in- 
dudablemente de  tomar  parte  en  los  remates  á 
muchos  licitadores,  con  g-rave  perjuicio  de  los 
intereses  del  Estado.  Dificilmentese  avendrán, 
en  efecto,  las  personas  que  puedan  emprender 
estos  trabajos,  y  que  por  lo  general  tendrán 
pocos  recursos  y  escasa  inteligencia  en  el  ma- 
nejo de  los  neg'ocios,  á  hacer  los  gastos  y  g'es- 
tiones  que  exigirían  el  otorgamiento  de  las  es- 
crituras en  Madrid  y  la  traslación  á  la  Teso- 
rería central  de  los  depósitos  provisionales 
constituídoseulas  respectivas  capitales  de  pro- 
vincia. 

Estas  prescripciones,  que  por  otra  parte  no 
se  hallan  prevenidas  en  el  R.  D.  de  27  de  Fe- 
brero de  1852,  base  de  la  Inst.  de  18  de  Marzo, 
deben,  pues,  para  los  casos  de  que  se  trata, 
sufrir  una  modificación,  que  sin  perjudicar  á 
las  garantías  que  en  estos  asuntos  debe  reser- 
varse el  Gobierno,  hag-a  desaparecer  los  in- 
convenientes de  que  se  ha  hecho  mención.  Por 
estas  razones,  es  de  gran  interés  que  las  su- 
bastas para  los  acopios  de  materiales  tenganlu- 
gar  sólo  en  las  capitales  de  provincia,  y  que  en 
las  mismas  se  otorg'uen  las  escrituras  de  con- 
trata sin  necesidad  de  hacer  la  traslación  á  la 
Tesorería  central  de  los  depósitos  provisiona- 
les que  se  hayan  constituido  para  tomar  parte 
en  las  licitaciones.' 

Penetrada  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  las 
anteriores  consideraciones,  y  creyendo  conve- 
nientes las  demás  medidas  que  esa  Dirección 
ha  propuesto  para  llevar  á  cabo  el  pensamien- 
to de  reg'ularizar  el  servicio  de  obras  de  con- 
servación y  reparación,  ha  tenido  á  bien  apro- 
bar la  adjunta  instrucción  para  llevar  á  cabo 
dichas  obras,  asi  como  las  notas  y  modelos  que 
la  acompañan. — De  Real  orden,  etc. — Madrid 
1.°  de  Diciembre  de  1858.— Corvera.— Sr.  Di- 
rector general  de  Obras  públicas. 

Instrucción  QUE  HA  de  observarse  para  la  ejecu- 
ción DE  LAS  OBRAS  DE  conservaclón  y  reparación 
de  carreteras  ^. 

1.°  En  vista  de  los  presupuestos  remitidos 
por  los  ingenieros  jefes  de  las  provincias  y  de 
las  cantidades  incluidas  para  los  servicios  de  j 
conservación  y  reparación  de  carreteras  en  el 
general  del  Estado,  se  hará  anualmente  la  dis- 
tribución de  los  fondos  por  provincias,  en  laj 
forma  que  para  cada  una  se  detalla  en  las  no- 
tas núms.  1  y  2. 

2.°  .  Los  ingenieros  jefes  de  las  provincias  j 
devolverán  inmediatamente  á  la  Dirección  ge-  ¡ 
neral  las  expresadas  notas,  después  de  hacer 
constar  en  ellas  la  distribución  que  en  su  con- 
cepto deba  hacer  por  meses  de  las  cantidades  j 
asignadas  para  todo  el  año  á  la  provincia  res- 
pectiva. Para  hacer  estas  distribuciones  debe-  I 
rán  tenerse  en  cuenta  todas  las  circunstancias  ( 
que  influyen  en  el  valor  de  los  materiales,  y  la  j 
necesidad  de  su  acopio  en  épocas  dadas,  con  \ 
el  objeto  de  obtener  en  estos  trabajos  la  ma- 


>     Víase  la  R.  O.  de  15  de  Julio  de  1859  y  la  Circ.  de  ' 
24  de  .Julio  de  ISSB  y  en  Contratos  administrativos 
el  art.  í.°  de  la  Jnat.  de  11  de  ¡Septiembre  de  iaS6. 
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yor  eeoiioinia  posible,  siu  perjuicio  de  las  obras 
de  que  se  trata. 

3."  Con  presencia  de  las  uotas  que  remitan 
los  iug'euieros,  se  determinarán  las  consig'ua- 
cioues  que  para  los  servicios  de  conservación 
y  reparación  hayan  de  hacerse  en  cada  uno  de 
los  meses  del  año  correspondiente. 

4."  Los  ingenieros  cuidarán  de  disponer  los 
trabajos  de  manera  que  las  cantidades  que  en 
cada  mes  se  gasten,  se  aproximen,  en  cuanto 
sea  posible,  ;i  las  respectivas  consig'naciones, 
con  el  fin  de  que  no  resulten  fondos  de  consi- 
deración sin  emplear;  lo  que  causa  g'rave  per- 
juicio al  Tesoro  público  y  puede  originar  per- 
turbaciones en  el  servicio. 

5."  Una  vez  determinada  la  cantidad  que 
en  la  distribución  toca  A  cada  provincia  duran- 
te el  año,  y  las  consig'naciones  que  se  harán 
niensualmente,  los  ingenieros  excusarán  la  re- 
misión de  presupuestos  mensuales  para  con- 
servación y  re]iaración. 

6.°  La  Adnunistraeión  central  reservará  la 
parte  que  crea  conveniente  de  la  cantidad  to- 
tal incluida  por  los  servicios  de  que  se  trata  en 
el  presupuesto  general,  para  atender  á  cual- 
quiera eventualidad  que  durante  el  año  pudie- 
ra sobrevenir.  De  esta  reserva  se  irá  haciendo 
uso  á  medida  que  las  necesidades  lo  reclamen, 
'  según  las  disposiciones  qiie  en  cada  caso  se 
adopten  por  la  Dirección  general. 

7."  Conocidos  los  recursos  con  que  en  cada 
provincia  se  cuenta  para  la  conservación  y  re- 
paración, los  ingenieros  procederán,  sin  levan- 
tar mano,  á  formalizar,  con  la  necesaria  anti- 
cipación, el  plan  de  trabajos  para  el  año  co- 
rrespondiente, de  modo  que  este  plan  pueda 
empezar  á  realizarse  á  principios  del  mis- 
mo año. 

8."  Ante  todo,  los  ingenieros  jefes  deberán 
dividir  cada  una  de  las  carreteras  comprendi- 
das en  su  demarcación,  en  dos  partes.  En  la 
primera  se  comprenderán  todos  los  trozos  que 
por  su  estado  de  deterioro  exijan  tina  atención 
preferente,  y  cuya  reparación  pueda  quedar 
completamente  terminada  dentro  del  año,  con 
los  recursos  que  A  este  servicio  se  consag'ren 
en  el  mismo  periodo.  La  segunda  comprende- 
rá todo  el  resto  de  la  carretera. 

9.°  En  la  seg-unda  de  las  partes  en  que,  con 
arreglo  al  articulo  anterior,  se  ha  de  dividir 
cadacarretera,  habrá  que  considerar  otros  dos 
g-rupos.  El  primero  comprenderá  los  trozos  ya 
reparados  en  las  iiltima.s  campañas  y  que,  por 
consiguiente,  deben  hallarse  en  estado  de  con- 
servación. El  segundo  grupo  comijrenderá  los 
trozos  que  no  hayan  sido  aún  reparados  ni 
puedan  serlo  tampoco  en  el  año  do  que  se  tra- 
te, por  no  bastar  para  este  objeto  los  fondos 
que  se  consignen. 

10.  De  los  dos  grupos  de  trozos  de  que  trata 
el  articulo  anterior,  se  atenderá  con  toda  pre- 
ferencia á  la  conservación  del  primero,  para 
no  dejar  en  ningún  caso  que  las  degradaciones 
producidas  por  el  tránsito  lleguen  á  exigir 
nuevas  reparaciones.  En  la  conservación  de 
los  trozos  del  segimdo  grupo  se  ejecutarán  sólo 
los  trabajos  indispensables  para  el  manteni- 
miento (le  su  viabilidad,  pues  el  empeñarse  en 
gastos  que  no  conduzcan  directamente  á  po- 


ner dichos  trozos  en  perfecto  estado  de  con- 
servación será  invertir  infructtiosamente  ios 
fondos  consignados. 

11.  Agrupados  los  trozos  de  cada  carretera 
en  las  dos  grandes  secciones  de  que  se  ha  ha- 
blado en  el  art.  8."  de  esta  instrucción,  los  in- 
g-enieros  deberán  tener  muy  en  cuenta  que  un 
mismo  trozo  no  debe  á  la  vez  hallarse  dentro 
del  mismo  año  en  conservación  y  reparación, 
y  que  por  consiguiente,  todos  los  gastos  que 
en  61  so  hagan  deberán  considerarse  exclusi- 
vamente como  de  una  ó  de  otra  naturaleza  y 
cargarse,  por  consiguiente,  al  capitulo  y  ar- 
ticulo correspondientes. 

Para  que  pueda  hacerse  la  debida  distinción 
entre  lo  que  debe  entenderse  por  conservación 
y  reparación,  deberán  los  ingenieros  tener 
muy  presentes  las  reglas  contenidas  en  los  ar- 
tículos que  siguen. 

l;j.  Las  obras  de  conserración  son  solamen- 
te las  que  tienen  lugar  en  una  carretera  con- 
cluida. Estas  obras  comprenderán  los  dos  gru- 
pos de  trozos  indicados  en  el  art.  9.",  ejecu- 
tándose en  el  primero  las  quesean  necesarias 
para  ocurrir  á  la  reposición  del  desgaste  de 
los  firmes,  pequeños  hácheos  y  limpieza  y  re- 
corrido de  obras  de  tierra,  limitándose  para  el 
segundo  grupo  á  los  trabajos  indicados  en  el 
art.  10. 

14.  Son  obras  de  reparación  las  que  se  ha- 
cen en  un  camino  que  se  halla  en  habilitación 
para  mantenerle  viable,  mientras  éstas  no  to- 
men el  carácter  de  obras  tiiieras  por  dárselas 
la  extensión  ó  importancia  de  tales. 

15.  Son  también  obras  de  reparación  las 
qtie  generalmente  se  conocen  con  este  nombre 
ó  tienen  por  objeto  la  recomposición,  por  me- 
dio de  recargos,  de  un  firme  deteriorado,  el 
arreglo  de  las  obras  de  tierra  y  la  recomposi- 
ción de  las  de  fábrica,  cuando  no  se  trata  ya 
de  su  mera  conservación,  sino  de  ocurrir  á  de- 
gradaciones de  cietta  entidad.  Estas  obras  se 
hallan  por  otra  parte  perfectamente  clasifica- 
das en  los  arts.  3.",  4."  y  5.°  de  las  instruccio- 
nes de  24  de  Abril  de  1856. 

16.  También  son  obras  de  reparación  las 
que  sean  necesarias  en  los  edificios  afectos  al 
servicio  de  carreteras,  siempre  que  por  su  en- 
tidad tengan  un  carácter  superior  al  de  mera 
conservación. 

17.  Son  y  deben  considerarse  como  obras 
nuevas  las  modificaciones  de  todas  clases  qite 
se  hagan  y  proyecten  en  las  cari-eteras  cons- 
truidas, bien  en  sentido  horizontal,  cambian- 
do la  dirección  de  las  alineaciones,  bien  en 
sentido  vertical,  alterando  las  rasantes,  asi 
como  las  especificadas  en  el  art.  2.''  de  las  men- 
cionadas instrucciones  de  Abril  de  1856;  la 
construcción  de  nueva  planta  de  edificios  y  la 
colocación  de  primer  establecimiento  de  hitos 
kilométricos,  indicadores  y  demás  accesorios 
de  análoga  naturaleza. 

18.  Con  arreglo  á  estas  observaciones  se 
hará  el  debido  deslinde  por  los  ingenieros  para 
no  comprender  nunca  en  obras  de  conserva- 
ción las  que  por  su  naturaleza  son  esencial- 
mente de  rejyaración  y  para  no  considerar 
como  de  reparación  las  que  realmente  deben 
rejiutarse  como  obras  nuevas. 
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19.  Eu  las  obras  que  se  ejeciitan  por  con- 
trata se  abona  A  los  contratistas  el  gasto  de 
conservación  dnrante  el  plazo  de  garantía,  vi- 
niéndose asi  ii  carg'ar  al  capitulo  de  obras  nue- 
vas un  g'asto  realmente  de  conservación.  Otro 
tanto  debe  hacerse  con  las  obras  que  se  hayan 
ejecutado  por  Administración,  cu j'os gastos  de 
conservación,  durante  un  año,  á,  contar  desde 
la  fecha  en  que  se  abran  ó  hayan  abierto  al 
tránsito  público,  deberán  considerarse  como 
de  obras  nuevas.  Esto  permitirá  descargar  el 
presupuesto  de  conservación,  del  que  queda- 
rán disponibles  estas  sumas  para  aplicarlas  á 
otras  carreteras. 

20.  Para  que  el  servicio  de  conservación  y 
reparación  se  verifique  de  la  manera  que  su 
g'ran  importancia  requiere,  y  teniendo  eu 
cuenta  que  las  muchas  atenciones  que  pesan 
sobre  los  ing-enieros  no  permiten  á  éstos,  por 
regla  g-eneral,  atender  á  él  con  la  debida  asi- 
duidad, los  ing-euieros  jefes  de  las  provincias 
observarán  las  reglas  contenidas  en  los  artícu- 
los siguientes. 

21.  En  las  provincias  en  que  además  del 
jefe  haya  uno  ó  más  ingenieros  subalternos,  el 
servicio  de  conservación  y  reparación  será 
desempeñado  por  éstos;  pero  tendrán  á  sus  ór- 
denes lino  ó  más  ayudantes,  que  deberán  de- 
dicarse á  su  continua  vigilancia  é  inspección. 
Estos  ayudantes  á  su  vez  serán  aiisiliados  eu 
el  desempeño  de  sus  cargos  por  los  sobrestan- 
tes afectos  á  esta  clase  de  servicio. 

22.  En  las  provincias  en  que  no  haya  inge- 
nieros subalternos,  el  jefe  de  la  provincia  será 
el  encargado  de  estos  servicios  y  destinará  á 
su  vigilancia  é  inspección  al  ayudante  ó  ayu- 
dantes que  crea  más  á  propósito  para  desem- 
peñarlos. 

23.  Los  ayudantes  y  demás  individuos  del 
Cuerpo  subalterno  que  se  destinen  al  servicio 
de  conservación  y  reparación,  se  ocuparán  de 
él  única  y  exclusivamente ,  debiendo  por  con- 
siguiente ser  relevados  de  cualquier  otro  car- 
go que  se  hallen  desempeñando. 

24.  Con  arreglo  á  las  bases  anteriores,  los 
jefes  de  las  provincias  organizai'án  el  perso- 
nal que  se  destine  al  servicio  de  que  se  trata, 
desig'uando  á  cada  uno  de  los  subalternos  nom- 
brados para  el  mismo,  el  punto  de  residencia 
que  consideren  más  á  propósito  para  su  buen 
desempeño. 

25.  Los  ayudantes  á  quienes  se  encomien- 
de la  dirección  de  los  trabajos,  serán  los  inme- 
diatamente responsables  del  buen  desempeño 
del  servicio  y  de  la  buena  inversión  de  los  fon- 
dos destinados  á  las  obras.  Al  efecto  harán 
cuantas  visitas  sean  necesarias  para  conse- 
guir estos  resultados,  y  autorizarán  con  su  fir- 
ma las  listas  de  g-astos  y  demás  documentos  de 
contabilidad,  asi  como  los  resúmenes  mensua- 
les de  obras  y  gastos  y  los  certificados  de  re- 
cepción de  acopios. 

26.  Las  indemnizaciones  de  estos  ayudan- 
tes serán  las  que  corresponden  á  su  clase,  y 
para  su  percibo  se  tendrán  en  cuenta  las  dis- 
posiciones de  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de  1858, 
no  considerándose  á  ninguno  en  residencia 
eventual,  pues  la  que  se  fije  por  el  ingenieto 


jefe,  se  tendrá  como  ordi?ía;-¿a para  los  efectos 
de  la  expresada  Real  orden. 

27.  Los  ing-enieros  visitarán  las  carreteras 
con  la  frecuencia  que  sus  atenciones  les  per- 
mitan; darán  á  los  ayudantes  las  instrucciones 
convenientes  para  el  mejor  desempeño  de  su 
cargo,  y  pondrán  su  conformidad  en  las  cuen- 
tas de  gastos  y  demás  documentos  de  todas 
clases  que  firmen  los  ayudantes. 

28.  Los  acopios  de  piedra  machacada,  tan- 
to para  la  conservación  como  para  la  repara- 
ción de  cada  trozo,  se  harán  en  todo  caso  por 
contrata  eu  pública  licitación,  con  arreglo  á 
las  disposiciones  vig-entes,  quedando  expresa- 
mente prohibido  todo  otro  sistema  de  ejecución 
de  este  servicio. 

29.  En  fin  de  Diciembre  del  año  corriente 
de  1858  se  considerarán  caducados  todos  los 
ajustes  que  los  ingenieros  hayan  verificado 
para  los  acopios  de  conservación  y  reparación 
de  carreteras.  De  consiguiente  se  liquidarán  á 
los  destajistas  sus  cuentas  respectivas,  cual- 
quiera que  sea  en  dicha  época  el  estado  de  los 
trabajos. 

30.  '  Para  las  subastas  de  acopios  deberán 
redactarse  previamente  los  correspondientes 
presupuestos  por  trozos,  con  arreglo  al  modelo 
nvim.  1,  acompañados  de  resTimenes  por  carre- 
teras, ajustados  al  modelo  núm.  2,  y  por  pro- 
vincias, según  el  modelo  núm.  3.  Además  se 
acompañarán  plieg'os  de  condiciones  para  cada 
trozo,  arreglados  al  modelo  núm.  4. 

31.  Al  hacer  la  división  en  trozos  de  las 
partes  de  carretera  á  que  los  presupuestos  se 
refieran,  se  procurará  que  el  valor  de  los  aco- 
p)ios  que  pai-a  cada  uno  han  de  contratarse,  se 
comprenda  entre  30.000  y  60.000  rs.  para  ase- 
gurar la  mayor  concurrencia  posible  de  licita- 
dores. 

32.  Como  la  piedra  ha  de  contratarse  y  me- 
dirse para  su  recepción  después  de  machaca- 
da, se  recomienda  á  los  ing-euieros  que  al  for- 
mar los  presupuestos  tengan  en  cuenta  la  re- 
ducción que  siifre  la  piedra  eu  bruto  después 
de  su  machaqueo,  con  el  fin  de  evitar  recla- 
maciones que  entorpezcan  la  marcha  de  los 
trabajos. 

33.  Xo  es  absolutamente  indispensable  que 
los  ingenieros  se  ciñan  eu  los  presupuestos 
para  1859  á  los  precios  que  han  señalado  á  los 
acopios  en  los  que  han  remitido,  sino  que  po- 
drán asignar  otros,  teniendo  en  cuenta  cuan- 
tas circunstancias  pueden  influir  en  dichos 
precios,  y  especialmente  los  resultados  de  los" 
ajustes  que  se  hayan  celebrado  en  el  presente 
año  de  1858. 

34.  Para  las  reparaciones  se  reducirá  la  la- 
titud de  los  firmes  á  5™, 80,  dejando  el  resto 
para  paseos,  ínterin  otra  cosa  no  se  determi- 
ne. Esta  latitud  podrá  ampliarse  en  ac|uellos 
puntos  en  que  la  frecuentación  lo  exija,  á  jui- 
cio de  los  iug-enieros;  pero  en  ningún  caso  po- 
drá pasarse  de  6i",50,  sin  previa  consulta  á  la 
Dirección  general. 

35.  Las  subastas  se  celebrarán  solamente 
en  las  provincias  ante  los  gobernadores  res- 
pectivos. El  anuncio  deberá  redactarse  con 
arreglo  al  modelo  núm.  5. 

36.  Los  presupuestos  y  pliegos  de  condi- 
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ciones  do  que  trata  el  ai-t.  80,  se  remitirán  por 
los  ingenieros  jefes  de  la  provincia  á  los  res- 
pectivos g'obernadores,  acompañándoles  ade- 
más lina  nota  expresiva  de  las  carreteras  y 
trozos  A  que  se  refieren  dichos  documentos, 
para  que  pueda  publicarse  con  arreglo  á  lo 
que  se  exig'e  en  el  modelo  de  los  anuncios  de 
subasta.  De  estos  documentos  y  nota  deberán 
remitirse  por  los  ing'cnieros  copias  á  la  Direc- 
ción general,  manifestando  la  fecha  en  que  los 
originales  fueron  remitidos  á  los  respectivos 
g'obernadores. 

37.  Los  gobernadores  dispondrán  en  segui- 
da la  publicación  del  anuncio,  teniendo  en 
cuenta  que  deberá  transcurrir  por  lo  menos  uu 
plazo  de  veinte  días  entre  la  fecha  de  dicho 
anuncio  y  la  del  día  que  en  él  se  fije  para  el 
acto  del  remate. 

38.  Cuidarán  los  g'obernadores  de  que  se 
inserten  repetidas  veces  los  anuncios  en  los 
Boletincx  oficiales,  debiendo  remitir  un  ejem- 
plar á  la  Dirección  para  su  inserción  en  la 
Gaceta  cíe  Madrid. 

39.  El  remate  de  los  acopios  correspondien- 
tes á  las  carreteras  de  la  j)rovincia  de  Ma- 
drid, se  celebrará  en  el  Ministerio  de  Fomen- 
to, en  los  térniinos  acostumbrados  para  las 
contratas  de  obras  públicas,  y  con  asistencia 
de  los  ingenieros  destinados  á  la  provincia  '. 

40.  Para  los  remates  g?/e  se  i-erifiqíien  en 
las  prorincias  se  observarán  las  reglas  que  se 
prescriben  á  continuación. 

41.  El  acto  será  presidido  por  el  goberna- 
dor de  la  provincia  ó  por  la  persona  que  éste 
delegue  al  efecto:  asistirán  además  el  ing'enie- 
ro  jefe  de  la  provincia  ó  el  que  éste  deleg'ue, 
el  interventor  de  Fomento  -  y  el  escribano  del 
Gobierno  civil  que  hará  de  secretario. 

42.  Reunidas  estas  personas  en  el  día,  hora 
y  sitio  designados,  se  procederá  al  cumpli- 
miento de  lo  que  prescriben  los  arts.  6."  y  7." 
de  la  instrucción  de  18  de  Marzo  de  1852;  ad- 
virtiéndose que  durante  el  plazo  marcado  en 
el  último. so  admitirán  pliegos  indistintamente 
para  todos  los  trozos  cuyos  acopios  se  subas- 
ten, lo  cual  deberá  anunciarse  asi  en  el  acto 
mismo  para  inteligencia  de  los  licitadores. 

43.  Cumplido  lo  que  previene  el  art.  8."  de 
la  instrucción,  se  procederá  al  remate  trozo 
por  trozo,  en  el  mismo  orden  en  que  éstos  se 
hayan  dosig'nado  en  la  nota  que  acompaña  al 
anuncio  de  la  subasta.  Reunidos  los  pliegos 
que  se  hayan  presentado  para  el  primero  de 
estos  trozos,  antes  de  abrirlos  se  verificará  el 
sorteo  que  previene  el  artículo  13  de  la  ins- 
trucción, abriéndose  en  seguida  los  pliegos 
correspondientes,  y  cumpliéndose  después  en 
en  uu  todo  lo  prevenido  en  los  arts.  9  y  10  de 
la  misma. 

De  igual  manera  se  procederá  sucesivamen- 
te en  todos  los  demás  trozos. 

44.  El  acta  de  remate,  que  deberá  exten- 
derse para  cada  trozo  en  papel  del  sello  co- 
rrespondiente, se  arreglará  al  modelo  núm.  6. 
Reunidas  todas  las  actas,  se  elevarán  por  el 


'    Derogada  esta  prescripción  39  por  la  R.  O.  de  20  de 
Ochihre  de  1881. 
'    Boy  el  jefe  de  la  Sección  dé  Fomento. 


g'obernador  á  la  Dirección  g'onoral  de  Obras 
públicas  para  su  aprobación.  Así  que  ésta  re- 
caig'a  se  comunicará  á  los  gobernadores,  los 
cuales  deberán  dar  inmcdiatamonte  conoci- 
mieuto  á  los  ingenieros  jefes  de  las  provincias 
y  á  los  respectivos  rematantes,  para  que  pro- 
cedan desde  lueg'O  á  la  formalización  de  las 
escrituras. 

45.  Las  escrituras  que  deberán  ajustarse 
al  modelo  núm.  7,  se  otorgarán  en  las  provin- 
cias ante  el  escribano  correspondiente,  j-  en 
Madrid  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  sin  que 
los  rematantes  teng'an  que  hacer  la  traslación 
de  sus  depósitos  á  la  Tesorería  central.  De  es- 
tas escrituras  se  sacarán  copias,  que  deberán 
quedar  en  el  Gobierno  civil  respectivo  á  dis- 
posición de  los  ingenieros  jefes  ó  de  la  Direc- 
cióu  general  para  los  usos  que  puedan  con- 
venir. 

46.  Si  para  alguno  ó  algunos  trozos  no  hu- 
biese postores  se  repetirá  el  remate  á  los  quin- 
ce días,  y  si  entonces  tampoco  los  hubiere,  se 
dará  cuenta  al  Gobierno  para  la  resolución 
que  tenga  por  conveniente. 

47.  Los  certificados  de  recepción  mensua- 
les se  ajustarán  al  modelo  núm.  8.  Estos  cer- 
tificados se  redactarán  por  duplicado,  entre- 
gándose un  ejemplar  al  contratista  y  archi- 
vando el  otro  el  ingeniero  jefe  de  la  ju-ovincia. 

48.  Los  ing'onieros  jefes  de  las  provincias 
remitirán  mensualmente  á  la  Dirección  gene- 
ral resúmenes  de  obras  ejecutadas  y  g'astos 
causados  por  los  servicios  de  conservación  y 
reparación,  con  arreg'lo  á  los  modelos  núme- 
ros 9  y  10. 

49.  '  La  mano  de  obra  para  el  empleo  de  los 
acopios  de  materiales,  y  los  trabajos  de  obras 
de  tierra  y  fábrica  de  pequeña  consideración, 
se  ejecutarán  por  administración,  salvo  en  los 
casos  en  que  se  resuelva  otra  cosa  por  la  Su- 
perioridad. Asimismo  se  ejecutará  por  admi- 
nistración el  machaqueo  de  los  acopios  que  se 
hayan  hecho  en  el  presente  año  de  1858  y  que- 
den al  fin  del  mismo  sin  machacar. 

50.  Para  todos  los  efectos  de  esta  instruc- 
ción se  deberá  usar  en  la  denominación  de  las 
carreteras  de  los  nombres  y  números  que  se 
desig'nan  en  el  proyecto  cjue  acompañó  á  la 
circular  de  30  de  Septiembre  del  corriente  año 
al  pedir  á  los  ingenieros  los  datos  estadísticos 
sobre  carreteras. 

51.  Se  recomienda  á  los  ingenieros  jefes 
de  las  provincias  que  observen  y  hagan  obser- 
var con  la  mayor  escrupulosidad  cuanto  en  las 
instrucciones  de  24  de  Abril  de  1S56,  ya  refe- 
ridas, se  previene  acerca  de  las  circunstancias 
ciue  han  de  tener  los  materiales  de  afirmado  y 
recebo,  sobre  la  consolidación  de  los  recargos, 
sobre  los  métodos  j- condiciones  generales  para 
la  ejecución  de  las  obras  y  sobre  su  dirección 
y  vigilancia,  y  las  otras  prescripciones  dicta- 
das en  dicho  documento,  en  toda  la  parte  en 
que  estas  prescripciones  no  hayan  sido  anu- 
ladas ó  modificadas  por  resoluciones  posterio- 
res. Acerca  de  estos  puntos  no  se  consentirá 
el  menor  descuido  ni  contravención,  ]iorque 
de  no  observarse  estas  instrucciones,  no  pue- 
de haber  seg'uridad  del  acierto  en  la  buena 
ejecucióu  de  los  trabajos,  ni  en  la  buena  apli- 
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caeióu  de  los  ctiaiitiosos  fondos  que  en  ellos 
se  han  de  invertir. — Madrid  1."  de  Diciembre 
de  18.Ó8. — Aprobado  por  Real  orden  de  la  mis- 
ma lecha. — El  Director  general,  Uria.»  (C.  L., 
tomo  78,  p.  205.) 

S.  0.1.»  Marzo  1859. 
Formularios  para  los  proyectos  de  obras  de  caminos. 
(FoM.)  «limo.  Sr.:  En  vista  de  lo  manifesta- 
do por  V.  I.  eu  su  exposición  de  15  del  corrien- 
te, acerca  de  la  necesidad  de  reformar  los  for- 
mularios que  rigen  en  la  actualidad  para  la 
redacción  de  proyectos  de  carreteras,  y  de  las 
modificaciones  que  en  su  consecuencia  propo- 
ne que  se  hagan  en  ellos ,  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  aprobar  las  expre- 
sadas reformas,  y  ordenar  que  desde  luego  se 
observen  los  nuevos  formularios  que  esa  Di- 
rección ha  redactado. — De  Real  orden,  etc. — 
Madi-id  1.°  de  Marzo  de  1859.» 

E.  O.  15  Julio  ia59. 

Sfodíflcaciones  en  la   instrucción  de  i."  de  Diciembre  de 

185S  sobre  obras  de  conservación  de  carreteras. 

(Fojt.)  Extracto. —  Se  aprueban  por  esta 
R.  O.  las  siguientes 

Moilificnciones  propuestas  pob  la  dirección  gene- 
bal  DE  OBKAS  PLULICAS  EN  LA  INSTRUCCIÓN  DE  1."  DE 
DICIEMBRE  DE  1S58,  PARA  LA  EJECUCIÓN  DE  OBRAS  DE 
CONSERVACIÓN  Y  REPAKACiOn  DE  CARRETERAS,  Y  APRO- 
BADAS POR  REAL  ORDEN  DE  15  DE  JULIO  DE  1859  '. 

«1.''  A  los  presupuestos  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 30  de  la  instrucción  deberá  acompañar 
una  ligera  Memoria  explicativa  de  los  funda- 
mentos en  que  los' ingenieros  se  apoyen  para 
la  determinación  de  los  precios  que  asignen  A 
los  acopios  eu  cada  trozo,  detallando  en  ella 
los  que  correspondan  á  las  diversas  operacio- 
nes á  cuya  ejecución  se  ha  de  obligar  á  los 
contratistas. 

2.^  Los  plieg'os  de  condiciones  que  han  de 
redactar  los  ingenieros  se  limitarán  exclusiva- 
mente á  la  parte  facultativa,  es  decir,  ;l  los  ar- 
tículos del  1.°  al  10  del  modelo  núm.  4."  de  la 
Inst.  de  1.°  de  Diciembre,  quedando  eu  liber- 
tad los  iug-enieros  de  hacer  en  ellos  las  modi- 
ficacioues  que  c&usideren  oportunas  en  bien 
del  servicio,  especialmente  en  lo  que  previene 
el  art.  6."  que  ha  dado  margen  á  varias  recla- 
maciones. Las  condiciones  particulares  y  eco- 
nómicas que  han  de  regir  en  estas  contratas 
serán  las  que  se  acompañan  con  la  letra  A. 

3.^  Para  cumplir  con  lo  prescrito  en  el  ar- 
ticulo 31  de  la  instrucción  y  disminuir  el  nú- 
mero de  trozos  cuyos  acopios  se  han  de  rema- 
tar, se  acumularán  los  de  dos  ó  más  trozos  con- 
tig'uos  de  una  misma  carretera,  de  manera  que 
eu  lo  posible  nunca  baje  el  presupuesto  para 
cada  subasta  de  30.000  rs.  Se  sobreentiende 
que  la  acumulación  nunca  podrá  hacerse  sino 
de  trozos  c^ue  se  encuentren  en  un  mismo  es- 
tado de  conservación  ó  reparación,  pues  nun- 
ca deberán  agregarse  trozos  que  se  hallen  en 
estados  diferentes. 

4.''  Los  presupuestos  se  remitirán  á  la  Di- 
rección g'eueral  para  su  examen  y  aprobación. 
La  Dirección  los  enviará  después  de  aproba- 


*     Véase  el  art.  i.**  de  la  Inst.  de  11  Septiembre  188Gj  in- 
serta en  CONIKATOS  ADMINISTRATIVOS. 


dos  á  los  gobernadores  para  ciue  procedan  á 
los  correspondientes  remates. 

5."  Convendrá  verificar  las  subastas  en  di- 
ferentes días  para  evitar  la  confusión  que  pro- 
duce la  celebración  de  muchos  remates  eu  un 
solo  acto.  Los  gobernadores,  oyendo  á  los  in- 
g'euieros  jefes,  determinarán,  por  consiguien- 
te, lo  que  crean  oportuno  sobre  la  designación 
de  los  días  para  las  subastas  y  de  los  trozos 
que  en  cada  uno  deban  rematarse,  acomodan- 
do el  modelo  de  anuncio  á  lo  que  resuelvan 
sobre  este  particular. 

6.^  La  nota  que  cada  ingeniero  debe  remi- 
tir al  respectivo  gobernador,  segiin  el  art.  36 
de  la  instrucción,  deberá  dividirse  en  dos  par- 
tes enteramente  separadas,  comprendiendo 
una  los  trozos  en  conservación  y  la  otra  los 
que  se  hallen  en  reparación,  ajustándose,  por 
lo  demás,  al  estado  que  acompaña  al  modelo 
número  5  de  la  instrucción. 

7."  Los  gobernadores  remitiráu  directa- 
mente á  la  Gaceta  de  Madrid  para  su  inser- 
ción en  ella  los  anuncios  de  remate,  sin  pei'- 
juicio  de  remitir  también  ejemplares  de  los 
Boletines  nficicdeís  eu  que  se  inserten  á  la  Di- 
rección general,  que  debe  tener  conocimiento 
de  lo  que  sobre  este  punto  acuerden  las  expre- 
sadas autoridades. 

8.^  Se  recomienda  á  los  gobernadores  el 
exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones  con- 
tenidas en  la  Inst.  de  18  de  Marzo  de  1852  para 
la  celebración  de  los  remates,  no  admitiendo 
pliego  alguno  antes  ni  después  del  término 
marcado  en  su  art.  7.°,  y  decidiendo  por  si  las 
cuestiones  que  puedan  suscitarse  en  el  acto 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  18. 

9.^  El  acta  de  remate  no  se  redactará  trozo 
por  trozo,  sino  que  contendrá  todas  las  subas- 
tas que  se  celebren  en  un  mismo  día.  Cuando 
los  gobernadores  la  remitan  á  la  Dirección  ge- 
neral, acompañarán  por  duplicado  una  nota 
expresiva  de  las  proposiciones  declaradas  me- 
jores en  cada  remate,  con  arreglo  al  modelo 
señalado  cou  la  letra  B.  Uno  de  los  ejemplares 
se  devolverá  al  g-obernador  con  la  orden  de 
aprobación,  quedando  el  otro  en  la  Dirección 
general. 

10.  Cuando  á  un  mismo  licitador  se  adju- 
diquen dos  ó  más  trozos,  se  comprenderán  to- 
dos ellos  eu  una  sola  escritura  de  contrata, 
acomodada  en  cuanto  la  sea  aplicable  al  mode- 
lo niim.  7  de  la  instrucción;  en  la  inteligencia 
de  que  las  fianzas  y  demás  garantías  deberán 
ser  las  que  correspondan  á  todos  los  trozos  qtie 
se  hubiesen  adjudicado  al  rematante  de  que  se 
trata.  Los  gobernadores  deberán  dar  parte  á 
la  Dirección  general  de  la  fecha  ó  fechas  en 
que  se  hajan  otorgado  las  respectivas  escri- 
turas. 

11.  En  las  casillas  de  gastos  hechos  del  mo- 
delo núm.  9  de  la  Inst.  de  1."  de  Diciembre,  se 
comprenderán,  no  sólo  los  relativos  á  las  con- 
tratas de  acopios,  sino  todos  los  demás  que  se- 
hagan  en  el  servicio  de  conservación,  pues  el 
objeto  de  estos  resúmenes  es  saber  con  exac- 
titud el  total  de  las  cantidades  que  se  invier- 
ten en  el  expresado  servicio,  cualesquiera  que 
sean  las  diversas  atenciones  á  que  se  apliquen. 

12.  Las  disposiciones  de  la  Inst.  de  1."  de 
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Diciembre  que  uo  sufren  ahora  modificación, 
alg'uua,  seg-iiiráu  rigiendo  en  todas  sus  partes 
para  los  servicios  de  que  se  trata.  Madrid  15 
de  Julio  de  1859. — Aprobadas  por  Real  orden 
de  la  misma  fecha.»  (C.  L.,  t.  81,  p.  143.) 

(A  continuación  se  publicó  el  pliego  de  con- 
diciones particulares  y  económicas  que  habían 
de  regir  las  subastas  y  contratos  de  acopios 
para  conservación  y  reparación  de  carreteras, 
el  cual  ha  sido  sustituido  por  el  de  '24  de  Julio 
de  1869.— V.  Contratos  administrativos.) 

K.  D.  7  Septiembre  1860. 
Plan  de  carreteras, 

(FoM.)  «Articulo  único.  Se  aprueba  el  ad- 
junto plan  o-eueral  de  carreteras  formado  eu 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  6."  de 
la  ley  de  22  de  Julio  de  1857  para  todos  los 
efecto  qne  se  determinan  en  la  misma  ley  y  de- 
mAs  disposiciones  vig-entes.  Dado  en  Palacio  íV 
7  de  Septiembre  de  1860.»  (C.  L.,  t.  84,  p.  228.) 

(A  continuación  del  decreto  publicó  la  Ga- 
ceta la  relación  por  provincias  de  las  carrete- 
ras que  forman  el  plan  g'eneral  para  la  Penín- 
sula é  islas  ad^'aceutes.  Hoy  rige  el  de  11  de 
Julio  de  1877.) 

R.  D.  10  Julio  1861. 

(Aprobó  el  pliego  de  condiciones  generales 
para  las  contratas  de  obras  públicas  '.) 

R.  O.  6  Agosto  1861. 

Condiciones  económicas  y  facultativas  de  los  contratos 

de  carreteras.  Latitud  de  éstas. 

(FoM.)  Extracto. —'Esta.  Real  orden,  á  la  vez 
que  determina  las  latitudes  de  las  carreteras 
de  1.",  2.°  y  3.°  orden,  sobre  lo  cual  hay  que 
estar  hoy  á  los  arts.  7.*'  de  la  ley  de  1877  y  20 
de  su  reglamento,  dispuso  como  complemento 
del  pliego  general  de  condiciones,  aprobado 
en  10  de  Julio  liltimo  (V.  Obras  públicas), 
que  se  reformara  el  de  las  económicas  y  el  de 
las  facultativas  en  lo  relativo  á.  carreteras,  su- 
primiendo en  ellos  todos  los  artículos  que  figu- 
ren en  el  g-eneral.  (R.  O.  6  Agosto  1861.— Co- 
lección  legislativa,  t.  8<),pág.  189.) 

H.  o.  30  Abril  1862. 
Casos  de  fuerza  mayor:  Indemnización. 
Dictando  reglas  para  la  tramitación  de  los 
expedientes  sobre  indemnización  A  contratis- 
tas en  casos  de  perjuicios  por  fuerza  mavor. 
Fué  derogada  por  'la  de  17  de  Julio  de  1868 
que  aprobó  el  reglamento  para  la  ejecución 
del  art.  41  del  plieg-o  de  condiciones  generales. 

R.  o.  24  Diciembre  1862. 

Plan  de  caminos  costeados  con  fondos  provinciales "-. 

(FoM.)  «Las  Diputaciones  provinciales,  se- 
cundando el  impulso  que  las  obras  públicas 
reciben  de  parte  del  Gobierno,  consignan  en 
los  presupuestos  de  sus  respectivas  provincias 
cantidades  considerables  con  destino  A  la  cons- 
trucción de  caminos  que,  aunque  no  compren- 
didos en  el  i)lan  general  aprobado  por  Real 
decreto  de  7  de  Septiembre  de  1860,  vienen  con 
notoria  utilidad  A  completarlo.  Tan  plausible 


*    Hoy  rige  el  de  II  de  Junio  de  iSSf!,  inserto  en  Contra- 
tos ADMINISTRATIVOS. 

'     Ver  los  arts.  25  d  SB  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de  ÍS77, 
y  los  28  d  44  de  su  reglamento. 


celo,  que  ha  llevado  A  no  pocas  de  aquellas 
Corporaciones  A  contratar  empréstitos  para 
auxiliar  la  ejecución  del  mismo  plan,  pudiera 
verse  en  g-ran  parte  defraudado  si  las  proyec- 
tadas vías  de  comunicación  no  se  construyen 
donde  con  preferencia  las  demandan  la  impor- 
tancia de  los  centros  de  producción,  las  con- 
diciones para  el  desarrollo  de  determinadas 
industrias,  y  el  movimiento  del  tráfico,  procu- 
i-ando  .siempre  evitar  que  tales  fondos  se  in- 
viertan en  construir  lineas  ¡laralelas  y  próxi- 
mas A  las  que  se  hacen  por  cuenta  del  Estado. 
Para  proceder  con  las  mayores  garantías  de 
de  acierto  y  alejar  toda  conting-encia  de  que 
pueda  ser  infructuosa  la  inversión  de  tan 
cuantiosas  sumas,  y  por  tanto,  los  sacrificios 
que  para  facilitarla  se  imponen  las  provincias, 
S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  A  bien  dic- 
tar las  disposiciones  sig'uientes: 

1."  CuidarA  V.  S.  de  que  la  Diputación  de 
esa  provincia  en  la  primera  reunión  A  que 
fuere  convocada,  ó  en  extraordinaria,  confor- 
me al  pArrafo  1."  del  art.  37  de  la  ley  de  8  de 
Enero  de  1845,  forme  su  plan  de  los  caminos 
que  más  ó  menos  tarde  se  liayan  de  construir 
y  conservar  con  fondos  provinciales,  combi- 
nAndolos  con  las  carreteras  eom])rendidas  en 
el  plan  general  aprobado  por  R.  D.  de  7  de 
Septiembre  de  1860,  y  que  se  han  de  costear 
con  fondos  del  Estado,  y  con  los  ferrocarriles 
concedidos  ó  en  proyecto. 

2.^     Al  formar  el  plan,  la  Diputación  deberA  , 
preferir: 

Primero.  Los  caminos  que  ponen  en  comu- 
nicación un  pueblo  de  importancia,  atendida 
la  distribución  de  la  población,  con  una  de  las 
vías  generales  de  comunicación  ó  con  otro 
pueblo  de  igual  ó  mayor  vecindario,  siempre 
que  disten  lo  bastante  para  que  no  puedan 
considerarse  los  caminos  como  de  servicio  de 
un  solo  pueblo,  ni  se  hallen  paralelos  próxima- 
mente A  lineas  generales. 

Y  segundo.  Los  que  unan  entre  sí,  ó  con 
dichas  líneas  generales,  pueblos  que,  aunque 
no  tengan  aquella  importancia,  reúnan  tantos 
habitantes  como  algunas  de  las  cabezas  de 
partido. 

3.''  Que  se  publique  eu  tres  números,  du- 
rante un  mes,  del  Boletín  oficial,  el  plan  que 
forme  la  Diputación,  designando  los  pueblos 
de  cabeza  de  línea  y  los  intermedios;  y  que  se 
admitan  durante  este  plazo  las  reclamaciones 
que  sobre  el  plan  se  le  dirijan  ]ior  los  Ayunta- 
mientos y  deuiAs  Corporaciones  ó  por  los  par- 
ticulares. 

4."  Que  eu  vista  de  las  reclamaciones  que 
se  le  presenten,  formule  la  Diputación  defini- 
tivamente, oyendo  antes  al  ingeniero  jefe  de 
la  provincia,  el  plan  de  los  caminos  que  eu 
época  más  ó  menos  próxima  deben  construirse 
y  conservarse  con  fondos  provinciales. 

b.^  Que  V.  S.  remita  el  plan  formado  por 
la  Diputación  A  este  Ministerio  para  su  apro- 
bación, acompañando  las  reclamaciones  origi- 
nales que  se  hubieren  presentado  é  informan- 
do al  mismo  tiempo  cuauto  se  le  ofrezca. 

Es  también  la  voluntad  de  S.  M.  que  V.  S. 
cuide  de  que  estos  trabajos  no  sufran  interrup- 
ción y  se  terminen  lo  uiAs  pronto  posible,  dan- 
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do  cuenta  cada  qiiince  dias  del  estado  en  que 
se  euciienti-an. — De  Real  orden,  etc.  Madrid 
24  de  Diciembre  de  1862..  (C.  L.,  t.  88,  jíá- 
gina  704.) 

Ley  25  Septiembre  y  E.  D.  17  Octubre  1863,  eto. 
Carreteras  provinciales. 

Consúltense  la  ley  para  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  las  prov  incias  de  25  de  Septiem- 
bre de  18t>J,  en  sus  arts.  5ó,  párr.  6.°;  56,  pá- 
rrafos 5. o,  6.°  y  7.«;  58,  párrs.  4.»  y  5.°;  y  los 
artículos  9  y  siguientes  del  R.  D.  de  17  de  Oc- 
tubre de  1863  que  descentralizaron  la  acción 
administrativa  del  Gobierno  respecto  de  los 
asuntos  de  interés  provincial  ó  municipal  que 
no  afecten  directamente  al  interés  general  del 
Estado.  (También  debe  consultarse  el  R.  D.  de 
1.°  de  Abril  de  1868,  que  se  iuserta  en  .su  lu- 
gar de  este  articulo.  Ver  también  en  Gobier- 
no Y  ADMJNISTRACIÓN    DE    LAS  PROVINCIAS    lOS 

arts.  74  y  115  de  la  ley  de  29  Agosto  de  1882.) 

Ciro.  29  Febrero  1864. 

Aclara7ido  el  i>ár.  t.°  del  art.  1.°  del  reglamento 

del   Cuerpo  de  ingenieros. 

(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.)  «Vistas  las  co- 
municacionss  dirig-idas  á  esta  Superioridad 
por  alg'unos  g'obernadores  é  ingenieros  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos,  consultando  la  ma- 
nera de  interpretar  el  par.  1.°  del  art.  1."  del 
reglamento  aprobado  por  R.  D.  de  28  de  Oc- 
tubre de  1863,  en  cuanto  se  refiere  íi  proyectar 
'  y  dirigir  las  obras  provinciales:  Vista  la  ley 
de  25  de  Septiembre  y  el  R.  D.  de  17  de  Octu- 
bre último;  esta  Dirección  general  ha  dispues- 
to manifestar  A  V.  S.: 

1.°  Que  las  Diputaciones  provinciales  es- 
tán en  su  derecho  al  eleg'ir  la  persona  faculta- 
tiva que  teng'an  por  conveniente  dentro  del 
circulo  de  sus  atribuciones  fijadas  por  el  ar- 
ticulo 55  de  la  citada  ley  para  proyectar  y  di- 
rigir las  obras  provinciales  que  dependan  del 
Ministerio  de  Fomento. 

2."  Que  cuando  los  proyectos  pasen  á  in- 
forme de  la  Junta  provincial  de  Obras  públi- 
cas debe  examinarlos  el  ing-eniero  jefe  con  la 
debida  detención,  haciendo  constar  si  llenan 
las  prescripciones  establecidas. 

3."  Que  debe  el  mismo  ingeniero  jefe  vigi- 
lar la  ejecución  de  las  obras,  denunciando  á 
V.  S.  cualquier  abuso  que  observe,  y  cuidar 
de  que  se  cumpla  exactamente  lo  dispuesto 
en  el  art.  20  del  R.  D.  de  17  Octubre  de  1863. 

4."  Que  el  ing'eniero  jefe  es  el  encarg'ado, 
con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  mismo  art.  20, 
de  hacer  recepciones  con  especial  esmero,  á 
fin  de  que  no  se  admitan  obras  cjue  no  estén 
autorizadas  ó  se  hallen  mal  ejecutadas. 

Y  5.°  Que  cuando  V.  S.  lo  determino  y  las 
ocupaciones  preferentes  se  lo  permitan,  debe 
el  ingeniero  jefe  encargarse  de  proyectar  y 
dirigir  las  oln-as  provinciales.»  (Bol.  ofic.  de 
Vizcaya  de  22  de  Marzo  de  1864.) 

E.  D.  6  Septiembre  1864. 
(Fom.)  Artículo  Único.  Aprobó  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado,  que  reem- 
plazará, para  todos  los  efectos  de  la  ley  de  22 
de  Julio  de  1857,  al  publicado  en  7  de  Sep- 
tiembre de  1860,  pero  quedó  sin  efecto  por  las 


disposiciones  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1877, 
de  confoi'midad  con  la  cual  se  promulgó  la  de 
11  de  Julio  del  mismo  año,  aprobando  im  nue- 
vo plan  «que  sustituye  para  todos  sus  efectos 
al  de  6  de  Septiembre  de  1864». 

E.  O.  9  Marzo  1866. 

Reglas  á  que  ha  de  ajustarse  la  concesión  de  estudios  de 

carreteras  á particulares. 

(FoM.)  «Eu  vista  de  la  falta  de  uniformi- 
dad que  se  advierte  en  las  resoluciones  relati- 
vas á  la  coucesión  de  estudios  de  carreteras  á 
particulares,  y  deseando  regularizar  este  ser- 
vicio de  modo  que  su  ejecución  ofrezca  las 
suficientes  g'arantias  de  acierto  y  de  prove- 
chosa inversión  de  los  fondos  públicos,  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  disponer  que 
en  lo  sucesivo  no  se  conceda  autorización  al- 
guna para  el  estudio  de  (jarreteras  que  no  se 
hallen  comprendidas  en  el  plan  general  apro- 
bado por  R.  D.  de  6  de  Septiemlire  de  1864,  y 
que  la  resolución  de  las  solicitudes  que  se 
presenten  se  ajuste  á  las  siguientes  reg'las: 

I.''  La  sociedad,  corporación  ó  particular 
á  cuyo  favor  se  haga  la  coucesión  no  podrá 
alegar  derecho  alguno  contra  el  Estado,  ni  li- 
mitar las  facultades  c[ue  el  Gobierno  tiene 
para  dispensar  la  misma  g'racia  al  que  solicite 
hacer  ig'uales  estudios. 

2.'''  Estos  deberán  llevarse  á  efecto  con 
arreglo  alas  instrucciones  que  después  de  prac- 
ticados los  primeros  reconocimientos  crean 
oportuno  dictar  los  ingenieros  jefes  de  las 
proviucias  respectivas,  para  la  fijación  del  me- 
jor trazado  de  la  linea. 

3.'''  Terminado  el  proyecto,  el  concesiona- 
rio lo  remitirá  por  duplicado  al  ing'eniero  jefe, 
el  cual  se  reservará  un  ejemplar  para  hacer 
sobre  el  terreno  la  correspondiente  confronta- 
ción y  evacuar  su  informe  facultativo,  pasan- 
do el  otro  al  gobernador  de  la  provincia  para 
que  instruya  el  expediente  de  que  trata  el  ar- 
ticulo S.°  de  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857. 

4.'''  Examinado  el  proyecto  por  el  citado 
ingeniero  jefe,  será  sometido  á  informe  de  la 
Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puer- 
tos; pero  su  aprobación  no  podrá  tener  efec- 
to, aunque  este  informe  sea  favorable,  ínterin 
no  se  ultime  y  apruebe,  oyendo  á  la  misma 
Junta,  el  expediente  á  que  se  refiere  la  regla 
anterior. 

5.*  Eu  el  caso  de  que  por  virtud  de  dicho 
expediente  sea  necesario  introducir  alguna 
variación  en  el  trazado  propuesto,  el  concesio- 
nario estará  obligado  á  modificar  el  proyecto 
en  la  parte  que  corresponda. 

6.*  Aprobado  que  sea  el  mismo  por  la  Su- 
perioridad, se  podrá  pedir  la  correspondiente 
tasación  del  proyecto. 

7."  '  Esta  se  verificará  por  dos  ingenieros 
del  Cuerpo  de  Caminos,  Canales  y  Puertos, 
nombrados  uno  por  la  Dirección  general  de 
Obras  piiblicas  y  otro  por  el  concesionario,  y 
si  hubiere  discordia,  por  un  tercero  de  la  cla- 
se de  inspectores  del  mismo  Cuerpo  que  la  Di- 
rección designe. 


*  Las  disjiosiciones  7.*  y  8.^  de  la  presente  Real  or-J 
den  han  sido  modificadas  por  la  circular  de  2  de  DiCiem-i] 
bre  de  ises,  que  se  inserta  en  su  lugar  cronológico. 
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8."  Sobre  la  valoración  ineuclouada  in- 
l'oi'mará  la  Junta  cousultiv-a,  y  si  ésta  opinase 
por  su  anulación  y  ¡f>,  Dirección  lo  estimase 
así,  se  procederá  á  una  nueva  tasación  en  la 
forma  anteriormente  indicada. 

G.'"^  El  importe  de  la  tasación  aprobada  se 
abonará  al  concesionario  cuando  se  disponga 
por  el  Gobierno  la  construcción  de  la  carrete- 
ra á  que  los  estudios  se  refieran.  De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  9  de  Marzo  de  1866.— Vega 
de  Árniijo.»  (Gac.  18  Marzo.) 

E.  o.  9-10  Marzo  1866. 

Encarga  que  no  se  lleven  á  cabo  variacio- 
nes ni  aumentos  de  obra  sin  autorización. — 
V.  Obras  públicas  de  fomento. 

E.  O.  20  Mayo  1866. 
Reglas  para  evitar  retrasos  en  las  liquidaciones  de  obras 
ejecutadas  en  las  carreteras  al  terminar  las  construc- 
nes  por  contrata. 

(FoM.)  «La  Reina  (Q.  D.  6.),  deseando  evi- 
tar los  retrasos  con  que  en  el  servicio  de  ca- 
rreteras se  forman  y  ultiman  las  liquidaciones 
de  obras  ejecutadas,  ha  tenido  á  bien  disponer: 

1.°  Al  terminar  las  construcciones  por  con- 
trata procederán  los  ingenieros  á  verificar  las 
mediciones  y  reunir  los  demás  datos  necesa- 
rios para  las  liquidaciones,  con  el  fin  de  que 
dentro  de  la  mitad  del  plazo  de  garantía  que- 
den éstas  ultimadas  y  remitidas  á  la  Dirección 
general  de  Obras  públicas. 

2."  Durante  la  segunda  mitad  de  dicho  pla- 
zo de  garantía  las  li()uidaciones  deberán  co- 
rrer todos  sus  trámites  para  que  á  la  época  de 
la  recepción  definitiva  so  encuentren  comple- 
tamente aprobadas. 

3."  Si  por  hallarse  pendiente  de  resolución 
superior  cualquier  reclamación  de  los  contra- 
tistas ocurriese  duda  sobre  algún  abono  espe- 
cial que  hubiese  de  hacerse  á  los  mismos,  se 
prescindirá  de  él  al  liquidar  todo  lo  demás,  y 
si  la  Superioridad  accediese  á  la  reclamación 
peadiente,  los  ingenieros  formarán  y  remiti- 
rán por  separado  una  liquidación  adicional  á 
la  primera,  comprensiva  de  los  aumentos  que 
se  hubiesen  declarado  de  abono. 

4."  Cuando  según  lo  estipulado  deba  abo- 
narse á  los  contratistas  el  importe  de  las  obras 
de  conservación  durante  el  plazo  de  garantía, 
estas  obras  darán  también  lugar  á  liquidación 
adicional,  cuyo  documento  deberá  acompañar 
precisamente  al  acta  de  recepción  definitiva, 
con  arreglo  á  lo  que  prescribe  el  art.  68  del 
pliego  de  condiciones  generales  de  10  de  Julio 
de  1861. 

5."  En  el  caso  de  rescisión  de  alguna  con- 
trata, los  ingenieros  procederán  sin  pérdida 
de  tiempo  á  la  medición  y  liquidación  de  lo 
ejecutado  y  materiales  acopiados  por  el  con- 
tratista que  cesa,  remitiendo  á  la  Superioridad 
la  indicada  liquidación  con  los  comprobantes 
necesarios  dentro  del  improrrogable  plazo  de 
cuatro  meses,  empezados  á  contar  desde  la  fe- 
cha de  la  orden  de  rescisión. 

6.°  Las  liquidaciones  de  acopios  de  conser- 
vación ])or  contrata  deberán  formarlas  los  in- 
genieros y  remitirlas  sin  falta  alguna  á  dicha 
Dirección  general  en  el  mes  siguiente  al  de  la 
fecha  de  la  recepción.— De  Real  orden,  etc.— 


Madrid  20  de  Mayo  de  1866.— Vega  de  Armi- 
jo.»  (Gac.  n  Junio.) 

E.  O.  19  Enero  1S67. 
Aprobando  dos  reglamentos:  uno  para  la  organización  y 
servicio  de  los  peones  camineros,  y  atropara  la  conser- 
vación y  policía  de  las  carreteras. 

(FoM.)  «Excmo.  Sr.:  Oída  la  Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  de 
acuerdo  con  lo  propuesto  por  V.  E.,  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  aprobar  los  adjuntos 
reglamentos  de  peones  camineros  y  de  conser- 
vación y  policía  de  las  carreteras,  autorizando 
al  propio  tiempo  á  esa  Dirección  general  para 
que  proceda  desde  luego  á  la  impresión  y  pu- 
blicación de  los  mismos  con  cargo  al  cap.  XXV, 
art.  3.°  del  presupuesto  vigente  de  este  Minis- 
terio.—De  Real  orden,  etc.— Madrid  19  de  Ene- 
ro de  1867.— Orovio.— Sr.  Director  general  de 
Obras  públicas. 

PARA  LA  ORGANIZACIÓN  Y  SKItVICIO  DE   LOS  TEONES 
CAMINEKOS  '. 

CAPÍTULO  PILIMERO.  —  Organización  de  los  peones 
camineros. 

Artículo  1."  Para  la  vigilancia  v  conserva- 
ción de  las  carreteras  del  Estado  liabrá  un 
peón  caminero  por  cada  tres  kilómetros,  pu- 
diendo  aumentarse  este  personal  en  los  pun- 
tos cuyas  circunstancias  especiales  así  lo  re- 
clamen. 

Art.  2."  Quince  á  20  kilómetros  consecuti- 
vos forman  un  trozo,  de  que  será  jefe  un  peón 
capataz.  Este  y  los  demás  peones  del  mismo 
trozo  compondrán  una  cuadrilla. 

Art.  3."  Para  ser  admitido  peón  caminero 
se  necesita  contar  á  lo  menos  veinte  años  de 
edad,  y  no  pasar  de  cuarenta;  ser  licenciado 
del  ejército,  ó  en  su  defecto  ejercer  la  profe- 
sión de  labrador  ii  otra  análoga  al  servicio 
que  va  á  desempeñar;  no  tener  impedimento 
alguno  personal  para  el  trabajo,  y  acreditar 
buena  conducta  con  certificación  del  jefe  á  cu- 
yas órdenes  haya  servido,  ó  del  alcalde  del 
pueblo  de  su  residencia.  Serán  preferidos  los 
que  hayan  trabajado  en  obras  de  carreteras  á 
satisfacción  de  los  ingenieros  y  los  que  sepan 
leer  y  escribir. 

Art.  4."  El  peón  caminero  que  sabiendo 
leer  y  escribir  haya  servido  su  cargo  dos  años 
con  probidad  y  celo  á  satisfacción  de  sus  jefes, 
tendrá  opción  á  ser  elegido  peón  capataz.  A 
las  vacantes  de  capataces  que  no  ¡niedan  cu- 
brirse con  peones  camineros,  según  lo  estable- 
cido en  el  artículo  anterior,  optarán  los  sar- 
gentos de  ejército  ó  cabos  de  la  guardia  civil. 

Art.  5.°  El  nombramiento  de  peón  capataz 
y  los  de  peones  camineros  corresponde  al  go- 
bernador, á  propuesta  del  ingeniero  jefe  de  la 
provincia  ^. 

Art.  6."  Los  peones  capataces  y  camineros 
tendrán  en  su  poder  un  ejemplar  del  presente 
reglamento,  otro  del  de  conservación  v  policía 
de  las  carreteras,  y  la  libreta  de  tare.ás  v  ano- 


'     Véase  el  art.  2Í  del  Regí,  de  10  Agosto  1S77. 

'  El  nombramiento  le  hacen  hoy  los  ingenieros  jefes  de 
Obras  públicas  délas  respectivas  provincias, segúnla  Real 
orden  de  14  Febrero  1881. 
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taciones  que  se  disponga,  contenido  todo  en 
una  cartera  de  cviero. 

Art.  7."  Cuando  el  capataz  y  los  peones  ca- 
mineros de  un  trozo  no  seau  suficientes  para 
su  conservación  ó  reparación,  se  refoi'zará  la 
cuadrilla  con  peones  auxiliares. 

Art.  8."  El  ingeniero  señalará  el  número 
de  estos  peones  auxiliares,  el  jornal  que  han 
de  ganar  y  el  tiempo  de  su  jiermanencia.  Los 
sobrestantes  de  la  carreteras  los  admitirán, 
distribiiirán  y  despedirán  conforme  á  las  ins- 
trucciones que  reciban  al  efecto. 

Art.  9."  Los  peones  capataces  y  camineros 
residirán  en  sus  respectivos  trozos,  siempre 
que  haya  proporción  para  ello,  y  de  lo  contra- 
rio en  los  puntos  más  próximos  que  señale  el 
ingeniero. 

Art.  10.  El  peón  capataz  y  los  peones  ca- 
mineros de  una  cuadrilla  trabajarán  todos  re- 
unidos en  su  trozo  ó  en  otros  de  su  sección,  y 
aun  fuera  de  ella  cxiando  expresamente  la  or- 
dene el  ingeniero. 

Art.  11.  Los  peones  capataces  y  camineros, 
al  instalarse  por  primera  vez  en  sus  respecti- 
vos trozos,  se  presentarán  con  sus  nombra- 
mientos á  los  alcaldes  de  los  pueblos  cuya  ju- 
risdicción atraviesen  aquéllos,  á  fin  de  que  íes 
reciban  juramento  y  quede  anotado  su  titulo 
en  los  registros  municipales. 

Art.  12.  El  equipo  uniforme  de  los  peones 
capataces  y  camineros  constará  de  pantalón  y 
chaqueta  de  paño  pardo,  con  el  cuello,  vuel- 
tas, solapas  y  vivo  de  color  carmesí;  botín  de 
cuero,  ante  ó  paño  negro;  chaleco  de  paño 
azul  claro;  sombrero  redondo  de  fielto  blanco, 
con  funda  de  hule  para  los  días  lluviosos,  en 
el  que  llevarán  la  escarapela  nacional  al  cos- 
tado, y  una  chapa  de  metal  en  eJ  frente  con  el 
número  de  los  kilómetros  y  la  leyenda  Peón 
caminero;  los  botones  serán  de  metal  amari- 
llo con  la  misma  leyenda.  En  verano  podrán 
reemplazar  estas  prendas  por  otras  análog'as 
de  lienzo  crudo:  para  el  trabajo  usarán  un 
mandil  corto  de  cuero,  dividido  en  dos  peda- 
zos, cuyos  extremos  se  atarán  con  correas  por 
debajo  de  la  rodilla. 

Tendrán  también  un  jalón  indicador,  de  un 
metro  y  40  centímetros  de  altura,  con  el  rega- 
tón de  hierro  y  una  tablilla  apaisada  en  el  ex- 
tremo superior,  de  26  centímetres  de  ancho  y 
13  de  alto,  con  la  numeración  de  kilómetros. 

Estarán  armados  con  carabina  ó  fusil  re- 
cortado y  canana  ceñida. 

Art.  13.  El  peón  capataz  se  distinguirá  con 
un  galón  en  ángulo  con  el  vértice  hacia  arri- 
ba, que  llevará  en  la  parte  superior  de  la  man- 
ga izquierda  de  la  chaqueta  de  uniforme. 

CAP.  II. — De  los  peones  capataces. 

Art.  14.  El  peón  capataz  es  jefe  inmediato 
de  los  peones  camineros  y  auxiliares  de  su 
cuadrilla. 

Art.  15.  Las  obligaciones  del  peón  capataz 
son: 

1.*  Acompañar  dentro  de  su  trozo  á  los  in- 
genieros, ayudantes  y  sobrestantes,  cuando 
asi  lo  dispongan. 

2.^  Recibir  las  órdenes  para  su  cuadrilla, 
comunicarlas  á  los  peones  camineros  y  cuidar 


de  que  se  cumplan,  asi  como  las  demás  obliga- 
ciones. 

3."'  Dirigir  con  arreglo  á  las  instrucciones 
de  su  inmediato  jefe  los  trabajos  señalados 
por  tarea  ó  en  otra  forma  á  los  peones  camine- 
ros y  á  los  auxiliares  cuando  los  haya. 

4."  Recorrer  su  trozo  cuando  y  como  el  in- 
geniero determine. 

5.^  Dar  parte  por  escrito  á  su  jefe  inme- 
diato de  las  faltas  que  cometan  los  peones,  y 
de  todo  cuanto  ocurra  en  los  kilómetros  pues- 
tos á  su  cuidado. 

6.*  Formar  las  listas  de  haberes  de  los  peo- 
nes camineros  y  de  los  jornales  que  deven- 
g'uen  los  auxiliares. 

7."  Cuidar  de  las  herramientas,  materiales 
útiles,  armas,  prendas  de  vestuario  y  demás 
efectos  del  servicio  que  existan  en  poder  de 
los  peones  de  su  cuadrilla  ó  dentro  de  su  tro- 
zo, procurando  su  buen  uso  y  conservación. 

Ai't.  16.  Cuando  el  peón  capataz  se  insta- 
le por  primera  vez  en  su  trozo,  el  sobrestante 
lo  recorrerá  con  él,  ó  reunirá  la  cuadrilla  para 
darlo  á  conocer  por  jefe  á  los  peones  cami- 
neros. 

Art.  17.  El  peón  capataz  reconocerá  por  su 
inmediato  jefe  al  sobrestante  de  la  sección  á 
qxie  pertenezca  su  trozo  y  le  obedecerá  en 
cuanto  le  prevenga  por  escrito  ó  de  palabra 
tocante  al  servicio  público. 

Art.  18.  Instriiirá  á  los  peones  camineros 
en  los  reg'lamentos  de  su  servicio  y  de  policía 
de  carreteras,  asi  como  también  de  la  conduc- 
ta que  han  de  observar  con  los  contraventores, 
á  fin  de  prevenir  daños  y  castig-ar  los  cometi- 
dos, sin  dar  margen  á  altercados  y  disputas 
ni  permitir  connivencias. 

Art.  19.  Tendrá'nn  cuaderno,  donde  cons- 
tarán todas  las  herramientas  y  efectos  expre- 
sados en  el  par.  7.°  del  art.  15,  anotando  eu 
hojas  separadas  el  número  y  clase  de  las  que 
se  entreg'uen  á  cada  peón  caminero  ó  auxiliar 
para  su  uso. 

En  el  mismo  cuaderno  expresará  la  entrada 
ó  salida  de  las  herramientas  y  efectos  de  su 
cuadrilla,  las  que  no  entreg-ará  para  que  sir- 
van fuera  de  su  trozo,  sino  mediante  orden 
por  escrito  de  su  inmediato  jefe. 

Art.  20.  El  peón  capataz  reunirá  su  cuadri- 
lla y  marchará  con  ella  al  punto  que  se  le  de- 
signe, dentro  ó  fuera  de  su  trozo,  en  el  mo- 
mento que  reciba  orden  por  esci'ito  de  su  jefe 
inmediato. 

Art.  21.  Cuando  quede  interceptado  el  ca- 
mino ó  hayan  ocurrido  eu  él  daños  de  mucha 
consideración,  reunirá  el  peón  capataz  su  cua- 
drilla sin  dilación  alg'una,  dando  parte  á  su 
jefe  inmediato,  y  dispondrá  lo  qurf  crea  más 
conveniente  para  reparar  los  daños,  hasta  que  j 
reciba  instrucciones. 

Art.  22.  Fuera  de  los  casos  expresados  en ' 
los  arts.  20  y  21,  no  podrá  el  ¡peón  capataz  re- 
unir el  todo  ó  parte  de  su  cuadrilla,  ni  sacar 
á  un  peón  de  su  trozo,  sino  para  proteger  la 
seg'uridad  del  camino;  pero  sin  apartarse  de 
él  ni  salir  fuera  del  trozo  que  le  está  asignado. 

Art.  23.  El  peón  capataz-pasai'á  aviso  á  los 
alcaldes  de  los  pueblos  inmediatos,  ó  guardia 
civil,  cuando  aparezcan  malhechores  en  la  II- 
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iiea  de  su  trozo,  dcauclo  las  noticias  ^ue  ten- 
ga «cerca  de  su  niiniero  y  de  la  dirección  que 
hayan  tomado. 

También  darA  parte  A  la  rural  de  los  perjui- 
cios que  se  traten  de  inferir  en  las  propieda- 
des rústicas,  y  A  los  celadores  de  lineas  tele- 
gráficas de  los  que  se  causen  en  ellas. 

Art.  '2-1.  Cuando  ocurra  el  fallecimiento  ó 
separación  de  un  peón  caminero  el  peón  ca- 
pataz recog'erá  las  herramientas,  armas  y  de- 
más efectos  del  servicio  que  aquél  tenga  en  su 
poder,  é  instalará  en  sus  respectivos  trozos  A 
los  peones  camineros  nuevos,  haciéndoles  en- 
trega de  las  herramientas  y  efectos  que  nece- 
siten, instruyéndoles  en  las  oblig-aeiones  de  su 
destino. 

Art.  25.  Cuando  el  peón  capataz  tenga  que 
hacer  alg'una  solicitud  ó  reclavnación  por  es- 
crito en  asunto  del  servicio,  la  entregará  A  su 
inmediato  jefe  para  que  le  dé  curso.  Por  el 
mismo  conducto  acudirá  el  peón  capataz  al 
jefe  superior  cuando  teng'a  que  ex))oner  algu- 
na queja  contra  los  inmediatos;  pero  si  éstos 
no  le  dan  curso  ó  pasa  tiempo  sin  recaer  pro- 
videncia, podrA  acudir  directamente  al  prime- 
ro para  que  resuelva  lo  que  sea  justo  y  con- 
veniente. 

CAP.  III. — De  los  peones  camineros. 

Art.  26.  El  peón  caminero  es  el  encargado 
de  la  conservación  permanente  y  vigilancia 
del  trozo  que  le  esté  señalado. 

Por  la  R.  Inst.  de  25  de  .Julio  de  1790  tiene 
además  la  cualidad  de  guarda  jurado,  para 
ejecutar  y  cumplir  con  arreglo  á  las  leyes  lo 
dispuesto  en  las  Ordenanzas  y  reglamentos  de 
policía  y  conservación  de  las  carreteras. 

Art.  27.  Las  obligaciones  del  peón  camine- 
ro, como  guarda  y  encargado  de  los  trabajos 
de  conservación  de  la  carretera,  son: 

1.*  Permanecer  eu  el  camino  todos  los  dias 
del  año  desde  que  salga  el  sol  hasta  que  se 
ponga. 

2.*  Recorrer  cada  dos  dias  todo  su  trozo 
para  reconocer  el  estado  del  camino,  de  sus 
obras  de  fábrica,  paseos  y  arbolados  y  de  los 
repuestos  de  materiales. 

3.^  Prevenir  los  daños  que  ocasionen  los 
transeúntes  eu  el  camino,  advirtiéndoles  lo 
dispuesto  en  las  Ordenanzas  ó  reglamentos  de 
policía  y  denunciar  á  los  contraventores. 

4.*  Ejecutar  los  trabajos  de  conservación 
que  sus  jefes  le  ordenen,  bien  sea  por  tarea  ó 
eu  otra  forma,  sin  más  descanso  que  las  horas 
señaladas  para  almuerzo,  comida  y  merienda. 

5.^  Dirig'ir  los  trabajos  de  los  peones  auxi- 
liares que  tenga  eu  su  trozo,  llevar  cuentas  de 
los  jornales  que  devenguen  y  de  los  materiales 
que  se  vayan  acopiando. 

6."  Cuidar  de  las  herramientas,  materiales, 
lltiles,  armas,  prendas  de  vestuario  y  demás 
efectos  del  servicio  que  exi.stau  en  su  poder 
dentro  de  su  trozo,  prociiraudo  su  buen  uso  y 
«onservacióu. 

7."  Obedecer  al  peón  capataz  de  la  cuadri- 
lla como  A  su  jefe  inmediato,  en  cuanto  le  pre- 
venga relativo  al  servicio  público. 

Art.  2K.  El  peón  caminero  llevará  siempre 
el  uniforme  y  distintivos  que  le  están  señala- 


dos; y  cuando  recorra  su  trozo,  lo  hará  arma- 
do de  su  carabina. 

Art.  29.  El  peón  caminero  tendrá,  mien- 
tras esté  trabajando,  clavado  el  jalón  indica- 
dor en  el  borde  exterior  de  uno  de  los  paseos 
ó  cunetas  del  camino,  y  A  las  inmediaciones  del 
punto  donda  se  halle.  * 

Art.  30.  El  peón  caminero  suspenderA  el 
trabajo  dos  horas  de  sol  A  sol  en  los  dos  prime- 
ros y  en  los  dos  últimos  meses  del  año:  tres 
horas  en  Marzo,  Abril,  Septiembre  y  Octubre, 
y  cuatro  en  los  meses  restantes. 

El  ingeniero  liará  al  principio  de  cada  esta- 
ción la  conveniente  distribtición  de  dichas  ho- 
ras, para  el  almuerzo,  comida  y  merienda. 

Art.  31.  En  los  domingos  y  fiestas  de  pre- 
cepto el  peón  caminero  recorrerá  una  vez  su 
trozo,  y  en  el  resto  del  día  se  ocupar  A  espe- 
cialmente en  limpiar  sus  armas,  escudo  y  pren- 
das de  vestuario. 

Art.  32.  Cuidará  el  peón  caminero  de  que 
no  se  ejecute  sobre  la  línea  del  camino  ni  á  la 
distancia  de  25  metros  á  uno  y  otro  lado  de 
ambas  márgenes  ninguna  obra  particular,  sin 
que  antes  haya  trazado  su  alineación  el  inge- 
niero, y  si  después  de  haberlo  asi  advertido  se 
emprende  la  obra  sin  acjuella  formalidad,  darA 
parte  al  peón  capataz  sin  dilación  alguna. 

Art.  33.  Xo  permitirá  el  peón  caminero  que 
se  establezca  en  los  paseos  del  camino  ning'úu 
cobertizo,  tinglado  ó  puesto  fijo  ó  ambulante, 
aunque  sea  para  la  venta  de  comestibles,  sin 
permiso  de  sus  jefes. 

Art.  31.  El  peón  caminero  advertirá  siem- 
pre que  pueda  A  los  arrieros,  conductores  de 
carruajes  y  de  ganados,  y  cualesquiera  perso- 
nas, que  no  salgan  sus  carruajes,  caballerías 
y  g-anados  del  firme  del  camino;  y  no  permiti- 
rá que  hag'an  uso  de  los  paseos  sino  los  pea- 
tones. Además  el  peón  caminero  prestarA  gra- 
tuitamente ayuda  y  protección  á  los  mayora- 
les y  pastores,  y  por  punto  general  A  todo 
ganado  ó  conductor  de  granados,  para  evitar 
en  lo  posible  que  las  reses  pisen  los  paseos  ó 
cunetas  de  las  carreteras,  ó  que  penetren  en 
los  terrenos  colindantes  á  las  vías  pastoriles, 
y  que  los  conductores  incurran  involuntaria- 
mente en  las  penas  marcadas  en  el  Códig'o: 
todo  A  reserva  de  denunciar  ante  quien  co- 
rresponda asi  los  daños  como  los  abusos  que 
con  intención  cometan  los  conductores  de  ga- 
nados. 

Art.  35.  El  peón  caminero  observarA  pun- 
tualmente el  cumplimiento  de  las  Ordenanzas 
ó  reglamentos  de  policía  denunciando  A  los 
contraventores  para  que  se  les  imponga  el  cas- 
tig'o  correspondiente.  Eu  estos  casos  evitará 
el  peón  toda  disputa  ó  altercado,  tomando  el 
nombre  y  señas  del  infractor  ó  infractores,  y 
conduciéndose  en  todo  con  la  compostura  y 
moderación  que  corresponde. 

Art.  30.  Los  peones  camineros  no  recibi- 
rán gratificación  alguna  de  los  contraventores 
á  las  Ordenanzas  ó  reglamentos  de  policía  de 
caminos,  bajo  la  pérdida  de  destino  y  forma- 
ción de  causa,  según  proceda. 

Art.  37.  El  peón  caminero  qiie  halle  en  el 
camino  alguna  persona  sospechosa,  le  exig'irA 
cédula  de  vecindad,  y  si  no  la  tieue  la  condu- 
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eirá  al  pueblo  de  su  jurisdiccióu  á  disposición 
del  alcalde  ó  al  puesto  más  inmediato  de  guar- 
dia civil,  para  que  se  haga  carg-o  de  ella,  re- 
cogiendo recibo  como  comprobante  de  su  celo. 
Lo  mismo  hará  con  la  persona  ó  personas  que 
encuentre  delinquiendo. 

Art. ¿8.  Cuando  aparezcan  malhechores  en 
las  inmediaciones  de  su  trozo,  el  peón  cami- 
nero lo  advertirá  á  los  transeúntes,  y  pasará 
aviso  á  los  peones  contiguos  para  que  le  pres- 
ten auxilio  si  fuese  necesario,  y  también  al  al- 
calde del  pueblo  inmediato,  dándole  noticias 
del  número  y  dirección  que  lleven,  ó  ponién- 
dolo en  conocimiento  de  la  guardia  civil. 

Art.  39.  El  peóu  caminero  dará  parte  al 
peón  capataz  de  cuanto  ocurra  en  su  trozo  y 
de  las  denuncias  que  haya  puesto. 

Estos  partes,  ya  sean  escritos,  ya  verbales, 
correrán  de  unos  peones  en  otros  si  son  ur- 
gentes. 

Art.  40.  Acompañará  el  peón  caminero  den- 
tro de  su  trozo  á  cualquiera  de  sus  jefes  siem- 
pre que  se  lo  manden,  para  responder  y  dar 
las  explicaciones  que  se  le  pidan. 

Art.  41.  El  peón  caminero  no  saldrá  fuera 
de  su  trozo  sino  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  vaya  á  poner  denuncias,  correr 
partes  y  cobrar  su  haber. 

2.°  Cuando  algún  peón  inmediato  le  pida 
auxilio,  y  en  los  casos  previstos  de  los  artícu- 
los anteriores, 

3."  Cuando  reciba  orden  ó  aviso  de  cual- 
quiera de  sus  jefes  para  que  se  reúna  toda  la 
cuadrilla  ó  partedc  ella,  en  cuyo  caso  se  pre- 
sentará sin  dilación  en  el  punto  que  se  le  de- 
sig'ne. 

Art.  42.  Los  peones  camineros  están  obli- 
gados á  trabajar  en  cualquier  trozo,  aimque 
no  sea  de  los  comprendidos  en  el  de  su  ca- 
pataz. 

Art.  43.  Se  prohibe  á  los  peones  camineros 
tener  en  las  obras  carros  y  caballei'ias  de  su 
propiedad. 

Tampoco  se  les  permitirá  despachar  bebidas, 
comestibles  ni  otros  objetos  en  las  casillas. 
Esta  disposición  es  extensiva  á  los  peones  ca- 
pataces. 

Art.  44.  Los  peones  camineros  darán  ayu- 
da y  asistencia  gratviita  á  los  viajeros  en  el 
caso  de  que  les  ocurra  alguna  desgracia. 

Art.  45.  Cuando  el  peón  caminero  se  halle 
imposibilitado  de  desempeñar  sus  funciones, 
dará  parte  sin  dilación  al  peón  capataz  para 
que  prevea  lo  conveniente. 

Art.  46.  Cuando  el  peóu  caminero  tenga 
que  hacer  alguna  solicitud  ó  reclamación  por 
escrito  en  asunto  del  servicio  la  entregará  á 
su  inmediato  jefe  para  que  le  dé  el  curso  que 
corresponda.  Por  el  mismo  conducto  acudirá 
el  peón  caminero  al  jefe  superior  cuando  ten- 
ga que  exponer  alguna  queja  contra  los  inme- 
diatos; pero  si  éstos  no  la  dan  curso,  podrá 
acudir  directamente  al  primero  para  que  re- 
suelva lo  que  sea  justo. 

Art.  47.  Es  obligación  del  peón  caminero 
costearse  el  vestuario  dé  uniforme  y  su  repo- 
sición, excepto  la  chapa  del  sombrero,  los  bo- 
tones, presilla  y  escarapela. 

Cuando  se  le  entregue  al  peóu  el  vestuario 


completo  ó  alguna  prenda  nueva  de  él,  se  su- 
jetará á  vfn  descuento  mensual  que  no  pasará 
del  importe  de  tres  jornales,  hasta  realizar  el 
pago  del  valor  de  los  efectos  que  haya  reci- 
bido. 

Si  el  peón  fuese  despedido  antes  de  verifi- 
carse el  reintegro  expresado,  devolverá  pren- 
das por  valor  de  lo  que  adeude,  y  en  todo  caso 
la  chapa  del  sombrero,  los  botones  de  metal, 
presilla  y  escarapela,  cuyo  valor  no  se  incluirá 
en  aquel  descuento. 

Art.  48.  Siempre  que  el  ingeniero  jefe  de  la 
provincia  lo  considere  conveniente  para  el  sei"- 
vicio,  podrá  disponer  la  traslación  de  un  peóu 
capataz  ó  caminero  á  otro  trozo  ó  sección  de 
la  misma  ó  distinta  linea  en  que  se  halle,  dan- 
do oportunamente  cuenta  á  la  Superioridad. 

Art.  49.  Cuando  un  peón  caminero  sea  des- 
pedido, entreg'ará  al  peón  capataz  las  armas, 
herramientas,  prendas  de  vestuario  que  co- 
rrespondan, papeles  y  demás  efectos  del  ser- 
vicio, incluso  su  nombramiento. 

CAP.  IV. — De  los  salarios,  premios  y  castigos. 

Art.  50.  Los  peones  capataces  disfrutarán 
un  real  diario  sobre  el  haber  señalado  á  los 
peones  camineros  de  su  cuadrilla,  y  las  fi-an- 
quicias  y  exenciones  que  por  las  leyes  estén 
declaradas  á  su  clase. 

Art.  51.  Los  peones  capataces  optarán  á 
un  premio  anual  de  IGO  rs.,  que  se  dará  entre 
los  de  cada  cuatro  trozos  al  que  más  se  haya 
distinguido  por  su  celo  y  buen  comporta- 
miento. 

No  habrá  premio  en  una  reunión  de  cuatro 
trozos,  cuando  los  peones  capataces  no  hayan 
hecho  más  que  cumplir  morante  con  su  deber. 

Los  ingenieros  jefes  de  provincias  elevarán 
al  director  general  las  propuestas  de  premios, 
en  vista  de  los  informes  de  los  ingenieros  en- 
cargados de  cai-reteras. 

Art.  52.  Los  peones  capataces  tendrán  op- 
ción á  ser  colocados  en  clase  de  sobrestantes 
y  guarda  almacenes  de  las  obras  públicas  de 
caminos,  canales  y  puertos,  cuando  acrediten 
diez  años  de  buenos  servicios  con  certificación 
de  los  ingenieros  á  cuyas  órdenes  hayan  estado. 

Art.  53.  El  peón  capataz  que  se  lastime  en  ^ 
los  trabajos,  quedando  imposibilitado  paraj 
continuarlos,  ó  cumpliendo  con  su  obligación] 
en  la  parte  relativa  á  la  vigilancia  del  camino, 
disfrutará  la  pensión  que  señalen  las  leyes  en  ' 
sus  respectivos  casos. 

Art.  54.  Cuando  el  peón  capataz  por  stis 
achaques  ó  avanzada  edad  no  tenga  aptitud  y 
actividad  necesarias  para  el  desempeño  de  sus 
funciones,  se  le  dará  el  mismo  retiro  siempre  ' 
que  tengan  veinticinco  años  de  servicio,  no 
contando  los  de  peón  auxiliar.  ' 

Art.  55.     Los  peones  camineros  disfrutarán 
del  haber  que  se  señale  á  los  de  su  clase,  y  las  ' 
franquicias  y  exenciones  que  las  leyes  les  con-  i 
cedan. 

Art.  56.  Los  peones  camineros  optarán  á 
un  premio  anual  de  100  rs.  que  se  dará  entre 
los  de  una  cuadrilla  al  que  más  se  haya  distin- 
guido todo  el  año  por  su  celo  y  buen  compor- 
tamiento. 

No  habrá  premio  en  una  cuadrilla  cuando 


CARRETERAS (Conservación  y  policía:  Reg.  19  Enero  1867.) 


353 


sus  individuos  no  hayan  hecho  m;Vs  que  lo  pre- 
ciso para  eumpHr  con  su  deber. 

Las  propuestas  de  sus  premios  se  liarAu  en 
igual  forma  que  las  de  los  peones  capataces. 

Art.  57.  Los  peones  camineros  tendrán  op- 
ción A  plaza  de  peón  capataz  cuando  reúnan 
las  circunstancias  necesarias,  y  se  hayan  hecho 
acreedores  á  ello  por  su  intelig'eucia  y  buen 
comportamiento. 

Art.  58.  El  peón  caminero  que  se  lastime 
en  los  trabajos,  quedando  imposibilitado  para 
continuarlos,  ó  cumpliendo  con  su  obligación 
cu  la  parte  relativa  á  la  vigilancia  del  camino, 
disfrutará  la  pensión  que  señalen  las  leyes  en 
sus  respectivos  casos. 

Art.  59.  Cuando  el  peón  caminero,  por  sus 
achaques  ó  avanzada  edad,  no  tenga  aptitud 
y  actividad  necesaria  para  el  desempeño  de 
sus  funciones,  se  le  dará  el  mismo  retiro  siem- 
pre que  tenga  veinticinco  años  de  servicio,  no 
contando  los  de  peón  auxiliar. 

Art.  60.  Los  ing'euieros  de  todos  g'rados  y 
los  ayudantes  y  sobrestantes  podrán  anotar  en 
la  libreta  de  un  peón  caminero  ó  capataz  las 
faltas  que  les  observen  y  los  castigos  que 
hayan  sufrido. 

Se  rebajará  un  dia  de  haber  al  \)cim  capataz 
ó  caminero  cada  vez  que  deje  de  acompañarse 
de  este  documento,  y  tres  días  en  el  caso  de 
que  lo  pierda. 

Art.  61.  Por  las  faltas  de  subordinación  ó 
de  exactitud  en  las  oblig-aciones  g'enerales  se 
podrán  rebajar  á  los  peones,  capataces  y  cami- 
ueros  desde  uno  á  tres  dias  de  haber;  y  si  con- 
sisten en  el  cumplimiento  de  la  tarea  señala- 
da, los  dias  que  se  conceptúen  necesarios  para 
su  conclusión. 

Art.  62.  Las  faltas  graves  de  subordinación 
y  de  moralidad,  y  los  castigos  repetidos  por 
desaplicación,  serán  causa  bastante  para  que 
el  gobernador,  mediante  propuesta  del  inge- 
niero jefe  de  la  provincia,  separe  de  su  destino 
a  los  peones  capataces  y  camineros. 

Art.  63.  No  recaerá  el  premio  anual  en  el 
peón  capataz  ó  caminero  que  haya  sido  casti- 
gado tres  veces  en  el  año. 

Art.  64.  Cada  vez  que  un  peón  capataz  di- 
simule las  faltas  de  los  peones  camineros  de 
su  cuadrilla,  sufrirá  la  rebaja  de  uuo  á  cinco 
días  de  haber. 

Art.  05.  El  peón  capataz  podrá  despedir  de 
los  trabajos  al  peón  auxiliar  que  cometa  falta 
de  subordinación. 

Art.  06.  El  peón  capataz  ó  caminero  que 
contravenga  á  lo  dispuesto  en  la  segunda  par- 
te del  art.  43,  será  trasladado  de  su  respectivo 
trozo  la  primera  vez,  multado  en  tres  días  de 
haber  la  seg'unda,  y  separado  la  tercera. 

Art.  07.  Excepto  el  de  separación  del  des- 
tino, los  demás  castigos  por  falta  de  los  capa- 
taces y  camineros  serán  impuestos  por  el  inge- 
niero jefe  de  la  provincia,  mediante  propuesta 
del  ingeniero  encargado  de  la  carretera  ó  del 
ayudante  que  liag'a  sus  veces. 

Art.  68.  Quedan  derogadas  cuantas  dispo- 
.siciones  se  opongan  al  presente  reglamento. 

Madrid  lí)  de  Enero  de  1867.— Aprobado  por 
S.  M.— Orovio.  (C.  L.,  t.  07,  p.  96.) 

T0.MO   II. 


PARA  LA  CONSERVACIÓN  Y  POLICÍA  DE  LAS  CAUUETERAS  ' 


CAPÍTULO  I. — De  la  consei'oaciónde  las  carreteras. 

Articulo  1."  Los  cultivadores  de  heredades 
próximas  al  camino,  que  ocasionen  con  sus  la- 
íjores  cualquier  daño  á  los  muros  do  sosteni- 
miento, alcantarillas,  estribos  de  puentes  y 
cualesquiera  otras  obras  de  aquél,  ó  laboreen 
en  sus  escarpes,  incurrirán  en  la  inulta  de  5  á 
20  escudos,  además  de  subsanar  el  perjuicio 
causado.  Incurrirán  en  la  misma  pena  cuando 
se  adelanten  á  cultivar  fuera  de  la  zona  de  su 
pertenencia. 

.  Art.  2."  Los  cultivadores  y  pastores  cuyos 
g-anados  dejen  caer  tierra  ó  cualesquiera  otro 
objeto  en  el  camino  ó  en  sus  paseos  y  cunetas, 
estarán  obligados  á  la  limpia  ó  reparación  co- 
rrespondiente. 

Art.  3.°  Los  dueños  de  heredades  lindantes 
con  el  camino,  no  podrán  impedir  el  libre  cur- 
so de  las  ag'uas  que  provengan  de  él,  haciendo 
zanjas  ó  calzadas,  ó  elevando  el  terreno  de  su 
propiedad. 

Art.  4."  Sin  licencia  de  la  autoridad  local, 
previo  conocimienso  del  ingeniero  encargado 
de  la  carretera,  no  se  podrán  cortar  los  árboles 
situados  á  menos  de  25  metros  de  ella;  y  en  ma- 
nera alguna  será  permitido  arrancar  las  raices 
que  impidan  la  caída  de  tierras.  Los  contra- 
ventores costearán  las  obras  necesarias  para 
evitar  daños  ulteriores. 

Art.  5.°  El  conductor  de  un  carruaje  que 
rompa  ó  arranque  alg'ún  guardarrueda,  paga- 
rá 4  escudos  para  resarcir  el  daño  causado, 
además  de  lo  que  corresponda  si  hubiere  con- 
travenido á  otras  disposiciones  de  este  regla- 
mento. 

Art.  6."  Los  carruajes  deberán  marchar  al 
paso  de  las  caballerías  en  todos  los  puentes, 
sean  de  la  clase  que  fueren,  y  no  se  les  permi- 
tirá tampoco  dar  vuelta  entre  las  dos  barandi- 
llas ó  antepechos.  Se  prohibe  que  por  los  puen- 
tes colgados  corran  en  tropel  personas  ó  caba- 
llerías, que  se  transite  con  hachas  ii  otros 
objetos  encendidos,  que  se  deteng'an  los  pasa- 
jeros apoyándose  en  los  antepechos,  y  que  las 
tropas  pasen  no  siendo  en  filas  abiertas,  con 
sólo  dos  hombres  de  frente  y  sin  llevar  el  paso. 
Los  que  contravinieren  estas  disposiciones  in- 
currirán en  la  multa  de  5  á  10  escudos,  además 
de  pagar  los  daños  que  ocasionen. 

Art.  7."  Los  conductores  que  abran  surcos 
en  el  camino,  paseos  ó  márgenes  para  meter 
las  ruedas  de  los  carruajes  ó  cargarlos  más  có- 
modamente, satisfarán  la  multa  de  5  á  10  es- 
cudos y  resarcirán  el  perjuicio  causado. 

Art.  8."  Ningún  carruaje  ni  caballería  mar- 
chará por  los  paseos  fuera  del  firme  ó  calzada 
del  camino.  El  conductor  del  que  lo  hiciere  pa- 
g'ará  de  5  á  10  escudos  por  carruaje,  y  400  mi- 
lésimas de  escudo  por  cada  caballería. 

Art.  9."  Cuando  se  estén  efectuando  en  los 
caminos  obras  de  reparación,  los  carruajes  y 


'  Se  hallan  sujetas  á  este  reglamento  las  travesías  de 
los  caminos  ordinarios  por  el  interior  de  las  poblaciones. 
Véase  la  R.  O.  de  3  de  Febrero  de  1871. 
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caballerías  marcharán  por  el  paraje  señalado 
al  efecto,  siendo  los  contraventores  responsa- 
bles del  daño  que  hagan. 

Art.  10.  Los  conductores  de  carruajes,  ca- 
ballerías ó  ganados  que  crucen  el  camino  por 
distintos  parajes  de  los  destinados  á  este  fin, 
ó  de  aquellos  que  han  servido  siempre  para  ir 
de  unos  pixeblos  á  otros,  ó  para  entrar  y  salir 
de  las  heredades  limítrofes,  pagarán  el  daño 
que  causen  en  los  paseos,  cunetas  y  márgenes 
del  camino,  además  de  la  mtilta  de  2  á  6  es- 
cudos. 

Art  11.  El  qiie  rompa  ó  cause  daño  en  los 
guardarruedas,  antepechos  y  cualesquiera 
otras  obras,  ó  en  los  postes  kilométricos  y  tele- 
gráficos, así  como  el  que  borre  las  inscripcio- 
nes, maltrate  las  fuentes  y  abrevaderos  cons- 
truidos en  la  vía  piiblica,  ó  en  los  árboles  plan- 
tados en  las  márgenes  de  los  caminos,  ó  el  qtie 
no  impida  que  lo  hagan  sus  caballerías  y  ga- 
nados, pagará  el  perjuicio  y  una  multa  de  2  á 
10  escudos.  Al  que  sustrajere  materiales  aco- 
piados para  las  obras  ó  cualquier  efecto  perte- 
neciente á  ellas  se  le  prenderá,  á  fin  de  que  sea 
castigado  con  arreglo  al  Código  penal. 

Art.  1"2.  No  se  consentirá  sin  la  debida  au- 
torización barrer,  recog'er  basura,  rascar  tie 
rra  ó  tomarla  en  el  camino,  sus  paseos,  cune- 
tas y  escarpes,  bajo  la  multa  de  2  á  5  escudos 
y  reparación  del  daño  causado.  Los  encarga- 
dos de  carreteras  podrán  permitir  la  extrac- 
ción del  barro  ó  basura,  prescribiendo  las  re- 
glas que  al  efecto  crean  oportunas. 

Art.  13.  Se  prohibe  todo  arrastre  dii'ecto  so- 
bre el  camino  de  maderas,  ramajes  ó  arados, 
y  lo  mismo  el  atar  las  ruedas  de  los  carruajes, 
bajo  !a  multa  de  400  milésimas  de  escudo  por 
cada  madero;  800  si  fuese  arado  cou  extremo 
de  hierro,  y  6  escudos  por  cada  carruaje  que 
lleve  rueda  atada;  debiendo  además  el  contra- 
ventor resarcir  el  daño  causado. 

Art.  14.  Los  conductores  de  carruajes  ob- 
servarán las  reglas  siguientes  en  el  uso  de  las 
planchas  de  hierro  para  disminuir  la  veloci- 
dad de  las  ruedas: 

I.''  La  plancha  deberá  ser  igiial  al  modelo 
aprobado  por  la  Dirección  general  del  ramo. 

2.^  No  podrá  hacerse  uso  de  la  plancha  sino 
eu  las  cuestas  y  distancias  marcadas  al  efecto 
por  los  ingenieros  encarg-ados  de  las  carrete- 
ras, al  principio  y  al  fin  de  cada  una  de  las 
cuales  se  leerá  la  palabra  plancha,  escrita  con 
gruesos  caracteres  eu  un  poste  ó  pilar  estable- 
cido en  uno  de  los  lados  del  camino. 

3.^  La  plancha  deberá  aplicarse  á  la  rueda, 
de  manera  que  su  parte  central  quede  sentada 
de  plano  sobre  la  carretera. 

4."  Cuando  los  carruajes  lleven  puesta  la 
plancha  marcharán  al  paso  de  las  caballerías. 

La  infracción  de  estas  prevenciones  se  cas- 
tigará con  multa  de  5  á  10  escudos  y  repara- 
ción del  daño  que  se  cause. 

CAP.  II. — Del  tránsito  por  las  carreteras. 

Art.  15.  Los  alcaldes  cuidarán,  eu  sus  res- 
pectivos términos  jurisdicionales,  de  que  el  ca- 
mino y  sus  márgenes  estén  desembarazados 
y  sin  nada  que  obstruya  el  tránsito,  especial- 
mente en  las  travesías  de  los  pueblos. 


Art.  IG.  No  podrán  los  particulares  hacer 
acopios  de  materiales  de  construcción,  tierras 
ó  abonos,  amontonar  mieses  ui  otro  objeto 
cualquiera  sobre  el  camino,  sus  paseos  ó  cu- 
netas, ni  colg'ar  ó  tender  en  él  ropas  ni  telas. 
A  los  contraventores  se  impondrá  una  multa 
de  2  á  3  escudos  la  primera  vez  y  doble  si  rein- 
cidiesen. 

Art.  17.  Las  plantas  y  setos  de  cualquier 
género  con  que  estén  cercados  los  campos  y 
heredades  lindantes  con  el  camino,  deberán 
estar  cortados  de  modo  que  no  lleguen  has- 
ta él. 

Art.  18.  Los  arrieros  y  conductores  de  ca- 
rruajes que  den  suelta  á  sus  g-anados  pai'a  que 
coman  en  el  camino  ó  eu  sus  paseos  satisfarán 
la  multa  de  2  escudos  por  cada  carruaje,  y  de 
100  á  400  milésimas  de  escudo  por  cada  cabe- 
za de  ganado,  además  de  pag-ar  el  perjuicio 
que  causen. 

Art.  19.  La  meuor  de  las  penas  estableci- 
das en  el  artículo  anterior  es  aplicable  á  los 
pastores  de  cualquier  ganado  aunque  sea  mes- 
teño,  que  paste  en  las  alamedas,  paseos,  cune- 
tas y  escarpes  del  camino. 

Art.  20.  No  se  establecerán  tinglados  ni 
puestos  en  el  camino,  sus  paseos  y  márgenes, 
aunque  sean  para  la  venta  de  comestibles,  sin 
la  correspondiente  licencia. 

Art.  21.  No  se  dejará  suelto  ningún  ca- 
rruaje delante  de  las  posadas  ni  eu  otro  para- 
je del  camino.  Al  conductor  del  que  se  encuen- 
tre en  tal  estado  se  le  impondrá  una  multa  de 
2  á  5  escudos,  y  en  igual  pena  incurrirá  quien 
eche  animales  muertos  sobre  el  camino  ó  á  me- 
nor distancia  de  25  metros  de  sus  márgenes, 
quedando  además  obligado  á  sacarlos. 

Art.  22.  Las  caballerías,  recuas,  ganados 
y  carruajes  de  toda  especie  deberán  dejar  li- 
bre la  mitad  del  ancho  del  camino  para  no  em- 
barazar el  tránsito:  y  al  encontrarse  los  que 
van  y  vienen,  marcharán  arrimándose  cada 
uno  á  su  respectivo  lado  derecho. 

Las  diligencias  y  demás  carruajes  que  ha- 
gan servicio  público  de  transporte  de  viajeros 
no  podrán  adelantarse  unos  á  otros,  sino  cuan- 
do los  que  van  delante  se  detengan  á  mudar 
tiro,  ó  con  cualquiera  otro  objeto. 

Art.  23.  A  cada  Tino  de  los  arrieros  que  lle- 
vando más  de  dos  caballerías  reatadas,  cami- 
nen pareados,  se  les  multará  en  2  escudos;  y 
si  fueren  carruajes  los  que  así  marchen,  se 
exigirá  igual  cantidad  por  cada  uno. 

Art.  24^  Cuando  en  cualquier  paraje  del  ca- 
mino las  recuas  y  carruajes  se  encuentren  con 
los  conductores  del  correo,  deberán  dejarles 
el  paso  expedito.  Las  contravenciones  volun- 
tarias de  la  presente  disposición  se  castigarán 
con  multa  de  2  á  5  escudos. 

Art.  25.  No  será  permitido,  bajo  la  multa 
establecida  en  el  artículo  anterior,  que  las  ca- 
ballerías, ganados  y  carruajes  se  lleven  co- 
rriendo á  escape  por  la  carretera  á  la  imnedia- 
ción  de  otro  de  su  especie  ó  de  las  personas 
que  van  á  pie. 

Art.  26.  Igual  multa  se  aplicará  á  los  due- 
ños de  recuas,  ganados  y  carruajes  que  los  de- 
jen ir  por  el  camino  sin  persona  que  los  con- 
duzca. 
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Art.  27.  En  Las  cuestas  marcadas  del  modo 
prescrito  en  el  art.  14  no  podrán  bajar  los  ca- 
rruajes sino  con  planchas  ú  otro  aparato  que 
disminuya  la  velocidad  de  las  ruedas;  y  al  que 
falte  á  esta  disposición  llevando  pasajeros  se 
le  impondrá  de  5  á  20  escudos  de  multa,  sien- 
do además  responsable  délos  daños  que  cause. 

Art.  28.  Los  carruajes,  sin  excepción  alg"u- 
na,  llevarán  por  la  noche  en  su  frente  un  fa- 
rol encendido.  Los  conductores  incurrirán  en 
la  multa  de  3  escudos  cada  vez  que  contraven- 
gan á  esta  prevención. 

CAP.  III. — De  ¡as  oT>ras  contiguas  á  las  carreteras  '. 

Art.  29.  En  las  fachadas  de  las  casas  con- 
tiguas al  camino,  no  se  colocará  objeto  alguno 
colgante  ó  saliente  que  pueda  causar  incomo- 
didad ó  pelÍ2-ro  á  los  pasajeros,  caballerías  y 
carruajes.  En  caso  de  contravención  los  alcai- 
des señalarán  un  breve  término  para  que  se 
quiten  los  estorbos,  imponiendo  la  multa  de  2 
á  8  escudos  al  que  no  lo  haga  en  el  plazo  se- 
ñalado. 

Art.  30.  Cuando  los  edificios  contiguos  al 
camino,  y  en  particular  las  fachadas  que  le 
» den  frente,  amanecen  ruina,  los  alcaldes  da- 
rán aviso  inmediatamente  al  ing-eniero  encar- 
gado de  la  carretera  por  medio  de  los  peones 
camineros  ó  de  otro  dependiente  del  ramo  de 
carreteras. 

Art.  31.  El  ingeniero  deberá,  á  consecuen- 
cia de  este  aviso  ó  de  cualquier  otro  que  lle- 
gue á  su  noticia,  reconocer  el  edificio,  ya  sea 
piiblico  ó  particular,  que  se  crea  pueda  caer 
sobre  el  camino,  y  si  en  efecto  lo  llalla  en  mal 
estado,  dará  conocimiento  de  ello  al  alcalde, 
expresando  si  la  ruina  parece  ó  no  in-óxima,  y 
advirtiéndole  al  mismo  tiempo  si  el  edificio  es 
de  los  que  en  virtud  de,  alineación  aprobada 
se  halla  sujeto  á  retirar  su  linea  de  fachada 
para  dar  mayor  ensanche  á  la  vía  piibliea. 

Art.  32.  A  7nenos  de  25  metros  de  distancia 
de  la  carretera  no  se  podrá  construir  edificio 
alguno,  corral  para  ganados,  alcantarilla  ni 
obra  que  salga  del  camino  á  las  posesiones 
contiguas,  ni  establecer  presas,  artefactos  ó 
cauces  para  la  toma  y  conducción  de  aguas, 
sin  la  correspondiente  licencia. 

Tampoco  será  licito  hacer  represas,  pozos  ó 
abrevaderos  á  distancia  menor  de  25  metros 
de  la  parte  exterior  de  los  puentes  y  alcanta- 
rillas y  de  las  márgenes  de  los  caminos,  ni 
practicar  calicatas  y  cualquiera  otra  opera- 
ción minera  á  menos  de  40  metros  de  la  carre- 
tera. Los  contraventores  incurrirán  en  la  mul- 
ta de  5  á  20  escudos,  además  de  subsanar  el 
perjuicio  causado. 

Art.  33.  Las  peticiones  de  licencia  para 
construir  ó  reedificar  en  las  expresadas  fajas 
de  terreno  á  ambos  lados  del  camino  se  dirigi- 
rán al  alcalde  del  ¡lueblo  respectivo,  espresan- 
do el  paraje,  calidad  y  destino  del  edificio  ú 
obra  que  se  trata  de  ejecutar. 

Art.  34.  El  alcalde  remitirá  dichas  instan- 
cias, con  las  observaciones  que  estimo  opor- 
tunas, al  ingeniero  encargado  de  la  carretera 
para  que,  previo  reconocimiento,  señale   la 


Véase  la  R.  O.  de  3  ríe  Febrero  de  1871. 


distancia  y  alineación  á  que  la  obra  proyecta- 
da haya  de  sujetarse  frente  al  camino,  con  las 
demás  condiciones  facultativas  que  deben  ob- 
servarse en  su  ejecución,  á  fin  de  que  no  cause 
perjuicio  á  la  vía  pública  ni  á  sus  paseos  y 
arbolados. 

Los  solicitantes  estarán  obligados  á  presen- 
tar el  plano  de  la  obra  proyectada,  si  el  inge- 
niero lo  cree  necesario  para  dar  dictamen  con 
el  debido  conocimiento. 

Art.  35.  Los  alcaldes  en  sus  respectivas 
jurisdicciones,  y  previo  el  citado  informe  del 
ingeniero,  concederán  licencia  para  construir 
ó  reedificar  con  sujeción  á  la  alineación  y  con- 
diciones que  éste  hubiere  marcado  cuidando 
de  que  sean  observadas  puntualmente  por  los 
dueños  de  la  obra. 

Art.  36.  A  los  que  sin  la  licencia  expresada 
ejecuten  cualquier  construcción  dentro  de  la 
distancia  de  25  metros  á  uno  y  otro  lado  del 
camino,  se  aparten  de  la  alineación  marcada, 
ó  no  observen  las  condiciones  con  que  se  les 
haya  concedido  la  licencia,  les  obligará  el  al- 
calde á  demoler  la  obra,  caso  de  que  perjudi- 
que á  la  carretera,  sus  paseos,  cunetas  y  ar- 
bolados. 

Art.  37.  Cuando  se  susciten  contestaciones 
con  motivo  de  la  alineación  y  condiciones  fa- 
cultativas señaladas  por  el  ingeniero,  el  alcal- 
de las  pondrá  en  su  conocimiento:  y  suspen- 
diendo todo  procedimiento  ulterior  remitirá  el 
expediente  al  gobernador  de  la  provincia. 

Art.  38.  El  gobernador  resolverá  á  la  po- 
sible brevedad  sobre  los  expedientes  de  que 
trata  el  artículo  anterior  oyendo  al  ingeniero 
jefe  de  la  provincia;  pero  si  hallare  motivo 
para  no  conformarse  con  el  dictamen  de  éste, 
lo  pasará  sin  demora  á  la  Dirección  general 
del  ramo  para  que  decida  lo  que  fuese  justo  y 
conveniente,  ó  proponga  en  su  caso  al  Gobier- 
no la  resolución  que  corresponda. 

CAP.  IV. — De  las  denuncias  y  multas. 

Art.  39.  No  se  impondrá  pena  alg'una  de 
las  prefijadas  en  este  reglamento  sino  median- 
te denuncia  ante  los  alcaldes  de  los  pueblos 
más  próximos  al  i)unto  de  la  carretera  en  qtie 
sea  detenido  el  contraventor. 

Art.  40.  Las  denuncias  podrán  verificarse 
por  cualquiera  persona,  correspondiendo  ha- 
cer las  aprehensiones  á  los  dejieudientes  de 
justicia  de  los  pueblos  por  donde  pasa  la  ca- 
rretera, á  la  g'uardia  civil,  y  muy  especialmen- 
te á  los  peones  camineros,  cap.ataces  y  demás 
empleados  de  caminos  que  tienen  la  cualidad 
de  guardas  jurados  para  perseguir  á  los  in- 
fractores del  presente  reglamento. 

Art.  41.  Presentadas  las  denuncias  ante 
los  alcaldes,  procederán  éstos  de  plano  oyendo 
á  los  interesados  é  imponiendo  en  su  caso  sin 
omisión  ni  demora  alguna  las  multas  estable- 
cidas en  este  reg'lamento. 

Si  la  falta  que  deba  castigarse  está  literal- 
mente consignada  en  el  Códig'o  penal  se  suje- 
tará á  sus  prescripciones  el  tanto  de  multa  que 
se  imponga. 

Art.  42.  De  las  militas  que  se  exijan  se  apli- 
cará una  tercera  parte  al  denunciador,  otra 
tercera  parte  del  mínimum  de  lo  que  en  cada 
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caso  señala  este  reg'lameuto  al  alcalde  ante 
quien  se  hag'a  la  denuncia,  pag'ándose  en  el 
papel  correspondiente,  y  el  resto  á  los  g'astos 
de  conservación  del  camino.  Esta  última  parte 
se  entreg'ará  al  sobrestante  ó  aparejador  del 
mismo,  bajo  el  correspondiente  recibo  visado 
por  el  iug'eniero  encarg'ado  de  la  carretera. 

En  las  obras,  cuya  conservación  so  halle  <l 
cargo  de  empresas  ó  particulares,  se  entreg'a- 
rá A  éstos  la  pai'te  de  las  multas  que  se  refiere 
k  indemnización  de  daños  causados,  pero  no 
la  de  aquéllas  que  se  impongan  como  pena 
correccional. 

Los  alcaldes  darán  á  los  ing'enieros,  con 
arreg'Io  A  las  disposiciones  vig'entes,  relación 
detallada  de  todas  las  multas  cpe  impongan 
en  cada  semestre. 

Art.  43.  Si  alg'ún  alcalde  no  admitiere  las 
denuncias  que  se  le  presentasen  por  infraccio- 
nes de  este  reg'lameuto,  asi  los  peones  cami- 
neros como  los  demás  empleados  subalternos 
de  obras  públicas,  absteniéndose  de  entrar  en 
contestaciones  personales,  darán  inmediata- . 
mente  parte  del  hecho  por  conducto  de  sus  su- 
periores al  ing'eniero  respectivo,  el  que  lo 
transmitirá  al  jefe  de  la  provincia,  dirigiendo 
éste  en  seguida  la  reclamación  al  g-obernador 
para  la  providencia  á  que  haya  lugar:  y  eu  el 
caso  de  no  obtener  eficaz  resultado,  á  la  Di- 
rección g'eueral  de  Obras  públicas  para  que 
i'esuelva  lo  conveniente. 

CAP.  V. — Disposiciones  generales. 

Art.  44.  Siempre  que  sea  posible,  se  permi- 
tirá el  paso  de  las  sillas  correos  por  los  trozos 
de  carretera  que  se  estén  construyendo  ó  re- 
parando por  cuenta  de  la  Administración. 

Art.  4;').  Cuando  haya  vuelcos  de  carruajes 
en  las  carreteras,  los  ing'enieras  practicarán 
\ina  investigación  de  las  causas  que  los  han 
producido,  dando  cuenta  de  su  resultado  á  la 
Dirección  g'eneral. 

Art.  46.  El  presente  reglamento  es  exten- 
sivo en  todas  sus  partes  á  las  carreteras  que 
se  conserven  por  cuenta  de  las  provincias,  de 
los  pueblos  y  do  los  particulares. 

Art.  47.  No  se  reconoce  fuero  especial  ni 
privilegiado  para  los  que  infrinjan  las  dispo- 
siciones del  mismo. 

Art.  48.  Los  g'obernadores  cuidarán  en  sus 
r  'spcctivas  provincias  deque  se  observen  pun- 
tualmente estas  disposiciones,  procediendo 
contra  los  alcaldes  qiie  hayan  cometido  ó  tole- 
rado cualquier  infracción. 

Art.  49.  Se  entregará  un  ejemplar  del  pre- 
s<'.nte  reglamento  á  cada  uno  de  los  alcaldes 
de  los  pueblos  por  cuyos  términos  municijia- 
les  cruce  alg'una  carretera,  y  asimismo  á  todos 
los  peones  camineros,  capataces,  gniardas  y 
y  demás  empleados  del  ramo  de  caminos. 

Art.  50.  Quedan  en  vig-or  las  disposiciones 
sobre  carreteras  cjue  no  se  opong-an  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores".— Madrid  19 
de  Enero  de  1867.— Aprobado  por  S.  M.— Oro- 
vio.»  (Gac.  19  Marzo  y  C.  L.,  t.  97,  páginas 
96  y  106.)  ^  " 

Circ.  31  Marzo  1867. 

A  quién  compete  el  nombramiento  de  peones  camineros, 

capataces,  guardas,  vigilantes  y  ordenanzas. 

(DiR.  GEN.  DE  Ob.  púb.)    «Eu  vista  de  las 


consultas  hechas  por  alg'unos  gobernadores 
con  motivo  de  las  dudas  ocurridas  á  los  ing'e- 
nieros jefes,  respecto  al  uso  de  la  facultad  de 
nombrar  y  destituir  á  los  peones  camineros  y 
capataces,  esta  Dirección  general  ha  resuelto 
declarar: 

1."  Que  el  nombramiento  de  peones  cami- 
neros, capataces,  guardas,  vig-ilantes  y  orde- 
nanzas corresponde  á  los  gobernadores  con 
arreglo  al  art.  48  del  reglamento  del  Cuerpo 
de  ingenieros  de  28  de  Octubre  de  1S63,  y  al 
62  y  67  del  de  peones  camineros  de  19  de  Ene- 
ro de  este  año  '. 

2.°  Que  estando  los  peones  y  capataces  á 
las  inmediatas  órdenes  de  los  ing'enieros  jefes 
de  las  provincias,  y  residiendo  eu  éstos  la  fa- 
cultad de  imponerles  las  correcciones  y  casti- 
gos á  que  dieren  lug'ar  por  faltas  en  el  servi- 
cio, seg'ún  lo  prescrito  en  los  arts.  62  y  67  del 
último  de  dichos  reglamentos,  es  de  su  compe- 
tencia la  suspensión  de  los  mismos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  carg'os;  y  proponer  al  gobernador 
fundadamente,  la  separación  definitiva,  para 
que  aprobada  esta  medida  por  dicha  autori- 
dad, pueda  anunciar  la  vacante. 

3.°  Que  los  ingenieros  jefes,  en  el  momen-  ' 
to  que  ocurra  una  vacante  por  cualquier  otro 
motivo,  den  parte  de  ella  á  los  gobernadore.s 
de  sus  respecti%'as  provincias,  á  fin  de  que  por 
medio  de  los  Boletines  ofieiales  y  del  modo 
que  crean  más  oportuno  la  publiquen,  seña- 
lando el  plazo  de  quince  días  ¡lara  la  admisión 
de  solicitudes;  y  que  terminado  éste,  y  pre- 
vias las  anotaciones  correspondientes  en  las 
Secciones  de  Fomento,  las  pasen  con  sus  jus- 
tificantes al  ingeniero  jefe  de  la  provincia 
para  que  éste,  eu  el  término  de  ocho  días,  for- 
mule la  propuesta  en  terna;  si  bien  en  el  caso 
que  no  haya  número  suficiente  de  aspirantes 
para  formarla,  deberá  hacerlo  con  los  que  lo 
soliciten  y  reúnan  las  condiciones  del  regla- 
mento.» (Doletin  oficial  de  Lugo,  nüm.  43. 
de  18G7.) 

R.  D.  13  Febrero  1868. 
hiconvenientes  de  la  contratación  por  unidades  de  traba- 
jo y  nombramiento  de  iííio.  Comisión  que  estudie  y  pro- 
ponga  la  contratación  de  carreteras  por  un  tanto  alzado. 

(FoM.)     Extracto. — La  práctica  habla  dado 
á  conocer  cjue  el  sistema  de  contratación  de 
carreteras  por  unidades  de  obra,  adolece,  en- 
tre otros  inconvenientes,  del  grave  defecto  de  : 
no  ser  posible  conocer  con  exactitud  a  priorij 
el  coste  de  construcción,  no  pudiendo  conside- 
rarse el  presupuesto  sino  como  un  dato  aproxi-  j 
mado,  puesto  que  la  cantidad  que  ha  de  abo-j 
liarse  al  contratista  no  se  conoce  hasta  el  mo- 
mento de  terminar  la  liquidación  de  las  obras,  ' 
de  lo  que  resulta  que  el  Gobierno  no  sabe  niui- 
ca  cuánto  va  á  invertir  en  la  ejecución  de  una, 
carretera.  Agregando  á  esto  la  gran  complica- 
ción á  que  el  sistema  de  unidades  obliga;  elj 
numeroso  personal  que  exige  para  la  vigilan- 
cia y  mediciones  de  las  obras,  operaciones  que  | 
por'este  motivo  y  no  bastando  los  ingenieros,  ; 
hay  que  confiar  á  los  agentes  subalternos  quej 


•  La  R.  O.  de  14  de  Febrero  de  1881  autoriza  á  loa  in  - 
genieros  Jefes  de  obras  púbUcas  para  hacer  los  nombra-M 
mientos  de  peones. 
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carecen  de  la  aptitud  profesional  necesaria, 
las  muchas  discusiones,  divergencias  y  recla- 
maciones originadas  por  la  dificultad  que  ofre- 
cen las  liquidaciones;  el  g'rau  número  de  casos 
de  rescisión  y  de  indemnización  por  fuerza 
mayor,  se  ve  que  el  sistema  de  ajuste  no  tiene 
las  condiciones  exigidas  por  los  buenos  prin- 
cipios que  deben  servir  de  guia  á  la  Adminis- 
tración pública. 

Ante  este  convencimiento  y  en  la  persua- 
sión de  que  el  contrato  por  tanto  alzado  evita 
los  principales  inconvenientes  observados  en 
el  ajusto  ¡lor  unidades  de  obra,  al  cual  lleva 
notables  ventajas  bajo  todos  los  aspectos  que 
pueden  considerarse  en  la  contratación  de  las 
obras  públicas,  después  de  haber  sido  oídos 
por  el  Ministerio  de  Fomento  en  una  informa- 
ción extensa  y  miniiciosa  todos  los  ingenieros 
jefes  de  las  provincias  y  la  Junta  consultiva 
Caminos,  Canales  y  Puertos  sobre  el  mejorsis- 
tema  de  subastar  las  obras  de  carreteras,  se 
dispuso  nombrar  una  Comisión  compuesta  de... 
á  fin  de  que,  con  la  mayor  urg'encia,  «y  par- 
tiendo de  la  base  de  contratar  la  construcción 
de  las  obras  de  carreteras  por  un  tanto  alza- 
do, estudie  y  fije  todo  lo  relativo  <á  este  siste- 
ma, proponiendo  cuantas  reformas  juzg'ue  ne- 
cesarias para  llevarle  á,  efecto  con  el  mejor 
éxito  y  redactando  los  formularios  correspon- 
dientes para  los  proyectos,  los  nuevos  plieg'os 
de  condiciones  y  los  reglamentos  de  ejecu- 
ción.» (Gac.  14  Febrero.) 

E.  D.  1."  Abril  186S. 
Concediendo  d  los  gobernadores  la  facultad  de  aprobar 
los  proyectos  de  toda  clase  de  obras  jiiiblicas  de  carre- 
teras y  caminos,  hecha  excepción  de  las  de  fábrica,  cuyo 
importe  exceda  de  50.000  escudos  y  la  de  resolver  los 
expedientes  de  expropiación  *. 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  propuesto 
por  el  Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con 
mi  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Se  concede  á  los  gobernado- 
res de  las  provincias  la  facultad  de  aprobar 
los  proyectos  de  carreteras  provinciales  y  de 
caminos  vecinales  comprendidos  en  los  respec- 
tivos planes  aprobados,  sea  cualquiera  el  cos- 
te é  importancia  de  los  presup^.estos,  y  oyen- 
do siempre  á  las  Juntas  de  obras  públicas, 
creadas  por  R.  D.  de  18  de  Octubre  de  1803. 
Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  proyec- 
tos de  obras  de  fábrica  cuyo  importe  exceda 
de  50.000  escudos,  los  cuales  se  elevarán  al 
exameny  aprobación  del  Ministro  de  Fomento. 

Art.  2.°  Podrán  asinusnio  los  gobernado- 
res, consultando  previamente  á  las  Juntas 
provinciales  de  Obras  públicas,  aprobar  los 


'  El  pensamiento  de  este  decreto,  según  expresa  el 
predriibulo,  fué  el  atender  d  la  conveniencia  de  acelerar 
el  despacho  de  los  negocios  de  privativo  conocimiento  de 
la  Administración  central  y  ala  necesidad  dejyroveer  con 
prontitud  á  la  carencia  de  subsistencias  que  se  dejaba  sen- 
tir en  algtmas  j^roviiíCias  del  Reino,  la  cual  exigía  en  pro- 
vecho de  las  clases  menestei  osas  que  se  ampliasen  las  fa- 
cultades concedidas  d  los  gobernadores  de  las  provincias 
por  R.  D.  de  18  de  Octubre  de  1863  i>ara  la  ejecución  de 
determinadas  obras. 

Hoy  rigen  los  arts.  12  d  15,  32,  38,  47  y  48  de  la  ley  de  4 
de  Mayo  de  1877  y  los  concordantes  de  su  reglamento.  Ver 
también  en  ExrROPí  aciúx  foezosa  la  lev  de  10  de  Enero 
de  1879, 


expedientes  de  clasiflcaeióu  y  de  utilidad  pú- 
blica que,  respecto  de  dichas  carreteras  y  ca- 
minos, hayan  de  instruirse  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857.  Es- 
tos expedientes  se  incoarán  linicamente  en  el 
caso  de  que  sea  necesaria  alguna  expropia- 
ción forzosa. 

Art.  3."  Cuando  las  Juntas  provinciales  de 
Obras  públicas  no  estén  conformes  con  el  pa- 
recer de  los  gobernadores,  respecto  de  los  pro- 
yectos y  expedientes  cuyo  examen  se  les  co- 
mete por  las  disposiciones  anteriores,  se  remi- 
tirán éstos  á  la  resolución  de  dicho  Ministerio. 

Art.  4."  Siempre  que  sea  precisa  la  expro- 
piación, se  instruirán  los  expedientes  oportu- 
nos con  arreglo  á  la  legislación  vigente  en  la 
materia.  La  aprobación  de  los  mismos  será 
también  de  la  competencia  de  los  g'oberuado- 
res,  y  sólo  en  el  caso  de  que  no  haya  conformi- 
dad en  el  justiprecio  de  la  finca  ó  de  los  daños 
que  puedan  inferirse  por  la  obra,  se  elevarán 
aquéllos  á  la  aprobación  superior. — Dado  en 
Palacio  á  1.°  de  Abril  de  1868. — Está  rubrica- 
do de  la  Real  mano. — El  Ministro  de  Fomento, 
Manuel  de  Orovio.»  (Gac.  á  Abril.) 

B.  O.  17  Julio  186S. 
(FoM.)  Aprobó  el  reglamento  para  la  ejecu- 
ción del  art.  41  del  pliego  de  condiciones  ge- 
nerales para  las  contratas  de  obras  piiblicas, 
publicado  en  10  Julio  1861,  y  declaró  derogada 
la  R.  O.  de  30  Abril  1862,  que  regia  sobre  el 
particular.— V.  Contratos  administkativos. 

B.  O.  30  Julio  1868. 

Construcción  de  carreteras  para  proporcionar  trabajo 

á  los  obreros. 

(Extracto.)  Con  objeto  de  atender  á  la  gra- 
ve cuestión  de  subsistencias,  proporcionando 
trabajo  á  las  clases  pobres,  se  mandaron  em- 
prender desde  lueg^o  obras  dentro  del  presu- 
puesto, resolviendo  en  su  virtud  que  se  diera 
preferencia  á  las  carreteras  que  atraviesan 
provincias  ó  localidades  donde  haya  mayor  ne- 
cesidad de  proporcionar  ocvipación  á  las  cía 
ses  trabajadoras,  y  procurando,  después  de 
atender  á  este  primer  interés,  que  las  nuevas 
obras  sirvan  para  continuar  y  completar  las 
vías  de  comunicación  que  estén  empezadas  en 
la  actualidad,  y  que  se  prosig'uierancon  la  ma- 
yor actividad  por  la  Dirección  los  ]U'oyectos 
de  carreteras  sin  terminar,  emprendiendo  el 
estudio  de  nuevas  lineas  con  arreglo  á  las 
bases  que  preceden,  adoptando  por  si,  ó  pro- 
poniendo en  su  caso  cuantas  medidas  crea 
oportunas  para  poder 'dar  el  más  útil  y  acerta- 
do empleo  á  los  recursos  ordinarios  del  presu- 
puesto, á  los  extraordinarios  que  en  su  día 
puedan  votar  las  Cortes,  y  á  los  que  por  vir- 
tud de  empréstitos,  para  que  están  autoriza- 
das, tengan  á  bien  destinar  á  tan  laudable  ob- 
jeto las  l5iputaciones  provinciales.  (R.  0. 30  de 
Julio  de  1868.— Grac.  3  Agosto.) 

E.  O.  28  Agosto  1868. 
Abreviando  los  expedientes  sobre  conservación  de  carre- 
teras, y  reformando  en  esta  pártela  Inst.  de  1858. 

(FoM.)  «Reconocida  la  necesidad  de  abre- 
viar los  trámites  á  que  están  sujetos  los  expe- 
dientes relativos  á  la  conservación  anual  de 
las  carreteras  del  Estado,  sobre  todo  en  las 
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actuales  circunstancias  cu  que  tan  urgente  es 
(lar  ocupación  á  la  clase  jorualera  por  la  falta 
(le  trabajo  y  carestía  de  las  subsistencias;  la 
Keiua  (Q.  D.  G.),...  se  ha  dignado  adoptar  las 
disposiciones  sig'uientes: 

I."'  Los g'oberuadores  de  las  provincias  apro- 
barán en  lo  sucesivo  las  actas  de  remate  de 
([ue  habla  el  art.  44:  de  la  Inst.  de  1.°  de  Di- 
( iembre  de  1858,  dada  para  ejecutar  las  obras 
i'e  conservacióu  y  reparacifin  de  las  carrete- 
ras, adjudicando  el  servicio  alqueresulte  como 
mejor  postor. 

2.'''  Adjudicadas  las  obras,  los  gobernado- 
res acordarán  lo  conveniente  para  que  sin  de- 
mora alg'iina  se  proceda  á  otorg'ar  la  corres- 
pondiente escritura  por  cada  adjudicación, 
debiendo  dar  conocimiento  inmediato  y  sepa- 
radamente por  servicios  A  esa  Dirección  g'ene- 
r,al  de  haberse  cumplido  estos  requisitos,  es- 
pecificando el  nombre  del  contratista  y  la  can- 
tidad por  que  le  hayan  sido  adjudicadas  las 
obras. 

3.''  Los  acuerdos  de  los  g'oberuadores  por 
virtud  de  lo  prevenido  en  las  precedentes  dis- 
posiciones, serán  reclamables  á  esa  Dirección 
general  en  la  forma  establet-ida  por  la  ley. 

Y  4.'''  Cuidará  V.  I.  que  los  ing-enieros  jefes 
de  las  provincias  cumplan  con  exactitud  lo 
prevenido  en  la  Circ.  de  esa  Dirección  g'eneral 
de'27  de  Junio  tiltimo,  publicada  para  facilitar 
l;i  tramitación  de  los  expedientes  de  que  se 
trata.— De  Real  orden,  etc. — Madrid  28  de 
Agosto  de  18(58. — Orovio. — Sr.  Director  gene- 
ral de  Obras  públicas.»  (Gac.  2  Septiembre.) 

Decreto-ley  14  Noviembre  1868. 
Nuevas  bases  para  la  legislación  general  de 
Obras  píiblicas.Se  inserta  en  Obras  públicas. 

Circ.  2  Diciembre  1868. 

Reforma  la  de  9  de  Marzo  de  1866,  sobre  estudios 

de  carreteras  por  particulares. 

(FoM.)  «...En  adelante  al  pedir  un  conce- 
sionario la  tasación  del  proyecto,  se  entiendan 
modificadas  las  disposiciones  7.^  y  8.^^  de  la 
U.  O.  de  10  de  Marzo  de  1866  por  las  sig'uientes: 

I.'"'  La  tasación  se  verificará  por  dos  peri- 
tos nombrados  libremente,  el  uno  por  la  Direc- 
ción general  de  Obras  públicas,  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  y  el  otro  por  el  conce- 
sionario. Los  dos  peritos,  antes  de  verificar  la 
tasación,  nombrarán  de  común  acuerdo  un 
tercero  en  discordia  que  jiracticará  una  nueva 
tasación,  caso  de  no  haber  conformidad  entre 
los  dos  primeros.  Del  nombramiento  hecho 
deberán  dar  cuenta  inmediatamente  á  la  Di- 
rección general. 

2.*  La  tasación  hecha  de  comtin  acuerdo 
por  los  dos  peritos  ó  las  tasaciones  de  ambos 
y  del  tercero  en  discordia,  en  el  caso  de  no  ha- 
ber conformidad  entre  aquéllos,  se  elevarán  á 
la  Dirección  general  para  la  resolución  que  co- 
rresponda.—Madrid  2  de  Diciembre  de  1868.— 
Ruiz  Zorrilla.»  (Gac.  18  Diciembre.) 

0. 12  Jnlío  1869. 

Las  Diputaciones  están  facultadas  para  alterar  los  pla- 
nes  de  carreteras,  etc.,  pero  no  para  imponer  á  los  Mu- 
nicipios su  construcción  y  conservación. 

(FoM.)     <■ Oído  el  dictamen  de  la  Junta 

consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  y 


de  conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  L, 
S.  A.  el  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  re- 
solver: 

1.°  Que  á  tenor  del  espíritu  que  domina  eu 
la  legislación  vigente,  las  Diputaciones  estáu 
facultadas  para  alterar  los  planes  de  carrete- 
ras provinciales  aprobados  de  Real  orden,  eje- 
cutando sus  acuerdos  los  gobernadores,  los 
cuales  podrán,  sin  embargo,  suspenderlos  bajo 
su  responsabilidad, dando  cuenta  al. Ministerio 
de  Fomento  para  la  resolución  definitiva,  con- 
forme á  lo  que  se  previene  eu  el  art.  21  de  la 
ley  orgánica  provincial  '. 

2."  Que  las  Diputaciones  no  pueden  impo- 
ner á  los  Municipios  la  construcción  ni  conser- 
vación de  ninguna  carretera,  debiendo  partir 
la  iniciativa  de  los  Ayuntamientos  en  todo  lo 
tocante  á  clasificación,  rectificación  y  cons- 
trucción de  caminos  vecinales;  acordar  defini- 
tivamente la  Diputación  cuantío  est(5  conforme 
con  aquéllos,  y  pasar  el  expediente  al  Gobier- 
no central  en  caso  contrario. 

3.°  Aprobar  el  acuerdo  de  la  Diputación 
provincial  de  Santander  eu  lo  relativo  á  que, 
si  lo  estima  conveniente,  dejen  de  conservarse 
y  repararse  con  fondos  provinciales  las  carre- 
teras de  Solórzano  á  Beranga  y  de  Arredondo 
á  Asón,  y  desaprobarlo  en  lo  tocante  á  impo- 
ner dichos  trabajos  á  los  Ayttntamieutos  co- 
rresjiondientes  eu  caso  que  no  se  presten  vo- 
luntariamente á  verificarlos  de  su  cuenta. — 
Dios,  etc. — Madrid  12  de  Julio  de  1869. — Ruíjí. 
Zorrilla.»  (Gac.  30  Julio.) 

Circ.  24  JuUo  1869. 
Dio  nueva  redacción  alplieg'o  de  condicio- 
nes particulares  y  económicas  para  las  subas- 
tas y  contratas  de  acopio  para  la  conservación 
\  reparación  de  carreteras. — V.  Contratos 

ADMINISTRATIVOS. 

o.  7  Abril  1870  2. 
(FoM.)  feíracío.— Disponiendo  el  abando- 
no por  el  Estado  de  las  carreteras  que  se  ex- 
presan paralelas  á  los  caminos  de  hierro,  con- 
cediéndose su  explotación  á  las  Diputaciones 
provinciales,  Ayuntamientos  y  particulares 
que  lo  soliciten  por  conducto  de  los  respecti- 
vos gobernadores,  con  sujeción  al  decreto- lev 
de  14  Noviembre  1868.  (C.  L.,  t.  103,  p.  424.) 

0. 17  Diciembre  1870. 
Reglas  para  la  ejecución  de  obras  de  carreteras:  Replan- 
teo de  alineaciones  y  rasantes:  Ej^planación:  Excava- 
ciones: Variaciones  de  emplazamiento:  Obras  de  fábri-  I 
ca:  Variaciones  ■'. 

(FoM.)  «Excmo.  Sr.:  Por  circulares  de  30 
de  Julio  de  1849,  11  de  Junio  y  30  de  Octubre 
de  1854,  21  de  Febrero  de  1859,  y  últimamente 
por  la  de  10  de  Marzo  de  1866,  se  h.i  prevenido 
constantemente  á  los  ingenieros  jefes  de  las  , 


'     Ver  el  art.  29  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1877,  y  lo» 
31  y  32  del  reglamento  para  su  ejecución. 

■^  Tuvo  por  objeto  esta  disposición  no  sólo  conseguir 
una  economía  de  consideración  para  la  Administración 
central,  sino  también  hacer  posible  que  las  Diputaciones 
provinciales  y  los  Ayuntamientos  empezasen  d  hacer  uso 
de  la  libertad  que  les  concede  la  legislación  vigente,  apli- 
cando sus  recjtrsos  á  atender  á  aquellas  lineas  que  por  -. 
sus  circunstancias  prestan  sólo  servicios  de  interés  local,  f 

3     Téngase  en  cuenta  hoy  el  pliego  de  condiciones  de  li  ' 
Junio  1886  y  singularmente  sus  arts.  8,°  a  29. 
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provincias  que  uo  introduzcan  aumentos  ni 
vai'iaciones  en  los  proyectos  aprobados  sin  la 
debida  autorización.  En  las  mismas  circulares 
se  ha  consignado  la  responsabilidad  que  así  á 
dichos  funcionarios  como  á  los  contratistas  ha- 
bría de  exig-irse.les  cuando  los  primeros  no 
cumpliesen  las  disposiciones  establecidas,  y  los 
segundos  ejecutasen  obras  que  no  estuvieran 
oportunamente  aprobadas.  La  naturaleza  del 
servicio  exige,  no  obstante,  que  se  fijen  reglas 
precisas  ¡I  que  los  ing-enieros  jefes  deben  su- 
jetarse en  lo  sucesivo  cuando  de  la  realización 
de  los  proyectos  se  trate,  quedando  aquí  desde 
luego  terminantemente  expresado  que  las  fal- 
tas que  cometan,  pudiendo  y  debiendo  consi- 
derarse como  descuido  en  el  servicio,  se  hallan 
ya  comprendidas  entre  los  casos  marcados  eu 
el  reglamento  del  Cuerpo,  donde  constan  las 
correcciones  y  penas  que  por  ellas  han  de  im- 
ponerse. En  cuanto  á  los  contratistas,  como 
quiera  cpe  deben  ejecutar  las  obras  con  arre- 
gio  á  los  proyectos  aprobados,  ex''epto  en  los 
casos  que  después  se  especificarán,  claro  es 
que  todas  las  que  no  reúnan  estas  condiciones 
ó  uo  se  encuentren  en  estas  circunstancias  no 
son  de  las  que  están  obligados  á  llevar  á  cabo; 
y  por  consiguiente,  al  emprenderlas  y  prose- 
guirlas, será  bajo  su  responsabilidad  inme- 
diata. 

En  vista  de  lo  expuesto,  S.  A.  el  Regente  del 
Reino  ha  tenido  A  Isien  aprobar  las  siguientes 
prescripciones  que  deberán  cumplirse  en  la  eje- 
cución de  las  obras  de  carreteras: 

1."  Cuando  del  replanteo  de  alineaciones  y 
rasantes  resulte  conformidad  con  el  proyecto 
aprobado,  pueden  emprenderse  inmediatamen- 
te las  obras  sin  esperar  la  aprobación  del  acta 
á  que  se  refiere  el  art.  8."  del  pliego  de  condi- 
ciones generales  de  10  de  Julio  de  18G1  ',  siem- 
pre que  los  fierfiles  transversales  coincidan  con 
el  terreno  ó  haya  pequeñas  diferencias  que  es- 
triben en  equivocaciones  materiales. 

Í2.*  Se  necesita  la  aprobación  del  acta  para 
emprender  los  trabajos  en  el  caso  de  que  al 
verificarse  el  replanteo  se  encuentren  dife- 
rentes entre  las  alineaciones  ó  rasantes  del 
proyecto  y  las  que  se  considere  más  convenien- 
te establecer,  ó  bien  cuando  la  aprobación  de 
aquél  haya  sido  á  condición  de  modificar  el 
trazado  en  el  replanten,  ó  cuando  se  encuen- 
tren diferencias  de  importancia  entre  los  per- 
files transversales  del  proyecto  y  los  corres- 
pondientes en  la  obra. 

'd.^  Cuando  al  verificar  la  explanación  de 
la  línea  aparezcan  terrenos  de  diferente  natu- 
raleza que  la  calculada  en  el  proyecto,  pero 
que  tengan  precio  asignado  en  el  cuadro  ge- 
neral del  presupuesto,  será  obligatorio  para  el 
contratista  continuar  los  trabajos  ,  y  podrá 
también  proseguirlos  cuando  no  haya  precio 
asignado,  entendiéndose  en  este  caso  que  se 
conforma  con  el  que  se  apruebe,  bien  se  esta- 
blezca contradictoriamente  ó  porcomparación. 

4."  En  la  distribución  de  los  productos  de 
las  excavaciones  se  abonarán  los  transportes 
con  arreglo  á  lo  que  resulte  de  las  instruccio- 
nes escritas  y  detalladas  que  el  ingeniero  co- 
munique al  contratista:  quedando  éste,  sin 
embargo,  en  completa  libertad  para  distribuir 


los  productos  como  estime  más  couveuieute  á 
sus  intereses. 

5.*  «Se  autoriza  á  ios  ingenieros  jefes  para 
las  variaciones  de  emplazamiento  y  el  aumen- 
to ó  disminución  de  tarjeas  y  alcantarillas, 
para  la  sustitución  de  un  modelo  por  otro  de 
las  obras  expresadas,  y  para  el  cambio  de  mu- 
ros de  contención  y  sostenimiento  respecto  de 
lo  determinado  en  los  proyectos,  según  lo  exi- 
ja el  más  detenido  examen  de  las  circunstan- 
cias de  la  localidad,  y  siempre  que  la  obra 
adoptada  en  reemplazo  de  la  primitiva  corres- 
ponda á  un  modelo  de  la  colección  oficial,  há- 
llese este  último  ó  no  en  el  proyecto  apro- 
bado *.» 

6.'''  Se  autoriza  igualmente  á  los  ingenie- 
ros jefes  para  la  continuación  de  toda  obra  de 
fundación  cuando  sin  variar  de  sistema  resul- 
ten los  cimientos  á  mayor  profundidad  que  la 
calculada  en  el  proyecto  de  la  obra  de  que  se 
trate,  así  como  cuando  ocurran  agotamientos 
ú  otros  accidentes  imprevistos. 

7."  En  las  obras  de  fábrica,  hasta  alcanta- 
rillas inclusive,  podráu  los  ingenieros  jefes 
disponer  la  sustitución  de  una  clase  de  fábrica 
por  otra,  siempre  que  sin  perjxidicar  el  buen 
aspecto  y  quedando  eu  las  mismas  condicio- 
nes de  solidez  y  estabilidad,  no  resulte  mayor 
gasto. 

8."  Cuando  de  los  reconocimientos  más  de- 
tenidos de  la  localidad,  al  tiempo  de  empren- 
der los  trabajos,  resulten  descu))iertas  cante- 
ras ó  sitios  de  extracción  de  los  materiales 
que  ofrezcan  condiciones  más  ventajosas  que 
los  designados  en  el  proyecto,  podrán  los  in- 
genieros jefes  autorizar  la  sustitución,  tanto 
para  las  obras  de  fábrica  como  las  de  afirma- 
do, y  siempre  que  los  nuevos  materiales  ten- 
gan precio  asignado  en  el  proyecto  y  que  uo 
se  aumente  la  distancia  de  transporte. 

«En  el  caso  de  que  se  agoten  las  canteras 
designadas  en  el  proyecto  ó  las  que  hubiese 
señalado  el  ingeniero  jefe  en  virtud  de  la  au- 
torización anterior,  podrá  el  mismo  funciona- 
rio marcar  otras  nuevas  ó  distintos  puntos  de 
extracción  con  tal  que  los  nuevos  materiales 
tengan  precio  señalado  eu  el  presupuesto,  y 
que  su  adquisición  y  transporte  sea  el  más 
económico  posible,  dadas  las  condiciones  del 
terreuo  '■'.» 

9.'"^  Podrán  los  ingenieros  jefes  autorizar 
la  construcción  de  aquellas  obras  accesorias 
de  reconocida  necesidad,  y  cuya  realización 
inmediata  sea  urgente  para  evitar  perjuicios 
á  las  obras  ó  á  los  intereses  de  la  localidad. 

10.  «Los  ing'enieros  jefes  darán  cuenta  á  la 
Superioridad  en  un  plazo,  que  en  ningún  caso 
será  mayor  de  quince  días,  de  cualquiera  va- 
riación que  introduzcan  en  los  proyectos  en 
virtud  de  las  autorizaciones  que  so  les  conce- 
den, no  pudiendo  nunca  exceder  el  importe 
de  estas  variaciones  de  la  sexta  parte  del  pre- 
supuesto del  articulo  correspondiente;  y  remi- 
tirán al  propio  tiempo  un  presupuesto  aproxi- 


•  Insertamos  esta  prescripción  tal  como  ha  quedado 
rednrtitda  por  la  /?.  O.  de  11  de  Jitl'o  de  lfiS2. 

-  El  segundo  párrafo  de  esta  ^prescripción  lia  sido  adi~ 
donado ¿or  la  J{.  O.  de  II  de  Julio  de  1882. 
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mado  ó  en  caiitid.ad  alzada,  si  no  fuera  posi- 
ble determinar  el  importe  de  todas  las  varia- 
ciones. A.  reserva  de  redactar  el  presupuesto 
exacto  y  detallado  tan  pronto  como  se  reúnan 
los  datos  indispensables  para  su  formación, 
que  deberán  remitirse  en  el  plazo  de  dos  meses 
precisamente  para  su  examen  y  aprobación '.» 

11.  Siempre  que  se  introduzca  algnma  va- 
riación en  el  proyecto  de  las  autorizadas  por 
las  prescripciones  anteriores,  estarán  obliga- 
dos los  ingenieros  A  comunicar  por  escrito  al 
contratista  la  oportuna  orden  con  todos  los 
detalles  que  se  consideren  convenientes. 

12.  Las  autorizaciones  que  se  conceden 
para  las  obras  contratadas  á  los  ingenieros 
son  aplicables  á  las  que  se  llevan  á  cabo  por 
administración,  con  las  mismas  condiciones 
expresadas  en  la  prescripción  10. 

De  orden,  etc. — Madrid  17  de  Diciembre  de 
1870. — Echegaray. — Sr.  Director  de  Obras  pú- 
blicas, Agricultura,  Industria  y  Comercio.» 
(Gac.  19  Dicie7nbre.) 

E.  O.  3  Febrero  1871. 
Recordando  la  observancia  de  todas  las  disposiciones  vi- 
gentes sobre  conservación  y  policía  de  las  carreteras: 
travesías:  nuevas  cotistriicciones:  alineaciones:  alcaldes. 

(PoM.)  <i...Afiii  de  que  tenga  ekcumplimien- 
to  debido  el  reglamento  para  la  conservación 
y  policía  de  las  carreteras  en  las  travesías  de 
éstas  por  las  poblaciones,  S.  M.  el  Rey  (que 
Dios  g'uarde),  de  conformidad  con  lo  propues- 
to por  el  ing'eniero  jefe  de  la  provincia  de 
Barcelona  y  la  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  ha  tenido  A  bien  disponer 
que...  se  hagan  á  los  gobernadores  é  ingenie- 
ros jefes  de  las  provincias  las  advertencias  si- 
guientes: 

Primera.  Que  las  travesías  dé  los  caminos 
ordinarios  por  el  interior  de  las  poblaciones 
se  hallan  sujetas  con  todo  rigor  A  los  regla- 
mentos para  la  conservación  y  policía  de  las 
carreteras,  y  que  bajo  uiugiiu  concepto  pue- 
den considerarse  las  calles  que  las  forman 
como  vías  puramente  urbanas,  sino  sólo  como 
parte  integrante  de  las  mismas  carreteras  -. 

Segunda.  Que  todos  los  edificios  que  en 
las  citadas  travesías  se  construyan,  modifi- 
quen ó  reparen,  se  hallan  sujetos  A  lo  que  pre- 
viene el  citado  reg'lameuf  o  respecto  A  las  obras 
contiguas  A  las  carreteras. 

Tercera.  Que  estas  travesías  las  constitu- 
yen las  calles  por  donde  se  haya  construido 
la  carretera  ó  las  que  sirvan  para  unir  ó  enla- 
zar dos  trozos  de  una  misma  carretera,  con 
arreglo  á  su  proyecto,  y  por  las  que  se  esta- 
blezca la  circulación  general,  aun  cuando  no 
se  hubiere  ejecutado  obra  alguna. 

Cuarta.  Que  las  alineaciones  de  los  edifi- 
cios de  las  calles  travesías  se  sujetarán  á  lo 
que  dispone  la  ley  y  reglamento  de  1849,  }'  en 
los  exiiedientes  que  puedan  formarse  por  los 
arquitectos  provinciales  ó  titulares  de  los 
Ayuntamientos  para  las  alineaciones  de  las 
calles  de  un  pueblo  que  formen  travesía  de 
alguna   carretera,   han  de  ser  precisamente 


^    Insertamos  esta  prescripción  redactada  conforme  á 
la  B.  O.  de  11  de  Julio  de  ISSü. 
2     Véase  la  B.  O.  21  Marzo  1879. 


examinados  en  ultimo  término  en  las  provin- 
cias por  los  ingenieros  jefes,  y  en  último  trá- 
mite y  resolución  ciiando  se  trate  de  proyec- 
tos de  nuevas  travesías  ó  reformas  generales 
de  las  existentes,  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Quinta.  Que  la  aprobación  de  las  alinea- 
ciones ó  de  los  proyectos  de  cualquiera  cons- 
trucción en  las  travesías,  no  exime  A  los  alcal- 
des de  oir  y  sujetar  las  licencias  para  su  eje- 
cución A  las  reglas  y  precauciones  que  los  in- 
genieros encargados  de  las  carreteras  deben 
dictar  con  sujeción  A  lo  que  mandan  los  arti- 
culos  35  y  36  del  citado  reglamento. 

Sexta.  Que  los  alcaldes  deben  cuidar  de 
que  el  reglamento  se  cumpla  con  todo  rigor  y 
esmeradamente  dentro  de  las  travesías  de  los 
pueblos,  y  los  g'obernadores  recomendar  y  ha- 
cer responsables  A  los  alcaldes  de  toda  infrac- 
ción al  mismo  que  toleraran  ó  no  castigaren.» 
(Bol.  ofic.  de  Barcelona.) 

B.O.  20  Julio  1871. 
Se  deja  sin  efecto  el  aciierdo  de  la  Diputación  de  Ponte- 
vedra sobre  subasta  de  U7WS  caminos  provinciales  y  ve- 
cinales, por  no  haberse  efectuado  con  las  formalidades 
erigidas  x>or  la  ley:  Derecho  de  tanteo:  Empréstitos.  La 
emisión  de  jjagarés  al  portador  tiene  el  carácter  de  em- 
préstito. 

(GOB.)  Extracto.— ^n  21  de  Abril  de  1870 
presentó  D.  Alejandro  Morodo  A  la  Diputa- 
ción provincial  de  Pontevedra  una  proposi- 
ción, obligAudose  A  ejecutar  las  obras  de  ex- 
planación, fAbrica  y  afirmado  de  todos  los  ca- 
minos provinciales  y  vecinales  de  la  provincia, 
que  A  la  fecha  de  dicha  proposición  tuvieran 
formados  y  aprobados  sus  respectivos  proyec- 
tos y  de  los  que  en  lo  sucesivo  acordara  la 
Diputación  que  se  formasen,  bajo  las  bases  j' 
condiciones  del  pliego  que  acompañó. 

Tomada  en  consideración,  fué  aprobada  des- 
pués por  considerarla  ventajosa,  supuesta  la 
licitación  en  subasta  pública  con  las  condicio- 
nes que  se  establecieron,  entre  ellas  dos  sobre 
la  manera  de  hacer  el  pago, emitiendo  la  Dipu- 
tación un  papel  al  portador  titulado  Obligacio- 
nex  de  caminos  ]}rovinciale.t  y  vecinales,  de 
500  ptas.  cada  una  y  con  interés  del  6  por  100 
anual,  amortizables  en  varios  años,  y  otra 
concediendo  á  Morodo  el  dereclio  de  tanteo. 
Anunciada  la  subasta  y  adjudicado  el  remate 
A  otro  postor,  Morodo  invocó  su  derecho  de 
tanteo  A  los  diez  días,  lo  cual  dio  lugar  A  re- 
clamaciones y  alzadas,  y  A  que  se  declarase  la 
nulidfvd  por  haberse  llevado  A  cabo  sin  llenar 
las  formalidades  exigidas  por  la  ley  y  regla- 
mento de  contabilidad  y  que  el  derecho  de  tan- 
teo lo  rechaza  el  espíritu  de  la  ley  de  presu- 
puestos y  contabilidad  provincial  de  20  de 
Septiembre  de  1865  y  el  reglamento  para  su 
ejecución  de  igual  fecha;  que  no  se  han  obser- 
vado tampoco  los  arts.  15,  18,  20,  24  y  otros 
del  reglamento  citado  y  que  la  emisión  de  obli- 
g'aciones  al  portador,  teniendo  todos  los  carac- 
teres de  un  empréstito,  contraria  el  art.  28  de 
la  citada  ley,  segiin  el  cual  no  se  podrA  con- 
tratar empréstito  iirovincial  sino  en  virtud  de 
una  ley,  lo  cual  confirma  la  ley  entonces  vi- 
gente de  21  de  Octubre  de  1868  en  el  núm.  9 
de  su  art.  17.  Con  vista  de  esto,  se  concluye 
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diciendo  que  cualquiera  de  los  vicios  ó  defec- 
tos que  quedan  apuntados,  es  bastante  para 
que  se  deje  sin  efecto  el  acuerdo  de  la  Diputa- 
ción provincial  de  Pontevedra,  cuya  suspen- 
sión decretó  el  g-obcrnador  de  la  provincia  en 
uso  de  sus  atribuciones  que  le  reservaba  el 
art.  21  de  la  ley  provincial  entonces  vigente. 
(Gac.  23  Agosto.) 

E.  o.  1."  Diciembre  1871. 

Reglas  sobre  el  par/o  á  prorrata  d  los  contratistas  según 

las  certificaciones  de  obra  hecha. 

(FoM.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido 
h  bien  resolver: 

1.*  Los  ingenieros  jefes  de  las  provincias 
deberán  cursar  mensuahneute  las  certificacio- 
nes de  obra  ejecutada  por  el  contratista,  sin 
tener  en  cuenta  si  la  suma  certificada  excedo 
ó  es  menor  de  la  que  á  prorrata  corresponda 
pag'ar  anualmente  al  Estado. 

2.-''  El  aumento  del  presupuesto  primitivo 
en  estas  contratas  implicará  la  ampliación  de 
plazo  en  proporción  á  la  mayor  suma  que  re- 
sulte sobre  la  cantidad  del  remate  que  sirvió 
de  base  para  la  prorrata. 

3.^  Las  reformas  en  el  presupuesto  de  la 
contrata  que  produzcan  una  economía  en  el 
mismo,  reducirán  proporcionalmeute  el  pago 
anual  que  debe  satisfacer  el  Estado,  á  cuyo 
efecto  se  descontará  en  los  pagos  sucesivos  lo 
que  resultare  abonado  de  más,  con  arreglo  á 
la  prorrata  primitiva.  Igual  alteración  sufrirá 
ésta  cuando  se  conceda  una  prórroga  al  plazo 
señalado  en  condiciones  para  la  terminación 
de  la  obra. 

é.''  La  Dirección  general  de  Obras  públi- 
cas, al  aprobar  niensualmente  las  certificacio- 
nes de  obra  hecha,  tendrá  en  cuenta  lo  dis- 
puesto en  las  precedentes  reglas;  á  cuyo  efec- 
to, cuando  la  cantidad  certificada  exceda  de 
la  que  en  cada  año  económico  debe  satisfacer 
el  Estado,  hará  la  reducción  oportuna  en  la 
primera  certificación,  Cjuedando  detenidas  en 
la  misma  las  sucesivas,  cuyas  cantidades  se- 
rán de  abono  en  el  primer  mes  del  año  econó- 
mico siguiente,  siempre  que  su  importe  no 
exceda  de  la  cuota  anual. — De  Real  orden,  etc. 
Madrid  \."  de  Diciembre  de  1871.— Montejo  y 
Robledo. — Sr.  Director  general  de  Obras  pú- 
blicas.» (Gac.  6  Diciembre.) 

B.  O.  16Marzo  1872. 
Se  declara  que  por  las  leyes  de  21  Octubre 
1868,  20  Agosto  1870,  las  Diputaciones  pueden 
acordar  cuanto  sea  concerniente  á  la  gestión, 
gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculia- 
res de  las  provincias  en  lo  que  se  refiere  á  ca- 
minos, canales  de  navegación  y  de  rieg'o  y  to- 
da clase  de  obras  públicas  de  interés  provin- 
cial, sujetándose,  en  cuanto  á  ellas  no  se  opon- 
gan, á  las  disposiciones  sobre  contratación  y 
subastas.— V.  Contratos  administrativos. 

E.  o.  4  Octubre  1S72. 
Los  licitadores,  por  el  mero  hecho  de  tomar 
parte  en  la  subasta,  no  tienen  derecho  á  que 
la  Administración  admita  las  ¡iroposiciones  ó 
apruebe  el  remate.— V.  Contratos  adminis- 
trativos. 


Ley  de  presupuestos  2S  Febrero  1873. 

Seco.  7.^...  «e.''  El  Ministro  de  Fomento  re- 
formará el  plan  general  de  carreteras  del  Es- 
tado en  aquellas  provincias  en  que,  con  moti- 
vo de  la  construcción  y  explotación  de  las 
nuevas  líneas  férreas,  hayan  variado  las  con- 
diciones y  circunstancias  que  se  tuvieron  pre- 
sentes al  publicarse  el  R.  D.  de  6  de  Septiem- 
bre de  1864.» 

O.  U  Marzo  1873. 

(FoM.)  Dispuso  que  no  se  emplease  á  los 
peones  camineros  en  objetos  ajenos  al  servicio 
de  su  instituto,  y  que  entregasen  su  armamen- 
to á  los  gobernadores  de  las  provincias  res- 
pectivas, para  que  pudieran  disponer  de  él  con 
aplicación  á  los  Cuerpos  de  voluntarios.  (Ga- 
ceta 10  Marzo.) 

O.  26  Marzo  1873. 

Reglas  para  la  preferencia  en  la  construtxión  ó  terviina- 
ción  de  obras  de  carreteras^  etc. 

(FoM.)  «Del  examen  de  la  situación  en  que 
actualmente  se  encuentran  las  carreteras  com- 
prendidas en  el  plan  g-eneral  de  las  del  Esta- 
do, resulta  que,  mientras  en  unas  provincias 
la  casi  totalidad  de  las  que  les  corresponden 
están  construidas,  en  otras  el  número  de  kiló- 
metros en  explotación  es  muy  pequeño  relati- 
vamente al  que  por  dicho  plan  se  las  asigna. 

Obsérvase  igualmente  que  muchas  líneas 
están  interrumpidas  por  contener  secciones  en 
construcción  paralizada,  con  proyecto  aproba- 
do, en  estudio  o  sin  estudiar,  existiendo  algu- 
nas que,  por  no  tener  construidas  obras  de  fá- 
brica para  cruzar  las  corrientes  que  á  su  paso 
encuentran,  no  pueden  ser  ii^lizadas  por  el 
tráfico,  al  menos  de  una  manera  regular  y 
como  la  conveniencia  exige. 

De  esta  sencilla  exposición  se  desprende 
que  existe  una  gran  desig'ualdad  en  cuanto  á 
la  distribución  de  los  servicios  que  el  Estado 
debe  prestar  por  medio  de  las  vías  ordinarias 
terrestres  de  comunicación  entre  las  diferentes 
provincias;  y  que  aun  dentro  de  cada  una  de 
ellas  hay  irregularidades  que  importa  hacer 
desaparecer... 

Es  desde  luego  evidente  que  deberá  darse 
la  preferencia  á  aquellas  provincias  en  las  que 
el  número  de  kilómetros  que  falte  construir 
sea  mayor  con  relación  al  total  (|uc  comprenda 
y  dentro  de  una  provincia  habrán  de  cons- 
truirse en  primer  lugar  las  obras  de  fábrica 
que  falten  en  carreteras  por  lo  demás  termina- 
das. Es  también  de  gran  importancia  para  que 
no  resulten  estériles  los  gastos  ya  hechos,  con- 
cluir las  obras  de  las  líneas  que  estén  en  cons- 
trucción paralizada;  y  entre  las  que  se  hallen 
en  este  caso  se  dará  la  prioridad  á  lasque  com- 
pleten las  vías  que  por  sus  condiciones  hayan 
de  producir  más  ventajas  al  tráfico,  ó  á  las  que 
tengan  un  presupuesto  más  pequeño,  según 
sea  mayor  ó  menor  el  crédito  de  que  pueda 
disponerse.  La  nueva  construcción  de  las  sec- 
ciones que  enlacen  otras  ya  construidas  sigue 
en  el  orden  de  ¡ireferencia;  y  itara  todos  los 
casos,  en  igualdad  de  las  demás  circunstan- 
cias, se  atenderá  primero  á  aquellas  obras, 
secciones  ó  líneas  que  más  innuMÜatamente 
havan  de  contribuir  al  desarrollo  de  la  riqueza 
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y  al  fomento   de  los  intereses  de  los  pueblos. 

El  mismo  critei-io  que  se  deja  indicado  para 
desig'uar  el  orden  de  preferencia  en  las  cons- 
trucciones, deberá  seguirse  respecto  de  los  es- 
tudios para  la  terminación  de  los  ya  empren- 
didos, ó  para  emprender  los  que  sean  necesa- 
rios: sujetándose  á'  él,  y  teniéndole  también 
presente  en  lo  que  sea  aplicable  á  las  obras  de 
ferrocarriles,  pviertos  y  faros,  abrig'a  el  Go- 
bierno el  convencimiento  de  que  satisface  las 
verdaderas  aspiraciones  del  paisy  atiende  sus 
leg'ítimos  intereses.  De  orden  del  Gobierno  de 
la  República,  etc. — Madrid  2tí  de  Marzo  de 
1873.— Chao.»  (Gac.  1."  Abril.) 

O.  28  Marzo  1873. 
Recordando  el  cumplí inieiito  de  la  de  7  de  Abril  de  1870. 

(FoM.)  Extracto.  — -íEX  Gobierno  de  la  Re- 
piiblica  cree  muy  conveniente  que  se  excite 
nuevamente  el  celo  de  las  Diputaciones  y 
Ayuntamientos  correspondientes,  á  fin  de  que, 
haciéndose  cargo  de  las  lineas  abandonadas 
en  sus  territorios,  eviten  su  destrucción  y  con- 
tribuyan á  dar  al  tráfico  todas  las  facilidades 
necesarias  para  su  desarrollo,  manteniendo 
expeditas  las  comunicaciones.»  (O.  28  Marzo 
1873.— (?ae.  1."  Abril.) 

O.  10  Abril  1873. 

Disponiendo  que  sólo  se  retenga  el  depósito 
que  garantice  la  proposición  más  ventajosa  de 
la  subasta  de  toda  clase  de  obras  púbíicas. — 
Véase  Contratos  administrativos. 

Ciro.  16  Abril  1873. 
Nombramiento  de  capataces  y  peones  camineros. 
(DiR.  GBN.  DE  Ob.  púb.)  «Deseando  esta  Di- 
rección general  abreviar  todo  lo  posible  los 
trámites  en  el  d{[Biiacho  de  los  asuntos  que  son 
de  su  incumbencia,  ha  dispuesto  que  en  lo  su- 
cesivo, al  dar  V.  S.  aviso  de  estar  en  disposi- 
ción de  recibirse  definitivamente  alguna  sec- 
ción de  carretera,  proponga  desde  luego  el 
niimero  de  capataces  y  camineros  que  sean  ne- 
cesarios para  su  conservación,  entendiéndose 
V.  S.  autorizado  para  su  nombramiento  si  no 
recibe  orden  en  contrario  antes  de  que  dicha 
recepción  tenga  lugar  '.—Madrid  16  de  Abril 
de  1873. — El  Director  general,  E.  Page. — Se- 
ñor Ingeniero  jefe  de  la  provincia  de...»  (Ga- 
ceta n  Abril.) 

D.  18  Abril  1873. 

Reformas  en  los  formularios  para  la  formación  de  los 

proyectos  de  carreteras  y  demás  obras  públicas. 

(Hac.)  «Articulo  único.  Se  crea  una  Co- 
misión compuesta  de...  para  que  con  la  mayor 
urgencia  proponga  las  reformas  que  conviene 
introducir  en  los  formularios  para  la  redacción 
de  los  proyectos  de  carreteras,  y  las  modifica- 
ciones que  en  los  mismos  hayan  de  hacerse 
para  aplicarlos  á  los  estudios  de  las  demás 
obras  ptiblicas.- Dado  en  Madrid  á  18  de  Abril 
de  1873.»  (Gac.  22  Abril.) 

o.  3  Mayo  1873. 
Disponiendo  que  se  cum¡>la  la  R.  O.  de  20  de  Mayo  de  isee, 
y  que  al  verificarse  la  recepción  definitiva  de  obras,  las 
liquidaciones  deben  haber  corrido  todos  los  trdjnites 
para  su  aprobación. 

(FoM.)     «En  la  R.  O.  de  20  de  Mayo  de  1866, 


'     nase  la  R.  O.  de  14  de  Febrero  de  1881,  inserta  más 
adelante. 


dictada  para  evitar  los  retrasos  con  que  en  el 
servicio  de  obras  de  carreteras  se  formaban  y 
ultimaban  las  liquidaciones,  se  fijaron  los  pla- 
zos dentro  de  los  cuales  debían  ser  redactados 
por  los  ingenieros  aquellos  documentos,  tanto 
en  el  caso  de  terminarse  las  obras  contratadas 
como  en  el  de  rescisión.  El  cumplimiento  de 
las  disposiciones  contenidas  en  la  Real  orden 
citada,  interesa  sobremanera  al  Estado  para  la 
buena  marcha  de  la  Administración,  y  á  los 
contratistas  para  que  no  vean  perjudicados  sus 
intereses:  para  facilitar  aquél,  el  Gobierno  de 
In  República  ha  dispuesto  que  en  lo  sucesivo 
los  g'astos  materiales  qtie  ocasione  la  toma  de 
datos  sean  de  cuenta  de  los  contratistas,  y  au- 
torizar á  V.  E.  para  que  adopte  las  disposicio- 
nes oportunas  á  fin  de  que  al  verificarse  la  re- 
cepción definitiva  de  las  obras,  las  liquidacio- 
nes hayan  corrido  todos  los  trámites  necesarios 
para  su  aprobación. — De  orden  del  Gobierno 
de  la  República,  etc. — Madrid  3  de  Mayo  de 
1873. — Chao. — Sr.  Director  general  de  Obras 
públicas.»  (Gac.  12  Mayo.) 

O.  6  Junio  1873. 

Aprobando  los  formularios  para  proyectos  y  autorizando 

su  impresión. 

(FoM.)  «...El  Gobierno  de  la  Repiiblica,  de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha 
aprobado  los  formularios  para  proyectos  de 
carreteras  prcsotados  por  la  Comisión,  y  ha 
dispuesto  que  se  sujeten  á  sus  prescripciones 
todos  los  estudios  de  esta  clase  de  obras  qvie  se 
remitan  á  ese  Centro  directivo. — Madrid  6  de 
Junio  de  1873.»  (Gac.  JO  Junio.) 

O.  15  Abril  1874. 
Alzando  la  multa  impuesta  á  un  Ayuntamiento,  en  el  con- 
cepto de  que  no  es  de  cargo  de  un  Municipio  determinado 
la  recomposición  de  un  camino  de  interés  provincial... 

(GoB.)  Extracto. — El  Ayuntamiento  de  Es- 
cacena  del  Campo,  utilizando  el  recurso  per- 
mitido en  el  art.  178  de  la  ley  municipal,  se 
alzó  para  ante  el  Ministerio  del  acuerdo  de  la 
Comisión  provincial  de  Huelva,  que  le  declaró 
incurso  en  e!  máximo  de  la  multa  que  la  ley 
autoriza  por  no  haber  ejecutado  las  obras  de 
reparación  necesarias  en  el  camino  que  desde 
el  citado  ptieblo  empalma  con  la  carretera  de 
Sevilla  á  Huelva.  Remitido  el  expediente  á  in- 
forme de  la  Sección  correspondiente  del  Con- 
sejo de  Estado,  expuso  la  misma  que  tratán- 
dose de  un  camino  que  interesa,  no  sólo  al 
pueblo  de  Escacena,  sino  al  de  Paterna,  y  á  al- 
gunos otros  de  la  parte  occidental  de  la  pro- 
vincia, y  habiéndose  costeado  en  su  mayor 
parte  con  fondos  provinciales,  segniu  se  dedu- 
ce del  expediente,  no  habla  razón  para  hacer 
pesar  sobre  el  primero  de  dichos  pueblos  la 
obligación  de  reparar  una  obra  de  interés  más 
colectivo,  aunque  se  limite  la  carga  que  trata- 
ba de  imponérsele  á  lo  comprendido  dentro  de 
su  término  jurisdiccional.  La  reparación  del 
camino  en  cuestión  entendió  el  Consejo  que 
debía  ser  de  cuenta  de  la  Diputación  y  no  de 
localidad  determinada,  no  estando  por  tanto 
justificada  la  multa  impuesta  al  Ayuntamien- 
to por  la  falta  de  prestación  de  un  servicio  á 
que  no  está  obligado  por  la  ley.  En  su  virtud, 
el  Ministerio  alzó  la  confección  impuesta  por 
la  Comisión  provincial.»  (Gac.  2S  Abril.) 
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B.  0. 30  Noviembre  1875. 
Va7'iación  del  trazado  de  una  carretera:  Contra  acuerdo 
de  una  Diputación  i>roi'incial  en  asunto  de  su  competen- 
cia, no  procede  estimar  la  alzada  si  ka  sido  tomado  den- 
tro del  circulo  de  su  ej-clusiva  jttrisdjcción;  el  Gobierno 
sólo  podría  conocer  habiendo  infracción  de  ley,  sin  per- 
juicio del  recurso  que  corresponda, 

(Goii.)  Extracto. — Recurrido  por  uu  Ayun- 
tamiento un  acuerdo  de  la  Diputación  provin- 
cial de  Lugo,  variando  el  proyecto  acordado  y 
aprobado  anteriormente  de  cierta  carretera 
provincial,  ya  empezada  y  adelantada  la  cons- 
trucción por  el  contratista,  y  remitido  el  asun- 
to á  informe  del  C.  de  E.,  de  acuerdo  con  el 
informe  de  su  Sección  de  Gobernación,  se  de- 
clara incompetente  el  Gobierno  por  haber 
obrado  la  Di]mtación  dentro  del  círculo  de  su 
exclusiva  jurisdicción.  He  aquí  los  términos 
eu  que  concluye  la  Real  orden: 

«Él  art.  4ü  de  la  vigente  ley  provincial  pres- 
cribe... 

Trátase  en  este  expediente  de  si  ha  debido 
ó  no  variarse  el  trazado  ó  dirección  de  un  tro- 
zo de  carretera  provincial;  y  pi-escindieudo  de 
la  mayor  ó  menor  conveniencia  de  la  medida, 
ó  de  la  ventaja  y  utilidad  que  reportase  á,  la 
provincia,  es  lo  cierto  que  la  Diputación  pro- 
vincial de  Lugo  tomó  tm  acuerdo  en  materia 
de  su  exclusiva  competencia,  y  como  tal  eje- 
cutivo, sin  perjuicio  de  los  recursos  estable- 
cidos en  la  ley. 

Cuáles  sean  estos  recursos  y  cuáles  los  ca- 
sos en  que  procedan,  la  ley  lo  determina  en 
sus  artículos  óü  y  51;  disponiendo  el  primero 
que  procede  la  alzada  para  ante  el  Gobierno 
cuando  haya  infracción  de  ley,  y  para  ante 
el  juez  ó  Tribunal  competente,  según  la  natu- 
raleza del  asunto,  cuando  se  perjudiquen  de- 
rechos civiles  de  un  tercero. 

El  Gobierno  sólo  podría  conocer  tratándose 
de  una  providencia  en  que  se  hubieran  infrin- 
gido las  lejes;  y  como  no  consta  que  haya  tal 
infracción  en  el  acuerdo  que  se  alude. 

Entiende  la  Sección  que  no  procede  estimar 
el  recurso  á  que  el  expediente  se  refiere,  sin 
perjuicio  del  que  los  interesados  puedan  in- 
tentar con  arreglo  á  las  leves.»  Y  así  se  re- 
suelve. (R.  O.  30  Noviembre  181b.  — Gac.  8 
Febrero.) 

Ley  29  Diciembre  1876. 

Esta  ley  establece  en  el  art.  1."  las  bases  á 
que  ha  de  ajustarse  la  legislación  de  obras  pú- 
blicas, y  autorizó  al  Gobierno  para  que  con  su- 
jeción á  las  mismas  bases  y  en  la  forma  que 
dice,  publicara  por  R.  D.  aprobado  en  C.  de  M. 
la  ley  general  de  obras  públicas  y  las  especia- 
les de  ferrocarriles,  carreteras,  aguas  3' puer- 
tos.—V.  OliUAS  PÚBLICAS. 

(En  virtud  de  la  autorización,  fué  publicada 
en  4  de  Mayo  siguiente  la  ley  de  carreteras, 
el  reglamento  para  su  cumpÚmiento  y  otras 
disposiciones.  Son  las  siguientes:) 

Ley  4  Mayo  1877. 
Clasificación  délas  carreteras  de  servicio  público.  Carre- 
teras costeadas  por  el  Estado,  por  las  provincias,  por 
los  Aiiuntatuientos,  por  particulares  y  con  fondos  mix- 
tos. División  de  las  del  Estado:  Planes  y  proyectos: 
Presupuestos:  Sistemas  de  construcción:  Contratistas, 
etcétera, 

(FoM.)    «LEY.— Don  Alfonso  XII sabed: 

Que  con  arreglo  á  las  bases  aprobadas  por 


las  Cortes  y  promulgadas  como  ley  en  29  do 
Diciembre  de  1876;  usando  de  la  autorización 
por  la  misma  le_y  otorgada  á  mi  Ministro  de 
Fomento;  oyendo  al  de  Marina  en  los  asuntos 
de  su  especial  competencia;  oídos  también  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  la  Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  í'uertos,  y  de  con- 
formidad con  mi  Consejo  de  Ministros;  He 
venido  en  decretar  y  sancionar  la  siguien- 
te ley: 

CAPITULO  PEIMERO.-X>e  las  carreteras  en  general. 

Articulo  1."  Son  objeto  de  la  presente  ley 
las  carreteras  de  servicio  público  de  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes. 

Art.  2."  Las  carreteras  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  podrán  ser  costeadas: 

1."    Por  el  Estado. 

2."     Por  las  provincias. 

3."     Por  los  Municipios. 

4."     Por  particulares. 

Y  5.°    Con  fondos  mixtos. 

CAP.  II. — De  las  carreteras  costeadas  por  el  Estado. 

Art.  3.'^  Las  carreteras  de  cargo  del  Esta- 
do se  dividen  en  carreteras  de  primero,  segun- 
do y  tercer  orden. 

Art.  4."  Se  consideran  como  carreteras  de 
primer  orden: 

1."  Las  que  desde  Madrid  se  dirijan  á  las 
capitales  de  provincia  y  A  los  puntos  más  im- 
portantes del  litoral  y  de  las  fronteras. 

2."  Las  que  partiendo  de  algún  ferrocarril 
ó  carretera  de  primer  orden  conduzcan  á  al- 
guno de  los  puntos  designados  en  el  párrafo 
anterior. 

3."  Las  que  enlacen  dos  ó  más  ferrocarri- 
les pasando  por  un  pueblo  cuyo  vecindario  no 
baje  de  15.000  almas. 

4."  Las  que  unan  dos  ó  más  carreteras  de 
primer  orden,  pasando  por  alguna  capital  de 
provincia  ó  centro  de  gran  población  ó  trá- 
fico, siempre  que  su  vecindario  exceda  de 
20.000  almas.      , 

Art.  5."    Serán  carreteras  de  .segundo  orden: 

1."  Las  que  jíongau  eu  comunicación  dos 
capitales  de  provincia. 

2.°  Las  que  enlacen  un  ferrocarril  con  una 
carretera  de  primer  orden. 

3."  Las  que  partiendo  de  un  ferrocarril  ó 
de  una  carretera  de  primer  orden,  terminen 
en  un  pueblo  que  sea  cabeza  de  partido  ju- 
dicial ó  que  teug'a  vecindario  mayor  de  10,000 
almas.  « 

4."  Las  que  en  las  islas  Baleares  y  Cana- 
rias pong'an  en  comunicación  á  la  capital  con 
otros  puntos  marítimos,  ó  á  dos  ó  más  centros 
de  producción  ó  exportación. 

Art.  6."     Son  carreteras  de  tercer  orden: 

1.°  Las  que  sin  tener  ninguno  de  los  ca- 
racteres expresados  en  los  artículos  anterio- 
res interesen  á  uno  ó  más  pueblos,  aun  cuan- 
do no  pertenezcan  á  una  misma  provincia. 

2."  Las  incluidas  en  el  par.  3."  del  art.  5.°, 
siempre  que  así  se  juzgue  conveniente  como 
resultado  de  las  informaciones  que  se  hagan 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  presento 
ley. 

Art.  7."    Las  dimensiones  de  las  carreteras, 
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según  sus  diversas  órdenes,  serán  en  g'eneral 
las  señaladas  en  los  formularios  é  instruccio- 
ues  vigentes,  sin  perjuicio  de  lo  que  en  casos 
especiales  pueda  determinarse  en  el  proyecto 
respectivo  de  la  linea  de  que  se  trate. 

Art.  8."  Las  carreteras  de  cargo  del  Esta- 
do son  las  que  se  designan  con  la  clasificación 
que  á  cada  una  compete,  según  los  arts  4.", 
5.'^  Y  G.°,  en  el  plan  general.  Corresponde,  por 
lo  tanto,  al  Estado  el  estudio,  construcción, 
reparación  y  conservación  de  todas  las  carre- 
teras comprendidas  en  el  mencionado  ])lan. 

Art.  9.'^'  No  podrá  modificarse  el  plan  de 
carreteras  de  carg'o  del  Estado,  sino  mediante 
las  prescripciones  de  la  presente  ley. 

Art.  10.  Cuando  se  trate  de  introducir  en 
el  plan  una  carretera  no  comprendida  en  él, 
deberá  precederse  á  instruir  un  expediente, 
en  el  que,  sirviendo  de  base  el  anteproyecto 
de  la  linea,  se  oirá  á  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos  interesados,  á  la  Diputación  provin- 
cial, á  la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  al  ing'eniero  jefe  de  la  provincia  y 
al  g'obernador  de  la  tnisma;  todo  con  arreglo  á 
lo  que  prescriba  el  reglamento  para  la  ejecu- 
ción de  esta  ley. 

El  Ministro  de  Fomento,  oído  el  parecer  de 
la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos,  resolverá  si  la  carretera  de  que  se 
trate  deberá  ó  no  ser  propuesta  á  las  Cortes 
para  inclusión  en  el  plan  general,  y  el  orden  á 
que  ha  de  pertenecer.  Del  mismo  modo  se  pro- 
cederá cuando  se  trate  de  segregar  alguna  de 
las  lincas  comprendidas  en  dicho  plan. 

Art.  II.  Expedientes  análog'os  á  los  indica- 
dos eu  el  articulo  anterior  se  instruirán  con 
arreglo  á  las  prescripciones  que  para  cada 
caso  establezca  el  reglamento: 

1."  Para  variar  el  itinerario  dirigiendo  una 
carretera  por  una  ó  más  poblaciones  distintas 
délas  señaladas  en  el  plan. 

2.°  Para  variar  la  clasificación  de  una  ca- 
rretera comprendida  eu  el  expresado  plan. 

El  Ministro  de  Fomento,  oido  el  parecer  de' 
la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos,  adoptará  la  resolución  que  proceda  y 
la  publicará  por  Real  decreto  acordado  en 
Consejo  de  Ministros. 

Art.  12.  La  aprobación  de  todo  proyecto  de 
carretera  de  cargo  del  Estado  corresponde  al 
Ministerio  de  Fomento  y  deberá  hacerse  de 
Real  orden,  previos  los  informes  del  ingenie- 
ro jefe  de  la  provincia  y  de  la  Junta  consulti- 
va de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Art.  13.  La  aprobación  o^,  todo  proyecto  de 
carretera  dada  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes del  articulo  anterior,  lleva  consigo  la  de- 
claración de  utilidad  pública  para  los  efectos 
de  la  exprojiiacióu  forzosa. 

Art.  14.  Una  vez  aprobado  el  proyecto  de 
una  carretera  sólo  podrá  modificarse  sti  traza 
horizontal  sin  las  formalidades  prevenidas  en 
el  art.  11,  en  aquellos  casos  que  no  afectan  á 
lo  prescrito  en  el  párrafo  primero  del  mismo. 

Art.  15.  No  se  dará  principio  á  la  construc- 
ción de  carretera  alguna  sin  que  e.sté  hecha 
eu  debida  forma  su  clasificación,  aprobado  el 
correspondiente  proyecto  y  acordada  su  eje- 
cución por  el  Ministerio  de  Fomento. 


Art.  16.  En  el  presupuesto  general  de  gas- 
tos de  cada  año  se  fijarán  las  sumas  que  á  las 
tres  clases  de  carreteras  hayau  de  destinarse, 
para  que,  atendido  el  niimero  y  longitud  de  las 
líneas  existentes  de  cada  orden,  se  distribu- 
yan los  trabajos  de  modo  que  resulte  conve- 
nientemente desarrollado  el  sistema  de  cami- 
nos ordinarios. 

Art.  17.  Entre  las  obras  que  hayan  de  em- 
prenderse serán  g-eneralmento  preferidas  las 
que  estéii  paralizadas  por  rescisión  de  contra- 
ta ó  falta  de  crédito,  y  los  trozos  ó  secciones 
que  falten  para  terminar  las  carreteras  en  que 
haya  soluciones  de  continuidad. 

Art.  18.  Dentro  de  los  créditos  legislativos 
podrá  el  Ministerio  de  Fomento  disponer  el  es- 
tudio de  las  carreteras  cviya  ejecución  juzg'ue 
conveniente  promover,  siempre  que  se  trate 
de  lineas  comprendidas  eu  el  plan  á  que  se  re- 
fiere el  art.  8.",  así  como  el  de  los  anteproyec- 
tos de  que  se  trata  en  el  art.  10. 

Art.  19.  Respecto  de  las  obras  de  conserva- 
ción y  reparación,  será  también  necesario  que 
se  consig'ne  el  crédito  geueral  para  tales  con- 
ceptos en  los  presupuestos  del  Estado. 

Art.  20.  El  Gobierno  podi-á  establecer  im- 
puestos ó  arbitrios  por  el  uso  de  las  carrete- 
ras del  Estado.  . 

Art.  21.  Tanto  la  construcción  como  la  con- 
servación y  reparación  de  las  carreteras  po- 
drá llevarse  á  cabo  por  el  sistema  de  Adminis- 
tración ó  por  el  de  contrata,  limitando  la  apli- 
cación del  primer  método  á  aquellos  trabajos 
que  no  puedan  sujetarse  fácilmente  á  presu- 
puestos porque  en  ellos  predomine  la  parte 
aleatoria,  y  á  los  casos  en  que  asi  se  conside- 
re conveniente  por  circunstancias  especiales 
que  se  harán  constar  en  los  respectivos  expe- 
dientes. 

Art.  22.  Los  contratistas  de  carreteras  del 
Estado,  sus  dependientes  y  operarios,  goza- 
rán del  beneficio  de  vecindad  eu  el  aprovecha- 
miento de  leñas,  pastos  y  demás  que  disfru- 
ten los  veciuos  de  los  pueblos  en  cuyos  térmi- 
nos se  halle  comprendida  la  obra. 

Art.  23.  El  estudio  de  los  proyectos  de  ca- 
rreteras, la  dirección  de  las  obras  que  se  eje- 
cuten por  administración,  la  vigilancia  de  las 
que  se  construyan  por  contrata  y  la  inspección 
que  sobre  este'servicio  se  ha  de  ejercer  según 
se  determina  en  las  instrucciones  vigentes,  se 
llevarán  á  cabo  por  medio  del  Cuerpo  de  in- 
genieros de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Art.  24.  Los  contratistas  de  carreteras  que- 
dan en  libertad  de  elegir  para  la  dirección  de 
las  obras  que  tomen  á  su  cargo  las  personas  ■ 
que  teng'an  por  conveniente,  pero  las  obras 
siempre  se  hallarán  bajo  la  inspección  y  vigi- 
lancia de  los  agentes  del  Ministerio  de  Fomen- 
to, segiin  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior.  : 

CAP.  III. — D:  las  carreteras  costeadas  2>oi' las 
provincias. 

Art.  25.  Son  de  cargo  de  las  provincias  las 
carreteras  que  no  estando  coniijrendidas  en  el 
plan  general  de  las  del  Estado,  deben  ser  in- 
cluidas en  las  que  han  de  formar  las  Diputa- 
ciones provinciales  con  arreg'lo  á  las  pi'escrip- 
ciones  de  esta  ley. 
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Art.  26.  En  cada  provincia  se  formará,  me- 
diante los  trámites  reglamentarios  qne  se  es- 
tablezcan, el  plan  de  carreteras  que  compren- 
da todas  las  que  hayau  de  costearse  con  fon- 
dos provinciales;  en  él  se  clasifican  estas  lí- 
neas, señalando  el  orden  de  preferencia  con 
que  haya  de  ser  más  conveniente  ejecutarlas. 
Los  planes  de  carreteras  provinciales  se  so- 
meterán á  la  aprobación  del  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Art.  27.  No  se  podrán  emprender  obras  de 
carreteras  por  cuenta  de  fondos  provinciales 
sin  que  las  sumas  con  que  han  de  costearse 
estén  incluidas  en  los  presupuestos  de  g-astos 
de  la  provincia  respectiva. 

Art.  28.  Para  que  el  presupuesto  de  una 
obra  de  carreteras  se  inchij'a  en  el  general  de 
gastos  de  la  provincia,  se  necesita  que  esté 
comprendida  en  el  plan  de  que  trata  el  art.  26, 
y  su  proyecto  previamente  aprobado.  Esta 
aprobación  se  hará  por  la  Diputación  cuando 
la  obra  no  afecte  al  dominio  público.  Si  hubie- 
re de  ocupar  una  parte  de  éste,  la  aprobación 
corresponderá  al  gobernador  de  la  provincia, 
con  arreg'lo  á  los  trámites  que  marque  el  regla- 
mento. En  ambos  casos  se  oirá  al  ingeniero 
jefe  de  la  provincia,  y  si  no  hubiere  conformi- 
dad se  elevará  el  proyecto  á  la  resolución  del 
MinisteriodeFomeuto,  al  cual  competerá  siem- 
pre la  aprobación  cuando  la  carretera  interese 
á  dos  ó  más  ])rovincias. 

Art.  29.  Cuando  se  trate  de  introducir  en 
el  plan  do  una  provincia  una  linea  que  no  esté 
en  él  comprendida,  se  instruirá  con  arreglo  á 
lo  que  se  determine  en  el  reglamento  de  esta 
ley  un  expediente  informativo,  al  que  servirá 
de  base  el  anteproyecto  de  la  carretera,  y  en 
el  cual  consten  los  informes  de  los  Ayunta- 
mientos interesados,  de  la  Diputación,  de  la 
.Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio 
y  del  ingeniero  jefe.  Dicho  expediente  se  re- 
mitirá al  Ministerio  de  Fomento,  el  cual,  oído 
el  parecer  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  resolverá  si  la  carretera  de 
que  se  trate  debe  ó  no  formar  parte  del  plan 
provincial,  y  en  el  prinier  caso  el  número  de 
orden  con  que  debe  figurar  para  la  preferen- 
cia en  la  ejecución. 

Art.  30.  Siempre  que  una  carretera  de  esta 
clase  afecte  á  los  intereses  de  dos  ó  más  pro- 
vincias, .se  hará  en  cada  una  de  ellas  separa- 
damente la  información  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior,  y  la  propuesta  al  Ministerio  de 
Fomento  de  que  trata  dicho  articulo  se  verifi- 
cará de  común  acuerdo  por  las  Diputaciones 
interesadas. 

Si  tal  acuerdo  no  existiese,  el  Ministerio  de 
Fomento  resolverá  sin  ulterior  recurso. 

Art.  31.  Las  Diputaciones  se  ajustarán  pa- 
ra la  construcción  de  las  carreteras  provincia- 
les á  los  métodos  de  administración  ó  contrata, 
.según  queda  expuesto  en  el  art.  21.  gozando 
en  su  caso  los  contratistas  el  beneficio  de  ve- 
cindad '. 

Art.  32.     Los  proyectos,  la  dirección  é  ins- 


Sobre  contratos  administrativos  para  toda  clase  de 
servicios  1/  ohraa  municipales,  ver  el  R.  D.  de  4  de  Enero 
ae  1883,  inserto  en  Contkatos  administkativos. 


pección  y  vig'ilancia  de  las  carreteras  provin- 
ciales se  llevarán  á  cabo  por  ing-enieros  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos,  ó  ayudantes  de 
obras  públicas,  nombrados  libremente  por  la 
Diputación. 

Art.  33.  Las  obras  de  carreteras  provincia- 
les serán  inspeccionada.s  con  arreg'lo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  23,  siempre  que  el  Ministerio 
de  Fomento  lo  estime  conveniente.  Si  por  la 
Inspección  se  viese  que  dichas  obras  no  se  eje- 
cutaban con  arreglo  á  condiciones,  ó  que  exis- 
tían irregularidades  en  el  servicio,  se  pondrá 
por  la  misma  en  conocimiento  de  la  Diputa- 
ción, que  adoptará  las  determinaciones  opor- 
tunas para  que  desaparezcan  los  defectos  ob- 
servados; si  esto  no  tuviese  lug-ar,  el  ingeniero 
jefe  de  la  provincia  lo  comunicará  al  g'oberna- 
dor,  que  tomará  las  disposiciones  convenien- 
tes para  que  se  verifique. 

La  inspección  de  que  se  trata  se  llevará  á 
cabo  por  el  ingeniero  jefe  en  toda  obra  cuando 
esté  terminada  para  autorizar  la  entrega  al 
uso  público,  sin  cuyo  requisito  no  podrá  tener 
lug'ar  dicha  entrega.  En  el  caso  de  que  hubie- 
ra desacuerdo  entre  la  Diputación  y  el  inge- 
niero jefe,  resolverá  el  g'obernador  de  la  pro- 
vincia; de  esta  resolución  podrá  entablarse 
recurso  de  alzada  al  Ministerio  de  Fonaento, 
cuya  resolución  será  definitiva. 

Árt.  34.  Los  trab.ajss  de  conservación  y  re- 
paración de  carreteras  provinciales  se  lleva- 
rán á  cabo  ajustándose  á  los  créditos  que  al 
efecto  deberán  consig-narse  en  los  presupues- 
tos de  la  provincia. 

Art.  35.  Las  Diputaciones  provinciales  po- 
drán establecer  con  la  aprobación  superior  im- 
puestos ó  arbitrios  por  el  uso  de  las  carreteras 
de  su  carg'o,  destinando  los  produétos  á  la  con- 
servación ó  reparación  de  estas  lineas  y  al 
reinteg-ro  de  los  fondos  en  ellas  invertidos. 

CAP.  IV. — De  las  carreteras  costeadas  por  los 
Municipios. 

Art.  36.  Son  (fe  cargo  de  los  Municipios  las 
carreteras  que,  no  hallándose  comprendidas 
en  los  planes  del  Estado  ni  en  los  de  las  pro- 
vincias, acuerden  los  Ayuntamientos  cons- 
truir para  satisfacer  intereses  de  las  respecti» 
vas  localidades. 

Art.  37.  Los  Ayuntamientos  formarán  por' 
los  trámites  que  se  establezcan  los  planes  de 
los  caminos  vecinales  que  deben  correr  á  su 
cargo,  y  estos  planes,  en  los  que  deberán  cla- 
sificarse las  obras  señalando  el  orden  de  pre- 
ferencia en  que  sea  conveniente  que  se  ejecu- 
ten, se  someterán  á  la  aprobación  del  gober- 
nador de  la  provincia.  Si  contra  la  resolución 
del  gobernador  aprobando  ó  desaprobando  los 
expresados  planes  se  interpusiere  alguna  re- 
clamación, el  expediente  íntegro  se  elevará  á. 
la  resolución  del  Ministerio  de  Fomento. 

El  reglamento  de  esta  ley  determinará  los 
casos  en  que  podrá  dispensarse  á  los  Ayunta- 
mientos de  la  formación  do  los  planes  de  sus 
carreteras. 

Ai-t.  38.  A  la  ejecución  de  todo  camino  ve- 
cinal deberá  preceder  un  acuerdo  del  respec- 
tivo Municipio  y  un  ]u-oyecto  previamente 
aprobado.  El  proyecto  de  toda  obra  de  camino 
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vecinal  que  interese  iinicamente  al  respectivo 
Municipio,  ó  que  comprendiendo  más  de  un 
término  municipal  esté  todo  él  en  el  territorio 
de  una  misma  provincia,  será  aprobado  por  el 
gobernador,  previos  los  trámites  que  marque 
el  reglamento. 

En  el  caso  de  que  el  camino  atraviese  terri- 
torio de  dos  ó  más  provincias,  su  proyecto  ha- 
brá de  someterse  á  la  aprobación  del  Ministe- 
rio de  Fomento. 

Art.  39.  Cuando  se  trate  de  incluir  en  los 
planes  de  carreteras  costeadas  por  los  Munici- 
pios lineas  que  no  figuren  en  ellos,  se  seguirán 
trámites  análog'os  á  los  prescritos  en  el  art.  29, 
relativo  á  las  carreteras  provinciales,  y  que 
marcará  el  reglamento,  el  cual  también  deter- 
minará los  requisitos  que  habrán  de  llenarse 
en  el  caso  de  que  se  trate  de  carreteras  de 
.Vyuntamientos  á  quienes  se  releve  de  la  obli- 
g'ación  de  formar  planes. 

Art.  40.  Ningún  camino  vecinal  podrá  lle- 
varse á  cabo,  aun  cuando  esté  incluido  en  el 
plan  y  su  proyecto  se  halle  aprobado,  si  en  el 
presupuesto  del  Ayuntamiento  respectivo  no 
hubiese  crédito  consignado  al  efecto  según  las 
leyes  y  reglamentos. 

Art.  41.  En  la  ejecución  de  las  obras  de  ca- 
minos vecinales  los  Ayuntamientos  se  ajusta- 
rán á  los  métodos  de  administración  ó  de  con- 
trata prescritos  en  el  a];t.  21  '. 

Art.  42.  Para  la  redacción  de  los  proyectos 
y  dirección  y  vigilancia  de  las  obras  de  cami- 
nos vecinales  los  Ayuntamientos  elegirán  las 
personas  que  estimen  conveniente,  con  tal  de 
que  éstas  tengan  algún  titulo  profesional  que 
acredite  su  aptitud,  conservando  su  derecho 
los  directores  de  caminos  vecinales. 

Art.  43.  -Los  gobernadores  podrán  dispo- 
ner que  se  inspeccionen  las  obras  de  caminos 
vecinales  cuando  lo  estimen  oportuno,  valién- 
dose de  los  ing'enieros  de  caminos  de  la  pro- 
vincia; si  por  la  Inspección  se  viese  que  dichas 
obras  no  se  ejecutalian  con  arreg'lo  á  condicio- 
nes, ó  que  existían  irregularidades  en  el  ser- 
vicio, se  pondrá  por  la  misma  en  conocimiento 
del  Ayuntamiento,  que  adoptará  las  determi- 
naciones oportunas  para  que  desajjarezcan  los 
defectos  observados;  si  esto  no  tuviere  lug'ar, 
el  ing'eniero  jefe  de  la  provincia  lo  comunicará 
al  gobernador,  quien  tomará  las  disposiciones 
convenientes  para  que  se  verifique. 

La  inspección  de  que  se  trata  se  llevará  á 
cabo  por  el  ing'eniero  jefe  en  toda  obra,  cuan- 
do esté  terminada,  para  autorizar  la  entrega 
al  uso  público,  sin  cuyo  requisito  no  podrá  te- 
ner lug'ar  dicha  entreg'a. 

En  el  caso  de  que  hubiese  desacuerdo  entre 
el  Ayuntamiento  y  el  ing-eniero  jefe,  resolverá 
el  gobernador  de  la  provincia;  de  cuya  resolu- 
ción podrá  entablarse  recurso  de  alzada  al  Mi- 
nisterio de  Fomento,  el  cual  resolverá  en  defi- 
nitiva. 

Sólo  podrá  prescindirse  de  la  inspección  en 
los  casos  de  habilitación  de  los  caminos  á  que 
este  articulo  se  refiere,  y  de  las  sendas  ó  ve- 
redas. 

Art.  44.    Los  trabajos  de  conservación  y  re- 


Véasc  la  nota  uaterior. 


paracióu  que  exijan  los  caminos  vecinales,  se 
llevarán  á  cabo  sin  más  limitación  que  la  de 
ajustarse  á  los  créditos  que  habrán  de  consig- 
nar en  sus  presupuestos  los  Ayuntamientos: 
también  podrá  emplearse  la  prestación  perso- 
nal en  la  forma  y  modo  que  la  ley  municipal 
prescribe. 

Art.  45.  Los  Ayuntamientos  podrán  esta- 
blecer, con  la  aprobación  superior,  impuestos 
ó  arbitrios  por  el  uso  de  los  caminos  ejecuta- 
dos por  su  cuenta,  destinando  los  productos  á 
la  conservación  ó  reparación  de  estas  lineas,  y 
al  reintegro  de  los  fondos  invertidos  en  ellas. 

CAP.  V. — De  las  carreteras  costeadas  por  particulares. 

Art.  46.  Las  carreteras  de  servicio  público, 
que  constituyen  el  objeto  de  esta  ley,  podrán 
ser  construidas  y  explotadas  por  particulares 
ó  compañías,  mediante  concesiones  pararein- 
teg'ro  de  los  capitales  invertidos,  y  sin  subven- 
ción alguna  por  parte  del  Estado,  provincias, 
ni  Ayuntamientos,  al  tenor  de  lo  prescrito  en 
el  art.  53  de  la  ley  general  de  obras  públicas. 

Art.  47.  Si  se  tratase  de  carreteras  com- 
prendidas en  el  plan  general  de  las  del  Estado, 
á  la  concesión  deberá  preceder  el  correspon- 
diente proyecto,  que  el  peticionario  deberá  for- 
mar, previa  la  autorización  que  prescribe  el 
art.  57  de  la  ley  general  de  obras  públicas.  La 
aprobación  del  proyecto  será  con  arreg'lo  á  lo 
prevenido  en  el  art.  12  de  la  presente  ley,  y  la 
concesión  se  otorgará  en  su  caso  por  el  Minis- 
terio de  Fomento,  en  virtud  del  Keal  decreto 
acordado  en  Consejo  de  Ministros  y  en  los  tér- 
minos que  marcan  los  arts.  54  y  55  de  la  expre- 
sada ley  general. 

Trámites  análog'os  se  seg'uirán  si  la  carrete- 
ra de  que  se  trate  se  hallase  comprendida  en 
los  planes  de  las  provincias  ó  de  los  Munici- 
pios, seg'ún  se  determine  en  los  reg'lamentos. 

La  concesión  del  dominio  público  se  hai'á 
por  el  Gobierno  ó  sus  delegados. 

Art.  48.     Si  la  carretera  cuya  concesión  se 
pretenda  no  estuviese  incluida  en  los  planes 
del  Estado,  Diputaciones  ni  Ayuntamientos. 
el  peticionario  deberá  pedir  al  Ministerio  de  ' 
Fomento  la  autorización  competente  para  ha- 
cer el  estudio.  Formado  el  proyecto,  se  some- 
terá á  la  superior  aprobación,  y  asi  que  se  cum- 
pla esta  formalidad  se  procederá  á  la  informa- 
ción de  utilidad  pública,  de  que  trata  el  art.  118 
de  la  ley  g'eneral  de  obras  públicas,  y  á  las  de- 
más que  prescribe  la  presente.  La  concesión, 
en  su  caso,  se  otorg'ará  por  medio  de  un  Real  I 
decreto  acordado  en  Consejo  de  Ministros,  y 
llevará  consigo  la  declaración  de  utilidad  pai-a  ¡ 
los  efectos  de  la  expropiación  forzosa. 

Art.  49.  En  todo  lo  que  sea  aplicable  á  los} 
concesionarios  de  obras  de  carreteras,  sin  au-] 
xilio  alg'uuo  del  Estado,  ni  de  las  provincias,- 
ni  de  los  Ayuntamientos,  ni  ocupación  de  te- 
rrenos de  dominio  púlilico,  reg'iráu  las  pres- 
cripeioues  del  capitulo  VI  de  la  ley  general  de  I 
obras  públicas. 

CAP.  VI. — De  las  carreteras  costeadas  con  fondos  mixtos. 

Art.  50.  El  Estado  podrá  auxiliar  la  cons- 
trucción de  carreteras  provinciales  con  una 
cantidad  que  no  exceda  de  la  cuarta  parte  del 
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importe  del  presupuesto.  La  concesión  de  este 
auxilio  y  su  entidad  se  resolverá  siempre  por 
una  ley. 

Art.  51.  Las  Diputaciones  jiodrán  asimismo 
auxiliar  al  Estado  en  la  construcción  de  lineas 
en  que  aquéllas  teng-an  interés,  previo  siem- 
pre un  acuerdo  de  la  Diputación,  en  que  cons- 
te el  compromiso  que  contraen,  la  cantidad  ¡I 
que  ascienda  el  auxilio  y  la  forma  yplazos  en 
que  será  entregado  al  Estado.  Una  vez  adop- 
tado este  acuerdo,  so  considerará  como  g'asto 
oblig'atorio  para  la  Diputación'respeetiva  el 
que  orig'iiie  el  auxilio  ofrecido. 

Art.  52.  Las  Diputaciones  podi-án  axixiliar 
á  los  Ayuntamientos,  y  é.stos  á  su  vez  á  aqué- 
llas, en  1.a  construcción  de  carreteras,  con 
arreglo  á  lo  establecido  en  el  articulo  anterior. 

Art.  53.  Los  auxilios  á  que  se  refieren  los 
artículos  precedentes,  no  harán  variar  los  ca- 
racteres de  la  línea  de  cuya  construcción  se 
trate,  ni  las  disposiciones  que  corresponda 
aplicarla  según  lo  prevenido  en  la  presente 
ley. 

Art.  54.  El  Estado,  las  Diputaciones  y  los 
Ayuntamientos,  según  los  casos,  podrán  au- 
xiliar la  ejecución  de  carreteras  construidas 
por  particulares  con  las  cantidades  que  consi- 
deren oportunas,  no  excediendo  nunca  de  la 
tercera  parte  del  presupuesto  aprobado.  Cuan- 
do el  auxilio  provenga  del  Estado  será  objeto 
do  una  ley. 

Art.  55.  Son  aplicables  en  todas  sus  partes 
á  las  concesiones  de  carreteras  á  particulares 
ó  compañías  con  los  auxilios  que  se  mencionan 
en  el  artículo  anterior,  las  prescripciones  del 
cap.  VII  de  la  ley  g'eneral  de  obras  públicas. 

CAP.  YIT, —  Diítpn'iicíón  rifnevfiK 

Art.  56.  Quedan  derogadas  las  leyes  y  dis- 
posiciones dictadas  sobre  carreteras,'  en  "cuan- 
to se  opongan  á  la  presente. 

C.4.P.  Y\l\.— Articulo  tmnailorio. 

De  las  carreteras  que  han  sido  abandonadas, 
tanto  las  que  se  hallan  en  completo  abandono 
como  las  que  se  encuentran  á  cargo  de  las  Di- 
putaciones ó  Ayuntamientos,  volverán  á  car- 
go del  Estado  las  que  formen  parte  de  sti  plan, 
á  medida  que  lo  permitan  los  recursos  del  Te- 
soro, y  previa  la  información  que  establecerá 
el  reglamento  de  esta  ley. 

Por  tanto:  Mandamos  á  todos  los  Tribuna- 
les, justicias,  jefes,  gobernadores  y  demás  au- 
toridades, así  civiles  como  militares  y  eclesiás- 
ticas, de  cualquier  clase  y  dignidad,  que  guar- 
den y  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  la 
preseute  ley  en  todas  sus  partes.— Dado  en 
Palacio  á  4  de  Mayo  de  1877.— Yo  el  Rev.— 
El  Ministro  de  Fomento,  C.  Francisco  Quéipo 
de  Ll.ano.»  {Gac.  6  Maiio  y  C.  L.,  t.  118,  pá- 
gina 778.)  ' 

Ley  11  Julio  1877. 
Deatlnando  cierta  cnntidad  al  parin  <}e  las  nhi-aa  de  carre- 
teras y  restahleciendo  el  impuesto  de  pontaznos,  portaz- 
gos ¡I  barcajes. 

(Hac.)     « Articulo   1.0     Se  destinará  la 

cantidad  de  15  millones  do  pesetas  al  pago  de 
las  obras  de  carreteras  ya  subastadas  y  en 
curso  de^ ejecución  durante  el  año  económico 
de  1877-78,  y  un  millón  quinientas  mil  pesetas 


á  nuevas  subastas,  con  sujeción  al  presupues- 
to extraordinario  que  se  acompaña  á  esta  ley. 
-  Arts.  2."  y  3."  (Sobre  que  habían  de  p.agár 
los  pueblos  la  tercera  parte,  etc.) 

Art.  4."  Las  dos  terceras  partes  restantes 
serán  satisfechas,  en  primer  lugar,  con  el  pro- 
ducto del  impuesto  do  portazgo,  pontazgo  y 
barcaje,  suprimido  por  el  art.  3."  de  la  ley  de 
presupuestos  de  1.°  de  Julio  de  18(>9,  que  que- 
dará restablecido  desde  1.°  de  Julio  próxi- 
mo ',  cubriéndose  el  resto  con  la  Deuda  notan- 
te del  Tesoro,  como  igualmente  la  tercera  par- 
te señalada  á  las  provincias,  si  no  se  hubiera 
creído  conveniente  por  el  Gobierno  exigirla  á 
las  mismas,  ó  hecho  el  reparto  por  lo  que  no 
se  hubiese  recaudado  todavía. 

Arts.  5."  y  siguientes.  (Versan  principal- 
mente sobre  arrendamiento  de  los  portazgos, 
hoy  sin  efecto.) 

]?or  tanto,  etc.  Dado  en  Palacio  á  11  de  Ju- 
lio de  1877.— Yo  el  Rey.— El  Ministro  de  Ha- 
cienda, José  García  Barzanallana"-.»  (Gac.  13 
Julio.) 

Ley  11  Julio  1877. 

(Se  aprobó  el  plan  general  de  carreteras  del 
Estado  y  autorizó  al  Ministro  de  Fomento  para 
introducir  en  el  mismo  modificaciones  parcia- 
les. Por  medio  de  R.  D.  se  publicó  también  el 
plan  general  de  carreteras  del  Estado  para  la 
Península  é  islas  adyacentes,  clasificando  en 
las  categorías  de  primero,  seg'undo  y  tercer 
orden  las  de  cada  una  do  las  provincias,  ter- 
minando la  ley  con  dos  estados  de  las  varian- 
tes y  adiciones  que  se  proponen  en  el  pi.an  ge- 
neral de  carreteras.  Este  plan  ha  sido  altera- 
do por  muchas  disposiciones  posteriores  orde- 
nando la  adición  al  mismo  de  varias  carrete- 
ras, la  supresión  de  otras,  etc.) 

Ley  80  Julio  1877. 
Autorizando  á  la  Diputación  de    Valencia  para  emitir 
cuatro  millones  de  pesetas  en  obliffaciones  provinciales 
destinadas  al  parjo  de  construcción  de  carreteras. 

(GoB.)  «LEY.— ...Artículo  1.°  La  Diputa- 
ción provincial  de  Valencia  emitirá  cuatro  mi- 
llones de  pesetas  en  oblig'aciones  provinciales 
aplicadas  exclusivamente  á  pag-ar  las  obras 
de  construcoión  de  carreteras  que  se  ejecuten 
por  cuenta  de  dicha  Corporación,  y  á  conver- 
tir las  deudas  contraídas  hasta  el  día  por 
otras  de  la  misma  clase.  Dichos  cuatro  mi- 
llones de  pesetas  estarán  representados  por 
8.000  títulos  al  portador  de  TjOO  pesetas  cada 
uno,  que  disfrutarán  el  interés  anual  de  8  por 
100,  pag'adero  por  semestres  vencidos.  Al  efec- 
to, cada  título  llevará  los  cupones  necesarios. 

Art.  2.°  La  Diputación  emitirá  los  8.000  tí- 
tulos en  la  forma  siguiente:  en  los  días  1."  de 
Enero  y  1."  de  Julio  de  cada  año  emitirá  los 


*  Este  impuesto  ha  sido  nuei'amente  suprimido  por  letj 
de  31  de  Diciembre  de  ISSl.—V.  Pontazgos. 

^  A  continuac ion  del  refrendo  de  la  leu  se  publicaron 
tres  disposiciones  de  caricler  transitorio,  relatinas  a  la 
ampliación  drl  cnUlUo  p<irii  in^f,ilirc/oii  de  los  portazffOS 
y  ¡lersonal  de  los  íuísiiioíí,  ti  la  antpliaci'tn  de  la  suma  dis- 
ponilde  por  operaciones  de  Ihuda  flotante  del  Tesoro 
para  el  serricio  del  presa  ¡iuesto  e.rtraord  inario,  hasta  la 
que  fuese  necesaria  á  satisfacer  el  servicio  de  carreteras, 
y  al  concepto  de  las  subvenciones  a  lineas  férreas,  caso, 
de  que  el  Gobierno  subastara  alf/unas  que  (tozasen  de  di- 
cho beneficio. 
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títulos  que  considere  uecesarios  para  pag'ar 
las  obras  que  se  construyan  en  el  semestre  in- 
mediato, y  los  conservará  en  su  Caja  para 
aplicarlos  oportunamente.  A  medida  que  se 
realicen  las  obras  y  con  presencia  de  los  cer- 
tificados que  las  acrediten,  recibirán  los  con- 
tratistas de  las  mismas  obligaciones  A  la  par, 
con  cupón  corriente;  pero  reintegrarán  á  la 
Caja  provincial  la  parte  de  intereses  que  ya 
esté  vencida,  i^or  las  fracciones  que  nolleg'ueu 
á  500  pesetas,  recibirán  resguardos  interinos 
sin  interés,  canjeables  por  oblig-aciones  siem- 
pre que  se  reúnan  en  cantidad  suficiente  para 
componer  un  total  de  500  pesetas. 

Art.  3."  Tanto  los  títulos  definitivos  como 
los  resguardos  interinos,  serán  firmados  por 
el  gobernador  de  la  provincia,  por  el  ordena- 
dor de  pagos  de  su  presupuesto,  y  por  los  je- 
fes de  la  Secretaria  y  de  la  Contaduría  de  la 
Diputación. 

Art.  4."  El  pago  de  intereses  se  hará  en 
moneda  española  de  oro  ó  plata  por  la  Depo- 
sitaría de  la  Diputación  al  vencimiento  de  los 
cupones  y  previa  presentación  de  los  mismos. 

Art.  5."  Lvieg'O  que  hayan  transcurrido 
cinco  años,  contados  desde  la  primera  emi- 
sión, comenzarán  á  amortizarse  las  obligacio- 
nes, sin  perjuicio  de  que  la  Diputación  siga 
emitiendo  las  que  falten  para  completar  los 
cuatro  millones;  poro  todas  deberán  quedar 
amortizadas  en  veinticuatro  semestres  conse- 
cutivos. Al  efecto,  la  Diputación  cousig-na- 
rá  para  pag'ar  intereses  y  amortizar  obliga- 
ciones en  el  primer  semestre  del  sexto  año, 
la  cantidad  de  32.800  pesetas  por  cada  1.000 
obligaciones  que  haya  emitido,  y  la  aumenta- 
rá en  ¡los  semestres  sucesivos  á  medida  que 
emita  nuevos  títulos,  á  fin  de  que  todos  sean 
reintegrados  en  el  periodo  expresado.  Podrá 
también  anticipar  algunos  plazos  si  le  convi- 
niere, pero  nunca  demorarlos. 

Art.  6.°  La  amortización  se  hará  por  suer- 
te en  los  mismos  días  y  en  la  propia  forma 
que  el  pago  de  intereses.  Al  efecto  se  cele- 
brarán sorteos  públicos  con  quince  días  de 
antelación,  anunciándose  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid y  Boletín  oficial  de  Valencia.  Entrarán 
en  cada  sorteo  todas  las  oblig'aciones  que  es- 
tén en  circulación  á  la  fecha  de  los  mismos. 

Art.  7."  Al  cumplimiento  de  los  compromi- 
sos qvxe  la  Diputación  contraiga  con  los  tene- 
dores de  las  obligaciones  quedarán  especial- 
mente afectos  los  productos  de  los  portazgos, 
pontazgos  y  barcajes  que  la  Diputación  tiene 
establecidos  en  las  carreteras  á  su  carg'o,  y  de 
los  que  establecerá  con  las  formalidades  le- 
gales en  las  que  vaya  construyendo,  así  como 
los  demás  fondos  qiífc  indispensablemente  de- 
berá consignar  en  los  presupuestos  hasta  com- 
pletar las  cantidades  necesarias  para  el  pago 
de  intereses  y  para  la  amortización  de  los  tí- 
tulos. 

Art.  8.°  Si  al  vencimiento  de  cada  semes- 
tre, ó  en  los  treinta  dias  inmediatos,  no  paga- 
se la  Diputación  los  intereses  devengados,  ó 
dejase  de  reintegrar  el  valor  de  las  obligacio- 
nes que  resulten  amortizadas  en  el  sorteo  res- 
pectivo, además  de  las  acciones  que  correspon- 
dan á  los  tenedores  de  dichos  títulos  en  virtud 


del  art.  7.",  tanto  los  cupones  vencidos  como 
los  títulos  amortizados  serán  admitidos  como 
dinero  efectivo  en  las  Cajas  de  la  provincia  en 
pagó  de  cualquier  crédito  que  resulte  á  favor 
de  la  misma,  sin  otra  formalidad  que  la  nece- 
saria para  la  inmediata  comprobación  de  la  le- 
gitimidad de  dichos  efectos. 

Art.  9.''  Las  obligaciones  de  carreteras  se- 
rán admisibles  á  la  par  en  toda  clase  de  fian- 
zas y  depósitos  de  empleados,  obras  y  servi- 
cios que  interesen  á  esta  provincia. 

Art.  10.  Líis  oblig'aciones  de  carreteras  no 
podrán  recibir  nunca  distinta  aplicación  que 
la  determinada  en  estas  bases.  En  los  registros 
que  se  llevarán  en  las  oficinas  de  la  Diputación 
se  anotará  precisamente  el  nombre  de  la  per- 
sona á  quien  se  entreg'ue  cada  oblig-ación  y  el 
servicio  que  con  ella  se  retribuya.  Dichos  Ve- 
g'istros  estarán  siempre  á  disposición  del  pú- 
blico, que  podrá  examinarlos  en  las  horas  de  j 
despacho.  Se  publicarán  además  resúmenes 
semestrales  de  todas  las  operaciones  de  emi 
sión,  amortización  y  pago  de  intereses. 

Art.  IL     En  todos  los  pligos  de  condicione* 
para  la  construcción  de  carreteras  provincia- 
les, se  consignará  la  oblig'ación  del  contratis 
ta  de  admitir  en  pago  de  las  obras  obligacio- 
nes por  carreteras  á  la  par. 

Disposición  transitoria.  Si  los  actuales  aeree 
dores  de  la  provincia  por  construcción  de  ca 
rreteras  quieren  convertir  sus  créditos  en  obli- 
gaciones de  esta  clase,  las  recibirán  por  todo 
su  valor  nominal  en  pago  del  capital  que  aqué 
lias  representen  y  de  los  intereses  leg'ales  qui 
hayan  ganado  por  la  demora.  En  este  caso 
primera  emisión  de  obligaciones  se  destinará 
al  reintegro  de  dichos  créditos  con  sus  inte 
reses. 

Por  tanto,  etc. — Dado  en  Santiago  á  30  de 
Julio  de  1877.— Yo  el  Rey.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Francisco  Romero  y  Robledo.» 
(Gac.  4  Agosto.) 

K.  D.  10  Agosto  1877. 

Aprobando  el  reí/lamento  de  igual  fecha  para  la  ejecución, 

de  la  ley  de  4  de  Mayo  último. 

(PoM.)  De  conformidad  con  lo  propuesto 
por  el  Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  aprueba  este  Real  decre 
to  el  adjunto 

PARA    LA    E,IECUCIÓN    DE    LA    LEY    DE    CARKETERAS 


CAPÍTULO  l.—De  las  carreteras  en  general. 

Artículo  l.°    Son  objeto  de  este  reg'lamento 
las  carreteras  de  servicio  público  de  la  Penín- 
sula é  islas  adyacentes,  costeadas  por  el  Esta" 
do,  las  provincias,  los  Municipios,  los  particu- 
lares ó  con  fondos  mixtos. 
CAP.  II. — De  las  carreteras  costeadas  por  el  Estada. 

Art.  2."  Las  carreteras  de  cargo  del  Esta- 
do se  dividen  en  carreteras  de  primero,  se- 
gundo y  tercer  orden,  y  son  las  que  se  desig- 
nan con  la  clasificación  que  á  cada  una  com- 
pete según  los  arts.  4.°,  5."  y  G."  de  la  ley,  en 
el  plan  formado  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes de  la  misma. 

Art.  3."  No  podrá  introducirse  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  ninguna  li- 
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uea  distinta  de  las  comprendidas  en  él,  sino 
previa  la  aprobación  de  nn  expediente,  á  que 
se  procederá  mediante  orden  del  Ministerio  de 
Fomento. 

La  iniciativa  para  la  inclusión  en  el  plan  de 
una  carretera  podrá  partir  del  gobernador,  de 
la  Diputación  provincial,  del  ing-eniero  jefe  y 
de  cualquiera  de  los  Ayuntamientos  y  particu- 
lares de  la  provincia  respectiva. 

La  autoridad,  corporación  ó  particular  quO 
considere  conveniente  ó  necesario  que  se  agre- 
gue en  el  plan  la  línea  de  que  se  trate,  se  diri- 
girá al  Ministro  de  Fomento  exponiendo  las 
razones  que  crea  del  caso  para  fundar  su  pe- 
tición. Si  el  Ministro  de  Fomento  considerase 
atendibles  estas  razones,  decidirá  que  se  pro- 
ceda á  la  formación  del  expediente,  al  que  ser- 
virá de  base  un  anteproyecto  do  la  carretera. 

La  Dirección  general  de  Obras  públicas  dará 
sus  órdenes  al  efecto  al  ingeniero  jefe  de  la 
provincia,  el  que  encargará  de  la  formación 
del  anteproyecto  á  uno  de  los  ingenieros  que. 
se  hallen  á  sus  órdcíues.  El  anteproyecto  se  re- 
dactará con  arreglo  á  los  formularios  é  ins- 
trucciones que  rigieren  en  esta  parte  del  servi- 
cio; y  en  todo  caso  deberá  constar  de  una  Me- 
moria, planos  y  un  avance  del  coste  de  la  ca- 
rretera. 

Redactado  el  anteproyecto,  el  ingeniero  jefe 
le  remitirá  al  gobernador  de  la  provincia,  el 
cual  abrirá  una  información  sobre  la  base  del 
anteproyecto  con  el  objeto  de  examinar  si  la 
carretera  de  que  se  trata  debo  ser  costeada 
por  el  Estado,  y  si  por  tanto  procede  su  inclu- 
sión en  el  plan  general. 

Art.  4."  Si  la  carretera  que  se  tratase  de 
incluir  en  el  plan  atravesare  territorios  de  dos 
ó  más  provincias,  los  ingenieros  jefes  de  las 
mismas  deberán  ante  todo  ponerse  de  acuerdo 
acerca  de  los  puntos  de  enlace  en  los  limites 
de  las  provincias  contiguas.  En  el  caso  de  no 
poderse  llegar  á  este  acuerdo,  dirimirá  la 
cuestión  el  Ministro  de  Fomento,  al  que  se  ele- 
varán las  oportunas  propuestas  por  los  inge- 
nieros disidentes,  ¡irevio  informe  de  la  Junta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Determinados  los  puntos  de  enlace,  los  ante- 
proyectos serán  estudiados  por  los  ingenieros 
de  las  provincias  con  entera  independencia  y 
según  lo  nrevenido  en  el  articulo  anterior, 
procediéndose  después  á  las  informaciones  co- 
rrespondientes, según  lo  dispuesto  en  este  re- 
glamento. 

En  el  caso  á  que  el  presente  artículo  se  re- 
fiere, el  Ministro  de  Fomento,  cuando  lo  con- 
sidere oportuno,  podrá  confiar  el  estudio  del 
anteproyecto  entero  á  uno  cualquiera  de  los 
ingenieros  jefes  de  las  provincias  ((uo  la  línea 
atraviese,  ó  designar  ai  efecto  otro  individuo 
del  Cuerpo. 

Art.  5."  Para  llevar  á  cabo  la  información 
a  que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  el 
gobernador  dispondrá  que  se  exponga  al  pú- 
blico el  anteproyecto,  anunciándolo  así  en  el 
BoMín  nfieial,  y  señalando  un  téruuno  que  no 
deoera  bajar  de  treinta  días,  para  (|ue  los  pue- 
blos, corporaciones  ó  particulares  puedan  exa- 
minarle. Iguales  anuncios  deberán  publicarse 
Tosió  II. 


por  los  medios  acostumbrados  en  todos  los  pue- 
blos que  atraviese  la  linea. 

Las  observaciones  que  juzgaren  del  caso 
hacer  los  interesados  versarán  principalmente 
sobre  las  circunstancias  .que  la  linea  reúna 
para  ser  declarada  de  interés  general,  sobre 
el  orden  que  del)erá  asignársela  y  sobre  la  di- 
rección g'oneral  de  su  trazado. 

De  las  observaciones  que  se  hicieren  en  la 
información  pública  se  dará  después  conoci- 
miento al  ingeniero  jefe,  para  que,  oyendo 
previamente  al  ingeniero  subalterno  que  hu- 
biese redactado  el  anteproyecto,  se  haga  car- 
go de  las  expresadas  observaciones,  y  propon- 
ga, en  vista  de  todo,  si  la  carretera  debe  ser 
incluida  en  el  plan,  y  en  tal  caso  la  clasifi- 
cación que  con  arreglo  A  la  ley  se  la  deba 
asignar. 

Art.  6."  Cum|didas  las  formalidades  que 
expresa  el  artículo  anterior,  el  gobernador 
pedirá  informe  á  la  Junta  provincial  de  Agri- 
cultura, Lulustria  y  Comercio,  y  por  último  á 
la  Diputación  provincial,  y  remitirá  el  expe- 
diente con  su  ])ropio  informe  al  Ministro  de 
Fomento,  el  cual  oirá  sobre  él  á  la  Junta  con- 
sultiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Art.  7."  Si  en  vista  del  resultado  de  la  in- 
formación á  que  los  artículos  anteriores  se  re- 
fieren, se  creyera  conveniente  incluir  en  el  plan 
general  la  carretera  en  cuestión,  el  Ministro 
de  Fomento  llevará  á  las  Cortes  el  oportuno 
proyecto  de  ley,  on  el  que  propondrá  la  inclu- 
sión, la  clasificación  de  la  carretera  y  el  núme- 
ro de  orden  que  corresponda  para  su  eje- 
cución. 

Art.  8.°  Cuando  se  considere  oportuno  se- 
gregar del  plan  general  alguna  de  las  carre- 
teras comprendidas  en  el  mismo  ó  una  sección 
determinada  do  una  de  ellas,  se  instruirá  uu 
expediente  informativo  al  efecto.  El  expedien- 
te podrá  ser  promovido  por  el  gobernador,  por 
la  Diputación  ó  por  el  ingeniero  jefe  de  la  pro- 
vincia, por  uno  de  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos  que  atraviesa  la  linea,  ó  por  cuales- 
quiera corporaciones  ó  particulares  que  se 
consideren  interesados. 

La  autoridad,  corporación,  funcionario  ó 
particular  que  promueva  el  expediente  deberá 
dirigirse  al  Ministro  de  Fomento  manifestando 
las  razones  que  en  su  concepto  aconsejan  que 
la  carretera  en  cuestión  se  elimine  del  plan. 
El  Ministro  podrá  en  su  vista  decidir  que  se 
proceda  á  la  formación  del  expediente  á  que 
se  refiere  el  art.  10  de  la  ley. 

Art.  9."  Decidido  por  el  Ministro  de  Fomen- 
to que  se  proceda  á  la  formación  del  expedien- 
te de  que  trata  el  articulo  anterior,  comuni- 
cará esta  resolución  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia. 

El  gobernador  dará  conocimiento  al  público 
de  la  resolución  expresada  por  medio  del  flo- 
letln  oficia!,  y  de  anuncios  en  los  pueblos  por 
donde  había  de  pasar  la  linea  que  se  trata  de 
segregar  del  plan,  concediendo  un  plazo  que 
no  deberá  bajar  de  treinta  días  ni  exceder  de 
sesenta,  para  que  los  Ayuntamientos  de  los 
mencionados  piieblos  y  todos  los  particulares 
(jue  so  crean  interesados  manifiesten  las  ob- 
servaciones que  tuviesen  por  conveniente. 
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Después  se  pasará  el  expediente  al  ingenie- 
ro jefe  de  la  provincia,  á  la  Jnnta  de  Agricul- 
tura, Indtistria  y  Comercio  y  A  la  Diputación 
provincial,  y  finalmente  el  gobernador  remiti- 
rá la  información  jyacticada  al  Ministro  de 
Fomento,  con  s\i  propio  dictamen. 

Art.  10.  Si  del  expediente  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior  resultara  la  conveniencia 
de  la  seg'regación  de  la  carretera,  el  Ministro 
de  Fomento  llevará  á  las  Cortes  el  oportuno 
proyecto  de  ley. 

Art.  II.  Cuando  se  haya  de  proceder  al  es- 
tudio de  alg'una  carretera,  se  dará  por  la  Di- 
i'ección  genera!  de  Obras  públicas  la  orden  co- 
rrespondiente al  ing'eniero  jefe  de  la  provin- 
cia respectiva. 

Dicho  ingeniero  formulará  el  presupuesto 
de  los  g-astos  que  podrá  ocasionar  el  estudio  y 
le  remitirá  á  la  aprobación  superior.  Esta  apro- 
bación corresponde  al  director  general  cuando 
el  importe  no  exceda  de  5.000  pesetas,  y  al  Mi- 
nistro de  Fomento  en  los  demás  casos. 

Aprobado  el  presupuesto  para  el  estudio,  el 
ing'eniero  jefe  encarg'ará  el  proyecto  al  ing'e- 
niero subalterno  correspondiente  segiin  los 
reg'Iamentos  de  servicio. 

Art.  12.  Todo  proyecto  de  carretera  debe- 
rá constar  de  la  documentación  siguiente:  1." 
Memoria  explicativa.  2."  Planos.  3."  Pliego  de 
condiciones  facultativas.  4.°  Presupuesto. 

E.ste  tiltimo  documento  comprenderá,  ade- 
más del  coste  de  las  obras,  las  partidas  que  se 
consideren  necesarias  para  las  expropiaciones 
y  los  agotamientos  que  exijan  las  fundaciones 
de  las  obras  de  fábrica,  asi  como  todos  los  de- 
más accesorios,  con  objeto  de  tener  idea  del 
coste  total. 

Los  proyectos  se  ajustarán  A  lo  prevenido 
en  los  formularios  que  rijan  en  la  época  de  su. 
formación,  asi  como  á  las  reg'las  generales  del 
servicio  y  á  las  instrucciones  especiales  que 
en  cada  caso  tenga  por  conveniente  dictar  la 
Dirección  general. 

Art.  13.  A  la  aprobación  definitiva  del  pro- 
yecto de  una  carretera  deberá  preceder  un 
expediente  informativo  que  tendrá  por  objeto: 

1."  Examinar  si  el  trazado  es  el  más  con- 
veniente bajo  el  punto  de  vista  administrativo 
y  de  los  intereses  de  la  localidad  ó  regúón  á 
que  afecte  la  vía  de  comunicación. 

2."  Discutir  sobre  si  debe  mantenerse  ó  va- 
riarse la  clasificación  que  á  la  linea  se  haya 
atribuido  en  el  plan. 

Art.  14.  Para  llevar  á  cabo  la  información 
á  qiie  se  refiere  el  articulo  anterior,  el  inge- 
niero jefe  entregará  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia un  ejemplar  del  proyecto  asi  que  éste 
se  halle  redactado.  El  g'obernador,  previos  los 
anuncios  oportunos,  oirá  durante  un  plazo  que 
no  podrá  bajar  de  treinta  dias  ni  pasar  de  se- 
senta las  observaciones  que  acerca  de  los  ob- 
jetos de  la  información  expusieren  los  particu- 
lares y  los  pueblos  interesados. 

El  expediente  se  pasará  después  al  ingenie- 
ro jefe  para  que,  oyendo  al  iug-eniero  que  hu- 
biese formado  el  proyecto,  haga  una  exposi- 
ción clara  y  sucinta  de  los  puntos  de  hecho 
cjue  hubiesen  dado  motivo  á  las  reclamaciones 
II  observaciones  de  los  informantes,  y  mani- 


fieste sobre  cada  una  de   ellas    su  parecer. 

Después  oirá  el  g'oberiiador  á  la  Diputación 
provincial  y  remitirá  el  expediente  con  su  pro- 
pio dictamen  al  Ministro  de  Fomento,  el  que 
resolverá  en  la  forma  que  según  el  caso  pro- 
ceda, oyendo  previamente  á  la  Junta  consulti- 
va de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Art  15.  En  el  caso  de  que  la  carretera  pu- 
diere afectar  á  la  defensa  del  territorio  por  pa- 
sar por  la  zona  de  alg-una  plaza  fuerte,  por  ser 
un  trazado  paralelo  á  las  costas  ó  fronteras, 
por  dirig'irse  á  puntos  de  las  naciones  limítro- 
fes, ó  por  cualqTiiera  otra  circunstancia,  antes 
de  la  aprobación  del  proyecto  deberá  ser  con- 
sultado el  Ministro  de  la  Guerra  ^. 

Ai-t.  16.  Al  propio  tiempo  que  el  iug-eniero 
jefe  de  la  provincia  remita  un  ejemplar  del 
proyecto  al  gobernador  para  los  efectos  de!  ar- 
ticulo 14,  deberá  remitir  otro  á  la  Dirección 
general  de  Obras  públicas  con  un  detallado 
informe  del  proyecto  bajo  el  punto  de  vista 
técnico. 

El  proyecto  con  el  informe  del  ingeniero  jefe, 
se  pasará  á  examen  de  la  .Junta  consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Art.  17.  Si  en  vista  de  la  información  á  que 
se  refieren  los  arts.  13  y  14,  y  del  dictamen  de 
la  .Junta  consultiva  que  se  menciona  en  el  lli, 
resultase  que  puede  aprobarse  el  proyecto,  la 
aprobación  tendrá  lugar  por  medio  de  una  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento. 

Si  del  estudio  definitivo  del  trazado  ó  de  la 
información  abierta  solare  el  proyecto  resulta- 
se que  era  preciso  ó  conveniente  variar  el  iti- 
nerario de  la  carretera,  haciéndola  pasar  por 
una  ó  más  poblaciones  distintas  de  las  señala- 
das en  el  plan,  á  la  aprobación  del  proyecto 
deberá  preceder  una  declaración  en  que  se 
consigne  esta  variación,  la  cual  según  deter- 
mina el  art.  11  de  la  ley,  deberá  ser  adoptada 
y  pulqueada  por  R.  D.  expedido  por  el  Minis- 
tro de  Fomento  y  acordado  en  Consejo  de  Mi- 
nistros. 

De  igual  modo  se  procederá  cu.ando  en  vista 
de  las  informaciones  se  creyese  conveniente  ó 
necesario  variar  la  clasificación  que  en  el  plan 
hubiese  sido  asignada  á  la  carretera  de  que  se 
trate. 

Art.  18.  Cuando  el  proyecto  definitivo  de 
la  carretera  se  refiera  á  una  linea  que  hubiese 
sido  agregada  al  plan  después  de  seguirse  los 
trámites  prescritos  en  los  arts.  del  3.°  al  7.°  de 
este  reglamento,  dicho  proyecto  no  será  some- 
tido á  las  formalidades  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 13  y  14,  sino  en  los  casos  en  que  del  es- 
tudio definitivo  resultase  ser  conveniente  ó 
necesario  variar  el  itinerario  ó  la  clasificación 
que  se  adoptara  en  vista  del  anteproyecto. 

En  tales  casos  se  procederá  respecto  del 
proyecto  del  mismo  modo  que  e!  presente  re- 
glamento determina  para  las  carreteras  que 
constituyen  el  primitivo  plan  g'en'cral,  resol- 
viéndose lo  conveniente  en  cada  caso,  seg'úu 
lo  prescrito  en  el  art.  17. 

Art.  19.  Además  de  los  expedientes  á  que 
se  refieren  los  arts.  13  y  14,  delierá  instruirse 
con  arreglo  á  lo  que  prescribe  la  ley  de  11  de 


>     Viase  el  R.  D.  de  17  Marzo  de  ÍS91. 
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Abril  de  1849,  y  su  Re.g'.  de  14  de  Julio  del  mis- 
mo año,  el  de  las  travesías  de  las  poblaciones 
por  donde  paso  la  carretera,  previamente  á  la 
aprobación  dcñnitiva  de  su  proyecto,  limitán- 
dose no  obstante  dicho  expediente  á  la  parto 
técnica  para  los  pueblos  cuyo  vecindario  no 
pase  de  8.000  almas,  y  cuyas  travesías  seguirá 
construyendo,  reparando  y  conservando  el 
Estado. 

Art.  20.  Las  dimensiones  de  las  carreteras 
según  los  formularios  é  instrucciones  vigen- 
tes, s^erán  respectivamente,  para  las  de  prime- 
ro, segnindo  y  tercer  orden,  8  metros,  7  metros 
y  6  metros,  contados  entre  las  aristas  exterio- 
res de  los  paseos;  de  dicha  latitud  será  afir- 
mado, respectivamente,  también,  5'50  metros, 
5  metros  y  4'50  metros,  distribuyéndose  el 
resto  entre  los  dos  paseos. 

No  obstante,  dichas  dimensiones  podrán  va- 
riar en  casos  especiales,  pero  siendo  siempre 
requisito  indispensable  para  ello  el  informe 
favorable  de  la  Junta  Consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos. 

Art.  21.  Si  las  obras  de  una  carretera  se 
hubiesen  de  ejecutar  por  el  método  de  admi- 
nistración á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  21 
de  la  ley,  serán  dirigidas  por  los  ing-enieros 
de  caminos,  canales  y  puertos,  con  arreg'lo  eu 
un  todo  a  las  prescripciones  que  rigieren  en 
este  ramo  del  servicio. 

Si  las  obras  hubieren  de  llevarse  a  cabo  por 
el  método  de  contrata,  corresponde  á  los  in- 
genieros del  Estado  vig-ilar  su  construcción 
para  que  se  observen  las  condiciones  estipula- 
das, hacer  las  recepciones  provisionales  y  de- 
finitivas y  practicar  la  voloración  y  liquidación 
general,  todo  sog'ún  prescriban  los  reglamen- 
tos del  servicio. 

Art.  22.  Si  las  obras  hubiesen  de  ser  eje- 
cutadas por  contrata,  la  licitación  piiblica  que 
debe  precederla  se  celebrará  con  arreglo  á  las 
disposiciones  que  rigen  para  la  contratación 
de  todos  los  servicios  públicos  '  y  los  regla- 
mentos dictados  al  efecto  para  los  que  pertene- 
cen especialmente  al  Ministerio  de  Fomento  -. 

Art.  23.  En  la  ejecución  de  toda  obra  de 
carretera  que  se  lleve  á  cabo  por  contrata  re- 
girán: 

1."  Las  condiciones  generales  establecidas 
ó  que  en  adelante  se  establezcan  para  todas 
las  contratas  de  obras  públicas  de  cargo  del 
Ministerio  de  Fomento  -. 

2.°  Las  facultativas  que  formen  parte  del 
proyecto  y  hayan  sido  aprobadas  con  el  mismo. 

3.°  Las  particulares  y  económicas  que  para 
cada  caso  estabh'zca  la  Dir.  gen.  de  Obras  pii- 
blicas,  y  en  las  cuales  se  hará  constar  precisa- 
mente, además  de  las  cláusulas  especiales  que 
exija  la  naturaleza  do  cada  contrata,  la  fianza 
que  habrá  de  prestar  el  contratista  para  res- 
ponder del  cumplimiento  de  sus  obligaciones, 
las  épocas,  forma  y  puntos  en  que  habrán  de 
verificarse  los  pagos,  las  fechas  en  que  deberá 
darse  principio  y  fin  á  los  trabajos,  v  el  plazo 


«ooí    -^^    ^''  "'  '''"".'/o  f'«  condiciones  da  11  df.  Junio   de 
isse,  mserto  en  CoNrnATO.s  ad.mini.stuativos. 
^     Véase  la  li.  O.  de  i;i  de  Marzo  de  ISB-J  y  la  nota  d  la 


de  garantía  durante  el  cual  el  contratista  ha 
de  responder  de  la  solidez  y  estabilidad  de  las 
obras  ejecutadas. 

Art.  24.  Las  obras  de  reparación  de  carre- 
teras no  podrán  llevarse  á  cabo  sino  previa  la 
aiirobación  de  proyectos  que  se  redactarán 
por  los  ingenieros  de  las  provincias  con  arre- 
glo á  las  instrucciones  que  rijan  para  este  ser- 
vicio. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  las  repa- 
raciones urg-entes  que  á  juicio  de  la  Dirección 
g-eneral  sean  precisas  para  asegurar  el  tránsi- 
to, y  que  podrán  ser  autorizadas,  á  condición, 
sin  embai'g'o  de  remitir  el  correspondiente  pro- 
yecto para  su  examen  y  aprobación. 

Para  la  conservación  se  redactarán  por  los 
ingenieros  presupuestos  anuales,  que  con  la 
anticipación  oportuna  se  remitirán  á  la  Direc- 
ción general. 

Art.  25.  Los  acopios  de  materiales  para  la 
conservación  de  carreteras  y  las  obras  de  re- 
paración de  las  mismas,  se  llevarán  á  cabo  por 
administración  ó  por  contrata  '  ,  stíg'ún  se 
acuerde  eu  el  expodiente  respectivo,  en  vista 
de  las  circunstancias  qiie  en  cada  caso  concu- 
rran y  de  la  urgencia  de  las  obras,  pero  tenien- 
do presente  lo  prevenido  en  el  art.  21  de  este 
reglamento.  Dicha  decisión  la  tomará  el  Mi- 
nistro de  Fomento  ó  la  Dirección  general,  se- 
gún los  casos,  por  si  ú  oída  la  Junta  consulti- 
va de  Caminos,  Canales  3'  Puertos,  si  así  se 
estimase  conveniente. 

Art.  26.  Para  la  conservación  permanente 
de  las  carreteras  habrá  en  cada  una  el  número 
de  peones  camineros  y  capataces  necesarios, 
con  arreglo  á  lo  que  prescriba  el  reglamento 
de  este  personal  -,  y  los  peones  auxiliares  que 
sean  precisos.  Los  peones  camineros  y  capa- 
tices,  asi  como  los  g'uardias  de  viveros,  serán 
nombrados  por  la  Dirección  general  de  Obras 
públicas  ■',  debiendo  recaer  estos  nombramien- 
tos en  peones  que  reúnan  las  circunstancias 
reg'lamentarias. 

Los  peones  auxiliares  serán  admitidos  por 
los  ing'enieros  jefes,  sujetándose  á  los  créditos 
señalados  para  el  servicio. 

Art.  27.  Acordado  por  el  Gobierno  el  esta- 
blecimiento de  impuestos  ó  arbitrios  por  el  uso 
de  alguna  carretera  del  Estado,  eu  su  totali- 
dad ó  en  parte,  se  comunicará  la  decisión  al 
ingeniero  jefe  de  la  provincia  respectiva,  á  fin 
de  que  formule  las  tarifas  y  proponga  los  pun- 
tos y  sistema  de  recaudación,  indicando  los 
rendimientos  probables.  El  ingeniero  jefe  pa- 
sará estos  documentos  al  gobernador,  el  cual 
deberá  oir,  sobre  todos  los  puntos  que  abra- 
cen, los  pareceres  do  la  .Junta  de  Agricultura". 
Industria  y  Comercio  y  de  la  Diputación  pro- 
vincial, elevando  después  el  expediente  con  sii 
propio  informo,  al  Ministro  do  Fomento.  Este, 
oyendo  á  la  Junta  consuIti\-a  de  Caminos,  Ca 
nales  y  Puertos,  remitirá  el  expediente  al  Mi- 


>  Sobre  subastas  de  obras  de  reparación  y  conserva- 
ción de  carreteras,  véase  el  art.  1.°  de  la  Inst.de  lid'. 
Septiembre  de  188G,  instrta  en  Contiutos  administra- 
tivos. 

2    De  10  de  Enero  de  18HT. 

■'  Hoy  los  ingenieros  jefes  de  Obras  inlblicas.—  V.  la 
R.  O.  de  14  de  Febrero  de  1881. 
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iiistro  de  Hacienda,  proponiendo  las  bases  del 
Real  decreto  que  habrá  de  acordarse  en  Con- 
sejo de  Ministros,  á  condición  de  dar  cuenta  á 
las  Cortes. 

CAP.  III.  —  De   las  carreteras  costeadas  por  las  pro- 
vincias. 

Art.  28.  Son  do  cargo  de  las  provincias  las 
carreteras  que,  no  estando  comprendidas  en 
el  plan  g'eneral  de  las  del  Estado  se  incluyan 
en  los  planes  que  han  de  formar  las  Diputa- 
ciones provinciales,  con  arreg'lo  á  las  prescrip- 
ciones del  cap.  IIl  de  la  ley  y  de  las  consigna- 
das en  este  reglamento. 

Art.  29.  Las  Diputaciones  provinciales  for- 
marán sus  planes  de  carreteras  arreglándose 
á  la  tramitación  sig'uiente: 

Aprobado  el  plan  general  de  las  del  Estado, 
el  jefe  facultativo  del  servicio  de  obras  pii- 
blicas  de  cada  provincia  formará  y  presentará 
á  la  Diputación  un  proyecto  de  plan,  en  el 
cual  fig'uren  todas  las  carreteras  que  pueden 
ser  de  interés  para  la  provincia  Ajando  el  orden 
de  preferencia  para  su  ejecxición. 

La  Diputación  examinará  el  proyecto,  pu- 
diendo  introducir  en  él  las  modificaciones  que 
considere  convenientes,  y  una  vez  resuelto 
acerca  de  este  punto,  se  anunciará  que  el  plan 
acordado  cpieda  á  disposición  del  público  por 
un  término  que  no  bajará  de  treinta  días  ni 
pasará  de  sesenta,  para  que  los  Ayuntamien- 
tos de  la  provincia  y  los  partictilares  que  s'e 
crean  interesados  expongan  sobre  el  asunto 
las  observaciones  que  tuvieren  por  conve- 
niente. 

Espirado  el  plazo  para  la  información  pú- 
blica se  oirá  de  nuevo  al  jefe  facultativo  del 
servicio  provincial,  con  objetode  que  examine 
las  observaciones  hechas  en  la  información,  y 
propong'a  las  variaciones  que  en  su  consecuen- 
cia convenga  hacer  en  el  proyecto  del  plan. 
Después  se  someterá  el  expediente  á  informe 
de  la  Junta  provincial  de  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio,  y  por  liltimo  al  ing'eniero  jefe 
de  la  ]u'ovincia. 

La  Diputación  resolverá  en  vista  de  todos 
estos  informes  cuál  deba  ser  en  su  concepto  el 
plan  definitivo,  y  con  una  Memoria  razonada 
le  pasará  al  gobernador  de  la  provincia. 

El  gobernador,  con  su  propio  informe,  ele- 
vará el  expediente  al  Ministro  de  Fomento,  el 
cual,  oyendo  A  la  Junta  consultiva  de  Cami- 
no.s,  Canales  y  Puertos,  resolverá  definitiva- 
mente por  medio  de  un  Real  decreto  qvie  se 
publicará  inmediatamente. 

Art.  30.  Las  Diputaciones  ciue  con  anterio- 
ridad á  la  publicación  de  la  ley  de  carreteras 
de  4  de  Mayo  de  1877  tuviesen  planes  aproba- 
dos, podrán  adoptarlos  como  base  para  la  for- 
mación de  los  nuevos,  introduciendo  en  ellos 
las  modificaciones  que  jiizgasen  convenientes, 
y  sometiéndose  ])or  lo  demás  á  las  formalida- 
d'js  prescritas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  31.  Aprobado  el  plan  de  carreteras  de 
una  provincia,  no  podrá  alterarse  en  la  ejecu- 
ción de  las  mismas  el  orden  de  preferencia  se- 
ñalado, sino  mediante  una  propuesta  razona- 
da de  la  Diputación,  que  se  someterá  á  infor- 
me de  los  Ayuntamientos  de  los  pueblos  inte- 


resados, tanto  en  la  lineas  de  que  se  trate, 
como  en  las  que  se  pospongan,  y  además  al 
del  ingeniero  jefe  de  la  provincia.  El  g'oberna- 
dor  elevará  con  su  informe  el  expediente  al 
Ministro  de  Fomento,  el  que  decidirá  sobre  la 
propuesta  por  medio  de  un  Real  decreto,  pre- 
vio dictamen  de  la  Junta  consultiva  de  Cami 
nos.  Canales  y  Puertos. 

Art.  32.  Cuando  en  virtud  do  gestiones  de 
los  pueblos  ó  particulares  interesados  se  trate 
de  introducir  en  el  plan  de  una  provincia  una 
carretera  que  no  esté  cómiirendida  en  él,  la 
Diputación  ordenará  el  estudio  de  su  antepro- 
yecto al  facultativo  jefe  del  servicio  provin- 
cial. Dicho  anteproyecto  constará  de  una  Me- 
moria y  planos  que  den  idea  bastante  de  la 
linea  y  sus  principales  circunstancias,  y  con- 
tendrá un  presupuesto  aproximado  del"  coste. 
'La  Diputación  le  dará  publicidad  por  medio 
del  Boletín  oficial,  á  fin  de  que  los  Ayunta- 
mientos interesados,  en  el  ])1íwo  que  se  fije,  y 
que  no  deberá  bajar  de  treinta  días  ni  exceder 
de  sesenta,  expongan  sobro  el  asunto  lo  que 
crean  conveniente  respecto  á  la  traza  y  nú- 
mero de  orden  de  ejecución,  así  como  A  la  im- 
portancia de  la  carretera  para  que  flg'ure  en 
el  plan  de  la  provincia. 

Sobre  los  mismos  extremos  informará  tam- 
bién la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio ,  y  después  maniflestará  su  opinión ,  acei'- 
ca  de  las  reclamaciones  y  observaciones  que  se 
hubieren  hecho,  el  autor  del  anteproyecto,  que 
consignará  el  número  que  en  su  concepto  debe 
ocupar  la  linea.  Sobre  todo  ello  informarán  la 
Diputación  y  el  ingeniero  jefe  de  la  provincia, 
y  por  liltimo  el  g'obernador. 

Este,  con  su  informe,  elevará  el  expediente 
al  Ministro  de  Fomento,  el  cual,  oído  el  pare- 
cer de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Cana- 
les y  Puertos,  resolverá  por  Real  decreto  si  la 
carretera  de  que  se  trata  debe  ó  no  formar 
parte  del  plan  provincial,  y  en  el  primer  caso 
el  número  de  orden  con  que  debe  figurar  para 
la  preferencia  en  la  ejecución. 

Cuando  la  linea  afecte  á  dos  ó  más  provin- 
cias se  instruirá  en  cada  una  de  ellas  el  expe- 
diente de  que  se  trata,  y  la  propuesta  al  Mi- 
nistro de  Fomento  se  verificará  de  comúu 
acuerdo  por  las  Diputaciones  interesadas.  Si 
tal  acuerdo  no  existiese,  el  Ministro  de  Fo- 
mento, oyendo  á  la  Junta  consultiva  de  Cami- 
nos, Canales  y  Puertos,  resolverá  en  ulterior 
recurso. 

Trámites  análogos  deberán  seguirse  para  se- 
g-regar  del  plan  de  carretera.s  de  uiKi  provin- 
cia una  línea  que  estuviese  incluida  en  el  mis- 
mo, siempre  que  se  creyesen  atendibles  por  la 
Diputación  las  razones  que  para  la  segr<?.ga- 
ción  aduzcan  los  pueblos  ó  particulares  que  to- 
maren la  iniciativa  en  el  asunto. 

Art.  33.  A  la  ejecución  de  toda  carretera 
comprendida  en  el  plan  de  una  provincia  debe- 
rá preceder  un  acuerdo  de  la  Diputación,  la 
que  en  tal  caso  ordenará  al  ingeniero  ó  ayu- 
dante encargado  de  las  obras  provinciales  que 
proceda  al  estudio  del  correspondiente  pro- 
yecto. 

Este  proyecto  deberá  ajustarse  en  su  rcdac 
ción  á  los  mismos  formularios  que  rijan  par; 
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los  de  las  carreteras  del  Estado;  y  una  vez  ter- 
minado se  pasará  á  la  Diputación. 

La  Diputación  deberá  someter  el  proyecto  á 
una  información  para  examinar  si  puede  acep- 
tarse bajo  el  punto  de  vista  de  los  intereses 
provinciales.  Al  efecto  se  tendrá  á  disposición 
del  público  por  un  término  que  no  deberá  ba- 
jar de  treinta  dias  ni  exceder  de  sesenta,  ad- 
mitiéndose durante  este  plazo  las  reclamacio- 
nes y  observaciones  de  los  Ayuntamientos  y 
particulares  interesados. 

Los  pueblos  por  los  que  pase  la  traza  podrán 
asimismo  reclamar  sobre  los  proyectos  de  sus 
travesías  en  términos  análogos  á  los  previstos 
en  la  ley  de  11  de  Abril  de  18-49. 

Del  resultado  de  la  información  se  dará  co- 
nocimiento al  facultativo  encarg'ado  de  las 
obras  provinciales,  para  que,  haciéndose  car- 
go de  las  observaciones  presentadas,  propon- 
g'a,  si  hubiese  lugar,  las  modiflcaciones  que 
creyese  oportunas  en  el  proyecto. 

El  expediente  se  pasará  después  Integro  al 
ingeniero  jefe  de  la  provincia,  el  que  evacua- 
rá su  dictamen  acerca  del  proyecto  bajo  los 
puntos  de  vista  tanto  administrativo  como  téc- 
nico, remitiéndole  con  el  proyecto  á  la  Dipu- 
tación. 

Evacuado  el  informe  del  ing'eniero  jefe,  si 
fuese  favorable,  la  Diputacióu"podrá  aprobar 
el  proyecto,  y  en  caso  contrario,  adoptará  las 
disposiciones  oportunas  para  que  se  modifique 
con  arreglo  á  las  observaciones  que  hubiere 
hecho  dicho  ingeniero. 

Si  la  Diputación  no  se  conformase  con  el  dic- 
tamen del  ingeniero  jefe,  remitirá  el  proyecto 
y  todo  el  expediente  al  g'obernador  de  la  pro- 
vincia para  que  lo  eleve  á  la  Superioridad,  de- 
cidiendo en  tal  caso  el  Ministro  de  Fomento 
por  medio  de  una  Real  orden,  previo  dictamen 
de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos. 

De  los  trámites  que  en  el  presente  articulo 
se  mencionan  estarán  exceptuadas  las  líneas 
que  hubieren  sido  incluidas  en  el  plan,  median- 
te las  formalidades  marcadas  en  el  art.  32,  á 
no  ser  que  se  tratase  de  variar  el  itinerario  ó 
el  número  de  orden  de  ejecución  de  la  carre- 
tera. 

Art.  34.  Tanto  en  la  redacción  de  los  pro- 
yectos definitivos  á  que  se  refiere  el  artícvilo 
anterior,  como  en  la  de  los  anteproyectos  que 
se  mencionan  en  el  32,  deberá  tenerse  presen- 
te que  cuando  la  carretera  afecte  á  más  de  una 
provincia,  los  encargados  de  los  estudios  ha- 
brán de  ponerse  de  acuerdo  sobre  los  puntos 
áe  empalme  en  la  línea  divisoria  de  las  provin- 
cias contiguas,  y  que  si  no  pudiesen  aquéllas 
llegar  á  un  acuerdo,  se  elevarán  los  expedien- 
tes al  Ministro  de  Fomento  con  informes  razo- 
nados de  los  ingenieros  jefes.  Diputaciones  y 
gobernadores  corres  correspondientes.  El  Mi- 
nistro de  Fomento  decidirá  la  cuestión,  oven- 
do  previamente  á  la  Junta  consultiva  de' Ca- 
minos, Canales  y  Puertos. 

Art.  35.  Xingiin  proyecto  de  carretera  pro- 
vincial podrá  ser  aprobado  cuando  afecte  á  la 
defensa  del  territorio  nacional  en  las  circuns- 
tancias mencionadas  en  el  art.  15,  sin  oír  pre- 
viamente al  Ministro  de  la  Guerra. 


Art.  36.  Decidida  por  la  Diputación  la  eje- 
cución de  una  carretera  de  las  comprendidas 
en  el  plan,  y  aprobado  su  proyecto,  deberá  in- 
cluirse en  el  presupuesto  provincial  el  crédito 
correspondiente  para  su  ejecución. 

Las  oleras  podrán  llevarse  á  cabo  por  admi- 
nistración ó  por  contrata,  lo  cual  decidirá  la 
Diputación,  oído  sobre  este  punto  el  dictamen 
del  facultativo  encargado  de  las  obras  provin- 
ciales. 

Art.  37.  Si  la  obra  se  hubiere  de  ejecutar 
por  administración,  será  dirigida  por  los  fun- 
cionarios facultativos  de  la  Diputación  y  se- 
gún las  instrucciones  que  éstos  dictasen,  con 
la  aprobación  de  la  Corporación  provincial. 

Si  hubiere  de  hacerse  por  contrata,  ésta  no 
podrá  llevarse  á  cabo  sino  mediante  licitación 
pnljüca,  y  con  arreglo  en  un  todo  á  lo  que  acer- 
ca del  mismo  particular  se  prescribe  para  las 
obras  de  cargo  del  Estado  en  el  cap.  11  de  este 
reglamento. 

Art.  38.  Los  trabajos  de  reparación  y  los 
de  conservación  délas  carreteras  provinciales 
se  ejecutarán  con  arreglo  á  los  créditos  que 
precisamente  deberán  incluir  en  sus  presu- 
puestos las  Diputaciones  como  gastos  obliga- 
torios, segiin  se  dispone  en  el  art.  79,  párrafo 
tercero  de  la  ley  de  20  de  Agosto  do  1870,  re- 
formada por  la  de  IG  de  Diciembre  de  1876  ',  y 
al  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  art.  15  de  la 
ley  general  de  obras  públicas. 

Los  facultativos  encargados  de  obras  pro- 
vinciales deberán  redactar  los  proyectos  de  re- 
paración, cuya  aprobación  precederá  siempre 
á  la  ejecución  de  las  de  esta  clase,  asi  como 
los  presupuestos  anuales  de  conservación  in- 
dispensables y  suficientes  para  todas  las  ca- 
rreteras existentes  de  carácter  provincial  que 
corren  á  cargo  de  las  Diputaciones. 

Las  cantidades  calculadas  para  los  expresa- 
dos objetos  por  los  funcionarios  facultativos 
y  que  fuesen  aprobadas  por  las  Corporaciones 
provinciales,  con  el  informe  del  ingeniero  jefe 
de  la  provincia,  que  deberá  indispensablemen- 
te preceder  á  dicha  aprobación,  habrán  de  ser 
las  que  se  incluyan  entre  los  gastos  oblig'a- 
torios. 

Art.  39.  El  nombramiento  de  facultativo  ó 
facultativos  que  hayan  de  encargarse  de  la  di- 
rección délas  carreteras  provinciales,  se  hará 
libremente  por  la  Diputación,  pero  deberá  re- 
caer precisamente  en  individuos  que  sean  in- 
henieros  del  Cuerpo  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos,  y  por  lo  menos  de  ayudantes  de 
.Obras  piiblicas. 

En  todo  caso,  tanto  el  sueldo  como  las  in- 
demnizaciones que  hubiesen  de  abonarse  á  los 
expresados  funcionarios  por  gastos  originados 
en  el  servicio,  se  satisfarán  de  fondos  provin- 
ciales. 

Los  peones  camineros  y  capataces  encarga- 
dos de  la  conservación  de  las  carreteras  pro- 
vinciales, serán  nombrados  por  la  Diputación 
con  las  condiciones  que  exija  su  reg'lamento. 

Art.  40.  Corresponde  asimismo  á  la  Dipu- 
tación, en  la  forma  que  ésta  tuviera  por  cou- 


'    Hoi/el  art.  74,  núin.  í.°  y  ¡15,  n'im.  3."  de  la  ley  de 
2:>  lie  Aijoato  de  1882. 
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veniente,  la  org-anizacióu  del  personal  subal- 
terno de  todas  clases  qnetiaya  de  auxiliar  al 
jefe  facultativo  en  el  desempeño  de  su  cargo, 
asi  como  el  nombramiento  de  este  personal. 

Art.  41.  Los  ingenieros  de  Caminos,  Cana- 
le.s  y  Puertos  que  fuesen  nombrados  por  las 
Diputaciones  para  la  dirección  del  servicio  de 
obras  provinciales,  serAu  mantenidos  en  el 
goce  de  todos  los  derechos  reglamentarios  que 
como  individuos  del  Cuerpo  les  corresponden, 
de  la  misma  manera  que  si  estuvieren  al  ser- 
vicio del  Estado. 

Análogos  derechos  disfrutarán  los  ayudan- 
tes de  Dbras  públicas  que  sean  nombrados 
para  los  mismos  carg-os,  y  del  mismo  beneficio 
disfrutarán  los  sobrestantes  del  expresado  ra- 
mo que  formen  parte  del  personal  subalterno 
del  servicio  provincial. 

Art.  42.  Las  carreteras  que  ejecute  por  su 
cuenta  una  Diputación  provincial  se  hallarán 
bajo  la  inspección  del  Ministerio  de  Fomento 
en  su  parte  técnica.  Al  efecto,  el  gobernador 
podrá  dis|ioner  que  sean  visitadas  durante  su 
construcción  por  el  ing-eniero  jefe  de  la  pro- 
vincia, siempre  que  asi  lo  considere  oportuno. 
Además  de  estas  visitas  extraordinarias,  el 
iiig'eniero  jefe  deberá  practicar  anualmente 
otra  ordinaria  á  todas  las  obras  provinciales. 

El  ingeniero  dará  cuenta  del  resultado  de 
sus  visitas  al  gobernador  de  la  provincia,  el 
cual,  en  su  vista,  dará  sus  órdenes  á  la  Dipu- 
tación para  que  dispoug'a  que  se  corrijan  las 
faltas  que  aquél  hubiera  notado.  Si  la  Diputa- 
ción se  negase  á  hacerlo,  ó  creyese  del  caso 
reclamar  contra  las  providencias  adoptadas 
por  la  autoridad,  se  elevará  el  expediente  al 
Ministerio  de  Fomento  para  que  se  decida  la 
cuestión,  oyendo  previamente  el  dictamen  de 
la  .Junta  constiltiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos. 

Los  ingenieros  jefes  deberán  además  remi- 
tir á  la  Dirección  general  copias  de  los  partes 
que  dieren  á  los  g'obernadores,  poniendo  en 
conocimiento  de  dicha  Centro  todos  los  inci- 
dentes que  oeiirrieseu  en  dicho  servicio. 

Los  gastos  de  todas  clases  que  ocasionare  la 
inspección  de  las  obras  provinciales  serán  de 
carg'o  de  las  Diputaciones  respectivas;  en  la 
inteligencia  de  que  las  indemnizaciones  que 
por  este  servicio  habrán  de  abonarse  á  los  in- 
genieros del  Estado  se  sujetarán  á  los  tipos 
establecidos  en  las  instrucciones  dictadas  ó  que 
en  lo  sucesivo  se  dictasen  sobre  este  particu- 
lar por  el  Ministerio  de  Fomento. 

Art.  43.  Sin  perjuicio  de  las  visitas  á  qiie 
se  refiere  el  articulo  anterior,  toda  obra  de  ca- 
rretera ijrovincial  deberá  precisamente  ser  re- 
conocida por  el  ing'eniero  jefe  de  la  provincia 
ó  por  otro  ing'eniero  del  Estado  que  se  desig-- 
nc  al  efecto,  antes  de  entregarla  al  uso  públi- 
co, y  cuando  la  Diputación  la  dé  por  termina- 
da. Al  efecto,  asi  que  ci-ea  llegado  este  caso,  la 
Diputación  lo  pondrá  en  conocimiento  del  g'o- 
bernador.  el  cual  dispondrá  que  el  ing'eniero 
jefe  practique  el  reconocimiento.  Dicho  inge- 
niero dará  cuenta  al  gobernador  del  resultado 
de  sucomisión,y  si  se  encontrasen  defectos, se 
procederá  como  en  el  caso  del  artículo  anterior, 
suspendiéndose  la  apertura  de  la  obra  al  ser- 


vicio del  público  mientras  no  recaig'ala  auto- 
rización del  gobernador  ó  la  del  Ministro  de 
Fomento  en  su  caso. 

Art.  44.  Cuando  vina  Diputación  acuerde 
establecer  impuestos  ó  arbitrios  por  el  uso  de 
la  carretera  de  su  cargo,  deberá  formar  el  plan 
de  los  mismos  que  considere  oportuno,  y  lo 
remitirá  con  la  propuesta  de  tarifas  al  g'ober- 
nador  de  la  provincia.  Esteloelevará  al  Minis- 
terio de  Fomento  con  su  propio  informe,  des- 
pués de  oir  á  la  Junta  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio,  y  al  ingeniero  jefe  de  la 
misma  pro\'incia. 

La  aprobación  de  dicho  plan,  de  las  tarifa.'^ 
ó  de  las  instrucciones  para  su  aplicación,  se 
hará  de  acuerdo  con  los  Ministerios  de  Hacien- 
da y  de  Gobernación  con  arreg'lo  á  sus  respec- 
tivas atribuciones  por  medio  de  un  Real  de- 
creto expedido  por  el  Ministerio  de  Fomento  y 
acordado  en  Consejo  de  Ministros. 


CAP.   IV.- 


~De   las  carreteras  costeadas  por  los 
Municipios. 


Art.  45.  Son  de  cargo  de  los  Municipios  las 
carreteras  que,  no  hallándose  comprendidas 
en  los  planes  del  Estado  ni  en  los  de  las  pro- 
vincias, acuérdenlos  Ayuntamientos  construir 
para  satisfacer  intereses  de  las  respectivas  lo- 
calidades. 

Art.  46.  Aprobado  con  arreglo  á  los  trámi- 
tes de  la  ley  y  del  presente  reglamento,  el  plan 
de  carreteras  de  una  provincia, .el  g'obernador 
de  la  misma  dispondrá  que  los  Ayuntamien- 
tos procedan  á  la  formación  de  los  planes  de 
las  vías  municipales  que  deben  ser  de  su  cargo. 

Cada  Ayuntamiento  formará  este  plan  sobre 
la  base  de  un  proyecto  que  encomendará  al 
facultativo  encargado  de  las  obras  municipa- 
les. Este  proyecto  será  puesto  á  disposición 
del  piiblico  por  un  plazo  que  no  deberá  bajar 
de  veinte  días  ni  exceder  de  cuarenta,  para 
que  los  vecinos  puedan  reclamar  ú  observar  lo 
que  tuvieren  por  conveniente.  De  estas  recla- 
maciones se  dará  conocimiento  al  facultativo 
que  hubiere  formado  el  plan,  para  que  se  hag-a 
cai'go  de  ellas  y  modifique  su  proyecto,  si  en 
vista  del  resultado  de  la  información  lo  creye- 
se oportuno.  El  Ayuntamiento  acordará  des- 
pués el  plan  que  en  su  concepto  proceda,  y  le 
remitirá  al  g'obernador  con  una  Memoria  ra-j 
zonada  acompañando  el  expediente. 

El  g'obernador,  previo  informe  de  la  Dipu-j 
tación   provincial  y  del  ingeniero  jefe  de  1| 
provincia,  resolverá  sobre  la  aprobación  de 
plan.  Si  la  resolución  fuese  aprobatoria,  lo  co 
mullicará  al  Ayuntamiento  para  los  efecto 
oportunos.  En  caso  contrario  manifestará  lafl 
modificaciones  que  en  su  concepto  deban  iaj 
troducirse  en  el  plan;  y  si  el  Aynutaniieuto  ni 
creyese  del  caso  aceptarlas,  y  el  gobernadoi 
insistiese  en  neg'ar  la  aprobación,  se  elevars 
el  expediente  al  Ministerio  de  Fomento  parí 
su  definitiva  resolución,  previos  los  informe 
que  se  juzgasen  oportunos. 

Art.  47.     Para  la  formación  de  su  plan  cad 
Municipio  deberá  ponerse  de  acuerdo  con  loi 
Ayuntamientos  de  los  pueblos  limítrofes  acer 
ca  de  los  puntos  de  enlace  que  convenga  esta 
blecer  en  las  lineas  divisorias  de  los  diversa 
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términos  municipales.  Las  divergencias  que 
acerca  de  este  punto  puedan  suscitarse  entre 
los  diversos  Ayuntamientos  serán  resueltas 
por  el  gobernador,  previos  informes  de  la  Di- 
putación y  del  ingeniero  jefe  de  la  provincia. 
De  la  providencia  del  gobernador  podrán  los 
Ayuntamientos  interesados  alzarse  ante  el  Mi- 
nistro de  Fomento. 

Si  los  pueblos  eutre  los  cuales  se  suscitaren 
divergencias  acerca  de  los  puntos  de  enlace 
de  las  vías  do  comunicación  de  sus  planes, 
perteneciesen  á  provincias  diferentes,  los  go- 
bernadores de  las  mismas,  después  de  consig- 
nar los  pareceres  de  las  Dipiitaciones  y  de  los 
ingenieros  jefes,  elevarán  los  expedientes  con 
sus  propios  informes  al  Ministro  de  Fomento, 
al  cual  compete  en  este  caso  la  resolución  de- 
finitiva, oyendo  á  la  Junta  consultiva  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos. 

Art.  48.  Se  consideran  dispensados  de  la 
formación  de  planes  de  carreteras: 

1."  Los  Municipios  cuyo  vecindario  no 
pase  de  2.000  almas. 

2.°  Los  que  justiflcaseu  que  no  pueden 
aplicar  recursos  suficientes  á  la  ejecución  de 
carreteras  de  esta  clase. 

3.°  Los  que  considerasen  atendidas  sus  ne- 
cesidades con  las  carreteras  ya  incluidas  en 
los  planes  del  Estado  y  de  la  provincia  á  que 
pertenecen. 

Corresponde  á  los  gobernadores,  previo  ex- 
pediente en  cada  caso  en  justificación  de  cual- 
quiera ó  cualesquiera  de  los  extremos  exi)re- 
sados,  declarar  la  exención  á  que  el  presente 
articulo  se  refiere. 
"■  Art.  49.  El  orden  de  preferencia  señalado 
en  el  plan  de  los  Ayuntamientos  para  la  eje- 
cución de  una  carretera,  no  podrá  alterarse 
sino  en  virtud  de  propuesta  razonada  del  Mu- 
nicipio, que  apruebe  debidamente  el  g'oberna- 
dor,  después  de  oir  á  la  Diputación  provincial 
y  al  ingeniero  jefe. 

Art.  50.  Cuando  se  trate  de  introducir  en 
el  plan  de  un  Municipio  una  linea  que  no  esté 
comprendida  en  él,  ó  de  ejecutar  un  Ayunta- 
miento de  los  que  no  tengan  plan,  alguna  obra 
de  carretera,  se  formará  un  anteproyecto  por 
el  facultativo  á  quien  el  Ayuntamiento  tenga 
por  conveniente  encarg'ar  este  trabajo. 

Redactado  el  anteproyecto,  se  someterá  á 
una  información  pública,  en  la  que  serán  oí- 
dos, en  un  plazo  que  al  efecto  se  designe  por 
el  Ayuntamiento,  todos  los  que  quieran  recla- 
mar ó  hacer  observaciones  sobre  la  convenien- 
cia de  la  inclusión  de  la  línea  en  el  plan  ó  so- 
bre la  ejecución  de  la  obra. 

Practicada  esta  información,  el  Ayunta- 
miento la  elevará  al  gobernador  con  sii  infor- 
me acerca  de  las  reclamaciones  ii  observacio- 
nes presentadas,  y  dicha  autoridad  resolverá 
elexpediente  después  de  oir  el  dictamen  de  la 
Diputación  y  del  ingeniero  jefe  de  la  provincia. 

Contra  la  declaración  del  gobernador  podrá 
el  Ayuntamiento  recurrir  en  alzada  al  Minis- 
tro de  Fomento,  el  que.  oída  la  .Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  decidirá 
sin  ulterior  recurso. 

En  el  caso  de  que  la  linea  que  se  trata  de 
incluir  en  el  plan,  ó  de  que  la  obra  que  se  pre- 


tende construir  afecte  á  más  de  un  término 
municipal  dentro  de  una  provincia,  ó  com- 
prenda territorios  de  dos  ó  más,  serán  aplica- 
bles las  disposiciones  del  art.  48  de  este  regla- 
mento. 

Las  mismas  prevenidas  en  el  presente  artí- 
culo se  seguirán  cuando  se  considere  necesa- 
rio ó  conveniente  segregar  del  plan  de  un  Mu- 
nicipio una  carretera  incluida  en  él. 

Art.  51.  Cuando  un  Ayuntamiento  decida 
la  ejecución  de  una  carreteija  comprendida  en 
su  plan  deberá  formarse  ante  todo  el  corres- 
pondiente proyecto,  cuj'a  redacción  se  sujeta- 
rá á  los  formularios  que  rijan  para  las  obras 
del  Estado. 

El  proyecto  se  someterá  después,  por  un 
término  que  no  bajará  de  veinte  días  ni  exce^ 
derá  de  cuarenta  á  una  información  pública 
en  ciue  se  oigan  las  observaciones  que  puedan 
hacerse  por  los  vecinos  acerca  del  trazado 
bajo  el  punto  de  vista  de  los  intereses  del  Mu- 
nicipio. 

El  Ayuntamiento,  oyendo  el  dictamen  del 
facultativo  que  luibiere  redactado  el  ¡proyecto, 
acordará  sobre  éste  lo  que  creyese  del  caso,  y 
le  elevará  con  su  informe  al  g'obernador. 

El  g'obernador  oirá  después  á  la  Diputación 
provincial  y  al  ingeniero  jefe  y  resolverá  acer- 
ca de  la  aprobación  del  proyecto.  Sin  embar- 
g'o,  cuando  se  trate  de  obras  de  importancia, 
y  también  en  el  caso  de  no  hallarse  conforme 
con  el  parecer  del  ingeniero  en  la  parte  técni- 
ca, el  gobernador  elevará  el  proyecto  al  Mi- 
ni.stro  de  Fomento,  el  cjue  decidirá  en  definiti- 
va, oyendo  á  la  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos. 

La  información  á  que  se  refiere  el  párrafo 
seg'undo  del  presente  artículo,  no  será  precisa 
para  las  líneas  que  hubiesen  sido  agregadas 
al  plan  de  uu  Ayuntamiento,  ni  tampoco  para 
las  que  hubiere  de  ejecutar  un  Municipio  que 
no  tuviese  plan,  siempre  que  en  uno  ó  en  otro 
caso  'se  hubiesen  observado  las  formalidades 
prescritas  en  el  art.  51. 

Art.  52.  Aprobado  el  proyecto  de  una  obra 
de  carretera  municipal,  el  Ayuntamiento  de- 
berá incluir  eu  su  presupuesto  el  crédito  co- 
rrespondiente para  llevar  á  cabo  la  obra.  A  la 
ejecución  de  ésta  se  podrá  proceder  por  el  mé- 
todo de  administración  ó  de  contrata,  lo  cual 
decidirá  el  Ayuntamiento,  después  de  oir  al 
facultativo  que  hubiese  redactado  el  proyecto. 

Si  la  obra  hubiere  de  hacerse  por  adminis- 
tración, será  dirigida  por  dicho  agente  facul- 
tativo, con  arreglo  á  las  instrucciones  que  ri- 
jan para  las  obras  municipales.  En  caso  de 
hacerse  por  contrata,  es  requisito  indispensa- 
ble la  licitación  pública  eu  términos  aiiálog'os 
á  los  que  se  prefijan  en  este  reglamento  para 
las  obras  dí^l  Estado  y  de  las  provincias  '. 

Art.  53.  Para  la  ejecución  de  las  carreteras 
municipales  podrán  los  Ayuntamientos  votar 
la  prestación  personal,  á  tenor  de  lo  estable- 
cido en  el  art.  69  de  la  ley  municipal,  y  ob- 
servando al  efecto  lo  prevenido  eu  el  art.  74 
de  la  misma. 


•     Ver  hoy  en  Contratos  admimistrativos  el  R.  D.  Ae 
4  de  Enero  de  1883. 
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Art.  54.  Los  trabajos  de  couservación  y  re- 
paración de  las  carreteras  de  carg'o  de  los  Mu- 
nicipios se  costearán  con  los  créditos  consig- 
nados previa  y  precisamente  al  efecto  en  el 
presiipuesto  municipal,  y  siempre  mediante 
presupuestos  redactados  cou  anterioridad  y 
aprobados  por  el  respectivo  Ayuntamiento.  " 

Art.  55.  Los  Ayuntamientos  pueden  nom- 
brar libremente  los  funcionarios  facultativos 
que  han  de  intervenir  en  las  obras  de  su  car- 
go, siendo  requisito  indispensable  que  los  ele- 
gidos poseau  titulo  profesional  que  acredite 
su  aptitud. 

La  organización  del  personal  facultativo,  el 
régimen  de  las  obras  municipales,  el  señala- 
miento de  sueldo  é  indemuizacióu  y  demás 
concernionte  á  esta  parte  del  servicio,  será  de 
la  atribución  del  respectivo  Ayuntamiento, 
cou  arreglo  á  lo  que  disponen  las  leyes  y  los 
reglamentos  vigentes. 

Los  ingenieros  de  caminos  y  los  ayudantes 
y  sobrestantes  de  obras  piiblicas  que  fueren 
nombrados  por  los  Ayuntamientos  para  el  ser- 
vicio de  obras  municipales,  conservarán  todos 
los  derechos  que  por  su  regiameuto  org-ánico 
les  correspondan,  como  si  estuvieren  al  servi- 
cio del  Estado. 

En  todo  caso,  los  directores  de  caminos  ve- 
cinales serán  respetados  en  los  derechos  que 
les  competan  con  arreglo  á  las  disposiciones 
vig'entes. 

Art.  56.  Las  obras  de  carreteras  de  cargo 
délos  Ayuntamientos  serán  inspeccionadas  por 
los  funcionarios  facultativos  del  Estado,  en  los 
mismos  términos  que  prescriben  los  artículos 
43  y  44:  del  presente  reglamento  para  las  obras 
provinciales. 

Art.  57.  Los  Ayuntamientos. podrán  impo- 
ner arbitrios  por  el  uso  de  las  obras  de  carre- 
teras que  sean  de  su  carg'o. 

El  plan  de  los  mismos  y  las  tarifas  corres- 
pondientes será  propuesto  por  la  Municipali- 
dad en  cada  caso,  elevando  la  propuesta  al  go- 
bernador, el  que,  previo  dictamen  de  la  Dipu- 
tación provincial  y  con  el  suyo  propio,  lo  re- 
mitirá al  Ministerio  de  Fomento. 

La  aprobación  de  dicho  plan,  de  las  tarifas 
y  de  las  instrucciones  para  su  aplicación,  se 
hará,  previo  acuerdo  del  Ministerio  de  Hacien- 
da, y  del  de  la  Gobernación,  atendidas  las 
atribuciones  que  respectivamente  les  corres- 
ponden, por  medio  de  un  Real  decreto  acorda- 
do en  el  Consejo  de  Ministros  y  expedido  por 
el  de  Fomento. 

CAP.  V. — De  las  carreteras  costeadas  por  particulares. 

Art.  58.  Las  carreteras  de  servicio  público 
que  constituyen  el  objeto  del  presente  regla- 
mento podrán  ser  construidas  y  explotadas 
por  particulares  ó  compañías  mediante  conce- 
siones otoi-gadas  con  arreg'lo  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  general  de  obras  piiblicas  de  13 
de  Abril  de  1877. 

Art.  59.  Se  observarán  las  prescripciones 
del  cap.  VI  de  la  ley  general  y  los  artículos 
que  correspondan  del  reglamento  para  su  eje- 
cución, respecto  de  las  concesiones  de  obras 
de  carreteras  que  estuvieren  incluidas  en  los 
planes  del  Estado,  provincial  y  pueblos,  siem- 


pre que  para  su  ejecución  no  se  pidiese  sub- 
vención de  ninguna  clase;  y  las  disposiciones 
del  mismo  capitulo  de  la  expresada  ley  y  ar- 
tículos correspondientes  del  reg'lameutn,  para 
las  concesiones  de  carreteras  no  comprendi- 
das en  ninguno  de  dichos  planes;  entendién- 
dose que,  respecto  de  estas  últimas,  deberán 
además  observarse  las  prescripciones  de^  los 
capítulos  VIII  y  IX  de  la  ley  general  y'  las 
consiguientes  del  reglamento"  en  lo  qtie  con- 
cierne á  la  concesión  de  dominio  público  y 
declaración  de  utilidad  pública,  siempre  que 
la  carretera  de  que  se  trata  afecte  al  expresa- 
do dominio  y  se  pidiese  para  su  ejecución  la 
aplicación  de  la  ley  de  expropiación  forzosa 
de  dominio  privado. 

CAP.  VI.-De  las  carreteras  costeadas  con  fondos  mixtos. 

Art.  60.  Para  que  el  Estado  pueda  auxi- 
liar la  construcción  de  una  carretera  provin- 
cial, seg'ún  el  artículo  50  de  la  ley,  habrá  de 
formarse  un- expediente  al  que  servirá  de  ba- 
se una  exposición  razonada  de  la  Diputación 
respectiva,  haciendo  ver  su  falta  de  recursos 
para  la  ejecución  de  la  obra  en  totalidad. 

Sobre  esta  exposición  informarán  la  Junta 
de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  el  in- 
geniero jefe  y  el  gobernador,  el  que  remitirá 
el  expediente  al  Ministro  de  Fomento,  propo- 
niendo la  cantidad  con  que  el  Estado  debe 
auxiliar  la  construcción.  El  Ministro  de  Fo- 
mento, si  lo  creyese  procedente  en  virtud  de 
los  informes  adquiridos,  presentará  á  las  Cor- 
tes el  oportuno  proyecto  de  ley  fijando  la  en- 
tidad de  la  subvención  y  las  condiciones  y 
plazos  para  su  entrega  á  la  Diputación. 

Art.  61.     Para  que  una  Diputación  pueda 
contribuir  á  la  ejecución  de  una  carretera  de 
cargo  del  Estado,  se  formará  asimismo  expe- 
diente, al  que  servií-á  de  base  una  propuesta 
de  la  Corporación  provincial,  y  en  el  que  in- 
formarán dentro  de  un  término  que  no  podrá  ba- 
jar de  treinta  días  ni  exceder  de  sesenta  todos  • 
los  pueblos  de  la  provincia  que  se  consideren  ^ 
¡nteiesados,  y  después  la  Junta  de  Agricultu- 
ra, Industria  y  Comercio.  En  vista  de  estos 
informes,   acordará  la  Diputación  provincial 
lo  conveniente  acerca  del  auxilio  ofrecido,  la  i 
cantidad  á  que  éste  ascienda  y  la  forma  y  pla- 
zos  en   que   será  entregado   al    Estado.   Del  i 
acuerdo  dará  la  Diputación  conocimiento  al] 
g'obernador  para  qne  éste  lo  ponga  en  el  del] 
Ministro  de  Fomento.  El  auxilio  ofrecido  cons- 
tituirá un  gasto  obligatorio  para  la  provincia. 

Art.  62.     No  podrá  un  Ayuntamiento  pre-j 
tender  auxilio  de  la  Diputación  de  la  provin-  ! 
cia  para  la  ejecución  de  una  carretera  muni- 
cipal sino   previa  una  petición  razonada  en 
que  pruebe  que  sus  recursos  no  alcanzan  á 
cubrir  los  gastos  necesarios. 

La  solicitud  del  Ayuntamiento  será  dirigida 
á  la  Diputación,  la  cual  abrirá  sobre  ella  una 
información  pública  para  que  por  un  término 
que  no  deberá  bajar  de  veinte  días  ni  exceder 
de  cuarenta  puedan  exponer  lo  que  conside- 
ren del  caso  los  demás  Municipios  de  la  pro- 
vincia y  los  particulares  que- se  consideren  in- 
teresados. 
La  Diputación,  en  vista  de  estos  informes, 
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resolveríl  sobre  la  concesión  del  auxilio,  su  en- 
tidad y  la  forma  en  que  ha  de  ser  abonado  al 
Aj'untainiento. 

Art.  63.  Para  que  un  Ayuntamiento  pueda 
contribuir  á  la  construcción  de  una  carretera 
provincial,  deberá  abrir  por  espacio  de  veinte 
dias,  por  lo  menos,  una  información  pública, 
en  que  puedan  exponer  los  vecinos  del  pueblo 
lo  que  consideren  del  caso  sobre  el  asunto.  Des- 
pués de  esta  información  acordará  el  Ayunta- 
miento lo  que  crea  procedente,  y  de  su  acuer- 
do dará  conocimiento  á  la  Diputación,  hacien- 
do constar  la  cantidad  ofrecida  y  la  forma  y 
plazos  en  que  lo  entregará.  El  auxilio  en  este 
caso  se  considerará  como  gasto  oblig'atorio 
para  el  Ayuntamiento. 

Art.  64.  Las  obras  de  carreteras  que  eje  - 
cuten  los  particulares  por  concesión  podrán 
ser  sub'V'encionadas  por  el  Estado,  las  Diputa- 
ciones ó  Ayuntamientos,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 54  de  la  ley. 

Para  las  concesiones  subvencionadas  de 
obras  de  carreteras  comprendidas  en  los  pla- 
nes del  Estado,  provincias  y  pueblos,  regirán 
las  prescripciones  del  capitulo  VII  de  la  ley 
general  de  obras  públicas  y  los  artículos  co- 
rrespondientes del  reglamento  para  su  eje- 
cución. 

Respecto  á  las  concesiones  subvencionadas 
de  carreteras  no  comprendidas  en  los  planes 
expresados,  además  de  las  disposiciones  del 
cap.  VII  y  las  correspondientes  del  reglamen- 
to, habrá  de  observarse  lo  prevenido  en  los 
capítulos  VIII  y  IX  de  la  ley  g-eneral  y  dispo- 
siciones respectivas  del  reg'lamcnto,  si  la  ca- 
rretera afectase  al  dominio  público,  y  si  para 
su  ejecución  se  pretendiese  la  aplicación  de  la 
ley  de  expropiación  forzosa. 

En  todo  caso,  las  Diputaciones  y  Ayunta- 
mientos procederán  en  estos  asuntos  confor- 
mándose á  las  prescripciones  de  las  leyes  pro- 
vinciales y  municipales  vigentes  en  cuanto  no 
se  opongan  á  las  generales  y  especíales  de 
obras  públicas. 

CAPITULO  VIII 

Art.  65.  La  información  á  que  se  refiere  el 
artículo  transitorio  de  la  ley  se  sujetará  á  los 
trámites  siguientes: 

Siempre  que  por  las  gestiones  de  los  Ayun- 
tamientos ó  Diputaciones  interesadas,  de  los 
gobernadores,  ingenieros  jefes  ó  cualquiera 
corporación  ó  particular  de  una  provincia,  se 
pretendiese  que  alguna  carretera  de  las  aban- 
donadas por  el  Gobierno,  y  que  formase  parte 
del  plan  general,  volviese  desde  luego  en  todo 
ó  en  parte  al  cargo  del  Estado  para  su  conser- 
vación, se  dirigirá  por  quien  tomase  la  inicia- 
tiva una  exposición  al  Ministro  de  Fomento, 
haciendo  ver  la  conveniencia  ó  necesidad  de 
lo  que  se  pretendiese. 

Si  el  Ministro  de  Fomento  lo  juzgase  opor- 
tuno, pasará  la  solicitud  al  g'obernador  de  la 
provincia  para  que  la  someta  á  informe  délos 
Ayuntamientos  por  cuyos  términos  pase  la 
Iluea,  de  la  Juuta  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  y  de  la  Diputación,  con  objeto  de 
examinar  los  fundamentos  de  la  propuesta. 

Reunidos  estos  informes,  se  pasará  el  expe- 


diente al  ingeniero  jefe  de  la  provincia  para 
que  emita  su  dictamen,  al  cual  dicho  funcio- 
nario habrá  de  agregar:  primero,  una  Memo- 
ria en  que  se  hag'a  constar  el  estado  de  la  linea 
de  que  se  trate;  segundo,  un  proyecto  y  pre- 
supuesto detallado  de  las  reparaciones  que  en 
la  carretera  y  en  los  edificios,  y  otras  acceso- 
rias, fuese  necesario  llevar  á  cabo,  y  tercero, 
un  presupuesto  del  coste  anual  de  conserva- 
ción de  la  línea,  tanto  para  personal  como 
para  material.  El  ingeniero  jefe  acompañará 
estos  documentos  á  su  dictamen  sobre  la  in- 
formación, remitiéndolo  todo  al  gobernador, 
el  cual  con  su  propio  informe  elevará  el  expe- 
diente al  Ministro  de  Fomento . 

Se  oirá  después  á  la  Junta  consultiva  (te  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos,  y  el  Ministro  resol- 
verá en  definitiva  sobre  si  el  Estado  debe  ó  no 
hacerse  cargo  de  la  carretera  ó  sección  de  ca- 
rretera de  que  se  trata . 

En  caso  afirmativo,  y  si  hubiere  crédito  en 
el  presupuesto  general,  se  procederá  desde 
lueg'o  á  las  reparaciones  proyectadas  y  al 
nombramiento  del  personal  de  conservación. 
Si  no  se  pudiese  disponer  de  los  fondos  nece- 
sarios, se  aplazarán  dichas  operaciones  hasta 
obtener  un  siiplemento  de  crédito  que  podrá 
pedir  oportunamente  á  las  Cortes  el  Ministro 
de  Fomento,  ó  hasta  que  empiece  á  regir  el 
presupuesto  del  año  económico  siguiente  al  en 
que  se  lutbiese  adoptado  la  resolución  supe- 
rior sobre  el  expediente. 

Cuando  la  iniciativa  de  estos  expedientes 
partiere  del  ingeniero  jefe  de  una  provincia, 
deberá  éste  acompañar  desde  luego  á  su  co- 
municación al  Ministro  de  Fomento  la  Memo- 
ria, proyectos  y  presupuestos  que  se  mencio- 
nan en  el  párrafo  cuarto  de  este  artículo,  sin 
que  por  esto  se  prescinda  de  oir  su  dictamen 
sobre  la  información  para  que  se  haga  cargo 
de  las  observaciones  que  sobre  su  pensamien- 
to se  hubieren  presentado. 

Gijón  10  de  Agosto  de  1877.— Aprobado  por 
S.  M.— C.  Toreno.»  (Gac.  14  Agosto.) 

R.  D.  21  Diciembre  1877. 
Construcción  de  ptieyítes  sitos  en  carreteras. 
Autorizó  al  Ministro  de  Fomento  para  que 
por  la  Dirección  general  de  Obras  públicas, 
Comercio  y  Minas,  y  con  el  pliego  de  condicio- 
nes particulares  y  económicas  aproliado  por 
R.  O.  de  21  de  NoViembre  de  18 <7,  procediera 
á  contratar  en  pública  subasta  las  oljras  de 
puentes  situados  en  carreteras  del  Estado  que 
tuvieran  aprobados  sus  proyectos,  á  condición 
de  reintegrarse  los  contratistas  cobrando  un 
dereclio  de  pontazgo  '.  (R.  D.  21  Diciembre 
1877. — Gac.  22  Diciembre.) 

E.  O.  27  Diciembre  1877. 
Licencias  de  coiisfnicciiin  en  caminos.  Actos  conservato- 
rios de  los  Ayuntamientos. 
(GoB.)  jBx'¿racío  .—Noticioso  el  Ayunta- 
miento de  Canibre  de  que  D.Pablo  Ibáñez,  auto- 
rizado para  levantar  una  casa,  elevalia  tam- 
bién un  enverjado  y  un  muro,  tratando  de 
apropiarse  terrenos  de  un  soto  abierto  al  ve- 


'     Va  dejamos  dicho  que  el  impuesto  de  ¡lontazgos  fué 
suprimido  por  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  188 1. 
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cindario,  ordenó  la  demolición  de  las  obras.  El 
interesado  acndió  á  la  Comisión  provincial, 
que  revocó  el  acuerdo  del  Ayuntamiento;  é 
interpuesto  por  éste  recurso  d'e  alzada,  el  Go- 
bierno revocó  la  jesolucióu  objeto  de  él,  con- 
formándose con  el  siguiente  dictamen  de  la 
Sección  de  Gobernación: 

«Ya  se  considere  el  camino  sobre  que  se 
construyeron  las  obras  como  vecinal  de  tercer 
orden,  según  ¡n-etende  el  Ayuntamiento,  ó 
como  servidumbres  públicas,  según  lo  califica 
la  Comisión  provincial,  es  el  caso  que  su  arre- 
glo y  cuidado  corresponde  á  la  Corporación 
municipal,  como  encargada  de  velar  por  la 
consej-vación  de  todas  las  fincas,  bienes  y  de^ 
rechos  del  Municipio,  y  de  fomentar  sus  inte- 
reses materiales.  En  tal  sentido,  D.  Pablo  Ibá- 
ñez  necesitaba  la  oportuna  licencia  para  cons- 
truir el  muro  y  el  enverjado  que  con  aquél  de- 
bía lindar,  porque  de  lo  contrario  serían  com- 
pletamente ilusorias  las  facultades  que  la  ley 
municipal  confiere  A  los  Ayuntamientos  res- 
pecto á  la  policía  nrbana  y  rural,  vigilancia 
de  los  servicios  municipales  establecidos  y 
cuidado  de  la  vía  pública  en  general. 

No  sólo  se  apoya  en  esta  consideración  la 
necesidad  de  que  los  particulares  pidan  licen- 
cia al  construir  obras  que  puedan  afectar  á  los 
derechos  del  Municipio,  sino  también  en  la  de 
evitar  los  males  á  que  la  omisión  de  este  re- 
quisito pudiera  dar  lugar,  como  lo  son  la  pa- 
ralización ó  derribo  de  las  obras,  según  las 
circunstancias  y  los  derechos  que  alegara  el 
Ayuntamiento;  males  que  con  la  petición  de  la 
licencia,  y  una  voz  concedida  ésta,  desapare- 
cerían siempre  que  el  concesionario  no  traspa- 
sase sus  limites. 

Dedúcese,  en  consecuencia,  que  habiendo 
construido  recientemente  D.  Pablo  Ibáñez  sin 
la  oportuna  licencia  un  muro  y  un  enverjado 
que  podía  afectar  k  los  servicios  municipales 
establecidos  y  A  servidumbres  que  contaban 
nicas  de  un  año  y  un  día  de  existencia,  y  ale- 
gándose además  por  la  Corporación  municipal 
que  al  llevar  á  efecto  dichas  obras  se  había 
usurpado  terreno  público,  el  Ayuntamiento  no 
se  extralimitó  de  sus  atribuciones  al  mandar 
que  fuesen  derribadas.»  (R.  O.  27  Diciembre 
1871.— Gac.  20  Enero  1878.) 

E.  O.  21  Marzo  1879. 

Facultad  ríe  los  Ayuntamientos  para  ordenar  la  demoU- 
CÍÓ71  de  los  edificios  ruinosos  situados  en  las  travesías 
de  carreteras,  y  de  los  ingenieros  para  denunciarlos. 
Cuáles  deben  considerarse  travesías  de  carretera. 

(GoB.)  Extracto.— Ft^&ví&s  repetidas  comu- 
nicaciones del  ingeniero  jefe  de  Jaén,  el 
Ayuntamiento  de  esta  población  ordenó  que 
se  demoliese  la  parte  ruinosa  de  cierta,  casa 
perteneciente  á  D.  Antonio  de  Torres,  situada 
en  la  travesía  de  la  carretera  de  Jaén  á  Cór- 
doba. Confirmado  el  acuerdo  por  el  goberna- 
dor, á  quien  apeló  el  interesado,  recurrió  éste 
al  Gobierno  pidiendo  qne  se  le  indemnizase  de 
los  perjuicios  que  había  sufrido,  se  reedificase 
la  parte  que  del  edificio  fué  derribada,  y  se 
resolviesen  instancias  que  tenía  pendientes 
sobre  el  mismo  asunto.  Al  decidir  el  Gobierno 
el  expediente,  se  acomoda  en  un  todo  al  dic- 


CARRETERAS (1879.) 


tamcn  de  la  Sec.  de  G.  del  C.  de  E.,  que  dice 
asi: 

«Uno  de  los  principales  fundamentos  en  que 
el  recurrente  apoya  su  alzada  es  que  el  camino 
al  cual  mira  su  casa  no  puede  reputarse  como 
travesía  de  carretera,  una  vez  que  no  ha  ob- 
tenido la  aprobación  del  Gobierno  el  proyecto 
que  acerca  de  aquel  trozo  de  vía  formó  el  in- 
geniero jefe  de  la  provincia,  por  lo  cual  este 
facultativo  nada  tiene  que  ver  con  ella  ni  con 
los  edificios  que  Ja   limitan. 

Tal  argumento,  que  A  primera  vista  apare- 
ce coucluyente,  sería  decisivo  para  el  asunto 
si  rinieamentc  pudieran  considerarse  como 
travesías  de  carreteras  aquellos  cuyo  proyec- 
to hubiere  merecido  la  sanción  del  Gobierno; 
pero  como  la  primera  de  estas  disposiciones 
transitorias  del  reglamento  dictado  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  travesías  de  11  de  Abril 
de  1849  establece  que  hasta  tanto  que  para 
cada  lino  de  los  pueblos  coniprendidos  en  di- 
cha ley  se  forme  el  plan  general  que  respec- 
tivamente deba  señalársele  con  las  formali- 
dades y  trámites  del  reglamento  á  todos  los 
artículos  del  mismo  que  desde  luego  sean  apli- 
cables, se  observarán  resiiecto  de  las  trave- 
sías que  se  hallen  en  uso,  y  en  este  caso  se  en- 
cuentra la  de  que  se  trata,  puesto  que  sirve 
como  tal  desde  la  apertura  de  la  carretera  de 
Jaén  A  Córdoba,  es  incuestionable  que  tiene 
el  carácter  de  travesía,  y  que  se  halla  por  lo 
tanto  sujeto  A  las  prescripciones  de  dicho  re- 
g'lamento. 

Sería  igualmente  decisivo  el  argumento  que 
la  Sección  viene  examinando  .si  las  excitacio- 
nes del  ingeniero  para  que  se  derribase  la 
parte  ruinosa  de  la  casa  de  Torres  se  hubie- 
sen fundado  en  algunas  de  las  reformas  que 
constituyen  el  proyecto  que  pende  de  la  apro- 
bación superior;  mas  como  en  las  denuncias 
no  hizo  el  repetido  facultativo  alusión  siquie- 
ra á  semejante  plan,  sino  al  inminente  pelig'ro 
que  ofrecía  el  estado  del  edificio,  para  lo  cual 
le  autoriza  taxativamente  el  art.  32  de  la  Or- 
denanza sobre  conservación  y  pílicía  de  las 
carreteras,  que  es  aplicable  A  las  travesías  de 
las  mismas,  no  ofrece  duda  que  el  ingeniero, 
lejos  de  extralimitarse  de  las  facultades  que 
le  competen  al  formular  las  denuncias,  se  atu- 
vo rigurosamente  A  las  prescripciones  vigen- 
tes, y  dio  in'uel)as  de  previsión  y  celo  dignos 
de  encomio;  porque,  como  decía  acertadamen- 
te en  uno  de  sus  escritos,  si  el  edificio  llegase 
A  desplomarse  produciendo  desg'racias,  por 
mucho  que  se  lamenten  luego,  no  serian  ya 
remediables. 

El  art.  73  del  bando  de  buen  gobierno  que 
rige  en  Jaén  desde  Enero  de  1865  dispone,  co- 
mo dice  el  apelante,  que  para  mandar  demo- 
ler los  edificios  que  amenacen  ruina  es  preci- 
so el  informe  del  arquitecto  del  Ayuntamiento. 
La  queja  que  ¡sor  haberse  prescindido  de  esta 
formalidad  produce  el  interesado  seria  funda- 
da si  la  casa  de  que  se  trata  hubiese  estado  si- 
tuada en  una  via  urbana;  pero  como  según  la 
R.  O.  de  3  de  Febrero  de  1871,  que  se  ha  unido 
al  expediente,  Ids  traveítias  de  los  caminos  or- 
dinarios por  el  interior  de  las  poblaciones  se 
hallan  sujetas  á  los  reglamentos  para  la  con- 
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sercación  y  policía  de  las  carreteras,  y  bajo 
ningún  concepto  pueden  considerarse  las  ca- 
lles que  los  forman  como  vías  urbanas,  sino 
como  parte  integrante  de  las  mismas  carrete- 
ras, hay  que,  reconocer  que  el  mencionado 
precepto  del  bando  de  buen  g'obierno  no  tiene 
aplicación  al  caso  del  expediente,  porque  las 
reglas  que  dicho  bando  comprende  no  pueden 
contravenir  lo  establecido  en  disposiciones  de 
carácter  general  y  porque  el  requisito  que  exi- 
ge el  articulo  que  D.  Antonio  cíe  Torres  con- 
ceptiia  infringido,  sólo  es  obligatorio  cuando 
la  denuncia  se  refiere  á  edificios  que  se  hallan 
en  las  vias  puramente  urbanas... 

No  cometió,  pues,  en  concepto  de  la  Sección, 
infracción  leg'al  alguna  el  Ayuntamiento... 

En  lo  único  que  la  Sección  entiende  que  pro- 
cede deferir  á  la  reclamación  de  D.  Antonio 
de  Torres  y  Campo  es  en  lo  relativo  á  que 
("1  Ayuntamiento  decida  las  diversas  instan- 
cias que  asegura  haberle  presentado  con  mo- 
tivo de  otros  derribos  ejecutados  en  la  misma 
casa  origen  del  expediente,  porque  no  es  le- 
gal ni  justo  que  las  autoridades  y  Corporacio- 
nes aplacen  indefinidamente  la  resolución  de 
las  peticiones  que  aute  ellas  se  producen;  y 
asi,  la  Sección,  resumiendo  lo  expuesto,  opina 
cjue  se  debe  desestimar  el  recurso  y  prevenir 
al  Ayuntamiento  de  Jaén,  por  conducto  del 
gobernador,  que  se  halla  en  el  caso  de  resol- 
ver como  eslime  procedente  las  instancias  á 
que  el  apelante  alude.»  (R.  O.  21  Marzo  1879. 
Gac.  5  Abril.) 

B.  D.  18  AbrU  1879. 

Aprobando  el  phin  de  carreteras  provinciales 
de  y'alladolid  *. 

(FoM.)  «Instruido  en  el  Gobierno  de  la  pro- 
vincia de  Valladolid  el  expediente  que  pre- 
vienen los  arts.  2(5  de  la  ley  de  carreteras  de  4 
de  Mayo  de  1.S77  y  29  del  reglamento  para  su 
ejecución  de  10  de  Agosto  sig'uiente  para  pro- 
poner el  plan  de  las  provinciales;  y  resultando 
éste  aprobable  en  opinión  de  la  Dirección  ge- 
neral de  ribras  públicas,  Comercio  y  Minas, 
conforme  con  el  dictamen  de  la  Junta  consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  el  Minis- 
tro que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á 
la  aprobación  de  V.  M.  el  adjunto  proyecto  de 
decreto... 

Real  decreto.— De  conformidad,  etc.  Ar- 
ticulo iinico.  Se  aprueba  el  adjunto  plan  de 
carreteras  provinciales  (lara  la  de  Valladolid. 

Dado  en  Palacio  á  18  de  Abril  de  1879.— Al- 
fonso.—El  Ministro  de  Fomento,  C.  Francisco 
Queipo  de  Llano.» 

(A  continuación  publica  la  Gaceta  el  plan  de 
carreteras  provinciales  de  Valladolid.) 

E.  0. 10  Julio  1879. 

Dejando  sin  efecto  dos  acuerdos  relativos  d  la  concesión 

de  licencias  para  estudios  de  carreteras... 

(GoB.)  Extracto.— 'La  Diputación  provin- 
cial de  Zamora  autorizó  á  D.  Salustiano  Ma- 
rino para  proceder  á  los  estudios  de  dos  ca- 


'  Damos  cabida  á  este  decreto  para  que  se  vea  la  forma 
en  que  el  Gobierno  apruébalos  planes  de  carreteras  pro- 
vinciales. En  los  7ni8inos  términos  se  hati  aprobado  por 
otros  muchos  deci-etoslos  de  otras  provincias. 


iTCteras,  dándole  el  término  de  dos  años  para 
verificarlos.  La  Comisión  permanente  y  dipu- 
tados residentes  en  la  capital  resolvieron  sus- 
pender toda  g-estión  sobre  el  particular,  y  co- 
municados los  dos  acuerdos  al  gobernador, 
esta  autoridad  suspendió  el  primero,  porque 
la  Diputación  fué  incompetente  para  dictarlo. 

Elevado  el  expediente  al  Gobierno  y  remi- 
tido á  la  Sección  de  Gobernación,  he  aqui  el 
dictamen  que  ésta  emite: 

«La  Sección  entiende  que  estuvo  en  su  lugar 
la  resolución  del  gobernador,  porque  como  el 
art.  2(5  de  la  ley  de  carreteras  de  4  de  Mayo 
de  1877  preceptúa  que  en  cada  provincia  se 
forme  un  plan  de  todos  los  caminos  que  hayan 
de  costearse  con  fondos  provinciales,  señalan- 
do el  orden  de  preferencia  con  que  han  de 
construirse,  y  que  su  aprobación  compete  al 
Ministerio  de"  Fomento,  claro  es  que,  mientras 
este  plan  no  se  lialle  definitivamente  aproba- 
do, no  es  licito  ni  práctico  autorizar  el  estudio 
de  vias  determinadas,  porque  además  de  pro- 
hibirlo el  reglamento  de  10  de  Agosto  de  1877, 
al  decir  en  su  art.  33  que  á  la  ejecución  de 
toda  carretera  comprendida  en  el  plan  de  una 
provincia  debe  anteceder  el  acuerdo  de  la  Di- 
putación, la  que  en  tal  caso  ordenará  al  eu- 
carg-ado  de  sus  obras  que  proceda  al  estudio 
del  correspondiente  proyecto,  pudiera  suce- 
der que  al  redactarse  el  mencionado  plan  ge- 
neral la  Diputación  no  estimase  oportuno  in- 
cluir en  él  tales  caminos,  ó  Cjue  el  Gobierno 
no  los  aprobase.  Si  cualcjuiera  de  estas  cosas 
ocurriese  respecto  á  las  dos  carreteras  para 
cuyo  estudio  fué  autorizado  D.  Salustiano  Ma- 
rino, la  provincia  habría  de  satisfacerle  el  im- 
porte de  unos  proyectos  completamente  in- 
útiles; y  sabido  es  que  las  leyes  no  permiten 
á  las  Diputaciones  imponer  á  los  pueblos,  que 
tan  agobiados  se  hallan  por  los  diversos  tri- 
butos que  sobre  ellos  pesan,  un  gravamen  no 
exigido  por  las  necesidades  de  la  provincia. 

...Antes  de  concluir  no- puede  menos  de  ILa- 
mar  la  atención  de  V.  E.  acerca  del  acuerdo 
de  16  de  Mayo,  en  que  la  Comisión  provincial 
y  los  diputados  residentes  en  la  capital  sus- 
pendieron, siquiera  fuese  temporalmente,  lo 
decidido  el  día  4  por  la  Diputación;  porque 
aun  ])rescindiendo  de  si  la  iirg'encia  del  asun- 
to justificaba  ó  no  la  reunión  de  que  trata  la 
regla  4.'"'  del  art.  66  de  la  ley  orgánica,  sabido 
es  que  las  Corporaciones  carecen  de  faculta- 
des ¡lara  suspender  ó  revocar  sus  acuerdos 
que  crean  derechos,  y  el  de  4  de  Mayo  se  ha- 
llaba en  este  caso. 

Cree  la  Sección  que  serla  conveniente  indi- 
car al  gobernador  que  recuerde  á  la  Diputa- 
ción lo  que  dispone  el  art.  48  respecto  al  pla- 
zo en  que  deben  comunicarse  á  la  primera  au- 
toridad de  la  provincia  los  acuerdos  de  la  Cor- 
poración, porque  parece  que  no  se  presta  el 
debido  cumplimiento  á  lo  que  la  ley  establece 
sobre  el  particular. 

Fundada  en  las  razones  que  ha  tenido  la 
honra  de  exponer,  la  Sección  opina  cj^ue  pro- 
cede: 

1."  Declarar  que  fué  acertada  la  resolu- 
ción del  gobernador  de  13  de  Junio  último. 

2."     Dejar  sin  efecto  el  acuerdo  de  la  Dipu- 
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tación  de  4  de  Mayo,  y  el  de  la  Coniisióu  pro- 
vincial y  diputados  residentes  en  la  capital  de 
16  del  propio  mes.»  Y  asi  se  resuelve.  (R.  O. 
10  Julio  1879,— (?ac.  20  id.) 

B.  O.  14  Febrero  1881. 
Encomendando  el  nombramiento  de  peones  capataces  y 
peones  camineros  á  los  ingenieros  jefes  de  obras  pú- 
blicas. 

(FoM.)  «El  uombramiento  de  los  funciona- 
rios especialmente  encarg-ados  de  la  vigilan- 
cia y  conservación  de  las  carreteras,  ha  sido 
unas  veces  de  la  competencia  de  los  goberna- 
dores civiles,  otras  de  los  ingenieros  jefes,  y 
otras  ha  estado  reservado,  como  sucede  aho- 
l"a,  á  esa  Dirección  general. 

De  estos  diferentes  procedimientos,  el  que 
dio  mejores  resultados  fué  el  seg'undo;  y  es 
natural  que  así  sucediera,  porque  nadie  como 
los  ingenieros  jefes  de  las  provincias  se  en- 
cuentran en  el  caso  de  poder  apreciar  con  más 
acierto  las  condiciones  de  los  aspirantes,  que 
casi  siempre  sallan  de  la  clase  de  peones  au- 
xiliares y  estaban  por  consiguiente  instruidos 
en  sus  deberes,  ni  á  nadie  es  dado  conocer 
tampoco  con  más  exactitud  los  merecimientos 
y  servicios  tie  los  peones  existentes  cuando 
Ueg-a  el  caso  de  proveer  las  vacantes  de  capa- 
taces que  ocurren. 

Demostrada  por  la  experiencia  la  bondad  de 
este  sistema,  que  por  otra  parte  se  ciñe  al 'de- 
seo del  Gobierno  de  descentralizar  los  servi- 
cios en  cuanto  sea  posible  sin  lastimar  los  iu- 
tei'eses  que  está  oblig'ado  á  guardar... 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  teniendo  en  cuenta 
las  razones  expuestas,  se  ha  servido  disponer 
que  en  lo  sucesivo,  y  á  partir  desde  esta  fecha, 
el  uombramiento  de  los  peones,  capataces,  y 
peones  camineros  sea  de  la  competencia  de  los 
ingenieros  jefes  de  Obras  públicas'  de  las  res- 
jiectivas  provincias,  los  cuales,  al  proveer  las 
vacantes  que  ocurran,  se  atemperarán  á  los 
preceptos  del  Reg.  de  19  de  Enero  de  1867  y  á 
las  demás  disposiciones  vigentes  sobre  la  pro 
visión  de  empleos  subalternos  de  la  Adminis- 
tración pública. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  14  de  Febrero 
de  1881.— Albareda.»  (Gac.  16  Febrero.) 

B.  0. 17  Marzo  1881. 
Delegando  en  los  contratistas  la  facultad  de  formar  los 
expedientes  de  expropiación  é  imponiéndoles  la  obliga- 
ción de  pagar  su  importe  '. 

(FoM.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.D.G.)  se  ha  ser- 
vido disponer  lo  siguiente: 

1."  En  los  presupuestos  para  la  construc- 
ción de  carreteras  se  incluirá  como  primera 
partida  el  valor  de  los  terrenos  cuya  expropia- 
ción sea  necesaria  para  la  ejecución  de  las 
obras,  y  en  el  pliego  de  condiciones  facultati- 
vas de  los  proyectos  se  consignará  como  cláu- 
sula seu  de  cuenta  y  cargo  del  contratista  el 
pago  de  los  terrenos  expropiados  y  la  forma- 
ción de  los  expedientes  de  expropiación  que 
han  de  instruirse  con  arreg'lo  á  la  legislación 
vigente,  á  cuyo  efecto  se  considerará  al  con- 
tratista como  representante  de  la  Admiuistra- 


*    Las  disjiosiciones  de  esta  R.  O.  han  quedado  em  sus- 
penso por  la  de  ¡I  de  Abril  de  18S4. 


ción  para  la  práctica  de  todas  las  diligencias 
que  dicha  legislación  exige. 

2."  Esa  Dirección  general  dictará  las  órde- 
nes opiortunas  para  que  esta  disposición  teug-a 
el  debido  cumplimiento,  tanto  en  aquellos  pro- 
yectos que  no  se  encuentren  aprobados,  cuya 
subasta  no  hubiese  sido  todavía  anunciada^  y 
para  que  en  los  nuevos  formularios  para  la  re- 
dacción de  proyectos  de  carreteras  que  ha  de 
proponer  la  Comisión  creada  al  efecto  se  tenga 
presente  esta  Real  resolución. — De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  17  de  Marzo  de  1881...»  {Ga- 
ceta 19  id.) 

E.  O.  20  Octubre  1481. 
Conservación  y  reparación  de  las  de  Madrid. 

(FoM.)  ....S.  M.  elRey(Q.  D.  G.)  se  ha  ser- 
vido disponer  que,  derogándose  la  prescrip- 
ción 39  de  la  Inst.  de  1.°  de  Diciembre  de  1858, 
se  aplique  sin  excepción  alguna  en  todos  los 
casos  la  prescripción  35  de  la  misma;  y  que  en 
su  consecuencia,  las  subastas  de  acopios  de 
materiales  para  conservación  y  reparación  de 
las  carreteras  'de  la  provincia  de  Madrid  se  ce- 
lebren únicamente  ante  el  gobernador  de  ésta, 
en  igual  forma  que  tiene  lugar  respecto  á  las 
obras  análogas  de  las  demás  provincias.»  (Real 
orden  20  Octubre  1881.— 6?ac.  23  id.) 

E.  O.  11  Julio  1882. 
Declarando  subsistente  la  orden  del  Regente  de  n  de  Di- 
ciembre de  1870,  con  las  modiflcaciones  que  se  introdu- 
cen en  las  prescripciones  5.",  8.'^  y  10. 

(FoM.)  «S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  confor- 
midad con  lo  propuesto  por  'V.  I.,  de  acuerdo 
con  lo  informado  por  la  Junta  consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos  en  pleno,  se  ha 
servido  disponer  que  la  orden  circular  expedí 
da  por  el  Regente  del  Reino  en  17  de  Diciem- 
bre de  1870,  dictando  varias  prescripciones  re- 
ferentes á  la  ejecución  de  las  obras  públicas, 
se  considere  en  lo  sucesivo  subsistente;  pero 
reformada  en  las  partes  que  se  expresa  á  con- 
tinuación. 

(Las  prescripciones  reformadas  son  las  5.*, 
8.*  y  10,  según  quedan  insertas  en  su  lugar.) 
(Gac.  3  Agosto.) 

Ley  29  Agosto  1882. 

Es  la  provincial.  Consúltense,  en  Gobierno 
DE  LAS  PROVINCIAS,  SUS  arts.  74  y  115. 

Circ.  20  Septiembre  1882. 

Recomendando  el  estricto  y  riguroso  cumplimiento  del 

reglamento  de  19  de  Enero  de  18H7. 

(FoM.)  Extracto.— Previno  á  los  goberna- 
dores que  hicieran  entender  á  los  ingenieros 
jefes  de  las  provincias  la  necesidad  de  recor- 
dar á  sus  subordinados  la  estricta  observancia 
del  reg-lamento  de  conservación  y  policía  de 
las  carreteras,  y  de  vigilar  por  sí  que  no  se 
consienta  ninguna  transgresión  del  mismo  sin 
que  inmediatamente  vaya  seguida  de  la  co- 
rre.spondieute  denuncia;  que  recordaran  á  los 
alcaldes  el  deber  que  su  art.  41  les  impone;  que 
encargaran  á  la  guardia  civil  que  coadyuve  al 
mejor  desempeño  de  este  servicio,  ya  denun- 
ciando las  faltas,  j'a  prestando  auxilio  á  los 
empleados  de  Obras  públicas,  y  quelos  g'ober- 
nadores  tomaran  las  medidas  oportunas  para 
no  dejar  impune  ninguna  falta.  (R.  O.  20  Sep- 
tiembre 1882.— ffac.  22  id.) 
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E.  D.  4  Enero  1883. 

Sobre  contratación  de  obras  y  servicios  pro- 
vinciales y  muiiiciiialcs. — Véase  en  Contua- 
Tcs  ADMINISTRATIVOS,  con  la  R.  O.  comple- 
mentaria de  6  de  Agosto  de  1891. 

R.  o.  30  Octubre  18^. 
Suspendió  la  celebración  de  las  subastas  de 
carreteras  anunciadas,  ;l  fin  de  completar  los 
proyectos  con  el  presupuesto  de  expropiación. 

R.  O.  21  Marzo  1884. 

Disponiendo  que  se  alce  la  suspensión  acordada  por  la 

anterior. 

(FOM.)  Extracto.— lYistn  la  R.  O.  de  30  de 
Octubre  del  año  último...  Considerando  que  no 
68  conveniente...  que  continúe  la  suspensión 
referida  de  obras  que  el  interés  general  recla- 
ma imperiosamente;  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha 
tenido  A  bien  disiioner  que  vuelvan  A  celebrar- 
se las  subastas  de  carreteras  con  sujeción  á  las 
disposiciones  genei-ales  vigentes.»  (R.  O.  21 
Marzo  1884.— Gfflc.  23  id.) 

R.  o.  9  Abril  1884. 
Dejando  en  suspenso  la  de  n  de  Marzo  de  I88Í. 

(FoM.)  «limo.  Sr.:  ...Anunciadas  varias  su- 
bastas de  carreteras  sin  los  requisitos  á  que  la 
citada  R.  O.  se  refiere,  fueron  éstas  suspen- 
didas  

Dictadas  en  4  de  Enero  del  presente  año  las 
reglas  A  que  en  lo  sucesivo  deljerían  atenerse 
los  ingenieros  jefes  en  la  redacción  de  los  pre- 
supuestos de  que  se  trata,  se  elevaron  nume- 
rosas consultas  por  estos  funcionarios. 

Eu  consecuencia,  se  ha  acordado  en  21  de 
Marzo  último  el  nombramiento  de  una  Comi- 
sión que,  estudiando  detenidamente  el  asunto, 
proponga  respecto  al  mismo  la  determinación 
que  convenga»;  y  no  consintiendo  el  interés  ge- 
neral de  los  pueblos  que  se  demore  por  mAs 
tiempo  la  ejecución  de  obras  tan  necesarias; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dispo- 
ner que  Ínterin  recae,  con  vista  de  todos  los 
antecedentes  que  se  están  reuniendo  acerca 
del  particular,  una  resolución  definitiva,  que- 
de en  suspenso  lo  prevenido  en  la  Real  orden 
mencionada  de  17  de  Marzo  de  1881.»  (R.  O.  9 
Abril  1884.  — Gac.  10  id.) 

R.  D.  llJunio  1886. 

Aprueba  un  nuevo  pliego  de  condiciones 
para  la  contratación  de  las  obras  pilhlicas, 
derogando  el  do  10  Julio  1861. — V.  Contratos 

ADMINISTRATIVOS. 

R.  D.  16  Septiembre  1886. 
Disponiendo  la  formación  de  un  plnn  do  carrotpras 
(jenerales  ti  otro  plan  también  general  de  fcrrocnrrl- 
le»  ooonóniiroM,  ;/  determinando  la  forma  en  que  han 
de  tramitarse  los  proyectos, 

(FoM.)  «Como  Reina  Regente  del  Reino,  y 
en  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Alfon- 
so XIII  (Q.  D.  G.)  y  A  propuesta  de  mi  Miuis- 
ti'o  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente  ': 


1  En  el  prr  i  mhuln  de  este  decreto  dice  el  señor  Ministro 
que  es  necesidad,  ¡i/enitable  la  de  introducir  en  el  plan  da 
carreteras  dH  Kntado  de  íí  de  .Julio  de  ÍS77  y  en  los  de 
carreteras  provinciales  y  municipaleSy  formados  por  con- 
secuencia de  la  ley  de  4  de  Mayo  del  propio  año,  las  modi- 
ficaciones que  requieren  las  actuales  circunstancias  de  los 


Articulo  1."  La  Dirección  general  de  Obras 
públicas  ordenarA  A  los  ing-enieros  jefes  de  las 
provincias  (|ue  procedan  con  toda  la  urg-encia 
que  sea  compatible  con  el  ordinario  servicio  A 
la  redacción  del  plan  do  carreteras  generale.s 
dentro  de  los  limites  do  sus  provincias  respec- 
tivas que  prudencialmente  calculen  que  podrA 
construirse  en  un  periodo  de  veinte  años.  Esto 
plan  se  trazarA  en  un  ejemplar  de  la  carta  g'e- 
neral  de  España,  publicada  por  la  Dirección 
general  de  Obras  públicas,  y  eii  él  habrán  do 
tomarse  en  cuenta  muy  particularmente  la  ne- 
cesidad de  la  carretera,  los  centros  de  toda  cla- 
se de  producción  y  de  consumo,  los  ferrocarri- 
les existentes  y  los  proyectados,  las  carreteras 
construidas  y  las  en  construcción  y  cuantas 
prescripciones  ordene  la  Dirección  general  de 
Obras  públicas. 

Art.  2."  Al  plan  acompañará  una  Memoria 
dividida  en  dos  partes.  Eu  la  primera  se  expre- 
sarán claramente,  además  de  las  razones  que 
justifiquen  la  inclusión  de  cada  vía  en  el  plan, 
los  servicios  de  carácter  g'eneral  y  regional 
que  ha  de  prestar  cada  una  de  las  incluidas,  y 
su  coste  verdadero,  si  se  conoce,  ó  ain-oxima- 
do  por  comparación  con  otras  carreteras  do 
análogas  condiciones;  y  en  la  segunda  el  orden 
con  que  debe  procederse  A  su  construcción,  te- 
niendo ]iara  ello  en  cuenta  su  respectiva  im- 
portancia y  su  necesidad  ó  conveniencia,  ya 
por  hallarse  parte  de  ella  construida,  ya  por 
caa'ecer  la  región  que  atraviese  de  otras  vías 
de  comunicación. 

Art.  3."  El  ingeniero  jefe,  tan  pronto  como 
redacte  el  plan  y  Memoria,  los  remitirá  al  go- 
bernador de  la  provincia,  quien  los  someterá 
durante  un  plazo  de  30  días  A  una  información 
piiblica,  en  la  que  las  corporaciones  y  los  par- 
ticulares podrAn  exponer  cuanto  crean  conve- 
nir A  sus  intereses.  Espirado  el  plazo,  remitirá 
el  gobernador  todas  las  reclamaciones  al  ing'e- 
niero  jefe  para  que  soljre  ellas  emita  su  pare- 
cer, informando  después,  y  dentro  do  plazos 
que  no  excedan  de  treinta  dias,  la  .Tunta  do 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  la  pro- 
vincia y  la  Diputación  provincial  y  elevando 
después  el  gobernador  todo  el  expediente  con 
su  dictamen  al  Ministro  de  Fomento. 

Art.  4."  Los  ingenieros  jefes  de  las  divisio- 
nes de  inspección  facultativa  de  los  ferrocarri- 
les procederAn  asimismo,  con  toda  la  urgencia 
que  sea-  compatible  con  el  servicio  ordinario 
de  la  inspección,  á  formar  el  ))royecto  del  plan 
general  de  ferrocarriles  económicos  que  con- 
veng'a  construir  por  el  Estado  ó  con  su  protec- 
ción especial  en  la  zona  ó  zonas  de  las  lineas 
férreas  cuya  inspección  tenga  cada  uno  A  su 
cargo. 


intereses  industriales  y  mercantiles,  tomando  por  base  el 
plan  de  ferrocarriles  aprobado  en  '¿3  de  Noviembre  del  re- 
2¡etido  año;  qus  es  conveniente  reducir  el  plan  de  carrete- 
ras á  las  que  se  calcule  han  de  construirse  en  una  ¿poca 
dada ,  pues  el  hoy  viqent.e  pide  7nds  de  un  siqlo  para  su  rea- 
lización: y  que  ia  leyislax'ión  española  sottre  trnnvias  es 
tan  de/h-i',  ule  :pie  nú  satisfai-e  las  mi-csíiludi'^  d.'  la  vida 
moderna,  ;i  <"s  ¡iri'rixii  ¡diuitenr  II  ¡irnliiirr  lox  f.i-rocarri- 
les  econi'i'i'fos.  que  sustitu!/''ntJi)  ó  ¡n  furr::tt.  mi / mal  la.  ve- 
locidad de  la  fuerza  del  vapor,  no  cviyen  sin  emba  rgo  los 
gastos  inmensos  que  suponen  los  ferrocarriles  del  gran 
'modelo. 
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Pava  llevar  á  cabo  este  trabajo,  se  pondrán 
de  acuerdo  entre  .si  y  con  los  ingenieros  jefes 
délas  provincias  respectivas  y  tendrán  presen- 
tes las  circunstancias  analogías  á  las  indica- 
das en  el  art.  1.",  los  estados  de  movimiento  y 
tráfico  qiie  les  proporcionen  las  empresas  de 
las  lineas  férreas  en  explotación,  asi  como  las 
indicaciones  que  éstas  les  hagan  y  consideren 
dig-nas  de  ser  atendidas  y  los  demás  datos  cuya 
conveniencia  su  ilustración  les  sugieray  la  Di- 
rección general  les  prevenga. 

Art.  5.°  En  este  proyecto  de  plan  se  clasifi- 
carán los  ferrocarriles  económicos  que  en  él  se 
comprendan  en  tres  grupos,  á  saber:  los  que 
han  de  establecerse  sobre  carreteras  ya  cons- 
truidas; los  que  han  de  hacerseen  las  que  toda- 
vía no  lo  están,  y  los  que  se  han  de  construir 
independientemente  de  las  carreteras  construi- 
das ó  proyectadas. 

Art.  6."  A  este  plan  acompañará  una  Me- 
moria análoga  á  la  prescrita  en  el  art.  2.°,  y 
como  ella  dividida  en  dos  partes. 

Art.  7."  Todos  los  documentos  correspon- 
dientes á  cada  uno  de  los  proyectos  de  planes 
g'euerales  mencionados  en  los  artículos  ante- 
riores pasarán  á  una  Comisión  nombrada  por 
el  Ministro  de  Fomeuto  y  encargada  de  redac- 
tar los  proyectos  definitivos  de  dichos  planes. 
Se  compondrá  esta  Comisión  del  director  gene- 
ral de  Obras  pviblieas,  presidente;  del  director 
general  de  Agricultura,  Industria  yComercio; 
cuatro  inspectores  del  Cuerpo  de  ingenieros 
de  Caminos,  Canales  y  Puertos;  dos  inspecto- 
res del  Cuerpo  de  Minas,  dos  del  de  Montes, 
dos  ingenieros  agrónomos,  dos  oficiales  del 
Cuerpo  de  ingenieros  ndlitares,  los  jefes  de  los 
Negociados  de  carreteras,  ferrocarriles  y  puer- 
tos del  Ministerio  de  Fomento  y  dos  ingenieros 
jefes  de  Caminos  que  desempeñarán  el  cargo 
de  secretario  de  cada  una  de  las  dos  secciones 
eu  que  esta  Comisión  habrá  de  subdividirse 
para  separar  sus  trabajos,  y  de  otro  ingeniero 
jefe,  que  será  secretario  general. 

Art.  8."  Sobre  cada  proyecto  de  amljos  pla- 
nes qije  forme  la  Comisión  se  oirá  á  la  Junta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  y 
con  vista  de  todo  resolverá  el  Ministro  presen- 
tando á  las  Cortes  los  correspondientes  pro- 
yectos de  ley  sobre  las  vías  que  han  de  formar 
el  plan  respectivo,  aunque  no  sobre  el  orden 
de  su  construcción. 

Art.  í).°  Promulgados  que  sean  dichos  pla- 
nes, la  Administración  procederá,  con  sujeción 
á  los  recursos  del  presupuesto  del  Estado,  á  la 
ejecución  de  las  obras  públicas  en  aquéllos 
comprendidos  por  el  orden  que  hubiere  sido 
aprobado  de  antemano  por  el  Ministro,  segviu 
lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  y  cuyo  or- 
den no  podrá  variarse,  salvo  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  necesidades  de  orden  piiblico 
ú  otras  de  ignnl  importancia,  apreciadas  como 
suficientes  "para  el  caso  por  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, exijan  la  construcción  preferente  de 
cualquiera  obra  pública  que  estuviere  pro- 
puesta en  el  plan  respectivo  entre  las  que  aún 
no  estuvieren  construidas  ó  contratadas. 

2."  Cuando  razones  suficientes  de  interés 
general  ó  regional,  acreditadas  por  un  expe- 


diente formado  á  tenor  do  lo  prescrito  en  los 
arts.  3."  y  7."  de  este  R.  D.,  exigiesen  la  pre- 
ferente construcción  de  cualquiera  de  dichas 
obras. 

3."  Cuando  por  iniciativa  particular  se  so- 
licitase con  los  requisitos  prescritos  en  los  i-e- 
glamentos  la  subasta  de  alguna  de  las  cjue  el 
Estado  solamente  proteja  con  cualquiera  cla- 
se de  auxilios. 

Disposición  transitoria.— -Entre  tanto  que 
rija  el  actual  plan  g-eneral  de  carreteras  se 
atenderá  con  justa  y  proporcional  preferencia 
para  la  subasta  de  estas  vías  á  las  provincias 
más  atrasadas  en  este  ramo  de  la  Administra- 
ción, y  no  subastándose  en  ning'una  provincia 
una  carretera  sin  que  preceda  el  informe  del 
ingeniero  jefe  de  la  misma  para  saber  si  hay 
eu  ella  alguna  construcción  quesea  por  cual- 
quier motivo  digna  de  consideración  notoria- 
mente preferente. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  16  de  Septiembre 
de  1886.— María  Cristina.— El  Ministro  de  Fo- 
mento, Eugenio  Montero  Ríos.»  (Gac.  19  Sep- 
tiembre.) 

K.  D.  5  Febrero  1891. 
(Fo.M.)  Extracto. — En  virtud  de  lo  dispues- 
to en  el  art.  4."  de  R.  D.  de  3  de  Diciembre  de 
1886,  se  autorizó  al  Ministro  de  Fomento  para 
subastar  desde  luego  la  construcción  de  deter- 
minadas carreteras,  ordenando  á  la  vez  el  es- 
tudio inmediato  de  otras.  (R.  D.  5  Febrero  de 
1891.— Gac.  7  id.) 

E.  D.  17  Marzo  1891. 

Zona  militar  de  costas  y  fronteras:  Vías  de 

comunicación. 

Este  Real  decreto,  inserto  eu  Territorio  b.s- 
PAÑOL,  establece  una  zona  militar  de  costas  y 
fronteras  dentro  de  la  cual  es  indispensable  la 
intervención  técnica  del  Ministerio  de  la  Gue- 
rra para  realizar  en  todo  lo  relativo  á  vías  de 
comunicación  cualquier  proyecto  que  por  la 
región  en  que  se  intente  pueda  debilitar  ó  in- 
utilizar obstáculos  naturales  de  inapreciable 
valor  para  la  defensa  del  territorio  nacional  '. 

Eesol.  21  Septiembre  1891. 

Concesiones  de  dominio  público  y  del  Estado:  Vías 

de  comunicación. 

Esta  resolución  de  la  Dirección  de  Obras  pú- 
blicas establece,  entre  otras  cosas,  la  necesi- 
dad de  la  aprobación  del  Ministerio  para  el  es- 
tablecimiento de  servidumbres  sobre  carrete- 
ras del  Estado. — V.  eu  Obras  públicas  de  fo- 
mento. 

Código  civil. 
Los  caminos  públicos  según  el  Código  civil. 
Comprende  el  Código  los  caminos  en  la  cla- 
sificación de  bienes  inmuebles  (art.  334),  de 
uso  ]uiblico  los  caminos  del  Estado  (339),  de 
uso  público  en  las  provincias  y  los  pueblos  los 
caminos  provinciales  y  municipales  (.343  y  344). 
El  art.  1.936  dice  que  son  susceptibles  de  pres- 
cripción todas  las  cosas  que  están  en  el  comer- 
cio de  los  hombres,  y  parece  que  los  cammos 
públicos  no  deben  serlo. 


*  Se  han  declarado  comprendidas  en  dicha  zona  las 
islas  Baleares  y  Canarias  por  R.  O.  de  30  de  Septiembre 
del  mismo  año. 
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jurisprudencia  administrativa. 

Además  de  los  puntos  de  jurisprudencia  que  po- 
drán consultarse  en  los  artículos  que  con  éste  tie- 
nen relación,  he  aquí  algunos  importantes  sobre  to- 
da clase  de  caminos: 

It.  I».  14  Mnyo  ■)*5«.  Rectificación  de  un  camino: 
Imprescriptibilidad  de  los  caminos:  Amojonamientos:  Las 
medidas  de  reparación  y  su  rectificación  no  pueden  ¿ííi- 
puynarse  por  la  via  de  interdicto.  • 

Habiendo  practicado  un  pedáneo  de  la  provincia 
de  Segovia  el  acotamiento  de  los  caminos  de  su  pue- 
blo jíor  encargo  del  alcalde,  dio  lugar  la  rectifica- 
ción de  uno  de  ellos  á  reclamaciones  de  algunos  ve- 
cinos, que  las  dedujeron  en  forma  de  interdicto  ante 
el  juez  de  primera  instancia  de  Sepúlveda,  presen- 
tando el  hecho  como  una  usurpación  cometida  por 
el  amojonador  nombrado.  Dio  lugar  esto  á  que  el  go- 
bernador promoviese  competencia,  que  con  vista  de 
laE.O.  de  27  de  Mayo  de  1846,  de  la  ley  7.*,  tit.  XXIX, 
Part.  3.®  *,  y  de  la  R.  O.  de  8de  Mayo  de  1839,  se  deci- 
de en  estos  términos: 

«Considerando:  \.°  Que  la  ley  de  Partida  qtie  se  ha 
citado  no  distingue  de  caminos  para  declararlos  to- 
dos imprescriptibles,  y  antes  al  contrario,  compren- 
de en  su  enumeración  hasta  los  más  subalternos;  y 
siendo  esta  circunstancia  de  la  imprescriptibilidad 
la  razón  en  que  se  funda  la  R.  O.  igualmente  citada 
de  27  de  Mayo  de  1840  para  encomendar  á  la  autori- 
dad administrativa  la  reparación  de  las  intrusiones 
en  todos  aquellos  caminos  á  que  la  misma  sea  apli- 
cable, es  claro  que  el  de  que  se  trata  se  halla  com- 
prendido entre  éstos,  y  t:|^ue  por  lo  mismo  pudo  el  al- 
calde proceder  á  su  rectificación,  como  lo  hizo,  aiin 
sin  previo  acuerdo  del  Ayuntamiento.  2.**  Que  si  en 
esta  diligencia  no  observó  dicho  alcalde  las  for- 
malidades debidas  ó  cometió  de  otro  modo  cualquie- 
ra injusticia,  no  era  el  juez  quien  podia  repararla 
por  la  via  de  interdicto  posesorio  contra  lo  prescrito 
en  la  citada  R.  O.  de  8  de  Mayo  de  1839,  sino  que  re- 
sultando, como  se  acaba  de  exponer,  que  la  provi- 
dencia reclamada  estaba  dentro  de  las  facultades 
de  la  Administración,  á  ella  misma  debió  dirigirse 
el  interesado  en  sus  diversas  jerarquías,  reservando 
para  los  Tribunales  la  cuestión  plenaria  de  perte- 
nencia á  que  dicha  Real  orden  les  manda  limitarse. > 
(R.  D.  14  Mayo  1852.— C.  L,,  t.  5fS,p.  95.)  ■'. 

R.  D.  3  niovlciikbre  1952,  Cuestiones  sobre  ancho 
de  los  caminos  y  apertura  de  pozos  en  heredades  colin- 
dantes: Servidumbre  de  éstas* 

No  procede  el  recurso  contencioso  contra  las  ór- 
denes y  reglamentos  en  que  se  establece  el  ancho  y 
condiciones  de  todas  ó  de  ixna  via  piiblica,  ni  puede 
el  Consejo  provincial...  ni  el  Real  señalar...  el  ancho 
que  ha  de  tener  la  carretera  de  Extremadura...  «La 
prohibición  de  abrir  pozos,  sin  conocimiento  del  in- 
geniero de  Caminos  en  una  zona  de  treinta  varas  á 
cada  lado  de  las  carreteras,  es  una  servidumbre  pú- 
blica de  las  propiedades  colindantes,  extensiva  (no 
sólo  por  el  objeto  de  la  prohibición,  sino  por  los  tér- 
minos en  que  están  concebidos  los  arts.  1.°,  2.*^  y  3.** 
de  la  Ordenanza  de  14  de  Septiembre  de  1842)  á  toda 
clase  de  ol»ras  que  puedan  perjudicar  la  seguridad  y 
duración  de  las  vías  públicas. — Es  incuestionable  el 
derecho  de  los  propietarios  colindantes  á  qiie  sus 
heredades  se  respeten,  y  se  castiguen  los  abusos  co- 
metidos por  los  peones  camineros  qiie  se  introdu- 
cen en  ellas  á  sacar  materiales  sinlos  requisitos  pre- 
venidos en  las  leyes  y  reglamentos.»  (C.  de  E.;  Sent.3 
Noviembre  1852,  declarando  nulo  todo  lo  actuado  en 
el  Consejo  provincial  de  Madrid.— Núm.  58  de  la  C.L.) 

B.  n.  *í.  lí  .%lirll-l.«  Mayo  f  ses.  Clasificación  de 
v.na  carretera. 

La  cuestión  de  si  una  carretera  debe  costearse  por 


*  La  ley  7.*^,  tit.  A'X/X,  Parí.  .3.",  comprende  entre  las 
cosas  imprescriptibles,  el  camino  que  sea  de  uso  coviutial 
de  cualquiera  ciudad,  villa,  castillo  ú  otro  luqnr.  El  Có- 
digo civil  sólo  dice  que  no  pueden  prescribirse  las  cosas 
que  no  están  en  él  comercio  de  los  hombres  (art.  l.!l.3f*). 

2  otro  li.  D.  de  18  de  Abril  de  1840  decidió  también  en 
los  7nismos  términos  y  con  idénticos  fundame^itos  una  com- 
3'ptrncia  análoga,  con  vista  asimismo  de  la  ley  7.^,  títu- 
lo XXIX,  Part.  ti."-;  de  las  leyes  1.^,  2.'^,  y  5.^,  tit.  XXX  V, 
lib.  VII  dp.  la  N'ov.  Re<'op.;  del  art.  80,  par  3.^  de  la  ley 
municipat;  del  art.  74,  párrs.  1.^  y  5.**  de  la  misma  ley  y 
de  la  R.  O.  de  8  de  Mayo  de  1839. 


una  provincia  ó  por  el  Estado,  ó,  lo  que  es  lo  mismo, 
si  es  de  interés  nacional  ó  sólo  provincial,  se  halla 
fuera  de  la  competencia  de  la  Administración  con- 
tenciosa, por  corresponder  á  la  facultad  discrecio- 
nal de  la  Administración  activa  la  clasificación  de 
los  caminos  y  la  rectificación  de  ella  '.  (C.  de  E.,  sen- 
tencia 17  Abril-1.°  Mayo  1863.— Núm.  105,  C.  L.) 

— Otro  caso  en  R.  O.  de  2-5  Mayo  1866.  (Núm.  106  de 
la  C.  L.) 

R.D.B  Junto  1A05.  Providencias  sobre  intrusio- 
nes en  caminos  y  servidumbres  publicas. 

«La  Administración  está  encargada  de  procurar 
la  conservación  de  las  fincas  pertenecientes  al  Co- 
mún, conforme  al  art.  74  de  la  ley  de  8  de  Enero  de 
1845 -,  y  á  ella  corresponde  entender  en  las  ciiestio- 
nes  relativas  á  las  intrusiones  y  usurpaciones  en  los 
caminos,  vías  públicas  y  servidumbres  pecuarias, 
cuando  pasen  á  ser  contenciosas,  conforme  al  pá- 
rrafo 5.",  art.  83  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de 
1863...»  (R.  D.  6  Junio  1865,  decidiendo  competencia  á 
favor  de  ia  Administración. — Niina.  212  de  la  C.  L.) 

R.  D.  93  Encaro  tSttO.  Cuestiones  sobre  caminos  de 
servicio  particular. 

Competencia  suscitada  por  el  gobernador  de  Za- 
ragoza al  juez  de  primera  instancia  de  Daroca,  para 
que  se  abstuviera  de  llevar  á  efecto  el  interdicto 
restitutorio  á  D.  Juan  Antonio  Ruesca,  de  cierto 
terreno  en  que  pretendía  disfrutar  Pascual  Liso  una 
servidumbre  de  camino.  Vistos  el  art.  74,  núms  2.°  y 
5.*>.  el  80,  núm.  S.**  de  laley  de  8  de  Mayo  de  1815,  y  la 
R.  O.  de  8  de  Mayo  de  1839,  se  decide  la  competencia 
á  favor  de  la  autoridad  jxidicial,  considerando:  1.° 
Qiie  una  vez  declarado  por  la  Administración  que  el 
camino  sobre  que  versa  la  ciiestión,  no  pod'.a  consi- 
derarse público,  sino  de  servidumbre  particular,  ni 
á  titulo  de  acto  conservatorio  de  él,  ni  á  título  de 
deslinde  de  ima  tierra  enajenada  ^^lor  el  Municipio, 
no  pudo  reclamar  la  misma  Administración  el  co- 
nocimiento del  asunto:  2.'*  Que  los  derechos  fim- 
dados  en  la  enajenación  hecha  por  el  Ayuntamiento 
en  el  año  de  1800,  como  puramente  privados  y  reales, 
no  están  bajo  el  amparo  ni  al  cuidado  de  las  autori- 
dades administrativas,  sino  de  los  Tribunales  de  jus- 
ticia: 3.''  Que  la  cuestión  suscitada,  primero  en  la 
esfera  administrativa  y  después  en  la  judicial,  sólo 
versa  sobre  intereses  y  derechos  privados,  por  lo  cual 
ninguna  providencia  legítima  debió  recaer  sobre 
ella  que  pueda  estimarse  contrariada  por  el  inter- 
dicto.» (Gac.  15  Febrero.) 

R.  D  í«  Abril  flAOO  Es  materia  administrativa 
todo  lo  relativo  al  cuidado  y  conservación  de  caninos  y 
veredas  vecinales. 

Competencia  suscitada  por  el  gobernador  de  Lu- 
go al  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  capital, 
sobre  conocimiento  en  el  arreglo  de  linos  cierres  re- 
construidos á  orillas  del  camino  llamado  Calzada 
de  Francos  en  la  parroquia  de  Santa  María  de  Amei- 
gide  en  el  Ayuntamiento  de  Castro  del  Rey.  El  alcal- 
de de  éste  mandó  á  Francisco  Peiia  (que  al  recons- 
truir el  cierre  de  una  finca  dejó  embarazado  el  trán- 
sito del  camino)  que  repusiera  las  cosas  al  estado  an- 
terior, y  éste  en  vez  de  obedecer  el  mandato,  entabló 
contra  Andrés  Rodríguez  interdicto  de  recobrar  el 
derecho  de  pasar  con  sus  bueyes  por  un  campo  de 
enfrente,  tal  vez  para  que  el  dueño  de  él  tuviese  que 
derribar  su  cierre,  también  recientemente  recons- 
truido, pero  sin  perjudicar  al  tránsito  del  camino. 
Rodríguez  acudió  al  gobernador,  quien  requirió  al 
juez  de  inhibición,  fundado  principalmente  en  el 
texto  expreso  de  varios  artículos  de  la  ley  de  8  de 
Enero  de  1.845,  del  R.  D.  y  Regí,  de  7  y  8  de  Abril  de 
1848,  en  la  R.  O.  de  8  de  Mayo  de  lí^9,  y  la  ley  y  regla- 
mento de  25  de  Septiembre  de  l'-63.  Pero  sosteniendo 
su  competencia  el  juez  apoyado  en  que  el  interdicto 
versaba  únicamente  sobre  asunto  de  interés  priva- 
do, y  en  que  estaba  ya  dictada  ejecutoriamente-su 
providencia,  á  consulta  del  C.  de  E.,  se  decide  la 


1  Ver  hoy  los  arts.  8.°  y  siguientes  de  la  ley  de  4  de 
Mayo  de  1877,  sobre  mcíwsíoH  de  carreteras  en  el  plan  de 
las  del  Estado  y  variaciones  del  mismo. 

2  Concuf'rda  con  el  72  de  la  de  1S77,  se'fini  el  cual,  es 
de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ai/untinnientos  la  ges- 
tión, gobierno  y  dirección...  .5."  Administración  munici- 
pal que  comprende  el  aprovechamiento,  cuidado  y  con- 
servación ^^ /oíías  las  fincas,  bienes  y  derechos  pertene- 
cientes ai  Municipio... 
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cnmpetencia  á  favor  de  la  Administración,  porque 
ft  lo6  alcaldes  y  Corporaciones  municipales  incumbe 
todo  lo  relativo  4  policia  urliana  y  rural  y  el  cuida- 
do y  conservación  de  los  caminos  y  veredas  vecina- 
les, al  tenor  de  las  disposiciones  antes  citadas.  {Real 
decreto  Ü2  Abril  1866.— Gac.  S  Mayo  '.) 

R  ».  11  Enero  »8«9.  Cuestiones  sobre  extracción  de 
piedra  de  fincas  particulares,  etc.,  para  obras  de  carre- 
teras. 

Entablado  interdicto  de  recobrar  contra  el  contra- 
tista de  una  carretera,  y  dictado  auto  restitutorio, 
el  gobernador  de  Burgos  promovió  al  juez  de  Bri- 
viesca  conflicto  jurisdiccional,  que  se  decide  &  favor 
de  la  Administración:  . 

«Considerando:  1."  Que  las  cuestiones  promovidas 
con  motivo  de  acarreo  de  piedra  extraída  del  campo 
ó  posesión  de  un  particular  para  una  carretera,  son 
por  su  naturaleza  administrativas,  y  por  consiguien- 
te para  resolver  sobre  la  reclamación  entablada, 
con  este  motivo,  contra  el  contratista  de  la  carrete- 
ra, no  es  competente  el  juez  de  primera  instancia, 
sino  el  gobernador  de  la  provincia  y  el  Consejo  pro- 
vincial, si  la  cuestión  se  hiciera  contenciosa,  con 
arreglo  á  la  E.  O.  de  19  de  Septiembre  de  1845: 

2."  Que  la  presente  cuestión  versa  sobre  extrac- 
ción de  piedra  del  cauce  de  un  rio  para  las  obras  de 
un  camino  vecinal;  y  los  cauces  de  los  arroyos,  rios 
y  demás  corrientes  naturales  y  aguas  que  por  ellos 
discurran  son  del  dominio  público,  según  la  termi- 
nante disposición  del  art.  lQ.del  K.  D.  de  29  de  Abril 
de  1860.»  (Gac.  18  Enero) 

R.  D.  a-»  Enero  1S«9.  Carácter  de  una  providencia 
sobre  cerramiento  de  un  camino. 

La  providencia  de  un  alcalde  que  autorizó  el  ce- 
rramiento de  un  monte  por  donde  se  dice  cruzaba 
un  camino  ó  senda  pública,  ó  relativa  íi  la  policía 
rural  como  tomada  en  uso  de  las  facultades  que  les 
concede  el  núm.  5.°  del  art.  74,  y  el  3."  del  SO  de  la  ley 
de  8  de  Enero  de  184.5,  el  14  del  R.  D.  de  7  de  Abril  de 
184S,  y  la  disposición  5."-  de  la  R.  O.  de  17  de  Mayo  de 
1838  no  puede  ser  impugnada  por  la  viasumarisima 
de  interdicto.— Si  la  servidumbre  de  que  se  tra,ta  es 
pública,  debe  el  querellante  acudir  á  la  Administra- 
ción encargada  del  cuidado  y  conservación  de  las  de 
esta  clase;  y  si  es  privada  también  debe  acudir  á  la 
Administración  para  que  reforme  su  providencia  si 
cree  que  lastima  sus  derechos.  (R.  D.  14  Enero  l«t)7  de- 
cidiendo A  favor  do  la  Administración  la  comjieten- 
cia  suscitada  entre  el  gobernador  de  la  Coruña  y  el 
juez  de  Santiago.) 

R.  i>.  O  Febrero  1«<G9.  Providencia  de  suspensión 
de  obras  de  caminos  sin  autorización. 

La  providencia  administrativa  dictada  por  un  al- 
calde mandando  suspender  obras  que  se  hacen  en 
un  camino  público  ó  sus  inmediaciones  sin  la  debida 
autorización,  está  comprendida  en  las  atribucio- 
nes de  policía  que  confian  á  aquella  autoridad  el 
núm  S  o  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  Enero  de  1845,  el 
14  del  R.  D.  de  7  de  Abril  de  1848,  y  el  195  del  Reg.  de  H 
del  mismo  mes  y  año,  y  consiguientemente  no  proce- 
de el  juicio  ordinario  entablado  contra  dicha  provi- 
dencia, cuyo  obieto  no  puede  ser  otro  que  examinar 
y  juzgar  la  conducta  del  alcalde  como  autoridad  ad- 
ministrativa, sin  perjuicio  del  derecho  de  acudir  el 
que  se  crea  perjudicado  al  superior  jeríirquico  en  la 
via  gubernativa  ó  en  la  contenciosa  en  su  caso  y  lu- 
gar. (E.  D.  6  Febrero  1867  decidiendo  á,  favor  de  la 
Administración  una  competencia.) 

K.  O.  S.  4  Mnyo  1S09.  Casos  limitados  en  que  pro- 
cede la  via  contenciosa  en  materia  de  caminos. 

Contra  las  providencias  de  la  Administración  en 
materia  de  caminos  y  policia  de  tránsitos,  no  pro- 
cede la  vía  contenciosa,  á  no  versar  sobre  represión 
de  las  contravenciones  á  sus  reglamentos;  y  consi- 
guientemente no  puede  impugnarse  en  dicha  via  la 
que  toma  un  alcalde  prohibiendo  el  uso  de  una  sen- 
da que  perjudica  á  las  yerbas  de  un  prado.  (R.  D.  S. 
14  Mayo  1867  declarando  nulo  y  de  ningún  valor  todo 
lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial  de  Zamora.) 


4  £n  este  mismo  sentido  se  han  decidido  muchas  otras 
competencias,  como  puede  verse,  entre  otras,  por  el  Real 
decreto  de  7  de  Febrero  de  1864,  y  por  los  de  4  de  Febrero 
y  se  de  Abril  de  1883. 


R.  O.  S.  4  Mayo  1^68.  Carácter  de.  la  cuestión  so- 
bre oposición  de  un  pueblo  á  contribuir  para  «n  camino 
que  no  le  interesa. 

Si  bien  corresponde  al  Consejo  provincial  decidir 
sobre  la  parte  proporcional  de  la  cuota  que  debe  sa- 
tisfacer cada  pueblo  de  los  interesados  en  la  repara- 
ción de  un  camino,  cuando  alguno  reclama  contra 
la  providencia  del  gobernador,  está  reservado  al  Go- 
bierno apreciar  si  está  bien  hecha  por  el  gobernador 
la  declaración  de  los  pueblos  que  son  interesados  en 
la  reparación,  cuando  no  se  conforma  alguno  de  ellos 
con  su  providencia  '.  (R.  D.  S.  4  Mayo  1868,  con  vista 
del  art.  83,  par.  3."  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de 
1863,  del  art.  5.°  del  R.  D.  de  7  de  Abril  de  1848,  del  31 
de  la  Inst.  de  19  de  Abril  de  1848  y  de  las  reglas  3.»  j 
B."  de  la  R.  O.  de  10  de  Septiembre  de  1849,  declaran- 
do nulo  lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial  de 
Barcelona  en  pleito  sobre  si  un  pueblo  está  obligado 
ó  no  á  contribuir  para  la  reparación  de  cierto  ca- 
mino.) 

R.  U.  13  Enero  1S33.  Improcedencia  del  interdicto 
en  materias  administrativas. 

Cuando  el  proveído  de  un  juez  en  interdicto^  tiene 
por  objeto  inmediato  y  necesario  la  paralización  de 
las  obras  de  policía  que  de  orden  del  gobernador  de 
la  provincia  se  están  pr.acticando  con  el  fin  de  dejar 
expedita  una  carretera,  se  contraría  un  acuerdo  le- 
gítimo de  la  Lutoridad  administrativa,  y  es  aquél 
improcedente. — Esto  no  se  opone  á  que  quien  se  esti- 
me agraviado  en  sus  derechos  fundándose  en  un 
contrato,  pueda  Sostener  ante  los  Tribunales  la  de- 
fens.a  de  aquellos  derechos  en  el  juicio  que  corres- 
ponda. (Decreto  del  Gobierno,  decidiendo  compe- 
tencia á  favor  de  la  Administración  con  vista  del 
art.  6S,  núms.  1.°  y  2.**  de  la  ley  municipal,  46  de  la 
provincial  y  R.  O.  8  Mayo  1889. — Gac.  15  Mayo.) 

—Otro  caso  en  decreto  de  30  de  Julio  de  1874.  (Gac.  S  I 
Agosto.) 

D.  O  Octubre  1SJ.1.    Es  propio  y  privativo  de  loa  j 
Tribunales  el  conocimiento  enjuicio  plenario  de  toda  ae- 
ciónreal,  sin  qile  obste  la  providencia  administrativa. 

Cuando  un  acuerdo  municipal  se  refiere,  no  á  la  ] 
conservacit'in  de  un  camino  vecinal,  sino  á  la  recons- 
trucción del  mismo  con  alteración  de  las  ras.antes  en 
determinados  puntos,  esta  obra  no  puede  llevarse  á 
efecto  en  virtud  de  las  facultades  consignadas  en 
el  art.  67  de  la  ley  municipal,  y  mucho  menos  sin  la 
previa  indemnización  de  los  derechos  que  lastima. 
(Decreto  del  Gobierno  de  la  República  9  Octubre 
1873,  decidiendo  competencia  á  favor  del  juez  de  Sa- 
riñena. — 6'ac.  12  Octubre.) 

R.  n.  S.  30  Octubre  1830.  Obras  de  conservación 
y  reparación  de  perjuicios  de  caminos  vecinales:  Quién 
debe  sufragar  los  gastos  que  ocasionen. 

Vistos  los  arts.  170,  194  y  195  del  Reg.  de  7  de  Abril 
de  1848,  se  confirma  una  sentencia  apelada  que  con- 
denó á  la  Administración  general  á  construir  nn 
muro  de  protección  de  cierto  camino  vecinal,  que 
había  sufrido  desperfectos  á  consecuencia  de  su 
proximidad  ala  acequia  de  que  se  surtía  el  molino 
de  la  sociedad  Rivas  y  Ferrer,  estableciendo: 

Que  aunque  la  proximidad  de  la  acequia  al  cami- 
no motive  desmoronamientos  en  éste,  la  Adminis- 
tración debe  satisfacer  el  perjuicio  si  existiendo  la 
acequia  con  anterioridad  al  camino,  se  situó  éste 
demasiado  cerca  de  aquélla;  y  que  aun  cuando  el  re- 
glamento citado  ofrece  á  la  Administración  medios 
para  precaver  y  remediar  el  daño  á  expensas  del 
que  le  ocasione,  esto  se  entiende  en  términos  de  jus- 
ticia, esto  es,  demostrándose  la  causa  del  mal  y  el 
responsable  del  perjuicio.  (E.  D.  S.  30  Octubre  1W9, 
publicado  en  audiencia  de  27  de  Noviembre.— Gacelin. 
26  Enero  1880.) 

R.  D.  lO  Febrero  ISSO.  Cuestiones  jirinadas  con  el 
concesionario  del  uso  de  tm  cajnino  para  el  acarreo  de 
minerales. 

Concedido  por  el  Ayuntamiento  de  Colindres  A  don 
Senén  del  Diestro,  bajo  ciertas  condiciones,  el  uso  de 
un  camino  para  el  acarreo  de  minerales,  pretendie- 
ron recuperar  varios  vecinos  el  uso  del  mismo  en  que 
habían  sido  perturbados  por  el  concesionario,  y  al 
efecto  entablaron  interdicto.  Suscitada  competen- 
cia y  vistos  los  arts.  82,  núm.  2."',  73,  caso  1.",  89  y  172 
de  la  ley  municipal,  se  resuelve -á  favor  de  la  Admi- 


»     Ver  los  arts.  34  y  44  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1877. 
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nistración,  porque  el  camino  en  cnestión  no  pixede 
considerarse  de  dominio  privado,  y  contra  las  pro- 
videncias de  los  Ayuntamientos  y  alcaldes  en  asun- 
tos de  su  competencia  no  pueden  los  Juzgados  ad- 
mítif  interdictos,  sin  perjuicio  de  que  los  que  se 
consideren  agraviados  en  sus  derechos  civiles,  acu- 
dan al  juez  ó  Tribunal  competente.  (R.  D.  lOFebrero 
ÍBSO.—Gac.  24  Marzo.) 

R.  D  «O  Mayo  1 9m.  Los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones relativos  al  cuidado  de  los  caminos  públicos  no 
pueden  ser  contrariados  jfor  la  vía  de  interdicto.         * 

Visto  el  art.  44,  par.  2.**  de  la  ley  provincial';  se 
decide  á.  favor  de  la  Administración  la  competencia 
sostenida  entre  el  golieruador  de  Málaga  y  el  juez 
de  Marbella,  y  como  fundamento  se  establece:  Que 
encomendado  por  la  ley  Alas  Diputaciones  provin- 
ciales todo  lo  que  se  refiere  al  cuidado  y  conserva- 
ción'de  los  caminos  públicos  de  interés  provincial, 
al  adoptar  los  acuerdos  que  se  estimen  convenientes 
para  evitar  los  perjuicios  que  se  irroguen  á  los  mis- 
mos, obran  en  uso  de  sus  facultades,  y  el  interdicto 
que  tiende  A  contrariar  las  resoluciones  que  adoptan 
en  ese  smitido,  no  puede  ser  estimado.  (R.  I).  20  Mayo 
18S1. — Gac.  7  Junio.) 

R.  I».  «S  AgONto  19A3.  Los  acuerdos  administrati- 
vos relativos  á  la  policía  de  las  carreteras  no  pueden  ser 
contrariados  por  el  interdicto... 

El  alcalde  de  Enfesta  acordó  que  D.  Jacinto  Ba- 
rrciro  destruyera  trabajos  que  había  hecho  en  la 
cuneta  de  la  carretera  de  Coruña  A  Pontevedra,  y 
entablado  interdicto  contra  Barreiro,  el  goberna- 
dor de  la  Coruña  requirió  de  inhibición  al  Juzgado 
de  Santiago.  Formalizada  competencia,  se  decide  á 
favor  do  la  Administración,  con  vista  de  los  artícu- 
los 32,  33  y  36  del  Reg.  de  17  de  Enero  de  1867,  y  89  de 
la  ley  municipal: 

«Considerando  que  el  acuerdo  adoptado  por  el  al- 
calde de  Enfesta  mandando  á  D.  Jacinto  Barreiro 
ejecutar  los  actos  que  dieron  Uigar  al  interdicto,  fué 
adoptado  dentro  del  circulo  délas  atribuciones  que 
ala  referida  autoridad  corresponde:  y  que  el  inter- 
dicto propuesto  por  D.  Ramón  Chorren  es  inadmisi- 
ble, puesto  que  si  se  declarara  procedente  vendría 
á  contrariar  xina  providencia  administrativa  legíti- 
mamente dictada  por  un  alcalde  en  el  liso  de  sus  fa- 
cultades.» (R.  D.  28  Agosto  1883.— Gac.  2  Septiembre.) 

R.  ».  «4  Octubres  ISftS.  Facultades  de  la  Admi- 
íiistración  para  declarar  ó  reservar  derecho  á  indemni- 
zar los  af/ravios  inferidos  en  la  aplicación  de  disposicio- 
nes administrativas.  Competencia  suscitada  en  reclama- 
ción  judicial  contra  un  alcalde  por  perjuicios  inferidos 
con  la  imposiciÓ7i  de  cierta  inulta  por  contravenciones  á 
lapolicia  y  conservación  de  las  candeleras. 

Para  hacer  efectiva  la  multa  el  alcalde,  que  lo  era 
ele  barrio,  procedió  á-  la  retención  de  una  caballería, 
que  resultó  no  pertenecer  al  multado.  El  dueño  de 
la  misma  reclamó  en  juicio  verbal  indemnización  de 
perjuicios,  y  requerida  de  inhibición  la  autoridad  iu- 
üicial  en  la  segunda  instancia  del  incidente,  el  Go- 
bierno, con  vista  de  los  arts.  39,  41  y  40  del  Reg.  de  19 
do  Enero  de  1867,  decide  el  conflicto  con  tal  motivo 
surgido,  á  favor  de  la  Administración  por  los  sigiiieu- 
tos  í'undamentos: 

«Que  si  bien  el...  invocado  por  el  gobernador,.,  no 
es  legalmeute  admisible  puesto  que  se  apoya  en  el 
reglamento  aprobado  por  la  Diputación  provincial 
de  Vizcaya  x^ara  la  conservación  y  policía  de  las  ca- 
rreteras de  aquella  provincia,  es  lo  cierto  que  si  la 
Corporación  expresada  no  pudo  dictar  el  citado  re- 
glamento cuando  existia  con  el  mismo  objeto  el 'de 
caríicter  general  de  19  de  Enero  de  18(i7,  éste  atribu- 
ye A  los  alcaldes  de  los  pueblos  la  facultad  de  impo- 
ner multas  por  las  infracciones  que  del  mismo  se 
cometan,  aun  en  las  carreteras  conservadas  con  fon- 
dos de  las  provincias,  de  los  pueblos,  ó  de  los  parti- 
culares. 

Que  al  llRvarse  íl  efecto  la  imposición  de  la  multa, 
motivo  de  la  presente  contienda,  por  el  alcalde  de 
barrio,  éste  podía  estar  autorizado  para  ello  en  vir- 
tud de  las  facultades  que  le  hubieran  sido  delegadas 
por  el  teniente  de  alcalde  respectivo,  en  armonía 
con  lo  que  á  su  vez  hubiera  delegado  en  éste  el  al- 
calde del  pueblo  á  que  dicho  barrio  de  Burceña  per- 
tenece. 

Que  por  lo  tanto,  era  de  las  atribuciones  de  la  Ad- 


¿    El  articulo  que  se  cita  es  de  la  ley  de  2  Octubre  IS77, 
que  concuerda  con  el  74,  núni.  l.^  de  (ade  íí.9  Anusto  188^*' 
Tomo  II.  "^ 


ministración  el  aplicar  el  reglamento  sobre  conser- 
vación y  policía  de  las  carreteras;  y  siempre  que  se 
invoquen  perjuicios  emanados  de  disjjosiciones  ó  le- 
yes de  carácter  puramente  administrativo,  compete 
exclusivamente  declarar  ó  reservar  según  los  casos 
el  derecho  á  ser  indemnizado,  quedando  solamente 
á  la  competencia  de  los  Tribunales  ordinarios  la  fa- 
cultad de  fijar  en  el  juicio  correspondiente  la  cuan- 
tía de  la  indemnización...»  (R.  D.  24  Octubre  1888.— 
Gac.  8  Noviembre.) 

Aent.  del  T.  <lo  lo  C.  .%.  5  Marzo  ISOl.  Respon- 
sabilidad del  que  causa  daños  en  un  camino  d  sufragar 
los  gastos  de  reparación  conforme  al  reglainento  de  poli- 
cía de  1807. 

Arrojadas  de  una  mina  á  la  carretera  de  Miraflo- 
res  las  tierras  resultantes  del  laboreo,  ocasionaron 
el  derrumbamiento  de  una  tapia  de  contención,  pro- 
duciéndose la  interrupción  del  tránsito.  Requerido 
el  dueño  de  1.a  mina  para  restablecerle  y  no  habién- 
dolo hecho,  lo  practicó  el  alcalde  de  Bilbao,  previo 
acuerdo  del  Ayuntamiento,  y  luego  exigió  á  Oleaga 
el  abono  de  los  gastos  satisfechos  al  efecto  é  impor- 
tantes más  de  9.000  pesetas.  Confirmada  en  alzada 
tal  determinación  por  el  gobernador  de  Vizcaya, 
acudió  Oleaga  en  vía  contenciosa  á  la  Comisión  pro- 
vincial, que  confirmó  la  providencia  apelada: 

«...Considerando:  que  el  demandante  ha  infringido 
el  párrafo  segundo  del  art.  32  del  reglamento  de  po- 
licía de  carreteras  de  19  de  Enero  de  1867,  al  practi- 
car trabajos  de  explotación  minera  sin  la  corres- 
pondiente licencia  á  menor  distancia  de  40  metros 
de  la  carretera,  y,  por  ello,  ha  incurrido  en  la  respon- 
sabilidad que  determina  el  mismo  artículo,  que  es 
la  de  subsanar  los  perjuicios  causados,  además  del 
Ijugo  de  la  multa  correspondiente: 

Considerando:  que  no  es  aplicable  al  caso  de  autos 
el  R.  D.  de  7  de  Abril  de  1848  y  Reg.  de  8  del  mismo  mes 
y  año,  que  el  actor  cita  para  atenuar  su  responsabi- 
lidad: en  primer  lugar,  porque  no  hubo  deterioro, 
sino  completa  obstrucción  por  importante  despren- 
dimiento de  tierras;  y  en  segundo,  porque  las  cita- 
das disposiciones,  anteriores  con  mucho  al  regla- 
mento de  policía  de  carreteras  de  19  de  Enero  de  1867, 
se  refieren  exclusivamente  á  deterioros  continuos  en 
vías  municipales  y  caminos  vecinales,  en  cuya  clasi- 
ficación no  puede  ser  comprendida  una  carretera 
general  como  es  la  de  Bilbao  á  Pancorbo,  de  la  cual 
forma  parte  el  trozo  de  la  cuesta  de  Miraflores: 

Considerando:  que  causado  el  daño,  el  Sr.  Alcalde 
de  esta  invicta  villa  se  dirigió  inmediatamente  al 
al  Sr.  Oleaga  con  la  excitación  de  que  lo  subsanara 
sin  pérdida  de  tiempo,  y  al  no  contestar  á  los  dife- 
rentes oficios  pasados  en  el  sentido  expresado,  se 
procedió  por  aquella  autoridad,  con  la  diligencia  que 
el  caso  requería,  á  dejar  libre  y  expedita  la  carrete- 
ra, irrogándose  con  este  motivo  gastos,  cuya  inver- 
sión y  pago  tiene  justificados  el  Ayuntamiento  en  el 
expediente...»  (Sent.  5  Marzo  1891. — Gac.  13  Septiem- 
bre, p.  70.) 

Sumario  alfabético. 

Abandono  de  carreteras:  7  Abril  1870;  28  Marzo  1873;  ley 
4  Mayo  1877,  articulo  transitorio,  y  65  de  su  Reg. 

Acopios  de  materiales  para  la  conservación  de  carre- 
teras: I.**  Enero  1854;  5  Marzo  1857;  1.°  Diciembre 
1858;  10  Agosto  1877,  art.  25.— V,  Contratos. 

Acotamiento  y  amojonamiento  de  caminos  y  carreteras: 
R.  O.  27  Mayo  1846  y  JuRiSP.,  R.  D.  14  Mayo  1852  y 
otros. 

Administración:  (sistema  para  la  construcción  ó  repa- 
ración de  carreteras);  Circ.  5  Marzo  1857;  R.  O,  l.'^ 
Diciembre  1858;  ley  4  Mayo  1877,  arts.  21,  31  y  41;  re- 
glamento 10  Agosto  id.,  arts.  21,  25,  36,  37  y  52. 

Ajustes  parciales:  su  prohibición  para  reparar  las 
carreteras;  5  Marzo  1857,  art.  5.";  1.'-"  Diciembre  1858. 

Alcaldes:  cuidado  de  la  policía  de  las  carreteras;  re- 
glamento 19  Enero  1867  y  3  Febrero  18Tf. 

Alineaciones  (de  edificios  en  las  callos  travesías):  3  Fe- 
brero 1871. 

Amojonamiento  de  carreteras. — V.  Acotamiento. 

AncMira  de  las  carreteras. — V.  Dimensiones. 

Arbitrios  por  el  uso  de  carreteras:  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
tículos 20,  35  y  45;  Reg.  10  Agosto  id.,  arts.  27,  44  y  57. 
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Auxilw3  para  la  construcción  de  carreteras:  ley  4 
Mayo  1877,  arts.  50  y  siguientes;  Rog.  10  Agosto  id., 
arts.  60  y  siguientes. — V.  Subvenciones. 

Ayudantes  de  obras  públicas. — V.  Ingenieros. 

Ayuntamientos. — V.  Carreteras  locales. 

Barcajes. — V.  Pontazgos. 

liases  para  la  legislación  de  obras  piíblicas:  20  Agos- 
to 1873;  '29  Diciembre  1876. 

Beneficio  de  vecindad:  ley  4  Mayo  1877,  arts.  22  y  31. 

Caminos  de  servicio  particxilar:  Jdrisp.,  23  Enero  1866. 
V.  Carreteras. 

Caminos  oecinales. — V.  Carreteras  municipales. 

Capataces. — V.  Peones. 

Carreteras  d  cargo  del  Estado:  ley  i  Mayo  1877,  arts.  3." 
á,  21;  Beg.  10  Agosto  id.,  arts.  2.°  A  27:  16  Septiem- 
bre 1886. 

—  de  primer  orden:  clasificación  de  la  ley  22  Julio 
1857,  arts.  2.°,  3."  y  siguientes;  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
ticulo 4.°;  Heg.  10  Agosto  id.,  art.  2." 

—  de  segundo  orden:  clasificación  de  la  ley  de  1857, 
arts.  2.°,  4."  y  siguientes;  ley  4  Mayo  1877,  art.  5.°; 
Beg.  10  Agosta  id.,  art.  2." 

—  de  tercer  orden:  clasificación  de  la  ley  22  Julio  1857, 
arts.  2.°,  5.°  y  siguientes;  Circs.  5  Noviembre  1857, 
3  y  10  Mayo  1858  y  14  Noviembre  1868;  ley  4  Mayo  1877, 
art.  6.°;  Beg.  10  Agosto  id.,  art.  2.° 

—  generales:  clasificación  de  la  ley  7  Mayo  1851,  ar- 
tículo 10  de  la  de  22  Julio  1837. — Plan  de  carreteras 
generales;  16  Septiembre  1886. 

—  de  servicio  público:  ley  4  Mayo  1877,  art.  1.°;  regla- 
mento 10  Agosto  id.,  art.  1.° 

— V.  Zona  militar. 

Carreteras  en  sus  travesías  por  los  pueblos:  E.  O.  22 
Abril  1786  por  nota  á  la  ley  6.»,  tlt.  XXXV,  lib.  VII, 
Nov.  Becop.;  B.  O.  5  Marzo  1841;  id.  25  Marzo  1844; 
ley  11  Abril  1849;  Beg.  14  .Julio  del  mismo  año;  cla- 
sificación de  la  ley  7  de  Mayo  1851  y  del  art.  10  de  la 
de  22  Julio  18.57,  y  Es.  Os.  3  Febrero  1871  y  21  Marzo 
1879;  Beg.  de  1877,  arts.  19  y  33. 

Carreteras  provinciales:  clasificación  de  la  ley  de  7 
Mayo  1*^51  y  del  art.  10  de  la  de  18-57.  Véanse  tam- 
bién la  ley  25  Julio  18.56;  las  Bs.  Os.  y  Ciros.  3  Sep- 
tiembre 1856;  5  Noviembre  1857,  24  DicienAre  1862; 
leyes  23  Septiembre  1863  y  15  Abril  1874;  ley  4  Mayo 
1677,  arts.  25  á  33:  Beg.  para  su  ejecución,  arts.  28  á 
44.— Plan  de  las  de  Valladolid:  B.  D.  18  Abril  1879. 

Carreteras  municipales  ó  vecinales:  B.  D.  7  Abril  y  re- 
glamento 8id.de  Í84M;  clasificación  de  la  ley  7  Mayo 
1851  y  del  art.  10  de  la  de  1&57;  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
ticxllos  36  á  45;  Heg.  10  Agosto  1877,  arts.  45  á  57. 

Carreteras  de  servicio  paríicular:  Clasificación  de  la 
ley  de  1857. 

Carreteras  costeadas  con  fondos  mixtos:  ley  4  Mayo  1S77, 
arts.  50  á  55;  Beg.  10  Agosto  id.,  arts.  60  á  64. 

Carreteras  costeadas  por  jiarticulares:  ley  4  Mayo  1877, 
arts.  46  á  49  y  55;  Beg.  10  Agosto  Id.,  arts.  .38  y  .59. 

Carreteras  abandonadas. — V.  Abandono. 

Clasificación:  Cuestiones  sobre  clasificación  de  carre- 
teras: JURISP.,  7  Abril  y  ).»  Mayo  1863.— Véase  Ca- 
rreteras. 

Concesiones  de  carreteras  á  particulares  y  compa- 
ñías: ley  4  Mayo  1877,  arts.  46  y  siguientes  á  5.5;  re- 
glamento 10  Agosto  id.,  arts.  5S  y  59. — De  estudios. 
Véase  Estudios:  Zona  militar. 

Concesiones  de  dominio  público  y  del  Estado  (servi- 
dumbres sobre  carreteras). — V.  Servidumbres. 

Conservación  y  reparación  de  carreteras:  ley  11  Abril 
1849;  ley  4  Mayo  1877,  arts.  19,  34  y  44;  Beg.  10  Agosto 
1877,  arts.  24,  2.5,  38  y  54.— V.  Obras.— Conservación 


y   reparación   de    las  de  Madrid:  20  Octubre  1881. 

Conservación  del  dominio  sóbrelas  carreteras. — Acota- 
miento y  amojonamiento:  B.  O.  27  Marzo  1&46;  Cir- 
cular 20  Septiembre  1882.  ' 

Construcciones  contiguas  á  las  carreteras:  cap.  III  de 
la  Ordenanza  de  1842,  arts.  30  á.  39;  B.  O.  14  Septiem- 
bre 184.3,  y  cap.  III  del  Beg.  19  Enero  1867.— Sobre 
construcciones  de  pozos,  abrevaderos,  etc.,  conti- 
guos A  las  carreteras. — Véase  el  art.  1."  de  la  Orde- 
nanza de  1842  y  el  del  Beg.  de  1867.— V.  Pozos. 

Contratistas:  Beglas  para  el  pago  de  trabajos  ejectv 
tados;  l.*^  Diciembre  1871. 

Contratos  de  obras  públicas:  18  Marzo  1846;  1.°  Diciem- 
bre 1858;  15  Julio  1859;  30  Abril  1862:  13  Febrero  y  17 
Julio  1868,  20  Junio  1871,  14  y  28  Marzo  1873  y  ley  4 
Mayo  1877,  arts.  21,  31  y  41;  Beg.  10  Agosto  id.,  ar- 
tículos 22,  23,  25,  36,  37  y  52.— Condiciones  para  la 
contratación  de  obras  públicas;  10  Juli©  1861;  11 
Junio  1886. 

Denuncias  por  infracciones  y  multas:  cap.  IV,  Orde- 
nanzas de  1842,  y  cap.  IV  del  Beg.  para  la  conser- 
vación y  policía  de  carreteras  de  19  Enero  1867. — 
Véase  además  la  sección  de  Jurisprudencia. 

Dimensiones  de  las  carreteras;  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
ticulo 7.°;  Beg.  para  su  ejecución,  art.  20;  B.  O.  6 
Agosto  1861-y  1."  Diciembre  1858,  art.  34. 

Diputaciones:  Alteración  de  planes  de  carreteras,  et- 
cétera.; 12  Julio  1869;  16  Marzo  1872;  15  Abril  1874  y 
30 Noviembre  1875. — V.  Carreteras  provinciales. 

Directores  de  caminos  vecinales;  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
ticulo 42. 

Empleados.—^.  Ingenieros:  Peones. 

Empréstitos:  20  ÍMTíio  1871.— Empréstito  á  la  Diputa- 
ción de  Valencia;  30  .Julio  1877. 

Estudios  de  carreteras;  ley  4  Mayo  1877,  arts.  18  y  48; 
Beg.  10  Agosto,  art.  11;  10  Julio  1879;  ley  de  1857,  ar- 
ticulo 26,  y  Hs.  Os.  9  Marzo  1866  y  2  Diciembre  1868. 

Expropiación:  1."  Abril  1868,  art.  4.°;  ley  4  Mayo  IS77, 
arts.  13  y  48;  Bs.  Os.  17  Marzo  1881  y  9  Abril  1884. 

Formularios:  6  Junio  1873. 

Gobernadores  de  provincia:  Sus  facultades  respecto  á 
carreteras;  \.°  Abril  1868;  28  Agosto  y  14  Noviembre 
de  1868. 

Impuestos. — V  Arbitrios;  Pontazgos. 

Ingenieros  de  caminos,  canales  y  puertos:  sus  funcio- 
nes; ley  4  Mayo  1877,  arts.  23,  24,  .32,  33  y  4.3;  Beg.  10 
Agosto  1877,  arts.  11,  21,  41,  42,  43,  .55  y  .56.— Sus  fa- 
cultades para  variaciones  de  emplazamientos,  et- 
cétera; 17  Diciembre  1870  y  28  Marzo  1873. 

Inspección  de  las  carreteras. — V.  Ingenieros. 

Interdictos:  su  improcedencia  contra  acuerdos  admi- 
nistrativos sobre  conservación  y  policía  de  carre- 
teras; JuRisp.,  decisiones  14  Mayo  1852,  23  Enero  y 
22  Abril  1866,  11  Enero  1867,  14  Enero  id.,  13  Enero 
Í873,  20  Mayo  1881  y  28  Agosto  1883. 

Jurisdicción  competente  para  conocer  de  las  cuestio- 
nes sobre  intrusión  de  carreteras,  etc.;  JURISP.,  6 
Junio  1865,  14  Mayo  1867  y  9  Octiibre  1873. 

Liquidaciones  de  obras  ejecutadas;  R.  0. 20  Mayo  1866. 

Materiales  para  caminos;  E.  O.  22  Abril  1786;  Bs.  Os.  5 
Marzo  1841;  25  del  mismo  mes  de  1844;  11  Abril  1849; 
Beg.  14  Julio  del  mismo  año,  é  Inst.  1."  Diciembre 
de  1838. 

Medición  y  designación  kilométrica  de  las  carrete- 
ras; Es.  Os.  18  Diciembre  1856  y  29  Febrero  1857. 

Medidas  de  conservación  de  las  carreteras,  proliibi- 
ciones,  etc.;  Ordenanza  1842;  id.,  Beg.  1867:  circ.  6 
Agosto  18.37. 

Obras  de  carreteras:  cantidad  destinada  á  su  pag'o; 
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ley  11  Julio  1877;  ley  30  Julio  1877.— Suspensión;  Ju- 
risprudencia, 6  Febrero  1867. 
Obras  de  construcción  y  reparación  de  carreteras; 
ley  4  Mayo  1877,  arts.  17,  21,  31  y  41.— Lo  que  sou 
unas  y  otras,  y  lo  qxie  son  obras  nuevas,  etc.;  Real 
orden  5  Marzo  1857;  Inst.  1.**  Diciembre  1858,  espe- 
cial para  este  importante  objeto. — Cuáles  pueden 
hacerse  por  administración,  cttáles  por  subasta, 
formalidades,  etc.;  Inst.  1."  Diciembre  citada,  ar- 
tículos 35,  49,  58  y  otros. — V.  Administración:  Con- 
tratos: Conservación. — Abreviación  de  trámites  en 
los  expedientes;  28  Agosto  1868. — Observancia  de 
las  disposiciones  vigentes;  3  Febrero  1871. 
Peaje  de  los  portazgos,  pontazgos,  etc.  (Productos 

de);  ley  22  Julio  18.57,  art.24. 
Picones  capataces;   camineros  y  auxiliares;   Reg.  10 
Agosto  1877,  arts.  26  y  39;  B.  O.  14  Febrero  1881;  re- 
glamento 19  Enero  1867;  circulares  21  Julio  1811;  30 
Julio  1842;  25  Junio  1852;  31  Marzo  1867;  14  Marzo 
y  16  Abril  1873. — Los  peones  capataces  son  jefes  in- 
mediatos  de    los   camineros,  etc.;  Ordenanza  de 
1842;  Keg.  19  Enero  1867;  id.  16  Abril  1873. 
Plnn  general  de  carreteras:  ley  22  Julio  18.57,  art.  6.°; 
Circ.  5  Noviembre  1857  y  K.  Di  6  Septiembre  1864;  14 
Noviembre  1868,  7  Enero  1869,  7  Febrero  1870,  23  Abril 
1871,  28  Febrero  1873  y  16  Septiembre  1886. 
Planes  de  carreteras:  del  Estado;  ley  4  Mayo  1877,  ar- 
tículos 8.°  y  sigs.;  ley  11  Julio  1877;  Eeg.  10  Agosto 
1877,  arts.  3."  á  10,  y  16  Septiembre  1886.— De  los 
pueblos;  ley  4  Mayo  1877,  arts.  37  y  39;  Eeg.  10  Agos- 
to 1877,  arts.  45  á  50.— De  las  provincias;  ley  4  Mayo 
1877,  arts.  25,  26,  29  y  sigs.;  Eeg.  10  Agosto  1877,  ar- 
tícxalos  28  íi  32. 
Plantación  de  viveros:  Dos  Es.  Ords.  7  Febrero  1852. 
Policía  de  carreteras:  Eeg.  19  Enero  1867;  E.  O.  27 

Mayo  1846;  JURisr.,  E.  D.  14  Mayo  18.52  y  otros. 
Ponta;:gos,  portazgos  y  barcajes;  ley  11  Julio  1877,  ar- 
tículos 4."  y  sigs. 
Postea  kilométricos  (colocación  de):  18  Diciembre  1856 

V  28  Febrero  1857. 
Pozos  contiguos  á  los  caminos:  JuRisp.,  3  Noviem- 
bre 1852. 
P-estación  personal:  E.  D.  7  Abril  1848,  arts.  8.°  y  9.°; 
reglamento  8  Abril  Id.,  arts.  39  y  sigs.;  ley  4  Mayo 
1877,  art.  44;  Eeg.  10  Agosto  id,  art.  53. 
Presupuestos:  sumas  que  en  ellos  han  de  flgurar  para 
la  construcción  de  carreteras;  ley  4  Mayo  1S77,  ar- 
ticules 16, 19,  27  y  sigs.,  40  y  44;  Eeg.  10  Agosto  1877, 
arts.  36,  52  y  54. 
Proyectos  de  carreteras:  ley  4  Mayo  1877,  arts.  12  y  si- 
guientes, 28  á  30,  38  y  47;  Eeg.  10  Agosto  1877.  arts.  11, 
12  y  sigs.,  .33  y  sigs.  y  51  y  sigs;  1."  Abril  186S. 
Puentes  sitos  en  carreteras:  E.  D.  21  Diciembre  1877. 
Rej'aración  de  carreteras. — V.  Conservación. 
Replanteo  de  alineaciones  y  rasantes,  etc.:  17  Diciem- 
bre 1870. 
Servidumbres  soljre  carreteras:  concesiones  de  domi- 
nio público  y  del  Estado. — Véanse  en  Obras  públi- 
cas DE  Fomento  las  bases  14  &  18  del  art.  1."  de  la 
ley  de  29  Diciembre  1876.  los  arts.  94  á  113  de  la  de  13 
Abril  1877  y  la  Eesol.de  la  Dirección  de  24  Septiem- 
bre 1891. 

Servidumbres  para  la  conservación  de  caminos  y  po- 
licía de  tránsito:  Eeg.  19  Enero  1867  para  la  conser- 
vación y  policía  de  carreteras. 

Subastas  de  obras  públicas:  Inst.  18  Marzo  1852  y  las 
que  se  insertan  en  el  artículo  Obras  públicas. — 
Ver  también  la  Inst.  de  1.°  Diciembre  1858,  arts.  35, 


49,  58  y  otros;  20  Junio  1871,  4  Octubre  1872,  10  Abril 
187.3,  4  Enero  1893  y  la  nota  primera  de  la  p.  335. 

Subsistencias:  obras  para  dar  trabajo  á  las  clases  po- 
bres; 30  Julio  1868. 

Subvenciones. — V.  Auxilios. 

Tr  ínsito  de  las  carreteras  (Policía  de):  Ordenanza  dj 
1842  y  Eeg.  de  1867.— V.  además  la  Jurisprudencia. 

Travesías. — V.  Carreteras  en  sus  travesías  por  los 
pueblos. 

Vso  de  las  carreteras  del  Estado. — V.  Arbitrios. 

Utilidad  pública. — V.  Expropiación  forzosa. 

Variaciones  de  trazado  ó  proyección:  ley  de  1857,  ar- 
tículos 16  y  18;  10  Marzo  1866,  17  Enero  1870  y  30  No- 
viembre 1875. 

Vecindad.— V.  Beneficio  de... 

Visitas  á  caminos:  Inst.  1.°  Diciembre  18.58. 

Vuelcos  de  carruajes  en  las  carreteras:  E.  O.  25  Agos- 
to 1854;  Eeg.  19  Enero  1867,  art.  4.5.— Véase  el  artícu- 
lo especial  Carruajes. 

Zona  militar  de  costas  y  fronteras:  Eequisitos  parü 
la  construcción  de  carreteras  dentro  de  su  perí- 
metro: E.  D.  17  Marzo  1891. 


Aunque  cti  este  articulo  hemcs  compilado 
esmeradamente  la  leg-i.slaeión  de  caminos  or- 
diñarles  ó  carreteras,  no  puede  pre-scindirsi- 
de  consultar  otro.s  varios  con  quienes  tiene  re 
lación,  y  nos  remitimos  principalmente  á  Ac- 
tcs  ad.ministrativos:  caminos  vecinales: 
Carruajes  públicos:  Consejo  de  E.8t.a.do: 
Jurisdicción  contencioso- administrativa: 
Contratos  administrativos:  Expropiación 
forzosa:  Gobierno  y  administración  de  las 
provincias  :  Guardia  civil  :  Ingenieros: 
Obras  públicas:  Presupuestos,  etc. 

CARRETERAS  EN  ULTRAMAR.  Trata  de  las 
obras  públicas  en  g-eneral  el  tít.  XVI,  lib.  IV 
de  la  Recopilación  de  ludias,  y  dispone  que  se 
hagan  y  reparen  los  puentes  y  caminos  á  eos 
ta  de  los  que  recibieren  beneficio,  y  que  sean 
de  provecho  las  que  hiciesen  á  costa  de  los 
Concejos.  El  tit.  XVII,  que  le  sigue,  se  ocupa 
también  del  uso  de  los  caminos,  posadas,  ven- 
tas y  mesones,  etc. 

«.Estas  disposiciones  se  hallan  esencialmente 
modificadas  en  lo  que  se  refiere  A  las  Antillas 
por  otras  posteriores  que  lian  asimilado  su  le- 
gislación de  Obras  públicas  á  la  de  la  Penín- 
sula. 

He  aquí,  en  cuanto  A  carreteras  en  particu- 
lar, una  indicación  de  la  legislación  aplicable 
al  asunto. 

Cuba.— Por  H.  O.  de  8  de  Enero  de  1867  se 
aprobó  la  Ordenanza  para  la  conservación  y 
policía  de  los  caminos  ordinarios  de  la  isla  de 
Cuba  (Gac.  16  Enero).  Es  muy  análoga  á  la 
que  rig'e  en  la  Península. 

En  22  del  mi.^i)io  mea  y  año  se  dictó  un  de- 
creto clasificando  los  caminos  y  carreteras  de 
la  isla  en  vías  de  servicio  público  y  vías  de 
servicio  particular,  subdivldiendo  las  prime- 
ras, según  su  importancia  y  utilidad,  eu  carro- 
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teras  de  primero  y  seg-undo  ordeu  y  eu  cami- 
nos vecinales  (C.  L.,  t.  07,  p.  131).  Las  dispo- 
siciones de  este  decreto  son  muy  análogas  á 
las  de  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857,  inserta  eu 
el  artículo  anterior,  y  de  la  cual  se  han  toma- 
do. Una  i?.  O.  de  25  de  Marzo  de  1S6S  (C.  L., 
tomo  99,  p.  350),  fijó  el  ancho  de  las  carrete- 
ras de  primero  y  segundo  orden. 

Asi  siguió  la  legislación  hasta  que  en  1°  de 
Junio  de  1S83  se  aprobó  la  ley  de  carreteras, 
análoga  á  la  de  la  Península  de  4  de  Mayo  de 
1877  y  mandada  observar  por  el  decreto  de  la 
misma  fecha.  La  analogía  es  más  que  analo- 
gía, es  identidad,  puesto  que  ambas  leyes  son 
sustancialmente  iguales  y  las  diferencias  que 
separan  la  de  Cuba  de  la  de  la  Península,  sólo 
responden  á  las  distintas  condiciones  geográ- 
ficas y  diferente  organización  administrativa 
de  la  Península  y  la  colonia.  La  ley  estn  en  la 
Gaceta  de  3  de  Junio  de  1883  y  en  las  de  13  á 
23  del  mismo  mes,  el  decreto  del  día  6  apro- 
bando el  reglamento  para  la  ejecución  de  la 
ley  anterior. 

Puerto  Rico. — Por  R.  D.  de  21  de  Enero  de 

1868  se  clasificaron  los  caminos  ordinarios  de 
la  isla  en  caminos  de  primer  orden,  de  segun- 
do orden,  vecinales  y  de  servicio  particular 
(Gac.  28  Enero).  Por  R.  O.  de  9  de  Junio  de 

1869  se  aprobó  el  plan  de  caminos  vecinales 
de  la  isla.  Por  R.  O.  de  11  de  Julio  de  1884  se 
aprobó  el  reglamento  para  la  conservación  y 
policía  de  las  carreteras  de  la  misma  (Gaceta 
27  Julio),  y  por  R.  D.  de  22  de  Enero  de  1886 
se  mandó  observar  en  Puerto  Rico  la  ley  de 
carreteras  de  la  Península  de  4  de  Mayo  de 
1877  con  ciertas  modificaciones.  En  estos  tér- 
minos: 

«Regirá  como  ley  en  la  isla  de  Puerto  Ric,o 
la  de  carreteras  promulgada  para  la  Penínsu- 
la en  4  de  Mayo  de  1877,  sin  otras  modificacio- 
nes que  las  contenidas  en  el  texto  adjunto  '... 
Dado  eu  Palacio  á  22  de  Enero  de  1886. — Ma- 


i  La  ley  de  carreteras  de  Puerto  Rico  difiere  de  la  que 
rige  en  la  Península,  en  que  atribuye  al  Ministro  di  Ul- 
tramar las  facultades  que  ésta  confiere  al  de  Fomento;  en 
q'te  no  clasifica  en  tres  distintos  Ordenes  las  carreteras 
■  del  Estado  y  en  que  no  contiene  referencias  d  diferentes 
[provincias  y  Diputaciones,  de  las  7nismas,  sino  d  la  sola 
provincia  que  constituye  la  isla  de  Puerto  Rico  y  d  la  Di- 
jtutación  que  la  administra.  He  aquí  tina  tabla  de  concor- 
dancia de  los  artículos  de  una  y  otra  ley: 

Ley  de  Puerto  Rico.  Ley  Peninsular. 

1." 1." 

2." 4.° 

8.° 7.° 

4."  á  24 10  á  29 

•2o    á  31...  31  á  37 

32 Párrafo  primero  del  3S 

33  y  34 39  y  40 

35    y  .36 41 

87    ;l  .50 43  á  56 


ría  Cristina. — El  Ministro  de  Ultramar,  Ger- 
mán Gamazo.»  (Gac.  28  Enero.) 

CARROS  FÚNEBRES.  V.  Cementerios:  Po- 
licía MUNICIPAL. 

CARRUAJES  PÚBLICOS.  Comprende  este  ar- 
ticulo las  disposiciones  relativas  al  servicio  de 
carruajes  públicos,  debiendo,  ante  todo,  con- 
signar que  la  infracción  de  los  reglamentos  de 
carruajes  y  el  hecho  de  correrlos  dentro  de  po- 
blado con  peligro  de  las  personas,  se  castiga 
como  falta  (Cód.  peoal,  art.  599,  párrs.  4."  y 
5.°),  y  que  tales  infracciones  pueden  llegar  á 
constituir  el  delito  ó  la  falta  de  imprudencia, 
conforme  á  los  arts.  581,  párr.  1.°  y  605  del  ci- 
tado Código,  según  también  ha  consignado  el 
T.  S.  en  los  casos  que  insertamos  en  la  Sección 
de  Jurisprudencia  y  en  muchos  más  que  pue- 
den consultarse  en  Imprudencia  temeraria. 
— Véase  además  Carreteras:  Contribución 
industrial:  Tranvías. 

Tit.  XIV,  lib.  VI,  Nov.  Eec. 

Trata  del  uso  de  sillas  de  manos,  coches  y 
literas,  estando  sus  leyes  en  completo  desuso. 
Prohibían  los  bordados,  brocados,  flecaduras 
de  puntas,  de  borlilla,  campanilla  y  redecilla 
en  las  sillas  de  manos  y  coches;  prohibían  tam- 
bién andar  en  coche  alquilado,  ó  con  caballos 
prestados,  ó  con  más  de  cuatro,  siendo  en  todo 
caso  necesaria  licencia  del  Rey  para  usarle  ó 
para  enajenarle;  y  se  llevaron  todavía  mucho 
más  allá  las  prohibiciones  con  los  que  i)odían 
usar  coches,  que  no  eran  dueños  de  disponer 
de  él  para  sus  amigos  y  parientes,  no  siendo 
de  los  que  vivían  y  comían  de  ordinario  en  su 
casa  y  á  su  costa. 

Eeg.  de  policía  de  Madrid  20  Febrero  1824. 
El  cap.  XIII,  destinado  á  los  carruajes  pú- 
blicos, dispone,  entre  otras  cosas,   que  nadie  j 
pueda  tener  carruajes  de  alquiler,  sean  de  pla- 
za ó  de  camino,  sin  licencia  del  superintenden- 
te general,  pagando  la  retribucióu  que  deter- 
mina: que  se  forme  un  reg'istro  de  todos  los 
referidos  carruajes,  y  quo  éstos  lleven  en  la 
parte  exterior  de  su  testera  el  número  del  re- 
gistro, todo  bajo  las  penas  establecidas  eu  los  j 
arts.  147  á  149  del  mismo.   Iguales  disposicio- 
nes contiene  el  cap.   XIV  del  reglamento  de 
policía  para  las  provincias,  de  la  misma  fecha 
que  el  anterior.  (No  se  halla  eu  la  C.  L.  ó  de 
decretos.) 

E.  o.  7  Octubre  1818. 
Preferencias  en  asientos. 
(GoB.)  Dispuso:  «que  los  jefes  militares,  | 
cuando  no  viajen  por  asuntos  del  servicio  pú- 
blico ,  no  tienen  preferencia  alguna  sobre  los  | 
particulares  para  ocupar  los  asientos  de  los 
carruajes  de  aquella  Empresa  (las  diligencias 
de  postas  generales),  y  mucho  menos  cuando 
los  billetes  estén  va  vendidos. — Madrid  7  de 
Octubre  de  1848.»  '(C.  L.,  í.  45,  p.  199.) 

Ciro.  25  Agosto  1854. 

La  Dirección  de  Obras  públicas  encargó  á 
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los  ingenieros  jetes  de  los  distritos,  que  cuan- 
(ío  ocurrieran  vuelcos  de  carruajes,  procura- 
sen que  se  veriñcara  una  escrupulosa  investi- 
gación de  sus  causas,  para  adoptar  las  medi- 
das oportunas.  (C.  L.,  t.  62,  j).  347.) 

B.  D.  13  Mayo  1857. 

Reglamento  para  el  servicio  de  carruajes  de  cotiducción 

de  viajeros. 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Mi- 
nistro de  la  Goberuación,  de  acuerdo  con  la 
Sec.  de  Gob.  y  Fom.  del  C.  R.,  se  aprueba  el 
adjunto 

Reglnnifiito  paha  kl  servicio  de  los  cabroajes 

DESTINADOS  A  LA  CONDUCCIÓN  DE  VIAJEKOS. 

«Articulo  1."  No  podrá  destinarse  en  lo  su- 
cesivo carruaje  alguno  á  la  conducción  de  via- 
jeros sin  que  preceda  licencia  del  gobernador 
de  la  provincia  en  que  esté  domiciliada  la  em- 
presa. 

Art.  2.°  Lueg'o  que  ésta  lo  solicite,  dispon- 
drá el  gobernador  que  un  perito,  asistido  por 
un  inspector  especial  de  vigilancia  en  Madrid, 
ó  poi  un  inspector  ó  comisario  en  las  demás 
capitales,  ó  un  delegado  de  la  misma  autori- 
dad superior  civil  en  las  poblaciones  subalter- 
nas, reconozca  el  carruaje  para  cerciorarse  de 
que  está  construido  coa  solidez  y  ofrece  las 
condiciones  necesarias  para  la  seg'uridad  y 
comodidad  de  los  viajeros;  deísiendo  tener  pre- 
sente al  hacer  el  reconocimiento: 

1."  Que  el  máximum  do  la  altura  desde  el 
suelo  hasta  lo  más  elevado  de  ¡a  vaca,  ha  de 
ser  de  tres  metros  en  los  carruajes  de  cuatro 
ruedas,  pudiendo  aumentarse  con  10  centíme- 
tros si  tienen  cabriolé,  y  de  dos  metros  60  cen- 
tímetros en  los  de  dos  ruedas. 

2.°  Que  entro  la  parte  anterior  y  superior 
del  carruiie  y  la  banqueta  del  cupé  deberá 
haber  una  distancia  de  35  centímetros. 

3."  Que  cada  asiento  debe  tener,  por  lo  me- 
nos, una  anchura  de  48  centímetros;  que  este 
mismo  espacio  ha  de  mediar  entre  las  arqui- 
llas, y  que  la  akura  de  ésta.'í,  incluso  el  al- 
mohadón, no  puede  exceder  de  40  centímetros. 
4.°  Que  desde  el  pesebrón  hasta  el  tejadillo 
ha  de  medirse  un  metro  y  40  centímetros. 

5.°  Que  la  berlina  y  el  interior  han  de  te- 
ner una  poryazuela  á  cada  lado,  con  su  corres- 
pondiente estribo. 

6.°  Que  los  ejes  han  de  ser  de  hierro  forja- 
do, empanados  y  de  buena  calidad. 

Y  7."  Que  los  carruajes  no  han  de  tener  se- 
cretos. 

Art.  3."  El  perito  extenderá  una  certifica- 
ción en  que  conste  la  altura,  largo  y  anclio 
del  carruaje,  las  dimensiones  de  todas  sus  pie- 
zas, la  materia  de  que  están  construidas,  los 
asientos  que  puede  contener  cómodamente,  y 
los  limites  y  forma  que  para  evitar  vuelcos 
debe  darse  á  la  carga,  la  cual  ha  de  regularse 
por  el  número  de  viajeros  que  admita  el  coche 
y  caballerías  que  lo  arrastren;  declarando  bajo 
su  responsabilidad  si,  según  las  reglas  del 
arte,  puede  aquél  destinarse  sin  peligro  al  ser- 
vicio del  público.  El  inspector  ó  comisario 
autorízala  con  su  firma  el  certificado. 

Los  dereclios  que  devengue  el  perito  serán 
de  cuenta  de  la  empresa,  la  cual  podrá  tam- 


bién uombrar  otro  que  en  su  representación 
asista  al  reconocimiento. 

Art.  4."  El  gobernador,  con  presencia  del 
resultado  del  reconocimiento,  concederá  ó  ne- 
gará la  licencia,  y  en  el  primer  caso  remitirá 
á  las  autoridades  superiores  civiles  de  todas 
las  provincias  que  debe  recorrer  el  carruaje, 
copia  textual  de  la  certificación  expedida  por 
el  perito,  con  expresión  del  número  del  ca- 
rruaje, para  que  puedan  disponer  su  compro- 
bación cuando  ]{>  estimen  conveniente.  De 
todas  estas  licencias  se  llevarán  registros  cir- 
cunstanciados en  los  Gobiernos  de  provincia. 

Art.  5."  Los  carruajes  pertenecientes  á 
una  empresa  tendrán  numeración  correlativa, 
y  en  ambos  lados  llevarán  escrito  en  parte  vi- 
sible el  nombre  de  aquélla,  y  el  número  del 
coche  en  caracteres  de  20  centímetros. 

Art.  6.°  Las  empresas  se  sujetarán  á  las 
condiciones  que  se  les  impongan  en  la  licen- 
cia, según  la  declai-ación  del  jierito,  por  lo 
tocante-al  número  de  asientos  que  puedan  ad- 
mitir y  á  la  forma  y  limites  de  la  carga. 

Art.  7.°  En  niugiin  caso  se  permitirá  que 
se  pongan  objetos  fuera  de  la  vaca,  ni  que  ésta 
sobresalga  de  la  caja  más  que  lo  precisamente 
necesario  en  los  carruajes  cuya  estructura  lo 
exija  y  dentro  de  los  límites  prefijados  por  el 
perito, 

Art.  8.°  Todo  carruaje  público  destinado  á 
la  conducción  de  pasajeros  de  un  punto  á  otro 
del  Reino  llevará  precisamente  torno,  plancha 
yatarruedas.  Tendrá  también  en  la  parte  pos- 
terior un  aparato  destinado  á  contenerlo  cuan- 
do haya  necesidad  de  hacer  alto  en  las  subidas. 

Art".  9."  En  la  parte  más  elevada  y  anterior 
de  los  carruajes  tendrán  un  farol  de  reverbe- 
ro, que  deberá  estar  encendido  desde  el  ano- 
checer hasta  que  amanezca. 

Art.  10.  Los  asientos  estarán  numerados: 
no  se  admitirán  en  las  localidades  mayor  nú- 
mero de  personas  de  las  que  les  estén  designa- 
das. Las  empresas  fijarán  con  anticipación  las 
reglas  y  precio  que  han  de  regir  para  la  ad- 
misión de  niños  '. 

Art.  11.  Ni  en  las  administraciones,  ni  en 
medio  del  camino  podrán  admitirse  pasajeros 


»  Aclarando  los  arts.  10  y  35  de  este  reglamento,  se 
dispuso  por  B.  O.  de  S7  de  Noviembre  de  1858,  con  presen- 
cia de  los  arts.  ■í:>S  y  606  del  Código  penal  de  1860,  con- 
cordantes con  el  art.  699,  núm.  4."  y  825  del  de  1870: 

«í.**  Que  cua7ulo  tin  carruaje  público  conduzca  viaje- 
ros en  cualquier  puesto  que  no  sea  de  los  numerados  se 
imponga  á  cada  itno  de  ellos  la  pena  de  cuatro  duros  y 
otra  igual  d  la  empresa,  entendiéndose  en  este  sentido  el 
articulo  36  del  reglamento  de  13  de  Mayo  de  1867. 

2.°  Que  se  haga  bajar  del  carruaje  á  los  mismos  via- 
jeros. 

S.°  Que  el  gobernador,  el  alcalde  ó  los  guardias  civi- 
les que  hubiesen  descubierto  la  infracción  den  aviso  por 
el  inedia  más  2>ronto,  el  telégrafo  si  le  hay,  ó  el  correo,  ú 
las  autoridades  del  tránsito  que  haya  de  recorrer  el  ca- 
rruaje, para  que  le  vigilen  con  especial  cuidado  é  impon- 
gan las  mismas  penas  cuantas  veces  la  falta  se  repita, 

4.°  Que  se  hagon  publicas  por  viedio  de  los  periódicos 
oficiales  las  midtus  que  se  Impongan  á  las  empresas. 

y  6."  Que  V.  S.  cuide  de  que  se  cumplan  estas  disposi- 
ciones por  sus  dependientes  con  la  mayor  exactitud  en  la 
parte  que  á  cada  uno  corresponda,  castigando  con  rigor 
los  casos  de  compliriitad  ó  enrutirituiento  que  ocurriesen, 
ó  dando  cunita  al  Clnbierno  cuunilo  pava  ello  fuese  nece- 
saria su  inleri-cnciíin.^ — Ver  cu  su  lugar  la  11.  O.  de  28  de 
Octubre  de  1S80  sobre  asientos  en  el  pescante. 
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que  lio  preseiiteu  la  cédula  de  vecindad  co- 
vrespoiidieute. 

Art.  12.  Las  adniiiii.strficioues  llevari'ui  un 
i-eg-i.stro  en  que  consten  los  nombres  y  destino 
de  los  viajeros  y  los  bultos  que  se  conducen  en 
cada  expedición  ó  viaje. 

Art.  lo.  Los  conductores  y  mayorales  lle- 
varán una  hoja  de  ruta  con  iguales  asientos, 
y  anotarán  en  ella  los  viajeros  que  reciban  en 
el  camino. 

Art.  14.  En  los  billetes  que  se  entreguen  á 
los  viajeros  se  expresarán  con  claridad  y  pre- 
cisión los  derechos  y  obligaciones  que  les  co- 
rrespondan. 

Avt.  15.  Los  que  habiendo  tomado  uno  ó 
más  asientos  observasen  que  faltan  cristales 
en  las  ventanillas,  ó  notaren  algún  otro  defec- 
to de  esta  especie,  podrán  reclamar  que  se  co- 
rrija, y  las  ei^presas  estarán  obligadas  á  ve- 
rificarlo en  el  acto.  Los  desperfectos  ocasiona- 
dos en  el  tránsito,  serán  subsanados  en  el  pri- 
mor punto  de  parada  en  que  sea  posible  á  costa 
de  la  empresaó  del  que  los  hubiereocasionado. 

Art.  IG.  Eu  todas  las  administraciones  es- 
tarán ñjados  á  la  vista  del  público,  cuadros  en 
que  consten  detallada  y  explícitamente  lo.s 
precios  de  las  localidades  para  los  pueblos  de 
las  carreteras,  los  puntos  de  parada,  su  dura- 
ción y  la  de  los  relevos  de  tiros  y  el  tiempo 
que  ha  de  correr  cada  uno  do  éstos. 

Art.  17.  No  podrán  alterarse  los  precios  de 
las  localidades  sin  anunciarlo  con  la  anticipa- 
ción de  veinte  dia,s  al  menos,  por  medio  de  los 
periódicos,  y  de  avisos  fijados  con  igual  anti- 
cipación en  las  administraciones. 

Art.  18.  Tampoco  podrán  los  conductores 
6  mayorales  detener  los  carruajes  en  los  pun- 
tos de  parada  más  ni  menos  tiempo  del  que 
esté  anunciado,  á  no  exigirlo  circunstancias 
graves  é  imprevistas. 

Art.  lí).  Las  empresas  darán  aviso  antici- 
pado á  los  gobernadores  y  á  los  comandantes 
de  la  guardia  civil  de  las  provincias  de  la  lí- 
nea, de  las  variaciones  que  hicieren  en  las  ho- 
ras de  entrada  y  salida  de  los  carruajes,  á  fiu 
de  que  juiedan  adoptarse  las  medidas  conve- 
nientes para  la  seg'uridad  de  los  viajeros. 

Art.  20.  Los  carruajes  que  hagan  el  servi- 
cio de  una  misma  linea,  no  podrán  adelantarse 
unos  á  otros,  sino  cuando  los  que  caminaban 
primero  se  detengan  para  mudar  tiros  ó  con 
cualquier  otro  objeto. 

Art.  21.  Queda  prohibido^qiie  los  delante- 
ros hagan  el  servicio  por  más  de  veinticuatro 
horas  seguidas  '. 

Art.  22.  Se  prohibe  igualmente  que  se  ad- 
mitan para  este  ejercicio  mozos  menores  de 
dieciséis  años. 

Art.  23.  No  podrán  las  empresas  admitir 
mayorales  ó  delanteros  sin  que  éstos  acrediten 


*  Por  i?.  O.  de  2tí  de  Noviembre  de  1859  se  mandó  que,.. 
-Cuando  los  carruajes  destinados  d  la  conducción  de  via- 
jeros sean  arrastrados  por  seis  caballerías,  enganchadas 
dos  en  lan::a  y  una  en  potencia  y  las  otras  tres  en  bolea^ 
no  se  exija  que  vayan  con  delantero,  pero  que  se  obligue  á 
las  empresas  aponerlo  siem))re  que  las  caballerías  vayan 
dos  en  lanza,  dos  en  bolea  y  dos  delatite,  ó  por  regla  gene- 
ral cuando  sean  tres  ó  más  en  reata'-.  También  se  orde- 
nó *qite  las  infracciones  de  esta  disposición  se  corrijan 
con  la  multa  de  medio  á  cuatro  duróse.  (C.  L.,t.  82,  p.335.) 


su  buena  vida  y  costumbres  por  medio  de  cer- 
tificados del  alcalde  ó  empleados  de  vig-ilan* 
cia  de  su  domicilio,  si  los  hubiere.  Dichos  do- 
cumentos deberán  conservarse  por  las  empre- 
sas para  los  fines  que  puedan  convenir. 

Art.  24.  Tampoco  podrán  destinarse  al  ser- 
vicio de  los  carruajes  públicos  caballerías  que 
lio  estén  domadas  y  acostumbradas  al  tiro. 

Art.  25.  Se  prohibe  á  los  mayorales  y  de- 
lanteros que  abandonen  simultáneamente  sus 
asientos  ú  ocupen  otros  distintos  ile  los  que  le 
están  señalados,  asi  como  el  salirse  con  los  ca- 
rruajes fuera  de  la  carretera. 

Art.  26.  Sólo  á  las  personas  encargadas  de 
la  conducción  del  carruaje  se  les  permitirá  si- 
tuarse en  el  pescante.  Exceptúanse  los  g-uar- 
dias  civiles  de  servicio  en  los  caminos,  que  po- 
drán colocarse  al  lado  del  conductor,  cuando 
fuere  preciso. 

Art.  27.  Eu  todo  carruaje  público  deben 
admitirse  los  guardias  civiles  de  servicio  en 
las  carreteras,  siempre  que  hubiere  asientos 
desocupados,  y  cuando  ajuicio  dií  los  mismos 
lo  exija  la  seguridad  de  los  viajeros. 

Art.  28.  Siempre  queso  encuentren  dos  ca- 
rruajes, tomarán  la  derecha,  cediéndose  la  iz- 
quierda y  dejándose  libre  respectivamente  la 
mitad  de  la  carretera  á  lo  menos. 

Art.  29.  Siempre  que  fuere  robado  ó  se 
haya  intentado  robar  un  carruaje,  el  encarga- 
do principal  de  su  conducción  lo  pondrá  eu  co- 
nocimiento de  la  primera  pareja  de  la  g-ua.rdia 
civil  ó  del  primer  puesto  de  esta  fuerza  qtie 
hubiere  en  la  carretera,  sin  perjuicio  de  dar 
parte  al  alcalde  de  la  población  más  inmediata. 
Art.  30.  Ni  las  empresas  ni  los  conductores 
podrán  llevar  en  los  carruajes  caiiti<lades  de  di- 
nero ó  efectos  públicos  que  excedan  de  20.000 
reales  sin  ponerlo,  cuando  monos  con  veinti- 
cuatro horas  de  anticipación,  en  conocimiento 
del  jefe  de  la  guardia  civil  ó  do  la  autoridad 
gubernativa. 

Art.  31.  En  todas  las  administraciones  y  eu 
los  puntos  de  parada  que  desig'iien  los  g'ober- 
nadoros  de  provincia,  habrá  cuadernos  folia- 
dos y  rubricados  por  el  alcalde,  á  disposición 
do  los  viajeros,  para  que  puedan  anotar  la.s 
quejas  que  tuvieren  de  las  empresas  ó  sus  de- 
pendientes. Las  autoridades  locajcs,  los  em- 
pleados de  vig-ilaiicia  y  los  gniardias  civiles 
examinarán  los  expresados  cuadernos  y  trans- 
mitirán á  la  Superioridad  sus  observaciones. 
Art.  32.  Los  peritos  que  falten  á  la  exacti- 
tud eu  las  certificaciones  de  reconocimiento 
ocultando  ó  disimulando  los  defectos  de  los  ca- 
rruajes, ú  omitiendo  alguna  de  las  reglas  que 
deben  observarse  para  que  la  carg'a,  por  su 
volumen,  peso  ó  colocación,  no  ocasione  vuel- 
cos, serán  puestos  á  disposición  de  los  Tribu-  . 
nales,  á  fin  de  que  sean  juzgados  con  arreg'lo 
al  Códig'o  penal. 

Art.  33.  Cuando  un  carruaje  nuevo,  ó  que 
pueda  considerarse  como  nuevo,  se  pusiese  en 
camino  sin  que  preceda  la  licencia  de  la  auto- 
ridad, será  detenido  al  terminar  su  viaje  y  re- 
mitido á  costa  de  la  empresa  al  domicilio  de 
ésta,  único  punto  en  que  pueden  hacerse  los 
reconocimientos  periciales,  sin  que  so  le  per- 
mita llevar  carga  ni  pasajeros,  á  cuyo  efecto 
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se  colocaráu  en  él  dos  guardias  civiles.  La 
empresa  satisfará  además  la  multa  de  80  rs. 
que  le  impondrá  el  gobernador  de  la  provin- 
cia en  que  se  verifique  la  detención. 

Art.  34.  La  admisión  de  par  ajeros  sin  la  co- 
rrespondiente cÍHlula  de  vecindad,  será  casti- 
gada con  la  nnilta  de  80  rs.,  salvo  los  procedi- 
mientos que  correspondan  cuando  la  persona 
admitida  fuere  sospechosa  ó  esté  reclamada 
por  los  Tribunales  ó  autoridades. 

Art.  35.  Las  demás  infracciones  de  este  re- 
g'lamento  serán  castigadas  gubernativamente 
por  los  gobernadores  de  las  provincias  ó.  los 
alcaldes  de  los  pueblos  con  multas  que  no  ba- 
jen de  10  reales  ni  excedan  de  80,  las  ctiales 
serán  satisfechas  por  el  administrador  más  in- 
mediato cuando  recaigan  sobre  !a  empresa,  ó 
en  stt  defecto  por  el  conductor,  quien  tendrá 
derecho  al  reintegro  cuando  la  contravención 
uo  hubiere  sido  cometida  por  el  mismo  '. 

Art.  36.  Además  serán  responsables  las  em- 
presas y  sus  dependientes,  de  los  perjuicios 
ocasionados  á  particulares  con  las  referidas 
infracciones. 

Art.  37.  En  todas  las  administraciones  de 
carruajes  piiblieos  habrá  un  ejemplar  de  este 
reglamento,  del  cual  deben  estar  provistos 
igualmente  los  conductores,  que  tendrán  obli- 
gación de  exliibirlo  á  los  viajeros  siempre  que 
les  requieran  para  ello . 

Art.  38.  El  inspector  especial  de  vigilancia 
encargado  en  Madrid  de  este  servicio,  y  un 
inspector  ó  comisario  en  las  capitales  de  jjro- 
vincia,  asistirán  por  sí  mismos,  y  en  caso  de 
imposibilidad  por  medio  de  sus  dependientes, 
á  la  hora  y  puntos  de  salida  y  llegada  de  los 
carruajes  para  enterarse  de  las  quejas  de  los 
viajeros  y  de  la  nuxuera  en  que  se  cumple  lo 
mandado. 

Ajrt.  39.  Los  mismos  empleados  examina- 
rán escrupvilosamente  los  carruajes  antiguos, 
y  si  hubiere  alguno  que  por  su  estado  ó  cons- 
trucción no  ofrezca  seg'uridad  ó  adolezca  de 
defectos  cuya  corrección  sea  necesaria,  lo  pon- 
drán en  conocimiento  del  g'obernador,  quien 
dispondrá  que  se  proceda  sin  demora  al  reco- 
nocimiento y  á  lo  demás  que  corresponda. 

Art.  40.  Los  gobernadores  de  las  provin- 
cias, los  alcaldes,  los  empleados  de  vig-ilancia 
y  la  guardia  civil  cuidarán  con  especial  esme- 
ro de  la  observancia  de  este  reglamento. — 
Aprobado  por  S.  M.  en  Real  decreto  de  esta 
fecha.— Madrid  13  de  Mavo  de  1857.— Noce- 
dal.» (C.  L.,  t.  72,  p.  256.) 

B.  O.  18  Junio  1857. 

5'e  aprueba  la  siguiente 

■nstrncclón  que  deberá  observar  la  Guardia  cl- 

Tll  Á  FIN  de  COOPEHAR  Á  QUE  SE  CUJIPLA  EL  REOLA- 
MENTO  PARA  EL  SERVICIO  DE  CARRUAJES  PÚBLICOS 
DESTINADOS  Á  LA  CONDUCCIÓN  DE  VIAJEROS,  APROBA- 
DO POR  S.  M.  EN  Real  decreto  de  13  de  mayo  último. 

«Artículo  1.°  La  guardia  civil  cuidará  de  la 
ejecución  del  reglamento  para  el  servicio  de 
los  carruajes  destinados  á  la  conducción  de 
viajeros : 

1."     Disponiendo  por  sí  lo  que  corresponda 


»     Véase  la  nota  al  art.  10. 


en  los  casos  que  se  determinan  cu  esta  instruc- 
ción. 

2.°  Dando  conocimiento  á  las  autoridades 
de  las  infracciones  cjue  se  cometan  en  aquellos 
casos  y  de  lo  que  en  su  consecuencia  hubiere 
ejecutado,  asi  como  de  las  demás  que  notare, 
para  que  puedau  ser  debidamente  correg'idas. 
Art.  2."  La  guardia  civil  obrará  por  sí  en 
los  casos  y  en  la  forma  siguiente: 

1."  Siempre  que  observare  que  un  carruaje 
lleva  objetos  fuera  de  la  vaca,  hará  que  se  des- 
carguen, si  aquél  estuviese  en  poblado,  y  si 
se  hallase  en  despoblado,  dispondrá  que  esta 
operación  se  verifique  en  el  primer  pueblo  ó 
administración  en  que  hiciere  parada. 

2. o  Cuando  bajen  los  coches  una  pendiente 
sin  hacer  uso  de  la  plancha  ó  del  torno,  obli- 
gará al  mayoral  á  que  cumpla  lo  prevenido. 
3."  También  obligará  á  los  mayorales  á  que 
enciendan  el  farol  una  vez  anochecido,  en  caso 
de  que  no  cumplan  lo  dispuesto  en  el  art.  9." 
del  reglamento. 

4."  Cuando  notare  ó  se  le  hiciere  notar  por 
la  empresa  ó  por  los  ^'iajeros  algt'in  desperfec- 
to en  los  carruajes,  hará  que  se  subsane  en  el 
primer  punto  que  fuere  posible,  solicitando  la 
intervención  de  la  autoridad  en  caso  de  que 
los  obligados  á  pagar  su  coste  se  negasen 
á  ello. 

5.°  Si  observare  ó  se  le  hiciere  observar 
que  en  cualqtiier  punto  se  enganchan  caballe- 
rías sin  domar  ó  uo  acostumbradas  al  tiro, 
dispondrán  bajo  su  responsabilidad  quesedes- 
eng'anchen. 

6."  Xo  permitirá  que  bajo  el  pretexto  de 
subir  cuestas  ú  otro  alguno,  dejen  el  mayoral, 
zagal  ó  delantero  los  puestos  c¿ue  les  están 
asig'iiados,  ni  se  coloquen  en  otros  diferentes, 
toda  vez  que  debe  ir  siempre  uno  en  el  pescan- 
te, y  el  delantero  en  la  caballería  correspon- 
diente. 

7.°  Obligará  á  los  mayorales  á  que  vuel- 
van á  la  carretera  siempre  cjue  hubieren  saca- 
do el  carruaje  de  ella,  á  no  ser  que  motivos  su- 
ficientes les  hayan  oblig-ado  á  dejarla. 

8.''     Ko  permitirá  que  á  la  salida  de  los  pue-  , 
blos  suba  persona  alguna  á  la  delantera,  pes- 
cante ó  vaca. 

9."  Impedirá  que  un  carruaje  adelante  al 
que  le  precede,  si  éste  no  se  hallare  detenido. 
10.  Cuando  en  cualquier  carruaje  público 
encontrare  viajeros  que  carezcan  de  cédulas 
de  vecindad,  ó  militares  sin  pasaportes,  pro- 
cederá en  lafoi-ma  prevenida  para  estos  casos. 
Art.  3."  De  las  infracciones  á  que  se  refie- 
re el  artículo  anterior,  se  dará  cuenta  al  co- 
mandante de  provincia,  y  conocimiento  al  ins- 
pector general  del  Cuerpo.  El  primero  dará 
también  parte  al  g'obernador  de  la  provincia. 
En  los  partes  se  expresará  con  especial  cuida- 
do la  empresa  á  que  corresponda  el  carruaje, 
el  niimero  de  éste,  el  nombre  del  mayoral,  y  el 
sitio  y  día  en  que  se  cometió  ó  notó  la  falta. 
Art.  4."  En  los  mismos  términos  se  dará 
parte  de  todas  las  demás  infracciones  del  re- 
glamento, uo  mencionadas  en  el  art.  2.°,  y  res- 
pecto de  las  cuales  las  funciones  de  la  guardia 
civil  son  de  mera  vigilancia. 
Art.  5.°     Los  comandantes  de  proviucia,  de 


392 


CARRUAJES  PÚBLICOS.  (1857—1863.) 


sección,  de  línea  r  de  puesto,  y  las  pai-ejas  de 
servicio  eu  la  carretera,  están  obligados  á  vi- 
gilar para  que  se  lleve  á  ejecución  el  regla- 
meuto. 

Art.  6."  Para  este  objeto  solicitarán  los 
comandantes  de  provincia,  de  los  gobernado- 
res, que  les  faciliten  noticia  circunstanciada 
de  las  licencias  que  se  expidan  para  el  uso 
de  los  carruajes  que  nuevamente  se  destinen 
al  servicio,  con  expresión  de  las  lineas  que 
deben  recorrer,  <á  fin  de  comunicarlas  á  los 
comandantes  de  linea  y  puestos. 

Art.  7."  Como  medio  también  de  cumplir 
los  deberes  que  coi-responden  á  la  gniardia 
civil  en  esta  materia,  cuidará: 

1."  De  examinar  si  los  carruajes  llevan  es- 
crito el  nombre  de  la  empresa  y  el  número  que 
les  corresponde,  una  vez  transcurrido  el  plazo 
que  para  el  cumplimiento  del  art.  5.°  del  re- 
glamento les  hubiesen  señalado  los  goberna- 
dores de  provincia. 

2.°  De  observar  si  los  mismos  llevan  torno, 
plancha  y  atarruedas. 

3."  De  pedir  á  los  mayorales  las  hojas  de 
ruta  y  examinarlas  y  confrontarlas. 

4.°  De  averiguar  si  en  las  administracio- 
nes existen  las  tablillas  ó  registros  de  que 
habla  el  art.  10  del  reglamento. 

5."  De  poner  eu  conocimiento  de  quien 
corresponda  los  casos  en  que  las  empresas 
cambien  las  horas  de  salida  de  los  coches,  sin 
dar  el  aviso  anticipado  que  prescribe  el  ar- 
tículo 19, 

6.<*  De  iuvestig'ar  si  los  delanteros  hacen  el 
servicio  por  más  de  veinticuatro  horas  segui- 
das, ó  si  no  llegan  á  la  edad  de  dieciséis  años. 

7."  De  examinar  si  en  las  administraciones 
y  en  poder  de  los  mayorales  existen  ejempla- 
res del  reglamento. 

Y  8."  De  examinar  también  los  cuadernos 
á  que  se  refiere  el  art.  31,  para  transmitir  á  la 
Superioridad  sus  observaciones. 

Los  comandantes  de  sección  y  de  línea  re- 
correrán una  vez  al  mes,  cuando  menos,  las 
administraciones  para  hacer  este  ex.amen  y 
'  ver  si  se  cumplen  los  arts.  12  y  16  del  mismo 
x-eg'lamento. 

Art.  8."  Sólo  cuando  por  circunstancias  es- 
peciales lo  aconseje  la  seguridad  de  los  viaje- 
ros, podrán  los  guardias  civiles  subir  á  los 
carruajes.  En  este  caso,  uno  de  ellos  ocupará 
vin  asiento  en  la  delantera  ó  pescante,  al  lado 
del  conductor,  y  el  otro  se  situará  eu  el  cupé. 
En  éste  ó  en  la  rotonda,  si  hubiese  puestos 
desocupados,  podrá  colocarse  la  pareja,  evi- 
tando situarse  en  la  berlina  y  en  el  interior. 
En  todas  estas  ocasiones  procurarán  que  las 
armas  no  causen  desperfectos  eu  el  coche. — 
Aprobada  por  S.  M.  eu  Real  orden  de  esta  fe- 
cha.— Madrid  18  de  Junio  de  1857.»  (Colección 
legislativa,  t.  72,  p.  469.) 

E.  0. 27  Jtmio  1857. 

Se  dijo  de  Real  orden  al  inspector  de  la 
guardia  civil,  para  aclarar  el  párr.  7.°  del  ar- 
tículo 2.°  de  la  instrucción  de  18  de  Junio  «que 
cuando  en  los  caminos  se  hacen  recargos  ó 
cualquiera  obra  de  reparación,  se  demarca  el 
paraje  por  donde  deben  marchar  los  carruajes, 


según  lo  dispuesto  en  el  art.  10  de  la  Orde- 
nanza para  la  conservación  y  policía  de  las 
carreteras  g-euerales:  de  manera  que  sólo  po- 
drá considerarse  como  motivo  suficiente  para 
salirse  de  ellas,  el  haberse  iniítilizado  á  causa 
de  hundimiento,  inundación  ii  otro  accidente 
ocurrido  tan  de  pronto  que  llegue  el  coche  la 
punto  del  suceso  antes  que  los  encargados  de 
la  reparación  hayan  podido  presentarse  y  se- 
ñalar la  dirección  qiic  aquél  debiera  seguir». 
(C.  L.,t.  72,pdg.  498.) 

Es.  Os.  27  Noviembre  1858  y  26  del  mismo  de  1859. 

Sé  hallan  insertas  por  uota  á  los  arts.  10  y  21 
del  reg'lamento. 

E.  0. 13  Mayo  18.59. 
Publicidad  de  las  correcciones  por  infracción  del  regla- 
mento. 

«La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  mandar 
que,  además  de  hacer  públicas  por  medio  de 
los  periódicos  oficiales  las  multas  que  impon- 
ga V.  S.  á  las  empresas  de  diligencias  para  co 
rregir  ¡as  infracciones  del  Reg.  de  13  de  Mayo 
de  1857,  según  se  mandó  en  R.  O.  de  27  de  No- 
viembre de  1858,  disponga  V.  S.  que  se  inser- 
ten en  los  mismos  las  penas  pecuniarias  que 
por  iguales  infracciones  se  apliquen  á  los  ad- 
ministradores, mayorales  ú  otros  dependien- 
tes de  las  mismas  empresas  asi  como  á  los  via- 
jeros.—  De  Real  orden,  etc.»  (Bol.  ofic.  de 
Huesca  de  11  de  Abril  de  1803.) 

E.  O.  13  Octiiljre  1859. 
Prohibición  de  asientos  en  Jos  pescantes. 

Dispone  «que  se  recuerde  á  los  gobernado- 
res de  provincia  el  art.  26  del  reg'lamento  apro- 
bado por  S.  M.  en  R.  D.  de  13  de  Mayo  de  1857, 
llamando  la  atención  de  las  mismas  autorida- 
des sobre  la  circunstancia  de  que  ning'iin  fun- 
cionario público,  por  elevada  que  sea  su  cate- 
g'oría,  tiene  facultades  para  dispensar  el  cum- 
plimiento de  las  órdenes  de  S.  M. — De  Real 
orden,  etc.»  (Bol.  ofic.  de  Huesca  de  11  Abril 
de  1863.) 

E.  O.  9  Abril  1863. 

Observancia  del  reglamento:  Nuevas  disposiciones:  Sobre 

vuelcos:  Correcciones,  etc. 

(GoB.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á 
bien  resolver  que,  consagrando  V.  S.  uu  espe- 
cial cuidado  á  este  importante  servicio,  procu- 
re con  todo  rigor  y  sin  consideración  de  nin- 
gún género,  el  exacto  cumplimiento  de  las 
prescripciones  del  mencionado  reglamento;  en 
].a  inteligencia  de  que  le  será  á  V.  S.  exig'ida 
la  cousig-uieute  responsabilidad  si  por  descui- 
do ó  falta  de  celo  se  diese  lugar  eu  esa  pro- 
vincia á  los  excesos  de  cuya  corrección  se  tra- 
ta. Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  que  para 
el  mejor  desempeño  de  su  cometido  tenga  V.  S. 
en  cuenta  lo  siguiente: 

1."  El  Reg.  de  13  de  Mayo  de  1857  es  apli- 
cable á  toda  clase  de  carruajes  destinados  á  la 
conducción  de  viajeros,  sea  cual  fuere  su  de- 
uominación,  estructm-a  y  clase  de  carreteras 
que  recorran. 

2."  Los  peritos  que  han  do  proceder  al  re- 
conocimiento de  los  carruajes,  con  ai-reglo  á 
lo  que  dispone  el  art.  2."  del  citado  reglamen- 
to, tendrán  mucho  cuidado,  al  extender  la  cer- 
tificación á  que  se  refiere  el  art.  '¿.°,  de  expre- 
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.•-ar  con  la  mayor  claridad  y  de  manera  que  no 
ofrezca  ningún  género  de  duda  la  condición 
relativa  á  la  forma  y  limites  qwe.  ha  de  darse 
á  la  carga  que  se  permita  al  carruaje,  á  fin  de 
que  en  cualquiera  circunstancia  sea  fácil  la 
comprobación  y  se  eviten  las  principales  cau- 
t-as  de  los  vuelcos. 

3.°  Se  ejercerá  sobre  los  peritos  la  mayor 
vigilancia,  procediendo  contra  ellos  sin  consi- 
deración alguna  en  el  caso  expresado  en  el  ar- 
ticulo 32  del  mismo  reglamento. 

4."  Se  atenderá  también  con  muy  especial 
cuidado  al  exacto  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  los  arts.  12,  13,  14,  16,  31  y  37,  á  fin  de 
que,  tanto  los  viajeros  como  los  agientes  de  la 
autoridad,  tengan  siempre  medios  fáciles  de 
obtener  los  datos  necesarios  para  sus  respec- 
tivas gestiones. 

5.°  Se  vigilará  mucho  el  cumplimiento  del 
art.  20,  así  como  el  de  la  R.  O.  de  14  de  Abril 
de  1859  ',  cuyas  disposiciones  son  de  la  mayor 
importancia  para  evitar  desgracias. 

6.°  Además  de  lo  dispuesto  en  el  art.  29, 
siempre  q\ie  ocurriese  un  siniestro  se  instruirá 
una  sumaria  por  la  autoridad  local  del  pueblo 
más  inmediato,  procediendo  con  la  mayor  bre- 
vedad en  estas  diligencias  para  no  causar  per- 
juicio con  la  detención  de  los  viajeros,  y  las 
actuaciones  serán  remitidas  al  Juzgado  co- 
rrespondiente ó  al  gobernador  de  la  provincia, 
segiin  el  caso. 

7."  Para  la  aplicación  del  art.  35  del  regla- 
mento se  estará  á  lo  dispuesto  en  la  R.  O.  cir- 
cular de  27  de  Noviembre  de  1858,  teniendo 
presente  que  si  bien  las  contravenciones  á  lo 
mandado  en  aquél  no  deben  penarse  sino  con 
arreglo  al  mismo,  dado  el  caso  de  que  la  falta 
que  se  cometa  traspase  los  limites  del  reg'la- 
mento,  entonces  deberá  la  autoridad  superior 
de  la  provincia  castigarla  g'ubernativamente 
con  todo  el  rigor  que  le  permiten  sus  atribu- 
ciones. 

8."  Se  dará  la  mayor  publicidad  á  las  co- 
rrecciones que  se  impongan  en  los  términos 
que  marcan  las  Rs.  Os.  de  27  de  Noviembre 
de  1858  y  13  de  Mayo  de  1859. 

9."  El  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  los 
arts.  38  y  39  del  reglamento  es  también  de  la 
mayor  importancia,  y  por  consiguiente  no 
debe  consentirse  el  más  mínimo  descuido  á  los 
encargados  de  prestar  el  servicio  á  que  dichos 
artículos  se  refieren. — De  Real  orden,  etc. — 
Madrid  9  de  Abril  de  1863.— Vaamonde.>  (Ga- 
ceta 6  Mayo.) 

K.  O.  1."  .Julio  18^. 
Derechos  periciales  por  reconocimiento  de  carruajes. 

(GoB.)  Extracto. —  Dispone  que  los  dere- 
chos que  devenguen  los  peritos  nombrados 
para  reconocer  el  límite  y  forma  de  la  carga  y 
demás  condiciones  de  los  carruajes  públicos 
destinados  á  la  conducción  de  viajeros,  deben 
ser  satisfechos  en  los  términos  prescritos  en 
el  par.  2.°  del  art.  3."  del  Reg.  de  13  de  Mayo 
de  1857...  (Bol.  ofic.  de  Orense,  núm.  126.)  ' 


*    A^o  coiwceíaos  e&ta  Real  orden. 


Ley  de  presupuestos  11  Julio  1877. 
Impuesto  sobre  carruajes  de  lujo. 
Fué  suprimido  este  impuesto  por  el  art.  25 
que  autorizó  su  exacción  por  los  Ayuntamien- 
tos como  recurso  municipal. ' 

Ley  municipal  2  Octubre  1877. 
El  art.  137  (regla  2.")  autoriza  el  estableci- 
miento de  arbitrios  sobre  coches  de  plaza  y  de 
servicios  funerarios  y  carros  de  transporte  en 
el  interior  de  las  poblaciones. 

E.  O.  28  Octubre  1880. 
Mandando  retirar  del  servicio  de  U7ia  empresa  los  carrua- 
jes con  banquetas  sobre  la  cubierta,  como  contrarios  al 
reglamento. 

(GoB.)  Extracto. — Varios  vecinos  de  San- 
tiago (Coruña),  «acudieron  al  gobernador  de 
la  provincia  exponiendo  que  la  Empresa  de  co- 
ches titulada  La  Ferrocarrilana,  infringiendo 
el  reglamento  de  13  Mayo  1857,  había  introdu- 
cidoTa  novedad  de  colocar  sobre  la  cubierta  de 
aquéllos,  además  de  los  asientos  que  dicha  dis- 
po.süiióu  señala  con  la  denominación  de  cujjé, 
los  llamados  imperial  ó  banqueta,  con  g'rave 
perjuicio  del  iiiiblico».  Y  remitido  á  informe 
del  C.  de  E.,  las  Seccs.  de  G.  y  F.  dicen: 

«Las  razones  que  se  tuvieron  presentes  al 
consig'uar  en  el  reg'lamento  ¡lara  el  servicio  de 
carruajes  públicos  las  condiciones  á  que  de- 
bían estar  sujetos  en  su  construcción  y  el  nú- 
mero de  asientos  que  podían  tener,  autorizando 
solamente  la  colocación  de  unabanqueta  (cupé), 
fueron  las  poderosas  do  seguridad  personal  de 
los  viajeros  y  el  propósito  de  que  quedara  un 
espacio  que  fuera  suficiente  para  transportar 
los  equipajes  sin  riesg-o  de  que  fueran  sus- 
traídos. 

En  el  caso  á  que  se  contrae  este  informe  su- 
cede que  los  carruajes  de  La  Ferrocarrilana, 
á  causa  de  la  aglomeración  de  asientos  en  su 
parte  superior,  ofrecen,  segiin  informe  facul- 
tativo, el  inconveniente  de  inestabilidad  y  la 
falta  de  sitio  para  colocar  los  equipajes,  y  por 
lo  tanto  no  reúnen  las  condiciones  necesarias 
para  que  puedan  circular  libremente,  como 
previene  el  reg'lamento. 

En  su  virtud,  entienden  las  Secciones  que  se 
debe  mandar  á  la  Empresa  que  retire  de  la  cir- 
culación los  carruajes  de  que  se  trata  hasta 
que  los  reforme  con  arreglo  á  lo  que  determi- 
nan las  disposiciones  vigentes,  entendiéndose 
que  para  volver  á  destinarlos  al  servicio  pú- 
blico se  requiere  que  preceda  el  oportuno  re- 
conocimiento facultativo.»  Y  así  se  resuelve. 
(R.  O.  28  Octubre  1880.— Grtc.  2  Noviembre.) 

E.  O.  28  Octubre  1880. 
Que  no  debe  permitirse  que  en  el  pescante  de  los  carruajes 
se  coloquen  viajeros  ni  dispensar  á  los  conducto  res  y  ma- 
yorales de  llevar  la  fioja  de  ruta. 

(GoB.)  «Remitida  á  informe  del  C.  de  E.  la 
consulta  elevada  por  V.  S.  á  este  Ministerio 
acerca  de  si  puede  dispensaaie  de  las  condi- 
ciones exig'idas  por  los  arts.  Ta  y  27  del  regla- 
mento de  carruajes  de  13  de  Mayo  de  1857  á  la 
Empresa  de  los  del  Servicio  de  corresponden- 
cia con  ío.s-  ferrocarriles  del  yoroe.s-te  de  Espa- 
ña, las  Secciones  reunidas  de  Gobernación  y 
Fomento  de  dicho  alto  Cuerpo  han  emitido  el 
siguiente  dictamen: 
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CARTAS. 


«Excmo.  Sr...:  Poderosas  fuerou  las  razones 
que  se  tiivierou  presentes  al  dictar  el  reg'la- 
mento  de  carruajes  públicos  para  no  permitir 
que  en  el  pescante  vayan  más  personas  que  las 
encargadas  de  la  conducción,  con  excepción 
de  los  guardias  civiles  de  servicio  en  los  cami- 
nos, que  podrán  colocarse  al  lado  del  conduc- 
tor cuando  fuere  preciso,  y  para  ordenar  que 
éste  ó  el  mayoral  lleven  hoja  de  ruta. 

La  necesidad  de  atender  á  la  seguridad  de 
los  viajeros,  la  no  menos  importante  de  que  la 
guardia  civil  pueda  trasladarse  con  lapidez  al 
sitio  donde  sea  precisa  su  presencia,  ya  para 
perseguir  á  los  delincuentes  ó  malhechores,  ya 
para  cumplir  cualquier  otro  objeto  de  su  insti- 
tuto, fueron  consideraciones  que  no  desvirtúan 
lo  aleg'ado  por  la  Empresa  en  su  instancia,  ya 
porque  las  comisiones  que  se  encarguen  á  los 
empleados  de  los  ferrocarriles  no  deben  mere- 
cer al  Gobierno  preferencia  sobre  el  servicio 
encomendado  á  la  guardia  civil,  ya  tamTiién 
porque  la  hoja  de  ruta  puede  fácilmente  exten- 
derse en  el  punto  de  partida  de  los  coches,  aun 
cuando  no  sea  la  Empresa  de  carruajes,  sino 
las  de  ferrocarriles  del  Norte  y  Noroeste  las 
cjue  despachen  los  billetes  para  ocupar  los 
asientos. 

En  su  virtud,  entienden  las  Secciones  que 
se  deben  resolver  negativamente  ambos  extre- 
mos de  la  consulta.»  Y  asi  se  resuelve.  (Real 
orden  28  Octubre  1880.— Gac.  2  Noviembre.) 

Jurisprudencia. 

Z7  Mayo  1S33.  Imprudencia  con  infracción  del  re- 
glamento: Vuelco  del  coche. 

La  Audiencia  de  Barcelona  condenó  como  autor  del 
delito  de  simjile  imprudencia  con  infracción  de  los 
reglamentos  á  D.  Manuel  Solé,  dueño  de  un  coche 
de  Balaguer,  que  conduciendo  muchos  viajeros,  con 
infracción  de  los  reglamentos,  volcó  resultando  le- 
sionados dos  de  aquéllos.  Y  como  en  el  recurso  de 
casación  se  sostenía  que  el  Lecho  no  constituía  de- 
lito, establece  el  T.  S.  que  sí  en  estos  términos; 

«Considerando  que,  según  los  hechos  consignados 
y  admitidos  en  la  sentencia  recurrida,  el  menciona- 
do coche  llevaba  en  la  ocasión  que  queda  referida 
29  viajeros,  16  de  los  cuales  iban  en  la  vaca;  que  el 
número  de  ellos,  muy  sinjerior  seguramente  al  que 
su  dxieño  podía  y  debía  admitir,  conforme  al  re- 
glamento de  13  de  Mayo  de  1857,  y  la  colocación  de 
los  más  en  la  parte  más  alta  del  coche  debía  produ- 
cir un  desnivel  con  sus  fatales  consecuencias  al  me- 
nor accidente,  extremos  que  comprenden  evidente- 
mente una  imprudencia  con  infracción  de  regla- 
mento, la  cual  contribuyó  indudablemente  al  vuelco 
del  coche,  según  se  consigua  en  la  sentencia  recu- 
rrida, y  con  él  á  las  lesiones  de  que  va  hecha  expre- 
sión...» (Sent.  27  Mayo  1873.) 

lO  niowienibi-c  ISSO.  Delito  de  homicidio  por  im- 
prudencia temeraria  en  la  conducción  de  un  carruaje. 

Condenado  Antonio  Valls,  conforme  al  art.  581  del 
C.  P.,  como  reo  de  homicidio  por  imprudencia  teme- 
raria, mediante  á  que  conduciendo  un  oarrxiaje  atro- 
pello A  una  mujer,  causándola  la  muerte,  interpuso 
recurso  de  casación,  que  el  T.  S.  desestima: 

«Considerando  que...  el  atropello  que  ocasionó  An- 
tonio Valls,  con  el  carruaje  que  guiaba,  á  Rosa  Duch, 
produciendo  la  muerte  de  ésta,  constituye  induda- 
blemente una  imprudencia  temeraria  cometida  por 
aquél,  piiesto  que  no  detuvo  el  carriiaje  cuando  vio 
el  peligro  que  corría  una  persona,  sin  que  conste 
hubiese  lazón  algxma  que  le  impidiera  verificarlo.» 

CARTA.  Escrito  «ordinariamente  cerrado 
que  una  persona  envía  á  otra  para  comuni- 
carse y  tratar  con  ella» .  (Diccionario  de  la 
Academia,  duodécima  edición.) 


La  conducción  de  la  correspondencia  es  de- 
recho exclusivo  del  ramo  de  Correos,  y  nin- 
gún particular  puede  ocuparse  en  ella,  no 
siendo  con  recado  y  abierta.  La  correspon- 
dencia no  puede  interceptarse  por  el  Gobier- 
no, ni  por  los  administradores  del  ramo,  ni 
por  los  demás  empleados,  ni  por  particulares, 
sin  incurrir  en  delito;  ni  tampoco  puede  abrir- 
se sino  por  la  persona  á  quien  va  dirigida.  He 
aqui  las  disposiciones  que  rigen  fundamental- 
mente este  punto: 

Constitución  30  Junio  1876.— Sn  art.  7."  de- 
clara que  no  podrá  detenerse  ni  abrirse  por 
la  autoridad  gubernativa  la  correspondencia 
confiada  al  coiTeo. 

Código  penal.— Castiga,  con  multa  de  125  á 
1.250  pesetas  al  funcionario  público  que,  no 
siendo  autoridad  judicial,  detuviese  la  corres- 
pondencia privada  (art.  218);  de  250  á  2.50O 
pesetas  y  pena  de  suspensión  en  sus  grados 
medio  y  máximo  al  que  la  abriere  (art.  219);  \- , 
de  500  á  5.000  pesetas  y  pena  de  inhabilitación 
absoluta  temporal  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  al  que  la  sustrajere. 

Código  de  Comercio. — Sobre  traslación  de 
cartas  y  telegramas  al  libro  copiador,  conser- 
vación de  la  correspondencia  recibida,  y  cou- 
trafación  por  medio  de  cartas  y  de  telegramas, 
véanse  los  arts.  41,  42,  49,  51  y  54. 

Código  fíyí7.— Según  el  art!  1.262,  la  acep- 
tación sobre  la  cosa  y  causa  que  han  de  cons- 
tituir un  contrato  hecho  por  carta,  no  obliga 
al  que  hizo  la  oferta  sino  desde  que  llegó  á  su 
conocimiento.  El  contrato  en  tal  caso  se  pre- 
sume celebrado  en  el  lugar  en  que  se  hizo  la 
oferta. 

Véanse  además  las  disposiciones  reg'istradas  | 
bajo  el  epígrafe  Cartas,  en  el  sumario  alfabéti- 
co del  articulo  Correos,  en  cuya  Sección  del 
Jurisprudencia  pueden  consultarse  las  senten- 
cias de  4  de  Febrero  y  20  de  Marzo  de  1889,  so- 
bre juez  competente  para  conocer  de  la  sus-j 
tracción  de  valores  confiados  al  correo.  Sobre 
competencia  para  conocer  de  injurias  conteni-! 
das  en  carta,  ó,  lo  que  es  igual,  dónde  se  en-j 
tiende  cometido  el  delito  de  injurias  mediante 
carta,  véanse  los  casos  insertos  en  Injuria,  y 
en  Estapa  la  sentencia  de  3  de  Enero  de  1891, 
determinando  la  competencia  para  conocer  de 
estafa  consumada  en  un  punto  mediante  carta 
escrita  en  otro. 

CARTA  DE  DOTE.  Lo  mismo  que  escritura 
de  dote. — V.  Biisnes  de  la  sociedad  con- 
yugal: Contratos  matrimoniales. 

CARTA  DE  GRACIA.  Suele  denominarse  asi 
á  la  carta  forera.  También  en  alg'unas  pi'O- 
vincias,  como  en  las  de  Aragón,  Cataluña  y 
Valencia,  equivale  al  pacto  de  retroventa. — 
V.  Compraventa:  Retracto  convencional. 

CARTA  DE  NATURALEZA.     La  Real  cédula  ó 
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despacho  por  el  que  se  concede  ;l  ixu  extran- 
jero el  derecho  de  naturaleza  en  España,  en 
consideración  A  sus  talentos,  á  sus  servicios  ó 
;l  su  industria  beneficiosa  al  país.  Los  extran- 
jeros que  hayan  obtenido  carta  de  naturaleza 
son  reputados  españoles  (Cód.  civil,  art.  17, 
uúniero  2.°),  como  puede  verse  en  Naturali- 
zación, donde  trataremos  de  este  asunto. 

CARTA  DE  PAGO  Y  LASTO.  Cuando  el  fiador 
paga  en  nombre  del  deudor,  puede  y  debe  pe- 
dir que  el  acreedor  le  ceda  sus  acciones  y  de- 
rechos, principalmente  cuando  tenia  algún 
privilegio  ó  hipoteca,  aunque  sin  esta  cesión 
podril  en  su  propio  nombre  pedirle  cuanto  hu- 
biere pagado  y  gastado  por  razón  de  la  fianza. 
Esto  es  lo  que  se  llamaba  en  la  antigua  juris- 
prudencia otorgar  carta  de  pago  y.lasto.  Hoy 
ténganse  en  cuenta  sobre  este  punto  los  ar- 
tículos 1.8:1S  á  l.Htí  del  Cód.  civil,  á  tenor  de 
los  cuales  el  tiador  no  necesita  de  la  subrroga- 
ción  del  acreedor,  pues  del  hecho  del  pago  por 
el  fiador  resultan  por  ministerio  de  la  ley  ce- 
didas á  éste  las  acciones  y  derechos  que  el 
acreedor  tenia  contra  el  deudor. 

CARTA  DESAFORADA.  Real  cédula,  carta  ó 
albalá  dado  contra  fuero  ó  derecho.  Son  im- 
portantes, respecto  de  ellas,  las  siguientes: 

Leyes  del  tit.  IV,  lih.  III de  laNov.  Rec. 

La  2.*  dice  que  no  valgan  ni  se  cumplan  las 
Reales  cai'tas  dadas  contra  derecho,  ley  ó  fue- 
ro usado. — Las  3.*  y  6.*  mandan  que  las  car- 
tas desaforadas  para  matar  ó  prender  A  algu- 
no y  tomar  los  bienes  no  se  cumplan,  no  enten- 
diéndose hacer  merced  de  bienes,  ni  de  oficios 
de  personas  alg'unas  sin  que  primeramente 
sean  llamadas  y  vencidas. — Las  4.^^  y  5.^*  dis- 
ponen que  se  obedezcan  y  no  se  cumplan  las 
cartas  contra  derecho  en  perjuicio  de  partes, 
aunque  contengan  cualesquiera  cláusulas  de- 
rogatorias.— La  ?."•  y  otras  que  siguen,  quie- 
ren que  no  se  cumplan  las  provisiones  y  Cé- 
dulas Reales  en  que  se  den  por  ningunos  los 
procesos  pendientes  en  las  Audiencias  ó  man- 
de sobreseer  en  ellos,  ó  para  que  algunos  de 
sus  ministros  no  entiendan  en  ellos.  (Cíííís., pá- 
gina 938.) 

Repetimos  que  son  importantes  estas  dispo- 
siciones del  Derecho  antiguo,  muy  conformes 
con  los  principios  consignados  en  los  arts.  10, 
7i5  y  otros  de  la  Const.  vigente,  y  con  lo  dis- 
puesto en  el  R.  D.  de  21  Marzo  18.34,  y  en  el 
titulo  preliminar  de  la  ley  orgánica  judicial. 

Más  de  una  carta  desaforada,  y  diremos  me- 
jor, muchas  y  muchas  cartas  desaforadas,  se 
han  dictado  también  en  los  tiempos  modernos 
bajo  la  fórmula  de  Reales  órdenes,  y  apenas 
sabemos  si  se  conserva  la  preciosa  de  se  obe- 
dece, pero  no  se  cumple,  de  que  hacen  mérito 


las  indicadas  leyes  recopiladas  que  están  en 
pleno  vigor. 

CARTA  EJECUTORIA.  El  despacho  ó  testimo- 
nio que  se  libran  por  un  Tribunal  á  la  parte 
vencedora  en  un  pleito;  ó,  como  dice  la  lej'  or- 
gánica judicial,  ejecutoria  es  el  documento 
piiblico  y  solemne  en  que  se  consigna  una  sen- 
tencia firme.  Las  ejecutorias  se  encabezan  en 
nombre  del  Roy,  y  en  ellas  se  insertarán  las 
sentencias  firmes;  y  las  anteriores,  sólo  cuan- 
do ,  por  referirse  las  firmes  á  ellas ,  sean  su 
complemento.  (Ley  org.  jiid.,  arts.  668  y  670, • 
R.  D.  5  Enero  1844,  arts.  8."  y  10;  Ordenan- 
zas de  las  Audiencias,  art.  22;  ley  de  Enj.  ci- 
vil, arts.  369  y  374,  y  ley  da  Enj.  criminal, 
arts.  141  y  143.) — Véase  además  el  Sumario 
alfabético  de  Jurisdicción  contbncioso-ad- 
MiNisTRATivA  y  CosA  JUZGADA.  Las  ejecuto- 
rias que  afecten  á  la  validez  ó  nulidad  de  los 
testamentos  y  demás  actos  de  última  volun- 
tad, deben  inscribirse  en  el  Registro  de  actos 
de  última  voluntad.  (R.  D.  l'J  Febrero  1891, 
articulo  3.°,   letra  (c).) 

CARTA  FORERA.  En  una  de  sus  acepciones 
es  privilegio  y  despacho  Real  atribuyendo  ju- 
risdicción. Hablan  de  ella  las  leyes  26,  34,  35 
y  48,  tit.  XVllI,  Part.  3.^ 

CARTA  ORDEN.  Comunicación  oficial  conce- 
bida en  estilo  preceptivo,  aunque  atento,  que 
dirigen  los  Tribunales  y  jueces  á  sus  subordi- 
nados para  hacer  saber  algún  proveído  ó  prac- 
ticar alguna  diligencia.  (Art.  18,  Reg.  de  lo.^ 
Juzg.  de  /.°  Mayo  1844,  inserto  en  Ju.sticia; 
ley  de  Enj.  civil,  art.  28.5,  y  de  Enj.  crimi- 
nal, art.  184.)  Véase  además  el  epígrafe  Des- 
pachos del  Sumario  alf^ético  de  Jurlsdic- 
CIÓN  CONTENCIOSO- adminlstrativa. 

CARTA  ORDEN  DE  CRÉDITO.  Aquella  en  quo 
se  previene  á  un  corresponsal  franquee  al 
portador  ó  á  determinada  persona  lo  que  ne- 
cesitase, ó  cantidad  determinada  por  cuenta 
del  que  la  suscribe.  (Cód.  de  Comercio,  artí- 
culos .567  (í  572.) 

CARTA  PLOMADA.  Diploma,  privilegio  au- 
torizado con  sello  de  plomo  con  las  armas  rea- 
les impresas  en  él  para  autorizar  la  gracia  ó 
merced  que  en  él  se  dispensa.  Se  habla  de  es- 
tas cartas  en  las  leyes  del  tit.  XVIII,  Part.  3.' 

CARTA  PUEBLA  Con  este  nombre  son  cono- 
cidas las  escritiiras  en  que  se  consignaban  las 
donaciones  de  pueblos,  lugares  y  tierras,  que 
en  tiempo  de  la  conquista  se  hacían  á  favor 
de  los  nuevos  pobladores.  Las  cartas  pueblas 
contenían  de  una  manera  breve  las  cláusulas 
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y  condiciones  de  la  donación,  ó  sea  los  con- 
ciertos con  los  nuevos  colonos,  la  contribución 
que  éstos  debían  pagar  y  los  términos  con  qiie 
debían  ejecutarlo. 

CARTAS  REALES.  Con  la  denominación  de 
cartas,  ó  escrituras,  ó  privilegios,  ^tc,  hablan 
nuestras  antiguas  leyes  de  Cédulas  Reales, 
nos  dicen  lo  que  son  y  de  cuántas  maneras  se 
hacen,  y  cómo,  y  la  fuerza  que  tienen.  Nos  ha- 
blan las  Partidas  de  las  cartas  en  que  se  pone 
cordón  de  seda  y  sello  de  plomo,  de  su  forma 
y  su  significación.  Nos  hablan  de  cartas  de 
amparo  ó  de  encomieuda  ó  defendimieuto,  de 
cartas  foreras,  de  cartas  para  pedir  limosna 
á  solicitud  de  obispos,  de  cartas  de  privilegio 
ó  merced  ó  gracia  y  de  salvoconducto,  etc. 
(Leyes  del  tit.  XVIII,  Part.  3.*)  Y  nos  habla  la 
Nov.  Recop.,  entre  otras,  de  las  cartas  desafo- 
radas que  se  obedecen  y  no  se  cumplen.  De  las 
cartas  desaforadas,  de  las  foreras  y  de  las  de 
naturaleza,  ya  hemos  dicho  algo. 

CARTEROS.  V.  Correos. 

CARTULARIOS.  Entre  los  romanos  equiva- 
lían á  nuestros  archiveros.  También  se  da  este 
nombre  á  los  escribanos  porque  actúan  en  las 
causas  y  otorgan  las  escrituras  que  antigua- 
mente se  llamaban  cartas.— F^n  otra  acepción, 
los  cartularios  son  los  papeles  ó  registros  de 
apeos  de  las  iglesias,  donde  se  hallan  los  con- 
tratos de  compra,  venta  y  cambio,  los  privile- 
gios, inmunidades,  exenciones  y  demás  docu- 
mentos. Bueno  es  observar,  dice  un  escritor, 
que  los  cartularios  son  posteriores  á  la  mayor 
parte  de  los  actos  contenidos  en  ellos  y  que 
sólo  se  hicieron  por  conservarlos  íntegros. 
También  es  de  advenir  que  en  muchas  compi- 
laciones de  cartularios  se  hallan  piezas  evi- 
dentemente falsas,  lo  que  puede  descubrirse 
comparándolos  con  los  documentos  originales. 

CASA.  Edificio  hecho  para  habitar  :  con- 
junto de  hijos  y  domésticos  que  componen 
íina  famiUa.— V.  Allahamiento  de  morada: 
Arrendamiento:  Comunidad  de  bienes:  Edi- 
ficio: Servidumbre:  Policía  urbana. 

CASA  DE  AYUNTAMIENTO.  Véase  Ayunta- 
mientos. 

CASA  EXCUSADA.  Llamábase  así  la  que  en 
cada  parroquia  estaba  exenta  de  llevar  sus 
diezmos  al  acervo  común,  pues  en  vez  de  pa- 
garlos á  la  Iglesia  los  entregaba  á  la  Real 
Hacienda.— V.  Diezmos. 

CASA  FUERTE.  Ordinariamente  se  llamaron 
asi  las  casas  solariegas  propias  de  los  hijos- 
dalgo, cercadas  de  almenas,  baluartes  y  otros 


géneros  de  fortificaciones  para  la  mejor  defen- 
sa contra  los  moros  y  otros  contrarios:  deno- 
minábanse casas  fuertes  en  contraposición  de 
las  llanas,  que  eran  las  que  los  pecheros  fabri- 
caban en  los  campos  sin  defensa  ni  fortaleza. 

CASAS  DE  BENEFICENCIA.  V.  Beneficen- 
cia PÚBLICA. 

CASAS  DE  CONTRATACIÓN.     V.  Lonjas. 

CASAS  DE  CORRECCIÓN.  V.  Patria  potes- 
tad: Presidios. 

CASAS  DE  HUÉSPEDES:  FONDAS:  HOSPEDE- 
RÍAS. Este  asunto  corresponde  principalmen- 
te á  la  policía  municipal.  Sobre  su  estableci- 
miento se  han  dictado  oportunas  regias  por 
la  siguiente 

E.  o.  27  Noviembre  1*58. 

Apertura  de  casas  de  huéspedes,  ohlíqaciones  de  loa  due- 
ños, inspección  y  vigilancia  sohre  ellas,  etc. 

«...1.*  No  podrán  abrirse  en  punto  alguno 
del  Reino  posadas  públicas,  casas  de  huéspe- 
des, hosterías,  fondas  ni  cualesquiera  otros  es- 
tablecimientos de  la  misma  especie,  sin  obte- 
ner antes  la  competente  licencia  del  ramo  de 
vigilancia,  que  se  renovará  anualmente. 

2.*  Los  dueños  de  dichos  establecimientos 
tienen  las  obligaciones  siguientes: 

Primera.  Llevar  un  registro  foliado  y  ru- 
bricado por  el  encargado  del  ramo  de  vigilan- 
cia del  distrito,  en  que  se  inscriban,  por  orden 
alfabético  de  apellidos,  las  personas  que  lle- 
guen á  sus  casas,  con  expresión  de  sus  nom- 
bres de  pila,  el  año,  mes  y  días  de  su  entrada, 
el  lugar  de  donde  vienen,  aquél  á  que  se  diri- 
gen, y  su  ocupación  ó  ejercicio.  AI  margen  de 
cada  partida  se  pondrá  cuando  se  vayan  los 
huéspedes,  una  nota  en  que  se  exprese  el  dia 
de  su  salida  y  el  pueblo  ó  casa  adonde  hau 
dicho  que  pasau. 

Segunda.  Dar  partes  diarios  de  lo  que  re- 
sulte de  dichos  registros,  y  con  arreglo  á  lo 
que  disponga  el  g'obernador  de  la  provincia, 
al  inspector,  comisario  ó  celador  de  su  respec- 
tiva demarcación,  ó  al  alcalde  del  pueblo  eu 
donde  no  existan  aquellos  empleados. 

Tercera.  Exhibir  los  expresados  registros, 
siempre  que  á  ello  fueren  requeridos,  á  las 
autoridades,  empleados  de  vigilancia  ó  g'uar- 
dias  civiles. 

Cuarta.  Impedir  que  los  huéspedes  se  ocu- 
pen eu  juegos  prohibidos,  teng-an  ai-mas  para 
cuyo  uso  no  estén  autorizados  ó  turben  el  re- 
poso de  sus  compañeros. 

Y  quinta.  Tener  á  la  puerta  de  su  estable- 
cimiento, ó  en  sxis  balcones  ó  ventanas,  la  ta- 
blilla ó  señal  que  indique  la  naturaleza  de  él, 
con  arreglo  á  la  costumbre  de  cada  pueblo. 

3.^  Cuidará  V.  S.  de  que  los  alcaldes,  co- 
misarios ó  celadores,  seg-úu  la  organización 
que  eu  cada  punto  tenga  el  ramo  de  vigilancia, 
lleven  un  libro  en  que  anoten  todas  las  posa- 
das, casas  de  huéspedes,  etc.,  que  hubiere  en 
su  demarcación,  el  día  eu  que  se  concediere 
licencia  para  abrirlas,  y  la  conducta  observa- 
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da  por  el  dueño  ó  encargado  del  estableci- 
luiento. 

4.*  Dispondrá  V.  S.  que  sean  revisados 
mensualmente  los  registros  de  los  menciona- 
dos establecimientos,  ó  con  más  frecuencia  si 
hubiere  motivo  para  ello,  exigiendo  que  se  le 
dé  parte  de  cuanto  á  consecuencia  del  examen 
hecho  resulte  digno  de  llamar  su  atención. 

5."  Los  infractores  de  las  precedentes  dis- 
posiciones están  sujetos  á  las  penas  pecunia- 
rias establecidas  en  el  párrafo  quinto  del  ar- 
ticulo 495  del  C.  P.,  que  V.  S.  podrá  imponer 
gubernativamente  con  arreglo  á  la  disposi- 
ción 2."  del  R.  D.  de  18  de  Mayo  de  18.03. 

Y  6."  Tomará  V.  S.  las  medidas  convenien- 
tes para  que  se  forme  en  su  Secretarla  una  es- 
tadística general  de  todos  los  establecimientos 
destinados  á  recibir  hiiéspedes.— De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  27  de  Noviembre  de  1858.  - 
Posada  Herrera.»  (C.  L.,  t.  78,  p.  181.) 
Código   penal. 

Su  art.  600  castiga  á  los  dueños  de  fondas 
y  casas  de  huéspedes  que  falten  á  los  regla- 
mentos, ordenanzas  y  bandos. 

Reglamento  13  Jnlio  1882. 

En  lo  que  hace  relación  á  la  cantidad  que 
los  dueños  de  casas  de  huéspedes  vienen  obli- 
gados á  satisfacer  por  contribución  industrial, 
consúltense  en  esta  palabra  el  núm.  1.°,  clase 
novena,  tarifa  I.'',  y  el  núm.  3,  clase  segunda 
tarifa  S."  ó  de  patentes,  que  acompaña  al  cita- 
do reglamento. 

B.  O.  27  Septiembre  1890. 

Aplicación  de  la  de  27  de  Noviembre  de  Í85S  d  las 

hospederías  de  los  establecimientos  balnearios. 

(GoB.)  «...El  Rey  (Q.  D.  G.)  y  en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  re- 
solver que  tenga  aplicación  á  las  hospederías 
délos  establecimientos  de  aguas  minero- me- 
dicinales la  R.  O.  de  27  de  Noviembre  de  1858, 
excepción  hecha  de  su  primera  disposición, 
toda  vez  que  la  apertura  al  servicio  público 
de  los  expresados  establecimientos  balnearios 
se  concede  ]ior  este  Ministerio. 

Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  que  esta 
soberana  resolución,  como  de  carácter  gene- 
ral, se  publique  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  Bo- 
letines oficiales  de  las  provincias. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  27  de  Septiem- 
bre de  1890.— Silvela »  (Gac.  4  Octubre.) 

— V.  Responsabilidad  civil. 

CASAS  DE  LAVADO  Y  BAÑOS  PARA  POBRES. 

Por  R.  D.  de  15  de  Junio  de  ÍS5.3  se  ordenó 
la  creación  en  Madrid  de  una  casa  de  lavado 
y  baños  para  pobres,  á  cuyo  efecto  se  nombró 
una  Junta  que  estudiase  y  propusiese  todo  lo 
referente  al  local  y  á  las  obras,  con  encargo 
de  que  desempeñase  á  la  mayor  bi-evedad  su 
cometido.  Sin  desistir  el  Gobierno  de  su.  pro- 
pósito, por  B.  D.  de  21  de  Septiembre  del  mis- 
mo año  suprimió  la  Junta  que  se  había  crea- 
do, y  confirió  la  comisión  que  ésta  tenía  al  al- 
calde corregidor'de  Madrid;  pero  no  sabemos 
que  se  haya  dado  un  solo  paso  en  asunto  que 


consideramos  de  tanta  importancia,  por  lo  mu- 
cho que  la  limpieza  en  las  familias  pobres  pue- 
de contribuir  á  mantener  en  buen  estado  la 
salud  pública.  Por  R.  O.  de  9  de  Septiembre 
del  mismo  año  1853  se  aprobó  también  el  esta- 
blecimiento de  dos  casas  de  baños  y  lavadero 
en  Toledo;  una  para  los  pobres  y  otra  para  ios 
presidiarios.  Y  posteriormente  sabemos  que 
por  la  iniciativa  de  los  particulares  en  unas 
partes  y  de  las  Corporaciones  provinciales  ó 
municipales  en  otras,  se  han  fundado  algunas 
en  distintos  puntos  del  Reino.  Para  tener  una 
noticia  exacta  de  las  que  existen  y  premiar  «1 
celo  de  los  que  á  tan  benéfico  pensamiento  han 
contribuido,  se  dirig'ió  á  los  gobernadores  la 
siguiente 

K.  O.  19  Mayo  1868.  *  , 

Pidiendo  datos  sobre  las  casas  de  bailas  creadas  y  su» 
circunstancias . 

(GoB.)    «...S.  M...  se  ha  servido  disponer: 

1."  Que  remita  V.  S.  con  la  mayor  urgen- 
cia A  este  Ministerio  un  estado  que  facilitarán 
los  propietarios  de  los  establecimientos,  coa 
las  casillas  siguientes:  Nombre  del  propietario; 
número  de  pilas;  id.  de  chorros;  diversos  sis- 
temas do  aplicación  de  las  aguas;  número  da 
baños  medicinales;  número  de  baños  de  pla- 
cer; total;  número  de  baños  de  pago;  id.  gra- 
tuitos; observaciones. 

2.°  Informe  de  la  Junta  provincial  de  Sa- 
nidad sobre  los  efectos  producidos  en  general 
por  aplicaciones  de  las  aguas. 

Y  3.**  Recomendación  de  V.  S.  en  favor  do 
las  casas  que  á  su  juicio  lo  merezcan. 

Es,  por  último,  la  voluntad  de  S.  M.  se  haga 
presente  á  V.  S.  la  conveniencia  de  no  alterar 
el  orden  establecido  para  las  casillas  del  esta- 
do, cuidando  de  que  en  la  de  observaciones 
conste  la  temporada  en  que  está  abierta  la 
casa  de  baños  al  público,  y  que  los  datos  que 
se  rindan  ofrezcan  comprobación  con  los  libros 
del  establecimiento  á  que  se  refieren.  (R.  O.  19 
de  Mayo  de  1868.- 6?ac.  14  Junio.)— y.  Bene- 
ficencia. 

CASAS  DE  MANCEBÍA.    V.  Mancebía. 

CASAS  DE  MATERNIDAD.  Consúltese  el  Su- 
mario alfabético  del  articulo  Beneficencia. 

CASAS  DE  MONEDA.     V.  Moneda. 

CASAS  DE  PRÉSTAMO  (sobre  prendas).  Véase 
el  tit.  XIÍI,  cap.  VI,  lib.  II  del  Cód.  penal,  y 
Prestamistas. 

CASAS  DE  VACAS:  CABRERÍAS.  La  salud  pú- 
blica exigía  ya  que  se  tomase  alguna  medida 
para  prevenir  los  inconvenientes  que  pueden 
ofrecer  las  casas  de  vacas,  ovejas,  burras  de. 
leche  y  cabrerías,  cuando  no  se  observan  en 
ellas  las  reglas  de  higiene  y  policía  que  se  re- 
comiendan para  conservar  sanos  los  ganados, 
y  para  que  la  leclie  reúna  las  condiciones  de 
salubridad  apetecibles.  El  reglamento  publi- 
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cado  por  R.  O.  de  8  de  Agosto  de  1867,  previa 
audiencia  de  los  Consejos  de  Estado  y  Sani- 
dad, lia  proveído  á  esto,  y  vamos  á  limitarnos 
á  insertarle,  remitiéndonos  en  lo  demás  á  los 
articules  Abastos,  Sanidad  y  Policía  mu- 

KICIPAL. 

Á  QUE  DEBEN   SUBORDINARSE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE 
VACAS,  BURRAS,   CABRAS  Y  OVEJAS. 

CAPITULO  1.— Reglas  que  han  rfe  observarse  en  la  con- 
cesión de  licencias  para  abrir  un  establecimiento. 

Articulo  1.°  No  podrán  en  lo  sucesivo  abrir- 
se casas  de  vacas  ni  cabrerías  para  la  expendi- 
cipu  ó  suministro  de  leche,  en  poblaciones  que 
lleguen  á  4.000  habitantes,  sin  licencia  del  al- 
calde . 

Art.  2.°  A  la  solicitud  en  que  se  pida  al  al- 
calde la  licencia  de  que  habla  el  articulo  ante- 
i;ior,  Sk  acompañará: 

1."  Un  doble  plano  del  establecimiento  en 
proyecto,  ó  construido  ya,  en  el  cual  se  desig'- 
iien  todas  las  dependencias  que  deberá  tener, 
con  la  capacidad  y  demás  circunstancias  de 
cada  una;  y 

2.°  Una  Memoria  descriptiva,  también  do- 
ble, en  que  se  acredite  que  el  establecimiento 
proyectado  reúne  todas  las  condiciones  exigi- 
das en  este  reglamento,  y  se  exprese  de  un 
uiodo  terminante  el  número  máximo  de  ani- 
males que  en  él  ha  de  haber. 

El  arquitecto  que  forme  el  plano  y  escriba  la 
Memoria,  quedará  sometido  á  la  acción  de  los 
Tribunales  si  resultase  haber  faltado  á  la  ver- 
dad eu  alg'uno  de  estos  documentos. 

Art.  3.°  Para  que  el  alcalde  resuelva  con 
el  debido  conocimiento,  remitirá  primero  el 
expediente  á  informe  del  arquitecto  municipal 
y  lueg^o  al  de  la  Junta  municipal  de  Sanidad, 
á  fin  de  que  manifiesten  lo  que  se  les  ofrezca  y 
parezca. 

Art.  4."  Si  faltare  alguna  de  las  condicio- 
nes exigidas  en  este  reglamento,  ó  hubiere  ne- 
cesidad de  modificar  el  proyecto  presentado, 
la  autoridad  municipal  no  expedirá  la  licen- 
cia hasta  después  de  haber  hecho  las  modifica- 
ciones convenientes. 

Art.  5.°  Al  expedir  la  licencia  se  entregará 
al  interesado  uno  de  los  dos  ejemplares  del 
plano  y  de  la  Memoria  que  presentó  para  que 
se  sujete  y  ateng-a  á  ellos  con  todo  rigor. 

Y  si  alg'una  vez  creyera  oportuno  variarlo 
estando  ya  las  obras  comenzadas,  deberá  obte- 
ner autorización  al  efecto,  siguiendo,  cuando 
la  variación  sea  de  alg'una  im]iortancia,  los 
propios  trámite.s  que  para  conceder  la  licencia. 
Art.  {>."  \o  se  concederá  licencia  al  abrir 
esta  clase  de  establecimientos  por  más  tiempo 
que  el  de  diez  años,  durante  cuyo  plazo  será 
considerada  esta  licencia  como  un  título  de 
propiedad  para  todo  lo  que  no  se  oponga  á  las 
leyes. 

Art.  7.°  La  falta  de.  cumplimiento  de  lo  pre- 
ceptuado en  el  presente  reglamento,  produci- 
rá la  anulación  de  la  licencia,  según  previene 
el  art.  39. 

Art.  8."  Aunque  no  se  prohibe  por  ahora  la 
apertura  de  estos  establecimientos  en  el  inte- 


rior de  las  grandes  poblaciones,  procurarán, 
no  obstante,  las  autoridades  municipales,  fa- 
vorecer indirectamente  su  instalación  en  las 
afueras  ó  en  los  arrabales. 

Eu  cada  concesión  se  hará  constar  el  nú- 
mero máximo  de  vacas  ó  cabras  que  pueda 
contener  el  establecimiento.  El  dueño  de  éste 
queda  obligado  á  presentar  al  respectivo  sub- 
delegado del  ramo  una  copia  certificada  de  la 
concesión,  y  un  plano  del  citado  establecimien- 
to. Queda  obligado  ig'ualmente  á  colocar  en  un 
cuadro,  á  la  vista  del  pi'iblico  y  en  el  mismo 
establecimiento ,  los  expresados  documentos 
visados  por  el  subdelegado  del  distrito. 

CAP.  II. — Condiciones  que  han  de  reunir  las  casas  de  va- 
cas y  las  cabrerias. 

Art.  9."  Solamente  podrán  establecerse  ca- 
sas de  vacas  y  cabrerías  en  edificios  que  se 
hallen  situados  en  plazas  y  plazuelas,  en  ca- 
lles cuya  anchura  no  baje  de  ocho  metros,  6 
en  cualquiera  otro  sitio  ig'ualmente  espacioso, 
ventilado  y  salubre. 

Art.  10.  No  se  establecerán  en  lugares  ba- 
jos con  relación  á  los  circunvecinos;  en  sitios 
húmedos;  en  edificios  que  carezcan  de  patios 
ú  otros  espacios  descTibiertos,  cuya  capacidad 
sea  menor  de  la  señalada  en  el  articulo  si- 
guiente; en  las  cercanías  de  otros  estableci- 
mientos insalubres  ó  incómodos,  donde  esca- 
seen la  ventilación  y  la  luz,  ó  falte  de  un  modo 
permanente  el  agua  necesaria  para  conservar 
un  perfecto  estado  de  aseo. 

Art.  11.  Los  establos  de  las  vaquerías  y  ca- 
brerías que  dentro  de  las  poblaciones  se  es- 
tablezcan, han  de  estar  situados  en  crujías 
interiores  con  luces  á  un  patio,  jardín  ü  otro 
paraje  descubierto  que  no  baje  de  100  metros 
superficiales  si  las  casas  que  le  circunscriben 
tienen  piso  tercero,  de  75  si  no  tuviesen  más 
que  piso  segundo,  y  de  50  si  fueren  á  la  ma- 
licia. 

Art.  12.  Tendrán  los  establos  de  tres  á  cua- 
tro metros  al  menos  de  elevación,  cuatro  me- 
tros de  ancho  desde  el  pesebre  hasta  la  pared 
opuesta,  y  dos  metros  de  frente  como  espacio 
reservado  á  cada  vaca. 

Art.  13.  Nunca  ])odrán  contener  más  de  20 
vacas  ó  50  cabras.  Se  dispondrán  de  tal  suerte 
que  corresponda  á  cada  vaca  el  espacio  míni- 
mo de  28  metros  cúbicos  y  ocho  á  cada  cabra. 

Art.  14.  Estará  el  pavimento  cubierto  de 
losa  bien  labrada  y  sentada  para  que  forme 
una  superficie  igual  y  unida,  y  tendrá  el  con- 
veniente declive  hacia  el  sitio  donde  haj-an  de 
confluir  y  ser  absorbidas  las  ag-uas. 

Art.  15.  Habrá  en  este  punto  un  platillo  de 
de  absorbedero  que  las  dé  paso  sin  detención 
alguna  á  la  atarjea,  la  cual  ha  de  hallarse  dis- 
puesta de  un  modo  que  corran  libremente  las 
aguas  á  la  alcantarilla,  ó  vayan  á  verterse  á 
un  lugar  apartado  del  establecimiento. 

Al*.  16.  El  techo  será  á  cielo  raso,  y  las  pa- 
redes estarán  cubiertas  hasta  la  altura  mínima 
de  dos  metros,  con  azulejos,  cemento  ó  cal  hi- 
dráulica, ú  otra  materia  que  evite  la  humedad 
y  facilite  la  limpieza. 

Art.  17.  Habrá  ventanas' en  número  pro- 
porcionado á  la  extensión  de  los  establos,  con 


CASAS  DE  VACAS.  (Reglam.  8  Agosto  1867.) 


399 


suficieute  hueco  ó  luz,  y  dispuestas  de  mane- 
ra que  puedan  abrirse  ó  cerrarse  más  ó  menos 
completamente,  seg'ún  lo  exijan  las  circuns- 
tancias. 

Art.  18.  Cuando  sea  posible  por  no  haber 
encima  piso  habitado  ni  poderse  originar  mo- 
lestias á  los  vecinos,  se  abrirán  postigos  en 
la  techumbre,  se  establecerán  chimeneas  que 
pongan  en  comunicación  la  atmósfera  interna 
con  la  externa,  ó  se  establecerá  la  ventilación 
artificial  que  parezca  más  conveniente. 

Art.  19.  Habrá,  en  fin.  á  ser  posible,  uno  ó 
más  g-rifos  situados  en  puestos  oportunos,  que 
suministren  el  agua  necesaria  para  hacer  la 
limpieza. 

Art.  20.  Tanto  las  casas  de  vacas  como  las 
cabrerías,  tendrán  un  establo  reservado  para 
las  reses  enfermas,  en  el  aislamiento  debido  y 
con  buenas  condiciones  de  salubridad. 

Art.  21.  En  las  capitales  en  que  exista  un 
lazareto  para  animales,  serán  conducidas  á  él, 
desde  luego,  cuantas  reses  se  hallen  enfermas. 

Art.  22.  Habrá  asimismo  en  estos  estable- 
cimientos, graneros,  pajeras  y  yerberas  bien 
acondicionados  para  la  conservación  de  las 
sustancias  alimenticias. 

CAP.  III. — RégÍTnen  dpX  ganado  y  disposiciones  de 
salubridad. 

Art.  23.  Siendo  muy  necesario  á  la  par  que 
conveniente  el  ejercicio  moderado  y  cómodo 
para  la  salud  y  vida  de  las  reses,  se  dará  á  és- 
tas paseos  alternados  y  á  horas  oportunas;  de- 
signándose al  efecto  en  los  meses  de  Octubre, 
Noviembre,  Diciembre,  Enero,  Febrero,  Marzo 
y  Abril  las  diez  de  la  mañana  á  las  tres  de  la 
tarde,  y  en  los  restantes  por  las  madrugadas 
hasta  las  ocho  de  la  mañana  y  por  las  tardes 
desde  las  seis  en  adelante,  sin  que  puedan  de- 
jar para  el  servicio  del  piibhco  más  que  dos 
vacas  los  de  las  primeras,  y  cuatro  cabras  los 
de  las  últimas. 

Art.  24.  No  harán  las  vacas  ni  las  cabras 
uso  de  otros  alimentos  que  de  los  g'ranos,  se- 
millas y  paja,  de  las  g'ramineas  y  leg'uminosas, 
de  salvado,  heno,  trébol,  alfalfa,  raices  y  de- 
más que  en  cada  país  se  acostumbra;  todo  en 
las  proporciones  debidas  para  que  su  salud 
no  sufra  la  menor  alteración,  cuidándose  con 
especial  esmero  que  estos  alimentos  se  hallen 
perfectamente  conservados. 

Art.  25.  Se  prohibe  como  peligroso  é  in- 
conveniente el  uso  de  la  cebada  fermentada 
procedente  de  las  fábricas  de  cerveza,  el  de 
los  residuos  de  las  fábricas  de  almidón  y  el  de 
las  verduras  comunes  y  sus  despojos. 

Art.  26.  Las  aguas  que  el  ganado  beba  lian 
de  ser  corrientes,  dulces,  lim|)ias  é  inodoras. 

Art.  27.  No  podrán  darse  aguas  de  pozo,  á 
no  ser  que,  previamente  analizadas  á  costa  de 
los  interesados,  resulten  saludables. 

Art.  28.  Se  mantendrán  los  establos  bien 
ventilados  y  en  el  estado  más  perfecto  de  lim-' 
pieza,  sacando  de  ellos  diariamente  el  estiér- 
col en  los  meses  de  Mayo,  .Junio,  Julio,  Agosto 
y  Septiembre,  y  cada  dos  días  en  los  restan- 
tes; lavando  otras  tantas  veces  el  pavimento 
con  agua  clara;  cuidando  de  que  el  curso  de  la 
orina  y  del  agua  que  para  la  limpieza  se  em- 


plea sea  fácil  y  completo,  y  empleando,  en  fin, 
fumigaciones  y  otros  desinfectantes  cuando 
se  conceptúen  necesarios. 

Art.  29.  El  estiércol  que  se  retire  de  los 
establos  se  ha  de  sacar  seguidamente  de  la  po- 
blación, en  carros  ó  de  aquella  manera  que 
tenga  la  autoridad  municipal  determinado, 
sin  que  se  permita  jamás  su  acumulación  en 
grandes  ni  pequeñas  cantidades. 

Art.  30.  Habrá  en  el  centro  de  todos  los 
establos  ó  cuadras  en  que  encierre  el  ganado 
un  termómetro,  y  se  sostendrá  la  temperatura 
entre  los  20  y  28  grados  Reaumur. 

Art.  31.  Harán  los  dueños  de  las  casas  de 
vacas  que  un  veterinario  reconozca  su  ganado 
una  vez  al  menos  cada  quince  días;  y  si  enfer- 
mase alguna  res,  la  apartarán  de  las  otras, 
llevándola  al  establo  correspondiente  ó  al  la- 
zareto para  ganados  si  existe  en  la  capital. 

Art.  32.  El  resultado  de  este  reconocimien- 
to ae  consignará  por  escrito  por  dicho  funcio- 
nario, y  con  el  V.°  B.°  del  subdelegado  se  co- 
locará en  un  cuadro  que  para  este  servicio 
figurará  al  lado  del  plano  y  licencia.  Los  pro- 
pietarios de  los  establecimientos  presentarán 
al  día  sig'nieute  de  verificarse  el  reconocimien- 
to indicado  al  subdelegado  del  distrito  (si  no 
es  este  funcionario  el  que  le  ha  hecho)  el  cer- 
tificado del  veterinario,  en  el  ciial  estampará 
el  enterado  ó  V."  B.",  y  cubierta  esta  forma- 
lidad, se  colocará  en  el  cuadro  de  que  habla  el 
párrafo  anterior. 

Art.  33.  Cuando  resultare  del  reconoci- 
miento facultativo  que  alg'una  res  se  halla  pa- 
deciendo enfermedad  contagiosa  ó  g-rave,  la 
sacarán  los  dueños  sin  tardanza  de  la  pobla- 
ción, bien  sea  para  curarla  en  lugar  aislado  y 
oportuno  ó  en  el  citado  lazareto,  bien  para 
darla  muerte  si  asi  lo  prefiriesen.  En  este  caso 
deberá  el  veterinario  que  la  reconozca  dar 
parte  á  la  autoridad  respectiva  de  la  aparición 
de  la  enfermedad  sospechosa. 

Art.  34.  Los  animales  muertos  de  estas  en- 
fermedades deberán  ser  quemados. 

Art.  35.  Queda  prohibida  la  venta  de  la  le- 
che de  toda  res  enferma,  por  ser  una  sustancia 
nociva  A  la  salud,  y  los  contraventores  suje- 
tos por  tanto  al  castig'o  que  impone  el  art.  482 
del  Códig'o  penal  '. 

Art.  3tí.  Queda  asimismo  prohibida  como 
siempre  la  venta  de  leche  sofisticada,  proce- 
diendo contra  el  culpable  con  la  mayor  seve- 
ridad, sin  perjuicio  de  publicar  su  nombre  y 
su  delito  en  los  |)eriúdicos  oficiales,  y  de  estam- 
parlo sobre  la  puerta  de  su  establecinnento  y 
en  el  punto  de  la  venta. 

Art.  37.  El  alcalde  hará  ])or  si  ó  por  medio 
de  sus  subdelegados  y  agientes  las  visitas  que 
estime  oportuno  á  las  casas  de  vacas  y  á  las 
cabrerías  para  reconocer  si  se  cumplen  con 
toda  fidelidad  las  prescripciones  de  este  regla- 
mento. 

Art.  .38.  Cuando  alguna  falta  leve  encon- 
trare, sobre  imponer  el  castigo  que  proceda, 
amonestará  de  palabra  á  los  contraventores  y 
cómplices,  mas  si  fuere  la  falta  grave  ó  la  dcs- 


'     Ver  hoy  los  nrts.  .35/,  .3r>i;,  4ÍS,  ñnr,,  niini.  2.",  y  Blie, 
núms.  4."  y  O."  del  O.  P.  vigente  de  1S70. 
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obediencia  muy  repetida,  les  apercibirá,  por 
escrito,  sin  perjuicio  de  aniiuciar  en  los  perió- 
dicos oficiales  el  nombre  ó  titulo  del  estable- 
cimiento, el  de  los  que  hayan  concurrido  á 
ocultar  ó  cometer  la  falta,  clase  de  ésta  y  el 
castigo  impuesto. 

Art.  39.  Cuando  uo  hayan  bastado  tres  de 
estos  apercibimientos  para  conseguir  la  en- 
mienda, anulará  el  alcalde  la  licencia,  segúu 
previene  el  art.  7.°,  y  mandará  cerrar  el  esta- 
blecimiento, imposibilitando  que  se  abra  otro, 
á  cuyo  efecto  se  anunciará  en  los  periódicos 
oficiales  y  se  comunicará  por  el  gobernador  al 
subdelegado. 

Art.  40.  Siempre  que  la  autoridad  munici- 
pal lo  juzgue  necesario  para  que  la  informen 
de  las  condiciones  de  salubridad  de  im  esta- 
blecimiento, podrá  disponer  que  le  reconozcan 
los  subdeleg'ados  de  Sanidad,  médico  y  vete- 
rinario; y  si  estimase  oportuno  adquirir  cono- 
cimiento del  estado  de  salud  de  los  animales, 
podrá  valerse  de  este  último  funcionario. 

Art.  41.  Los  subdelegados  de  Sanidad  tie- 
nen derecho  á  girar  cuantas  visitas  consideren 
necesarias  á  estos  establecimientos,  de  acuer- 
do con  lo  prevenido  en  el  cap.  lindel  regla- 
mento para  las  Subdelegacioues  de  24  de  Ju- 
lio de  1848. 

CAP.  IV. — Disj}osici07ies  transitorias. 
Arts.  42  y  43.     (No  los  insertamos  por  ser 
puramente  de  oportunidad.) 

Art.  44.  Las  Ordenanzas  municipales  aho- 
ra vigentes  en  las  poblaciones 'que  cuentan 
4.000  ó  más  habitantes,  se  acomodarán  á  este 
reglamento  en  cuanto  á  las  casas  de  vacas  y 
á  las  cabrerías  concierne.  Y  las  autoridades 
municipales  de  las  poblaciones  de  menor  ve- 
cindario acomodarán  á  él  en  .lo  posible  sus 
bandos  y  reg'lamentos  de  policía. 

Art.  45.  Los  g-obernadores  de  las  provin- 
cias remitirán  á  fin  de  cada  año  á  la  Dirección 
g'eneral  de  Beneficencia  y  Sanidad  un  estado 
de  todos  los  establecimientos  de  este  género, 
consignando  los  de  nueva  creación  y  los  anti- 
guos, capacidad,  número  de  reses,  situación, 
etcétera. 

Art.  46.  Este  reglamento  es  aplicable  á  los 
establecimientos  de  burras  de  leche  y  á  las  ca- 
sas de  ovejas,  que  se  considerarán  respecti- 
vamente en  análogas  circunstancias  que  las 
casas  de  vacas  y  las  cabrerías.»  (C.  L.,  t.  98, 
pág.  278.) 

B.  O.  Circular  31  Diciembre  188S. 
Desestimando  recurso  interpuesto  contra  providencia  de 
un  ¡jobernador  que  revocó  acuerdo  viunicipal  prohi- 
biendo pernoctar  el  ganado  lanar  y  cabrio  dentro  de 
cierta  poblacián,  y  recordando  como  medida  general  el 
cumplimiento  del  Eeg.  de  8  de  Agosto  de  I8G7. 

(DiR.  GEN.  DE  San.)  Extracto. — El  Ayun- 
tamiento de  Logroño  para  cumplimentar  lo 
prevenido  en  R.  O.  Circ.  de  20  de  Abril  de 
1886,  prohibió  pernoctar  en  la  población  el  ga- 
nado lanar  y  cabrío,  durante  los  meses  de  Ju- 
nio á  Octubre,  ambos  inclusive,  prohibición 
que  reprodujo  por  medio  de  un  bando'.  Contra 
tal- acuerdo  acudieron  varios  granaderos  á  di- 
cha Corporación  con  la  súplica  de  que  se  re- 
vocase, y  denegada  ésta,  recurrieron  los  in- 
teresados al  gobernador,  que  estimó  el  recur- 


so revocando  el  acuerdo  y  bando  del  Ayunta- 
miento. Se  alzó  la  Corporación  municipal  de 
esta  providencia,  y  pasado  el  asunto  al  Real 
Consejo  de  Sanidad,  he  aquí  la  parte  funda- 
mental del  dictamen  de  su  primera  Sección, 
con  el  que  se  conforma  el  Gobierno: 

«La  Sección  no  encuentra  bastante  fundado 
el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Log'roño,  si 
bien  cree  que  no  debe  concederse  una  liber- 
tad absoluta  á  los  ganaderos  para  que  tengau 
sus  reses  dentro  de  las  ciudades  en  el  número 
y  forma  que  les  parezca,  sino  que  es  preciso 
imponerles  aquellas  condiciones  que  se  esti- 
men provechosas,  tanto  para  la  buena  higie- 
ne de  la  población,  como  del  mismo  ganado. 

El  gran  uso  que  se  hace  de  la  leche,  es  mo- 
tivo para  que  se  la  considere  fundadamente 
como  un  artículo  de  consumo  de  primera  ne- 
cesidad, con  el  que  se  alimentan,  no  sólo  las 
personas  sanas  que  así  lo  desean,  sino  tam- 
bién en  número  no  escaso  los  enfermos,  mu- 
chos de  los  que  es  conveniente  que  la  tomen 
recién  ordeñada,  lo  mismo  que  los  niños  que 
se  crían  con  ella,  para  lo  cual  es  de  todo  pun- 
to indispensable  que  en  las  poblaciones  exis- 
tan establecimientos  de  vacas,  burras,  ovejas 
y  cabras,  que  suministren  dicha  sustancia  ali- 
menticia. 

Además,  es  tan  frecuente  presentar  á  la 
venta  leches  adulteradas,  que  muchos,  aun- 
que la  apetezcan  ó  la  necesiten  para  el  resta- 
blecimiento de  su  salud,  no  hacen  viso  de  ella 
sino  cuando  la  ven  ordeñar  ellos  mismos  ó 
personas  de  su  confianza. 

Las  razones  consignadas  patentizan  la  con- 
veniencia de  que  haya  constantemente  dentro 
de  las  poblaciones  las  reses  que  se  precisen 
para  satisfacer  las  necesidades  indicadas. 

Pero  si  bien  es  indudable  que  debe  permitir- 
se la  estancia  del  g-auado  dentro  de  las  ciuda- 
des, por  las  expuestas  razones,  no  es  menos 
cierto  que  daría  lugar  á  trastornos  en  la  sa- 
lud, si  se  hiciera  dicha  concesión  sin  uing'ún 
g'énero  de  limitaciones,  porque  se  podría  dar 
el  caso  de  que  en  un  pueblo  se  reuniera  tal 
número  de  reses,  y  éstas  se  alberg'aran  en  lo- 
cales de  tan  malas  condiciones,  que  se  produ- 
jera con  este  motivo  el  desarrollo  de  gases  de- 
letéreos, que  infeccionando  la  atmósfera  la 
hicieran  nociva  á  los  que  tuvieran  la  desg-ra- 
cia  de  respirarla. 

Por  otra  parte,  es  preciso  tener  muy  en 
cuenta  que,  para  conseguir  una  leche  de  bue- 
nas cualidades,  se  necesita  que  el  ganado  que 
la  suministra  esté  sano,  bien  alimentado,  y  ro- 
deado de  las  mejores  condiciones  higiénicas. 

Con  este  fin  se  dictó  el  reg'lameuto  de  esta- 
blecimientos de  vacas,  burras,  cabras  y  ovejas, 
aprobado  por  R.  O.  de  8  de  Agosto  de  1867. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  la  Sección  opina -j 
que  el  Consejo  debe  consultar  al  Gobierno  dej 
Su  Majestad: 
'     1."    Que  procede  desestimar  el  recurso  in- 
terpuesto por  el  Ayuntamiento  de  Logroño, 
y  mantener  la   providencia  del  gobernador,, 
que  di'rogó  un  acuerdo  de  la  citada  Corpora- 
ción municipal,  por  el  que  se- prohibía  pernoc-J 
tar  los  granados  lanar  y  cabrío  dentro  de  la| 
población,  y 
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■2."  Que  como  medida  g'eneral ,  se  dirija 
una  circular  á  los  g'oberuadores  civiles,  exci- 
i.uido  el  celo  de  los  mismos,  para  que  hao-au 
1  uiiipür  eu  las  provincias  desús  respectivos 
cargos  cuanto  se  previene  en  el  reg-lamento  ¡I 
que  deben  subordinarse  los  establecimientos 
de  vacas,  burras,  cabras  y  ovejas,  aprobado 
por  R.  O.  de  8  Ag-osto  1867.»  Y  así  se  resuelvo. 
(R.  0. 31  Diciembre  1838.— Gae.  12  Enero  1889.) 

CASACIÓN  (Recursos  de).  Véause  los  artícu- 
los 1.6SG  ;i  1.795  de  la  ley  de  Enj.  civil,  847  á 
953  de  la  de  Euj.  crim.  y  116  á  121  de  la  del 
Jurado  (V.  Enjuiciamiento).  La  sustancia- 
ción  de  los  recursos  de  casación  cu  las  causas 
de  contrabando  y  defraudación  se  ajusta  hoy 
á  los  artículos  citados  de  la  ley  de  Enj.  crim. 
— V.  Contrabando. 

CASERÍA.  En  Baldíos  queda  inserta,  entre 
otras  dis|>osiciones  importantes,  la  ley  de  3 
Junio  18G8,  en  la  cual  se  recopilan  las  reglas 
sobre  fomento  de  la  agricultura,  contenidas 
en  las  leyes  de  8  Enero  y  23  Mayo  1845,  Real 
decreto  de  esta  iiltima  fecha  y  leyes  de  24  Ju- 
nio 1849,  21  Noviembre  1855,  y  11  Julio  y  3 
Ag'osto  1866,  quedando  derog'adas  sus  pres- 
cripciones en  cuanto  contradigan  las  de  la 
primera  citada  de  1868. 

CASO  FORTUITO.  Contratos  civiles.— Es  todo 
acontecimiento  que  no  se  ha  podido  prever  ó 
que  previsto  es  inevitable.  Como  igual  sentido 
tiene  para  el  Derecho  la  expresión  fuerza  ma- 
yor, carece  de  aplicación  practica  la  distinción 
entre  una  y  otra  idea  en  que  se  han  empeñado 
los  escolásticos,  para  los  cuales  caso  fortuito 
es  el  dimanado  de  accidentes  naturales,  como 
las  inundaciones,  terremotos,  etc.,  etc.,  y  fuer- 
za mayor  el  daño  ó  hecho  proviniente  de  hechos, 
legítimos  ó  ilegítimos,  de  los  hombres,  á  los 
cuales  es  ajeno  el  deudor,  como  el  robo  á  mano 
armada,  la  guerra,  la  expropiación  por  causa 
de  utilidad  pública,  etc.,  etc.— El  Código  civil 
(Muplca  indistintamente  ambos  términos,  y  así 
habla  de  fuerza  mayor  en  los  arts.  457,  1.777 
y  1.784;  de  caso  fortuito,  en  los  1.096,  1.129, 
1.136,  1.425,  1.575,  1.744,  1.745,  1.836,  1.891  y 
1.896;  de  caso  fortuito  ó  fuerza  viayor,  en  los 
1.602  y  1.625  y  usa  la  expresión  acontecimien- 
tn  no  común  y  siniestro  ó  caso  extraordinario, 
en  los  499  y  484  respectivamente. 

El  caso  fortuito  puede  ser  ordinario  ó  sólito 
y  extraordinario  ó  insólito;  pero  de  esta  dis- 
tinción originaria  del  Derecho  romano  y  que 
adoptaron  también  las  Partidas,  sólo  se  hace 
cargo  el  Cúd.  civil  (art.  1.575)  como  sus  pre- 
cedentes, en  el  arrendamiento  de  predios  rús- 
ticos y  para  el  efecto  de  la  rebaja  de  renta  por 

pérdida  ó  disminución  de  los  frutos  ó  cosechas. 
Tomo  II. 


De  dicho  artículo  del  Código  se  deduce  que  son 
casos  fortuitos  extraordinarios  los  desacostum- 
brados y  que  los  contratantes  no  hayan  podido 
racionalmente  prever,  entre  los  cuales  enu- 
mera ad  exemplum,  el  incendio,  guerra,  peste, 
inundación  insólita,  langosta  y  terremoto. 

Del  caso  fortuito  no  se  responde  (Cód.  civil, 
art.  1.105),  ó  lo  que  es  igual,  nadie  está  obliga- 
do al  resarcimiento  del  daño  ó  del  perjuicio  di- 
manados de  sucesos  no  previstos  ó  que  previs- 
tos sean  inevitables.  Este  principio  universal- 
mente  consagrado,  tiene  su  expresión,  como 
dejamos  dicho,  en  el  art.  1.105  del  Cód.  civil, 
que  marca  A  la  vez  los  dos  supuestos  «n  que 
deja  de  tener  aplicación:  cuando  las  partes  se 
comprometen  á  responder  del  riesgo  de  esos 
accidentes  imprevistos  é  inevitables  y  cuando 
determinadamente  la  ley  impone  responsabili- 
dad por  ellos,  obliga  en  suma  á  la  prestación 
del  caso  fortuito. 

En  realidad  no  hay  más  excepción  al  princi- 
pio de  que  el  caso  fortuito  no  se  presta,  que  el 
primer  supuesto;  pues  el  segundo  que  en  con- 
cepto de  excepción  consignan  los  autores  y  que 
con  igual  sentido  establece  el  Código  en  el  ar- 
ticulo citado, no  tiene  aplicación  ninguna  en  la 
ley,  porque  no  podría  ésta,  sin  exigir  una  in- 
justicia, obligar  al  resarcimiento  ó  reintegra- 
ción de  daños  y  perjuicios  provocados  por  he- 
chos enteramente  extraños  á  la  voluntad  hu- 
mana ó  á  que  la  voluntad  no  ha  podido  sobre- 
ponerse. 

Lo  que  hay  es  que  el  deudor  no  se  exime  de 
responsabilidad  cuando  los  perjuicios  ó  daños 
ocasionados  por  inundación  ó  incendio,  por 
ejemplo,  pudo  evitarlos  y  no  los  evitó;  pero 
bien  claro  se  ve  que  en  ésta  y  otras  hipótesis 
lo  que  la  ley  exige  no  es  el  caso  fortuito,  que 
no  existe,  sino  la  culpa  ó  el  dolo,  la  falta  de  di- 
lig'encia  ó  la  intencional  acción  ú  omisión  del 
deudor.  Hay  casos  eu  verdad  en  que  la  ley  im- 
pone la  prestación  del  hecho  fortuito;  pero  en 
esos  casos  la  responsabilidad  no  es  en  conside 
ración  al  acontecimiento  imprevisto  é  inevita- 
ble, sino  como  pena  del  incumplimiento  de  los 
contratos,  como  sanción  de  la  mala  fe,  de  la  in- 
tencional infracción  del  derecho.  Asi  el  posee- 
dor de  mala  fe  responde  del  deterioro  ó  pérdida 
de  la  cosa  poseída  ocasionados  por  fuerza  ma- 
yor, cuando  maliciosamente  retrase  la  entreg-a 
á  su  poseedor  legítimo  (art.  457);  asi  cuando 
el  obligado  se  constituye  en  mora,  son  de  su 
cuenta  los  casos  fortuitos  hasta  que  se  realice 
la  entrega  (1.096),  porque  quiin  mora  est, 

in  culpa  liceret  adeoque  non  tan  casum  qvam 
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ciilpain  siumi  prcestat; usi  tanibiéutieuc  elries- 
g'O  de  la  cosa  quien  se  compromete  á  entreg-ar- 
la  á  varias  personas  (idem)  y  el  comodatario 
que  la  destina  á  tm  uso  distinto  de  aquél  para 
que  se  prestó  ó  la  conserva  en  svi  poder  más 
tiempo  del  convenido  (1.744),  y  el  comprador 
nioroso,  en  la  venta  de  cosas  fungibles  ven- 
didáí  con  relación  al  peso,  número  ó  medida, 
aunque  no  se  hayan  pesado,  contado  ó  medi- 
do (1.452). 

El  proyecto  do  1851  contenia,  en  cuanto  dice 
A  la  responsabilidad  por  mora,  una  prescrip- 
ción justa,  dispensando  al  deudor  moroso  de 
responder  del  caso  fortuito  cuando  se  probara 
qiie  la  cosa  se  hubiera  perdido  ig'ualmente  en 
poder  del  acreedor  si  se  le  hubiera  hecho  en- 
treg'a  de  ella;  criterio  que  justificó  Goyena  ex- 
jjoniendo  que  por  la  mora  del  deudor,  su  obli- 
g-ación  primitiva  le  convierte  en  la  de  resarcir 
los  daños  y  perjuicios,  y  no  los  sufre  el  acree- 
dor cuando  la  cosa  habría  perecido  ig-ualmente 
en  su  poder  si  le  hubiere  sido  entregada.  Ilus- 
tra Goyena  su  doctrina  con  el  signiiente  ejem- 
plo: el  que  debe  eutreg'ar  una  casa  y  está  eu 
mora,  si  la  casa  es  abrasada  por  un  rayo,  debe 
quedar  libre  de  la  obligación,  porque  habría 
sido  abrasada  igualmente  en  poder  del  acree- 
dor. 

Como  se  ve  por  los  arts.  l.OOfi,  párr.  í).",  y 
1.182,  no  ha  prevalecido  tan  sana  y  equitativa 
doctrina  en  el  Cód.  civil,  que  sólo  hace  apliea- 
clón  de  ella  en  el  1.896,  eximiendo  de  prestar 
el  caso  fortuito  aun  al  que  de  mala  fe  acepta 
un  pago  indebido  cuando  dicho  caso  fortuito 
hubiese  jiodido  afectar  del  mismo  modo  á  las 
cosas  hallándose  en  poder  del  que  las  entregó. 

Caso  fortuito  como  causa  de  extinción  de 
las  oUigacio7ies.— 'El  Código,  de  conformidad 
con  el  principio  establecido  en  el  art.  1.201  de 
que  no  hay  contrato  sin  objeto  cierto  que  sea 
materia  del  mismo,  declara  eu  el  1.182  que  por 
la  pérdida  ó  destrucción  de  la  cosa  sin  ciilpa 
del  deudor  y  antes  de  haberse  éste  constituido 
en  mora,  quedará  extinguida  toda  obligación 
que  consista  eu  entregar  una  cosa  determina- 
da. O  lo  que  es  igual,  que  en  las  obligaciones 
consistentes  en  entregar  una  cosa  genérica,  si 
cabe  alegar  cou  arreglo  al  art.  1.105  para  el 
efecto  del  resarcimiento  de  daños  el  caso  for- 
tuito, no  es  posible  invocar  éste  para  quedar 
libre  y  quito  de  la  obligación,  porque  el  gé- 
nero nunca  perece.  (Como  ejemplos  de  esta 
doctrina  pueden  consultarse  los  arts.  875  y 
1.346,  en  relación  con  el  1.366  y  1.4.52.) 

Con  la  disposición  del  art.  1.182  inspirada  eu 


la  conocida  regla  de  que  la  cosa  perece  para 
su  dueño,  que  su  pérdida  ó  deterioro  sin  culpa 
del  deudor  son  á  riesgo  y  cargo  del  propieta- 
rio (res  siio  domino  perit),  armonizan  las  de 
índole  general  de  los  arts.  1.122,  1.123,  1.136 
y  1.147,  que  fijan  el  criterio  legal  á  que  han  de 
ajustarse  las  responsabilidades  de  los  deudo- 
res en  las  obligaciones  condicionales,  alterna- 
tivas y  solidarias,  cuando  las  cosas  perecen  por 
caso  fortuito.  La  doctrina  general  de  estos  ar- 
tículos y  especialmente  del  1.182,  se  individua- 
liza ó  desenvuelve  en  los  arts.  882  (legados), 
1.346,  1.347,  1.360  (dote),  1.425,  párr.  2."  (bie- 
nes de  los  cónyuges),  1.452  (compraventa), 
1.541,  en  su  relación  con  el  1.452  (permuta), 
1.561, 1.568, 1.576, 1.589  (arrendamiento),  1.625, 
1.626  (censos),  1.687,  1.700,  1.701  (sociedad), 
1.745  (comodato),  1.766  y  1.777  (depósito).  Son 
de  notar,  para  terminar  este  punto,  las  ¡larticu- 
laridades  de  los  arts.  1.129,  núm.  3.",  y  1.425, 
párrafo  1."  Según  aquél,  en  las  obligaciones  á 
plazo  perderá  el  deudor  todo  derecho  á  utili- 
zarle cuando  por  caso  fortuito  desapareciera 
la  g-arantia  si  no  sustituye  ésta  por  otra  nueva 
é  igualmente  segura;  y  conforme  al  párr.  1." 
del  1.425,  las  pérdidas  ó  deterioro  que  hayan 
sufrido  los  bienes  muebles  de  la  propiedad  de 
cualquiera  de  los  cónyuges,  aunque  sea  por 
caso  fortuito,  se  pagarán  de  los  g'ananciales  si 
los  hubiere.  Es,  pues,  este  artículo,  como  se  ve 
é  hizo  notar  Goyena  al  comentar  el  concordan- 
te del  proyecto,  una  verdadera  excepción  al 
principio  í'e.s  suo  domino  perit:  la  pérdida  ó 
desmejora  fortxiíta  de  esos  bienes  miiebles  no. 
son  de  riesgo  del  propietario,  séalo  el  marido  ó  , 
la.mujer,  sino  de  la  sociedad  de  g'ananciales. 

Prueba  del  caso  fortuito:  Concepto  legal  de 
la  pérdida  de  la  cosa  para  los  efectos  de  los 
arts.  1.182  y  Í../83.— El  caso  fortuito  no  se 
presume,  sino  la  culpa,  y  consig-uientemeute 
siempre  que  la  cosa  se  hubiere  perdido  en  po- 
der del  deudor,  deberá  éste  demostrar  que  el 
suceso  acaeció  por  caso  fortuito  (art.  1.183). 

No  determina  el  Código,  dentro  del  capitulo 
en  que  los  arts.  1.182  y  1.189  están  comprendi- 
dos, lo  que  por  pérdida  de  la  cosa  se  entiende, 
pero  el  concepto  de  la  pérdida  expuesto  en  el 
1.122  es  aplicable  ig'ualmenteá  losl.182  yl.lS3 
á  pesar  del  paraje  en  que  se  contiene,  dado  el  | 
carácter  de  generalidad  que  reviste.  Sogúndi- 
cho  artículo,  entiéndese  que  la  cosa  se  pierde 
cuando  perece,  queda  fuera  del  comercio  ó 
desaparece  de  modo  que  se  ignora  su  existen- 
cia ó  no  se  puede  recobrar. 

Caso  fortuito  para  los  efectos  del  procedí- 
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viiento. — Autoriza  el  caso  fortuito  ó  la  fuerza 
mayor  para  suspender  el  curso  de  los  plazos 
improrrogables  (ley  de  E.  C,  art.  311)  y  al  li- 
tigante condenado  en  rebeldía  para  ser  oido 
contra  la  sentencia  que  le  perjudica  (id.,  artí- 
,  culos  774  y  siguientes).  También  en  el  pro- 
cedimiento contencioso-administrativo  obsta  A, 
la  caducidad  de  la  instancia  y  exting'ue  la  re- 
beldía (Reg.  29  Dio.  1890,  artk  196  y  204). 

Suspensión  de  plazos  ó  términos  mercanti- 
les por  cansas  graves}/  extraordinarias. --Y cy 
el  art.  955  del  Cód.  de  Comercio  y  su  nota. 

Caso  fiirhiifo  ó  fuerza  mayor  en  la  legisla- 
ción administrativa.  —  Da  derecho  á  indenmi- 
zación  cuando  por  su  causa  sobreviene  daño 
en  las  obras  pviblicas  objeto  de  contrata  ad- 
ministrativa (arts.41  de  la  Inst.  de  10  de  Julio 
de  1861,  40 de  la  de  11  Junio  de  1886  ',  R.  O.  de 
30  Abril  de  1862  y  Reg.  de  17  de  Julio  de  1868). 
-La  fuerza  mayor  dispensa  la  observancia  de 
ciertas  formalidades  en  el  caso  del  art.  8."  del 
R.  D.  de  27  de  Eebrero  de  1852,  é  impide  la  de- 
claración de  caducidad  de  las  concesiones  de 
ferrocarriles  (arts.  .36  de  la  ley  general  de  23 
de  Noviembre  de  1877  y  29  k  3Í  y  51  del  regla- 
mento de  24  de  Maj-o  de  1878).— V.  Contra- 
tos ADMINISTRATIVOS:  FERROCARRILES:  ObRAS 

PÚBLICAS.— V.  además  Código  de  Comercio. 
CASOS  DE  CORTÉ.  Eran  en  lo  antiguo  casos 
de  corte  aquellos  delitos  de  que  conocía  priva- 
tivamente el  Rey,  cualquiera  que  fuese  el  fue- 
ro del  acusado.  Se  especifican  en  la  ley  5.-'',  tí- 
tulo ÍV,  Part.  3.*,  y  se  refieren  también  á  ellos 
las  leyes  9.",  tít.  \;  h.",  tit.  11,  y  10,  tít.  IV, 
lib.  V;  1.",  2.-''  y  5.-%  tít.  III,  y  9.''V  10,  tít.  IV, 
lib.  XI  de  la  Nov.  Rec.  Los  casos  de  corte  que- 
daron sometidos  íi  las  reglas  de  jurisdicción  y 
competencia  aplicables  á  los  demás  delitos  por 
el  art.  36  del  reglamento  provisional  de  1835. 
V.  Justicia. 

CASTELLANÍA.  En  lo  antiguo  era  el  territo- 
rio de  un  castillo:  la  jurisdicción  del  mismo. 
Llamóse  castdlano  al  alcaide  ó  gobernador  de 
■un  castillo.  También  cierta  moneda  de  oro  an- 
tigua.—V.  Castillo. 

CASTIGOS  GUBERNATIVOS.  Pueden  imi>o- 
nerlos  los  alcaldes  y  los  gobernadores  do  pro- 
vincias en  los  casos  y  con  las  condiciones  que 


Sí  Pliego  do  condiciones  generales  para  la  con- 
tratación de  las  obras  públicas,  aprobado  por  R.  D.  de 
II  de  Jumo  de  issii,  considera  (art.  40)  casos  de  fuerM 
mayor  para  sus  erectoa  los  incmdios  causados  porla  elec- 
tricidad atmosférica,  los  daüos producidos  por  los  terre- 
mftos,  los  que  proL'enqan  de  los  movimientos  del  terreno 
en  que  estun  construidas  las  obras  y  los  destrozos  ocasio- 
nados molentamente  d  mano  armada,  en  tiempo  de  que- 
rrá, sediciones  2'opulares  ó  robos  tumultuosos. 


se  determinan  en  el  art.  22  de  la  ley  provincial 
y  en  el  625  del  C.  P.  vigente.  Xo  se  reputan  pe- 
nas según  el  art.  25  del  mismo.— V.  Ayunta- 
mientos: Autorización  PARA  PROCESAR:  FAL- 
TAS: Gobierno  y  administración  de  las  pro- 
vincias: Multas. 

CASTILLAJE  Ó  CASTILLERÍA.  Tributo  que  se 
pagaba  al  señor  de  un  castillo  al  paso  por  su 
territorio,  por  la  obligación  que  tenia  de  aten- 
der A  la  seguridad  de  los  caminos. — V.  Cas- 
tillo. 

CANTILLO.  Esta  palabra,  derivada  de  cas- 
triim  ca.stellum,  siguiflca  un  edificio  fortifica- 
do situado  por  lo  común  en  alguna  altura. 
Durante  la  larga  y  penosa  guerra  de  la  Recon- 
quista fueron  muchos  los  que  se  construyeron 
en  España,  y  su  multiplicidad,  dice  perfecta- 
mente un  escritor,  dio  denominación  chlsica  y 
gloriosa  á  una  de  sus  provincias,  que  otra 
emuló  después,  resultando  las  dos  Castillas. 
En  tiempo  del  feudalismo,  castillos  que  en  su 
orig-en  fueron  uno  de  los  más  poderosos  ele- 
mentos de  nuestra  gloriosa  Reconquista,  vi- 
nieron á  convertirse,  con  otros  que  se  hacían 
de  nuevo,  en  alcázares  de  tiranos  cuando  no 
en  guaridas  de  bandidos,  pues  desde  ellos,  se- 
ñores ambiciosos  y  crueles,  no  sólo  ejercían  una 
opresión  terrible  sobre  los  pobres  aldeanos,  si- 
no que,  convirtiéndose  en  bandidos,  aprehen- 
dían á  los  pasajeros  para  exigirles  el  rescate. 

Las  leyes  de  Partida  y  las  recopiladas  ha- 
blan de  los  castillos:  de  cómo  deben  ser  g'uar- 
dados  é  abastecidos  é  defendidos  con  ardi- 
miento (leyes  del  tít.  XVllI,  Part.  2."-),  de  que 
deben  ser  mantenidos  y  reparados  del  mismo 
modo  que  las  fuentes  y  caminos  de  las  villas  y 
lugares,  y  de  que  no  puedan  ser  construidos 
sin  Real  licencia  ni  se  provean  las  alcaidías  de 
los  arruinados,  etc.,  etc.  (Ley  20,  tit.  XXXII, 
Part.  3.",  y  tit.  I,  lib.  VII,  Nov.  Rec.)  Hoy, 
sobre  todo  lo  relativo  á  los  antiguos  castillos, 
véanse  los  artículos  Antigüedades:  Monu- 
mentos IIISTÓKICOS. 

CASTRADORES.    V.  Albbitares. 

CASTRAR:  CASTRACIÓN  (Delito).  Se  castiga 
en  el  art.  429  del  C.  P. 

CASTRENSE.  Lo  perteneciente  al  ejército, 
ó  bien  al  estado  ó  profesión  militar. — V.  Cler'.) 
castrense:  E.IÉRC1T0,  etc. 
.  CATASTRO.  Es  el  plano  geométrico  de  la  su- 
perficie del  país,  las  hojas  en  que  constan  la 
superficie,  la  naturaleza,  la  producción  de  las 
diversas  partes  del  territorio  '.  Tiene  por  ob 


'     Itfnreau  de  .Jonnes  y  Garnier,  citados  por  Salváen  el 
Tratado  olemontal  de  Estadística. 
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jeto  dai"  íV  couocer  la  pi-opiedad  y  sus  cualida- 
des, la  situación  de  las  fincas,  su  fertilidad, 
clase  de  cultivo,  productos,  cnanto  pueda  ser- 
vir para  fijar  el  valor  del  dominio.  Como  ob- 
servan los  Sres.  Carreras  y  González,  y  Pier- 
nas ',  los  autores  disienten  acerca  de  los  datos 
que  ha  de  contener  el  catastro-,  pero  si  se  tie- 
ne en  cuenta  que  ha  de  servir  para  fijar  las  ba- 
ses sobre  las  cuales  debe  imponerse  la  contri- 
bución territorial,  no  podrá  menos  de  conve- 
nirse en  que  no  llenarla  cumplidamente  su 
objeto  si  fuera  no  más  que  plano  topográfico, 
descripción  de  los  accidentes  del  suelo;  y  en 
que  necesita,  para  que  de  él  puedan  deducir- 
se datos  ciertos  que  ayuden  á  la  imposición 
justa  de  los  tributos,  ser  no  sólo  documento 
planimétrico,  sino  estadístico. 

España  ha  sido  la  nacióu  que  se  anticipó  á 
las  demás  en  atender  este  importante  servicio, 
puesto  que  ya  en  1575,  Pedro  Esquivcl,  cro- 
nista de  Carlos  V  y  catedrático  de  matemáti- 
cas en  Alcalá,  recorrió,  de  orden  de  Felipe  II, 
la  Península  para  hacer  una  exacta  descrip- 
ción de  sus  pueblos,  al  mismo  tiempo  que  el 
Gobierno  le  pedía  una  razón  exacta  del  origen, 
vecindario  y  productos  de  los  mismos;  y  des- 
pués, en  el  reinado  de  Fernando  VI,  deseoso  el 
marqués  de  la  Ensenada  de  establecer  la  con- 
tribución iinica  sobre  la  riqueza,  mandó  for- 
mar im  catastro  comprensivo  del  número  de 
habitantes  y  de  la  calidad  y  valor  de  los  pro- 
ductos de  la  agricultura  é  industria,  trabajo 
que  se  consignó  en  150  volúmenes  que  se  g'uar- 
daban  en  1808  en  la  Biblioteca  del  departa- 
mento del  Fomento  general  ■•*.  En  los  Archivos 
de  las  Diputaciones  provinciales  deben  figu- 
rar también  los  cuadernos  catastrales  enton- 
ces formados,  porque  nosotros  recordamos  ha- 
ber visto  en  la  Diputación  de  Burgos,  perfec- 
tamente conservados,  los  de  todos  los  pueblos 
de  esta  provincia.  Tales  documentos  claro  es 
que  sólo  tienen  ya  valor  histórico,  y  que  cai'e- 
cen  de  valor  positivo  por  no  representar  la 
verdad  de  las  actuales  divisiones  del  dominio, 
ni  la  extensión,  cultivo,  etc. 

Hoy  vamos  quedando  á  la  zaga  de  las  na- 
ciones. Francia,  Bélgica,  Holanda,  algunos 
Estados  de  Alemania  y  los  cantones  de  Suiza, 
que  tienen  catastro,  nos  dan  ejemplo  que  nos- 
otros debiéramos  seguir,  pero  que  por  des- 
gracia ni  soñamos  imitar,  pareciendo  que  los 
Gobiernos  españoles  se  complacen  en  ignorar 


'    Tratado  elemental  de  Estadística. 
-    Canija  Arguelles:  Diccionario  de  Hacienda,  ar 
ticulo  Catastro. 


cuál  es  la  riqueza  del  país,  dado  el  empeño 
que  ponen  siempre  en  presentar  las  dificulta- 
des que  ofrece  la  formación  del  catastro,  sin 
acordarse  de  las  ventajas  que  una  vez  forma- 
do habría  de  producir. 

No  preguntemos  cuál  es  la  causa  de  qtie  no 
tengamos  catastro.  El  desbarajuste  de  nues- 
tra Hacienda,  sólo  comparable  al- caos  de* 
nuestra  situación  administrativa,  pone  en  si- 
tuaciones difíciles  á  los  Gobiernos,  los  cuales 
no  procuran  salir  de  ellas  sino  con  recursos 
arbitristas,  ya  porque  no  se  consideran  coa 
autoridad  para  emprender  grandes  reformas 
que  normalicen  la  vida  pública  del  país,  ya 
porque  tengan  interés  en  mantener  y  conser- 
var el  estado  presente.  Decimos  esto,  porque 
la  falta  de  catastro  es  una  de  las  armas  más 
poderosas  del  caciquismo,  alma  de  nuestros 
partidos ,  puesto  que ,  careciendo  de  bases 
ciertas  sobre  las  cuales  hacer  la  imposición 
de  las  contribuciones^  el  capricho  del  que  man- 
de ha  de  sustituir  á  la  justicia,  y  en  lugar  de 
hacer  el  reparto  de  los  tributos  con  arreglo  á 
equidad,  se  ha  de  ajustar  á  este  otro  principio 
digno  de  Maquiavelo:  La  contribución  para 
los  amigos  y  contra  los  adversarios. 

La  falta  de  catastro  conviene  á  todos  los 
contribuyentes  de  mala  fe,  á  los  que  ocultan 
su  riquezí  para  no  tributar  por  ella  ,  á  los 
que  valiéndose  de  las  deficiencias  que  por  ne- 
cesidad han  de  tener  los  amillaramientos  (som- 
bra de  estadística,  con  la  cual  los  Gobiernos 
quieren  cohonestar  y  pretenden  suplir  la^lta 
de  catastro),  libran  á  sus  propiedades  de  las 
cargas  que  por  ley  natural  y  positiva  debie- 
ran tener  para  el  sostenimiento  del  Estado. 

Según  la  Heseña  geográfica  y  estadística  da 
iíspflíífl,  publicada  en  1888  por  la  Direcció;i 
general  del  Instituto  Geográfico  y  Estadístico, 
llega  la  ocultación  en  algunos  pueblos,  como 
en  uno  qtie  pertenece  á  la  provincia  de  Cádiz, 
al  78  por  100  de  la  riqueza;  y  en  la  Asamblea 
de  contribuyentes  celebrada  en  Madrid  en 
Mayo  de  1890,  el  Sr.  D.  Francisco  Coello,  pre- 
sidente y  deleg'ado  de  la  Sociedad  Geográfica, 
aseguró  que  la  ocultación  g-eneral  puede  eva- 
luarse en  un  50  por  100  por  lo  menos,  teniendo 
en  cuenta,  no  sólo  la  ocultación  en  las  superfi- 
cies, .sino  los  errores  en  las  valoraciones;  y 
advirtiendo  que  hay  pueblos  que  ocultan  el 
500  por  100  y  otros  el  100  por  1,  por  figurar 
con  (i7  hectáreas  en  el  amillaramieuto,  tenien- 
do en  realidad  G.700  '.  En  cambio  hay  pueblos 


'     El  Sr.  Coello  presentó  justificación  nfíciíil  de  estos 
datos  y  preciso  cuáles  eran  todos  los  pueblos  ú  que  se  re- 
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en  que  «aparece  .amillarada  mayor  superficie 
dff  la  que  poseen,  como  sucede  con  las  dehe- 
sas, prados  y  baldíos  de  Jerez  de  la  Frontera, 
que  constan  en  el  amillaramieuto  con  55.858 
hectáreas,  cuando,  según  el  Instituto  Geográ- 
fico, no  pasan  de  5.918;  es  decir,  que  están 
amillarados  con  im  78  por  100  en  contra  del 
pueblo  '. 

Estos  datos,  de  qtie  no  seria  temerario  de- 
ducir consecuencias  generales,  prueban  la  ne- 
cesidad de  poner  remedio  á  la  actual  situa- 
ción, trabajando  sin  descanso  y  sin  perdonar 
sacrificio  eu  la  formación  de  un  catastro,  bien 
parcelario  ó  siquiera  por'g'randes  masas  de 
cultivo.  Y  es  tanto  más  de  desear  esto,  cuan- 
to que  el  catastro,  bien  conservado,  puede 
servir  en  lo  sucesivo  de  institución  comple- 
mentaria del  Registro  de  la  propiedad. 

No  se  podrá  responder  de  la  verdad  de  sus 
inscripciones,  ni  será  posible  evitar  las  de  mala 
fe  mientras  que  los  registradores  no  cuenten 
con  medios  para  conocer  exactamente  la  cabi- 
da, la  posición,  y  sobre  todo  los  limites  de  las 
fincas.  Peor  que  un  Registro  de  la  propiedad 
incompleto  es  un  Registro  de  la  propiedad  in- 
exacto, porque  á  la  sombra  de  sus  inexactitti- 
des  pueden  cometerse  fraudes  y  detentaciones 
con  daño  de  los  verdaderos  y  legítimos  posee- 
dores. Y  ¿cómo  ha  de  poderse  llevar  bien  el 
Registro  sin  el  auxilio  de  un  buen  catastro 
parcelario?  Por  eso  no  hemos  podido  compren- 
der la  lógica  de  los  que  confesando  que  «las 
cartillas  evaluatorias  son  arbitrarias  y  hetero- 
géneas, y  su  aplicación  irregular  y  maliciosa, 
y  las  juntas  repartidoras  el  antro  donde  se 
guarecen  y  estallan  las  pasiones  de  los  caci- 
ques de  los  pueblos»,  y  que  no  tenemos  Regis- 
tro de  la  propiedad,  dado  que  es  tan  defi- 
ciente que  con  él  pueden  autorizarse  grandes 
usurpaciones,  combaten,  sin  embargo,  la  idea 
de  la  formación  del  catastro  -.  Al  contrario; 
creemos  nosotros  que  debe  formarse,  por  ser, 
lio  sólo  necesario  para  conseguir  la  perecua- 
ción  ó  proporcionalidad  del  impuesto,  sino  in- 
dispensable para  garantizar  la  verdad  de  las 
inscripciones  del  Registro  y  la  'buena  fe  de  los 
contratos,  singularmente  de  los  hipotecarios, 
no  siendo  el  menor  de  los  beneficios  que  su 
formación  había  de  producir  el  de  coadyuvar 
al  establecimiento  del  crédito  territorial. 

feria.  (Acta»  de  la  Ammblea,  publicadas  m  su  Boletín 
noria  Liga  de  Contribuyentes  de  Madrid,  en  15  de 
(le  Jumo  isno.) 

*    Reseña  citada,  xmc/.  492. 
I  "j  ■^,°^';í'  y  Fnstegueras.  Conferencia  dada  en  el  Circti- 
10  de  la  I, non  Mercantil  el  2-¿  de  Marzo  de  1X88.  Colec- 
ción de  los  Discursos  del  mismo,  jmblicada  vor  la  Beal 
hociedad  Económica  de  Amigos  del  País.  Madrid,  1889. 


CATASTRO  DE  CATALUÑA.  Contribución  di- 
recta sobre  la  riqueza,  establecida  por  Feli- 
pe V  en  1716  en  equivalencia  de  las  rentas 
provinciales  de  Castilla.  De  su  carácter,  divi- 
sión, productos,  etc.,  hablan  Canga  Arguelles 
en  el  Diccionario  de  Hacienda;  Pita  Pizarro, 
en  su  Examen  económico  histórico- crítico  de 
la  Hacienda  y  Deuda  del  E.stndo,  y  Toledano 
en  el  Curso  de  instituciones  de  Hacienda  pú- 
blica de  España.  Por  los  arts.  5.°  y  7."  de  la 
ley  de  presupuestos  de  1815  se  refundió  este 
impuesto,  parte  en  la  contribución  territorial 
y  parte  en  la  de  consumos. 

CATEDRAL.    V.  Concordatos:  Iglesias. 

CATEDRÁTICO.  Profesor  oficial  nombrado 
por  el  Gobierno,  previa  oposición,  que  tiene 
encomendado  explicar  en  una  Universidad  ó 
Instituto  cualquier  asignatura  determinada, 
de  las  que  comprende  el  plan  general  de  estu- 
dios.—V.  Instrucción  pública. 

CAUCE.  Zanja,  canal  ó  acequia  artificial  por 
donde  se  conducen  las  aguas  para  riegos  ó 
para  servir  de  motor  á  artefactos  ó  cualquiera 
clase  de  empresa.  Es  también  el  lecho  natural 
de  los  ríos  y  arroyos. 

En  el  artículo  Álveo  hemos  expuesto  la 
doctrina  de  la  ley  de  13  de  Junio  de  1879  y  del 
Código  civil,  relativamente  á  los  cauces  natu- 
rales de  los  ríos  y  arroyos,  de  las  aguas  plu- 
viales y  de  los  la^os  y  charcas.  Además  hemos 
hablado  en  Accesión,  tomo  I,  pág.  128,  de  la 
que  tiene  lugar  naturalmente  en  los  bienes  in- 
muebles por  mutación  de  cauco,  isla  y  aluvión, 
y  pueden  consultarse  en  Aguas  las  disposicio- 
nes que  se  indican  eu  la  palabra  Cauce  del  Su- 
mario alfabético. 

Respecto  de  los  cauces  artificiales,  nos  re- 
mitimos á  Canales  y  áSBiiviDUMiiUEDE  acue- 
ducto, limitándonos  aquí  á  exponer  dos  casos 
prácticos  que  resuelven  importantes  dudas. 

Jurisprudencia. 

R.  D.  S.  O  Febrero  1^53.  Cuando  algiin  cauce  pri- 
vado atraviesa  la  via  pública,  sus  dueíios  tienen  obliga- 
ción de  dejarla  expedita  por  medio  de  puentes  ó  pontones. 

El  Ayuntamiento  de  Mozoncillo  (Segovia)  impuso 
al  dueño  de  un  molino  harinero  la  obligación  de  re- 
componer y  conservar  en  bxten  estado  un  puente  lla- 
mado de  Ilodelga,  que  da  paso  al  cauce  de  dicho  mo- 
lino. Seguido  expediente  gubernativo  á  instancia 
del  dueño  de  éste,  y  desestimada  su  oposición,  pro- 
puso demanda  ante  el  Consejo  provincial,  la  cual  fué  . 
fallada  por  dicho  Consejo,  declarando  que  el  dueño 
del  molino  no  estaba  obligado  á  componer  el  puen- 
te. Apelada  esta  providencia  por  el  Ayuntamiento, 
el  Consejo  Real,  citando  la  ley  7.",  tit.  XXIX,  Parti- 
da 3.",  según  1.a  que  no  se  pierden  por  tiempo  las  ca- 
sas, ni  los  caminos,  ni  las  dehesas,  ni  los  ejidos,  ni 
los  otros  lugares  semejantes  que  son  del  Común  del 
pueblo,  revocó  la  sentencia  del  Consejo  provincial 
por  la  suya  de  9  de  Febrero  de  J8.53: 

•  Considerando  que  son  hechos  confesados  en  la 
prueba  por  el  demandante:  « 
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Primero.  (Jiic  el  canee  por  el  cii;il  conduce  á  su 
raolino  las  aguas  del  río  Pirón,  fué  construido  des- 
pués que  éste  varió  sti  curso  del  antiffiío  Álveo. 

Segundo.  Qi^e  dicho  cauce  corta  el  tránsito  recto 
de  los  viajeros  y  de  los  lalii-adores  de  Mozoncillo 
para  los  pueblos  y  tierras  situadas  al  otro  lado  del 
mismo. 

Considerando  que  si  por  concesión  expresa  ó  por 
aquiescencia  de  la  Administración  activa  se  consin- 
tió al  dueño  del  molino  atravesar  con  dicho  cauce 
la  via  púlilica,  va  siempre  entendid.i  la  obligación 
de  dejarla  expedita  y  desembarazada  de  todo  obs- 
táculo y  entorpecimiento  á  juicio  de  la  autoridad 
administrativa,  sin  que  contra  este  derecho  de  la 
Administración  ni  para  la  ocupación  de  la  via  jiii- 
blica,  tenga  jamás  lugar  la  prescripción  según  la  ci- 
t.ada  ley  de  Partida; 

Considerando  que  si  para  conseguir  este  objeto  se- 
ria innecesario  ó  injusto  extender  el  gravamen  á 
conservar  siempre  un  puente  capaz  de  facilitar  el 
l^aso  á  todas  las  aguas  del  rio  Pirón,  conio  se  verifi- 
caba en  lo  antiguo  por  debajo  del  Rodelga,  es  indis- 
pensable y  de  toda  justicia  que  el  dueño  del  molino 
que  aprovecha  exclusivamente  el  cauce,  tenga  cu- 
bierta la  parte  de  él  que  corta  la  via  piiblica,  con  la 
latitud  y  solidez  necesarias  para  los  usos  á  qne  por 
su  naturaleza  esté  la  misma  destinada,  y  en  la  for- 
ma conveniente  para  evitar  que  en  las  crecidas  del 
rio  rebasen  á  ella  las  aguas.»  (H.  D.  ü  Febrero  1853.) 

SSent.  1»  Junio  I^O.*.  Sobre  propiedad  de  los  cauces 
ó  acequias  para  conducir  at/uas  con  destino  á  riegos  ó  ar- 
tefactos. 

Los  cauces  ó  acequias  por  donde  se  conducen  las 
agiias  qiie  sirven  de  motor  á  cualquier  clase  de  ma- 
quinaria, no  pertenecen  á  los  dueños  de  los  artefac- 
tos mientras  no  se  priiebe  legalmente:  y  no  existien- 
do prueba  sólo  les  corresponde  la  servidumbre  de 
acueducto  con  sus  consecuencias,  ó  sea  con  el  dere- 
cho de  impedir  que  los  poseedores  ribereños  les  dis- 
minuyan el  caudal  de  agua  que  necesiten  para  el 
ejercicio  de  aquéllos.  (Sent.9  Junio  1&65.— 6Vtc.  delll.) 

CAUCIÓN.  «Sogur.aniiento  que  el  deudor  ha 
de  facer  al  señor  del  debdo,  dáudole  fiadores 
valiosos,  ó  peños»  (Ley  10,  tit.  33,  P.  7.^)  De- 
nomínase caución  jiiratoria  la  promesa  que 
\iuo  hace  de  cumplir  lo  que  se  le  ha  ordenado. 
Suele  exigirse  tratándose  de  cosas  de  poca  en- 
tidad, ó  cuando  la  parte  no  puede  dar  fiador 
ni  prenda,  ni  constituir  depósito. -V.  Fianzas. 

La  caución  como  pena. — Eu  la  clasificación 
general  de  las  penas  que  establece  el  art.  26 
del  C.  P.  se  encuentra  la  caución,  que  sólo  se 
aplica  en  el  art.  509  para  los  delitos  de  amena- 
zas, y  eso  como  discrecional  de  los  Tribuna- 
les, aparte  de  la  pena  principal  allí  señalada. 
Consiste  la  caución  (art.  44)  en  la  obligación 
de  presentar  un  fiador  abonado  que  haya  de 
responder  de  que  el  penado  uo  ejecutará  el 
mal  que  se  trata  de  precaver,  obligándose  á 
satisfacer,  si  lo  causare,  la  cantidad  que  hu- 
biere fijado  el  Tribunal  en  su  sentencia. 

La  duración  de  la  fianza  la  determina  el  Tri- 
bunal á  su  prudente  arbitrio;  y  si  no  la  diere 
el  penado,  incurrirá  en  la  pena  de  destierro; 
pero  téngase  muy  presente  que  sólo  puede  im- 
ponerse el  destierro  eu  lug'ar  de  la  caución 
cuando  el  penado  no  diere  ésta,  segiin  precep- 
to de  los  arts.  44  y  509,  que  ha  confirmado  el 
T.  S.  en  Sent.  de  24  Septiembre  1872.— Véase 

AmBNAZAÍS:   CÓDIGO  PENAL. 


CAUSA  CRIMINAL.    V.  Enjuiciamiento  cri-J 
MiNAL:  Jurisdicción  y  justicia  militar.  ♦ 

CAZA  Y  PESCA.     El  ramo  de  caza  y  pesca  ha  i 
venido  rigiéndose  hasta  el  año  1.^79  por  las  i 
Ordenanzas  publicadas  por  R.  D.  de  3  Mayol 
1834,  con  las  modificaciones  eu  ellas  introdu- 
cidas á  consecuencia  del  restablecimiento  en  ; 
6  de  Septiembre  de  1836  de  la  ley  de  8  de  Ju- 
nio de  1813,  y  por  la  de  13  de  Septiembre  del 
1837.  El  tit  XXX,  lib.  VII  de  la  Nov.  Recop., ; 
estaba  exclusivamente  dedicado  á  la  caza  ;/J 
pesca;  pero  sus  disposiciones  tuvieron  entra- 
da eu  las  referidas  Ordenanzas  de  1834,  y  por 
esta  rascón  no  las  insertamos  '. 

La  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866,' 
que  también  se  ocupa  de  la  pesca,  sólo  modi- 
ficó el  principio  establecido  en  el  art.  40  de  las  j 
Ordenanzas  de  1834,  de  que  nadie  pueda  pes- 
car en  las  aguas  corrientes  á  que  sirven  de] 
linde  tierras  de  propiedad  particular,  sin  la  li- 
cencia de  sus  dueños.  Dicha  ley  fué  sustituida  | 
por  la  de  13  de  Junio  de  1879,  que  se  halla  in- 
serta en  Aguas,  y  los  artículos  de  la  misma,  j 
que  deben  consultarse,  son  los  129  á  133,  así  j 
como  la  doctrina  contenida  en  la  Exposición  ' 
do  motivos  sobre  la  pesca  y  caza  de  aves  acuá- 
ticas (pág.  386  del  tomo  I). 

El  reglamento  de  3  de  Mayo  de  1834  conti- 
núa en  vigor  respecto  de  la  pesca;  pero  eu] 
cuanto  á  la  caza  se  halla  sustituido  por  la  ley  i 
de  10  de  Enero  de  1879,  que  es  la  vigente  en  la] 
materia,  y  cuyo  imperio  mantiene  el  art.  611 ! 
del  Código  civil,  aunque  con  alguiua  modifica- 
ción, en  los  arts.  4."  á  7.°,  eu  el  sentido  quej 
dejamos  dicho  en  Animale.s,  1. 1,  pág.  463.  Va- 
mos á  insertarla  con  el  decreto  de  1834  y  cou  I 
las  demás  disposiciones  comunes  á  la  caza  y  á. 
la  pesca,   reservando  para  el  artículo  Pesca] 
las  que  especialmente  se  refieren  á  este  ramo  ] 
do  la  industria. 

E.  D.  SMayo  1834. 

Se  deslindan  los  derechos  del  propietario  y  del  público  ^ 

sobre  la  caza  y  lapesca. 

(Grac.  y  Just.)     «Por  R.  I).  20  Noviembre! 
del  año  último  tuve  á  bien  nombrar  una  Comi- 
sión que,  examinando   bajo  todos  aspectos  Icil 
derechos  de  los  propietarios  y  del  público  so- 
bre pesca  y  caza,  y  las  (ordenanzas  vigentes^ 
eu  la  materia,  me  propusiese  por  el  Ministe- 
rio  de  Fomento  general  del  Reino,  de  vues- 
tro interino  cargo,  un  proyecto  de  ley,  con  laj 
cual  se   cortaran  embarazos  y  dificultades,  yl 
se  conciliasen  todos  los  derechos  y  todos  losi 
intereses.  Cumplió  la  Comisión,  y  oído  el  dic-i 


*  Pueden  consultarse  sobre  caza^y  pesca  las  leyes  1$  i 
17,  tit.  I V,  lib.  III del  Fuero  Real,  la  17  d  -21:.  tit.  XX  VIII 
y  18,  tit.  XXX,  Part.  3.",  y  todo  el  tit.  XXX,  lib.  VII  d^ 
ía  Nov.  Recop. 
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taini'u  di'l  Consejo  de  Gobierno  y  del  de  Mi- 
nistros, en  nombre  de  mi  nuiy  cara  y  amada 
hija  la  Reina  Doña  Isabel  11,  he  venido  en  re- 
.solver  y  mandar  se  gviardeu  y  cumplan  las  dis- 
posiciones siguientes: 

TÍTULO  PEIMEEO.— He  la  caza  entihukas  de 

l'KOI'IEDAD  PARTICULAIi. 

1.°  Los  dueños  particulares  de  las  tierras 
lo  son  también  de  cazar  en  ellas  libremente  en 
cualquier  tiempo  del  año,  sin  traba  ni  sujecióir- 
k  regla  alguna. 

2."  En  los  mismos  términos,  y  cenia  misma 
amplitud,  i)odr;in  cazar  en  las  tierras  de  par- 
ticulares los  que  no  sean  sus  dueños  con  licen- 
cia de  éstos  por  escrito. 

3."  Cuando  el  dueño  de  las  tierras  dé  licen- 
cia para  cazar  en  ellas,  y  la  licencia  jjara  ha- 
cerlo con  la  expresada  amplitud  no  conste  por 
escrito,  el  cazador  estará  sujeto  á  las  restric- 
ciones de  Ordenanza  quese  expresarán  en  ade- 
lante para  los  b;xJdios. 

4."  Se  podrá  cazar  sin  licencia  de  los  due- 
ños, pero  con  sujeción  á  las  indicadas  restric- 
ciones de  Ordenanza,  en  las  tierras  abiertas  de 
propiedad  ]iarticular  que  no  estén  labradas  ó 
(¡ue  estén  de  rastrojo. 

f)."  Los  arrendatarios  de  tierras  de  pro- 
piedad particular  tendrán  en  orden  á  la  caza 
las  facultades  que  estipulen  con  los  dueños. 

6."  No  se  podrá  cazar  en  tierras  ajenas  de 
propiedad  ¡¡articular,  sino  en  los  casos  y  en  los 
téruiinos  expresados  en  los  cuatro  artículos 
precedentes. 

7.°  La  caza  que  cayere  del  aire  en  tierra  de 
propiedad,  ó  entrase  en  ella  después  de  heri- 
da, pertenece  al  dueño  ó  arrendatario  de  la 
tierra  y  no  al  cazador,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  la  ley  17,  tlt.  XXVIII  de  la  3.'''  Partida. 

8."  Los  que  con  el  objeto  de  cazar  violasen 
y  saltasen  los  cercados  de  tierras  de  ¡iropiedad 
particular,  pagarán  además  de  los  daños  que 
causaren,  incluso  el  valor  de  la  caza  que  ma- 
tasen ó  cogiesen,  que  debe  ser  para  el  dueño 
■ó  arrendatario  en  su  caso,  las  costas  del  pro- 
cedimiento si  lo  hay,  y  además  20  rs.  vn.  por 
la  primera  vez,  30  por  la  segunda  y  40  por  la 
tercera . 

TIT.  II.— De  la  caza  en  tierras  de  propios  y  iíaldíos. 

9."  En  las  tierras  que  no  sean  de  propiedad 
particular  se  prohibo  cazar,  por  lo  tocante  á 
las  provincias  de  Álava,  Avila,  Burgos,  Coru- 
ña,  Guipúzcoa,  Huesca,  León,  Logroño,  Lu- 
go, Navarra,  Orense,  Oviedo,  Patencia,  Pon- 
tevedra, Salamanca,  Santander,  Segovia,  So- 
ría,  Valladolid,  Vizcaya  y  Zamora  desde  1."  de 
Abril  hasta  1.°  de  Septiembre.  Y  en  las  demás 
del  Reino,  inclusas  las  islas  Baleares  y  Cana- 
rias, desde  1."  de  Marzo  hasta  1."  de  Agosto. 

10.  Se  prohibe  asimismo  cazar  durante 
todo  el  año  en  los  días  de  nieve  y  los  llamados 
de  fortuna,  á  excepción  del  caso  que  se  expre- 
sará en  el  tlt.  IV. 

11.  Se  prohibe  cazar  en  todo  tiempo  con 
hurones,  lazos,  perchas,  redes  y  reclamos  ma- 
chos. De  esta  regla  general  se  excepttian  las 
codornices  y  demás  aves  de  paso,  respecto  de 
las  cuales  se  permite  cazarlas  durante  el  tiem- 


po de  sil  tránsito,  aunque  sea  con  redes  y  re- 
clamos. 

12.  Los  Ayuntamientos  podrán  arrendar, 
con  aprobación  del  subdelegado  de  la  provin- 
cia, la  caza  en  las  tierras  de  propios  de  los 
jmeblos;  y  los  arrendatarios  podrán  dar  licen- 
cia á  los  demás  para  que  cacen;  pero  unos  y 
otros  lo  harán  con  sujeción  á  las  restricciones 
que  se  expresan  en  este  titulo. 

13.  Los  que  cacen  en  tierras  de  propios 
arrendadas  sin  tener  licencia  del  arrendatario, 
ó  faltando  á  las  restricciones  de  la  Ordenanza, 
pagarán  en  uno  y  otro  caso  al  arrendatario  el 
valor  de  la  caza  que  mataren  ó  cogieren,  y 
además  20  rs.  la  primera  vez,  30  la  segunda  y 
40  la  tercera.  La  mitad  de  esta  multa  será  para 
el  arrendatario,  y  la  mitad  para  el  fondo  des- 
tinado al  exterminio  de  animales  dañinos,  de 
que  se  hablará  en  el  tít.  IV. 

14.  En  los  montes  y  baldíos  que  no  perte- 
nezcan á  propios,  podrán  cazar  los  vecinos  del 
pueblo  respectivo,  con  sujeción  á  las  reg'las  y 
restricciones  establecidas  en  este  título.  Las 
justicias  podrán  dar  licencia  para  lo  mismo  á 
los  forasteros. 

15.  Se  permite  cazar,  con  sujeción  á  las  res- 
tricciones contenidas  en  este  decreto,  en  los 
montes,  baldíos  y  tierras  de  propios  qvie  no  es- 
tén arrendadas,  á  los  que  obtengan  licencia 
del  subdelegado  de  la  provincia. 

16.  Estas  licencias  se  concederán  por  es- 
crito, previo  el  informe  de  la  justicia  ú  otro 
que  se  estime  conveniente.  Los  vecinos  paga- 
rán por  la  licencia  anual  para  cazar  en  el  tér- 
mino jurisdiccional  de  sus  pueblos  respectivos, 
10  rs.:  el  doble  los  que  la  obtengan  para  cazar 
en  toda  la  provincia,  y  el  cuadruplo  los  caza- 
dores de  profesión,  los  cuales  se  entenderá  que 
la  tienen  para  toda  la  provincia  *. 

17.  Los  productos  de  esta  tarifa  quedan 
afectos  especialmente  al  pago  de  las  recom- 
pensas por  extinción  de  animales  dañinos,  de 
que  se  hablará  en  el  tit.  IV. 

18.  No  se  permite,  por  regla  general,  cazar 
hasta  la  distancia  de  500  varas,  contadas  des- 
de las  liltimas  casas  de  los  pueblos,  para  evi- 
tar los  peligros  de  personas  y  de  incendios. 

TÍT.  III.— De  la  caza  de  palomas. 

19.  Las  palomas  campesinas  están  com- 
prendidas en  las  demás  aves  que  pueden  ca- 
zarse con  sujeción  á  las  reg'las  prescritas. 

20.  No  podrá  tirarse  á  las  palomas  donrés- 
ticas  ajenas,  sino  á  la  distancia  de  1.000  varas 
de  sus  palouMires.  Los  infractores  pagarán  al 
dueño  el  valor  de  la  caza,  y  además  pagarán  á 
la  justicia  20  rs.  por  la  primera  vez,  30  por  la 
segunda,  y  40  por  la  tercera,  siendo  la  mitad 
de  esta  multa  para  el  dueño,  y  la  otra  mitad 
para  el  fondo  que  se  dirá  en  el  tit.  IV. 

21.  Los  dueños  de  palomares  tendrán  obli- 
gación de  tenerlos  cerrados  durante  los  meses 
de  Octubre  y  Noviembre,  para  evitar  el  daño 
que  puedan  ocasionar  las  palomas  en  la  se- 
mentera. Los  infractores,  además  del  daño,  si 
lo  hubiere,  pagarán  100  rs.  de  multa  por  la  pri- 


'     V.  en  Armas  el  H.  ü.  de  lo  de  Agosto  de  í87tí  y  ln 
ley  de  31  de  Diciembre  de  1881. 
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mei'a  vez,  1,00  por  la  segunda  y  200  por  la  ter- 
cera. 

22.  La  misma  oblig-ación,  y  bajo  las  mis- 
mas peiia.s,  teudrAn  los  dueños  de  palomares 
duraute  la  recolección  de  las  mieses  desde  el 
15  de  Julio  hasta  el  15  de  Agosto. 

23.  Si  por  razón  de  la  diferencia  de  los  cli- 
mas conviniese  señalar  plazos  diversos  de  los 
fijados  anteriormente  para  el  cerramiento  de 
palomares  en  las  dos  épocas  expresadas,  ó  en 
alguna  de  ellas,  podrá  hacerlo  la  justicia  del 
pueblo,  siempre  que  el  plazo  respectivo  no  ex- 
ceda de  dos  meses,  avisándolo  con  anticipación 
para  gobierno  de  los  dueños  de  palomares. 

24.  Durante  las  dos  épocas  expresadas  de 
recolección  y  de  sementera,  será  libre  tirar  á 
las  palomas  domésticas  á  cualquiera  distancia 
fuera  del  pueblo,  aunque  sea  dentro  de  las  1.000 
varas  señaladas  arriba,  siempre  que  en  este 
último  caso  se  tire  con  las  es2>aldas  vueltas  al 
palomar. 

TÍT.  IV.— De  la  caza  de  animales  dañinos'. 

25.  Será  libre  la  caza  de  animales  dañinos, 
á  saber:  lobos,  zorras,  g'arduñas,  gatos  monte- 
ses, tejones  y  turones  en  las  tierras  abiertas 
de  propios,  en  las  baldías  y  en  las  rastrojeras 
no  cerradas  de  propiedad  particular,  durante 
todo  el  año,  inclusos  los  dias  de  nieve  y  los 
llamados  de  fortuna. 

26.  Xo  se  permite  en  ninguna  clase  de  tie- 
rras abiertas,  aunque  estén  amojonadas,  cazar 
con  cepos,  trampas,  ni  ning-unos  otros  armadi- 
jos de  que  pueda,  resultar  perjuicio  á  los  pa- 
sajeros ó  á  los  animales  domésticos.  Los  in- 
fractores pagarán  además  del  daño  y  las  cos- 
tas, 40  rs.  de  multa  |ior  la  primera  vez,  60  por 
la  segunda  y  80  por  la  tercera. 

27.  En  las  tierras  cercadas,'  sean  de  pro- 
pios ó  de  particulares,  no  se  permite  la  cazade 
animales  dañinos  sin  licencia  de  los  dueños  ó 
arrendatarios. 

28.  Los  dueños  y  arrendatarios  de  tierras 
cercadas,  y  no  otros,  podrán  poner  en  ellas  ce- 
pos 11  otra  cualesquier  especie  de  trampas  y  ai'- 
madijos  para  coger  ó  matar  animales  dañinos, 
en  cuyo  caso  estarán  oblig'ados  á  poner  y  man- 
tener en  paraje  visible  un  padrón  con  el  aviso 
para  que  nadie  pueda  alegar  ignorancia. 

29.  Para  fomentar  el  exterminio  de  los  ani- 
males dañinos  se  pagarán  á  las  personas  que 
los  presenten  muertos,  ]ior  cada  lobo  40  rs.,  60 
por  cada  loba,  y  80  si  está  preñada,  y  20  rs. 
por  cada  lobezno;  la  mitad  respectivamente 
por  cada  zorro,  zorra  ó  zorrillo,  y  la  cuarta 
parte  también  respectivamente  por  las  g-ardu- 
ñas  y  demás  animales  menores  arriba  expre- 
sados, tanto  machos  como  hembras  y  sus  crias. 

30.  Los  que  tengan  derecho  á  las  prece- 
dentes recompensas  presentarán  á  la  justicia 
el  animal  ó  animales  muertos,  y  la  justicia  les 


1  Las  disposiciones  de  este  titulo  no  Ids  vemos  reprodu- 
cidas en  la  sección  T.^  de  la  ley  de  1879,  sin  duda  porque 
se  reserva7i para  comprenderlas,  con  ósinmodificaciones, 
en  el  reglamento  á  que  alude  su  art.  39.  Hasta  tanto  que  el 
anunciado  reglamento  se  promulgue,  no  podrá  menos  de 
tenerse  presente  para  la  caza  de  animales  daiiinos  el  titu- 
lo IV del  decreto  de  283-t,  á  pesar  de  la  derogación  conte- 
nida en  ííi  5  *  dis2)0sició7t  general  de  la  ley  de  1879. 


entregará  la  cantidad  correspondiente  bajo 
recibo. 

31.  Estos  recibos,  junto  con  las  colas  y  ore- 
jas de  los  lobos  y  zorras,  y  las  pieles  de  las 
garduñas  y  demás  animales  arriba  expresa- 
dos, serán  los  documentos  que  han  de  presen- 
tar las  justicias  en  la  capital  de  provincia  para 
justificar  en  sus  cuentas  los  artículos  de  esta 
clase,  que  no  se  les  abonarán  sin  ambos  requi 
sitos. 

32.  Para  el  pago  de  las  expresadas  recom- 
pensas eu  los  pueblos  queda  asignada  la  mitad 
de  las  penas  pecuniarias  impuestas  á  los  in- 
fractores de  todas  las  disposiciones  contenidas 
en  los  artículos  anteriores,  inclusas  las  relati- 
vas á  palomares,  como  asimismo  la  mitad  de 
las  qiie  se  cobren  por  cualquiera  infracción  de 
las  que  se  expresan  en  los  siguientes  títulos 
sobre  la  pesca. 

33.  Si  el  importe  de  la  mitad  de  dichas  pe- 
nas no  alcanzare  á  cubrir  el  de  las  recompen- 
sas, los  cazadores  podrán  4-eclamarlas  eu  la 
oficina  general  de  propios  de  la  provincia, 
presentando  certificación  de  la  justicia  junto 
con  los  despojos  ó  pieles  de  los  animales. 

34.  Si  de  la  mitad  de  las  penas  sobrase  para 
pagar  las  recompensas,  el  resto  se  agreg-ará  á 
la  masa  de  arbitrios  comunales  del  pueblo. 

35.  Se  prohiben  las  batidas  comunales  de 
los  pueblos  bajo  ningún  pretexto,  incluso  el 
del  exterminio  de  animales  dañinos:  dejando 
este  cuidado  al  interés  particular  de  los  ca- 
zadores. 

TÍT.  V.— De  la  pesca. 

36.  Los  dueños  particulares  de  estanques, 
lagunas  ó  charcas  que  se  hallen  en  tierras  cer- 
cadas, están  autorizados,  en  virtud  del  de,re- 
cho  de  propiedad,  para  pescar  en  ellos  duran- 
te todo  el  año  sin  sujeción  á  regla  alg-una.  Se 
entienden  por  tierras  cercadas  en  este  titulo  y 
en  todos  los  demás  del  presente  decreto,  las 
que  lo  estén  enteramente,  y  no  á  medias  ó 
aportilladas,  de  suerte  que  no  puedan  entrar 
en  ellas  las  caballerías. 

37.  Los  dueños  podrán,  en  virtud  del  mis- 
mo derecho  de  propiedad,  comunicar  estas  fa- 
cviltades  á  sus  arrendatarios  en  los  términos 
que  entre  ellos  se  estipule. 

38.  Se  prohibe  á  los  dueños  particulares  y 
arrendatarios  de  estanques  y  lagunas  que  se 
hallen  eu  tierras  abiertas,  aunque  estén  amo- 
jonadas, pescar  en  ellas  envenenando  ó  infi- 
cionando de  cualquier  modo  el  agua,  de  suer- 
te qiie  pueda  perjudicar  á  las  pei'sonas  ó  á  los 
animales  domésticos  transeúntes  que  la  be-  : 
bieren '. 

39.  Si  las  lagunas  y  aguas  estancadas  lin- 
dasen con  tierras  de  varios  dueños  particula- 
res, podrá  cada  cual  pescar  desde  sii  orilla  con  1 
sujeción  á  las  reglas  generales  establecidas;  ] 
pero  poniéndose  los  dueños  de  comiin  aciier- 
do,  podrán  pescar  con  arreglo  á  los  tres  ar-j 
ticulos  precedentes,  como  si  fuera  uno  solo  el  I 
dueño. 

40.  En  las  aguas  corrientes  á  que  sirven  | 
de  linde  tierras  de  propiedad  particular,  po- 
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di-án  los  dueños  de  éstas  pescar  desde  la  orilla 
hasta  la  mitad  de  la  corriente,  con  sujecióuá  las 
restriccioues  de  ordenanza.  Y  nadie  podrit  ha- 
cerlo sin  su  licencia  '. 

41.  En  las  aguas  corrientes,  cuyas  riberas 
pertenecen  á  propios,  podrán  los  Ayuntamien- 
tos arrendar  la  pesca  con  la  aprobación  del 
subdelegado  de  la  provincia,  y  los  arrendata- 
rios podráu  dar  A  otros  licencia  para  pescar, 
pero  todos  estarán  sujetos  á  las  restriccioues 
expresadas. 

42.  En  las  aguas  corrientes,  cuyas  orillas 
pertenezcan  á  baldíos  ó  á  propios,  en  el  caso 
de  no  estar  arrendada  la  pesca,  se  declara  ésta 
libre  hasta  la  mitad  de  la  corriente  para  todos 
los  vecinos  del  pueblo  á  cuyo  término  perte- 
nezcan las  orillas,  y  no  á  los  de  otros  ]nieblos, 
aunque  tengau  comunidad  de  pastos.  Las  jus- 
ticias podrán  dar  licencia  para  pescar  á  los 
forasteros;  pero  tanto  éstos  como  los  vecinos, 
estarán  sujetos  á  las  restricciones  designadas. 

43.  En  los  ríos  y  canales  navegables  se  ha 
de  entender  que  las  facultades  de  los  dueños 
y  arrendadores,  expresadas  en  los  tres  artícu- 
los precedentes,  han  de  ser  sin  perjuicio  de  la 
navegación  ni  de  las  servidumbres  á  que  con 
motivo  y  á  beneficio  de  ella  están  sujetas  las 
tierras  riberiegas. 

44.  En  los  canales  de  navegación  y  de  rie- 
go, como  asimismo  en  los  cauces  y  acequias 
para  molinos  ú  otros  establecimientos  indus- 
triales ó  de  placer,  se  observarán  las  mismas 
reglas  establecidas  anteriormente,  según  la 
calidad  de  las  orillas,  á  no  ser  que  haya  cos- 
tumbre ó  contrato  en  contrario. 

TÍT.  VI.— De  las  bestricciones  de  la  pesca. 

45.  Se  prohibe  pescar  envenenando  ó  infi- 
cionando las  ag'uas  en  ningún  caso  fuera  del 
de  serestancadas  y  estar  enclavadas  en  tierras 
cercadas  de  propiedad  particular.  Los  infrac- 
tores, además  de  los  daños  y  costas,  pag'aTi-án 
40  rs.  por  la  primera  vez,  60  por  la  segunda  y 
80  por  la  tercera. 

46.  Se  prohibe  asimismo  pescar  con  redes 
ó  nasas  cuyas  mallas  teng-an  menos  de  una 
pulgada  castellana  ó  el  duodécimo  de  un  pie 
en  cuadro,  fuera  de  los  estanques  ó  lagunas 
que  sean  de  un  solo  dueño  particular,  el  cual 
podrá  hacerlo  de  cualquier  modo. 

47.  Desde  1."  de  Marzo  hasta  liltimo  de  Ju- 
lio, se  prohibe  pescar  no  siendo  con  la  caña  ó 
anzuelo,  lo  cual  se  permite  en  cualquier  tiem- 
po del  año. 

TÍT.  VII.— De  la  ejeccción  de  este  reglamento. 

48.  El  modo  de  proceder  de  las  justicias  en 
materias  de  caza  y  pesca,  será,  por  regla  ge- 
neral, gubernativo. 

49.  Los  procedimientos  tendrán  lugar:  1." 
por  queja  de  parte  agraviada:  2."  de  oficio:  3." 
por  denuncia  de  g'uarda  jurado  ó  de  cualquier 
individuo  del  Ayuntamiento:  4.°  por  denuncia 
de  cualquier  vecino,  siendo  caso  de  aguas  infi- 
cionadas ó  de  cepos  armados  fuera  de  cercado. 


»     Véíinse  en  Aguas  los  arts.  12»  a  133  de  la  ley  de  13 
de  Junio  de  1879. 


.00.  El  alcalde  hará  comparecer  al  presunto 
infractor,  y  comprobado  el  hecho,  exigirá  de  él 
la  multa,  el  valor  de  la  caza  y  del  daño  cuan- 
do lo  haya,  dando  á  estas  cantidades  el  detti- 
uo  que  se  ha  prescrito  en  el  presente  decreto. 

51.  Cuando  se  proceda  por  queja  de  parte 
ag'raviada,  si  resulta  ser  cierto  el  hecho  y  hu- 
biera daño,  el  alcalde  procurará  que  los  inte- 
resados transijan  en  cuanto  al  daño,  sin  per- 
juicio de  cobrar  la  multa;  y  si  no  se  avinieren, 
decidirá  gubernativamente  en  las  causas  de 
menor  cuantía,  dejando  que  las  otras  sigan  el 
curso  judicial  que  les  corresponda;  pero  satis- 
faciendo antes  el  reo  la  mitad  de  la  multa  des- 
tinada al  fondo  del  art.  31  para  la  persecución 
de  animales  dañinos. 

52.  Las  infracciones  de  que  se  trata  en  este 
decreto  prescribirán  á  los  treinta  días  en  los 
casos  de  aguas  maleficiadas  ó  de  cepos  y  ar- 
madijos fuera  de  cercado,  y  en  todos  los  demás 
á  veinte  días.  Pasados  estos  plazos,  las  justi- 
cias no  podrán  proceder  de  oficio,  ni  admiti- 
rán queja  ni  denuncia  alguna. 

TÍT.  VIH.— De  las  penas  de  los  iNFnACTORES. 

53.  La  pena  general  por  las  infracciones  de 
este  reglamento,  cuando  en  él  no  se  expresa 
otra,  será  además  del  daño  y  costas,  si  las 
hubiere,  20  reales  por  la  primera  vez,  30  por 
la  segunda  y  40  por  la  tercera.  Si  todavía  se 
repitiese  el"  delito,  la  justicia  consultará  al 
subdelegado  de  Fomento  de  la  provincia  sobre 
la  pena  que  conveng'a. 

54.  Los  padres  y  los  tutores  son  responsa- 
bles de  las  infracciones  cometidas  por  sus  hijos 
de  menor  edad  v  por  los  pupilos. 

55.  Quedan  derogadas  todas  las  Ordenan- 
zas V  reglamentos  anteriores  en  cuanto  se 
opongan  al  presente  decreto.  Tendréislo  en- 
tendido, V  dispondréis  lo  necesario  á  su  cum- 
plimiento.—Está  rubricado  de  la  Real  mano. 
Aranjuez  3  de  Mayo  de  1834.»  (C.  L.,  t.  19,  pá- 
gina 236.) 

E.  O.  26  Mayo  V^A. 

(iNTERioii.)  Se  dejó  en  suspenso  la  ejecu- 
ción de  los  arts.  16  y  17  del  Real  decreto  ante- 
rior, V  se  mandó  que  en  su  consecuencia  con- 
tinúenla policía  expidiendo  las  licencias  para 
caza  y  pesca  con  la  misma  retribución  estable- 
cida en  sus  reglamentos  vigentes  ',  aplicando 
á  sus  fondos  el  producto  como  hasta  ;iqui:  y 
que  por  la  presentación  de  aiúnuales  dañinos 
muertos  se  hagan  los  abonos  establecidos 
antes  del  expresado  Real  decreto  en  las  mis- 
mas cantidades  y  por  los  mismos  fondos  sobre 
que  están  señalados. 

Ley  2  Septiembie  1837. 
Esta  lev  restableció  la  de  señoríos  de  6  de 
Agosto  de  ISll,  cuvo  art.  7."  abolió  los  privile- 
gios exclusivos,  privativos  y  prohibitivos  que 
tengan  origen  de  señorío,  como  son  los  de 
caza  y  pesca,  etc.— V.  Señoríos. 


>  Véanse  en  AüMAS  el  reglamento  de  policía  de  24  de 
Febrero  de  1X24,  el  H.  D.  de  ¡o  d,;  Agosto  de  1S70,  y  el  ar- 
ticulo 14  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  18S1. 
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Ley  13  Septiembre  líS7. 

Se  declara  que  el  disfrute  de  caza  y  pesca  corresponde 

privativamente  d  los  dueños  de  terrenos. 

«Ai't.  Único.  El  disfrute  de  caza  y  pesca  en 
los  montes  y  terrenos  de  que  trata  el  art.  3.° 
del  D.  de  14  do  Enero  de  l.Sl'2  sobre  abolición 
de  las  Ordenanzas  de  montes  y  plantíos,  ó  en 
otros  que  estuvieren  cerrados  ó  acotados, 
corresponde  privativamente  á  los  dueños,  y 
nadie  podrá,  cazar  ni  pescar  en  ellos  sin  su 
previo  permiso,  ó  de  quien  sus  veces  hiciere.» 
(C.  L.,  t.  23,  p.  119.) 

K.  O.  25  Noviembre  1847. 
Es  importante,  en  cuanto  aclara  la  iuteli- 
g'encia  de   las   palabras  cerrados  y  acotados 
con  motivo  de  una  cuestión  sobre  caza. -Véase 
eu  Acotamiento. 

Ley  9  Julio  1856  '. 
Sobre  privilegios  privativos...  de  caza  y  pesca. 

(FoM.)  «LEY.— Artículo  1.°  En  virtud  de 
lo  dispuesto  en  los  arts.  7."  y  8."  de  la  ley  de  6 
de  Agosto  de  1811,  confirmada  por  las  de  13  de 
Julio  de  1813  y  3  de  Mayo  de  1823,  restableci- 
das por  decreto  de  las  Cortes  en  20  de  Enero 
de  1837,  declarando  abolidos  los  privilegios 
llamados  privativos  y  prohibitivos  en  materia 
de  caza  y  pesca,  que  teng-au  orig'eu  de  señorío, 
el  Gobierno  dictará  las  disposiciones  oportu- 
nas para  que  se  hag'au  efectivos  á  los  pueblos 
y  particulares  los  beneficios  de  las  citadas  le- 
yes, sin  perjuicio  de  la  indemnización  á  que 
tengan  derecho,  con  arreglo  á  las  mismas,  los 
que  se  crean  agraviados. 

Art.  2."  Cuidará  ig'ualmeiite  el  Gobierno 
de  la  puntual  observancia  del  R.  D.  de  3  de 
Mayo  de  1834,  que  prescribe  la  policía  y  demás 
reglas  para  el  ejercicio  de  la  caza  y  pesca, 
tanto  por  los  pueblos  como  por  los  particula- 
res, ínterin  no  se  prescribieren  otras. 

Art.  3."  El  conocimiento  de  los  incidentes 
á  que  diere  lugar  la  observancia  ó  inobservan- 
cia de  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior, 
corresponde  á  las  autoridades  gubernativas, 
salvo  en  sus  casos  los  recursos  conteucioso- 
adniinisti'ativos  y  los  que  por  su  índole  corres- 
pondan á  los  Tribunales. 

Art.  4.°  Quedan  reservadas  al  conocimien- 
to de  la  jurisdicción  ordinaria  las  cuestiones 
que,  según  las  leyes  de  1811,  1813  y  1823,  co- 
rresponden á  la  misma  en  esta  materia. -Pala- 
cio á  9  de  Julio  de  1856.»  (C.  L.,t.  69,  j).  131.) 

E.  O.  16  Enero  1865. 
Declarando  los  deberes  de  la  guardia  civil  de  denunciar 
las  infracciones  que  se  cometan  en  terrenos  abiertos 
como  auxiliar  de  la  autoridad;  jfcro  sin  mezclarse  en 
sus  resoluciones. 

(GoB.)  «...Por  R.  O.  de  9  de  Septiembre 
próximo  pasado  se  remite  á  informe  de  esta 
Sección  el  expediente  promovido  por  el  direc- 
tor general  de  la  Guardia  civil  para  que  se  de- 
clare cuáles  son  las  oblig'aciones  de  los  guar- 
dias respecto  del  cumplimiento  de  la  ley  para 
el  ejercicio  de  la  caza  en  terrenos  abiertos... 

Teniendo  presente  que  la  ley  de  4  de  Mayo 
de  1834,  única  que  rige  en  esta  materia,  esta- 


*    Aprobada  por  las  Cortea  en  30  de  .Junio:  Sancionada 
en  5  de  Julio:  Refrendada  en  5  de  Julio. 


blece  que  los  dueños  de  las  tierras  lo  sor 
también  de  cazar  libremente  en  ellas  en  cual 
quier  tiempo  del  año  sin  traba  ni  sujeción  á 
regla  alguna;  que  de  este  derecho  puede  usar 
otra  persona  con  licencia  del  dueño,  y  que, 
salva  esta  excepción,  no  es  permitido  á  nadie 
infringir  las  disposiciones  vigentes  acerca  de 
la  caza. 

Teniendo  presente  que  creado  el  Cuerpo  de 
la  guardia  civil  y  aproljado  el  reglamento  para 
su  servicio  se  consig'nó  en  su  art.  30,  párr.  3.", 
la  oblig-ación  de  los  guardias  de  hacer  obser- 
var las  disposiciones  de  la  ley  de  caza. 

Considerando  que  la  ley  ya  citada  determi- 
nó la  diferencia  entre  terrenos  acotados  y  te- 
rrenos abiertos,  disting'uieudo  el  derecho  del 
dueño  de  cazar  en  sus  heredades  cuando 
quiera  y  como  quiera,  y  la  libre  facultad  de 
cozar  con  sujeción  á  lo  mandado: 

Considerando  que  la  repetida  ley  no  está  de- 
rogada ni  limitada  por  otra  ley  alg'una,  hallán- 
dose por  tanto  vigente  en  todas  sus  partes: 

Y  considerando  que  el  reglamento  del  Cuer- 
150  de  la  guardia  civil  impone  á  sus  individuos, 
el  deber  de  hacer  cumplir  las  lej'es; 

La  Sección  es  de  parecer  que  el  Cuerpo  dw 
la  guardia  civil  cumple  con  su  deber  al  de- 
nunciar las  infracciones  de  la  caza  que  se  co- 
metan en  los  terrenos  abiertos;  y  que  la  auto- 
ridad competente  está  dentro  de  sus  atribu 
clones  resolviendo  del  modo  que  sea  justo- 
acerca  de  las  infracciones  que  se  le  denun- 
ciau;  pues  que  estando  reducidas  las  faculta- 
des de  la  fuerza  de  que  se  trata  á  las  de  mera 
auxiliar  de  la  autoridad,  no  debe  mezclarstó 
en  las  resoluciones  de  ésta,  ui  le  es  lícito  ca- 
lificarlas.» Y  así  se  resuelve.  (Bol.  ofic.  de  Lé- 
rida n  Febrero.) 

Código  penal  de  1870. 

Consúltense  los  arts.  608  y  615.  Este  último 
pen,a  las  infracciones  de  las  Ordenanzas,  y  el 
primero  á  los  que  entraren  á  cazar  ó  pescar 
en  heredad  cerrada  ó  campo  vedado  sin  per- 
miso del  dueño.  La  pena  en  uno  y  otro  caso 
es  de  5  á  25  pesetas. 

E.  o.  5-24  Abril  1871. 

Se  inserta  en  Armas,  y  establece  que  las  li- 
cencias de  caza  no  serán  válidas  sin  la  presen- 
tación de  la  de  uso  de  armas. 

D.  6  Octubre  1873. 
También  se  inserta  en  Armas,  y  autorizó  á 

los  g-obernadores  para  conceder  licencias  de  . 
uso  de  armas  para  caza. 

E.  O.  27  Mayo  1876. 

(FoM.)  Recordó  á  los  gobernadores  la  obli- 
gación de  hacer  cumplir  las  prescripciones 
del  Reg.  de  3  de  Mayo  de  1834,  sobre  veda  y 
medios  prohibidos,  ateniéndose,  en  cuanto  al  , 
castig'o  de  las  contravenciones,  al  C.  P.  (Gace- 
ta 30  Mayo.) 

B.  D.  10  Agosto  1876. 

Se  inserta  en  Armas,  con  una  R.  O.  de  20  ' 
del  mismo  mes  y  año,  y  las  demás  disposicio- 
nes hoy  vigentes  sobre  licencias. 
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B.  O.  5  Mayo  IbTT. 
Sobre  cumplimiento  del  decreto  reglamentario  de  1834. 
(FoM.)  Extracto.  —  Después  de  encarecer 
la  importancia  de  la  veda  y  la  necesidad  de 
cumplir  rig-orosameiitc  el  decreto-reg'lameiito 
de  o  de  Mayo  de  1834,  previno  á  los  goberna- 
dores adoptaran  las  medidas  necesarias  para 
evitar  abusos  é  infracciones  y  aplicar  á  los 
contraventores  la  oportuna  corrección.  (Ga- 
ceta 8  Mayo.) 

Ley  10  Enero  1879. 
:  Determinando  la.s  condiciones  á  qtte  ha  de  sujetarse  el 
derecho  de  caza,  la  penalidad  en  que  incurren  los  in- 
fractores de  la  ley  y  los  procedimientos  que  se  siguen 
para  exigirla. 

(FoM.)  «LEY. — Don  Alfonso  XII,  por  la 
gracia  de  Dios,  Rey  constitucional  de  España. 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  enten- 
dieren, sabed:  que  las  Cortes  han  decretado 
y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

SECCIÓN  1." — Clasificación  de  los  animaUs. 

Artículo  1."  Los  animales,  para  los  efectos 
de  esta  ley,  se  dividen  en  tres  clases: 

Primera.     Los  ñeros  ó  salvajes. 

Segunda.     Los  amansados  ó  domesticados. 

Tercera.     Los  mansos  ó  domésticos. 

Art.  2."  Son  animales  fieros  ó  salvajes  los 
que  vagan  libremente  y  uo  pueden  ser  cogi- 
dos siuo  por  la  fuerza. 

Art.  3."  Son  animales  amansados  ó  domes- 
ticados los  que  siendo  por  su  naturaleza  fieros 
ó  salvajes  se  ocupan,  reducen  y  acostumbran 
,por  el  hombre. 

Art.  4.°  Los  animales  amansados  ó  domes- 
ticados son  propios  del  que  los  ha  reducido  á 
esta  condición  mientras  se  mantienen  en  ella. 
Cuando  recobran  su  primitiva  libertad,  dejan 
de  pertenecer  al  que  fué  su  dueño,  y  son  del 
primero  que  los  ocupa. 

Art.  6.°  Son  animales  mansos  ó  domésticos 
los  que  nacen  y  se  crían  ordinariamente  bajo 
el  poder  del  hombre,  el  cual  conserva  sienijjre 
su  dominio. 

Aunque  salgan  de  su  poder,  pueden  recla- 
marlos de  cualquiera  que  los  retenga,  pagan- 
do los  gastos  de  su  alimentación. 

Art.  6."  Los  animales  ñeros  ó  salvajes  pa- 
san á  poder  de  los  hombres  por  la  caza. 

Art.  7."  Se  comprende  bajo  la  acejición  ge- 
nérica de  cazar  todo  arte  ó  medio  de  perse- 
guir ó  de  aprehender,  para  reducirlos  k  pro- 
piedad particular,  á  los  animales  fieros  ó  aman- 
sados que  hayan  dejado  de  pertenecer  k  su 
dueño  por  haber  recobrado  su  primitiva  li- 
bertad. 

SECCIÓN  2."— Z)c¡  derecho  de  cazar. 

Art.  8."  El  derecho  de  cazar  corres])onde 
á  todo  el  que  se  halle  provisto  de  las  corres- 
pondientes licencias  de  uso  de  escopeta  y  de 
caza. 

Art.  9."  Este  derecho  puede  ejercitarse  en 
los  terrenos  del  Estado  ó  de  los  pueblos,  y  en 
los  de  propiedad  particular,  con  sujeción  á.  lo 
dispuesto  en  esta  ley. 

En  los  terrenos  del  Estado  ó  de  los  pueblos 
que  no  se  hallen  vedados  por  quien  correspon- 
da) será  lícito  cazar,  según  determina  el  art.  8.° 


En  los  de  propiedad  particular  sólo  podrá 
cazar  el  dueño  y  los  que  éste  autorice  por  es- 
crito. 

Art.  10.  Todo  propietario  puede  conceder 
licencia  ¡I  un  tercero  para  que  utilice  el  dere- 
cho que  le  concede  el  articulo  anterior,  esta- 
bleciendo las  condiciones  que  teng'a  por  con- 
veniente, pero  sin  contrariar  las  de  la  presen- 
te ley. 

Art.  11.  Cuando  el  propietario  no  esta- 
blezca condiciones  especiales  para  cazar  en  su 
propiedad,  se  entenderá  concedido  el  permiso 
con  arreglo  á  las  prescripciones' de  esta  ley. 

Art.  12.  Cuando  una  ñuca  pertenezca  á  di- 
versos dueños,  cada  uno  do  los  propietarios, 
por  sí  ó  ijor  la  persona  que  le  represente,  tiene 
derecho  á  cazar,  pero  no  podrá  conceder  per- 
miso á  otro  que  no  sea  su  representante  para 
que  lo  haga  mientras  uo  obtenga  el  consenti- 
miento de  los  condueños  que  reúnan  al  menos 
dos  terceras  partes  de  la  propiedad. 

Art.  13.  El  derecho  de  cazar  corresponde  al 
arrendatario  de  la  finca  si  en  el  contrato  de 
arriendo  no  se  hubiese  estipulado  lo  contrario. 

Art.  14.  Cuando  el  usufructo  se  halle  sepa- 
rado de  la  propiedad  ó  la  linca  esté  concedida 
en  enfiteusis,  el  derecho  de  ca¿;ar  corresponde 
al  usufructuario  ó  enfltinita.  Cuando  la  finca, 
esté  en  administracióu  o  en  dojiósito  judicial  ó 
voluntario,  incumlie  al  administrador  ó  depo- 
sitario la  facultad  de  conceder  ó  negar  el  per- 
miso de  cazar. 

Art.  15.  Considerándose  cerradas  y  acota- 
das todas  las  dehesas,  heredades  y  demás  tie- 
rras de  cualquiera  clase  pertenecientes  á  do- 
minio particular,  nadie  puede  cazar  en  las  que 
no  estén  materialmente  amojonadas,  cerradas 
ó  acotadas,  siu  permiso  escrito  de  su  dueño 
mientras  no  estén  levantadas  las  cosechas. 

En  los  terrenos  cercados  y  acotados  mate; 
rialmente  ó  en  los  amojonados  nadie  puede  ca- 
zar sin  permiso  del  dueño. 

Art.  16.  El  cazador  que,  usando  de  su  de- 
recho de  caza,  desde  una  finca  donde  le  sea 
permitido  cazar  hiera  una  pieza  de  caza  menor 
que  cae  ó  entra  en  jjropiedad  ajena  tiene  dere- 
cho á  ella;  pero  no  podrá  entrar  en  esta  pro- 
piedad sin  permiso  del  dueño  cuando  la  here- 
dad esté  materialmente  cerrada  por  seto,  tapia 
ó  vallado,  si  bien  el  dueño  de  la  finca  tendrá  el 
deber  de  entregar  la  pieza  herida  ó  muerta. 

Cuando  la  heredad  no  esté  cerrada  material- 
mente, el  cazador  podrá  penetrar  sólo  á  cog-er 
la  pieza  herida  ó  muerta  sin  permiso  del  due- 
ño; pero  será  responsable  de  los  perjuicios  que 
cause. 

SECCIÓN  3.^ — Del  ejercicio  del  dereclio  de  caza. 

Art.  17.  Queda  absolutamente  prohibida 
toda  clase  de  caza  en  la  é|)oca  de  la  reproduc- 
ción, que  es  en  las  provincias  de  Álava,  Avila, 
Burgos,  Coruña,  Guipúzcoa,  Huesca,  León, 
Logroño,  Lugo,  Madrid,  Navarra,  Orense, 
Oviedo,  Falencia,  Pontevedra,  Salamanca, 
Santander,  Segovia,  Soria,  Valladolid,  Vizca- 
ya y  Zamora,  desde  1."  de  Marzo  hasta  1."  de 
Se])tiembre;  y  en  las  demás  del  Reino,  inclusas 
Baleares  y  Canarias,  desde  el  15  do  Febrero  al 
15  de  Agosto.  En  las  albuferas  y  lagunas  don- 
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de  se  acostumbra  á  cazar  los  ánades  \  silves- 
tres, podrá  realizarse  hasta  el  31  de  Marzo. 

Las  palomas,  tórtolas  y  codornices  podrán 
cazarse  desde  1.°  de  Agosto  en  aquellos  pre- 
dios en  que  se  encuentren  levantadas  las  co- 
sechas. 

Las  aves  insectívoras,  que  determinará  un 
reglamento  especial,  no  pueden  cazarse  en 
tiempo  alguno  en  atención  al  beneficio  que  re- 
portan á  la  agricultura. 

Art.  IS.  Los  dueños  particulares  de  las  tie- 
rras destinadas  á  vedados  de  caza,  que  estén 
realmente  cercadas,  amojonadas  ó  acotadas, 
])odrán  cazar  en  ellas  libremente  en  cualquier 
Opoca  del  año,  siempre  que  no  usen  reclamos 
ni  otros  engaños  á  distancia  de  500  metros  de 
las  tierras  colindantes,  á  no  ser  que  los  dueños 
de  éstas  lo  autoricen  por  escrito. 

Art.  1¡).  La  caza  de  la  perdiz  con  reclamo 
queda  absolutamente  prohibida  en  todo  tiem- 
jio,  salvo  lo  dispuesto  eu  el  artículo  anterior. 

Art.  20.  Se  prohibe  en  todo  tiempo  la  caza 
con  hurón,  lazos,  perchas,  redes,  liga  y  cual- 
quier otro  artitício,  excepción  hecha  de  los  pá- 
jaros que  no  sean  declarados  insectívoros  en 
el  reglamento  que  se  forme  al  efecto  y  de  la 
concesión  que  contiene  á  favor  de  los  dueños 
de  terrenos  el  art.  18. 

Se  prohibe  igualmente  la  formación  de  cua- 
drillas para  perseguir  las  perdices  á  la  carrera, 
ya  sea  A  pie  ó  A  caballo. 

Art.  21.  Toda  caza  queda  terminantemen- 
te prohibida  en  los  días  de  nieve  y  en  los  lla- 
mados de  fortuna. 

Art.  22.  Se  prohibe  cazar  de  noche  con  luz 
artificial. 

Art.  23.  No  so  permite  cazar  con  armas  de 
fueg'o  sino  á  la  distancia  de  un  kilómetro,  con- 
tado desde  la  última  casa  de  la  población. 

Art.  2'i.  Los  dueños  ó  arrendatarios  de  pro- 
piedades destinadas  á  la  cría  de  caza  pueden 
colocar  en  ellas  toda  clase  de  útiles  para  la  des- 
trucción de  animales  dañinos  ó  seguridad  de 
la  finca;  pero  en  manera  alg'una  en  los  cami- 
nos, veredas  ó  sendas  de  la  misma  propiedad. 

Art.  25.  Queda  terminantemente  prohibida 
la  circulación  y  venta  de  caza  y  de  pájaros 
muertos  en  toda  España  é  islas  adyacentes  du- 
rante la  temporada  de  veda,  con  la  sola  excep- 
ción marcada  en  el  art.  27. 

Art.  2t).  Los  arrendatarios  de  montes  y  los 
que  se  dediquen  á  la  industria  de  la  saca  de 
conejos  ¡lodrán  tener  hurones,  previo  el  per- 
miso del  gobernador  civil  de  la  provincia,  el 
cual  hará  que  se  lleve  un  registro  de  los  que 
coiu'eda. 

Dicho  pSi-miso  se  registrará  en  el  Ayunta- 
miento en  que  esté  domiciliado  el  que  le  obten- 
ga, previo  el  pago  de  la  contribución  que  co- 
rresponda jjor  el  que  ejerza  dicha  industria. 

Art.  27.  El  dueño  de  monte,  dehesa  ó  soto 
que  en  tiempo  de  veda  quiera  aprovechar  los 
conejos  que  haya  en  su  propiedad,  podrá  ma- 
tarlos por  cualquier  medio,  y  previa  licencia 
escrita  de  la  autoridad  local  venderlos  desde  el 
1."  de  Julio  en  adelante.  Desde  esta  fecha  has- 
ta que  termine  la  época  de  veda  los  conejos  asi 
muertos  no  podrán  ser  conducidos  por  la  vía 
pública  sin  licencia  del  alcalde  del  término  mu- 


nicipal en  que  radiquen  las  tierras  eu  que  fue- 
ron cazados. 

Art.  28.  Únicamente  podrá  cazar  el  que 
haya  obtenido  del  gobernador  civil  de  la  \n-o- 
viucia  licencia  de  uso  de  escopeta  y  licencia  de  ! 
caza.  Estas  licencias  sólo  servirán  para  un  año 
desde  su  fecha,  y  se  concederán  con  arreglo  á 
las  leyes. 

Art.  29.  Sólo  podrán  otorgarse  licencias  de 
caza  por  los  gobernadores  de  las  provincias, 
que  en  ningún  caso  las  podrán  conceder  gratis. 

Continuarán,  sin  embarg-o,  los  capitanes  ge- 
nerales con  la  facultad  de  conceder  licencias 
gratuitas  é  intransferibles  de  caza  únicamente 
á  los  militares  en  activo  servicio,  á  los  retira- 
dos con  sueldo  y  á  los  condecorados  con  la  cruz 
de  San  Eernaudo,  cuyas  circunstancias  se  ha- 
rán constar  precisamente  en  las  mismas  licen- 
cias, á  las  que  acompañará  siempre  la  cédula 
personal  del  interesado. 

Ar^.  30.  Los  propietarios  ó  arrendatarios 
de  los  sitios  destinados  á  la  cría  de  caza  pue- 
den nombrar  guardas  jurados  con  sujeción  á 
lo  que  determine  el  reglamento. 

Art.  31.  Las  declaraciones  de  los  guardas 
jurados  en  las  denuncias  que  hag-an  con  arre- 
glo á  esta  ley  tendrán  la  fuerza  de  prueba 
plena,  salvo  siempre  la  justificación  en  con- 
trario. 

SECCIÓN  i^—De  la  caza  de  las  palomas. 

Art.  32.  No  podrá  tirarse  á  las  palomas  do- 
mésticas ajenas  sino  á  la  distancia  de  un  kiló- 
metro de  la  población  ó  palomares,  y  aun  asi 
no  podrá  hacerse  con  señuelo  ó  cimbeles  ui 
otro  eng-año. 

Art.  33.  Para  evitar  los  perjuicios  que  en 
ciertas  épocas  del  año  pueden  causar  las  pa- 
lomas, tanto  domésticas  como  silvestres,  de- 
dicadas á  criaderos  en  palomar,  los  alcaldes 
de  los  pueblos  donde  existan  los  palomares 
dictarán  las  disposiciones  que  crean  oportu- 
nas, fijando  las  épocas  en  que  deben  hallarse 
cerrados. 

SECCIÓN  5.* — De  la  caza  con  galgos. 

Art.  34.  Desde  1  "  de  Marzo  á  15  de  Octu- 
bre se  prohibe  en  toda  España  é  islas  adya- 
centes la  caza  con  galgo  eu  las  tierras  labran- 
tías desde  la  siembra  hasta  la  recolección,  y 
en  los  viñedos  desde  el  brote  hasta  la  ven- 
dimia. 

Art.  35.  Los  que  quisieren  cazar  con  gal- 
gos deberán  obtener  una  licencia  especial  del 
goberdador  civil  de  la  provincia,  previo  el  ,| 
pago  de  25  pesetas,  cuya  licencia  sólo  servirá 
para  un  año  desde  su  fecha,  seis  personas  y 
diez  perros. 

SECCIÓN  6.°— De  la  caza  mayor. 

Art.  36.  La  veda  establecida  para  la  caza 
menor  comprende  también  á  la  mayor. 

Art.  37.  Todo  cazador  que  hiera  á  una  res 
tiene  derecho  á  ella  mientras  él  solo  ó  con  sus 
perros  la  persiga. 

Art.  38.  Si  una  ó  más  reses  fuesen  levan- 
tadas y  no  heridas  por  uno  ó  más  cazadores  ó 
sus  perros,  y  otro  cazador  mata.se  una  ó  más 
de  aquéllas  durante  la  carrera,  el  matador  y 
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los  compañeros  que  cou  él  estuvieran  cazan- 
do tendrán  iguales  derechos  á  la  pieza  ó  pie- 
zas muertas  que  los  cazadores  que  las  hayan 
levantado  y  persig-an. 

SECCIÓN  7."— De  ííi  ca:a  de  annnales  ilaHinos. 

Art.  39.  La  caza  de  animales  dañinos  que 
determinará  el  reg-lamento  es  libre  en  los  te- 
rrenos del  Estado  ó  de  los  pueblos,  y  en  los 
trasjeros^  de  propiedad  particular  no  cerrados 
ó  amojonados;  pero  eu  los  cercados,  pertenez- 
can á  pueblos  ó  á  los  particulares,  no  será 
permitida  sin  licencia  escrita  de  los  dueños  ó 
arrendatarios  '-. 

Art.  40.  Los  alcaldes  estimularán  la  perse- 
cución de  las  fieras  y  animales  dañinos,  ofre- 
ciendo recompensas  pecuniarias á los  que  acre- 
diten haberlos  muerto. 

Al  efecto  incluirán  entre  sus  g'astos  oblig'a- 
torios  la  correspondiente  partida  en  el  presu- 
puesto municipal  de  cada  año. 

Art.  4L  Cuando  las  circunstancias  lo  exi- 
jan, los  alcaldes,  previa  autorización  del  g'o- 
hernador  civil  de  la  provincia,  podrán  obtener 
batidas  g-enerales  para  la  destrucción  de  ani- 
males dañinos  y  el  envenenamiento  de  éstos. 

Tomarán  las  medidas  necesarias  para  la  se- 
guridad y  conservación  de  las  personas  y  de 
las  propiedades,  el  modo,  la  duración,  el  or- 
den y  la  marcha  de  la  operación,  y  todas  las 
demás  que  sean  necesarias  para  asegurar  la 
regularidad  y  evitar  los  peligros  y  los  incon- 
venientes. 

Art.  42.  Las  batidas  y  los  envenenamien- 
tos serán  dirigidos  por  personas  peritas  que 
nombrarán  las  autoridades  administrativas,  y 
se  anunciarán  durante  tres  dias  consecutivos 
por  medio  de  bandos  en  el  pueblo  en  cuyo  tér- 
mino ha3'a  de  tener  lugar  y  en  los  pueblos  co- 
lindantes. 

Art.  43.  El  resultado  se  pondrá  en  conoci- 
miento del  gobernador  civil  de  la  provincia 
por  medio  de  un  informe  en  el  que  se  consig- 
narán todas  las  observaciones  necesarias  á 
dar  cuenta  exacta  en  la  forma  eu  que  se  ha 
llevado  á  efecto  la  operación. 

SECCIÓN  8.^— Penalidad  y  procedimientos. 

Art.  44.  La  acción  para  denunciar  las  in- 
fracciones de  esta  ley  es  pública. 

Queda  absolutamente  prohibida  la  venta  de 
caza  viva  ó  muerta  durante  el  tiempo  de  la 
veda. 

Los  contraventores  serán  castigados  con  la 
pérdida  de  la  caza  que  se  encuentre  en  su  po- 
der, la  cual  se  repartirá  por  mitad  entre  el  de- 
nunciante y  el  agente  de  la  autoridad  que  hi- 
ciere la  aprehensión,  ])rocediéndose  eu  estas 
denuncias  en  conformidad  á  lo  dispuesto  eu 
los  dos  artículos  siguientes  4.5  y  46  de  esta  ley. 

Art.  45.  Las  denuncias  por  infracciones  de 
esta  ley  se  sustanciarán  forzosameute  á  los 
ocho  días  de  formalizadas,  bajo  la  responsal)i- 
lidad  del  juez  municipal,  eí  cual  tendrá  la 


'    Trasjeros.  i  Habrá  querido  decir  rastrojerasf 
'    Como  no  se  ha  publicado  el  recilamenfo  no  está  de- 
terminado cuáles  son  los  animales  dañinos,  y  habrá  que 
eetaral  art.  as  del  R.  D  de  3  de  Mayo  de  1S34. 


obligación  de  dar  recibo  al  denuuciaute  de  la 
fecha  en  que  la  admite. 

Art.  46.  Las  referidas  denuncias  se  sustan- 
ciarán eu  juicio  verbal  de  faltas,  oyendo  al 
denunciador,  al  fiscal  y  al  denunciado  si  se 
presenta,  recibiendo  las  justificar.iones  que  se 
ofrezcan  y  pronunciando  en  el  acto  la  senten- 
cia, consignándolo  todo  en  un  acta  que  firma- 
rán los  concurrentes  y  el  secretario.  Cuando 
la  sentencia  sea  condenatoria,  se  impondrá  el 
pago  de  las  costas  al  denunciado. 

Art.  47.  En  las  infracciones  de  esta  ley  se 
impondrá  siempre  la  pérdida  del  arma  ó  del 
objeto  con  que  se  pretenda  cazar.  El  arma  po- 
drá recuperarse  mediante  la  entrega  de  50  po- 
set.as  en  papel  de  pag'os. 

Art.  4S.  En  todo  caso  el  infractor  será  con- 
denado á  la  indemnización  del  daño  segiiu  ta- 
sación pericial,  ;\  la  pérdida  do  la  caza  y  á 
una  multa  que  por  primera  vez  será  de  5  á  25 
pesetas,  por  la  segunda  de  25  á  50  y  por  la 
tercera  de  50  á  100,  siempre  en  ])apel  cíe  pagos. 

Art.  41t.  El  insolvente  en  el  |)ago  de  esta 
multa  sufrirá  un  día  de  arresto  por  cada  2  pe- 
setas y  50  céntimos  que  deje  de  satisfacer. 

Art.  50.  El  que  entrando  en  propiedad  aje- 
na sin  permiso  del  dueño  sea  cogido  infraganti 
cou  lazos,  hurones  ú  otros  ardides  para" des- 
truir la  caza,  será  considerado  como  dañadoi-, 
y  entregado  á  los  Tribunales  ordinarios  para 
que  le  castiguen  cou  arreglo  al  art.  5.30  del  Có- 
digo penal, 

Art.  51.  Toda  persona  que  destruya  los  ni- 
dos de  perdices  y  los  demás  de  caza  menor  será 
condenada  en  juicio  de  faltas  á  pagar  de  5  á  10 
pesetas  por  primera  vez,  de  10  á  20  pesetas 
la  segunda  y  de  20  á  40  la  tercera.  El  que  eu 
tiempo  de  veda  destruya  los  nidos  de  las  aves 
que  el  reglamento  especial  considere  útiles  íl 
la  agricultura,  será  castigado  la  primera  vez 
con  una  multa  de  una  á  5  pesetas,  la  segunda 
de  5  á  10  y  la  tercera  de  10  á  20. 

Art.  52.  El  que  por  más  de  tercera  vez  in- 
frinja las  disposiciones  de  esta  ley,  será  consi- 
derado reo  de  daño,  y  entregado  A  los  Tribu- 
nales para  que  como  tal  se  le  juzgue. 

Art.  53.  Los  padres,  representantes  lega- 
les y  amos  de  los  infractores,  serán  responsa- 
bles civil  y  subsidiariamente  por  las  iufrac- 
cioues  que  cometan  sus  hijos,  criados  ó  perso- 
nas que  estén  bajo  su  poder. 

Art.  54.  La  acción  para  perseguir  las  in- 
fracciones de  la  presente  ley  prescribe  á  los 
dos  meses  de  haberlas  cometido. 

DISPO.SIOIONBS  GENERALES 

Primera.  Queda  á  cargo  de  la  guardia  ci- 
vil, que  por  su  instituto  ejerce  vigilancia  en 
el  campo  y  despoblado,  el  cumplimiento  de  esta 
ley  eu  todas  sus  partes. 

Segunda.  El  Gobierno  de  S.  M.  publicará 
los  reglamentos  necesarios  para  la  ejecución 
de  la  presente  ley. 

Tercera.  Toda  licencia  de  caza  llevará  im- 
presos en  el  reverso  los  artículos  de  esta  ley  y 
del  reg'lamento  que  se  consideren  necesarios. 

Cuarta.  Los  gobernadores  de  provincia  ten- 
drán obligación  de  publicar,  quince  dias  antes 
de  empezar  y  concluir  el  tiemjio  do  la  veda. 
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edictos  recordando  el  cumplimiento  de  las  dis- 
posiciones de  esta  ley. 

Quinta.  Quedan,  en  su  virtud,  derogradas 
todas  las  Ordenanzas,  pragmáticas,  reglamen- 
tos, decretos  y  leyes  anteriores  á  ésta  en  cuan- 
to se  refieran  k  la  caza. 

Por  tanto:  Mandamos,  etc. 

Dado  en  Palacio  A  10  de  Enero  de  1879.— Yo 
el  Rey.— El  Ministro  de  Fomento,  C.  Francisco 
Queipo  de  Llano.»  (Gac.  13  Enero  y  C.  L., 
tomo  122,  p.  79.) 

E.  O.  7  Mayo  1880. 
Sobre  exacto  cumplimiento  de  la  ley  de  caza  y  disposicio- 
nes vigentes  sobre  licencias  de  uso  de  annas, 

(FoM.)  «.Secimdando  el  Gobierno  de  S.  M. 
las  justas  aspiraciones  del  ¡laís  y  de  sus  legí- 
timos rein-esentantes  en  las  Cortes,  jamás  pres- 
cindirá de  hacer  cumplir  con-  toda  severidad 
lo  dispuesto  por  la  lev  de  caza  de  10  de  Enero 
de  1879,  y  muy  principalmente  cuanto  se  re- 
fiere á  la  observancia  de  la  veda. 

Tuvo  por  objeto  aquella  disposición  legisla- 
tiva el  fomento  de  uno  de  los  ramos  más  aban- 
donados de  nuestra  natural  riqueza,  y  seria 
por  demás  sensible  que  por  una  punible  tole- 
rancia de  los  que  tienen  el  deber  de  hacerla 
cumplir,  fueran  estériles  sus  prescripciones  \' 
hasta  los  nuevos  conocimientos  que  en  sus  dis- 
posiciones se  advierten,  comparadas  con  las 
que  prescribía  el  Dec.  reglamentario  de  1834. 

Por  desgracia,  consta  á  este  Ministerio  que 
no  todas  las  autoridades  municipales  han  cum- 
plido con  sus  deberes,  por  no  adoptar,  desde 
que  ha  tenido  principio  la  veda,  las  medidas 
eficaces  que  han  del)ido  dictar  para  que  se 
apliquen  á  los  contraventores  la  corrección 
conveniente,  ya  por  no  observar  con  rigor  la 
veda,  ya  por  valerse  de  medios- prohibidos  en 
el  ejercicio  de  la  caza,  ya  por  dejar  circular  las 
especies  sin  el  requisito  de  que  sus  poseedores 
acrediten  en  forma  debida  y  legal  que  han  sido 
obtenidas  en  su  propiedad. 

Partiendo,  pues,  de  estas  consideraciones, 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  lia  servido  disponer 
que  se  recuerde  á  los  gobernadores  la  necesi- 
dad de  que  exijan  con  toda  severidad  á  los 
alcaldes  de  sus  provincias  los  estados  men- 
suales de  las  correcciones  impuestas,  segúu 
está  ordenado,  y  de  que  al  remitirlos  á  la  Di- 
rección general  de  Instrucción  pública.  Agri- 
cultura é  Industria,  expresen  además  los  fun- 
cionarios que  se  hayan  distinguido  en  este  ser- 
vicio, asi  como  los  que  por  su  negligencia  y 
abandono  se  hayan  hecho  acreedores  á  su  Real 
desagrado;  siendo,  por  último,  la  voluntad  de 
S.  M.  se  signifique  al  Ministerio  de  la  Gober- 
nación la  conveniencia  de  que  este  Centro  co- 
munique las  órdenes  oportunas  para  que  no  se 
permitan  tales  abusos,  sino  el  más  exacto  cum- 
plimiento de  dicha  ley,  observándose  con  igual 
rigor  las  disposiciones  vigentes  sobre  licencias 
do  uso  de  armas.— De  Real  orden,  etc.— Ma- 
drid 7  de  Mayo  de  1880.— Lasala.»  (Gac.  12 
Mayo.) 

Circ.  5  Febrero  1881. 
Celo  y  rigor  en  la  estricta  observancia  de  la  veda. 

(GoB.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido 
á  bien  disponer  se  signifique  á  V.  S.  que,  ade- 


más de  exigir  á  los  alcaldes,  como  está  preve- 
nido, remitan  á  la  Dirección  genei-al  de  Ao-ri- 
cultura  los  estados  mensuales  de  las  correccio- 
ues  impuestas,  expresando  los  funcionarios 
que  más  se  han  distinguido  en  este  servicio, 
desplegue  V.  S.  el  mayor  celo  y  rigor  en  la  es- 
tricta observancia  de  la  veda  dentro  del  terri- 
torio de  su  provincia,  anunciándola  oportuna- 
mente en  el  Boletín  oficial,  con  inserción  de  los 
artículos  de  la  ley  que  á  dicho  punto  se  refie- 
ren, y  dictando  cuantas  disposiciones  estime 
convenientes  para  el  más  exacto  cumplimien- 
to de  los  mismos.»  (Gac.  5  Febrero.) 

E.  O.  14  M.>irzo  1881. 
Prevenciones  á  los  gobernadores  sobre  publicaciñn  de  edic- 
tos de  la  veda:  Sobre  la  caca  de  perdiz  con  reclamo  ma- 
cho y  destrucción  de  nidos:  Sobre  circulación  y  venta  de 
caza:  Caza  con  hurones;  con  galgos. 

(GoB.)  «Cuanto  más  liberal  y  exiiansiva  es 
la  política  que  el  Gobierno  de  S.  M.  se  ha  pro- 
puesto realizar,  mayor  esmero  exig-e  por  parte 
de  sus  delegados  en  las  pro\-incias  para  pro- 
curar el  cumplimiento  estricto  y  riguroso  de 
todas  las  leyes,  aun  las  que  pudieran  conside- 
rarse como  de  un  orden  hasta  cierto  punto  se- 
cundario en  la  esfera  de  los  intereses  sociales. 

Previene  la  disposición  4.^  de  las  generales 
establecidas  en  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879 
que  los  gobernadores  de  provincia  tienen  obli- 
gación de  publicar  quince  días  antes  de  empe- 
zar y  concluir  el  tiempo  de  la  veda,  edictos 
recordando  el  cumplimiento  de  aquélla;  y  al 
llenar  V.  S.  este  deber,  que  no  por  haberse 
dilatado  durante  algunos  días  puede  conti- 
nuar en  el  olvido,  será  conveniente  que  estu- 
die las  costumbres  de  la  provincia  de  su  man-i¡ 
do  en  materia  de  caza,  á  fin  de  hacer  aplica- 
ción de  los  artículos  de  la  ley  más  adecuados ' 
para  corregir  los  abusos  que  en  la  época  de  la  ' 
veda  se  cometen,  ya  al  amparo  del  derecho 
que  aquélla  reconoce  á  los  propietarios  paraj 
cazar  y  conceder  licencias  en  sus  terrenos  aco- 
tados, ya  abusando  de  la  tolerancia  de  la  guar- 
dia civil,  encargada  del  cumplimiento  de  la 
ley  en  todas  sus  disposiciones,  y  principalmen- 
te en  las  relativas  á  exigir  sin  contemplacio- 
nes las  licencias  de  uso  de  armas  y  de  caza. 

La  de  perdiz  con  reclamo  macho  es  en  la  •' 
época  presente  de  las  más  devastadoras  en  sus  ' 
efectos,  y  por  lo  mismo  debe  ser  perseg-uida  I 
con  mayor  rigor.  Nada  hay  más  fácil  para  la  j 
guardia  civil,  que  por  la  estabilidad  en  las  po- 
blaciones que  su  oro-anización  permite,  tiene  I 
medios  de  conocer  pei-sonalniente  á  casi  todos  ■ 
los  cazadores  de  oficio  ó  de  afición  en  su  co- 
marca respectiva,  que  el  saber  si  hacen  uso 
de  la  escopeta  ó  del  reclamo,  en  propiedad  [ 
particular  y  con  la  competente  licencia,  ó  si  ' 
abusan  de  ellos  para  cazar  en  terrenos  públi-  ■ 
eos  ó  en  particulares  sin  permiso;  y  no  es  ex- 
cusable por  parte  de  los  individuos  de  dicho 
benemérito  Cuerpo  la  indiferencia  con  que  se 
viene  mirando  este  servicio,  y  la  falta  de  ob- 
servancia en  que  se  encuentra  el  art.  19  de 
la  ley. 

La  destrucción  de  Ion  nidos  de  perdices  y  los 
demás  de  caza  menor,  penaía  en  el  art.  51,  es 
otra  de  las  faltas  que  con  más  frecuencia  se 
cometen  en  la  primavera,  ya  por  las  personas 
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(|ue  se  ocupan  en  escardar  los  sembrados,  ya 
l>'ir  los  pastores  que  apacientan  sus  g-anados 
ni  fincas  A  propósito  para  la  cria;  y  la  g'uardia 
ci\  il  debe  hacer  responsables  á  I05  capataces 
ilr  las  cuadrillas,  juntamente  con  los  indivi- 
duos que  cometan  dicho  abuso,  sometiendo  il 
unos  y  A  otros  A  los  Juzgados  municipales,  y 
cxig'iendo  certificaciones  de  las  sentencias  que 
n-caig'an,  para  ponerlas  en  conocimiento  de 
V.  S.,  A  fin  de  que  por  su  autoridad  pueda 
ínrmarse  idea  exacta  del  rig-or  ó  de  la  lenidad 
con  que  se  a])liquen  las  disposiciones  ])enalcs 
(le  la  ley  de  caza,  y  elevarse  al  Gobierno  las 
observaciones  convenientes. 

En  cuanto  A  la  circulación  y  venta  de  caza, 
durante  la  época  de  veda,  prohibida  por  el  ar- 
ticulo 25  de  la  ley,  debo  V.  S.  desplegar  la 
mayor  energía ,  encarg-ando  una  vigilancia 
exquisita,  no  sólo  A  los  individuos  del  Cuerpo 
de  la  g'uardia  civil,  sino  k  todos  los  agentes 
de  su  autoridad,  previniendo  A  los  alcaldes 
que  hagan  entender  A  los  empleados  de  poli- 
cía urbana  y  del  resguardo  de  puertas,  que 
serAu  castigados  con  el  mismo  rigor  que  los 
infractores  si  no  los  someten  A  la  autoridad 
de  los  jueces  municipales  con  la  caza  aprehen- 
dida. 

A  este  fin  convendrA  también  que  V.  S.  in- 
culque en  el  Animo  de  dichos  funcionarios,  y 
haga  entender  A  las  empresas  de  ferrocarriles 
y  de  transportes,  que  la  circulación  y  venta  de 
la  caza,  aun  de  la  procedencia  de  propiedades 
particulares,  estA  prolijbida  en  absoluto  du- 
rante la  temporada  de  la  veda,  y  sin  otra  ex- 
•  cepción  que  la  de  los  conejos  muertos  en  pro- 
piedad particular  desde  1."  de  Julio  en  ade- 
lante, los  cuales  no  podrAn  ser  conducidos  por 
las  vías  públicas  sin  licencia  del  alcalde  del 
término  municipal  en  que  radiquen  las  tierras 
en  que  fueron  cazados. 

Una  vig'ilaucia  esmerada  en  las  estaciones 
de  ferrocarriles,  para  que  no  se  expidan,  trans- 
porten, ni  entreguen  piezas  de  caza  hasta  el 
1."  de  .Julio,  ni  tampoco  desde  esta  fecha  en 
adelante,  sino  los  conejos  procedentes  de  pro- 
piedad particular  que  sean  conducidos  con  la 
licencia  expresada,  serA  de  un  resultado  efi- 
cacísimo, porque  el  mejor  freno  para  la  afición 
inmoderada  é  impaciente  de  los  cazadores  ha 
de  ser  seguramente  *el  no  poder  llevar  A  las 
poblaciones  las  muestras  de  sus  triunfos  vena- 
torios. 

También  debe  V.  S.  recomendar  muy  espe- 
cialmente A  la  guardia  civil,  con  cuyos  jefes 
en  esa  provincia  debe  V.  S  ponerse  cíe  aiuer- 
do  para  el  niAs  exacto  cumplimiento  de  esta 
circular,  la  observancia  estricta  del  art.  26  de 
la  ley,  en  punto  A  la  persecución  de  huronea; 
teniendo  entendido  que  sólo  es  lícito  criarlos 
y  tenerlos  A  los  arrendatarios  de  montes  que 
se  dediquen  A  la  industria  de  la  saca  de  cone- 
jos, y  aun  en  este  caso,  con  el  permiso  previo 
d_e  V.  S.,  que  deberA  registrarse  en  ese  Go- 
bierno y  en  el  Ayuntamiento  en  que  esté  do- 
miciliado el  que  lo  obtenga.  La  guardia  civil 
■debe  tomar  copia  exacta  de  estos  registros  y 
persHíguir  los  hurones  hasta  el  domicilio  do  siis 
dueños,  penetrando  en  él  cuando  fuere  nece- 
sario, con  el  auxilio  do  la  autoridad  judicial  y 


en  la  forma  permitida  por  la  Constitución  y 
las  leyes  '. 

MAs  fAcil  aún  es  impedir  y  castigar  la  caza 
con  yalr/oíí,  tan  perjudicial  en  el  periodo  de  la 
veda  para  la  reproducción,  como  dañosa  para 
las  siembras  y  viñedos  en  que  se  verifica.  No 
debe  tolerarse  la  circulación  de  los  galg'os  por 
los  campos  sino  atados  ó  acollerados,  desde 
1."  de  Marzo  hasta  15  de  Octubre,  época  mar- 
cada en  el  art.  34  de  la  ley  como  de  veda  para 
la  caza  de  liebres;  y  aun  en  los  meses  restan- 
tes tampoco  debe  permitirse  sin  exig-ir  A  sus 
dueños  la  licencia  especial  establecida  en  el 
art.  35;  pudiondo  la  guardia  civil  y  los  agen- 
tes todos  de  la  autoridad  recog'er  y  entregar 
A  los  jueces  municipales  los  galgos  que  circu- 
len sin  estos  requisitos.  " 

Tales  son  las  principales  observaciones  que 
debe  V.  S.  tener  presentes  al  recordar  el  cum- 
plimiento de  la  ley  de  caza,  prestándole  por 
su  parte  el  apoyo  que  la  misma  exige  de  su 
autoridad;  y  |iara  que  asi  tenga  (afecto,  S.  M. 
el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig-nado  disponer: 

1."  Que  publique  V.  S.  inmediatamente  en 
el  Boletín  oficial  de  esa  provincia,  y  hag-a  que 
se  fijen  por  los  alcaldes  en  los  sitios  públicos, 
los  edictos  prevenidos  en  la  disposición  4."  de 
la  generales  de  la  vigente  ley  de  caza. 

2.°  Que  poniéndose  de  acuerdo  con  los  je- 
fes de  la  g'uardia  civil  en  esa  provincia,  y 
dando  traslado  de  la  presente  circular  A  los 
do  la  linea  y  de  puesto  de  dicho  instituto,  les 
hag'a,  para  su  mAs  exacto  cumplimiento,  las 
prevenciones  especiales  que  exijan  las  condi- 
ciones y  costumljros  de  los  pueblos  y  campos 
en  que  hayan  de  prestar  respectivamente  este 
servicio,  y  especialmente  en  lo  relativo  á  li- 
cencias de  uso  armas. 

3."  Que  por  los  comandantes  de  los  puestos 
y  por  el  conducto  reglamentario,  se  dé  cono- 
cimiento A  ese  Gobierno,  no  solamente  de  to- 
dos los  servicios  que  los  individuos  del  Cuerpo 
presten  en  materia  de  persecución  de  la  caza 
prohibida,  sino  de  las  correcciones  que  por  los 
Juzg-ados  municipales  se  impongan  por  faltas 
denunciadas  ,  A  ctiyo  efecto  debe  exig-ir  en 
cada  caso  certificación  de  la  sentencia  que  re- 
caiga en  el  respectivo  juicio. 

Y  4.°  Que  por  parte  de  V.  S.  se  dicten  des- 
de Ineg'o  las  órdenes  mAs  terminantes  para 
impedir  la  circulación  y  venta  de  la  caza  du- 
rante el  periodo  de  la  veda  en  que  nos  encon- 
tramos, fijando  especialmente  su  atención  en 
las  empresas  de  ferrocarriles,  A  las  cuales  debe 
prevenir  que  no  permitan  la  facturación  y 
transporte  de  caza  y  de  pAjaros  muertos,  sino 
en  el  caso  y  con  los  requisitos  establecidos  en 
el  art.  27  de  la  lev.  De  Real  orden,  etc. — Ma- 
drid 14  de  Marzo  do  1881.— GonzAlez.— Sr.  Go- 
bernador de  la  provincia  de...»  (Gac.  Ki  de 
Marzo.) 

Ley  31  Diciembre  1881. 
Licencias  de  armas  y  casa. 

El  art.  28  de  esta  ley,  inserta  en  Sello  y 
TIMHK13,  manda  que  se  use  el  de  10  cents,  en 
los  permisos    que  concedan  los    particulares 
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para  la  caza  v  pesca  en  sus  pi-opiedades  (ar- 
ticulo 31,  núm.  28);  y  el  timbre  correspondien- 
te en  la  extensión  de  las  licencias  de  caza  y 
armas,  cnvo  importe  se  fija  respectivamente 
en  25  y  10  ptas.  El  reg-lanieuto  de  la  misma 
fecha  para  la  ejecución  de,  la  ley,  dice  en  el 
art.  9.°,  que  las  licencias  de  caza  y  pesca  no 
llevarán  designado  el  año. 

E.  D.  81  Julio  1884. 
Se  hace  eo-tcnsiva  d  Ultramar  la  ley  de  caza. 

(Ui-T.)  «¡Artículo  1.°  Se  hace  extensiva  á 
las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico  la  ley  de 
caza  de  10  de  Enero  de  'l879,  vigente  en  la  Pe- 
nínsula, con  las  modificaciones  que  constan  en 
la  que  se  acompaña  ^ 

...Dado  en  Beteli;,á  31  de  Julio  de  1884.— 
Alfonso.— El  Ministro  de  Ultramar,  Manuel 
Aguirre  de  Tejada.»  (Gac.  14  Agosto.) 

E.  D.  16  M-arzo  1887. 
Licencias  de  ca-a  d  militares  en  Ultramar. 

(GuBRR.\.)  «Artículo  1.°  Se  hace  extensi- 
va á  los  capitanes  generales  de  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico  la  facultad  que  concede  á 
los  de  la  Península  el  art.  29  de  la  ley  de  10  de 
Enero  de  1S79  para  expedir  licencias  de  caza 
á  los  militares  en  activo  servicio,  retirados  con 
sueldo  y  condecorados  con  la  Cruz  de  San  Fer- 
nando...» 

Art.  2.°  (Para  que  sean  gratuitas  excep- 
túa dichas  licencias  del  uso  del  timbre.) 

E.  O.  2  Marzo  1888. 
Prevenciones  sobre  observancia  de  la  veda. 
(GoB.)  Extracto.— ñe  excita  A  los  goberna- 
dores civiles  á  que  cuiden  de  la  rigurosa  ob- 
servancia de  las  leyes  de  caza,  que  no  es  sólo 
un  ejercicio  para  recreo  de  las  gentes  ó  propio 
á  lo  sumo  para  desenvolver  y  educar  las  fuer- 
zas físicas,  sino  que  tiene  todavía  mayor  im- 
portancia. «Elconsiderable  consumo  de  anima- 
les salvajes,  dice  el  Sr.  Ministro,  que  se  hace 
en  España,  la  suma,  cada  vez  mayor,  A  que 
asciende  el  valor  de  la  caza  viva  y  muerta  que 
se  exporta  A  los  distintos  mercados  de  Europa; 
la  creciente  demanda  de  pieles,  plumas,  astas 
y  demAs  ricos  despojos  de  reses  y  aves,  pro- 
ductos que  sostienen  diversas  industrias  y  que 
dan  elementos  de  vida  al  comercio;  los  ingre- 
sos que  la  expendición  de  licencias  de  caza, 
mayores  cuanto  es  mayor  el  celo  con  que  éstas 
se  exig'en,  aporta  al  Erario  público  y,  por  úl- 
timo, lo  que  abarata  las  subsistencias  y  acre- 
cienta los  medios  de  alimentación  de  los  pue- 
blos, ])ruebau  la  importancia  de  aquella  ley  y 
los  altos  fines  A  que  atiende.» 

(Continúa  después  el  Sr.  Ministro  censuran- 
do el  proceder  de  aquellas  autoridades  que 
contemplan  indiferentes  cómo  se  falta  Ala  obe- 
diencia debida  A  las  leyes  de  caza,  aplicAndo- 


'  Como  expresa  el  Sr.  Ministro  en  la  Exposición  que 
precede  al  decreto,  consisten  principalmente  las  diferen- 
cias en  la  expresión  de  aquellos  artículos  en  que  se  hace 
referencia  d  ciertas  clases  de  animales  que  no  existen  en 
las  Antillas,  en  la  oportuna  variación  de  la  época  de  ve- 
da, en  el  cstatdecimiento  de  ciertos  preceptos  encamina- 
dos á  favorecer  la  propagación  de  las  especies  útiles  y  en 
la  adopción,  por  fin,  de  una  proporción  equitativa  de 
real  de  plata  por  real  de  vellón,  ni  fijar  el  importe  de 
las  multas  por  infracciones  déla  ley. 


las  con  desigualdad,  sobre  todo  en  las  licen-j 
cias,  como  si  se  tratara  de  materia  g'raciable, 
según  las  afinidades  ó  diferencias  políticas.  Yj 
concluye  como  sigue:) 

«Por  último,  reformado  por  el  art.  71  de  la| 
lev  de  31  de  Diciembre  de  1881,  sobre  la  renta  I 
timbre  del  Estado,  el  art.  3."  del  R.  D.  de  10 
de  Agosto  de  1876,  sobre  licencias  para  usar  i 
armas,  y  para  el  ejercicio  reg'ular  de  la  caza  y  i 
de  la  pesca,  y  no  existiendo  ya,  con  arreglo  á  1 
la  primera  de  las  disposiciones  citadas,  más 
que  una  sola  clase  de  licencias  de  caza  en  vezi 
de  las  cuatro  que  antes  se  expedían,  se  serví- j 
rá  V.  S.  hacerlo  entender  asi  A  los  agentes  del 
su  autoridad,  A  fin  de  impedir  que  éstos,  comol 
ya  ha  sucedido  en  algún  caso,  creyendo  vi-1 
gente  el  referido  decreto  en  su  mencionado  I 
art.  3.°,  exijan  la  presentación  de  licencias  de| 
diversas  clases  que  en  la  actualidad  no  exis- 
ten.— De  Real  orden,  etc. — Madrid  2  de  Marzo  j 
de  1888.— Albareda...»  (Gac.  7  Marzo.) 

E.  o.  4  Julio  1890. 

Son  aplicables  al  aprovechamiento  y  circulación  de  lá 

pesca  fluvial,  los  arts.  25  ij  27  de  la  lea  de  caza. 

(FOM.)     «Vista  la  moción  hecha  A  este  Mi- 
nisterio por  el  alcalde  de  Daimiel ,  sobre 

que  se  dicte  una  disposición  de  carActer  gene-| 
ral  que  ponga  coto  á  las  cuestiones  que  fre-j 
cuentemente  se  vienen  suscitando  en  aquella 
comarca  con  motivo  de  la  circulación  y  venta 
de  pescados  procedentes  de  varias  charcas  de 
propiedad  particular,  sitas  en  aquel  término 
municipal,  cuyos  productos  son  decomisado^ 
por  la  guardia  civil,  la  que  formula  la  corres-j 
pendiente  denuncia  fundándose  en  que  debei 
aplicarse  por  analogía  al  aprovechamiento  de 
la  pesca  en  aguas  privadas  durante  la  época 
de  veda  lo  dispuesto  en  los  arts.  25  y  27  de  la 
ley  de  caza: 

Considerando  que  las  disposiciones  de  los 
citados  artículos  están  inspiradas  en  el  deseo' 
de  evitar  que,  A  la  sombra  de  los  interesen 
privados,  puedan  menoscabarse  los  públicosj 
é  impedir,  por  consiguiente,  que,  en  tiempo  de 
veda,  puedan  circular  y  venderse  como  exá 
traídos  de  propiedad  particular  animales  ca-í 
zados  en  terrenos  públicos: 

Considerando  que  respecto  A  la  cuestión  qué 
motivó  la  petición  del  citado  alcalde,  hay  veri 
dadera  analogía  entre  el  aprovechamiento  dff 
la  caza  y  el  de  la  pesca,  y  por  tanto  es  perfeei 
tamente  correcto  que  se  apliquen  á  la  segua| 
da  las  disposiciones  mencionadas  relativas 
la  primera,  como  medida  de  poUcía; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido  A  bien  disi 
poner  que,  mientras  no  sea  ley  el  proyecto  di 
pesca  fluvial  que  se  encuentra  pendiente  d| 
aprobación  en  los  Cuerpos  colegisladores,  sí 
consideren  aplicables  para  el  aprovechamieal 
to  de  la  pesca  en  aguas  del  dominio  particulafl 
los  arts.  25  v  27  de  la  ley  de  caza  vigente;  del 
hiendo  publicarse  esta  disposición  en  la  Gacel 
ta  como  medida  de  carácter  general.  De  Rea¿ 
orden  lo  digo,  etc.— Madrid  4  de  Julio  de  1890 
— Veragua.»  (Gac.  9  Julio.) 
Código  civil. 
Son  referentes   á  la  caza  ó  al  derecho  d5 
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caza,  los  arfcs.  GIO,  (Ul,  612,  tíl3  y  1.906,  de  los 
cuales  hemos  hablado  eu  el  articulo  Animales. 

Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 

19  «epdomliro  tH3e.  Caza  en 2)3' opt edad  imrticu- 
lar:  Contravenciones  á  la  ley. 

Combinados  los  arts.  25  y  27  de  la  ley  de  10  de  Ene- 
ro de  lh79,  «es  indudable  que  el  derecho  de  los  dueüoa 
para  matar  los  conejos  de  sus  propiedades  y  el  apro- 
V'echaniiento  de  los  mismos  es  absoluto,  y  la  ley  sólo 
lo  limita  desde  1."  de  Julio  y  jirevios  ciertos  requisi- 
tos, hasta  la  conclusión  de  la  veda,  para  la  venta 
y  conducciim  do  aquéllos.  Consignados  los  conejos 

Sara  el  aprovechamiento  del  dueño  de  ía  dehesa 
onde  fueron  cazados,  la  sentencia  recurrida,  limi- 
tando dicho  ajirovechamiento  á  la  misma  dehesa, 
altera  el  texto  legal  é  infringe  el  citado  art.  27,  pe- 
nando como  falta  un  hecho  lícito,  reconocido  y  san- 
cionado por  la  ley.>  (Sala  a.'\  sent.  19  Septiembre 
1S79.— Gac.  Í'O  Octubre,  p.  82.) 

15  IVoileiiilfire  iSSO.  La  x^folitbición  de  venderla 
caza  en  tiempo  de  veda,  sólo  comprende  á  la  adquirida  du~ 
rante  esa  é¿wca. 

Vistos  los  arts.  25,  27  y  44  de  la  ley  de  caza,  se  esta- 
blece: <Que  si  bien  los  articiilos  citados  prohiben  en 
absoluto  la  venta  de  caza,  es  indispensable  que  apa- 
rezca como  probado  qiae  ésta  se  hizo  en  tiempo  de 
veda,  poniue  respecto  de  la  adquirida  cuando  es 
permitido,  no  existe  disposición  legal  que  coarte  al 
poseedor  la  libre  disposición  de  la  misma  y  el  con- 
servarla para  cuando  tenga  A  bien  utilizarla»,  y  no 
habiendo  prueba  ni  indicio  de  que  el  procesado  haya 
cazado  en  tiempo  de  veda  ó  adquirido  las  piezas  con 
que  se  dice  invitó  al  público,  no  puede  exigirsele  res- 
ponsabilidad. (Sent.  15  Novienabre  í^iO.— Gacetas  de 
la  Sala  í?."  de  1881,  ]i.  9  ) 

f.o  Julio  ISftl.  Aplicación  del  art.  530  del  Cód.  pe- 
nal, conforme  al  50  de  la  ley  de  caza,  al  sorprendid-o  in- 
frayoníi  desiriiyendo  la  existente  en  heredad,  ajejia. 

Sorprendido  Hermenegildo  Jimono  en  heredad  aje- 
na, con  dos  conejos  que  había  cazado,  valiéndose 
para  ello  de  lazos,  íwé  condenado  como  autor  del 
hurto  jirevisto  en  el  art.  50  de  la  ley  de  caza  en  rela- 
ción con  los  530  y  531,  caso  5."  del  Cód.  penal.  El  pro- 
cesado interpiiHo  reciirso  de  casación  alegando  que 
el  hecho  estaba  comprendido  en  los  arts.  46  y  4S  do 
lucha  ley,  en  relación  con  el  608  del  Cód.  El  T.  S.  de- 
clara no  babor  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que,  según  los  hechos  afirmados 
como  probados  en  la  sentencia  reciirrida,  Hermene- 
gildo .Jimeno  no  tenía  licencia  para  cazar  del  dueño 
de  la  finca  donde  entró  A  hacerlo,  fu»?  sori;)rendido 
con  1  IB  conejos  inmediatamente  después,  y  en  el  mis- 
mo sitio  en  qvie  habían  sido  cogidos  valiéndose  de 
los  lazos  que  todavía  estaban  puestos,  y  en  los  caía- 
les, asi  como  en  los  alrededores,  se  encontraron  evi- 
dentes señales  que  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  do 
sus  atribuciones,  ha  estimado  como  prueba  indicia- 
ría concluj^ento  del  hecho  penado  y  de  la  participa- 
ción del  procesado  en  su  ejecución  en  el  concepto  de 
autor,  sin  que,  por  lo  tanto,  hayan  faltado  en  el  caso 
de  que  se  trata  ninguno  de  los  requisitos  prefijados 
en  el  art.  50  do  la  ley  de  caza  para  que  deba  hacerse 
aplicación  dol  .530  del  Cód.  y  del  531,  necesaria  con- 
secuencia y  parte  integrante  del  mismo,  como  ex- 
•presivo  de  la  sanción    penal  del  hecho  definido   y 

ftrohihido  en  el  primero  de  estos  dos.»  (Sent.  1.°  Ju- 
io  1881.— anrrías  de  la  Sala  2.",  t.  II,  p.  5i.) 

13  »ÍcleniIii*o  ISStJ.  Significado  de  la  locución  ad- 
verbial infraganti  empleada  por  el  art.  50  de  la  ley. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia: 

«Considerando  que  la  locución  adverbial  infrarjan- 
ti  que  usa  el  art.  50  de  la  ley  de  JO  de  Enero  de  Í879, 
para  castigar  como  culpables  de  hurto  á  los  que  sin 
permiso  del  dueño  entren  en  heredad  ajena,  y  se  les 
sorprenda  con  lazos,  hurones  y  otros  ardides  para 
destruir  la  caza,  no  tiene  otra  interpretación  natu- 
ral ni  más  alcance  que  aquel  que  la  da  el  Dlr;ciona- 
rio  de  niiestra  lengua,  á  saber:  «cogido  en  el  mismo 
hecho,  en  el  instante  de  la  ejecución»;  y  aunque  la 
ley  de  Enj.  criminal  en  su  art.  779  extiende  su  signi- 
ficado á  otros  extremos,  ello  no  hace  variarlo  dicJio 
para  los  efectos  jurídicos,  oraporque  una  y  otras  dis- 
posiciones son  de  diversa  índole  y  naturaleza,  publi- 
cándose la  iirimera  cuando  no  regla  la  segunda,  y 
ya  porque  ésta,  al  suponer  cometidos  infraganti  cier- 
tos delitos  ordinarios  que  merezcan  pena  correccio- 
TOMO  IT. 


nal,  lo  hace  sólo  para  que  sean  juzgados  en  un  pro- 
cedimiento sencillo  y  breve,  distinto  del  que  ha  adop- 
tado para  los  demás  delitos: 

Considerando  que  en  ese  concepto  la  Audiencia  de 
Zamora,  en  la  sentencia  de  cuya  casación  se  trata, 
ha  aplicado  indebidamente  el  art.  50  de  la  ley  de  10 
de  Enero  antes  citada  y  los  arts.  530,  531  y  533  del  (có- 
digo penal,  ya  que  el  recurrente  Manuel  Cancelo  Ro- 
drigo y  demás  que  le  acompañaban  no  fueron  co- 
gidos con  el  hurón  en  la  dehesa  donde  entraron  sin 
permiso  del  dueño,  sino  en  otra,  y  ha  infringido  di- 
chos artículos,  incurriendo  en  el  error  de  derecho  en 
que  se  apoya  el  recurso. >  (Sent.  13  Diciembre  1884. — 
Gac.  20  Agosto  1885,  p.  12.) 

1«  Jliinlo  ISSO.  Derecho  de  cazar  concedido  por  el 
propietario. 

Debe  ser  castigado  como  reo  de  hurto,  conforme  al 
art.  50  de  la  ley  de  caza,  en  relación  con  los  530  y  531 
del  C.  P.,  el  que  autorizado  j'or  el  dueño  de  una  pro- 
piedad para  cazar  en  ella  con  porros  una  sola  vez, 
entra  y  caza  con  lazos  y  hurón.  (S.ala  2."",  sent.  16  Ju- 
nio 18b6. — Gac.  15  Septiembre,  p.  187.) 

^H  Ulciomliro  ISSS.   Posesión  ó  tenencia  de  hurones. 

'Por  el  mero  hecho  de  tener  un  hurón  sin  permiso 
del  gobernador  de  la  provincia,  y  por  lo  mismo  sin 
que  se  haya  anotado  ese  permiso  en  los  oportunos 
registros,  no  se  incurre  en  la  responsabilidad  que 
seiíalan  los  arts.  47  y  48  de  la  ley  de  caza  vigente, 
porque  sean  cuales  fueren  las  prevenciones  hechas  á 
las  autoridades  superiores  gubernativas  de  las  pro- 
vincias en  la  R.  O.  de  14  de  Marzo  de  18^1,  no  derogó 
ni  pudo  derogar  el  art.  26 de  la  expresada  ley  de  caza, 
que  sólo  obliga  al  cumplimiento  de  aquel  requisito 
á  los  que  tengan  dichos  animales  y  sean  arrendata- 
rios de  montes  ó  se  dediquen  A  la  industria  de  la  saca 
de  conejos  >.>  fSala  2.",  sent.  28  Diciembre  ib88.— Gít- 
ceta  1.°  Mayo  188!)^  p.  146.) 

SI  Alayo  ISOO.  Calificación  con  arreglo  al  art.  50 
de  la  ley  de  caza  y  penalidad  con  sujeción  al  531  del  Có- 
digo pe7ial,  del  delito  de  entrada  en  propiedad  cercada 
sin  permiso  del  dueño,  con  lazos,  hurones  ú  otrosardides. 
El  hecho  dejinido  eii  dicho  art.  50  constituye  delito  con- 
sumado, haya  ó  no  el  cazador  logrado  su  objeto. 

Sorprendido  Martín  Fernández  cazando  con  lazos 
en  el  sitio  vedado  Arroyo  do  las  Torreras,  y  cogidos 
tres  conejos,  justipreciad^  en  dos  j^esefas,  fué  con- 
denado en  juicio  oral  á  dos  meses  y  un  día  de  arres- 
to maj'or,  accesorias,  indemnización  y  costas  eu 
concepto  de  autor  del  delito  de  hiirto  previsto  en  el 
art.  532  del  C.  P.  y  en  el  50  de  la  ley  de  caza.  Inter- 
puesto recurso  de  casación,  fundado  en  el  núm.  3." 
del  art.  849  de  la  ley  de  Enj.,  citando  como  infringi- 
dos el  núm.  H."  del  art.  530  y  el  532,  en  relación  con  el 
50  de  la  ley  de  caza,  por  ser  aplicable  la  primera  de 
las  disposiciones  y  no  la  segunda,  y  el  3."  del  mismo 
Código,  porque  no  había  podido  utilizar  los  frutos 
ú  objetos  del  daño  causado,  el  T.  S.  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso: 

"Considerando  que  establecido  en  el  art.  50  de  la 
ley  de  10  do  Enero  de  1879  que  «el  que  entrando  en 
propiedad  ajena  sin  permiso  del  dueño,  sea  cogido 
infraganti  con  lazos,  hurones  ú  otros  ardides  para 
destruir  la  caza,  será  considerado  como  dañador  y 
entregado  á  los  Tribunales  para  que  le  castiguen  con 
arreglo  al  art.  530  del  C.  P.»,  es  conseciaencia  de  esta 
disposición  que  la  responsabilidad  se  determine,  lo 
mismo  para  los  que  la  infringen  que  para  los  con- 
traventores do  la  á  que  se  refiere,  aun  cuando  no 
sean  idénticos  los  delitos  en  una  y  otra  previstos: 

Considerando  (jne  por  esta  razón  la  pena  corres- 
pondiente al  delito  objeto  del  proceso  es  la  señala- 
da en  el  ni'im.  4."  del  art.  531  del  Código,  porque  el 
50  de  la  ley  citada,  por  svi  referencia  expresa  al  530 
del  mismo  Código,  modificó  el  .5.32,  al  cual  dio  diversa 
redacción  de  la  anterior,  el  2.°  de  la  ley  de  17  de  Ju- 
lio de  1876: 

Considerando  que  erigido  por  dicho  art.  50  en  deli- 
to el  entrar  en  propiedad  ajena  sin  permiso  del  due- 
ño y  ser  cogido  infraganti  con  lazos  destinados  á  ca- 
zar, en  cuanto  concurran  estas  circunstancias  se 
entiende  aquél  consumado,  porque  constituyen  ó 
integran  esos  hechos  y  no  sus  consecuencias: 


*  Aplaudimos  la  independencia  con  que  el  T.  S.  falla 
este  recurso,  ¡^rescindiendo  de,  la  11.  O.  de  14  de  Marzo  de 
1881,  desautorizada  ¡tor  si  misma  en  cuanto  contraria  el 
art.  2f>  de  la  ley  de  caza.  ¡Ojalá  que  las  disposiciones  mi- 
nisteriales enconf  raran  siempre  la  misma  acogida  en  lo9 
Tribunales  de  justicia! 
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Y  considerando  que  la  aplicación  de  la  pena,  se- 
gún el  art.  531,  núni.  i.**,  en  relación  con  el  3.'^  del 
530.  ó  conforme  al  532,  no  prodticiria  ventaja  al  re- 
currente por  hallarse  la  impuesta  dentro  del  grado 
medio  de  la  señalada  en  ambas  disposiciones  *.» 
(Sent.  21  Mayo  1S90.— Goc.  13  Octubre,  j).  330.) 

— La  doctrina  de  los  dos  primeros  considerandos 
de  este  fallo,  se  repite  á  la  letra  en  otro  de  14  Wo- 
Tleiubre  Hü»0  (Gac.  9  Evero  IS&l,  p.  9),  y  la  esta- 
blecida en  el  3.*^,  se  consignó  ya  en  sents.  de  *5 
Marzo  i*»*»  (Gac  14  Diciembre,  p.  2:^9),  13  y  «O  nl- 
clonihro  XHH^  (Gacs.  22  y  30  Abril  188.9, ps.  110  y  138) 
y  11  Knoro  fl^OO  (Gac.  2i  Jttl>o,p.  89). 

31  Julio  iSftO.  Caza  con  Mirón  y  redes  en  monte 
particular  mediante  licencia  verbal  del  duefiQ  ó  adminis- 
trador. 

A  pesar  del  permiso  verbal  que  obtuvo  Bernabé  Pe- 
drazuela  para  cazar  en  el  monte  de  Villavela.  si  bien 
algo  indeterminado  en  cuanto  al  empleo  de  hurones 
y  artificios,  fué  procesado,  por  denuncia  del  guarda 
del  propio  monte  que  le  sorprendió  en  él,  llevando  en 
un  saco  un  hurón  y  cuatro  redes,  y  además  dos  cone- 
jos tasados  pericialmente  en  2  ptas.  Condenado  en 
juicio  oral  por  la  Audiencia  de  Segovia  A  dos  meses  y 
un  dia  de  arresto,  conforme  al  art.  50  de  la  ley  de  caza, 
interpuso  recurso  de  casación...,  al  q\ie  el  T.  S.  debela- 
ra haber  lugar  casando  y  anulando  la  sentencia: 

«Considerando  que  según  el  art.  10  de  la  ley  de  caza, 
todo  propietario  puede  conceder  licencia  á  un  terce- 
ro, la  cual  ha  de  ser  escrita,  según  el  noveno,  para 
que  pueda  ejercer  el  derecho  de  cazar,  en  las  fincas 
de  la  propiedad  de  aquél,  estableciendo  las  condicio- 
nes que  tenga  por  conveniente,  pero  sin  contrariar 
las  de  dicha  ley,  que  prohibe  en  el  art.  201a  caza  con 
hurón,  lazos,  perchas,  redes,  liga  y  todo  otro  artifi- 
cio, dejando  A  salvo,  sin  embargo,  el  derecho  del  pro- 
pietario para  emplear  tales  medios,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  18: 

Considerando  que si  bien  resulta  probado  que 

el  recurrente  no  recogió  por  escrito  la  licencia  que 
para  cazar,  empleando  toda  clase  de  medios  y  arti- 
ficios, le  concedió  verbalmente.  aunque  sin  enten- 
der bien  tan  absolut<i  concesión,  el  administrador 
del  monte,  es  lo  cierto  que  en  virtud  de  aquélla,  y 
tan  sólo  por  su  otorgamiento,  ejecutó  el  recurrente 
los  hechos  previstos  y  penados  en  el  mencionado  ar- 
ticulo 50,  constando  por  tanto  evidentemente  que  no 
tuvo  intención  de  delinquir  al  consumarlos,  cuyo  ele- 
mento fvindamental  de  la  imputabilidad  responsa- 
ble, no  puede  decirse  concurrente,  porque  el  permiso 
del  propietario  de  la  finca  no  haya  sido  escrito... 

Y  considerando  que  la  falta  de  esta  formalidad  le- 
gal, puramente  externa,  no  puede  desvirtuar  el  efec- 
to jurídico  del  hecho  cierto  del  permiso,  constituyen- 
do sin  embargo  una  infracción  de  aquella  ley  que 
debe  ser  objeto  del  procedimiento  y  penalidad  esta- 
blecidos en  la  Sección  octava  de  la  misma,  y  que  por 
estar  sancionada  expresamente  en  ella  no  puede  dar 
origen  á  distinta  penalidad...>  ''Sent.  3t  Julio  1890. — 
Gac.  4  NoviChibre^  p.  431.) 

9  Octnbrc  l^90. 

de  veda. 

Detenido  un  sujeto  con  93  conejos,  fué  denunciado 
por  la  guardia  civil  ante  el  juez.  Celebrado  juicio  de 


Circtdación  de  conejos  en  tiempo 


*  Como  se  ve,  la  Audiencia  aplicó  el  532  del  C.  P.,  y  la 
sentencia  del  T.  S.  considera  aplicable  el  531,  núm.  4.° 
La  pena  señalada  en  el  núm.  4.°  del  art.  531  es  el  arresto 
mayor,  ciíando  el  valor  de  la  cosa  no  exceda  de  100  pese- 
tas y  pase  de  10.  La  señalada  en  el  núm.  5."  jmra  cuan- 
do no  exceda  de  10  pesetas  el  valor  de  lo  hurtado,  es  el 
arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

Aplicada  la  pena  en  su  grado  medio,  caben  dentro  de 
las  seilaladas  en  ambos  artículos  los  dos  meses  y  un  dia 
de  arresto,  impttestos  en  el  fallo  recurrido;  ¿pero  qué  ar- 
ticulo es  aplicable?  En  nuesti-o  concepto,  atendido  lo  dis- 
puesto  en  el  50  de  la  ley  de  caza,  que  se  refiere  al  530  del 
C.  P.,  es  aplicable,  no  el  532,  que,  como  dice  acertadamen- 
te el  fallo  del  T.  S.,  quedó  modificado  en  esta  parte  por 
el  50  de  la  ley  de  caza,  sino  el  531,  en  el  párrafo  que  co- 
rresponda, atendido  el  valor  de  la  cosa  hurtada.  De  ma- 
nera que,  no  excediendo  de  10  pesetas,  el  aplicable  es  el 
número  5.** 

Sólo  en  este  último  eo-tremo  nos  parece  que  no  está 
acertado  el  segundo  considerando,  pues  tasados  los  cone- 
jos en  dos  pesetas,  está  el  caso  notoriamente  comprendi- 
do en  el  primer  inciso  del  núm.  5.°.  bien  que  los  dos  meses 
y  un  dia,  como  hemos  indicado,  caben  dentro  de  la  pena- 
lidad de  los  iiúms.  4.^  ¡j  5."^ 


faltas,  el  denunciado  espiaso  que  conducía  dicha  caza 
á  la  casa  del  dueño  del  monte,  con  autorización  de 
libre  tránsito  del  alcalde  q\i,e  le  habían  recogido  los 
guardias,  los  cuales  dijeron  que  les  era  imposible  de- 
volver por  estarles  prohibido.  El  juez  de  instrucción, 
confirmando  en  parte  la  sentencia  del  municipal, 
condenó  á  Domíngiaez  á  la  multa  de  cinco  pesetas  y 
costas,  mandando  que  los  guardias  tengan  á  dispo- 
sición del  D.  Luis  Romero  el  importe  de  los  conejos. 

El  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso  de  casación 
y  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar: 

«Considerando  que  la  ley  de  caza  de  10  de  Enero  de 
1879  se  inspira  en  un  espíritu  restrictivo  del  derecho 
de  propiedad  durante  la  veda  con  el  evidente  objeto 
de  impedir  la  descastación  de  los  anímales.  A  que 
dicha  ley  se  refiere,  para  lo  que  el  art.  25  prohibe  en 
absoluto  la  circulación  y  venta  de  la  caza  en  la  épo- 
ca referida,  con  la  sola  excepción  marcada  en  el  ar- 
tículo 27: 

Considerando  que  si  bien  por  dicho  artículo  se  fa- 
culta al  dueño  de  monte,  dehesa  ó  soto  que  en  aquel 
tiempo  quiera  aprovechar  los  conejos  que  haja  en 
su  propiedad  para  m,atarlos  por  cualquier  medio,  el 
carácter  excepcional  de  tal  autorización  exige  la 
justificación  de  sus  elementos  en  el  caso  de  una  apre- 
hensión como  la  que  ha  originado  el  presente  re- 
curso: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  cualquiera  que 
sea  la  mayor  ó  menor  amplitud  con  que  haj-a  de  en- 
tenderse la  facultad  del  dueño  para  aprovechar  la 
caza  de  su  propiedad,  tal  circunstancia  de  aprove- 
chamiento debe  resultar  perfectamente  acreditada; 
y  según  la  sentencia  recurrida,  si  Iñen  es  cierto  que 
el  denunciado  alegó  durante  el  juicio  que  los  98  cone- 
jos que  le  fueron  aprehendidos  los  llevaba  á  casa  de 
su  amo  D.  Luis  Homero,  ni  el  juez  municipal  ni  lue- 
go el  de  instrucción  aceptan  como  hecho  probado 
que  después  de  muertos  los  conejos  por  orden  de  don 
Luis  Romero,  éste  los  designara  A  su  exclusivo  apro- 
vechamiento.» (Sent.  7  Octubre  1890, — Gac.  3  Diciem- 
bre, p.  464.) 

Jurisprudencia  administrativa. 

K.  O.  ao  Ahrll  i*í*a.  Compefejicia  de  los  Tribunales 
X>ara  conocer  de  las  infracciones  de  la  ley  de  caza  cometí' 
das  por  un  alcalde. 

Procesado  el  alcalde  de  Villazopeque  por  haber 
autorizado  para  cazar,  A  persona  que  carecía  de  la 
necesaria  licencia,  y  por  haberse  apoderado  de  la 
caza  así  aprehendida,  y  que  el  juez  municipal  tenía 
en  depósito,  el  gobernador  de  Burgos  requirió  de 
inhibición  A  la  Audiencia  de  este  distrito,  yformada 
competencia,  se  declara  que  no  ha  debido  suscitar- 
se, con  vista  de  los  arts.  44  A  54  de  la  ley  de  10  de  Ene- 
ro de  11^9,  y  del  54,  niim.  1.**  del  Reg.  de  25  de  Sep- 
tiembre de  1863: 

«Considerando Que  lejos  de  estar  encomendado 

el  castigo  de  los  hechos  que  motivan  la  presente 
causa  A  los  funcionarios  de  la  Administración,  está 
por  el  contrarío  atribuido,  así  por  la  lej'  de  caza  vi- 
gente, como  por  el  C.  P.,  A  los  Tribunales  de  justicia: 
Y  que  no  existe  tampoco  cuestión  alguna  previa 
que  resolver »  (R.  D.  20  Abril  1HS:¿—Gac.  2  Jlayo.) 

R.  D.  O  Febrero  ISíi-i.  Competencia  exclusiva  de 
Iss  Tribunales  para  conocer  de  las  infracciones  de  la  ley 
de  caza  y  para  ejecutar  sus  fallos. — Recurso  de  queja  de 
la  Audieíicia  contra  el  gobernador  de  Burgos. 

Sorprendido  LAzaro  Femiño  en  el  acto  de  estar  ca- 
zando A  pesar  de  no  tener  licencia  de  armas  ni  de 
caza,  la  guardia  civil  denunció  el  hecho,  y  enjuicio 
de  faltas  se  impuso  al  Femiño  la  multa  de  5  pesetas, 
declarando  en  comiso  la  escopeta,  que  el  Juzgado 
había  reclamado  á  la  guardia  civil,  y  la  cual  podría 
recuperar  el  penado,  previo  el  pago  de  la  multa  de 
50  pesetas. 

Habiendo  manifestado  el  jefe  de  la  guardia  civil 
que  la  escopeta  reclamada  había  sido  entregada  al 
Gobierno  de  provincia,  el  juez  municipal  dirigió  co- 
municación al  gobernador  reclamAndole  la  citada 
arma,  y  la  autoridad  gubernativa  contestó  manifes- 
tando que  desde  el  momento  en  que  fué  puesta  A  su 
disposición  quedó  en  comiso;  pero  que  si  su  dueño 
quería  recogerla  podía  presentarse  en  las  oficinas 
de  su  cargo,  donde  le  sería  entregada  previo  el  pago 
en  el  papel  correspondiente  de  las  50  pesetas,  con  lo 
cual  quedaría  cumplida  la  sentencia. 

El  juez  mandó  pasar  los  antecedentes  al  fiscal 
municipal,  y  de  acuerdo  con  su  dictamen,  en  el  que 
invocaba  los  arts.  40  y  47  de  la  ley  de  caza  de  18T9,  el 
271  de  la  orgAnica  judicial,  el  76  de  la  Constitución  y 
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el  90  de  la.  de  Enj.  críni.,  considerando  que  había  co- 
nocido con  jilena  comx>etencia  en  el  juicio  de  faltas; 
que  tenía  derecho  de  que  la  escopeta  se  presentara 
en  el  Jiizg:ado  como  pieza  de  convicción,  y  qne  no 
era  posible  ejecutar  la  sentencia  en  la  forma  que 
proponía  el  gobernador,  mandó  elevar  las  actuacio- 
nes A  la  Sala  de  gol)ierno  de  la  Aiidienci.a  territorial 
para  que  si  lo  conceptuaba  procedente  formulase  el 
oportuno  recurso  de  queja.  El  juez  de  primera  ins- 
tancia, el  fiscal  de  S.  M.  en  la  Audiencia  y  la  Sala 
de  gobierno  del  mismo  Tribunal  estimaron  acerta- 
dos los  fundamentos  del  recurso,  y  lo  elevaron  al 
Gobierno  para  sii  resolución  por  conducto  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia: 

Pedido  al  gobernado  el  informe  prevenido  en  el 
art.  296  de  la  lej'  orgánica  jiadicial,  invocó  éste  ol  ar- 
ticulo 16  del  R.  D.  de  10  de  Agosto  de  1876  y  la  B.  O. 
'de  20  del  mismo  mes  '. 

Y  vistos  los  arts.  76  de  la  Constitución,  3."  del  Eeal 
decreto  de  10  de  .agosto  de  1876,  46  y  47  de  la  ley  de 
1K79,  declara  el  Gobierno  A  consulta  del  C.  de  E.  en 
pleno:  *qne  el  conocimiento  del  asunto  quehn  dado  lugar 
al  presente  recurso  corresponde  á  la  autoridad  judiciaU; 
en  los  términos  siguientes: 

«Considerando:  1."  Que  desde  la  publicación  de  la 
ley  de  caza  de  10  de  Enero  de  1879  quedaron  deroga- 
das las  facviltades  de  los  gobernadores  para  penar 
las  infracciones  del  H.  D.  de  10  de  Agosto  de  1876  en 
lo  que  se  relaciona  con  la  caza; 

2.**  Que  siendo  de  la  competencia  de  los  Tribtina- 
les  ordinarios  el  juzgar  de  dichas  infracciones,  A 
ellos  corresponde  ejecutar  lo  jxizgado,  según  el  ar- 
ticulo 76  de  la  Constitución: 

3.**  Que  no  teniendo  el  gobernador  facultades 
para  penar  la  infracción  cometida,  y  debiendo  ha- 
llarse A  disposición  del  Jxizgado  el  arma  con  que  se 
cometió  1.a  infracción,  al  mismo  corresponde  la  de- 
voltición  de  ella. 

Dado  en  Palacio  A 6  de  Febrero  de  1884. — Alfonso. — 
El  Presidense  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cá- 
novas del  Castillo.»  (Gac.  11  Febrero.) 


En  las  muchas  disposiciones  de  referencia 
á  Armas  que  dejamos  insertas,  se  deja  cono- 
cer que  ambas  materias  tienen  entre  si  estre- 
cha relación.  El  presente  articulo  se  refiere 
exclusivamente  á  la  caza  y  pesca;  y  en  Ar- 
mas, además  de  las  disposiciones  sobre  su  uso 
permitido  y  prohibido,  se  contienen  también 
las  dictadas  para  regular  las  licencias  de  caza 
y  pesca. 

Decíamos  en  la  S.^  edición  antes  de  la  pu- 
blicación de  la  vig-eute  ley  de  caza  de  1879: 

«Insertas  las  ordenanzas  y  demás  disposi- 
ciones vigentes  sobre  caza,  vamos  á  tratar  es- 
pecialmente tres  puntos  que  son  importantes: 
1.°,  del  derecho  que  tienen  los  dueños  de  here- 
dades ó  fincas  rústicas,  de  cazar  libremente  en 
las  mismas:  2.°,  del  que  igualmente  tienen  de 
impedir  que  otros  cacen  en  ellas:  3.°,  de  si  el 
legislador  ha  procedido  con  acierto  al  señalar 
la  época  de  veda,  especialmente  por  lo  que  á 
la  pesca  se  refiere. 

«Los  dueños  particulares  de  tierras  lo  son 
también  de  cazar  en  ellas  libremente  en  cual- 
quier tiempo  del  año,  sin  traba  ni  sujeción  á 
regla  alguna."  Esto  es  lo  que  k  la  letra  dice  el 
art.  1.°  del  Reg.  de  caza  y  pesca,  ó  sea  del 
R.  D.  de  3  de  Mayo  de  1834.  Al  reconocer  el 
legislador  este  derecho  en  el  propietario,  lo 
ha  hecho  con  palabras  tan  terminantes  y  abso- 
hitas,  que  en  nuestro  concepto,  no  pueden  sus- 
citarse con  razón  dudas  de  ningún  género  so- 
bre este  importante  punto.  En  cualquiertienipo 

'     Véanse  en  el  articulo  Aiimas,  t.  I. 


del  año  sin  traba  ni  sujeción  á  regla  alguna, 
tanto  quiere  decir  en  su  buen  sentido,  como 
sin  necesidad  de  licencia,  en  todos  los  meses  y 
días  del  año,  aunque  sean  en  los  de  nieve  y 
los  llamados  de  fortuna,  ó  con  hurones,  lazos, 
perchas,  redes  y  reclamos  machos  '.  Podrá  ser 
que  esta  intelig'encia  que  damos  al  art.  1."  del 
reg'lamento  no  sea  acertada;  pero  cuanto  más 
meditamos  sobre  sus  palabras,  cuanto  más 
nos  hacemos  cargo  del  método  y  estructura 
del  reglanu^nto,  más  nos  persuadimos  de  que 
no  ha  podido  ser  otra  la  intención  del  legis- 
lador. 

En  efecto,  en  el  tít.  I  se  trata  de  la  caza  en 
tierras  de  propiedad  particular,  y  es  de  ad- 
vertirse, además  del  precepto  del  art.  1.",  que 
ning'una  traba  se  pone,  ning'una  reg'la  se  da 
para  su  ejercicio  á  los  dueños  de  las  mismas. 

En  el  tít.  II  se  trata  ya  de  la  caza  en  tierras 
de  propios  y  baldíos,  y  en  él  es  donde  se  pres- 
cribe la  prohibición  de  cazar  en  ciertos  meses 
del  año,  y  en  los  días  de  nieve  y  llamados  de 
fortuna,  y  con  hurones,  lazos,  perchas,  redes 
y  reclamos  machos,  así  como  también  la  nece- 
sidad de  obtener  licencia.  No  pueden  por  lo 
mismo  hacerse  extensivos  estos  requisitos  á 
los  dueños  que  cazan  en  sus  propias  lieredades 
sin  desconocer  la  letra  y  el  espíritu  de  la  lej', 
y  sin  escatimar  al  propietario  derechos  que  en 
toda  leg'islacióu  no  pueden  menos  de  ser  muy 
respetados  como  lo  son  también  en  la  nuestra. 

De  la  licencia  de  uso  de  armas  en  su  caso 
no  se  pueden  excusarlos  que  cacen  en  sus  pro- 
pias heredades,  pues  la  de  uso  es  distinta  de 
la  que  se  requiere  para  cazar,  y  no  ha  podido 
ser  el  ánimo  de  la  ley  llevar  tan  allá  las  con- 
cesiones. 

Aunque  el  art.  4."  del  citado  decreto  dispuso 
que  se  pueda  cazar  sin  licencia  de  los  dueños, 
pero  con  sujeción  á  las  restricciones  de  orde- 
nanza que  establecen  para  los  baldíos,  en  las 
tierras  abiertas  de  propiedad  particular  que 
no  estén  labradas  ó  que  estén  de  rastrojo,  esta 
disposición,  nada  conciliable  con  los  derechos 
de  propiedad  bien  entendidos,  se  halla  ya  de- 
rog'ada,  asi  por  el  restablecimiento  de  la  ley  de 
8  de  Junio  de  1813,  como  por  la  publicación 
de  la  de  13de  Septiembre  de  1837,  que  en  nues- 
tro sentir  no  dejan  lugar  á  la  duda. 

La  citada  ley  de  1813,  restablecida  en  6  de 
Septiembre  de  1836,  declaró  cerradas  y  acota- 
das todas  las  dehesas,  heredades  y  demás  tie- 
rras de  cualquiera  clase  pertenecientes  á  do- 
minio particular.  La  de  13  de  Septiembre  de 
1837  dice  textualmente  que  «el  disfrute  de  caza 
»v  pesca  en  los  montes  v  terrenos  de  que  trata 
.el  art.  3.»  del  D.  de  14  de  Enero  de  1812  sobre 
.abolición de  las  Ordenanzas  de  montes  y  plan- 
«tíos,  ó  en  otros  que  estuvieren  cerrados  ó  aco- 
ntados, corresponde  privativamente  á  los  due- 
»ños,  y  nadie  podrá  cazar  ni  pescar  en  ellos 


'  Si  realmente,  esta  inteligencia  de  la  ley  parece  que  en, 
cierto  modo  traspasa  el  límite  del  verdadero  derecho  del 
propietario,  lo  regular  era  haberle  limitado  prohibiendo 
usar  reclamos.  El  derecho  del  propietario  no  debe  al- 
canzar á  1(1  atracción  de  la  ca:a  d  su  finca  para  hacerse 
dueño  de  ella,  sino  á  impedir  que  la  caza  le  perjudique,  y 
para  esto  parece  escrito  el  art.  l.aOG  del  Cúd.  civil,  de  que 
hemos  hablado  ya  en  el  articulo  Animales. 
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»,siu  .sil  previo  permiso  ó  de  quien  sus  veces 
^hiciere». 

Quedó,  pues,  sin  efecto  por  esta  lev  el  ar- 
ticulo 4."  del  D.  de  1834,  y  el  3.'^  A  que'se  refie- 
re el  de  14  de  Euero  de  1812,  que  por  cierto 
no  era  justo,  ni  se  armonizaba  con  los  lei^iti- 
mos  derechos  del  propietario.  Toda  la  dificul- 
tad estaría  ahora  en  saber  cuáles  deben  enten- 
derse terrenos  acotados;  pero  habiendo  llenado 
este  vacio  el  art.  1."  de  la  ley  de  1813  (Véase 
Acotamiento),  claro  es  que  por  él  se  resuelve 
toda  la  dificultad,  no  siendo  permitido,  por  lo 
tanto,  cazar  en  montes  y  tierras  ajenas  de  pro- 
piedad particular,  puesto  que  todas  se  consi- 
deran cerradas  y  acotadas,  A  no  ser  con  licen- 
cia ó  aquiescencia  del  dueño  ó  de  quieu  sus 
veces  haga;  y  esto  por  más  que  la  costumbre 
sea  en  contrario;  porque  semejante  costumbre 
debe  considerarse  abusiva,  y  no  tiene  ni  pue 
de  tener  otra  autoridad  que  "la  que  la  da  la  to- 
lerancia de  los  dueños  particulares  de  los  te- 
rrenos, los  cuales  pueden  resistirla  ó  contra- 
decirla, como  pueden  resistir  y  contradecir 
que  otro  entre  en  sus  heredades  á  aprovechar- 
se del  trig'o  que  siembran  '. 

Este  es  nuestro  sentir  sobre  una  materia  de 
suyo  importante  por  los  abusos  á  que  ha  dado 
lug-ar,  y  que  dará  todavía,  mientras  el  caza- 
dor se  crea  revestido  de  un  derecho  que  le 
concedían,  aunque  con  restricciones,  el  ar- 
tículo 4."  del  reglamento  de  caza  de  3  de  Mavo 
de  1834,  y  el  3."  del  D.  de  1812;  pero  que  han 
quedado  completamente  abolidos,  en  cuanto 
al  punto  referido',  por  las  leyes  de  que  hemos 
hecho  mérito,  las  cuales  haii  tenido  por  prin- 
cipal objeto  proteger  el  derecho  de  propiedad 
y  reparar  los  muchos  agravios  que  había  su- 
frido. 

En  caso  muy  diferente  se  encontraba  la  pro- 
hibición establecida  por  el  art.  40  de  las  Orde- 
nanzas de  1834,  de  que  nadie  pudiera  pescar 
en  las  aguas  corrientes  á  que  sirven  de  linde 
tierras  do  jjropiedad  particular,  sin  licencia 
de  los  dueños,  porque  siendo  públicas  las 
aguas  y  los  cauces  que  las  contienen,  ninguna 
razón  <le  justicia  ó  conveniencia  podía  alegar- 
se para  mantener  el  privilegio  aí)Soluto  de  la 
pesca,  concedido  á  los  dueños  de  los  predios 
ribereños.  Bien  hicieron,  pues,  los  autores  de 
la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866  en  con- 
cluir con  un  derecho  irritante,  declarando  que 
todos  pueden  pescar  y  cazar  aves  acuáticas  en 
los  cauces  públicos,  con  tal  que  no  embaracen 
la  navegación  y  flotación  de  los  mismos,  y  que 
lo  hagan  con  sujeción  á  los  reglamentos". 

Hoy  está  pendiente  en  las  Cortes  un  proyec- 
to de  ley  sobre  caza,  con  el  propósito,  sin  duda, 
de  proteger  la  multiplicación  de  ciertas  espe- 
cies; bien  que  deberá  tratarse  de  concillarle, 
en  lo  posible,  con  el  respeto  que  se  debe  á  la 
propiedad,  que  según  la  ley,  debe  considerar- 
se cerrada  y  acotada  en  todo  caso.  No  es  de 
creer  que  en  esta  parte  se  retroceda.» 

En  la  4.^  edición,  publicada  ya  la  ley  de  1879, 
transcribimos  nuestro  jn-ccedente  juicio  sobre 


'  Corrohora  más  nuestra  opinión  la  importante  Eeal 
orden  de  25  de  Noviembre  de  1847,  inserta  en  el  articu- 
lo Acotamiento. 


la  legislación  anterior,  y  no  estando  muy  con- 
formes con  todas  sus  prescripciones ,  decía  - 
mes  como  sig'ue: 

«Contra  todas  nuestras  esperanzas  la  nueva 
ley  de  1879  repre^entaun  verdadero  retroceso, 
porque  lejos  de  conciliar  el  fomento  de  la  mul- 
tiplicación de  los  ¡mímales  útiles,  objeto  de  la 
caza,  con  el  más  escrupuloso  respeto  al  dere- 
cho de  propiedad,  se  infieren  al  ejercicio  y  ex- 
tensión de  éste,  hondos  agravios,  y  se  coarta 
al  dneño  la  natural  facultad  de  aprovechar  li- 
bremente los  frutos  y  ))roductos  de  sus  fincas. 
_  Ya  no  se  puede  sostener  que  los  dueños  par- 
ticulares de  tierras  lo  son  también  de  cazar 
libremente  sin  traba  ni  sujeción  á  regla  algu- 
na, pues  el  art.  18  de  la  nueva  ley  sólo  les  re- 
conoce esc  derecho  en  los  vedados  de  caza  que 
estén  realmente  cercados,  amojonados  ó  aco- 
tados; y  aun  entonces  no  les  es  lícito  usar  re- 
clamos ni  otros  engaños  A  distancia  de  500  me- 
tros de  las  tierras  colindantes.  Y  en  verdad 
que  la  ley  no  explica  el  significado  del  adver- 
bio «realmente'^  que  emplea;  pero  de  la  com- 
paración del  citado  artículo  con  el  1,5  y  con  el 
16,  se  infiere  que  en  las  tierras  abiertas  que  se 
consideran  Icgalmente  acotadas,  por  ministe- 
rio del  D,  de  las  Cortes  de  8  de  Junio  de  1813, 
no  goza  el  dueño  de  la  libertad  omnímoda  que 
le  estaba  concedida  por  las  disposiciones  ante- 
riores; y  que  estando  asimiladas,  conforme  á 
ese  decreto,  las  heredades  viatoHalmente  ce- 
rradas con  las  abiertas,  la  ley  de  1879  ha  ve- 
nido á  resucitar  la  diferencia  entre  unas  y 
otras,  limitando  el  alcance  de  aquella  asimila- 
ción (que  es  una  de  las  más  preciosas  conquis- 
tas de  este  siglo)  para  autorizar,  en  último 
término,  la  invasión  de  la  propiedad  ajena, 
por  parte  de  los  cazadores,  en  los  casos  délos 
citados  arts.  15  y  16. 

Y  por  cierto  que  el  precepto  del  art.  15  con- 
tradice manifiestamente  el  del  último  inciso 
del  art.  9.";  pues  si  en  los  terrenos  de  propie- 
dad parliciilar,  sin  distinción  de  materialmen- 
te cercados  ó  ne  cercados,  sólo  podrá  cazar  el 
dueño  y  los  que  éste  autorice  por  escrito,  tal 
declaración  se  compadece  mal  con  la  del  ar- 
ticulo 15,  de  cuyo  contexto  se  deduce  que  en 
los  terrenos  no  acotados  materialmente,  puede 
cazarse  sin  permiso  del  dueño,  una  vez  levan- 
tadas las  cosechas.  Esta  prescripción  está  to- 
mada del  art.  4."  del  R.  D.  de  1S34;  pero  al  re- 
producirla, se  ha  prescindido  de  que  quedó 
derogada,  como  ya  dejamos  dicho,  al  restable- 
cerse en  6  de  Septiembre  de  18.36  el  decreto  de 
las  Cortes  de  8  de  Junio  de  1813,  y  más  tarde 
al  promulgarse  la  ley  de   13  Septiembre  1837. 

La  pieza  herida  que  entra  en  heredad  ajena, 
ya  no  pertenece  al  dneño  de  la  heredad,  con- 
forme á  la  ley  de  Partida  y  al  art.  7."  del  re- 
glamento de  1834,  sino  al  cazador,  según  el  ar- 
ticulo 16  de  la  nueva  ley,  con  lo  cual  se  cerce- 
na bajo  un  doble  aspecto  el  derecho  de  propie- 
dad; pues  se  priva  al  señor  de  la  tierra  de  una 
pieza  que  acaso  haya  nacido  en  ella  y  se  haya 
nutrido  con  sus  pastos,  á  la  vez  que  .si  la  tierra 
es  abierta  se  la  impone  una  servidumbre  odio- 
sa, autorizando  al  cazador  jíara  penetrar  en 
ella  á  recoger  la  pieza. 
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El  dueño,  adem;ls,  no  puede  disponer  libre- 
mente de  la  caza  que  exista,  en  su  propiedad, 
piiesto  que  la  prohibición  de  circularla  y  ven- 
derla en  tiempo  de  veda,  es  absoluta  seg'ún  el 
art.  25,  y  no  tiene  más  excepción  que  la  del 
art.  27,  aplicable  solamente  ;l  los  conejos. 

No  sabemos  si  además  de  estas  limitaciones 
el  dueño  tendrá  algunas  otras  al  ejercitar  el 
derecho  de  cazar,  puesto  que  en  la  ley  de  1879, 
á  diferencia  del  D.  de  1831,  no  hay  capitulo  ó 
sección  especial  dedicada  á  la  caza  en  propie- 
dad particular;  pero  si  el  espíritu  de  la  ley  es 
fomentar  uno  de  los  ramos  más  abandonados 
de  nuestra  riqueza  natural,  como  se  dice  en  la 
R.  O.  de  7  de  Mayo  de  1880,  es  sensible  que  se 
haya  hecho  menoscabando  los  derechos  del 
propietario  y  favoreciendo  de  tal  njodo  á  los 
cazadores,  que  parece  inspirada  la  reforma, 
ya  que  no  en  el  deseo  de  aseg-urar  la  existen- 
cia de  los  que  lo  son  por  oficio,  en  el  propósito 
de  extender  las  ocasiones  de  reg'ocijo  de  mu- 
chas personas  para  las  cuales  es  la  caza  la 
diversión  favorita  '.» 

AI  hacer  esta  quinta  edicióu,  nada  tenemos 
que  añadir  ni  rectificar  en  el  juicio  que  hemos 
formado  de  la  nueva  ley,  la  cual  queda  en  todo 
su  vigor  según  el  art.  611  del  Cód.  civil,  en  cuan- 
to dice  que  el  derecho  de  caza  y  pesca  se  rija 
por  leyes  especiales.  A  este  mismo  derecho  se 
refieren  también  los  arts.  610,  612,  613  y  1.906. 
Pero  este  último  parece  escrito  arfAoc  para  jus- 
tificar nuestras  apreciaciones,  en  cuanto  con- 
cede implicitauíente  á  los  propietarios  de  fin- 
cas vecinas  á  una  heredad  de  caza,  el  derecho 
de  perseguir  á  ésta,  haciendo  responsable  de 
los  daños  causados  en  ellas  al  dueño  de  la  he- 
redad de  caza,  si  éste  no  hubiera  hecho  lo  ne- 
cesario para  impedir  la  multiplicación,  ó  cuan- 
do haya  dificultado  la  acción  de  los  dueños  de 
las  fincas  para  perseguirla. 

Hemos  hablado  de  esto  en  el  articulo  Ani- 
males, y  sólo  nos  resta  añadir  que  el  legisla- 
dor debe  cuidar  mucho,  cuando  se  reforme  la 
ley  de  caza,  de  conciliar  los  derechos  é  intere- 
ses do  este  importante  ramo  de  riqueza,  con 
los  de  la  propiedad  agrícola,  inspirándose  para 
ello  en  el  citado  art.  1906  del  Cód.  civil.— Véa- 
se Animales:  Aguas:  Pesca. 

CÉDULA.  En  su  acepción  genérica  es,  se- 
giin  el  Diccionario  de  la  Academia,  im  «pe- 
dazo de  papel  ó  pergamino  escrito  ó  para  es- 
cribir en  él  alguna  cosa».  A  la  palabra  cédula 
se  adiciona  otra  determinativa  de  su  acepción 


'  <La  ac/ual  ley  de  ca:!a  no  nació  de  la  iniciativa  del 
Oohierno,  sino  de  la  proposición  de  ley  que  en  18  de  Marzo 
de  1877  presentaron  siete  diputados,  entre  ellos  el  afama- 
do cazador  D.  Alejandro  Pidal,  presidente  hoy  del  Con- 
greso de  los  diputados.  Tomada  en  consideración,  pasó  d 
manos  de  cazadores  tati  expertos  como  Danvila,  Líipez 
Guijarro,  Pidal,  Pérez  Zamora,  Juez  Sarmiento,  Rivaa 
y  Herce.'  (La  Época:  dia  22  de  Enero  de  1892,  en  un  jui- 
cioso articulo  sobre  la  ley  de  caza.) 


especial,  y  en  este  sentido  se  dice  cédula  de 
notificación,  cédula  Real,  cédula  de  vecindad, 
cédula  de  Banco,  etc.,  sobre  lo  cual  véanse  los 
respectivos  artículos. 

La  locución  cédula  ante  dieni,  significa  que 
la  cédula  de  que  se  trata  es  de  citación  un  día 
antes,  á  una  persona  ó  varias  para  tratar  de 
un  asunto. 

CÉDULA  BANCARIA.  «La  cédula  de  Banco 
con  que  el  provisto  por  Roma  en  beneficios  ó 
prebendas  de  España  y  Portugal,  afianzaba 
en  la  Dataria  el  pago  de  la  pensión  que  le  im- 
ponían al  tiempo  de  proveerle  en  la  encomien- 
da ó  beneficio.»  Asi  dice  el  Diccionario  de  la 
Academia,  11.^  edición.  Nosotros  añadiremos 
que  fueron  abolidas  por  el  art.  8.°  del  Concor- 
dato de  1753,  contenido  en  la  ley  4.*,  titu- 
lo XXIII,  lib.  I,  Nov.  Recop.  '.-V.  Concor- 
datos. 

CÉDULA  DE  PREEMINENCIA.  Era  una  espe- 
cie de  privilegio  que  se  otorgaba  á  algunos 
funcionarios  imposibilitados  física  ó  moral- 
mente  de  servir  sus  cargos,  para  que  se  les 
considerase  como  activos,  con  goce  del  suel- 
do. Fueron  abolidas  en  1821  por  la  siguiente 

O.  de  las  Cortes  17  Mayo  1821. 

«...Han  resuelto  las  Cortes:  1."  Que  se  su- 
priman ó  queden  abolidas  para  siempre  las 
cédulas  de  preeminencias,  por  ser  incompati- 
bles con  el  sistema  constitucional.  2."  Que 
para  conceder  jubilaciones...  se  haga  constar 
la  imposibilidad  física  ó  moral,  igualmente 
que  buenos  servicios...»  (Decretos  de  las  Cor- 
tes, t.  7.",  p.  90.) 

CÉDULA  HIPOTECARIA.  Billete  ó  titulo  que 
representa  un  crédito  g-arantido  con  hipoteca. 
De  conformidad  con  lo  que  previene  el  art.  23 
y  otros  de  la  ley  de  2  de  Diciembre  de  1872  y 
el  R.  D.  de  24  de  Julio  de  1875  sobre  la  crea- 
ción del  Banco  hipotecario  de  España,  los  es- 
tatutos del  mismo  de  12  de  Octubre  de  1875, 
en  sutít.  V,  determinan  lo  que  son  las  cédulas 
hipotecarias,  su  carácter,  propiedad,  garan- 
tía, intereses,  amortización,  etc. — V.  Banco 

HIPOTECARIO  DE   EsPAÑA. 

CÉDULA  PERSONAL.  Antes  se  denominaba 
de  vecindad  ó  de  empadronamiento. — V.  Im- 
puesto DE  CÉDULAS   PERSONALES. 

CÉDULA  REAL  (ó  Real  cédula).  Despacho  que 
el  Rey  expedía  ó  el  Consejo  en  su  nombre,  to- 
mando ó  circulando  alguna  ley,  decreto  ó  pro- 


*  El  Sr.  Mayans  y  Sisear  en  sus  Observaciones  liis- 
tóricas  y  criticas  sobre  el  Concordado  de  1753,  nos 
dice  (Observ.  XIX)  el  origen  de  las  cédulas  bancarias, 
daños  que  causaban  y  quejas  del  Reino  junto  en  Cortes, 
etcétera.  Allí  exi>lica  también  lo  que  era  el  Testa  férrea. 
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videncia  general,  ü  otorgando  alg'uua  gracia 
ó  merced.  No  hay  jurisprudencia  cierta  k  que 
atenerse,  dice  un  autor,  para  distinguir  los 
caracteres  de  las  disposiciones  que  emanan 
del  Poder  Ejecutivo,  y  para  señalar  con  pre- 
cisión rigurosa  qué  actos  administrativos  exi- 
gen esta  ó  la  otra  forma.  Y  esto  que  en  nues- 
tro derecho  público  actual  es  una  verdad,  lo 
es  doblemente  respecto  de  los  tiempos  anterio- 
res al  sistema  constitucional. 

Nosotros  hemos  procurado  estudiar  la  ver- 
dadera razón  de  publicarse  unas  veces  las  le- 
yes por  medio  de  pragmáticas,  otras  por  medio 
de  Reales  cédulas,  etc.,  y  las  circunstancias  ó 
caracteres  que  distinguen  aquéllas  de  éstas, 
y  no  hemos  conseguido  formar  un  juicio  aca- 
bado sobre  este  punto.  Diremos,  sin  embargo, 
que  las  pragmáticas-sanciones,  nombre  que 
en  un  principio  se  dio  á  los  decretos  de  los 
Reyes,  dictados  á  consecuencia  de  las  peticio- 
nes del  Reino  en  Cortes,  se  han  seguido  usan- 
do después  hasta  nuestros  días,  indistintamen- 
te que  las  cédulas  Reales,  para  la  promulga- 
ción de  todas  las  resoluciones  graves  con  ca- 
rácter de  ley  que  tenían  por  objeto  remediar 
algún  exceso,  daño  ó  abuso  que  hubiese  en  el 
Estado,  ó  para  cualquier  otro  asunto  de  gran- 
de interés  público.  De  modo  que  nosotros  no 
encontramos  una  diferencia  sustancial  en  ol 
fondo  entre  las  Reales  cédulas  y  las  pragmáti- 
cas-sanciones de  nuestros  dias,  ni  eu  la  fórmu- 
la tampoco;  pues  en  unas  y  en  otras,  para  re- 
vestir de  solemnidad  á  lo  en  ellas  contenido, 
se  anteponía  el  nombre  del  Monarca— como 
hoy  para  las  leyes  y  antes  para  las  sentencias 
del  C.  de  E.,— añadiendo  además  sus  títulos, 
expresando  haberse  dado  cuenta  eu  el  Consejo 
y  haberse  acordado  su  cumplimiento  y  la  cláu- 
sula de  que  se  guarden,  cumplan  y  ejecuten 
por  los  infantes,  prelados,  duques,  marqueses, 
condes,  ricos-hombres,  priores,  comendadores 
de  las  Ordenes,  alcaides  de  los  castillos,  casas 
fuertes  y  llanas,  y  por  los  del  Consejo,  presi- 
dentes y  oidores  de  las  Chancillerías  y  Audien- 
cias, alcaldes,  etc.,  etc.,  concluyendo  con  la 
firma  de  S.  M. 

Además  de  las  Reales  cédulas  indicadas  para 
asuntos  de  interés  público,  se  conocían,  y  to- 
davía subsisten  hoy,  otras  para  el  otorgamien- 
to de  gracias  ó  privilegios  especiales.  Son  no- 
tables algunas  disposiciones  de  nuestras  anti- 
guas leyes  sobre  cartas,  cédulas  ó  provisiones 
Reales,  como  la  que  establece  la  nulidad  de 
las  que  se  dictan  contra  derecho,  ley  ó  fuero 
usado,  ó  para  matar,  prender  ó  lisiar  á  algu- 


no, etc.,  etc.,  que  deben  obedecerse  y  no  cum- 
plirse,  según  ya  hemos  indicado  en  Carta 

DE.SAl'OIÍADA. 

CÉDULA  DE  RUEGO  Y  ENCARGO.  Cédula  Real 
dirigida  á  los  prelados  y  potestades  eclesiásti- 
cas sobre  asuntos  de  su  jurisdicción. 

CELADORES.  Funcionarios  subalternos  en- 
cargados de  la  policía  y  buen  orden  en  algún 
ramo  de  la  Administración. 

Se  han  conocido  entre  nosotros  celadores 
del  campo,  de  caminos,  de  montes,  de  pohcia, 
etcétera;  pero  todos  estos  funcionarios  han 
sido  sustituidos  por  otros  de  distintas  denomi- 
naciones, como  veremos  en  Ingenieros : 

Montes:  Policía:  Vigilancia,  etc. 

CELIBATO.  El  estado  del  hombie  ó  mujer 
que  vive  sin  casarse.  Los  legisladores,  los  mo- 
ralistas, los  economistas, -todos  están  de  acuer- 
do eu  reprobar  el  celibato,  considerándole 
unos  como  un  manantial  de  corrupción,  y 
otros  como  contrario  al  progreso  de  la  pobla- 
ción y  á  la  prosperidad  de  los  Estados. 

Nuestras  leyes,  tratando  de  fomentar  los 
matrimonios,  hau  venido  concediendo  á  los 
recién  casados  ciertos  pi-ivilegios,y  entre  ellos 
la  exención  de  quintas,  y  de  las  cargas  y  ofi- 
cios concejiles  {Prn;jm.  de  1623,  ley  7.",  titu- 
lo II,  lib.  X,  Nov.  Recop.);  pero  estos  privile- 
gios ya  no  subsisten,  y  si  bien  no  abogaremos 
por  ellos,  si  diremos  que,  aparte  si  se  quiere 
de  la  razón  económica,  la  razón  moral  es  por 
sí  sola  bastante,  para  que,  más  ó  menos  direc- 
tamente, se  reprima  el  celibato  voluntario, 
germen  de  infinitos  vicios  y  de  la  corrupción 
de  las  costumbres  públicas. 

Mas,  ¿cómo  desentendernos  de  la  razón  eco- 
nómica? El  matrimonio,  dice  perfectamente  un 
filósofo,  hace  al  hombre  más  laborioso,  y  le 
une  más  intimamente  á  su  país:  el  padre  de 
famijia  es  semejante  á  un  árbol  robusto  que 
se  agarra  y  arraiga  en  la  tierra  con  muchas  y 
profundas  raices;  al  contrario  que  el  celibato, 
cuyo  efecto  es  disolver  y  aniquilar  el  interés 
público,  reconcentrar  al  hombre  en  sí  mismo, 
hacerle  egoísta  é  inspirarle  indiferencia  para 
con  los  demás.— V.  Matrimonio:  Población. 

CEMENTERIOS:  SEPELIOS  Ó  ENTERRAMIENTOS: 
SEPULTURAS:  EXEQUIAS  Á  LOS  DIFUNTOS.  Ce- 
menterio es  un  lugar  consagrado,  donde  se 
entierran  los  cuerpos  ó  cadáveres  de  los  que 
mueren.  La  legislación  ha  tenido  que  ocupar- 
se de  los  cementerios  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  higiene  y  salubridad  pública,  y  por  eso  ha 
prohibido,  por  regla  general,  los  sepelios  ó 
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enten-amieutos  en  las  iglesias  y  prescrito  la 
construcción  fuera  de  poblado  de  acjuellos  asi- 
los de  la  muerte,  como  ha  prohibido  también 
la  exposición  de  cadAvei-es  en  las  mismas  igle- 
sias ó  la  celebración  de  exequias  de  cuerpo 
presente. 

Pero  la  materia  es  de  suyo  tan  importante, 
que  no  basta  mirarla  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  higiene  y  de  la  salud  de  los  pueblos,  sino 
que  hay  que  considerarla  también,  y  muy 
principalmente,  con  relación  A  su  carácter  re- 
ligioso. 

Nuestros  cementerios  son,  por  regla  gene- 
ral, católicos;  y  aunque  la  ley,. desde  el  mo- 
mento que  ha  sido  sancionada  la  libertad  re- 
ligiosa ó  de  conciencia,  ha  permitido  y  hasta 
ordenado  la  construcción  de  otros  para  los  que 
mueran  fuera  de  la  comunión  católica,  no  por 
eso  se  han  evitado  las  cuestiones  y  conflictos 
producidos  por  la  denegación  de  sepultura 
eclesiástica,  respecto  deaquellas  personas  que, 
más  ó  menos  tibias  en  sits  creencias  religiosas, 
ni  han  abjurado  públicamente  de  la  fe,  ni  os- 
tentado de  alguna  manera  que  profesan  otra 
religión  que  la  católica.  Estas  cuestiones,  es- 
tos conflictos,  producidos  muchas  veces  por 
las  rivalidades  de  partido,  ó  por  odios  y  enco- 
nos de  otra  naturaleza  que  son  tan  frecuentes 
en  las  pequeñas  localidades,  lo  mismo  que  las 
resoluciones  que  se  dictan  á  consulta  de  Con- 
sejo de  Estado  para  ponerlos  término,  son  ob- 
jeto de  la  Sección  de  Documentas,  con  que  ter- 
mina este  articulo,  y  conviene  estudiarlas  de- 
tenidamente para  ver  si  de  este  modo  no  se 
reproducen. 

IjCyes  y  oirtiH  4llflpo*«iclonoM  Mobre  construcción 
de  cementerios  y  celchi'iición  tie  exequias  fie 
cuerpo  presente.— Jurlsprutiencla. 

Leyes  del  Fuero  Juzgo. 

Las  leyes  del  tlt.  11,  lib.  XI,  tratan  délos 
que  quebrantan  monumentos  de  muertos  ó  los 
despojan  de  sus  vestidos,  etc.,  señalando  las 
penas  con  que  han  de  ser  castigados  '. 

Leyes  del  Fuero  Real. 

tDe  los  que  desatierran  los  muertos*  es  el 
epígrafe  del  tit.  XVIII,  lib.  IV,  del  Fuero 
Real,  y  como  las  del  Fuero  Juzgo,  sus  leyes 
establecen  penas  contra  los  que  no  respetan 
los  luciellos  ó  huesas  de  muertos  {Códs.,  pági- 
na 141). 

Leyes  de  las  Partidas. 

<De  las  sepulturas^  es  el  epig'rafe  del  titu- 
lo XIII,  Part.  I.''  Dicen  sus  leyes  qué  cosa  es 
sepultura,  é  de  dónde  tomó  este  nombre,  y 
qué  derecho  debe  ser  guardado  en  darla,  á 


'  Jovellanos  en  sus  Reflexiones  sobre  la  legislación 
de  España  en  cuanto  al  uso  de  sepulturas,  deduce  de  es- 
tas leyes  que  se  enterraba  en  cementerios,  pero  dice  que 
cuál  fuere  el  luijar  y  forma  de  éstos,  es  del  lodo  incierto. 


quiéu  pertenece  enterrar  los  muertos,  cuáles 
deben  ser  enterrados  en  las  iglesias  y  cuáles 
no,  y  qué  pena  deben  haber  los  que  quebran- 
tan las  sepulturas  y  despojan  los  finados.  {Có- 
digos, p.  254.) 

Leyes  de  la  Nov.  Recop. 

Ley  I."'',  tit.  III,  lib.  I.  Bestahlece  la  doctrina  de 
la  Iglesia  en  el  uso  y  con.itrucción  de  cetnen- 
terios. — «1.  He  tenido  á  bien  resolver  y  man- 
dar que  so  observen  las  disposiciones  canóni- 
cas, de  que  soy  protector,  para  el  restableci- 
miento de  la  disciplina  de  la  Iglesia  en  el  uso 
y  construcción  de  cementerios,  según  lo  man- 
dado en  el  liitual  Komano  y  en  la  ley  11,  titu- 
lo XIII,  Part.  1."-,  cuya  regla  y  excepciones 
quiero  se  sig'an  por  aliora,  con  la  prevención 
de  que  las  personas  de  virtud  ó  santidad,  cu- 
yos cadáveres  podrán  enterrarse  en  las  ig'le- 
sias  según  la  misma  ley,  hayan  de  ser  aquellas 
por  cuya  muerte  deban  los  Ordinarios  ecle- 
siásticos formar  procesos  de  virtudes  y  mila- 
gros, ó  depositar  sus  cadáveres  confornu;  A 
las  decisiones  eclesiásticas;  y  los  que  podrán 
sepultarse,  por  haber  escogido  sepulturas,  ha- 
yan de  ser  únicamente  los  que  ya  las  tengan 
propias  al  tiempo  de  expedirse  esta  cédula. 

2.  Para  que  todo  se  ejecute  con  la  pruden- 
cia y  buen  orden  que  deseo  en  beneficio  de  la 
saliid  pública  de  mis  subditos,  decoro  de  los 

.templo.s  y  consuelo  de  las  familias  cuyos  indi- 
viduos se  hayan  de  enterrar  en  los  cemente- 
rios, se  pondrán  de  acuerdo  con  los  prelados 
eclesiásticos  los  corregidores,  como  delegados 
míos  y  del  Consejo  en  todo  el  distrito  de  suS 
partidos,  procurando  llevar  por  partes  esta 
importante  materia,  comenzando  por  los  luga- 
res en  que  haya  ó  hubiere  habido  epidemias,  ó 
estuviesen  más  expuestos  á  ellas,  siguiendo 
por  los  más  po|iuIosos  y  por  las  parro(iuias  de 
mayores  feligresías  en  que  sean  más  frecuén- 
teselos entierros  y  continuando  después  por 
los  demás. 

3.  Se  harán  los  cementerios  fuera  de  las 
poblaciones,  siempre  que  no  hubiere  dificul- 
tad invencible  ó  grandes  anchuras  dentro  de 
ellas,  en  sitios  ventilados  é  inmediatos  á  las 
parroquias,  y  distantes  de  las  casas  de  los  ve- 
cinos; y  se  aprovecharán  para  capillas  de  los 
mismos"  cementerios  las  ermitas  que  existan 
fuera  de  los  pueblos,  como  se  ha  empezado  á 
practicar  en  algunos  con  buen  suceso. 

4.  La  construcción  de  los  cementerios  se 
ejecutará  á  la  menor  costa  posible,  bajo  el 
plan  ó  diseño  que  harán  formar  los  curas  de 
acuerdo  con  el  corregidor  del  partido,  que 
cuidará  de  estinuilarlos,  y  expondrá  al  prela- 
do su  dictamen  en  los  casos  en  que  haya  va- 
riedad ó  contradicción  para  que  se  resuelva  lo 
csnveniente. 

5.  Con  lo  que  resolviese  ó  resultase  .se  pro- 
cederá á  las  obras  necesarias,  costeándose  de 
los  caudales  de  fábrica  de  las  iglesias  si  los 
hubiere;  y  lo  que  faltare  se  prorrateará  entre 
los  partícipes  en  diezmos,  inclusas  mis  Reales 
tercias,  excusado  y  fondo  pío  de  pobres,  ayti- 
dando  también  los  caudales  públicos  con  mi- 
tad ó  tercera  parte  del  gasto,  según  su  esta- 
do, y  con  los  terrenos  en  que  se  haya  de  cou,s- 
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concejiles  ó  de 


truir  el  cemeuterio,  si  fueren 
propios. 

6.  Los  fiscales  del  Consejo  se  eucargaráu 
en  esta  parte  de  la  más  exacta  v  arreglada 
ejecución,  y  me  darán  cuenta  de  tiempo  en 
tiempo  de  lo  que  se  vava  adelantando  hacien- 
do uso  con  los  jn-elados  y  corregidores  del  re- 
glamento del  cementerio  del  Real  Sitio  de  San 
Ildefonso,  hecho  con  acuerdo  del  Ordinario 
eclesiástico,  en  lo  que  sea  adaptable  para  alla- 
nar dificultades  y  resolver  las  dudas  que  pue- 
dan ocurrir  en  otros  pueblos.»  (Real  cédala  3 
Abril  17S7  '.) 

El  reglamento  del  cementerio  del  Real  Sitio  de 
San  ndefonxo  de  9  de  Febrero  de  1785,  que  se 
cita  en  la  regla  G.»  de  la  ley  anterior,  contie- 
ne, entre  otras  disposiciones  de  ning-úu  interés 
g-eneral,  las  siguientes  que  creemos  le  tienen: 
«G.-''  Ko  se  hará  novedad  en  el  pag'o  y  can- 
tidad de  derechos  que  con  motivo  de  entierros 
sejian  satisfecho  hasta  ahora. 

7."  A  fin  de  no  perjudicar  á  la  parroquia 
en  los  derechos  de  rotura  que  en  ella  se  han 
hecho  hasta  aqui,  se  señalarán  en  el  cemente- 
rio otras  tantas  clases  eoino  habia  en  ella. 

8."  Para  el  depósito  que  ocurra  de  cadáve- 
res por  alg-ún  tiempo,  se  construirán  seis  ni- 
chos^y  quedarán  reservados  en  el  cementerio. 
9.^  Unido  á  éste  se  hag-a  un  osario  donde 
se  vayan  depositando  los  huesos  que  resulta- 
rán en  el  discurso  del  tiempo;  v  cuando  haya 
una  porción  competente,  se  diga  un  oficio  ge- 
neral por  las  almas  de  todos  los  fieles  á  cjuie- 
ncs  pertenecieren,  y  se  les  dé  sepultura  ecle- 
siástica en  lugar  cómodo  del  mismo  cemente- 
rio.» (Nota  2.^  á  la  ley  I."",  tit.  III,  lib.  I,  Noví- 
sima Recopdación,  ya  inserta  -.) 

Ley  2^,  título  y  libro  citados.  (Suplemento  á 
la  Aoc.  /i'ecv)/).j— «...Se  declara  que  no  pueden 
las  personas  ó  comunidades  eclesiástica,  así 
regulares  como  seculares,  sean  de  la  clase  que 
íueren,  establecer  para  su  uso  cementerios 
distintos  de  los  que  se  construyan  en  los  res- 
pectivos pueblos  para  el  enterramiento  de  los 
cadáveres  de  todo  el  vecindario,  aunque  se 
debe  observar  lo  que  se  prescribe  en  el  art.  5.° 
de  la  de  28  de  Junio,  y  que  en  los  pueblos  que 
tienen  ya  cementerios  provisionales  debe  ha- 
cerse en  éstos  el  enterramiento  de  todos  los 
cadáveres,  sin  excepción  alguna  de  estado, 
condición  ó  se.xo,  hasta  que  se  establezcan  los 
permanentes.»  (Circ.  17  Octubre  1805  ^.J 
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Circnlar  26  Abril  180i.— Se  mandó  activar  la  cons- 
trucaon  de  cementerios  como  estaba  prevenido,  para  re- 
mediar los  funestos  efectos  que  estaba  produciendo  el  en- 
terramiento en  las  iglesias  y  por  el  respeto  y  veneración 
debidos  a  la  casa  de  Dios.  (Kota  A  la  Nov.  Eecop.) 

2  Para  los  que  gusten  consultar  textualmente  este  re- 
glamento, advertimos  que  se  hulla  en  las  páginas  11  y  ¡o 
ta>molO  de  la  Librería  de  jueces  de  D.  Manuel  Silvestre 
Martínez.  Las  disposiciones  S.»  á  la  5.»,  arriba  insertas, 
eslían  tomadas  literalmente  de  la  nota  que  se  cita. 

Por  notas  á  las  dos  leyes  anteriores  del  suplemento 
a  la  JNov.  Eecop.,  se  hace  mérito  de  las  siguientes  Reales 
órdenes:  ."' 

R.  O.  13  Muj^o  ■«04  (circulada  on  84).  Preven- 
ción y  encargo  á  los  eclesiAsticos.-£n  la  catedral  de 
Malaga  se  dió  sepultura  al  cadáver  de  un  prebendado,  no 
obstante  las  reclamaciones  de  la  Junta  de  Sanidad  al  deán 
(lela  mismaiglesia  para  que  lo  hiciese  fuera  de  poblado... 
•  Enterado  el  lley  de  ello,  ha  sido  muy  de  su  desagrado  la 
conducta  que  ha  tenido  el  deán  resistiendo  se  sacase  de  la 


Ley  5.-',  tit  XL  l.b.  Vil.  Profundidad  de  se- 
puttnra,.  il/o»rfa.s>.-Contieue  reglas  sobre  la 
policía  de  la  salud  pública  en  la  corte;  v  la  ■'  » 
dispuso,  qiie  ínterin  se  construían  los  ¿emeu- 
terio.s  rurales,  se  cuidase  de  que  los  cadáveres 
se  enterrasen  con  la  profundidad  conveniente 
y  que  las  mondas  se  hiciesen  en  las  horas,  es- 
taciones y  estado  de  la  atmósfera  menos  ex- 
puestos á  propagar  los  miasmas  que  despiden 

Mre]^/  ^"^  '^^^P°J''^-  í'^-  ^-  ''  ^0- 
Ley  !.•%  tít.  Il|,  lib.  I  (Suplemento).  Reglas  imra 
la  construcción  de  cementerios  <.— Para  acti- 
var en  todo  el  Reino  la  construcción  de  cemen- 
terios tuera  de  los  miu-os  de  los  pueblos,  con 
la  eficacia  que  corresponde  á  su  importancia, 
se  maiidaron  observar  las  reglas  siguientes: 

1.  -fromoveran  los  corregidores  estos  úti- 
lísimos establecimientos  en  todo  el  distrito  de 
sus  partidos,  poniéndose  de  acuerdo  con  los 
reverendos  obispos,  y  procurando  se  realicen 
con  preferencia  en  las  ciudades  ó  villas  capi- 
tales, pueblos  en  que  haya  ó  hubiere  haljído 
epidemias,  ó  que  estén  más  expuestos  á  ellas 
y  en  aquellas  parroquias  en  que  se  reconozca 
que  es  mayor  la  urgencia  por  el  numero  de  pa- 
rroquianos, corto  recinto  de  las  iglesias  v  otras 
circunstancias. 

2.*  Se  deben  construir  los  cementerios  fue- 
ra de  las  poblaciones,  y  á  la  distancia  conve- 
niente de  éstas,  en  parajes  bien  ventilados,  y 
cuyo  terreno  por  su  calidad  sea  el  más  á  pro- 
posito para  absorber  los  miasmas  pútridos,  v 
íacilitar  la  pronta  consunción,  desecación  de 
los  cada. veres,  evitando  aun  el  más  remoto  ries- 
go de  filtración  o  comunicación  con  las  ao-uas 
potables  del  vecindario:  y  como  el  examelí  de 

iglesia  el  referido  cadáver;  y  para  que  no  se  repitan  seme- 
jantes ejempla^res  tan  perjudiciales  d  la  salud  pública, 
^ne  manda  S.  3T  decir  d  V.  S.  I.  que  reprenda  al  expresa- 
do  deán  por  este  exceso;  y  ha  resuelto,  al  mismo  tiempo, 
que  SI  los  eclesiásticos  seculares  ó  regulares  se  opusiesen 
a  tas  providencias  de  la  sanidad,  resistiendo  el  enterra- 
miento de  sus  individuos  ó  cualquiera  otra  persona  en  los 
lugares  destinados  al  intento,  se  proceda  por  la  justicia 
a  la  extracción  de  dichos  cadáveres,  guardando  el  deco- 
ro debido  a  los  santos  templos  y  lugares  religiosos;  lo  que 
y.  ;>.  1.  podra  comunicar  d  sus  subditos  para  evitar  des- 
fuer"a"^^  2/  2««  "eff"«  el  caso  preciso  de  usar  de  la. 

Aunque  se  hace  mérito  de  esta  Real  orden  en  la  nota  3." 
a  la  ley  2.°,  tit.  III,  lib.  I,  suplemento  á  la  A'ov.  Recop., 
es  mas  en  extracto.  La  parte  textual  la  hemos  tomado  del 
¿"rontuario  de  Reales  resoluciones  do  D.  Severo  A<'m- 
rre,  t.  10,  pág.  50.  " 

t'ircuiíir  del  Con-icjo  tH  «hrll  IHOO  dlrielila  il 
todos  lo»  Oidlnarlus  cclcsiasticus.  Alteración 
de  los  derechos  de  entierro.— «Con  motivo  de  haber  re- 
presentado el  corregidor  y  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Si- 
sante que,  concluido  ya  su  cementerio,  se  hallaban  con  el 
tropiezo  de  que  el  cura  jiárroco  pretendía  aumentar  los 
derechos  actuales  por  racón  del  mayor  trabajo  que  supo- 
nía iiroducirle  la  conducción  de  cadáveres  al  cementerio 
y  su  enterramiento,  recargando  un  ducado  por  cada  uno 
y  nombrando  un  seinilturero  con  cinco  reales  por  cada 
difunto,  se  acordó  que  todos  los  Ordinarios  eclesiásticos 
con  presencia  de  lo  representado,  informasen  lo  que  se  les 
ofreciera,  teniendo  en  consideración  las  circunstancias 
locales  de  los  cementerios,  manifestando  lo  que  ¡u:gasen 
en  ?-a;iíii  de  los  sepultureros  que  se  hubiesen  de  encargar 
de  la  conducción  y  enterramiento  en  el  modo  decente  y  aco- 
modado al  uso  observado  hasta  ahora,  y  expresando  cómo 
deberla  quedar  la  asignación  de  derechos  del  cura,  tenien- 
tes y  demás  ministros  de  la  Iglesia  por  la  conducción  de 
los  cadáveres  al  cementerio  »  (Nota  2."  al  titulo  y  libro 
citados.  Suplein.  á  la  Nov.  Recop.) 
1    Es  una  circular  de  28  de  Junio  de  1S04. 
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estas  circunstaueias  peude  de  conocimientos 
científicos,  deberá  preceder  im  reconocimien- 
to exacto  del  terreno  que  parezca  proporcio- 
nado, practicado  por  profesor  ó  profesores  Se 
Medicina  acreditados. 

3."  Si  resultase  del  informe  de  éstos  que 
concurren  las  calidades  correspondientes  en 
el  terreno  ó  terrenos  elegidos,  se  formarán  por 
arquitecto  aprobado  donde  le  hubiere,  y  en  de- 
fecto por  el  maestro  de  obras  ó  alarife  de  más 
confianza  del  pueblo,  el  conveniente  plano,  y 
el  cálculo  prudencial  de  la  cantidad  á  que  po- 
drá ascender  la  ejecución,  teniendo  presente 
en  primer  lugar  que  los  cementerios  deberán 
estar  cercados  en  la  altura  que  sea  suficiente 
para  impedir  que  puedan  entrar  en  ellos  per- 
sonas ó  bestias  capaces  de  causar  alguna  pro- 
fanación opuesta  al  honor  con  que  deben  ser 
tratados  los  cadáveres;  pero  descubiertos  en 
la  parte  en  que  se  han  de  haoer  los  enterra- 
mientos: y  en  segundo  que  su  recinto  debe  ser 
de  tal  extensión  que  no  sólo  puedan  enterrar- 
se los  cadáveres  que  resulten  en  un  año  común 
deducido  de  un  quinquenio,  y  calculado  de  ma- 
nera que  colocándose  dos  cadáveres  en  cada 
sepultura  pueda  dárseles  el  tiempo  de  tres  años 
para  su  consunción  ó  desecación,  sino  que  que- 
de además  algún  terreno  sobrante  para  ocu- 
rrencias extraordinarias. 

4.*  Se  aprovecharán  para  capillas  de  los  ce- 
menterios las  ermitas  situadas  fuera  de  los 
pueblos,  según  se  previno  en  el  cap.  III  déla 
R.  C.  de  H  de  Abril  de  1787.  Si  no  se  pudiera 
verificar  ó  porque  no  existan  ó  porque  no  lo 
permitan  su  situación  y  demás  circunstancias, 
convendrá  se  construyan  á  lo  menos  en  los 
pueblos  principales,  y  en  qxie  haya  proporción 
de  fondos,  é  igualmente  osarios  para  el  des- 
ahogo y  lirapiezade  los  cementerios,  y  habita- 
ciones para  los  capellanes  y  sepiiltureros;  pero 
ui  deberán  considerarse  de  necesidad  estas 
obras,  ni  retardarse  con  ocasión  de  ellas  la 
construcción  de  cementerios;  pues  en  los  pue- 
blos cortos,  donde  no  sea  fácil  proporcionar 
fondos  para  capilla,  osario  y  dichas  habitacio- 
nes, ó  donde  no  se  tenga  por  oportuno  esta- 
blecerlas, bastará  por  ahora  que  cercándose 
hasta  la  altura  conveniente  los  cementerios, 
so  coloque  una  cruz  en  medio  de  ellos. 

5."  Para  que  se  guarde  el  honor  debido  á 
los  sacerdotes,  y  para  que  conforme  al  espíri- 
tu de  la  Iglesia,  no  se  confundan  con  los  de- 
más los  cadáveres  de  los  párvulos,  se  destina- 
rán sepulturas  privativas,  ó  unos  pequeños 
recintos  separados,  para  unos  y  otros:  se  po- 
drán también  construir  sepulturas  de  distin- 
ción, ya  para  preservar  en  ellas  los  derechos 
que  tengan  adquiridos  algunas  personas  ó  fa- 
milias en  las  iglesias  parroquiales  ó  conven- 
tuales, ya  para  que  se  puedan  conceder  á 
otras  que  aspiren  á  este  honor,  pagando  lo 
que  se  estime  justo. 

6.^  Se  ejecvitarán  estas  obras  con  los  fon- 
dos señalados  en  el  cap.  V  de  dicha  R.  C.  de 
3  íe  Abril  de  1787  (letj  1.^,  tit.  III,  lib.  I  de 
la  N.  li.),  observando  en  ellas  la  ma.vor  mo- 
deración, v  la  forma  que  sea  más  capaz  do 
conciliar  la  economía  en  el  coste  con  el  decoro 


exterior,  aunque  sencillo  y  serio,  de  estos  re- 
ligiosos establecimientos. 

7.*  Luego  que  se  hayan  reconocido  y  ele- 
gido los  terrenos,  fijado  el  número  de  cemen- 
terios que  se  conceptúen  necesarios  en  cada 
población,  y  formados  los  planos  y  cálculos  de 
su  coste,  se"  liará  todo  presente  al  señor  minis- 
tro comisionado  con  la  debida  instrucción  para 
su  aprobación  ó  providencias  que  estimo  con- 
venientes  » 

E.  O.  6  Octubre  1806. 

Se  dictó  á  instancias  del  cardonal  arzobispo 
de  Toledo,  permitiendo  que  sean  enterrados 
en  sus  catedrales  los  MM.  BR-  arzobispos  y 
reverendos  obispos. 

B.  D.  19  Atril,  ó-E.  C.  19  Mayo  181* 
Sepelio  de  religiosas. 
i. ..Mando  que  de  aquí  en  adelante  á  todos 
los  cadáveres  de  las  religiosas  profesas  de  los 
conventos  de  estos  mis  Reinos,  sin  exceptuar 
ninguno,  se  les  dé  sepultura  eclesiástica  den- 
tro de  su  misma  clausura.— Palacio  á  19  de 
Abril  de  1818  »  (Inserto  en  Céd.  19  Mayo.— 
C.  L.,t.5,p.  220.)  • 

E.  O.  22  Noviemtre  1828. 
Que  se  faciliten  noticias  sobre  cementerios. 

(Gr.\c.  y  Just.)  «El  Rey  nuestro  Señor  se 
ha  servido  tomar  en  consideración  las  obser- 
vaciones expuestas  por  V.  I.  en  30  de  Octubre 
de  este  año,  que  le  ha  transmitido  el  ministro 
del  Consejo  Real  D.  Rafael  Paz  y  Fuertes  con 
motivo  de  cierto  expediente,  de  las  cuales  re- 
sultan los  inconvenientes  que  se  han  presen- 
tado hasta  ahora  para  el  establecimiento  de 
cementerios,  según  lo  prevenido  en  la  R.  C.  de 
3  de  Abril  de  1787  y  otras  soberanas  resolu- 
ciones: el  abandono  con  que  muchos  corregi- 
dores han  procedido  on  el  particular,  pues  que 
son  más  los  pueblos  que  carecen  de  cemente- 
rios generales  construidos  con  arreglo  á  las 
Reales  determinaciones,  que  los  en  que  se  ha- 
llan establecidos,  contentándose  algunos  con 
los  provisionales  que  se  han  erigido,  que  en  la 
mavor  parte  son  más  expuestos  y  más  perju- 
diciales á  la  salud  pública  que  la  continuación 
de  los  enterramientos  en  las  iglesias,  á  cuyo 
abandono  contribuyen  los  pretextos  de  falta 
de  fondos  con  que"  costear  las  obras  por  las 
excusas  de  los  participes  de  los  diezmos,  de 
los  encargados  de  los  caudales  públicos,  do 
los  párrocos  del  territorio  de  las  Ordenes  mili- 
tares, y  de  varias  personas  que,  disfrutando 
distint"os  fueros,  causan  entorpecimientos  y 
contestaciones  dilatorias.  Enterado  el  Rey 
nuestro  Señor  de  todos  los  expresados  parti- 
culares, V  á  fin  de  que  desaparezcan  unos 
obstáculos  que  tan  dolorosos  é  irremediables 
perjuicios  pueden  ocasionar  á  sus  pueblos,  de 
cuva  felicidad  es  una  de  las  principales  partes 
la  "seguridad  de  la  salud  pública,  al  propio 
tiempo  que  se  aumenta  el  decoro  de  los  tem- 
plos; se  ha  dignado  mandar,  conformándose 
con  el  dictamen  de  V.  I.  y  de  dicho  magistra- 
do, que  ninguna  autoridafl,  Corporación  ó 
persona  se  e'xcuse  á  pretexto  de  empleo  de 
propios  V  arl^trios,  ó  de  pertenecer  al  territo- 
rio de  la"s  Ordenes,  ó  á  cualquiera  dependen- 
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cia  no  STijeta  al  Consejo  Real,  de  dar  al  minis- 
tro comisionado  las  noticias  que  exija,  poner 
libros  y  documentos  de  manifiesto,  franquear 
testimonios  ó  certificaciones  y  cumplir  sus  ór- 
denes, sin  necesidad  de  que  se  oficie  á  los  je- 
fes de  quien  dependen,  para  que  asi  se  evite 
la  falta  de  ejecución  del  establecimiento  de 
cementerios,  de  que  tanto  se  necesita,  y  que 
se  ha  declarado  de  urgente  necesidad  para 
precaver  las  epidemias  á  que  en  su  defecto 
hav  exposición. — De  orden,  etc. — Palacio  22 
de'Noviembre  de  1828.»  (C.  L.,  t.  13,  p.  378.) 

E.  o.  8  Agosto  1830. 

Que  se  costeen  de  fondos  de  las  fábricas  para  las  que  son 

los  productos,  etc. 

(Hac.)  «Enterado  el  Rey  nuestro  Señor  del 
expediente  instruido  á  consecuencia  de  las 
contestaciones  que  han  mediado  entre  el  muy 
reverendo  arzobispo  de  Granada  y  el  coiTe- 
gidor  y  Ayuntamiento  de  dicha  capital  sobre 
la  construcción  de  un  cementerio,  á  cuya  obra 
se  ijretende  que  contribuyan  los  fondos  de 
propios;  S.  M.,  conformándose  con  lo  expues- 
to por  V.  I.  en  16  de  .Junio  último,  se  ha  servi- 
do mandar  que  se  lleven  A  efecto  las  Rs.  Os. 
de  l.'j  de  Enero  y  17  de  Julio  de  1807,  y  la  de 
20  de  Enero  de  1808  que  se  citan  en  este  expe- 
diente, en  las  que  se  desig-nau  los  fondos  de 
fábrica  y  Junta  decimal  como  res))onsables  á 
costear  las  obras  de  que  se  trata,  á  que  se 
agrega  además  el  que  se  utiliza  el  ramo  de  fá- 
brica de  iglesias  de  aquella  ciudad  de  lo  que  se 
contribuye  por  el  terreno  de  las  sepulturas  á 
razón  de  75  rs.  qusí  percibe  por  cada  cuerpo  de 
aquella  vasta  población. — De  Real  orden,  etcé- 
tera.—Madrid  8  de  Agosto  de  1830.»  fC.  L., 
t.  11,  p.  -Jo.5.) 

E.  O.  20  Febrero  1831. 

Se  resuelve  como  en  la  anterior  que  los  fondos  de  propios 

no  deben  contribuir  á  la  construcción  de  cementerios. 

(Hac.)  «Enterado  el  Rey  nuestro  Señor  de 
lo  expuesto...  acerca  de  las  contestaciones  que 
han  mediado  entre  el  corregidor  de  Antequera 
que  ha  dispuesto  la  construcción  de  un  cemen- 
terio, y  la  Junta  de  propios  que  ha  contribuido 
con  10.000  rs.  de  los  fondos  del  ramo,  se  ha  ser- 
vido S.  M.  resolver  que  no  han  debido  gravar- 
se los  propios  de  Antequera  con  unos  gastos 
que  no  les  corresponde  conforme  á  lo  mandado 
por  R.  O.  de  8  de  Agosto  último  sobre  la  cons- 
trucción del  cementerio  de  Granada  para  que 
se  lleven  á  efecto  las  de  13  de  Enero  y  17  de 
Julio  de  1808,  en  las  que  se  designan  los  fon- 
dos de  fábrica  y  Junta  decimal  como  respon- 
sables á  costear  estas  obras;  y  es  la  soberana 
voluntad  de  S.  M.  que  á  la  Junta  de  propios 
de  Antequera  se  le  exija  por  el  proceder  arbi- 
trario de  sus  individuos  en  la  entreg-a  de  la  ci- 
tada suma  la  responsabilidad  en  que  ha  incu- 
rrido.— De  Real  orden,  etc.  Madrid  20  de  Fe- 
brero de  1831.»  (C.  L.,  t.  11,  p.  255.) 

H.  O.  ISKoviembre  1831. 

Construcción  de  cementerios  para  subditos  ingleses. 

(Estado.)  «Habiendo  dado  cuenta  al  Rey 
nuestro  Señor  de  una  reclamación  del  repre- 
sentante británico,  pidiendoun  terreno  en  la 
Coruña  para  cementerio  de  los  subditos  de  su 
nación;  que  se  señalen  también  otros  en  todos 


los  puntos  de  residencia  de  los  cónsules  ingle- 
ses, y  que  se  le  manifieste  la  voluntad  de  S.  M. 
en  cuanto  á  cercar  el  que  su  Gobierno  ha  com- 
prado en  esta  corte  con  igual  objeto;  se  ha  ser- 
vido S.  M.  resolver,  conformándose  con  el  dic- 
tamen de  su  Consejo  de  señores  Ministros,  que 
no  hay  inconveniente  en  conceder  dichos  terre- 
nos, pudiéndolos  adquirir  los  ingleses  de  los 
particulares,  y  cercarlos,  con  tal  que  se  obser- 
ven las  formalidades  prevenidas,  á  saber:  que 
se  cierren  con  tapia,  sin  ig-lesia,  capilla  ni  otra 
señal  de  templo,  ni  culto  público  ni  privado, 
y  que  bajo  la  misma  condición  podrán  hacer 
uso  del  terreno  que  tienen  comprado  en  esta 
corte,  poniéndose,  sobre  todo,  de  acuerdo  cou 
las  autoridades  locales,  á  las  que  se  deberán 
hacer  las  prevenciones  oportunas.  —  De  Real 
orden,  etc. — Madrid  13  de  Noviembre  de  1831.» 
(C.  L.,  t.  16,  p.  359.) 

E.  O.  14  Noviembre  1832. 

Renueva  la  disposición  de  la  de  S  de  Agosto  de  1830. 

(Hac.)  Se  declara  que  «quedan  vigentes  las 
Rs.  Os.  de  8  de  Agosto  de  1830  y  20  Febrero  de 
1831  relativas  á  la  construcción  de  cemente- 
rios de  Granada  y  Antequera».  fC  L.,  1. 11,  pá- 
gina 255.) 

E.  O.  2  Junio  1833. 

Eeencarga  la  construcción  de  cementerios  con  fondos  de 

las  fábricas  de  las  iglesias. 

(Fom.)  «Con  motivo  de  haber  recurrido  al 
Ministerio  de  mi  carg'o  los  diputados  de  la  pa- 
rroquia de  Santa  Eulalia  en  la  ciudad  de  Se- 
govia,  solicitando  se  llevasen  á  puro  y  debido 
efecto  las  repetidas  Reales  órdenes  expedidas 
en  diferentes  épocas,  que  prohiben  dar  sepul- 
tura á  los  cadáveres  en  los  templos,  y  manifes- 
tando que  las  referidas  Reales  órdenes  no  se 
cumplian  en  aquella  ciudad,  á  pesar  de  haber- 
se construido  en  ella  un  cfmeuterio;  se  sir- 
vió S.  M.  mandar  que  su  Consejo  Real  consul- 
tase sobredicha  solicitud, extendiéndose  á  ma- 
nifestar el  estado  en  que  se  hallaba  la  cons- 
trucción de  cementerios  en  todas  las  provincias 
del  Reino,  cuántos  eran  los  pueblos  que  los  te- 
nían y  los  que  carecían  de  ellos,  y  si  en  algu- 
nos de  aquellos  que  los  tenían  se  toleraba  to- 
davía ó  se  disimulaba  que  los  cadáveres  se 
enterrasen  en  las  iglesias;  qué  providencias 
convendría  adoptar  para  cortar  este  abuso  don- 
de existiese,  y  qué  disposiciones  debían  darse 
para  llevar  adelante,  en  todos  los  pueblos  don- 
de fuese  practicable,  la  construcción  de  cemen- 
terios, venciendo  las  dificultades  que  la  hubie- 
sen entorpecido  con  detrimento  de  la  salud  pú- 
blica é  inobservancia  de  las  leyes. 

Cou  fecha  de  30  de  Abril  iiltiino  evacuóle! 
Consejo  la  consulta  que  se  le  había  pedido;  y 
conformándose  S.  M.  con  su  dictamen  en  todo 
lo  sustancial,  se  ha  servido  resolver  lo  si- 
g'uiente: 

1."  Los  intendentes  de  las  provincias,  va- 
liéndose de  los  corregidores,  alcaldes  mayores 
y  Ayuntamientos,  dispondrán  que  en  todas  las 
poblaciones  en  que  se  hallen  construidos  ce- 
menterios se  proceda  desde  luego  al  enterra- 
miento de  los  cadáveres  en  ellos,  sin  condes- 
cendencia ni  disimulo. 

2."    Los  mismos  intendentes,  y  las  autori- 


CEMENTERIOS (1833—1848.) 


427 


dades  municipales  por  conducto  de  aquéllos, 
daráu  cuenta  en  el  téi-miuo  de  un  mes  al  Mi- 
nisterio de  mi  carg'o  de  los  pueblos  en  que  haya 
cementerios  construidos  y  de  su  estado. 

3."  Respecto  ;'i  los  pueblos  donde  no  los 
haya,  los  mismos  intendentes,  obrando  de 
acuerdo  con  los  prelados  eclesiásticos,  cuida- 
rán de  que  se  dé  principio  desde  lueg'o  á  su 
construcción  á  costa  de  los  fondos  de  las  fábri- 
cas de  las  iglesias,  que  son  los  primeros  obli- 
g'ados  á  ello. 

4."  Donde  se  haya  aleg'ado  ó  se  aleg'ue  no 
existir  fondos  suficientes  para  ello  en  las  fá- 
bricas, se  deberá  acreditar  esta  falta  ó  insufi- 
ciencia en  debida  forma,  no  bastando  la  mera 
enunciativa  de  ella. 

5.°  En  defecto  de  fondos  de  fábricas  se 
echará  mano  de  los  pro[>ios  en  aquellos  pue- 
blos que  á  juicio  de  la  Dirección  del  ramo  pue- 
dan soportar  este  gravamen;  y  si  fuese  preci- 
so en  algunos  pueblos  destinar  algún  terreno 
concejil  ó  de  propios  para  el  local  del  cemen- 
terio, podrá  hacerse,  previa  la  aprobación  de 
S.  M.  á  iH-opuesta  de  la  Dirección  de  propios. 

6."  Donde  no  haya  fondos  de  fábricas  ni  de 
propios  con  que  concurrir  á  este  gasto,  las  au- 
toridades locales,  por  conducto  de  las  de  sus 
respectivas  provincias,  propondrán  los  medios 
que  conceptúen  nuls  adecuados  para  atender 
á  tan  importante  objeto. 

7.°  S.  M.  espera  del  celo  de  los  prelados  j 
autoridades  eclesiásticas,  que  en  unión  con  las 
civiles,  cooperarán  eficazmente  á  la  más  pron- 
ta y  perfecta  ejecución  de  unas  obras  en  que 
se  interesan  la  salud  pública,  el  respeto  y  de- 
coro de  los  templos,  y  la  observancia  de  las  le- 
les y  órdenes  expedidas  sobre  la  materia. — Lo 
que  comiuiico  á  V.  S.  de  Real  orden,  etc. — 
Dios,  etc.— Madrid  2  de  Junio  de  1833.»  (C.  L., 
tomo  18,  p.  131.) 

R.  D.  30  Noviembre  ia33. 
Es  la  instrucción  para  los  subdelegados  de 
Fomento,  inserta  en  Gobierno  de  la.s  pro- 
vincias. El  art.  30  es  relativo  á  cementerios, 
y  en  él  se  encarga  la  práctica  de  la  buena  po- 
licía en  los  mismos. 

E.  O.  13  Febrero  1834. 

(FoM.)  Se  reencarga  el  cumplimiento  de  lo 
mandado  en  2  de  Junio  de  1833  sobre  construc- 
ción de  cementerios. 

E.  O.  30  Octubre  1835. 
Cementerios  para  las  religiosas  *. 

(Interior.)  Se  mandó  llevar  á  efecto  lo 
prevenido  eu  la  R.  C.  de  10  de  Mayo  de  1818, 
bajo  las  reg-las  sig'uientes: 

«1."  Que  hayan  de  sepultarse  los  cadáveres 
de  las  religiosas  precisamente  en  los  atrios  ó 
huertos  de  los  monasterios  ó  conventos,  seña- 
lándose en  ellos  para  este  destino  un  paraje, 
con  prohibición  de  que  pueda  hacerse  en  los 
coros  bajos  y  en  las  iglesias. 

2.*  Que  los  gobernadores  civiles  reconoz- 
can los  huertos  y  atrios  aseg'urándose  de  su 
ventilación  y  demás  requisitos  necesarios  an- 


*  El  privilegio  concedido  á  las  monjas  con  esta  Real 
orden  hállase  confirmado  por  el  mtm^  1.^  de  la  de  18  de 
Julio  de  1887, 


tes  de  prestar  su  aprobación  para,  la  inhuma- 
ción en  ellos. 

3.''  Que  los  cadáveres  de  las  relig'iosas  que 
fallecieren  en  monasterios  ó  conventos  en  que 
no  haya  huerto  ó  atrio  ventilado  donde  sepul- 
tarlos, se  conduzcan  á  los  cementerios  públi- 
cos, en  los  cuales  se  demarcará  el  lug'ar  que 
pareciese  más  á  propósito. 

4."  Que  los  g-obernadores  civiles,  asociados 
de  un  regidor  y  del  sindico  procurador  gene- 
ral, reconozcan  todos  los  monasterios  y  con- 
ventos de  religiosas  de  las  capitales  para  ase- 
gurarse de  la  existencia  en  ellos  de  huertos  ó 
lug'ares  proporcionados  para  el  enterramiento, 
prohibiendo  desde  luego  que  éste  se  verifique 
en  otra  parte. 

Y  5."'  Que  eu  los  pueblos  subalternos  de  la 
capital  den  comisión  los  gobernadores  civiles 
al  sujeto  que  tuvieren  por  oportuno,  para  que 
en  unión  con  un  reg'idor  y  el  sindico  procura- 
dor g'eneral  ejecute  la  visita  con  el  objeto  iu- 
dicado. — De  Real  orden,  etc.  —  Madrid  30  de 
Octubre  de  1835.»  (C.  L.,  t.  20,  p.  510.) 
E.  O.  27  Marzo  1845. 

Contenia  disposiciones  sobre  el  modo  de  ha- 
cer las  exhumaciones  y  traslaciones  de  cadá- 
veres, pero  fueron  expresamente  derog'adas 
por  la  R.  O.  de  19  de  Marzo  de  1848  que  á  la 
vez  ha  dictado  otras. 

E.  O.  21  Febrero  1846. 

Fijaba  los  honorarios  de  los  facultativos  por 
el  reconocimiento  de  cadáveres  en  las  exhu- 
maciones ,  pero  ha  sido  derogada  por  la  si- 
guiente: 

E.  0. 19  Marzo  1848. 

E.rliuviaciones  y  traslaciones  de  cadáveres:  Requisitos: 

Reconocimientos:  Honorarios  de  facultativos. 

(GoB.)  «El  jefe  político  de  Madrid,  en  16  de 
Noviembre  último,  propuso  como  conveniente 
la  modificación  de  alguna  de  las  disposiciones 
contenidas  eu  las  Rs.  Ords.  de  27  de  Marzo  de 
1845  y  21  de  Febrero  de  1846,  relativas  á  la 
exhumación  y  traslación  de  cadáveres  de  iiu 
cementerio  á  otro,  ó  panteón  ]iarticular;  y  to- 
mando S.  M.  la  Reina  en  consideración  los  res- 
petables motivos  que,  por  lo  general,  mueven 
á  solicitar  semejantes  traslaciones,  con  objeto 
de  conciliar  aquéllos  con  las  precauciones  que 
al'mismo  tiempo  exig'e  La  conservación  de  la 
salud  pública,  se  dig'nó  oír  en  el  particular  el 
dictamen  del  Consejo  de  Sanidad  del  Reino,  y 
de  conformidad  con  lo  que  éste  ha  expuesto, 
se  ha  servido  dictar  las  reg'las  siguientes: 

I.*  No  podrá  verificarse  la  exhumación  y 
traslación  de  cadáveres  sin  licencia  expresa 
del  jefe  político  de  la  provincia  donde  se  hallen 
sepultados. 

2."  No  se  permitirá  la  traslación  de  cadá- 
veres más  que  á  cementerio  ó  panteón  parti- 
cular '. 

3.*  Se  prohibe  la  exhumación  y  traslación 
de  cadáveres  antes  de  haber  transcurrido  dos 
años  desde  la  inhumación  '■'. 


'  En  caso  alguno  puede  autorizarse  la  traslación  d  ce- 
menterio particular.  (Es.  Os.  18  Julio  1887  y  5  Abril  1889, 
regla  5.°) 

2    Confirmada  esta  regla  por  la  S.'  de  la  R.  O.  de  1883. 
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4."  Para  verificar  la  exhumacióa  dentro  del 
tiempo  do  dos  il  cinco  años,  después  de  sepul- 
tado uu  cadáver,  ha  de  preceder  k  la  licencia 
del  jefe  político:  1.°,  el  permiso  de  la  autoridad 
eclesiástica,  y  2.°,  un  reconocimiento  faculta- 
tivo, por  el  cual  conste  que  la  traslación  no 
puede  perjudicar  á  la  salud  piiblica. 

5.*  Este  reconocimiento  será  practicado 
por  dos  profesores  de  la  ciencia  de  curar,  y  su 
nombramiento  corresponde  al  jefe  político. 

6."  Los  profesores  nombrados  han  de  ser 
precisamente  doctores  en  Medicina  ó  indivi- 
duos de  la  Academia  de  Medicina  y  Cirugía  de 
la  provincia,  cuando  los  cadáveres  que  hayan 
de  exhumarse  estén  en  el  cementerio  de  la  ca- 
pital donde  aquélla  tenga  su  residencia.  Si  la 
exhumación  se  hubiere  de  hacer  en  pueblos 
donde  no  haya  doctores,  el  jefe  político  nom- 
brará los  que  juzg'ue  más  conveniente. 

7."  Las  certificaciones  que  han  de  dar  los 
profesores  nombrados,  serán  individuales:  en 
caso  de  discordia,  .se  nombrará  un  tercero. 

8.^  Después  de  cinco  años  de  estar  sepul- 
tado uu  cadáver,  el  jefe  político  puede  orde- 
nar su  exhumación  y  traslación  de  la  manera 
y  con  los  reqviisitos  que  estime  más  oportu- 
nos, disponiendo  que,  en  todos  los  casos  se 
haga  con  la  decencia  y  respeto  debidos,  dando 
conocimiento  al  de  la  provincia  donde  el  ca- 
dáver haya  de  trasladarse,  y  obteniendo  pre- 
viamente el  asentimiento  de  la  autoridad  ecle- 
siástica. 

9.^  Los  cadáveres  embalsamados  podrán 
exhumarse  en  cualquier  tiempo,  y  sin  necesi- 
dad del  reconocimiento  facultativo  que  esta- 
blece la  regla  -i.*  '. 

10.  Las  solicitudes  para  trasladar  á  España 
cadáveres  que  hayan  sido  sepultados  en  país 
extranjero,  ó  viceversa,  se  dirigirán  á  S.  M. 
por  conducto  de  este  Ministerio,  acreditándo- 
se en  ellas  previamente  la  circunstancia  de  ha- 
llarse embalsamados,  ó  la  de  que  haciendo  más 
de  dos  años  que  fueron  sepultados,  se  encuen- 
tran ya  en  estado  de  completa  desecación  -. 

11.  Todos  los  gastos  que  ocasionen  los  actos 
de  exhumación  serán  de  cueuta  de  los  intere- 
sados. 

12.  Los  honorarios  que  ha  de  devengar  ca- 
da profesor  por  el  acto  del  reconocimiento  y 
certificación  correspondiente,  serán  de  160  rea- 
les vellón  en  Madrid,  120  en  los  demás  pueblos 
del  Reino.  El  jefe  político  elevará  esta  suma 
á  la  que  estime  oportuno,  en  razón  á  la  dis- 
tancia que  hubieren  de  recorrer  los  profesores 
nombrados,  cuando  el  reconocimiento  se  haga 
eu  piieblo  diferente  de  aquel  en  que  estén  do- 
miciliados. 

13.  Se  reducirán  los  honorarios  á  la  mitad 
de  lo  establecido  eu  la  regla  anterior,  siempre 
que  se  hiciere  á  uu  mismo  tiempo  el  reconoci- 
miento de  dos  ó  más  cadáveres. 

14.  Quedan  derogadas  todas  las  disposicio- 
nes contenidas  en  las  Rs.  Os.  de  27  de  Marzo 
de  1845  y  21  de  Febrero  de  1846.— De  la  de 


*  Nunca  puede  autorizársela  traslación  de  cadáveres 
no  embalsamados.  (E.  O.  5  Abril  1889,  regla  3.") 

2  Las  aiífori-aciones  para  trasladar  cadáveres  al  ex- 
tranjero  y  á  Cltramar  y  viceversa,  se  conceden  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación.  (E.  O.  5  Abril  1889,  regla  6.") 


S.  M.,  etc.— Madrid  19  de  Marzo  de  1848.» 
{C.L.,  t.  43,  p.  306.) 

E.  0. 12  Mayo  1849. 
Panteones  particulares  en  poblado:  Obispos,  etc. 
(GoB.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.),  oído  el  pa- 
recer del  Consejo  de  Sanidad,  y  conforme  con 
su  dictamen,  se  ha  servido  resolver:  [."  Que 
continiie  indefinida  la  prohibición  de  enterrar 
los  cadáveres,  y  de  trasladar  y  colocar  sus 
restos  en  las  iglesias,  panteones  ó  cemente- 
rios que  estuvieren  dentro  de  poblado.  2."  Que 
el  permiso  concedido  por  la  regla  2.^  de  la 
R.  O.  C.  de  19  de  Marzo  de  1848,  para  trasla- 
dar cadáveres  á  cementerio  ó  panteón  jjarticu- 
lar,  se  entienda  si  éstos  se  hallan  situados 
fuera  de  las  poblaciones  '.  Y 3.°  Que  sólo  que- 
den vigentes  las  excepciones  que  eu  favor  de 
los  MM.  RR.  arzobispos,  RR.  obispos  y  religio- 
sas, establecieron  las  Rs.  Os.  de  6  de  Octubre 
de  1806,  13  de  Febrero  de  1807  y  30  de  Octubre 
de  1835.— De  la  de  S.  M.,  etc.— Madrid  12  de 
Mayo  de  1849.»  (C.  L.,  t.  47,  p.  45.) 

E.  O.  20  Septienibre  1849. 
Prohibe  las  exequias  de  cuerx^o presente  ^. 
(GOB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
una  exposición  que  en  30  de  Enero  último  di- 
rigió al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  el  re- 
verendo obispo  de  Mallorca,  haciendo  pre- 
sente la  conveniencia  de  que  eu  aquella  dió- 
cesis se  establezca  la  práctica  de  conducir  los 
cadáveres  á  las  iglesias  por  el  tiempo  necesa- 
rio para  celebrar  las  exequias  de  cuerpo  pre- 
sente, conforme  al  rito  católico,  se  dignó  S.  M. 
oír  el  parecer  del  Consejo  de  Sanidad,  y  con- 
formándose con  lo  que  esta  Corporación  le  ha 
expuesto  eu  8  de  Agosto  próximo,  se  ha  servi- 
do desestimar  la  indicada  solicitad,  mandando 
que  V.  S.,  bajo  su  responsabilidad,  no  con- 
sienta en  esa  provincia  una  práctica  que  pue- 
de considerarse  abusiva,  supuesto  que  se  halla 
reconocido  que  no  impide  á  los  beneficios  de 
las  exequias  la  ausencia  del  cadáver  en  cuyo 
auxilio  se  celebren,  siendo  así  que  su  presen- 
cia en  los  templos  puede,  eu  el  mayor  niimero 
de  casos,  ser  perjudicial  á  la  salud  piiblica. 
S.  M.  quiere  también  que  de  esta  reg'la  gene- 
ral queden  exceptuados  los  MM.  RR.  arzobis- 
pos y  RR.  obispos,  los  cualesgozan  del  privile- 
g'io  de  poder  ser  enterrados  eu  sus  respectivas 
catedrales, — De  Real  orden,  etc. — Madrid  20 
de  Septiembre  de  1849.»  (C.  L.,  t.  48,  p.  52.) 

E.  O.  30  Noviembre  1849. 
Suspende  la  ejecución  de  la  anterior. 
(GoB.)  «...La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servi- 
do resolver  que  suspenda  V.  S.  la  ejecución 
de  la  Real  orden  citada  (de  20  Septiembre  últi- 
mo) hasta  que  se  le  comuniquen  nuevas  ins- 
trucciones, á  consecuencia  de  un  informe  que 
en  24  de  este  mismo  mes  se  ha  pedido  á  las 
Secciones  de  Gracia  v  Justicia  v  de  Goberna- 


'  Véanse  las  Es.  Os.  de  18  Julio  1887  y  S  Abril  1880, 
regla  5.* 

2  Es  notable  la  contradicción  que  lia  sufrido  la  dispo- 
sición de  esta  Real  orden,  como  pitede  verse  por  la  de  30 
de  Noviembre  del  mismo  alio,  las  de  2&  Ayosto  1855,  11 
Abril  185S  y  13  Febrero  1867.  La  de  15  Febrero  187S, 
prohibitiva  de  tales  exequias,  es  la  fundamental  en  la 
materia. 
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eión  del  Consejo  Real,  por  efecto  de  otras 
consultas  hechas  sobre  oí  iiiisiiio  asunto,  para 
lo  cual  se  le  pasa  también  la  citada  comunica- 
ción de  V.  S.,  y  copias  que  la  acompañan. — 
De  Real  orden,  etc. — Madrid  oO  de  Noviembre 
de  1849.»  (C.  L.,  t.  J8,  p.  533.) 

E.  O.  28  Agosto  ia50. 
Sobre  construcción  de  cementerios  en  Madrid. 
(GoB.)  «Visto  el  expediente  instruido  iV ins- 
tancia de  los  hermanos  de  la  AvchicotVadia  del 
Santísimo  Sacramento  de  la  ¡larroquial  de  San 
Lorenzo  de  esta  corte,  en  solicitud  de  permiso 
para  construir  un  cementerio  particular»..., 
S.  M.  la  Reina  ha  tenido  h  bien  desestimar  la 
solicitud  indicada,  mandando  que  para  lo  su- 
cesivo se  observen  en  la  concesión  de  seme- 
jantes permisos  las  reg'las  signiientes,  pro- 
puestas por  el  Ayuntamiento  de  esta  capital, 
en  su  informe  de  12  de  Febrero  Viltimo,  y 
aprobadas  también  por  el  indicado  Conse- 
jo: !.•■'  No  se  exped'iriVn  en  lo  sucesivo  licen- 
cias, ni  .se  consentirá  el  establecimiento  de 
ningún  camposanto  en  sitio  que,  por  la  parte 
del  Norte,  no  esté  situado  A  1.500  varas  de  las 
puertas  ó  limites  de  la  población  de  Madrid. 
2.°'  Tampoco  se  expedirán  en  el  cuartel  del 
Sur  para  los  que  hayan  de  construirse  á  la 
parte  acá  del  rio  ¡Manzanares.  3.'''  Designiado 
ya  un  punto  en  la  parte  alta  y  baja  para  la  for- 
mación de  los  camposantos,  los  que  se  cons- 
truyan en  lo  sucesivo  habrán  de  verificarlo  en 
las  inmediaciones  de  los  mismos.  4.''  Reunien- 
do las  circunstancias  expresadas  los  conocidos 
por  el  de  San  Isidro  y  San  Justo,  esta  parte  y 
sus  inmediaciones  quedan  desig'nadas  para  los 
que  hayan  de  construirse  en  la  parte  baja   ó 


del  Sur. 


v  última.  Hallándose  dentro  de  las 


reglas  establecidas  en  la  primera  el  eam]iosan- 
to  que  se  está  construyendo  en  el  camino  de 
Amaniel,  perteneciente  A  la  Sacramental  de 
San  Martín  y  San  Ildefonso,  este  sitio  y  los  in- 
mediatos quedan  designados  para  los  que  ha- 
yan de  establecerse  en  la  parte  Norte... — Ma- 
drid 28  de  Agosto  de  1850.» 

E.  O.  30  Enero  1851. 

Exhumaciones:   Traslaciones  de  cadáveres  en  el  interior 

de  los  cemfnferios:  Mondas  de  huesos. 

(GoB.)  «Habiendo  consultado  el  g'oberna- 
dor  de  la  provincia  de  Málag-a  acerca  de  las 
reglas  que  hayan  de  observarse  para  verificar 
dentro  de  los  cementerios  la  exhumación  y 
traslación  de  cadáveres  de  un  punto  á  otro, 
así  como  también  para  las  mondas  de  los  hue- 
sos; oido  el  parecer  del  Consejo  de  Sanidad,  y 
conformándose  con  lo  que  ha  expuesto  en  3  de 
Agosto  último,  ha  tenido  á  bien  S.  M.  la  Reina 
dictar  las  disposiciones  siguientes:  I.'"*  Se  pro- 
hiben las  mondas  ó  limpias  g-enerales  de  los 
cementerios.  2.='  No  podrán  ser  trasladados  los 
cadáveres  de  un  punto  á  otro,  dentro  de  un 
mismo  cementerio,  antes  de  transcurridos  cin- 
co años  de  la  inhumación,  sino  en  el  tiempo  y 
con  los  requisitos  que  determina  la  R.  O.  de  19 
de  Marzo  de  1S48  para  la  exhumación  de  un 
punto  cualquiera  del  cementerio  general  al 
cementerio  ó  panteón  particular.  3.^  Por  con- 
secuencia, las  limpias  de  los  cementerios  serán 
parciales,  y  limitadas  exclusivamente  á  los 


cadáveres  que  lleven  cinco  años  desde  su  en- 
terramiento. 4."  Los  gobernadores  de  provin- 
cia podrán  modificar  el  tiempo  prescrito  en  la 
disposiciiin  anterior,  respecto  de  aquellos  ce- 
menterios cuya  capacidad  no  sea  proporciona- 
da al  número  de  defunciones  anuales  de  la 
respectiva  población,  b.^  La  traslación  de  hue- 
sos enteramente  secos  A  los  osarios  puede  ha- 
cerse en  cualquier  tiempo.  6."  No  es  necesaria 
la  intervención  de  facultativos  para  la  ejecu- 
ción de  estas  operaciones  en  los  casos  que  de- 
terminan las  disposiciones  3.^,  4.'''  y  5.'''  7."  y 
última.  Para  todo  lo  que  sea  relativo  á  la  tras'- 
laeión  de  cadáveres  desde  un  punto  cualquie- 
ra A  cementerio  o  panteón  particular,  se  cum- 
plirá estrictamente  lo  establecido  en  Reales 
órdenes  de  19  de  Marzo  de  1848  y  12  de  Mayo 
de  1840,  salvas  las  modificaciones  que  se  esta- 
blezcan á  consecuencia  del  informe  pedido  al 
Consejo  de  Sanidad  en  9  del  actual  sobre  esta 
materia. — De  Real  orden,  etc. — jMadrid  30  de 
Enero  de  1851.»  (C.  L.,  i.  52,  p.  130.) 

E.  O.  23  Abril  18-5.3. 

Que  en  Filipinas  no  se  entierre  en  las  iglesias  á 

los  párrocos,  stis  coadjutores,  etc. 

(Ultk.)  «...S.  M.  ha  tenido  A  bien  resolver: 
1."  Que  no  deben  enterrarse  en  las  ig-lesiaslos 
cadáveres  de  los  párrocos  y  sus  coadjutore.s. 
2."  Que  en  los  cementerios  en  que  sea  posible 
se  señalo  una  ¡lorción  de  terreno,  en  que  se 
entierreu  exclusivamente  los  cadáveres  de  los 
párrocos  y  sus  coadjutores,  los  de  los  españo- 
les y  sus  descendientes,  y  además  los  de  todos 
aquellos  á  quienes  se  concediere  esta  g'racia  es- 
pecial por  méritos  que  hubieren  contraído... — 
Madrid  22  de  Abril  de  1853.— Sr.  Gobernador 
capitán  g'eneral  de  Filipinas.» 

E.  O.  31  Agosto  1853. 

Aclara  Ix  de  30  de  Enero  de  lS5t  sobre  exhumación 

de  cadáccres,  su  traslación,  etc. 

(GoB.)  Extracto. — Se  resuelve  una  nueva 
consulta  del  gobernador  de  Málaga  sobre  la 
inteligencia  de  las  reglas  de  la  R.  O.  de  30  de 
Enero  de  1851,  declarando  que  cuando  la  re- 
ducida capacidad  de  los  cementerios  fuerza  á 
los  g-obernadores  á  usar  de  la  facultad  que  les 
concede  la  regla  4."^,  «puede  hacerse  la  exhu- 
mación de  los  cadáveres  sin  la  intervención  de 
facultativos;  pero  en  tales  casos  liabrAn  de  ex- 
humarse necesariamente  aquellos  cadáveres 
qna  lleven  más  tiempo  sepultados,  y  parcial- 
mente, esto  es,  uno  por  uno,  á  medida  que 
haya  necesidad  de  ello  para  dar  sepultura  á 
otros;»  pero  los  «gobernadores,  en  tales  casos, 
deberán,  sin  embarg'o,  adoptar  aquellas  dispo- 
siciones que  juzg'eu  más  convenientes  para 
evitar  los  peligros  que  las  exhumaciones  an- 
ticipadas ocasionan,  ya  sean  im|ii(liendo  que 
so  formen  nichos  en  los  cementerios  muy  re- 
ducidos, ya  haciendo  que  todos  los  cadáveres 
se  sepulten  en  la  tierra,  ya  haciendo  que  se 
aumente  la  extensión  de  los  cementerios,  ó 
en  fin,  procurando  la  construcción  de  otros 
más  capaces  y  con  todas  las  condiciones  debi- 
das.» Y  A  la  vez  se  manifestaba  la  extrañeza 
de  que  una  capital  de  la  importancia  de  Mála- 
g'a  no  tuviese  más  que  uu  cementerio  y  ésto 
sin  las  condiciones  higiénicas  necesarias,  por 
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lo  que.  se  encargó  al  g-obernador  que  llamase 
la  atención  de  la  Municiiialidad  para  que  se 
ocupase  de  la  construcción  de  otro  uuevo  ce- 
menterio.» (C.  L.,  t.  59,  p.  556.) 

E.  0. 12  Diciembre  ia53. 

Se  exija  para  el  entierro  de  todo  cadáver  certificación  de 

facultativo. 

(GoB.)  «En  vista  de  las  diferentes  quejas 
producidas,  una  con  motivo  de  darse  sepultu- 
ra á  diferentes  cadáveres  sin  el  correspondien- 
te certificado  facultativo,  seg'ün  se  previene 
euR.  O.  C.  de  1.°  de  Diciembre  de  1837...  ',  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  resolver  pre- 
venga á  V.  S...  que  disponga  lo  conveniente 
para  que  en  la  provincia  de  su  mando  se  dé  el 
más  puntual  y  exacto  cumplimiento  á  lo  dis- 
puesto en  la  referida  soberana  resolución.— 
Dios,  etc.— Madrid  12  de  Diciembre  de  1853.» 
(C.  L.,  t.  60,  p.  443.) 

B.  0. 18  Abril  185.5. 

Cesen  las  exacciones  en  las  parroquias  determinadas  por 

traslaciones  de  cadáveres. 

(Grac.  y  .Just.)  »La  frecuencia  con  que  ya 
por  voluntad  de  los  testadores,  ya  por  disposi- 
ción de  las  familias  respectivas,  son  conduci- 
dos los  cadáveres  para  su  inhumación  á  pun- 
tos distintos  y  á  veces  lejanos  del  en  que  ocu- 
rriera el  fallecimiento,  y  los  cuantiosos  gastos 
á  que  dichas  traslaciones  han  dado  lugar,  por 
vía  de  derechos  á  favor  de  las  iglesias  parro- 
quiales cuyo  territorio  cruzan,  han  llamado  la 
atención  de  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  é  impul- 
sado su  Real  ánimo  á  disponer  que  desdeluego 
cesen  semejantes  exacciones  ,  sean  cuales- 
quiera su  nombre  y  aplicación,  excepto  siem- 
pre el  caso  en  que  al  finado  se  hicieran  exe- 
quias en  los  pueblos  del  tránsito.— De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  18  de  Abril  de  1855.»  (C.  L., 
tomo  64,  p.  438.) 

Ley  29  Abril  185,5. 
Construcción  de  cementerios  y  disposiciones  para  el  ente- 
rramiento de  lasque  mueran  fuera  de  la  comunión... 

(Gr.íc.  t  Just.)  «Artículo  1."  En  todas 
las  poblaciones  donde  la  necesidad  lo  exija,  á 
juicio  del  Gobierno,  se  permitirá  construir  ce- 
menterios á  donde  sean  conducidos,  deposita- 
dos y  sepultados,  con  el  respeto  debido  á  los 
restos  humanos,  los  cadáveres  de  los  que  mue- 
ran fuera  de  la  comunión  católica. 

Art.  2.°  En  aquellas  poblaciones  que  no 
tengan  los  cementerios  especiales  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  los  alcaldes  y  Ayun- 
tamientos cuidarán,  bajo  su  más  estrecha"  res- 
ponsabilidad, de  que  los  cadáveres  de  los  que 
mueran  fuera  de  la  comunión  católica  seau 
enterrados  con  el  decoro  debido  á  los  restos 
humanos,  tomando  las  precauciones  conve- 
nientes para  evitar  toda  profanación.  —  Por 
tanto:  mandamos,  etc.  Aranjuez  á29  de  Abril 
de  1855.»  (C.  L.,  t.  64,  p.  456.) 


CEMENTERIOS (1853—1857.) 


'  Dice  que  en  las  partidas  de  defunciones  se  exprese  la 
enfermedad  que  causó  el  fallecimiento,  según  la  certifi- 
cación del  facultativo,  sin  la  cnal  no  podrá  darse 
sepnltura  al  cadáver,  debiendo  dicbo  documento  ex- 
tenderse gratis  en  papel  común.  Boy  ténganse  en 
cuenta  los  arts.  75  d  95  de  la  ley  de  Registro  civil  y  62  á 
S4  del  reglamento.— Y.  Eegistiío  civil. 


R.  O.  28  Agosto  1855. 

Prohibe  de  nuevo  los  funerales  de  cuerpo  presente. 

(GoB.)  Extracto.— Áñrmn,  el  Ministro  que 
nada  más  perjudici.-íí  á  la  salud  que  la  exposi- 
ción de  los  cadáveres  en  las  iglesias;  recuerda 
que  esto  se  halla  prohibido  desde  los  tiem?ios 
de  Carlos  IV,  y  dice  luego:  «Absurdo,  incon- 
cebible es  que  cuando  se  pre.seriben  las  fumi- 
gaciones y  todos  los  desinfectantes  para  puri- 
ficar la  atmósfera  de  la  habitación  donde  ha 
ocurrido  un  caso  de  epidemia,  se  permita  con- 
ducir los  cadáveres  de  los  epidemiados  á  los 
templos,  lugar  en  general  de  escasa  ventila- 
ción, y  más  si  se  compara  con  el  número  de 
personas  que  eu  ellos  se  reúnen.- Penetrada 
S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  verdad  de  las 
consideraciones  expuestas  y  de  que  las  exe- 
quias de  cuerpo  presente  son  una  manifiesta 
infracción  de  los  Reales  mandatos,  se  ha  ser- 
vido prohibir  el  expresado  acto,  haciendo  res- 
ponsables á  los  gobernadores  de  las  provin- 
cias de  la  menor  relajación  que  en  el  particu- 
lar consientan.— De  Real  orden,  etc. — Madrid 
28  de  Agosto  de  1855.»  (C.  L.,  t.  65,  p.  741.) 

E.  0.11  Abril  1836. 

Sobre  depósito  de  cadn.veres  en  capillas  independientes 

de  las  iglesias. 

(GoB.)  «...Se  ha  servido  mandar  S  M...  que 
se  permita  el  depósito  de  cadáveres  por  sólo 
el  tiempo  que  la  ciencia  aconseja  y  que  es 
compatible  con  la  salud  pública,  en  capillas 
independientes  de  las  iglesias,  eu  épocas  ñor 
males  ó  en  que  no  aflija  al  país  alg'una  epide- 
mia, siempre  que  las  capillas  se  hallen  entera- 
mente separadas  de  los  templos,  que  no  estén 
habilitadas  para  el  culto,  ni  por  otro  motivo 
teng-an  entrada  en  ellas  los  fieles,  y  que  se  ob- 
serven con  todo  rigor  las  precauciones  higié- 
nicas de  ventilación  y  purificación...»  (C  L., 
tomo  68,  2).  57.) 

E.  O.  13  Febrero  1857. 
Sobre  celebración  de  funerales  de  cuerpo  presente. 

(Grac.  y  Just.)  «...Se  ha  dignado  S.  M. 
mandar  que  la  R.  O.  de  20  de  Septiembre  de 
1819,  prohibiendo  las  exequias  de  cuerpo  pre- 
sente, sólo  tengfi  valor  y  efecto  cuando  haya 
epidemias  declaradas  por  la  autoridad,  y  cuan- 
do los  facultativos,  al  dar  el  parte  de  la  defun- 
ción, expresen  cjue  el  cadáver  no  se  encuentra 
en  el  estado  de  ser  conducido  á  la  iglesia  para 
que  se  le  receu  de  cuerpo  presente  las  preces 
que  marca  el  Ritual  Romano,  cuya  circuns- 
tancia no  omitirán  en  ning-ún  caso  en  que  pro- 
ceda, bajo  su  responsabilidad  '. — De  Real  or- 
den, etc. —  Madrid  13  de  Febrero  de  1857.' 
(C.  L.,  t.  71,  p.  165.) 

E.  O.  22-23  Abril  1857. 
No  se  lean  discursos,  etc.,  en  los  entierros. 

(GoB.  Y  Grac.  y  Just.)  Se  comunica  á  los 
g'obernadores  civiles  una  R.  O.  expedida  por 
Gracia  y  Justicia...,  eu  la  cual  se  ruega  y  en- 
carg-a  á  los  obispos  que  adopten  las  disposi- 
ciones convenientes  á  fin  de  que  en  los  cemen- 
terios comprendidos  en  el  término  de  su  dió- 


*  Las  exequias  de  cuerpo  presente  hállanse  hoy  prohi- 
bidas en  todo  caso  por  muchas  disposiciones  y  señalada- 
mente por  la  B.  O,  de  15  de  Febrero  187 2, 
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cesis,  al  hacerse  los  entierros  se  dig-an  sólo  las 
preces  y  oraciones  piadosamente  establecidas 
por  la  Iglesia,  y  se  evite  con  el  mayor  celo  que 
se  pronuncien  y  lean  discursos  ó  composiciones 
poéticas,  se  hagan  demostraciones  de  ningún 
g-énero  contrarias  á  la  disciplina  eclesiástica, 
ó  se  ejecute  acto  alg'uno  de  carácter  profano, 
ajeno  al  respeto  que  se  debe  á  los  lug'ares  con- 
sagrados por  la  religión  católica,  imiietrando 
para  ello,  en  caso  necesario,  el  cumplimiento 
y  eficaz  apoyo  de  las  autoridades  civiles  á  las 
cuales  será  transcrito  este  Real  precepto... 
(C.  L.,  t.  7-2,  p.  155.) 

R.  O.  19  Junio  1857. 
Sobre  traslaciones  de  cadáveres  fuera  de  la  ¡provincia. 

(GoB.)  Dispuso  que  se  dirigieran  á  S.  M. 
las  solicitudes  para  trasladar  cadáveres  de 
una  á  otra  provincia,  reservándose  tan  sólo  á 
los  gobernadores  la  facultad  de  acordar  di- 
chas traslaciones  cuando  hayan  do  verificarse 
dentro  de  la  provincia  de  su  respectivo  man- 
do.—Otro  es  el  criterio  adoptado  en  la  R.  O.  de 
5  de  Abril  de  1889. 

B.  O.  16  Julio  1857. 

Más  sohrfpTohibición  de  enterramientos  fuera  de  los 

cementerios. 

(GoB.)  Previene  á  los  gobernadores  que  no 
den  curso  á  solicitudes  sobre  autorizaciones 
para  enterrar  en  las  iglesias  ó  extramuros  de 
los  pueblos,  y  que  se  esté  á  lo  terminantemen- 
te prescrito  en  la  R.  O.  de  12  de  Mavo  de 
1849.(0.  L.,t.  73,  p.  64.) 

E.  O.  1.0  Agosto  1857. 
No  se  lean  ni  pronuncien  discursos  en  los  entierros. 

(Ultr.)  «En  vista  de  una  comunicación  ele- 
vada por  el  Rdo.  obispo  de  la  Habana,  ha  te- 
nido á  bien  disponer  la  Reina,  que  V.  E.,  en 
su  cualidad  de  g'obernador  político  y  vicepa- 
irono  de  las  iglesias  de  esa  isla,  haga  publi- 
car, para  su  puntual  observancia  en  la  misma, 
las  Rs.  Os.  de  22  y  23  de  Abril  último...»— (Se 
comunicó  también  al  gobernador  de  Puerto 
Rico  y  al  de  Filipinas.) 

B.  O.  26 Noviembre  1857. 

Sobre  que  se  ponga  remedio  d  la  falta  de  cementerio  en 

muchos  pueblos. 

(GoB.)  «Se  ha  enterado  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
con  profundo  sentimiento  de  que,  á  pesar  de 
las  reiteradas  disposiciones  dictadas  hasta  el 
dia,  aún  hay  en  España  2.GÓ5  pueblos  que  ca- 
recen de  cementerio...  Y  deseando  S.  M.  po- 
ner remedio  áesta  falta,  so  ha  servido  mandar, 
que  adoptando  V.  S.  dentro  de  sus  facultades 
las  medidas  más  eficaces,  procure  que  ou  el 
menor  término  posible  se  construya,  cuando 
menos,  un  cercado  fuera  de  cada  población  con 
destino  á  cementerio,  previa  aprobación  por 
quien  corresponda  del  presupuesto  y  obras  que 
al  efecto  se  propongan  por  los  respectivos 
Ayuntamientos.» 

H.  0. 19  Abril-5  Mayo  1859. 

Cuestión  sobre  construcción  de  cementerios  particulares 

en  los  cementerios. 

Es  el  núm.  II  de  los  Documentos  y  Observa- 
ciones que  van  al  fin  del  articulo. 


R.  o.  6  Octubre  1859. 
Cuestión  sobre  denegación  de  sepultura  eclesiástica. 

Es  el  núm.  V  do  la  Sección  de  Documentos 
y  Observaciones. 

E.  O.  9  Febrero  1860. 
Cuestión  sobre  negativa  de  preces. 
Es  el  núm.  VI  de  la  Sección  de  Documentos. 

R.  O.  13  Julio  1860. 
Adquisiciones  no  sujetas  al  impuesto  de  lüpoiccas. 
(Hac.)  Declara  que  las  adquisioncs  do  te- 
rrenos en  los  cementerios  para  construir  pan- 
teones ó  sepulturas  de  familia  no  están  sujetas 
al  dereclio  de  hipotecas.  (C  L.,  t.  8i,p.  77.) 
La  ley  y  Reg.  de  31  Diciembre  1881  no  las  ex- 
ceptúan. 

R.  o.  18  Marzo  1861. 
Cuestión  sobre  tenencia  de  las  llaves  de  los  cementerios. 
Es  el  núm.  XIII  de  la  Secc.  de  Documentos. 

R.  O.  29  Octubre  1861. 
Cuestión  con  motivo  de  un  sepelio  en  cementerio  católico 

Es  el  nvim.  VII  de  la  Secc.  de  Documentos. 

R.  O.  19  Abril  1862. 

Las  autoridades  civil  y  eclesiástica  en  materia 

de  cementerios. 

(Ultr.)  «Vista  la  carta  de  V.  E....  en  que  da 
cuenta  del  expediente  promovido  por  el  Ayun- 
tamiento de  esta  capital  (La  Habana)  para 
construir  por  su  cuenta  un  cementerio  general 
en  la  misma,  y  pide  so  definan  las  atribuciones 
que  á  las  autoridades  civil  y  eclesiástica  co- 
rrespondan en  la  construcción,  reparación  y 
entretenimiento  do  los  cementerios;  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con  lo  manifes- 
tado por  el  O.  de  E.  en  pleno,  se  ha  servido  re- 
solver: 

1."  Que  el  cementorio  en  cuestión  se  lleve 
á  efecto  por  el  Rdo.  obispo  con  los  fondos  que 
dice  tener  reunidos  para  ello,  sin  tocar  á  los 
públicos  y  sin  gravamen  alg'uno  del  vecinda- 
rio, todo  sin  piírjuicio  do  que  la  autoridad  ci- 
vil tenga  la  intervención  que  le  corresponde, 
asi  en  la  elección  del  local  como  en  lo  demás 
que  toque  á  la  salubridad  pública. 

2.<*  Que  la  administración  de  los  productos 
del  cementerio  corresponde  á  la  autoridad 
eclesiástica  sin  perjuicio  de  las  atribuciones 
de  V.  E.  como  vice-real  patrono  en  la  fijación 
y  revisión  de  tarifas,  á  fin  de  que  éstas  sean 
siempre  beneficiosas  al  vecindario,-  si  los  pro- 
ductos, como  parece  natural,  fuesen  superior 
res  á  la  conservación  do  las  fábricas  y  demás 
g'astos. 

Y  3.°  Que  para  uniformar  las  disposiciones 
que  deban  regir  en  lo  sucesivo  en  materia  de 
construcción  de  cementerios,  administración 
de  sus  fondos,  y  cuantos  particulares  puedan 
sor  á  ellos  referentes,  forme  V.  E.  exp(ídiente 
en  que  oiga  á  las  Corporaciones  y  oficinas  que 
crea  conveniente,  al  M.  R.  arzobispo  de  Cuba 
y  Rdo.  obispo  de  esa  ciudad,  y  al  Consejo  do 
Administración,  remitiéndole  en  seguida  con 
su  informe  para  la  oportuna  resolución.  — 
De  Real  orden  lo  digo,  etc.— Madrid  19  Abril 
de  1862..  (C.  L.,  t.  87,  p.  350.) 

R.  0.1."  Agosto  1863. 

(Ultr.)     Hace  extensivas  á  las  islas  de 
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Puerto  Rico  v  Filipinas  las  disposiciones  de 
la  R.  O.  de  19  de  Marzo  de  1848  sobre  exhu- 
mación y  traslación  de  cadáveres  de  un  ce- 
menterio i\  otro  ó  panteón  particular,  mandan- 
do que  la  reg-la  10.*  se  entienda  modificada  en 
el  sentido  do  que  los  gobernadores  superiores 
podían  acordar  por  sí,  y  sin  necesidad  de  au- 
torización superior,  la  resolución  que  en  cada 
caso  proceda.  (C.  L.,  t.  90,  p.  187.) 

B.  O.  8  Septiemtre  1865. 
Prohibieiulo  de  nuevo  las  exequias  de  cuerpo  presente. 
(GoB.)  «L.OS  perjuicios  que  puede  causar  á 
la  salud  pública  la  celebración  de  execiuias  y 
funerales  de  cuerpo  presente  mientras  exis- 
ten en  algunas  provincias  enfermedades  de 
carácter  coleriforme,  aconsejan  las  presen- 
tes circunstancias  que  se  observen  con  todo 
rigor  las  prescripciones  contenidas  en  las  Rea- 
les órdenes  de  20  de  Septiembre  de  1849  y  13 
de  Febrero  de  1857;  y  la  Reina  ha  tenido  á 
bien  disponer  que  adopte  V.  S.  las  medidas 
convenientes  para  el  cumplimiento  de  las  ex- 
presadas Reales  disposiciones,  quedando  pro- 
hibida desde  este  dia  la  celebración  de  exe- 
quias de  cuerpo  presente...  Madrid  8  de  Sep- 
tiembre do  1865.— Posada  Herrera.»  {Gac.  9 
Septiembre.) 

*  E.  0. 19  Septiembre  1865. 

Reencargando  el  cumplimiento  de  la  ley  de  11  de  Abril 
de  1S56,  sobre  depósito  de  cadáveres. 

(GoB.)  «Habiendo  hecho  presente  á  S.  M. 
la  Reina  (Q.  D.  .G.)  que  si  la  celebración  de 
exequias  do  cuerpo  presente  es  en  ciertas 
circunstancias  nocida  á  la  salud  piiblica,  la 
práctica  establecida  de  depositar  los  cadáve- 
res en  las  ig'lesias  ofrece  mayores  peligros  y 
es  más  perniciosa  que  aquélla,  -por  lo  que  la 
Administración  ha  adoptado  frecuentemente 
medidas  para  prever  y  conjurar  los  males  que 
dicha  práctica  pudiera  producir,  se  ha  servido 
S.  M.  disponer  que  se  observen  con  todo  rig-or 
las  prescripciones  contenidas  en  la  R.  O.  de  11 
de  Abril  de  1856.— De  la  de  S.  M.,  etc.— Ma- 
drid 19  de  Septiembre  de  1865.— Posada  He- 
rrera.» (Gac.  20  Septiembre.) 

K.  O.  6  Febrero  1866. 
Arancel  de  exhumación  de  coAáveres  en  Filipinas. 
(Ultr.)  Extracto.Se  dispone  que  en  Fi- 
lipincLs,  conforme  á  la  R.  O.  de  19  de  Marzo 
de  1848,  sean  iguales  los  derechos  de  los  fa- 
cultativos en  la  exhumación  de  cadáveres  á 
los  que  se  cobran  eu  Madrid,  y  que  los  160  y 
120  rs.  á  que  alude  la  regla  12  de  la  citada 
Real  orden  se  entiendan  en  el  Archipiélago  eu 
la  proporción  de  dos  por  uuo. 

E.  O.  28  Abril  1866. 
Dicta  reglas  para  la  construcción  y  administración  de  los 
cementerios  de  la  isla  de  Cnba:  Interi-ención  de  la  au- 
toridad eclesiástica:  Fondos:  Propiedad  de  los  cemente- 
rios según  los  fondos  con  que  se  coitstruyan^  etc. 

(Ultr.)  «Instruido  expediente  en  este  Mi- 
nisterio acerca  de  las  reglas  á  que  deben  su- 
jetarse la  construcción  y  administración  de  los 
cementerios  de  esa  isla...  Teniendo  presentes 
los  principios  de  derecho  piiblico  civil  y  ecle- 
siástico que  en  la  materia  rigen,  y  las  reglas 
de  buena  administración  aplicables  al  caso; 


S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dictar, 
de  conformidad  con  el  parecer  del  C.  de  E., 
las  disposiciones  siguientes: 

1."  Las  autoridades  municipales  de  la  isla 
de  Cuba,  por  conducto  de  sus  superiores  res- 
pectivos, darán  cuenta  en  el  término  de  dos 
meses  al  gobernador  superior  civil  de  los  pue- 
blos en  donde  haya  cementerios,  de  sti  estado, 
así  como  de  los  fondos  con  que  se  hayau  cons- 
truido y  de  las  reutas  de  que  se  mauteng-an. 

2."  En  todos  los  pueblos  donde  no  existan, 
las  mismas  autoridades  municipales,  por  el 
conducto  expresado,  propondi'áu  al  goberna- 
dor superior  civil  la  construcción  á  costa  de 
los  fondos  del  Ayuntamiento  ó  de  los  propios 
del  lugar. 

3."  La  elección  del  sitio,  designación  del 
terreno,  formación  del  plano  y  presupuestos, 
se  hará  por  el  Ayuntamiento  de  cada  pueblo 
con  informe  de  la  Junta  local  de  Sanidad. 

4.*  También  formará  el  Ayuntamiento  un 
reglamento  para  el  régimen  del  cementerio, 
en  el  que  se  expresai-á  detalladamente  la  ex- 
tensión y  condiciones  de  las  fosas  ó  nichos,  la 
duración  de  las  concesiones  y  requisitos  con 
que  deban  hacerse,  las  tarifas  de  los  derechos 
que  se  satisfagan  y  forma  de  su  adftiinistra- 
ción,  los  dependientes  del  establecimiento, 
sus  funciones  y  sueldos,  los  registros  de  ente- 
rramientos y  exhumaciones,  y  los  demás  par- 
ticulares que  conduzcan  al  buen  régimen  del 
cementerio  y  beneficio  del  vecindario;  y  todo 
este  expediente  lo  elevarán  por  conducto  del 
superior  respectivo  y  con  informe  á  ese  Go- 
bierno superior,  para  que  oyendo  á  la  .Juuta 
superior  de  Sanidad  y  á  la  autoridad  eclesiás- 
tica y  demás  Corporaciones  que  tenga  por 
conveniente,  conceda  ó  niegue  su  aprobación. 

b.'^  Cuando  los  Ayuntamientos  no  pudieran 
allegar  fondos  para  la  construcción  ó  ensan- 
che de  los  cementerios  que  las  necesidades  de 
las  poblaciones  exijan,  y  la  autoridad  eclesiás- 
tica se  prestase  á  caustruirlos  con  los  recursos 
do  la  respectiva  parroquia,  V.  E.  concederá 
su  venia  para  ello  con  los  trámites,  requisitos 
y  condiciones  que  quedan  establecidos. 

6.*  Al  conceder  V.  E.  en  su  expresada  ve- 
nia dispondrá  lo  conveniente  para  que  tanto 
la  autoridad  eclesiástica  como  la  civil  teng'an 
la  intervención  oportuna  en  las  obras,  y  para 
que  no  se  desatienda  ninguna  de  las  condicio- 
nes hig-iénicas  y  administrativas  que  exigen 
la  salubridad  publica  y  las  necesidades  de  las 
poblaciones. 

7.'''  En  estos  casos  el  reglamento  y  las  ta- 
rifas se  redactarán  de  común  acuerdo  por  las 
autoridades  eclesiásticas  y  municipales,  some- 
tiéndolos siempre  á  la  aprobación  de  V.  E. 
como  vice-i'eal  patrono. 

8.^  A  falta  de  todos  esos  fondos,  las  auto- 
ridades municipales,  por  conducto  de  sus  su- 
periores respectivos,  propondrán  los  medios 
que  crean  más  adecuados  para  atender  á  tau 
importante  objeto,  y  ese  Gobierno,  oyendo  á 
la  autoridad  eclesiástica,  adoptará  las  medi- 
das más  eficaces  para  que  en  el  menor  término 
posible  se  construya  cuando -menos  un  lugar 
cercado  en  cada  población  con  destino  á  ce- 
menterio, previa  la  aprobación  del  presupues- 
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to  y  obras  que  al  efecto  se  propoug-an  por  los 
respectivos  Ayimtaniientos. 

9.*  Los  cementerios  que  se  hayan  construi- 
do ó  se  construyan  con  fondos  municipales  se 
cousideranhi  como  propiedad  municipal,  y  lo 
mismo  si  se  hubiesen  levantado  por  reparti- 
miento ó  prestaciones  personales  de  los  veci- 
nos, pues  estos  recursos  se  conceptiian  como 
supletorios  del  presupuesto  municipal. 

10.  La  administración  de  las  rentas  y  ob- 
venciones de  los  cementerios  corresponderán 
eu  tal  caso  á  los  Ayuntamientos,  siendo  las  re- 
paraciones carg'o  á  su  presupuesto  municipal; 
y  cada  quinquenio  remitirán  al  Gobierno  su-* 
perior  y  al  del  departamento  un  balance  de  los 
ingresos  y  gastos  del  cementerio,  para  que  las 
tarifas  se  ajusten  siempre  á  los  intereses  del 
vecindario. 

11.  Los  cementerios  construidos  ó  que  se 
construyan  con  fondos  eclesiásticos,  serán  ad- 
ministrados por  aiitoridades  de  su  orden,  su- 
jetándose á  la  misma  revisión  qiiinqueual  de 
los  balances  y  tarifas. 

12.  En  los  que  se  levantaren  con  fondos 
eclesiásticos  y  municipales,  un  reg'lamento  es- 
pecial señalará  la  intervención  en  la  adminis- 
tración de  las  rentas  que  á  cada  autoridad  co- 
rresponda. 

13.  Cualesquiera  que  sean  los  fondos  con 
que  se  construyan  los  cementerios,  las  autori- 
dades eclesiásticas  intervendrán  libremente 
en  todo  lo  conveniente  á  su  jurisdicción  espi- 
ritual, bajo  la  vigilancia  y  protección  que  co- 
rresponden á  V.  E.  como  viee-real  patrono; 
entendiendo  la  autoridad  administrativa  en 
todo  lo  i'elativo  á  la  policía  é  higiene  de  esos 
lugares,  y  velando  cuidadosamente  ese  Go- 
bierno por  que  bajo  niugnina  forma  ni  pretexto 
se  hag'a  de  sus  fondos  uu  objeto  de  especula- 
ción ó  de  lucro  con  daño  del  vecindario  y  es- 
cándalo de  la  moral  pública. 

1-t  á  16.  (Estas  disposiciones  se  refieren  ,á 
la  concesión  de  cementerios  rurales  y  para  los 
que  mueren  fuera  de  la  comunión' católica, 
que  deberán  ser  enterrados  decorosamente, 
así  como  á  que  se  forme  una  Instrucción  con 
reglas  precisas  para  la  instrucción  de  expe- 
dientes sobre  la  construcción  de  cementerios.) 
_  Madrid  28  de  Abril  de  1866.— Cánovas.— Se- 
ñor gobernador  superior  civil  de  la  isla  de 
Cuba.»  fC.  L.,  t.  95,  p.  327.) 

R.  O.  11  Agosto  1866. 
Exhumacinn  de  caddeeres  en  Puerto  Rico. 

(ÜLTR.)     « La  Reina ha  tenido  á  bien 

disponer  que  se  hagan  extensivas  á  esa  isla  (á 
Puerto  Rico)  las  RÍs.  Ords.  de  30  de  Enero  de 
1851  y  31  de  Agosto  de  1853,  vigentes  en  la 
Península...» 

E.  O.  18  Enero  1867. 
Pi'-rmíte  de  nuevo  las  exequias  de  cuerpo  presente. 

(GoB.)     <¡ La  Reina ha  tenido  á  bien 

mandar  que  cese  la  prohil)ición  que  por  las 
cii-cunstancias  se  habla  establecido  respecto  á 
funerales,  y  que  desdo  la  publicación  de  esta 
orden  en  la  Gaceta  puedan  celebrarse  en  los 
templos  las  exequias  de  cuerpo  presente  '.— 


Hdllanse  terminantemente  prohibidas  por  otras  mu- 
TOMO  II. 


Lo  que  de  orden  de  S.  M.,  etc.  Madrid  18  de 
Enero  de  1867.— González  Brabo.»  (Gac.  19 

Enero.) 

R.  O.  2  Julio  1867. 

Cuestión  sohre  instalación  de  carros  fúnebres,  decidiendo 

una  cuestión  entre  el  Anuntamiento  y  el  R.  Obispo. 

Es  el  núm.  III  de  la  Sección  de  Documentos 
y  Observaciones. 

R.  o.  6  Agosto-19  Noviembre  1867. 

Recordando  d  los  golternadores  la  puntual  observancia 

de  las  disposiciones  sobre  inhumación  de  cadáveres. 

(GoB.)  «En  6  de  Agosto  último  se  dijo  á 
V.  S.  por  este  Ministerio  lo  siguiente: 

«A  pesar  de  que  está  terminantemente  pro- 
hibido por  la  R.  O.  de  16  de  Julio  de  1857,  con- 
firmando lo  ya  dicho  en  disposiciones  anterio- 
res y  especialmente  en  12  de  Mayo  de  1849,  la 
inhumación  ó  traslación  de  cadáveres  á  igle- 
sias, panteones  ó  cementerios  que  se  hallan 
dentro  de  poblado,  es  lo  cierto  que,  desaca- 
tando estas  Reales  disposiciones,  hay  autori- 
dades que  siguen  ordenando  inhumaciones  en 
cementerios  de  hospitales  que  se  hallan  den- 
tro de  las  pol)laciones.  Con  objeto,  pues,  de 
que  tenga  cumiilimicnto  lo  dispuesto  por  S.  M. 
y  de  que  las  medidas  -de  salubridad  y  salvación 
general  se  respeten  con  beneficio  de  los  mis- 
mos pueblos,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  recomienda 
.á  V.  S.  muy  especialmente  la  perfecta  obser- 
vancia de  lo  mandado;  por  ser  este  asunto  de 
la  única  y  exclusiva  competencia  de  las  auto- 
ridades civiles  y  al  que  la  alta  Administración 
consag'ra  un  espeeialisimo  interés...»  Madrid 
19  de  Noviembre  de  1867.— González  Brabo.» 
{Gac.  22  2\oviembre.) 

E.  O.  8  Mayo  1868. 
Pidiendo  á  los  gobernadores  civiles  datos  de  los  cemente- 
rios existentes  dentro  de  poblado. 

(GoB.)  «No  habien'do  contestado  la  mayor 
parte  de  las  provincias  á  las  Rs.  Ords.  circu- 
lares de  6  de  Ag'osto  y  19  de  Noviembre  de 
1867  sobre  construcción  de  cementerios,  ni  re- 
mitido los  datos  que  se  pedían  sobre  cuantos 
establecimientos  de  esta  Índole  se  hallasen 
dentro  do  poblado,  y  sobre  las  medidas  adop- 
tadas para  corregir  este  estado  de  cosas  tan 
perjudicial  á  la  salubridad  pública;  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  disponer  se  enca- 
rezca á  V.  S.  la  necesidad  de  que  consag-re 
todo  su  celo  á  tan  importante  asunto  para  la 
pronta  remisión  de  los  indicados  datos,  dando 
asi  el  debido  cumplimiento  á  las  órdenes  de 
S.  M.  y  á  las  miras  del  Gobierno. — De  Real 
orden,  etc. — Madrid  8  de  Mayo  de  1868.— Gon- 
zález Brabo.»  {Gac.  21  Mayo.) 

Ti.  17  Noviembre  1868. 

Concediendo  al  Aijuntamicnto  de  Madrid  terreno  para 

la  formación  de  un  gran  cementerio. 

(Hao.)  «...De  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  en  uso  de  las  facultades  que  me 
competen,  como  individuo  del  Gobierno  pro- 
visional y  Ministro  de  Hacienda, 

Veng-o  en  decretar  lo  sig'uiente: 

Se  concede  á  perjietuidad  al  Ayuntamiento 
de  Madrid  en  los  altos  de  la  Moncloa,  la  ex- 


chas  disposiciones  posteriores,  y  principalmente  por  la 
R.  O.  de  15  Febrero  1ST2,  fundamental  en  la  materia. 
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tensión  de  terreno  .suficiente  para  la  forma- 
ción de  un  gran  cementerio,  nombrándose  una 
Comisión  mixta  de  trei  individuos  del  Ayun- 
tamiento y  otros  tres  del  Consejo  de  Adminis- 
tración de  los  bienes  del  Patrimonio  que  fué 
de  la  Corona,  designados  respectivamente  por 
dichas  Corporaciones,  para  que,  acom]iañados 
de  personas  peritas,  rlesig'nen  y  fijen  la  forma 
y  limites  de  dicho  terreno,  cuya  entrega,  pre- 
via la  aprobación  del  Gobierno  provisional, 
deberá  verificarse  con  las  formalidades  corres- 
pondientes.— Madrid  17  de  Noviembre  de  1868. 
El  Ministro  de  Hacienda,  Laureano  Fig'uero- 
la.»  (Gac.  18  Sovii'mbre.) 

Código  penal  1870. 

Consúltense  los  arts.  349  sobre  contraven- 
ción á  lo  mandado  por  las  leyes  y  reglamentos 
respecto  al  tiempo,  sitio  y  demás  formalidades 
prescritas  para  llevar  á  cabo  las  inhumaciones 
de  cadáveres;  el  350  sobre  violación  de  sepul- 
cros ó  sejiulturas»  practicando  cualesquiera 
actos  que  tiendan  á  faltar  al  respeto  debido  á 
la  memoria  de  los  muertos;  el  355  sobre  tras- 
lación de  restos  humanos,  no  observando  lo 
prevenido  eu  las  disposiciones  vigentes  en  la 
materia;  el  uúm.  5."  del  596  sobre  infracción 
de  las  prescripciones  sanitarias  eu  la  conduc- 
ción de  cadáveres  y  enterramientos;  y  el  nú- 
mero 6."  del  mismo  articulo  sobre  profanación 
de  cementerios,  cadáveres,  etc. — V.  Código 

PENAL. 

Ley  17  Junio  1870. 
Registro  civil:  Requisitos  para  los  enterramientos. 

Esta  ley  del  Registro  civil  en  su  tít.  IV  tra- 
ta «de  las  defunciones»  (arts.  7.5  á  95);  estable- 
ce que  ningiin  cadáver  pueda  ser  enterrado 
sin  que  antes  se  haya  hecho  el  asiento  de  la 
defunción  en  el  libro,  y  expidiendo  el  juez  mu- 
nicipal, en  papel  común,  la  licencia  de  sepul- 
tura que  no  podrá  verificarse  hasta  las  veinti- 
cuatro horas  transcurridas  desde  la  consig-na- 
da  en  la  certificación  que  expida  el  facultati- 
vo, expresivade  las  circunstancias  que  requie- 
re el  art.  77  y  siguientes  de  la  ley,  el  62  al  64 
del  Reglamento,  y  la  R.  O.  de  19  de  Noviem- 
bre de  1872.— V.  Registro  civil. 

E.  o.  16  Julio  1871. 
Mandando  que  los  Ayuntamientos  destinen  un  local  6  si- 
tio dentro  de  los  cementerios  para  dar  sepultura  á  los 
cadáveres  de  los  que  pertenezcan  á  religión  distinta  de 
la  católica. 

(Goii.)  «...El  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á 
bien  disponer  que  por  ahora,  y  hasta  que  ofra 
cosa  se  determine,  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos  destinen  dentro  de  los  cementerios  un 
lugar  separado  del  resto,  donde,  con  el  mayor 
decoro  y  al  abrigo  de  toda  profanación,  se  dé 
sepultura  á  los  cadáveres  de  aquellos  que  per- 
tenezcan á  religión  distinta  de  la  católica.— 
Madrid  16  de  Julio  de  1871.— Sr.  Gobernador 
de...»  {Bol.  oflc.  de  Zaragoza,  ni'ivi.  18.) 

R.  O.  2.5  Noviembre  1871. 
Cuestión  sobre  enterramiento  del  cadáver  de  un  suicida. 

Es  el  núm.  VIII  de  la  Secc.  de  Documentos. 


R.  0. 15  Febrero  1872. 

Se  declara  que  está  en  vigor  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de 
1855,  que  prohibe  las  exequi  ts  de  cuerpo  presente  en  los 
templos  é  iglesias  donde  se  celebre  culto:  Razones  de  la 
prohibición. 

(GoB.)  «El  Ministro  de  la  Gobernación  dice 
con  esta  fecha  al  gobernador  de  Zaragoza  lo 
siguiente: 

«Remitida  á  informo  de  la  Junta  superior 
consultiva  de  Sanidad  la  instancia  elevada  á 
este  Ministerio  por  los  presidentes  de  las  Jun- 
tas parroquiales  de  esa  capital,  con  fecha  12 
de  Octubre  iiltimo,  en  solicitud  de  que  se  de- 
'rogue  la  R.  O.  de  8  de  Septiembre  de  1865,  que 
prohibió  la  celebración  de  las  exequias  llama- 
das de  cuerpo  presente,  aquella  Corporación 
ha  evacuado  la  siguiente  consulta: 

Los  presidentes  de  las  .Tuntas  pai'roquialcs 
de  Zaragoza,  en  instancia  dirig'ida  al  Ministro 
de  la  Gobernación,  exponen  que  hace  tiempo 
no  se  permite  introducir  los  cadáveres  eu  las 
ig'lesias  de  dicha  capital  para  celebrar  funera- 
les, y  que  no  se  concibe  las  razones  que  haya 
para  ello  eu  la  presente  estación,  toda  vez  que 
la  idea  de  los  legisladores  al  ordenarlo,  fué 
que  no  se  contraig-an  enfermedades,  sobre  lo 
cual  no  deja  lugar  á  dudas  la  R.  O.  de  8  de 
Septiembre  de  1865,  dictada  para  mientras 
existiesen  padecimientos  coleriformes;  tanto 
es  asi,  añaden,  que  la  R.  O.  de  20  de  Septiem- 
bre de  1849,  á  que  se  refiere  aquélla,  fué  dero- 
g.ada  por  otra  de  30  de  Noviembre  del  referido 
1849.  Y  por  fin.  que  si  dichas  disposiciones  no 
tieneu  carácter  permanente,  no  reinando  hoy 
epidemia  algnina,  encontrándonos  eu  estación 
que  ofrece  cierta  seguridad  de  que  carece  de 
perjuicio  á  la  salud  el  tener  los  cadáveres  en 
las  iglesias  á  lo  sumo  tres  ó  cuatro  cuartos  de 
horas  que  duran  los  funerales  ó  exequias,  con- 
sideran se  está  en  el  caso  de  condescender  con 
el  sentimiento  católico  de  la  ciudad  Cesarau- 
gustana,  cuyos  vecinos,  en  su  inmensa  mayo- 
ría, desean  que  se  alce  la  prohibición  mencio- 
nada, como  lo  suplican  los  presidentes  de  las 
Juntas  parroquiales  en  la  solicitud  que  la  Di- 
rección general  del  ramo  somete  á  informe  de 
la  Junta  superior  de  Sanidad...., 

...Por  reg'la  general,  nuestros  templos,  frios 
y  húmedos,  están  enclavados  en  el  centro  de 
barrios  populosos  y  en  calles  estrechas,  y  los 
cadáveres  (excepción  hecha  de  los  embalsama- 
dos), se  llevan,  sobre  todo  después  de  la  acer- 
tada legislación  vigente  que  ocurre  previsora 
á  evitar  las  inhumaciones  precipitadas,  se  lle- 
van ya  cuando  ha  principiado  la  descompo- 
sición, ó  para  decirlo  en  leng'uaje  vulgar,  la 
putrefacción.  En  tal  estado,  no  se  necesita  te- 
ner conocimientos  médicos  para  penetrarse  de 
que  un  cadáver  en  semejantes  condiciones, 
dentro  del  templo  acaso  húmedo,  y  con  venti- 
lación escasa,  cercado  de  deudos  que  acuden 
á  honrar  lo  que  si  puede  ser  y  será  en  efecto 
muchas  veces  signo  respetable  de  dolor  y  de 
relig'ioso  sentimiento  y  cariño  hacia  el  ñuado, 
en  alg'unos  casos,  por  el  contrario,  tiene  su 
parte  la  vanidad;  uo  se  necesita,  volvemos  á 
decir,  tener  conocimientos-médicos  para  per- 
suadirse de  que  la  descomposición  se  torna  en- 
tonces más  activa,  y  robando  á  la  atmósfera 
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aquella,  ya  depauperada  de  oxigeno,  gran 
parte  de  éste,  é  impregnándola  de  efluvios  ó 
miasmas,  da  por  resultado  náuseas,  desmayos, 
jaquecas,  valiidos  y  aun  asfixias.  Si  á  esto  se 
ag'rega  la  excitación  moral,  el  cántico  fúnebre 
y  el  aparato,  fácil  es  comprender  la  serie  de 
accidentes  que  ocasionar  pueden,  y  que  bajo 
concepto  alguno,  deben  facilitarse  en  el  tem- 
plo del  Señor,  cuya  pureza  tan  recomendada 
está  por  los  Concilios,  cánones,  y  libros  sa- 
grados. 

Por  otra  parte,  si  la  enfermedad  que  ocasio- 
nó la  muerte  fué  pestilencial  ó  pútrida,  que  al 
fin  lo  son  en  g-ran  mayoría,  todavía  acrecen 
los  riesg'os,  y  debe  ser  mayor  el  empeño,  para 
evitar  toda  contingencia,  de  prohibir  la  estan- 
cia de  los  muertos  entre  los  vivos,  y  en  espe- 
cial en  los  templos  consag-rados  para  el  culto 
y  frecuentados  ])or  los  fieles.  Ni  valg'a  como 
argumento  exceptuar  algunas  dolencias,  pues 
los  médicos  difícilmente  pudieran  resistir  á 
declaraciones  de  los  clientes  interesados,  que 
traerían  la  relajación  de  las  reg'las  que  se  es- 
tablecieran. 

Bien  se  comprende,  por  lo  que  acaba  de  de- 
cirse, que  el  espíritu  de  la  legislación,  como  el 
del  higienista,  no  debe  ser  ni  es  ])osible  sea 
otro,  que  el  de  preservar  á  los  pueblos,  y  so- 
bre todo,  á  las  ciudades  populosas,  de  causas 
de  enfermedades.  Hartas  hay  en  ellas  para  no 
descuidar  el  remover  y  alejar  aqixellas  que  son 
más  ostensibles,  y  que  fuera  muy  censurable 
darles  albergue  en  las  iglesias. 

Este  fué  el  benéfico  objeto  de  la  cédula  de 
Carlos  IV  de  1801,  prohibiendo  de  un  modo 
terminante  las  exequias  de  cuerpo  presente, 
prescripción  que  en  dicha  época  no  podía  in- 
terpretarse como  tibieza  religiosa.  En  20  Sep- 
tiembre de  1849,  iior  dictamen  del  Consejo  de 
Sanidad,  se  expidió  otra  Real  orden  neg'ando 
también  las  exeqiiias,  cuya  práctica  solicitaba 
restablecer  el  muy  reverendo  obispo  de  Ma- 
l'orca.  Y  si  bien  se  suspendió  en  .SO  de  Noviem- 
bre siguiente,  se  reprodujo  como  medida  ge- 
neral en  28  de  Agosto  de  ISóó;  viniendo  por 
fin  las  de  1.3  de  Febrero  de  1857  y  la  de  8  de 
Septiembre  de  1865  á  limitar  el  permiso  de  di- 
chos funerales  para  las  épocas  en  que  no  hu- 
biere epidemias  y  ]iara  cuando  los  facultativos 
certificasen  la  falta  de  inconvenientes.  Mas 
como  queda  aprobado  que  siempre  los  hay, 
como  por  otra  parte,  y  esta  es  una  circunstan- 
cia que  no  debe  perderse  de  vista,  de  modo  al- 
guno impide  á  los  beneficios  de  las  exequias 
la  ausencia  del  cadáver  en  cuya  ofrenda  se  ce- 
lebran, la  Sección  cree  que  bajo  concepto  al- 
guno debe  permitirse  la  menor  relajación  en 
asuntos  de  salubridad. 

Si  se  alega  la  respetabilidad  de  las  costum- 
bres y  hábitos  de  los  pueblos;  hábitos  y  cos- 
tumbres que  la  ciencia  y  la  ilustración  hacen 
cambiar,  téngase  presente  la  historia  de  la 
creación  de  los  cementerios.  Es  imposible  que 
al  legislador  y  al  higienista  pueda  ofrecerse 
un  asunto  en  que  con  un  tesón,  digno  de  mejor 
causa,  se  hayan  tocado  tantas  y  tan  poderosas 
dificultades  como  las  que  hubieron  de  vencer- 
se para  desterrar  los  enterramientos  en  nues- 
tras iglesias.  Todo  el  prestigio  y  autoridad  del 


antiguo  Consejo  de  Castilla  se  estrellaba  con- 
tra aquella  nociva  y  funesta  preocupación, 
sostenida,  como  ahora  y  siempre,  dicho  sea 
sin  carácter  de  ofensa,  por  los  que  tal  vez  es- 
cuchan más  bien  los  consejos  de  una  mal  en- 
tendida piedad  que  los  de  la  razón  y  el  juicio. 
A  pesar  de  que  á  favor  de  la  historia  del 
mundo,  de  la  g-eneral  de  la  Iglesia  católica  y 
de  la  particular  do  España  se  probaba  que  ab 
iiiitio,  y  tanto  por  las  leyes  canónicas  como 
por  las  civiles  estaban  proscritos  aquellos  en- 
terramientos y  reprobados  por  el  orig-en  mis- 
mo de  los  sepulcros,  por  los  escritos  de  San  Isi- 
doro, por  los  cánones  de  los  Concilios  Eliberl- 
tano,  de  León  y  otros  varios,  y  así  bien,  por 
el  Ritual  Romano  de  Paulo  V,  y  además  por 
respetabilísimas  opiniones  de  prelados  españo- 
les, emitidas  con  motivo  de  la  peste  llamada 
de  Pasajes  en  1671,  ocasionada  por  el  hedor 
de  las  sepulturas  de  su  ig'lesia  parroquial;  á 
pesar  de  todo,  todavía  no  se  ha  extinguido  el 
espíritu  de  resistencia  de  práctica  tan  funesta, 
de  la  cual  es  una  derivación  ó  consecuencia  la 
celebración  de  las  exequias  de  cuerpo  presen- 
te, objeto  de  esta  consulta...  • 

Considerando,  por  último,  que  á  toda  costa 
se  debe  mantener  tan  puro  como  sea  posible  el 
aire  de  las  poblaciones,  y  con  mayor  pureza, 
si  ser  puede,  el  templo  del  Señor,  á  donde  los 
fieles  acuden  con  frecuencia; 

Es  de  dictamen  la  Sección  que  procede  acon- 
sejar al  Gobierno  poner  en  vigor  y  dar  cum- 
plimiento á  la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de  1855, 
respecto  á  las  exequias  de  cuerpo  presente  en 
los  templos  é  iglesias  donde  se  celebre  culto, 
cualquiera  que  sea  la  religión  á  que  estén  con- 
sagrados, excepto  si  los  cadáveres  estuviesen 
embalsamados;  y  por  consiguiente,  que  se  de- 
niegue la  solicitu.d  de  los  presidentes  de  las 
Juntas  parroquiales  de  Zaragoza.»  Y  habién- 
dose dignado  S.  M.  resolver  de  acuerdo  con 
lo  informado,  de  la  propia  Real  orden,  comu- 
nicada por  el  referido  Sr.  Ministro,  lo  trasla- 
do á  V.  S.  para  su  conocimiento  y  efectos  con- 
siguientes.—Dios,  etc.— Madrid  Í5  de  Febrero 
de  1872.— El  Subsecretario,  Mariano  Zacarías 
Cazurro.»  (Gac.  /.»  Marzo  y  C.  L.,  t.  108,  pá- 
gina 166.) 

R.  O.  28  Febrero  1S72. 
Dictando  disposiciones  para  ampliar  los  cementerios  pa  i'a 
la  inhumación  de  los  que  viueren  perteneciendo  d  reli- 
gión distinta  de  la  católica,  ó  para  construcción  de  ce- 
menterios especiales,  etc.  *. 

(Gon-.)  «...Deseando  el  Gobierno  de  S.  M. 
que  se  guarde  incólume  el  principio  de  liber- 
tad de  cultos  ,  plenamente  garantizado  por 
la  Constitución  de  la  Monarquía,  así  para  los 
españoles  como  para  los  extranjeros;  asijiran- 
do  por  otra  parte  á  evitar,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, los  conflictos  y  contestaciones  que  fre- 
cuentemente ocurren  entre  los  delegados  de  la 
autoridad  civil  v  la  eclesiástica;  S.  M.  el  Rey 
(Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  dictar  las  disposi- 
ciones siguientes: 


1  Aiinjiie  las  disposiciones  de  esta  Real  orden  han  sid-^ 
eh  sustancia  reproducidas  por  la  de  2  de  Abril  de  188.¡. 
como  ésta  se  refiere  d  la  de  187-2  en  el  3.°  de  sus  número-  . 
no  queremos  privar  á  nuestros  lectores  de  conocer  la  dis- 
posición. 
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I."  De  conformidad  con  el  espíritu  y  dispo- 
siciones consignadas  en  !a  ley  de  29  de  Abril 
de  1855,  en  todas  las  poblaciones  donde  no  hu- 
biese cementerio  destinado  é  inhumar  los  res- 
tos de  los  que  mueren  perteneciendo  á  religión 
distinta  de  la  católica,  se  ampliarán  los  exis- 
tentes, tomando  la  parte  del  terreno  contiguo 
que  se  considere  necesario  para  el  objeto.  La 
parte  ampliada  se  rodeará  de  un  miiro  ó  cerca 
como  las  demás  del  cementerio,  y  el  acceso  á 
la  misma  se  verificará  por  una  puerta  especial 
independiente  de  éste,  por  la  cual  entrarán  los 
cadáveres  que  alli  deban  inhumarse  y  las  per- 
sonas que  los  acompañan. 

2."  Los  Ayuntamientos  y  asociaciones  reli- 
giosas distintas  de  la  católica  qiie,  contando 
con  recursos  suficientes,  deseen  construir  ce- 
menterios especiales  para  el  objeto  indicado, 
podrán  verificarlo  desde  luego,  sujetándose  á 
lo  que  relativamente  á  hig'iene  pública  y  poli- 
cía sanitaria  previenen  las  disposiciones  vi- 
gentes, é  instruyéndose  los  expedientes  opor- 
tunos en  la  forma  que  éstas  determinan. 

3.^  La  adquisición  por  los  Ayuntamientos 
del  terreno  de  que  se  trata  para  la  construc- 
ción de  un  nuevo  cementerio  ó  ampliación  del 
antig'uo,  asi  como  las  obras  que  en  ambos  ca- 
sos sean  necesarias,  se  declararán  de  utilidad 
pública  y  expropiable  aquél,  por  lo  tanto,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  14  de  la  Consti- 
tución y  demás  preceptos  legales  vigentes. 

4.''  Los  Ayuntamientos  respectivos  inclui- 
rán en  sus  presupuestos  las  partidas  corres- 
pondientes á  los  g'astos  que  la  ejecución  de  las 
citadas  obras  originen. 

5.'''  y  última.  Cualcjuier  duda  que  pueda 
ocurrir  en  la  inteligencia  y  para  el  cumpli- 
miento de  esta  Real  orden,  se  consultará  in- 
mediatamente á  este  Ministerio'  para  la  reso- 
lución que  coiTesponda. — De  Real  orden,  etc. 
Madrid  28  de  Febrero  de  1872.— Sagasta.— Se- 
ñor Gobernador  de  la  provincia  de...»  (Gac.  1." 
Marzo.) 

E.  0. 13  Noviembre  1872. 
Cuestión  sobre  enterramiento  del  cadáver  de  un  suicida. 

Es  el  núm.  VIH  de  la  S.ec.  de  Documentos. 

Circ.l."  AbrillSTó. 

Recordando  el  cumplimiento  <le  la  prohihición  de  celebrar 

exequias  de  cuerpo  presente. 

(Dm.  GEN.  DE  Beneficencia,  Sanidad ) 

«Ha  llamado  la  atención  de  esta  Dirección  ge- 
neral el  abuso  que  en  varias  provincias  se  co- 
mete celebrando  exequias  de  cuerpo  presente 
contra  lo  terminantemente  prescrito  en  Reales 
órdenes  de  28  de  Agosto  de  1855  y  15  de  Ee- 
brero  del  72.  Excito  el  celo  de  V.  S.  en  el  cum- 
plimiento de  dichas  Reales  disposiciones,  y  le 
hago  presente  la  necesidad  de  que  ese  Go- 
bierno de  provincia  ordene  á  las  autoridades 
eclesiásticas  se  absteng-an  en  lo  sucesivo  de 
infringir  un  jireceiito  de  higiene  pública  tan 
constantemente  aconsejado  por  la  ciencia  y 
prevenido  por  todo  Gobierno  que  conoce  sus 
deberes.— Madrid  1.»  de  Abril  de  1875.— El  Di- 
rector general  ,  Salvador  López  Guijarro. -s- 
Sr.  Gobernador  civil  de...»  (Gac.  8  Abril.) 


K.  O.  28  Abril  1875. 
Se  dispone  que  no  exceda  de  tre^  dias  ni  en  las  iglesias  ni 
en  las  casas,  el  depósito  de  cadáveres  embalsamados ^  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Sanidad, 

(GoB.)  «...Pasada  á  informe  del  Real  Con- 
sejo de  Sanidad  la  comunicación  de  este  Go- 
bierno de  provincia en  el  que  se  encarecía 

la  conveniencia  de  dictar  alguna  disposición 
para  el  depósito  de  cadáveres  embalsamados, 
con  fecha  14  del  actual,  lo  ha  emitido  en  la  for- 
ma siguiente:... 

«Excmo.  Sr.:  Por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación se  ha  remitido  á  este  Cuerpo  consulti- 
vo, para  que  informe  lo  que  crea  conveniente, 
una  consulta  del  g'obernador  de  Madrid,  ma- 
nifestando haber  llamado  su  atención  que  en 
algunos  casos  las  inhumaciones  de  los  cadáve- 
res embalsamados  se  verifican  muchos  días 
después  de  practicado  el  embalsamamiento, 
ora  porque  las  familias  deseen  retener  los  res- 
tos de  personas  queridas,  ora  por  la  confian- 
za de  haberse  puesto  al  abrig'o  de  todo  temor 
de  insalubridad,  merced  á  dicho  procedimien- 
to; habiendo  ejemplo  de  haber  permanecido 
en  una  casa  y  por  alg-uuos  años  los  cadáveres 
embalsamados  de  dos  párvulos,  cuya  inhuma- 
ción causaba  honda  pena  al  cariño  maternal. 
Y  como  el  espíritu  de  nuestras  leyes,  de  acuer- 
do con  el  interés  de  la  pública  salud,  prohibe 
los  depósitos  de  cadáveres,  y  á  los  embalsama- 
dos se  les  considera  en  distintas  coudiciones, 
el  gobernador  solicita  las  reglas  á  que  haya  de 
atenerse. 

El  amor  de  las  familias  es  tan  natural  y  dig- 
no de  respeto  que  no  debe  extrañarse  el  deseo 
de  conservar  en  la  propia  morada,  aun  con- 
vertido en  cadáver,  los  restos  de  una  madre, 
de  un  padre  ó  de  un  hijo,  con  doble  motivo 
cuando  practicado  un  embalsamamiento  se  con- 
sideran libres  de  insalubridad,  Pero  como  no 
puede  responderse  de  esto  de  una  manera  in- 
dudable y  apriori,  hasta  el  punto  de  servir  de 
base  para  establecer  reg'las  leg'ales,  por  razo- 
nes que  fuera  largo  enumerar,  asi  en  las  cou- 
diciones del  cadáver,  como  del  embalsamador, 
del  procedimiento,  del  local  y  situación  de 
éste,  etc.;  á  la  vez  que  generalizado  pudiera 
llegarse  á  un  extremo  peligroso  y  repugnante 
bajo  muchos  puntos  de  vista;  por  todo  esto, 
pues,  en  el  estado  social  presente  y  en  la  es- 
trechez de  nuestras  viviendas,  aun  en  el  caso 
de  que  la  ciencia  alcanzase  la  perfección  eu 
los  embalsamamientos,  no  serla  circunspecto 
acceder  al  sentimiento  de  unos  pocos  contra  la 
conveniencia  general. 

Por  más  que  sea  digno  de  consideración  el 
amor  hacia  los  restos  inanimados,  la  higiene, 
sobre  todo  en  asuntos  de  salubridad  pública, 
debe  anteponerse  á  todo  deseo  que  la  contra- 
ríe, y  una  buena  higiene  no  podría  aconsejar 
nunca,  dadas  nuestras  construcciones  y  nues- 
tra manera  de  vivir,  que  se  autorizase  el  de- 
pósito eu  las  casas  por  más  de  tres  días  de  ca- 
dáveres embalsamados  ó  no  emljalsamados, 
los  cuales  deben  entregarse  á  nuestra  madre 
la  Iglesia,  y  ser  conducidos  al  lugar  ó  necrópo- 
lis por  ella  santificado  con  el  nombre  de  ce- 
menterios ó  panteones  fuera  de  poblado  y  au- 
torizados ad  hoc. 
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Fundada  la  Sección  en  el  espíritu  más  que 
en  la  letra  de  las  consideraciones  expuestas, 
y  que  pudiera  explanar  si  no  estuvieran  al  al- 
cance del  Consejo,  su  dictamen  no  puede  me- 
nos de  ser  contrario  &  semejantes  depósitos  en 
las  casas  mortuorias  y  en  las  ig'lesias,  y  asi 
opina  se  consulte  al  Gobierno  de  S.  M..,  pro- 
poniéndole la  adopción  de  las  disposiciones  si- 
guientes: 

I.''  El  tiempo  de  depósito  ó  permanencia  de 
los  cadáveres  embalsamados,  ya  sea  eu  las  ca- 
sas mortuorias,  ya  en  las  iglesias,  no  podrá 
exceder  de  tres  días  después  del  embalsama- 
miento; durante  los  cuales,  y  por  si  el  estado 
del  cadáver  exigiera  acortar  el  plazo,  quedará 
bajo  la  vigilancia  del  subdelegado  que  intervi- 
no la  operación. 

á.''  La  disposición  anterior  no  será  obs- 
táculo á  las  que  se  adopten  por  las  autorida- 
des en  los  casos  de  epidemia...»  Y  así  se  re- 
suelve.—Madrid  28  de  Abril  de  1875. — Romero 
y  Robledo.  (Gac.  7  Mayo.) 

E.  O.  10  Enero  1876. 
Facultó  al  director  de  Beneficencia  y  Sani- 
dad para  la  autorización  de  exhumaciones  y 
traslaciones  de  cadáveres  que  hoy  acuerdan 
los  gobernadores,  conforme  á  la  de  5  de  Abril 
de  1889. 

B.  O.  20  Octubre  1876. 
Expropiación  de  terrenos 2)ara  cementerio. 
(FoM.)  E.rti-acto.—Se  declararon  de  utili- 
dad pública  las  obras  de  construcción  de  un 
cementerio  eu  la  ciudad  de  San  Sebastián, 
desestimando  las  reclamaciones  del  propieta- 
tario  de  unos  terrenos  que  se  oponía  á  la  ocu- 
pación, fundándose  en  que  podía  construirse 
en  otra  parte  y  que  se  inutilizaba  su  finca,  que 
era  de  las  más  apreciadas  en  los  contornos,  la 
cual  debería  ser  expropiada,  previa  la  instruc- 
ción del  expediente,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones vigentes.  {Gac.  25  Octubre.) 

R.  O.  31  Diciembre  1876. 

Cuestión  sobre  si  debe  construirse  un  7mevo  cementerio  ó 

ampliarse  el  antiguo. 

Es  el  número  X  de  la  Seca,  de  Documentos. 

Ley  mxmicipal  2  Octubre  1877. 
Aunque  esta  ley  no  trata  determinadamente 
de  los  cementerios,  á  nuestro  juicio  es  induda- 
ble que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  72,  co- 
rresponde á  los  Ayuntamientos  la  administra- 
ción, cuidado  y  conservación  de  aquéllos,  cuya 
propiedad  es  del  común  de  vecinos.  El  art.  137, 
regla  2.",  autoriza  la  imposición  de  arbitrios 
sobre  enterramientos  eu  los  cementerios  mu- 
nicipales. 

E.  O.  30  M.iyo  1878. 
Cuestión  sobre  denegación  de  sepultura  por  el  procedimien- 
to sumario  ex  informata  coiiscientia. 

Es  el  núm.  IX  de  la  Secc.  de  Documentos. 

R.  O.  3  Enero  1879. 
Está  al  final  del  núm.  IX  de  los  Documentos. 

R.  O.  18  Diciembre  1880. 
Cuestión  sobre  demolición  de  un  cementerio  ya  edificado. 

Es  el  núm,  XI  de  la  Secc.  de  Documentos. 


E.  O.  19  Mayo  1882. 
Cuestión  grave  sobre  construcción  del  cementerio  de  Fre- 
genal  y  exhumación  y  traslación  de  cadáveres,  monda, 
etcétera. 

Es  el  núm.  XII  de  la  Secc.  de  Documentos. 

R.  O.  22  Enero  1883. 
Cuestión  sobre  tenencia  de  las  llaves  del  cementerio. 

Es  el  niim.  XIV  de  la  Secc.  de  Documentos. 

R.  O.  2  Abril  1883. 
Sobre  ampliación  de  los  cementerios  existentes  y  construc- 
ción de  otros  para  enterrar  decorosamente  á  los  qtte 
mueren  fuera  de  la  comunión  de  la  Iglesia. 

(GoB.)  «No  ha  cumplido  aún  la  mayoría  de 
los  Ayuntamientos  los  preceptos  que  sobre  la 
construcción  de  cementerios  neutros  contenía 
la  R.  O.  de  28  de  Febrero  de  1872  encaminada 
á  que  la  Administración  española  pudiera  pro- 
porcionar decorosa  sepultura  á  los  que  mue- 
ran fuera  del  gremio  de  la  religión  católica,  y 
cumpliera  así  con  uno  de  los  más  ineludibles 
deberes  que  llena  el  Estado  en  todos  los  países 
civilizados. 

Para  subsanar  este  lamentable  abandono, 
para  cumplir  al  fin  las  prescripciones  de  la 
Real  orden  citada  y  para  evitar  frecuentes  y 
g'raves  conflictos  entre  las  autoridades,  ecle- 
siásticas y  civiles,  guardando  además  el  espí- 
ritu v  la  letra  del  art.  11  de  la  Constitución, 
S.  M".  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  dispo- 
ner prevenga  V.  S.  á  todos  los  Ayuntanúeutos 
cuya  población  exceda  de  600  vecinos,  y  á  los 
que  sin  alcanzar  ese  número  corresjioudan  á 
capitales  de  partido  judicial: 

1.°  Que  de  conformidad  con  el  espíritu  y 
disposiciones  de  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855 
se  amplíen  los  cementerios  existentes,  respe- 
tando los  cerramientos  que  tengan,  tomando 
la  jiarte  de  terreno  contiguo  que  se  considere 
necesaria;  cerrando  el  nuevo  espacio  adquiri- 
do de  un  muro  ó  cerca  como  los  del  actual  ce- 
menterio, con  entrada  independiente  de  éste. 

2."  Los  Ayuntamientos  y  asociaciones  re- 
ligiosas disidentes  que,  contando  con  recursos, 
deseen  construir  cementerios  especiales,  po- 
drán verificarlo  sujetándose  á  las  disposicio- 
nes vigentes  sobre  higiene  y  policía  sanitaria, 
previa  la  instrucción  del  oportuno  expediente. 

o.°  La  adquisición  por  los  Ayuntamientos 
del  terreno  que  en  la  primera  disposición  se 
menciona  lo  mismo  que  las  obras  que  sean  ne- 
cesarias, ya  para  la  construcción  de  un  cemen- 
terio neutro,  ya  para  la  ampliación  de  los  ce- 
menterios existentes,  podrán  veriflcai'se  siem- 
pre que  fuere  preciso  considerando  estos  fines 
como  de  utilidad  pública,  conforme  á  las  dispo- 
siciones que  rigen  para  la  expropiación  cuan- 
do se  trata  de  obras  que  tienen  aquel  carácter, 
y  con  arreglo  á  lo  que  previene  líi  mencionada 
R.  O.  de  28  de  Febrero  de  1872. 

4.°  Los  Ayuntamientos  de  poblaciones,  ca- 
bezas de  partido  judicial  ó  compuestas  de  más 
de  GOO  vecinos,  formarán  para  el  objeto  refe- 
rido un  presupuesto  extraordinario  con  las 
partidas  necesarias  para  los  gastos  que  exijan 
las  obras  citadas;  y  cuando  por  su  estado  eco- 
nómico no  pudieran  realizar  en  el  próximo 
ejercicio  las  sumas  precisas,  incluirán  por  lo 
menos  eu  dicho  presupuesto  extraordinario  el 
importe  de  la  mitad  de  las  obras,  debieudo pre- 
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oisaiuente  incluir  la  otra  mitad  en  el  ordinario 
de  1884  íi  1885. 

Y  5."  El  presupite.'íto  indicado  deberá  ter- 
minarse eu  el  más  breve  plazo,  conforme  A  lo 
qtie  previenen  i)ara  casos  análog'os  los  artícu- 
los 142,  143  y   sig'uientes  de  la  ley  municipal. 

Las  dudas  que  sobre  la  inteligencia  y  cum- 
plimiento de  la  presente  circular  puedan  ori- 
ginarse lo  mismo  á  V.  S.  que  á  los  Ayunta- 
mientos y  Diputaciones  provinciales,  serán 
inmediatamente  consultadas  á  este  Ministe- 
rio.— De  Real  orden,  etc. — Madrid  2  de  Abril 
de  1883.— Gullón...»  (Gac.  3  Abril.) 

E.  O.  26  Julio  1883. 

Mandando  se  áenicfjue  toda  solicitud  para  construir  ce- 
Ttientorios  iiartii' alares  y  que  se  reserven  los  privilegios 
de  la  (le  12  de  Mayo  de  1S4!)  á  favor  de  los  reverendos 
prelados  y  religiosas  en  clausura. 

(GoB.)  «Dada  cuenta  á  S.  M.  del  expedien- 
te instruido  eu  este  Ministerio  á  consecuencia 
de  la  consulta  elevada  al  mismo  por  V.  S.  so- 
bre si  las  Hermanitas  de  los  Pobres  deesa  ca- 
pital podrían  construir  un  cementerio  especial 
á  200  metros  de  distancia  del  Asilo  en  que  ha- 
bitan, destinado  únicamente  á  sepulturas  de 
las  religiosas: 

Vistas  la  Real  orden  de  17  de  Octubre  de 
1805,  que  prohibe  que  las  comunidades  ecle- 
siásticas, sean  de  la  clase  que  l'uesen,  establez- 
can para  suuso  cementerios  particulares;  la  de 
oO  de  Octubre  de  1835  prescribiendo  que  sola- 
mente los  cadáveres  de  las  religiosas  profe- 
sas en  clausura  puedan  ser  enterradas  en  los 
atrios  ó  huertos  de  sus  conventos,  conduciéu- 
dolos,  en  caso  de  que  aquéllos  no  reúnan  bue- 
nas condiciones  higiénicas,  á  los  cementerios 
públicos;  la  de  12  de  Mayo  de  1849,  dictada 
con  el  mismo  espíritu  de  prolribición  que  la 
precedente,  reservando,  sin  einbarg'o,  los  pri- 
vilegios concedidos  á  los  reverendos  prelados 
V  relig'iosas  por  disposiciones  anteriores;  la 
de  28  de  Agosto  de  1850,  22  de  Junio  de  1860, 
7  de  Febrero  de  18G5  y  11)  de  Mayo  de  1882,  que 
previenen  no  podrá  construirse  ningún  cemen- 
terio á  menor  distancia  de  1.000  metros  de  po- 
blado; la  de  17  de  Febrero  y  22  de  Noviembre 
de  1879,  dictadas  eon  audiencia  del  Real  Con- 
sejo de  Sanidad,  prohibiendo  la  construcción 
de  cementerios  particulares,  solicitada  por  los 
Colegios  de  misioneros  de  Avila  y  de  Veruela 
(Zaragoza): 

Considerando  que  las  Hermanitas  de  los  Po- 
bres del  Asilo  de  ancianos  de  esa  capital  no 
constituyen  comunidad  religiosa: 

Considerando  que  aunque  no  se  hallaran  en 
este  caso  no  podría  accederse  á  la  pretensión, 
por  cuanto  el  terreno  destinado  por  ellas  á  es- 
tablecer el  referido  cementerio  no  reúne  las 
condiciones  de  emplazamiento  que  las  dispo- 
siciones vig-entes  determinan: 

Considerando  que  las  leyes  dictadas  en  todo 
tiempo  sobre  esta  materia  están  informadas 
en  el  sentido  de  que  los  enterramientos  de  los 
cadáveres  humanos  se  verifiquen  en  cemente- 
rios comunes  y  distantes  de  poblado: 

Considerando  que  de  acceder  á  lo  solicitado 
por  las  Hermanitas  de  los  Pobres  se  sentarla 
una  jurisprudencia  contraria  al  espíritu  de  la 


legislación  vigente  y  á  los  preceptos  de  la  hi- 
giene: 

Considerando  que  pretensiones  idénticas  se 
repiten  con  frecuencia,  por  ignorancia  sin  du- 
da de  las  disposiciones  vigentes,  que  son  moti- 
vos de  remora  para  la  Administración: 

S.  M.  el  Rey  (y.  D.  G.),  conformándose  cou 
lo  informado  por  la  Dirección  general  de  Be- 
neficencia y  Sanidad,  se  ha  servido  disponer 
lo  siguiente: 

1."  Que  se  desestime  la  solicitud  de  las 
Hermanitas  de  los  Pobres  del  Asilo  de  ancia- 
nos de  esa  capital. 

2."  Que  en  lo  sucesivo  se  denieg'ue  toda 
instancia  solicitando  autorización  para  cons- 
truir cementerios  particulares ,  cualesquiera 
que  sean  las  circunstancias  y  condiciones  que 
en  la  pretensión  concurran: 

3."  Que  se  reserven  los  privilegios  conce- 
didos en  la  R.  O.  de  12  de  Mayo  de  1849  en  fa- 
vor de  los  reverendos  prelados  y  de  las  reli- 
giosas en  clausura,  teniendo  en  cuenta  res- 
pecto á  éstas  cuanto  dispone  la  regla  3.*  de  la 
R.  O.  de  30  de  Octubre  de  1835. 

4."  Que  esta  disposición  se  considere  de  ca- 
rácter general  para  cuantos  casos  análog'os 
puedan  ocurrir  en  lo  sucesivo. 

Y  5."  Que  se  publique  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid y  en  los  Boletines  oficiales  de  provincia 
esta  Real  disposición. — De  Real  orden,  etc. — 
Madrid  2(1  de  Julio  de  1883.— Gullóu.— .Sr.  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Vizcaya.»  ('6raceía 
31  Julio.) 

Circ.  28  Mayo  IbSl. 

Encarga  la  Dirección  general  de  Beneficen- 
cia y  Sanidad  el  cumplimiento  de  las  disposi- 
ciones que  prohiben  la  celebración  de  exe- 
quias de  cuerpo  presente  en  las  iglesias. 

B.  O.  7  Agosto  law. 

Prohibiendo  las  inhumaciones  en  varios  cevienterios  de 
Madrid  y  disponiendo  cuáles  deben  hacerse  en  el  deno- 
minado del  Este. 

(GoB.)  «El  desarrollo  de  la  población  en 
esta  capital,  ensanchando  sus  limites  hasta 
encerrar  en  su  recinto  alg'unos  de  los  antiguos 
cementerios,  ha  señalado  á  la  atención  de  los 
Gobiernos  y  de  los  Ayuntamientos  que  se  han 
sucedido,  en  ya  largo  período,  la  necesidad 
de  la  clausura  de  aquellos  lugares  sagrados, 
incompatibles  hoy  cou  las  exigencias  y  los 
preceptos  de  la  higiene  piiblica. 

Siempre  tuvo  la  autoridad  civil,  escrupulo- 
sa guardadora,  entre  otros  intereses  piibíicos, 
de  la  salubridad  de  las  poblaciones,  el  derecho 
de  dictar  medidas  acerca  de  las  condiciones 
que  deben  reunir  los  cementerios,  que  en  nada 
embarazan  los  de  la  Ig'lesia  ni  amenguan  el 
respeto  debido  á  los  ministros  de  la  religión 
encargados  de  acog'er  los  restos  humanos  bajo 
las  preces  del  culto,  sig'uiendo  al  espíritu  al 
otro  lado  de  las  fronteras  de  la  vida. 

En  virtud  de  aquella  facultad,  fueron  pro- 
hibidos los  enterramientos  en  las  iglesias,  se 
dictaron  disposiciones  para  la  creación  de 
nuevos  cementerios  á  conveniente  distancia 
de  los  poblados,  y  se  deslindaron  las  atribucio- 
nes entre  la^  potestad  civil  y  la  eclesiástica. 
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g-arautizaudo  la  salud  de  los  vivos  y  respetan- 
do la  devoción  y  la  piedad  de  los  fíeles. 

La  potestad  civil,  que  se  limitó  en  un  prin- 
ii[iio  á  auxiliar  cou  sus  recursos  á  la  Iglesia 
para  la  creación  de  estos  sagrados  asilos,  de 
los  que  fueron,  ha  concluido  por  asumir  la 
responsabilidad  del  establecimiento  de  los  ce- 
menterios cou  arreglo  ;l  los  principios  de  la 
higiene  pública. 

(Sigue  exponiendo  el  señor  Ministro  que, 
consecuente  con  esto,  se  han  dictado  varias 
Reales  órdenes  ordenando  al  Ayuntamiento 
de  Madrid  la  adquisición  de  terrenos  á  propó- 
sito para  construir  dos  cementerios,  al  Este  y 
al  Oeste,  etc.,  y  continúa:) 

Ninguna  dificultad  puede  siiscitar  esta  me- 
dida respecto  A  los  derechos  que  la  Iglesia  tie- 
ne hoy  en  los  cementerios  llamados  á  desapa- 
recer, puesto  que  el  Gobierno  de  S.  M.  se  pro- 
pone respetarlos  en  toda  su  integ'ridad  en  los 
nuevos  cementerios.  Otra  cuestión  distinta  es 
la  de  los  derechos  adquiridos  á  perpetuidad 
j)or  algunas  familias  que  han  levantado  en 
aquellos  lugares  mausoleos  ó  monumentos  k 
la  memoria  de  sus  finados,  como  queriendo 
perix'tuar  los  lazos  de  afecto  y  de  unión  con 
que  vivieron.  Si  bien  el  derecho  estricto  no 
autoriza  ni  justificaría  ninguna  reclamación 
por  parte  de  los  interesados,  la  equidad  y  el 
profundo  respeto  de  que  son  dignos  los  senti- 
mientos de  la  familia  y  la  memoria  de  los  que 
tallecieron,  inclinan  ;l  reconocer  en  el  nuevo 
cementerio  la  misma  superficie  que  tuvieran 
adquií'ida  en  los  antig'uos,  y  aun  á  permitir  la 
traslación,  á  su  costa,  de  los  monumentos  eri- 
gidos siempre  que  lo  deseen,  sin  que  por  uno 
ni  otro  concepto  se  les  impong-a  el  menor  gra- 
vamen, bastando  cou  la  justificación  de  sus 
derechos  adquiridos,  en  los  que  se  subrrogará 
el  Municipio.  Aunque  para  reglamentar  esta 
concesión  habrán  do  dictarse  disposiciones  es- 
peciales, conviene  que  conste  que  el  Gobierno 
de  S.  M.  está  dispuesto  á  otorgarla  para  evi- 
tar la  alarma  de  los  que  pudieran  temer  que 
sus  restos  estuvieran  privados  de  reposar  al 
lado  de  los  que  eu  vida  merecieron  su  cariño. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  S.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  resolver: 

1.°  Desde  el  día  1.°  del  próximo  mes  de 
Septiembre  queda  prohibido  en  absoluto,  bajo 
razón  ni  pretexto  alguno,  hacer  inhumaciones 
en  los  cementerios  de  San  Martín,  San  Luis, 
Sau  Sebastián,  San  Nicolás,  el  Patriarcal,  ge- 
neral del  Sur,  general  del  Norte  y  Provincial'. 

Las  inhumaciones  de  los  que  fallezcan  des- 
de esa  fecha  eu  adelante  victimas  de  enferme- 
dades comunes,  se  verificarán  en  el  cemente- 
rio general  denominado  del  Este,  reciente- 
mente construido. 

2."  A  partir  de  la  fecha  de  esta  Real  dispo- 
sición, el  Ayuntamiento  procederá  á  adquirir 
terrenos  al  Poniente  de  Madrid,  y  al  otro  lado 
del  rio,  para  construir  otro  cementerio  gene- 
ral, que  se  denominará  del  Oeste. 


'  Las  Sacramentales  no  tienen  derecho  d  indemniza- 
ción alíjima  por  consecuencia  de  esta  R.  O.  Váase  en  la 
Sección  de  Jurisprudencia  la  sentencia  del  T.  V.  A.  de  5 
de  Julio  de  1SS9. 


3."  Una  vez  adijuirido  el  terreno  necesa- 
rio, procederá  á  cercarlo;  á  construir  la  capi- 
lla, y  á  llevar  á  cabo  las  demás  obras  que  sean 
indispensables. 

4."  El  Ayuntamiento ,  de  acuerdo  con  la 
autoridad  eclesiástica,  redactará  el  reglamen- 
to general  para  el  rógimen  de  los  nuevos  ce- 
menterios, que  deberá  someterse  á  la  apro- 
bación del  Gobierno  antes  de  la  fecha  fijada 
para  la  clausura  de  los  unos  y  apertura  del 
denominado  del  Este. 

Cumple  además  á  V.  E^.  que  el  Ayuntamien- 
to de  Madrid,  invocando  el  auxilio  de  la  auto- 
ridad eclesiástica,  haga  bendecir  en  el  plazo 
más  breve  el  cementerio  general  del  Este  para 
que  no  sufra  obstáculo  la  ejecución  de  lo  re- 
suelto por  S.  M.  De  Real  orden,  etc. — Madrid 
7  de  Agosto  de  1884.— Romero  y  Robledo.» 
(Gac.  8  Agosto.) 

B.  O.  10  SeiJtiembre  ISSl. 
Aprobando  el  reglamento  para  la  administración,  cuida- 
do y  conservación  de  los  cementerios  municipaleSf  ca- 
tólico y  civil,  del  Este  de  Madrid. 

(GoB.)  «Examinados  el  proyecto  de  regla- 
mento provisional  para  la  administración  de 
los  cementerios  municipales  del  Este,  que  ha 
remitido  á  este  Ministerio  el  Ayuntamiento 
de  Madrid,  y  las  observaciones  formuladas 
por  el  reverendo  vicario  capitular  de  la  dióce- 
sis por  conducto  del  vicario  eclesiástico  de 
esta  corte,  asi  como  la  reserva  consignada  por 
el  mismo  de  solicitar  en  su  día  del  Gobierno 
se  destine  alguna  suma  para  las  atenciones 
del  culto  de  las  parroquias  de  esta  villa  en 
compensación  de  los  derechos  que  dejan  de 
percibir  por  la  aperttira  del  nuevo  cemente- 
rio; S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 
aprobar  el  adjunto  reglamento,  reservándose 
acordar  con  la  beniguidad  propia  del  coucior- 
to  que  existe  entre  la  potestad  civil  y  ecle- 
siástica lo  que  sea  procedente  respecto  á  la 
manifestación  formulada  por  el  vicario  ecle- 
siástico de  esta  corte  en  nombre  del  vicario 
capitular  de  la  diócesis.  De  Real  orden,  etc. — 
Madrid  10  de  Septiembre  de  1884.— Romero  y 
Robledo. — Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 
Madrid. 

REGLAMEITO  PROVISIONAL 

para  la  ailiiiInlNtraeión^  ctildailo  y  oonscrva- 
rlon  «le  l4kí*  coiiieiilerlu.**  iiiiiuloi|iale.s  del  Este 
de  Uadrld. 

HKI,  CEUENTERIO  CATÓLIfO 

TÍTULO   I.  — Disposiciones   generales. 

Artículo  1,°  El  cementerio  municipal  cató- 
lico de  Madrid,  denominado  del  Este,  es  un 
lugar  sagrado  con  arreglo  á  los  cánones,  y  se 
halla,  por  tanto,  separado  del  comercio.  Pero 
habiéndose  construido  con  fondos  exclusiva- 
mente municipales ,  corresponde  al  Ayunta- 
miento la  administración,  cuidado  y  dirección 
del  mismo  sin  perjuicio  del  respeto  debido  á  la 
jurisdiccióu  y  derechos  de  la  Igdesia  católica. 

Art.  2.°  Como  consecuencia  de  dicha  ad- 
ministración, corresponde  al  Ayuntamiento: 

Todo  lo  concerniente  á  tarifas,  pompas,  con- 
ducción de  cadáveres  y  cuanto  se  relacione 
con  el  rógimen  y  gobierno  de  tan  importantes 
servicios. 
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La  distribución  de  zonas  y  plantaciones  y  la 
enajenación  de  terrenos  y  sepulturas. 

La  percepción  de  todos  los  derechos  y  emo- 
lumentos que  produzca,  A  excepción  "de  los 
que  á  beneficio  de  las  ñibrieas  de  las  parro- 
quias se  consignan  eu  el  articulo  siguiente; 
siendo  á  la  vez  de  cuenta  del  Ayuntamiento 
cubrir  cuantos  gastos  sean  precisos  para  la 
conservación  y  reparación  del  mismo. 

y  el  nombramiento  y  pag'o  del  personal  ne- 
cesario para  el  servicio  del  cementerio,  excep- 
to el  acólito,  que  será  nombrado  por  el  ca- 
pellán. 

Art.  3."  El  Ayuntamiento  reconoce  gustoso 
en  beneficio  de  las  fábricas  de  las  parroquias 
de  esta  corte,  con  destino  á  las  atenciones  del 
culto  y  eu  sustitución  de  las  obvenciones  que 
hasta  aquí  y  por  razón  de  enterramiento  han 
venido  percibiendo,  un  derecho  consistente  en 
5  pesetas  por  cada  adulto,  y  2  pesetas  50  cén- 
timos por  cada  párvulo,  que  se  rebajarán  de 
las  tarifas  del  Municipio.  Esta  cantidad  será 
satisfecha  por  las  familias  á  los  respectivos  cu- 
ras párrocos  ó  ecónomos,  los  cuales  facilitarán 
el  oportuno  resguardo,  consignando  la  entre- 
ga en  la  papeleta  de  enterramiento  que  expe- 
dirán á  los  interesados. 

Art.  4.°  Parala  dirección,  cuidado  y  ser- 
vicio del  cementerio  se  destina  por  ahora  el 
personal  siguiente:  Un  capellán.  Un  sacristán. 
Un  acólito.  Un  conserje.  Un  escribiente.  Ocho 
sepultureros.  Tres  guardas  de  campo.  Y  dos 
vigilantes  jiara  el  depósito  de  cadáveres. 

TÍT.  II.— Del  peusoxal. 
capítulo  PEIMEBO.— I>e!  capellán. 

Art.  5."  El  capellán  es  el  jefe  del  personal 
desig'nado  ó  que  en  lo  sucesivo  se  designe 
para  el  buen  régimen  y  cuidado  de  aquel  sa- 
grado recinto. 

Su  nombramiento  corresponde  al  Ayunta- 
miento, con  aprobacióu  de  la  autoridad  ecle- 
siástica. 

Art.  6."  Las  llaves  del  cementerio  y  de  to- 
das sus  dependencias  serán  custodiadas  por 
el  capellán. 

Art.  7.°  Todos  los  días  celebrará  el  Santo 
Sacrificio  de  la  Misa  en  la  capilla  del  cemente- 
rio en  sufrag'io  de  las  almas  de  los  fieles  cuyos 
restos  se  hallen  depositados  eu  el  mismo,  pu- 
diendo  no  obstante  aplicar  especialmente  su 
intención  por  la  de  alguno  de  aquellos  de  cuya 
familia  reciba  estipendio.  Terminada  la  Misa, 
rezará  un  responso  con  la  misma  intención. 

Art.  8."  Estará  presente  á  la  recepción  de 
los  cadáveres  y  á  su  enterramiento,  rezando 
en  este  acto  un  responso  por  el  alma  del  difun- 
to que  reciba  sepultura. 

Art.  9."  A  todo  enterramiento  debe  prece- 
der la  presentación  por  las  familias  ó  sus  re- 
presentantes de  la  papeleta  expedida  por  el 
respectivo  cura  párroco  ó  ecónomo  en  que  se 
acredite  el  abono  de  los  derechos  establecidos 
en  el  art.  3.",  la  licencia  del  alcalde  ó  del  de- 
legado designado  al  efecto  por  la  autoridad 
municipal  y  la  autorización  ó  certificación  del 
Registro  civü  correspondiente.  Si  el  cadáver 
hubiese  recibido  muerte  violenta,  exigirá  ade- 


más la  orden  de  enterramiento  del  juez  del 
partido. 

No  permitirá  enterramiento  algunp  sin  la 
presentación  de  dichos  documentos. 

Art.  10.  Tampoco  permitirá  hacer  exhuma- 
ciones sin  orden  de  la  autoridad  correspon- 
diente. Si  se  tratara  de  exhumar  el  cadáver  de 
alguno  que  hubiese  recibido  muerte  violenta, 
exigirá  además  la  «rdeu  de  la  autoridad  ju- 
dicial. 

Art.  11.  Llevará  libros  registros  para  los 
asientos  de  toda  clase  de  enterramientos  }'  ex- 
humaciones, los  cuales  le  serán  facilitados  por 
el  Ayuntamiento,  procurando  el  capellán  por 
su  parte  llevarlos  con  punt,iialidad  y  llenar 
cuantas  circunstancias  se  exijan  eu  los  formu- 
larios que  se  adopten. 

Art.  12.  Si  por  las  licencias  ó  certificacio- 
nes anteriormente  expresadas  no  pudiese  ex- 
tender los  asientos,  reclamará  de  las  familias 
interesadas  cuantas  noticias  sean  indispensa- 
bles para  hacerlo  debidamente. 

Art.  13.  La  conservación  de  los  vasos  sa- 
grados, alhajas,  ornamentos  y  demás  efectos 
pertenecientes  á  la  capilla,  es  de  la  responsa- 
bilidad exclusiva  del  capellán. 

Art.  14.  Xo  permitirá  bajo  ning'üu  pretex- 
to que  en  el  respetable  asilo  de  los  muertos  se 
falte,  ni  por  los  empleados,  ni  por  otra  perso- 
na alguna,  al  decoro  y  compostura  que  debe 
guardarse  eu  dicho  lug'ar  sagrado;  teniendo 
autoridad  suficiente  para  hacer  salir  de  su  re- 
cinto á  los  que  lo  profanasen  de  cualquier 
modo  y  para  poner  el  hecho  en  conocimiento 
de  las  autoridades  para  la  corrección  oportuna. 

Art.  15.  Cuidará  de  que  los  empleados  y 
dependientes  cumplan  sus  deberes,  dando  par- 
te al  alcalde  de  las  faltas  que  observe. 

Art.  16.  Eu  caso  de  ausencia  ó  enfermedad, 
será  de  su  cuenta  el  sostenimiento  de  otro  ca- 
pellán que  le  sustituya  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  cuya  desig'nación  comunicará  al  al- 
calde y  á  la  autoridad  eclesiástica. 

Art.  17.  El  capellán  no  tendrá  intervención 
alg'una  en  la  distribución  de  terrenos,  ni  eu 
las  plantaciones  que  se  hagan,  ni  en  los  tra- 
bajos que  se  realicen  para  su  cultivo:  todo  ello 
se  halla  á  cargo  de  la  Comisión  de  obras  pú- 
blicas del  Ayuntamiento,  que,  con  conocl- 
mientodel  alcalde  éinforme  del  arquitectomii- 
nicipal,  acordará  las  resoluciones  oportunas. 

Art.  18.  El  capellán,  además  de  las  facul- 
tades y  oblig'aciones  que  se  determinan  en  este 
capitulo,  está  obligado  á  vigilar  por  el  exacto 
cumplimiento  del  reglamento,  llenando  él  por 
su  parte  cualquiera  otra  obligación  que  en  el 
mismo  se  le  imponga. 

CAP.  II.— DeZ  conserje  y  demás  empleados. 

Art.  19.  En  el  ínterin  no  se  redacte  el  re- 
glamento definitivo  para  el  régimen  del  ce- 
menterio, en  el  cual  habrán  de  expresarse  las 
obligaciones  de  cada  uno  de  los  empleados 
destinados  al  servicio  del  mismo,  recibirán  és- 
tos del  capellán  á  cuyas  órdenes  sirven  las 
instrucciones  oportunas  para- el  mejor  desem- 
peño de  su  carg'o. 
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TIT.  III. — De  la  administración,  distribución 

DE  ZONAS  Y  ENAJENACIÓN  DE  TEKUENOS. 

CAP.  I. — De  la  adniinistrcición. 

Art.  20.  Para  la  adraiuistraciún  y  recauda- 
ción de  lo.s  derechos  de  enterramiento,  exhu- 
macioues  y  demás  servicios  que  se  realicen  en 
el  cementerio  se  crea  una  Sección  especial  en 
la  Secretaría  general  del  Ayuntamiento,  de- 
nominada de  cementerios.  A  esta  Sección  de- 
berán recurrir  los  interesados,  la  cual  les  fa- 
cilitará impresos  en  donde  consignarán  los 
datos  necesarios  para  conseguir  la  clase  de 
enterramiento  que  deseen  y  la  orden  para  rea- 
lizarlo. A  dicha  orden  precederá  siempre  la 
papeleta  del  párroco,  la  certificación  del  Re- 
gistro civil  y  el  pago  de  los  derechos  corres- 
pondientes á  la  clase  de  enterramiento  que  se 
haya  solicitado,  y  si  se  tratara  de  la  inhuma- 
ción de  un  cadáver  que  haya  recibido  muerte 
violenta,  la  orden  del  Juzgado  respectivo. 

Art.  21.  Si  fuera  de  las  horas  que  compren- 
de el  día  solar,  únicas  en  que  funcionará  di- 
cha Sección,  las  familias  ó  representantes  de 
los  cadáveres  que  hayan  de  ser  inhumados  de- 
searan extraerlos  de  las  casas  mortuorias, 
bastará  que  lo  soliciten  de  la  respectiva  casa 
de  socorro  del  distrito  en  donde  residan,  cu- 
yas dependencias  darán  las  órdenes  oportunas 
para  recoger  y  trasladar  á  aquéllos  á  los  de- 
pósitos generales,  formalizando  en  las  prime- 
ras horas  de  la  mañana  las  diligencias  á  que 
se  refiere  el  articulo  anterior. 

Art.  22.  Las  empresas  particulares  que  se 
dediquen  á  servicios  fúnebres  podrán  encar- 
garse de  las  precedentes  gestiones,  á  cuyo 
efecto  se  les  facilitará  por  la  Sección  del  Ayun- 
tamiento los  impresos  correspondientes. 
CAP.  II. — De  la  distribución  de  zonas. 

Art.  23.  En  el  cementerio  habrá  diferentes 
clases  de  sepulturas,  cuyo  precio  se  determi- 
nará al  fijar  las  tarifas  que  han  de  regir  en  di- 
cho lugar  sagrado. 

Art.  24.  Los  pobres  dé  solemnidad  y  per- 
sonas muertas  en  la  vía  pública  que  no  pue- 
dan ser  identificadas,  asi  como  los  cadáveres 
cuyo  enterramiento  se  ordene  por  ]n-oviden- 
cia  judicial  y  que  no  sean  reclamados  por  sus 
familias  serán  inhumados  g'ratuitamente  en 
manzanas  especiales. 

Art.  25.  Se  destinará  una  zona  decorosa  y 
de  extensión  suficiente  para  el  enterramiento 
de  las  personas  con  carácter  eclesiástico  y  de 
las  religiosas  que  no  sean  de  clausura  que  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Iglesia  de- 
ban enterrarse  con  separación  de  los  demás 
fieles. 

Art.  26.  Asimismo  se  destinará  una  zona 
llamada  de  Gloria  para  los  párvulos,  y  otra 
para  los  adultos,  en  las  cuales  podrán  cons- 
truirse mausoleos  y  panteones  de  familia. 

Art.  27.  Habrá  también  un  sitio  destinado 
para  osario,  en  el  que  se  conservarán  los  res- 
tos que  se  extraigan  de  las  exhumaciones,  lo 
mismo  de  los  sepulcros  que  hayan  de  ser  ocu- 
pados de  nuevo,  como  de  las  sepulturas  comu- 
nes; y  otro  sitio  destinado  al  depósito  de  las 
urnas  cinerarias,  de  que  se  hablará  más  ade- 
lante. 


Art.  28.  El  cementerio  se  dividirá  en  man- 
zanas ó  cuarteles  para  las  diferentes  clases  de 
sepulturas  que  se  establecen,  y  son  las  si- 
g'uientes: 

Una  zona  alrededor  de  las  calles  de  primero 
y  segundo  orden  para  panteones,  que  se  de- 
nominarán de  primera  y  segunda  clase. 

Otra  manzana  ó  cuartel  para  sepulturas  es- 
peciales ó  de  familia. 

Otra  para  sepulturas  de  primera  y  segunda 
clase. 

Otra  para  sepiil turas  de  tei'cera  clase. 

Otra  para  sepulturas  de  cuarta  clase,  desti- 
nada á  los  enterramientos  de  caridad. 

Un  cuartel  llamado  de  Gloria  para  los  pár- 
vulos. 

Otro  para  los  que  fallezcan  sin  haber  reci- 
bido el  ag'ua  del  bautismo. 

Otro  para  el  enterramiento  de  personas  con 
carácter  eclesiástico  y  religiosas  que  no  sean 
de  clausura. 

Otro  para  el  depósito  de  las  urnas  cinera- 
rias. 

Y  otra  zona  ó  cuartel,  finalmente,  destinada 
á  osario. 

CAP.  III. — De  las  divei-sas  clases  de  enterramientos  y  de 
los  derechos  que  se  reconocerán  á  ios  adquirentes. 

Art.  29.  Los  enterramientos  se  dividen  en 
perpetuos  y  temporales. 

Son  perpetuos  los  que  se  verifiquen  en  los 
panteones  de  primera  y  segunda  clase  y  en 
las  sepulturas  denominadas  especiales  ó  de  fa- 
milia. 

Los  enterramientos  en  las  sepulturas  de  pri- 
mera y  segunda  clase  seráu  perjietuos  ó  tem- 
porales, á  voluntad  de  las  familias  interesa- 
das; y  los  que  se  verifiquen  en  las  do  tercera 
y  cuarta  clase  serán  siempre  temporales. 

Art.  30.  En  los  panteones  de  primera  y  se- 
g'unda  clase  pueden  inhumarse  el  número  de 
cadáveres  cjue  la  capacidad  de  los  mismos  per- 
mita, siendo  potestativo  en  sus  propietarios 
dejar  indefinidamente  los  cadáveres  ó  exhu- 
marlos transcurrido  que  sea  el  plazo  legal, 
colocando  los  restos  en  una  urna  cineraria. 

Art.  31.  En  las  sepulturas  especiales  ó  de 
familia  podrán  ser  inhumados  ocho  cadáveres: 
uno  en  las  de  primera  y  segunda  clase;  dos  en 
las  de  tercera,  y  cuatro  en  las  de  cuarta  clase 
ó  de  caridad. 

Art.  32.  Las  criptas  de  los  jianteones  ten- 
drán espacio  suficiente  para  construir  escale- 
ra y  para  la  colocación  de  urnas  cinerarias. 
Lo  mismo  en  su  construcción  que  en  la  de  los 
mausoleos  con  que  pretendan  decorar  dichos 
enterramientos,  se  sujetarán  los  propietarios 
á  las  reglas  que  fije  la  Comisión  respecto  á 
ventilación,  altura  y  decoro. 

Art.  33.  Los  enterramientos  especiales  ó 
de  familia  tendrán  cabida  jiara  ocho  cadáve- 
res por  lo  menos,  los  cniales  estarán  divididos 
por  una  losa  de  piedra  natural  ó  artificial. 
Los  propietarios  de  esta  clase  de  enterramien- 
to pueden  colocar  en  la  superficie  de  los  mis- 
mos un  sarcófag'o  ó  mausoleo  en  que  so  hag'a 
constar  á  quién  pertenece,  y  los  nombres  de 
las  personas  sepultadas  en  él. 

Art.  34.    Las  sepulturas  de  primera  y  se- 
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g'uiida  clase  teudrán  mía  cabida  por  lo  menos 
de  dos  metros  de  longitud  por  80  ceutimetros 
de  latitud,  y  un  metro  50  ceutimetros  de  pro- 
fundidad para  los  adultos;  y  de  uu  metro  12 
centímetros  de  longitud  por  GO  centímetros  de 
latitud  y  un  metro  de  profundidad  para  los 
párvulos;  las  de  tercera  y  cuarta  se  aumenta- 
rá la  cabida  en  proporción  al  número  de  cadá- 
veres que  pueden  ser  inlnunados  en  las  mis- 
mas; y  á  fln  de  que  la  circulación  sea  comple- 
tamente libre,  á  lo  largo  de  cada  orden  de  se- 
pulturas se  dejará  una  linea  de  separación  de 
60  centímetros  por  lo  menos. 

Art.  35.  En  los  panteones  de  primera  y  se- 
g'unda  clase  será  de  cuenta  exclusiva  de  las 
familias  interesadas  la  construcción  de  todas 
las  obras  necesarias  para  la  edifícación  de  di- 
chos enterramientos,  incluyéndose  en  ella  los 
muros  de  contención,  bóveda,  etc.  En  las  se- 
pulturas especiales  ó  de  familia,  las  obras  ne- 
cesarias para  su  construcción  correrán  ó  no  á 
carg'ode  las  familias  interesadas,  á  elección  de 
las  mismas.  Y  será  de  cuenta  de  la  Adminis- 
tración del  cementerio  la  construcción  de  las 
demás  clases  de  sepulturas. 

Art.  3B.  Adquirida  la  propiedad  de  un  en- 
terramiento, sus  derechos  serán  transmisibles 
á  los  herederos  de  los  projiietarios. 

Art.  37.  Los  dueños  de  sepulturas  especia- 
les ó  de  familia  y  los  que  hayan  adquirido  á 
perpetuidad  sepulturas  de  primera  ó  segunda 
clase,  una  vez  inhumados  el  nvimero  de  cadá- 
veres asignados  á  cada  uno  de  dichos  enterra- 
mientos, no  podrán  hacer  nuevas  inhumacio- 
nes hasta  que  no  haya  transcurrido  el  plazo  le- 
g-al  paraexliumar  los  cadáveres  depositados  en 
las  mismas.  Pero  transcurrido  dicho  plazo  po- 
drán hacer  las  mencionadas  exhumaciones  y 
realizar  nuevos  enterramientos  de  cadáveres 
de  las  mismas  familias,  á  condición  de  deposi- 
tar las  cenizas  en  una  urna  cineraria  hedía  á 
sus  expensas,  que  se  colocará  en  el  sitio  de- 
signado al  efecto  en  el  cementerio  y  previo  el 
pago  además  de  25  pesetas,  que  abonarán  al 
Ayuntamiento  por  cada  adulto,  y  de  12  pese- 
tas 50  céntimos  ¡lor  cada  párvulo. 

En  las  sepulturas  de  primera  y  segunda 
clase  adquiridas  temporalmente,  si  no  se  re- 
novase la  obligación,  lo  mismo  que  en  las  de 
tercera  y  cuarta,  serán  exhumados  los  cadá- 
veres y  depositados  sus  restos  en  el  osario, 
una  vez  transcurridos  cinco  años,  á  no  ser  que 
las  familias  interesadas  prefiriesen  se  deposi- 
tasen sus  cenizas  en  una  urna  cineraria  hecha 
á  sus  expensas;  pues  en  este  caso,  y  previo  el 
pago  de  los  derechos  anteriormente  estableci- 
dos, se  depositarán  en  el  sitio  destinado  al 
efecto. 

Art.  38.  En  toda  sepultura  se  colocará  un 
rótulo  de  piedra,  cou  el  número  de  orden  que 
corresponda  igual  al  del  registro  que  se  lleva- 
rá en  la  Administración'  del  cementerio. 

Art.  39.  Las  sepulturas  de  tercera  y  cuar- 
ta clase  tendrán  un  número  para  cada  fosa; 
pero  á  fin  de  evitar  las  dudas  que  podrían  sus- 
citarse, se  pondrá  á  cada  cadáver,  pendiente 
del  cuello,  una  cuerda  de  cerda  ó  pita  con  una 
chapa  de  plomo  que  llevará  el  mismo  número 
de  orden  que  tenga  en  el  Registro. 


Art.  -10.  El  coste  de  lápidas,  cruces,  jardi- 
nes, verjas,  etc.,  será  de  cuenta  délas  respec- 
tivas familia.  La  Administración  dispondrá  de 
talleres  y  operarios  de  todas  clases  para  la 
construcción  de  dichos  objetos  por  si  quisieran 
servirse  de  ellos  los  interesados. 

Art.  41.  Los  j)lanos  ó  diseños  de  los  monu- 
mentos que  se  hayan  de  erigir  sobre  las  sepul- 
turas ó  panteones,  serán  previamente  exami- 
nados por  la  Comisión  municipal,  sin  cuyo 
permiso  no  se  ejecutará  ninguna  obra;  y  de 
igual  autorización  necesitan  los  epitafios  ó  ale- 
gorías que  los  interesados  deseen  colocar  en 
las  sepulturas,  á  fin  de  que  vayan  redactados 
en  buen  estilo  y  se  acomoden  "á  las  reglas  de 
la  más  estricta  moral  cristiana. 

Art.  42.  Se  autoriza  la  formación  de  jardi- 
nes sobre  el  perímetro  de  cada  sepultura;  pero 
sólo  podrán  hacerse  de  plantas  ó  arbustos  de 
fúnebre  significación. 

Art.  43.  Del  propio  modo  se  autoriza  á  los 
propietarios  para  la  colocación  de  verjas  de 
hierro  alrededor  de  las  sepulturas,  pero  ha- 
brán de  .sujetarlas  á  determinadas  dimensio- 
nes para  no  impedir  el  paso. 

TIT.  IV.- De  las  tarifas. 

Art.  44.  El  precio  del  metro  cuadrado  para 
panteones  de  primera  clase  será  regulado  por 
el  sitio  preferente  que  se  elija;  pero  enten- 
diéndose que  el  máximum  no  podrá  exceder 
de  100  pesetas,  ni  de  50  el  mínimum,  y  que  el 
fondo  de  los  solares  ha  de  ser  de  10  metros  por 
tres  de  frente  ó  fachada  como  minimuin. 

Art.  45.  El  precio  del  metro  cuadi-ado  para 
panteones  de  segunda  clase  se  desig'nará  tam- 
bién según  el  sitio  que  se  elija;  entendiéudose 
que  no  excederá  el  máximum  de  60  pesetas  ni 
de  30  el  mínimum,  y  advirtiendo  á  la  vez  que 
la  superficie  de  dichos  enterramientos  será 
como  mínimum  de  tres  metros  de  fondo  por 
dos  de  fachada. 

Art.  46.  Las  sepulturas  especiales  ó  de  fa- 
milias, si  su  construcción  corriese  á  cargo  de 
los  interesados,  bajo  las  condiciones  técnicas 
que  se  marquen  por  los  facultativos  corres- 
pondientes, su  precio  será  de  200  pesetas;  pero 
si  fuese  de  cuenta  de  la  Administración  la 
construcción  de  las  mismas,  su  precio  será  de 
1.325  pesetas. 

Art.  47.  El  precio  de  las  sepulturas  de  pri- 
mera clase  para  un  solo  cadáver  adquiridas  á 
perpetuidad,  será  el  de  300  pesetas.  La  Admi- 
nistración las  dará  construidas,  según  antes  se 
dijo,  siendo  sólo  de  cuenta  de  las  familias  in- 
teresadas los  gastos  de  lápidas,  verjas  y  demás 
á  que  se  refiere  el  art.  40. 

Art.  48.  Las  sepulturas  de  primera  clase  : 
para  un  solo  cadáver,  adquiridas  temporal- ' 
monte,  su  precio  será  el  -de  100  pesetas  por 
cada  quinquenio;  siendo  también  de  cuenta  de 
la  Administración  el  darlas  construidas,  y  de 
carg'o  de  las  familias  interesadas  el  pago  de 
lápidas,  etc. 

Art.  49.  El  precio  de  las  sepulturas  de  se- 
gunda clase  para  un  solo  cadáver,  adquiridas 
á  perpetuidad,  será  el  de  200  pesetas;  siendo 
asimismo  de   cargo   de  la  Administración  el 
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darlas  coustruidas,  y  de  cuenta  de  las  respec- 
tivas familias  los  gastos  de  lápidas,  etc. 

Art.  50.  Las  sepulturas  de  segunda  clase 
para  uu  solo  cadáver,  adquiridas  temporal- 
meute,  su  precio  será  el  de  60  pesetas  por 
cada  quinquenio,  que  podrán  prorrogar  iude- 
fiuidaniente  abonando  la  misma  cantidad  en 
cada  uno;  siendo  también  de  cuenta  de  la  Ad- 
ministración el  darlas  construidas,  y  de  cargo 
de  las  familias  interesadas  el  pago  de  las  lá- 
pidas, etc. 

Art.  51.  El  precio  de  las  sepulturas  de  ter- 
cera clase,  colocándose  en  ellas  dos  cadáveres, 
será  el  de  10  pesetas  por  cada  uno;  siendo  de 
cuenta  de  la  Administración  el  darlas  con- 
cluidas. 

Art.  52.  En  las  sepulturas  de  cuarta  clase 
ó  de  caridad,  no  se  abonará  nada  por  ellas,  co- 
locándose cuatro  cadáveres  en  cada  una. 

Art.  5;5.  En  el  cuartel  ó  manzana  llamada 
de  Gloria  para  el  enterramiento  de  párvulos, 
se  podrá  construir  la  clase  de  sepulturas  que 
las  familias  deseen,  cuyas  bases  quedan  ante- 
l'iormente  consignadas,  y  su  precio  será  el  50 
por  100  del  señalado  para  las  sepulturas  de 
adtiltos. 

Art.  54.  En  el  cuartel  ó  manzana  que  sede- 
signe  para  el  enterramiento  de  las  personas 
cou  carácter  eclesiástico  y  de  las  religiosas 
que  no  sean  de  clausura,  que,  con  arreglo  á 
las  prescripciones  de  la  Iglesia,  deban  ente- 
rrarse con  separación  de  los  demás  üeles,  se 
podrán  construir  también  las  clases  de  sepul- 
turas que  las  familias  deseen,  y  su  precio  será 
el  mismo  señalado  para  los  enterramientos  de 
los  adultos. 

Art.  55.  En  el  depósito  de  cadáveres  se  de- 
vengarán los  siguientes  derechos:  por  cada 
cadáver  y  cada  veinticuatro  horas  en  los  de- 
pósitos voluntarios,  8  ptas.  Por  los  depósitos 
forzosos  y  por  los  derechos  llamados  de  pase, 
ó  sea  la  conducción  de  los  cadáveres  del  depó- 
sito á  la  sepultura,  no  se  abonará  cantidad 
alguna. 

TIT.  V.— De  LA.S  REGLAS  QUE  HAN    DE  OBSERVARSE  EN 
LOS   ENTERRAMIENTOS. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— iJíffííts  higiénicas. 

Art.  56.  Los  enterramientos  se  harán  pre- 
cisamente en  el  suelo. 

Art.  57.  Todo  cadáver,  incluso  el  de  los  po- 
bres de  solcnuiidad,  será  enterrado  cou  caja. 
La  Administración  costeará  las  cajas  de  éstos. 

Art.  58.  Los  cadáveres  sei'án  cubiertos  con 
una  capa  de  cal  viva  ó  de  otra  sustancia,  á 
elección  de  la  Comisión,  para  neutralizar  los 
gases  que  se  desprenden  de  la  descomposición. 
Se  exceptúan  da  esta  disposición  los  cadáve- 
res que  hayan  sido  embalsamados  ó  colocados 
en  caja  de  zinc  soldada  ó  cerrada  hermética- 
mente. 

Art.  59.  Los  restos  de  los  féretros,  morta- 
^'as  ó  ropas  que  se  recojan  de  las  exhumacio- 
nes, se  quemarán  en  un  aparato  construido  al 
efecto  en  uno  de  los  sitios  más  apartados  del 
cementerio  ó  fuera  de  él. 

CAP.  II. — Ite/jlas  que  ?ta  de  ohservar  el  personal  enlos 
e7iterramie7itos. 

Art.  CO.     El  capellán  cuidará  de  determinar 


bien  el  sitio  en  que  se  dé  sepultura  á  los  ca- 
dáveres de  los  que  hayan  recibido  muerte  vio- 
lenta por  si  Inibiese  necesidad  de  proceder  á 
la  exhumación  en  eu.ilquier  tiempo,  exten- 
diendo la  correspondiente  nota  en  los  libros 
del  Kegistro. 

Art.  61.  Fuera  de  los  casos  exceptuados 
en  la  ley  del  Registro  civil,  no  se  hará  ente- 
rramiento alguno  sin  que  hayan  transcurrido 
veinticuatro  horas  entre  la  muerte  y  la  inlui- 
mación.  Los  cadáveres  que  seau  presentados 
para  la  inhumación  antes  del  plazo  expresado 
sin  la  debida  autorización,  serán  conducidos 
al  depósito,  eu  donde  permanecerán  en  obser- 
vación hasta  que  transcurran  las  veinticuatro 
horas  mencionadas.  Este  depósito  será  consi- 
derado como  voluntario  para  los  efectos  del 
art.  55. 

Art.  62.  En  todo  enterramiento,  cualquie- 
ra que  sea  su  clase,  se  observarán  las  siguien- 
tes reglas: 

I.''    Llegado  que  sea  al  cementerio  el  con 
voy  fúnebre,  será  recibido  por  el  sacerdote  y 
el  conserje. 

2.'''  El  cadáver  que  se  reciba  se  hará  des- 
cender del  carro  que  lo  haya  conducido  por 
los  sepultureros,  y  colocado  que  sea  en  uno  de 
mano,  se  le  llevará  á  la  capilla,  en  donde  se 
dirán  las  preces  que  la  familia  encargue,  y 
terminadaesta  ceremonia  se  le  dará  la  corres- 
pondiente sepultura,  á  uo  ser  que  delia  trasla- 
darse al  depósito  por  no  haber  transcurrido 
las  horas  necesarias  entre  la  muerte  y  la  in- 
humación. 

3.'^  El  capellán  y  el  conserje  permanecerán 
sin  excusa  alg'uua  al  lado  de  la  sepultura  don- 
de habrá  de  inhumarse  el  cadáver  hasta  que 
ésta  haya  terminado,  á  fln  de  que  se  veriflque 
con  el  cuidado  y  santo  respeto  que  es  debido. 

TÍT.  VI.— Disposiciones  transitorias. 

Art.  63.  Todo  lo  concerniente  á  tarifas, 
pompas  fúnebres  y  coudución  de  cadáveres  y 
cuanto  se  relacione  con  el  régimen  y  g'obier- 
no  de  tan  importantes  servicios,  será  objeto 
de  reglamentos  especialeSj  que  sucesivamen- 
te irá  redactando  la  Corporación  municipal 
con  absoluta  independencia  de  la  autoridad 
eclesiástica. 

Art.  64.  Fuera  de  los  servicios  expresados 
en  el  articulo  anterior,  el  Ayuntamiento  no 
podrá  hacer  niodlflcacióu  alguu.'i  en  este  re- 
glamento sin  el  acuerdo  de  la  autoridad  ecle- 
siástica y  sin  la  aprobación  del  Gobierno. 

OEL  CEMEKTKItlO  CIVIL 

TÍTULO    VII 

Art.  65.  Eu  el  cementerio  civil  se  observa- 
rán las  mismas  reglas  administrativas  é  hi- 
giénicas que  en  el  católico,  exceptuando  las 
ceremonias  religiosas,  que  no  tendrán  lugar 
en  aquél. 

Art.  66.  Los  cadávei-es  que  hayan  de  ser 
inhumados  sólo  serán  acompañados  por  el 
conserje. 

Art.  67.  Todo  lo  referente  á  sepulturas  y 
tarifas  será  ig'ual  á  lo  establecido  para  el  ce- 
menterio católico. 
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TÍT.  YIII.  —  Disposiciones  comükes  á  ambos 

CEMENTE11I03. 

Art.  68.  Los  interesados,  luego  que  sean 
inhumados  los  cadávei-es,  recog'eráu  de  la  Ad- 
miuistracióu  un  recibo,  donde  se  detallará  la 
zona,  cuartel  y  número  donde  queden  sepul- 
tados. 

Art.  69.  Los  cementerios  estarán  abiertos 
de  sol  á  sol,  permitiéndose  la  entrada  á  cuan- 
tas personas  lo  deseen;  pero  queda  prohibida 
terminantemente  la  de  caiTuajes,  perros  ú 
otros  animales. 

Aprobado  por  S.  M. — Madrid  10  de  Septiem- 
bre de  1884.— r.  Romero  y  Robledo.»  (Gac.  12 
¡Septiembre.) 

B.  O.  17  Febrero  1886. 
Reglas  para  la  construcción  de  mievos  cementerios. 

(Gob).  «Dada  cuenta  á  S.  M.  del  expedien- 
te instruido  en  esa  Dirección  general  con  mo- 
tivo de  la  consulta  hecha  por  el  gobernador 
civil  de  la  provincia  de  la  Coruña  á  causa  de 
las  dificultades  que  se  ofrecen  á  los  Ayunta- 
mientos para  emplazar  los  nuevos  cementerios 
A  las  distancias  marcadas  en  la  R.  O.  de  19  de 
Mayo  de  1882  ';  oido  el  parecer  del  Real  Con- 
sejo de  Sanidad  y  de  la  Sección  de  Goberna- 
ción del  C.  de  E.,  y  teniendo  en  consideración 
la  ui'gencia  de  resolver  la  indicada  consulta, 
dando  con  ello  solución  á  las  muchas  dificul- 
tades que  de  índole  parecida  siu-gen  continua- 
mente en  las  provincias,  cuyos  Ayuntamien- 
tos tienen  su  población  diseminada  en  case- 
ríos, parroquias' y  barrios  separados  entre  si; 
y  atendiendo,  finalmente,  á  que  la  amplia- 
ción que  para  las  disposiciones  relativas  á  in- 
humaciones y  exhumaciones  propone  la  Sec- 
ción de  Gobernación  del  referido  C.  de  E.,  han 
de  tenerse  en  cuenta  en  la  ley  de  Sanidad, 
cuya  preparación  y  estudio  permite  más  am- 
plitud de  tiempo;  la  Reina  (Q.  D.  G.),  Regente 
del  Reino,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  ese  Centro  directivo,  se  ha  dig-nado  man- 
dar que  para  autorizar  las  construcciones  de 
nuevos  cementerios,  tanto  en  la  Coruña  como 
en  las  demás  provincias,  se  observen  las  si- 
guientes prescripciones  de  carácter  g'cueral: 

Primera.  Para  construir  nuevos  cemente- 
rios será  precisa  la  autorización  del  Ministerio 
de  la  Gobernación,  previo  el  oportuno  expe- 
diente y  dictamen  razonado  del  Real  Consejo 
de  Sanidad  -. 

Segunda.  Este  expediente  se  instruirá  por 
los  respectivos  Ayuntamientos,  oyendo  á  la 
Junta  municipal  de  Sanidad  y  cura  párroco. 

Tercera.  Se  harán  constar  en  el  mismo  por 
medio  del  oportuno  plano,  autorizado  por  un 
arquitecto,  ingeniero  ó  maestro  de  obras,  si 
en  la  localidad  no  hubiese  de  los  primeros,  la 
superficie  del  cementerio  en  proyecto,  distan- 
cia media  de  la  población,  orientación  contra- 
ria á  los  vientos  que  más  comunmente  reinen 
en  la  localidad,  fijación  de  rumbos  con  gran 
precisón,  y  especificando  las  condiciones  g"eo- 
iógicas  del  terreno  -. 


Cuarta.  A  estos  datos  deberá  ag-regarse  el 
informe  de  dos  médicos,  en  que  se  hagan  cons- 
tar las  condiciones  higiénicas  del  nuevo  ce- 
menterio, su  proximidad  á  los  ríos  más  inme- 
diatos, acueductos, manantiales,  lag'unas,  etc.,  j 
y  cuanto  sea  conveniente  para  poder  apreciar 
las  buenas  ó  malas  condiciones  del  sitio  elegi- 
do para  establecerlo. 

Quinta.    Se  unirá  el  expediente  certificado  ' 
expresivo  del  número  de  defunciones  ocurri- 
das en  el  último  decenio,  deduciéndose  de  él  el 
de  cadáveres  que  corresponda  al  año  común. 

Sexta.  Informe  razonado  del  Ayuntamien- 
to, referido  á  los  anos  que  poch'á  utilizarse  el 
nuevo  cementerio,  dado  el  niímero  de  cadáve- 
res que  haya  que  inhumar  en  cada  año. 

Séptima.     La  capacidad  del  cementerio  de-  , 
berá  ser  bastante  para  que  pueda  utilizarse, 
cuando  menos,  por  el  espacio  de  veinte  años 
sin  necesidad  de  remover  los  restos  mortales. 

Octava.  Hechos  constar  estos  datos  en  el 
proyecto,  y  levantado  el  oportuno  plano  de 
edificación,  marcando  el  perímetro  que  se  des- 
tine á  la  capilla,  habitación  del  capellán  y  em- 
pleados del  cementerio,  depósito  de  cadáve- 
res, almacén  de  efectos  fúnebres,  sala  de  au- 
topsias, y  cerca  destinada  al  sepelio  de  los  que 
fallezcan  fuera  de  la  religión  católica,  se  pasa- 
rá todo  lo  actuado  al  gobernador,  para  que 
después  de  oir  á  la  Junta  provincial  de  Sani- 
dad y  al  arquitecto  de  la  Diputación,  lo  eleve 
á  la  Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sa- 
nidad. 

Novena.  No  se  dará  curso  por  la  autoridad 
superior  de  la  provincia  á  ningún  proyecto  de 
construcción  de  cementerio  si  el  lug'ar  pro- 
puesto para  emplazarlo  no  dista  cuando  menos 
dos  kilómetros  de  la  última  casa  déla  pobla- 
ción en  el  caso  de  que  ésta  sea  ó  exceda  de 
20.000  habitantes.  En  las  de  menor  vecindario 
podrán  construirse  á  1.000  metros  de  distancia 
si  el  censo  no  es  menor  de  5.000  habitantes,  y 
si  lo  fuere,  á  500  metros. 

Décima.  Dada  la  formación  de  algunos  tér- 
minos municipales,  cuyo  vecindario  en  vez  de 
tener  sus  habitaciones  agrupadas  están  e.spar- 
cidas  por  todo  él,  sin  que  pueda  elegirse  terre- 
no que  diste  de  todas  las  edificaciones  la  dis- 
tancia marcada  en  las  disposiciones  preceden- 
tes, el  Gobierno  podrá  autorizar  la  reducciónj 
de  conformidad  con  lo  que  propongan  los  Ayun-i 
tamientos  y  Juntas  de  Sanidad,  aunque  eli-| 


1  Al  medio  Vilómetro  de  distancia  de  la  población,  ea- 
scrio  ó  sitio  urbanizado,  y  de  todo  camino  real,  dice  el  pri- 
mer considerando  de  la  R.  O.  de  1.1  de  Mayo  de  1882. 

^    ^Uay  muchos  pueblos  que  no  iiacen  mievos  cementerios, 


careciendo  de  buenas  condiciones  los  que  hoy  tienen,  por| 
los  gastos  que  la  obra  ocasiona.  Exigir  sin  distinción  á  to-, 
dos  los  Ayu?itamientos,  hasta  rí  los  de  escaso  vecindario, 
que  empiecen  per  formar  plano  de  arquitecto,  ingeniero  ó  I 
maestro  de  obras,  7ws  parece  demasiado;  y  también  nos  1 
parece  demasiada  centralización  la  de  que  sea  tiecesaria] 
siempre  la  autorización  del  Ministro.  Si  no  se  facilita  í 
más  la  construcción  de  cementerios,  de  seguro  que  no  Sñi 
harán.  Era  mucho  más  liberal  la  ley  i.*,  ¿íí.  ///,  lib.  Id 
la  Kovisima  Recopilación.* 

Así  decían. os  al  insertar  esta  R.  O.  en  el  Apéndice  ( 
1886.  Nuestra  humilde  indicación  no  habrá  sido  partea 
acaso  'i  simplijicar  los  expedientes;  pero  la  R.  O.  de  16  ííel 
Julio  de  1888  somete  en  algunos  casos  ios  proyectos  d  laí 
aprobación  de  los  gobernadores  (regla  3.^},  á  los  cualesl 
faculta  para  disponer ,  respecto  á  los  pueblos  pequeños, del 
la  construcción  de  algunas  de  las  dependencias  que,  jpoj'í 
regla  general,  deben  contener  los  cementerios  (regla  4.^}, 
Asi  y  todo,  la  reforma  no  ha  obviado  todos  los  inconve- 
nientes.—  Véase  la  nota  á  la  R.  O.  de  22  de  Abril  1887. 
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giendo  eu  todo  caso  el  lugar  más  á  propósito, 
y  que  resulte  equidistante  de  todos  los  caseríos. 

Undécima.  Lleg'ado  el  espediente  k  la  Di- 
rección g'cneral  deBeneficenciay  Sanidad,  ésta 
lo  pasará  al  Real  Consejo  de  Sanidad  del  Rei- 
no para  que  informe  cuanto  se  le  ofrezca  y  pa- 
rezca acerca  del  proyecto  y  sus  condiciones 
higiénicas;  y  oído  el  dictamen  del  expresado 
Cuerpo,  coiisTiltará  con  S.  M.  la  ajirobacióu  ó 
lo  que  creyere  más  justo  ó  conveniente. 

Duodécima.  Quedan  derogadas  todas  las 
circulares  y  Reales  órdenes  dictadas  acerca  de 
la  construcción  de  cementerios  que  estén  en 
oposición  con  lo  dispuesto  en  la  presente.  La 
Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad 
promoverá  el  oportuno  expediente  para  que, 
oídas  las  autoridades  y  Corporaciones  que  de- 
ben intervenir  eu  el  asunto,  se  apruebe  por 
S.  M.  un  reglamento  general  del  orden  y  régi- 
men interior  de  los  cementerios,  recopilando 
ó  reformando  las  dispo.siciones  que  actualmen- 
te están  en  vigor. — De  Real  orden,  etc. — Ma- 
di-id  17  de  Febrero  de  1886.— González.— Se- 
ñor Director  general  de  Beneficencia  v  Sani- 
dad.» (Gac.  22  Febrero.) 

H.  O.  10  Junio  1888. 
Sepelio  de  las  religiosas  d-el  Sagrado  Corazón  de  Jesús. 
(GoB.)  Extracto.  —  La  madre  superiora, 
Vicaria  en  España  de  las  religiosas  del  Sagra- 
do Corazón  de  .Jesús,  pidió  que  se  las  autori- 
zara liara  construir  dentro  del  terreno  de  cada 
uno  de  sus  conventos,  las  criptas  necesarias 
para  su  enterramiento.  De  conformidad  con  el 
dictamen  del  Real  Consejo  de  Sanidad  se  re- 
suelve «que  no  procede  otorgar  la  autoriza- 
ción solicitada...  y  que  debe  prohibirse  en  to- 
das las  casas  de  la  institución  que  se  constru- 
ya el  cementerio  especial  ó  cripta  donde  hu 
hieran  de  inhumarse  los  cadáveres  de  las  men- 
cionadas religiosas  ".»  (R.  O.  10  Junio  1880.^ 
Gac.  18  id.) 

Circ.  11  Xoviembre  1886. 
J/brfo  depedir  autorización  para  trasladar  restos  mor- 
tales de  una  d  otra  provincia,  d  Ultramar  ó  al  extran- 
jero 2. 

(Dm.  HEx.  DE  Bbxef.  y  Saxidad.)  «Ha  lla- 
mado la  atención  de  este  Centro  la  frecuencia 
con  que  por  medio  de  despachos  telegráficos 
se  pide  autorización  para  trasladar  cadáveres 
ó  restos  mortales  de  una  A  otra  provincia.  Ul- 
tramaro el  extranjero,  sin  cumplir  lo  que  acer- 
ca del  particular  está  establecido  en  las  Reales 
órdenes  de  li)  de  Marzo  de  1848  y  19  de  Julio 
de  1857.  Para  evitar  este  abuso  en  lo  sucesivo 
se  ha  acordado  prevenir  á  los  gobernadores 
de  provincia: 

1."  Que  cuando  se  trate  de  la  traslación  de 
un  cadáver  de  una  á  otra  provincia,  Ultramar 
ó  el  extranjero,  podrán  pedir  las  familias,  por 
conducto  do  dichas  autoridades,  la  autoriza- 
ción necesaria;  pero  en  este  caso,  iinico  en  que 
la  petición  de  la  autoridad  podrá  ser  telegrá- 
fica, deberá  expresarse  en  el  despacho  el  iiom- 


'  Esta  Real  orden  fué  impugnada,  por  las  monjas  del 
flagrado  Corazón  y  revocada  en  via  contenciosa  por  Seal 
decreto  sentencia  de  le  Abril  18S»,  que  puede  verse  en  In 
Sección  de  Jurisprudencia. 

•■"     Y.  la  regla  «."  de  la  R.  O.  de  5  de  Abra  de  1889. 


bre  del  solicitante,  nombre  y  dos  apellidos 
que  hubiera  llevado  el  fallecido  j  '<*  precisa 
circunstancia  de  hallarse  embaLsamado  el  ca- 
dáver. 

2."  En  ning'i'in  caso  podrá  pedirse  por  me- 
dio de  telegrama  la  traslación  de  una  á  otra 
provincia.  Ultramar  ó  el  extranjero,  de  festos 
mortales,  sino  que  deberá  hacerse  por  medio 
de  instancia  de  pariente  ó  testamentario,  acom- 
pañándose á  ella  la  partida  de  defunción  para 
que  se  pueda  conocer  en  qué  caso  de  la  Real 
orden  de  19  de  Marzo  de  1848  está  compren- 
dida la  autorización  que  se  pide. 

3."  Los  gobernadores  de  provincia  cuida- 
rán de  remitir,  sin  pérdida  de  corren,  á  esto 
Centro  los  documentos  referentes  á  las  trasla- 
ciones de  cadáveres  embalsamados  ',  ó  sea  la 
solicitud  de  la  parte  interesada,  y  certificado 
del  acta  de  embalsamamiento,  suscrita  por  el 
subdelegada  de  Medicina  respectivo,  seg'ún 
previene  la  regla  4.''  de  la  R.  O.  de  20  Julio 
de  1861. «  (Circ.  11  Noviembre  1886.— Gace- 
ta  13  id.) 

E.  0.2-2AbrillS97. 

Intervención  de  los  arquitectos,  ingenieros  y  maestros 

de  obras  en  la  construcción  de  cementerios. 

(GoB.)  Extracto. — Varios  arquitectos  resi- 
dentes en  Granada  consideraron  atentatorio 
para  sus  derechos  que  la  prescripción  :!."  de  la 
R.  O.  de  17  de  Febrero  de  1886,  concordante 
á  la  letra  con  el  núm.  2.",  regla  1.''^  de  la  de  16 
de  Julio  de  1888,  permitiese  autorizar  los  pla- 
nos de  cementerios  á  los  ingenieros  y  maes- 
tros de  obras;  y  pidieron  la  declaración  de  que 
sólo  los  arquitectos  pueden  formarlos.  La  Acá 
demia  do  San  Fernando  am]iaró  con  dictamen 
favorable  tal  solicitud:  y  pasada  ésta  al  Con- 
sejo de  Estado,  sus  Secciones  de  Gobernación 
y  Fomento  y  Estado  y  Gracia  y  Justicia,  des- 
pués de  recordar  el  art.  6."  del  Reg'.  de  22  do 
.Julio  de  1864  (V.  Arquitecto),  sobre  ejecu- 
ción de  toda  clase  de  edificios,  dice  C|ue  eu 
este  precepto  no  pueden  considerarse  com- 
prendidos los  cementerios  -.  Invoca  después 
el  art.  3."  de  la  R.  O.  de  31  Diciembre  de  1853, 
y  opina,  eu  resumen,  «que  procede  aclarar  la 
R.  O.  de  17  de  Febero  de  1886  en  el  sentido  de 
que  en  la  construcción  de  cementerios  deberá 
intervenir  un  arquitecto,  excepto  en  las  po- 
blaciones de  menos  de  2.000  vecinos;  en  la-S 
que  si  no  los  hubiera,  podrán  ser  sustituidos 
por  un  ing'eniero,  y  á  falta  de  él  por  un  maes- 
tro de  obras  ■''».  Y  asi  so  resuelve.  (R.  O.  22 
Abril  1887.— Grtc.  24  id.) 


1  Solamente  las  de  éstos  pueden  ser  autor/~adas,  Véa^ 
86  la  regla  5.*^  de  la  citada  Real  orden. 

-  Dice  bien  el  seüor  Ministro  que  los  Cfynpnterios  no  son 
edificios.  Cuando  no  han  de  ir  acoínpai>((dos  de  tulifica- 
ción  al (f una,  tío  son  de  la  coin¡'et<'nria  de  los  an/uiteC' 
tos,  ni  de  los  maestros  de  obras,  pudiendo  dirigirlos  cual' 
quiera  libremente,  según  lo  establecido  en  la  legislación 
vigente. 

3  Al  insertar  en  el  Apéndice  de  1886'  la  R.  O.  de  17 
de  Febrero  del  mismo  a/Jo,  /¡o  pudimos  menos  de  dedicar- 
la una  nota,  que  reproducimos  en  esta  edición,  para, 
censurar  ese  afán  de  nuestro  Gobierno  delimitar  cadiu 
vez  mas  la  libre  acción  de  los  Agimf amientas  en  la.  ges^ 
tión  de  sus  intereses  puramente  locales.  Dijimos  que  nos 
parecía  mal  lo  dispuesto  en  dicha  Real  orden,  la  cual 
para  la  construcción  de  cementerios  exige  siempre,  en 
todo  Cüso  ¡I  para  todas  los  pueblos,  por  insignificante  quñ 
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H.  O.  18  Julio  1887. 
Prohibienflo  {^s  inhumaciones  fuera  délos  cementerios:  . 
Requisitos  con  que  podrá  autorizarse  la  construcción 
de  panteones  fuera  de  poblado:  ExcejíCioties. 

(GoB.)  «limo.  Sr.:  Dada  cuenta  á  S.  M.  del 
expediente  instruido  en  esa  Dirección  g'ene- 
ral  ti  virtud  de  las  instancias  elevadas  á  la 
misma  pidiendo  autorización  para  construir 
panteones  particulares  fuera  de  poblado,  fuu- 
diVndose  en  que  las  Es.  Ords.  de  19  de  Marzo 
de  1848,  12  de  Mayo  de  1849  y  6  de  Agosto  de 
1867,  se  limitan  á  prohibir  las  inhumaciones  y 
traslación  de  restos  á  ig'lesias,  panteones  ó  ce- 
menterios particulares,  situados  dentro  de  po- 
blado... 

El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  eu  sn  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  oido  el  dictamen  del  Real 
Consejo  de  Sanidad,  se  ha  servido  disponer: 

1."  Queda  prohibida  la  inhumación  de  ca- 
dáveres fuera  de  los  cementerios  comunes.  Se 
exceptuarán  ímicamente  los  de  individuos  de 
la  familia  Real,  los  de  los  muy  reverendos  ar- 
zobispos, reverendos  obispos  y  los  de  las  mon- 
jas que  hayan  guardado  perfecta  y  absoluta 
clausura,  los  cuales  seg'uirán  disfrutando  del 
privilegio  que  les  concede  la  R.  O.  de  30  de 
Octubre  de  1835: 

Igualmente  quedan  exceptuados  aquellos  á 
quienes  el  Gobierno  de  S.  M.,  por  circunstan- 
cias especiales,  conceda  de  Real  orden  excep- 
ción para  ser  inhumados  en  iglesias,  panteo- 
nes ú  otros  lugares. 

2.°  Sólo  podrá  permitirse  la  construcción 
de  panteones  osarios  con  la  condición  precisa 
de  que  han  de  estar  situados  á  la  distancia  de 
poblado  que  determina  la  R.  O.  de  17  de  Fe- 
brero de  1866  ',  y  que  no  radiquen  en  iglesia 
ó  convento  á  que  deba  concurrir  el  público, 
debiendo  atenerse  para  la  traslación  de  los 
restos,  en  tiempo  oportuno,  á  lo  prevenido  en 
la  R.O.  de  19  de  Marzo  de  1848  ■■'. 


sea  su  población^  un  largo  expediente,  la  formación  de 
plano  por  arquitecto^  ingeniero  ó  maestro  de  obras,  y  la 
autorización  del  Ministro. 

Boy  no  nos  parece  mejor  la  solicitud  de  los  seflores  ar- 
quitectos de  Granada  en  los  términos  en  que  la  hacen,  ni 
tampoco  la  aclaración  que  se  contiene  en  la  li.  O.  de  22  de 
Abril  arriba  inserta;  y  viucho  menos  cuando  vemos  en  ella 
consignar,  sobre  las  atribuciones  de  los  maestros  de 
obras,  la  añeja  doctrina  de  la  R.  O.  de  31  de  Diciemb-i  e 
de  185S,  sin  tener  j]ara  nada  en  cuenta  la  establecida  y 
hoy  en  vigor  de  los  decretos  de  8  de  Enero  de  1870  y  5  de 
Mayo  de  1871.  A  los  señores  arquitectos  de  Granada  les 
diremos,  que  bien  saben  ellos  que  los  cementerios  no  son 
edificios  ni  menos  ed.ificios  motiumentales,  y  por  eso  les 
llaman  impro píamente  edificacioneg,  y  que  hacen  mal  en 
reclamar  la  exclusiva  para  la  construcción,  pues  que 
siendo  en  general  lugares  cerrados  con  tapias  ó  paredes 
no  muy  elevadas  y  sin  cubierta,  cualquier  albañil  puede 
construirlos  muy  decorosos  sin  dirección  facultativa.  Y 
al  señor  Ministro,  que  no  siendo  los  cementerios  edificios, 
como,  con  ra'-ión,  lo  consigna,  no  tiene  apoyo  legal  la  ex- 
clusiva que  los  arquitectos  piden  y  les  otorga  la  Real  or- 
den á  ellos,  á  los  iyigenieros  y  á  los  maestros  de  obras  en 
su  caso,  salvo  que  se  construya  capilla,  casa  para  cape- 
llán, etc.,  etc.  En  la  Real  orden  de  Ifi  de  .Julio  de  1888  se 
mantiene  en  el  núvi.  2.^  de  su  regla  1.'^,  la  redacción  del 
art.  3.^  de  la  de  17  de  Febrero  de  188ii.  Sobre  el  libre  ejer- 
cicio de  la  arquitectura  y  respectivos  derechos  de  los  ar- 
quitectos, maestros  de  obras  con  titulo  ó  profesores,  y  al- 
baüiles,  véa7ise  las  consideraciones  que  exponemos  en  el 
artículo  Arquitecto. 

*  Fijaba  In  distancia  en  la  regla  9.^  con  la  que  con- 
cuerda literalmente  la  8."-  de  la  R.  O.  de  IG  Julio  de  1888. 

2  Creemos  que  en  cuanto  no  haya  sido  modificada  por 
la  de  5  de  Abril  de  1889. 


3.°  Las  autorizaciones  concedidas  con  an- 
terioridad á  esta  disposición  para  construir 
panteones  particulares,  se  entenderán  única- 
mente para  colocar  restos  ó  cadáveres  embal- 
samados, todo  en  los  términos  que  marca  la 
R.  O.  de  19  de  Marzo  de  184S.— De  Real  orden, 
etcétera.— Madrid  18  de  Julio  de  1887. —Mo- 
ret.»  (Gac.  21  Julio.) 

B.  o.  16  .Julio  1888. 
Ampliando  y  7'ef07'viando  la  de  17  de  Febrero  de  I88G.  Se 
establecen  reglas  á  cuyo  tenor  ha  de  sujetarse  la  apro- 
bación de  los  expedientes  de  nueva  construcción  de  ce- 
menterios. 

(GoB.)  «Las  malas  condiciones  higiénicas 
y  de  capacidad  de  gran  número  de  cemente- 
rios, motivaron  en  el  año  18S4  que  se  manda- 
sen clausurar  7.186  de  los  10.091  que  compo- 
nían el  total  de  los  existentes. 

Posteriormente,  por  R.  O.  de  17  de  Febrero 
de  1886,  se  acordó  la  manera  do  tramitar  los 
expedientes  que  se  promovieran  para  autori- 
zar la  construcción  de  nuevos  cementerios, 
para  que  obedeciendo  á  reglas  generales  de 
higiene,  reuniesen  todas  las  condiciones  ape- 
tecibles sin  riesgo  para  la  salud  pviblica. 

Estas  dos  disposiciones  es  indudable  que 
han  dado  un  satisfactorio  resultado,  puesto 
que  desde  que  fueron  acordadas  se  ha  autori- 
zado la  construcción  de  más  de  200  cemeute- 
rios. 

Pero  como  la  necesidad  de  dar  mayor  impul- 
so á  estas  construcciones  es  reconocida  como  de 
grandísima  conveniencia,  el  Gobierno  se  cree 
en  el  deber  de  ampliar  y  reformar  la  mencio- 
nada Real  orden  de  manera  que  se  den  mayo- 
res facilidades  á  los  pueblos,  á  fin  de  que  éstos 
en  la  proporción  que  les  permitan  sus  recursos 
y  con  relación  á  las  necesidades  del  vecinda- 
rio, puedan  con  más  brevedad  atender  á  uqI 
servicio  tan  importante  y  que  tanto  reclamal 
la  higiene  pública. 

Por  estas  razones  y  consideraciones ,  de 
acuerdo  con  lo  manifestado  por  las  Direccio- 
nes generales  de  Beneficencia  y  Sanidad  y  de 
Administración  local;  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)J 
y  en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,| 
se  ha  servido  mandar  que  para  la  aprobación 
de  los  expedientes  de  nueva  construcción  de 
cementerios  se  observen  las  reglas  siguientes^ 

Primera.  Los  expedientes  que  se  promue- 
van para  la  construcción  de  nuevos  cemente- 
rios, cuyas  obras  importen  15.000  ó  más  pese- 
tas, seguirán  la  tramitación  siguiente: 

1."  El  expediente  se  instruirá  por  los  res- 
pectivos Ayuntamientos,  oyendo  á  la  Junta 
municipal  de  Sanidad  y  cura  párroco. 

2.°  Se  harán  constar  eu  el  mismo  por  me- 
dio del  oportuno  plano  autorizado  por  un  ar- 
quitecto, ingeniero  ó  maestro  de  obras,  si  en  la 
localidad  no  hubiere  de  los  primeros,  la  su- 
perficie del  cementerio  en  proyecto,  distancia 
media  de  la  población,  orientación  contraria 
á  los  vientos  que  más  comunmente  reinen  en 
la  localidad,  fijación  de  rumbos  con  g-ran  pre- 
cisión, especificando  las  condiciones  g'eológ'i- 
cas  del  terreno. 

3."  A  estos  datos  deberá  arreglarse  el  in- 
forme de  dos  médicos,  en  que  se  hagan  cons- 
tar las  condiciones  higiénicas  del  nuevo  ce- 
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meuterio,  su  proximidad  á  los  ríos  mVis  inme- 
diatos, actieductos,  manantiales,  lag'unas,  et- 
cétera, y  cuanto  sea  conveniente  para  poder 
apíeciar  las  buenas  ó  malas  condiciones  del 
sitio  elegido  para  establecerlo. 

4.°  Se  unirá  al  expediente  certificado  ex- 
presivo del  número  de  defunciones  ocurridas 
en  el  iiltimo  decenio,  deduciéndose  de  él  el  de 
cadáveres  que  correspondan  al  año  común. 
.  5."  Informe  razonado  del  Ayuntamiento, 
referido  A  los  años  que  podrá  utilizars(í  el'nue- 
vo  cementerio,  dado  el  número  de  cadáveres 
que  hayan  de  inhumarse  en  cada  año. 

6."  La  capacidad  del  cementerio  deberá  ser 
bastante  para  que  pueda  utilizarse,  cuando 
menos  por  el  espacio  de  veinte  años  sin  nece- 
sidad de  remover  los  restos  mortales. 

7."  Hechos  constar  estos  datos  en  el  pro- 
yecto, y  levantado  el  oportuno  plano  de  edi- 
ficación, marcando  el  perímetro  que  se  desti- 
ne á  la  capilla,  habitación  del  capellán  y  em- 
pleados del  cementerio,  depósito  de  cadáveres, 
almacén  de  efectos  fúnebres,  sala  de  autopsias 
y  cerca  destinada  al  sepelio  de  los  que  fallez- 
can fuera  de  la  relig'ión  católica,  se  pasará 
todo  lo  actuado  al  gobernador  para  que,  des- 
pués de  oir  á  la  Junta  provincial  de  Sanidad 
y  al  arquitecto  de  la  Diputación,  lo  eleve  á  la 
Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad. 
8.°  No  se  dará  curso  por  la  autoridad  su- 
perior de  la  provincia  á  ningún  proyecto  de 
construcción  de  cementerio,  si  el  lugar  pro- 
puesto para  emplazarlo  no-- dista  cuando  me- 
nos 2  kilómetros  de  la  iiltima  casa  de  la  pobla- 
ción, en  el  caso  de  que  ésta  sea  ó  exceda  de 
20.000  habitantes.  En  las  de  monos  vecindario 
podrán  construirse  á  1.000  metros  de  distan- 
cia si  el  censo  no  es  menor  de  5.000  habitantes, 
y  si  lo  fuere,  á  500  metros. 

9."  Dada  la  formación  de  algunos  térmi- 
nos municipales,  cuyo  vecindario,  en  vez  de 
tener  sus  habitaciones  agrupadas,  están  es- 
parcidas por  todo  él,  sin  que  juieda  elegirse 
terreno  que  esté  de  todas  las  edificaciones  á 
la  distancia  marcada  en  las  disposiciones  pre- 
cedentes, el  Gobierno  podrá  autorizar  la  re- 
ducción, de  conformidad  con  lo  que  propongan 
los  Ayuntamientos  y  Juntas  de  Sanidad,  aun- 
que eligiendo  en  tocio  caso  el  lugar  más  á  pro- 
pósito y  que  resulte  equidistante  de  todos  loa 
caseríos. 

10.  Llegado  el  expediente  á  la  Dirección 
general  de  Beneficencia  y  Sanidad,  ésta  lo  pa- 
sará al  Real  Consejo  de  Saniílad  del  Reino  para 
que  informe  -cuanto  .se  le  ofrezca  y  parezca 
acerca  del  provecto  y  sus  condiciones  higiéni- 
ca; y  oido  el  dictamen  del  expresado  Cuerpo, 
consultará  con  S.  M.  la  aprobación  ó  lo  que 
creyese  más  justo  y  conveniente. 

Segunda.  Cuando  el  importe  de  las  obras 
esté  consignado  en  los  presu])uestos  aproba- 
dos, la  Dirección  general  de  Beneficencia  y 
Sanidad  propondrá  A  S.  M.,  á  la  vez  que  la 
aprobación  del  proyecto,  la  autorización  para 
verificar  la  subasta  de  contratación  en  los  tér- 
minos marcados  en  el  Real  decreto  de  4  de 
'     Eenero  de  1883  K 


Véase  en  Contratos  .idministk.ítivos. 


A  este  efecto,  los  Ayuntamientos  cuidarán 
de  enviar  con  el  proyecto  certificación  que 
acredite  que  el  importe  del  mismo  está  con- 
sig'nado  en  el  presupuesto  aprobado,  y  los 
plieg-os  de  condiciones  facultativas  y  económi- 
cas que  han  de  servir  de  base  á  la  subasta. 

Cuando  á  la  vez  que  los  proyectos  de  obras 
y  pliegos  de  contratación  de  las  mismas  venga 
con  los  expedientes  la  propuesta  de  recursos, 
la  Dirección  de  Beneficencia,  antes  de  propo- 
ner acuerdo  definitivo,  pasará  el  expediente  á 
la  de  Administración  local  para  que  en  el  tér- 
mino de  quince  días  lo  devuelva  informado  y 
pueda  someterse  también  este  particular  á  la 
resolución  de  S.  M. 

Tercera.  Los  proyectos  de  nueva  construc- 
ción de  cementerios,  cuyo  coste  no  llegue  A 
15.000  pesetas  se  aprobarán  por  los  goberna- 
dores de  las  provincias,  oyendo  A  la  Comisión 
permanente  de  la  Diputación  provincial. 

Cuarta.  Los  g'oberiiadores  de  las  provincias 
quedan  autorizados  para  dispensar  álos  Ayun- 
tamientos de  la  construcción  de  las  dependen- 
cias que  se  exigen  co  oo  necesarias  en  la  dis- 
posición primera,  cuando  la  escasez  del  vecin- 
dario y  los  pocos  recursos  con  que  cuente  el 
Municipio  imposibiliten  al  Ayuntamiento  de 
hacer  esos  gastos;  pero  en  ningún  caso  podrán 
dispensar  que  en  los  nuevos  cementerios  haya 
una  modesta  capilla,  sala  de  depósito  de  ca- 
dáveres, y  un  espacio  destinado  á  dar  decoro- 
sa sepultura  A  los  cadáveres  de  los  que  fallez- 
can fuera  del  gremio  de  la  religión  católica. 

Quinta.  Los  gobernadores  de  las  provincias 
darán  cuenta  todos  los  meses  á  la  Dirección 
general  de  Beneficencia  y  Sanidad  del  núme 
ro  de  expedientes  en  curso  y  de  los  proyectos 
que  aprueben. 

Sexta.  La  resolución  de  estos  expedientes 
deberán  dictarla  los  gobernadores  al  mes  de 
presentados  éstos  con  los  documentos  que  exi- 
ge la  referida  disposición  jirimera. 

Séptima.  Los  gobernadores  de  provincia 
acusarán  recibo  de  esta  d¡s]iosición  y  darán 
cuenta  de  haberla  mandado  insertar  en  el  Bo- 
letin  oficial. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  16  dS  Julio  de 
1888.— Moret.— -Sres.  Directores  generales  de 
Beneficencia  y  Sanidad  y  de  Administración 
local.»  (Gac.  18  Julio.) 

Ciro.  28  Diciembre  188S. 
Fondos  para  construcción  de  cementerios. 

(DiR.  GEN.  DE  Bbn.  y  San.)  «Esta  Direc- 
ción general  ha  acordado  hacer  presente  A 
V.  S.  que  cuando  éstos  (los  curas  párrocos) 
informen!  respecto  á  las  construcciones  de  ce- 
menterios que  soliciten,  digan  en  los  mismos, 
si  con  los  fondos  de  fábrica  de  la  iglesia  po- 
dría ó  no  atenderse  A  los  gastos  de  las  obras 
proyectadas.»  (Circ.  28  Diciembre  1888.— Cra- 
ceta  30  id .) 

B.  O.  5  Abril  1889. 

Traslaciones  de  cadáveres  de  une  á  otra  provincia, 

á  Ultramar  y  al  extranjero  y  viceversa. 

(GoB.)  «limo.  Sr.:  La  R.  O.  de  10  de  Enero 
de  1876  facultó  A  esa  Dirección  general  de  Be- 
neficencia y  Sanidad  para  autorizar  las  tras- 
laciones de  cadáveres  ó  de  sus  restos  de  una  A 
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otra  provincia,  y  atendiendo  *>que  este  servi- 
cio reclama  en  la  mayoría  de  casos  una  rápi- 
da tramitación: 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  dispo- 
ner que  puedan  conceder  en  lo  sucesivo  di- 
chas autorizaciones  los  o:obernadores  civiles 
de  las  provincias,  con  sujeción  á  las  siguien- 
tes reglas: 

I.''  Corresponderá  conceder  las  traslacio- 
nes al  gobernador  de  la  proN-incia  en  que  se 
encuentren  los  cadáveres  ó  los  restos,  de- 
biendo aquella  autoridad  dar  inmediatamente 
cuenta  de  su  acuerdo  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia en  que  haya  de  verificarse  la  inhuma- 
ción, á  fin  de  que  pueda  comunicar  las  órde- 
nes oportunas  á  los  autoridades  locales. 

2."  Será  condición  indispensable  para  con- 
ceder un  traslado,  el  que  previamente  se  soli- 
cite en  instancia  íirmada  por  el  pariente  más 
cercano  del  difunto,  ó  por  persona  á  quien 
aquél  autorice  ])ara  ello. 

3.^  Nunca  podrán  autorizar  la  traslación 
de  cadáveres  no  embalsamados,  debiendo  exi- 
gir que  á  la  solicitud  para  el  traslado  se  acom- 
])añe  siempre  la  correspondiente  certificación 
de  embalsamamiento,  expedida  por  el  subde- 
legado de  Medicina,  según  previene  la  Real 
orden  de  20  de  Julio  de  1861  '. 

4.'^  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la 
R.  O.  de  18  de  Julio  de  1887,  no  concederán 
traslaciones  de  cadáveres,  ó  de  sus  restos, 
cuando  la  inhumación  se  pretende  hacer  fuera 
de  los  cementerios  destinados  al  servicio  pú- 
blico. 

5."  En  ningún  caso  se  autorizará  el  trasla- 
do de  cadáveres  ya  inhumados  antes  de  haber 
transcurrido  dos  años  desde  su  inhumación, 
segiin  previene  la  R.  O.  de  19  Marzo  de  1848, 
y  con  arreglo  á  la  misma  será  indispensable 
para  conceder  la  traslación  después  de  los  dos 
años  y  antes  de  los  cinco,  que  previamente  se 
verifique  el  reconocimiento  facultativo  que 
preceptúa  la  regla  .3.^  de  la  citada  R.  O.  "•'. 

6."  La  autorización  para  trasladar  cadáve- 
res ó  sus  restos  á  las  provincias  de  Ultramar 
ó  al  extrfunjero,  asi  como  las  que  se  soliciten 
para  el  traslado  desde  estos  puntos  á  las  pro- 
vincias del  Reino,  serán  concedidas  por  este 
Ministerio...  Madrid  5  de  Abril  de  1889.»  (Ga- 
ceta 12  id.) 

Circ.  27  Febrero  1890. 
Que  los  gohernadorps   examinen  los  expedientes  á  fin  de 
que  se  cumplan  las  disposiciones  vigentes  sin  que   en 
los  proyectos  pueda  figurar  por  ahora  el  sistema  de  in- 
humación en  nichos... 

(Extracto.)  Laméntase  la  Dir.  de  Beneficen- 
cia de  que  en  los  expedientes  de  construcción 
de  cementerios  no  se  cumpla  lo  mandado,  y  se 
recomienda  á  los  gobernadores  de  que  en  lo 
sucesivo  cuiden  de  «examinar  minuciosamen- 
te todos  los  expedientes  sobre  construcción 
de  nuevos  cementerios  á  fin  de  que,  lo  mismo 
aquellos  cuya  aprobación  corresponda  á  V.  S. 
como  los  qiie  hayan  de  obtenerla  de  este  Mi- 


1     Véasp  en  Embalsamamientos. 

^    Las  reglas  4."  y  S."  son  las  que  disponen  el  recono- 
cimiento. 


nisterio,  reúnan  cuantos  requisitos  pre\nenen 
las  Rs.  Os.  de  19  de  Mavo  de  1882,  17  de  Fe- 
brero de  1886  y  16  de  Juiio  de  1888;  teniendo 
presente  además,  que  en  tanto  no  se  resuelva 
la  consulta  que  este  Centro  tiene  dirig'ida  al 
Rea!  Consejo  de  Sanidad  acerca  de  la  conve- 
niencia de  permitir  ó  prohibir  la  construcción 
de  nichos,  no  debe  flg'urar  este  procedimiento 
inhuniatorio  en  ningún  proyecto  de  nuevo  ce- 
menterio.—  Madrid  27  de  Febrero  de  1890.» 
(Gac.  28  id.) 

R.  O.  8  Noviembre  1890. 

Cuestión  sobre   enterramiento   de  ten  párvulo:  .Sobre  el 

alcance  del  derecho  de  los  padres,  etc. 

Es  el  niim.  XIV  duplicado  de  los  Docu- 
mento.^ que  se  insertan  luego. 

E.  O.  8  Noviembre  1890. 
Ordenando  la  exhumación  de  los  restos  de  un  párvulo  ca- 
tólico,  enterrados  en  cementerio  civil  y  dando  carácter 
de  general  d  la  resolución. 

Véase  en  la  Sección  de  Documentóla...  bajo 
el  núni.  XIV  duplicado. 

E.  O.  13  Febrero  1891. 
Autorizando  la  construcción  deun  cementerio  particular 
en  término  de  Getafe,  donde  puedan  ser  inhumados  las 
cadáveres  de  los  religiosos  Trapenses  del  Monasterio 
del  Val  de  San  José. 

(GoB.)  Extracto.  —  Solicitada  por  el  prior 
de  la  Comunidad  la  construcción  de  dicho  ce- 
menterio, se  aleg'aron  en  apoyo  de  la  preten- 
sión los  sig-uientes  fundamentos:  Que  todos 
los  conventos  de  la  misma  Orden  existentes  en 
el  extranjero  tien^  su  cementerio  particular; 
que  la  Comunidad  de  Trapenses  vive  en  rigu- 
rosa clausura  bajo  la  salvaguardia  de  un  voto 
especial  llamado  de  Estabilidad,  y  que  existe 
á  200  metros  del  citado  monasterio,  y  11  ó  12 
kilómetros  de  la  población  un  terreno  que  re- 
une  inmejorables  condiciones  para  la  cons- 
trucción que  se  solicita.  El  Ministro  resuelve 
en  los  siguientes  términos: 

«Considerando  que  si  bien  no  es  posible  au- 
torizar de  una  manera  g'eneral  é  ilimitada  la 
creación  de  cementerios  particulares  por  in- 
conveniente y  pelig'rosa,  existen,  sin  embar- 
go, y  se  respetan  varias  excepciones,  como 
son:  la  que  establece  la  R.  O.  de  oO  de  Octu- 
bre de  1835,  confirmada  en  12  de  Mayo  de  1849, 
Y  en  la  de  26  de  Julio  de  1883  autorizando  la 
construcción  de  criptas  dentro  de  los  atrios  y 
huertos  de  los  conventos  y  la  que  sanciona  la 
R.  ( ».  de  28  de  Febrero  de  1872,  en  cumplimien- 
to de  lo  prevenido  por  la  ley  de  29  de  Abril  de 
1855,  en  favor  de  los  que  hubieren  profesado 
en  vida  religión  distinta  de  la  católica: 

Considerando  que  el  R.  D.  S.  de  19  de  Abril 
de  1888  '  declaró  subsistentes  los  privilegios 
referidos,  ampliándolos  aun  á  aquellas  Orde- 
nes en  que  no  se  guarda  clausura  perfecta, 
suavizando  de  esta  suerte  el  criterio  de  inter- 
pretación restrictiva  establecido  por  la  va  ci- 
tada de  26  de  Julio  de  1883: 

Considerando  que  el  jn-incipio  de  que  es  lí- 
cito conceder  autorización  para  construir  ce- 
menterios particulares  está  también  estableci- 
do en  casos  especiales  por  la  R.O.  de  28  de  Fe- 


*    Será  el  de  16  Abril  íSfiS,  inserto  en  la  Sección  de  Ju- 
risprudencia de  es'e  mismo  artículo. 
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brero  de  1872,  y  además  que  por  In  de  18  do 
Julio  de  1887  se  reservó  al  Gobierno  el  dereclio 
de  coiifeder  excepción  para  liacer  inhumacio- 
nes en  iglesias,  panteones  y  otros  lugares: 

Considerando  que  el  terreno  eleg'ido  para  el 
emplazamiento  del  cementerio  está  á  mayor 
distancia  de  poblado  que  la  exigida  por  la  Real 
orden  de  16  de  Julio  de  1888,  vigente  en  la  ma 
teria: 

El  Roty  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la  Reina 
Reg'ente  del  Reino,  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen del  Real  Consejo  de  Sanidad  y  lo  pro- 
puesto por  la  Dirección  g-eneral  del  ramo,  se 
ha  servido  conceder  á  Eray  María  Esteban 
García  de  CAccres,  en  la  representación  que 
ostenta,  autorización  para  construir,  con  suje- 
ción ;l  la  R.  ü.  de  Iti  de  Julio  de  ]888  y  demás 
disposiciones  sanitarias  vig'cntes,  el  cemente- 
rio particular  que  solicita.»  (R.  O.  13  Febrero 
1891.— Gao.  ÍO  id.) 

R.  O.  9  Septiembre  1891. 
I}nternniiiv?i/os  rn  his  Sacramentales  de  San  isidro,  San 
Justo,  Santa   María  y  San  Lorenzo  de  3íadn'd:  Cemen- 
terios del  Estr  ij  del  Oeste, 

(Goii.)  «Vistos  los  recursos  de  alzada  inter- 
puestos por  los  presidentes  de  las  Sacramen- 
tales de  Santa  María,  San  .Justo,  San  Isidro  y 
San  Lorenzo  contra  el  acuerdo  del  alcalde  de 
esta  capital,  ordenando  el  cumplimiento  de  la 
R.  O.  de  16  de  Mayo  de  1885  sobre  concesión 
de  licencias  de  enterramientos,  asi  cerno  los 
informes  relativos  á  ellos  y  á  las  disposiciones 
dictadas  sobre  el  particular: 

Considerando  que  el  supuesto  en  que  esas 
disposiciones  están  dictadas,  y  la  razón  que 
puede  abonar  su  sentido  y  alcance  no  son  otros 
que  el  de  sustituir  de  un  modo  satisfactorio  y 
completo  el  servicio  de  inhumaciones  cjiíe  hoy 
se  cumple  por  diferentes  Sacramentales  y  Aso- 
ciaciones particulares,  por  un  servicio  muni- 
cipal en  el  que  se  pueda  atender  más  seg'ura- 
mente  á  los  ¡¡receptos  sanitarios  y  realizar 
otros  fines  importantes  para  el  buen  ordeu  y 
debida  organización  de  ese  ramo  de  la  Admi- 
nistración municipal: 

Considerando  que  faltan  datos  oficiales  sufi- 
cientes para  ajn'cciar  lo  que  el  Ayuntamiento 
pueda  hacer  para  cumplir  con  tales  propósi- 
tos, aún  no  realizados,  y  colocarse  en  breve 
tiempo  en  condiciones  de  reemplazar  la  actual 
forma  do  prestarse  ese  servicio  sin  herir  inte- 
reses y  derechos  creados  y  sin  lastimar  senti- 
mientos muy  dignos  de  respeto: 

Considerando  que,  si  bien  es  cierto  que  dic- 
tadas las  Rs.  Os.  de  7  de  Agosto  de  1884  y  16 
de  Mayo  de  188.5  no  puede  decirse  cjuese  hayan 
ci'eado  derechos  perfectos  en  contravención  á 
lo  que  en  ellas  se  disponía,  no  es  menos  evi- 
dente ([ue,  bien  por  entenderse  que  estaban 
subordinadas  á  la  condición  de  que  se  constru- 
yeran las  dos  Necrópolis  y  que  la  inacción  de 
los  Ayuntamientos  en  ese  extremo  hiciera 
creer  (lUC  no  aspiraban  á  sustituir  á  las  Sacra- 
mentales en  su  servicio,  bien  por  otros  moti- 
vos, se  ha  dado  lugar  á  la  con.strucción  de  nu- 
merosos panteones,  al  otorgamiento  de  conce- 
siones de  terreno  é  inscripción  de  cofrades,  y 
no  sólo  se  han  invertido  á  ciencia  de  las  auto- 
ridades todas,  cantidades  considerables,  sino 
Tomo  II. 


que  se  han  depositado  restos  mortales  de  las 
familias  adquirentes  de  tales  derechos  y  se  han 
creado  afecciones,  esperanzas  y  vínculos  de 
orden  moral  que  no  deben  ser  quebrantados 
ni  menospreciados  por  el  poder  público  sin 
grandes  y  notorias  necesidades  de  la  salud  ge- 
neral: 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  el  ser- 
vicio de  cementerios  debe  ser  municipal  y  ha- 
llarse bajo  la  inmediata  dirección  de  la  Admi- 
nistración, sin  los  obstáculos  que  nacen  para 
su  eficaz  vig'ilaucia  de  la  interposición  de  aso- 
ciados particulares,  y  cjue  á  ese  fin  deben  se- 
guir encaminándose  las  resoluciones  del  Go- 
bierno, cuidando  de  que  al  concluir  con  un 
sistema  vicioso  y  perjudicial  álos  intereses  del 
vecindario,  haya  otro  preparado  para  susti- 
tuí i'le; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  resol- 
ver lo  siguiente: 

1."  Las  Sacramentales  de  San  Isidro,  San 
Justo,  Santa  María  y  San  Lorenzo,  recurren- 
tes, formarán  en  el  término  de  un  mes,  á  con- 
tar desde  la  publicación  de  esta  R.  O.  en  la 
'Gaceta  de  Madrid,  una  lista  numerada  de  los 
mayordomos  y  cofrades  inscritos  hasta  el  día, 
panteones  construidos  ó  en  construcción,  y 
nombres  de  sus  propietarios,  y  número  de  ni 
chos  ó  enterramientos  que  puedan  hacerse  en 
cada  uno  de  ellos,  y  personas  á  quienes  alcan- 
ce el  derecho  de  ser  inhumadas,  y  la  presenta- 
rán en  el  Ayuntamiento  para  su  aprobación  '. 

2."  Una  vez  aprobada  esa  lista,  no  se  podrá 
verificar  inhumación  alguna  en  esos  cemente- 
rios sin  el  certificado  expedido  por  el  presi- 
dente de  la  Sacramental,  bajo  su  responsabi- 
lidad, de  corresponder  á  una  de  las  personas 
con  derecho  adquirido,  según  ese  estado,  ex- 
presando la  fecha  de  la  adquisición  del  derecho 
y  el  número  que  en  el  referido  estado  tuviese 
el  difunto. 

3."  Si  transcurrido  el  mes  señalado  en  el 
art.  1.°  alguna  Sacramental  no  hubiese  pre- 
sentado la  lista  prevenida,  se  suspenderá  en 
ella  el  despacho  de  toda  autorización  de  ente- 
rramiento hasta  que  la  presente. 

4."  Hasta  tanto  que  se  cumple  el  término 
del  mes  y  que  se  apruebe  la  lista  presentada, 
los  enterramientos  se  verificarán  con  certifica- 
dos de  los  presidentes  de  hallarse  el  difunto 
comprendido  en  las  condiciones  de  las  Reales 
órdenes  de  Agosto  de  1884  y  Mayo  de  1885  '^,  ó 
en  la  que  en  ésta  se  establecen,  por  tener  ad- 
quiridos terrenos  ó  construidos  panteones  ó 
concesiones  análogas  anteriores  á  la  fecha  de 
esta  disposición. 

5."  El  Ayuntamiento  de  Madrid  formulará 
en  el  término  de  seis  meses,  á  contar  desde  la 
publicación  de  esta  R.  O.,  proposiciones  ó  pro- 
yectos definitivos,  con  exiiresión  de  los  recur- 
sos para  llevarlos  á  cabo,  tanto  para  agrandar 
y  completar  el  cementerio  del  Este,  dotándole 


1  El  pla:iO  para  presentar  las  listas  á  la  aprobación 
del  Ayuntamiento  se  amplió  hasta  el  dia  2S  de  Octulire por 
R,  O,  de  10  del  mismo  mes  de  ISOl. 

-  La  de  7  de  Agosto  de  18S4,  véase  en  la  ;>.  43S.  La  de 
le  de  Mayo  de  ¡fi85  no  la  hemos  encontrado  ■  n  la  Colec- 
ción legislativa. 
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de  ag'uas  suficientes  y  mejorando  sus  vías  de 
acceso,  como  para  constiuir  el  cementerio  del 
Oeste,  según  lo  preceptuado  eu  la  R.  O.  de  7 
de  Agosto  de  1884,  y  si  no  lo  hiciere  dentro  de 
ese  plazo,  el  Gobierno  presentará  á  las  Cortes 
un  proyecto  de  ley  para  dar  al  servicio  de  las 
inhumaciones  eu  lladrid  la  solución  que  recla- 
man los  intereses  de  su  vecindario. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  9  de  Septiemljre 
de  1891.— Silvela.  — Sr.  Gobernador  de  esta 
provincia.»  (Gac.  11  ücptiemhre.) 

E.  O."    Noviembre  lESl. 

Aclara  la  i?.  O.  anterior:  Enterramiento  en  las  Sacra- 
meíitales  á  todos  los  qtte  covio  mni/ordoinos  ó  cofra- 
des apareciesen  inscritos  hasta  el  dia  de  la  publicación 

de  dicha  Heal  orden  y  á  los  parientes  de  los  mismos 

Plazo  dentro  del  cual  el  Municipio  ha  de  expedirlos 
permisos  2>ara  las  inhumaciones. 

(GoB.)  í7x¿j-acío.— Publicada  la  Real  orden 
de  9  de  Septiembre  último,  el  alcalde  presi- 
dente del  Ayuntamiento  de  Madrid  acordó,  in- 
terpretando dicha  disposición,  que  sólo  tienen 
derecho  á  enterramiento  eu  las  Sacramenta- 
les de  San  Isidro,  San  Justo,  Santa  María  y 
San  Lorenzo,  los  mayordomos  y  cofrades  que 
hubieran  adquirido  el  carácter  de  tales  hasta 
el  mes  de  ^layo  de  188.5,  asi  como  también 
aquellos  que  hubieran  adquirido  terrenos  ó 
construido  panteones  ú  obtenido  concesiones 
análog'as  anteriores  á  la  fecha  de  dicha  dispo- 
sición; y  cjue,  por  consig'uiente,  carecían  de 
derecho  á  enterramiento  eu  los  cementerios  ya 
expresados  los  inscritos  como  mayordomos  ó 
cofrades  cou  posterioridad  al  mes  de  Mavo 
de  1885. 

Contra  esta  disposición,  los  presidentes  de 
las  Sacramentales  de  San  Isidro,  San  Justo, 
Santa  María  y  San  Lorenzo  acudieron  al  Mi- 
nisterio en  solicitud  de  que  se  interpretara  la 
R.  O.  de  9  de  Septiembre  en  el  sentido  de  que 
puedan  ser  inhumados  en  los  cementerios  de 
aquéllas  los  restos  mortales  de  los  mayordo- 
mos, cofrades  y  sus  parientes  que  teug'an  de- 
recho á  ello,  siem]ire  que  flg'uren  inscritos  en 
los  libros  de  las  mismas  antes  de  la  publica- 
ción de  dicha  disposición;  y  asimismo  solicitó 
también  el  presidente  de  la  Sacramental  de 
San  Justo  que  la  oficina  del  Municipio  encar- 
gada del  servicio  de  expedir  los  permisos  de 
enterramiento,  acuse  en  el  acto  recibo  de  las 
certificaciones  expedidas,  acreditando  el  dere- 
cho á  ser  enterrado  en  alguna  de  ellas,  eu  el 
término  de  las  dos  horas  inmediatas,  y  que  de 
no  hacerlo  así,  puedan  practicarse  las  inhu- 
maciones sin  dicha  licencia. 

Remitido  el  expediente  á  informe  del  Con- 
sejo de  Estado,  he  aquí  la  parte  sustancial  del 
dictamen  de  la  Sección  correspondiente  del 
mismo: 

«...La  Real  orden  de  que  se  trata  no  es  sus- 
ceptible de  varias  interpretaciones;  sus  cinco 
reg'las  ó  prescripciones  son  perfectamente  cla- 
ras é  inteligibles,  y  aun  en  el  caso  de  que  al- 
guna vag-uedad  encerraran,  bastaría  para  des- 
virtuarla el  contenido  terminante  del  tercero 
de  sus  considerandos,  en  el  que  vinieron  á 
sancionarse  los  derechos  más  ó  menos  perfec- 
tos adquiridos  después  de  Mayo  del  85  y  antes 
de  la  publicación  de  la  R.  O.  de  9  de  Septiem- 


bre liltimo,  teniendo  para  ello  en  cuenta  ele- 
vados móviles,  ajustados  en  un  todo  á  los  in- 
mutables principios  de  justicia... 

La  Sección  opina  que  procede: 

1."  Declarar,  en  contra  de  lo  interpretado 
por  el  alcalde  de  Madrid,  que  la  R.  O.  de  9  de 
Soptiembre  último,  concede  derecho  á  enterra- 
miento en  las  Sacramentales  de  San  Isidro, 
San  Justo,  Santa  alaría  y  San  Lorenzo  á  todos 
los  que  como  mayordomos  ó  cofrades  apare- 
ciesen inscritos  hasta  el  11  de  Septiembre  últi- 
mo inclusive,  así  como  A  todos  los  parientes  de 
los  mismos  á  quienes  se  extienda  el  derecho 
según  los  respectivos  reglaiucntos  ó  estatutos. 

Y  2.°  Ordenar,  accediendo  á  lo  solicitado 
por  el  presidente  de  la  Sacramental  de  San 
Justo,  C|ue  la  oficina  ó  dependencia  del  Muni- 
cipio, encargada  de  recibir  las  certificaciones, 
dé,  en  el  acto,  recibo  expresando  la  hora  en 
que  se  hayan  presentado,  y  eu  las  dos  inme- 
diatas siguientes  expida  el  permiso  para  el 
enterramiento,  entendiéndose  que,  transcurri- 
das estas  dos  horas  sin  efectuarlo,  el  sepelio 
podrá  verificarse  en  el  cementerio  de  la  Sa- 
cramental si  de  la  certificación  presentada 
apareciese  que  la  inscripción  ó  derecho  es  an- 
terior á  la  fecha  de  la  publicación  de  la  R.  O. 
de  9  de  Septiembre  último.»  Y  así  se  resuelve. 
(R.  O.  de  29  Noviembre  1891  .—Gac.  16  Di- 
ciembre.) 

Jurisprudencia  administrativa. 

Decifi  8  Enero  iSSJ.  Conocimiento  de  demanda 
sobre  ci  itn  cementerio  es  propiedad  de  la  Mitra  ó  de  un 
Ayuntamiento. 

El  Ayuntamiento  de  Barcelona  acordó  en  21  de  Ju- 
nio de  l^Sl  disolver  la  Junta  de  cementerios  qiie  á  la 
sazón  existía  en  la  citidad  y  crear  en  sn  lugar  nueva 
Junta  que,  como  delegada  y  dependiente  de  la  Mu- 
nicipalidad, cuidara  del  cementerio  general  existeu- 
te,  y  de  lo  relativo  al  establecimiento  de  otro  nuevo. 
El  obispo  de  la  diócesis  entabló  demanda  para  qtie 
se  declarase  que  el  cementerio  general  era  propie- 
dad de  la  Jíitra,  á  la  cual  correspondían  sus  produc- 
tos y  administración,  sin  perjuicio  de  la  interven- 
ción del  Ayuntamiento  en  materia  de  policía  y  sa- 
lubridad, y  que  se  declarase  nulo  el  acuerdo  citado 
y  se  1  evocase  por  contrariar  la  .administración  que 
exclusivamente  correspondía  A  la  Mitra,  etc. 

El  gobernador  de  la  provincia  reqiiirió  de  inhibi- 
ción á  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  distrito 
cuando  ésta  conocía  de  la  reclamación,  y  formaliza- 
da competencia,  se  decide  d  facor  de  la  autoridad  jv- 
dicial,  visto  el  art.  172  de  la  ley  municipal,  el  2.°  de 
la  ley  orgánica  de  Tribunales  de  1870  y 

«Considerando:  1."  Que  la  demanda  incoada  por  el 
reverendo  obispo  de  Barcelona,  va  dirigida  A  que  se 
declare  que  el  cementerio  de  aquella  ciud.ad  es  pro- 
piedad de  la  Mitra,  y  á  que  se  revoque  el  acuerdo 
del  Ayuntamiento  de  21  de  Junio  de  18St,  en  cuanto 
por  él  se  disminuyen  ó  menoscaban  los  derechos  do- 
minicales inherentes  ala  propiedad  del  expresado 
cementerio: 

2.°  Q^XQ  la  misma  demanda  deja  A  salvo  las  facul- 
tades que  las  leyes  confieren  A  los  Ayuntamientos 
sobre  policía,  higiene  y  salu)jridad  de  las  poblacio- 
nes, para  que  sobre  estos  extremos  adopte  el  de  Bar- 
celona las  medidas  qne  tenga  por  conveniente  sobre 
el  cementerio  de  aqviella  ciudad,  y  en  tal  concepto 
no  puede  dudarse  que  la  reclamación  del  reverendo 
obispo  está  circunscrita  A  los  derechos  civiles  que 
nacen  del  título  de  propiedad  sobre  el  expresado  ce- 
menterio: 

3.**    Qiie  con  arreglo  al  art.  172  de  la  ley  municipal 
anteriormente  citada,  puede,  el  que  se  crea  perjudi- 
cado en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los     I 
Ayuntamientos,  reclamar  contra  ellos  mediante  de- 
manda ante  juez  6  Tribunal  aompetente;  y  tratán- 
dose de  una  reclamación  que  se  funda  en  un  titulo     •- 
lo  civil,  como  es  el  de  propiedad,  es  incuestionable      i 
que  los  Tribunales  son  competentes  para  conocer  de     » 
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tal  reclamación,  con  arreglo  A  las  lej'es  del  fnero 
común.-  ,E.  D.  H  Enero  1SS4.— Gac.  Ib  id.) 

Decis.  IC  Knei-o  1SS4.  Conocimiento  de  demanda 
deducida  por  la  Junta  de  obras  de  una  iqlesm  sobre  dere- 
clio  apercibir  pnrte  de  los  productos  del  cementerio  mu- 
nicipal, y  sobre  su  admitíistración. 

El  Ayuntamiento  de  Barcelona  creó  en  1836  nna 
Jnnta  de  cementerio  rnral  compuesta  del  alcalde, 
nn  teniente,  del  diocesano  ó  su  vicario,  cuatro  regi- 
dores, el  procurador  del  Comvín  y  dos  obreros  de  las 
parroquias  elegidos  por  las  obras  mismas,  la  cual 
después  de  empeñada  oposición  del  prelado,  A  que 
puso  término  el  Gobierno  por  dos  Reales  órdenes,  se 
hizo  cargo  de  los  catidales,  libros  y  documentos  del 
cementerio,  aprobando  por  fin  en  1839 un  reglamento 
para  el  gobierno  de  la  Junta.  En  Junio  de  It'Sl  la 
Corporación  municipal  acordó  la  disolución  de  la 
Junta  de  cementerios  de  la  ciudad  y  la  creación  de 
otra  que  como  delegada  y  dependiente  de  la  Muni- 
cipalidad, cuidara  del  cementerio  general  existente 
y  de  lo  relativo  al  establecimiento  de  otro  nuevo 
que  se  tenía  proyectado. 

Los  representantes  de  las  Juntas  de  obras  de  las 
iglesias  parroquiales  entablaron  demanda  ordina- 
ria para  que  se  dejara  sin  efecto  la  anterior  resolu- 
ción, y  denegada  esta  solicitud  y  apelada  la  nega- 
tiva para  ante  la  Audiencia,  el  gobernador  la  requi- 
rió de  inhibición,  formalizándose  competencia,  que 
es  decidida  á  favor  de  la  autoridad  jxidicial,  vistos 
los  arts.  172  de  la  ley  municipal  y  2.°  de  la  orgánica 
judicial: 

.Considerando:  1.°  Que  el  presente  conflicto  se 
ha  suscitado  A  consecuencia  de  la  demanda  incoada 
por  los  comisionados  de  las  Juntas  de  obras  de  las 
iglesias  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Bar- 
celona de  21  de  Junio  de  1881,  en  cuanto  por  el  mismo 
se  les  priva  de  la  posesión  en  que  están  á  percibir  la 
parte  que  les  corresponde  en  los  productos  del  ce- 
menterio de  aquella  ciudad  y  en  la  administración 
del  mismo. 

2."  Que  en  tal  concepto  la  demanda  tiene  por  ob- 
jeto la  reivindicación  de  un  derecho  civil  que  nace 
del  titulo  de  propiedad  que  tiene  la  iglesia  sobre  el 
cementerio  de  que  se  trata,  construido  con  fondos 
de  las  obras  de  las  parroquias;  y  por  lo  mismo,  con 
arreglo  al  art.  172  de  la  ley  municipal  anteriormen- 
te citado,  el  que  se  crea  perjudicado  en  sus  derechos 
civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  pue- 
den reclamar  contra  ellos  ante  el  juez  ó  Tribunales 
competentes,  que  en  el  presente  caso  lo  son  los  del 
fuero  común,  con  arreglo  á  la  ley.»  (H.  D.  12  Enero 
1881.— Gnc.  ÍO  Febrero  ) 

«•  »■  «■  i»  .*l»rll  ISSS.  Derecho  de  las  religiosas 
del  Sagrado  Corazón  de  Jesús  d  la  constrticción  dé  luga- 
res dj  enterramiento  especiales  para  las  monjas  profesas 
que  fallezcan  en  sus  concentos. 

Visto  el  pleito  contencioso  administrativo  sobre 
revocación  de  la  H.  O.  de  15  de  Junio  de  18S6,  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  de  confor- 
midad con  el  dictamen  del  Beal  Consejo  de  Sanidad, 
que  resolvió  que  no  procedía  otorg.a'r  la  autoriza- 
ción solicitada  por  la  superiora  de  las  religiosas  del 
Sagrívdo  Corazón  de  Jesús  y  por  tanto,  que  debía 
prohibirse  en  todas  las  casas  de  la  institución  se 
construyera  el  cementerio  especial  ó  cripta  donde 
hubieran  de  inhumarse  los  cadáveres  de  las  expre- 
sadas religiosas:  Y  vistas  la  E.  C.  de  19  de  Mayo  de 
¡Si?  *'  l'i^^í.-  ^^-  '''^  '^  ^^  Octubre  de  1835,  12  Mayo  de 
1819  y  2b  Julio  1883,  se  resuelve  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

.Considerando  qne  las  religiosas  del  instituto  del 
bagrado  Corazón  de  Jesús  constituyen  una  comuni- 
dad con  clausura,  puesto  que,  además  de  cumplir  el 
objeto  de  su  fundación  dentro  de  sus  conventos  no 
pueden  salir  de  éstos,  A  no  ser  cuando  son  traslada- 
das de  unos  A  otros  para  atender  á  la  enseñanza  A 
que  se  dedican: 

Considerando  qne  confirma  este  concepto  la  co- 
municación del  muy  reverendo  arzobispo  de  Toledo, 


dar  clausura  con  las  pequeñas  y'accid¿ntales  modi- 
ncaoiones  propias  del  servicio  que  prestan- 

Consider.ando  que  las  disposiciones  que  quedan  ci- 
tadas no  exigen  que  las  religiosas,  para  tener  dere- 
cho A  ser  enterradas  en  sus  conventos,  hayan  de 
guardar  c  ausura  completa  y  perfecta,  y  por  lo  tan- 
to no  puede  limitarse  sólo  &  este  caso  la  aplicación 
de  aquellos  preceptos;  y  í  ^^ 
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Considerando  que,  por  las  razones  expuestas,  asis- 
te á  las  demandantes  derecho  para  construir  las 
criptas  necesarias  á  sus  enterramientos;  sin  perjui- 
cio de  las  facultades  que  A  la  Administración  activa 
corresponde,  según  las  disposiciones  vigentes  v  en 
especial  según  la  B.  O.  de  30  de  Octubre  de  183.5,  para 
adoptar  las  medidas  que  la  salud  pública  reclanie  v 
la  higiene  aconseje: 

Conformándome,  etc.,  vengo  en  dejar  sin  efectola 
ltea,l  orden  impugnada  de  15  de  Junio  de  We,  v  en 
declarar  que  las  religiosas  del  instituto  de  enseñan- 
za del  Sagrado  Corazón  de  Jesús  tienen  derecho  A  la 
construcción  de  criptas  ó  lugares  de  enterramientos 
especiales  para  las  monjas  profesas  que  fallezcan 
en  sus  conventos,  con  las  limitaciones  que  estable- 
cen la  E.  O.  de  30  de  Octubre  de  1835  y  las  deniAs  dis- 
posiciones de  carácter  general  citadas..  (E.  D.  16  de 
Abril  1888.— Gac.  22  jVai/o.) 

8ont.  del  T_^C.  A.  5  Julio  IS80.  Clausura  del  ce- 
menterio de  la  Sacramental  de  San  meólas,  sin  derecho  d 
indemnización. 

^J-^^^  ^^^  Archicofradla  Sacramental  de  San  Nico- 
lás de  Barí  solicitó,  sin  resultado,  en  la  via  guberna- 
tiva, indemnización  del  despojo  que  decía  haber  su 
Indo  en  su  propiedad  con  motivo  de  la  E.  O.  de  7  de 
Agosto  de  1884,  que  dispuso  la  clausura  del  cemente- 
rio. La  Archicofradía  acudió  al  recurso  contencio- 
so, y  se  absuelve  A  la  Administración  de  la  demanda- 
•  Considerando;  que  la  E.  O.  de  7  de  Agosto  de  1884, 
dictada  por  el  Gobierno  en  uso  de  su  facultad  discre- 
cional y  por  razones  de  salubridad  pública  al  orde- 
nar la  clausura,  entre  otros,  del  cementerio  de  San 
Nicolás,  no  estableció  derecho  á  indemnización  al- 
giina  en  favor  de  la  Sacramental  del  mismo  nombre- 
Considerando:  que  ni  por  la  forma  en  que  la  expre- 
sada clausura  se  decretó,  ni  por  su  naturaleza  y  sus 
efectos  puede  fundadamente  sostenerse  que  la  pro- 
hibición de  continuar  las  inhumaciones  de  los  indi- 
viduos de  la  Real  Archicofradia  de  San  Nicolás  deba 
ser  equiparada  A  la  expropiación  por  cansado  utili- 
dad publica: 

Y  considerando:  que  al  no  existir  en  la  disposición 
mencionada  ni  en  ninguna  otra  de  carácter  adminis- 
trativo, precepto  alguno  qne  reconozca  á  la  Archi- 
cofradia demandante  el  derecho  A  ser  indemnizada 
por  la  clausura  del  cementerio  de  que  se  trata,  no 
pttede  sostenerse  que  la  resolución  ministerial  que 
se  impugna  haya  vulnerado  propiamente  derecho 
alguno,  sino  que,  por  el  contrario,  es  evidente  que  al 
desestimar  el  recurso  de  alzada  interpuesto  contra 
el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Maorid,  se  ajusta  A 
la  misma  disposición  legal  aplicable  á  la  materia  • 
(Sent.  5  Julio  1889.— Gac.  IS  Septiembre  1890,  p.  433.) 

Jurisprudencia  penal. 

Sent.  «S  Hnyo  ISS3.  Sobre  responsabilidad  del  mé- 
dico de  cabecera  que  sin  reconocer  el  cadáver  certifica, 
con  referencia  d  las  noticias  de  la  familia,  la  hora  de  la 
muerte,  y  por  resultar  aquéllas  inexactas  se  verifica  el  se- 
pelio antes  de  que  transcurran  veinticuatro  horas. 

A  las  nueve  y  cuarenta  y  cinco  minutos  de  la  no- 
che del  6  de  Junio  de  1881,  falleció  D.  Francisco  de 
Iturribarria  en  esta  corte,  y  su  médico  de  cabecera 
D.  V.  Parraverde,  sin  reconocer  el  cadáver  y  pedida 
que  le  fué  por  la  familia,  expidió  certificación  expre- 
siva de  que  la  defunción  ocurrió  A  las  cinco  de  la  tar- 
de del  expresado  día  8,  verificándose  el  sepelio  á  la 
misma  hora  de  la  tarde  siguiente. 

Instruida  causa  contra  Parraverde  y  condenado 
como  autor  del  delito  previsto  y  penado  en  el  art.  349 
del  Código,  interpuso  recurso  de  casación  por  haber- 
se infringido  á  su  juicio  los  arts.  1.°  y  ,596,  caso  5.°  del 
propio  Código,  el  77  de  la  ley  del  Registro  civil,  la  re- 
gla 4."  de  la  R.  O.  ó  Inst.  de  19  de  Noviembre  de  1872 
y  la  R.  O.  de  30  de  Diciembre  del  mismo  año.  El  T.  S 
casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 

«...Considerando...  que  Parraverde  no  ejecutó  un 
acto  que  directamente  tendiese  A  la  práctica  déla 
inhumación  que  el  cit.ado  artículo  exige,  porque  en- 
comendada por  la  ley  del  Registro  civil  en  su  art.  77 
y  en  las  Rs.  Os.  de  19  de  Noviembre  y  30  de  Diciembre 
de  1872  como  función  propia  de  los  módicos  forenses 
de_  Madrid  y  después  de  los  higienistas,  la  del  recono- 
miento  de  los  cadáveres  con  el  fin  de  proceder  A  su 
inhumación,  es  visto  que  el  documento  destinado  á 
este  objeto  y  no  la  certificación  del  médico  cíe  cabe- 
cera, es  el  que  realmente  debe  estimarse  con  eficacia 
legal  para  la  práctica  de  la  inhumación;  razón  por  la 
cual  la  Sala  sentenciadora  no  ha  aplicado  con  acier- 
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to  á  este  caso  la  mencionada  disposición  del  Código 
penal: 

Considerando  que  incurren  en  falta,  según  el  ar- 
tículo 596,  niim.  5.^,  los  que  infringieren  las  disposi- 
ciones sanitarias  dictadas  perla  Administración  so- 
bre conducción  de  cadáveres  y  enterramientos  en  los 
casos  no  previstos  en  el  lib.  II  del  Cód.  penal,  acto 
sin  duda  ejeciitado  por  Parraverdc-  en  la  certificación 
mencionada,  en  cuanto  que  la  afirmación  inexacta 
en  cuanto  á  la  hora  del  fallecimiento  de  Itiirriba- 
rrla,  aunque  sin  eficacia  legal  para  constituir  el  de- 
lito especial  de  la  infracción  de  las  leyes  sobre  inhu- 
maciones, tendía  no  obstante  á.  la  infracción  de  las 
disposiciones  sanitarias  en  cuanto  la  inoportuna  in- 
humación puede  afectar  k  la  salud  pública.»  (Sent.  28 
Mayo  1883.— Gacs.  de  la  Sala  2.°-,  t.  II,  p.  122.) 

Sent.  20  ülayo  lítftJ.  Ocnlfaciún  del  cadáver  de  un 
niño  recién  nacido:  sobre  si  es  inhumación  ilegal^  ú  otro 
delito  en  su  caso. 

La  joven  Vicenta  Anastasia  Sánchez,  dio  á  luz, 
ayudada  de  s\i  madre,  un  niño  robiisto  y  viable,  que 
en  opinión  de  los  médicos,  si  sufrió  la  muerte  á  los 
pocos  instuntes  de  nacer,  no  fué  por  consecuencia  de 
enfermedad  común.  Instruida  causa  y  hallado  el  ca- 
dáver del  recién  nacido  envuelto  entre  paja  en  un 
cuarto  de  trastadero,  la  Audiencia  de  Manzanares 
absolvió  4  las  citadas  miijeres  por  el  delito  de  infanti- 
cidio, cuya  prueba  legal  faltaba,  y  las  condenó  como 
autoras  del  delito  de  inhumación  ilegal  de  cadáve- 
res, previsto  en  el  art.  34:9  del  Cód.  penal. 

El  Ministerio  público  interpiiso  recurso  de  casa- 
ción impugnando  ambas  calificaciones  de  la  senten- 
cia; y  el  T.  S.  casa  y  anula  la  recurrida  en  cuanto 
castigó  á  las  acusadas  por  el  delito  de  inhumación: 

«Considerando  que  la  aplicación  que  la  Audiencia 
hace  del  art.  349  del  Código  es  sin  diida  errónea,  por- 
que derivándola, del  hecho  de  haberse  encontrado  el 
niño  en  el  cuarto  de  trastadero  envuelto  en  paja  y 
en  estado  de  putrefacción,  semejante  hecho  encami- 
nado á  la  ocultación  del  producto  del  parto  y  del  de- 
lito en  sil  caso,  no  siipone  la  práctica  de  una  inhu- 
mación contraviniendo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  ó 
reglamentos  respecto  al  tiempo,  sitio  y  demás  for- 
malidades prescritas  para  las  inhumaciones  como 
exige  la  letra  y  espíritu  del  mencionado  art.  349.» 
(Sala  2.*,  sent.  20  Mayo  1884.— Gac.  14  Octubre^  p.  284,) 
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o   SEA 

Cues<ionessob  re  cenicnf  orlos,  enterramientos, 

tlon<';;jii*fón  ele  NepiiKiii'a  eoIemlnAtlen 

y   éxliiiiiiai'loo   ele  lirlcN   inflelililaiuente 

entermdoüi  en  lugar  profano. 

Diremos  lueg'o,  por  conclusión  de  este  ar- 
ticulo, nuestro  parecer  sobre  lo  que  es  objeto 
del  mismo,  ó  sea  alg'o  sobre  construcción  de 
cementerios,  sobre  policía  en  los  mismos,  or- 
den en  los  enterramientos,  derechos  de  sepul- 
tura, etc.  Aute  todo  parécenos  conveniente 
insertar  importantes  dictámenes  del  C.  de  E. 
y  resoluciones  dictadas  en  las  repetidas  cues- 
tiones suscitadas  entre  la  autoridad  civil  y 
la  eclesiástica,  por  lo  mucho  que  ilustran  este 
asunto,  en  el  que  con  tanta  sobriedad  y  cir- 
cunspección deben  obrar  los  prelados,  y  con 
tanta  px-udencia  también  la  autoridad  civil. 

I 

Cuestión  entre  el  Ayuntamiento  de  Falencia 

y   el   prelado    de   la  diócesis.  —  Beglamento   de   sii 

cementerio. 

El  Ayuntamiento  de  Falencia  había  hecho 
gastos  de  alguna  consideración  ampliando  el 
cementerio  y  construyendo  también  á  sus  ex- 
pensas una  capilla  en  el  mismo;  y  como  las  mi- 
ras del  prelado  eran  distintas  de  las  de  aque- 


lla Corporación  sobre  la  clasificación  del  ce- 
menterio y  aplicación  de  los  derechos  de  se- 
pulturas, fué  preciso  que  el  Gobierno  llegase 
á  conocer  en  las  respectivas  reclamaciones. 
Oyóse  al  Consejo  Real  y  al  vicario  eclesiástico 
de  Madrid,  y  con  su  dictamen  se  mandó  for- 
mar y  se  formó,  de  acuerdo  por  ambas  autori- 
dades, un  reglamento  para  la  dirección,  cui- 
dado y  conservación  del  cementerio  de  la  ciu- 
dad de  Falencia,  que  fué  aprobado  por  S.  M. 
en  9  de  Noviembre  de  1849.  Con  él  se  termina- 
ron todas  las  diferencias  mediante  disposicio- 
nes miiy  semejantes  á  las  que  contiene,  en 
cuanto  al  cementerio  católico  del  Este,  de  Ma- 
drid, el  Reg.  provisional  de  10  de  Septiembre 
de  1884,  que  dejamos  inserto  en  la  pág.  439. 

■■ 

Construcción  de  panteones  particulares 
en  los  cementerios. 

En  la  Eeal  cédula  de  3  de  Enero  de  1854, 
dictando  reglas  para  la  demarcación  y  arreglo 
de  parroquias,  se  encargaba  entre  otras  cosas 
á  los  MM.  ER.  arzobispos,  RR.  obispos  y  vi- 
carios capitulares,  Sede  vacante,  de  las  igle- 
sias de  España,  que  refrenaran  el  abuso  «que 
especialmente  en  la  corte  y  garandes  poblacio- 
nes, se  va  introduciendo  en  Jos  cementerios, 
por  imitar  costumbres  no  muy  laudables  ni 
conformes  con  las  creencias  y  culto  católico,  en 
las  costosas  sepulturas  y  sus  adornos,  y  otras 
profanas  demostraciones  de  lujo  de  las  fami- 
lias, más  bien  quc^del  sincero  dolor  por  sus 
difuntos  y  deseo  del  eterno  descanso  de  sus 
almas». 

Fundándose  en  este  encargo  el  Rdo.  obispo 
de  Santander,  pidió  al  Gobierno  que  prohibie- 
se la  construcción  de  panteones  particulares 
en  los  cementerios.  El  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación pasó  el  asunto  á  informe  del  Conse- 
jo de  Estado,  y  evacuado  por  las  Secciones  de 
Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  del  mismo 
Consejo,  se  remitió  el  expediente,  como  de  su 
competencia,  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, por  el  cual  fué  resuelto  de  conformidad 
con  el  referido  informe,  que  dice  asi: 

Dictamen  del  Consejo  de  Estado  aprobado  por  Eeal 
orden  de  19  de  Abril  de  1SB9. 

«Secciones  de  Gob.  y  Fom.,  y  Estado  y 
Gkac.  y  Ju.st. — Excmo.  Sr.:  En  cumplimien- 
to de  la  R.  O.  de  11  de  Noviembre  último,  es- 
tas Secciones  han  examinado  la  comunicación 
del  Rdo.  obispo  de  Santander,  relativa  á  la 
erección  de  panteones  particulares  en  los  ce- 
menterios, remitida  á  este  Ministerio  del  dig- 
no cargo  de  V.  E.,  de  R.  O.  comunicada  por 
el  de  Gracia  y  Justicia. 

Resulta,  que  el  diocesano  de  Santander,  fun- 
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dándose  en  la  base  11  de  la  Keal  Inst.  de  3  de 
Enero  de  1!S54,  que  se  le  dirigió  para  llevar  A 
efecto  el  arreglo  parroquial  prevenido  por  el 
art.  31  del  último  Concordato,  solicita  se  pro- 
hiba la  construcción  de  panteones  particula- 
res en  los  cementerios,  permitiéndolo  única- 
meute  cuaiulo  se  trate  de  bienhechores  de  la 
Ig'lesia  ó  del  pueblo.  Esta  es,  en  resumen,  la 
solicitud  del  obispo.  Las  Secciones,  en  su  vis- 
ta, convienen  con  el  reverendo  prelado  en 
que,  á  veces,  la  erección  de  mausoleos  sólo 
tiene  por  objeto  hacer  ostentación  de  las  rique- 
zas y  satisfacer  la  vanidad,  tan  impropia  de 
aquellos  lug-ares,  en  los  que  debe  reinar  la 
modestia  y  humilde  igualdad  de  nitestra  sa- 
crosanta religión;  pero  tampoco  pueden  des- 
conocer que  en  otros  casos  no  se  construyen 
por  orgullo  y  pompa,  sino  por  rendir  un  mere- 
cido tributo  k  las  virtudes,  A  los  servicios  ó  al 
talento  del  difunto,  ó  para  tributar  un  recuer- 
do á  la  memoria  del  padre,  del  hijo  ó  de  la  es- 
posa queridos.  En  estos  casos,  la  Administra- 
ción no  puede,  impedirlo,  ni  sería  conveniente 
que  tal  hiciese;  y  como  hay  g-rave  dificultad 
en  apreciar  la  causa  ó  motivo  por  que  se  le- 
vanta el  mausoleo,  por  eso,  á  juicio  de  las 
Secciones,  no  debe  estimarse  la  pretensión  de 
que  se  trata. 

Es  verdad  que  la  base  11  de  la  mencionada 
Eeal  instrucción  recomienda  á  los  obispos  que 
en  sus  respectivas  diócesis  desarraiguen  la 
costumbre  que  en  algtinas  poblaciones  se  va 
introduciendo  de  construir  esta  clase  de  mo- 
numentos; pero  en  sentir  de  las  Secciones, 
aquella  base  no  es  una  prescripción  absoluta; 
es  tan  sólo  un  consejo  para  que  por  medio  de 
la  persuasión  y  haciendo  uso  de  los  medios 
más  bien  morales  que  coercitivos  que  el  clero 
tiene  á  su  alcance  en  la  predicación,  en  las 
pláticas  doctrinales,  en  las  amonestaciones  fa- 
miliares, y  hasta  con  el  ejemplo,  encamine  los 
es]'iritus  del  pueblo  cristiano  á  que  prescinda, 
en  las  construcciones  funerarias,  de  las  pom- 
pas y  ostentación  de  la  vanidad  mundana,  que 
por  otra  parte  no  pueden  nunca  reglarse  de 
una  manera  tan  determinada  que  permitan 
fijar  norma  y  apreciación  anticipada;  razón, 
sin  duda,  por  la  que  la  Real  instrucción  citada 
uo  consignó  la  prohibición  en  una  forma  ge- 
neral y  absoluta,  limilándose,  por  el  contra- 
rio, A  lina  recomendación  más  de  prudencia 
que  de  precepto.  Además,  no  pueden  impedir- 
se estas  construcciones,  porque  siendo  un  acto 
de  interés  privado,  el  Gobierno  debe  dejar  á 
los  particulares  en  libertad  completa,  sin  que 
por  esto  se  entienda  que  abdica  la  justa  y  ne- 
cesaria intervención  que  le  corresponde  "para 
prohibir  que  destinen  sus  capitales  á  objetos 
contrarios  á  las  leyes  ó  proliil)idos  por  éstas, 
lo  cual  se  remedia  en  cuanto  á  las  construccio- 
nes de  mausoleos,  obligando  á  los  interesados 
á  que  los  planos  del  decorado  de  las  obras  se 
sometan  á  la  aprobación  de  la  autoridad  ecle- 
siástica respectiva,  que  seguramente  no  per- 
mitirá en  ellos  adornos  contrarios  á  las  creen- 
cias y  al  culto  católico,  ni  prohiliirá  que  en 
estas  obras  se  inviertan  las  cantidades  que  los 
particuhn-es  juzguen  necesarias.  Mejor  seria 
que  las  sumas  destinadas  á  este  fin  se  emplea- 


sen en  objetos  piadosos,  tales  como  donativos 
al  culto,  sufragios,  etc.,  que  es  lo  que  preten- 
de el  obispo;  pero  esto  necesariamente  tiene 
que  dejarse  al  ])rudente  arbitrio  de  los  parti- 
culares, y  por  lo  mismo,  el  Gobierno  se  halla 
imposibilitado  para  ordenarlo,  y,  caso  de  ha- 
cerlo, sus  disposiciones  producirán  resultados 
contrarios  á  los  cjue  desea  el  prelado  de  San- 
tander, omitiendo  las  Secciones  su  demostra- 
ción, harto  manifiesta  para  que  sea  menester 
someterla  ala  ilustrada  consideración  de  V.  E. 

Asi  opinan  las  Secciones  en  cuanto  á  la 
prohibición  referida;  pero  no  concluirán  sin 
hacer  presente  á  V.  E.  que,  á  su  juicio,  la  re- 
solución del  asunto  no  comjiete  al  Ministerio 
de  la  Gobernación,  y,  por  lo  tanto,  pudiera 
devolverse  el  oficio  del  obispo  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  acompañando  copia  de  este 
informe,  si  mereciese  la  aprobación  de  S.  M., 
para  que  en  su  vístase  determine  por  dicho 
Ministerio  lo  que  crea  conveniente. — Madrid  S 
de  Febrero  de  1859.» 

Tal  fué  el  dictamen  del  C.  de  E.,  con  el  que 
se  conformó  S.  M.,  como  aparece  por  la  R.  0.  de 
19  de  Abril  de  1859,  que  se  comunicó  por  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  al  de  la  Gober- 
nación, y  después  por  éste  en  5  de  Mayo  á  los 
señores  gobernadores  de  las  provincias.  He 
aqui  la  Real  orden: 

«En  vista  del  expediente  instruido  en  este 
Ministerio,  con  motivo  de  una  comunicación 
elevada  por  el  Rdo.  Obispo  de  Santander,  re- 
lativa á  la  erección  de  panteones  particulares 
en  los  cementerios,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
ha  tenido  á  bien  resolver,  de  conformidad  con 
la  consulta  de  las  Secciones  de  Gracia  y  Justi- 
cia y  Gobernación  del  C.  de  E.,  que  fué  remi- 
tida por  el  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E. 
á  este  de  Gracia  y  Justicia  con  fecha  4  de 
Marzo  liltimo. — De  Real  orden,  etc.  '.» 

■■■ 

Instalación  de  carros  fúnebres. — Cuestión  entre  el 
Ayuntamiento  de  Santander  y  el  reverendo  prela- 
do, sobre  instalación  de  carros  fúnebres  para  la 
conducción  de  cadáveres. 

Esta  cuestión  fué  resuelta  de  conformidad 
con  las  Secciones  del  C.  de  E.  en  R.  O.  de  2  de 
Julio  de  1867  que  á  continuación  se  inserta 
con  el  dictamen  de  dichas  Secciones,  y  según 
este  importante  documento,  á,  la  autoridad 
civil  corresponde  reglamentar  sobre  esta  ma- 
teria en  lo  que  se  refiere  al  orden  piiblico,  á  la 
salubridad  y  bienestar  délos  pueblos;  y  ala 
eclesiástica  la  observancia  de  los  ritos  y  cere- 
monias establecidos  eu  sufragio  de  los  difun- 
tos. Es  como  sigue: 

(GoB.:  Beneficencia  y  Sanidad.)  Extrac- 
to.— El  Rdo.   Obispo  de  Santander  excitó  el 


1  Ni  esta  R.  O.  ni  la  consulta  del  C.  de  E.  se  hallan  en 
la  C.  Ij.  ni  tamiioco  en  la  Gaceta;  pe?-o  fueron  insertas 
«K  aíí/íí/ios  Boletines  de  provincia,  y  nosotros  la  toma- 
mos del  de  Ponteeedra,  miin.  65,  correspondiente  al  día  1." 
de  Junio  de  ínüO. 
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celo  del  Aj'untamieuto  para  que  promoviera 
el  estableciiiiieuto  de  carruajes  fúnebres  en  la 
ciudad.  Subastó  el  servicio  la  Corporación, 
ajusfándolo  á  Ijases  cjue  foi-niuló  y  fueron 
aprobadas  ]ior  el  gobernador  de  la  provincia; 
pero  el  prelado  sucesor  del  cjue  motivó  el  ex- 
]iediente,  y  los  cuatro  ecónomos  cjue  ejercían 
la  cura  de  almas  en  la  población,  se  opusieron 
á  la  prestación  del  servicio,  alegando  que  no 
se  contó  con  la  autoridad  eclesiástica  para 
plantearlo  y  que  la  conducción  de  los  fieles  al 
cementerio  se  acomodaba  á  reg'las  concretas 
prescritas  en  elRitualRomanoy  que  sólopodia 
alterar  el  Papa.  Alzóse  el  contratista  D.  Galo 
Gautier  para  ante  el  Gobierno,  y  remitido  el 
asunto  al  C.  de  E.,  sus  Secciones  de  Goberna- 
ción y  Fomento  y  Estado  y  Gracia  y  Justicia, 
evacuaron  el  siguiente  dictamen: 

«Por  la  lig'era  reseña  que  acaba  de  trazarse 
se  ve  que  la  cuestión  debatida  en  el  expedien- 
te parece  de  índole  grave  por  dimanar  de  un 
conflicto  ocurrido  entre  la  potestad  civil  y  la 
eclesiástica,  cuyos  límites  y  jurisdicción,  si 
bien  fáciles  de  deslindar  en  teoría  cientitica, 
son  difíciles  de  señalar  en  la  esfera  práctica 
sin  menoscabo  de  ninguna  de  ambas.  Pero 
examinada  detenidamente,  se  viene  á  conocer 
que  no  existe  verdadero  conflicto;  [lues  aun 
resolviendo  á  favor  del  reclamante,  ni  se  con- 
cede á  la  autoridad  civil  más  atribuciones  que 
las  que  tiene,  ni  á  la  eclesiástica  se  la  despoja 
de  las  que  le  corresponden.  Es  indudable  que 
a  la  primera  toca  reg'lamentar  respecto  de  la 
materia  sobre  que  versa  la  actual  controver- 
sia cuanto  sea  procedente,  ya  para  la  conser- 
vación del  orden  público,  ya  para  la  salubri- 
dad y  bienestar  de  los  pueblos;  á  la  vez  que 
compete  á  la  segunda  velar  por  la  observan- 
cia de  los  ritos  y  ceremonias  de  la  religión  es- 
tablecidos en  sufragio  de  los  difuntos  y  ])ara 
edificación  y  consuelo  de  los  vivos.  En  tal  su- 
puesto, y  concretando  los  principios  al  caso 
práctico,  el  Ayuntamiento  de  Santander,  re- 
presentante de  sus  administrados,  pudo  pen- 
sar en  la  innovación  de  los  carros  mortuorios 
por  creer  que  así  satisfacía  una  necesidad  re- 
lacionada con  los  intereses,  cuya  tutela  le  está 
encomendada,  siempre  que  al  llevar  á  cabo  su 
pensamiento  no  tratase  de  alterar  ó  suprimir 
ritos  religiosos  propios  de  la  conducción  y  en- 
tierro de  los  cadáveres.  Del  mismo  modo  el  re- 
verendo obispo  usa  de  iiu  dereclio  y  cumple 
con  un  deber  tratando  de  conservar  los  men- 
cionados ritos  ordenados  por  la  Iglesia,  si  bien 
no  por  eso  puede  disminuir  las  atribuciones 
que  en  la  materia  propia  de  su  competencia 
incumben  á  la  autoridad  municipal.  Añora 
bien:  ¿se  puede  decir  que  con  la  instalación 
de  los  carros  fúnebres  se  menoscaba  la  inte- 
gridad de  las  atribuciones  de  la  autoridad 
eclesiástica?  Seguramente  no;  pues  del  mismo 
modo  que  llevándose  en  ñombros  los  cadáve- 
res, se  pueden  cumplir  las  ceremonias  reli- 
giosas, conduciéndolos  en  ios  carros  mencio- 
nados. 

Si  por  escasez  de  eclesiásticos  ó  por  otro  mo- 
tivo cualquiera  no  es  posible  acompañar  á  to- 
dos con  la  cruz  parroquial  y  observar  en  los 
entierros  las  solemnidades  religiosas  estable- 


cidas en  el  Ritual  Romano,  deberá  atenderse 
á  llenar  dicha  necesidad  por  el  medio  que  se 
crea  oportuno;  jiero  no  combatiendo  una  re- 
forma que  sin  lastimar  la  piedad,  solamente 
se  concreta  á  la  materialidad  del  modo  cou 
que  se  verifica  la  conducción.  Hubiera  sido  de 
desear  que  entre  el  Ayuntamiento  de  Santan- 
der y  el  actual  reverendo  obisi)o  de  la  dióce- 
sis hubiera  mediado  antes  de  la  reforma  un 
entero  acuerdo;  pero  también  merece  tenerse 
en  cuenta  que  si  bien  la  Municipalidad  faltó  á 
un  deber  de  consideración  no  avisando  á  di- 
clio  prelado  la  ejecución  de  un  proyecto,  éste 
se  hallaba  tácitamente  aprobado  y  hasta  reco- 
mendado por  el  antecesor  en  la  Sede,  al  paso 
que  es  sensible  que  después  de  tantos  anun- 
cios oficiales  que  llevaban  consigo  una  com- 
pleta publicidad,  aguardase  dicho  prelado  á 
interponer  su  veto  cuando  ya  se  habían  crea- 
do respetables  derechos  particulares  al  amparo 
de  una  subasta  legal.  Pero  tal  falta  de  acuerdo 
previo  se  concreta  iinicameute  al  reverendo 
obispo  de  hoy,  no  á  la  avitoridad  eclesiástica 
en  general,  pues  con  el  consentimiento  del 
predecesor  se  puso  en  práctica  la  innovación, 
y  por  lo  tanto,  no  resulta  de  lo  acordado  por 
el  Ayuntamiento  ningún  vicio  que  anule  lo 
hecho,  aunque  sí  procede  advertir  á  la  Corpo- 
ración que  hubiera  sido  de  desear  que  para 
obrar  con  la  debida  armonía,  participara  opor- 
tunamente al  prelado  cjue  el  servicio  de  que  se 
trata  se  hallaba  en  vías  de  ejecución. 

En  apoyo  de  este  juicio,  y  por  consiguien- 
te en  pro  de  la  petición  de  D.  Galo  Gautier, 
existe  también  una  de  las  leyes  vigentes  dei 
Reino.  La  1.*,  tit.  III,  lib.  I  de  la  Nov.  Recop.j 
dictada  para  el  establecimiento  de  la  discipli-j 
na  de  la  Iglesia  en  el  uso  y  construcción  de 
cementerios  según  el  Ritual  Romano,  estable! 
ce  eu  su  par.  6.'^  que  se  haga  uso  del  regla! 
mentó  del  cementerio  del  Real  Sitio  de  San  Ilj 
defonso,  hecho  cou  acuerdo  del  Ordinario  ecle 
siástico,  en  lo  que  sea  adaptable  para  allanaí 
dificultades  y  resolver  dudas  qiie  puedan  ocu 
rrir  en  otros  pueblos;  y  el  art.  2."  de  dicho  re^ 
giamento,  inserto  en  la  nota  2.'^  de  la  misma 
ley,  dice  entre  otras  cosas  que  «se  tendrán  cu 
las  parrocpias  unas  andas  con  una  caja  cu- 
bierta y  puesta  sobre  ruedas  que  puedan  lle- 
var una  ó  dos  caballerías,  .y  se  enviarán  A  la 
casa  mortuoria  siempre  que  se  pidan».  Por 
consiguiente,  la  instalación  de  los  coches  mor- 
tuorios no  es  una  innovación  peligrosa  ni  ¡le- 
gal; de  donde  se  deduce  que  carece  de  funda- 
mento la  oposición  sTiscitada  por  el  prelado 
de  Santander,  en  lo  que  estrictamente  se  refie^ 
re  al  modo  de  la  conducción. 


I 


Si  la  ley  asi  lo  ha  consentido,  la  práctici 
constante  observada  en  Madrid  y  otras  varias 
capitales  del  Reino,  justifica  igualmente  lo 
hecho  por  el  Ayuntamiento  de  Santander  '. 
Sabido  es  que  en  dichos  puntos  se  encuenti-a 
establecida  la  forma  de  conducción  de  cadá- 
veres por  medio  de  carruajes   mortuorios,   y 


*  En  Madrid  hace  ya  muchos  ailos  qite  esta  prohibida, 
la  conducción  de  cadáveres  al  ce^ienierio  por  otro  medio 
distinto  de  carruaje  mortuorio.  Las  Ordi^nanzas  de  1893 
mantienen  la  prohibición  en  el  art.  eoo.— Véanse  en  el^ 
Apéndice  de  dicho  aílo.  ~ 
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qae  uo  ya  particulares,  siuo  corporaciones 
religiosas,  tienen  A  su  cargo  semejante  servi- 
cio, del  que  se  valen  las  familias  más  piadosas, 
con  excepción  de  las  que  carecen  de  todo  me- 
dio de  forLuna.  Pues  bien:  si  la  autoridad  ecle- 
siástica representada  en  diversos  prelados  ha 
autorizado  por  su  parte  la  creación  de  dichos 
carruajes  en  gran  número  de  poblaciones  del 
Reino,  parece  injusto  que  á  otra  del  mismo  se 
niegue  en  particular  la  reforma,  estableciendo 
una  desigualdad  irritante;  y  además,  si  esto 
sucediera  por  considerarse  justa  la  negativa, 
tal  resolución  implicaria  una  censura  de  los 
prelados  que  para  aquélla  dieron  su  consenti- 
miento, ,y  se  inferiría  en  rig'or  lógico  que  tam- 
bién procedía  hacer  desaparecer  los  carros  tü- 
nebrres  en  las  ciudades  donde  fueron  estable- 
cidos. 

Si,  pues,  la  reforma  planteada  por  el  Ayun- 
tamiento de  Santander  no  menoscaba  el  ejer- 
cicio espiritual  de  la  autoridad  eclesiástica;  si, 
lejos  do  ser  ileg'al,  está  fundada  en  una  ley;  si 
tiene  en  su  apoyo  la  costumbre  observada  en 
otras  capitales  con  el  consentimiento  de  reve- 
rendos obispos  y  muy  reverendos  arzobispos; 
y  si  en  otro  concepto  muy  atendible,  al  ampa- 
ro de  diclia  reforma  se  han  creado  intereses 
particulares  respetables  en  la  personalidad 
del  rematante  del  servicio,  quien  ha  tenido  que 
hacer  esfuerzos  y  desembolsos  que  uo  deben 
ser  ilusorios;  de  todo  se  deduce  que  procede 
resolver  esta  controversia  á  favor  de  la  Muni- 
cipalidad, y  por  lo  tanto,  en  pro  de  los  dere- 
chos adquiridos  por  el  exponeiíte. 

Resumiendo  lo  expuesto ,  las  Secciones 
opinan: 

1.°  Que  se  debe  sostener  á  D.  Galo  Gautier 
eu  el  g'oce  de  los  derechos  que  como  contra- 
tista del  servicio  de  carruajes  fiinebres  haya 
adquirido  con  la  adjudicación  del  remate,  ha- 
ciendo qtie  cese  la  oposición  suscitada  por  el 
reverendo  obispo  de  Santader. 

2."  Que  procede  advertir  al  Ayuntamiento 
que  hubiera  sido  de  desear  que  para  obrar  cou 
la  debida  armonía  participara  oportunamente 
al  prelado  que  el  servicio  de  que  se  trata  se 
hallaba  en  vias  de  ejecución.» 

Y  habiéndose  dignado  S.  M.  resolver  de  con- 
formidad con  el  preinserto  dictamen,  de  Real 
orden  lo  digo  á  V.  S.,  etc.»  Lo  que  de  la  pro- 
pia Real  orden,  comunicada  por  el  expresado 
soiior  Ministro,  se  publica  en  la  Gaceta  para 
que  sirva  de  jurisprudencia  en  casos  análogos. 
Madrid  2  de  Julio  de  18(57.— El  Subsecretario, 
Juan  Valero  y  Soto.»  (Gac.  Í8  Julio.) 

Denegación  «le  sciiiiltiirn  ccleMiáHtIeu. 

La  privación  de  la  sepultura  eclesiástica  es 
uua  pena  gravísima  que  sólo  debe  imponerse 
por  motivos  muy  calificados  y  en  juicio  con- 
tradictorio. No  pueden  imponerla  por  sí  los 
párrocos;  no  pueden  imponerla  tampoco  gu- 
bernativamente los  diocesanos;  y  aun  alguna 
vez  cuando  se  impone  en  forma,  suele  todavía 
sobresalir  un  exceso  de  celo  poco  conveniente 
para  los  intereses  de  la  misma  Iglesia.  Los 
gobernadores,  y  los  alcaldes  sus  delegados. 


cuando  ocurren  casos  de  tal  naturaleza  tienen 
deberes  qtie  cumplir;  y  uo  siendo  posible  enu- 
merarlos, para  salvar  las  ditictiltades  que  en 
cada  caso  especial  se  ofrezcan,  nada  más  pru- 
dente que  consultar  los  antecedentes  oficiales 
sobre  casos  análogos  y  la  jurisprudencia  que 
respectivamente  se  haya  ido  estableciendo. 

Vamos,  pues,  á  dar  noticia  de  algunos  con- 
flictos surgidos  en  los  últimos  años,  y  de  las 
resoluciones  que  han  recaído.  Los  expondre- 
mos uno  por  uno. 

IV 

Un  caso  de  donegación:  Dictamen  emitido  por  el 
fiscal  de  la  Cámara  del  Real  Patronato  sobre  este 
importante  asunto. 

Este  documento  es  notable  é  importantísimo 
al  objeto  de  ilustrar  el  asunto  sobre  que  versa, 
•siendo  grande  la  autoridad  del  jurisconsulto 
que  lo  suscribe  y  la  que  tiene  por  ser  la  opi- 
nión del  ministro  fiscal  de  un  alto  Cuerpo  de 
la  gobernación  del  Estado.  Expone  el  minis- 
tro fiscal  de  la  Cámara  los  principios  que  sir- 
ven de  reg'la  en  esta  importante  materia. 
Asienta  que  la  concesión  ó  negación  ele  sepul- 
tui-as  eclesiásticas  es  un  derecho  propio  de  la 
Iglesia,  pero  que  es  también  un  deber  de  la 
potestad  temporal  proteger  á  los  ciudadanos 
de  los  abusos,  por  el  recurso  de  fuerza  ó  por 
el  recurso  de  protección  si  se  trata  de  provi- 
dencias gubernativas.  He  aquí  examinada  esta 
cuestión  en  el  dictamen.  Dice  asi: 

«El  ministro  fiscal  dice:  Que  por  el  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia  se  pide  con  urgencia 
informe  á  la  Cámara  con  motivo  de  una  comu- 
nicación del  iMinisterio  de  la  Gobernación  del 
Reino,  remitiendo  un  expediente  en  que  apa- 
rece que  el  párroco  de diócesis  de se 

negó  á  dar  sepultura  eclesiástica  al  cadáver 
deD.  D.  L.  C. 

Ante  todas  cosas,  conviene  fijar  con  clari- 
dad y  precisión  los  hechos  tales  como  constan 
en  ei  expediente:  D.  B.  L.  C.  falleció  el  día  23 
del  último  Febrero,  según  dice  el  alcalde  de... 
en  comunicación  que  en  el  mismo  día  dirigió 
al  gobernador  de  la  provincia.  En  ella  dice, 
que  cuando  se  participó  al  párroco  el  falleci- 
miento, contestó  que  no  podía  dar  sepultura 
eclesiástica  al  finado  sin  permiso  del  diocesa- 
no, y  que  igual  contestación  dio  de  palabra  al 
que  le  entregó  un  oficio  que  el  mismo  alcalde 
le  dirigió  acerca  del  particular.  Ai~iadia  que 
las  razones  en  que  podría  fundarse  el  párroco 
eran  que  hacía  dos  años  que  D.  B.  L.  C.  no 
cumplía  con  los  preceptos  de  la  Iglesia,  y  que 
como  podía  suceder  qie  el  prelado  confirmase 
la  denegación  de  sepultura,  consultaba  al  go- 
bernador, esperando  su  resoliu:ión  (|ue  sería 
muy  coiuíucente,  para  evitar  que  los  número- 
sos  parientes  del  difunto,  que  son  los  princi- 
pales de  la  villa,  se  concitaran  contra  el  cura 
jjruducieiido  funestos  resultados.  El  goberua 
dor,  cou  fecha  del  25,  contestó  al  alcalde  quo 
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si  al  recibo  de  la  ordeu  no  hubiese  tenido  lu- 
gar el  euterraniieuto,  invitara  al  párroco  en 
nombre  de  su  superior  autoridad  á  que  Jo  hi- 
ciera; pero  en  el  caso  poco  probable  de  persis- 
tir en  la  neg'ativa,  dispusiera  que  sin  demora 
se  verificara  el  enterramiento  en  el  sitio  en 
que  lo  reciben  los  dem;\s  fieles,  y  que  si  por  uu 
lamentable  incidente  lo  hubiera  sido  en  otro 
lugar,  se  exhtimara  el  cadáver  con  las  forma- 
lidades necesarias  y  se  trasladara  al  cemente- 
rio comiiii.  Ordenaba  al  propio  tiempo  el  go- 
bernador al  alcalde  que  en  el  caso  de  insistir 
el  párroco  en  su  neg'ativa,  instruyera  y  remi- 
tiera el  oportuno  espediente  gubernativo  en 
que  se  consignaran  y  justificaran  los  hechos. 

Con  la  misma  fecha  se  dirigió  el  g-obernador 
al  reverendo  obispo  de...  trasladándole  el  ofi- 
cio del  alcalde  y  la  contestación  que  le  daba, 
añadiendo  que  confiaba  en  su  ilustración  y 
sentimientos  religiosos  que  diera  al  insólito 
proceder  del  párroco  de...  la  apreciación  que 
merecía,  no  sólo  en  sí  misma,  sino  por  la  de-^ 
plorable  transcendencia  cpie  podían  tener  he- 
chos de  esta  naturaleza;  en  concepto  de  que  si 
bien  prevenía  la  formación  de  un  expediente 
gubernativo  para  el  esclarecimiento  de  los  he- 
chos, no  por  esta  circunstancia  excluía  la  re- 
paración pastoral  que  competía  al  prelado  y 
que  siendo  satisfactoria  miraría  como  el  único 
remedio. 

El  prelado  el  día  26  contestó  á  la  comunica- 
ción de  que  acaba  de  hacerse  referencia,  remi- 
tiendo copias  de  la  comunicación  que  había 
recibido  con  fec-ha  23  del  ctira  de...  y  la  con- 
testación que  en  el  día  siguiente  24  le  había 
dado.  La  comunicación  del  párroco  decía  que 
se  había  puesto  en  su  noticia  por  el  alcalde  el 
fallecimiento  de  D.  B.  L.  C,  sin  decir  cuándo 
ni  de  qué  manera,  pues  nadie 'entraba  en  su 
casa;  cjue  en  los  veintidós  años  que  residía 
él  en  la  villa  no  había  el  finado  dado  mues- 
tras ningunas  de  cristiano,  porque  ni  había 
asistido  á  la  iglesia,  ni  había  cumplido  con  el 
precepto  pascuffl,  y  que  era  público  que  esta- 
ba siempre  vertiendo  doctrinas  impías  é  irre- 
ligiosas, según  todo  el  pueblo  deponía  uná- 
nimemente. Concluía  diciendo  quepor'lo  ma- 
nifestado y  muchísimo  más  que  pudiera  aña- 
dir, nada  podía  resolver  en  cuanto  á  entierro 
y  sepultura  eclesiástica  hasta  c^ue  el  prelado 
decidiera  sobre  el  particular.  La  contestación 
que  dio  el  diocesano  á  esta  comunicación  fué 
que,  siempre  que  el  cura  le  hubiese  amones- 
tado alguna  vez  á  cumplir  con  los  deberes 
de  cristiano,  y,  por  otra  parte,  no  le  constara 
que  antes  de  morir  hubiese  dado  señales  de 
arrepentimiento  y  manifestado  deseos  de  re- 
cibir los  Santos  Sacramentos  como  cristiano, 
se  estaba  en  el  caso  de  negarle  la  sepultura 
eclesiástica;  pues  la  Iglesia  sólo  concede  este 
derecho  á  los  que  mueren  como  hijos  suyos. 
En  la  citada  comunicación  de  26  de  Febrero 
concluía  el  prelado  diciendo   al   gobernador 

que  el  párroco  de no  podía  obrar  de  otra 

manera,  y  que  él  tomaba  sobre  sí  la  respon- 
sabilidad, como  de  cualquier  otro  incidente 
de  la  misma  naturaleza  que  pudiera  ocurrir, 
como  ocurrirían  con  mayor  frecuencia  si  el 
ministerio  pastoral  fuera  contrariado  en  vez 


de  ser  protegido  por  las  autoridades  públicas. 

Con  fecha  del  25  el  alcalde  de  ..  ofició  de 
nuevo  al  gobernador  de  la  provincia,  diciendo 
que  extrajudicialmente  sabia  la  negativa  del 
diocesano,  y  que  por  esta  causa  ó  por  otra  los 
parientes  del  difunto  le  reclamaban  el  cadá- 
ver para  sepultarlo  en  una  finca  de  los  mismos 
y  erigir  en  ella  un  monumento  que  sirviera  de 
sepulcro  á  la  parentela  que  le  costeaba,  con 
tin  epitafio  alusivo  por  ahora  á  las  reconoci- 
das virtudes  del  primero  que  lo  iba  á  ocupar. 
Anadia  el  alcalde  que,  como  medida  sanitaria, 
se  había  trasladado  el  cadáver  á  una  casa  de 
campo  á  corta  distancia  del  pueblo,  y  pedía 
instrucciones  por  ser  éste  un  caso  enteramen- 
te nuevo. 

El  gobernador  de  la  provincia,  en  una  lumi- 
nosa comunicación,  fechada  en 28  de  Febrero, 
contesta  á  la  que  el  diocesano  le  dirigió  en  el 
día  26;  en  ella  defendía  y  sostenía  sus  provi- 
dencias con  copia  de  razones,  y  se  reservaba 
poner  en  conocimiento  del  Gobierno  este  ne- 
gocio si  el  obispo  insistía  en  su  negativa. 

En  el  mi.smo  día  28  ordenó  el  gobernador  al 
alcalde  que  si  no  había  llevado  á  efecto  lo  que 
le  había  prevenido  en  la  comunicación  pri- 
mera que  le  dirigió  en  el  25,1o  verificase  desde 
luego. 

La  conducta  del  gobernador  está  aprobada 
por  Real  orden  de  ayer. 

Estos  son  los  antecedentes  extractados  con 
fidelidad  en  la  parte  que  es  interesante  para 
la  fijación  exacta  de  los  hechos. 

El  fiscal,  antes  de  emitir  su  dictamen  acerca 
de  la  conducta  observada  respectivamente  por 
el  reverendo  obispo  de...,  por  el  g'obernador 
de  la  provincia  de...  y  por  el  alcalde  y  párro- 
co de...,  cree  que  debe  fijar  los  principios  que 
han  de  servir  de  regla  para  la  resolución.  Y 
siente  mucho  tener  que  despachar  este  neg'o- 
cio  con  la  urg-encia  que  reclama  el  Gobierno 
de  S.  M.,  porque  así  no  podrá  dar  al  dictamen 
la  extensión  que  deseara,  y  que  sería  conve- 
niente en  punto  de  tanta  g'ravedad. 

El  g'obernador  de...  en  su  comunicación  di- 
rigida al  diocesano  de...  en  el  día  28  de  Febre- 
ro, comunicación  que  bien  merece  ser  leída, 
porque  trata  con  tino  las  cuestiones  á  que  da 
lugar  este  desgraciadísimo  expediente,  reco- 
noce de  buen  grado  que  corresponde  á  la  au- 
toridad eclesiástica  decidir  si  un  cadáver  debe 
ó  no  recibir  sepultura  en  higar  sag'rado.  Esto 
en  el  terreno  del  derecho  constituido  no  pue- 
de ponerse  en  duda,  y  sólo  en  el  terreno  del 
derecho  constituido  es  como  el  fiscal  conside- 
rará la  cuestión,  porque  uo  es  llamado  á  dar 
su  dictamen  bajo  un  aspecto  diferente.  Ni  la 
aprobación  de  la  base  eclesiástica  para  la  fu- 
tura Constitución  puede  ser  obstáculo  á  con-j 
siderar  la  cuestión  de  esta  manera,  porque  sir 
entrar  por  ahora  en  semejante  examen,  basta 
decir  que  los  heclios  de  que  se  trata  tuvieron 
lugar  antes  de  aprobarse  la  base,  para  que  se 
conveng-a  en  que  ning-una  influencia  debe  te-j 
ner  en  la  resolución  del  expediente. 

Pero  en  el  supuesto  de  ser  la  concesión  ó  ne4 
gavión  de  sepultura  eclesiástica  un  derecha 
propio  de  la  Iglesia,  ¿debe  permanecer  la  poH 
testad  temporal  desarmada  y  oblig'ada  á  pre- 
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seuciar  impasiblemente  los  aljusos  que  las  au- 
toridades eclesiásticas  pueden  cometer?  No 
cree  el  fiscal  que  haya  vm  solo  hombre  de  bue- 
na fe  que  se  atreva  á  contestar  afirmativa- 
mente á  semejante  pregunta. 

No  es  uu  derecho,  es  un  deber  de  la  potes- 
tad temporal  defender  y  proteger  á  los  ciuda- 
danos de  los  abusos  cometidos  por  las  autori- 
dades eclesiásticas.  Asi  dicen  los  escritores 
reg"ulcolas  más  piadosos  y  autorizados,  que 
no  puede  desprenderse  el  Gobierno  de  esta  re- 
galla  sin  renunciar  á  una  parte  de  su  inde- 
pendencia, sin  dividir  el  imperio  y  sin  faltar 
á  su  obligación  más  esencial.  Los  recursos  de 
fuerza,  los  recursos  de  protección,  no  tienen 
otro  fundamento.  T  no  hay  acto  abusivo  de  uu 
eclesiástico  de  que  no  pueda  libertarse  el  per- 
judicado; por  el  recurso  de  fuerza,  si  se  trata 
de  providencias  dimanadas  de  la  jurisdicción 
contenciosa;  jior  el  recurso  de  jirotección,  si 
se  trata  de  providencias  g'ubernativas,  contra 
las  que  también  ha  sido  licito  entablar  recur- 
so de  fuerza.  Ofenderla  la  ilustración  de  la  Cá- 
mara si  medetuviera  más  acerca  deeste  punto. 

El  Rey,  pues,  por  medio  de  sus  tribunales  j 
altos  funcionarios,  ó  excitado,  ó  motu  proprio 
en  los  ueg'ocios  en  que  se  interesa  el  bien 
piíblico,  puede  correg'ir  los  abusos  cometidos 
por  los  eclesiásticos,  velando  por  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  y  de  los  cánones  db  cjue, 
no  en  vano,  es  protectora  la  Corona. 

Sentado  esto,  veamos  cuál  es  el  derecho  res- 
])ecto  á  la  sepultura  de  los  que  fallecen  sin  ha- 
ber cumplido  con  sus  deberíNS  de  cristianos. 

Dos  causas  son  las  que  expresó  el  páiToco 
de...  en  su  comunicación  de  2?t  de  Febrero. 
Ei-a  la  primera,  la  no  asistencia  de  B.  L.  C.  á 
la  iglesia  y  la  falta  de  cumplimiento  con  el 
precepto  pascual  por  espacio  de  muchos  años: 
la  segunda  consistía  en  atribuirle  verter  doc- 
trinas impías  é  irreligiosas.  Prescindiendo  de 
la  vag'uedad  de  esta  denuncia,  porque  denun- 
cia y  no  otra  cosa  es  la  que  hizo  el  párroco, 
basta  al  propósito  del  que  suscribe  decir  que 
no  hay  uiug'ún  canon  ni  ning'una  ley,  en  vir- 
tud de  la  cual  el  que  vierte  tales  doctrinas 
deba  ser  privado  de  la  sepultura  eclesiástica, 
para  que  sólo  quede  subsistente  la  primera 
causa.  Aun  de  ésta  sólo  queda  la  de  no  recibir 
los  Sacramentos;  que  es  la  única  de  que  ha- 
blan las  disposiciones  de  la  Iglesia. 

Examinemos  este  punto.  Por  muchos  siglos 
no  ostentó  la  Iglesia  el  rig'or  que  prevaleció 
después  con  los  que  estaban  separados  de  sii 
seno.  En  las  leyes  del  Código  rejpetihe  jM'CElec- 
tionis  encontramos  una  atribuida  al  empera- 
dor Marciano,  que  dice:  Ilceretici  legitimo 
modo,   2tt  cceteri  sepeliuntur. 

Cuando  en  el  Concilio  IV  Lateranenso  se  or- 
denó que  los  ñeles  confesaran  al  menos  una 
vez  al  año  y  recibieran  la  Eucaristía  por  la 
Pascua,  se  excomulgó  á  los  que  faltaran  á  este 
precepto:  alioquin  et  vivens  ab  ingressu  ecle- 
sicB  arceatur,  et  moriens  ckristiana  careat  se- 
pultura. Pero  en  el  mismo  canon  se  ordenaba 
que  esta  disposición  se  publicara  frecuente- 
mente en  las  iglesias  para  que  no  pudiera  ale- 
garse su  ignorancia,  cosíi  que  no  se  sabe  se 
verificara  en... 


Esto  es  todo  lo  qiie  en  el  particular  nos  dice 
el  derecho  canónico:  el  civil  es  mucho  más  esca- 
so, ó  por  mejor  decir,  del  todo  deficiente,  pues 
A  pesar  de  que  las  leyes  de  Partida  toman  di- 
ferentes disposiciones  del  derecho  canónico 
respecto  á  la  privación  de  sepultura,  nada  di- 
cen de  los  que  omiten  recibir  los  Sacramentos. 

En  vista  de  esto  podrá  preg'untarse:  ¿está 
vigente  en  España  el  canon  que  niega  la  se-, 
pultura  eclesiástica  á  los  que  no  cumplen  con 
el  precepto  pascual?  Muchos  son,  desgraciada- 
mente, los  que  en  la  afirmativa  debieran  ser 
de  esta  manera  castigados,  y  pocos,  felizmen- 
te, los  escándalos  cjue  presenciamos  semejan- 
tes al  que  ha  promovido  este  expediente.  He 
aquí  una  prueba  de  que  los  reverendos  obis- 
pos han  caminado  con  tino  eu  esta  materia 
delicada,  conociendo  sin  duda  los  gravísimos 
inconvenientes  con  que  se  iba  á  tropezar.  El 
fiscal  puede  decir  que,  á  pesar  de  ser  viirias 
las  causas  por  las  cuales,  según  los  cánones  y 
las  antiguas  leyes,  se  puede  privar  de  la  se- 
pultura eclesiástica,  no  las  ha  visto  reducidas 
á  práctica,  ni  sabe  que  se  haya  disputado  res- 
pecto de  enterramiento  de  los  usureros,  clase 
de  hombres  muy  abundantes  ahora,  ni  de  los 
monjes  que  tenían  peculio,  ni  de  los  toreros, 
ni  de  los  duelistas,  ni  de  los  ladrones  y  saltea- 
dores que  murieron  en  su  crimen.  Respecto  á 
los  suicidas  de  que  habla  el  gobernador  de..., 
una  ficción  piadosa  los  considera  como  locos, 
y  hasta  ahora  han  sido  y  son  llevados  á  los  ce- 
menterios, en  donde  descansan  con  sus  her- 
manos que  han  muerto  en  la  comunión  de  la 
Iglesia. 

Véase,  pues,  si  hay  justos  motivos  para  du- 
dar si  el  canon  del  Concilio  Lateraneuse  se 
halla  en  observancia  en  España,  y  si  no  es  más 
legal,  más  conforme  con  nuestra  disciplina, 
con  nuestras  costumbres  y  con  nuestras  tra- 
diciones, seg'uir  teniendo  la  prudente  toleran- 
cia que  los  celosísimos  prelados  de  la  Iglesia 
española  han  acostumbrado  á  usar  en  esta  cla- 
se de  materias. 

Y  esto  es  muy  conforme  al  espíritu  do  la 
Iglesia  que,  llena  de  dulzura,  no  propende  á 
abrumar  de  aflicción  á  familias  inocentes,  ni 
considera  que  á  la  muerte  se  hallan  separados 
de  su  seno  los  hijos  que,  aunque  extraviados, 
han  podido  tener  un  momento  de  contrición 
eu  los  últimos  de  su  vida.  ¿Y  qué  jirelado  se 
atreve,  y  m.?nos  con  la  ligereza  que  se  ha  he- 
cho en  el  presente  caso,  á  considerar  como  se- 
parado de  la  Iglesia,  como  reprobo,  como 
condenado  á  las  penas  del  infierno  á  uno  que 
recibió  el  bautismo,  y  que  después  se  separó 
del  cumplimiento  de  sus  deberes,  pero  sin  en- 
trar en  otr.i  religión  y  sin  hacer  al)juración 
solemne  de  la  católica?  ¿Quién  á  escudriñar  de 
este  modo  los  altos  juicios  do  Dios?  De  seguro 
que  si  el  reverendo  obispo  de...  hubiera  refle- 
xionado sobre  este  punto,  habría  procedido 
de  manera  diferente. 

Pero  supongamos  por  un  momento  que  el 
canon  del  Concilio  Lateranense  esté  vigente 
en  España;  supóngase  que  sin  inconveniente 
alguno  puede  ejecutarse,  que  el  prelado  ha 
recibido  del  cielo  el  don  de  saber  si  el  pecador 
hizo  ó  no  en  los  últimos  momentos  de  la  vida 
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un  acto  de  contricióu;  ¿]ioch';l  hacerse  lo  que 
eu  este  caso  se  ha  practii-ado?  El  ministro  fis- 
cal no  lo  cree:  sig-uiendo  las  buenas  doctrinas 
canónicas,  sostiene  que  los  prelados  eclesiás- 
ticos no  pueden  imponer  g-ubernativamente 
penas  que  priven  para  siempre  de  los  dere- 
chos de  la  sociedad  cristiana,  que  para  eso 
hay  vía  contenciosa,  que  en  ella  han  de  que- 
dar francos  á  las  partes  los  recursos  de  fuer- 
za, y  que  de  este  modo  viene  la  sociedad  civil 
en  auxilio  de  sus  subditos  cuando  no  se  guar- 
da la  ritualidad  de  los  juicios  y  se  les  atroi^e- 
Ua  injustamente. 

Y  si  entramos  en  la  misma  cuestión,  ¡qué 
triste  idea  se  forma  en  todo  este  negocio!  Al 
reverendo  obispo  le  bastó  que  un  párroco  hi- 
ciera una  denuncia  para  pronunciar  el  más  te- 
rrible de  los  fallos  que  pronuncia  la  Iglesia; 
se  olvidó  de  que  no  habia  amonestado  á  C,  y 
que  no  sabia  tampoco  si  lo  habia  hecho  el  pá- 
rroco; no  tuvo  en  cuenta  que  sin  audiencia 
lanzalja  una  pena  terrible;  no  rei)aró  que  con 
justicia  se  le  podía  hacer  el  cargo  de  que  se 
ensang'rentaba  con  las  cenizas  de  uno  á  quien 
no  habia  procurado  sacar  de  stis  errores  y  de 
su  mal  camino  durante  la  vida.  Si  el  reveren- 
do obispo  hubiera  considerado  todas  estas  co- 
sas, si  hubiera  tomado  en  cuenta  que  su  pre- 
cipitada resolución  imponía  una  nota  infaman- 
te á  toda  una  familia,  si  hubiera  parado  la 
atención  en  las  consecuencias  probables  de  lo 
que  hacía,  de  seguro  qxie  se  hubiera  abstenido 
de  paso  tan  impremeditado  y  tan  poco  discul- 
pable. Y  de  notar  es  que  en  la  misma  comuni- 
cación en  que  el  párroco  daba  cuenta  del  paso 
y  pedia  instrucciones,  decía  con  candidez  que 
lio  sabía  cuándo  ni  cómo  C.  habia  muerto, 
porque  nadie  entraba  en  la  casa;  es  decir,  que 
ignoraba  si  habia  muerto  contrito,  si  deseaba 
ó  uo  recibir  los  auxilios  de  la  Ig'lesia,  si  que- 
ría reconciliarse  con  ella,  si  daba  muestras  de 
piedad  y  arrepentimiento.  Y  el  prelado  que 
nada  de  esto  sabia,  pronunciaba  implícitamen- 
te una  excomunión  condicional;  por  induccio- 
nes infería  que  el  finado  se  habia  querido  se- 
parar de  la  Ig'lesia;  hablaba  de  sus  doctrinas 
irreligiosas  sin  saber  cuáies  eran,  y  si  estaban 
bien  ó  mal  calificadas  por  el  párroco,  aprecia- 
ción bien  sospechosa  para  este  Ministerio;  in- 
cluía entre  las  causas  para  ))rivar  de  sepultu- 
ra algunas  que  no  son  canónicas,  y  en  lugar 
de  ordenar  en  su  caso  que  constando  haber 
muerto  en  la  impiedad,  se  le  negase  la  sepul- 
tura, decía  que  esto  se  hiciese  mientras  uo 
constare  que  antes  de  morir  habia  dado  seña- 
les de  arrepentimiento.  Basta  lo  dicho  para 
que  la  Cámara  se  convenza  de  la  irregular 
conducta  observada  jjor  el  Rdo.  obispo  de...  en 
todo  este  negocio,  sin  que  de  su  contestación 
al  gobernador  de  la  provincia  pueda  inferirse 
nada  en  su  disculpa. 

La  cond'  cta  del  párroco  es  asimismo  bien 
poco  pruden.ef  grande  responsabilidad  ante 
Dios  ha  contraído,  si  oportunamente  no  pro- 
curó con  su  ínHuencia  paternal  traer  á  mejor 
camino  á  su  feligrés  á  quien  creía  ..an  ex  a- 
^iado.  Y  de  presumir  es  que  no  lo  hiciera, 
cuando  nada  dijo  al  diocesano  en  sus  tantas 
veces  mencionada  comunicación.  El  párroco 


es  el  que  con  su  indiscreción  ha  comprometido 
principalmente  al  ¡¡relado. 

Res]iecto  al  alcalde  y  gobernador,  necesario 
es  decir,  en  honor  de  la  verdad,  que  han  com- 
prendido perfectamente  sus  deberes.  El  último 
ha  dado  pruebas  de  tacto,  de  saber  y  de  firme- 
za en  este  neg-ocio  delicado:  digna  es  su  con- 
ducta de  la  aprobación  que  el  Gobierno  se  ha 
apresurado  á  dar. 

Restadle  sólo,  en  virtud  de  lo  expuesto,  ma- 
nifestar cómo  creo  que  debe  terminar  este  ex- 
pediente. De  suponer  es,  que  D.  B.  L.  C.  ha- 
brá sido  enterrado  en  el  cementerio  con  loí> 
demás  fieles  en  justa  obediencia  de  las  dispo- 
siciones del  gobernador  de  la  pro\'incia.  Si  no 
lo  fuere,  lo  primero  es  que  se  cumpla  lo  que 
acordó,  á  cuyo  efecto,  si  fuere  necesario,  debe 
ir  el  gobernador  á  ejecutarlo. 

De  presumir  es  también  que,  en  vista  de  la 
comunicació}!  última  del  gobernador  al  dioce- 
sano, éste  habrá  desistido  por  su  parte.  Bajo 
tal  supuesto,  el  fiscal  cree  que  bastará  que  se 
le  haga  una  severa  amonestación  por  conduc- 
to del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Pero  si 
no  hubiere  desistido,  si  aún  continuase  eu  el 
mal  camino  comenzado,  cree  el  fiscal  que  el 
Gobierno,  en  vista  de  lo  que  ocurra  ó  haya 
ocurrido,  debe  reservarse  la  adopción  de  otras 
medidas  más  eficaces. 

Al  párroco  convendrá  también  que  se  le  hag-a 
lina  demostración  parecida  por  medio  del  go- 
bernador do  la  provincia. 

Por  último,  para  evitar  la  reproducción  de 
hechos  semejantes,  que  pueden  tomar  mayo- 
res proporciones  que  éste,  sería  conducente 
indicaral  Gobierno  la  conveniencia  de  dar  una 
circular  con  el  carácter  de  reservada  á  los  pre- 
lados, para  que  por  medios  conciliadores  y 
prudentes  procuren  evitar  la  repetición  de  con- 
flictos como  este.  La  Cámara,  sin  embargo  de 
lo  dicho,  acordará  como  siempre  lo  que  mejor 
estime. — Madrid  3  de  Marzo  de  1855. — Gómez 
de  la  Serna.» 


Otro  caso  de  denegación  de  sepultura  eclesiástica: 
Consulta  del  Consejo  de  Estado  con  lo  que  proce- 
de: Distintos  aspectos  de  esta  cuestión. 

Aunque  uo  hemos  hallado  en  la  Gaceta  ofi- 
cial, ni  eu  la  Colección  legislativa,  la  impor- 
tante consulta  del  C.  de  E.  que  ponemos  á 
continuacióu,  creemos  hacer  un  servicio  inclu- 
yéndola en  esta  compilación,  según  se  ha  pu- 
blicado oficialmente  en  un  Boletin  de  provin- 
cia por  el  gobernador  civil  de  la  misma,  á 
quien  se  comunicó  por  R.  O.  6  Octubre  1859. 

La  doctrina  que  contiene  es  de  suma  impor- 
tancia; y  los  señores  gobernadores  y  los  alcal- 
des podrán  apelar  á  ella  más  de  una  vez  con 
proveclio,  para  salvar  las  dificultades  que  le?* 
ocurran.  He  aquí,  pues,  este  importante  do- 
cumento: 

«Remitido  á  informe  de  las  Secciones  reuni- 
das de  Gobernación,  Fomento,  Estado  y  Gra- 
cia y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  el  expe- 
diente instruido  á  consecuencia  de  haberse  ne- 
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gado  eu  el  Concejo  de  Caugas  de  Ouis  la 
sepultura  eclesiástica  al  cadáver  de  Bárbara 
Alvare/,  con  fecha  15  de  Jxilio  último,  lo  han 
evacuado  eu  los  términos  siguientes: 

«Excmo.  Sr.:  Cumpliendo  estas  Secciones 
c<m  lo  que  se  las  previene  eu  R.  O.,  tediada  eu 
i'G  de  Marzo  último,  relativa  á  la  comunica- 
ción del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  eu  la 
cual  manifiesta  el  Rdo.  obispo  de  Oviedo  las 
causas  de  no  liaberse  dado  sepultura  eclesiás- 
tica en  Cang'as  de  Onis  á  Bárbara  Alvarez,  á 
fin  de  que  este  Consejo  informe  en  Secciones 
de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  lo  que  se 
le  ofrezca  y  parezca  acerca  de  la  medida  ge- 
neral que  pudiera  adoptarse  para  dar  interi- 
uauíeute  sepultura  á  los  cadáveres  que  las  au- 
toridades eclesiásticas  sometan  á  entredicho. 

Dos  son  las  cuestiones  que  aparecen  eu  esta 
Real  disposición,  una  de  derecho  canónico  y 
de  disciplina  general  de  la  Ig'lesia,  y  otra  de 
policía  sanitaria  y  de  hig'iene  pública. 

Si  no  se  luibiera  remitido  á  ambas  Seccio- 
nes la  comunicación  original  del  prelado,  pa- 
rece que  no  estaban  llamadas  á  emitir  su  pa- 
recer sino  sobre  una  simple  cuestión  de  policía 
sanitaria;  mas  teniendo  presente  aquella  cir- 
cuustancia  y  la  g'ravedad  del  hecho,  que  ad- 
quiere un  carácter  más  determinado  por  ha- 
ber aprobado  el  Rdo.  obispo  la  conducta  del 
ecónomo,  procederán  aquéllas,  por  lo  tanto,  á 
su  más  detenido  examen.  En  la  comunicación 
adjunta  dice  el  Rdo.  obispo  al  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  que  precisado  á  informar, 
en  virtud  de  Real  orden,  sobre  el  hecho  de- 
nunciado por  la  prensa  periódica,  ocurrido  en 
la  parroquia  de  Mamia,  próxima  á  Cangas  de 
O'iis,  eu  la  que  se  liallaba  depositado  hacia 
doscientas  ocho  horas  el  cadáver  de  una  mu- 
jer, por  haberse  negado  el  párroco  á  darle  se- 
pultura, y  no  atreverse  tampoco  á  hacerlo  el 
alcalde,  por  más  que  eu  unión  del  médico  y 
cirujano,  dispuso  se  le  condujera  á  la  iglesia. 
Asegura  el  prelado  ser  cierto  el  hecho  en  la 
parte  relativa  á  liaberse  neg'ado  el  cura  ecóno- 
mo de  Santa  Eulalia  de  Mamia,  en  el  Concejo 
de  Canga  de  Onis,  á  dar  sepultura  eclesiástica 
al  cadáver  de  D.^  Bárbara  Alvarez  que  falle- 
ció sin  recibir  los  Sacramentos  y  que  el  ecóno- 
mo obró  por  no  haber  la  difunta,  á  pesar  de 
sus  repetidas  exhortaciones,  cumplido  con  el 
precepto  de  la  confesión  y  comunióu  pascual 
en  muchos  años  que  la  desgraciada  pasó  en- 
tregada al  vicio  de  la  embriaguez,  lo  que  la 
produjo  la  muerte. 

El  ecónomo  dio  cuenta  del  hecho  y  de  su 
conducta  al  prelado,  y  éste  remitió  al  arci- 
preste del  partido  comisión  para  cjue  recibiera 
una  información  testifical  sobre  los  hechos  ma- 
nifestados por  el  ecónomo. 

En  ella  se  justificaron  y  tuvo  el  sentimien- 
to, dice,  de  aprobar  la  conducta  del  ecónomo, 
declarando  que  al  dicho  cadáver  no  podía  dar- 
se sepultura  eclesiástica,  y  mandando  que  se 
pasara  oficio  al  gobernador  de  la  provincia,  á 
fin  de  que  se  sirviera  dictar  las  órdenes  opor- 
tunas para  que  se  le  enterrase  eu  un  lugar  de- 
cente sin  pompa  ni  ceremonia  eclesiástica  de 
ninguna  clase.  Que  de  la  providencia  guber- 
nativa que  dictó  no  se  alzaron  de  ella  por  la 


via  contenciosa  los  herederos  de  la  difunta 
que  se  creyeseu  lastimados  por  aquélla,  dicta- 
da en  una  información  sumaria. 

Hasta  aquí  los  hechos:  mas  aliora  las  Sec- 
cciones,  reconociendo  como  reconocen,  que 
son  aquéllos  del  dominio  exclusivo  de  la  po- 
testad eclesiástica,  examinarán,  sin  embargo, 
la  doctrina  proclamada  en  los  Concilios  y  sos- 
tenida por  los  tratadistas,  relativa  á  la  priva- 
ción de  sepultura  eclesiástica,  no  al  entredi- 
cho, en  cuyo  caso  no  nos  hallamos  actualmen- 
te, sin  embarg-o  de  calificarse  asi,  pues  sabido 
es  que  el  entredicho  es  la  proliibición  de  par- 
ticipar de  ciertos  actos  del  culto,  conservando 
no  obstante  la  unión  con  la  comunidad;  pena 
eclesiástica  de  la  que  se  abusó  en  la  Edad  Me- 
dia y  á  la  que  se  sujetó  á  pueblos  enteros  y 
auu  á  reinos. 

La  privación  de  sepultura  eclesiástica  es 
una  pena  muy  grave  que  sólo  puede  imponer- 
se por  los  prelados  eclesiásticos.  Estos  uunca 
pueden  proceder  gubernativamente  cuando 
se  trata  de  imponer  las  penas  que  ¡irivan  para 
siempre  de  los  derechos  de  sociedad  cristiana. 

La  privación  de  sepultura,  como  segrega- 
ción de  la  comunión  y  grey  cristiana,  corres- 
ponde á  la  pena  de  excomunión  menor,  y  no 
puede  por  lo  tauto  imponerse  sino  por  el  pre- 
lado bajo  las  prescripciones  señaladas  por  las 
Decretales.  Asi,  pues,  el  prelado  debe  ser  el 
único  juez  que  imponga  esta  pena,  no  guber- 
nativa sino  canónicamente;  y  no  debe  dejarse 
su  aplicación  á  los  párrocos  ecónomos,  pues 
segúu  los  cáuoues  y  Concilio  de  Trento,  los 
párrocos  no  tienen  más  atribuciones  que  las 
de  administrar  los  Sacramentos,  la  de  instruir 
á  sus  feligreses  eu  la  ley  divina  y  la  de  vigi- 
lar el  cumplimiento  de  los  deberes  de  todos  los 
acólitos  y  servidores  de  la  Iglesia. 

Algunas  Sinodales  determinan  que  los  pá- 
rrocos procedan  con  suma  prudencia  y  gran 
discreción  á  aplicarla  preventivamente,  dan- 
do cuenta  á  su  prelado  para  que  éste,  previo 
examen,  la  fulmine  en  la  forma  legal  y  canó- 
nica; mas  ¿corresponde  esta  atribución  á  las 
que  íes  señala  el  Concilio  de  Trento?  ¿No  es 
de  temer,  como  ha  acontecido  en  este  caso,  el 
uso  poco  prudente  y  discieto  de  tan  grave 
censura  aplicada  por  un  cura  ecónomo,  clase 
en  lo  g'eneral  no  muy  ilustrada?  El  santo  Con- 
cilio de  Trento  teniendo  presente  esto  mismo, 
en  la  sesión  23,  canon  1,  2,  3,  -1,  5,  G,  7  y  8,  se 
ñaló  las  causas  fijas  y  determinadas  para  im- 
ponerse la  pena  de  excomunión,  y  todas  las 
que  especificó  son  relativas  á  los  que  niegan 
abiertamente  la  creencia  del  dogma  y  la  po- 
testad de  la  cons.agración,  confesión  y  predi- 
cación. La  razón  que  tuvo  para  ello  fué  el 
abuso  que  en  épocas  dadas  se  hizo  por  algu- 
nos prelados  poco  discretos,  de  las  cessuras 
mayores  de  la  Iglesia. 

Como  el  espíritu  verdadero  de  ésta  es  la 
amorosa  caridad  y  la  inagotable  piedad,  los 
Padres  del  Concilio  estatuyeron  que  fuera 
preciso  para  imponer  dichas  censuras  la  rebe- 
lión abierta  contra  la  doctrina  dogmática  de  la 
Iglesia,  el  hecho  de  reprobarla,  escarnecerla 
y  despreciarla  pública  lueute. 

Es  cierto  que  los  cánones  del  Concilio  Late- 
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raueuse  4.°  prescribieron  la  exclusión  del  lu- 
g'ar  sagTado,  motivada  en  la  impeniteneia  á  la 
hora  de  la  muerte,  ó  bien  en  la  falta  de  cum- 
plimiento de  los  mandamientos  de  la  Ig'lesia; 
mas  por  ser  demasiado  lato  este  principio  y 
más  lata  aún  su  aplicación,  los  Padres  del 
Concilio  de  Trento  lo  reformaron  y  declararon 
tan  sabia  doctrina,  que  es  conforme  con  el  es- 
liiritu  de  mansedumbre  y  de  divina  caridad 
del  Evang'elio. 

La  comunión  cristiana  parece,  pues,  que  no 
debe  rechazar  de  su  seno  sino  al  hereje,  al  ré- 
jirobo,  al  que  se  pone  voluntaria  y  premedita- 
damente fuera  de  su  g'rey. 

¿Hállase  en  este  caso  la  desdichada  mujer 
que  ha  dado  lugar  por  su  fallecimiento  y  pro- 
liibición  de  sepultura  cristiana  á  tan  deplora- 
ble acontecimiento? 

Las  Secciones  creen  que  no,  y  lo  propio 
acontece  al  referido  prelado,  pues  en  su  comu- 
nicación atribuye  al  vicio  de  la  embriaguez, 
la  única  causa  de  no  frecuentar  los  Sacramen- 
tos, y  en  cuyo  deplorable  estado  fué  sorpren- 
dida por  la  muerte.  ¿Pudo,  pues,  tener  ánimo 
libre  y  determinado  para  no  admitirlos,  para 
rechazarlos,  para  ponerse  voluntariamente 
fuera  de  la  comunidad  cristiana?  ¿La  indolen- 
cia ó  tibieza  religiosa,  la  embriaguez  de  los 
sentidos,  son  causas  de  excomunión? 

También  reconoce  el  Rdo.  obispo  que  tan 
grave  pena  fué  impuesta  g'ubernativamente, 
en  vista  de  una  sumaria  información,  no  te- 
niendo quizás  presente  lo  que  ¡irescriben  las 
Decretales  y  el  ai't.  9.°  de  la  Constitución  de 
la  Monarquía,  que  declara  que  ning'ún  español 
puede  ser  procesado  ni  sentenciado  sino  por 
Tribunal  competente,  en  la  forma  que  prescri- 
ben las  leyes.  Mas  á  las  Secciones  no  las  in- 
cumbe por  ahora  sino  reseñar  'cl  hecho  y  la 
doctrina,  á  fin  de  que  por  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia  se  dicten  las  disposiciones  que 
crea  más  conformes  con  el  espíritu  del  Evan- 
gelio y  el  del  siglo  en  que  vivimos  y  que  se 
hacen  cada  día  más  necesarias.  Esto  mismo  se 
expuso  en  la  consulta  elevada  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  por  el  Consejo  Real  en  2  de 
Septiembre  de  1851,  con  motivo  de  un  hecho 
análogo  á  éste,  ocurrido  en  la  diócesis  de  Jaca, 
en  la  que  se  signitícó  lo  sig'uiente: 

«El  Consejo,  al  mismo  tiempo,  deseando  pre- 
venir todos  los  casos  y  teniendo  presente  que 
podrían  sobrevenir  circunstancias  g'raves,  en 
las  cuales  pudiera  verse  la  autoridad  eclesiás- 
tica precisada  á  hacer  uso  de  la  facultad  con- 
cedida por  los  cánones  en  toda  .su  plenitud,  y 
con  la  mira  de  evitar  conflictos  desag-radabíes 
y  contrarios  al  espíritu  de  armonía  que  debe 
reinar  entre  las  autoridades  de  las  dos  potes- 
tades, civil  y  eclesiástica,  asi  como  también 
todo  daño  en  la  salubridad  pública,  que  pudie- 
ra ser  comprometida  por  cualquier  tardanza 
en  la  inhumación,  fácil,  por  otra  parte,  de  pre- 
venir en  cualquier  caso,  ha  creído  que  debe 
proponer  á  V.  E.  se  comunique  orden  á  los  go- 
bernadores de  las  provincias  para  que  ■procu- 
ren, por  todos  los  medios  que  les  sugiera  su 
celo,  no  se  niegue  la  sepultura  en  los  cemente- 
rios por  leves  causas,  evitando  los  conflictos 
con  la  autoridad  eclesiástica  en  cuanto  sea  po- 


sible; pero  que  si  los  medios  de  conciliación  no 
fuesen  bastantes  y  un  párroco  neg-ase  la  se- 
pultu''a  eclesiástica  á  un  cadáver,  se  hayan  de 
dirigir  los  interesados  al  prelado  de  la  dióce- 
sis, á  fin  de  que,  instruyendo  el  oportuno  ex- 
pediente, tome  la  resolución  que  estime  justa: 
que  entre  tanto  se  proceda,  en  el  término  acos- 
tumbrado, á  dar  sepultura  al  cadáver  en  un 
lug'ar  que  reúna  las  condiciones  apetecibles  al 
efecto,  sin  perjuicio  de  que  si  instruido  el  ex- 
pediente mencionado  recayese  sentencia  favo- 
rable, se  proceda  á  la  exhumación  y  trasla- 
ción á  sagrado  con  las  precauciones  que  mar- 
can las  disposiciones  vigentes,  dejando  en 
estos  casos  libre  y  expedita  la  acción  de  la  au- 
toridad eclesiástica,  sin  perjuicio  de  qtie  ele- 
ven sus  quejas  y  reclamaciones  al  Gobierno 
de  S.  M.  cuando  creyesen  que  aquéllas  se  hu- 
biesen excedido  del  límite  de  sus  atribuciones. 
Asimismo  cree  el  Consejo  que,  atendida  la  fre- 
cuencia con  qué  ocurren  casos  de  esta  natura- 
leza, convendría  qtie  se  circulase  por  la  vía 
reservada  esta  medida,  como  regda  general  y 
con  inserción  del  presente  dictamen.  Por  lo 
tanto,  si  este  parecer  fué  adoptado  por  S.  M.  y 
circulado  por  la  vía  reservada,  queda  señala- 
do como  medida  ó  regla  g'eneral  para  evitar  ó 
aminorar  en  lo  posible  casos  que  la  Sección  se 
lisonjea  en  reconocer  que  no  serán  frecuentes 
en  una  nación  esencialmente  cristiana  como 
la  ntiestra.» 

Sin  embargo,  el  Consejo  Real  volvió  á  ocu- 
parse, en  virtud  de  R.  O.,  fecha  4  de  Mayo  de 
1858,  comunicada  á  la  Sección  de  Gracia  y  Jus- 
ticia por  el  Ministerio  de  aquel  ramo,  de  otro 
acontecimiento  de  la  misma  naturaleza,  ocu- 
rrido en  el  pueblo  de  Torija,  diócesis  de  Tole- 
do, y  propuso  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, que  teniendo  presentes  los  antecedentes 
relativos  á  aquel  suceso,  elevase  su  parecer 
con  copia  literal  de  la  consulta  de  2  de  Sep- 
tiembre de  1851. 

Así,  pues,  las  Secciones  creen  que  respecto 
al  punto  canónico,  debe  reproducir  cuanto  se 
expuso  en  2  de  Septiembre  de  1851,  y  lo  qxie 
se  manifiesta  al  presente,  á  fin  de  evitar  que 
los  prelados,  por  causas  leves  y  no  prescritas 
en  el  santo  C  mcilio  de  Trento,  fulminen  las 
censuras  de  la  Iglesia,  por  un  excoso  de  celo 
poco  prudente  y  discreto  que  puede  ocasionar 
males  muy  g'raves  á  la  misma. 

Mas  la  R.  O.  de  26  de  Marzo  de  1858  previe- 
ne además  que  las  Secciones  informen  lo  que 
se  las  ofrezca  y  parezca  acerca  de  la  medida 
general  que  pudiera  adoptarse  para  dar  inte- 
rinamente sepultura  á  los  cadáveres  á  flue  la 
autoridad  eclesiástica  niegue  la  sepultura  cris- 
tiana. 

Como  cuestión  de  policía  sanitaria,  higiene 
y  salubridad  piiblica,  es  como  juzgan  deber 
igualmente  tratarse;  así  se  acordó  que  conve- 
nía previamente  tenerse  presente  el  parecer 
del  Consejo  de  Sanidad  tai^  competente  en 
esta  materia. 

Este,  con  fecha  19  de  Octubre  de  1858,  dice: 
«Hecha  cargo  del  asunto  la  Sección  1.^,  no  pue- 
de menos  de  reconocer,  como  advirtió  sin  duda 
la  mencionada  Sección  del  C.  de  E.,  que  una 
vez  inhumado  un  cadáver  y  después  que  ha 


CEMENTERIOS (Documentos  y  observaciones.) 


461 


transcurrido  tiempo  suficiente  jiara  que  entre 
en  putrefacción,  ofrece  su  exhumación  forma- 
les pelig'ros  para  la  salud  pública,  sobre  todo 
cuando  ese  cadáver  putrefacto  ha  de  condu- 
cii'se  ;l  un  camposanto  para  inhumarse  de 
nuevo. 

Hállase  también  comprobada  y  tan  general- 
mente reconocida  la  calidad  deletérea  de  las 
emanaciones  cadavéricas;  son  tantos  los  he- 
chos de  enfermedades  g-raves  y  hasta  epidé- 
micas que  han  tenido  por  origen  las  exhuma- 
ciones de  los  restos  cadavéricos,  que  conside- 
ra ocioso  emitir  aqui  doctrinas  ni  ejemplos 
para  probarlo  una  vez  más,  sobre  todo  cuando 
el  convencimiento  es  tan  general  que  se  ex- 
tiende hasta  el  vulg'o. 

Fuera,  pues,  una  disposicióu  claramente  con- 
traria á  las  mejor  sentadas  reg'las  higiénicas, 
la  de  exluimar  un  cadáver,  provisionalmente 
sepultado,  para  trasladarle  al  lugar  sagrado 
y  hacer  una  nueva  inhumación. 

Por  lo  tanto,  supuesta  la  necesidad  indis- 
pensable de  sepultar  luego  que  pasen  veinti- 
cuatro horas,  desde  que  ocurrió  el  fallecimien- 
to, los  cadáveres  de  aquellas  personas  que  las 
autoridades  eclesiásticas  sometan  á  entredi- 
cho, es  la  Sección  de  dictamen  que  aun  cuan- 
do éste  se  levante  por  el  prelado  correspon- 
diente, no  se  haga  la  exhumación  hasta  que 
se  cumpla  el  tiempo  y  se  llenen  las  condicio- 
nes que  determina  la  R.  O.  de  19  Marzo  1858.» 

Las  Secciones  no  pueden  menos  de  recono- 
cer los  sanos  principios  que  aconseja  la  cien- 
cia y  que  el  Consejo  de  Sanidad  expone  en  su 
razonado  informe;  así,  pues,  tomando  en  con- 
sideración tan  útil  como  provechosa  doctrina, 
nada  les  queda  que  añadir  sino  la  necesidad, 
la  conveniencia  y  la  obligación  en  que  se  halla 
la  gobernación  del  Estado  de  mirar  y  procu- 
rar ante  todo  por  la  couseryación  de  la  salud 
pública. 

Teniendo  presentes  tan  sólidos  principios, 
no  puede  tomarse  en  cuenta  lo  que  propone  el 
reverendo  obispo  de  Oviedo,  relativo  á  exhu- 
mar el  cadáver  lue.g'o  que  pronuncie  el  fallo 
favorable  y  á  darle  sepultura  cristiana  en  el 
cementerio,  lo  que  podría  producir  los  males 
que  se  indican,  y  que  es  forzoso  evitar  por  me- 
dio de  la  saludable  medida  que  prescribe  la  ley 
y  á  cuyo  estricto  cumplimiento  deberá  estarse. 

Eseogitaráse,  sin  embargo,  un  medio  que 
concille  en  lo  jiosible  el  respeto  que  merece  la 
honra  cristiana  de  un  finado  con  el  que  se  debe 
á  la  ley  de  exhumación  de  cadáveres. 

Las  Secciones  son,  por  lo  tanto,  de  parecer 
que  so  prevenga  á  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincia?! que  en  casos  análogos  á  este,  los  al- 
caldes dispongan  el  entierro  preventivamente, 
en  lugar  decente  contig'uo  al  cementerio  y 
cercado,  aunque  no  sagrado,  cuando  sin  rie.s- 
go  do  la  salud  pública  no  pueda  esperarse  la 
resolución  deüniti\'a  del  prelado:  mas  llevada 
ya  á  cabo  la  inhumación,  si  el  diocesano  de- 
clara el  dereclio  de  sepultura  cristiana  en  fa- 
vor del  fallecido,  deberá,  sin  embargo,  estarse 
á  lo  prescrito  para  la  exhumación  en  R.  O.  de 
27  de  Marzo  de  1845,  á  fin  de  evitar  los  males 
que  pudieran  sobrevenir  á  la  salud  é  higiene 
pública. 


Pero  como  la  censura  impuesta  es  una  pena 
eclesiástica  sumamente  grave  que  afecta  la 
honra  cristiana  del  fallecido  y  su  familia,  y 
que  priva  á  aquél  del  beneficio  de  las  preces  de 
la  Iglesia,  sería  justo  y  conveniente  que  se  pu- 
blicara en  la  parroquia  el  primer  día  festivo 
la  absolución  del  prelado,  y  éste  mandara  que 
en  ella  se  hiciese  inmediatamente  el  funeral, 
mucho  más  si  fuera  pobre  el  fallecido,  y  que  se 
recitaran  las  preces  y  responsos  y  se  aplicaran 
por  su  eterno  descanso  según  el  Ritual.  Así  so 
conciliaria  el  respeto  que  merece  la  honra  de 
los  finados  y  la  obligación  de  conservar  la  sa- 
lud pública  á  que  está  atenida  la  gobernación 
del  Estado. 

En  esta  forma  se  podría  contestar  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  si  V.  E.  lo  juzga 
oportuno,  á  fin  de  que  resolviera  sobre  este 
particular  lo  que  crea  más  conveniente  y  en 
respuesta  á  su  comunicación  de  19  do  Marzo 
de  1858.» 

Y  habiéndose  dignado  acordar  S.  M.  de  con- 
formidad con  el  preinserto  dictamen  consulta- 
do, de  su  Real  orden  lo  traslado  á  V.  S.  como 
rkgla  general  para  la  resolución  de  casos  aná- 
logos.» 

(Se  comunicó  al  señor  gobernador  de  la  Co- 
ruña  por  R.  O.  de  G  de  Octubre  de  1859.) 
(Bol.  ofic.  de  10  de  Noviembre,  núm.  271.) 

VI 

Otra  cnestión  sobre  negativa  de  preces  ú  oficio  ecle- 
siástico en  el  enterramiento  de  nn  adulto.  Oposi- 
ción de  nn  prelado  á  autorizarlos  enterramientos 
en  nichos:  Negativa  de  sepultura  eclesiástica  á,  un 
adulto. 

He  aquí,  resolviendo  uu  expediente  instrui- 
do con  motivo  de  la  deneg'ación  de  bendicio  - 
nes  y  sepulturas  por  los  párrocos  de  Llivla  y 
Puigxerdá,  un  nuevo  dictamen  del  Consejo  de 
Estado,  reconociendo  que  este  asunto  es  de  la 
competencia  de  la  autoridad  del  obispo;  y  la 
resolución  de  S.  M.  conforme  con  el  dictamen 
del  Consejo,  dice  así: 

«Por  el  Ministerio  de  Gracia  y  .Justicia  se 
dice  al  de  la  Gobernación  en  9  de  Febrero  úl- 
timo (de  1800)  lo  sig'uiente: 

Excmo.  Sr.:  Con  fecha  3  de  Diciembre  últi- 
mo la  Sección  de  Gracia  y  Justicia  del  Conse- 
jo de  Estado  ha  elevado  á  este  Ministerio  la 
consulta  siguiente:  «Con  Real  orden  comuni- 
cada por  el  Ministerio  del  dig'no  cargo  de  V.  E. 
en  24  del  actual,  se  remite  á  informe  de  la  Sec- 
ción el  expediente  instruido  con  motivo  de  la 
conducta  observada  por  los  curas  párrocos  de 
Llivla  y  Puigxerdá,  provincia  de  Gerona,  dió- 
cesis de  Urg'el.  —  El  gobernador  civil  de  la 
provincia,  en  18  de  Agosto  iiltimo,  acudió  al 
Ministerio  de  la  Gobernación  manifestando  que 
en  3  de  aquel  mes  habla  fallecido  en  la  villa  de 
Puigcerdá  un  párvulo  de  once  meses,  y  que  al 
tratarse  de  darle  sepultura  en  uno  de  los  ni  - 
chos  del  cementerio,  se  opuso  el  cura  á  que 
los  eclesiásticos  aconipañar.an  el  cadáver  y  á 
que  so  celebrara  el  oficio  de  gloria,  fundándo- 
dose  en  que  el  diocesano  sólo  consentía  se  hi- 
cier.'in  las  inhumaciones  en  zanjas  ú  lioyos,  y 
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no  en  nichos,  teniendo  la  familia  y  amigos  que 
acnflir  al  páiTOco  del  inmediato  pueblo  de  Ise, 
eu  Francia,  para  que  se  celebrara  la  misa  de 
gloria  por  el  niño  difunto;  y  eu  virtud  de  la 
sorpresa  que  liabia  ocasionado  este  hecho  y  la 
de  también  haberse  neg'ado  el  párroco  de  Lli- 
via  á  conceder  sepultura  eclesiástica  al  cadá- 
ver de  un  adulto  fallecido  de  apoplegla,  diri- 
rigió  una  comunicación  al  prelado,  rogándole 
anlicase  á  los  desmanes  que  referia  el  oportu- 
no correctiva,  elevándolo  todo  á  conocimiento 
del  Gobierno  de  S.  M.  Pasada  esta  comunica- 
ción de  la  autoridad  civil  al  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia,  se  pidió  informe  al  obispo  de 
Urg-el  acerca  de  los  hechos  que  la  motivaban, 
y  de  éste  aparece  que  los  nichos  formados  eu 
el  cementerio  de  Puigcerdá  han  sido  sin  el  co- 
nocimiento ni  intervención  de  la  autoridad 
eclesiástica,  por  cuya  razón  el  prelado  habla 
amonestado  al  Ayuntamiento  de  la  villa  á  que 
se  sujetara  para  ello  á  las  formalidades  pres- 
critas en  los  cánones,  puesto  que  los  cemente- 
rios constituyen  parte  del  edificio  de  la  iglesia 
y  dependen  exclusivamente  de  la  autoridad 
eclesiástica. 

Y  respecto  á  haberse  negado  la  sepultura  en 
sagrado  al  cadáver  de  José  Alavert,  vecino  de 
Llivia  y  fallecido  en  1."  de  Julio  último,  ma- 
nifiesta que,  segiín  informe  del  párroco,  aquel 
desgraciado,  no  sólo  fué  impenitente  á  la  hora 
de  la  muerte,  sino  que  le  constaba  no  haber 
cumplido  con  el  precepto  pascual,  y  que  era 
voz  pública  el  no  haber  querido  nunca  suje- 
tarse á  confesión  sacramental,  habiendo  des- 
atendido las  amonestaciones  del  médico,  del 
vicario  y  hasta  las  siiplicas  del  párroco,  du- 
rante su  última  enfermedad,  para  reconciliar- 
se con  la  Ig'lesia,  en  cuya  virtud  el  cura,  fun- 
dándose en  la  ley  5.^,  art.  8.",  lib.  III  de  las 
Sinodales,  se  había  negado  á  enterrarle  en  sa- 
grado. 

Fijados,  pues,  los  hechos  que  ocasionaron 
la  comunicación  del  g'obernador  de  Gerona, 
entrará  la  Sección  en  el  examen  de  la  consul- 
ta pedida.  En  diferentes  ocasiones  el  Consejo 
y  la  Sección  han  tenido  el  honor  de  manifestar 
á  V.  E.  que  la  concesión  ó  denegación  de  se- 
pultura eclesiástica  constituía  parte  del  dere- 
cho de  penar  que  tiene  la  Ig'lesia,  y  cuyo  ejer- 
cicio le  debe  estar  libre  y  expedito. 

En  este  sentido  consultó  la  Sección  en  1."  de 
Febrero  último,  eu  el  expediente  promovido 
por  el  gobernador  civil  de  Guadalajara  res- 
pecto á  !a  denegación  de  sepultura  en  sagrado 
á  un  adulto  fallecido  en  Tonja;  ateniéndose 
para  ello  á  los  precedentes  sentados,  y  espe- 
cialmente á  la  consulta  del  Consejo  Real  de  2 
de  Septiembre  de  1851,  que  opinó  debían  siem- 
pre respetarse  los  acuerdos  de  la  autoridad 
eclesiástica  en  este  punto,  limitándosela  civil 
á  cuidar  sólo  se  colocara  en  lugar  decoroso  el 
cadáver  del  que  por  sus  errores  había  sido 
lanzado  del  gremio  de  la  Ig-lesia. 

En  los  hechos  denunciados  por  el  goberna- 
dor de  Gerona,  la  autoridad  eclesiástica  ha 
obrado  dentro  del  circulo  de  sus  atribuciones, 
y  sólo  el  superior  jerárquico  en  este  orden 
será  el  que  puede  conocer  de  siis  desmanes, 
caso  que  los  hubiera  cometido.  Ante  el  obispo 


debieron,  pues,  acudir  los  interesados,  si  se 
les  ofrecía  que  los  párrocos  respectivos  hablan 
aplicado  mal  las  prescripciones  canónicas; 
pero  consta,  por  el  contrario,  que  las  familias 
de  los  interesados  no  han  presentado  queja 
alguna  en  este  expediente  ,  procediendo  en 
todo  la  autoridad  civil  como  en  cuestión  de 
orden  público. 

Las  razones  alegadas  por  el  prelado  justifi- 
can la  conducta  de  los  eclesiásticos  de  Puig- 
cerdá y  Llivia,  puesto  que  los  cementerios  es- 
tán sujetos  enteramente  á  la  autoridad  del 
obispo,  que  dice  no  haber  dado  su  consenti- 
miento á  la  formación  de  los  nichos,  y,  por 
consiguiente,  su  bendición  á  las  paredes  en 
que  se  colocó  el  cadáver  del  párvulo  fallecido 
en  Puigcerdá;  y  que  la  impenitencia  á  la  hora 
de  la  muerte  es,  según  los  principios  del  dere- 
cho eclesiástico,  una  de  las  causas  que  privan 
de  la  sepultura  en  sagrado. 

Así,  por  la  tanto,  la  Sección  es  de  dictamen 
de  que  siendo  la  autoridad  eclesiástica  la  úni- 
ca que  puede  decidir  si  se  debe  ó  no  conceder 
sepultura  en  sagrado,  y  á  la  vez  si  el  sitio  eu 
que  ésta  se  verifica  está  adornado  de  todos  los 
requisitos  prescritos  para  inhumar  cadáveres 
de  los  católicos,  los  acuerdos  tomados  por  los 
párrocos  de  Puigcerdá  y  Llivia  deben  respe- 
tarse, y  iinicamente  la  autoridad  del  prelado 
es  la  que  los  puede  corregir,  supuesto  que  la 
familia  de  los  interesados  en  estos  dos  casos 
tenga  reclamación  que  presentar;  debiéndose 
manifestar  al  gobernador  de  Gerona  que  in- 
terponga el  prestigio  de  su  autoridad  para 
que  cesen  las  desavenencias  que  se  dice  me- 
dian entre  el  obispo  de  la  diócesis  y  el  Ayun- 
tamiento de  Puigcerdá  respecto  á  la  construc- 
ción de  los  nichos  en  el  cementerio  de  esta 
villa.  Y  habiéndose  conformado  S.  M.,  etc.» 

VII 

Conflicto  con  motivo  del  sepelio  violento  en  el  ce- 
menterio católico,  dispuesto  por  un  alcalde  contra 
la  providencia  del  obispo,  denegatoria  de  sepul- 
tura eclesiástica. 

(GoB.)     <¡He  dado  cuenta  á  S.  M.   la  Reina 

(Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en  este  Mi- 
nisterio á  consecuencia  del  enterramiento  ve- 
rificado en  el  cementerio  de  la  Escala,  provin- 
cia de  Gerona,  del  cadáver  de  Rafael  Puig,  del 
cual  resulta: 

1.°  Que  el  expresado  Puig,  segiin  comuni- 
cación del  limo.  Sr.  obispo  de  Gerona,  que 
obra  en  dicho  expediente,  se  resistió  y  negó 
obstinadamente  áreeibirlos  Santos  Sacramen- 
tos hasta  su  postrer  instante,  muriendo  por  lo 
mismo  impenitente  y  fuera  del  gremio  de  nues- 
tra Santa  Madre  la  Ig'lesia. 

2.°  Que  privado  el  cadáver  de  Puig  de  la 
sepultura  eclesiástica  por  dicha  autoridad, 
como  consecuencia  natural  de  su  impeniten- 
cia, y  dispuesta  la  inhumación  en  lugar  con- 
tig'uo  al  cementerio,  si  ya  no  había  alg'uno 
destinado  para  los  desgraciados  que  mueren 
de  tal  manera,  el  alcalde  de  la  Escala  se  resis- 
tió á  cumplir  las  órdenes  del  prelado,  comuni- 
cadas verbalmente  y  en  forma  solemne  por  el 
párroco  de  dicho  pueblo,  el  ciial,  revestido  de  ] 
los  ornamentos  sacerdotales  y  puesto  en  la  i 
puerta  del  sagrado  recinto  de  los  muertos, 
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protestó  contra  esto  desafuero,  retirándose  al 
lili  lue^yo  qne  adquirió  la  persuasión  de  la  iu- 
ulilidad  de  sus  exhortaciones. 

3."  La  sejuiltura  verificada  violentamente 
dentro  del  mismo  por  orden  y  con  presencia 
del  alcalde. 

4."  El  entredicho  fulminado  por  la  autori- 
dad eclesiástica  contra  el  citado  cementerio, 
en  el  cual  desde  entonces  no  se  da  sepultura 
eclesiástica  al  cadáver  de  ning'ún  católico. 

5."  La  exhumación  de  dicho  cadáver,  re- 
clamada por  el  limo.  Sr.  obispo  de  Gerona 
para  proceder  á  la  reconciliación  de  aquel  lu- 
gar sag'rado. 

Y  G.°  La  resolución  negativa  del  goberna- 
dor á  la  petición  del  citado  prelado  y  la  des- 
titución del  alcalde  de  la  Escala  acordada  por 
aquella  autoridad. 

Enterada  S.  M.  de  cuantos  extremos  abraza 
este  expediente,  y  considerando  que  la  censu- 
rable conducta  observada  por  dicho  alcalde 
ha  sido  causa  de  un  conflicto  con  las  autorida- 
des eclesiásticas,  á  que  nunca  debió  darse  lu- 
gar; considerando  asimismo  que  el  Concordato 
vigente  celebrado  en  1851  con  la  Santa  Sede 
dice  en  su  art.  4.°,  refiriéndose  á  asuntos  ele- 
siásticos:  tQue  en  tocias  las  demás  cosas  que 
pertenecen  al  derecho  y  ejercicios  de  la  autori- 
dad eclesiástica,  los  obispos  y  el  clero  depen- 
diente de  ellos  gozarán  de  la  plena  libertad 
que  establecen  los  Sagrados  Cánones:''  Consi- 
derando que  el  objeto  do  la  R.  O.  de  19  de 
Marzo  de  1848,-  relativa  á  la  exhumación  y 
traslación  de  cadáveres  de  un  cementerio  á 
otro,  etc.,  fué  impedir  las  frecuentes  é  inmo- 
tivadas exhtnnaciones  y  traslación  de  cadáve- 
res, y  de  ninguna  manera  el  de  poner  obs- 
táculos á  la  acción  de  la  justicia  eclesiástica 
iii  civil;  y  considerando,  por  último,  que  con 
las  censuras  que  han  recaído  en  diclio  cemen- 
terio se  irrogan  infinitos  perjuicios  á  los  veci- 
nos de  la  Escala,  que  tienen  que  llevar  sus 
mxiertos  al  del  ])ueblo  de  Ampurias,  viéndose 
así  separados  de  las  sagradas  cenizas  de  sus 
padres,  hermanos  é  hijos,  ha  tenido  por  con- 
veniente resolver,  después  do  haber  oído  al 
Consejo  de  Estado,  que  se  deje  expedita  la  ju- 
risdicción del  diocesano  en  el  caso  de  que  se 
trata  y  en  todos  los  demás  que  ocurran  de 
igual  naturaleza,  llevando  á  efecto  la  exhu- 
mación del  cadáver  de  Rafael  Puig,  previas 
las  precauciones  higiénicas  que  requiere  el 
estado  del  difunto,  y  aprobar  la  conducta  se- 
guida pnr  V.  S.  y  la  destitución  del  citado  al- 
calde de  la  Escala.— De  orden  de  S.  M.,  etc.— 
Madrid  20  de  Octubre  de  1861.»  (C.  L.,  t.  86, 
pág.  411.) 

Tin 

Otra  cnestión  sobre  cnti-rrniiiii^nto  ilel  cadáver 

de  nn  suirida.-Se  examina  bajo  el  aspecto  ad- 
ministrativo y  bajo  el  aspecto  canónico  lo  relativo 
é,  la  inbumación,  á  la  exliumaoión  y  al  entredicho 
del  cementerio  acordado  por  el  reverendo  obispo; 
y  A  si  el  alcalde  debe  entregar  las  lluvcH  del  ce- 
nifiifcrlo  que  es  propiedad  del  Municipio:  Caso  de 
fuerza:  Rs.  Os.  de  25  Noviembre  1871  y  13  Noviem- 
bre 1872. 

Habiéndose  instruido  expediente  en  el  Go- 
bierno de  la  provincia  de  Zamora,  con  motivo 
de  cuestión  suscitada  entre  la  autoridad  ecle- 


siástica y  la  local  de  Fuentesaúco,  sobro  ente- 
rramiento y  después  sobre  exhumación  del  ca- 
dáver de  un  suicida,  se  resolvió  lo  sig'uieute 
por  R.  O.  de  25  de  Noviembre  de  1871,  dictada 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación.  Dice  así: 
«Visto  el  expediente  remitido  por  V.  S.  á 
este  Ministerio,  en  que  la  autoridad  eclesiás- 
tica de  esa  diócesis  pretende  que  se  exluiine  el 
cadáver  de  D.  Sebastián  Rodríguez,  inhuma- 
do en  el  cementerio  de  Fuentesaúco:  Resul- 
tando que  el  expresado  D.  Sebastián  parece 
que  hubo  de  arrojarse  por  una  de  las  venta- 
nas de  la  torre  de  la  ig-lesia  de  San  Juan  cu 
aquella  villa,  dejando  de  existir  á  los  pocos 
momentos,  pero  recibiendo  el  Sacramento  de 
la  Extremaunción:  Resultando  que  al  trasla- 
dar con  la  oportunidad  debida  dicho  cadáver 
al  cementerio,  en  la  puerta  del  mismo  se  opu- 
so el  cura  ecónomo  á  que  se  le  diese  entrada 
hasta  que  obtuviese  contestación  ala  consulta 
que  tenía  dirigida  á  sus  superiores:  Resultan- 
do que  la  autoridad  local  de  Fuentesaúco,  obe- 
deciendo las  órdenes  del  Juzgado  de  primera 
instancia,  y  fundándose  á  la  vez  en  que  el  es- 
tado de  descomposición  del  cadáver  no  permi- 
tía dilatar  por  más  tiempo  su  enterramiento, 
ordenó  se  verificase  éste  sin  la  menor  dilación 
en  el  citado  cementerio:  Resultando  que  tan 
lueg'o  como  la  autoridad  superior  eclesiástica 
tuvo  conocimiento  del  suceso,  reclamó  contra 
esta  medida,  quejándose  de  intrusión  en  su  ju- 
risdicción, y  exig'iendo  del  alcalde  al  propio 
tiempo  se  exhumase  el  cadáver  del  sag-rado 
recinto  en  que  se  encontraba,  por  ser  el  de  un 
impenitente  suicida:  Resultando  que  éste  se 
neg'ó  á  semejante  reclamación,  fundándose  en 
las  Rs.  Os.  de  19  de  Mayo  de  1848,  12  de  Mayo 
de  1849  y  30  de  Enero  de  18.jl,  i|ue  prohiben 
terminantemente  las  exhumaciones  hasta  tan- 
to que  transcurran  dos  años,  por  lo  meuoi, 
desdo  la  defunción  :  Resultando  que  á  conse- 
cuencia de  esta  neg'ativa  la  autoridad  ecle- 
siástica declaró  entredicho  el  cementerio,  pre- 
viniendo á  los  párrocos  de  Fuentesaúco  que 
mientras  permaneciese  n  él  dicho  cadáver  no 
permitiesen  la  inhumación  en  el  mismo  del  ds 
ning'ún  fiel:  Y  resultando,  por  último,  que  por 
jiarte  de  la  misma  autoridad  eclesiástica  se 
adujo  también  la  entreg'a  de  las  llaves  del  ce- 
menterio que  siempre  habían  obrado  en  poder 
del  alcalde,  á  lo  cual  no  accedió  éste,  entre 
otras  razones,  por  ser  aquél  propiedad  del 
Municipio,  edificado  de  los  fondos  exclusiva- 
mente del  pueblo,  siendo  una  de  las  fincas  co- 
rrespondientes al  patrimonio  del  común,  y  con 
tal  carácter  inscrita  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad; pero  sin  que  esto  obstase  para  que  los 
párrocos  dispusieran  de  ellas  para  los  altos 
fines  do  su  sagrado  mini.stcrio:  Considerando 
que  el  desgraciado  D.  Sebastián  Rodríguez  lo 
mismo  pudo  tener  la  intención  de  suicidarse, 
que  por  efecto  de  un  vahído  ó  accidente  im- 
provisto se  desprendiese  de  la  ventana  de  l.-i 
torre  y  ocasionar  su  muerte:  Considerando 
que  aun  en  caso  de  verdadero  suicidio  debió 
suponerse  la  previa  enajenación  mental  que 
por  lo  común  precede  á  semejantes  catástro- 
fes, y  á  que  siempre  presume  la  Iglesia  que 
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lia  lugar  al  arrepeutimiento  eu  los  iiltimos  mo- 
mentos (le  la  vida,  mayormente  cuando  á  Ro- 
dríguez se  le  había  administrado  el  Sacra- 
mento de  la  Extremaunción  :  Considerando 
que  al  ordenar  el  alcalde  el  enterramiento  eu 
el  iinico  sitio  que  existe  destinado  al  efecto  en 
Fuentesaiieo,  no  hizo  otra  cosa  que  dar  cum- 
plimiento á  las  leyes  de  Sanidad  que  le  están 
encomendadas :  Considerando  que  también 
obró  de  perfecto  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
las  Reales  órdenes  que  quedan  mencionadas 
al  neg'arse  á  verificar  la  exhumación  preten- 
dida por  la  autoridad  eclesiástica,  puesto  que 
lo  prohiben  terminantemente  hasta  pasados 
cuando  menos  dos  años:  Considerando  que  no 
estuvo  menos  acertado  el  alcalde  neg'ándose 
á  entreg'ar  las  llaves  del  camposanto,  puesto 
que  si  bien  éste  es  un  lugar  sagrado,  pertene- 
ce al  Municipio,  cuya  administración  obtiene 
desde  tiempo  inmemorial,  y  hoy  eu  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  par.  6."  del  art.  50  de  la  ley 
municipal:  Considerando,  por  último,  que  la 
declaración  del  entredicho,  del  cementerio  de 
aquella  localidad,  acordada  por  el  reverendo 
obispo  de  esa  diócesis,  pudiera  ocasionar  un 
conflicto  entre  sus  habitantes,  el  Rey  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  aprobar  la  conducta  observada 
por  V.  S.  en  este  asunto,  previniéndole  que  no 
consienta  deje  de  inhumarse  en  el  cementerio 
de  dicha  villa,  del  cual  conservará  la  llave  la 
Municipalidad.  Al  propio  tiempo  ha  tenido  á 
bien  mandar  S.  M.  se  dé  conocimiento  de  este 
asunto  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  para 
que  por  él  se  dicten  las  disposiciones  oportu- 
nas, á  fin  de  que  la  autoridad  eclesiástica  pro- 
cure tranquilizar  los  ánimos  de  los  vecinos  de 
dicha  población  que  hayan  podido  conmover 
las  órdenes  que  con  este  motivo  ha  expedido. 
De  Real  orden,  etc. — Madrid  25  de  Noviem- 
bre de  1871. — Candan.  —  Sr.  Gobernador  de 
Zamora.» 

El  reverendo  obispo  de  Zamora  promovió 
expediente  para  la  derogación  de  la  anterior 
Real  orden,  pidiendo  la  desaprobación  de  la 
conducta  del  alcalde  de  Fuentesaúco,  como 
atentatoria  contra  la  autoridad  eclesiástica  y 
contra  la  santidad  del  cementerio,  cuya  llave 
debe  obrar  en  poder  de  nno  de  los  ecónomos, 
y  solicitando  que  se  dejase  expedita  su  auto- 
ridad y  jurisdicción  para  la  exhumación  del 
cadáver;  se  pasó  el  asunto  al  Consejo  de  Esta- 
do, cuyo  dietamen  y  resolución  que  recayó, 
porel  Ministerio  de  la  Gobernación,  dice  asi: 

«Remitido  á  informe  del  Consejo  de  Estado 
el  expediente  promovido  por  el  reverendo  obis- 
po de  esa  diócesis  eu  solicitud  de  que  se  dero- 
gue la  R.  O.  de  25  de  Noviembre  del  año  últi- 
mo, dictada  con  motivo  de  haberse  sepultado 
en  sagrado  el  cadáver  de  D.  Sebastián  Rodrí- 
g'uez,  vecino  que  fué  de  Fuentesaúco,  aquel 
alto  Cuerpo  en  pleno  le  ha  evacuado'  en  la 
forma  siguiente:  (Reseña  el  Consejo  los  ante- 
cedentes de  la  anterior  Real  orden,  los  consi- 
derandos y  parte  dispositiva  de  la  misma,  y 
luego  dice:) 


«El  Rdo.  prelado  acudió  al  Ministerio  del 
dig-uo  carg'o  de  V.  E.  con  una  extensa  exposi- 
ción documentada,  en  la  cual,  después  de  con- 
signar que  se  han  cambiado  por  completo  los 
términos  de  la  cuestión  subordinando  lo  prin- 
cipal á  lo  accesorio,  y  haciéndola  aparecer 
como  de  índole  puramente  sanitaria  cuando 
es  esencialmente  religiosa,  entra  á  rebatir 
uno  por  uno  los  considerandos  de  la  R.  O.  de 
25  de  Noviembre,  y  concluye  pidiendo  que  se 
remita  el  expediente  á  consulta  del  Consejo 
de  Estado;  y  con  vista  de  los  documentos  uni- 
dos y  lo  que  propong'a  dicho  Cuerpo,  pues  no 
ha  variado  la  leg'islación  sobre  cementerios, 
se  reforme  dicha  resolución  reju-obando  la 
condticta  del  alcalde  D.  Manuel  Aviles  como 
atentatoria  contra  la  autoridad  eclesiástica  y 
contra  la  santidad  del  cementerio,  mandando 
entregar  su  llave  á  uno  de  los  ecónomos  de 
las  iglesias  parroquiales,  y  dejar  expeditas  la  , 
autoridad  y  jurisdicción  del  diocesano  para 
que  exhume  el  cadáver  d(j  D.  Sebastián  Ro-  ■ 
driguez,  á  no  ser  que  nuevos  antecedentes 
hag'au  declarar  al  finado  digno  de  sepultiu-aj 
eclesiástica,  reservándose  por  último  acudir 
al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  su  Salal 
de  lo  Contencioso  para  pedir  en  su  caso  la  ■ 
nulidad  de  las  resoluciones  que  en  contrario  j 
sentido  recaig'au. 

Entre  los  documentos  unidos  á  la  exposición  ' 
se  halla  una  copia  del  auto  que  dictó  la  auto- 
ridad eclesiástica  eu  el  expediente  sobre  de.-j 
clarar  ó  no  digno  de  recibir  la  sepultura  ecle- 
siástica al  cadáver  de  D.  Sebastián  Rodrig-uez. 
Eu  el  cuarto  resultando  se  dice  que  el  ecóno- 
mo, sin  conocer  quién  era  el  que  yacía  en  el  ' 
suelo,   acudió  á  prestarle  los  auxilios  espiri- 
tuales de  su  ministerio;  y  que  no  dando  seña- 
les de  que  estuviese  despejada  la  inteligencia,^ 
le  absolvió  condicionalmente,  y  le  administró 
más  tarde  la  Santa  Unión,  también  condición 
nalmente,  cuando  ya  venia  el  frío  de  la  muer-| 
te.  Según  el  sexto  resultando,  la  resoluciónl 
del  diocesano  fué  la  de  neg'ar  la  sepulturí 
eclesiástica  á  dicho  cadáver  por  haber  muer-J 
to  Rodríguez  suicidado,  sin  muestras  de  arre-f 
pentimiento,  y  haber  transcurrido  tres   años 
sin  cumplir  el  precepto  pascual,  consignán-l 
dose  en  uno  de  los  considerandos  que,  aun-l 
que  nadie  aseg'ura  que  D,  Sebastián  Rodrí-T 
guez  se  tiró  de  la  torre,  un  testigo  dice  que 
vio  á  un  hombre  pendiente  ¡lor  las  dos  manos 
del    marco    de  la  ventana  de  dicho   edificio^ 
buscando  con  los  pies  en  la  pared  donde  apo-^ 
yarse,  y  que  falto  de  fuerzas  cayó  de  la  torrea 
en  vista  de  lo  cual,  y  después  de  dejar  sentado 
que  el  enterramiento  de  los  cadáveres  en  efi 
cementerio  es  y  ha  sido  siempre  un  acto  reli- 
gioso, propio  del  ministerio  eclesiástico  afecto 
al  oficio  del  párroco,  á  quien  compete  resolveií 
en  nombre  de  la  Iglesia,  cuando  no  hay  tiem- 
po para  que  lo  haga  el  prelado,  los  que  pue- 
den recibir  tierra  en  sagrado;  declaró  incursa 
en  la  pena  de  privación  de  siipultura  eclesiás-| 
tica  al  cadáver  de  D.   Sebastián  Rodríguea 
por   no   hallar   motix'os   bastantes  para   usaa 
de  benignidad;  sin  perjuicio  de  que  quedars 
abierto  el  expediente  á  los  datos  que  hagan 
llegar  los  interesados  del  difunto,  declaraudd 
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asimismo  que  coiitiiiuaria  el  entredicho  del 
cementerio  aun  eu  el  caso  de  que,  viniendo  al 
proceso  antecedentes  bastantes  para  conside- 
rar dig'no  de  sepultura  eclesiástica  al  Rodri- 
g-uez,  no  se  dé  ;'i  la  autoridad  de  la  Iglesia  sa- 
tisfacción bastante. 

Como  se  ve,  son  dos  las  cuestiones  que  apa- 
recen en  primer  término  en  el  expediente,  á  sa- 
ber: si  procede  la  exhumación  del  cadáver  de 
D.  Sebastián  Rodríguez,  vecino  que  fué  de 
Fuentesaúco,  y  si  debe  ó  no  el  alcalde  de  este 
pueblo  entregar  al  párroco  las  llaves  del  ce- 
menterio. 

Con  la  primera  cuestión,  que  es  de  policía 
sanitaria  y  de  higiene  pública,  está  íntima- 
mente enlazada  una  de  derecho  canónico  y  de 
disciplina  general  de  la  Iglesia,  de  cuya  reso- 
lución ha  de  depender  precisamente  aqiiélla. 

Antes  de  entrar  en  materia,  debe  observar 
el  Consejo  que  al  disponer  el  alcalde  segundo 
de  Fuentesaúco  que  se  verificara  la  inhuma- 
ción del  cadáver  de  qiie  trata,  no  invadió  las 
facultades  de  la  autoridad  eclesiástica,  como 
ésta  supone;  lo  que  hizo  fué  resistir  su  manda- 
to, en  cumplimiento  de  los  deberes  que  le  im- 
ponían las  leyes  sanitarias  y  del  ejercicio  de 
la  autoridad  de  que  se  hallaba  revestido,  como 
representante  en  aquella  localidad  del  Poder 
supremo  del  Estado. 

Esto  sentado,  ¿procede  hoy  la  exhumación 
del  cadáver  según  pretende  el  prelado  do  la 
diócesis  por  haberle  declarado  indigno  de  se- 
pultura eclesiástica?  Esta  pena  como  seg'reg-a- 
ción  de  la  comunión  ó  grey  cristiana,  es  de 
suma  gravedad,  y  como  tal,  debe  imponerse 
canónicamente,  esto  es,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones señaladas  por  el  derecho  canónico 
y  mediante  las  causas  establecidas  en  el  Con- 
cilio de  Trento. 

Conforme  con  el  espíritu  de  caridad  y  de 
inagotable  piedad  de  la  Iglesia,  se  ordenó  en 
dicho  Concilio  que  fuera  preciso,  para  impo- 
ner tales  censuras,  la  rebelión  abierta  contra 
la  doctrina  dogmática  de  la  Iglesia,  el  hecho 
de  reprobarla,  escarnecerla  y  despreciarla  pú- 
blicamente. 

En  el  Breve  de  14  de  Diciembre  de  1737,  di- 
rigido para  cumplimiento  del  Concordato  del 
mismo  año,  mandó  Su  Santidad  á  los  arzobis- 
pos y  obispos  de  estos  Reinos  observar  lo  dis- 
puesto en  el  art.  10  del  Concordato,  previnién- 
doles la  discreción  necesaria  para  fulminar  las 
censuras  eclesiásticas,  las  cuales,  según  lo  que 
disponen  los  sagrados  cánones  y  el  Concilio  ci- 
tado, nunca  se  deben  librar  sino  in  suhsidium 
y  con  mucha  cautela;  todo  lo  cual  se  prescribe 
asimismo  y  se  ordena  eu  la  ley  S."^,  tit.  VIII, 
lib.  I  de  la  Nov.  Recop. 

Ahora  bien:  en  la  excomunión  que  ha  lanza- 
do el  Edn.  olrispo  de  Zamora  contra  D.  Sebas- 
tián Rodríguez,  gha  observado  la  legislación 
que  se  acaba  de  indicar,  asi  en  el  fondo  como 
en  la  forma  del  procedimiento?  El  Consejo  no 
puede  menos  de  contestar  negativamente. 

El  ser  D.  Sebastián  Rodríguez  suicida  é  im- 
penitente, ima  vez  que  en  tres  años  consecu- 
tivos no  cumplió  con  el  precepto  pascual,  fué 
la  causa  de  que  contra  él  se  fulminara  aquella 
pena:  y  uparte  de  que  estas  causas  no  son  las 
Tomo  II. 


que  taxativamente  determina  el  citado  Conci- 
lio como  necesarias  para  que  pueda  imponer- 
se, y  prescindiendo  asimismo  de  que  «una  fic- 
ción piadosa  considera  á  los  suicidas  como  lo- 
cos, y  hasta  aiiora  han  sido  y  son  llevados  á 
los  cementerios  en  donde  descausan  con  sus 
hermanos  que  lian  muerto  en  la  comunión  de 
la  Iglesia»  y  de  que  en  todo  caso  ha  podido  so- 
brevenir su  arrepentimiento  en  los  últimos 
instantes,  hay,  en  la  ocasión  presente,  una 
circunstancia  que,  aun  cuando  advertida  por 
el  prelado,  no  le  ha  dado,  sin  embarg'o,  la  im- 
portancia que  el  Consejo  cree  que  en  sí  tiene. 

No  hay  dato  alguno  que  revele  que  el  infeliz 
Rodríguez  tuviera  ánimo  deliberado  de  suici- 
darse; antes  por  el  contrario,  se  le  vio  hacer 
esfuerzos  desesperados  para  salvar  su  vida 
asido  á  una  ventapa,  y  buscando  con  los  pies 
la  manera  de  lograrlo,  hasta  que  fatig-ado  con 
esta  luclia,  que  no  pudo  resistir  por  más  tienv 
po,  cayó  á  impulso,  sin  duda,  de  su  ])rop¡a  de- 
bilidad. No  obra  ciertamente  de  este  modo  el 
que  con  ánimo  resuelto  trata  de  suicidarse. 

Consta  asimismo  que  el  cura  ecónomo  acu- 
dió iumediatamente  á  prestarle  los  auxilios  es- 
pirituales propios  de  su  sagrado  ministerio;  y 
no  sólo  absolvió  al  desgr;io¡ado  Rodríguez, 
sino  que  le  administró  más  tarde  la  Extrema- 
unción cuando  le  acometía  el  frío  de  la  muerte. 
En  vista  de  esto,  ¿puede  decirse  que  D.  Se- 
bastián Rodríguez  murió  fuera  del  gremio  de 
la  relig'ión  católica?  ¿Aparece  por  ventura  que 
aquél  se  pusiera  voluntariamente  fuera  de  su 
g'rey  y  cu  abierta  rebelión  contra  la  doctrina 
dog'iiiática  de  la  Iglesia,  que  es  cuando  proce- 
de la  imposición  de  aquellas  censuras?  Nada 
de  esto  resulta ;  antes  bien,  la  Iglesia,  con 
amorosa  caridad,  lo  acog'ió  en  su  seno,  tina 
vez  que  el  sacerdote,  á  quien  Dios  confió  la 
facultad  de  atar  y  desatar  aquí  en  la  tierra, 
absolvió  al  que  tomaba  bajo  su  protección  es- 
piritual. 

Atendiendo,  pues,  al  fondo  del  asunto,  la 
excomunión  lanzada  por  el  Rdo.  obispo  de  Za- 
mora es  nula,  como  dictada  contra  lo  que  pres- 
criben los  cánones,  el  Concilio  de  Trento  y  las 
demás  disposiciones  de  la  Iglesia.' 

Si  asimismo  se  atiende  á  la  forma  del  pro- 
cedimiento, es  ig'ualmente  nula,  puesto  que, 
según  los  mismos  cánones,  no  puede  recaer 
sin  que  en  el  proceso  cjue  al  efecto  se  instruya 
se  haya  oído  á  los  interesados  y  exista  pruelja 
plena  de  la  impenitencia  final.  Y  si  esto  es 
asi,  tratándose  de  la  excomunión,  á  la  que, 
como  queda  diclio,  ha  de  preceder  para  que 
pueda  imponerse,  justa  causa,  gran  medita- 
ción y  pruebas  suficientes,  no  se  concibe 
cómo  en  el  caso  actual  se  puso  en  entredi- 
cho la  última  morada  de  todo  un  pueblo,  sin 
que  para  ello  precediera  motivo  alguno  ni  el 
proceso  que  exigen  las  leyes  canónicas. 

La  Corona,  que  está  obligada  á  hacer  que 
se  cumplan  los  cánones  y  las  demás  leyes  del 
Reino,  tiene  á  su  vez  el  derecho,  para  llenar 
tan  altos  fines,  de  examinar  los  procesos  que 
se  instruyan. 

No  es  de  temer  que  se  pegara  el  Rdo.  pre- 
lado á  la  remesa  délos  antecedentes  que  obran 
en  su  poder  relativos   al  particular,  una  vez 

SO 
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que  al  recurrir  al  Gobierno  Supremo  fiel  Es- 
tado pidiendo  la  revocación  de  la  R.  O.  de  25 
de  Noviembre  último,  ha  reconocido,  como  no 
podía  menos,  el  derecho  de  S.  M.  para  dictarla 
y  la  facultad  de  avocar  á  si  el  conocimiento 
del  asunto. 

Mas  como  las  disposiciones  que  comprende 
dicha  Real  orden  no  son  bastantes  para  .subsa- 
nar tamaños  males  y  el  conflicto  que  han  pro- 
ducido en  aquel  vecindario  las  providencias  de 
la  autoridad  eclesiástica,  las  cuales  evidente- 
mente envuelven  un  verdadero  caso  de  fuerza 
que  sólo  puede  remediarse  por  medio  del  re- 
curso de  protección  y  auxilio,  prejuzgado  ya 
hasta  cierto  puuto,  por  el  de  fuerza,  está  en  el 
caso  la  autoridad  secular  de  emplear  el  uno  ó 
el  otro  remedio,  cumpliendo  de  esta  manera 
con  los  deberes  que  le  imponen  las  leyes  del 
Reino. 

El  Consejo  se  inclina  al  segundo  medio,  ó 
sea  al  recurso  de  fuerza,  como  más  eficaz  y 
adecuado  al  caso  de  que  se  trata.  Para  ello  po- 
drán pasarse  los  antecedentes  al  fiscal  del  Tri- 
bunal Supremo  de  .Justicia,  á  fin  de  que  co- 
munique las  instrucciones  necesarias  al  de  la 
Audiencia  del  territorio  para  que  lo  interpon- 
ga, procurando  que  se  le  dé  la  sustaneiación 
prevenida  en  las  leyes.  Y  como  en  este  recurso 
han  de  tener  interés  los  parientes  del  finado, 
el  pueblo  por  el  entredicho  que  lanzó  el  prela- 
do, y  el  Estado,  en  virtud  de  la  protección  que 
debe  á  sus  subditos,  está  evidentemente  justi- 
ficada la  personalidad  del  fiscal  para  interpo- 
nerlo, pudieudo  ^1  pueblo,  como  los  parientes, 
tomar  parte  en  el  proceso,  si  en  su  dia  se  les 
ofrece,  como  parece  legal  y  justo. 

Con  lo  expuesto  qiieda  resueka,  como  se  dijo 
al  principio,  la  cuestión  de  higiene  y  policía 
sanitaria,  iina  vez  que,  habiendo  demostrado 
el  Consejo  que  es  nula  la  excomunión  impues- 
ta por  el  Rdo.  obispo  de  la  diócesis,  no  proce- 
de la  exhumación  del  cadáver  sobre  el  cual 
recayó,  atm  sin  tener  en  cuenta  el  término  se- 
ñalado en  las  leyes  sanitarias. 

Resta,  por  último,  examinar  si  el  alcalde  de 
Fuentesaiico  debe  ó  no  entregar  al  párroco 
las  llaves  del  cementerio. 

La  misma  petición  de  la  autoridad  eclesiás- 
tica demuestra  que  dicho  alcalde,  como  admi- 
nistrador legal  del  Municipio,  se  halla  en  po- 
sesión de  unas  llaves  que  representan  la  que 
tiene  sobre  el  cementerio.  Construido  éste  con 
fondos  del  pueblo,  yestando  considerado  como 
una  de  sus  fincas,  inscrita  en  tal  concepto  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  no  pueden  negar- 
se al  Ayuntamiento  los  derechos  que  le  asis- 
ten, ya  en  concepto  de  patrono  ó  propietario 
de  los  nichos  ó  panteones  construidos  á  su  cos- 
ta, ya  para  el  ejercicio  de  las  obligaciones  que 
le  imponen  las  leyes  sanitarias  en  todo  lo  re- 
lativo á  policía  é  higiene  pública.  Mas  como  el 
cementerio  es  al  propio  tiempo  un  lugar  reli- 
gioso, dependiente  de  la  jurisdicción  eclesiás- 
tica, sería  lo  más  conveniente  y  arreglado  á 
los  derechos  que  cada  cual  invoca,  que  las  lla- 
ves fuesen  dobles,  á  fin  de  que,  conservando 
el  alcalde  y  el  párroco  cada  uno  la  suya,  pu- 
dieran ejercer  las  atribuciones  que  respectiva- 
mente les  incumben. 


Por  lo  expuesto  el  Consejo  entiende: 

1."  Que  la  providencia  que  dictó  el  prelado 
de  la  diócesis  de  Zamora  en  9  de  Enero  del  co- 
rriente año,  en  el  asunto  que  motiva  esta  con- 
sulta, envuelve  el  verdadero  caso  de  fuerza. 

2."  Que  el  Gobierno  tiene  el  deber  de  adop- 
tar el  oportuno  remedio,  proponiendo,  ya  el 
recurso  de  protección  y  auxilio,  ya  el  de  fuer- 
za, dando  el  Consejo  á  este  último  la  preferen- 
cia, porser  de  pleno  y  solemne  conocimiento, 
más  eficaz  y  de  más  próximos  resultados. 

.').°  Que  á  este  fin,  y  adoptado  este  tempe- 
ramento, pueden  remitirse  los  antecedentes 
por  el  conducto  que  corresponda  al  fiscal  del 
Tribunal  Supremo,  á  fin  de  que  comunique  al 
de  la  Audiencia  del  territorio  las  instrucciones 
necesarias  para  su  ejecución. 

4."  Que  el  alcalde  segundo  deFuentesaúco 
obró  en  cumplimiento  de  los  deberes  que  le 
imponían  las  leyes  sanitarias,  y  en  virtud  de  la 
autoridad  de  que  se  hallaba  revestido  como  re- 
presentante en  aquella  localidad  del  Poder  su- 
premo del  Estado. 

5."  Que  deben  ser  dobles  las  llaves  del  men- 
cionado cementerio,  á  fin  de  que  el  alcalde  y 
el  párroco  conserven  cada  uno  la  suya  y  pue- 
dan ejeixer  con  independencia  las  atribucio- 
nes que  respectivamente  les  corresponden. 

Y  hallándose  conformes.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.) 
con  el  preinserto  dictamen  en  lo  que  se  refiere 
á  este  Ministerio  por  la  cuestión  sanitaria  y 
administrativa,  se  ha  servido  resolver  como  en 
el  mismo  se  propone;  disponiendo,  en  lo  con- 
cerniente á  las  materias  espiritual  y  religiosa, 
que  se  remita  el  expediente  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  para  que  por  dicho  departa- 
mento se  le  proponga  la  resolución  que  consi- 
dere más  conveniente. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  13  de  Noviem- 
bre de  1872. — Ruiz  Zorrilla. — Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  de  Zamora.»  (Gac.  27  No- 
viejnbi'e.J 

■  X 

Otro  caso  de  denegación  de  seimllnra  eclesiástica  á 
nn  cadáver  por  el  procedimiento  sumario  ex  infor- 
mata  con^cientia.  No  puede  imponerse  esta  pena 
sin  previo  juicio  y  sentencia.  Dictámenes  del  Con- 
sejo de  Estado  y  resolución  de  S.  M. 

E.  O.  30  Mayo  1878. 

(GoB.)  «Enelexpedienteinstruidopor  doña 
Francisca  Brisolara  y  Barceló,  en  solicitud  de 
que  se  declare  ilegal  y  abusiva  la  inhumación 
de  su  padre  D.  José  en  el  cementerio  protes- 
tante de  Mahón: 

Resultando  de  cuantos  detalles  abraza  este 
expediente,  como  de  la  consulta  evacuada  por 
la  mayoría  de  las  Secciones  de  Gobernación  y 
Gracia  y  Justicia  del  C.  de  E.,  lo  propio  que 
del  voto  particular  de  la  minoría  de  ambas 
Secciones  y  de  la  refutación  que  á  este  voto 
acompaña: 

Resultando  que  D.  José  Brisolara,  al  tiempo 
de  su  muerte  en  Mahón,  de  donde  era  vecino, 
ocurrida  en  24  de  Febrero  de  1876,  después  de 
dictar  cuatro  días  antes  el  correspondiente 
testamento,  vivía  al  parecer  en  el  seno  del  ca- 
tolicismo, puesto  que  no  constaba  se  le  hubie- 
ra separado  de  este  g-remio,  previas  lascensu- 
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ras  y  el  expediente  con  los  descarg'os  y  recur- 
sos que  determinan  los  cánones: 

Resultando  que  el  fallecimiento,  según  cer- 
tificación facultativa,  fué  efecto  de  una  fiebre 
reumática,  la  cual,  tres  días  antes  del  suceso, 
privó  por  completo  al  enfermo  de  sus  faculta- 
des intelectuales: 

Resultando  que  solicitada  la  Extremaun- 
ción por  la  familia  del  Sr.  Brisolara,  le  fué  de- 
negada por  el  párroco  fundándose  en  que  no 
la  pedia  el  moribundo  (á  pesar  de  que  los  in- 
teresados expresaron  la  imposibilidad  física  y 
moral  de  verificarlo);  en  que  no  cumplía  des- 
de algún  tiempo  con  los  preceptos  de  la  Igle- 
sia, y  en  que  liabiéndose  personado  dos  días 
antes  el  propio  párroco,  una  vez  solo  y  otra 
acompañado  del  vicario,  en  casa  del  enfermo 
á  fin  de  reconciliarle  temiendo  que  muriese 
impenitente,  no  le  permitieron  acercarse  al  le- 
cho del  paciente  por  estar  privado  de  razón: 
Resultando  que  informando  el  párroco  al 
sufrag'áneo  de  Menorca,  á  la  sazón  en  Malión, 
participándole  lo  hecho  en  el  particular,  S.  I. 
encargó  dirigir  y  ejecutó  oraciones  públicas 
para  alcanzar  del  Altísimo  la  gracia  de  la  con- 
versión: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  D.  José 
Brisolara  sin  la  Extremaunción,  y  solicitán- 
dose por  su  hija  doña  Francisca  el  sepelio  ecle- 
siástico en  el  panteón  de  familia  que  el  difun- 
to poseía  en  el  camposanto,  el  mismo  párroco 
le  neg'ó  la  sepultura  eclesiástica: 

Resultando  que  á  instancia  de  dicha  atribu- 
lada señora,  el  alcalde  y  subgobernador  inter- 
pusieron sus  buenos  oficios  ante  el  Rdo.  pre- 
lado, quien  fallando  ex  informata  conscientia, 
aprobó  la  conducta  del  párroco: 

Resultando  que  en  vista  de  esta  resolución 
del  señor  obispo,  el  alcalde  y  el  subgoberna- 
dor, desestimando  la  demanda  de  la  familia  de 
Brisolara  para  que  el  enterramiento  se  hiciese 
en  el  cementerio  católico,  é  interinamente  en 
un  lugar  entredicho  y  á  propósito,  ordenaron 
que  el  cadáver  fuese  sepultado  en  el  cemente- 
rio protestante  por  carecerse  en  Mahón  del 
neutro  prevenido  en  la  R.  O.  de  16  Julio  1871: 
Resultando  que  también  le  fué  deneg'ada  á 
dicha  señora  doña  Francisca  Brisolara  por  el 
Juzgado  de  primera  instancia  la  información 
que  prometía  para  probar  el  catolicismo  de  su 
señor  padre  á  fin  de  que  no  se  le  impusiera  la 
pena  canónica  sin  la  debida  audiencia: 

Resultando  que  en  este  estado  y  con  tales 
resoluciones  la  expresada  señora,  persuadida 
de  que  su  difunto  padre  ha  vivido  siempre  en 
el  gremio  de  la  Igdesia  católica,  cumpliendo 
todos  sus  preceptos,  como  tiene  la  seguridad 
de  probarlo,  sin  que  ning-una  autoridad  ecle- 
siástica le  hubiera  reconvenido  ni  expulsado; 
en  que  educó  á  sus  deudos  en  la  misma  fe;  en 
qiie  desde  Febrero  de  1874  poseía  ad  perpe- 
tuam.  panteón  de  familia  en  el  cementerio  ca- 
tólico de  Mahón,  donde  abrigaba  el  propósito, 
no  sólo  de  trasladar  las  cenizas  'de  sus  hijos 
muertos  en  Nueva  Orleans,  sino  que  tenia  el 
de  pedir  licencia  al  Rdo.  obispo  para  erig'ir  en 
dicho  cementerio  un  altar  con  el  objeto  de  que 
en  él  se  celebrase  el  Santo  Sacrificio  do  la 
Misa  todos  los  días,  acudió  al  Gobierno  solici- 


tando amparo  y  protección  contra  el  terrible  y 
excepcional  fallo  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
cuya  gravedad  y  transcendencia  sume  á  toda 
la  familia  en  la  aflicción  y  el  desconsuelo: 

Resultando  que  reclamados  los  datos  nece- 
sarios, y  remitidos  por  este  Ministerio  á  infor- 
me de  las  Secciones  de  Gobernación  y  Gracia 
y  Justicia  del  C.  de  E.,  la  mayoría,  fundándo- 
se en  los  cánones,  leyes  y  prácticas  sobre  la 
materia,  reconocen:  primero,  que  la  concesión 
y  denegación  de  sepultura  eclesiástica,  si  bieu 
compete  á  los  ministros  de  la  Ig-lesia,  ha  de 
hacerse  de  conformidad  con  las  mismas  leyes 
y  cánones:  segundo,  que  en  el  caso  concreto 
objeto  de  la  demanda  la  privación  de  la  sepul- 
tura católica  al  cadáver  de  D.  José  Brisolara, 
impuesta  por  el  párroco  de  la  ig'lesia  de  San- 
ta María  de  Mahón,  y  aprobada  por  el  reve- 
rendo obispo  de  Menorca  ex  informafa  cons- 
cientia, no  se  obró  con  arreg'lo  á  derecho,  esto 
es,  previa  la  instrucción  del  oportuno  expe- 
diente canónico,  por  lo  cual  debe  instruirse 
para  que  recaig'a  el  fallo  que  en  justicia  pro- 
ceda: tercero,  que  como  tampoco  procedía  el 
enterramiento  de  dicho  cadáver  en  el  cemen- 
terio protestante,  y  sí  eu  el  que  para  estos  ca- 
sos se  dispone  en  la  R.  O.  de  16  de  Julio  de 
1871,  deberá  exhumarse  tan  pronto  lo  consien- 
tan las  leyes  sanitarias  á  fin  de  trasladarle  á 
dicho  cementerio  especial  ó  al  católico,  si  para 
entonces  como  resultado  de  la  información  y 
sentencia  así  se  hubiese  acordado:  cuarto,  que 
para  evitar  conflictos  futuros,  de  acuerdo  con 
el  Nuncio  de  Su  Santidad,  se  jn-ocurc  hacer 
saber  á  los  reverendos  obispos  que  la  jiriva- 
ción  de  sepultura  eclesiástica  no  puede  acor- 
darse ex  informata  conacientia,  siendo  nece- 
sario ordenarla  bajo  las  censuras  y  previo  el 
oportuno  expediente  canónico  mencionado;  y 
quinto,  que  esta  resolución  se  circule  á  las 
autoridades  para  que  á  ella  arreglen  su  con- 
ducta: 

Resultando  que  la  minoría  de  dichas  Seccio- 
nes sólo  difiere  de  la  mayoría  en  que  no  ha- 
biéndose procedido  en  dicha  privación  de  se- 
pultura con  arreglo  á  las  prescripciones  canó- 
nicas y  civiles,  se  debe  en  el  tiempo  o])ortuno, 
según  las  leyes  sanitarias  permitan,  prestar 
la  conveniente  protección  para  trasladar  los 
restos  de  D.  José  Brisolara  al  cementerio  ca- 
tólico y  mausoleo  de  familia  del  finado,  em- 
pleándose al  efecto  los  medios  de  inteligencia 
y  concordia  necesarios;  y  si  eu  estas  gestio- 
nes y  resolución  se  invierte  más  tiempo  del 
que  fuera  de  desear,  se  verifique  la  traslación 
provisional  seg'iin  propone  la  mayoría;  y  por 
riltimo,  que  se  hag'an  las  advertencias  conve- 
nientes á  las  autoridades  de  Mahón  por  no  ha- 
ber cumplido  lo  dispuesto  en  las  Rs.  Grds.  de 
2  de  Septiembre  de  1851  y  6  de  Octubre  de 
1859,  encargándoles  que  en  lo  sucesivo  ajus- 
ten su  conducta  á  lo  dispuesto  en  la  legisla- 
ción vigente: 

Vistas  las  sesiones  14,  23  y  24  del  Concilio 
de  Trento,  en  las  que  resulta  anulado  el  capí- 
tulo Xn  del  cuarto  de  Letrán.  donde  se  auto- 
rizaban los  fallos  ex  informata  conscientia: 

Vista  la  facultad  de  excomunión,  limitada 
por  nuestro  piadoso  Pontífice  Romano  Pío  IX 
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eu  la  bula  ApostoUcce  sedis  moderatione  con- 
venif: 

Visto  el  art.  45  del  último  Concordato: 

"Vistas  las  Rs.  Ords.  de  2  de  Septiembre  de 
1851,  G  de  Octubre  de  1859  y  16  Julio  1871  ': 

Considerando  que  la  privación  de  sepultura 
eclesiástica  y  exclusión  del  gremio  do  la  Igle- 
sia á  un  católico  que  habiendo  sido  bautizado 
ha  seguido  en  ella  sin  abjurar,  sin  ser  amo- 
nestado y  sin  existir  méritos  en  términos  de 
justicia  para  aseverar  que  haya  muerto  impe- 
nitente, es  una  pena  gravísima  y  terrible  que 
astil  reservada  por  la  misma  Iglesia  para  ca- 
sos muy  excepcionales  de  rebelión,  escarneci- 
miento, reprobaciones  y  desprecios  contra  el 
dogma,  y  sólo  aplicables  con  la  mesura,  mode- 
ración y  templanza  tan  propia  de  nuestra  ve- 
neranda doctrina  católica,  y  aun  así  precedí 
da  del  expediente  en  que  aparezcan  las  amo- 
nestaciones, audiencia,  la  sentencia  y  demás 
requisitos  que  los  sagrados  cánones  exigen  de 
conformidad  con  las  leyes  del  Reino: 

Considerando  que  en  ninguna  circunstancia 
puede  dictarse  ex  informata  conscicntia,  fallo 
qiie  únicamente  tiene  su  aplicación  taxativa, 
esto  es,  para  los  delitos  y  ordenaciones  de  los 
clérigos ,  á  cjuienes  los  reverendos  prelados 
pueden  castigar  y  denegar  dichas  Ordenes 
citando  en  conciencia  no  les  crean  dignos  de 
esta  g-racia,  pues  tratándose  del  derecho  de 
los  fieles  han  de  atemperarse  al  expediente  re- 
ferido: 

Considerando  que  no  habiéndose  instruido 
expediente  contv.a  el  difunto  D.  José  Brisola- 
ra,  mal  pudo  recaer  auto  judicial  ni  1«.  senten- 
cia prevenida  eu  los  cánones  con  la  audiencia, 
amonestación  y  trámite  que  en  los  mismos  y 
en  las  leyes  def  poder  temporal  se  determinan: 

Cousiclerando  que  esta  falta,  una  vez  come- 
tida, debe  subsanarse  con  decidido  espíritu  de 
concordia  y  de  recta  justicia,  procediendo  des- 
de luego  á  la  instrucción  del  expediente  á  fin 
de  que,  dejando  libre  el  derecho  de  la  Iglesia, 
se  abra  empero  la  defensa  de  la  familia  lasti- 
mada, y  obvie  la  alta  inspección  administrati- 
va que  en  los  actos  externos  del  culto  corres- 
ponde al  Gobierno  encargado  de  proteger  y 
amparar  á  los  subditos  con  arreglo,  no  sólo  á 
las  prácticas  usadas  en  todos  los  tiempos,  sino 
á  la  medida  y  necesidades  que  nacen  del  des- 
envolvimiento de  los  problemas  sociales  que 
agitan  los  pueblos,  á  las  leyes  del  Reino  y  á 
lo  pactado  en  el  Concordato: 

Considerando  cjue  las  autoridades  civiles  de 
Mahóu,  al  prevenir  el  enterramiento  del  cadá- 
ver de  Brisolara  en  el  cementerio  protestante, 
si  no  se  ajustaron,  como  hubiera  sido  de  de- 
sear, á  las  disposiciones  vigentes,  se  atempe- 
raron eu  lo  posible,  pues  no  existiendo  enton- 
ces sitio  adecuado  para  estas  inliumaciones,  al 
fin  en  el  cementerio  protestante  quedaba  el 
cadáver  al  abrig'o  de  toda  otra  profanación: 

Considerando,  por  último,  cuánto  conviene 
para  evitar  sucesos  análogos  que  á  los  ojos 


'  La  li.  O.  de  2  de  Septiembre  de  1851  y  la  de  6  de  Oc- 
tubre de  IS.'^fí,  son  las  insertas  bajo  el  cap.  IV,  Denega- 
ción de  sepultura  eclesiástica.  La  de  16  de  Julio  de 
187 1,  enlap.  484. 


mundanos  pudieran  afectar  á  la  benéfica  y 
piadosa  doctrina  de  la  Iglesia ,  ponerse  de 
acuerdo  con  el  Nuncio  de  Su  Santidad  á  fin  de 
cjue  Collatis  co^icüiis  se  haga  saber  á  los  *eve- 
rendos  obispos  que  la  privación  de  sepultura 
eclesiástica  debe  acordarse  en  virtud  de  expe- 
diente, scgúu  está  prevenido;  S.  M.  el  Rey 
(Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer,  con  vista  del 
dictamen  de  las  Secciones  de  Gobernación  y 
Gracia  y  Justicia  del  C.  de  E.: 

1."  Que  no  habiéndose  obrado  como  proce- 
día en  la  denegación  ex  informata  conscietifia 
de  la  sepultura  eclesiástica,  al  cadáver  de  don 
José  Brisolara,  el  muy  reverendo  obispo  de 
Menorca,  usando  de  su  autoridad,  proceda 
sin  levantar  mano  á  instruir  el  expodiente  ca- 
nónico con  arreglo  á  la  sesión  23  del  Concilio 
de  Trento  y  en  armonía  con  el  cap.  III  de  la 
sesión  24  del  mismo  Concilio,  recibiendo  las 
informaciones,  dando  audiencia  á  la  familia 
Brisolara,  admitiendo  justificantes  y  iiniendo 
testimonio  legal  del  testamento  del  difunto  y 
del  certificado  de  óbito  del  facultativo,  pro- 
nunciándose desde  luego  la  sentencia  que 
crea  justa,  y  concediéndose  á  los  interesados 
las  apelaciones  según  derecho  para  los  Ti-ibu- 
uales  eclesiásticos,  para  la  Audiencia  del  te- 
rritorio, y  en  su  caso  para  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia. 

2."  Que  como  no  debió  haber  sido  enterra- 
do el  cadáver  de  D.  José  Brisolara  en  el  ce- 
menterio protestante,  y  careciéndose  en  la  ac- 
tualidad del  que  determina  la  R.  O.  de  16  de 
Julio  de  1871,  se  proceda  con  arreglo  alo  dis- 
puesto en  la  R.  O.  de  13  de  Marzo  de  1848,  re- 
gla i."',  á  la  traslación  al  cementerio  católico 
del  citado  cadáver,  y  con  anuencia  de  la  aii- 
toridad  eclesiástica  se  cerque  con  verja  ó  pa- 
red el  espacio  que  comprenda  el  mausoleo  de 
la  familia  del  finado,  recomendando  la  pronta 
terminación  del  expediente  para  su  fallo  en 
definitiva. 

3.°  Que  á  fin  de  cortar  conflictos  de  esta 
índole  y  á  tenor  de  lo  mandado  en  el  art.  45 
del  último  Concordato,  disponiendo  que  las 
dificultades  que  puedan  surgir  entre  las  po- 
testades eclesiástica  y  civil  sean  arregladas 
Collatis  conciliis,  se  procure,  de  aenerdo  con 
el  Nuncio  de  Su  Santidad,  hacer  saber  á  los 
reverendos  obispos,  sin  que  por  esto  se  ofen- 
da su  claro  talento  y  recta  conciencia  que  los 
distingue,  que  la  privación  de  sepultvira  ecle- 
siástica sólo  podrá  acordarse  previo  el  oportu- 
no expediente  canónico  y  en  las  condiciones 
que  las  leyes  permitan, 

Y  4."  Que  se  comunique  esta  resolución  á 
las  autoridatfes  para  su  conocimiento  y  para 
que  arreglen  su  conducta  á  lo  que  las  leyes 
prescriben. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  30  de  Mayo  de 
1878.— Romero  y  Robledo.— Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  cíe...»  (Gac.  17  Junio.) 

La  anterior  resolución  dictada  á  consulta  y 
de  coiiformidad  con  el  dictamen  de  las  Seccio- 
nes de  Gobernación  y  Gracia  y  Justicia  del 
C.  de  E.,  está  basada  en  la.  buena  doctrina; 
pero  lio  por  eso  aciuietó  á  todos,  y  debió  tra. 
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bajarse  miielio  para  que.  el  Ministro  de  otro 
departamento,  sin  oir  al  C.  de  E.,  y  sin  tener 
nada  que  oponer  á  la  doctrina  consignada  en 
aquélla,  dijese  que  se  habían  suscitado  dudas 
en  su  inteligencia  y  la  aclarase  desautorizán- 
dola. La  Real  orden  anterior  fué  dictada, 
como  hemos  visto,  por  el  departamento  de  Go- 
bernación, y  he  aqui  lo  que  poco  después  dijo 
el  de  Gracia  y  Justicia  en  R.  O.  3  Enero  1879. 

(Grac.  y  Just.)  «limo.  Sr.:  Habiéndose 
suscitado  algunas  dudas  acerca  de  la  inteli- 
gencia y  cumplimiento  de  la  R.  O.  de  30  de 
Slayo  último  dictada  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación^  y  deseando  S.  M.  el  Rey  (quo 
Dios  guarde)  resolverlas  armonizando  como 
se  debe  los  derechos  del  Estado  con  la  libertad 
de  la  Iglesia  en  el  desempeño  de  su  augusta 
misión,  ha  tenido  ;l  bien  mandar  que  los  go- 
bernadores civiles  y  demás  autoridades  á  quie- 
nes corresponda  ejecutar  lo  dispuesto  en  la  ci- 
tada Real  orden,  procedan  de  acuerdo  con  los 
reverendos  prelados,  dejando  libre  el  derecho 
de  la  Icjlexia,  como  textualmente  se  expresa 
i'u  aquélla,  j^uf^s  no  fué  ni  pudo  ser  el  objeto 
de  dicha  soberana  disposición  despojar  ú  la 
Iglesia  de  la  facultad  que  exclusivamente  la 
compete  para  declarar  quiénes  mueren  dentro 
de  su  coniunión  y  quiénes  fuera  de  ella;  y  por 
consecuencia,  de  conceder  á  los  imos  y  negar 
d  los  oírosla  sepultura  eclesiástica  con  arre- 
glo ú  los  sagrados  cánones  y  á  los  convenios 
celebrados  con  la  Santa  Sede.  Es  .asimisnu)  la 
voluntad  del  Rey  que  cuando  muera  alguno 
fuera  de  la  religión  católica  y  no  haya  en  la 
])oblación  cementerio  propio  en  que  pueda 
dársele  sepultura,  se  entierren  los  restos  mor- 
tales de  los  que  eu  estas  circunstancias  fallez- 
can en  lugar  decoroso,  inmediato,  pero  sepa- 
rado del  cementerio  católico,  según  está  repe- 
tidamente prevenido,  evitando  toda  profana- 
ción bajo  la  más  estrecha  responsabilidad  de 
las  autoridades  que  dejen  de  cumplir  este  pre- 
cepto, estando  por  la  índole  de  sus  funciones 
obligadas  á  ello. — Lo  que  de  Real  orden,  y  por 
acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  tengo  el 
honor  de  participar  á  V.  I.  para  su  debido  co- 
nocimiento y  efectos  cousig'uientes. 

Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. — Madrid 
3  de  Enero  de  1879. — Calderón  y  Collantes. — 
Señor  Ubispo  de  Badajoz.» 


Son  ya  muchas  las  cuestiones  recientemente 
suscitadas  en  diferentes  localidades  sobre  un 
asunto  tan  grave,  y  en  las  más  hemos  visto 
que  el  Gobierno  no  ha  estado  conforme  con  la 
autoridad  eclesiástica.  ¿De  parte  de  quién  está 
la  razón? 

Preciso  es  convenir  en  que  no  siempre  pro- 
ceden los  alcaldes  y  los  gobernadores  con  el 
acierto,  moderación  y  prudencia  que  son  tan 
recomendables,  tratándose  de  una  materia  que 
en  el  fondo  es  privativa  de  la  jurisdicción  de 


la  Iglesia.  Pero  sería  también  de  desear  que 
los  párrocos  y  los  reverendos  prelados  obi-a- 
seu  con  toda  sobriedad  y  circunspección  no 
negando  la  sepultura  sino  á  los  que  mueran 
en  piiblica  y  escandalosa  impenitencia,  para 
no  obligar  á  la  autoridad  civil  á  salir  á  la  de- 
fensa de  sus  subordinados,  que  tienen  derecho 
al  amparo  y  protección  del  Gobierno  contra  la 
fuerza,  que  naturalhiente  se  supone  cuando  se 
procede  con  precipitación ,  como  indicando 
apasionamiento,  ó  cuando  falta  la  notoriedad 
de  la  imponitencia,  habiéndola  por  el  contra- 
rio de  la  buena  vida  y. costumbres  cristianas 
del  que  se  ve  privado  de  un  derecho  tan  res- 
petable como  la  sepultura  eclesiástica  '. 

Téng-ase  en  cuenta  que  es  esta  una  pena  te- 
rrible, una  verdadera  tribulación  para  la  po- 
bre familia  del  difunto.  Téng'ase  en  cuenta 
también  que  es  muy  fácil  equivocarse,  y  que, 
como  dice  el  Concilio,  hace  más  daño  que  be- 
neficio al  porvenir  de  la  Iglesia  cristiana  el 
lanzar  el  anatema  de  la  reprobación  sobre  una 
familia  honrada,  cuando  se  viene  á  imponer 
sin  forma  de  juicio,  tal  vez  sin  razón  y  sin  jus- 
ticia, acaso  por  resentimientos  personales  ó 
por  diferencias  políticas,  aunque  se  crea  jus- 
tificada en  apariencia  por  indicios  ó  por  sos- 
pechas, que  tantas  veces  eng'añan. 

Dios  es  todo  misericordia.  La  religión  cris- 
tiana es  toda  caridad;  y  si  nos  hacen  mucho 
agravio  para  con  el  mundo  los  qtie  juzgan  las 
interioridades  de  nuestra  conciencia,  cuando 
se  despojan  de  esa  santa  virtud,  ó  se  dejan 
arrastrar  por  debilidades  y  miserias  huma- 
nas... ¡ay  de  ellos,  ay  de  los  jueces  prevarica- 
dores, en  el  juicio  supremo  ó  inapelable  que  á 
todos  nos  está  reservado  en  la  eternidad! 

Mirando  bajo  otro  punto  de  vista  estas  cues- 
tiones, la  verdad  es  que  el  abandono  de  tan 
grave  asunto  por  parte  del  Gobierno,  ó  el  in- 
cumplimiento de  la  ley  por  parte  de  las  auto- 
ridades municipales,  es  el  principal  fundamen- 
to y  origen  de  tales  conflictos.  Habiendo  es- 
tado planteada  la  libertad  de  cultos  por  el  ar- 
ticulo 21  de  la  Constitución  de  18G9,  estándolo 
hoy  la  libertad  de  conciencia  por  el  11  de  la  de 
1876,  y  mirándose  más  por  algunos  á  la  tran- 
quilidad interior  de  su  alma  que  á  las  exterio- 
ridades, muchas  veces  falaces  y  engañosas, 


*  '^Aunque  la  espada  de  la  excomunión  sea  el  nervio  de 
ladisciplina  eclesiástica,  y  sea  en  extremo  saludable  para 
contener  d  los  pueblos  en  su  deber,  se  ha  de  manejar,  no 
obstante,  con  sobriedad  y  con  gran  circunspección,  pues 
ensena  la  experiencia  que  si  se  fulmina  temerariamente  ó 
por  leves  causas,  mis  se  desprecia  que  se  teme,  y  más  bien 
causa  daflo  que  provecho...»  (Concilio  de  Trento,  Se- 
sión XXV,  decreto  sobre  la  reforma,  cap.  III.) 
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se  presta  filcilmcute  esta  situacióu  al  eiTor  y 
al  abiiso. 

Para  evitar  uuo  y  otro,  y  evitar,  sobre  todo, 
el  escándalo  de  que  permanezca  insepulto  un 
cadáver  cuando  se  le  niega  la  sepultura  ecle- 
f-iástica,  siu  saber  á  dónde  conducirlo,  que  es 
casi  siempre  el  principio  de  estos  conñictos, 
uo  deberla  consentirse  que  pueblo  alguno  ca- 
reciera de  cementerio  civil  digno  y  decoroso, 
como  en  parte  está  mandado  por  la  ley  de  29 
de  Abril  de  1855  y  por  las  Rs.  Os.  de  16  de  Ju- 
lio de  1M71,  28  de  Febrero  de  1872  y  2  de  Abril 
de  1883,  que  eu  pocas  Municipalidades  se  han 
cumplido. 

Los  Gobiernos  se  preocupan  poco  de  esto, 
y,  como  hemos  visto,  en  los  distintos  conflic- 
tos que  han  ocurrido,  su  intervención  poste- 
rior invocando  la  doctrina  de  nuestras  leyes  y 
de  los  cánones,  no  ha  evitado  que  se  repoduz- 
can,  ni  menos  el  escándalo  que  causan  y  la 
perturbación  y  zozobra  que  llevan  á  las  fa- 
milias. 

Bastan,  pues,  estas  breves  consideraciones 
á  nuestro  propósito,  remitiéndonos  sobre  todo 
A  los  dictámenes  y  resoluciones  que  quedan 
insertos. 


Cuestión  sobre  si  debe  construirse  nn  nnevo  cenf  en- 
terio  ó  ampliarse  el  antiguo.  ¿Es  atribución  del 
Ayuntamiento  ó  del  gobernador? 

En  26  de  Enero  de  1876  varios  vecinos  de 
Turiellos,  Concejo  de  Lang-reo,  solicitaron  del 
gobernador  de  la  provincia,  que  vistas  las  ma- 
las condiciones  del  cementerio  existente,  era 
absolutamente  precisa  la  construcción  de  \ino 
uiievo  ó  el  ensanche  del  antiguo,  citando  la 
R.  O.  de  31  Agosto  1853,  á  fin  de  que  adoptase 
la  medida  correspondiente.  Pasada  la  solicitud 
á  informe  del  Ayuntamiento,  lo  emitió  favora- 
ble al  ensanche  del  cementerio  por  no  permitir 
los  fondos  municipales  la  construcción  de  otro 
nuevo,  y  el  gobernador  dispuso  que  se  forma- 
sen los  presupuestos  de  las  obras,  se  declara- 
sen éstas  de  utilidad  pública  y  se  señalaran  los 
fondos  con  que  contaba  el  pueblo  para  aquel 
efecto.  Cumplidas  estas  disposiciones  por  el 
Ayuntamiento  y  Junta  local  de  Sanidad,  se 
formó  el  presupuesto  de  las  obras  importante 
7.698  pesetas,  y  se  determinaron  los  fondos 
con  que  se  contaba.  El  g'obernador,  no  obstan- 
te haber  expresado  dos  facultativos  que  reco- 
nocieron el  terreno  en  <|ue  se  halla  el  cemen- 
terio ser  de  mala  calidad  para  el  objeto  á  que 
se  destina,  tener  en  sus  cercanías  ag-uas  pota- 
bles que  fácilmente  pueden  inficionarse  y  exis- 
tir en  las  inmediaciones  varias  casas  habita- 
das, aprobó  el  presupuesto  y  dispxiso  que  se 
empezaran  las  obras  de  ampliación  absoluta- 
mente necesarias,  pues  la  reforma  tenía  el  ca- 
rácter de  provisional  hasta  que  se  construye- 
ra nueva  necrópolis. 

Posteriormente  se  dirigió  á  dicha  aiitoridad 


D.  Eulogio  Castaño  alegando  que  había  bue- 
nos sitios  donde  con  poco  gasto  podría  cons- 
truirse el  cementerio,  y  que  en  cuanto  á  los 
fondos  con  que  se  contaba  para  ello  eran  ma- 
yores que  los  que  se  suponía. 

Examinados  los  terrenos  señalados  por  el  ex- 
ponente, y  remitido  al  gobernador  certificado 
de  los  fondos  disponibles,  mandó  éste  que  el 
Ayuntamiento  asociado  de  personas  compe- 
tentes eligiese  en  el  término  de  ocho  dias  el 
punto  eu  que  definitivamente  debía  levantar- 
se el  nuevo  cementerio,  resolviendo  al  mismo 
tiempo  que  las  obras  de  ampliación  del  antiguo 
se  limitaran  á  las  que  fueran  de  absoluta  ne- 
cesidad, como  cercar  el  terreno  que  se  adqui- 
riese; pero  sin  derribo  de  paredes  antiguas, 
construcción  de  capillas  y  otras  reformas  pri- 
mitivamente proyectadas. 

Reclamada  esta  providencia  ante  la  Supe- 
rioridad, pasó  el  expediente  á  consulta  de  la 
Sección  del  C.  de  E.,  que  en  lo  sustancial  la 
evacuó  en  la  siguiente  forma: 

«Este  asunto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  67  de  la  ley  municipal  vig'ente,  es  de 
la  exclusiva  competencia  del  Ayuntamiento, 
puesto  que  se  trata  de  la  hig-ieney  salubridad- 
del  pueblo,  si  bien  deberá  para  ello  ]ionerse  de 
acuerdo  con  la  a1.itoridad  eclesiástica  que,  se-  • 
giin  resulta,  ha  intervenido  en  el  caso  actual. 

Ciertamente  que  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia, como  delegados  del  Gobierno,  corres- 
ponde la  inspección  para  cuidar  de  que  se  ob- 
serven las  medidas  de  policía  é  higiene  nece- 
sarias, y  en  este  concepto,  conforme  al  art.  53 
de  la  ley  de  Sanidad  de  28  de  Noviembre  de 
1855,  les  compete  la  presidencia  de  las  Juntas 
provinciales  organizadas  para  este  objeto;  pero 
ni  en  la  misma  ley,  ni  en  la  provincial,  ni  en 
disposiciones  posteriores,  se  les  autoriza  para 
aprobar  los  presupuestos  de  las  obras  de  los 
cementerios  ó  disponer  do  qué  clase  hau  de 
ser  éstas:  tienen  sí  atribuciones  para  otorg'ar 
la  exhumación  de  los  cadáveres,  conforme  la 
R.  O.  de  19  de  Marzo  de  18-18;  para  cuidar  de 
que  se  sauifiquen  las  poblaciones  (Circ.  de  21 
de  Enero  de  1866),  y  para  llamar  la  atención 
del  Ayuntamiento  ,  cuando  los  cementerios 
existentes  no  reuniesen  las  condiciones  nece- 
sarias, hacia  la  necesidad  de  construir  otros, 
como  sucedió  en  el  expediente  promovido  por 
una  consulta  del  gobernador  de  la  provincia 
de  Málaga  que  motivó  la  R.  O.  de  31  de  Agos- 
to de  18.53  que  se  cita,  y  que  uo  es  aplicable  al 
caso  actual. 

Conforme,  pues,  á  todas  estas  disposiciones, 
pudo  el  g'obernador,  oyendo  á  la  ,Iunta  pro- 
vincial de  Sanidad,  dirigirse  al  Ayuntamiento 
para  que  remediase  los  hechos  perjudiciales  á 
la  salud  piiblica  que  se  le  denunciaran;  pero 
no  debió  a\'ocarse  el  conocimiento  como  en  al- 
zada de  las  disposiciones  aquella  Corporación, 
y  dictar  órdenes  sobre  la  construcción  del  ce- 
menterio. 

Resumiendo,  pues,  entiende  la  Sección  que 
es  asunto  el  dilucidado  en  el  expediente  de  la 
competencia  del  Ayuntamiento,  y  que  en  la 
materia  la  autoridad  superior  de  la  provincia 
sólo  puede  vig-ilar  por  que  se  cumplan  las  le- 
yes generales;  y  por  tanto,  opina  que  debe  re- 
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vocarse  la  providencia  del  g-ob(!rnador  de  la 
provincia  de  Oviedo,  objeto  del  recurso,  de- 
jando asi  expedito  el  derecho  de  la  Municipa- 
lidad de  Langreo  para  que,  asesorada  cou  la 
Junta  local  de  Sanidad,  determine  la  construc- 
ción de  un  nuevo  cementerio  ó  el  ensanche  del 
antiguo,  conforme  sea  nii\s  conveniente  á  los 
intereses  de  la  localidad. 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con 
el  preinserto  dictamen,  se  ha  servido  resolver 
como  en  el  mismo  se  propone. — De  Real  or- 
_  den,  etc.— Madrid  31  de  Diciembre  de  1876.— 
Romero  y  Robledo. — Sr.  Gobernador  de  la  pro 
vincia  de  Oviedo.»  (Gac.  12  Marzo.) 

XI 

Cuestión  sobre  sí  procedía  la  demolición  de  un  nue- 
vo cementerio  ya  edificado,  en  atención  á  que  no 
fué  acordada  su  construcción  por  el  Ayxintaniien- 
to  y  si  por  la  Junta  de  Sanidad,  etc. 

(GoB.)  Extracto. — La  Junta  de  Sanidad  de 
San  Román  autorizó  la  construcción  de  un  ce- 
menterio fuera  de  la  población,  y  apelado  su 
acuerdo  para  ante  el  g'obernador  por  el  veci- 
no D.  Miguel  Gómez,  fué  contírmado  por  la 
autoridad  provincial.  Construido  el  cemente- 
rio y  verificados  en  él  algunos  enterramien- 
tos, apeló  Gómez  al  Gobierno,  alegando  que  la 
licencia  para  edificar  el  camposanto  debió  con- 
concederla  el  Ayuntamiento  y  no  la  Junta  ad- 
ministrativa, y  que  se  había  infringido  la  Real 
orden  de  28  de  Agosto  de  1850.  El  Ministerio 
aprueba  la  resolución  del  gebernador,  de  con- 
formidad con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Go- 
bernación, que  es  como  sigue: 

«En  rigor,  con  arreglo  á  las  prescripciones 
vigentes  y  á  los  buenos  principios,  debiera  ac- 
cederse  á  la  pretensión  del  interesado,  y  asi 
tendría  la  Sección  la  honra  de  proponer  áV.  E. 
que  se  sirviese  hacerlo  si  no  comprendiese  que 
en  el  estado  actual  de  las  cosas  la  perturbación 
y  los  daños  que  una  resolución  en  este  sentido 
produciría  serían  de  más  importancia  y  g'ra- 
vedad  que  los  principios  que  con  ella  se  repa- 
rarían. 

La  demolición  del  nuevo  cementerio,  según 
pretende  el  reclamante  y  conforme  procede  en 
estricto  derecho,  traería  como  consecuencia 
inmediata,  puesto  que  no  es  probable  que  se 
pudiese  construir  otro  desde  luego,  la  inhuma- 
ción de  cadáveres  en  el  cementerio  antiguo, 
cuya  existencia  era  evidentemente  perjudicial 
por  hallarse  ado.sado  á  la  escuela  piiblica  y  en 
comunicación  con  la  iglesia;  y  una  vez  que 
se  trata  de  un  hecho  consumado  6  irreparable 
ya;  que  el  nuevo  cementerio  reúne  condicio- 
nes mucho  más  ventajosas  que  el  antignio;  que 
nadie  más  que  D.  Miguel  Gómez  ha  reclamado 
contra  la  obr^;  que  no  parece  que  su  existen- 
cia pueda  perjudicar  á  la  salud  del  interesado 
ni  á  la  de  su  familia,  por  cuanto,  además  de 
estar  situado  á  GO  metros  do  su  casa,  el  cemen- 
terio se  halla  á  la  parte  Norte  de  ésta,  cuyo 
viento,  conforme  se  asevera,  apenas  se  conoce 
en  el  país,  es  indudable  que  aun  cuando  debie- 
ra haberse  hecho  el  cementerio  más  apartado 
de  toda  habitación,  la  obra  es  ventajosa  para 
la  salubridad  del  pueblo,  y  que  no  parece  prác- 
tico ni  prudente  removerlo;  lo  cual  no  se  opo- 
ne á  que  si  Gómez  cree  tener  derecho  á  la  in- 


demnización de  perjuicios,  lo  haga  valer  don- 
de y  ante  quien  corresponda. 

Las  reglas  de  la  higiene  exigen,  como  ha 
apuntado  ya  la  Sección,  que  los  cementerios 
se  construyan  en  lugares  lo  más  apartado  po- 
sible do  toda  habitación;  pero  no  por  esto  pue- 
de sostenerse  fundadamente  que  se  haya  in- 
fringido la  R.  O.  de  28  de  Agosto  de  1850,  que 
señaló  como  distancia  la  de  1.500  varas  de  las 
puertas  ó  límites  de  la  población,  porque  ade- 
más de  haberse  dictado  especialmente  para 
Madrid,  en  todo  caso  sólo  podría  ser  aplicable 
á  los  grandes  centros  de  ijoblación,  pero  nun- 
ca á  las  localidades  de  corto  vecindario,  en  las 
cuales  las  casas  suelen  hallarse,  y  asi  sucedo 
en  San  Román,  muy  diseminadas. 

Si  no  mediaran  las  circunstancias  de  que 
queda  hecho  mérito,  la  Sección  propondría 
que  para  subsanar  la  falta  de  ritualidad  (|ue  se 
observa  en  el  expediente  se  devolviera  éste  al 
Ayuntamiento  para  que  acordara  lo  que  esti- 
mase oportuno  acerca  de  la  construcción  del 
cementerio;  pero  como  aparte  de  que,  dada  la 
índole  del  asunto,  es  tarde  para  llenar  dicha 
formalidad,  los  informes  emitidos  por  la  Cor- 
poración y  los  actos  en  que  ha  intervenido  de- 
muestran que  se  halla  conforme  con  la  obra,  y 
por  consiguiente  cuál  seria  el  acuerdo  que 
adoptase,  la  Sección  cree  que  lo  único  proce- 
dente es  exigirle  la  responsabilidad  por  haber 
desconocido  sus  facultades  y  faltado  á  sus  obli- 
gaciones permitiendo  que  sin  su  autorización 
se  construyera  una  obra  de  tanta  importancia 
como  un  cementerio. 

No  menos  reparable  es  la  conducta  del  go- 
bernador, porque  si  en  vez  de  resolver  el  asun- 
to en  el  fondo  lo  hubiera  devuelto  al  Ayunta- 
miento para  que  acordase  lo  que  creyera  pro- 
cedente, cuando  aiin  era  tiempo  de  hacerlo, 
puesto  que  no  se  había  bendecido  el  cemente- 
rio ni  inhumado  en  él  ningún  cadáver,  no  sa 
vería  el  Gobierno  en  el  caso  de  aprobar  por  la 
fuerza  de  estas  circunstancias  una  resolución 
dictada  en  un  expediente  que  adolece  de  un 
vicio  tan  esencial. 

En  resumen:  opina  la  Sección  que,  dejando 
á  salvo  los  derechos  de  que  D.  Miguel  Gómez 
se  crea  asistido  para  reclamar  indemnización 
de  perjuicios,  es  conveniente  aprobar  la  reso- 
lución apelada  del  gobernador.»  Así  se  resuel- 
ve. (R.  O.  18  Diciembre  1880.— Gac.  10  Enero 
de  1881.) 

XII 

Otra  cuestión  grave  sobre  construcción  de  cemente- 
rio. Se  resuelve,  en  vista  de  las  malas  condiciones 
de  los  cementerios  de  Fregenal  de  la  Sierra,  que  no 
se  permitan  sepelios  en  ellos  en  cuanto  esté  termi- 
nado el  mimicipal,  y  recordando  como  regl.a  geno- 
ral  las  disposiciones  que  deben  tenerse  presentes 
respecto  á  traslación  y  exhumación  de  cadáveres, 
limpia  y  monda  de  cementerios  y  construcción  de 
otros  nuevos,  tanto  jiara  los  católicos  como  para 
los  que  mueran  fuera  de  la  comunión  de  la  Iglesia. 

E.  0. 19  Mayo  18fe2. 

(GoB.)  «Con  esta  fecha  se  comunica  al  go- 
bernador civil  de  Badajoz  la  Real  orden  si- 
guiente: 

En  el  expediente  instruido  á  consecuencia 
de  las  malas  condiciones  de  hig'iene  en  (jue  se 
encuentran  los  cementerios  de  Fregenal  de  la 
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Sierra,  en  esa  provincia,  ha  recaído  la  Real 
orden  signiiente: 

«Vistos  los  informes  emitidos  por  la  Junta 
local  de  Sanidad  y  por  el  alcalde  de  dicha 
ciudad: 

Vistas  las  disposiciones  que  rig'en  en  esta  ma- 
teria, V  entre  ellas  las  Rs.  Os.  de  19  de  Marzo 
de  1848  Y  30  de  Enero  de  1851;  la  ley  de  29  de 
Abril  de  1855,  R.  O.  de  26  de  Febrero  de  1872 
y  otras: 

Considerando  que,  con  arreg'lo  á  las  pres- 
cripciones de  higiene  pública,  los  cementerios, 
como  establecimientos  de  mefitismo  pútrido 
permanente,  deben  estar  emjjlazados  por  lo 
menos  iV  medio  kilómetro  de  distancia  de  toda 
población,  caserío  ó  sitio  urbanizado,  y  de  todo 
camino  real,  y  situado  en  un  punto  elevado, 
contrario  á  la  dirección  de  los  vientos  domi- 
nantes, en  un  terreno  calizo  ó  niantilloso,  con 
el  declive  y  grado  de  humedad  convenientes, 
lejos  de  arroyos  ó  ríos  que  puedan  salir  de  ma- 
dre, de  pozos,  manantiales,  conductos  y  cañe- 
rías de  aguas  que  sirvan  para  bebida  de  los 
hombres  ó  de  los  animales  y  otros  usos  domés- 
ticos: 

Considerando  que  deben  tener  por  lo  menos 
una  extensión  quíntupla  con  relación  á  las  de- 
funciones que  se  calcule  puedan  ocurrir  en  un 
año,  á  fin  de  que  no  haya  que  remover  la  tie- 
rra de  una  sepultura  para  otra  inhumación 
hasta  qite  hayan  transcurrido  cinco  años,  con- 
tando con  que  el  terreno  debe  ofrecer  una  grue- 
sa cajia  de  tierra  removible,  y  que  cada  hoya 
para  un  solo  cadáver  debe  medir  dos  metros  de 
longitud  por  ocho  decímetros  de  ancho,  y  me- 
tro y  medio  ó  dos  metros  de  profundidad,  que- 
dando entre  una  y  otra  sepultura  un  espacio 
do  tres  A  cinco  decímetros  de  terreno  ó  pared 
interpuesta: 

Considerando  que  los  cementerios  son  recin- 
tos destinados  á  guardar  los  restos  y  honrar  la 
memoria  de  los  difuntos,  y  por  tanto  deben  es- 
tar convenientemente  vigilados  y  cercados  con 
una  muralla  de  dos  metros  de  altura,  con  puer- 
tas de  hierro  cerradas  con  candíldos,  y  provis-. 
tos,  además,  de  una  sala  mortuoria,  otra  para 
verificar  autopsias  y  embalsamamientos,  una 
capilla  y  una  habitación  para  el  vigilante: 

Considerando  que  ninguna  de  las  referidas 
circunstancias,  ó.  de  la  mayor  parte  de  ellas, 
reimen  los  cementerios  de  Fregenal  de  la  Sie- 
rra, siendo  por  lo  tanto  un  peligro  constante 
para  la  salud  pública  y  para  la  seguridad  de 
los  restos  humanos: 

Considerando  que  los  cementerios  son  esta- 
blecimientos locales,  y  que  por  consiguiente 
á  la  Administración  municipal  compete  adop- 
tar, en  armonía  con  la  doctrina  higiénica  ge- 
neral promulgada  por  el  Gobierno,  las  medi- 
das concernientes  á  la  conservación,  salubri- 
dad, ornato  y  custodia  de  los  mismos; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  la  Dirección  general  de  Be- 
neficencia y  Sanidad,  se  ha  dignado  resolver 
lo  siguiente: 

1."  Que  por  conducto  de  ese  Gobierno  ci- 
vil se  ordene  al  Ayuntamiento  de  Fregenal  de 
la  Sierra  no  permita  inhumar  cadáveres  en 
los  tres  cementerios  de  Santa  Catalina,  Santa 


María  y  Santa  Ana,  desde  el  momento  en  que 
se  halle  terminada  la  construcción  del  munici- 
pal, declarando  aquéllos  cerrados  é  inhábiles 
para  los  sepelios,  recogiendo  desde  luego  en 
los  respectivos  osarios  los  huesos  humanos  es- 
parcidos por  el  suelo,  y  evitando  en  absohito 
que  en  el  de  Santa  Ana  penetren  en  lo  suce- 
sivo seres  irracionales: 

2."  Que  respecto  de  la  exhumación  y  ti-as- 
lacióu  en  su  día  de  .los  restos  mortales  desde 
los  actuales  cementerios  almunicipal,así  como 
á  la  limpia  y  monda  de  aquéllos,  se  esté  en  uu 
todg  á  lo  preceptuado  en  las  citadas  Reales 
órdenes  de  19  de  Marzo  de  1848  y  30  de  Enero 
de  1851: 

3."  Que  bajo  la  inspección  y  vigilancia  de 
la  Junta  local  de  Sanidad  se  active  la  cons- 
trucción del  nuevo  cementerio  municipal,  con 
las  condiciones  que  exig'e  la  higiene  pública, 
respecto  á  la  distancia  y  situación  topográfica 
del  emplazamiento,  á  la  capacidad,  á  la  cons- 
trucción, á  la  naturaleza  del  terreno  y  á  la  se- 
g'uridad  de  los  restos  humanos,  edificando  den- 
tro de  los  mismos  el  correspondiente  osario, 
una  sala  mortuoria  ó  necroscomio  para  depo- 
sitar los  cadáveres,  otra  de  autopsias  ó  embal- 
samannentos,  una  capilla  y  una  habitación 
para  el  vigilante: 

4."  Que  con  arreglo  á  la  ley  de  29  de  Abril 
de  1855  y  á  ía  R.  O.  de  28  de  Febrero  de  1872, 
ya  citadas,  se  construya  anejo  al  cementerio 
católico  otro  de  la  capacidad  qvie  se  considere 
necesaria  y  con  las  mismas  condiciones  de  hi- 
giene, seg'iiridad  y  decoro  que  el  anterior, 
para  inhumar  los  cadáveres  de  aquellos  que 
fallezcanfuera  de  la  comunióndel  Catolicismo; 

Y  5.°  Que  estas  disposiciones  se  conceptúen 
como  de  carácter  g'eueral  en- cuantos  casos 
análogos  puedan  ocurrir  en  lo  sucesivo. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  19  deMavo  de 
1882.— González.»  ('Gac.  Si?  Jl/a¿/o.; 

XIII 

Cuestiones  sobre  posesión  de  las  llaves  de  los  cemen- 
terios. ¿Corresponde  conservarlas  á  los  alcaldes  ó 
á  los  párrocos  '? 

(GoB.)  «En  el  expediente  relativo  á  si  las 
llaves  del  cementerio  de  Restabal,  provincia 
de  Granada,  deben  estar  depositadas  en  poder 
del  alcalde  é  del  cura  párroco  de  la  expresada 
villa,  las  Secciones  de  Estado  y  Gracia  y  .Jus- 
ticia, de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo 
de  Estado,  con  fecha  5  del  mes  último  han  in- 
forníado  lo  sig-uiente: 

«Excmo.  Sr.:  Estas  Secciones  han  examina- 
do el  expediente  instruido  con  motivo  de  las 
contestaciones  que  han  mediado  entre  el  niuj' 
reverendo  arzobispo  y  el  gobernador  de  Gra-  ■ 
nada  sobre  si  corresponde  al  cura  párroco  ó  al 
alcalde  de  Restabal  conservar  las  llaves  del 
cementerio  de  la  misma  villa.  Siempre  es  sen- 
sible todo  conflicto  entre  las  autoridades,  pero 
sube  esto  de  punto  cuando  no  existe  ninguna 
razón  fundada  para  ello.  Esto  es  cabalmente 
lo  que  sucede  en  el  asunto  que  ha  motivado  el 
expediente  sobre  que  han  de  emitir  su  informe 


*     Ver  también  los  7mms.  VIII y  XIV,  y  en  el  apéndice 
de  tSS2,p.  122,  la  R.  O.  de  li  de  Febrero  del  mismo  aflo. 
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las  Secoioues.  Desde  los  primeros  tiempos  del 
Cristianismo  han  sido  considerados  los  cemen- 
terios como  lugares  sagradosypor  consiguien- 
te han  tenido  los  privileg'ios  y  prerrogativas 
de  tales.  Eran  consagrados  por  los  obispos 
con  las  ceremonias  que  para  el  efecto  estable- 
ce el  Ritual  Romano,  del  mismo  modo  que  se 
hacia  para  consagrar  las  iglesias.  Y  ;i  tal  pun- 
to lleg-ó  la  paridad,  que  se  estableció  la  nece- 
sidad de  la  reconciliación  de  estos  asilos  de 
muerte,  si  por  acaso  eran  profanados.  De  aquí 
procedieron  los  privilegios  de  que  han  estado 
en  posesión  los  cementerios  de  servir  de  luga- 
res de  asilo,  de  estar  exentos  del  comercio 
humano  é  incapacitados  para  ser  objeto  de 
lucro  ó  ueg'ociacióu,  de  no  poderse  juzgar  en 
ellos  pleitos  de  seglares  y  otras  prerrogativas 
semejantes.  Y  no  podia  suceder  otra  cosa,  por- 
que los  fieles  mientras  viven,  pertenecen  á  la 
sociedad  civil;  desde  que  mueren,  sus  restos 
pertenecen  A  la  Ig'lesia  que  les  recibe  y  con- 
duce al  cementerio  con  las  plegarias  y  oracio- 
nes de  los  difuntos,  y  les  da  sepultura  bende- 
cida como  parte  de  la  comunión  de  la  Ig'lesia 
eu  que  vivieron.  De  aquí  ha  procedido  la  parte 
tan  principal  que  la  autoridad  eclesiástica  ha 
tenido  siempre  en  todo  cuauto  se  ha  referido 
á  cementerios,  que  se  han  considerado  como 
una  parte  integrante  de  las  iglesias  parroquia- 
les. Ambos  derechos,  el  canónico  y  el  civil, 
están  conformes  en  esto.  Y'  para  que  resulte 
más  si  cabe  el  carácter  de  lugar  sagrado  que 
los  cementerios  tienen,  considérense  con  sus 
cruces  y  signos  de  la  religión  repartidos  por 
todas  partes,  con  la  concurrencia  de  fieles  que 
á  ellos  asiste,  con  el  recogimiento  que  el  lu- 
gar inspira,  con  el  sentimiento  relig'ioso  que 
por  todas  partes  se  difunde,  con  las  oraciones 
que  por  el  eterno  descauso  de  los  muertos  se 
escuchan. 

Si  se  examina  la  dirección  y  administración 
de  los  cementerios,  se  verá  que  por  la  ley  4.", 
titulo  Xlll,  Part.  1.^,  correspondía  á  los  obis- 
pos señalarlos,  fijar  su  extensión  y  amojonar- 
los. D.  Carlos  III  por  cédula  de  ¡i  de  Abril  de 
1787,  que  es  la  ley  1.=-,  tit.  III  de  la  Nov.  Rec, 
restableciendo  la  disciplina  de  la  Iglesia  en  el 
uso  y  construcci'óu  de  cementerios  según  el 
Ritual  Romano,  dispuso  que  ésta  se  verificase 
á  la  menor  costa  posible,  bajo  el  plan  ó  diseño 
que  harían  formar  los  curas  de  acuerdo  con  el 
corregidor  del  partido,  costeándoselos  gastos 
de  los  caudales  de  fábricas  de  iglesias  si  los 
hubiere,  prorrateándose  lo  que  faltase  entre 
los  jiartlcipes  en  diezmos,  ayudando  también 
los  caudales  públicos. 

Por  la  R.  O.  de  2  de  Junio  de  1833,  encar- 
gándose la  construcción  de  cementerios  eu 
todos  los  pueblos,  se  ordenó  que  donde  se  ale- 
gase y  probase  que  las  fábricas  de  las  iglesias 
no  tienen  fondos  para  construirlos,  se  eche 
mano  de  los  de  propios  donde  puedan  sopor- 
tar este  gravamen,  y  .si  tampoco  éstos  existen, 
los  Ayuntaiuieutos  propoug'an  los  medios  que 
consideren  más  adecuados  para  tan  importan- 
te objeto.  Se  ve,  pues,  con  qué  es|)ecial  cuida- 
do han  tratado  las  leyes  do  poner  de  manifies- 
to la  intervención  que  se  ha  concedido  á  las  au- 
toridades eclesiásticas  v  á  las  iglesias  en  este 


particular,  ya  concediéndolas  el  tomar  la  ini- 
ciativa, ya  presentando  los  fondos  municipa- 
les como  obligados  en  primer  término  á  cos- 
tear estas  obras.  Es  consecuencia  natural  y  ló- 
gica de  esto  que  la  custodia  de  los  cementerios 
esté  cometida  á  las  autoridades  eclesiásticas, 
cuya  primera  intervención  siempre  ha  sido  re- 
conocida i)ar  las  leyes,  y  uo  debe  ser  obstácu- 
lo para  ello  el  que  un  cementerio  haya  sido 
construido  con  fondos  municipales,  porque  no 
por  eso  se  habrá  cambiado  la  esencia  del  lugar, 
puesto  que  desde  el  momento  en  que  haya  sido 
consagrado  pertenece  á  los  bienes  de  la  Igle- 
sia inalienables.  Muchas  iglesias  hay  cons- 
truidas con  fondos  de  los  pueblos  y  de  que  son 
patronos  los  Ayuntamientos;  sin  emljargo,  á 
ninguno  se  le  ocurrió  la  pretensión  de  tener  eu 
su  poder  las  llaves,  que  corresponden  al  párro- 
co. Téngase  presente  además  que  en  el  caso 
particular  á  que  se  refiere  el  expediente,  ni  si- 
quiera se  han  tomado  el  alcalde  de  Restabal  y 
gobernador  de  la  provincia  la  molestia  de  acre- 
ditar que  el  cementerio  de  este  pueblo  ha  sido 
construido  á  expensas  de  los  bienes  de  pro|)ios. 

Si  se  consultan  los  antecedentes  que  sobre 
asuntos  análogos  existen  eu  el  Consejo,  se 
verá  que  cuantas  consultas  se  hau  evacuado 
lo  hau  sido  eu  este  sentido.  Eu  un  expediente 
promovido  con  motivo  de  cuestiones  suscita- 
das entre  el  Ayuntamiento  de  Falencia,  que 
amplió  el  cementerio  con  fondos  de  propios  y 
construyó  una  capilla,  y  el  obispo  de  la  dióce- 
sis, sobre  exacción  de  los  derechos  do  sepultu- 
ra, las  Secciones  de  Gracia  y  Justicia  y  Gober- 
nación informaron  en  23  de  Octubre  de  1817 
que  no  había  podido  nunca  ponerse  en  duda  el 
caráctai-  eclesiástico  del  cementerio  de  Falen- 
cia, pues  la  circunstancia  de  que  una  parte  ha- 
bía sido  costeada  por  fondos  municipales,  ni 
alteraba  su  naturaleza,  ni  era  más  que  el  cum- 
plimiento de  la  ley  1.^,  tit.  III,  lib.  I  de  la  No- 
vísima Kec,  debiendo  considerarse  como  cosa 
religiosa  sujeta  á  la  autoridad  del  Ordinario. 
Formóse  después  un  reglamento  de  mutuo 
acuerdo  entre  ambas  autoridades,  y  habiendo 
sido  oídas  para  su  aprobación  las  mencionadas 
Secciones,  en  24  de  Junio  de  184'J  informaron 
que  debía  aprobarse;  y  partiendo  del  principio 
que  los  cementerios  deben  considerarse  como 
dependencias  eclesiásticas,  se  estableció  en  el 
art.  24  del  expresado  reglamento  que  el  cape- 
llán nombrado  por  el  Ayuntamiento,  aprobado 
por  el  obispo,  y  revocalíle  por  éste  ad  niittim, 
tendría  la  llave  del  cementerio,  entregándose- 
la de  día  al  sepulturero.  En  el  expediente  ins- 
truido con  motivo  de  la  denegación  de  sepul- 
tura eclesiástica  al  cadáver  de  Martín  de  La- 
serna,  en  Villaverde  de  Trucios,  provincia  de 
Santander,  dispuso  el  gobernador  que  el  pá- 
rroco entregase  la  llave  del  cementerio  al  al- 
calde: y  oídas  las  mismas  Secciones  de  Gracia 
y  Justicia  y  Gobernación,  al  informar  sobre  el 
fondo  de  la  cuestión,  lo  hicieron  también  ma- 
nifestando que  se  obligase  al  alcalde  á  que  in- 
mediatamente devolviese  dicha  llave  al  párro- 
co, que  era  á  quien  correspondía  tenerla. 

No  por  esto  se  priva  á  la  Administración  de 
la  justa  intervención  que  debe  tener  en  los  ce- 
menterios eu  todo  lo  que  se  refiere  á  su  policía 
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y  ríg'imeii  en  cuanto  tiene  relación  con  la  sa- 
lud. Desde  las  leyes  de  Partida  hasta  las  dis- 
posiciones más  recientes,  se  ha  reconocido  esta 
intervención  para  que  por  nadie  sea  disputa- 
da. Las  autoridades  administrativas  pueden 
y  deben  examinar  los  cementerios  para  ver  si 
se  cumple  con  las  prescripciones  legales  acer- 
ca de  las  sepulturas;  celar  cuidadosamente 
para  que  se  construyan  donde  no  las  haya, 
ejerciendo  iina  policía  severa,  no  sólo  en  que 
para  su  construcción  se  guarden  las  reg'las  al 
efecto  establecidas,  sino  también  en  los  depó- 
sitos de  cadiiveres,  entierros  y  exhumaciones. 

Es  cuanto  se  refiere  á  cementerios  mixti- 
fori;  pero  cada  una  de  las  autoridades  que  in- 
tervienen en  el  asunto  tienen  terminantemen- 
te deslindadas  sus  atribuciones  de  modo  que 
puedan  ejercerlas  sin  lastimarse.  Siempre  que 
las  autoridades  locales  teng'an  que  entrar  en 
los  cementerios  para  cumplir  con  su  cometido 
pueden  hacerlo,  y  el  párroco  ó  quien  en  su 
nombre  teng'a  la  llave  deberá  franqiiearla  in- 
mediatamente, de  modo  que  el  servicio  públi- 
co pueda  llenarse  sin  retraso  y  sin  obstáculo 
alguno. 

Opinan  las  Secciones  puede  servirse  V.  E. 
consultar  á  S.  M.  que  al  cura  párroco  y  no  al 
alcalde  de  Restabal  corresponde  tener  las  lla- 
ves del  cementerio  de  dicha  villa,  con  la  obli- 
gación de  facilitarlas  á  dicho  alcalde  ó  á  cual- 
quier deleg'ado  en  su  nombre  siempre  que  las 
pidan  para  el  ejercicio  de  su  cometido. 

Y  habiéndose  servido  resolver  S.  M.  de 
acuerdo  con  el 'preinserto  informe,  de  su  Real 
orden  lo  comunico  á  V.  S.  como  regla  general 
paralo  sucesivo. — MadridlSdeMarzo  de  18tíl.» 
(C.  L.,  t.  85,  p.  654.) 

Otro  conflicto  surgido  entre  el  alcalde  de  Plasencia 
y  el  oljispo  de  la  diócesis  sobre  posesión  de  las  lla- 
ves del  cementerio  *. 

(GoB.)  «Dada  cuenta  á  S.  M.  del  expedien- 
te instruido  en  la  Dirección  general  de  Bene- 
ficencia y  Sanidad  con  motivo  del  conflicto 
surg'ido  entre  el  reverendo  obispo  de  esa  dió- 
cesis y  el  alcalde  de  Plasencia  sobre  la  pose- 
sión de  las  llaves  del  cementerio  do  esta  ciu- 
dad, constrxiido  á  expensas  del  Municipio: 

Vistas  la  R.  O.  de  18  de  Marzo  de  18G1,  que 
trata  del  fuero  mixto  respecto  de  los  campo- 
santos, y  la  de  13  de  Noviembre  de  1872,  expe- 
dida ])or  virtud  de  competencia  entre  las  dos 
referidas  autoridades,  cuya  disposición  se  fun- 
dó en  la  acordada  del  C.  de  E.  por  haber  pre- 
tendido el  limo.  Sr.  obispo  de  Zamora  que  se 
derogase  la  de  25  de  Noviembre  de  1871,  rela- 
tiva á  la  sepultura  sagrada  que  se  dio  en  el  ce- 
menterio de  Fuentesaúco  á  un  cadáver: 

Vista  la  quinta  conclusión  del  acuerdo  refe- 
rido, por  el  cual  opinó  el  C.  de  E.  que  deben 
los  cementerios  tener  dos  llaves,  con  objeto  de 
que  las  autoridades  municipal  y  eclesiástica 
posean  cada  una  la  suya,  y  puedan  por  este 
medio  ejercer  con  independencia  la  primera 
cuanto  referirse  pueda  á  la  higiene,  policía  y 
orden  dentro  de  aquellos  recintos,  y  la  segnm- 


»     Ver  los  núms.  VIH ;/  XIII. 


da  en  lo  que  hace  relación  á  las  materias  es- 
piritual y  religiosa:  •■ 

Vista  la  R.  O.  de  14  de  Julio  de  1879,  dicta- 
da también  con  motivo  de  otra  competencia 
promovida  entre  las  autoridades  civil  y  ecle- 
siástica de  Soria  sobre  la  posesión  de  las  lla- 
ves del  camposanto  de  aquella  capital,  que 
fué  expedida  en  vista  de  la  acordada  del  Con- 
sejo de  Estado,  fecha  27  de  Junio  del  mismo 
año,  encargándose  en  ella  el  cumplimiento  de 
la  de  13  de  Noviembre  de  1872; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  resol- 
ver que  se  esté  á  lo  prevenido  en  las  Rs.  Os.  de 
13  de  Noviembre  de  1872,  14  de  Julio  de  1879 
y  la  conclusión  quinta  de  la  acordada  del  Con- 
sejo de  Estado,  en  que  se  fundó  la  primera  de 
estas  Reales  disposiciones;  es  decir,  que  el  ce- 
menterio de  Plasencia  tenga  dos  llaves,  una 
en  poder  de  la  autoridad  municipal  y  la  otra 
en  el  de  la  eclesiástica,  con  el  objeto  que  ante- 
riormente queda  expresado. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  22  de  Enero  de 
1883. — GuUón. — Sr.  Gobernador  de  la  provin- 
cia de...»  (Gac.  28  Enero.) 

XIV    (llipllCHdO. 

Cuestión  promovida  por  el  reverendo  obispo  de  Túy 
sobre  el  sepelio,  en  lugar  profano,  de  nn  párvu- 
lo bautizado;  Doctrina  sobre  jurisdicción  compe- 
tente para  dirimir  cuál  haya  de  ser  el  lugar  del 
enterramiento  de  los  párvulos  i^ue  mueran  dentro 
ó  fuera  del  gremio  de  la  Iglesia,  y  sobre  alcance 
del  derecho  concedido  á  los  padres  de  designar  se- 
pultura para  el  hijo  impúber;  Ilesolucióu  con  ca- 
rácter de  regla  general. 

(GnAC.  y  JusT.)  «En  el  expediente  instruido 
en  el  Ministerio  de  la  Gobernación  á  instancia 
de  V.  E.  sobre  que  se  declare  ilegal  el  enterra- 
miento en  el  cementerio  civil  de  Ribadavia 
del  cadáver  del  párvulo  católico  Abraham  Gó- 
mez Pérez  y  se  ordene  la  traslación  de  sus 
restos  al  cementerio  católico  de  dicha  villa, 
cuyo  expediente  fué  remitido  á  este  Ministe- 
rio para  que  en  su  vista  se  dictase  la  resolu- 
ción procedente,  el  C.  de  E.  en  pleno  ha  emi- 
tido el  sig'uieute  informe: 

«Excmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  R.  O. 
de  16  de  Julio  iiltimo,  dictada  por  el  Ministe- 
rio del  digno  cargo  de  V.  E.,  el  Consejo  ha 
examinado  con  el  deteninúento  que  lo  delica- 
do de  la  materia  sometida  á  su  consulta  re- 
quiere, el  expediente  incoado  por  el  reveren- 
do obispo  de  Túy  sobre  el  conflicto  ocurrido 
entre  dicha  autoridad  y  la  del  alcalde  de  Ri- 
badavia,  de  la  provincia  de  Orense,  con  moti- 
vo de  la  inhumación  del  párvulo  católico  Abra- 
ham Gómez  Pérez  en  el  cementerio  civil  de 
aquel  pueblo.   . 

Resultando  de  los  antecedentes  remitidos: 

Que  con  fecha  14  de  Junio  de  1887  el  revé-    i 
rendo  prelado  de  Túy  ofició  al  Ministerio  de  l^al 
Gobernación  denunciando  el  hecho  de  que  el  7l| 
de  Febrero   anterior    ocurrió   en  Ribadavia, 
pueblo  de  su  jurisdicción  diocesana,  el  falleci- 
miento del  niño  católico,  de  seis  años,  Abra- 
ham Gómez  Pérez,  cuyo  cadáver,  á  petición 
del  padre,  y  previa  autorización  de  la  Alcai- 
día, fué  inhumado  en  el  cementerio  civil  de 
dicha  localidad. 

Añade  asimismo  el  prelado  que  al  enterarse 
de  lo  sucedido  lo  puso  eu  conocimiento  del  go- 
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bernailor  de  la  provincia,  denuiu-iáiifiole  el 
ciiso  y  pidu'udnle  que  pusiese  el  remedio  po- 
sible al  daño  hecho  para  dejar  ;'i  la  Iglesia  eu 
el  lugar  que  le  correspondía. 

Que  á  esta  comunicación  contestó  el  g-ober- 
nador  con  otra,  eu  la  que  decia  que  había  dis- 
puesto instruir  expediente  para  que  las  leyes 
se  cumplieran  rigurosamente  y  se  dejasen  en 
su  lugar  los  derechos  de  la  Ig'lesia: 

Que  después  de  varias  comunicaciones  crvi- 
zadas  entre  ambas  autoridades,  y  en  vista  de 
que  al  asunto  no  se  pouia  un  pronto  y  satis- 
factorio término,  concretó  sus  pretensiones  en 
la  liltima  comunicación  dirig'ida  A  la  autori- 
dad civil  de  la  provincia  en  13  de  Marzo  de 
aquel  año,  reduciéndolas  á  los  tres  puntos  si- 
guientes: 

1."  Reprobación  pública  del  hecho  do  ha- 
berse privado  de  sepultura  católica  á  un  ca- 
tólico. 

2."  Que  á  costa  de  los  autores  se  trasladase 
el  cadáver  al  cementerio  católico  tan  luego 
como  lo  permitan  las  leyes  sanitarias,  aislán- 
dose hasta  tanto  la  sepultura  y  levantándose 
un  acta,  ó  poniéndose  una  inscripción  en  que 
constase  esta  determinación. 

Y  3."  Que  se  impusiera  al  alcalde  la  opor- 
tuna corrección,  ó  q\ie  se  le  hicieran  las  adver- 
tencias correspondientes  para  evitar  la  repeti- 
ción de  hechos  de  esta  naturaleza. 

Que  transcurridos  veinticuatro  días  sin  to- 
marse por  el  gobernador  determinación  algu- 
na, es  por  lo  que  elevaba  la  queja  al  Ministerio 
de  la  Gobei-uación,  con  súplica  de  que  se  orde- 
nase el  aquella  autoridad  ejecutara  lo  propues- 
to por  el  prelado  en  los  tres  puntos  referidos. 

Dado  por  el  obispo  de  Tiiy  traslado  de  esta 
comunicación  á  ese  Ministerio,  impetró  de  éste 
su  valimiento  cerca  del  de  Gobernación  para 
el  más  pronto  y  favorable  despacho  de  sus  pre- 
tensiones. 

El  Negociado  de  la  Sección  correspondiente 
de  ese  Ministerio,  estimando  ajustadas  á  dere- 
cho las  pretensiones  formuladas  por  el  Ordina- 
rio de  Túy,  fundándoseeu  que  asi  como  la  Ig'le- 
sia tiene  derecho  de  neg'ar  la  sepultura  ecle- 
siástica al  individuo  que  muere  fuera  de  su  co- 
munión, lo  tiene  también  para  hacer  que  se  le 
dé  al  que  muere  dentro  de  ella;  y  en  que  con  el 
caso  ocurrido  en  Ribadavia  había  padecido  de- 
trimento la  jurisdicción  eclesiástica,  propuso 
que  procedía  llamar  sobre  este  punto  la  aten- 
ción del  Ministerio  de  la  Gobernación,  signifl- 
cándole  al  propio  tiempo  la  conveniencia  de 
que  adoptara  la  resolución  que  estimase  ade- 
cuada al  fin  de  que  no  resultara  lastimada  la 
autoridad  del  prelado  en  su  justificada  peti- 
ción, de  conformidad  con  cuvo  dictamen  se  ex- 
pidió la  R.  O.  de  5  de  Julio'de  1887. 

En  23  del  mismo  mes  y  año  instó  de  nuevo  el 
prelado  á  Gobernación  invocando  en  nombre 
de  la  religión  y  los  sagrados  cánones  concul- 
cados, toda  vez  que  á  pesar  de  la  anterior  Real 
orden  nada  se  disponía  por  el  indicado  Centro 
ministerial,  continuando  el  escándalo  con  befa 
de  los  autores  de  la  violación,  por  lo  cual  soli- 
citaba que  cuanto  antes  se  impusiese  un  co- 
rrectivo. 

Reiteró  en  10  de  Octubre  de  dicho  año  sus  sú- 


plicas el  prelado,  y  con  fecha  31  del  mismo  mes 
se  expidió  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación 
Real  orden  contestando  á  la  de  5  de  Julio,  ex- 
pedida por  ese  departamento,  en  la  que  se  de- 
claró que  aquel  Ministerio,  tratándosede  asun- 
to de  tanta  importancia,  habla  creído  indispen- 
sable la  formación  de  expediente,  que  en  su  día 
sería  sometido  á  informe  del  C.  de  E.,  y  se  re- 
solvería como  en  justicia  procediese,  procu- 
rando establecer  una  jurisprudencia  que  hoy 
no  existe,  y  armonizar  los  derechos  de  la  auto- 
ridad eclesiástica  con  el  que  pueda  asistir  á  los 
padres  del  párvulo  inhumado  en  el  cementerio 
civil  de  Ribadavia. 

Comunicada  la  Real  orden  anterior  al  Ordi- 
nario de  Túy,  éste,  eu  nueva  comunicación  di- 
rigida á  ese  Miuisterio  en  23  de  Enero  de  1888, 
quejándose  de  que  con  dicha  disposición  se  re- 
tardaba, en  vez  de  satisfacer,  la  plenitud  de  la 
justicia  de  sus  demandas,  sin  renunciar  á  lo 
que  estimaba  indisputable  derecho,  pidió  que 
desde  lueg'O  se  interesase  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación para  que  hiciera  extensiva  al  caso 
de  Ribadavia  la  R.  O.  de  13  de  Octubre  del  87 
expedida  por  el  mismo,  por  la  que  se  resolvió 
un  caso  idéntico  ocurrido  en  la  diócesis  de 
Cueuca,  mandando  aislar  el  sitio  del  enterra- 
tniento  del  párvulo  Juan  Jesús  Carretero  y 
Araque,  en  tanto  que  transcurrido  el  plazo 
señalado  por  las  disposiciones  sanitarias  se 
procedía  á  la  exhumación  é  inmediato  sepelio 
en  el  ceinenterio  católico. 

Con  R.  O.  de  13  de  Febrero  se  pasó  copia  á 
Gobernación,  siguiñcándole  nuevamente  la 
conveniencia  de  que  defiriera  á  la  petición  del 
prelado,  si  el  estado  del  expediente  lo  permi- 
tía y  lo  estimaba  procedente. 

En  13  de  Abril  y  con  Real  orden  de  esa  fe- 
cha, dictada  de  conformidad  con  lo  [iropuesto 
por  la  Sección  de  Orden  público  del  Ministerio 
de  la  Gobernación,  se  remitió  á  ese  departa- 
mento el  expediente,  interesándole  la  conve- 
niencia de  que  con  audiencia  del  C.  de  E.  eu 
pleno,  recayese  una  resolución  de  carácter 
general,  que  determinase  el  derecho  de  la 
Iglesia  y  el  que  pudiera  asistir  por  las  leyes 
civiles  á  los  padres  eu  los  casos  de  enterra- 
miento de  párvulos. 

Al  expediente,  compuesto  de  comunicacio- 
nes y  Reales  órdenes  á  que  en  este  extracto 
se  hace  referencia,  acompaña,  eptre  los  ante- 
cedentes remitidos  por  el  gobernador  de  la 
provincia  de  Orense,  una  certificación  de  la 
Alcaldía  de  Ribadavia,  en  la  que  se  afirma 
ser  cierto  el  hecho  denunciado,  y  al  mismo 
tiempo  se  unen  por  vía  de  ilustración  dos  re- 
soluciones adoptadas  teleg-ráficamente  por 
aquel  Ministerio  en  dos  casos  ocurridos  en  Mo- 
eejón,  provincia  de  Toledo,  y  en  Barcelona, 
resoluciones  en  las  que  se  sienta  la  doctrina 
«de  que  los  menores  de  edad  deben  ser  ente- 
rrados bajo  la  religión  que  determinen  sus 
padres». 

El  Negociado,  en  vista  del  nuevo  giro  dado 
al  expediente,  por  lo  que  hace  al  caso  concre- 
to del  conflicto  ocurrido  en  Ribadavia,  mantu- 
vo sus  afirmaciones  de  acuerdo  con  las  que  se 
expidió  la  ya  citada  R.  O.  de  5  Junio  de  1887, 
resolviendo  á  favor  de  las  pretensiones  del  re- 
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verendo  obispo  de  Tiiy.  Y  por  lo  que  concer- 
nía á  la  necesidad  de  dictar  una  medida  que 
por  su  carflcter  general  evitase  este  género 
de  cuestiones,  la  estimaba  procedente;  y  á  di- 
cho fin  expuso  la  doctrina  sobre  que  tal  reso- 
lución debia  fundarse,  deduciendo  sus  conclu- 
siones en  el  sentido  de  que  á  la  autoridad 
eclesiástica  corresponde  la  facultad  de  exigir 
que  el  párvulo  bautizado  descanse  en  lugar 
sagrado;  pero  que  por  la  naturaleza  mixta  é 
importancia  del  asunto,  procedía  se  obrase  de 
acuerdo  con  el  Nuncio  de  Su  Santidad,  y 
oyendo,  desde  lueg'o,  el  parecer  del  Consejo 
de  Estado  en  pleno. 

'  En  16  de  Julio  de  1888  se  dictó  Real  orden, 
en  cumplimiento  de  la  cual  evacúa  el  Consejo 
su  consulta. 

Con  tales  antecedentes,  y  entrando  de  lleno 
en  el  estudio  del  fondo  de  la  cuestión  que  en 
este  expediente  se  ventila,  toda  ella  queda,  en 
sus  más  precisos  términos,  reducida  á  resol- 
ver cuál  de  las  dos  jiotestades,  si  la  eclesiásti- 
ca ó  la  civil,  representante  en  estos  casos  de 
los  derechos  del  padre,  es  la  competente  para 
clirimir  cuál  haya  de  ser  el  lugar  del  enterra- 
miento de  los  párvidos  que  mueren  dentro  ó 
fuera  del  gremio  de  la  Iglesia,  según  que  ha- 
yan ó  no  recibido  el  Sacramento  del  Bautismo. 

No  pudiendo  negarse  á  la  Iglesia  los  carac- 
teres que  la  constituyen  como  una  sociedad 
perfecta,  dentro  del  orden  de  lo  esencial  á  que 
su  imperio  se  contrae,  evidente  es  su  jurisdic- 
ción en  todo  aquello  que  de  un  modo  directo 
toque  ó  se  relacione  con  los  derechos  espiri- 
tuales que  á  ella  sólo  atañe  definir  y  recono- 
cer ó  neg'ar  en  uso  de  su  poder  legislativo.  Es 
asimismo  axiomático,  en  buenos  principios 
canónicos,  que  la  sepultura  eclesiástica  es  un 
derecho  espiritual  perfecto  que  por  el  bautis- 
mo adquieren  los  fieles,  y  del  cual  nadie,  ni 
aun  la  misma  Ig'lesia,  puede  privarles,  á  no 
ser  que  k  él  se  renuncie,  una  vez  lleg'ado  el 
uso  de  la  razón,  por  medio  de  la  apostasla  ó 
realizando  actos  que  lleven  consigo  la  aplica- 
ción de  tal  pena. 

Siendo  del  mismo  modo  dogmático  dentro 
de  la  comunión  católica  que  el  bautismo  im- 
prime carácter,  de  tal  suerte,  que  una  vez  re- 
cibido por  el  hijo,  pertenece  de  lleno  en  lo  re- 
ligioso á  la  Iglesia  católica,  y  este  vínculo  sólo 
puede  romperse  mediante  la  abjuración,  claro 
y  á  todas  luces  cierto  resulta  el  derecho  de  la 
Iglesia  para  reclamar  el  cadáver  del  párvulo 
bautizado,  á  fin  de  darle  cristiana  sepultura. 

Verdad  es  que,  con  arreglo  á  los  cánones, 
puede  el  padre  elegir  sepultura  para  el  hijo 
impúber  por  carecer  éste  de  discernimiento; 
pero  aparte  de  que  en  buena  doctrina  canóni- 
ca ha  de  hacerla  el  padre  antes  del  fallecimien- 
to del  hijo,  siempre  y  en  todo  caso  se  sobre- 
entiende ese  derecho  dentro  del  cementerio 
católico  y  no  en  lugar  profano,  tanto,  que  al- 
g'unos  Pontífices,  como  Bonifacio  VIII,  impu- 
sieron pena  de  excomunión  á  los  que  instiga- 
sen á  los  fieles  á  hacer  semejante  elección. 

Por  lo  que  al  párvulo  no  bautizado  se  refie- 
re, terminantes  son  las  disposiciones  canóni- 
cas que  le  privan  de  sepultura  en  sag'rado. 

Mas  como  quiera  que  de  las  premisas  sen- 


tadas se  deduce  qjie  con  arreglo  á  lo  que  los 
principios  fundamentales  del  derecho  canóni- 
co prescriben,  siempre  que  se  trata  de  definir 
quiénes  mueren  ó  no  dentro  del  seno  de  la 
Ig'lesia,  y  á  quiénes,  por  tanto,  debe  ó  no  ne- 
g-arse  sepultura  eclesiástica,  las  materias  so- 
bre que  tales  juicios  versan  son  constitutivas 
de  verdaderos  derechos  espirituales,  en  cual- 
quiera de  los  casos  resulta  innegable  que  á  la 
potestad  eclesiástica  corresponde  conocer  de 
ellos  y  resolver,  no  tan  sólo  á  titulo  de  dere- 
cho, sino  como  oblig'ación  ineludible. 

Se  aleg-a,  en  contraposición  de  la  doctrina 
expuesta,  el  mejor  derecho  de  los  padres  por 
virtud  de  los  que  la  patria  potestad  les  confie- 
re y  el  art.  H  de  la  Constitución  vigente,  que, 
al  autorizar  la  tolerancia  de  cultos,  parece 
llevar  implícita  la  libertad  en  el  padre  como 
arbitro  de  la  educación  de  sus  hijos,  de  dispo- 
ner con  sujeción  á  qué  religión  han  de  ser  se- 
pultados una  vez  que  mueran  antes  de  llegar 
á  la  edad  del  discernimiento,  cuyos  principios 
informaron  las  dos  resoluciones  del  Ministerio 
de  la  Gobernación  relativas  á  los  casos  de  Mo- 
cejón  y  Barcelona,  por  las  cuales  se  dispuso 
que  «los  menores  de  edad  deben  ser  enterra- 
dos bajo  la  religión  que  determinen  los  pa- 
dres *.» 

Pero  tal  dificultad  carece  en  absoluto  de 
fundamento  si  atentamente  se  considera  que, 
aunque  no  se  exting'uiese,  como  realmente  se 
extingue  en  el  padre  la  patria  potestad  con  la 
muerte  del  hijo,  nunca  en  aquélla,  como  insti- 
tución que  regula  la  legislación  civil,  radica- 
ría la  facultad  de  despojar  al  hijo  de  un  per- 
fecto derecho  espiritual,  del  cual  á  él  toca  ex- 
clusivamente renunciar  por  un  acto  de  su  li- 
bre voluntad  eu  edad  competente,  y  á  la  Igle- 
sia definir  en  caso  de  duda. 

Y  no  es  tan  sólo  ésta  quien  ha  de  velar  por 
que  tal  derecho  no  se  le  conculque,  y  antes 
por  el  contrario  se  le  respete  y  haga  efectivo, 
sino  que  también  el  Estado  debe  venir  eu  au- 
xilio de  la  Ig'lesia  prestándole  el  apoyo  de  sus 
medios  coercitivos,  bien  cuando  se  le  otorga, 
bien  asimismo  cuaudo  se  le  niega,  si  ha  de 
obrar  en  armonía  con  su  elevada  misión  de 
protector  de  todo  derecho  legitimaínente  defi- 
nido. 

Y  que  asi  lo  han  querido  entender  nuestras 
leyes  fundamentales  sobre  estas  materias,  se 
desprende  eu  general  de  los  arts.  3."  y  4.°  del 
Concordato  de  1851,  que  es  ley  del  Reino  é  im- 
plícitamente del  mismo  contenido  del  art.  11 
de  nuestra  Constitución. 

Con  efecto,  se  dispone  en  los  primeros  que 
«no  se  pondrá  impedimento  alguno  á  los  pre- 
lados y  demás  sagrados  ministros  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  ni  les  molestará  nadie 
bajo  ning'iin  pretexto  en  cuanto  se  refiera  al 
cvimplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo;  an- 
tes bien,  cuidarán  todas  las  autoridades  del 
Reino  de  g'uardarles  y  de  que  se  les  guarden 
el  respeto  y  consideración  debidos,  y  de  que 
no  se  hag'a  cosa  alguna  que  pueda  causarles 
desdoro  ó  menosprecio»,  y  «que  eu  las  cosas 


•    Estas  resoluciones,  como  en  este  informe  se  Hice,  fue- 
ron dictudas  sin  formación  de  expediente  y  por  telégrafo. 
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que  pertenecen  al  derecho  y  ejercicio  de  la  au- 
toridad eclesiástica,  los  obispos  gozarán  de  la 
plena  libertad  qvie  establecen  los  sagrados  ca- 
lones. 

Y  en  armonía  con  los  mismos,  el  texto  del 
litado  art.  11  de  la  Constitución  española,  que 
»1  declarnr  que  la  religión  católica,  apostólica, 
romana  es  la  del  Estado,  no  obstante  autori- 
zar la  tolerancia,  reconoce  por  parte  de  la 
[g'lesia  el  incontrovertible  derecho  á  ser  respe- 
tada en  sus  leyes,  y  por  tanto  en  el  libre  ejer- 
cicio de  las  mismas. 

Ajustándose  á  esta  doctrina,  y  ya  más  en 
íoucreto  el  punto  que  ha  motivado  este  expe- 
liente, se  han  dictado  posteriormente  disposi- 
3Íones  ministeriales,  entre  otras  las  Reales  ór- 
denes de  3  y  7  de  Enero  de  187!*,  por  las  que 
3xpllcitameute  se  ha  declarado  que  correspon- 
ie  á  la  Ig'lesia  la  facultad  de  decidir  quiénes 
mueran  dentro  de  su  com-unión  y  quienes  fue- 
ra, y  por  lo  tanto  de  conceder  á  los  unos  y  ne- 
sgar á  los  otros  sepultura  eclesiástica»,  sin  que 
en  estas  disposiciones  se  haya  hecho  exclusión 
expresa  de  los  párvulos. 

Finahuente,  y  con  posterioridad  á  las  reso- 
jíones  del  Ministerio  de  la  Gobernación,  dic- 
iadas por  telégrafo  y  siti  formación  de  expe- 
iiente,  en  los  casos  mencionados  de  JSIoceján 
y  Barcelona,  se  expidió  por  dicho  Centro  la 
R.  O.  de  13  de  Octubre  de  11-5S7,  invocada  por 
el  Rdo.  obispo  de  Tiiy,  como  aplicable  al  caso 
Dcurrido  eu  Ribadavia,  por  resolverse  en  ella 
ano  idéntico  acaecido  en  la  diócesis  de  Cuen- 
;a,  de  acuerdo  con  las  pretensiones  de  esta 
lutoridad  eclesiástica. 

En  virtud  de  todo  lo  expuesto,  teniendo  ade- 
más eu  consideración  que  no  aparece  en  el  ex- 
pediente un  solo  dato  que  haga  presumir  exis- 
;iese  oposición  por  parte  de  los  padres  al  acto 
le  la  recepción  canónica  del  Sacramento  del 
Bautismo  del  párvulo  de  que  se  trata,  y  eu 
i^ista  del  estado  de  derecho  sobre  la  delicada 
materia  que  ha  dado  margen  á  esta  consulta, 
el  Consejo  no  puede  menos  de  reconocer  la  ju.s- 
ticia  de  la  petición  formulada  por  el  reverendo 
prelado  de  Túy,  y  declarar  asimismo  que  en  el 
3ouflicto  producido  en  Ribadavia  con  motivo 
iel  enterramiento  del  párvulo  Abraham  Gó- 
mez Pérez  lia  padecido  detrimento  la  jurisdic- 
ción eclesiástica,  y  se  hace  de  todo  punto  nece- 
sario volver  por  su  vindicación  y  decoro,  como 
garantía  eficaz  de  la  armónica  relación  que 
debe  existir  entre  ambas  potestades,  procu- 
rando el  deslinde  de  sus  atribuciones  respec- 
tivas. 

Mas  como  de  un  lado  ui-ge  cuanto  antes  po- 
ner satisfactorio  término  á  la  situación  irregti- 
lar  creada  á  causa  del  sepelio  del  párvulo  Gó- 
mez Pérez,  verificado  en  el  cementerio  civil 
de  Ribadavia,  y  de  otro  pudiera  ser  oportuno 
oir  el  parecer  del  muy  reverendo  Nuncio  apos- 
tólico antes  de  dictarse  una  medida  de  carác- 
ter general,  tratándose  de  un  asunto  de  mixto 
fuero,  y  esto  dilataría  acaso  por  largo  tiem- 
po la  resolución  definitiva  del  caso  concreto 
que  motiva  esta  consulta,  teniendo  además  en 
cuenta  que  han  transcurrido  ya  con  exceso 
los  dos  años  exigidos  por  las  leyes  sanitarias 
para  poder  proceder  á  la  exhumación  del  su- 


sodicho párvulo,  el  Consejo  tieue  la  honra  da 
proponer  á  V.  E.  las  siguientes  conclusiones: 

I.'*  Que  el  enterramiento  del  cadáver  do 
Abraham  Gómez  Pérez,  verificado  el  7  de  Fe- 
brero de  1887  en  el  cementerio  civil  de  Riba- 
davia, debe  ser  declarado  nulo  por  anticanó- 
nico é  ilegal. 

2.'^  Que  se  proceda,  jior  tanto,  inmediata- 
mente á  la  exhumación  y  traslación  de  los  res- 
tos de  dicho  párvulo,  del  cementerio  civil  en 
que  yacen,  al  cementerio  católico  de  Ribada- 
via, á  costa  de  los  reconocidos  como  autores 
del  primer  sepelio. 

S."'  Que  con  traslado  de  la  R.  O.  que  por 
V.  E.  recaig-a,  se  signifique  al  Ministerio  de  la 
Gobernación  la  conveniencia  de  que,  si  lo  es- 
tima oportuno,  advierta  al  alcalde  de  Ribada- 
via, á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  se  absteng'a  de 
conceder  autorizaciones  para  las  cuales  care- 
ce de  competencia. 

Y  4."  Que  esta  resolución  se  tenga  como 
regla  de  aplicación  general  para  los  casos  que 
ocurran  eu  la  práctica,  en  tanto  que  otra  cosa 
se  disponga,  de  acuerdo  con  el  muy  reverendo 
Nuncio  apostólico.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y 
en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  con 
el  preinserto  dictamen,  se  lia  servido  resolver 
como  eu  el  mismo  se  propone.  De  Real  orden, 
etcétera.  Madrid  8  de  Noviembre  de  1890. — 
Villaverde.  — Sr.  Obispo  de  Túy.»  (Gac.  7 
Diciembre.) 

x.\ 

Necesidad  de  medidas  generales  para  la  policía  do 
los  cementerios,  conservación  y  designación  de  se- 
piilturas. 

Carecemos  de  reglamentos  administrativos 
sobre  materias  de  grande  importancia;  pero 
la  relativa  á  cementerios  es  la  que  más  urgen- 
temente reclama  la  preferente  atención  del 
Gobierno. 

En  todos  los  pueblos,  ó  en  casi  todos  por  lo 
menos,  se  han  construido  estos  asilos  de  la 
muerte;  pero  se  han  construido  de  muy  mala 
manera,  muchos  con  carácter  provisional,  eu 
medio  de  mil  conflictos  sobre  los  fondos  con 
que  debían  costearse  las  obras  y  descuidándo- 
los después  de  tal  modo,  que  causa  lástima  el 
estado  de  abandono  en  que  los  tiene  la  gene- 
ralidad de  los  pueblos.  ¡Como  si  no  fueran 
ellos  el  sagrado  depósito  de  las  cenizas  de 
nuestros  padres!  ¡Como  si  no  estuvieran  des- 
tinados á  serlo  también  de  las  nuestras,  y  de 
las  de  nuestros  hijos  queridos,  y  de  las  de  mil 
y  mil  generaciones  que  se  sucederán!!! 

Estudiando  nosotros  la  causa  de  tanta  y  tan 
extraña  indiferencia  por  parte  de  los  pueblos, 
creemos  haberla  encontrado  en  esa  interinidad 
de  muchos  cementerios,  y  en  la  falta  de  inicia- 
tiva y  de  resolución  por  parte  del  Gobierno, 
para  asegurar  á  las  ^Municipalidades  la  pro- 
piedad ó  el  condominio, por  lo  menos,  do  aqiie- 
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líos  A,  que  hayan  contribuirlo  con  sus  fondos. 
Todo  lo  fjue  ha  hecho  está,  rediicido  á  prohibir 
que  se  hag-an  enterramientos  en  los  templos  y 
á  encargar  que  se  construyan  cementerios;  y 
esto  lo  ha  conseguido,  porque  bueno  ó  malo, 
pequeño  ó  grande,  con  buenas  ó  malas  condi- 
ciones higiénicas,  la  verdad  es  que  cada  pue- 
blo ha  dado  razón  de  tener  el  suyo. 

Natural  era,  sin  embargo,  que  tomando  en 
cuenta  el  legislador  la  muy  notable  circuns- 
tancia dehabei'se  costeado  algunos  con  fondos 
de  las  fábricas,  otros  con  fondos  municipales 
y  otros  con  fondos  mixtos,  y  atendiendo  tam- 
bién á  que  muchas  familias  habían  adquirido 
la  propiedad  de  sepulturas  en  los  templos,  hu- 
biese dictado  disposiciones  oportunas  para 
arreglar  de  una  manera  conveniente  estos  y 
otros  puntos  que  hoy  son  objeto  de  frecuentes 
controversias;  pero  se  encerró  en  el  silencio, 
éste  produjo  las  dudas,  á  las  dudas  siguieron 
los  conflictos,  y  de  todo  provino  esa  indiferen- 
cia y  ese  abandono  de  que  nos  lamentamos, 
hasta  tal  punto,  que  muchos  alcaldes  no  se 
creen  obligados  á  velar  por  la  conservación  del 
orden  y  déla  salubridad,  y  de  todo  lo  relati- 
vo A  las  inhumaciones  y  exhumaciones  y  i)oli- 
cla  de  las  sepulturas,  á  la  vez  que  los  párro- 
cos no  se  cuidan  tampoco  de  otra  cosa  que  de 
cobrar  los  derechos  de  aquéllas,  disputando  á. 
veces,  palmo  á  palmo,  si  han  de  ser  tantos  ó 
cuántos,  y  guardándoselos  ínt-egros  sin  consi- 
deración á  que  los  cementerios  necesitan  poli- 
cía y  reparos,  y  sin  consideración  tampoco  á 
que  los  fondos  municipales  contribuyesen  ó  no 
á  las  obras  de  los  mismos. 

No  se  crea  que  lo  que  decimos  en  general 
de  un  inmenso  niimero  de  cementerios  de  las 
villas  y  poblaciones  rurales,  queremos  decirlo 
también  de  los  de  Madrid  y  otras  capitales  de 
provincia,  donde  los  reglamentosmunicipales, 
trabajados  algunos  de  ellos  en  medio  de  las  di- 
ficultades que  ofrecía  la  oposición  del  clero, 
han  venido  á  suplir  la  falta  de  reglamentos 
generales  y  de  disposiciones  legislativas.  Los 
cementerios  de  las  Sacramentales  de  Madrid, 
los  de  Barcelona,  Valladolid,  Burgos,  y  en  ge- 
neral de  todas  las  capitales  de  provincia,  son 
dignos  de  la  cultura  del  siglo  y  del  decoro  y 
veneración  con  que  deben  mirarse  los  restos 
mortales  del  hombre;  pero  en  la  gran  mayoría 
de  las  villas  de  España,  repetimos  que  causa, 
lástima  tanto  olvido  y  tan  incalificable  aban- 
dono, á  que  debe  ponerse  pronto  y  eficaz  re- 
medio. 

No  pretendemos  nosotros  que  se  lleve  el  lujo  | 


y  se  desplegue  ostentoso  aparato  en  los  cernen- 1 
terios  y  en  las  sepulturas;  lo  que  sí  queremos] 
es  que  desaparezca  la  fealdad  de  ese  cuadro;.] 
que  se  construyan  cementerios  modestos,  pero] 
decorosos,  dignos  del  objeto  á  que  están  desti-1 
nados,  y  que  nos  inspiren  veneración  y  culto;  i 
queremos  que  se  fijen  reglas  precisas  y  termi-J 
nantes  para  que  desaparezcan  las  frecuentes  j 
contiendas  de  los  párrocos  con  la  autoridad] 
municipal  y  con  los  feligreses,  sobre  la  exac-^J 
ción  de  derechos  de  sepulturas  y  sobre  otrosí 
puntos;  y  queremos,  por  último,  que  sea  másj 
rígida,  más  vigilante  y  esmerada  la  policía  de  j 
los  cementerios,  porque  el  buen  orden  y  la  sa- 
lubridad así  lo  exigen  '. 

Pero   no  lo  confiemos  todo  á  lo  que  el  Go- 
bierno pueda  disponer,  ni  esperemos  á  tanto. 
Las  Municipalidades  pueden  y  deben  iniciar] 
todas  las  mejoras  que  sean  convenientes  enj 
tan  importante  asunto.  Si  el  cementerio  que  ' 
tiene  un  pueblo  es  pequeño,  ensancharlo:  si  la  ■ 
situación  ó  el  terreno  no  reúnen  las  mejores  i 
condiciones  higiénicas,   acordar  la  construc- 
ción de  otro:  si  se  observa  qiie  la  autoridad  no 
tiene  la  intervención  debida  en  los  enterra- 
mientos, corregir  desde  luego  este  descuido: 
si  hay  abusos  en  la  exacción  de  derechos  á  los 
fieles,  acordar  que  se  hagan  las  reclamaciones 
oportunas,  y  no  desfallecer  hasta  que  desapa- 
cezcan  aquéllos  -.  Y  si,  por  último,   faltan  re- 
glas de  buen  orden,  porque  cada  cual  hace  las 
hoyas  donde  se  le  antoja,  sin  consultar  la  an- 
tig'üedad  de  la  anterior  inhumación,  etc.,  etc., 
establecer  formalidades  para  que  cese  tan  fu- 
nesta costumbre. 

XVI 

Haciéndonos  carg'o  de  la  R.  O.  de  2.5  de  No- 
viembre de  1857  en  el  número  de  El  Consultor 
de  Ayuntamientos,  correspondiente  al  16  de 
Diciembre  del  mismo  año,  decíamos: 

«En  la  parte  oficial  de  este  número  habrán 
visto  nuestros  lectores  la  R.  O.  de  25  de  No- 
viembre último  expedida  por  el  Ministerio  de  ,-l 
la  Gobernación,  en  la  cual,  bajo  el  suptiesto  , 
de  que  hay  todavía  2.655  pueblos  que  carecen  : 
de  cementerio,  y  deseando  poner  remedio  á  J 
esta  falta,  se  previene  á  los  gobernadores  que-i 
adopten  dentro  de  sus  facultades  las  medidas  1 
más  eficaces  para  que  en  el  menor  término  po- 1 

*  Mientras  no  se  dicten  otras  más  terminantes,  tener] 
2>resentfís  las  contenidas  en  las  leyes  recopiladas  sobre  lai 
parte  higiénica,  derecfios  de  rotura  y  de  entierro,  clases  j 
de  sepulturas,  etc.  j 

-    En  muchas  parroquias,  ó  no  hay  arancel  de  dere-  -, 
chos  parroquiales,  ó  no  es  tan  arreglado  como  debiera^ 
serlo,  ó  no  se  observa.  La  formación  7le  aranceles  parro- 
quiales, ó  su  reforma,  no  es  materia  exclusiva  de  la  auto- 
ridad  eclesiástica,  pues  tiene  y  debe  tener  también  inter- 
vención la  autoridad  civil. 
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sible  se  construya,  cuando  monos,  para  aquel 
objeto  un  lus'ar  cercado  fuera  de  las  poblacio- 
oes,  previa  la  aprobación  competente  del  pre- 
supuesto y  obras  que  al  efecto  se  propongan 
por  los  respectivos  Ayuntamientos. 

Nosotros  no  desconocemos  la  notoria  conve- 
niencia de  la  disposición  contenida  en  la  indi- 
cada Real  orden,  uro-entemcnte  reclamada  por 
la  pública  salubridad  en  todos  los  pueblos  á 
que  se  refiere,  que  con  descrt^dito  de  la  Admi- 
nistración han  permanecido  indiferentes  hasta 
b1  día  en  tan  importante  asunto;  pero  atendi- 
dos los  térn¡  in  os  en  que  está  concebida  y  tenien- 
do en  cuenta  las  necesidades  de  este  servicio, 
no  podemos  menos  de  lamentarnos  de  que  la 
medida  adoptada  haya  sido  tan  incompleta, 
dando  lug'ar  A  que  sigan  como  hasta  aquí 
nuestros  cementerios  en  el  lastimoso  estado 
de  abandono  en  que  los  tienen,  sin  culpa  suya, 
la  g'eneralidad  de  los  pueblos. 

Sin  quererlo  ni  presumirlo  siquiere,  porque 
esto  sería  hacer  un  agravio  ;'i  la  notoria  ilus- 
tración del  Sr.  Ministro  qvie  la  refrenda,  sién- 
tase en  la  Real  orden  de  que  nos  ocupamos  un 
precedente  funesto.  El  Gobierno  sólo  exige  en 
ella,  y  se  da  por  contento,  con  que  en  los  2.6.Ó5 
puelilos  se  construya  un  lugar  cer^-ado  fuera 
de  la  población  con  destino  á  cementerio;  y 
una  buena  Administración  no  puede  ni  debe 
satisfacerse  con  esto,  y  aun  satisfaciéndose 
respecto  de  los  indicados  pueblos  por  ser  aca- 
so pequeñas  aldeas  y  de  escasos  recursos,  no 
debió  tampoco  consignarlo  en  Tina  Real  orden 
que  ve  la  luz  pública  en  la  Gaceta. 

Decimos  que  se  ha  sentado  un  mal  prece- 
dente y  que  no  estamos  muy  de  acuerdo  con 
el  contenido  de  la  Real  orden,  y  es  asi  en  efec- 
to. A  una  Administración  ilustrada  no  la  basta 
que  en  13.601  pueblos  se  haya  construido  ce- 
menterio, como  no  la  debe  bastartampoco  que 
se  construya  en  los  2.655  restantes  '.  Por  el 
contrario,  debe  procurar,  debe  exigir  que  los 
construidos  y  los  que  se  construyan  reúnan 
todas  las  condiciones  liigiénicas  que  sean  ne- 
cesarias para  la  salubridad  pública;  debe  pro- 
curar á  la  vez  que  aunque  modestos,  más  ó 
menos,  según  los  casos  y  circunstancias  de 
cada  localidad,  sean  siempre  decorosos  y  dig"- 
nos  del  objeto  íi  que  estén  destinados,  de  modo 
que  inspiren  veneración  y  culto;  debe  dictar 
todas  las  reg'las  que  reclama  el  buen  orden  de 
los  enterramientos;  y  debe,  por  último,  resol- 
ver lo  conveniente  sobre  su  propiedad  y  so- 
bre los  derechos  de  sepulturas,  por  lo  que  esto 
Interesa  á  la  conservación  de  aquellos  lug'a- 
res,  por  lo  que  interesa  también  á  su  buena 
policía  interior  y  por  lo  que  afecta  al  derecho 
de  los  pueblos  y  al  de  los  particulares. 

Lo  que  hoy  está,  pasando  en  muchas  parro- 
quias, el  Gobierno  debe  saberlo  mejor  que 
nosotros.  Hay  ciertas  familias  que  tenían  ad- 
quirida la  propiedad  de  sepultiira  en  las  igle- 
sias, y  creyéndose  todavía  con  algúu  derecho 


'  En  la  R.  O.  de  22  de  Noviembre  de  1830  se  lamentaba 
el  Gobierno  d^  que  tan  malas  eran  las  condiciones  hi(]ié- 
nicas  de  muchos  nuevos  cementerios,  que  resultaban  toda- 
vía más  perjudiciales  d  la  salud  ¡uíblica  los  enterramien- 
tos en  ellos  que  en  las  mismas  iglesias.  Y  estamos  en  gran 
parte  conformes  con  esta  aserción. 


á  ellas,  producen  á  cada  paso  protestas  y  re- 
clamaciones '.  Hay  ciertos  pueblos  que  se  nie- 
gan A  pagar  los  derechos  de  rompimientos, 
fundándose  en  que  el  cementerio  se  ha  cons- 
truido á  sus  expensas  y  que  nada  tiene  que 
ver  el  párroco  en  lo  relativo  al  mismo  -.  Es  ge- 
neral también  en  muchos  alcaldes,  y  esto  no  lo 
extrañamos,  el  no  saber  que  están  obligados 
á  velar  por  la  conservación  del  orden  y  de  la 
salubridad  y  de  todo  lo  relativo  á  inhumacio- 
nes y  policía  de  los  cementerios  y  de  las  sepul- 
turas. Es,  por  último,  muy  frecuente  que  los 
párrocos  no  so  cuiden  tarajioco  de  otra  cosa 
que  de  cobrar  los  dereclios  de  rompimientos  ó 
sepulturas  con  arreglo  á  los  antiguos  arance- 
les, ó  haciendo  otros  nuovos  la  autoridad  ecle- 
siástica por  sí  y  ante  si  sin  el  concurso  de  lo 
temporal,  llevando  su  desprendimiento  hasta 
el  punto  de  no  destinar  ni  la  más  pequeña 
parto  á  policía  y  reparos,  ensanche  y  mejoras 
del  cementerio;  y  esto  aunque  los  fondos  mu- 
nicipales contribuyesen  ó  no  á  la  construcción 
de  los  mismos. 

Es  fiel  traslado  el  cuadro  que  acabamos  de 
trazar,  de  lo  que  está  pasando  en  g-ran  núme- 
ro de  pueblos,  y  una  Administración  celosa  é 
ilustrada  no  debe  consentir  con  su  silencio  que 
semejante  estado  continúe  por  más  tiempo. 
Por  eso  hemos  hallado  incompleta  é  inconve- 
niente la  R.  O.  de  25  de  Noviembre.» 

Esto  decíamos  en  liS57  desde  las  columnas 
de  Kl  Consultor.  Al  publicar  la  .3.°-  edición  del 
Diccionario  en  1877,  y  ver  que,  después  de 
tanto  tiempo  transcurrido,  no  se  ha  adelanta- 
do un  solo  paso  en  materia  de  tan  gran  inte- 
rés para  los  pueblos  y  en  que  tan  de  cerca  se 
interesa  la  salubridad  de  los  vecinos  de  los 
mismos,  la  pluma,  decíamos,  se  cae  de  nues- 
tras manos.  Y  añadíamos;  lo  más  sensible  es 
que  si  antes  de  ahora  podíamos  hacer  una  dig- 
na excepción  en  favor  de  Madrid  y  otras  ca- 
pitales, por  lo  que  se  refiere  al  particular  que 
nos  ocupa,  hoy  tenemos  precisión  de  decir  que 
la  corte  de  España  no  lleva  g-ran  ventaja  á  los 
pueblos  de  la  Nación  en  que  más  descuidado 
se  encuentra  este  servicio. 

Como  se  hizo  constar  en  el  preámbulo  del 
D.  de  17  de  Noviembre  de  1868,  la  situación 
de  muchos  de  los  cementerios  de  Madrid  no 
sólo  constituye  uno  de  los  mayores  obstáculos 
opuestos  al  ensanche  progresivo  que  reclama 
el  aumento  de  la  población,  sino  que,  además. 


1  Y  las  producen  en  muchos  casos  con  razón;  pues 
creemos  que  la  construcción  d.e  cementerios ^  al  menos  citan- 
do se  han  hecho  con  fondos  de  las  iglesias,  no  han  podido 
perjudicar  los  d.erechos  de  las  familias,  y  esto  mismo  se 
deduce  de  las  disposiciones  G.'^  y  7,'^  del  refiltniírnt.o  del 
Real  Sitio  de  San  Ildefonso  que  se  cita  en  la  Irtf  /.",  títu- 
lo III,  lib.  I  de  la  Nov,  liecop.,  inserta  con  el  reglamento 
en  lapág.  423. 

2  También  es  un  error;  la  ley  no  ha  querido  perjudi- 
car á  las  parroquias  en  los  derechos  de  rotura,  según  se 
ve  por  la  disposición  7.*  del  reglamento  citado,  derechos 
que  son  independientes  de  los  que  se  establezcan  por  el 
Municipio,  cuando  sea  propiedad  suya  el  cementerio. 
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es  un  constante  peligro  para  las  buenas  con- 
diciones hig-iénicas  de  la  misma.  Y  no  se  com- 
prende que  siendo  esta  una  verdad  de  todos 
reconocida,  se  haya  procedido  por  parte  del 
Gobierno  y  de  las  autoridades  con  tau  poca 
energ-ia  y  tan  escaso  celo,  en  poner  remedio  á 
un  estado  de  cosas  que  todos  quisiéramos  ver 
concluir  cuanto  antes,  sin  que  nadie  contribu- 
ya á,  conseg-uirlo  más  que  con  su  buen  deseo. 
Mucho  tiempo  hace  que  se  viene  agitando  el 
pensamiento  de  construir  en  punto  convenien- 
temente situado  y  lejos  de  la  población,  una 
gran  necrópolis,  y  algo  se  ha  trabajado  en  este 
sentido  muy  recientemente.  Pero  hasta  ahora 
no  sabemos  que  se  haya  logrado  nada  en  el 
particular.  Y  que  las  circunstancias  aconsejan 
proceder  con  más  actividad,  lo  prueba  el  hecho 
de  haberse  dispuesto  no  ha  muchos  meses  la 
clausura  de  dos  cementerios,  en  los  cuales  era 
ya  imposible  dar  sepultvira  á  cadáver  alguno, 
sin  grave  peligro  de  la  salud  pública.» 

Al  dar  á  luz  esta  edicióu  es  poco  lo  que  po- 
demos añadir.  Eu  Madrid  ¡lay  ya  dos  nuevos 
cementerios  denominados  del  Este  ',  católico 
uno  y  otro  civil,  á  los  cuales  se  refiere  el  re- 
glamento de  10  de  Septiembre  de  1884,  para  su 
administración,  cuidado  y  conservación.  Pero, 
en  verdad,  estos  cementerios  del  Este  no  go- 
zan del  favor  del  público,  y  las  familias  pre- 
fieren los  antiguos  de  las  Sacramentales,  sin 
duda  porque  eu  ellos  hay  muchos  y  muy  osten- 
tosos panteones,  y,  como  si  dijéramos,  más 
animación  y  más  vida  en  aquella  triste  man- 
sión de  los  muertos.  Nosotros  no  censuramos 
esto,  pero  sí  creemos  que  debiera  hacerse  con- 
tribiiir  con  algo  para  el  Estado  á  estos  magni- 
flcos  palacios  de  los  que  han  muerto,  como 
contribuyen  las  modestas  viviendas  de  los  que 
aún  viven.— V.  Cadáveres:  Registro  civil. 

Sumario  del  artículo  Cementerios. 

Arquitectos,  iiif^onieros  y  maestros  de  obras:  compe- 
tencia en  la  construcción  de  cementerios;  22  Abril 
de  1887. 

Bautismo:  niños  bautizados. — V.  Sepultura. 

Cadáveres.— 'V.  Depósito:  Embalsamamientos:  Exhu- 
mación, etc. 

Capillas:  ley  1.",  tít.  III,  lib.  I,  NoT.  Eecop.,  núni.  3.° 
y  Siiplemento,  regla  4.°- 

Carros  fúnebres:  Cuestiones  varias;  núm.  III,  p.  453. 

Cementerios:  reglas  para  su  construcción  y  adminis- 
tración; ley  1."-,  tit.  3.°,  lib.  I,  Suplemento.— Noti- 
cias, 22  Noviembre  1828,  26  Noviembre  1857, 19  Abril 
1862,  28  Abril  18C6,  6  Agosto-19  Noviembre  1867,  8  de 
Mayo  1868,  17  Febrero  18S6,  16  Julio  1888,  27  Febrero 
de  1890. — Cuestiones  varias:  núms.  X,  XI  y  XII. 


'  En  virtud  de  reciente  acuerdo  de  las  autoridades 
eclesidstica>  y  municipal,  el  cementerio  católico  sedenomi- 
Bíi  hoy  de  Nuestra  Señora  de  la  Almudena. 


Cementerios  particulares:  ley  2.",  tit.  III,  lib.  I,  Noví- 
sima Recopilación,  29  Abril  1855.— V.  Panteones. 

Certificados  de  defunción:  19  Marzo  184S,  regla  7.';  13 
Diciembre  1853;  JuRISP.,  28  Mayo  1883. 

Cuestiones  de  propiedad:  JuRisp.,  8  Enero  1881,  12 Ene- 
ro id,  — Otras  cuestiones:  pá,gs.  452  á  479. 

Denegación  de  sepultura  eclesiástica:  Cuestiones  va- 
rias; núms.  IV  á  IX. — Sepelio  en  cementerio  cató- 
lico acordado  por  un  alcalde,  núm.  Vil,  pág.  463. 

Depósito  de  cadáveres:  11  Abril  1856,  19  Septiembre 
1865,  28  Abril  1875. 

Díscuí-sos  en  los  entierros:  22-23  Abril  1857,1.°  Agosto  id. 

Documentos  y  Observaciones;  págs.  452  á  479. 

Embalsamamientos:  19  Marzo  1848,  reglas  9.*  y  10. 

Enterramientos  de  los  no  católicos:  29  Abril  1855,  ar- 
ticulo 2.°;  28  Febrero  1872;  2  Abril  1883. 

Enterramientos prohibidosíViera,  del  cementerio:  18  Ju- 
lio 1887. 

Exequias  de  cuerpo  presente:  20  Septiembre  1849,  30 
Noviembre  id.,  28  Agosto  1835, 13  Febrero  1857;  8  Sep- 
tiembre 1863,  15  Febrero  1872, 1.»  Abril  1873,  28  Mayo 
1884,  18  Julio  1887,  núms.  2.»  y  3." 

Exhumaciones:  19  Marzo  1848,  reglas  1.",  8.*,  4.',  8.*,  9.* 
y  11;  30  Enero  1851,  31  Agosto  1853,  1."  Agosto  1863, 
6  Febrero  1866,  11  Agosto  id,  10  Enero  1876. 

Expedientes. — V.  Cementerios. 

Extranjeros:  cementerios  para  ingleses;  13  Noviem- 
bre 1831. — Traslación  de  cadáveres  al  extranjero  y 
viceversa:  19  Marzo  1848,  regla  10,  5  Abril  1SS9. 

Fábricas  de  las  Iglesias;  ley  1.**,  tít.  III,  lib.  I,  núme- 
ro 5,  id.,  Suplemento,  regla  6.";  8  Agosto  1830,  20  Fe- 
brero 1831, 14  Noviembre  1832,  2  Julio  1833,  28Dioiem- 
bre  1888. 

Familia  Real:  18  Julio  1887,  núm.  1.° 

Fondos  para  la  construcción  de  cementerios.  —V.  Fá- 
bricas de  las  Iglesias. 

Funerales. — V.  Eseqiiias. 

Honorarios. de  reconocimientos:  19  de  Marzo  1848,  re- 
glas 12  y  13. 

Iglesias:  enterramientos  en  ellas;  ley  1.*^,  tit.  III,  li- 
bro I,  núm.  1.°,  22  Abril  1853;  16  Julio  1857. 

Tmjnieslo  de  Derechos  Reales:  13  Julio  1860. 

Ingenieros. — V.  Arquitectos. 

Inhumación  ilegal:  28  Mayo  1883,  20  id.  1884. 

Isla  de  Cuba:  reglas,  fondos,  propiedad,  etc.:  9 Febre- 
ro 1866. 

Llaves  de  los  cementerios. — Cuestiones  varias:  núme- 
ros VIII,  XIII  y  XIV. 

Madrid:  cementerios  de  la  capital;  28  Agosto  1850,  17 
Noviembre  1868. — V.  Sacramentales. 

Maestros  de  obras. — V.  Arquitectos. 

Mondas:  ley  5.",  tit.  XL,  lib.  VII,  Nov.  Kecop.,  pági- 
na 424;  y  S.  O.  30  Enero  1851. 

Monjas:  sepelio;  19  Abril  ó  Mayo  1818;  30  Octubre  1835; 
12  Mayo  1849;  26  Julio  1883;  10  Junio  1886;  18  Jnli 
1887,  núm.  1.°;  JURisp.,  16  Abril  1888. 

Niños. — V.  Sepultura. 

Nichos;  27  Febrero  1890. 

Obispos.— Y .  Prelados. 

Panteones  y  cementerios  particulares;  12  Mayo  1¡ 
6  Agosto-19  Noviembre  1867,  26  Julio  18.83.— Cuestio 
nes  sobre  su  construcción;  núm.  II,  pág.  452. 

Párvulos:  cuestión  sobre  su  sepelio,  núm.  XV,  p.  477. 

Plan:  ley  1.°,  tít.  III,  lib.  I,  núm.  4. 

Policía  de  cementerios;  30  Noviembre  1833. — Necesi- 
dad de  medidas  generales  para  el  buen  orden,  de- 
signación de  sepulturas,  etc. ;_  núms.  XV  y  XVI, 
págs.  477  y  478. 

Prelados:  26  Julio  1883;  18  Julio  1887,  núm.  1." 
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teconocimiento  de  cadáveres;  19  Marzo  ISAS,  reglas  i.'^ 
A  7.",  12  y  13. 

Reglamento  del  cementerio  de  San  Ildefonso:  ley  re- 
copilada, pág.  424— Del  Este  de  Madrid,  10  Septiem- 
bre 1.881. 

Religiosas. — V.  Monjas. 

Religiosos  trapensos;  13  Febrero  1891. 

Sacerdotes:  sepulturas  especiales;  ley  1.",  tit.  III,  li- 
bro I,  Nov.  Eecop.;  suplemento,  regla  5."— V.  Pre- 
lados. 

Sacramentales  de  Madrid:  inhumaciones  y  clausura; 
7  Agosto  1881;  9  Septiembre  1891;  29  Noviembre  id.; 
JüKisp.;  5  Julio  1889. 

Sepulturas:  ley  o.*,  tlt.  XL,  lib.  VII,  Nov.  Recop. 
—  Sepiiltura  eclesiástica:  cuestión  de  competencia 
para  acordar  la  de  \in  niño  bautizado  y  abuso  del 
padre,  ordenando  el  entierro  en  lugar  profano: 
cuestiones  varias,  núm.  XIF  duplicado. — V.  Dene- 
gación de  sepultura. 

Tra¡jenses. — V.  Religiosos. 

Traslaciones  de  cadáveres;  19  Marzo  18i8,  reglas  1."  y 
siguientes,  8."  y  10;  30  Enero  1851;  31  Agosto  1853;  18 
Abril  1855;  19  Junio  1857;  1.»  Agosto  1863;  11  Agosto 
1866;  10  Enero  1876;  11  Noviembre  18SG  y  5  Abril  18S9. 

CENA  DE  AUSENCIA  Y  PRESENCIA.  Eu  el  go- 
bierno antiguo  de  Aragón  llevaba  este  nom- 
bre la  contribución  de  6  sueldo.s  y  6  dineros 
(3  rs.  con  6  mrs.)  que  pagaba  cada  vecino  ca- 
beza de  familia,  jjara  la  manutención  del  Mo- 
narca. Es  una  de  las  prestaciones  abolidas 
por  la  Icg'islación  de  señoríos. 

CENCERRADAS.  Sin  detenernos  A  definir  la 
cencerrada,  porque  no  cabe  dificultad  en  su 
acepción,  divemos  que  el  art.  589  del  Códig'o 
peual  castiga  con  reprensión  y  multa  de  5  á 
25  pesetas,  no  sólo  é,  los  que  las  promueven, 
excitan  y  dirigen  en  ofensa  de  alguna  perso- 
na ó  con  perjuicio  ó  menoscabo  del  sosiego 
público,  sino  también  á  los  que  se  limitan  á 
tomar  parte  en  ellas. 

Siempre  se  han  considerado  injuriosas  estas 
manifestaciones;  y  al  mismo  tiempo  ocasión 
de  desórdenes.  Carlos  III  quiso  ya  cortar  de 
raíz  el  abuso  introducido  en  la  corte  de  dar 
cencerradas  k  los  viudos  y  viudas  que  con- 
traen segundos  matrimonios,  y  obviar  los  al- 
borotos, escándalos,  quimeras  y  desg-racias 
de  que  eran  ocasión,  y  las  prohibió  bajo  pena 
de  100  ducados  y  cuatro  años  de  presidio.  Hoy 
son  simplemente  una  falta,  y  es  de  notar  que 
la  sanción  del  articulo  citado  se  extiende  no 
sólo  á  las  cencerradas  á  viudos  y  viudas,  sino 
A.  cualesquiera  otras  que  se  intenten  en  ofen- 
sa de  alguna  persona  ó  del  sosiego  de  las  po- 
blaciones.— Véase  en  Atentado  la  sent.  de 
1."  Mayo  1874  sobre  calificación  del  acto  de 
dar  cencerrada  á  un  juez;  tomo  I,  p.  748. 

CENSO:  CENSO  ENFITÉUTiCO  Ó  ENFITEUSIS: 
CENSO  CONSIGNATIVO  :  CENSO   RESERVATIVO. 

La  palabra  censo  se  deriva  de  censa  que  sig- 
TOMO  II. 


nifica  contar,  describir,  valuar.  En  este  senti- 
do se  dice:  censo  de  población,  censo  de  ri- 
queza. 

También  significa  el  derecho  de  cobrar  cier- 
to crédito  ó  pensión  anual  del  dueño  ó  posee- 
dor de  una  cosa  inmueble,  Del  censo,  en  esta 
acepción,  vamos  á  hablar  en  primer  término, 
haciendo  de  la  materia  las  divisiones  conve- 
nientes para  exponerla  con  claridad.  Al  efec- 
to, la  distribuiremos  en  15  secciones  ó  grupos, 
dedicando  los  I  á  XI  á  la  exposición  de  las  doc- 
trinas aplicables  á  toda  clase  de  censos;  el  XII 
al  examen  do  las  reglas  especiales  propias  del 
enfitéutico;  el  XIII  á  las  subenflteusls,  y  el  XIV  á, 
los  censos  consignativo  y  reservativo.  Bajo  el 
núm.  XV  comprendemos  algunas  particulari- 
dades de  la  Legislación  foral  aplicables  á  las 
instituciones  censales. 

1. — Precedentes  Ugales. 

Las  leyes  3.^,  tlt.  XIV,  Part.  I.'';  28  y  29,  tí- 
tulo VIII,  Part.  5.^,  y  la  69,  tlt.  XVIII,  Parti- 
da 3.^^,  se  reflei'en  todas  á  la  eufiteusis  decla- 
rando que  es  «manera  de  enajenamiento  que 
tiene  natura  en  si  de  vendida  y  arrendamien- 
to... pleito  ó  postura  sobre  cosa  raíz  que  es 
dada  por  toda  su  vida  de  aquel  que  la  recibe 
ó  de  sus  herederos».  La  ley  69,  tlt.  XVIII, 
Part.  3.",  lleva  por  epígrafe  <¡eu  qué  manera 
debe  ser  fecha  la  carta  cuando  alguna  cosa 
dan  A  censo»  y  contiene  un  modelo  acabado 
de  escritura  de  constitución  del  gravamen. 

La  Nov.  Recop.  dedica  las  29  leyes  del  titu- 
lo XV,  lib.  X,  k  tratar  de  los  censos.  La  1." 
establece  que  se  guarde  la  condición  impues- 
ta en  el  censo,  de  que  caiga  la  finca  en  comi- 
so no  pagando  la  pensión  á  ciertos  plazos.  Las 
demás  leyes  obligan  á  los  impositores  de  cen- 
sos á  declarar  los  que  ya  tuvieren  sus  fincas; 
prohiben  los  censos  al  quitar  y  de  por  vida  en 
especies  que  no  sean  dinero,  mandando  redu- 
cir los  perpetuos  fundados  en  pan,  vino  y 
otras  especies;  prohiben  fundar  censos  por  dos 
ó  más  vidas,  sino  por  una  sola  al  precio  de 
7.000  maravedís  el  millar.  Se  declara  no  reci- 
bidoeuEspaña  Q[proprio  motu  '  sobre  la  cons- 
"tituciüii  de  censos  con  dinero  de  presente.  Se 
reducen  los  réditos  de  censos  del  5  al  3  por  100 
en  los  reinos  de  Castilla  y  León,  y  también  en 
Arag'ón  con  varias  declaraciones.  Se  faculta 
la  imposición  de  censos  en  casas  de  Madrid  y 
obras  pías,  y  se  dictan  reglas  para  el  pago  del 
laudemio  de  los  censos  perpetuos  de  las  mis- 


»    Es  el  proprio  motu  de  San  Pío   Vá  que  se  reitere, 
^ta  d  la  ley  7.",  tit.  XV,  lib.  X  de  la  Nov.  liecop. 


la 


nota 


482 


CENSOS. 


mas  casas,  para  la  imposicióu  y  redención  de 
censos  sobre  los  propios  de  los  pueblos,  y  para 
redimir  con  Vales  Reales  los  censos  perpetitos 
y  al  quitar,  y  otras  cargas  enfitéuticas,  etcé- 
tera, etc. 

AdemA,s  hau  legislado  sobre  la  materia  la 
E.  C.  de  3  de  Agosto  de  1818,  la  ley  de  seño- 
ríos de  3  de  Mayo  de  1823  y  la  hipotecaria, 
según  veremos  en  los  lugares  correspondien- 
tes de  este  articulo. 

U.— Concepto  técnico  del  ce7iso  y  sus  diferentes  especies. 

Es  el  censo  una  relación  de  derecho  estable- 
cida sobre  bieu  inmueble  ajeno,  para  que  la 
persona  llamada  censualista  perciba  de  otra 
que  se  denomina  censatario,  cierta  pensión  ó 
canon  á  cuyo  pago  va  afecto  el  inmueble  ó  la 
finca.  Esta  es  la  idea  exacta  que  nosotros  te- 
nemos del  censo  y  que  el  Cód.  civil  formula 
con  cierta  analogía  en  el  art.  1.604,  según  el 
cual  «se  constituye  el  censo  cuando  se  sujetan 
algunos  bienes  inmuebles  al  pago  de  un  ca- 
non ó  rédito  anual  en  retribución  de  un  capi- 
tal que  se  recibe  en  dinero  ó  del  dominio  ple- 
no ó  menos  pleno  que  se  transmite  de  los  mis- 
mos bienes»;  concepto  qxie  indica  en  sus  tres 
términos  las  especies  que  hay  de  censos,  pues 
la  entrega  de  ún  capital  en  dinero  sobre  fin- 
ca ajena,  da  origen  al  censo  consiguativo;  la 
transferencia  del  dominio  pleno  (directo  y  útil) 
de  la  propia,  afectándola  al  cobro  de  un  canon 
periódico,  establece  el  censo  reservativo,  y  la 
disgregación  del  mismo  dominio  pleno  en  otros 
dos  que  se  denominan  directo  y  útil,  es  la  con- 
dición característica  de  la  enflteusis  ó  censo 
enfitéutico.  El  legislador  repite  y  amplia  esta 
noción  en  los  arts.  1.605, 1.606  y  1.607,  respec- 
tivamente dedicados  á  definir  el  censo  enfitéu- 
tico, el  reservativo  y  el  consiguativo. 

Ut.—Oídenación  de  las  instituciones  censales  en  el  Có- 
digo civil. 

Un  titulo,  el  VII  del  libro  IV,  destina  el 
Código  A  regular  tan  importante  institución, 
y  divide  la  materia  en  cuatro  capítulos:  el  1.°, 
contiene  disposiciones  generales  aplicables  á 
todaslas  especies  de  censos  (arts.  1.604á  1.627)^ 
el  2.»,  habla  del  enfitéutico  (arts.  1.628  á  1.6.56); 
el  3.",  del  consiguativo  (arts.  1.657  á  1.660),  y 
el  4.°,  del  reservativo  (arts.  1.661  á  1.664).  El 
cap.  II,  además  de  las  disposiciones  relativas 
á  la  enflteusis  (arts.  1.628  á  1.654),  contiene 
otras  distintas  en  sección  separada,  referentes 
á  los  íforos  y  otros  contratos  análogos  al  de 
enflteusis».  Menciona  especialmente  los  foros  y 
cnalesquiera  otros  gravámenes  de  naturaleza 


andloga(a.Yt.  1.655),  y  el  «contrato  en  cuya  vir- 
tud el  dueño  del  suelo  cede  su  uso  para  plan- 
tar viñas  por  el  tiempo  que  vivieren  las  pri- 
meras cepas»  (art.  1.656).  Los  foros  constitui- 
dos después  del  Cód.  se  gobiernan  por  las  re- 
gias del  enflteusis  ó  del  arrendamiento,  según 
sean  perpetuos  ó  temporales,  y  el  contrato  á 
primeras  cepas  es  el  conocido  en  Cataluña  coi 
el  nombre  de  rabassa  marta. — V.  Foros  y  'RaÁ 

BA.SSA  MOKTA. 

IT. — Doble  carácter  del  censo:  Sus  requisitos  esenciale>\ 

El  censo  constituye  un  derecho  personal 
un  derecho  real.  El  censualista,  por  virtud  de 
primero,  puede  exigir  el  pago  de  las  pensio4 
nes  vencidas  y  no  satisfechas  que  el  censata-l 
rio  se  halle  obligado  á  abonar  por  virtud  del! 
contrato,  testamento  ó  donación,  orig'eu  del| 
gravamen;  pero  además  el  derecho  del  cen-^ 
sualista  se  halla  asegurado  con  la  garantía  de 
la  finca  censida,  que  responde  de  él,  sea  cua 
fuere  la  persona  que  la  disfrute,  ocupe  ó  po-' 
sea.  Por  eso  dice  el  Cód.  civil  que  el  censo 
produce  acción  real  y  personal  (art.  1.623)  y 
que  cae  en  comiso  la  finca  si  el  enfiteuta  no 
cumple  la  condición  estipulada  en  el  contrato 
(arts.  1.648  y  1.652). 

Las  circunstancias  indispensables  para  la 
existencia  del  censo  son  las  sig'uientes:  que  la 
cosa  objeto  del  gravamen  sea  inmueble  (artí- 
culos 1.604  á  1.607,  1.628,  1.657  y  1.661);  que 
sea  fructífera  ó  susceptible  de  producir  fruto, 
natural,  industrial  ó  civil;  que  la  carga  se  es- 
tablezca á  perpetuidad  ó  por  tiempo  indefini- 
do (art.  1.608)  y  que  se  imponga  mediante  es- 
critura pública.  Los  bienes  muebles  no  pueden 
hacerse  objeto  de  censo  porque  la  cesión  de 
su  uso  y  goce  constituye,  según  los  casos, 
usufructo  (art.  467),  uso  (524  y  526),  arrenda- 
miento (1.545  y  1.579),  préstamo  (1.740)  ó  pren- 
da (1.868).  Las  cosas  infructíferas  ó  entera- 
mente estériles  tampoco  las  reputamos  ma- 
teria posible  de  censo  ,  porque  éste  supone 
la  fecundidad  ó  productividad  del  inmueble, 
como  lo  revela  el  art.  1.624  que  mantiene  el 
censo  cuando  la  esterilidad  es  accidental,  y  el 
1.625  que  le  declara  extinguido  cuando  se  Í7i- 
utiliza  totalmente  la  finca  gravada.  La  cons- 
titución que  no  se  hace  á  perpetuidad  ó  por 
tiempo  indefinido  será  arrendamiento  pero 
nunca  censo  (arts.  1.543  y  1.655,  par.  2.°).  Por.'- 
último,  el  requisito  de  la  escritura  pública  so^ 
lamente  le  exige  el  Código  nominativamente 
parala  enfiteiisis  (art.  1.628),  pero  sin  duda. 
es  aplicable  á  los  otros  dos  censos  á  virtud  del' 
precepto  general  del  art.  1.280,  núm.  1.",  con- 


I 

j 


CENSOS. 


483 


cordante  con  el  art.  3."  eu  relación  con  el  2.°, 
núm.  2."  de  la  ley  hipotecaria. 

V. — Pensión  cevsal:  Bienes  en  que  ha  de  consistir: 
Disposiciones  sobre  su  pago. 

Las  leyes  recopiladas  '  disponían  que  la  pen- 
sión hubiera  de  abonarse  precisamente  en  me- 
tálico, y  no  permitían  el  pago  de  la  mi.sma  en 
frutos;  pero  la  jurisprudencia,  encontrando 
acaso  incompatible  esta  traba  con  el  principio 
de  libertad  de  estipulación,  sancionado  en 
otros  textos,  reconoció  la  eficacia  de  las  cons- 
tituciones censales  para  las  que  se  estipulara 
el  pago  del  canon  eu  especie.  Inspirándose  en 
esta  doctrina  el  Cód.  civil,  declara  que  podrá 
consistir  la  pensión  en  dinero  ó  eu  frutos  (ar- 
ticulo 1.613)  y  dicta  regias  para  la  i-egula- 
ción  de  éstos  (artículos  1.611,  1.614  y  1.630). 
Ha  de  abonarse  el  canon  en  los  plazos  conve- 
nidos, ó  por  años  vencidos,  ó  al  fin  de  la  reco- 
lección de  la  cosecha  (art.  1.614),  y  en  el  do- 
micilio del  censualista  ó  del  censatario  qvie  le 
teng'an  dentro  del  térmiuo  municipal  en  que 
radique  laflucag-rav-ada(art.  1.615). Unoy  otro 
se  hallan  facultados  para  exigirse  reciproca- 
mente resguardo  y  recibo  (art.  1.616);  el  pago 
de  dos  pensiones  consecutivas,  supone  que  se 
ha  verificado  el  de  todas  las  anteriores  (articu- 
lo 1.621),  y  no  pueden  reducirse  ó  aminorarse, 
ni  por  esterilidad  acindontal  de  la  finca,  ni  por 
la  pérdida  de  sus  frutos,  ni  por  fuerza  mayor 
que  no  la  inutilice  totalmente,  ni  por  la  forzosa 
expropiación  parcial  de  que  sea  objeto  (artícu- 
los 1.624,  1.625  y  1.627).  El  derecho  á  percibir 
pensión  puede  transmitirse  á  titulo  gratuito  y 
oueroso  (art.  1.617). 

VI. — Responsabilidad  de  la  finca  censida  al  pago  de  la 
pensión:  Subrogación  y  OTUpliación  de  la  garantía  en 
los  casos  de  siniestro  asegurado,  expropiación  forzo- 
sa, etc. 

Por  virtud  del  censo,  la  finca  gravada  res- 
ponde del  pago  de  la  pensión  (art.  1.623);  pero 
esta  g'arantia  no  priva  al  censatario  de  la  li- 
bre disposición  del  inmueble  (art.  1.617),  sin 
perjviicio  en  su  caso  de  los  derechos  de  tanteo 
y  retracto  (arts.  1.636  y  1.643). 

Hállase,  pues,  dicho  inmueble,  hipotecado 
á  la  seguridad  del  derecho  del  censualista,  ó 
sujeto  directamente,  cualquiera  que  sea  su 
poseedor,  al  cumplimiento  de  las  oblig'aciones 
que  garantiza  (Cód.,  art.  1.876  y  ley  hipoteca- 
ria, art.  105),  y  que  el  legislador  procura  sim- 
plificar en  beneficio  del  censualista,  no  permi- 
tiendo, sin  su  consentimiento,  que  el  censata- 


'  Leyes  3.'\  4."  y  5.'-,tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Recop.  El 
principio  no  era  absoluto,  pues  otras  leyes  del  mismo  Có- 
digo daban  por  supuesto  que  la  pensión  censal  podía  ha- 
cerse efecUna  en  especie.  (Leyes  9.",  22,  p&rrs.  1."  y  10,  y 
24,  pArr.  12,  todas  del  tlt.  XV  del  lib.  X.) 


rio  divida  la  finca  entre  dos  ó  más  personas 
(Cód.,  arts.  1.618  y  1.619).  Es  tan  eficaz  la  ga- 
rantía, qne  aun  cuando  el  gravamen  se  extin- 
ga por  pérdida  ó  total  ruina  de  la  finca,  toda- 
vía, si  ésta  se  hallaba  asegurada  ó  fué  objeto 
de  expropiación  forzosa,  responde  la  indem- 
nización abonable  al  dueño,  del  capital  y  pen- 
siones vencidas  del  censo  (arts.  1.626  y  1.627), 
y  éste  revive  cuando  la  finca  se  reedifica  (ar- 
ticulo 1.626).  En  el  caso  de  que  la  garantía 
lleg^ue  á  ser  insuficiente,  se  reconoce  al  cen- 
sualista el  derecho  de  pedir  y  obtener  la  am- 
pliación de  la  misma,  eu  los  casos  de  los  ar- 
tículos 1.627,  párrafo  último,  1.659,  1.660  y 
1.664  del  Cód.  civil,  que  dan  nueva  expresión 
á  las  disposiciones  de  los  arts.  150  y  151  de  la 
ley  hipotecaria,  ios  cuales  resultan  más  ó  mo- 
nos modificados  por  lo  prescrito  eu  aquéllos  '. 
Los  medios  ó  causas  por  los  cuales  cesa 
dicha  garantía,  son  aquellos  á  virtud  de  los 
cuales  el  censo  se  extingue  ó  termina,  á  saber: 
consolidación,  redención,  abandono,  prescrip- 
ción y  pérdida  de  la  cosa  gravada. 

Vil. — Consolidación. 

Tiene  lugar  cuando  se  reúnen  en  una  mis- 
ma persona  los  derechos  de  censualista  y  de 
censatario,  ora  porque  uno  de  éstos  haga  re- 
nuncia de  los  suyos  (arts.  4."  y  395),  ora  por- 
que ejercite  con  éxito,  si  le  correspondieran, 
los  de  tanteo,  retracto  ó  comiso  (1.636  y  si- 
guientes y  1.648),  ora  porque  se  adjudique  al 
censualista  la  propiedad  de  la  finca  ó  al  cen- 
satario el  derecho  á  la  pensión,  en  virtud  de 
la  aplicación  general  de  las  regias  dictadas 
sobre  herencia  testada  ó  intestada,  ó  por  la 
sucesión  especialisima  que  ordena  el  art.  1.653 
á  favor  del  señor  directo  y  eu  beneficio  de  la 
libertad  del  dominio. 

El  Código  civil  no  habla  específicamente  de 
la  consolidación  como  medio  de  terminar  los 
censos;  pero  no  puede  menos  de  considerarse 
subsistente  y  en  vigor,  como  lo  está  para  la 
extinción  del  usufructo  y  de  las  servidumbres 
(arts.  513,  núm.  3.0,  y  546,  núm.  1.»). 

VIII  — Redención. 

La  ley  28,  tít.  VIII,  Part.  5.",  declaró  que  en 


*  El  Sr.  Sánchez  Román,  en  sus  Estudios  de  Derecho 
civil,  í.  ///,  pa.  750  á  754,  dedica  largo  e.t:nmen  d  los  ar- 
tículos arriba  citados,  con  el  propósito  de  determinar  si 
los  del  Cód.  civil  habrán  derogado  total  ó  parcialmente 
los  150  y  151  de  la  ley  hipotecaria;  duda  que  deja  sin  de- 
cidir porque  ejicuentra  para  ella  hasta  tres  soluciones 
distintas:  una  que  hace  compatibles  y  vigentes  todos  esos 
textos,  otra  que  los  coloca  en  abierta  contradicción,  y  la 
tercera,  ó  intermedia,  que  deja  vivos,  sólo  en  parte,  los 
j^rerepfos  de  Iñ  ley  hipotecaria.  Para  nosotros  no  hay  difi- 
cultad, y  si  alguna  ocurriera  habrá  de  rr.^nlrrrse  por  el 
principio  de  derecho,  segioi  el  cual  la  leij  posterior  dero- 
ga la  anterior  en  cuanto  se  oponga  á  ella. 
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elceuso  «deben  ser  guardadas  todaslas  eouve- 
uiencias  que  fueren  escritas  é  puestas  en  él». 
Al  amparo  de  esta  libertad  de  estipulación  se 
fundaron  multitud  de  censos  perpetuos  cuya 
redención  estaba  prohibida,  y  que  sin  gran 
provecho  de  los  censualistas,  se  oponían  á  la 
facilidad  de  las  transacciones  y  menoscababan 
el  valor  de  la  propiedad.  Para  remediar  estos 
graves  males  y  conjurarlos  en  lo  sucesivo, 
fueron  declarados  redimibles  todos  los  censos 
aunque  se  hubieran  constituido  con  caráSter 
de  perpetuidad.  Dispiisose  asi  por  las  leyes  22 
y  24,  tit.  XV,  lib.  X  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  aunque  fué  derogada  la  viltima  por 
Eeal  cédula  de  3  de  Agosto  de  1818,  la  de  se- 
ñoríos de  3  de  Mayo  de  1823,  restablecida  por 
la  de  2  de  Febrero  de  1837,  lo  dispuso  de  nue- 
vo de  una  manera  terminante,  en  nuestro  en- 
tender, respecto  de  toda  clase  de  censos. 

Las  reg'las  para  la  redención  eran  las  esta- 
blecidas en  los  arts.  4.»,  5.°,  6.°,  7.°,  8.°  y  12 
de  la  citada  ley  recopilada,  en  donde  se  dice 
la  manera  de  capitalizarlos  para  dicho  objeto. 
El  principio  de  la  redención  debe  considerar- 
se establecidq  á  favor  del  censatario, y  de  con- 
sig'uiente,  éste  podrá  compeler  judicialmente  al 
censualista  para  que  le  otorgue  la  redención, 
pero  no  el  censualista  al  censatario  para  que 
la  haga,  á  no  ser  en  el  caso  del  art.  150  de  la 
ley  hipotecaria  y  cuando  el  censatario  opta 
por  ella. 

En  armonía  con  la  disposición  de  dicho  ar- 
ticulo, el  Códig'o  civil  nunca  autoriza  al  cen- 
sualista para  exigir  del  censatario  que  redi- 
ma, sino  que  redima  ó  sustituya  la  garantía 
(art.  1.627),  ó  que  la  amplíe,  redima  el  censo  ó 
abandone  el  innuieble  (arts.  1.659,  1.660  y 
1.664);  acepta  la  doctrina  de  las  leyes  recopi- 
ladas declarando  redimibles  todos  los  censos 
(art.  1.608)  formula  las  reg'las  claras  y  preci- 
sas á  que  ha  de  ajustarse  la  redención  (artícu- 
los 1.609  á  1.612),  aplicables  tanto  á  las  cons- 
tituciones posteriores  como  á  las  anteriores  al 
Código  (art.  1.611),  y  fija  el  capital  que  por  tal 
concepto  ha  de  entregarse  al  censualista,  en 
los  arts.  1.651, 1.658  y  1.662.  No  se  olvide  tam- 
jioco  lo  que  disponen  los  arts.  149  á  151  de  la 
ley  hipotecaria  ni  el  1.°  del  R.  D.  de20de  Mayo 
de  1880.— V.  Hipotecas. 

IX. — Abandono. 

El  abandono  de  la  finca  censida  libra  al  cen- 
satario del  pago  de  la  pensión.  Cuando  así  re- 
nuncia á  su  posesión  (art.  460),  no  deben  sub- 
sistir las  prestaciones  que  son  consecuencia 
de  ella.  El  Código  determina  los  casos  preci- 


sos en  que  puede  hacerse  el  abandono  (artícu- 
los 1.625,  1.631,  1.659,  1.660  y  1.664).  De  otros 
especiales  habla  además  la  ley  hipotecaria,  re- 
ferentes al  tercer  poseedor  de  bienes  asegura- 
dos con  hipoteca  (arts.  128  y  129),  y  al  censa- 
tario que  no  obtieue  de  la  finca  productos  bas- 
tantes para  cubrir  la  pensión  (art.  151). 

X. — Prescripción. 
Los  capitales  de  censos  al  quitar,  habían  di- 
cho los  autores  que  nunca  prescribían  y  que 
sólo  eran  prescriptibles  los  réditos;  pero  el 
T.  S.  consig'nó  bien  explícitamente  que  la  ac- 
ción hipotecaria  que  compete  al  censualista 
queda  prescrita  por  el  transcurso  de  treint 
años,  que  es  el  tiempo  señalado  en  la  ley  5.' 
tit.  VIII,  lib.  XI  de  la  Nov.  Recop.  (63  de  Torcí 
para  la  prescripción  de  las  acciones  reales! 
Esta  misma  doctrina,  que  sirvió   también  d^ 
fundamento  á  la  R.  O.  de  23  Abril  de  1866 
para  desestimar  el  reconocimiento  de  un  cen-^ 
so  como  carga  de  jiisticia,  es  la  aceptada  pof'' 
el  Código  civil,  ciiyo  art.  1.620  declara  termi- 
nantemente que  son  prescriptibles  tanto  el  ca- 
pital como  las  pensiones  de  los  censos. 

TU.— Pérdida  de  la  cosa  graí'ada. 

La  pérdida  de  la  cosa  no  significa  solamen- 
te en  derecho  la  destrucción  ó  material  ani- 
quilamiento de  ella,  sino  también  la  desapa- 
rición de  siis  condiciones  productivas.  Dos 
causas  pueden  determinarla:  la  esterilidad 
permanente  de  la  finca,  ó  sea  .su  inutilización 
total  (arts.  1.624  y  1.625),  y  la  expropiación 
forzosa  de  la  misma  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica (arts.  1.627  y  1.631).  Si  la  inutilización 
no  es  completa  ó  la  expropiación  no  es  total, 
subsiste  el  derecho  del  censualista  y  surge  el 
del  censatario  para  abandonar  el  inmueble 
objeto  del  gravamen. 

'%t.  -  Contribuciones  sobre  bienes  dados  ti  censo. 

La  falta  en  el  Derecho  antiguo  de  disposiciíj 
nes  precisas  acerca  de  la  obligación  del  cen 
sualista  de  concurrir  al  pago  de  las  conti-ibij 
clones  impuestas  á  las  fincas  gravadas  co| 
censo,  originó  muchos  litigios,  algunos  de  lo 
cuales  resolvió  el  T,  S.  en  sentido  de  que  Iq 
tributos  eran  exigibles  desde  luego  al  cens^ 
tario,  pero  reconociendo  á  éste  el  derecho 
descontar  la  parte  proporcional  de  los  mismoi 
ó  sea  el  tanto  por  100  correspondiente  de, 
pensión  abonable  al  censualista.  Este  es  el  c^ 
terio  aceptado,  sin  modificación  alguna,  por 
art.  1.622  del  Cód.  civil,  al  qxie  nos  remitimos. 
Xli. —  Censo  enfttéutico. 

La  doctrina  expuesta  en  los  once  números 
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que  preceden,  es  g-eneral  y  aplicable  &  toda 
clase  de  censos,  eufitéiitico,  reservativo  y  coa- 
signativo.  Exaniiiiaudo  especialmente  las  dis- 
posiciones relativas  al  primero,  vérnosle  de- 
finido en  el  art.  1.G04,  como  hemos  dicho  bajo 
el  uúm.  II,  y  hállase  descrito  además  en  el 
1.605,  segniu  el  cual  se  constituye  «cuando  una 
persona  cede  á  otra  el  dominio  útil  de  una 
finca,  reservándose  el  directo  y  el  derecho  de 
percibir  una  pensión  anual  en  reconocimiento 
de  este  mismo  dominio». 

El  proyecto  de  1851,  prohibieudo  en  su  ar- 
tículo 1.547  constituir  en  adelante  otros  censos 
que  el  consignativo  y  el  reservativo,  abolía  el 
enfitéutico,  respecto  del  cual,  decía  Goyeua 
que  «útil  y  casi  necesario  cuando  la  propiedad 
se  hallaba  en  pocas  manos  y  desdeñosas  del 
cultivo,  no  lo  es  hoy  día,  por  motivos  contra- 
rios» '.  Nosotros  creemos  que,  aunque  poco 
frecuente,  ofrece  á  la  iniciativa  é  interés  indi- 
vidual una  combinación  que  puede  ser  pro- 
vechosa y  que  no  hay  peligro  alguno  en  con- 
servar, puesto  que  la  prudencia  de  la  contra- 
tación habrá  de  justificarle  ó  le  condenará  al 
olvido,  sin  necesidad  de  que  el  legislador  le 
prohiba. 

Por  eso  no  podemos  asentir  á  la  opinión  de 
uu  distinguido  piiblicista  que  se  lamenta  de 
que  nuestro  Código  no  siga  el  ejemplo  de  los 
demás  de  Europa  y  del  proyecto  de  1851.  El 
legislador  se  ha  sometido  con  fidelidad  al  cri- 
terio que  le  impuso  la  base  1.*  de  la  ley  de  11 
de  Mayo  de  1888  y  que  le  impedía  proscribir 
una  institución  importante  del  Derecho  histó- 
rico patrio;  y  eu  verdad  que  la  ha  regulado 
con  fortuna,  determinando  de  uu  modo  preciso 
los  derechos  del  enfiteuta  ó  censatario,  y  los 
del  censualista  ó  señor  directo. 

Derechos  del  enfiteuta,  censatario,  estabi- 
lienfe  ó  terrateniente. — Con  todos  estos  nom- 
bres se  desigua  al  señor  del  dominio  iitil,  que 
es,  en  rigor,  el  verdadero  dueño  de  la  finca, 
pues  hace  suyos  los  productos  de  la  misma 
y  sus  accesorios,  incluso  los  tesoros  y  minas 
(1.632);  puede  disponer  de  aquélla  y  de  éstos 
por  actos  entro  vivos  y  de  última  voluntad 
(1.633);  imponer  servidumbres,  con  consenti- 
miento en  su  caso  del  señor  directo  (1.634); 
donar  y  permutar  el  inmueble  (1.635);  ejercitar 
respecto  de  la  propiedad  ó  dominio  directo  los 
derechos  de  tanteo  y  retracto  (1.636  y  1.637);  li- 
brarse del  comiso  redimiendo  el  gravamen  y 
pagando  las  pensiones  vencidas  (1.650),  y  si  el 


Concordancias,  motivos  y  comentarios,  etc. 


comiso  se  verifica,  exigür  el  abono  de  las  me- 
joras (1.652). 

Derechos  del  dueño  directo  ó  ce7isualista. — 
Corresponde  á  éste:  autorizar  la  imposición 
por  el  enfiteuta  de  servidumbres  ó  cargas  sus- 
ceptibles de  disminuir  los  productos  de  la  finca, 
cuando  la  pensión  consista  en  una  parte  alí- 
cuota de  ellos  (1.634);  exigir  que  se  pongan  en 
su  conocimiento  las  donaciones  y  permutas 
que  del  predio  acuerde  el  censatario  (1.635); 
ejercitar  respecto  del  dominio  útil  los  derechos 
de  tanteo  y  retracto  (1.636  y  1.637);  eximirse  de 
indemnizar  al  enfiteuta ,  en  el  caso  de  que 
éste  fuera  perturbado  eu  su  derecho  por  un 
tercero,  si  uo  la  cita  de  eviccióu  (1.643);  co- 
brar por  vía  de  laudeniio,  cuando  se  haya 
estipulado  expresamente,  el  tanto  por  ciento 
de  las  enajenaciones  á  titulo  oneroso  (1.644); 
exigir  el  reconocimiento  do  su  derecho  cada 
veintinueve  años  (1.647)  y  recobrar  el  dominio 
pleno,  mediante  comiso,  cuando  no  se  le  pague 
la  pensión,  cuando  no  se  cumplan  por  el  enfi- 
teuta las  condiciones  pactadas  y  cuaudo  de- 
teriore gravemente  la  finca  (1.648),  y  también 
por  sucesión  intestada  cuaudo  muera  el  en- 
fiteuta abintestato  y  sin  dejar  pariente  dentro 
del  sexto  grado  (1.653). 

El  derecho  de  tanteo  ó  fadiga  es  el  que  asis- 
te reciprocamente  á  los  señores  directo  y  útil 
para  adquirir,  eu  caso  de  venta,  el  dominio 
que  no  tienen,  por  el  precio  que  dé  un  tercer 
licitador,  comprador  ó  adquirente.  Fúndase 
tal  privilegio  eu  el  propósito  de  favorecer  la 
propiedad,  libertándola  de  las  cargas  que  so- 
bre ella  pesen;  y  se  facilita  su  ejercicio  impo- 
uiendo  al  enajenante  la  obligación  de  dar  avi- 
so al  otro  participe  de  la  cesióu  concertada, 
para  que  pueda  obtenerla  para  sí  mediante  el 
pago  del  precio  estipulado,  abonándolo  eu  el 
término  preciso  de  veinte  días  (1.636,  1.637, 
1.640  y  1.641). 

E.xtensióu  y  complemento  del  "derecho  de 
tauteo  es  el  de  retracto,  en  virtud  del  cual  pue- 
de uno  de  los  participes  revocar  la  venta  que 
el  otro  haya  hecho  de  su  dominio,  subrogán- 
dose en  lugar  del  comprador  ó  adquireute 
(1.521)  y  ejercitando  para  ello  la  acción  resci- 
soria  correspondiente  dentro  del  término  de 
nueve  días  ó  del  de  un  año  en  su  caso  (artícu- 
los 1.638  á  1.640,  1.642  y  1.524  del  Cód.  civil,  y 
1.618  á  1.620  de  la  ley  de  Enjuiciamiento) '. 


1  El  art^  1.638  del  Cód.  civil  fija  el  término  de  nueve 
días  para  el  ejercicio  de  la  acción  de  retracto,  d  partir 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  enajenación  y 
salvo  el  caso  de  que  ésta  se  haya  ocultado,  lo  cual  se  pre- 
sume cuando  el  documento  no  se  presenta  al  registro  den- 
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Al  legislar  sobre  el  laude7iiio  ó  luismo  ha 
sancionado  el  Código  una  gran  novedad:  la  de 
reconocer  la  exlgibilidadde  esta  prestación  en 
el  solo  caso  «de  qiie  se  ha\'a  estipulado  expre- 
samente en  el  contrato  de  enfiteusis»  (1.644). 
Este  texto,  que  concuerda  con  el  del  último 
párrafo  del  art.  1.631,  dice,  á  nuestro  juicio, 
iDíVs  de  lo  que  quiere  significar.  Antes  el  dere- 
cho de  laudemio  ó  de  cobrar  el  censualista  un 
tanto  por  ciento  de  cada  enajenación  que  el 
censatario  hiciese  de  su  dominio  útil,  era  una 
prestación  aneja  á  la  naturaleza  de  la  enfiteu- 
sis,  y  exigible,  por  lo  tanto,  aun  cuando  nada 
se  hubiera  determinado  sobre  el  particular. 

La  nueva  ley  autoriza  una  presunción  ente- 
ramente contraria,  pues  prohibe  la  exacción 
del  laudemio  si  expresamente  no  se  ha  con- 
signado al  constituir  el  gravamen.  Esta,  cree- 
mos que  ha  de  ser  la  mente  del  legislador, 
cuya  manifestación  literal  no  deberá  impedir, 
por  lo  tanto,  el  reconocimiento  del  derecho 
de  laudemio  cuando  se  halle  especificado  en- 
tre los  del  señor  útil,  en  la  escritura  de  im- 
posición del  censo,  siquiera  éste  no  se  pro- 
duzca por  virtud  de  contrato,  sino  en  cumpli- 
miento de  disposición  testamentaria,  que  de- 
berá ejecutarse  puntualmente  siempre  quesus 
términos  no  perjudiquen  los  derechos  de  los 
herederos  forzosos. 

El  laudemio  se  devenga  en  los  casos  de  ex- 
propiación forzosa  sobre  la  parte  de  precio 
abonado  al  enfiteuta  (1.631),  consiste  en  la  can- 
tidad pactada,  ó  en  su  defecto,  en  el  2  por  100 
de  cada  enajenación  (1.644),  corre  á  car^o  del 
adquirente,  salvo  estipulación  en  contrario 
(1.645)  y  se  prescribe  por  el  transcurso  de  los 
términos  fijados  ó  aludidos  en  el  art.  1.646. 

El  derecho  de  laudemio,  si  puede  hacer  gra- 
vosa la  enfiteusis'  cuando  es  inmoderado,  re- 
ducido á  la  cuantía  discreta  que  el  Código  se- 
ñala, á  falta  de  pacto  expreso,  en  el  art.  1.644, 
de  acuerdo  con  la.  constitución  3.^,  tit.  LXVI, 
lib.  IV,  del  Cód.  de  Justiniano,  viene  á  com- 
pensar, sin  gravamen  para  el  adquirente,  lo 
módico  de  la  pensión  que  el  estabiliente  per- 
cibe. El  propietario,  dice  el  Sr.  Alonso  Martl- 


tro  del  mismo  tirmino  de  nueve  dias.  Si  al  ir  á  espirar 
éste  se  solicita  la  inscripción,  la  ve7ita  no  se  presumirá 
oculta,  pero  el  otro  partícipe  acaso  no  pueda  proponer  en 
tiempo  su  derecho,  porque  al  ir  d  ejercitarlo  ya  habrá 
prescrito.  El  Sr.  Sunche:  Román  e.rpone  esta  dificultad, 
que,  en  nuestro  sentir,  habrá  de  resolverse  por  lo  que  dis- 
pone el  último  inciso  del  referido  precepto,  el  cual,  inde- 
pendientemente de  la  pre^aníión  de  ocultación,  admite  la 
prueba  de  la  misma;  ó  por  la  benigna  interpretación  del 
citado  articulo  en  armonía  con  el  1.620  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, en  relación  con  el  31J,párr.  2.^,  que  permi- 
te suspender  los  términos  judiciales  en  caso  de  fuerza  ma- 
2tOr  <li<e  impida  utilizarlos. 


uez,  se  desprende  casi  gratuitamente  de  la 
finca  con  la  esperanza  de  que,  acrecentando 
su  valor  por  las  mejoras  que  hag'a  el  enfiteu^ 
ta,  percibirá  un  tanto  por  ciento  en  cada  transí 
misión  de  dominio  '.  Quitadlo  este  derecho,  dic0 
otro  autor,  y  el  dominio  directo  queda  redU'J 
cido  á  un  título  de  pura  ostentación,  pues  e| 
canon,  que  no  representa,  ni  con  mucho,  IsT 
renta  del  inmueble,  es,  más  bien  que  unrédií 
to,  uu  reconocimiento  de  su  derecho,  sin  que 
valga  alegar  que  la  cosa  carecía  de  valor,  por-j 
qiie  si  al  constituirse  el  censo  era  inculta,  no 
era  estéril;  bastaba  el  trabajo  para  hacerla 
fructífera  '^. 

El  derecho  de  pedir  el  reconocimiento  del  grai 
vamen,  háse  considerado  siempre  como  propio 
de  todo  censualista,  y  el  Código  le  sanciona 
solemnemente  en  el  art.  1.647,  consignando 
que  cada  29  años  podrá  el  censualista  exigir 
del  enfiteuta,  por  cuenta  del  mismo,  el  reco- 
nocimiento del  dominio  directo.  Autor  hay 
que  opina  no  ser  licito  promover  esa  solicitud 
en  períodos  más  breves,  porque  el  derecho  la 
autoriza  con  el  objeto  exclusivo  de  evitar  la 
prescripción  de  la  carg-a;  pero  nosotros  enten- 
demos que  no  hay  prohibición  que  se  oponga 
á  la  pretensión  de  reconocimiento  aun  cuando 
dicho  plazo  no  haya  transcurrido;  si  bien  en- 
tonces los  gastos  de  las  diligencias  no  serán 
de  cuenta  del  enfiteuta,  sino  del  señor  directo. 

El  comiso  es  un  derecho  odioso  en  esta  clase 
de  constituciones  censales,  del  que  no  cabe  pres- 
cindir, sin  embargo,  poi-que  representa  la  úl- 
tima sanción  ó  garantía  de  los  que  asisten  al 
dueño  directo.  Sus  aplicaciones  hállause  limi- 
tadas á  los  tres  casos  precisos  especificados  en 
el  art.  1.648.  El  último  que  éste  expresa,  ó  sea 
el  de  g'rave  deterioro  de  la  finca,  ha  de  dar, 
por  su  vaguedad,  motivo  fundado  para  du- 
das, dificultades  y  pleitos,  porque  el  legislador 
no  determina  ni  indica  cuál  demérito  de  la 
cosa  censida,  causado  por  el  enfiteuta,  origi- 
nará la  cousolidación  del  dominio  pleno  en  el 
señor  directo.  Aun  cuando  el  censatario  incu- 
rra en  comiso,  puede  librarse  de  él  utilizando 
los  beneficios  que  le  conceden  los  arts.  1.649 
y  1.650.  La  pena  de  comiso  no  priva  al  enfiteu- 
ta del  reintegro  de  las  mejoras  que  hayan  au^^ 
mentado  el  valor  del  inmueble  (1.652). 

El  art.  1.653  establece,  en  beneficio  de  la 
unión  y  libertad  del  dominio,  una  sucesión  sini 
gularisima  y  nueva,  sin  precedente  alg'uno  eri 


1    El  Código  civil  en  sus  relaciones  con  las  legislaciones 
forales,  tomo  Il.pág.  207. 
^    Gutiérrez,  Códigos  ú  Estudios  fuudameutales,  etc. 
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nuestro  Derecho,  y  excepcióu  de  la  estableci- 
da, corao  reg'la  general,  eu  los  arts.  913,  955 
y  956.  Cuando  el  enflteuta  muere  abintestato  y 
no  deja  parientes  dentro  del  6."  grado,  no  en- 
tra el  Estado  á  suceder  en  el  dominio  lUil  de 
la  finca  censida,  sino  que  ésta  va  á  parar  por 
ministerio  de  la  ley  al  señor  directo. 
XIII  —Stibe/iflteusis. 
«Queda  suprimido  para  lo  sucesivo  el  con- 
trato de  subenfiteiisis.'i  Tal  es  el  texto  del  ar- 
ticulo 1.654  que  establece  la  absoluta  prohibi- 
ción de  una  combinación  censal,  que  no  deñue. 
Eu  nuestro  sentir ,  la  subenflteusis  es  una 
constitución  enfitéutica,  mediante  la  cual,  el 
dueño  útil  de  la  cosa  censida,  sin  perder  sus 
relaciones  con  el  directo,  se  convierte  eu  due- 
ño directo  respecto  de  un  tercero,  reservándo- 
se los  derechos  de  cobrar  pensión  y  los  de  lau- 
demio,  tanteo,  retracto  y  comiso.  Acertada- 
mente está  prohibida  en  el  Códig'o,  porque 
perjudica  al  tercer  terrateniente  y  á  los  in- 
tereses sociales,  y  envuelve  una  usurpación 
de  las  facultades  propias  del  dueño  directo; 
porque  mal  puede,  en  rigor,  reservarse  los  de- 
rechos correspondientes  á  ese  dominio,  quien 
jamás  le  tuvo;  aparte  de  que  la  posibilidad 
de  nuevos,  sucesivos  é  indeterminados  contra- 
tos de  subenflteusis  por  los  terratenientes,  vie- 
ne á  multiplicar  y  confundir  las  relaciones  de 
los  participes,  A  subdividir  el  dominio  hasta  uu 
grado  imprudente,  y  á  ocasionar  la  explota- 
ción codiciosa  de  la  cosa  censida,  para  satis- 
facer su  respectiva  pensión  á  todos  y  cada  uno 
de  los  censualistas.  Basta  enunciar  los  peligros 
para  comprender  su  gravedad,  bien  demostra- 
da en  la  práctica  por  los  inconvenientes  del 
subforo,  que  en  Asturias,  Galicia  y  León  es 
una  de  las  causas  más  poderosas  de  disminu- 
ción de  la  riqueza  rústica  y  del  malestar  de 
los  labradores. — V.  Foros. 

XIV. — Censos  consignatlvo  y  reservativo. 

Consiste  el  consignativo  en  sujetar  algunos 
bienes  inmuebles  al  pago  de  un  canon  ó  rédi- 
dito  anual,  en  retribución  de  un  capital  que  se 
recibe  en  diuero  (art.  1.604),  ó  en  imponer  so- 
bre uu  inmueble  el  gravamen  del  canon  ó  pen- 
sión que  se  obliga  el  censatario  á  pagar  al 
censualista  por  el  capital  que  de  éste  recibe  en 
dinero  (art.  1.606). 

Los  Códigos  de  Francia  é  Italia  no  hablan 
dé  este  censo,  al  que  equivale  en  cierto  modo 
la  constitación  de  renta,  que  el  texto  español 
también  regula  en  los  arts.  1.802  vsia-uieutes  '. 


El  St.  Azcdrate,  en  su  obra  Historia  del  derecho 


El  censo  reservativo  se  establece  sujetando 
bienes  inmuebles,  cuyo  dominio  pleno  .se  trans- 
mite á  otro,  al  pago  de  uu  canon  ó  pensión  (ar- 
ticulo 1.604),  ó  cediendo  el  dominio  pleno  de  uu 
inmueble  aunque  reservándose  el  derecho  de 
percibir  sobre  el  mismo  una  pensión  anual  que 
debe  pagar  el  censatario  (art.  1.607).  Los  Códi- 
g'osde  Europa  no  mencionan  siquiera  este  cen- 
so, que  suele  confundirse  con  el  arrendamien- 
to, del  cual  se  disting-uc  principalmente  en  que 
aquél  se  otorga  á  perpetuidad  ó  por  tiempo  in- 
definido (art.  1.608),  y  éste  por  tiempo  limita- 
do (1.543).  Tanto  en  el  censo  consignativo  como 
en  el  reservativo,  el  canon  representa  el  inte- 
rés del  capital  entregado  sobre  el  predio  ó  el 
del  valor  ó  estimación  del  mismo  (art.  1.664),  y 
por  eso  el  Códig-o  prohibe  que  la  pensióu  con- 
sista en  una  parte  alícuota  de  los  frutos  que 
produzca  la  finca  acensuada  (artículos  1.657  y 
1.663).  El  legislador  es  demasiado  conseciieute 
con  el  principio  que  acepta  y  al  cual  sacrifica 
otro  más  respetable:  el  de  la  libertad  de  esti- 
pulación, queuo  debe  encontrar  más  limitacio- 
nes en  el  derecho  escrito,  que  las  opuestas  por 
las  reg'las  universales  de  la  moral  ó  por  altas 
consideraciones  de  conveniencia  pública. 

XV, — Derecho  foral. 

Cataluña.  Censos  á  nuda  percepción,  llama- 
dos antig'uamente  borts,  son  aquellos  eu  que  el 
eufiteuta  cede  en  eufiteusis  el  dominio  iitil  de 
que  puede  disponer,  tomando  el  nombre  de 
dueño  mediano  '. 

Revessejat  es  una  enfiteusis  hecha  al  revés, 
es  decir,  eu  que  el  propietario  da  el  dominio 
directo  reservándose  el  xitil  cou  la  obligación 
de  satisfacer  ciertas  prestaciones. 

Censal  es  una  institución  que  muchos  trata- 
distas han  confundido  con  el  censo  consignati- 
vo de  Castilla,  pero  que  se  diferencia  de  él 
esencialmente  porque  no  es  derecho  real,  sino 
personal  sobre  el  censatario. 

Rábassa  niorta  es  otro  contrato  de  censo  que 
pertenece  á  la  clase  de  las  enfiteusis  tempora- 
les y  que  consiste  en  la  concesión  de  una  finca 
con  la  obligación  de  plantarla  de  viña,  abonar 
cierto  canon  anual  y  revertir  la  finca  al  propie- 
tario pasado  el  tiempo  que  se  calcula  ha  de  du- 
rar la  vida  de  las  primeras  cepas. 

Violarlo  ó  censo  de  por  vida,  consiste  en  el 


de  propiedad,  rfíce,  con  ra^ón,  que  si  bien  la  nneva  or- 
ganizdción  del  régimen  hipotecario  hace  el  censo  consig- 
nativo menos  necesario  que  antes,  siempre  tendrá  sobre 
el  préstamo  la  ventaja  de  depender  de  la  voluntad  del 
deudor  el  reembolso  del  capital. 

•  Leí/ 5,  til.  XXXI,  lib.  IV,  volumen  I  de  las  constitu- 
ciones. Habla  también  el  Libro  de  las  costumbres  escri- 
tas de  Tortosa. 
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devecho  de  percibir  vitaliciamente  una  renta 
en  compensación  de  un  capital  que  se  entrega 
para  siempre. 

La  enfiteusis  ofrece  en  general  los  rasgos 
mismos  de  las  demás  provincias.  Recibe  allí 
también  el  nombre  de  establecimiento.-  Entre 
los  derechos  del  dueño  directo,  están  el  de 
laudemio,  el  de  fadiga  y  el  de  cabrevación. 
La  cuota  del  laudemio  variaba  segúu  las  co- 
marcas y  las  circuustaucias  '.  Fadiga  es  dere- 
cho de  tanteo  ó  facultad  de  quedarse  con  la 
finca  con  preferencia  á  cualquier  otro  com- 
prador. La  cabrevación  compete  también  al 
dueño  directo  para  exigir  en  todo  tiempo  el 
reconocimiento  del  gravamen  abonando  los 
gastos  correspondientes  -. 

Aragón.  En  este  antiguo  reino,  la  enfiteu- 
sis recibe  el  nombre  de  tributación,  y  la  pen- 
sión ó  canon  abonable,  el  de  treudo.  Su  falta 
de  pago  durante  dos  años  da  motivo  al  comi- 
so. Los  censos  no  son  imprescriptibles,  según 
sentencias  del  T.  S.  de  24  Enero  y  9  Marzo  de 
186.3.  La  prescripción  del  censo  se  interrumpe 
por  las  reclamaciones  extrajudiciales  del  cen- 
sualista (Sent.  20  Abril  1888)  3. 

Navarra.  Los  derechos  de  laudemio,  fadi- 
ga ó  comiso,  se  'han  de  pactar  para  que  el  enñ- 
teuta  quede  obligado  á  su  prestación  *.  Se  ex- 
tinguen los  censos  por  redención,  por  renun- 
cia, por  pérdida  de  la  cosa,  y  por  prescrip- 
ción. Esta  se  halla  admitida,  no  sólo  para  los 
réditos  censales,  sino  para  los  capitales,  de  tal 
modo,  que  el  censo  se  extingue  transcurridos 
cuarenta  años,  contados  desde  la  publicación 
de  la  ley  =>,  si  en  ese  tiempo  no  se  han  cobrado 


i  Sobre  cuota  del  laudemio  en.Cataluña  están  explici- 
tas  la  sentencia  del  T.  S.  de  30  de  Diciembre  de  1862,  y  la 
de  18  de  Jmiio  de  1875.— Verlas  en  su  lugar. 

2  Fuentes  legales:  Código  de  Justiniano,  til.  LXVI, 
libro  IV:  Instituciones  de  Justiniano:  jiárrafo  3.°,  titu- 
lo XXIV,  lib.  III;  Uigesto,  tit.  III,  libro  VI,  Constitucio- 
nes de  Cataluña,  volúmenes  1.°  y  2."...  etc. 

Fuentes  bibliográficas:  Además  de  los  tratados  gene- 
rales de  Dereclio  catalán,  de  que  hablaremos  en  el  articu- 
lo FUEiiOS,  pueden  consultarse  sobre  esta  materia:  De 
I>ou  y  de  Bassols,  Conciliación  de  i^areceres  opuestos 
en  cuanto  á  laudemios  y  dereclios  enfitéuticos,  Cervera, 
laso;  Tratado  de  los  laudemios,  de  la  fadiga,  y  de  la  ca- 
brevación, Barcelona,  1853;  Tgelles,  Tratado  de  la  ca- 
brevación, Barcelona,  /*26';  Martin,  Los  laudemios  de 
Catahiiia,  Barcelona,  1858;  Santamaría,  La  rabassa 
morta  y  el  desaliucio,  Barcelona,  1878;  Par,  Redención 
de  censos  enfitéuticos,  Barcelona,  1888;  Par,  Laudemios, 
Barcelona,  1889;  Lama  y  Lirés,  El  contrato  eti/itéutico 
en  Catahiila,  La  Bisbal,  1889;  y  Alonso  Martínez,  El 
Código  civil  en  sus  relaciones  con  las  legislaciones  fera- 
les, Madrid,  1884. 

^  Ver  xKtra  el  estudio  de  los  censos  en  Aragón  los  tra- 
tados de  Derecho  aragonés  que  citaremos  en  el  articulo 
Fueros.  Fuentes  legales:  De  juro  emphitentico  y  De 
Censualibtis,  en  el  libro  IV de  los  Fueros,  y  en  la  obser- 
vancia 23  De  generalibus  privilegiis...  etc. 

'  Gutiérrez,  Estudios  fundamentales  del  Derecho 
civil. 

5  Según  Yanguas,  se  ¡mblicó  en  las  cinco  cabezas  de 
Merindad,  en  3,  9,  13, 16  y  18  de  Septiembre  de  1818. 


las  pensiones  *.  En  Navarra  está  recibido  el 
proprio  motu  de  San  Pío  V,  sobre  constitu- 
ción de  censos  '^. 

Vizcaya.  No  hay  en  su  fuero  leyes  que  tra- 
ten de  la  enfiteusis. — Véase  Foko:  Hipote- 
cas: Eabassa  morta. 

He  aqui  tres  leyes  relativas  á  la  materia  de  ] 
censos  y  varias  sentencias  del  T.  S.  que  noj 
hau  perdido  su  interés: 

E.  C.  3  Agosto  1818. 

(Extracto.)    Por  esta  Real  cédula  de  S.  M.- 
se  deroga  la  de  17  de  Enero  de  1805  (ley  24, 
tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Eecop.),  en  que  se  pres- 
cribieron las  reglas  que  hablan  de  observarseí 
en  la  redención  de  censos  perpetuos  y  al  qui- 
tar y  otras  cargas  enfltéuticas,  dejando  á  las  i 
corporaciones,  asi  eclesiásticas  como  sécula- j 
res  }•  vasallos  particulares,  en  la  debida  plenal 
libertad  de  celebrar  sus  contratos  censuales  y] 
poner  en  ellos  las  cláusulas  y  condiciones  que] 
á  bien  tengan  v  exigir  su  puntual  cumplimien- 
to... (C.  L.,  t.'5,p.  380.) 

Ley  de  señoríos  3  Mayo  18^3. 

Redención  de  censos  enfitéuticos:  Laudemios:  Derecho 

de  tanteo. 

Esta  ley  se  inserta  en  Señoríos,  y  sus  ar-1 
ticulos  7.*^  y  8.°  hablan  de  los  enfiteusis  de  se-!| 
ñorlo,  de  que  el  laudemio  ó  luismo  no  excede- 
rá del  2  por  100  del  valor  liquido  de  la  finca! 
con  arreg'lo  á  las  leyes,  que  los  poseedores  dell 
dominio  iitil  no  tendrán  obligación  de  pagar! 
cosa  alg'uua  por  razón  de  fadiga  ó  derechos  dei 
tanteo,  y  que  este  derecho  será  reciproco  eul 
adelante  para  los  poseedores  de  uno  y  otro  do-J 
minio.  El  art.  9."  dice: 

«Art.  9.0    Asi  los  laudemios  como  las  pen-l 
sioues  y  cualesquiera  otras  prestaciones  anua-f 
les  de  dinero  ó  frutos  que  deban  subsistir  en' 
los  enfiteusis  referidos,  sea7i  de  setlorío  ó  alo- 
diales, se  podrán  redimir  como  cualesquierí 
censos  perpetuos,  bajo  las  reglas  prescritas 
en  los  arts.  4.°,  5.°,  6.",  7.°,  8."  y  12  de  la  Reall 
cédula  de  17  de  Enero  de  1805  (ley  24,  tít.  XV,J 
lib.  X,  Nov.  Recop.);  ¡.ero  con  la  circunstancia 
de  que  la  redención  se  podrá  ejecutar  por  ter- 
ceras partes  á  voluntad  del  enfiteuta,  y  quel 
se  ha  de  hacer  en  dinero  ó  como  concierteul 
entre  sí  los  interesados,  entreg'ándose  al  duej 
ño  el  capital  redimido,  ó  dejándolo  á  su  libre 
disposición.» — Véanse  además  las  disposicio4 
nes  citadas  bajo  la  indicación  Censos  en  CoN-l 

TRIBUCIÓN    territorial,    é   Im'pUESTO    de  DB-f 
RECHOS  REALES. 

Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 

20  Enero  1Í450.    Dimisió7i  de  la  cosa  censida. 

En  pleito  sobre  que  se  declarase  vAlida  la  dimil 
sión  de  un  censo,  se  casa  y  anula  la  sentencia  estai 
bleciendo:  f 

«Que  es  doctrina  legal  inconcusa,  enseñada  consn 
tantemente  en  España  y  recibida  sin  contradicci^i 


*  Fuentes  legales:  Novísima  Recopilación  de  las  leyá 
de  Navarra,  tit.  IV,  lib.  III...  I 

2  Ver  sobre  este  proprio  motu  la  ley  7.°,  tit.  XV,  li 
bro  X,  Nov.  Becop.,  y  su  nota,p.  1.746  de  nuestra  edlci^ 
de  Códigos  antiguos. 
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que  el  censatario  puede  librarse  del  gravamen  del 
censo  y  de  la  obligacióu  de  reconocerlo  y  de  satisfa- 
cer sus  réditos,  dimitiendo  la  cosa  censida;  estando 
por  consiguiente  el  censualista  obligado  á  admitir- 
ía, si  bien  con  la  justa  reserva  de  su  derecho  en  el 
caso  de  desperfectos  abusivos: 

Que  esta  doctrina  se  baila  apoyada  por  la  ley  8.*^, 
tít.  XV,  lib.  X  de  la  Nov.  Itec.  y  aun  sirve  de  funda- 
mento á  sus  disposiciones: 

Que  la  mencionada  ley  alude  k  todos  los  censos  re- 
dimibles y  al  quitar,  lo  mismo  A  los  consignafcivos 
que  á  los  reservativos,  y  además  lo  explica  asi  la  si- 
guiente, 9.*  del  mismo  titulo  y  libro  *.»  (T.  S.,  sent.  20 
Enero  1»59.) 

tS  Koptlenibro  ISOO.  Pago  de  las  j^ensiones  en  es- 
pecie: La  costumbre  (que  há  poderío  de  desatar  el  fuero 
antiyuo)  ka  derogado  la  ley  3."^,  tit.  XV,  lib.  X,  Novísima 
Recopilación  2. 

Casando  y  anulando  una  sentencia,  establece  el 
Tribunal  Supremo: 

»Que  en  Galicia  estA  autorizado  por  la  costumbre 
elcoutrato  especial  llamado  de  venta  de  rentas  en  saco: 

Que  la  costumbre  há  poderío  de  desatar  el  fuero  an- 
iiguo,  si  fuere  fecho  antes  que  ella,  con  arreglo  á  la 
ley  6.^,  tit.  II,  Part.  1.'*  citada  en  el  recurso,  y  que  el 
fuero  antiguo  alegado  en  la  dem,anda  es  la  ley  3.*^,  ti- 
tiilo  XV",  lib.  X  de  la  Nov.  Rec.  promiilgada  en  1534, 
que  prohibe  la  consignación  de  prestaciones  en  es- 
pecie, que  no  sean  dinero: 

Que  la  ley  22,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  en  sus  pá- 
rrafos 1."  y  10,  en  el  12  la  24  del  mismo  título  y  libro, 

promulgadas  en  IbOl  y  1805 reconocen  implicita- 

mente  la  derogación  por  la  costuuibre  de  la  ley  an- 
teriormente citada,  al  declarar  que  pueden  pagarse 
los  réditos  ó  tributos  en  granos  ú  otra  especie  que 
no  sea  dinero.»  (C.  L.,  tomo  de  1800^  p,  54S.) 

^A  Ordihre  IMBX.  Contribucióyi  de  inmuebles  sobre 
los  censos,  habiendo  pacto. 

El  pacto  estipulado  y  consignado  en  la  escritu- 
ra de  imposición  de  un  censo  con  anterioridad  A  la 
ley  de  2ii  de  Mayo  de  l&4o,  de  que  el  censualista  había 
'  de  percibir  las  pensiones  íntegramente,  y  libres  de 
todo  pecho  ó  tributo  real  ó  concejil  que  pudieraim- 
ponerse  en  lo  sucesivo,  es  lícito  siempre  y  arreglado 
á  las  leyes  ■*.  (T.  S.,  Sent.  28  Octubre  1862.— C.  L.,  pá- 
gina 600.) 

— Otro  caso  en  sent.  de  16  de  Septiembre  de  1864. 
(O.  L.,  núm.  24.) 

ao  Ulelciubre  t9A9.  Pago  de  laudemioen  Cataluña, 
Declara  quá  las  disposiciones  del  derecho  munici- 
pal de  Cataluña  y  del  supletorio  delmismo,  sólo  pue- 
den tener  valor  en  cuanto  no  se  hallen  derogadas 
por  las  leyes  generales  del  reino,  posteriores  al  de- 
creto de  nueva  planta,  y  que  según  el  art.  7.**  de  la 
ley  de  3  de  Mayo  de  lH23,  no  ha  de  exceder  la  cuota 
del  laudemio  del  2  por  100  del  valor  de  la  finca,  salvo 
en  los  casos  que  exceptúa  el  art.  8."  de  la  propia  ley. 

0  ¡Vovlcmhre  fS03.  A  falta  de  pacto  expreso,  el 
payo  de  las  pensiones  debe  hacerse  con  deducción  de  la 
contribución  de  inmuebles. 

Así  lo  establece  el  T.  S.  no  estimando  un  recurso 
de  casación  contra  sentencia  que  declaró  obligado 
al  censualista  A  recibir  la  pensión  censual  con  el  des- 
cuento del  tanto  por  ciento  A  que  ascendía  el  grava- 
men de  la  contribución  de  inmuebles: 

«Considerando  que...  declarado  el  censo,  en  este 
concepto,  bien  inmueble,  la  cuota  con  que  se  le  gra- 
vares independiente  de  la  imi>uesta  al  xíroducto  lí- 
quido de  la  finca  A  que  esté  afecto,  sin  que  la  cir- 
cunstancia de  exigirse  directamente  del  propietario 
varíe  su  naturaleza,  puesto  que  al  mismo  tiempo 
consigna  (el  R.  D.  de  23  de  Mayo  de  1845)  la  facultad 
de  descontar  al  censualista  lo  que  hubiese  satisfecho 
corresi)ondiente  A  la  pensión  ó  censo,  A  no  haber 
pacto  especial  en  contrario  que,  como  legítimo,  se- 


*  Lo  relativo  á  la  dimisión  ó  abandono  de  la  cosa  cen- 
sida hállase  hoy  regulado  en  losarts.  1.H25,  l.fíSl,  1.(159  y 
1.664  del  Cód.  civil  y  150  y  151  de  la  hipotecaria. — Véa- 
se la  sent.  6  Diciembre  1883. 

2  Puede  pagarse  en  frutos  según  él  art,  1.613  del  Código 
civil  y  salva  la  limitación  que  respecto  de  los  censos  cotí- 
Signatiro  y  reservativo  establecen  los  1.657  y  1.663. 

^  También  nosotros  creemos  que  el  pacto  es  licito  COU' 
forme  al  art.  1.256,  del  que  no  es  excexición  el  1.622  del  Có- 
digo civil. 


ría  eficaz  >...»  (T.  S.,  Sent.  9  Noviembre  1S63.— Goc.  13 
Noviembre.) 

9  Abril  ISO-l.    Medios  de  irrueba  de  los  censos. 

Aunque  las  leyes  3.",  tit.  XIV,  Part.  1.'^  y  28,  títu- 
lo VIII,  Part.  5.*,  exigen  el  otorgamiento  de  escritu- 
ra pública  para  la  constitución  de  los  censos  perpe- 
t\ios  y  del  enñteusis,  nada  ordena  acerca  del  modo 
de  probar  su  existencia,  que  puede  hacerse  por  otros 
medios,  sin  infracción  de  aquellas  disposiciones"^. 
(Sent.  9  Abril  1864  —C.  L.  de  1864,  p.  322.) 

O  Abril  1^041.    Pactos  en  el  contrato  censual. 

La  doctrina  legal  de  que  «los  pactos  añadidos  al 
contrato  censual  que  infieren  gravamen  al  censata- 
rio se  tienen  por  no  piiestos»  se  refiere  A  los  pactos 
sobre  rebaja  del  precio  ó  aumento  de  la  pensión,  pero 
de  ninguna  manera  A  todos  aquellos  que  tienen  por 
objeto  garantizar  el  pago  de  las  pensiones.  (Sent.  9 
Abril  1864.— e.  L.,p.  322.) 

30  Mayo  I^GJ.  Latidemio:  2  por  100:  Casas  de  Ma- 
drid:  Contratos  anteriores  al  5  de  Abril  de  1110. 

La  ley  29,  tit.  VIII,  Part.  S.'^,  que  fija  en  2  por  100  el 
derecho  do  laudemio,  no  puede  tener  aplicación  á. 
los  censos  impuestos  sobre  casas  y  solares  de  Ma- 
drid, sino  con  las  modificaciones  establecidas  en  el 
art.  16  de  lá  ley  12,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec,  según 
la  que  quedan  A  salvo  de  la  sujeción  A  esta  tarifa  los 
contratos  estipulados  con  anterioridad  al  o  de  Abril 
de  1770-'.  (Sent.  30  Mayo  1864.— C.  L.,  núm.  159.) 

S9  Octubre  fl^04.    Pactos  en  los  censos. 

No  estA  en  oposición  con  la  ley  8.^,  tit.  XV,  lib.  X, 
Nov.  Recop.  el  pacto  en  que  se  prohibe  enajenar  la 
finca  acensuada  sin  redimir  el  censo,  ó  en  otro  caso 
sin  licencia  del  dueño  de  éste  y  con  la  carga  de  él, 
puesto  que  tal  condición  no  aumenta  el  rédito  le- 
gal. (T.  S.,  Sent.  29  Octubre  1864.— C.  L.,p.  346.) 

tH  niovlcnibrc  1904.    Derecho  de  tanteo. 

Con  arreglo  A  derecho,  todo  enfiteiita  estA  obliga- 
do A  dar  conocimiento  al  señor  del  dominio  directo 
déla  venta  que  intenta  hacer  de  la  finca  acensuada 
por  si  quiere  adquirirla  por  el  tanto  ''.  (Sent.  18  No- 
viembre 1864 — Núm.  126  déla  C.  L.) 

tO  l>lcteinbrc  IStt4.    Petta  de  comiso:  Pacto. 

En  el  censo  reservativo  no  tiene  lugar  el  comiso 
de  la  cosa  gravada  si  no  se  hubiese  pactado  preven- 
tivamente, A  dil'erencia  de  los  eufitéuticos,  en  los 
que  dicha  pena  es  condición  natural,  por  mAs  que 
no  se  haya  estipulado.  (Sent.  29  Diciembre  1864. — 
C.  i.,  núm.  192,  p.  106.) 

*í  Knero  ISII5.  Pago  de  pensiones:  escritura  de  im* 
posiciÓJi. 

El  auto  en  que  se  manda  pagar  pensiones  de  un 
censo  sin  haber  precedido  un  jiiicio  formal  sobre  la 
existencia  ó  inexistencia  del  mismo  censo,  no  puede 
considerarse  como  ejecutorio  para  el  pago  de  pen- 
siones sucesivas;  ni  tampoco  puede  decirse  que  se  ha 
confesado  censo  por  el  simple  allanamiento  al  pago 
en  épocas  anteriores.  En  tal  caso  la  sentencia  que 
declara  obligado  al  censualista  A  presentar  la  escri- 
tura de  imposición  ó  reconocimiento  del  censo  para 
los  pa^os  sucesivos,  no  contraría  la  cosa  juzgada, 
ni  infringe  las  leyes  relativas  A  los  juicios  pronun- 
ciados en  contra  de  otros  finidos  y  dados  por  conos- 
cencia. (Sent.  21  Enero  1865.) 

«O  Febrero  im09  y  30  ICncro  tf4»S.  Prueba  de  la 
constitución  de  los  censos. 

Con  arreglo  A  las  leyes  S,"^,  tít.  XIV,  Part.  l.-\  y  28, 
tit.  VIII,  Part.  5."-,  los  censos  se  constituyen  legíti- 
mamente cuando  se  consignan  en  escritura  pública; 
y  según  doctrina  de  jurisprudencia  admitida  jior  el 
T.  S.,  puede  también  comprobarse  sulegitiniidadpor 
la  posesión  inmemorial  que  equivale  A  sixficiente  tí- 
tulo. (Véase  la  Sent.  27  Junio  ISSl.) 

SO  Abril  lAOS.    Pena  de  comiso -para  el  enftteuta: 
Doctrina  legal. 
«La  pena  de  comiso  establecida  por  la  ley  28,  títu- 


1  Esta  es  la  doctrina  del  art.  1.622'del  Código. 

2  La  misma  doctrina  se  contiene  en  otras  sentencias  de 
Marzo  de  IStil  (C.  L.,  tomo  de  1S61,  p.  210)  y  26  Febrero 
1867.  El  Código  no  la  contradice, 

^  El  laudemio  consiste  hoy  c?i  la  cantidad  estiindadaf 
y  á  falta  de  pacto,  en  el  2  por  100  (art.  1.644). 

'*  La  obligación  es  reciproca  ptor  el  art.  1.637  del  Crf- 
go  civil. 
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lo  VIII,  Part.  6."  para  el  eniiteiita  que  retuvo  las 
pensiones  por  más  de  tres  años  ,  debe  entenderse 
siempre  que  éste  no  baya  tenido  justa  causa  para 
ello;  pues  si  tal  causa  se  alega,  es  doctrina  apoyada 
en  lo  que  para  semejantes  casos  dispone  la  ley  3.", 
tlt.  XIV,  Part.  1."-,  admitida  por  la  jurisprudencia 
do  los  Tribunales,  que  queda  al  arbitrio  judicial  la 
decisión  de  la  contienda,  y  si  es  ó  no  aplicable  dicha 
pena  '.» (Sent.  29  Abril  liseu.—Núm.  114  de  la  C.  L.) 

30  IVoTlcnibro  I8B8.    Laudemio:  Desde  cuándo  se 

adeuda:  Enflteusis  de  señorío* 

La  ley  de  3  de  Mayo  18ü3,  restablecida  en  2  de  Fe- 
brero de  1839,  si  bien  declara  por  punto  general  en 
su  art.  7.°  que  tan  sólo  se  pague  el  2  por  100  por  ra- 
zón del  lauílemio  que  al  señor  directo  corresponde 
percibir,  siempre  que  se  enajene  la  pica  enfeudada,  se 
refiere  A  los  enflteusis  de  señorío  que  hayan  de  subsistir 
en  virtud  de  la  declaraci/in  judicial  que  expresa;  y  por 
lo  mismo,  en  su  art.  S."  dice  terminantemente  ijue 
esta  disposición  no  se  entiende  respecto  alo  que  se 
satisfaga  por  laudemios  en  los  enflteusis  puramente 
alodiales,  que  se  pagará  con  arreglo  d  los  contratos 
existentes. 

El  laudemio  se  adeuda  desde  luego  que  se  perfec- 
ciona el  contrato  de  venta,  sin  que  los  derechos 
de  los  dóminos  puedan  ser  menoscabados  por  los 
pactos  particulares  de  los  contrayentes  acerca  del 
modo  y  tiempo  de  realizar  el  pago  del  precio  conve- 
nido. (T.  S.,  Sent.  30  Noviembre  IstíS.— C.  L.,  núm.  131.) 

8  £nero  IHOO.     Interés  legal:  Interés  convenido. 

Cuando  se  pactó  especialmente  en  la  escritura  de 
imposición  que  si  se  alteraba  el  precio  del  censo, 
como  lo  alteró  la  pragmática  de  170.5,  quedaba  á 
elección  del  acreedor  que  corriese  el  nuevo  precio  ó 
exigir  el  principal  y  los  réditos  que  se  adeudasen,  si 
el  referido  acreedor  ha  percibido  por  más  de  170  años 
la  pensión  á  razón  de  3  por  100,  con  arreglo  á  aquella 

Pragmática  y  sin  reclamación  en  contrario,  no  tiene 
oy  derecho  sino  á  seguir  cobrando  el  mismo  rédito. 
(T.  S.,  sent.  H  Enero  1S69.— C.  L.,p.  n.j 

4  Julio  1830.  Prescripción  de  acción.  La  acción 
mixta  de  hipotecaria, .y  real  producida  por  el  contrato 
enfileutico,  no  puede  tener  eficacia  cuando  han  pasado 
treinta  años. 

El  marqués  de  Benalila,  ejercitando  la  acción  per- 
petua mixta  hipotecaria  que  producía  el  contrato 
enfitéutico  á  tavor  del  censualista,  pidió  se  declara- 
se que  el  conde  de  Goyeneche,  como  dueño  de  cierta 
casa,  estaba  obligado  á  reconocer  á  su  favor  un 
censo  perpetuo  de  un  ducado  y  una  gallina,  ó  sea 

16rs.  de  pensión  anual Seguido  el  pleito  por  sus 

trámites  y  absuelto  el  demandado,  é  interpuesto  el 
recurso  de  casación,  se  declara  no  haber  lunar  á  él  en 
los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  al  pedir  el  reconocimiento  del 

«enso se  ejercitó  por  el  demandante  la  acción 

mixta  hipotecaria  y  real,  producida  por  el  contrato 
euñtéutico,  suponiéndola  perpetua  y  que  ninguna 
de  estas  accioues  puede  tener  eficacia  cuando  han 
pasado  treinta  años  sin  hacerse  uso  de  ellas  confor- 
me á  lo  que  dispone  la  ley  63  de  Toro,  ó  sea  la  5  "  tí- 
tulo VIH,  lib.  XI  de  la  Nov.  Eeoop.  y  la  jurispru- 
dencia, acordada  con  ella,  que  tiene  establecida  el 
T.  S •  (Sfííii  /.",  sent.  4  Julio  1870.) 

3  Febrero  ISSI.     Redención  y  subrogación. 

La  redención  de  un  censo  ó  su  extinción  no  puede 
verificarse  sm  la  intervención  y  mutuo  acuerdo  del 
censualista  y  del  censatario.  La  subrogación  do  per- 
sona en  el  censualista  no  es  la  redención  ni  la  ex- 
tinción del  censo  -'.  (Sent.  1871.) 

»  Febrero  1»9I.    Pacto  de  comiso. 

•  La  ley  1.",  tit.  XV,  lib.  X  de  la  Nov.  Hecop.,  que 
establece  se  observen  en  los  censos  los  pactos  de 
comiso,  se  refiere  á  los  enfitóuticos,  y  á  los  reserva- 
tivos cuando  expresamente  se  ha  pactado,  pero  no 
tiene  aplicación  en  los  consignativos;  porque  siendo 
en  éstos  ordinariamente  mayor  el  valor  de  la  cosa 
censida  que  el  precio  consignado  por  el  censualista 
se  daría  á  éste  el  derecho  de  adquirir  una  finca  sin 
haber  pagado  su  justo  precio,  en  daño  del  censata- 
rio, el  que,  al  redimir  el  censo,  habria  cumplido  con 
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■  \    ■"{"'  '5'^''  *'"  "'  '^"flteuta  evitar  el  comiso  acogiéndose 
a  los  beneficios  de  los  arts.  l.i;40  y  1.650  del  Cód 

■^    Es  transmisible  d  titulo  oneroso  y  lucratioo  el  dere- 
cho apercibir  la  pensión  (art.  l.cn). 


devolver  la  cantidad  consignada;  por  cuya  razón, 
que  no  existe  respecto  á  los  censos  enñteutioos  y  re- 
servativos, en  los  que  es  más  favorable  la  condición 
del  censatario,  la  jurisprudencia  constante  de  los 
Iribunales  ha  declarado  no  tener  lugar  el  pacto  de 
comiso  de  la  cosa  censida  en  los  censos  consignati- 
vos \  (T.  fe.,  Sent.  9  Febrero  iiSlU'—Núm.  42  de  laC.  L.) 

te  Junio  iS9I.     Comiso  del  censo  jjor  falta  de  pago. 

La  ley  28,  tít.  VIII,  Part.  5."  que  establece  como 
condición  natural  del  enflteusis  el  comiso  del  censo 
porialta  de  pago  de  dos  6  tres  pensiones  no  se  in- 
trnige  por  la  sentencia  que  desestima  el  comiso, 
cu.audo  no  se  pone  en  duda  la  doctrina  y  sólo  se  tra- 
ta de  SI  ha  podido  ó  no  hacerse  el  pago,  por  no  ser 
conocido  el  dueño  del  censo. 

15  Febrero  I8SS.    Presunción  de  libertad. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por  D.  Manuel 
üech  en  pleito  sobre  reconocimiento  de  un  censo  y 
pago  de  pensiones,  citó  la  infracción  de  la  doctrina 
legal  vigente  en  Cataluña,  que  dispone  ser  bastante 
un  reconocimiento  ó  cabrevación  para  dejar  acre- 
ditado el  derecho  del  señor  directo,  y  desestimando 
dicho  recurso  el  T.  S.,  establece: 

«Que  toda  propiedad  se  presume  libre  mientras  no 
se  demuestre  hallarse  afecta  á  determinado  erava- 
nien:  ° 

Que  tal  demostración  no  la  ha  suministrado  don 
Manuel  Bech  por  documento  alguno  ni  por  cabreva- 
ción ó  reconocimiento  por  parte  de  los  demandados 
ni  de  sus  causantes,  ni  por  posesión  inmemorial  que 
en  manera  alguna  ha  justiñcado,  según  aparece  de 
los  autos  y  consigna  la  Sala  sentenciadora....  (T.  S  . 
Sent.  15  Febrero  1875.)  ' 

1.1  .tlarzo  tSS5.    Redimibilidad  de  los  censos. 

No  es  obligatoria  la  conversión  en  redimible  del 
censo  perpetuo  que  grava  á  una  finca  destinada  á 
un  servicio  del  Estado  2.  Hoy  no  hay  bienes  vincula- 
dos ni  amortizados,  ni  pueden  ser  aplicables  los  pá- 
rrafos 3.°,  4.°,  6.»  y  6."  de  la  ley  12,  tít.  XV,  lib.  X, 
Nov.  Recop.— No  pueden  tomarse  en  consideración 
doctrinas  de  autores  por  más  dignos  que  sean.íT.S., 
Sent.  13  Marzo  1875.— (Jac.  25  Mayo.) 

18  Jimio  1895.  Derechos  del  señor  directo  en  Ca- 
taluña: Fadiga:  Laudemio. 

Debe  ejercitarse  la  acción  de  retracto  con  arreglo 
á  la  ley  de  Enj.  civil  vigente  en  Cataluña.  El  laude- 
mio es  como  en  Castilla  la  cincuentenapartc,  menos 
en  la  ciudad  de  Barcelona  y  arrabales,  donde  rio-e 
la  ConsUtución  1.»,  tít.  XII,  lib.  IV,  vol.  2.°  de  las  de 
Cataluña.  (T.  S.,  Sent.  18  Junio  Í875.— Gac.  25  Agosto.) 

13  Febrero  1898.  El  laudemio  ha  de  consistir  en  la 
Cincuentena  de  las  enajenaciones. 

Interpuesto  recurso  de  casación  contra  sentencia 
que  declaró  que  el  laudemio  ha  de  pagarse  en  rela- 
ción con  el  valor  que  tenia  el  feudo  al  constituirse 
un  loro,  el  T.  S.  estima  el  recurso: 

«Considerando  que  en  los  escritos  de  constitución 
del  toro...  se  estipuló  que  so  pagarla  por  laudemio  el 
2  por  100  del  precio  que  mediase  en  las  ventas: 

Considerando  que  la  ley  29,  tít.  VIII,  Part.  5.»  es- 
tablece esto  mismo  en  sus  palabras... 

Y  considerando  que  al  declararse  en  la  sentencia 
contra  la  que  se  ha  interpuesto  el  recurso  que  el  lau-  ' 
demio  ha  de  pagarse  en  relación  con  el  valor  que  te- 
nía el  feudo  al  constituirse  el  foro,  infringe  la  ley 
del  contrato,  y  la  29,  tít.  VIII,  Part.  .5.",  citadas  como 
infringidas  -'.(Sent.  13  Febrero  ISIB.-Gac.  7  Mario, 
pdg.  100.)  ' 

»8  lllcleiiibrc  1898.  Comiso  de  la  finca  por  ser 
vendida  sin  conocimiento  del  señor  directo  ". 

H:ibióndose  constituido  un  verdadero  censo  enfl- 
téutico,  aunque  los  interesados  le  den  otro  nombre, 
son  aplicables  al  caso  las  leyes  28  y  29,  tít.  VIH,  Par- 


'  El  Cód.  civil  solo  establece  la  pena  de  comiso  en  el 
censo  enfitéutico  (art.  1.G48). 

2  Hoy  los  censos  son  redimibles  á  voluntad  del  censa- 
tario según  el  párrafo  1."  del  art.  1.808  y  salvo  la  excep- 
ción del  2."  Sólo  se  obliga  al  censatario  á  avisar  al  cen- 
sualista ó  d  anticiparle  el  pago  (art.  1.600). 

3  Este  es  también  el  limite  legal  hoy  a  falta  de  pacta 
expreso  (Cód.,  art.  1.644). 

"  Este  motivo  sólo  podrá  serlo  de  comiso  si  se  ha  con- 
signado como  tal  en  el  contrato,  según  deducimos  del  ar- 
ticulo 1.64S,  núm.  S."  del  Cód.  civil. 
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tilla  5.",  que  establecen  cae  la  finca  en  comiso,  entre 
otros  casos,  cuando  se  ha  vendido  la  cosa  sin  dar 
noticia  al  señor  directo,  para  que  ejercite  el  derecho 
de  prelación  y  laudemio,  «ó  que  deben  ser  guardadas 
todas  las  conveniencias  que  fueren  escritas  y  pues- 
tas en  él...»  (Sala  1.'',  Sent. 28  Diciembre  \H1H.— Gaceta 
3  Febrero,  p.  S3.)~Y.  Hipoteca. 

tO  Octubre  l^SO.  Desde  cuándo  se  debe  elpagodel 
laudemio. 

Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  duque  de  Alba,  se  establece  la 
doctrina  de  que  el  laudemio  se  debe  desde  que  la 
venta  de  la  finca  sobre  que  gravita  el  censo  queda 
perfeccionada  y  consumada,  sin  que  obste  el  que  por 
las  causas  que  se  alegaron  tuviera  que  dilatarse  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  venta...  pues  el  pre- 
cepto legal  que  obliga  á  elevará  escritura  pública 
la  compraventa  de  bienes  inmuebles  no  afecta  á  la 
esencia  y  validez  del  contrato,  el  cual  queda  perfec- 
cionado con  el  consentimiento  de  las  partes,  y  con- 
sumado con  la  entrega  de  la  cosa  y  pago  del  precio. 
(Sala  1.",  Sent.16  Octubre  1880.— Gttc.  17  Noviembre.) 

30  Alirll  1^*3.  Prescripción  á  los  treinta  años  de 
las  pensiones  del  censo  y  del  capital  censual. 

En  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayunta- 
miento de  Salamanca  contra  sentencia  que  le  con- 
denó A.  pagar  los  cincuenta  y  dos  iiltimos  años  de  la 
pensión  de  un  censo,  no  obstante  la  excepción  de 
prescripción  que  había  utilizado,  citó  como  infrin- 
gidas la  ley  S.**-,  tit.  IX,  lib.  XI  de  la  Nov.  Recop.  (63 
de  Toro),  y  el  T.  S.  casa  y  anula  la  sentencia: 

«Considerando  que  es  doctrina  legal  fundada  en  la 
ley  63  de  Toro  que  la  duración  de  las  acciones  reales 
y  mixtas  es  de  treinta  años  no  interrumpidos,  que- 
dando prescritas  y  extinguidas  si  no  se  ejercitan  den- 
tro de  este  término;  en  ciiya  prescripción  están  com- 
prendidas las  acciones  para  reclamar,  no  sólo  las 
pensiones  vencidas  de  \\n  censo,  sino  también  el  re- 
conocimiento del  capital  del  mismo  censo,  como  tie- 
ne declarado  con  repetición  este  T.  S.  *...»  (Sent.  30 
Abril  1883.— Gacs.  de  la  Sala  1.^,  t.  JJ,  p.  ífií.) 

C  Dlelonibre  lí*S3.  La  dimisión  de  la  cosa  censi- 
da libra  del  gravamen  del  censo,  pero  no  del  pago  de  las 
pensiones  vencidas  hasta  la  dimisión. 

Declarando  el  T.  S.  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación,  consigna  que  la  doctrina  inconcusa  esta- 
blecida en  Sent.  de  20  de  Enero  de  1859  y  en  otras  de 
que  el  censatario  puede  librarse  del  gravamen  del 
censo,  sea  reservativo  ó  consignativo,  dimitiendo  la 
cosa  censida  á  favor  del  censualista  no  se  infringe 
cuando  la  condenación  se  refiere  al  pago  de  pensio- 
nes vencidas  hasta  que  la  dimisión  se  realice  en  for- 
ma, la  cual  pi^eden  verificar  los  censatarios  librán- 
dose de  las  pensiones  sucesivas.  (Sala  I.'*',  Sent.  6  Di- 
ciembre 1883. — Gacs.,  p.  67.) 

14  Enero  ■í*S4.  Necesidad  del  requerimiento  al  pago 
para  incitrrir  en  lapena  de  comiso. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  que  declaró 
haber  lugar  al  comiso  de  una  finca  dada  á  censo  re- 
iservativo: 

«Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  alcance 
y  extensión  que  se  dé  á  la  disposición  de  la  ley  68  de 
Toro,  que  autoriza  en  ciertos  casos  el  comiso  de  las 
fincas  censidas,  no  siendo  éste  de  esencia  en  el  cen- 
so reservativo,  no  se  le  puede  dar  más  extensión  que 
la  que  se  hubiere  consignado  en  el  pacto  al  efecto 
constituido  en  el  contrato,  y  como  de  carácter  pe- 
nal, debe  limitarse  en  vez  de  ampliarse  su  sentido  y 
alcance: 

Considerando  que  no  habiéndose  establecido  de 
una  manera  expresa  en  el  que  ha  dado  lugar  á  este 
pleito  qiie  se  entienda  se  falta  al  pago  déla  pensión 
para  los  efectos  del  comiso,  aunque  vencida  no  la 
reclame  el  que  ha  de  percibirla,  no  puede  darse  á  la 
cláusula  esa  extensión,  interpretación  gravosa  al 
deudor,  que  pagó  al  primer  requerimiento,  y  por 
consiguiente  no  se  constituyó  en  mora  2.»  (Sent.  14 
Enero  1884.— Gacs.  déla  Sala  í."-,}).  142.) 

15  lanero  SSí»4.  Derechos  de  los  compradores  de 
censos. 

Declarando  no  hal)er  lugar  al  recurso  de  casación 

*  Esta  doctrina  se  ha  elevado  á  la  categoría  de  ley  en  el 
el  art.  1.620  del  Cód.  civil. 

-  El  requerimiento  infructuoso  es  indispensable  para 
la  declaración  de  comiso  por  virtud  del  art.  1.649  del  Có- 
digo civil. 


para  el  que  so  citaban  como  infringidas  la  ley  28,  ti- 
tulo VIH,  Part.  5.'^,  que  define  el  censo  enfitéutico  y 
marca  el  modo  de  pagar  la  pensión  censual,  y  la  29, 
que  regula  el  derecho  de  tanteo,  se  establece  que  es- 
tas leyes  no  se  han  desconocido  en  la  sentencia  y 
quo  los  dueños  de  un  censo,  como  sucesores  por  com- 
pra del  anterior  dueño  directo,  no  tienen  más  dere- 
chos ni  acciones  que  los  que  corrosi^ondían  á  sii  an- 
terior al  tiempo  de  la  venta.  (Sent.  18  Enero  1884. — 
Gacs.  de  la  Sala  í.'^,p.  152.) — Ya  se  había  hecho  esta 
declaración  en  Sent.  de  30  Noviembre  1857. 

5  Mayo  1S84.  Cuándo  no  se  incurre  en  la  pena  de 
comiso  aunque  se  falte  al  pago  de  la  pensión. 

Confirmando  la  misma  doctrina  consignada  en 
Sent,  de  29  de  Abril  de  186S,  establece  otra  vez  el 
T.  S.,  con  vista  de  la  ley  28,  tít.  VIII,  Part.  o.'\  que 
*si  bien  en  la  enfiteusis  es  inexcusable  la  obligación 
de  pagar  el  censo  ó  canon  y  que  la  referida  ley  im- 
pone la  pena  de  comiso  al  enfiteuta  que  deja  de  cum- 
plirlo por  espacio  de  tres  años,  esto  se  entiende 
siempre  que  aqiiél  no  haya  tenido  justa  causa  para 
dejar  de  hacer  dicho  pago,  y  alegada  tal  causa  como 
ha  sucedido  en  el  caso  presente,  queda  al  arbitrio 
judicial  la  decisión  do  si  dicha  pena  es  ó  no  aplica- 
ble.. (Sala  1.'',  Sent.  ñ  Mayo  1884.-Gac.  10  Septiembre, 
pág.175.) 

17  Enero  18S1.  Personalidad  del  mayordomo  con- 
forme á  la  fundación  para  cobrar  las  pensiones  de  censo 
constituido  d  favor  de  una  beca. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  de  la  Audien- 
cia de  Burgos,  por  infracción  de  las  leyes  2."-  y  3.*, 
tít.  XXXllI,  P.  7."-,  la  R.  C.  de  1816  y  la  fundación: 

«Considerando  que  diciéndose  en  las  uscrituras 
censuales  que  el  censo  cuyo  reconocimiento  y  pen- 
siones vencidas  se  piden,  se  constituyó  á  favor  de  la 
beca  que  fundó  en  el  Seminario  del  Burgo  de  Osma 
D.  Baltasar  García,  y  que  el  censatario  debía  pagar 
los  réditos  en  dicha  villa  del  Burgo  en  casa  y  poder 
del  mayordomo  que  era  y  fuese  del  nombrado  Semi- 
nario, la  sentencia  que  desconoce  en  dicho  mayor- 
domo el  carácter  de  legítimo  administrador  de  la 
beca  para  los  efectos  de  cobrar  el  censo  referido,  in- 
fringe las  leyes  y  principios  de  derecho  invocados.» 
(Sala  1.",  sent.  17  Enero  1887.-  Gac.  23  Mayo,  p.  158.) 

<G  Febrero  1999.  Nulidad  déla  constitución  censal 
otorgada  por  persona  que  carece  del  dominio  pleno  de  la, 
finca  censida.  Derecho  cataláii. 

D.  Andrés  Banús  falleció  bajo  testamento  en  el 
que  institiiyó  heredero  á  un  hijo  primogénito  de  su 
segundo  matrimonio,  y  para  el  caso  de  morir  éste 
sin  descendientes,  instituyó  á  los  demás  hijos  subsi- 
guientes; y  á  falta  de  éstos  á  su  hija  Teresa,  habida 
en  el  primer  matrimonio.  Recaída  la  herencia  en  el 
tercero  de  aquéllos  llamado  Salvador,  éste  enajenó 
á  censo  enfitéutico  varias  porciones  de  tierra,  y,  por 
donación  entre  vivos  á  su  mujer,  toda  la  herencia. 
Mas  habiendo  muerto  D.  Salvador  sin  sucesión,  el 
único  descendiente  de  D.  Andrés,  nieto  de  Teresa, 
Tomás  Castellvell,  alcanzó  la  nulidad  de  dicha  do- 
nación y  la  posesión  de  la  herencia;  y  más  adelante 
pidió  se  declarasen  nulos  y  deningún  valor  ni  efecto, 
los  contratos  de  concesión  á  enfiteusis  perpetiia  ce- 
lebrados sin  derecho  por  D.  Salvador,  como  así  se 
declaró  y  estimó  en  dos  instancias.  Interpuso  la  par- 
te demandada  recurso  de  casación  por  considerar 
infringida  la  doctrina  legal  derivada  de  la  Constitu- 
ción 18,  tit.  XXX,  lib.  IV,  vol.  1.**  de  las  de  Cataluña, 
que  concede  en  el  Principado  al  heredero  fiduciario 
el  derecho  de  constituir  censos  enfitéuticos,  por  es- 
timarse que  la  enfiteusis  sin  entrada,  lejos  de  ser  una 
verdadera  enajenación  ó  disminución  del  patrimo- 
nio, lo  conserva  mejorándolo,  y  el  T.  S.  declara  no 
haber  lugar  al  recurso,  considerando  principalmen- 
te: «Que  ante  la  terminante  voluntad  del  testador, 
que  es  ley  de  rigoroso  cumplimiento,  no  han  sido 
infringidas  la  Constitución  18,  tít.  XXX,  lib.  IV,  vo- 
lumen 1.**,  ni  las  sentencias  citadas  en  el  motivo  1.'' 
del  recurso,  porque  ningxma  de  ellas  conceden  dere- 
cho al  heredero  gravado  para  contrariar  lo  dispues- 
to por  el  testador,  cuando  éste  ni  expresa  ni  tácita- 
mente le  ha  facultado  para  establecer  enfitexisis, 
siendo  por  ello  improcedente  el  recurso.»  (Sala  1.*, 
sent.  26  B'obrero  1887.— Gac.  14  Julio,  p.  21.) 

Í9  Junio  tHn'9  Prueba  de  la  existencia  de  censo  en- 
fitéutico por  otros  medios  distintos  de  la  escritura  de  im- 
posición: cuando  ésta  no  se  ha  otorgado  es  ineficaz  todo 
lo  que  se  practica  para  acreditar  el  gravamen. 

«Si  bien  la  existencia  del  censo  enfitéutico  juiede 
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acreditarse  por  alguno  de  los  medios  legales  de  prue- 
ba, conforme  se  ha  declarado  reiteradamente  por 
este  T.  S.,  dirha  prueba  no  se  admite  ni  surte  efec- 
to sino  en  el  concepto  de  supletoria,  ó  sea  cuando 
la  escritura  pública  de  constitución  del  censo  que, 
como  requisito  indispensable  exige  la  ley  de  Partida, 
no  puede  presentarse  enjuicio  por  haber  desapare- 
cido ó  por  no  encontrarse,  y  siendo  un  hecho  incon- 
trovertible que  no  se  ha  otorgado  escritura,  serían 
ineficaces  las  demás  pruebas.»  (Sala  l.*^,  sent.  27  Junio 
1887.— Gac.  19  Septiembre,  p.  242.) 

*0  Abril  lítíiít.  En  Aragón  interrumpen  la  prescrip- 
ción las  reclamaciones  extrajudiciales. 

Kn  pleito  seguido  contra  los  herederos  de  la  con- 
desa de  Montijo  sobre  pago  de  pensiones  de  un  cen- 
so, opusieron  los  demandados  la  prescripción,  que 
la  Audiencia  de  Zaragoza  no  estimó  por  concep- 
tuarla interrumpida  en  virtud  de  reclamaciones  de 
pago  judiciales  y  extrajudiciales;  y  en  su  virtud  dic- 
tó sentencia  condenatoria.  Los  denaandados  recxi- 
rrieron  en  casación  contra  ella,  por  conceptuar  in- 
fringida la  ley  29,  tít.  XXIX,  Part.  3."^  y  la  doctrina 
concordante.  El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

«Considerando  que  son  inaplicables  á  este  pleito 
la  ley  29,  tit.  XXIX,  Part.  3."-,  y  doctrina  de  este  Su- 
premo Tribunal  en  las  sentencias  que  se  citan  en  el 
segundo  motivo,  porque  hay  que  atenerse  para  de- 
cidirlo á  la  legislación  de  Aragón,  con  arreglo  á  la 
cual  se  interrumpe  la  prescripción,  tanto  por  las  re- 
clamaciones extrajudiciales  como  por  las  judicia- 
les.. (Sent.  20  Abril  1888.— Gac,  22  Julio,  p.  25.) 

24  OctulirR  ISSS.  Derecho  de  tanteo  impuesto  á  fa- 
vor de  un  2}articular  sobre  bienes  de  propios  vendidos  por 
el  Estado:  Efectos  délas  reservas  consignadas  en  las  sen- 
tencias. 

Impuesto  un  censo  de  8.000  ducados  sobre  bienes 
do  la  villa  de  Llera  por  escrituras  de  11  de  Abril  de 
1609,  18  de  Agosto  de  1615  y  15  de  Enero  de  1621,  reco- 
nociéndose al  censualista  D.  Gaspar  López  Salgado 
<í»  á  quien  tuviere  su  causa,  en  la  condición  6.*  de  la 
escritura  de  imposición,  el  derecho  de  tanteo  caso 
de  enajenación,  para  poder  adqiiirir  las  fincas  con 
preferencia  á.  otro  comprador  dentro  del  ()lazo  de 
sesenta  días  á  contar  desde  que  se  le  notificase  que 
se  iban  á  enajenar,  vendiólas  el  Estado  por  conse- 
cuencia de  las  leyes  desamortizadoras  en  31  de  Oc- 
tubre de  18a3  á  D.  Enrique  María  de  Velasco,  quien 
cedió  el  remate  á  D.  Manuyl  de  la  Gala,  contra  el 
cual  entabló  demanda  D.  Felipe  Solís,  causa  habien- 
te del  ceusualista,  en  27  de  Noviembre  de  1883,  con 
súplica  de  que,  en  cumplimiento  de  la  condición  6." 
citada,  se  le  condenara  á  cederle  los  bienes  por  el 
tanto  en  que  los  adquirió.  El  demandado  opuso 
como  excepción  perentoria  la  dilatoria  de  incompe- 
tencia, y  estimada  en  definitiva  por  la  Audiencia  de 
Cáceres,  sin  perjuicio  de  que  el  actor  acudiera  ante 
la  autoridad  judicial  competente,  entabló  demanda 
Solis  en  4  de  J  ulio  de  1886  ante  el  Juzgado  de  Llera, 
reproduciendo  su  anterior  pretensión.  Sustanciada 
la  demanda  en  dos  instancias  y  estim.ada  por  la  ci- 
tada Audiencia,  interpuso  el  demandado  recurso  de 
casación.  El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que...  la  presentación  de  la  deman- 
da origen  del  actual  pleito  debe  retrotraerse  á-la  fe- 
cha de  27  de  Noviembre  de  1883  en  que  D.  Felipe  So- 
lís interpuso  la  anterior  ejercitando  dentro  délos 
sesenta  días  estipulados  el  derecho  de  tanteo  que  le 
corresponde...  porque  si  bien  las  reservas  consigna- 
das en  las  sentencias  no  crean  derechos,  ni  constitu- 
yen el  fundamento  de  ellos,  dejan  íntegros  los  pre- 
existentes como  el  de  Solis,  para  que  puedan  ser 
discutidos  y  apreciados  en  un  nuevo  juicio: 

Considerando,  qiie...  el  derecho  del  dueño  de  un 
censo  inapuesto  sobre  determinados  bienes  no  es  per- 
sonal y  la  acciónentablada  por  Solís  tenia  que  di- 
rigirse, atendido  su  objeto,  contra  el  que  era  com- 
prador del  inmueble: 

Considerando  ..  que  la  causa  de  que  el  derecho  de 
tanteo  se  haya  ejercitado  con  posterioridad  á  la 
venta,  y  no  antes,  como  en  otro  caso  debía  hacerse, 
no  es  imputable  A  D.  Felipe  Solís,  sino  que  exclusi- 
vamente proviene  de  que  por  razón  de  las  formali- 
dades establecidas  en  las  leyes  desamortizadoras 
para  la  enajenación  de  los  bienes,  no  podía  saberse 
el  precio  que  se  ofrecería  jjor  la  dehesa  hasta  que  la 
subasta  se  verificase: 

Considerando  que...  el  derecho  reclamado  por  So- 
lís y  la  carga  impuesta  sobro  la  finca,  resultan  de  las 
escrituras  de  que  se  ha  hecho  mérito,  se  inscribieron 


en  la  antigua  Contaduría  de  hipotecas,  afectan  y 
siguen  al  inmueble,  cualquiera  que  sea  su  dueño,  y 
están  subsistentes  aunque  no  se  mencionen  en  el 
contrato  de  venta  por  el  Estado...»  (Sala  1.*^,  sent.  24 
Octubre  lS88.  — Gac.  S  Enero  Í889,  p.  14.) 

25  Enero  t%^9.  No  puede  exigirse  ellaudemio  por 
falta  de  verdadera  transmisión  de  la  Jinca,  cuando  ésta 
se  aporta  d  la  reconstitución  de  una  compañía  de  cuyo 
haber  formaba  parte. 

La  Sociedad  Bernareggi,  Gassó  y  Compañía,  era 
dueña,  com,o  enfiteuta,  de  un  terreno  que  por  diso- 
lución y  liqíiidación  de  dicha  Empresa,  entró  á  for- 
mar parte  de  otras  que  se  hicieron  cargo  de  los  com- 
promisos de  aquélla,  la  cual  se  reconstituyó  con  su 
primitiva  denominación,  foruiando  parte  la  finca 
de  su  capital.  Los  señores  directos  reclamaron  el 
laudemio  correspondiente  á  cada  transmisión  mo- 
tivada por  la  disolución  de  la  Compañía  en  ocasio- 
nes diversas.  Fué  desechada  su  demanda  y  acudió 
en  casación  al  T.  S.,  que  denieg-a  el  recurso  conside- 
rando que  no  hubo  transmisión  ó  enajenación  de  la 
finca  por  título  oneroso;  y  que  las  llaniadas  escritu- 
ras de  transmisión  por  los  reciirrentes,  eran  títulos 
constitutivos  de  Sociedad  á  cxiyos  compromisos  se 
hallaba  afecto  el  terreno.  (Sent.  25  Enero  1889.— 6face- 
ta  i.*^  Junio.) 

1.°  Mayo  I941>0.  No  estando  bien  determinada  la 
naturale::á  del  gravamen  como  cetiso  enfitéutico,  es  proce^ 
dente  la  sentencia  que  absuelve  al  tenedor  de  la  tierra  de 
la  demanda  en  que  se  reclamaban  el  pago  de  laudemio  y 
la  declaración  de  comiso,  prestaciones  propias  de  la  en- 
flteusis» 

Esta  doctrina  se  establece  por  el  T.  S.  conside- 
rando que  el  comiso  debe  sor  aplicado  de  un  modo 
restrictivo  y  sólo  en  los  casos  en  que  no  jíueda  caber 
duda.  Que  no  habiéndose  exhibido  la  escritura  de 
constitución  y  denominándose  el  gravamen  en  las 
presentadas  foro  contra  el  común  y  vecinos  de...  y  car- 
ga de  un  foro  ó  censo  enfltéutico,  queda  duda  sobre  la 
índole  del  derecho  y  no  puede  declararse  el  corniso 
como  si  se  tratase  de  una  indudable  eutiteusis  ó 
como  si  estuviera  expresamente  pactada  esa  pena; 
tampoco  puede  condenarse  al  pago  del  laudemio. 
(Sent.  1.*^  Mayo  1890.— Cfac.  30  Agosto.) 

«í*  Oelnbre  tSOO.  Subsistencia  de  un  censo  reseV' 
vativo,  confesado  por  el  poseedor  de  la  cosa  censida,  ad- 
judicada  al  mismo  con  la  obligación  de  pagarlo,  que  él  no 
impugnó; por  lo  que  interrumpió  la  prescripción  y  no  pue- 
de resistirse  d  solventar  el  compromiso,  sin  contrariar 
sus  propios  actos  *. 

En  1801  doña  Juana  de  la  Osa  vendió  á  censo  re- 
servativo una  tierra  llamada  A'oyeííarf,  la  cual  se  ane- 
xionó á  un  potrero  y  un  cafetal,  que  en  autos  eje- 
cutivos seguidos  á  instancia  de  doña  Dolores  Mora 
contra  D.  Gregorio  González,  fueron  adjudicados 
á  D.  Mateo  González  Laiirán.  Al  efecto,  otorgóse 
por  el  juez  escritura  á  nombre  del  deudor,  en  18  de 
Marzo  de  1887,  expresando  que  del  precio  «se  rebaja- 
ban las  cantidades  á  que  ascendían  los  censos  y  los 
réditos  indicados  que  tendría  que  abonar  el  rema- 
tante D.  Mateo  González  Laurán,  quien  se  dio  por 
entregado  de  los  bienes,  reconociendo  expresa  y  for- 
malmente impuesta,  entre  otras  cantidades,  la  de 
los  1.200  pesos  de  doña  Juana  de  la  Osa,  obligándo- 
se y  comprometiéndose  á  satisfacer  los  réditos  atra- 
sados y  pendientes  de  abono  en  la  forma  explicada 
en  la  liquidación  del  remate  como  los  que  en  lo  su- 
cesivo vencieran...  En  su  consecuencia  D.  Pablo  de 
la  Osa,  causa  habiente  de  doña  Juana,  dedujo  de- 
manda, solicitando  se  condenara  á  González  Lau- 
rán á  que  le  pagara  la  suma  de  1.08^2  pesos  70  centa- 
vos en  oro,  líquido  que  resultaba  de  los  réditos  de 
diecinueve  años  y  un  cuarto  que  le  reclamaba  de  los 
veintinueve  años  que  adeudaba...»  Opusoel  deman- 
dado la  excepción  de  prescripción;  y  estimada  por 
la  Audiencia  de  la  Habana  la  pretensión  del  actor, 
interpuso  González  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  según  las  , 
cuales  son  prescriptibles  los  censos.  El  T.  S.  declara  j 
no  haber  lugar:  _  j 

'«Considerando  que  no  infringe  la  sentencia  la  ley  21,  ■ 
tít.  XXIX,  Part.  3.^...  por  cuanto  la  prescripción  ha  j 
sido  interrumpida:  i 

Considerando  que  el  acto  del  comiirador  y  de  quel 
se  ha  hecho  mérito,  no  puede  estimarse  como  un  sim-1 
pie  reconocimiento  del  censo,  s-ino  que  tuvo  y  tiene  1 


1     Ver  los  arts.  1.G20  y  1.973  del  Código  civil. 
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mayor  alcance,  puesto  qne  desde  el  momento  en  que 
el  rematante  se  quedó  con  la  cantidad  que  era  parte 
del  precio  de  la  cosa  que  adquiría  con  promesa  de 
solventar  las  pensiones  vencidas  y  corrientes,  como 
ya  se  lia  dicho,  y  se  consig;nó  expresa  y  terminante- 
mente eu  la  escritura  de  18  de  Marzo  de  1887,  nació 
nna  oblif^ación  ciiyo  ciimplimiento  es  ineludible, 
pues  con  jdono  conocimiento  de  los  hechos  ofreció 
pagar  al  recurrente  lo  mismo  que  acababa  de  perci- 
bir con  sus  consecuencias,  y  bajo  esto  concepto  el 
juez  de  jirimera  instancia  le  otorgó  la  escritura  en 
nombre  del  deudor,  documento  cuya  validez  no  ha 
sido  impugnada,  ni  el  aceptante  puede  contradecir 
sus  propios  actos...»  (Sent.  28  Octubre  1890.— Gticeia  9 
Diciembre,  p.  327.) 

'  Resoluciones  de  la  Dír.  Gen.  de  los  Registros  civil 
I  y  de  la  Propiedad  y  del  Notariado. 

RCMol.  31  .llitrxo  IÍ4*5.  Necesaria  intervención  del 
acreedor  censualista  para  la  redención  y  cancelación  del 
censo. 

Entablado  recurso  gubernativo  contra  la  negativa 
del  registrador  de  la  propiedad  de  Marchona  A  ins- 
cribir unas  escrituras  de  extinción  de  censos  con  que 
aparecían  gravados  varios  bienes  del  antiguo  esta- 
do do  Osuna,  por  no  acreditarse  la  personalidad  do 
los  redimentes,  se  confirmó  la  negativa; 

«Vistos  los  arts.  29,  82  y  98  de  la  ley  hipotecaria  y  la 
Resol,  de  5  de  Noviembre  de  1884: 

Considerando  que  en  el  presente  reciirso  se  ventila 
la  cuestión  de  si  basta  para  cancelar  los  censos  men- 
cionados iin  documento  auténtico  en  que  otorguen 
su  redención  el  dueño  de  la  finca  y  el  que  éste  consi- 
der^cOmo  censualista,  ó  si,  por  el  contrario,  so  nece- 
sita^ne  consienta  en  la  extinción  de  la  carga  aiiuel 
á  cuyo  favor  fué  mencii^nada  ó  sus  causahabientes  ó 
representantes  legítimos: 

Considerando  que  ni  por  el  derecho  civil  ni  por  el 
vigente  liipotecario  es  posible  conceder  personali- 
dad en  el  acto  de  la  redención  má.3  que  al  que  osten- 
te el  título  de  acreedor  censualista  ó  al  qne  legíti- 
mamente tenga  su  representación  ó  le  baya  sucedi- 
do en  el  goce  del  derecho,  sin  lo  cual  estarla  á,  mer- 
ced dol  propietario  del  inmueble  gravado  el  hacer 
desaparecer  las  cargas  que  pesaran  sobre  su  finca, 
sin  contar  con  la  aqiiiescenciadel  verdadero  censua- 
lista: 

Considerando  que  si  las  menciones  de  derecho  sur- 
ten efectos  contra  tercero,  segiin  texto  expreso  del 
'  art.  29  do  la  ley  hipotecaria,  es  claro  que  una  vez  he- 
chas, quedan  bajo  la  salvaguardia  de  la  ley  hipote- 
caria, y,  por  tanto,  sometidas  al  principio  que  infor- 
ma el  art.  82  de  la  misma: 

Considerando  que  no  contraria  esta  doctrina  la  re- 
soltición  de  5  de  Noviembre  del  año  último,  porque 
ésta  so  limitó  k  declarar  que  para  cancelar  censos 
mencionados  era  preciso  un  documento  auténtico, 
sin  consignar  qué  personas  habían  do  otorgarlo,  pues 
es  evitlente  que  en  este  punto  no  podían  regir  otros 
principios  que  los  generales  de  nuestra  legislación 
civil  y  los  especiales  del  derecho  hipotecario: 

Considerando  que  las  personas  qiie  otorgan  las  es- 
crituras que  han  motivado  este  recurso,  ni  son  las 
mismas  á,  cuyo  favor  figuran  mencionados  los  censos 
en  cuestión,  ni  acreditan  ser  sus  causahabientes  ó  re- 
presentantes legítimos; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado...  confirmar  la 
calificación  del  registrador  de  la  propiedad  de  Mar- 
chena.»  (Resol.  31  Marzo  1885.— Gac.  13  Mayo.) 

nr«.  lO  Ociiihro  líiMS.  Declarando  inscribible  el 
dominio  directo  bajo  la  forma,  que  se  expresa  y  denegan- 
do la  inscripción  en  cuanto  d  las  fincas,  cayo  dominio  ple- 
no aparece  /nscrito  d  favor  de  oí/vfs  pe rnonns  distintas  del 
solicitante  de  la  inscriytción. — Inscripción  de  fincas  con- 
cedidas al  general  Wellington  por  las  Cortes  de  Cádiz 
en  JS14. 

Muerto  D.  Arturo  Ricardo  Wellesley,  tercer  duque 
de  Wellington,  su  sobrino  y  heredero  D.  Enrique 
otorgó,  por  medio  de  apoderado,  escritura  do  des- 
cripción de  las  fincas  enclavadas  en  la  población  y 
término  de  Chauchina,  iierteuecientes  A.  D.  Enrique, 
unas  en  pleno  dominio  y  otras  vendidas  á,  censo  enfi- 
téutico  con  décima,  licencia,  comiso  y  tanteo  A  los 
vecinos  y  moradores  del  pueblo,  especificando  las 
fincas  sobre  las  cuales  correspondía  al  interesado  ol 
pleno  dominio,  inscritas  en  el  Registro  el  año  1862  y 
transcritas  A  los  libros  modernos  en  1877,  y  aquellas 
otras  eu  que  sólo  tenía  el  directo,  omitiendo  la  ex- 
presión de  los  dueños  del  útil  y  de  la  porción  corres- 


pondiente A  cada  uno  de  ellos;  siendo  de  advertir 
qiie  también  dicho  dominio  directo  aparecía  inscri- 
to en  los  antiguos  libros  y  transcrita  la  inscripción 
al  Registro  moderno  en  1877.  El  registrador  de  San- 
tafó  denegó  la  inscripción  de  la  escritura  de  descrip- 
ción de  bienes  «respecto  A  los  dominios  directos  qno 
comprendo  bajo  la  denominación  de  todo  el  término 
de  Chauchina  y  casas  de  la  población,  por(|ue  ade- 
más de  que  en  las  rústicas  se  omiten  los  llevadores 
del  útil,  en  qué  porción  y  su  respectiva  pensión,  no 
resulta  ser  dueño  de  tal  dominio  directo  el  causante 
Sir  Arturo  Ricardo...,  y  una  gran  parte  de  las  fincas, 
tanto  rústicas  como  urbanas,  pertenece  en  pleno 
dominio  A  particulares  que  no  han  sido  parto  en  el 
título».  El  apoderado  del  duque  recurrió  gubernati- 
vamente contra  la  anterior  nota,  alegando  que  en 
premio  A  los  servicios  del  primer  duquo  "^lo  Welling- 
ton, las  Cortes  de  la  Nación  le  cedieron  el  terreno 
Soto  de  Roma  con  inclusión  de  las  Chauchinas,  A  cuyo 
efecto  se  otorgó  escritura  en  28  de  Marzo  de  1814,  y 
que  debía  considerarse  el  dominio  directo  como  una 
sola  finca  sin  necesidad  de  enumerar  los  tenedores 
del  útil  ni  señalftr  su  porción  ni  iiensión  respectiva, 
porque  para  determinar  el  concepto  de  fincas  no  se 
atiende  en  derecho  A  la  unidad^íerrifrorial  sino  á  la 
jurídica,  ó  sea  al  territorio  sobre  que  radica  el  do- 
minio, con  relación  A  la  persona  á  cuyo  favor  se 
halla  constituido,  por  lo  cual  el  señor  directo  sólo 
estA  obligado  A  fi.jar  los  límites  del  terreno  en  que 
radica  su  dominio,  y  no  A  señalar  los  de  las  distin- 
tas porciones  que  constituyen  el  iitil.  La  Direción 
resuelve  el  asunto  en  los  términos  siguientes: 

«Vistos  el  art.  8.**  de  la  ley  hipotecaria,  las  resolu- 
ciones de  5  de  Enero  de  1872,  de  14  de  Abril  de  1875  y 
de  24  de  Abril  de  1883: 

Considerando  que  al  resolver  este  recurso  hay  qne 
tomar  como  punto  de  partida  que  el  actual  duque 
de  Ciudad  Rodrigo  y  Wellington  arranca  su  derecho 
sobre  los  dos  cortijos  llamados  Chauchinas,  de  la 
concesión  hecha  x^or  l''*'S  Cortes  de  Cádiz  al  primer 
duque  de  aquel  título  en  28  de  Marzo  de  1814,  conce- 
sión que  tuvo  lugar,  como  era  natural,  transfirién- 
dose al  citado  señor  las  indicadas  fiuc;i.s  en  los  mis- 
mos términos  que  las  había  disfrutado  la  Hacienda 
nacional: 

Considerando  que  derivado  el  derecho  de  ésta  á 
través  de  otras  transmisiones,  de  una  Memoria  fun- 
dada en  el  año  1660  por  la  señora  marquesa  de  Gua- 
dalcAzar,  la  cual  dotó,  entre  otros  bienes,  A  la  expre- 
sada fundación,  con  102  censos  enfitóuticos  ó  estable- 
cimientos de  tierras  solares  en  las  dos  Chauchinas, 
alta  y  baja,  con  los  derechos  de  décima,  laudemio  y 
comiso, esevidente  que  con  respecto  A  una  parte  del 
término  de  las  Chauchinas  no  adquirió  el  señor  du- 
que de  Ciudad  Rodrigo  mAs  que  el  dominio  directo 
con  los  derechos  de  q"ue  se  ha  hecho  mérito,  propios 
y  característicos  de  la  enfiteusis:... 

Considerando  que  si  bien  al  tomarse  razón...  en 
la  antigua  Contaduría  de  Santafó  no  so  determinó 
exactamente  la  naturaleza  del  censo  en  cuestión, 
esta  omisión  fué  subsanada  en  el  año  de  1877,  cuando 
fiieron  trasladados  al  Registro  moderno  los  antiguos 
asientos  de  los  censos,  haciéndose  entonces  la  ins- 
cripción de  todos  ellos  y  de  todas  las  fincas  que  en 
el  término  de  las  Chauchinas  pertenecían  al  duque 
en  plena  propiedad,  bajo  un  solo  número: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  valor  que 
A  esa  traslación  y  adición  haya  de  otorgarse,  acer- 
ca de  lo  que  nada  puede  resolver  este  Centro  por  es- 
tar ese  asiento,  como  todos  los  del  Registro,  bajo  la 
acción  tutelar  de  los  Tribunales  de  justicia,  es  lo 
cierto  que  en  su  virtud  tiene  inscrito  el  causante  del 
actual  duque  de  Ciudad  Rodrigo  el  dominio  directo 
con  los  derechos  de  décima,  comiso,  laudemio  y  tan- 
teo sobre  una  parte  del  término  municipal  de  las 
Chauchinas,  y  ni  el  registrador  al  calificar,  ni  este 
Centro  al  resolver  el  presente  recurso,  pueden  legal- 
mente  hablando,  desconocer  la  eficacia  del  referido 
asiento:... 

Considerando,  en  cuanto  A  la  cuestión  de  forma 
que  la  inscripción  bajo  un  solo  número  es  proceden- 
te en  el  caso  actual,  no  sólo  porque  de  ese  modo  estA 
inscrito  el  derecho  del  causante  del  hoy  duque  de 
Ciudad  Rodrigo,  sino  además,  y  principalmente, 
porque  en  la  escritura  que  se  trata  de  inscribir^  se 
describen  las  tierras  acensuadas  como  un  término 
redondo,  cuyos  lintleros  generales  se  especifican,  y 
la  existencia  do  multitud  de  enfiteusis  dentro  del 
coto  no  destruye  la  unidad  territorial  de  la  finca, 
dado  ol  explícito  precepto  del  art.  8."  de  la  ley  hi- 
potecaria: 

Considerando,  respecto  déla  previa  inscripción  del 
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dominio  útil,  que  si  bien  la  considera  indispensable 
la  doctrina  siistentada  por  la  Dirección,  entre  otras, 
en  sns  resoluciones  de  14  de  Abril  de  1875  y  24  de  Abril 
de  1883,  la  especialidad  del  caso  que  ha  motivado  el 
presente  recurso  demanda  un  acuerdo  también  es- 
pecial que  tenga  en  cuenta  las  circunstancias  que 
en  él  concurren: 

Considerando  que  la  pluralidad  de  enfiteusis  com- 
2)rendidos  en  el  término  de  las  Chanchinas;  la  extra- 
ordinaria división  y  subdivisión  de  los  lotes  otorga- 
dos á  los  dueños  útiles;  la  incuria  de  éstos  en  deslin- 
dar sus  respectivas  suertes  y  la  gran  confusión  que 
todo  esto  ha  traído  á  través  de  los  largos  años  trans- 
curridos, son  poderosas  causas  que  hoy  impedirían 
al  señor  directo  duque  de  Ciudad  Rodrigo  la  inscrip-  * 
ción  de  su  derecho,  si  á  ella  hubiera  de  preceder  la 
del  dominio  iitil;  de  donde  se  infiere  que  aplicar  en 
el  caso  presente  lo  resuelto  para  otros  muy  diversos 
vale  tanto  como  hacer  imposible  al  citado  señor  di- 
recto la  vida  legal  del  Registro  sin  ventaja  pantlos 
eufiteutas,  que  de  todos  modos  vendrán  obligados 
al  jiago  de  sus  pensiones  y  al  reconocimiento  de  los 
demás  derechos  que  constan  en  documentos  solem- 
nes y  aparecen  consignados  en  los  libros  del  Re- 
gistro: • 

Considerando  que  ante  tal  conflicto,  lo  que  acon- 
sejan la  ecjuidad  y  la  buena  fe  es  hacer  aplicación 
de  lo  resuelto  por  este  Centro  eu  o  de  Enero  de  1872 
en  un  caso  análogo,  referente  á  un  coto  redondo  cu- 
yo dominio  estaba  asimismo  fraccionado  entre  un 
señor  territorial  y  multitiid  de  terratenientes,  me- 
diando en  este  caso  la  circunstancia,  favorable  & 
análoga  solución,  de  que  existe  en  el  Registro  un 
asiento  relativo  al  dominio  directo: 

Considerando  que  abierta  ya  una  hoja  en  los  libros 
del  Registro  de  Santafé  al  señorío  directo  de  los  du- 
ques de  Ciudad  Rodrigo,  sobre  el  término  de  las 
Chauchinas,  queda  cumplida  la  primera  parte  de  la 
resolución  citada,  y  sólo  resta  hacer  constar  al  ins- 
cribir la  escritura  de  4  de  Agosto  de  1886  qiie  el  do- 
minio Vitil  corresponde  á  los  poseedores  de  fincas  en 
dicho  pueblo  y  su  demarcación  y  el  directo  á  D.  En- 
rique AVellesley,  duqvie  de  Wellington: 

Considerando  que  la  inscripción  que  en  esos  tér- 
minos se  practique'no  perjudicará  en  ningún  caso  á 
los  q\ie  dentro  de  la  expresada  circunscripción  de 
las  Chauchinas  tienen  inscritas  fincas  en  pleno  do- 
minio, pues  es  obvio  que  tales  inscripciones  sólo  pue- 
den ser  anuladas  en  el  correspondiente  juicio  decla- 
rativo; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado:  primero,  de- 
clarar inscribible  en  virtud  de  los  documentos  pre- 
sentados el  dominio  directo  sobre  el  término  de  las 
Chauchinas,  cuyo  dominio  deberá  inscribirse,  en 
cuanto  á  las  fincas  rústicas,  á  continuación  del  asien- 
to extendido  en  el  tomo  196  del  Archivo  y  13  de  Chau- 
china,  fincas  núm.  832,  folio  90;  y  en  lo  tocante  á  las 
urbanas,  abriendo  á  cada  una  un  registro  especial, 
haciendo  constar  que  el  dominio  útil  corresponde  á 
los  que  poseen  fincas  en  el  expresado  término  de  las 
Chauchinas:  y  segundo,  denegar  la  inscripción  de  la 
escritura  de  descripción  en  lo  tocante  á  las  fincas' 
cuyo  dominio  pleno  aparece  inscrito  en  el  Registro 
á  favor  de  otras  personas,  en  cuyos  términos  se  con- 
firma la  providencia  apelada,  revocándola  en  todo 
aquello  que  en  fuere  contrariad  las  resoluciones  que 
preceden.»  (Resol.  10  Octubre  1888.— Gac.  6  Diciembre.) 

RoNol.  «  Wielenibre  «íif^O.  Inscripción  de^  censo 
soJiritada  (Jesfmés  de  comenzar  d  regir  el  Cód.  civil  y  re- 
ferente d  i  r^nsmisión  ejecutada  con  anterioridad:  Reso- 
lución del  caso  C07i  arreglo  al  Código:  Consecuencia  de  la 
falta  de  aviso  al  copartícipe  de  la  enfiteusis  para  que  ejer- 
cite el  derecho  de  tanteo. 

Por  escritura  pública  otorgada  á  19  de  Febrero  de 
1889,  D.  Manuel  Núñez  Rodríguez  vendió  á  D.  Joa- 
quín Nóñez  Franco  un  foro  ó  censo  perpetuo.  Pre- 
sentado el  documento  el  9  de  Mayo  siguiente  al  re- 
gistrador de  la  propiedad  de  Astorga,  fué  suspendi- 
da la  inscripción  tpor  no  haberse  notificado  en  for- 
ma legal  la  venta  á  los  dueños  del  dominio  iitil,  á  fin 
de  que  piidieran  ejercitar  el  derecho  de  tanteo  que 
les  reserva  el  art.  1.616  fdebe  ser  1.636)  del  Cód.  civil». 
Núñez  Franco  recurrió  gubernativamente  contra  la 
calificación,  alegando  que  no  era  aplicable  al  caso 
el  Código  civil,  por  tratarse  de  un  contrato  anterior 
al  1."  de  Mayo  de  1889;  y  que  el  dueño  útil  no  tenía  el 
derecho  de  tanteo  por  la  legislación  antigua.  El  juez 
delegado  dejó  sin  efecto  la  nota  del  registrador, 
pero  c-1  presidente  de  la  Audiencia  de  Valladolid  la 
confirmó,  y  apelada  la  providencia  del  mismo  para 
ante  la  Dirección  general,  este  Centro  la  revoca  y 


declara  inscribible  la  escritura  de  que  se  trata,  por 
los  siguientes  fundamentos: 

«Vista  la  sentencia  de  25  de  Junio  de  1867  y  el  artí- 
culo 1.639  del  Cód.  civil: 

Considerando  que  según  tiene  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  en  la  citada  sentencia,  la  ley  de  3  de 
Mayo  de  1823,  comprende  en  la  reciprocidad  del  de- 
recho de  tanteo  entre  el  dueño  útil  y  el  directo  de 
una  finca  enfitéutica,  lo  mismo  los  enfiteusis  señoria- 
les que  los  alodiales,  por  lo  cual  es  evidente  que  en 
la  escritura  que  ha  dado  origen  al  presente  recurso, 
debió  consignarse  que  se  habla  dado  previo  aviso  al 
dueño  útil  de  la  venta  que  intentaba  hacer  el  direc- 
to, ó  cuando  menos  los  motivos  atendibles  que  hu- 
biesen impedido  hacerlo  asi,  aplicando  por  analogía 
lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de  7  de  Noviembre  de  1864: 

Considerando  que  si  bien  esa  omisión  constituía, 
según  resolución  de  16  de  Mayo  de  1889,  un  defecto 
subsanable,  es  lo  cierto  que  el  registrador,  al  califi- 
car la  procedencia  ó  improcedencia  déla  inscripción 
solicitada,  ha  debido  atenerse  á  la  legislación  vigen- 
te el  día  9  de  Mayo  del  corriente  año,  fecha  de  la 
nota  puesta  al  pie  del  titulo: 

Considerando  que  en  la  citada  fecha  regía  ya  el 
Código  civil,  cuyo  art.  1.639  da  por  supuesta  la  pro- 
cedencia de  la  inscripción  de  las  escrituras  de  venta 
de  fincas  enfitéuticas,  aunque  no  se  hubiera  dado  el 
previo  aviso  que  ordena  el  art.  1.637,  de  lo  que  se  de- 
duce que  tal  falta  no  es  de  las  que  pueden  motivar 
la  suspensión  de  la  inscripción  solicitada. >  (Resol.  6 
Diciembre  1889.— (?ac.  27  Marzo  1890.) 

Resol.  ■»  Enero  1&90.  Declarando  que  el  registra- 
dor de  Chichina,  hoy  de  Cádiz,  no  ha  contraído  ninguna 
responsabilidad  gubernativa  al  inscribir  d  su  favor  como 
enfitéiitiCQS  algunos  censos,  que,  según  denunciaj  son  re- 
servativos. P- 

Denunciado  D.  Emilio  Sánchez  Navarro,  actual 
registrador  de  Cádiz,  por  haber  inscrito  á  su  favor  y 
al  de  su  sustituto  D.  Antonio  Cribell,  cuando  Sán- 
chez era  registrador  de  Chiclana,  algunos  censos  ad- 
quiridos del  conde  de  Niebla,  asignándoles  en  Ja  ins- 
cripción el  concepto  de  enfitéuticos  siendo  en  reali- 
dad reservativos,  un  magistrado  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  giró  una  visita  de  inspección  al  Registro  de 
Chiclana,  examinando  los  antecedentes  de  las  ins- 
cripciones, é  informando  en  el  sentido  de  que  no  ha- 
bía motivo  para  la  denxincia,  ni  para  qiie  se  alar- 
maran los  terratenientes.  La  Dirección  general  re- 
suelve en  los  siguientes  términos,..; 

«Considerando  que  el  registrador  inscribió  los  su- 
sodichos censos  á  favor  del  conde  de  Niebla,  median- 
te presentación  en  26  de  Julio  de  1883  de  los  documen- 
tos anteriormente  relacionados,  entre  los  que  se  ex- 
presan un  testimonio  en  relación  expedido  por  el 
notario,  archivero  general  de  protocolos  de  Chicla- 
na, de  las  datas  ó  censo  enfitéutico,  en  113  escrituras 
otorgadas  en  1675  y  1676,  en  las  que  se  expresan  loB 
nombres  de  los  enfiteutícarios,  las  tierras  de  Maja- 
dillas,  el  canon,  cantidad  de  terreno,  etc.,  etc.,  y 
otras  35  copias  de  escrituras  públicas  do  reconocí 
miento  de  censo  enfitéutico  otorgadas  por  los  cen- 
satarios á  principio  de  este  siglo,  en  que  se  obligan 
á  cumplir  las  condiciones  generales  de  los  censos  en- 
fitéuticos, y  finalmente  el  testimonio  del  privilegio 
rodado  otorgado  por  D.  Fernando  IV  de  Castilla  á 
D.  Alonso  Pérez  de  Guzmán  del  señorío  territorial 
de  Chiclana  con  todos  sus  términos,  montes,  etc., 
cxiyos  documentos  constituyen  los  títulos  peculiares 
para  practicar  las  inscripciones.... 

Considerando  que  en  sii  origen  no  pudieron  ser  sino 
enfitéuticos  todos  los  censos  referidos,  pues  de  esta 
y  no  de  otra  clase  eran  los  nacidos  en  aquella  época 
de  reconquista  y  repoblación,  en  que  las  tierras  es- 
taban infecundas  é  incultas;  pues  sabido  es  que  la 
enfiteusis  era  el  contrato  de  entonces,  así  como  el 
reservativo  y  el  consignativo  lo  fueron  más  tarde 
cuando  las  tierras  eran  j^^a  productivas  por  el  culti- 
vo y  cuando  con  el  descubrimiento  de  América  se 
produjo  un  grau  aumento  de  dinero,  mucho  del  cual 
se  consignó  en  tributos  sobre  las  tierras  producti- 
vas  

Esta  Dirección  general  ha  acordado  resolver  que 
el  registrador  no  ha  contraído  ninguna  responsabi- 
lidad gubernativa  en  la  inscripción  de  los  referidos 
censos.»  (Resol.  13  Enero  1890. — Gac.  24  Febrero.) 

Además  de  los  insertos  casos  de  jurisprudencia, 
véanse  en  Apremios,  la  sent.  de  19  Febrero  1889  sobre 
improcedencia  de  la  vía  de  apremio  administrativo 
para  la  exacción  de  las  pensiones  de  censo  constl- 
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tuido  á  favor  de  un  Ayuntamiento;  en  Capellanías, 
las  resoluciones  de  9  y  13  Octubre  1885  sobre  censos 
pertenecientes  á  esas  fundaciones;  en  Cargas  de 
JUSTICIA  el  R.  D.  S.  de  24  Agosto  1888  estableciendo 
que  tienen  el  concepto  de  censo  los  préstamos  con 
garantía  de  arbitrios  y  rentas;  en  Compraventa,  la 
sent.  de  16  Mayo  1889  sobre  enajenación  del  dominio 
útil  sin  aprobación  del  dueño  directo;  en  Cosa  juz- 
gada, la  de  24  Noviembre  1890  estableciendo  que  los 
antos  sobre  pago  de  pensiones  censales  quedan  ter- 
minados cuando  el  censatario  las  consigna  al  ser  re- 
querido de  pago:  en  Hipotecas,  las  resoUiciones  de  8 
y  9  Marzo  18S6  sobre  dación  de  bienes  á  censo  por  un 
heredero  fiduciario  y  capacidad  del  diocesano  para 
redimir  los  constituidos  á  favor  de  capellanías;  y  la 
de  12  Junio  1886,  sobre  personalidad  de  los  censualis- 
tas k  cuyo  favor  se  bailan  constituidos  los  graváme- 
nes, para  acordar  la  cancelación;  y  en  Jurisdicción 
CONTENCioso-administrativa,  las  Es.  Os,  de  12  y  15  de 
Noviembre  de  1886  sobre  improcedenciade  la  vía  con- 
tenciosa contra  las  redenciones  de  censos. 

CENSOS  DESAMORTIZADOS.  Los  censos  en- 
fitéuticos,  consig'Qativos  y  reservativos,  los 
de  población,  los  treudos,  foros,  los  conocidos 
con  el  nombre  de  carta  de  ofracia,  y  todo  capi- 
tal, canon,  renta  ó  prestación  de  naturaleza 
análoga  pertenecientes  al  Estado  y  A  manos 
muertas  de  carácter  civil,  están  declarados  en 
redención  y  venta  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo 
de  1855  y  demás  desamoi'tizadoras,  y  señala- 
damente por  la  ley  de  11  de  Julio  de  1878,  la 
de  23  de  Julio  de  1885  y  el  R.  D.  de  5  de  Junio 
de  1886.— V.  DES.4M0RTrz.\ciÓN. 

CENSO  DE  POBLACIÓN  Y  DE  LA  RIQUEZA. 
Llámase  censo  de  la  riqueza  á  la  reunión  de 
los  datos  convenientes  para  apreciar  los  ele- 
mentos que  constituyen  la  riqueza  de  un  pue- 
blo. Y  censo  de  población  á  la  reunión  de  los 
datos  que  demuestran  el  estado  de  la  pobla- 
ción, la  suma  aritmética  á  que  asciende,  la 
clasificación  de  las  partes  distintas  que  cons- 
tituyen esta  masa,  sus  distintas  y  reciprocas 
relaciones,  su  aug'e  ó  su  decadencia,  etc. 

El  censo  no  es  una  institución  de  nuestros 
días.  Servio  Tullo,  sexto  Rey  de  Roma,  570 
años  antes  de  la  Era  cristiana,  instituyó  el 
censo,  el  cual  era  ya  un  registro  ó  padrón  ge- 
neral del  pueblo  romano,  que  se  hacia  cada 
cinco  años,  de  todos  los  hombres  libres  y  de  su 
riqueza  mueble  é  inmueble.  Cada  ciudadano 
debia  dar  una  declaración  de  sus  bienes,  hijos, 
esclavos  y  libertos.  La  falta  de  verdad  y  exac- 
titud de  estas  declaraciones  era  castig'ada  con 
el  mayor  rig'or,  hasta  con  la  confiscación  ó  péi'- 
dida  de  los  bienes  que  se  dejaban  de  declarar. 
Las  declaraciones  se  anotaban  en  un  reg'istro, 
y  éste  se  denominó  Censo.  Los  encargados  del 
censo,  llamados  censores,  eran  unos  magistra- 
dos de  la  clase  noble  en  los  principios,  elegi- 


dos en  las  juntas  del  pueblo  Comitia  Centuria- 
ta.  Sus  funciones  se  extendían  á  velar  las  cos- 
tumbres, repartir  los  impuestosj  administrar 
la  piiblica  riqueza,  etc.,  etc.  De  este  modo  era 
grande  la  importancia  de  esta  mag-istratura, 
que  luego  decayó  nnicho  y  llegó  á  ejercerse 
por  los  emperadores. 

Aquí  nos  basta  esta  ligerisima  indicación,  y 
nos  remitimos,  en  cuanto  al  censo  de  la  rique- 
za, áCAT.^STRO,  Contribución  TERRITORIAL,  V 
Contribución  indu.striai.,  E,stadístic.\,  etc., 
y  en  cuanto  al  de  la  población,  al  mismo  ar- 
ticulo Estadística  y  á  Población.  Anticipa- 
remos únicamente  que  conforme  al  R.  D.  de  26 
de  Septiembre  de  1891,  el  censo  oficial  de  la 
población  es  el  formado  en  31  de  Diciembre  de 
1887,  y  es  por  tanto  el  que  ha  de  servir  para 
todos  los  actos  y  para  todos  los  usos  de  apli- 
cación en  los  diferentes  ramos  de  la  Adminis- 
tración pi'iblica. 

CENSO  ELECTORAL.    V.  Elecciones. 

CENSO  DE  POBLACIÓN  DE  GRANADA  (ó  renta 
de  población  de  Granada).  La  renta  consistente 
en  el  producto  de  un  módico  canon  con  que  se 
dieron  á  los  nuevos  pobladores  en  el  reino  de 
Granada  las  tierras  y  edificios  confiscados  á 
los  moros  que  se  sublevaron,  faltando  á  la  ca- 
pitulación con  que  se  conquistó  aquel  reino. 
En  el  presupuesto  de  ing-resos  del  Estado  de 
1835,  figuró  esta  renta  por  valor  de  797.315  rs., 
y  ya  en  el  de  1845,  por  efecto  sin  duda  de  las 
redenciones  verificadas,  descendió  á  520.000 
reales.  He  aqui  indicadas  las  disposiciones  so- 
bre redención: 

Por  R.  D.  de  6  de  Diciembre  de  1797  (ley  19, 
tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Recop.)  se  permitió  la  re- 
dención de  este  censo  á  todos  los  propietarios 
de  tierras,  casas  y  fincas  grava<las  con  el  mis- 
mo, pagando  á  la  Real  Hacienda  los  capitales 
bajo  las  reglas  que  en  él  se  prescriben.  Las 
Cortes  de  1820  decretaron  también  su  aboli- 
ción, pero  quedó  luego  sin  efecto  esta  medida. 

Las  disposiciones  que  después  se  han  dicta- 
do sobre  este  asunto  autorizando  la  redención, 
son  las  siguientes:  La  ley  de  presupuestos  de 
1835  que  autorizó  al  Gobierno  para  que  por 
los  medios  que  no  perjudicaran  á  los  intereses 
generales  del  Estado,  facilitase  la  redención 
del  censo  de  población  de  Granada.  La  ley  de 
14  de  Agosto  de  1841  que  facultó  ya  á  los  cen- 
satarios de  los  «conocidos  en  el  antiguo  reino 
de  Granada  con  lasdenominaciones  dcSueltos, 
Suertes,  Abices  y  Abuela,  que  componen  la 
renta  llamada  censo  de  población  de  Granada» 
para  verificar  su  redención  al  3  por  100  en  pa- 
pel de  la  Deuda  y  en  la  misma  proporción  y 
plazos  que  señala  el  art.  3.°  de  la  ley  de  31  de 
Mayo  de  1837.  Las  Rs.  Os.  de  20  de  Noviembre 
de  Í845,  21  de  Mayo  de  1847  y  29  de  Noviembre 
de  1849,  que  fueron  sucesivamente  ampliando 


496 


CENSOR.— CENTENARIO  DE  COLON. 


los  plazos  de  la  redención.  Y  la  R.  O.  de  21  de 
Junio  de  1S.50  que  amplió  de  nuevo  el  plazo 
pai-a  la  redención,  y  dispuso  que  desde  1."  de 
Enero  de  l.sSl  se  hiciera  carg'o  de  los  no  redi- 
midos la  Dirección  de  fincas  del  Estado  para 
proceder  en  su  caso  A  la  enajenación. 

Últimamente  fueron  comprendidos  estos  cen- 
sos en  la  ley  de  desamortización  del." de  Mayo 
de  IS.TO,  y  hace  expresa  mención  de  ellos  el  ar 
ticulo  1."  de  la  ley  de  11  de  Marzo  de  1859,  so- 
bre redención  y  venta  en  su  caso,  de  los  cen- 
sos pertenecientes  al  Estado  y  demás  desamor- 
tizados.— V.  Desamortización. 

CENSOR.  Del  latín  censor,  que  cuenta^  em- 
padrona, clasifica,  juzga,  aprecia  (V.  Cen- 
so DE  población).  Cargo  público,  ó  académi- 
co, ó  de  alguna  sociedad,  que  emite  su  juicio 
sobre  algún  asunto. 

CENSURA  (Pena  canónica).  Es  una  penaecle- 
siástica  por  la  que  se  priva  á  un  cristiano  del 
goce  de  algunos  bienes  espirituales.  Se  distin- 
guen tres  clases  de  censura:  la  excomunión, 
la  suspensión  y  el  entredicho.  No  debe  xisarse 
de  las  censuras  sino  in  ntibsidmm,  con  mucha 
sobriedad  y  circunspección,  conforme  á  los  sa- 
grados |c;Vnones  y  á  lo  mandado  por  el  santo 
Concilio  de  Ti-euto.  Asi  lo  establece  también 
el  Concordato  de  1737  en  su  art.  10,  que  es  la 
ley  9.^,  tit.  VIII,  lib.  I,  Nov.  Eecop. 

Las  censuras,  cuando  se  fulminan  temera- 
riamente ó  por  leves  causas,  dice  el  Concilio, 
más  se  desprecian  que  se  tomen,  y  más  bien 
causan  daño  que  provecho.  Consúltese  el  ti- 
tulo II,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop.,  sobre  fuerzas 
de  jueces  eclesiásticos,  y  principalmente  una 
Real  resolución  á  consulta  del  Consejo  de  2  de 
Septiembre  1778,  que  es  la  ley  25,  la  cual  y  su 
nota  son  censuras  reales  del  abuso  de  las  cen- 
suras eclesiásticas. — V.  Concilio  de  Trento: 
Excomunión:  Entredicho:  Administración 
DE  Sacramentos:  CeMENTBRios,  etc. 

CENTENARIO.  Período  de  cien  años.  La  per- 
sona que  tiene  cien  años.  Aniversario  de  un 
acontecimiento  ocuiTido  cien  años  antes. 

En  este  último  sentido  se  han  solemnizado 
recientemente  en  nuestra  patria  dos  centena- 
rios diferentes:  el  segundo  del  insig-ne  drama- 
turgo D.  Pedro  Calderón  de  la  Barca,  y  el  pri- 
mero del  ilustre  general  Navia,  marqués  de 
Santa  Cruz  de  Marcenado. 

CENTENARIO  DE  COLÓN.  Por  Rs.  Ds.  de  28 
de  Feln-ero  de  1888  se  dispuso  que  para  con- 
memorar el  cuarto  Centenario  del  descubri- 
miento de  América,  honrando  la  memoria  de 
Cristóbal  Colón,  se  celebrase  en  1892  una  Ex- 
posición con  el  objeto  de  presentar  de  la  ma- 
nera más  completa  posible  el  estado  en  que  se 


hallaban  los  pobladores  de  América  en  la  épo- 
ca del  descubrimiento,  agrupando  al  efecto 
cuantos  objetos  puedan  dar  idea  del  estado  de 
su  civilización  y  de  las  razas  que  poblaban  el 
continente  americano  al  final  del  siglo  xv,  ex- 
poniendo á  su  vez  separadamente  todos  los 
productos  del  arte,  de  la  ciencia,  de  la  indus- 
tria que  en  la  actualidad  caracterizan  la  cul- 
tura de  los  pueblos  de  la  América  latina.  Las 
fiestas  deberán  dar  principio  en  Huelva  el  3 
de  Agosto  de  1892.  De  preparar  dicha  Expo- 
sición se  encargó  á  una  Comisión  especial  que, 
trasladada  ala  América  del  Sur  en  un  buque  de 
guerra,  habla  de  proceder  bajo  la  dirección  de 
los  representantes  diplomáticos  de  España  en 
los  difcj'entes  Estados  americanos.  Nombróse 
además  otra  Comisión  con  el  objeto  de  redac- 
tar el  prog'rama  de  las  fiestas,  concediéndola 
amplias  facultades  para  organizar  por  si,  pro- 
poner medidas  al  Gobierno  y  dirig-irse  á  Cor- 
poraciones y  particulares  con  el  objeto  de  re- 
cabar recursos. 

No  se  excluyó  de  proporcionarlos  al  Estado, 
sino  que  se  dispuso  que  el  Gobierno  inscribie- 
ra en  cada  uno  de  los  cinco  presupuestos  si- 
guientes hasta  31  de  Junio  de  1893,  un  crédito 
de  500.000  pesetas  destinadas  exclusivamente 
á  los  gastos  del  Centenario,  reservándose  en 
el  Tesoro  hasta  dicha  fecha  las  cantidades  que 
no  fueran  teniendo  aplicación  en  cada  uno  de 
los  ejercicios.  Se  han  dictado  otras  varias  dis- 
posiciones, y  entre  ellas,  las  sig'uientes: 

Por  R.  D.  de  18  Junio  1890  se  declaró  de  fo- 
mento y  utilidad  pública  para  solemnizar  con 
el  mayor  esplendor  posible  el  cuarto  Centena- 
rio del  descubrimiento  de  América,  la  asocia- 
ción Unión  Ibero  Americana  para  los  efectos 
de  las  disposiciones  vigentes  en  materia  de  im- 
puestos. Los  efectos  de  esta  declaración  cadu- 
carán en  31  de  Diciembre  de  1892. 

En  9  de  Enero  de  1891,  y  siendo  ya  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  D.  Antonio  Cá- 
novas del  Castillo,  se  publicó  otro  Real  decre- 
to creando  una  Junta  directiva  del  Centena- 
rio, sin  perjuicio  de  las  Comisiones  instituidas  j 
en  28   de  Febrero  de  1888,  y  modificando  ó  ■ 
completando  las  disposiciones  de  esta  fecha  5 
sin  alterar  sus  bases  esenciales. 

Entre  otras  cosas,  se  dispuso  la  celebración  ; 
en  Madrid  de  otra  Exposición  comprensiva  de 
las  manifestaciones  todas  del  trabajo  y  la  cul- 
tura ]ieniusular,  desde  principios  de  la  restau- 
ración visigoda  hasta  la  seg'unda  mitad  del  si- 
g-lo  xvi;  que  el  Congreso  de  americanistas  de  ijl 
España  tenga  lugar  en  el  monasterio  de  Santa 
María  de  la  Rábida;  que  de  la  .Junta  directiva 
formen  parte  los  Ministros  de  Fomento.  Esta- 
do y  Ultramar,  el  ministro  plenipotenciario  de 
Portugal,  uno  de  las  repúblicas  hispauo-ame- 
ricanas,  los  presidentes  de  varias  asociaciones 
y  los  alcaldes  de  algunas  capitales  de  provin- 
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cía.  A  esta  Junta  directiva  y  á.  las  Secciones 
en  que  se  subdividió,  se  las  ha  otorg'ado  fran- 
quicia postal  y  telegráfica  ])ara  sus  comunica- 
ciones oficiales,  y  por  R.  O.  de  2Í)  de  Enero  del 
mismo  año  181)1,  se  autorizó  al  presidente  de  la 
Sección  do  Relaciones  g-enerales  paradirig-irse 
oficialmente  á  las  corporaciones  y  autoridades. 
Las  fiestas,  según  el  citado  R.  D.  de  9  Ene- 
ro 1891,  «jiodrán  dar  principio  en  Huelva  el  3 
de  Agosto  de  1892  al  amanecer  y  dilatarse 
hasta  el  3  de  Noviembre».  Las  Exposiciones  y 
festejos  de  Madrid  enipezarAu  en  la  noche  del 
11  al  12  de  Septiembre. 

CENTI.  Es  una  palabra  latina,  que  se  \ine  á 
los  nuevos  nombres  de  jiesas  y  medidas  en  el 
sistetna  métrico  decimal,  para  expresar  una 
unidad  cien  veces  menor  que  la  unidad  gene- 
radora. Centímetro  es,  por  tanto, la  centésima 
parte  de  un  metro;  centiárea  el  centesimo  del 
área;  centilitro  el  centesimo  de  litro;  centigra- 
mo el  centesimo  de  gramo. — V.  Pesa.s  y  me- 
didas. 

CÉNTIMO.  Moneda  que  vale  la  centésima 
parte  de  la  unidad  monetaria,  y  por  lo  tanto, 
hoy,  de  una  peseta. — V.  Moneda. 

CENTINELA.  Soldado  que  vela  guardando  el 
puesto  que  se  le  encarga.  Incurre  en  graves  de- 
litos contra  los  deberes  del  servicio  militar  el 
centinela  que  no  cumpliese  su  consigna  ó  que 
se  dejase  relevar  por  otro  que  uo  sea  su  cabo, 
el  que  se  duerma  en  este  servicio,  y  el  que 
abandona  su  puesto.  Están  castigados  en  los 
arts.  279  á  281,  334,  mim.  7.»  del  Cód.  de  justi- 
cia militar,  y  152,  162,  186  y  187  del  de  la  Ma- 
rina. 

En  contrario  sentido,  el  insulto  á  centinelas, 
salvaguardia  y  fuerza  armada,  se  penan  en 
los  arts.  2.^3  á  258,  y  276  á  279  respectivamen- 
te, de  los  mismos  Códigos.— V.  Código  penal 
DE  LA  Marina:  Jurisdicción  militar. 

CENTRALIZACIÓN  ADMINISTRATIVA.  Nos  re- 
mitimos A  Administración:  Ayuntamientos: 
Gobierno...  de  las  provincias. 

CERCA:  CERCADO.  Heredad  rodeada  de  va- 
lla, tapias  ú  otra  cosa  para  su  resguardo.  Hay 
una  notable  diferencia  entre  cercado  y  acota- 
do, como  puede  verse  en  el  articulo  Acota- 
miento, recomendando  á  la  vez  el  Informe  de 
la  pág.  144  del  tomo  I  y  la  lectura  de  la  Real 
orden  de  2.o  Noviembre  1847,  p.  152. 

CEREALES.  De  Ceres,  diosa  de  las  mieses, 
se  llaman  cereales  la  sustancias  ó  frutos  fari- 
náceos, como  el  ti'igo,  la  cebada,  el  centeno  y 
la  avena. —Véase  Granos  y  harinas  (comer- 
cio de):  Renta  db  Aduanas. 

CEREMONIAL.    El  libro  ó  tabla  en  que  están 
Tomo  II. 


escritas  las  ceremonias  que  se  deben  observar 
en  ciertos  actos  públicos,  ó  en  los  religiosos. 

CERRAMIENTO  DE  HEREDADES.  Todo  pro- 
pietario tiene  derecho  á  cercar  los  predios 
rústicos,  (art.  388,  Código  civil). — V.  Acota- 
miento. 

CERTIFICACIÓN:  CERTIFICADO.  Instrumento 
piiblico  ó  privado  en  que  se  asegura,  afirma  ó 
da  por  cierta  alguna  cosa.  Entre  el  significado 
de  las  voces  certificar  y  testimoniar  ó  dar  fe, 
hay  jurídicamente  notable  diferencia.  Certifi- 
can los  meros  secretarios  de  cualquiera  cor- 
poración y  las  personas  que  ejercen  alguna 
autoridad  ó  cargo,  con  referencia  á  libros,  ac- 
tas, documentos  que  existen  en  las  Secreta- 
rías, archivos  ú  oficinas,  etc.,  ó  á  alg'ún  acto 
que  ante  ellos  se  ha  autorizado:  sólo  dan  fe  ó 
testimonio  los  funcionarios  que  tienen  fe  pú- 
blica.—V.  Visto  Bueno. 

CESANTÍAS:  CESE.  En  la  acepción  de  «dere- 
cho á  pensión  ó  haber  pasivo»,  véase  Clases 
pasivas  y  Jubilaciones.  Si  se  toma  por  la 
misma  situación  pasiva  en  que  se  deja  al  fun- 
cionario separado  de  su  empleo^ay  que  tener 
en  cuenta  que ,  aunque  pocos,  hay  algunos 
destinos  declarados  inamovibles,  ó  que  lo  son 
porque  se  lleg'a  á  ellos  por  oposición,  respecto 
de  los  cuales  están  limitadas  las  facultades  del 
Gobierno  ó  de  las  Corporaciones  públicas  para 
separar  á  los  que  los  sirven.  En  este  sentido 
nos  remitimos  á  Empleados  públicos,  donde 
se  inserta  la  Icg'islacióu  sobre  nombramiento 
y  separación  de  toda  clase  de  empleados,  sus 
derechos,  categorías,  etc. 

Aquí  sólo  iudicaremos  que  hay  destinos  in- 
amovibles, ó  en  los  cuales  se  exige  previo  ex- 
pediente y  causa  bastante  para  la  remoción; 
que  respecto  de  otros,  son  discrecionales  las 
facultades  del  Gobierno,  y  que -mientras  las 
órdenes  de  (^santia  no  se  comunican  á  los  in- 
teresados, tienen  éstos  un  derecho  perfecto  al 
pago  íntegro  de  sus  sueldos,  y  consiguiente- 
mente al  abono  del  tiempo  para  su  clasifica- 
ción pasiva.  Este  punto  está  resuelto  por  el 
R.  D.  de  28  de  Noviembre  de  1851,  según  el 
cual,  así  como  la  posesión  de  los  destinos  se 
acredita  con  certificación  que  en  los  mismos 
títulos  han  de  extender  los  jefes  de  que  depen- 
dan los  interesados,  del  mismo  modo  debe  ano- 
tarse á  continuación,  en  su  caso,  la  fecha  déla 
cesación  en  los  empleos  y  la  causa  de  que  pro- 
cede. 

CESIÓN.  Voz  usada  comunmente  en  el  foro 
como  sinónima  de  enajenación,  expresando 
con  ella  la  transferencia  por  acto  entre  vivos  y 
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á  titulo  gratuito  ú  oneroso,  de  las  cosas,  bie- 
nes, derechos,  acciones,  valores,  créditos  y 
privilegios.  Algunas  veces  se  limita  el  concep- 
to de  la  palabra  cesión,  para  aplicarla  sola- 
mente á  la  de  las  acciones  ó  derechos  incorpo- 
rales, ó  para  significar  la  transmisión  de  bie- 
nes, á  titulo  gratuito,  la  adjudicación  ó  entre- 
ga de  los  mismos  en  pago  de  deudas  ó  la 
división  ó  abandono  de  ellos  en  beneficio  de 
los  acreedores. 

Regula  el  Código  esta  materia  en  los  artícu- 
los 1.526  á  1.536,  bajo  el  enunciado  De  la  trans- 
misión de  créditos  y  demás  derechos  incorpo- 
rales, en  el  cap.  VII  del  titulo  dedicado  á  la 
compraventa,  consignando  como  principios 
fundamentales  que  la  cesión  de  un  crédito,  de- 
recho ó  acción  no  surtirá,  electo  contra  terce- 
ro, sino  desde  que  su  fecha  debe  tenerse  por 
cierta,  en  conformidad  á  los  arts.  1.218  y  1.227, 
y  si  se  refiere  á  un  inmueble  desde  la  fecha  de 
su  inscripción  en  el  Kegistro  (art.  1.526);  que 
el  deudor  no  queda  obligado  con  el  cesionario 
si  pagó  al  cedeute  ig'uorando  la  transmisión 
que  éste  hizo  de  su  crédito  (art.  1.527),  y  que 
con  la  venta  ó  cesión  se  entienden  transmiti- 
dos todos  los  derechos  accesorios  del  crédito 
como  la  fianza,- hipoteca,  prenda  ó  privilegio 
(art.  1.52H),  es  decir,  cuantos  datos  garantizan 
la  efectividad  ó  fácil  realización  del  crédito 
transmitido  y  de  conformidad  con  la  conocida 
regla  jurídica  accesorium  sequitur  sortem  rei 
principalis. 

Los  arts.  1.529  y  1.530  regulau  la  doctrina 
de  la  eviceióu  y  los  1.531  á  1.5.34  se  refieren  á 
la  venta  alzada  ó  en  globo  de  la  totalidad  de 
ciertos  derechos,  y  á,  la  venta  de  herencias, 
esto  es,  del  titulo  universal  de  heredero,  del 
derecho  hereditario,  respecto  de  cuyo  punto 
habrá  de  tenerse  en  cuenta  el  1.067,  que  con- 
sagra á  favor  de  los  coherederos  ^1  derecho  de 
retraer  el  derecho  hereditario  que  alguno  ó 
algunos  hayan  enajenado  á  un  extraño. 

T  últimamente  el  art.  1.5.35  consagra  una 
especie  de  retracto  legal,  al  establecer  á  favor 
del  deudor  de  créditos  litigiosos  enajenados, 
el  derecho  de  extinguirlos  dentro  de  cierto 
plazo  reembolsando  al  cesionario  el  precio  y 
sus  intereses  y  las  costas  que  se  le  hubieren 
ocasionado.  Prescripción  justa  y  previsora, 
concordante  con  las  leyes  22  á  24,  tit.  XXXV, 
lib.  IV  del  Digesto,  enderezada  como  éstas  á 
cortar  los  pleitos  y  refrenar  la  codicia  ó  ma- 
lignidad de  los  que  con  la  compra  ó  cesión  de 
derechos  litigiosos  se  propongan  enriquecerse 
A  costa  de  otro  ó  atormentarle. 


Xo  son  éstas,  sin  embargo,  las  iinieas  dispo- 
siones  que  contiene  el  Código  sobre  cesión  de 
créditos  ó  derechos,  pues  además  declara  que  * 
la  posesión  se  pierde  por  la  cesión  hecha  á  ti- 
tulo gratuito  ú  oneroso  (art.  460,  uúm.  2.°)-, 
define  la  cesión  de  terrenos  hecha  con  el  obje- 
to de  constituir  el  censo  especial  á  primeras 
cepas  ó  rabassa  morta  (art.  1.6.56);  prohibe  la 
cesión  de  los  derechos  de  uso  y  habitación 
(525);  regula  la  cesión  de  bienes  en  pago  de 
débitos  (1.175),  y  autoriza  la  de  derechos  hore- 
ditarios  y  gananciales  (1.280,  nüm.  4.°). 

La  ley  hipotecaria  se  refiere  á  la  cesión  de 
los  créditos  hipotecarios  en  los  artículos  153 
á  155,  y  la  de  Enj.  civil  prohibe  que  litigue 
como  pobre  el  cesionario  de  la  acción  que  no 
acredita  la  pobreza  del  cedente  (art.  20).  Guar- 
da este  precepto  cierta  analogía  con  la  ley  7.*, 
tlt.  I,  lib.  II  del  Fuero  Real,  y  con  la  9.=",  tí- 
tulo III,  lib.  II  del  Juzgo,  prohibiendo  dar  la 
voz  en  juicio  á  otro  más  poderoso  que  el  ad- 
versario. 

El  Cód.  de  Comercio  habla  de  la  cesión  de 
créditos  mercantiles  (arts.  .347,  348  y  466).  Y  la 
ley  del  impuesto  de  derechos  reales  de  31  de 
Diciembre  de  1881,  de  las  adjudicaciones  en 
pago,  compraventas,  reventas  y  cesiones  á  ti-, 
tulo  oneroso  (art.  2.°);  y  á  estas  mismas  cesio- 
nes so  refieren  los  arts.  21  á  23  do  la  tarifa  de  . 
la  misma  fecha. 

He  aquí  alg'unas  declaraciones  de  la  juris- 
prudencia sobre  cesión  de  créditos,  acciones  y 
derechos: 

Jurisprudencia  del  T.  S. 

9  -Muyo  f  860.  Cesión  de  derechos  cuyo  valor  se  ta- 
ño ra^ 

No  puede  calificarse  de  inmensa  ni  queda  sujeta  & 
insinuación  judicial  para  su  validez  '. 

t:«  Enero  I«e5  y  otra.     Nulidad  de  la  cesión  de  he- 
rencia después  de  renunciada:  Validez  déla  cesión  cuan-  '■ 
do  la  herencia  no  se  renunció.  ^' 

•  El  heredero  que  renuncia  la  herencia,  conforme  &  '" 
la  ley  IS,  tit.  VI  de  la  Part.  6.",  no  puede  otorgar  le-  ' 
galmente  escritura  cediendo  las  acciones  que  ya  no  '  ¡ 
tiene  íl  la  misma  herencia,  ni  transmitir  el  derecho 
que  ha  perdido  y  que  no  puede  recobrar,  si  al  hacer 
la  renuncia  era  mayor  de  veinticinco  años,  siendo 
nula  la  sentencia   que   contradice   esta  doctrina.» 
(Sent.  13  Enero  1865.— C.  L.,  núm.  e.)  I 

—Ocurrida  la  muerte  del  testador,  puede  el  herede-  ( 
ro  hacer  cesión  de  la  herencia  á  favor  de  quien  qui- 
siere.  (Sent.  11  Julio  1SS3.) 

S3  «eptlrmbro  1S«S  y  otras.  Cesión  de  créditos^ 
derechos  que  se  transmiten  con  ella. 

«Los  créditos  pueden  cederse  por  venta,  d.ación  en^ 
pago,  ó  por  cualquiera  de  los  demás  titules  recono-'>,_ 
cidos  por  derecho,   sin  conocimiento  del  deudor  y  ^m 
aun  contra  su  voluntad,  puesto  qiie  al  contrato  sólo 
concurren  el  cedente  y  el  cesionario»  y  «subrrogado 
ésto  por  la  cesión  en  el  lugar  de  aquél,  se  le  transmi- 
ten todos  los  derechos  y  acciones  que  á  dicho  ceden- 


'  Hoy  no  es  necesario  el  requisito  de  la  insinuación.  El 
limite  de  las  donaciones  está  en  la  legitima  I  Cód.  civil,  ar- 
ticulo 636),  y  si  le  traspasan  se  reducen  conforme  al  655. 


CETRO.— CIENTOS. 


499 


te  competían,  ya  para  reclamar  el  crédito  y  ya  para 
perseguir  las  ñanzas  ó  hipotecas  que  hubiera  cons- 
tituictas».  (Sent.  23  Septiembre  18tíS. — Número  47  de 
la  C.  L.) 

— La  cesión  piaede  hacerse  sin  conocimiento  y  has- 
ta contraía  voluntad  del  deudor,  pues  la  notificación 
al  mismo  no  tiene  más  objeto  que  obligarle  con  el 
nuevo  acreedor  para  que  no  se  repute  legítimo  el 
pago  hecho  al  cedente.  (Sents.  27  Febrero  1891  y  14  Ju- 
nio 1886.) 

Este  principio,  deducido  de  algunas  leyes  de  los 
títulos  XII  y  XIV,  Part.  5.",  exige  en  sus  aplicacio- 
nes para  la  eficacia  de  la  cesión  y  transferencia,  que 
el  crédito  sea  verdadero  y  no  haya  sido  satisfecho 
ni  extinguido  (22  Noviembre  1869);  pero  el  cesionario 
no-puede  aspirar  á  otros  derechos  qvTe  á  los  que 
competían  al  cedente  (Sent.  24  Mayo  1869),  porque 
ocupa  el  lugar  de  éste  y  no  puede  utilizar  ninguna 
ventaja  personal  que  varíe  la  condición  del  repre- 
sentado (Sent.  B  Junio  1872),  ni  siqtiiera  el  beneficio 
de  defensa  gratuita  (1.°  Diciembre  1871).  Por  eso  no 
tiene  personalidad  para  ser  parte  en  el  pleito  enta- 
blado entre  el  deudor  y  el  cedente  sobre  cximpli- 
miento  de  obligaciones  personalmente  contraidas 
por  el  primero  ó  indemnización  por  defectos  ocultos 
de  la  cosa  (22  Abril  1890).  L.a  sentencia  qxie  descono- 
ce la  eficacia  de  la  cesión  infringe  las  leyes  que  ase- 
guran la  de  los  contratos,  y  las  20  y  21,  tít.  XII,  Par- 
tida 5."  (Sent.  9  Febrero  1890.— Gacs.  9,  10  y  27  Abril, 
página  126.) 

5  Diciembre  1999.  Legitimidad  de  la  paga  hecha 
al  cedente  cuando  la  cesión  no  se  anunció  al  deudor. 

«La  cesión  de  un  pagaré  que  no  es  mercantil  sin 
notificar  al  deudor,  no  transmite  al  cesionario  un 
derecho  .absoluto  y  es  legítima  la  paga  hecha  al  ce- 
dente.»  (Sent.  5  Diciembre  1877. — Gacs.  de  la  Sala  2,^ 
de  1878.  p.  17.) 

tí  Octubre  18*1.     Cesión  de  créditos  litigiosos. 

No  obsta  á,  ell.a  el  cuasi  contrato  de  litis  contes- 
tación, pues  el  principio  jure  pendente  nihil  innove- 
tur,  se  refiere  á  las  cosas  litigiosas  y  no  A  las  perso- 
nas de  los  litigantes. 

19  Diciembre  1985.  Rendición  de  cuentas. 
La  sentencia  que  absuelve  al  demandado  de  la 
obligación  que  se  le  reclama  de  rendir  cuentas  al 
demandante,  estim.indo  que  el  contrato  de  que  se 
deriva  la  demanda  fué  una  cesión  de  crédito  y  no  un 
mandato,  no  infringe  la  ley  61,  tít.  V,  Part.  5.*^  Así 
lo  establece  el  T.  S.,  declarando  no  haber  lug,ar  A  un 
■■recurso  de  casación.  (Sala  l.*^,  Sent.  17  Diciembre  de 
18'<D.— Goc.  8  Abril  1880,  p.  285.) 

»»  Dlcleniliro  1S8».  Es  legal  la  cesión  del  dere- 
cho hereditario  concertada  con  el  objeto  de  reinte- 
grar al  cesionario  de  cantidades  que  le  adeuda  el 
cedente,  así  como  lo  es  la  autoriz.ación  para  que  el 
cesionario  pueda  intervenir  en  la  herencia  y  pedir 
la  ocupación  de  los  bienes  en  la  parte  á  ella  corres- 
pondiente. (Doctrina  consignada  como  motivo  de 
casación  en  sent.  de  28  Diciembre  1889.— Gnc.  5  Mayo.) 
■  Además  de  la  jurisprudencia  que  hemos  coleccio- 
nado, véase  en  Contratos  la  sentencia  de  4  de  Julio 
de  1889,  sobre  validez  de  la  cesión  del  derecho  á  per- 
cibir el  precio  de  venta  de  un  ferrocarril,  y  la  de  12 
de  Diciembre  del  mismo  año,  sobre  responsabilidad 
del  cesionario  de  la  persona  que  figura  como  parte 
en  un  contrato;  en  HrpOTECAS  la  de  24  de  Febrero 
de  1889,  sobre  eficacia  de  la  cesión  de  créditos  hipo- 
tecarios adquiridos  por  testamento;  en  Enajena- 
ción EN  FRAUDE,  la  de  27  Diciembre  1890,  establecien- 
do que  las  cesiones  gratuitas  de  bienes  llevan  la 
presunción  de  fraudulencia  ;  y  en  Subuipoteca  la 
Hesol.  de  19  Junio  1888,  marcando  la  diferencia  entre 
la  subhipoteca  y  la  cesión  del  derecho  hipotecario. 
— Véase  además  AnoNARÉS. 

CETRO.  Vara  corta  de  oro  ú  otra  materia  ríe 
que  usan  emperadore.s  y  reye.s  por  in.sig'nia  de 
su  dignidad,  ó  do  autoridad  soberana. 

CIEGOS.  En  Igs  ciegos  hay  que  considerar 
los  deberes  de  la  Beneficencia  pública  respec- 


to de  los  que  carecen  de  medios  de  subsisten- 
cia, los  cuales  son  admitidos  según  nuestras 
leyes  en  los  establecimientos  generales  del  Es- 
tado ';  y  adeniAs  su  actitud  para  el  ejercicio 
de  los  derechos  civiles  y  políticos  y  su  incapa- 
cidad para  el  desempeño  de  cargos  públicos. 
Por  regla  general  gozan  los  ciegos  de  todos  los 
derechos  civiles  y  políticos;  y  si  se  les  han  res- 
tring'ido  en  algún  caso,  es  atendiendo  á  su  pro- 
pio provecho.  Tienen  incapacidad  para  el  des- 
empeño de  cargos  públicos,  y  expresa  por  la  ley 
para  ser  abogados  y. jueces,  y  se  supone  tam- 
bién para  otros  carg'os  semejantes  por  impedí  - 
mentó  físico.  Es  de  todos  modos  indudable  que 
uo  pueden  ser  jueces  municipales,  porque  ejer- 
ciendo funciones  judiciales,  les  alcanza  la  in- 
capacidad general  de  los  jueces,  y  que,  aun  no 
teniéndose  para  otros  por  incapaces,  pueden 
excusarse  leg'ítimaraente  de  admitirlos  por  im- 
pedimento físico. 

Los  ciegos  no  pueden  ser  testigos  en  los  tes- 
tamentos (Cód.  civil,  art.  681,  niim.  4.°),  ni  de 
cosas  cuyo  conocimiento  dependa  de  la  vista 
(1.246,  núm.  2.°),  ni  pueden  otorgar  testamen- 
to cerrado  (art.  708)  y  para  la  validez  del  abier- 
to es  necesaria  una  doble  lectura  (art.  698). — 
V.  Testamentos. 

Sobre  influencia  de  la  ceguera  en  la  califica- 
ción del  homicidio  como  asesinato,  ver  lo  que 
decimos  con  referencia  á  la  doctrina  del  T.  S. 
bajo  el  epígrafe  Alevosía,  en  el  artículo  Asesi- 
nato, t.  I,  p.  713. 

CIENCIAS  EXACTAS,  FÍSICAS  Y  NATURALES. 

Una  de  las  seis  Facultades  establecidas  por  la 
vigente  ley  de  Instrucción  piiblica  de  9  de  Sep- 
tiembre de  1857.  (Arts.  31,  34,  35  y  136  de  dicha 
ley,  34  al  37  del  R.  D.  de  23  de  Septiembre  del 
mismo  año  y  otros.)— V.  Instrucción  pública 
y  Academia. 

CIENCIAS  MORALES  Y  POLÍTICAS.  V.  Aca- 
demia DE... 

CIENTOS.  Tributo  hoy  abolido  que  se  com- 
prendía en  el  general  conocido  por  rentas  pro- 
vinciales, y  consistía  en  el  4  por  100  de  las  co- 
sas que  se  vendían  y  pagaban  alcabala.  Se  co- 
noció también  esta  contribución  con  el  nombre 
de  cuatro  unos,  porque  en  1636  consistió  en  el 
1  por  100;  después  en  1642  se  aumentó  otro 
uno; en  1656  otro,  y  otro,  por  último,  en  1665.— 
V.  Alcabala:  Cargas  db  justicia:  Contribu- 
ciones. 


'  V.  Beneficencia  (teniendo  presente  sobre  ciegos  no 
pobres  el  art.  15  del  reglamento  de  14  de  Mayo  de  1852)  y 
el  articulo  Soudomüdos  y  cieoos. 
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CINCO  POR  CIENTO.— CIRCUNSTANCIAS. 


CINCO  POR  CIENTO  (de  arbitrios  municipales). 

Arbitrio  creado  para  la  extincióu  de  la  Dexida 
piiblica  y  suiírimido  por  ley  de  16  Abril  \SoG. 

CIRCULACIÓN  INTERIOR  DE  MERCADERÍAS. 
V.  Comercio:  Contrabando  t  defraudación: 
Renta  de  aduanas. 

CIRCULACIÓN  FIDUCIARIA  ÚNICA.  Fué  esta- 
blecida por  el  decreto  ley  de  19  de  Marzo  de 
1874,  para  los  billetes  del  Banco  de  España,  y 
se  halla  mantenida  por  el  art.  179  del  Cód.  de 
Comercio  y  prorrog'ada  por  la  ley  de  14  de  Ju- 
lio de  1891.— V.  Banco  de  España.  < 

CIRCUNSTANCIAS  (En  los  delitos).  Son  cir- 
cunstancias los  accidentes  de  tiempo,  lugar, 
modOj  disposición  moral,  estado,  condición, 
edad,  parentesco,  etc.,  que  acompañan  y  cali- 
fican las  acciones  y  omisiones  constitutivas  de 
los  delitos. — Hay  circunstancias  que  eximen 
de  responsabilidad  criminal,  y  se  determinan 
taxativamente  en  el  art.  8.°  del  Códig-o.  Hay 
otras  atenuantes  de  la  responsabilidad  crimi- 
nal que  se  indican  en  el  art.  9.°  Y  las  hay  agra- 
vantes emimeradas  en  el  art.  10. 

Aunque  los  citados  artículos  parece  que  de- 
berían desenvolver  todo  el  contenido  del  Cód., 
respecto  al  particular,  no  es  asi,  sin  embarg-o; 
pues  hay  fuera  del  art.  8."  motivos  de  exen- 
ción de  responsabilidad  criminal,  como  hay 
fuera  del  art.  9."  causas  ó  circunstancias  que 
especialmente  la  atenúan.  Lo  que  no  puede 
apreciarse  son  causas  de  agravación  distintas 
de  has  enumeradas  en  el  art.  10,  siquiera  las 
que  éste  contiene  no  tengan  la  misma  signifl- 
cación  en  todos  los  delitos. 

La  ley  declara  exentos  de  responsabilidad 
criminal,  además  de  las  personas  comprendi- 
das en  el  art.  8.",  á  los  encubridores  que  lo 
sean  de  sus  cónyuges,  descendientes,  ascen- 
dientes, hermanos  legítimos,  naturales  y  adop- 
tivos ó  afines  en  los  mismos  grados  (art.  17); 
á  aquellos  reos  que  por  el  cumplimiento  de  la 
condena  hubieran  de  verse  privados  de  liber- 
tad por  más  tiempo  que  el  correspondiente  al 
triplo  de  la  pena  mayor,  ó  por  más  de  40  años 
(art.  89,  núm.  2.°;  Sent.  del  T.  S.  de  10  de 
Abril  de  1882  y  otras);  á  los  meros  ejecutores 
de  la  rebelión  y  sedición  que  se  sometieren  á 
la  autoridad  legítima,  ó  se  disolvieren  antes 
de  intimarlos  á  ello,  ó  por  consecuencia  de  la 
intimación  (art.  258);  al  marido  que  sorpren- 
diendo en  adulterio  á  su  mvijer,  infiriese  á  ésta 
ó  al  adúltero  lesiones  que  no  merezcan  la  cali- 
ficación de  graves;  exención  que  alcanza  tam- 
bién al  padre  respecto  de  sus  hijas  menores  de 
23  años  y  sus  corruptores  (art.  438);  al  acusa- 


do de  calumnia  que  pruebe  el  hecho  criminal 
que  hubiere  imputado  (art.  470);  al  de  injuria 
contra  empleados  públicos  que  acredite  igual- 
mente la  verdad  de  sus  imputaciones  (art.  475); 
y  á  los  culpables  de  hurto,  defraudación  y 
daño  que  sean  parientes  del  perjudicado  en  el 
grado  que  expresa  el  art.  580.  Estas  causas  de 
exención  de  responsabilidad  criminal  no  com- 
prendidas en  el  art.  8.°  suelen  denominarse 
por  los  tratadistas  excusas  absolutorias. 

También  hay  motivos  especialisimos  de  ate- 
nuación no  especificados  en  el  art.  9.°  y  esta- 
blecidos á  favor  del  que  quebranta  condena 
sin  emplear  violencia,  intimidación,  resisten- 
cia, fractura  ó  escalamiento,  y  sin  ponerse  de 
acuerdo  con  otros  (art.  130);  á  favor  de  los  re- 
beldes ó  sediciosos  que  se  disuelvan  ó  some- 
tan y  á  quienes  no  alcance  exención  de  res- 
ponsabilidad (art.  258),  á  favor  del  reo  de  so- 
borno ejecutado  en  causa  criminal  en  beneficio 
de  su  cónytige  ,  ascendiente  ,  descendiente, 
hermano  ó  afinen  los  mismos  grados  (art.  403); 
y  á  favor,  en  fin,  de  los  maridos  ó  padres  que 
en  el  caso  del  art.  438  mataren  ó  hirieren  gra- 
vemente á  sus  mujeres  ó  hijas  y  á  los  amantes 
ó  corruptores  de  las  mismas. 

A  diferencia  de  las  atenuantes  y  eximentes, 
las  circunstancias  agravantes  no  tienen  más 
extensión  que  la  marcada  en  el  art.  10  del  Có- 
digo penal;  pero  son  atenuantes,  eximentes  ó 
especialmente  agravantes  en  ciertos  delitos, 
dejando  de  apreciarse  en  otros,  y  constituyen 
algunos  ó  los  califican  en  determinados  casos. 

El  parentesco  (circunstancia  1.")  califica  los 
delitos  de  parricidio  é  infanticidio  (arts.  417  y 
424);  agrava  especialmente  el  de  lesiones  (ar- 
tículo 431);  exime  de  pena  por  ellas  ó  la  ate- 
niia  de  un  modo  excepcional...  (art.  438),  y 
exime  igualmente  de  responsabilidad  en  los 
hurtos,  daños  y  defraudaciones  (art.  580); 
disminuyéndola  también  considerablemente, 
como  ya  queda  dicho,  en  el  caso  del  art.  403. 

La  alevosía  (circunstancia  2.'')sirve  para  ca- 
lificar el  asesinato  (art.  418),  y  para  aumentar 
especialmente  la  responsabilidad  de  las  lesio- 
nes (art.  431).  Otro  tanto  ocurre  con  las  cir- 
cunstancias 3.*,  4.°',  6.*  y  7."  del  propio  ar- 
tículo 10. 

El  incendio  y  el  empleo  de  artificio  ocasio- 
nado á  g'randes  estragaos  (circunstancia  4.*) 
constituyen  delito  especial  en  varios  casos  de 
los  arts.  561  á  572. 

El  abuso  de  confianza  (circunstancia  10)  agra- 
va especialmente  la  responsabilidad  del  hui-to 
(art.  533);  el  despoblado  y  la  cuadrilla  (circuns- 
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tancia  15),  la  que  se  deriva  del  delito  de  robo 
{arts.  517  y  518);  la  reincidencia  (circunstan- 
cia 18)  produce  análogos  efectos  respecto  del 
hurto  y  de  la  estafa  (arts.  533  y  549);  el  ejecu- 
tar el  hecho  en  lugar  sagrado  (circunstan- 
cia 19)  no  puede  apreciarse  para  agravar  la 
responsabilidad,  por  ser  delito  especial,  en  los 
casos  de  los  arts.  439  á  441;  y  el  delinquir  en  la 
morada  del  ofendido  (circunstancia  20)  consti- 
tuye también  delito,  definido  en  los  arts.  215 
y  504.  Además,  el  ejecutar  el  delito  con  esca- 
lamiento, con  rompimiento  de  pared,  techo  ó 
pavimento,  ó  con  fractura  de  puertas  y  venta- 
nas (circunstancias  21  y  22),  aumenta  especial- 
mente la  penalidad  establecida  para  el  robo 
•(art.  521),  como  la  aumenta  también  el  usar  de 
nombre  supuesto,  cuya  circunstancia  conside- 
ramos comprendida  en  el  núm.  8."  del  art.  10, 
y  puede  constituii-  el  delito  del  art.  346. 

Las  reglas  generales  para  aplicar  las  penas, 
según  las  circunstancias  atenuantes  y  agra- 
vantes, son  las  determinadas  en  los  arts.  78  á  98. 

Los  Códigos  penales  de  Cuba,  Puerto  Rico  y 
de  Filipinas,  añaden  algunas  otras  á  las  cir- 
cunstancias eximentes,  atenuantes  y  agravan- 
tes comprendidas  en  los  arts.  8.°  á  10  del  vi- 
gente en  la  Península,  como  veremos  en  Códi- 
go PENAL  DE  Ultramar. 

Sobre  apreciación  de  circunstancias  exi- 
mentes, atenuantes  y  agravantes  en  los  deli- 
tos militares,  véanse  los  arts.  10  y  siguientes 
del  C.  P.  de  la  Marina,  y  172  y  173  del  de  jus- 
ticia militar,  cuyo  contenido  hemos  expuesto 
ya  en  Arbitrio  judicial,  1. 1,  p.  596. 

El  R.  D.  de  20  de  Junio  de  1852,  sobre  con- 
trabando y  defraudación,  expresa  las  circuns- 
tancias agravantes  y  atenuantes  aplicables  es- 
pecialmente á  estos  delitos,  en  los  arts.  22  y  23. 
V. Contrabando. 

Vamos  á  tratar  separadamente  de  las  distin- 
tas circunstancias  que  pueden  agravar,  ate- 
nuar ó  eximir  de  responsabilidad  en  los  delitos. 

CIRCUNSTANCIAS  EXIMENTES.  Las  circuns- 
tancias de  exención  expresadas  en  el  art.  8.° 
del  Código  penal,  tienen  dos  caracteres  distin- 
tos; pues  unas  lo  son  por  falta  de  capacidad 
en  el  agente  para  delinquir  (1.*,  2.*  y  3."),  y 
otras  por  justificarse  el  hecho  que  ejecutan 
personas  que  pueden  responder  de  él  (todas 
las  demás  del  art.  8."). 

Suelen  llamarse  las  primeras  causas  de  no 
imputabüidad  y  las  segundas  motivos  de  jus- 
tificación. 

El  art.  8."  es,  por  regla  general,  el  comple- 
mento del  art.  1.°;  pues  las  acciones  ú  omisio- 


nes penadas  por  la  ley,  que  se  suponen  siem- 
pre voluntarias,  dejan  de  castigarse  cuando 
se  prueba  la  concurrencia  de  alguna  circuns- 
tancia eximente. 

Veamos  la  doctrina  establecida  sobre  cada 
una  de  ellas,  exponiéndola  por  el  orden  en 
que  las  mismas  están  numeradas  en  el  Código 
y  subdividiendo  la  correspondiente  á  la  4."  de- 
fensa de  su  persona  ó  derechos,  en  6  grupos, 
porque  siendo  tan  complejos  sus  elementos,  es 
conveniente  esta  clasificación  para  facilitar  el 
estudio. 

Jurisprudencia. 
Imbecilidad  y  locura.  (Circunst.  1.') 

f  S  Diciembre  Iftax.     Enfermos  epilépticos. 

Para  la  exención  dal  núm.  1.°  del  art.  8.°,  no  basta 
acreditar  que  el  procesado  padece  ataques  nervio- 
sos ó  accidentes  opileptiformes,  si  no  costa  la  invo- 
luntariedad  del  hecho  por  haberse  cometido  en  un 
momento  do  imbecilidad  ó  locura  '. 

8B  Junio  ISS».  Agresión  ejecutada  en  un  momento 
de  locura. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  recurrida  por 
Josefa  Maroño; 

«Considerando  que  siendo  un  hecho  aceptado  como 
probado  que  Josefa  Maroño  se  encontraba  en  uno 
de  los  accesos  de  locura,  de  que  solia  padecer,  en  el 
momento  en  que  ejecutó  el  hecho  por  el  cual  ha  sido 
acusada,  ha  debido  estimarse  en  su  favor  la  circuns- 
tancia mencionada  en  dicho  articulo  (el  8.°,  nú- 
mero 1.°),  declarándose,  en  consecuencia,  exenta  de 
responsabilidad  criminal.»  (Sent.  26  Junio  1882.— Ga- 
cetas  de  la  Sala  2.'^,  í.  //,  p.  98.) 

O  Orlubre  IS9I.     Deficiencia  en  el  desarrollo  de  las 

facultades  intelectuales,  apreciable  como  motivo  de  ati  ■ 
nuación. 

Véase  esta  importante  sentencia  en  el  Apéiidice  de 
1892,  pág.  69. 

Defensa  de  sn  persona  ó  derechos. 
(Circunst.  4.")  ^ 
Los  requisitos  que  deben  concurrir  conjuntamente 
para  que  sea  apreciable  esta  circunstancia,  son: 
Agresión  ilegitima:  Necesedad  racionaldel  medio  emplea- 
do para  impedirla  ó  repelerla:  Y  falta  de  provocación 
suficiente  por  parte  del  que  se  defiende.  Concurriendo  los 
tres  juntos  procede  la  exención.  Cuando  faltare  al- 
guno de  ellos  se  estará  en  el  caso  del  art.  9.°,  cir- 
cunstancia 1.',  ó  del  art.  87. 


Reglas  generales  paua  apreciar  los  requisitos  dk 
exención  de  responsabilidad  exigidos  por  el  nu- 
mero 4.°,  caso  8."  del  código. 

9  Marzo  ■í*S4  y  otras.  Coexistencia  de  dichos  re- 
qitisitos  necesaria  para  declarar  la  exención. 

Para  declararla  exención  de  responsabilidad  oou 
arreglo  al  núm.  4.°,  art.  8.°,  es  indudable  que  deben 
coe.cistir  ó  concurrir  todas  las  circunstancias  especi- 
ficadas en  el  mismo.  (Sents.  9  y  12  Marzo,  30  Abril  y 
27  Junio  1874  y  otras.) 

li  Febrero  Iist90  y  otrao.  Imposibilidad  de  apre- 
ciar la  exención  en  los  casos  de  duelo,  rilla  ó  pelea. 

Las  circunstancias  de  agresión  ilegítima  y  falta 
de  provocación  suflciente  no  pueden  alegarse  con 
fundamento  en  los  casos  de  duelo  ó  riña...  (Sala  2.*^, 
Sent.  11  Febrero  1879.— Gac.  tk  Abril,  p.  99.) 


*  Concuerda  con  la  doctrina  de  la  sentencia  de  6  de 
Febrero  de  1S!)1.  (Apéndice  de  18!)2,p.  OH.) 

2  Además  de  las  sentencias  que  aqut  insertamos, véanse 
las  de  las  págs.  Bi;  y  siguientes  del  Apéndice  de  1S,')2  y  las 
de  23  de  Mayo  y  31  de  Junio  ÍSHO,  cuyo  contenido  hemos 
expuesto  e«  Asesinato,  t.  I,p.  7í2. 
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—La  misma  doctrina  en  Sents.  de  22  Xoviembre 
187S,  10  Febrero  1&79,  ¿9  Mayo,  22  Septiembre  y  28  Di- 
ciembre IbtO,  28  Enero  16&2,  7  Febrero  1884,  8  Marzo, 
4  y  14  Octxibre  1890. 

—La  situación  de  riña  ó  pelea  en  que  -voluntaria- 
mente se  colocan  los  contendientes,  excluye  por  si 
sola  el  concepto  jurídico  de  la  defensa  personal  exi- 
mente de  responsabilidad,  sólo  estimable  cuando 
precede  y  la  impone  agresión  inesperada  y  no  pro- 


tiac.  í."  Marzo  1S87,  p.  124.) 

—Otros  casos  en  Sents.  de  22  Noviembre  1886,  3  y  17 
marzo  l»í7.  En  la  de  5  Marzo  1887  se  consigna  que  no 
puede  decirse  que  obra  en  defensa  propia  ó  de  terce- 
ra persona  el  que  en  riña  más  ó  menos  acalorada 
viene  á  las  manos  con  su  contendiente,  aunque  de 
éste  haya  partido  la  primera  agresión,  cuando  el 
objeto  que  se  propone  no  es  el  de  rechazarla  sfuo  el 
de  pelear  y  causar  é,  su  vez  un  daño  al  contrario. 
(Sent.  5  Marzo  1SS7.— Gac.  10  Agosto.) 

9  Mayo  tSSS.  Derecho  que  consagra  el  núm.  4.",  ar- 
ticulo 6'.° 

Sanciona  el  de  repeler  con  la  fuerza  la  empleada 
ilegitimamente  contra  una  persona  cuando  las  con- 
Becuencias  probables  de  la  agresión  exigen  racional- 
mente que  por  acto  propio  se  evite,  aun  con  daño 
del  adversario,  un  riesgo  que  deba  juzgarse  inminen- 
te. (Sala  2.',  Sent.  7  Mayo  18a5.-Gac.  21  Febrero  ISSe, 
pág.  48.; 

9  Marzo  ISSSyotras.  Prueba  délos  requisitos  de  la 
defensa  como  excepcionales. 

«Todos  y  cada  uno  de  los  requisitos  que  el  Código 
exige  para  la  exención  de  responsabilidad  deben  ser 
probados  por  quien  los  alega,  por  constituir  como 
constituyen  excepción  del  principio  ó  regla  gene- 
ral. (Sent.  7  Marzo  1888;;  lo  cual  impide  la  presun- 
ción de  su  existencia.  (Sent.  26  Juno  1889.— Gaceía  10 
Septiembre.) 

—Por  eso  cuando  solamente  se  sabe  que  precedieron 
al  acometimiento  cuestiones  ó  disputas  de  palabra 
y  no  se  precisan  Ids  frases  ni  las  cansas  determinan- 
tes del  altercado  ni  por  parte  de  quién  tuvo  origen, 
no  es  posible  aplicar  la  doctrina  déla  exención  de 
responsabilidad.  (Sent.  29  Marzo  1890.— fttc.  25  Sep- 
tiembre.) 

II 

Homicidios,  lesiones  y  disparos  ejecutados  con  la 
concurrencia  de  los  tres  requisitos  i¿UE  exige 

EL  CASO  4.»,  ART.  8.°,    PARA  EXIMIR  DE  RESPONSABILI- 
DAD CRIMINAL. 

S  Abril  1N33.  Disparo  que  hieremortalmente,  opues- 
to a  otro  que  lesionó  al  matador. 

Está  exento  de  responsabilidad  el  que  mata  á  otro 
cüsparándole  nn  arma  de  fuego,  después  de  haber 
sido  lesionado  gravemente  por  el  interfecto,  .que  sin 
motivo,  ni  preceder  cuestión,  ni  indicarse  ningún 
resentirniento,  le  disparó  su  escopeta,  causándole 
una  herida  penetrante  en  el  espacio  intercostal.... 
(Sent.  u  Abril  1873.) 

13  Majo  tSt93.  Muerte  causada  á  uno  de  losaqreso- 
rea  que  rodean  y  acometen  al  matador. 

También  está  exento  de  responsabilidad  el  que  al 
tratar  de  impedir  que  permanezcan  en  su  finca  va- 
nos que  la  han  invadido,  se  ve  cercado  y  acometido 
con  armas  por  éstos,  y  mata  con  un  golpe  de  navaia 
á  uno  de  los  agresores.  (Sent.  13  Mayo  1873.) 

31  Octubre  iS99.  Homicidio  incidpable  ejecutado 
por  un  alcalde  al  ser  acometido  por  haber  ordenado  la 
suspensión  de  un  baile. 

No  obsta  á  la  exención  en  favor  de  nn  alcalde  cor 
homicidio  ejecutado  en  el  acto  de  defenderse,  la  or- 
den de  suspender  un  baile,  dictada  por  dicha  auto- 
ridad y  motivo  de  la  agresión  á  la  misma,  .porque 
en  manera  alguna  es  posible  admitir  como  acto  de 
provocación  á  la  sedición  que  hizo  necesario  el  acto 
de  defensa,  el  de  que  como  alcalde  y  en  el  lleno  de 
sus  atribuciones  impidiese  la  continuación  del  baile 
ptiblico  que  tenia  lugar,  antes  bien,  esta  determina- 
ción, como  de  autoridad  legitima,  debió  respetarse 
y  acatarse,  aun  en  el  supuesto  de  que  por  parte  de 
lo,  que  debían  la  obediencia  se  juzgase  arbitraria  ó 
fS»nf'?iT?*t*'  ''íi,^''  'I?  reclamación  al  superior.. 
(Sent.  di  Octubre  1877.— Gncs.  de  la  Sala  2."  de  1878, 
1. 1,  pág.  2.)  ' 


31  .flajo  ISJ».    Mordisco  dado  al  agresor  alverte\ 
en  el  suelo  y  debajo  de  aquél  el  acometido.  -_ 

El  que  sin  provocación  de  su  parte  se  ve  brnso*^. 
mente  agredido  y  al  encontrarse  debajo  de  su  agre-! 
sor  muerde  á  éste  un  dedo,  emplea  un  medio  racio-j 
nalmente  necesario  para  defenderse,  porque  en  se-J 
mejante  situación  apenas  se  comprende  el  uso  del 
otro,  y  está,  por  lo  tanto,  comprendido  en  la  exen- 
ción de  responsabilidad  determinada  en  el  caso  4  "  > 
del  art.  8.°  del  Código.  iSala  2.»,  Sent.  31  Mayo  1879.  ' 
Gac.  11  Agosto, ]^.U..) 

-^Otros  casos  muy  análogos  de  inculpabilidad  por  ' 
lesiones  causadas  por  medio  de  mordiscos  y  para  re-  ' 
chazar  agresiones  no  provocadas:  Sents.  ti  .noviem- 
bre ISSO  (Gac.  27  Junio  18S0),  »  XoTlcnilKe  •««ri  . 
(Gac.  4  Enero  1S8S),  9  ulclenihre  ■SM9  (Gac.  9  Abril 
1S8S)  y  89  üeptieuibre  l«SO  (Gac.  J5  Noviembre). 

«S  -'^■"'■l  «SS©  y  otras.    Palos,  golpes,  puñaladas,,  i 
pedradas  y  tiros,  opuestos  como  medios  racionalmente  ne- 
cesarios a  agresiones  ilegitimas  no  provocadas. 

Compréndela  exención  de  responsabilidad  al  que,  . 
sm  provocación  de  su  parte,  rechaza  con  nn  palo  la  i 
agresión  ilegítima  que  se  le  causa  de  la  misma  ma-  ! 
ñera  (Sents.  »  uleleuibre  1*19»  y  íl  Olclenibr» 
***');  al  que  también  sin  provocación  es  lesionado 
con  un  taladro  de  leñador,  y  a!  verse  sujeto  por  el 
agresor,  mata  á  éste  de  una  puñalada  (Sent.  «9  Di- 
ciembre 1»9S;;  al  que  hiere  con  un  cuchillo  al  agre- 
sor que  sin  motivo  lo  agarra  por  el  cuello  y  lo  derriba  ', 
al  suelo,  infiriendo  la  herida  ya  en  esta  situación 
(Sent.  «8  .%brll  ISSO),  y  al  que  después  de  huir  del 
agresor  y  de  refugiarse  en  un  rincón,  es  acometido 
allí  con  un  cuchillo;  agresión  que  rechaza  el  que  la 
sufre  matando  á  su  adversario  de  una  puñalada  (sen- 
tencia «9  Junio  1894). 

Otros  casos  de  cvención  de  responsabilidad  en  Sent.  »  ! 
Itovlcnibre  1880,  por  homicidio  ejecutado  sin  pro-  i 
vocación  después  de  recibir  una  puñalada  grave  por  1 
la  espaldíi,  y  ver  venir  hacia  si  al  agresor  con  la  mis-  < 
ma  navaja  con"-que  infirió  la  herida  y  en  actitud  de  ! 
acometer  de  nuevo;  en  Sent.  14  Enero  188»,  por  el  , 
homicidio  ejecutado  en  la  persona  de  uno  de  dos  hom-  ¡ 
bres  que  acometen  simultáneamente  á  otro,  quien 
antes  de  defenderse  pidió  auxilio,   sin  resultado,  á 
los  agentes  de  la  autoridad;  en  Sent.  de  8  Febrero  , 
188*,  por  el  homicidio  ejecutado  asimismo  al  ser  | 
acometido  bruscamente  con  una  faca,  en  el  acto  de 
tender  al  agresor  la  mano  que  éste  pedia  al  acome- 
tido y  después  de  haber  sufrido  las  provocaciones  de 
dicho  agresor;  en  Sents.  1*  .«brll  188*  y  11  Febre- 
ro 1888,  por  homicidios  causados  disparando  un 
tiro  á  otro,  por  haber  acometido  de  improviso  al  ma- 
tador, causándole  lesiones  graves  con  un  puñal,  sin. 
mediar  disputa,  amenaza  ni  cansa  alguna;  en  sen- 
tencia 89  Junio  188Í.  por  las  lesiones  causadas  á 
uno  haciéndole  caer  al  suelo  de  dos  bofetadas  para 
impedir  la  agresión  de  que  el  agente  iba  á  ser  obje- 
to por  parte  del  lesionado,  que  se  dirigia  á  aquél 
armado  con  una  piedra;  en  Sent.  «9  8i-ptlenibre 
188*,  por  el  homicidio  que  ejecuta  una  mujer  des- 
cargando un  golpe  sobre  otra  con  un  azadón,  des-  ■ 
pues  de  haber  contenido  un  golpe  igual  de  que  sin 
provocación  fné  objeto,  y  en  el  acto  de  secundarle  • 
la  agresora;  en  Sent.  «O  Octubre  188t,  por  el  ho- 
micidio ejecutado  hiriendo  á  uno  mortalmente  de 
una  pedrada,  para  impedir,  después  de  haber  recibi- 
do un  golpe  con  una  cayada,  que  el  agresor  descar- 
gase otro,  como  se  disponía  á  hacerlo;  en  Sent.  t  lío-  , 
vienibre  188»,  por  las  lesiones  que  infirió  el  proce- 
sado después  de  ser  apedreado  por  varios  jóvenes  y 
cuando  éstos  se  echaron  sobre  él  para  quitarle  un 
escardillo  que  llevaba;  en  Sent.  83  niclenibrc  1888, 
por  el  homicidio  causado  en  la  persona  del  que  sin 
mediar  provocación,  hiere  al  matador  con  arma  de 
fuego  }•  después  le  acomete  con  un  palo:  en  senten- 
cias 8«  Febrero  y  19  .Mayo  1883,  por  el  homicidio     , 
ejecutado  disparando  un  tiro  sobre  el  agresor  des^jj>i 
pues  de  ser  abofeteado,  apedreado  y  perseguido  pn-Si' 
nal  en  mano  por  éste,  ó  después  de  recibir  un  tiro 
de  perdigones,  sin  haber  provocado  el  suceso;  en  sen- 
tencia »  Julio  1883,  por  el  homicidio  cometido  á 
consecuencia  de  haber  el  interfecto  agarrado  por  la 
cintura  á  la  novia  del  matador,  restregado  su  cara 
cou  la  de  la  joven,  y  acometido  navaja  en  mano  al 
novio  que  se  presentó  á  las  voces  de  aquélla:  en  sen- 
tencia 8  Octubre  1883  por  el  homicidio  causado 
disparando  un  tiro  sobre  un  hombre  en  el  acto  de 
acometer  éste  al  matador  con  un  estoque  desnudo, 
5'  sin  precedente  que  justificase  la  agresión:  en  sen- 
tencias 84  JKovIenibre  y  14  Ulclenibrc  18S3,  por 
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el  homicidio  ejecntaclo  en  la  persona  del  agresor, 
después  de  ser  herido  por  éste  con  piedra  y  con  arma 
blaucu;  en  Sent.  á  B^oero  tíií*4,  por  el  homicidio  eje- 
cutado por  un  guarda  al  disparar  sobre  un  grupo 
numeroso,  que  sin  atender  las  voces  de  aíío  de  dicho 
agente,  ataca  un  fielato  de  consumos  con  el  propó- 
sito de  volarle;  en  Sent.  »  Hayo  ií*»4,  por  las  lesio- 
nes inferidas  á,  otro  golpeándole  con  un»iialo  hasta 
derribarle  al  sxielo,  al  verse  amenazado  por  el  heri- 
do con  una  navaja,  y  sin  haberle  provocado;  en  sen- 
tencia ttt  lilnero  iíS»5,  por  el  disparo  con  que  un 
hombre,  que  marchaba  tranquilamente  por  la  calle, 
respondió  á  otro  disparo  que  se  le  hizo  repentina- 
mente y  sin  proceder  disputa;  en  Sent.  de  ■»  Abril 
flittt»,  por  las  lesiones  causadas  á,  iiuo  al  intentar 
quitarle  un  cuchillo,  con  el  cual  el  poseedor  del  mis- 
mo había  acometido  y  herido  al  que  trataba  de  arre- 
batárselo; en  Sent.  i©  Octubre  tí»M5,  por  el  homi- 
cidio causado  con  un  golpe  de  navaja  al  agresor  des- 
pués de  ser  iiersoguido  por  éste  con  otra  arma  igual, 
y  de  suplicar  el  acometido  al  interfecto  que  no  le 
matara;  en  Sents.  15  Utcleiiibre  lt*^&  y  9  Mayo 
#í>»t*,  por  homicidio  y  lesiones  causados  dando  un 
palo  en  la  cabeza  al  agresor,  después  de  ser  acometi- 
do por  éste  con  una  cayada,  y  de  haber  descargado  el 
mismo  agresor  otro  golpe  con  el  propio  instrumento 
ú  otro  análogo  k  la  mujer  del  agredido;  en  Sent.  9 
£nero  líiStt,  por  las  lesiones  que  Francisco  Bravo 
causó  A  José  Abolafio  con  una  vara  para  rechazar 
un  golpe  que  el  herido  dirigió  á  Bravo  con  una  esco- 
peta; en  Sents.  15  lanero  y  14  Junio  l^Mft,  por  las 
lesiones  inferidas  con  piedras  al  ser  acometido  con 
arma  blanca;  en  Sent.  tt  IMnyo  lí»**tt,  por  el  homici- 
dio que  ejecutó  Juan  DurAn  en  la  persona  de  Josó 
'Trigo,  disparándole  un  tiro,  después  de  ser  Durá,n 
acometido  y  herido  de  un  palo  en  la  cabeza;  en  sen- 
tencia ÍO  Octubre  iíSSO,  por  el  homidio  ejecutado 
á  consecuencia  de  haber  dado  al  interfecto  dos  gol- 
pes con  una  cayada  después  de  ser  acometido  reite- 
radamente con  navaja;  en  Sent.  de  T4  liloiciiilire 
l8S*tt,  i)or  las  lesiones  que  causó  Cesáreo  Martin, 
dando  golpe  de  piedra  á  un  hombre  que  le  acometió 
repentina  é  inmotivadamente  y  le  hirió  con  navaja. 
— Otros  casos  de  exención  de  responítalilliilatl 
criminal  por  homicidios  5-  lesiones  ejecutados  en 
justa  y  propia  defensa:  Sentencias  :tO  iVovIenibre 
fiHM.>.  U  Juul»,  4  Julio,  ó  y  29  Oelubre  lf%M3,  5 
Abril  l^t^H.  '¿9  octubre  «le  I^^M;  lO  y  lO  l'elirero, 
«O  y  «3  %bril,«ü»  «Z.iyo,  1«  Junio.  «  Julio^  t?  y 
SI  Octubre,  l«  y  1^  Olclenibre  1»(»0;  l«,  ZZ  lílne- 
ro,  23  Huyo  y  3  Junio  1)490.) 

tí  .tfarzo  ISk**».  Broma  dada  áu7i  amigo  con  ánimo 
de  amedrentarlo  y  que  el  amigo  rechaza  matando  al  autor 
de  la  broma,  sin  contraer  por  ello  resjionsabiltdad. 

La  noche  del  28  de  Enero  de  1884,  y  en  un  sitio  os- 
curo y  solitario,  Miguel  Martin,  amigo  de  Manuel 
Pérez,''vió  venir  á  éste,-  al  cual,  con  ánimo  de  dar 
una  broma,  dijo:  «Boca  abajo  y  entrega  el  dinero»; 
pero  Manuel,  sin  conocer  á  su  amigo,  le  disparó  dos 
tiros,  causándole  la  muerte.  Procesado  Pérez  y  con- 
denado como  reo  de  homicidio  con  las  circunstan- 
cias 1."  y  'S.'^  del  núm.  4.^,  art.  8.^  del  C.  P.,  faltando 
solamente  la  2. ',  ó  sea  la  necesidad  racional  del  me- 
dio empleado,  para  la  completa  exención  de  respon- 
sabilidad, interpuso  recurso  de  casación  alegando 
que  también  habia  concurrido,  y  el  T.  S.  lo  estima 
asi,  casando  y  anulando  la  sentencia: 

«Considerando  que  la  intimación  que  hizo  Miguel 
Martín  Sánchez  á  Manuel  Pérez  y  Jiniénez  para  que 
se  echara  boca  abajo  y  entregara  el  dinero  en  un  si- 
tio apartado  de  la  población  de  Málaga  que  se  en- 
cuentra sin  público  alumbrado  y  á  hora  de  las  nueve 
de  la  noche,  que  en  el  mes  de  Enero  debe  concep- 
tuarse como  bastante  avanzada,  es  muy  suficiente 
para  que  el  recurrente  creyese  en  la  inminencia  de 
un  peligro  real  contra  su  vida  ó  intereses,  y  para 
que  intentara  y  apresuradamente  tratase  de  vencer- 
lo por  el  medio  que  primeramente  se  le  ociirriera, 
cual  fué  el  de  disparar  contra  su  agresor  la  pistola 
con  que  al  parecer  iba  preparado,  medio  tanto  más 
relacionado  con  la  gravedad  ó  importancia  de  la 
agresión,  cuanto  que  no  se  demuestra  la  facilidad 
de  eludir  de  otra  manera  una  agresión  de  semejante 
naturaleza,  ni  puede  exigirse  á  la  persona  que  así  se 
ve  agredida  serenidad  de  juicio  suficiente  para  ver 
y  adoptar  algún  otro  medio  menos  violento.»  (Sala 
2.*,  sent.  17  Marzo  I8S0.— Gac.  12  Octubre,  p.  1T2.) 

30  IVovIeiubre  ISS5.  Bl  mal  que  causa  el  que  se  de- 
fiéndese supone  motivado  por  la  necesidad  de  la  defensa. 

Aprecia  el  mismo  motivo  de  exención  en  favor  de 


Leoncio  Andrés  Santa  Maria  por  homicidio  ejecuta- 
do en  la  persona  de  Eugenio  Longas,  después  de  es- 
tar el  primero  herido  por  el  segundo,  que  sin  haber 
sido  provocado  disparó  dos  tiros  contra  Leoncio  y 
un  compañero  suyo.  En  esta  sentencia  consigna  el 
T.  S.  que  el  haber  disparado  el  interfecto  contra  su 
matador  dos  tiros  que  le  produjeron  heridas,  no  pue- 
de menos  de  juzgarse  como  un  acto  de  verdadera  ó 
ilegítima  agresión,  de  la  cual  naturalmente  debió 
creerse  el  agredido  en  la  necesidad  de  defenderse, 
como  lo  hizo  atacando  á  su  vez  al  agresor,  «y  que  no 
resultando  de  la  sentencia  recurrida  que  entre  uno 
y  otro  acto,  aunque  sucesivos,  como  han  de  serlo 
siempre  por  el  orden  natural  de  las  cosas  la  agresión 
y  la  defensa,  mediase  un  espacio  de  tiempo  aprecia- 
ble,  no  puede  decirse  que  el  mal  causado  por  el  que 
se  defendía  debiese  su  origen  á  otro  móvil  que  á  la 
necesidad  en  que  estaba  de  hacerlo  y  al  justo  propó- 
sito de  proveer  á  la  seguridad  de  su  persona.»  (Sen- 
tencia yo  Noviembre  1885. — Gac.  8  Mar::o  18S(i.) 

S  Julio  I8Í*0.  Homicidio  cometido  por  un  hombre  en 
la  persona  de  una  mujer  y  en  el  que  son  de  apreciar  todos 
los  requisitos  de  la  exención. 

En  esta  sentencia  casa  y  anula  el  T.  S.  una  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  que  condenó  á  D.  Edmundo 
Meric,  como  autor  de  homicidio  en  la  persona  de 
Petra  Hernández,  con  las  circunstancias  l.*^  y  2.*  del 
núm.  4.*^,  art.  S.**,  avinque  sin  concurrir  la  3.",  ó  sea  la 
falta  de  provocación  suficiente  por  parte  del  mata- 
dor. Son  hechos  probados:  que  éste  sostenía  relacio- 
nes intimas  con  la  interfecta,  mujer  varonil  y  vio- 
lenta: que  la  Petra  tuvo  celos  con  motivo  de  cierto 
recado  que  recibió  su  amante  y  le  increpó  dura- 
mente; que  D.  Edmundo  la  echó  de  su  casa  y  ella  en- 
tonces se  abalanzó  á  él  causándole  ligeras  contusio- 
nes; que  él  la  arrojó  al  suelo,  y  ella  se  rehizo  y  ar- 
mada de  un  puñal,  le  blandió  contra  D.  Edmundo 
diciéndole  que  le  iba  á  matar,  y  que  D.  Edmundo 
tomó  un  revólver  y  disparó  al  aire;  mas  como  Petra 
no  se  detuviese,  dirigió  hacia  ella  otro  tiro  que  la 
produjo  la  muerte. 

El  T.  S.  declara  que  es  de  estimar  el  tercer  requi- 
sito, ó  sea  la  falta  de  provocación,  para  la  exención 
completa  de  responsabilidad,  pues  D.  Edmundo  no 
provocó  lo  bastante  á  Petra  «ni  la  dio  motivo  serio 
y  justificado  para  el  acometimiento  con  puñal  en 
mano  y  la  repetida  amenaza  de  que  iba  á  matarle; 
porque  no  lo  era  en  verdad  y  tan  graduado  como  la 
ley  exige,  el  que  momentos  antes  tlespidiera  ó  inten- 
tara echar  de  su  casa  á  la  mencionada  Hernández, 
tuviera  ó  no  con  ella  relaciones  ilícitas,  ni  el  que,  al 
mediar  entre  ambos  algunas  contestaciones,  los  dos 
se  agarraran  y  se  maltrataran  mutuamente.»  (Sala 
2.",  sent.  8  Julio  1886. — Gacs.  27  Agosto  y  7  Septiembre, 
Xíágiua  160.) 

teniovienibre  ■**#*«.  Lesiones  inferidas  por  una  jo- 
ven en  defensa  de  su  honor. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  un  fallo  «considerando  que  al 
reconocer  la  Sala  sentenciadora  que  á  favor  de  la  re- 
currente Paula  Pérez  concurren  dos  de  los  requisitos 
que  legitiman  la  defensa  de  la  persona,  de  agresión 
ilegitima  y  falta  de  provocación  de  parte  del  ofendi- 
do, no  ha  debido  en  modo  alguno  prescindir  del  ter- 
cero, relativo  á  la  racionalidad  del  medio  empleado 
paraimpedir  aquélla,  dado  el  atrevimiento  del  joven, 
que  en  medio  de  la  calle  intentó  cometer  un  atenta- 
do contra  el  pudor;  que  ella  no  tuvo  otro  medio  de 
evitar,  en  defensa  de  su  honor,  que  darle  en  aquel 
acto  \\n  golpe  con  el  puchero  que  llevaba  en  la  mano 
que  tenía  libre,  pues  con  la  otra  sujetaba  en  la  cade- 
ra un  cántaro  de  agua,  sin  que  á  la  mujer  que  así  se 
ve  ultrajada,  y  que  obra  instintivamente,  pueda  exi- 
girse que  contenga  su  justo  y  natural  arranque  para 
apelar  ó  pedir  un  auxilio  qxte  podría  llegar  fuera  de 
tiempo...»  (Sala  2.^,  sent.  26  Noviembre  1886.— Gac.  18 
Enero  1SS7,  p.  62.) 

9  Diciembre  IftSkO.  Homicidio  inculpable  ejecutado 
por  un  anciano  disparando  un  tiro  sobre  U7i  joven  que  se 
dirigía  á  aquél  en  actitud  amenazadora  y  agresiva,  me- 
diando entre  ambos  resentimientos. 

D.  Patricio  Ventura  Llamas,  con  ocasión  de  encon- 
trar en  su  heredad  á  s\\  convecino  Gerardo  Fernán- 
dez, le  preguntó  «si  era  él  el  que  le  robaba  los  to- 
jos», á  lo  cual  contostó  que  no:  «¿y  si  fuera?»,  al  mis- 
mo tiempo  qiie  en  actitud  amenazadora  con  una 
azada  se  dirigía  contra  D.  Patricio:  requirióle  éste  á 
que  se  detuvieray  no  haciéndolo,  le  mató  de  un  tiro. 
Calificado  el  hecho  de  homicidio  con  las  atenuantes 
4.*  y  7.**  del  art.  9.°,  interpuso  el  interesado  recurso 
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de  casación,  alegando  que  estaba  exento  de  respon- 
sabilidad, y  el  T.  S.  casa  y  anilla  el  fallo  recurrido: 

«Considerando  que  según  los  hechos  consignados 
en  la  sentencia  como  probados,  Gerardo  Fernández, 
joven,  bien  constituido,  sano  y  de  genio  deniasiado 
vivo  y  pendenciero,  había  manifestado  antes  de  la 
incoacción  de  esta  causa  odio  hacia  1).  Patricio  Ven- 
tura, persona  de  distinguida  educación,  anciano  y 
enfermo,  lo  había  perseguido  y  había  maltratado  á, 
un  criado  suyo: 

Considerando  que  estas  respectivas  condiciones  de- 
bieron ser  apreciadas  por  el  Tribunal  sentenciador 
para  formar  acertado  juicio  sobre  la  necesidad  en 
que  racionalmente  se  vio  constituido  el  procesado 
dé  disparar  sobre  su  adversario,  después  de  haberle 
prevenido  por  dos  veces  que  se  detuviese  cuando 
avanzaba  armado  con  un  instrumento  contundente 
cuyo  golpe  hubiera  podido  causar  la  muerte  al  agre- 
dido: 

Considerando  que  D.  Patricio  Ventura  obró  e*n  de- 
fensa de  su  persona  al  impedir  una  agresión  ilegiti- 
ma que  se  había  manifestado  por  la  frase  provocati- 
va y  por  la  acción  hostil  y  perseverante  del  interfec- 
to, sin  que  pudiera  el  procesado  retirarse,  por  tener 
á  su  espalda  una  cerca  ó  muro,  ni  apelar  á  la  fuga 
que  resultaba  ineficaz,  como  medio  de  salvación,  por 
efecto  de  su  ancianidad  y  estado  valetudinario: 

Considerando  que  Llamas  no  promovió  la  escisión, 
pues  la  pregunta  por  él  dirigida  A  Fernández  no  es 
provocación  adecuada  suficiente  y  tal  como  la  presu- 
pone el  art.  S.*^,  núm.  4.**,  circunstancia  3.^  del  C.  P...-- 
(Sala  2.^,  sent.  9  Diciembre  18tt6. — Gac.  24  Febrero  1887, 
pág.  101.) 

«»  i^ovleiiibro  tSSÍ.  Leve  lesión  ocasional  de  abor- 
to, opuesta  como  racional  defensa  d  agresión  tío  provo- 
cada, 

Antonia  García,  que  se  hallaba  embarazada,  se  di- 
rigió contra  Rosa  Fernández  navaja  en  mano  y  la 
estrechó  contra  la  pared.  Entonces  Rosa  agarró  del 
pelo  á  Antonia  y  con  un  instrumento  punzante  la 
pinchó  en  el  vientre,  produciéndola  una  herida  que 
no  exigió  asistencia  médica,  pero  que  ocasionó,  por 
impresión  moral,  pl  aborto  del  feto.  El  T.  S.  declara 
que  ni  la  lesión  ni  el  aborto  son  punibles  por  hallar- 
se comprendidos  en  el  caso  4.°,  art.  8.°  del  Código, 
pues  uo  teniendo  Rosa  más  medio  de  defensa  que  el 
que  empleó,  proporcional,  por  otra  parte,  al  que  la 
amenazaba,  hay  que  reputarlo  legítimo;  y  las  conse- 
cuencias de  la  lesión  así  inferida,  no  le  son  imputa- 
bles. (Sent.  29  Noviembre  1887.— Gac.  10  Enero  1888.) 

«■  %l>rll  ISSS.  Disparo  ocasional  de  lesiones  leves, 
opuesto  como  racional  medio  de  defensa  á  agresión  consis- 
tente en  una  bofetada. 

X).  Generoso  Rodríguez,  que  acomi^añaba  á  tres  se- 
ñoras ,  reconvino  á  D.  Faustino  Díaz,  que  osó  ga 
lantear  á  lina  de  ellas;  y  como  recibiera  de  Díaz  una 
bofetada,  le  disparó  un  tiro  causándole  leve  lesión. 
El  T.  S.  declara  aplicable  á  ella  el  caso  4.**,  art.  8.° 
del  Código,  porque  en  dichas  circunstancias,  el  uso 
del  arma,  sin  otras  consecuencias  que  las  que  produ- 
jo, debe  estimarse  como  medio  racional  y  adecuado 
contra  la  agresión  ofensiva  é  irritante  que  sufrió  Ro- 
dríguez y  que  no  provocó.  (Sent.  21  Abril  1888.— Gnce- 
ta  G  Agosto,  p.  48.) 

tO  Junio  lí»8S.  Homicidio  consecuencia  de  lucha  mo- 
tivada 2>or  agresión  ilegitima  que  el  matador  no  provocó. 

Declara  el  T.  S.  exento  de  responsabilidad  á  Ar- 
naut  Oyharzabal  por  homicidio  cometido  en  la  per- 
sona de  Manuel  Martínez.  Consta  que  éste,  después 
de  haber  herido  mortaluiente  á  un  sujeto,  infirió  con 
el  cuchillo  que  llevaba  una  lesión  en  la  mano  á  Ar- 
naut;  el  cual  se  defendió  arrebatando  el  arma  al 
agresor  luchando  con  él  á  brazo  partido,  cayendo 
tres  veces  consecutivas  al  suelo  y  levantándose  otras 
tantas,  y  acabando  por  matar  á  Martiuez  haciéndo- 
lo con  el  mismo  cuchillo.  Consigna  dicho  T.  S.,  que 
por  más  que  el  procesado  dio  muerte  á  su  adversario 
después  de  haberse  apoderado  del  cuchillo,  esto  no 
excluye  la  necesidad  racional  del  medio  empleado 
«por  no  haber  dejado  de  estar  ni  un  solo  momento 
en  grave  peligro  su  vida,  unido  á  la  posibilidad  de 
que  pudiera  tener  otra  arma  con  que  ofenderle,  ó  de 
que  recobrarse  la  que  le  arrebató  de  manos  del  Mar- 
tínez en  xina  lucha  que  aún  no  había  terminado,  y 
cuj'o  desenlace  y  contingencias  uo  era  dado  prever, 
en  cuyo  estado  de  ánimo  y  tan  grave  situación,  no 
puede  exigirse  la  debida  meditación  dirigida  á  cal- 
cular el  medio  más  adecuado  para  librarse  del  peli- 
gro que  amenaza  causando  el  menor  daño  al  adver- 


sario.» (Sent.  Ití  Junio  1888.— Grftcs.  de  la  Sala  2.*,  27 
Septiembre,  p.  186.) 

4  Abi'll  IHí»©.  Homicidio  inculpable  ejecutado  por 
2in  agente  de  orden  público  dando  golpes  con  la  mano  al 
verse  acometido  con  una  pistola. 

Sorprendida  una  casa  de  juego,  un  guardia  de  or- 
den público  intentó,  por  mandato  de  su  jefe,  regis- 
trar á  un  jugador,  el  cixal  sacó  una  pistola  y  la  vol- 
vió en  actitud  de  acometer;  por  lo  que  el  guardia  le 
dio  en  la  cara  y  pecho  varios  golpes  con  la  mano,  que 
á  la  hora  y  media  ocasionaron  la  muerte  al  que  los 
sufrió.  El  T.  S.  declara  que  este  homicidio  está  com- 
prendido en  la  exención  del  caso  4.'\  y  del  11,  art.  8.** 
del  C.  P.  (Seut.  4  Abril  1889.— ÍAic.  lí  Agosto.) 

5  Junio  IStíi».  Parricidio  ejecutado  x)or  Jiii  marido 
en  la  persona  de  su  mujer  y  en  justa  y  propia  defensa, 
con  todos  los  requisitos  necesarios  para  eximir  de  respon- 
sabilidad al  matador,  con  arreglo  al  art.  8.^,  7iíim.  4.'^, 
del  C.  P. 

El  T.  S.  declara  exento  de  responsabilidad  á  León 
García  por  haber  dado  muerte  á  su  mujer: 

«Considerando  que  insultado  públicamente  por  su 
esposa  con  los  epítetos  más  ofensivos  y  denigran- 
tes, una  tarde  que  casualmente  la  halló  después  del 
abandono  que  había  hecho  de  la  casa,  sus  hijos  y  su 
marido,  para  vivir  escandalosamente  amancebada 
con  otro  hombre,  y  agredido  ilegítimamente  acto 
seguido,  sin  provocación  alguna  de  su  parte,  con 
una  azadilla  que  él  llevaba,  que  le  arrebató  ella  de 
la  mano  y  con  la  que  le  acometió  y  causó  una  herida 
en  la  cabeza,  por  la  que  principió  á  derramar  san- 
gre, consiguiente  era  la  defensa  á  este  ataque  ines- 
perado de  una  mujer  fuerte  y  varonil  que  hacía 
alarde  de  sus  malos  sentimientos  hacia  su  marido, 
y  cuyo  arrojo  y  decisión  de  hacerle  el  mal  que  pu- 
diera lo  colocó  á  él  en  la  necesidad  de  contrarres- 
tarlo con  una  navaja,  tínica  arma  que  podía  oponer 
á  la  con  que  á  él  se  le  atacaba,  no  pudi-endo  menos, 
por  lo  tanto,  de  considerarse  en  este  caso  racional 
el  medio  empleado  por  su  parte  jiara  imiiedir  y  re- 
peler la  injustificada  agresión  de  que  fué  objeto, 
séase  el  que  fuera  el  resultado  que  produjera  la  de- 
fensa, que  no  es  dado  sujetar  á  medida  en  estas  oca- 
siones...» (Sala  2.*^,  Sent.  5  Junio  1&89.— Gacs.  5y  6  Sep- 
tiembre, p.  204.) 

SO  niclenibre  1A90.  Lesiones  inferidas  en  justa  y 
propia  defensa  á  un  agente  de  ici  autoridad  y  aprecia- 
das indebidamente  como  constitutivas  de  atentado  y  le- 
siones. 

Francisco  Burruezo  se  hallaba  en  la  calle  dando 
voces  y  profiriendo  palabras  mal  sonantes,  por  lo 
que  acudieron  los  agentes  de  la  autoridad  Domingo 
Fruela  y  Rafael  Fernández,  ordenándole  que  no  es- 
candalizase, y,  como  no  obedeciese,  la  emprendie- 
ron á  palos  con  él,  conduciéndole  hacia  lai.cárcel, 
cuando  al  llegar  á  la  puerta  del  establecimiento,  eí 
Burruezo,  viéndose  acosado,  sacó  una  navaja  y  con 
ella  infirió  al  Fruela  una  herida,  apareciendo  tam- 
biéu  el  Burruezo,  á  consecuencia  de  los  palos  que 
recibiera,  con  varias  heridas.  Burruezo  fué  conde- 
nado como  autor  de  atentado  y  lesiones  con  las  cir- 
cunstancias 1.*^  y  3.^,  art.  8.*^,  núm.  4.°  del  C.  P.  El 
reo  interpuso  recurso  de  casación  alegando  haber 
concurrido  también  la  segunda,  y  el  T.  S.  casa  y 
anula  el  fallo: 

«Considerando  que  es  de  estimarse  en  caso  de 
agresión  ilegítima  la  racionalidad  del  medio  em- 
pleado para  rejielerla  ó  rechazarla,  cuando  el  aco- 
metido hace  uso,  para  su  defensa,  de  un  instrumen- 
to adecuado  y  propio  al  objeto  de  evitarse  un  daño 
inesperado,  y  cuando  en  el  ataque  á  su  contrario  no 
traspasa  los  limites  de  la  necesidad  y  de  la  pru- 
dencia: 

Considerando  que  esto  es  lo  que  hizo  el  recurren- 
te Francisco  Burruezo...»  (Sent.  30  Diciembre  1890.— 
Gac.  28  Abril  1891,  p.  85.) 

III 

Dofen.tta  Inoonipleta.— Homicidios,  lesionks  y  dis- 
paros EJECUTADOS  con  dos  de  lo»  trvs  r*'qul»l- 

tOS  QUE  EXIGE  EL  ART.  8.°,  NÚM.  4."  DEL  CÓDIGO  PARA 
EXIMIR   DE   RESPONSABILIDAD. 

3  .lullo  Ií«»ft5.  Disparo  dirigido  contra  una  muche- 
dumbre hiriendo  á  una  mujer  y  en  él  que  son  de  apreciar 
los  requisitos  l."  y  3.° 

Preso  el  padre  de  doña  Trinidad  AlcAzar,  corrió 
infimdadameute  la  voz  de  qtie  se  hal>ia  escapado  de 
la  cárcel,  y  una  gran  parte  del  v©«ndario  de  Hala- 
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gón  Be  presentó  delante  de  su  casa,  on  actitud  hos- 
til. Dentro  de  ella  estaban  doña  Trinidad  y  su  ma- 
dre; y  entonces  la  primera  disparó  wa  tiro  sobre  la 
mnltitud,  hiriendo  íi  una  mujer.  El  T.  S.  declara 
que  en  este  caso  han  concurrido  en  favor  de  la  joven 
las  circunstancias  de  agresión  ilegitima  y  falta  de 
provocación  por  su  parte,  faltando  solamente  la  ne- 
cesidad racional  del  medio  empleado  para  la  defen- 
sa. (Sala  2.",  Sent.  3  Julio  188.5.— tínc.  28  Diciembre.) 
— Otros  casos  en  que  se  aprecian  para  la  exención 
de  responsabilidad  criminal  los  requisitos  1.°  y  3.°, 
caso  4.°,  art.  8.°,  y  deja  de  apreciarse  el  2.°:  Senten- 
cias 31  Mayo  1886  y  3  Diciembre  id.— Gacs.  4  Febrero 
y  19  Agosto  1887.) 

15  Junio  ISI!>6  y  otras  Agresión  ejecutada  A  1)0- 
fatadas  y  que  se  rechaza  hiriendo  inortaltnente. 

En  el  homicidio  asi  perpetrado  son  de  apreciar 
los  requisitos  1  "  y  3.°,  pero  no  el  2.»  del  nüm.  4.",  ar- 
ticulo 8."  (Sent.  15  Junio  1886.— Gac.  15  Septiembre.) 

—Otros  casos  iguales:  Sents.  It»  Enero  l»í»S  (Ga- 
ceta 27  Mayo)  y  t*  narr.u  lítM  (Oac.  11  Ayoato). 

— Cuando  la  agresión  se  comete  dando  una  bofe- 
tada, no  es  medio  racional  de  rechazarla  disparar 
un  revólver  contra  el  agresor.  (Sents.  29  Noviembre 
1887,  Gac.  10  Enero  1SS8  y  ñ  Julio  1889,  Gac.  10  Sep- 
tiembre.} 

— Otros  casos  en  que  se  aprecian  los  dos  reqttis^toa 
de  agresión  ilegitima  y  falta  de  provocación.  (Sen- 
tencias -44  Ut'tiibrc  •>»*»»,  Gac.  O  Enero  18SU;  fí  Ju- 
lio y  »•  Ortubro  lí»*H».  Gacs  12  Septiembre  id.  y  9  y  12 
Enero  1890;  3  Febrero,  SO  Marzo,  lO  y  *0  Abril  y 
S.Uayo  inWO.) 

t9  Octubre  ISSS.  Muerte  dada  d  uno  de  dos  hom- 
bres que  injustamente  agredieron  al  matador.  Mientras 
dura  la  lucha  ó  pelea  motivada  por  la  agresión,  subsiste 
ésta. 

Alonso  y  Manuel  Moreno  acometieron  con  palo  y 
navaja  á  Juan  Alvarez  dentro  de  una  taberna.  Alva- 
rez  arrebató  el  arma  blanca  á  uno  de  ellos  y  los  tres 
salieron  A  la  calle  arrojados  del  establecimiento  y 
en  actitud  de  lucha,  yendo  Alvarez  en  medio  de  los 
otros  dos;  á  uno  de  los  cuales  dejó  muerto  de  una 
puñalada.  Apreciados  en  este  homicidio  los  requisi- 
tos 1.*^  y  3.°  del  caso  4.**,  art.  8.",  combatió  el  fiscal  su 
apreciación  ante  el  T.  S.,  mediante  recurso  que  es 
denegado,  considerando:  que  los  Moreno  acometie- 
ron á  Alvarez  sin  provocación  de  óste;  que  la  agre- 
sión subsistía  al  salir  de  la  taberna  y  que  el  haber 
emprendido  á  correr  en  la  calle,  el  procesado  entre 
sus  contrarios,  fué  un  accidente  de  la  contienda 
sin  valor  para  desvirtuar  la  situación  respectiva  de 
los  que  en  ella  teniau  parte,  por  verse  seguido  Alva- 
rez insistentemente  de  uno  de  los  agresores.  (Sent.  27 
Octubre  1888.— Gac.  15  Enero  1889.) 

15  Junio  iSSJ».  Homicidio  ejecutado  por  un  depen- 
diente de  consumos  al  perseguir  el  contrabando  y  para 
contener  agresión  ilegitima  que  no  provocó. 

Un  grupo  de  matitteros,  A  quien  en  vano  había 
perseguido  el  dependiente  Marcos  Baile,  estaba  cier- 
ta noche  k  la  puerta  de  una  casa;  y  como  al  verlo 
Baile  disparase  dos  tiros  al  aire  pidiendo  auxilio,  los 
del  grupo  se  dirigieron  h.acia  el  dependiente  en  ac- 
titud hostil.  Entonces  Baile  liizo  un  tercer  dis^iaro 
matando  á  un  hombre.  El  T.  S.,  casando  y  anulando 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Madrid,  declara  que  en 
este  homicidio  son  de  apreciar  á  favor  del  depen- 
diente los  requisitos  1.°  y  3.°,  caso  4.°,  art.  8.°  del  Có- 
digo, y  consigna  que  el  procesado  no  podía  esperar 
impasible  la  acometida  de  los  matuteros  por  ser  mu- 
chos contra  él  solo.  (Sent.  15  Junio  1889. — Gac.  8  Sei>- 
tiembre) 

lo  Abril  iSOO.  Después  de  desarmado  el  agresor,  el 
golpearle  es  ya  medio  innecesario  de  defeitsa. 

Increpado  y  empujado  José  Neira  por  Agustín  Hi- 
meño,  se  dirigió  contra  éste,  le  quitó  el  Ijastón,  y  le 
dio  con  él  un  palo,  causándole  grave  herida.  En  esta 
lesión  concurren,  según  el  T.  S.,  loa  requisitos  1.°  y 
■3.",  pero  no  el  2.**,  porque  una  vez  desarmado  Rime- 
ño  no  había  necesidad  de  golpearle.  (Sent.  10  Abril 
1890.— Goc.  27  Septiembre.)  » 

3  Julio  «SOO.  Comete  error  la  sentencia  que  aprecia 
como  dos  circunstancias  atemtantes  genéricas  la  concu- 
rrencia lie  otros  tantos  requisitos  de  exención,  comprendi- 
dos eti  el  caso  cuarto,  art.  8.*^ ,  en  vez  de  hacer  aplicación 
de  la  especial  penalidad  establecida  en  el  art.  87. 

Así  se  declara  en  esta  sentencia  casando  y  anu- 
lando la  recurrida.  (Gac.  31  Octubre,  p.  401.) 


a  Julio  IMHO.  Arbitrio  judicial  para  la  imposición 
de  la  pena  cuando  concurre  la  mayor  parte,  pero  no  la 
totalidad  de  los  requisitos  de  exención. 

•  El  art.  87  del  C.  P.  no  obliga  á  aplicar- la  pena  in- 
ferior en  dos  grados  á  la  señalada  por  la  ley  al  deli- 
to, sino  que  deja  á  la  discreción  de  los  Tribunales  el 
imponer  la  inferior  en  uno  ó  dos  grados,  según  el 
número  y  entidad  de  los  requisitos  de  exención  que 
concurran  en  el  hecho...  La  disposición  del  art.  87 
excluye  la  aplicación  de  las  reglas  del  art.  82,  puesto 
qtte  por  razón  de  la  concurrencia  del  mayor  ó  menor 
número  de  los  requisitos  que  constituyen  la  respec- 
tiva circunstancia  eximente,  reviste  el  hecho  puni- 
ble un  aspecto  especial  bajo  el  cual  es  juzgado,  sin 
que  pueda  bajar  la  pena  en  cada  caso  del  mínimo  de 
la  inferior  en  dos  grados  á  la  señalada  por  la  ley  al 
delito...^  (Sent.  6  Julio  1880.— Gac.  I.°  Noviembre,  pá- 
gina 409.) 

— La  misma  doctrina  en  sent.  20  Noviembre  1890, 
en  la  que  explícitamente  se  declara  que  las  aprecia- 
ciones del  Tribunal  para  rebajar  la  penalidad  á.  la 
inferior  on  uno  ó  dos  grados,  no  son  materia  de  ca- 
sación. (Gac.  9  Enero  1891,  p.  14.) 

IV 

Explicación  de  la  ngreslón  Ilegitima  por  las  de- 
claraciones DE  LA  jurisprudencia. 

lí»  Marzo  IISS:».  Provocaciones  y  dicterios  que  no 
constituyeti  agresión. 

No  constituyen  agresión  las  provocaciones  Lanza- 
das contra  otro  y  el  dicterio  de  cobarde,  dirigido  al 
mismo,  si  no  consta  la  ejecución  de  un  .acto  de  ver- 
dadero ataque  que  implique  la  necesidad  absoluta 
de  impedirle  ó  repelerle.  (Sent.  18  Marzo  1873.) 

—La  misma  doctrina  en  sent.  de  28  de  Septiembre 
de  1874.  {Gac.  13  Octubre,  p.  174.) 

*  Kovleinbre  tnva  y  otra.  Requisitos  necesarios 
para  que  pueda  apreciarse. — Alejamiento  de  ofensor  y 
ofendido,  incompatible  con  ella. 

Para  que  pueda  apreciarse  la  agresión  ilegitima, 
es  preciso  que  no  conste  móvil  alguno  ni  precedente 
material  que  la  ocasione  en  el  momento  de  la  ejecu- 
ción del  hecho.  (Sent.  4  Noviembre  1876.— Gac.  4  Fe- 
brero 1877.) 

—No  hay  agresión  cuando  el  que  la  alega  en  su  ob- 
sequio, se  encontraba  en  su  casa  con  la  jinerta  cerra- 
da, y  el  ofendido  en  la  c  Ue  provocando  al  primero, 
al  ocurrir  el  hecho  de  autos.  (Sent.  17  Enero  1878. — 
Gac.  8  Abril,  p.  73.) 

e  Wlclembre  ISfl»  y  otra».  Contenido  de  la  agre- 
sión: Erige  actos  de  fuerza  ó  violencia.— Acometidas  y 
atropellos. 

El  hecho  generador  de  que  nace  y  se  deriva  el  de- 
recho de  la  propia  defensa  debe  implicar  un  riesgo  ó 
peligro  inmediato  ó  una  amenaza  para  el  que  se  de- 
fiende. (Sent.  6  Diciembre  1878.— toe.  12  Febrero  1879, 
pág.  42.) 

—Los  meros  insultos  ó  injxirias  verbales  no  acompa- 
ñados de  acción  dirigida  contra  la  integridad  per- 
sonal ó  sus  derechos,  no  constituyen  agresión  en  que 
pueda  apoyarse  la  defensa  que  legitima  el  num.  4. 
del  art.  8."  del  C.  P.,  porque  para  esto  ha  de  consis- 
tir aquélla  en  hecho  de  fuerza  ó  violencia...»  (ben- 
tencia  22  Abril  1890.— Gnc.  29  Septiembre,  p.  28o.) 

—No  constituyen  agresión  el  mero  insulto  ni  la 
amenaza  indeterminada  por  insistentes  que  sean, 
sino  el  empleo  ó  la  inmiscuencia  del  uso  d"  ™"'-^ 
contra  una  persona  ó  contra  sus  derechos,  (bent.  O) 
Abril  1890.— Gac.  HO  Septiembre,  p.  290.) 

....La  agresión  se  determina  por  el  empleo  de  par- 
te del  agente  de  un  medio  de  fuerza  injusto  que  pon- 
ga en  peligro  la  integridad  personal  del  agredido.» 
(Sent.  14  Mayo  1890.— Gac.  //  Octubre.) 

—El  hecho  de  coger  A  otro  del  cuello  con  una  ma- 
no, no  es  provocación  ni  amenaza,  sino  agresión  ile- 
gítima si  se  ejecutó  con  el  propósito  de  causar  lesión 
ó  daño,  V  con  motivo  de  enemistad  anterior  con  el 
agredido.  (Sent.  17  Noviembre  1888.— Gac.  26  Marzo 
de  1889.)  . ,  ^         .  .„ 

—En  el  mismo  caso  está  la  acometida  contra  otro 
«cogiéndole  del  pecho  y  déla  bufanda».  (Sent.30No- 
viembre  1888.— Gnc.  27  Marzo  18S9.) 

H  Abril  t*Hf>  y  otras.     La  acomeAida  á  bofetadxs 
^ronstilui/e  agresión,  provocación  ¡i  ofensa  gravef  Vaci- 
Inciones  de  la  doctrina  y  resolución  de  la  dada  en  el  sen- 
tido de  que  constituye  agresión. 
El  T.  S.  declaró  en  sent.  de  1»  Abril  ISÍB  (Gac.  ttí 
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Jumo),  que  el  recibir  \ina  liuletada  no  es  sufrir  agre- 
sión que  justifique  la  defensa  de  que  habla  el  caso 
cuarto,  art.  S.»  del  Código,  pudiendo  invocarse  sola- 
mente como  circunstancia  atenuante  de  provoca- 
ción comprendida  en  el  art.  9."  Después  ha  rectifica- 
do tal  criterio  reconociendo  en  las  sents.  de  21  Abril 
1S8^,  1.5  .Junio  1886  y  otras  concordantes,  que  la  bofe- 
tada es  acto  de  fuerza  constitutivo  de  verdadera 
agresión  que  exige  algún  medio  de  defensa. 

Asi  lo  ha  declarado  además  en  Sents.  de  9  de  No- 
^n'^f  t'-"  í'^  ^•'*^  (Gacs.  de  1M4,  Sala  2.^  t.  I,  p.  391  y  de 
19  de  Diciembre  del  mismo  año,  en  la  cual  consignó 
además,  que  quien  al  ser  abofeteado  rechaza  por  la 
tuerza  la  acometida ,  no  obra  en  vindicación  de 
otensa  grave  sino  en  defensa  de  su  persona. 

S3  Mayo  ISSS  y  otras.  La  agresUn  es  el  prhnero  y 
imncipal  requisito  de  la  justa  defensa,  como  sujniesto  ne- 
cesario de  la  existencia  de  los  deinás,  que  no  pueden  invo- 
carse SI  no  resulta  de  quién  partió  aquélla. 

■Faltando  la  agresión  ilegitima  que  es  el  líscho 
generador,  la  base  y  fundamento  esencial  del  dere- 
cho de  defensa,  no  se  está  en  el  caso  á  que  se  refiere 
el  art.  «.",  núm.  4.°  del  Cód.,  ni  el  87  y  9.°,  circunstan- 
?í*  \3,J^^  ^""^  ""'^  derivación  de  aquél..  (Sent.  23 
Mayo  1879.— Gac.  9  Agosto,  p.  29.) 

-^rT''^?,^'^"''  doctrina  en  Sents.  de  30  de  Octubre  de 
ibiSl.  (Oac.  19  Febrero  1885)  y  14  Enero  1890.  (Gac.  26 
Agosto.)  ' 

— Xo  apareciendo  de  quién  partió  la  agresión  y  con 
signándose  en  los  hechos  declarados  probados  que 
tanto  el  recurrente  como  el  que  resultó  muerto  se 


pelerla.  (Sent.  21  Febrero  1881.- 
1. 1,  pág.92.) 


■Gacetas  de  la  Sala  2.' 


IS  ¡VoTlembrc  «SSe.  Actitudes  equivocas  y  aviena- 
sadoras  no  constitutivas  de  verdadera  agresión. 

La  actitud  de  dirigirse  un  hombre  á  otro  con  los 
brazos  levantados,  después  de  decirle  que  miente,  es 
equivoca  y  no  puede  tomarse  como  acto  de  verdade- 
ra agresión  que  exija  la  defensa,  ni  dar,  por  lo  tan- 
to, margen  á  la  irtesponsabilidad  criminal  del  que 
inñere  lesiones  al  que  de  esa  suerte  se  le  acerca.  (Seu- 
,1?='?   T   ^«"embre  1882.- Gaceías  de  la  Sala  2.»  de 

loba,  t.  1,  p.  19.) 

—El  acto  de  coger  unas  piedras  haciendo  ademán 
de  arrojarlas  sobre  otro  no  es  acto  agresivo.  (Sent.  21 
Octubre  18S9._Giit-.  ÍSÍjicro /S50.J 

í.?*-*^",*"!"  '**-*.,    -Acometida  al  agresor  después  de 
terminada  la  agresión.  ¡^   •,-  ^^ 

«Sólo  obra  en  defensa,  á  los  efectos  más  ó  menos 
extensos  del  num.  4.°. del  art.  8.»  del  C.  P.,  y  en  su 
caso  á  los  del  87,  quien  rechaza  una  agresión,  mas  no 
qnien  á  su  vez  acomete  al  agresor  después  de  termi- 
nada aquélla;  es  decir,  cuando  ya  la  defensa  es  ab- 


solutamente  innecesaria, 
sión 


.  por  cuya  razón  una  agre- 

anterior  sólo  podría  en  caso  ser  apreciada, 
luera  del  caso  de  defensa,  come  circunstancia  ate- 
nuante niodificativa  de  la  penalidad..  (Sent.  29 Ene- 
ro lS84.—Goc.  S  J'iín/o,  p.  178.) 

^.Z^aI  í2Í|'",%''°''*'^i"''  e»  Sents.  de  5  y  12  de  Diciem- 
bre de  1889.  (Gacs.  13  y  26  Julio  1890.) 


En  qué  consiste  la  agre- 


*0  Febrero  l»se  y  otras. 

sión  ilegitima. 

La  agresióuilegitima  consiste  en  el  inmediato  aco- 
metimiento ó  amenaza  (Sala  2.",  Sent.  10  Febrero 
188b.— Gac  8  Junio,  p.  274);  pero  la  simple  amenaza 
Ju^o         '''^^1  agresión.  (Sent.  1.»  Abril  1886.- Gtc.  16 

—Hay  agresión  ilegitima,  conforme  á  la  circuns- 
^ncia  1."  num.  4.°  art.  8.»  del  C.  P.,  cuando  uno  aco- 
mete á  otro  para  herirle  ó  hacerle  cualquier  daño 
injust^a  é  ilegítimamente.  (Sent.  6  Mayo  1886.- Gace- 
ta 15  Agosto,  p.  76.) 

—La  agresión  ilegitima  exige  la  acometida  ó  ame- 
naza á  un  derecho  ó  á  la  persona  que  lo  defiende, 
(bent.  31  Octubre  1859.— Gac.  25  Enero  1800.) 

S  Marzo  INHe  y  otras.  Sobre  si  la  invasión  de  fin- 
ca ajena  eonstituije  agresión  ó  estimulo  poderoso  de  arre- 
bato y  obcecación  d  f„vor  del  dueflo  ó  guarda  que  causa 
daño  a  los  invasores:  Doctrina  contradictoria. 
do^muérl »^Í*°  ejecutado  por  un  guarda  de  viña,  dan- 
ca  ^r,l1í  1  ""  li°mhre  á  quien  sorprendió  en  a  fin- 
ca cogiendo  uvas,  declara  el  T.  S.  que  no  es  de  apre- 


ciiir  la  circunstancia  1.»,  art.  9.°,  en  relación  con  U  ' 
fa.-  del  b.",  pero  si  la  7."  del  9.°,  que  el  procesado  no  i 
adujo.  He  aquí  los  fundamentos  del  fallo: 

■  Considerando  que  el  caso  de  defensa  de  los  dere- 
chos  propios  ó  de  un  extraño,  ha  de  contener  por  sa  1 
Índole  el  elemento  del  acometimiento  ó  amenaza  &  I 
la  persona  que  los  defienda  para  que  pueda  ser  apre- 
ciabie,   ó   la  idea  al  menos  de  evitar  su  pérdida  ó  i 
conseguir  recobrarlas  en  el  momento  del  atropello 
cuando  la  actitud  del  usurpador  aparece  hostil  v 
persistente:  ■'j 

Considerando  que  ninguno  de  estos  elementos  oon-l 
tiene  el  hecho  perpetrado  por  el  guarda  de  la  viña  ' 
Manuel  Vázquez,  al  disparar  contra  el  interfecto:      J 
Considerando  que  á  pesar  de  todo  no  puede  per- 1 
derse  de  vista  que  la  misión  de  ese  guarda  era  de- J 
tender  los  derechos  de  la  persona  que  le  tenia  con-  ' 
fiada  la  custodia  de  la  viña  que  vio  invadida  por  el  ' 
sustractor,  cuya  introducción  subrepticia  á  hora  en 
que  aún  no  se  veía  con  idea  de  burlar  su  vigilancia 
no  pudo  menos  de  ser  para  ese  guarda  un  estimulo 
poderoso  que  naturalmente  le  produjo  arrebato  y  I 
obcecación  para  obrar  como  lo  hizo,  lo  que  si  no  dis-  ' 
culpa  el  hecho  lo  atenúa,  y  hace  aplicable  al  caso  J 
circunstancia  7."  del  art.  9.°  del  C.  P.,  que  siendS 
menos  importante  que  la  eximente  incompleta  aX^ 
gada,  y  hallándose  comprendida  en  el  mismo  núme^ 
ro  en  que  se  apoya  el  recurso,  no  puede  por  lo  mis- 
mo dejar  de  tomarse  en  consideración.»  (Sala  2.",  ' 
sent.  o  Marzo  1886.- Gac.  10  Junio,  p.  28i.) 

— El  mismo  criterio  que  informa  la  resolución  an-J 
tenor  inspira  la  sent.  de  »  de  Febrero  de  i8S»  de-J 
clarando  que  no  es  agresión  ilegitima  el  hecho  del 
atravesar  con  un  carro  por  propiedad  ajena,  resis-| 
tiendo  la  orden  de  salir  dada  por  el  dueño.  (Gac.  Si 
Jumo,  p.  283.)— La  de  .ti  de  Octubre  de  ttmo  con-  ' 
signando  que  no  puede  reputarse  agresión  la  simple  ' 
entrada  en  heredad  ajena  no  apareciendo  que  estn-  i 
viera  cercada  ni  que  en  ella  tratase  el  invasor  de\ 
cortar  leñas.  (Sent.  31  Octubre  1889.— Gac.  25  Enero 
de  1890,  p.  31.)-Y  la  de  3  de  .«brll  de  I»»».  Por  j 
esta  última,  casó  y  anuló  el  T.  S.  la  recurrida  en 
cuanto  apreció  en  favor  del  procesado  la  circnstan- 
cia  de  agresión  ilegitima  en  el  delito  que  ejecutó  1 
matando  á  un  hombre  á  quien  sorprendió  en  cierta  1 
finca,  propia  del  padre  del  reo,  sustrayendo  fruta,  j 
Declaró  dicho  Tribunal  que  el  acto,  origen  delsuce-l 
so,  ofensivo  á  los  derechos  de  propiedad  y  á  propósi- 1 
to  para  excitar  el  ánimo  del  reo,  «no  constituye  laj 
agresión  que  es  base  y  supuesto  necesario  de  tod»í 
defensa  total  ó  parcialmente  legitima;  la  cual  agre- 
sión solamente  en  esta  calidades  estimable  cnandoJ 
se  dirige  como  acto  de  violencia  contra  las  persoH 
ñas  ó  cuando  entraña  para  éstas  riego  inminente 
de  su  integridad,  de  su  honor  ó  de  otros  derechol- 
que  en  el  momento  de  ser  atacados  ó  puestos  en  pe3 
ligro  no  pueden  ser  sostenidos  de  otra  suerte  quSf 
con  la  tuerza,  pero  de  ninguna  manera  lo  es  por  la  ■' 
mera  violación  de  derechos  en  caso  en  que  tiene  lu- 
gar con  independencia  ó  en  ausencia  de  sn  dueño  A 
defensor,  porque  entonces  las  leyes  ofrecen  medio 
de  repararla  sin  daño  mayor  que  el  ya  inferido.. 
(Sent.  3  Abril  1888.— Gac.  28  Julio,  p.  23.) 

—Pero  en  sent.  de  t.<i  Febrero  iS»0  se  desvió  el 
T.  S.  de  sn  anterior  doctrina.  Elevóse  hasta  él  la 
causa  seguida  contra  unos  guardas  jurados  por  ha- 
ber disparado  y  herido  á  cazadores  furtivos  á  quie- 
nes sorprendieron  con  hurón  y  redes  en  finca  que 
dichos  agentes  custodiaban;  y  habiendo  interpuesto 
los  procesados  recurso  de  casación,  acogiéndose  al 
articulo  8.°,  núm.  4.°  del  Cód.,  el  T.  S.  casó  y  anuló 
la  sentencia:  «Considerando...  que  la  actitud  délos 
cazadores  de  invasión  y  despojo  á  mano  armada  de 
los  derechos  ajenos  encomendados  á  la  custodia  y 
cuidado  de  los  segundos,  determina  en  cierto  modo 
una  agresión  Uegitima  que  los  guardas  no  provoca- 
ron, pero  que  al  repelerla  y  rehusarla,  disparando 
desde  luego  sus  armas  é  hiriendo  gravemente,  no  hi- 
cieron uso  de  un  medio  adecuado  y  racional  de  de- 
fensa, de  modo  que...  debe  apreciarse  la  concurren- 
cia de  la  mayor  parte  de  las  causas  de  exención...» 
(Sent.  13  Febrero  1890.— Gac.  7  Septiembre.) 

19  Mar/o  iS*8  y  otras.  Actos  preparatorios  de  la 
acometida  constitutivos  y  no  constitutivos  de  agresión: 
Echar  mano  á  un  arma. 

No  sólo  hay  agresión  ilegitima  en  el  acto  material 
de  acometer  á  una  persona,  dando  principio  á  1.* 
ejecución  de  un  hecho  justiciable,  sino  que  la  hay 
también  para  los  efectos  jurídicos  cu.ando  una  per- 
sona sale  al  encuentro  de  otra  con  ánimo  y  propósi- 
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to  tan  decidido  y  resuelto  de  ofenderla,  que  el  acto 
de  echar  mano  de  un  revólver  constituye  un  verda- 
dero acto  de  agresión,  inmediatamente,  imponién- 
dose la  necesidad  racional  de  impedirla  ó  rej>elerla. 
(Sent,  17  Marzo  1888. — Gac.  30  Junio.) — Otro  caso  muy 
análogo  en  sent.  de  *»  Mayo  l»í*».  (Gac.  6  Sep- 
tiembre.) 

-  — El  mismo  criterio  preside  A  la  declaración  con- 
tenida en  la  sent.  de  7  Febrero  1890.  Casó  por  ella  el 
T.  S.  la  reciirrida  que  no  estimó  la  exención  de  res- 
ponsabilidad á  favor  de  José  Fernández  que  dio 
muerte  A  un  hombre  después  de  oir  A  éste  que  le  iba 
¿  matar  y  de  ver  que  el  interfecto  sacaba  una  gran 
navaja  de  muelles  y  hacia  ademán  de  acometer  á 
José.  Dice  el  T.  S.,  «que  los  términos  del  texto  legal 
no  exigen  que  la  agresión  haj'-a  consumado  un  mal 
tangible...  sino  que  basta  que  haya  comenzado  A 
efectuarse  en  la  esfera  ostensible  de  la  realidad, 
para  que  pueda  el  agredido,  no  sólo  rechazarla  sino 
impedirla»,  y  que  en  el  caso  de  autos,  el  recurrente 
Be  delendió  cuando  ya  la  agresión  había  comenzado 
y  se  imponía  la  necesidad  racional  de  impedir  su 
continuación  y  sus  consecuencias  posibles.  (Sent.  7 
Febrero  1890.— Gac.  29  Agosto.) 

— Hay  cierta  contradicción  entre  las  sentencias 
que  preceden  y  la  de  11  Febrero  ■•*&*»,  en  la  que  se 
consigua  que  «no  constituye  verdadera  agresión  la 
acción  d''  intentar  sacar  una  pistola...  porque  no  re- 
velándose claramente  la  transcendencia  de  la  inten- 
ción, sólo  reviste  el  carActer  y  aspecto  de  una  ame- 
naza.* (Sala  2.*,  sent.  11  Febrero  1888. — Gao.  6  Junio, 
pág.  285.) 

— En  armonía  con  este  mismo  criterio,  ha  declara- 
do el  T.  S.  *que  el  mero  ademán  de  sacar  una  navaja 
ó  cualquiera  otra  cosa  análoga,  como  para  acome- 
ter, no  demuestra  la  intención  resuelta  de  realizar 
una  agresión».  (Sents.  9  y  26  Abril  y  14  Mayo  1890. — 
Gacs.  27  y  30  Sei^ttemhre  y  11  Octubre.) 
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sldad  racional  del  medio  empleado  para  impedir 
ó  repeler  la  agresión. 

•  Enero  flfü^S.  Defensa  con  facapara  contrarrestar 
ataque  de  pistola. 

Es  medio  racional  de  repeler  la  agresión  el  uso  de 
una  faca  por  parte  del  que  va  huyendo  de  otro  que 
le  persigue  pistola  en  mano,  al  verse  detenido  el  pri- 
mero en  su  carrera  por  im  terreno  de  tres  varas  de 
altura  que  le  corta  el  paso.  (Sent.  2  Enero  1873.j 

30  Abril  1^34.  Disparo  de  escopeta  como  defensa  de 
agresión  conpjalo. 

El  guarda  que  al  verse  acometido  A  palos  en  el 
cumplimiento  de  sus  funciones  y  sin  provocar  al 
agresor,  hace  uso  de  su  escopeta  matando  á  éste,  no 
emplea  un  medio  racionalmente  netfesario.  (Gac.  29 
Julio.) 

O  l\ovlenihre  ISÍS.  Reiteración  de  disparo  para 
repeler  reiterada  agresión  con  navaja. 

Debe  apreciarse  también  la  necesidad  racional  del 
medio  empleado  para  la  defensa  A  favor  del  que, 
después  de  disparar  sobre  otro  que  le  ataca  navaja 
en  mano  en  un  reducido  espacio,  se  ve  obligado  A 
repetir  el  disparo  al  ser  objeto  de  nueva  agresión. 
(Sala  2.^,  sent.  6  Noviembre  1878,  declarando  haber 
lugar  A  la  casación.— Gac,  18  Enero  1879,  pág.  4.) 

15  IVovIonibre  ISSS.  Dar  de  puñaladas  al  agresor 
después  de  desarmarlo:  Agresión  terminada. 

Falta  la  necesidad  racional  del  medio  empleado, 
si  después  de  desarmado  el  agresor  le  da  de  puñala- 
das el  agredido  hasta  dejarle  cadáver.  (Sala  2.*, 
Sent.  lo  Noviembre  1878.  — Gac.  18  Enero  1879,  pág.  7.) 

— Terminada  una  agresión  ilegitima  no  puede  opo- 
nerse medio  alguno  para  rechazarla,  sin  ejecutar,  no 
un  acto  de  defensa,  sino  de  venganza.  (Sent.  10  Mar- 
zo 1684.— Gac.  '^4  Agosto,  pág.  87.) 

— La  misma  doctrina  en  sent.  de  7  Febrero  1884. 
(Gac.  18  Agosto,  pág.  35.) 

S  Junio  ISSO.  Disparo  productor  de  herida  mortal, 
opuesto  á  ademán  agresivo... 

No  puede  apreciarse  la  necesidad  racional  del  me- 
dio empleado  cuando  aparece  que  el  culpable,  «en 
el  momento  en  que  vio  se  dirigía  A  él  con  la  hoz  el 
ofendido,  en  ademán  hostil,  le  disparó  el  arma  de 
luego  que  llevaba,  causándole  instantAneamente  la 


muerte,  y  no  procurando  antes  impedir  ó  repeler  la 
agresión,  ya  valiéndose  del  mismo  arma  que  como 
superior  era  bastante  para  contenerla,  ya  disparán- 
dole A  parte  del  cuerpo  donde  no  pudieran  ser  tan 
fatales  las  consecuencias  ó  ya  llamando  á  las  perso- 
nas que  estaban  inmediatas,  para  que  acudiendo  en 
su  auxilio  se  evitara  la  desgracia  que  ocurrió.»  (Sala 
2.*^,  sent.  3  Junio  1S80,  — Gac.  12  ISejfttembre,  pág.  31.) 

5  Julio  iWWO.  Herir  al  agresor  en  vez  de  contener  el 
golpe  de  éste. 

«No  puede  estimarse  la  necesid|ipl  racional  del  me- 
dio empleado,  si  aparece  probaoo  que  habiendo  su- 
frido el  culpable  la  agresión  estando  provisto  de  un 
azadón,  descargó  el  golpe  con  este  instrumento  en 
vez  de  contener  dicha  agresión  como  pudo  hacerlo. > 
(Sala  2.*,  sent.  5  Julio  l«5o. — Gttc.  Ití  Septiembre,  p.  ti4.) 

S3  Sepllenibre  fl^^O-  Muerte  dada  al  agresor  des- 
pués de  hallarse  éste  derribado  y  herido. 

Tampoco  puede  estimarse  la  necesidad  racional 
del  medio  empleado  para  impedir  ó  repeler  dicha 
agresión,  si  encontrándose  el  agresor  derribado  y 
herido  en  el  suelo,  le  inñrió  el  agredido  la  lesión  (jue 
le  produjo  la  muerte.  (Sent.  23  Septiembre  1880. — 
Gac.  26  ¿noviembre,  p.  84.) 

1£»  movienibre  flf^S3.  Herida  con  daga  opuesta  á 
golpes  dados  con  la  viano. 

No  es  medio  racional  de  repeler  la  agresión,  «el 
acometer  y  herir  á  su  adversario  con  una  daga  de 
tres  filos  cuando  sólo  le  ofendía  golpeándole  con  las 
manos  y  cuando  varias  personas  que  lo  presencia- 
ban trataban  de  evitarlo.»  (Sent.  15  Noviembre  1883. 
Gacetas  de  la  Sala  2.*  de  1884,  t.  I,  p.  23.) 

4  Febrero  ISS-t  y  otras.  En  qué  consiste  la  necesi- 
dad racional  del  medio  empleado  para  defenderse.  Pru- 
dente  y  aun  varia  apreciación  del  que  utilizó  el  agredido, 
segün  los  accidentes,  detalles  y  circunstancias  del  caso. 

La  necesidad  racional  del  medio  empleado  para 
impedir  ó  repeler  la  agresión  han  de  apreciarla  los 
Tribunales  teniendo  en  cuenta  los  accidentes  y  do- 
talles  que  igualen ,  dadas  las  circunstancias  del 
caso,  los  meiiios  de  la  ofensa  y  la  defensa,  y  reali- 
zada ésta  por  los  procesados  con  arma  idéntica  A 
la  del  ofensor,  esto  es,  con  sus  machetes  qiie  se  vie- 
ron obligados  á  usar,  segVm  declara  la  Sala  senten- 
ciadora, no  se  excedieron  de  los  límites  de  la  legíti- 
ma defensa,  ni  usaron  medio  qiie  racionalmente  no 
fuera  necesario  para  salvar  sus  personas  del  riesgo 
inminente  producido  por  el  arma  blanca  que  esgri- 
mía al  acometer  el  interfecto.»  (Sala  2.",  sent.  4  Fe- 
brero 1884.— Gac.  17  Agosto,  p.  26.) 

—  •La  necesidad  racional  de  los  actos  ejecutado.í 
por  el  que  obra  defendiendo  su  persona  ó  derechos 
estriba  en  la  proporción  de  los  medios  empleados 
para  impedir  ó  repeler  la  agresión  y  los  utilizados 
por  el  agresor  para  intentarla  ó  cometerla,  y  no  en 
el  mayor  ó  menor  daño  que  éste  ca\ise  y  el  que  le  re- 
sulte de  la  defensa.»  (Sala  2."-,  sent.  17  Junio  1884. — 
Gac  23  Octubre,  p.  280.) 

5  Abril  imííB.  Arma  blanca  esgrimida  como  medio 
racional  d^  defensa  contra  agresión  d  bofetadas,  empello- 
nes y  bastonazos. 

Consistiendo  la  agresión  en  echar  á  empellones  al 
procesado  de  su  habitación,  darle  una  bofetada,  qui- 
tarle el  bastón  y  apalearle  delante  de  sus  depen- 
dientes, es  medio  racional  de  repeler  la  agresión  el 
uso  de  arma  blanca  caiasando  con  ella  lesiones  gra- 
ves y  menos  graves.  (Sent.  5  Abril  1880. — Gaceía  14 
Agosto.) 

S9  Uirlcmbrc  ISSai.    Agresión  cometida  apuntando 

e07i  una  pistola  y  que  se  repele  matando  al  agresor  de  una 
puñalada. 

El  apuntar  con  arma  de  fuego  es  agresión  ilegi- 
tima, pero  si  no  aparece  que  el  acto  se  fundara  en 
hondos  y  graves  resentimientos,  sino  que  fué  la  con- 
secuencia de  disputa  sostenida  por  fútiles  motivos  y 
cuyo  origen  se  desconoce,  ni  puede  apreciarse  la  ne- 
cesidad racional  del  medio  empleado  como  defensa, 
que  consistió  en  matar  al  agresor  de  una  puñalada, 
ni  la  falta  <le  provocación  á  favor  del  matador.  (Sen- 
tencia 27  Diciembre  18S7.— Gac.  21  Abril  1888.) 

Z  !Hnrxo  1Í4S8.  Disparo  y  lesiones  como  medio  ra- 
cional de  defensa  contra  ataque  d pedradas,  de  que  fueron 
objeto  dependientes  de  consumos. 

Insultados  y  apedreados  varios  dependientes  de 
consumos  por  los  matuteros,  el  disparo  de  pistola 
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lieclio  por  uno  de  aquéllos  contra  el  grupo  agresor, 
liiriendo  gravemente  á  un  hombre,  no  traspasa  la  ne- 
cesidad racional  de  la  defensa,  supuesto  el  art.Bo  del 
Beg.  del  resguardo,  (fcjent. 2 Marzo  1888. — Gac.I2Mayo.) 

I«  Abril  IMOO  y  otras.  La  ley  no  exige  al  que  se  de- 
fiende que  reclame  ó  espere  el  auxilio  ajeno,  ó  que  intente 
huir  del  agresor. 

No  se  opone  A  la  racionalidad  del  medio  empleado 
la  circunstancia  de  haber  testigos  presenciales  que 
impidieran  la  agresión,  porque  la  ley  no  encomienda 
ó,  extraños  la  detlÍQsa  propia,  ni  impone  al  qiie  se  de- 
fiende que  intente  antes  desarmar  á  su  contrario  ó 
apelar  á  la  huida  para  evitar  la  agresión.  (Sent.  10 
Abril  1890.— Gac.  27  Septiembre.) 

— La  misma  doctrina  en  cuanto  k  que  la  ley  no  exi- 
ge la  fuga  (Sent.  22  Noviembre  1876.— Grtc.  4  Febrero 
U877),  y  en  cuanto  á  qwe  no  subordina  la  defensa  á  la 
existencia  de  un  suceso  imprevisto,  como  es  la^posi- 
bilidad  del  auxilio  extraño.  (Sent.  19  Junio  1888. — Ga- 
ceta 28  Sejjtiembre.) 

5  Julio  lti90.  Disparo  único  para  repeler  agresión 
con  machete. 

«La  persona  que  se  ve  inmotivada,  inesperada  y 
repentinamente  agredida  en  una  vía  pública  por  un 
hombre  armado  de  machete,  tiene  necesidad  de  aten- 
der á  su  defensa  y  debe  considerarse  racional  el  me- 
dio empleado  al  efecto  si  utiliza  un  arma  de  fuego 
disparándola  contra  el  agresor  una  sola  vez.»  (Gac.I.° 
Nooiúmbrc.) 

G  Uiolfinbre  iSOO.  Golpe  de  piedra  rechazado  por 
otro  proporcional... 

Si  aparece  que  el  reo  sufrió  un  golpe  que  con  una 
piedra  le  dio  en  la  cara  otro  hombre,  produciéndole 
herida  leve,  al  descargar  sobre  el  agresor  un  golpe 
con  el  candil  que  el  procesado  llevaba  en  la  mano  y 
causar  al  adversario  una  lesión,  el  medio  de  defensa 
resulta  racionalmente  necesario.  (Sent.  6  Diciembre 
1890.— Gac.  21  Abril  1891.) 

*0  IVoTlenihrc  i $00.  La  circunstancia  de  ser  uno 
el  agresor  y  dos  los  agredidos  no  obsta  á  la  racionalidad 
del  viedio  de  defensa  empleado  por  ambos. 

Dos  hermanos  se  vieron  acometidos  repentina- 
mente y  por  un  hombre  cuchillo  en  mano,  al  que 
causaron  aquéllos  15  heridas  de  arma  blanca,  de  las 
que  falleció.  El  T.  S.  declara  qiie  en  este  homicidio 
han  concurrido,  no  sólo  la  agresión  ilegitima  y  la 
falta  de  provocación,  ya  apreciadas  por  la  Audien- 
cia, sino  la  necesidad  racioual  del  medio  empleado 
para  su  defensa,  que  no  desaparece  ni  disminuye 
para  los  dos  qwe  hirieron  al  agresor,  «puesto  que 
ambos  fueron  acometidos  ilegítimamente  por  aq\iél, 
y  á  arabos  estimulaba,  además  de  la  defensa  propia, 
la  de  su  hermano».  (Sent.  20  Noviembre  1890. — Gac.  9 
Enero  1891,  p.  U.) 

VI 

Existencia  y  prukba  de  la  taíUt  de  provocación 

siilielcnte  POii  parte  del  que  se  defiende. 

31  .Vlityo  lí»tí3.  Actos  incompatibles  con  la  falta  de 
provocación. 

Apreciando  que  el  procesado  motivó  la  agresión 
de  que  fué  objeto,  tratando  de  evitar  al  padre  del 
ofendido  que  se  llevara  á  éste  para  evitar  la  cues- 
tión, y  agarrando  para  impedirlo  á  dicho  padre  por 
la  capa,  es  evidente  que  motivó  con  tales  actos  la 
agresión  de  que  fué  oltjeto  por  parte  del  hijo  y  no 
puede  invocarla  falta  de  provocación.  (Sent.  31  Mar- 
zo 1873.) 

ÍO  i%lirll  Ift'ao  y  otrns.  Tono  imperativo  motivo  de 
la  agresión. — Palabras  groseras  y  amenazad oi'as. 

No  puede  favorecer  al  reo  la  falta  de  provocación 
cuando  se  debió  la  agresión  al  tono  imperativo  del 
procesado  (Sent.  29  Abril  1879.— GftC.  17  Julio)  ó  á  las 
palabras  groseras  y  amenazadoras  que  usó.  (Senten- 
cia 28  Febrero  1881.— Gacs.  de  la  Sala  2.'^,  t.  I,  p.  92.) 

5  I%ovlenihro  fít^5.  Provocació?i  consistente  en 
echar  de  la  taberna  a  un  hombre  que  se  presentó  en  ella 
^bastante  bebido*. 

El  T.  S.  declara  que  esa  expulsión  verificada  por 
el  tabernero  es  provocación  que  obsta  á  la  exención 
completa  de  responsabilidad.  (Gac.  20  Abril  1886.) 

5  Abril  IM^O  y  otriiH     Demostración  ó  prueba  de  la 
falta  (Je  2>rovocacÍón.  ¿Puede  presumirse? 
No  puede  estimarse  si  se  desconoce  el  motivo  de 


la  cuestión  que  dio  origen  al  hecho,  porque  toda  ex- 
cepción requiere  para  su  eficacia  enfrente  de  las 
prescripciones  legales,  la  determinación  concreta 
de  su  existencia.  tSala  2.'^,  Sent.  5  Abril  188(3. — Gace- 
ta  19  Agosto,  p.  113.) 

— Doctrina  bien  distinta  establece  el  T.  S.  en  sen?,! 
tencia  de  H  :Unrzo  lí*í»H,  consignando  que,  para  no 
apreciar  el  3.**  de  los  requisitos  del  caso  4.",  art.  8.**, 
«es  indispensable  q\ie  en  los  hechos  declarados  pro- 
bados por  el  Tribunal  a  quo  exista  alguna  afirma- 
ción por  la  que  pueda  desprenderse  algún  acto  de 
provocación  suficiente  para  originar  la  agresión  de 
que  fuera  objeto  el  agredido.»  (Sent,  8  Marzo  1888.) 

—Pero  en  otra  Sent.  de  ZH  Marzo  I^NS  ha  perse- 
verado en  su  primitivo  criterio  y  declarado  A  su  te- 
nor que  no  constando  nada  acerca  de  la  falta  de 
provocación  suficiente  por  parte  del  que  se  defiende, 
sólo  es  aplicable  la  disposición  del  art.  87.  (Sala  2.*, 
Sent.  26  Marzo  1888.— Gac.  20  Julio,  p.  15.) 

— La  misma  doctrina  en  Sents.  de  21  Mayo  y  27 
Septiembre  1890.  (Gacs.  17  Octubre  y  15  Noviembre  id.) 

15  Octubre  iStSft.  La  no  aceptación  de  un  ofreci- 
miento 710  es  provocación  que  motive  la  acometida. 

Así  lo  establece  el  T.  S.  casando  y  anulando  sen- 
tencia. (Gac.  31  Diciembre  1888.) 

Cl  Movlenibre  ISftfty  otra.  La  provocación  que  obs- 
te á  la  irresponsabilidad  ha  de  ser  inmediata  y  no  remota. 

La  provocación  á  que  se  refiere  el  3.°  de  los  requi- 
sitos del  núm.  4.'^,  art.  8.°,  «ha  de  ser  tau  inmediata 
que  por  virtud  de  ella  y  su  continaacióu  tenga  lagar 
la  agresión...»  (Seut.  21  Noviembre  1889. — Gac.  27  Ju- 
nio 1890.) 

— La  misma  doctrina  en  sentencia  de  14  Junio  1890. 
(Gac.  20  Octubre.) 

Defensa  de  la  persona  ó  derechos  de  un 
pariente.  (Circunst.  5.*) 

Las  circunstancias  necesarias  para  eximir  de  res- 
ponsabilidad por  obrar  en  defensa  de  los  cónyuges, 
ascendientes,  descendientes,  consanguíneos  dentro 
del  4."  grado  ó  afines  del  2.°  son:  agresión  ilegítima, 
necesidad  racional  del  medio  empleado  para  impe- 
dirla ó  repelerla,  y  que  en  caso  de  haber  precedido 
provocación  de  parte  del  acometido,  no  hvabiera  te- 
nido participación  en  ella  el  defensor. 

Z  Enero  lA'SS.  Acometida  á  palos  d  un  hombre  á 
quien  el  ¡■n>r-  sií.Ai  encuentra  en  su  casa  y  que  ha  herido 
graveuu'itfr  tt  lus  moradores, 

HaVñéndose  encontrado  Fernández  Tejedor  al  vol- 
ver á  su  casa,  bañado  en  sangre  y  espirando  á  su  pa- 
dre político,  y  k  su  madre  herida  gravemente,  y 
viendo  que  era  autor  de  estos  delitos  Tomá,s  Pérez, 
que  se  encontraba  aún  en  la  casa,  al  acometerle  y 
darle  de  palos  obró  en  defensa  de  la  persona  ó  dere- 
chos de  sus  ascendientes  por  evitar  que  continiiara 
causando  más  excesos  y  siguiese  la  mujer  la  desgra- 
ciada suerte  de  su  esposo.  (Sent.  2  Enero  1873.) 

18  Noviembre  lí»94  y  otra..  Lesiones  causadas  con 
utia  piedra  por  una  joven  de  19  años  en  defensa  de  su  pa- 
dre.— Disparo  dirigido  por  una  mujer  al  hombre  que  está 
peleando  con  su  marido. 

Se  declara  exenta  de  responsabilidad  á  la  moza, 
porque  al  tirar  la  piedra  y  lesionar  con  ella  A  un 
hombre  que  acometió  y  derriV>ó  al  padre  de  aquélla, 
empleó,  atendida  su  edad  y  sexo,  el  medio  que  po- 
día para  rex>eler  la  agresión.  (Sent.  18  Noviembre 
1874.— Gac.  18  Enero  1875.) 

— También  declara  el  T.  S.  exenta  de  responsabili- 
dad á  doña  Herminia  García  por  haber  disparado 
dos  tiros  de  un  pequeño  revólver  que  llevaba  en  el 
bolsillo,  contra  un  hombre  que  se  trabó  en  lucha  con 
su  marido,  estando  dicha  señora  sujeta  de  un  brazo 
por  un  tío  del  agresor.  (Sent.  21  Mayo  1886. — Gac.  17 
Agosto.) 

2-t  Mayo  lí*mt.  Golpes  ocasionales  de  lesiones  para 
imposibilitar  al  enemigo  que  amenaz,a. 

Al  intentar  Samuel  Carrión  un  golpe  de  navaja 
contra  Gregorio  Gallego,  Rodrigo  Cepeda  le  sujetó 
los  brazos,  pero  Samuel  dispafó  una  pistola,  resul- 
tando herido  Casiano  Cepeda,  hermano  de  Rodrigo 
y  primo  de  Gregorio.  Estos  entonces  dieron  de  pun- 
tapiés y  bofetadas  ¿  Samuel,  causándole  lesiones;  y 
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condenados  como  aiitores  de  ellas,  interpusieron  re- 
curso de  casación  para  que  se  les  declarase  exentos 
de  responsabilidad,  conforme  al  núm.  5.°,  art.  8.**  del 
Código.  El  T.  S.  estima  que  les  comprende  este  pre- 
cepto y  casa  y  anula  la  sentencia: 

«Considerando  que  los  golpes  que  éstos  (los  recu- 
rrientes) dieron  con  los  pies  y  las  manos  al  agresor, 
infiriéndole  lesiones  leves,  vista  su  insistencia  en 
querer  causar  daño,  no  pueden  menos  de  apreciarse 
como  un  medio  necesario  racionalmente  para  impo- 
sibilitar al  enemigo  que  amenazaba.» 

«7  Abril  liüSa  y  olrn».  Homicidios  y  lesiones  ejecu- 
tados en  defensa  de  un  pariente. 

Declara  el  T.  S.  exento  de  responsabilidad  á  Bar- 
tolomé Santaella  por  haber  muerto  k  un  hombre  y 
herido  á  otros  dos,  apareciendo  que  los  tres,  arma- 
dos y  con  insistencia  acometieron  A  un  primo  del  ma- 
tador, el  cual  no  consta  ni  se  indica  que  tomara  par- 
te en  la  provocación  del  suceso.  (Sent.  27  Abril  1883.— 
Gacs,  de  la  Sala2.'\  t.  II,  p.  91.) 

— Otros  casos  muy  análogos  al  anterior:  sents.  10 
Abril  1885  (Gac.  24  Noviembre)  y  9  Diciembre  1887  (Ga- 
ceta 9  Abril  18SS.) 

—Por  sentencias  de  22  Junio  1883  y  14  Octubre  1884, 
declara  el  T.  S.  exentos  de  responsabilidad  á,  dos 
I)rocesados  que  obraron  respectivamente  en  defensa 
de  su  padre  y  de  su  hermano  — Por  otras  de  9  Marzo 
y  23  Abril  1887  declara  la  misma  irresponsabilidad  á 
favor  de  Sebastián  Manuel  Cebrera,  por  homicidio 
cometido  en  defensa  de  su  hermano,  y  de  un  zapate- 
ro, por  lesiones  causadas  en  defensa  de  su  mujer. 
(Gacs.  11  y  30  Agosto  1887.) 

tt  Wlclcnihre  1^S4.  Golpes  dadosd  un  sereno  jtorun 
particular  en  defensa  de  su  mujer  y  erróneamente  castiga- 
dos como  delito  de  atentado. 

La  mujer  de  Miguel  García  intercedió  por  su  ma- 
rido, á  quien  un  sereno  había  detenido,  y  el  sereno 
la  abofeteó  y  empujó;  por  lo  cual  Miguel  se  arrojó 
sobre  dicho  agento  y  le  causó  una  rozadura  en  el 
cuello.  Condenado  aquél  como  reo  de  atentado,  el 
T.  S.  casa  y  anula  la  sentencia  por  conceptuar  el 
hecho  comprendido  en  el  núm.  5.**,  art.  8."  del  C.  P., 
porque  el  sereno  «realizó  una  agresión  ilegítima  que 
justificó  la  intervención  de  Miguel  para  repelerla 
por  el  medio  que  empleó».  {Sent.  6  Diciembre  1884.— 
Gaceta  19  Agosto  1885.) 

la  Abril  lAAO.  Muerte  dada  á  %tno  por  su  propio  hijo 
al  intentar  defenderle. 

Francisco  Luque  vio  trabados  en  lucha  á  su  padre 
Manuel  y  á  Pedro  Urbano,  y  por  más  que  éste  no  te- 
nia en  la  mano  arma  alguna,  Francisco  disparó  con- 
tra él  una  pistola  por  la  espalda,  matando  á  Manuel 
ó  hiriendo  á  Urbano. 

Apreciados  los  hechos  como  constitutivos  de  ho- 
micidio consumado  y  frustrado  con  dos  de  los  requi- 
sitos del  núm.  5.**,  art.  S.**,  invocó  Francisco  el  de  la 
necesidad  racional  del  medio  de  defensa,  que  el  Tri- 
bunal Supremo  no  estima  porque  no  se  desprende 
de  los  hechos,  pues  «el  recurrente  pudo  hacer  uso  de 
otros  medias  más  adecuados  para  contrarrestarla 
agresión  y  todo  peligro  nara  su  padre.»  (Sent.  13 
Abril  1886.— Gac.  80  Junio.) " 

S4  Hayo  i^SO,  Homicidio  inculpable  causado  en  de- 
fensa del  padre  del  matador. 

D.  Antonio  Martínez  provocó  y  amenazó  á  José 
Mariano  Pérez  y  A  un  hermano  suyo;  y  presentándo- 
se el  padre  de  éstos,  el  propio  Maitínez  lo  increpó 
duramente  y  le  acometió  con  una  pistola  que  lleva- 
ba, sonando  al  mismo  tiempo  un  tiro  que  no  consta 
sifué  disparado  por  el  agresor,  al  cual  en  el  mismo 
momento  descargó  José  Mariano  un  golpe  con  su 
azada  causándole  la  muerte.  El  T.  S,  declara  que  el 
homicida  está  exento  de  responsabilidnd  conforme 
al  núm.  5.",  art.  8.**  del  Código,  porque  «en  los  hechos 
referidos  no  sólo  aparecen  visiblemente  los  requisi- 
tos eximentes  del  núm.  5.°  del  art.  S.'^  del  C.  P.  apre- 
ciados por  la  Sala  sentenciadora,  sino  que  resalta 
también  de  una  manera  por  todo  extremo  evidente 
la  necesidad  racional  del  medio  empleado  por  José 
Mariano  Pérez  para  impedir  ó  repeler  la  agresión 
ilegítima  ejercida  contra  su  padre,  puesto  qiie  lo  vio 
airadamente  amenazado  por  el  agresor  con  un  arma, 
cti^o  primer  disparo  pudo  suponer  qiie  había  sido 
dirigido  por  el  mismo  contra  el  agredido,  temiendo 
con  razón  que  se  hiciera  segiiidamente  algún  otro 
que  privase  de  la  vida  á  aquel  á  quien  debía  la  suya, 
y  que  estaba  naturalmente  obligado  á  defenderla.» 


(Sala  2.'^,  Sent.  24  Mayo  1886. — Gac.  13  Sejitiembre,  pá- 
gina 172.) 

7  Ulclembro  lAfi^a.     Otro  caso. 

En  un  tiro  de  gallos,  José  Reina,  escopeta  en  mano, 
se  trabó  en  lucha  con  Lázaro  Borrego.  Disparóse  el 
arma  hiriendo  mortalmente  á  un  tercero,  pero  á  la 
vez  cayó  al  sixelo  Lázaro,  aturdido  por  el  estampi- 
do y  el  humo.  Un  hijo  de  Lázaro  disparó  entonces 
su  escopeta  contra  Reina  y  le  causó  la  muerte.  Kl 
T.  S.  declara  que  á  este  segundo  homicidio  es  de 
aplicar  la  exención  del  caso  5.",  art.  8.°  en  favor  del 
procesado  porque  «el  impulso  de  su  acción  revela- 
do por  exclamación  de  amor  filial  determinada  por 
el  hecho  de  ver  á  su  padre  caído  en  el  suelo  envuel- 
to entre  el  humo  del  precedente  disparo,  creyéndole 
víctima  de  él,  como  afirma  el  Tribunal  á  quo  en  uno 
de  los  fundamentos  jurídicos  de  su  sentencia,  no  pa- 
rece otro  que  el  de  repeler  tal  agresión  en  el  instan- 
te de  realizarse,  cuando  no  sólo  ignoraba  si  había  ó 
no  terminado,  sino  qwe  podía  temer  su  continuación 
sobre  su  propio  padre,  sobre  él  mismo  ó  sobre  las 
denlas  personas  allí  reunidas: 

Considerando  que  el  medio  empleado  para  este  ob- 
jeto fué  racionalmente  adecuado,  por  ser  el  que  te- 
nia en  sTis  propias  manos,  sin  tiempo  de  reflexionar 
ni  de  pensar  siquiera  acerca  de  su  alcance,  ni  de  ele- 
gir otro  suficiente  á  apartar  un  peligro  inminente, 
dominado,  como  se  halló  Borrego,  por  lo  imprevisto, 
violento  y  grave  de  la  actitud  y  del  hecho  de  Reina.» 
(Sala  2.'',  Sent.  7  Diciembre  de  1886.— Oac.  23  Febrero 
1887,  p.  99.) 

»4  Enero  ■»««.  Asesinato  cometido  en  defensa  de 
un  hermano  dpi  matador,  y  en  que  sin  embargo  no  es 
apreciable  la  circunstancia  5.*  del  art.  8.^  como  eximen^ 
te  ni  como  atenuante. 

A  consecuencia  de  disputa  en  una  taberna  entra 
Evaristo  López  Coca  y  Domingo  Serrano,  muy  ínti- 
mos amigos.  Serrano  dio  á  Coca  una  bofetada,  des- 
pués de  lo  cual  los  dos  se  echaron  á  reir;  pero  salien- 
do á  la  calle  se  trabaron  en  lucha  sin  llevar  armas, 
en  cuj^a  situación  los  vio  un  hermano  de  Evaristo 
llamado  Benito,  el  que  con  una  faca  acometió  por 
la  espalda  á  Serrano,  y  sin  que  se  apercibiera  éste 
ni  su  contrario,  le  dio  una  puñalada  seccionándole 
el  pulmón  y  dejándole  muerto.  Condenado  Benito 
como  reo  de  asesinato,  por  mediar  alevosía,  recu- 
rrió en  casación  impugnando  la  calificación  del  de- 
lito y  pretendiendo  que  se  le  aplicara,  como  ate- 
nuante, conforme  al  núm.  1.*',  art.  9."  del  Cód.,  la 
circunstancia  eximente  5.^  del  8."  El  T.  S.  declara 
no  haber  lugar  al  recurso: 

•  Considerando  que  no  ptiede  menos  de  apreciarse 
en  la  ejecución  del  delito...  la  expresada  circiinstan- 
cia  de  alevosía...  Considerando  que...  no  ha  concu- 
rrido... ninguna  de  las  condiciones  del  núm.  5.^  del 
art.  8.°  del  Cód.  y  no  tiene  aplicación  el  niim.  1.°  del 
art.  9.'^...  ya  porque  no  habiendo  dado  importancia 
ninguna  Evaristo  López  Coca  á  la  bofetada  que  le 
dio  Domingo  Serrano,  no  puede  enlazarse  este  he^ 
cho  con  la  lucha  que  tuvieron  después,  ya  porque 
ésta  era  hasta  cierto  punto  inofensiva,  no  teniendo, 
como  no  tenían,  los  contendientes  arma  ni  objeto 
alguno  en  las  manos.»  (Sala  2."',  sent.  24  Enero  1888. — 
Gac.  6  Mayo,  p.  187.) 

— Otro  caso  muy  análogo  en  sent.  de  3  Marzo  1890. 
{Gac.  16  Septiembre.) 

15  IVovIenibro  iSftO.  Lesiones  inferidas  bajo  la 
equivocada  creencia  de  que  el  padre  del  autor  estaba  ri- 
fiendo  con  el  ofendido:  No  es  aplicable  la  exención  de  res- 
ponsabilidad. 

Luís  Torrado  hirió  A  un  hombre;  Juan  Tejada,  su 
convecino,  reconvino  al  culpable,  y  José  Tejada,  hijo 
de  Juan,  creyendo  que  la  cuestión  era  con  su  padre 
hirió  de  un  palo  á  Luis.  A  esta  lesión  declara  el  T.  S. 
que  no  le  alcanza  la  irresponsabilidad  del  caso  5.", 
art.  8.'*,  porqiie  la  creencia  equivocada  de  José  no 
puede  tener  la  virtualidad  necesaria  para  estimar 
BU  conducta,  como  si  en  realidad  hubiera  obrado  eu 
defensa  de  su  padre.  (Sent,  15  Noviembre  1889. — Ga- 
ceta 12  Marzo  1890.) 

Defensa  de  un  extraño.  (Circonst.  6,*^) 

El  que  obra  en  defensa  de  la  persona  ó  derechos  do 
un  extraño  está  exento  de  responsabilidad  siempre 
que  concurran  los  requisitos  de  agresión  ilegitima, 
necesidad  racional  del  medio  empleado  para  impe- 
dirla ó  repelerla,  y  que  el  defensor  no  sea  impulsa- 
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do  por  venganza,  resentimiento  ú  otro  motivo  ilegl-    i 
timo. 

30  Abril  1880.  Moralidad  del  vióvil  inductor  de  la 
defensa  ajena. 

No  aprovecha  la  exención  del  caso  6.°,  art.  8.°,  al 
q-ne  defiende  á  otro  para  vengarse  del  queleataca^i^Ga- 
ceta.  JO  Septiembre^  p.  9.) 

5  Febrero  t!*sa.  Lesiones  causadas  á  otro  defen- 
diendo el  ñereclio  de  j>ropieáad<le  un  tercero. 

Agustín  Bueno  sustrajo  dos  vasos  de  cristal  de 
una  taberna  de  Ruzafa,  y  enterado  por  casualidad 
el  guarda  de  consumos  Salvador  Tena,  salió  en  su 
busca  y  le  pidió  los  vasos,  con  cuyo  motivo  se  susci- 
tó cuestión  entre  ambos,  sacando  el  primero  una 
navaja  y  acometiendo  k  Tena  que  se  defendió  dispa- 
rando un  tiro  que  causó  una  lesión  en  el  hombro  al 
Bueno.  La  Audiencia  de  Valencia  condenó  A  Sq,lva- 
dor  como  autor  de  disparo  y  lesiones,  cuya  senten- 
cia casa  y  anula  el  T.  S.,  en  recurso  del  interesado, 
que  resulta  irresponsable  por  haber  obrado  en  de- 
fensa de  los  derechos  de  un  extraño,  mediando  agre- 
sión ilegítima  y  necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  repelerla,  y  sin  que  moviera  al  procesa- 
do resentimiento  alguno  anterior,  cuando  defendía 
los  derechos  de  un  extraño,  y  en  cierto  modo,  su 
buen  nombre  por  ser  agente  de  la  autoridad.»  (Sala 
2.",  sent.  o  Febrero  1887.— Gac.  9  Junio,  p.  197.) 

3  Janlo  IH490.  Caso  en  que  los  resentimientos  entre 
agresor  y  defensor  no  obstan  á  la  aplicación  del  núm.  6,^, 
art.  S."" 

Sebastián  Barrios  hirió  á  Sebastián  González  con 
el  que  se  trabó  en  lucha  porque  se  puso  á  maltratar 
con  insistencia  á  un  niño.  Entre  la  familia  de  Ba- 
rrios y  González  mediaban  algunos  resentimientos 
ó  cuestiones,  no  obstante  los  cuales,  el  T.  S.  declara 
exento  de  responsabilidad  á  Barrios,  porqaae  no 
apreciadas  como  origen  de  la  riña  tales  cuestiones, 
quedó  reconocida  como  única  causa  la  defensa  que 
hizo  Barrios  del  niño.  (Sent.  3  Junio  1890. —  Gaceta  17 
Octubre.) 

Daño  en  propiedad    ajena  para  evitar  un 
mal  mayor.  (Circunst.  7.^) 

3  Wovlonibre  I^ÍS.  Invadido  un  corral  de  don 
José  Saturnino  Valdivieso,  por  varias  reses  de  don 
Ángel  López,  entre  ellas  un  toro  bravo,  intentó  Val- 
divieso hacerlas  huir  arrojándolas  piedras,  y  no  pu- 
diendo  conseguirlo,  disparó  tres  tiros  matando  auna 
vaca  mansa  é  hiriendo  al  toro.  Seguida  causa  con- 
tra Valdivieso  y  condenado  como  reo  do  daño,  in- 
terpiiso  recurso  de  casación  invocando  el  núm.  7.**, 
art.  8.°  del  C.  P. 

El  T.  S.  casa  y  anaila  la  sentencia: 

«Considerando  que  el  recurrente  al  ejecutar  el  he- 
cho que  ha  motivado  esta  causa  obró  impulsado  por 
el  derecho  que  tenia  de  hacer  salir  de  su  corral  al 
toro  de  lidia  y  evitar  el  mal  mayor,  cuj-a  realización 
debía  esperarse  al  ver  que  no  pudo  conseguir  por 
otros  medios  que  dicho  toro  y  las  otras  reses  que  le 
acompañaban  se  fueran  al  soto  de  donde  se  habían 
escapado:  estando,  por  lo  tanto,  el  recurrente,  su  fa- 
miliay  hasta  los  vecinos  del  pueblo  expuestos  á  que 
en  una  salida  imprevista  del  toro  causara  éste  mu- 
chas desgracias  y  de  muchísima  más  importancia 
que  el  daño  producido  con  la  muerte  de  la  vaca  y 
herida  causada  al  mismo: 

Y  considerando  que,  según  queda  indicado,  concu- 
rrieron en  el  hecho  las  circunstancias  que  exige  di- 
cho Código  para  eximir  de  responsabilidad  criminal, 
sin  que  por  otra  parte  aparezca  que  hiibo  intención 
de  causar  un  daño  innecesario,  por  más  que  los  dis- 
paros no  fuoran  certeros  y  jjrodujeran  por  mero  ac- 
cidente la  muerte  de  un  animal,  del  cual  nada  ha- 
bla que  temer:  y  por  lo  mismo,  al  declarar,  la  Sala 
que  el  recurrente  es  criminalmente  responsable  del 
hecho  por  que  se  lo  ha  acusado,  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  ó  infracción  alegados.»  (Sent.  3  No- 
viembre 1875.— Gac.  30  Noviembre,  p.  91.) 

Ejecución  de  un  acto  licito  con  la  debida  di- 
ligencia causando  un  mal  por  mero  acci- 
dente. (Circunst.  8  *)  *. 

95  Enero  1Í493.  Atropello  al  correr  caballerías  por 
las  caUes:  Homicidio  por  imprudencia. 

No  es  un  acto  lícito  el  conducir  corriendo  caballe- 


ríaspor  las  calles,  paseos  y  sitios  ptiblicos,  pues  que 
está  prohibido  por  el  art.  599del  C.  P.  en  su  núm.  5."; 
de  modo  que  si  se  atropella  á  una  persona  causán- 
dola la  muerte,  está  bien  calificado  el  delito  de  ho- 
micidio por  imprudencia  simple  con  infracción  de 
los  reglamentos.  (Arts.  1.°,  8.°,  núm.  8,  y  581  delC.  P.)- 
(Sent.  25  Enero  1873.) 

1.°  Marzo  1S73.  Ber ida  puramente  casual  inferida''' 
d  U710  al  jugar  á  la  barra. 

Jugando  á  la  barra  varios  jóvenes,  se  colocó  reite- 
radamente en  un  sitio  peligroso  Tomás  Maturana»  = 
á  pesar  de  las  repetidas  amonestaciones  de  algunos^^ 
de  ellos;  y  no  viéndole  Andrés  Arjona,  lanzó  la  ba-  I 
rra  y  le  infirió  una  herida  en  la  cabeza.  Condenado 
por  ello  como  reo  de  imprudencia  temeraria,  invocó 
en  casación  el  niim.  S.°,  caso  S.**  del  C.  P.,  cuya  cir»" 
cunstancia  se  estima  á  favor  del  procesado: 

«Considerando...  que  Matnrana  fué  lesionado  por 
Arjoua  cuando  jugaba  á  la  barra  en  el  sitio  acos- 
tumbrado en  el  pueblo,  ó  sea  ejecutando  un  acto  li- 
cito, habiendo  amonestado  los  mozos  á  Maturana 
para  que  se  retirase  de  aquel  sitio,  como  lo  retira-  ' 
ron,  lo  que  era  obrar  con  la  debida  diligencia;  y  ha» 
biéndolo  herido  despiiés  sin  verlo  el  Arjona,  como 
se  dice  probado  en  la  sentencia,  constituye  el  caso 
de  haber  causado  un  mal  por  mero  accidente,  sin' 
culpa  ni  intención  de  causarlo.»  (Sentencia  1.**  de 
Marzo  1873.) 

31  Hnrxo  IS76.    Prescripción  de  medicinas  en  doai$ 

extraordinarias  y  i)e7'jiidiciales. 

No  está  exento  de  responsabilidad  criminal,  con- 
forme al  niim.  8.^  del  art.  S.°,  sino  comprendido  en  el 
art.  5Sl,  el  facultativo  que  por  ignorancia  ó  por  error, 
prescribe  un  medicamento  á  tales  dosis,  que  causa ^. 
fatales  consecuencias.  (Sent.  31  Marzo  1876.  — Gac.  30 
Julio.) 

26  Ootubrp  IHSl.  Arrojar  de  una  taberna  á  una 
mujer  escandalosa  que  cae  y  se  hiere. 

Isabel  Fernández  escandalizaba  en  una  taberna;  y 
arrojada  del  local  repetidas  veces  por  el  tabernero, 
en  una  de  ellas  cayó  al  suelo,  j'a  porque  estaba  algo 
bebida,  porque  resbalase  ó  porque  el  empujón  fuera 
más  fuerte,  causándose  lesiones. 

El  T.  S.  declara,  casando  y  anulando  la  sentencia, 
que  comprende  al  tabernero  la  circunstancias.^  del 
art.  8.°: 

«Considerando  que  el  recurrente,  al  despedir  y 
echar  con  repetición  de  la  taberna  que  regentaba,  á 
Isabel  Fernández  por  los  escándalos  que  en  ella  es- 
taba dando  la  noche  del  2  de  Septiembre  del  año  an- 
terior, ejecutaba  un  acto  lícito,  pues  lejos  de  prohi- 
bírselo la  ley,  era  de  su  deber  evitarlo  dentro  de  su 
establecimiento.»  (Sent.  26  Octubre  1881.— Gacs.  de  la 
Sala  2."-  de  1882,  t.  I,  p.  36.) 

17  Diciembre  18^7.  Lesiones  inferidas áunhomhré 
con  ocasión  de  tirar  otro  al  blanco  en  su  propio  jardin... 

Hallándose  D.  Francisco  Luqiie  en  el  patio  jardín 
de  su  casa  entretenido  en  tirar  al  blanco  y  á  los  pa- 
jarillos  con  una  escopeta  de  salón,  aprovechando  la 
ocasión,  dice  la  sentencia,  de  haberse  suspendido  los 
trabajos  por  estar  lloviendo,  el  encargado  de  ios  al- 
macenes penetró  en  uno  cuya  ventana  da  al  patio  del 
jardín,  y  por  ella  recibió  un  balazo  quedando  grave- 
mente herido.  El  T.  S.  declara,  casando  y  anulando 
sentencia,  que  el  hecho  cae  bajo  la  exención  de  res- 
ponsabilidad del  núm.  8.'',  art.  8."  del  Código,  porque 
D.  Francisco  tiraba  al  blanco  «en  la  fundada  y  ra- 
cional creencia  de  que  en  los  almacenes  no  había 
quedado  operario  alguno,..,  no  siendo  imputable  á- 
Luque  el  mal  que  por  mero  accidente  sufrió  Sellos...» 
(Sent.  17  Diciembre  1887.— Gac.  18  Abril  1888.) 

8  Marzo  mH7.  Acto  ilicito  cuyas  C07isecu€ncia3  no 
pueden  ampararse  en  la  exención  del  caso  8.^ 

No  es  acto  lícito  el  de  apuntar  con  arma  de  fuego 
á  una  persona  de  la  que  nada  se  puede  temer,  porque 
otras  dos  la  sujetan:  y  si  por  consecuencia  de  la  aine-  , 
naza  aquélla  se  desliga  y  forcejea  para  evitar  el  die- 
paro,  y  al  salir  éste  causa  la  muerte  á  un  niño,  de 


*    La  di$i)osició7idel  ai-t.  8.^,  núm.  S.**  del  C.P.  tiene  in- 


tima relación  con  los  arts.  581  y  G05,  núm.  3.°,  referentes 
ala  imprudencia  punible  como  delito  ó  como  falta,  cuando 
se  causa  un  mal  por  mero  occidente^Mn  intención  pero  con 
culpa,  ó  sea  por  falta  de  lu  debida  diligencia  Véanse,  por 
lo  tanto,  como  complemento  dp  los  casos  de  jurispruden- 
cia arriba  insertos,   los  que   reservamos  para  Impbü- 
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este  accidente  es  responsable  el  que  apuntó  con  el 
arma,  coñac  reo  de  imprudencia  temeraria.  (Sent.  8 
Marzo  1887.— Gac.  11  Agosto.) 

Fuerza  irresistible.  (Circunst,  9.") 
2  Julio  Ift72  y  otra.     La  fuerza  significa  violencia 
material  y  física.— No  puede  amparar,  por  lo  tantOy  al 
que  mata  al  seductor  de  su  hija  que  reniega  d  la  repa- 
ración. 

No  debe  confundirse  la  fuerza  irresistible,  mate- 
rial y  fisica,  á  que  alude  el  núm.  9.",  art,  8.*^,  con 
otras  causas  de  exención  referentes  á  la  violencia 
moral,  como  las  señaladas  en  los  casos  5.**,  10  y  11. 
(Sent.  2  Julio  1872.) 

Como  la  circunst.  9.*  exifre  ale:nna  fuerza  directa- 
mente empleada  para  oblig^ar  A  la  perpetración  del 
delito,  no  puede  aplicarse  al.padre  de  una  joven  que 
mata  al  seductor  de  la  misma  por  baberse  negado 
reiteradamente  á  las  súplicas  que  el  matador  y  su 
hija,  postrada  de  rodillas,  le  liicieron,  para  repa- 
rar por  medio  del  matrimonio  la  falta  cometida  *• 
(Sent.  3  Julio  mS9.— Gac.  10  Septiembre.) 

Miedo  insuperable.  (Circunst.  10.) 

Sí  Diciembre  187-4.  Cuándo  es  aplicahíe  él  número 
10,  art.  8.° 

Sólo  es  aplicable  cuando  los  procesados  no  han 
podido  eliidir  el  mal  de  que  se  ven  amenazados  sin 
recurrir  A  medios  violentos  y  do  fuerza;  pues  en  otro 
caso  se  les  autorizaría  para  causar  el  mal  sin  nece- 
sidad. (Sent.  2  Diciembre  1874.— Gac.  2ff  Enero,  p.  23.) 

7  Jnnlo  IS70.  Riña  entre  dos  albañilea  sostenida 
en  lo  nlfo  de  un  andamio  y  terminada  con  la  caída  de  uno 
de  ellos.  ^Es  apreciahle  el  miedo  á  favor  del  otro? 

No  obra  impulsado  por  miedo  insuperable  de  un 
mal  igual  ó  mayor  el  albañil  que  por  no  ceder  á  una 
exigencia  de  nn  compañero  suyo,  relativa  á  su  ofi- 
cio, se  empeña  con  aquél  en  una  lucha  que  termina 
con  la  muerte  de  su  contendiente  á  consecuencia  de 
las  heridas  que  el  mismo  sufre  al  caer  de  la  altura  en 
que  se  encuentra,  empujado  por  el  otro.  (Sala  2.*, 
sent.  7  Junio  1879.— Gac.  19  Agosto,  p.  55.) 

15  IVovIonibre  1^80.  Falso  testimonio  dado  pov 
un  hombre  débil  y  enfermo,  á  favor  y  en  presencia  de  pro- 
cesados de  carácter  violento. 

El  estado  de  debilidad  fisica  del  que  depone  fal- 
samente en  causa  criminal  A  favor  de  los  reos  y  la 
circunstancia  de  declarar  ante  éstos,  que  eran  de 
carácter  violento,  no  revelan  la  existencia  de  un 
mal  qne  amenazase  real  y  verdaderamente  al  decla- 
rante y  fxiera  igual  ó  mayor  que  el  perpetrado  por 
un  neto  qwe  no  cabe  amparar  con  dicha  exención. 
(Sent.  15  Noviembre  1880.-Gacs.  18S1,  t.  I,  p.  9.) 

12  Febrero  IS86.  Falsa  ititimación  de  detenerse 
ante  la  guardia  civil,  d  que  correspofide  el  intimado  ma- 
tando  de  un  tiro  al  que  se  la  hace. 

El  disparo  A  que  se  refiere  el  pígrafe,  no  aparece 
impulsado  «por  miedo  capaz  de  cohiliir  la  voluntad 
en  grado  jurídicamente  apreciahle  de  que  se  le  cau- 
sara daño  alguno,  porque  el  anuncio  y  la  intimación 
de  la  presencia  de  la  Guardia  civil  no  era  natural 
que  le  produjera  temor  que  estimulara  á  impedir 
con  el  liso  del  arma  un  peligro  que,  siendo  el  hecho 
real,  no  existía,  y  qiio  de  ser  supuesto,  no  se  ofrecía 
por  otro  ninguno  ni  como  inminente  ni  como  próxi- 
mo». (Sala  2.*,  Sent.  12  Febrero  1886.— Gac.  29  Mayo, 
pág.  219.) 

16  MnrKO  mST.  La  deslealtad  de  la  agresión  no 
puede  argüir  el  miedo  insuperable  que  exime  de  resjyonsa- 
bilidad. 

*No  obra  impulsado  por  miedo,  sino  con  desleal- 
tad y  con  ira,  el  que  habiendo  convenido  en  apelar 
A  la  fuerza  para  dirimir  agravios  rofibidos,  anticipa 
la  agresión,  hiere  dos  veces  A  su  adversario,  y  le  apa- 
lea despiiés  de  herido  y  desarmado.»  (Sala  2.*^,  sen- 
tencia 16  Marzo  18S7.— "Gac.  13  Agosto,  p.  62.) 

27  ¡Maríio  IS^O.  Cohecho  cometido  por  un  alguacil 
en  'provecho  deljzte~  y  en  el  que  son  de  apreciar  los  im- 
pulsos del  miedo  como  estimulo  poderoso  de  arrebato  y 
obcecación,  . 

XJn  juez  municipal  exigió  por  encargo  de  su  algua- 
cil bO  duros  A  un  detenido  por  ponerle  en  libertad. 


*     Véase  otro  caso  exactamente  igual  en  Sent  de  28  Fff 
hrero  1801,  Apéndice  1893,  p.  fí8.' 


El  detenido  accedió  y  el  juez  percibió  los  80  duros 
por  mano  del  alguacil.  Condenado  éste  como  autor 
de  cohecho,  interpuso  recurso  de  casación  invocan- 
do la  circunst.  10,  art.  8.°  El  T.  S.  la  estima  como 
atenuante: 

«Considerando  que  el  concepto  de  la  circunstancia 
eximente  do  obrar  A  impulso  del  miedo  insuperable 
de  un  mal  igiial  ó  mayor  no  estA  en  el  riesgo  de  un 
Xierjuicio  cualqiiiera,  mAs  ó  menos  probable  para  el 
agente,  sino  en  la  coacción  verdaderamente  insupe- 
rable de  la  voluntad,  producida  por  lina  grave  y 
transcendental  amenaza,  que  no  resulta  en  el  pro- 
ceso: 

Considerando  que  si  bien  por  estas  razones  es  in- 
admisible el  motivo  de  casación  fundado  en  el  nú- 
mero 10  del  art.  8.**,  hay  que  reconocer  que  la  depen- 
dencia del  recurrente  Francisco  Ortiz  del  juez  mu- 
nicipal, le  constituía  en  situación  moral  inferior  A 
él,  del  cual,  entro  otras  cosas,  podía  temer  como 
fundamento  que  le  separase  do  su  destino,  y  que 
esto,  constituyendo  un  estímulo  poderoso  en  sit  Ani- 
mo ,  pudo  producirle  cierto  arrebato,  sobre  todo 
cuando  no  aparece  que  por  su  parte  obtuviera  pro- 
vecho alguno  en  la  comisión  del  delito...»  (Sent.  27 
Marzo  1HS9.— Gac.  8  Agosto,  p.  76.) 

Cumplimiento  de  un  deber  ó  ejercicio  legiti- 
mo de  un  derecho,  oficio  ó  cargo.  (Cir- 
cunstancia 11.) 

2Í)  Noviembre  1872.  Lesiones  causadas  por  la  au- 
toridad. 

No  es  esta  circunstancia,  sino  la  4."'  referente  A  la 
defensa  propia,  la  aplicable  para  la  irresponsabili- 
dad de  las  lesiones  causadas  por  el  que  ejerce  auto- 
ridad, cuando  usa  de  sus  armas  para  repeler  una 
agresión.  (Sent.  29  Noviembre  do  1872.) 

■4  .lullo  ISSl.  Negativa  de  iin  jefe  de  estación  á 
adelantar  la  hora  de  salida  de  un  tren. 

Condenado  un  jefe  de  estación  como  autor  de  una 
falta  de  desobediencia  por  haberse  negado  A  ade- 
lantar la  hora  de  salida  de  un  tren,  mientras  eljuez 
que  se  lo  ordenaba  no  le  comunicase  el  mandato 
por  escrito,  interpuso  recurso  do  casación,  y  el  T.  S. 
le  declara  exento  de  responsabilidad,  porque  »obró 
en  el  cumplimiento  de  su  deber  y  no  incurrió  en  res- 
ponsabilidad criminal.»  (Sent.  á  Julio  1881. — Gacetas 
de  la  Sala  2.'',  t.  IT,  p.  93.) 

í¿6  [%'ovlenibre  18S3.  Lesiones  inferidas  por  un 
dependiente  del  resguardo  á  un  matutero. 

Comprende  también  la  exención  del  caso  11,  ar- 
ticulo 8.^,  al  dependiente  de  consumos  que  infiere 
lesiones  á  nn  matutero- al  resistirse  éste  en  unión  de 
otros  A  mostrar  el  contrabando,  amenazando  de 
muerte  al  empleado.  (Sent.  26  Noviembre  1883. — Ga- 
cetas de  la  Sala  2.*^  de  1881,  t.  I,  p.  31.) 

— Otros  dos  casos  en  Sents.  de  27  Octubre  y  13  Di- 
ciembre 1886  (Gacs.  12  Enero  y  24  Febrero  1887).  En  el 
primero  de  estos  fallos  se  consigna  que  los  emplea- 
dos del  resguardo  se  hallan  autorizados  para  hacer 
liso  de  sus  armas  por  el  art.  35  del  Reg.  de  25  Sep- 
tiembre 1885. 

— Otro  caso  anAlogo  en  Sent.  5  Diciembre  1889. — 
Gac.  25  Julio  1890.) 

17  Abril  I88S.  No  pueden  ampararse  en  esta  cir- 
cunstancia las  injurias  cometidas  en  los  escritos  forenses. 

Así  se  ha  establecido  en  esta  sentencia,  según  he- 
mos visto  en  Atentado...,  1. 1,  p.  753. 

22  Hayo  ISHH.  Castigos,  golpes  y  amenazas  ejecu- 
tados por  el  jefe  ie  impenai  contra  algunos  reclusos  para 
imponer  el  orden  e^i  el  establecimiento. 

Producido  wrx  ttimulto  en  el  penal...  y  apareciendo 
que  el  jefe  amenazó  con  un  revólver  A  varios  confi- 
nados, dio  palos  A  otros  con  su  bastón,  metió  en  el 
calabozo  A  algunos  y  amarró  á  dos,  y  así  consiguió 
restablecer  el  orden,  es  notorio  que  empleó  en  tales 
casos  los  medios  intimidatorios  adecuados  para  lo- 
grarlo y  le  comprende  la  exención  del  núm.  11,  ar- 
tículo S.**  del  Código.  (Sent.  22  Mayo  1888.— Gac.  29 
Agosto.) 

19  Octubre  \HHn  y  otras,  Lesioiies  inferidas  por 
agentes  de  la  autoridad  á  un  hombre  á  quien  tenían  suje- 
to: Disparo  á  un  hombre  que  huye. 

No  obran  en  el  ejercicio  legítimo  de  sus  funciones, 
antes  bien  se  prevalen  de  ellas  para  delinquir  y  abu- 
san además  de  superioridad,  los  agentes  que  tonien- 
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<\o  sujeto  á  un  detenido  le  maltratan  para  dominar 
la  resistencia  pasiva  que  con  voces  de  auxilio,  pero 
sin  emplear  fuerza  ni  violencia,  les  opuso  con  el  fin 
de  sustraerse  al  peligro  de  que  se  creyó  amenazado 
con  su  conducción  á  la  cárcel  por  un  paraje  desusa- 
do. (Sent.  19  Octubre  18S8.— Gac.  6"  Enero  1880.) 

— En  Sent.  de  8  de  Junio  de  1888  declara  el  T.  S.  que 
no  es  aplicable  la  circunstancia  11  á  un  alcalde  que 
disparó  un  tiro  ó  hirió  gravemente  á,  un  hombre  al 
que  habla  detenido  y  á  qxiien  perseguía,  y  se  esta- 
blece que  el  medio  empleado  no  entraba  en  la  esfera 
de  los  deberes  de  la  autoridad  ni  correspondía  al 
eiercicio  leg:ítimo  de  su  cargo.  (Sent.  8  Junio  1888. — 
Óac.  25  Septiembre,  p.  173.) 

— Otros  casos  análogos:  Sents.  1.**  Julio  y  i  Diciem- 
bre 1890.  (Gacs.  31  Octubre  18g0  y  2  Mayo  1891.) 

S5  Junio  l*4^0-  Disparo  ejecutado  por  itn  guardia 
rural  auxiliando  d  un  guardia  civil  con  el  cual  iba  de 
servicio.  t 

Un  guardia  riiral  desempeñaba  con  otro  civil  el 
servicio  de  vigilancia  de  persecución  de  cazadores 
fiirtivos.  Asustaron  á  algunos  y  éstos  huj'eron  y  des- 
atendieron la  intimación  de  detenerse,  por  lo  que  el 
guardia  rural  disparó  un  tiro  contra  ellos.  El  T.  S. 
declara  que  el  disparo  no  es  punible,  como  compren- 
dido en  el  caso  11,  art.  8.°  del  Cód.  penal,  piies  se 
hizo  «sin  rencor  ni  propósito  de  venganza,  sin  inten- 
ción de  delinquir,  obrando  como  agente  de  la  auto- 
ridad, haciendo  uso  de  un  arma  reglamentaría  y  con 
el  único  fin  de  cooperar  á  un  servicio  público  en 
cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo.»  (Sent.  26 
Junio  1889. —  Gac.  s  Septiembre.) 

Obediencia  debida.  (Circunst.  12.) 

S3  Septiembre  1*7*  y  otros.  La  obediencíaha  de 
recaer  sobre  materia  licita,  y  en  cumplimiento  de  órdenes 
dictadas  con  competencia. 

El  adjetivo  debida  significa  que  la  obediencia  ha 
de  recaer  sobro  actos  lícitos  y  permitidos.  (Sent.  23 
Septiembre  1872.) 

— Para  apreciarla  es  preciso  que  el  mandato  sea  le- 
gítimo y  procedente  el  medio  empleado  para  llevar- 
lo á  cabo,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  el  que  manda  y 
el  que  obedece  obren  respectivamente  dentro  del 
cumplimiento  de  la  ley.  (Sent.  27  Noviembre  1876. — 
Qac.  6  Marzo  1877.) 

— De  las  relaciones  de  amo  y  criado,  ó  principal 
y  dependiente,  voluntariamente  establecidas  entre 
dos  personas,  como  de  ninguna  situación  de  depen- 
dencia y  respectiva  superioridad,  creada  por  mutuo 
convenio  entre  particulares,  no  puede  nacer  la  obli- 
gación del  subordinado  á  obedecer  á  su  superior  en 
todo  lo  que  no  sea  legal  y  permitido,  y  por  lo  tanto, 
si  se  presta  á  contribuir  á  la  consumación  de  una  es- 
tafa, su  participación  debe  estimarse  como  emana- 
da de  su  libre  albedrío,  y  constitutiva  en  tal  supues- 
to de  delito,  y  no  como  originada  por  la  necesidad 
de  cumplir  mandatos  superiores,  ó  inductiva  bajo 
este  concepto  de  exención  de  responsabilidad...  (Sen- 
tencia 28  Junio  1883. — Gacs.  de  la  Sala  2.*^,  t.  II,  p.  161.) 

— La  misma  doctrina  en  Sent.  do  17  Octubre  1890. — 
(&IC.4  Diciembre) 

4  niiizo  1  *S»0.  La  obediencia  debida  niínca  puede 
apreciarse  como  circunstancia  atenuante  *. 

No  es  aplicable  á  esta  circuntancia,  la  1.*  del  ar- 
tículo 9.°,  porque  la  obediencia  debida  depende  de 
un  solo  hecho  moral  indivisible.  (Sent.  4  Marzo  1886. 
Gac.  13  Agosto.) 

—V.  Circunstancias  atenuantes. 

CIRCUNSTANCIAS  ATENUANTES.  Las  cii- 
cunstancias  que  atenúaii  la  responsabilidad 
criminal,  no  son  únicamente  las  determinadas 
de  un  modo  preciso  en  el  art.  9.°,  puesto  que 
éste  autoriza  la  apreciación  de  cualquiera  otra 
de  ig'ual  entidad  y  análog-a  á  las  que  enumera. 

Además  en  el  art.  10  hay  dos  comprendidas 


'  Véase,  sin  embargo,  en  Ciecünst.vncia3  atenuan- 
tes, la  sent,  de  28  Noviembre  1877,  inserta  bajo  el  núme- 
ro VIH. 


en  las  agravantes,  y  que,  sin  embargo,  y  por 
disposición  de  la  ley,  pueden  ser  estimadas 
como  atenuantes:  el  parentesco  (Circunst.  1.*) 
y  el  realizar  el  delito  por  la  imprenta,  la  lito- 
grafía, la  fotografía  ix  otro  medio  análogo  que 
facilita  la  publicidad  (Circunst.  5.^*). 

Fúndase  este  vario  y  opuesto  carácter  del 
parentesco  y  la  publicidad  en  el  influjo  diverso 
que  naturalmente  tienen  sobre  los  delitos,  se- 
gún la  índole  y  condición  de  éstos,  en  armonía 
con  los  medios  de  ejecución  que  revelan  ma  - 
yor  ó  menor  perversidad,  ó  por  lo  menos  inten- 
ción más  ó  menos  transcendental  y  dolosa. 

Si  el  parentesco  puede  servir  de  circunstan- 
cia eximente  ó  de  motivo  de  exculpación  en 
algunos  delitos  (art.  580)  se  impone  la  razón 
filosófica  de  que  atenúe  la  responsabilidad 
aneja  á  otros  análogos.  Pero  cuando  el  hecho 
criminal,  lejos  de  significar  un  exceso  ó  abuso, 
aunque  ilícito,  de  la  confianza  que  natural- 
mente existe  entre  parientes  cercanos,  entra- 
ña el  desconocimiento  de  los  más  elementales 
respetos  á  que  obliga  la  relación  de  consan- 
guinidad ó  afinidad,  y  el  ultraje  á  los  más 
vivos  sentimientos  de  familia,  la  sanción  penal 
debe  ser  más  severa  para  el  que  los  ofende  y 
escarnece.  Por  eso  puede  afirmarse  como  re- 
gla general  que  el  parentesco  es  circunstancia 
agravante  en  los  delitos  contra  las  personas, 
y  atenuante  en  los  delitos  contra  la  propiedad; 
pero  el  principio  no  es  absoluto,  y  en  algunos 
casos  se  ha  apreciado  como  circunstancia  ate- 
nuante la  de  parentesco  para  los  reos  de  homi- 
cidio y  lesiones,  como  tendremos  ocasión  de 
ver  más  adelante. 

En  cuanto  á  la  publicidad,  advertiremos 
que  si  produce  mayor  daño  cuando  se  aprove- 
cha para  difundir  y  perpetuar  hechos  que 
agravian  ó  menoscaban  el  honor  ó  la  reputa- 
ción délas  personas, revela,  en  cambio,  menor 
perversidad  cuando  sirve  para  impedir  ó  en- 
torpecer el  desarrollo  de  la  acción  criminal  ó 
sus  consecuencias,  más  bien  que  para  facilitar- 
las. Entre  la  amenaza  proferida  por  medio  de 
la  imprenta,  que  da  al  amenazado  ocasión 
de  aprestarse  á  la  defensa  y  al  poder  social 
medios  de  evitar  la  ejecución  del  mal  con  que 
se  conmina,  y  la  amenaza  que  se  profiere  si- 
gilosamente ante  el  ofendido,  sin  que  nadie 
lo  sepa  y  acaso  en  paraje  inseguro  y  solitario, 
hay  una  diferencia  inmensa  capaz  de  justifi- 
car las  más  opuestas  aplicaciones  de  la  cir- 
cunstancia 5."  del  art.  10. 

Todas  las  especificadas  en  el  9.°  se  fundan 
en  la  menor  depravación  que  revela  el  hecho 
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.criminal  por  parte  del  agente,  supuestos  su 
edad,  el  estado  en  que  se  encuentra  ó  los  pre- 
cedentes del  delito;  y  entre  algunas  de  ellas 
hay  tal  identidad  ó  analogía  de  concepto,  que 
se  aplican  indistintamente  A  casos  ig'uales  ó 
muy  semejantes  sin  que  por  ello  se  cometa  in- 
fracción de  ley,  ni  acaso  impropiedad  en  la  ca- 
lificación del  motivo  que  sirve  para  disminuir 
la  gravedad  del  hecho.  Si  la  edad,  la  falta  de 
intención  de  causar  tanto  mal  y  la  embriaguez 
{cii-cunstancias  2.*,  3."  y  6.*)  tienen  siempre 
expresión  clara  y  distinta  en  los  textos  escri- 
tos y  en  la  realidad  de  los  hechos  punibles,  las 
circunstancias  de  haberprecedido  provocación 
ó  amenaza,  obrar  en  vindicación  de  ofensa 
grave,  ó  por  estímulos  poderosos  de  arrebato 
y  obcecación  (circunstancias  4.*,  5."*  y  7.^),  son 
tan  homogéneas,  que  no  cabe  formular  con 
precisión  las  reglas  en  que  se  contienen  sus 
aplicaciones  concretas,  pues,  como  veremos 
en  los  casos  de  jurisprudencia,  el  hecho  que  se 
ha  considerado  por  los  Tribunales  como  cons- 
tituvo  de  provocación  ó  amenaza  unas-veces, 
se  ha  reputado  otras  como  ofensa  grave  en 
vindicación  de  la  cual  obró  el  roo,  ó  como  es- 
timulo poderoso  naturalmente  productor  de 
arrebato  y  obcecación. 

Poco  transcienden  estas  confusiones  á  los 
fines  de  la  penalidad;  pero  no  dejan  de  revelar 
la  conveniencia  de  contener  la  expresión  de 
las  circunstancias  atenuantes  en  términos  me- 
nos numerosos  y  más  genéricos,  para  que  el 
prudente  é  ilustrado  arbitrio  del  juzgador  de- 
termine en  cada  caso  si  hay  méritos  para  tem- 
plar el  rigor  de  la  ley. 

Aun  cuando  la  circunstancia  de  embriagues 
produce  á  veces  raptos  de  locura  furiosa  en  el 
sujeto,  no  alcanza  nunca  el  privilegio  de  con- 
vertirse en  causa  de  exención  de  responsabi- 
lidad. El  Código  exige  para  que  ésta  se  ate- 
núe, que  la  embriaguez  no  sea  habitual  ni 
posterior  al  proyecto  de  delinquir;  pero  no 
dice  qué  proporciones  ó  intensidad  Ha  de  al- 
canzar para  que  favorezca  al  reo,  y  la  juris- 
prudencia no  lo  ha  dej^arado  tampoco,  limi- 
I  tílndose  ;V  consignar  que  no  basta  para  su 
!  calificación  cualquier  perturbación  mental  de- 
rivada de  los  abusos  de  la  bebida. 

I. — Motivos  de  exención  de  responsabilidad 
apreciables  como  circunstancias  atenuan- 
tes. (Circunst.  1.")  '.■ 

5  Abril  187 1.  Penalidad  cuando  no  puede  declarar- 
se la  exención. 

_E1  art.  87  no  establece  la  necesidad  de  rebajar 
siempre  en  dos  grados  la  pena,  sino  qiie  lo  deja  á  la 

'     Véanse  otros  muchos  casos  de^plicaciún  de  la  cir- 
Tomo  II. 


apreciación  de  los  Tribunales  para  que  puedan  im- 
poner la  que  estimen  correspondiente.  (Sent.  5  Abril 
de  1871.) 

19  UlcltMUbFC  X8S1  y  oti-a.    Itiihecilidad  y  locura. 

Nunca  pueden  sor  circunstancias  atenuantes,  por- 
que constituyen  uu  estado  ó  condición  úíiica  que  no 
sólo  no  se  forma  por  la  concurrencia  de  requisitos, 
sino  que  los  excluye  y  rechaza,  razón  por  la  que  no 
se  ha  debido  estimar  como  circunstancia  atenuante 
el  estado  de  perturbación  mental  en  que  se  supone 
en  el  recurso.  (Sent.  19  Diciembre  18S1.— ftics.  déla 
Salaí.'-  de  1882,  t.  I,  p.  77.) 

—De  modo  que  entre  la  razón  y  la  locura  no  hay 
estado  medio  en  el  orden  legal  que  permita  atenuar 
la  responsabilidad  por  deficiencia  de  las  facilitados 
intelectuales  ».  {Sent.  3  Octubre  1884.— Gaceía  ÍO  Di- 
ciembre.) 


Miedo',  inminencia  del  peligro 


15  Febrero   ?S!»0. 

que  lia  de  justifica  ríe. 
.  El  miedo  no  puede  excusar  el  delito  si  éste  no  se 
dirigió  á  eludir  un  mal  inminente;  por  lo  que  no  es 
de  .apreciar  cuando  resulta  que  el  procesado  acudió 
á  la  fuerza  sin  que  le  amagara  peligro  algimo.  (Sen- 
tencia 15  Febrero  1890.— G'acs.  7  y  10  Septiembre.) 

II. — Edad  menor  de  dieciocho  años. 
(Circunst.  2.") 

18  Febrero  188-4.  Tener  precisamente  dieciocho 
años  el  día  del  delito. 

Desestima  el  T.  S.  un  recurso  de  casación  en  el  que 
se  pretendía  la  apreciación  como  atenuante  déla 
circunstancia^  de  tener  el  procesado  precisamente 
dieciocho  años  cuando  cometió  el  delito: 

«Considerando  quo  al  consignar  el  núm.  2."  del  ci- 
tado art.  9."  como  circunstancia  atenuante  la  de  ser 
el  oiilpable  menor  de  dieciocho  años,  señala  la  ley 
taxativamente  un  término  preciso  fuera  del  cual 
desaparece  todo  motivo  inductivo  de  atenuación,  sin 
que  exista  ni  pued.a  estimarse  por  consiguiente  pun- 
to alguno  de  analogía  entre  el  tiempo  anterior  y 
posterior  á,  la  expresada  limitación.»  i,Sala  2.°,  sen- 
tencia lü  Febrero  1884.— Gac.  18  Auosto,  p.  40.) 

38  nlclenibro  1887.  Penalidad  aplicable  al  menor 
de  dieciocho  años. 

Al  menor  do  dieciocho  y  mayor  de  quince  años  ha 
de  imponérsele  la  pena  inferior  A  la  señalada  para 
el  delito,  pero  no  en  el  grado  mínimo,  por  la  cir- 
ciinstancia  de  no  h.aber  cumplido  dieciocho  años; 
pxies  la  virtualidad  de  este  motivo  de  atenuación  no 
alcanza  A  producir  esos  dos  efectos,  conforme  al 
art.  86  del  C.  P.,  que  concuerda  con  el  84  del  de  Cuba 
y  Puerto  Rico. 

9  Junio  189U.  Dudas  sobre  la  edad  que  deben  re- 
solverse en  favor  del  reo. 

No  declar.Andoso  probado  en  la  sentencia  recurri- 
da que  la  procesada  tuviera  dieciocho  años  cumpli- 
dosciiando  perpetró  el  delito,  y  no  excKiyendo  la 
posibilidad  de  que  no  los  tuviera  el  reconocimiento 
facultativo  de  la  misma,  debe  aceptarse  la  hipótesis 
más  f.avorable  y  hacer  aplicación  de  la  circunst.  2.*, 
art.  9.°  (Sent.  9  Junio  1890.— Gac.  1»  Octubre.) 

III. — No  haber  tenido  intención  de  causar 
un  mal  de  tanta  gravedad.  (Circunst.  3.'^) 

12  Diciembre  1871  y  otras.  Tiro  de perdie/ones 
dirigido  d  las  piernas  y  que  produce  la  muerte:  Pedrada 
ocasiotial  del  mismo  rcsidtado:  Lesiones  que  uno  se  pro- 
duce al  caer  al  suelo  derribado  á  bofetadas. 

Dirigido  el  tiro  de  perdigones  productor  de  herida 
mortal  A  la  parte  inferior  del  cuerpo,  hay  que  creer 
el  aserto  del  culpable  de  que  sólo  se  propuso  inuti- 
lizar al  ofendido,  pero  no  matarle,  siendo  aplicable 
la  circunstancia  S.*^  (Sent.  12  Diciembre  1871.) 

— «Concurre  la  referida  círciinstancia  atexiuante 
en  el  homicidio  causado  por  una  pedr.ada  en  un  mo- 
mento de  arrebato,  previa  provocación  del  ol'endi- 
do...»  (Sent.  9  Octvibre  1875.— Gac.  //  Noviembre,  p.  70.) 

— Es  de  apreciar  también  dicha  circunstancia  en 
causa  por  lesiones  inferidas  A  otro  al  derribarle  al 


cunstancia  1.^  del  art.  9.°,  en  relación  con  las  eximentes 
del  art.  8.°,  en  Ciucunstanciasexijientes, 

*     Véase,  no  obstante,  la  importantisi ma  doctrina  de  la 
sent.  de  9  Octubre  1891,  inserta  en  el  Ap.  de  1892,  p.  H9. 
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suelo  de  dos  bofetadas.  (Sent.  7  Marzo  1882.— Gacs.  d& 
la  Sala  2^,  t.  II,  p.  3.) 

19  Muyo  lS7Ííyotrns.  I7itención  de  causar  el  mal 
producido,  revelada  j^or  la  proporción  entre  éste  y  los 
medios  empleados  para  ejecutarlo. 

La  herida  profunda  y  mortal  en  el  vientre  no  per- 
mite la  creencia  de  qtie  el  procesado  al  inferirla  ca- 
reciese de  la  intención  de  causar  todo  el  mal  que 
produjo.  (Sent.  19  Mayo  1873.) 

— La  circunstancia  3.*^  sólo  es  aplicable  al  delin- 
cuente que  baya  ido,  en  la  realidad  del  mal,  más 
allá  de  los  medios  empleados  para  cometerlo  (Sen- 
tencia 10  Mayo  1879. — Gac.  8  Agosto);  de  modo  qiie  exi- 
ge desproporción  entre  el  medio  empleado  para  cau- 
sar el  mal,  y  el  mal  causado  por  el  empleo  de  tal  me- 
dio. (Sents.  7  Enero  1885,  Gac.  25  Agosto;  15  Marzo  y  7 
Junio  1886,  Gacs.  26  Junio  y  22  Agosto.) 

— La  misma  doctrina  en  otros  casos:  Sents,  15  Fe- 
brero 1871,  31  Mayo  y  15  Noviembre  1875,  30  May(^y  20 
Junio  IHSI,  14  Mayo  18S3,  1.''  Mayo  1884,  8  Noviembre, 
23  y  26  Diciembre  1886,  8  Febrero,  5  Octtibre  y  22  No- 
viembre 1887,  4  y  26  Enero  y  2  Julio  1888. 

IH  Octubre  1880.  Hurto:  Recuperación  de  los  efec- 
tos S2tsfraidos. 

El  mero  becho  de  recuperarse  las  prendas  hurta- 
das, sin  hacerse  expresión  de  que  esto  se  debiera  al 
acto  espontáneo  de  entregar  la  procesada  las  pape- 
letas de  su  empeño,  no  justifica  la  aplicación  de  la 
circunstancia  3.**  (Sent.  18  Octubre  1880.— Gac.  9  Di- 
ciembre.) 

7  Enoro  1S85  y  otra.  U o feta da  ocasional  de  lesión 
que  tarda  en  curarse  doce  días. 

En  esta  lesión  no  es  apreciable  A  favor  del  autor 
la  circunstancia  3.^,  porque  su  acción  pudo  produ- 
cir fácilmente  accidente  de  mayor  gravedad.  (Sen- 
tencia 7  Enero  1885.— Gac.  25  Agosto.) 

5  Enero  1886.  Herida  moi'tal  causada  eti  lucha  sos- 
tenida (i  oscuras  entre  dos  hombres. 

D.  Antonio  Valdés  hirió  repentinamente  con  xin 
puñal  á  D.  Enrique  Carabailo,  el  cual  arrebató  el 
arma  á  six  agresor,  quien  pugnó  por  recuperarla,  lu- 
chando con  Carabailo  en  la  oscuridad  y  siendo 
muerto  por  óste  de  una  puñalada.  Condenado  Cara- 
bailo  por  la  Aiidiencia  de  la  Habana  como  reo  de 
homicidio,  interpuso  recurso  de  casación  alegando 
la  circvinstancia  atenuante  3.^  del  art.  9.**  deí  C.  P, 
de  Cuba  y  Puerto  Rico;  circunstancia  que  el  T.  S.  es- 
tima, considerando  que  los  hechos  anteriores  «po- 
nen á  las  claras  que  D.  Enrique  Carabailo  no  pudo 
darse  cuenta  de  la  extensión  del  mal  qiie  en  la  natu- 
ral defensa  que  hacía  del  arma  con  la  que  era  de  te- 
mer se  intentara  volverlo  á  herir,  pudiera  caixsar  á 
su  adversario,  y  por  lo  mismo  hay  q\ae  apreciar  á  su 
favor  la  circunstancia  atenuante  3.^  del  art.  9.'^  del 
C.  P.  de  Ultramar,  porque  ningún  antecedente  de  la 
sentencia  hace  presumir  pvidiera  tener  intención  de 
llevar  la  vindicación  de  la  ofensa  que  se  le  habla 
causado  al  extremo  de  matar  A  su  adversario.»  (Sala 
2.'',  sent.  5  Enero  18S6.— Gac.  lí  Mayo,  p.  204.) 

8  Febrero  1887.  El  arrebato  tío  aminórala  gra- 
vedad de  la  intención. 

El  arrebato  y  ofuscacióui  estimados  como  circuns- 
tancia atenuante,  no  afectan  en  lo  más  mínimo  á  la 
transcendencia  de  la  intención.  (Sent.  8  Febrero 
1887.— Gac.  10  Junio  ) 

\.°  Octiihrc  1887  y  otra».  La  falta  de  intención 
de  causar  im  mal  tan  grave  no  piiede  apreciarse  en  los 
delitos  de  injuria,  ni  en  los  electorales^  ni  en  los  de  mal- 
versación. 

Se  establece  que  es  inapreciable  la  falta  de  inten- 
ción en  las  injurias,  dando  como  fundamento  que  la 
circunst.  S.^  es  incompatible  con  la  naturaleza  é  ín- 
dole especial  de  dichos  delitos.  (Sents.  1.°  y  6  Octubre 
1887.— Gacs.  16  y  19  Noviembre.) 

— Tampoco  es  apreciable  en  las  faltas  electorales 
(Sents.  4  Diciembre  1885  y  29  Abril  1886),  ni  en  los  de- 
litos de  malversación  de  caudales.  (Sent,  3  Febrero 
1886.— Gac.  7  Jmííío.) 

22  movlembre  1887.  Disparo  que  produce  herida 
mortal  á  la  persona  d  quien  va  dirigido  después  de  lesio- 
nar al  matador. 

Adjutorio  Sagrera  disparó  un  pistoletazo  sobre 
Antonio  Matamoros.  La  bala  atravesó  la  mano  á 
Sagrera  é  hirió  al  otro  en  el  vientre,   causándole  la 


muerte.  El  T.  S.  declara  que  en  este  homicidio  no  es 
de  apreciar  la  circunstancia  3.^,  por  no  haber  des- 
proporción entre  el  daño  causado  y  el  medio  que 
empleó  al  efecto  el  agente,  cuya  intención  no  se  re- 
vela como  extraña  á  la  consecuencia  por  el  hecho 
accidental  ó  inexplicado  de  haberse  herido  á  si  pro- 
pio. (Sent.  22  Noviembre  1887.— Gac.  10  Enero  1888.) 

30  Dlelcmbre  1887.  Tiro  de  perdigones  dirigido 
de  cerca  al  centro  del  cuerpo  y  ocasional  de  lesiones  que 
exigen  2 12  días  de  asistencia,  é  imposibilitan  al  ofendido 
para  ejercer  su  oficio  de  panadero. 

Declara  elT.S.que  en  el  delito  expresado  en  el  epí- 
grafe no  es  de  apreciar  la  circunstancia  3.*,  pues  el 
mal  causado  aún  piído  ser  mayor.  (Sent.  30  Diciem- 
bre 1887.— Gac.  4  Abril  1888.) 

27  Ahrll  J888.  Puñetazo  dado  en  la  cara  y  ocasio- 
nal de  lesión  con  hundimiento  de  unpómulo,  asistencia 
facultativa  durante  40  dias  y  deformidad  incurable. 

En  este  delito  es  de  apreciarla  circunstancias."', 
porque  no  puede  inferirse  que  la  intención  del  pro- 
cesado fuera  la  de  causar  un  mal  de  tanta  grave- 
dad, (Sent.  27  Abril  1888.— Gac.  17  Mayo.) 

27  Octubre  1888.  Miiertepor  extratigulación  eje- 
cutada con  las  manos. 

Puestos  de  acuerdo  varios  hombres  para  robar  una 
casa,  penetraron  en  ella  armados,  sorprendieron  al 
morador,  le  sacaron  de  su  asiento,  le  extrangularon 
con  las  manos,  ataron  á  la  criada  y  se  llevaron  el 
dinero...  El  T.  S.  declara  que  no  es  de  apreciarla 
circunstancia  3.*^  del  art.  9.**,  porque  de  los  hechos 
expuestos  no  puede  deducirse  que  los  malhechores 
no  tuvieran  intención  de  causar  todo  el  mal  produ- 
cido. (Sent.  27  Octubre  1888.— Gac.  15  Enero  1889.) 

I.**  Diciembre  1888,    Acometidas  con  armablanca. 

Del  que  acomete  con  arma  blanca  no  puede  decir- 
se, si  con  uno  de  sus  golpes  produce  la  muerte  del 
acometido,  que  el  mal  fué  más  allá  de  la  intención. 
(Sala  2.^,  Sent.  1.*^  Diciembre  1888.— Gac.  28  Marzo 
1889,  p.  12.)  *" 

19  Junio  1890.  Necesidad  de  aplicar  la  circun,'^- 
tanda  3."-  citando  el  Jurado  declara  como  punto  de  hecho 
que  el  reo  de  homicidio  no  titvo  intención  de  matar,  sino 
sólo  de  herir. 

La  cuestión  de  si  el  procesado  tuvo  intención  sólo 
de  herir  y  no  de  causar  la  muerte  á  su  adversario,  es 
un  elemento  moral  del  delito,  y  su  apreciación  sobe- 
rana corresponde  al  Jurado,  cuj'as  declaraciones  en 
el  veredicto,  como  resultado  que  son  de  la  aprecia- 
ción que  ba  hecho  de  las  pruebas,  han  de  ser  respe- 
tadas por  el  Tribunal  de  derecho,  porque  de  no  ser 
así,  éste  y  no  el  Jurado,  contra  lo  dispuesto  en  la  ley. 
serían  los  que  apreciasen  los  elementos  morales  del 
delito,  puesto  que  á  esto  equivaldría  la  facultad  de 
estimar  la  procedencia  ó  improcedencia  de  las  afir- 
maciones de  hecho  del  Jurado.  (Seut.  19  Junio  1890. — 
Gac.  22  Octubre.) 

IV. — Provocación  ó  amenaza  adecuada  por 
parte  del  ofendido,  (Circunst.  4.'^) 

lO  Abril  IS91  y  otras.  La  provocación  ó  amenaza 
han  de  ser  inmediatas  y  adecuadas  al  hecho. 

La  circunstancia  4.*  del  art.  9.^  no  existe  cuando 
la  provocación  ó  amenaza  no  son  inmediatas  al  de- 
lito, ó  cuando  el  hecho  que  le  constituye  no  es  ade- 
cuado á  la  provocación  ó  amenaza.  (Sent.  de  19  Abril 
de  lb71.) 

—Otros  casos  en  sents.  de  19  de  Mayo  de  1879(Gace¿a 
9  Agosto,  pág.  25)  y  20  de  íftftviembre  de  1883  (Gacs.  de 
la  Sala  2."-  de  1884,  t.  I,  p.  49.) 

lí  nlclembre  ISÍl  y  otra.  Retos  constitutivos  de 
provocación. 

Es  de  apreciar  esta  circunstancia  A  favor  del  que 
mata  á  uno  después  de  desafiado  por  éste,  cuando  el 
homicida  se  hallaba  tranquilo,  muy  ajeno  de  lo  qxi& 
iba  á  suceder.  (Sent.  12  Diciembre  1871.) 

— La  frase  de  que  «los  de (tal  pueblo)  no  se  atre- 
vían con  él,  y  si  se  atrevían  que  fueran  al  camino 
que  él  se  marchaba»,  constituye  una  verdadera  pro- 
vocación apreciable  en  el  homicidio  cometido  en  la 
persona  del  que  profirió  la  expresión,  por  dos  veci- 
nos del  pueblo  aludido  en  ella.  (Sent.  4  Marzo  1890.— 
Gac.  16  Septiembre.) 
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A9  Septiembre  1875.  Lesiones  inferidas  en  lucha 
iniciada  por  el  ofendido. 

Existe  la  circunstancia  atenuante  de  provocación 
inmediata,  á.  favor  del  autor  de  unas  lesiones,  cuan- 
do no  es  él,  sino  el  ofendido  el  que  inició  la  lucha  en 
que  tuvo  lugar  el  delito,  y  se  infringe  el  núm.  4."  del 
'art.  9.*^  no  apreciándola.  (Sent.  29  Septiembre  1875. — 
Cae.  11  Octubre,  p.  55.j 

líí  Mayo  1879.  Reconvenciones  y  quejas  no  consti- 
tutivas de  provocación. 

«El  reconvenir  y  pedir  explicaciones  sobre  un  he" 
clio,  no  es  provocar  ó  amenazar,  antes  bien,  puede 
ser  el  medio  más  prudente  para  evitar  otros  disgus- 
tos y  prevenciones.»  {Gac.  8  Agosto,  p.  20.) 


C9  Febrero  lASO  y  otras. 

actitudes  amenazadoras. 


Palabras   groseras  y 


Probado  que  el  interfecto  profirió  y  usó  las  pala- 
bras groseras  inmediatamftite  antes  de  ser  lierido 
mortalmente,  hay  que  apreciar  A  favor  del  matador 
la  circunstancia  4,^  fSent.  27  Febrero  1880.— Gac.  28 
Junio. )~Ta.Tahién  concurre  cuando  el  hecho  fué  mo- 
tivado por  haber  tomado  la  cara  el  interfecto  A  la 
mujer  del  matador  ante  éste  y  haberle  amenazado. 
(Sent.  14  Marzo  1883.— Grtcs.  de  la  Sala  2."-,  t.  II,  p.  57.) 

*0  Junio  ISHl.  Intentar  pasar  por  ima  tierra  del 
^adre  del  procesado  contra  la  voluntad  de  éste. 

Este  hecho  no  constituye  provocación  ni  amenaza 
adecuada  respecto  de  delito  del  hoininidio.  fSenteu- 
cia  20  Junio  1881.— Gacs.  de  la  Sala  2.^^,  t.  II,  p.  69.) 

It  Febrero  í«SHl.  Cuál  es  la  provocación  que  ate- 
«íift  la  responsabilidad. 

« Es  la  que  por  sí  misma  excita  directamente  al 

autor  á  ejecutar  el  hecho  punible,  siendo  inconcebi- 
ble que  se  le  qiiiera  dar  ese  carácter  á  que  un  pobre 
anciano,  al  verse  amenazado  con  iina  pistola  por  lan 
joven,  alque  en  nada  habia  ofendido,  adoptara  para 
disuadirla  el  medio  humilde  y  suplicante  de  hincar- 
se de  rodillas,  cruzar  las  manos  sobre  el  pecho  y  de- 
cirle le  tirara....»  (Sent.  12  Febrero  188t>. — Gaceta  12 
de  Agosto.) 

30  Marzo  ISStS.  Pregunta  y  actos  que  erivuelven 
provocación  ó  amenaza. 

Julián  Calderón  dio  de  pui\etazos  á  Sixto  Polo,  y 
presentándose  un  hijo  de  aquél,  llamado  Dámaso, 
acompañado  de  otro  sujeto,   ambos  armados,   pre- 

f untaron  á  Sixto  qiiién  habia  pegado  á  Julián,  y 
isto  disparó  contra  Dámaso  y  su  compañero  hirien- 
do á  ambos.  Condenado  como  reo  de  lesiones  sin  cir- 
cunstancias apreciables,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción invocando  la  atenuante  4.*^  del  art.  9.**,  que  el 
T.  S.  estima,  y  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida: 
«Considerando  que...  al  ver  llegar  el  procesado  al 
sitio  de  la  ocurrencia,  en  el  que  Jiilián  Calderón 
acababa  de  darle  de  puñetazos,  al  hijo  del  mismo, 
Dámaso,  acompañado  de  otro  quo  naturalmente  de- 
bió pensar  que  venia  en  su  auxilio,  y  que  ambos  lle- 
vaban en  la  mano  armas  mortíferas,  que  á  nada 
conducía  el  manifestar  si  hubieran  venido  en  son  de 
paz,  y  que  preguntaban  por  la  persona  que  al  Julián 
Calderón  pudiera  haber  ofendido  ó  hubiera  con  él 
onestionado,  que  no  era  otra  que  el  mismo  procesa- 
do, natiiralmente  debió  éste  creer  que  semejante 
pregunta  y  el  acto  de  ostentar  dichas  armas  envol- 
TÍa  una  verdadera  y  suficiente  provocación  ó  ame- 
naza.» (Sala  2.^,  sent.  30  Marzo  1886.— Gaceíct  26  de  Ju- 
«¿o,  p.  334.) 

V.  —  Vindicación    próxima    de    una    ofensa 
grave,  (Circunst,  5.^) 

2lEnero  1R71.  Ofeyísa  consistente  en  abofetear pú- 
oHca/mente  á  otro. 

Concurre  la  circunstancia  o.^  en  el  homicidio  eje- 
entado  acto  segiiido  de  ser  abofeteado  públicamente 
el  culpable  por  el  interfecto  '.  (Sent,  21  Enero  1871.) 

18  Abril  m74.  Imputación  injuriosa^  motivo  del 
delito. 

^Tam.bién  concurre  dicha  circunstancia  en  las  le- 
siones inferidas  acometiendo  súbitamente  á  otro, 


*  Con  posterioridad  ha  declarado  el  T.  S.  que  la  bofe- 
tada ó  bofetadas  constifuu^n  agresión  para  los  efectos  de 
la  exención  ,Jp  responsabilidad  por  justa  defensa,  ó  de  su 
aíe»wac¿óncMaii^carfa.— V.  Circunstancias  EXI31ENTES. 


que  imputa  al  agresor  la  sustracción  de  ciertos  efec- 
tos. (Sent.  18  Abril  1874.— Gac.  21  Julio,  pág.  30.) 

29  llarzo  IftSO.  Sobre  si  el  haber  bailado  dos  veces 
públicamente  con  un  inismo  sujeto  una  mujer  casada, ante 
su  marido,  es  ofensa  apreciable  como  causa  de  atenuación 
en  el  ptarricidio  cometido  por  éste. 

El  T.  S.  declara  que  ni  legal  ni  racionalmente  cons- 
tituye tal  hecho  injuria  ni  produce  ofensa  grave  á 
dicho  procesado.  (Sent.  29  Marzo  1880. — Gac.  30  Junio.) 

a  Junio  1S80.  Ofensa  á  parientes  lejanos  del  cul- 
pable.  .-■ 

No  puede  aplicarse  la  circunstancia  S.*^  del  art.  Q.**, 
citando  el  parentesco  que  media  entre  el  culpable  y 
la  persona  ofendida  por  la  victima,  no  es  de  los  com- 
prendidos en  dicho  precepto.  (Sent.  2  Junio  1880. — 
Gac,  12  Septiembre,  pág.  30.) 

16  Enero  1883.    La  ofensa  ha  de  ser  próxima. 

Habiendo  mediado  un  día  natural  entre  el  acto  de 
dar  una  bofetada  y  el  de  recibir  una  herida  del  abo- 
feteado, no  es  aplicable  á  éste  la  circunstancia  5.* 
(Sent.  16  Enero  1882.— Gacs.  déla  Sala  2."^,  t.  II,  p.  101.1 

7  Marzo  lft83.  Homicidio  ejecutado  por  una  mujer 
casada  en  la  persona  del  hombre  que  se  atribuye  relacio- 
nes amorosas  con  ella  y  lo  jarópala  por  el  pueblo. 

El  T.  S.  declara  que  concurre  á  favor  de  la  mujer 
la  circunstancia  ó.*^,  art.  9.**  (,Sent.  7  Marzo  1883.— 
Gacs.  de  la  Sala  2.^,  t.  II,  p.  50.) 

20  Marzo  188-4.  Compatibilidad  de  esta  circunstan- 
cia con  la  agravante  ó  cualiftcativa  de  premeditación  co- 
nocida. 

Son  compatibles,  pues  naciendo  la  5."^,  art.  9.°  del 
espíritu  de  venganza,  no  es  raro  en  hombres  de  per- 
versa y  entera  condición,  conservar  vivo  aquel  espí- 
ritu en  medio  de  la  frialdad  de  la  más  reflexiva  me- 
ditación. {Sent.  20  Mayo  1884.— Gac.  14  Octubre.) 

VI. — Embriaguez.  (Circunst.  6.^) 

14  Junio  1871.    El  delito  no  puede  convertirse  en 
falta  por  haberse  cometido  en  estado  de  embriaguez. 
Así  se  establece  en  esta  sentencia. 

31  níovlonibro  1873  y  otras.  Incompatibilidad 
déla  embriaguez  y  la  circunstancia  de  no  haber  tenido 
intención  de  causar  tnrito  mal. —  Compatibilidad  con  la 
de  arrebato  y  obcecación. 

Estimada  la  circunstancia  atenuante  de  embria- 
guez no  habitual,  se  comprende  en  ella  implícita- 
mente la  de  no  haber  tenido  intención  de  causar 
todo  el  mal  producido,  «por  ser  la  una  y  la  otra  in- 
separables y  conjuntas,  no  debiendo  siibdividirse  en 
dos  la  que  es  una  sola  indivisible>.  (Sent.  21  Noviem- 
bre 1873.) 

— La  misma  doctrina:  Sents.  5  Diciembre  1871,  9 
Abril  1872  y  29  Diciembre  1884.  {Gac.  22  Agosto  1885.) 

— La  circunstancia  de  embriaguez  no  obsta  á  la 
de  arrebato  y  obcecación  fundada  en  estímulo  po- 
deroso,  independiente  del  estado  del  culpable  y 
compatible  con  ella.  (Sent.  11  Abril  1890.— Gac.  27 
Septiembre.) 

90  *brll  1874.  No  es  embriaguez  cualquiera  per- 
turbación mental... 

«No  basta  para  la  calificación  de  esta  circunstan- 
cia como  atenuante  cualquiera  perturbación  men- 
tal derivada  del  abuso  de  la  bebida.»  (Gac.  26  Julio, 
pág.  as.) 

—La  misma  doctrina  en  Sent.  de  29  Enero  1874. 

5)  Junio  |88'>  y  otras.  La  embriaguez  se  presume 
siempre  no  habitual  ni  posterior  al  proyecto  de  delinquir. 

•  Probada  la  embriaguez  del  procesado,  debe  esti- 
marse como  circunstancia  atenuante  de  responsa- 
bilidad íart.  9.*',  núm.  G.")  cuando  no  se  consigna  ra- 
zón alguna  que  lo  impida.»  fSala  2.*^,  Sent.  9  Junio 
1880.— Gac.  13  Septiembre,  p.  36.) 

—Otro  caso  en  Sent.  de  3  Diciembre  1880. 

—Debe  entenderse  que  la  embriaguez  no  es  habi- 
tual, á  no  ser  que  se  demuestre  lo  contrario  (senten- 
cia 13  Febrero  18S6,  Gac.  9  Junio),  y  se  declare  proba- 
do que  es  habitual  fSent.  24  Enero  1887,  Oac.  30  Mayo  . 
Para  dejar  de  apreciarla  ha  de  declararse  en  la  sen- 
tencia que  es  habitual  ó  que  es  posterior  al  proyec- 
to de  cometer  el  delito.  (Sent.  8  Abril  1890.— Goc.  2« 
Se2itiembre) 
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18  Enero  1SH4  y  olrns.  La  embriague::  nunca 
puede  ser  circunstancia  eximente. 

Si  se  fundara  en  ella  la  falta  de  voluntad  del  cul- 
pable se  la  daría  una  amplitud  que  el  Código  no 
permite.  (Seuts.  9  Febrero  1871  y  18  Enero  18S4.) 

VII.  —  Estímulos  poderosos  que  natural- 
mente producen  arrebato  y  obcecación. 
(Circunst.  7.^) 

8  Jiillo  1S71.  Esta  circuyistancia  es  incompatible 
con  la  alevosía. 

Así  lo  consignó  el  T.  S.;  pero  con  posterioridad 
ha  establecido  doctrina  contraria,  que  hemos  es- 
puesto en  Asesinato,  1. 1,  p.  710. 

89  Enero  tS^-i  y  otras.  El  estimulo  ha  de  ser 
fuerte:  Pasión  del  juego:  Reprensiones:  Perfidias. 

«No  basta  para  la  atenuación  de  la  penalidad  ^se- 
ñalada por  la  ley  cualquiera  excitación  momentá- 
nea 5^  pasajera,  insuficiente  para  producir  en  el  Ani- 
mo del  agente  una  profunda  y  fuerte  impresión  mo- 
ral que  le  perturbe  en  su  modo  habitual  y  prudente 
de  obrar.»  (Sent.  29  Enero  1874.— Gac.  10  Abril,  p.  111.) 

— La  misma  doctrina  en  Sents.  de  27  Septiembre 
1S75,  19  Mayo  v  20  Junio  de  1879,  10  .Julio  1880, 4  Enero 
1S82,  20  Octubre  1881  y  29  Enero  18a5. 

— El  juego  no  puede  apreciarse  como  estimulo  po- 
deroso de  arrebato  y  obcecación.  (Sent.  21  Diciem- 
bre 1K3.— Gfics.  de  1884,  Sala  2.'-,  t.  I,  p.  120.) 

— Tampoco  lo  es  la  reprensión  hecha  al  culpa- 
ble por  haber  escuchado  sigilosamente  una  conver- 
sación ajena.  (Sent-  8  Febrero  1887. — Gac.  10  Junio.) 

— Ni  la  noticia  de  que  la  manceba  con  quien  vcao 
vive  le  es  infiel.  (Sent.  4  Julio  1887.-Gac.  29  Septiembre.) 

— Otros  casos  de  no  apreciación  de  la  circunstan- 
cia 7."^,  art.  9.",  por  fundarla  en  móviles  insignifican- 
tes ó  en  motivos  fútiles  qiie  no  han  debido  coartar 
naturalmente  la  libertad  del  sujeto:  Seuts.  11  Julio 
If-Sl  (Oac.  24  Septiembre),2'DiciemhTel8S7 (Gac.  e  Abril 
1S88),  28  Enero  y  13  Abril  LSS8  (Gacs.  7  y  le  Hayo),  19 
Febrero  y  25  Junio  1890  {Gacs.  11  Septiembre  y  26  Oc- 
tubre). 

10  Enero  1876  y  otras.  Acaloramiento  natural 
de  la  riña:  Vehemencias  de  carácter:  Cólera  ó  ira. 

No  debe  confundirse  el  acaloramiento  natur.al  de 
toda  riña,  con  el  sentimiento  que  produce  en  el  áni- 
mo de  toda  persona  el  verse  lastimada  en  su  amor 
propio,  hasta  el  punto  de  causar  en  ella  arrebato  y 
obcecación.  (Sent.  10  Enero  1876.— Gac.  20  Enero.) 

— Ese  simple  acaloramiento  no  es  apreciable  como 
arrebato  y  obcecación.  (Sents.  11  Noviembre  1885 
y  18  Febrero  1886,  Gacs.  2  Marzo  y  12  Agosto  1886.  v 
7  Diciembre  1889,  ffíic.  JJJuííO  «50.; 

—No  puede  estimarse  como  motivo  de  atenuación 
el  arrebato  producido  por  vehemencias  de  carácter 
ó  desahogos  de  cólera  que  la  ley  no  iguala  en  su  con- 
sideración y  disculpa  á  las  pasiones  movidas  por 
nobles  ó  lícitos  impulsos,  que  obr.an  con  .análogo  in- 
fliljo  perturbador  sobre  la  libertad  y  la  voluntad  de 
la  generalidad  de  los  hombres.  (Sent.  24  Diciembre 
1883. — Gac.  30  Marzo  1884,  p.  127.) 

—La  misma  doctrina:  sents.  29  Octubre  188.5  (Gace- 
ta 25  Febrero  1886)  y  5  Junio  18^9  (Gac.  5  Septieiitbre). 

83  »'ovlembre  18  77  y  otras.  Móviles  inmorales- 
Enemistad  y  rencor:  Vicios  y  concupiscencias. 

•No  es  posible  deducir  el  arrebato  y  obcecación  de 
la  enemistad  y  rencor  entre  las  familias  de  los  pro- 
cesados y  la  del  interfecto,  «porque  como  móviles 
reprobados  ambos  por  la  religión  y  la  moral,  no  ha 
podido  la  ley  admitirlos...»  (Sent.  2-3  Noviembre 
1877.— Gios.  de  la  Sala  2.»  de  1878,  t.  I,  p.  23.) 

—La  misma  doctrina  en  sents.  de  12  de  Enero  Í880 
20  Diciembre  de  188.3  y  29  Noviembre  1887.  ' 

—El  arrebato  fundado  en  móviles  torpes  ó  inno- 
bles, no  atenúa  la  responsabilidad.  (Sents.  2  Diciem- 
bre 1889,  Gac.  11  Julio  laao;  id.  21  Mayo  1890,  Gac.  13 
Octubre.) 

—No  pueden  servir  de  móviles  poderosos  de  arre- 
bato y  obcecación  apreciables  á  favor  del  culpable, 
siTS  deseos  de  satisfacer  vicios  ó  apetitos  desordena- 
dos (Sent.  29  Septiembre  1881,  Gacs.  de  la  Sala  2."  de 
1882,  t.  I,  p.  3),  ni  en  general  las  pasiones  ilícitas  que 
revelan  mayor  perversidad.  (Sent.  28  Enero  1885.— 
Gac.  18  Septiembre.) 


— Por  eso  no  favorece  la  circunstancia  7.*  al  que 
empeñado  con  otro  en  cuestiones  jiidiciales.  le  cansa 
lesiones;  porque  la  ley  garantiza  el  ejercicio  de  los 
derechos  que  es  preciso  respetar.  ISent.  21  Diciembre 
1886.— Gac.  2.5  Febrero  1887.) 

lO  Mayo  1870.    Estimulo  de  arrebato  enla  estafa. 
No  Jo  es  la  hipótesis  de  que  haría  falta  al  recu- 
rrente el  dinero  de  que  dispuso.  {Oac.  8  Agosto.) 

29  Marzo  1888  y  otras.  El  estimulo  lia  de  ser  in- 
mediato. 

No  puede  apreciarse  la  circunstancia  7."  cuando 
ha  transcurrido  largo  tiempo  entre  el  estímulo  que 
la  produciría  y  el  hecho  criminal  (Sents.  29  Mario 
1882,  Gacs.  de  la  Sala  2.".  t.  II,  p.  21;  id.  22  Mayo  1886, 
Gac.  n  Agosto.)  Por  eso  no  cabe  fund.ar  tal  atenua- 
ción en  una  cuestión  completamente  terminada, 
ocurrida  entre  el  culpable  y  el  ofendido  la  víspera 
del  delito.  (Sent.  19  Noviembre  1885.— Gac.  4  Marzo 
de  1886.) 

— Hay  cierta  contradicción  entre  la  anterior  doc- 
trina y  la  proclamada  en  la  sent.  de  21  Junio  1890  que 
apreció  en  favor  de  \\n  reo  de  homicidio  cometido 
\Tna  tarde,  la  circunstancia  de  haber  sido  el  culpa- 
ble abofeteado  é  insultado  por  el  interfecto  la  ma- 
ñana del  día  anterior.  (Sent.  21  Junio  1890.— Gac.  2(t 
Octubre.) 

86  Fehrero  1883.     Arrebato  por  celos. 

Es  de  estimar  la  circxtnstancia  7.»  del  art.  9."  á  fa- 
vor del  que  mata  á  una  mujer  con  la  cual  ha  tenido 
relaciones  amorosas  que  quiere  continuar,  al  recibir 
de  la  víctima  la  noticia  de  que  se  va  á  casar  con 
otro.  (Sent.  26  Febrero  1883.— Gacs.  de  la  Sala  2.".  t.  II 
pág.  43.) 

— Otros  casos  de  apreciación  de  la  circunstancia 
atenuante  de  arrebato  por  celos,  en  sents.  de  20  de 
Febrero  y  21  de  Octubre  de  1884.  jgi 

7  Marzo  1883.  Mujer  casada  que  mata  á  unperse- 
guidor  de  su  honra. 

También  es  de  apreciar  la  misma  circunstancia 
en  el  homicidio  ejecutado  por  una  mujer  casada  en 
la  persona  de  un  hombre  que  en  ausencia  del  mari- 
do penetra  en  la  casa  del  mismo,  después  de  haberse 
atribuido  relaciones  amorosas  con  la  procesada, 
ocasionando  asi  grandes  disgustos  al  matrimonio. 
(Sent.  7  Marzo  1883.— Gacs.  de  la  Sala  2.",  t.  II,  p.  50.) 

I-l  Marzo  18S3.  Marido  que  mata  d  un  hombre  qué 
se  atribuye  relaciones  ilicitas  con  su  mujer:  Sospecha  de 
deslealtad  conyugal. 

También  alcanza  al  marido  el  mismo  motivo  de 
atenuación.  (Sent.  14  Marzo  1883. — Gac.  de  la  Sala  2.*, 
tomo  II,  p.  57.) 

— La  sospecha  de  infidelidad  conyugal,  es  un  senti- 
miento legítimo  capaz  de  producir  en  el  ánimo  arre-  i 
bato  y  obcecacióu  racionalmente  suficientes  para  i 
estimarlos  como  motivo  de  atenuación.  (Sent.  24  Mar-  j 
zo  1887. — Gac.  23  Agosto,  p.  76.,) 

as  .%lirll  ISSa.  Reto  constitutivo  de  estimulo  pode- 
roso ííe  arrebato  y  obcecación. 

Aprecia  el  T.  S,  la  circunst.  7.",  art.  9.°,  á  favor  de 
Juan  Manuel  Romero  por  haber  muerto  á  Leandro 
Yébenes  en  riña,  á  la  cual  éste  le  excitó  cogiéndole 
de  la  blus.a  y  dicíéndole  que  se  fuera  con  él.  vSen 
tencia  28  Abril  1885.- Gac.  6  Diciembre.) 

*S  Mayo  I8S5.  Las  injurias  deben  estimarse  como^ 
estimulos  productores  de  arrebato. 

Declarado  que  el  herido  se  dirigió,  antes  de  serlo, 
al  procesado  con  palabras  injuriosas,  y  entonces  el 
reo  le  arrojó  la  piedra  que  le  lesionó,  debe  recono- 
cerse que  tales  injurias  fueron  el  móvil  del  delito, 
suficienteparaproducirarrebatoy  obcecación.  (Sen- 
tencia 27  Mayo  1885.— Gac.  23  Febrero  1886.) 

—Otro  caso:  Sent.  12  Julio  1835.  (Gacs.  3  y  4  No- 
viembre.) 

ÜJiillo  ISSSy  otras.  Cuestiones  conyugales  no  apre- 
ciables como  estimulos  poderosos  de  arrebato  y  obceca- 
ción en  un  delito  de  parricidio:  Cuestiones  ó  disputas  en 
general.  • 

El  simple  hecho  de  que  entre  la  procesada  y  su  ma- 
rido hubiese  cuestioues  por  razón  de  intereses,  no  e? 
bastante  para  determinar  la  circunst.  7.^^  del  art.  9." 
en  el  delito  de  parricidio  frustrado  cometido  por 
aquélla.  (Sent.  8  Julio  1885.- Gacs.  28  y  30  Diciembre.) 
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— Para  poder  apreciar  si  una  cuestión  debe  esti- 
marse como  estímulo  poderoso  de  arrebato,  «es  pre- 
ciso conocer  en  todos  siis  detalles  los  hechos,  su  ori- 
gen y  las  mismas  palabras  que  han  mediado  entre 
los  contendientes,  sin  cuyos  elementos  no  os  posible 
formar  juicio  acerca  del  estado  moiral  del  agente  en 
el  momento  del  delito».  (Sent,  7  Febrero  18£S. — Qacs- 
ia  29  Ayosto.) 

— La  misma  doctrina:  Sent.  14  Febrero  1890.  {Gace- 
ta 7  SeiHiembre.) 

6  Octubre  ISS5  y  otra.  Qué  es  el  arrebato  y  obce-. 
cación:  Requisitos  necesarios  ^^ara  apreciarlo. 

«El  arrebato  y  obcecación  no  es  otra  cosa  que  una 
ofuscación  rápida  y  momentánea  que  afecta  honda- 
mente al  estado  normal  de  la  inteligencia.»  (Sala  '¿.'^^ 
Sent.  6  Octubre  18S5.— Gac.  23  Enero  ÍSSO,  p.  28.) 

—«Para  estimar  en  derecho  esta  circunstancia  de 
atenuación,  es  indispensable  que  esté  demostrada 
la  causa  estimulante  de  la  sobreexcitación  pasional; 
que  sea  naturalmente  poderosa  y  bastante  para  pro- 
ducir los  efectos  señalados  en  la  ley;  que  haya  teni- 
do positiva  influencia  en  la  acción  criminal,  y  que 
este"  influjo  se  revele  con  claridad  en  el  procesado.» 
(Sala  2.",  Sent.  2  Marzo  1887.— Gac.  10  Agosto,  p.  35.) 

«6  llnyo  ISSO.  Incompatibilidad  del  arrebato  y  la 
j)renieditación. 

La  premeditación  con  que  obrasen  los  culpables, 
apreciada  como  circunstancia  agravante,  excluye 
el  arrebato.  (Sent.  26  Mayo  18«tí.— (y«c.  14  Septiembre.) 

—Otro  caso  análogro:  Sent.  30  Diciembre  1885.  (Ga- 
cetas S  y  10  Mayo  ISSG.) 

17  Junio  188G  y  otra.  Injurias  en  escritos  foren- 
ses. Injurias  verbales  d  un  juez. 

El  letrado  que  las  comete  no  puede  atcniíar  su  res- 
ponsabilidad acogiéndose  A  la  circunstancia  7.*  del 
art.  9.**  (Sent.  17  Junio  \mi.—Gac.  25  Af/osto.) 

—Llamado  por  el  juez,  se  presentó  Manxiel  García 
en  un  Juzgado  Ala  hora  de  la  cita,  para  ser  reconoci- 
do por  los  médicos  forenses.  Esperó  á  éstos  largo 
rato,  quiso  alejarse  para  ir  A  cumplir  las  obligacio- 
nes de  su  oficio  y  no  se  le  permitió;  por  lo  que  pro- 
rrumpió en  injurias,  A  consecuencia  de  las  cuales  se 
le  condenó  como  autor  de  desacato.  Invocando  la 
circunstancia  7.'^  del  art.  9.^,  interpuso  el  procesado 
recurso  de  casación,  qae  el  T.  S.  estima,  consideran- 
do que  las  referidas  «dilaciones  y  entorpecimientos 
influyeron  en  el  Animo  del  recurrente,  produciéndo- 
le arrebato  y  obcecación».  (Sent.  1.^  Octubre  ibt;7.— 
Gac.  16  Noviembre.) 

I-Jl  Octubre  1887.    Infanticidio. 

No  puede  apreciarse  como  atenuante  de  este  delito, 
cometido  por  la  madre  su  deseo  de  ocultar  la  des- 
.tonra,  como  motivo  de  arrebato,  porque  es  cualifi- 
cativo. 

'29  IVovIenihro  1887.  Palabras  groseras  y  malso- 
nantes productoras  de  arrebato  y  obcecación. 

En  un  delito  de  homicidio  aprecia  el  T.  S.  la  cir- 
cunstancia 7.*^,  art.  9.^^  del  C.  P.  A  favor  del  matador, 
porque  las  frases  groseras  y  malsonantes  que  el  in- 
terfecto dirigió  al  recurrente,  invocando  en  ellas  el 
nombre  de  su  madre,  son  estímulos  bastante  podero- 
sos de  arreluito  y  obcecación.  cSent.  38  Noviembre 
1887.— Gac.  5  Enero  1888.) 

80  Dlclcnibro  IS87.  Reprensión  del  sxiperioral  in- 
ferior jerárquico  ^  no  apreciable  como  circunstancia  ate- 
nuante. 

La  severa  amonestación  dirigida  por  un  jefe  A  un 
subordinado  suyo  por  faltas  que  aquél  juzgó  haber 
cometido  éste  en  el  desempeño  de  su  cargo,  no  puede 
derivar  la  circunstancia  atenxiante  7."  del  art.  9.**  en 
favor  del  amonestado  y  para  el  delito  de  desacato 
cometido  por  éste  A  consecuencia  de  la  reprensión. 
(Sent.  30  Dii-iembre  1887.— Oac.  4  Abril  1888.) 

a  Febrero  1S8S.  Guarda  de  finca  que  hiere  dentro 
de  ella  á  nn  cazador  furtivo. 

Declara  el  T.  S.  que  el  guarda  tiene  á  su  favor  la 
circunstancia  7.'^  del  art.  9. '^,  pero  no  la  4.'*;  porque  la 
provocación  supone  un  acto  personal  directo  é  in- 
mediato contra  el  sujeto  A  quien  se  dirige.  iSent.  3 
iebrero  l>ii^.—Gac.5Junio.) 

«JVovlcnibre  1999.  Hechos  no  relacionados  con  el 
cielito. 

No  habiendo  podido  sobreexcitar  esos  hechos  al 


reo  con  relación  al  ofendido  ó  en  contra  del  mismo, 
no  puede  atenuar  la  responsabilidad.  {Gac.  16  Ene- 
ro 1H89.) 

X.°  Diciembre  1888.  Coacción  cometida  por  un 
acreedor  bajo  la  creencia  de  que  su  deudor  iba  á  resultar 
insolvente. 

José  Gallego,  acreedor  de  Pedro  Agüero,  impidió 
A  la  mujer  de  éste  que  sacara  los  muebles  de  su  per- 
tenencia de  la  casa  que  habitaba,  y  condenado  por 
ello  como  reo  de  coacción  conforme  al  art.  511  del 

C.  P.,  interpuso  recurso  de  casación  que  resuelve  el 
T.  S.  declarando  que  el  delito  está  bien  calificado, 
pero  que  es  de  estimar  en  favor  del  recurrente  la  cir- 
cunstancia atenuante  7.'^  del  art.  9.*^,  como  el  mismo 
procesado  pretende,  pues  el  ser  Gallego  acreedor  de 
J?edro  Agüero  y  creer  que  la  mujer  de  "éste  trataba 
de  ocultar  sus  bienes  para  hacer  ilusorio  el  pago  de 
la  deuda,  fué  estímulo  poderoso  que  naturalmente 
debió  producirle  arrebato  y  obcecación.  (Sala  2.*, 
Sent.  1.°  Diciembre  l&SS.— Gac.  28  Marzo  1889,  p.  91.) 

27  Enero  1M90.  Lesiones  inferidas  d  una  mujer  en 
defensa  de  la  7nanceba  del  culpable. 

No  favorece  esta  circiinst.  7.^  del  art.  9.°,  al  autor 
de  lesiones  inferidas  A  una  mujer,  al  defender  A  otra 
con  quien  disputaba  la  lesionada  y  con  la  que  el  reo 
vivia  maritalmente.  (Sent.  27  Enero  1890. — Gac.  26 
Agosto.) 

10  Febrero  1800.  No  es  apreciahlela  circunst.  7.^ 
en  los  delitos  de  falsedad. 

«...La  falsodad  de  \\n  documento  en  que  se  contrae 
y  finge  una  firma  exige  reflexión  y  meditación  que 
excluye  el  arrebato  y  la  obcecación  en  el  culpable...» 
(Sent.  10  Febrero  1890.— Gac.  i.»  Septiembre.) 

13  Febrero  1890  y  otra.«i.  Prueba  de  los  hechos 
ocasionales  del  arrebato  y  de  sus  accidentes  todos. 

Para  que  piieda  apreciarse  la  circunstancia 7.°^ han 
de  resultar  probados  los  estímulos,  sin  que  pueda 
partirse  del  supuesto  de  que  debió  tener  el  reo  moti- 
vos poderosos  para  efectuar  el  delito.  (Sent.  12  Fe- 
brero 1690. — Gac.  4  Stjitiembre);  no  siendo  bastante 
que  mediaran  entre  ofensor  y  ofendido  anteriores 
resentimientos  si  no  se  expresa  cuAles  sean.  (,Sent.  12 
Mayo  1&90. — Gac.  11  Octubre.) 

—  Reiteración  sustancial  de  la  misma  doctrina: 
Sent.  21  Diciembre  lby9.  [Gac.  26  Jimio  1890.) 

14  Febrero  18. JO.  La pasió7i  amorosa  no  es  motivo 
de  atenuación  en  el  delito  de  rapto. 

Véase  en  Rapto. 

14  Marzo  I900.  Homicidio  ejecutado  bajo  la  creen- 
cia de  que  el  agresor  había  sido  gravemente  ofendido  en 
su  honra  y  en  la  de  su  familia  por  el  agredido. 

Presentada  A  los  Tribunales  una  denuncia  anóni- 
ma en  que  se  afirmaba  que  la  hermana  de  D.  José 
García  Collado  había  dado  A  luz  sigilosaaaente  una 
niña  qtie  en  el  acto  fué  degollada,  se  demostró  que 
no  se  había  cometido  tal  crimen,  y  la  impiitación 
.del  mismo  siempre  creyó  Collado  que  era  obra  de 

D.  José  García  Cojeces  ó  de  su  mujer.  Una  tarde  se 
apostó  esperando  A  Cojeces  y  al  divisarle  le  dijo:  «dé 
usted  parte  otra  vez»,  y  le  disparó  un  tiro  hiriéndole 
en  el  pecho.  El  T.  S.  declara  que  en  este  homicidio 
frustrado,  es  de  apreciarla  circunstancia 7.*^, art. 9.*^, 
porque  el  procesado  obró  bajo  la  idea,  que  le  domi- 
naba, de  haber  sido  gravemente  ofendido  por  Coje- 
ces en  su  honra  y  en  la  de  su  familia.  (Sent.  14  Mar- 
zo 1890. — Gac.  20  Septiembre.) 

30  Mayo  ISOO.  Inmediata  y  reiterada  proximidad 
de  ofensor  y  ofendida  apreciable  como  estimtdo  poderoso 
de  arrebato  y  obcecación  en  obsequio  del  reo  de  violación. 

Véase  en  Violación. 

VIII. — Motivos  de  atenuación  por  analogía. 
(Circunst.  8.'') 

14  Fncro  1993  y  otras.  Circxmstancias  que  no 
pueden  reputarse  análogas  á  las  especificadas  taxativa- 
mente en  el  Código, 

Las  circunstancias  posteriores  A  la  comisión  del 
delito,  no  pueden  apreciarse  como  atenuantes  por 
no  ser  de  igual  entidad  ó  idénticas  A  las  especifica- 
das en  el  art.  9.** 

No  son  estimables  en  concepto  de  atenuantes  la 
buena  conducta  del  culpable  (Sents.  17  Enero  1873, 15 
Noviembre  1875  y  10  Enero  1876),  la  retractación  de 
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las  frases  caKimniosas  (18  Diciembre  1872^,  la  confe- 
sión espontánea  del  delito  (,26  Abril  y  8  Mayo  1873  y  8 
Junio  1888),  la  poca  entidad  de  la  cosa  objeto  del 
mismo  (4  Noviembre  1872  y  8  Marzo  1889),  Ja  necesi- 
dad de  alimentarse  y  el  corto  valor  de  lo  robado,  en 
el  delito  de  robo  (20  Abril  1871),  el  impedir  uno  de  los 
autores  del  mismo  que  los  otros  maten  al  perjudica- 
do (26  Diciembre  1870),  el  deseo  de  adquirir  el  dinero 
sustraído  para  contraer  matrimonio  y  poner  casa 
^25  Octubre  1884),  los  resentimientos  anteriores  entre 
el  agresor  y  el  agredido  (30  Octubre  1884),  ni,  en  el  de- 
lito de  lesiones,  el  haber  reñido  un  hermano  de  aquél 
con  otro  de  éste.  (Sent.  10  Diciembre  1887.— Gac.  12 
Abril  I8S8.) 

36  Wovlonibre  1877.  Obediencia  del  hijo  al  pa- 
dre, apreciable  como  motivo  de  atenuación. 

Es  circunstancia  atenuante  en  la  falsificación  de 
moneda  ejeciitada  por  \\n  menor  de  dieciocho  ft,ños, 
mayor  de  quince,  la  de  haber  obrado  por  mandato 
de  su  padre;  pero  esto  no  alcanza  á  eximirle  de  res- 
ponsabilidad, por  no  ser  debida  su  obediencia.  (Sen- 
tencia 26  Noviembre  1877. — Gacs.  de  la  Sala  2.'^,  t.  I, 
página  25.) 

14  níovlcmbrc  iS'S'S.  DevolucÍÓ7i  inmediata  y  es- 
jwntánea  de  los  efectos  robados. 

Dos  siijetos  robaron  á  otro  varios  efectos  que  á  su 
mego  le  devolvieron  diciéndole  que  les  había  impitl- 
sado  la  necesidad,  y  recibiendo  45  céntimos  qiie  el 
ofendido  les  dio.  El  T.  S.  declara  q\ie  en  todo  caso 
sería  de  apreciar  en  favor  de  los  autores  del  hecho 
una  circunstancia  comprendida  en  el  núm.  8.**  del 
art.  9.":  *la  de  haber  devtielto  espontáneamente  los 
efectos  sustraídos  al  perjudicado,  con  cuya  conduc- 
ta repararon  en  gran  parte  el  mal  causado...  *»  (Sen- 
tencia 14  Noviembre  1887.— Gnc.  y  Enero  1888.) 

M  Dlolenibre  ISSO.  Sordomudez:  Puede  apre- 
ciarse como  atenuante  genérica  por  analogía ,  pero  no 
como  atenuante  especifica,  para  rebajar  la  pena  á  la  in- 
mediatamente inferior. 

Condenado  el  sordomudo  Manuel  Alvarez  á  trece 
años  de  cadena  como  autor  de  asesinato,  por  haber 
declarado  elJxirado  qiie  la  sordomudez,  en  el  caso  de 
autos,  equivalía  A  ser  el  culpable  mayor  de  quince 
y  menor  de  dieciocho  años,  recurrió  en  casación  el 
fiscal,  y  el  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  por  infracción 
del  art.  86  del  Código: 

«Considerando  que  la  afirmación  del  veredicto  po- 
día autorizar  al  Tribunal  de  derecho  para  admitir 
como  concurrente  una  circunstancia  de  atenuación, 
aplicando  el  núm.  8.°  del  art.  9.°  del  C.  P.,  por  su 
analogía  con  el  núm.  1."  del  mismo  artículo,  en  re- 
lación con  el  I.*»  del  art.  8.«: 

Considerando  que  en  vez  de  proceder  así  el  Tribu- 
nal sentenciador,  constituyó,  contra  ley,  una  cir- 
cunstacia  atenuante  específica,  ampliando  el  texto 
y  alcance  de  la  regla  2.",  art.  86  del  precitado  Códi- 
go, é  inciirriendo  en  notorio  error  y  en  una  verdade- 
ra transgresión  del  derecho  vigente,  error  y  trans- 
gresión transcendentales  al  grado  de   la   pena » 

tSent.  27  Diciembre  1889.— í?ac.  '¿o  Julio  1890,) 

IX. —  Parentesco   como  motivo  de   atenua- 
ción. (Circunst.  1.-^,  art.  10.) 

Por  regla  general  el  parentesco  entre  el  ofensor  y 
ofendido,  es  circunstancia  agravante  en  los  delitos 
contra  las  personas  y  atendíante  en  los  que  se  come- 
ten contra  la  propiedad;  pero  ha  habido  casos  de  es- 
timarse en  este  último  concepto  en  favor  del  reo  de 
homicidio  ó  lesiones,  porque  no  pueden  establecerse 
reglas  fijas  aplicables  á  la  materia,  pues  depende  el 
concepto  de  los  accidentes  del  delito. 

15  Enero  I8H0,  Parentesco:  Un  caso  de  homicidio 
en  que  el  parentesco  debe  estimarse  como  circíinstancia 
atenua7ite. 

Para  apaciguar  una  disputa  entre  un  yerno  y  un 


1  Sobre  la  apreciación  de  la  circunstancia  atenuante 
por  analogía,  haremos  observar  que  debe  entenderse,  sirv 
duda  alguna,  cuando  se  devuelven  in  actu  los  objetos  ro- 
bados, no  cuando  la  devolución  es  posterior  al  delito, pues 
el  T.  S.  tiene  repetidamente  declarado  que  no  son  de  idén- 
tica ó  igual  entidad  las  circiaistanciasjwsterioresá  la  co- 
misión del  delito^  siendo  las  establecidas  en  el  art.  9.^^  an- 
teriores ó  coetáneas,  únicas  que  son  datos  para  apreciar 
la  mayor  ó  menor  delincuencia. 


hijo  de  Manuela  Galey,  intervino  ésta  sujetando  al 
primero  que,  lejos  de  respetarla,  la  dio  un  empellón 
derribándola  al  suelo,  y  sacó  iina  navaja;  visto  lo 
cual  or  otro  hijo  de  Manuela,  acometió  k  su  cuñado 
el  agresor,  causándole  una  herida  de  la  que  resultó 
la  muerte  del  cuñado.  Condenado  el  autor  de  ella, 
como  reo  de  homicidio,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  yifringidos  los  arts.  10,  núm.  1.**, 
y  9.",  núm.  5."  del  C.*P.,  pues  la  circiinstancia  de  ser 
cuñado  del  interfecto  debió  estimarse  como  atenuan- 
te. Así  lo  entiende  el  T.  S.  y  casa  y  anula  la  senten- 
cia recurrida: 

«Considerando  que...  habiendo  sido  la  causa  de  los 
estimxilos  poderosos  que  produjeron. ..ítrrebato  y  ob- 
cecación, los  sentimientos  legítimos  y  naturales  en 
favor  de  una  madre  que  cree  ofendida,  insiiltada  y 
hasta  maltratada,  su  pensamiento  ofuscado  y  per- 
turbado como  estaba  no  pudo  advertirle  y  darlo  -X 
conocer  que  aquel  Á  quien  hería  con  la  faca  ó  instru- 
mento cortante  era  afin  suyo  en  el  grado  de  herma- 
no.» (Sala  2."-,  sent.  16  Enero  1886. — Qac.  4  Agosto,  p.  ü 

19  Oiolenibre  iS^it.  Lesiones  que  el  reo  causa  in- 
deliberadamente d  su  mujer. 

José  Estévez  dio  il  su  mujer  una  puñalada  dirigida 
á,  un  hombre  con  el  cual  aquél  reñía.  Apreciado  por 
la  Audiencia  el  parentesco  como  circunstancia  ate- 
nuante, recurrió  el  fiscal  para  que  se  estimase  como 
agravante;  pretensión  que  el  T.  S.  deniega,  porque 
debiendo  estimarse  en  uno  ú  otro  concepto,  «debe 
mAs  bien  dársela  la  virtiialidad  jurídica  que  la  ha. 
dado  el  fallo  recurrido,  porque  si  el  agresor  no  tuvo 
intención  de  herir  A  su  mujer,  no  puede  hacérsele 
responsable  de  la  agravación  que  se  funda  en  Ios- 
respetos  que  merecen  ios  vínculos  del  parentesco.^ 
(Sala2.«,  sent.  19  Diciembre  1888.— Gac.  25  Abril  J8S:>, 
pág.  129.) 

X, — Prueba  de  las  circunstancias:  Concu- 
rrencia de  dos  ó  má,s:  Guá,les  tienen  el  ca- 
rácter de  muy  calificadas. 

4  1%'oviciubrc  iSílS.  No  pueden  suponerse  ó  presu- 
mirse. 

Las  circunstancias  genéricas  que  aumentan  ó  dis-  ; 
min\iyen  la  respons-ahílidad  criminal,  no  pueden  su-J 
ponerse  ni  presumirse,  sino  que  han  de  resultar  daí 
los  hechos  que  se  declaren  probados.  (Sents.  4  No-I 
viembre  y  4  Diciembre  1878,  20  Enero  y  11  Febrero! 

1879,  2  y  19  Enero  1880.) 

t3  llnyo  I930      Un  solo  hecho  ¿puede  motivar  má&\ 

denna  circunstancia  atenuante? 

El  T.  S.  tiene  declarado  que  un  solo  hecho  no  pue- 1 
de  dar  lugar  A  <]ue  se  aprecien  dos  ó  más  circunstan- 
cias de  atenuación  distintas,  ó  lo  qiie  es  lo  mismo» 
no  puede  servir  de  motivo  generador  para  que  se  es- 
time má.s  de  una.  (Sents.  23  Mayo  1879,  18  Noviembre 

1880,  24  Noviembre  1882,  5  Octubre  1883,  14  Abril  y  24 
Junio  iSSo,  2o  Noviembre  1886,  30  Noviembre  1887,  6 
Noviembre  18S8  y  22  Junio  1889.) 

— El  T.  S.  prescindió  de  la  anterior  doctrina  en 
sentencia  de  7  Abril  1879,  por  la  que  declaró  que  i 
quien  al  verse  golpeado  por  otro  hiere  al  agresor, 
tiene  en  su  favor  las  circunstancias  ateuiiantes  de 
haber  precedido  provocación  del  ofendido  y  haber, 
obrado  en  vindicación  próxima  de  una  ofensa  grave. 
(Sala  2.'',  sent.  7  Abril  1879.— Gac,  26  Junio,  pág.  153.) 

X3  Octubre  lí*84  y  otras.  Aplicación  de  la  regla- 
5."-,  art.  82,  á  la  concurrencia  de  dos  ó  más  circunstancias 
atenuantes  muy  calificadas. 

No  son  muy  calificadas  á  los  efectos  de  la  penali- 
dad del  núm.  5.**,  art.  s2.  las  3."  y  4."  del  art.  9.",  ó  sea, 
la  de  no  haber  tenido  intención  de  causar  tanto  mal  y  ha- 
ber precedido  provocación  ó  amenaza  [i^QXLt.  10  Febrero 
1871),  ni  las  3.'^  y  7.*^  (provocación  y  arrebato)  (Sents.  23- 
Octubre  1884  y' 30  Noviembre  18871,  ni  las  de  embria- 
guez y  arrebato  (6.«-  y  7.")  (Sent.  12  Octubre  1885), 

Sí  io  son  las  4  "^  y  7.*  (j)7-ovocaciónó  amenaza  y  arreba- 
to y  obcecación)  (Sent.  15  Febrero  1871),  y  las  3.'^,  4.% 
y  7."^  {falta  de  intención,  provocación  y  arrebato)  (Sen- 
tencia 29  Septiembre  1874);  las  1.*^  y  7.^  en  relación 
aquélla  con  las  4.'^  ó  5.^,  art.  8."  (deferisa  incompleta  y 
arreftaío  1  (Sent.  12  Enero  1875),  y  las  4."^  y  6."  (provoca- 
ción y  embriaguez)  (Sent.  16  Noviembre  1881  y  11  Di- 
ciembre 1.8ÍK)). 

La  regla  5.*^  del  art. 82  contiene  una  facultad  de  que 
los  Tribunales  pueden  hacer  uso,  no  hallándose  obli- 
gados á  rebajar  la  pena  ala  inmediatamente  infe- 
rior (Sents.  9  Junio  y  24  Noviembre  1871),  y  no  supone 
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la  mera  distinción  de  actos  generadores  de  circuns- 
tancias independientes,  sino  que  exige  que  éstas 
obren  con  gran  eñcacia  sobre  la  libertad  del  agente, 
para  que  merezcan  ser  tenidas  por  nauy  calificadas. 
(Sent.  23  Octubre  1884.) 

9  Dlclenibre  1889.  Denegación  de  recurso  en  que 
se  invocaban  varias  circunstancia»  atenuantes.  Incon- 
gruencia entre  los  resultandos  y  considerandos  de  la  sen- 
tencia del  T.  S. 

«...Resultando  que  bailándose  á  cosa  de  las  ocho  de 
la  noche  del  día  13  de  Marzo  último  en  la  plaza  de 
Ontoria  Valdearados,  Norberto  Ontoria,  Gregorio 
Plaza  y.Guillermo  Monzón,  se  llegó  á  ellos  Bonifacio 
Herrero,  á  quien  preguntó  el  Guillermo  si  iba  á,  in- 
stiltarle,  momento  en  que,  sin  mediar  más  frases  en- 
tre sí,  se  agarraron  los  dos,  consiguiendo  Ontoria  se- 
pararlos, en  cuyo  acto,  sacando  Monzón  una  navaja 
de  entre  la  faja,  le  dio  un  avance  con  ella  á  Bonifacio, 
que  inmediatamente  cayó  al  suelo,  huyendo  aquél 
con  precipitación,  hechos  probados...»  Condenado 
Monzón  por  el  homicidio,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción invocando  varias  circunstancias  atenuantes  que 
el  T.  S.  declara  no  haber  concurrido,  consignando  li- 
teralmente «...que  no  aparece  que  Bonifacio  Herrero 
agrediese  á  Guillermo  Monzón,  por  no  poder  concep- 
tuarse como  tal  la  pregunta  qiie  .aquél  dirigió  á  éste 
de  que  si  iba  á  insultarle...»  y  «que  la  expresada  pre- 
gunta no  es  suficiente  para  suponer  producidos  esti- 
mules tan  poderosos  que  naturalmente  hubieran  pro- 
ducido arrebato  y  obcecación,  y  que  por  lo  mismo  no 
puede  ser  estimada  en  favor  del  recurrente  la  cir- 
cunstancia 7.»  del  art.Q."  del  C.  P.'.»  (Sala  2.»,  sent.  9 
Diciembre  1887.— Gac.  12  Abril  18S8,  p.  96.) 

XI. — Compensación  racional  de  circunstan- 
cias atenuantes  y  agravantes. 

•S  Octubre  189*.  Prudente  criterio  de  los  Tribu- 
nales, 

La  regla  4."-  del  art.  82  del  Código  deja  al  prudente 
criterio  de  los  Tribunales  el  ejercicio  de  su  omnímo- 
da facultad,  sin  limitación  ni  restricción  de  ninguna 
especie. 

4  Enero  1884.     Varios  casos  de  compensación. 

Comete  error  de  derecho  la  sentencia  que  impone 
en  el  grado  máximo  la  pena  señalada  al' delito,  no 
obstante  declarar  que  se  compensan  las  dos  circuns- 
tancias, una  atenuante  y  otra  agravante  concurren- 
tes en  el  hecho.  {Gac.  9  Agosto,  p.  2.) 

— Otro  caso  ¡g\ial  en  Sent.  de  4  de  Marzo  de  1884.  (Ga- 
ceia  24  Agosto,  p.  83.) 

— La  circunstancia  agravante  de  reincidencia  es 
compensable  con  la  atenuante  de  provocación,  4.**  del 
art.  9."  (Sent.  22  Diciembre  1886.— (íac.  1."  Marzo  1887.) 

11  .llarxo  1885.  No  es  compensable  con  la  agravante 
de  nocturnidad  la  circunstancia  atenuante  de  haber  obra- 
do j^or  arrebato  y  obcecación. 

La  apreciación  de  la  circunstancia  agravante  con- 
sistente en  baljer  ejecutado  el  delito  de  noche  elegida 
de  propósito  para  ocultar  la  ciilpa  y  conseguir  la  im- 
punidad (1.5,  art.  10),  no  se  opone  á  la  atenuante  7.* 
del  art.  9.°,  ó  sea  de  haber  obrado  por  estíuixilos  po- 
derosos que  naturalmente  produjeron  al  procesado 
arrebato  y  obcecación;  pero  esta  circunstancia  es 
de  escaso  valor  jiirídico  para  determinar  su  absolu- 


*  Con  ingenuidad  confesamos  que  no  hemos  podido  en- 
tender, d  pesar  de  estudiarla  mucho,  la  sentencia  arriba 
inserta.  Si  la  pregunta  de  t  cienes  d  insultarme»  fué  diri- 
gida por  el  procesado  Guillermo  Monzón  al  interfecto  Bo- 
nifacio Herrero,  es  claro  que  no  constituye  agresión  por 
parle  de  Herrero  hacia  Monzón,  puesto  que  Herrero  no  la 
formuló;  ni  cabe  suponer  que  una  pregunta  dirigida  por  el 
procesado  á  otra  persona  fuera  estímulo  poderoso  de  arre- 
bato y  obcecación  en  el  mismo  reo.  Esto  no  hacía  falta  que 
lo  dijera  el  T.  S.,  ni  era  éste  el  problema plaiiteado  en  ca- 
aación  por  el  recurrente;  de  modo  que  en  la  sentencia  ha 
de  haber  un  error  material  ó  de  concepto,  que  no  sabemos 
en  qué  consistirá;  aunque  para  nosotros  cualquier  hipóte- 
sis sería  más  verosímil  que  la  de  suponer  que  el  T.  S,  haya 
podido  invertir  los  términos  de  la  cuestión,  atribuyendo  al 
interfecto  las  palabras  que  pronunció  el  procesado.  Sin 
embargo,  esto  es  lo  que  parece  inferirse  y  se  infiere  de  los 
tres  considerandos  del  fallo,  y  especialmente  del  primero 
y  del  tercero,  que  sólo  así  puede  tener  sentido...  Nos  abste- 
nemos de  deducir  las  consecuencias. 


ta  compensación  con  la  anterior,  y  la  imposición  de 
la  pena  en  el  grado  medio.  (Sala  2.",  sent.  11  Marzo 
1885.— Gac.  9  Octubre,  p.  157.) 

—V.  Circunstancias  eximentes. 

CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES.  Las  cii- 
cuu.staucias  espcciflcadas  eii  el  art.  10  del  Có- 
dig'o  penal,  agravan  la  responsabilidad  ya  te- 
niendo en  cuenta  las  relaciones  del  ofensor  y 
el  ofendido,  la  mayor  perversidad  ijue  revelan 
en  el  culpable,  ó  la  mayor  facilidad  que.  le  pro- 
porcionan de  cometer  el  delito  ó  de  lograr  la 
impunidad.  Hay,  sin  embargo,  una  que  no 
responde  á  ninguno  de  estos  fundamentos,  es 
A  saber,  la  de  ser  vago  el  culpable,  deslig'ada 
en  absoluto  de  toda  relación  directa  con  el  de- 
lito cometido,  siquiera  incline  el  ánimo  del 
agente  hacia  el  crimen,  porque  la  ociosidad  y 
la  pobreza  son,  unidas,  malas  consejeras. 

De  las  23  circunstancias  que  el  C.  P.  enu- 
mera, hay  19  que  necesariamente  deben  ser 
calificadas  como  agravantes,  siempre  que  con- 
curran en  la  comisión  del  delito  y  no  sean  in- 
herentes al  mismo,  á  saber:  las  2."  A  4.*,  6.*  á 
14,  16  y  18  á,  23;  otras  que  pueden  convertirse 
en  atenuantes:  las  1.^  y  b.^,  y  algunas  que,  en 
ocasiones,  solamente  constitiiyen  un  acciden- 
te sin  importancia  para  la  exacción  de  la  res- 
ponsabilidad, y  que  no  son  apreciables,  por  lo 
tanto,  como  origen  de  agravación  ni  de  ate- 
nuación: las  15  y  17.  Entre  las  comprendidas 
en  el  primero  de  estos  términos  flg'ura,  sin  em- 
bargo, una  que,  en  nuestro  concepto,  es  moti- 
vo completo  de  exculpación  para  ciertos  deli- 
tos. Aludimos  al  abuso  de  confianza  (circuns- 
tancia 10)  que  cuando  se  manifiesta  atentando 
por  medio  de  hurtos,  defraudaciones  ó  daños 
á  los  intereses  de  parientes  del  reo  en  grado 
inmediato,  exime  de  responsabilidad  penal 
(art.  580). 

En  el  art.  lOhay  cuatro  circunstancias  acom- 
pañadas de  su  definición  respectiva:  la  alevo- 
sía, la  reincidencia,  el  escalamiento  y  la  va- 
gancia (nüms.  2-°,  18,  21  y  2a).  Hay  una,  la 
de  ensañamiento,  cuya  definición  está  en  di- 
cho precepto  (uúm.  6.");  pero  no  su  nombre 
propio,  que  se  halla  expresado  en  el  art.  418;  y 
hay  otra,  la  de  cuadrilla  (núm.  15)  no  definida 
en  el  art.  10  y  sí  en  el  518,  aunque  para  los 
efectos  del  robo.  Respecto  de  las  demás,  el  le- 
gislador no  ha  formiilado  su  concepto  propio, 
y  la  doctrina  del  T.  S.  ha  venido  á  suplir  la 
omisión,  ya  declarando  en  qué  consisten,  ya 
determinando  los  casos  en  que  son  aplicables. 

Por  último,  existen  circunstancias  que  agra- 
van especialmente  la  responsabilidad  de  cier- 
tos delitos  y  no  aparecen  enumeradas  en  el 
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art.  10:  la  de  poucr  mauos  eu  la  autoridad, 
respecto  del  atentado  (art.  264),  la  de  llevar 
armas  los  culpables,  eu  cuauto  al  mismo  delito 
y  al  de  robo  (id.  y  art.  521),  y  la  de  hacer  uso 
de  llaves  falsas,  con  relación  al  delito  de  robo 
(arts.  521  y  525). 

He  aquí  la  doctrina  del  T.  S.  sobre  las  cir- 
cunstancias agravantes  del  art.  10: 

Jurisprudencia. 

I.  —  Parentesco.  (Circunst.  !.•■') 

<S  Junio  tS3S  y  otra.  Kecesidaíl  de  califlc»^  el 
parentesco  como  circiinsta7icia  atemiante  ó  agravante. 

Esta  circxinstancia  deten  calificarla  los  Tribuna- 
les como  ateuiiaute  ó  como  agravante,  y  no  hacién- 
dolo ennnO  ú  otro  sentido,  se  infringe  el  art.  iO  del 
Código  penal. 

— Otro  caso  en  Sent.  de  2  de  Marzo  de  1882.  (Gacetas 
de  la  Sala  2.",  t.  I,  p.  133.) 

84  Mayo  i8S*  y  otras.  Es  agravante  en  los  delitos 
de  asesinato,  homicidio,  disparo  y  lesiones,  y  en  general 
en  los  delitos  contra  las  personas  '. 

La  circunstancia  del  parentesco  no  puede  menos 
de  estimarse  como  agravante  en  los  delitos  de  ase- 
sinato, homicidio  y  lesiones.  (Sents.  21  Mayo  1873,  10 
Diciembre  1S74,  27  Septiembre  lb75,  7  Abril  y  23  No- 
viembre IbSO,  20  Febrero  y  30  Mayo  1883,  28  Febrero 
1884,  17  Marzo  1885,  16  Enero,  2  y  27  Abril  1886,  2  Enero 
1888,  24  Mayo  y  29  Noviembre  1&&9,  6  Marzo  y  12  de 
Abril  1890.) 

— «Los  Tribunales...  atemperándose  á  las  reglas  ge- 
nerales dominantes  en  materia  penal,  lógica  y  ra- 
cionalmente han  de  propender  á  estimar  dicha  cir- 
cunstancia como  agravante  cuando  los  derechos 
vulnerados  por  el  delito  perseguido  sean  de  Índole 
más  importante,  como  sucede  con  aquellos  que  se 
refieren  á  la  integridad  de  la  persona  del  pariente 
contra  quien  se  ha  cometido  la  ofensa,  á  no  ser  que 
motivos  excepcionales,  nacidos  de  la  sitxiación  del 
ofensor,  de  los  móviles  que  le  hayan  inducido  á  obrar 
ó  de  otros  accidentes  especiales  del  caso,  vengan  á 
demostrar  en  el  agente  un  grado  menor  de  perversi- 
da.d  que  el  que  suponga  por  sí  misma  la  ejecución 
del  hecho  criminal  que  se  le  impute...»  (Sents.  13  Ene- 
ro 1»85,  Gitc.  SU  Agosto;  21  Abril  1887,  Gac.  30  Agosto;  y 
3  Julio  1890,  Gac.  31  Octubre.) 

S  Kovieiubre  iS33.  No  obsta  la  separación  de  los 
esposos  á  la  apreciación  de  la  agravante  de  parentesco  en 
los  delitos  que  cometan  uno  contra  otro. 

Así  lo  establece  el  T.  S.,  fundAndose  en  que  «esta 
separación  no  borra  ni  destruye  el  carácter  que  im- 
prime el  matrimonio». 

8  Marzo  I8SÍ.  El  parentesco  en  los  delitos  de  Í7iju- 
ria:  es  circunstancia  atenuante. 

En  causa  sobre  injurias  inferidas  per  un  letrado  á 
un  cuñado  suyo  diciendo  de  él  que  era  nn  perdido, 
codicioso,  depravado,  etc.,  en  cierto  escrito  forense, 
declara  el  T.  S.  que  el  parentesco  debe  apreciarse 
como  motivo  de  atenuación,  atendida  la  ocasión  y 
móvil  del  delito  mismo.  (Sent.  2  Marzo  1882. — Gacetas 
de  la  Sala  2.",  t.  I,  p.  133.) 

*0  .%l»ril  ISS*  y  otras.  Libertad  del  Tribunal  sen- 
tenciador para  estimar  el  parentesco  como  circunstancia 
agravante  ó  atenuante. 

•  Corresponde  á  las  atribuciones  propias  del  Tribu- 
nal sentenciador  la  libre  apreciación  en  cada  caso 
de  la  naturaleza  y  efectos  del  delito  para  estimar  el 
parentesco,  ya  como  circunstancia  agravaute,  j-a 
como  atenuante,  y  por  consiguiente,  el  que  lo  haya 
estimado  ya  en  un  sentido  ó  en  otro,  no  puede  juz- 
garse nunca  como  infracción  del-meneionado  articu- 
lo y  motivo  suficiente  de  casación.»  (Sent.  26  Abril 
1882.— Saceías  de  la  Sala2.'',  t.  II,  p.  42.) 

—Ni  la  ley  nila  jurisprudencia  «pueden  dar  reglas 
fijas   y  absolutas  para  agrupar  aqueUos  delitos    y 
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aq^uellos  casos  en  que  el  parentesco  ha  de  agravar  ó 
ha  de  disminuir  la  pena,  pues  esta  apreciación  la 
deja  la  ley  al  buen  sentido  y  &  la  conciencia  del  Tri- 
bunal, que,  inspirándose  en  cada  caso  en  la  realidad 
de  la  vida,  puede  rectamente  apreciar  si  la  circuns- 
tancia del  parentesco  entre  el  agraviado  y  el  culpa- 
ble significa  mayor  perversidad  é  infunde  major 
alarma,  ó  por  el  contrario,  supone  menos  maldad  y 
produce  menos  alarma  que  si  el  hecho  fuera  entre  ex- 
traños.» (Sala  2.^,  Sent.  5  Abril  1886.— Gac.  14  Agosto, 
pág.  56.) 

—La  misma  doctrina.  (Sent.  24  Mayo  1889. — Gac.  3 
Septiemhre.) 

19  Diciembre  1983.  El  parentesco  de  tio  carnal 
710  hiflitye  en  la  reS2?onsabil'dad. 

Así  lo  declara  el  T.  S.,  por  no  hallarse  tal  relación 
comprendida  entre  las  que  taxativamente  marca  el 
uúm.  1.^,  art.  10.  (Sala  2.«— Gacs.  1SS4,  t.  I,  p.  92.) 

6  Marzo  1S90.  El  Jurado  no  puede  declarar  si  el 
pare7itesco  ha  de  apreciarse  como  circunstancia  atemian- 
te  ó  agravante. 

No  corresponde  al  Jurado,  sino  al  Tribunal  de  de- 
recho, «resolver  si  la  circunstancia  de  parentesco 
debe  ser  apreciada  como  agravante  ó  atenuante. 
(Sent.  6  Marzo  1890,— Gac.  16  Septiembre.) 

3  Octubre  19»0.    La  circunstancia  de  que  el  marido 

de  la  victima  sea  hermano  de  la  mujer  del  matador,  no  es 
relación  de  parentesco  de  las  que  taxativamente  determi- 
na la  ley  *. 

Asilo  declara  incidentalmente  el  T.  S.  en  esta  sen- 
tencia de  3  de  Octxibre  de  1890.  (Gac.  28  Noviembre.) 

II. — Alevosía.  (Circunst.  2.^) 
La  doctrina  legal  aplicable  á  esta  circunstancia, 
como  cualificativa  del  asesinato,  la  dejamos  expues- 
ta en  el  t.  I,  p.  710.  Slrvenle  de  complemento  las  si- 
guientes declaraciones: 

30  Diciembre  ISSJ.  Conato  de  suicidio  posterior 
al  delito:  no  obsta  á  la  alevosía. 

El  accidente  de  haber  atentado  el  agresor  contra 
su  vida,  despiiés  de  perpetrar  el  delito,  no  obsta 
para  la  apreciación  de  la  circunstancia  de  alevosía, 
puesto  que  dicho  accidente  en  nada  puede  afectar 
al  propósito  firme  y  manifiesto  en  el  agente  de  obrar 
con  toda  seguridad  en  la  perpetración  del  crimen, 
ni  al  estado  de  indefensión  de  la  victima.  (Sent.  30 
Diciembre  1884.— Gacs.  22  y  23  Agosto  18S5,  p.  32.) 

«4  Octubre  1S89.  Prueba  de  los  hechos  determi- 
nantes de  la  alevosía. 

«...Consignando  la  Sala. sentenciadora  que  qttizds 
mediaran  algunas  frases  entre  ofensores  y  ofendi- 
dos, hay  que  afirmar  en  derecho  la  no  concurrencia 
de  dicha  circixnstancia- »  (Sent.  24  Octubre  1889. — 
Gac.  23 -Eh^í-o  ISÜO.) 

20  Marzo  ISOO.  Delitos  en  que  no  es  apreciaUe  la 
alevosía. 

Calificado  el  hecho  procesal  como  constitutivo  de  ^ 
delito  de  atentado  y  falta  de  lesiones,  la  circunstan-   ■ 
cia  de  alevosía  solamente  puede  servir  para  agravar 
la  responsabilidad  de  la  falta,  pero  no  la  del  delito, 
porque  tal  motivo  de  agravación  solamente  es  apli- 
cable   á   los  que  se  cometen  contra  las   personas,  l 
(Sent.  26  Marzo  1S90.— Gac.  22  Septiembre.) 

—Véase  en  Kobo  la  sent,  de  26  de  Abril  de  1890  so- 
bre calificación  de  la  alevosía. 

III.— Precio,  recompensa  ó  promesa:  Inun- 
dación, incendio  y  veneno.  (Circunstan-  . 
cias  3.^  y  4.'^) 

La  doctrina  legal  aplicable  á  estas  circunstancias  . 
que  son  también  cualificativas  del  asesinato,  puede  . 
verse  en  el  t.  I,  p.  714. 

IV.— Realizar  el  delito  por  medios...  que  fa 
cuiten  la  publicidad.  (Circunst.  5.^) 

13  v\brll  I^S».  Ko  es  aprecíable  esta  circunstancia 
en  el  delito  contra  el  culto  católico. 

Véase  esta  sentencia  en  Cultos.  ^ 


1  Véase  en  CiiíCunstaxcias  eximentes  las  sentencias 
de  15  Enero  de  1886  y  19  Diciembre  de  1888,  insertas 
bajo  el  nüm.  IX. 


I 


1  Ninguna  relación  de  parentesco  existe  etitre  nncó"- 
vuqe  V  los  i>arientes  afines  del  otro,  según  laregla  Afñms- 
tas  non  parit  affinitatem.— F.  Pabestesco. 


CmCUNSTANCIAS  AGRAVANTES.  CG.",  7.»,  8/  y  9.^) 
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S9  DIoleiiibro  ISS».  Esta  circmistancia  es  siem- 
pre agriivüute  en  el  delito  de  injurias  por  medio  de  la,  im- 
prenta, según  el  criterio  significado  en  las  disjíosiciones 
del  art.  473. 

Asi  lo  establece  el  T.  S.  (Seut.  27  Diciembre  1888.— 
Qac,  i.^ií/tíí/o  isso.) 

V,— Ensañamiento.  (Circunst.  6.^) 
Véase  la  doctrina  legal  establecida  sobre  esta  cir- 
cunstancia en  el  t.  I,  p.  715. 

VI, — Premeditación  conocida.  (Circunst.  7.*) 
A  la  importautisima  doctrina  que  bajo  el  núni.  II 
dejamos  expuesta  en  Asesinato,  1. 1,  p.  713,  liemos  de 
añadir  en  este  lugar  la  que  establecen  los  siguientes 
fallos: 

lO  Junio  f  í*9J  y  otras.  La  premeditación  es  inhe- 
rente á  los  delitos  de  falsificación  y  estafa,  y  algunas  ve- 
ces d  los  de  robo  con  fuerza  en  las  cosas. 

Así  lo  declara  el  T.  S.  estableciendo  que  no  puede 
apreciarse  en  ellos  como  agravante.  (Sents.  10  Junio 
1874.— tíac.  24  Agosto;  7  Diciembre  1885,  Gacs.  28  y  30 
Abril  18Sf7.) 

—  En  sentencias  posteriores  ha  aclarado  el  T.  S.  la 
anterior  doctrina  consignando  que  la  premeditación 
no  es  siempre  inherente  al  delito  do  robo;  pues  la 
connivencia  previa  entre  los  culpables  se  eleva  al 
í;rado  de  premeditación  cuando  se  organiza^lenta, 
fría  y  reflexivamente  un  plan  de  ejecución.  (Se'nts.  28 

Junio  y  13  Noviembre  1890 Oacs.  29  Octubre  id.,  y  3 

y  4  Febrero  1891.) 

— Véanse  otros  casos  en  HoiíO. 

tB  Mayo  I88«,    Robo  con  homicidio. 

Ni  la  premeditación  ni  la  alevosía  son  elenaentos 
constitutivos  de  ese  delito.  (Gac.  14  Septiembre.) 

-^La  misma  doctrina:  Senfc.  12  Noviembre  1887,  ((?«- 
ceta  4  Enero  18SS.) 

VII. — Astucia,  fraude  ó  disfraz. 
(Circunst.  8.") 

SO  Alirll  iSíí  y  otras.  En  qué  consiste  el  disfraz: 
Medios  de  ejecución  que  constituyen  esta  circunstancia. 

Legalmente  se  entiende  por  disfraz,  todo  medio 
empleado  para  evitar  que  la  persona  del  delincuente 
sea  reconocida,  procurando  sustraerse  con  esto  A  la 
responsabilidad  en  que  incurre;  y  por  tanto,  debe  te- 
nerse por  cTlsíraz  el  taparse  la  cara  con  un  pañuelo. 
(Sent.  .30  Abril  1872.)  « 

— Constituye  también  dicha  circunstancia  el  he- 
cho de  pintarse  ó  tiznarse  la  cara  ó  empolvarse  de 
blanco  el  pelo  para  no  correr  el  riesgo  ile  ser  cono- 
cido; pues  mAs  se  determina  el  disfraz  por  el  propó- 
sito del  reo  que  por  la  perfección  con  que  lo  realice. 
(Sent.  20  Mayo  18S9.— Gacs.  25  y  31  Agosto.) 

-^Es  de  apreciar  el  uso  de  disfraz  siempre  que  el 
criminal  se  valga  de  cualquier  artificio  para  desfi- 
gurar los  rasgos  característicos  ó  apariencia  verda- 
dera de  svi  persona  (Sent.  12  Noviembre  1887,  decla- 
rando bien  aplicada  esa  circunstancia  al  recurren- 
te que  jiara  realizar  el  delito  se  puso  la  gorra  de  otro 
malhechor  y  un  pañuelo  á  la  cabeza  á  estilo  de  mu- 
jer.—Gac.  4  Enero  I8SS.) 

tO  Mayo  ISSO.     En  qtté  consiste  la  astucia. 

La  astucia  «consiste  en  poner  en  juego  medios  que 
conduzcan  á  la  realización  del  hecho  punible  sin  que 
se  aperciba  la  persona,  blanco  del  delito,  de  la  in- 
tención del  delincuente».  Concurre,  por  lo  tanto,  en 
el  robo  que  se  ejecuta  subiendo  á,  una  casa  un  ven- 
dedor ó  induciendo  á-  la  dueña  k  que  llame  á  otros 
que  vocean  en  la  calle,  con  cuyo  pretexto  consuman 
todos  ellos  el  hecho  criminal.  {Gac.  11  Septiembre^  pá- 
gina 20.) 

VIII. — Abuso  de  superioridad. 
(Circunst.  9.')  i. 

IB  A'ovleinbrc  l^SI.  Delito  de  parricidio  á  que  es 
inherente. 

El  abuso  de  superioridad  es  inherente  al  delito  de 
parricidio  cometido  en  la  persona  de  la  madre  del 
culpable. 


Sobre  esta  circunstancia.,  véanse  en  Disparo  la 


sen- 


■>  Junio  I89S  y  otras.  Superioridad  numérica  de 
^nalhechores. 

En  el  homicidio  ó  lesiones  ejecutados  ou  la  persona 
de  un  hombre  por  dos  ó  más  armados,  hay  abiiso  de 
superioridad.  (Sents.  de  17  Junio  1872,  1.°  Mayo  1873, 
19  Febrero  y  24  Mayo  1875,  9  Junio  1880,  2  Abril  1883, 
l.«  Mayo  1884,  17  Febrero  1887,  6  Noviembre  1888  y  28 
Diciembre  1889.) 

—Otro  caso  muy  análogo:  Sent.  23  Diciembre  1889. 
{Gac.  15  Julio  1890.) 

— «La  circunstancia  de  abuso  de  sx^iierioridad  no 
se  caracteriza  solamente  por  la  participación  de  dos 
ó  más  persoijtts  en  la  ejecución  de  un  delito  de  la  ín- 
dole del  que  na  motivado  el  presente  recurso  (lesio- 
nes), si  por  otra  parte  no  aparece  que  los  delincuen- 
tes hayan  acometido  simultáneamente  al  agredido 
para  inutilizar  ó  dificultar  así  siis  actos  de  defensa.» 
(Sents.  10  Octulire  IS':^,  Gac.  II  Marzo  1885;  y  7  Febre- 
ro 1888,  Gac.  8  Mayo.) 

«5  Octubre  1^52  y  otrns.  *  Diferencia  de  sexo  ó  de 
edad  no  apreciable  como  abuso  de  s ujier Íor ¿dad. 

«La  circunstancia  de  que  fuese  mujer  la  lesionada 
y  hombre  el  ofensor,  no  es  por  sí  sola  siitíciento  por 
BU  naturaleza  para  calificarla  de  agravante.» 

— La  misma  doctrina  en  Sents.  de  7  do  Junio  de 
1873,  28  de  Abril  id.  y  19  do  Noviembre  de  1883. 

íi  Agosto  1992  y  otras.  El  abuso  es  inherente  al 
delito  de  robo  con  violencia  en  las  personas. 

En  el  robo  con  homicidio  no  ptiede  estimarse  el 
abuso  de  superioridad,  porque  va  finido  al  empleo 
de  fuerza  que  califica  el  delito.  (Sent.  21  Agosto  1872.) 

— La  misma  doctrina  de  que  no  puede  apreciarse 
el  abuso  de  superioridad  en  el  delito  dtj  robo  con  vio- 
lencia en  las  personas,  en  Sent.  de  20  Mayo  1880. 

— Do  la  mera  diferencia  de  edad  entre  el  interfec- 
to (un  anciano)  y  su  matador  (\an  joven),  «no  surge 
necesariamente  abuso  de  superioridad  por  parte  del 
segundo,  ni  tampoco  de  su  robustez  física,  ignorán- 
dose la  de  aquél;  porque  tal  motivo  de  agravación 
depende,  en  general,  del  grado  de  la  fuerza  usada 
por  el  culpable  y  de  los  medios  empleados  para  el 
delito  en  comparación  con  los  de  resistencia  al  al- 
cance inmediato  de  la  víctima».  (Sala  2.",  Sent.  13 
Mayo  1884.— üac.  23  Octubre,  p.  221.) 

ÍH  Febrero  lA^O.  Uso  de  navaja  en  vindicación 
de  ofensa  grave. 

Para  la  apreciación  de  la  circunstancia  agravan- 
te de  abuso  de  superioridad,  exige  la  ley  medios  de 
ataque,  ante  los  cuales  se  haga  imposible  toda  re- 
sistencia, y  reconociendo  la  Sala  que  el  procesado 
empleó  la  navaja  en  vindicación  próxima  de  ofensa 
grave  que  le  infirió  el  interfecto,  incurre  en  error  de 
derecho  si  declara  la  existencia  de  la  mencionada 
causa  de  agravación  fundada  en  el  uso  de  esa  arma. 
(Gac.  7  Mayo,  p.  72.) 

*C  Knero  lí»9i.  Homicidio  en  la  persona  de  un 
niño  menor  de  diez  años. 

Está  bien  calificado  el  abuso  de  superioridad  en  el 
homicidio  ejecutado  por  un  hombre  de  veintisiete 
años  en  la  persona  do  xin  niño  menor  de  diez  *.  {Gace- 
tas de  la  Sala  2."^,  t.  I,  p.  52.) 

■»  Enero  1S«Í.  Qué  es  necesario  para  que  exista 
abuso  de  superioridad. 

No  puede  apreciarse  el  abuso  de  superioridad  si 
no  demuestran  los  hechos  probados  la  grave  dificul- 
tad de  la  defensa  impuesta  por  la  desproporción  de 
los  medios  do  ataque,  requisito  necesario  para  que  • 
pueda  tener  aplicación  al  delito  aquella  circuns- 
tancia. (Sent.  19  Enero  1882. — Gacs.  do  la  Sala  2.", 
t.  I,  p.  105.) 

lO  Mayo  1  í^t^G.  No  es  apreciable  el  abuso  de  supe- 
rioridad para  agravar  la  responsabilidad  del  allana- 
miento de  morada. 

Asi  se  establece  en  sentencia,  inserta  eu  el  1. 1,  pá- 
gina 458. 


tencia  de  10  Febrero  1880;  en  Lesionks,  la  de  U  Diciem- 
bre 1885,  y  en  Violación,  la  de  19  Marzo  1885. 

*  El  T.  S.  ha  acentuado  aun  la  severidad  de  su  criterio 
declarando  que  son  alevosas  las  acometidas  á  lox  niños,  y 
si  jn'oducen  la  muerte  constituyen  asesinato.  Véase  esta 
doctrina  en  el  t.  I,  p,  709. 
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CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES.  (ÍO  y  11.) 


tO  Ulelenilire  f»»*.  Incompatibilidad  de  esta 
circunstancia  con  la  atenuante  de  arrebato  y  obcecación 
en  U7i  delito  de  homicidio  cometido  por  dos  agentes  de 
consumos  con  ocasión  de  la  exaccióii  del  impuesto  y  sin 
deliberación  ni  acuerdo  previos. 

Juan  Rodríguez  Gómez,  que  introdujo  una  partida 
de  vino  en  un  pueblo,  se  resistió  á  pagar  en  aquelins- 
tante  los  derechos  correspondientes,  ofreciendo  sa- 
tisfacerlos al  siguiente  día,  asi  como  á  pasar  al  ñela- 
to  para  extender  el  compromiso,  por  lo  cual  los  dos 
dependientes  de  consumos  que  le  aprehendieron  el 
vino,  se  trabaron  en  cuestión  con  Rodríguez,  al  que 
infirieron  numerosas  heridas  que  le  ocasionaron  la 
muerte.  Condenados  los  agentes  del  resguardo  como 
autores  de  homicidio  conla  circunstancia  atenuan- 
te 7.*,  art.  9.*^,  compensada  con  la  agravante  9.*  del 
art.  10,  iuterpusieron  recurso  de  casación  impug- 
nando la  apreciación  de  la  última,  y  el  T.  S.  casa  y 
anula  el  íallo  reclamado,  «porque  en  el  caáo  pre- 
sente, cuando  los  culpables  no  se  concertaron  para 
ejecutar  el  hecho,  sino  que  se  origina  momentánea- 
mente, ni  usaron  otras  armas  que  las  que  eran  pro- 
pias de  su  instituto,  una  y  otra  circunstancia  se 
oponen  y  rechazan,  y  aceptando,  como  no  puede 
menos  de  aceptarse,  que  aquéllos  obraron  en  estado 
de  arrebato  y  obcecación,  de  acaloramiento  y  exci- 
tación, no  puede  decirse  al  mismo  tiempo  que  abu- 
saron de  superioridad  intencionalmente,  y  que  de 
igual  modo  anularon  ó  disminuyeron  los  medios  de 
defensa  del  ofendido».  (Sala  S.*^,  Sent.  10  Diciembre 
de  1888.— Gac.  15  Abril  1889,  p.  101.) 

í»  Enero  tS8»,  Acto  de  defensa  no  constitutivo  de 
abuso  de  superioridad. 

Hilario  López,  en  cuestión  con  los  criados  de  don 
Agustín  Romera,  sacó  una  pistola  descargada,  que 
desgatilló  varias  veces.  Los  criados  le  sujetaron, 
mientras  Romera  le  tiró  con  fuerza  del  pene,  cau- 
sándole grave  lesión,  de  la  que  se  declaró  responsa- 
ble á  Romera  con  la  circunstancia  agravante  de  abu- 
so desuperiorioridad.  El  T.  S.  declara  que  no  ha  con- 
currido, considerando  que  el  acto  ejecutado  por  el 
reo,  al  impulso  natural  de  la  defensa,  no  puede  ser 
productor  de  esa  circunstancia  que  requiere  inten- 
ción de  prevalerse  del  número  ó  de  la  fuerza.  (Sen- 
tencia 29  Enero  1889.— Gac.  29  Mayo.) 

5  Julio  IS^O.  Incompatibilidad  de  la  alevosía  y  el 
abuso  de  superioridad. 

Véase  la  doctrina  de  la  p.  710,  t'.  I. 

«■  Octubre  IS^O.  Ventaja  de  un  contendiente  so- 
bre otro,  no  apreciable  como  abíiso  de  superioridad. 

Cuando  en  riña  ó  pelea  un  contendiente  hiere  á 
otro  en  momento  de  ventajosa  posición  ó  por  me- 
dios ofensivos  superiores  á  los  de  su  adversario,  no 
hay  abuso  de  superioridad,  (Sent.  21  Octubre  1889.— 
Gtic.  20  Enero  1S90.) 

9  :%go8to  tSOO.  Superioridad  física  de  un  hombre 
robusto  y  sano  sobre  un  cojo. 

«Existe  superioridad  física  entre  unhombre  robus- 
to y  sano,  y  el  que  no  disfruta  de  estas  condiciones, 
y  aquella  desigualdad,  todavía  más  evidente  entre 
el  primero  y  el  que  padece  una  cojera,  acusa  en  favor 
de  aquél  una  condición  de  superioridad  para  la  lu- 
cha, cuyo  abuso  no  puede  ponerse  en  duda,  cuando 
á  causa  de  aquel  defecto  el  cojo  fué  alcanzado  al 
huir  y  lesionado  sin  motivo  alguno,  ni  respeto  al 
estado  deforme  é  impedimento  físico  del  ofendi- 
do...» (Sent.  7  Agosto  1890.— Gac.  4  Noviembre.) 

IX.— Abuso  de  confianza,  (Circunst.  10.) 
30  Diciembre  ÍS9t.  Estafad  que  es  inherente. 
Es  inherente  esta  circunstancia  á  la  estafa  come- 
tida por  un  criado  suponiendo  haber  vendido  menos 
cantidad  de  paja  perteneciente  á  su  amo,  de  la  que 
realmente  vendió,  quedándose  con  la  diferencia  del 
precio;  y  se  incurre  en  error  de  derecho  apreciando 
el  abuso  de  confianza  como  agravante. 

It  :vovÍoiiibre  1»80.  Hurto  ejecutado  por  una  la- 
vandera  en  la  casa  de  un  cliente  *. 

Es  de  apreciar  el  mismo  abuso  en  el  hurto  ejecu- 
tado por  una  lavandera  en  la  casa  donde  además  de 


El  abuso  de  confianza  que  es  grave  ó  cualificado,  au- 
menta especialmente  la  responsabilidad  aneja  al  delito 
de  hurto.—  Véase  esta  palabra. 


serlo,  se  la  ocupa  en  algunas  faenas  domésticas,  lo 
cual  implica  y  demuestra  la  confianza  que  la  dispen- 
saban los  dueños.  (Gacs,  de  la  Sala  2.'^,  de  1881,  t.  I, 
pág.  7.) 

20Enerol6S3yotra.  Bobo  cometido  por  tin  criado. 

No  obsta  á  la  apreciación  de  esta  circunstancia, 
en  el  robo  que  ejecuta  un  sirviente,  que  su  amo  ten- 
ga cerrados  con  llave  los  cajones  de  los  muebles. 
(Üacs.  de  la  Sala  2.^,  t.  II,  p.  26.) 

— Otro  caso  de  apreciación  en  el  robo  con  homici- 
dio cometido  poruña  criada:  sent.  26  Abril  1890,  m¡J 
serta  en  "Ruiío. 

IS  nicienibre  1995.     El  abuso  de  confianza  es  in 

herente  al  delito  de  estupro. 
V.  Estupro. 

lO  Enero  1999.  Hurto  de  objetos  recibidos  por  e^ 
mayoral  de  un  coche  correo  y  sustraídos  por  el  zagal. 

Es  de  apreciar  en  este  hurto  la  circunstancia  10 
del  art.  10.  (Sent.  19  Enero  1888.— Gac.  6  Mayo.) 

X. — Prevalerse  el  culpable  de  su  cará,cter 
público.  (Circunst.  11.) 

14  Abril  1930  y  otras.  Apalear  ó  lesionar  á  de- 
tenidos. 

El  comandante  de  la  guardia  municipal  que  apa- 
lea á  un  detenido,  ejecuta  el  hecho  con  la  circuns- 
tancia agravante  11  del  art.  10,  por  prevalerse  el  cul- 
pable del  puesto  oficial  que  desempeña.  (Sala  2.^, 
sent.  14  Abril  1879.— Gac.  26  Junio,  p.  156.) 

— En  el  mismo  caso  están  los  agentes  de  vigilancia 
ó  de  consumos  que  golpean  á  la  persona  á  quien  de- 
tienen. (Sents.  17  Noviembre  Í888,  Gac.  25  Marzo  1889; 
y  26  Marzo  lbti9,  Gac.  8  Agosto.) 

1.°  illayo  1984  y  otras.  Homicidio  cometido  por 
un  alcalde  con  pretexto  de  ejercer  la  vigilancia. — Dispa- 
ros ejecutados  por  guardias  municipales  que  formaban 
parte  de  una  ronda  nocturna, 

«Se  entiende  que  se  prevale  de'su  carácter  público 
el  culpable  que  aprovecha  las  variadas  ventajas  que 
le  ofrece  esta  cualidad  para  realizar  el  delito  más 
fácilmente  ó  con  menos  riesgo,  y  al  estimar  la  Au- 
diencia sentenciadora  este  motivo  de  agravación 
de  la  responsabilidad  del  alcalde  D...  en  el  delito  por 
que  ha  sido  penado  (homicidio),  no  cometió  la  in- 
fracción atribuida  por  el  recurrente,  por  mostrar 
los  hechos  declarados  probados  de  modo  evidente 
que  las  apariencias  de  una  vigilancia  propia  de  la 
autoridad  que  en  aquella  ocasión  ejercía,  le  sirvie- 
ron para  exigir  y  para  imponer  violentamente  obe- 
diencia á  sus  mandatos,  antes  que  desatendidos, 
acompañados  de  criminal  y  duro  castigo.»  (Sent.  1. 
Mayo  1884.— Gacs.  2  y  3  Octubre,  p.  192.) 

— Se  reproduce  la  misma  doctrina  en  sent.  de  25 
Junio  1886,  declarando  bien  aplicada  dicha  circuns- 
tancia á  dos  guardias  municipales  que  dispararon. 
sobre  un  vecino  cuando  iban  formando  parte  de  una 
ronda  nocturna.  {Gac.  16  Septiembre.) 

25  Septiembre  1995.  Robo  cometido  por  un  cara* 
binero. 

«...Aunque  en  el  robo  tomara  parte  un  carabinero, 
este  carácter  no  constando  acto  alguno  suyo  espe- 
cial coetáneo  ni  anterior  ligado  al  hecho,  nada  pudo 
influir  en  la  ejecución,  que  lo  mismo  habría  podido 
llevarla  á  efecto  sin  tener  el  indicado  carácter.» 
(Sala  2.*",  sent.  25  Septiembre  1885.— tíac,  16  Abril  1886, 
pág.  121.) 

lO  Enero  "1999.  Robo  cometido  por  %m  agente  de 
orden  público  en  el  que  no  es  de  apreciar  el  carácter  del 
culpable,  á  pesar  de  haberle  invocado  el  mismo. 

El  agente  de  orden  público  Serafín  de  la  Cruz,  que 
vestido  deuníform,e  se  hallaba  en  un  lupanar,  pues- 
to de  acuerdo  con  otras  personas,  trató  de  sustraer 
á  Martín  Nielda  el  dinero  que  llevaba,  para  lo  cual 
intentaron  embriagarle;  y  como  no  lo  consiguieran, 
Serafín  le  exigió  una  pequeña  cantidad  invocando 
su  carácter  oficial  y  bajo  el  concepto  de  que  Nield» 
la  debía,  pero  éste  se  negó  á  pagarla  por  ser  falso  el 
hecho.  Entonces  fué  arrojado  al  suelo  de  un  empu- 
jón y  Serafín  le  quitó  del  pecho  una  bolsa  con  250 pe- 
setas. El  T.  S.  declara  que  en  este  hecho  no  es  de 
apreciar  la  circunst.  11  del  art.  10,  pues  «si  bien  el  re- 
currente, concertado  con  los  otros  reos,  trató  por 
medios  de  seducción  y  hasta  por  injustas  exigencias,¿| 


CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES..  (14  y  15.) 
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de  obtener  de  Xielda  alguna  cantidad  no  debida,  al 
ejecutar,  con  posterioridad  á  estos  ilícitos  intentos, 
el  hecho  constitutivo  del  delito  de  robo,  porque  con 
aquéllos  ha  sido  penado,  derribando  al  siielo  al  per- 
judicado, para  apoderarse  asi  por  la  fuerza,  y  mer- 
ced A  su  vencimiento,  del  pañuelo  en  que  guardaba 
el  dinero,  no  utilizó  para  facilitar  este  acto  ni  su 
éxito,  el  carácter  de  agente  de  la  autoridad  de  que 

se  hallaba  revestido (Sent.  10  Enero  1888. — Qac.  3 

Mayo.) 

S  Marzo  flS9S,    Agentes  de  negocios. 

El  cargo  de  agente  de  negocios  no  lleva  anejo  ca- 
rácter público  que  haga  aplicable  el  núm.  11,  art.  10 
del  Código.  {Gac.  10  Junio.) 

XI. ^Auxilio  de  gente  armada. 
(Circunst.  14.) 

S  IVoTlenibre  1S93.  Alla)iamiento  de  morada  en 
que  no  es  apreciable. 

En  causa  sobre  allanamiento  de  naorada,  casa  y 
anula  el  T.  S.  la  sentencia  de  la  Audiencia,  por  ha- 
ber apreciado  indebidamente  la  circunstancia  14  del 
art.  10: 

«Considerando...  que  aunque  el  auxilio  mutuo  y 
eficaz  que  con  armas  pudieran  prestarse  los  autores 
del  delito  castigado  permitiera  la  agravación  de  su 
responsabilidad  por  tal  accidente,  no  ha  debido  de- 
clararse su  concurrencia  en  el  caso  actual,  por  no 
constar  quu  los  procesados  asistieran  armados  al 
delito,  ni  que  en  ól  se  hiciera  uso  de  otros  instru- 
mentos que  los  propios  para  realizarlo  en  la  forma 
'  violentaen  que  se  consumó.»  (Sent.2Noviembre  1883. 
Oac.  1.^  Febrero  1884,  Sala  2.*,  p.  34.) 

XII.— Nocturnidad.  (Circunst.  15.) 

14  Septiembre  l89l  y  otras.  Qué  es  necesario 
para  que  se  repute  como  circunstancia  agravante  el  ejecu- 
tar el  delito  de  noche. 

No  debe  apreciarse  la  circunstancia  de  ejecutar 
el  delito  de  noche,  si  no  aparece  que  fué  procurada 
I  ó  buscada  de  propósito  por  el  culpable  para  conse- 
guir la  impunidad  ó  para  ejecutar  m,ejor  el  crimen. 
(Sents.  14  Septiembre  1871;  6  Abril  1879;  23  Noviembre 
y  11  Diciembre  1885;  6  Marzo  1886;  25  Enero  1888  y  23 
Marzo  1859.) 

SO  Diciembre  flS94  y  otras.     Nocturnidad  que 

forma  parte  integrante  de  la  alevosía^  y  nocturnidad  y 
despoblado  que  no  se  comprenden  ella. 

No  puede  apreciarse  la  nocturnidad  como  agravan- 
te eu  el  asesinato,  calificado  por  alevosía,  si  la  noche, 

.  más  que  una  circunstancia  especial,  es  una  líarticu- 
lar  manera  ó  forma  de  asegurar  la  ejecución,  consti- 
tuyendo entonces  un  accidente  absolutamente  inse- 
parable de  dicha  alevosía.  tSent.  29  Diciembre  1884.— 

,   tíac.  22  Agosto,  p.  30.) 

— La  misma  doctrina:  Sent,  11  Junio  1890.  {Gac*  20 
;    Octubre.) 

j  — La  circunstancia  de  nocturnidad  y  despoblado 
i  no  implica  en  absoluto  la  de  alevosía,  ni  tampoco 
88,  por  regla  general,  inherente  á  esta  última,  pues 
asi  como  hay  delitos  que  se  cometen  con  la  concu- 
rrencia de  aquélla  sin  ser  alevosos,  así  existen  algu- 
nos y  aun  miichos  de  éstos  en  los  que  no  interviene 
la  primera,  por  cuya  razón  son  completamente  com- 
patibles ana  con  otra  y  debe  dárseles  el  valor  legal 
que  respectivamente  tienen,  salvo  ^Igún  caso  parti- 
I  cular  en  que  la  nocturnidad  constituya  la  forma  ó 
medio  más  saliente  de  ejecutar  el  delito  alevosamen- 
te. (Sent.  21  Junio  1890 Gac.  26  Octubre,  p.  374.) 

•  Marzo  1SS5.  La  nocturnidad  no  es  inherente  al 
delito  de  hurto. 

«La  inherencia  de  una  circunstancia  cualquiera  no 
se  determina  por  su  mera  concurrencia  eu  el  delito, 
sino  por  la  condición  de  constituir  un  elemento 
esencial  del  mismo,  dada  la  índole  y  naturaleza  de 
éste,  según  haya  sido  previsto  y  definido  en  el  Códi- 
go; y  la  nocturnidad  no  es  inherente  al  delito  de 
hurto,  porque  el  Código  para  nada  la  ha  tenido  en 
cuenta  al  definir  esta  clase  de  delitos.»  (Sala  2.",  sen- 
tencia 2  Marzo  1885.— (íac.  4  Octubre,  p.  139.) 

ti  Noviembre  flSSSyotras.  Casos  en  que  es 
apreciable  la  nocturnidad  como  circunstancia  agravante. 

«No  puede  apreciarse  como  accidental  la  circuns- 
tancia de  nocturnidad  cuando  concurre  en  un  delito 


más  ó  menos  premeditado,  y  se  busca  consiguiente- 
mente de  propósito  para  la  más  fácil  realización  del 
crimen  ó  para  su  encubrimiento,  debiendo  consi- 
guientemente ser  estimada  en  este  caso  como  agra- 
vante genérica.»  (Sent.  24  Noviembre  1885,— Gac.  fi 
Marzo  2SS6,  p.  102.) 

— En  causa  de  robo  con  homicidio  consigna  el  T.  S. 
el  siguiente: 

«Considerando,  con  relación  A  las  circunstancias 
concurrentes,  que  efectivamente  existe  la  15."  de  las 
agravantes,  según  aprecia  con  acierto  el  Tribunal 
sentenciador,  pues  los  malhechores,  no  sólo  escogi- 
taron la  noche  por  dos  distintas  veces  para  perpe- 
trar el  robo,  sino  que,  dentro  del  periodo  de  noctur- 
nidad, esperaron  la  hora  en  que  ee  habían  retirado 
y  entregado  al  descanso  los  individuos  de  la  fami- 
lia, elección  de  tiempo  premeditada,  que  favoreció 
el  escalamiento  y  la  sorpresa,  disminuyó  el  riesgo  de 
los  criminales,  acrecentó  su  innegable  superiorida<l, 
ó  imposibilitó  los  medios  de  defensa  y  auxilio,  por 
modo  tal,  que  estas  resultantes  de  la  noctiirnidad 
constituyen  nuevos  elementos  de  agravación  inde- 
bidamente preteridos  en  la  sentencia  reclamada.» 
(Sala  2.*^,  sent.  29  Julio  1^. — Gac.  30  Septiembre,  pá- 
gina 216.) 

— Otro  caso  en  sent.  de  26  Diciembre  1887.  (Crac.  5  de 
Enero  1888.) 

— Basta  para  estimar  la  noche  como  agravante, 
que  se  aproveche  por  el  culpable  aun  cuando  no  se 
declare  especialmente  que  fué  buscada  de  intento. 
(Sent.  28  Junio  1890.— Gac.  29  Octubre.) 

í  Octubre  18*8.    No  es  apreciable  la  nocturnidad 
en  el  detito  de  estupro. 
V,  Estupro. 

lO  JiidIu  t80l.  Competencia  del  Jurado  enla  de- 
claración de  la  nocturnidad. 

(Véase  este  importante  fallo  con  su  nota  en  el 
Apéndice  de  1892,  p,  70.) 

XII  dup. — Despoblado  y  cuadrilla.  (Circuns- 
tancia 15  ) 

9  Junio  1893  y  otraí4.  El  despoblado  ¿constituije 
porsi  solo  circunstancia  atenuante,  ó  ha  de  concurrir 
también  y  d  la  ve~  la  de  ejecutar  el  delito  en  cuadrilla? 
Antigua  jurisprudencia  del  T.  S.ydcclnrucionesdela  nue- 
va, segj'm  la  cual,  no  es  necesaria  la  cuad r illa  jyara  que  se 
produzca  la  agravación  propia  del  despoblado, 

«...Atendida  la  nueva  forma  en  qiie  ha  quedado  co- 
rregida y  redactada  la  primitiva  edición  del  Código, 
no  puede  apreciarse  como  absoluta  la  circunstancia 
de  despoblado,  sino  que  para  su  caliíicación  es  pre- 
ciso que  el  hecho  se  ejecute  en  despoblado  y  en  cua- 
drilla conjuntamente.  (Sent.  7  Junio  1873.) 

Esta  doctriua  de  que  el  despoblado  por  si  solo  no 
es  circunstancia  agravante,  sino  que  ha  de  cometer- 
se á  la  vez  el  delito  en  cuadrilla  para  que  se  aprecie 
en  aquel  concepto,  se  ha  consignado  también  en 
otros  muchos  fallos,  y  entre  otras,  en  las  de  3  de  Oc- 
tubre y  19  de  Noviembre  de  1871  y  13  de  Mayo  de  1874; 
pero  el  mismo  T.  S.  ha  enmendado  sus  anteriores  de- 
claraciones por  la  siguiente  sentencia: 

e  movlcmbre  I880.  Declara  el  T.  S.  no  haber 
lugar  á  un  recurso  de  casación  interpuesto  en  causa 
sobre  tentativa  de  violación: 

«...Considerando  q\ie  si  conforme  á  la  letra  termi- 
nante de  la  circunstancia  15  del  art.  10  del  Código 
penal  vigente  constituyen  circunstancias  agravan- 
tes los  actos  de  ejecutarse  el  delito  de  noche  ó  en 
despoblado,  ó  en  despoblado  y  en  cuadrilla,  es  indu- 
dable que  los  tres  incisos  que  gramaticalmente  con- 
tiene este  periodo  se  refieren  á  tres  casos  diíerentes 
del  mismo  efecto  legal,  á  saber:  el  de  que  para  per- 
petrar el  delito  se  haga  elección  de  la  noche  ó  del 
despoblado,  ó  de  cuadrilla  cuando  se  obra  en  despo- 
blado: 

Considerando  que  este  concepto  lo  hace  aun  más 
claro  el  contexto  del  primer  artictilo  del  D.  de  1.  de 
Enero  de  lft71,  en  cuanto  previene  que  á  las  pala- 
bras de  ejecutarlo  de  noche  ó  en  despoblado  que  conte- 
nia la  edición  oficial,  se  añadirían  las  de  ó  en  desiyo- 
blado  y  en  cuadrilla;  y  que  haciéndose  tan  patente  el 
precepto  de  la  ley  y  tan  manifiesto  su  espíritu  y  sen- 
tido de  equiparar  en  sus  efectos  los  de  la  noche  y  cd 
despoblado,  cuando  una  y  otro  se  eligen  por  el  de- 
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como  el  que  ejecutó  (robo  con  homicidio).  (Sent.  9    1 
Enero  1884.— Gacs.  de  la  Sala  2."-^  t.  I,  p.  153.)  | 

—Otro  caso.  (Sent.  21  Enero  1&S3.— Gac,  5  Mayo.) 
—Merece  el  concepto  de  despoblado  un  punto  de 
escaso  trA-nsito  en  que  á  más  de  dos  kilómetros  de 
distancia  no  hay  vivienda  alguna  (Sent.  2  Julio  1888, 
Gac.  7  Octubre),  y  el  sitio  de  las  fragosidades  de  una 
sierra,  distante  más  de  un  kilómetro  de  la  población 
más  próxima.  (Sent.  13  Noviembre  1S90.— t^acs.  3yé^ 
Febrero  lüí/l.) 

9  «liinlo  1880.  M  despoblado  y  la  noctur7iidad  i 
pueden  apreciarse  como  dos  motivos  de  agravación  en% 
misvio  delito. 

Aunque  el  cometerse  el  delito  de  noche  y  estar  e; 
despoblado  la  casa  en  que  se  efectuó,  son  circuns- 
tancias de  las  cuales  cada  una  constituye  una  agra- 
vante cuando  existen  separadamente,  si  concurre: 
reunidas  en  un  mismo  hecho  sólo  pueden  apreciarsi 
como  un  motivo  de  agravación,  por  ser  las  dos  obje'_ 
to  de  un  solo  número  en  el  art.  10.  (Sala  2.*^,  sent.  T 
Junio  ISStí. — Gac.  15  Septiembre^  p.  181.) 

«8  Diciembre  1S»«.  Despoblado:  Imposibilidad 
de  apreciar  esta  circunstancia  cuando  se  desconocen  loB 
accidentes  de  ejecución  del  delito. 

La  circunstancia  de  despoblado  es  de  discrecionari| 
aplicación  y  no   resulta   ésta  muy  indicada  si  so^S 
desconocidos  los  accidentes  de  la  ejecución  del  delií'* 
to,  aun  cuando  éste  fuera  premeditado,  por  no  po- 
der graduarse  cual  fuera  menester  la  influencia  de 
dicha  circiinstancia  en  la  perpetración  del  hecho. 
(Sent,  28  Diciembre  1880.— Gac.  i.*^  Marzo  mal.) 

Itt  IVovleiiibre  iSSS.  Más  sobre  circunstancia  d^ 
ejecutarse  el  delito  en  despoblado:  Redacción  del  ?iiim.  J5, 
art.  10  por  el  R.  D.  de  I.""  Enero  1871. 

*E1  nüm.  15  del  art.  10  del  C.  P.,  cuyo  texto  corrigió, 
subsanando  error  material  ú  omisión,  el  decreto  da 
la  Regencia  del  Keino  de  I.**  Enero  1871,  señala  comq,, 
circunstancia  agravante  de  la  responsabilidad  po* 
delito  la  de  «ejecutarlo  de  noche  ó  en  despoblado  y 
en  cuadrilla»  *,  y  por  lo  tanto  debe  apreciarse  coma 
circunstancia  agravante  la  del  despoblado  aun  cuan* 
do  el  delito  no  se  haya  cometido  en  cuadrilla.  (Sen- 
tencia 16'Noviembre  1888.— Gíftc.  19  Marzo  iSS9.) 

iíi  Marzo  f  890.    No  puede  apreciarse  el  despoblado, 
como  circunstancia  agravante  en  los  delitos  de  daños 
sustracción  de  maderas  verificados  en  un  monte  del  com-' 
de  vecinos. 

Asi  lo  estn.blece  el  T.  S.,  consignando  como  fundad 
mentó  que  sólo  en  despoblado  pueden  ejecutarse  ta- 
les hechos.  (Sent,  18  Marzo  1890. — Gac.  20  Septiembre.) 

2S  Octubre  tH90.    Sobre  si  es  apreciable  el  despo-  ' 
blado  como  circunstancia  agravante  en  el  delito  de  robo^ 
no  ejecutándose  éste  en  cuadrilla  y  supuesto  el  contenida 
del  art.  517. 

En  causa  seguida  á  Cristóbal  Jnli5,n  Laguna,  se  le 
condenó  como  autor  del  delito  de  robo  prescrito  en 
el  art.  516,  núm.  4."  del  C.  P.,  y  en  cuya  comisión 
concurrió  la  circunstancia  agravante  15  del  art.  10 
por  haberlo  ejecutado  en  despoblado.  El  reo  inter- 
puso reciirso  de  casación  alegando  que  no  podia  es- 
timarse tal  motivo  como  de  agravación  en  el  robó 
si  el  delito  no  se  ejecutaba  á  la  vez  en  cuadrilla,  y 
así  lo  demostraba  el  art.  517.  El  T,  S.  declara  no  ha* 
ber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que...  la  circunstancia  de  ser  despo^ 
blado  el  lagar  del  delito,  cuando  se  aprovecha  para 
la  mejor  ejecución  ó  impunidad  de  aquél,  constituye 
por  sí  sola  la  agravante  genérica  del  citado  núm.  I5..i 

Considerando  que  el  prever  y  castigar  expresaii 
mente  el  art.  517  del  citado  Código  el  robo  con  moti^ 
vo  ú  ocasión  del  cual  se  causan  las  lesiones  de  laflT 
expresadas  en  el  mismo,  cuando  fuere  ejecutado  ©«- 
despoblado  y  en  cuadrilla,  ordenando  que  en  tales 
casos  se  imponga  á  los  culpables  la  pena  en  el  grado 
máximo,  no  modifica  en  lo  más  mínimo  las  condicio* 


lincviente  para  facilitar  la  ejecución  y  favorecer  la 
impunidad  del  acto  que  en  tan  análogas  condicio- 
nes se  ejecuta,  era  de  todo  rigor  para  la  Sala  sen- 
tenciadora el  aplicar  como  agravante  el  despobla- 
do que  Severiano  Domínguez  eligió  ó  aprovechó 
para  violar  á  Nicolasa  Muñoz,  falto  de  los  testigos 
que  en  poblado  podrían  acaso  impedirlo  ó  en  su  día 
denunciarlo.»  (Sent.  6  Noviembre  1880.— Gac.  31  Di- 
ciembre, -p.  121.) 

Otros  fallos  del  T.  S.  declaran  que  él  despoblado, 
por  si  solo  C07istituye  circimstancia  agravante,  aunque 
no  se  cometa  el  delito  en  ctiadrilla,  y  forman  ya  juris- 
prudencia; pues  se  han  dictado  con  posterioridad  á, 
la  sentencia  anterior  otras  muchas  en  el  mismo  sen- 
tido, entre  otras  las  de  23  Octubre  1882,  5  Marzo,  18 
Abril  y  30  Noviembre  1883,  21  Enero  y  1.**  Febrero  1884, 
14  Noviembre  1887  y  11  Julio  1889.  Es  verdad  "que  el 
decreto  de  1.°  Enero  1871,  on  el  cual  se  funda  la  nue- 
va doctrina,  mandó  que  la  circunstancia  agravante 
de  ejecutar  el  delito  de  noche  ó  en  despoblado^  se  adi- 
cionara con  las  palabras  ó  en  despoblado  y  en  cuadri- 
lla; j>  ero  no  es  menos  cierto  que  si  la  circunstancia 
de  ejecutar  el  hecho  en  despoblado  aumenta  por  si 
sola  la  responsabilidad  del  delito,  es  cuando  menos 
inútil,  agregar  á  esa  circunstancia  la  de  cuadrilla  si 
no  origina  más  resultados  que  los  que  aquélla,  exis- 
tiendo aisladamente,  es  bastante  para  producir.  Asi 
lo  ha  entendido  hasta  aquí  el  T.  S.,  mas  será  nece- 
sario convenir,  con  vista  de  la  nueva  jurisprudencia, 
en  que  la  rectificación  que  hizo  dicho  decreto  de  1.° 
Enero  3871  contiene  otra  errata,  y  que  la  circunstan- 
cia 15  del  art.  10  debe  leerse  así:  ^Ejecutarlo  de  noche  ó 
en  despoblado  ó  en  cuadrilla»,  como  dice  el  C.  P.  de 
Cuba  3'  Puerto  Eico  y  el  de  Filipinas. 

De  todas  suertes  el  despoblado,  por  si  solo  y  según 
el  T.  S.  tiene  influencia  bastante  para  agravar  la 
I>enalidad;  pero  ¿y  si  concurre  con  la  de  cuadrilla,  se 
apreciarán  como  dos  distintas  circunstancias  agra- 
vantes ó  sólo  como  una?  Esta  última  solución  es  la 
más  ajustada  á  la  letra  y  al  espíritu  que  informa  el 
número  15  del  art.  10  del  Cód.  según  quedó  redactado 
por  el  decreto  de  1.**  Enero  1871;  y  nos  asegura  más  en 
ello  la  doctrina  consagrada  en  sent.  de  7  Junio  1886, 
declarando  que  las  circunstancias  de  cometerse  el 
delito  de  noche  y  en  despoblado  constituyen  dos 
motivos  de  agravación  distintos  cuando  se  den  sepa- 
radamente, pero  uno  solo  si  concurren  conjuntamen- 
te, por  ser  objeto  de  un  solo  número  en  el  art.  10. 

A  decir  verdad,  el  T.  S.  es  inconsecuente  con  esto 
en  su  doctrina;  pues  constituyendo  aisladas  estas 
tres  circunstancias  otros  tantos  motivos  de  agrava- 
ción, el  mismo  carácter,  la  misma  consideración 
deberían  tener  en  el  caso  de  concurrir  juntas;  y  esta 
inconsecuencia  en  que  el  T.  S.  incurre  se  explica 
muy  bien  por  la  imposibilidad  legal  en  que  se  ve  de 
seguir  tal  doctrina  en  toda  la  extensión  de  su  ór- 
bita sin  contrariar  el  pensamiento  que  al  art.  10  pre- 
side ü  inspira;  prueba  evidente  de  la  escasa  justifi- 
cación "del  criterio  que  combatimos. 


Parajes  que  deben  tenerse 


9  Enero  l«A4  y  otras. 

co'iiio  despoblado. 

Declara  el  T.  S.  bien  calificado  como  despoblado 
el  sitio  donde  fué  perpetrado  el  crimen,  por  estar 
fuera  y  á  bastante  distancia  del  pueblo,  así  como 
por  ser  paraje  donde  al  parecer  no  existían  casas 
ningunas  habit.adas,  sin  que  obste  á  esto  la  circuns- 
tancia meramente  accidental  de  que  en  el  día  de  la 
ocurrencia  pasara  por  el  camino  que  llevaba  el  in- 
terfecto y  siguió  también  el  procesado,  un  número 
más  ó  menos  considerable  de  transeúntes  con  moti- 
vo de  ser  día  de  fiesta;  pues  así  y  todo  no  dejaba  el 
despoblado  de  presentar  ocasión  propicia  al  delin- 
cuente pa  a  perpetrar  con  más  seguridad  un  crimen 


i 


tuu 


*  En  esta  expresión  hay  error,  sin  duda,  pues  si  t<¿L 
fuera  el  texto  de  la  circunstancia  25,  art.  10,  no  jyodriai 
estimarse  como  agravante  el  despoblado  sino  juntamente' 
con  el  hecho  de  cometerse  el  delito  en  cuadrilla.  La  redac- 
ción de  dicha  circtinsfancia  por  virtud  del  decreto  de  i. 
Enero  1S71,  es  la  siguiente:  ^Ejecutarlo  de  noche  ó  en  deS' 
poblado,  ó  en  despoblado  y  en  cuadrilla.'  Sólo  asi  puede 
motivarse  la  doctrina  arriba  inserta,  conforme  con  la  del 
fallo  de  6  de  Noviembre  de  1880  que  dejamos  comentado. 
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¡íes  legales  de  la  precitada  nofravante,  ni  el  precepto 
¡le  la  reg:la  3*^  del  art.  82,  puesto  que  exigiendo  como 
pircunstancia  cualiticativa  y  especifica  del  robo  en 
i^ue  concurren  el  despoblado  y  la  cuadrilla,  prevé  y 
pena  una  figura  de  delito  distinto,  en  parte,  del  robo 
íimjile  ó  no  cualificado,  señalándole  como  pena  el 
^rado  máximo  de  la  fijada  para  éste,  la  cual,  como 
ijodas  la«  di\isibles,  habría  de  distribuirse  en  tres 
períod<)s  iguales  A  ñry  de  que  dentro  do  su  extensión 
■espoctiva  puedan  tener  efecto  las  mismas  reglas 
generales  del  citado  art.  82...»  (Sent.  US  Octubre  1890. 
Sac  7  Diciembre,  p.  490.) 

|XIII. — Desprecio  ú  ofensa  de  la  autoridad 
pública.  (Circunst.  16.) 

94EnorolAAI  y  otra».  ¿Es  aplicable  esta  circuns- 
íartCí'a  á  los  delitos  contra  las  personas,  de  que  sean  ob- 
jeto las  constituidas  en  autoridad  y  por  actos  ajenos  y 
extraños  al  ejercicio  de  sus  funciones?  Doctrina  contra- 
iictoria. 

Varios  hombrea  esperaron  ocultos  A  nn  juez  mu- 
Inicipal  en  una  casa  de  campo  situada  en  despobla- 
¡"loi  y  '^1  pasar,  y  antes  de  que  pudiera  apercibirse, 
clisparí'ironle  tres  tiros  por  laespalda  A  consecuencia 
¡de  los  cuales  falleció.  La  Sala  sentenciadora  tenien- 
'do  en  ciienta  la  dignidad  de  la  victima,  apreció  en 
leí  hecho  la  circunstancia  agravante  de  ofensa  y  des- 
precio á  la  autoridad  (16  del  art,  10}  y  el  T.  S.  en  el 
fallo  de  casación  la  declara  indebidamente  aplicada 
portjue  «la  circunstancia  de  ejecutar  el  hecho  con 

desprecio  ú  ofensa  A  la  a\itoridad  pública ,  sólo 

puede  existir  cuando  la  autoridad  se  halle  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  y  el  que  la  represente  no  sea 
el  ofendido...  en  cuyo  caso  no  se  encuentra  compren- 
dido el  que  motiva  este  recur.so,  puesto  que  D...  aun- 
hue  era  juez  municipal,  fiaó  el  ofendido  por  el  asesí- 
Inato...» 

Pero  declaró  que  en  la  sentencia  recurrida  so  ha- 
bía incurrido  en  error  legal  «al  no  ai^reciar...  la  cir- 
cunstancia agravante  (20  del  art.  10),  de  haberlo  eje- 
cutado con  ofensa  y  desprecio  del  respeto  que  me- 
recía el  interfecto  por  su  mayor  edad  y  por  la 
dignidad  del  cargo  de  juez  municipal  que  desempe- 
ñaba, puesto  que  la  esencia  de  esta  circunstancia 
agravante,  verdaderamente  relativa,  consiste  en  las 
diferencias  que  entre  los  ofensores  y  los  ofendidos 
existan  por  su  posición  social  y  sus  condiciones  per- 
sonales, y  estas  diferencias  constan,  especialmente 
la  que  A  la  dignidad  se  refiere,  de  los  hechos  proba- 
dos.- (Sent.  24  Enero  1881.— Gacs.  déla  Sala  2.'S  p.  49.) 

— Este  mismo  criterio  inspira  la  Sent.  de  25  de  Abril 
de  1885  que  insertamos  más  adelante  bajo  el  núme- 
ro XVIT,  pero  de  tan  señalados  precedentes  se  apar- 
ta la  siguiente  de  3  de  Noviembre  de  1887: 

Se  llevó  al  T.  S.  la  cuestión  de  si  estaba  ó  no  bien 
aplicada  la  circunst.  16  del  art.  10,  A  un  tal  López 
Bamírez,  que  encontrando  en  su  camino  A  D.  Fran- 
cisco Bójar,  alcalde  de  Alcaucín,  con  elque  se  hallaba 
profundamente  enemistado,  entre  otras  causas,  por 
que  Béjar  desempeñaba  dicho  cargo,  contendió  con 
él  &  tiros,  saliendo  muerto  déla  lucha  Béjar.  El  Tri- 
bunal Supremo  declara  que  se  apreció  bien,  en  con- 
tra del  reo,  dicha  circunstancia: 
_  «Considerando  que  conocida  del  procesado  la  cua- 
lidad de  alcalde  que  investía  A  D.  Francisco  Bójar 
en  elhigar  en  donde  le  acometió  y  cansó  las  lesiones 
productoras  de  su  muerte;  y  siendo  adomAs  esa  cua- 
lidad, según  afirmación  de  la  sentencia  reclamada, 
una  de  las  causas  de  los  resentimientos  que  parecen 
determinantes  del  delito,  la  Audiencia  sentenciado- 
ra no  ha  cometido  el  error  de  derecho  ni  la  infrac- 
ción legal  atribuidos  A  caiasa  de  haber  apreciado 
dicha  circiinstancia,  porque  establecida  ésta  en  con- 
sideración y  como  garantía  del  respeto  debido  Alas 
personas  revestidas  de  autoridad  pi\blica,  aun  en 
casos  no  relacionados  directamente  con  sus  funcio- 
nes oficiales,  en  los  cuales  el  hecho  criminal  adquie- 
ro distinta  gravedad,  ha  debido  estimarse  tal  moti- 
vo de  agravación,  puesto  que  con  menosprecio  y  con 
ofensa,  no  ya  de  la  persona  privada,  que  esto  conte- 
nido se  halla  en  el  simple  homicidio,  sino  también 
do  su  carActer  de  autoridad,  que  es  accidente  A  él 
unido,  fué  acometido  y  muerto  el  alcalde  Béjar  en 
territorio  de  su  jurisdicción,  en  el  que  muy  singular- 
mente merecía  respeto  y  consideración  A  que  faltó 
el  delincuente.»  (Sent.  3  Noviembre  IH^l.—  Gac.  9  Ene- 
ro isaa,) 


XIV.  —  Antecedentes  penales. 

(Circunst.  17.) 

22  Jnnlo  IW'J'á  y  otraH.  Casos  en  que  los  antece- 
dentes penales  deben  tomarse  en  cuenta  para  af/ravar  la 
responsabilidad.  Casos  en  que  no  son  apreciables  á  ese 
efecto. 

No  siempre  se  debe  tomar  en  cuenta  esta  circiins- 
tancia  agravante,  pues  el  mismo  articulo  permite  el 
arbitrio  judicial,  y  debe  hacerse  uso  de  él  cuando 
aplicando  la  referida  circunstancia,  se  eleva  dema- 
siado la  pena,  ó  cuando  los  anteriores  delitos  fueron 
de  otra  naturaleza.  (Sent.  22  Junio  1872,  en  causa  so- 
bre asesinato.) 

—Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia  recurrida  por 
Manuel  Bejón  Alvarez  y  declara  mal  apreciada  la 
circunstancia  17  del  art.  10: 

«Considerando  que,  según  aparece  de  la  sentencia 
recurrida,  Manuel  Bejón  Alvarez,  condenado  en 
ella  por  el  delito  de  atentado  á  la  autoridad  A  siíte 
años  de  prisión  mayor  y  multa  de  2(X)  pesetas,  lo  fué 
ya  antes  por  el  de  hurto  A  doce  meses  de  prisión  co- 
rreccional; que  la  pena  de  este  último  delito,  aun  en 
el  caso  niAs  grave  de  los  cinco  que  comprende  y  se- 
ñala el  art.  5IÍ1  del  C.  P.  vigente,  no  pasa  de  los  gra- 
dos medio  y  mAximo  de  presidio  correccional;  y  que, 
con  arreglo  á  la  clasificación  establecida  eu  el  26  del 
mismo  Código,  es  evidentemente  inferior  A  la  que  se 
ha  impuesto  ahora  A  dicho  procesado.»  (Sent.  14  Ma- 
yo 1875.— Gac.22  Junio,  p.  134.) 

— Condenado  Adolfo  Galludo  como  autor  de  ame- 
nazas por  las  que  dirigió  A  Vicente  Solsona  en  1SS4, 
interpuso  el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casación, 
alegando  que  debió  aplicarse  la  circunstancia  agra- 
vante 17  del  art.  10,  puesto  que  el  reo  aparecía  haber 
sido  condenado  en  1868  como  autor  de  desobedien- 
cia. El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que...  en  el  caso  do  autos  por  una 
parte  la  naturaleza  tan  diversa  de  los  delitos  de  que 
se  trata,  y  por  otra,  y  mAs  principalmente,  el  largo 
tiempo  transcurrido  desde  la  primera  delincuencia, 
son  motivos  bastantes  para  que  el  Tribunal  dquo,  en 
uso  de  sus  facultades  discrecionales,  baya  dejado 
de  tomar  en  cuenta  la  agravación  de  que  queda  he- 
cho mérito..  (Sala  2."^,  Sent.  23  Octubre  1S85.— G?ac.  2 
Febrero  2SSG,  p.  40.) 

— En  causa  por  atentado  se  aplicó  por  la  Audien- 
cia la  circunstancia  agravante  17  del  art.  10  por  ha- 
ber sido  castigado  el  culpable  con  anterioridad  por 
delito  de  hurto.  Y  mediante  A  que  «no  se  demuestra 
con  este  solo  aserto  la  procedencia  de  la  estimación 
de  dicha  circunstancia»j  el  T.  S.  casa  y  anula  la  sen- 
tencia, como  se  pretendió  por  el  procesado.  íSala  2.*^, 
Sent.  11  Noviembre  18-6.— Gíac.  14  Enero  1887,  p.  38.)- 

— Por  ser  tan  diversa  la  naturaleza  de  los  delitos, 
no  es  aplicable  la  circunstancia  17  al  reo  de  estafa  pe- 
nado anteriormente  por  lesiones.  (Sent.  .30  Noviem- 
bre 1889.— 6Vtc.  11  Julio  1800  ) 

ÍS  Diclcnihro   1939.    Antiguo-  delito  de  vagancia. 

La  circunstancia  de  haber  sido  condenado  por  el 
antiguo  delito  de  vagancia,  no  puede  aumentar  la 
responsabilidad  de  otro  (hurto)  por  aplicación  del 
número  17,  art.  10,  pues  de  lo  contrario  no  se  daría  la 
aplicación  propia  al  beneficio  de  la  retroactiviflad 
de  la  ley  penal  en  favor  del  reo,  conforme  al  art.  23 
del  Código.  (Sent.  28  Diciembre  1887.— Gac.  21  Abril 
de  1888.) 

10  Fchroro  1S90.  El  proceso  anterior  no  aumenta 
la  responsabilidad  si  no  aparece  que  el  reo  cumi^lio  con- 
dena por  consecuencia  de  él. 

Así  lo  establece  elT.S.  casando  y  anulando  la  sen- 
tencia recurrida  qne  aplicó  la  circunstancia  17  A  un 
procesado,  del  cual  decía  el  fallo  que  In  había  sido 
anteriormente  dos  veces.  (Sent.  10  Febrero  1890.— 
Gao.  i.**  Septiembre.) 

XV.— Reincidencia.  (Circunst.  18.)  *. 

flO  Wlolembro  iN7l  y  otra.  Sfmtencia  ejecutoria 
anterior  necesaria  para  que  pueda  aplicarse  la  circuns- 
tancia 18. 

No  debe  apreciarse  la  circunstancia  de  agravación 
de  reincidencia  de  un  procesado,  cuando  al  tiempo 
de  cometer  el  delito  por  que  so  lo  pena  no  había  re- 
caído todavía   sentencia  firme  en  la  causa  que  por 


Véase  en  Robo  la  sent.  de  19  Noviem"  re  1884. 
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otro  anterior  se  le  formó:  y  admitiéndola,  la  Sala 
sentenciadora  infrinfife  el  núm.  18  del  art.  10  del  Có- 
digo penal  vigente.  (Sent.  16  Diciembre  1871.) 

— La  misma  doctrina  en  Sent.  16  Diciembre  1878; 
pero  véase  la  de  2í  de  Septiembre  de  18S3. 

f<t  Diciembre  IS3S  y  otrnN.  Delitos  cuyo  castigo 
origina  reincidencia,  respecto  de  otros  jusgadoi  con  poste- 
rioridad. 

Es  de  apreciar  esta  circunstancia  contra  el  culpa- 
ble de  tentativa  de  robo,  condenado  anteriormente 
porrobo  frustrado  y  por  robo  consumado  (Sent.  11 
Diciembre  18751;  contra  el  culpable  de  parricidio  con- 
denado anteriormente  por  lesiones  y  disparo  de  arma 
de  fuego  (Sent.  11  Enero  1879  y  8  Octubre  1880);  contra 
el  culpable  de  disparo  de  arma  de  fuego,  condenado 
anteriormente  por  lesiones  (Sent.  H  Octubre  1880);  y 
contra  el  culpat>le  de  robo  con  bomicidio  condenado 
anteriormente  por  hurto  y  lesiones.  (Sent.  31  Julio 
de  1881.)  t 

26  Mayo  IHSO.  Doble  reincidencia.  ¿Es  necesario 
para  que  se  aprecie,  que  la  condena  i>or  dos  ó  más  delitos 
anteriores  se  haya  decretado  en  otras  tantas  sentencias,  ó 
basta  que  se  haya  juzgado  en  unaf 

Al  reo  de  burto  penado  por  tres  delitos  anteriores 
de  la  misma  especie  debe  aplicársele  el  art.  .533,  nú- 
mero 3.°  del  Código,  sin  que  obste  á,  ello  que  en  una 
misma  sentencia  hayan  sido  castigados  los  tres  hur- 
tos anteriores,  puesto  que  la  ley  no  exige  q>ie  en  dis- 
tintas sentencias  sean  penados,  sino  sólo  que  ejecu- 
toriamente hubiesen  sido  penados  delitos  compren 
didos  en  el  mismo  títxilo  del  Código.  (Sala  2.",  sen- 
tencia 26  Mayo  1879.— Cfac.  10  Agosto,  p.  .33.) 

—La  misma  doctrina:  Sents.  26  Abril  1888  (Gaceia  16 
Agosto)  y  25  Abril  1890  {Gacs.  29  y  30  Septiembre). 

e  Febrero  ÍÍIS3  y  otras.  La  condena  anterior  te 
supone  ejecutoria. 

•  Para  apreciar  esta  circunstancia  basta  que  se  de- 
clare probado  que  el  procesado  fué  condenado  ante- 
riormente por  otro  delito  comprendido  en  el  mismo 
titulo  del  Código,  aun  ciaando  no  se  exprese  que  lo 
fué  por  ejecntoria.»  (Gacs.  de  la  Sala  2.",  t.  II,  p.  30.) 

—La  misma  doctrina:  Sents.  17  Junio  1889  (Gac.  8 
Septiembre)  y  4  Octubre  1889  {Gac.  21  Febrero  1890). 

«8  ^Septiembre  iS83.  Para  aplicar  la  re  incidencia 
basta  que  al  ser  juzgado  el  culpable  por  un  delito  aparez- 
ca ejecutoriamente  condenado  por  otro,  aun  cuando  al 
cometer  el  segundo  no  hubiera  recaído-  sentencia  sobre  el 
primero,  ó  aun  cuando  la  ejecutoria  recaiga  sobre  el  pos- 
terior antes  de  conocerse  del  cometido  con  anterioridad. 

Así  se  establece  por  el  T.  S.,en  sents. 28Septiembre 
1883  (Gacs.  de  la  Sala  2.",  t.  II,  p.  191)  y  30  Diciembre 
1885  (Oacs.  9  y  11  Mayo  1886). 

lí  noviembre  «883.  Conceptos  varios  y  naturale- 
za única  de  la  reincidencia  en  el  C.  P. 

La  reincidencia  tiene  dos  conceptos  en  el  C.P.,  uno 
el  de  circunstancia  genérica  agravante,  al  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  10,  nxim.  18,  y  otro  el  de  circuns- 
tancia especifica  y  cualificativa  del  delito  en  los  dis- 
tintos casos  que  el  mismo  establece.  En  cualquiera 
de  ambas  aplicaciones  la  naturaleza  de  la  reinciden- 
cia es  siempre  la  misma  y  t.al  como  la  define  el  cita- 
do art.  10.  (Gcs.  de  la  Sala  2.»  de  ¡884,  t.  I,  p.  42.) 

«9  Oielembre  1883.  No  obsta  á  la  reincidencia  que 
la  ejecutoria  anterior  haya  sido  dictadapor  Tribunal  mi- 
litar. 

«No  es  licito  distinguir  donde  la  ley  no  distingue 
y  no  estableciendo  diferencia  alguna  el  C.  P.  entre 
las  sentencias  de  los  Tribunales  militares  y  los  ordi- 
narios, hay  que  considerar  reincidentes  A  todos  aque- 
llos que  por  unos  ü  otros  hayan  sido  sentenciados 
ejectitoriamente  con  anterioridad  á,  la  comisión  del 
delito.»  (Gacs.  de  la  Sala  2."  de  18H4,  t.  I,  p.  132.) 

13  Julio  »885.     Reincidenc'a  en  las  faltas. 

.....Al  apreciar  el  Juzgado  sentenciador  discrecio- 
nalmente,  ó  según  su  prudente  arbitrio,  la  reinci- 
dencia del  acusado,  no  con  el  carácter  que  tiene  la 
agravante  del  núm.  18  del  art.  10,  sino  como  una  cir- 
cunstancia que  daba  .alguna  gravedad  mayor  al  caso 
constitutivo  de  la  falta,  no  ha  hecho  más  que  ate- 
nerse á  la  disposición  del  art.  620  del  C.  P.  (Sala  2  ' 
sent.  13  Julio  1885.— Gac.  7  Enero  188S.)  '  ' 


««  Enero  1889.  Lesiones  inferidas  al  cometer  un 
robo,  constitutivas  de  la  violencia  en  las  personas,  y  apre- 
ciadas indebidamente  como  fundamento  de  reincidencia 
respecto  del  propio  delito  de  robo. 

Casa  y  anula  el  T.  S.  un  fallo  de  la  Audiencia  de 
P.amplona  en  causa  sobre  robo,  por  apreciación  in- 
debida de  la  circunstancia  agravante  de  reinciden- 
cia, 18  del  art.  10.  Como  fundamento  consigna  tex- 
tualmente .que  persiguiéndose  en  este  procedimien- 
to un  delito  de  robo  con  violencia  é  intimidación  en 
las  personas,  las  lesiones  causadas  para  llevarlo  & 
cabo  son  una  circunstancia  oaracteristica  del  deli- 
to que  está  penado  en  el  núm.  5."  del  art.  516  del  Có- 
digo, no  pudiendo,  por  lo  tanto,  constituir  por  si 
una  circunstancia  agravante  de  reincidencia,  con 
tanto  más  motivo  cuanto  que  la  de  reincidencia  sólo 
existe  según  el  núm.  18  del  art.  10  del  C.  P.,  cuando 
al  ser  juzgado  el  culpable  por  un  delito  estuviere 
condenado  por  otro  comprendido  en  el  mismo  titu- 
lo "el  Cód.,  y  como  el  de  lesiones  lo  está  en  uno  y  el 
de  robo  en  otro,  la  reincidencia  en  nno  no  puede  ser 
en  ningún  caso  circunstancia  agravante  del  otro 
como  con  error  ha  sostenido  la  Sala  sentenciadora 
en  el  caso  de  autos,  imponiendo  en  el  grado  máximo 
una  pena  que  ha  debido  aplicar  en  el  medio.»  (Sala 
2.",  sent.  12  Enero  1887.— Gac.  25  Mayo,  p.  160.) 

«i  Febrero  188».    No  prescribe  la  reincidencia. 

El  tiempo  transcurrido  desde  que  se  penó  un  deli- 
to hasta  que  se  comete  otro  castigado  en  el  mismo 
titulo  del  Cód.,  no  influye  en  la  apreciación  dela-^ 
reincidencia.  (Gac.  30  Junio.) 

a  Marzo  1889.  Condena  anterior  por  delito  de  le- 
siones que  el  Cód.  hoy  vigente  reputa  como  falta. 

Pallado  un  proceso  con  arreglo  al  Cód.  de  1870,  no 
puede  reputarse  como  reincidente  aireo  condenado 
en  185S  por  lesiones  que  hoy  sólo  son  castigadas 
como  falta  y  no  se  hallan  comprendidas  en  el  mismo 
titulo  de  dicho  Cód.  (Sent.  2  Marzo  1887.— Gaceía  10 
Agosto.) 

16  Abril  I8»0.  Medios  de  acreditar  la  condena  an- 
terior: No  lo  son  solamente  las  certificaciones  del  Segis- 
tro  cent  ral  de  penados.  ' 

En  causa  seguida  á  Narciso  Martínez,  la  Audien-J 
cía  de  Guadalajara  no  apreció  la  reincidencia  que 
por  las  condenas  anteriores,  por  delitos  comprendi- 
dos en  el  mismo  título  de  Código,  y. juzgados  en  1881, 
etcétera,  aparecían  de  los  testimonios  de  las  senten-J 
oías  recaídas  y  no  de  los  certificados  del  EegistroJ 
central  creado  en  1878.  El  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo: 

■  Considerando  que  á  la  apreciación  de  la  oircuns-  ' 
tancia  agravante  resultante  de  tales  hechos  no  obs- 
ta, cual  cometiendo  el  error  jurídico  denunciado  en- 
tiende el  Tribunal  sentenciador,  el  contenido  del 
art .  379 de  la  de  En  j.  criminal,  en  cuanto  dispone  como 
medio  de  comprobar  en  el  sumario  las  circunstan- 
cias personales  del  delincuente,  que  sus  anteceden- 
tes penales,  anteriores  á  la  creación  en  2  de  Octubre 
de  1878  del  Eegistro  central  de  penados,  se  pidan  á 
los  Juzgados  donde  se  presuma  que  pueden  en  su 
caso  constar,  y  los  posteriores  exclusivamente  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  donde  radica  tal 
Begistro;  porque  tal  disposición,  encaminada  á  fa- 
cilitar la  reunión  de  los  comprobantes  á  que  se  re- 
fiere, y  con  ella  la  terminación  de  las  diligencias  de 
instrucción,  por  obligatoria  que  sea  su  observancia 
para  los  jueces  de  éstas  encargados,  no  excluye  ni 
limita  el  derecho  de  las  partes  ¿i  el  deber  de  los  Tri- 
bunales de  llevar  al  juicio  los  unos  y  de  reconocer 
los  otros  en  su  propio  valor  jurídico  todos  los  datos 
influyentes  eu  la  determinación  de  la  responsabili- 
dad exigihlo,  y  no  implica,  en  contra  de  preceptos  ' 
vigentes  del  C.  P.,  como  los  recordados,  la  prescrip- 
ción de  losefectos  de  condenas  anteriores,  ni  que  se 
impongan  irremediablemente  en  el  juicio  criminal 
las  deflciencias  ó  errores  del  Registro  citado,  ó  las 
omisiones  posibles  en  su  formación,  ni  tampoco  el 
señalamiento  de  prueba  especial  tasad.a  y  de  privi- 
legio contrario  al  espíritu  y  letra  del  art.  711  de  la 
ley  de  Enj.  criminal  para  la  estimación  de  las  rein- 
cidencias, que  constituyen  algunas  veces  elemento 
integrante  del  delito,  y  en  todo  otro  caso  circunstan- 
cia de  agravación.»  (Sent.  16  Abril  1890.- Gac.  29  Sep- 
tiembre, p.  276.) 

iO  Mayo  I800.  Es  de  apreciar  la  reincidencia  aun 
cuando  no  hai/a  sido  objeto  de  acusación  y  defensa. 

El  fandameuto  de  esta  declaración  es  que  si  bien 
la  ley  y  «el  principio  acusatorio  en  que  se  informa 
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prohiben  q\ae  los  Tribunales  penen  un  delito  más 
c^ruve  que  el  qne  ha  sido  objeto  de  la  acusación, 
salvo  cuando  hacen  uso  de  la  facultad  que  les  con- 
cedió el  art.  783  de  la  misma,  la  apreciaciónde  la  con- 
currencia de  tales  circunstancias  no  altera  en  lo 
más  mínimo  la  naturaleza  y  calificación  jurídica  do 
la  fii2:ura  del  delito,  que  permanece  íntegra  por  mA.s 
que  pueda  afectar  la  estimación  de  aquéllas  á,  la 
penalidad,  por  cuyas  razones  el  citado  art.  733  no 
cKtii-nde  la!"indicada  facultad  de  los  Tribunales  á, 
los  errores  que  hayan  podido  cometerse  en  los  escri- 
ti's  Je  calificación  al  apreciarse  las  circunstancias 
rnr.iiificativas  y  al  determinar  el  g:rado  de  responsa- 
Itilidad  de  los  ciilpables.»  {Sent.  10  Mayo  1890.— Gace- 
ta  11  Octubre,  p.  321.) 

XVI. — Delinquir  ante  la  autoridad. 
(Circunst.  19.) 

lO  Julio  ISSO.  Lesiones  inferidas  en  ttn  Colegio 
electoral. 

El  que  infiere  lesiones  en  la  sala  del  Ayuntamien- 
to constituida  en  Colegio  electoral,  ejecuta  el  delito 
con  la  concurrencia  de  la  circunstancia  agravan- 
te 19  del  art.  10  del  C.  P.  (Sala  2.*,  sent.  10  Julio  1880. 
Gac.  17  Septiembre,  p.  68.) 

*8  Abril  i***^  y  otra.  La  agravante  19  no  es  inhe' 
\rente  al  delito  de  desacato. 

Así  lo  establece  el  T.  S.,  considerando  que  dicha 
circunstancia  «no  constituye  por  si  sola  un  delito 
especialmente  penado  por  la  ley,  ni  la  ha  expresado 
al  definir  y  penar  el  delito  {de  desacato^  ni  tampoco 
es  tan  inherente  al  hecho  punible  que  sin  ella  no 
hubiera  podido  cometerse^.  (Sala  2.*^,  sent.  28  Abril 
l^'í?.— GflC.  2  Septiembre,  p.  135.) 

—Otro  caso  en  sent.  de  6  de  Mayo  de  1887.  (Gac,  4 
Septiembre,  p.  145.) 

XVII.  —  Desprecio   del  ofendido. 
(Circunst.  20.) 

i«  Diciembre  iSlIyotras.  Desprecio  de  la  dig- 
ti/diuJ  del  agraviado. 

En  el  delito  de  robo  cometido  contra  un  cura  pd- 
rrorn  no  puede  decirse  que  obra  el  culpable  con  des- 
precio del  carácter  del  ofendido,  porque  «si  bien  el 
oi'Midido  tenía  la  dignidad  sacerdotal,  el  hecho 
practicado  no  fué  dirigido  á.  producir  ofensas  ó  des- 
precio de  su  carácter,  sino  la  de  obtener  el  lucro 
que  se  proponían  sus  autores».  (Sent.  16  Diciembre 
de  1^1.) 

— «Caando  se  comete  un  delito  contra  U7ia  persona 
constituida  en  autoridad  y  no  se  halla  ésta  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ni  se  procede  con  ocasión  de 
las  mismas,  si  consta  al  culpable  que  se  encuentra 
realmente  investido  de  semejante  carácter  el  agra- 
viado y  éste  no  ha  dado  lugar  con  su  conducta  á 
ninguna  clase  de  desatención,  no  puede  menos  de 
entenderse  que  el  hecho  se  ha  ejecutado  con  ofensa 
ó  desprecio  del  respeto  que  por  su  dignidad  mere- 
ciese el  ofendido,  incurriendo  de  esa  manera  en  la 
agravación  de  la  correspondiente  penalidad,  con- 
forme á  lo  que  prescribe  el  uúm.  20  del  art.  10  del 
Código.»  (Sala  2."^,  Sent.  25  Abril  1885.— Gac.  4  Di- 
ciembre.) 

— En  el  delito  de  injuria  no  es  apreciable  la  ofensa 
Ala  dignidad  sacerdotal  del  agraviado  como  causa 
de  agravación,  porque  califícala  índole  del  delito; 
pero  en  el  de  calumnia  debe  tenerse  en  cuenta  di- 
cho carácter  sagrado  para  tomarlo  como  circuns- 
tancia agravante  de  la  imputación  de  un  crimen  *. 
(Sent.  17  Diciembre  1887,— Gac.  18  Abril  188K.) 


19  Dletcnifirc   1*491  y  otras. 

debido  al  sexo. 


Ofensa  del  respeto 


El  desprecio  al  sexo  del  ofendido  es  inherente  al 
parricidio  cometido  por  un  hombre  en  la  persona 
de  su  mujer,  y  no  puede  apreciarse  como  circuns- 
tancia agravante.  (Sent.  19  Diciembre  1871.) 

— No  es  apreciable  esta  circunstancia  en  el  delito 
de  robo  con  homicidio.  (Sent.  12  Marzo  1888. — Gac.  19 
Junio.) 


*  F.  en  Atentado  la  Sent.  16  Noviembre  1889,  in- 
serta en  la  p.  742,  t.  T,  bajo  el  núm.  VII,  letra  •!,  decla- 
rando bien  apreciada  la  circmistancia  agravante  de  des- 
preQío  de  la  dignidad  sacerdotal  en  un  delito  de  atentado. 


— Ejecvitada  la  agresión  contra  una  mujer  sin  pro- 
vocación por  su  parte,  hay  en  el  hecho  la  falta  de 
consideración  y  respeto  que  se  califica  de  circuns- 
tancia agravante  en  el  art.  10  del  Código.  (Sala  2.*^, 
Sents.  10  Marzo  1878  {Gac.  11  3Iayo)  y  16  Marzo  iaS9 
(Gac.  4  Agosto),  porque  la  tendencia  de  esa  disposi- 
ción no  es  otra  que  mantener  y  afirmar  el  respeto  y 
consideración  naturalmente  debidos  á  la  mujer. 
(Sent.  22  Noviembre  1882.— Gacs.  de  1883:  1. 1.,  Sala  2.*, 
pAg.  28.) 

— Hay  cierta  contradicción  entre  la  anterior  sen- 
tencia y  la  de  24  Diciembre  1887.  Cumpliendo  Eduar- 
do Rico  pena  de  destierro  por  amenazas  á  doña 
Isabel  Fraguas,  á  quien  había  requerido  do  amores 
sin  lograr  ser  correspondido,  quebrantó  la  conde- 
na, se  encontró  en  la  calle  con  doña  Isabel  y  la  dejó 
muerta  de  una  puñalada.  El  T.  S.  declara  que  en 
esto  asesinato  no  es  de  apreciar  la  circunst.  20  del 
art.  10,  porque  si  bien  el  procesado,  en  actos  muy 
anteriores  al  asesinato,  obró  con  menoscabo  del 
respeto  debido  al  sexo,  al  dar  muerte  á  doña  Isabel 
se  inspiró  exclusivamente  en  designios  de  resenti- 
miento y  venganza.  (Sent.  21  Diciembre  1887.— Gace- 
ta  20  Abril  1888.) 

3  llnyo  IS93  y  otra.  Desprecio  del  respeto  debido  d 
la  edad. 

— No  es  aplicable  como  regla  general  á  los  delitos 
de  robo  comprendidos  en  el  caso  5.°  del  art.  516.  (Sen- 
tencia 3  Mayo  1873.) 

— Apreciada  la  agravante  de  abuso  de  saperiori- 
dad,  no  puede  estimarse  que  concurre  en  el  hecho 
la  de  desprecio  á  la  edad  del  ofendido,  porque  la  de- 
bilidad de  los  años  se  comprende  en  aquélla.  (Sen- 
tencia 7  Mayo  1879.) 

XVIII.-Morada  del  ofendido.  (Circunst.  20.) 

9  Ortiibro  IHÍ»  y  otra.  Ag7-esión  que  principia 
detitro  de  la  casa  del  ofendido  y  termina  fuera  de  ella. 

«Si  el  principio  de  1.a  agresión  tuvo  lugar  en  la 
casa  misma  de  la  ofendida,  donde  el  agresor  sacó 
ya  la  navaja,  aunque  la  lesión  la  causare  ya  estan- 
do en  la  calle,  á  donde  huyó,  no  puede  dividirse  el 
acto  ejecutado,  ni  quebrantársela  u,nidad  que  en  él 
aparece,  siendo,  no  dos  actos  distintos,  sino  uno 
solo,  que  principió  por  sacar  el  arma  y  terminó  por 
emplearla,  causando  lesión;  por  lo  que  está  bien 
apreciada  la  circunstancia  agravante  20.»  (Sent.  9 
Octubre  1876.— Gac.  30  Octubre,  p.  62.) 

-doctrina  contraria  en  Sent.  de  22  Mayo  1886,  ca- 
sando y  anulando  la  reciirrida  que  aplicó  al  reo  la 
circunstancia  20  del  art.  10,  y  consignando  que  ha- 
biéndose consumado  en  1.a  calle  el  delito  de  asesi- 
nato, aunque  principiara  la  agresión  en  la  morada 
de  la  interfecta,  hecho  no  averiguado,  faltarían  las 
condiciones  taxativas  de  la  ley  y  sus  motivos  para 
apreciar  dicha  circunstancia.  (Sent.  22  Mayo  1886. — 
Gac.  17  Agosto.) 

flO  niofpiitbro)  Iftftl  y  otrn».  La  circunstancia  de 
cometerse  el  robo  en  la  morada  del  ofendido,  ¿es  inheren- 
te d  ese  delito? 

La  circunstanciíi  de  cometerse  el  delito  en  la  mo- 
rada del  ofendido,  no  es  inherente  al  delito  genérico 
de  robo  que  se  propusieron  los  procesados,  en  tal 
manera  que  sólo  i>ueda  cometerse  éste  en  la  habita- 
ción ó  morada  del  ofendido  y  no  fuera  de  ella.  (Sen- 
tencia 16  Diciembre  1881.) 

— La  misma  doctrina  en  Sents.  de  14  Marzo  1884 
(Gncs.  de  la  Sala  2.'\  t.  II,  p,  95),  y  10  Mayo  y  18  No- 
viembre 1890  (Ga-s.  11  O  tubre  y  14  Abril  1891). 

^ — Otros  casos  consignando  que  dicha  circunstan- 
cia no  es  inherente  á  los  delitos  de  robo  con  homi- 
cidio. (Sents.  24  Noviembre  1885  y  4  Mayo  1886.- Ga'e- 
tas  G  Marzo  y  7  Septiembre  id.) 

— Doctrina  contraria  habla  establecido  la  siguien- 
te sentencia: 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  dictada  en  causa  de 
robo  con  homicidio: 

•  Considerando  que  la  premeditación  de  los  proce- 
sados para  la  ejecución  del  delito,  y  el  haberse  eje- 
ciitado  el  mismo  en  la  morada  de  la  persona  ofendi- 
da son  circunstancias,  de  tal  manera  inherentes  A 
él,  que  sin  ellas  no  h.abria  podido  cometerse,  por  lo 
cual  no  han  debido  considerarse  agravantes.»  (Sen- 
tencia 7  Enero  1873.) 
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CmCUNST.  AGRAVANTES.  (Escalam.:  Vagancia:  Ultramar.) 


13  Enero  i^SS.  Imposibilidad  de  apreciar  la  vio- 
rada  co7no  causa  de  agravación  entre  personas  que  tienen 
el  misvio  domicilio  ^ 

El  íundaroento  racional  de  la  circunstancia  agra- 
vante de  cometer  el  delito  en  la  morada  del  ofendi- 
do es  la  mayor  perversidad  del  agente,  que  además 
de  cometer  el  delito,  objeto  principal  de  su  inten- 
ción, lo  hace  atropellando  la  inviolabilidad  del  do- 
micilio doméstico  sancionada  por  las  leyes.  Consi- 
guientemente ese  motivo  de  agravación  no  puede 
hacer  relación  sino  á  personas  extrañas,  ni  puede 
ser  aplicable  á  aquellas  otras  que,  teniendo  el  mismo 
domicilio  que  el  ofendido,  no  piiede  imputárseles  ha- 
ber cometido  esa  doble  infracción  al  realizar  su  cri- 
minal propósito.  (Sent.  17  Enero  18S3.— Gacs.  de  la 
Sala  2.^,  t.  II,  p.  10.) 

ÍS  Junio  ÍSS3.  Ofendido  que  tiene  domicilios  dife- 
rentes. 

Justificado  que  el  ofrendido  tenia  su  domicilio  en 
la  tienda,  teatro  del  suceso,  es  de  apreciar  la  cir- 
cunstancia 20  del  art.  10,  aun  cuando  se  pruebe  que 
además  tenía  otro  domicilio  en  distinta  casa. 

«O  Octubre  t885.  La  provocación  del  morador  no 
se  supone  nunca. 

La  apreciación  jurídica  de  la  circunstancia  agra- 
vante indicada  en  el  uúm.  20  del  art.  10,  procede  siem- 
pre que  no  se  demuestre  concretamente  la  provoca- 
ción del  ofendido.  ^Sala  2."',  Sent.  26  Octubre  18S5. — 
Gac.  19  Abril  1886,  p.  139.) 

— La  misma  doctrina  en  sent.  24  Noviembre  1S85. 

S4  ^'ovlenibre  1*1^5.  Agresión  contra  un  marido 
en  el  domicilio  conyugal  fuera  del  que  vivía  el  ofendido... 

La  circunstancia  de  hallarse  el  ofendido  separado 
accidental  y  particularmente  de  su  mujer  desde  al- 
giinos  dias  anteriores  al  de  la  ocurrencia,  no  priva 
de  su  verdadero  carácter  al  domicilio  conyugal,  ni 
impide  que  se  aprecie  la  circuust.  20  del  art.  10  en 
las  lesiones  de  que  dicho  marido  fiiera  objeto  dentro 
de  esa  casa  por  parte  de  un  extraño.  (Sent.  24  No- 
viembre 1&85. — Gacs.  6  y  8  Marzo  1886.) 

15  Enero  l^AB,  Delito  de  asesinato,  independiente 
del  de  nlhinamiento  de  morada,  y  en  el  que  es  de  apreciar 
la  circunstancia  de  ejecutarse  en  la  del  ofendido. 

Francisco  Fernández  penetró  violentamente  en  el 
domicilio  de  Trinidad  Martín  con  ánimo  de  herirla 
ó  matarla  y  en  ocasión  en  qiie  un  hijo  de  la  misma 
estaba  en  la  cama;  y  como  viese  q*ue  Fernández  le- 
sionó á  Trinidad,  se  incorporó,  preguntándole  qué 
iba  á  hacer,  en  cuyo  acto  Fernández  le  descargó  un 
golpe,  del  cual  falleció.  Condenado  por  estos  hechos 
como  autor  de  asesinato,  lesiones  y  allanamiento  de 
morada,  el  Slinisterio  fiscal  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, por  conceptuar  infringida  la  Circvinst.20del 
art.  lo,  que  concurrió  en  el  asesinato  y  no  fué  apre- 
ciada por  la  Audiencia;  y  el  T.  S.  así  lo  estima  y  casa 
y  anula  la  sentencia  recurrida: 

•  Considerando  que  el  hecho  de  acometer  Francis- 
co Fernández  Ortiz  con  una  faca,  y  de  un  golpe  cor- 
tar el  conducto  laríngeo  al  joven  Francisco  Toñeri, 
produciéndole  la  muerte  cuando  éste,  sin  meterse 
con  aquél  ni  provocarle,  se  hallaba  en  su  habitación 
y  se  incorporaba  de  la  cama  en  que  había  dormido, 
determina  de  un  modo  claro  la  Circuust.  20  del  ar- 
tículo 10  del  C.  P.  que  consiste  en  ejecutar  el  delito 
en  la  morada  del  ofendido;  y  como  para  su  aprecia- 
ción jurídica  no  es  un  obstáculo  el  que  se  haj-a  esti- 
m,ado  el  allanamiento  como  medio  de  perpetrar  otro 
crimen  independiente  del  anterior,  la  Audiencia  de 
Málaga,  que  en  la  sentencia  reclam.ada  ha  prescin- 
dido de  dicha  circunstancia,  ha  incurrido  en  el  error 
de  derecho  que  señala  el  núm.  5  del  art.  S49  de  la  ley 
de  Enj.  criminal.»  (Sala  2.'',  Seut.  15  Enero  1886.— Ga- 
ceta  4  Agosto,  p.  2.) 

9  Diciembre  1S9G.  Derechos  del  ofensor  á  la  casa 
en  la  cual  delinque:  no  obstan  d  la  circunst.  20. 

Cualesquiera  que  fueren  los  derechos  reales  del 
culpable  eu  el  edificio  habitado  por  las  víctimas,  no 
teniendo  en  él  su  habitación,  le  es  aplicable  dicha 
circunstancia.  (Sent.  7  Diciembre  1SS6. — Gac.  23  Fe- 
brero 1887.) 


^  Es  excepción  de  esta  regla  el  caso  de  adulterio  come- 
tido en  la  morada  conyugal,  pues  en  ese  delito  es  de  apre- 
ciar la  circunstancia  agravante  20  d^I  art.  10  contra  los 
culpaMeSf  según  la  Sent.  de  6  Julio  18S5  (t.  I.,  p.  192). 


XIX. — Escalamiento.  (Gircuast.   21.) 

14  Movlenihre  ISnO.  Apreciación  de  e^ta  circuns' 
fajicia  en  un  delito  de  infracción  de  la  ley  de  caza. 

En  el  hecho  de  saltar  nna  pared  para  penetrar  á 
cazar  en  heredad  ajena,  concurre  la  circunstancia 
agravante  de  escalamiento.  (Gac.  9  Enero  lS9í.) 

XX.— Vagancia.  (Circunst.  23.) 

t*  Junio  ISíe.  Reo  penado  por  el  antiguo  delito 
de  vagancia. 

El  haber  sido  penado  por  el  delito  de  vagancia  con,! 
arreglo  al  Código  de  1^50,  no  debe   hoy  apreciarse 
como  circunstancia  agravante,  si  el  penado  no  con 
tinúa  siendo  vago.  (Sent.  22  Junio  1872.1 

18  Febrero  18SO.  Caso  en  que  la  vagancia  no  pue- 
de reputarse  como  motivo  de  agravación. 

La  vagancia  debe  estimarse  como  circunstancia: 
agravante  sólo  en  cuanto  semejante  situación  pre-^ 
disponga  al  delito  perpetrado,  y  estando  preso  el 
procesado  desde  más  de  cuatro  años  antes  de  la  peivj 
petración  del  delito  (se  cometió  en  la  misma  cárcel), 
es  manifiesto  que  en  esta  situación  no  podía  llenar 
ninguna  de  las  condiciones  obstativas  á  la  vagancia, 
tal  cual  ias  determina  la  circunst.  23  del  art.  10  del 
Código.  (Sent.  18  Febrero  1880.— Gac.  7  Mayo.) 

XXni.— Raza  del  culpable.  (Cód.  de  Cuba  y. 
Puerto  Rico^  art.  10,  circunst.  22;  Cód.  de 
Filipinas,  art.  11  •.) 

83  Ocliilire  1885-  La  circunstancia  de  ejecutar  el 
delito  conpra  un  blanco  un  hombre  de  color,  subsiste  des- 
pués de  la  abolición  de  la  esclavitud. 

Así  lo  establece  el  T.  S.  declarando  bien  apreciada 
dicha  circunstancia  en  un  delito  de  abusos  desho- 
nestos, porque  «en  la  fecha  de  la  publicación  del  Có- 
digo penal  de  Cuba  y  Puerto  Rico  existían  en  la  pri- 
mera isla  muchas  personas  de  color  libres,  y  regían 
en  la  segunda  la  lej-^  fundamental  del  Estado  y  la  de 
abolición  de  la  esclavitud,  y  teniendo  en  cuenta 
además  que  el  art.  2.**  del  D.  de  7  de  Abril  de  1881,  au- 
torizando la  promulgación  en  Cuba  de  la  prenom- 
brada Constitución,  establece  reservas  relativas  á  la 
ulterior  vigencia  de  ciertas  leyes,  entre  las  que  no 
puede  menos  de  comprenderse  el  repetido  Código,  es 
por  todo  extremo  indudable  que  no  ha  sido  en  mane- 
ra alguna  derogada,  sino  que  por  el  contrario  sub- 
siste en  toda  su  eficacia  la  circunstancia  agravante 
de  que  queda  hecho  mérito...  ^>  (Sent.  23  Octubre  1885. 
—  Gac.  19  Abril  1886.) 

8  Julio  1880.  Filipinas:  Condición  indigena  del  reo 
apreciable  como  circunstancia  atenuante  en  un  delito  de 
parricidio. 

Deogracias  Loteriñas,   indígena   de   Filipinas,   &  * 
quien  se  le  mai-eó  la  cabeza  de  oir  llorar  á  su  hija  le- 
gítima, de  seis  meses,  degolló  á  la  niña.  El  T.  S.  de- 
clara qxie  en  este  parricidio  es  de  apreciar  como  ate- 
nuante la  circunstancia  del  art.  11  del  C.  P.  del  Ar- 
chipiélago, pues  el  hecho  «revela  una  perturbación 
ó  arrebato  que  si  bien  aplicando  las  reglas  comunes 
y  ordinarias  de  criterio  racional  no  puede  concep- 
tuarse producido  por  estimulo  tau  poderoso  que  Ie¿ 
justifique,  debe  ser  estimado  teniendo  en  cuenta  laf 
circunstancia  especial  de  ser  indigena  el  criminal;  ^ 
que  al  ejecutar  el  enorme  delito  que  motivó  su  con-  » 
dena  no  aparece  que  fuese  impulsado  por  ningún  : 
otro  móvil,  demostrándose  asi  en  élf.na  coustítiición. " 
débil  para  resistir  y  dominar  los  arrebatos  ocasio- 
nados aun  por  las  causas  más  pequeñas...»  (Sent.  8 
Julio  lSh9.  — Gac.  19  Octubre,  p.  287.) 


I 


í  El  C.  P.  de  Cuba  y  Puerto  Rico  considera  como  cir- 
cunstancia agravante  la  de  ejecutarse  el  delito  contra  un 
blanco  por  uno  que  no  lo  fuese.  El  de  Filipinas  ordena 
que  el  ser  el  reo  indigena,  mestizo  ó  chino,  lo  tendrán  en 
cuenta  los  jueces  y  Tribunales  para  atemtar  ó  agravarlas 
penas,  según  el  grado  de  intención,  la  naturaleza  del  he^ 
cho  y  las  condiciones  de  la  persoJia  ofendida.  Xuesti'o  jtd' 
ció,  contrario  ti  la  disposición  especial  del  Código  antilla- 
no, véase  en  CÓDIGO  PENAL  DE  ULTRAMAR, 

2  Siempre  hemos  creido  que  el  fundamento  de  esta  Cir- 
cunstancia es  reprimir  severamente  los  atentados  de  que 
suelen  ser  victimas  los  europeos  por  las  razas  de  color; 
pero  nos  parece  inconveniente  y  contra  el  derecho  natural 
tal  motivo  de  agravacióri. 
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«í  .llnyo  ISOO.  Causas  (U  muerte:  Ailmitido  iJe  de- 
recho el  recurso  de  casación  en  beneficio  del  7-eo,  el  T.  S.  no 
puede  estimar  como  circunstancia  agravante  la  raza  del 
culpable. 

Así  lo  establece  el  T.  S.  recli.izando  un  recurso  do 
casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  el 
admitido  por  obra  de  la  ley,  en  beneficio  de  im  reo 
á  quien  la  Audiencia  de  Manila  condenó  á  la  pena 
de  muerte.  El  Supremo  reconoce  no  obstante  que  los 
Tr¡b\in.T.les  deben  agravar  o  atenxtar  la  pena  en  el 
caso  de  sor  indígena,  mestizo  ó  chino  el  reo.  tSen- 
tenoia  22  Mayo  1890.— Gac.  13  Octubre.) 

CIRUJANO.    El  profesor  de    cinig'Ia,  cuyas 
facultade.s  se  concretan  íi  las  afecciones  mor 
bosas  externas.— V.  Medicina  y  cirugía:  Mé- 
dico.? Y  CIRUJANOS. 

CIRUJANO  DENTISTA.  Esta  profesión  es  la 
misma  del  médico  y  del  cirujano,  y  por  estos 
profesores  se  ha  venido  ejerciendo  hasta  el 
día  en  cuanto  á,  las  afecciones  de  la  boca.  Pero 
como  especialidad,  como  arte  en  cuanto  á  ope- 
raciones dentarias  de  extraer  dientes  y  mue- 
las y  colocación  de  otros  artificiales,  son  muy 
pocos  los  médicos  y  cirujanos  que  se  han  de- 
dicado á,  su  ejercicio,  porque  son  necesarios 
otros  conocimientos  artísticos  que  no  se  com- 
prendían en  los  planes  ó  progTamas  de  estu- 
dios. El  R.  D.  de  4  Junio  1875  elevó  ya  á  la  ca- 
tegoría de  carrera  especial  la  de  cirujano  den- 
tista, y  sus  disposiciones,  con  otras  dictadas 
sobre  el  particular,  son  las  sig-uientes: 

B.  D.  4  Junio  \HTf>. 
Disponiendo  que  el  arte  de  dentista  constituya  una  profe- 
sión denominada  de  cirujano  dentista,  con  titulo  espe- 
cial que  autoriza  para  el  tratamiento  de  las  enfermeda- 
des de  la  boca  sostenidas  por  las  alteraciones  de  los 
dientes:  Estudios  y  jurados  de  exámenes,  etc. 

(FoM.)  «Tomando  en  consideración  las  ra- 
zones que  me  han  sido  expuestas  por  mi  Mi- 
nistro de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  sig-uiente: 

Artículo  1.°  El  arte  del  dentista  constituirá 
en  lo  sucesivo  una  profesión  denominada  de 
«cirujano  dentista»,  para  cuyo  ejercicio  se  ex- 
pedirá un  título  especial. 

Art.  2."  El  título  de  cirujano  dentista  auto- 
rizará para  el  tratamiento  de  las  enfermeda- 
des de  la  boca  sostenidas  por  las  alteraciones 
de  los  dientes,  y  para  el  conjunto  de  operacio- 
nes indispensables  á  su  curación.  Los  que  lo 
ejerzan  no  podrán  en  ningún  caso  dedicarse 
á,  la  curación  de  cualqviiera  otra  enfermedad 
del  cuerpo  humano. 

Art.  3.°  Para  obtener  el  expresado  título 
se  requiere  probar  la  instrucción  necesaria  en 
los  ramos  siguientes:  Primero.  Conocimiento 
anatómico  y  fisiológ'ico  de  la  boca,  y  nociones 
generales  de  fisiología  suficientes  para  formar 
idea  de  las  funciones  del  org'anismo.  Segundo. 
Patología  dentaria,  ó  descripción  de  las  alte- 
raciones de  los  dientes  y  de  las  enfermedades 
que  pueden  originarse  en  la  boca,  con  sus 
causas,  síntomas,  tratamientos  y  medios  de 
prevenirlas.  Tercero.  Operaciones  dentarias, 
comprendiendo  las  que  hayan  de  verificarse 
en  los  dientes  y  en  los  demás  órganos  de  la 
boca  afectados  por  la  alteración  de  los  primc- 

TOMO    II. 


ros.  Cuarto.  Conocimiento  tcórico-práctico  de 
los  sistemas  y  procedimientos  emjileados  para 
la  construcción  de  piezas  y  aparatos  que  re- 
emplacen los  dientes  y  las  demás  partes  alte- 
radas de  la  boca. 

Art.  4.°  Cuando  los  recursos  lo  permitan  y 
el  Gobierno  lo  considero  oiiortuiio,  se  organi- 
zarán en  los  establecimientos  públicos  los  es- 
tudios necesarios  á  esta  profesión. 

Art.  5."  Para  probar  los  estudios  privados 
y  darles  validez  académica,  se  l'ormarán  jura- 
dos compuestos  de  tres  doctores  en  Medicina 
y  Cirugía  y  dos  cirujanos  dentistas. 

Art.  6.°  El  Gobierno,  oyendo  al  Consejo  de 
Insti'ucción  pública,  cuidará  de  la  formación 
de  los  programas  de  examen,  y  determinará 
la  serie  de  pruebas  en  que  han  de  consistir. 

Art.  7.°  A  los  aspirantes  que  demostrasen 
su  aptitud  en  los  exámenes  y  ejercicios,  se  les 
expedirá  título  de  cirujano  dentista  con  las 
mismas  formalidades  con  que  se  expidan  los 
demás  títulos  profesionales. 

Art.  8.°  Los  aspirantes  al  título  de  ciruja- 
no dentista,  abonarán  por  derechos  de  examen 
50  pesetas,  y  por  los  de  titulo  200. 

Art.  0."  Cuando  el  Gobierno  lo  considere 
oportuno,  hará  obligatorio  el  título  para  ejer- 
cer la  profesión  de  cirujano  dentista,  anun- 
ciándolo con  dos  años  de  anticipación. 

Art.  10.  Podrán  ser  habilitados  los  actua- 
les dentistas  que  por  sus  méritos  y  servicios 
sean  acreedoi'es  á  juicio  del  Consejo  de  Ins- 
trucción pública. 

Dado  en  Palacio  á  4  de  Junio  de  1875. — Al- 
fonso.— El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de 
Orovio.»  (Gac.  5  Junio.) 

E.  O.  3  Marzo  187B. 

(FoM.)  Aprobó  los  programas  que  compren- 
den los  conocimieutos  necesarios  para  el  ejer- 
cicio do  la  profesión  de  cirujano  dentista.  {Ga- 
ceta 11  Marzo.) 

E.  O.  28  Mayo  1876. 
Creó  una  plaza  de  inspector  do  la  profesión 
de  dentista  y  subinspectores,  para  vigilar  que 
se  ejerza  por  los  que  no  tienen  título  y  evitar 
otros  abusos  en  daño  de  la  salud  pública.  Fué 
derogada  por  la  de  16  do  Diciembre  de  1881. 

E.  O.  ti  Octubre  1877. 

B¡  titulo  de practicante  no  liahilita  piara  ejercer  el  arte  de 

dentista. 

(FoM.)  «...  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  teni- 
do á  bien  disponer  que  los  títulos  de  practi- 
cante que  so  expidan  en  lo  sucesivo  no  habili- 
ten para  ejercer  el  arte  de  dentista,  salvo  los 
derechos  adquiridos  por  los  que  hayan  princi- 
piado ó  principien  su  carrera  en  este  año  aca- 
démico: y  que  el  examen  práctico  de  los  aspi- 
rantes al  título  se  verifique  con  la  formalidad 
que  acuerde  el  tribunal  ',  en  los  gabinetes  y 
laboratorios  que,  con  anuencia  de  los  propie- 
tarios, designe  el  Gobierno  en  cada  época  de 
examen  hasta  tanto  que  los  establecimientos 
públicos  se  provean  del  material  apropiado  al 
objeto.— De  Real  orden,  etc.— Madrid  6  de  Oc- 
tubre de  1877.— C.  Toreno.»  (Gao.  7  Octubre.) 


1    El  ejercicio  práctico  se  verifica  lioil  conforme  a  la 
n.  O.  de  15  de  Enero  de  IS81. 
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H.  O.  15  Enero  ISSl. 
Sobre  constitución  de  los  tribunales  de  examen  y  sobre  la 
manera  de  verificarse  el  ejercicio  práctico  para  la  ob- 
tención de  titulo. 

(FOM.)  «...S.  M.  el  Rey  ha  tenido  á  hien  dic- 
tar las  disposiciones  sig-uientes: 

1.'^  La  constitución  de  los  tribunales  de 
examen  para  los  que  aspiren  al  título  de  ciru- 
jano dentista,  y  los  ejercicios  que  para  los  mis- 
mos han  de  practicarse,  serán  los  que  deter- 
mina el  R.  D.  de  4  de  Junio  de  1875. 

2.^  Una  vez  constituido  el  tribunal  y  exa- 
minadas las  solicitudes  do  los  aspirantes,  se 
dará  principio  al  ejercicio  pi-áctico,  á  cuyo 
efecto  el  Gobierno  desig-uará  eu  cada  época 
de  examen  los  gabinetes  ó  laboratorios  de 
dentistas  acreditados,  eu  los  que,  con  aniien- 
cia  de  sus  propietarios,  hayan  de  efectuarse 
los  ejercicios  relativos  á  la  construcción  de 
piezas  artificiales. 

3.*  El  ejercicio  práctico  consistirá  en  ex- 
tracciones, resección  y  orificacióu  ó  empas- 
tamiento  de  dientes,  y  además  en  la  elabora- 
ción de  piezas  dentarias  de  caoutchout  ó  de 
metal,  ó  en  la  de  dentaduras  de  distintas  cla- 
ses adaptadas  siempre  á  las  necesidades  del 
paciente  para  quien  se  construyan. 

4.^  Los  primeros  dichos  ejercicios  se  cfec- 
tiiarán  eu  un  cadáver  ante  el  tribunal;  los  se- 
gundos se  harán  bajo  la  inspección  y  vigilan- 
cia de  los  jueces  que  le  compong-an,  con  espe- 
ci?ilidad  de  los  que  sean  dentistas. 

b.°-  El  tribunal  adoptará  las  precauciones 
que  sean  necesarias  para  adquirir  la  seguri- 
dad de  que  la  construcción  de  piezas  artificia- 
les se  ejecuta  por  los  aspirantes  al  titulo  de 
dentistas,  sin  aiixilio  de  extraño. 

&."■  El  tribunal  señnlará  en  cada  caso  el 
tiempo  que  debe  concederse  pai-a  la  ejecución 
de  la  construcción  de  las  piezas  que  el  mismo 
desig-ue  para  el  ejercicio,  procurando  que  no 
exceda  de  tres  meses. 

!."■  Terminado  el  tiempo  señalado,  se  re- 
unirá de  nuevo  el  tribunal  para  examinar  los 
trabajos  indicados  y  ver  si  están  hechos  con  la 
perfección  necesaria  á  los  fines  que  han  de  sa- 
tisfacer; y  en  caso  afirmativo,  se  procederá  al 
ejercicio  práctico  que  ha  de  verificarse  eu  el 
cadáver. 

8."  Los  aspirantes  que  eu  ambos  sean  apro- 
bados, sufrirán  el  examen  teórico  en  la  forma 
que  se  halla  establecida. 

9.*  '  Cada  aspirante  satisfará  los  gastos  que 
ocasione  el  ejercicio  práctico  que  se  le  hava 
señalado.— De  Real  ordeu,  etc.— Madrid  15  de 
Enero  de  1881.— Lasala.»  (Gac.  26  Enero.) 

Circ.  27  Abril  ISSl. 

Declaró  la  Dii-.  gen.  de  Beneficencia  y  Sani- 
dad el  derecho  de  los  subinspectores  de  den- 
tistas para  exigir  á  éstos  la  exhibición  de  sus 
títulos,  en  vez  de  hacerlo  los  subdelegados  de 
Medicina,  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  de 
éstos  para  evitar  intrusiones;  pero  suprimidos 
los  cargos  de  inspector  y  subinspector,  por 
R.  O.  de  16  de  Diciembre  de  1881,  quedan  |)or 
ella  los  cirujanos  dentistas  sujetos  á  la  inspec- 
ción de  los  subdelegados  de  Medicina. 


B.  0. 1.»  Octubre  1881. 

Ineficacia  académica  de  los  títulos  de  licenciado  y  doc'or 

en  Cirugía  dental. 

(FoM.)  «En  vista  de  la  comunicación  del 
rector  de  la  Universidad  Cenfi-al  de  3  del  mes 
próximo  pasado,  en  que  transfiribe  una  consul- 
ta de  la  Universidad  de  la  Habana  acerca  de 
los  títulos  de  licenciado  v  doctor  eii  Ciruo-la 
dental,  S.  M.  el  Rey  (Q."  D.  G.)  ha  tenido  á 

bien  declarar que  la  legislación  vigente  no 

reconoce  título  de  licenciado  ni  de  doctor  cu 
Cirugía  dental:  que  los  expedidos  por  el  esta- 
blecimiento libre  de  esta  corte,   denominado] 
Colegio  Español  de  Dentistas,  carecen  deva-l 
lidez  oficial;  y  que  sólo  autorizan  para  el  ejer- ; 
cicio  de  esta  profesión,  aparte  de  los  títulos  ' 
académicos  superiores  de  Medicina,  los  anti- 
guos de  cirujano  y  de  practicante,  y  los  de  ci- , 
rujano  dentista  expedidos  por  este" Ministerio  ' 
á  consecuencia  del  decreto  de  4  de  Junio  de  J 
1875.— De  Real  orden,  etc.— Madrid  1.°  de  Oc-  í 
•  tubre  de  1881.— Albareda.^  (Gac.  13  Octubre.) 

R.  O.  16  Diciembre  18S1. 

Suprimiendo  los  cargos  de  inspector  y  subinspectores  de 

dentistas,  con  derogación  de  la  7?.  Ó.  ¡s  Mago  ISTe. 

(GoB.) El  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 

derogar  la  R.  O.  de  28  de  Mayo  de  1876  supri- . 
miendo  en  su  consecuencia,  los  cargos  de  ins- 
pector y  subinspectores  de  dentistas,  v  decla- 
rar que  los  profesores  de  Cirugía  dental  que- 
den sujetos  á  la  inspección  y  vigilancia  de  los 
subdelegados  de  Medicina,  y  obligados  á  exhi- 
bir á  éstos  los  títulos  que  Íes  autorizan  para 
el  ejercicio  de  su  profesión,  á  tenor  de  lo  que 
disponen  los  citados  arts.  9.°,  24  y  26  del  refe- 
rido reglamento.— De  Real  orden,  etc.— Ma- 
drid 16  de  Diciembre  de  1881.— González.» 
(Gac.  19  Diciembre.) 

H.  0. 11  Febrero  1886. 

Sobre  presentación  de  ios  titulas  y  denuncia  de  los  que^ 

ejerzan  sin  ellon  la  Cirugía  dental. 

(GoB.)  «El  Real  Consejo  de  .Sanidad,  al  que! 
se  pasó  á  informe  la  instancia  presentada  por 
varios  cirujanos  dentistas  en  solicitud  de  que 
sólo  ejerzan  la  profesión  los  que  posean  el  tí- 
tulo legal  que  para  ello  les  autorice,  ha  emi- 
tido el  siguiente 

" Vistas  las  dos  citadas  Rea- 
les órdenes  de  1."  de  Octubre  v  16  de  Diciem- 
bre de  1881:  Visto  el  R.  D.  de"  27  de  Marzo  de 
1855:  Considerando  que  la  profesión  de  ciru- 
jano dentista  sólo  puede  ejercerse  por  los  que 
posean  el  titulo  oficial  competente:  Conside- 
rando que  según  el  art.  1."  del  mencionado 
R.  D.  de  27  de  Marzo  de  1855,  todos  los  profe- 
sores de  Jurisprudencia,  Medicina,  Cirugía 
en  sus  diversos  ramos,  y  Farmacia,  siempre 
que  establezcan  su  residencia  para  el  ejerci- 
cio de  su  facultad,  están  obligados  á  la  pre- 
sentación de  sus  títulos  en  el  Colegio  ó  en  la 
Subdeleg'acióu  respectiva: 

La  Sección  opina  que  el  Consejo  debe  con- 
sultar al  Gobierno  de  S.  M.: 

1."  Que  conviene  dictar  una  disposición  de 
carácter  general,  oidenando  que  cuantos  ejer- 
zan la  profesión  de  dentistas  presenten  en  el 
término  de  treinta  días  sus  títulos  profesiona- 
les á  las  Subdeleg'acioues  de  Medicina  y  Ciru- 
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gia,  iV  fin  de  que  se  tome  razón  de  ellos  eu  el 
reg'istro  que  en  estas  oficinas  debe  llevarse: 

2."  Que  pasado  este  término  procedan  di- 
chas Subdeleg'acioues  A  la  denuncia  ante  los 
gobernadores  de  aquellos  individuos  que  ven- 
gan ejerciendo  la  Cirug'ia  dental  sin  estar  le- 
g'almente  autorizados;  yante  los  Tribunales 
de  justicia  de  los  que  se  atribuyan  ó  hayan 
atribuido  la  cualidad  de  profesor  con  títulos 
que  carezcan  de  validez  oficial,  como  com- 
prendidos eu  las  prescripciones  del  C.  P.»  Y 
asi  se  resuelve.  (R.  O.  11  Febrero  18S6.— Ga- 
ceta 20  id.) 

K.  0. 1.°  Maj-o  1890. 

Dictó  instrucciones  para  los  exámenes  de 
¡estudios  libres,  y  determinó  en  su  disp.  8.^ 
!los  derechos  que  han  de  satisfacer  los  alum- 
nos de  la  carrera  de  cirujano  dentista  y  sobre 
norabramieato  de  tribunales. — Véase  en  Ins- 
trucción PÚBLICA. 

I  CISMA:  CISMÁTICO.  Cisma  es  división,  sepa- 
;ración  entre  los  individuos  de  alg'úu  cuerpo  ó 
comunidad.  Cismático,  el  que  introduce  cisma 
ó  discordia.  Se  aplica  la  palabra  cisma  eu  su 
mAs  propio  sentido  «á  toda  división  religiosa, 
proveniente  de  la  oposición  de  cierto  nvimero 
de  iglesias  ó  de  individuos,  á  continuar  en  la 
comunión  á  que  hasta  entonces  habían  perte- 
necido, para  formar  un  cuerpo  aparte».  El  cis- 
ma no  es  la  herejía,  pero  muy  acertadamente ' 
dice  un  escritor  que,  según  se  halla  constitui- 
da la  Iglesia  católica  romana  y  su  principio  do 
sumisión  :\  la  autoridad  pontificia,  el  cisma  es 
un  verdadero  plantel  de  toda  clase  de  herejías. 
Los  dos  grandes  cismas  que  afligieron  á  la 
Iglesia,  fueron  el  de  los  griegos,  ó  sea  la  sepa- 
ración de  la  Iglesia  griega  de  la  latina  ó  ro- 
mana y  el  de  Occidente.  Este  último,  llamado 
el  gran  cisma,  ocurrió  -cuando  la  muerte  del 
Papa  Gregorio  XI,  con  motivo  de  la  elección 
de  sucesor.  Elegido  Urbano  VI,  muchos  car- 
denales, disgustados,  según  dice  el  P.  Plórez, 
de  su  proceder,  saliéndose  de  Eoma  con  pre- 
texto de  los  calores,  encendieron  el  fuego  de 
sste  cisma  declarando  intruso  al  Papa  y  forzo- 
sa y  uula  su  elección,  la  que  hicieron  de  nue- 
vo en  el  que  se  llamó  Clemente  VII,  que  puso 
3U  Silla  en  Avignón.  Este  cisma  continuó  ciu- 
Juenta  años,  durante  los  cuales  fueron  Papas 
3n  Eoma  Urbano  VI,  elegido  eu  1378;  Bonifa- 
J'io  IX  en  1389;  Inocencio  VII  en  1404;  Grego- 
•io  XII  en  1406.  Y  en  AVignóu  lo  fueron  Cle- 
mente VU  y  Benedicto  XIII.  Este  último  y 
Gregorio  XVI,  que  lo  era  en  Roma,  fueron  de- 
nuestos por  el  Colegio  de  cardenales  de  ambos 
lartidos  reunidos  en  Pisa,  y  eligieron  concor- 
lemente  al  cardenal  arzobispo  de  Milán,  que 
ie  llamó  Alejandro  V. 
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CITACIÓN.  La  acción  de  citar.  Llamamiento 
judicial  para  algún  juicio¡  acto,  diligencia  ó 
trámite  del  mismo,  hecho  en  la  forma  requeri- 
da por  la  ley.  La  ley  hal)la  de  notiflcacioues, 
de  citaciones,  de  emplazami^tos  y  de  reque- 
rimientos, que  son  cosas  que  no  deben  confun- 
dirse, lo  mismo  eu  los  asuntos  civiles  que  en 
los  criminales. 

Es  emplazamiento  en  lo  civil,  el  primer  lla- 
mamiento que  se  hace  al  demandado  para  que 
venga  al  juicio,  ó  á  los  procuradores  de  los  li~ 
tigautes  para  que  en  caso  de  apelación  com- 
parezcan ante  el  Tribunal  superior;  ó  si  se 
interpone  recurso  de  casación,  para  que  se 
personen  ante  el  T.  S.  El  emplazamiento  debe 
hacerse,  por  regla  general,  al  mismo  contra 
quien  se  dirige  la  demauda  como  principal,  ó 
á  veces  como  apoderado,  sin  perjuicio  de  dis- 
cutir la  personalidad,  si  se  promoviese  cues- 
tión. Sobre  emplazamiento  á  los  pueblos  y 
Aytintamientos,  corporaciones  y  otras  perso- 
nas jurídicas,  véase  Personalidad  en  juicio 
y  la  jurisprudencia  del  uüm.  I  de  Ayunta 
MiENTO.s,  pág.  929  del  tomo  I. 

La  citación  es  equivalente  en  cierto  modo  á 
emplazamiento;  ó  más  bien,  todo  emplazamien- 
to es  una  verdadera  citación;  pei"0  la  citación, 
que  tiene  indudablemente  esta  acepción  gené- 
rica, significa,  según  la  ley,  llamamiento  para 
un  trámite  importante  de!  juicio,  y  así  se  exi- 
ge que  preceda  para  la  práctica  de  toda  dili- 
gencia de  prueba,  menos  el  reconocimiento  de 
libros  y  papeles  de  los  litig-antes,  siendo  su 
omisión  motivo  de  casación,  y  para  oír  senten- 
cia, siendo  igualmente  su  falta  motivo  de  ca- 
sación. De  la  citación  eu  estrados  tratan  los 
arts.  281  á  285,  ley  de  Enj.  civil;  para  sen- 
tencias, el  art.  677,  y  á  los  testigos  y  peritos 
el  273.  Algunas  veces  usa  la  ley  indistinta- 
mente las  palabras  citacióu  y  emplazamiento. 

Notificación.  Esta  voz  tiene  todavía  una 
acepción  más  genérica,  y  significa  el  acto  mis- 
mo de  hacer  saber  una  providencia,  cualquie- 
ra que  ésta  sea,  aunque  no  envuelva  la  idea-, 
de  citacióu,  convocatoria  ni  llamamiento,  ó 
aunque  tengan  este  objeto.  Toda  notificación 
debe  hacerse  en  la  forma  prevenida  por  la  ley 
de  4  de  Junio  de  1837  y  por  los  arts.  6.°,  260  y 
siguientes  de  la  ley  de  Enj.  civil. 

El  requerimiento  es  una  uotificación  que  se 
hace  invitando  además  al  que  le  recibe  á  eje- 
cutar un  acto  determinado  por  mandato  ju- 
dicial. 

En  materia  penal.  Si  la  citación  á  audiencia 
y  llamamiento  al  juicio  es  requisito  indispen» 
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sable  eu  lo  civil,  de  tal  modo  que  uo  puede 
darse  juicio  contra  otro  ^non  seyendo  empla- 
zado primeramente  que  lo  viniese  á  oír'  (ley 
12,  tit.  XXII,  Part.  3."),  lo  es  cou  doble  moti- 
vo en  lo  penal,  JV^si  estaba  ya  expresamente 
consignado  en  el  art.  12  del  reglamento  pro- 
visional, el  ciial  disponía  que  á  nadie  se  impu- 
siera pena  alguna  sin  que  antes  fuera  oído  y 
juzgado  con  arreglo  á  derecho  por  el  juez  ó 
Tribunal  que  la  ley  tenga  establecido.  Hoy 
debe  estarse  á  lo  dispuesto  sobre  el  particular 
en  la  \e.\  de  Enj.  crim.  y  especialmente  «n  sus 
arts.  166  á  182. 

Jurisprudencia. 

El  T.  S.  ha  establecido  en  distintos  fallos  la  si- 
guiente doctrina: 

I.  Que  uno  de  los  efectos  atribuidos  á.  la  citación 
por  la  ley  13,  tit.  VII,  Part.  3.»  es  el  de  anularla  ena- 
jenación de  la  cosa  objeto  de  la  demanda,  cuando  el 
demandado  la  enajena  después  del  emplazamiento. 
(Sent.  13  Junio  1*-.51.) 

II.  Que  cuando  son  dos  ó  más  los  que  tienen  per- 
sonalidad en  un  juicio,  á  todos  debe  citarse  ó  empla- 
zarse, siendo  su  omisión  causa  de  nulidad.  (Sent.  20 
Junio  1866.) 

III.  Que  son  innecesarios  la  citación  y  emplaza- 
miento cuando  el  interesado  se  presenta  espontá- 
neamente en  juicio,  según  repetidamente  lo  tiene 
declarado.  íSents.  IS  Septiembre  l>-67  y  22  Abril  18.56.) 

IT.  Que  la  falta  de  citación  para  una  diligencia 
de  prueba  no  autoriza  la  casación  si  habiendo  podi- 
do reclamarse  no  se  hizo  en  tiempo. 

Y  V.  Que  la  ley  de  Enj.  civil  no  requiere  la  cita- 
ciónpara  sentencia  en  las  cuestiones  juridicas  pro- 
movidas por  declaratoria.  (Sent.  6  Diciembre  18G0.) — 
V.  Enjuiciamiento  civil. 

CITACIÓN  DE  EViCCIÓN.     V.  Evicción  y  s.v 

NE.\MIENTO. 

CITACIÓN  POR  EDICTOS.  Laley  de  Enj.  civil 
habla  de  la  citación  por  edictos  en  los  arts.  269, 
270,  283,  769  y  770.  La  de  Enj.  criminal  eu  el 
articulo  178. — V.  Enjuiciamiexto. 

CITACIÓN  POR  PLEITO  RETARDADO.  Es  la 
que  tiene  por  objeto  llamar  á  la  continuación 
ó  prosecución  de  un  juicio  ó  pleito  interrum- 
pido ó  suspendido  por  un  tiempo  considerable, 
á  los  que  eran  partes  en  él  ó  á  sus  causaha- 
bientes.— V.  Pleito  retardado. 

CIUDAD.  La  ley  6.^  tit.  XXXIII,  Part.  7.^, 
dice  «que  do  qtiier  que  sea  fallado  este  nom- 
bre, cibdat,  que  se  entiende  todo  aquel  lugar 
.  que  es  cercado  de  los  muros  con  los  arrabales 
et  los  edificios  que  se  tienen  con  ellos".  El  Dic- 
cionario de  la  Academia  define  la  ciudad  'po- 
blación  comunmente  grande  que  goza  de  ma- 
yores preeminencias  que  las  villas^.  Algunas, 
añade,  son  cabezas  de  reino  ó  provincia,  y 
otras  tienen  este  titulo  por  privilegio.  En  la 
Nov.  Recop.  y  antes  en  las  Ordenanzas  Reales 
de  Castilla,  hallamos  muchas  leyes  que  nos 
hablan  del  gobierno  de  las  ciudades,  villas  y 
lugares,  y  de  los  privilegios  y  costumbres  de 
los  pueblos,  etc.;  pero  no  hemos  dado  hasta 


ahora  cou  una  sola  que  deslinde  las  preemi- 
nencias de  las  ciudades,  y  la  lej-  orgánica  de 
los  Ayuntamientos  tampoco  establece  nada 
sobre  este  punto.  ¿Cuáles  son,  pues,  esas  pre- 
eminencias? r;Las  tienen  hoy  ó  es  un  simple  ti- 
tulo honorifico  el  de  ciudad?  Creemos  esto  iil- 
timo,  pero  no  es  posible  dar  una  contestación 
satisfactoria  sobre  el  particular  *. 

En  los  iiltimos  tiempos  se  ha  otorgado  á  al- 
gunas villas  el  titulo  de  ciudad,  pudiendo  ci- 
tarse, además  de  los  casos  que,  como  ejemplo, 
hemos  indicado  en  la  pág.  876  del  tomo  I,  con- 
cesiones análogas  á  favor  de  Elclie,  en  la  pro- 
vincia de  Alicante,  por  R.  D.  de  12  de  Mayo 
de  1871;  Aguilar  (Córdoba),  por  otro  de  15  de 
Enero  de  1872;  Vejer  de  la  Frontera,  por  el  de 
24  de  Octubre  de  1876;  Huelva,  por  el  de  17  de 
Septiembre  también  de  1876,  etc.,  siendo  de 
notar  que  para  esta  gracia  se  usó  la  fórmula 
cVengo  en  concederla  el  titulo  de  ciudad^,  lo 
cual  indica  que  no  es  más  que  titulo  honorífi- 
co, porque  de  otro  modo  se  añadiría:  con  los 
derechos  y  preeminencias,  etc. — V.  Villa. 

CIUDADANÍA.  La  cualidad  y  el  derecho  de 
ciudadano.  Como  la  ciudadanía  equivale  en 
cierto  modo  á  la  nacionalidad,  diremos  que  los 
actos  en  virtud  de  los  cuales  se  adquiere,  se 
recupera  ó  se  pierde  esta  última,  se  inscriben 
en  el  Registro  civil,  confoi-me  á  la  ley  de  17  de 
Junio  de  1870,  arts.  1."  y  siguientes  y  todo  ei 
tit.  V  y  el  cap.  VIII  del  reglamento  de  13  di 
Diciembre  del  mismo  año  para  la  ejecución  de' 
dicha  lej-. — V.  Registro  civil:  Naturali-* 
zación. 

CIUDADELA  DE  BARCELONA.    Fortaleza  céle- 
bre que  ha  existido  hasta  tiempos  muy  recien- 
tes en  la  capital  del  Principado  catalán.  El 
solar  de  la  misma  fué  cedido  gratuitament 
con  ciertas  condiciones,  al  Ayuntamiento  di 
Barcelona  por.  la  ley  de  18  de  Diciembre  1869. 

CLASES  OBRERAS.     V.  Obreros. 

CLASES  PASIVAS.    Dase  este  nombre  álos*|| 
individuos  que  dependen  del  Tesoro  público 
cobrando  alguna  cantidad  por  razón  de  cesan- 
tía, jubilación,  pensión  ó  retiro. 

Mientras  carezcamos  de  una  buena  ley  so- 
bre las  circunstancias  que  deben  reunir  los 
empleados  piiblicos;  mientras  no  se  dicten  la.s 
disposiciones  convenientes  para  regularizar 
la  provisión  de  empleos;  mientras  sea  tan  pre- 
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1  Efectivamente,  la  Academia  Espaíiola  ha  venido  ya 
á  convenir  con  nosotros,  pues  en  la  /2."  edición  del  Dic- 
cionario defínela  ciudad  diciendo:  Población  comím- 
mente  grande  que  en  lo  antiguo  gozaba  cíe  mayores 
preeminencias  que  las  villas.  Esto  es  lo  cierto. 
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ciuiíi  sil  situacióu  por  falta  de  estabilidad,  etc., 
seril  iududablemeute  necesario  y  equitativo, 
nosotros  lo  reconocemos  asi,  el  sistema  de  ce- 
santías y  jubilaciones;  pero  no  dejará  por  eso 
de  ser  á  la  vez  una  verdadera  calamidad  para 
la  Nación. 

No  es  niiestro  objeto  entrar  en  consideracio- 
nes sobre  este  asunto,  ni  el  plan  de  esta  obra 
lo  requiero  tampoco;  bástanos  decir  que,  lejos 
de  irse  poco  á  poco  extinguiendo  ó  aminoran- 
do el  gran  número  de  individuos  que  compo- 
nen la.s  clases  pasivas,  y  de  reducirse  la  exce- 
siva cantidad  que  es  necesario  consignar  para 
sus  haberes  en  el  presupuesto  del  Estado, 
asiista  el  aumento  que  en  pocos  años  ha  ex- 
perimentado la  partida  destinada  á  este  obje- 
to, de  tal  modo,  que  si  así  continúan  las  cosas, 
no  ha  de  bastar  dentro  de  poco  para  cubrir  sus 
exigencias  ni  la  mitad  del  pingüe  producto  de 
todas  las  propiedades,  contribuciones  y  ren- 
tas piiblicas. 

Es,  pues,  una  cosa  muy  cómoda  la  de  poder 
quitar  y  poner  empleados  sin  sujeción  á  regla 
alguna;  pero  es  tin  sistema  que  trae  consigo, 
entre  otros  males  de  mayor  transcendencia, 
que  no  es  esta  ocasión  de  exponer,  el  de  hacer 
insoportable  el  presupuesto  de  las  clases  pasi- 
vas, como  todos  los  Ministerios  desde  183.5  acá 
lo  vienen  reconociendo.  ¿Y  cuándo  se  pondrá 
remedio? 

Pero  no  es  lo  peor  para  el  Estado  la  carga 
anual  de  más  de  49  y  medio  millones  de  pese- 
tas que  importan  los  haberes  de  las  clases  pa- 
sivas ';  es  mucho  más  grave  y  transcendental 
á  nuestros  ojos  el  mal  que  trae  consig'o  ese 
sistema  funesto  de  las  cesantías  que  nunca  se 
acaban,  y  de  las  jubilaciones  y  pensiones  in- 
motivadas. Este  mal  es  urgente  combatirlo; 
es,  como  si  dijéramos,  el  germen  fecundo  de 
ese  cáncer  de  la  sociedad  conocido  con  el 
nombre  de  empleomanía,  cuyo  desarrollo  se 
fomenta  con  esas  distinciones  innecesarias  de 
los  que  desempeñan  cargos  públicos,  con  esos 
privilegios  odiosos  de  que  se  revisten,  con  ese 
inconveniente  estímulo  que  de  tantos  modos 
se  ofrece  á  los  jóvenes,  y  les  alienta  á  mirar 
como  único  norte  de  sus  aspiraciones  la  carre- 
ra de  empleado. 

Y  no  es  que  creamos  que  sea  esta  carrera 
de  gran  provecho  y  porvenir,  y  que  por  eso 
se  descuiden  otras,  no;  consideramos  el  mal 
como  realmente  es  en  sí;  y  por  eso  vemos  con 


En  el  presupuesto  de  1886-88  se  consigna  la  cantñlad 
de  4S.K-/«.S/s  pesetas,  algo  más  que  decíamos  en  la  terce- 
ra edición.  En  el  de  iStíH-us  la  de  54.151.200  pesetas. 


dolor  que  se  desdeñen  los  estudios  agrícolas  y 
de  los  ramos  industriales,  que  darían  más  po- 
sitivos resultados  al  interés  individual  y  al 
fomento  de  nuestra  pública  riqueza,  para  pen- 
sar exclusivamente  en  escalar  altos  puestos, 
para  pensar,  cuando  se  ocupan,  en  otros  más 
elevados,  para  no  ocuparse  muchos  sino  de 
ganar,  de  cualquier  modo  que  sea,  años  de 
servicio,  siempre  soñando  con  un  buen  sueldo 
regulador.  Seamos  ingenuos;  á  esto  aspiran 
sin  descanso  no  pocos  empleados  y  sus  fami- 
lias, aun  á  costa  de  su  dignidad,  de  vergonzo- 
sas humillaciones  y  de  indecorosas  veleidades 
políticas. 

He  aquí,  nos  decimos  muchas  veces,  como 
los  Gobiernos,  lejos  de  combatir  con  mano  fir- 
me la  empleomanía,  la  están  inconsiderada- 
mente fomentando.  Hay,  sin  poderlo  poner  en 
duda,  empleados  muy  dignos,  laboriosos,  ¡lus- 
trados, y  en  todos  concepto.?  muy  distinguidos; 
respéteseles  y  atiéndaseles  como  es  debido. 
Pero  dése  al  mismo  tiempo  su  merecido  á  esos 
otros  empleados  ineptos  que  deben  exclusiva- 
mente al  favor  el  puesto  que  ocupan,  que  nada 
trabajan,  ó  sólo  sirven  de  estorbo  en  las  ofici- 
nas, que  tal  vez  no  asisten  á  ellas  sino  el  día 
de  firmar  la  nómina,  y  que  no  obstante  sólo 
piensan  en  encaramarse  á  los  más  altos  pues- 
tos... dejando  atrás  á  los  que  hemos  dicho  son 
laboriosos  y  entendidos...  ¿Cómo,  pues,  á  los 
que  así  se  conducen  hemos  de  mirarles  con  la 
consideración  que  á  los  demás?  ¿Con  qué  de- 
recho ha  de  ser  en  todo  caso  más  atendida  esta 
clase  de  servidores  del  país,  que  lo  es  cual- 
quiera otra,  la  del  labrador,  la  del  industrial, 
la  del  comerciante?  Si  tan  penosa  es  la  carre- 
ra del  empleado  piiblico,  ¿por  qué  ese  vértigo 
de  todos  por  ser  todos  empleados?  ¿Por  qué 
tantos  memoriales  y  tantos  esfuerzos  y  tantas 
humillaciones  para  lograrlo? 

En  resumen,  los  derechos  pasivos  de  los  em- 
pleados públicos  tal  como  están  constituidos, 
no  sólo  no  nos  parecen  justos,  sino  que  los  con- 
sideramos contrarios  á  la  economía  política  y 
A  toda  equidad.  Las  clases  pasivas  son  un  mal 
para  el  presupuesto,  del  que  absorben  doscien- 
tos veinte  millones  de  reales,  que  dedicados  A 
canales  de  riego,  á  caminos  y  á  otras  empi-e- 
sas  útiles  ó  de  público  interés,  harían  variar 
en  muy  pocos  años  el  aspecto  de  este  país  de 
suelo  privilegiado;  pero  á  la  vez  que  son  un 
mal  en  sí,  son  también  concausa  de  otro  mal 
mucho  más  grave,  del  mal  de  la  empleomanía, 
que  es  una  verdadera  demencia,  del  desdén 
hacia  las  clases  productoras,  del  desaliento 
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qiie  se  advierte  en  todos  para  dedicarse  á  em- 
presas iitiles  que  reclama  cou  afán  el  estado 
de  atraso  de  nuestra  agricultura,  de  la  gana- 
dería, de  la  industria  fabril  y  de  todos  los  ra- 
mos de  la  producción  nacional. 

En  el  artículo  Jubilaciones  y  cesantías  y 
en  Empleados  públicos  se  hallará  la  legisla- 
ción vigente  sobre  el  asunto  de  este  artículo. 

CLAUSULA.  Una  disposición  particular  que 
hace  parte  de  un  documento.  En  este  sentido 
los  contratos,  los  testamentos,  etc.,  suelen  te- 
ner sus  cláusulas  que  á  veces  son  como  (jondi- 
ciones,  modificaciones  ó  aclaraciones  de  lo  es- 
tablecido. En  lenguaje  forense  son  conocidas 
con  nombres  propios  algunas  cláusulas,  y  asi 
se  dice: 

Cláusula  derogatoria  ó  ad  cautelam.  La 
qtie  suele  ponerse  alguna  vez  en  los  testamen- 
tos declarando  a  priori  nulos  los  que  se  otor- 
guen después,  á  no  emplear  una  manera  seña- 
lada de  revocación.  El  Cód.  civil  no  admite  la 
cláusula  derogatoria,  que  declara  por  no  pues- 
ta (art.  737);  bien  que  habrá  de  respetarse  en 
los  testamentos  anteriores  al  mismo  Códig'o, 
según  la  disposición  2.^  de  las  transitorias. — 
V.  Testamento. — Cláusula  de  constituto.  Se 
ha  llamado  así  l,a  puesta  eu  la  venta  ó  donación 
de  una  finca,  cuando  el  donador  ó  vendedor  se 
reserva  el  usufructo  por  algún  tiempo  ó  por 
vida,  y  es  su  efecto  transferir  la  posesión  civil 
al  comprador  ó  donatario,  en -cuyo  nombre  y 
uo  en  el  suyo  propio  declara  el  vendedor  ó  do- 
nador poseer  la  cosa. — Cláusula  irritante.  Es 
la  que  se  pone  eu  algunas  escrituras  para  que 
no  surta  efecto  lo  que  se  hiciere  en  contra  de 
lo  estipulado,  cou  la  fórmula  «a'o  pena  de  nidi- 
dad'  ó  «ííieíído  nido  manto  en  contrario  se  hi- 
ciere^. Cuando  lo  que  se  anula  es  la  conven- 
ción misma,  si  se  hiciere  algo  en  contra  de  ella, 
la  cláusula  se  llama  resolutoria,  como  decimos 
en  Condiciones.— CZíúísi^Za  penal.  Es  la  que 
suele  pouerseen  algunoscoutratos  ó  testamen- 
tos, para  el  que  no  cumple  lo  estipulado  ó  lo 
ordenado  por  el  testador,  sobre  la  cual  hay  que 
estar  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.152  á  1.155 
del  Cód.  civil  y  eu  el  791  y  demás  de  la  Sección. 

CLEMENTINAS.    V.  Derecho  canónico. 

CLÉRIGO:  CLERO.  Clérigo  es  todo  varón  que 
en  virtud  de  Ordenes  mayores  ó  menores  está 
dedicado  al  servicio  del  altar  y  culto  divino. 
Bajo  la  enunciativa  de  Clero  se  entiende  todo 
el  estado  eclesiástico  eu  g'eneral. — V.  Concor- 
datos: Culto  Y  clero:  Eclesiásticos,  etc. 

CLERO  CASTRENSE.  Constituyen  el  clero 
castrense  los  capellanes  del  ejército  y  Armada 


que  bajo  la  inspección  y  dirección  del  vicario 
general  castrense,  proveen  á  las  necesidades 
espirituales  de  todas  las  clases  militares  de  mar 
y  tierra.  Remitiéndonos  á  los  artículos  Concor- 
datos, E.JÉKCITO  y  Jurisdicción  eclesiásti- 
ca, vamos  á  insertar  aquí  el  vigente  reg'lameu- 
to  orgánico  del  clero  castrense,  con  algunas 
otras  disposiciones. 

Ley  29  Noviembre  1&76. 

Esta  ley  es  la  constitutiva  del  ejército;  fijs^ 
en  su  art.  .36  la  edad  de  sesenta  y  seis  años  parí 
el  retiro  de  los  asimilados  á  oficiales  genera-* 
les.  Esta  prescripción  comprende  al  auditor  ge^ 
neral  castrense  y  secretario  del  Vicariato. 

R.  D.  6  Junio  1879. 

Se  aprobó  el  reglamento  del  clero  castrense 
que  ha  venido  rigiendo  hasta  la  publicación 
del  nuevo  eu  17  de  Abril  de  1889. 

E.  O.  16  Agosto  1866. 

Edad  d  que  deben  ser  retirados  los  empleados  del  Cuerp& 

eclesiástico  del  ejército. 

(Guerra.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  ven 
su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  te- 
nido á  bien  resolver  que,  respecto  al  auditor 
general  castrense  y  secretario  del  Vicariato,  no 
es  preciso  hacerles  señalamiento  de  edad  para 
el  retiro  forzoso,  por  hallarse  comprendidos  en 
el  art.  36  de  la  ley  constitutiva  del  ejército;  y 
por  lo  que  hace  á  los  demás  empleados  que  no 
se  hallan  comprendidos  en  la  referida  lej',  por 
no  tener  asimilación  á  empleos  militares  y  te- 
niendo en  cuenta  el  sueldo  que  disfrutan  con 
arreglo  á  la  plantilla  de  9  de  Junio  de  1876,  es 
la  voluntad  de  S.  M.  que  los  oficiales  priijiero, 
segundo,  tercero  y  archivero  obtengan  dicho 
retiro  á  los  sesenta  y  dos  años  de  edad,  y  los 
auxiliares  y  escribientes  á  los  sesenta,  siempre 
que  no  pertenezcan  al  Cuerpo  de  escribientes 
militares,  creado  por  R.  O.  de  29  de  Octubre  de 
1883,  los  cuales  tienen  ya  edad  señalada  para 
el  retiro  en  el  art.  14  de  su  respectivo  regla- 
mento.» (Gac.  21  Agosto.) 

B.  D.  17  Abril  18?9. 

Aprobando  el  adjunto  reglamento,  cuadro  del  personal  y 

plantilla  de  destinos  del  Cuerpo  eclesiástico  del  ejército. 

(Guerra.)  «Artículo  1.°  Se  aprueba  el  ad- 
junto reglamento,  cuadro  del  personal  y  plan- 
tilla de  destinos  del  Cuerpo  eclesiástico  del 
ejército. 

Art.  2.°  Quedan  derogadas  todas  las  dispo- 
siciones anteriores  que  se  opongan  al  expre- 
sado reglamento.— Dado  en  Palacio  á  17  de 
Abril  de  1889.- María  Cristina.— El  Ministro 
de  la  Gtierra,  José  Chinchilla.  i 

REGI.«Hei«'TO 

orgánico  del  Cuerpo  erlci^lúütico  del  ejército. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— Del  cuerpo  en  general. 

Articulo  1."  El  Cuerpo  eclesiástico  del  ejér- 
cito lo  constituyen: 

El  muy  reverendo  vicario  general  castren- 
se, director. 

El  auditor  secretario  del  Vicariato  y  Direc- 
ción g-eueral  del  Cuerpo. 

El  asesor  del  Vicariato. 
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Ocho  subdelegados  teuieutes  vicarios  de  dis- 
tinto militar. 

Diez  curas  de  id.  id. 

Treinta  y  siete  capellanes  mayores. 

Cuarenta  y  uno  id.  primeros. 

Ciento  once  id.  segundos. 

Los  capellanes  necesarios  de  cada  empleo, 
coa  destino  á  los  ejércitos  de  Ultramar. 

CAP.  II.— Del  vicario  general  director, 

Art.  2.°  El  cargo  y  oficio  de  vicario  gene- 
ral castrense  lo  desempeñará  el  prelado  ó  sa- 
cerdote que  fuere  nombrado  por  Su  Santidad 
á  propuesta  de  S.  M.  Católica;  y  en  tal  con- 
cepto, estará  sometido  al  Romano  Pontífice  y 
leyes  del  Reino.  Ejercerá  la  autoridad  y  juris- 
dicción espiritual  á  tenor  de  los  Breves  Ponti- 
ficios. Conocerá  de  todos  los  asuntos  de  la  ex- 
presada jurisdicción,  corregirá  los  e.xcesos  y 
castigará  los  delitos  de  sus  subditos,  delegan- 
do en  sacerdote  de  reconocida  moralidad  y 
ciencia,  tanto  la  cura  de  almas,  cuanto  el  co- 
nocimiento de  los  expedientes  matrimoniales 
y  causas  espirituales,  con  arreglo  á  los  expre- 
sados Breves  Pontificios  y  presente  regla- 
mento. 

Art.  3.'^  Cuando  algún  capellán  por  delitos 
ocultos  mereciese  la  suspensión  de  facultades 
ex  informata  consciciitia,  será  declarado  ex- 
cedente, en  cuya  situación  cesará  transcurri- 
dos seis  meses,  á  no  sor  que  durante  este  tiem- 
po el  delito  se  haya  hecho  público  y  se  esté 
sustanciando  el  expediente  oportuno,  conti- 
nuando en  la  expresada  situación  hasta  qu6 
haya  recaído  sentencia  definitiva  y  ésta  se 
haya  ejecutado.  En  todo  caso,  el  muy  reve- 
rendo vicario  general  castrense,  dará  cuenta 
de  estas  resoluciones  á  S.  M. 

Art.  4.'^  Al  muy  reverendo  vicario  g'eneral 
corresponde  proponer  á  S.  M.  Católica,  por 
condu^cto  del  Ministro  de  la  Guerra,  en  la  for- 
ma que  se  expresará  en  el  presente  regla- 
mento, los  sacerdotes  que,  reuniendo  las  con- 
diciones reglamentarias,  hayan  do  tener  in- 
greso en  el  Cuerpo,  ó  ser  promovidos  á  em- 
pleos supei'iores. 

Art.  é."  El  muy  reverendo  vicario  general, 
en  tal  concepto,  es  el  director  del  Cuerpo  con 
las  mismas  atribuciones,  derechos  y  deberes 
que  los  do  otros  institutos  del  ejército. 

Art.  6."  Los  asuntos  del  Cuerpo  eclesiásti- 
co del  ejército,  tanto  del  orden  espiritual  como 
del  orden  temporal,  se  despacharán  por  la  Di- 
rección del  mismo  á  las  órdenes  del  muy  re- 
verendo vicario  general,  cuyo  Centro  se  suje- 
tará en  lo  temporal  á  las  reglas  establecidas 
en  las  instrucciones  para  el  despacho  del  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  siguiendo  en  lo  espiri- 
tual las  que  se  establecieren  por  el  repetido 
vicario  á  tenor  do  los  Breves  Pontificios  y  dis- 
posiciones canónicas,  debiendo  acomodarse, 
en  lo  que  no  sea  de  carácter  reservado,  á  las 
reglas  de  despacho  mencionadas. 
_  Art.  7."  La  Dirección  del  Cuerpo  la  cons- 
tituyen con  el  muy  reverendo  vicario  general 
director,  el  auditor  secretario,  cuatro  jefes  de 
Negociado,  con  los  oficiales  y  escribientes  ne- 
cesarios. 

Art.  8."    El  muy  reverendo  vicario  general 


tendrá  á  sus  inmediatas  órdenes  un  capellán 
segundo  y  dos  soldados  dfe  la  guarnición  para 
ordenanzas. 

CAP.  III Del  auditor  secretario. 

Art.  9."  El  auditor  secretario  en  sede  plena 
ó  cuando  la  jurisdicción  se  ejerce  directamen- 
te por  el  muy  reverendo  vicario  g'onoral,  es  el 
encargado  de  entenderse,  en  nombre  del  pre- 
lado, con  los  tenientes  vicarios  subdelegados 
castrenses  de  distrito  militar  y  demás  contros 
oficiales,  exceptuando  los  Ministros  de  la  Co- 
rona, directores  de  las  armas  ó  institutos  y  ca- 
pitanes generales. 

Despachará  con  la  expresada  superior  auto- 
ridad eclesiástica  todos  los  asuntos  del  Vica- 
riato y  refrendará  ó  autorizará  cuantos  se  ex- 
pidan por  los  Negociados. 

Como  secretario  do  la  Dirección  despachará 
los  asuntos  de  !a  misma,  con  ari'eglo  á  lo  pres- 
crito en  las  instrucciones  para  el  despacho  del 
Ministerio  de  la  Guerra. 

Para  desempeñar  el  carg'o  de  auditor  secre- 
tario es  indispensable  el  grado  y  título  de  doc- 
tor ó  licenciado  en  ambos  Derechos,  Sección 
del  civil  y  canónico,  y  tener  probados  siete 
anos  de  Sagrada  Teología. 

Art.  10.  En  las  vacantes  del  muy  reveren- 
do vicario  general  director,  la  jurisdicción  y 
autoridad  que  éste  ejerce  pasará  integramen- 
te al  auditor  secretario:  en  las  ausencias  y 
enfermedades  la  jurisdicción  pasará  al  auditor 
en  la  forma  que  determinan  los  Breves  Pon- 
tificios. 

Art.  11.  El  auditor  secretario  do  la  Direc- 
ción general  del  clero  castrense  tendrá  las 
mismas  atribuciones,  derechos  y  deberes  que 
los  secretarios  de  las  diferentes  armas  é  ins- 
titutos. 

CAP.  IV.— Del  asesor. 

Art.  12.  El  cargo  y  oficio  de  asesor  del  Vi- 
cariato general  es  el  de  informar  en  derecho 
sobre  cuantos  asuntos  de  carácter  espiritual  y 
canónico  estime  consultarle  de  palabra  ó  por 
*  escrito  el  muy  reverendo  vicario  general  cas- 
trense ó  el  que  hiciere  sus  veces. 

El  asesor  estará  en  posesión  del  grado  y  ti- 
tulo de  licenciado  en  Derecho  civil  ó  canónico, 
y  haber  cursado  y  probado  seis  años  de  Sa- 
g'rada  Teología. 

CAP.  V.— De  L03  subdelegados  oasthenses,  tenien- 
tes vicarios  de  distrito  militar. 

Art.  13.  Los  subdelegados  castrenses  te- 
nientes vicarios  en  los  distritos  militares,  son 
los  representantes  del  muy  reverendo  vicario 
general  castrense  y  jefes  inmediatos  de  los  ca- 
pellanes con  destino  ó  residencia  accidental 
en  los  mismos. 

No  podrán  empezar  á  ejercer  su  cargo  sin 
tenor  el  correspondiente  título  de  facultades 
espirituales,  con  el  que  so  presentarán  á  los 
capitanes  generales  respectivos,  que  les  darán 
á  conocer  á  las  demás  autoridades  militares, 
á  fin  de  que  se  les  g'uarden  las  debidas  consi- 
deraciones, se  comuniquen  y  auxilien  mutua- 
mente, en  bien  del  mejor  ser\'icio  de  la  Iglesia 
y  del  Estado. 
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Art.  14.  En  cada  Subdelegación  castrense 
habrá  un  fiscal,  cuyo  carg'O  sei'á  desempeñado 
por  uno  de  los  capellanes  de  la  guarnición  que 
tenga  grado  mayor  en  Derecho  civil  ó  canó- 
nico, y  en  su  defecto  el  muy  reverendo  vica- 
rio general  desig'nará  de  entre  los  mismos  ca- 
pellanes el  que  hubiere  de  ejercer  dicho  cargo 
interinamente. 

Art.  15.  En  cada  Subdeleg'acióu  Tenencia 
Vicaria  de  distrito  ejercerá  el  carg'o  de  nota- 
rio uno  de  los  capellanes  de  la  guarnición  que 
reúna  condiciones  canónicas,  desig'nado  por 
el  muy  reverendo  vicario  general.  Habrá  tam- 
bién un  escribiente. 

Art.  16.  En  cada  una  de  las  capitales  dbnde 
residan  las  Subdelegaciones,  se  pondrá  á  dis- 
posición del  muy  reverendo  vicario  g-eueral 
un  templo  con  destino  al  servicio  eclesiástico 
castrense,  á  cuyo  fln  procederán  de  acuerdo 
el  Ministro  de  la  Guerra  con  el  de  Gracia  y 
.iusticia  y  autoridades  eclesiásticas. 

Art.  17.  Corresponde  á  los  subdelegados 
castrenses  tenientes  vicarios  de  distrito  comii 
nicar  á  los  capellanes  que  estén  á  sus  órdenes 
las  resoluciones  superiores  que  les  sean  trans- 
mitidas por  el  miiy  reverendo  vicario  general 
y  las  que  emanen  de  esta  misma  autoridad. 

Proijoner  asimismo  al  repetido  vicario  g'ene- 
ral  los  sacerdotes  que  deban  desempeñar  inte- 
rinamente los  destinos  que  se  hallen  vacantes, 
cuyos  nombramientos  so  someterán  á  la  Real 
aprobación  y  remitir  en  fin  de  cada  mes  á  la 
Dirección  del  Cuerpo  el  alta  y  baja  del  perso- 
nal eclesiástico  en  cada  distrito. 

Art.  18.  Unas  instrucciones  especiales  de- 
terminarán las  facultades  de  los  subdelegados 
castrenses  tenientes  vicarios  de  distrito  mili- 
tar, derechos  y  deberes  de  los  notarios,  asi 
como  las  condiciones  que  deberán  concurrir 
en  estos  funcionarios. 

CAP.  VI. — De  los  curas  de  distrito  militar,  cape- 
llanes MAYORES,  PRIMEROS  Y  SEGUNDOS. 

Art.  19.  Los  curas  de  distrito,  capellanes 
mayores,  primeros  y  segundos,  desempeñarán 
los  destinos  que  se  les  señalan  en  la  plantilla 
número  2  de  este  reg'lamento,  bajo  la  inme- 
diata vigilancia  de  los  subdelegados  tenientes 
vicarios  de  distrito. 

Unas  instrucciones  especiales  determinarán 
los  deberes  y  derechos  de  estos  capellanes. 

CAP.  VII.— Sucesión  de  autoridad. 

Art.  20.  En  las  vacantes  del  muy  reveren- 
do vicario  general  sucederá  íntegramente  en 
la  jurisdicción  y  autoridad  el  auditor  secre- 
tario, como  se  establece  en  el  art.  10. 

Art.  21.  Durante  el  tiempo  que  el  auditor 
secretario  ejerza  las  funciones  de  vicario  ge- 
neral y  director,  desempeñará  la  Secretaria 
del  Vicariato  y  Dirección  el  jefe  de  Negociado 
más  antiguo  y  que  esté  en  posesión  de  mayor 
empleo. 

Lo  mismo  sucederá  en  las  vacantes,  ausen- 
cias y  enfermedades. 

Art.  22.  En  las  vacantes,  ausencias  y  en- 
fermedades del  asesor  del  Vicariato  desempe- 
ñará las  funciones  de  éste  el  fiscal  de  la  Sub- 
delegación castrense  ,  Tenencia  Vicaria  de 
Castilla  la  Nueva. 


Art.  23.  En  las  vacantes,  ausencias  y  en- 
fermedades de  los  subdelegados  castrenses, 
teniente.s  vicarios  de  distrito,  ejercerá  las  fun- 
ciones de  tal  el  capellán  más  antiguo  de  la 
guarnición  de  la  capital  del  distrito. 

CAP.  VIII.— Del  ingreso  en  el  cuerpo. 

Art.  21.  (Este  articulo,  y  los  demás  del  ca- 
pitulo, dicen  que  el  ingreso  en  el  Cuerpo  ecle- 
siástico del  ejército  será  por  oposición,  que  se 
verificará  en  Madrid  por  convocatoria  que 
hará  el  muy  reverendo  vicario  general,  á  quien 
se  dirigirán  las  solicitudes,  las  materias  objeto 
de  la  oposición,  la  formación  del  tribunal,  etc.) 

CAP.  IX. — De  los  ascensos,  recompensas  y  be- 
neficios. 

Art.  32.  Los  ascensos  en  el  Cuerpo  ecle- 
siástico del  ejército  para  los  capellanes  seg'un- 
dos,  primeros  y  mayores,  será  por  rigurosa 
antig'üedad,  previas  las  condiciones  C(ue  para 
las  distintas  clases  se  señalan  en  este  regla- 
mento. 

Será  indispensable  para  el  ascenso  por  anti- 
güedad no  encontrarse  postergado  ni  sujeto  á 
sumaria  militar  ó  expediente  canónico  del  que 
pudiera  resultar  la  posterg-ación. 

Art.  33.  Los  capellanes  segundos  que  no 
hubieren  ingresado  en  el  Cuerpo  mediante 
oposición,  para  ascender  al  empleo  de  prime- 
ros, deberán  tener  cursados  y  probados  tres 
años  de  Filosofía  y  cuatro  de  Teología  dog- 
mática, según  el  plan  vig'ente  de  estudios 
eclesiásticos,  aprobado  porR.  O.  de  28  de  Sep- 
tiembre de  1852. 

Art.  34.  Los  capellanes  primeros  para  as- 
cender á  mayores,  además  de  la  Filosofía 
y  los  cuatro  años  de  Teología  dogmática, 
dos  de  Sag'rada  Escritura  ó  dos  de  Sagrados 
Cánones. 

Art.  35.  Los  capellanes  mayores,  para  as- 
cender á  curas  de  distrito,  además  de  las  con- 
diciones exigidas  para  los  anteriores,  deberán 
tener  cursado  y  probado  el  séptimo  de  Sagra- 
da Teología  ó  tercero  de  Derecho  canónico,  y 
en  su  defecto  grado  de  licenciado  en  una  ú 
otra  facultad.  • 

Art.  36.  Los  capellanes  mayores,  primeros 
y  segundos  que,  encontrándose  en  el  escala- 
fón á  la  cabeza  de  los  de  su  clase,  no  reunie- 
sen las  condiciones  que  para  el  ascenso  se  exi- 
g'en  en  los  artículos  anteriores,  no  cubrirán 
vacante  reglamentaria  y  serán  retardados  en 
su  ascenso  hasta  llenar  tales  recjuisitos;  en 
cuyo  caso,  al  ascender,  ocuparán  en  la  nueva 
escala  el  puesto  que  eventualmente  perdieron. 

Art.  37.  Para  ser  subdeleg-ado  teniente  vi- 
cario se  necesita  estar  en  posesión  del  grado 
y  título  de  licenciado  en  Derecho  civil  ó  ca- 
nónico. 

Serán  necesarias  las  mismas  condiciones 
para  el  nombramiento  de  asesor  del  Vicariato. 

Art.  .38.  El  auditor  secretario  estará  ador- 
nado precisamente  de  las  condiciones  que  se 
consignan  en  el  art.  9." 

Art.  .39.  Las  vacantes  de,  asesor  y  subdele- 
g-ados  tenientes  vicarios  se  cubrirán  por  elec- 
ción entre  los  curas  de  distrito  que  reúnan  las 
condiciones  señaladas  en  el  art.  37,  con  vista 
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ili>  los  expedientes  personales  y  hojas  reserva- 
das de  servicios  de  que  se  hablará  en  el  ar- 
ticulo 42. 

Art.  40.  El  asesor  y  los  subdelegados  te- 
nientes vicarios  podrán  ser  designados  para 
cubrir  las  vacantes  de  auditorsecretario,siem- 
]ii'e  que  reúnan  las  conciciones  señaladas  en 
el  art.  9.» 

Art.  41.  Los  capellanes  que  hayan  sido  su- 
mariados ó  sometidos  á  expediente  canónico, 
•gubernativo  ó  judicial,  cu  los  que  haya  recal- 
ilri  auto  ó  sentencia  condenatoria,  no  podrán 
obtener  el  empleo  de  subdelegado,  asesor  ni 
auditor  secretario. 

Art.  42.  Para  los  más  seguros  efectos  de 
los  arts.  39,  40  y  41,  el  muy  reverendo  vicario 
general  llevará  hojas  reservadas  de  servicios 
propios  del  ministerio  sacerdotal  en  los  distin- 
tos empleos  y  cargos  que  los  capellanes  ha- 
yau  desempeñado  durante  su  carrera;  cuyas 
hojas  se  aumentarán  anualmente  con  las  que 
remitirán  los  tenientes  vicarios  en  30  de  Mayo 
de  cada  año. 

Art.  43.  Sobre  las  condiciones  exigidas  en 
los  artículos  anteriores  jjara  el  ascenso  á  em- 
pleo stiperior  inmediato,  procederá  examen 
sinodal,  presidido  por  el  muy  reverendo  vica- 
rio general,  auditor  secretario  ó  sacerdote  de 
la  jurisdicción  en  quien  aquél  delegare. 

Art.  44.  Los  ascensos  del  Cuerpo  que  co- 
rrespondan á  los  individuos  del  mismo  no  son 
renunciables. 

Art.  45.  Para  la  clasificación  de  los  indivi- 
duos del  Cuerpo  eclesiástico  castrense  se  ob- 
servarán las  mismas  reglas  que  para  los  de- 
más del  ejército  y  prescripciones  de  este  regla- 
mento. 

Art.  46.  El  Cuerpo  eclesiástico  castrense 
participará  en  la  misma  proporción  que  los 
Otros  auxiliares  de  todas  las  gracias  generales 
que  se  concedan  al  ejército.  Tendrán  también 
derecho  á  todas  las  recompensas  que  con  arre- 
glo á  Ordenanzas  y  leyes  posteriores  pudie- 
ra corresponderles  por  hechos  distinguidos  en 
campaña,  epidemias,  etc.,  etc.,  ocupando  sus 
puestos  en  el  Cuerpo  en  que  prestan  los  servi- 
cios de  su  ministerio. 

■  Art.  47.  Los  capellanes  de  los  institutos 
montados  obtendrán  ración  de  pienso  para  sus 
caballos  y  esta  concesión  será  extensiva  á  los 
de  infantería  cuando  los  Cuerpos  en  que  sir- 
van se  hallen  en  campaña. 

Art.  48.  Los  padres  de  los  capellanes  que 
falleciesen  en  acción  de  guerra  ú  otros  acci- 
dentes del  mismo  género  estando  en  activo 
servicio  y  sus  resultas,  ó  hallándose  prisione- 
ros, tendrán  derecho  á  los  beneficios  del  Mon- 
tepío militar,  según  reglamento. 

CAP.  X.— De  las  licencias  v  excedencias. 

Arts.  49  al  5cV.  (Establecen  que  puedan  los 
capellanes  del  Cuerpo  obtener  licencias  del 
vicario  general  castrense,  cursándolas  por 
conducto  de  los  subdelegados.  Las  licencias, 
según  los  casos,  son  ó  con  goce  de  todo  el  suel- 
do ó  con  la  mitad,  ó  sin  sueldo.) 

Art.  54.  Los  cai)ellanes  del  Cuerpo  ecle- 
siástico del  ejército  sólo  podrán  pasar  á  situa- 
ción de  excedentes: 


1.°  Por  supresión  de  los  Cuerpos  ó  estable- 
cimientos militares  en  que  presten  sus  servi- 
cios. 

2.°  Por  regreso  de  los  ejércitos  de  Ultra- 
mar, cualqtiiera  que  sea  la  causa. 

Unos  y  otros  cubrirán  las  vacantes  que  ocu- 
rran en  sus  respectivos  empleos  por  rigurosa 
antigüedad  en  esta  situación. 

3."  Por  hallarse  su.speusos  de  facultades 
espirituales,  mediante  expediente  judicial  ó 
gubernativo,  los  que  ejerzan  jurisdicción  ó 
cura  de  almas. 

4.°  Por  estar  sometidos  á  un  procedimien- 
to por  causa  de  delito  militar  ó  canónico. 

5.0  Por  enfermedad  en  los  casos  que  pres- 
criben las  disposiciones  vigentes. 

CAP.  XI.— Del  retiro  y  licencia  absoluta. 

Art.  55.  Será  forzoso  el  retiro  ó  la  licencia 
absoluta,  según  proceda,  para  todas  las  clases 
del  Cuerpo  eclesiástico  del  ejército  en  los  ca- 
sos siguientes: 

1."  Por  edad,  según  determina  la  ley  cons- 
titutiva del  ejército  para  cada  empleo  en  los 
Cuerpos  asimilados. 

2.°  Por  inutilidad  física  debidamente  justi- 
ficada. 

3."  Por  continuar  mereciendo  durante  tres 
años  después  de  tener  conocimiento  de  las 
causas  de  su  postergación  las  mismas  notas 
desfavorables  de  concepto. 

4."  Por  excusarse  de  servir  cualquier  des- 
tino que  le  corresponda  desempeñar  sin  cau- 
sa plenamente  justificada. 

5.°  Por  hallarse  suspenso  ó  entredicho  más 
de  un  año. 

6."  Por  haber  estado  sometido  á  tres  expe- 
dientes canónicos,  gubernativos  ó  judiciales, 
terminados  por  auto  ó  sentencia  condenatoria. 

7."  Por  haber  reincidido  en  la  pena  de  sus- 
pensión impuesta  por  Tribunal  competente, 
cuva  sentencia  se  haya  declarado  firme,  ó  por 
incurrir  en  irregularidad,  proviuiente  de  deli- 
to, hallándose  sufriendo  la  pena  de  suspensión. 

Art.  5G.  Los  haberes  pasivos  de  todas  las 
clases  del  Cuerpo  eclesiástico  del  ejército  se 
ajustarán  á  lo  prescrito  en  la  ley  vigente  de 
retiros,  con  arreglo  al  sueldo  que  esté  señala- 
do á  cada  una  de  aquéllas. 

Art.  57.  Los  retiros  por  causa  de  inutili- 
dad á  consecuencia  de  golpe,  herida  ó  enfer- 
medad adquirida  en  campana,  epidemia  ó  ser- 
vicio útil  bien  demostrado,  se  ajustarán  á  lo 
prevenido  en  este  particular  para  los  oficiales 
del  ejército  que  se  inutihzan  por  iguales  mo- 
tivos. 

Art.  58.  El  retiro  y  la  licencia  absoluta  en 
el  Cuerpo  eclesiástico  del  ejército  se  concede- 
rá, por  regla  general,  á  los  que  soliciten  di- 
chas situaciones,  reservándose  el  Gobierno  de 
S.  M.  la  facultad  de  negarlas  por  motivos  es- 
peciales y  circunstancias  extraordinarias. 

Los  derechos  que  por  el  concepto  de  retiro 
le  correspondan,  se  ajustarán  á  lo  determina- 
do en  las  leyes  vigentes. 

Art.  59.  Los  capellanes  qite  se  inutilizaren 
en  funciones  de  guerra  ó  de  sus  resultas,  po- 
drán ingresar  en  el  Cuerpo  de  inválidos  si  re- 
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uniesen  las  ciixunstaucias  exigidas  en  el  re- 
glamento del  mismo. 

Art.  60.  Los  capellanes  del  Cuerpo  ecle- 
siástico del  ejército  que  en  calamidades  públi- 
cas, en  campaña  ó  guarnición  abandonen  el 
Cuerpo  ó  dependencia  en  que  sirvan,  serán 
dados  de  baja  eu  la  forma  prevenida  en  Rea- 
les disposiciones. 

Art.  61.  El  retiro  y  la  licencia  absoluta 
constituyen  situaciones  definitivas,  y  ninguno 
de  los  que  las  obtuvieren  podrán  volver  al  ser- 
vicio activo. 

CAP.  XII.— De  los  subdelegados  y  clero  castiien- 

SE  DE  ULTRAMAR. 

Art.  62.  En  las  provincias  de  Ultramar 
ejercerán  el  cargo  de  subdelegados  castren- 
ses los  muy  reverendos  arzobispos  y  obispos, 
con  idénticas  atribuciones  que  los  de  la  Penín- 
sula, á  tenor  y  en  la  forma  que  lo  han  ejerci- 
do hasta  el  presente,  y  conforme  á  las  dispo- 
siciones de  este  reglamento. 

Art.  63.  Teniendo  en  consideración  la  dis- 
tancia que  separa  aquellas  provincias  maríti- 
mas de  la  Península,  podi-án  los  subdelega- 
dos, en  bien  del  servicio,  y  de  acuerdo  con  los 
capitanes  generales  respectivos,  nombrar  in- 
terinamente capellanes  que  sirvan  los  cargos 
vacantes  en  su  territoi'io,  hasta  que  á  propues- 
ta del  muy  reverendo  vicario  general  se  des- 
tinen por  S.  M.  los  capellanes  propietarios. 

Facilitarán  cuantos  antecedentes  se  les  pi- 
dieren, dando  cuenta  de  todo  lo  que  concierna 
al  ejercicio  de  su  cargo,  y  remitirán  mensual- 
jnente  al  Vicariato  y  Dirección  general  un  es- 
tado de  las  altas,  bajas,  destinos  y  defunciones 
que  ocurran  en  sus  distritos. 

Art.  64.  Las  capellanías  castrenses  de  Ul- 
tramar se  proveerán  en  la  misma  forma  que 
las  de  la  Península. 

Art.  65.  Si  existiendo  capellanías  vacantes 
en  Ultramar  no  fueren  solicitadas  por  los  de 
la  Península,  se  cubrirán  como  se  practica  en 
los  Cuerpos  de  escala  cerrada  con  arreglo  á 
las  disposiciones  que  se  hallen  vigentes. 

Art.  66.  Los  capellanes  destinados  en  los 
ejércitos  de  Ultramar  á  quienes  corresponda 
ascender  por  la  escala  general  del  Cuerpo, 
continuarán  sirviendo  eu  el  mismo  empleo  el 
destino  que  tuvieran  hasta  que  ocurra  vacan- 
te de  la  clase  inmediata  superior  en  aquel 
ejército  ó  regresen  á  la  Península. 

Art.  67.  Los  capellanes  de  los  ejércitos  de 
Ultramar  figurarán  eu  los  escalafones  y  clases 
respectivas  que  les  corresponda,  conservando 
su  número  en  la  escala  de  la  clase  á  que  per- 
tenezcan. 

CAP.  XIII. — Distintivos  y  uniformes. 

Art.  68.  El  distintivo  de  la  jurisdicción  para 
el  auditor  .secretario  del  Vicariato  y  Dirección 
general,  consistirá  eu  una  medalla  de  oro,  en 
cuj'o  anverso  estarán  grabadas  una  cruz  so- 
bre trofeos  militares  y  el  lema  «jurisdicción 
castrense»  y  en  el  reverso  las  palabras  pax  et 
jus-fifia  y  sobre  ellas  la  balanza,  emblema  de 
la  última;  en  la  parte  inferior  la  rama  de  olivo 
y  laurel,  cuyos  símbolos  la  rodearán  también 
exteriormente.  Esta  medalla  la  llevará  al  cue- 
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lio  pendiente  de  im  cordón  de  oro  con  pasador 
del  mismo  metal. 

El  del  asesor  del  Vicariato,  la  misma  mei 
lia  y  en  la  forma  prevenida,  pendiente  de  vS 
cordón  de  seda  negra. 

Los  subdelegados  tenientes  vicarios  usarán 
la  medalla  anteriormente  indicada,  pendiente 
de  un  cordón  de  seda  con  los  colores  del  pabe- 
llón nacional. 

Los  capellanes  de  todas  las  categorías  del 
Cuerpo  eclesiástico  del  ejército  usar<án  una 
placa  de  plata  del  tamaño  y  forma  de  la  me- 
dalla anteriormente  descrita,  que  se  colocará 
al  lado  izquierdo  del  pecho,  la  cual  teudrá  el 
escudo  de  las  armas  de  España  y  el  lema  «Cle- 
ro castrense». 

Art.  69.  (Este  artículo  determina  el  unifor- 
me en  guarnición,  en  campaña,  en  dias  de 
gala,  etc.) 

CAP.  XIV. — Disposiciones  generales.    . 

Art.  70.  Los  capellanes  del  Cuerpo  eclesiás- 
tico del  ejército  asistirán  á  los  actos  de  Corte, 
presentación  de  autoridades  superiores,  revis- 
tas de  comisario,  paseos  militares,  simulacros 
ó  ejercicios  de  fuego  ii  otros  análog'os  en  que, 
como  en  éstos,  sea  posible  algún  accidente  des- 
graciado. 

Art.  71.  En  los  dos  primeros  actos  mencio- 
nados en  el  artículo  anterior,  y  en  cuantos  se 
reúna  la  oficialidad,  los  capellanes  ocuparán 
el  primer  puesto  después  de  los  jefes,  y  las  mis- 
mas consideraciones  tendrán  para  los  aloja- 
mientos en  las  marchas,  y  eu  éstas  derecho  á 
bagaje. 

Art.  72.  Cuando  los  capellanes  fueren  ea 
marcha  con  sus  respecti%'os  Cuerpos  se  coloca- 
rán á  retaguardia  de  los  mismos,  á  la  izquier- 
da del  jefe  cjue  cubra  aquel  puesto,  y  á  la  de- 
recha si  acompañara  alguna  otra  persona. 

Art.  73.  Los  curas  de  di.strito  que  hayan  de 
ejercer  funciones  de  teniente  vicario  deberán 
estar  en  posesión,  á  ser  posible,  de  las  mismas 
condiciones  reglamentarias  que  éstos,  cuyo 
servicio  les  servirá  de  mérito  recomendable  eoH 
su  carrera.  H 

Art.  74.  Cuando  ninguno  de  los  curas  de 
distrito  tenga  las  condiciones  reglamentarias 
que  para  ascender  á  teniente  vicario  previe- 
nen los  arts.  37  y  41,  procederá  acuerdo  entre 
el  vicario  g-eneral  y  el  Ministro  de  la  Guerra 
para  elección  de  un  interino  entre  los  indivi- 
duos más  antiguos  del  Cuerpo  que  las  tuvieren, 
cuyos  servicios  le  servirán  de  mérito  en  su  ca- 
rrera. 

Art.  75.  Los  cargos  de  jefes  y  oficiales  de 
los  Negociados  1.°  y  4.°  del  Vicariato  y  Direc- 
ción serán  servidos  por  capellanes  del  ejército 
en  la  forma  que  se  determina  eu  la  plantilla 
general. 

Art.  76.  Los  ciirgos  de  jefes  del  2."  y  3.", 
lo  mismo  que  los  escribientes  de  unos  y  otros, 
serán  desempeñados  por  individuos  del  Cuer- 
po auxiliar  de  oficinas  militares. 

Art.  77.  Los  gastos  de  material  del  Vica- 
riato y  Dirección  se  consignarán  anualmente 
en  el  presupuesto  del  Ministerio  de  la  Guerra. 

Art.  78.  Para  entretenimiento,  renovación 
y  ornato  de  las  capillas  de  los  hospitales  mili- 
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tares,  asi  como  para  las  funcioues  religiosas 
eu  las  mismas,  se  cousiguaráu  igualmente  las 
cantidades  nccesai-ias  con  cargo  al  mismo  pre- 
supuesto, cuyas  cantidades  se  distribuirán  por 
el  muy  reverendo  vicario  general  ó  interven- 
ción de  la  Dirección  de  Administración  militar 
en  proporción  ¡I  las  necesidades  de  cada  uno 
de  aquellos  establecimientos. 

Art.  7y.  Quedan  subsistentes  en  Ultramar, 
y  en  la  forma  que  tienen  actualmente,  las  Sub- 
deleg'aciones  castrenses  de  Santiago  de  Cuba, 
Habana,  Puerto  Kico,  Manila,  Cebú,  Nueva 
Cáceres,  Nueva  Segovia  y  Jaro. 

Art.  80.  Todos  los  individuos  del  Cuerpo 
eclesiástico  del  ejército  podrán  aceptar  los  be- 
neficios y  cargos  eclesiásticos,  aun  aquellos 
que  exijan  residencia,  pasando  en  todo  caso  á 
situación  de  supernumerarios. 

Las  Subdelegaciones  Tenencias  Vicarias  de 
distrito  militar  son  incompatibles  con  todos  los 
beneficios,  destinos  y  carg'os  eclesiásticos,  cua- 
lesquiera que  ellos  sean,  aunque  uo  lleveu 
aneja  cura  de  almas. 

DISP0S1CI0NE.S  TRANSITORIAS 

1."  Hasta  tanto  que  sin  gravar  el  presu- 
puesto puedan  arbitrarse  recursos  con  que 
igualar  los  haberes  del  personal  de  este  Cuer- 
po con  los  que  disfruta  el  de  los  otros  auxilia- 
res del  ejército,  según  su  asimilación,  los  suel- 
dos de  los  capellanes  en  los  distintos  empleos 
serán: 

Pesetas. 

Auditor  secretario 6.000 

Asesor. . .    5.000 

Subdelegado  teniente  vicario  de  distri- 
to militar 4.500 

Cura  de  ídem  Id 4.000 

Capellán  mayor .3.000 

ídem  primero 2.600 

ídem  segundo 2.100 

2.'^  Las  Subdelegaciones  castrenses.  Te- 
nencias de  Vicaría  do  los  distritos  militares, 
se  cubrirán  por  una  sola  vez  con  los  actuales 
subdeleg'ados,  capellanes  mayores  de  término 
y  ascenso  que  reúnan  las  condiciones  señala- 
das en  los  arts.  37  y  41  del  presente  reglamen- 
to, previa  oposición,  á  tenor  y  en  la  forma  que 
se  praetj^an  eu  las  IgleS'ias  Catedrales  para 
la  provisión  de  la  Canongia  Doctoral,  á  cuyo 
efecto  el  muy  reverendo  vicario  general  con- 
vocará por  edicto,  eu  un  plazo  que  no  excede- 
rá de  quince  días,  á  los  expresados  capellanes 
que  quieran  tomar  parte  en  las  oposiciones, 
elevándose  después  las  propuestas  áS.  M.  por 
conducto  del  Ministerio  de  la  Guerra  para  su 
aprobación. 

Esto  no  obstante,  quedan  relevados  de  la 
oposición,  y  so  propondrán  inmediatamente 
los  que  acioditen  haber  practicado  dos  veces 
por  lo  menos  ejercicios  do  oposición  á  las  Ca- 
uougias  Doctorales  con  certificados  favorables 
y  votos. 

En  el  caso  de  que  no  hubiese  personal  bas- 
tante para  cubrir  las  ocho  Tenencias  do  Vica- 
ria, se  proveerán  interinamente  las  que  falten 
cou  los  individuos  más  antiguos  del  Cuerpo  á 


quienes  no  comprenda  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 41,  y  que  deberán  asesorarse  eu  los  casos 
señalados  por  el  Derecho. 

A  éstos  se  aplicarán  las  prescripciones  del 
articulo  43. 

S."  Todos  los  individuos  que  actualmente 
prestan  servicios  en  el  Cuerpo  eclesiástico  del 
del  ejército  y  que  disfrutan  haberes  persona- 
les quedan  incluidos  en  la  plantilla  unida  á 
este  reglamento  y  sujetos  á  las  prescripciones 
del  mismo. 

4.'^  Los  actuales  capellanes  de  entrada,  as- 
censo y  término  podrán  ascender  al  empleo  de 
cura  de  distrito  militar,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  los  reglamentos  de  3  de  Marzo  de  1854  y 
6  de  Junio  de  1879. 

5."  El  conserje  del  Vicariato  y  Dirección 
general  continuará  en  su  destino  con  el  haber 
de  500  pesetas  que  hoy  disfruta,  hasta  tanto 
que  resulte  vacante  dicho  cargo,  eu  cuyo  caso 
se  cubrirá  este  servicio  en  la  forma  que  hoy 
so  hace  en  las  demás  Direcciones  del  Ministe- 
rio do  la  Guerra.» 

(A  contiuuación  publica  la  Gaceta  de  18 
Abril,  bajo  el  núni.  1,  el  cuadro  del  personal 
y  bajo  el  niim.  2,  la  plantilla  de  destinos  del 
Cuerpo  eclesiástico  del  ejército.) 

Sumario  alfabético  del  Reglamento. 

Abdndono  de  cuerpo  ó  destino-,  art.  60. 

Alojamiento;  art.  71. 

ArsobiS2>os  y  obispos  de  Ultramar;  art.  62. 

Ascensos. — V.  Ingreso. 

Asesor  castrense;  arts.  1.'^,  12,  37,  39  y  41.— Distintivo; 
articulo  68. 

Auditor  secretario;  arts.  1.°,  9.°  li  U,  20,  21,  88,  40  y  41. 
Distintivo;  art.  68. 

Bagajes;  art.  71. 

Capellanes  castrenses;  arts.  1.°,  19,  23,  64  ¡I  67.— Distin- 
tivo; art.  68. — Actos  á  que  han  de  asistir;  arts.  70  y 
71. — Servicio  de  Negociados;  art.  75. 
— Capellanes  á  las  órdenes;  art.  8." 
— Capellanes  interinos;  arts.  31,  51,  52  y  63. 

C'iiiísas  matrimoniales  y  espirituales;  art.  2.°— V.  En- 
juiciamiento. 

Clasiflcacióii  de  funcionarios;  art.  45. 

Conserje  del  Vicariato,  disposición  5."  transitoria. 

Corrección  do  e.Ycesos  y  delitos;  art.  2.° 

Cuerpo  auxiliar  do  oficinas  militares;  art.  76. 

Cuerpo  de  inválidos.  Ingreso  en  él  de  los  capellanes 
castrenses;  art.  59. 

Cura  de  almas;  art.  2.° 

Curas  de  distrito;  arts.  1.",  19  y  73.— Ascenso  A  esto 
cargo  de  los  actuales  caiiellanes;  disposición  4."^ 
transitoria. 

Delitos  ocultos  de  capellanes;  art.  3.° 

Dirección  general  del  clero  castrense;  arts.  5.°,  6.°, 
7."  y  9.° 

Distintivos  y  uniformes;  arts.  68  y  69. 

Enjuiciamiento  militar  y  canónico:  Capellanes  suma- 
riados; art.  41.— V.  Causas. 

Escribientes;  urt.  15. 

Exámenes  sinodales;  art.  43. 

Excedencia:  Capellanes  excedentes;  art.  54. 

Fiscales;  arts.  14  y  22. 

Gastos  de  material;  arts.  77  y  78. 

Gracias  generales  al  ejército;  art.  46. 

Hojas  do  servicio;  art.  42. 

Incompatibilidades;  art.  80. 
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Ingreso  y  ascenso  en  el  Cuerpo  eclesiilstioo;  arts.  4.°, 
24  á  31,  32  y  sigs. 

Jubilaciones.— V.  Montopio:  Retiros. 

Jurisdicción  eclesiástici  castrense;  art.  2.° 

Licencia  absoluta. — V.  Retiro. 

Licencias;  arts.  49  á  63. 

Marclias;  art.  72. 

Matrimonios.— V .  Causas. 

Montepío  militar;  art.  48, 

Notarios;  arts.  15  y  18. 

Obispos.— V.  Arzobispos. 

Oposición  para  el  ingreso  en  el  Cuerpo;  arts.  24  y  si- 
guientes. 

Ordenanzas;  art.  S.® 

Penas.— V.  Corrección. 

Ración  ele  pienso;  art.  47. 

Recompensas;  art.  46. 

Renuncia:  No  pueden  renunciarse  los  ascensos;  arti- 
culo 44. 

Retiros  y  licencia  absoluta;  arts.  55  á  61.— Ley  29  No- 
viembre 1876  y  R.  O.  18  Agosto  1896. 

Seminarios;  Oposiciones  de  seminaristas;  art.  25. 

Subdelegados  tenientes  vicarios;  arts.  1.°,  13  á,  18,  37, 
39,  41  y  62.— Distintivo;  arts.  68  y  74. 

Sucesión  de  autoridad;  arts.  20  A  28. 

Sueldos  de  los  funcionarios  del  Cuerpo;  disposición 
1.*^  transitoria. 

Supernumerarios;  art.  80. 

Templos  para  el  servicio  eclesiástico  castrense;  arti- 
culo 16. 

Tenientes  vicarios.— V.  Subdelegados. 

Títulos  académicos  de  los  funcionarios  del  Cuerpo; 
artículos  9.°,  12,  13,  14,  15,  25,  31,  37  y  38. 

Ultramar:  Subdelegados  y  clero  castrense  de  las  co- 
lonias; art.  62  á  67. 

Ultramar:  Subdelegaciones;  art.  79. 

Uniformes.— V.  Distintivos. 

Vaca7ites.  ausencias  y  enfermedades;  arts.  10,  20  á  23 
y  39.— Provisión  de  las  actuales  vacantes;  disposi- 
ción 2."  transitoria. 

Vicario  general  castrense;  arts.  1."  y  2."  á  8." 

COACCIONES  Y  AMENAZAS.  E.sto.s  delitos, 
compreudidos  eu  el  cap.  VI,  tit.  XII,  lib.  II 
del  C.  P.,  se  cometen  de  diferentes  maueras: 
las  amenazas  ,  anunciando  el  propósito  de 
causar  un  mal  que  constituya  ó  no  constituya 
delito  (arts.  507  y  508);  y  las  coacciones  impi- 
diendo á  uno  hacer  lo  que  la  ley  no  prohibe, 
compeliéndole  á  efectuar  lo  que  él  no  quiera  ó 
apoderándose  con  violencia  el  acreedor  de  cosa 
perteneciente  al  deudor  para  hacerse  pago 
(arts.  510  y  511).  En  los  casos  de  los  núms.  3.°, 
4."  y  5."  del  art.  604,  las  amenazas  y  coaccio- 
nes no  constituyen  delito,  sino  falta.  Hay  ame- 
nazas que  constituyen  delitos  especiales  con- 
tra las  Cortes  y  sus  individuos  y  contra  la  for- 
ma de  Gobierno,  y  desacatos  A  la  autoridad  ó 
sus  ag-eutes,  conforme  álos  arts.  174,  175, 179, 
180  y  266  á  270. 

Entre  la  amenaza  y  la  coacción  hay  notoria 
diferencia:  la  coacción  es  desde  luego  la  eje- 
cución de  un  mal  que  impide  la  libre  determi- 
nación de  la  actividad  ó  la  libre  disposición  de 


los  bienes;  mientras  que  la  amenaza  es  la  afir- 
mación ó  el  anuncio  de  un  mal  futuro,  que  la 
ley  trata  de  impedir.  La  coacción  supone  el 
empleo  de  la  violencia,  ó  sea  la  fuerza  mate- 
rialj  mientras  que  la  amenaza  es  simplemente 
una  expresión  formulada  de  palabra  ó  por  es- 
crito, aunque  con  el  propósito,  si  es  condicio- 
nal, de  cohibir  también  la  libertad  subordinán- 
dola á  la  influencia  del  miedo. 

He  aquí  la  doctrina  establecida  sobre  uno  y, 
otro  delito: 

Jurisprudencia. 

Coacciones. 
S8  ;%lirll  1833.  Coacción  del  dueño  de  casa  ó  tienda 
0,1  inquilino.  — -Kl  hecho  de  mandar  poner  cauda- 
dos el  dueño  de  una  casa  eu  une.  tienda  de  la  mis- 
ma, cuyo  inqnilino  no  se  encuentre  en  ella  al  ir  á  co- 
brar los  alquileres,  no  es  la  coacción  personal  que 
pena  el  art.  510,  aunque  reviste  el  carácter  de  un  des- 
pojo de  que  nace  indudablemente  la  acción  civil.» 
(T.  S.,  Seut  38  Abril  187B.)-V.  Código  penal. 

i.°  Mayo  iSS-*.  «Para  que  un  hecho  se  compren- 
d.a  b.ijo  la  sanción  del  art.  510  del  C.  P.,  es  indispen- 
sable que  el  acto  se  ejecute  con  violencia,  y  ésta,  ya 
se  atienda  á  su  signiücaeión  gonuiua  y  gramatical, 
ya  á  la  aplicación  que  el  mismo  C.  P.  le  da  cuando 
trata  del  delito  de  robo  con  violencia  en  las  perso- 
nas, supone  un  acto  de  fuerza  material  ".•  (T.  S.,  sen- 
tencia 1.°  Mayo  1874.) 

—La  misma  doctrina  en  Sents.  de  29  de  Noviembro 
de  1878  y  8  de  Mayo  de  1879;  en  la  primera  de  éstas  se 
declara  además  que  el  arrendador  que  saca  los  mue- 
bles de  la  habitación  arrendada  cuando  el  inquillno 
se  encuentra  ausente  y  sin  oposición  de  nadie,  no  es 
reo  de  ese  delito. 

—Otro  caso  en  Sent.  de  23  de  Febrero  de  1882,  en  la 
que  se  establece  que  la  autoridad  que  intima  á  pres- 
tar un  servicio  sin  emplear  para  ello  la  forma  mate- 
rial, no  es  reo  de  coacción. 

•S  Septiembre  1S9J.  Más:  Coacción  de  un  iiro- 
pietario  á  su  inquilino.. ...—  Constitxxye  el  delito  de 
coacción  definido  y  penado  eu  el  art.  610  del  Cód.  el 
hecho  de  impedir  por  medio  de  la  fuerza  el  dueño  de 
una  casa  que  el  que  la  tiene  arrendada  entre  en  ella; 
pues  le  impido  con  violencia  hacer  lo  que  la  ley  no 
le  prohibe..  {T.  S.,  Sent.  23  Septiembre  1874.) 

ÍO  A'OTlcmliro  t»9S.  Incurre  en  el  delito  del  ar- 
ticulo 511  del  Cód.  el  que  impide  á  otro  recoger  ro- 
pas que  le  pertenezcan  reteniéndolas  contra  su  vo- 
luntad y  diciendo  que  no  se  las  entregará  hasta  que 
el  cónyuge  del  ofendido  le  abone  la  cantidad  que  le 
debe.  (Sala  2.*,  Sent.  29  Noviembre  1878.— Cfnc.  28  Ene- 
ro 1879,  p.  28.) 

S  Julio  as^o.  Coacción  de  un  párroco  en  la  igle- 
sia.—Ea  causa  seguida^al  párroco  D.  B.  Vidíil  por 
coacción  ejercida  contra  Vicente  EnjuaiMs,  recayó 
sentencia  condenatoria,  que  el  T.  S.  estima  bien  dio- 
tada: 

•  Considerando  que  el  hecho  íiuico  que  ha  dado  lu- 
gar á  esta  causa  constituye  indudablemente  un  de- 
lito de  coacción  comprendido  en  el  art.  510  del  C.  P., 
toda  vez  que  ejerciendo  violencia  D.  B.  Vid.al  contra 
Vicente  Enjxianes,  le  arrojó  de  la  iglesia  á  empello- 
nes, compeliéndole  á  efectuar  lo  que  éste  no  quería, 
sin  que  para  ello  hubiera  motivo  fundado,  ni  facul- 
tad por  aquél  para  ejecutarlo.»  (Gae.  17  Septiembre, 
pág.  66.) 

SO  Diciembre  1S80.  Otra  coacción  de  un  párroco. 
Procesado  y  en  definitiva  condenado  el  párroco  de 
Carnazo,  como  reo  de  coacción  por  haber  tenido  en- 


i 
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'  Al  establecer  esta  doctrina,  se  casa  y  anula  una  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Valladolid,  que  calificó  i; penó 
como  coacción  el  hecho  de  haberse  negado  un  párroco  á 
administrar  los  Sacramentos  de  Confesión  y  Extremaun- 
ción y  después  la  sepultura  eclesiástíca  d  uno  á  quien  re- 
putó como  usurero  manifiesto,  habiéndose  visto  precisa- 
dos su  viuda  é  hijos  á  otorgar  una  obligación  de  hacer 
restituciones,  etc. 
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cerradas  á.  varias  personas  en  la  torre  de  la  iglesia, 
negándose  á  entregar  la  llave  al  alcalde  mientras 
no  qiiedaran  en  el  templo  las  ropas  que  había  usado 
la  imagen  de  Ntra.  Sra.  de  la  O  en  su  día,  pertene- 
cientes A  varios  particulares  y  que  la  camarera  de 
la  Virgen  se  disponía  A  devolver  A  sus  dueños,  de- 
clara el  T.  S.  bien  calificado  el  delito  y  que  no_  ha 
concurrido  la  exención  del  caso  11,  art.  8.",  ni  la 
atenuación  del  caso  1.°,  art.  9."  en  relación  con  el 
anterior:  'Considerando  qxie  los  hechos  que  se  con- 
signan como  probados  en  la  sentencia  demuestran 
concluyentemente  que  D.  Josó  M.  Castro,  ne  sólo 
impidió  al  acusador  y  otras  personas  hacer  lo  quo 
no  está,  prohibido,  sino  que  violentamente  les  obli- 
gó á  que  ejecutaran  lo  q\ie  no  querían,  viéndose 
precisados  A  dejar  en  la  iglesia  los  efectos  que,  se- 
gúu  costumbre,  emplean  para  adornar  la  imagen  de 
la  Virgen  de  la  O  el  día  que  celebran  su  festividad, 
y  que  concluida,  recogían  en  su  casa.»  {Gacetas  de  la 
Sala  2."-  de  í8Sí,  t.  I,  p.  39.) 

13  Junio  tHH^.  Tiene  todos  los  caracteres  de 
delito,  ya  como  una  desobediencia  grave  á.  la  auto- 
ridad, ya  como  una  coacción,  el  hecho  ejecutado  por 
un  marido,  tratando  de  arrancar  A  su  mujer  por  la 
fuerza  un  hijo  do  ambos,  depositado  judicialmente 
con  aquílla.  [Gacs.  de  la  Sala  2.^,  t.  II,  p.  83.) 

lOOcttihre  IWSO.  Cuarentena  ilegal. —'Es  aplica- 
ble el  art.  510  del  C.  P.  A  un  alcalde  que  en  tiempo  de 
epidemia  impuso  ó  ejecxitó  cuarentenas  prohibidas, 
por  regla  general,  en  el  art.  57  de  la  ley  de  Sanidad. 
(Sent.  19  Octubre  18&6.) 

O  l>lclenilirc  iSSO.  Coacción  de  someter  agentes  de 
la  autoridad  d  una  joven  honesta  á  un  reconocimiento  in- 
motivado y  vergonzoso. — Procesados  y  condenados  el 
jefo  y  un  auxiliar  como  aiatores  dol  delito  descrito 
en  el  art.  510  del  Cód.,  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción, al  que  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar,  conside- 
rando sustaucialmente  que  las  facultades  de  los  fun- 
cionarios de  Higiene  estAn  limitadas  á  aquellas  per- 
sonas que  se  dedican  al  comercio  de  su  cuerpo,  que 
es  abuso  sujetar  A  vigilancia  A  otras  personas,  y  que 
no  sirve  de  excusa  al  agente  auxiliar  el  haber  obra- 
do en  virtud  de  obediencia  debida,  porque  esta  cla- 
se de  órdenes  no  son  de  las  qrie  la  ley  impone  la  obli- 
gación de  obedecer.»  (Sent.  9  Diciembre  1S86. — Gac.  4 
Febrero  1SS7,  p.  70.) 

13  Abril  lí»S».  Los  actos  lícitos  no  constituyen  coac- 
ción.— El  T.  S.  casa  y  anula  una  sentencia  que  con- 
denó A  los  guardias  Francisco  Mulero  y  José  Mateo 
como  autores  de  un  delito  de  coacción  penado  en  el 
art.  510  del  C.  P.  Fúndase  la  casación  en  que  los  ac- 
tos ejecutados  por  los  procesados  fueron  lícitos  por 
su  fin  y  por  los  medios  adecxiados  empleados,  diri- 
gidos A  impedir  la  entrada  de  ganado  extraño  en  la 
propiedad  que  custodiaban.  (Sent.  13  Abril  1889. — Ga- 
ceta  16  Agosto.) 

ÍO  llnyo  A  Junio  l^OO.  Coacción:  Propietario  en 
su  casa  alquilada. — Comete  el  delito  de  coacción,  pe- 
nado en  el  art.  510,  el  propietario  que  para  obligar  A 
un  inquilino  á  dejar  la  casa,  quita  puertas  y  venta- 
nas de  la  misma,  porque  sin  legitima  autoridad  le 
impide  con  violencia  hacer  lo  que  la  ley  no  prohibe 
y  le  compele  A  efectuar  lo  que  no  quiere,  sea  justo 
ó  injusto.  (Sent.  20  Mayo  ó  Junio  1890.— Gac.  22  Octu- 
bre, p.  370.) 

IG  IVovIcnihrc  i9f»0.  Significado  de  la  palabra  vio- 
lencia.— Se  comete  error  de  derecho,  condenando  A 
dos  empleados  de  consumos,  como  autores  de  coac- 
ción, por  haber  impedido  el  paso  de  un  carro  que  no 
llevaba  iilaca  del  año  económico,  dentro  de  la  zona 
fiscal,  en  el  ejercicio  de  las  funciones  que  les  estaban 
cometidas.  (Sent.  16  Noviembre  1890.— Gac.  28  Abril 
de  189  i.) 

Amenazas. 

90  Enero  ISflS.  Califícación. —  Las  cartas  dirigi- 
das reiteradamente  A  una  persona  para  arreglar 
cuestiones  de  intereses  sometidas  A  amigable  com- 
posición, invitando  al  destinatario,  bajo  amenaza,  A 
hacer  un  viaje  A  solas  con  el  que  las  escribo  A  Santa 
Elena,  y  diciendo  que  acudirA  A  los  Tribunales,  y  si 
no  le  hacen  justicia  se  la  tomarA  por  su  mano,  son 
hechos  inductivos  de  amenazas,  y  mAs  si  terminan 
por  constituirse  el  autor  de  ellas  A  la  puerta  de  la 
casa  del  ofendido,  sin  dar  explicaciones  satisfacto- 
rias. (Sent.  '29  Enero  1878.— Gacs.  H  y  18  Abril,  p.  80.) 

5  Enero  lííftO,  Calificación. — La  exigencia  de  can- 
tidad bajo  condición  de  tomar  una  espantosa  vengan- 


za, estA  comprendida  en  el  art.  50S,  por  ser  la  amena- 
za vaga  ó  indeterminada.  (Gac,  15  Abril,  p.  5i.) 

7  Jnllo  IHííO.  Calificación. — No  'constituye  coac- 
ción, sino  amenaza,  el  hecho  de  amenazar  A  otro  exi- 
giéndole cierta  cantidad,  y  esperAndolo  A  la  salida 
de  su  casa.  (Gac.  11  Septiembre,  p.  65.) 

3  ilíovlenibrc  iS**l.  La  amejiaza  condicional  exi- 
giendo cantidad,  es  delito,  aunque  la  persona  A  quien 
se  dirige  haya  í'allecido,  siempre  que  los  culpables  la 
reiteren  teniendo  conocimiento  de  ello  y  remitan  la 
carta  donde  conste  A  la  familia  del  ruuerto,  sobre  la 
cual  puede  refluir  el  mal  anunciado.  (Gacs.  de  la  Sala 
2.*  de  1882,  t.  I,  p.  40.) 

24  Octubre  líSSt.  Amenaza  y  tentativa  de  homici'  • 
dio. — Declara  el  T.  S.  que  el  hecho  de  acercarse  A  uno 
y  levantar  sobre  su  cabeza  im  arma  llamada  calabO' 
zo,  que  quitan  al  agente  los  circunstantes,  no  es  ten- 
tativa de  homicidio  sino  una  falta,  que  como  amena- 
za corrige  el  art.  604,  pues  sólo  hay  tentativa  ó  prin- 
cipio de  ejecución  directa  del  homicidio  «cuando  se 
realizan  hechos  encaminados  por  impulso  de  inten- 
ción resuelta  y  conocida,  y  por  medios  idóneos  depen- 
dientes del  propósito  criminal  al  logro  de  la  muerte 
preconcebida,  con  tan  patente  y  precisa  dirección 
que  exchaya  la  posibilidad  de  otro  fin  de  menor  im- 
portancia jurídica».  (Sent.  24  Octubre  1882,- GftCí,  de 
la  Sala  2.'^,  t.  II,  p.  172.) 

1«  Ahrll  1S«3.  Intimación. — El  guarda  que  para 
exigir  alguna  gratificación  ó  cantidad,  amenaza  con 
denunciar  A  la  autoridad  la  extracción  de  leñas  de 
una  dehesa  verificada  legítimamente,  es  reo  del  de- 
lito penado  en  el  art.  508,  aunque  los  amenazados  es- 
tuviesen persuadidos  de  su  derecho  y  entregasen  la 
cantidad  exigida,  habiéndolo  hecho  temerosos  de  la 
molestia  y  vejación  que  trae  consigo  un  acto  de  esta 
naturaleza.  (Sent.  16  Abril  1883.— Gac.  de  la  Sala  2."-, 
t.  II,  p.  78.) 

«  Julio  1)^93.  En  qué  consiste  la  amenaza. — «El  de- 
lito de  amenazas  consiste  en  la  intimación  de  un  mal 
futuro,  constitutivo  de  otro  delito  dependiente  de  la 
voluntíid  del  que  las  profiere,  sin  que  sea  de  mérito 
indispensable  suyo  la  presencia  dol  amenazado,  siem- 
pre que  se  expresen  en  condiciones  adecuadas  para 
llegar  A  su  conocimiento;  y  que  la  manifestación  pú- 
blica hecha  por  el  recurrente  de  realizar  el  incendio 
de  determinadas  propiedades,  dado  el  resentimiento 
productor  de  ella,  aunque  se  prescinda  de  hechos 
posteriores,  aparece  dirigida  A  obrar  sobre  las  perso- 
nas aludidas  de  la  manera  propia  de  la  amenaza.» 
(Sent.  2  Julio  1883.- Gacs.  de  la  Sala  2.^,  t.  II,  p.  165.) 

1.**  Octubre  ■)!*í*3.  C'oíi(ííC¿onrtí.— Subordinado  el 
cumplimiento  de  una  amenaza  A  la  entrega  ó  cesión 
de  unos  terrenos  A  los  amenazadores,  no  pueden  me- 
nos de  reputarse  condicionales,  cometiendo  doble 
error  legal  la  sentencia  que  la  califica  de  simple  y 
ai>recia  como  circunstancia  atenuante  do  arrebato 
y  obcecación  comprendida  en  el  art.  9.",  núm.  7.**,  el 
deseo  de  que  la  condición  se  cumpliera.  (Gacs.  de  la 
Sala  2.'',  t.  II,  p.  196.) 

14  Wlclenibre  líüSS.  Amenaza  de  homicidio. — De- 
clara el  T.  S.  que  el  apuntar  A  uno  con  un  retaco  exi- 
giéndole 100  duros  y  diciéndole  «ó  los  100  duros  ó  que- 
da V.  ahí»,  no  es  delito  de  amenaza  condicional  de 
disparar  un  arma  de  fiiego,  sino  de  cometer  un  homi- 
cidio, pues  el  delito  especial  de  disparo  «sólo  puede 
estimarse  cuando  realizado  ya  3'  no  constituyendo 
otro  mAs  grave  por  sus  resultados,  no  conste  de  ma- 
nera alguna  que  los  propósitos  del  agente  eran  de 
mayor  transcendencia».  (Gars.  de  la  Sala  2.^  de  1884, 
t.  I,  p.lU.) 

14  Muyo  IftSl.  Amenazas  al  Rey. — «El  delito  de 
lesa  majestad  que  se  comete  amenazando  al  Bey  por 
escrito  y  con  publicidad  fuera  de  su  presencia,  al  te- 
nor de  lo  determinado  en  el  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo 162  del  C.  P.,  supone  la  existencia  de  las  ame- 
nazas con  el  mismo  sentido  y  carácter  quo  tienen  en 
los  arts.  507  y  508  del  expresado  Código;  pues  la  espe- 
cialidad de  aquel  delito  consiste,  no  en  la  diversa  ín- 
dole de  la  amenaza,  sino  en  el  superior  respeto  y  aca- 
tamiento que  merece  la  ]personalidad  del  Rey,  á. 
quien  se  dirigen.  La  expresión  que  se  hace  en  un  ar- 
tículo de  periódico  de  la  conducta  que  se  vería  obli- 
tado  A  seguir  un  partido  contraria  A  los  intereses  de 
.  M.  el  Rey,  pero  en  sentido  puramente  político,  si 
el  Monarca  no  obrara  conforme  A  los  deseos  de  dicho 
partido,  no  constituye  la  amenaza  personal  y  direc- 
ta, única  que  propiamente  hablando  califica  el  deli- 
to de  lesa  majestad.»  (Sent.  14  Mayo  1884.— Gac.  13  Oc- 
tubre, p.  ¿2^3.) 
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lO  Octuhrc  ií«kí*4.  0t7'0  caso.—^'El  carácter  de  la 
amenaza,  tal  cual  la  describen  los  arts.  507  y  508  del 
mismo  Código,  c'onsiste  en  la  expresión  de  xin  mal 
con  que  se  conmina  el  amenazado,  dependiente  ó  no 
de  condición  que  al  mismo  se  imponga,  y  constituti- 
vo ó  no  de  delito,  pero  de  tal  eficacia,  siempre  que 
por  su  naturaleza  sea  susceptihle  de  infundir  temor 
en  la  persona  objeto  de  ella.»  (Gac.5  Jlarzo  ÍSS5,  p.40.) 

ÍO  Octubre  iSSi.  Xo  es  necesaria  la  presencia  del 
a7n€nazado. — El  art.  507  del  C.  P.  no  exige  que  las  ame- 
nazas se  profieran  á  presencia  de  la  persona  contra 
la  cual  se  dirigen,  pudiendo  por  igual  manera  in- 
fluir, según  la  calidad  de  las  amenazas,  oyéndolas  el 
amenazado  de  labios  del  que  las  profiera,  como  trans- 
mitidas más  ó  menos  posteriormente  por  un  tercero 

oficioso  que  las  ponga  en  su  conocimiento >  (Sala 

■2.°-,  sent.  29  Octubre  ISSi.—Grac.  19  Febrero  18S3,  p.  32.) 

13  .tinrzo  iíiSS,  Amenn::a  de  asesinato.— lias  ex- 
presiones amenazadoras  de  asesinar  á  uno  si  n^  en- 
trega cierta  cantidad,  no  llevan  en  sílaidea  de  rea- 
lizar un  asesinato  y  si  sólo  un  homicidio,  porque  su 
autor  no  proyecta  en  su  caso  más  que  la  muerte,  pero 
sin  circunstancias  que  la  califiquen.  (T.  S-,  Sent.  13 
Marzo  18S5.  — ('G'ac.  10  Ochtbre.) 

«4  Abril  istias  Exicieiicia  de  cantidad  por  la  no  pu- 
blicación de  un  libro  en  que  ra?i  d  divulgarse  Tn'chos  es- 
candalosos de  una  casa  ^e  f/íaí!.— Denegando  la  casa- 
ción de  sentencia  condenatoria,  se  consigna  la  doc- 
trina siguiente: 

«Que  es  amenázala  intimación  deunmal  que  pue- 
da recaer  en  la  persona,  honra  ó  propiedad  de  quien 
sea  de  ella  objeto,  la  cual,  cuando  se  exige  canti- 
dad, aunque  sea  de  palabra,  no  cae  en  la  sanción  del 
art.  604,  sino  en  la  del  50S  del  C.  P.,  si  el  mal  anun- 
ciado no  constituye  delito.» 

Que  lejos  de  carecer  de  nombre  propio  el  hecho  jurí- 
dico procesal ',  con  notoria  exageración  de  concepto 
erróneo,  llamado  cuasi*contrato  ó  contrato  civil  por 
uno  délos  recTirrentes.  le  tiene  especial  en  el  citado 
art.  508  del  C.  P.,  porque  su  objeto,  manifiestamente 
inmoral  y  reflexivamente  malicioso,  no  es  de  los  que 
preven  las  leyes  de  mero  carácter  civil  al  regular 
las  relaciones  de  personas  que  tratan  sobre  sus  in- 
tereses. (Sala  2.*,  Sent.  24  Abril  IS'^o.— Gaceta  4  Di- 
ciembre.) 

9  IVovIcnibro  fí»S5.  Error  en  la  calificación  de  la 
amenaza  repufatido  delito  una  falta  comprendida  en  el 
art.  604. — Las  amenazas,  sin  condición  de  un  mal  que 
constituya  delito,  para  que  estén  comprendidas  en 
el  art.  5OT,  párr.  2.**  del  C.  P-,  exigen  que  el  que  las 
profiera  tenga  verdadero  y  firme  propósito  de  lle- 
varlas á  efecto;  y  en  otro  caso  son  faltas  castigadas 
en  el  604.  (T.  S,,  sent.  9  Noviembre  1885.— Giic.  2S  Fe- 
brero 1386.) 

t3  Enero  ISiftí.  Calificación  de  amenazas  como  deli- 
to ó  como  falta:  arts.  507  y  604.  El  art.  604,  párr.  S.** 
del  C.  P.,  se  refiere  al  caso  de  amenazar  de  palabra 
y  en  el  calor  de  la  ira  con  un  malqiie  constitiiya  de- 
lito; pero  no  cuando  esta  amenaza  es  de  hecho  y  eje- 
cutada con  frió  y  deliberado  propósito  de  realizar- 
la, en  cuyo  caso  es  aplicable  el  art.  507.  (Sala  2.*^,  sen- 
tencia 13  Enero  1887.— í?ac.  27  Mayo,  p.  163.; 

IS  Enero  iftíüS.  ¿La  amenaza  de  muerte  ha  de  repu- 
tarse amenaza  de  homicidio  ó  de  asesitiato? — Las  amena- 
zas de  muerte  en  los  términos  expuestos  'por  escrito 
y  exigiendo  cantidad),  que  no  llegan  á  realizarse, 
sólo  pueden  conceptuarse  para  la  imposición  de  la 
pena  (i  sus  autores,  de  homicidio  y  no  de  asesinato, 
cuya  iiltima  calificación  sólo  seria  aceptable,  si, 
realizadas  las  amenazas,  concurriese  en  el  hecho  al- 
guna de  las  circunstancias  á  que  se  refiere  el  art.  418 
del  C,  P.  (Sala  2.*,  sent.  18  Enero  1887.— Gac.  2S  Mayo, 
página  175.1 

4  Julio  flf^&'í.  Amenaza  condicional. — Se  establece 
qu  se  comete  error  legal  reputando  condicional  y 
comprendida  en  el  párr.  1."  del  art.  507,  en  vez  de 
serlo  en  el  segundo,  una  amenaza  consistente  en  de- 
cir A  uno  que  muere  si  da  un  paso  más.  (Sent.  4  Julio 
1887.— Gac.  20  Septiembre.) 

31  Mayo  tSOO.  Caracteres  de  la  amenara.— Para 
que  exista  el  delito  de  amenazas  que  castiga  el  ar- 


1  El  hecho  procesal  fué  el  exigir  de  doña  E.  cantidad 
determinada  con  el  propósito  de  decidirla  á  su  entrega, 
por  el  deseo  de  apartar  de  si  las  consecuencias  desagra- 
dables y  los  perjuicios,.,  de  entregar  á  lapublicidad  por 
medio  de  la  prensa  hechos  y  tráficos  inmorales  y  escan- 
dalosos de  una  casa  de  citas. 


tículo  507,  es  necesario  que  resulte  alguna  dirigida- 
á  persona  determinada   que  constituya  delito,  ca- 
racteres q\ie  son  esenciales  y  necesarios  para  que  el 
hecbo  caiga  bajo  la  sanción  de  dicho  artículo.  (Sen 
tencia  31  Mayo  1890.- Gac.  17  Octubre^  p.  349.) 

Í8  Enero  tSOI.  Sanció7i  del  nüvi.  1.°,  art.  507, — La 
amenaza  que  se  castiga  en  el  núm.  1."  del  art.  507  del 
Código  consiste  en  la  expresión  deliberada  de  causar 
un  mal  constitutivo  de  delito,  con  el  propósito  firme 
de  realizarlo  si  no  cumple  la  condición  impuesta  el 
amenazado,  y  de  tal  eficacia  el  mal  con  que  se  anie- 
naza  que  jjor  su  naturaleza  sea  susceptible  de  infun- 
dir temor  en  el  amenazado.  (Sent.  28  Enero  1S91. — 
Gac.  í»  Mayo.) 

R.  n.  30  Rtiero  1$$3.  Competencia  de  la  autoridad 
jiidicial... — En  causa  seguida  al  delegado  de  un  go- 
bernador civil,  por  coacciones  y  falsedades  cometi- 
das al  inspeccionar  la  Administración  de  un  pueblo, 
no  puede  suscitarse  competencia  á  la  aiitoridad  ju- 
dicial, por  no  estar  reservado  el  hecho  al  conoci- 
miento de  la  Administración  ni  tener  ésta  que  re- 
solver cuestión  alguna  previa.  (Gac.  19  Marzo,) 

-Otro  caso  igual  en  R.  D.  15  Abril  1883.  (Gaceta  4 
Mayo.) 

COADJUTOR.  La  persona  que  oficiairaeute 
ayuda  ó  auxilia  á  otro  eu  el  desempeño  de  su 
carg'o.  El  clérig'o  que  está  unido  á  un  prelado, 
ó  á  otro  beneficiado  para  ayudarle  á  desem- 
peñar las  funciones  anejas  á  su  prelacia  ó  a 
otro  cualquier  beneficio.  Y  los  tenientes  eu 
anejo  dependientes  de  cura  propio.  Sobre 
coadjutores  eclesiásticos  remitimos  á  nuestros 
lectores  al  articulo  Concordatos,  debiendo 
consultar  los  arts.  S.**,  26  y  33  del  de  1851  y 
los  Es.  Ds.  de  21  de  Noviembre  del  mismo  año 
y  30  de  Abril  de  1852. 

COARTADA.  Voz  que  se  usa  en  el  foro  con 
el  verbo  probar.  Probar  la  coartada  es  hacer 
constar  que  el  presunto  reo  de  un  delito  ó  acu- 
sado como  tal,  estuvo  auseute  del  paraje  en 
que  se  cometió  el  delito,  en  el  día,  hora  y  mo- 
mento en  que  tuvo  lugar  su  perpetración. 

COBRANZA  DE  CONTRIBUCIONES.    V.  Afre 

Míos  ADMINISTRATIVOS. 

COCHES.    V.  Carruajes  públicos. 

CODICILO.  Es  una  disposición  de  última  vo- 
luntad que  solía  tener  por  objeto  suplir,  va- 
riar ó  reformar  alg'una  parte  del  testamento. 
En  los  codicilos,  dice  la  ley  3.*  de  Toro  (2.*, 
tít.  XVIII,  lib.  X  de  la  Nov.  Recop.),  «inter- 
venga la  misma  solemnidad  que  se  requiere 
en  el  testamento  nuncupativo  ó  a&/e?'ío».  Cuan- 
do se  otorg'uen  cerrados  deberán  guardarse  . 
las  solemnidades  del  testamento  cerrado.  Es 
decir,  que  desde  la  ley  de  Toro  no  hay  dife- 
rencia entre  testamento  y  codicilo,  y  que  en 
rigor  había  desaparecido  éste  de  nuestro  tec- 
nicismo jurídico,  pudiendo  hacerse  por  el  co- 
dicilo lo  mismo  que  por  el  testamento,  sin  res- 
tricción alguna,,  conforme  lo  tenía  ya  consig- 
nado tc;*minante  y  explícitamente  el  T.  S.  en 
sents.  de  21  de  Junio  de  1867  y  de  27  de  Junio 
de  1864. 
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El  Cód.  civil  no  habla  ¡lai-a  nada  del  codici- 
lo,  y  por  el  contrario,  e.stablece  do  una  mane- 
ra terminante  en  el  art.  738  que  el  testamento 
uo  puede  ser  revocado  en  todo  ni  en  parte,  sino 
con  las  formalidades  necesarias  para  testar. 

CODIFICACIÓN.  Del  verbo  fm&o  (hacer)  y  de 
la  vox  codex  (código),  codificación^  es  la  forma- 
ción de  códigos,  pero  con  sujeción  á  los  prin- 
cipios de  la  cieucia  de  la  leg'islación. 
.  Reconocida  en  España  desde  nuestras  Cor- 
tes de  Cádiz  la  necesidad  de  formar  buenos 
Códigos,  todos  cuantos  Gobiernos  se  han  su- 
cedido en  el  poder  han  dedicado  algún  tanto 
su  atención  á  este  importantísimo  asunto.  Te- 
nemos desde  1830,  el  Código  de  Comercio,  y 
hoy  el  nuevo  publicado  por  la  ley  de  22  de 
Agosto  de  1885;  desde  1848,  el  Código  penal 
modificado  en  18.50  y  1870,  y  ju-óximo  á  sufrir 
una  nueva  reforma;  desde  1855,  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  reformada  en  1881 ;  de.sde 
1870,  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales  que 
rige  con  otra  adicional  á  la  misma  de  14  de 
Octubre  de  1882;  y  con  la  del  Jurado  de  1887; 
desde  1872,  la  de  Enjuiciamiento  criminal  y 
hoy  la  nueva  de  1882;  y  desde  1889,  el  Código 

ivil. — V.  CÓDIGO  CIVIL. 

CÓDIGO.     Cuerpo  ó  colección  de  lej-es  de  un 
Estado.  Por  antonomasia  se  entiende  el  que 
¡se  hizo  do  orden  de  .Tvistiniano,  coleccionando 
as  Constituciones  de  los  emperadores  romanos. 
Nuestros  Códigos  ó  colecciones  de  leyes, 
arincipales  son:  el  Fuero  .Juzgo,  el  Fuero  Vie- 
o  de  Castilla,  el  Fuero  Real  y  Leyes  del  Es- 
lío, las  Siete  Partidas,   el  Ordenamiento   de 
ilealá,  el  Ordenamiento  Real,  las  Leyes  de 
roro,  la  Recopilación,  el  Código  de  Comercio, 
il  Código  penal,  la  ley  de  Enj.  civil,  la  orgá- 
lica  del  Poder  judicial,  la  de  Enj.  criminal; 
a  del  .Jurado;  la  que  regula  el  procedimiento 
íontencioso-admininistrativo,  y  el  Código  ci- 
ñ\.  Antes  de  ésta,  el  orden  gradual,  según  el 
sual  obligaban  nuestras  leyes,  era  el  siguiente: 
1.°    Los  Códigos  y  leyes  posteriores  á  la  No- 
tísima Recopilación,  prefiriendo  los  de  fecha 
nás  moderna  á  los  que  la  tenían  más  antig'ua. 
2.°    La  Novísima  Recopilación  sancionada 
)or  R.  C.  de  15  de  Julio  de  1805,  con  el  Suple' 
nenio  que  aparece  al  final  de  la  misma,  agre- 
gado en  virtud  de  R.  C.  de  15  de  Enero  de  1808, 
■.on  varias  leyes  por  el  mismo  orden  de  títulos 
libros. 

3."    El  Fuero  Juzgo,  el  Fuero  Real  y  los 
fueros  municipales. 

4,°    Las  Siete  Partidas.  (Ley  3.",  tit.  II,  li- 
TO  III,  Nov.  Recop.)  Todo  este  antiguo  Dere- 


cho se  ha  refundido  en  los  Códig'os  moder- 
nos y  últimamente  en  el  civil;  pero  es  apli- 
cable aún  y  lo  será  durante  mucho  tiempo, 
sirviendo  para  regular  las  anteriores  al  1."  de 
Mayo  de  1889,  conforme  á  las  disposiciones 
transitorias  de  dicho  Código. 

Nuestras  provincias  de  Ultramar  son  gober- 
nadas por  leyes  especiales;  y  según  el  art.  89 
de  la  Constitución,  el  Gobierno  queda  autori- 
zado para  aplicar  á  las  mismas,  con  las  modi- 
ficaciones que  crea  convenientes,  dando  cuen- 
ta á  las  Cortes,  las  leyes  promulgadas  ó  que 
se  promulguen  para  la  Península.  Ha  sido, 
sin  embargo,  ig'ual  el  derecho  comiin,  salvas 
las  modificaciones  contenidas  en  la  Recopila- 
ción de  leyes  de  los  Reinos  de  las  Indias  y 
las  posteriores  especiales;  y  es  el  mismo  que  el 
de  la  Península  en  la  actualidad,  porque  rige 
en  todo  el  territorio  español  el  Código  civil. 

En  una  acepción  más  concreta  no  se  entien- 
de por  Código  cualquiera  colección  legal,  sino 
la  que  es  resultado  de  la  nueva  ciencia  de  la 
codificación,  y  que  comprende  un  conjunto 
homogéneo  de  disposiciones  ó  artículos  bien 
clasificados  sobre  cualquiera  ramo  ó  materia, 
como  hoy  el  Código  penal,  el  de  Comercio,  la 
ley  de  Enj.  civil,  etc. — Véase  Derecho:  En- 
juiciamiento civil:  Enjuiciamiento  crimi- 
nal: Espéculo:  Fueros  municipales:  Fue- 
ros provinciales:  Fuero  Juzgo:  Fuero  Vie- 
jo DE  Castilla:  Fuero  Real:  Leveo  de 
Toro:  Recopilación:  Partidas:  Colección 
legislativa:  Ley,  etc. 

CÓDIGO  CÍVIL.  Rige  desde  el  día  I."  de  Mayo 
de  1889.  Vamos  á  exponer  brevemente  sus  an- 
tecedentes históricos,  los  trabajos  preparato- 
rios que  le  produjeron  y  la  extensión  de  su  im- 
perio, dedicando  más  detenida  atención  á  la 
diversidad  legislativa  quemantieney  asegura. 

I. — El  antiguo  Derecho  español. 

Ha  sido  España  espejo  y  modelo  de  todas  las 
demás  naciones  cultas  en  el  difícil  arte  de  le- 
gislar. Desdo  tiempos  bien  remotos  supo  ex- 
presar los  derechos  privados  en  reg-las  concre- 
tas, comprendidas  para  la  gente  goda  en  el  Có- 
digo de  Eurico  y  para  los  iberos  en  el  Brevia- 
rio de  Auiano.  Más  tarde,  cuando  la  fusión 
completa  de  las  dos  razas  desvanecía  las  dife- 
rencias, el  Derecho  vino  á  borrarlas  por  ente- 
ro, con  profundo  sentido  filosófico  y  práctico, 
no  igualado  ni  imitado  en  tiempos  posteriores; 
y  así  pudo  escribirse  y  sancionarse  el  Fuero 
Juzgo,  como  Código  general  do  toda  la  Monar- 
quía y  regulador  único  de  las  relaciones  ju- 
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i-idieas  couceniieutes  á  la  familia  y  k  la  pro- 
piedad. 

Pero  la  irrupción  árabe  convirtióse  en  domi- 
nación tras  lucha  brevísima,  y  la  epopeya 
saug-rienta;  incesante  y  laboriosa  de  la  Recon- 
quista, hizo  imposible  durante  muchos  años 
toda  empresa  legislativa.  Entre  tauto  los  pue- 
blos practicaban  y  perpetuaban  sus  antiguas 
costumbres  ó  formaban  otras  nuevas,  y  los  re^ 
yes  las  autorizaban  con  solemne  sanción,  con- 
cediendo vida  y  fuerza  á  los  fueros  municipa- 
les, y  otorgando,  por  medio  de  las  cartaí-pxie- 
blas,  privilegios,  inmiinidades  y  ventajas  k  los 
habitantes  de  algunos  lugares  ganados  á  los 
moros. 

Asi  se  introdujo,  cundió  y  se  consolidó  el 
sistema  antipolítico  de  federación  civil,  mer- 
ced al  cual  cada  demarcación,  cada  ciudad, 
cada  villa,  ostentaba  orguUosa  el  libro  sagra- 
do donde  se  hallaban  compilados  con  fuerza 
obligatoria  sus  usos,  costumbres  y  derechos. 

La  mayor  parte  de  estos  fueros  eran  igua- 
les entre  si,  ó  muy  semejantes  por  lo  menos; 
pero  otros  contenían  iustitucioues  particularí- 
simas que  les  atraían  la  atención  de  los  pen- 
sadores y  les  aseguraban  el  respeto  de  las  per- 
sonas sometidas  á  ellos.  Los  esfuerzos  de  don 
Alonso  el  Sabio  para  fundir  este  Derecho  di- 
minuto y  vario  en  un  Código  general,  el  Fue- 
ro Real  ó  las  Partidas,  no  se. hallaban  ampa- 
rados por  la  fuerza  de  una  autoridad  induda- 
ble y  severa.  Por  eso  D.  Alonso  no  realizó  el 
iioble  intento,  y  sus  obras  legislativas,  admi- 
ración de  jurisconsultos  y  filósofos,  solamente 
lograron,  años  después,  la  vida  incompleta  y 
condicional  que  les  concedió  D.  Alonso  XI  en 
el  Ordenamiento  de  Alcalá. 

A  la  vez  que  se  formaba  y  crecía  el  Derecho 
municipal,  la  división  del  territorio  peninsu- 
lar en  Monarquías,  Principados,  Condados  y 
Señoríos  daba  origen  y  ocasión  á  otro  Dere- 
cho civil  y  político,  todavía  más  copioso,  sin- 
gular y  oscuro  que  aquél,  y  que  se  manifestaba 
por  fueros,  costumbres,  escritas  y  no  escritas, 
usatges,  constituciones,  cartas,  privilegios, 
capitulares  de  reyes,  actas  de  Concilios,  deci- 
siones de  justicias  y  acuerdos  de  Cortes;  y  al 
que  servían  de  complemento  los  textos  formi- 
dables que  componen  el  Cuerpo  general  del 
Derecho  canónico,  los  50  libros  del  Digesto,  las 
Instituciones  y  Novelas  del  Emperador  Justi- 
niano,  y  todos  los  demás  elementos  integran- 
tes de  la  copiosa  legislación  y  jurisprudencia 
romana. 

Así  vino  la  ciencia  del  Derecho  á  ser  el  estu- 


dio más  difícil,  intrincado  y  penoso  que  imagi' 
narse  pueda;  sin  que  las  obras  de  los  prácticos 
y  las  decisiones  de  los  casos  dudosos  (f cizañas 
en  Castilla),  lograran  concordar  tantos,  tan 
distintos  y  tan  contradictorios  textos,  de  difí- 
cil aplicación  y  de  imposible  estudio  3-  análi- 
sis, no  ya  para  la  masa  de  subditos  que  debía 
cumplirlos,  sino  también  para  la  clase  dedica- 
da exclusivamente  A  la  meritoria  tarea  de 
desentrañar  su  espíritu  y  contenido. 

Al  constituirse  definitivamente  la  nacionali- 
dad española  con  el  matrimonio  de  D.  Fernan- 
do y  doña  Isabel  I,  debió  pensarse  en  unificar 
aquél  Derecho  abrumador  y  caótico;  pero  las 
altas  empresas  guerreras  realizadas  por  loa 
Reyes  Católicos  y  las  luchas  cuasi  incesantes 
de  que  fueron  teatro  después  la  vieja  tierra  de 
Europa  y  la  nueva  tierra  americana,  negaron 
el  espacio  indispensable  para  una  reposada  y 
provechosa  revisión.  Las  ordenaciones  ó  dis- 
posiciones que  desde  entonces  se  promulg'aron, 
sirvieron  para  proveer  á  necesidades  políticas 
del  momento  ó  para  aumentar  las  dudas  que 
originaban  las  instituciones  civiles,  y  que  no 
cesaron  por  obra  y  gracia  de  las  compilacio- 
nes Cjue  en  momentos  diversos  acordaron  los 
monarcas.  Las  provincias  que  ocupaban  la 
extensión  de  los  antiguos  reinos,  guardaban 
su  desconocido  y  oscuro  derecho  civil  como 
don  valiosísimo  y  sobrenatural,  y  los  prociu'a- 
dores  de  las  Cortes  uo  podían  ser  osados  de  ir 
contra  él. 

Menos  respetuosa  con  los  territorios  fora- 
les  la  majestad  de  D.  Felipe  V,  resolvió  en 
parte  la  cuestión,  encontrando  en  la  diversi- 
dad legislativa  el  medio  de  recompensar  la  in- 
clinación de  las  regiones  que  durante  la  gue- 
rra de  sucesión  estuvieron  á  su  lado,  y  de 
castigar  la  arrogancia  de  las  que  le  comba- 
tieron; y  con  tal  fin,  expresamente  declarado, 
dictó  el  D.  de  29  Junio  1707  llamado  de  nueu^\ 
planta  (ley  1.^,  tit.  III,  lib.  III,  Xov.  Rec.)  abo- 
liendo y  derogando  enteramente  los  fueros  de 
Aragón  y  Valencia. 

Más  importantes  designios  relativos  al  de- 
recho civil  inspiraban  al  Soberano:  pues  en 
el  D.  de  29  de  Julio  del  propio  año  (ley  2.*), 
declarando  subsistentes  los  derechos  de  los 
valencianos  y  aragoneses  que  le  habían  sido 
leales,  manifestaba  textualmente  ^que  en  el 
modo  de  gobernarse  los  reinos  y  pueblos  no 
debe  haber  diferencia  de  leyes  y  estilos,  que 
han  de  ser  comunes  d  todos  para  la  conserva- 
ción de  la  paz  y  humana  sociedad^;  siendo  la 
Real  intención  »que  todo  el  continente  de  Es- 


i 


CÓDIGO  CIVIL. 


545 


'a  se  gobierne  per  tinas  mismas  leyese. 
Murió  elM^ouavca  sin  ver  log'rado  su  juicioso 
le<oo,  en  favor  del  que  nada  liicierou  sus  su- 
.  I  ores;  aunque  inspirándose  en  él  los  que 
reinaron  en  el  presente  siglo,  aceptaron  y 
aprobaron  el  principio  constitiicional  de  que 
unos  mismos  Códigos  regirán  en  toda  la  Mo- 
narquía. 

II. — Trabajos  de  codificación  civil  en  el  presente  siglo. 

Para  darle  aplicación  práctica  se  nombraron 
ya  en  ISliy  18-20  Comisiones  legislativas  con  el 
encargo  de  formar,  eutre  otros  Cuerpos  lega- 
les, el  Cód.  civil.  Posteriormente  Fernando  VII, 
en  la  ag-onia  del  absolutismo,  encomendó  igual 
trabajo  al  ilustre  Cambrouero,  que  mm-ió  antes 
de  darlo  cima;  en  1834  se  insistió  nuevamente 
en  el  intento,  y  los  jurisconsultos  á  quienes  se 
confió  el  encargo,  redactaron  un  proyecto  que 
el  año  39  fué  objeto  de  atenta  revisión.  Sufren 
después  los  trabajos  un  paréntesis  de  algunos 
años,  al  cabo  de  los  cuales  se  designó  por 
cuarta  vez  una  Junta  de  letrados,  y  nada  se 
hizo  posteriormente  hasta  1843,  en  que  don 
Joaquín  Maria  López,  de  gloriosa  memoria, 
que  formaba  parte  del  Gobierno  provisional, 
puso  uno  de  sus  primeros  cuidados  en  el  arre- 
glo de  nuestro  complicado  Derecho,  creando 
al  efecto  la  Comisión  general  de  Códigos,  para 
la  que  nombró  á  los  eminentes  jurisconsultos 
que  daban  á  la  sazón  lustre  y  grandeza  al  foro 
madrileño. 

Dedicáronse  éstos  desde  luego  á  resolver  el 
grave  problema  del  Derecho  civil,  uno  de  los 
más  importantes  para  que  fueron  convocados; 
pero  tan  patriótico  empeño  hubo  de  quedar 
también  en  suspenso,  después  de  hechos  bas- 
tantes trabajos,  por  supresión  de  la  Comisión 
general  en  1846. 

Restablecida  al  poco  tiempo  sobre  distintas 
bases,  reanudó  las  interrumpidas  tareas,  y 
en  1851  dio  remate  á  su  obra,  que  desgracia- 
damente, por  causas  de  todos  conocidas  y  por 
los  más  lamentadas,  quedó  relegada  á  la  ca- 
tegoría do  proyecto,  contra  las  esperanzas  de 
los  que  veian  en  ella  el  codiciado  término  de 
nuestra  anarquía  legislativa. 

Digno  era  el  proyecto  de  1851  de  los  sabios 
jurisconsultos  que  intervinieron  en  su  forma- 
ción; pero  el  Gobierno,  receloso  ante  la  resis- 
tencia que  determinados  elementos  opusieron 
á  su  planteamiento,  no  se  atrevió  á  llevarle  á 
las  Cortes,  limitándose  á  prometer  que  seria 
objeto  de  detenido  examen,  y  que  se  introdu- 
cirían en  él  las  alteraciones  necesarias  para 

efectuar  convenientemente  el  tránsito  de  la 
Tomo  ii. 


legislación  provincial  ó  local  á  la  nueva,  en 
los  puntos  que  lo  exigiesen,  garantizando 
cuanto  fuera  dable  los  intereses  adquiridos. 

Pero  si  faltó  al  proyecto  la  consagración 
oficial,  obtuvo  en  cambio  la  que  para  sus  au- 
tores no  valía  menos;  el  asentimiento  del 
mayor  número,  hasta  el  punto  de  haber  sido 
invocados  continuamente  sus  principios  y  doc- 
trinas en  el  foro,  en  la  cátedra  y  en  el  libro, 
para  aclarar  las  dudas  y  resolver  las  cues- 
tiones surgidas  á  cada  paso  en  la  aplicación 
del  derecho  común,  impropiamente  llamado  de 
Castilla. 

La  iniciativa  y  diligencia  del  legislador,  ya 
que  no  los  esfuerzos  de  los  particulares,  remi- 
tieron con  el  fracaso  de  1851;  y  desde  esta  fe- 
cha el  problema  no  rebasó  la  linea  de  las  in- 
tenciones sinceras  y  de  los  levantados  propó- 
sitos, hasta  1880,  en  que  el  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  ,  D.  Saturnino  Alvarez  Bugallal, 
perseverando,  aunque  no  con  mejor  sucoso 
que  sus  antecesores,  en  el  alto  y  nobilísimo 
empeño  de  la  unificación,  dictó  el  R.  D.  de  2  de 
Febrero,  reorganizando  la  Comisión  de  Códi- 
gos y  adscribiendo  á  su  Sección  primera,  á  fin 
de  que  pudiera  con  más  fruto  y  actividad  dedi- 
carse á  la  realización  de  la  obra,  un  letrado 
de  ciencia  y  práctica  reconocidas  por  cada  uno 
de  los  territorios  de  Cataluña,  Aragón,  Nava- 
rra, las  Provincias  Vascongadas,  las  islas  Ba- 
leares y  Galicia;  á  cuyos  jurisconsultos  enco- 
mendó la  redacción  de  Memorias  acerca  de  los 
principios  é  instituciones  de  derecho  foral  qiie 
por  su  vital  importancia  fuera,  á  su  juicio, 
indispensable  introducir  como  excepción  para 
las  respectivas  provincias  en  el  Código  gene- 
ral, y  también  de  aquellos  otros  de  que,  por 
desusados,  pudiera  y  debiera  prescindirse. 

En  tan  prudentes  términos  planteado  el  pro- 
blema, á  nadie  pareció  difícil  su  definitiva  so- 
lución, pues  la  resistencia  que  al  pensamiento 
de  la  iTnidad  opusieron  en  anteriores  intentos 
las  provincias  aforadas,  no  se  esperaba  cier- 
tamente después  de  conquistada  la  ventajosa 
y  anhelada  concesión  de  que  se  respetarían 
aquellas  instituciones  hondamente  grabadas 
en  sus  peculiares  organismos.  Pero  el  legisla- 
dor, contrariando  el  impulso  inicial,  abando- 
nó algunos  años  después  el  pensamiento  de 
la  unidad  legislativa,  parte,  en  niiestro  sentir, 
la  más  esencial  y  beneficiosa  del  problema,  ci- 
frando vínicamente  su  empeño  en  la  codifica- 
ción del  Derecho  civil  conuin. 

III. — Bases  para  la  redacción  ilcl  Códir/o  civil. 

Bajo  el  influjo  de  este  reducido  criterio  se 
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dictaron  las  bases  de  21  de  Octubi-e  de  1881, 
con  el  limitado  intento  de  contener  en  el  Có- 
digo el  derecho  común  6  de  Castilla,  creyendo 
que  la  reforma  no  podía  acometerse  con  espí- 
ritu nivelador  para  imponerla  á  viva  fuerza 
en  todo  el  Reino;  y  que  sólo  debería  aplicarse 
el  Códig-o  como  derecho  supletorio  del  foral 
en  lugar  de  las  Decretales  y  de  los  testos  ro- 
manos. 

Todavía  pareció  muy  amplio  este  propósito 
al  autor  de  las  bases  de  7  de  Enero  de  1885,  dic- 
tadas para  terminar  la  obra  comenzada  y  pro- 
mulgar en  su  día  el  Código  civil  de  Castilla, 
tan  exclusivamente  aplicable  á  las  comarcas 
que  no  tuvierau  fueros  propios,  que  el  Sr.  Mi- 
nistro declaraba  que  habían  de  quedar  subsis- 
tentes las  instituciones,  leyes,  usatges,  recopi- 
laciones, fueros  y  costumbres  especiales,  y  no 
excluiría  el  Códig'o  común  la  aplicación  del 
Derecho  romano  ni  del  canónico,  aunque  su- 
pliría las  deficiencias  de  ambos. 

Otro  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  decía 
desde  la  Presidencia  del  T.  S.  en  el  acto  de  la 
apertura  del  año  judicial,  que  semejante  sis- 
tema sólo  servía  para  ainintalar  la  obra  de 
nuestra  división  legislativa;  y  nosotros  pensa- 
mos y  dijimos  entonces,  como  pensamos  y  de- 
cimos ahora,  que  tenia  razón  para  condenar 
el  procedimiento  emprendido,  sobre  todo  si  se 
atiende  á  lo  infundado  de  la  causa  que  lo  im- , 
pulsó,  porque  ni  eran  tan  hondas  en  g-eneral 
las  diferencias  que  mediaban  entre  el  derecho 
común  y  el  derecho  foral,  ni  ha  habido  g'raves 
inconvenientes  en  acog'er  ciertas  instituciones 
de  localidad,  que  por  no  herir  ningún  interés 
adquirido, fácilmente  han  podido  hacerse  obli- 
gatorias en  toda  la  Xacióu  *,  ni  hubiera  sido, 
en  fin,  imposible  consignar  en  el  mismo  Códi- 
go, como  excepción  singularísima,  alguna  ins- 
titución particular  observada  en  determinadas 
comarcas,  y  qxie  acaso  fuera  tan  inconveniente 
llevar  A  otras,  como  prescindir  en  absoluto  de 
su  existencia  en  las  relaciones  jurídicas. 

Pero  el  proyecto  de  1885  llegó  á  ser,  con  li- 
geras modificaciones,  la  ley  de  11  de  Mayo  de 
1888,  y  la  obi-a  de  la  división  y  anarquía  le- 
gislativa, ha  quedado  por  luengos  años  conso- 
lidada; pues  el  Código  civil  no  rige  sino  como 
derecho  supletorio  del  supletorio  en  las  pro- 
vincias y  territorios  aforados. 

IV. — Inconvenientes,  cattsas  y  consecuencias  de  la  diver- 
sidad legislativa. 

Ingenuamente  confesamos  que  no  merece 


*    Sirvan  de  ejemplo  el  usufructo  vidual  y  el  establecí 
miento  censal  á  primeras  cepas  (rabassa  morta). 


nuestra  adhesión  el  estrecho  alcance  que  se  ha 
dado  á  la  reforma.  No  ha  debido  el  Gobierno 
contemporizar,  no  ha  debido  desistir  de  la 
unificación,  y  al  hacerlo,  entendemos  que  ha 
perjudicado  en  mucho  los  mismos  intereses 
que  aspiraba  á  proteger. 

Estaban  las  reg-iones  ferales,  tanto  ó  más 
que  el  territorio  regido  por  la  legislación  cas- 
tellana, interesadas  en  la  reforma  de  las  in.sti- 
tuciones  civiles,  porque,  aparte  de  la  inmensa 
ventaja  de  la  uniformidad  del  Derecho,  que 
facilita  las  relaciones  privadas  do  los  ciuda- 
danos sin  los  inconvenientes  y  complicaciones 
que  origina  la  aplicación  de  los  estatutos  per- 
sonal, real  y  formal,  como  si  fuéramos  extran- 
jeros dentro  de  la  patria,  ofrécese,  con  la  pu- 
blicación de  un  Código  general,  el  progreso 
legislativo  que  resulta  del  fácil  estudio  y  co- 
nocimiento del  Derecho.  Este  se  halla  bien  de- 
terminado en  las  provincias  á  que  se  extiende 
el  imperio  del  nuevo  Código;  pero  Aragón, 
Navarra,  Cataluña  y  las  Baleares,  que  segui- 
rán rigiéndose  por  sus  instituciones  ferales, 
tropezarán  con  grandes  inconvenientes  para 
estudiar  los  preceptos  de  su  legislación  posi  • 
tiva,  diseminada  en  multitud  de  textos,  algu- 
nos de  difícil  traducción  y  no  todos  de  apli- 
cación sencilla. 

Se  han  mantenido  por  espíritu  de  localidad, 
justo  es  decirlo,  las  leyes  antiguas  en  las  pro- 
vincias aforadas;  pero  estas  sufrirán  las  tristes 
consecuencias  de  su  oposición  al  planteamien- 
to de  una  ley  general  para  todo  el  territorio 
de  España.  Están  de  enhorabuena  las  cuarenta 
provincias  á  que  se  aplica  el  Código  civiíj 
porque  ven  consagradas  las  instituciones  quá 
son  buenas,  mejoradas  otras  que  no  lo  eraii 
en  la  forma  que  antes  tenían  y  adoptadas  algu- 
nas, privativas  hasta  hoy  de  las  provincias 
forales;  y  están  de  pésame  éstas,  que  van  á 
continuar  en  la  misma  oscuridad  y  confusión, 
sin  que  los  más  disting-uidos  jurisconsultos 
puedan  fácilmente  resolver  las  dudas  á  que  da 
lug'ar  la  especialidad,  y  mucho  menos  los  chl- 
dadanos  estudiar  sus  derechos,  como  los  natu- 
rales de  las  provincias  regidas  por  el  derecho 
comiin,  sobre  un  pequeño  libro  que  los  formu- 
la con  precisión  en  el  idioma^acional  *. 


*  He  aqui  lo  que  decia  D.  Manuel  Silvela  en  el  Senado 
C2ta7ido  en  este  alfo  Cuerpo  se  discutia  la  leu  de  bases  de 
7  de  Enero  de  Í8S5: 

«El  gran  ejemplo  es  hacer  un  Código  general  y  publi- 
carlo desde  luego  en  todas  las  provincias  que  lo  acepten. 
Surgirán,  sin  duda  alguna,  dificultades,  habrá  algunas 
contestaciones,  ocurrirán  algunas  dudas  g  vendrá  á  con- 
sultar á  un  letrado  un  litigante  cualquiera,  diciéndole: 
«Este  es  mi  caso:  yo  soy  colono,  ó  arrendatario,  marido,- 
padre,  hijo  y  encuentro  tales  dificultades  en  el  teso  de  mis 
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Y  en  verdad  que  no  comprendemos  cómo 
hay  pueblos  que  rechacen  esta  inmensa  venta- 
ja, que  se  resistan  á  reformar  sus  leyes  cuan- 
do son  oscuras  y  contradictorias  unas,  ó  in- 
necesarias, deficientes  y  anacrónicas  no  pocas, 
en  puntos  de  grande  importancia.  Se  concibe 
y  se  explica,  de  alguna  manera,  que  sea  re- 
fractaria á  la  reforma,  la  muy  digna  é  ilustra- 
da clase  de  abogados,  por  el  temor  de  perder 
el  monopolio  de  la  erudieión  jurídica,  ó  por 
apasionamientos  ó  preocupaciones  de  escuela; 
j  pero  no  se  comprende  que  un  pueblo  rechace 
i  los  beneficios  de  una  legislación  sencilla,  ajus- 
tada á  su  manera  de  vivir  y  de  ser,  prefirien- 
!  do  otra  anticuada,  oscura  é  incomprensible, 
í  engendrada  y  nacida  en  épocas  lejanas,  cuan- 
I  do  eran  diferentes  las  necesidades  á  que  ha- 
bla de  atender  y  los  intereses  que  tenia  que 
guardar. 

¿Acaso  piensan  las  provincias  forales  que 
(  sus  legislaciones  sirven  todavía,  lo  mismo  que 
cuando  fueron  dictadas,  para  regular  las  re- 
laciones nacidas  en  esta  sociedad  moderna  que 
ha  ampliado  el  concepto  de  la  capacidad  de  la 
mujer,  que  ha  impuesto  con  las  leyes  de  seño- 
ríos, des vinculadoras  y  desamortizadoras,  gra- 
ves transformaciones  á  la  propiedad;  que  ha 
emancipado  de  lapotestad  religiosa  la  política 
y  civil,  influyendo  en  la  forma  y  efectos  de  la 
celebración  del  matrimonio;  que  va  ensanchan- 
do con  el  desarrollo  portentoso  del  crédito  y  las 
facilidades  de  comunicación  las  esferas  del  co- 
mercio y  la  industria;  que  ha  visto  surgir  insti- 
tuciones no  sospechadas  de  los  antiguos,  como 
el  régimen  hipotecario;  que  ha  transformado, 


derechos. — ¿Por  qué  preceptos  está  regido?  le  preguntará 
él  abogado.  ¿Le  comprende  d  usted  la  legislación  general? 
Pues,  titulo  tantos,  articulo  tantos:  el  marido  puede  ha- 
cer estOf  el  padre  puede  disponer  esto  otro.  Podrá  haber 
c^guna  duda  que  suscitará  el  contrario,  sobre  cómo  ha  de 
entenderse  este  articulo;  pero  no  hay  más  que  este  articu- 
lo para  regular  la  cuestión  de  usted. >■  Pero  dice  el  consul- 
tante: « l'o  no  soy  hahitantc  de  una  de  las  provincias  re- 
gidas por  el  réijiín.-n  i/eni'ral  de  Espalla  y  quisiera  que 
usted  me  declarare  la  duda.— Pues  entonces,  le  dice  el  le- 
trado, si  es,  por  ejemplo,  cat.al  in  el  consultante,  mire  us- 
ted;en  cuantoyo  vea  los  monumentos  de  la  legislación  ro- 
mana creando  colonias  é  introduciendo  el  Derecho  roma- 
no en  Cataluiía;  la  capitulación  de  los  godos  catalanes 
en  Narhona;  los  preceptos  de  Carlomagno,  Ludooico  Pió 
y  Carlos  el  Calvo,  señalando  la  legislación  por  la  cual 
debian  regirse  los  catalanes;  el  Código  de  los  Usatges, 
texso  latino  y  catalán  en  la  traducción  oficial;  las  cos- 
tumbres de  Lérida;  las  de  Tortosa;  las  de  Barcelona, 
llamadas  Becognoverura  Proceres  y  de  Santalicia ; 
las  de  Perpiñán,de  Besalú,  de  Qerona,  de  Castellón  de 
Ampudia,  de  FUj-,  de  Bailia,  de  Miratent,  del  Valle  de 
Rivas  y  del  Valle  de  Amer;  los  privilegios  y  franquicias 
del  Valle  de  Aran;  el  Consulado  del  Mar;  las  Constitucio- 
nes, Capítulos  y  Actas  de  las  Cortes  catalanas;  los  libros 
de  Redres  ó  reformas  de  la  antigua  Diputación  general 
de  Cataluña,  la  reseña  del  sistema  de  gananciales  del 
campo  de  Tarragona,  y  la  de  la  donación  llamada  Tan- 
tumdem  en  el  Obispado  de  Gerona,  todo  lo  ciml  reco- 
mienda la  Diputación  de  Barcelona  como  esencial  para 
conocer  el  Derecho  catalán,  yo  le  contestaré  dónde  está  el 
texto  que  se  va  d  aplicar  á  su  derecho.» 


en  una  palabra,  la  naturaleza  jurídica  de  las 
personas,  las  obligaciones,  la  propiedad,  todo 
cuanto  cae  dentro  de  los  limites  del  Derecho 
civil?  ¿O  es  que  piensan  las  provincias  forales 
vivir  continuamente  ;V  la  sombra  de  su  Dere- 
cho antiguo,  despreciando  el  progreso  legisla- 
tivo, resultante  del  progreso  social? 

Convengamos  en  que  no  puede  ser  lo  prime- 
ro cuando  un  ilustre  regionalista  se  lamenta 
de  que  se  hallen  petrificadas  las  legislaciones 
forales.  sin  participar  del  movimiento  en  que 
han  entrado  las  de  todos  los  pueblos  del  mun- 
do. Más  apariencias  hay  de  lo  segundo,  es  de- 
cir, deque  los  pueblos  forales  rechazan  el  mo- 
vimiento progresivo  por  conservar  el  espíritu 
de  independencia  civil  que  palpita  en  sus  ins- 
tituciones propias.  Pero  noten  los  pueblos, 
que  se  hacen  esclavos  de  sus  leyes  por  huir  de 
1*  suave  y  maternal  tutela  de  un  derecho  co  - 
miiu,  y  no  olviden,  que  siendo  uno  el  Poder 
legislativo  en  España  no  pixeden  resistir  á  las 
consecuencias  de  esa  unidad  sin  falsear  los 
principios  en  que  se  funda  nuestro  actvial  sis- 
tema de  gobierno.  Loco  seria  el  legislador  que 
pretendiera  romper  de  un  golpe  las  costumbres 
de  hondas  raices  en  un  pueblo;  pero  es  éste 
más  loco  todavía  si  resiste  al  Poder  legislativo 
cuando  trata  de  reformar  las  leyes  defectuo- 
sas, ó  de  suplir  los  vacíos  que  producen  la 
incertidumbre  en  el  Derecho  y  dejan  campo 
abierto  á  la  arbitrariedad  del  juzgador. 

Desgraciadamente  no  han  bastado  estas  po- 
derosas razones  para  convencer  á  los  países 
forales;  y  el  nuevo  Código  se  aplica  tan  sólo  á 
una  parte  del  territorio  de  la  patria,  con  men- 
gua del  principio  do  igualdad  legislativa  con- 
signado en  el  art.  75  de  la  Constitución  de  la 
Monarquía,  y  con  mengua  también  de  la  uni- 
dad que  enlaza  las  diversas  partes  de  nuestro 
organismo  social. 

Por  grandes  que  sean  las  diferencias  que  se 
encuentren  entre  las  costumbres  de  unas  y 
otras  provincias  españolas,  nunca  lo  serán 
tanto  que  puedan  autorizar  la  variedad  múlti- 
ple de  legislaciones.  Es  verdad  que  hemos  vi- 
vido con  leyes  distintas  durante  muchos  siglos, 
y  algo  ha  de  influir  esto  en  la  naturaleza  de 
las  relaciones  civiles  de  cada  una  de  las  pro- 
vincias; pero  como  las  leyes  no  hacen  las  cos- 
tumbres,, siempre  resultará  que  no  es  difícil 
armonizar  los  preceptos  establecidos  por  la 
costumbre  y  que  deben  trasladarse  á  las  leyes. 
Demuestra  la  estadística  exacta  de  los  re- 
cui-sos  de  casación  procedentes  de  Cataluña, 
1  según  el  Sr.  Alonso  Martínez,  que  apenas  for- 
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muían  los  letrados  catalanes  un  recurso  en  el 
que  no  invoquen  como  infringidas  leyes  del 
Código  de  las  Partidas  y  alguna  vez  hasta  de 
la  Novísima  Recopilación;  lo  cual  daba  dere- 
cho, en  sentir  de  tan  ilustre  jurisconsulto,  á 
preguntar  cuál  era  en  definitiva  la  verdadera 
leg'islación  catalana.  Pero  nosotros  deducire- 
mos de  este  fenómeno  la  consecuencia  de  que 
no  son  tan  hondas  las  diferencias  de  costum- 
bres entre  los  catalanes  y  los  regidos  por  la 
legislación  comiin:  cuando  en  la  mayor  parte 
de  los  recursos  citan  ésta  como  infringida, 
prtieba  de  que  moldea  mejor  sus  necesidades 
que  las  instituciones  propias. 

El  mismo  jurisconsulto  consignó  también  en 
el  notable  libro  intitulado  o  El  Código  civil 
en  sus  relaciones  con  las  legislaciones  foi-a- 
les»,  que  las  diferencias  esenciales  entre  la  le- 
gislación general  del  Reino  y  los  fueros  de 
Navarra,  Arag'ón,  Mallorca  y  Cataluña,  están 
solamente  en  las  legítimas,  el  derecho  de  viu- 
dedad y  la  donación  propter  miptias:  y  redu- 
cida considerablemente  la  leg'ítima  castellana 
en  el  nuevo  Código,  establecido  en  él  el  usu- 
fructo á  favor  del  cónyug-e  sobreviviente  eu 
bienes  del  premuerto,  y  conformes  los  juris- 
consultos en  qup  la  donación  propter  nuptias 
del  derecho  foral  contradice  el  principio  de 
1  iue  la  voluntad  del  hombre  es  revocable  has- 
ta la  muerte,  se  comprende  que  no  hubiera 
sido  imposible  de  realizar  el  propósito  de  ha- 
ler  obligatorio  el  Código  para  toda  España, 
cumpliendo  la  promesa  contenida  en  la  Cons- 
titución de  1812  y  reproducida  en  todas  las 
posteriores.  Y  se  ve  mucho  más  fácil  la  tarea 
de  unificación,  si  se  tiene  en  cuenta  que  en  él 
se  admiten,  con  ó  sin  reformas,  instituciones 
peculiares  de  las  provincias  aforadas,  se  im- 
portan otras  exóticas  y  se  introducen  sustan- 
cialisimas  novedades,  sin  que  por  eso  hayan 
surgido  hasta  ahora  ni  se  teman  para  el  por- 
venir rebeldías  ó  protestas  que  impidan  el 
cumplimiento  de  la  ley. 

La  mira  que  se  siguió  para  formular  el  nue- 
vo Código,  fué  especialmente  acercarle  A  las 
legislaciones  ferales ,  en  [los  puntos  en  que 
éstas  difieren  de  la  general,  para  facilitar  la 
unificación  más  tarde,  ya  que  no  ha  sido  po- 
sible, no  sabemos  por  qué,  en  l{i  época  pre- 
sente. A  la  unificación  se  llegará,  poi-  el  cami- 
■.10  que  llevamos,  cuando  se  encuentren  la  le- 
gislación general,  á  la  que  los  legisladores 
quieren  por  lo  visto  poner  en  incesante  movi- 
miento, y  las  legislaciones  forales  que  con 
beneplácito  del  Poder  legislativo  han  de  per- 


manecer en  inmutable  quietud.  Aun  entonces 
habría  que  resolver  el  difícil  problema  de  ar- 
monizar entre  si  todas  esas  legislaciones  par- 
ticulares, que  Uaniariamos  privilegiadas  si  lo 
fuei-an  en  el  sentido  de  favorecer  á  los  pue- 
blos que  por  ellas  se  rigen;  pero  que  desgra- 
ciadamente sólo  llevan  consigo  el  desconcier- 
to, la  confusión  y  el  caos. 

Y  no  hay  cjue  olvidar  que  si  los  aragoneses, 
los  navarros,  los  catalanes  y  los  mallorquines 
están  muy  encariñados  con  sus  instituciones  se- 
culai-es,  también  Castilla  lo  estaba  con  las  su- 
yas, de  tan  hondas  raices  y  de  abolengo  tan 
antiguo  como  las  particulares  de  las  provin- 
cias aforadas;  sin  que  por  eso  se  haya  opuesta 
á  dar  un  paso  hacia  el  ideal,  ni  considerado 
conveniente  quedarse  estacionada  en  la  cos- 
tumbre; y  que  si  en  las  provincias  aforadas 
puede  ser  peligroso  ensayar  novedades  y  rom- 
per tradiciones  consagradas  por  la  práctica 
no  interrumpida  de  muchos  años,  no  lo  habría 
sido  menos  eu  el  territorio  donde  impera  el 
derecho  comiin.  Por  eso  entendemos  que  re- 
formada la  legislación  castellana,  en  provecho 
de  los  ciudadanos  y  en  aras  del  progreso  jurí- 
dico, del  mismo  modo,  para  bien  de  las  pro- 
vincias que  se  rig'eu  por  legislación  especial  ó 
foral,  no  ha  debido  mantenerse  la  integridad 
de  la  misma  cuando  su  revisión  está  también 
aconsejada  por  el  mejorar  de  los  tiempos  y  por 
las  nuevas  exig-encias  de  la  vida  moderna. 

En  Castilla  han  podido  plantearse  sin  in-  _ 
conveniente,  á  juicio  del  legislador,  todas  lasa 
innovaciones  objeto  de  la  ley  de  11  de  Mayo'  ' 
de  1888:  ha  podido  proveerse  á  las  necesida- 
des actuales  con  soluciones  que  tengan  prece- 
dente en  legislaciones  propias  ó  extrañas  ó 
que  carezcan  de  él  (base  1."):  ha  podido  redu- 
cirse el  límite  histórico  de  la  menor  edad  (base 
S.''):  ha  podido  incorporarse  al  Código  lo  dis- 
puesto sobre  servidumbres  en  Aragón,  Balea- 
res, Cataluña,  Galicia,  Navarra  y  Provincias 
Vaseong'adas  (base  13):  ha  podido  enriquecer- 
se la  forma  de  expresión  de  las  iiltimas  volun- 
tades con  el  testamento  ológrafo,  qiie  no  se 
conocía  en  Castilla  como  institución  vig-ente 
(base  15):  ha  podido  limitarse  la  cuantía  de  las 
legitimas  hasta  un  término  que  casi  se  confun- 
de con  la  libertad  de  testar,  y  declararse  el  de- 
recho de  percibirlas  á  los  hijos  naturales  reco- 
nocidos, cjue  concurrirán  con  los  legítimos 
(base  16):  ha  podido  establecerse  el  usufructo 
á  favor  del  viudo,  tomándolo  de  las  legisla- 
ciones forales  (base  17):  han  podido  trastor- 
narse los  órdenes  de  la  sucesión  intestada  y 
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reducir  los  llamamientos  á  los  parientes  den- 
tro del  6."  grado  (base  18):  y  ha  podido,  en  flu, 
ordenarse  el  régimen  de  la  sociedad  leg'al  de 
gananciales  para  el  solo  caso  de  que  los  cón- 
yuges no  hayan  pactado  otro  distinto  (base 
22);  y  en  cambio  no  han  podido  las  provincias 
aforadas  modificar  sus  instituciones  propias, 
admitir  la  levadura  de  las  de  Castilla  ni  pres- 
tarse á,  transacciones  prudentes  en  beneficio 
de  la  unidad  del  Dereclio  y  de  la  ig'iialdad  de 
todos  los  españoles  ante  la  ley  civil,  bajo  pre- 
texto de  que  seria  aventurada  y  peligrosa  una 
transformación  qtie  perturbaría  profundamen- 
te las  relaciones  privadas  y  las  prácticas  no 
interrumpidas  durante  muchos  siglos.  Pues 
¿acaso  Castilla  no  tenía  también  tradiciones 
venerandas  que  conservar  y  proseguir?  ¿O  es 
•que  se  ha  considerado  menos  digno  de  respeto 
lo  que  practicaba  la  inmensa  mayoría  de  los 
españoles  que  lo  'que  constituye  la  excepción 
de  un  insignificante  número  de  provincias? 

Cuando  el  Sr.  Alvarez  Bugallal  sometió  á  la 
aprobación  de  S.  M.  el  decreto  de  2  de  Febre- 
ro de  1880,  quiso,  como  hemos  dicho,  que  cada 
uno  de  los  territorios  de  Cataluña,  Aragón, 
Navarra,  Vascongadas,  Galicia  y  Baleares, 
«stuviera  defendido,  al  acometerse  la  obra  del 
Código  civil,  por  la  ciencia  y  práctica  de  un 
letrado  que  señalase  aquellas  instituciones 
provinciales  que  por  tener  robusto  apoyo  ó 
afectar  á  la  organización  de  la  familia  ó  de  la 
propiedad,  debieran  constituir  una  excepción 
respecto  de  las  disposiciones  generales  sobre 
las  mismas  materias.  El  propósito  que  guiaba 
al  Ministro  era  nobilísimo;  pero  hizo  casi  im- 
posible llevar  á  feliz  término  por  ahora  la 
anhelada  unificación,  porque  fomentó  el  sen- 
tuniento  de  regionalidad,  y  los  representan- 
tes designados  por  dichas  provincias  sólo  esti- 
maron que  cumplían  fielmente  sus  compromi- 
sos, mostrándose  adversarios  de  toda  reforma 
y  opuestos  ó  toda  concesión. 

Si  no  se  hubiera  dado  el  carácter  que  se  dio 
d,  los  letrados  representantes  de  las  provincias 
aforadas;  si  se  hubiera  pensado  en  promulgar 
la  ley  como  general,  sin  otro  requisito  que  su 
previa  discusión  en  las  Cortes,  ó  si  se  querían 
más  garantías,  oyendo  el  informe  de  los  Cole- 
gios de  abogados  de  las  Audiencias  territoria- 
les, creemos  lealmente  que  la  unificación  sería 
un  hecho;  pues,  por  un  contrasentido  inexpli- 
cable, el  territorio  en  que  rige  la  legislación 
castellana,  es  decir,  casi  todo  el  territorio  es- 
pañol, no  ha  tenido  mantenedor  especial  de 
.sus  antiguas  instituciones,  y  por  eso  se  ha  es- 


timado llano  y  hacedero  suprimirlas  ó  refor- 
mai'las,  cuando  la  supresión  ó  la  reforma,  aun- 
que beneficiosas,  debieron  ser  el  precio  de 
transacciones  mutuas,  mediante  las  cuales  se 
fundiera  todo  el  Derecho  civil  en  un  buen  Có- 
dig'o  nacional. 

Los  ilustres  jurisconsultos  que  representa- 
ron en  la  Comisión  de  Códigos  á  las  provin- 
cias aforadas,  han  escrito  eruditas  y  extensas 
Memorias  dedicadas  á  la  especialidad  de  cada 
derecho  en  la  comarca  respectiva.  Tan  con- 
cienzudos y  difíciles  trabajos  han  acrecentado 
la  justa  fama  de  sus  sabios  autores;  pero  han 
puesto  también  de  manifiesto  las  decantadas 
excelencias  de  esas  legislaciones  inviolables  y 
triunfantes,  en  las  que  todo  es  oscuridad,  ana- 
cronismo y  ocasión  de  duda,  y  donde  á  veces 
se  niegan  expresamente  instituciones  de  de- 
recho natural  tan  universales  y  sagradas  como 
la  patria  potestad;  ó  se  marcan  límites  risibles 
á  las  legítimas,  que  añaden  al  desamparo  de  la 
desheredación  la  ofensa  del  escarnio;  ó  se  an- 
teponen en  la  sucesión  abiutestato  los  parien- 
tes del  grado  10."  á  los  padres  del  finado,  ó  se 
desconoce  el  principio  de  que  la  voluntad  del 
hombre  es  mudable  hasta  la  muerte,  ligándola 
á  la  eficacia  de  actos  inconvenientes  que  favo- 
recen á  uno  de  los  liijos  con  mengua  de  los  in- 
tereses de  los  demás. 

Defendidas  con  brioso  denuedo  las  institu- 
ciones torales  por  los  juriconsultos  que  las 
explican,  hay  que  confiar  á  los  mismos  pue- 
blos que  las  desconocen  '  la  misión  de  pedir 
su  derogación  ó  su  reforma;  acaso  más  próxi- 
ma y  desde  lueg'o  más  fácil,  que  la  redacción 
de  los  cuadernos  ó  Apéndices  que  han  de  con- 
tenerlas, según  los  arts.  5.°,  6.°  y  7."  de  la  ley 
de  bases,  de  cuyo  cumplimiento,  hasta  el  pre- 
sente, no  tenemos  la  menor  noticia. 


DÍN|iaslcloncs 
que  precedieron  luiiicitlataiiiento  al  Cód.  civil. 

R.D.  2  Febrero  1880. 
Dictando  disposiciones  relativas  á  la  organización  y  tra- 
bajos de  la  Comisión  general  de  Codi/lcacián  y  para  la 
pronía  formación  del  Código  civil. 

(GitAC.  y  Ju.ST.)  £xpo.s¿cífí/i.— (Empieza  el 
Ministro  por  elogiar  el  restablecimiento  de  la 
Comisión  general  de  Codificación  acordado  en 


i&Je  desear  hubiera  sido  que  al  formarte  el  Cód.  civil 
se  hubiera  explorado  la  voluntad  de  los  pueblos  que  qui- 
sieran someterse  d  él,  dando  sentido  más  práctico  d  la  base 
n  de  1X81.  Ve  todos  modos  parece  conveniente  d  todos,  y 
más  á  los  pueblos  que  no  se  rigen  por  el  Código  civil,  que 
el  óobierno  atienda  al  cumplimiento  délo  diapuesto  en  los 
arts.  e."  y  7.°  de  la  ley  de  bases  de  11  Mayo  ISSH,  y  p té- 
sente cuanto  untes  á  las  Corles  en  uno  ó  varios  proyectos 
de  ley  los  Apéndices  en  que  se  contengan  las  instituciones 
forales  que  conviene  conservar  en  cada  una  de  las  pro- 
vincias ó  territorios  donde  hoy  existen.  Para  los  ilustres 
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el  R.  D.  de  10  de  Mayo  do  1875  (V.  Comisión 
GENERAL...),  vazoiía  la.s  reformas  que  eu  la  or- 
gauizacióu  de  dicho  Cuerpo  iutroduee  la  ac- 
tual di.sposicióu  y  luego  dice:) 

«Pero  la  obra  que  ofrece  .sin  duda  alguna 
mayor  interés;  que  puede  ser  más  fecunda  en 
resultados  prácticos,  y  constituir  uno  de  los 
timbres  más  preciados  del  glorioso  reinado  de 
V.  M.,  es  la  formación  y  planteamiento  del  Có- 
digo civil.  No  es  necesario  detenerse  á  demos- 
trarlo. Lo  dicen  á  una  voz  los  hombres  do 
ciencia,  que  todos  ellos,  ya  pertenezcan  á  la 
Magistratura,  ya  al  Foro  ó  al  Profesorado,  se 
lamentan  unánimes  de  que,  para  discutir  ó  fa- 
llar cuestiones  de  derecho  civil,  sea  necesario, 
por  lo  que  hace  á  la  legislación  castellana, 
consultar  los  Códigos  promulgados  en  el  espa- 
cio de  doce  siglos;  y  en  lo  relativo  á  las  legisla 
clones  regionales,  estudiar  los  diversos  fueros 
por  que  cada  una  de  ellas  se  rige.  Resultado 
de  tan  lamentable  situación  es  que  el  precep- 
to de  la  ley  fundamental  del  Estado,  de  que 
unos  mismos  Códigos  rijan  en  toda  la  Monar- 
quía, sea  hoy  un  hecho  en  las  diferentes  esfe- 
ras de  la  legislación,  menos  eu  la  primera  y 
principal,  que  es  la  legislación  civil,  propia- 
mente dicha. 

El  buen  deseo  de  todos  los  Gobiernos,  que 
se  han  sucedido  en  España,  desde  los  comien- 
zos del  sig'lo  hasta  hoy,  para  que  tan  impor- 
tante obra  se  llevase  A  ejecución,  no  se  ha  lo- 
grado todavía,  á  pesar  do  haberse  formado, 
después  de  graves  y  serias  deliberaciones,  el 
proyecto  de  Cód.  civil  que  vio  la  luz  pública  el 
10  de  Mayo  de  1851;  porque  han  sido  causas 
bastante  poderosas  á  impedirlo,  el  natural 
afecto  que  varias  provincias  de  España  tienen 
á  los  fueros  que  las  rigen,  y  sus  fundados  te- 
mores de  que  antiguas  y  respetadas  iustitu- 
eioues,  que  afectan  á  la  manera  como  en  ellas 
está  constituida  la  familia  ó  la  propiedad,  des- 
apareciesen por  completo  ó  se  resintiesen  pro- 
funda y  dolorosamentc  en  aras  del  principio 
unitario  en  todo  su  rigor  aplicado.  Pero  ¿ha 
de  ser  esto,  por  ventura,  obstáculo  inveuciljlo 
que  nos  tenga  por  siempre  privados  de  los  be- 
neficios de  un  Código  civil?  Muy  lejos  de  eso, 
cree  el  infrascrito  llegada  la  hora  de  poner 
término  A  dilación  tan  lamentable,  y  de  aco- 
meter con  decidido  empeño  una  obra  que  tan- 
to interesa  al  bien  común. 

Y  dista  mucho,  al  expresarse  asi,  de  desco- 
nocer cuanto  hay  de  respetable  y  digno  de  la 
consideración  del  legislador  en  esas  institu- 
ciones antiguas,  ya  generales,  ya  locales,  que 
no  son  otra  cosa  sino  costumbres  y  traclicio- 
nes  convertidas  en  leyes,  sobre  las  cuales  no 
puede  pasarse,  caprichosa  y  arbitrariamente, 
la  segur  niveladora  de  una  igualdad  quiméri- 
ca. Y  por  lo  mismo  que  no  aspira  el  Ministro 
que  suscribe,  á  prescindir  de  lo  que  en  tanto 
estima,  ni  á  destruir  lo  que  merece  conservar- 
se, ni  á  que  en  España  se  siga,  al  reformar  el 
Cód.  civil,  el  sistema  radicalmente  innovador 


jurisconsultos  regionales  qite  tanta  oposición  han  hecho  á 
la  unidad,  podrá  no  tener  mucha  impnrtancia  este  asun- 
to, pero  la  tiene  y  grande  para  los  pueblos,  ó  para  las  fa- 
milias. 


de  cjue  han  dado  ejemplo  otras  naciones,  cree 
que  su  proyecto,  á  la  vez  que  prog-resivo,  es 
también  fácilmente  realizable.  Obra  del  pa^ 
triotismo  de  todos  habrá  de  ser  esta  en  primer 
término,  porque  sólo  con  una  transacción  ge- 
nerosa puede  log'rarse  el  fin  apetecido,  sin  qué 
por  eso  se  entienda  exigir  de  nadie  sacrificios 
extraordinarios  ni  superiores  á  sus  fuerzas. 
No  lo  seria  ciertamente  para  los  naturales  de 
Castilla  aceptar  alguna  institución  foral  que, 
como  la  viudedad  de  Aragón,  por  ejemplo, 
conveng'a  acaso  introducir  en  la  legislartiión 
g'eneral  para  vig'orizar  la  familia,  haciendo  ea 
ella,  como  en  cualc(uiera  otra  que  se  acepte,^ 
las  modificaciones  que  haya  aconsejado  la  ex- 
periencia, y  que  serían  tanto  más  necesarias^ 
cuanto  que  habrían  de  introducirse  por  vez 
primera  eu  una  legislación  donde  antes  no  han 
existido;  ni  debiera  serlo  para  las  provincias, 
en  que  rigen  fueros  esjieciales,  prescindir,  eu 
obsequio  á  la  unidad  leg-al,  de  lo  que  ]iara 
ellas  no  sea  fundamental,  en  la  seguridad  de 
que  lo  que  verdaderamente  merezca  este  con- 
cepto, será  respetado  é  incluido  en  el  Código 
g'oneral,  como  excepción  aplicable  al  territo- 
rio en  que  hoy  está  vigente,  y  donde  á  la  vez 
que  sea  unánimemente  reconocida  como  iitil 
y  provechosa,  sea  expresamente  reclamada  '. 

¡Y  cuántas  ventajas  no  ofrecerá  ala  vez,  la 
codificación  del  derecho  civil  jiresentada  en  la 
forma  que  acaba  de  indicarse!  Con  ella  se  con- 
servarán las  instituciones  torales  dig-nas  de 
respeto,  en  vez  de  arrancarlas  de  raíz,  que  es 
la  amenaza  constante  á  que  hoy  las  tiene  so- 
metidas la  tendencia  niveladora  é  igualitaria 
que  en  orden  á  la  codificación  civil  prevalece 
en  las  corrientes  filosóficas  del  siglo.  Con  ellas 
se  generalizará  su  conocimiento  y  se  las  apre- 
ciará en  lo  que  valen;  dándo.se  ocasión  á  que 
si  su  mérito  las  hiciese  aceptables  para  elre.s- 
to  de  España,  la  legislación  común  las  podrá 
acoger  andando  el  tiempo  entre  las  suyas,  vi- 
niendo á  convertirse  en  general  algo  de  lo  que 
hasta  hoy  sólo  tienen  carácter  regional  ó  lo- 
cal. Con  ella,  en  fin,  tendrán  los  magistrados 
y  los  jurisconsultos  reunida  en  un  solo  volil'r 
"men  toda  la  legislación  civil,  así  general  como 
regional  de  España,  ahorrándose  el  ímprobo 
trabajo  de  consultar  tantos  .y  tan  diversos  Có- 
digos, y  las  dificultades  inmensas  con  que  n6^ 
cosariamente  se  lucha  en  repetidos  casos  para 
formar  una  opinión  segura  en  medio  de  las 
dudas  que  á  cada  paso  suscita  la  multiplicidad 
y  complicacii'jn  de  nuestras  leyes  civiles. 

Y  bien  puede  asegurarse  que  adoptando  este 
sistema,  la  obra  de  que  se  trata,  obra  monu- 
mental que  el  Ministro  que  suscribe  desea  vi- 
vamente ver  realizada  para  gloria  delreinadi 
de  Y.  M.,  pudiera  quedar  terminada  en  el  ei' 
pació  de  un  año,  prestándose  con  ella  uno  d5 
los  más  señalados  servicios  á  la  Nación,  por 
la  transcendental  mejora  que  recibirían  la  le- 
gislación y  la  administración  de  justicia  y  los 
múltiples  intereses  que  se  relacionan  con  ella. 


1  Ve  este  juicioso  y  conveniente  plan  se  ha  prescindido 
des2n(¿s.  y  el  Cód.  civil,  que  rige  solamente  en  tas  provin- 
cias no  aforadas,  ha  venido  á  2>erpetuar  las  diferencia» 
legislativas  en  los  varios  territorios  de  la  Pexiiusij.la. 
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Para  couseg'uir  este  fin,  y  con  oljjeto  de  que 
leiiniuada  que  sea  pox'  la  Sección  primera  la 
relVirma  de  la  ley  de  Enj.  civil,  que  tiene  ya 
muy  adelantada,  pueda  dedicarse  con  toda 
asiduidad  al  e.studio  y  mejora  del  proyecto  de 
l'udigo  civil,  publicado  en  1851,  parece  de  in- 
di-spensable  conveniencia  que  formen  parte  de 
la  Comisión  general  de  Codificación,  con  el  ca- 
rácter de  miembros  correspondientes,  "tin  le- 
trado de  reputación  por  su  ciencia  y  práctica, 
iMir  cada  uno  de  los  territorios  de  Cataluña, 
Arag'ón,  Navarra,  las  Provincias  Vasconga- 
das, Galicia  y  las  islas  Baleares,  individuos 
((lie  no  estarán  obligados  á  residir  eu  Madrid, 
\  que  habrán  de  redactar,  dentro  del  término 
i|rie  se  les  señale,  una  Memoria  en  que  consig- 
uen y  razonen  su  opinión  acerca  de  los  princi- 
[.ios  é  instituciones  del  derecho  í'oral,  que  por 
iiMicr  un  robusto  apoyo  en  sentimientos  pro- 
fundamente arraigados  y  tradiciones  dignas 
(U^  resjieto,  ó  afectar  de  un  modo  grave  á  la 
constitución  de  la  familia  ó  de  la  propiedad, 
deban  incluirse  en  el  Cód.  civil,  como  excep- 
ción respecto  á  cada  cual  de  dichas  provincias 
de  las  disposiciones  g'oncrales  sobre  las  mis- 
mas materias;  y  también  sobre  aquellas  otras 
•  \r  que,  ya  por  inconvenientes,  ya  por  innece- 
sarias, ya  por  haber  caído  eu  desuso,  sea  da- 
lile  prescindir.  Terminarán  su  trabajo  formu- 
lando su  pensamiento  en  artículos,  y  cjuedarán 
autorizados  para  tomar  parte  en  su  discusión, 
romo  en  la  de  cualquiera  otro  asunto  en  c^ue 
i;usten  hacerlo,  á  cuyo  efecto  les  dará  el  presi- 
«li'ii  te  déla  Sección  primera  el  oportuno  aviso... 

REAL,    DECRETO 

Articulo  1."  Se  considerarán  definitivamen- 
te ultimados  los  trabajos  de  cada  una  de  las 
dos  Secciones  en  que  actualmente  se  divídela 
Comisión  general  de  Codificación,  desde  el  mo- 
mento en  que  la  respectiva  Sección  así  lo  de- 
^  clare,  debiendo  elevarlos  desde  luego  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  para  los  efectos  que 
procedan. 

Art.  2.°     Las  reuniones  de  la  Comisión  en 

pleno  sólo  se  verificarán  cuaudo  el  Ministro  de 

I    Gracia  y  Justicia  crea  conveniente  someterla 

I    el  conocimiento  de  algún  asunto  ó  el  todo  ó 

I    parte  de  un  proyecto  de  ley,  ó  algún  punto 

I    concreto,  cuyo  carácter  y  cuya  gravedad  é  im- 

I    portaucia  así  lo  aconsejen;  en  cuyo  caso  será 

I    convocada  la  Connsióu  de  Real  orden,  en  la 

que  se  expresará  determinadamente  el  punto 

ó  puntos  que  hayan  de  ser  objeto  de  discusión, 

y  será  presidida  por  el  Ministro  de  Gracia  y 

Justicia,  sustituyéndole,  si  no  pudiese  asistir, 

el  presidente  de  la  Sección  á  que  corresponda 

el  trabajo  eu  que  esté  llamada  á  entender  la 

Comisión  gener;il. 

Ai-t.  3.°  Para  la  formación  ó  remisión  de 
leyes  especiales,  de  cualquier  clase  y  natura- 
leza que  sean,  podrá  el  Gobierno  nombrar  Co- 
misiones de  reducido  número,  compuestas  in- 
distintamente de  vocales  de  amltas  Secciones, 
de  funcionarios  de  la  carrera  judicial  ó  del  Mi- 
nisterio fiscal,  do  catedráticos  y  letrados  que 
se  consideren  competentes  en  la  materia  de 
que  se  trate,  encomendando  á  estas  Comisio- 
nes los  traliajos  que  á  dichas  leyes  se  refieran. 


La  desig'uación  de  las  personas  que  hayan  do 
formarlas  y  el  nombramiento  de  su  presidente 
y  secretario  se  harán  de  R.  O.  en  cada  caso. 

Art.  4."  Para  que  la  Sección  primera  pueda 
dedicarse  á  la  formación  del  Cód.  civil  sobre 
la  base  del  proyecto  publicado  en  10  de  Mayo 
de  1851,  se  amplia  el  personal  de  la  Comisión 
con  un  letrado  de  ciencia  y  práctica  recono- 
cidas, por  cada  uno  de  los  territorios  de  Ca- 
taluña, Aragón,  Navarra,  las  Provincias  Vas- 
congadas, las  islas  Baleares  y  Galicia,  los  cua- 
les será  destinados  á  la  Sección  primera  con  el 
carácter  de  miembros  correspondientes.  En  el 
término  de  seis  meses,  contados  desde  la  fecha 
de  su  nombramiento,  redactarán  dichos  letra- 
dos una  Memoria  acerca  de  los  princijiios  é 
instituciones  de  derecho  foral  que  por  su  vital 
importancia  sea,  á  su  juicio,  indispensable  in- 
troducir como  excepción  para  las  respectivas 
provincias  en  el  Código  general;  y  también  de 
aqtiellos  otros  de  que  por  innecesarios  ó  des- 
usados pueda  y  deba  prescindirse,  conchiyen- 
do  por  formular  su  pensamiento  en  artículos. 
Llegado  el  caso  de  la  discusión  de  estas  mate- 
rias, como  también  de  cvtalesquiera  otras  en 
que  quieran  tomar  parte,  podrán'  asistir  á  la 
Sección  primera  con  voz  y  voto,  á  ctiyo  efecto 
serán  convocados  por  su  presidente.  . 

Art.  5.°  El  Gobierno  propondrá  á  las  Cor- 
tes la  oportuna  medida  legislativa  para  que  se 
conceda  á  los  vocales  de  la  Comisión  general 
de  Codificación,  al  clasificar  sus  derechos  pa- 
sivos, el  abono  de  los  servicios  prestados  eu 
ella  durante  el  tiempo  que  hubiesen  desempe- 
ñado su  cargo. 

A  los  funcionarios  de  la  carrera  judicial  ó 
del  Ministerio  fiscal,  y  á  los  letrados  y  profe- 
sores de  Derecho,  los  servirán  de  mérito  espe- 
cial, á  los  primeros  para  los  ascensos  y  á  los 
segundos  para  el  ingreso  eu  las  altas  catego- 
rías de  la  Magistratura  y  del  ¡Ministerio  fiscal, 
los  servicios  prestados,  ya  sea  con  carácter 
permanente,  ya  de  una  manera  transitoria,  eu 
la  Comisión  general  de  Codificación. 

Art.  6.0  Las  Secretarías  de  las  dos  Seccio- 
nes eu  que  está  dividida  la  Comisión  general 
de  Codificación,  recaerán  en  letrados  que  re- 
unan  las  condiciones  necesarias  para  ser  nom- 
brados jefes  de  Administración  de  criarta  cla- 
se, ó  eu  individuos  de  la  carrera  judicial  ó  fis- 
cal qite  hayan  ingresado  por  oposición.  Cuau- 
do las  sirvieren  éstos,  lo  mismo  que  las  plazas 
de  auxiliares,  para  las  cuales  también  podráu 
ser  nombrados,  disfrutarán  del  sueldo  corres- 
pondiente á  la  categoría  que  tuvieren  ya  ad- 
quirida en  la  carrera,  ó  á  la  administrativa 
que  corresponda  á  la  plaza  para  que  se  les 
nombrare,  si  tuvieren  las  condiciones  requeri- 
das para  ésta;  y  el  tiempo  por  el  cual  desem- 
peñen dichos  cargos  les  será  de  abono,  asi  para 
los  efectos  pasivos  como  para  los  del  ascenso 
eu  la  carrera  judicial  y  fiscal,  cuaudo  de  ella 
procedan. 

Art.  7."  El  R.  D.  de  10  de  Mayo  de  1875  que- 
dará en  toda  su  fuerza  y  vigor  en  cuanto  no  se 
oponga  á  las  disposiciones  que  preceden  ^ 


1     Véase  el  decreto  que  se  cita  en  Co.misiOn  genkkal 

DE  CODIFICACIÓN. 
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Dado  eu  Palacio  k  2  de  Febrero  de  1880.— 
Alfonso. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Saturnino  Al  varez  Bugallal.»  (Gac.  7  Febrero.) 

E.  D.  20  Octubre  1881. 
Proyecto  de  bases  para  la  formación  áel  Código  civil. 

(Gkac.  y  Just.)  Autorizó  este  decreto  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  que  lo  era  á  la 
sazón  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  para  pre- 
sentar il  las  Cortes  el  proyecto  de  ley  de  bases 
del  Código  civil.  Precedía  al  proyecto  notabi- 
lísimo preámbulo,  eu  el  cual,  el  Sr.  Ministro 
aseguraba  que  «por  lo  mismo  que  en  nuestro 
derecho  civil  se  retrata  con  perfección  la  so- 
ciedad española  de  la  Edad  Media,  no  pueden 
reflejarse,  ni  menos  contenerse,  nuestro  esta- 
do social  presente,  nuestras  actuales  costum- 
bres y  recientes  necesidades,  que  ni  siquiera 
sospecharon  nuestros  mayores»;  y  añadía  que 
<á  pesar  de  la  publicación  de  la.s  Ordenanzas 
de  Montalvo  y  de  la  Nueva  y  Novísima  Reco- 
pilación que  acreditan  en  los  Reyes  Católicos, 
en  D.  Felipe  11  y  eu  D.  Carlos  IV  el  buen  pro- 
pósito de  simplificar  la  legislación,  y  no  obs- 
tante las  grandes  mejoras  introducidas  por  la 
moderna  ley  hipotecaria  y  las  del  matrimonio. 
Registro  y  Enjuiciamiento  civil,  todavía  po- 
di-ia  decirse  hoy  con  igual  exactitud  que  en 
1465  «que  las  leyes  de  estos  Reinos  han  grau- 
»de  prodigidad  é  confusión  y  las  más  son  di- 

•  versas  ó  &m\  contrarias,  é  son  obscuras  é  in- 

•  terpretadas  é  usadas  en  diversas  maueras,  de 
»lo  cual  ocurren  muy  grandes  dubdas  en  los 
•juicios,  é  por  las  diversas  opiniones  en  los 
«doctores,  las  partes  son  muv  fatigadas  é  los 

•  pleitos  son  alargados  é  dilatados,  é  los  liti- 
»gantes  gastan  muchas  cuantías;  é  muchas 

•  sentencias  injustas  por  las  dichas  causas  son 

•  dadas,  é  otras  que  parecen  justas  son  revp- 

•  cadas,  ó  los  abogados  é  jueces  se  ufuscan"  é 

•  intrincan,  é  los  procuradores  é  los  que  mali- 

•  ciosamente  los  quieren  facer  tienen  color  de 

•  dilatar  é  de  defender  sus  errores,  é  los  jueces 

•  no  pueden  saber  ni  saben  los  juicios  ciertos 

•  que  han  de  dar  en  los  dichos  pleitos.» 

Después  encarecía  las  ventajas  de  la  forma- 
ción y  publicación  de  un  buen  Cód.  civil;  pero 
advirtiendo  que  no  podía  acometerse  la  refor- 
ma para  imponerla  á  viva  fuerza  en  todo  el 
i'eino  con  espíritu  nivelador;  pues  la  legisla- 
ción foral  tiene  en  las  provincias  que  la  obser- 
van raíces  hondísimas  que  no  es  posible  ex- 
tirpar sin  conmover  y  comprometer  las  más 
venerandas  instituciones.  Para  evitar  este  pe- 
ligro, el  Gobierno  se  propuso  que  en  los  terri- 
torios de  régimen  especial,  el  Código  civil  fue- 
se observado  solamente  como  derecho  suple- 
torio que  sustituiría  á  lasDecretalesy  Códigos 
romanos.  Justificaba  despuós  el  si"!stenia  de 
formular  bases  para  lograr  la  reforma,  invo- 
cando el  ejemplo  de  Italia  y  lo  acaecido  en 
nuestra  patria  con  las  leyes  hipotecaria,  orgá- 
nica judicial,  de  matrimonio  y  Registro  civil, 
Código  penal  y  otras  varias '. 


»  Las  bases  presentadas  d  las  Cortes  eran  las  siquien- 
tes: 

'BaM  í."  Las  leyes  serán  obligatorias  y  surtirAn 
sus  efectos  en  un  mismo  dia,  tanto  en  la  Península 
como  en  las  islas  Baleares  y  Canarias. 

Base  2."    Quedarán  en  vigor  la  ley  bípotecaria,  la 


E.  D.  ¿3  Septiembre  18b2. 

Disjniso  que  la  Comisión  en  pleno  ei-aminara  y  discutie ra 

los  libros  III y  IVdeljiroyecto  del  Código. 

(GuAC.  Y  Ju.sT.)  «Artículo  1."  Los  libros 
III  y  IV  del  proyecto  de  Cód.  civil  serán  some- 
tidos al  examen  y  discusión  de  la  Comisión  ge- 


del  Eegistro  civil,  la  de  minas,  la  de  f.guas,  y  cuales- 
quiera otras  especiales  que  contengan  disposiciones 
de  carácter  civil. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  llevará  al  Código  civil 
ios   preceptos  sustantivos  qwe  baya  eu  ellas  en  la 
medida  que  la  estructura  del  Código  lo  exija. 
Base  a."-     Será  válido: 

(a)  El  matrimonio  celebrado  con  arreglo  á  las 
disposiciones  del  Concilio  de  Trento. 

(bj  El  matrimonio  civil  celebrado  en  España  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  nuevo  Código. 

(c)  El  matrimonio  contraído  por  españoles  en  el 
extranjero  en  la  forma  establecida  por  las  lej^es  del 
país  donde  tuviese  lugar  su  celebración.  Este  matri- 
monio no  producirá,  sin  embargo,  efectos  civiles  en 
España,  si  no  biibiese  sido  contraído  en  conformi- 
dad con  la  ley  española,  en  cuanto  á  la  capacidad 
civil  de  los  contrayentes,  á  su  estado  y  á  todo  lo 
denlas  que  no  se  refiera  á  la  forma  externa  del  acto. 
Ningún  matrimonio,  cixalquiera  que  sea  la  forma 
en  que  se  bubiere  celebrado,  producirá  efectos  civi- 
les sino  desde  la  fecba  de  su  inscripción  en  el  ReL;is- 
tro  civil. 

Base  4.^  El  matrimonio  válido  sólo  se  disuelvi- 
por  la  rnuerte  de  uno  de  los  cónyuges.  La  ley  ci\il 
no  admite  más  que  la  siispensión  de  la  vida  común 
de  los  casados  por  causas  legítimas  y  en  virtxid  de 
sentencia  íirme,  dictada  por  los  Tribunales,  sin  per- 
juicio del  depósito  en  los  casos  y  en  la  forma  esta- 
blecidos por  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

Base  5.^  Además  de  la  legitimación  por  subsi- 
guiente matrimonio,  subsistirá  la  legitimación  por 
decreto  Real  en  favor  de  los  hijos  naturales. 

Base  6'."  Podrá  reconocer  á  los  hijos  naturales 
uno  solo  de  los  padres;  pero  quedará  á  salvo  á  las 
personas  á  quien  este  acto  perjudique  el  derecho  de, 
impugnar  el  reconocimento. 

Base  7.'^  Sólo  se  admítela  investigación  de  la  pa- 
ternidad en  el  caso  de  la  base  anterior,  ó  cuando 
exista  un  reconocimiento  indudable  de  parte  del 
padre. 

Estará  pernaitida  la  investigación  de  la  mater- 
nidad. 

Base  8.^  Se  rebaja  á  los  veintitrés  años  el  tiempo 
de  la  maj'or  edad,  proveyendo  al  amparo  y  protec- 
ción de  la  persona  de  los  huérfanos  menores,  y  á  la  , 
defensa  y  manejo  de  sus  bienes  por  medio  de  giiar- 
dadores,  y  con  inter\-encióu  del  consejo  de  familia 
convenientemente  organizado. 

Base  $.'^  Se  establecerán  principios  claros  y  con- 
cretos sobre  la  posesión  de  forma,  que  consagrando 
sus  efectos  jurídicos  y  determinando  sus  ventajas, 
así  en  cuanto  á  los  frutos  y  gastos  como  respecto  á 
los  interdictos,  no  resulte  perjudicado  el  dominio. 

Base  10,  Se  señalarán  los  requisitos  que  han  «b- 
acompañar  á  la  prescripción  considerada  como  me- 
dio de  adquirir,  aboliendo  las  distinciones  que  sólo 
tengan  origen  en  el  privilegio,  y  se  reducirán,  de 
acuerdo  con  lo  que  demanda  la  estabilidad  y  fijeza 
de  las  fortunas  y  la  tranquilidad  de  las  familias,  los 
términos  estatuidos  para  la  prescripción  como  cau- 
sa de  extinción  de  las  obligaciones. 

Base  11.    Se  conservará  el  censo  enfitéutico,  ha- 1 
cíendo  en  los  derechos  dominicales  las  reformas  que,, 
la  experiencia  aconseja,  pero  sin  perder  de  vista  la 
extensión  y  variedad  que  este  derecho  ha  adquirido- 
en  algunas  provincias  de  España,  y  respetando  en - 
beneficio  de  la  agricultura  y  de  la  industria  los  efec- 
tos y  derechos  nacidos  del  uso,  la  costumbre  y  la  vo- 
luntad de  los  particulares. 

Base  12.  Se  reducirá  la  cuota  hereditaria  de  los 
descendientes,  y  se  establecerá  á  favor  de  los  padres 
la  libertad  de  disponer  de  la  parte  que  no  constituya  i 
legitima  de  los  hijos,  fijando  la  cuantía  de  una  y  de' 
otra,  de  modo  que  satisfaga  los  justos  derechos  de. 
éstos  y  puedan  los  padres  cumplir  sus  deberes  de  re- 
conocimiento y  justicia,  y  premiar  y  castigar  segiin 
los  méritos  de  sus  herederos.      .  - 

En  la  misma  proporción,  pero  con  la  distinta  me- , 
dida  que  exige  el  caso,  se  disminuirá  la  legítima  de-* 
los  ascendientes.  i 

Base  13.    Se  limitará  y  restringirá  el  llamamiento 
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ueral  de  Codificación  eu  pleno,  y  presidida  por 
ol  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  antes  de  pre- 
sentarlos á  la  deliberación  de  las  Cortes. 

...Dado  eu  San  Ildefonso  á  23  de  Septiem- 
bre de  18S2.»  (Gac.  26  Septiembre.) 

H.  D.7  Enero  188.5. 
Autorizanño  al  Gobierno  para  presentar  d  las  Cortes  un 
proyecto  (le  ley  en  qns  se  le  facilita  para  publicar  el  Có- 
digo civil  con  sujeción  á  las  bases  adjuntas, 

(Crac,  y  Ju.st.)  «De  acuerdo  con  mi  Conse- 
jo de  Ministros, 

Vengo  en  autorizar  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  para  que  presente  á  las  Cortes  el  ad- 
junto proyecto  de  ley  facultando  al  Gobierno 
para  publicar  un  Cód.  civil  con  sujeción  á,  las 
condiciones  y  bases  que  eu  dicho  proyecto  se 
establecen. 

Dado  en  Palacio  á  7  de  Enero  de  1885.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Frau- 
cisco  Silvela.» 


de  los  colaterales  en  las  sncesinnes  abintestato,  me- 
jorando la  condición  actual  del  viudo  ó  viuda,  cuan- 
do no  concurra  con  descendientes,  ascendientes,  ni 
en  sucesores  del  cónyugue  difunto. 

Base  14.  Se  establecerá  á  favor  del  viudo  ó  vitida 
«lusiifructo  que  algunas  de  las  legislaciones  especia- 
les les  conceden,  pero  limitándolo  á  una  cuota  igual 
Alo  que  por  su  legítima  liubieran  de  percibir  los  hi- 
jos, si  los  hubiera,  y  determinando  los  casos  en  que 
ha  de  cesar  este  usufructo. 

Base  15.  En  el  contrato  para  el  matrimonio  sobre 
arreglo  de  intereses  y  clasificación  y  distribttción  de 
bienes,  se  introducirán  las  reformas  oportunas  para 
que  la  mujer  conserve  su  dote,  mas  sin  establecer  en 
sti  favor  privilegios  incompatibles  con  la  sociedad 
legal;  se  clasificarán  los  bienes  gananciales,  deter- 
minando los  derechos  respectivos  de  ambos  cónyu- 
ges, se  fijarán  limites  prudentes  á  las  donaciones 
permitidas,  bajo  distintos  nombres,  A  los  esposos,  y 
declarará  como  regla  y  principio  fundamental  que 
todo  lo  anteriormente  dispuesto  se  entiende  y  debe 
aplicarse  en  defecto  de  convenciones  particulares,  á 
las  cuales  se  ajustará  en  primer  término  cuanto  con- 
cierna al  patrimonio  de  la  faniilia. 

Base  16.  Se  conservará  el  derecho  de  tanteo  por 
respeto  á  la  tradición  y  por  la  conveniencia  que  re- 
.sulta  de  la  consolidación  del  dominio,  pero  restrin- 
-giendo  el  gentilicio,  así  en  cuanto  á  las  personas, 
como  en  cuanto  á  las  cosas  que  de  él  son  objeto, 
cnanto  posible  sea,  para  no  debilitar  indebidamente 
el  derecho  del  dueño  á  disponer  de  sus  bienes  libres, 
y  en  favor  de  quien  quiera. 

Base  17.  Para  aproximarse  á  la  uniformidad  de  la 
legislación  en  todo  el  Reino  se  trasladarán  al  Códi- 
go civil,  en  sxt  esencia,  las  instituciones  ferales  que 
por  su  índole  puedan  j-  deban  constituir,  con  venta- 
ja común,  el  derecho  general  de  los  cixtdadanos  es- 
pañoles. 

Fuera  de  esto,  en  las  provincias  aforadas  se  con- 
■servarán  por  ahora  y  serán  objeto  de  un  proyecto  de 
ley  especial,  que  el  Gobierno  presentará  á  Cortes, 
aquellas  instituciones  que  por  estar  arraigadas  en 
las  costumbres,  sea  imposible  suprimir  sin  afectar 
hondamente  á  las  condiciones  de  la  proi^iedad  ó  al 
estado  de  la  familia. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  al  redactar  el  C.  P.,  es- 
tablecerá entre  éste  y  aquellas  instituciones  espe- 
ciales la  posible  asimilación  para  que  las  diferen- 
cias qxie  resulten  subsistan  tan  sólo  como  excepcio- 
nes de  una  regla  común,  sin  romper  la  armonía  que 
debe  existir  entre  instituciones  similares,  y  acercán- 
dose ctianto  sea  dable  á  la  unidad  legislativa. 

En  todo  caso  los  naturales  de  las  provincias  afo- 
radas, y  los  que  en  ellas  posean  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales;  podrán  optar  á  su  voluntad  entre 
sas  peculiares  instituciones  y  legislación  general 
del  Reino  en  ctianto  no  perjudiquen  á  los  derechos 
de  tercero. 

En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  párrafos 
anteriores,  con  la  publicación  del  Cód.  civil  queda- 
rán derogados  los  Códigos  romanos  y  los  de  Decreta- 
les, en  las  provincias  donde  hoy  se  aplican  como  de- 
recho supletorio.»  (Gac.  24  Octubre.) 


Á  LAS  CORTES 


«El  acto,  siempre  solemne,  de  presentar  <l  la 
deliberación  y  voto  de  las  Cortes  un  proyecto 
de  lev, reviste  caracteres  aún  más  imponentes, 
cuando  eu  él  se  encierra  tal  promesa  como  la 
de  llegar  á  la  deseada  codificación  de  nuestro 
Derecho  civil. 

No  pone  en  ello  su  peusamiento  el  Gobierno 
sin  sentir,  al  par  de  lisonjeras  esperanzas  ci- 
fradas en  un  progreso  tan  notorio,  legitimas 
aprensiones  que  debe  despertar  la  transfor- 
mación de  un  estado  legal  por  maravilla  res- 
petado en  revoluciones  y  dictaduras,  con  ha- 
ber sido  unas  y  otras  entre  nosotros  tau  va- 
riadas y  atrevidas;  pero  preparada  como  se 
halla  la"obra, fuera  responsabilidad  manifiesta 
para  todo  Gobierno  no  abordarla.  Asi  lo  hizo 
patrióticamente  y  con  gran  mesura  el  Gabi- 
nete que  tenia  la"  confianza  del  Iley  y  las  Cor- 
tes en  los  años  de  1881  y  1882,  y  hoy  vengo  á 
presentaros  una  sencilla  continuación  do  sus 
trabajos,  y  reproducción  de  sus  principales 
propósitos"  en  tal  materia,  si  bien  modificados 
eu  algún  punto  por  virtud  de  los  principios  un 
tanto  diversos  que  la  escuela  conservadora  re- 
presenta. 

No  es  nuestro  ánimo  reformar  instituciones, 
ni  inuovar  costumbres,  ni  aclimatar  noveda- 
des; y  deliberadamente  renunciamos  A  utilizar 
esta 'ocasión,  que  á  algunos  parecerá  propicia 
para  recoger  los  trabajos  y  proyectos  más  re- 
cientes del  extranjero,  ensayando  entre  nos- 
otros la  iiltima  palabra  de  los  escritores  más 
acreditados;  lejos  de  eso,  siguiendo  el  camino 
discretamente  señalado  por  un  Gobierno  de 
tendencias  menos  conservadoras  que  las  nues- 
tras, aceptamos  como  base  del  Código  el  pro- 
yecto de  1851,  cine  no  significa  una  revolución 
sino  una  prudente  evolución  en  nuestro  Dere- 
cho nacional,  con  alteraciones  de  escaso  al- 
cance en  su  sentido  sustancial  é  interno. 

Entendemos  que  hay  en  España  mayor  ur- 
gencia en  regularizar  lo  ya  reformado,  armo- 
nizar lo  útil  que  de  nuevo  se  ha  traído,  con  lo 
que  por  acaso  ha  librado  intacto  ó  renacido 
vigoroso,  que  en  perseguir  mayores  y  más  pe- 
regrinas conquistas;  y  para  lograr  estos  fines, 
modestos  pero  positivos,  lo  verdaderamente 
práctico  es  tomar  la  obra  en  el  punto  en  que 
la  encontramos  y  seguirla,  variando  poco  su 
plan,  hasta  procurar  su  remate,  sin  obstinarse 
en  rehacerla  desde  los  cimientos  por  el  deseo 
de  acomodarla  en  todas  sus  partes  y  detalles 
á  la  propia  y  personal  intención  de  cada  Ga- 
binete ó  cada  Ministro;  y  aún  deberemos  sin- 
gular gratitud  á  la  Divina  Providencia  si  nos 
destina  á  mejor  suceso  en  este  empeño  que  el 
logrado  hasta  aqui  por  tantos  como  le  han 
emprendido  con  no  menores  medios  y  entu- 
siasmos que  nosotros. 

Así,  pues,  en  todo  el  proyecto  sólo  hallaréis 
dos  puntos  importantes  en  los  que  nuestro  cri- 
terio difiere  un  tanto  del  que  presidió  á  los  de 
22  de  Octubre  de  1881  y  24  de  Abril  de  1882, 
presentados  al  Senado  por  mi  ilustro  prede- 
cesor el  Sr.  Alonso  Martínez:  y  á  esas  dife- 
rencias debo  ceñir  las  explicaciones  de  este 
preámbulo. 
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La  primera  y  más  eseucial  se  refiere  á  la 
institución  del  matrimonio,  respecto  del  que 
nuestros  compromisos  políticos,  siempre  ajus- 
tados á  las  que  juzg'amos  verdaderas  necesi- 
dades del  país,  trazan  nuestro  deber,  y  des- 
embarazadamente le  ponemos  en  obra,  con- 
sig-naudo  en  el  Código  lo  que  es  lej'  admitida 
sin  violencia  ni  opresión  para  nadie,  encarna- 
da en  las  creencias  y  costumbres  y  respetuosa 
á  las  leg-itimas  exigencias  de  los  que,  ampara- 
dos por  un  precepto  coustitvicioual,  viven  en 
España  como  ciudadanos  en  la  plenitud  de  sus 
derechos,  aunque  fuera  del  gremio  y  obedien- 
cia de  la  Ig'lesia  católica,  y  desean  constituir 
familia  legitima  con  total  independencia  de  la 
sanción  relig'iosa. 

Si  alguna  duda  hubiera  dejado  el  ensayo  de 
la  ley  provisional  de  matrimonio  civil  de  1870 
sobre  la  gravedad  é  inoportunidad  de  sus  re- 
formas en  lo  relativo  á  la  constitución  del  vin- 
culo, la  habría  desvanecido  el  ejemplo  que  nos 
han  dado  jurisconsultos  y  políticos  de  doctri- 
nas bastante  radicales;  porque  si  la  práctica 
de  aquellos  años  tan  amarg-os  y  tan  perturba- 
dos en  la  p.az  y  orden  interior  de  las  familias 
acreditó  que  el  pueblo  entero  rechazaba  aque- 
llas soluciones,  ha  quedado  ahora  demostrado 
que  ningún  Gobierno  se  decide  á  resucitar  ta- 
les conflictos  por  mucho  que  se  hayan  obstina- 
do eu  forzarle  la  mano  los  que  no  toman  en  las 
reformas  sino  el  fácil  y  airoso  papel  de  propo- 
nerlas y  exhibirlas;  y  asi  hemos  visto  produ- 
cirse.diversas  fórmulas  que  sortearan  las  difi- 
cultades creadas  en  su  tiempo  por  la  ley  de 
1870,  recordando  algo  de  su  sentido  y  de  sus 
apariencias. 

En  efecto ,  la  cuestión  es  gi.ive  y  resulta 
confusa  cuando  uo  se  aborda  con  resolución  y 
con  lógica.  La  relación  más  importante,  más 
fundamental  de  la  Iglesia  católica  con  la  so- 
ciedad civil  está  contenida  y  representada  in- 
dudablemente en  el  matrimonio;  el  poder  de 
establecer  impedimentos  dirimentes, el  defljar 
los  requisitos  del  matrimonio  válido  y  el  de 
conocer  en  las  causas  matrimoniales,  abraza 
lo  más  eseucial  de  la  vida  del  hombre  y  de  la 
familia,  y  como  uo  puede  neg'ar  á  la  Iglesia 
esas  facultades  ningún  católico  sin  dejar  de 
serlo,  la  legislación  matrimonial,  para  las  po- 
blaciones que  viven  dentro  de  los  dogmas  y 
disciplina  del  Catolicismo,  no  puede  menos  de 
ajustarse  á  esas  condiciones ,  reconociendo 
como  legítimos  los  matrimonios  que  con  arre- 
glo á  ella  se  celebren,  porque  las  leyes  debeu 
ser  siempre  la  expresión  de  las  relaciones  na- 
turales del  modo  de  ser  real  de  cosas  y  per- 
sonas. 

Pero  si  la  materia  es  ardua  y  su  solución  de 
g'rau  ti-anscendencia  en  el  terreno  constitu- 
yente, ha  perdido  hoy  entre  nosotros  lo  más 
capital  de  su  importancia,  si  se  acepta  de  bue- 
na fe  como  base  de  toda  reforma  org'ánica  eJ 
texto  constitucional,  en  su  natural  y  recta  in- 
terpretación, según  el  que  la  religión  católica 
apostólica  romana  es  la  del  Estado.  Todas  las 
discusiones  que  apasionaron  á  las  Cortes  de 
1870  entre  el  sistema  del  Código  Napoleón  que 
organiza  el  matrimonio  como  una  institución 
civil,  pi-escindiendo  de  la  sanción  relig'iosa,  y 


el  seguido  por  el  mayor  número  de  las  nacio- 
nes de  Europa  que  reconocen  como  legítimos 
matrimonios  los  que  se  celebran  con  los  ritos 
de  una  religión  positiva,  quedan  necesaria- 
mente excluidas.   No  cabe  dudar,  en  efecto, 
que  el  primer  corolario  de  la  declaración  cons- 
titucional y  el  más  ineludible  es  la  consagra- 
ción en  la  ley  civil  del  matrimonio  católico; 
pero  su  principio  nadie  puede  negarlo  hoy,  y 
ha  sido  reconocido  con  ese  alcance  en  las  ba- 
ses del  Código  civil  presentadas  en  Octubre 
de  1881,  su  desarrollo  aún  se  presta  á  diver- 
sos puntos  de  vista,  en  los  que  importa  mucho 
mantener  con  perfecto  enlace   la  integridad « 
de  la  doctina  admitida  y  prestar  la  sanción  de  jj 
la  ley  civil  al  contrato,  en  términos  que  su  va-, 
lor  legal,   su  eficacia  sustancial  para  la  con- 
ciencia como  para  la  vida,  quecVen  respetados 
y  completos  en  los  limites  que  la  Iglesia  cató- 
lica le  ha  trazado,  y  que  el  poder  público  no-i 
puede  menos  do  admitir  como  elemento  juri-| 
dico  para  constituir  la  familia. 

Sólo  así  cabe  decir  que  se  habrá  desenviielto 
y  aplicado  lógicamente  en  el  Código  civil,  como 
lo  hizo  el  decreto  de  1875,  el  princiijio  funda- 
mental según  el  que  acepta  y  proclama  el  Es- 
tado como  inspiración  de  su  derecho  y  de  su 
moral,  dog'mas  y  disciplina  de  una  religión  y 
de  una  Iglesia  que  los  tiene  tan  defluidos  como 
la  católica  apostólica  romana. 

Esto  en  nada  contradice  ni  coarta  el  dere- 
cho del  Estado  á  exigir  que  se  iuscribau  y  se 
rodeen  de  determinadas  g'arantias  los  matri- 
monios católicos,  á  cuya  existencia  y  conse- 
cuencias legales  y  sociales  haya  de  prestar  él 
su  autoridad  civil;  ni  tampoco  es  obstáculo 
para  que  ofrezca  condiciones  de  regularidad  y 
legitimidad  perfectas  el  matrimonio  que  se  ce- 
lebre fuera  de  la  jurisdicción  de  la  Iglesia, 
como  necesaria  aplicación  también  de  la  tole- 
rancia religiosa  establecida;  pero  á  entrambas 
consideraciones  atendió  la  reforma  de  1875, 
realizada  ya  fuera  del  criterio  de  la  unidad 
católica,  estableciendo  las  inscripciones  en  el 
Registro  civil  para  todos  los  matrimonios,  san- 
cionándola con  determinadas  penas  y  dejando 
eu  vigor  las  disposiciones  de  la  ley  de  18  de 
Junio  de  1870  para  los  que  no  celebren  el  ma- 
trimonio canónico,  sin  otras  limitaciones  que 
las  relativas  á  los  ordenados  in  sacris  y  pro- 
fesos eu  Orden  religiosa  con  voto  solemne  de 
castidad,  que  son  de  índole  social  más  que  re- 
ligiosa, y  que  estaban  ya  consignadas  también 
en  el  art.  5."  de  la  ley  de  1870. 

Era  triste,  pero  inevitable  consecuencia,  en 
una  alteración  de  esa  importancia,  que  la  re- 
g'la  general  lastimara  algunas  combinaciones 
imaginadas  por  el  interés  particular  á  la  som- 
bra de  la  ley  ante  la  necesidad  de  atender  al 
mal  mayor,  dando  efectos  civiles  á  los  infini- 
tos matrimonios  meramente  canónicos  cele- 
brados, que  eran  base  de  otras  tantas  fami- 
lias; el  decreto  de  1875  suscitó  algunas  recla- 
maciones y  resistencias,  aunque  más  escasas 
eu  número  y  en  cuantía  de  lo  que  eu  tamaña 
reforma  era  de  temer;  pero  el  tiempo  ha  hecho 
su  oficio,  borrando  esas  naturales  asperezas 
de  todas  las  transiciones;  y  lo  prudente  es  hoy 
uo  producir  otras  nuevas,  y  llevar  al  Código 
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l.i  legislación  establecida  en  tocio  lo  que  es  eu 
ella  fundamental  y  verdaderamente  orgánico, 
sin  perjuicio  de  modificar  algunos  detalles  y 
lórmulas  en  los  términos  que  la  experiencia 
hava  aconsejado  como  oportunos. 

Él  segundo  extremo  de  nuestras  diferencias 
respecto  A  las  bases  de  1881,  es  el  relativo  á  la 
legislación  foral,  no  porque  el  criterio  funda- 
mental sea  divei«o  á  juzgar  por  las  doctrinas 
elocuentemente  expresadas  eu  el  preámbulo 
de  aquel  proyecto  de  ley,  sino  porque  lo  apli- 
camos con  mayor  resolución  y  eu  términos  más 
definidos  y  concretos. 

Se  deci'a  eu  el  proyecto  de  ley  presentado 
por  el  Sr.  Alonso  Martínez  que  la  legislación 
foral  «que  eu  varias  provincias  rige  desde  re- 
motos tiempos  por  Reales  privilegios,  fueros, 
y  albedrios  otorgados  á  los  pueblos,  ora  en 
premio  de  sus  hazañas  en  la  gloriosa  historia 
de  nuestras  continuas  guerras,  ora  en  recom- 
pensa de  las  frecuentes  alianzas  del  estado 
llano  cun  el  Poder  Real,  ayudando  á  éste  á  po- 
ner coto  á  los  desmanes  de  una  nobleza  turbu- 
lenta y  poderosa  en  demasía,  tiene  eu  aquellas 
regiones  raices  tan  robustas  y  tan  hondas, 
como  que  tocan  algunas  á  la  organización  y 
al  cimiento  mismo  de  la  propiedad  y  de  la  fa- 
milia, y  no  fuera  posible  extirparlas  sin  que  se 
conmoviesen  y  aun  peligraran  tan  venerandas 
instituciones  y  los  g'raudes  y  sacratísimos  in- 
tereses creados  á  la  sombra  de  esos  fueros  se- 
culares;» y  tras  esa  vigorosa  exposición  doc- 
trinal ([ue  con  gran  gusto  aceptaríamos  como 
regla  do  conducta  política,  añade  que  nada 
más  lejos  del  ánimo  de  aquel  Gobierno  «que 
esa  idea  demoledora,  cifrando  por  el  contrario 

su  propósito  eu  adicionar  al  Códig-o  civil 

aquellas  instituciones  jurídicas  que  eu  cada 
provincia  del  régimen  foral  deban  conservar- 
se  »  diciéndose  en  la  base  7.*  que  «se  con- 
servarían por  ahora  y  serían  objeto  de  un  pro- 
yecto de  ley  e.special  qxie  el  Gobierno  presen- 
taría á  las  Cortes  aquellas  institiicioues  que 
por  estar  muy  arraigadas  en  las  costumbres 
sea  imposible  suprimir  sin  afectar  lionda:uen- 
to  á  las  condiciones  de  la  propiedad  ó  al  esta- 
do de  la  familia.» 

No  aclara  mucho  los  límites  y  alcances  de  la 
reforma  esa  sola  condición  del  arraig'O  en  las 
costumbres  y  menos  subordinándola  á  la  in- 
tensidad de  ese  arraigo,  y  tal  pudiera  ser  la 
apreciación  quédelas  instituciones arraig'adas 
se  hiciera,  que  se  llegara  á  un  acuerdo  con 
los  más  obstinados  defensores  del  régimen  fo- 
ral, por  lo  que  no  es  fácil  juzgar  aún  el  alcan- 
ce que  pensara  dar  á  sus  jíroyectos  de  excep- 
ción aquel  Gobierno;  pero  el  Ministro  que 
suscribe  desea  ser  más  explícito  y  declara  lla- 
namente á  las  Cortes  y  al  país  que,  en  su  sen- 
tir, asi  como  la  codificacióu  del  derecho  común 
que  podremos  llamar,  aunque  impropiamente 
por  un  uso  admitido,  derecho  de  Castilla,  está 
sobradamente  preparada  por  estvidios,  cono- 
cimiento de  su  alcance  y  actual  estado,  la  co- 
dificación del  derecho  toral  carece  do  seme- 
jante ni  aun  iiarecida  preparación,  como  que 
es  una  empresa  iniciada  oportuna  y  discreta- 
mente, con  mucha  gloria  para  su  nombre,  por 
el  Sr.  Alvarez  Bugallal  en  su  D.  de  2  de  Fe- 


brero de  1880  reorganizando  la  Comisión  de 
Códigos,  trayendo  á  ella  jurisconsultos  que  di- 
rectamente representaran  científica  y  política- 
mente el  elemento  foral,  pidiéndoles  Memorias 
especiales  sobre  las  instituciones  de  su  dere- 
cho civil,  y  empezando  á  recoger  los  materia- 
les y  disponer  las  trazas  para  la  obra.  Pero 
¿cabe  confiar  que  eu  sólo  cuatro  años  de  tra- 
bajos intermitentes,  todo  lo  necesario  para  lle- 
varle á  término  esté  reunido? 

A  nuestro  juicio,  eu  manera  alguna:  so  trata 
de  uu  derecho  difícil  y  oscuro  aun  para  los  que 
más  se  hau  dcjdicado  á  ese  estudio,  en  el  que 
conserva  g'randísima  importaucia  el  elemento 
consuetudinario,  delicadísimo  de  tocar  porque 
es  el  que  más  se  enlaza  con  la  vida,  pero  por 
modo  modesto  y  silencioso,  ocupando  menos 
que  otro  alguno  á  los  autores  y  á  los  Tribuna- 
les, y  evitando  por  tanto  mayor  riesgo  de  no 
ser  tenido  en  cosa  alguna  por  jurisconsultos  ó 
reformadores  que  á  menudo  cuentan  sólo  )iara 
delinear  sus  planos  con  aquellas  alturas  ó  de- 
presiones de  las  sociedades  que  se  perciben 
desde  luego  y  á  distancia;  y  el  Gobierno,  al 
que  tiene  la  honra  do  pertenecer  el  Ministro 
que  suscribe,  no  quiere  exponerse  á  los  erro- 
res y  peligros  de  alteraciones  poco  estiidiadas, 
pues  es  por  demás  obvio  que  aquello  que  no  se 
conoce  bien  se  reformará  necesariamcjite  nial. 

Quizá  el  infrascrito  lleve  muy  lejos  su  des- 
confianza hacia  todo  lo  que  sean  rjjformas  poco 
preparadas  por  la  opinión,  por  el  estudio  do 
muchos,  por  largos  sufrimieutos  de  los  perju- 
dicados, y  por  evidentes  demostraciones  de  uu 
bien  positivo,  de  una  ganancia  segura  y  co- 
nocida é  indiscutiljle  en  el  cambio;  pero  tra- 
táiulose  do  cosa  tan  delicada  como  codificar  el 
derecho  foral,  no  vacila  en  aconsejarse  de  su 
personal  timidez,  y  abi-iga  la  confianza  de  quo 
le  han  de  acompañar  en  esas  opiniones  las 
Cortes,  juzgando  como  él  que  hay  una  distan- 
cia tan  considerable  entre  los  elementos  con 
que  contamos  hoy  para  llevar  adelanto  el  Có- 
digo de  Castilla,  y  los  quo  so  hau  empezado  á 
reunir  para  codificar  eu  apéndices  ó  proyec- 
tos de  ley  especiales  el  derecho  foral,  que  el 
tínico  medio  do  no  retardar  innecesariamente 
la  solución  del  primer  problema  y  de  no  preci- 
pitar con  notoria  temeridad  la  del  seguudo 
consiste  en  separarlos. 

A  ese  fin  el  Gobierno  solicita  de  las  Cortes 
una  autorización  rediicida  á  la  reforma  del  de- 
recho común  de  Castilla,  y  todo  lo  quo  hoy  e.s 
y  se  estima  por  los  Tribunales  derecho  foral, 
queda  eu  la  misma  situación  y  estado  que  hoy 
tiene,  tanto  en  lo  que  se  refiero  al  estatuto  real 
como  al  estatuto  personal,  sin  atreverse  tam- 
poco á  aceptar  la  opcióu  para  los  naturales  de 
las  provincias  do  fuero  entre  sus  peculiares 
instituciones  y  la  legislación  general  del  Rei- 
uo,  en  cuanto  uo  perjudicaran  á  los  derechos 
de  terceros,  quo  les  reconocía  la  base  17  del 
proyecto  de  1881,  por  creer  que  ese  perjuicio 
de  tercero  no  serla  fácil  determinarlo  en  actos 
cuyascousecuencias  transciendan,  no  sólo  ala 
vida  entera  del  hombre,  sino  aun  más  allá  de 
su  muerte,  y  quo  la  inseguridad  en  la  manera 
de  ser  de  familias,  contratos  y  sucesiones  uo 
debe  favorecerse  por  el  legislador,  limitándola 
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por  el  contrario  á,  lo  niAs  eabsolutameute  preci- 
,so  para  el  desenvolviinieuto  de  sus  reformas. 

Quedarán,  pues,  una  vez  promulgado  el  Có- 
digo, subsisteutes  cuautas  instituciones,  leyes, 
usajes,  recopilaciones,  fueros  y  costumlsres 
respetan  y  cumplen  hoy  los  Tribunales  como 
derecho  feral  ó  de  excepción  en  todas  las  pro- 
TÍnciE,s,  pueblos  y  lugares  que  hoy  los  tienen 
reconocidos  á  su  favor,  y  sólo  servirá  el  Códi- 
go para  esos  territorios  como  derecho  supleto- 
rio, pero  no  para  excluir  al  Derecho  romano 
ni  al  canónico  ni  á  las  costumbres  y  doctrinas 
cuando  ellos  vienen  á  completar  instituciones 
torales,  incorporándose  verdaderamente  al  de- 
recho indígena,  sino  para  suplir  únicamente 
á  lo  que  hoy  falte,  para  resolver  dudas  que  en 
ninguno  de  esos  elementos  que  hoy  forman 
parte  del  derecho  for;.l  tengan  solución  pre- 
vista, y  se  continuará  entre  tanto  con  base 
más  seg'ura  y  por  camino  mejor  delimitado  el 
estudio  y  reconocimiento  del  derecho  excep- 
cional para  codificarlo  cviando  hayan  llegado 
su  sazón  y  oportunidad,  que  dependerán  en 
gran  parte  del  esfuerzo  y  dilig-encia  que  en 
ello  pongan  pueblos  y  jurisconsultos  que  han 
de  moverse  con  mayor  interés  por  el  ejemplo 
y  estimulo  de  la  reforma  vecina. 

No  ocasionará  esto  en  la  práctica  dificulta- 
des ni  obstáculos  superiores  á  los  escasos  que 
ahora  produce  la  diferencia  de  legislación;  los 
limites  territoriales  que  abarca  el  llamado  de- 
recho de  Crfstilla  no  son  difíciles  de  fijar  en 
cada  caso,  y  por  tanto  la  extensión  que  coi.'i- 
preuderá  en  su  total  vigor  el  nuevo  Código  no 
ofrecerá  duda,  y  cu  cuanto  á  su  aplicación 
como  derecho  supletorio  en  los  territorios  to- 
rales no  es  de  temer  tampoco  dificultad  g'rave, 
pues  las  instituciones  y  materias  en  las  que  el 
actual  derecho  supletorio  competa  la  legisla- 
ción toral  positiva  son  bien  conocidas  y  estu- 
diadas, y  el  Código  tendrá  muy  escaso  empleo, 
quedando  sólo  como  doctrina  que  pueda  resol- 
ver algún  raro  caso,  puesto  que  el  pensamien- 
to de  la  ley  nc  es  alterar  nada  de  lo  existente, 
sustituir  ninguna  fórmula  legal  ó  consuetudi- 
naria, que  hoy  se  respete  ó  aplique  por  otra 
distinta,  sino  llenar  algún  vacío,  suplir  algu- 
na deficiencia  en  aquello  que  no  contradigan 
el  régimen  actual;  no  se  trata,  pues,dequedes- 
aparezcan  el  Derecho  romano  y  las  Decreta- 
les en  cuanto  ellos  completíin  instituciones  to- 
rales ó  desenvuelven  en  armonía  de  principios 
su  sentido,  sino  de  que  el  nuevo  Cuerpo  legal 
se  admita  también  para  s'uplir  los  vacíos  que 
esas  legislaciones  no  hayan  llenado  ya,  y  que 
en  justa  consideración  á  su  carácter  de  ley  ge- 
neral, en  algiiu  modo  viva  y  exista  para  todas 
las  provincias  de  la  Península  y  sus  islas.  En 
iiltimo  térnnno,  las  dudas  que  se  susciten  fá- 
cilmente las  resolverán  los  Tribunales  como 
puntos  unas  veces  de  hecho  sobre  la  ley  ó  la 
costumbre  que  rige  en  cada  cuestión  si  hay 
duda  acerca  de  ello,  y  otras  de  verdadero  de- 
recho internacional  privado  ó  de  prelación  de 
Códigos,  por  los  propios  procedimientos  y  prin- 
cipios que  aplican  hoy,  puesto  que  las  varia- 
ciones en  uno  de  los  términos  no  alteran  la  na- 
turaleza de  la  relación  misma. 

La  autorización  parlamentaria  absoluta  aun- 


« 


que  aplicada  á  bases  bastante  expresivas,  es 
una  forma  de  intervenir  el  Poder  leg'islativo, 
en  el  Códig-o,  que  no  satisfaría  por  completo 
al  Ministro  que  suscribe,  tratándose  de  mate- 
ria tan  transcendental  y  grave,  aun  cuando 
reconozca  las  ventajas  que  bajo  otros  aspectos 
tiene  y  le  animara  á  adoptarla  el  precedente! 
de  Gobiernos  no  menos  respetuosos,  en  sus 
principios,  que  el  actual  haaia  las  prerrogati- 
vas de  las  Cámaras;  y  en  su  deseo  de  hacer 
más  efectiva  y  directa  aquella  intervención 
del  elemento  representativo,  propone  unas^  li- 
mitaciones que  salvarán  los  escrúpulos  de  los 
más  exigentes. 

Tales  son  el  deber  de  dar  cuenta  al  Parla- 
mento, del  Código,  una  vez  redactado,  y  la 
condición  de  que  no  pueda  empezar  á  regir 
hasta  dos  meses  después  de  cumplido  tal  re- 
quisito. De  este  modo,  si  en  el  desarrollo  de 
las  bases  ha  presidido  el  acierto  que  es  seguro 
en  la  ¡lustre  Comisión  que  ha  de  dirig'ir  esos  ] 
trabajos,  y  si  no  se  ha  excedido  el  Gobierno 
en  las  alteraciones  que  por  si  puede  hacer,  las 
Cortes  con  su  asentimiento  prestarán  gran  au--' 
toridad  al  acertado  desenvolvim-ieuto  de  la  ley;', 
y  si,  por  el  contrario,  hubiere  algo  en  el  Cuer-c 
po  legal  que  pudiese  alarmar  intereses  del 
país,  ó  extralimitaeionesque  desnaturalizaran 
la  autorización  que  ahora  se  otorga,  el  Parla- 
mento, por  su  acción  sobre  el  Gobierno,  tiene-i 
medios  sobrados  para  mantener  su  voluntad  y  i 
hacerla  efectiva  proveyendo  á  lo  que  la  opi- 
nión reclame,  la  justicia  exija  ó  la  convenien- 
cia recomiende. 

El  resto  de  los  principios  á  que  han  de  obe- 
decer las  disposiciones  del  Código  está  sufi- 
cientemente explicado  en  las  diversas  bases 
que  el  proyecto  de  ley  contiene,  y  seria  tanto  r¡ 
más  ociosa  aqui  su  exposición  y  defensa,  cuan- 
to que  todos  son  conocidos  y  familiares  aiui 
para  el  vulgo:  sólo  dirá  sobre  todos  ellos  el  Mi- 
nistro que  suscribe  algo  que  confia  está  en  el 
ánimo  de  las  Cortes  y  del  país,  y  es  que  las  afi- 
ciones de  escuelas,  los  apasionanúentos  por  la 
perfección  científica  en  la  forma  y  en  el  fondo 
tan  propios  y  naturales  en  el  jurisconsulto,  en 
el  erudito,  en  el  hombre  estudioso  que  ha  des- 
cubierto una  fórmula  nueva  ó  ha  enamorado 
STi  espíritu  de  uu  organismo  más  acabado,  de- 
ben ceder  el  paso  y  remitir  sus  exig-encias  en 
esta  asamblea  de  legisladores  y  políticos,  ante 
la  considei'ación  de  que  es  un  primer  deber  de 
todos  regularizar  y  facilitar  el  conocimiento 
del  dereciio  fundamental  que  rige  las  relacio- 
nes privadas  en  términos  accesibles  al  pueblo  : 
y  al  común  de  las  gentes,  sin  hacer  necesaria  ' 
la  intervención  de  jurisconsultos  cousag'rados 
á  su  estudio  jiara  desenti-añar  de  su  complica- ' 
do  organismo  histórico  aun  los  principios  y  las  ^ 
relaciones  más  necesarias  y  comunes  en  la  fa- 
milia y  la  propiedad:  y  desde  el  momento  en  ,' 
que  con  la  suficiente  preparación  puede  em-/ 
prenderse  obra  tan  beneficiosa,  es  evidente  la 
responsabilidad  en  que  se  incurre  retardándo- 
la, y  notorio  el  bien  que  para  el  país  se  alcan- 
za sacrificando  un  ideal  perfeccionamiento  al 
log'ro  de  un  progreso  cercano  y  positivo. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Minis- 
tro que  suscribe,  autorizado  por  S.  M.,  y  de 
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nruerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Minis- 
tros, tiene  el  honor  de  someter  á  la  delibera- 
liuii  de  las  Cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY 

(No  le  reproducimos  porque  mereció,  con  le- 
ves modificaciones,  la  sanción  del  Poder  legis- 
lativo, y  lleg-ó  á.  ser  la  ley  de  11  de  Mayo  de 
1888,  que  insertamos  á  continuación.  Sola- 
mente difiere  de  ésta  en  dos  puntos.  Es  el  uno 
el  relativo  á  la  constitución  del  matrimonio, 
que,  como  es  sabido,  se  ha  ordenado  en  dicha 
ley  y  en  el  Código  por  mutuo  acuerdo  entre 
las  potestades  religiosa  y  secular.  La  base  3.* 
del  proyecto  de  1885,  que  era  la  relativa  á  tan 
delicada  cuestión,  decía  asi:) 

III.  <¡La  institución  del  matrimonio  en  sus 
formas,  requisitos,  modos  de  prueba,  derechos 

oblig'aoiones  entre  marido  y  mujer,  capaci- 
dad jurídica  de  los  contrayentes,  paternidad 
y  filiación,  efectos  del  contrato  respecto  á  las 
personas  y  bienes  de  los  cónyuges  y  sus  des- 
cendientes, patria  potestad,  nulidad  del  vín- 
culo y  divorcio,  se  ajustará  en  sus  principios 
y  disposiciones  esenciales  al  estado  legal,  crea- 
do por  virtud  de  la  aplicación  del  R.  D.  de  9 
de  Febrero  de  1875  y  la  ley  de  18  de  Junio  de 
1870,  armonizando  los  principios  en  que  una 
y  otra  disposición  se  inspiran,  y  manteniendo, 
como  criterio  en  la  solución  de  las  dudas  que 
ha  suscitado  la  experiencia,  el  respeto  estric- 
to á,  la  jurisdicción  y  doctrina  de  la  Iglesia 
sobre  los  españoles  que  profesan  la  religión 
católica  y  al  derecho  constitucional  de  los  que 
a!  amparo  de  la  tolerancia  religiosa  deseen 
constituir  consorcio  perpetuo  y  familia  legiti- 
ma sin  la  santificación  del  Sacramento.» 

(También  era  distinto  el  término  de  la  me- 
nor edad.   Decía  k  este  propósito  la  base  7.^:) 

Vil.  «Se  fijará  la  mayor  edad  en  los  23  años 
para  los  efectos  de  la  legislación  civil,  autori- 
zándose la  emancipación  voluntaria  por  acto 
entre  vivos  y  por  matrimonio  hasta  el  limite 
de  los  18  años  de  edad  en  el  menor.» 

(Suscribía  el  decreto  y  el  provecto  el  señor 
D<  Francisco  Silvela.)  (Gac.  24  Enero  1885.) 

Ley  11  Maj-o  18S8. 
Autorizando  al  Gobierno  para  publicar,  eon  arreglad 
las  bases  adjuntas,  un  Código  civil  que  únicamente  ha- 
brá de  regir  en  Castilla  y  como  supletorio  en  las  pro- 
vincias y  territorios  sometidos  d  la  legislación  foral, 
con  excepción  de  los  casos  que  taxativamente  se  marcan. 
(Grac.  y  JüST.) 
etcétera. 

Articulo  1."  Se  autoriza  al  Gobierno  para 
publicar  un  Código  civil,  con  arreglo  alas  con- 
diciones y  bases  establecidas  en  esta  ley. 

Art.  2."  La  redacción  de  este  Cuerpo  legal 
se  llevará  á  cabo  por  la  Comisión  de  Códigos, 
cuya  Sección  de  Derecho  civil  formulará  ei 
texto  del  proyecto,  oyendo,  en  los  términos 
que  crea  más  ex])editos  y  fructuosos,  á  todos 
los  individuos  de  la  Comisión,  y  con  las  modi- 
ficaciones que  el  Gobierno  crea  necesarias  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid.  ' 

Art.  3."  El  Gobierno,  una  vez  publicado  el 
L^odigo,  dará  cuenta  á  las  Cortes,  si  estuvie- 
ren reunidas,  ó  en  la  primera  reunión  que  ce- 
lebren, con  expresión  clara  de  todos  aquellos 
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puntos  en  que  haya  modificado,  ampliado  ó  al- 
terado en  algo  el  proyecto  redactado  por  la 
Comisión,  y  no  empezará  á  regir  como  ley  ni 
producirá  efecto  alguno  leg-al  hasta  cumplirse 
los  sesenta  días  siguientes  á  aquel  en  que  so 
haya  dado  cuenta  á  las  Cortes  de  su  publica- 
ción. 

Art.  4. o  Por  razones  justificadas  de  utili- 
dad pública,  el  Gobierno,  al  dar  cuenta  del 
Código  á  las  Cortes,  ó  por  virtud  de  la  propo- 
sición que  en  éstas  se  formule,  podrá  declarar 
prorrogado  ese  plazo  de  sesenta  días. 

Art.  .^.°  Las  provincias  y  territorios  en  que 
.subsiste  derecho  foral,  lo  conservarán  ])or 
ahora,  en  toda  su  integridad,  sin  que  sufra  al- 
teración su  actual  régimen  jurídico  por  la  pu- 
blicación del  Código,  que  regirá  tan  sólo  como 
supletorio  en  defecto  del  que  lo  sea  en  cada 
una  de  aquéllas  por  sus  leyes  especiales.  El 
titulo  preliminar  del  Código,  en  cuanto  esta- 
blezca los  efectos  de  las  leyes  y  de  los  estatu- 
tos y  las  reglas  generales  para  su  aplicación, 
será  obligatorio  (lara  todas  las  provincias  del 
Reino.  También  lo  serán  las  disposiciones  que 
se  dicten  para  el  desarrollo  de  la  base  S.'"',  re- 
lativa á  las  formas  de  matrimonio. 

Art.  6.°  El  Gobierno,  oyendo  á  la  Comisión 
de  Códigos,  presentará  á  las  Cortes  en  uno  ó 
en  varios  proyectos  de  ley  los  Apéndices  del 
Código  civil,  en  los  que  se  contengan  las  ins- 
tituciones forales  que  conviene  conservar  eu 
cada  una  de  las  provincias  ó  territorios  donde 
hoy  existen  '. 

Art.  7."  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  el  Códig'o  civil  empezará  á  re- 
gir en  Aragón  y  en  las  islas  Baleares  al  mis- 
mo tiempo  que  en  las  provincias  no  aforadas, 
en  cuanto  no  se  oponga  á  aquellas  de  sus  dis- 
posiciones forales  y  consuetudinarias  que  ac- 
tualmente estén  vigentes. 

El  Gobierno,  previo  informe  de  las  Diputa- 
ciones in-ovinciales  de  Zarag'oza,  Huesca,  Te- 
ruel é  islas  Baleares  y  de  los  Colegios  de  abo- 
g-ados  de  las  capitales  de  las  mencionadas  pro- 
vincias, y  oyendo  á  la  Comisión  g'eneral  de  co- 
dificación, presentará  á  la  aprobación  de  las 
Cortes,  en  el  plazo  más  breve  posible,  á  contar 
desde  la  publicación  del  nuevo  Códig'o,  el  pro- 
yecto de  ley  en  que  han  de  contenerse  las  ins- 
tituciones civiles  de  Arag-óu  é  islas  Baleares 
que  conveng'a  conservar. 

Iguales  informes  deberá  oír  el  Gobierno  en 
lo  referente  á  las  demás  provincias  de  legisla- 
ción foral. 

Art.  8."  Tanto  el  Gobierno  como  la  Comi- 
sión se  acomodarán  en  la  redacción  del  Código 
civil  á  las  siguientes  bases: 

BASe   1.» 

El  Código  tomará  por  base  el  proyecto  de 
1851  en  cuanto  se  halla  contenido  en  éste  el 
sentido  y  cajiital  pensamiento  de  las  institu- 
ciones civiles  del  derecho  histórico  patrio,  de- 
biendo formularse  por  tanto  este  primor  Cuer- 
po legal  do  nuestra  codificación  civil  sin  otro 
alcance  y  propósito   que  el  de  regularizar, 


*     SoJire  cicmidimiento  de  este  artículo,  véase  desijuéfi 
del  C(U1.  civil,  la  B.  O.  de  IB  Octubre  taso. 
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aclarar  y  armonizar  los  preceptos  de  nuestras 
leyes,  recog'er  las  enseñanzas  de  la  doctrina  en 
la  solución  de  las  dudas  suscitadas  por  la 
práctica,  y  atender  á  algunas  necesidades  nue- 
vas con  soluciones  que  tong-an  un  fundamento 
científico  ó  un  precedente  autorizado  en  legis- 
laciones propias  ó  extrañas,  y  obtenido  ya  co- 
mún asentimiento  entre  nuestros  jurisconsul- 
tos, ó  que  resulten  bastante  justificadas,  en 
vista  de  las  exposiciones  de  principios  ó  de 
método  hechas  en  la  discusión  de  ambos  Cuer- 
pos Coleg'isladores. 

BA8E  2." 

Los  efectos  de  las  leyes  y  de  los  estatutos, 
asi  como  la  nacionalidad,  la  naturalización  y  el 
reconocimiento  y  condiciones  de  existencia  de 
las  personas  jurídicas,  se  ajustarán  á  los  pre- 
ceptos constitucionales  y  legales  hoy  vig'entes, 
con  las  modificaciones  precisas  para  descartar 
formalidades  y  prohibiciones  ya  desusadas, 
aclarando  esos  conceptos  jurídicos  universal- 
mente  admitidos  en  sus  capitales  fundamentos 
y  fijando  los  necesarios,  asi  para  dar  algunas 
bases  seguirás  á  las  relaciones  internacionales 
civiles,  como  para  facilitar  el  enlace  y  aplica- 
ción del  nuevo  Códig'o  y  de  las  legislaciones 
forales,  en  cuanto  á  las  personas  y  bienes  de 
los  españoles  en  sus  relaciones  y  cambios  de 
residencia  ó  vecindad  en  provincias  de  dere- 
cho diverso,  inspirándose  hasta  donde  sea  con- 
veniente en  el  principio  y  doctrina  de  la  perso- 
nalidad de  los  estatutos. 

Se  establecerán  en  el  Código  dos  formas  de 
matrimonio:  el  canónico,  qiie  deberán  contraer 
todos  los  que  profesen  la  religión  católica,  y 
el  civil,  que  se  celebrará  del  modo  que  deter- 
mine el  mismo  Código  en  armojiia  con  lo  pres- 
crito en  la  Constitución  del  Estado. 

El  matrimonio  canónico  producirá  todos  los 
efectos  civiles  respecto  de  las  personas  y  bie- 
nes de  los  cónyug-es  y  sus  descendientes,  cuan- 
do se  celebre  en  conformidad  con  las  disposi- 
ciones de  la  Iglesia  católica,  admitidas  en  el 
Reino  por  la  ley  13,  tít.  I,  lib.  I,  de  la  Novísima 
Recop'ilacióu.  Al  acto  de  su  celebración  asisti- 
rá el  juez  municipal  xi  otro  funcionario  del  Es- 
tado, con  el  solo  fin  de  verificar  la  inmediata 
inscripción  del  matrimonio  en  el  Registro 
civil. 

BA8E  4.» 

Las  relaciones  jurídicas  derivadas  del  ma- 
trimonio en  cuanto  á  las  personas  y  bienes  de 
los  cónyug-es  y  de  sus  descendientes,  paterni- 
dad y  filiación,  patria  potestad  sucesiva  del 
marido  y  de  la  mujer  sobre  sus  hijos  no  eman- 
cipados, efectos  civiles  del  contrato ,  y  en 
suma,  cuantas  constituj'cn  el  derecho  de  fami- 
lia, se  determinarán  de  conformidad  con  los 
Íirincipios  esenciales  en  que  se  funda  el  estado 
egal  presente,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
las  bases  17,  18,  22  y  25. 

BASE  5.a 

No  se  admitirá  la  investigación  de  la  pater- 
nidad sino  en  los  casos  de  delito  ó  cuando 
exista  escrito  del  padre  en  el  que  conste  su 
voluntad  indubitada  de  reconocer  por  suyo  al 
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hijo,  deliberadamente  expresada  con  ese  fin,  ó 
cuando  medie  posesión  de  estado.  Se  permití-, 
rá  la  investigación  de  la  maternidad,  y  se  au- 
torizará la  legitimación  bajo  sus  dos  formas 
de  subsiguiente  matrimonio  y  concesión  Real, 
limitando  ésta  á  los  casos  en  que  medie  impo- 
sibilidad absoluta  de  realizar  la  primera,  y  re- 
servando á  terceros  perjudicados  el  derecho 
de  impugnar,  asi  los  reconocimientos  como 
las  legitimaciones,  cuando  resulten  realizados' 
fuera  de  las  condiciones  de  la  ley.  Se  autori- 
zará también  la  adopción  por  escritura  públi- 
ca, y  con  autorización  judicial,  fijándose  las 
condiciones  de  edad,  consentimiento  y  prohi- 
biciones que  se  juzguen  bastantes  á  prevenir 
los  inconvenientes  que  el  abuso  de  ese  derecho 
pudiera  traer  consigo  para  la  organización 
natural  de  la  familia. 

BA»«E  6." 

Se  caracterizarán  y  definirán  los  casos  de 
ausencia  y  presunción  de  muerte,  establecien- 
do las  garantías  que  aseguren  los  derechos 
del  ausente  y  de  sus  herederos,  y  que  permi- 
tan en  su  día  el  disfrute  de  ellos  por  quien 
pudiera  adquirirlos  por  sucesión  testamenta- 
ria ó  legitima,  sin  que  la  presunción  de  muer- 
te llegue  en  ningún  caso  á  autorizar  al  cóuj'^U' 
ge  presente  para  pasar  á  segundas  nupcias. 

BASE  7.» 

La  tutela  de  los  menores  no  emancipados, 
d^ientes  y  los  declarados  pródigos  ó  en  inter- 
dicción civil,  se  podrá  deferir  por  testamento, 
por  la  ley  ó  por  el  consejo  de  familia,  y  se 
completará  con  el  restablecimiento  en  nxies- 
tro  derecho  de  ese  consejo  y  con  la  institución 
del  protutor. 

BASE  8." 

Se  fijará  la  mayor  edad  en  los  veintitrés 
años  para  los  efectos  de  la  legislación  civil, 
estableciendo  la  emancipación  por  matrimo- 
nio y  la  voluntaria  por  actos  entre  vivos  á  con- 
tar desde  los  dieciocho  años  de  edad  en  el 
menor. 

BASE  9." 

El  registro  del  estado  civil  comprenderá  las 
inscripciones  de  nacimientos,  matrimonios, 
reconocimientos  y  legitimaciones,  defuncio- 
nes y  naturalizaciones,  y  estará  á  cargo  de 
los  jueces  municipales  ú  otros  funcionarios  del 
orden  civil  en  España  y  de  los  ag'entes  consu- 
lares ó  diplomáticos  en  el  extranjero. 

Las  actas  del  Registro  serán  la  prueba  del 
estado  civil,  y  sólo  podrá  ser  suplida  por  otras 
en  el  caso  de  que  no  hayan  existido  ó  hubie- 
ren desaparecido  los  libros  del  Registro,  ó 
cuando  ante  los  Tribunales  se  suscite  con- 
tienda. 

Se  mantendrá  la  obligación,  garantida  con 
sanción  penal,  de  inscribir  los  actos  ó  facilitar 
las  noticias  necesarias  para  su  inscripción  tan 
pronto  como  sea  posible.  No  se  dará  efecto 
alguno  legal  á  las  naturalizaciones  mientras  1 
no  aparezcan  inscritas  en  el  Registro,  cual- 
quiera que  sea  la  prueba  con  que  se  acrediten 
y  la  fecha  en  que  hubieren  sido  concedidas. 
BASE  lO. 

Se  mantendrán  el  concepto  de  la  propiedad 
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\  1:1  división  de  las  cosas,  el  principio  de  la 
:ni'esióii  y  de  copropiedad  con  arreg'Io  á  los 
1  uiidanientos  capitales  del  derecho  patrio,  y  se 
incluirán  en  el  Código  las  bases  en  que  des- 
i-nnsau  los  conceptos  especiales  de  determina- 
das propiedades,  como  las  aguas,  las  minas  y 
las  producciones  científicas,  literarias  y  artís- 
ticas, bajo  el  criterio  de  respetar  las  leyes 
particulares  por  que  hoy  se  rig'eu  en  su  senti- 
do y  disposiciones,  y  deducir  de  cada  una  de 
illas  lo  que  pueda  estimarse  como  fundamen- 
to org'Anico  de  derechos  civiles  y  sustantivos 
]jara  incluirlo  en  el  Códig'o. 
BAí^B  11. 
La  posesión  se  definirá  en  sus  do.s  concep- 
tos, absoluto  ó  emanado  del  dominio  y  vmido 
á  v\,  y  limitado  y  nacido  de  una  tenencia  de  la 
que  se  deducen  hechos  independientes  y  sepa- 
rados del  dominio,  manteniéndose  las  conse- 
cuencias de  esa  distinción  en  las  formas  y  me- 
dios de  adquirirla,  estableciendo  los  peculia- 
res á  los  bienes  hereditarios,  la  unidad  perso- 
nal en  la  posesión  fuera  del  caso  de  indivisión, 
y  determinando  los  efectos  en  cvianto  al  ampa- 
ro del  hecho  por  la  autoridad  pública,  las  pre- 
sunciones á  su  favor,  la  percepción  de  frutos, 
sc^'ún  la  naturaleza  de  éstos,  el  abono  de  ex- 
pensas y  mejoras  y  las  condiciones  á  que  debe 
ajustarse  la  pérdida  del  derecho  posesorio  en 
las  diversas  clases  de  bienes. 

BASE  13. 

El  usufructo,  el  uso  y  la  habitación  se  defi- 
nirán y  reg'ularán  como  limitaciones  del  do- 
minio y  formas  de  su  división,  reg'idas  en  pri- 
mer término  por  el  titulo  que  las  constituya,  y 
en  su  defecto  por  la  ley,  como  supletoria  á  la 
determinación  individual;  se  declararán  los 
ilerechos  del  usufructuario  en  cuanto  á  la  per- 
cepción de  frutos,  según  sus  clases  y  situación 
en  el  momento  de  empezar  y  de  terminarse  el 
usufructo,  fijando  los  principios  que  pueden 
servir  á  la  resolución  de  las  principales  dudas 
en  la  práctica  re.specto  al  usufructo  y  uso  de 
minas,  montes,  plantíos  y  g'anados,  mejoras, 
desperfectos,  obligaciones  de  inventario  y 
fianza,  inscripción,  pago  de  contribuciones, 
defensa  de  sus  derechos  y  los  del  propietario 
en  juicio  y  fuera  de  él,  y  modos  naturales  y 
legítimos  de  extinguirse  todos  esos  derechos, 
con  sujeción  todo  ello  á  los  principios  y  prác- 
ticas del  derecho  de  Castilla,  modificado  en  al- 
gunos importantes  extremos  por  los  princi- 
pios de  la  publicidad  y  de  la  inscripción  con- 
tenidos en  la  legislación  hipotecarianovisima. 

BA8E  13. 

El  título  de  las  servidumbres  contendrá  su 
clasificación  y  división  en  continuas  y  discon- 
tinuas, positivas  y  negativas,  aparentes  y  no 
aparentes  por  sus  condiciones  de  ejercicio  y 
disfrute,  y  legales  y  voluntarias  por  el  origen 
de  su  constitución,  respetándose  las  doctrinas 
I  hoy  establecidas  en  cuanto  á  los  modos  de  ad- 
quirirlas, derechos  y  obligaciones  de  los  pro- 
pietarios de  los  predios  dominante  y  sirviente 
y  modo  de  extinguirlas.  Se  definirán  también 
en  capítulos  especiales  las  principales  servi- 
dumbres fijadas  por  la  ley   en  materia   de 


aguas,  en  el  régimen  de  la  propiedad  rústica 
y  urbana,  y  se  procurará,  á  tenor  de  lo  esta- 
blecido en  la  base  1.^,  la  incorporación  al  Có- 
digo del  mayor  número  posible  de  disposicio- 
nes de  las  legislaciones  do  Aragón,  Balea- 
res, Cataluña,  Galicia,  Navarra  y  Provincias 
Vascas. 

BAi^E  14 

Como  uno  de  los  medios  de  adquirir,  se  defi- 
nirá la  ocupación,  regulando  los  derechos  so- 
bre los  animales  domésticos,  hallazgo  casual 
de  tesoro  y  apropiación  de  las  cosas  muebles 
abandonadas.  Les  servirán  de  complemento 
las  leyes  especiales  de  caza  y  pesca,  haciéndo- 
se referencia  expresa  á  ellas  en  el  Código. 
BASE  15. 

El  tratado  de  las  sucesiones  se  ajustará  en 
sus  principios  capitales  á  los  acuerdos  que  la 
Comisión  general  de  Codificación  reunida  en 
pleno,  con  asistencia  de  los  señores  vocales 
correspondientes  y  de  los  señores  senadores  y 
diputados,  adoptó  en  las  reuniones  celebradas 
en  Noviembre  de  1882,  y  con  arreglo  á  ellos  se 
mantendrá  en  svi  esencia  la  legislación  vigen- 
te sobre  los  testamentos  en  general,  su  forma 
y  solemnidades,  sus  diferentes  clases  de  abier- 
to, cerrado,  militar,  marítimo  y  hecho  en  país 
extranjero,  añadiendo  el  ológ'rafo,  asi  como 
todo  lo  relativo  á  la  capacidad  para  disponer 
y  adquirir  por  testamento,  á  la  institución  de 
heredero,  la  desheredación,  las  mandas  y  le- 
gados, la  institución  condicional  ó  á  término, 
los  albaceas  y  la  revocación  ó  ineficacia  de 
las  disposiciones  testamentarias,  ordenando  y 
metodizando  lo  existente,  y  completándolo 
con  cuanto  tienda  á  asegurar  la  verdad  y  fa- 
cilidad deexpresión  de  las  últimas  voluntades. 

BASE  16. 

Materia  de  las  reformas  indicadas  serán  en 
primer  término  las  instituciones  fideicomisa- 
rias, que  no  pasarán  ni  aun  en  la  línea  directa 
de  la  segunda  g'eneración,  á  no  ser  que  se  ha- 
gan en  favor  de  personas  que  todas  vivan  al 
tiempo  del  fallecimiento  del  testador. 

El  haber  hereditario  se  distribuirá  en  tres 
partes  iguales;  una  que  constituirá  la  legíti- 
ma de  los  hijos,  otra  que  podrá  asig'nar  el  pa- 
dre á  su  arbitrio  como  mejora  entre  los  mis- 
mos, y  otra  de  que  podrá  disponer  libremente. 
La  mitad  de  la  herencia  en  propiedad  adjudi- 
cada por  proximidad  de  parentesco,  y  sin  per- 
juicio de  las  reservas,  constituirá,  en  defecto 
de  descendientes  legítimos,  la  legítima  de  los 
ascendientes,  quienes  podrán  optar  entre  ésta 
y  los  alimenlios.  Tendrán  los  hijos  naturales 
reconocidos  derecho  á  una  poj-ción  heredita- 
ria, que  si  concurren  con  hijos  legítimos  nun- 
ca podrá  exceder  de  la  mitad  de  lo  que  por  su 
legítima  corresponda  á  cada  uno  de  éstos; 
pero  podrá  aumentarse  esta  porción,  cuando 
sólo  quedaren  ascendientes. 
BASE  17. 

Se  establecerá  á  favor  del  viudo  ó  viuda  el 
usufructo  que  alguna  de  las  legislaciones  es- 
peciales le  conceden,  pero  limitándolo  á  una 
cuota  igual  á  lo  que  por  su  legítima  hubiera 
de  percibir  cada  uno  de  los  hijos,  si  loa  hubic 
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re,  y  determinaudo  los  casos  en  que  ha  de  ce- 
sar el  usufructo. 

BASE  18. 

A  la  sucesión  intestada  sei-án  llamados:  1.° 
Los  descendientes.  2.°  Los  ascendientes.  3.° 
Los  hijos  naturales.  4."  Los  hermanos  é  hijos 
de  éstos.  5.°  El  cónyuge  viudo.  No  pasaril 
esta  sucesión  del  sexto  grado  en  la  linea  cola- 
teral. Desaparecerá  la  diferencia  que  nuestra 
legislación  establece  respecto  álos  hijos  natu- 
rales entre  el  padre  y  la  madre,  dándoseles 
igual  derecho  en  la  sucesión  intestada  de  uno 
y  otro.  Sustituirán  al  Estado  en  esta  sucesión, 
cuando  á  ella  fuere  llamado, los  establecimien- 
tos de  Beneficencia  é  instrucción  gratuita  del 
domicilio  del  testador;  en  su  defecto,  los  déla 
provincia;  á  falta  de  unos  y  otros,  los  genera- 
les. Respecto  de  las  reservas,  el  derecho  de 
acrecer,  la  aceptación  y  repudiación  de  la  he- 
rencia, el  beneficio  de  inventario,  la  colación 
y  partición,  y  el  pago  de  las  deudas  heredita- 
rias, se  desenvolverán  con  la  mayor  precisión 
posible  las  doctrinas  de  la  legislac»ión  vigen- 
te, explicadas  y  completadas  por  la  jurispru- 
dencia. 

BASB  19. 

La  naturaleza  y  efectos  de  las  obligaciones 
serán  explicados  con  aquella  g'eueralidad  que 
corresponda  á  una  relación  jurídica  cuyos  ori- 
g-enes  son  muy  diversos.  Se  mantendrá  el  con- 
cepto histórico  de  la  mancomunidad,  resol- 
viendo por  principios  g'enerales  las  cuestiones 
que  nacen  de  la  solidaridad  de  acreedores  y 
deudores,  así  cuando  el  objeto  de  la  obligación 
es  una  cosa  divisible,  como  cuando  es  indivi- 
sible, y  fijando  con  precisión  los  efectos  del 
vinculo  leg'al  en  las  distintas  especies  de  obli- 
gaciones, alternativas,  condicionales,  A  plazo 
y  con  cláusula  penal.  Se  simplificarán  los  mo- 
dos de  extinguirse  las  obligaciones,  reducién- 
dolos á  aquellos  que  tienen  esencia  diferente, 
y  sometiendo  los  demás  á  las  doctrinas  admi- 
tidas, respecto  de  los  que  como  elementos  en- 
tran en  su  composición.  Se  fijarán,  en  fin, 
principios  generales  sobre  la  prueba  de  las 
obligaciones,  cuidando  de  armonizar  esta  par- 
te del  Códig'O  con  las  dis]iosiciones  de  la  mo- 
derna ley  de  Enj.  civil,  respetando  los  precep- 
tos formales  de  la  legislación  notarial  vigente, 
y  fijando  un  máximum,  pasado  el  cual,  toda 
obligación  de  dar  ó  de  restituir,  de  constitu- 
ción de  derechos,  de  arriendo  de  obras  ó  de 
prestación  de  servicios,  habrá  de  constar  jjor 
escrito,  ]iara  que  pueda  pedirse  en  juicio  su 
cumplimiento  ó  ejecución. 

BASE  20. 

Los  contratos,  como  fuentes  de  las  oblig'a- 
ciones,  serán  considerados  como  meros  títulos 
de  adqiiirir  en  cuanto  tengan  por  objeto  la 
traslación  de  dominio  ó  de  cualquier  otro  de- 
recho á  61  semejante,  y  continuarán  sometidos 
al  principio  de  que  la  simple  coincidencia  de 
voluntades  entre  los  contratantes  establece  el 
vínculo,  aun  en  aquellos  casos  en  que  se  exi- 
gen solemnidades  determinadas  para  la  trans- 
misión de  las  cosas,  ó  el  otorgamiento  de  es- 
critura á  los  efecto.s  expresados  en  la  base 


precedente.  Igualmente  se  cuidará  de  fijar 
bien  las  condiciones  del  consentimiento,  a.sí 
en  cuanto  á  la  capacidad,  como  en  cuanto  á  la 
libertad  de  los  que  lo  presten,  estableciendo 
los  principios  consagrados  por  las  legislacio- 
nes modernas  sobre  la  naturaleza  y  el  objeto 
de  las  convenciones,  su  causa,  forma  é  inter- 
pretación, y  sobre  los  motivos  que  las  anulan 
y  rescinden. 

BASE  31. 

Se  mantendrá  el  concepto  de  los  cuasi  con- 
tratos ,  determinando  las  responsabilidades 
que  puedan  surgir  de  los  distintos  hechos- vo- 
luntarios que  les  dan  causa,  conforme  á  los  al- 
tos principios  de  justicia  en  que  descansaba 
la  doctrina  del  antiguo  derecho,  unánimemen- 
te seguido  por  los  modernos  Códigos,  y  se  fija- 
rán los  efectos  de  la  culpa  y  negligencia,  que 
no  constituyan  delito  ni  falta,  aun  respecto  de 
aquellos  bajo  cuyo  cuidado  ó  dependencia  es- 
tuvieren los  culpables  ó  negligentes,  siempre 
que  sobrevenga  perjuicio  á  tercera  persona. 

Las  obligaciones  procedentes  de  delito  ó  fal- 
ta quedarán  sometidas  á  las  disposiciones  del 
Código  penal,  ora  la  responsabilidad  civil  deba 
exigirse  á  los  reos,  ora  á  las  personas  bajo 
cuya  custodia  y  autoridad  estuviesen  consti- 
tuidos . 

BASE  33. 

El  contrato  sobre  bienes  con  ocasión  del  ma- 
trimonio tendrá  por  base  la  libertad  de  estipu- 
lación entre  los  futuros  cónyuges,  sin  otras  li- 
mitaciones que  las  señaladas  en  el  Código, 
entendiéndose  que  cuando  falte  el  contrato  ó 
sea  deficiente,  los  esposos  han  querido  esta- 
blecerse bajo  el  régimen  de  la  sociedad  legal 
de  gananciales. 

B.^SE  33. 

Los  contratos  sobre  bienes  con  ocasión  del 
matrimonio,  se  podrán  otorg-ar  por  los  meno- 
res en  aptitud  de  contraerle,  debiendo  concu- 
rrir á  su  olorg-amiento  y  completando  su  capa- 
cidad las  personas  que  según  el  Código  deben 
prestar  su  consentimiento  á  las  nupcias:  debe- 
rán constar  en  escritura  pública  si  exceden  de 
cierta  suma,  y  en  los  casos  que  no  lleg'ue  al 
máximum  que  se  determine,  eu  documento 
que  i-euna  alguna  garantía  de  autenticidad. 

BASE  34. 

Las  donaciones  de  padres  á  hijos  se  colacio- 
narán en  los  cómputos  de  las  legitimas,  y  se 
determinarán  las  reglas  á  que  hayan  de  suje- 
tarse las  donaciones  entre  esposos  dm-ante  el 
matrimonio. 

BASE  35. 

La  condición  de  la  dote  y  de  los  bienes  pa- 
rafernales podrá  estipularse  á  la  constitución 
de  la  sociedad  conyug-al,  habiendo  de  consi- 
derarse aquélla  inestimada  á  falta  de  pacto  ó 
capitulación  que  otra  cosa  establezca.  La  ad- 
ministración de  la  dote  corresponderá  al  nía-  , 
rido,  con  las  garantías  hipotecarias  para  ase-  ^ 
gurar  los  derechos  de  la  mujer  y  las  que  Sft 
juzguen  más  eficaces  en  la  práctica  para  los 
bienes  muebles  y  valores,  á  cuyo  fin  se  fijaráa 
reglas  precisas  para  las  enajenaciones  y  pig- 
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uoracioncs  ilc  lo.f  bienes  dotalfi.'i,  su  usufructo 
y  cargas  á  que  está  sujeto,  aduiitieiido  cu  el 
Código  los  princii^ios  de  la  Ify  hipotecaria  eu 
todo  lo  que  tiene  de  materia  propiamente  or- 
gánica y  legislativa,  quedando  á  .salvo  los  de- 
rechos de  la  "mujer  durante  el  matrimonio, 
para  acudir  en  defensa  de  sus  bienes  y  los  de 
sus  hijos  contra  la  prodigalidad  del  marido, 
así  como  también  los  que  puedan  establecerse 
respecto  al  uso,  disfrute  y  administración  de 
cierta  clase  de  bienes  por  la  mujer,  constante 
el  matrimonio. 

BA^SiE  36. 
Las  formas,  requisitos  y  condiciones  de  cada 
contrato  en  particiilar,  se  desenvolverán  y  de- 
finirAn  con  sujeción  al  cuadro  general  de  las 
obligaciones  y  sus  efectoi^,  dentro  del  criterio 
de  mantener  por  base  la  leg'islación  vigíente  y 
los  desenvolvimientos  que  sobre  ella  ha  cou- 
isagrado  la  jurisprudencia,  y  los  que  exija  la 
incorporación  al  Códig-o  de  las  doctrinas  pro- 
pias á  la  ley  hipotecaria,  .¿ebidamcnte.aclara- 
;das  en  lo  que  ha  sido  materia  de  dudas  pava 
los  Tribunales  de  justicia  y  de  inseguridad 
,para  el  crédito  teri'itorial.  La  donación  se  de- 
Ifinirá  fijando  su  naturaleza  y  efectos,  perso- 
nas que  pueden  dar  y  recibir  por  medio  de 
;ella,  sus  limitaciones,  revocaciones  y  reduc- 
ciones, las  formalidades  con  que  deben  ser  he- 
chas, los  respectivos  deberes  del  donante  y  dd* 
iiatario  y  cuanto  tienda  A  evitar  los  perjui- 
cios que  de  las  donaciones  pudieran  seg'uirse 
\  los  hijos  del  donante  ó  sus  legítimos  acrec- 
ieres ó  A.  los  derechos  do  tercero.  Una  ley  es- 
pecial desarrollará  el  principio  de  la  reunión 
ie  los  dominios  en  los  foros,  subforos,  dere- 
hos  de  superficie  y  cualesquiera  otro.s  gravá- 
menes semejantes  constituidos  sobre  la  pro- 
piedad inmueble. 

BASE  27. 

La  disposición  final  derogatoria  será  geue- 
;al  para  todos  los  Cuerpos  leg'ales,  usos  y  cos- 
tumbres que  constituyan  el  derecho  civil  lla- 
mado de  Castilla,  eu  todas  las  materias  que 
son  objeto  del  Códig'o,  y  aunque  no  sean  con- 
;rarias  á  él,  y  quedarán  sin  fuerza  legal  alg'u- 
aa,  asi  en  su  concepto  de  leyes  directamente 
Dbligatorias,  como  en  el  de  derecho  supleto- 
?io.  Las  variaciones  que  perjudiquen  dere- 
hos  adquiridos  no  tendrán  efecto  retroactivo. 
3e  establecerán,  con  el  carácter  de  disposicio- 
aes  adicionales,  la.s  bases  orgánicas  necesa- 
rias para  que  eu  periodos  de  diez  años  formu- 
le la  Comisión  de  Códigos  y  eleve  al  Gobierno 
as  reformas  que  couveng-a  introducir  como 

B"  resultados  definitivamente  adquiridos  por  la 
experiencia  eu  la  aplicación  del  Código,  por 
os  px'og'resos  realizados  en  otros  países  y  uti- 
izables  en  el  nuestro,  y  por  la  jurisprudencia 
iel  Tribunal  Supremo. 
Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  justicias, 
jefes,  gobernadores  y  demás  autoridades,  asi 
■iviles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
liiier  clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan 
guardar,  cumplir  y  ejecutar  la  presente  ley  en 
todas  sus  partes. 
Dado  en  Palacio  á  II  de  Mavo  de  1888.— Yo 
I  Tomo  II. 


la  Reina  Reg'ente. — El  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  Manuel  Alonso  Martínez.»  (Gac.  2'J 
de  Mayo.) 

H.  D.  6  Ootvibre  1888. 
Disponiendo  la xnthlicación  del  Código  civil  en  la  Gaceta. 

(Grac.  y  Just.)  «/íxpo.s-ícíón.— Seño)'a:  La 
ley  de  11  de  Mayo  de  este  año  autorizó  al  Go- 
bierno de  V.  JI.  para  publicar  un  Código  civil 
con  arreg'lo  á  las  bases  establecidas  en  la  mis- 
ma, llenando  así  una  necesidad  sentida  desde 
hace  cinco  siglos  y  no  satisfecha  aún,  á  pesar 
de  los  laudables  esfuerzos  de  algunas  de  las 
generaciones  que  nos  han  precedido. 

El  Cód.  civil,  que  interesa  por  igual  A  todas 
las  clases  sociales,  y  realiza,  uo  \ina  aspira- 
ción pasajera,  sino  uu  anhelo  constante  del 
pueblo  español,  puede  ser  un  titulo  de  honor 
para  los  contemporáneos  y  á  los  ojos  de  la  pos- 
teridad y  el  más  bello  ñorón  de  la  Corona  que 
ciñe  V.  M.  tan  merecidaiuente  por  sus  g'rande.s 
virtudes  y  raras  prendas. 

Pocos  serán  ya  hoy  eu  España  los  que  des- 
conozcan la  conveniencia  de  sustituir  la  legis- 
lación civil  vigente,  desparramada  en  multitud 
de  Cuerpos  legales  promulg'ados  en  la  época 
gótica,  en  la  Edad  Media  y  eu  tiemi)os  más 
recientes,  pero  siempre  distantes  de  nosotros, 
y  cjue  de  todos  modos  retratan  estados  socia- 
les distintos  y  aun  opuestos,  por  un  monu- 
mento legislativo  armónico,  sencillo  y  claro  eu 
su  método  y  redacción,  que  refleje  fielmente 
nuestras  actuales  ideas  y  costumbres,  y  satis- 
faga las  complejas  necesidades  de  la  moderna 
civilización  española. 

Así,  pues,  V.  M.  puede  estampar  su  firma  eu 
este  proyecto  de  decreto  con  aquella  satisfac- 
ción interior  que  eng-endra  siempre  eu  el  ánimo 
del  jefe  supremo  del  Estado  la  conciencia  de 
que  no  pone  sti  autoridad  augusta  al  servicio 
de  una  parcialidad  política,  sino  al  de  la  Na- 
ción entera. 

Por  esto,  el  Ministro  que  .suscribe tiene 

el  honor  de  proponer  á  V.  M.  el  siguiente  pro- 
yecto dedecreto.— Señora:  A  L.  R.  P.  de  V.  M., 
Manuel  Alonso  Martínez. 

REAL  DECRETO 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  ia  ley  de 
11  de  Mayo  de  este  año,  por  la  cual  se  autori- 
zó á  mi  Gobierno  para  publicar  uu  Código  ci- 
vil con  arreglo  á  las  condiciones  y  bases  esta- 
blecidas en  la  misma,  conformándome  con  lo 
propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia; 
y  de  acuerdo  cou  el  parecer  de  mi  Consejo  de 
Ministros;  en  nombre  de  mi  augusto  hijo  el 
Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reiua  Regente 
del  Reino, 

Vengo  en  decretar  que  se  publique  en  la 
Gaceta  de  Madrid  el  Código  civil  adjunto,  en 
cumplimiento  de  lo  que  píecepti'ia  el  art.  2.° 
de  la  mencionada  ley  de  11  de  Mayo  último. 

Dado  en  Palacio  AG  de  Octubre  de  1SS8.— 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez.»  (Gac.  O  Oc- 
tubre.) 

(En  la  misma  Gaceta  do  9  Octubre  1888  co- 
menzó la  i)ublicacióndel  Cód.  civil  <|ue  terminó 
en  la  de  8  Diciembre  del  propio  año  v  que  em- 
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])ezó  á  reg'ii'  el  día  1."  de  Jlayn  de  1889;  pero 
por  consecuencia  de  la  discusión  á  que  se  so- 
metió la  obra  en  los  Cuerpos  Coleg'isladores 
hubo  de  acordarse  la  formación  de  una  edición 
nueva  por  la  ley  de  26  Mayo  1889,  en  la  que 
se  enmendaron  y  adicionaron  algunas  dispo- 
siciones de  la  antig'ua.  Confióse  el  encargo  k 
la  Comisión  de  Códigos,  y  una  vez  terminado, 
se  publicó  la  nueva  edición,  hoy  vigente,  por 
R.  D.  de  24  Julio  1S89,  que  insertamos  más 
adelante.  La  primitiva  edición  rigió,  pues,  desde 
la  citada  fecha,  I."  de  Mayo  de  1889,  hasta  que  se 
publicó  el  texto  adjunto  al  decreto  de  24  de 
Julio  del  propio  año.) 

K.  O.  8  Diciembre  188S. 

Stgtiijicando  á  cuantos  han  tomado  parte  en  los  trabajos 

del  C'ódiffo  civfl  el  ar/rado  de  S.  M. 

(Grao,  y  Just.)  «He  dado  cuenta  á  S.  M.  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  de  los  muchos  y  muy  impor- 
tantes trabajos  que  para  la  formación  del  Có- 
dig'o  civil  ha  hecho  la  Comisión  general  do  Co- 
dificación... 

En  nombre  de  su  aug'usto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer 
que  se  signifique  á  todos  su  Real  agrado  ])or 
la  abnegación  y  celo,  de  que  han  dado  elo- 
cuente testimonio  en  sus  interesantes  Memo- 
rias y  en  sus  oportunas  observaciones  sobre 
los  diferentes  libros  del  Código  qiie  á  este 
efecto  se  les  ha  remitido,  muy  especialmente 
il  la  Sección  primera  de  la  Comisión  que  ha 
tenido  á  su  carg'o  la  redaecíóu  del  Código,  hoy 
felizmente  terminado... 

D(!  Real  orden,  etc. — Madrid  8  Diciembre 
de  1888. — Manuel  Alonso  Martínez  '.» 

B.  O.  11  Febrero  1889. 

Pi  arrogando  hasta  el  1.°  de  Mayo  el  plazo  señalado  por 

la  leu  de  II  del  mismo  mes  de  ISS8. 

(GitAC.  Y  Ju.ST.)  «Próximo  á  vencer  el  plazo 
de  sesenta  dias  establecido  en  el  art.  3."  de  la 
ley  de  11  de  Mayo  do  1888  para  que  comenza- 
ra á  reg'ir  como  ley  el  Códig'o  civil  publicado 
en  la  Gaceta  de  Madrid;  en  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  6  de  Octubre  iilti- 
mo,  y  formulada  en  las  Cortes  la  proposición 
prevista  en  el  art.  4."  de  la  pro])ia  ley: 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  el  Mi- 
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»  Vocales  de  la  sección  primera  de  la  comisión 
general  de  codikicación  que  ha  redactado  el  có- 
DIGO CIVIL:  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  presidente. — 
/>.  Francisco  de  Cárdenas. — D.  Salvador  de  Albacete. — 
B.  Germán  Gaviazo. — D,  Hilario  de  Igón.—D.  Santos  de 
Isasa.~-jD.  José  María  Ma.nresa. —  D,  Eduardo  García 
Ooyena. 

Vocales  que  han  sido  de  la  sección  primera  y 

HAN  tomado  parte  EN  LA  REDACCIÓN  DEL  CÓDIGO  CI- 
VIL: D.  Frmicisco  Silvela.~~D.  Benito  Gutiérrez.  -D.  Ci- 
rilo Amorós. 

Señores  senadores,  diputados,  vocales  de  la  sec- 
ción 3F.OUNDA  Y  VOCALES  CORRESPONDIENTES  QUE  CON- 
CURRIERON CON  LOS  DE  LA  SECCIÓN  PRIMERA  Á  LAS  SE- 
SIONES DE  OCTUiiRK  V  NOVIEMBRE  DE  1S82 :  D.  Femando 
Calderón  CoUantes,  tnarqués  de  Reinosa. — D.  Alejandro 
Groizard. — D.  Vicente  Romero  Girón  — D.  Manuel  Dan- 
víla. — D.  Emilio  Bravo  y  Romero. — D.  José  María  Fcr- 
n  índez  de  la  Hoz. — D.  Pedro  Nolasco  Aurioles. — D.  Te- 
lesforo  Monlejo  y  Robledo. — D.  .Justo  Pelayo  Cuesta.— 
D.  Eduardo  Alonso  Colmenares.— D.  Antonio  María  Fa- 
bié.—D.  Trinitario  Ruiz  Capdepón. — B.  Augusto  Comas. 
D.  Francisco  de  la  Pisa  Pajares. — D.  Manuel  Duran  y 
lías. —  D.  Luis  Fraytco  y  López ,  barón  de  Mora. — Do7i 
Antonio  Morales  y  Gómez. — D.  Rafael  López  de  Lago. — 
D.  Pedro  Ripoll  y  Palón. — D.  Manuel  de  Lecanda  y  Mcn- 
dieta. 


nistro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo  con 
el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros; 

En  nombro  de  mi  augusto  hijo  ol  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Veng'o  en  declarar  prorrogado  hasta  el  1." 
de  Mayo  del  corriente  año  el  plazo  de  los  se- 
senta dias  establecido  en  la  ley  de  11  de  Mayo 
de  1888. 

Dado  en  Palacio  á  11  de  Febrero  de  1889. — 
Maria  Cristina. — El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, José  Canalejas  y  Méndez.»  (Gac.  12  Fe- 
brero.) 

E.  O.  26  Abril  y  Eosol.  8  Mayo  1889. 

Aprobó  la  R.  O.  la  lust.  para  ejecutar  los 
arts.  77,  78,  79  y  82  del  Cód.  civil,  sobre  ins- 
cripción de  matrimonios  canónicos  y  de  sen- 
tencias de  nulidad  y  divorcio.  La  Resol,  de  s 
de  Mayo,  que  es  de  la  Dir.  de  los  Reg-istros, 
resolvió  alg'unas  dificultades  sobre  cumpli- 
miento de  la  Instrucción  anterior.  Como  los 
artículos  del  Cód.  á  que  estas  disposiciones  se 
refieren  no  fueron  objeto  de  reforma  al  revi- 
sarse la  edición  primitiva,  nos  parece  que  obe- 
decemos A  un  plan  lóg'ico  reservándolas  para 
insertarlas  á  continuación  del  Códig-o  civil. 

Ley  26  Mayo  1889. 
Ordenando  la  formación  de  una  edición  ild  Cóil.oii  II 
cniiicntl»(lii  y  ailiclon»ila,  i^ara  la  que  ha  de  servir 
de  base  el  resultado  de  la  discusión  majitenida  en  los 
Cuerpos  Colegísladores. 

(Grao,  y  Just.)  «LEY.— D.  Alfonso  XTII, 
por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  Rey  de 
España,  y  en  su  nombre  y  durante  su  menor 
edad  la  Reiua  Regente  del  Reino; 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  enten- 
dieren, sabed: 

Que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancio- 
nado lo  siguiente: 

Artículo  1.°  El  Gobierno  hará  una  edición 
del  Cód.  civil,  con  las  enmiendas  y  adiciones 
que  ajuicio  de  la  Sección  de  lo  civil  de  la  Co- 
misión general  de  Codificación  sean  necesarias 
ó  convenientes,  según  el  resultado  de  la  discu- 
sión habida  en  ambos  Cuerpos  Colegisladores. 

Art.  2."  Esta  edición  se  publicará  lo  más 
pronto  posible,  dentro  del  plazo  de  dos  meses. 

Además,  se  insertarán  en  la  Gaceta  los  ar- 
tículos del  Códtg'o  Oüinendados  ó  adicionados. 

Por  tanto:  Mandamos,  etc. 

Dado  en  Aranjuez  á  2fi  de  Mayo  de  1889. — 
Yo  la  Reina  Reg'onte. — El  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  José  Canalejas  y  Méndez.»  (Gac.  28 
"Mayo.) 

K.  D.  21  Julio  1889. 

Mandando  publicar  é  insertar  en  la  Gaceta  el  adjunto 

texto  de  la  niievit  edición  del  Cód.  civil. 

(Grac.  y  .Just.)  «Teniendo  presente  lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  26  de  Mayo  liltimo;  confor- 
mándome con  io  propuesto  jior  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo  con  el  parecer 
de  mi  Consejo  de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  que  se  publique  é  inserte 
en  la  Gaceta  de  Madrid  el  adjunto  texto  de  la 
nueva  edición  del  Cód.  civil, üecha  con  las  en- 
miendas y  adiciones  propuestas  por  la  Sección 
de  lo  civil  de  la  Comisión  general  de  Codifica-- 


CÓDIGO  CIVIL.  (1889.) 


563 


ción,  seg-iin  el  resultado  de  la  discusión  liabida 
en  ambos  Cuerpos  Coleg-isladores,  y  en  cum- 
plimiento de  lo  preceptuado  por  la  menciona- 
da lev  de  26  de  Mavo  iiltimo. 

Dado  en  San  Ildefonso  A  24  de  Julio  de  1889. 
Maria  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, José  Canalejas  y  Méndez.»  (Gaceta  25 
Julio.) 

R.  O.  29  Julio  1889. 

Disponiendo  la  publicación  de  los  motivos  de  la  reforma, 

expuestos  por  la  Comisión  de  Códigos 

(Grac.  y  JüST.)     « S.  M se  ha  servido 

disponer...  que  A  continuación  de  esta  Real  or- 
den '  se  publique  en  la  Gaceta  de  Madrid  la 
luminosa  Exposición  en  que  .se  expresan  los 
fundamentos  de  las  adiciones  y  enmiendas 
consignadas  en  la  nueva  edición  del  Códip'O 
civil, "]iubhcado  en  cumplimiento  de  la  ley  de 
26  de  ]\íavo  último. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  29  de  .Julio  de 
1889.— José  Canalejas  y  Méndez.— Sr.  D.  Ma- 
nuel Alonso  Martínez,  Presidente  de  la  Sec- 
ción primera  de  la  Comisión  general  de  Codi- 
ficación.» 

EXPOSICIÓN 

íExcmo.  Sr.:  V.  E.  se  .sirvió  comunicar  á 
esta  Comisión,  para  su  cumi)limiento,  la  ley 
de  26  de  Mayo  último,  que  manda  hacer  una 
edición  del  Código  civil,  con  las  enmiendas  y 
adiciones  que.  Ajuicio  de  la  Sección  de  lo  civil 
de  la  Comisión  general  de  Codificación,  sean 
necesarias  ó  convenientes  según  el  resultado 
de  la  discusión  habida  en  ambos  Cuerpos  Cole- 
gisladores.  Cumpliendo  este  mandato,  la  Sec- 
ción ha  revisado  detenidamente  todo  el  Códi- 
go, y  en  particular  las  disposiciones  que  han 
sido' objeto  de  controversia  y  de  ci-ítica  entre 
los  senadores  y  diputados  en  los  iiltimos  deba- 
tes parlamentarios.  Ha  hecho  tan  prolijo  exa- 
men sin  niAs  propósito  que  el  de  mejorar  la 
obra  en  todo  lo  que  pareciese  defectuosa,  y 
sin  otro  criterio  que  el  de  la  niAs  severa  impar- 
cialidad. Fruto  de  este  estudio  es  el  trabajo 
que  adjunto  tiene  el  honor  de  presentar  AV.  E. 
Todas  las  observaciones  expuestas  en  el 
Parlamento  han  sido  atentamente  examinadas 
y  discutidas  en  el  seno  de  la  Sección,  recayen- 
do sobre  cada  una  el  acuerdo  que  se  ha  juzga- 
do procedente.  Son  éstas  de  diversas  clases, 
según  el  espíritu  que  las  informa,  el  fln  A  qvie 
tienden,  la  suposición  más  ó  menos  fundada 
de  que  parten,  la  varia  interpretación  de  algu- 
nos artículos,  la  diversidad  de  opiniones  indi- 
viduales sobre  determinados  problemas  juri- 
I  dicos  y  la  oscuridad  de  expresión  ó  defectos 
de  estilo  que  se  ha  creído  encontrar  en  algu- 
nos textos.  La  Sección,  que  no  pretende  haber 
hecho  una  obra  perfecta,  porque  si  uo  lo  es 
ning'una  de  las  humanas,  mucho  menos  puede 
serlo  un  Código  civil,  que  afecta  A  tantos,  tan 
diversos  y  acaso  tan  contradictorios  intereses, 
hábitos  y  costumbres,  ha  reconocido,  con  la 
sinceridad  y  la  imparcialidad  que  le  son  pro- 
pias, la  justicia  ó  la  conveniencia  de  algunas 


'  Se  significa  en  ella  el  agrado  con  que  S.  3T.  ha  visto  el 
relevante  mérito,  diligente  celo  y  actividad  extraordina- 
ria del  presidente  y  vocales  de  la  Sección  de  lo  civil  de  la 
Comisión  de  Códigos. 


de  las  enmiendas  y  reformas  indicadas  en  los 
Cuerpos  Colegisladores.  Pero  al  mismo  tiempo 
ha  tenido  que  prescindir  de  muchas  de  ellas 
que,  por  causas  diversas,  no  le  han  parecido 
necesarias  ni  justificadas. 

Hay  efectivamente  en  el  Código  varios  ar- 
tículos cuya  reforma  parece  justa  ó  convenien- 
te, va  para  la  mayor  claridad  del  concepto,  ya 
para  que  no  parezcan  en  disonancia  con  otros 
á  que  se  refieren,  ya  para  prevenir  las  dudas 
á  que  pudiera  dar  lugar  la  suspicacia  ó  la  ma- 
licia de  los  que  litiguen  sobre  su  aplicación, 
va,  en  fin,  para  corregir  los  errores  de  impren- 
ta ó  de  copia  de  que  adolecen.  Hay  también 
artículos  que  contienen  principios  indiscutibles 
de  justicia  ó  conveniencia,  pero  que  necesi- 
tan ampliarse  y  desarrollarse  para  su  aplica- 
ción, A  fin  de  que  no  den  lugar  A  una  jurispru 
dencia  varia  y  aun  contradictoria.  LaSección, 
teniendo  todo  esto  en  cuenta,  ha  procurado 
el  remedio,  prestAudose  A  todas  las  modifica- 
ciones de  concepto  y  expresión  que  ha  podi- 
do exigir  la  más  severa  crítica. 

La  verdad  es  que,  fuera  de  muy  pocos  pun- 
tos en  que  por  diversidad  de  escuela  ó  de  pro- 
pósito no  puede  convenir  la  Sección  con  algu- 
nos de  sus  censores,  en  todos  los  demAs  las 
diferencias  consisten,  más  bien  que  en  el  fondo, 
en  la  expresión  del  concepto.  Se  han  expuesto 
ciertamente  consideraciones  generales  muy 
importantes  sobre  las  novedades  introducidas 
por  el  Código  en  el  orden  de  la  familia,  en  las 
relaciones  jurídicas  entre  sus  individuos  y  en 
las  sucesiones  hereditarias;  ¡icro  la  Sección  se 
ha  abstenido  de  controvertirlas;  tanto  porque 
casi  todas  ellas  proceden  de  la  ley  de  bases 
para  redactar  el  Código,  A  las  cuales  ha  teni- 
do que  sujetarse,  cuanto  por  no  ser  este  ya  el 
momento  oportuno  de  exponer  los  motivos  de 
toda  aquella  obra.  Pasada  su  oportunidad, 
cximple  sólo  A  la  Sección  manifestar  el  orden 

V  método  con  que  ha  verificado  su  revisión,  la 
extensión  y  los  límites  de  su  labor  y  los  fun- 
damentos ile  las  principales  enmiendas  y  adi- 
ciones adoptadas. 

Expuesto  queda  el  método  seguido:  respec- 
to A  la  extensión  de  .su  trabajo,  se  ha  limitado 
la  Sección  A  revisar  solamente  aquellos  artí- 
culos que  han  sido  objeto  de  discusión  y  de 
crítica  en  las  Cortes;  pero  como  algunos  de 
ellos  tenían  relación  con  otros  pasados  en  si- 
lencio, uo  ha  sido  posible  prescindir  en  abso- 
luto de  éstos.  Por  eso  advertirá  V.  E.  que  no 
sólo  aparecen  retocados  algunos  de  los  artícu- 
los censurados  por  oradores  del  Parlamento, 
sino  otros  que  no  fueron  criticados  por  ellos; 
todo  sin  perjuicio  de  corregir  al  paso  los  erro- 
res de  copia  ó  de  imprenta  que  han  encontra- 
do en  el  texto  dado  A  luz. 

(Omitimos  aquí  las  reflexiones  expuestas 
por  la  Comisión  y  alusivas  especialmenteá 
instituciones,  preceptos  ó  artículos  determi- 
nados, reservándolas  para  ponerlas  á  la  letra 

V  como  nota  de  los  textos  respectivos  A  que  se 
"refieren.  Así  creemos  facilitar  á  nuestros  lec- 
tores el  estudio  del  Código,  colocando  al  lado 
de  las  disposiciones  reformadas,  la  declara- 
ción autorizada  del  fundamento  ó  causa  de  la 
novedad.  Las  disposiciones,  objeto  de  refor- 
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ma,  son  i-efereutes  á  la  subsistencia  del  derecha 
foral,  condición  y  rlereehos  de  los  postumos, 
prueba  del  matrimonio,  dispensa  de  impedimen- 
tos, acción  de  nulidad  del  vínculo,  alimentos,  bie- 
nes de  dominio  público,  servidumbres  pecuarias, 
plantaciones  cerca  de  lieredad  ajena,  testamen- 
tifacción  activa  y  pasiva  de  los  religiosos  en  claii- 
siira,  testamentos  ológrafo  y  abierto,  aceptación 
de  herencias  por  la  mujer  casada,  contratos  que 
han  de  formalizarse  en  escritura  pública,  resci- 
sión de  capitulaciones  matrimoniales,  retracto  de 
colindantes  y  foros  y  subforos  antig'uos.  Ade- 
más, la  Comisión  expuso  circunstanciadamen- 
te el  criterio  á  que  obedece  la  formación  y  con- 
tenido de  las  disposiciones  transitorias,  que  en 
la  primera  edición  no  fiji'uraban,  y  que  han 
sido  especialmente  redactadas  para  la  nueva. 

La  Exposición  de  motivos  termina  con  las  si- 
guientes palabras:) 

«Fuera  de  las  enmiendas  y  adiciones  que 
quedan  indicadas,  nada  más  ha  tenido  que  ha' 
cer  la  Sección  sino  ala-unas  cori-ecciones  de 
estilo,  ó  de  erratas  de  imprenta  ó  de  copia,  co- 
metidas en  la  primera  edición  del  Códi<;-o.  Fá- 
cil será  advertirlas  comparando  los  textos  ad- 
juntos con  los  publicados,  y  asi  se  verá  que 
sus  diferencias  son  tan  poco  importantes  y  sus 
motivos  tan  evidentes,  que  no  es  necesario 
llamar  la  atención  sobre  ellas. 

Expuestas  las  consideraciones  que  preceden, 
y  dado  á  conocer  en  ellas  lo  cpie  principalmen- 
te merece  notarse  en  los  trabajos  á  que  se  re- 
fieren y  en  el  espíritu  que  los  ha  animado, 
cree  la  Sección  deber  dar  aquí  por  terminado 
el  encarg'o  recibido. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
30  de  Junio  de  1889.— Manuel  Alonso  Martí- 
nez, presidente;  Francisco  de  Cárdenas,  Sal- 
vador de  Albacete,  Germán  G'aniazo,  Hilario 
de  Ig'ón,  Santos  de  Isasa,  José  María  Manresa, 
vocales;  Eduardo  García  Goyena,  vocal  auxi- 
liar.— Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia.» (Gac.  30  Julio.) 
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EDICIÓN  REFORMADA 

MANDADA  FUBT.ICAU  POR  REAL  DECRETO  DE  24  DE  JULIO 

DE    1889,    EX    CUVPLIMIENTO    DE    LA    LEV 

DE  26  DE  MAYO  DEL  MIS.MO  AÑO  '. 


TITULO  PRELIMINAR 

De  las  leyes,  de  sus  efectos  y  de  las  reglas 
generales  para  su  aplicación. 

Artículo  1."  Las  leyes  obligarán  en  la  Pe- 
nínsula, islas  adyacentes,  Canarias  y  territo- 
rios de  Añ-ica  sujetos  á  la  legislación  peninsu- 


'  Advertencia.  Objeto  como  son,' pornuestra  parte, 
de  especial  examen  y  atención  en  cada  articulo  del  Dic 
cíONARio  las  instituciones  del  Derecho  civil  que  el  Código 
reconoce  y  ordena,  no  consideramos  necesario  duplicar 
el  estudio,  insertando  aqiii.  por  vía  de  comentario,  notas 
doctrinales,  criticas  ni  históricas.  Pero  si  creemos  conve- 
niente formar  otras  muy  breves,  para  enumerar  al  pie  de 
al qxinos preceptos  del  Código,  otros  que  con  el  anotado  se 
relacionan,  y  parí  indicar  las  resoluciones  del  Gobierno  y 
decisiones  de  jurisprudencia  ya  reca  idas  sobre  determiná- 


lar,  á  los  veinte  días  de  su  promulgación,  si 
en  ellas  no  se  dispusiere  otra  cosa. 

Se  entiende  hecha  la  promulgación  el  día  en 
que  termínela  inserción  de  la  ley  en  \nGaceta  '. 

Art.  2."  La  ignorancia  de  ¡as  leyes  no  ex- 
cusa de  su  cumplimiento. 

Art.  3."  Las  leyes  no  tendrán  efecto  retro- 
activo si  no  dispusieren  lo  contrario  '. 

Art.  4.°  Son  nulos  los  actos  ejecutados  con- 
tra lo  dispuesto  en  la  ley,  salvo  los  casos  en  que 
la  misma  ley  ordene  su  validez  -. 

Los  derechos  concedidos  por  las  leyes  son 
renunciables,  á  no  ser  esta  renuncia  contrá.el 
interés  ó  el  orden  público,  ó  en  perjuicio  de, 
tercero  •'. 

Art.  5."  Las  leyes  sólo  se  derogan  por  otras 
leyes  posteriores,  y  no  prevalecerá  contra  su 
observancia  el  desuso,  ni  la  costumbre  ó  la 
práctica  en  contrario  '*. 

Art.  6.°  El  Tribunal  que  rehuse  fallar  á, 
pretexto  de  silencio,  oscuridad  ó  insuficiencia 
de  las  leyes,  incurrirá  en  responsabilidad 

Cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable 
al  pumo  controvertido,  se  aplicará  la  costiim- 
bre  del  lug-ar,  y,  en  su  defecto,  los  principios 
generales  del  derecho. 

Art.  7.°  Si  en  las  leyes  se  habla  de  meses, 
días  ó  noches,  se  entenderá  que  los  meses  son 
de  treinta  días,  los  días  de  veinticuati-o  horas, 
y  las  noches  desde  que  se  pone  hasta  que  sale 
el  sol. 

Si  los  meses  se  determinan  por  sus  nombres, 
se  computarán  por  los  días  que  respectivamen- 
te teng-an. 

Art.  8."  Las  leyes  penales,  las  de  policía  y 
las  de  seg'uridad  pública,  oblig-an  á  todos  los 
que  habiten  en  territorio  español. 

Ai-t.  3.°  Las  leyes  relativas  á  los  derechos 
y  deberes  de  familia,  ó  al  estado,  condición  y 
capacidad  legal  de  las  personas,  obligan  á  los 
españoles,  aunque  residan  en  país  extranjero". 

Art.  10.  Los  bienes  muebles  están  sujetos 
á  la  ley  de  la  nación  del  propietario:  los  bie- 
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dos  artículos.  Adetaás,  y  con  el  fin  de  iTust7-ar  el  conteni- 
do de  los  que,  al  hacerse  la  nueva  edición,  fueron  objeto 
de  reforma,  presentamos,  bajo  el  texto  de  c^.da  uno,  el 
motivo  aducido  por  la  Comisión  de  Códigos  como  funda' 
mentó  de  la  novedad.  Los  lectores  distinguirán  á  la  sim- 
ple vista,  y  por  la  forma  de  letra,  las  notas  originales  de 
las  que  dedicajnos  d  reproducir  la  Exposición  justificati- 
va de  la  reforma. 

*  Por  virtttd  de  estos  arts.  1,°  y  3.°  y  de  las  disposicio- 
nes transitorias,  las  litis  expensas  solicitadas  después  de 
regir  el  Cód.  civil,  por  mujer  casada  con  anterioridad,  se 
rigen  po^'  la  legislación  antigua  (Sent.  17  Abril  1891,  in- 
serta en  Litis  expensas).  Los  principios  de  no  retro- 
actividad,  respecto  del  Derecho  civil,  se  hallan  desenvuel- 
tos en  dichas  disposiciones  transitorias  y  respecto  de  la 
prescripción  de  bienes,  en  el  art.  í.939. 

-  Véanse  AccioxES  DE  nulidad  y  Actos  nulos,  t.  If 
páginas  133  y  174, 

3    Son  referentes  á  renuncia  de  derechos  y  prohibido 
nes  los  siguientes  arts,:  18,  19,  21,  24,  25,  151,  202,  267,. 
275,  3f>5,  440,  513.  544,  546,  516,  646,  652.  655,  816,  833,. 
888  á  890,  899,  900,  910,  970,   1.102,  1.1S8,  1.394,  1.418 
y  1.477. 

'*    El  Código  reconoce  expresamente  la  autoridad  y  fuer- 
za  de  la  coshtmbre,  derecho  consuetudinario  ó  uso  local,  ^ 
en  los  arts.  6."*,  12,  48^,  570,  571,  .587,  1.436,  1.520.  l.SU,  ' 
1.579,  1-580.  1.695,  regla  2.*  y  1.750. 

^     Véanse  los  arts.  361,  ley  de  Enj.  civil,  y  368,  C,  P. 

^  Sobre  ijimunidad.  de  los  cónsules  y  de  tos  agentes  di- 
ploTnáticos,  y  aplicación  á  los  mismos  de  las  leyes  penOf 
les,  véanselos  artículos  Cuerpo  diplomático  extean- 

JERO:  CUEUI'O  DIPLOJLÁTICO  CONSULAR. 
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ues  inniuebles,  A  las  leyes  del  país  en  que  es- 
tiVu  sitos. 

Sin  embarg'o,  las  sucesiones  leg'itimas  y  las 
testamentarias,  asi  respecto  al  orden  de  suce- 
der como  á  la  cuantía  de  los  derechos  suceso- 
rios y  A  la  validez  intrínseca  de  sus  disposicio- 
nes, se  regularán  por  la  ley  nacional  de  la  per- 
sona de  cuya  sucesión  se  trate,  cualesquiera 
que  sean  la  naturaleza  de  los  bienes  y  el  país 
en  que  se  encuentren. 

Los  vizcaínos,  aunque  residan  en  las  villas, 
seguirán  sometidos,  en  cuanto  á  los  bienes  qne 
posean  en  la  tierra  llana,  á  la  ley  15,  tit.  XX 
del  Fuero  de  Vizcaya. 

Art.  II.  Las  formas  y  solemnidades  de  los 
contratos,  testamentos  y  demás  instrumentos 
piiblicos,  se  rigen  por  las  leyes  del  país  en  que 
se  otorguen. 

Cuando  los  actos  referidos  sean  autorizados 
por  funcionarios  diplomáticos  ó  consulares  de 
España  en  el  extranjero,  se  observarán  en  su 
otorgamiento  las  solemnidades  establecidas 
por  las  leyes  españolas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  articulo  y 
en  el  anterior,  las  leyes  prohibitivas  concer- 
nientes á  las  personas,  sus  actos  ó  sus  bienes, 
y  las  que  tienen  por  objeto  el  orden  público  y 
las  buenas  costumbres,  no  quedarán  sin  efec- 
to por  leyes  ó  sentencias  dictadas,  ni  por  dis- 
posiciones ó  convenciones  acordadas  en  país 
extranjero. 

Art.  12.  Las  disposiciones  de  este  título,  en 
cuanto  determinan  los  efectos  de  las  leyes  y 
de  los  estatutos  y  las  reg-las  generales  para  su 
aplicación,  son  oblig'aLorias  en  todas  las  pro- 
vincias del  Reino.  También  lo  serán  las  dispo- 
siciones del  tít.  IV,  lib.  I. 

Eu  lo  demás,  las  provincias  y  teiTitorios  en 
que  subsisto  derecho  foral,  lo  conservarán  por 
ahora  en  toda  su  integ'ridad,  sin  que  sufra  al- 
teración su  actual  rég'imen  jurídico,  escrito  ó 
conauetudinario,  por  la  publicación  de  este 
Código,  que  reg'irá  tan  sólo  como  derecho  su- 
pletorio, en  defecto  del  que  lo  sea  en  cada  una 
de  aquéllas  por  sus  leyes  especiales  '. 

Art.  13.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  este  Código  empezará  A  regir 
en  Aragón  y  en  las  islas  Baleares  al  mismo 
tiempo  que  en  las  provincias  no  aforadas,  en 
cuanto  no  se  oponga  A  aquellas  de  sus  dispo- 
siciones ferales  ó  consxietudinarias  que  actual- 
mente estén  vigentes. 

Art.  14.  Conforme  A  lo  dispuesto  en  el  ai'- 
tlculo  12,  lo  establecido  en  los  arts.  9.°,  10  y  11 
res|)ecto  á  las  personas,  los  actos  y  los  bienes 
de  los  españoles  en  el  extranjero,  y  de  los  ex- 
tranjeros en  España,  es  aplicable  á  las  perso- 
nas, actos  y  bienes  de  los  españoles  en  territo- 
rios ó  provincias  de  diferente  legislación  civil. 

Art.  15.    Los  derechos  y  deberes  de  familia, 


^*  Sobre  si  la  madre  tiene  patria  potestad^  en  Catalu- 
ña, conforme  d  la  ley  de  viatrimonio  civilf  véase  en  el 
Apéndice  de  1892.  p.  175,  lit  sent.  de  t'2  de  Octubre  de 
I8ífl;  y  en  la  p    J7G  nuestra  nota  á  dicho  fallo. 

En  iVavarra  ía  menor  edad  dura  hasta  los  veinticinco 
afío»,  limite  establecido  por  la  costumbre  conforme  cotí  el 
antiguo  derecho  castellano,  y  que  no  ha  podido  ser  alte- 
rado por  el  art.  320,  por  impedirlo  los  1*¿  y  15  del  Código 
civil  que  respetan  integramente  el  régimen  foral  escrito  ó 
conauetudinario.  (Sent.  1."  Abril  1891.)  Ver  la  nota  sigte. 


los  relativos  al  estado,  condición  y  capacidad 
leg'al  de  las  personas,  y  los  de  sucesión  testa- 
da é  intestada  declarados  en  este  Códig-o,  son 
aplicables: 

1."  A  las  personas  nacidas  en  provincias  ó 
territorios  de  derecho  común,  áe  padres  sujetos 
al  derecho  foral,  .si  éstos  durante  la  menor 
edad  de  los  hijos,  ó  los  mismos  hijos  dentro 
del  año  siyiiiente  d  su  mayor  edad  ó  emanci- 
jiación,  declararen  que  es  su  voluntad  some- 
terse al  Código  civil. 

2."  A  los  hijos  de  padre,  y  no  existiendo 
éste  ó  siendo  desconocido,  de  madre,  pertene- 
ciente á  provincias  ó  territorios  de  derecho  co- 
mún, aunque  hubieren  nacido  en  provincias  ó 
territorios  donde  subsista  el  derecho  foral. 

o."  A  los  cjue,  procediendo  de  provincias  ó 
territorios  torales,  hubieren  ganado  vecindad 
en  otros  sujetos  al  derecho  común. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  ganará 
vecindad:  j)or  la  residencia  de  diez  años  en 
provincias  ó  territorios  de  derecho  común,  á 
no  ser  que,  antes  de  terminar  este  plazo,  el  in- 
teresado manifieste  su  voluntad  en  contrario; 
ó  por  la  residencia  de  dos  años,  siempre  que 
el  interesado  manifieste  ser  esta  su  voluntad. 
Una  y  otra  manifestación  deberán  hacerse 
ante  el  juezmunicipal, para  la  correspondien- 
te inscripción  en  el  Registro  civil. 

En  todo  caso,  la  mujer  seguirá  la  condición 
del  marido,  y  los  hijos  no  emancipados  la  de 
su  padre,  y,  á  falta  de  é.ste,  la  de  su  madre. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  son  de  re- 
ciproca aplicación  á  las  provincias  y  territo- 
rios españoles  de  diferente  legislación  civil  '. 


•  (Subsistencia  del  derecho  poral.)  En  la  pri- 
mera edición,  no  contenia  el  art.  flt  las  palabras  que  po- 
nemos  de  cursiva.  El  ü  omitía  también  las  que  señalamos 
con  la  misma  letra.  Su  m'im.  2."  era  en  esencia,  pero  no 
en  expresión,  igual  al  del  texto  reformado.  He  aquí  los 
fundamentos  de  estas  novedades  según  la  Comisión  de  Có- 
digos: 

•  Una  ele  las  cuestiones  más  viva  y  extensamente 
discutidas  en  ambas  Cámaras  fué  la  de  la  subsisten- 
cia del  derecho  foral,  en  las  relaciones  entre  los  ha- 
bitantes de  las  provincias  y  tenitorios  que  lo  con- 
servan, y  los  de  los  territorios  y  provincias  en  que 
rige  el  derecho  común.  Los  primeros  recelaron,  aun- 
que sin  razón,  que  el  titulo  preliminar  del  Código, 
obligatorio  para  todas  las  provincias  del  Reino,  con- 
tenía disposiciones  contrarias  á  sus  fueros  por  cuan- 
to el  art.  ■*,  qiie  consagra  la  subsistencia  (leí  actual 
régimen  foral  en  toda  su  integridad,  no  comprendía  ex- 
presamente el  derecho  feral  consuetudin.ario,  como 
si  éste  no  formara  parte  de  dicho  régimen.  Atenta- 
do aún  más  grave  contra  los  fueros  creyeron  hallar 
en  el  art.  15.,  por  cuanto  declaraba  sujetos  al  Códi- 
go á  los  nacidos  en  provincias  de  derecho  común,  del 
mismo  modo  que  la  Constitución  del  Estado  declar.t 
españoles  A  los  nacidos  en  España.  Interpretada 
est.a  disposición  sin  tener  en  cuenta  la  del  art.  ■•, 
que  manda  conservar  el  régimen  foral  en  toda  stt  in- 
tegridad, razón  habría  para  estimarla  contraria  á 
los  Fueros,  que  no  reconocen  en  los  hijos  otra  condi- 
ción que  la  de  sus  padres.  Pero  como  las  disposicio- 
nes de  un  Código  no  se  deben  interpretar  aislada- 
mente, sino  en  coralíinación  con  todas  las  otras  que 
tienen  relación  con  ellas,  habria  debido  entenderse 
el  art  i5  sin  perjuicio  délo  dispiiesto  en  ell*^  el 
cual  consagra  la  integridad  del  régimen  jurídico  fo- 
ral, en  justo  acatamiento  al  precepto  claro  y  termi- 
nante del  art.  5."  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888. 

Ya  que  esta  interpretación  no  tranquilizó  bastan- 
te á  los  que  entendían  de  otro  modo  el  tti't.  15,  la 
Sección  ha  proc\irado  aclararlo  y  fijar  su  verdadero 
sentido,  de  suerte  que  no  pue<l!i  quedar  duda  al  más 
suspicaz  de  que  por  él  no  se  introditce  novedad  al- 
giina  en  el  régimen  jurídico  de  las  provincias  to- 
rales.» (Ei'p.  de  mot.  de  la  reforma.) 
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Art.  16.  En  las  materias  que  se  rijan  por 
leyes  especiales,  la  deficiencia  de  éstas  se  su- 
plirá por  las  disposiciones  de  este  Código. 

LIBRO  PRIMERO 

DE     LAS     PERSONAS 


TITULO  PRIMERO 
De  los  españoles  y  extranjeros. 

Art.  17.     Son  esijañoles: 

1."  Las  personas  nacidas  en  territorio  es- 
pañol. 

2."  Los  hijos  de  padre  ó  madre  españolea, 
aunque  hayan  nacido  fuera  de  España. 

3."  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido 
carta  de  natviraleza. 

4."  Los  que,  sin  ella,  hayan  ganado  vecin- 
dad en  cualquier  pueblo  de  la  Monarquía  ^. 

Art.  18.  Los  hijos,  mientras  permanezcan 
bajo  la  patria  potestad,  tienen  la  nacionalidad 
de  sus  padres. 

Para  que  los  nacidos  de  padres  extranjeros 
en  territorio  español  puedan  gozar  del  benefi- 
cio que  les  otorga  el  nüm.  1."  del  art.  17,  será 
requisito  indispensable  que  los  padres  mani- 
fiesten, en  la  manera  y  ante  los  funcionarios 
expresados  en  el  art.  19,  que  optan,  á  nombre 
de  sua  hijos,  por  la  nacionalidad  española,  re- 
nunciando Á  toda  otra. 

Art.  19.  Los  hijos  de  un  extranjero  naci- 
dos en  los  dominios  españoles  deberán  mani- 
festar, dentro  del  año  siguiente  á  su  mayor 
edad  ó  emancipación,  si  quieren  gozar  de  la 
calidad  de  españoles  que  les  concede  el  art.  ]  7. 

Los  que  se  hallen  en  el  Reino  harán  esta  ma- 
nifestación ante  el  encargado  del  Registro  ci- 
vil del  pueblo  en  que  residieren;  los  que  resi- 
dan en  el  extranjero,  ante  uno  de  los  agentes 
consulares  ó  diplomáticos  del  Gobierno  espa- 
ñol; y  los  que  se  encuentren  en  un  país  en  que 
el  Gobierno  no  tenga  ningiin  agente,  dii-igiéu- 
dose  al  Ministro  de  Estado  en  España. 

Art.  20.  La  calidad  de  español  se  pierde 
por  adquirir  naturaleza  en  país  extranjero,  ó 
por  admitir  empleo  de  otro  Gobierno,  ó  entrar 
al  servicio  de  las  armas  de  una  potencia  ex- 
tranjera sin  licencia  del  Rey. 

Art.  21.  El  español  que  pierda  esta  calidad 
por  adquirir  naturalezaen  país  extranjero,  po- 
drá recobrarla  volviendo  al  Reino,  declarando 
que  tal  es  su  voluntad  ante  el  encargado  del 
Registro  civil  del  domicilio  que  elija  para  que 
haga  la  inscripción  correspondiente,  y  renun- 
ciando á  la  protección  del  pabellón  de  aquel 
jjais. 

Art.  22.  La  mujer  casada  sigue  la  condi- 
ción y  nacionalidad  de  su  marido. 

La  española  que  casare  con  extranjero,  po- 
drá, disuelto  el  matrimonio,  recobrar  la  nacio- 
nalidad española,  llenando  los  requisitos  ex- 
presados en  el  artículo  anterior. 

Art.  23.     El  español  que  pierda  esta  calidad 


•  -Las  condiciones  precisas  para  ganar  vecindad  las  es- 
tablecen los  arts.  as,  al  que  sirve  de  complemento  el  326 
del  Código,  y  los  concordantes  de  la  ley  de  n  de  Junio 
de  1810.— W.  Heqistko  civil. 


por  admitir  empleo  de  otro  Gobierno,  ó  entrar 
al  servicio  de  las  armas  de  una  potencia  ex- 
tranjera sin  licencia  del  Rey,  no  podrá  reco- 
brar la  nacionalidad  española  sin  obtener  pre- 
viamente la  Real  habilitación. 

Art.  24.  El  nacido  en,  país  extranjero  de 
padre  ó  madre  españoles,  que  haya  perdido  la 
nacionalidad  de  España  por  haberla  perdido 
sus  padres,  podrá  recuperarla  también  llenan- 
do las  condiciones  que  exige  el  art.  19. 

Art.  25.  Para  que  los  extranjeros  que  ha- 
yan obtenido  carta  de  naturaleza  ó  gau?.do 
vecindad  en  cualquier  pueblo  de  la  Monar- 
quía gocen  de  la  nacionalidad  española,  lian 
de  renunciar  previamente  á  su  nacionalidad 
anterior,  jurar  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía é  inscribirse  como  españoles  en  el  Reu  ,,- 
tro  civil. 

Art.  26.  Los  españoles  que  trasladen  su 
domicilio  á  un  país  extranjero,  donde  sin  más 
circunstancia  que  la  de  su  residencia  en  él 
sean  considerados  como  naturales,  necesita- 
rán, para  conservar  la  nacionalidad  de  Espa- 
ña, manifestar  que  ésta  es  su  voluntad  al 
agente  dip'lomático  ó  consular  español,  quieu 
deberá  inscribirlos  en  el  Registro  de  españo- 
les residentes,  así  como  á  sus  cónyuges, si  fue- 
ren casados,  y  á  los  hijos  que  tuvieren. 

Art.  27.  Los  extranjeros  gozan  en  España 
de  los  derechos  que  las  leyes  civiles  conceden 
á  los  españoles,  salvo  lo  dispuesto  en  el  arti 
culo  2."  de  la  Constitución  del  Estado  ó  en  tra- 
tados internacionales. 

Art.  28.  Las  Corporaciones,  fundaciones  y! 
asociaciones,  reconocidas  por  la  ley  y  domici- 
liadas en  España,  gozarán  de  la  n<ácíonalidad' 
española,  siempre  que  tengan  el  concepto  de 
personas  jurídicas  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones del  presente  Código. 

Las  asociaciones  domiciliadas  en  el  extran- 
jero tendrán  en  España  la  consideración  y  los 
derechos  que  determinen  los  tratados  ó  leyes 
especiales  '. 


I 


TITULO  II 


Del  nacimiento  y  la  extinción  de  la  personalidad 
civil. 

CAPITULO  I. — De  las  tehsonas  naturales. 
Art.  29.  El  nacimiento  determina  la  perso- 
nalidad; pero  el  concebido  se  tiene  por  nacido 
para  todos  los  efectos  que  le  sean  favorables, 
siempre  que  nazca  con  las  condiciones  que  ex- 
presa el  artículo  siguiente  '■'. 


\ 


*    La  vigente  es  la  de  30  de  Juriio  de  18S7. 

^     (CONlílCIÓN  Y  DERECHOS  líE  LOSPÚSTUMOS.)      «Tam-". 

bión  ha  nioditicado  la  Sección,  no  el  concepto,  sino  Í 
la  forma  del  art.  «»,  que  declara  la  condición  y  losí 
dereclios  de  los  postumos.  Decía  este  artículo,  en  sal 
redacción  primitiva,  que  aunque  el  nacimiento  de- i 
termina  la  personalidad  humana,  la  ley  retrotrae  , 
en  muchos  casos  á.  una  fecha  anterior  los  derechos 
del  nacido.  Hallándose  estos  casos  señalados  en  di- 
versos lugares  del  Código,  y  siendo  todos  aquellos 
en  que  podía  optar  el  postumo  á  algún  beneficio, 
esta  disposición  no  alteraba  el  precepto  de  nuestra 
antigua   legislación,   que    consideraba  al   postumo 
como  nacido  para  todo  lo  que  le  fuera  favorable. 
Mas  para  que  no  pueda  quedar  duda  de  que  este  mis- 
mo es  el  sentido  del  art.  «»,  se  ha  variado  su  redac- 
ción, adoptando  la  fórmiila  genérica  y  tradicional 
de  nuestro  antiguo  derecho.»  (Exp.  de  motivos.) 
Por  consecítencia  de  esta  presunción,  los  postumos  tie- 
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Art.  30.  Para  los  efectos  civiles,  sólo  so  ro- 
putanV  nacido  el  í'eto  que  tuviere  figura  huma- 
na, y  viviere  veinticuatro  horas  enteramente 
desprendido  del  seno  materno. 

Art.  31.  La  prioridad  del  uaeiniiento,  eu  el 
caso  de  partos  dobles,  da  al  primer  nacido  los 
derechos  que  la  ley  reconozca  al  primogénito. 

Art.  32.  La  personalidad  civil  se  extingue 
por  la  muerte  de  las  personas  '. 

La  menor  edad,  la  demencia  ó  imbecilidad, 
la  sordomudez,  la  prodig-alidad  y  la  interdic- 
ción civil  no  son  más  que  restricciones  de  la 
personalidad  jurídica.  Los  que  se  hallaren  en 
alg'uno  de  osos  estados  son  susceptibles  de  de- 
rechos, y  aun  de  oblig'aciones  cuando  éstas 
nacen  de  los  hechos  ó  de  relaciones  entre  los 
bienes  del  incapacitado  y  uu  tercero. 

Art.  33.  Si  se  duda,  entre  dos  ó  más  perso- 
nas llamadas  á  sucederse,  quién  de  ellas  ha 
muerto  primero,  el  que  sostenga  la  muerte 
anterior  de  una  ó  de  otra,  debe' probarla;  á 
falta  do  prueba,  se  presumen  nmerías  al  mis- 
mo tiempo  y  no  tiene  lugar  la  transmisión  de 
derechos  de  uno  á  otro. 

Art.  34.  Respecto  á  la  presunción  de  muer- 
te del  ausente  y  sus  efectos,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto eu  el  tit.  VIII  de  este  libro. 

CAP.  II.— De  las  rEKSONAS  juui  digas. 

Art.  35.     Son  personas  jurídicas: 

1.°  Las  corporaciones,  asociaciones  y  fun- 
daciones de  interés  público  reconocidas  por 
la  ley. 

Su  personalidad  empieza  desde  el  instante 
mismo  en  que,  con  arreglo  á  derecho,  hubie- 
sen quedado  válidamente  constituidas. 

2."  Las  asociaciones  de  interés  particular, 
sean  civiles,  mercantiles  ó  industriales,  á  las 
que  la  ley  conceda  personalidad  propia,  inde- 
pendiente de  la  de  cada  uno  de  los  asociados. 

Art.  36.  Las  asociaciones  á  que  se  refiere 
el  uúm.  2.°  del  artículo  anterior,  se  regirán 
por  las  disposiciones  relativas  al  contrato  de 
sociedad,  según  la  naturaleza  de  éste"-*. 

Art.  37.  La  capacidad  civil  de  las  Corpo- 
raciones se  regulará  por  las  leyes  que  las  ha- 
yan creado  ó  reconocido;  la  de  las  asociacio- 
nes por  sus  estatutos,  y  la  de  las  fundaciones 
por  las  reglas  de  su  institución,  debidamen- 
te aprobadas  por  disposición  aílministrativa^ 
cuando  este  requisito  fuere  necesario. 

Art.  38.  Las  personas  jurídicas  pueden  ad- 
quirir  y  poseer  bienes  de  todas  clases,   así 


ncn  capacidad  para  aceptar  donaciones  por  medio  de  su 
representante  letjal  (art.  027),  y  para  suceder  por  testa- 
mento y  abintestato  (745).  Su  yiacimiento  rompe  la  dona- 
ción anterior  á  él  (644)  y  hasta  el  testamento  en  su  caso 
(SÍ4): pero  sus  derechos  son  eventuales  y  ninguno  consoli- 
dan ni  traiismiten  si  en  su  nacimiento  no  se  cumplen  los 
requisitos  del  art.  30,  como  se  infiere  también  del  745. 
Por  eso  y  para  comprobar  la  existencia  y  viabilidad  del 
postumo,  se  adoptan  respecto  de  la  viuda  que  queda  en- 
cinta las  precauciones  establecidas  rn  los  arts.  U5U  d  9V7. 

^  La  muerte  extingue  la  personalidad ,  pero  no  los  de- 
rechos,que  se  trans/ieren  por  la  herencia  testada  ó  intes- 
tada, salvo  caso  de  que  sean  ejdu^icamrute  personales 
(arts.  tf57  y  ií5!f).  Son  exclusivamente  ptersonales  los  ho- 
nores exclusivos  (art.  64),  los  alimentos  (151),  la  patria 
potestad  (li;7),  el  usufructo  (51.1)  y  la  renta  vitalicia 
(art.  1.8U2). 

-  Sanias  contenidas  en  el  tit.  VIII, lib.  IV.arts.  1.605 
ü  i,708. 


como  contraer  obligaciones  y  ejercitar  accio- 
nes civiles  ó  criminales,  conforme  á  las  leyes 
y  reglas  de  su  constitución. 

La  Iglesia  se  regirá  en  este  punto  por  lo 
concordado  entre  ambas  potestades,  y  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  y  beneficencia 
por  lo  que  dispongan  las  leyes  especiales  '. 

Art.  39.  Si  por  liabor  espirado  el  plazo  du- 
rante el  ctial  funcionaban  loaalmente,  ó  por 
haber  realizado  el  fin  para  el  cual  se  constitu- 
yeron, ó  por  ser  ya  imposible  ajilicar  á  éste  la 
actividad  y  los  medios  de  que  disponían,  de- 
jasen de  funcionar  las  Corporaciones,  asocia- 
ciones y  fundaciones,  se  dará  á  sus  bienes  la 
aplicación  que  las  leyes,  ó  los  estatutos,  ó  las 
cláusulas  fundacionales  les  hubiesen  en  esta 
previsión  asignado.  Si  nada  se  hubiere  esta- 
blecido previamente,  se  aplicarán  esos  bienes 
á  la  realización  de  fines  análogos,  en  interés 
de  la  región,  provincia  ó  Municipio  que  prin- 
cipalmente dcl)ierau  recoger  los  beneficios  de 
las  instituciones  extinguidas  ''. 

TITULO  III 
Del  domicilio. 

Art.  40.  Para  el  ejercicio  de  los  derechos  y 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles,  el 
domicilio  de  las  personas  naturales  os  el  lu- 
gar de  su  residencia  habitvial,  y,  en  su  caso, 
el  que  determine  la  ley  de  Enj.  "civil  ■'. 

El  domicilio  de  los  diplomáticos  residentes 
por  razón  do  su  cargo  en  el  extranjero,  que 
gocen  del  derecho  do  extraterritorialidad, 
será  el  último  que  hubieren  tenido  en  territo- 
rio español. 

Art.  41.  Cuando  ni  la  ley  que  las  haya 
creado  ó  reconocido,  ni  los  estatutos  ó  las  re- 
glas de  la  fundación  fijaren  el  domicilio  de  las 
personas  jurídicas,  se  entenderá  que  lo  tienen 
en  el  lugar  en  que  se  halle  establecida  su  re- 
presentación legal,  ó  donde  ejerzan  las  princi- 
pales funciones  de  svi  instituto. 

TITULO   IV 
Del  matrimonio. 

capítulo  primero.— Disposiciones  generales. 
SECCIÓN  1.'^ — De  las  formas  del  matrimonio. 

Art.  42.  La  ley  reconoce  dos  formas  de  ma- 
trimonio: el  canónico,  que  deben  contraer  to- 
dos los  que  profesen  la  religión  católica;  y  el 
civil,  que  se  celebrará  del  modo  que  determina 
este  Código. 


1  Véanse,  respecto  de  adquisición  de  bienes  jtor  manos 
muertas,  los  arts.  25  y  siguientes  de  la  ley  de  1."  de  Mayo 
de  1855  inserta  en  Desa'mout IZACIÓN,  y  en  cuanto  d  la 
Iglesia,  los  arts.  41  del  Concordato  de  lü51  y  3.^  del  Con- 
venio de  1860.   Ver  también  el  art.  746  de  este  Código. 

For  virtud  del  articulo  qíie  anotamos,  las  Iglesias  de  In- 
dias han  readquirido  su  derecho  d  disponer  de  sus  bienes 
con  arreglo  á  los  cánones  y  legislación  de  Ultramar,  ante- 
rior d  la  R.  O.  de  14  de  Octubre  de  18411,  según  ta  de  4  de 
Diciembre  de  1800. — V.  Concoudatos. 

^  Sobre  personalidad.,  representación  juridica,  etcéte- 
ra, etcétera,  de  los  establecimientos  de  beneficencia,  véase 
enlapdg.  108  de  este  tomo  la  consideración  que  expone- 
ifios  en  el  nUm.  t\.. 

■'     Véanse  los  arts.  65  d  70  de  la  misma. 
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SEC.  2." — Disposiciones  comunes  á  las  dos  formas  de 
matrimonio. 

Art.  43.  Los  es])onsales  de  futuro  no  pro- 
ducen obligación  de  contraer  matrimonio. 
Ningún  Tribunal  admitirá  demanda  en  que  se 
pretenda  su  cumplimiento. 

Art.  44.  Si  la  promesa  se  hubiere  hecho  eu 
documento  público  ó  privado  por  vlw  mayor  de 
edad,  ó  por  un  menor  asistido  de  la  persona 
cuyo  consentimiento  sea  necesario  para  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  ó  si  se  hubieren  pu- 
blicado las  proclamas,  el  que  rehiisare  casar- 
se, sin  justa  causa,  estará  oblig'ado  á  resarcir 
á  la  otra  parte  los  gastos  que  hubiese  hecho 
por  razón  del  matrimonio  prometido. 

La  acción  para  pedir  el  resarcimiento  de 
g'astos,  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior, 
sólo  podrá  ejercitarse  dentro  de  un  año,  con- 
tado desde  el  día  de  la  negativa  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio. 

Art.  45.     Está  prohibido  el  matrimonio: 

1."  Al  menor  de  edad  que  no  haya  obteni- 
do la  licencia,  y  al  mayor  que  no  haya  solici- 
tado el  consejo  de  las  personas  á  quienes  co- 
rresponde otoi-g'ar  una  y  otro  eu  los  casos  de- 
terminados por  la  ley. 

2.°  A  la  viuda  durante  los  trescientos  un 
días  siguientes  á  la  muerte  de  su  marido,  ó 
antes  de  su  alumbramiento  si  hubiese  queda- 
do encinta,  y  á  la  mujer  ciiyo  matrimonio  hu- 
biera sido  declarado  nulo,  en  los  mismos  ca- 
sos y  términos,  á  contar  desde  su  separación 
legal. 

3."  Al  tutor  y  sus  descendientes  con  las 
personas  que  tenga  ó  haya  tenido  en  g'uarda 
hasta  que,  fenecida  la  tutela,  se  aprueben  las 
cuentas  de  su  carg'o;  salvo  el  caso  de  que  el 
padre  de  la  persona  sujeta  á  tutela  hubiese 
autorizado  el  matrimonio  en  testamento  ó  es- 
critura pública. 

Art.  46.  La  licencia  de  que  habla  el  niime- 
ro  1."  del  articulo  anterior,  debe  ser  concedi- 
da á  los  hijos  legítimos  por  el  padre;  faltando 
éste,  ó  hallándose  impedido,  corresponde  otor- 
garla, por  su  orden,  á  la  madre,  á  los  abuelos 
paterno  y  materno,  y,  en  defecto  de  todos,  al 
consejo  de  familia. 

Si  se  tratare  de  hijos  naturales  reconocidos 
ó  legitimados  por  concesión  Real,  el  consenti- 
miento deberá  ser  pedido  á  los  que  los  reco- 
nocieron y  leg'itimaron,  á  sus  ascendientes  y 
al  consejo  de  familia,  por  el  orden  establecido 
eu  el  párrafo  anterior. 

Si  se  tratare  de  hijos  adoptivos,  se  pedirá  el 
consentimiento  al  padre  adoptante,  y,  en  su 
defecto,  á  las  personas  de  la  familia  natural  á 
quienes  corresponda. 

Los  demás  hijos  ilegítimos  obtendrán  el  con- 
sentimiento de  su  madre  cuando  fuere  legal- 
mente  conocida;  el  de  los  abuelos  maternos  en 
el  mismo  caso,  y,  á  falta  de  unos  y  otros,  el  del 
consejo  de  familia. 

A  los  jefes  de  las  casas  de  expósitos  corres- 
ponde prestar  el  consentimiento  para  el  niatiú- 
monio  de  los  educados  en  ellas. 

Art.  47.  Los  hijos  mayores  de  edad  están 
obligados  á  pedir  consejo  al  padre,  y  en  su  de- 
fecto á  la  madre.  Si  no  lo  obtuvieren,  ó  fuere 
desfavorable,  no  podrá  celebrarse  el  matrimo- 


nio hasta  tres  meses  después  de  hecha  la  pe- 
tición. 

Art.  48.  La  licencia  y  el  consejo  favorable 
á  la  celebración  del  matrimonio  deberán  acre- 
ditarse, al  solicitar  éste,  ])or  medio  de  docu 
mentó  que  haya  autorizado  un  notario  civil  ó 
eclesiástico,  ó  el  juez  municipal  del  domicilio 
del  solicitante.  Del  propio  modo  se  acreditará 
el  transcurso  del  tiempo  á  que  alude  el  articu- 
lo anterior,  cuando  inútilmente  se  hubiere  pe-  , 
dido  el  consejo.  | 

Art.  49.    Ninguno  de  los  llamados  á  prest^  * 
su  consentimiento  ó  consejo  está  obligado  á    ' 
manifestar  las  razones  en  que  se  funda  para 
concederlo  ó  neg'arlo,  ni  contra  su  disenso  se 
da  recurso  algunO. 

Art.  50.  Si,  á  pesar  de  la  prohibición  del 
art.  45,  se  casaren  las  personas  comprendidas 
en  él,  su  matrimonio  será  válido;  pero  los  con- 
trayentes, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
Códig'o  penal,  quedarán  sometidos  á  las  si- 
guientes reglas: 

L^  Se  entenderá  contraído  el  casamiento 
con  absoluta  separación  de  bienes,  y  cada  cón- 
yugue retendrá  el  dominio  y  administración 
de  los  que  le  pertenezcan,  haciendo  suyos  to- 
dos los  frutos,  si  bieu  con  la  obligación  de  con- 
tribuir proporcioualmente  al  sostenimiento  de 
las  cargas  del  matrimonio. 

2.*  Xing'uno  de  los  cónyuges  podrá  recibir 
del  otro  cosa  alguna  por  donación  ni  testa- 
mento. 

Lo  dispuesto  en  las  dos  reg'las  anteriores  no 
se  aplicará  en  los  casos  del  núm.  2.°  del  ar- 
ticulo 4.5,  si  se  hubiere  obtenido  dispensa. 

3.*  Si  uno  de  los  cónyugues  fuere  menor  no 
emancipado,  no  recibirá  la  administración  de 
sus  bienes  hasta  que  llegue  á  la  mayor  edad. 
Entre  tanto  sólo  tendrá  derecho  á  alimentos, 
que  no  podrán  exceder  de  la  renta  liquida  de 
sus  bienes. 

4.*  En  los  casos  del  núm.  3."  del  art.  45,  el 
tutor  perderá  además  la  administración  de  los 
bienes  de  la  pupila  durante  la  menor  edad  de 
ésta. 

Art.  51.  No  producirá  efectos  civiles  el  ma- 
trimonio canónico  ó  civil  cuaudo  cualquiera 
de  los  cónyuges  estuviese  ya  casado  leg'itima- 
mente. 

Art.  52.  El  matrimonio  se  disuelve  por  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges. 

SEC.  3.^-r-De  la  prueba  del  matrimonio. 

Art.  53.  Los  matrimonios  celebrados  antes 
de  reg'ir  este  Código  se  probarán  por  los  me- 
dios establecidos  en  las  leyes  anteriores. 

Los  contraidos  después  se  probarán  sólo  por 
certificación  del  acta  del  Eeg'istro  civil,  á  no 
ser  que  los  libros  de  éste  no  hayan  existido  ó 
hubiesen  desaparecido,  ó  se  suscite  contienda 
ante  los  Tribunales,  eu  cuyos  casos  será  ad- 
misible toda  especie  de  prueba. 

Art.  54.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo segundo  del  articulo  anterior,  la  pose- 
sión constante  de  estado  de  los  padres,  unida 
á  las  actas  de  nacimiento  de  sus  hijos  en  con- 
cepto de  leg'itimos,  será  uno  de  los  medios  de 
prueba  del  matrimonio  de  aquéllos,  á  no  cons- 


CÓDIGO  CIVIL.  (L¡h.  I,  tit.  IV.  Dd  matrimonm.) 


569 


t;ir  que  algnmo  de  los  dos  estaba  ligado  por 
otro  matrimonio  anterior  '. 

Art.  55.  El  casamiento  contraído  en  pais 
iKtranjero,  donde  estos  actos  no  estuviesen 
sujetos  ;l  un  reg'istro  regular  ó  auténtico,  piie- 
ilr  acreditarse  por  cualquiera  de  los  medios  de 
]>rueba  admitidos  en  derecho. 

SEC.  i.^ — De  los  derechos  y  obligaciones  entre  mari- 
do y  mujer. 

Art.  56.  Los  cónyuges  están  obligados  íl  vi- 
vir juntos,  guardarse  fidelidad  y  socorrerse 
■  mutuamente. 

Art.  57.  El  marido  debe  proteger  á  la  mu- 
jer, y  ésta  obedecer  al  marido. 

Art.  58.  La  mujer  está  oblig-ada  á  seg'uir  á 
su  marido  donde  quiera  que  fije  su  residencia. 
Los  Tribunales,  sin  embargo,  podrán  con  jus- 
ta causa  eximirla  de  esta  oblig'ación  cuando 
el  marido  traslade  su  residencia  á  Ultramar  ó 
á  país  extranjero. 

Art.  59.  El  marido  es  el  administrador  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  salvo  esti- 
pulación en  contrario  y  lo  dispuesto  eu  el  ar- 
ticulo l.iíS-t. 

Si  fuere  menor  de  dieciocho  años,  no  podrá 
administrar  sin  el  consentimiento  de  su  padre; 
en  defecto  de  éste,  sin  el  de  su  madre;  y  á  fal- 
ta de  ambos,  sin  el  de  su  tutor.  Tampoco  po- 
drá comparecer  en  juicio  sin  la  asistencia  de 
dichas  personas. 

En  ningún  caso,  mientras  no  llegue  á  la  ma- 
>  or  edad,  podrá  el  marido,  sin  el  consentimien- 
to de  las  personas  mencionadas  en  el  párrafo 
anterior,  tomar  dinero  á  préstamo,  gravar  ni 
enajenar  los  bienes  raices. 

Art.  60.  El  marido  es  el  representante  de  su 
mujer.  Esta  no  puede,  sin  su  licencia,  compa- 
recer en  juicio  por  si  ó  por  medio  de  procu- 
rador. 

No  necesita,  sin  embargo,  de  esta  licencia 
l)ara  defenderse  en  juicio  criminal,  ni  jjara 
demandar  ó  defenderse  en  los  pleitos  con  su  ma- 
rido, o  cuando  hubiere  obtenido  habilitación 
conforme  á  lo  que  disponga  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  ^. 

Art.  61.  Tampoco  puede  la  mujer,  sin  licen- 
cia ó  poder  de  su  marido,  adquirir  por  titulo 
oneroso  ui  lucrativo,  enajenar  su  bienes,  ni 
obligarse,  sino  en  los  casos  y  con  las  limitacio- 
nes establecidas  por  la  ley. 


•  (Prukiia  DEL  MATRIMONIO.)  «Ha  sido  igualmente 
objeto  de  interpretación  equivocada  el  art.  5-1,  su- 
poniendo que,  según  él,  la  posesión  de  estado,  con 
las  actas  de  nacimiento  de  los  hijos  en  concepto  de 
legítimos,  era  por  si  sola  prueba  bastante  del  ma- 
trimonio. No  hubo  de  entenderse  que  ésta  no  se  ad- 
niitíasino  como  prueba  supletoria  en  defecto  de  la 
principal,  contenida  en  el  art.  53,  en  el  cual  se  de- 
clara qtie  los  matrimonios  futuros  se  probarán  por 
las  actas  del  Registro  civil,  y  que  faltando  ésto,  po- 
dría abrirse  paso  A  otra  especie  de  pruebas.  Sólo  en 
este  caso,  y  como  una  de  estas  pruel)as  supletorias, 
admitía  la  posesión  de  estado  el  .art.  54.  Más  para 
que  nadie  pueda  abrigar  duda,  soljre  este  punto,  la 
Sección  presenta  modiñcadoel  artículo,  refiriéndolo 
expresíimente  al  que  le  .antecede,  y  haciendo  cons- 
tar que  la  posesión  de  estado,  con  las  demás  circuns- 
tancias expresadas,  no  será  más  tiue  uno  de  los  me- 
dios de  prueba  que  podrán  emplearse,  cu.ando  por 
cualquiera  causa  falte  alisolutamente  el  Registro 
civil..  (E.rp.  de  mot.  de  la  reforma.) 

-  Im  viaente  estatuye  sobre  la  materia  en  sus  arts.  1.S94 
ú  i.uui. 


Art.  62.  Son  nulos  los  actos  ejecutados  por 
la  mujer  contra  lo  dispuesto  en  los  anteriores 
artículos,  salvo  cuando  se  trate  de  cosas  que 
por  su  naturaleza  estén  destinadas  al  consumo 
ordinario  de  la  familia,  en  cuyo  caso  las  com- 
pras hedías  por  la  mujer  ser.án  válidas.  Las 
compras  de  joyas,  muebles  y  objetos  preciosos, 
hechas  sin  licencia  del  marido,  sólo  se  conva- 
lidarán cuando  éste  hubiese  consentido  á  su 
mujer  el  viso  y  disfrute  de  tales  objetos. 

Art.  63.  Podrá  la  mujer  sin  licencia  de  su 
marido: 

1."  Otorgar  testamento. 
2.°  Ejercer  los  derechos  y  cumplir  los  debe- 
res que  le  correspondan  respecto  á  los  hijos  le- 
g'itimos  ó  naturales  reconocidos  que  hubiese 
tenido  de  otro,  y  respecto  á  los  bienes  de  los 
mismos. 

Art.  64.  La  mujer  gozará  de  los  honores  de 
su  marido,  excepto  los  que  fueren  estricta  y 
exclusivamente  ¡lersonales,  }'  los  conservará 
mientras  no  contraig-a  nuevo  matrimonio. 

Art.  65.  Solamente  el  marido  y  sus  herede- 
ros podrán  reclamar  la  nulidad  de  los  actos 
otorgados  por  la  mujer  sin  licencia  ó  autoriza- 
ción competente  '. 

Art.  66.  Lo  establecido  en  esta  sección  se 
entiende  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  pre- 
sente Código  sobre  ausencia,  incapacidad,  pro- 
digalidad é  interdicción  del  marido. 

SEC.  5." — De  los  efectos  de  la  nulidad  del  matrimo- 
nio y  los  del  divorcifí. 

Art.  67.  Los  efectos  civiles  de  las  demandas 
y  sentencias  sobre  uulidadde  matrimonio  y  so- 
bre divorcio,  sólo  pueden  obtenerse  ante  los 
Tribunales  ordinarios. 

Art.  68.  Interpuestas  y  admitidas  las  de- 
mandas de  que  habla  el  articulo  anterior,  se 
adoptarán,  mientras  durare  el  juicio,  las  dispo- 
siciones siguientes: 

1.^     Sejiarar  los  cónyuges  en  todo  caso. 

2.^  Depositar  la  mujer  en  los  casos  y  forma 
prevenidos  en  la  ley  de  Enj.  civil  •'. 

3."  Poner  los  hijos  al  cuidado  de  imo  de  los 
cónyuges,  ó  de  los  dos,  .según  irroceda  ■'. 

4.'*  Señalar  alimentos  á  la  mujer  y  á  los  hi- 
jos que  no  queden  en  poder  del  padre. 

5."  Dictar  las  medidas  necesarias  para  evi- 
tar que  el  marido  que  hubiese  dado  causa  al 
divorcio,  ó  contra  quien  se  dedujere  la  deman- 
da de  nulidad  del  matrimonio,  perjudique  á  la 
mujer  en  la  administración  de  sus  bienes. 

Art.  69.  El  matrimonio  contraído  de  buena 
fe  produce  efectos  civiles,  aunque  sea  declara- 
do nulo. 

Si  ha  intervenido  buena  fe  do  parte  de  uno 
solo  de  los  cónyuges,  surte  únicamente  efectos 
civiles  respecto  de  él  y  de  los  hijos. 

La  buena  fe  se  presume  si  no  consta  lo  con- 
trario. 

Si  hubiere  intervenido  mala  fe  por  parto  de 
ambos  cónyuges,  el  matrimonio  sólo  surtirá 
efectos  civiles  respecto  de  los  hijos. 

Art.  70.    Ejecutoriada  la  nulidad  del  matri- 


•     Véase  el  art.  1. so t. 

2     Véanse  los  arts.  Í.8S0  y  siguientes  de  la  misma. 
^    Es  decir,  conforme  d  los  arts.  70  y  7S  del  C'úd.  civil  y 
1.887  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 
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monio.  fiiiedai-áii  los  hijos  varones  mayores  de 
tres  años  al  cuidado  del  padre,  y  las'  hijas  al 
cuidado  de  la  madre,  si  de  parte  de  ambos  cóu- 
yuges  hiibiece  habido  bueua  te. 

Si  la  buena  fe  hubiese  estado  de  parte  de  uno 
sólo  de  los  cónyuges,  quedarán  bajo  su  poder 
y  cuidado  los  hijos  de  ambos  sexos. 

Si  la  mala  fe  fuere  de  ambos,  el  Tribunal  re- 
solverá sobre  la  suerte  de  los  hijos  en  la  forma 
que  dispone  el  párrafo  segundo  del  uúm.  2.° 
del  art.  73. 

Los  hijos  é  hijas  menores  de  tres  años  esta- 
rán en  todo  caso,  hasta  que  cumplan  esta  edad, 
al  cuidado  de  la  madre,  á  no  ser  que,  por  mo- 
tivos especiales,  dispusiere  otra  cosa  la  sen- 
tencia. 

Art.  71.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos  prime- 
ro y  segundo  del  artículo  anterior  no  tendrá 
lugar  si  los  padres,  de  común  acuerdo,  prc.  e- 
yeren  de  otro  modo  al  cuidado  de  los  hijos. 

Art.  72.  La  ejecutoria  de  nulidad  produci- 
rá, respecto  de  los  bienes  del  matrimonio,  los 
mismos  efectos  que  la  disolución  por  muerte; 
pero  el  cónyuge  que  hubiera  obrado  de  mala 
fe  no  tendrá  derecho  á  los  gananciales. 

Si  la  mala  fe  se  extendiera  á  ambos,  queda- 
rá compensada. 

Art.  73.  La  sentencia  de  divorcio  produci- 
rá los  siguientes  efectos. 

1.°     La  separación  de  los  cóuyug-es. 

2."  Quedar  ó  ser  puestos  los  hijos  bajo  la  po- 
testad y  protección  del  cónyuge  inocente. 

Si  ambos  fueren  culpables,  se  proveerá  de  tu- 
tor á  los  hijos,  conforme  á  las  disposiciones  de 
este  Código.  Ésto  no  obstante,  si  la  sentencia 
no  hubiere  dispuesto  otra  cosa,  la  madre  ten- 
drá á  su  cuidado,  en  todo  caso,  á  los  hijos  me- 
nores de  tres  años. 

A  la  muerte  del  cónyuge  inocente  volverá  el 
culpable  á  recobrar  la  patria  potestad  y  sus 
derechos,  si  la  causa  que  dio  origen  al  divor- 
cio hubiese  sido  el  adulterio,  los  malos  trata- 
mientos de  obra  ó  las  injurias  graves.  Si  fué 
distinta,  se  nombrará  tutor  á  los  hijos.  La  pri- 
vación de  la  patria  potestad  y  de  sus  derechos 
no  exime  al  cónyuge  culpable  del  cumplimien- 
to de  las  obligaciones  que  este  Código  le  im- 
pone respecto  de  sus  hijos. 

3.°  Perder  el  cónyuge  culpable  todo  lo  que 
le  hubiese  sido  dado  ó  prometido  por  el  inocen- 
te ó  por  otra  persona  en  consideración  á  éste, 
y  conservar  el  inocente  todo  cuanto  hubiese 
recibido  del  culpable;  pudieudo,  además,  recla- 
mar desde  luego  lo  que  éste  le  hubiera  prome- 
tido. 

4."  La  separación  de  los  bienes  de  la  socie- 
dad conyugal  y  la  pérdida  de  la  administra- 
ción de  los  de  la  mujer,  si  la  tuviere  el  marido, 
y  si  fuere  quien  hubiese  dado  causa  al  di- 
vorcio. 

5."  La  conservación,  por  parte  del  marido 
inocente,  de  la  administración,  si  la  tuviere, 
de  los  bienes  de  la  mujer,  la  cual  solamente 
tendrá  derecho  á  alimentos. 

Art.  74.  La  reconciliación  pone  término  al 
juicio  de  divorcio  y  deja  sin  efecto  ulterior  la 
sentencia  dictada  en  él;  pero  los  cónyuges  de- 
berán poner  aquélla  en  conocimiento  del  Tri- 
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bunal  que  entienda   ó  haya  entendido  en  el  * 
litigio. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  pílrrafo 
anterior,  subsistirán,  en  ciianto  á  los  hijos, 
los  efectos  de  la  sentencia  cuando  ésta  se  fun- 
de en  el  conato  ó  la  connivencia  del  marido  ó 
de  la  mujer  para  corromper  á  sus  hijos  ó  pros- 
tituir á  sus  hijas;  en  cuyo  caso,  si  aún  conti- 
núan los  unos  ó  los  otras  bajo  la  patria  potes- 
tad, los  Tribunales  adoptarán  las  medidas  con- 
venientes para  presevarlos  de  la  corrupción  ó 
prostitución. 

CAP.  II. — Del  matrimonio  canónico. 

Art.  75.  Los  requisitos,  forma  y  soleinnida-j 
des  para  la  celebración  del  matrimonio  canó- 
nico se  rigen  por  las  disposiciones  de  la  Igle- 
sia católica  y  del  santo  Concilio  de  Trento, 
admitidas  como  leyes  del  Reino  '. 

Art.  76.  El  matrimonio  canónico  producirá 
todos  los  efectos  civiles  respecto  de  las  perso- 
nas y  bienes  de  los  cónyuges  y  sus  descen- 
dientes. 

Art.  77  ■-.  Al  acto  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio canónico  asistirá  el  juez  municipal  ú 
otro  funcionario  del  Estado,  con  el  solo  fin  de 
\erificar  la  inmediata  inscripción  en  el  Regis- 
tro civil.  Con  este  objeto  los  contrayentes  es- 
tán obligados  á  poner  jior  escrito  en  conoci- 
miento del  Juzgado  municipal  respectivo,  con 
veinticuatro  horas  de  anticipación  por  lo  me 
nos,  el  dia,  hora  y  sitio  en  que  deberá  cele 
brarse  el  matrimonio,  incurriendo,  si  no  lo  hi-  ¿ 
cieren,  en  una  multa  de  ó  á  80  pesetas.  El  juez 
municipal  dará  recibo  del  aviso  de  los  contra- 
yentes. Si  se  ueg-are  á  darlo,  incurrirá  en  una 
multa  que  no  bajará  de  20  pesetas  ni  excederá 
de  100. 

Xo  se  procederá  á  la  celebración  del  matri- 
monio canónico  sin  la  presentación  de  dicho 
recibo  al  cura  párroco. 

Si  el  matrimonio  se  celebrare  sin  la  concu- 
rrencia del  juez  municipal  ó  su  delegado,  á 
pesar  de  haberle  avisado  los  contrayentes,  se 
hará  á  costa  de  aquél  la  transcripción  de  la 
partida  del  matrimonio  canónico  en  el  Regis- 
tro civil,  pag-ando  además  una  multa  que  u» 
bajará  de  20  pesetas  ni  excederá  de  100.  En 
este  caso  el  matrimonio  producirá  todos  sus 
efectos  civiles  desde  el  instante  de  su  cele- 
bración. 

Si  la  culpa  fuere  de  los  contrayentes,  por  no 
haber  dado  aviso  al  juez  municipal,  podrán 
aquéllos  subsanar  la  falta  solicitando  la  ins- 
cripción del  matrimonio  en  el  Registro  civil. 
En  este  caso  no  producirá  efectos  civiles  el 
matrimonio  sino  desde  su  inscripción. 

Art.  78  '.     Los  que  contrajeren  matrimonio 
canónico  in  articulo  mortis,  podrán  dar  avispj 
al  eticargado  del  Reg'istro  civil  en  cualquii 
instante  anterior  á  la  celebración,  y  acredita: 
de   cualquier   manera    que   cumplieron    este 
deber. 

Las  penas  impuestas  á  los  contrayentes  que 
omitieren  aquel  requisito  no  serán  aplicables 
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'    Se  inserta  en  Concilio  de  Trento. 
'^     Para  la  ejecución  de  los  arts.  77,  75,  70  y  82,3eJltí 
dictado  la  Inst.  de  26'  Abril  1888. 
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al  caso  del  matrimonio  in  (iiiiciilo  iiiortis, 
cuando  conste  que  fue  imposible  dar  oportu- 
namente el  aviso.  En  todo  caso,  para  que  el 
matrimonio  produzca  efectos  civiles  desde  la 
techa  de  su  celebración,  la  partida  sacramen- 
tal deberil  ser  inscrita  cu  el  Registro  dentro 
de  los  diez  días  sig'uientes. 

Art.  79  '.  El  matrimonio  secreto  de  cou- 
ciencia,  celebrado  ante  la  Iglesia,  no  está  su- 
jeto á  ninguna  formalidad  en  el  orden  civil, 
ni  producirá  efectos  civiles  sino  desde  que  se 
publique,  mediante  su  inscripción  en  el  Ee- 
gistro. 

Este  matrimonio  producirjV,  sin  embarg'o, 
efectos  civiles  desde  su  celebración,  si  ambos 
contrayentes,  de  común  acuerdo,  solicitaren 
del  obispo  que  lo  haya  autorizado  un  traslado 
de  la  partida  consig^nada  en  el  Registro  secre- 
to del  Obispado,  y  la  remitieren  directamen- 
te, y  con  la  conveniente  reserva,  A  la  Direc- 
ción general  del  Registro  civil  solicitando  su 
inscripción.  Al  efecto  la  Dirección  general 
llevará  un  registro  especial  y  secreto  con  las 
precauciones  necesarias  para  que  no  se  conoz- 
ca el  contenido  de  estas  inscripciones  hasta 
que  los  interesados  soliciten  darles  publicidad 
trasladándolas  al  Registro  municipal  de  su  do- 
micilio. 

Art.  80.  El  conocimiento  de  los  pleitos 
sobro  nulidad  y  divorcio  de  los  matrimonios 
canónicos  corresponde  á  los  Tribunales  ecle- 
siástico. 

Art.  81.  Incoada  ante  el  Tribunal  eclesiás- 
tico una  demanda  de  divorcio  ó  de  nulidad  de 
matrimonio,  corresponde  al  Tribunal  civU  dic- 
tar, á  instancia  de  la  parte  interesada,  las  dis- 
posiciones referidas  en  el  art.  68. 

Art.  82  '.  La  sentencia  firme  de  nulidad  ó 
divorcio  del  matrimonio  canónico  se  inscribirá 
eu  el  Registro  civil,  y  se  presentará  al  Tribu- 
nal ordinario  para  solicitar  su  ejecución  en  la 
parte  relativa  á  los  efectos  civiles. 

CAP.  III.— Del  matrimonio  civil. 

SEC.  1."— De  la  capacidad  de  los  contrayentes. 

Art.  83  '.     No  pueden  contraer  matrimonio: 

1.°  Los  varones  menores  de  catorce  años 
cumplidos  y  las  hembras  menores  de  doce, 
también  cumplidos. 

Se  tendrá,  no  obstante,  por  revalidado  ipso 
fado,  y  sin  necesidad  de  declaración  expresa, 
el  matrimonio  contraído  por  impúberes,  si  un 
dia  después  de  haber  llegado  á  la  pubertad 
legal  hubiesen  vivido  juntos  sin  haber  recla- 
mado eu  juicio  contra  su  validez,  ó  si  la  mujer 
hubiera  concebido  antes  de  la  pubertad  legal 
ó  de  haberse  entablado  la  reclamación. 

2."  Los  que  no  estuvieren  eu  el  pleno  ejer- 
cicio de  su  razón  al  tiempo  de  contraer  matri- 
monio. 

3."  Los  que  adolecieren  de  impotencia  fí- 
sica, absoluta  ó  relativa,  para  la  procreación 
con  anterioridad  á  la  celebración  del  matrimo- 
nio, de  una  mauei-a  patente,  perpetua  é  incu- 
rable. 

4.°    Los  ordenados  in  sacris  y  los  profesos 


en  una  Orden  religiosa  canónicamente  a]iro- 
bada,  ligados  con  voto  solemne  de  castidad,  á 
no  ser  que  unos  y  otros  hayan  obtenido  la  co- 
rrespondiente dispensa  canónica. 

5."  Los  que  se  hallen  ligados  con  vínculo 
matrimonial. 

Art.  84.  Tampoco  pueden  contraer  matri- 
monio entre  sí: 

1."  Los  ascendientes  y  descendientes  por 
consanguinidad  ó  afinidad  legítima  ó  natural. 

2.°  Los  colaterales  por  consanguinidad  le- 
gitima hasta  el  cuarto  grado. 

3."  Los  colaterales  por  afinidad  legitima 
hasta  el  cuarto  grado. 

4."  Los  colaterales  por  consanguinidad  ó 
afinidad  natural  hasta  el  seg'undo  grado. 

5."  El  padre  ó  madre  adoptante  y  el  adop- 
tado; éste  y  el  cónyuge  viudo  de  ac^uéllos;  y 
aquéllos  y  el  cónyuge  viudo  de  éste. 

6."  Los  descendientes  legítimos  del  adop- 
tante cou  el  adoptado,  mientras  subsista  la 
adopción. 

7."  Los  adúlteros  que  hubiesen  sido  conde- 
nados por  sentencia  firme. 

8.°  Los  que  hubiesen  sido  condenados  como 
autores,  ó  como  autor  y  cómplice  de  la  muerte 
del  cónyug'e  de  cualquiera  de  ellos. 

Art.  85.  El  Gobierno,  con  justa  causa,  pue- 
de dispensar,  á  instancia  de  parte:  el  impedi- 
mento comprendido  en  el  núm.  2."  del  art.  45; 
los  grados  tercero  y  cuarto  de  los  colaterales 
por  consanguinidad  legítima;  los  impedimen- 
tos nacidos  de  afinidad  legítima  ó  natural  en- 
tre iotati'rales,  y  los  que  se  refieren  á  los  des- 
cendientes del  adoptante  '. 

SEC.  2.* — De  la  celebración  del  matrimonio. 

Art.  86.  Los  Cjue  con  arreglo  al  art.  42  hu- 
biereu  de  contraer  matrimonio  eu  la  forma 
determinada  en  este  Código,  presentarán  al 
juez  municipal  de  su  domicilio  una  declara- 
ción, firmada  por  ambos  contrayentes,  en  que 
consten: 

1."  Los  nombres,  apellidos,  edad,  profe- 
sión ,  domicilio  ó  residencia  de  los  contra- 
yentes. 

2."  Los  nombres,  apellidos,  profesión,  do- 
micilio ó  residencia  de  los  padres. 

Acompañarán  á  esta  declaración  la  partida 
de  nacimiento  y  de  estado  de  los  contrayentes, 
la  licencia  ó  consejo,  si  procediere,  y  la  dis- 
pensa cuando  sea  necesaria. 

Art.  87.  El  matrimonio  podrá  celebrarse 
personalmente  ó  por  mandatario  á  quien  se 
haya  conferido  poder  especial;  pero  siempre 
será  necesaria  la  asistencia  del  contrayente 
domiciliado  ó  residente  en  el  distrito  del  juez 
que  deba  autorizar  el  casamiento. 

Se  expi-esará  en  el  poder  especial  el  nombre 


Véanse  los  arts.  iOl  y  102. 


'     (DlSI'KNSA  DE   IMI'KDIMENTOS.)      El  primitivo    tCXtO 

no  contenia  las  dos  paltbras  que  ponemos  de  cursiva. 
Respecto  de  su  redacción,  dice  la  Comisión  de  Códigos: 

«La  omisión  de  dos  palabras,  cometida  en  la  copia 
ó  en  la  impresión  del  Código,  dio  Ingar  A  que  se  cre- 
yera que  el  arl.  Í»S  autorizaba  al  Gobierno  para  dis- 
pensar en  el  matrimonio  civil  el  impedimento  de 
afinidad  en  linea  recta.  De  aqui  la  necesidad  de  aña- 
dir las  palabras  omitidas,  quedando  asi  restablecido 
el  texto  verdadero  y  desvanecido  el  error  á  que  ha- 
bía dado  lugar  este  artículo.»  (Kxp.  de  mot.) 
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de  la  persona  con  quien  ha  de  celebrarse  el 
matrimonio,  y  éste  será  válido  si  antes  de  su 
celebración  no  se  hubiera  notificado  al  apo- 
derado en  forma  auténtica  la  revocación  del 
poder. 

Art.  88.  Si  el  juez  municipal  escogido  para 
la  celebración  del  matrimonio  no  lo  fuere  á  la 
vez  de  ambos  contrayentes ,  se  preiíentarán 
dos  declaraciones,  una  ante  el  juez  municipal 
de  cada  contrayente,  expresando  cuál  de  los 
dos  jueces  han  elegido  para  la  celebración  del 
matrimonio,  y  en  ambos  Juzgados  se  practica- 
rán las  diligencias  que  se  establecen  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  89.  El  juez  municipal,  previa  ratifica- 
ción de  los  pretendientes,  mandará  fijar  edic- 
tos ó  proclamas  por  espacio  de  quince  días, 
auimciando  la  pretensión  con  todas  las  indica- 
ciones contenidas  en  el  art.  86,  y  requiriendo 
á  los  que  tuviesen  noticia  de  alg'ún  impedi- 
mento para  que  lo  denuncien.  Ig'uales  edictos 
mandará  á  los  jueces  mxmicipales  de  los  pue- 
blos en  que  hubiesen  residido  ó  estado  domici- 
liados los  interesados  en  los  dos  últimos  años, 
encargando  que  se  fijen  en  el  local  de  su  au- 
diencia pública  por  espacio  de  quince  dias,  y 
que,  transcurridos  éstos,  los  devuelvan  con 
certificación  de  haberse  llenado  dicho  requisi- 
to y  de  haberse  ó  no  denunciado  algún  impe- 
dimento. 

Art.  90.  Los  militares  en  activo  servicio 
que  intentaren  contraer  matrimonio  estarán 
di.spensados  de  la  publicación  de  los  edictos 
fuera  del  punto  donde  residan,  si  presentaren 
certificación  de  su  libertad  expedidaporel  jefe 
del  Cuerpo  armado  á  que  pertenezcan. 

Art.  91.  Si  los  interesados  fueren  extranje- 
ros, y  no  llevaren  dos  años  de  residencia  en  Es- 
paña, acreditarán  con  certificación  en  forma, 
dada  por  autoridad  competente,  que  en  el  te- 
rritorio donde  hayan  tenido  su  domicilio  ó  re- 
sidencia durante  los  dos  años  anteriores,  se  ha 
hecho,  con  todas  las  solemnidades  exigidas  en 
aquél,  la  publicación  del  matrimonio  que  in- 
tentan contraer. 

Art.  92.  En  todos  los  demás  casos,  solamen- 
te el  Gobierno  podrá  dispensar  la  publicación 
de  los  edictos,  mediando  causas  g'raves,  sufi- 
cientemente probadas. 

Art.  93.  Ño  obstante  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores,  el  juez  municipal  autori- 
zará el  matrimonio  del  que  se  halle  en  inmi- 
nente pelig'ro  de  muerte,  ya  esté  domiciliado 
en  la  localidad,  ya  sea  transeúnte. 

Este  matrimonio  se  entenderá  condicional, 
mientras  no  se  acredite  legalmente  la  libertad 
anterior  de  los  contrayentes. 

Art.  94.  Los  contadores  de  los  buques  de 
g'vierra  y  los  capitanes  de  los  mercantes  auto- 
rizarán los  matrimonios  que  se  celebren  á  bor- 
do en  inminente  peligro  de  muerte.  También 
estos  matrimonios  se  entenderán  condicio- 
nales. 

Art.  95.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior es  aplicable  á  los  jefes  de  los  Cuerpos  mi- 
litares en  campaña,  en  defecto  del  juez  muni- 
cipal, respecto  de  los  individuos  de  los  mismos 
que  intenten  celebrar  matrimonio  in  articulo 
mortis. 


Art.  98.  Transcurridos  los  quince  djas  á 
cjTie  se  refiere  el  art.  89  sin  que  se  haya  denun- 
ciado ning'úu  impedimento,  y  no  teniendo  el 
juez  municipal  conocimiento  de  algnino,  pro- 
cederá á  la  celebración  del  matrimonio  en  los 
términos  que  se  previenen  en  este  Código. 

Si  pasare  tin  año  desde  la  publicación  de  los 
edictos  sin  que  se  efectúe  el  casamiento,  no 
podi-á  celebrarse   éste  sin  niieva  publicación. 

Art.  97.  Si  antes  de  celebrarse  el  matrimo- 
nio se  presentare  alguna  persona  oponiéndose 
á  él  y  alegando  impedimento  legal,  ó  el  juez 
municipal  tuviera  conocimiento  de  alguno,  s'e 
suspenderá  la  celebración  del  matrimonio  has- 
ta que  se  declare  por  sentencia  firme  la  impro- 
cedencia ó  falsedad  del  impedimento. 

Art.  98.  Todos  aquellos  á  cuyo  conocimien- 
to llegue  la  pretensión  de  matrimonio,  estáu 
obligados  á  denunciar  cualquier  impedimento 
cjue  les  conste.  Hecha  la  denuncia,  se  pasará  al 
Ministerio  fiscal,  quien,  si  encontrare  funda- 
mento legal,  entablará  la  oposición  al  matri- 
monio. Sólo  los  particulares  que  tengan  inte- 
rés en  impedir  el  casamiento  podrán  formali- 
zar por  si  la  oposición,  y  en  uno  y  otro  caso  se 
sustanciará  ésta  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dándole  la  trami- 
tación de  los  incidentes. 

Art.  99.  Si  por  sentencia  firme  se  declara- 
ren falsos  los  impedimentos  aleg-ados,  el  que 
fundado  en  ellos  hubiese  formalizado  por  si 
la  oposición  al  matrimonio,  queda  oblig'ado  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  100.  Se  celebrará  el  casamiento,  com- 
pareciendo ante  el  juez  municipal  los  contra- 
yentes, ó  uno  de  ellos  y  la  persona  á  quien  el 
ausente  hubiese  otorgvado  poder  especial  pai'a 
representarle,  acompañados  de  dos  testig'os 
mayores  de  edad  y  sin  tacha  leg-al. 

Acto  seg'uido,  el  juez  municipal,  después  de 
leídos  los  arts.  56  y  57  de  este  Código,  preg'un- 
tará  á  cada  uno  de  los  contrayentes  si  persiste 
en  la  resolución  de  celebrar  el  matrimonio,  y 
si  efectivamente  lo  celebra;  y,  respondiendo 
ambos  afirmativamente,  extenderá  el  acta  de 
casamiento  con  todas  las  circunstancias  nece- 
sarias para  hacer  constar  que  se  han  cumplido 
las  dilig'encias  prevenidas  en  esta  sección.  El 
acta  será  firmada  por  el  juez,  los  contrayen- 
tes, los  testigos  y  el  secretario  del  Jvizgado. 

Los  cónsules  y  vicecónsules  ejercerán  las 
funciones  de  jueces  municipales  en  los  matri- 
monios de  esp.añoles  celebrados  en  el  extran- 
jero. 

SEC.  3.*^ — De  la  nulidad  del  matrimonio. 

Art.  101.     Son  nulos: 

1."  Los  matrimonios  celebrados  entre  las 
personas  á  quienes  se  refieren  los  arts.  8o  y  84, 
salvo  los  casos  de  dispensa. 

2.°     El  contraído  por  error  en  la  persona  ó 
por  coacción  ó  miedo  g-rave  que  vicie  el  con-' 
sentimiento. 

3."  El  contraído  por  el  raptor  con  la  roba- 
da, mientras  ésta  se  halle  en  su  poder. 

4."     El  que  se  celebre  sin  \íl  intcrvencióu 
del  juez  municipal  competente,  ó  del  cjue  en 
,  su  lug'ar  deba  autorizarlo,  y  sin  la  de  los  tes- 
tig'os que  exige  el  art.  100. 
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Art.  102.  La  acción  para  pedir  la  nulidad 
del  matrimonio  corro-spoiTíle  ¡i  los  cónyng'es, 
al  Ministerio  fiscal  y  á  cualesquiera  personas 
que  teng'an  interés  en  ella. 

Se  exceptúan  los  casos  de  rapto,  error,  fuer- 
za ó  miedo,  eu  que  solamente  podrá  ejercitar- 
la el  cónyuge  que  los  hubiese  sufrido;  y  el  de 
impotencia,  en  que  la  acción  corresponderá  á 
uno  y  otro  cónyug'e  y  á  las  personas  que  ten- 
gan interés  en  la  nulidad. 

Caduca  la  acción  y  se  convalidan  los  matri- 
monios, en  sus  respectivos  casos,  si  los  con 
yug'es  hubieran  vivido  juntos  durante  seis 
meses  después  de  desvanecido  el  error  ó  de 
haber  cesado  la  fuerza  ó  la  causa  del  miedo, 
ó  si,  recobrada  la  libertad  por  el  robado,  no 
hubiese  éste  interpuesto  durante  dicho  térmi- 
no la  demanda  de  nulidad  *. 

Art.  103.  Lns  Tribunales  civiles  conocerán 
de  los  pleitos  de  nulidad  de  los  matrimonios 
celebrados  con  arreglo  á  las  disposiciones  de 
este  capitulo,  adoptarán  las  medidas  indica- 
das en  el  art.  fiS,  y  fallarán  definitivamente  -. 

SEC.  4. "-Del  divorcio. 

Art.  104.  El  divorcio  sólo  produce  la  sus- 
pensióu  de  la  vida  común  de  los  casados. 

Art.  105.  Las  causas  legítimas  de  divor- 
cio son: 

X.'^  El  adulterio  de  la  mujer  en  todo  caso, 
y  el  del  marido  cuando  resulte  escándalo  pú- 
blico ó  menos]>recio  de  la  mujer. 

i.^  Los  malos  tratamientos  de  obra,  ó  las 
injurias  graves. 

S.''  La  violencia  ejercida  por  el  mai-ido  so- 
bre la  mujer  para  obligarla  á  cambiar  de  re- 
ligión. 

4.''  La  propuesta  del  marido  para  prosti- 
tuir á  su  mujer. 

5.'''  El  conato  del  marido  ó  de  la  mujer  ¡lara 
corromper  á  sus  hijos  ó  prostituir  á  sus  hijas, 
y  la  connivencia  cu  su  corrupción  ó  prostitu- 
ción. 

G.''  La  condena  del  cónytige  á  cadena  ó  re- 
clusión perpetua. 

Art.  106.  El  divorcio  sólo  puede  ser  pedido 
por  el  cónyuge  inocente. 

Art.  107.  Lo  dispuesto  eu  el  art.  103  será 
aplicable  á  los  pleitos  de  divorcio  y  á  sus  inci- 
.dencias. 

TITULO  V 

De  la  paternidad  y  filiación. 

CAPITULO  PRIMERO.— De  los  hijos  leoítimos. 

Art.  108.  Se  presumirán  hijos  legítimos  los 
nacidos  después  de  los  ciento  ochenta  días  si- 
guientes al  de  la  celebración  del  matrimonio. 


*      í-^CCrÓN  DE   NULIDAD    DEL  VÍNCULO  MATRIMONIAL.) 

*Cuandola  Sección  tr.iio  déla  ley  del  matrimonio 
civil  al  Código  el  art.  102,  que  declaraba  pxil>l¡ca  la 
acción  para  pedir  la  nulidad  del  matrimonio,  enten- 
día, como  entiende  hoy,  que  la  acción  piiblica  no  es 
la  que  puede  ejercitar  todo  ciudadano,  sino  la  que 
corresponde  al  Ministerio  fiscal.  Pero  como  alguien 
crej'ese  que  los  términos  en  que  apareció  red.actado 
dicho  articulo  .autorizaban  k  cualquiera  para  pro- 
mover demand.as  de  nulidad  por  malevolencia  ó  in- 
terf^s  ilícito,  la  Sección  lo  ha  redactado  de  nuevo, 
limitando  el  derecho  de  ejercitar  dicha  acción  á,  los 
.cónyuges,  á  los  que  tengan  algún  interés  en  ella  y, 


y  antes  de  los  trescientos  días  sig'uientes  á  su 
disolución  ó  á  la  separación  de  los  cónyug-es. 

Contra  esta  presunción  no  se  admitirá  otra 
prueba  que  la  de  la  imposibilidad  física  del 
marido  para  tener  acceso  con  su  mujer  en  los 
primeros  ciento  veinte  días  de  los  trescientos 
que  hubiesen  precedido  al  nacimiento  del  hijo. 

Art.  109.  El  hijo  se  presumirá  legítimo, 
aunque  la  madre  hubiese  declarado  contra  su 
leg'itimidad  ó  hubiese  sido  condenada  como 
acUiltera. 

Art.  lio.  Se  presumirá  legitimo  el  hijo  na- 
cido dentro  de  los  ciento  ochenta  dias  siguien- 
tes á  la  celebración  del  matrimonio,  si  concu- 
rriere alguna  de  estas  circunstancias: 

l.'^  Haber  sabido  el  marido,  antes  de  casar- 
se, el  embarazo  de  su  mujer. 

2.*  Haber  consentido,  estando  presente, 
Ciue  se  pusiera  su  apellido  en  la  partida  de 
nacimiento  del  hijo  que  su  mujer  hubiese  dado 
á  luz. 

3.^  Haberlo  reconocido  como  suyo  expresa 
ó  tácitamente. 

Art.  III.  El  marido  ó  sus  herederos  podrán 
desconocer  la  leg'itimidad  del  hijo  nacido  des- 
pués de  transcurridos  trescientos  días  desde  la 
disolución  del  matrimonio  ó  de  la  separación 
legal  efectiva  de  los  cónyuges;  pero  el  hijo  y 
su  madre  tendrán  también  derecho  para  justi- 
ficar en  este  caso  la  paternidad  del  marido. 

Art.  112.  Los  herederos  sólo  podrán  im- 
pugnar la  leg'itimidad  del  hijo  eu  los  casos  si- 
g'uieutes: 

1.°  Si  el  marido  hubiese  fallecido  antes  de 
transcurrir  el  plazo  señalado  para  deducir  su 
acción  en  juicio. 

2."  Si  muriere  después  de  presentada  la 
demanda,  sin  haber  desistido  de  ella. 

3."  Si  el  hijo  nació  después  de  la  muerte 
del  marido. 

Art.  113.  La  acción  para  impuguar  la  leg'i- 
timidad del  hijo  deberá  ejercitarse  dentro  de 
los  dos  meses  siguientes  á  la  inscripción  del 
nacimiento  en  el  Reg'istro,  si  se  hallare  en  el 
lugar  el  marido,  ó,  en  su  caso,  cualquiera  de 
sus  herederos. 

Estando  ausentes,  el  plazo  será  de  tres  me- 
ses si  residieren  en  España,  y  de  seis  si  fuera 
de  ella.  Cuando  se  hubiere  ocultado  el  naci- 
miento del  hijo,  el  término  empezará  á  contar- 
se desde  que  se  descubriere  el  fraude. 

Art.  114.     Los  hijos  legítimos  tienen  derecho: 

1.°  A  llevar  los  apellidos  del  padre  y  de  la 
madre. 

2.°  A  recibir  alimentos  de  los  mismos,  de 
sus  ascendientes,  y  en  su  caso,  de  sus  herma- 
nos, conforme  al  art.  143. 

3.°  A  la  legítima  y  demás  derechos  suceso- 
rios que  este  Código  les  reconoce. 

CAP.  II. — De  las  pruebas  de  la  filiación  de  los 
HIJOS  legítimos. 

Art.  ÍI5.  La  filiación  de  los  hijos  legítimos 
se  prueba  por  el  acta  de  nacimiento  extendida 
en  el  Registro  civil,  ó  por  documento  autenti- 


cen señaladas  limitaciones,  al  Ministerio  público.» 
(Exp.  de  mot.  de  la  reforma.) 

•'     Véanse  los  arts.  80  d  83  y  108,  sobre  causas  de  mili- 
dad  y  divorcio  de  los  matrimonios  eclesiásticos. 
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co  ó  sentencia  firme  en  los  casos  á  que  se  re- 
fieren los  arts.  110  al  113  del  capítulo  anterior. 

Art.  116.  A  falta  de  los  títulos  señalados  en 
el  articulo  anterior,  la  filiación  se  probará  por 
la  posesión  constante  del  estado  de  hijo  leg'í- 
timo. 

Art.  117.  En  defecto  de  acta  de  nacimiento, 
de  documento  auténtico,  de  sentencia  firme  ó 
de  posesión  de  estado,  la  filiación  legítima  po- 
drá probarse  por  cualquier  medio,  siempre  que 
haya  un  principio  de  prueba  por  escrito,  que 
proven.Q-a  de  ambos  padres  conjunta  ó  separa- 
damente. 

Art.  118.  La  acción  que  para  reclamar  su 
leg'itimidad  compete  al  hijo  diu'a  toda  la  vida 
de  éste,  y  se  transmitirá  á  sus  herederos  si  fa- 
lleciere en  la  menor  edad  ó  en  estado  de  de- 
mencia. En  estos  casos  tendrán  los  herederos 
cinco  años  de  término  para  entablar  la  acción. 

La  acción  ya  entablada  ¡lor  el  hijo  se  trans- 
mite por  su  muerte  á  los  herederos,  si  antes  no 
hubiese  caducado  la  instancia. 

CAP.  III. — De  los  nijos  legitimado.?. 

Art.  .119.  Sólo  podrán  ser  legitimados  los 
hijos  naturales. 

Son  hijos  naturales  los  nacidos,  fuera  de  ma- 
trimonio, de  padres  qiie  al  tiempo  de  la  con- 
cepción de  aquéllos  pudieron  casarse  sin  dis- 
pensa ó  con  ella. 

Art    120.     La  leg'itimacióu  tendrá  lug'ar: 

1.°  Por  el  subsig'uiente  matrimonio  de  los 
padres. 

2."     Por  concesión  Real  ^ 

Art.  121.  Sólo  se  considerarán  legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio  los  hijos  que  ha- 
yan sido  reconocidos  por  los  padres  antes  ó 
después  de  celebrado. 

Art.  122.  Los  legitimados  por'subsig'uiente 
matrimonio  disfrutarán  de  los  mismos  dere- 
chos que  los  hijos  legítimos. 

Art.  123.  La  legitimación  surtirá  sus  efec- 
tos en  todo  caso  desde  la  fecha  del  matrimonio. 

Art.  124.  La  leg'itimacióu  de  los  hijos  que 
hubiesen  fallecido  antes  de  celebrarse  el  ma- 
trimonio aprovechará  á  sus  descendientes. 

Art.  125.  Para  la  legitimación  por  conce- 
sión Real  deberán  concurrir  los  requisitos  si- 
guientes: 

1.°  Que  no  sea  posible  la  legitimación  por 
subsig'uiente  matrimonio. 

2.°  Que  se  pida  por  los  padres  ó  por  uno  de 
éstos. 

3.°  Que  el  padre  ó  madre  que  la  pida  no  ten- 
ga hijos  legítimos,  ni  legitimados  por  subsi- 
guiente matrimouio,  ni  descendientes  de  ellos. 

4."  Que,  si  el  que  la  pide  es  casado,  obten- 
ga el  consentimiento  del  otro  cónyuge. 

Art.  126.  También  podrá  obtener  la  legiti- 
mación por  concesión  Real  el  hijo  cuyo  padre 
ó  madre,  ya  muertos,  hayan  manifestado  en 
su  testamento  ó  en  instrumento  público  su  vo- 
luntad de  legitimarlo,  con  tal  que  concurra  la 
condición  establecida  en  el  núm.  3.°  del  artícu- 
lo anterior. 


*  Los  trámites  de  los  expedientes  de  legitimaeión  por 
concesión  Reaí  son  los  establecidos  en  los  arts.  147  á  151 
del  Reg.  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jtisticia  de  17  Abril 
1890,  inserto  en  Mimisterio  de  Gracia  y  Justicia. 


Art.  127.  La  legitimación  por  concesión 
Real  da  derecho  al  Égitimado: 

1."  A  llevar  el  apellido  del  padre  ó  de  la 
madre  que  la  hubiese  solicitado. 

2.°  A  recibir  alimentos  de  los  mismos,  en 
la  forma  que  determina  el  art.  143. 

3."  A  la  porción  hereditaria  que  se  estable- 
ce en  este  Código. 

Art.  128.  La  legitimación  podrá  ser  impug- 
nada por  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus 
derechos,  cuando  se  otorgue  á  favor  de  los  que 
no  tengan  la  condición  legal  de  hijos  natura- 
les ó  cuando  no  concurran  los  requisitos  se  - 
ñalados  en  este  capítulo. 

CAP.  IV. — De  los  hi.ios  ilesítimos. 
SEC.  1." — Del  reconocimiento  de  los  hijos  naturales. 

Art.  129.  El  hijo  natural  puede  ser  recono- 
cido por  el  padre  y  la  madre  conjuntamente,  ó 
por  Tino  solo  de  ellos. 

Art.  130.  En  el  caso  de  hacerse  el  recono- 
cimiento por  uno  solo  de  los  padres,  se  presu- 
mirá que  el  hijo  es  natural,  si  el  que  lo  recono- 
ce tenía  capacidad  legal  para  contraer  matri- 
monio al  tiempo  de  la  concepción. 

Art.  131.  El  reconocimiento  de  un  hijo  na- 
tural deberá  hacerse  en  el  acta  de  nacimiento, 
en  testamento  ó  en  otro  documento  piiblico. 

Art.  132.  Cuando  el  padre  ó  la  madre  hicie- 
re el  reconocimiento  separadamente,  no  podrá 
revelar  el  nombre  de  la  persona  con  quien  hu- 
biera tenido  el  hijo,  ni  expresar  ninguna  cir- 
cunstancia por  donde  pueda  ser  reconocida. 

Los  funcionarios  públicos  no  autorizarán 
documento  alg'uno  en  que  se  falte  á  este  pre- 
cepto. Si  á  pesar  de  esta  prohibición  lo  hicie- 
ren, incurrirán  en  una  multa  de  12.5  á  fiOO  pe- 
setas, y  además  se  tacharán  de  oficio  las  pala- 
bras que  contengan  aquella  revelación. 

Art.  133.  El  hijo  mayor  de  edad  no  podrá 
ser  reconocido  sin  su  consentimiento. 

Cuando  el  reconocimiento  del  menor  de  edad 
no  teng-a  lugar  en  el  acta  de  nacimiento  ó  en 
testamento,  será  necesaria  la  aprobación  judi- 
cial con  audiencia  del  Ministerio  fiscal. 

*E1  menor  podrá  en  todo  caso  impxignar  el 
reconocimiento  dentro  de  los  cuatro  años  si- 
guientes á  su  mayor  edad. 

Art.  134.  El  hijo  natural  reconocido  tiene 
derecho: 

1."    A  llevar  el  apellido  del  que  le  reconoce. 

2.°  A  recibir  alimentos  del  mismo,  confor- 
me al  art.  143. 

3.°  A  percibir,  en  su  caso,  la  porción  here- 
ditaria que  se  determina  en  este  Códig'o. 

Art.  135.  El  padre  está  oblig'ado  á  recono- 
cer al  hijo  natural  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  exista  escrito  suyo  indubitado 
en  que  expresamente  reconozca  su  paternidad. 

2."  Cuaudo  el  hijo  se  halle  en  la  posesión 
continua  del  estado  de  hijo  natural  del  padre 
demandado,  justificada  por  actos  directos  del 
mismo  padre  ó  de  su  familia. 

En  los  casos  de  violación,  estupro  ó  rapto,  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  Código  penal  en 
cuanto  al  reconocimiento  de  la  prole. 

Art.  136.  La  madre  estará  obligada  á  reco- 
nocer al  hijo  natural: 
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1."  Ciiaiulo  el  hijo  se  halle,  respecto  de  la 
madre,  en  cuahiuiera  de  los  casos  expresados 
en  el  artúnilo  anterior. 

2."  Cuando  se  pruebe  cumplidamente  el 
hecho  del  parto  y  la  identidad  del  hijo. 

Art.  137.  Las  acciones  para  el  reconoci- 
miento de  hijos  naturales  sólo  podrán  ejerci- 
tarse en  vida  de  los  presuntos  padres,  salvo 
en  los  casos  signiientes: 

1."  Si  el  ¡ladre  ó  la  madre  hubiesen  falleci- 
do durante  la  menor  edad  del  hijo,  en  cuyo 
caso  6ste  podrA  deducir  la  acción  antes  de  que 
transcurran  los  primeros  cuatro  años  de  su 
mayor  edad. 

2."  Si  después  de  la  muerte  del  padre  ó  de 
la  madre  apareciere  alo'ún  documento  de  que 
antes  no  se  hubiese  tenido  noticia,  en  el  que 
reconozcan  expresamente  al  hijo. 

En  este  caso,  la  acción  deberá  deducirse 
dentro  de  las  seis  meses  siguientes  al  hallazgo 
del  documento. 

Art.  138.  El  reconocimiento  hecho  á  favor 
de  un  hijo  que  no  reúna  las  condiciones  del  pá- 
rrafo segundo  del  art.  119,  ó  en  el  cual  se  haya 
faltado  á  las  prescripciones  de  esta  sección, 
podrá  ser  impugnado  por  aquellos  á  quienes 
perjudique. 

SEC.  2.'^ — De  los  demás  hijos  ilegitimos. 

Art.  139.  Los  hijos  ileg-itimos,  en  quienes 
no  concurra  la  condición  leg-al  de  naturales, 
sólo  tendrán  derecho  á  exigir  de  sus  padres 
alimentos  conforme  al  art.  14.3. 

Art.  140.  El  derecho  á  los  alimentos  de  que 
habla  el  articulo  anterior,  sólo  podrá  ejerci- 
tarse: 

1.°  Si  la  paternidad  ó  maternidad  se  infiere 
de  lina  sentencia  firme,  dictada  en  proceso  cri- 
minal ó  civil. 

2."  Si  la  paternidad  ó  maternidad  resTilta 
de  un  documento  indubitado  del  ¡ladre  ó  de  la 
madre,  en  que  expresamente  reconozca  la  filia- 
ción. 

3."  Respecto  de  la  madre,  siempre  que  se 
pruebe  cumplidamente  el  hecho  del  pai'to  y  la 
identidad  del  hijo. 

Art.  141.  Fuera  de  los  casos  expresados  en 
los  niims.  1."  y  2."  del  articulo  anterior,  no  se 
admitirá  enjuicio  demanda  alg'una  que,  direc- 
ta ni  indirectamente,  tenga  por  objeto  inves- 
tigar la  paternidad  de  los  hijos  ileg'itimos  en 
quienes  no  concurra  la  condición  legal  de  na- 
turales. 

TITULO  VI 

De  los  alimentos  entre  parientes. 

Art.  142.  Se  entiende  por  alimentos  todo  lo 
que  es  indispensable  para  el  sustento,  habita- 
ción, vestido  y  asistencia  médica,  según  la  po- 
sición social  de  la  familia. 

Los  alimentos  comprenden  también  la  edu- 
cación é  instrucción  del  alimentista  cuando  es 
menor  de  edad. 

Art.  143.  Están  obligados  recíprocamente 
á  darse  alimentos  en  toda  la  extensión  que  se- 
iiala  el  articulo  precedente: 

1.°    Los  cónyuges. 

2.°  Los  ascendientes  y  descendientes  legí- 
timos. 


.3."  Los  padres  y  los  hijos  legitimados  por 
concesión  Real  y  los  descendientes  legítimos 
de  éstos. 

4.°  Los  padres  y  los  hijos  naturales  recono- 
cidos, y  los  descendientes  legítimos  de  éstos. 
Los  padres  y  los  hijos  ilegítimos  en  quienes 
no  concurra  la  condición  legal  de  naturales,  se 
deben,  por  razón  de  alimentos,  los  auxilios  ne- 
cesarios para  la  subsistencia.  Los  padres  es- 
tán además  obligados  á  costear  A  los  hijos  la 
instrucción  elemental  y  la-  enseñanza  de  una 
profesión,  arte  ú  oficio. 

Los  hermanos  deben  también  á  sus  herma- 
nos legítimos,  aunque  sólo  sean  uterinos  ó 
consang'uineos,  los  auxilios  necesarios  para  la 
vida,  cuando  por  un  defecto  físico  ó  moral,  ó 
por  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  imputa- 
ble al  alimentista ,  no  pueda  éste  prociirarse 
su  subsistencia.  En  estos  aiixilios  están,  en  su 
caso,  comprendidos  los  gastos  indispensables 
para  costear  la  instrucción  elemental  y  la  en- 
señanza de  una  profesión,  arte  ri  oficio  *. 

Art.    144.     La   reclamación    de    alimentos, 
cuando  proceda  y  sean  dos  ó  más  los  oblig\ados 
á  prestarlos,  se  hará  por  el  orden  siguiente: 
1."     Al  cónyuge. 

2."  A  los  descendientes  del  grado  más  pró- 
ximo. 

3."  A  los  ascendientes,  también  del  grado 
más  próximo. 

4.°     A  los  hermanos. 

Entre  los  descendientes  y  ascendientes  se 
regulará  la  gradación  por  el  orden  en  que  sean 
llamados  á  la  sucesión  legítima  de  la  persona 
que  tenga  derecho  A  los  alimentos. 

Art.  145.  Cuando  recaiga  sobre  dos  ó  más 
personas  la  obligación  de  dar  alimentos,  se  re- 
partirá entre  ellas  el  pago  de  la  pensión  en 
cantidad  proporcional  á  su  caudal  respectivo. 
Sin  embargo,  en  caso  de  urgente  necesidad 
y  por  circunstancias  especiales,  podrá  el  juez 
obligar  A  una  sola  de  ellas  A  que  los  preste 
provisionalmente,  sin  perjuicio  de  su  derecho 
A  reclamar  de  los  demás  obligados  la  parte  que 
les  corresponda. 

Cuando  dos  ó  más  alimentistas  reclamaren 
á  la  vez  alimentos  de  una  misma  persona  obli- 
gada legalmente  á  darlos  y  ésta  no  tuviere 
fortuna  bastante  para  atender  á  todos,  se 
guardará  el  orden  establecido  en  el  artículo 
anterior,  á  no  ser  que  los  alimentistas  concu- 
rrentes fuesen  el  cónyuge  y  un  hijo  sujeto  á  la 
patria  potestad,  en  cuyo  casó  éste  será  prefe- 
rido á  aquél. 


'  (Alimentos  naturales  y  civiles.)  «Aunque  el 
Código  no  ha  adoptado  la  antigua  denominación  de 
alimentos  naturales  y  cU-iles,  ha  reconocido  la  dife- 
rencia que  estos  nombres  significaban,  en  cuanto  á. 
los  servicios  comprendidos  en  la  obligación  de  ali- 
mentar. El  Código  no  habia  tomado  bastante  en 
cuenta  esta  diferencia  con  relación  A  la  diversidad 
de  personas,  A  ijuienes,  ya  confirmando  las  leyes  ó 
la  jurisprudencia  antigua,  ya  completándola  ó  fijAn- 
doia,  se  concede  el  derecho  &  alimentos.  Asi  la  Sec- 
ción, después  de  darlos  en  toda  su  extensión  á  los 
cónyuges,  &  los  descendientes  ó  ascendientes  legíti- 
mos y  A  los  padres  y  los  hijos  naturales,  legitimados 
ó  reconocidos,  los  restringe  entre  padres  é  hijos  ile- 
gítimos no  naturales  y  entre  hermanos  consanguí- 
neos ó  uterinos,  cuando  alglino  de  éstos  no  pueda 
procurarse  la  subsistencia  por  causas  que  no  le  sean 
imputables.»  (Exp.  de  mot.  delareforma.) 
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Art.  146.  La  cxi.iiitia  de  los  alhiitíiitos,  en 
los  ca.sos  eoniprendidos  en  los  cnatro  iiúmero.s 
del  art.  14:!,  será  proporcionada  al  caudal  ó 
medios  de  quien  los  da  y  á  las  necesidades  de 
quien  los  recibe. 

Art.  147.  Los  alimentos,  en  los  casos  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  se  reducirán  ó 
aumentarán  proporcionalmente  seg'ún  el  au- 
mento ó  disminución  que  sufran  las  necesida- 
des del  alimentista  y  la  fortuna  del  que  hubiere 
de  satisfacerlos. 

Art.  148.  La  obligación  de  dar  alimentos 
será  exiu-ible  desde  que  los  necesitare  para 
subsistir  la  persona  que  teng-a"  derecho  á  per- 
cibirlos; pero  no  se  abonarán  sino  desde  la  fe- 
cha en  que  se  interpong-a  la  demanda. 

Se  verificará  el  paa'o  por  meses  anticipados, 
y,  cuando  fallezca  el  alimentista,  sus  herede- 
ros no  estarán  obligados  á  devolver  lo  que  éste 
hubiese  recibido  anticipadamente. 

Art.  149.  El  oblig'ado  á  prestar  alimentos 
podrá,  á  su  elección,  satisfacerlos,  ó  pag-ando 
la  pensión  que  se  fije,  ó  recibiendo  y  mante- 
niendo en  su  propia  casa  al  que  tiene  derecho 
á  ellos. 

Art.  150.     La  oblig'ación  de  suministrar  ali- 
mentos cesa  con  la  muerte  del  oblig'ado,  aun- 
que los  jirestase  en  cumplimiento  de  una  sen- 
.  tencia  firme  '. 

Art.  151.  Xo  es  reuunciable  ni  transmisible 
á  un  tercero  el  derecho  á  los  alimentos.  Tam- 
poco pueden  compensarse  con  lo  que  el  ali- 
mentista deba  al  que  ha  de  prestarlos. 

Pero  podrán  compensarse  y  renunciarse  las 
pensiones  alimenticias  atrasadas,  y  transmi- 
tirse á  titulo  oneroso  ó  gratuito  el  derecho  á 
demandarlas. 

Art.  ¡52.  Cesará  también  la  oblig'ación  de 
dar  alimentos: 

1."     Por  muerte  del  alimentista. 

2.°  Cuando  la  fortuna  del  oblig'ado  á  darlos 
se  hubiere  reducido  hasta  el  punto  de  no  poder 
satisfacerlos  sin  desatender  sus  propias  nece- 
sidades y  las  de  su  familia. 

3.°  Cuando  el  alimentista  pueda  ejercer  un 
oficio,  profesión  ó  industria,  ó  haya  adquirido 
un  destino  ó  mejorado  de  fortuna,  de  suerte 
que  no  le  sea  necesaria  la  pensión  alimenticia 
para  su  subsistencia. 

4."  Cuando  el  alimentista,  sea  ó  no  here- 
dero forzoso,  hiibiese  cometido  alguna  falta  de 
las  que  dan  lugar  á  la  desheredación  -. 

5."  Cuando  el  alimentista  sea  descendiente 
del  oblig-ado  á  dar  alimentos,  y  la  necesidad 
de  aquél  provenga  de  mala  conducta  ó  de  fal- 
ta de  aplicación  al  trabajo,  mientras  subsista 
esta  causa. 

Art.  153.  Las  disposiciones  que  preceden 
son  aplicables  á  los  demás  casos  en  que  por 
este  Código,  por  testamento  ó  por  pacto  se 
tenga  derecho  á  alimentos,  salvo  lo  pactado, 
lo  ordenado  por  el  testador  ó  lo  dispuesto  por 
la  ley  para  el  caso  especial  de  que  se  trate  ^. 


»    Está  en  relación  con  el  65$.  Véase  también  el  845. 

2  Sonlas  cspcriflcadas  etilos  arts.  758, Hthns.  /.",  2.°, 
3.°,  5."  'I  G."  en  relación  con  el  852,  y  en  los  853,  854,  105, 
íes  y  855. 

■'  Todos  los  casos  en  que  seffún  el  Códiffo  se  produce 
la  obligación  de  alimentar,  los  indicamos  cuidadosamente 


TITULO  Vil 

Oe  la  patria  potestad. 

CAPITULO  PKIilEKO. -Disposición  general. 

Art.  154.  El  padre,  y  en  su  defecto  la  ma- 
dre, tienen  potestad  sobre  sus  hijos  legítimos 
no  emauciiiados;  y  los  hijos  tienen  laobliga- 
ción  de  obedecerles  mientras  permanezcan  en 
su  potestad,  y  de  tributarles  respeto  y  reve- 
rencia siem]ire  '. 

Los  hijos  naturales  reconocidos,  y  los  adop- 
tivos menores'  de  edad,  están  bajo  la  potestad 
del  padre  ó  de  la  madre  que  los  reconoce  o 
adopta  y  tienen  la  misma  oblig-aeión  de  que 
habla  el  párrafo  anterior. 

CAP.  II.— Efectos  de  la  patria  potestad  respecto 
Á  las  personas  de  los  hijos. 

Art.  155.  El  padre,  y  en  su  defecto  la  ma- 
dre, tienen,  respecto  de  sus  hijos  no  emanci- 
pados: 

1.°  El  deber  de  alimentai'los,  tenerlos  en 
su  compañía,  educarlos  é  instruirlos  con  arre- 
glo á  su  fortuna,  y  representarlos  en  el  ejerci- 
cio de  todas  las  acciones  que  pnedan  redun- 
dar en  su  j)rovecho. 

.    2."     La  facultad  de  correg'irlos  y  castigar- 
los moderadamente. 

Art.  156.  El  padre,  y  en  su  caso  la  madre, 
podrán  impetrar  el  auxilio  de  la  autoridad  gu- 
bernativa, que  deberá  serles  prestado  en  apo- 
yo de  su  propia  autoridad,  sobre,  sus  hijos  no 
emancipados,  ya  en  el  interior  del  hogar  do- 
méstico, ya  para  la  detención  y  aun  pai'u  la 
retención  de  los  mismos  en  establecimientos 
de  instrucción  ó  en  institutos  leg'almente  au- 
torizados que  los  recibieren. 

Asimismo  podrán  reclamar  la  intervención 
del  juez  municipal  para  imponer  á  sus  hijos 
hasta  un  mes  de  detención  en  el  establecimien- 
to correccional  destinado  al  efecto,  bastando 
la  orden  del  padre  ó  madre,  con  el  i:isto  bueno 
del  juez,  para  que  la  detención  se  realice. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anteriores 
comprende  á  los  hijos  legítimos,  legitimados, 
naturales,  reconocidos  ó  adoptivos  -. 

Art.  157.  Si  el  padre  ó  la  madre  hubiesen 
pasado  á  seg'undas  nupcias,  y  el  hijo  fuere  de 
los  habidos  en  anterior  matrimonio,  tendrán 
que  manifestar  al  juez  los'motivos  en  que  fun- 
dan su  acuerdo  do  castigarle;  y  el  juez  oirá, 
en  comparecencia  personal,  al  hijo  y  decreta- 
rá ó  deueg'ará  la  detención  sin  ulterior  recur- 
so. Esto  mismo  se  observará  cuando  el  hijo  no 
emancipado  ejerza  algún  cargo  ii  oficio,  aun- 
que los  padres  no  hayan  contraído  scg'uudo 
matrimonio. 

Art.  158.  El  padre,  y  en  su  caso  la  madre, 
satisfarán  los  alimentos  del  hijo  detenido ; 
pero  no  tendrán  intervención  alg'uua  en  el  ré- 
gimen del  establecimiento  donde  se  le  deten- 
g'a,  pudiendo  Vínicamente  levantar  la  deten- 
ción cuando  lo  estimen  oportuno. 


en  el  Sumario  alfabético  bajo  la  palabra  Alimentos. 

'  Sobre  patria,  po'estad  déla  madre  catalana,  véase 
la  Sent.  de  21  Octubre  1891  en  el  Ap;  de  1892,  p.  175. 

-  Sobre  establecimientos  donde  han  de  cumplirse  estas 
correcciones,  véase  en  Patria  potestad  la  R.  O.  de  12 
Marzo  1891. 
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CAP.  III.— Dk  los  efectos  de  l\  patria  potestad 

RESPECTO  Á  LOS  BIENES  DE  LOS  HIJOS. 

Art.  159.  El  padre,  ó  en  .su  detecto  la  ma- 
dre,.sou  los  admiiiistradores  leg'alos  de  los  bie- 
nes de  los  hijos  que  estáu  bajo  su  potestad. 

Art.  160.  Los  bienes  que  el  hijo  no  emanci- 
pado haya  adquirido  ó  adquiera  con  su  traba- 
jo ó  industria,  ó  por  cualquier  titulo  lucrativo, 
pertenecen  al  hijo  en  propiedad  y  en  usufruc- 
to al  padre  ó  á  la  madre  que  le  tengan  en  su 
potestad  y  compañía;  pero  si  el  hijo,  con  con- 
sentimiento de  sus  padres,  viviere  indepen- 
dieute  de  éstos,  se  le  reputará  para  todos  los 
efectos  relativos  á  dichos  bienes  como  eman- 
cipado, y  tendrá  en  ellos  el  dominio,  el  usu- 
fructo y  la  administración. 

Art.  161.  Pertenece  á  los  padres  en  propie- 
dad y  usufructo  lo  que  el  hijo  adqiiiera  con 
caudal  de  los  mismos.  Pero  si  los  padres  le  ce- 
diesen expresamente  el  todo  ó  parte  de  las  ga- 
nancias que  obtenga,  no  le  serán  éstas  impu- 
tables en  la  Iierencia. 

Art.  162.  Corresponderán  en  propiedad  y 
en  usufructo  al  hijo  no  emancipado  los  bienes 
ó  rentas  donados  ó  legados  para  los  gastos  de 
su  educación  é  instrucción;  pero  tendrán  su 
administración  el  padre  ó  la  madre,  si  en  la 
donación  ó  en  el  legado  no  se  hubiere  dispues- 
to otra  cosa,  en  CTiyo  caso  se  cumplirá  estric- 
tamente la  vohintad  de  los  donantes. 

Art.  163.  Los  padres  tienen,  relativamente 
á  los  bienes  del  hijo  en  que  les  corresponde  el 
usufructo  ó  administración,  las  obligaciones 
de  todo  usufructuario,  ó  administrador,  y  las 
especiales  establecidas  en  la  .sección  tercera 
del  tu.  V de  la  leí/  hipotecaria  *. 

Se  formará  inventario,  con  intervención  del 
Ministerio  fiscal,  de  los  bienes  de  los  hijos  en 
que  los  padres  teng-an  sólo  la  administración, 
y,  á  propuesta  del  mismo  Ministerio,  podrá 
decretarse  por  el  juez  el  depósito  de  los  valo- 
res mobiliarios  propios  del  hijo. 

Art.  164.  El  padre,  ó  la  madre  en  su  caso, 
no  podrán  enajenar  los  bienes  inmuebles  del 
hijo  en  que  les  corresponda  el  usufructo  ó  la 
administración,  ni  gravarlos,  sino  por  cansas 
justificadas  de  utilidad  ó  necesidad,  y  previa 
i  la  autorización  del  juez  del  domicilio,' con  au- 
'  diencia  del  Ministerio  fiscal,  salvas  las  dispo- 
siciones que,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la 
transmisión,  establece  la  ley  hipotecaria. 

Art.  165.  Siempre  que  en  algún  asunto  el 
padre  ó  la  madre  tengan  un  interés  opuesto 
al  de  sus  hijos  no  emancipados,  se  nombrará 
á  éstos  un  defensor  que  los  represente  enjui- 
cio y  fuera  de  él. 

El  juez,  á  ])ctición  del  padre  ó  de  la  madre, 
del  mismo  menor,  del  Ministerio  fiscal  ó  de 
cualquiera  persona  capaz  para  comparecer  en 
juicio,  conferirá  el  nombivamiento  de  defensor 
al  pariente  del  menor  á  quien  en  su  caso  co- 
rrespondería la  tutela  legitima,  y  á  falta  de 
éste  á  otro  pariente  ó  á  un  extraño. 


Asi  dice  la  Gaceta  y  una  de  las  edicioiira  o/leiales 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia;  pero  otra  de  éstas 
con  notorio  error,  cita  la  Sec.  .í.",  tlt.  III  de  la  leí/  hino- 
tecana.—Sohre  inteligencia  de  este  articulo,  véanse  en  la 
pagina  139  de  este  tomo  las  consideraciones  que  e.eaone- 
mos  Imíjo  el  núm.  VI.  ■' 

Tomo  IJ. 


Art.  166.  Los  padres  que  reconocieren  ó 
adoptaren,  no  adquieren  el  usufructo  de  los 
bienes  de  los  hijos  reconocidos  ó  adoptivos,  y 
tampoco  tendrán  la  administración,  si  no  ase- 
guran con  fianza  sus  resultas  á  satisfacción 
del  juez  del  domicilio  del  menor,  ó  de  las  per- 
sonas que  deban  concurrir  á  la  adopción. 

CAP.  IV — De  los  modos  de   acabarse   la    patria 

POTESTAD, 

Art.  167.     La  patria  potestad  se  acaba: 

1."     Por  la  muerte  de  los  padres  ó  del  hijo. 

2."     Por  la  emancipación. 

.3."     Por  laadopci(Jn  del  hijo. 

Art.  168.  La  madre  que  pase  á  segundas 
nupcias  pierde  la  patria  jiotestad  sobre  sus  hi- 
jos, á  no  ser  que  el  marido  difunto,  padre  de 
éstos,  hubiera  previsto  expresamente  en  su 
testamento  que  su  viuda  contrajera  matrimo- 
nio y  ordenado  que  en  tal  caso  conservase  y 
ejerciese  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos. 

Art.  169.  El  padre,  y  en  su  caso  la  madre, 
perderán  la  potestad  sobre  sus  hijos: 

i."  Cuando  por  sentencia  ñrme  en  causa 
criminal  se  le  imponga  como  pena  la  privación 
de  dicha  potestad. 

2."  Cuando  por  sentencia  firme  en  pleito 
do  divorcio  así  se  declare,  mientras  duren  los 
efectos  de  la  misma. 

Art.  170.  La  patria  potestad  se  suspende 
por  incapacidad  ó  ausencia  del  padre,  ó  en  su 
caso  de  la  madre,  declaradas  judicialmente,  y 
también  por  la  interdicción  c¡\'il  <. 

Art.  171.  Los  Tribunales  podrán  privar  A 
los  padres  de  la  patria  potestad,  ó  susjiender 
el  ejercicio  de  ésta,  si  trataren  á  sus  hijos  con 
dureza  excesiva,  ó  si  les  dieren  órdenes,  con- 
sejos ó  ejemplos  corruptores.  En  estos  casos 
podrán  asimismo  privar  á  los  padres  total  ó 
parcialmente  del  usufructo  de  los  bienes  del 
hijo,  ó  adoptar  las  providencias  que  estimen 
convenientes  á  los  intereses  de  éste. 

Art.  172.  Si  la  madre  viuda  que  ha  pasado 
á  segundas  nupcias  vuelve  á  enviudar,  reco- 
brará desde  este  momento  su  potestad  sobro 
todos  los  hijos  no  emancipados. 

CAP.  V.— De  la  adopción. 

Art.  173.    Pueden  adoptar  los  que  se  hallen 

en  el  pleno  uso  de  sus  derechos  civiles  y  ha- 
yan cumplido  la  edad  de  cuarenta  y  cinco 
años.  El  adoptante  ha  de  tener  por  lo"  menos 
quince  años  más  (|ue  el  adoptado. 

Art.  (74.     Se  prohibe  la  adopción: 

1."     A  los  eclesiásticos. 

2."  A  los  que  tengan  descendientes  legíti- 
mos ó  legitimados. 

;i.°  Al  tutor  respecto  á  su  pupilo  hasta  que 
le  hayan  sido  aprobadas  definitivamente  sus 
cuentas. 

4.°  Al  cónyuge  sin  con"sentimiento  de  su 
consorte.  Los  cónyuges  pueden  adoptar  con- 
juntamente, y,  fuera  de  este  caso,  nadie  pue- 
de ser  adoptado  por  más  de  una  persona. 


'  El  Código  determina  las  limitaciones  anejas  d  lapena 
de  interdicción  en  losarte.  .12,  (ífí,  fío,  200,  SSa,  230,  278, 
eSI,  8r,3,  1.322,  1433,  l.-lS.'i,  143G,  1.701!  y  1.732,  que  en 
7iuestro  sentir,  lian  derogado  el  4."  de  la  ley  de  24  de  Mayo 
y  18  Junio  1870.  Véase  en  CÓDiao  penal. 
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Art.  175.  El  adoptado  podrá  usar,  con  el 
apellido  de  six  familia,  el  del  adoptante,  ex- 
presrtudolo  asi  en  la  escritvira  de  adopción. 

Art.  176.  El  adoptante  y  el  adoptado  se  de- 
ben reciprocamente  alimentos.  Esta  obliga- 
ción se  entiende  sin  perjnicio  del  preferente 
derecho  de  los  hijos  naturales  reconocidos  }• 
de  los  ascendientes  del  adoptante  á  ser  ali- 
mentados por  éste. 

Art.  177.  El  adoptante  no  adquiere  derecho 
alguno  á  heredar  al  adoptado.  El  adoptado 
tampoco  lo  adqiiiere  á  heredar,  fuera  de  tes- 
_taniento,  al  adoptante,  á  menos  que  en  la  es- 
critura de  adopción  se  haya  éste  obligado  >\ 
instituirle  heredero.  Esta  oliligación  no  surti- 
rá efecto  alguno  cuando  el  adoptado  muera 
antes  que  el  adoptante.  El  adoptado  conserva 
los  derechos  que  le  corresponden  en  su  fami- 
lia natural,  á  excepción  de  los  relativos  á  la 
patria  potestad. 

Art.  178.  La  adopción  se  verificará  con  au- 
torización judicial,  debiendo  constar  necesa- 
riamente el  consentimiento  del  adoptado,  si  es 
mayor  de  edad;  si  es  menor,  el  de  las  perso- 
ua.s  que  debieran  darlo  para  su  casamiento;  y 
si  está  incapacitado,  el  de  su  tutor.  Se  oirá 
sobre  el  asunto  al  Ministerio  fiscal;  y  el  juez, 
previas  las  dilig-encias  que  estime  necesarias, 
aprobará  la  adopción,  si  está  ajustada  á  la  ley 
y  la  cree  conveniente  al  adoptado. 

Art.  179.  Aprobada  la  adopción  por  el  juez 
definitivamente,  se  otorg-ará  escritura,  expre- 
sando en  ella  las  condiciones  con  que  se  haya 
hecho,  y  se  inscribirá  en  el  Registro  civil  co- 
rrespondiente. 

Art.  180.  El  menor  6  el  incapacitado  que 
haya  sido  adoptado,  podrá  impug'uar  la  adop- 
ción dentro  de  los  cuatro  años_  siguientes  á  la 
mayor  edad  ó  á  la  fecha  en  que  haya  desapa- 
recido la  incapacidad. 

TITULO  VIII 
De  la  ausencia. 

CAPÍTrLO  PRIMEEO.- Medidas  pbovisionales  en 

CASOS   DE  AUSENCIA. 

Art.  181.  Cuando  una  persona  hubiere  des- 
aparecido de  su  domicilio  sin  saberse  su  para- 
dero y  sin  dejar  apoderado  que  administre  sus 
bienes,  podrá  el  juez,  á  in.stancia  de  parte  le- 
gitima ó  del  Ministerio  fiscal,  nombrar  quien 
le  reiu'esente  en  todo  lo  que  fuere  necesario. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  en  iguales 
circunstancias  caduque  el  poder  conferido  por 
el  ausente. 

Art.  182.  Verificado  el  nombramiento  á  que 
se  refiere  el  articialo  anterior,  el  juez  acorda- 
rá las  diligencias  necesarias  para  aseg'urar 
los  derechos  é  intereses  de!  ausente,  y  señala- 
rá las  facultades,  obligaciones  y  remunera- 
ción de  sil  representante,  regulándolas  según 
las  circunstancias  por  lo  cjue  está  dispuesto 
respecto  de  los  tutores. 

Art.  183.  El  cónyuge  que  se  ausente  será 
representado  por  el  que  se  halle  presente 
cuando  no  estuvieren  leg-almente  separados. 

Si  este  fuere  menor,  se  le  proveerá  de  tutor 
eu  la  forma  ordinaria. 

A  falta  del  cónyuge  representarán  al  ausen- 


te los  padres,  hijos  y  abuelos,  por  el  orden  que  , 
establece  el  art.  220. 

CAP.   II.— De   la   DECLARACIÓN   DE   AUSENCIA. 

Art.  184.  Pasados  dos  años  sin  haberse  te- 
nido noticia  del  ausente  ó  desde  que  se  reci- 
bieron las  últimas,  y  cinco  en  el  caso  de  que  el 
ausente  hubiere  dejado  persona  encargada  de 
la  administración  de  los  bienes,  podrá  decla- 
rarse la  ausencia. 

Art.  185.  Podrán  pedir  la  declaración  de 
ausencia: 

1.°    El  cónyuge  presente. 

2."  Los  herederos  instituidos  en  testamen- 
to, que  presentaren  copia  fehaciente  del  mismo. 

3."  Los  parientes  que  hubieren  de  heredar 
abintestato. 

4.°  Los  que  tuvieren  sobre  los  bienes  del 
ausente  algún  derecho  subordinado  á  la  con- 
dición de  su  muerte. 

Art.  186.  La  declaración  judicial  de  ausen- 
cia no  surtirá  efecto  hasta  seis  meses  después 
de  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales. 

CAP.  III.— Déla  administración  de  los  bienes  del 

AUSENTE. 

Art.  187.  La  administración  de  los  bienes 
del  ausente  se  conferirá  por  el  orden  que  es- 
tablece el  art.  220  á  las  personas  mencionadas 
en  el  mismo. 

Art.  188.  La  mujer  del  ausente,  si  fuere 
mayor  de  edad,  podrá  disponer  libremente  de 
los  bienes  de  cualquiera  clase  que  le  pertenez- 
can; pero  no  podrá  enajenar,  permutar,  ni  hi- 
potecar los  bienes  propios  del  marido,  ni  los 
de  la  sociedad  conyugal,  sino  con  autoriza- 
ción judicial. 

Art.  189.  Cuando  la  administración  corres- 
ponda á  los  hijos  del  ausente,  y  éstos  sean  me- 
nores, se  les  proveerá  de  tutor,  el  cual  se  ha- 
rá cargo  de  los  bienes  con  las  formalidades  de 
la  ley. 

Art.  190.  La  administración  cesa  en  cual- 
quiera de  los  casos  sig'uientes: 

\.°  Cuando  comparezca  el  ausente  por  si  ó 
por  medio  de  apoderado. 

2."  Cuando  se  acredite  la  defunción  del 
ausente,  y  comparezcan  sus  herederos  testa- 
mentarios ó  abintestato. 

3."  Cuando  se  presente  un  tercero,  acredi- 
tando con  el  correspondiente  documento  haber 
adquirido  por  compra  ii  otro  titulo  los  bienes 
del  ausente. 

En  estos  casos  cesará  el  administrador  en  el 
desempeño  de  su  carg'o,  y  los  bienes  quedarán 
á  disposición  de  los  qué  á  ellos  tengan  de- 
recho. 

CAP.  IV.— De  LA  CRESÜNCIÓN  DE  MUERTE  DEL  AUSENTE. 

Art.  191.     Pasados  treinta  años  desde  que 
desapareció  el  ausente  ó  se  recibieron  las  últi- 
mas noticias  de  él,  ó  noventa  desde  su  naci-^ 
miento,  el  juez,  á  instancia  de  parte  interesa-  ' 
da,  declarará  la  presunción  de  muerte. 

Art.  192.  La  sentencia  en  que  se  declare  la 
presunción  de  muerte  de  un  ausente,  no  se 
ejecutará  hasta  después  de-seis  meses,  conta- 
dos desde  su  publicación  en  los  periódicos  ofi- 
ciales. 
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Art.  193.  Dedearada  firme  la  sentencia  de 
presnneinn  de  muerte,  se  abrirá  la  sucesión  en 
los  biencf  dol  ausente,  procediéndose  h  su  ad- 
judicación ]ior  los  trámites  de  los  juicios  de 
testamentaria  ó  abintestato,  seg'iin  los  casos. 

Art.  194.  Si  el  ausente  se  presenta,  ó,  sin 
presentarse,  se  prueba  su  existencia,  recobra- 
rá, sus  bienes  en  el  estado  que  teng-an,  y  el 
precio  de  los  enajenados  ó  los  adquiridos  con 
él;  pero  no  podrá  reclamar  frutos  ni  rentas  ^ 

CAP.  V.-De  los  efkctos  de  la  au.sencia  relativa- 

"  MENTK  Á  LOS  DERECHOS  EVENTUALES  DEL  AUSENTE. 

Art.  195.  El  que  reclame  un  derecho  perte- 
neciente á  una  persona  cuya  existencia  no  es- 
tuviere reconocida,  deberá  probar  que  existia 
en  el  tiempo  en  que  era  necesaria  su  existen- 
cia para  adquirirlo. 

Art.  196.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  abierta  una  sucesión  á  la 
que  estuviere  llamado  un  ausente,  acrecerá  la 
parte  de  íste  á  sus  coheredivros,  ano  haljer 
persona  con  derecho  propio  para  reclamarla. 
Los  unos  y  los  otros,  en  su  caso,  deberán  ha- 
cer inventario  de  diclios  bienes  con  interven- 
ción del  Ministerio  fiscal. 

Art.  197.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior se  entiende  sin  perjuicio  de  las  acciones 
de  petición  de  lierencia  ú  otros  derechos  que 
competan  al  ausente,  sus  representantes  ó  cau- 
sa habientes.  Estos  derechos  no  se  extingui- 
rán sino  por  el  lapso  del  tiempo  fijado  para  la 
prescripción.  En  la  inscripción  que  se  liaga  en 
el  Registro  de  los  bienes  inmuebles  que  acrez- 
can á  los  cohei'ederos  se  expresará  la  circuns- 
tancia de  quedar  sujetos  alo  que  dispone  este 
articulo. 

Art.  198.  Los  que  hayan  entrado  en  la  he- 
rencia harán  suyos  los  frutos  percibidos  de 
buena  le,  mientras  no  comparezca  el  ausente, 
ó  sus  acciones  no  sean  ejercitadas  i)or  sus  re- 
presentantes ó  causa  habientes. 

TÍTULO  IX 
Déla  tutela. 

CAPITULO  PRIMEEO.— Disposiciones  generales. 

Art.  199.  El  objeto  de  la  tutela  es  la  guarda 
de  la  persona  y  bienes,  ó  sohxmente  de  los  bie- 
nes, de  los  que,  uo  estando  bajo  la  patria  po- 
testad, son  incapaces  de  g'obernarse  por  sí 
mismos. 

Art.  200.     Están  sujetos  á  tutela: 

1.°  Los  lueuore.s  de  edad  no  emancipados 
legalmente. 

2.°  Los  locos  ó  dementes,  aunque  teug'an 
intervalos  lúcidos,  y  los  sordomudos  que  uo  se- 
pan leer  y  escribir. 

3."  Los  que  por  sentencia  firme  hubiesen 
sido  declarados  pródigos. 

4.°  Los  que  estuviesen  sufriendo  la  pena 
de  interdicción  civil  -. 

Art.  201.  La  tutela  se  ejercerá  por  un  solo 
tutor  bajo  la  vigilancia. del  protutor  y  del  con- 
sejo do  familia. 


'     VZ-ansf  Ion  arfa  4^1  y  4!>7. 

'  Hay  udemda  otro  caso  de  tutela:  el  del  art.  317  qtie 
hemos  comentado  en  Biene.-í  de  ni.TOS  emancipados,  me- 
HOKES  DE  edad  (pág.  141  de  este  tomo). 


Ai-t.  202.  Los  carg-os  de  tutor  y  protutor 
no  son  reuunciables  sino  en  virtud  de  causa 
legítima  debidamente  justificada. 

Art.  203.  Los  jueces  municipales  del  lugar 
en  que  residan  las  personas  sujetas  á  tutela 
lu-oveerán  al  cuidado  de  éstas  y  de  sus  bienes 
muebles  hasta  el  nombramiento  de  tutor,  cuan-  ■ 
do  por  la  ley  no  hubiese  otras  encargadas  de 
esta  oblig-ación  '. 

Sino  lo  hicieren,  serán  responsables  de  los 
daños  que  por  esta  causa  sobrevengan  á  .los 
menores  ó  incapacitados. 

Art.  204.     La  tutela  se  defiere: 

1.°     Por  testamento. 

2.0     Por  la  ley. 

3.°     Por  el  consejo  de  familia. 

Art.  205.  El  tutor  no  entrará  eu  el  desem- 
peño de  sus  funciones  sin  que  su  nombramien- 
to haya  sido  inscrito  en  el  feeg'istro  de  tutelas. 

CAP.  II.— De  la  tutela  testamentaria. 

Art.  206.  El  padre  puede  nombrar  tutor  y 
protutor  para  sus  hijos  menores  y  para  los 
mayores  incapacitados,  ya  sean  leg'ítimos,  ya 
naturales  reconocidos,  ó  ya  alg'uno  de  los  ile- 
gítimos á  quienes,  según  el  art.  139,  está  obli- 
gado á  alimentar. 

Igual  facultad  corresponde  á  la  madre;  pero, 
si  hubiere  contraído  segundas  nupcias ,  el 
nombramiento  que  hiciere  para  los  hijos  de  su 
primer  matrimonio  no  surtirá  efecto  sin  la 
aprobación  del  consejo  de  familia. 

En  todo  caso  será  preciso  que  la  persona  á 
qtiien  se  nombre  tutor  ó  protutor  no  se  halle 
sometida  á  la  potestad  de  otra. 

Art.  207.  También  puede  nombrar  tutor 
á  los  menores  ó  incapacitados  el  que  les  deje 
lierencia  ó  legado  de  importancia.  El  nombra- 
miento, sin  einbarg'o,  no  surtirá  efecto  hasta 
que  el  consejo  de  familia  haya  resuelto  acep- 
tar la  herencia  ó  el  legado. 

Art.  208.  Tanto  el  padre  como  la  madre 
pueden  nombrar  un  tutor  para  cada  uno  de 
sus  hijos,  y  hacer  divei'sos  nombramientos  á 
fin  de  que  se  sustituyan  unos  á  otros  los  nom- 
brados. 

En  caso  de  duda  se  entenderá  nombrado  uu 
solo  tutor  para  todos  los  hijos,  y  se  discernirá 
el  cargo  al  primero  de  los  que  figuren  en  el 
nombramiento. 

Art.  209.  Si  por  diferentes  personas  se  hu- 
biere nombrado  tutor  para  un  mismo  menor, 
se  discernirá  el  cargo: 

1."     Al  elegido  iior  el  padre  ó  por  la  madre. 

2.°  Al  nombrado  por  el  extraño  que  hubiese 
instituido  heredero  al  menor  ó  incapaz,  si  fuere 
de  importancia  la  cuantía  de  la  herencia. 

3."  Al  que  eligiere  el  que  deje  manda  de 
importancia. 

Si  hubiere  más  de  un  tutor  en  cualquiera  de 
los  casos  2."  y  3."  de  este  artículo,  el  consejo 
de  familia  dexlarará  quién  debe  ser  preferido. 

Art.  210.  Si  hallándose  en  ejercicio  un  tu- 
tor apareciere  el  nombrado  por  el  padre,  se  le 
transferirá  inmediatamente  la  tutela.  Si  el  tu- 
tor que  nue^-amente  apareciere  fuese  el  nom- 
brado por  un  extraño  comprendido  en  los  nú- 


>     Véese  el  art.  ¡28. 
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meros  2.°  y  3."  del  articulo  anterior,  se  limi- 
tará á  administrar  los  bienes  del  que  lo  haya 
nombrado,  mientras  no  vaque  la  tutela  en 
ejercicio. 

CAP.  III.— De  la  tutela  legítima. 
SEC.   1.'  —  De   la  tatela   de   los  menores. 

Art.  211.  La  tutela  legitima  de  los  menores 
no  emancipados  corresponde  iiuicameute: 

1."     Al  abuelo  paterno. 

2."     Al  abuelo  materno. 

3."  A  las  abuelas  paterna  y  materna,  por  el 
mismo  orden,  mientras  se  conserven  viudas. 

4.°  Al  mayor  de  los  hermanos  varones  de 
doble  vinculo,  y,  k  falta  de  éstos,  al  mayor  de 
los  hermanos  consanguíneos  ó  uterinos. 

La  tutela  de  que  trata  este  artículo  no  tiene 
lugar  respecto  de  los  hijos  ilegítimos. 

Art.  212.  Los  jefes  de  las  casas  de  expósi- 
tos son  los  tutores  de  los  recogidos  y  educados 
en  ellas.  La  representación  en  juicio  de  aque- 
llos funcionarios,  en  su  calidad  de  tutores,  es- 
tará á  cargo  del  Ministerio  fiscal. 

SEC.  2.^ — De  la  tutela  de  los  locos  y  sordomudos. 

Art.  213.  No  se  puede  nombrar  tutor  á  los 
locos,  dementes  y  sordomudos  mayores  de 
edad,  sin  que  preceda  la  declaración  de  que  son 
incapaces  jiara  administrar  sus  bienes. 

Art.  214.  Pueden  solicitar  esta  declaración 
el  cónyuge  y  los  parientes  del  presunto  inca- 
paz que  tengan  derecho  á  sucederle  abintes- 
tato. 

Art.  215.  El  Ministerio  público  deberá  pe- 
dirla; 

1."    Cuando  se  trate  de  dementes  ftiriosos. 

2.°  Cuando  no  exista  ninguna  de  las  per- 
sonas mencionadas  en  el  articulo  precedente,  ó 
cuando  no  hicieren  uso  de  la  facultad  que  les 
concede. 

3."  Cuando  el  cónyuge  y  los  herederos  del 
presunto  incapaz  sean  menores  ó  carezcan  de 
la  personalidad  necesaria  para  comparecer  en 
juicio. 

En  todos  estos  casos  los  Tribunales  nombra- 
rán defensor  al  presunto  incapaz  que  no  quie- 
ra ó  no  pueda  defenderse.  En  los  demás,  será 
defensor  el  Ministerio  público. 

Art.  216.  Autes  de  declarar  la  incapacidad, 
los  Tribunales  oirán  al  consejo  de  familia  y 
examinarán  por  si  mismos  al  denunciado  como 
incapaz. 

Art.  217.  Los  parientes  que  hubiesen  soli- 
citado la  declaración  de  incapacidad  no  podrán 
informar  á  los  Tribunales  como  miembros  del 
consejo  de  familia;  pero  tienen  derecho  á  ser 
oidos  por  éste  cuando  lo  soliciten. 

Art.  218.  La  declaración  de  incapacidad  de- 
berá hacerse  sumariamente.  La  que  se  refiera 
á  sordomudos  fijará  la  extensión  y  límites  de 
la  tutela  segiin  el  grado  de  incapacidad  de 
aquéllos. 

Art.  219.  Contra  los  autos  que  pongan  tér- 
mino al  expediente  de  incapacidad,  podrán  los 
interesados  deducir  demanda  enjuicio  ordina- 
rio. El  defensor  de  los  incapacitados  necesita- 
rá, sin  embargo,  autorización  especial  del  con- 
sejo de  familia. 


Art.  220.  La  tutela  de  los  locos  y  sordomu- 
dos corresponde: 

1.°     Al  cónyuge  no  separado  legalmente. 

2.°     Al  padre,  v  en  su  caso  á  la  madre. 

3.0     A  los  hijos. 

4."     A  los  abuelos. 

5."  A  los  hermanos  varones  y  á  las  herma- 
nas que  no  estuviesen  casadas,  con  la  prefe- 
rencia del  doble  vínculo  de  que  habla  el  núme- 
ro 4."  del  art.  211. 

Si  hubiere  varios  hijos  ó  hermanos,  serán 
preferidos  los  varones  á  las  hembras  y  el  ma- 
yor al  menor. 

Concurriendo  abuelos  paternos  y  maternos, 
serán  también  preferidos  los  varones;  y,  en  el 
caso  de  ser  del  mismo  sexo,  los  de  la  linea  del 
Tpadre. 

SEC.  a."— De  la  tutela  de  los  pródigos. 

Art.  221.  La  declaración  de  prodigalidad 
debe  hacerse  enjuicio  contradictorio. 

La  sentencia  determinará  los  actos  que  que- 
dan prohibidos  al  incaiiacitado,  las  facultades 
que  haya  de  ejercer  el  tutor  eu  su  nombre,  y 
los  casos  en  que  por  uno  ó  por  otro  habrá  de 
ser  consultado  el  consejo  de  familia. 

Art.  222.  Sólo  pueden  pedir  la  declaración 
de  que  habla  el  artículo  anterior  el  cónyuge  y 
los  herederos  forzosos  del  pródig'o,  y  por  ex- 
cepción el  Ministerio  fiscal,  por  si  ó  á  instan- 
cia de  algún  pariente  de  aquéllos,  cuando  sean 
menores  ó  estén  incapacitados. 

Art.  223.  Cuando  el  demandado  no  compa- 
reciere en  juicio  le  representará  el  Ministerio 
fiscal,  y,  si  éste  fuera  parte,  tm  defensor  nom- 
brado por  el  juez,  sin  perjuicio  de  lo  que  deter- 
mine la  ley  de  Enj. civil  sobre  los  procedimien- 
tos en  rebeldía. 

Art.  224.  La  declaración  de  prodigalidad 
no  priva  de  la  autoridad  marital  y  ¡laterna,  ni 
atribuye  al  tutor  facultad  alg'una  sobre  la  per- 
sona del  ])ródig'o. 

Art.  225.  El  tutor  administrará  los  bienes 
de  los  hijos  que  el  pródigo  haya  tenido  en  an- 
terior matrimonio. 

La  mujer  administrará  los  dótales  y  parafer- 
nales, los  de  los  hijos  comunes  y  los  de  la  so- 
ciedad conyugal.  Para  enajenarlos  necesitará 
atttorizacióu  judicial. 

Art.  226.  Los  actos  del  pródigo  anteriores 
á  la  demanda  de  interdicción  no  podrán  ser 
atacados  por  causa  de  prodigalidad. 

Art.  227.  La  tutela  de  los  pródigos  corres- 
ponde: 

1."     Al  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madre. 

2.°     A  los  abuelos  paterno  y  materno. 

3."  Al  mayor  de  los  hijos  varones  emanci- 
pados. 

SEC.  4."^ — De  la  tutela  de  los  que  sufren  interdicción. 

Art.  228.  Cuando  sea  firme  la  sentencia  en 
que  se  haya  impuesto  la  pena  de  interdicción, 
el  Ministerio  fiscal  pedirá  el  cumplimiento  de 
los  arts.  203  y  293.  Si.no  lo  hiciere,  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  qtie  sobre- 
vengan. 

También  pueden  pedirlo  el  cónyuge  y  los  he- 
rederos abintestato  del  penado. 

Art.  229.     Esta  tutela  se  limitará  á  la  admi- 
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nistraeión  de  los  bienes  y  á  la  representación 
en  juicio  del  penado. 

El  tutor  del  penado  está  obligado  además  á 
cuidar  de  la  persona  y  bienes  de  los  menores 
ó  incapacitados  que  se  hallaren  bajo  la  autori- 
dad del  sujeto  á  interdicción,  hasta  que  se  les 
provea  de  otro  tutor. 

La  mujer  del  penado  ejerce  la  patria  potes- 
■  tad  sobre  los  hijos  comunes  mientras  dure  la 
interdicción. 

Si  fuere  menor,  obrará  bajo  la  dirección  de 
su  padre,  y,  en  su  caso,  de  su  madre,  y  á  falta 
de  ambos,  de.su  tutor. 

Art.  230.  La  tutela  de  los  que  sufren  inter- 
dicción se  defiere  por  el  orden  establecido  en 
el  art.  220. 

CAP.  IV.— De  la  tutela  dativa. 

Art.  231.  No  habiendo  tutor  testamentario, 
ni  personas  llamadas  por  la  ley  á  ejercer  la  tu- 
tela vacante,  corresponde  al  consejo  de  fami- 
lia la  elección  de  tutor  en  todos  los  casos  del 
art.  200. 

Art.  232.  El  juez  municipal  que  descuida- 
re la  reunión  del  consejo  de  familia  en  cual- 
quier caso  en  que  deba  proveerse  de  tutor  á 
.los  menores  ó  incapacitados,  será  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios  á  que  diere  lugar  su 
neglig'encia. 

CAP.  V. — Del  photütoh. 

Art.  233.  Al  consejo  de  familia  correspon- 
de nombrar  protutor,  cuando  no  lo  hayan  nom- 
brado los  que  tfenen  derecho  á  elegir  tutor 
para  los  menores. 

Art.  234.  El  tutor  no  puede  comenzar  el 
ejercicio  de  la  tutela  sin  que  haya  sido  nom- 
brado el  protutor.  El  que  dejare  de  reclamar 
este  nombramiento,  será  removido  de  la  tutela 
y  responderá  de  los  daños  que  sufra  el  menor. 

Art.  235.  El  nombramiento  de  protutor  no 
puede  recaer  en  pariente  de  la  misma  linea 
del  tutor. 

Art.  236.     El  protutor  está  obligado: 

1."  A  intervenir  el  in^-entario  de  los  bienes 
del  menor  y  la  constitución  de  la  fianza  del 
tutor,  cuando  hubiere  lug'ar  á  ella. 

2.°  A  sustentar  los  derechos  del  menor,  en 
juicio  y  fuera  de  él,  siempre  que  estén  en  opo- 
sición con  los  intereses  del  tutor. 

3.°  A  llamar  la  atención  del  consejo  de  fa- 
milia sobre  la  gestión  del  tutor,  cuando  le  pa- 
rezca perjudicial  á  la  persona  ó  á  los  intereses 
del  menor. 

i."  A  promover  la  reunión  del  consejo  de 
familia  jiara  el  nombramiento  de  nuevo  tutor, 
cuando  la  tutela  quede  vacante  ó  abandonada. 

5.°  A  ejercer  las  demás  atribuciones  que  le 
señalen  las  leyes. 

El  protutor  será  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  sobrevengan  al  menor  por  omi- 
sión ó  negligencia  en  el  cumplimiento  de  es- 
tos deberes. 

El  protutor  puede  asistir  á  las  deliberacio- 
nes del  consejo  de  familia  y  tomar  parte  en 
ellas;  pero  no  tiene  derecho  á  votar. 

CAP,  VI. — De  las  personas  inhábiles  para  ser  tuto- 
res V  PKOIUTOUES,   Y  DE  SU  KEMOCK^N. 

Art.  237.  No  pueden  ser  tutores  ni  protu- 
tores: 


1.°    Los  que  están  sujetos  á  tutela. 

2.°  Los  que  hubiesen  sido  penados  por  los 
delitos  de  robo,  hurto,  estafa,  falsedad,  co- 
rrupción de  menores  ó  escándalo  público. 

3."  Los  condenados  á  cualquier  pena  cor- 
poral, mientras  no  exting-an  la  condena. 

4."  Los  que  hubiesen  sido  removidos  legal- 
inente  de  otra  tutela  anterior. 

5."  Las  personas  de  mala  conducta  ó  que 
no  tuvieren  manera  de  vivir  conocida. 

6.°  Los  quebrados  y  concursados  no  reha- 
bilitados. 

7."  Las  mujeres,  salvo  los  casos  en  que  la 
ley  las  llama  expresamente. 

8."  Los  que,  al  deferirse  la  tutela,  tengan 
pleito  pendiente  con  el  menor  sobre  ¿I  estado 
civil. 

9.°  Los  que  litig'uen  con  el  menor  sobre  la 
propiedad  de  sus  bienes,  á  menos  que  el  pa- 
dre, ó  en  su  caso  la  madre,  sabiéndolo,  hayan 
dispuesto  otra  cosa. 

10.  Los  que  adeuden  al  menor  sumas  de 
consideración,  á  menos  que,  con  conocimien- 
to de  la  deuda,  hayan  sido  nombrados  por  el 
padre,  ó  en  su  caso,  por  la  madre. 

H.  Los  parientes  mencionados  en  el  párra- 
fo segundo  del  art.  293  y  el  tutor  testamenta- 
rio, que  no  hubiesen  cumplido  la  obligación 
que  dicho  articulo  les  impone. 

12.  Los  religiosos  profesos. 

13.  Los  extranjeros  que  no  residan  en  Es- 
paña. 

Art.  238.     Serán  removidos  de  la  tutela: 

1."^  Los  que,  después  de  deferida  ésta,  in- 
cidan en  alguno  de  los  casos  de  incapacidad 
que  mencionan  los  números  1.",  2.°,  3.",  4," 
5.",  6.",  8.",  12  y  13  del  articulo  precedente. 

2.°  Los  que  se  ingieran  en  la  administra- 
ción de  la  tutela  sin  haber  reunido  el  consejo 
de  familia  y  pedido  el  nombramiento  de  protu- 
tor, ó  sin  haber  prestado  la  fianza  cuando  de- 
ban constituirla,  é  inscrito  la  hipotecaria. 

3."  Los  que  no  formalicen  el  inventario  en 
el  término  y  de  la  manera  establecida  por  la 
ley,  ó  no  lo  hagan  con  fidelidad. 

4.°  Los  que  se  conduzcan  mal  en  el  desem- 
peño de  la  tutela. 

Art.  239.  El  consejo  de  familia  no  podrá 
declarar  la  incapacidad  de  los  tutores  y  pro- 
tutores, ni  acordar  su  remoción,  sin  citarlos 
y  oírlos,  si  se  presentaren. 

Art.  240.  Declarada  la  incapacidad,  ó  acor- 
dada la  remoción  por  el  consejo  de  familia,  se 
entenderá  consentido  el  acuerdo,  y  se  proce- 
derá á  proveer  la  tutela  vacante,  cuando  el 
tutor  no  formule  su  reclamación  ante  los  Tri- 
bunales dentro  de  los  quince  dias  siguientes 
al  en  que  se  le  haya  comunicado  la  resolución. 

Art.  241.  Cuando  el  tutor  promueva  con- 
tienda judicial,  litigará  el  consejo  á  expensas 
del  menor;  pero  podrán  ser  personalmente  con- 
denados en  costas  los  vocales,  si  hubiesen  pro- 
cedido con  notoria  malicia. 

Art.  242.  Cuando  la  resolución  del  consejo 
de  familia  sea  favorable  al  tutor  y  haya  sido 
adoptada  por  unanimidad,  no  se  admitirá  re- 
curso alguno  contra  ella. 

Art.  243.  Si  por  causa  de  incapacidad  no 
entrai-e  el  tutor  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  el 


582 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  I,  tit.  IX.  De  la  tutela.) 


consejo  de  familia  proveerá  á  los  cuidados  de 
la  tutela  mientras  se  resuelve  defiuitivameute 
sobre  el  impedimento. 

Si  el  tutor  hubiese  ya  entrado  en  el  ejerci- 
cio del  carg'o,  y  el  consejo  de  familia  declarare 
la  incapacidad  ó  acordare  la  remoción  del  tu- 
tor, las  determinaciones  que  adopte  para  pro- 
veer á  los  cuidados  de  la  tutela,  en  el  caso  de 
promoverse  litigio,  no  podrán  ejecutarse  sin  la 
previa  aprobación  judicial. 

CAP.  VII.— De  las  excusas  de  la  tutela 

Y  PKOTUTELA, 

Art.  244.  Pueden  excusarse  de  la  tutela  y 
protutela: 

1."     Eos  Ministros  de  la  Corona. 

2.°  Los  presidentes  de  los  Cuerpos  Cole- 
gisladores, del  Consejo  de  Estado,  del  Tribu- 
nal Supremo,  del  Consejo  Supremo  de  Guerra 
y  Marina,  y  del  Tribunal  de  Cuentas  del 
Keino. 

3."     Los  arzobispos  y  obispos. 

4.'^  Los  mag'istrados,  jueces  y  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal. 

5."  Los  que  ejerzan  autoridad  que  depen- 
da inmediatamente  del  Gobierno. 

6."     Los  militares  en  activo  servicio. 

7.°  Los  eclesiásticos  que  tengan  cura  de 
almas. 

8."  Los  que  tuvieren  bajo  su  potestad  cin- 
co hijos  legítimos. 

9."  Los  que  fueren  tan  pobres  que  no  pue- 
dan atender  á  la  tutela  sin  menoscabo  de  su 
subsistencia. 

10.  Los  que  por  el  mal  estado  habitual  de 
su  salud,  ó  por  no  saber  leer  ni  escribir,  no 
pudieren  cumplir  bien  los  deberes  del  cargo. 

11.  Los  mayores  de  sesenta  años. 

12.  Los  qtie  fueren  ya  tutores  ó  protutores 
de  otra  persona. 

Art.  245.  Los  que  no  fueren  parientes  del 
menor  ó  incapacitado  no  estarán  obligados  á 
aceptar  la  tutela,  si  en  el  territorio  del  Tribu- 
nal que  la  defiere  existieren  parientes  dentro 
del  sexto  grado  que  puedan  desempeñar  aquel 
cargo. 

Art.  246.  Los  excusados  pueden,  á  petición 
del  tutor  ó  protutor,  ser  compelidos  á  admitir 
la  tutela  luego  que  hubiese  cesado  la  causa  de 
la  exención. 

Art.  247.  No  será  admisible  la  excusa  que 
no  hubiese  sido  alegada  ante  el  consejo  de  fa- 
milia en  la  reunión  dedicada  á  constituir  la 
tutela. 

Si  el  tutor  no  hubiere  concurrido  á  la  re- 
unión del  consejo  ni  tenido  antes  noticia  de  su 
nombramiento,  deberá  alegar  la  excusa  den- 
tro de  los  diez  dias  sig'uientes  al  en  que  éste 
le  hubiese  sido  notificado. 

Art.  248.  Si  las  causas  de  exención  fueren 
posteriores  á  la  aceptación  de  la  tutela,  el  tér- 
mino para  alegarlas  empezará  á  contarse  des- 
de el  día  en  que  el  tutor  hubiese  tenido  cono- 
cimiento de  ellas. 

Art.  249.  Las  resoluciones  eu  que  el  conse- 
jo de  familia  desestime  las  excusas, podrán  ser 
impugnadas  ante  los  Tribunales  en  el  término 
de  quince  dias. 

El  acuerdo  del  consejo  de  familia  será  soste- 


nido por  éste  á  expensas  del  menor;  pero  si 
fuere  confirmado,  deberá  condenarse  en  cos- 
tas al  que  hubiese  promovido  la  contienda. 

Art.  250.  Durante  el  juicio  de  excusa,  el 
que  la  proponga  estará  obligado  á  ejercer  su 
cargo,  is'o  haciéndolo  así,  el  consejo  de  familia 
nombrará  persona  que  le  sustituya,  quedando 
el  sustituido  responsable  de  la  gestión  del  sus- 
tituto si  fuere  desechada  la  excusa. 

Art.  251.  El  tutor  testamentario  que  se  ex- 
cuse de  la  tutela,  perderá  lo  que  voluntaria- 
mente le  hubiese  dejado  el  que  le  nombró. 

CAP.  VIH.— Del  afianzamiento  de  l.í.  tutela. 

Art.  252.  El  tutor,  antes  de  que  se  le  defie- 
ra el  cargo,  prestará  fianza  para  asegurar  el 
buen  resultado  de  su  gestión. 

Art.  253.  La  fianza  deberá  ser  hipotecaria 
ó  pigMioraticia. 

Sólo  se  admitirá  la  personal  cuando  fuese 
imposible  constituir  alg'uua  de  las  anteriores. 
La  garantía  que  presten  los  fiadores  no  impe- 
dirá la  adopción  de  cualesquiera  determina- 
ciones útiles  para  la  conservación  de  los  bienes 
del  menor  ó  incapacitado. 

Art.  254.     La  fianza  deberá  asegurar: 

1.°     El  importe  de  los  bienes  muebles  que,' 
entren  en  poder  del  tutor.  ' 

2."  Las  rentas  ó  productos  que  durante  un 
año  rindieren  los  bienes  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

3."  Las  utilidades  que  durante  uu  año  pue- 
da percibir  el  menor  de  cualquier  empresa 
mercantil  ó  industrial. 

Art.  255.  Contra  los  acuerdos  del  consejo 
de  familia,  señalando  la  cuantía,  ó  haciendo 
la  calificación  de  la  fianza,  podrá  el  tutor  re- 
currir á  los  Tribunales;  pero  no  entrará  en 
posesión  de  su  cargo  sin  haber  prestado  la  que 
se  le  exija. 

Art.  256.    Mientras  se  constituye  la  fianza, 
el  protutor  ejercerá  los  actos  administrativos 
que  el  consejo  de  familia  crea  indispensables 
para  la  conservación  de  los  bienes  y  percep-  i 
ción  de  sus  productos. 

Art.  257.     La  fianza  hipotecaria  será  inserí- ; 
ta  en  el  Reg'istro  de  la  propiedad.  La  pig-nora- 
ticia  se   constituirá  depositando  los  efectos  ó; 
valores  en  los  establecimientos  públicos  desti- ' 
nados  á  este  fin. 

Art.  258.  Deberán  pedir  la  inscripción  ó  el 
depósito: 

1."     El  tutor. 

2.°     El  protutor. 

3."  Cualquiera  de  los  vocales  del  consejo 
de  familia. 

Los  que  omitieren  esta  diligencia  serán  res- 
ponsables de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  259.  La  fianza  podrá  aumentarse  ó. 
disminuirse  durante  el  ejercicio  de  la  tutela, 
según  las  vicisitudes  que  experimenten  el  cau- 
dal del  menor  ó  incapacitado  y  los  valores  en 
que  aquélla  esté  constituida. 

No  se  podrá  cancelar  totalmente  la  fianza 
hasta  que,  aprobadas  las  cuentas  de  la  tutela, 
el  tutor  haya  extinguido  todas  las  responsabi- 
lidades de  su  gestión. 

Art.  260.  Están  exentos  de  la  obligación 
de  afianzar  la  tutela: 
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1."  El  padre,  la  madre  y  los  abuelos,  eu  los 
casos  en  que  son  llamados  á  la  tutela  de  sus 
descendientes. 

2.''  El  tutor  testamentario  relevado  por  el 
padre  ó  por  la  madre,  en  su  caso,  de  esta  obli- 
g'ación.  Ésta  excepción  cesará  cuando  con  pos- 
terioridad á  su  nombramiento  sobrevengan 
cansas  ig'nor.ad.as  por  el  testador,  que  hag'an 
indispensable  la  fianza  ajuicio  del  consejo  de 
familia. 

•  3."  El  tutor  nombrado  con  relevación  de 
fianza  por  extraños  que  hubiesen  instituido 
heredero  al  menor  ó  incapaz  ó  dejAdolc  man- 
da de  importancia.  En  este  caso  la  exención 
quedará  limitada  á  los  bienes  ó  rentas  en  que 
consista  la  herencia  ó  el  legrado. 

CAP.  IX.— Del  EJF.ncicio  de  la  tutela. 

Art.  261.  El  consejo  de  familiff^pondrá  en 
posesión  k  los  tutores  y  á  los  protutores. 

Art.  262.  El  tutor  representa  al  menor  ó 
incapacitado  en  todos  los  actos  civiles,  salvo 
aquellos  que  por  disposición  expresa  de  la  ley 
pueden  ejecutar  por  si  solos. 

Art.  263.  Los  menores  ó  incapacitados  su- 
jetos á  tutela  deben  respeto  y  obediencia  al 
tutor.  Este  podrá  correg'irlos  moderadamente. 

Art.  264.     El  tutor  está  obligado: 

1."  A  alimentar  y  educar  al  nuinor  ó  inca- 
pacitado con  arreglo  á  su  condición  y  con  es- 
trictia  sujeción  á  las  disposiciones  de  sus  pa- 
dres, ó  A  las  que,  en  defecto  de  éstos,  hubiera 
adoptado  el  cons(\jo  de  Camilia. 

2.°  A  procurar,  por  cuantos  medios  pro- 
porcione la  fortuna  del  loco,  demente  ó  sordo- 
mudo, que  éstos  adquieran  ó  recobren  su  ca- 
pacidad. 

3.0  A  hacer  inventario  de  los  bienes  á  que 
se  extienda  la  tutela  dentro  del  término  que 
al  efecto  le  señale  el  consejo  de  familia. 

4."  A  administrar  el  caudal  de  los  menores 
ó  incapacitados  con  la  diligencia  de  un  buen 
padre  de  familia. 

5."  A  solicitar  oportunamente  la  autoriza- 
ción del  consejo  de  familia  para  todo  lo  que  no 
pueda  realizarse  sin  ella. 

6."  A  procurar  la  intervención  del  protu- 
tor en  todos  los  casos  en  que  la  ley  la  declara 
necesaria. 

Art.  265.  .El  inventario  so  hará  con  intei'- 
vención  del  protutor  y  con  asistencia  de  dos 
testigos  elegidos  por  el  consejo  de  familia. 
Este  decidirá,  según  la  importancia  del  cau- 
dal, si  deberá  además  autorizar  el  acto  algún 
notario. 

Art.  266.  Las  alhajas,  muebles  preciosos, 
efectos  públicos  y  valores  mercantiles  ó  indus- 
triales, que  ajuicio  del  consejo  de  familia  no 
hayan  de  estar  en  poder  del  tutor,  serán  de- 
positados en  un  establecimiento  destinado  á 
este  fin. 

Los  demás  muebles  y  los  semovientes,  si  no 
estuvieren  tasados,  se  apreciarán  por  peritos 
que  designe  el  consejo  de  familia. 

Art.  267.  El  tutor  que,  requerido  al  efecto 
l>or  notario,  por  el  protutor  ó  por  los  testigos, 
lio  inscribiese  en  el  inventario  los  créditos  que 
tenga  contra  el  menor,  se  entenderá  que  los 
renuncia. 


Art.  268.  Cuando  acerca  de  la  pensión  ali- 
menticia del  menor  ó  incapacitado  nada  hu- 
biese resuelto  el  testamento  de  la  persona  por 
quien  se  hizo  el  nombramiento  de  tutor,  el 
consejo  de  familia,  en  vista  del  inventario,  de- 
cidirá la  parte  de  rentas  ó  productos  que  deba 
invertirse  en  aquella  atención. 

Esta  resolución  puede  modificarse  á  medida 
que  aumente  ó  disminuya  el  patrimonio  de  los 
menores  ó  incapaces,  ó  cambie  la  situación  de 
éstos. 

Art.  269.  El  tutor  necesita  autorización  del 
consejo  de  familia: 

1."  I^ara  imponer  al  menor  los  castigos  de 
que  tratan  el  núm.  2.°  del  art.  155  y  el  art.  156. 

2."  Para  dar  al  menor  una  carrera  ú  oficio 
determinado  cuando  esto  no  hubiese  sido  re- 
suelto por  los  padres,  y  para  modificar  las  dis- 
posicioníís  que  éstos  hubiesen  adoptado. 

3."  I'ara  recluir  al  incapaz  en  un  estable- 
cimiento (le  sahid,  á  menos  que  la  tutela  esté 
desempeñada  por  el  packe,  la  madre  ó  algita 
hijo. 

4."  Para  continuar  el  comercio  ó  la  indus- 
tria á  que  el  incapacitado  ó  sus  ascendientes 
ó  los  del  menor  hubiesen  estado  dedicados. 

5."  Para  enajenar  ó  gravar  bienes  que 
constituyan  el  capital  de  los  menores  ó  inca- 
paces, óhacer  contratos  ó  actos  sujetos  á  ins- 
cripción '. 

G.°  Para  colocar  el  dinero  sobrante  en  cada 
año  después  de  cubiertas  las  obligaciones  de 
la  tutela. 

7."  Para  proceder  á  la  divisióu.de  la  heren- 
cia ó  de  otra  cosa  que  el  menor  ó  incapacita- 
do jioseyere  en  común. 

8.°  Para  retirar  de  su  colocación  cualquier 
capital  que  produzca  intereses. 

9."     Para  dar  y  tomar  dinero  á  préstamo. 

10.  Para  aceptar  sin  beneficio  de  inventa- 
rio cualquier  herencia,  ó  para  repudiar  ésta  ó 
las  donaciones. 

11.  Para  hacer  gastos  extraordinarios  en 
las  fincas  cuya  administración  comprenda  la 
tutela. 

12.  Para  transigir  y  comprometer  en  arbi- 
tros las  cuestiones  en  que  el  menor  ó  incapa- 
citado estuviere  interesado. 

13.  Para  entablar  demandas  en  nombre  de 
los  sujetos  á  tutela  y  para  sostener  los  recur- 
sos de  apelación  y  casación  contra  las  senten- 
cias en  que  hubiesen  sido  condenados. 

Se  exceptúan  las  demandas  y  recursos  en 
los  juicios  verbales. 

Art.  270.  El  consejo  de  familia  no  podrá 
autorizar  al  tutor  para  enajenar  ó  gravar  los 
bienes  del  menor  ó  incapacitado  sino  por  cau- 
sas de  necesidad  ó  utilidad,  que  el  tutor  hará 
constar  debidamente. 

La  autorización  recaerá  sobro  cosas  deter- 
minadas. 

Art.  271.     El  consejo   de  familia,  antes  de 
conceder  autorización  para  gravar  bienes  in 
muebles  ó  constituir  derechos  reales  á  favor 


>  Este  precepto  es  aplicable,  tanto  d  loa  tutores  que  al 
promulgarse  el  Código  se  hallaban  en  posesión  de  sus  car- 
qn«,  romo  d  los  nombrados  con  posterioridad.  (Hesol.  de 
la  Dir.  de  los  Registros  de  ÜO  Septiembre  ISflü,  inser- 
ta eu  el  t.  I,  j>.166.) 
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de  terceros,  podrá  oir  previamente  el  dicta- 
men de  peritos  sobre  las  condiciones  del  gra- 
vamen y  la  posibilidad  de  mejorarlas. 

Art.-272.  Cuando  se  trate  de  bienes  inmue- 
bles, de  derechos  inscribibles,  ó  de  alhajas  ó 
muebles  cuyo  valor  exceda  de  4.000  pesetas, 
la  enajenación  se  hará  en  pública  subasta  cou 
intervención  del  tutor  ó  protutor. 

Los  valores  bursátiles,  asi  los  públicos  como 
los  mercantiles  ó  industriales,  serán  vendidos 
por  agente  de  Bolsa  ó  corredor  de  comercio. 

Art.  273.  El  tutor  responde  de  los  intereses 
legales  del  capital  del  menor  cuando,  por  su 
omisión  ó  negligencia,  quedare  improductivo 
ó  sin  en)pleo. 

Art.  274.  La  autorización  para  transigir  ó 
comprometer  en  arbitros  deberá  ser  pedida 
por  escrito,  eu  que  el  tutor  exprese  todas  las 
condiciones  y  ventajas  de  la  transacción. 

El  consejo  de  familia  podrá  oir  el  dictamen 
de  uno  ó  más  letrados,  según  la  importancia 
del  asunto,  y  concederá  ó  negará  la  autoriza- 
ción. Si  la  otorgare,  lo  hará  constar  eu  el  acta. 

Art.  275.     Se  prohibe  á  los  tutores: 

1.°  Donar  ó  renunciar  cosas  ó  derechos 
pertenecientes  al  menor  ó  incapacitado. 

Las  donaciones  que  por  causa  de  matrimo- 
nio hicieren  los  menores  con  aprobación  de  las 
personas  que  hayan  de  prestar  su  consenti- 
miento para  el  matrimonio,  serán  válidas  siem- 
pre que  no  excedan  del  limite  señalado  por  la 
ley. 

2.0  Cobrar  de  los  deudores  del  menor  ó  in- 
capacitado, sin  intervención  del  protutor,  can- 
tidades superiores  á  5.000  pesetas,  á  no  ser 
que  procedan  de  intereses,  rentas  ó  frutos. 

La  paga  hecha  sin  este  reqtiisito  sólo  apro- 
vechará á  los  deudores  cuando  justifiquen  que 
la  cantidad  percibida  se  ha  invertido  eu  utili- 
dad del  menor  ó  incapacitado. 

3.°  Hacerse  pago,  sin  intervención  del  pro- 
tutor, de  los  créditos  que  le  correspondan. 

4."  Comprar  por  si  ó  por  medio  de  otra 
persona  los  bienes  del  menor  ó  incapacitado,  á 
menos  que  expresamente  hubiese  sido  autori- 
zado para  ello  por  el  consejo  de  familia. 

Art.  276.  El  tutor  tiene  derecho  á  una  re- 
tribución sobre  los  bienes  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

Cuando  ésta  no  hubiere  sido  fijada  por  los 
qtie  nombraron  el  tutor  testamentario,  ó  cuan- 
do se  trate  de  tutores  legítimos  ó  dativos,  el 
consejo  de  familia  la  fijará  teniendo  en  cuenta 
la  importancia  del  caudal  y  el  trabajo  que  ha 
de  proporcionar  su  administración. 

En  ningún  caso  bajará  la  retribución  del  4, 
ni  excederá  del  10  por  100  de  las  reutas  ó  pro- 
ductos líquidos  de  los  bienes. 

Contra  el  acuerdo  eu  que  se  fije  la  retribu- 
ción del  tutor  podi-á  éste  recurrir  á  los  Tribu- 
nales. 

Art.  277.  Si  el  consejo  de  familia  sostuvie- 
re su  acuerdo,  litigará  á  expensas  del  menor 
ó  incapacitado. 

Art.  278.     Concluye  la  tutela: 

1.°  Por  llegar  el  menor  á  la  edad  de  vein- 
titrés años,  por  la  habilitación  de  edad  y  por 
la  adopción. 

2,"    Por  haber  cesado  la  causa  que  la  moti- 
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vó  cuando  se  trata  de  incapaces,  sujetos  á  in- 
terdicción ó  pródigos. 

CAP.  X.— De  las  cuentas  de  la  tutela. 

Art.  279.  El  pariente  colateral  del  menor  ó 
incapacitado,  y  el  extraño  que  no  hubiesen 
obtenido  el  cargo  de  tutor  con  la  asignación 
de  frutos  por  alimentos,  rendirán  al  consejo 
de  familia  cuentas  anuales  de  su  gestión. 

Estas  cuentas,  examinadas  por  el  protutor 
y  censuradas  por  el  consejo,  serán  deposita- 
das en  la  Secretaría  del  Tribunal  donde  se  hu- 
biese registrado  la  tutela. 

Si  el  tutor  no  se  conformase  con  la  resolu- 
ción del  consejo,  podrá  recurrir  á  los  Tribuna- 
les, ante  los  cuales  los  intereses  del  menor  ó 
incapacitado  serán  defendidos  por  el  protutor. 
Art.  280.^E1  tutor  que  sea  reemplazado  por 
otro  estará  obligado,  y  lo  mismo  sus  herede- 
ros, á  rendir  cuenta  general  de  la  tutela  al 
que  le  reemplace;  cuya  cuenta  será  examina- 
da y  censurada  en  la  forma  que  previene  el 
artículo  precedente.  El  nuevo  tutor  será  res- 
ponsable al  menor  de  los  daños  y  perjuicios, 
si  no  pidiere  y  tomare  las  cuentas  de  su  ante- 
cesor. 

Art.  281.  Acabada  la  tutela,  el  tutor  ó  sus 
herederos  están  obligados  á  dar  cuenta  -de  su 
administración  al  que  haya  estado  sometido  á 
aquélla  ó  á  sus  representantes  ó  derecho  ha- 
bientes. 

Art.  282.  Las  cuentas  generales  de  la  tute- 
la serán  censuradas  é  informadas  por  el  con- 
sejo de  familia  dentro  de  un  plazo  que  no  ex- 
cederá de  seis  meses. 

Art.  283.  Las  cuentas  deben  ir  acompaña- 
das de  sus  documentos  justificativos.  Sólo  po- 
drá excusarse  la  justificación  de  los  gasto.s 
menudos  de  que  un  diligente  padre  de  familia 
no  acostumbra  á  recoger  recibos. 

Art.  284.  Los  gastos  de  la  rendición  de 
cuentas  correrán  á  cargo  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

Art.  285.  Hasta  pasados  quince  días  des- 
pués de  la  rendición  de  cuentas  justificadas  no 
podrán  los  causa  habientes  del  menor,  ó  éste, 
si  ya  fuere  mayor,  celebrar  con  el  tutor  con- 
venio alg'uno  que  se  relacione  con  la  gestión 
de  la  tutela. 

El  consejo  de  familia,  sin  perjuicio  de  los 
arreglos  que  pasado  ese  plazo  puedan  hacer 
los  interesados,  deberá  denunciar  á  los  Tribu- 
nales cualesquiera  delitos  que  se  hubiesen  co- 
metido por  el  tutor  en  el  ejercicio  de  la  tutela. 
Art.  286.  El  saldo  que  de  las  cuentas  gene- 
rales resultare  á  favor  ó  en  contra  del  tutor 
producirá  interés  legal. 

En  el  primer  caso,  desde  que  el  menor  sea 
requerido  para  el  pago,  previa  entrega  de  sus 
bienes. 

En  el  seg'undo,  desde  la  rendición  de  cuen- 
tas si  hubiesen  sido  dadas  dentro  del  término 
legal,  y  si  no,  desde  que  éste  espire. 

Art.  287.  Las  acciones  que  reciprocamen- 
te asistan  al  tutor  y  al  menor  por  razón  del 
ejercicio  de  la  tutela,  se  extinguen  á  los  cinco 
años  de  concluida  ésta. 
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CAP.  XI.— Del  kf.gistko  uk  las  tutelas. 

Alt.  288.  Eu  los  Juzgados  de  primera  iu.s- 
tancia  habrá  uuo  ó  varios  libros  donde  se  tome 
razón  de  las  tutelas  constituidas  durante  el 
año  en  el  respectivo  territorio. 

Art.  289.  Estos  libros  estarán  bajo  el  cui- 
dado-de un  secretario  judicial,  el  cual  hará  los 
asientos  g-ratuitaniente. 

Art.  290.  El  registro  de  cada  tutela  deberá 
contener: 

1.°  El  nombre,  apellido,  edad  y  domicilio 
del  menor  ó  incapaz,  y  la  extensión  y  límite  de 
la  tutela,  cuando  haya  sido  judicialmente  de- 
clarada la  incapacidad. 

2."  El  nombre,  apellido,  profesión  y  domi- 
cilio del  tutor  y  la  expresión  de  si  es  testamen- 
tario, leg'itimo  ó  dativo. 

3."  El  día  en  que  haya  sido  deferida  la  tu- 
tela y  prestada  la  fianza  exigida  al  tutor,  ex- 
presando, en  su  caso,  la  clase  de  bienes  en  que 
la  haya  constituido. 

4."  La  pensión  alimenticia  que  se  haya 
asignado  al  menor  ó  incapaz,  ó  la  declaración 
de  que  se  han  compensado  frutos  por  ali- 
mentos. 

Art.  291.  Al  pie  de  cada  inscripción  se  hará 
constar,  al  comenzar  el  añojudicial,  si  el  tutor 
ha  rendido  cuentas  de  su  gestión  en  el  caso  de 
que  esté  obligado  á  darlas. 

Art.  292.  Los  jueces  examinarán  anual- 
mente estos  registros  y  adoptarán  las  determi- 
naciones necesarias  en  cada  caso  para  defen- 
der los  intereses  de  las  personas  sujetas  á 
tutela. 

TITULO  X 

Del  consejo  de  familia. 

SEC.  1."— De  la  formación  del  consejo  de  familia  *. 

Art.  293.  Si  el  Ministerio  piiblico  ó  el  juez 
municipal  tu\  iei'en  conocimiento  de  que  exis- 
te en  el  territorio  de  su  jurisdicción  alguna  de 
las  personas  áque  se  refiere  el  art.  200,  pedirá 
el  primero  y  ordenará  el  segundo,  de  oficio  ó 
á  excitación  fiscal,  según  los  casos,  la  consti- 
tución del  consejo  de  familia. 

Están  obligados  á  poner  eu  conocimiento  del 
juez  municipal  el  hecho  que  da  lugíir  á  la  tu- 
tela en  el  momento  que  lo  supieren:  el  tutor 
testamentario,  los  parientes  llamados  á  la  tu- 
tela legitima  y  los  que  por  ley  son  vocales  del 
consejo,  quedando  responsables,  si  no  lo  hi- 
cieren, de  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. 

El  juez  municipal  citará  á  las  personas  que 
deban  forjnar  el  consejo  de  familia,  haciéndo- 
les saber  el  objeto  de  la  revinión  y  el  dia,  hora 
y  sitio  en  que  ha  de  tener  lugar. 

Art.  294.  El  consejo  de  familia  se  compon- 
drá de  las  personas  que  el  padre,  ó  la  madre 
eu  su  caso,  hubiesen  designado  en  su  testa- 
mento, y,  en  su  defecto,  de  los  ascendientes  y 
descendientes  varones,  y  de  los  hermanos  y 
maridos  de  las  hermanas  vivas  del  menor  ó 
incapacitado, cualquieraqueseasu niimuro.  Si 


*  Sobre  cJa.^e  de  papel  que  Tía  de  emplearse  en  las  actas 
V  diligencias  del  consejo  de  familia,  véase  en  Sello...  ía 
B.  O.  de  11-1'¿  de  Abril  de  1S:)U. 


no  llegaren  á  cinco,  se  completará  e.ste  número 
con  los  parientes  varones  más  próximos  de 
ambas  líneas  paterna  y  materna;  y,  si  no  los 
hubiere,  ó  no  estuvieren  obligados  á  formar 
parte  del  consejo,  el  juez  munici|)al  nombrará 
en  su  lugar  personas  honradas,  prefiriendo  á 
los  amigos  de  los  padres  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

Si  no  hubiere  ascendientes,  descendientes, 
hermanos  y  maridos  de  las  hermanas  vivas,  el 
juez  municipal  constituirá  el  consejo  con  los 
cinco  parientes  varones  más  próximos  del  me- 
nor ó  incapacitado,  y  cuando  no  hubiere  pa- 
rientes en  todo  ó  en  parte,  los  suplirá  con  per- 
sonas honradas,  prefiriendo  siempre  á  los  ami- 
gos de  los  padres. 

Alt.  295.  En  igualdad  de  grado  será  pre- 
ferido para  el  consejo  de  familia  el  pariente 
de  más  edad. 

Art.  298.  Los  Tribunales  podrán  subsanar 
la  nulidad  que  resulte  de  la  inobservancia  de 
los  artículos  anteriores,  si  no  se  debiere  al  dolo 
ni  causare  perjuicio  á  la  persona  ó  bienes  del 
sujeto  á  tutela,  pero  reparando  el  error  comer 
tido  en  la  formación  del  consejo  '. 

Art.  297.  No  podrán  ser  obligados  A  for- 
mar parte  del  consejo  de  familia  los  parientes 
del  menor  ó  incapacitado  llamados  por  la  ley 
que  no  residieren  dentro  del  radio  de  80  kiló- 
metros del  Juzgado  en  que  radicase  la  tutela; 
pero  serán  vocales  del  consejo  si  voluntaria- 
mente se  prestan  á  aceptar  el  cargo,  para  lo 
cual  debe  citarles  el  juez  municipal. 

Art.  298.  Las  causas  que  excusan,  inhabi- 
litan y  dan  lugar  á  la  remoción  de  los  tutores 
y  protutores,  son  aplicables  á  los  vocales  del 
consejo  de  familia.  No  podrán  tampoco  ser  vo- 
cales las  personas  á  quienes  el  padre,  ó  la  ma- 
dre en  su  caso,  hubiesen  excluido  eu  su  testa- 
mento de  este  cargo. 

Art.  299.  El  tutor  y  el  protutor  no  podráu 
ser  á  la  vez  vocales  del  consejo  de  familia. 

Art.  300.  La  Junta  para  la  formación  del 
consejo  de  familia  será  presidida  por  el  juez 
municipal.  Los  citados  están  ebligados  á  com- 
parecer personalmente,  ó  por  medio  de  apode- 
rado especial,  que  nunca  podrá  representar 
más  que  á  una  sola  persona.  Si  no  compare- 
cieren, el  juez  podrá  imponerles  una  multa 
que  no  exceda  de  50  pesetas. 

Art.  301.  Formado  el  consejo  de  familia 
por  el  juez  municipal,  procederá  aquél  á  dic- 
tar todas  las  medidas  necesarias  para  atender 
á  la  persona  y  bienes  del  luenor  ó  incapacita- 
do v  constituir  la  tutela. 

Art.  302.  El  consejo  de  familia  para  los 
hijos  naturales  se  constituirá  bajo  las  mismas 
reglas  que  el  de  los  hijos  legítimos,  pero  nom- 
brando vocales  á  los  parientes  del  padre  ó  ma- 
dre que  hubiese  reconocido  á  aquéllos. 

El  de  los  demás  hijos  ilegítimos  se  formará 
con  el  fiscal  municipal,  que  será  presidente,  y 
cuatro  vecinos  honrados. 

Art.  303.     La  Administración  de  cada  esta- 


'  Las  irregularidades  de  que  adolezca  la  constitución 
del  consejo  de  familia,  no  pueden  aducirse  ante  el  T.  S. 
fundando  en  ellas  recurso  de  casación;  pues  deben  ser 
impugnadas  mediante  la  oportuna  devianda  de  nulidad, 
{Auto  de  la  Sala  3."  del  T.  S.  de  18  Jvanio  1690.) 
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bleeimiento  de  Beneficeueia  tendrá  sobre  los 
huérfanos  menores  acogidos  todas  las  faculta- 
des que  corresponden  á  los  tutores  y  al  conse- 
jo de  familia. 

SEO.  2." — De  la  manera  de  proceder  el  consejo  de 
familia. 

Art.  304.  Será  presidente  del  consejo  el 
vocal  que  elis-;ereu  los  demás. 

Corresponde  al  presidente: 

1.0  Reunir  el  consejo  cuando  le  pareciere 
conveniente  ó  lo  pidieren  los  vocales  ó  el  tutor 
ó  el  protutor,  y  presidir  sus  deliberaciones. 

2."  Redactar  y  fundar  sus  acuerdos,  ha- 
ciendo constar  la  opinión  de  cada  uno  de  los 
vocales,  y  que  éstos  autoricen  el  acta  con  su 
firma. 

3."     Ejecutar  los  acuerdos. 

Art.  305.  El  consejo  de  familia  uo  podrá 
adoptar  resolución  sobre  los  puntos  que  le 
fueren  somc-tidos  sin  que  estén  presentes  por 
lo  menos  tres  vocales. 

Los  acuerdos  se  tomarán  siempre  por  mayo- 
ría de  votos. 

El  voto  del  presidente  decidirá  en  caso  de 
empate. 

Art.  306.  Los  vocales  del  consejo  de  fami- 
lia están  obligados  á  asistir  á  las  reuniones  del 
mismo  á  que  fueren  convocados.  Si  no  asistie- 
ren ni  alegaren  excusa  legitima,  el  presidente 
del  consejo  lo  pondrá  en  conocimiento  del  juez 
municipal,  quien  podrá  imponerles  una  multa 
que  no  exceda  de  50  pesetas. 

Art.  307.  Ningún  vocal  del  consejo  de  fa- 
milia asistirá  ásu  reunión,  ni  emitirá  su  voto, 
cuando  se  trate  de  negocio  en  que  tengan  in- 
terés él,  sus  descendientes,  ascendientes  ó 
consorte;  pero  podrá  ser  oido,  si  el  consejo  lo 
estima  conveniente. 

Art.  308.  Ei  tutor  y  el  protutor  tienen  obli- 
gación de  asistir  á  las  reuniones  del  consejo 
de  familia;  pero  sin  voto  cuando  fueren  cita- 
dos. También  podrán  asistir  siempre  que  el 
consejo  se  reúna  á  su  instancia. 

Tiene  derecho  á  asistir  y  ser  oído  el  sujeto  á 
tutela,  siempre  que  sea  mayor  de  catorce  años. 

Art.  309.  El  consejo  de  familia  conocerá 
de  los  negocios  que  sean  de  su  competencia, 
conforme  A  las  disposiciones  de  este  Código. 

Art.  310.  De  laSS  decisiones  del  consejo  de 
familia  pueden  alzarse  ante  el  juez  de  primera 
instancia  los  vocales  que  hayan  disentido  de  la 
mayoría  al  votarse  el  acuerdo,  asi  como  tam- 
bién el  tutor,  el  protutor  ó  cualquier  pariente 
del  menor  ú  otro  interesado  en  la  decisión, 
salvo  el  caso  del  art.  242  '. 

Art.  311.  Al  terminar  la  tutela  y  disolverse 
por  consecuencia  el  consejo  de  familia,  entre- 
gará éste  al  que  hubiese  estado  sujeto  á  tute- 
la, ó  á  quieu  represente  sus  derechos,  las  ac- 
tas desús  sesiones. 

Art.  312.  Los  vocales  del  conrejo  de  familia 
son  responsables  de  los  daños  que  por  su  ma- 
licia ó  negligencia  culpable  sufriere  el  sujeto 
A  tutela. 


'  Este  art.  310  concede  al  juez  la  facultad  de  modifi- 
car los  acuerdos  del  consejo  de  familia,  de  lo  cual  se  infle- 
re  que  mientras  éstos  no  recaij/an,  el  Jue:  no  puede  deter- 
minar. (Besol.  20  Septiembre  1890,  t.  I,  p.  166.) 


1." 
o  o 


Se  eximirán  de  esta  responsabilidad  los  vo- 
cales que  hubiesen  disentido  del  acuerdo  que 
causó  el  perjuicio. 

Art.  313.  El  consejo  de  familia  se  disuelve 
en  los  mismos  casos  en  que  se  extingue  la  tu- 
tela. 

TITULO  XI 
De  la  emancipación  y  de  la  mayor  edad. 

CAPITULO  PEIMERO.-De  la  emancipación. 

Art.  314.     La  emancipación  tiene  lugar: 

Por  el  matrimonio  del  menor.  ''■ 

Por  la  mayor  edad. 

3."  Por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre 
que  ejerza  la  patria  potestad. 

Art.  315.  El  matrimonio  produce  de  dere- 
cho la  emancipación,  con  las  limitaciones  con- 
tenidas en  el  art.  59,  y  en  la  regla  3."  del  50  •. 

Art.  316.  La  emancipación  de  que  trata  el 
párrafo  tercero  del  art.  314  se  otorgará  por 
escritura  pública  ó  por  comparecencia  ante  el 
juez  municipal,  que  habrá  de  anotarse  en  el 
Registro  civil,  uo  produciendo  entre  tanto 
efecto  contra  terceros. 

Art.  317.  La  emancipación  habilita  al  me- 
nor para  regir  su  persona  y  bienes  como  si 
fuera  mayor;  pero  hasta  que  llegue  á  la  mayor 
edad,  no  podrá  el  emancipado  tomar  dinero  á 
préstamo,  gravar  ni  vender  bienes  inmuebles 
sin  consentimiento  de  su  padre,  en  defecto  de 
éste  sin  el  de  su  madre,  y  por  falta  de  ambos, 
sin  el  de  un  tutor.  Tampoco  podrá  coinparecei- 
en  juicio  sin  la  asistencia  de  dichas  personas. 

Art.  318.  Para  que  tenga  lugar  la  emanci- 
pación por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre, 
se  requiere  que  el  menor  tenga  dieciocho  años 
cumplidos  y  que  la  consienta. 

Art.  319.  Concedida  la  emancipación,  no 
podrá  ser  revocada. 

CAP.  II.— De  la  MAYon  edad. 

Art.  320.  La  mayor  edad  empieza  á  los 
veintitrés  años  cumplidos  -. 

El  mayor  de  edad  es  capaz  para  todos  los 
actos  de  la  vida  civil,  salvas  las  excepciones 
establecidas  en  casos  especiales  por  este  Có- 
digo. 

Art.  321.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  las  hijas  de  familia  mayores 
de  edad,  pero  menores  de  veinticinco  años,  no 
podrán  dejar  la  casa  paterna  sin  licencia  del 
padi-e  ó  de  la  madre  en  cuya  compañía  vivan, 
como  uo  sea  para  tomar  estado,  ó  cuando  el 


'  En  el  párr.  3.°  del  art.  50,  dicen  la  edición  de  la 
Gaceta  y  la  j^rimera  publicada  por  el  ministerio  de  Gror 
cia  y  Justicia.  La  oficial  de  lujo  del  mismo  Ministerio, pw 
blicada  despiués  que  la  anterior,  dice  en  la  regla  S.*^  M 
sentido  es  el  mismo,  pero  en  efecto  el  art.  SO  tiene  tres  re- 
glas. 

^  Este  limite  tío  es  aplicable  á  IViiTarrn.  donde  subsia- 
te  el  de  los  veinticinco  años,  establecido  por  la  costumbre 
que  se  insijiró  en  el  antiguo  Dereclio  castellano.  (Sent.  1." 
Abril  1691.) 

— No  afecta  tampoco  al  imperio  de  las  disposiciones  es- 
peciales que  no  son  de  derecho  privado,  y  fijan  otro  dis- 
tinto. (K.  O.  19  Septiembre  1890,  inserta  en  Proccka- 

DORES.) 

—El  Cúd.  civil  no  ha  modificado  la  ley  electoral  que  se- 
ñala la  edad  de  veinticinco  años  para  ser  elector.  ^Real 
orden  5  Agosto  1889,  inserta  en  Avumtamiextos.,¡ 
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padre  ó  la  madre  hayan  coutraido  ulteriores 
bodas. 

Art.  322.  El  menor  de  edad,  huérfano  de 
padre  y  madre,  puede  obtener  el  beneficio  de 
la  mayor  edad  por  concesión  del  consejo  de 
familia,  aprobada  por  el  presidente  de  la  Au- 
diencia territorial  del  distrito,  oido  el  fi.scal. 

Art.  323.  Para  la  concesión  y  aprobación 
i-xpresadas  en  el  articulo  anterior  se  necesita: 

1.°  Que  el  menor  teng'a  dieciocho  años 
cumplidos. 

2."     Que  consienta  en  la  habilitación. 

3."     Que  se  considere  conveniente  al  menor. 

La  habilitación  deberá  hacerse  constar  en 
el  Registro  de  tutelas  y  anotarse  en  el  civil. 

Art.  324.  Es  aplicable  al  menor  que  hubie- 
se obtenido  la  habilitación  de  mayor  edad  lo 
dispuesto  en  el  art.  317. 

TITULO  XII 
Del  Registro  del  estado  civil. 

Art.  325.  Los  actos  concernientes  al  esta- 
do civil  de  las  personas  se  harán  constar  en  el 
Registro  destinado  á  este  efecto. 

Art.  326.  El  Registro  del  estado  civil  com- 
prenderá las  inscripciones  ó  anotaciones  do 
nacimientos,  matrimonios,  emancipaciones,  re- 
conocimientos y  legitimaciones,  defunciones, 
naturalizaciones  y  vecindad,  y  estará  á  cargo 
de  los  jueces  municipales  ú  otros  funcionarios 
del  orden  civil  en  España  j'  de  los  agentes  con- 
sulares ó  diplomáticos  en  el  extranjero. 

Art.  327.  Las  actas  del  Registro  serán  la 
prueba  del  estado  civil,  la  cual  sólo  podrá  ser 
suplida  por  otras  en  el  caso  de  que  no  hayan 
existido  aquéllas  ó  hubiesen  desaparecido  los 
libros  del  Registro,  ó  cuando  ante  los  Tribuna- 
les se  suscite  contienda. 

Art.  328.  No  será  necesaria  la  presenta- 
ción del  recién  nacido  al  funcionario  encarg-a- 
do  del  Reg'istro  para  la  inscripción  del  naci- 
miento, bastando  la  declaración  de  la  persona 
obligada  á  hacerla.  Esta  declaración  compren- 
derá todas  las  circunstancias  exig-idas  por  la 
ley;  y  será  firmada  por  su  autor,  ó  por  dos  tes- 
tigos á  su  ruego,  si  no  pudiere  firmar. 

Art.  329.  En  los  matrimonios  canónicos 
será  obligación  de  los  contrayentes  facilitar  al 
funcionario  representante  del  Estado  que  asis- 
ta á  su  celebración  todos  los  datos  necesarios 
parasu  inscripción  en  el  Reg-i.stro civil.  Excep- 
túause  los  relativos  á  las  amonestaciones,  los 
impedimentos  y  su  dispensa,  los  cuales  no  se 
harán  constar  en  la  inscripción. 

Art.  330.  No  tendrán  efecto  alg'uno  legal 
las  naturalizaciones  mientras  no  aparezcan 
inscritas  en  el  Registro,  cualquiera  que  sea  la 
prueba  con  que  se  acrediten  y  la  fecha  en  que 
hubiesen  sido  concedidas. 

Art.  331.  Los  jueces  municipales  y  los  de 
primera  instancia,  en  su  caso,  podrán  corre- 
gir las  infracciones  délo  dispuesto  sobre  el  Re- 
gistro civil,  que  no  constituyan  dehto  ó  falta, 
con  multa  de  20  á  100  pesetas. 

Art.  332.  Continuará  rigiendo  la  ley  de  17 
de  Junio  de  1870,  en  cuanto  no  esté  modifica- 
da por  los  artículos  precedentes. 


LIBRO  SEGUNDO 

UE  IiO!>>  ItlKXE'S,  UB  L,A  I'ItOI'IEUAD 
Y  ÜE  SUS  3I0DIFICAC10XES 

TITULO  PRIMERO 
De  la  clasificación  de  los  bienes. 

Disposición  jtreliinittai'. 

Art.  333.  Todas  las  cosas  que  son  ó  pueden 
ser  objeto  de  apropiación  se  consideran  como 
bienes  muebles  ó  inmuebles. 

CAPÍTULO  PEISIEKO.— De  los  bienes  inmuebles. 

Art.  334.     Son  bienes  inmuebles: 

1."  Las  tierras,  edificios,  caminos  y  cons- 
trucciones de  todo  género  adheridas  al  suelo. 

2."  Los  árboles  y  plantas  y  los  frutos  pen- 
dientes, mientras  estuvieren  unidos  á  la  tierra 
ó  formaren  parte  integrante  de  un  inmueble. 

3."  Todo  lo  que  esté  unido  á  un  inmueble 
de  una  manera  fija,  de  suerte  que  no  pueda 
separarse  de  él  sin  quebrantanúento  de  la  ma- 
teria ó  deterioro  del  objeto. 

4.°  Las  estatuas,  relieves,  pinturas  ú  otros 
otros  objetos  denso  ú  ornamentación,  coloca- 
dos en  edificios  ó  lieredades  jior  el  dueño  del 
inmueble  en  tal  forma  que  revele  el  propósito 
de  unirlos  de  un  modo  permanente  al  fundo. 

5."  Las  máquinas,  vasos,  instrumentos  ó 
utensilios  destinados  por  el  propietario  de  la 
finca  á  la  industria  ó  explotación  que  se  reali- 
ce en  un  edificio  ó  heredad,  y  que  directamen- 
te concurran  á  satisfacer  las  necesidades  de  la 
explotación  misma. 

6."  Los  viveros  de  animales,  palomares, 
colmenas,  estanques  de  peces  ó  criaderos  aná- 
logos, cuando  el  propietario  los  haya  colocado 
ó  los  conserve  con  el  propósito  de  mantenerlos 
unidos  á  la  finca,  y  formando  parte  de  ella  de 
un  modo  permanente. 

7."  Los  abonos  destinados  al  cultivo  de  una 
heredad,  que  estén  en  las  tierras  donde  hayan 
de  utilizarse. 

8.°  Las  minas,  canteras  y  escoriales,  mien- 
tras su  materia  permanece  unida  al  yacimien- 
to, y  las  ag'uas  vivas  ó  estancadas. 

9.°  Los  diques  y  construcciones  que,  aun 
cuando  sean  Hotautes,  estén  destinados  por  su 
objeto  y  condiciones  á  permanecer  en  un  pun- 
to fijo  de  un  rio,  lago  ó  costa. 

10.  Las  concesiones  administrativas  de  obras 
públicas  y  las  servidumbres  y  demás  derechos 
reales  sobre  bienes  inmuebles. 

CAP.  II. — De  los  bienes  muebles. 

Art.  335.  Se  reputan  bienes  muebles  los 
susceptibles  de  apropiación  no  comprendidos 
en  el  capitulo  anterior,  y  en  g-eneral  todos  los 
que  se  pueden  transportar  de  un  punto  á  otro 
sin  menoscabo  de  la  cosa  inmueble  á  que  estu- 
vieren unidos. 

Art.  336.  Tienen  también  la  consideración 
de  cosas  muebles  las  rentas  ó  pensiones,  sean 
vitalicias  ó  hereditarias,  afectas  á  una  perso- 
na ó  familia,  siempre  que  no  graven  con  carg'a 
real  una  cosa  inmueble,  los  oficios  enajenados, 
los  contratos  sobre  servicios  públicos  y  las  cé- 
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dulas  y  títulos  representativos  de  préstamos 
hipotecarios. 

Art.  337.  Los  bienes  muebles  son  fuu¡r¡- 
bles  o  no  íung-ibles. 

A  la  primera  especie  pertenecen  aquellos  de 
que  no  puede  hacerse  el  uso  adecuado  á  su  na- 
turaleza sm  que  se  consuman;  á  la  segunda  es- 
pecie corresponden  los  demás. 

CAP.  III.-De  los  bienes  según  las  personas  a  que 

PERTENECEN. 

Art  338.  Los  bienes  son  de  dominio  públi- 
co o  de  jiropiedad  privada. 

Art.  339.     Son  bienes  de  dominio  público: 

1.  _  -bos  destinados  al  uso  público,  como  los 
caminos,  canales,  ríos,  torrentes,  puertos  y 
puentes  construidos  por  el  Estado,  las  riberas, 
playas,  radas  y  otros  análogos. 

2."  Los  que  pertenecen  privativamente  al 
instado  sm  ser  de  uso  común,  v  están  destina- 
dos a  algún  servicio  público  ó  al  fomento  de  la 
riqueza  nacional,  como  las  murallas,  íbrtale- 
zas  y  demás  obras  de  defensa  del  territorio 
y. las  minas,  mientras  que  no  se  otorgue  sú 
concesión  '.  "= 

•  ^l^'  ^^°A  Todos  los  demás  bienes  pertene- 
cientes al  Estado,  en  que  no  concurran  las  cir- 
cuntancias  expresadas  en  el  articulo  anterior, 
tienen  el  carácter  de  propiedad  privada  '. 

Art  341.  Los  bienes  de  dominio  público, 
cuando  dejen  de  estar  destinados  al  uso  gene- 
ral o  a  las  necesidades  de  la  defensa  del  terri- 
torio, pasan  á  formar  parte  de  los  bienes  de 
propiedad  del  Estado. 

Art.  342.  Los  bienes  del  Patrimonio  Real 
se  rigen  por  su  ley  especial;  y,  en  lo  que  en 
ella  no  so  lialle  previsto,  por  las  disposiciones 
á-enerales  que  sobre  la  propiedad  particular  se 
establecen  en  este  Código. 

Art.  343.  Los  bienes  de  las  provincias  v  de 
los  pueblos  se  dividen  en  bienes  de  uso  público 
y  bienes  patrimoniales  '. 

Art.  344.  Son  bienes  de  uso  público,  en  las 
provincias  y  los  pueblos,  los  caminos  provin- 
ciales y  los  vecinales,  las  plazas,  calles,  fuen- 
tes y  aguas  publicas  2,  ios  paseos  y  las  obras 
publicas  de  servicio  general,  costeadas  por  los 
mismos  pueblos  ó  provincias. 

Todos  los  demás  bienes  que  unos  y  otras  po- 
sean, son  patrimoniales  y  se  regirán  por  las 
disposiciones  de  este  Código,  salvo  lo  dispues- 
to en  leyes  especiales  '. 


Plf„  h^  ,  ''•"  '•T'"'  ^  ■^'"^"^  "'  '-"^^o^  especiales  Po^ 
Wr,^  parecido  oportuno  á  la  Sección  definir  e.stos 
bienes,  teniendo  en  cuenta  su  destino  más  b  en  nue 
tan  ?Ar'"'''"*°  >'  '^"«analogías,  señalando  dILués 
ío^^  ,"",'"   "^Jeoiplos  los  que    antes   apareciañ 

í.°f"."e"'adores  exclusivos  de  la  clasificación  e" 
Estado  posee  bienes  destinados  al  uso  común   vbií: 

eün^se?'viH„'''ff-"'°í°'"""'  «^*^"  destinaíis  á  Í1- 
gun  servicio  publico.  Unos  y  otros  son  bienes  dp  dn 
mimo  públ  co,  y  se  distinguen  de  los  paír inionfales 
en  que,  si  bien  éstos  pertenecen  tambWnál  Estado 
carecen  de  aquellas  circunstancias.  Igual  distnción 
ILhT.V  '°?  '''""«^  "«^  lospueblof  y  provincias 
sm  más  diferencia  que  la  de  pertenecer  su  propiedad 

I    EK^n:""""-'  ^  ^^"^  pueblos..  (Ewp   d^motíZ) 
mL,fn^„    ■"'!"'  ^""f"^^»  público.  Su  dominio  tiene  el 


Art.  345.  Son  bienes  de  propiedad  priva- 
da además  de  los  patrimoniales  del  Estado,  de 
la  1  rovincia  y  del  ^Municipio,  los  pertenecien- 
tes á  particulares,  individualócolectivamente. 
Disposiciones  coimmes  d  loa  tres  capítulos  anteriores. 
Art.  346.  Cuando  por  disposición  de  la  ley, 
o  por  declaración  individual  se  use  la  expre- 
sión de  cosas  ó  bienes  inmuebles,  ó  de  cosas  ó 
bienes  muebles,  se  entenderán  comprendidas 
en  ella  respectivamente  los  enumerados  en  el 
cap.  I  y  en  el  cap.  IL 

Cuando  se  use  tan  sólo  la  palabra  «mueblen» 
no  se  entenderán  comprendidos  el  dinero  los 
créditos,  efectos  de  comercio,  valores,  alhajas, 
colecciones  científicas  ó  artísticas,  libros,  nie-^ 
dallas,  armas,  ropas  de  vestir, caballerías  ó  ca- 
rruajes y  sus  arreos,  granos,  caldos  v  mercan- 
cías, ni  otras  cosas  que  no  tengan  por  princi- 
pal destino  amueblar  ó  alhajar  las  habitacio- 
nes, salvo  el  caso  en  que  del  contexto  de  la 
ley  o  de  la  disposición  individual  resulte  cla- 
ramente lo  contrario. 

Art.  347.  Cuando  en  venta,  legado,  dona- 
ción u  otra  disposición  en  que  se  haga  referen- 
cia á  cosas  muebles  ó  inmuebles,  se  transmita 
su  posesión  ó  propiedad  con  todo  lo  que  en 
ellas  se  halle,  no  se  entenderán  comprendidos 
en  la  transmisión  el  metálico,  valores,  créditos 
y  acciones  cuyos  documentos  se  hallen  en  la 
cosa  transmitida,  á  no  ser  que  conste  clara- 
mente la  voluntad  de  extender  la  transmisión 
á  tales  valores  y  derechos. 

TITULO  II 
De  la  propiedad. 

CAPITULO  I.— De  la  piíopiedad  en  general. 
Art.  348.     La  propiedad  es  el  derecho  de  go- 
zar y  disponer  de  una  cosa,  sin  más  limitacio- 
nes que  las  establecidas  en  las  leves. 

El  propietario  tiene  acción  contra  el  tenedor 
y  el  poseedor  de  la  cosa  para  reivindicarla. 

Art.  349.  Nadie  podrá  ser  privado  de  su 
propiedad  sino  por  autoridad  competente  y 
por  causa  justificada  de  utilidad  pública,  pre- 
via siempre  la  correspondiente  indemnización.    : 

Si  no  precediere  este  requisito,  los  jueces 
ampararán  y,  en  su  caso,  reintegrarán  en  la 
posesión  al  expropiado. 

Art.  350.  El  propietario  de  un  terreno  es 
dueño  de  su  superficie  v  de  lo  que  está  debajo 
de  ella,  y  puede  hacer  en  él  las  obras,  planta- 
ciones y  excavaciones  que  le  convengan,  sal- 
vas las  servidumbres,  y  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  sobre  minas  v  aguas  y  en 
los  reglamentos  de  policía  *. . 
_  Art.  351.  El  tesoro  oculto  pertenece  al  due- 
ño del  terreno  en  que  se  hallare. 

Sin  embargo,  cuando  luere  hecho  el  descu- 
brimiento en  propiedad  ajena,  ó  del  Estado,  y 

,  \.j  ^"^  ^iii'taciones  que  ¡jone  la  ley  de  aguas  son  las  es- 
tablecidas en  los  arts.  19,  20,  23  y  24  respecto  de  la  aper- 
tura  (te  pozos  ordinarios  y  artesianos  para  el  alumbra- 
■nuento  de  aguas  subterráneas.  El  decreto  bases  de  29  de 
Utcembre  de  18118  sobre  inineria  distinque  en  todos  los  te- 
rrenos qiie  contengan  sustancias  mineras,  el  suelo,  déla 
perteyíencm  ei-clusiva  del  ,lueí>o,yel  subsuelo,  que  se  halla 
^í7J'fo'"TJ"í'  ''S'^°  '^  <^"">'"'0  del  Estado.-Váanselos 
arts.  5."  y  6."  de  dicho  decreto  en  Minas. 
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'     por  casualidad,  la  mitad  se  aplicará  al  descu- 
bridor. 

Si  los  efectos  descubiertos  fueren  interesan- 
tes para  las  Ciencias  ó  las  Artes,  podrá  el  Es- 
tado adquirirlos  por  su  justo  precio,  que  se 
distribuirá  en  conformidad  á  lo  declarado. 

Art.  352.  Se  entiende  por  tesoro,  para  los 
efectos  de  la  ley,  el  depósito  oculto  é  ignorado 

'     de  dinero,  alhajas  ú  otros  objetos  preciosos, 
cuya  legitima  pertenencia  uo  conste. 

CAP.  II.— Del  derecho  de  accesión. 

Disposición  general. 

Art.  353.  La  propiedad  de  los  bienes  da  de- 
recho por  accesión  á  todo  lo  que  ellos  produ- 
cen, ó  se  les  une  ó  incorpora,  natural  ó  artifi- 
cialmente. 

SECCIÓN  1." — Del  derecho  de  accesión  respecto  al 
producto  de  los  bienes. 

Art.  354.     Pertenecen  al  propietario: 

1."    Los  frutos  naturales. 

2."     Los  frutos  industriales. 

3."     Los  frutos  civiles. 

Art.  355.  Son  frutos  naturales  las  produc- 
ciones espontáneas  de  la  tierra,  y  las  crías  y 
demás  productos  de  los  animales. 

Son  frutos  industriales  los  que  producen  los 
predios  de  cualquiera  especie  á  beneficio  del 
cultivo  ó  del  trabajo. 

Son  frutos  civiles  el  alquiler  de  los  edificios, 
el  precio  del  arrendamiento  de  tierras  y  el  im- 
porto de  las  rentas  perpetuas,  vitalicias  ú  otras 
análogas. 

Art.  356.  El  que  percibe  los  frutos  tiene  la 
obligación  de  abonar  los  gastos  hechos  por  un 
tercero  para  su  producción,  recolección  y  con- 
servación. 

Art.  357.  No  se  reputan  frutos  naturales  ó 
industriales,  sino  los  que  están  manifiestos  ó 
nacidos. 

Respecto  á  los  animales,  basta  que  estéu  en 
el  vientre  de  su  madre,  aunque  no  hayan  na- 
cido. 

SEC.  2.*^ — Del  derecho  de  accesión  respecto  A  los 
bienes  inmuebles. 

Art.  358.  Lo  edificado,  plantado  ó  sembra- 
do en  predios  ajenos,  y  las  mejoras  ó  repara- 
ciones hechas  en  ellos,  pertenecen  al  dueño  de 
los  mismos  con  sujeción  á  lo  que  se  dispone  en 
los  artículos  sig'uientes. 

Art.  359.  Todas  las  obras,  siembras  y  plan- 
taciones se  presiimen  hechas  por  el  propieta- 
rio y  á  su  costa,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario. 

Art.  360.  El  propietario  del  suelo  que  hi- 
ciere en  61,  por  si  ó  por  otro,  plantaciones, 
construcciones  ü  obras  con  materiales  ajenos, 
debe  abonar  su  valor;  y,  si  hubiere  obrado  de 
mala  fe,  estará  además  oblig'ado  al  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios.  El  dueño  de  los 
materiales  tendrá  derecho  á  retirarlos  sólo  en 
el  caso  de  que  pueda  hacerlo  sin  menoscabo  de 
la  obra  construida,  ó  sin  que  por  ello  peivz- 
can  las  plantaciones,  construcciones  ú  obras 
cjeciitadas. 

Art.  361.  El  dueño  del  terreno  en  que  se 
edificare,  sembrare  ó  plantare  de  buena  fe. 


tendrá  derecho  á  hacer  suya  la  obra,  siembra 
ó  plantación,  pravia  la  indemnización  estable- 
cida en  los  arts.  453  y  45-1,  ó  á  oblig'ar  al  que 
fabricó  ó  [ilantó  á  pagarle  el  precio  del  terre- 
no, y  al  que  sembró,  la  renta  correspondiente. 

Art.  362.  El  que  edifica,  planta  ó  siembra 
de  mala  fe  en  terreno  ajeno,  pierde  lo  edifica- 
do, plantado  ó  sembrado,  sin  dereclio  á  indem- 
nización. 

Art.  363.  El  dueño  del  terreno  en  que  se 
haya  edificado,  plantado  ó  sembrado  con  mala 
fe  puede  exigir  la  demolición  de  la  obra  ó  qiie 
se  arranque  la  plantación  y  siembra,  repo- 
niendo las  cosas  á  su  estado  primitivo  á  costa 
del  que  edificó,  plantó  ó  sembró. 

Art.  364.  Cuando  haya  habido  mala  fe,  no 
sólo  por  parte  del  que  edifica,  siembra  ó  plan- 
ta en  terreno  ajeno,  sino  también  por  parte 
del  dueño  de  éste,  los  derechos  de  uno  y  otro 
serán  los  mismos  que  tendrían  si  hubieran 
procedido  ambos  de  bnena  fe. 

Se  entiende  haber  mala  fe  por  parte  del  due- 
ño siempre  que  el  hecho  se  hubiere  ejecutado 
á  su  vista,  ciencia  y  paciencia,  sin  oponerse. 

Art.  365.  Si  los  materiales,  plantas  ó  semi- 
llas pertenecen  á  un  tercero  que  no  ha  proce- 
dido de  mala  fe,  el  dueño  del  terreno  deberá 
responder  de  su  valor  subsidiariamente,  y  en 
el  solo  caso  de  que  el  que  los  empleó  uo  tenga 
bienes  con  que  pagar. 

No  tendrá  lugar  esta  disposición  si  el  pro- 
pietario usa  del  derecho  que  le  concede  el  ar- 
tículo 363. 

Art.  366.  Pertenece  á  los  dueños  de  las  he- 
redades confinantes  con  las  riberas  de  los  ríos 
el  acrecentamiento  que  aquéllas  reciben  pau- 
latinamente por  efecto  de  la  corriente  de  las 
aguas. 

Art.  367.  Los  dueños  de  las  heredades  con- 
finantes con  estanques  ó  lagunas  no  adquie- 
ren el  terreno  descubierto  por  la  disminución 
natural  de  las  aguas,  ni  pierden  el  que  éstas 
inundan  en  las  crecidas  extraordinarias. 

Art.  368.  Cuando  la  corriente  de  un  rio, 
arroyo  ó  torrente  segrega  de  una  heredad  de 
su  ribera  una  porción  conocida  de  terreno  y 
lo  transporta  á  otra  heredad,  el  dueño  de  la 
finca  á  que  pertenecía  la  parte  segregada  con- 
serva la  propiedad  de  ésta. 

Art.  369.  Los  árboles  arrancados  y  trans- 
portados por  la  corriente  de  las  aguas  perte- 
necen al  propietario  del  terreno  adonde  vayan 
á  parar,  si  no  lo  reclaman  dentro  de  un  mes 
los  antiguos  dueños.  Si  éstos  lo  reclaman,  de- 
berán abonar  los  g-astos  ocasionados  en  reco- 
g-erlos  ó  ponerlos  en  lug-ar  seguro. 

Art.  370.  Los  cauces  de  los  ríos,  que  que- 
dan abandonados  por  variar  naturalmente  el 
curso  de  las  aguas,  pertenecen  á  los  dueños  de 
los  terrenos  ribereños  en  toda  la  longitud  res- 
pectiva á  cada  uno.  Si  el  cauce  abandonado 
separaha  heredades  de  distintos  dueños,  la 
nueva  línea  divisoria  correrá  equidistante  de 
unas  y  otras. 

Art.  371.  Las  islas  que  se  forman  en  los 
mares  adyacentes  á  las  costas  de  España  y  en 
los  ríos  navegables  y  flotables  pertenecen  al 
Estado. 

Art.  372.     Cuando  en  un  río  navegable  y 
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flotable,  variando  naturalmente  fie  dirección, 
se  abre  im  nuevo  cauce  en  heredad  privada, 
este  cauce  entrará  en  el  dominio  público.  El 
dueño  de  la  heredad  lo  recobrará  siempre  que 
las  aguas  vuelvan  á  dejarlo  en  seco,  ya  natu- 
ralmente, va  por  trabajos  leg'alniente  autori- 
zados al  efecto. 

Art.  373.  Las  islas  que  por  sucesiva  acu- 
miilación  de  arrastres  superiores  se  van  for- 
mando en  los  ríos,  pertenecen  á  los  dueños  de 
las  márgenes  ü  orillas  más  cercanas  á  cada 
una,  ó  á  los  de  ambas  raárg'enes  si  la  isla  se 
hallase  en  medio  del  rio,  dividiéndose  enton- 
ces longitudinalmente  por  mitad.  Si  una  sola 
isla  asi  formada  distase  de  una  mai-gen  más 
que  de  otra,  será  por  completo  dueño  de  ella 
el  de  la  marg'cn  más  cercana. 

Art.  374.  Cuando  se  divide  en  brazos  la  co- 
rriente del  rio,  dejando  aislada  una  heredad  ó 
parte  de  ella,  el  dueño  de  la  misma  conserva 
su  propiedad.  Igualmente  la  conserva  si  que- 
da separada  de  la  heredad  por  ia  corriente 
una  porción  de  terreno. 

SEC.  3." — Del  derecho  de  accesión  respecto  á  los 
bienes  muebles. 

Art.  375.  Cuando  dos  cosas  muebles,  per- 
tenecientes á  distintos  dueños,  se  unen  de  tal 
manera  que  vienen  á  formar  una  sola  sin  que 
interveng'a  mala  fe,  el  propietario  de  la  prin- 
cipal adquiei-e  la  accesoria,  indemnizando  su 
valor  al  anterior  dueño. 

Art.  376.  Se  reputa  ))rincipal,  entre  dos  co- 
sas incorporadas;  aquélla  á  que  se  ha  unido 
otra  por  adorno,  ó  para  su  uso  ó  perfección. 

Ai"t.  377.  Si  no  puede  determinarse  por  la 
reg'la  del  articulo  anterior  cuál  de  las  dos  co- 
sas incoi'poradas  es  la  principal,  se  reputará' 
tal  el  objeto  de  más  valor,  y  entre  dos  objetos 
de  ig'ual  valor,  el  de  mayor  volumen. 

En  la  pintura  y  escultura,  en  los  escritos, 
impresos,  grabados  y  litografías,  se  conside- 
rará accesoria  la  tabla,  el  metal,  la  piedra,  el 
lienzo,  el  papel  ó  el  pergamino. 

Art.  378.  Cuando  las  cosas  unidas  pueden 
separarse  sin  detrimento,  los  dueños  respecti- 
vos pueden  exigir  la  separación. 

Sin  emb.argo,  cuando  la  cosa  unida  para  el 
uso,  embellecimiento  óperfccción  de  otra,  es 
mucho  más  preciosa  que  la  cosa  principal,  el 
dueño  de  aquélla  puede  exigir  su  separación, 
aunque  sufra  algún  detrimento  la  olra  á  que 
se  incorporó. 

Art.  379.  Cuando  el  dueño  de  la  cosa  ac- 
cesoria ha  hecho  su  incorporación  de  mala  fe, 
pierde  la  cosa  incorporada  y  tiene  la  obliga- 
ción de  indemnizar  al  propietario  de  la  prin- 
cipal los  perjuicios  que  haya  sufrido. 

Si  el  que  ha  procedido  de  mala  fe  es  el  due- 
ño de  la  cosa  principal,  el  que  lo  sea  de  la  ac- 
cesoria tendrá  derecho  á  optar  entre  que  aquél 
le  pague  su  valor  ó  que  la  cosa  de  su  perte- 
nencia se  separe,  aunque  pai-a  ello  liaya  que 
destruir  la  principal;  y  en  ambos  casos,  ade- 
más, habrá  lugar  á  la  indemnización  de  daños 
y  pei'juicios. 

Si  cualquiera  de  los  dueños  ha  hecho  la  in- 
corporación á  vista,  ciencia  y  paciencia  y  sin 
oposición  del  otro,  se  determinarán  los  dere- 


chos respectivos  en  la  forma  dispviesta  para  el 
caso  de  haber  obrado  de  buena  fe. 

Art.  380.  Sienijire  que  el  dueño  de  la  mate- 
ria empleada  sin  su  consentimiento  tenga  de- 
recho á  indemnización,  puede  exig'ir  que  ésta 
consista  en  la  entrega  de  una  cosa  igual  en  es- 
pecie y  valor,  y  en  todas  sus  circunstancias,  á 
la  emi)leada,  ó  bien  en  el  precio  de  ella,  seg'úu 
tasación  pericial. 

Art.  381.  Si  por  voluntad  de  sus  dueños  se 
mezclan  dos  cosas  de  igual  ó  diferente  espe- 
cie, ó  si  la  mezcla  se  verifica  por  casualidad,  y 
en  este  último  caso  las  cosas  no  son  separsí- 
bles  sin  detrimento,  cada  propietario  adquiri- 
rá un  derecho  proporcional  á  la  parte  que  le 
corresponda  atendido  el  valor  de  las  cosas 
mezcladas  ó  confundid.as. 

Art.  382.  Si  por  voluntad  de  uno  solo,  pero 
con  buena  fe,  se  mezclan  ó  confunden  dos  co- 
sas de  ig'ual  ó  diferente  especie,  los  derechos 
de  los  propietarios  se  determinarán  por  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior. 

Si  el  que  hizo  la  mezcla  ó  confusión  obró  de 
mala  fe,  perderá  la  cosa  de  su  pertenencia 
mezclada  ó  confundida,  además  de  quedar 
obligado  á  la  indemnización  de  los  perjuicios 
causados  al  dueño  de  la  cosa  con  que  hizo  la 
mezcla. 

Art.  383.  El  que  de  buena  fe  empleó  mate- 
ria ajena  en  todo  ó  en  parte  para  formar  una 
obra  de  nueva  especie,  hará  suya  la  obra,  in- 
demnizando el  valor  de  la  materia  al  dueño 
de  ésta. 

Si  ésta  es  más  iireciosa  que  la  obra  en  que  se 
empleó  ó  superior  en  valor,  el  dueño  de  ella 
podrá,  á  su  elección,  quedarse  con  la  nueva 
especie,  previa  indemnización  del  valor  de  la 
obra,  ó  pedir  indemnización  de  la  materia. 

Si  en  la  formación  de  la  nueva  especie  in- 
tervino mala  fe,  el  dueño  de  la  materia  tiene 
el  derecho  de  quedarse  con  la  obra  sin  pag'ar 
nada  al  autor,  ó  de  exigir  de  éste  que  le  in- 
demnice el  valor  de  la  materia  y  los  perjuicios 
que  se  le  hayan  seguido. 

CAP.  III.— Del  deslinde  y  amojonamiento. 

Art.  384.     Todo  propietario  tiene  derecho  á 
deslindar  su  propiedad,  con  citación   de  los  i 
dueños  de  los  preilios  coliiidantes. 

La  misma  facultad  corresponderá  á  los  que 
tengan  derechos  reales. 

Art.  385.     El  deslinde  se  hará  en  eonformi^ 
dad  con  los  títulos  de  cada  propietario  y, 
falta  de  títulos  suficientes,  por  lo  que  resulta- .í 
re  de  la  posesión  en  que  estuvieren  los  colin-j 
dantes. 

Art.  386.     Si  los  títulos  no  determinasen  ell 
limite  ó  área  perteneciente  á  cada  propietarid|1 
y  la  cuestión  no  pudiera  resolverse  por  la  po-í 
sesión  ó  por  otro  medio  de  prueba,  el  deslinde 
se  hará  distribuyendo  el  terreno  objeto  de  la 
contienda  en  partes  iguales. 

Art.   387.     Si  los  títulos  de  los  colindantes 
indicasen  un  esjiaeio  mayor  ó  menor  del  qu^, 
comprende  la  totalidad  del  terreno,  el  aumenT 
to  ó  la  falta  se  distribuirá  proporcionalmente^ 

CAP.  IV.— Del  derecho  de  cereak  las  fincas 

RÚSTICAS. 

Art.  388.    Todo  propietario  podrá  cerrar  ój 
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cercar  sus  heredades  por  medio  de  paredes, 
zanjas,  setos  vivos  ó  muertos,  ó  de  cualquiera 
otro  modo,  sin  perjuicio  de  las  servidumbres 
constituidas  sobre  las  mismas. 

CAP.  V.— De  LOS  EDIFICIOS  UDINOSOS  Y  DE  LOS  ÁRliOLES 
QUE  AMENAZAN  CAEIÍSE. 

Art.  389.  Si  un  edificio,  pared,  columna  ó 
cualquiera  otra  construcción  amenazase  rui- 
na, el  propietario  estará  obligado  á  su  demo- 
lición, ó  á  ejecutar  las  obras  necesarias  para 
evitar  su  caida. 

Si  no  lo  verificare  el  propietario  de  la  obra 
ruinosa,  la  autoridad  podrá  hacerla  demoler  á 
costa  del  mismo. 

Art.  390.  Cuando  algún  Árbol  corpulento 
amenazare  caerse  de  modo  que  pueda  causar 
perjuicio  á  una  finca  ajena  ó  ;l  los  transeún- 
tes por  lina  via  pública  ó  iiarticular,  el  dueño 
del  iirl)ol  estil  obligado  ;l  arrancarlo  y  retirar- 
lo; y  si  no  lo  verificare,  se  hará  á  su  costa  por 
mandato  de  la  autoridad. 

Art.  391.  En  los  casos  de  loj  dos  artículos 
anteriores,  si  el  edificio  ó  Árbol  se  cayere,  se 
estará  A  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.907  y  1.908. 

TITULO  III 
De  la  comunidad  de  bienes. 

Art.  392.  Hay  comunidad  cuando  la  pro- 
piedad de  una  cosa  ó  de  un  derecho  pertenece 
pro  indiviso  A  varias  personas. 

A  falta  de  contratos,  ó  de  disposiciones  es- 
peciales, se  regirá  la  comunidad  por  las  pres- 
cripciones de  este  titulo. 

Art.  393.  El  concurso  de  los  participes, 
tanto  enlosbeuíificios  como  en  las  carg'as,  será 
proporcional  A  sus  respectivas  cuotas. 

SeiiresuniirAn  iguales,  mientras  no  se  aprue- 
be lo  contrario,  las  porciones  correspondientes 
á  los  participes  en  la  comunidad. 

Art.  394  '.  Cada  participe  podrá  servirse 
de  las  cosas  comiines,  siemin-e  que  disponga 
de  ellas  conforme  á  su  dí^stino  y  de  manera  que 
no  iierjudique  el  interés  de  la  comunidad,  ni 
impida  á  los  copartícipes  utilizarlas  según  su 
derecho. 

Art.  395.  Todo  copropietario  tendrá  dere- 
cho para  obligar  á  los  participes  A  contribuir 
A  los  gastos  de  conservación  de  la  cosa  ó  dere- 
cho común.  Sólo  podrA  eximirse  de  esta  obli- 
gación el  que  renuncie  A  la  parte  que  le  per- 
tenece en  el  dominio. 

Art.  396.  Cuando  los  diferentes  pisos  de 
una  casa  pertenezcan  A  distintos  propietarios, 
si  los  títulos  de  propiedad  uo  establecen  los 
términos  en  que  deban  contribuir  á  las  obras 
necesarias  y  uo  existe  pacto  sobre  eUo,  se  ob- 
servarán las  reglas  siguientes: 

I.""  Las  paredes  maestras  y  medianeras,  el 
tejado  y  las  demás  cosas  de  iiso  común,  esta- 
rán á  cargo  de  todos  los  propietarios  en  pro- 
porción al  valor  de  su  piso. 

S.-"^  Cada  propietario  costeará  el  suelo  de 
su  piso.  El  pavimento  del  portal,  puerta  de 
entrada,  patio  común  y  obras  de  policía  comu- 


'  Sohi-p.  aplicnciún  de  los  arfs.  3!H  ¡/  .307  del  C'ód.  civil 
véase  en  el  Apéndice  de  1892¡íi  Seiit.  de  17  Diciembre  de 
18St,ii.  ÍS<j, 


ues  á  todos,  se  costearán  á  prorrata  por  todos 
los  propietarios. 

3."  La  escalera  que  desde  el  portal  condu- 
ce al  piso  primero  se  costeará  á  prorrata  entre 
todos,  excepto  el  dueño  del  piso  bajo;  la  que 
desde  el  primer  piso  conduce  al  segundo  se 
costeará  por  todos,  excepto  los  dueños  de  los 
pisos  bajo  y  primero;  y  asi  sucesivamente. 

Art.  397.  Ninguno  de  los  condueños  podrá, 
sin  consentimiento  de  los  demás,  hacer  altera- 
ciones en  la  cosa  común,  aunque  de  ellas  pu- 
dieran resultar  ventajas  para  todos  ^. 

Art.  398.  Para  la  administración  y  mejor 
disfrute  de  la  cosa  común  serán  oblig'atorios 
los  acuerdos  de  la  mayoría  de  los  participes. 

No  habrá  mayoría  sino  cuando  el  acuerdo 
esté  tomado  por  los  partícipes  que  representen 
la  mayor  cantidad  de  los  intereses  que  consti- 
tuyan el  objeto  de  la  comunidad. 

Si  no  resultare  mayoría,  ó  el  acuerdo  de 
ésta  fuere  gravemente  perjudicial  A  los  intere- 
sados en  la  cosa  común,  el  juez  proveerá,  A  ins- 
tancia de  parte,  lo  que  corresponda,  incluso 
nombrar  un  administrador. 

Cuando  parte  de  la  cosa  perteneciere  priva- 
damente á  un  participe  ó  A  alguno  de  ellos,  y 
otra  fuere  común,  sólo  á  ésta  será  aplicable  la 
disposición  anterior. 

Art.  399.  Todo  condueño  tendrá  la  plena 
propiedad  de  su  ¡larte  y  la  de  los  frutos  y  uti- 
lidades que  le  correspondan,  pudiendo  en  su. 
consecuencia  enajenarla,  cederla  ó  liipotecar- 
la,  y  aun  sustituir  otro  en  su  aprovechamien- 
to, salvo  si  se  tratare  de  derechos  personales. 
Pero  el  efecto  de  la  enajenación  ó  de  la  hipo- 
teca con  relación  á  los  condueños  estará  limi- 
tado A  la  porción  que  se  le  adjudique  en  la  di- 
visión al  cesar  la  comunidad. 

Art.  400.  Ningún  cojiropietario  estará  obli- 
gado A  permanecer  en  la  comunidad.  Cada 
uno  de  ellos  podrá  pedir  en  cualquier  tiempo 
que  se  divida  la  cosa  común. 

Esto  no  obstante  será  vAlido  el  ¡lacto  de  con- 
servar la  cosa  iuílivisa  por  tiempo  determina- 
do, que  no  exceda  de  diez  años.  Este  plazo  po- 
drA prori'ogarse  por  nueva  convención. 

Art.  401.  Sin  embai'g'o  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  los  copropietarios  no  po- 
drán exigir  la  divisii'm  de  la  cosa  común,  cuan- 
do de  hacerla  resulte  inservible  para  el  uso  á 
que  se  destina. 

Art.  402.  La  división  de  la  cosa  común  po- 
drá hacerse  por  los  interesados,  ó  por  arbitros 
ó  amig.ables  componedores  nombrados  á  vo- 
hmtad  de  los  partícipes. 

En  el  caso  de  verificarse  por  Arbitros  ó  ami- 
gables componedores,  deberAn  formar  partes 
proporcionadas  al  derecho  de  cada  uno,  evi- 
tando en  cuanto  sea  posible  los  suplementos  á 
metálico. 

Art.  403.  Los  acreedores  ó  cesionarios  de 
los  partícipes  podrán  concurrir  A  la  división 
de  la  cosa  común  y  oponerse  á  la  que  se  veri- 
fique sin  su  concurso.  Pero  no  podrán  impug- 
nar la  división  consumada,  excepto  en  caso  de 
fraude,  ó  en  el  de  haberse  verificado  no  obs- 
tante  la  oposición  formalmente   interpuesta 


YéMe  la  nota  anterior. 
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para  impedirla,  y  salvo  siempre  los  derechos 
del  deudor  ó  del  cedente  para  sostener  su  va- 
lidez. 

Art.  404.  Cuando  la  cosa  fuere  esencial- 
mente indivisible,  y  los  condueños  no  convi- 
nieren en  que  se  adjudique  il  uno  de  ellos  in- 
demnizando á  los  demás,  se  vendei'A  y  repar- 
tirá su  precio. 

Art.  405.  La  división  de  una  cosa  común 
no  perjudicará  á  tercero,  el  cual  couser\-ará 
los  derechos  de  hipoteca,  servidumbre  ú  otros 
derechos  reales  que  le  pertenecieran  antes  de 
hacer  la  partición.  Conservarán  igualmente  su 
fuerza,  no  obstante  la  división,  los  derechos 
personales  que  pertenezcan  á  iiu  tercero  con- 
tra la  comunidad. 

Art.  406.  Serán  aplicables  á  la  división  en- 
tre los  partícipes  en  la  comunidad  las  reglas 
concernientes  á  la  división  de  la  herencia. 

TITULO  IV 

De  algunas  propiedades  especiales. 

CAPITULO  I. -De  las  aguas  '. 
SECCIÓN  1.»  — Del  dominio  de  las  aguas. 

Art.  407.     Son  de  dominio  piiblico: 

1."     Los  ríos  y  sus  cauces  naturales. 

2.°  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  de 
manantiales  y  arroyos  que  corran  por  sus  cau- 
ces naturales,  y  estos  mismos  cauces. 

3."     Las  aguas  que  nazcan  continua  ó  dis- 
'  continuamente  en  terrenos  del  mismo  dominio 
público. 

4."  Los  lagos  y  lag-unas  formados  por  la 
naturaleza  en  terrenos  públicos  y  sus  álveos. 

5."  Las  aguas  pluviales  que  discurran  por 
barrancos  ó  ramblas,  cuyo  caucasen  también 
del  dominio  público  -.  f 

6."  Las  aguas  subterráneas  que  existan  en 
terrenos  públicos. 

7."  Las  aguas  halladas  en  la  zona  de  tra- 
bajos de  obras  públicas,  aunque  se  ejecuten 
por  concesionario. 

8.^  Las  aguas  que  nazcan  continiia  ó  dis- 
continuamente en  predios  de  particulares,  del 
Estado,  de  la  provincia  ó  de  los  pueblos,  des- 
de que  salg'an  de  dichos  predios. 

9."  Los  sobrantes  de  las  fuentes,  cloacas  y 
establecimientos  públicos. 

Art.  408.     Son  de  dominio  privado: 

1."  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  que 
nazcan  en  predios  de  dominio  privado,  mien- 
tras discurran  por  ellos. 

2."  Los  lagos  y  lagunas  y  sus  álveos,  for- 
mados por  la  naturaleza  en  dichos  predios. 


•  En  el  t.  I,  p.  30.9,  hemos  expuesto  sintéticamente  el 
contenido  del  C'ód.  civil  en  materia  de  agitas,  censurando 
el  extraño  sistema,  ó  para  hablar  con  nvís  propiedad.,  el 
caprichoso  arbitrio  del  legislador  en  esta  importante  ma- 
teria; pues  unas  veces  ha  condensado  en  artículos  breves, 
el  contenido  de  varios  preceptos  de  la  ley  de  13  de  Junio 
de  187ÍÍ;  luí  copiado  otras  el  texto  de  la  misma  sin  alte- 
ración sustancial,  y algtinasha  modificado  la  esencia,  la 
forma  ó  el  ni  anee  de  las  disposiciones  de  aquélla.  Esto 
produce  vacilaciones  que  han  de  dificultar  la  aplicación 
de  la  ley  y  del  Cód.,  y  que  nosotros  hemos  de  procttrar 
que  se  resuelvan  — en  la  medida  de  nuestras  modestas  fuer- 
zas,— anotando  ahora  la  letra  del  nuevo  texto,  según  tene- 
mos ofrecido. 

2    Es  d  la  letra  este  párr.  el  art.  ¿.°  de  la  ley  de  aguas. 


3.°  Las  aguas  subterráneas  que  se  hallen 
en  éstos  '. 

4."  Las  aguas  pluviales  que  en  los  mismos 
caigan,  tnientras  no  traspasen  sus  linderos  -. 

5."  Los  cauces  de  aguas  corrientes,  conti- 
nuas ó  discontinuas,  formados  por  ag-uas  plu- 
viales, y  los  de  los  arroyos  que  atraviesen  fin- 
cas que  no  sean  de  dominio  público. 

En  toda  acequia  ó  acueducto,  el  agua,  el 
cauce,  los  cajeros  y  las  márgenes  serán  consi- 
derados como  parte  integrante  de  la  heredad 
ó  edificio  á  que  vayan  destinadas  las  aguas. 
Los  dueños  de  los  predios,  por  los  cuales  ó  poi- 
cuyos  linderos  pase  el  acueducto,  no  podrán 
alegar  dominio  sobre  él,  ni  derecho  al  aprove- 
chamiento de  su  cauce  ó  márgenes,  á  no  fun- 
darse en  títulos  de  propiedad  expresivos  del 
derecho  ó  dominio  que  reclamen. 

SEC.  2.»— Del  aprovechamiento  de  las  aguas 
públicas. 

Art.  409.  El  aprovechamiento  de  las  aguas- 
piiblieas  se  adquiere: 

1."     Por  concesión  administi-ativa. 

2.°     Por  prescripción  de  veinte  años. 

Los  límites  de  los  derechos  y  obligacioneí» 
de  estos  aprovechamientos  serán  los  que  re- 
sulten, en  el  primer  caso,  de  los  términos  de 
la  concesión,  y  en  el  segundo,  del  modo  y  for- 
ma en  que  se  haya  usado  de  las  ag'uas  ^.' 

Art.  410.  Toda  concesión  de  aprovecha- 
miento de  aguas  se  entiende  sin  perjuicio  de 
tercero. 

Art.  411.  El  derecho  al  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  se  extingue  por  la  caducidad 
de  la  concesión  y  por  el  no  uso  durante  veinte 
años. 

SEO.  3."— Del  aprovechamiento  de  las  aguas 
de  dominio  privado. 

Art.  412.  El  dueño  de  un  predio  en  que  nace 
un  manantial  ó  arroyo,  continuo  ó  disconti- 
niio,  puede  aprovechar  sus  aguas  mientras 
discurran  por  él;  pero  ¡as  sobrantes  entran  en 
la  condición  de  públicas,  y  su  aprovechamien- 
to se  rige  por  la  ley  especial  de  aguas  ^. 


1  Las  aguas  subterráneas  halladas  en  los  predios  de 
propiedad  pa  rticular  pueden  haberse  descubierto  por  ca- 
sualidad— que  es  el  verdadero  hallazgo,  según  se  deduce 
de  los  arts.  614  y  616, — ó  practica}ido  las  obras  de  inves- 
tigación á  que  alude  el  417.  La  ley  de  aguas  sólo  compren- 
dió el  primer  caso  en  la  expresión  general  del  art.  5.°,  y 
previo  el  segundo  en  los  arts.  IS  y  siguientes  que  autori- 
zan la  libre  apertura  de  pozos  ordinarios,  y  exigen  licen- 
cia administrativa  para  construir  los  llamacios  arte- 
sianos. 

-  Mientras  discurran  por  él,  dice  el  art.  í.**  de  la  ley 
de  aguas,  locución  clara  y  que  el  Cód.  sustituye  con  otra 
que  nos  parece  equivalente,  aunque  en  rigor  no  es  lógico 
que  se  haya  hecho  la  modificación  de  un  precepto  bien 
comprensible  para  reproducirle  con  distintas  palabras. 

3  Vago  es  el  límite  de  los  derechos  y  obligaciones  que, 
respecto  de  los  aprovechamientos  ganados  por  prescrip- 
ción, establece  este  artículo,  del  cual,  en  nuestro  concepto, 
resulta  claro,  sin  embargo,  que  extiende  el  alcance  de  los 
8.°  y  13  de  la  ley  de  aguas.  Según  éstos,  el  derecho  de 
aprovecharlas  indefinidamente  por  prescripción,  se  gana- 
ba solamente  sobre  las  de  manantiales  y  arroyos,  y  las  so- 
brantes de  fuentes,  cloacas  y  establecimientos  lyúblicos 
pertecientes  á  los  pueblos.  Hoy  parece  la  prescripción  me- 
dio de  adquirir  el  aprovechamiento  de  toda  clase  de  aguas 
públicas,  ó  sea  de  todas  las  especificadas  en  el  art.  407  del 
Código  civil. 

*  Los  arts.  í.**  y  5."  de  la  ley  de  aguaé  reconocen  ex- 
plícitamente al  diieilo  del  predio  donde  ruiccn  ó  caen  aguas 
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Art.  413.  El  dominio  privado  de  los  álveos 
de  aguas  pluviales  no  autoriza  para  hacer  la- 
bores 11  obras  que  varieu  su  curso  en  perjui- 
cio de  tercero,  ni  tampoco  aquélla  cuya  des- 
trucción, por  la  fuerza  de  las  avenidas,  pueda 
causarlo. 

Art.  4!4.  Nadie  puede  penetrar  eu  propie- 
dad privada  para  buscar  ag'uas  ó  usar  de  ellas 
siu  licencia  de  los  propietarios  '. 

Art.  415.  El  dominio  del  dueño  de  un  pre- 
dio sobre  las  aguas  que  nacen  eu  él  no  perju- 
dica los  derechos  que  legítimamente  hayan 
podido  adquirir  á  su  aprovechamiento  ios  de 
los  predios  inferiores  ^. 

Art.  416.  Todo  dueño  de  uu  predio  tiene  la 
facultad  de  construir  dentro  de  su  propiedad 
depósitos  para  conservar  las  aguas  pluviales, 
con  tal  que  no  cause  perjuicio  al  piiblico  ni  ;í 
tercero  ^. 

SEC.  4." — De  las  ag\ias  subterráneas. 

Art.  417.  Sólo  el  propietario  de  un  predio 
ú  otra  persona  con  su  licencia  puede  investi- 
gar en  él  aguas  subterráneas. 

La  investigación  de  aguas  subterráneas  en 
terrenos  de  dominio  público  sólo  puede  hacer- 
se con  licencia  administrativa. 

Art.  418.  Las  ag-uas  alumbradas  conforme 
á  la  ley  especial  de  aguas,  pertenecen  al  que 
las  alumbró  '^ 

Art.  419.  Si  el  dueño  de  aguas  alumbradas 
las  dejare  abandonadas  á  su  curso  natural, 
serán  de  dominio  público  ^. 

SEC.  .5.** — Disposiciones  generales. 

Art.  420.  El  dueño  de  uu  predio  en  que 
existan  obras  defensivas  para  contener  el  agua 
ó  en  que  por  la  variación  de  su  curso  sea  ne- 
cesario construirlas  de  nuevo,  está  obligado, 
á  su  elección,  á  hacer  los  reparos  ó  construc- 
ciones necesarias  ó  á  tolerar  que,  sin  perjui- 
cio suyo,  las  hag-an  los  dueños  de  los  predios 
que  experimenten  ó  estén  manifiestamente  ex- 
puestos á  experimentar  daños  ''. 


el  dominio  ó  pertenencia  de  las  inismcis.  El.  Cód.  civil 
solamente  le  concede  la  facultad  de  aprovecharlas.  De 
esta  divergencia  de  expresión  no  creemos  en  buenos  prin- 
cipios que  deban  deducirse  consecuencias  desfavorables  al 
derecho  de  propiedad,  qice  origina,  por  accesión,  la  de  todo 
lo  queproduce  6  se  la  w«e  ó  incorpora  natural  ó  artificial- 
mente (art.  353),  El  art.  415  viene  además  d  sancionar, 
aunque  inciientalviente,  el  dominio  sobre  las  aguas  que 
nacen  en  los  predios. 

^  El  que  no  acredita  la  2>ropiedad  del  terreno  no  puede 
invocar  e/i  su  favor  la  prohibición  de  este  articulo.  ''Sen- 
tencia 24  Diciembre  1891.— Apéndice  de  1892,  p.  180.) 

2  Es  regla  general  que  los  dueños  de  los  predios  infe- 
riores ó  laterales  d  aquél  en  que  existen  las  aguas,  sola- 
mente pueden  aprovechar  las  sobrantes  del  mismo  (ley 
de  1879,  arts.  B.",  .9.°  y  10).  Los  derechos  legítimamen- 
te adquiridos  á  que  el  art  415  del  Cód.  civü  alude,  cree- 
mos que  son  los  que  ampara  el  11  de  aquella  ley,  cuando 
el  dueño  de  dicho  predio  no  las  ha  aprovechado  durante 
veinte  aiios. 

^  Estos  depósitos  son  los  estanques,  pantanos,  cis- 
ternas, aljibes  ó  citalquier  otro  medio  adecuado  d  que 
alude  el  art.  1."  de  la  ley  de  aguas. 

"     Véanse  los  arts.  22  y  25  de  la  ley. 

^  Lo  mismo,  aunque  bajo  otra  expresión,  dice  el  art.  22 , 
párrafo  segando  de  la  ley. 

®  Fúndase  esta  equitativa  disposición  en  que  el  uso  de 
los  derechos  propios  no  debe  comprometer  ni  amenasar  la 
existencia  ó  la  integridad  de  los  ajenos.  La  ley  de  aguas 
solamente  ordenó  en  lo  relativo  ala  defensa  contra  las 
públicas  en  sus  arts.  52  y  siguientes. 
Tomo  II. 


Ar.t.  421.  Lo  dispuesto  eu  el  articulo  ante- 
rior es  aplicable  al  caso  en  que  sea  necesario 
desembarazar  algún  predio  de  las  materias 
cuya  acumulación  ó  calda  impida  el  curso  de 
las  aguas  con  daño  ó  peligro  de  tercero. 

Art.  422.  Todos  los  propietarios  que  parti- 
cipen del  beneficio  proveniente  de  las  obras 
de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores,  es- 
tán obligados  á  contribuir  á  los  g'astos  de  su 
ejecución  eu  proporción  á  su  interés.  Los  que 
por  su  culpa  hubiesen  ocasionado  el  daño  se- 
rán responsables  de  los  g'astos. 

Art.  423.  La  propiedad  y  uso  de  las  aguas 
pertenecientes  á  Corporaciones  ó  particulares 
están  sujetos  á  la  ley  de  expropiación  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  '. 

Art.  424.  Las  disposiciones  de  este  titulo 
no  perjudican  los  derechos  adquiridos  con  an- 
terioridad, ni  tampoco  al  dominio  privado  que 
tienen  los  propietarios  de  aguas,  de  acequias, 
fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  cual  las 
aprovechan,  venden  ó  permutan  como  propie- 
dad particular  '■'. 

Art.  425.  En  todo  lo  que  no  esté  expresa- 
mente prevenido  por  las  disposiciones  de  este 
capítulo  se  estará  A  lo  mandado  por  la  ley  es- 
pecial de  ag'uas. 

CAP.  II. —  De  los  minerales. 

.Art.  426.  Todo  español  ó  extranjero  podrá 
hacer  libremente  en  terreno  de  dominio  públi- 
co calicatas  ó  excavaciones  que  no  excedan  de 
diez  metros  de  extensión  en  longitud  ó  profun- 
didad, con  objeto  de  descubrir  minerales;  pero 
deberá  dar  aviso  previamente  á  la  autoridad 
local.  En  terrenos  de  propiedad  privada  no  se 
podrán  abrir  calicatas  sin  que  preceda  permi- 
so del  dueño  ó  del  que  le  represente. 

Art.  427.  Los  l^nites  del  derecho  mencio- 
nado en  el  articulo  anterior,  las  formalidades 
previas  y  condiciones  para  su  ejercicio ,  la 
desig'nación  de  las  materias  que  deben  consi- 
derarse como  minerales,  y  la  determinación 
de  los  derechos  que  corresponden  al  dueño  del 
suelo  y  á  los  descubridores  de  los  minerales 
en  el  caso  de  concesión,  se  regirán  por  la  ley 

especial  de  minería  ^. 
* 
CAP.  III.— De  la  propiedad  intelectual. 

Art.  428.  El  autor  de  una  obra  literaria, 
científica  ó  artística,  tiene  el  derecho  de  ex- 
plotarla y  disponer  de  ella  á  su  voluntad. 

Art.  429.  La  ley  sobre  propiedad  intelec- 
tual determina  las  personas  á  quienes  perte- 
nece ese  derecho,  la  forma  de  su  ejercicio  y  el 
tiempo  de  su  duración.   En  casos  uo  previstos 


*  La  ley  de  aguas  habla  de  casos  concretos  de  aplica- 
ción de  la  de  expropiación  forzosa  al  dominio  de  las  aguas. 
Véanse  sus  arts.  16,  referente  á  las  minero-medicinales  no 
emplcadasen  la  curación  de  las  enfermedades;  137  sobre 
conversión  de  los  ríos  en  miueguliles  u  flof'ililes  por  medio 
de  obras  de  artificio;  161,  declarando  sujeto  á  e.r.propia- 
cióntodo  aprorechamiento  especial  de  aguas  públicas;  175, 
sobre  suministro  de  agua  alas  empresas  de  ferrocarriles; 
194,  sot>rc  exenciones  de  las  de  riego,  y  200  sobre  preferen- 
cia del  mismo. 

2  El  respeto  d  los  derechos  adquiridos  lidllase  impuesto 
también  por  el  art.  257  de  la  ley  de  aguas. 

3  Es  decir,  por  la  ley  de  «  de.Tulio  de  ¡859,  reformada 
en  4  de  Marzo  de  ises'ypor  el  decreto  'ley  de  29  de  Di- 
ciembre del  propio  año. 

3S 
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ni  resueltos  por  dicha  ley  especial,  se  aplica- 
ran las  reg'las  generales  establecidas  eu  este 
Códig'o  sobre  la  propiedad  '. 

TITULO  V 
De    la  posesión. 

CAPITULO  I.— De  la  posesión  y  sus  especies. 

Art.  430.  Posesión  natural  es  la  tenencia 
de  Tina  cosa  ó  el  disfrute  de  un  derechopor  una 
persona..  Posesión  civil  es  esa  misma  tenencia 
ó  disfrute  unidos  A  la  intención  de  haber  la 
cosa  ó  derecho  como  suyos. 

Art.  431.  La  posesión  se  ejerce  en  las  cosas 
ó  en  los  derechos  por  la  misma  pei'sona  que 
los  tiene  y  los  disfruta,  ó  por  otra  en  su  nombre. 

Art.  432.  La  posesión  eu  los  bienes  y  dere- 
chos puede  tenerse  en  uno  de  dos  conceptos: 
6  en  el  de  dueño,  ó  en  el  de  tenedor  de  la  cosa 
ó  derecho  para  conservarlos  ó  disfrutarlos, 
perteneciendo  el  dominio  A  otra  persona. 

Art.  433.  Se  reputa  poseedor  de  buena  fe 
al  que  ig'nora  que  en  su  titulo  ó  modo  de  ad- 
quirir exista  vicio  que  lo  invalide. 

Se  reputa  poseedor  de  mala  fe  al  que  se  ha- 
lla en  el  caso  contrario. 

Art.  434.  La  buena  fe  se  presume  siempre, 
y  al  que  afirma  la  mala  fe  de  un  poseedor,  co- 
rresponde la  prueba. 

Art.  435.  La  posesión  adquirida  de  buena 
fe  no  pierde  este  carácter  sino  en  el  caso  y 
desde  el  momento  en  que  existan  actos  que 
acrediten  que  .el  poseedor  no  ig-nora  que  po- 
see la  cosa  indebidamente. 

Art.  436.  Se  presume  que  la  posesión  se 
sigue  disfrutando  en  el  mismo  concepto  en 
que  se  adquirió,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario. 

Ai't.  437.  Sólo  pueden  «er  objeto  de  pose- 
sión las  cosas  y  derechos  que  sean  suscepti- 
bles de  apropiación. 

CAP.  II.— De  la  adquisición  de  la  posesión. 

Art.  438.  La  posesión  se  adquiere  por  la 
ocupación  material  de  la  cosa  ó  derecho  poseí- 
do, ó  por  el  hecho  de  quedar  éstos  sujetos  á  la 
acción  de  nuestra  voluntad,  ó  por  los  actos 
propios  y  formalidades  legales  establecidas 
para  adquirir  tal  derecho. 

Art.  439.  Puede  adquirirse  la  posesión  por 
la  misma  persona  que  va  A  disfrutarla,  por  su 
representante  legal,  por  su  mandatario  y  por 
iiu  tercero  sin  mandato  alguno;  pero  en  este 
último  caso  no  se  entenderá  adquirida  la  pose- 
sión hasta  que  la  persona  en  cuyo  nombre  se 
haya  verificado  el  acto  posesorio  lo  ratifique. 

Art.  440.  La  posesión  de  los  bienes  heredi- 
tarios se  entiende  transmitida  al  heredero  sin 
interrupción  y  desde  el  momento  de  la  muerte 
del  causante,  en  el  caso  de  que  llegue  A  adirse 
la  herencia. 

El  que  válidamente  repudia  una  herencia  se 
entiende  que  no  la  ha  poseido  eu  ningiiu  mo- 
mento. 

Art.  441.  En  ningún  caso  puede  adquirirse 
violentamente  la- posesión  mientras  exista  un 


«    Es  la  ley  de  10  de  Enero  de  2873,  inserta  en  Propie- 
dad intelectual. 


poseedor  que  se  oponga  A  ello.  El  que  se  crea 
con  acción  ó  derecho  para  privar  á  otro  de  la 
tenencia  de  una  cosa,  siempre  cjue  el  tenedor 
resista  la  entrega,  deberá  solicitar  el  auxilio 
de  la  autoridad  competente. 

Art.  442.  El  que  suceda  por  titulo  heredi- 
tario no  sufrirá  las  consecuencias  de  una  po- 
sesión viciosa  de  su  causante,  si  no  se  demues- 
tra que  tenia  conocimiento  de  los  vicios  que  la 
afectaban;  pero  los  efectos  de  la  posesión  de 
buena  fe  no  le  aprovecharán  sino  desde  la  fe- 
cha de  la  muerte  del  causante. 

Art.  443.  Los  menores  y  los  incapacitados 
pueden  adquirir  la  posesión  de  las  cosas;  pero 
necesitan  de  la  asistencia  de  sus  representan- 
tes legítimos  para  usar  de  los  derechos  que  de 
la  posesión  nazcan  á  su  favor. 

Art.  444.  Los  actos  meramente  tolerados, 
y  los  ejecutados  clandestinamente  }'  sin  cono- 
cimiento del  poseedor  de  una  cosa,  ó  con  vio- 
lencia, no  afectan  á  la  posesión. 

Art.  445.  La  posesión,  como  hecho,  no  pue- 
de reconocerse  en  dos  personalidades  distin- 
tas, fuera  de  los  casos  de  indivisión.  Si  siu-gie- 
re  contienda  sobre  el  hecho  de  la  posesión, 
será  preferido  el  poseedor  actual;  si  resulta- 
ren dos  poseedores,  el  más  antiguo;  si  las 
fechas  de  las  posesiones  fueren  las  mismas,  el 
que  presente  título;  y  si  todas  estas  condicio- 
nes fuesen  iguales,  se  constitiürA  en  depósito 
ó  guarda  judicial  la  cosa,  mientras  se  decide 
sobre  su  posesión  ó  propiedad  por  los  trámites 
correspondientes. 

CAP.  III.— De  los  efectos  de  la  posesión. 

Art.  446.  Todo  poseedor  tiene  derecho  A 
ser  respetado  en  su  posesión;  y,  si  fuere  in- 
quietado en  ella,  deberA  ser  amparado  ó  res- 
tituido eu  dicha  posesión  por  los  medios  que 
las  leyes  de  procedimientos  establecen. 

Art.  447.  Sólo  la  posesión  que  se  adquiere 
y  se  disfruta  eu  concepto  de  dueño  puede  ser- 
vir de  titulo  para  adquirir  el  dominio. 

Art.  448.  El  poseedor  en  concepto  de  due- 
ño tiene  á  su  favor  la  presunción  legal  de  que 
posee  con  justo  titulo,  y  no  se  le  puede  obli- 
g'ar  á  exhibirlo. 

Art.  449.  La  posesión  de  una  cosa  raiz  su- 
pone la  de  los  muebles  y  objetos  que  se  hallen 
dentro  de  ella,  mientras  no  conste  ó  se  acre- 
dite qué  deben  ser  excluidos. 

Art.  450.  Cada  uno  de  los  partícipes  de' 
una  cosa  que  se  posea  en  común,  se  entende- 
rá que  ha  poseído  exclusivamente  la  parte 
que  al  dividirse  le  cupiere  durante  todo  el 
tiempo  que  duró  la  indivisión.  La  interrup- 
ción en  la  posesión  del  todo  ó  parte  de  una 
cosa  poseída  en  común  perjudicará  por  igual 
A  todos. 

Art.  451.  El  poseedor  de  buena  fe  hace  su- 
yos los  frutos  percibidos  mientras  no  sea  inte- 
rrumpida leg'almente  la  posesión. 

Se  entienden  percibidos  los  frutos  natura- 
les é  industriales  desde  que  se  alscau  ó  separan, 

Los  frutos  civiles  se  consideran  producidos 
por  días,  y  pertenecen  al  poseedor  de  buena 
fe  en  esa  proporción. 

Art.  452.  Si  al  tiempo  en  que  cesare  la  bue- 
na fe  se  hallaren  pendientes  algunos  frutos 
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■naturales  ó  iudustriales,  tendrá,  el  poseedor 
derecho  á  los  gastos  que  hubiese  hecho  para 
su  producción,  y  además  á  la  parte  del  pro- 
ducto líquido  de  la  cosecha  proporcional  al 
tiempo  de  su  posesión. 

Las  carg-as  se  prorratearán  del  mismo  modo 
«ntre  los  dos  poseedores. 

El  propietario  de  la  cosa  puede,  si  quiere, 
conceder  al  poseedor  de  buena  fe  la  facultad 
de  concluir  el  cultivo  y  la  recolección  de  los 
frutos  pendientes,  como  indemnización  de  la 
parte  de  gastos  de  cultivo  y  del  producto  lí- 
quido que  le  pertenece;  el  poseedor  de  buena 
fe  que  por  cualquier  motivo  no  quiera  acep- 
tar esta  concesión,  perderá  el  derecho  á  ser 
indemnizado  de  otro  modo. 

Art.  453.  Los  gastos  necesarios  se  abonan 
á  todo  poseedor;  pero  sólo  el  de  buena  fe  po- 
drá retener  la  cosa  hasta  que  se  le  satisfagan. 

Los  gastos  vitiles  se  abonan  al  poseedor  de 
buena  fe  con  el  mismo  derecho  de  retención, 
pudiendo  optar  el  que  le  hubiese  vencido  en 
su  posesión  por  satisfacer  el  importe  de  los 
gastos,  ó  por  abonar  el  aumento  de  valor  que 
por  ellos  haya  adquirido  la  cosa. 

Art.  454.  Los  gastos  de  puro  lujo  ó  mero 
recreo  no  son  abonables  al  poseedor  de  buena 
fe;  pero  podrá  llevarse  los  adornos  con  que 
hubiese  embellecido  la  cosa  principal  si  no  su- 
friere deterioro,  y  si  el  sucesor  en  la  posesión 
no  prefiere  abonar  el  importe  de  lo  gastado. 

Art.  455.  El  poseedor  de  mala  fe  abonará 
los  frutos  percibidos  y  los  que  el  poseedor  le- 
gitimo hubiera  podido  percibir,  y  sólo  tendrá 
derecho  á  ser  reintegrado  de  los  gastos  nece- 
sarios hechos  para  la  conservación  de  la  cosa. 
Los  gastos  hechos  en  mejoras  de  lujo  y  recreo 
no  se  abonarán  al  poseedor  de  mala  fe;  pero 
podrá  éste  llevarse  los  objetos  en  que  esos 
gastos  se  hayan  invertido,  siempre  que  la  co- 
sa no  sufra  deterioro,  y  el  poseedor  legitimo 
no  prefiera  quedarse  con  ellos  abonando  el 
valor  que  tengan  en  el  momento  de  entrar  en 
la  posesión. 

Art.  456.  Las  mejoras  provenientes  de  la 
naturaleza  ó  del  tiempo  ceden  siempre  en  be- 
neficio del  que  haya  vencido  en  la  posesión. 

Art.  457.  El  poseedor  de  buena  fe  no  res- 
ponde del  deterioro  ó  pérdida  de  la  cosa  poseí- 
da, fuera  de  los  casos  en  que  se  justifique  ha- 
ber procedido  con  dolo.  El  poseedor  de  mala 
fe  responde  del  deterioro  ó  pérdida  en  todo 
caso,  y  aun  de  los  ocasionados  por  fuerza  ma- 
yor cuando  maliciosamente  haya  retrasado  la 
entrega  de  la  cosa  á  su  )>oseedor  legitimo. 

Art.  458.  El  que  obtenga  la  posesión  no 
está  oblig-ado  á  abonar  mejoras  que  hayan  de- 
jado de  existir  al  adquirir  la  cosa. 

Art.  459.  El  poseedor  actual  que  demues- 
tre su  posesión  en  época  anterior,  se  presume 
que  ha  poseído  taml)ién  durante  el  tiempo  in- 
termedio, mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

Art.  460.  El  poseedor  puede  perder  su  po- 
sesión: 

í.°    Por  abandono  de  la  cosa. 

2.°  Por  cesión  hecha  á  otro  por  título  one- 
roso ó  g'ratuíto. 

3."  Por  destrucción  ó  pérdida  total  de  la 
cosa,  ó  por  quedar  ésta  fuera  del  comercio. 


4.°  Por  la  posesión  de  otro,  aun  contra  la 
voluntad  del  antig'uo  poseedor,  si  la  nueva 
posesión  hubiese  durado  más  de  un  año. 

Art.  461.  La  posesión  de  la  cosa  mueble  no 
se  entiende  perdida  mientras  se»  halle  bajo  el 
poder  del  poseedor,  aunque  éste  ignore  acci- 
dentalmente su  paradero. 

Art.  462.  La  posesión  de  las  cosas  inmue  - 
bles  y  de  los  derechos  reales  no  se  entiende 
perdida,  ni  transmitida  para  los  efectos  de  la 
prescripción  en  perjuicio  de  tercero,  sino  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  ley  hipotecaria. 

Art.  463.  Los  actos  relativos  á  la  posesión, 
ejecutados  ó  consentidos  por  el  que  posee  una 
cosa  ajena  como  mero  tenedor  para  disfrutar- 
la ó  retenerla  en  cualqtiier  concepto,  no  obli- 
gan ni  perjudican  al  dueño,  á  no  ser  que  éste 
hubiese  otorgado  á  aquél  facultades  expresas 
para  ejecutarlos  ó  los  ratificare  con  posterio- 
ridad. 

Art.  464.  La  posesión  de  los  bienes  mue- 
bles, adquirida  de  buena  fe,  equivale  al  titulo. 
Sin  embargo,  el  que  hubiese  perdido  una  eo.'-a 
mueble  ó  hubiese  sido  privado  de  ella  ileg'al- 
mente,  podrá  reivindicarla  de  quien  la  posea. 

Si  el  poseedor  de  la  cosa  mueble  perdida  ó 
sustraída  la  hubiese  adquirido  de  bueua  fe  en 
venta  pública,  no  podrá  el  propietario  obtener 
la  restitución  sin  reembolsar  el  precio  dado 
por  ella. 

Tampoco  podrá  el  dueño  de  cosas  empeña- 
das en  los  Montes  de  Piedad  establecidos  con 
autorización  del  Gobierno  obtener  la  restitu- 
ción, cualquiera  que  sea  la  persona  que  la  hu- 
biese empeñado,  sin  reinteg'rar  antes  al  Esta- 
blecimiento la  cantidad  del  empeño  y  los  inte- 
reses veucidos. 

En  cuanto  á  las  adquiridas  en  Bolsa,  feria 
ó  mercado,  ó  de  un  comerciante  leg'almeute 
establecido  y  dedicado  habitualmente  al  tráfi- 
co de  objetos  análogos,  se  estará  á  lo  que  dis- 
pone el  Código  de  Comercio. 

Art.  465.  Los  animales  fieros  sólo  se  po- 
seen mientras  se  hallen  en  nuestro  poder;  los 
demesticados  ó  amansados  se  asimilan  á  los 
mansos  ó  domésticos,  si  conservan  la  costum- 
bre de  volver  á  la  casa  del  poseedor. 

Art.  466.  El  que  recupera,  conforme  á  de- 
recho, la  posesión  indebidamente  perdida,  se 
entiende  para  todos  los  efectos  que  puedan 
redundar  en  su  beneficio  que  la  ha  disfrutado 
sin  interrupción. 

TITULO  VI 

Del   usufructo,   del    uso   y  de   la  habitación. 

CAPITULO  PRIMERO.— Dkl  usurnucTO. 
SEC.  1."— Del  usufructo  en  general. 

Art.  467.  El  usufructo  da  derecho  á  disfru- 
tar los  bienes  ajenos  con  la  oblig'ación  de  con 
servar  su  forma  y  sustancia,  d  no  ser  que  el 
títido  de  su  constitución  ó  la  ley  autoricen  otra 
cosa  '. 


»  Las  ¡juliibras  de  cursiva  no  estaban  en  el  primitiro 
texto  del  Código,  y  al  anotarle  nosotros  echamos  de  me- 
nos la  referencia  que  contienen,  necesaria  para  armoni- 
zar la  obligación  impuesta  al  usufructuario  de  no  atti - 
rar  la  sustancia  de  la  cosa,  con  las  excepciones  que  auto- 
rizan los  arts.  -181  y  4S2. 
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Art.  468.  El  usufructo  se  coustituye  por  la 
ley,  por  la  voluntad  de  los  particulares  raani- 
fest-ida  en  actos  entre  vivos  ó  en  última  vo- 
luntad, y  por  prescripción. 

Art.  469.  -Podrá  constituirse  el  usufructo 
en  todo  ó  parte  de  los  frutos  de  la  cosa  á  fa- 
vor de  uua  ó  varias  personas,  simultánea  ó 
sucesivamente,  y  en  todo  caso  desde  ó  hasta 
cierto  dia,  puramente  ó  bajo  condición.  Tam- 
bién puede  constituirse  sobre  un  derecho, 
siempre  que  no  sea  personalísimo  ó  intransmi- 
sible. 

Art.  470.  Los  derechos  y  las  obligaciones 
del  nsufrtictuario  serán  los  que  determine  el 
titulo  constitutivo  del  usufructo;  en  su  defec- 
to, ó  por  insuficiencia  de  éste,  se  observarán 
las  disposiciones  contenidas  en  las  dos  seccio- 
nes siguientes. 

SEC.  2."^ — De  los  derechos  del  usufructiiario. 

Art.  471.  El  usufructuario  tendi-á  derecho 
á  percibir  todos  los  frutos  naturales,  indus- 
triales y  civiles,  de  los  bienes  usufructuados. 
Respecto  de  los  tesoros  que  se  hallaren  en  la 
finca  será  considerado  como  extraño. 

Art.  472.  Los  frutos  naturales  ó  industria- 
les, pendientes  al  tiempo  de  comenzar  el  usu- 
fructo, pertenecen  al  usufructuario. 

Los  pendientes  al  tiempo  de  extinguirse  el 
usufructo  pertenecen  al  propietario. 

En  los  precedentes  casos  el  usufructuario, 
al  comenzar  el  usufructo,  no  tiene  obligación 
de  abonar  al  propietario  ninguno  de  los  gas- 
tos hechos;  pero  el  propietario  está  obligado  á 
abonar  al  fin  del  usufructo,  con  el  producto  de 
los  frutos  pendientes,  los  gastos  ordinarios  de 
cultivo,  simientes  y  otros  semejantes,  hechos 
por  el  usufructuario. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  perjudica 
los  derechos  de  tercero,  adquiridos  al  comen- 
zar ó  terminar  el  usüft'ucto. 

Art.  473.  Si  el  usufructuario  hubiere  arren- 
dado las  tierras  ó  heredades  dadas  en  usufruc- 
to, y  acabare  éste  antes  de  terminar  el  arrien- 
do, sólo  percibirán  él  ó  sus  herederos  y  suce- 
sores la  parte  proporcional  de  la  renta  que  de- 
biere pagar  el  arrendatario. 

Art.  474.  Los  frutos  civiles  se  entienden 
percibidos  dia  por  día,  y  pertenecen  al  usu- 
fructuario en  proporción  al  tiempo  que  dure 
el  usufructo. 

Art.  475.  Si  el  usufructo  se  constituye  so- 
bre el  derecho  á  percibir  una  renta  ó  uua  pen- 
sión periódica,  bien  consista  en  metálico,  bien 
en  frutos,  ó  los  iutereses  de  oblig'aciones  ó  tí- 
tulos al  portador,  se  considerar;V  cada  venci- 
miento como  productos  ó  frutos  de  aquel  de- 
recho. 

Si  consistiere  en  el  goce  de  los  beneficios 
que  diese  una  participación  en  una  explota- 
ción industrial  ó  mercantil  cuyo  reparto  no  tti- 
viese  vencimiento  fijo ,  tendrán  aquéllos  la 
misma  consideración. 

En  uno  y  otro  caso  se  repartíráu  como  fru- 
tos civiles,  y  se  aplicarán  en  la  forma  que  pre- 
viene el  articulo  anterior. 

Art.  476.  Xo  corresponden  al  usufructua- 
rio de  un  predio  en  que  existen  minas  los  pro- 
ductos de  las  denunciadas,  concedidas  ó  que 


se  hallen  en  laboreo  al  principiar  el  usufructo, 
á  no  ser  que  expresamente  se  le  concedan  en 
el  titulo  constitutivo  de  éste,  ó  que  sea  uni- 
versal. 

Podrá,  sin  embargo,  el  usufructuario  ex- 
traer piedras,  cal  y  yeso  de  las  canteras  para 
reparaciones  ú  obras  que  estuviere  obligado 
á  hacer  ó  que  fueren  necesarias. 

Art.  477.  Sin  embarg-o  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,- en  el  usufructo  le.g-al  po- 
drá el  usufructario  explotar  las  minas  denun- 
ciadas, concedidas  ó  en  laboreo,  existentes,  en 
el  piedlo,  haciendo  suya  la  mitad  de  las  utili- 
dades que  resulten  después  de  rebajar  los  glas- 
tos, que  satisfará  por  mitad  con  el  propietario. 

Art.  478.  La  calidad  de  usufructuario  no 
priva  al  que  la  tiene  del  derecho  que  á  todos 
concede  la  ley  de  minas  para  denunciar  y  ob- 
tener la  concesión  de  las  que  existan  en  los 
predios  tisufructuados,  en  la  forma  y  condi- 
ciones que  la  misma  ley  establece. 

Art.  479.  El  usufructuario  tendrá  el  dere- 
cho de  disfrutar  del  aumento  que  reciba  por 
accesión  la  cosa  usufructuada,  de  las  servi- 
dumbres que  tenga  á  su  favor,  y  en  general 
de  todos  los  beneficios  inherentes  á  la  misma. 

Art.  480.  Podrá  el  usufructuario  aprove- 
char por  sí  mismo  la  cosa  usufructuada,  arren- 
darla á  otro  y  enajenar  su  derecho  de  usufruc- 
to, aunque  sea  á  titulo  g-ratulto:  pero  todos 
los  contratos  que  celebre  como  tal  usufructua- 
rio se  resolverán  al  fin  del  usufructo,  salvo  el 
arrendamiento  de  las  fincas  rústicas,  el  cual 
se  considerará  subsistente  durante  el  año  agrí- 
cola. 

Art.  481.  Si  el  usufructo  comprendiera  co-í 
sas  que  sin  consumirse  se  deteriorasen  poco  á' 
poco  por  el  uso,  el  usufructuario  tendrá  dere- 
cho á  servirse  de  ellas  empleándolas  según  su : 
destino,  y  no  estará  oblig-ado  á  restituirlas  al 
concluir  el  usufructo  sino  en  el  estado  en  que 
se  encuentren;  pero  con  la  obhg-ación  de  in- 
demnizar al  propietario  del  deterioro  que  hu- 
bieran sufrido  por  su  dolo  ó  neg'lig'eucia. 

Art.  482.     Si  el  usufructo  comprendiera  co-, 
sas  qtie  no  se  puedan  usar  sin  consumirlas,  el'i 
usufructuario  tendrá  derecho   á  servirse  daj 
ellas  con  la  obligación  de  pagar  el  importe  de- 
su  avaliio  al  terminar  el  usufructo,  si  se  hu- 
biesen dado  estimadas.  Cuando  no  se  hubie- 
sen estimado,  tendrá  el  derecho  de  restituirlas 
eu  igual  cantidad  y  calidad,  ó  pag-ar  su  precio 
corriente  al  tiempo  de  cesar  el  usufructo. 

Art.  483.  El  usufructuario  de  viñas,  oliva- 
res ú  otros  árboles  ó  arbustos  podrá  aprove- 
charse de  los  pies  muertos,  y  aun  de  los  tron- 
chados ó  arrancados  por  accidente,  con  la  obli- 
gación de  reemplazarlos  por  otros. 

Art.  484.  Si  á  consecuencia  de  un  siniestrcH 
ó  caso  extraordinario,  las  viñas,  olivares  \l- 
otros  árboles  ó  arbustos  hubieran  desapareci- 
do en  número  tan  considerable  que  no  fuese 
posible  ó  resultase  demasiado  g'ravosa  la  re- 
posición, el  usufructuario  podrá  dejar  los  pies 
muertos,  caídos  ó  tronchados  á  disposición  del 
propietario,  y  exigir  de  éste  que  los  retire  y 
deje  el  suelo  expedito. 

Art.  485.  El  usufructuario  de  \\n  monte 
disfrutará  todos  los    aprovechamientos    que 
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pueda  éste  pioduciv  segúu  su  naturaleza. 
Siendo  el  monte  tallar  6  de  maderas  de  cons- 
trucción, podrá  el  usufructuario  hacer  en  él 
las  talas  ó  las  cortas  ordinarias  que  solía  ha- 
cer el  dueño,  y  en  su  defecto  las  hará  acomo- 
dándose en  el  modo,  porción  y  épocas,  á  la 
costumbre  del  lugar. 

En  todo  caso  hará  las  talas  ó  las  cortas  de 
modo  que  no  perjudiquen  á  la  conservación  de 
la  finca. 

En  los  viveros  de  Arboles  podrá  el  usufruc- 
tuario hacer  la  entresaca  necesaria  para  que 
los  que  queden  puedan  desarrollarse  conve- 
nientemente. 

Fuera  de  lo  establecido  en  los  párrafos  an- 
teriores, el  usufructuario  no  podrá  cortar  ár- 
boles por  el  pie  como  no  .sea  para  reponer  ó 
mejorar  alguna  de  las  cosas  usufructuadas, 
y  en  este  caso  hará  saber  previamente  al  pro- 
pietario la  necesidad  de  la  obra. 

Art.  486.  El  usufructuario  de  una  acción 
para  reclamar  \in  predio  ó  derecho  real,  ó  un 
bien  mueble,  tiene  derecho  á  ejercitarla  y  obli- 
gar al  propietario  de  la  acción  á  que  le  ceda 
para  este  ñu  su  representación  y  le  facilite  los 
elementos  de  prueba  de  que  disponga.  Si  por 
consecuencia  del  ejercicio  de  la  acción  adqui- 
riese la  cosa  reclamada,  el  visufructo  se  limi- 
tará k  solos  los  frutos,  quedando  el  dominio 
para  el  i^ropietario. 

Art.  487.  El  usufructuario  podrá  hacer  en 
los  bienes  objeto  del  usvifructo  las  mejoras  úti- 
les ó  do  recreo  que  tuviere  por  conveniente, 
con  tal  que  no  altere  su  forma  ó  su  sustancia; 
pero  no  tendrá  por  ello  derecho  á  indemniza- 
ción. Podrá,  no  obstante,  retirar  dichas  mejo- 
ras, si  fuere  posible  hacerlo  sin  detrimento  de 
los  bienes. 

Art.  488.  El  usufructuario  podrá  compen- 
sar los  desperfectos  de  los  bienes  con  las  me- 
joras que  en  ellos  hubiese  hecho. 

Art.  489.  El  propietario  de  bienes  en  que 
otro  tenga  el  usufructo,  podrá  enajenarlos, 
pero  no  alterar  su  forma  ni  sustancia,  ni  hacer 
en  ellos  nada  que  perjudique  al  usufructuario. 
Art.  490.  El  usufructuario  de  parte  de  una 
cosa  poseída  en  común  ejercerá  todos  los  de- 
rechos que  correspondan  al  propietario  de  ella 
referentes  á  la  administración  y  á  la  percep- 
ción de  frutos  ó  intereses.  Si  cesare  la  comu- 
nidad por  dividirse  la  cosa  poseída  en  comiin, 
corresponderá  al  usufructuario  el  usufructo 
de  la  parte  que  se  adjudicare  al  propietario  ó 
condueño. 

8EC.  3." — De  las  obligaciones  del  usufructuario. 

Art.  491.  El  usufructuario,  antes  de  entrar 
en  el  goce  de  los  bienes,  está  oblig'ado: 

1.°  A  formar,  con  citación  del  propietario 
ó  de  su  legítimo  representante,  inventario  de 
todos  ellos,  haciendo  tasar  los  muebles  y  des- 
cribiendo el  estado  de  los  inmuebles. 

2."  A  prestar  fianza,  comprometiéndose  á 
Cumplir  las  obligaciones  que  le  correspondan 
con  arreglo  á  esta  sección. 

Art.  492.  La  disposición  contenida  en  el 
luim.  2."  del  precedente  articulo,  no  es  aplica- 
ble al  vendedor  ó  donante  que  se  hubiese  re- 
servado el  usufructo  de  los  bienes  vendidos  ó 


donados,  ni  tampoco  á  los  padres  usufructua- 
rios de  los  bienes  de  sus  hijos,  ni  al  cónyuge 
sobreviviente  respecto  á  la  cuota  hereditaria 
que  le  conceden  los  arts.  834,  836  y  837,  sino 
en  el  caso  de  que  los  padres  ó  el  cónyuge  con- 
trajeren .segundo  matrimonio. 

Art.  493.  El  usufructuario,  cualquiera  que 
sea  el  titulo  del  usufructo,  podrá  ser  dispen- 
sado de  la  obligación  de  hacer  inventario  ó  de 
prestar  fianza,  cuando  de  ello  no  resultare 
perjuicio  á  nadie. 

Art.  494.  No  prestando  el  usufructuario  la 
fianza  en  los  casos  en  que  deba  darla,  podrá  el 
propietario  exigir  que  los  inmuebles  se  pon- 
gan en  administración,  que  los  muebles  se  ven- 
dan, que  los  efectos  públicos,  títulos  de  crédi- 
to nominativos  ó  al  portador  se  conviertan  en 
inscripciones  ó  se  depositen  en  un  Banco  ó  es- 
tablecimiento público,  y  que  los  capitales  ó 
sumas  en  metálico  y  el  precio  de  la  enajena- 
ción de  los  bienes  muebles  se  inviertan  en  va- 
lores seguros. 

El  interés  del  precio  de  las  cosas  muebles  y 
de  los  efecto.s  públicos  y  valores  y  los  produc- 
tos de  los  bienes  puestos  en  administración, 
pertenecen  al  usufructuario. 

También  podrá  el  propietario,  si  lo  prefirie- 
re, mientras  el  usufructuario  no  preste  fianza 
*  quede  dispensado  de  ella,  retener  cu  su  po- 
der los  bienes  del  usufructo  en  calidad  de  ad- 
ministrador, y  con  la  obligación  do  entregar 
al  usufructuario  su  producto  liquido,  deducida 
la  suma  que  por  dicha  administración  se  con- 
venga ó  judicialmente  se  le  señale. 

Art.  495.  Si  el  usufructuario  que  no  haya 
prestado  fianza  reclamare,  bajo  caución  jura- 
toria,  la  entrega  de  los  muebles  necesarios 
para  su  uso,  y  que  se  le  asigne  habitación 
para  él  y  su  familia  en  una  casa  comprendida 
en  el  usufructo,  podrá  el  juez  acceder  á  esta 
petición,  consultadas  las  circunstancias  del 
caso. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los  ins- 
trumentos, herramientas  y  demás  bienes  mue- 
bles necesarios  para  la  industria  á  que  so  de- 
dique. . 

Si  no  quisiere  el  propietario  que  se  vendan 
algunos  muebles  por  su  mérito  artístico  ó  por- 
que tengan  un  precio  de  afección,  podrá  exi- 
gir que  se  le  entreguen,  afianzando  el  abono 
del  interés  legal  del  valor  en  tasación. 

Art.  496.  Prestada  la  fianza  por  el  usu- 
fructuario, tendrá  derecho  á  todos  los  produc- 
tos desde  el  día  en  que,  conformo  al  titulo 
constitutivo  del  usufructo,  debió  comenzar  á 
percibirlos. 

Art.  497.  El  usufructuario  deberá  cuidar 
las  cosas  dadas  en  usufructo  como  un  buen  pa- 
dre de  familia. 

Art.  498.  El  usufructuario  que  enajenare  ó 
diere  en  arrendamiento  su  derecho  de  usufruc- 
to, será  responsable  del  menoscabo  que  sufran 
las  cosas  usufructuadas  por  culpa  ó  negligen- 
cia de  la  persona  que  le  sustituya. 

Art.  499.  Si  el  usufructo  se  constituyere 
sobre  un  rebaño  ó  piara  de  ganados,  el  usu- 
fructuario estará  obligado  á  reemplazar  con 
las  crias  las  cabezas  que  mueran  anual  y  or- 
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(ünariamente,  ó  falten  por  la  rapacidad  de  aui- 
inales  dañinos. 

Si  el  ganado  en  que  se  constituyere  el  usu- 
fructo pereciese  del  todo,  siu  cuipa  del  visu- 
tructuario,  por  efecto  de  un  contag-io  li  otro 
acontecimiento  no  común,  el  usufructuario 
cumplirá  con  entregar  al  dueño  los  despojos 
c;ue  se  hubiesen  salvado  de  esta  desgracia. 

Si  el  rebaño  pereciere  en  parte,  también  por 
un  accidente,  y  sin  culpa  del  visufructuario, 
continuará  el  iLsufructo  en  la  parte  que  se  con- 
serve. 

Si  el  usuft'ucto  fuere  de  ganado  estéril,  se 
considerará,  en  cuanto  á  sus  efectos,  como  si 
se  hubies«  constituido  sobre  cosa  fungible. 

Art.  500.  El  usufructuario  está  obligado  á 
hacer  las  reparaciones  ordinarias  que  necesi- 
ten las  cosas  dadas  en  usufructo. 

Se  considerarán  ordinarias  las  que  exijan  los 
deterioros  ó  desperfectos  que  procedan  del  uso 
natural  de  las  cosasy  sean  indispensables  para 
su  conservación.  Si  no  las  hiciere  después  de 
requerido  por  el  propietario,  podrá  éste  hacer- 
las por  sí  mismo  á  costa  del  usufructuario. 

Art.  501.  Las  reparaciones  extraordinarias 
s.irán  de  cuenta  del  propietario.  El  iisufruc- 
tuario  está  obligado  á  darle  aviso  cuando  fue- 
ro urgente  la  necesidad  de  hacerlas. 

Art.  502.  Si  el  propietario  hiciere  las  repa- 
raciones extraordinarias  ,  tendrá  derecho  á 
exigir  al  usufructuario  el  interés  legal  de  la 
cantidad  invertida  en  ellas  mientras  dure  el 
Tisufructo. 

Si  no  las  hiciere  cuando  fuesen  indispensa- 
bles para  la  subsistencia  de  la  cosa,  podrá  ha- 
cerlas el  usufructuario;  pero  tendrá  derecho  á 
exigir  del  propietario,  al  concluir  el  usufruc- 
to, el  aumento  de  valor  que  tuviese  la  finca 
por  efecto  de  las  mismas  obras. 

Si  el  propietario  se  negare  á  satisfacer  dicho 
importe,  tendrá  el  usufructuario  derecho  á  re- 
tener la  cosa  hasta  reintegrarse  con  sus  pro- 
ductos. 

Art.  503.  El  propietario  podrá  hacer  las 
obras  y  mejoras  de  que  sea  susceptible  la  fin- 
ca usufructuada,  ó  nuevas  plantaciones  en  ella 
si  fuere  riistica,  siempre  que  por  tales  actos 
no  resulte  disminuido  el  valor  del  usufructo, 
ni  se  perjudique  el  derecho  del  usufructuario. 

Art.  504.  El  pago  de  las  cargas  y  contribu- 
ciones anuales  y  el  de  las  que  se  consideran 
g'ravánu'ues  de  los  frutos,  será  de  cuenta  del 
usufructuario  todo  el  tiempo  que  el  usufructo 
dure. 

Art.  505.  Las  contribuciones  que  durante 
el  usufructo  se  impong-an  directamente  sobre 
el  capital,  serán  de  cargo  del  propietario. 

Si  éste  las  hubiese  satisfecho,  deberá  el  usu- 
fructuario abonarle  los  Intereses  correspon- 
dientes á  las  sumas  que  en  dicho  concepto  hu- 
biese pagado  y,  si  las  anticipare  el  usufruc- 
tuario, deberá  recibir  su  importe  al  fin  del 
usufructo. 

Art.  506.  Si  se  constituyere  el  usufructo 
sobre  la  totalidad  de  un  patrimonio,  y  al  cons- 
tituirse tuviere  deudas  el  propietario,  se  apli- 
cará, tanto  para  la  subsistencia  del  usufructo 
como  para  la  obligación  del  usufructuario  á 


satisfacerlas,  lo  establecido  en  los  arts.  642  j- 
643  respecto  de  las  donaciones. 

Esta  misma  disposición  es  aplicable  al  caso 
en  que  el  propietario  viniese  obligado,  al  cons- 
tituirse el  usufructo,  al  pago  de  prestaciones- 
periódicas,  aunque  no  tuvieran  capital  co- 
nocido. 

Art.  507.  El  usufructuario  podrá  reclamar 
por  si  los  créditos  vencidos  que  formen  parte 
del  usufructo  si  tuviese  dada  ó  diere  la  fianza 
correspondiente.  Si  estuviese  dispensado  de 
prestar  fianza  ó  no  hubiese  podido  constituirla, 
ó  la  constituida  no  fuese  suficiente,  necesitará 
autorización  del  propietario,  ó  del  juez  en  su 
defecto,  para  cobrar  dichos  créditos. 

El  usufructuario  con  fianza  podrá  dar  al  ca- 
pital que  realice  el  destino  que  estime  conve- 
niente. El  usufructuario  sin  fianza  deberá  po- 
ner á  interés  dicho  capital  de  acuerdo  con  el 
propietario;  á  falta  de  acuerdo  entre  ambos, 
con  autorización  judicial,  y,  en  todo  caso,  con 
las  garantías  suficientes  para  mantener  la  in- 
tegridad del  capital  visufructuado. 

Art.  508.  El  usufructuario  universal  debe- 
rá pagar  por  entero  el  legado  de  renta  vitali- 
cia ó  pensión  de  alimentos. 

El  usufructuario  de  una  parte  alícuota  de  la 
herencia  lo  pag'ará  en  proporción  á  su  cuota.. 

En  ninguno  de  los  dos  casos  quedará  obli- 
gado el  propietario  al  reembolso. 

El  usufructuario  de  una  ó  más  cosas  parti- 
culares sólo  pagará  el  leg'ado  cuando  la  renta 
ó  pensión  estuviese  constituida  determinada- 
mente sobre  ellas. 

Art.  509.  El  usufructuario  de  ima  fiuca  hi- 
potecada no  estará  oblig-ado  á  pagai-  las  deu- 
das para  cuya  seguridad  se  estableció  la  hi- 
poteca. ■ 

Si  la  finca  se  embargare  ó  vendiere  judi- 
cialmente para  el  pago  de  la  deuda,  el  propie- 
tario responderá  al  usufructuario  de  lo  que 
pierda  por  este  motivo. 

Art.  510.  Si  el  usufructo  fuere  de  la  totali- 
dad ó  de  parte  alícuota  de  una  herencia,  el 
usufructuario  podi-á  anticipar  las  s-umas  que- 
para  el  pag-o  de  las  deudas  hereditarias  corres- 
pondan á  los  bienes  usufructuados,  y  tendrá 
derecho  á  exigir  del  propietario  su  restitución, 
sin  interés,  al  extinguirse  el  usufructo. 

Negándose  el  usufructuario   á  hacer  esta, 
anticipación,  podrá  el  propietario  pedir  que  se  - 
venda  la  parte  de  los  bienes  usufructuados  , 
que  sea  necesaria  para  pagar  dichas  sumas,  ó  ^ 
satisfacerlas  de  su  dinero,  con  derecho,  en  este 
iiltimo  caso,  á  exigir  del  usufructuailo  los  in-   I 
tereses  correspondientes.  j 

Art.  511.  El  usufructuario  estará  obligado  i 
á  poner  en  conocimiento  del  propietario  cual-  \ 
quier  acto  do  un  tercero,  de  que  tenga  noticia, 
que  sea  capaz  de  lesionar  los  derechos  de  pro- 
piedad, y  responderá,  si  no  lo  hiciere,  de  los  ' 
daños  y  perjuicios,  como  si  hubieran  sido  oca-  i 
sionados  por  su  culpa.  ' 

Art.  512.  Serán  de  cuenta  del  usufructuario' 
los  gastos,  costas  y  condenas  de  los  pleitos- 
sostenidos  sobre  el  usufructo. 

SEC.  4.** — De  los  modos  de  esting-nirse  el  usufruct*>, 

Art.  513.    El  usufructo  se  extingue. 
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CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  11,  tit.  VI.  Del...  uno  y  habitación.) 


1."     Poi-  muerto  del  iisutruetuario. 

2."  Por  espirar  el  plazo  por  qwe  se  consti- 
tuyó, ó  ciiiiiplivse  la  condición  resolutoria  con- 
signada en  el  titulo  constitutivo. 

3.°  Por  la  reunión  del  usufructo  y  la  pro- 
piedad en  una  misma  persona. 

4.°     Por  la  renuncia  del  usufructuario. 

5."  Por  la  pérdida  total  de  la  cosa  objeto 
del  usufructo. 

6.°  Por  la  resolución  del  derecho  del  cons- 
tituyente. 

7.°     Por  prescripción. 

Art.  514.  Si  la  cosa  dada  en  usufructo  se 
perdiera  sólo  en  parte,  continuará  esto  dere- 
cho en  la  parte  restante. 

Art.  515.  No  podrá  constitviirse  el  usufruc- 
to á  favor  de  un  pueblo  ó  Corporación  ó  Socie- 
dad por  más  de  treinta  años.  Si  se  hubiese 
constituido,  y  antes  do  este  tiempo  el  pueblo 
quedara  yermo,  ó  la  Corporación  ó  la  Sociedad 
se  disolviera,  se  extinguirá  por  este  hecho  el 
usufructo. 

Art.  516.  El  usufructo  concedido  por  el  tiem- 
po que  tarde  un  tercero  en  llegar  á  cierta  edad, 
subsistirá  el  número  de  años  prefijado,  aunque 
el  tercero  muera  antes,  salvo  si  dicho  usufruc- 
to hubiese  sido  expresamente  concedido  sólo 
en  atención  á  la  existencia  do  dicha  persona. 

Art.  517.  Si  el  usufructo  estuviere  consti- 
tuido sobre  una  finca  de  la  que  forme  parte  un 
edificio,  y  éste  llegare  á  perecer,  de  cualquier 
modo  que  sea,  el  usufructuario  tendrá  derecho 
á  disfrutar  del  suelo  y  de  los  materiales. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  el  usufructo  es- 
tuviera constituido  solamente  sobre  un  edifi- 
cio y  éste  pereciere.  Pero  en  tal  caso,  si  el  pro- 
pietario quisiere  construir  otro  edificio,  tendrá 
derecho  á  ocupar  el  suelo  y  á  servirse  de  los 
materiales,  quedando  obligado  á  pagar  al  usu- 
fructuario, mientras  dure  el  usufructo,  los  in- 
tereses de  las  sumas  correspondientes  al  valor 
del  suelo  y  de  los  materiales. 

Art.  518.  Si  el  usufructuario  concurriere 
con  el  propietario  al  seguro  de  un  predio  dado 
en  usufructo,  coutinviará  aquél,  en  caso  do  si- 
niestro, en  el  goce  del  nuevo  edificio  si  se  cons- 
truyere, ó  percibirá  los  intereses  del  precio  del 
seguro  si  la  reedificación  no  conviniera  al  pro- 
pietario. 

Si  el  propietario  se  hubiera  negado  á  contri- 
buir al  seguro  del  predio,  constituyéndolo  por 
si  solo  el  usufructuario,  adquirirá  éste  el  dere- 
cho de  recibir  por  entero  en  caso  de  siniestro 
el  precio  del  seguro,  pero  con  obligación  de 
invertirlo  en  la  reedificación  de  la  finca. 

Si  el  usufructuario  se  hubiese  negado  á  con- 
tribuir al  seguro,  constituyéndolo  por  si  solo 
el  propietario,  percibirá  éste  Integro  el  precio 
del  seguro  en  caso  de  siniestro,  salvo  siempre 
el  derecho  concedido  al  usufructuario  en  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  519.  Si  la  cosa  usufructuada  fuere  ex- 
propiada por  causa  de  utilidad  pública,  el  pro- 
pietario estará  obligado,  ó  bien  á  subrogarla 
con  otra  de  igual  valor  y  análogas  condicio- 
nes, ó  bien  á  abonar  al  usufructuario  el  inte- 
rés legal  del  importe  de  la  indemnización  por 
todo  el  tiempo  que  deba  durar  el  usufructo.  Si 
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el  propietario  optare  por  lo  último,  deberá 
afianzar  el  pago  de  los  réditos. 

Art.  520.  El  usufructo  no  se  extingue  por 
el  mal  uso  de  la  cosa  usiifructuada;  pero,  si  el 
abuso infiriesecousiderable  perjuicio  al  propie- 
tario, podrá  éste  pedir  que  se  lo  entregue  la 
cosa,  obligándose  á  pagar  anuahnento  al  usu- 
fructuario el  producto  llqTiidode  la  misma,  des- 
pués de  deducir  los  gastos  y  el  premio  que  se 
le  asignare  por  su  administración. 

Art.  521.  El  usufructo  constituido  en  prove- 
cho de  varias  personas  vivas  al  tiempo  de  su 
constitución,  no  se  extinguirá  hasta  la  muerte 
do  la  iiltima  que  sobreviviere. 

Art.  522.  Terminado  el  usufructo,  se  entre- 
gará al  propietario  la  cosa  usufructuada,  sal- 
vo el  derecho  de  retención  que  compote  al  usu- 
fructuario ó  á  sus  herederos  por  los  desembol- 
sos do  que  deban  ser  reintegrados.  Verificada 
la  entrega,  se  cancelará  la  fianza  ó  hipoteca. 

CAP.  II.  —Del  uso  y  de  la  habitación. 

Art.  523.  Las  facultades  y  obligaciones  del 
usuario  y  del  que  tiene  dere'cho  de  habitación 
so  regularán  por  el  titulo  constitutivo  de  estos 
derechos;  y,  en  su  defecto,  por  las  disposicio- 
nes siguientes. 

Art.  524.  El  uso  da  derecho  á  percibir  délos 
frutos  de  la  cosa  ajena  los  que  basten  á  las  ne- 
cesidades del  usuario  y  de  su  familia,  aunque 
ésta  se  aumente. 

La  habitación  da  á  quien  tiene  este  derecho 
la  facultad  de  ocuparon  una  casa  ajena  las  pie- 
zas necesarias  para  si  y  para  las  personas  de 
su  familia. 

Art.  525.  Los  derechos  do  uso  y  habitación 
no  so  pueden  arrendar  ni  traspasar  á  otro  por 
ninguna  clase  do  titulo. 

Art.  526.  El  que  tuviere  el  uso  de  un  reba- 
ño ó  piara  de  ganado,  podrá  aprovecharse  de 
las  crias,  lecho  y  lana  en  cuanto  baste  para  su 
consumo  y  el  de  su  familia,  asi  como  también 
del  estiércol  necesario  para  el  abono  de  las  tie- 
rras que  cultive. 

Art.  527.  Si  el  usuario  consumiera  todos 
los  frutos  de  la  cosa  ajena,  ó  el  que  tuviere  de- 
recho de  habitación  ocupara  toda  la  casa,  esta- 
rá obligado  á  los  gastos  de  cultivo,  á  los  repa- 
ros ordinarios  de  conservación  y  al  pago  de  las 
contribuciones,  del  mismo  modo  que  el  usufruc- 
tuario. 

Si  sólo  percibiera  parte  de  los  frutos  ó  habi- 
tara parte  de  la  casa,  no  deberá  contribuir 
con  nada,  siempre  que  quede  al  propietario 
una  parto  de  frutos  ó  aprovechamientos  bas- 
tantes para  cubrir  los  gastos  y  las  cargas.  Si  no 
fueron  bastantes,  suplirá  aquél  lo  que  falte. 

Art.  523.  Las  disposiciones  establecidas 
para  el  usufructo  son  aplicables  á  los  derechos 
de  uso  y  habitación,  en  cuanto  no  se  opongan 
á  lo  ordenado  en  el  presente  capitulo. 

Art.  529.  Los  derechos  de  uso  .y  habitación 
se  extinguen  por  las  mismas  causas  que  el  usu- 
fructo y  además  por  abuso  grave  de  la  cosa  y 
de  la  habitación, 
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CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  II,  tit.  VIL  De  las  servidumbres.) 


TITULO  Vil 

De  las  servidumbres. 

CAPÍTULO  I.— De  las  skhvidümeues  en  gekeual. 

SEC.  1.*^ — De  las  diferentes  clases  de  servidumbres 
que  pueden  establecerse  sobre  las  fincas. 

Art.  530.  La  servidumbre  es  un  gravameu 
impuesto  sobre  uu  inmueble  eu  beneficio  de 
otro  perteneciente  A  distinto  dueño. 

El  inmueble  á  cuyo  favor  está  constituida  la 
servidumbre,  se  llama  predio  dominante;  el  que 
la  sufre,  predio  sirviente. 

Art.  531.  También  pueden  establecerse  ser- 
vidumbres eu  provecho  de  una  ó  más  personas, 
ó  de  una  comunidad,  á  quienes  no  pertenezca 
la  finca  gravada. 

Art.  532.  Las  servidumbres  pueden  ser  con- 
tinuas ó  discontinuas,  aparentes  ó  no  apa- 
rentes. 

Continitas  son  aquellas  cuyo  uso  es  ó  puede 
ser  incesante,  sin  la  intervención  de  ning'úu  he- 
cho del  hombre. 

Discontinuas  son  las  cjue  se  usan  á  interva- 
los más  ó  menos  largos  y  dependen  de  actos  del 
hombre. 

Aparentes  las  que  se  anuncian  y  están  con- 
tinuamente á  la  vista  por  signos  exteriores 
que  revelan  el  uso  y  aprovechamiento  de  las 
mismas. 

No  aparentes  las  que  no  presentan  indicio 
alguno  exterior  de  su  existencia. 

Art.  533.  Las  servidumbres  son  además  po- 
sitivas ó  neg'ativas. 

Se  llama  positiva  la  servidumbre  que  impo- 
ne al  dueño  del  predio  sirviente  la  oblig-acióu 
de  dejar  hacer  alg'una  cosa  ó  de  hacerla  por  si 
mismo,  y  negativa  la  que  prohibe  al  dueño  del 
predio  sirviente  hacer  algo  que  le  seria  licito 
sin  la  servidumbre. 

Art.  534.  Las  servidumbres  son  insepara- 
bles de  la  finca  á  que  activa  ó  pasivamente 
pertenecen. 

Art.  535.  Las  servidumbres  son  indivisibles. 
Si  el  predio  sirviente  se  divide  entre  dos  ó  más, 
la  servidumbre  no  se  modifica  y  cada  uno  de 
ellos  tiene  que  tolerarla  en  la  parte  que  le  co- 
rresponda. 

Si  es  el  predio  dominante  el  que  se  divide  en- 
tre dos  ó  más,  cada  porcionero  puede  usar  por 
entero  de  la  servidumbre,  no  alterando  el  lu- 
gar de  su  uso,  ni  agravándola  de  otra  manera. 

Art.  536.  Las  servidumbres  se  establecen 
por  la  ley  ó  por  la  voluntad  de  los  propieta- 
rios. Aquéllas  se  llaman  legales  y  éstas  volun- 
tarias. 

SEC.  2."— De  los  modos  de  adquirir  las  servidumbres. 

Art.  537.  Las  servidumbres  continuas  y 
aparentes  se  adquieren  en  virtud  de  título,  ó 
por  la  prescripción  de  veinte  años. 

Art.  538.  Para  adquirir  por  prescripción  las 
servidumbres  á  que  se  refiere  el  articulo  ante- 
rior, el  tiempo  de  la  posesión  se  contará:  en  las 
])ositivas,  desde  el  día  en  que  el  dueño  del  pre- 
dio dominante,  ó  el  que  haya  aprovechado  la 
servidumbre,  hubiera  empezado  á  ejercerla  so- 
bre el  predio  sirviente;  y  en  las  negativas,  des- 
de el  día  eu  que  el  dueño  del  predio  dominan- 


te hubiera  prohibido,  por  uu  acto  formal,  al  del 
sirviente  la  ejecución  del  hecho  que  seria  lici- 
to sin  la  servidumbre. 

Art.  539.  Las  servidumbres  continuas  no 
aparentes,  y  las  discontinuas,  sean  ó  no  apa- 
rentes, sólo  podrán  adquirirse  eu  virtud  de 
titulo. 

Art.  540.  La  falta  de  titulo  constitutivo  de 
las  servidumbres  que  no  pueden  adquií-irse 
por  prescripción,  únicamente  se  puede  suplir 
por  la  escritura  de  reconocimiento  del  dueño 
del  predio  sirviente,  ó  por  una  sentencia  flrnie. 

Art.  541.  La  existencia  de  un  signo  aparen- 
te de  servidumbre  entre  dos  fincas,  estableci- 
do por  el  propietario  de  ambas,  se  considerará 
si  se  enajenare  una,  como  titulo  para  que  la 
servidumbre  continúe  activa  y  pasivamente, 
á  no  ser  que,  al  tiempo  de  separarse  la  propie- 
dad de  las  dos  fincas,  se  exprese  lo  contrario 
en  el  titulo  de  enajenación  de  cualquiera  de 
ellas,  ó  se  hag-a  desaparecer  aquel  signo  an- 
tes del  otorg'amiento  de  la  escritura. 

Art.  542.  Al  establecerse  una  servidumbre 
se  entienden  concedidos  todos  los  derechos  ne- 
cesarios para  su  uso. 

SEC.  3."^ — Derechos  y  obligaciones  de  los  propieta- 
rios de  los  predios  dominante  y  sirviente. 

Art.  543.  El  dueño  del  predio  dominante 
podrá  hacer,  á  su  costa,  en  el  predio  sirviente 
las  obras  nece^arias  para  el  uso  y  conserva- 
ción de  la  servidumbre,  pero  sin  alterarla  ni 
hacerla  más  gravosa. 

Deberá  elegir  par.a  ello  el  tiempo  y  la  forma 
convenientes  á  fin  de  ocasionar  la  menor  inco- 
modidad posible  al  dueño  del  predio  sirviente. 

Art.  544.  Si  fuesen  varios  los  predios  domi- 
nantes, los  dueños  de  todos  ellos  estarán  obli- 
g'ados  á  contribuir  á  los  gastos  de  que  trata  el 
articulo  anterior,  eu  proporción  al  beneficio 
que  á  cada  cual  reporte  la  obra.  El  que  no 
quiera  contribuir  podrá  eximirse  renunciando 
á  la  sei'viduQibre  en  provecho  de  los  demás. 

Si  el  dueño  del  predio  sirviente  se  utilizare 
en  alg'ún  modo  de  la  servidumbre,  estará  obli- 
gado á  contribuir  á  los  gastos  en  la  propor- 
ción antes  expresada,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  545.  El  dueño  del  predio  sirviente  no 
podrá  menoscabar  de  modo  alguno  el  uso  de 
la  servidumbre  constituida. 

Sin  embargo,  si  por  razón  del  lugar  asigna- 
do primitivamente,  ó  de  la  forma  establecida 
para  el  uso  de  la  servidumbre,  llegara  ésta  á 
ser  muy  incómoda  al  dueño  del  predio  sirvien- 
te, ó  le  privase  de  hacer  en  él  obras,  reparos 
ó  mejoras  importantes,  podrá  variarse  á  su 
costa,  siempre  que  ofrezca  otro  lugar  ó  forma 
igualmente  cómodos,  y  de  suerte  que  no  resul- 
te perjuicio  alguno  al  dueño  del  predio  domi- 
nante ó  á  los  que  tengan  derecho  al  uso  de  la 
servidumbre. 


SEC.  4.» 


-De  los  modos  de  extinguirse  las 
servidumbres. 


Art.  546.    Las  servidumbres  se  extinguen: 

1."    Por  reunirse  en  una  misma  persona  la 
propiedad  del  predio  dominante  y  la  del  sir-    § 
viente. 

2."     Por  el  no  uso  durante  veinte  años. 

Este  término  principiará  á  contarse  desde 
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i-l  dia  eu  que  hubiera  dejado  de  usarse  la  ser- 
vidumbre respecto  á.  las  discoutiuuas,  y  desde 
el  dia  en  que  haya  tenido  lugar  un  acto  con- 
trario íV  la  servidumbre  respecto  á  las  conti- 
nuas. 

3."  Cuando  los  predios  veug-an  á  tal  estado 
que  no  pueda  usarse  de  la  servidumbre;  pero 
ésta  revivirá  si  después  el  estado  de  los  pre- 
dios permitiera  usar  de  ella,  ano  ser  que  cuan- 
do sea  posible  el  uso,  haya  transciu'rido  el 
tiempo  suficiente  para  la  prescripción,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  número  anterior. 

i."  Por  llegar  el  día  ó  realizarse  la  condi- 
ción, si  la  servidumbre  fuera  temporal  ó  con- 
dicional. 

5.°  Por  la  renuncia  del  dueño  del  predio 
dominante. 

6.°  Por  la  redención  convenida  entre  el 
dueño  del  predio  dominante  y  el  del  sirviente. 

Art.  547.  La  forma  de  prestar  la  servidum 
bre  puede  prescribirse  como  la  servidumbre 
misma,  y  de  la  misma  manera. 

Art.  548.  Si  el  predio  dominante  pertene- 
ciera <V  varios  en  común,  el  uso  déla  servidum- 
bre hecho  por  uno  impide  la  prescripción  res- 
pecto de  los  demás. 

CAP.  II. — De  las  servidumbres  legales. 
SECCIÓN  1.* — Disposiciones  generales. 

Art.  549.  Las  servidumbres  impuestas  por 
la  ley  tienen  por  objeto  la  utilidad  pública  ó 
el  interés  de  los  particulares. 

Art.  550.  Todo  lo  concerniente  á  las  servi- 
dumbres establecidas  para  utilidad  pública  ó 
comunal  se  regirá  por  las  leyes  y  reglamentos 
especiales  que  las  determinan,  y,  en  su  defec- 
to, por  las  disposiciones  del  presente  titulo. 

Art.  551.  Las  servidumbres  que  impone  la 
ley  eu  interés  de  los  particulares  ó  por  causa 
de  utilidad  privada,  se  regirán  por  las  dispo- 
.sicioutís  del  presente  título,  siu  perjuicio  de  lo 
que  dispongan  las  leyes,  reglamentos  y  orde- 
nanzas generales  ó  locales  sobre  policía  urba- 
na ó  rural. 

Estas  servidumbres  podrán  ser  modificadas 
por  convenio  de  los  interesados  cuando  no  lo 
prohiba  la  ley  ni  resulte  perjuicio  á  tercero. 

SEC.  2.*— De  las  servidumbres  en  materia  de  aguas. 

Art.  552.  Los  predios  inferiores  están  suje- 
tos á  recibir  las  ag'uas  que  naturalmente  y  sin 
obra  del  hombre  descienden  de  los  predios  sii- 
periores,  así  como  la  tierra  ó  piedra  q\ie  arras- 
tran en  su  curso. 

Ni  el  dueño  del  predio  inferior  puede  hacer 
obras  que  impidan  esta  servidumbre,  ni  el  del 
superior  obras  que  la  graven  '. 

Art.  553.    Las  riberas  de  los  ríos,  aun  cuau- 


'  Este  articulo  viene  d  reproducir  la  diapogición  del  69 
dtí  la  ley  de  aguas,  que  era  mucho  más  explícita,  pues  con- 
cedia  al  dueüo  del  predio  inferior  donde  vertieran  aguas 
que  no  ¡luyesen  naturalmente  de  los  superiores,  el  derecho 
de  exigir  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  y  el  de  opo- 
nerse d  recibir  las  que  arrastrarán  sustancias  nocivas  en 
disolución.  Lo  referente  d  ilaíios  y  perjuicios  no  lo  cree- 
mos derogado,  jiorque  está  en  armonia  con  laprescripciún 
general  de  los  arts.  1.101  y  t.yoi  del  Código  civil.  Lo  re- 
lativo ú  sustancias  nocivas,  no  se  halla  reirroducido  en  el 
Código  civil,  pero  tampoco  rechazado  ó  contrariado  y  es 
conforme  con  la  doctrina  cpie  proclama  el  núm.  4."  del 
articulo  1.90S. 


do  sean  de  dominio  privado,  están  sujetas  eu 
toda  su  extensión  y  sus  márgenes,  en  una 
zona  de  tres  metros,  á  la  servidumbre  de  uso 
público  en  interés  general  de  la  navegación, 
la  notación,  la  pesca  y  el  salvamento  '. 

Los  predios  contiguos  á  las  riberas  de  los 
ríos  navegables  ó  flotables  están  además  suje- 
tos á  la  servidumbre  de  camino  de  sirg'a  para 
el  servicio  exclusivo  de  la  navegación  y  flota- 
ción fluvial  ^. 

Si  fuere  necesario  ocupar  para  ello  tei-renos 
de  projíiedad  particular,  precederá  la  corres- 
pondiente indemnización  ■*. 

Art.  554.  Cuando  para  la  derivación  ó  to- 
ma de  aguas  de  un  río  ó  ai'royo,  ó  para  el 
aprovechamiento  de  otras  corrientes  continuas 
ó  discontinuas,  fuere  necesario  establecer  una 
presa,  y  el  que  haya  de  hacei'lo  no  sea  dueño 
de  las  riberas  ó  terrenos  en  que  necesite  apo- 
yarla, podrá  establecer  la  servidumbre  de  es- 
tribo de  presa,  previa  la  indemnización  corres- 
pondiente '. 

Art.  555.  Las  servidumbres  forzosas  de  saca 
de  agua  y  de  abrevadero  solamente  podrán 
imponerse  por  causa  de  utilidad  pública  en  fa- 
vor de  alg'una  población  ó  caserío,  previa  la 
correspondiente  indemnización  ■'. 

Art.  556.  Las  servidumbres  de  saca  de 
ag'ua  y  de  abrevadero  llevan  consig-o  la  obli- 
gación en  los  predios  sirvientes  de  dar  paso  á 
personas  y  ganados  hasta  el  punto  donde  ha- 
yan de  utilizarse  aquéllas,  debiendo  ser  ex- 
tensiva á  este  servicio  la  indemnización  ^. 

Art.  557.  Todo  el  que  quiera  servirse  del 
agua  do  que  puede  disponer  para  una  finca 
suya,  tiene  derecho  á  hacerla  píisar  por  los 
predios  intermedios,  con  oblig-ación  de  indem- 
nizar á  siis  dueños,  como  también  á  los  de  los 
jiredios  inferiores  sobre  los  que  se  filtren  ó 
caigan  las  aguas  *. 

Art.  558.  El  que  pretenda  usar  del  derecho 
concedido  eu  el  artículo  anterior,  está  obli- 
gado: 


1  El  art.  se  de  la  ley  de  aguas  fijó  esta  misma  exten- 
sión d  la  servidumhre  de  uso  público, pero  permitió  estre- 
char 6  ensanchar  la  zona  cuando  los  accidentes  del  terre- 
no ú  otras  legitimas  causas  lo  exigiesen.  El  Código  civil 
no  reproduce  la  salvedad,  que  consideramos  no  obstante 
subsistetite,  por  ser  aneja  d  la  misma  índole  del  gravamen 
objeto  de  la  disjiosición  que  anotamos. 

2  Este  párrafo  reproduce  el  art.  US  de  la  ley  de  aguas, 
pero  altera  su  texto  por  lo  menos  en  la  forma  ó  expresión. 
La  servidumbre  de  camino  de  sirga,  como  solamente  pue- 
de establecerse  en  los  rios  navegables  y  flotables,  es  claro 
que  se  autoriza  en  interés  privativo  de  la  navegación  y 
flotación.  En  esto  vienen,  pues,  d  hacer  la  misma  declara- 
ción la  ley  de  aguas  y  el  Cód.  civil;  pero  aquélla,  más  ex- 
plicita  que  éste,  determina  el  caso  en  que  es  licita  la  inva- 
sión de  las  propiedades  colindantes. 

^  Que  consistirá  en  el  abono  del  valor  del  terreno  que 
se  ocupe,  si  hevtos  de  suplir  el  silencio  del  Código  con  lo 
que  declara  el  a,rt.  112  de  la  ley  de  aguas. 

<■  Este  articulo  ajnplia  considerablemente  el  alcance 
del  IOS  de  la  ley  de  aguas,  que  autoriza  la  imposición  de 
la  servidumbre  de  estribo  de  presa,  cuando  el  agua  haya 
de  destinarse  á  un  servicio  público  ó  d  uno  de  los  objetos 
esjyeciftcados  eii  el  art.  7  7. 

^  Sólo  difiere  el  art.  S55  del  107  y  el  55e  del  ÍOD  de  la 
ley  de  aguas,  en  que  ésta  menciona  las  dos  servidumbres 
en  orden  inverso:  primero  la  de  abrevadero  y  después  la 
de  saca  de  ag,ia. 

'^  La  servidumbre  de  paso  de  aguas  por  predios  inter- 
medios, objeto  de  los  arts.  557  y  55S,  es  una  novedad  del 
Código  civil  que  tiene  su  precedente  legal  en  las  disposi- 
ciones que  han  venido  regulando  la  de  acueducto. 
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1."  A  justificar  que  puede  disponer  del 
agua  y  que  ésta  es  suficiente  para  el  uso  á 
que  la  destina. 

2.°  A  demostrar  que  el  paso  que  solicita 
es  el  más  conveniente  y  menos  oneroso  para 
tercero. 

3.°  A  indemnizar  al  dueño  del  predio  sir- 
viente en  la  forma  que  se  determine  por  las 
leyes  y  reglamentos. 

Art.  559.  Xo  p\iede  imponerse  la  servi- 
dumbre de  acueducto  para  objeto  de  interés 
privado,  sobre  edificios,  ni  sus  patios  ó  depen- 
dencias, ni  sobre  jardines  ó  huertas  ya  exis- 
tentes V 

^rt.  560.  La  servidumbre  de  acueducto  no 
obsta  para  que  el  dueño  del  predio  sirviente 
pueda  cerrarlo  y  cercarlo,  asi  como  edificar 
sobre  el  mismo  acueducto  de  manera  que  éste 
no  experimente  perjuicio,  ni  se  imposibiliten 
las  reparaciones  y  limpias  necesarias  -. 

Art.  561.  Para  los  efectos  légrales  ^,  la  servi- 
dumbre de  acueducto  será  considerada  como 
continua  y  aparente,  aun  cuando  no  sea  cons- 
tante el  paso  del  agua,  ó  su  uso  dependa  de 
las  necesidades  del  predio  dominante,  ó  de  un 
tvu'uo  establecido  por  dias  ó  por  horas. 

Art.  562.  El  que  para  dar  riego  á  su  here- 
dad ó  mejorarla,  necesite  construir  parada  ó 
partidor  en  el  cauce  por  donde  haj-a  de  reci- 
bir el  agua,  podrá  exigir  que  los  dueños  de 
las  márgenes  permitan  su  construcción,  pre- 
vio abono  de  daños  y  perjuicios,  inclusos  los 
que  se  originen  de  la  nueva  servidumbre  á 
dichos  dueños  y  'á  los  demás  regantes  ^. 

Art.  563.  El  establecimiento,  extensión, 
forma  y  condiciones  de  las  servidumbres  de 
aguas,  de  qiie  se  trata  en  esta  sección,  se  re- 
gii'án  por  la  ley  especial  de  la  materia  en  cuan- 
to no  se  halle  previsto  en  este  Código. 

SEC.  3.* — De  la  servidumbre  de  paso. 

Art.  564.  El  propietario  de  una  finca  ó  he- 
redad, enclavada  entre  otras  ajenas  y  sin  sa- 
lida á  camino  público,  tiene  derecho  á  exigir 
paso  por  las  heredades  vecinas,  previa  la  co- 
x'respondiente  indemnización. 

Si  esta  servidumbre  se  constituye  de  mane- 
ra que  pueda  ser  continuo  su  uso"  para  todas 
las  necesidades  del  predio  dominante  estable- 
ciendo una  vía  permanente,  la  indemnización 
consistirá  en  el  valor  del  terreno  que  se  ocu- 
pe y  en  el  importe  de  los  perjuicios  c^ue  se 
causen  en  el  predio  sirviente. 

Cuando  se  limite  al  paso  necesario  para  el 
cultivo  de  la  finca  enclavada  entre  otras  y 
para  la  extracción  de  sus  cosechas  á  través 
del  predio  sirviente  sin  vía  permanente,  la  in- 
demnización consistirá  en  el  abono  del  perjui- 
cio que  ocasione  este  gravamen. 

Art.   565.    La  servidumbre  de  paso  debe 


^  Existentes  al  tiempo  de  hacerse  la  solicitnd, 
dice  con  más  claridad  el  art.  83  de  la  ley  de  aguas. 

2  Cómo  han  de  hacerse  éspts,  lo  determina  en  su  se- 
gundo inciso  el  art.  96  de  la  ley  de  aguas.  El  primer  in- 
ciso de  este  art.  96  está  literalmente  transcrito  en  el  ar- 
ticulo 560  del  Código. 

^  Para  los  efectos  legales,  es  decir,  para  lo»  deter- 
minados en  los  arts.  537,  53S,  540,  541  y  546,  núm.  2." 

'^  Modifica  este  articulo  la  redacción,  pero  no  el  conte- 
nido del  105  de  la  ley  de  aguas. 


darse  por  el  punto  menos  perjudicial  al  predio 
sirviente,  y,  en  cuanto  fuei"e  conciliable  con 
esta  regla,  por  donde  sea  menor  la  distancia 
del  predio  dominante  al  camino  público. 

Art.  566.  La  anchura  de  la  servidumbre  de 
paso  será  la  que  baste  á  las  necesidades  del 
predio  dominante. 

Art.  567.  Si,  adquirida  una  finca  por  ven- 
ta, permuta  ó  partición,  quedare  enclavada 
entre  otras  del  vendedor,  permutante  ó  copar- 
tícipe, éstos  están  obligados  á  dar  paso  sin  in- 
demnización, salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  568.  Si  el  paso  concedido  á  una  finca 
enclavada  deja  de  ser  necesario  por  haberla 
reunido  su  dueño  á  otra  que  esté  contigua  al 
camino  piiblico,  el  dueño  del  predio  sirviente 
podrá  pedir  que  se  extinga  la  servidumbre, 
devolviendo  lo  que  hubiera  recibido  por  in- 
demnización. 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  de  abrir- 
se un  nuevo  camino  que  dé  acceso  á  la  finca 
enclavada. 

Art.  569.  Si  fuere  indispensable  para  cons- 
truir ó  reparar  alg'ún  edificio  pasar  materia- 
les por  predio  ajeno,  ó  colocar  en  él  andamies 
ú  otros  objetos  para  la  obra,  el  dueño  de  este 
predio  está  obligado  á  consentirlo,  recibiendo 
la  indemnización  correspondiente  al  perjuicio 
que  se  le  irrogue. 

Art.  570.  Las  servidumbres  existentes  de 
paso  para  ganados,  conocidas  con  los  nom- 
bres de  cañada,  cordel,  vereda  ó  cualquiera 
otro,  y  las  de  abrevadero,  descansadero  y  ma- 
jada, se  regirán  por  las  ordenanzas  y  regla- 
mentos del  ramo  ',  y,  en  su  defecto,  por  el  uso 
\  costumbre  del  lug-ar. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  legítimamente 
adquiridos,  la  cañada  no  podrá  exceder  en 
todo  caso  de  la  anchura  de  75  metros,  el  cor- 
del de  37  metros  50  centímetros,  y  la  vereda 
de  20  metros. 

Cuando  sea  necesario  establecer  la  servi- 
dumbre forzosa  de  paso  ó  la  de  abrevadero 
para  ganados,  se  observará  lo  dispuesto  en 
esta  sección  y  en  los  arts.  555  y  556.  En  este 
caso  la  anchura  no  podrá  exceder  de  10  me- 
tros ■■'. 

SEC.  4.* — De  la  servidumbre  de  medianería. 

Art.  571.  La  servidumbre  de  medianería 
se  regirá  por  las  disposiciones  de  este  titulo  y 
por  las  ordenanzas  y  usos  locales  en  cuanto 
no  se  opongan  á  él  ó  no  esté  prevenido  en  el 
mismo. 

Art.  572.     Se  presume  la  servidumbre  de 


*  Véase  el  articulo  Cañadas...,  y  en  G.\nadería,  el 
R.  D.  de  3  Marzo  187 7  con  el  reglamento  de  la  misma 
fecha. 

=  (Servidumbres  pecuarias.)  «El  art.  530,  que 
declara  subsistentes  las  servidumbres  pecuarias  es- 
tablecidas, necesitaba  alguna  ampliación  á  fin  de 
determinar  claramente  su  régimen  en  lo  futuro, 
tanto  para  que  no  se  crej-era  que  iban  á  desapare- 
cer las  anchuras  señaladas  por  la  legislación  ante- 
rior á  algunas  de  estas  servidumbres,  cuanto  para 
fijar  la  medida  de  las  forzosas  que  en  adelante  se 
establezcan,  con  destino  al  paso  y  abrevadero  de 
los  ganados.  Para  cumplir  estos  fines,  guardando 
profundo  respeto  á  los  derechos  adquiridos,  ha  re- 
fundido la  Sección  el  espresado  artículo. >  (Exp.  de 
motivos.) 
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medianería  mientras  no  haya  un  titulo,  ó  sig- 
no exterior,  ó  prueba  en  contrario: 

1."  En  las  paredes  divisorias  de  los  edifi- 
cios coutig'uos  hasta  el  punto  común  de  ele- 
vación. 

2."     En  las  paredes  divisorias  de  los  jardi- 
nes ó  corrales  sitos  en  poblado  ó  en  el  campo. 
3.°     En  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos 
que  dividen  los  predios  rüsticos. 

Art.  573.  Se  entiende  que  hay  signo  exte- 
rior, contrario  á  las  servidumbres  de  media- 
nería: 

1.°  Cuando  en  las  paredes  divisorias  de 
los  edificios  haya  ventanas  ó  huecos  abiertos. 
2."  Cuando  la  pared  divisoria  esté  por  un 
lado  recta  y  á  plomo  en  todo  su  paramento,  y 
por  el  otro  presente  lo  mismo  en  su  parte  su- 
perior, teniendo  eu  la  inferior  relex  ó  retallos. 
3."  Cuando  resulte  construida  toda  la  pa- 
red sobre  el  terreno  de  una  de  las  fincas,  y  no 
]ior  mitad  entre  una  y  otra  de  las  dos  conti- 
guas. 

i."  Cuando  sufra  las  cargas  de  carreras, 
pisos  y  armalnras  de  una  do  las  fincas,  y  no 
de  la  contig'ua. 

5."  Cuando  la  pared  divisoria  entre  patios, 
jardines  y  heredades  esté  construida  de  modo 
i[ue  la  albardilla  vierta  hacia  una  de  las  pro- 
piedades. 

6.°  Cuando  la  pared  divisoria,  construida 
de  mamposteria,  presente  piedras  llamadas 
pasaderas,  que  de  distancia  en  distancia  sal- 
gan fuera  de  la  superficie  sólo  por  un  lado  y 
no  por  el  otro. 

7.°  Cuando  las  heredades  contiguas  á  otras 
defendidas  por  vallados  ó  setos  vivos  no  se 
hallen  cerradas. 

En  todos  estos  casos  la  propiedad  de  las  pa- 
redes, vallados  ó  setos  se  entenderá  que  per- 
tenece exclusivamente  al  dueño  de  la  finca  ó 
heredad  que  tenga  á  su  favor  la  presunción 
fundada  eu  cualquiera  de  lossig'nos  indicados. 
Art.  574.  Las  zanjas  ó  acequias  abiertas 
entre  las  heredades  se  presumen  también  me- 
dianeras, si  no  hay  titulo  ó  signo  que  demues- 
tre lo  contrario. 

Ha\'  signo  contrario  A  la  medianería  cuan- 
do la  tierra  ó  broza  sacada  para  abrir  la  zanja 
ó  para  su  limpieza  se  halla  de  un -solo  lado,  en 
cuyo  caso  la  propiedad  de  la  zanja  pertenece- 
r.'i  exclusivamente  al  dueño  de  la  heredad  que 
tenga  á  su  favor  este  signo  exterior. 

Art.  575.  La  reparación  y  construcción  de 
las  paredes  medianeras  y  el  mantenimiento  de 
los  vallados,  setos  vivos,  zanjas  y  acequias, 
también  medianeros,  se  costeará  por  todos  los 
dueños  de  las  fincas  que  tengan  á  su  favor 
la  medianería,  en  proporción  al  derecho  de 
cada  uno. 

Sin  embargo,  todo  propietario  puede  dispen- 
sarse de  contribuir  á  esta  carga  renunciando 
;l  la  medianería,  salvo  el  caso  en  que  la  pared 
medianera  sostenga  un  edificio  suyo. 

Art.  576.  Si  el  propietario  de  un  edificio 
que  se  apoya  en  una  pared  medianera  quisie- 
ra derribarlo,  podrá  igualmente  renunciar  á 
la  medianería,  pero  serán  de  su  cuenta  todas 
las  reparaciones  y  obras  necesarias  para  evi- 
tar, por  aquella  vez  solamente,  los  daños  que 


el  derribo  pueda  ocasionar  á  la  pared  me- 
dianera. 

Art.  577.  Todo  propietario  puede  alzar  la 
pared  medianera,  haciéndolo  á  sus  expensas  é 
indemnizando  los  perjuicios  que  se  ocasionen 
con  la  obra,  aunque  sean  temporales. 

Serán  igualmente  de  su  cuenta  los  gastos  de 
conservación  de  la  pared,  en  lo  que  ésta  se 
haya  levantado  ó  profundizado  s\is  cimientos 
respecto  de  cómo  estaba  antes:  y  además  la  in- 
demnización de  los  mayores  gastos  que  haya, 
que  hacer  para  la  conservación  de  la  pared 
medianera  por  razón  de  la  mayor  altura  ó  pro- 
fundidad que  se  le  haya  dado. 

Si  la  pared  medianera  no  pudiese  resistir  la 
mayor  elevación,  el  propietario  que  quiera  le- 
vantarla tendrá  oblig-ación  de  reconstruirla  á 
su  costa;  y  si  para  ello  fuere  necesai'io  darle 
mayorespesor, deberá darlodesu  propio  suelo. 

Art.  578.  Los  demás  pro|)ietarios  que  no 
hayan  contribuido  á  dar  más  elevación,  pro- 
fundidad ó  espesor  á  la  pared,  podrán,  sin  em- 
bargo, adquirir  eu  ella  los  derechos  de  media- 
nería, pagando  proporcionalmente  el  importe 
de  la  obra  y  la  mitad  del  valor  del  terreno  sobre 
el  que  se  le  hubiese  dado  mayor  espesor. 

Art.  579.  Cada  propietario  de  una  pared 
medianera  podrá  usar  de  ella  en  proporción  al 
derecho  que  tenga  eu  la  mancomunidad;  po- 
drá, por  lo  tanto,  edificar  apoyando  su  obra  en 
la  pared  medianera,  ó  introduciendo  vigas 
hasta  la  mitad  de  su  espesor,  pero  sin  impedir 
el  uso  coniiin  y  respectivo  de  los  demás  me- 
dianeros. 

Para  usar  el  medianero  de  este  derecho  ha 
de  obtener  previamente  el  consentimiento  de 
los  demás  interesados  en  la  medianería;  y,  si 
no  lo  obtuviere,  se  fijarán  por  peritos  las  con- 
diciones necesarias  para  que  la  nueva  obra  no 
perjudique  á  los  derechos  de  aquéllos. 

SEC.  5.*^ — De  la  servidumbre  do  luces  y  vistas. 

Art.  580.  Ningún  medianero  puede  sin  con- 
sentimiento del  otro  abrir  en  pared  medianera 
ventana  ni  hueco  alguno. 

Art.  581.  El  dueño  de  una  pared  no  media- 
nera, contigua  á  finca  ajena,  puede  abrir  eu 
ella  ventanas  ó  huecos  para  recibir  luces  á  la 
altura  de  las  carreras,  ó  inmediatos  á  los  te- 
chos, y  de  las  dimensiones  de  30  centímetros 
en  cuadro,  y,  en  todo  caso,  con  reja  de  hieri'O 
remetida  eu  la  pared  y  con  red  de  alambre. 

Sin  embargo,  el  dueño  de  la  finca  ó  propie- 
dad contigua  á  la  pared  en  que  estuvieren 
abiertos  los  huecos  podrá  cerrarlos  si  adquie- 
re la  medianería,  y  no  se  hubiera  pactado  lo 
contrario. 

También  podrá  cubrirlos  edificando  en  su 
terreno  ó  levantando  pared  contigua  á  la  que 
tenga  dicho  hueco  ó  ventana. 

Art.  582.  No  se  puede  abrir  ventanas  con 
vistas  rectas,  ni  balcones  ú  otros  voladizos  se- 
mejantes, sobre  la  finca  del  vecino,  si  no  hay 
dos  metros  de  distancia  entre  la  pared  eu  que 
se  construyan  y  dicha  propiedad. 

Tampoco  pueden  tenerse  vistas  de  costado 
ü  oblicuas  sobre  la  misma  propiedad,  si  no 
hay  60  centímetros  de  distancia. 

Art.  583.     Las  distancias  de  que  se  habla  eu 
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el  articulo  autei-ior  se  contarán  eu  las  vistas 
rectas  desde  la  linea  exterior  de  la  pared  eu 
los  huecos  eu  que  no  haya  voladizos,  desde  la 
linea  de  éstos  donde  los  haya,  y  para  las  obli- 
cuas desde  la  linea  de  separación  de  las  dos 
propiedades. 

Art.  584.  Lo  dispuesto  eu  el  art.  582  no  es 
aplicable  á  los  edificios  separados  por  una  via 
pública. 

Art.  585.  Cuando  por  cualquier  titulo  se 
hubiere  adquirido  derecho  á  tener  vistas  di- 
rectas, balcones  ó  miradores  sobre  la  propie- 
dad colindante,  el  dueño  del  predio  sirviente 
no  podrá  edificar  á  menos  de  tres  metros  de 
distancia,  tomándose  la  medida  de  la  manera 
indicada  en  el  ai-t.  583. 

SEO.  6."— Del  desagüe  de  los  edifloios. 

Art.  586.  El  propietario  de  un  edificio  está 
oblig'ado  á  construir  sus  tejados  ó  cubierta  de 
manera  que  las  ag-uas  pluviales  caig-an  sobre 
su  propio  suelo  ó  sobre  la  calle  ó  sitio  piiblico 
y  no  sobre  el  suelo  del  vecino.  Aun  cayendo 
sobre  el  propio  suelo,  el  propietario  está  obli- 
gado á  recog'er  las  ag'uas  de  modo  que  no  cau- 
sen perjuicio  al  predio  contiguo. 

Art.  587.  El  dueño  del  predio  que  sufra  la 
servidumbre  de  vertiente  de  los  tejados,  podrá 
edificar  recibiendo  las  ag'uas  sobre  su  propio 
tejado,  ó  dándoles  otra  salida  conforme  á  las 
ordenanzas  ó  costumbres  locales,  y  de  modo 
que  no  resulte  gravamen  ni  perjuicio  alguno 
para  el  predio  dominante. 

Art.  588.  Cuando  el  corral  ó  patio  de  una 
casa  se  halle  enclavado  entre  otras  y  no  sea 
posible  dar  salida  por  la  misma  casa  á  las  aguas 
pluviales  que  en  él  se  recojan,  podrá  exigirse 
el  establecimiento  de  la  servidumbre  de  des- 
ag'üe,  dando  paso  á  las  ag-uas  por  el  punto  de 
los  predios  contiguos  en  que  sea  más  fácil  la 
salida,  y  estableciéndose  el  conducto  de  des- 
agüe en  la  forma  que  menos  perjuicios  oca- 
sione al  predio  sirviente,  previa  la  indemniza- 
ción que  corresponda. 

SEC.  7.* — De  las  distancias  y  obras  intermedias  para 
ciertas  construcciones  y  plantaciones. 

Art.  589.  No  se  podrá  edificar  ni  hacer 
plantaciones  cerca  de  las  plazas  fuertes  ó  for- 
talezas sin  sujetarse  á  las  condiciones  exigidas 
por  las  leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  par- 
ticulares de  la  materia  '. 

Art.  590.  Nadie  podrá  construir  cerca  de 
una  pared  ajena  ó  medianera  pozos,  cloacas, 


•  En  el  artículo  Obras  en  las  demarcaciones  mili- 
tares, haremos  mérito  de  una  disposición  del  tit.  II,  tra- 
tado VI  de  las  Ordenanzas,  prohibiendo  construir  y  re- 
parar edi/lcios  en  la  circunferencia  y  distancia  de  1.500 
varas  de  las  fortificaciones,  insertando  además  varias 
Es.  Os.  alusivas  á  la  materia.  El  Reg.  de  10  de  Marzo  de 
1881  para  la  aplicación  al  ramo  de  Querrá  de  la  ley  de 
expropiación  forzosa,  declara  en  su  art.  i."  que  habrá  lu- 
gar a  la  de  los  terrenos  que  se  Itallan  covrprendidos  den- 
tro de  las  zonas  militares  exteriores  é  interiores  de  las  for- 
tificaciones y  de  las  construcciones  y  plantaciones  de  cual- 
quier género  circunscritas  en  ellas.  Pueden  verse  además 
en  el  articulo  Zona,  las  Es.  Os.  de  7  de  Agosto  de  1871  y  2 
de  Octubre  de  1673  sobre  constritcciones  en  las  zonas  mili- 
tares; en  TERHiTdRio  NACIONAL,  el  R.  D.  de  17  de  Marzo 
de  1891  sobre  zona  militar  de  costas  y  fronteras,  y  en  Mi- 
sas, el  art.  12  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869  reformado 
por  la  de  4  de  Marzo  de  1868.— Véase  también  Servi- 
dumbres PÚBLICAS. 


acueductos,  hornos,  fraguas,  chimeneas,  esta- 
blos, depósitos  de  materias  corrosivas,  arte- 
factos que  se  muevan  por  el  vapor,  ó  fábricas 
que  por  si  mismas  ó  por  sus  productos  sean 
peligrosas  ó  nocivas,  sin  guardar  las  distan- 
cias prescritas  por  los  reglamentos  y  usos  del 
lugar,  y  sin  ejecutar  las  obras  de  resguardo 
necesarias,  con  sujeción,  en  el  modo,  á  las  con- 
diciones que  los  mismos  reg'lamentos  pres- 
criban '. 

A  falta  de  reglamento  se  tomarán  las  pre- 
cauciones que  se  juzg'uen  necesarias,  previo 
dictamen  pericial,  á  fin  de  evitar  todo  daño  a 
las  heredades  ó  edificios  vecinos. 

Art.  591.  No  se  podrá  plantar  árboles  cerca 
de  una  heredad  ajena  sino  á  la  distancia  auto- 
rizada por  las  Ordenanzas  ó  la  costumbre  del 
lug'ar,  y  en  su  defecto,  á  la  de  dos  metros  de 
la  linea  divisoria  de  las  heredades  si  la  plan- 
tación se  hace  de  árboles  altos,  y  á  la  de  50 
centímetros  si  la  plantación  es  de  arbustos  ó 
árboles  bajos. 

Todo  propietario  tiene  der.echo  á  pedir  que 
se  arranquen  los  árboles  que  en  adelante  se 
plantaren  á  menor  distancia  de  su  heredad  ^. 

Art.  592.  Si  las  ramas  de  alg'unos  árboles 
se  extendieren  sobre  una  heredad,  jardines  ó 
patios  vecinos,  tendrá  el  dueño  de  éstos  dere- 
cho á  reclamar  que  se  corten  en  cuanto  se  ex- 
tiendan sobre  su  propiedad,  y  si  fueren  las 
raices  de  los  ái-boles  vecinos  las  que  se  exten- 
diesen en  suelo  de  otro,  el  dueño  del  suelo  en 
que  se  introduzcan  podrá  cortarlas  por  si  mis- 
mo dentro  de  su  heredad. 

Art.  593.  Los  árboles  existentes  en  un  seto 
vivo  medianero  se  presumen  también  media- 
neros, y  cualquiera  de  los  dueños  tiene  dere- 
cho á  exigir  su  derribo. 

Exceptúanse  los  árboles  que  sirvan  de  mo- 
jones, los  cuales  no  podrán  arrancarse  sino  de 
común  acuerdo  entre  los  colindantes. 

CAP.  III.— De  las  SERVIDUMBRES  VOLUNTARIAS. 

Art.  594.  Todo  propietario  de  una  finca 
puede  establecer  en  ella  las  servidumbres  que 
tenga  por  conveniente  y  en  el  modo  y  forma 


1  La  filiación  de  este  artículo  se  encuentra  en  varias 
disposiciones  anteriormente  pro7nulgadas.  El  24  de  la  ley 
de  aguas  de  13  de  Junio  de  1879,  señala  la  distancia  á  que 
han  de  ejecutarse  las  labores  cuyo  objeto  sea  el  alumbra- 
miento de  aguas  subterráneas;  el  art.  12  de  la  ley  de  mi- 
nas la  que  han  de  guardar  las  calicatas  de  los  edificios, 
caminos,  canales,  etc.;  la  R.  O.  de  11  de  Abril  de  1860, 
mandó  que  precisamente  se  instalaran  en  las  afueras  de 
las  poblaciones  los  establecimientos  para  la  licuación  del 
sebo  y  las  tenerías  y  fábricas  de  aguardientes  y  la  de  13 
de  Junio  de  1861  Jijó  la  distancia  que  ha  de  mediar  entre 
entre  las  habitaciones  y  carreteras,  y  las  fábricas  de  cal 
y  yeso. —  Véase  el  articulo  Talleres  y  establecimien- 
tos INSALUBRES,  INCÓMODOS  Y  PELIGROSOS. 

2  (Plantaciones  cerca  de  heredad  ajena.)  «El 
art.  &9I  no  permitía  plantar  árboles  altos  cerca  de 
lina  heredad  ajena  á  menos  distancia  de  tres  metros 
ni  Arboles  bajos  y  arbustos  á  menos  de  dos  de  la  li- 
nea divisoria  entre  ambas  heredades.  Estas  distan- 
cias hubieron  de  parecer  excesivas  y  no  bastante 
justificadas,  á  los  que  creían  que  con  otras  mucho 
menores  no  sufriría  tampoco  usurpación  ni  perjuicio 
el  dominio  ajeno.  La  Sección  lo  ha  creído  así  tam- 
bién, y  en  su  consecuencia  ha  reducido  aquellas  dis- 
tancias á  dos  metros  y  á  50  centímetros  respectiva- 
mente, salvo  lo  que  dispongan  en  todo  caso  las  Or- 
denanzas rurales,  ó  lo  que  se  halle  autorizado  perla 
costumbre  de  la  localidad. >  (Exp.de  motivos.) 
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que  bieu  le.  pareciere,  siempre  que  no  contra- 
venga á  las  leyes  ni  al  orden  público. 

Art.  595.  El  que  tenga  la  propiedad  de  una 
finca,  cuyo  usufructo  pertenezca  á  otro,  podrá 
imponer  sobre  ella,  sin  el  consentimiento  del 
usiil'riictuario,  las  servidumbres  que  no  perju- 
diqíieu  al  derecho  del  usufructo. 

Art.  596.  Cuando  pertenezca  á  una  perso- 
na el  dominio  directo  de  una  finca  y  á  otra  el 
dominio  iitil,  no  podrá  establecerse  sobi-e  ella 
servidumbre  voluntaria  perpetua  sin  el  con- 
sentimiento de  ambos  dueños, 

Art.  597.  Para  imponer  una  servidumbre 
sobre  un  fundo  indiviso  se  necesita  el  consen- 
timiento de  todos  los  copropietarios. 

La  concesión  hecha  solamente  por  algunos, 
quedará  en  suspenso  hasta  tanto  que  la  otor 
gue  el  último  de  todos  los  participes  ó  comu- 
neros. 

Pero  la  concesión  hecha  por  uno  de  los  co- 
propietarios separadamente  de  los  otros  obli- 
ga al  concedente  y  á  sus  sucesores,  aunque  lo 
sean  á  titulo  particular,  á  no  impedir  el  ejer- 
cicio del  derecho  concedido. 

Art.  598.  El  titulo  y,  en  su  caso,  la  posesión 
de  la  servidumbre  adquirida  por  prescripción, 
determinan  los  derechos  del  predio  dominante 
y  las  oblig'aciones  del  sirviente.  En  su  defecto, 
se  regirá  la  servidumbre  por  las  disposiciones 
del  presente  titulo  que  le  sean  aplicables. 

Art.  599.  Si  el  dueño  del  predio  sirviente 
se  hubiere  obligado,  al  constituirse  la  servi- 
dumljre  á  costear  las  obras  necesarias  para  el 
uso  y  conservación  de  la  misma,  podrá  librar- 
se de  esta  carga  abandonando  su  predio  al 
dueño  del  dominante. 

Art.  600.  La  comunidad  de  pastos  sólo  po- 
drá establecerse  en  lo  sucesivo  por  concesión 
expresa  de  los  propietarios,  que  resulte  de 
contrato  ó  de  última  voluntad,  y  no  á  favor  de 
ana  universalidad  de  individuos  y  sobre  una 
universalidad  de  bienes,  sino  á  favor  de  deter- 
minados individuos  y  sobre  predios  también 
ciertos  y  determinados. 

La  servidumbre  establecida  conforme  á  este 
articulo  se  regirá  por  el  título  de  su  insti- 
tución. 

Art.  601.  La  comunidad  de  pastos  en  terre- 
nos públicos,  ya  pertenezcan  á  los  Municipios, 
ya  al  Estado,  se  regirá  por  las  leyes  adminis- 
ti-ativas  '. 

Art.  602.  Si  entre  los  vecinos  de  uno  ó  más 
pueblos  existiere  comunidad  de  pastos,  el  pro- 
pietario que  cercare  con  tapia  ó  seto  una  fin- 
ca, la  hará  libre  de  la  comunidad.  Quedarán, 
sin  embargo,  subsistentes  las  demás  servidum- 
bres que  sobre  la  misma  estuviesen  estable- 
cidas. 

El  propietario  que  cercare  su  finca  conser- 
vará su  derecho  á  la  comunidad  de  pastos  en 
las  otras  fincas  no  cercadas. 

Art.  603.     El  dueño  de  terrenos  gravados 


*  Las  disposiciones  administrativas  referentes  d  la 
cormtnidad  de  jjastos  ó  al  derecho  de  utilizarlos  en  los  te- 
rrenos públicos,  son  el  art,  75  de  la  ley  •municipal,  el  2.^ 
déla  ley  de  30  deJidio  de  1S78,  los  117 y  sic/uientes  de  las 
Ordenanzas  de  montes  de  )i'2  Diciembre  1S,13,  el  í>,^  de  la 
ley  de  24  Mayo  lSíl3,  los  72  y  siguientes  del  reglamento  de 
17  Mayo  1SIÍ5  y  otras  menos  fundamentales. — V.  Pastos: 
Servidumbres. 


con  la  servidumbre  de  pastos  podrá  redimir 
esta  carga  mediante  el  pago  de  su  valor  á  los 
que  tengan  derecho  á  la  servidumbre. 

A  falta  de  convenio,  se  fijará  el  capital  para 
la  redención  sobre  la  base  del  4  por  100  del  va- 
lor anual  de  los  pastos,  regulado  por  tasación 
pericial. 

Art.  604.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior es  aplicable  á  las  servidiimbres  estableci- 
das para  el  aprovechamiento  de  leñas  y  de- 
más productos  de  los  montes  de  propiedad 
particular. 

TITULO  VIII 

Del  registro  de  la  propiedad. 

CAPÍTULO   ÚNICO 

Art.  605.  El  Registro  de  la  propiedad  tiene 
por  objeto  la  inscripción  ó  anotación  de  los  ac- 
tos y  contratos  relativos  al  dominio  y  demás 
derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles. 

Art.  606.  Los  títulos  de  dominio  ó  de  otros 
derechos  realessobre  bienes  inmuebles, que  no 
estén  debidamente  inscritos  ó  anotados  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  no  perjudican  á  ter- 
cero. 

Art.  607.  El  Registro  de  la  propiedad  será 
público  para  los  que  tengan  interés  conocido 
en  averiguar  el  estado  de  los  bienes  inmue- 
bles ó  derechos  reales  anotados  ó  inscritos. 

Art.  608.  Pai-a  determinar  los  títulos  suje- 
tos á  inscri]}eión  ó  anotación,  la  forma,  efec- 
tos y  extinción  de  las  mismas,  la  manera  de 
llevar  el  Registro  y  el  valor  de  los  asientos  de 
sus  libros,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
hipotecaria. 

LIBRO   TERCERO 

DE  LOS  DIFERENTES  MODOS  DE  ADQUIRIR  LA  PROPIEDAD 

Disposición  2'reliminar. 

Art.  609.  La  propiedad  se  adquiere  por  la 
ocupación. 

La  propiedad  y  los  demás  derechos  sobre  los 
bienes  se  adquieren  y  transmiten  por  la  ley, 
por  donación,  por  sucesión  testada  é  intestada, 
y  por  consecuencia  de  ciertos  contratos  me- 
diante la  tradición. 

Pueden  también  adquirirse  por  medio  de  la 
pi'escripción. 

TITULO  PRIMERO 
De  la  ocupación. 

Art.  610.  Se  adquieren  por  la  ocujiación  los 
bienes  apropiables  por  su  naturaleza  que  ca- 
recen de  dueño,  como  los  animales  que  son  ob- 
jeto de  la  caza  y  pesca,  el  tesoro  oculto  y  las 
cosas  muebles  abandonadas. 

Art.  611.  El  derecho  de  caza  y  pesca  se  rig'e 
por  leyes  especiales  '. 

Art.  612.  El  propietario  de  un  enjambre 
de  abejas  tendrá  derecho  á  persegniirlo  sobro 


*  Las  leyes  fundamentales  sobre  caza  y  pesca  son  la 
ley  de  10  deEnero  de  1879  y  el  R.  D,  de  3  de  Mayo  de  1834. 
Además  contienen  preceptos  sobre  pescaj  la  ley  de  agitas 
de  13  de  Junio  de  1S7U  y  la  de  puertos  de  7  de  Mayo  1880, 
V.  Caza. 
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el  fundo  ajeno,  indemnizando  al  poseedor  de 
éste  el  daño  causado.  Si  estuviere  cercado,  ne- 
cesitará el  consentimiento  del  dueño  para  pe- 
netrar en  él. 

Cuando  el  propietario  no  haya  perseguido, 
ó  cese  de  perscg'uir  el  enjambre  dos  días  con- 
secutivos, podrá  el  poseedor  de  la  finca  ocu- 
parlo ó  retenerlo. 

El  propietario  de  animales  amansados  po- 
drá, también  reclamarlos  denti-o  de  veinte  días, 
á  contar  desde  su  ocupación  por  otro.  Pasado 
este  término,  pertenecerán  al  que  los  haya  co- 
gido y  conservado. 

Art.  613.  Las-palomas,  conejos  y  peces  que 
de  su  respectivo  criadero  pasaren  á  otro  per- 
teneciente á  distinto  dueño,  serán  propiedad 
de  éste,  siempre  que  no  hayan  sido  atraídos 
por  medio  de  algnín  artificio  ó  fraude. 

Art.  614.  El  que  por  casualidad  descubrie- 
re un  tesoro  oculto  en  propiedad  ajena,  ten- 
drá el  derecho  que  le  concede  el  art.  351  de 
este  Código. 

Art.  615  '.  El  que  encontrare  una  cosa  mue- 
ble, que  no  sea  tesoro,  debe  restituirla  á  su 
anterior  poseedor.  Si  éste  no  fuere  conocido, 
deberá  consignarla  inmediatamente  en  poder 
del  alcalde  del  pueblo  donde  se  hubiese  verifi- 
cado el  hallazgo. 

El  alcalde  hará  publicar  éste,  en  la  forma 
acostumbrada,  dos  domingos  consecutivos. 

Si  la  cosa  mueble  no  pudiera  conservarse 
sin  deterioro  ó  sin  hacer  gastos  que  disminu- 
van  notablemente  su  valor,  se  venderá  en  pú- 
lilica  subasta  luego  que  hubiesen  pasado  ocho 
dias  desde  el  segundo  anuncio  sin  haberse 
presentado  el  dueño,  y  se  depositará  su  precio. 

Pasados  dos  años,  á  contar  desde  el  día  de 
la  segunda  publicación,  sin  haberse  presenta- 
do el  dueño,  se  adjudicará  la  cosa  encontrada 
ó  su  valor  al  que  la  hubiese  hallado. 

Tanto  éste  como  el  propietario  estarán  obli- 
gados, cada  cual  en  su  caso,  á  satisfacer  los 
gastos  -. 

Art.  616.  Si  se  presentare  á  tiempo  el  pro- 
pietario, estará  obligado  á  abonar,  á  titulo  de 
premio,  al  que  hubiese  hecho  el  hallazgo,  la 
décima  parte  de  la  suma  ó  del  precio  de  la 
cosa  encontrada.  Cuaudo  el  valor  del  hallazgo 
excediese  de  2.000  pesetas,  el  premio  se  redu- 
cirá á  la  vig-ésima  parte  en  cuanto  al  exceso  *. 

Art.  617.  Los  derechos  sobre  los  objetos 
arrojados  al  mar  ó  sobre  los  que  las  olas  arro- 
jen á  la  playa,  de  cualquier  naturaleza  que 
sean,  ó  sobre  las  plantas  y  hierbas  que  crezcan 
en  su  riliera,  se  determinan  por  leyes  espe- 
ciales ^. 

TITULO  II 
De  la  donación. 

CAPITULO  PEIMEEO.— Dk  la  naturaleza  de  las 

DONACIONES. 

Art.  618.    La  donación  es  un  acto  de  libera- 


*  Sobre  alcance  é  inteligencia  de  este  articulo,  véanse 
las  cotisideracioneít  qne  exponemos  en  el  t.  I,  ps.  4G3  y  464. 

2  Lo  prerej'timilo  en  los  arts.  615  y  616  ¿leí  C'ód.  civil 
no  ha  anidado  el  derecho  de  la  Asociación  general  de  ga- 
naderos al  valor  de  las  reses  mostrencas,  segiin  la  R.  O. 
de  11  Marzo  ISfO,  qne  insertamos  en  Ganadería. 

3  La  de  10  Mayo  ¡S3S  y  la  de  puertos  de  7  Mayo  1880. 
V.  Mostrencos:  Puertos. 


lidad  por  el  cual  una  persona  dispone  gratui- 
tameute  de  una  cosa  en  favor  de  otra,  que  la 
acepta. 

Art.  619.  Es  también  donación  la  que  se 
hace  á  una  persona  por  sus  méritos  ó  por  los 
servicios  prestados  al  donante,  siempre  que  no 
con.stituyan  deudas  exigibles,  ó  aquella  en  que 
se  impone  al  donatario  un  g-ravamen  inferior 
al  valor  de  lo  donado. 

Art.  620.  Las  donaciones  que  hayan  de 
producir  sus  efectos  por  muerte  del  donante, 
participan  de  la  naturaleza  de  las  disposicio- 
nes de  última  voluntad,  y  se  regirán  por  las 
refilaa  entáblecidas  en  el  capitulo  de  la  suce- 
sión testamentaria  *. 

Art.  621.  Las  donaciones  qiie  hayan  de  pro- 
ducir sus  efectos  entre  vivos,  se  regirán  por  las 
disposiciones  generales  de  los  contratos  y  obli- 
gaciones en  todo  lo  que  no  se  halle  determina- 
do en  este  titulo. 

Art.  622.  Las  donaciones  con  causa  onero- 
sa se  rigirán  por  las  reg'las  de  los  contratos, 
y  las  remuneratorias  por  las  disposiciones  del 
presente  titulo  en  la  parte  que  excedan  del 
valor  del  gravamen  impuesto. 

Art.  623.  La  donación  se  perfecciona  desde 
que  el  donante  conoce  la  aceptación  del  dona- 
tario. 

CAP.  II.— De  las  personas  que  pueden  hacer  ó  re- 
cibir donaciones. 

Art.  624.  Podrán  hacer  donación  todos 
los  que  puedan  contratar  y  disponer  de  sus 
bienes  -. 

Art.  625.  Podrán  aceptar  donaciones  todos 
los  que  no  estén  especialmente  incapacitados 
por  la  ley  para  ello. 

Art.  626.  Las  personas  que  no  pueden  con- 
tratar no  podrán  aceptar  donaciones  condicio- 
nales ú  onerosas  sin  la  intervención  de  sus  le- 
gítimos representantes. 

Art.  627.  Las  donaciones  hechas  á  los  con- 
cebidos y  no  nacidos  podrán  ser  aceptadas  por 
las  personas  que  legítimamente  los  represen- 
tarían, si  se  hubiera  verificado  ya  su  naci- 
miento. 

Art.  628.  Las  donaciones  hechas  á  perso- 
nas inhábiles  son  nulas,  aunque  lo  hayan  sido 
simuladamente,  bajo  apariencia  de  otro  con- 
trato, por  persona  interpuesta. 

Art.  629.  La  donación  no  obliga  al  donan- 
te, ni  produce  efecto,  sino  desde  la  aceptación. 

Art.  630.  El  donatario  debe,  so  pena  de  nu- 
lidad, aceptar  la  donación  por  sí,  ó  por  medio 
de  persona  autorizada  con  poder  especial  para 
el  caso,  ó  con  poder  general  y  bastante  ^. 

Art.  631.  Las  personas  que  acepten  una 
donación  en  representación  de  otras  que  i;o 
puedan  hacerlo  por  sí,  estarán  obligadas  á 
procurar  la  notificación  y  anotación  de  que 
habla  el  art.  633. 

Art.  632.  La  donación  de  cosa  mueble  po- 
di'á  hacerse  verbalmente  ó  por  escrito. 

La  verbal  requiere  la  entrega  simultánea  de 


1  Asi  dice  la  Gaceta  y  una  de  las  ediciones  oficiales 
del  Ministerio.  Otra  edición  oficial  dice  «por  las  reglas 
establecidas  para  la  sucesión  testamentaria». 

2  Véase  el  art.  1.3-29,  excepción  del  624. 
'     Véase  el  art.  1.330. 
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la  cosa  donada.  Faltando  este  requisito,  no 
surtirá  efecto  si  no  se  hace  por  escrito  y  cons- 
ta en  la  misma  forma  la  aceptación. 

Art.  633.  Para  que  sea  válida  la  donación 
de  cosa  inmueble  ha  de  hacerse  en  escritura 
pública,  expresándose  en  ella  individualmente 
los  bienes  donados  y  el  valor  de  las  cargas  que 
deba  satisfacer  el  donatario. 

La  aceptación  podrá  hacerse  en  la  misma 
escritura  de  donación  ó  en  otra  separada;  pero 
no  surtirá  efecto  si  no  se  hiciese  en  vida  del 
donante. 

Hecha  en  escritura  separada,  deberá  notifi- 
carse la  aceptación  en  forma  auténtica  al  do- 
nante, y  se  anotará  esta  diligencia  en  ambas 
escrituras. 

CAP.  III. — De  los  efectos  y  limitación  de  las  do- 
naciones. 

Art.  634.  La  donación  podrá  comprender 
todos  los  bienes  presentes  del  donante,  ó  parte 
de  ellos,  con  tal  que  éste  se  reserve,  en  plena 
propiedad  ó  en  usufructo,  lo  necesario  para 
vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  cir- 
cunstancias. 

Art.  635.  La  donación  no  podi-á  compren- 
der los  bienes  futuros. 

Por  bienes  futuros  se  entienden  aquellos  de 
que  el  donante  no  puede  disponer  al  tiempo 
de  la  donación. 

Art.  636.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
art.  634,  ning'uno  podrá  dar  ni  recibir,  por  vía 
de  donación,  más  ,de  lo  que  pueda  dar  ó  reci- 
bir por  testamento. 

La  donación  será  inoficiosa  en  todo  lo  que 
exceda  de  esta  medida. 

Art.  637.  Cuando  la  donación  hubiere  sido 
hecha  á  varias  personas  conjuntamente,  se 
entenderá  por  partes  ig'uales;  y  no  se  dará  en- 
tre ellas  el  derecho  de  acrecer,  si  el  donante 
no  hubiese  dispuesto  otra  cosa. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  las  dona- 
ciones hechas  conjuntamente  á  marido  y  mu- 
jer, entre  los  cuales  tendrá  lugar  aquel  dere- 
cho, si  el  donante  no  hubiese  dispuesto  lo  con- 
trario. 

Art.  638.  El  donatario  se  subrog'a  en  todos 
los  derechos  y  acciones  que  en  caso  de  evic- 
ción  corresponderían  al  donante.  Este ,  en 
cambio,  no  queda  oblig-ado  al  saneamiento  de 
las  cosas  donadas,  salvo  si  la  donación  fuere 
onerosa,  en  cuyo  caso  responderá  el  donante 
de  la  evicción  hasta  la  concui'rencia  del  gra- 
vamen. 

Art.  639.  Podrá  reservarse  el  donante  la 
facultad  de  disponer  de  algunos  de  los  bienes 
donados,  ó  de  alguna  cantidad  con  cargo  á 
ellos;  pero,  si  muriere  sin  haber  hecho  uso  de 
este  derecho ,  pertenecerán  al  donatario  los 
bienes  ó  la  cantidad  que  se  hubiese  reservado. 

Art.  640.  También  se  podrá  donar  la  pro- 
piedad á  una  persona  y  el  usufructo  á  otra  ii 
otras,  con  la  limitación  establecida  en  el  ar- 
tículo 781  de  este  Código. 

Art.  641.  Podrá  establecerse  válidamente 
la  reversión  en  favor  de  sólo  el  donador  para 
cualquiera  caso  y  circunstancias,  pero  no  en 
favor  de  otras  personas  sino  en  los  mismos  ca- 
sos y  con  iguales  limitaciones  que  determina 


este  Código  para  las  sustituciones  testamen- 
tarias. 

La  reversión  estipulada  por  el  donante  en 
favor  de  tercero  contra  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior,  es  nula;  pero  no  producirá  la 
nulidad  de  la  donación  '. 

Art.  642.  Si  la  donación  ,se  hubiere  hecho 
imponiendo  al  donatario  la  obligación  de  pa- 
gar las  deudas  del  donante,  como  la  cláusula 
no  conteng'a  otra  declaración,  sólo  se  enten- 
derá aquél  obligado  á  pagar  las  que  aparecie- 
sen contraidas  antes. 

Art.  643.  No  mediando  estipulacióu  res- 
pecto al  pago  de  deudas,  sólo  responderá  de 
ellas  el  donatario  cuando  la  donación  se  haya 
hecho  en  fraude  de  los  acreedores. 

Se  presumirá  siempre  hecha  la  donación  en 
fraude  de  los  acreedores,  cuando  al  hacerla  no 
se.haya  reservado  el  donante  bienes  bastantes 
para  pagar  las  deudas  anteriores  á  ella. 

CAP.  IV. — De  la  itEvocAcióN  tbeduccion  de  las 

DONACIONES. 

Art.  644  '^.  Toda  donación  entre  vivos,  he- 
cha por  persona  que  no  tenga  hijos  ni  descen- 
dientes legítimos,  ni  legitimados  por  siibsi- 
guiente  matrimonio,  queda  revocada  por  el 
mero  hecho  de  ocurrir  cualquiera  de  los  casos 
siguientes: 

1."  Que  el  donante  tenga,  después  de  la  do- 
nación, hijos  legítimos  ó  legitimados,  ó  natu- 
rales reconocidos,  aunque  sean  postumos. 

2.°  Que  resulte  vivo  el  hijo  del  donante, 
que  éste  reputaba  muerto  cuando  hizo  la  do- 
nación. 

Art.  645.     Rescindida  la  donación  por  la  su- 
perveniencia de  hijos,  se  restituirán  al  donan- 
te los  bienes  donados,  ó  su  valor  si  el  donata 
rio  los  hubiese  vendido. 

Si  se  hallaron  hipotecados,  podrá  el  donante 
liberar  la  hipoteca,  pagando  la  cantidad  que 
garantice,  con  derecho  á  reclamarla  del  dona- 
tario. 

Cuando  los  bienes  no  pudieran  ser  restituí- 
dos,  se  apreciarán  por  lo  que  valían  al  tiempo 
de  hacer  la  donación. 

Art.  646.  La  acción  de  revocación  por  su- 
perveniencia de  hijos  prescribe  ¡wr  el  trans- 
curso de  cinco  años,  contados  desde  el  naci- 
miento del  último  hijo,  ó  desde  la  legitimación 
ó  reconocimiento,  ó  desde  que  se  tuvo  noticia 
de  la  existencia  del  que  se  creía  muerto. 

Esta  acción  es  irrenunciable,  y  se  transmite, 
por  muerte  del  donante,  á  los  liijos  y  sus  des- 
cendientes legítimos. 

Art.  647.  La  donación  será  revocada  á  ins- 
tancia del  donante,  cuando  el  donatario  haya 
dejado  do  cumplir  alguna  de  las  condiciones 
que  aquél  le  impuso. 

En  este  caso,  los  bienes  donados  volverán  al 
donante ,  quedando  nulas  las  enajenaciones 
que  el  donatario  hubiese  hecho  y  las  hipotecas 
que  sobre  olios  hubiese  impuesto,  con  la  limi- 
tación establecida,  en  cuanto  á  terceros,  por  la 
ley  hipotecaria. 

Art.  648.     También  podrá  ser  revocada  la 


Véame  los  arts.  774  d  78»  y  el  fll2. 
Véase  el  art.  1.SS3. 
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donación,  k  instancia  del  donante,  por  causa 
de  ingratitud  en  los  casos  sigaieutes: 

1."  Si  el  donatario  cometiere  alg-ún  delito 
contra  la  persona,  la  honra  ó  los  bienes  del  do- 
nante. 

2.°  Si  el  donatario  imputare  al  donante  al- 
guno de  los  delitos  que  dan  lugar  á  procedi- 
mientos de  oficio  ó  acusación  piiblica,  aunque 
lo  pruebe;  á  menos  que  el  delito  se  hubiese  co- 
metido contra  el  mismo  donatario,  su  mujer  ó 
los  hijos  constituidos  bajo  su  autoridad. 

3.0    Si  le  niega  indebidamente  los  alimentos. 

Art.  649.  Revocada  la  donación  por  causa 
de  ingratitud,  quedarán,  sin  embargo,  subsis- 
tentes las  enajenaciones  é  hipotecas  anterio- 
res á  la  anotación  de  la  demanda  de  revoca- 
ción en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Las  posteriores  serán  nulas. 

Art.  650.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  pri- 
mer párrafo  del  artículo  anterior,  tendrá  de- 
recho el  donante  para  exigir  del  donatario  el 
valor  de  los  bienes  enajenados  que  no  pueda 
reclamar  de  los  terceros,  ó  la  cantidad  en  que 
hubiesen  sido  hipotecados. 

Se  atenderá  al  tiempo  de  la  donación  para 
regular  el  valor  de  dichos  bienes. 

Art.  651.  Cuando  se  revocare  la  donación 
por  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  ar- 
ticulo 644,  ó  por  ingratitud,  y  cuando  se  redu- 
jere por  inoficiosa,  el  donatario  no  devolverá 
los  frutos  sino  desde  la  interposición  de  la  de- 
manda. 

Si  la  revocación  se  fundare  en  haber  dejado 
de  cumplirse  alguna  de  las  condiciones  im- 
puestas en  la  donación,  el  donatario  devolve- 
rá, además  de  los  bienes,  los  frutos  que  hubie- 
se percibido  después  de  dejar  de  cumplir  la 
condición. 

Art.  652.  La  acción  concedida  al  donante 
por  causa  de  ingratitud  no  podrá  renunciarse 
anticipadamente.  Esta  acción  prescribe  en  el 
término  de  un  año,  contado  desde  que  el  do- 
nante tuvo  conocimiento  del  hecho  y  posibili- 
dad de  ejercitar  la  acción. 

Art.  653.  No  se  transmitirá  esta  acción  á 
los  herederos  del  donante,  si  éste,  pudiendo, 
no  la  hubiese  ejercitado. 

Tampoco  se  podrá  ejercitar  contra  el  here- 
dero del  donatario,  á  no  ser  que  á  la  muerte  de 
éste  se  hallase  interpuesta  la  demanda. 

Art.  654.  Las  donaciones  que,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  636,  sean  inoficiosas 
computado  el  valor  liquido  de  los  bienes  del 
donante  al  tiempo  de  su  muerte,  deberán  ser 
reducidas  en  cuanto  al  exceso;  pero  esta  re- 
ducción no  obstará  para  que  tengan  efecto  du- 
rante la  vida  del  donante  y  para  que  el  dona- 
tario haga  suyos  los  frutos. 

Para  ¡a  reducción  de  las  donaciones  se  esta- 
rá á  lo  dispuesto  en  este  capitulo  y  en  los  ar- 
tículos 820  V  821  del  presente  Código. 

Art.  655."  Sólo  podrán  pedir  redacción  de 
las  donaciones  aquellos  que  tengan  derecho  á 
.  legítima  ó  á  una  parte  alícuota  de  la  herencia, 
V  sus  herederos  ó  causa  habientes. 

Los  comprendidos  en  el  párrafo  anterior  no 
podrán  renunciar  su  derecho  durante  la  vida 
del  donante,  ni  por  declaración  expresa,  ni 
prestando  su  consentimiento  á  la  donación. 


Los  donatarios,  los  legatarios  que  no  lo  sean 
de  parte  alícuota  y  los  acreedores  del  difunto, 
no  podi'án  pedir  la  reducción  ni  aprovecharse 
de  ella. 

Art.  656.  Si,  siendo  dos  ó  más  las  donacio- 
nes, no  cupieren  todas  en  la  parte  disponible, 
se  suprimirán  ó  reducirán  en  cuanto  al  exceso 
las  de  fecha  más  reciente. 

TITULO  III 
De  las  sucesiones 

Disposiciones  generales. 

Art.  657.  Los  derechos  á  la  sucesión  de  una 
persona  se  transmiten  desde  el  momento  de  su 
mtierte  '. 

Art.  658.  La  sucesión  se  defiere  por  la  vo- 
luntad del  hombre  manifestada  en  testamento, 
y,  á  falta  de  éste,  por  disposición  de  la  ley. 

La  primera  se  llama  testamentaria,  y  la  se- 
gunda legítima. 

Podrá  también  deferirse  en  una  parte  por 
voluntad  del  hombre,  y  en  otra  por  disposi- 
ción de  la  ley. 

Art.  659.  La  herencia  comprende  todos  los 
bienes,  derechos  y  oblig-aciones  de  una  perso- 
na, que  no  se  extingan  por  su  muerte. 

Art.  660.  Llámase  heredero  al  que  sucede 
á  titulo  universal,  y  legatario  al  que  sucede  á 
titulo  particular. 

Art.  661.  Los  herederos  suceden  al  difunto 
por  el  hecho  solo  de  su  muerte  en  todos  sus 
dei-echos  y  obligaciones. 

CAPÍTULO  PRIMEEO.— De  los  testamentos. 

SECCIÓN  1.** — De  la  capacidad  para  disponer  por 

testamento. 

Art.  662.  Pueden  testar  todos  aquellos  á 
quienes  la  ley  no  lo  prohibe  expresamente. 

Art.  663.     Están  incapacitados  para  testar: 

1.°  Los  menores  de  catorce  años  de.  uno  y 
otro  sexo. 

2."  El  que  habitual  ó  accidentalmente  no 
se  hallare  en  su  cabal  juicio  ^. 


1  o  desde  la  declaración  judicial  de  la  presunción  de 
su  mué  ríe  (art.  193). —  Wíinse  además  losarts.  196  á  198, 

^  (TESTAMENTIFACCIÓN  ACTIVA  T  PASTVA  DE  LOS  KE- 
LIGIOSOS  EX  CLAUSURA-  POIl  QUÉ  SE  LES  PROHIBIÓ  HE- 
HEDAK  V  HACER  TESTAMENTO  EN  LA  PRIMEK.A  EDICIÓN 
DEL  CÓDIGO.  Por  QCÉ  no  se  les  prohibe  EN  LA  NUE- 
VA.) En  la  primara  edición  de  este  Código  se  declaraba 
taníbién  la  incapacidad  de  los  religiosos  profesos  de 
Ordenes  reconocidas  por  las  leyes  del  Reino.  Las 
causas  de  haberse  omitido  esta  expresión  son  las  que  ex- 
pone la  Comisión  de  Códigos  al  elevar  la  edición  refor- 
mada al  Gobierno.  Veamos: 

•  Por  no  .apartarse  la  Sección  de  nuestro  antigno 
Derecho.  haViia  aceptado  la  prohibición  de  heredar 
y  de  hacer  testamento,  impuesta  á  los  religiosos  li- 
gados con  votos  solemnes  de  pobreza  en  las  Ordenes 
monásticas.  El  Derecho  canónico  les  habia  privado 
de  la  facultad  de  poseer,  aunque  no  de  la  de  adqui- 
rir, disponiendo  que  lo  que  adquiriesen  lo  transfirie- 
ran á  los  Monasterios.  La  ley  civil,  ya  para  reforzar 
la  observancia  de  este  precepto,  ya  para  contener 
en  parte  los  progresos  de  la  amortización  de  los  bie- 
nes raices,  privó  é.  los  religiosos  del  derecho  de  ad- 
quirir lo  que  no  debían  retener  y  habia  necesaria- 
mente de  pasar  al  dominio  de  las  Comunidades  res- 
pectivas. Pero  esta  prohibición  suponía  la  absoluta 
capacidad  de  los  Monasterios  para  adquirir  y  poseer 
bienes  inmuebles.  Así  es  que  desde  el  momento  en 
que  las  leyes  civiles,  no  sólo  les  privaron  de  esta  fa- 
cultad, sino  que  los  suprimieron  en  su  mayor  parte, 
quedó  sin  efecto,  de  hecho,  el  precepto  canónico  y  sin 
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Art.  664.  El  testamento  hecho  antes  de  la 
enajenación  mental  es  válido. 

Art.  665.  Siempre  que  el  demente  pretenda 
hacer  testamento  en  un  intervalo  lúcido,  de- 
signará el  notario  dos  facultativos  que  pre- 
viamente le  reconozcan,  y  uo  lo  otorgará  sino 
cuando  éstos  respondan  de  su  capacidad,  de- 
biendo dar  fe  de  su  dictamen  en  el  testamento 
que  suscribirán  los  facultativos  además  de  los 
testigos. 

Art.  666.  Para  apreciar  la  capacidad  del 
testador  se  atenderá  únicamente  al  estado  en 
que  se  halle  al  tiempo  de  otorgar  ei  testa- 
mento. 

SEC.  2. "■—De  los  testamentos  en  general. 

Art.  667.  El  acto  por  el  cual  una  persona 
dispone  para  después  de  su  muerte  de  todos 
sus  bienes  ó  dg  parte  de  ellos,  se  llama  testa- 
mento. 

Art.  668.  El  testador  puede  disponer  de  sus 
bienes  á  titulo  de  herencia  ó  de  leg'ado. 

En  la  duda,  aunque  el  testador  no  haya  usa- 
do materialmente  la  palabra  heredero,  si  su 
voluntad  está  clara  acei'ca  de  este  concepto, 
valdrá  la  disposición  como  hecha  á  titulo  uni- 
versal (i  de  herencia. 

Art.  669.  No  podrán  testar  dos  ó  más  per- 
sonas mancomuuadamente,  ó  en  un  mismo  ins- 
trumento, ya  lo  hagan  en  provecho  reciproco, 
ya  en  beneficio  de  un  tercero. 

Art.  670.  El  testamento  es  un  acto  persona- 
lisimo:  no  podrá  dejarse  su  formación,  en  todo 
ni  en  parte,  al  arbitrio  de  nn  tercero,  ni  ha- 
cerse por  medio  de  comisario  ó  mandatario. 

Tampoco  podrá  dejarse  al  arbitrio  de  un  ter- 
cero la  subsistencia  del  nombramiento  de  he- 
rederos ó  leg-atarios,  ni  la  designación  de  las 
porciones  en  que  hayan  de  suceder  cuando 
sean  instituidos  nomiualmente. 

Ai't.  671.  Podrá  el  testador  encomendar  á 
un  tercero  la  distribución  de  las  cantidades  que 
deje  en  general  á  clases  determinadas,  como  á 
los  parientes,  á  los  pobres  ó  á  los  estableci- 


justificación  suficiente  las  leyes  qne  prohibían  á  los 
religiosos  testar  y  adquirir  bienes  por  testamento  y 
abintesbato.  Por  eso  fueron  derogadas  más  de  una 
vez  las  proliibiciones  antiguas,  mientras  prevale- 
cieron en  toda  su  or\xdeza  las  leyes  desamortizado- 
ras  y  las  qite  negaron  su  reconocimiento  á  las  Cor- 
poraciones religiosas. 

Pero  han  cambiado,  con  provecho  de  todos,  las  re- 
laciones entre  el  Estado  y  la  Iglesia.  Las  Ordenes 
monásticas  han  sido  permitidas  ó  toleradas;  y  al 
punto  ha  surgido  La  duda  de  si,  con  ellas,  debían  es- 
timarse restablecidas  las  antiguas  incapacidades 
para  testar  y  adquirir  por  sucesión  y  herencia.  La 
Sección,  como  queda  dicho,  optó  por  la  afirmativa, 
considerando  que  esta  solución  seria  más  conforme 
con  el  Derecho  canónico.  Pero  obispos  respetables 
que  han  levantado  su  voz  en  el  Senado,  y  otros  ora- 
dores insigues,  pertenecientes  á  partidos  diversos,  y 
por  diferentes  y  aun  contradictorios  motivos,  han 
pedido  la  solución  contraria,  estimando  que  resti- 
tuida la  facultad  de  adquirir  y  poseer  A  las  Comuni- 
dades religiosas,  se  cumplirá  en  todos  sus  puntos  el 
Derecho  canónico,  y  habrá  la  igualdad  debida  entre 
todos  los  ciudadanos,  sin  distinción  de  profesión  y^ 
estado,  de  eclesiásticos  y  seglares.  La  Sección,  pres- 
tando atento  oído  á  estas  consideraciones,  y  desean- 
do marchar  siempre  de  acuerdo  con  los  dignos  pre- 
lados de  la  Iglesia,  después  de  reconocer  á  los  Mo- 
nasterios el  derecho  de  adquirir,  ha  suprimido  entre 
las  incajiacidades  para  testar  y  para  suceder,  la  de 
,  los  religiosos  ligados  con  votos  solemnes.»  (E.cü.  de 
•motivos.) 
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mientos  de  beneficencia,  asi  como  la  elección 
de  las  personas  ó  establecimientos  á  quienes 
aquéllas  deban  aplicarse. 

Art.  672.  Toda  disposición  que  sobre  insti- 
tución de  heredero,  mandas  6  legados  hag'a  el 
testador,  refiriéndose  á  cédulas  ó  pa])eles  pri- 
vados que  después  de  su  muerte  aparezcan  en 
su  domicilio  ó  fuera  de  él,  será  nula  si  en  las 
cédulas  ó  papeles  no  concurren  los  requisitos 
prevenidos  para  el  testamento  ológrafo. 

Art.  673.  Será  nulo  el  testamento  otorgado 
con  violencia,  dolo  ó  fraude. 

Art.  674.  El  que  con  dolo,  fraude  ó  violen- 
cia impidiere  que  una  persona  de  quien  sea 
heredero  abintestato,  otorg-ue  libremente  su 
última  voluntad,  quedará  privado  de  sti  dere- 
cho á  la  herencia,  sin  perjuicio  de  la  r(\sponsa- 
bilidad  criminal  en  que  haya  incurrido. 

Art.  675.  Toda  disposición  testamentaria 
deberá  entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus 
palabras,  á  no  ser  que  aparezca  claramente 
que  fué  otra  la  voluntad  del  testador.  En  caso 
de  duda  se  observará  lo  que  aparezca  más  con- 
forme á  la  intención  del  testador  según  el  te- 
nor del  mismo  testamento  '. 

El  testador  no  puede  prohibir  que  se  impug- 
ne el  testamento  en  los  casos  en  que  haya  nu- 
lidad declarada  por  la  ley. 

SEC.  S.*^ — De  la  forma  de  los  testamentos. 

Art.  676.  El  testamento  puede  ser  comiin  ó 
especial. 

El  común  puede  ser  ológrafo,  abierto  ó  ce- 
rrado. 

Art.  677.  Se  consideran  testamentos  espe- 
ciales el  militar,  el  marítimo  y  el  hecho  en  país 
extranjero. 

Art.  678.  Se  llama  ológrafo  el  testamento 
cuando  el  testador  lo  escribe  por  si  mismo  eu 
la  forma  y  con  los  requisitos  que  se  determi- 
nan en  el  art.  688. 

Art.  679.  Es  abierto  el  testamento  siempre 
que  el  testador  manifiesta  su  última  voluntad 
en  presencia  de  las  personas  que  deben  auto- 
rizar el  acto,  quedando  enteradas  de  lo  que  en 
él  se  dispone. 

Art.  680.  El  testamento  es  cerrado  cviando 
el  testador,  sin  revelar  su  última  voluntad,  de- 
clara que  ésta  se  halla  contenida  en  el  plieg'O 
que  presenta  á  las  personas  que  han  de  auto- 
rizar el  acto. 

Art.  681.  Xo  podrán  ser  testigos  eu  los  tes- 
tamentos: 

1."  Las  mujeres,  salvo  lo  dispuesto  eu  el 
art.  701. 

2."  Los  varones  menores  de  edad,  con  la 
misma  excepción. 

3."  Los  que  no  tengan  la  calidad  de  vecinos 
ó  domiciliados  en  el  lugar  del  otorgamiento, 
salvo  en  los  casos  exceptuados  por  la  ley. 

4."  Los  ciegos  y  los  totalmente  sordos  ó 
mudos. 

5."  Los  que  no  entiendan  el  idiomadel  tes- 
tador. 


»  Por  infi'acciiiii  de  este  articulo  y  del  s:n  casó  y  anu- 
ló el  T.  S.  U7t  fallo  de  la  Audiencia  de  Valencia,  que  repu- 
tó el  nombramiento  de  contadores  como  hecho  solidaria- 
mente á  pesar  de  no  haberlo  ordenado  el  testador,  {Sen- 
tencia 1."  Diciembre  1891 Ap.  de  1S92,  p.  16S.) 
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6."     Los  que  no  estén  en  su  sano  juií-io. 

7.°  Los  qne  hayan  sido  condenados  por  el 
delito  de  falsificación  de  documentos  públicos 
ó  privados,  ó  por  el  de  falso  testimonio,  y  los 
que  estén  sufriendo  pena  de  interdicción  civil. 

8."  Los  dependientes,  amanuenses,  criados 
ó  parientes  dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad ó  segundo  de  afinidad  del  notario  au- 
torizante. 

Art.  682.  En  el  testamento  abierto  tampoco 
podrán  ser  testigos  los  lierederos  y  legatarios 
en  él  instituidos,  ni  los  parientes  de  los  mis- 
mos dentro  del  cuarto  grado  de  consanguini- 
dad ó  segundo  de  afinidad. 

No  están  comprendidos  eu  esta  prohibición 
los  leg'atarios  y  sus  parientes,  cuando  el  logra- 
do sea  de  algún  objeto  mueble  ó  cantidad  de 
poca  importancia  con  relación  al  caudal  here- 
ditario. 

Art.  683.  Para  que  un  testigo  sea  declara- 
do inlu'ibil,  es  necesario  que  la  causa  de  su  in- 
capacidad exista  al  tiempo  de  otorg'arse  el  tes- 
tamento. 

Art.  684.  Para  testar  en  lengua  extranjera 
se  requiere  la  presencia  de  dos  intérpretes  ele- 
gidos por  el  testador,  que  traduzcan  su  dispo- 
sición al  castellano.  El  testamento  se  deberá 
escribir  en  las  dos  lenguas. 

Art.  685.  El  notario  y  dos  de  los  testigos 
que  autoricen  el  testamento  deberÍMi  conocer 
al  testador,  y  si  no  lo  conocieren,  se  identifica- 
rá su  persona  con  dos  testigos  que  le  conozcan 
y  sean  conocidos  del  mismo  notario  y  de  los 
testigos  instrumentales.  También  procurarán 
el  notario  y  los  testigos  asegurarse  de  que,  á 
su  juicio,  tiene  el  testador  la  capacidad  legal 
necesaria  para  testar. 

Igual  obligación  de  conocer -al  testador  ten- 
drán los  testig'os  que  autoricen  un  testamento 
sin  asistencia  de  notario,  en  los  casos  de  los 
arts.  700  y  701. 

Art.  686.  Si  no  pudiere  identificarse  la  per- 
sona del  testador  en  la  forma  prevenida  en  el 
articulo  que  precede,  se  declarará  esta  circuns- 
tancia por  el  notario,  ó  por  los  testig'os  en  su 
caso,  reseñando  los  documentos  queel  testador 
presente  con  diclio  objeto  y  las  señas  persona- 
les del  mismo. 

Si  fuere  impugnado  el  testamento  por  tal  mo- 
tivo, corresponderá  al  que  sostenga  su  validez 
la  prueba  de  la  identidad  del  testador  '. 

Art.  687.  Será  nulo  el  testamento  en  cuyo 
otorgamiento  no  se  hayan  observado  las  for- 
malidades respectivamente  establecidas  en 
este  capitulo  -. 

SEC.  4."— Del  testamento  ológrafo. 
Art.  688.     El  testamento  ológrafo  sólo  podrá 
otorgarse  por  personas  mayores  de  edad  ■'. 


•     Víase  la  nota  al  art.  6.94. 

^     Véase  la  nota  al  art.  702  y  al  G!i9. 

'■'  (Tkstamento  OLÓGRAFO.)  -Algunas  otras  peque- 
ñas vartaciones  ha  introducido  también  la  Sección 
en  el  capitulo  de  los  testamentos,  encaminadas  to- 
das A  determinar  mejor  las  condiciones  necesarias 
para  asegurar  su  autenticidad  y  alej.ar  el  peligro  de 
las  falsedades.  Con  esta  mira  y  aceptando  indicacio- 
nes heclias  en  las  Cortes,  ha  restringido  la  facultad 
de  hacer  testamento  ológrafo,  concediéndola  tan 
sólo  á  los  mayores  de  edad,  aunque  baste  la  de  cator- 
ce años  para  testar  en  otra  forma.-  (Exp.  de  mot.) 


Para  que  sea  válido  este  testamento,  deberá 
estenderse  en  papel  sellado  correspondiente  al 
año  de  su  otorgamiento  y  estar  escrito  todo  y 
firmado  por  el  testador,  con  expresión  del  año, 
mes  y  dia  en  que  se  otorg'ue. 

Si  contuviere  palabras  tachadas,  enmenda- 
das ó  entre  renglones,  las  salvará  el  testador 
bajo  su  firma. 

Los  extranjeros  podrán  otorgar  testamento 
ológrafo  en  su  pro])io  idioma.    - 

Art.  689.  El  testamento  ológrafo  deberá 
protocolizarse,  presentándolo  con  este  objeto 
al  juez  de  primera  instancia  del  último  domi- 
cilio del  testador,  ó  al  del  lug'ar  en  que  éste  hu- 
biese fallecido,  dentro  de  cinco  años,  contados 
desde  el  dia  del  fallecimiento.  Sin  este  requisi- 
to no  será  válido. 

Art.  690.  La  persona  en  cuyo  poder  se  halle 
depositado  dicho  testamento  deberá  presentar- 
lo al  .Juzgado  luego  que  tenga  noticia  de  la 
muerte  del  testador,  y,  no  verificándolo  dentro 
de  los  diez  dias  siguientes,  será  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  causen  por  la  di- 
lación. 

También  podrá  presentarlo  cualquiera  que 
tenga  interés  en  el  testamento  como  herede- 
ro, legatario,  albacea  ó  en  cualquier  otro  con- 
cepto. 

Art.  691.  Presentado  el  testamento  ológra- 
fo, y  acreditado  el  fallecimiento  del  testador, 
el  juez  lo  alirirá  si  estuviere  en  plieg'o  cerra- 
do, rubricará  con  el  actuario  todas  las  hojas  y 
comprobará  su  identidad  por  medio  de  tres  tes- 
tig'os que  conozcan  la  letra  y  firma  del  testa- 
dor, y  declaren  que  no  abrig'au  duda  racional 
de  hallarse  el  testamento  escrito  y  firmado  de 
mano  propia  del  mismo. 

A  falta  de  testig'os  idóneos,  ó  si  dudan  los 
examinados,  y  siempre  que  el  juez  lo  estime 
conveniente,  podrá  emplearse  con  dicho  obje- 
to el  cotejo  pericial  de  letras. 

Art.  692.  Para  la  práctica  de  las  diligencias 
expresadas  en  el  articulo  anterior  serán  cita- 
dos, con  la  brevedad  posible,  el  cónyuge  sobre- 
viviente, si  lo  hubiere,  los  descendientes  y  los 
ascendientes  leg'ltiinos  del  testador,  y,  en  de- 
fecto de  unos  y  otros,  los  liermauos. 

Si  estas  personas  no  residieren  dentro  del 
partido,  ó  se  ig'norase  su  existencia,  ó  siendo 
menores  ó  incapacitados  carecieren  de  repre- 
sentación legitima, seharála  citaciónal  Minis- 
terio fiscal. 

Los  citados  podrán  presenciarla  práctica  de 
dichas  diligencias  y  hacer  en  el  acto,  de  pala- 
bra, las  observaciones  oportunas  sobre  la  au- 
tenticidad del  testamento. 

Art.  693.  Si  el  juez  estima  justificada  la 
identidad  del  testamento,  acordará  que  se  pro- 
tocolice, con  las  diligencias  practicadas  en  los 
registros  del  notario  correspondiente,  por  el 
cual  se  darán  á  los  interesados  las  copias  ó  tes- 
timonios que  procedan.  En  otro  caso,  deneg'a- 
rá  la  protocolización. 

Cualquiera  que  sea  la  resolución  del  juez,  se 
llevará  á  efecto,  no  obstante  o]iosición,  que- 
dando á  salvo  el  derecho  de  los  interesados 
para  ejercitarlo  en  el  juicio  que  corresponda. 
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SEC.  5.' — Del  testamento  abierto. 

Art.  694.  El  testamento  abierto  deberá  ser 
otorgado  ante  notario  hábil  para  actuar  en  el 
lugar  del  otorgamiento,  y  tres  testig'os  idóneos 
que  vean  y  entiendan  al  testador,  y  de  los  cua- 
les uno,  á  lo  menos,  sepa  y  pueda  e.scribir. 

Sólo  se  exceptuarán  de  esta  regla  los  casos 
expresamente  determinados  en  estamisma  sec- 
ción '. 

Art.  695.  El  testador  expresará  su  última 
voluntad  al  notario  y  á  los  testigos.  Redactado 
el  testamento  con  arreglo  á  ella  y  con  expre- 
sión del  lugar,  año,  mes,  día  y  liora  de  su  otor- 
gamiento, se  leerá  en  alta  voz,  para  que  el  tes- 
tador manifieste  si  estáconformecon  su  volun- 
tad. Si  lo  estuviere,  será  firmado  en  el  acto  por 
el  testador  y  los  testigos  que  puedan  hacerlo. 

Si  el  testador  declara  que  no  sabe  ó  no  pue- 
de firmar,  lo  hará  por  él,  y  á  su  ruego,  uno  de 
los  testigos  instrumentales  i'i  otra  persona, 
dando  fe  de  ello  el  notario.  Lo  mismo  se  hará 
cuando  alguno  de  los  testigos  no  pueda  firmar. 

El  notario  hará  siempre  constar  que,  á  su 
juicio,  se  halla  el  testador  con  la  capacidad  le- 
gal necesaria  para  otorgar  testamento. 

Art.  696.  Cuando  el  testador  que  se  propon- 
ga hacer  testamento  abierto  presente  por  es- 
crito su  disposición  testamentaria,  el  notario 
redactará  el  testamento  con  arreglo  á  ella  y  lo 
leerá  en  voz  alta  en  presencia  de  los  testig'os, 
para  que  manifieste  el  testador  si  su  contenido 
es  la  expresión  de  su  última  voluntad. 

Art.  697.  El  que  fuere  enteramente  sordo 
deberá  leer  por  si  mismo  su  testamento;  y,  si 
no  sabe,  ó  no  puede,  designará  dos  personas 
que  lo  lean  en  su  nombre,  siempre  en  presen- 
cia de  los  testigos  y  del  notario. 

Art.  698.  Cuando  sea  cieg'o  el  testador,  se 
dará  lectura  de!  testamento  dos  veces:  una  por 
el  notario,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 695,  y  otra,  en  igual  forma,  por  uno  de 
los  te.stigos  II  otra  persona  que  el  testador  de- 
signe. 

Art.  699.  Tod.ás  las  formalidades  expresa- 
das en  esta  sección  se  practicarán  en  un  solo 
acto,  sin  que  sea  lícita  ninguna  interrupción, 
salvo  la  que  pueda  ser  motivada  por  algún  ac- 
cidente pasajero. 

El  notario  dará  fe,  al  final  del  testamento, 
de  haberse  cumplido  todas  las  dichas  formali- 
dades y  de  conocer  al  testador  ó  á  los  testigos 
de  conocimiento  en  su  caso  '^. 

Art.  700.  Si  el  testador  se  hallare  en  peli- 
gro inminente  de  muerte,  puede  otorgarse  el 
testamento  ante  cinco  testigos  idóneos,  sin  ne- 
cesidad de  notario. 


'  '  (TiiSTAMKNTO  ABIERTO.)  «Ha  redticido  también  á 
1  términos  más  adecnados  á  la  práctica  el  acto  de  otor- 
gar testamento  abierto,  garantizando  además  con 
nnevos  requisitos  el  de  las  personas  desconocidas,  y 
fijando  á  la  vez  los  justos  limites  do  la  responsabili- 
dad de  los  notarios  que  autorizan  estos  actos.  Con 
el  mismo  íin  de  asegurar  el  cumplimiento  de  la  lilti- 
ina  voluntad  de  los  testadores,  se  han  estrechado 
algún  tanto  las  condiciones  necesarias  para  determi- 
nar la  validez  y  la  nulidad  de  los  testamentos  ce- 
rrados.» (Exjt.  fíe  motivos.) 

''  El  Cód.  emplea  indistintamente,  las  palabras  solem- 
nidades í/  formalidades,}/  no  ¡¡roeede  establecer  diferen- 
cia entre  ellas  para  deducir  que  representan  conceptos  dis- 
tintos. (Sent.  16  Febrero  1891,  inserta  en  Testamentos.) 


Art.  701.  En  caso  de  epidemia  puede  igual- 
mente otorgarse  el  testamento  sin  interven- 
ción de  notario  ante  tres  testigos  mayores  de 
dieciséis  años,  varones  ó  mujeres. 

Art.  702.  En  los  casos  de  los  dos  artículos 
anteriores,  se  escribirá  el  testamento,  siendo 
posible;  no  siéndolo,  el  testamento  valdrá  aun- 
que los  testigos  no  sepan  escribir  '. 

Art.  703.  El  testamento  otorg-ado  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  de  los  tres  artículos  an- 
teriores quedará  ineficaz  si  pasaren  dos  meses 
desde  que  el  testador  haya  salido  del  peligro 
de  muerte,  ó  cesado  la  epidemia. 

Cuando  el  testador  falleciere  en  dicho  plazo, 
también  quedará  ineficaz  el  testamento  si  den- 
tro de  los  tres  meses  siguientes  al  fallecimien- 
to no  se  acude  al  Tribunal  competente  para 
que  se  eleve  á  escritura  pública,  ya  se  haya 
otorg'ado  por  escrito,  ya  verbalmente. 

Art.  704.  Los  testamentos  otorgados  sin  la 
autorización  del  notario  serán  ineficaces  si  no 
se  elevan  á  escritura  ¡niblica  y  se  protocolizan 
en  la  forma  prevenida  eu  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Art.  705.  Declarado  nulo  un  testamento 
abierto  por  no  haberse  observado  las  solemni- 
dades establecidas  para  cada  caso,  el  notario 
que  lo  haya  autorizado  sei'á  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  que  sobreveug-an,  si  la  fal- 
ta procediere  de  su  malicia,  ó  de  negligencia 
ó  ignorancia  inexcusables. 

SEC.  6.*^ — Del  testamento  cerrado. 

Art.  706.  El  testamento  cerrado  podrá  ser 
escrito  por  el  testador,  ó  por  otra  persona  á  su 
ruego,  en  papel  común,  con  expresión  del  lu- 
gar, día,  mes  y  año  en  que  se  escribe. 

Si  lo  escribiere  por  sí  mismo  el  testador,  ru- 
bricará todas  las  hojas  y  pondrá  al  final  su  fir- 
ma, después  de  salvar  las  palabras  enmenda- 
das, tachadas  ó  escritas  entre  renglones. 

Si  lo  escribiere  otra  persona  á  su  ruego,  el 
testador  pondrá  su  firma  entera  en  todas  las 
hojas  y  al  pie  del  testamento. 

Cuando  el  testador  no  sepa  ó  no  pueda  fir- 
mar, lo  hará  á  su  rueg'o  y  rubricará  las  hojas 
otra  persona,  expresando  la  causa  de  la  impo- 
sibilidad. 

Art.  707.  En  el  otorgamiento  del  testamen- 
to cerrado  se  observarán  las  solemnidades  si- 
guientes: 

I."'' ,  El  papel  que  contenga  el  testamento  se 
pondrá  dentro  de  una  cubierta  cerrada  y  se- 
llada, de  suerte  que  no  pueda  extraerse  aquél 
sin  romper  ésta. 

2.'"'  El  testador  comparecerá  con  el  testa- 
mento cerrado  y  sellado,  ó  lo  cerrará  y  sellará 
en  el  acto,  ante  el  notario  que  haya  de  auto- 
rizarlo y  cinco  testig-os  idóneos,  de  los  cuales 
tres,  al  menos,  han  de  poder  firmar. 

S.^  En  presencia  del  notario  y  los  testigos 
manifestará  el  testador  que  el  pliego  que  pre- 
senta contiene  su  testamento,  expresando  si 


1  Si  ha  sido  posible  escribir  el  testamento  y  no  se  ha  es- 
crito, carece  su  ordenaciMí  de  validez,  seqün  prescribe  el 
art.  GS7.  La  cuestión  de  si  pudo  ó  no  escribirse  es  de  hecho 
y  sometida  á  la  Sala  sentenciadora,  saleo  error  cometido 
al  apreciar  su  existencia.  (Sent.  16  Febrero  1891,  inserta 
en  Testamentos.) 
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se  halla  escrito,  firm.ado  y  rubricado  por  él,  ó 
si  está  escrito  de  rnano  ajena  y  firmado  por  él 
al  final  y  en  todas  sus  hojas,  ó  si,  por  no  saber 
ó  no  poder  firmar,  lo  ha  hecho  á  su  ruego  otra 
pei'sona. 

4.''^  Sobre  la  cubierta  del  testamento  exten- 
derá el  notario  la  correspondiente  acta  de  su 
otorgamiento,  expresando  el  número  y  lamar- 
ca  de  los  sellos  con  que  esté  cerrado,  y  dando 
fe  de  haberse  observado  las  solemnidades  men- 
cionadas," del  conocimiento  del  testador  ó  de 
haberse  identificado  su  persona  en  la  forma 
prevenida  en  los  arts.  685  y  686,  y  de  hallarse, 
á  su  juicio,  el  testador  con  la  capacidad  legal 
necesaria  para  otorgar  testaiiiento. 

5/  Extendida  y  leída  el  acta,  la  firmarán 
el  testador  y  los  testigos  que  sepan  firmar,  y 
la  autorizará  el  notario  con  su  sig-no  y  firma. 

Si  el  testador  no  sabe  ó  no  puede  firmar,  de- 
berá hacerlo  en  su  nombre  uno  de  los  testigos 
instrumentales  ü  otra  persona  designada  por 
aquél. 

6.'''  También  se  expresará  eu  el  acta  esta 
circunstancia,  además  del  lug'ar,  hora,  día, 
mes  y  año  del  otorg-amiento  *. 

Art.  708.  No  pueden  hacer  testamento  ce- 
rrado los  cieg'os  y  los  que  no  sepan  ó  no  pue- 
dan leer. 

Art.  709.  Los  sordomudos  y  los  que  no  pue- 
dan hablar,  pero  si  escribir,  podrán  otor- 
gar testamento  cerrado,  observándose  lo  si- 
guiente: 

1.°  El  testamento  ha  de  estar  todo  escrito  y 
firmado  por  el  testador,  con  exiiresión  del  lu- 
gar, día,  mes  y  año. 

2."  Al  hacer  su  presentación,  el  testador 
escribirá  eu  la  parte  superior  de  la  cubierta, 
á  presencia  del  notario  y  de  los  cinco  testigos, 
que  aquel  pliego  contiene  su  testamento,  y 
que  está  escrito  y  firmado  por  él. 

3.°  A  continuación  de  lo  escrito  por  el  tes- 
tador se  extenderá  el  acta  de  otorg-amiento, 
dando  fe  el  notario  de  haberse  cumplido  lo  pre- 
venido en  el  número  anterior  y  lo  demás  que 
se  dispone  en  el  art.  707,  en  lo  que  sea  aplica- 
ble al  caso. 

Art.  710.  Autoi'izado  el  testamento  cerrado, 
el  notario  lo  entregará  al  testador,  después  de 
poner  eu  el  protocolo  reservado  copia  autori- 
zada del  acta  de  otorg-amiento  "^. 

Art.  711.  El  testador  podrá  conservar  eu  su 
poder  el  testamento  cerrado,  ó  encomendar  su 
guarda  á  persona  de  s\i  confianza,  ó  deposi- 
tarlo en  poder  del  notario  autorizante  para 
que  lo  guarde  en  su  archivo. 

En  este  último  caso,  el  notario  dará  recibo 
al  testador  y  hará  constar  en  su  protocolo  re- 
servado, al  inarg'en  ó  á  continuación  de  la  co- 
pia del  acta  de  otorg'amiento,  qiie  queda  el 
testamento  en  su  poder.  Si  lo  retirare  después 
el  testador,  firmará  uu  recibo  á  continuación 
de  dicha  nota. 

Art.  712.  El  notario  ó  la  persona  que  tenga 
eu  su  ]iode.r  un  testamento  cerrado,  deberá 
presentarlo  al  juez  competente  luego  que  sepa 
el  fallecimiento  del  testador. 


'     Véase  la  nota  al  art.  894. 

-     Véanse  los  arts.  34  de  la  leu  (leí  Notariado  n  59  de  su 
reglamento. 


Si  no  lo  verifica  dentro  de  10  dias,  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  que  ocasio- 
ne su  ueglig'encia. 

Art.  713.  El  que  con  dolo  deje  de  presentar 
el  testamento  cei-rado  que  obre  eu  su  poder 
dentro  del  plazo  fijado  en  el  párrafo  segundo 
del  articulo  anterior,  además  de  la  responsa- 
bilidad que  en  él  se  determina,  perderá  todo 
derecho  á  la  herencia,  si  lo  tuviere  como  he- 
redero abintestato  ó  como  heredero  ó  leg'atario 
por  testamento. 

En  esta  misma  pena  incurrirán  el  que  sus- 
trajere dolosamente  el  testamento  cerrado 'del 
domicilio  del  testador  ó  de  la  persona  que  lo 
tenga  en  guarda  ó  depósito,  y  el  que  lo  ocul- 
te, rompa  ó  inutilice  de  otro  modo,  sin  perjui- 
cio déla  responsabilidad  criminal  que Mfoceda. 

Art.  714.  Parala  aperturay  protocolización 
del  testamento  cerrado  se  observará  lo  preve- 
nido en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  '. 

Art.  715.  Es  nulo  el  testamento  cerrado  eu 
cuyo  otorgamiento  no  se  hayan  observado  las 
formalidades  establecidas  en  esta  sección;  y  el 
notario  que  lo  autorice  será  responsable  de' los 
daños  y  perjuicios  que  sobrevengan,  si  se  pro- 
bare que  la  falta  procedió  de  su  malicia  ó  de 
negligencia  ó  ignorancia  inexcusables.  Será 
válido,  sin  embargo,  como  testamento  ológra- 
fo, si  todo  él  estuviere  escrito  y  firmado  por  el 
testador  y  tuviere  las  demás  condiciones  pro 
pias  de  este  testamento. 

SEC.  7."— Del  testamento  militar. 

Art.  716.  En  tiempo  de  guerra,  los  militares 
encampana,  voluntarios,  rehenes,  prisioneros 
y  demás  individuos  empleados  en  el  ejército, 
ó  que  sigan  á  éste,  podrán  otorg-ar  su  testa^ 
mentó  ante  ttn  oficial  que  tenga  por  lo  menos 
la  categoría  de  capitán. 

Es  aplicable  esta  disposición  á  los  indivi- 
duos de  un  ejército,  que  se  halle  en  país  ex- 
tranjero. 

Si  el  testador  estuviere  enfermo  ó  herido, 
podrá  otorgarlo  ante  el  capellán  ó  el  faculta- 
tivo que  le  asista. 

Si  estuviere  en  destacamento,  ante  el  que  lo 
mande,  aunque  sea  subalterno. 

En  todos  los  casos  de  este  articulo  será  siem- 
pre necesaria  la  presencia  de  dos  testig'os  idó- 
neos. 

Art.  717.  También  podrán  las  personas  menA 
clonadas  en  el  articulo  anterior  otorg-ar  testaj 
mentó  cerrado  ante  un  comisario  de  g'uerrf 
que  ejercerá  en  este  caso  las  funciones  de  no4 
tario,  observándose  las  disposiciones  de  loi^ 
artículos  70G  y  siguientes. 

Art.  718.  Los  testamentos  otorgados  coi 
arreg'lo  á  los  dos  artículos  anteriores  deberáí 
ser  remitidos  con  la  posible  brevedad  al  cuar| 
tel  g-eneral.y  por  éste  al  Ministro  de  la  Guerra. 

El  Ministro,  si  hubiese  fallecido  el  testador, 
remitirá  el  testamento  al  jiiez  del  último  domi- 
cilio del  difunto,  y,  no  siéndole  conocido,  al 
decano  de  los  de  Madrid,  para  que  de  oficio 
cite  á  los  herederos  y  demás  interesados  en  la 
sucesión.  Estos  deberán  solicitar  que  se  eleve 
á  escritura  pública  y  se  protocolice  en  la  for- 


'     Art.  1.056  á  1.979. 
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ma  prevenida  en  la  ley  de  Enjuiciamieuto 
civil. 

Cuando  sea  cerrado  el  testamento,  el  juez 
procederá  de  oñcio  á  su  apertura  en  la  forma 
prevenida  en  dicha  ley,  con  citación  é  inter- 
vención del  Ministerio  fiscal,  y  después  de 
abierto  lo  pondrá  en  conocimiento  de  los  he- 
rederos y  demás  interesados. 

Art.  719.  Los  testamentos  meuciotiados  en 
el  art.  71G  caducarán  cuatro  meses  después 
que  el  testador  haya  dejado  de  estar  en  cam- 
paña.   - 

Art.  720.  Durante  una  batalla,  asalto,  com- 
bate, y  g'eneralmente  en  todo  peligro  próximo 
de  acción  de  g'uerra,  podrá  otorg'arse  testa- 
mento militar  de  palabra  ante  dos  testigos. 

Pero  este  testamento  quedará  ineficaz  si  el 
testador  se  salva  del  peligro  eu  cuya  conside- 
ración testó. 

Aunque  no  se  salvare,  será  ineficaz  el  testa- 
mento si  no  se  formaliza  por  los  testigos  ante 
el  auditor  de  g'uerra  ó  funcionario  de  justicia 
que  sig'a  al  ejército,  procediéndose  después  en 
Ja  forma  prevenida  eu  el  art.  718. 

Art.  721.  Si  fuere  cerrado  el  testamento  mi- 
litar, se  observará  lo  prevenido  en  los  artlcu- 
Jos  706  y  707;  pero  se  otorg'ará  ante  el  oficial 
y  los  dos  testigos  que  para  el  abierto  exige  el 
art.  716, -debiendo  firmar  todos  ellos  el  acta  de 
otorgamiento,  como  asimismo  el  testador,  si 
pudiere. 

SEC.  8.*^ — Del  testamento  marítimo. 

Art.  722.  Los  testamentos,  abiertos  ó  cerra- 
dos, de  los  que  durante  iin  viaje  marítimo 
vayan  á  bordo,  se  otorgarán  en  la  forma  si- 
guiente: 

Si  el  buque  es  de  g'uerra,  ante  el  contador  ó 
■el  que  ejerza  sus  funciones,  en  presencia  de 
dos  testigos  idóneos,  que  vean  y  entiendan  al 
testador.  El  comandante  del  buqiie,  ó  el  que 
haga  sus  veces,  pondrá  además  su  V."  B.° 

En  los  buques  mercantes  autorizará  el  testa- 
mento el  capitán  ó  el  que  hag-a  sus  veces,  con 
asistencia  de  dos  testig'os  idóneos. 

Eu  uno  y  otro  caso  los  testigos  se  eleg'irán 
eutre  los  pasajeros,  si  los  hubiere;  pero  uno  de 
ellos,  por  lo  menos,  ha  de  poder  firmar,  el  cual 
lo  hará  por  si  y  por  el  testador,  si  éste  no  sabe 
ó  no  puede  hacerlo. 

Si  el  testamento  fuera  abierto,  se  observará 
además  lo  prevenido  en  el  art.  695,  y,  si  fuere 
cerrado,  lo  que  se  ordena  en  la  sección  sexta 
de  este  capitulo,  con  exclusión  de  lo  relativo 
al  niiniero  de  testigos  é  intervención  del  no- 
tario. 

Art.  723.  El  testamento  del  contador  del  bu- 
que de  guerra  y  el  del  capitán  del  mercante 
serán  autorizados  por  quien  deba  sustituirlos 
en  el  cai'go,  observándose  para  lo  demás  lo 
dispuesto  en  el  articulo  anterior. 

Art.  724.  Los  testamentos  abiertos  hechos 
eu  alta  mar  seiáu  custodiados  por  el  coman- 
dante ó  por  el  capitáu,  y  se  hará  mención  de 
ellos  en  el  Diario  de  navegación. 

La  misma  mención  se  hará  de  los  ológrafos 
y  los  cerrados. 

Art.  725.  Si  el  buque  arribase  á  un  puerto 
extranjero  donde  haya  agente  diplomático  ó 


consular  de  España  ,  el  comandante  del  de 
guerra,  ó  el  capitán  del  mercante  entreg'ará  á 
dicho  agente  copia  del  testamento  abierto  ó 
del  acta  de  otorgamiento  del  cerrado,  y  de  la 
nota  tomada  en  el  Diario. 

La  copia  del  testamento  ó  del  acta  deberá 
llevar  las  mismas  firmas  que  el  original,  si  vi- 
ven y  están  á  bordo  los  que  lo  firmaron;  eu 
otro  caso  será  autorizada  por  el  contador  ó  ca- 
pitán que  hubiese  recibido  el  testamento,  ó  el 
que  haga  sus  veces,  firmando  también  los  que 
estén  á  bordo  de  los  qu.e  intervinieron  en  el 
testamento. 

El  agente  diplomático  ó  consular  hará  ex- 
tender por  escrito  diligencia  de  la  entrega,  y, 
cerrada  y  sellada  la  copia  del  testamento  ó  la 
del  acta  "del  otorgamiento  si  fuere  cerrado,  la 
remitirá  con  la  nota  del  Diario  por  el  conduc- 
to correspondiente  al  Ministro  de  Marina, 
quien  mandará  que  se  deposite  eu  el  Archivo 
de  su  Ministerio. 

El  comandante  ó  capitán  que  haga  la  entre- 
ga recogei'á  del  ag'ente  diplomático  ó  consular 
certificación  de  haberlo  verificado,  y  tomará 
nota  de  ello  en  el  Diario  de  navegación. 

Art.  726.  Cuando  el  buque,  sea  de  guerra 
ó  mercante,  arribe  al  primer  puerto  del  Rei- 
no, el  comandante  ó  capitán  entregará  el  tes- 
tamento original,  cerrado  y  sellado,  á  la  au- 
toridad marítima  local,  con  copia  de  la  nota 
tomada  en  el  Diario,  y,  si  hubiese  fallecido  el 
testador,  certificación  que  lo  acredite. 

La  entrega  se  acreditará  en  la  forma  preve- 
nida en  el  articulo  anterior,  y  la  autoridad 
marítima  lo  remitirá  todo  sin  dilación  al  Mi- 
nistro de  Marina. 

Art.  727.  Si  hubiese  fallecido  el  testador  y 
fuere  abierto  el  testamento,  el  Ministro  de  Ma- 
rina practicará  lo  que  se  dispone  en  el  art.  718. 

Art.  728.  Cuando  el  testamento  haya  sido 
otorgado  por  un  extranjero  en  buque  español, 
el  Ministro  de  Marina  remitirá  el  testamento 
al  de  Estado,  para  que  por  la  via  diplomática 
se  le  dé  el  curso  que  corresponda. 

Art.  729.  Si  fuere  ológrafo  el  testamento 
y  durante  el  viaje  falleciera  el  testador,  el  co- 
mandante ó  capitán  recogerá  el  testamento 
para  custodiarlo,  haciendo  mención  de  ello  eu 
el  Diario,  y  lo  entregará  á  la  autoridad  marí- 
tima local,' en  la  forma  y  para  los  efectos  pre- 
venidos en  el  articulo  anterior,  cuando  el  bu- 
que arribe  al  primer  puerto  del  Reino.       » 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sea  cerra- 
do el  testamento,  si  lo  conservaba  en  su  po- 
der el  testador  al  tiempo  de  su  muerte. 

Art.  730.  Los  testamentos,  abiertos  y  ce- 
rrados, otorgados  con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  esta  sección,  caducarán  pasados  cuatro 
meses,  contados  desde  que  el  testador  desem- 
barque en  un  punto  donde  pueda  testar  en  la 
forma  oi'dinaria. 

Art.  731.     Si  hubiere  peligro  de  naufragio, 
será  aplicable  á  las  tripulaciones  y  pasajeros 
de  los  buques  de  guerra  ó  mercantes  lo  dis- 
puesto en  el  art.  720. 
SEC.  9.»— Del  testamento  hecho  en  país  extranjero. 

Art.  732.  Los  españoles  podrán  testar  fue- 
ra del  territorio  nacional,  sujetándose  á  las 
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formas  establecidas  poi-  las  leyes  del  país  eu 
que  se  hallen. 

También  podi-áu  testar  eu  alta  mar,  duran- 
te su  navegación  en  un  buque  extranjero,  con 
sujeción  á  las  leyes  de  la  nación  á  que  el  bti- 
que  pertenezca. 

Podrán  asimismo  hacer  testamento  ológ-rafo 
con  arreglo  al  art.  688  .sin  el  requisito  de  pa- 
pel sellado,  aun  en  los  países  cuyas  leyes  no 
admitan  dicho  testamento. 

Art.  733.  Xo  será  válido  eu  España  el  tes- 
tamento mancomunado,  prohibido  por  el  ar- 
ticulo 6Gy,  que  los  españoles  otorguen  en  pais 
extranjero,  aunque  lo  autoricen  las  leyes  de 
la  nación  donde  se  hubiese  otorg-ado. 

Art.  734.  Taml)ién  podrán  los  españoles 
que  se  encuentren  en  pais  extranjero  otorg'ar 
su  testamento ,  abierto  ó  cerrado ,  ante  el 
agente  diplomático  ó  consular  de  España  re- 
sidente eu  el  lug'ar  del  otorg'amiento. 

En  estos  casos  dicho  agente  hará  las  veces 
^  de  notario,  y  se  observarán  respectivamente 
todas  las  formalidades  establecidas  en  las  sec- 
ciones quinta  y  sexta  de  este  capítulo,  no 
siendo,  sin  embargo,  necesaria  la  condición 
del  domicilio  eu  los  testigos. 

Art.  735.  El  agente  diplomático  ó  consu- 
lar remitirá,  autorizada  con  su  firma  y  sello, 
copia  del  testamento  abierto,  ó  del  acta  de 
otorgamiento  del  cerrado,  al  Ministerio  de  Es- 
tado para  que  se  deposite  en  su  Archivo. 

Art.  736.  El  agente  diplomático  ó  consular, 
en  cuyo  poder  hubiese  depositado  su  testa- 
mento ológrafo'  ó  cerrado  un  español,  lo  remi- 
tirá al  Ministerio  de  Estado  cuando  fallezca  el 
testador,  con  el  certificado  de  defuución. 

El  Ministerio  de  Estado  hará  publicar  en  la 
Gaceta  de  Madrid  la  noticia  d.el  fallecimiento, 
para  que  los  interesados  en  la  herencia  pue- 
dan recoger  el  testamento  y  g-estionar  su  pro- 
tocolización en  la  forma  prevenida. 

SEC.  10.** — De  la  revocación  é  ineficacia  de  los 
testamentos. 

Art.  737.  Todas  las  disposiciones  testamen- 
tarias son  esencialmente  revocables,  aunque 
el  testador  exprese  en  el  testamento  su  volun- 
tad ó  resolución  de  no  revocarlas. 

Se  tendrán  por  no  puestas  las  cláusulas  de- 
rogatorias de  las  disposiciones  futuras,  yaque- 
lias  en  que  ordene  el  testador  que  no  valg'a  la 
revocación  del  testamento  si  no  la  hiciere  con 
ciertas  ])alabras  ó  señales. 

Art.  738.  El  testamento  no  puede  ser  revo- 
cado en  todo  ni  en  parte  sino  con  las  solemni- 
dades necesarias  para  testar. 

Art.  739.  El  testamento  anterior  queda  re- 
vocado de  derecho  por  el  posterior  perfecto, 
si  el  testador  no  expresa  en  éste  su  voluntad 
de  que  aquél  subsista  en  todo  ó  en  parte. 

Sin  embargo,  el  testamento  anterior  recobra 
su  fuerza  si  el  testador  revoca  después  el  pos- 
terior y  declara  expresamente  ser  su  voluntad 
que  valga  el  primero. 

Art.  740.  La  revocación  producirá  sti  efec- 
to aunque  el  segundo  testamento  caduque  por 
incapacidad  del  heredero  ó  de  los  legatarios 
en  él  nombrados,  ó  por  renuncia  de  aquél  ó  de 
éstos. 


Art.  741.  El  reconocimiento  de  un  hijo  ile- 
gitimo no  pierde  su  fuerza  legal,  aunque  se 
revoque  el  testamento  e'n  que  se  hizo. 

Art.  742.  Se  presume  revocado  el  testa- 
mento cerrado  que  aparezca  en  el  domicilio 
del  testador  con  las  cubiertas  rotas  ó  los  sellos 
quebrantados,  ó  borradas,  raspadas  ó  enmen- 
dadas las  firmas  que  lo  autoricen. 

Este  testamento  será,  sin  embargo,  válido 
cuando  se  probare  haber  ocurrido  el  desper- 
fecto sin  voluntad  ni  conocimiento  del  testa- 
dor, ó  hallándose  éste  en  estado  de  demencia; 
pero  si  aparecieren  rota  la  cubierta  ó  quebiitn- 
tados  los  sellos,  será  necesario  probar  adem;'-S 
la  autenticidad  del  testamento  para  su  valide:í. 

Si  el  testamento  se  encontrare  eu  poder  de 
otra  persona,  se  entenderá  que  el  vicio  proca- 
de de  ella  }•  no  será  aquél  válido  como  no  se 
pruebe  su  autenticidad,  si  estuvieren  rota  la 
cubierta  ó  quebrantados  los  sellos;  y  si  una  y 
otros  se  hallaren  iuteg'ros,  pero  con  las  firmas 
borradas,  raspadas  ó  enmendadas,  será  válido 
el  testamento,  como  no  se  justifique  haber  sido 
entregado  el  pliego  eu  esta  forma  por  el  mis- 
mo testador. 

Ai-t.  743.  Caducarán  los  testamentos,  ó  se- 
rán ineficaces  en  todo  ó  eu  parte  las  disposi- 
ciones testamentarias,  sólo  en  los  casos  ex- 
presamente prevenidos  en  este  Código. 

CAP.  II. — De  la  herencia. 

SECCIÓN  1.*^ — De   la  capacidad  para  suceder  por 
testamento  y  sin  él. 

Art.  744.     Podrán  suceder  por  testamento  ó 
abintestato  los  que  no  estén  incapacitados  poi'a 
la  ley. 

Art.  745.     Son  incapaces  de  siiceder: 

1."  Las  criaturas  abortivas,  entendiéndose 
tales  las  que  no  reúnan  las  circunstancias  ex- 
presadas eu  el  art.  30. 

2.°  Las  asociaciones  ó  corporaciones  no 
permitidas  por  la  ley  ^. 

Art.  746.  Las  iglesias  y  los  Cabildos  ecle- 
siásticos, las  Diputaciones  provinciales  y  las 
provincias,  los  Ayuntamientos  y  Municipios^ 
los  establecimientos  de  hospitalidad,  beneficen- 
cia é  instrucción  piiblica,  las  asociaciones  au- 
torizadas ó  reconocidas  por  la  ley  y  las  demás' 
personas  jurídicas  pueden  adquirir  por  testa- 
mento con  sujeción  á  lo  disptiesto  eu  el  art.  38. 

Art  747.  Si  el  testador  dispusiere  del  todo 
ó  parte  de  sus  bienes  para  sufragúos  y  obras 
piadosas  en  beneficio  de  su  alma,  haciéndolo 
indeterminadamente  y  sin  especificar  su  apli- 
cación, los  albaceas  venderán  los  bienes  y  dis- 
tribuirán su  importe,  dando  la  mitad  al  dioce- 
sano para  que  lo  destine  á  los  indicados  sufra- 
gios y  á  las  atenciones  y  necesidades  de  la 
Iglesia,  y  la  otra  mitad  al  gobernador  civil  co- 
rrespondiente para  los  establecimientos  bené- 
ficos del  domicilio  del  difunto,  y  en  su  defecto 
para  los  de  la  provincia. 

Art.  748.  La  institución  hecha  á  favor  de 
un  establecimiento  público  bajo  condición  6 
imponiéndole  un  gravamen,  sólo  será  válida 
si  el  Gobierno  la  aprueba.   - 


'     Véase  el  art.  fíes  y  su  nota. 
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Art.  749  '.  Las  disposiciones  hechas  ¿I  favor 
de  los  pobres  en  g'eueral,  sin  designación  de 
personas  ni  de  población,  se  entenderán  limi- 
tadas á  los  del  domicilio  del  testador  en  la 
época  de  su  nmerte,  si  no  constare  claramente 
haber  sido  otra  su  voluntad. 

La  calificación  de  los  pobres  y  la  distribu- 
ción de  los  bienes  se  harán  por  la  persona  que 
haya  designado  el  testador,  en  su  defecto  por 
los  albaceas  y,  si  no  los  hubiere,  por  el  párro- 
co, el  alcalde  y  el  juez  municipal,  los  cuales 
-resolverán,  por  mayoría  de  votos,  las  dudas 
que  ocurran. 

Esto  mismo  se  hará  cuando  el  testador  haya 
dispuesto  de  sus  bienes  en  favor  de  los  pobres 
de  una  parroquia  ó  pueblo  determinado. 

Art.  750.  Toda  disposición  en  favor  de  per- 
sona incierta  será  nula,  á  menos  que  por  al- 
g'ún  evento  pueda  resultar  cierta. 

Art.  751.  La  disposición  hecha  genérica- 
mente en  favor  de  los  parientes  del  testador 
se  entiende  hecha  en  favor  de  los  más  próxi- 
mos en  grado. 

Art.  752.  No  producirán  efecto  las  disposi- 
ciones testamentarias  que  haga  el  testador  du- 
rante su  iiltima  enfermedad  en  favor  delsacer- 
dote  que  en  ella  le  hubiese  confesado,  de  los 
parientes  del  mismo  dentro  del  cuarto  grado 
ó  de  su  iglesia,  cabildo,  comunidad  o  instituto. 

Art.  753.  Tampoco  siirtirá  efecto  la  dispo- 
sición testamentaria  del  pupilo  á  favor  de  su 
tutor  hecha  antes  de  haberse  aprobado  la  cuen- 
ta definitiva  de  éste,  aunque  el  testador  muera 
después  de  su  aprobación. 

Serán,  sin  embargo,  válidas  las  disposicio- 
nes que  el  pupilo  hiciere  en  favor  del  tutor 
que  sea  su  ascendiente,  descendiente,  herma- 
no, hermana  ó  cónyug'c. 

Art.  754.  El  testador  no  podrá  disponer  del 
todo  ó  parte  de  su  herencia  en  favor  del  nota- 
rio que  autorice  su  testamento,  ó  de  la  esposa, 
parientes  ó  afines  del  mismo  dentro  del  cuarto 
g'rado,  con  la  excepción  establecida  en  el  ar- 
ticulo 682. 

Esta  prohibición  será  aplicable  á  los  testigos 
del  testamento  abierto,  otorgado  con  ó  sin  no- 
tario. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  son  tam- 
bién aplicables  á  los  testig'os  y  personas  ante 
quienes  se  otorguen  los  testamentos  espe- 
ciales ^. 

Art.  755.  Será  niila  la  disposición  testamen- 
taria á  favor  de  un  incapaz,  aunque  se  la  dis- 
frace bajo  la  forma  de  contrato  oneroso  ó  se 
haga  á  nombre  de  persona  interpuesta. 

Art.  756.  Son  incapaces  de  suceder  por 
causa  de  indignidad: 

1."  Los  padres  que  abandonaren  á  sus  hi- 
jos y  prostituyeren  á  sus  hijas  ó  atentaren  á 
su  pudor. 

2."  El  que  fuere  condenado  en  juicio  por 
haber  atentado  contra  la  vida  del  testador,  de 
su  cónyuge,  descendientes  ó  ascendientes. 


*  Las  dispoHiciones  de  los  arts.  749  á  75¿  tienen  su 
crimplemento  en  las  de  los  1.101  d  1.12!)  de  la  íe.y  de  Enj. 
ciüil  sobre  adjudicación  de  bienes  á  que  están  llamadas 
varias  personas  sin  designación  de  nomljre. 

^  Concuerda  este  articulo  con  los  21  y  22  de  la  ley  del 
A'otariado. 


Si  el  ofensor  fuere  heredero  foi'zoso,  perde- 
rá su  derecho  á  la  leg'ltima. 

S."  El  que  hubiese  acusado  al  testador  de 
delito  al  que  la  iey  señale  pena  afiictiva,  cuan- 
do la  acusación  sea  declarada  calumniosa. 

4.°  El  heredero  mayor  de  edad  que,  sabe- 
dor de  la  muerte  violenta  del  testador,  no  la 
hubiese  denunciado  dentro  de  un  mes  á  la  jus- 
ticia, cuando  ésta  no  hubiera  procedido  ya  de 
oficio. 

Cesará  esta  prohibición  en  los  casos  en  que, 
según  la  ley,  uo  hay  la  oblig'acion  de  acusar. 

b.'^  El  condenado  en  juicio  por  adulterio 
con  la  mujer  del  testador. 

6."  El  que,  con  amenaza,  fraude  ó  violen- 
cia, obligare  al  testador  á  hacer  testamento  ó 
á  cambiarlo. 

7."  El  que  por  ig-uales  medios  impidiere  á 
otro  hacer  testamento,  ó  revocar  el  que  tuvie- 
se hecho,  ó  suplantare,  ocultare  ó  alterare 
otro  posterior. 

Art.  757.  Las  causas  de  indignidad  dejan 
de  surtir  efecto  si  el  testador  las  conocía  al 
tiempo  do  hacer  testamento,  ó  si,  habiéndolas 
sabido  después,  las  remitiere  en  documento 
público. 

Art.  758.  Para  calificar  la  capacidad  del 
lieredero  o  legatario  se  atenderá  al  tiempo  de 
la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
trate. 

En  los  casos  2.",  3."  y  5."  del  art.  756  se  es- 
perará á  que  se  dicte  la  sentencia  firme,  y  en 
el  número  4.°  á  que  transcurra  el  raes  señala- 
do para  la  denuncia. 

Si  la  institución  ó  legado  fuere  condicional, 
se  atenderá  además  al  tiempo  en  que  se  cum- 
pla la  condición. 

Art.  759.  El  heredero  ó  legatario  que  mue- 
ra antes  de  que  la  condición  se  cumpla,  aun- 
que sobreviva  al  testador,  no  transmite  dere- 
cho alguno  á  sus  herederos. 

Art.  760.  El  incapaz  de  suceder,  que,  con- 
tra la  jirnliibición  de  los  anteriores  artículos, 
hubiese  entrado  en  la  posesión  de  los  bienes 
hereditarios ,  estará  obligado  á  restituirlos 
con  sus  accesiones  y  con  todos  los  frutos  y  ren- 
tas que  haya  percibido. 

Art.  761.  Si  el  excluido  de  la  lierencia  por 
incapacidad  fuere  hijo  ó  descendiente  del  tes- 
tador, y  tuviere  hijos  ó  descendientes,  adqui- 
rirán éstos  su  derecho  á  la  leg-ítima  '. 

El  excluido  no  tendrá  el  usufructo  y  admi- 
nistración de  los  bienes  que  por  esta  causa 
hereden  sus  hijos. 

Art.  762.  No  puede  deducirse  acción  para 
declarar  la  incapacidad  pasados  cinco  años 
desde  que  el  incapaz  esté  en  posesión  de  la 
herencia  ó  legado. 

SEC.  2.' — De  la  institución  de  heredero. 

Art.  763.  El  que  no  tuviere  herederos  for- 
"zosos  i)uede  disponer  por  testamento  de  todos 
sus  bienes  ó  de  parte  de  ellos  en  favor  de  cual- 
quiera persona  que  tenga  capacidad  para  ad- 
quirirlos. 

El  que  tuviere  herederos  forzosos  sólo  po- 
drá disponer  de  sus  bienes  en  la  forma  y  con 


Véanse  los  arts.  76'6'  y  SS7. 
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las  limitaciones  que  se  establecen   en  la  sec- 
ción quinta  de  este  capitulo. 

Art.  764.  El  testamento  será  válido  atiu- 
qne  no  contenga  iustitueióii  de  heredero,  ó 
ésta  no  comprenda  la  totalidad  de  los  bienes, 
y  aunque  el  nombrado  no  acepte  la  herencia 
ó  sea  incapaz  de  heredar. 

En  estos  casos  se  cunipliráu  las  disposicio- 
nes testamentarias  hechas  con  arreglo  á  las 
leyes,  y  el  remanente  de  los  bienes  pasará  á 
los  herederos  leg'itimos. 

Art.  765.  Los  herederos  instituidos  sin 
desig'nación  de  partes,  heredarán  por  partes 
iguales. 

Art.  766.  El  heredero  voluntario  que  mue- 
re antes  que  el  testador,  el  incapaz  de  here- 
dar y  el  que  renuncia  á  la  herencia,  no  trans- 
miten ning'ún  dereclio  á  sus  herederos,  salvo 
lo  dispuesto  en  los  arts.  761  y  857. 

Art.  767.  La  expresión  de  una  causa  falsa 
de  la  institución  de  heredero  ó  del  nombra- 
miento de  legatario,  será  considerada  como 
no  escrita,  á  no  ser  que  del  testamento  resulte 
que  el  testador  no  habría  heclio  tal  institución 
ó  leg'ado  si  liubiese  conocido  la  falsedad  de  la 
causa. 

La  expresión  de  una  causa  contraria  á  de- 
recho, aunque  sea  verdadera,  se  tendrá  tam- 
bién por  no  escrita. 

Art.  768.  El  heredero  instituido  en  una 
cosa  cierta  y  determinada  será  considerado 
como  legatario. 

Art.  769.  Cuando  el  testador  nombre  unos 
herederos  individualmente  y  otros  colectiva- 
mente, como  si  dijere:  «Instituyo  por  mis  he- 
rederos á  N.  y  á  X.  y  á  los  hijos  de  N.»,  los  co- 
lectivamente nombrados  se  considerarán  como 
si  lo  fueran  individualmente,  .á  no  ser  qTie 
conste  de  un  modo  claro  que  ha  sido  otra  la 
voluntad  del  testador. 

Art.  770.  Si  el  testador  instituye  á  sus  her- 
manos, y  los  tiene  carnales  y  de  padre  ó  ma- 
dre solamente,  se  dividirá  la  herencia  como  en 
el  caso  de  morir  intestado. 

Art.  771.  Cuando  el  testador  llame  á  la  su- 
cesión á  una  persona  y  á  sus  hijos,  se  enten- 
derán todos  instituidos  simultánea  y  no  suce- 
sivamente. 

Art.  772.  El  testador  designará  al  heredero 
por  su  nombre  y  apellido;  y,  cuando  haya  dos 
que  los  teng'an  ig'uales,  deberá  señalar  alguna 
circunstancia  por  la  que  se  conozca  al  insti- 
tuido. 

Aunque  el  testador  haya  omitido  el  nombre 
del  heredero,  si  lo  desig-nare  de  modo  que  no 
pueda  dudarse  quien  sea  el  instituido,  valdrá 
la  institución. 

Art.  773.  El  error  en  el  nombre,  apellido  ó 
cualidades  del  heredero  no  vicia  la  institución 
cuando  de  otra  manera  puede  saberse  cierta- 
mente cuál  sea  la  persona  nombrada. 

Si  entre  personas  del  mismo  nombre  y  ape- 
llido hay  igualdad  de  circunstancias  y  éstas 
son  tales  que  no  permiten  distinguir  al  insti- 
tuido, ninguno  será  heredero. 

SEC.  3.»— De  1.1  snstitución. 

Art.  774.  Puede  el  testador  sustituir  una  ó 
más  pei'souas  al  heredero  ó  herederos  institui- 


dos para  el  caso  en  que  mueran  antes  que  él. 
ó  no  quieran,  ó  no  puedan  aceptar  la  herencia. 

La  sustitución  simple,  y  sin  expresión  de  ca- 
sos, comprende  los  tres  expresados  en  el  pá- 
rrafo anterior,  á  menos  que  el  testador  haya 
dispuesto  lo  contrario. 

Art.  775.  Los  padres  y  demás  ascendientes 
podrán  nombrar  sustitutos  á  sus  descendien- 
tes menores  de  catorce  años,  de  ambos  sexos, 
para  el  caso  de  que  muerau  antes  de  dicha 
edad. 

Art.  776.  El  ascendiente  podrá  nombrar 
sustituto  al  descendiente  mayor  de  catorce 
años,  que,  conforme  á  derecho,  haya  sido  de- 
clarado incapaz  por  enajenación  mental. 

La  sustitución  de  que  habla  el  párrafo  ante- 
rior quedará  sin  efecto  por  el  testamento  del 
incapacitado  hecho  durante  un  intervalo  lúci- 
do ó  después  de  haber  recobrado  la  razón. 

Art.  777.  Las  sustituciones  de  que  hablan 
los  dos  artlcTilos  anteriores,  cuando  el  susti- 
tuido tenga  herederos  forzosos,  sólo  serán  vá- 
lidas en  cuanto  no  perjudiquen  los  derechos 
legitimarios  de  éstos. 

Art.  778.  Pueden  ser  sustituidas  dos  ó  más 
personas  á  una  sola,  y  al  contrario,  una  sola  á 
dos  ó  más  herederos. 

Art.  779.  Si  los  herederos  instituidos  en 
partes  desig'uales  fueren  sustituidos  recipro- 
camente, tendrán  en  la  sustitución  las  mismas 
partes  que  en  la  institución,  á  no  ser  que  cla- 
ramente aparezca  haber  sido  otra  la  voluntad 
del  testador. 

Art.  780.  El  sustituido  '  quedará  sujeto  á  las 
mismas  carg'as  y  condiciones  impuestas  al  ins- 
tituido, á  menos  que  el  testador  haya  dispues- 
to expresamente  lo  contrario,  ó  que  los  gra- 
vámenes ó  condiciones  sean  meramente  per- 
sonales del  instituido. 

Art.  781.  Las  sustituciones  fideicomisarias 
en  ctiya  virtud  se  encarga  al  heredero  que 
conserve  y  transmita  á  un  tercero  el  todo  ó 
parte  de  la  herencia,  serán  válidas  y  surtirán 
efecto  siempre  que  no  pasen  del  segundo  gra- 
do, ó  que  se  hag-an  en  favor  de  personas  que 
vivan  al  tiempo  del  fallecimiento  del  testador. 

Art.  782.  Las  sustituciones  fldeicoihisarias 
nunca  podrán  g'ravar  la  leg'ítima.  Si  recaye- 
ren sobre  el  tercio  destinado  á  la  mejora,  sólo 
podrán  hacerse  en  favor  de  los  descendientes. 

Art.  783.  Para  que  sean  válidos  los  llama- 
mientos á  la  sustitución  fideicomisaria,  debe- 
rán ser  expresos.        » 

El  fiduciario  estará  oblig'ado  á  entregar  la 
herencia  al  fideicomisario,  sin  otras  deduccio- 
nes que  las  que  correspondan  por  g'astos  legí- 
timos, créditos  y  mejoras,  salvo  el  caso  en  que 
el  testador  haya  dispuesto  otra  cosa. 

Art.  784.  Él  fideicomisario  adquirirá  dere- 
cho á  la  sucesión  desde  la  muerte  del  testador, 
aunque  muera  antes  que  el  fiduciario. 

El  derecho  de  aquél  pasará  á  sus  herederos. 

Art.  785.     No  surtirán  efecto: 

1.°    Las  sustituciones  fideicomisarias  que- 


1    Sustituto  dice  la  edición  oficial  de  lujo  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia,  La  de  la  Gaceta  y  la  otra  edi-  " 
ción  oficial  del  Minifiterio,  dicen  ^sustituido*  como  arriba. 
Parécenos  que  la  palalira  sustituto  es  la  propia,  la  que 
responde  d  la  idea  y  disposición  contenida  en  el  articulo. 
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lio  se  hagan  de  una  manera  expresa,  ya  dán- 
doles este  nombre,  ya  imponiendo  al  í^titul- 
do  la  obligación  terminante  de  entreg'ar  los 
bienes  A  un  seg-undo  heredero. 

2."    Las  disposiciones  que  conteng-an  prohi- 
bición jierjietua  de  enajenar,  y  aun  la  tempo 
ral,  fuera  del  limite  señalado  en  el  art.  781. 

3."  Las  que  impong-an  al  heredero  el  en- 
cargo de  pag-ar  ¡I  varias  personas  sucesiva- 
juente,  más  allá  del  seg'uudo  g'rado,  cierta  ren- 
ta ó  pensión. 

4."  Las  que  teug^an  por  objeto  dejar  á  una 
persona  el  todo  ó  parte  de  los  bienes  heredi- 
tarios para  que  los  aplique  ó  invierta  segúu 
instrvicciones  reservadas  que  le  hubiese  comu- 
nicado el  testador. 

Art.  786.  La  nulidad  de  la  sustitución  fidei- 
comisaria no  perjudicará  á  la  validez  de  la  ins- 
titución ni  á  los  herederos  del  primer  llama- 
miento; sólo  se  tendrá  por  no  escrita  la  cláu- 
sula fideicomisaria. 

Art.  787.  La  disposición  en  que  el  testador 
deje  á  una  persona  el  todo  ó  parte  de  la  lieren- 
cia,  y  á  otra  el  usufructo,  será  válida.  Si  lla- 
mare al  usufructo  á  varias  personas,  no  simul- 
tánea, sino  sucesivamente,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  781. 

Art.  788.  Será  válida  la  disposición  que  im- 
ponga al  heredero  la  oblig'acióu  de  invertir 
ciertas  cantidades  periódicamente  en  obras 
benéficas,  como  dotes  para  doncellas  pobres, 
pensiones  para  estudiantes  ó  en  favor  de  los 
pobres  ó  de  cualquiera  establecimiento  de  be- 
neficencia ó  de  instrucción  pública,  bajo  las 
condiciones  sig'uientes: 

Si  la  carg-a  se  impusiere  sobre  bienes  inmue- 
bles y  fuere  temporal,  el  heredero  ó  herederos 
podrán  disponer  de  la  finca  g'ravada,  sin  que 
cese  el  g'ravamen  mientras  que  su  inscripción 
no  se  cancele. 

Si  la  carga  fuere  perpetua,  el  heredero  po- 
drá capitalizarla  é  imponer  el  capital  á  interés 
con  primera  y  suficiente  hipoteca. 

La  capitalización  é  imposición  del  capital  se 
hará  interviniendo  el  g'obernador  civil  de  la 
provincia  y  con  audiencia  del  Miuisterio  pú- 
blico. 

En  todo  caso,  cuanSo  el  testador  no  hubiere 
establecido  un  orden  para  la  administración  y 
aplicación  de  la  manda  benéfica,  lo  liará  la  au- 
toridad administrativa  á  quien  corresponda 
con  arreg'lo  á  las  leyes. 

Art.  789.  Todo  lo  dispuesto  en  este  capitol- 
io respecto  á  los  herederos  se  entenderá  tam- 
bién aplicable  á  los  leg'atarios. 

SEC.  4.* — De  la  institución  ele  heredero  y  del  legado 
condicionales  ó  á  término. 

Art.  790.  Las  dispo.siciones  testamentarias, 
tanto  á  titulo  universal  como  particular,  po- 
drán hacerse  bajo  condición. 

Art.  791.  Las  condiciones  impuestas  á  los 
herederos  y  legatarios,  en  lo  que  no  esté  pre- 
venido en  esta  sección,  se  regirán  por  las  re- 
glas establecidas  para  las  obligaciones  condi- 
cionales. 

Art.  792.  Las  condiciones  imposibles  y  las 
contrarias  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costum- 
bres se  tendrán  por  no  puestas  y  en  nada  per- 


jiuliearán  al  heredero  ó  legatario,  aun  cuando 
el  testador  disponga  otra  cosa. 

Art.  793.  La  condición  absoluta  de  no  con- 
traer primero  ó  Tilterior  matrimonio  se  tendrá 
por  no  puesta,  á  menos  que  lo  haya  sido  al  viu- 
do ó  viuda  por  su  difunto  consorte  ó  por  los 
ascendientes  ó  descendientes  de  éste. 

Podrá,  sin  embargo,  legarse  á  cualquiera  el 
usufructo,  Tiso  ó  habitación,  ó  una  pensión  ó 
prestación  personal,  por  el  tiempo  que  perma- 
nezca soltero  ó  viudo. 

Art.  794.  Será  nula  la  disposición  hecha 
bajo  condición  de  que  el  heredero  ó  legatario 
haga  en  su  testamento  alguma  disposición  en 
favor  del  testador  ó  de  otra  persona. 

Art.  795.  La  condición  puramente  potesta- 
tiva impuesta  al  heredero  ó  legatario  ha  de  ser 
cumplida  por  éstos,  una  vez  enterados  de  ella, 
después  de  la  muerte  del  testador. 

Exceptúase  el  caso  en  que  la  condición,  ya 
cumplida,  no  pueda  reiterarse. 

Art.  796.  Cuando  la  condición  fuere  casual 
ó  mixta,  bastará  que  se  realice  ó  cumpla  en 
cualquier  tiempo,  vivo  ó  muerto  el  testador,  si 
éste  no  hubiese  dispuesto  otra  cosa. 

Si  hubiese  existido  ó  se  hubiese  cumplido  al 
hacerse  el  testamento,  y  el  testador  lo  ignora- 
ba, se  tendrá  por  cumplida. 

Si  lo  sabia,  sólo  se  tendrá  por  cumplida  cuan- 
do fuere  do  tal  naturaleza  que  no  pueda  ya 
existir  ó  -cumplirse  de  nuevo. 

Art.  797.  La  expresión  del  objeto  de  la  ins- 
titución ó  legado,  ó  la  aplicación  que  haya  de 
dai'se  á  lo  dejado  por  el  testador,  ó  la  carga 
que  el  mismo  impusiere,  no  se  entenderán 
como  condición  á  no  parecer  que  ésta  era  su 
voluntad. 

Lo  dejado  de  esta  manera  puede  pedirse 
desde  luego,  y  es  transmisible  á  los  herederos 
que  afiancen  el  cumplimiento  do  lo  mandado 
por  el  testador,  y  la  devolución  de  lo  percibi- 
do con  sus  frutos  é  intereses,  si  faltaren  á  esta 
obligación. 

Art.  798.  Cuando,  sin  culpa  ó  hecho  propio 
del  heredero  ó  legatario,  no  pueda  tener  efec- 
to la  institución  ó  el  legado  de  que  trata  el  ar- 
ticulo precedente  en  los  mismos  términos  que 
haya  ordenado  el  testador,  deberá  cumplirse 
en  otros,  los  más  análogos  y  conformes  á  su 
voluntad. 

Cuando  el  interesado  en  que  se  cumpla,  ó 
no,  impidiere  su  cumplimiento  sin  culpa  ó  he- 
cho propio  del  heredero  ó  legatario,  se  consi- 
derará cumplida  la  condición. 

Art.  799.  La  condición  suspensiva  no  im- 
pide al  heredero  ó  leg'atario  adquirir  sus  res- 
pectivos derechos  y  transmitirlos  á  sus  hei-e- 
deros,  aun  antes  de  que  se  verifique  su  cum- 
plimiento. 

Art.  800.  Si  la  condición  potestativa  im- 
puesta al  heredero  ó  legatario  fuere  negativa, 
ó  de  no  hacer  ó  no  dar,  cumplirán  con  afianzar 
que  no  harán  ó  no  darán  lo  que  fué  prohibido 
por  el  testador,  y  que,  en  caso  de  contraven- 
ción, devolverán  lo  percibido,  con  sus  frutos  é 
intereses. 

Art.  801.  Si  el  heredero  fuere  instituido 
bajo  condición  suspensiva,  se  pondrán  los  bie- 
nes de  la  herencia  en  administración  hasta 
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que  la  condición  se  realice  ó  haya  certeza  de 
que  no  podrá  cumplirse. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  el  heredero  ó  le- 
gatario no  preste  la  fianza  en  el  caso  del  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  802.  La  administración  de  que  habla 
el  articulo  precedente  se  confiará  al  heredero 
ó  herederos  instituidos  sin  condición,  cuando 
entre  ellos  y  el  heredero  condicional  hubiere 
derecho  de  acrecer.  Lo  mismo  se  entenderá 
respecto  de  los  legatarios. 

Art.  803.  Si  el  heredero  condicional  no  tu- 
viere coherederos,  ó  teniéndolos  no  existiese 
entre  ellos  derecho  de  acrecer,  entrará  aquél 
en  la  administración,  dando  fianza. 

Si  no  la  diere,  se  conferirá  la  administración 
al  heredero  presunto,  también  bajo  fianza;  y, 
si  ni  uno  ni  otro  afianzaren,  los  Tribunales 
nombrarán  tercera  persona,  que  se  hará  carg'o 
de  ella,  también  bajo  fianza,  la  cual  se  presta- 
rá con  intervención  del  heredero. 

Art.  804.  Los  administradores  tendrán  los 
mismos  derechos  y  oblig'aciones  que  los  que  lo 
son  de  los  bieues  de  un  ausente. 

Art.  805.  Será  válida  la  designación  de  día 
ó  de  tiempo  en  que  haya  de  comenzar  ó  cesar  el 
efecto  de  la  institución  de  heredero  ó  del  legado. 

En  ambos  casos,  hasta  que  llegue  el  térmi- 
no señalado,  ó  cuando  éste  concluya,  se  enten- 
derá llamado  el  sucesor  legitiiuo.  Mas  en  el 
primer  caso,  no  entrará  éste  en  posesión  de 
los  bienes  sino  después  de  prestar  caución  su- 
ficiente, con  intervención  del  instituido. 

SEC.  5."— De  las  legitimas. 

Art.  806.  Legítima  es  la  porción  de  bienes 
de  que  el  testador  no  puede  disponer  ¡lor  ha- 
berla reservado  la  ley  á  determinados  herede- 
ros, llamados  por  esto  herederos  forzosos  '. 

Art.  807.     Son  herederos  forzosos: 

1."  Los  hijos  y  descendientes  legítimos  res- 
pecto de  sus  padres  y  ascendientes  legítimos. 

2."  A  falta  de  los  anteriores,  los  padres  y 
ascendientes  legítimos  respecto  desús  hijos  y 
descendientes  legítimos. 

3."  El  viudo  o  viuda  -,  los  hijos  naturales 
legalmente  reconocidos,  y  el  padre  ó  madre  de 
éstos,  en  la  forma  v  medida  que  establecen  los 
arts.  834,  835,  836,"  837,  840,  841,  842  y  846. 

Art.  808.  Constituyen  la  legitima' de  los  hi- 
jos y  descendientes  legítimos  las  dos  terceras 
partes  del  haber  hereditario  del  padre  y  de  la 
madre. 

Sin  embargo,  podrán  éstos  disponer  de  una 
parte  de  las  dos  que  forman  la  legítima,  para 
aplicarla  como  mejora  á  sus  hijos  y  descen- 
dientes legítimos. 

La  tercera  parte  restante  será  de  libre  dis- 
posición ". 

Art.  809.  Constituye  la  legitima  de  los  pa- 
dres ó  ascendientes  la  mitad  del  haber  heredi- 
tario de  los  hijos  y  descendientes.  De  la  otra 
mitad  podrán  éstos  disponer  libremente,  salvo 
lo  que  se  establece  en  el  art.  836. 


*     Véase  la  regla  12  de  las  disposiciones  transitorias. 

2  El  vntdo  es  coheredero  con  los  demás  que  con  este  ca- 
rácter concurran  d  la  herencia...  (Sent.  S  Febrero  1692; 
Apéndice,  p.  183.) 

■'     Véanselos  arts.  8S3  y  835. 


Art.  810.  La  legítima  reservada  á  los  pa- 
dres sjfdividirá  entre  los  dos  por  partes  igua- 
les: si  uno  de  ellos  hubiere  muerto,  recaerá 
toda  en  el  sobreviviente. 

Cuando  el  testador  no  deje  padre  ni  madre, 
pero  sí  ascendientes,  en  igual  g-rado,  de  las  lí- 
neas paterna  y  materna,  se  dividirá  la  heren- 
cia por  mitad  entre  ambas  líneas.  Si  los  ascen- 
dientes fueren  de  g'rado  diferente,  correspon- 
derá por  entero  á  los  más  próximos  de  una  ú 
otra  linea. 

Art.  811.  El  ascendiente  que  heredare  de 
su  descendiente  bieues  que  éste  hubiese  cvd- 
quirido  por  titulo  lucrativo  de  otro  ascendien- 
te, ó  de  un  hermano,  se  halla  obligado  á  reser- 
var los  que  hubiere  adquirido  por  ministerio 
de  la  ley  en  favor  de  los  parientes  que  estén 
deutro  del  tercer  g-rado  y  pertenezcan  á  la  li- 
nea de  donde  los  bienes  proceden  '. 

Art.  812.  Los  ascendientes  suceden  coa  ex- 
clusión de  otras  personas  en  las  cosas  dadas 
por  ellos  á  sus  hijos  ó  descendientes  muertos 
sin  posteridad,  cuando  los  mismos  objetos  do- 
nados existan  en  la  sucesión.  Si  hubieren  sido 
enajenados,  sucederán  en  todas  las  acciones 
que  el  donatario  tuviera  con  relación  á  ellos, 
y  en  el  precio  si  se  hubieren  vendido,  ó  en  los 
bienes  con  que  se  hayan  sustituido,  si  los  per- 
mutó ó  cambió. 

Art.  813.  El  testador  no  podrá  privar  á  los 
herederos  de  su  legitima  sino  en  los  casos  ex- 
presamente determiuados  por  la  ley. 

Tampoco  podrá  imponer  sol)re  ella  grava- 
men, ni  condición,  ni  sustitución  de  ninguna 
especie,  salvo  lo  dispuesto  en  cuanto  al  usu- 
fructo del  viudo. 

Art.  814.  La  preterición  de  alguno  ó  de  to- 
dos los  herederos  forzosos  en  linea  recta,  sea 
que  vi\-au  al  otorg-arse  el  testamento,  ó  sea 
que  nazcan  después  de  muerto  el  testador, 
anulará  la  institución  de  lieredero;  pero  val- 
drán las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no  sean 
inoficiosas. 

La  preterición  del  viudo  ó  viuda  no  anula  la 
institución;  pero  el  preterido  conservará  los 
derechos  que  le  conceden  los  arts.  834,  835,  836 
y  837  de  este  Código. 

Si  los  herederos  forzosos  preteridos  mueren 
antes  que  el  testador,  la  institución  surtirá 
efecto. 

Art.  815.  El  heredero  forzoso  á  quien  el 
testador  haya  dejado  por  cualquier  titulo  me- 
nos de  la  legitima  que  le  corresponda,  podrá 
pedir  el  complemento  de  la  misma. 

Art.  816.  Toda  renuncia  ó  transacción  so- 
bre la  legitima  futura  entre  el  que  la  debe  y 
sus  herederos  forzosos  es  nula,  y  éstos  podrán 
reclamarla  cuando  muera  aquél;  pero  deberán 
traer  á  colación  lo  que  hubiesen  recibido  por 
la  renuncia  ó  transacción. 

Art.  817.  Las  disposiciones  testamentarias 
que  mengüen  la  legítima  de  los  herederos  for- 
zosos se  reducirán,  á  petición  de  éstos,  en  lo 
que  fueren  inoficiosas  ó  excesivas. 

Art.  818.  Para  fijar  la  legítima  se  atenderá 
al  valor  de  los  bieues  que  quedaren  á  la  muer- 
te del  testador  con  deducción  de  las  deudas  y 


Ver  Bienes  kesebvables,  núm.  Vil,  p.  169. 
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cargas,  siu  comprender  entre  ellas  las  impues- 
tas en  el  testamento. 

Al  valor  liquido  que  los  bienes  hereditarios 
tuvieren  se  agregará  el  que  tenían  todas  las 
donaciones  colaciouables  del  mismo  testador 
en  el  tiempo  en  que  las  hubiera  hecho  '. 

Art.  819.  Las  donaciones  hechas  á  los  hijos, 
que  no  tengan  el  concepto  de  mejoras,  se  im- 
putarán eu  su  legitima. 

Las  donaciones  hechas  á  extraños  se  impu- 
tarán á  la  parte  libre  de  que  el  testador  hu- 
biese podido  disponer  por  su  última  voluntad. 

En  cuanto  fueren  inoficiosas  ó  excedieren 
de  la  cuota  disponible,  se  reducirán  seg'ún  las 
reglas  de  los  artículos  siguientes  '^. 

Art.  820.  Fijada  la  legitima  con  arreglo  á 
los  dos  artículos  anteriores,  se  hará  la  reduc- 
ción como  sigue: 

1."  Se  respetarán  las  donaciones  mientras 
pueda  cubrirse  la  legútima,  reduciendo  ó  anu- 
lando, si  necesario  fuere,  las  mandas  hechas 
en  testamento. 

2."  La  reducción  de  éstas  se  hará  á  prorra- 
ta, siu  distinción  alguna. 

Si  el  testador  hubiere  dispuesto  que  se  pa- 
gue cierto  legado  con  preferencia  á  otros,  no 
sufrirá  aquél  reducción  sino  después  de  ha- 
berse aplicado  éstos  por  entero  al  pago  de  la 
legitima. 

3.°  Si  la  manda  consiste  en  un  usufructo  ó 
renta  vitalicia,  cuyo  valor  se  teng-a  por  svipe- 
rior  á  la  parte  disponible,  los  herederos  forzo- 
sos podrán  escoger  entre  cumplir  la  disposi- 
ción testamentaria  ó  entreg'ar  al  legatario  la 
parte  de  la  herencia  de  que  podía  disponer  li- 
bremente el  testador. 

Art.  821.  Cuando  el  legado  sujeto  á  reduc- 
ción consista  en  una  finca  que  no  admita  có- 
moda división,  quedará  ésta  para  el  leg'atario 
si  la  reducción  no  absorbe  la  mitad  de  su  va- 
lor, y  en  caso  contrario  para  los  herederos  for- 
zosos; pero  aquél  y  éstos  deberán  abonarse  su 
respectivo  haber  en  dinero. 

El  legatario  que  tenga  derecho  á  legitima 
podrá  retener  toda  la  finca,  con  tal  que  su  va- 
lor no  supere  al  importe  de  la  porción  dispo- 
nible y  de  la  cuota  que  le  corresponda  por  le- 
gítima ■'. 

Art.  822.  Si  los  herederos  ó  legatarios  no 
quieren  usar  del  derecho  que  se  les  concede 
en  el  artículo  anterior,  podrá  usarlo  el  que  de 
ellos  no  lo  tenía;  si  éste  tampoco  quiere  usarlo, 
se  venderá  la  finca  en  piiblica  subasta,  á  ins- 
tancia de  cualquiera  de  los  interesados. 

SEC.  6.*^ — De  las  mejoras. 

Art.  823.  El  padre  ó  la  madre  podrán  dis- 
poner á  favor  de  alguno  ó  algunos  de  sus  hijos 
ó  descendientes  de  una  de  las  dos  terceras  par- 
tes destinadas  á  legítima. 

Esta  porción  se  llama  mejora. 

Art.  824.  No  podrán  imponerse  sobre  la 
mejora  otros  gravámenes  que  los  que  se  esta- 
blezcan en  favor  de  los  legitimarios  ó  sus  des- 
cendientes. 


Véase  el  art.  1.045. 
Véanse  los  arts.  ij55  y  H56. 
Véase  el  art.  8'¿8. 


Art.  825.  Ninguna  donación  por  contrato 
entre  vivos,  sea  simple  ó  por  causa  onerosa, 
en  favor  de  hijos  ó  descendientes,  que  sean 
herederos  forzosos,  se  reputará  mejora,  si  el 
donante  no  ha  declarado  de  una  manera  ex- 
presa su  \oluntad  de  mejorar. 

Art.  826.  La  promesa  de  mejorar  ó  no  me- 
jorar, hecha  por  escritura  pública  en  capitula- 
ciones matrimoniales,  será  válida. 

La  disposición  del  testador  contraria  á  la 
promesa  no  producirá  efecto. 

Art.  827.  La  mejora,  aunque  se  haya  veri- 
ficado con  entrega  de  bienes,  será  revocable, 
á  menos  que  se  haya  hecho  por  capitulaciones 
matrimoniales  ó  por  contrato  oneroso  cele- 
brado con  un  tercero. 

Art.  828.  La  manda  ó  legado  hecho  por  el 
testador  á  uno  de  los  hijos  ó  descendientes  no 
se  reputará  mejora  sino  cuando  el  testador 
haya  declarado  expresamente  ser  esta  su  vo- 
luntad, ó  cuando  no  quepa  en  la  parte  libre. 

Art.  829.  La  mejora  podrá  señalarse  en 
cosa  determinada.  Si  el  valor  de  ésta  excedie- 
re del  tercio  destinado  á  la  mejora  y  de  la  par- 
te de  legítima  correspondiente  al  mejorado, 
deberá  éste  abonar  la  diferencia  en  metálico  á 
los  demás  interesados. 

Art.  830.  La  facultad  de  mejorar  uo  pu.eda 
encomendarse  á  otro. 

Art.  831.  No  obstante  lo  dispuesto  eu  el 
articulo  anterior,  podrá  válidamente  pactarse 
en  capitulaciones  matrimoniales  que,  murien- 
do intestado  uno  de  los  cónyuges,  pueda  el 
viudo  ó  viuda  que  no  haya  contraído  nuevas 
nupcias  distribuir,  á  su  prudente  arbitrio,  los 
bienes  del  difunto  y  mejorar  en  ellos  á  los  hi- 
jos comunes,  sin  perjuicio  de  las  legitimas  y 
de  las  mejoras  hechas  en  vida  por  el  finado. 

Art.  832.  Cuando  la  mejora  uo  hubiere  sido 
señalada  en  cosa  determinada,  será  pagada 
con  los  mismos  bienes  hereditarios,  observán- 
dose, en  cuanto  puedan  tener  lugar,  las  re- 
glas establecidas  en  los  arts.  l.OGly  1.062  para 
procurar  la  igualdad  de  los  herederos  en  la 
partición  de  bienes. 

Art.  833.  El  hijo  ó  descendiente  legitimó 
mejorado  podrá  renunciar  la  herencia  y  ad- 
mitir la  mejora. 

SEC.  7." — Derechos  del  cónyuge  viudo. 

Art.  834.  El  viudo  ó  viuda  que  al  morir  su 
consorte  no  se  liallare  divorciado,  ó  lo  estuvie- 
re por  culpa  del  cónyuge  difunto,  tendrá  de- 
recho á  una  cuota,  en  usufructo,  igual  á  la 
que  por  legítima  corresponda  á  cada  uuo  de 
sus  hijos  ó  descendientes  leg'ítimos  no  mejo- 
rados *. 

Si  no  quedare  más  que  vin  solo  hijo  ó  des- 
cendiente, el  viudo  ó  viuda  tendrá  el  usufruc- 
to del  tercio  destinado  á  mejora,  conservando 
aquél  la  nuda  propiedad,  hasta  que  por  falle- 
cimiento del  cónyuge  supérstite  se  consolido 
en  él  el  dominio. 

Si  estuvieren  los  cónyuges  separados  por 
demanda  de  divorcio,  se  esperará  al  resultado 
del  pleito. 


*  Este  derecho  reconocido  al  viudo  le  comunica  el  ca- 
ráctei'  de  heredero  forzoso,  y  en  tal  concepto  ftfiura  en  el 
art.  807.  iSent.  a  Febrero  ltl92.  Apéndice,  p.  183.) 


620 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  III,  tit.  III.  De  «as  xucesiones.) 


Si  eiiti'e  los  cónyuges  divorciados  hubiere 
mediado  perdón  ó  reconciliación,  el  sobrevi- 
viente conservará  sus  derechos. 

Art.  835.  La  porción  hereditaria  asignada 
cu  usvifructo  al  cónyiige  viudo  deberá  sacarse 
de  la  tercera  parte  de  los  bienes  destinada  á 
la  mejora  de  los  hijos. 

Art.  836.  No  dejando  el  testador  descen- 
dientes, pero  si  ascendientes,  el  cónyuge  so- 
breviviente tendrá  derecho  á  la  tercera  parte 
de  la  herencia  en  usufructo. 

Este  tercio  se  sacará  de  la  mitad  libre,  pu- 
diendo  el  testador  disponer  de  la  propiedad 
del  mismo. 

Art.  837.  Cuando  el  testador  no  dejare 
descendientes  ni  ascendientes  leg-itimos,  el 
cónyuge  sobreviviente  tendrá  derecho  á  la 
mitad  de  la  herencia,  también  en  usufructo. 

Art.  838.  Los  herederos  podrán  satisfacer 
al  cónyugue  su  parte  de  usufructo,  asignándole 
una  renta  vitalicia  ó  los  productos  de  deter- 
minados bienes,  ó  un  capital  en  efectivo,  pro- 
cediendo de  mutuo  acuerdo,  y,  en  su  defecto, 
por  virtud  de  mandato  judicial. 

Mientras  esto  no  se  realice,  estarán  afectos 
todos  los  bienes  de  la  liereucia  al  pago  de  la 
parte  de  usufructo  que  corresponda  al  cónyu- 
ge viudo. 

Art.  839.  En  el  caso  de  concurrir  hijos  de 
dos  ó  más  matrimonios,  el  usufructo  corres- 
pondiente al  cónyiige  viudo  de  segundas  nup- 
cias se  sacará  de  la  tercera  parte  de  libre  dis- 
posición de  los  padres. 

SEC.  8."^ — De  los  derechos  de  los  hijos  ilegítimos. 

Art.  840.  Cuando  el  testador  deje  hijos  ó 
descendientes  legítimos  é  hijos  naturales  le- 
galmente  reconocidos,  tendrá  cada  uno  de  és- 
tos derecho  á  la  mitad  de  la  cuota  que  corres- 
ponda á  cada  uno  de  los  legítimos  no  mejora- 
dos, siempre  que  quepa  dentro  del  tercio  de 
libre  disposición,  del  cual  habrá  de  sacarse, 
deduciendo  antes  los  g'astos  de  entierro  y  fu- 
ueral. 

Los  hijos  legítimos  podrán  satisfacer  la  cuo- 
ta que  coi-responda  á  los  naturales,  en  dinero 
ó  en  otros  bienes  de  la  herencia  á  justa  regu- 
lación. 

Art.  841.  Cuando  el  testador  no  dejare  hi- 
jos ó  descendientes,  pero  sí  ascendientes  legí- 
timos, los  hijos  naturales  reconocidos  tendrán 
derecho  á  la  mitad  de  la- parte  de  herencia  de 
libre  disposición. 

Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  la  legitima 
del  viudo,  conforme  al  art.  836,  de  modo  que, 
concurriendo  el  viudo  con  hijos  naturales  re- 
conocidos, se  adjudicará  á  éstos  sólo  en  nuda 
propiedad,  mientras  viviere  el  viudo,  lo  que 
les  falte  para  completar  su  legitima. 

Art.  842.  Cuando  el  testador  no  dejare  des- 
cendientes ni  ascendientes  legítimos,  los  hijos 
natui-ales  reconocidos  tendrán  derecho  á  la 
tercera  parte  de  la  herencia. 

Art.  843.  Los  derechos  reconocidos  á  los 
hijos  naturales  en  los  precedentes  artículos  se 
transmiten  por  su  muerte  á  sus  descendientes 
legítimos. 

Art.  844.  La  porción  hereditaria  de  los  le- 
gitimados por  concesión  Real  será  la  misma 


establecida  por  la  ley  en  favor  de  los  hijos  na- 
turales reconocidos. 

Art.  845.  Los  hijos  ilegítimos  que  no  ten- 
gan la  calidad  de  naturales  sólo  tendrán  dere- 
cho á  los  alimentos. 

La  obligación  del  que  haya  de  prestarlos  sh 
transmitirá  á  sus  herederos  y  subsistirá  hasta 
que  los  hijos  lleguen  á  la  mayor  edad;  y,  en 
el  caso  de  estar  incapacitados,  mientras  dure 
la  ¡ncai>acidad. 

Art.  848.  El  derecho  de  sucesión  que  la  ley 
da  á  los  hijos  natiirales  pertenece  por  recipro- 
cidad en  los  mismos  casos  al  padre  ó  madie 
naturales. 

Art.  847.  Las  donaciones  que  el  hijo  natu- 
ral haya  recibido  en  vida  de  su  padre  ó  de  su 
madre  se  imputarán  en  la  legitima. 

Si  excedieren  del  tercio  de  libre  disposición, 
se  reducirán  en  la  forma  prevenida  en  los  ar- 
tículos 817  y  siguientes. 

SEC.  9."— De  la  desheredación. 

Art.  848.  La  desheredación  sólo  podrá  te- 
ner lugar  por  alguna  de  las  causas  que  expre- 
samente señala  la  ley. 

Art.  849.  La  desheredación  sólo  podrá  ha- 
cerse en  testamento,  expresando  en  él  la  cau- 
sa legal  en  que  se  funde. 

Art.  850.  La  prueba  de  ser  cierta  la  causa 
de  la  desheredación  corresponderá  á  los  here- 
deros del  testador  si  el  desheredado  la  negare. 

Art.  851.  La  desheredación  hecha  sin  ex- 
presión de  causa,  ó  por  causa  cuya  certeza,  si 
fuere  contradiclia,  no  se  probare,  ó  que  no  sea 
una  de  las  señaladas  en  los  cuatro  siguientes 
artículos,  anulará  la  institución  de  heredero 
en  cuanto  perjudique  al  desheredado;  pero 
valdrán  los  legados,  mejoras  y  demás  disposi- 
ciones testamentarias  en  lo  que  no  perjudiquen 
á  dicha  legítima. 

Art.  852.  Son  justas  causas  para  la  deshe- 
redación, en  sus  respectivos  casos,  las  de  in- 
capacidad por  indignidad  para  suceder,  seña- 
ladas en  el  art.  756  con  los  uúnis.  1.",  2.",  3.", 
5.»  y  6.» 

Art.  853.  Serán  también  justas  causas  para 
desheredar  á  los  hijos  y  descendientes,  tanto 
legítimos  como  naturales,  además  de  las  seña- 
ladas en  el  art.  756  con  los  niims.  2.°,  3.",  5." 
y  6.",  las  .siguientes: 

1."  Haber  neg'ado,  sin  motivo  legítimo,  los 
alimentos  al  padre  ó  ascendiente  que  le  des- 
hereda. 

2."  Haberle  maltratado  de  obra  ó  injuriado 
g'ravemente  de  palabra. 

3."  Haberse  entregado  la  hija  ó  nieta  á  la 
prostitución. 

4."  Haber  sido  condenado  por  un  delito  que 
lleve  consigo  la  pena  de  interdicción  civil. 

Art.  854.  Serán  justas  causas  para  deshe- 
redar á  los  padres  y  ascendientes,  tanto  legí- 
timos como  naturales,  además  de  las  señala- 
das en  el  art.  756  con  los  nüms.  1.",  2.",  3.", 
5.°  y  6.°,  las  siguientes: 

1.*  Haber  perdido  la  patria  potestad  por 
las  causas  expresadas  en  el  art.  169. 

2.''  Haber  negado  los  alimentos  á  sus  hijos 
ó  descendientes  sin  motivo  legítimo. 

3.'^    Haber  atentado  uno  de  los  padres  con- 
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tva  la  vida  del  otro,  si  no  hubiere  habido  en- 
tre ellos  r<'Coiiciliac.ión. 

Art.  855.  Serán  justas  causas  pai-a  deshe- 
redar al  cónvug-e,  ademíVs  de  las  señaladas  en 
el  art.  756  con  los  uúms.  2.",  3.°  y  6.",  las  si- 
guientes: 

1.»  Las  que  dan  lugar  al  divorcio,  según 
el  art.  105. 

2."  -Las  que  dan  lugar  ¡i  la  pérdida  de  la 
patria  potestad,  conforme  al  art.  169. 

3.^  Haber  negado  alimentos  A  los  hijos  ó  al 
otro  cónyuge. 

4.-^  Haber  atentado  contra  la  vida  del  cón- 
yuge testador,  si  no  hubiere  mediado  recon- 
ciliación. 

Para  que  las  causas  que  dan  lugar  al  divor- 
cio lo  sean  también  de  desheredación,  es  pre- 
ciso que  no  vivan  los  cónyuges  bajo  un  mis- 
mo techo. 

Art.  856.  La  reconciliación  posterior  del 
ofensor  y  del  ofendido  priva  íi  éste  del  dere- 
cho de  desheredar,  y  deja  sin  efecto  la  deshe- 
redación ya  hecha. 

Art.  857.  Los  hijos  del  desheredado  ocupa- 
ríln  su  lugar  y  conservarán  los  derechos  de 
herederos  forzosos  respecto  A,  la  legitima;  pero 
el  padre  desheredado  no  tendrá,  el  usufructo 
ni  la  administración  de  los  bienes  de  la  mis- 
ma ^. 

SEC.  10."— De  las  mandas  y  legados. 

Art.  858.  El  .testador  podrá  gravar  con 
mandas  y  legados,  no  sólo  á  su  heredero,  sino 
también  á  los  legatarios. 

Estos  no  estarán  obligados  á  responder  del 
gravamen  sino  hasta  donde  alcance  el  valor 
del  legado. 

Art.  859.  Cuando  el  testador  grave  con  un 
legado  á  uno  de  los  herederos,  él  solo  queda- 
rá obligado  á  su  cumplimiento. 

Si  no  gravare  á  ninguno  en  particular,  que- 
darán obligados  todos  en  la  misma  proporción 
en  que  sean  herederos. 

Art.  860.  El  obligado  á  la  entrega  del  le- 
gado responderá  en  caso  de  evicción,  si  la  cosa 
fuere  indeterminada  y  se  señalase  sólo  por  gé- 
nero ó  especie. 

Art.  861.  El  legado  de  cosa  ajena  si  el  tes- 
tador, al  legarla,  sabia  que  lo  era,  es  válido.' 
El  heredero  estará  obligado  á  adquirirla  para 
entregarla  al  legatario;  y,  no  siéndole  posible, 
á  dar  á  éste  su  justa  estimación. 

La  prueba  de  que  el  testador  sabia  que  la 
cosa  era  ajena,  corresponde  al  legatario. 

Art.  862.  Si  el  testador  ignoraba  que  la  cosa 
que  legaba  era  ajena,  será  nulo  el  legado. 

Pero  será  válido  si  la  adquiere  después  de 
otorgado  el  testamento. 

Art.  863.  Será  válido  el  legado  hecho  á  un 
tercero  de  una  cosa  propia  del  heredero  ó  de 
un  legatario,  quienes,  al  aceptar  la  sucesión, 
deberán  entregar  la  cosa  legada  ó  su  justa  es- 
timación, con  la  limitación  establecida  en  el 
articulo  siguiente. 

Lo  dispiiPSto  en  el  párrafo  anterior  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  la  legitima  de  los  here- 
deros forzosos. 


Art.  864.  Cuando  el  testador,  heredero  ó 
leg'atario  tuviesen  sólo  una  parte  ó  un  derecho 
en  la  cosa  leg'ada,  se  entenderá  limitado  el  le- 
grado á  esta  parte  ó  derecho,  á  menos  que  el 
testador  declare  expresamente  que  légala  cosa 
por  entero. 

Art.  865.  Es  nulo  el  legado  de  cosas  que  es- 
tán fuera  del  comercio. 

Art.  866.  No  producirá  efecto  el  legado  de 
cosa  que  al  tiempo  de  hacerse  el  testamento 
fuera  ya  propia  del  legatario,  aunque  en  ella 
tuviese  algún  dereclio  otra  persona. 

Si  el  testador  dispone  expresamente  que  la 
cosa  sea  liberada  de  este  derecho  ó  gravamen, 
valdrá  en  cuanto  á  esto  el  leg-ado. 

Art.  867.  Cuando  el  testador  legare  una 
cosa  empeñada  ó  hipotecada  para  la  seguridad 
de  alguna  deuda  exigible,  el  pago  de  ésta 
quedará  á  cargo  del  heredero. 

Si  por  no  pagar  el  heredero  lo  hiciere  el  le- 
gatario, quedará  éste  subrogado  en  el  lugar  y 
derechos  del  acreedor  para  reclamar  contra  el 
heredero. 

Cualquiera  otra  carga,  perpetua  ó  temiioral, 
á  que  se  halle  afecta  la  cosa  legada,  pasa  con 
ésta  al  legatario;  pero  en  ambos  casos  las  ren- 
tas y  los  intereses  ó  réditos  devengados  hasta 
la  muerte  del  testador  son  carga  de  la  he- 
rencia '. 

Art.  868.  Si  la  cosa  legada  estuviere  sujeta 
á  usufructo,  uso  ó  habitación,  el  legatario  de- 
berá respetar  estos  derechos  hasta  que  legal- 
mente  se  extingan. 

Art.  869.     El  legado  quedará  sin  efecto: 
1."     Si  el  testador  transforma  la  cosa  lega- 
da, de  modo  que  no  conserve  ni  la  forma  ni  la 
denominación  ()ue  teula. 

2."  Si  el  testador  enajena  por  cualquier  tí- 
tulo ó  causa,  la  cosa  legada  ó  parte  de  ella, 
entendiéndose  en  este  último  caso  que  el  le- 
gado queda  sólo  sin  efecto  respecto  á  la  parte 
enajenada.  Si  después  de  la  enajenación  vol- 
viere  la  cosa  al  dominio  del  testador,  aunque 
sea  por  la  nulidad  del  contrato,  no  tendrá  des- 
pués de  este  hecho  fuerza  el  legado,  salvo  el 
caso  en  que  la  readquisición  se  verifique  por 
pacto  de  retroventa. 

3."  Si  la  cosa  legada  perece  del  todo  vi- 
viendo el  testador,  ó  desiniés  de  su  muerte  sin 
culpa  del  heredero.  Sin  embargo,  el  obligado 
á  pagar  el  legado  responderá  por  evicción,  si 
la  cosa  legada  no  hubiere  sido  determinada 
en  especie,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  860. 
Art.  870.  El  legado  de  un  crédito  cont:-a 
tercero,  ó  el  de  perdón  ó  libei-ación  de  una 
deuda  del  legatario,  sólo  surtirá  efecto  en  la 
parte  del  crédito  ó  de  la  deuda  subsistente  al 
tiempo  de  morir  el  testador. 

En  el  primer  caso,  el  heredero  cumplirá  con 
ceder  al  legatario  todas  las  acciones  que  pu- 
dieran competirle  contra  el  deudor. 

En  el  segundo,  con  dar  al  legatario  carta 
de  pago,  si  la  pidiere. 

En  ambos  casos,  el  legado  comprenderá  los 
intereses  que  por  el  crédito  ó  la  deuda  se  de- 
bieren al  morir  el  testador. 


»     Wanselos  arts.  76 í  y  329. 


1     Esln  en  arinmtia  pule,  articulo  con  el  I.STIJ  y  con  et 
605  de  la  ley  hipotecaria. 
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Art.  871.  Caduca  el  legado  de  que  se  habla 
en  el  articulo  anterior  .si  el  testador,  desptiés 
de  haberlo  hecho,  demandare  judicialmente 
al  deudor  para  el  pag-o  de  su  deuda,  aunque 
éste  no  se  haya  realizado  al  tiempo  del  falleci- 
miento. 

Por  el  legado  hecho  al  deudor  de  la  cosa 
empeñada  sólo  se  entiende  remitido  el  dere- 
cho de  prenda. 

Art.  872.  El  legado  genói'ico  de  liberación 
ó  perdón  de  las  deudas  comprende  las  existen- 
tes al  tiempo  de  hacerse  el  testamento,  no  las 
posteriores. 

Art.  873.  El  legado  hecho  A,  un  acreedor 
no  se  imputará  en  pago  de  su  cri^dito,  A  no 
ser  que  el  testador  lo  declare  expresamente. 

En  este  caso  el  acreedor  tendrá  derecho  á 
cobrar  el  exceso  del  crédito  ó  del  leg'ado. 

Art.  874.  En  los  legados  alternativos  se 
observará  lo  dispuesto  para  las  obligaciones 
de  la  misma  especie,  salvas  las  modificaciones 
que  se  deriven  de  la  voluntad  expresa  del 
testador  '. 

Art.  875.  El  legado  de  cosa  mueble  gené- 
rica será  válido,  auncpie  no  haya  cosas  de  su 
g'cnero  en  la  herencia. 

El  legado  de  cosa  inmueble  no  determinada 
sólo  será  válido  si  la  hubiere  de  su  género  en 
la  herencia. 

La  elección  será  del  heredero,  quien  cum- 
plirá con  dar  una  cosa  que  no  sea  de  la  cali- 
dad inferior  ni  de  la  superior. 

Art.  876.  Siempre  que  el  testador  deje  ex- 
presamente la  elección  al  heredero  ó  al  leg-a- 
tario,  el  primero  podrá  dar,  ó  el  segundo  ele- 
gir, lo  que  mejor  les. pareciere. 

Art.  877.  Si  el  heredero  ó  legatario  no  pu- 
diere hacer  la  elección  en  el  caso  de  haberle 
sido  concedida,  pasará  su  derecho  á  los  here- 
deros; pero  una  vez  hecha  la  elección,  será 
irrevocable. 

Art.  878.  Si  la  cosa  legada  era  propia  del 
leg-atario  á  la  fecha  del  testamento,  no  vale  el 
leg'ado  aunque  después  haya  sido  enajenada. 

Si  el  legatario  la  hubiese  adquirido  por  títu- 
lo lucrativo  después  de  aquella  fecha,  nada 
podrá  pedir  por  ello;  mas,  si  la  adquisición  se 
hubiese  hecho  por  titulo  oneroso,  podrá  pedir 
al  heredero  que  le  indemnice  de  lo  que  haya 
dado  por  adquirirla. 

Art.  879.  El  legado  de  educación  dura  has- 
ta que  el  legatario  sea  mayor  de  edad. 

El  de  alimentos  dura  mientras  viva  el  lega- 
tario, si  el  testador  no  dispone  otra  cosa. 

Si  el  testador  no  hubiere  señalado  cantidad 
para  estos  legados,  se  fijará  segiin  e!  estado 
y  condición  del  legatario  y  el  importe  de  la 
herencia. 

Si  el  testador  acostumbró  en  vida  dar  al  le- 
gatario cierta  cantidad  de  dinero  ú  otras  co- 
sas por  via  de  alimentos,  se  entenderá  legada 
la  misma  cantidad,  si  no  resultare  en  notable 
desproporción  con  la  cuantía  de  la  herencia. 

Art.  880.  Legada  una  pensión  periódica  ó 
cierta  cantidad  anual,  mensual  ó  semanal,  el 
legatario  podrá  exigir  la  del  primer  periodo 
asi  que  muera  el  testador,  y  la  de  los  siguien- 


»     Vifi'nse  los  arts.  I.ISÍ  d  1.133. 


tes  en  el  principio  de  cada  uno  de  ellos,  sin 
que  haya  lugar  á  la  devolución  aunque  el  le- 
gatario muera  antes  que  termine  el  periodo 
comenzado. 

Art.  881.  El  legatario  adquiere  derecho  á 
los  legados  puros  y  simples  desde  la  nmerte 
del  testador,   y  lo  transmite  á  stis  herederos. 

Art.  882.  Cuando  el  legado  es  de  cosa  es- 
pecifica y  determinada,  propia  del  testador,  el 
legatario  adquiere  su  propiedad  desde  que 
aquél  muere,  y  hace  suyos  los  frutos  ó  rentas 
pendientes,  pero  no  las  rentas  devengadas  ^■ 
no  satisfechas  antes  de  la  muerte. 

La  cosa  legada  correrá  desde  el  mismo  ins- 
tante á  riesgo  del  legatario,  que  sufrirá,  pol- 
lo tanto,  su  pérdida  ó  deterioro,  como  tam- 
bién se  aprovechará  de  su  aumento  ó  mejora. 

Art.  883.  La  cosa  legada  deberá  ser  en- 
tregada con  todos  sus  accesorios  y  en  el  esta- 
do en  qtie  se  halle  al  morir  el  testador. 

Art.  884.  Si  el  legado  no  fuere  de  cosa  es- 
pecifica y  determinada,  sino  genérico  ó  de 
cantidad,  sus  frutos  é  intereses  desde  la  muer- 
te del  testador  corresponderán  al  legatario 
cuando  el  testador  lo  hubiese  dispuesto  expre- 
samente '. 

Art.  885.  El  legatario  no  pviede  ocupar  por 
su  propia  autoridad  la  cosa  legada,  sino  que 
debe  pedir  su  entrega  y  posesión  al  heredero 
ó  al  albacea,  cuando  éste  se  halle  autorizado 
para  darla. 

Art.  886.  El  heredero  debe  dar  la  misma 
cosa  legada,  pudiendo  hacerlo,  y  no  cumple 
con  dar  su  estimación. 

Los  leg'ados  en  dinero  deberán  ser  pag-ados 
en  esta  especie,  aunque  no  lo  haya  en  la  he- 
rencia. 

Los  gastos  necesarios  para  la  entrega  de  la 
cosa  legada  serán  á  cargo  de  la  herencia,  pero 
sin  perjuicio  de  la  leg-ltima. 

Art.  887.  Si  los  bienes  de  la  herencia  no  al- 
canzaren para  cubrir  todos  los  leg-ados,  el 
pago  se  hará  en  el  orden  siguiente: 

1  "    Los  leg'ados  remuneratorios. 

2.°  Los  legados  de  cosa  cierta  y  determi- 
nada, qtie  forme  parte  del  caudal  hereditario. 

3.°  Los  legados  que  el  testador  haya  de- 
clarado preferentes. 

4."     Los  de  alimentos. 

5.°     Los  de  educación. 

G.°    Los  demás  á  prorrata. 

Art.  888.  Cuando  el  legatario  no  pueda  ó 
no  quiera  admitir  el  legado,  ó  éste,  por  ctial- 
quier  causa  no  tenga  efecto,  se  refundirá  en 
la  masa  de  la  herencia,  fuera  de  los  casos  de 
sustitución  y  derecho  de  acrecer. 

Art.  889.  El  legatario  no  podrá  aceptar 
una  parte  del  legado  y  repudiar  la  otra,  si 
ésta  fuere  onerosa. 

Si  muriese  antes  de  aceptar  el  legado  de- 
jando varios  herederos,  podrá  uno  de  éstos 
aceptar  y  otro  repudiar  la  parte  que  le  corres- 
ponda en  el  legado. 

Art.  890.     Él  legatario  de  dos  legados,  de 


*  El  legado  de  75.000  pesefaa  if  lo  que  proditzca  esfn 
suíiin  imprtesfa  en  cierto  estnblecñnieiito,  es  de  cantidad, 
conforme  al  art.  8S4  del  Código  civil.  (Sent.  2-5  Noviem- 
bre 1891.— Ap.  de  1892,  p.  171.) 
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los  que  uno  fueve  oneroso,  no  podrá  reuim- 
ciar  éste  y  aceptar  el  otro.  Si  los  dos  son  one- 
rosos ó  g'ratuitos,  es  libre  para  aceptai'los  to- 
dos ó  repudiar  el  que  quiera. 

El  heredero  que  sea  al  mismo  tiempo  lega- 
tario, podrá  renunciar  la  herencia  y  aceptar 
el  legado,  ó  renunciar  éste  y  aceptar  aquélla. 

Art.  891.  Si  toda  la  herencia  se  distribuye 
en  leg-ados,  se  prorratearán  las  deudas  y  gra- 
vámenes de  ella  entre  los  legatarios  á  propor- 
ción de  sus  cuotas,  á  no  ser  que  el  testador 
hubiera  dispuesto  otra  cosa. 

SEC.  lí.* — De  los  albaceas  ó  testamentarios. 

Art.  892.  El  testador  podrá  nombrar  uno  ó 
más  albaceas. 

Art.  893.  No  podrá  ser  albacea  el  que  no 
teng'a  ca]iacidad  para  obligarse. 

La  mujer  casada  podrá  serlo  con  licencia  de 
su  marido,  que  no  será  necesaria  cuando  esté 
separada  legaluiente  de  él. 

El  menor  ito  podrá  serlo,  ni  aun  cou  la  au- 
torización del  padre  ó  del  tutor. 

Art.  894.  El  albacea  puede  ser  universal  ó 
particular. 

EiTtodo  caso,  los  albaceas  podrán  ser  nom- 
brados mancomunada,  sucesiva  ó  solidaria- 
mente. 

Art.  895.  Cuando  los  albaceas  fueren  man- 
comunados, sólo  valdrá  lo  que  todos  hagan  de 
consuno,  ó  lo  que  haga  vino  de  ellos  leg'almen- 
te  autorizado  por  los  demás,  ó  lo  que,  en  caso 
de  disidencia,  acuerde  el  mayor  niimero. 

Art.  896.  En  los  casos  de  suma  urgencia, 
podrá  uno  de  los  albaceas  mancomunados 
practicar,  bajo  su  responsabilidad  persoual, 
los  actos  que  fueren  necesarios,  dando  cuenta 
inmediatamente  á  los  demás. 

Art.  897.  Si  el  testador  no  establece  clara- 
mente la  solidaridad  de  los  albaceas,  ni  fija  el 
orden  en  que  deben  desempeñar  su  encarg-o,  se 
entenderán  nombrados  mancomunadamente 
y  desempeñarán  el  carg'o  como  previeuen  los 
dos  artículos  anteriores  '. 

Art.  898.  El  albaceazgo  es  cargo  volunta- 
rio, y  se  entenderá  aceptado  por  el  nombrado 
para  desempeñarlo  si  no  se  excusa  dentro  de 
los  seis  días  siguientes  á  aquel  en  que  tenga 
noticiade  su  nombramiento,  ó,  si  éste  le  era  ya 
conocido,  dentro  de  los  seis  dias  siguientes  al 
en  qxxe  supo  la  muerte  del  testador. 

Art.  899.  El  albacea  que  acepta  este  cargo 
se  constituye  en  la  obligación  de  desempeñar- 
lo; pero  lo  podrá  renunciar  alegando  causa 
justa,  al  prudente  arbitrio  del  juez. 

Art.  900.  El  albacea  que  no  acepte  el  cargo, 
ó  lo  renuncie  sin  justa  causa,  perderá  lo  que 
•le  hubiese  dejado  el  testador,  salvo  siempre  el 
derecho  que  tuviere  á  la  legitima. 

Art.  901.  Los  albaceas  tendrán  todas  las 
facultades  que  expresamente  les  haya  confe- 
rido el  testador,  y  no  sean  contrarias  á  las 
leyes. 

Art.  902.  No  habiendo  el  testador  determi- 
nado especialmente  las  facultades  délos  alba- 
ceas,  tendrán  las  siguientes: 

1.*    Disponer  y  pagar  los  sufragios  y  el  fu- 


Véase  la  nota  al  art.  675. 


ueral  del  testador  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  él  en  el  testamento;  y,  en  su  defecto,  se- 
gún la  costumbre  del  pueblo. 

2.^^  Satisfacer  los  legados  que  consistan  en 
metálico,  con  el  conocimiento  y  beneplácito 
del  heredero. 

3."  Vigilar  sobre  la  ejecución  de  todo  lo  de- 
más ordenado  en  el  testamento,  y  sostener, 
siendo  justo,  su  validez  enjuicio  y  fuera  de  él. 

4.''  Tomar  las  precauciones  necesarias  para 
la  conservación  y  custodia  de  los  bienes,  con 
intervención  de  los  herederos  presentes. 

Art.  903.  Si  no  hubiere  en  la  herencia  di- 
nero bastante  para  el  pago  de  funerales  y  le- 
gados, y  los  herederos  no  lo  aprontaren  de  lo 
suyo,  promoverán  los  albaceas  la  venta  de  los 
bienes  muebles;  y,  no  alcanzando  éstos,  la  de 
los  inmuebles,  con  intervención  de  los  here- 
deros. 

Si  estuviere  interesado  en  la  herencia  algún 
menor,  ausente,  corporación  ó  esta1)lecimien- 
to  público,  la  venta  de  los  bienes  se  hará  con 
las  formalidades  prevenidas  por  las  leyes  para 
tales  casos. 

Art.  904.  El  albacea,  á  quien  el  testador  no 
haya  fijado  plazo,  deberá  cumplir  su  encargo 
dentro  de  un  año,  contado  desde  su  acepta- 
ción, ó  desde  que  terminen  los  litigios  que  se 
promovieren  sobre  la  validez  ó  nulidad  del 
testamento  ó  de  alguna  de  sus   disposiciones. 

Art.  905.  Si  el  testador  quisiere  ampliar  el 
plazo  legal,  deberá  señalar  expresamente  el 
de  la  prórroga.  Si  no  lo  hubiese  señalado,  se 
entenderá  prorrog'ado  el  plazo  por  un  año. 

Si,  transcurrida  esta  prórrog'a,  no  se  hubie- 
se todavía  cumplido  la  voluntad  del  testador, 
podrá  el  juez  conceder  otra  por  el  tiempo  qtte 
fuere  necesario,  atendidas  las  circunstancias 
del  caso. 

Art.  906.  Los  herederos  y  legatarios  po- 
drán, de  común  acuerdo,  prorrog-ar  el  plazo 
del  albaceazg'o  por  el  tiempo  que  crean  nece- 
sario; pero,  si  el  acuerdo  fuese  sólo  por  mayo- 
ría, la  prórroga  no  podrá  exceder  de  un  año. 

Art.  907.  Log  albaceas  deberán  dar  cuenta 
de  su  eucarg'o  á  los  herederos. 

Si  hubieren  sido  nombrados,  no  para  entre- 
gar los  bienes  á  herederos  determinados,  sino 
para  darles  la  inversión  ó  distribución  que  el 
testador  hulíiese  dispuesto  en  los  casos  permi- 
tidos por  derecho,  rendirán  sus  cuentas  al 
juez. 

Toda  disposición  del  testador  contraria  á 
este  articulo  será  nula. 

Art.  908.  El  albaceazgo  es  cargo  gratuito. 
Podrá,  sin  embar^'o,  el  testador  señalar  á  los 
albaceas  la  remuneración  que  tenga  por  con- 
veniente; todo  .sin  perjuicio  del  derecho  que 
les  asista  para  cobrar  lo  que  les  corresponda 
por  los  trabajos  de  partición  ú  otros  faculta- 
tivos. 

Si  el  testador  lega  ó  señala  conjuntamente 
á  los  all)aceas  alguna  i«tribución,  la  parte  de 
los  que  no  admitan  el  carg-o  acrecerá  á  los  que 
lo  desem]ieñen. 

Art.  909.  El  albacea  no  podrá  delegar  el 
cargo  si  no  tuviese  expresa  autorización  del 
testador. 

Art.   910.     Termina  el   albaceazgo  por   la 
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muerte,  imposibilidad,  rcimiicia  ó  remoción 
del  albacea,  y  por  el  lapso  del  término  seña- 
lado por  el  testador,  por  la  ley  y,  en  su  caso, 
por  los  interesados. 

Art.  911.  En  los  casos  del  articulo  anterior, 
y  en  el  de  no  haber  el  albacea  aceptado  el 
cargo,  corresponderá  A  los  herederos  la  ejecu- 
ción de  la  voluntad  del  testador. 

CAP.  III. — De  la  sucesiiJn  intestada. 
SEC.  1.*^— Disposiciones  generales, 

Art.  912.     La  sucesión  legitima  tiene  lug'ar: 

1."  Cuando  uno  muere  siu  testamento,  ó 
con  testamento  nulo,  ó  que  haya  perdido  des- 
pués su  validez. 

2."  Cuando  el  testamento  no  contiene  ins- 
titución de  heredero  en  todo  ó  en  parte  de  los 
bienes,  ó  no  dispone  de  todos  los  que  corres- 
ponden al  testador.  En  este  caso  la  sucesión 
legitima  tendrá  lugar  solamente  respecto  de 
los  bienes  de  que  no  hubiese  dispuesto. 

3."  Cuando  falta  la  condición  puesta  á  la 
institución  de  heredero,  ó  éste  muere  antes 
que  el  testador,  ó  repudia  la  herencia  siu  te- 
ner sustituto  y  siu  que  haya  lugar  al  derecho 
de  acrecer. 

4."  Cuando  el  heredero  instituido  es  inca- 
paz de  suceder. 

Art.  913.  A  falta  de  herederos  testamenta- 
rios, la  ley  defiere  la  herencia,  segiin  las  re- 
glas que  se  expresarán,  á  los  parientes  legíti- 
mos y  naturales  del  difunto,  al  viudo  ó  viuda, 
y  al  Estado. 

Art.  914.  Lo  dispuesto  sobre  la  incapacidad 
para  suceder  por  testamento  es  aplicable 
igualmente  á  la  sucesión  intestada. 

SEC.  2.»— Del  p.irentesco. 

Art.  915.  La  proximidad  del  parentesco  se 
determina  por  el  número  de  g'ener aciones. 
Cada  generación  forma  un  g-rado. 

Art.  916.  La  serie  de  g'rados  forma  la  linea, 
que  puede  ser  directa  ó  colateral. 

Se  llama  directa  la  constituida  por  la  serie 
de  grados  entre  personas  que  descienden  una 
de  otra. 

Y  colateral  la  constituida  por  la  serie  de 
grados  entre  personas  que  no  descienden  unas 
de  otras,  pero  que  proceden  de  im  tronco 
común. 

Art.  917.  Se  distingue  la  linea  recta  en  des- 
cendente y  ascendente. 

La  primera  une  al  cabeza  de  familia  cou  los 
que  descienden  de  él. 

La  segunda  liga  á  una  persona  con  aquellos 
de  quienes  desciende. 

Art.  918.  En  las  lineas  se  cuentan  tantos 
grados  corno  g'eneraciones  ó  como  personas, 
descontando  la  del  progenitor. 

En  la  recta  se  sube  únicamente  hasta  el  tron- 
co. Asi,  el  lujo  dista  del  padre  un  g-rado,  dos 
del  abuelo  y  tres  del  bisabuelo. 

En  la  colateral  se  s»be  hasta  el  tronco  co- 
mún, y  después  se  baja  hasta  la  pei-sona  con 
quien  se  hace  la  computación.  Por  esto,  el  her- 
mano dista  dos  grados  del  hermano,  tres  del 
tío,  hermano  de  su  padre  ó  madre,  cuatro  del 
primo  hermano,  y  así  en  adelante. 

Art.  919.    La  computación  de  que  trata  el 


articulo  anterior  rige  en  todas  las  materias, 
excepto  las  que  teug'an  relación  cou  los  impe- 
dimentos del  matrimonio  canónico. 

Art.  920.  Llámase  doble  vinculo  al  paren- 
tesco por  parto  del  padre  y  de  la  madre  con- 
juntamente. 

Art.  921.  En  las  herencias  el  pariente  más 
próximo  en  grado  excluye  el  más  remoto,  sal- 
vo el  derecho  de  representación  en  los  casos 
en  que  deba  tener  lugar. 

Los  parientes  que  se  hallaren  en  el  mismo 
grado  heredarán  por  partes  iguales,  salvo  lo 
que  se  dispone  en  el  art  949  sobre  el  doble 
vinculo. 

Art.  922.  Si  hubiere  varios  parientes  de  un 
mismo  grado,  y  alguno  ó  algunos  no  quisieren 
ó  no  pudieren  suceder,  su  parte  acrecerá  á  los 
otros  del  mismo  grado,  salvo  el  derecho  de  re- 
presentación cuando  deba  tener  lugar. 

Art.  923.  Repudiando  la  herencia  el  parien- 
te más  próximo,  si  es  solo,  ó  si  fueren  varios, 
todos  los  parientes  más  próximos  llamados  por 
la  ley,  heredarán  los  del  grado  siguiente  por 
su  propio  derecho  y  sin  que  puedan  represen- 
tar al  repudiante. 

* 
SEC.  3.*^— De  la  representación. 

Art.  924.  Llámase  derecho  de  representa- 
ción el  que  tienen  los  parientes  de  una  perso- 
na para  sucederle  en  todos  los  derechos  que 
tendria  .si  viviera  ó  hubiera  podido  heredar. 

Art.  925.  El  derecho  de  representación  ten- 
drá siempre  lugar  en  la  linea  recta  descenden- 
te, pero  nunca  en  la  ascendente. 

En  la  linea  colateral  sólo  tendrá  lugar  en  fa- 
vor de  los  hijos  de  hermanos,  bien  sean  de  do- 
ble vínctilo,  bien  de  un  solo  lado. 

Art.  926.  Siempre  qlie  se  herede  por  repre- 
sentación, la  división  de  la  herencia  se  hará 
por  estirpes,  de  modo  que  el  representante  ó 
representantes  no  hereden  más  de  lo  que  here- 
daría su  representado  si  viviera. 

Art.  927.  Quedando  hijos  de  uno  ó  más  her- 
manos del  difunto,  heredarán  á  éste  por  re- 
presentación si  concurren  con  sus  tíos.  Pero  si 
concurren  solos,  heredarán  porpartes  iguales. 

Art.  928.  No  se  pierde  el  derecho  de  repre- 
sentar á  una  persona  por  haber  renunciado  su 
herencia. 

Art.  929.  No  podrá  representarse  auna  per- 
sona viva  sino  en  los  casos  de  desheredación 
ó  incapacidad. 

CAP.  IV. — Del  ouden  de  suceder  según  la  divehsi- 

DAD  de  líneas. 

SECCIÓN  1."— De  la  linea  recta  descendente. 

Art.  930.  La  sucesión  corresponde  en  pri- 
mer lugar  á  la  línea  recta  descendente. 

Art.  931.  Los  hijos  leg'itimos  y  sus  descen- 
dientes suceden  á  los  padres  y  demás  ascen- 
dientes sin  distinción  de  sexo  ni  edad,  y  aun- 
que procedan  de  distintos  matrimonios. 

Art.  932.  Los  hijos  del  difunto  le  heredarán 
siempre  por  su  derecho  propio,  dividiendo  la 
herencia  en  partes  ig'uales. 

Art.  933.  Los  nietos  y  demás  descendien- 
tes heredarán  por  derecho  de  representación, 
y,  si  alguno  hubiese  fallecido  dejando  varios 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lih.  III,  tit.  111.  De  Inx  ¡wrcríones.) 


635 


herederos,  la  porción  que  le  corresponda  se  di 
vidirá  entre  éstos  por  partes  iguales. 

Art.  934.  Si  quedaren  hijos  y  descendientes 
de  otros  hijos  que  hubiesen  fallecido,  los  pri- 
meros heredarán  por  derecho  propio,  y  los  se- 
g'undos  por  derecho  de  representación. 

SEC.  2.*^ — De  la  línea  recta  ascendente. 

Art.  935.  A  falta  de  hijos  y  descendientes 
leg'itinios  del  difunto  le  heredarán  sus  ascen- 
dentes, con  exclusión  de  los  colaterales. 

Art.  936.  El  padre  y  la  madre,  si  líxistiereu, 
heredarán  por  partes  ig'uales. 

Existiendo  uno  solo  de  ellos,  éste  sucederá 
al  hijo  en  toda  la  herencia. 

Art.  937.  A  falta  de  padre  y  madre  sucede- 
rán los  ascendientes  más  próximos  en  g'rado. 

Si  hubiere  varios  de  igual  grado  pertene- 
cientes á  la  misma  linea,  dividirán  la  herencia 
por  cabezas;  si  fueren  de  lineas  diferentes, 
pero  de  igual  g'rado,  la  mitad  corresponderá 
á  los  ascendientes  paternos,  y  la  otra  mitad  á 
los  maternos.  En  cada  línea  la  divisióu  se  hará 
por  cabezas. 

Art.  938.  Lo  dispuesto  en  los  dos  articules 
anteriores  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  orde- 
nado en  los  arts.  811  y  812,  que.es  aplicable  á 
la  sucesión  intestada  y  á  la  testamentaria. 

SEC.  3."  — De  los  hijos  naturales  reconocidos. 

Art.  939.  A  falta  de  descendientes  y  ascen- 
dientes legítimos  sucederán  al  difunto  en  el 
todo  de  la  Iiereneia  los  hijos  naturales  legal- 
mente  reconocidos  y  los  legitimados  por  con- 
cesión Real. 

Art.  940.  Si  con  los  hijos  naturales  ó  legi- 
timados concurrieren  descendientes  de  otro 
hijo  natural  ó  legitimado  que  hubiese  fallecido, 
los  primeros  sucederán  por  derecho  propio  y 
los  segundos  por  representación. 
,  Art.  941.  Los  derechos  hereditarios  conce- 
didos al  hijo  natural  ó  legitimado  en  los  dos 
anteriores  artículos,  se  transmitirán  por  su 
muerteásusdescendientcs, quienes  heredarán 
por  derecho  de  representación  á  su  abuelo  di- 
funto. 

Art.  942.  En  el  caso  de  quedar  de.scendien- 
tes  ó  ascendientes  leg-itimos,  los  naturales  y 
legitimados  sólo  percibirán  de  la  herencia  la 
porción  que  se  les  concede  en  los  arts.  840 

y  841. 

Art.  943.  El  hijo  natural  y  el  legitimado  no 
tienen  derecho  á  suceder  abintestato  á  los  hi- 
jos y  parientes  legítimos  del  padre  ó  madre 
que  lo  haya  reconocido,  ni  ellos  al  hijo  natu- 
ral ni  al  legitimado. 

Art.  944.  Si  el  hijo  natural  reconocido  ó  el 
legitimado  muere  sin  dejar  posteridad  legí- 
tima ó  reconocida  por  él,  le  sucederá  por  en- 

:     tero  el  padre  ó  madre  que  le  reconoció,  y,  si 

!    los  dos  le  reconocieron  y  viven,  le  heredarán 

i¡    por  partes  iguales. 

Art.  945.     A  falta  de  ascendientes  naturales 

i  heredarán  al  hijo  natural  y  al  legitimado  sus 
hermanos  naturales,  según  las  reglas  estable 
cidas  para  los  hermanos  legítimos. 

SEC.  4." — De  la  sucesión  de  los  colaterales  y  de  los 
cónyuges. 

Art   946.    A  falta  de  las  personas  compren- 
Tono  II. 


didas  en  las  tres  secciones  que  preceden,  here- 
darán los  parientes  colaterales  y  los  cónyuges 
por  el  orden  que  se  establece  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  947.  Si  no  existieren  más  que  herma- 
nos de  doble  vínculo,  éstos  heredarán  por  par- 
tes iguales. 

Art.  948.  Si  concurrieren  hermanos  con 
sobrinos,  hijos  de  hermanos  de  doble  vínculo, 
los  primeros  heredarán  por  cabe/.as  y  los  se- 
g'undos  por  estirpes. 

Art.  949.  Si  concurrieren  hermanos  de  pa- 
dre y  madre  con  medio  hermanos,  aquéllos  to- 
marán doble  porción  que  éstos  en  la  herencia. 

Art.  950.  En  el  caso  de  no  existir  sino  me- 
dio hermanos,  unos  por  parte  de  padre  y  otros 
por  la  de  la  madre,  heredarán  todos  por  partes 
iguales,  sin  ninguna  distinción  de  bienes. 

Art.  951.  Los  hijos  de  los  medio  hermanos 
sucederá  por  cabezas  ó  por  estirpes,  según  las 
reglas  establecidas  para  los  hermanos  de  doble 
vínculo. 

Art.  952.  A  falta  de  hermanos  y  sobrinos, 
hijos  de  éstos,  sean  ó  no  de  dobh;  vínculo,  su- 
cederá en  todos  los  bienes  del  difunto  el  cón- 
yuge sobreviviente  que  no  estuviese  separado 
por  sentencia  firme  de  divorcio. 

Art.  953.  En  el  caso  de  existir  hermanos  ó 
hijos  de  hermanos,  el  viudo  ó  viuda  tendrá  de- 
recho á  percibir,  en  concurrencia  con  éstos, 
la  parte  de  herencia  en  usufructo  que  le  est;l 
señalada  en  el  art.  837. 

Art.  954.  No  habiendo  hermanos,  ni  hijos 
de  hermanos,  ni  cónyuge  supérsti te,  sucederán 
en  la  herencia  del  difunto  los  demás  parientes 
colaterales. 

La  sucesión  de  éstos  se  verificará  sin  distin- 
ción de  lineas  ni  preferencia  entre  ellos  por 
razón  del  doble  vínculo. 

Art.  955.  El  derecho  de  heredar  abintesta- 
to no  se  extiende  más  allá  del  sexto  grado  de. 
parentesco  en  línea  colateral. 


SEC. 


-De  la  sucesión  del  Estado, 


Art.  956.  A  falta  de  personas  que  tengan 
dereclio  á  heredar  conforme  á  lo  dispuesto  en 
las  procedentes  secciones,  heredará  el  Estado, 
destinándose  los  bienes  á  los  establecimientos 
de  beneficencia  é  instrucción  g'ratuíta  por  el 
orden  sig'uiente: 

1.°  Los  establecimientos  de  beneficencia 
municipal  y  las  escuelas  gratuitas  del  domici- 
lio del  difunto. 

2."  Los  de  una  y  otra  clase  de  la  provincia 
del  difunto. 

3.°  Los  de  beneficencia  é  instrucción  de 
carácter  general. 

Art.  957.  Los  derechos  y  obligaciones  de 
los  establecimientos  de  beneficencia  ó  instruc- 
ción en  el  caso  del  artículo  anterior,  serán  los 
mismos  que  los  de  los  otros  herederos. 

Art.  958.  Para  que  el  Estado  pueda  apode- 
rarse de  los  bienes  hereditarios  habrá  de  pre- 
ceder declaración  judicial  de  heredero,  adju- 
dicándole los  bienes  por  falta  de  herederos  le- 
gítimos. 
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CAP.  V.— Disposiciones  comunes  á  las  herencias 

POR   TESTAMENTO  O   SIN  ÉL. 

SEC.  1."^ — De  las  precauciones  que  deben  adoptarse 
cuando  1.a  viuda  queda   encinta. 

Art.  959.  Cuando  la  viuda  crea  haber  que- 
dado encinta,  deberá  ponerlo  en  conocimien- 
to de  les  que  tengan  a  la  herencia  tiu  derecho 
de  tal  naturaleza  que  deba  desaparecer  ó  dis- 
minuir por  el  nacimiento  del  postumo. 

Art.  960.  Los  interesados  á  que  se  refiere 
el  precedente  articulo  podrán  pedir  al  juez 
municipal,  ó  al  de  primera  instancia  donde  lo 
hubiere,  que  dicte  la.s  providencias  convenien- 
tes para  evitar  la  suposición  de  parto,  ó  que  la 
criatura  que  nazca  pase  por  viable,  no  sién- 
dolo en  realidad. 

Cuidará  el  juez  de  que  las  medidas  que  dic- 
te no  ataquen  al  pudor  ni  á  la  libertad  de  la 
viuda. 

Art.  961.  Hayase  ó  no  dado  el  aviso  de  que 
habla  el  art.  959,  al  aproximarse  la  época  del 
parto,  la  viuda  deberá  ponerlo  en  conocimien- 
to de  los  mismos  interesados.  Estos  tendrán 
derecho  á  nombrar  persona  de  su  confianza 
que  se  cerciore  de  la  realidad  del  alumbra- 
miento. 

Si  la  persona  designada  fuere  rechazada  por 
la  paciente,  hará  el  juez  el  nombramiento,  de- 
biendo éste  recaer  en  facultativo  ó  en  mujer. 

Art.  962.  La  omisión  de  estas  diligencias 
no  perjudicará  á  la  legitimidad  del  parto,  la 
cual,  si  fuere  impugnada,  podrá  acreditarse 
por  la  madre  ó  el  hijo,  debidamente  represen- 
tado. 

La  acción  para  impugnarla  por  parte  de  los 
que  tengan  este  dereclio,  prescribirá  en  los 
plazos  señalados  en  el  art.  113. 

Art.  963.  Cuando  el  marida  hubiere  reco- 
nocido en  documento  púbjico  ó  privado  la  cer- 
teza de  la  prefiez  de  su  esposa,  estará  ésta  dis- 
pensada de  dar  el  aviso  que  previene  el  arti- 
culo 959,  pero  quedará  sujeta  á  cumplir  lo  dis- 
puesto en  el  9G1. 

Art.  964.  La  viuda  que  quede  encinta,  aun 
cuando  sea  rica,  deberá  ser  alimentada  de  los 
bienes  hereditarios,  habida  consideración  á  la 
parte  que  en  ellos  pueda  tener  el  postumo,  si 
naciere  y  fuere  viable. 

Art.  965.  En  el  tiempo  que  medie  hasta 
que  se  verifique  el  parto,  ó  se  adquiera  la  cer- 
tidumbre de  que  éste  no  tendrá  lugar,  ya  por 
haber  ocurrido  aborto,  ya  por  haber  pasado 
con  exceso  el  término  máximo  para  la  gesta- 
ción, se  proveerá  á  la  seguridad  y  administra- 
ción de  los  bienes  en  la  forma  establecida  para 
el  juicio  necesario  de  testamentaría. 

Art.  966.  La  división  de  la  herencia  se  sus- 
penderá hasta  que  se  verifique  el  parto  ó  el 
aborto,  ó  resulte  por  el  transcurso  del  tiempo 
que  la  viuda  no  estaba  encinta. 

Sin  embargo,  el  administrador  podrá  pagar 
á  los  acreedores,  previo  mandato  judicial. 

Art.  967.  Verificado  el  parto  ó  el  aborto,  ó 
transcurrido  el  término  de  la  gestación,  el  ad- 
ministrador de  los  bienes  hereditarios  cesará 
en  su  encargo  y  dará  cuenta  de  su  desempeño 
á  los  herederos  ó  á  sus  legítimos  represen- 
tantes. 


SEC. '2.' — De  los  bienes  sujetos  á  reserva. 
Art.  968.  Además  de  la  reserva  impuesta 
en  el  art.  «11,  el  viudo  ó  viuda  que  pase  á  se- 
gundo matrimonio  estará  obligado  á  reservar 
á  los  hijos  y  descendientes  del  primero  la  pro- 
piedad de  todos  los  bienes  que  haya  adquirido 
de  su  difunto  consorte  por  testamento,  por  su- 
cesión intestada,  donación  ú  otro  cualquier 
título  lucrativo;  pero  no  su  mitad  de  ganan- 
ciales. 

Art.  969.  La  disposición  del  artículo  ante- 
rior es  aplicable  á  los  bienes,  que,  por  los  tí- 
tulos en  él  expresados,  haya  ad(iuirido  el  viu- 
do ó  viuda  de  cualquiera"  de  los  hijos  de  sií 
primer  matrimonio,  y  los  (jue  haya  habido  de 
los  parientes  del  difunto  por  consideración  á 
éste. 

Art.  970.  Cesará  la  obligación  de  reservar 
cuando  los  hijos  de  un  marrimonio,  mayores 
de  edad,  que  tengan  derecho  á  los  bienes,  re- 
nuncien expresamente  á  él,  ó  cuando  se  trate 
de  cosas  dadas  ó  dejadas  por  los  hijos  á  su  pa- 
dre ó  á  su  madre,  sabiendo  que  estaban  segun- 
da vez  casados. 

Art.  971.  Cesará  además  la  reserva  si  al 
morir  el  padre  ó  la  madre  que  contrajo  segun- 
do matrimonio,  no  existen  hijos  ni  descendien- 
tes legítimos  del  primero. 

Art.  972.  A  pesar  de  la  obligación  de  reser- 
var, podrá  el  padre,  ó  madre,  segunda  vez  ca- 
sado, mejorar  en  los  bienes  reservables  á  cual- 
quiera de  los  hijos  ó  descendientes  del  primer 
matrimonio,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 82;!. 

Art.  973.  Si  el  padre  ó  la  madre  no  hubiere 
usado,  en  todo  ó  en  parte,  de  la  facultad  que 
le  concede  el  artículo  anterior,  los  hijos  y  des- 
cendientes legítimos  del  primer  matrimonio 
sucederán  en  los  bienes  sujetos  á  reserva  con- 
forme á  las  reglas  prescritas  para  la  sucesión 
en  línea  descendente,  aunque  á  virtud  de  tes- 
tamento hubiesen  heredado  desigualmente  al 
cónyuge  premuerto,  ó  hubiesen  renunciado  ó 
repudiado  su  herencia. 

El  hijo  desheredado  justamente  por  el  padre 
ó  por  la  madre  perderá  todo  derecho  á  la  re- 
serva; pero,  si  tuviere  hijos  ó  descendientes 
legitimns,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 857. 

Art.  974.  Serán  válidas  las  enajenaciones 
de  los  bienes  inmuebles  reservables  hechas 
por  el  cónyuge  sobreviviente  antes  de  celebrar 
segundas  bodas,  con  la  obligación,  desde  que 
las  celebrare,  de  asegurar  el  valor  de  aquéllos 
á  los  hijos  y  descendientes  del  primer  matri- 
monio. 

Art.  975.  La  enajenación  que  de  los  bienes 
inmuebles  sujetos  á  reserva  hubiere  hecho  el 
viudo  ó  la  viuda  después  de  contraer  segun- 
do mati'imonio,  subsistirá  únicamente  si  á  su 
muerte  no  quedan  hijos  ni  descendientes  legí- 
timos del  primero;  sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  la  ley  hipotecaria. 

Art.  976.  Las  enajenaciones  de  los  bienes 
muebles  hechas  antes  ó  después  de  contraer 
segundo  matrimonio  serán  válidas,  salva  siem- 
pre la  obligación  de  indemnizar. 

Art.  977.  El  viudo  ó  la  viuda,  al  repetir  ma- 
trimonio, hará  inventariar  todos  los  bienes  su- 
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jotos  á.  reserva,  anotar  en  el  Reg-istro  de  la 
propiedad  la  calidad  de  rese.rvables  de  los  in- 
muebles con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
hipotecaria,  y  tasar  los  muebles. 

Art.  978.  Estará  además  obligado  el  viudo 
ó  viuda,  al  repetir  matiúmonio,  á  aseg'urar  con 
hipoteca: 

1.°  La  restitución  de  los  bienes  muebles 
lio  enajenados  en  el  estado  que  tuvieren  al 
tiempo  de  su  muerte,  si  fuesen  parafernales  ó 
procedieran  de  dote  inestimada;  ó  de  su  va- 
lor, si  procediesen  de  dote  estimada. 

2."  El  abono  de  los  deterioros  ocasionados 
ó  que  se  ocasionaren  por  su  culpa  ó  negli- 
gencia. 

B.°  La  devolución  del  precio  que  hubiese 
recibido  por  los  bienes  muebles  eiiajeuados  ó 
la  entrega  del  valor  que  tenían  al  tiempo  de 
la  euajenación,  si  ésta  se  hubiese  hecho  á  ti- 
tulo gratuito. 

4."  El  valor  de  los  bienes  inmuebles  váli- 
damente enajenados. 

Art.  979.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  an- 
teriores para  el  caso  de  seg'undo  matrimonio 
rige  igualmente  en  el  tercero  y  ulteriores. 

Art.  980.  La  obligación  de  reservar  im- 
puesta en  los  anteriores  artículos  será  aplica- 
ble al  viudo  ó  viuda  que,  aunque  no  coutraig'a 
nuevo  matrimonio,  tenga,  en  estado  de  viu- 
dez, un  hijo  natural  reconocido  ó  declarado  ju- 
dicialmente como  tal  hijo. 

Dielia  obligación  surtirá  efecto  desde  el  día 
del  nacimiento  de  éste. 

SEC.  3.'— Del  derecho  de  acrecer. 

Art.  981.  En  las  sucesiones  legitimas  la 
parte  del  que  repudia  la  herencia  acrecerá 
siempre  á  los  coherederos. 

Art.  982.  Para  que  en  la  sucesión  testa- 
mentaria tenga  lugar  el  derecho  de  acrecer, 
se  requiere: 

1."  Que  dos  ó  más  sean  llamados  á  una  mis- 
ma herencia,  ó  á  una  misma  porción  de  ella, 
sin  especial  designación  de  partes. 

2."  Que  lino  de  los  llamados  muera  antes 
que  el  testador,  ó  que  renuncie  la  herencia,  ó 
sea  inca]3az  de  recibirla. 

Art.  983.  Se  entenderá  hecha  la  designa- 
ción por  partes  sólo  en  el  caso  de  que  el  tes- 
tador haya  determinado  expresamente  una 
cuota  para  cada  heredero. 

La  frase  «por  mitad  ó  por  partes  iguales»  ú 
otras  que,  aunque  designen  parte  alícuota,  no 
fijan  ésta  numéricamente  ó  por  señales,  que 
hagan  á  cfl,da  uno  dueño  de  un  cuerpo  de  bie- 
nes separado  ,  no  excluyen  el  derecho  de 
acrecer. 

Art.  984.  Los  herederos  á  quienes  acrezca 
la  herencia  sucederán  en  todos  los  derechos  y 
obligaciones  que  tendría  el  que  no  quiso  ó  no 
pudo  recibirla. 

Art.  985.  Entre  los  herederos  forzosos  el 
derecho  de  acrecer  sólo  tendrá  lugar  cuando 
la  parte  de  libre  disposición  se  deje  á  dos  ó 
más  de  ellos,  ó  á  alguno  de  ellos  y  á  un  ex- 
traño. 

Si  la  parte  repudiada  fuere  la  legítima,  su- 
cederán en  ella  los  coherederos  por  su  dere- 
cho propio,  y  no  por  el  derecho  de  awecer. 


Art.  988.  En  la  sucesión  testamentaria, 
cuando  no  teng'a  lug'ar  el  derecho  de  acrecer, 
la  porción  vacante  del  instituido,  á  quien  no 
se  hubiese  desig'nado  sustituto,  pasará  á  los 
herederos  legítimos  del  testador,  los  cuales  la 
recibirán  con  las  mismas  cargas  y  obliga- 
ciones. 

Art.  987.  El  derecho  de  acrecer  tendrá  tam- 
bién lug'ar  entre  los  leg'atarios  y  los  usufruc- 
tuarios en  los  términos  establecidos  para  los 
herederos. 

SEC.  4."^ — De  la  acoptacii'ni  y  repiidíación  de  la 
herencia. 

Art.  988.  La  aceptación  y  repudiación  de 
la  herencia  son  actos  enteramente  voluntarios 
y  libres. 

Art.  989.  Los  efectos  de  la  aceptación  y  de 
la  repudiación  se  retrotraen  siempre  al  mo- 
mento de  la  muerte  de  la  persona  á  quien  se 
hereda. 

Art.  990.  La  aceptación  ó  la  repudiación 
de  la  herencia  no  podrá  hacerse  en  parte,  á 
plazo,  ni  condicionalmente. 

Art.  991.  Nadie  podrá  aceptar  ni  repudiar 
sin  estar  cierto  de  la  muerte  de  la  persona  á 
quien  haya  de  heredar,  y  de  su  derecho  á  la 
herencia. 

Art.  992.  Pueden  aceptar  ó  repudiar  una 
herencia  todos  los  que  tienen  la  libre  disposi- 
ción de  sus  bienes. 

La  herencia  dejada  á  los  menores  ó  incapa- 
citados podrá  ser  aceptada  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  luini.  10  del  art.  2l)!l.  Si  la  acepta- 
re por  si  el  tutor,  la  aceptación  se  entenderá 
hecha  á  beneficio  de  inventario. 

La  aceptación  de  la  que  se  deje  á  los  pobres 
corresponderá  á  las  personas  desig'nadas  por 
el  testador  para  calificarlos  y  distribuir  los 
bienes,  y  en  su  defecto  á  las  que  señala  el  ar- 
ticulo 749,  y  se  entenderá  también  aceptada  á 
beneficio  de  inventario. 

Art.  993.  Los  legítimos  representantes  de 
las  asociaciones,  corporaciones  y  fundaciones 
capaces  de  adquirir,  podrán  aceptar  la  heren- 
cia que  á  las  mismas  se  dejare;  mas  para  repu- 
diarla necesitan  la  aprobación  judicial,  con 
audiencia  del  Ministerio  pxiblico. 

Art.  994.  Los  establecimientos  públicos  ofi- 
ciales no  podrán  aceptar  ni  repudiar  herencia 
sin  la  aprobación  del  Gobierno. 

Art.  995.  La  mujer  casada  no  podrá  acep- 
tar ni  repudiar  herencia  sino  con  licencia  de 
su  marido,  ó  en  su  defecto  con  aprobación  del 
juez. 

En  este  iiltimo  caso  no  responderán  de  las 
deudas  hereditarias  los  bienes  ya  existentes 
en  la  sociedad  convugal  '. 


>  (Aceptación  de  iierencia.s:  Beneficio  de  inven- 
tario.) «La  condiciún  impuesta  á  la  mujer  casada, 
en  el  art.  a».'»,  de  no  aceptar  herencias  sino  á,  bene- 
ficio de  inventario,  era  en  verdad  excesiva  é  injusti- 
ficada. Obligar  A  la  hija  á  no  recibir  la  herencia  de 
sus  padres,  ni  la  de  sus  hijos,  sino  con  aquella  pro- 
testa era,  en  muchos  casos,  y  aun  en  los  mis,  lasti- 
mar sus  sentimientos,  de  filial  respeto  y  carino,  sui 
raziin  valedera  que  lo  justificase.  Si  en  algunas  cir- 
cunstancias puede  ser  esta  precaución  necesaria, 
podrAn  utilizarla  las  mujeres  A  quienes  favorezca, 
sin  que  sea  menester  obligarlas  á  ello.  La  Comisión 
ha  entendido  que  con  esta  facultad,  y  con  no  respon- 
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Art.  996.  Los  soi-domudos  que  supieren 
leer  y  escribir  aceptarán  ó  repudiarán  la  he- 
rencia por  si  ó  por  medio  de  procurador.  Si  no 
supieren  leer  y  escribir,  la  aceptará  á  benefi- 
cio de  inventario  su  tutor,  cou  sujeción  á  lo 
que  sobre  esta  incapacidad  se  preceptiia  en  el 
articulo  21H. 

Art.  997.  La  aceptación  y  la  repudiación  de 
la  herencia,  una  vez  hechas,  son  irrevocables, 
y  no  podrán  ser  impugnadas  sino  cuando  ado- 
leciesen de  algunos  de  los  vicios  que  anulan 
el  consentimiento,  ó  apareciese  un  testamento 
desconocido. 

Art.  998.  La  herencia  podrá  ser  aceptada 
pura  y  simplemente  ó  á  beneficio  de  inven- 
tario. 

Art.  999.  La  aceptación  pura  y  simple  pue- 
de ser  expresa  ó  tácita. 

Expresa  es  la  que  se  hace  en  documento  pú- 
blico ó  privado. 

Tácita  es  la  que  se  hace  por  actos  que  supo- 
nen necesariamente  la  voluntad  de  aceptar,  ó 
que  no  habría  derecho  á  ejecutar  sino  cou  la 
cualidad  de  heredero. 

Los  actos  de  mera  conservación  ó  adminis- 
tración provisional  no  implican  la  aceptación 
de  la  herencia,  si  con  ellos  no  se  ha  tomado  el 
titulo  ó  la  cualidad  de  heredero. 

Art.  1000.     Entiéndese  aceptadalaherencia: 

1°  Cuando  el  heredero  vende,  dona  ó  cede 
su  derecho  á  un  extraño,  á  todos  sus  cohere- 
deros ó  á  alg-uno  de  ellos. 

2."  Cuando  el  heredero  la  renuncia,  aun- 
que sea  gratuitamente,  á  beneficio  de  uno  ó 
más  de  sus  coherederos. 

3.'^  Cuando  la  renuncia  por  precio  á  favor 
de  todos  sus  coherederos  indistintamente;  pero 
si  esta  renuncia  fuere  gratuita  y  los  coherede- 
ros á  cuyo  favor  se  hag'a  son  aquellos  á  quie- 
nes debe  acrecer  la  jjorcióu  i-euunciada,  no  se 
entenderá  aceptada  la  herencia. 

Art.  1001.  Si  el  heredei'o  repudia  la  heren- 
cia en  perjuicio  de  sus  propios  acreedores,  po- 
drán éstos  pedir  al  juez  que  los  autorice  para 
aceptarla  en  nombre  de  aquél. 

La  aceptación  sólo  aprovechará  á  los  acree- 
dores, en  cuanto  baste  á  cubrir  el  importe  de 
sus  créditos.  El  exceso,  si  lo  hubiere,  no  per- 
tenecerá en  ning'ún  caso  al  renunciante,  sino 
que  se  adjudicará  á  las  personas  á  quienes  co- 
rresponda, seg'ún  las  reglas  establecidas  en 
este  Código. 

Art.  1002.  Los  herederos  que  hayan  sus- 
traído ü  ocultado  algunos  efectos  de  la  heren- 
cia, pierden  la  facultad  de  renunciarla,  y  que- 
dan con  el  carácter  de  herederos  puros  y  sim- 
ples, sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  hayan 
podido  incurrir. 

Art.  1003.  Por  la  aceptación  pura  y  simple, 
ó  sin  beneficio  de  inventario,  ciuedará  el  here- 
dero responsable  de  todas  las  cai-gas  de  la  he- 
rencia, no  sólo  con  los  bienes  de  ésta,  sino  tam- 
bién con  los  suyos  propios. 

Art.  1004.     Hasta  pasados  nueve  días  des- 


der  en  todo  caso  de  las  deudas  hereditarias,  los  bie- 
nes de  la  sociedad  conyugal  existentes  al  ser  acep- 
tada la  herencia,  quedarán  suficientemente  protegi- 
dos los  intereses  matrimoniales. >  (Exp,  de  motivos.) 


pues  de  la  muerte  de  aquél  de  cuya  herencia 
se  trate,  no  podrá  intentarse  acción  contra  el 
heredero  ]iara  que  acepte  ó  repudie. 

Art.  1005.  Instando,  enjuicio,  un  tercer  in- 
teresado para  que  el  heredero  acepte  ó  repu- 
die, deberá  el  juez  señalar  á  éste  un  término, 
que  no  pase  de  treinta  días,  para  que  haga  sti 
declaración;  apercibido  de  que,  si  no  la  hace, 
se  tendrá  la  herencia  por  aceptada. 

Art.  1006.  Por  muerte  del  heredero  sin  acep- 
tar ni  repudiar  la  herencia  pasará  á  los  suyos 
el  mismo  derecho  que  él  tenia. 

Art.  1007.  Cuando  fueren  varios  los  hen> 
deros  llamados  á  la  herencia,  podrán  los  unos 
aceptarla  y  los  otros  repudiarla.  De  igual  li- 
bertad gozará  cada  uno  de  los  herederos  para 
aceptarla  pura  y  simplemente  ó  á  beneficio  de 
inventario. 

Art.  1008.  La  repudiación  de  la  herencia 
deberá  hacerse  en  instrumento  público  ó  au- 
téntico, ó  por  escrito  presentado  ante  el  juez 
competente  para  conocer  de  la  testamentaria 
ó  del  abintestato. 

Art.  1009.  El  que  es  llamado  á  una  misma 
herencia  por  testamento  y  abintestato,  y  la  re- 
pudia por  el  primer  titulo,  se  entiende  haberla 
repudiado  jior  los  dos. 

Repudiándola  como  heredero  abintestato  y 
sin  noticia  de  su  titulo  testamentario,  podrá 
todavía  aceptarla  por  éste. 

SEC.  5.' — Del  beneficio  de  inventario  y  del  derecho 
de  deliberar. 

Art.  1010.  Todo  heredero  puede  aceptar  la 
herencia  á  beneficio  de  inventario,  aunque  el 
testador  se  lo  haya  prohibido. 

También  podrá  pedir  la  formación  de  inven- 
tario antes  de  aceptar  ó  repudiar  la  herencia, 
para  deliberar  sobreesté  punto. 

Art.  lOII.  La  aceptación  de  la  herencia  á 
beneficio  de  inventario  podrá  hacerse  ante  no- 
tario, ó  por  escrito  ante  cualquiera  de  los  jue- 
ces que  sean  competentes  para  prevenir  el  jui- 
cio de  testamentaría  ó  abintestato. 

Art.  1012.  Si  el  heredero  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  se  hallare  en  pais  extranjero, 
podrá  hacer  dicha  declaración  ante  el  agente 
diplomático  ó  consular  de  España  que  esté  ha- 
bilitado para  ejercer  las  funciones  de  notario 
en  el  lugar  del  otorg'amiento. 

Art.  IÓI3.  La  declaración  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores  no  producirá  efecto  al- 
guno si  no  va  precedida  ó  seguida  de  un  in- 
ventario fiel  y  exacto  de  todos  los  bienes  de  la 
herencia,  hecho  con  las  formalidades  y  dentro 
de  los  plazos  que  se  expresarán  en  los  artícu- 
los sig'uientes. 

Art.  1014.  El  heredero  que  tenga  en  su  po- 
der los  bienes  de  la  herencia  ó  parte  de  ellos  y 
quiera  utilizar  el  beneficio  de  inventario  ó  el 
derecho  de  deliberar,  deberá  manifestarlo  al 
juez  competente  para  conocer  de  la  testamen- 
taría, ó  del  abintestato,  dentro  de  diez  días  si- 
guientes al  en  cjue  supiere  ser  tal  heredero,  si 
reside  en  el  lugar  donde  hubiese  fallecido  el 
causante  de  la  herencia.  Si  residiere  fuera,  el 
plazo  será  de  treinta  días. 

Eu  uno  y  en  otro  caso,  el  heredero  deberá 
pedir  á  la  vez  la  formación  del  inventario  y  la 
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citación  á  los  acreedores  y  leg'atarios  para  que 
acudan  á  pre.seuciarlo  si  les  conviniere. 

Art.  1015.  Cuando  el  heredero  no  tenga  en 
su.poder  la  herencia  ó  parte  de  ella,  ni  haya 
practicado  g'estióu  alguna  como  tal  heredero, 
los  plazos  expresados  en  el  articulo  anterior 
se  contarán  desde  el  día  siguiente  al  en  que 
es]iire  el  plazo  que  el  juez  le  hubiese  fijado 
para  aceptar  ó  repudiar  la  herencia  conforme 
al  art.  1.005,  ó  desde  el  dia  en  que  la  liubiese 
aceptado  ó  hubiera  g-estionado  como  heredero. 

Art.  1016.  Fuera  de  los  casos  á  que  se  re- 
fieren los  dos  anteriores  artículos,  si  no  se  hu- 
biere presentado  ning'una  de;:.anda  contra  el 
heredero,  podrá  éste  aceptar  á  beneficio  de  in- 
ventario, ó  con  el  dereclio  de  deliberar,  mien- 
tras no  prescriba  la  acción  para  reclamar  la 
herencia. 

Art.  1017.  El  inventario  se  principiará  den- 
tro de  los  treinta  días  sig'uieutes  A  la  citación 
de  los  acreedores  y  legatarios,  y  concluiráden- 
tro  de  otros  sesenta. 

Si  por  hallarse  los  bienes  á  larga  distancia, 
ó  ser  muy  cuantiosos,  ó  por  otiva  causa  justa, 
Ijarecieren  insuficientes  dichos  sesenta  días, 
podrá  el  juez  prorrogar  este  término  por  el 
tiempo  que  estime  necesario,  sin  que  pueda 
exceder  de  un  año. 

Art.  1018.  Si  por  culpa  ó  negligencia  del 
heredero  no  se  principiare  ó  no  se  concluyere 
el  inventario  cu  los  plazos  y  con  las  solemni- 
dades prescritas  en  los  artículos  anteriores,  se 
entenderá  que  acepta  la  herencia  pura  y  sim- 
plemente. 

Art.  1019.  El  heredero  que  se  liiibiese  re- 
servado el  derecho  de  deliberar,  deberá  mani- 
festar al  Juzgado,  dentro  de  treinta  días,  con- 
tados desde  el  siguiente  al  en  que  se  hubiese 
concluido  el  inventai'io,  si  acepta  ó  rej^udia  la 
herencia. 

Pasados  los  treinta  días  sin  hacer  dicha  ma- 
nifestación, se  entenderá  cjue  la  acepta  pura  y 
simplemente. 

Art.  1020.  En  todo  caso  el  juez  podrá  pro- 
veer, á  instancia  de  parte  interesada,  durante 
la  formación  del  inventario  y  hasta  la  acepta- 
ción de  la  herencia,  á  la  administración  y  cus- 
todia de  los  bienes  hereditarios  con  arreglo  á 
lo  (¡ne  se  prescriba  para  el  juicio  de  testamen- 
taria en  leí  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  1021.  El  que  reclame  judicialmente 
una  herencia  de  que  otro  se  halle  en  posesión 
por  más  de  un  año,  si  venciere  en  el  juicio,  no 
tendrá  obligación  de  hacer  inventario  para 
gozar  de  este  beneficio,  y  sólo  responderá  de 
las  cargas  de  !a  herencia  con  los  bienes  que  le 
sean  entregados. 

Art.  1022.  El  inventario  hecho  por  el  here- 
dero que  después  repudie  la  herencia,  apro- 
vechará á  los  sustitutos  y  á  los  herederos 
abintestato,  respecto  de  los  cuales  los  treinta 
días  para  deliberar  y  para  hacer  la  manifesta- 
ción que  previene  el  art.  1.019,  se  contarán 
desde  el  siguiente  al  eu  que  tuvieren  conoci- 
miento de  la  repudiación. 

Art.  1023.  El  beneficio  de  inventario  produ- 
ce eu  favor  del  heredero  los  efectos  sig'uientes: 

1.°  El  heredero  no  queda  obligado  á  pagar 
las  deudas  y  demás  cargas  le  la  herencia  sino 


hasta  donde  alcancen  los  bienes  de  la  misma. 

2.°  Conserva  contra  el  caudal  hereditario 
todos  los  derechos  y  acciones  que  tuviera  con- 
tra el  dií'uuto. 

3."  No  se  confunden  para  ning-úu  efecto, 
en  daño  del  heredero,  sus  bienes  particulares 
cou  los  que  pertenezcan  A  la  herencia. 

Art.  1024.  El  heredero  perderá  el  beneficio 
de  inventario. 

1."  Si  á  sabiendas  dejare  de  incluir  eu  el 
inventario  alguno  de  los  bienes,  derechos  ó  ac- 
ciones de  la  herencia. 

2.°  Si  antes  de  completar  el  pago  de  las 
deudas  y  legados  enajenase  bienes  de  la  he- 
rencia sin  autorización  judicial  ó  la  de  todos 
los  interesados,  ó  no  diese  al  precio  de  lo  ven- 
dido la  aplicación  determinada  al  concederle 
la  autorización. 

Art.  1025.  Durante  la  formación  del  inven- 
tario y  el  término  para  deliberar  no  podrán 
los  leg'atarios  demandar  elpagode  sus  legados. 

Art.  1026.  Hasta  que  resulten  pagados  to- 
dos los  acreedores  conocidos  y  los  leg'atarios, 
se  entenderá  que  se  halla  la  herencia  eu  admi- 
nistración. 

El  administrador,  ya  lo  sea  el  mismo  herede- 
ro, ya  cualquiera  otra  persona,  tendrá,  en  ese 
concepto ,  la  representación  de  la  herencia 
para  ejercitar  las  acciones  que  á  ésta  compe- 
tan y  contestar  á  las  demandas  C[ue  se  inter- 
pongan contra  la  misma. 

Art.  1027.  El  administrador  no  podrá  pagar 
los  legados  sino  después  de  haber  pagado  á 
todos  los  acreedores. 

Art.  1028.  Cuando  haya  juicio  pendiente  en- 
tre los  acreedores  sobre  la  preferencia  de  sus 
créditos,  serán  pag'ados  por  el  orden  y  según 
el  grado  que  señale  la  sentencia  firme  de  gra- 
duación. 

No  habiendo  juicio  pendiente  entre  los  acree- 
dores, serán  pag'ados  los  que  primero  se  pre- 
senten; pero  constando  que  alguno  de  los  cré- 
ditos conocidos  es  preferente,  no  se  hará  el 
pag'o  sin  previa  caución  á  favor  del  acreedor 
de  mejor  derecho. 

Art.  1029.  Si  después  de  pagados  los  leg'a- 
dos  aparecieren  otros  acreedores,  éstos  sólo 
podrán  reclamar  contra  los  legatarios  en  el 
caso  de  no  quedar  en  la  herencia  bienes  sufi- 
cientes para  pagarles. 

Art.  1030.  Cuando  para  el  pago  de  los  cré- 
ditos y  leg'ados  sea  necesaria  la  venta  de  bie- 
nes hei'cditarios,  se  realizará  ésta  eu  la  forma 
establecida  en  la  ley  de  Eiij.  civil  respecto  á 
los  abintestatos  y  testamentarías,  salvo  si  to- 
dos losherederos,  acreedores  ylegatarios  acor- 
daren otra  cosa. 

Art.  1031.  No  alcanzando  los  bienes  here- 
ditarios ]iara  el  pago  de  las  deudas  y  legados, 
el  administrador  dará  cuenta  de  su  adminis- 
tración á  los  acreedores  y  legatarios  que  uo 
hubiesen  cobrado  por  completo,  y  será  respon- 
sable de  los  perjuicios  causados  á  la  herencia 
por  culpa  ó  negligencia  suya. 

Art.  1032.  Pagados  los  acreedores  y  lega- 
tarios, quedará  el  heredero  en  el  pleno  g'oce 
del  remanente  de  la  herencia. 

Si  la  herencia  hubiese  sido  administrada  por 
otra  persona,  ésta  rendirá  al  heredero  la  cuen- 
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ta  lie  su  administración,  bajo  la  responsabili- 
dad que  impone  el  artículo  anterior. 

Art.  1033.  Las  costas  del  inventario  y  los 
demás  gastos  á.  que  dé  lugar  la  administración 
de  la  herencia  aceptada  á  beneficio  de  inven- 
tario y  la  defensa  de  sus  derechos,  serán  de 
cargo  de  la  misma  herencia.  Exceptúanse  aque- 
llas costas  eu  que  el  heredero  hubiese  sido  con- 
denado personalmente  por  su  dolo  ó  mala  fe. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  las  cau- 
sadas para  hacer  uso  del  derecho  de  deliberar, 
si  el  heredero  repudia  la  herencia. 

Art.  1034.  Los  acreedores  particulares  del 
heredero  no  podrán  mezclarse  en  las  opera- 
ciones de  la  herencia  aceptada  por  éste  á  be- 
neficio de  inventario  hasta  que  sean  pagados 
los  acreedores  de  la  misma  y  los  legatarios; 
pero  podrán  pedir  la  retención  ó  embargo  del 
remanente  que  pueda  resultar  á  favor  del  he- 
redero. 

CAP.  VI.— De  la  colación  y  paiíticiün. 
SECCIÓX  1."— De  la  colación. 

Art.  1035.  El  heredero  forzoso  que  coucii- 
iiTa,  con  otros  que  también  lo  sean,  á  una  su- 
cesión, deberá  traer  á  la  masa  hereditaria  los 
bienes  ó  valores  que  hubiese  recibido  del  cau- 
sante de  la  herencia,  en  vida  de  éste,  por  dote, 
donación  ii  otro  titulo  lucrativo,  para  compu 
tarlo  en  la  regulación  de  las  legítimas  y  eu  la 
cuenta  de  partición. 

Art.  1036.  La  colación  no  tendrá  lug'ar  en- 
tre los  herederos;  forzosos  si  el  donante  así  lo 
hubiese  dispuesto  expresamente  ó  si  el  dona- 
tario re]iudiare  la  herencia,  salvo  el  caso  en 
que  la  donación  deba  reducirse  por  inoficiosa. 

Art.  1037.  No  se  entiende  sujeto  á  colación 
lo  dejado  en  testamento  si  el  testador  no  dis- 
pusiere lo  contrario,  quedando  en  todo  caso  á 
salvo  las  legítimas. 

Art.  1038.  Cuando  los  nietos  sucedan  al 
abuelo  en  representación  del  padre  concu- 
rriendo con  sus  tíos  ó  primos,  colacionarán 
todo  lo  que  debiera  colacionar  el  padre  si  vi- 
viera, aunque  no  lo  hayan  heredado. 

También  colacionarán  lo  que  hubiesen  reci- 
bido del  causante  de  la  herencia  durante  la 
vida  de  éste,  á  menos  que  el  testador  hubiese 
dispuesto  lo  contrario,  en  cuyo  caso  debei'á 
respetarse  su  voluntad  si  no  perjudicare  á  la 
legitima  de  los  coherederos. 

Art.  1039.  Los  padres  no  estarán  obligados 
á  colacionar  eu  la  herencia  de  sus  ascendien- 
tes lo  donado  por  éstos  á  sus  hijos. 

Art.  1040.  Tampoco  se  traerán  á  colación 
las  donaciones  hechas  al  consorte  del  hijo; 
pero,  si  hubieren  sido  hechas  por  el  padre  con- 
juntamente á  los  dos,  el  hijo  estará  obligado 
á  colacionar  la  mitad  de  la  cosa  donada. 

Art.  1041.  No  estarán  sujetos  á  colación  los 
gastos  de  alimentos,  educación,  curación  de 
enfermedades,  aunque  sean  extraordinarias, 
aprendizaje,  equipo  ordinario,  ni  los  regalos 
de  costumbre. 

Art.  1042.  No  se  traerán  á  colación,  sino 
cuando  el  padre  lo  disponga  ó  perjudiquen  á 
la  legítima,  los  gastos  que  éste  hubiera  hecho 
•para  dar  á  sus  hijos  una  carrera  profesional  ó 
artística;  pero,  cuando  proceda  colacionarlos. 


se  rebajará  de  ellos  lo  que  el  hijo  habría  gas- 
tado viviendo  en  la  casa  y  compañía  de  sus 
padres. 

Art.  1043.  Serán  colacionables  las  cantida- 
des satisfechas  por  el  padi-e  para  redimir  á  sus 
hijos  de  la  suerte  de  soldado,  pagar  sus  deu- 
das, conseguirles  un  titulo  de  honor  y  otros 
gastos  análogos. 

Art.  1044.  Los  regalos  de  boda  consisten- 
tes en  joyas,  vestidos  y  equipos,  no  se  reduci- 
rán como  inoficiosos  sino  eu  la  parte  que  ex- 
cedan en  un  décimo  ó  más  de  la  cantidad  dis- 
ponible por  testamento. 

Art.  1045.  No  han  de  traerse  á  colación  y 
partición  las  mismas  cosas  donadas  ó  dadas 
en  dote,  sino  el  valor  que  tenían  al  tiempo  do 
la  donación  ó  dote,  aunque  no  se  hubiese  he- 
cho entonces  su  justiprecio. 

El  aumento  ó  deterioro  posterior,  y  sinn  su 
pérdida  total,  casual  ó  culpable,  será  á  cargo 
y  riesgo  ó  beneficio  del  donatario. 

Art.  1046.  La  dote  ó  donación  hecha  por 
ambos  cónyuges  se  colacionará  por  mitad  en 
la  herencia  de  cada  uno  de  ellos.  La  hecha  por 
uno  solo  se  colacionará  en  su  herencia. 

Art.  1047.  El  donatario  tomará  de  menos 
en  la  masa  hereditaria  tanto  como  ya  hubiese 
recibido,  percibiendo  sus  coherederos  el  equi- 
valente, en  cuanto  sea  posible,  en  bienes  de  la 
misma  naturaleza,  especie  y  calidad. 

Art.  1048.  No  pudiendo  verificarse  lo  pres- 
crito en  el  artículo  anterior,  si  los  bienes  do- 
nados fueren  inmuebles,  los  coherederos  ten- 
drán derecho  á  ser  igualados  en  metálico  ó  va- 
lores mo¿)iliarios  al  tipo  de  cotización;  y,  no 
habiendo  dinero  ni  valores  cotizables  en  la  he- 
rencia, se  venderán  otros  bienes  en  pública 
subasta  eu  la  cantidad  necesaria. 

Cuando  los  bienes  donados  fueren  muebles, 
los  coherederos  sólo  tendrán  derecho  á  ser 
igualados  en  otros  muebles  de  la  herencia  por 
el  justo  precio,  á  su  libre  elección. 

Art.  1049.  Los  frutos  é  intereses  de  los 
bienes  sujetos  á  colación  no  se  deben  ala  masa 
hereditaria  sino  desde  el  día  en  que  se  abra  la 
sucesión. 

Para  regularlos,  se  atenderá  á  las  rentas  é 
intereses  de  los  bienes  hereditarios  de  la  mis- 
ma especie  que  los  colacionados. 

Art.  1050.  Si  entre  los  coherederos  surgie- 
re contienda  sobre  la  obligación  de  colacio- 
nar ó  sobre  los  objetos  que  han  de  traerse  á  co- 
lación, no  por  eso  dejará  de  proseguirse  la 
partición,  prestando  la  correspondiente  fianza. 

SEO.  2.»— De  la  partición. 

Art.  1051.  Ningún  coheredero  podrá  ser  obli- 
gado á  permanecer  en  la  indivisión  de  la  he- 
rencia á  menos  que  el  testador  prohiba  expre- 
samente la  división. 

Pero  aun  cuando  la  prohiba,  la  división  ten- 
drá siempre  lugar  mediante  alguna  de  las  cau- 
sas por  las  cuales  se  extingue  la  sociedad. 

Art.  1052.  Todo  coheredero  que  tenga  la 
libre  administración  y  disposición  de  sus  bie- 
nes, podrá  pedir  en  cualquier  tiempo  la  parti- 
ción de  la  herencia. 

Por  los  incapacitados  y  por  los  ausentes  de- 
berán pedirla  sus  representantes  legítimos. 
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Art.  1053.  La  mujer  no  podrá  pedir  la  par- 
tición de  bienes  sin  la  autorización  de  .su  ma- 
rido, ó  en  su  caso  del  juez.  El  marido,  si  la  pi- 
diere á  nombre  de  su  mujer,  lo  hará  con  con- 
sentimiento de  ésta. 

Los  coherederos  de  la  mujer  no  podrán  pe- 
dir la  partición  sino  dirigiéndose  juutameute 
contra  aquélla  y  su  marido. 

Art.  1054.  Los  herederos  bajo  condición  no 
podrán  pedir  la  partición  hasta  que  aquélla  se 
•  cumpla.  Pero  podrán  pedirla  los  otros  cohere- 
deros, asegurando  competentemente  el  dere- 
cho de  los  primeros  para  el  caso  de  cumplirse 
la  condición;  y,  hasta  saberse  que  é.sta  ha  fal- 
tado ó  no  puede  ya  verificarse,  se  entenderá 
provisional  la  itartición. 

Art.  1055.  Si  antes  de  hacerse  la  partición 
muere  uno  de  los  coherederos,  dejando  dos  ó 
más  herederos,  bastará  que  uno  de  éstos  la  pi- 
da; pero  todos  los  que  intervengan  en  este 
último  concepto  deberán  comparecer  bajo  una 
sola  representación. 

Art.  1056.  Cuando  el  testador  hiciere,  por 
acto  entre  vivos,  ó  por  última  voluntad,  la 
partición  de  sus  bienes,  se  pasará  por  ella,  en 
cuanto  no  perjudique  á  la  legitima  de  los  he- 
rederos forzosos. 

El  padre  que  en  interés  de  su  familia  quie- 
ra conservar  indivisa  una  explotación  agríco- 
la, industrial  ó  fabril,  podrá  usar  de  la  facultad 
concedida  en  este  articulo,  disponiendo  que  se 
satisfaga  en  metálico  su  legitima  á  los  demás 
hijos. 

Art.  1057.  El  testador  podrá  encomendar 
por  acto  ínter  vivos  ó  mortis  causa  para  des- 
pués de  su  muerte  la  simple  facultad  de  hacer 
la  partición  á  cualquiera  persona  que  no  sea 
tino  de  los  coherederos  '. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  y  en  el  ante- 
rior se  observará  avmque  entre  los  cohere- 
deros haya  alguno  de  menor  edad  ó  sujeto  á 
tutela;  pero  el  comisario  deberá  en  este  caso 
inventariar  los  bienes  de  la  herencia,  con  ci- 
tación de  los  coherederos,  acreedores  y  lega- 
tarios -. 

Art.  1058.  Cuando  el  testador  no  hubiese 
hecho  la  partición,  ni  encomendado  á  otro  esta 
facultad,  si  los  herederos  fueren  mayores  y 
tuvieren  la  libre  administración  de  sus  bienes, 
podrán  distribuir  la  herencia  de  la  manera  que 
tengan  por  conveniente. 

Art.  1059.  Cuando  los  herederos  mayores 
de  edad  no  se  entendieren  sobre  el  modo  de 
hacer  la  partición,  quedará  á  salvo  su  derecho 
para  que  le  ejerciten  en  la  forma  prevenida  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  1060.  Cuando  los  menores  de  edad  es- 
tén sometidos  á  la  patria  potestad  y  represen- 
tados en  la  partición  por  el  padre,  ó  en  su  caso 
por  la  madre,  no  será  necesaria  la  interven- 
ción ni  la  aprobación  judicial 


*  Eti  esta  prohibición  está  comprendido  el  cónyuge 
viudo  que  tiene  el  carácter  legal  de  coheredero.  (Sent.  8 
Febrero  1^92.— Apéndice  id.,  p.  183.) 

^  Este  articulo  7io  ha  alterado  ni  modificado  el  dtrecho 
de  los  hf  rederos  legítimos  á  promover  el  juicio  voluntario 
de  testamentaria,  conforme  á  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ni 
deroga  el  antiguo  principio,  Sf^gún  el  cual  dichos  herede- 
ros deben  percibir  su  porción  legitimaria  libremente  y  sin 
ningún  grauamen.  (Sentencia  citada  8  Febrero  1892.) 


Art.  1061.  En  la  partición  de  la  herencia  se 
ha  de  guardar  la  posible  igualdad,  haciendo 
lotes  ó  adjudicando  á  cada  uno  de  los  cohere- 
deros cosas  de  la  misma  naturaleza,  calidad  ó 
especie. 

Art.  1062.  Cuando  una  cosa  sea  iudivisíMa 
ó  desmerezca  mucho  por  su  división,  podrá 
adjudicarse  á  uno,  á  calidad  de  abonar  á  los 
otros  el  exceso  eu  dinero. 

Pero  bastará  que  uno  solo  de  los  herederos 
pida  su  venta  en  pública  subasta,  y  con  admi- 
sión de  licitadores  extraños,  para  que  asi  se 
haga. 

Art.  1063.  Los  coherederos  dol)en  abonarse 
reciprocamente  eu  la  participación  las  reutas 
y  frutos  que  cada  uno  haya  percibido  de  los 
bienes  hereditario,  las  impensas  útiles  y  nece- 
sarias hechas  eu  los  mismos,  y  los  daños  oca- 
sionados por  malicia  ó  negligencia. 

Art.  1064.  Los  gastos  de  partición  hechos 
en  interés  común  de  todos  los  coherederos  se 
deducirán  de  la  herencia;  los  hechos  eu  inte- 
rés particular  de  uno  de  ellos,  serán  á  cargo 
del  mismo. 

Art.  1065.  Los  títulos  de  adquisición  ó  per- 
tenencia serán  entregados  al  coheredero  ad- 
judicatario de  la  finca  ó  fincas  á  que  se  re- 
fieran. 

Art.  1066.  Cuando  el  mismo  titulo  compren- 
da varias  fincas  adjudicadas  á  diversos  cohe- 
rederos, ó  una  sola  que  se  haya  dividido  entre 
dos  ó  más,  el  tituto  (juedará  en  poder  del  ma- 
yor interesado  en  la  finca  ó  fincas,  y  se  facili- 
taránálosotros  copias  fehacientes,  á  costa  del 
caudal  hereditario.  Si  el  interés  fuere  igual  el 
titulo  se  entregará  al  varón,  y,  habiendo  más 
de  uno,  al  de  mayor  edad. 

Siendo  originai,  aquel  en  cuyo  poder  quede 
deberá  también  exhibirlo  á  los  demás  intere- 
sados cuando  lo  pidieren. 

Art.  1067.  Si  alguno  de  los  herederos  ven- 
diere á  un  extraño  su  derecho  hereditario  an- 
tes de  la  partición,  podrán  todos  ó  cualquiera 
de  los  coherederos  subrogarse  eu  lugar  del 
comprador,  reembolsándole  el  precio  de  la 
compra,  con  tal  que  lo  verifiquen  en  término 
de  un  mes,  á  contar  desde  que  esto  se  les  haga 
saber. 

SEC.  3."— De  los  efectos  de  la  partición. 

Art.  1068.  La  partición  legalmentc  hecha 
confiere  á  cada  heredero  la  propiedad  exclusi- 
va de  los  bienes  que  le  hayan  sido  adjudi- 
cados. 

Art.  1069.  Hecha  la  partición,  los  cohere- 
deros estarán  reciprocamente  obligados  _á  la 
evicción  y  saneamiento  de  los  bienes  adjudi- 
cados. 

Art.  1070.  La  obligación  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  sólo  cesará  en  los  siguientes 
casos: 

1."  Cuando  el  mismo  testador  hubiese  he- 
cho la  partición,  á  no  ser  que  aparezca  ó  ra- 
cionalmente se  presuma,  haber  querido  lo  con- 
trario, y  salva  siempre  la  legitima. 

2."  Cuando  se  hubiese  pactado  expresa- 
mente al  hacer  la  partición. 

3.°    Cuando  la  evicción  proceda  de  causa 
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posterior  á  la  partición,  ó  fuere  ocasionada 
por  culpa  del  adjudicatario. 

Art.  ¡071.  La  oblig-acióu  reciproca  de  los 
coherederos  á  la  evicción  es  proporcionada  k 
su  respectivo  liaber  hereditario;  pero  si  algu- 
no de  ellos  resultare  insolvente,  responderán 
de  su  parte  los  demás  coherederos  en  la  mis- 
ma proporción,  deduciéndose  la  parte  corres- 
pondiente al  que  deba  ser  indemnizado. 

Los  que  pagaren  por  el  insolvente  conser- 
varán su  acción  contra  él  para  cuando  mejore 
de  fortima* 

Art.  1072.  Si  se  adjudicare  como  cobrable 
un  crédito,  los  coherederos  no  responderán 
de  la  insolvencia  posterior  del  deudor  heredi- 
tario, y  sólo  serán  responsables  de  su  insol- 
vencia al  tiem]>o  de  hacerse  la  partición. 

Por  los  créditos  calificados  de  incobraljles 
lio  hay  responsabilidad;  pero  si  se  cobran  en 
todo  ó  eu  parte,  se  distribuirá  lo  percibido 
proporcionalmeute  entre  los  herederos. 

SEC.  4." — De  la  rescisión  de  la  p.artición. 

Art.  1073.  Las  particiones  pueden  rescin- 
dirse por  las  mismas  causas  que  las  obliga- 
ciones. 

Art.  1074.  Podrán  también  ser  rescindidas 
las  particiones  por  causa  de  lesión  eu  más  de 
la  cuarta  parte,  atendido  el  valor  de  las  cosas 
cuando  fueron  adjudicadas. 

Art.  1075.  La  partición  hecha  por  el  difun- 
to uo  puede  ser  impugnada  por  causa  de  le- 
sión, sino  en  el  'caso  de  que  perjudique  la  le- 
gitima de  los  herederos  forzosos  ó  de  que  apa- 
rezca, ó  racionalmente  se  presuma,  que  fué 
otra  la  voluntad  del  testador. 

Art.  1076.  La  acción  rescisoria  por  causa 
de  lesión  durará  cuatro  años,  contados  desde 
que  se  hizo  la  partición. 

Avt.  1077.  El  heredero  demandado  podrá 
optar  entre  indemnizar  el  daño  ó  consentir 
que  se  proceda  á  nueva  partición. 

La  indemnización  puede  hacerse  en  nume- 
rario ó  en  la  misma  cosa  en  que  resultó  el  per- 
juicio. 

Si  se  procede  á  nueva  partición,  no  alcan- 
zará ésta  á  los  que  no  hayan  sido  perjudica- 
dos-ni  percibido  más  de  lo  justo. 

Art.  1078.  No  podrá  ejercitar  la  acción  res- 
cisoria por  lesión  el  heredero  que  hubiese  ena- 
jenado el  todo  ó  uua  parte  considerable  de  los 
bienes  inmuebles  que  le  hubieren  sido  adjudi- 
cados. 

Art.  1079.  La  omisión  de  alg'uno  ó  alg'u- 
uos  objetos  ó  valores  de  la  herencia  no  da  lu- 
gar á  que  se  rescinda  la  partición  por  lesión, 
sino  á  que  se  complete  ó  adicione  con  los  obje- 
tos ó  valores  omitidos. 

Art.  1080.  La  partición  hecha  con  preteri- 
ción de  alg'uuo  de  los  herederos  no  se  rescin- 
dirá, á  no  ser  que  se  pruebe  que  hubo  mala  fe 
ó  dolo  por  parte  de  los  otros  interesados;  pero 
éstos  tendrán  la  obligación  de  pagar  al  prete- 
rido la  parte  c^ue  proporcionalmeute  le  corres- 
ponda. 

Art.  1081.  La  particióu  hecha  cou  uno  á 
qiiien  se  creyó  heredero  sin  serlo,  será  nula. 


SEC.  .5."— Del  pago  délas  deudas  hereditarias. 

Art..  1082.  Los  acreedores  reconocidos  co- 
mo tales  podrán  oponerse  á  que  se  lleve  á  efec- 
to la  partición  de  la  herencia  hasta  que  se  les 
pague  ó  atíauce  el  importe  de  sus  créditos. 

Art.  1083.  Los  acreedores  de  uno  ó  más  de 
los  coherederos  podrán  intervenir  á  su  costa 
eu  la  partición  para  evitar  que  ésta  se  haga 
en  fraude  ó  perjuicio  de  sus  derechos. 

Art.  1084.  Hecha  la  partición,  los  acreedo- 
res podrán  exigir  el  pago  de  sus  deudas  por 
entero  de  cualquiera  de  los  herederos  que  íio 
hubiere  aceptado  la  herencia  á  beneficio  de  in- 
ventario, ó  hasta  donde  alcance  su  porción 
hereditaria,  eu  el  caso  de  haberla  admitido  con 
dicho  beneficio. 

Eu  uno  y  otro  caso  el  demandado  tendrá 
derecho  á  hacer  citar  y  emplazar  á  sus  cohe- 
rederos, á  menos  que  por  disposición  del  tes- 
tador, ó  á  consecuencia  de  la  partición ,  hu- 
biere quedado  él  solo  obligado  al  pago  de  la 
deuda. 

Art.  1085.  El  coheredero  que  hubiese  paga- 
do más  de  lo  que  corresponda  á  su  participa- 
ción en  la  herencia,  podrá  reclamar  de  los  de- 
más su  parte  proporcional. 

Esto  mismo  se  observará  cuando,  por  ser  la 
deuda  hipotecaria  ó  consistir  en  cuerpo  deter- 
minado, la  hubiese  pag'ado  integramente.  El 
adjudicatario,  en  este  caso,  ¡jodrá  reclamar  de 
sus  coherederos  sólo  la  parte  proporcional, 
aunque  el  acreedor  le  haya  cedido  sus  accio- 
nes y  subrogádole  en  su  lug'ar. 

Art.  1086.  Estando  alguna  de  las  Aucas  de 
la  herencia  gravada  con  renta  ó  carga  real 
perpetua,  no  se  procederá  á  su  extinción,  aun- 
que sea  redimible,  sino  cuaudo  la  mayor  parte 
de  los  coherederos  lo  acordare. 

No  acordándolo  así,  ó  siendo  la  carg'a  irre- 
dimible, se  rebajará  su  valor  ó  capital  del  de  la 
finca,  y  ésta  pasará  con  la  carg'a  al  que  le  to- 
que en  lote  ó  por  adjudicación. 

Art.  1087.  El  coheredero  acreedor  del  di- 
funto iniede  reclamar  de  los  otros  el  pago  de 
su  crédito,  deducida  su  parte  proporcional  co- 
mo tal  heredero,  y  sin  perjuicio  de  lo  estable- 
cido en  la  sec.  O.'',  cap.  VI  de  este  titulo  '. 

LIBRO  CUARTO 

DE  Ía\S   OBLIGACIOXES    V   COXTKATOS 


TITULO  PRIMERO 
Délas  obligaciones. 

CAPITULO  PBIilEKO.— Disposiciones  generales. 

Art.  1088.  Toda  obligación  consiste  en  dar, 
hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa. 

Art.  1089.  Las  obligaciones  nacen  de  la  ley, 
de  los  contratos  y  cuasi  contratos,  y  de  los  ac- 
tos y  omisiones  ilícitos  ó  en  que  intervenga 
cualquier  género  de  culpa  ó  neg'lig'encia. 

Art.  1090.  Las  obligaciones  derivadas  de  la 
ley  no  sepre.sumen.  Sólo  son  exigibles  las  ex- 


•  Asi  dice  la  Gaceta  y  la  erlicinn  oftrial  del  Ministe- 
rio; pero  la  oficial  de  iitjo,  jntbl'cada  por  el  misino  Minis- 
ferio,  dice:  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  la  sec- 
ción V,  cap.  V  de  este  título. 
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pi-csamente  determinadas  en  esté  Código  ó  en 
k'ves  especiales,  y  se  reg-irán  por  los  preceptos 
(le  la  ley  que  las  hubiere  establecido;  y,  en  lo 
4ue  ésta  uo  hubiere  previsto,  por  las  disposi- 
ciones del  presente  libro. 

Art.  1091.  Las  obligaciones  que  nacen  de 
1  tí  contratos  tienen  tuerza  de  ley  entre  las 
partes  contratantes,  y  deben  cumplirse  al  te- 
nor de  los  mismos. 

Art.  1092.  Las  olsligaciones  civiles  que  naz- 
can de  los  delitos  ó  faltas  se  reg'iráu  por  las 
ilisposiciones  del  Códig'o  penal. 

Art.  1093.  Las  que  se  deriven  de  actos  ú 
omisiones  en  que  intervenga  culpa  ó  negligen- 
cia no  penadas  por  la  ley,  quedarán  sometidas 
á  las  disposiciones  del  cap.  II  del  tit.  XVI  de 
este  libro. 

CAP.  II.— De  la  naturaleza  y  efecto  de  las 

OBLIGACIOSES. 

Art.  1094.     El  obligado  á  dar  alguna  cosa  lo 
i  está  también  á  conservarla  con  la  diligencia 
propia  de  un  buen  padre  de  familia. 

Art.  1095.  El  acreedor  tiene  derecho  á  los 
frutos  de  la  cosa  desde  que  nace  la  obligación 
do  entregarla.  Sin  embargo,  no  adquirirá  de- 
recho real  sobre  ella  hasta  que  le  haya  sido 
entregada.  » 

Art.  1096.  Cuando  lo  cjue  deba  entregarse 
sea  una  cosa  determinada,  el  acreedor,  "inde- 
pendientemente del  derecho  que  le  otorga  el 
art. 1.101,  puede  compeler  al  deudor  á  que  rea- 
lice la  entrega. 

Si  la  cosa  fuere  indeterminada  ó  genérica, 
podrá  pedir  que  se  cumpla  la  obligación  á  ex- 
pensas del  deudor. 

Si  el  obligado  se  constituye  en  mora,  ó  .se 
halla  comprometido  á  entregar  una  misma 
cosa  á  dos  ó  más  personas  diversas,  serán  de 
su  cuenta  los  g-astos  fortuitos  hasta  que  se  rea- 
lice la  entrega. 

Art.  1097.  La  obligación  de  dar  cosa  deter- 
minada comprende  la  de  entregar  todos  sus 
accesorios,  aunque  no  hayan  sido  mencio- 
nados. 

Art.  1098.  Si  el  obligado  á  hacer  alguna 
cosa  no  la  hiciere,  se  mandará  ejecixtar  á  su 
costa. 

Esto  mismo  se  observará  si  la  hiciere  con- 
traviniendo al  tenor  de  la  obligación.  Además 
podrá  decretarse  que  se  deshaga  lo  mal  hecho. 

Art.  1099.  Lo  dispuesto  en  el  ¡lárrafo  se- 
gundo del  artículo  anterior  se  observará  tam- 
bién cuando  la  obligación  consista  en  no  hacer 
y  el  deudor  ejecutare  lo  que  le  habla  sido  pro- 
hibido. 

Art.  tIOO.  Incurren  en  mora  los  obligados 
á,  entreg'ar  ó  á  hacer  alguna  cosa  desde  que 
el  acreedor  les  exija  judicial  ó  extrajudicial- 
mente  el  cumplimiento  de  su  obligación. 

No  será,  sin  embargo,  necesaria  la  intima- 
ción del  acreedor  para  que  la  mora  exista: 
j.  1."     Cuando  la  obligación  ó  la  ley  lo  decla- 
l'en  así  expresamente. 

2°  Cuando  de  su  naturaleza  y  circunstan- 
cias resulte  que  la  designación  de  la  época  en 
que  habla  de  entregarse  la  cosa  ó  hacerse  el 
.servicio,  fué  motivo  determinante  para  esta- 
blecer la  obligación. 


En  las  obligaciones  recíprocas  ning-uno  de 
los  oblig'ados  incurre  en  mora  si  el  otro  no  cum- 
ple ó  no  se  allana  á  cumplir  debidamente  lo 
que  le  incumbe.  Desde  que  uno  de  los  obliga- 
dos cumple  su  obligación,  empieza  la  mora 
pai-a  el  otro. 

Art.  IIOI.  Quedan  sujetos  á  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  causados  los  que 
en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  incu- 
rrieren en  dolo,  negligencia  ó  morosidad,  y 
los  que  de  cualquier  modo  contravinieren  al 
tenor  de  aquéllas  '. 

Art.  1102.  La  responsabilidad  procedente 
del  dolo  es  exigible  en  todas  las  oblig'aciones. 
La  renuncia  de  la  acción  para  hacerla  efectiva 
es  nula. 

Art.  1103.  La  responsabilidad  c^ue  proceda 
de  negligencia  es  igualmente  exigible  en  el 
cumplimiento  de  toda  clase  de  obligaciones; 
pero  podrá  moderarse  por  los  Tribunales  se- 
gún los  casos. 

Art.  1104.  La  culpa  ó  negligencia  del  deu- 
dor consiste  en  la  omisión  de  aquella  diligen- 
cia que  exija  la  naturaleza  de  la  obligación  y 
corresponda  á  las  circunstancias  de  las  perso- 
nas, del  tiempo  y  del  lugar. 

Cuando  la  oljligación  no  exprese  la  diligen- 
cia que  ha  de  prestarse  en  su  cumplinneuto,  se 
exigirá  la  que  correspondería  á  un  buen  pa- 
dre de  familia. 

Art.  1105.  Fuera  de  los  casos  expresamen- 
te mencionados  en  la  ley,  y  de  los  en  que  asi 
lo  declare  la  obligación,  nadie  responderá  de 
aquellos  sucesos  que  no  hubieran  podido  pre- 
verse, ó  que,  previstos,  fueren  inevitables. 

Art.  1106.  La  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios comprende,  no  sólo  el  valor  de  la  pér- 
dida que  haya  sufrido,  sino  también  el  de  la 
ganancia  que  haya  dejado  de  obtener  el  acree- 
dor, salvas  las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  siguientes  ^. 

Art.  1107.  Los  daños  y  perjuicios  de  que  res- 
ponde el  deudor  de  buena  fe  son  los  previstos 
ó  que  se  hayan  podido  prever  al  tiempo  de 
constituirse  la  obligación  y  que  sean  conse- 
cuencia necesaria  de  su  falta  de  cumplimiento. 
£n  caso  de  dolo  responderá  el  deudor  de  to- 
dos los  que  conocidamente  se  deriven  de  la 
falta  de  cumplindento  de  la  obligación. 

Art.  1108.  Si  la  obhgación  consistiere  en  el 
pago  de  una  cantidad  de  dinero,  y  el  deudor 
incurriere  en  mora,  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  no  habiendo  pacto  en  contrario, 
consistirá  en  el  pago  de  los  intereses  conveni- 
dos, y  á  falta  de  convenio,  en  el  interés  legal. 
Mientras  que  no  se  lije  otro  por  el  Gobierno, 
se  considerará  como  legal  el  interés  de  ü  por 
100  al  año. 

Art.  1109.  Los  intereses  vencidos  devengan 
el  interés  legal  desde  que  son  judicialmente 
reclamados,  aunque  la  oblig'ación  haya  guar- 
dado silencio  sobre  este  punto. 

En  los  negocios  comerciales  se  estará  á  lo 
que  dispone  el  Código  de  Comercio. 


'  Esta  responsabilidad  es  aplicable  á  la  reparación  de 
los  perjuicios  causados  por  el  incuiupliiniento  de  los  con- 
tratos. i,Sent.  19  Noviembre  ISM;  Ap.  de  Ibtíá,  p.  162.) 

2     Véase  la  nota  al  art.  1.101. 
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Los  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Ahorros 
se  regirán  por  sus  reglamentos  especiales. 

Art.  IIIO.  El  recibo  djd  capital  por  el  acree- 
dor, sin  reserva  alguna  respecto  á  los  intere- 
ses, exting'ue  la  obligación  del  deudor  eu  cuan- 
to á  éstos. 

El  recibo  del  tiltimo  plazo  de  un  débito, 
cuando  el  acreedor  tampoco  hiciere  reservas, 
extinguirá  la  obligación  en  cuanto  A  los  pla- 
zos anteriores. 

Art.  lili.  Los  acreedores,  después  de  haber 
perseguido  los  bienes  de  que  esté  eu  posesión 
el  deudor  para  realizar  cuanto  se  les  debe, 
pueden  ejercitar  todos  los  derechos  y  acciones 
de  éste  cou  el  mismo  fin,  exceptuando  los  que 
sean  inherentes  á  su  persona;  pueden  también 
impugnar  los  actos  que  el  deudor  haya  reali- 
zado en  fraude  de  su  derecho. 

Art.  1112.  Todos  los  derechos  adquiridos  en 
virtud  de  una  obligación  son  transmisibles  con 
stijecion  á  las  leyes,  si  no  se  hubiese  pactado 
lo  contrario. 


CAP.  III.- 


-De  las  diversas  especies  de 
obligaciones. 


SECCIÓN  I.** — De  las  obligaciones  puras  y  de  las 
condicionales. 

Art.  1113.  Será  exigible  desde  luego  toda 
obligación  cuyo  cumplimiento  no  dependa  de 
un  suceso  futuro  ó  incierto,  ó  de  uu  suceso  pa- 
sado, que  los  interesados  ig'noreu. 

También  será  exigible  toda  obligación  que 
conteng'a  condición  resolutoria,  sin  perjuicio 
de  los  efectos  de  la  resolución. 

Art.  1114.  Eu  las  obligaciones  condicionales 
la  adquisición  de  los  derechos,  asi  como  la  re- 
solución ó  pérdida  de  los  ya  adquiridos,  de- 
penderán del  acontecimiento  que  constituya  la 
condición. 

Art.  1115.  Cuando  el  cumplimiento  de  la 
condición  dependa  de  la  exclusiva  voluntad 
del  deudor,  la  obligación  condicional  será  nula. 
Si  dependiere  de  la  suerte  ó  de  la  voluntad  de 
uu  tercero,  la  obligación  surtirá  todos  sus 
efectos  con  arreglo  á  las  disposicioues  de  este 
Código. 

Art.  1116.  Las  condiciones  imposibles,  las 
contrarias  á  las  buenas  costumbres  y  las  pro- 
hibidas por  la  ley  anularán  la  obligación  que 
de  ellas  dependa. 

La  condición  de  no  hacer  una  cosa  imposi- 
ble se  tiene  por  no  puesta. 

Art.  (117.  La  condición  de  que  ocurra  algún 
suceso  en  \\n  tiempo  determinado  exting'uirá 
la  obligación  desde  que  pasare  el  tiempo  ó  fue- 
re ya  indudable  que  el  acontecimiento  no  ten- 
drá lugar. 

Art.  1118.  La  condición  de  que  no  acontezca 
alg'ím  suceso  eu  tiempo  determinado  hace  efi- 
caz la  obligación  desde  que  pasó  el  tiempo  se- 
ñalado ó  sea  ya  evidente  que  el  acontecimien- 
to no  puede  ocurrir. 

Si  no  hubiere  tiempo  fijado,  la  condición  de- 
berá reputarse  cumplida  en  el  que  verosímil- 
mente se  hubiese  querido  señalar,  atendida 
la  naturaleza  de  la  obligación. 

Art.  1119.  Se  tendrá  por  cumplida  la  condi- 
ción cuando  el  obligado  impidiese  voluntaria- 
mente su  ciimplimieuto. 


Art.  1120.  Los  efectos  de  la  oblig-ación  con- 
dicional de  dar,  una  vez  cumplida  la  condi- 
ción, se  retrotraen  al  día  de  la  constitución 
de  aquélla.  Esto  no  obstante,  cuando  la  obli- 
gación imponga  reciprocas  prestaciones  á  los  ■ 
interesados,  se  entenderán  compensados  unos 
con  otros  los  frutos  é  intereses  del  tiempo  en 
que  hubiese  estado  pendiente  la  condición.  Si 
la  obligación  fuere  unilateral,  el  deudor  bfcrá 
suyos  los  frutos  é  intereses  percibidos,  á  me- 
nos que  por  la  naturaleza  y  circunstancias  dfe- 
aquélla  deba  inferirse  que  fué  otra  la  volun- 
tad del  que  la  constituyó. 

En  las  obligaciones  de  hacer  y  de  no  hacer 
los  Tribunales  determinarán,  en  cada  caso,  el 
efecto  retroactivo  de  la  condición  cumplida. 

Art.  1121.  El  acreedor  puede,  antes  del  cum- 
plimiento de  las  condiciones,  ejercitar  las  ac- 
ciones procedentes  para  la  conservación  de  su. 
derecho. 

El  deudor  puede  repetir  lo  que  eu  el  mismo 
tiempo  hijbiese  pag'ado. 

Art.  1122.  Cuando  las  condiciones  fueren 
puestas  con  el  intento  de  suspenderla  eficacia 
de  la  obligación  de  dar,  se  observarán  las  re- 
glas siguientes,  en  el  caso  de  que  la  cosa  me- 
jore ó  se  pierda  ó  deteriore  pendiente  la  con- 
dición: • 

1.°-     Si  la  cosa  se  perdió  sin  culpa  del  deu- 
dor, quedará  extinguida  la  oblig-ación. 
.  2."     Si  la  cosa  se  perdió  por  culpa  del  deu- 
dor, éste  queda  obligado  al  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios. 

Entiéndese  que  la  cosa  se  pierde  cuando  pe- 
rece, qiieda  fuera  del  comercio  ó  desaparece 
de  modo  que  se  ig'nora  su  existencia,  ó  no  se 
puede  recobrar. 

3.°-  Cuando  la  cosa  se  deteriora  sin  culpa 
del  deudor,  el  menoscabo  es  de  cuenta  del 
acreedor. 

■i."-  Deteriorándose  por  culpa  del  deudor, 
el  acreedor  podrá  optar  entre  la  resolución  de 
la  oblig'ación  y  su  cumplimiento,  con  la  indem- 
nización de  perjuicios  en  ambos  casos. 

5.^  Si  la  cosa  se  mejora  por  su  naturaleza, 
ó  por  el  tiempo,  las  mejoras  ceden  en  favor  del 
acreedor. 

6.*  Si  se  mejora  á  expensas  del  deudor,  no 
tendrá  éste  otro  derecho  que  el  concedido  al 
usufructuario. 

Ai't.  1123.  Cuando  las  condiciones  tengan 
por  objeto  resolver  la  oblig-ación  de  dar,  los  in- 
teresados, cumplidas  aquéllas,  deberáu  resti- 
tuirse lo  que  hubiesen  percibido. 

En  el  caso  de  pérdida,  deterioro  ó  mejora  de 
la  cosa,  se  aplicarán  al  que  deba  hacer  la  res- 
titución las  disposiciones  que  respecto  al  deu- 
dor contiene  el  articulo  precedente. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  de  hacer  y  nd 
hacer,  se  observará  respecto  á  los  efectos  de  1| 
resolución,  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segund 
del  art.  1.120. 

Art.  1124.  La  facultad  de  resolver  las  obK 
gaciones  se  entiende  implícita  en  las  recíprd 
cas,  para  el  caso  de  que  uno  de  los  obligada 
no  cumpliere  lo  que  le  incumbe. 

El  perjudicado  podrá  escoger  entre  exigir « 
cumplimiento  ó  la  resolución  de  la  obligacióB 
cou  el  resarcimiento  de  daños  y  abono  de  iu 
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¿Preses  eu  ambos  casos.  También  podrá  pedir 
la  resohicióu,  aun  después  de  haber  optado 
por  el  cumplimiento,  cuando  éste  resultare  im- 
posible. 

El  Tribunal  decretará  la  resolución  que  se 
reclame,  á  no  haber  causas  justificadas  qvie  le 
autoricen  pura  señalar  plazo. 

Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos de  terceros  adquireutes,  con  arreglo  á  los 
arts.  1.2'J5  y  1.298  y  á  las  disposiciones  de  la 
ley  hipotecaria. 

SEC.  2." — De  las  oliligacioues  á  plazo. 

Art.  1125.  Las  obligaciones  para  cuyo  cum- 
plimiento se  haya  señalado  un  día  cierto,  sólo 
serán  exigibles  cuando  el  dia  llegue. 

Entiéndese  por  día  cierto  aquel  que  necesa- 
riamente ha  de  venir,  aunque  se  ignore  cuándo. 

Si  la  inccrtidumbre  consiste  eu  si  ha  de  lle- 
gar ó  no  el  dia,  la  obligación  es  condicional, 
y  se  regirá  por  las  reglas  de  la  sección  prece- 
dente. 

Art.  1126.  Lo  que  anticipadamente  se  hu- 
biese pagado  en  las  obligaciones  á  plazo,  no 
se  podrá  repetir. 

Si  el  que  pagó  ignoraba,  cuando  lo  hizo,  la 
existencia  del  plazo,  tendrá  derecho  á  recla- 
mar del  acreedor  los  intereses  ó  los  frutos  que 
éste  hubiese  ¡¡ercibido  de  la  cosa. 

Art.  1127.  Siempre  que  en  las  obligaciones 
se  designa  un  término,  se  presume  estableci- 
do en  beneficio  de  acreedor  y  deudor,  á  no  ser 
que  del  tenor  de  acjuellas  ó  de  otras  circuns- 
tancias resultara  haberse  puesto  en  favor  del 
uno  ó  del  otro. 

Art.  1128.  Si  la  obligación  no  señalare  pla- 
zo, pero  de  su  naturaleza  y  circunstancias  se 
dedujere  que  ha  querido  concederse  al  deudor, 
los  Tribunales  fijarán  la  duración  de  aquél. 

También  fijarán  los  Tribunales  la  duración 
del  plazo  cuando  éste  haya  quedado  á  volun- 
del  deudor. 

Art.  1129.  Perderá  el  deudor  todo  derecho 
á.  utilizar  el  plazo: 

1."  Cuando,  después  de  contraída  la  obli- 
gación, resulte  insolvente,  salvo  que  garanti- 
ce la  deiida. 

2.°  Cuando  no  otorgue  al  acreedor  las. ga- 
rantías á  que  estuviese  comprometido. 

3."  Cuando  por  actos  propios  hubiese  dis- 
minuido aquellas  garantías  después  de  esta- 
blecidas, y  cuando  por  caso  fortuito  desapare- 
eier<an  á  menos  que  sean  inmediatamente  sus- 
tituidas por  otras  nuevas  é  ig-ualmente  seguras. 

Art.  1(30.  Si  el  plazo  de  la  obligación  está 
señalado  por  días  á  contar  desde  uno  deter- 
minado, quedará  éste  excluido  del  cómputo, 
que  deberá  empezar  eu  el  día  siguiente. 

SEC.  3.** — De  las  obligaciones  alternativas. 

Art.  II3I.  El  obligado  alteruíitivameute  á 
diversas  prestaciones  debe  cumplir  por  com- 
pleto una  de  éstas. 

El  acreedor  no  puede  ser  compelldo  á  recibir 
parte  de  una  y  parte  de  otra. 

Art.  1132.  La  elección  corresponde  al  deu- 
dor, á  menos  que  expresamente  se  hubiese 
concedido  al  acreedor. 

,  El  deudor  no  tendrá  derecho  á  elegir  las 


prestaciones  imposibles,  ilícitas  ó  que  no  hu- 
bieran podido  ser  objeto  de  la  obligación. 

Art.  1133.  La  elección  no  producirá  efecto 
sino  desde  que  fuere  notificada. 

Art.  1134.  El  deudor  perderá  el  derecho  de 
elección  cuando  de  las  prestaciones  á  que  al- 
ternativamente estuviese  oblig'ado  sólo  una 
fuere  realizable. 

Art.  1135.  El  acreedor  tendrá  derecho  á  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  cuando 
por  culpa  del  deudor  hubiesen  desaparecido 
todas  las  cosas  que  alternativamente  fueron 
objeto  de  la  obligación,  ó  se  hubiera  hecho  im- 
posible el  cumplimiento  de  ésta. 

La  indemnización  se  fijará  tomando  por  base 
el  valor  de  la  última  cosa  que  hubiese  desapa- 
recido, ó  el  del  servicio  que  últimamente  se 
hubiera  hecho  imposible. 

Art.  1136.  Cuando  la  elección  hubiere  sido 
expresamente  atribuida  al  acreedor,  la  obliga- 
ción cesará  de  ser  alternativa  desde  el  día  eu 
que  aquélla  hubiese  sido  notificada  al  deudor. 

Hasta  entonces  las  responsabilidades  del 
deudor  se  regirán  por  las  siguientes  reglas: 

1.^  Si  alguna  de  las  cosas  se  hubiese  perdi- 
do par  caso  fortuito,  cumplirá  entregando  la 
que  el  acreedor  elija  entre  las  restantes,  ó  la 
que  haya  quedado,  si  una  sola  subsistiera. 

2.°  Si  la  pérdida  de  alguna  de  las  cosas  hu- 
biese sobrevenido  por  culpa  del  deudor,  el 
acreedor  podrá  reclamar  cualquiera  do  las  que 
subsistan,  ó  el  precio  de  la  que,  por  culpa  de 
aquél,  hubiera  desaparecido. 

3."  Si  todas  las  cosas  se  hubiesen  perdido 
por  culpa  del  deudor,  la  elección  del  acreedor 
recaerá  sobre  su  precio. 

Las  mismas  reglas  se  aplicarán  á  las  obliga- 
ciones de  hacer  ó  de  no  hacer,  en  el  caso  de. 
que  alg'unas  ó  todas  las  prestaciones  resulta- 
ren imposibles. 


SEC.  i.' 


-De  las  obligaciones  mancomunadas 
y  de  las  solidarias. 


Art.  1137.  La  concurrencia  de  dos  ó  más 
acreedores  ó  de  dos  ó  más  deudores  eu  una 
sola  oblig-ación  no  implica  que  cada  uno  de 
aquéllos  tenga  derecho  á  pedir,  ni  cada  uno  de 
éstos  deba  prestar  íntegramente,  las  cosas  ob- 
jeto de  la  misma.  Sólo  habrá  lugar  á  esto  cuan- 
do la  obligación  expresamente  lo  determine, 
constituyéndose  con  el  carácter  de  solidaria. 

Art.  1138.  Si  del  texto  de  las  obligaciones 
á  que  so  refiere  el  artículo  anterior  no  resulta 
otra  cosa,  el  crédito  ó  la  deuda  se  presumirán 
divididos  en  tantas  partes  iguales  como  acree- 
dores ó  deudores  haya,  reputándose  créditos 
ó  deudas  distintos  unos  de  otros. 

Art.  1139.  Si  la  divisió»  fuere  imposible, 
sólo  perjudicarán  al  derecho  de  los  acreedores 
los  actos  colectivos  de  éstos,  y  sólo  podrá  ha- 
cerse efectiva  la  deuda  procediendo  contra  to- 
dos los  deudores.  Si  alguno  de  éstos  resultare 
iusolvente,  no  estarán  los  demás  oblig'ados  á 
suplir  su  falta. 

Art.  1140.  La  solidaridad  podrá  existir  aun- 
que los  acreedores  y  deudores  no  estén  liga- 
dos del  propio  modo  y  por  unos  mismos  plazos 
y  condiciones. 

Art.  1141.     Cada  uno  de  los  acreedores  soli- 
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darios  puede  hacer  lo  que  sea  útil  á  los  demás, 
pero  uo  lo  que  les  sea  perjudicial. 

Las  acciones  ejercitadas  contra  cualquiera 
de  los  deudores  solidarios  perjudicarán  á  to- 
dos éstos. 

Art.  1142.  El  deudor  puede  pagar  la  deuda 
á  cualquiera  de  los  acreedores  solidarios;  pero, 
si  hubiere  sido  judicialmente  demandado  por 
alguno,  á  éste  deberá  hacer  el  pago. 

Art.  1143.  La  novación,  compensación,  con- 
fusión ó  remisión  de  la  deuda,  bochas  per  cual- 
qxiiera  de  los  acreedores  solidai'ios  ó  con  ciial- 
quiera  de  los  deudores  de  la  misma  clase,  ex- 
ting'ueu  la  obligación,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1146. 

El  acreedor  que  haya  ejecutado  cualquiera 
de  estos  actos,  asi  como  el  que  cobre  la  deuda 
responderá  á  los  demás  de  la  parte  que  les 
corresponde  eu  la  obligación. 

Art.  1144.  El  acreedor  puede  dirigirse  con- 
tra cualquiera  de  los  deudores  solidarios  ó 
contra  todos  ellos  simultáneamente.  Las  recla- 
maciones entabladas  eontra  uno  no  serán  obs- 
táciilo  para  las  que  posteriormente  se  dirijan 
contra  los  demás,  mientras  uo  resulte  cobrada 
la  deuda  por  completo. 

Art.  1145.  El  pago  hecho  por  uno  de  los 
deudores  solidarios  extingue  la  obligación. 

El  que  hizo  el  pago  sólo  puede  reclamar  de 
sus  codeudores  la  parte  que  á  cada  uno  co- 
rresponda, con  los  intereses  del  anticipo. 

La  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación 
por  insolvencia  del  deudor  solidario  será  su- 
plida por  sus  codeudores,  á  prorrata  de  la  deu- 
da de  cado  uno. 

Art.  1146.  La  quita  ó  remisión  hecha  por  el 
acreedor  de  la  parte  que  afecte  á  uno  de  los 
deudores  solidarios,  uo  libra  á  éste  de  su  res- 
ponsabilidad para  con  los  codeudores,  en  el 
caso  de  que  la  deuda  haya  sido  totalmente  pa- 
gada por  cualquiera  de  ellos. 

Art.  1147.  Si  la  cosa  hubiese  perecido  ó  la 
prestación  se  hubiese  hecho  imposible  sin  cul- 
pa de  los  deudores  solidarios,  la  obligación 
cjiíedará  extinguida. 

Si  hubiese  mediado  culpa  de  parte  de  cual- 
quiera de  ellos,  todos  serán  responsables  para 
con  el  acreedor  del  precio  y  de  la  indemniza- 
ción de  daños  y  abono  de  intereses,  sin  per- 
juicio de  su  acción  contra  el  culpable  ó  negli- 
gente. 

Art.  1148.  El  deudor  solidario  podrá  iitili- 
zar,  contra  las  reclamaciones  del  acreedor,  to- 
das las  excepciones  que  se  deriven  de  la  natu- 
raleza de  la  oblig'ación  y  las  que  le  sean  per- 
sonales. De  las  que  personalmentecorrespon- 
dau  á  los  demás  sólo  podrá  servirse  en  la  parte 
de  deuda  de  que,éstos  fueren  responsables. 

SEC.  5.^ — De  las  oliligaciones  divisibles  y  de  las 
indi\-isibles. 

Art.  1149.  La  divisibilidad  ó  indivisibilidad 
de  las  cosas  objeto  de  las  obligaciones  eu  que 
hay  un  solo  deudor  y  un  solo  acreedor,  no  al- 
tera ni  modifica  los  preceptos  del  cap.  II  de 
este  titulo. 

Art.  1150.  La  obligación  indivisible  manco- 
munada se  resuelve  en  indemnizar  daños  y 
perjuicios  desde  que  cualquiera  de  los  deudo- 


res falta  á  su  compromiso.  Los  deudores  que 
hubiesen  estado  dispuestos  á  cumplir  los  su- 
yos, uo  contribuirán  á  la  indemnización  con 
más  cantidad  que  la  porción  correspondiente 
del  precio  déla  cosa  ó  del  servicio  en  que  con- 
sistiere la  obligación. 

Art.  1151.  Para  los  efectos  de  los  articules 
qixe  preceden,  se  reputarán  indivisibles  las 
obligaciones  de  dar  cuerpos  ciertos  y  todas 
aquellas  que  no  sean  susceptibles  de  cumpli- 
miento parcial. 

Las  obligaciones  de  hacer  serán  divisibles 
cuando  tengan  por  objeto  la  prestación  dé  iin 
número  de  dias  de  trabajo,  la  ejecución  de 
obras  por  unidades  métricas,  ri  otras  cosas 
análogas  que  por  su  naturaleza  sean  suscep- 
tibles de  cumplimiento  parcial. 

Eu  las  obligaciones  de  uo  hacer,  la  divisibi- 
lidad ó  indivisibilidad  se  decidirá  por  el  carác- 
ter de  la  prestación  en  cada  caso  particular. 

SEC.  6." — De  las  obligaciones  con  clánsiila  penal. 

Art.  1152.  Eu  las  obligaciones  con  cláusula 
penal,  la  pena  sustituirá  á  la  indemnización 
de  daños  y  al  abono  de  intereses  en  caso  de 
falta  de  cumplimiento,  si  otra  cosa  uo  se  hu- 
biere pactado. 

Sólo  podrá  hacerse  efectiva  la  pena  cuando 
ésta  fuere  exigible  conforme  á  las  disposicio- 
nes del  presente  Código. 

Art.  1153.  El  deudor  no  podrá  eximirse  de 
cumplir  la  obligación  pag-ando  la  pena,  sino 
en  el  caso  de  que  expresamente  le  hubiese 
sido  reservado  este  derecho.  Tampoco  el  acree- 
dor podrá  exigir  conjuntamente  el  cumpli- 
miento de  la  oblig'ación  y  la  satisfacción  de  la 
pena,  sin  que  esta  facultad  le  haya  sido  clara- 
mente otorgada. 

Art.  1154.  El  juez  modificará  equitativa- 
mente la  pena  cuando  la  obligación  principal 
hubiera  sido  eu  parte  ó  irregularmeute  cum- 
plida por  el  deudor. 

Art.  1155.  La  nulidad  de  la  cláusula  penal 
no  lleva  consigo  la  de  la  oblig'ación  principal. 

La  nulidad  de  la  obligación  principal  lleva 
consigo  la  de  la  cláusula  penal. 

CAP.  IV.— De  la  extinción  de  las  obligaciones. 
Disposiciones  generales. 

Art.  1156.     Las  obligacione  se  extinguen: 
Por  el  pag'O  ó  cumplimiento. 
Por  la  pérdida  de  la  cosa  debida. 
Por  la  condonación  de  la  deuda. 
Por  la  confusión  de  los  derechos  de  acreedor 
y  deudor. 
Por  la  compensación. 
Por  la  novación. 

SECCIOX  1.»— Del  pago. 

Art.  1157.  No  se  entenderá  pagada  una  deu- 
da sino  cuando  completamente  se  hubiese  en- 
tregado la  cosa  ó  hecho  la  prestación  eu  que  la 
obligación  consistía. 

Art.  1158.  Puede  hacer  el  pago  cualquiera 
persona,  teng'a  ó  uo  interés  eu  el  cumplimien- 
to de  la  obligación,  ya  lo  conozca j- lo  apruebe, 
ó  j'a  lo  ig'uore  el  deudor. 

El  ciue  pagare  por  cuenta  de  otro  podi'á  re- 
clamar del  deudor  lo  que  hubiese  pagado,  á 
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ao  haberlo  hecho  contra  su  expresa  voluntad. 

En  este  caso  sólo  poclr^'l  repetir  del  deudor 
aquello  en  que  le  hubiera  sido  útil  el  pago. 

Art.  1159.  El  que  pague  en  nombre  del  deu- 
dor, ig-norAndolo  éste,  no  podrá  compeler  al 
;acreedor  A  subrog'arle  en  sus  derechos. 
I  Art.  1160.  En  las  obligaciones  de  dar  no 
Iserá.  válido  el  pago  hecho  por  quien  no  tenga 
la  libre  disposición  de  la  cosa  debida  v  cajia- 
icidad  para  enajenarla.  Sinenibargo,  si  el  pago 
hubiere  consistido  en  una  cantidad  de  dinero 
ió  cosa  fung'ible,  no  habrá  repetición  contra  el 
iacreedor  que  la  hubiese  g'astado  ó  consumido 
Ide  buena  fe. 

Art.  1161.  En  las  oblig'aciones  de  hacer  el 
acreedor  no  podrá  ser  compelido  á  recibir  la 
prestación  ó  el  servicio  de  un  tercero,  cuando 
la  calidad  y  circunstancias  de  la  persona  del 
deudor  se  hubiesen  teuido  en  cuenta  al  esta- 
blecer la  obligación. 

Art.  1162.  El  pago  deberá  hacerse  á  la  per- 
sona en  cuyo  favor  estuviese  constituida  la 
obligación,  ó  á  otra  autorizada  para  recibirla 
en  su  nombre. 

Art.  1163.  El  pag'o  hecho  á  una  persona  iu- 
icapacitada  para  administrar  sus  bienes  será 
válido  en  cuanto  se  hubiere  convertido  en  su 
utilidad. 

También  será  válido  el  pag'o  hecho  á  un  ter- 
cero en  cuanto  se  hubiere  convertido  en  utili- 
dad de  acreedor. 

Art.  1164.  El  pago  hecho  de  buena  fe  al  que 
estuviere  en  posesión  del  crédito,  liberará  al 
deudor. 

Art.  1165.  No  será  válido  el  pago  hecho  al 
acreedor  por  el  deudor  después  de  habérsele 
ordenado  judicialmente  la  reteucióu  de  la 
deuda. 

Art.  1166.  El  deudor  de  una  cosa  no  puede 
obligar  á  su  acreedor  á  que  reciba  otra  dife- 
l'ente,  aun  cuando  fuere  de  ig'ual  ó  mayor  va- 
lor que  la  debida. 

Tampoco  eu  las  obligaciones  de  hacer  podrá 
ser  sustituido  un  hecho  por  otro  coutra  la  vo- 
luntad del  acreedor. 

Art.  1167.  Cuando  la  oblig-ación  consista  en 
entregar  una  cosa  indeterminada  ó  g'enérica, 
cuya  calidad  y  circunstancias  no  se  hubiesen 
expresado,  el  acreedor  no  podrá  exigirla  de  la 
calidad  superior,  ni  el  deudor  entregarla  de  la 
inferior. 

Art.  1168.  Los  gastos  extrajudiciales  que 
ocasione  el  pag-o  serán  de  cuenta  del  deudor. 
Respecto  de  los  judiciales,  decidirá  el  Tribunal 
con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  1169.  A  menos  que  el  contrato  expre- 
samente lo  autorice,  uo  podrá  compelerse  al 
acreedor  á  recibir  parcialmente  las  prestacio- 
nes en  que  consista  la  obligación. 

Sin  embargo,  cuaudo  la  deuda  tuviere  una 
parte  liquida  y  otra  ilíquida,  podrá  exigir  el 
acreedor  y  hacer  el  deudor  el  pago  de  la  pri- 
mera sin  esperar  á  que  se  liquide  la  segunda. 
Art.  1170.  El  pag'o  de  las  deudas  de  dinero 
deberá  hacerse  en  la  especie  pactada,  y  no 
siendo  posible  entregar  la  especie,  en  la  mo- 
neda de  plata  i'i  oro  que  tenga  cm\so  legal  en 
España. 
La  entrega  de  pagarés  á  la  orden,  ó  letras 


de  cambio  ú  otros  documentos  mercantiles, 
sólo  producirá  los  efectos  del  pago  cuando  hu- 
biesen sido  realizados  ó  cuaudo  por  culpa  del 
acreedor  se  hubiesen  perjudicado. 

Entretanto  la  acción  derivada  de  la  obliga- 
ción primitiva  quedará  en  suspenso. 

Art.  1171.  El  pago  deberá  ejecutarse  en  el 
lugar  que  luibiese  designado  la  obligación. 

No  habiéndose  expresado  y  tratándose  de 
entregar  una  cosa  determinada,  deberá  hacer- 
se el  pago  donde  ésta  existía  en  el  momento 
de  constituirse  la  obligación. 

En  cualquier  otro  caso,  el  lugar  del  pago 
será  el  del  domicilio  del  deudor. 

De  la  imputación  de  pagos. 

Art.  1172.  El  que  tuviere  varias  dudas  de 
una  misma  especie  en  favor  de  un  solo  acree- 
dor, podrá  declarar,  al  tiempode hacer  el  pago, 
á  cuál  de  ellas  debe  aplicarse. 

Si  aceptare  del  acreedor  un  recibo  en  que  se 
hiciese  la  aplicación  del  pago,  no  podrá  recla- 
mar contra  ésta,  á  menos  que  hubiera  media- 
do causa  que  invalide  el  contrato. 

Art.  1173.  Si  la  deuda  produce  interés,  no 
podrá  estimarse  hecho  el  pago  por  cuenta  del 
capital  mientras  no  estén  cubiertos  los  inte- 
reses. 

Art.  1174.  Cuando  no  pueda  imputarse  el 
pag'o  seg'ún  las  reglas  anteriores,  se  estimará 
satisfecha  la  deuda  más  onerosa  al  deudor  en- 
tre las  que  estén  vencidas. 

Si  éstas  fueren  de  igual  naturaleza  y  grava- 
men, el  pag'o  se  imputará  á  todas  á  prorrata. 

Del  pago  por  cesiúu  de  bienes. 

Art.  1175.  El  deudor  puede  ceder  sus  bienes 
á  los  acreedores  eu  pag'o  de  sus  deudas.  Esta 
cesión,  salvo  pacto  en  contrario,  sólo  libera  á 
aquél  do  responsabilidad  por  el  importe  líqui- 
do de  los  bienes  cedidos.  Los  convenios  que 
sobre  el  efecto  de  la  cesión  se  delebren  entre 
el  deudor  y  sus  acreedores  se  ajustarán  á  las 
disposiciones  del  tit.  XVII  de  este  libro,  y  á  lo 
que  establece  la  ley  del  Enj.  civil. 

Del  ofrecimiento  del  pago  y  de  la  consignación. 

Art.  1176.  Si  el  acreedor  á  quien  se  hiciere 
el  ofrecimiento  de  pag-o  se  negare  sin  razón  á 
admitirlo,  el  deudor  quedará  libre  de  respon- 
sabilidad mediante  la  consignación  de  la  cosa 
debida. 

La  consig'nación  por  sí  sola  producirá  el  mis- 
mo efecto  cuando  se  hag'a  estando  el  acreedor 
ausente  ó  cuando  esté  incapacitado  para  reci- 
bir el  pag'o  en  el  momento  en  que  deba  hacer- 
se, y  cuaudo  varias  personas  pretendan  tener 
derecho  á  cobrar,  ó  se  haya  extraviado  el  tí- 
tulo de  la  obligación. 

Art.  1177.  Para  que  la  consignación  de  la 
cosa  debida  libere  al  obligado,  deberá  ser  pre- 
viamente anunciada  á  las  personas  interesa- 
das eu  el  cumplimieuto  de  la  obligación. 

La  consignación  será  ineficaz  si  uo  se  ajusta 
estrictamente  á  las  disposiciones  que  regulan 
el  pago. 

Art.  1178.  La  consignación  se  hará  deposi- 
tando las  cosas  debidas  á  disposición  de  la  au- 
toridad judicial,  ante  quien  se  acreditará  el 


638 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  IV,  tu.  I.  De  las  obligaciones.) 


ofrecimiento  en  su  caso,  y  el  anuncio  de  la 
consignación  en  los  demás. 

Heclia  la  consignación,  deberá  notificarse 
también  á  los  interesados. 

Art.  1179.  Los  gastos  de  la  consignación, 
cuando  fuere  procedente,  serán  de  cuenta  del 
acreedor. 

Art.  1180.  Hecha  debidamente  la  consigna- 
ción, podrá  el  deudor  pedir  al  juez  que  mande 
cancelar  la  obligación. 

Mientras  el  acreedor  no  hubiere  aceptado  la 
consignación,  ó  no  hubiere  recaldo  la  declara- 
ción judicial  de  que  está  bien  hecha,  podrá  el 
deudor  retirar  la  oosa  ó  cantidad  consignada, 
dejando  subsistente  la  obligación. 

Art.  1181.  Si,  hecha  la  consignación,  el  acree- 
dor autorizase  al  deudor  para  retirarla,  per- 
derá toda  preferencia  que  tuviere  sobre  la 
cosa.  Los  codeudores  y  fiadores  quedarán  li- 
bres. 

SEC.  2.'' -De  la  pérdida  de  la  cosa  debida. 

Art.  1182.  Quedará  extinguida  la  obligación 
que  consista  en  entregar  una  cosa  determina- 
da cuando  ésta  se  perdiere  ó  destruyere  sin 
culpa  del  deudor  y  antes  de  haberse  éste  cons- 
tituido en  mora. 

Art.  1183.  Siempre  que  la  cosa  se  hubiese 
perdido  en  poder  del  deudor,  se  presumirá  que 
la  pérdida  ociu-rió  por  su  culpa  y  no  por  caso 
fortuito,  salvo  prueba  en  contrario  v  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.096. 

Art.  1184.  También  quedará  liberado  el  deu- 
dor en  las  obligaciones  de  hacer  cuando  la 
prestación  resultare  legal  ó  físicamente  impo- 
sible. 

Art.  1185.  Cuando  la  deuda  de  cosa  cierta  y 
determinada  procediere  de  delito  ó  falta,  no  .se 
eximirá  el  deudor  del  pago  de  su  precio,  cual- 
quiera que  hubiese  sido  el  motivo  de  la  pérdi- 
da, á  menos  que,  ofrecida  por  él  la  cosa  al  que 
la  debía  recibir,  éste  se  hubiese  sin  razón  ne- 
g'ado  á  aceptarla. 

Art.  1188.  Extinguida  la  oblig-ación  por  la 
]iérdida  de  la  cosa,  corresponderán  al  acree- 
dor todas  las  acciones  que  el  deudor  tuviere 
contra  terceros  por  razón  de  ésta. 

SEC.  3."— De  la  condonación  de  ladenda. 

Art.  1187.  La  condonación  podrá  hacerse 
expresa  ó  tácitamente. 

Una  y  otra  estarán  sometidas  á  los  precep- 
tos que  rigen  las  donaciones  inoficiosas.  La 
condonación  expresa  deberá,  además,  ajus- 
tarse á  las  formas  de  la  donación. 

Art.  1188.  La  entrega  del  documento  priva- 
do justificativo  de  un  crédito,  hecha  volunta- 
riamente por  el  acreedor  al  deudor,  implica  la 
renuncia  de  acción,  que  el  primero  tenia  con- 
tra el  segundo. 

Si  para  invalidar  esta  renuncia  se  preten- 
diere  que  es  inoficiosa,  el  deudor  v  sus  here- 
deros podrán  sostenerla  probando^  que  la  en- 
trega del  documento  se  hizo  en  virtud  del  pa^-o 
de  la  deuda.  " 

Art.  1189.  Siempre  que  el  documento  priva- 
do de  donde  resulte  la  deuda  se  hallare  en  po- 
der del  deudor,  se  presumirá  que  el  acreedor 


lo  entregó  voluntariamente,  á  no  ser  que  se 
pruebe  lo  contrario. 

Art.  1190.  La  condonación  de  la  deuda 
principal  extinguirá  las  obligaciones  acceso- 
rias; pero  la  de  éstas  dejará  subsistente  la  pri- 
mera. 

Art.  1191.  Se  presumirá  remitida  la  obliga- 
ción accesoria  de  prenda,  cuando  la  cosa  pl»-- 
norada,  después  de  entregada  al  acreedor,  se 
hallare  en  poder  del  deudor. 

SEC.  1.*— De  la  confusión  de  derechos. 

Art.  1192.  Quedará  extinguida  la  obligación 
desde  que  se  reúnan  en  una  misma  persona 
los  conceptos  de  acreedor  y  de  deudor. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  esta  confusión 
tenga  lugar  en  virtud  de  titulo  de  herencia, 
si  ésta  hubiese  sido  aceptada  á  beneficio  de  in- 
ventario. 

Art.  1193.  La  confusión  que  recae  en  la 
persona  del  deudor  ó  del  acreedor  principal, 
aprovecha  á  los  fiadores.  La  que  se  realiza  en 
cualquiera  de  éstos  no  extingue  la  obligación. 

Art.  1194.  La  confusión  no  extingue  la  deu- 
da mancomunada  sino  en  la  porción  corres- 
pondiente al  acreedor  ó  deudor  en  quien  con- 
curran los  dos  conceptos. 

SEC.  5."^ — De  la  compensación. 

Art.  1195.  Tendrá  lugar  la  compensación 
cuando  dos  personas,  por  derecho  propio,  sean 
recíprocamente  acreedoras  y  deudoras  la  una 
de  la  otra. 

Art.  1196.  Para  que  proceda  la  compensa- 
ción es  preciso: 

1."  Que  cada  uno  de  los  obligados  lo  esté 
principalmente,  y  sea  á  la  vez  acreedor  prin- 
cipal del  otro. 

2.°  Que  ambas  deudas  consistan  en  una 
cantidad  de  dinero,  ó,  siendo  fuugibles  las  co- 
sas delíidas,  sean  de  la  misma  especie  v  tam- 
bién de  la  misma  calidad,  si  ésta  se  hubiese 
designado. 

.3."    Que  las  dos  deudas  estén  vencidas. 

4."     Que  sean  líquidas  y  exigibles. 
_  _5.°_  Que  sobre  ninguna  de  ellas  haya  reten- 
ción ó  contienda  promovida  por  terceras  per- 
sonas y  notificada  oportunamente  al  deudor. 

Art.  1197.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  el  fiador  podrá  oponer  la  com- 
pensación respecto  de  lo  que  el  acreedor  de- 
biere á  su  deudor  principal. 

Art.  1198.    El  deudor,  que  hubiere  consen- 
tido en  la  cesión  de  derechos  hecha  por  un 
acreedor  á  favor  de  un  tercero,  no  podrá  opo- 
ner al  cesionario  la  compensación  que  le  co-  m 
rresponderla  contra  el  cedente.  | 

Si  el  acreedor  le  hizo  saber  la  cesión  y  el 
deudor  no  la  consintió,  puede  oponer  la  com- 
pensación de  las  deudas  anteriores  á  ella,  pero 
no  la  de  las  posteriores. 

Si  la  cesión  se  realiza  sin  conocimiento  del 
deudor,  podrá  éste  oponer  la  compensación  de 
los  créditos  anteriores  á  ella  y  de  los  posterio- 
res hasta  que  hubiese  tenido' conocimiento  de 
la  cesión. 

Art.  1199.  Las  deudas  pagaderas  en  dife- 
rentes lugares  pueden  compensarse  mediante 
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indemnización  de  los  g-astos  de  transporte  ó 
cambio  a!  lugar  del  pago. 

Art.  1200.  La  compensación  no  procederiV 
ctiando  alguna  de  las  deiidas  proviniere  de 
depósito  ó  de  las  obligaciones  del  depositario 
i)  comodatario. 

Tampoco  podrá  oponerse  al  acreedorporali- 
mentos  debidos  por  título  gratuito. 

Art.  1201.  Si  una  persona  tiiviere  contra  si 
varias  deudas  compensables,  se  observará  en 
el  orden  de  la  compensación  lo  dispue.sto  res- 
pecto i\  la  imputación  de  pag'os. 

Art.  1202.  El  efecto  de  la  compensación  es 
exting'uir  una  y  otra  deuda  en  la  cantidad  con- 
currente, aunque  no  tengan  conocimiento  de 
ella  los  acreedores  y  deudores. 

SEC.  6.»— De  la  novación. 

Art.  1203.  Las  obligaciones  pueden  modifi- 
carse: 

\°    Variando  su  objeto  ó  sus  condiciones 
principales. 
2."     Sustituyendo  la  persona  del  deudor. 
3."    Subrogando  á  un  tercero  en  los  dere- 
chos del  acreedor. 

Art.  1204.  Para  que  una  obligación  quede 
extinguida  por  otra  que  la  sustituya,  es  pre- 
ciso que  asi  se  declare  terminantemente,  ó  que 
la  antigua  y  la  nueva  sean  de  todo  punto  in- 
compatililes. 

Art.  1205.  La  novación,  que  consiste  en 
sustituirse  un  nuevo  deudor  en  lug'ar  del  primi- 
tivo, puede  hacerse  sin  el  conocimiento  de  éste, 
pero  no  sin  el  consentimiento  del  acreedor. 

Art.  1206.  La  insolvencia  del  nuevo  deu- 
dor, que  hubiese  sido  aceptado  por  el  acree- 
dor, no  liará  revivir  la  acción  de  éste  contra  el 
deudor  primitivo,  salvo  que  dicha  insolvencia 
hubiese  sido  anterior  y  piiblica  ó  conocida  del 
deudor  al  delegar  su  deuda. 

Art.  1207.  Cuando  la  obligación  principal 
se  exting-a  por  efecto  de  la  novación,  sólo  po- 
drán subsistir  las  obligaciones  accesorias  en 
cuanto  aprovechen  á  terceros  que  no  hubiesen 
prestado  su  consentimiento. 

Art.  1208.  La  novación  es  nula  si  lo  fnere 
también  la  oblig-ación  primitiva,  salvo  qxie  la 
causa  de  nulidad  sólo  imeda  ser  invocada  por 
el  deudor,  ó  que  la  ratificación  convalide  los 
actos  nulos  en  su  origen. 

Art.  1209.  La  subrogación  de  \m  tercero  en 
los  derechos  del  acreedor  no  puede  prestimirse 
fuera  de  los  casos  expresamente  mencionados 
en  este  Código. 

En  los  demás  será  preciso  establecerla  con 
claridad  para  que  produzca  efecto. 

Art.  1210.  Se  presumirá  que  hay  subroga- 
ción: 

1.°  Cuando  un  acreedor  pague  á  otro  acree- 
dor preferente. 

2.°  Cuando  un  tercero,  no  interesado  en  la 
obligación,  pague  con  aprobación  expresa  ó 
tácita  del  deudor. 

3.°  Cuando  pague  el  que  tenga  interés  en 
el  cumplimiento  de  la  obligación,  salvo  los 
efectos  de  la  confusión  en  cuanto  á  la  porción 
que  le  corresponda. 

Art.  1211.  El  deudor  podrá  hacer  la  subro- 
gación sin  consentimiento  del  acreedor  cuan- 


do para  pag'ar  la  deuda  haya  tomado  prestado 
el  dinero  por  escritura  pública,  haciendo  cons- 
tar su  propósito  en  ella,  y  expresando  en  la 
carta  de  pago  la  procedencia  de  la  cantidad 
pagada. 

Art.  1212.  La  subrogación  transfiere  al  sub- 
rogado el  crédito  con  los  dereclios  á  él  ane- 
xos, ya  contra  el  deudor,  ya  contra  los  terce- 
ros, sean  fiadores  ó  poseedores  de  las  hipo- 
tecas. 

Art.  1213.  El  acreedor  á  quien  se  hubiere 
hecho  un  pago  parcial,  puede  ejercitar  su  de- 
recho por  el  resto  con  preferencia  al  que  sehii- 
biere  subrogado  en  su  lugar  á  virtud  del  pago 
parcial  del  mismo  crédito. 

CAP.  V.— De  I.A  PRUEBA  DE  LAS  OBLIGACIONES. 

Disposiciones  generales. 

Art.  1214.  Incumbe  la  prueba  de  las  obliga- 
ciones al  que  reclama  su  cumplimiento,  y  la 
de  su  extinción  al  que  la  opone. 

Art.  1215.  Las  pruebas  pueden  hacerse:  por 
instrumentos,  por  confesión,  por  inspección 
personal  del  juez,  por  peritos,  por  testigos  y 
por  presunciones. 

SECCIÓN  1.°— De  los  documentos  iniblicos. 

Art.  1216.  Son  documentos  públicos  los  au- 
torizados por  un  notario  ó  empleado  público 
competente,  con  las  solemnidades  requeridas 
por  la  ley. 

Art.  1217.  Los  documentos  en  que  interven- 
ga notario  público  se  regirán  por  la  legisla- 
ción notarial. 

Art.  1218.  Los  documentos  públicos  hacen 
prueba,  aun  contra  tercero,  del  heclio  que  mo- 
tiva su  otorgamiento  y  de  la  fecha  de  éste. 

También  harán  prueba  contra  los  contratan- 
tes y  sus  causa  habientes,  en  cuanto  á  las  de- 
claraciones que  en  ellos  hubiesen  hecho  los  pri- 
meros. 

Art.  1219.  Las  escrituras  hechas  para  des- 
virtuar otra  escritiira  anterior  entre  los  mis- 
mos interesados,  sólo  producirán  efecto  contra 
terceros  cuando  el  contenido  de  aquéllas  hu- 
biese sido  anotado  en  el  registro  público  com- 
petente ó  al  margen  de  la  escritura  matriz  y 
del  traslado  ó  copia  en  cuj'a  virtud  hubiera 
procedido  el  tercero. 

Art.  1220.  Las  copias  de  los  documentos 
públicos  de  que  exista  matriz  ó  protocolo,  im- 
pugnadas por  aquellos  á  quienes  perjudiquen, 
sólo  tendrán  fuerza  probatoria  cuando  hayan 
sido  debidamente  cotejadas. 

Si  resultare  alguna  variante  entre  la  matriz 
y  la  copia,  se  estará  al  contenido  de  la  pri- 
mera. 

Art.  1221.  Cuando  hayan  desaparecido  la 
escritura  matriz,  el  protocolo,  ó  los  expedien- 
tes originales,  harán  prueba: 

1."  Las  primeras  copias,  sacadas  por  el 
funcionario  piiblico  que  las  autorizara. 

2.°  Las  copias  ulteriores,  libradas  por  man- 
dato judicial,  con  citación  de  los  interesados. 

3."  Las  que,  sin  mandato  judicial,  se  hubie- 
sen sacado  en  presencia  de  los  interesados  y 
con  su  conformidad. 

A  falta  de  las  copias  mencionadas,  harán 
prueba  cualesquiera  otras  que  tengan  la  anti- 
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güedad  de  treinta  ó  inás  años,  siempre  que  hu- 
biesen sido  tomadas  del  original  por  el  fimcio- 
nario  que  lo  autorizó  ii  otro  eucarg-ado  de  su 
custodia. 

Las  copias  de  menor  antigüedad,  ó  que  es- 
tuviesen autorizadas  por  funcionario  público 
en  quien  no  concurran  las  circimstancias  men- 
cionadas en  el  párrafo  anterior,  sólo  servirán 
como  un  principio  de  prueba  por  escrito. 

La  fuerza  probatoria  de  las  copias  de  copia 
será  apreciada  por  los  Tribunales  segiin  las 
circunstancias. 

Art.  1222.  La  inscripción,  en  cualquier  re- 
gistro público,  de  un  documento  que  hava 
desaparecido,  será  apreciada  según  las  regías 
de  los  dos  últimos  párrafos  del  articulo  prece- 
dente. 

Art.  1223.  La  escritiu-a  defectuosa,  por  in- 
competencia del  notario  ó  por  otra  falta  en  la 
forma,  tendrá  el  concepto  de  documento  pri- 
vado, si  estuviese  firmada  por  los  otorgantes. 

Art.  1224.  Las  escrituras  de  reconocimien- 
to de  un  acto  ó  contrato  nada  prueban  contra 
el  documento  en  que  éstos  hubiesen  sido  con- 
signados, si  por  exceso  ii  omisión  se  aparta- 
ren de  él,  á  menos  que  conste  expresamente 
la  novación  del  primero. 

Dg  los  documentos  privados. 

Art.  1225.  El  documento  privado,  recono- 
cido legalmente,  tendrá  el  mismo  valor  que  la 
escritura  pública  entre  los  que  lo  hubiesen 
suscrito  y  sus  causa  habientes. 

Art.  1226.  Aquel  á  quien  se  oponga  enjui- 
cio una  obligación  por  escrito  que  aparezca 
firmada  por  él,  está  obligado  á  declarar  si  la 
firma  es  ó  no  suya. 

Los  herederos  ó  caiisa  habientes  del  obliga- 
do podrán  limitarse  á  declarar  si  saben  que  es 
ó  no  de  su  causante  la  firma  de  la  obligación. 

La  resistencia,  sin  justa  causa,  á  prestar  la 
declaración  mencionada  en  los  párrafos  ante- 
riores podrá  ser  estimada  por  los  Tribunales 
como  una  confesión  de  la  autenticidad  del  do- 
cumento. 

Art.  1227.  La  fecha  de  un  doctimento  pri- 
vado no  se  contará  respecto  de  terceros  sino 
desde  el  día  en  que  hubiese  sido  incorporado 
ó  inscrito  en  un  registro  público,  desde  la 
muerte  de  cualquiera  de  los  que  le  firmaron, 
ó  desde  el  día  en  que  se  entregase  á  un  fun- 
cionario público  por  razón  de  su  oficio. 

Art.  1228.  Los  asientos,  registros  y  pape- 
les privados  únicamente  hacen  prueba  contra 
el  que  los  ha  escrito  en  todo  aquello  que  cons- 
te con  claridad;  pero  el  que  quiera  aprove- 
charse de  ellos  habrá  de  aceptarlos  en  la  parte 
que  le  perjudiquen. 

Art.  1229.  La  nota  escrita  ó  firmada  por  el 
acreedor  á  continuación,  al  margen  ó  al  dorso 
de  una  escritura  que  obre  en  su  poder,  hace 
prueba  en  todo  lo  que  sea  favorable  al  deudor. 
Lo  mismo  se  enteiiderá  de  la  nota  escrita  ó 
firmada  por  el  acreedor  al  dorso,  al  margen  ó 
á  continuación  del  duplicado  de  un  documen- 
to ó  recibo  que  se  halle  en  poder  del  deudor. 
En  ambos  casos  el  deudor,  que  quiera  apro- 
vecharse de  lo  que  le  favorezca,  tendrá  que  pa- 
sar por  lo  que  le  perjudique. 


Art.  1230.  Los  documentos  privados  hecho: 
para  alterar  lo  pactado  en  escritura  pública 
no  producen  efecto  contra  tercero. 

SEC.  2.''-De  la  confesión. 

Art.  1231.  La  confesión  puede  hacerse  judi- 
cial ó  extrajudicialmente. 

En  uno  y  otro  caso,  será  condición  indispen- 
sable, para  la  validez  de  la  confesión,  que  re- 
caiga sobre  hechos  personales  del  confesante, 
y  que  éste  tenga  capacidad  legal  para  hacerla. 

Art.  1232.  La  confesión  hace  prueba  contra 
su  autor. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  ella  puede 
eludirse  el  cumplimiento  de  las  leyes. 

Art.  1233.  La  confesión  no  puede  dividirse 
contra  el  que  la  hace,  salvo  cuando  se  refiera 
á  hechos  diferentes,  ó  cuando  una  parte  de  la 
confesión  esté  probada  por  otros  medios,  ó 
cuando  en  algún  extremo  sea  contraria  á  la 
naturaleza  ó  á  las  leyes. 

Art.  1234.  La  confesión  sólo  pierde  su  efi- 
cacia probando  que  al  hacerla  se  incurrió  en 
error  de  hecho. 

Art.  1235.  La  confesión  judicial  debe  ha- 
cerse ante  juez  competente,' bajo  juramento  v 
hallándose  personado  en  autos  aquel  á  quien 
ha  de  aprovechar. 

Art.  1236.  Cuando  se  solicite  la  confesión 
judicial  bajo  juramento  decisorio,  la  parte  á 
quien  se  pida  podrá  referir  el  juramento  á  la 
contraria,  y,  si  ésta  se  negare  á  prestarlo,  se 
la  tendrá  por  confesa. 

Art.  1237.  No  puede  pedirse  juramento  de- 
cisorio sobre  hechos  i)unibles  ni  sobre  cuestio- 
nes acerca  de  las  cuales  las  partes  no  puedan 
transigir. 

Art.  1238.    La  confesión  prestada  bajo  jura- 
mento decisorio,  ya  sea  deferido  ó  referido, 
sólo  constituye  prueba  á  favor  ó  en  contra  de  ■ 
las  partes  que  á  él  se  sometieron  y  de  sus  he- 
rederos ó  causa  habientes. 

Xo  se  admitirá  prueba  sobre  la  falsedad  de ' 
dicho  juramento. 

Art.  1239.  La  confesión  extrajudicial  se  con- 
sidera como  un  hecho  sujeto  á  la  apreciación 
de  los  Tribunales  según  las  reglas  estableci- 
das sobre  la  prueba. 


SEC.  3." — De  la  inspección  personal  del  jnez. 

Art.  1240.  La  prueba  de  inspección  perso- 
nal del  juez  sólo  será  eficaz  en  cuanto  clara- 
mente permita  al  Tribunal  apreciar,  por  las 
exterioridades  de  la  cosa  inspeccionada,  el 
hecho  que  trate  de  averig-uar. 

Art.  1241.     La  inspección  practicada  por  un 
juez  podrá  ser  apreciada  en  la  sentencia  que 
otro  dicte,  siempre  que  el  primero  hubiera  con-  ,. 
signado  con  perfecta  claridad  en  la  diligencia  .|l 
los   detalles  y  circunstancias  de  la  cosa  ins-  'l| 
peccionada. 

SEC.  4.° — De  la  prueba  de  peritos. 

Art.  1242.  Sólo  se  podrá  utilizar  este  medio 
de  prueba  cuando  para  apreciar  los  hechos 
sean  necesarios  ó  convenientes  conocimientos 
científicos,  artísticos  ó  prácticos. 

Art.  1243.     El  valor  de  esta  prueba  y  la  for- 
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ma  en  que  haya  de  practicarse,  sou  objeto  de 
las  dispo.sicioues  de  la  ley  de  Enj.  civil. 

SEC.  5.^—  Déla  prueba  de  testigos. 

Art.  1244.  La  prueba  de  testigos  será  ad- 
j  misible  en  todos  los  casos  en  que  no  se  halle 
I     expresamente  prohibida. 

Art.  1245.  Podrán  ser  testigos  todas  las  per- 
sonas de  uuo  y  otro  sexo  que  no  fueren  inhá- 
biles por  incapacidad  natural  ó  disjjosición  de 
la  ley. 

Art.  1246.  Son  inhábiles  por  incapacidad 
natural: 

1."     Los  locos  ó  dementes. 

2.°  Los  ciegos  y  sordos,  en  las  cosas  cuyo 
conocimiento  depende  de  la  vista  y  el  oído." 

3."     Los  menores  de  catorce  años. 

Art.  1247.  Son  inhábiles  por  disposición  de 
j    la  ley: 

I        1.°    Los  que  tienen  interés  directo  en  el 
pleito. 

2."  Los  ascendieutes  en  los  pleitos  de  los 
descendientes,  y  éstos  en  los  de  aquéllos. 

M."  El  suegro  ó  suegra  en  los  pleitos  del 
yerno  ó  nuera  y  viceversa. 

■4."  El  marido  en  los  pleitos  de  la  mujer  y 
la  mujer  en  los  del  marido. 

5."  Los  que  estáu  obligados  á  guardar  se- 
creto, por  su  estado  ó  profesión,  en  los  asun- 
tos relativos  á  su  profesión  ó  estado. 

6.°  Los  especialmente  inhabilitados  para 
^i'i* testigos  en  ciertos  actos. 

Lo  dispuesto  en  los  núms.  2.",  3."  y  4.°  no 

■  es  aplicable  á  los  pleitos  en  que  se  trate  de 

proliar  el  nacimiento  ó  defunción  de  los  hijos 

ó  cualquiera  hecho  intimo  de  familia  que  no 

sea  posible  justificar  por  otros  medios. 

Art.  1248.  La  fuerza  probatoria  de  las  de- 
claraciones de  los  testigos  será  apreciada  por 
los  Tribunales  conforme  á  lo  establecido  en  la 
'  ley  de  Enj.  civil,  cuidando  de  evitar  que  por  la 
simple  coincidencia  de  algunos  testimonios,  á 
menos  que  su  veracidad  sea  evidente,  queden 
definitivamente  resueltos  los  negocios  en  que 
de  ordinario  suelen  intervenir  escrituras,  do- 
cumentos privados  ó  algiiu  principio  de  prue- 
ba por  escrito. 

SEC.  Q.^ — De  las  presunciones. 

Art.  1249.  Las  presunciones  no  son  admi- 
sibles .sino  cuando  el  hecho  de  que  han  de  de- 
ducirse esté  completamente  acreditado. 

Art.  1250.  Las  presunciones  que  la  lev  es- 
tablece dispensan  de  toda  prueba  á  los  favore- 
cidos por  ellas. 

Art.  1251.  Las  presunciones  establecidas  por 
la  ley  pueden  destruirse  por  la  prueba  en  con- 
trario, excepto  en  los  casos  en  que  aquélla 
expresamente  lo  prohiba. 

Contra  la  presunción  de  que  la  cosa  juzgada 
'  es  verdad,  sólo  será  eficaz  la  sentencia  gaua- 
[    da  en  juicio  de  revisión. 

Art.  1252.  Para  que  la  presunción  de  cosa 
juzgada  surta  efecto  en  otro  juicio,  es  necesa- 
rio que,  entre  el  caso  resuelto  por  la  senten- 
cia y  aquel  en  que  ésta  sea  invocada,  concu- 
rra la  más  perfecta  identidad  entre  las  cosas, 
las  causas,  las  personas  de  los  litigantes  y  la 
calidad  con  que  lo  fueron. 
Tomo  II. 


Eu  las  cuestiones  relativas  al  estado  civil  de 
las  personas  y  en  las  de  validez  ó  nulidad  de 
lasdisposiciones  testamentarias,  la  presunción 
de  cosa. juzgada  es  eficaz  contra  terceros, 
aunque  no  hubiesen  litigado. 

Se  entiende  que  hay  identidad  de  personas 
siempre  que  los  litigantes  del  segundo  pleito 
sean  causa  habientes  de  los  que  contendieron 
en  el  pleito  anterior  ó  estén  unidos  A  ellos  por 
vínculos  de  solidaridad  ó  por  los  que  establece 
la  indivisibilidad  de  las  prestaciones  entre  los 
que  tienen  derecho  á  exigirlas  ú  obligaciones 
de  satisfacerlas. 

Art.  1253.  Para  que  las  presunciones  no  es- 
tablecidas por  la  ley  sean  apreciables  como 
medio  de  prueba,  es  indispensable  que  entre 
el  hecho  demostrado  y  aquel  que  se  trate  de 
deducir  haya  un  enlace  preciso  y  directo  se- 
gún las  reglas  del  criterio  humano. 

TITULO  II 
De  los  contratos. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— Disposiciones  generales. 

Art.  1254.  El  contrato  existe  desde  que  una 
ó  varias  personas  consienten  en  obligarse,  res- 
pecto de  otra  ú  otras,  A  dar  alguna  cosa  ó 
prestar  ajg'ún  servicio. 

Art.  1255.  Los  contratantes  pueden  esta- 
blecer los  pactos,  cláusulas  y  condi^-iones  que 
tengan  por  conveniente,  siempre  que  no  seau 
contrarios  á  las  leyes,  á  la  moral  ni  al  ordeu 
público. 

Art.  1256.  La  validez  y  el  cumplimiento  de 
los  contratos  no  pueden  dejarse  al  arbitrio  de 
uno  dií  los  contratantes. 

Art.  1257.  Los  contratos  sólo  producen  efee- 
to  entre  las  partes  que  los  otorgan  y  sUs  here- 
deros; salvo,  en  cuanto  á  éstos,  el  caso  en  que 
los  derechos  y  obligaciones  que  proceden  del 
contrato  no  sean  transmisibles,  ó  por  su  natu- 
raleza, ó  pnr  pacto,  ó  por  disposición  de  la  ley. 

Si  el  contrato  contuviere  algnina  estipula- 
ción en  favor  de  un  tercero,  éste  podrá  exigir 
su  cumplimiento,  siempre  que  hubiese  hecho 
saber  su  aceptación  al  oblig-ado  antes  de  que 
haya  sido  aquélla  revocada. 

Art.  1258.  Los  contratos  se  perfeccionan 
por  el  mero  consentimiento,  y  desde  entonces 
obligan,  no  sólo  al  cumplimiento  de  lo  expre- 
samente i)aetado,sino  también  á  todas  las  con- 
secuencias que,  seg'ún  su  naturaleza,  sean 
conformes  á  la  buena  fe,  al  uso  y  A  la  ley  '. 

Art.  1259.  Ning'uno  puede  contratar  á  nom- 
bre de  otro  sin  estar  por  éste  autorizado,  ó  sin 
que  tenga  por  la  ley  su  representante  legal. 

El  contrato  celebrado  A  nombre  de  otro  por 
quien  no  tenga  su  autorización  ó  representa- 
ción leg-al  será  nulo,  A  no  ser  que  lo  ratifique 
la  persona  A  cuyo  nombre  se  otorgue  antes 
de  ser  revocado  por  la  otra  parte  contratante  '■'. 


t  El  vimudo  fie  derecho  creado  mediante  el  consenti- 
m/enfOy  no  puede  quebrantarse  aun  cuando  vayan  anejas 
tí  las  cláusulas  del  contrato  otorgado  privadamente,  otras 
que  dependan  de  Iti  condición  de  elevarse  d  escritura  pii- 
blica  if  ésta  no  Ucí/ue  d  oforqarse.[Sent.  19  Noviembre 
1S91,  Apdndice  de  1892,  p.  162.) 

^  El  T.  S.  estimó  un  recurso  de  casación  en  que  se  cita- 
ban como  infrinuidos  los  arts.  í.'J5!/  y  i.ltíG  del  Cód.  civil 

11 


642 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lib.  IV,  tit.  II.  De  los  contratos.) 


Art.  1260.  No  se  admitirA  juramento  eu  los 
contratos.  Si  se  hiciere,  se  tendrá  por  no 
puesto. 

CAP.  II.—  De  L0S.EEQUISIT03  ESENCIALES  PARA  LA  VA- 
LIDEZ  DE   LOS   CONTRATOS. 

Disposición  general. 

Art.  1261.  No  hay  contrato  sino  cuaudo  con- 
curren los  requisitos  sig'uientes: 

1."     Consentimiento  de  los  contratantes. 

2."  Objeto  cierto  que  sea  materia  del  con- 
trato. 

3.°  Causa  de  la  obligación  que  se  esta- 
blezca. 

SEC.  1." — Del  oonsentimieuto. 

Art.  1262.  El  consentimiento  se  manifiesta 
por  el  concurso  de  la  oferta  y  de  la  aceptación 
sobre  la  cosa  y  la  causa  que  han  de  constituir 
el  contrato. 

La  aceptación  hecha  por  carta  no  obliga  al 
que  hi/.o  la  oferta  sino  desde  que  llegó  A  su 
conocimiento.  El  contrato,  en  tal  caso,  se  pre- 
sume celebrado  en  el  lugar  eu  que  se  hizo  la 
oferta. 

Art.  1263.  No  pueden  prestar  consenti- 
miento: 

1."     Los  menores  no  emancipados. 

2."  Los  locos  ó  dementes  y  los  sordomudos 
que  no  sepan  escribir. 

3."  Las  mujeres  casada,s,  eu  los  casos  ex- 
presados por  la  ley. 

Art.  1264.  La  incapacidad  declarada  en  el 
articulo  anterior  está  sujeta  á  las  modiñcacio- 
nes  que  la  ley  determina,  y  se  entiende  sin 
perjuicio  de  las  incapacidades  especiales  que 
la  misma  establece. 

Art.  1265.  Será  nulo  el  consentimiento 
prestado  por  error,  violencia,. intimidación  ó 
dolo. 

Art.  1266.  Para  que  el  error  invalide  el 
consentimiento  deberá  recaer  sobre  la  sustan- 
cia de  la  cosa  que  fuere  objeto  del  contrato,  ó 
sobre  aquellas  condiciones  de  la  misma  que 
principalmente  hubiesen  dado  motivo  á  cele- 
iDrarlo. 

El  error  sobre  la  persona  sólo  invalidará  el 
contrato  cuando  la  consideración  á  ella  hubie- 
re sido  la  causa  principal  del  mismo. 

El  simple  error  de  cuenta  sólo  dará  lugar  á 
su  corrección. 

Art.  1267.  Hay  violencia  cuando  para  arran- 
car el  consentimiento  se  emplea  una  fuerza 
irresistible. 

Hay  intimidación  cuando  se  inspira  á  wno 
de  los  contratantes  el  temor  racional  y  funda- 
do de  sufrir  im  mal  inminente  y  grave  en  su 
persona  ó  bienes,  ó  en  la  persona  ó  bienes  de 
su  cónyug-e,  descendientes  ó  ascendientes. 

Para  calificar  la  intimidación  debe  atender- 
se á  la  edad,  al  sexo  y  á  la  condición  de  la 
persona. 

El  temor  de  desagradar  á  las  personas  á 
quienes  se  debe  sumisión  y  respeto  no  anula- 
rá el  contrato. 


por  «Jia  sentencia  que  sujetó  el  depósito  constituido  para 
ioviar  parle  en  una  subasta  á  las  responsabilidades  de 
persona  distinta  de  aquella  que  le  constituyó,  (Senten- 
cia 7  Noviembre  1891,  Apéndice  de  1892,  p.  165.) 


Art.  1268.  La  violencia  ó  intimidación  anu- 
larán la  obligación,  aunque  se  hayan  empleado 
por  un  tercero  que  no  interveug-a  en  el  con- 
trato. 

Art.  1269.  Hay  dolo  cuando  con  palabras  ó 
maquinaciones  insidiosas  de  parte  de  uno  de 
los  contratantes,  es  inducido  el  otro  á  celebrar 
un  contrato  que  sin  ellas  no  hubiera  hecho. 

Art.  1270.  Para  que  el  dolo  produzca  la  nu- 
lidad de  los  contratos,  deberá  ser  grave  y  no 
haber  sido  empleado  por  las  dos  partes  contra- 
tantes. 

El  dolo  incidental  sólo  obliga  al  que  lo  em- 
pleó á  indemnizar  daños  y  perjuicios. 

SEC.  2.* — Del  objeto  de  los  contratos. 

Art.  1271.  Pueden  ser  objeto  de  contrato 
todas  las  cosas  que  no  están  fuera  del  comer- 
cio de  los  hombres,  aun  las  futuras. 

Sobre  la  herencia  futura  no  se  podrá,  sin 
embarg'o,  celebrar  otros  contratos  que  aque- 
llos cuyo  objeto  sea  practicar  entre  vivos  la 
división  de  un  caudal  conforme  al  art.  1.0.56  '. 

Pueden  ser  igualmente  objeto  de  contrato 
todos  los  servicios  que  no  sean  contrarios  á 
las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres. 

Art.  1272.  No  podrán  ser  objeto  de  contra- 
to las  cosas  ó  servicios  imposibles, 

Art.  1273.  El  objeto  de  todo  contrato  debe 
ser  una  cosa  determinada  en  cuanto  á  su  espe- 
cie. La  indeterminación  en  la  cantidad  na  será 
obtáculo  para  la  existencia  del  contrato,  siem- 
pre que  sea  posible  determinarla  sin  necesi- 
dad de  nuevo  convenio  éntrelos  contratantes. 

SEC.  3." — De  la  causa  de  los  contratos. 

Art.  1274.  En  los  contratos  onerosos  se  en- 
tiende por  causa  para  cada  parte  contratante 
la  prestación  ó  promesa  de  una  cosa  ó  servicio 
por  la  otra  parte;  en  los  remuneratorios,  el 
servicio  ó  beneficio  que  se  remunera,  y  en  los 
de  pura  beneficencia,  la  mera  liberalidad  del 
bienhechor. 

Art.  1275.  Los  contratos  sin  caiisa  ó  con 
causa  ilícita,  no  producen  efecto  alguno.  Es 
ilícita  la  causa  cuando  se  opone  á  las  leyes  ó 
á  la  moral. 

Art.  1276.  La  expresión  de  una  causa  falsa 
eu  los  contratos  dará  lugar  á  la  nulidad,  si  no 
se  probase  que  estaban  fundados  en  otra  ver- 
dadera y  licita. 

Art.  Í277.  Aunque  la  causa  no  se  exprese 
eu  el  contrato,  se  presume  que  existe  y  que  es 
lícita  mientras  el  deudor  no  pruebe  lo  con- 
trario. 

CAP.    III.  — De  LA  EFICACIA  DE   LOS  CONTRATOS. 

Art.  1278.  Los  contratos  serán  obligato- 
rios, cualquiera  <^ie  sea  la  forma  en  que  se  ha- 
yan celebrado,  siempre  que  en  ellos  concu- 
rran las  condiciones  esenciales  para  su  va- 
lidez. 

Art.  1279.  Si  la  ley  exigiere  el  otorgamien- 
to de  escritura  ú  otra  forma  especial  para  ha- 


»  Es,  en  cierto  modo,  excepción  de  esta  jrrohibición  el 
art.  m  reconociendo  derechos  sucesorios  al  hijo  adopti- 
vo en  el  solo  caso  de  que  el  adoptante  se  haya  obligado  en 
la  escritura  de  adopción  d  instituirle  heredero. 
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Cer  electivas  las  obligaciones  propias  de  un 
contrato,  los  contratantes  podrán  compelerse 
reciprocamente  á  llenar  aquella  forma  desde 
que  hubiese  intervenido  el  consentimiento  y 
demás  rof|\iisitos  necesarios  para  su  validez. 

Art.  1280  Deberán  constar  en  documento 
público: 

1."  Los  actos  y  contratos  que  tengan  por 
objeto  la  creación,  transmisión,  modificación  ó 
extinción  de  dereciios  reales  sobre  bienes  in- 
muebles. 

2.°  Los  arrendamientos  de  estos  mismos 
bienes  por  seis  ó  más  años,  siempre  que  de- 
ban perjudicar  á  tercero. 

3."  Las  capitulaciones  matrimoniales  y  la 
constitución  y  aumento  de  la  dote,  siempre 
que  se  intente  hacerlos  valer  contra  terceras 
personas. 

4.°  La  cesión,  repudiación  y  renuncia  de 
los  derechos  hereditarios  ó  de  los  de  la  socie- 
dad conyugal. 

5."  El  poder  para  contraer  matrimonio,  el 
general  para  pleitos  y  los  especiales  que  de- 
ban presentarse  en  juicio;  el  poder  para  admi- 
nistrar bienes,  y  cualquier  otro  que  tenga  por 
objeto  un  acto  redactado  ó  que  deba  redactar- 
se en  escritura  piiblica,  ó  haya  de  perjudicar 
á  tercero. 

G."  La  cesión  de  acciones  ó  derechos  pro- 
cedentes de  un  acto  consignado  en  escritura 
pviblica. 

También  deberán  hacerse  constar  por  escri- 
to, aunque  sea  privado,  los  demás  contratos 
en  que  la  cuantía  de  las  prestaciones  de  uno 
ó  de  los  dos  contratantes  exceda  de  1.500  pe- 
setas '. 

CAP.  IV.— De  la  interpretación  de  los  contratos 

Art.  1281.  Si  los  términos  de  un  contrato 
son  claros  y  no  dejan  duda  sobre  la  intención 
de  los  contratantes,  se  estará  al  sentido  lite- 
ral de  sus  cláusulas. 

Si  las  palabras  parecieren  contrarias  á  la 
intención  evidente  de  los  contratantes,  preva- 
lecerá ésta  sobre  aquéllas. 

Art.  1282.  Para  juzgar  de  la  intención  de 
los  contratantes,  deberá  atenderse  principal- 
mente á  los  actos  de  éstos,  coetáneos  y  poste- 
riores al  contrato. 

Art.  1283.  Cualquiera  que  sea  la  generali- 
dad de  los  términos  de  un  contrato,  no  debe- 
rán entenderse  comprendidos  en  él  cosas  dis- 
■  tintas  y  casos  diferentes  de  aquellos  sobre  que 
los  interesados  se  propusieron  contratar. 

Art.  1284.     Si  alguna  cláusula  de  los  con- 


»     (CüNTlíATOS   QUE   HAN   DE   REDUCIRSE   Á  ESCRITURA 

PUBLICA  11  PRIVADA.)  .El  art  t.«MO  determina  los 
contratos  que  deben  hacerse  constar  en  documento 
público  por  razón  de  los  objetos  sobre  qne  versen  6 
de  sn  naturaleza  jurídica,  cttalquiera  que  sea  su 
cuantia.  Esta  disposición  podía  ofrecer  el  inconve- 
niente de  dificultar  los  contratos  do  poca  entidad, 
por  temor  A  los  gastos  que  ocasionara  su  reducción 
6  documento  público.  Para  evitar  este  peligro,  una 
adición  al  art.  1,280  exime  de  aquella  formalidad  los 
contratos  no  comprendidos  en  los  seis  números  del 
naismo  articulo,  y  permite  hacerlos  valer,  aunque  su 
importe  exceda  de  cierta  suma,  si  constan  sólo  por 
Mcnto  privado,  quedando  libres  de  toda  solemnidad 
los  mismos  contratos  de  inferior  cuantía.»  (Exaoai- 
eion  de  molivoa.) 


tratos  admitiere  diversos  sentidos,  deberá  en- 
tenderse en  el  más  adecuado  para  que  produz- 
ca efecto. 

Art.  1285.  Las  cláusulas  de  los  contratos 
deberán  interpretarse  las  unas  por  las  otras, 
atribuyendo  á  las  dudosas  el  sentido  que  re- 
sulte del  conjunto  de  todas. 

Art.  1288.  Las  palabras  que  puedan  tener 
distintas  acepciones  serán  entendidas  en  aque- 
lla que  sea  más  conforme  á  la  naturaleza  y 
objeto  del  contrato. 

Art.  1287.  El  uso  ó  la  costumbre  del  país 
se  tendrán  en  cuenta  para  interpretar  las  am- 
bigiiedades  de  los  contratos,  supliendo  en  és- 
tos la  omisión  de  cláusulas  que  de  ordinario 
sxielen  establecerse. 

Art.  1288.  La  interpretación  de  las  cláusu- 
las oscuras  de  un  contrato  no  deberá  favore- 
cer á  la  parte  que  hubiese  ocasionado  la  oscu- 
ridad. 

Art.  1289.  Cuando  absolutamente  fuere 
imposible  resolver  las  dudas  por  las  reglas  es- 
tablecidas en  los  artículos  precedentes,  si  aqué- 
llas recaen  sobre  circunstancias  accidentales 
del  contrato,  y  éste  fuere  gratuito,  se  resolve- 
rán en  favor  de  la  menor  transmisión  de  dere- 
chos é  intereses.  Si  el  contrato  fuere  oneroso, 
la  duda  se  resolverá  en  favor  de  la  mayor  re- 
ciprocidad de  intereses. 

Si  las  dudas  de  cuya  resolución  se  trata  en 
este  artículo  recayesen  sobre  el  objeto  princi- 
pal del  contrato,  de  suerte  que  no  pueda  ve- 
nirse en  conocimiento  de  cuál  fué  la  intención 
ó  voluntad  de  los  contratantes,  el  contrato 
será  nulo. 

CAP.  V.— De  LA  RESCISIÓN  DE  LOS  CONTRATOS. 

Art.  1290.  Los  contratos  válidamente  ce- 
lebrados pueden  rescindirse  en  los  casos  esta- 
blecidos por  la  ley. 

Art.  1291.     Son  rescindibles: 

1.°  Los  contratos  que  pudieren  celebrar 
los  tutores  sin  autorización  del  consejo  de  fa- 
milia, siempre  que  las  personas  á  quienes  re- 
presentan hayan  sufrido  lesión  en  más  de  la 
cuarta  parte  del  valor  de  las  cosas  que  hubie- 
sen sido  objeto  de  aquéllos. 

2.°  Los  celebrados  en  representación  de 
los  ausentes,  siempre  que  éstos  hayan  sufrido 
la  lesión  á  que  se  refiere  el  número  anterior. 

3.°  Los  celebrados  en  fraude  de  acreedo- 
res, cuando  éstos  no  puedan  de  otro  modo  co- 
brar lo  que  se  les  deba. 

4.°  Los  contratos  que  se  refieran  á  cosas 
litig'iosas,  cuando  hubiesen  sido  celebrados 
por  el  demandado  sin  conocimiento  y  aproba- 
ción de  las  partes  litig-antes  ó  de  la  autoridad 
judicial  competente. 

5."  Cualesquiera  otros  en  que  especialmen- 
te lo  determine  la  ley. 

Art.  1292.  Son  también  rescindibles  los  pa- 
gos hechos  en  estado  de  insolvencia  por  cuen- 
ta de  obligaciones  á  cuyo  cumplimiento  no  po- 
día ser  compelido  el  deudor  al  tiempo  de  ha- 
cerlos. 

Art.  1293.  Ningún  contrato  se  rescindirá 
por  lesión,  fuera  de  los  casos  mencionados  en 
los  núms.  1.°  y  2."  del  art.  1.29L 

Art.  1294.     La  acción  de  rescisión  es  subsi- 
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diaria;  no  podrá  ejercitarse  sino  cuando  el 
perjudicado  carezca  de  todo  otro  recurso  le- 
gal para  obtener  la  reparación  del  perjuicio. 

Art.  1295.  La  rescisión  oblig-a  á  la  devolu- 
ción de  las  cosas  que  fueron  objeto  del  contra- 
to con  sus  frutos,  y  del  precio  con  sus  intere- 
ses; en  consecuencia,  sólo  podrá  llevarse  á 
efecto  cuando  el  que  la  ha\-a  pretendido  pue- 
da devolver  aquello  á  que  por  su  parte  estu- 
viese oblig'ado. 

Tampoco  tendrá  lugar  la  rescisión  cuando 
las  cosas  objeto  del  contrato  se  hallaren  legal- 
mente  en  poder  de  terceras  personas  que  no 
hubiesen  procedido  de  mala  fe. 

En  este  caso  podrá  reclamarse  la  indemni- 
zación de  ])erjuicios  al  causante  de  la  lesión. 

Art.  1296.  La  rescisión  de  que  trata  el  nú- 
mero 2."  del  art.  1.291  no  tendrá  lugar  respec- 
to de  los  contratos  celebrados  cou  autoriza- 
ción judicial  '. 

Art.  1297.  Se  presumen  celebrados  en  frau- 
de de  acreedores  todos  aquellos  contratos  por 
virtud  de  los  cuales  el  deudor  enajenare  bie- 
nes á  titulo  gratuito. 

También  se  presumen  fraudulentas  las  ena- 
jenaciones á  titulo  oneroso,  hechas  por  aque- 
llas personas  contra  las  cuales  se  hubiese  pro- 
nunciado antes  sentencia  condenatoria  eu  cual- 
quier instancia  ó  expedido  mandamiento  de 
embarg'o  de  bienes. 

Art.  1298.  El  que  hubiese  adquirido  de 
mala  fe  las  cosas  enajenadas  en  fraude  de 
acreedol'es,  deberá  indemnizar  á  éstos  de  los 
daños  y  perjuicios  que  la  enajenación  les  hu- 
biese ocasionado,  siempre  que  por  cualquier 
causa  le  fuere  imposible  devolverlas. 

Art.  1299.  La  acción  para  pedir  la  rescisión 
dura  cuatro  años. 

Para  las  personas  sujetas  á  tutela  y  para  los 
ausentes,  los  cuatro  años  no  empezarán  hasta 
que  haya  cesado  la  incapacidad  de  los  prime- 
ros, ósea  conocido  el  domicilio  de  los  segundos. 

CAP.    VI.— De    la  NÜLID.ID  DE  LOS  CONTRATOS. 

Art.  1300.  Los  contratos  en  que  concurran 
los  requisitos  que  expresa  el  art.  1.261  |)ueden 
ser  anulados,  aunque  no  haya  lesión  para  los 
contratantes,  siempre  que  adolezcan  de  algu- 
no de  los  vicios  que  los  invalidan  con  arreglo 
á  la  ley. 

Art.  1301.  La  acción  de  nulidad  sólo  durará 
cuatro  años. 

Este  tiempo  empezará  á  correr: 


'  (Eesoisió.n  de  capitul.vcioxes  matrimoniales.) 
«Tatnbión  ha  rectificado  el  art.  I.CAtt,  que  eximia 
de  la  rescisión  las  capitulaciones  matrimoniales  de 
los  menores  celebradas  con  intervención  de  sus  tu- 
tores, porque  ni  en  tales  capitulaciones  intervienen 
los  tutores,  ni  podia  ser,  por  tanto,  este  género  de 
contratos  el  que  tenía  por  objeto  dicho  articulo. 
Una  referencia  equivocada  al  núna.  1.^  del  art.  1.291, 
que  debía  ser  .al  núm.  2."  del  mismo,  ha  jiodido  dar 
lugar  á  este  error.  Eu  este  iiltirao  número  se  mencio- 
nan los  contratos  celebrados  en  representación  de 
personas  ausentes,  con  autoriz.ación  judicial,  j-  es 
tas  circunstancias  bastan  itara  que  en  ellos  no  tenga 
lugar  la  rescisión.  Pero  las  capitulaciones  matrimo- 
niales de  los  menores,  aunque  otorgadas  con  la  in- 
tervención de  sus  ascendientes  ó  la  del  consejo  de 
familia,  no  tienen  en  su  apoyo  tantas  g.arantias  de 
equidad,  que  basten  para  declararlas  irrescindibles.» 
(Exp.  de  motivos.) 


En  los  casos  de  intimidación  ó  violencia,  des- 
de el  dia  en  que  éstas  hubiesen  cesado. 

Eu  los  de  error,  ó  dolo,  ó  falsedad  de  la  cau- 
sa, desde  la  consumación  del  contrato. 

Cuando  la  acción  se  dirija  á  invalidar  con- 
tratos hechos  por  mujer  casada,  sin  licencia  ó 
autorización  competente,  desde  el  dia  de  la  di- 
solución del  matrimonio. 

Y  cuando  se  refiera  á  los  contratos  celebra- 
dos por  los  menores  ó  incapacitados,  desde  que 
salieren  de  tutela. 

Art.  1302.  Pueden  ejercitar  la  acción  de  nu- 
lidad de  los  contratos  los  obligados  principal  ó 
subsidiariamente  en  virtud  de  ellos.  Las  per- 
sonas capaces  no  podrán,  sin  embargo,  alegar 
la  incapacidad  de  aquellos  con  quienes  contra- 
taron; ni  los  que  causaron  la  intimidación  ó 
violencia,  ó  emplearon  el  dolo  ó  produjeron  el 
error,  podrán  fundar  su  acción  en  estos  vicios 
del  contrato. 

Art.  1303.  Declarada  la  nulidad  de  una 
obligación,  los  contratantes  deben  restituirse 
reciprocamente  las  cosas  que  hubiesen  sido 
materia  del  contrato,  con  sus  frutos,  y  el  pre- 
cio con  los  intereses,  salvo  lo  que  se  dispone 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1304.  Cuando  la  nulidad  proceda  de  la 
incapacidad  de  uno  de  los  contratantes,  no 
está  obligado  el  incapaz  á  restituir  sino  eu 
cuanto  se  enriqueció  con  la  cosa  ó  precio  que 
recibiera. 

Art.  1305.  Cuando  la  nulidad  proveng-a  de 
ser  ilícita  la  causa  ú  objeto  del  contrato,  si  el 
hecho  constituye  un  delito  ó  falta  común  á  am- 
bos contratantes,  carecerán  de  toda  acción  en- 
tre sí,  y  se  procederá  contra  ellos,  dándose, 
además,  á  las  cosas  ó  precio  que  hubiesen  sido 
materia  del  contrato,  la  aplicación  prevenida 
en  el  Código  penal  respecto  á  los  efecto  ó  ins- 
trumentos del  delito  ó  falta. 

Esta  disposición  es  a])Iicable  al  caso  en  que 
sólo  hubiere  delito  ó  falta  de  parte  de  uno  de 
los  contratantes;  pero  el  no  culpado  podrá  re- 
clamar lo  que  hubiese  dado,  y  uo  estará  obli- 
gado á  cumplir  lo  que  hubiera  prometido. 

Art.  1306.  Si  el  hecho  en  que  consiste  la 
causa  torpe  no  constituyere  delito  ni  falta,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

I.'-  Cuando  la  culpa  esté  de  parte  de  ambos 
contratantes,  ninguno  de  ellos  podrá  repetir 
lo  que  huljíera  dado  á  virtud  del  contrato,  ni 
reclamar  el  cuniplimiento.de  lo  que  el  otro  hu- 
biese ofrecido. 

2.''^  Cuando  esté  de  parte  de  un  solo  con- 
tratante, uo  podrá  éste  repetir  lo  que  hubiese 
dado  á  virtud  del  contrato,  ni  pedir  el  cumpli- 
miento de  lo  que  se  le  hubiera  ofrecido.  El 
otro,  que  fuera  extraño  á  la  causa  torpe,  po- 
drá reclamar  lo  que  hubiera  dado,  sin  obliga- 
ción de  cumplir  lo  que  hubiera  ofrecido. 

Art.  1307.  Siempre  que  el  obligado  por  la 
declaración  de  nulidad  á  la  devolución  de  la 
cosa  no  pueda  devolverla  por  haberse  perdido, 
deberá  restituir  los  frutos  percibidos  y  el  valor 
que  tenía  la  cosa  cuando  se  perdió,  con  los  in- 
tereses desde  la  misma  fecha. 

Art.  1308.  Mientras  uno  de  los  contratantes 
no  realice  la  devolución  de  aquello  á  que  en 
virtud  de  la  declaración  de  nulidad  esté  obli- 
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gado,  uo  puede  el  otro  ser  compelido  á  cum- 
plir por  su  parte  lo  que  le  iiicuinba. 

Art.  1309.  La  acción  de  uulidad  queda  ex- 
tinguida tlesde  el  momento  en  que  el  contrato 
haya  sido  confirmado  vAlidamente. 

Árt.  1310.  Sólo  son  confirmables  los  contra- 
tos que  reúnan  los  requisito.s  expresados  en  el 
art.  l.'JGl. 

Art.  1311.  La  confirmación  puede  hacerse 
expresa  á  tíUntamente.  Se  entenderá  (|ue  hay 
confirmación  tácita  cuando,  con  conocimiento 
'  de  la  causa  de  nulidad  y  habiendo  ésta  cesado, 
el  que  tu\iese  derecho  á  invocarla  ejecutase 
un  acto  que  implique  necesariamente  la  volun 
tad  de  renunciarlo. 

Art.  1312.     La  confirmación  uo  necesita  el 
concurso  de  aquel  de  los  contratantes  á  quien 
no  correspondiese  ejercitar  la  acción  do  nu- 
■  lidad. 

Art.  1313.  La  confirmación  purifica  al  con- 
trato de  los  vicios  de  que  adoleciera  desde  el 
míuncnto  de  su  celebración. 

Art.  1314.  También  se  extinguirá  la  acción 
de  nulidad  de  los  contratos  cuando  la  cosa,  ob- 
jeto de  éstos,  se  hubiese  perdido  por  dolo  ó 
culpa  del  que  pudiera  ejercitar  aquélla. 

8i  la  causa  de  la  acción  fuere  la  incapacidad 
de  alguno  de  los  contratantes,  la  pérdida  de 
la  cosa  no  será  obstáculo  par.a  que  la  acción 
prevalezca,  á  menos  que  hubiese  ocurrido  por 
dolo  ó  culpa  del  reclamante  después  de  haber 
adquirido  la  capacidad. 

TITULO  III 

Del  contrata  sobre  bienes  con  ocasión 
del  matrimonio. 

CAPITULO  rEIMEBO.— DisrosiciONES  generales. 

Art.  1315.  Los  que  se  unan  en  matrimonio 
podrán  otorgar  sus  capitulaciones  antes  de  ce- 
lebrarlo, estiptilando  las  condiciones  de  la  so- 
ciedad conyiigal  relativamente  á  los  bienes 
presentes  y  futuros,  sin  otras  limitaciones  que 
las  señaladas  en  este  Código. 

A  falta  de  contrato  sobre  los  bienes,  se  en- 
tenderá el  matrimonio  contraído  bajo  el  régi- 
men de  la  sociedad  leg'al  de  g'ananciales. 

Art.  1316.  En  los  contratos  á  que  se  refiere 
el  articulo  anterior  no  podrán  los  otorgantes 
estipular  nada  que  fuere  contrario  á  las  leyes 
ó  á  las  buenas  costumbres,  ni  depresivo  de  la 
autoridad  que  respectivamente  corresponda 
en  la  familia  á  los  futuros  cónyuges. 

Toda  estipulación  que  uo  se  ajuste  á  lo  pre- 
ceptuado en  este  artículo  se  tendrá  por  nula. 

Art.  1317.  Se  tendrán  también  por  nulas  y 
no  puestas  en  los  contratos  mencionados  eu 
los  dos  artículos  anteriores,  las  cláusulas  por 
las  que  los  contratantes,  de  una  manera  gene- 
ral, determinen  ijuc  los  bienes  de  los  cónj'uges 
se  someterán  á  los  fueros  y  costumbres  de  las 
regiones  torales  y  no  á  las  disposiciones  gene- 
rales de  este  Código. 

Art.  1318.  El  menor,  que  con  arreglo  á  la 
ley  pueda  casarse,  podrá  también  otorgar  sus 
capitulaciones  matrimoniales;  pero  vínicamen- 
te serán  válidas  si  á  su  otorg'aniiento  concu- 
rren las  personas  designadas  en  la  misma  ley 


para  dar  el  consentimiento  al  menor  á  fin  de 
contraer  matrimonio. 

En  el  caso  de  que  las  cajiitulaciones  fuesen 
nulas  por  carecer  del  concurso  y  firma  de  las 
personas  referidas  y  de  ser  válido  el  matrimo- 
nio con  arreglo  á  la  ley,  se  entenderá  que  el 
menor  lo  ha  contraído  bajo  el  rég'inieu  de  la 
sociedad  de  gananciales. 

Art.  1319.  Para  que  sea  válida  cualquiera 
alteración  que  se  hag'a  en  las  capitulaciones 
matrimoniales,  deberá  tener  lugar  antes  de 
celebrarse  el  matrimonio  y  con  la  asistencia  y 
concurso  de  las  personas  que  en  aquéllas  in- 
tervinieron como  otorgantes.  No  será  necesa- 
rio el  concurso  de  los  mismos  testigos. 

Sólo  podrá  sustituirse  con  otra  persona  al- 
guna de  las  concurrentes  al  otorgamiento  del 
primitivo  contrato,  ó  se  podrá  prescindir  de  .su 
concurso,  cuando  por  causa  de  muerte  li  otra 
legal,  al  tiempo  de  otorg'arse  la  nueva  estipu- 
lación ó  la  modificación  de  la  precedente,  sea 
imposible  la  comparecencia,  ó  uo  fuese  nece- 
saria conforme  á  la  ley. 

Art.  1320.  Después  de  celebrado  el  matri- 
monio no  se  podrán  alterar  las  capitulaciones 
otorg-adas  antes,  ya  se  trate  do  bienes  presen- 
tes, ya  de  bienes  futuros. 

Art.  1321.  Las  capitulaciones  matrimonia- 
les y  las  modificaciones  que  se  hagan  en  ellas 
habrán  de  constar  por  escritura  pública  otor- 
gada antes  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Se  excepttian  de  esta  regla  los  bienes  que  se 
hallen  en  las  condiciones  á  que  se  refiero  el 
art.  1.32-1. 

Art.  1322.  Cualqtiiera  alteración  que  se 
haga  en  las  capitulaciones  matrimoniales  no 
tendrá  efecto  legal  en  cuanto  á  terceras  per- 
sonas si  no  reúne  las  condiciones  siguientes: 
I.",  que  en  el  respectivo  protocolo,  por  nota 
marginal,  se  haga  indicación  del  acta  notarial 
ó  escritura  que  contenga  las  alteraciones  de 
la  primera  estipxtlación;  y  2.^,  que,  caso  de  ser 
inscribible  el  primitivo  contrato  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  se  inscriba  también  el  docu- 
mento en  que  se  ha  modificado  aquél. 

El  notario  hará  constar  estas  alteraciones 
en  las  copias  que  expida  por  testimonio  de  las 
capitulaciones  ó  contrato  primitivo,  bajo  la 
pena  de  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
á  las  partes  si  no  lo  hiciere. 

Art.  1323.  Para  la  validez  de  las  capitula- 
ciones otorgadas  por  aquel  contra  quien  se 
haya  pronunciado  sentencia  ó  se  haya  promo- 
vido juicio  de  interdicción  civil  ó  iuhabilita- 
cióii,  será  indispensable  la  asistencia  y  concur- 
so del  tutor,  que  á  este  efecto  se  le  designará 
por  quien  corresponda,  según  las  disposicio- 
nes de  este  Código  y  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Art.  1324.  Siempre  que  los  bienes  aporta- 
dos por  los  cónyugts  no  sean  inmuebles  y  as- 
ciendan á  un  total,  los  de  marido  y  mujer,  que 
no  exceda  de  2.500  pesetas,  y  en  el  pueblo  de 
su  residencia  uo  hubiese  notario,  las  capitula- 
ciones se  podrán  otorgar  ante  el  secretario  del 
Ayuntamiento  y  dos  testigos,  con  la  declara- 
ción, bajo  su  responsabilidad,  de  constarles  la 
entrega,  ó  aportación  en  su  caso,  de  los  expre- 
sados bienes. 
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El  contrato  ó  contratos  originales  se  custo- 
diarán bajo  registro,  en  el  Archivo  del  Muni- 
cipio correspondiente. 

Cuando  entre  las  aportaciones,  cualquiera 
que  sea  su  valor,  haya  alguna  ó  algunas  fin- 
cas, ó  los  contratos  se  refieran  á,  inmuebles, 
se  otorgarán  siempre  por  escritura  pública 
ante  notario,  conforme  con  lo  prevenido  en  el 
art.  1.321. 

Art.  1325.  Si  el  casamiento  se  contrajere  en 
país  extranjero  entre  español  y  extranjera  ó 
extranjero  y  española,  y  nada  declarasen  ó  es- 
tipulasen los  contratantes  relativamente  á  sus 
bienes,  se  entenderá,  cuando  sea  español  el 
cónyuge  varón,  que  se  casa  bajo  el  régimen 
de  la  sociedad  de  g'ananciales,  y,  cuando  fue- 
re española  la  esposa,  que  se  casa  bajo  el  ré- 
gimen de  derecho  común  en  el  país  del  varón; 
todo  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  este  Có- 
digo respecto  de  los  bienes  inmuebles. 

Art.  I32S.  Todo  lo  que  se  estipule  en  las 
capitulaciones  ó  contratos  á  que  se  refieren  los 
artículos  precedentes  bajo  el  supuesto  de  fu- 
turo matrimonio,  quedará  nulo  y  siu  efecto  al- 
guno en  el  caso  de  no  contraerse. 

CAP.  II.— De  las  donaciones  por  razón 

DE  MATRIMONIO. 

Art.  1327.  Son  donaciones  por  razón  de  ma- 
trimonio las  que  se  hacen  antes  de  celebrarse, 
en  consideración  al  mismo  y  en  favor  de  uno  ó 
de  los  dos  esposos. 

Art.  1328.  Estas  donaciones  se  rigen  por 
las  reglas  establecidas  en  el  tit.  II  del  libro 
tercero,  en  cuanto  no  se  modifiquen  por  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  1329.  Los  menores  de  edad  pueden  ha- 
cer y  recibir  donaciones  en  su  contrato  ante- 
nupcial, siempre  que  las  autoricen  las  perso- 
nas que  han  de  dar  su  consentimiento  para 
contraer  matrimonio. 

Art.  1330.  No  es  necesaria  la  aceptación 
para  la  v.ilidez  de  estas  donaciones. 

Art.  1331.  Los  desposados  pueden  darse  en 
las  capitiilaciones  matrimoniales  hasta  la  dé- 
cima parte  de  sus  bienes  presentes,  y  respecto 
de  los  futuros,  sólo  para  el  caso  de  muerte,  en 
la  medida  marcada  por  las  disposiciones  de 
este  Código  referentes  á  la  sucesión  testada. 

Art.  1332.  El  donante  por  razón  de  matri- 
monio deberá  liberar  los  bienes  donados  de  las 
hipotecas  y  cualesquieraotrosgravámenesque 
pesen  sobre  ellos,  cou  excepción  de  los  censos 
y  servidumbres,  á  menos  que  en  las  capitula- 
ciones matrimoniales  ó  en  los  contratos  se  hu- 
biese expresado  lo  contrario. 

Art.  1333.  La  donación  hecha  por  razón  de 
matrimonio  no  es  revocable  sino  en  los  casos 
siguientes: 

1."  Si  fuere  condicional  y  la  condición  uo 
se  cumpliere. 

2."    Sí  el  matrimonio  no  llegara á  celebrarse. 

3."  Si  se  casaren  siu  haber  obtenido  el  con- 
sentimiento conforme  á  la  reg-la  2.*  del  art.  50, 
ó,  anulado  el  matrimonio,  hubiese  mala  fe  por 
parte  de  uno  de  los  cónyugues,  conforme  al  nú- 
mero 3.°  del  art.  73  de  este  Código. 

Art.  1334.  Será  nula  toda  donación  entre 
Jos  cóuvuges  durante  el  matrimonio. 


No  se  incluyen  en  esta  regla  los  regalos  mó- 
dicos que  los  cónyuges  se  hag-an  en  ocasiones 
de  reg'ocijo  para  la  familia. 

Art.  1335.  Será  nula  toda  donación  hecha 
durante  el  matrimonio  por  uno  de  los  cónyu- 
ges á  los  hijos  que  el  otro  cónyuge  tenga  de 
diverso  matrimonio,  ó  á  las  personas  de  quie- 
nes sea  heredero  presunto  al  tiempo  de  la  do- 
nación. 

CAP.  III.— De  la  dote. 
SEC.  1.**— De  la  constitución  y  garantía  de  la  dote. 

Art.  1336.  La  dote  se  compone  de  los  bien'cs 
y  derechos  que  en  este  concepto  la  mujer  apor- 
ta al  matrimonio  al  tiempo  de  contraerlo  y  de 
los  que  durante  él  adquiera  por  donación,  he- 
rencia ó  leg'ado  con  el  carácter  dotal. 

Art.  1337.  Tendrán  también  el  concepto  de 
dotale.s  los  bienes  inmuebles  adquiridos  du- 
rante el  matrimonio: 

1.°     Por  permuta  con  otros  bienes  dótales. 
2.°     Por  derecho  de  retracto  perteneciente 
á  la  mujer. 
3."    Por  dación  en  pago  de  la  dote. 
4.**    Por  compra  con  dinero  perteneciente  á 
la  dote. 

Art.  1338.  Pueden  constituir  dote  á  favor 
de  la  mujer,  antes  ó  después  de  contraer  el 
matrimonio,  los  padres  y  parientes  de  los  es- 
posos y  las  personas  extrañas  á  la  familia. 

También  puede  constituirla  el  esposo  antes 
del  matrimouio,  pero  no  después. 

Art.  1339.  La  dote  constituid.i  antes  ó  al 
tiempo  de  celebrarse  el  matrimonio  se  regirá, 
en  todo  lo  que  uo  esté  determinado  en  este  ca- 
pitulo, por  las  reglas  de  las  donaciones  hechas 
en  consideración  al  mismo.  La  dote  constitui- 
da con  posterioridad  se  regirá  por  las  reglas 
de  las  donaciones  comunes. 

Art.  1340.  El  padre  ó  la  madre,  ó  el  que  de 
ellos  viviese,  están  Oblig'ados  á  dotar  á  sus  hi- 
jas legitimas,  fuera  del  caso  en  que,  necesi- 
tando éstas  el  consentimiento  de  aquéllos  para 
contraer  matrimonio  con  arreglo  á  la  ley,  se 
casen  sin  obtenerlo. 

Art.  1341.  La  dote  obligatoria  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  consistirá  en  la  mi- 
tad de  la  legitima  rigorosa  presunta.  Si  la  hija 
tuviere  bienes  equivalentes  á  la  mitad  de  su 
legítima,  cesará  esta  oblig-ación;  y  si  el  valor 
de  sus  bienes  no  llegare  á  la  mitad  de  la  leg'I- 
tima,  suplirá  el  dotante  lo  que  falte  para  com- 
pletarla. 

En  todo  caso  queda  prohibida  la  pesquisa 
de  la  fortuna  de  los  padres  para  determinar  la 
cuantía  de  la  dote,  y  los  Tribunales,  en  acto 
de  jurisdicción  voluntaria,  harán  la  regula- 
ción sin  más  iuVestig'ación  que  las  declaracio- 
nes de  los  mismos  padres  dotantes  y  la  de  los 
dos  parientes  más  próximos  de  la  hija,  varo- 
nes y  mayores  de  edad,  uno  de  la  línea  pater- 
na y  otro  de  la  materna,  residentes  en  la  mis- 
ma localidad  ó  dentro  del  partido  judicial. 

A  falta  de  parientes  mayores  de  edad,  re- 
solverán los  Tribunales,  á  su  prudente  arbi- 
trio, sólo  con  las  declaraciones  de  los  padres. 
Art.  1342.  Los  padres  pueden  cumplir  la 
obligación  de  dotar  á  sus  hijas,  bien  entregán- 
doles el  capital  de  la  dote  ó  bien  abonándoles 


i 


CÓDIGO  CIVIL.  (Lih.  IV,  tit.  III.  Contrato  con  ocas,  del  matrim.) 


647 


una  renta  anual  couio  frutos  ó  intereses  del 
mismo. 

Art.  1343.  Cuando  el  marido  solo,  ó  ambos 
cónyuti'es  juntamente,  constituyeren  dote  á 
sus  hijas,  se  pagará  con  los  bienes  de  la  socie- 
dad conyugal;  si  no  los  hubiere,  se  pag'ará  por 
mitad,  ó  en  la  proporción  en  que  los  padres 
se  hubieran  obligado  respectivamente,  con  los 
bienes  propios  de  cada  cónyuge.  Cuando  la 
nmjcr  dotare  por  sí  sola,  deberá  imputarse  lo 
que  diere  ó  prometiere  á  sus  bienes  propios. 

Art.  1344.  La  dote  confesada  por  el  mari- 
do, cuya  entreg'a  no  constare,  ó  constJire  sólo 
por  documento  privado,  no  surtirá  más  efecto 
que  el  de  las  oblig-aciones  personales. 

Art.  1345.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  la  mujer  que  tuviere  á  su 
favor  dote  confesada  por  el  marido  antes  de  la 
celebración  del  matrimonio  ó  dentro  del  pri- 
mer año  de  él,  podrá  exigir  en  cualquier  tiem- 
po que  el  mismo  marido  se  la  asegure  con  hi- 
poteca, siempre  que  hag'a  constar  judicialmen- 
te la  existencia  de  los  bienes  dótales,  ó  la  de 
otros  semejantes  ó  equivalentes,  en  el  momen- 
to de  deducir  su  reclamación. 

Art.  1346.  La  dote  puede  ser  estimada  ó 
inestimada: 

Será  estimada,  si  los  bienes  en  que  consiste 
se  evaluaron  al  tiempo  de  su  constitución, 
transfiriendo  su  dominio  al  marido  y  quedan- 
do éste  obligado  á  restituir  su  importe. 

Será  inestimada,  si  la  mujer  conserva  el  do- 
minio de  los  bienes,  hayanse  ó  no  evaluado, 
qiiedando  obligado  el  marido  á  restituir  los 
mismos  bienes. 

Si  las  capitulaciones  no  determinaran  la  ca- 
idad  de  la  dote,  se  considerará  inestimada. 

Art.  1347.  E]  incremento  ó  deterioro  de  la 
dote  estimada  es  de  cuenta  del  marido,  que- 
dando sólo  obligado  á  restituir  el  valor  por 
que  la  recibió  y  á  g'arantizar  los  derechos  de 
la  mujer  en  la  forma  que  se  dispone  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  1348.  Si  el  marido  que  haya  recibido 
la  dote  estimada  se  cree  perjudicado  por  su 
valuación,  puede  pedir  que  se  deshaga  el  error 
ó  agravio. 

Art.  1349.     El  mai'ido  está  obligado: 

1."  A  inscribir  á  su  nombre  é  liipotectir  en 
favor  de  su  mujer  los  bienes  inmuebles  y  de- 
rechos reales  que  reciba  como  dote  estimada 
ú  otros  bastantes  para  g'arantir  la  estimación 
de  aquéllos. 

2."  A  asegurar  con  hipoteca  especial  sufi- 
ciente todos  los  demás  bienes  que  como  dote 
estimada  se  le  entreguen. 

Art.  1350.  La  cantidad  que  debe  asegurar- 
se por  razón  de  dote  estimada  no  excederá  del 
importe  de  la  estimación,  y,  si  se  redujere  el 
de  la  misma  dote,  se  reducirá  la  hipoteca  en  la 
misma  proporción. 

Art.  1351.  La  hipoteca  constituida  por  el 
marido  en  favor  de  la  mujer  garantizará  la 
restitución  de  los  bienes,  ó  de  su  estimación, 
en  los  casos  en  que  deba  verificarse  conforme 
á  las  leyes  y  con  lao  limitaciones  que  éstas  de- 
terminen, y  dejará  de  surtir  efecto  y  podrá 
cancelarse  siempre  que  por  cualquiei-a  causa 


legitima  quede  dispensado  el  marido  de  la 
obligación  do  restituir. 

Art.  1352.  La  mujer  casada  mayor  de  edad 
puede  exigir  por  si  misma  la  constitución  de 
hipoteca  é  inscripción  de  bienes  de  que  trata 
el  art.  1.34'.). 

Si  no  hubiese  contraído  aún  matrimonio,  ó, 
habiéndolo  contraído,  fuese  menor,  deberán 
ejercitar  aquel  derecho  en  su  nombre  y  califi- 
car la  suficiencia  de  la  hipoteca  que  se  consti- 
tuya, el  padre,  la  madre  ó  el  que  diere  la  dote 
ó  los  bienes  (|ue  se  deban  garantizar. 

A  falta  de  estas  personas,  y  siendo  menor  la 
mujer,  esté  ó  no  casada,  deberán  pedir  (|ue  se 
hagan  efectivos  los  mismos  derechos  el  tutor, 
el  protutor,  el  consejo  de  familia  ó  cualquiera 
de  sus  vocales. 

Art.  1353.  Si  el  tutor,  el  protutor  ó  el  con- 
sejo de  familia  no  pidieron  la  constitución  de 
la  hipoteca,  el  fiscal  solicitará  de  oficio,  ó  A 
instancia  de  cualquier  persona,  que  so  compe- 
la al  marido  al  otorgandonto  do  la  misma. 

Los  jueces  municipales  tendrán  también 
obligación  de  excitar  el  celo  del  Ministerio  fis- 
cal á  fin  de  que  se  cumpla  lo  preceptuado  en 
el  párrafo  anterior. 

Art.  1354.  Si  el  marido  careciese  de  bienes 
propios  con  que  constituir  la  hipoteca  de  que 
trata  el  art.  1.;j49,  quedará  obligado  á  consti- 
tuirla sobre  los  primeros  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  que  adquiera. 

Art.  1355.  Siempre  que  el  todo  ó  una  parte 
de  los  bienes  que  constituyan  la  doto  estima- 
da consista  en  efectos  públicos  ó  valores  coti- 
zables, y  mientras  su  importe  no  se  haya  ga- 
rantizado por  la  hipoteca  que  el  marido  está 
obligado  á  prestar,  los  títulos,  inscripciones  ó 
documentos  que  le  representan  se  depositarán 
á  nombre  de  la  mujer,  con  conocindento  del 
marido,  en  un  establecimiento  público  de  los 
destinados  al  efecto. 

Art.  1356.  En  los  casos  en  que  el  marido 
esté  obligado  á  asegurar  con  hipoteca  bienes 
muebles  de  dote  inestimada,  sei-án  aplicables 
las  disposiciones  contenidas  en  los  arts.  1.349 
al  1.355  respecto  á  las  dotes  estimadas. 

SEC.  2.*^ — I)e  la  administración  y  usufructo  de 
la  dote. 

Art.  1357.  El  marido  es  administrador  y 
usufructuario  de  los  bienes  que  constituyan 
la  dote  inestimada,  con  los  derechos  y  obliga- 
ciones anexos  á  la  administración  y  al  usu- 
fructo, salvas  las  modificaciones  expresadas 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1358.  El  marido  no  está  obligado  á 
prestar  la  fianza  de  los  usufructuarios  comu- 
nes; poro  sí  á  inscribir  en  el  RegMstro,  si  no  lo 
estuvieron,  á  nombre  de  la  mujer  y  en  cali- 
dad de  dote  inestimada,  todos  los  bienes  in- 
muebles y  derechos  reales  que  reciba  en  tal 
concepto,  y  á  constituir  hipoteca  especial  sufi- 
ciente para  responder  do  la  gestión,  usufruc- 
to y  restitución  de  los  bienes  muebles. 

Árt.  1359.  Xo  obstante  lo  dispuesto  en  los 
dos  artículos  anteriores,  el  marido  iiue  reciba 
en  doto  estimada  ó  inestimada  efectos  públi- 
cos, valores  cotizables  ó  bienes  fungibles  y  no 
los  hubiese  asegurado  con  hipoteca,  podrá,  siu 
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embargo,  sustituirlos  con  otros  equivalentes 
con  consentimiento  de  la  mujer  si  ésta  fuese 
mayor,  y  con  el  de  las  personas  á  que  se  refie- 
re el  articulo  1,352  si  fuese  menor. 

También  podrá  enajenarlos  con  consenti- 
miento de  la  nuijer,  \-  en  su  caso  de  las  per- 
sonas antes  enunciadas,  A  condición  de  inver- 
tir su  importe  en  otros  bienes,  valores  ó  dere- 
chos ig-ualmeute  seguros. 

Art.  1360.  La  mujer  conserva  el  dominio 
de  los  bienes  que  constitnven  la  dote  inesti- 
mada, y,  por  lo  tanto,  son  también  de  ella  el 
incremento  ó  deterioro  que  tuvieren. 

El  marido  sólo  es  responsable  del  deterioro 
que  por  su  culpa  ó  negligencia  sufran  dichos 
bienes. 

Art.  1361.  La  mujer  puede  enajenar,  gra- 
var é  liipotecar  los  bienes  de  la  dote  inestima- 
da, si  fuese  mayor  de  edad,  con  licencia  de  su 
marido,  y  si  fuese  menor,  con  licencia  judi- 
cial é  intervención  de  ¡as  personas  señaladas 
en  el  art.  1.352. 

Si  los  enajenare,  tendrá  el  marido,  obliga- 
ción de  constituir  hipoteca,  del  propio  modo 
y  con  iguales  condiciones  que  respecto  á  los 
bienes  de  la  dote  estimada. 

Art.  1362.  Los  bienes  de  la  dote  inestima- 
da resi)onden  de  los  gastos  diarios  usuales  de 
la  familia,  causados  por  la  mujer  ó  de  su  or- 
den bajo  la  tolerancia  del  marido;  pero  en  es- 
te caso  deberá  hacerse  previamente  excusión 
de  los  bienes  gananciales  y  de  los  del  marido. 
Art.  1363.  Él  marido  no  podrá  dar  en 
arrendamiento  por  más  de  seis  anos,  sin  el 
consentimiento  de  la  mujer,  bienes  inmuebles 
de  la  doto  inestimada. 

En  todo  caso  se  tendrá  por  nula  la  anticipa- 
ción de  rentas  ó  alquileres  hecha  al  marido 
por  más  de  tres  años. 

Art.  1364.  Cuando  los  cónyuges,  en  virtud 
de  lo  establecido  cu  el  art.  1.315,  hubiesen 
pactado  que  no  regirá  entre  ellos  la  sociedad 
de  gananciales  sin  expresar  las  reglas  por  que 
hayan  de  regirse  sus  bienes,  ó  si  la  mujer  ó 
sus  herederos  renunciaren  á  dicha  sociedad, 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  presente  capí- 
tulo, y  percibirá  el  marido,  cumpliendo  las 
obligaciones  que  en  61  se  determinan,  todos 
los  frutos  que  se  reputarían  gananciales  en  el 
caso  de  existir  aquella  sociedad. 

SEC.  3.»— De  la  restitución  de  la  dote. 

Art.  1365.  La  dote  se  restituirá  á  la  mujer 
ó  á  sus  heredercs  en  los  casos  siguientes: 

1."  Cuando  el  matrimonio  se  disuelva  ó  se 
declare  nulo. 

2.°  Cuando  se  transfiera  á  la  mujer  la  ad- 
ministración de  su  dote  en  el  caso  previsto 
por  el  párrafo  segundo  del  art.  225. 

3.°  Cuando  los  Tribunales  lo  ordenen  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  este  Código. 

Art.  1366.  La  restitución  de  la  dote  esti- 
mada se  hará  entregando  el  marido  ó  sus  he- 
rederos á  la  mujer  ó  á  los  suyos  el  precio  en 
que  hubiese  sido  estimada  al'reeibirla  el  ma- 
rido. 

Del  precio  se  deducirá: 

1.°    La  dote  constituida  á  las  hijas,  en  cuan- 


to sea  imputable  á  los  bienes  propios  de  laj 
mujer,  conforme  al  art.  1..343. 

2."  Las  deudas  contraídas  por  la  nuijer 
antes  del  matrimonio  y  que  hubiese  satisfecho 
el  marido. 

Art.  1367.  Los  bienes  inmuebles  de  la  do- 
te inestimada,  se  restituirán  en  el  estado  en 
que  se  hallaren;  y  si  hubiesen  sido  enajenados, 
se  entregará  el  precio  de  la  venta,  menos  lo 
que  se  hubiese  invertido  en  cumplir  las  obli- 
gaciones exclusivas  de  la  mujer. 

Art.  1368.  El  abono  de  las  expensas  y  me- 
joras hechas  por  el  marido  en  las  cosas  dóta- 
les inestimadas  se  regirá  por  lo  dispuesto  con 
relación  al  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  f369.  Una  vez  disuelto  ó  declarado 
nulo  el  matrimonio,  podrá  compelerse  al  ma- 
rido ó  á  sus  herederos  para  la  inmediata  res- 
titución de  los  bienes  muebles  ó  inmuebles  de 
la  dote  inestimada. 

Art.  1370.  No  jiodrá  exigirse  al  marido  ó 
á  sus  herederos  hasta  que  haya  transcurrido 
un  año  contado  desde  la  disohición  del  matri- 
monio, el  dinero,  los  bienes  fungibles  y  los 
valores  públicos  que  en  todo  ó  en  parte  uo 
existan  al  disolverse  la  sociedad  conyugal. 

Art.  1371.  El  marido  ó  sus  herederos  abo- 
narán á  la  mujer  ó  á  los  suyos,  desde  la  diso- 
lución del  matrimonio  hasta  la  restitución  de 
la  dote,  el  interés  legal  de  lo  que  deban  pagar 
en  dinero,  el  del  importe  de  los  bienes  fungi- 
bles, y  lo  que  los  valores  públicos  ó  de  crédi- 
to produzcan  entretanto,  segiin  sus  condicio- 
nes ó  naturaleza,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo l.,379. 

Art.  1372.  A  falta  de  convenio  entre  los 
interesados,  ó  de  estipulación  expresa  en  las 
capitulaciones  matrimoniales,  el  crédito  de  do- 
te inestimada  ó  la  parle  de  él  que  no  se  resti- 
tuya en  los  mismos  bienes  que  hubiesen  cons- 
tituido la  dote  ó  en  aquellos  que  los  hubiesen 
sustituido,  deberá  restituirse  y  pagarse  en 
dinero. 

De  esta  regla  se  exceptúa  la  restitución  del 
precio  de  los  Ijienes  dótales  muebles  que  no 
existan,  el  cual  se  podrá  pagar  con  otros  bie- 
nes muebles  de  la  misma  clase,  si  los  hubiese 
en  el  matrimonio.  , 

La  restitución  de  los  bienes  fungibles  uo  ta- 
sados se  hará  con  otro  tanto  de  las  mismas 
especies. 

Art.  1373.  En  la  misma  forma  desig'nada 
por  el  artículo  anterior  deberá  restituirse  la 
parte  del  crédito  dotal,  que  consista: 

1."  En  las  donaciones  matrimoniales  he- 
chas leg'almente  para  después  de  su  muerte 
por  el  esposo  á  la  esposa,  salvo  lo  dispuesto 
para  el  cónyuge  que  hubiese  obrado  de  mala 
fe,  en  el  caso  de  nulidad  del  matrimonio  y  eu 
el  del  art.  1.440. 

2."  Las  indemnizaciones  C[ue  el  marido  de- 
ba á  la  mujer  con  arreg'lo  á  este  Código. 

Art.  1374.  Se  entregará  á  la  viuda,  sin  car- 
go á  la  dote,  el  lecho  cotidiano  con  todo  lo 
que  lo  constituya,  y  las  ropas  y  vestidos  del 
uso  ordinario  de  la  misma. 

Art.  1375  Se  entreg-arán  los  créditos  ó  de- 
rechos aportados  en  dote  inestimada,  ó  cedi- 
dos con  este  carácter,  en  el  estado  eu  que  se 
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hcalleii  al  disolverse  el  iiiatviniouio,  á  no  ser 
que,  por  ueglig'eucia  del  marido,  se  hubieran 
dejado  de  coi>rar  ó  se  hubicrau  hecho  incobra- 
bles, en  cuyo  caso  tendrá  la  mujer  y  sus  here- 
deros el  derecho  de  exigir  su  importe. 

Art.  1376.  Cuando  haya  de  hacerse  la  res- 
titución de  dos  ó  más  dotes  á  un  nnsmo  tiem- 
po se  pagará  cada  una  con  los  bienes  cjue 
existan  de  su  respectiva  procedencia,  y,  en  su 
defecto,  si  no  alcanzase  el  caudal  inventaria- 
do para  cubrir  las  dos,  se  atenderá  para  su 
jiag'o  á  la  prioridad  de  tiempo. 

Art.  1377.  Para  la  liquidación  y  restitu- 
ción de  la  dote  inestimada  se  deducirán,  si  hu- 
biesen sido  pagados  por  el  marido: 

1."  El  importe  de  las  costas  y  g'astos  sufra- 
gados para  su  cobranza  y  defensa. 

2."  Las  deudas  y  obligaciones  inherentes  ó 
al'ectas  á  la  dote,  cpie,  con  arreglo  á  las  capi- 
tulaciones matrimoniales  ó-  á  lo  dispuesto  en 
este  Código,  no  sean  del  cargo  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

3."  Las  cantidades  que  sean  de  la  respon- 
sabilidad peculiar  de  la  mujer,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  este  Código. 

Art.  1378.  Al  restituir  la  dote  se  abonarán 
al  marido  las  donaciones  matrimoniales  que 
leg'almente  le  hubiese  hecho  su  mujer,  salvo  lo 
dispuesto  por  este  Código  para  el  caso  de  se- 
paraciiin  de  bienes  ó  para  el  de  nulidad  de 
matrimonio  en  que  haya  habido  mala  fe  por 
parte  de  Tino  de  los  cónyuges. 

Art.  1379.  Si  el  matrimoiiio  se  disuelve  por 
el  falli'cinjiento  de  la  mujer,  los  intereses  ó  los 
frutos  de  la  dote  que  deba  restituirse  correrán 
á  favor  de  sus  herederos  desde  el  dia  de  la  di- 
solución del  matrimonio. 

Si  el  matrimonio  se  disuelve  por  muerte  del 
marido,  podrá  la  mujer  optar  entre  exigir  du- 
rante un  año  los  intereses  ó  frutos  de  la  dote, 
ó  que  se  le  den  alimentos  del  caudal  que  cons- 
tituya la  herencia  del  marido.  Kn  todo  caso  se 
pagarán  á  la  viuda,  del  caudal  de  la  herencia, 
los  vestidos  de  luto. 

Art.  1380.  Disuelto  el  matrimonio  so  pro- 
rratearán los  frutos  ó  rentas  pendientes  entre 
el  cónyuge  supórstite  y  los  herederos  del  pre- 
muerto,  conforme  á  las  reglas  establecidas 
para  el  caso  de  cesar  el  usufructo. 

CAP.  IV.— De  i,o.s  bienks  parafernales. 

Art.  1381.  Son  parafernales  los  bienes  que 
la  mujer  aporta  al  matrimonio  sin  incluirlos 
en  la  dote  y  los  que  adquiere  después  de  cons- 
tituida ésta,  sin  agreg-arlos  á  ella. 

Art.  1382.  La  mujer  conserva  el  dominio 
de  los  bienes  parafernales. 

Art.  1383.  El  marido  no  podrá  ejercitar  ac- 
ciones do  ning-una  clase  respecto  á  los  bienes 
parafernales,  sin  intervención  ó  con^iBtimien- 
to  de  la  mujer. 

Art.  1384.  La  mujer  tendrá  la  administra- 
ción de  los  bienes  parafernales,  á  no  ser  que 
los  hubiera  eutreg'ado  al  marido  ante  notario 
con  intención  de  que  los  adnunistre. 

En  este  caso,  el  marido  está  obligado  á 
constituir  hipoteca  por  el  valor  de  los  mue- 
bles que  recibiere  ó  á  asegurarlos  en  la  forma 
establecida  para  los  bienes  dótales. 


Art.  1385.  Los  frutos  de  los  bienes  para- 
fernales, forman  jjarte  del  haber  de  la  socie- 
dad conyugal  y  están  sujetos  al  levantamiento 
de  las  cargas  del  matrimonio. 

También  lo  estarán  los  bienes  mismos  en  el 
caso  del  art.  1.3G2,  siempre  que  los  del  marido 
y  los  dótales  sean  insuficientes  para  cubrir  las 
responsabilidades  de  que  alli  se  trata. 

Art.  1386.  Las  obligaciones  ¡)ersonales  del 
marido  no  podrán  hacerse  efectivas  sobre  los 
frutos  de  los  bienes  parafernales,  á  menos  que 
se  pruebe  que  redundaron  en  provecho  de  la 
familia. 

Art.  1387.  La  mujer  no  puede,  sin  licencia 
de  su  marido,  enajenar,  g-ravar  ni  hipotecar 
los  bienes  parafernales,  ni  comparecer  en  jui- 
cio para  litigar  sobre  ellos,  á  menos  que  sea 
judiciahnente  habilitada  al  efecto. 

Art.  1388.  Cuando  los  parafernales  cuya 
administración  se  reserva  la  mujer  consistan 
en  metálico  ó  efectos  púljlicos  ó  muebles  pre- 
ciosos, el  marido  tendrá  derecho  á  exigir  que 
sean  depositados  ó  invertidos  en  términos  que 
hag'an  impos¡l)le  la  enajenación  ó  pignoración 
sin  su  consentimie)ito. 

Art.  1389.  El  marido  á  quien  hubieran  .sido 
entregados  los  bienes  parafernales,  estará  so- 
metido en  el  ejercicio  de  su  administración  á 
las  reglas  establecidas  respecto  de  los  bienes 
dótales  inestimados. 

Art.  1390.  La  enajenación  de  los  bienes  pa- 
rafernales da  derecho  á  la  mujer  para  exigir 
la  constitución  de  hipoteca  por  el  importe  del 
precio  que  el  marido  hubiese  recibido.  Tanto 
el  marido  como  la  mujer  podrán,  en  su  caso, 
ejercer  respecto  del  precio  de  la  venta  el  de- 
recho que  les  otorgan  los  arts.  1..3S4  y  1.388. 

Art.  1391.  La  devolución  de  los  bienes  pa- 
rafernales cuya  administración  hubiese  sido 
entreg'ada  al  marido,  tendrá  lugar  en  los  mis- 
mos casos  y  en  la  propia  forma  que  la  de  los 
bienes  dótales  inestimados. 

C.'i.P.  V.— De  la  sociedad  de  cíananciale-s. 
SEC.  1." — Dispo.9Íciones  generales. 

Art.  1392.  Mediante  la  sociedad  de  ganan- 
ciales, el  marido  y  la  mujer  harán  suyos  por 
mitad  al  disolverse  el  matrimonio,  las  ganan- 
cias ó  beneficios  obtenidos  indistintamente 
por  cualquiera  de  los  cónyuges  durante  el 
mismo  matrimonio. 

Art.  1393.  La  sociedad  de  gananciales  em- 
pezará precisamente  en  el  dia  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio.  Cualquiera  estipulación 
en  sentido  contrario  se  tendrá  por  nula. 

Art.  1394.  La  renuncia  á  esta  sociedad  no 
puede  hacerse  durante  el  matrimonio  sino  en 
el  caso  de  se])araeión  judicial. 

Cuando  la  renuncia  tuviere  lugar  por  causa 
de  separación,  ó  después  de  disuelto  ó  anula- 
do el  matrimonio,  se  hará  constar  por  escritu- 
ra pública,  y  los  acreedores  tendrán  el  dere- 
cho que  se  íes  reconoce  en  el  art.  1.001. 

Art.  1395.  La  sociedad  de  gananciales  se 
regirá  por  las  reglas  del  contrato  de  sociedad 
en  todo  aquello  en  que  no  se  opongan  á  lo  ex- 
presamente determinado  por  este  capítulo. 
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SEC.  2.* — De  los  bienes  de  la  propiedad  de  cada  uno 
de  los  cónyuges. 

Art.  1396.  Sou  bienes  propios  de  cada  uuo 
de  los  cónyuges: 

1.°  Los  que  aporte  al  matrimonio  como  de 
su  pertenencia. 

2."  Los  que  adquiera  durante  él,  por  títu- 
lo lucrativo. 

3."  Los  adquiridos  por  derecho  de  retracto 
ó  por  permuta  con  otros  bienes,  pertenecien- 
tes á  uno  solo  de  los  cónyuges. 

4.°  Los  comprados  con  dinero  exclusivo  de 
la  mujer  ó  del  marido. 

Art.  1397.  El  que  diere  ó  prometiere  capi- 
tal para  el  marido,  no  quedará  sujeto  á  la  evic- 
cióu  sino  cu  caso  de  fraude. 

Art.  1398.  Los  bienes  donados  ó  dejados  en 
testamento  álos  esposos,  conjuntamente  y  cou 
designación  de  partes  determinadas,  pertene- 
cerán como  dote  á  la  mujer  y  al  marido  como 
capital,  en  la  proporción  determinada  por  el 
donante  ó  testador;  y  á  falta  de  designación, 
por  mitad,  salvo  lo  dispuesto  por  el  art.  637. 

Art.  1399.  Si  las  donaciones  fueren  onero- 
sas, se  deducirá  de  la  dote  ó  del  capital  del  es- 
poso donatorio  el  importe  de  las  cargas,  siem- 
pre que  hayan  sido  soportadas  por  la  sociedad 
de  gananciales. 

Art.  1400.  En  el  caso  de  pertenecer  á  uno 
de  los  cónyuges  algún  crédito  pagadero  en 
cierto  número  de  años,  ó  una  pensión  vitalicia, 
se  observará  lo  dis|uiesto  en  los  arts.  1.402  y 
1.403,  para  determinar  lo  que  constituj'e  la 
dote  y  lo  que  forma  el  capital  del  marido. 

SEC.  3."^ — De  los  bienes  gananciales. 

Art.  1401.     Son  bienes  gananciales. 

1.°  Los  adquiridos  por  título  oneroso  du- 
rante el  matrimonio  á  costa  del  caudal  común, 
bien  se  hag'a  la  adquisición  para  la  comuni- 
dad, bien  para  uno  solo  de  los  esposos. 

2."  Los  obtenidos  por  la  industria,  sueldo 
ó  trabajo  de  los  cónyuges  ó  de  cualquiera  de 
ellos. 

3:°  Los  frutos,  rentas  ó  intereses  percibi- 
dos ó  devengados  durante  el  matrimonio,  pro- 
cedentes de  los  bienes  comunes  ó  de  los  pecu- 
liares de  cada  uno  de  los  cónyuges. 

Art.  1402.  Siempre  que  pertenezca  á  uno 
de  los  cónyuges  una  cantidad  ó  crédito  paga- 
deros en  cierto  número  de  años,  no  serán  g'a- 
nauciales  las  sumas  que  se  cobren  en  los  pla- 
zos vencidos  durante  el  matrimonio,  sino  que 
se  estimarán  capital  del  marido  ó  de  la  mujer, 
según  á  quien  pertenezca  el  crédito. 

Art.  1403.  Él  derecho  de  usufructo  ó  de 
pensión,  perteneciente  á  uno  de  los  cónyuges 
perpetuamente  ó  de  por  vida,  formará  parte 
de  sus  bienes  propios;  pero  los  frutos  pensio- 
nes é  intereses  devengados  durante  el  matri- 
monio serán  gananciales. 

Se  comprende  en  esta  disposición  el  usufruc- 
to que  tienen  los  cónyuges  en  los  bienes  de 
sus  hijos,  aunque  sean  de  otro  matrimonio. 

Art.  1404.  Las  expensas  útiles,  hechas  en 
los  bienes  peculiares  de  cualquiera  de  los  cón- 
yuges mediante  anticipaciones  de  la  sociedad 
ó  por  la  industria  del  marido  ó  de  la  mujer, 
sou  gananciales. 


Lo  serán  también  los  edificios  construidos 
durante  el  niatJ-imonio  en  suelo  propio  de  uno 
de  los  cónyuges,  abonándose  el  valor  del  sue- 
lo al  cónyuge  á  quien  le  pertenezca. 

Art.  1405.  Siempre  que  la  dote  ó  el  capital 
de  la  propiedad  del  marido  estén  constituidos, 
en  todo  ó  en  parte,  por  ganados  que  existan 
al  disolverse  la  sociedad,  se  reputarán  ganan- 
ciales las  cabezas  de  ganado  que  excedan  de 
las  que  fueron  aportadas  al  matrimonio. 

Art.  1406.  Las  ganancias  obtenidas  por  el 
marido  ó  la  mujer  en  el  juego,  ó  las  procede^i- 
tes  de  otras  causas  que  eximan  de  la  restitu- 
ción, pertenecerán  á  la  sociedad  de  ganancia- 
les, sin  perjuicio,  en  su  caso,  de  lo  dispuesto 
en  el  Código  penal. 

Art.  1407.  Se  reputan  gananciales  todos  los 
bienes  del  matrimonio,  mientras  no  se  pruelje 
que  pertenecen  privativamente  al  marido  ó  á 
la  mujer. 

SEC.  4." — De  las  cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

Art.  1408.  Serán  de  cargo  de  la  sociedad  de 
g-ananciales: 

1."  Todas  las  deudas  y  oblig'aciones  con- 
traídas durante  el  matrimonio  por  el  marido, 
y  también  las  q-ue  contrajere  la  mvijer  en  los 
casos  en  que  pueda  legalmente  obligar  á  la  so- 
ciedad. 

2.°  Los  atrasos  ó  réditos  devengados,  du- 
rante el  matrimonio,  de  las  obligaciones  á  que 
estuviesen  efectos  asi  los  bienes  propios  de  los 
cónyug'es  como  los  gananciales. 

3.°  Las  rei^araciones  menores  ó  de  mera 
conservación  hechas  durante  el  matrimonio  cu- 
los bienes  peculiares  del  marido  ó  de  la  mujer. 
Las  reparaciones  mayores  no  serán  de  cargo 
de  la  sociedad. 

i."  Las  reparaciones  mayores  óanenores  de 
los  bienes  gananciales. 

5."  El  sostenimiento  de  la  familia  y  la  edu- 
cación de  los  hijos  comunes  y  de  los  leg"ítimos 
de  uno  solo  de  los  cónyug-es. 

Art.  1409.  Será  también  de  cargo  de  la  so- 
ciedad de  gananciales  el  importe  de  lo  donad» 
ó  prometido  á  los  hijos  comunes  por  el  marido, 
solamente  para  su  colocación  ó  carrera,  ó  por 
ambos  cónyuges  de  común  acuerdo,  cuando 
no  hubiesen  pactado  que  haya  de  satisfacerse 
con  los  bienes  de  la  propiedad  de  uuo  de  ellos, 
en  todo  ó  en  parte. 

Art.  1410.  El  pago  de  las  deudas  contraí- 
das por  el  marido  ó  la  mujer  antes  del  matri- 
monio no  estará  á  cargo  de  la  sociedad  de  g-a- 
uanciales. 

Tampoco  lo  estará  el  de  las  multas  y  conde- 
nas pecuniarias  que  se  les  impusieren. 

Sin  embargo,  el  pago  de  las  deudas  contrai- 
das por  el  marido  ó  la  mujer  cou  anterioridad 
al  matrimonio,  y  el  de  las  multas  y  condenas 
que  se  le  impoug-an,  podrá  repetirse  contra 
los  g-ananciales  después  de  cubiertas  las  aten- 
ciones que  enumera  el  art.  1.408,  si  el  cónyu- 
ge deudor  no  tuviese  capital  propio  ó  fuera 
insuficiente;  pero  al  tiempo  de  liquidarse  la 
sociedad  se  le  cargará  lo  satisfecho  por  los 
conceptos  expresados. 

Art.  1411.     Lo  perdido  y  pagado  durante  el 
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matrimonio  por  alg'uno  de  los  cóuyiig-es  en 
cualquier  clase  de  jueg-o,  no  disminuirá  su 
parte  respectiva  de  los  gan.anciales. 

Lo  perdido  y  no  pagado  por  alguno  de  los 
cónyuges  en  juego  licito  será  carg'o  de  la  so- 
ciedad de  gananciales. 

S£C.  5.* — De  la  administración  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

Art.  1412.  El  marido  es  el  administrador  de 
la  sociedad  de  gananciales,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  art.  59. 

Art.  1413.  Además  de  las  facultades  que  tie- 
ne el  marido  como  administrador,  podrá  ena- 
jenar y  obligar  á  titulo  oneroso  los  bienes  de 
la  sociedad  de  gananciales  sin  el  consentimien- 
to de  la  mujer. 

Sin  embargo,  toda  enajenación  ó  convenio 
que  sobre  dichos  bienes  hag'a  el  marido,  en 
contravención  á  este  Código  ó  en  fraude  de  la 
mujer,  no  perjudicará  á  ésta  ni  á  sus  here 
deros. 

Art.  1414.  El  marido  no  podrá  disponer  por 
testamento  sino  de  su  mitad  de  g-ananciales. 

Art.  1415.  El  marido  podrá  disponer  de  los 
bienes  de  la  sociedad  de  g'ananciales  para  los 
fines  expresados  en  el  art.  1.409. 

También  podrá  hacer  donaciones  modera- 
das para  objetos  de  piedad  ó  beneficencia,  pero 
sin  reservarse  el  usufructo. 

Art.  1416.  La  mujer  no  podrá  obligar  los 
bienes  de  la  sociedad  de  g'ananciales  sin  con- 
sentimiento del  marido. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  casos  previs- 
tos eu  el  art.  1.362  y  en  los  arts.  1.141  y  1.442. 

SEC.  6.* — De  la  disolución  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

Art.  1417.  La  sociedad  de  gananciales  con- 
cluye al  disolverse  el  matrimonio  ó  al  ser  de- 
clarado nulo. 

El  cónyuge  que  por  su  mala  fe  hubiere  sido 
causa  de  la  nulidad,  no  tendrá  parteen  los  bie- 
nes gananciales. 

Concluirá  también  la  sociedad  en  los  casos 
enumerados  en  el  art.  1.433. 

SEC.  7.* — De  la  liq-nidación  de  la  sociedad 
de  gananciales. 

Art.  1418.  Disuelta  la  sociedad,  se  procede- 
rá desde  luego  á  la  formación  del  inventario; 
pero  no  tendrá  éste  lugar  para  la  liquidación: 

1."  Cuando,  disuelta  la  sociedad,  haya  re- 
nunciado á  sus  efeetosyconsecueuciasen tiem- 
po hábil  uno  de  los  cónyuges  ó  sus  causa  ha- 
bientes. 

2."  Cuando  á  la  disolución  de  la  sociedad 
haya  precedido  la  separación  de  bienes. 

3.°  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  anterior. 

Eu  el  caso  de  renuncia,  quedará  siempre  á 
salvo  el  derecho  concedido  á  los  acreedores 
por  el  art.  1.001. 

Art.  1419.  El  inventario  comprenderá  nu- 
méricamente para  colacionarlas,  las  cantida- 
des que,  habiendo  sido  pagadas  por  la  sociedad 
de  g'ananciales,  deban  rebajarse  de  la  dote  ó 
del  capital  del  marido,  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 1.366,  1.377  y  1.427. 

También  se  traerá  á  colación  el  importe  de 


las  donaciones  y  enajenaciones  que  deban  coa- 
siderarse  ilegales  ó  fraudulentas,  con  sujeción 
al  art.  1.413. 

Art.  1420.  No  se  incluirán  en  el  inventario 
los  efectos  que  constituyan  el  lecho  de  que 
usaban  ordinariamente  los  esposos.  Estos  efec- 
tos, así  como  las  ropas  y  vestidos  de  su  tiso  or- 
dinario, se  entregarán  al  que  de  ellos  sobre- 
viva. 

Art.  1421.  Terminado  el  inventario,  eu  pri- 
mer lugar  se  liquidará  \-  pagará  la  dote  de  la 
mujer,  según  las  reglas  que  para  su  restitución 
se  determinan  eu  la  sección  tercera,  cap.  III, 
de  este  título,  y  con  sujeción  á  lo  dispuesto  eu 
los  artículos  siguientes: 

Art.  1422.  Después  de  pagar  la  dote  y  los 
parafernales  de  la  mujer,  se  pagarán  las  deu- 
das y  las  cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad. 

Cuando  el  caudal  inventariado  no  alcanzare 
para  cumplir  todo  lo  dispuesto  en  este  artículo 
y  en  el  anterior,  se  observará  lo  determinado 
en  el  tít.  XVII  de  este  libro. 

Art.  1423.  Pagadas  las  deudas  y  las  cargas 
y  obligaciones  de  la  sociedad,  se  liquidará  y 
pagará  el  capital  del  marido  hasta  donde  al- 
cance el  caudal  inventariado,  haciendo  las  re- 
bajas que  correspondan  por  las  mismas  reglas 
que,  respecto  de  la  dote,  determina  el  articu- 
lo 1.366. 

Art.  1424.  Hechas  las  deducciones  en  el 
caudal  inventariado  que  prefijan  los  tres  ar- 
tículos anteriores,  el  remanente  del  mismo 
caudal  constituirá  el  haber  de  la  sociedad  de 
gananciales. 

Art.  1425.  Las  pérdidas  ó  deterioro  que  ha- 
yan sufrido  los  bienes  muebles  de  la  propiedad 
de  cualquiera  de  los  cónyuges,  aunque  sea  por 
caso  fortuito,  se  pagarán  de  los  gananciales 
cuando  los  hubiere. 

Los  sufridos  eu  los  bienes  inmuebles  no  se- 
rán abonables  en  uing'ún  caso,  excepto  los  que 
recaigan  en  bienes  dótales  y  procedan  de  cul- 
pa del  marido,  los  cuales  se  indemnizarán  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  arts.  1.360  y  1.373. 

Art.  1426.  El  remanente  líquido  de  los  bie- 
nes gananciales  se  dividirá  por  mitad  entre 
marido  y  mujer  ó  sus  respectivos  herederos. 

Art.  1427.  Del  caudal  de  la  lierencia  del  ma- 
rido se  costeará  el  vestido  de  luto  para  la  viu- 
da, según  lo  dispuesto  por  el  art.  1.379.  Los  he- 
rederos de  aquél  lo  abonarán  con  arreglo  á  su 
clase  y  fortuna. 

Art'  1428.  En  cuanto  á  la  formación  del  in- 
ventario, reglas  sobre  tasación  y  venta  de  bie- 
nes de  la  sociedad  de  gananciales,  garantía  y 
afianzamiento.de  las  respectivas  dotes  y  de- 
más que  no  se  halle  expresamente  determina- 
do por  el  presente  capitulo,  se  observará  lo 
prescrito  en  la  sección  quinta,  cap.  V,  tít.  III 
del  libro  tercero  y  eu  la  segunda  y  tercera,  ca- 
pítulo III  de  este  título. 

Art.  1429.  Cuando  la  sociedad  de  ganancia- 
les se  disuelva  por  anulación  del  matrimonio, 
se  observará  lo  prevenido  en  los  arts.  1.373, 
1.378,  1.417  y  1.440;  y  si  se  disuelve  por  causa 
de  la  separación  de  los  bienes  de  los  esposos, 
se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  cap.  VI  de  este 
titulo. 

Art.  1430.     De  la  masa  comúu  de  bieues  se 
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darán  «Tlimentos  al  cónvuge  stiperviviente  y  á 
sus  hijos  mientras  se  haga  la  liqviidaeióu  del 
caudal  inventariado  y  hasta  que  se  les  entre- 
gue su  haber;  pero  se  les  rebajarán  de  éste,  en 
la  parte  en  qiie  excedan  de  lo  que  les  hubiese 
correspondido  por  razón  de  frutos  ó  rentas. 

Art.  1431.  Siempre  que  haya  de  ejecutarse 
simiiltánenmeute  la  liquidación  de  los  bienes 
g'ananciak'sde  dos  ó  más  matrimonios  contraí- 
dos por  una  misma  persona,  para  determinar 
el  capital  de  cada  sociedad  se  admitirá  toda 
clase  de  pruebas  en  detecto  de  inventarios,  y, 
en  caso  de  duda,  se  dividirán  los  gananciales 
entre  las  diferentes  sociedades,  proporcioual- 
mente  al  tiempo  de  su  duración,  y  á  los  bienes 
de  la  propiedad  de  los  respectivos  cónyuges. 

CAP.  VI. — De  la  separación  de  los  biekks  de  los 

CÓNYUGES  V  DE  SU  ADjnNISTHACIÓN  POK  LA  MUJEB  DD- 
EANTE  EL  MATHIMONIO. 

Art.  1432.  A  falta  de  declaración  espresa 
en  las  capitulaciones  matrimoniales,  la  separa- 
ción de  bienes  entre  los  cónyug-es  durante  el 
matrimonio  no  tendrá  lugar  sino  en  virtud  de 
providencia  judicial,  salvo  el  caso  previsto  en 
el  art.  50. 

Art.  1433.  El  marido  y  la  mujer  podrán  so- 
licitar la  separación  de  bienes,  y  deberá  decre- 
tarse cuando  el  cónyuge  del  demandante  hu- 
biera sido  condenado  á  una  pena  que  lleve  con- 
sigo la  interdicción  civil,  ó  hubiera  sido  decla- 
rado ausente,  ó  hubiesedadocausa  al  divorcio. 

Para  que  se  decrete  la  separación,  bastará 
presentar  la  sentencia  firme  que  haya  recaído 
contra  el  cónyug'e  culpable  ó  ausente  en  cada 
uno  de  los  tres  casos  expresados. 

Art.  1434.  Acordada  la  separación  de  bie- 
nes, quedará  disuelta  la  sociedad  de  ganancia- 
les, y  se  hará  su  liquidación  conforme  á  lo  es- 
tablecido por  este  Códig'o. 

Sin  embargo,  el  marido  y  la  mujer  deberán 
atender  recíprocamente  á  su  sostenimiento 
durante  la  separación,  y  al  sostenimiento  de 
los  hijos,  asicomoá  la  educación  de  éstos;  todo 
en  proporción  de  sus  respectivos  bienes. 

Art.  1435.  La  facultad  de  administrar  los 
bienes  del  matrimonio,  otorgada  por  este  Có- 
digo al  marido,  subsistirá  citando  la  separa- 
ción, se  haya  acordado  á  su  instancia;  pero  no 
tendrá  la  mujer  en  este  caso  derecho  á  los  ga- 
nanciales ulteriores  y  se  regularán  los  dere- 
chos y  obligaciones  del  marido  por  lo  dispues- 
to en  las  secciones  segunda  y  tercera,  capítu- 
lo III  de  este  título. 

Art.  1436.  Si  la  separación  se  Inibiera  acor- 
dado á  instancia  de  la  nmjer  por  interdicción 
civil  del  marido,  se  transt'erir4  á  la  misma  la 
administración  de  todos  los  bienes  del  matri- 
monio y  el  derecho  á  todos  los  gananciales  ul- 
teriores, con  exclusión  del  marido. 

Si  la  separación  se  acordare  por  haber  sido 
declarado  ausente  el  marido  ó  por  haber  dado 
motivo  para  el  divorcio,  la  mujer  entrará  en 
la  administración  de  su  dote  y  de  los  demás 
bienes  que  por  resultado  de  la  liquidación  le 
hayan  correspondido. 

En  todos  los  casos  á  que  este  articulo  se  re- 
fiere, quedará  la  mujer  obligada  al  cumpli- 
miento de  cuanto  dispone  el  párrafo  segundo 
del  art.  1 .434. 


Art.  1437.  La  demanda  de  separación  y  la 
sentencia  firme  en  que  se  declare,  se  deberán 
anotar  é  inscribir  respectivamente  en  los  Re-' 
gistros  de  la  propiedad  que  corresponda,  si 
recayere  sobre  bienes  inmuebles. 

Art.  1438.  La  separación  de  bienes  no  per- 
judicará á  los  derechos  adquiridos  con  ante- 
rioridad por  los  acreedores. 

Art.  1439.  Cuando  cesare  la  separación  por 
la  reconciliación  en  caso  de  divorcio,  ó  por  ha- 
ber desaparecido  la  causa  en  los  demás  casos, 
volverán  á  regirse  los  bienes  del  matrimoiiio 
por  las  mismas  reglas  que  antes  de  la  separa- 
ción, sin  perjuicio  de  lo  que  diu'ante  ésta  se 
hubiese  ejecutado  legalmente. 

Al  tiempo  de  reunirse  harán  constar  los  cón- 
yug-es, por  escritura  pública,  los  bienes  que 
nuevamente  aporten,  y  éstos  serán  los  que 
constituyan  respectivamente  el  capital  propio 
de  cada  uno. 

En  el  caso  de  este  artículo,  se  reputará  siem- 
pre nueva  aportación  la  de  todos  los  bienes, 
aunque  en  parte  ó  en  todo  sean  los  mismos 
existentes  antes  de  la  liquidación  practicada 
por  causa  de  la  separación. 

Art.  1440.  La  separación  no  autorizará  á 
los  cónyuges  para  ejercitar  los  derechos  esti- 
pulados en  el  supuesto  de  la  muerte  de  uno  de 
ellos,  ni  los  que  se  les  conceden  en  los  artícu- 
los 1.374  y  1.420;  pero  tampoco  les  perjudicará 
para  su  ejercicio  cuando  lleg'iie  aquel  caso, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  73. 

Art.  1441.  La  administración  de  los  bienes 
del  matrimonio  se  transferirá  á  la  mtijer: 

1."  Siempre  que  sea  tutora  de  su  marido, 
con  arreglo  al  art.  220. 

2."  Cuando  pida  la  declaración  de  ausen- 
cia del  luismo  marido,  con  arreg'lo  á  los  artícu- 
los 183  y  185. 

3."  En  el  «aso  del  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo 1.436. 

Los  Tribunales  conferirán  también  la  admi- 
nistración á  la  mujer,  con  las  limitaciones  que 
estimen  convenientes,  si  el  marido  estuviere 
prófugo  ó  deelarndo  rebelde  en  causa  crimi- 
nal, ó  si,  hallándose  absolutamente  impedido 
para  la  administración  no  hubiere  proveído 
sobre  ella. 

Art.  1442.  La  mujer  en  quien  recaiga  la 
administración  de  todos  los  bienes  del  matri- 
monio tendrá,  respecto  de  los  mismos,  idénti- 
cas facultades  y  responsabilidad  que  el  mari- 
do CTiando  la  ejerce;  ]>ero  siempre  con  sujeción 
á  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  artícu- 
lo anterior  y  en  el  art.  1.444. 

Art.  1443.  Se  transferirá  á  la  mujer  la  ad- 
ministración de  su  dote  en  el  caso  previsto  por 
el  art.  225  y  cuando  los  Tribunales  lo  ordena- 
ren en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  art.  1.441; 
pero  quedando  sujeta  á  lo  determinado  eu  el 
párrafo  seo^undo  del  art.  1.434. 

Disposición  general. 

Art.  1444.  La  mujer  no  podrá  enajenar  ni 
gravar,  durante  el  matrimonio,  sin  licencia  ju- 
dicial, los  bienes  inmuebles  que  le  hayan  co- 
rrespondido en  caso  de  separación,  ni  aquellos 
cuya  administración  se  le  haya  transferido. 

La  licencia  se  otorgará  siempre  que  se  jus- 
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tifiquo  Ici  couveuieucia  ó  uecesidad  de  la  ena- 
jenación. 

Cuando  ésta  se  refiera  á  valores  públicos,  ó 
créditos  de  Empresas  y  Compañías  mercanti- 
les, y  no  pueda  aplazarse  sin  perjuicio  grave 
ó  iurainonte  del  caudal  administrado,  la  mu- 
jer, con  intervención  de  agente  ó  corredor, 
podrá  venderlos,  consignando  en  depósito  ju- 
dicial el  producto,  hasta  que  recaiga  la  apro- 
bación del  juez  ó  Tribunal  competente. 

El  agente  ó  corredor  responderán  siempre 
personalmente  de  que  se  hag-a  la  consignación 
ó  depósito  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior. 

TITULO  IV 
Del  contrato  de  compra  y  venta. 

CAPITULO  PRIMEEO.—De  la  naturaleza 

Y    FORMA    DE    ESTE   CONTRATO. 

Art.  1445.  Por  el  contrato  de  compra  y  ven- 
ta uno  de  los  contratantes  se  obliga  á  entre- 
gar una  cosa  determinada,  y  el  otro  á  pagar 
por  ella  un  precio  cierto,  en  dinero  ó  sigue 
que  lo  represente. 

Art.  1446.  Si  el  precio  de  la  venta  consis- 
tiera parte  en  dinero  y  parte.en  otra  cosa,  se 
calificará  el  contrato  por  la  intención  mani- 
fiesta de  los  contratantes.  No  constando  ésta, 
se  tendrá  por  permuta,  si  el  valor  de  la  cosa 
dada  en  parte  del  precio  excede  al  del  dinero 
6  su  equivalente;  y  por  venta  en  el  caso  con- 
trario. 

Art.  1447.  Para  que  el  precio  se  tenga  por 
cierto  bastará  que  lo  sea  con  referencia  á  otra 
cosa  cierta,  ó  que  se  deje  su  señalamiento  al 
arbitrio  de  persona  determinada. 

Si  ésta  no  pudiere  ó  no  quisiere  señalarlo, 
quedará  ineficaz  el  contrato. 

Art.  1448.  También  se  tendrá  por  cierto  el 
precio  en  la  venta  de  valores,  granos,  líqviidos 
y  demás  cosas  fung'ibles,  cuando  se  señale  el 
que  la  cosa  vendida  tuviera  en  determinado 
día,  Bolsa  ó  mercado,  ó  se  fije  un  tanto  mayor 
ó  menor  que  el  precio  del  día,  Bolsa  ó  merca- 
do, con  tal  que  sea  cierto. 

Art.  1449.  El  señalamiento  del  precio  no 
podrá  nunca  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los 
contratantes. 

Art.  1450.  La  venta  se  perfeccionará  entre 
comprador  y  veude.ior,  y  será  obligatoria 
para  ambos,  si  Iiubieren  convenido  en  la  cosa 
objeto  del  contrato  y  en  el  precio,  aunque  ni 
la  una  ni  el  otro  se  hayan  entreg'ado. 

Art.  1451.  La  promesa  de  vender  ó  comprar 
habiendo  conformidad  en  la  cosa  y  en  el  pre- 
cio, dará  derecho  á  los  contratantes  para  re- 
clamar reciprocamente  el  cumplimiento  del 
contrato. 

Siempre  que  no  pueda  cumplirse  la  promesa 
de  compra  y  venta,  regirá  para  vendedor  y 
comprador,  según  los  casos,  lo  dispuesto  acer- 
ca de  las  obligaciones  y  contratos  en  el  pre- 
sente libro. 

Art.  1452.  El  daño  ó  provecho  de  la  cosa 
vendida,  después  de  perfeccionado  el  contra- 
to, se  regulará  por  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1.096  y  1.182. 

Esta  regla  se  aplicará  á  la  venta  de  cosas 
tangibles,  hecha  aisladamente  v  por  un  solo 
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precio,  ó  sin  consideración  á  su  peso,  número 
ó  medida. 

Si  las  cosas  fungibles  se  vendieren  por  uu 
precio  fijado  con  relación  al  peso,  uümoro  ó 
medida,  no  se  imputará  el  riesgo  al  compra- 
dor hasta  que  se  hayan  pesado,  contado  ó  me- 
dido, á  no  ser  que  éste  se  haya  constituido  ea 
mora. 

Art.  1453.  La  venta  hecha  á  calidad  de  en- 
sayo ó  prueba  de  la  cosa  vendida,  y  la  venta 
de  las  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó  probar 
antes  de  reciljirlas,  se  presumirán  hechas  siem- 
pre bajo  condición  suspensiva. 

Art.  1454.  Si  hubiesen  mediado  arras  ó  se- 
ñal en  el  contrato  de  compra  y  venta,  podrá 
rescindirse  el  contrato  allanándose  el  compra- 
dor á  perderlas,  ó  el  vendedor  á  devolverlas 
duplicadas. 

Art.  1455.  Los  gastos  de  otorgamiento  de 
escritura  serán  de  cuenta  del  vendedor,  y  los 
de  la  primera  copia  y  los  demás  posteriores  á 
la  venta, serán  de  cuenta  del  comprador,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  1456.  La  enajenación  forzosa  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  se  regirá  por  lo  que  es- 
tablezcan las  leyes  especiales. 

CAP.  II. — De  la  CAPACIDAD  PARA  COMPRAR  Ó  VENDER, 

Art.  1457.  Podrán  celebrar  el  contrato  de 
compra  y  venta  todas  las  personas  á  quienes 
esto  Códig'o  autoriza  para  obligarse,  salvo  las 
modificaciones  contenidas  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  1458.  El  marido  y  la  mujer  no  i^odrán 
venderse  bienes  reciprocamente,  sino  cuando 
se  hubiese  pactado  la  separación  de  bienes,  ó 
cuando  hubiera  separación  judicial  de  los  mis- 
mos bienes,  autorizada  con  arreglo  al  cap.  VI, 
titulo  III  de  este  libro. 

Art.  1459.  Xo  podrán  adquirir  por  compra, 
auncjue  sea  en  subasta  i3Úl)lica  ó  judicial,  por 
sí  ni  por  persona  alguna  intermedia: 

1."  El  tutor  ó  protutor,  los  bienes  de  la 
persona  ó  personas  que  estén  bajo  su  tutela, 

2."  Los  mandatarios,  los  bienes  de  cuya  ad- 
ministración ó  enajenación  estuviesen  encar- 
gados. 

3.°  Los  albaceas,  los  bienes  confiados  á  su 
cargo. 

4."  Los  empleados  públicos,  los  bienes  del 
Estado,  de  los  Municipios,  de  los  pueblos  y  de 
los  establecimientos  también  públicos,  de  cuya 
administración  estuviesen  encargados. 

Esta  disposición  regirá  para  los  jueces  y  pe- 
ritos que  de  cualquier  modo  intervinieren  en 
la  venta. 

5."  Los  mag'istrados,  jueces,  individuos  del 
Ministerio  fiscal,  secretarios  de  Tribunales  y 
Juzgados  y  oficiales  de  justicia,  los  bienes  y 
derechos  que  estuviesen  en  litigio  ante  el  Tri- 
bunal, en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  ejer- 
cieran sus  respectivas  funciones,  extendién- 
dose esta  prohibición  al  acto  de  adquirir  por 
cesión. 

Se  exceptuará  de  esta  reg-la  el  caso  en  qua 
se  trate  de  acciones  hereditarias  entre  cohere- 
deros, ó  de  cesión  en  pago  de  créditos,  ó  de 
garantía  de  los  bienes  que  posean. 

La  prohibición  contenida  en  este  núni.  5." 
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comprenderá  á  los  abogados  y  procuradores 
respecto  á  los  bienes  y  derechos  que  fueren 
objeto  de  im  litigio  en  que  intervengan  por  su 
profesión  y  oficio. 

CAP.  III.— De  los  efectos  del  contrato  de  compra 

y  VENTA  CUANDO  SE  HA  PERDIDO  LA  COSA  VENDIDA. 

Art.  1560.  Si  al  tiempo  de  celebrarse  la  ven- 
ta se  hubiese  perdido  en  su  totalidad  la  cosa 
objeto  de  la  misma,  quedará  sin  efecto  el  con- 
trato. 

Pero  si  se  hubiese  perdido  sólo  en  parte,  el 
comprador  podrá  optar  entre  desistir  del  con- 
trato ó  reclamar  la  parte  existente,  abonando 
su  precio  en  proporción  al  total  convenido. 

CAP.  IV.— De  LAS  OBLIGACIONES  DEL  VENDEDOR. 

SECCIÓN  1.»— Disposición  general. 

Art.  1461.  El  vendedor  está  obligado  á  la 
entrega  y  saneamiento  de  la  cosa  objeto  de  la 
venta. 

SEC.  2." — De  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1462.  Se  entenderá  entregada  la  cosa 
vendida,  cuando  se  ponga  en  poder  y  posesión 
del  comprador. 

Cuando  se  haga  la  venta  mediante  escritura 
pública,  el  otorgamiento  de  ésta  equivaldrá  á 
la  entrega  de  la  cosa  objeto  del  contrato,  si 
de  la  misma  escritura  no  resultare  ó  se  dedu- 
jere claramente  lo  contrario. 

Art.  1463.  Fuera  de  los  casos  que  expresa 
el  articulo  precedente,  la  entrega  de  los  bienes 
muebles  se  efectAiará:  por  la  entrega  de  las 
llaves  del  lugar  ó  sitio  donde  se  hallan  alma- 
cenados ó  guardados;  y  por  el  solo  acuerdo  ó 
conformidad  de  los  contratantes,  si  la  cosa 
vendida  no  puede  trasladarse  á  poder  del  com- 
prador en  el  instante  de  la  venta,  ó  si  éste  la 
tenia  ya  en  sil  poder  por  algún  otro  motivo. 

Art.  1464.  Respecto  de  los  bienes  incorpo- 
rales, regirá  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segun- 
do del  art.  1.462.  En  cualquier  otro  caso  en 
que  éste  no  teug'a  aplicación,  se  entenderá  por 
entreg-a  el  hecho  de  poner  en  poder  del  com- 
prador los  títulos  de  pertenencia,  ó  el  uso  que 
haga  de  su  derecho  el  mismo  comprador,  con- 
sintiéndolo el  vendedor. 

Art.  1465.  Los  gastos  para  la  entrega  de  la 
cosa  vendida  serán  de  ciienta  del  vendedor, 
y  los  de  su  transporte  ó  traslación  de  cai-go 
del  comprador,  salvo  el  caso  de  estipulación 
especial. 

Art.  1466.  El  vendedor  no  estará  obligado 
á  entregar  la  cosa  vendida,  si  el  comprador  no 
le  ha  pag'ado  el  precio  ó  no  se  ha  señalado  en 
el  contrato  un  plazo  para  el  pago. 

Art.  1467.  Tampoco  tendrá  obligación  el 
vendedor  de  entregar  la  cosa  vendida  cuando 
se  haya  convenido  en  un  aplazamiento  ó  tér- 
mino para  el  pago,  si  después  de  la  venta  se 
descubre  cine  el  comprador  es  insolvente,  de 
tal  suerte  que  el  vendedor  corre  inminente 
riesgo  de  perder  el  precio. 

Se  exceptúa  de  esta  regla  el  caso  en  que  el 
comprador  afiance  pagar  en  el  plazo  conve- 
nido. 
Art.  1468.    El  vendedor  deberá  entregar  la 


cosa  vendida  en  el  estado  en  que  se  hallaba  al 
perfeccionarse  el  contrato. 

Todos  los  frutos  pertenecerán  al  comprador 
desde  el  dia  en  que  se  perfeccionó  el  contrato. 

Art.  1469.  La  obligación  de  entregar  la 
cosa  vendida  comprende  la  de  poner  en  poder 
del  comprador  todo  lo  que  exprese  el  contrato, 
mediante  las  reg'las  siguientes: 

Si  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hubiese 
hecho  con  expresión  de  su  cabida,  á  razón  de 
un  precio  por  unidad  de  medida  ó  número,  ten- 
drá obligación  el  vendedor  de  entregar  al  coip- 
prador,  si  éste  lo  exige,  todo  cuanto  se  hayn 
expresado  en  el  contrato;  pero  si  esto  no  fuere 
posible,  podrá  el  comprador  optar  entre  una 
rebaja  proporcional  del  precio  ó  la  rescisión 
del  contrato,  siempre  que,  en  este  último  caso, 
no  baje  de  la  décima  parte  de  la  cabida  la 
disminución  de  la  que  se  le  atribuyera  al  in- 
-uiueble. 

Lo  mismo  se  hará,  aunque  resulte  igual  ca- 
bida, si  alguna  parte  de  ella  no  es  de  la  cali- 
dad expresada  en  el  contrato. 

La  rescisión,  en  este  caso,  sólo  tendrá  lugar 
á  voluntad  del  comprador,  cuando  el  menos 
valor  de  la  cosa  vendida  exceda  de  la  décima 
parte  del  precio  convenido. 

Art.  1470.  Si,  en  el  caso  del  artículo  prece- 
dente, resultare  mayor  cabida  ó  número  en  el 
inmueble  que  los  expresados  en  el  contrato, 
el  comprador  tendrá  la  obligación  de  pagar  el 
exceso  de  precio  si  la  mayor  cabida  ó  número 
no  pasa  de  la  vigésima  parte  de  los  señalados 
en  el  mismo  contrato;  pero,  si  excedieren  de 
dicha  vigésima  parte,  el  comprador  podrá  op- 
tar entre  satisfacer  el  mayor  valor  del  inmue- 
ble, ó  desistir  del  contrato. 

Art.  1471.  En  la  venta  de  un  inmueble,  he- 
cha por  precio  alzado  y  no  á  razón  de  un  tan- 
to por  unidad  de  medida  ó  número,  no  tendrá 
lugar  el  aumento  ó  disminución  del  mismo, 
aunque  resulte  mayor  ó  menor  cabida  ó  núme- 
ro de  los  expresados  en  el  contrato. 

Esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean  dos  ó 
más  fincas  las  vendidas  por  iin  solo  precio; 
pero,  si  además  de  expresarse  los  linderos, 
indispensables  en  toda  enajenación  de  inmue- 
bles, se  designaren  en  el  contrato  su  cabida  ó 
número,  el  vendedor  estará  obligado  á  entre- 
gar todo  lo  que  se  comprenda  dentro  de  los 
mismos  linderos,  aun  cuando  exceda  de  la  ca- 
bida ó  número  expresados  en  el  contrato;  y, 
si  no  pudiere,  sufrirá  una  disminución  en  el 
precio,  proporcional  á  lo  que  falte  de  cabida 
ó  niimero,  á  no  ser  que  el  contrato  quede  anu- 
lado por  no  conformarse  el  comprador  con  que 
se  deje  de  entregar  lo  que  se  estipuló. 

Art.  1472.  Las  acciones  que  nacen  de  los 
tres  artículos  anteriores  prescribirán  á  los 
seis  meses,  contados  desde  el  día  de  la  en- 
trega. 

Art.  1473.  Si  una  viisma  cosa  se  hubiese 
vendido  á  diferentes  compradores,  la  propie- 
dad se  transferirá  á  la  persona  que  primero 
haya  tomado  posesión  de  ella  con  buena  fe,  si 
fuere  mueble. 

Si  fuere  inmueble,  la  propiedad  pertenecerá 
al  adquirente  que  antes  la  haya  inscrito  en  el 
Registro. 
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Cuando  no  haya  inscripción,  pertenecerá  la 
propiedad  á  quien  de  buena  fe  sea  primero  en 
la  posesión;  y,  faltando  ésta,  A  quien  presente 
título  de  fecha  más  antigua,  siempre  que  haya 
buena  fe. 

SEC.  3." — Del  saneamiento. 

Art.  1474.  En  virtud  del  saneamiento  á  que 
se  refiere  el  art.  1.461,  el  vendedor  responderá 
al  comprador: 

1."  De  la  posesión  legal  y  pacifica  de  la 
cosa  vendida. 

2."  De  los  vicios  ó  defectos  ocultos  que  tu- 
viere. 

g  1.° — Del  saneamiento  en  caso  de  evicción. 

Art.  1475.  Tendrá  lugar  la  evicción  cuan- 
do se  prive  al  comprador,  por  sentencia  firme 
y  en  virtud  de  un  derecho  anterior  á  la  com- 
pra, de  todo  ó  parte  de  la  cosa  comprada. 

El  vendedor  responderá  de  la  evicción  aun- 
que nada  se  haya  expresado  en  el  contrato. 

Los  contratantes,  sin  embargo,  podrán  au- 
mentar, disniintiir  ó  suprimir  esta  obligación 
legal  del  vendedor. 

Art.  1476.  Será  nulo  todo  pacto  que  exima 
al  vendedor  de  responder  de  la  evicción,  siem- 
pre que  hubiere  mala  fe  de  su  parte. 

Art.  1477.  Cuando  el  comprador  hubiese 
renunciado  el  derecho  al  saneamiento  para  el 
caso  de  evicción.  Ileg'ado  que  sea  éste,  deberá 
el  vendedor  entregar  únicamente  el  precio 
que  tuviere  la  cosa  vendida  al  tiempo  de  la 
evicción,  á  no  sor  que  el  comprador  hubiese 
hecho  la  renuncia  con  conocimiento  de  los  ries- 
gos de  la  evicción  y  sometiéndose  á  sus  con- 
secuencias. 

Art.  1478.  Cuando  se  haya  estipulado  el  sa- 
neamiento ó  cuando  nada  se  haya  pactado  so- 
bre este  punto,  si  la  evicción  se  ha  realizado, 
tendrá  el  comprador  derecho  á  exigir  del  ven- 
dedor: 

1.°  La  restitiición  del  precio  que  tuviere  la 
cosa  vendida  al  tiempo  do  la  evicción,  ya  sea 
mayor  ó  menor  que  el  de  la  venta. 

2."  Los  frutos  ó  rendimientos,  .si  se  le  hu- 
biere condenado  á  entregarlos  al  que  le  haya 
vencido  en  juicio. 

3."  Las  costas  del  pleito  que  haya  motiva- 
do la  evicción,  y,  en  su  caso,  las  del  seguido 
con  el  vendedor  para  el  saneamiento. 

4.°  Los  gastos  del  contrato,  si  los  hubiese 
pagado  el  comprador.^ 

5."  Los  daños  é  intereses  y  los  gastos  vo- 
luntarios ó  de  puro  recreo  ú  ornato,  si  se  ven- 
dió de  mala  fe. 

Art.  1479.  Si  el  compi-ador  perdiere  por 
efecto  de  la  evicción,  una  liarte  de  la  cosa  ven- 
dida de  tal  importancia  con  relación  al  todo 
que  sin  dicha  parte  no  la  hubiera  comprado, 
podrá  exig'ir  la  rescisión  del  contrato;  ])ero 
con  la  obligación  de  devolver  la  cosa  sin  más 
gravámenes  que  los  que  tuviese  al  adquirirla. 
Esto  mismo  se  observará  cuando  se  vendie- 
sen dos  ó  más  cosas  conjuntamente  por  un 
pi'eeio  alzado  ó  particular  para  cada  una  de 
ellas,  si  constase  claramente  que  el  comprador 
no  habría  comprado  la  una  sin  la  otra. 
Art.  1480.    El  saneamiento  no  podrá  exigir- 


se hasta  que  haya  recaldo  .sentencia  firme,  por 
la  que  se  condene  al  comprador  á  la  pérdida 
de  la  cosa  adquirida  ó  de  parte  de  la  misma. 

Art.  1481.  El  vendedor  estará  obligado  al 
saneamiento  que  corresponda,  siempre  que  re- 
sulte probado  que  se  le  notificó  la  demanda 
de  evicción  á  instancia  del  comprador.  Fal- 
tando la  notificación,  el  vendedor  no  estará 
oblig-ado  al  saneamiento. 

Art.  1482.  El  comprador  demandado  solici- 
tará, dentro  del  término  que  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  señala  para  contestar  á  la  de- 
manda, que  ésta  se  notifique  al  vendedor  ó 
vendedores  en  el  plazo  más  breve  posible. 

La  notificación  se  hará  como  la  misma  ley 
establece  para  emplazar  á  los  demandados. 

El  término  de  contestación  para  el  compra- 
dor quedará  en  siispenso  Ínterin  no  espiren 
los  que  para  comparecer  y  contestar  á  la  de- 
manda se  señalen  al  vendedor  ó  vendedores, 
que  serán  los  mismos  plazos  que  determina 
para  todos  los  demandados  la  expresada  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  contados  desde  la  no- 
tificación establecida  por  el  párrafo  primero 
de  este  articulo. 

Si  los  citados  de  evicción  no  comparecieren 
en  tiempo  y  forma,  continTxará,  respecto  del 
comprador,  el  término  para  contestar  á  la  de- 
manda. 

Art.  1483.  Si  la  finca  vendida  estuviese 
g'ravada,  sin  mencionarlo  la  escritura,  con  al- 
guna carga  ó  servidumbre  no  aparente,  de 
tal  naturaleza  que  deba  presumirse  no  la  ha- 
bría adquirido  el  comprador  si  la  hubiera  co- 
nocido, podrá  pedir  la  rescisión  del  contrato, 
á  no  ser  que  prefiera  la  indemnización  corres- 
pondiente. 

Durante  un  año,  á  contar  desde  el  otorga- 
miento de  la  escritura ,  podrá  el  comprador 
ejercitar  la  acción  rescisoria,  ó  solicitar  la  in- 
demnización. 

Transcurrido  el  año,  sólo  podrá  reclamar  la 
indemnización  dentro  de  un  periodo  igual,  á 
contar  desde  el  dia  en  que  haya  descubierto  la 
carga  ó  servidumbre. 

§  2.°— Del  saneamiento  por  los  defectos  ó  graváme- 
nes ocultos  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1484.  El  vendedor  estará  oblig'ado  al 
saneamiento  por  los  defectos  ocultos  que  tu- 
viere la  cosa  vendida,  si  la  hacen  impropia 
para  el  uso  á  que  se  la  destina,  ó  si  disminuyen 
de  tal  modo  este  uso  que,  de  haberlos  conoci- 
do el  comprador,  no  la  habría  adquirido  ó  ha- 
bría dado  menos  precio  por  ella;  |iero  no  será 
responsable  de  los  defectos  manifiestos  ó  que 
estuvieren  á  la  vista,  ni  tampoco  de  los  que  no 
lo  estén,  si  el  comprador  es  un  perito  que,  por 
razón  de  su  oficio  ó  profesión,  debia  fácilmen- 
te conocerlos. 

Art.  1485.  El  vendedor  responde  al  com- 
prador del  saneamiento  por  los  vicios  ó  defec- 
tos ocultos  de  la  cosa  vendida,  aunque  los  ig- 
norase. 

Esta  disposición  no  regirá  cuando  se  haya 
estipulado  lo  contrario,  y  el  vendedor  ignora- 
ra los  vicios  ó  defectos  ocultos  do  lo  vendido. 

Art.  1486.  En  los  casos  de  los  dos  artículos 
I   anteriores,  el  comprador  podrá  optar  entre  de- 
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sistir  del  contrato,  aboiiánrloselo  los  gastos 
que  pagó,  ó  rebajai-  una  cantidad  proporcioual 
del  precio,  ajuicio  de  peritos. 

Si  el  vendedor  conocía  los  vicios  ó  defectos 
ocultos  de  la  cosa  vendida  y  no  los  manifestó 
al  comprador,  tendrá  éste  la  misma  opción  y 
además  se  le  indemnizará  de  los  daños  y  per- 
juicios, si  optare  por  la  rescisión. 

Art.  1487.  Si  la  cosa  vendida  se  perdiere  por 
efecto  de  los  vicios  ocultos,  conociéndolos  el 
vendedor,  sufrirá  éste  la  pérdida  y  deberá  res- 
tituir el  precio  y  abonar  los  gastos  del  contra- 
to, con  los  daños  y  perjuicios.  Si  no  los  cono- 
cía, debe  sólo  restituir  el  precio  y  abonar  los 
gastos  del  contrato  que  hubiese  pagado  el  com- 
prador. 

Art.  1488.  Si  la  cosa  vendida  tenía  algún 
vicio  oculto  al  tiempo  de  la  venta,  y  se  pierde 
después  por  caso  fortuito  ó  por  culpa  del  com- 
prador, podrá  éste  reclamar  del  vendedor  el 
precio  que  pagó,  con  la  rebaja  del  valor  que 
la  cosa  tenía  al  tiempo  de  perderse. 

Si  el  vendedor  obró  de  mala  fe,  deberá  abo- 
nar al  comprador  los. daños  é  intereses. 

Art.  1489.  En  las  ventas  judiciales  nunca 
habrá  lug-ar  á  la  responsabilidad  por  daños  y 
perjuicios;  pero  sí  á  todo  lo  demás  dispuesto 
en  ios  artículos  anteriores. 

Art.  1490.  Las  acciones  que  emanan  de  lo 
dispuesto  eu  los  cinco  artículos  precedentes  se 
extinguirán  á  los  seis  meses,  contados  desde 
la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1491.  Vendiéndose  dos  ó  más  animales 
juntamente,  sea  en  un  precio  alzado,  sea  seña- 
lándolo á  cada  uno  de  ellos,  el  vicio  redhibito- 
río  de  cada  uno  dará  solamente  lug'ar  á  su 
redhibición,  y  no  á  la  de  los  otros,  á  no  ser  que 
aparezca  que  el  comprador  no  habría  compra- 
do el  sano  ó  sanos  sin  el  vicioso. 

Se  presume  esto  último  cuando  se  compra  un 
tiro,  yunta,  pareja  ó  juego,  aunque  se  haya 
señalado  un  precio  separado  á  cada  uno  de  los 
animales  que  lo  componen. 

Art.  1492.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior respecto  de  la  venta  de  animales  se  en- 
tiende igualmente  aplicable  á  la  de  otras  cosas. 

Art.  1493.  El  saneamiento  por  los  vicios 
ocultos  de  los  animales  y  ganados  no  tendrá 
lug-ar  en  las  ventas  hechas  en  feria  ó  en  públi- 
ca subasta,  ni  en  la  de  caballerías  enajenadas 
como  de  desecho,  salvo  el  caso  previsto  eu  el 
artículo  siguiente. 

Art.  1494.  No  serán  objeto  del  contrato  de 
venta  los  ganados  y  animales  que  padezcan 
enfermedades  contagiosas.  Cualquier  conti-a- 
to  que  se  hiciere  respecto  de  ellos  será  nulo. 

También  será  nulo  el  contrato  de  venta  de 
los  ganados  y  animales,  si,  expresándose  en 
el  mismo  contrato  el  servicio  ó  uso  para  que  se 
adquieren,  resultaren  inútiles  para  prestarlo. 

Art.  1495.  Cuando  el  vicio  oculto  de  los  ani- 
males, aunque  se  haya  practicado  el  reconoci- 
miento facultativo,  sea  de  tal  naturaleza  que 
no  basten  los  conocimientos  periciales  para  su 
descubrimiento,  se  reputai'á  redhibitorio. 

Pero  si  el  profesor,  por  ig-norancia  ó  mala  fe, 
dejara  de  descubrirlo  ó  manifestarlo,  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjtiicios. 

Art.   1496.     La  acción  redhibitoria  que  se 


funde  en  los  vicios  ó  defectos  de  lo>  .ininiales, 
deberá  interponerse  dentro  de  cuarenta  días, 
contados  desde  el  de  su  entrega  al  comprador, 
salvo  que,  por  el  uso  eu  cada  localidad,  se  ha- 
llen establecidos  mayores  ó  menores  plazos. 

Esta  acción  eu  las  ventas  de  animales  sólo 
se  podrá  ejercitar  respecto  de  los  vicios  y  de- 
fectos de  los  mismos  que  estén  determinados 
por  la  ley  ó  por  los  usos  locales. 

Art.  1497.  Si  el  animal  muriese  á  los  tres 
días  de  comprado,  será  responsable  el  vende- 
dor, siempre  que  la  enfermedad  que  ocasionó 
la  muerte  existiera  antes  del  contrato,  á  juitio 
de  los  facultativos. 

Art.  1498.  Resuelta  la  venta,  el  animal  de- 
berá ser  devuelto  en  el  estado  en  q\ie  fué  ven- 
dido y  entreg'ado,  siendo  responsable  el  com- 
prador de  ciialquier  deterioro  debido  á  su  ue- 
gligencia,  y  que  no  proceda  del  vicio  ó  defecto 
redhibitorio. 

Art.  1499.  En  las  ventas  de  animales  y  ga- 
nados con  vicios  redhibitorios,  g'ozará  también 
el  comprador  de  la  facultad  expresada  eu  el 
art.  1 .486;  pero  deberá  usar  de  ella  dentro  del 
mismo  término  que  para  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción redhibitovia  queda  respectivamente  se- 
ñalado. 

CAP.  6." — De  las  obligaciones  del  comprador. 

Art.  1500.  El  comprador  está  obligado  á 
pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el  tiem- 
po y  lugar  fijados  por  el  contrato. 

Si  no  se  hubieren  fijado,  deberá  hacerse  el 
pago  en  el  tiempo  y  lug'ar  en  que  se  hag'a  la 
entrega  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1501.  El  comprador  deberá  intereses 
por  el  tiem))o  cjue  medie  entre  la  entrega  de  la 
cosa  y  el  pago  del  precio,  en  los  tres  casos  si-- 
g'uientes: 

1."    Si  asi  se  hubiere  convenido. 

2."  Si  la  cosa  vendida  y  entregada  produ- 
ce fruto  ó  renta. 

3."  Si  se  hubiere  constituido  en  mora,  con 
arreglo  al  art.  1.100. 

Art.  1502.  Si  el  comprador  fuere  perturba- 
do en  la  posesión  ó  dominio  de  la  cosa  adqui- 
rida, ó  tuviere  fundado  temor  de  serlo  por  una 
acción  reivindicatoría  ó  hipotecaria,  podrá 
suspender  el  pago  del  precio  hasta  que  el  ven- 
dedor haya  hecho  cesar  la  perturbación  ó  el 
peligro,  á  no  ser  que  afiance  la  devolución  del 
precio  eu  su  caso,  ó  se  haya  estipulado  que,  no 
obstante  cualquiera  contingencia  de  aquella 
clase,  el  comprador  estará  obligado  á  verificar 
al  pago. 

Art.  1503.  Si  el  vendedor  tuviere  fundado 
motivo  para  temer  la  pérdida  de  la  cosa  in- 
mueble vendida  y  el  precio,  podrá  promover 
inmediatamente  la  resolución  de  la  venta. 

Si  no  existiere  este  motivo,  se  observará  lo 
dis])uesto  en  el  art.  1.124. 

Art.  1504.  En  la  veuta  de  bienes  inmuebles, 
aun  cuando  se  hubiera  estipulado  que  por  fal- 
ta de  pago  del  precio  en  el  tiempo  convenido 
tendrá  lugar  del  pleno  derecho  la  resolución 
del  contrato,  el  comprador  podrá  pagar,  aun 
después  de  espirado  el  término,  ínterin  no 
haya  sido  requerido  judicialmente  ó  por  acta 
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notarial.  Hecho  el  requerimiento,  el  juez  no 
podrá  concederle  nuevo  término. 

Art.  1505.  Keí..pecto  de  los  bienes  mueble.s, 
la  resolución  de  la  venta  tendrá  lugar  de  ple- 
no derecho,  en  interés  del  vendedor,  cuando 
el  comprador  antes  de  vencer  el  término  fijado 
para  la  entrega  de  la  cosa,  no  se  haya  pre- 
sentado á  recibirla,  ó,  presentándose,  no  haya 
ofrecido  al  mismo  tiempo  el  precio,  salvo  que 
para  el  pago  de  éste  se  hubiese  pactado  mayor 
dilación. 

CAP.  VI.— De  la  resolución  de  la  venta. 

Art.  1506.  La  venta  se  resuelve  por  las  mis- 
mas causas  que  todas  las  obligaciones,  y  ade- 
más por  las  expresadas  en  los  capítulos  ante- 
riores, y  por  el  retracto  convencional  ó  por  el 
legal. 

SEC.  1."— Del  retracto  convencional. 

Art.  1507.  Tendrá  lugar  el  retracto  con- 
vencional cuando  el  vendedor  se  reserve  el  de- 
recho de  recuperar  la  cosa  vendida  con  obli- 
gación de  cumplir  lo  expresado  en  el  art.  1.518 
y  lo  demás  que  se  hubiese  pactado. 

Art.  1508.  El  derecho  de  que  trata  el  arti- 
culo anterior,  durará,  á  falta  de  pacto  expre- 
so, cuatro  años  contados  desde  la  fecha  del 
contrato. 

En  caso  de  estipulación,  el  plazo  no  podrá 
exceder  de  diez  años. 

Art.  1509.  Si  el  vendedor  no  cumple  lo 
prescrito  en  el  art.  1.518,  el  comprador  adqui- 
rirá irrevocablemente  el  dominio  de  la  cosa 
vendida. 

Art.  1510.  El  vendedor  podrá  ejercitar  su 
acción  contra  todo  poseedor  que  traiga  su  de- 
recho del  comprador,  aunque  en  el  segundo 
contrato  no  se  haya  hecho  mención  del  retrac- 
to convencional;  salvo  lo  dispuesto  en  la  ley 
hipotecaria  respecto  de  terceros. 

Art.  1511.  El  comprador  sustituye  al  vende- 
dor en  todos  sus  derechos  y  acciones. 

Art.  1512.  Los  acreedores  del  vendedor  no 
podrán  hacer  uso  del  retracto  convencional 
contra  el  comprador,  sino  después  de  haber 
hecho  excusión  en  los  bienes  del  vendedor. 

Art.  1513.  E)  comprador  con  pacto  de  retro- 
venta  de  una  parte  de  finca  indivisa  que  ad- 
quiera la  totalidad  de  la  misma  en  el  caso  del 
art.  40-1,  podrá  obligar  al  vendedor  á  redimir 
el  todo,  si  éste  quiere  hacer  uso  del  retracto. 

Art.  1514.  Cuando  varios,  conjuntamente  y 
en  un  solo  contrato,  vendan  una  finca  indivisa 
con  pacto  de  retro ,  ninguno  de  ellos  podrá 
ejercitar  este  derecho  más  que  por  su  parte 
respectiva. 

Lo  mismo  se  observará  sí  el  que  ha  vendido 
por  sí  solo  una  finca  ha  dejado  varios  herede- 
ros, en  cuyo  caso  cada  uno  de  éstos  sólo  podrá 
redimir  la  parte  que  hubiese  adquirido. 

Art.  1515.  «En  los  casos  del  articulo  anterior, 
el  comprador  podrá  exigir  de  todos  los  vende- 
dores ó  coherederos  que  se  pongan  de  acuer- 
do sobre  la  redención  de  la  totalidad  de  la  cosa 
vendida;  y,  si  asi  no  lo  hicieren,  no  se  podrá 
obligar  al  comprador  al  retracto  parcial. 

Art.  1516.  Cada  uno  de  los  copropietarios 
de  una  finca  indivisa,  que  hubiese  vendido  se- 
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paradame'.ite  su  parte,  podrá  ejercitar,  con  la 
misma  separación,  el  derecho  de  retracto  por 
sn  porción  respectiva,  y  el  comprador  no  po- 
drá obligarle  á  redimir  la  totalidad  de  la  finca. 

Art.  1517.  Si  el  comprador  dejare  varios  he- 
rederos, la  acción  de  retracto  no  podrá  ejerci- 
tarse contra  cada  uno  sino  por  su  parte  res- 
pectiva, ora  se  halle  indivisa,  ora  se  haya  dis- 
tribuido entre  ellos. 

Pero  si  se  lia  dividido  la  herencia  y  la  cosa 
vendida  se  ha  adjudicado  á  uno  de  los  herede- 
ros, la  acción  de  retracto  podrá  intentarse  con- 
tra él  por  el  todo. 

Art.  1518.  El  vendedor  no  podrá  hacer  uso 
del  derecho  de  retracto  sin  reembolsar  al  com- 
prador el  precio  de  la  venta,  y  además: 

1.°  Los  gastos  del  contrato  y  cualquier 
otro  pago  legitimo  hecho  para  la  venta. 

2."  Los  gastos  necesarios  y  útiles  hechos 
en  la  cosa  vendida. 

Art.  1519.  Cuando  al  celebrarse  la  venta  hu- 
biese en  la  finca  frutos  manifiestos  ó  nacidos, 
no  66  hará  abono  ni  prorrateo  de  los  que  haya 
al  tiempo  del  retracto. 

Si  no  los  hubo  al  tiempo  de  la  venta,  y  los 
ha^-  al  del  retracto,  se  prorratearán  entre  el 
retrayente  y  el  comprador,  dando  á  éste  la 
parte  correspondiente  al  tiemjio  que  poseyó 
la  finca  en  el  último  año,  ;l  contar  desde  la 
venta. 

Art.  1520.  El  vendedor  que  recobre  la  cosa 
vendida,  la  reciljirá  libre  de  toda  carga  ó  hi- 
poteca impuesta  por  el  comprador,  pero  esta- 
rá obligado  á  pasar  por  los  arriendos  que  éste 
haya  hecho  de  buena  fe,  y  según  costumbre 
del  lugar  en  qije  radique. 

SEC.  2.'— Del  retracto  legal. 

Art.  1521.  El  retracto  legal  es  el  derecho  de 
subrogarse,  con  las  mismas  condiciones  esti- 
puladas en  el  contrato,  en  lugar  del  que 
adquiere  una  cosa  por  compra  ó  dación  en 
pago  '. 

Art.  1522.  El  copropietario  de  una  cosa  co- 
mún podrá  usar  del  retracto  en  el  caso  de  ena- 
jenarse á  un  extraño  la  parte  de  todos  los  de- 
más condueños  ó  de  alguno  de  ellos. 

Cuando  dos  ó  más  copropietarios  quieran 
usar  del  retracto,  sólo  podrán  hacerlo  á  pro- 
rrata de  la  porción  que  tengan  en  la  cosa 
común  '. 

Art.  1523.  También  tendrán  el  derecho  de 
retracto  los  propietarios  de  las  tierras  colin- 
dantes cuando  se  trate  de  la  venta  de  un  finca 
rvistica  cuya  cabida  no  exceda  una  hectárea. 

El  dereeiio  á  que  se  refiere  el  párrafo  ante- 
rior no  es  aplicable  á  las  tierras  colindantes 
que  estuvieren  separadas  por  arroyos,  ace- 
quias, barrancos,  caminos  y  otras  servidum- 
bres aparentes  en  provecho  de  otras  fincas. 

Si  dos  ó  más  colindantes  usan  del  retra.'to 
al  mismo  tiempo,  será  preferido  el  que  de  ellos 
sea  dueño  de  la  tierra  colindante  de  menor  ca- 
bida; y  si  las  dos  la  tuvieran  igual,  el  que  pri- 
mero lo  solicite  ^. 


'    Sobre  aplicación  de  losarte.  1.521  y  1.522,  vrascla 

sent.  de  2ff  Octubre  ISSI  en  el  .apéndice  rte  1892.  /).  tst. 

-     (Rktracto  de  colindan iKS. i     -Fué  igualmente 
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Art.  1524.  Xo  podrá  ejei-citarse  el  derecho 
de  retracto  legal  sino  dentro  de  nneve  dia.s 
contados  desde  la  inscripción  en  el  Reg-istro, 
y  en  sil  defecto,  desde  que  el  retrayente  hu- 
biera tenido  conocimiento  de  la  venta  '. 

El  retracto  de  comuneros  excluye  el  de  co- 
lindantes. 

Art.  1525.  En  el  retracto  legal  tendrá  lugar 
lo  dispuesto  en  los  arts.  1.511  y  1.518. 

CAP.  VII.— De  la  transmi.sión  de  cbéditos  y  demás 

DEItECHOS  INCORPORALES. 

Art.  1526.  La  cesión  de  un  crédito,  derecho 
ó  acción  no  surtirá  efecto  contra  tercero  sino 
desde  que  su  fecha  deba  tenerse  por  cierta  en 
conformidad  á  los  arts.  1.218  y  1.227. 

Si  se  refiriere  á  un  inmueble,  desde  la  fecha 
de  su  inscripción  en  el  Registro. 

Art.  1527.  El  deudor  que  antes  de  tener  co- 
nocimiento de  la  cesión  satisfaga  al  acreedor, 
quedará  libre  de  la  obligación. 

Art.  1528.  La  venta  ó  cesión  delm  crédito 
comprende  la  de  todos  los  derechos  accesorios, 
como  la  fianza,  hipoteca,  prenda  ó  privilegio. 

Art.  1529  El  vendedor  de  buena  fe  respon- 
derá de  la  existencia  y  legitimidad  del  crédito 
al  tiempo  de  la  venta,  á  no  ser  que  se  haya 
vendido  como  dudoso;  pero  no  de  la  solvencia 
del  deudor,  á  menos  de  haberse  estipulado  ex- 
presamente, ó  de  que  la  insolvencia  fuese  an- 
terior y  pública. 

Aun"  en  estos  casos  sólo  responderá  del  pre- 
cio recibido  y  de  los  gastos  expresados  en  el 
mim.  1."  del  art.  1.518. 

El  vendedor  de  mala  fe  responderá  siempre 
del  pago  de  todos  los  gastos  y  de  los  daños  y 
perjuicios. 

Art.  1530.  Cuando  el  cedente  de  buena  fe 
se  hubiese  hecho  res|ionsable  de  la  solvencia 
del  deudor,  y  los  contratantes  no  hubieran  es- 
tipulado nada  sobre  la  duración  de  la  respon- 


objeto  de  controversia  en  !as  Cortes  la  cabida  seña- 
lada en  el  arí.  t  52:t  á  las  heredades  rjne,  en  caso  de 
venta,  pueden  ser  objeto  del  retracto  de  colindan- 
tes. La  Sección,  para  facilitar  con  el  transcurso  del 
tiempo,  algún  remedio  A  la  división  excesiva  de  la 
propiedad  territorial,  alli  donde  este  exceso  ofrece 
obstáculo  insuperable  al  desarrollo  de  la  riqueza  y 
siguiendo  el  ejemplo  de  otras  naciones,  concedió  A 
los  propietarios  aledaños  el  derecho  de  retraer  por 
el  tanto  las  heredades  de  dos  hectáreas  ó  menos,  li- 
mítrofes á  las  suyas.  Esta  cabida  hubo  de  parecer 
excesiva  á  algunos  señores  diputados,  que  preten- 
dían reducirla  á  .50  centiáreas.  También  habia  esta- 
blecido la  Sección  que  cuando  dos  ó  más  propieta- 
rios solicitaran  el  retracto,  fu  ra  preferido  aquel 
cuya  finca  tuviese  menos  cabida,  y  no  el  dueño  de 
la  mayor,  según  propuso  dcspiiés  alguno  de  los  im- 
pugnadores del  artículo.  En  vista  de  las  observacio- 
nes expuestas,  ha  accedido  la  Sección  á  reducir  á  la 
mitad  la  cabida  de  las  heredades  sujetas  á  aquel  de- 
recho: pero  también  ha  creído  que  debía  mantener 
la  preferencia  á  favor  del  dueño  de  la  finca  menor, 
considerando  que  esta  sohición  es  la  más  conforme 
con  el  fin  del  retracto.  En  cambio  ha  aceptado  con 
gusto  la  idea  de  suprimir  la  formalidad  del  requeri- 
miento ante  notario  •  (E.vii.  de  motivos.) 

'  En  la  anterior  edición  del  Codicio  se  mnndnha  com- 
putar  el  plazo  de  los  nueve  dias  desde  el  requerimiento 
hecho  ante  notario,  con  In  cual  venia  n  r.vigirse  este  re- 
quisito para  el  ejercicio  del  derecho  de  retracto^  ocasio- 
nando á  los  propietarios  pravísimos  inconvenientes  que 
nosotros  procuramos  poner  de  manifiesto  en  nuestros 
Apuntes  para  un  comen tjxrio,  publicados  en  el  jiúme- 
ro  S."  del  Suplemento-cubierta  del  .apéndice  de  1889, 
pág.  13.  Con  la  reforma  hecha  en  el  art.  1.524,  ya  no  son 
de  temer  tales  peligros. 
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sabilidad,  durará  ésta  sólo  un  año,  contado 
desde  la  cesión  del  crédito,  si  estaba  ya  ven- 
cido el  plazo. 

Si  el  crédito  fuere  pag-adero  en  término  ó 
plazo  todavía  no  vencido,  la  responsabilidad 
cesará  un  año  después  del  vencimiento. 

Si  el  crédito  consistiere  en  una  renta  perpe- 
tua, la  responsabilidad  se  extinguirá  á  los 
diez  años,  contados  desde  la  feehadela  cesión. 
Art.  1531.  El  ciue  venda  una  herencia  siu 
enumerar  las  cosas  de  que  se  compone,  sólo 
estará  obligado  á  responder  de  su  cualidad.de 
heredero. 

Art.  1532.  El  que  venda  alzadamente  ó  en 
globo  la  totalidad  de  ciertos  derechos,  rentas 
ó  productos,  cumplirá  con  responder  de  la  le- 
gitimidad del  todo  en  general;  pero  no  estará 
obligado  ál  saneamiento  de  cada  una  de  las 
partees  de  que  se  componga,  salvo  en  el  caso 
de  eviccióii  del  todo  ó  de  la  mayor  parte. 

Art.  1533.     Si  el  vendedor  se  hubiese  apro 
vechado  de  algunos  frutos  ó  hubiese  percibido 
alguna  cosa  de  la  herencia  que  vendiere,  de- 
berá abonarlos  al  comprador  si  no  se  hubiese 
pactado  lo  contrario. 

Art.  1534.  El  comprador  deberá,  por  su 
parte,  satisfacer  al  vendedor  todo  lo  que  éste 
haya  pagado  por  las  deudas  y  cargas  de  la  he- 
rencia y  por  los  créditos  que  tenga  contra  la 
misma,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  1535.  Vendiéndose  un  crédito  litigioso, 
el  deudor  tendrá  derecho  á  extinguirlo,  reem- 
bolsando al  cesionario  el  precio  que  pagó,  las 
costas  que  se  le  hubiesen  ocasionado  y  los  in- 
tereses del  precio  desde  el  día  en  que  éste  fué 
satisfecho. 

Se  tendrá  por  litigioso  un  crédito  desde  que 
se  conteste  á  la  demanda  relativa  al  mismo. 

El  deudor  podrá  usar  de  su  derecho  dentro  ' 
de  nueve  días,  contados  desde  que  el  cesiona- 
rio le  reclame  el  pago. 

Art.  1536.     Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en. 
el  articulo  anterior,  la  cesión  ó  ventas  hechas: 
1."    A  un  coheredero  ó  condueño  del  dere- 
cho cedido. 
2.°    A  un  acreedor  en  pago  de  su  crédito. 
3."     Al  poseedor  de  una  finca  sujeta  al  dere- 
cho litigioso  que  se  ceda. 

CAP.  VIII.— Disposición  general. 
Art.  1537.     Todo  lo  dispuesto  en  este  título' 
se  entiende  con  su.ieción  á  lo  que  respecto  de 
bienes  inmuebles  se  determina  en  la  ley  hipo- 
tecaria. 


Título  v 

De  la  permuta. 

Art.  1538.  La  permuta  es  un  contrato  por 
el  cual  cada  uno  de  los  contratantes  se  obliga 
á  dar  una  cosa  para  recibir  otra.  _•' 

Art.  1539.  Si  uno  de  los  coiTtratantes  hu- 
biese recibido  la  cosa  que  se  le  prometió  en 
permuta  v  acreditase  que  no  era  propia  del 
que  la  dio,  no  podrá  ser  obligado  á  entregar 
la  que  él  ofreció  en  cambio,  y  cumplirá  con 
devolver  la  que  recibió. 

Art.  1540.  El  que  pierda  por  evicción  la 
cosa  recibida  en  permuta,  podrá  optar  entre¡ 
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recviperai"  la  que  dio  eu  cambio  ó  reclamar  la 
iiiflemiiizacióndedaños  y  perjuicios;  pero  sólo 
podrá  usar  del  derecho  A  recuperar  la  cosa 
■que  él  entregó  mientras  ésta  subsista  en  poder 
del  otro  i)erniutante,  y  sin  perjuicio  de  los  de- 
i-echos  adquiridos  entretanto  sobre  ella  con 
huena  fe  por  un  tercero. 

Art.  1541.  En  todo  lo  que  no  se  halle  espe- 
cialmente determinado  en  este  titulo,  la  per- 
muta se  regirá  por  las  disposiciones  concer- 
nientes á  la  venta. 

TÍTULO  VI 
Del  contrato  de  arrendamiento. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— Disposiciones  generales. 

Art.  1542.  El  arrendamiento  puede  ser  de 
cosas,  ó  de  obras  ó  servicios. 

Art.  1543.  En  el  arrendamiento  de  cosas, 
una  de  las  partes  se  obliga  á  dar  á  la  otra  el 
goce  ó  uso  de  uua  cosa  por  tiempo  determina- 
do y  precio  cierto. 

Art.  1544.  En  el  arrendamiento  de  obras  ó 
servicios,  una  de  las  partes  se  obliga  á  ejecu- 
tar lina  obra  ó  á  prestar  á  la  otra  un  servicio 
por  precio  cierto. 

Art.  1545.  Los  bienes  fungibles  que  se  con- 
sumen con  el  uso  no  pueden  ser  materia  de 
este  contrato. 

CAP.  II De  los  arrendamientos  de  fincas 

RUSTICAS  Y  URBANAS. 

SEC.  1.*^ — Disposiciones  generales. 

Art.  ¡546.  Se  llama  arrendador  al  que  se 
obliga  á  ceder  el  uso  de  la  cosa,  ejecutar  la 
obra  ó  prestar  el  servicio,  y  arrendatario  al 
que  adquiere  el  uso  de  la  cosa  ó  el  derecho  á 
la  obra  ó  servicio  que  se  obliga  á  pagar. 

Art.  1547.  Cuando  hubiese  comenzado  la 
ejecución  de  un  contrato  de  arrendamiento 
verbal  y  faltare  la  prueba  del  precio  conveni- 
do, el  arrendatario  devolverá  al  arrendador  la 
cosa  arrendada,  abonándole  por  el  tiempo  que 
la  haya  disfrutado,  el  precio  que  se  regule. 

Art.  1548.  El  marido  relativamente  á  los 
bienes  de  su  mujer,  el  padre  y  tutor  respecto 
á  los  del  hijo  ó  menor,  y  el  administrador  de 
Wenes  que  no  tenga  ¡loder  especial,  uo  podrán 
dar  en  arrendamiento  las  cosas  por  término 
que  exceda  de  seis  años. 

Art.  1549.  Con  relación  á  terceros,  no  sur- 
tii'án  efecto  los  arrendamientos  de  bienes  rai- 
ces que  no  se  hallen  debidamente  inscritos  en 
el  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  1550.  Cuando  en  el  contrato  de  arren- 
damiento de  cosas  no  se  jirohiba  expresamen- 
te, podrá  el  arrendatario  subarrendar  en  todo 
ó  eu  parte  la  cosa  arrendada,  sin  perjuicio  de 
8U  responsabilidad  al  cumplimiento  del  con- 
trato para  con  el  arrendador. 

Art.  1551.  Sin  perjuicio  de  su  oblig'aeión 
para  con  el  subarrendador,  queda  el  subarren- 
datario obligado  á  favor  del  arrendador  por 
todos  los  actos  que  se  refieran  al  uso  y  conser- 
vacióu  de  la  cosa  arrendada  en  la  forma  pac- 
tada entre  el  arrendador  y  el  arrendatario. 

Art.  1552.  El  subarrendatario  queda  tam- 
bién obligado  para  con  el  arrendador  por  el 
importe  del  precio  convenido  en  el  subarrien- 


do que  se  halle  debiendo  al  tiempo  del  reque- 
rimiento, considerando  uo  hechos  los  pag'os 
adelantados  á  no  haberlos  verificado  con  arre- 
g'lo  á  la  costumbre. 

Art.  1553.  Son  aplicables  al  contrato  de 
arrendamiento,  las  disposiciones  sobre  sanea- 
miento contenidas  en  el  título  de  la  compr.a- 
venta. 

En  los  casos  eu  que  proceda  la  devolución 
del  in-ecio,  se  hará  la  disminución  proporcio- 
nal al  tiempo  que  el  arrendatario  haya  disfru- 
tado de  la  cosa. 

SEO.  2." — De  los  derechos  y  obligaciones  del 
arrendador  y  del  arrendatario. 

Art.  1554.     El  arrendador  está  obligado: 

1."  A  entregar  al  arrendatario  la  cosa  ob- 
jeto del  contrato. 

2."  A  hacer  en  ella  durante  el  arrenda- 
miento todas  las  reparaciones  necesarias  á  fin 
de  conservarla  en  estado  de  servir  para  el  uso 
á  que  ha  sido  destinada. 

'i."  A  mantener  al  arrendatario  en  el  goce 
pacífico  del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo 
del  contrato. 

Art.  1555.     El  arrendatario  está  obligado: 

1.°  A  pagar  el  precio  del  arrendamiento 
en  los  términos  convenidos. 

2."  A  usar  de  la  cosa  arrendada  como  un 
diligente  padre  de  familia,  destinándola  al  uso 
pactado;  y,  en  defecto  de  pacto,  al  que  se  in- 
fiera de  la  naturaleza  de  la  cosa  arrendada  se- 
gún la  costuml)re  de  la  tierra. 

3.°  A  pagar  los  gastos  que  ocasione  la  es- 
critura del  contrato  '. 

Art.  1556.  Si  el  arrendador  ó  el  arrendata- 
rio no  cumplieren  las  obligaciones  expresadas 
en  los  artículos  anteriores,  podrán  pedir  la 
rescisión  del  contrato  y  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  ó  sólo  esto  último,  dejando 
el  contrato  subsistente  '. 

Art.  1557.  El  arrendador  no  puede  variar 
la  forma  de  la  cosa  arrendada. 

Art.  1558.  Si  durante  el  arrendamiento  es 
necesario  hacer  alguna  reparación  urgente  en 
la  cosa  arrendada  que  no  pueda  diferirse  hasta 
la  conclusión  del  arriendo,  tiene  el  arrendata- 
rio oblig'aeión  de  tolerar  la  obra,  aunque  le 
sea  muy  molesta,  y  aunque  durante  ella  se  vea 
privado  de  uua  parte  de  la  finca. 

Si  la  reparación  dura  más  de  cuai'enta  días, 
debe  disvninuirse  el  precio  del  arriendo  á  pro- 
porción del  tiempo  y  de  la  parte  de  la  finca  de 
que  el  arrendatario  se  vea  privado. 

Si  la  obra  es  de  tal  naturaleza  que  hace  in- 
habitable la  parte  que  el  arrendatario  y  su  fa- 
milia necesitan  para  su  habitación,  puede  éste 
rescindir  el  contrato. 

Art.  1559.  El  arrendatario  está  obligado  á 
poner  en  conocimiento  del  propietario,  eu  el 
más  breve  plazo  posible,  toda  usurpación  ó  no- 
vedad dañosa  que  otro  haya  realizado  ó  abier- 
tamente prepare  en  la  cosa  arrendada. 

También  está  obligado  á  poner  en  conoci- 


1  Si  se  establece  en  el  contrato  que  dará  lugar  al 
desahucio  la  falta  de  pa<jo  de  dos  viensualidades,  no  pue- 
de producir  ese  efecto  la  omisión  de  una,  coiiforme  á  los 
artículos  /..55.5,  í..'¡5ti  ¡/  1.5a;)  del  C'ód.  civil.  iSent.  12  Ene- 
ro 1891;  t.  I,  p.701.) 
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miento  del  dueño,  con  la  misma  urgencia,  la 
necesidad  de  todas  las  i-eparaciones  compren- 
didas en  el  núm.  2.°  del  art.  1.554. 

En  ambos  casos  será,  responsable  el  arrenda- 
tario de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  ne- 
gligencia se  ocasionaren  al  propietario. 

Árt.  1560.  El  arrendador  no  está  obligado 
á  responder  de  la  perturbación  de  mero  hecho 
que  un  tercero  causare  en  el  uso  de  la  finca 
arrendada;  pero  el  arrendatario  tendrá  acción 
directa  contra  el  perturbador. 

No  existe  perturbación  de  hecho  cuando  el 
tercero,  ya  sea  la  Administración,  ya  un  par- 
ticular, ha  obrado  en  virtud  de  un  derecho  que 
le  corresponde. 

Art.  1561.  El  arrendatario  debe  devolver  la 
finca  al  concluir  el  arriendo,  tal  como  la  reci- 
bió, salvo  lo  que  hubiese  perecido  ó  se  hubiera 
menoscabado  por  el  tiempo  ó  por  causa  inevi- 
table. 

Art.  1562.  A  falta  de  expresión  del  estado 
de  la  finca  al  tiempo  de  arrendarla,  la  ley  pre- 
sume que  el  arrendatario  la  recibió  en  buen 
estado,  salvo  prueba  en  contrario. 

Art.  1563.  El  arrendatario  es  responsable 
del  deterioro  ó  pérdida  que  tuviere  la  cosa 
arrendada,  á  no  ser  que  pruebe  haberse  oca- 
sionado sin  culpa  suya. 

Art.  1564.  El  arrendatario  es  responsable 
del  deterioro  causado  por  las  personas  de  su 
casa. 

Art.  1565.  Si  el  arrendamiento  se  ha  hecho 
por  tiempo  determinado,  concluye  el  dia  prefi- 
jado sin  necesidad  de  requerimiento. 

Art.  1566.  Si  al  termir.ar  el  contrato  perma- 
nece el  ai'rendatario  disfrutando  quince  dias 
de  la  cosa  arrendada  con  aquiescencia  del 
arrendador,  se  entiende  que  hay  tácita  recon- 
ducción por  el  tiempo  que  establecen  los  ar- 
tículos 1.577  y  1.581,  á  menos  que  haya  prece- 
dido requerimiento. 

Art.  1567.  En  el  caso  de  la  tácita  reconduc- 
ción, cesan  respecto  de  ella  las  obligaciones 
otorgadas  por  un  tercero  para  la  seguridad  del 
contrato  iirincipal. 

Art.  1568.  Si  se  pierde  la  cosa  arrendada  ó 
alguno  de  los  contratantes  falta  al  cumpli- 
miento de  lo  estipulado,  se  observará  respecti- 
vamente lo  dispuesto  en  los  arts.  1.182  y  1.183'. 

Art.  1569.  El  arrendador  podrá  desahuciar 
judicialmente  al  arrendatario  por  alguna  de 
las  catisas  siguientes: 

1.*  Haber  espirado  el  término  convencio- 
nal ó  el  que  se  fija  para  la  duración  de  los 
arrendamientos  en  los  arts.  1.577  y  1.581. 

2."     Falta  de  pag'o  en  el  precio  convenido. 

3."  Infracción  de  cualquiera  de  las  condi- 
ciones estipuladas  en  el  contrato  '-. 

4."  Destinar  la  co.sa  arrendada  á  usos  ó  ser- 
vicios no  pactados  que  la  hagan  desmerecer;  ó 
no  sujetarse  en  su  uso  á  lo  que  se  ordena  en 
el  niim.  2."  del  art.  1.555. 


*  'Y  en  los  1.101  y  1.124*  ailade  Ja  edición  de  lujo  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Aunque  la  alusión  á  estos 
dos  artículos  parece  oportuno,  ni  está  en  la  G-aceta,  ni 
en  la  edición  llamada  oficial  del  mismo  Ministerio,  ni  en 
la  primera  del  Cód.  civil,  ó  sea  la  adjunta  al  i?.  D.  de  6 
de  Octubre  de  ISss. 

*  Véase  la  nota  al  art.  1.555. 


Art.  1570.  Fuera  de  los  casos  mencionados 
en  el  articulo  anterior,  tendrá  el  arrendatario 
derecho  á  aprovechar  los  términos  estableci- 
dos en  los  arts.  1.577  y  1.581.  - 

Art.  1571.  El  comprador  de  una  finca  arren- 
dada tiene  derecho  á  que  termine  el  arriendo 
vigente  al  verificarse  la  venta,  salvo  pacto  ea 
contrario  y  lo  dispuesto  en  la  ley  hipotecaria. 

Si  el  comprador  usare  de  este  derecho,  el 
arrendatario  podrá  exigir  que  se  le  deje  reco- 
ger los  frutos  de  la  cosecha  que  corresponda 
al  año  agrícola  corriente  y  que  el  vendedor  le 
indemnice  los  daños  y  perjuicios  que  se  le 
causen. 

Art.  1572.     El  comprador  con  jiacto  de  re-J 
traer  no  puede  usar  de  la  facultad  de  desahu-j 
ciar  al  arrendatario  hasta  que  haya  concluida 
el  plazo  para  usar  del  retracto. 

Art.  1573.  El  arrendatario  tendrá,  respeetd 
de  las  mejoras  útiles  y  voluntarias,  el  misma 
derecho  que  se  concede  al  usufructuario. 

Art.  1574.  Si  nada  se  hubiere  pactado  sobi'C 
el  lugar  y  tiempo  del  pago  del  arrendaraientoj| 
se  estará,  en  cuanto  al  lugar,  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.171;  y,  en  cuanto  al  tiempo,  ala  cos-j 
tumbre  de  la  tierra. 

SEO.  3.'^ — Disposiciones   especiales  para  los 
arrendamientos  de  predios  rústicos. 

Art.  1575.  El  arrendatario  no  tendrá  dere- 
cho á  rebaja  de  la  renta  por  esterilidad  de  la 
tierra  arrendada  ó  por  pérdida  de  frutos  pro- 
viniente  de  casos  fortuitos  ordinarios;  pero  si, 
en  caso  de  pérdida  de  más  de  la  mitad  de  fru- 
tos por  casos  fortuitos  extraordinarios  é  im- 
previstos, salvo  siempre  el  pacto  especial  en 
contrario. 

Entiéndese  por  casos  fortuitos  extraordina- 
rios: el  incendio,  g'uerra,  peste,  inundación  in- 
sólita, langosta,  terremoto  ii  otro  igualmente 
desacostumbrado,  y  que  los  contratantes  no  " 
hayan  podido  racionalmente  prever. 

Art.  1576.  Tampoco  tiene  el  arrendatario 
derecho  á  rebaja  de  la  renta  cuando  los  frutos 
se  han  perdido  después  de  estar  separados  dé 
su  raíz  ó  tronco. 

Art.  1577.  El  arrendamiento  de  un  predio 
rústico,  cuando  no  se  fija  su  duración,  se  en- 
tiende hecho  por  todo  el  tiempo  necesario  para 
la  recolección  de  los  frutos  que  toda  la  finca 
arrendada  diere  en  un  año  ó  pueda  dar  poril 
una  vez,  aunque  pasen  dos  ó  más  años  pard 
obtenerlos. 

El  de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos^ 
más  hojas,  se  entiende  por  tantos  años  ctia 
tas  sean  éstas. 

Art.   1578.     El   arrendatario    saliente  debe  I 
permitir  al  entrante  el  uso  del  local  y  demás 
medios  uecesario.s  para  las  labores  preparato- 
rias del  año  siguiente;  y,  reciprocamente  el  en- 
trante tiene  obligación  de  permitir  al  colono  j 
saliente   lo   necesario   para   la   recolección  yj 
aprovechamiento  de  los  frutos,  todo  con  arre- 
glo á  la  costumbre  del  pueblo. 

Art.  1579.  El  arrendamiento  por  aparcería 
de  tierras  de  labor,  g-anados  de  cria  ó  estable- 
cimientos fabriles  é  industriales,  se  regirá  por 
las  disposiciones  relativas  al  contrato  de  socie 
dad  y  por  las  estipulaciones  de  las  partes,  y. 
en  su  defecto,  por  la  costumbre  de  la  tierra. 
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SEC.'  4.* — Disposiciones   especíales  para   el 
arrendamiento  de  predios  urbanos. 

Avt.  1580.  En  defecto  de  pacto  especial,  .se 
estará  á  la  costumbre  del  pueblo  para  las  re- 
pai'acioues  de  los  predios  urbanos  que  deban 
ser  de  cuenta  del  propietario.  En  caso  de  duda 
se  entenderán  de  cargo  de  éste. 

Art.  1581.  Si  no  se  hubiese  lijado  plazo  al 
arrendamiento,  se  entiende  hecho  por  años 
cuando  se  ha  fijado  un  alquiler  anual,  por 
meses  cuando  es  mensual,  por  dias  cuando  es 
diario. 

En  todo  caso  cesa  el  arrendamiento,  sin  ne- 
cesidad de  requerimiento  especial,  cumplido 
el  término. 

Art.  1582.  Cuando  el  arrendador  de  una 
casa,  ó  de  parte  de  ella,  destinada  á  la  habita- 
ción de  una  familia,  ó  de  una  tienda,  ó  alma- 
cén, ó  establecimiento  iudu.strial,  arrienda 
también  los  muebles,  el  arrendamiento  de  és- 
tos se  entenderá  por  el  tiempo  que  dure  el  de 
Ja  finca  arrendada. 

CAP.  III. — Del  arrenda.miento  de  obras  v 

SERVICIOS. 

SEC.  1.** — Del  servicio  de  criados  y  trabajadores 
asalariados. 

Art.  1583.  Puede  contratarse  esta  clase  de 
servicio  sin  tiempo  fijo,  por  cierto  tiempo,  ó 
para  una  obra  determinada.  El  arrendamiento 
heclio  por  toda  la  vida  es  nulo. 

Art.  1584.  El  criado  doméstico  destinado  al 
servicio  personal  de  su  amo,  ó  de  la  familia  de 
•éste,  por  tiempo  determinado,  puede  despedii- 
se  y  ser  despedido  antes  de  espirar  el  término; 
pero,  si  el  amo  despide  al  criado  sin  justa  cau- 
sa, debe  indemnizarle  pagándole  el  salario  de- 
vengado y  el  de  quince  dias  más. 

El  amo  será  creído ,  salvo  prueba  en  con- 
trario: 

1.°  Sobre  el  tanto  del  salario  del  sirviente 
doméstico. 

2."  Sobre  el  pago  de  los  salarios  devenga- 
dos en  el  año  corriente. 

Art.  1585.  Además  de  lo  prescrito  en  los  ar- 
tlculo.s  anteriores,  se  obser\ará  acerca  de  los 
amos  y  sirvientes  lo  que  determinen  las  leyes 
y  reglamentos  especiales. 

Art.  1586.  Los  criados  de  labranza,  menes- 
trales, artesanos  y  demás  trabajadores  asala- 
riados por  cierto  término  para  cierta  obra,  no 
pueden  despedirse  ni  ser  despedidos  antes  del 
cumplimiento  del  contrato,  sin  justa  causa. 

Art.  ¡587.  La  despedida  de  los  criados,  me- 
nestrales, artesanos  y  demás  trabajadores  asa- 
lariados, á  que  se  refieren  los  artículos  ante- 
riores, da  derecho  para  despo.seerles  de  la  he- 
rramienta y  edificios  que  ocuparen  por  razón 
de  su  cargo. 

SEC.  2." — De  las  obras  por  ajuste  ó  precio  alzado. 

Art.  1588.  Puede  contratarse  la  ejecución 
•de  una  obra  conviniendo  en  que  el  que  la  eje- 
cute ponga  solamente  su  trabajo  ó  su  indus- 
tria, ó  que  también  suministre  el  material. 

Art.  1589.  Si  el  que  contrató  la  obra  se  obli- 
gó á  poner  el  material,  debe  sufrir  la  pérdida 
€n  el  caso  de  destruirse  la  obra  antes  de  ser 


entreg'aift,  salvo  si  hubiese  habido  morosidad 
en  recibirla. 

Art.  1590.  El  que  se  ha  obligado  á  poner 
sólo  su  trabajo  ó  industria,  no  puede  reclamar 
ningún  estipendio  si  se  destruye  la  obra  antes 
de  haber  sido  entreg'ada,  á  no  ser  que  haya 
habido  morosidad  para  recibirla,  ó  que  la  des- 
trucción haya  provenido  de  la  mala  calidad  de 
los  materiales ,  con  tal  que  haya  advertido 
oportunamente  esta  circunstancia  al  dueño. 

Art.  1591.  El  contratista  de  un  edificio  que 
se  arruinase  por  vicios  de  la  construcción,  res- 
ponde de  los  daños  y  perjuicios  si  la  ruina  tu- 
viere lug'ar  dentro  de  diez  años,  contados  des- 
de que  concluyó  la  construcción;  igual  respon- 
sabilidad, y  por  el  mismo  tiempo,  tendrá  el 
arquitecto  que  la  dirigiere,  si  se  debe  la  ruina 
á  vicio  del  suelo  ó  de  la  dirección. 

Si  la  causa  fuere  la  falta  del  contratista  á  las 
condiciones  del  contrato,  la  acción  de  indem- 
nización durará  quince  años. 

Art.  1592.  El  que  se  obliga  á  hacer  una  obra 
por  piezas  ó  por  medida,  puede  exigir  del  due- 
ño que  la  reciba  por  partes  y  que  lapague  en 
proporción.  Se  presume  aprobada  y  recibida 
la  parte  satisfecha. 

Art.  1593.  El  arquitecto  ó  contratista  que 
se  encarga  por  un  ajuste  alzado  de  la  cons- 
trucción de  un  edificio  tí  otra  obra  en  vista  de 
un  plano  convenido  con  el  propietario  del  sue- 
lo, uo  puede  pedir  aumento  de  precio  a.unque 
se  haya  aumentado  el  de  los  jornales  ó  mate- 
riales; ]iero  podrá  hacerlo  cuando  se  liaya  he- 
cho alg'ún  cambio  en  el  plano  que  produzca 
aumento  de  obra,  siempre  que  hubiese  dado  su 
autorización  el  propietario. 

Art.  1594.  El  dueño  puede  desistir,  por  su 
sola  voluntad,  de  la  construcción  de  la  obra 
aunque  se  haya  empezado,  indemnizando  al 
contratista  de  todos  sus  g-astos,  tríibajo  y  uti- 
lidad que  pudiera  obtener  de  ella. 

Art.  1595.  Cuando  se  ha  encargado  cierta 
ol)ra  á  una  persona  por  razón  de  sus  cualida- 
des personales,  el  contrato  se  rescinde  por  la 
muerte  de  esta  persona. 

En  este  caso  el  propietario  debe  abonar  á 
los  herederos  del  constructor,  á  proporción  del 
precio  convenido,  el  valor  de  la  parte  de  obra 
ejecutada  y  de  los  materiales  preparados, 
siempre  que  de  estos  materiales  reporte  algún 
beneficio. 

Lo  mismo  se  entenderá  si  el  que  contrató  la 
obra  no  puede  acabarla  por  alguna  causa  in- 
dependiente de  su  voluntad. 

Art.  1596.  El  contratista  es  responsable  del 
trabajo.ejecutado  por  las  personas  que  ocupa- 
re en  la  obra. 

Art.  1597.  Los  que  pouen  su  trabajo  y  ma- 
teriales en  una  obra  ajustada  alzadamente  por 
el  contratista,  no  tienen  acción  contra  el  due- 
ño de  <!lla  sino  bástala  cantidad  que  éste  adeu- 
de á  aquél  cuando  se  hace  la  reclamación. 

Art.  1598.  Cuando  se  conviniere  que  la 
obra  se  ha  de  hacer  á  satisfacción  del  propie- 
tario, se  entiende  reservada  la  aprobación,  á 
falta  de  conformidad,  al  juicio  pericial  corres- 
pondiente. 

Si  la  persona  que  ha  de  aprobar  la  obra  es 
un  tercero,  se  estará  á  lo  que  éste  decida. 
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Art.  1599.  Si  no  hubiere  pacto  ó  co.stunibre 
en  contrario,  el  precio  de  la  obra  deberá  pa- 
garse al  hacerse  la  entrega. 

Art.  1600.  El  qne  ha  ejecutado  una  obra  en 
cosa  mueble,  tiene  el  derecho  de  retenerla  en 
prenda  hasta  que  se  le  pag'ue. 

SEC.  B.*^ — De  los  transportes  por  agua  y  tierra,  tanto 
de  personas  como  de  cosas. 

Art.  1801.  Los  conductores  de  efectos  por 
tierra  ó  por  agua  están  sujetos,  en  cuanto  á  la 
g'iiarda  y  conservación  de  las  cosas  que  se  les 
confian,  á  las  mismas  obligaciones  que  respec- 
tóla |los  posaderos  se  determinan  en  los  artí- 
culos 1.7KÍ  y  1.784. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjucio  de  lo  que  respecto  á  transportes 
por  mar  y  tierra  establece  el  Código  de  Co- 
mercio. 

Art.  1802.  Responden  igualmente  los  con- 
ductores de  la  pérdida  y  de  las  averias  de  las 
cosas  que  reciben,  á  no  ser  que  prueben  que 
la  pérdida  ó  la  averia  ha  provenido  de  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Art.  1803.  Lo  dispuesto  en  estos  artículos 
se  entiende  sin  perjuico  de  lo  que  prevengan 
las  leyes  y  los  reglamentos  especiales. 

TITULO  Vil 
De   los    censos. 

CAPITULO  PEIMEEO.  — Disposiciones  generales 

Art.  1604.  Se  constituye  el  censo  cuando 
se  sujetan  algunos  bienes  inmuebles  a!  pago 
de  un  canon  ó  rédito  anual  en  retribución  de 
un  capital  que  se  recibe  en  dinero,  ó  del  do- 
minio pleno  ó  menos  pleno  que  se  transmite  de 
los  mismos  bienes. 

Art.  1805.  Es  enfitéutico  el  censo  cuando 
una  persona  cede  á  otra  el  dominio  i'itil  de  una 
finca,  reservándose  el  directo  y  el  derecho  á 
percibir  del  enfiteuta  una  pensión  anual  en 
reconocimiento  de  este  mismo  dominio. 

Art.  1806.  Es  consiguativo  el  censo,  cuando 
el  censatario  impone  sobre  un  inmueble  de  su 
propiedad  el  gravamen  del  canon  ó  pensión 
que  se  obliga  á  pagar  al  censualista  por  el  ca- 
pital que  de  éste  recibe  en  dinero. 

Art.  1807.  Es  reservativo  el  censo  cuando 
una  persona  cede  á  otra  el  pleno  dominio  de 
tm  inmueble,  reservándose  el  derecho  á  perci- 
bir sobre  el  mismo  inmueble  unapensión  anual 
que  deba  pagar  el  censatario. 

Art.  1808.  Es  de  la  naturaleza  del  censo 
((ue  la  cesión  del  capital  ó  de  la  cosa  inmueble 
sea  perpetua  ó  por  tiempo  iudeñnido;'siu  em- 
bargo, el  censatario  podrá  redimir  el  censo  á 
su  voluntad  aunque  se  pacte  lo  contrario, 
siendo  esta  disposición  aplicable  á  \oá  censos 
que  hoy  existen. 

Puede,  no  obstante,  pactarse  que  la  reden- 
ción del  censo  no  tenga  lugar  durante  la  vida 
del  censualista  ó  de  una  persona  determina- 
da, ó  que  no  pueda  redimirse  en  cierto  mañe- 
ro de  años,  que  no  excederá  de  veinte  en  el 
consiguativo,  ni  de  sesenta  en  el  reservativo 
y  enfitéutico. 

Art.  1809.  Para  llevar  á  efecto  la  redención 
el  censatario  deberá  avisarlo  al  censualista 


contin  año  de  antelación,  ó  anticiparle" el  pagoj 
de  una  pensión  anual.  1 

Art.  1610.     Los  censos  no  pueden  redimirse  1 
parcialmente  sino  en  virtud  de  pacto  expreso. 

Tampoco  podrán  redimirse  contra  la  volun- 
tad del  censualista  sin  estar  al  corriente  el 
pago  de  las  pensiones. 

Art.  1811.  Para  la  redención  de  los  censos 
constituidos  antes  de  la  promulgación  de  este 
Código,  si  no  fuere  conocido  el  capital  se  re- 
gulará éste  por  la  cantidad  que  resulte,  com- 
putada la  pensión  al  .3  por  100. 

Si  la  pensión  se  paga  en  frutos,  se  estimarán 
éstos,  jiara  determinar  el  capital,  por  el  precio 
medio  que  hubiesen  tenido  en  el  liltimo  quin- 
quenio. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  será  aplica- 
ble á  los  foros,  subforos,  derechos  de  superfi- 
cie y  cualesquiera  otros  g'ravámenes  semejan- 
tes, en  los  cuales  el  principio  de  la  redención 
de  los  dominios  será  regulado  por  una  ley  es- 
pecial '. 

Art.  1812.    Los  gastos  que  se  ocasionen  para  j 
la  redención  y  liberación  del  censo  serán  de  I 
cuenta  del  censatario,  salvo  los  que  se  causen  i 
por  oposición  temeraria,  ajuicio  de  los  Tribu- 
nales. 

Art.  1613.  La  pensión  ó  canon  de  los  censos 
se  determinará  por  las  partes  al  otorgar  el 
contrato. 

Podrá  consistir  en  dinero  ó  frutos. 

Art.  1614.     Las  pensiones  se  pagarán  en  los 
plazos  convenidos;  y  á  falta  de  convenio,  si 
consisten  en  dinero,  por  años  vencidos,  á  con- 
tar desde  la  fecha  del  contrato;  y,  si  en  frutos,J 
al  fin  de  la  respectiva  recolección. 

Art.  1615.  Si  no  se  hubiere  designado  en  ell 
contrato  el  lugar  en  que  hayan  de  pagarse  las  ', 
pensiones,  se  cumplirá  esta  obligación  en  el 
que  radique  la  finca  gravada  con  el  censo,  ; 
siempre  que  el  censualista  ó  su  apoderado  tu- 
vieren su  domicilio  en  el  término  municipal  1 
del  mismo  pueblo.  \o  teniéndolo,  y  si  el  cen-  ' 
satario,  en  el  domicilio  de  éste  se  hará  el  pago. 

Art.  1616.  El  censualista,  al  tiempo  de  en- 
tregar el  recibo  de  cualqtiier  pensión,  puede 
obligar  al  censatario  á  que  le  dé  un  resguardo 
en  que  conste  haberse  hecho  el  pago. 

Art.  1617.  Pueden  transmitirse  á  titulo 
oneroso  ó  lucrativo  las  fincas  gravadas  con 
censos,  y  lo  mismo  el  derecho  á  percibir  la 
pensión. 

Art.  1618.     No  pueden  dividirse  entre  dos  ó 
más  personas  las  fincas  g-ravadas  con  censos" 
sin  el  consentimiento  expreso  del  censualista, 
aunque  se  adquieran  á  titulo  de  herencia. 

Cuando  el  censualista  permita  la  división,  se 


'    (Fonos  Y  süBFOBOS  ANTIGUOS.)    cEl  Códígo  nad»^ 
dispone  respecto  á  los  foros  y  subforos  constituido*"'' 
bajo  la  antigua  legislación,  remitiendo  lo  que  se  r©-' 
fiere  á  ellos  auna  ley  especial,  anunciada  repetidaS- 
veces  y  en  elaboración  hace  tiempo.  Pero  como  el 
art.  l.OII  señala  el  tipo  para  la  redención  de  lo3 
censos  impuestos  antes  de  la   promulgación  del  Có- 
digo, biabo  de  dudarse  si  esta  disposición  seria  apli- 
cable á  la  redención  de  los  foros.  Aunque  la  duda  no 
parezca  bastantefundada,  porque  el  artículo  citad» 
trata   únicamente  de   los   censos,   la  Sección  se  hft 
prestado  á  resolverla  mediante  una  adición  al  mÍB- 
m  o,  en  que  se  de  el  aran  excluí  dos  deéllos  foros  ^(Ex^. 
posición  de  motivos.)  ^ 
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(lesigu.aríi  con  su  couscutimiento  la  parte  di;l 
leuso  con  que  quedará  g'ravada  cada  porción, 
constituyéndose  tantos  censos  distintos  cuan- 
tas sean  las  porciones  en  quesedivida  la  finca. 

Art.  1619.  Cuando  se  intente  adjudicar  la 
fluea  g'ravada  con  censo  A  varios  herederos,  y 
el  censualista  no  preste  su  con;eutimiento 
para  la  división,  se  poudril  ;l  licitación  entre 
ellos. 

A  falta  de  conformidad,  ó  no  ofreciéndose 
por  alguno  de  los  interesados  el  precio  de  ta- 
sación, se  venderá  la  finca  con  la  carga,  re- 
partiéndose el  precio  entre  los  herederos. 

Art.  1620.  Son  prescriptibles  tanto  el  capi- 
tal como  las  pensiones  de  los  censos,  conforme 
■A,  lo  que  se  dispone  en  el  tit.  XVIII  de  este 
libro. 

Art.  1621.  A  pesar  de  lo  dispuesto  "en  el  ar- 
ticulo 1.110,  será  necesario  el  pago  de  dos  pen- 
siones consecutivas  para  suponer  satisfechas 
todas  las  anteriores. 

Art.  1622.  El  censatario  está  obligado  A 
pagar  las  contribuciones  y  demás  impuestos 
que  afecten  á  la  finca  acensuada. 

Al  verificar  el  pago  de  la  pensiou  podrá  des- 
contar de  ella  la  parte  de  los  impuestos  que 
corresponda  al  censualista. 

Art.  1623.  Los  censos  producen  acción  real 
sobre  la  finca  gravada.  Además  de  la  acción 
real  podrá  el  censualista  ejercitar  la  personal 
para  el  pago  de  las  pensiones  atrasadas,  y  de 
los  daños  é  intereses  cuando  hubiere  lugar  á 
ello. 

Art.  1624.  El  censatario  no  podrá  pedir  el 
perdón  ó  reducción  de  la  pensión  por  esterili- 
dad accidental  de  la  finca,  ni  por  la  pérdida 
de  sus  frutos. 

Art.  1625.  Si  por  fuerza  mayor  ó  caso  for- 
tuito se  pierde  ó  inutiliza  totalmente  la  finca 
gravada  con  censo,  quedará  éste  extinguido, 
cesando  el  pago  de  la  pensión. 

Si  se  pierde  sólo  en  parte,  no  se  eximirá  el 
censatario  de  pag'ar  la  pensión,  ó  no  ser  que 
prefiera  abandonar  la  finca  al  censualista. 

Interviniendo  culpa  del  censatario,  quedará 
sujeto,  en  ambos  casos,  al  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios. 

Art.  1626.  En  el  caso  del  párrafo  primero 
del  articulo  anterior,  si  estuviere  asegurada 
la  finca,  el  valor  del  seguro  quedará  afecto  al 
pag'o  del  capital  del  censo  y  de  las  pensiones 
vencidas,  á  no  ser  que  el  censatario  prefiera 
invertirlo  eu  reedificar  la  finca,  en  cuyo  caso 
revivirá  el  censo  con  todos  sus  efectos,  incluso 
el  pago  de  las  pensiones  no  satisfechas.  El 
censualista  podrá  e.xigir  del  censatario  que 
asegure  la  inversión  del  valor  del  seguro  eu  la 
reedificación  de  la  finca. 

Art.  1627.  Si  la  finca  gravada  con  censo 
fuere  expropiada  por  causa  de  utilidad  públi- 
ca, su  precio  estará  afecto  al  pago  del  capital 
del  censo  y  de  las  pensiones  vencidas,  quedan- 
do éste  extinguido. 

La  precedente  disposición  es  también  apli- 
cable al  caso  en  que  la  expropiación  forzosa 
sea  solamente  de  parte  de  la  finca,  cuando  su 
precio  baste  para  cubrir  el  capital  del  censo. 

Si  no  bastare,  continuará  gravando  el  censo 
sobre  el  resto  de  la  finca,  siempre  que  su  pre- 


cio sea  suficiente  para  cubrir  el  capital  censual 
y  un  '25  por  100  más  del  mismo.  En  otro  caso 
estará  obligado  el  censatario  á  sustituir  con 
otra  garantía  la  parte  expropiada,  ó  á  redimir 
el  censo  á  su  elección,  salvo  lo  dispuesto  para 
el  enlitéiitico  eu  el  art.  1.G31. 

CAP.  II.— Del  censo  enfitéütico. 
SEC.  1.*^ — Disposiciones  relativas  á  la  onfiteusis. 

Art.  1628.  El  censo  enfitéütico  sólo  puede 
establecerse  sobre  bienes  inmuebles  y  eu  es- 
critura pública. 

Art.  1629.  Al  constituirse  el  censo  enfitéü- 
tico se  fijará  en  el  contrato,  bajo  pena  de  nuli- 
dad, el  valor  de  la  finca  y  la  pensión  anual  que 
haya  de  satisfacerse. 

Art.  1630.  Cuando  la  pensión  consista  en 
una  cantidad  determinada  de  frutos,  se  fijarán 
en  el  contrato  su  especie  y  calidad. 

Si  consiste  eu  una  parte  alícuota  de  los  que 
produzca  la  finca,  á  falta  de  pacto  expreso 
sobre  la  intervención  que  haya  de  tener  el 
dueño  directo,  deberá  el  eutíteuta  darle  aviso 
previo,  ó  á  su  representante,  del  día  eu  que  se 
proponga  comenzar  la  recolección  de  cada 
clase  de  frutos,  á  fin  de  que  pueda,  por  si 
misino  ó  por  medio  de  su  representante,  pre- 
senciar todas  las  operaciones  hasta  percibir  la 
parte  que  le  corresponda. 

Dado  el  aviso,  el  entíteuta  podrá  levantar  la 
cosecha,  aunque  no  concurra  el  dueño  directo 
ni  su  representante  ó  interventor. 

Art.  1631.  En  el  caso  de  expropiación  forzo- 
sa se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  pri- 
mero del  art.  1.627,  cuando  sea  expropiada 
to.la  la  finca. 

Si  sólo  lo  fuere  en  parte,  se  distribuirá  el 
precio  de  lo  expropiado  entre  el  dueño  directo 
y  el  útil,  recibiendo  aquél  la  parte  del  capital 
del  censo  que  proporcionalmente  corresponda 
A  la  parte  expropiada  según  el  valor  que  se  dio 
á  toda  la  finca  al  constituirse  el  censo  ó  que 
haya  servido  de  tipo  para  la  redención,  y  el 
resto  corresponderá  al  enfiteuta. 

En  este  caso  continuará  el  censo  sobre  el 
resto  de  la  finca,  con  la  correspondiente  re- 
ducción en  el  capital  y  las  pensiones,  A  no  ser 
que  el  enfiteuta  opte  por  la  redención  total  ó 
por  el  abandono  á  favor  del  dueño  directo. 

Cuando,  conforme  A  lo  pactado,  deba  pagar- 
se laudemio,  el  dueño  directo  percibirá  lo  que 
por  este  concepto  le  corresponda  sólo  de  la 
parte  del  precio  que  pertenezca  al  enfiteuta. 

Art.  1632.  El  enfiteuta  hace  suyos  los  pro- 
ductos de  la  finca  y  de  sus  accesiones. 

Tiene  los  mismos  derechos  que  corresponde- 
rían al  propietario  eu  los  tesoros  y  minas  que 
se  descubran  en  la  finca  enfitéutica. 

Art.  1633.  Puede  el  enfiteuta  disponer  del 
predio  enfitéütico  y  de  sus  accesiones,  tanto 
por  actos  entre  vivos  como  de  iiltima  volun- 
tad, dejando  A  salvo  los  derechos  del  dueño 
directo,  y  con  sujeción  á  lo  que  establecen  los 
artículos  que  siguen. 

Art.  1634.  Cuando  la  pensión  consista  en 
una  parte  alícuota  de  los  frutos  de  la  finca  en- 
fitéutica, no  podrá  imponerse  servidumbre  ni 
otra  carga  que  disminuya  los  productos  sin 
consentimiento  expreso  del  dueño  directo. 
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Art.  1635.  El  enfiteiita  podrá  douar  ó  per- 
mutar libremente  la  finca,  poniéndolo  en  co- 
nocimiento del  dueño  directo. 

Art.  1636.  Corresponden  reciprocamente  al 
dueño  directo  y  al  útil  el  derecho  de  tanteo  y 
el  de  rectraeto,  siempre  que  vendan  ó  den  en 
pag'o  su  respectivo  dominio  sobre  la  finca  enfi- 
téutica. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  las  enaje- 
naciones forzosas  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. 

Art.  1637.  Para  los  efectos  del  articulo  an- 
terior, el  que  trate  de  enajenar  el  dominio  de 
una  finca  enfitéutica  deberá  avisarlo  al  otro 
condueño,  declarándole  el  precio  definitivo 
que  se  le  ofrezca,  ó  en  que  pretenda  enajenar 
su  dominio  '. 

Dentro  de  los  veinte  dias  siguiente  al  del 
aviso,  podrá  el  condueño  hacer  uso  del  dere- 
cho de  tanteo,  pag-ando  el  precio  indicado.  Si 
no  lo  verifica,  perderá  este  derecho  y  podrá 
llevarse  á  efecto  la  enajenación. 

Art.  1638.  Cuando  el  dueño  directo,  ó  el  en- 
fiteuta  en  su  caso,  no  haya  hecho  uso  del  de- 
recho de  tanteo  á  que  se  refiere  el  articulo  an- 
terior, podrá  utilizar  el  de  retracto  para  adqui- 
rir la  finca  por  el  precio  de  la  enajenación. 

En  este  caso  deberá  utilizarse  el  retracto 
dentro  de  los  nueve  días  útiles  siguientes  al 
del  otorg'amiento  de  la  e.scritura  de  venta.  Si 
ésta  se  ocultare,  se  contará  dicho  término  des- 
de la  inscripción  de  la  misma  en  el  Reg'istro  de 
la  propiedad. 

Se  presume  la  ocultación  cuando  no  se  pre- 
senta la  escritura  en  el  Reg'istro  dentro  de  los 
nueve  dias  sig'uientes  al  de  su  otorg'amio:;  o. 

Independientemente  de  la  presunción,  la 
ocultación  puede  probarse  por  los  demás  me- 
dios legales. 

Art.  1639.  Si  se  hubiere  realizado  la  enaje- 
nación sin  el  previo  aviso  que  ordena  el  articu- 
lo 1.637,  el  dueño  directo,  y  en  su  caso  el  útil, 
podrán  ejercitar  la  acción  de  retracto  en  todo 
tiempo  hasta  que  transcurra  un  año  contado 
desde  que  la  enajenación  se  inscriba  en  el  Re- 
g'istro de  la  propiedad  '. 

Art.  1640.  En  las  ventas  judiciales  de  fin- 
cas enfitéutieas,  el  dueño  directo  y  el  útil  en 
sus  casos  respectivos,  podrán  hacer  uso  del  de- 
recho de  tanteo  dentro  del  término  fijado  en 
los  edictos  para  el  remate,  pagando  el  precio 
que  sirva  de  tipo  para  la  subasta,  y  del  de  re- 
tracto dentro  de  los  nueve  días  útiles  sig'uien- 
tes al  del  otorgamiento  de  la  esci'itura. 

En  este  caso  no  será  necesario  el  aviso  pre- 
vio que  exige  el  art.  1.637. 

Art.  1641.  Cuando  sean  varias  las  fincas  ena- 
jenadas sujetas  á  un  mismo  censo,  no  podrá 
utilizarse  el  derecho  de  tanteo,  ni  el  de  retrac- 
to respecto  de  unas  con  exclusión  de  las  otras. 

Art.  1642.  Cuando  el  dominio  directo  ó  el 
titil  pertenezca pí'o  indiviso  á  varias  personas, 
cada  una  de  ellas  podrá  hacer  uso  del  derecho 
de  retracto  con  sujeción  á  las  reg'las  e^tablc- 


*  La  falta  de  ai-ino  no  obsta  d  la  inscripción  de  la  es- 
critura de  enajenación  de  uno  de  los  dominios  hrchapor 
el  señor  respectivo,  lomo  lo  revela  el  art.  1.639.  (Eesol.  6 
Diciembre  1S'?9.  inserta  en  Censos.) 


cidas  para  el  de  comuneros  y  con  preferencia 
del  dueño  directo,  sise  hubiese  enajenado  par- 
te del  dominio  útil;  ó  el  enfiteuta,  si  la  enaje- 
nación hubiese  sido  del  dominio  directo. 

Art.  1643.  Si  el  enfiteuta  fuere  perturbado 
en  su  derecho  por  un  tercero  que  dispute  el  do- 
minio directo  ó  la  validez  de  la  enfiteusis,  no 
podrá  reclamar  la  correspondiente  indemniza- 
ción del  dueño  directo,  si  no  le  cita  de  evicción 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1.481. 

Art.  1644.  En  las  enajenaciones á  título  one- 
roso de  fincas  enfitéutieas  sólo  se  pagará  lau,- 
demio  al  dueño  directo  cuando  se  haya  estipií- 
lado  expresamente  en  el  contrato  de  enfiteusis. 

Si  al  pactarlo  no  se  hubiera  señalado  canti- 
dad fija,  ésta  consistirá  en  el  2  por  100  del  pre- 
cio de  la  enajenación. 

En  las  enfiteusis  anteriores  á  la  promulg'a- 
ción  de  este  Código,  que  estén  sujetas  al  pago 
de  laudemio,  aunque  no  se  haya  pactado,  se- 
guirá esta  prestación  en  la  forma  acostumbra- 
da, pero  no  excederá  del  '2  por  100  del  precio 
de  la  enajenación  cuando  no  se  haya  contrata- 
do expresamente  otra  mayor. 

Art.  1645.  La  obligación  de  pagar  el  laude- 
mio corresponde  al  adquirente,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  1646.  Cuando  el  enfiteuta  hubiese  ob- 
tenido del  dueño  directo  licencia  para  la  ena- 
jenación ó  le  hubiese  dado  el  aviso  previo  que 
previene  el  art.  1.637,  no  podrá  el  dueño  direc- 
to reclamar,  en  su  caso,  el  pag'o  del  laudemio 
sino  dentro  del  año  siguiente  al  día  en  que  se 
inscriba  la  escritura  en  el  Reg'istro  de  la  pro- 
piedad. Fuera  de  dichos  casos,  esta  acción  es- 
tará sujeta  á  la  prescripción  ordinaria. 

Art.  1647.  Cada  veitinueve  años  podrá  el 
dueño  directo  exigir  el  reconocimiento  de  su 
derecho  por  el  que  se  encuentre  en  posesión  de 
la  finca  enfitéutica. 

Los  gastos  del  reconocimiento  serán  de  cuen- 
ta del  enfiteuta,  sin  que  pueda  exigírsele  nin- 
guna otra  prestación  por  este  concepto. 

Art.  1648.  Caerá  en  comiso  la  finca,  y  el 
dueño  directo  podrá  reclamar  su  devolución: 

1.°  Por  falta  de  ¡¡ag'o  de  la  pensión  duran- 
te tres  años  consecutivos. 

2."  Si  el  enfiteuta  no  cumple  la  condición 
estipulada  en  el  contrato  ó  deteriora  g'rave- 
mente  la  finca. 

Art.  1649.  En  el  caso  primero  del  artículo 
anterior,  para  que  el  dueño  directo  pueda  pe- 
dir el  comiso,  deberá  requerir  de  pago  al  enfi- 
teuta judicialmente  ó  por  medio  de  notario;  y, 
si  no  pag'a  dentro  de  los  treinta  dias  sig'uien- 
tes al  requerimiento,  quedará  expedito  el  de- 
recho de  aquél. 

Art.  1650.  Podrá  el  enfiteuta  lil  .'arse  del 
comiso  en  todo  caso,  redimiendo  el  censo  y  pa- 
gando las  pensiones  vencidas  dentro  de  los 
treinta  dias  sig'uientes  al  requerimiento  de 
pago  ó  al  emplazamiento  de  la  demanda. 

Del  mismo  derecho  podrán  hacer  uso  los 
acreedores  del  enfiteuta  hasta  los  treinta  días 
sig'uientes  al  en  que  el  dueño  directo  haya  re- 
cobrado el  pleno  dominio. 

Art.  1651.  La  redención  del  censo  enfitéuti- 
co  consistirá  en  la  entrega  en  metálico  y  de 
una  vez,  al  dueño  directo,  del  capital  que  se 
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Imliiese  fijado  como  valor  de  la  finca  al  tiempo 
de  coustitiiii'se  el  censo,  sin  cjue  pueda  exigir- 
se ninguna  otra  prestación,  ámenos  que  haya 
sido  estipulada. 

Art.  1652.  En  el  caso  de  comiso,  ó  en  el  de 
rescisión  por  cualquiera  causa  del  contrato  de 
eiifiteusis,  el  dueño  directo  deberá  abonar  las 
mejoras  que  hayan  aumentado  el  valor  de  la 
finca,  siempre  que  este  aumento  subsista  al 
tiempo  de  devolverla. 

Si  ésta  tuviese  deterioros  por  culpa  ó  negli- 
•^encia  del  enfiteuta,  serán  compensables  con 
las  mejoras,  y  en  lo  que  no  basten  quedará  el 
enfiteuta  obligado  personalmente  á  su  pago,  y 
lo  mismo  al  de  las  pensiones  vencidas  y  no  pres- 
crita.?. 

Art.  1653.  A  falta  de  herederos  testamen- 
tarios descendientes,  ascendientes,  cónyug-e 
supérstite  y  parientes  dentro  del  sex>o  grado 
del  último  enfiteuta,  volverá  la  flncii  al  dueño 
directo  en  el  estado  en  que  se  halle,  si  no  dis- 
puso de  ella  el  enfiteuta  en  otra  forma. 

Art.  1654.  Queda  suprimido  paralo  sucesi- 
vo el  contrato  de  subenfiteusis. 

SEC.  2.* — De  los  foros  y  otros  contratos  análogos  al 
de  enfiteusis. 

Art.  1655.  Los  foros  y  cualesquiera  otros 
gravámenes  de  naturaleza  análog'a  que  se  es- 
tablezcan desde  la  promulgación  de  este  Códi- 
go, cuando  sean  por  tiempo  indefinido,  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  establecidas  para  el 
censo  enfitéutico  en  la  sección  que  precede. 

Si  fueren  temporales  ó  por  tiempo  limitado, 
se  estimarán  como  arrendamientos  y  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  relativas  á  este  con- 
trato. 

Art.  1656.  El  contrato  en  cuya  virtud  el 
dueño  del  suelo  cede  su  uso  para  plantar  vi- 
ñas por  el  tiempo  que  vivieren  las  primeras 
cepas,  pagándole elcesionario una  renta  ó  pen- 
sión anual  en  frutos  ó  en  dinero,  se  regirá  por 
las  reglas  siguientes: 

1.*  Se  tendrá  por  extinguido  á  los  cincuen- 
ta años  de  la  concesión,  cuando  en  ésta  no  se 
hubiese  fijado  expresamente  otro  plazo. 

2.*  También  quedará  extingniido  por  muer- 
te de  las  primeras  cepas,  ó  por  quedar  infruc- 
tíferas las  dos  terceras  partes  de  las  plan- 
tadas. 

3.*  El  cesionario  ó  colono  puede  hacer  re- 
nuevos y  mugrones  durante  el  tiempo  del  con- 
trato. 

4.*  No  pierde  su  carácter  este  contrato  por 
la  facultad  de  hacer  otras  plantaciones  en  el 
terreno  concedido,  siempre  que  sea  su  princi- 
pal objeto  la  plantación  de  viñas. 

5.*  El  cesionario  puede  transmitir  libre- 
mente su  derecho  á  titulo  oneroso  ó  gratuito, 
pero  sin  que  pueda  dividirse  el  uso  de  la  finca, 
á  no  consentirlo  expresamente  su  dueño. 

6.^  En  las  enajenaciones  á  titulo  oneroso, 
el  cedente  y  el  cesionario  tendrán  recíproca- 
mente los  derechos  de  tanteo  y  de  retracto, 
conforme  á  lo  prevenido  para  la  enfiteusis,  y 
con  la  obligación  de  darse  el  aviso  previo  que 
se  ordena  en  el  art.  1.637. 

7."  El  colono  ó  cesionario  puede  dimitir  ó 
devolver  la  finca  al  cedeute  cuando  le  conven- 


g'a,  abonando  los  deterioros  causados  por  su 
culpa. 

8."  El  cesionario  no  tendrá  derecho  á  las 
mejoras  que  existan  en  la  finca  al  tiempo  de 
la  extinción  del  contrato,  siempre  que  sean 
necesarias  ó  hechas  en  cumplimiento  de  lo  pac- 
tado. 

En  cuanto  á  las  titiles  y  voluntarias,  tampo- 
co tendía  derecho  á  su  abono,  á  no  haberlas 
ejecutado  con  consentimiento  por  escrito  del 
dueño  del  terreno,  obligándose  á  abonarlas. 
En  este  caso  se  abonarán  dichas  mejoras  por 
el  valor  que  tengan  al  devolver  la  finca. 

9."  El  cedente  podrá  hacer  uso  de  la  acción 
de  desahucio  por  cumplimiento  del  término 
del  contrato. 

10.  Cuando  después  de  terminado  el  plazo 
de  los  cincuenta  años  ó  el  fijado  expresamen- 
te por  los  interesados,  continuare  el  cesiona- 
rio en  el  uso  y  aprovechamiento  de  la  finca 
por  consentimiento  tácito  del  cedente,  no  po- 
drá aquél  ser  desahuciado  sin  el  aviso  previo 
que  éste  deberá  darle  con  un  año  de  antela- 
ción para  la  conclusión  del  contrato. 

CAP.  III.— Del  censo  consignativo. 

Art.  1657.  Cuando  se  pacte  el  pago  en  fru- 
tos de  la  pensión  del  censo  consignativo,  de- 
berá fijarse  la  especie,  cantidad  y  calidad  de 
los  mismos,  sin  que  pueda  consistir  en  una 
parte  alícuota  de  los  que  produzca  la  finca 
acensuada. 

Art.  1658.  La  redención  del  censo  consig- 
nativo consistirá  en  la  devolución  al  censua- 
lista, de  una  vez  y  en  metálico,  del  capital  que 
hubiese  entregado  para  constituir  el  censo. 

Art.  1659.  Cuando  se  proceda  por  acción 
real  contra  la  finca  acensuada  para  el  pag'o  de 
pensiones,  si  lo  que  reste  del  valor  de  la  mis- 
ma no  fuere  suficiente  para  cubrir  el  capital 
del  censo  y  un  25  por  100  más  del  mismo,  po- 
drá el  cen.sualista  obligar  al  censatario  á  que, 
á  su  elección,  redima  el  censo  ó  complete  la 
garantía,  ó  abandone  el  resto  de  la  finca  á  fa- 
vor de  aquél. 

Art.  1660.  También  podrá  el  censualista 
hacer  uso  del  derecho  establecido  en  el  ar- 
tículo anterior  en  los  demás  casos  en  que  el 
valor  de  la  finca  sea  insuficiente  para  cubrir 
el  capital  del  censo  y  un  25  por  100  más,  si 
concurre  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.^  Que  haya  disminuido  el  valor  de  la  fin- 
ca por  culpa  ó  negligencia  del  censatario. 

En  tal  caso  éste  será  además  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios. 

2.^  Que  haya  dejado  de  pagar  la  pensión 
por  dos  años  consecutivos. 

ii."-  Que  el  censatario  haya  sido  declarado 
en  ciuiebra,  concurso  ó  insolvencia. 

C.\P.  IV.— Del  censo  reservativo. 

Art.  1661.  No  puede  constituirse  válida- 
mente el  censo  reservativo  sin  que  preceda  la 
valoración  de  la  finca  por  estimación  confor- 
me de  las  partes  ó  por  justiprecio  de  peritos. 

Art.  1662.  La  redención  de  este  censo  se 
verificará  entreg'ando  el  censatario  al  censtia- 
lista,  de  una  vez  y  en  metálico,  el  capital  que 
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se  liubiese  lijado  coiiíonue  al  articulo  ante- 
rior. 

Art.  1663.  La  disposición  del  art.  1.657  es 
aplicable  al  censo  reservativo. 

Art.  1664.  Eu  los  casos  previstos  en  los  ar- 
tículos 1.G59  y  1.G60,  el  deudor  del  censo  re- 
servativo sólo  podrá  ser  obligado  á  redinii»  el 
censo,  ó  A  que  abandone  la  tinca  á  favor  del 
censualista.  ■■; 

TÍTULO  VIII 
De  la  sociedad. 

Capítulo   primero Disi-osiciones  generales. 

Art.  1665.  La  sociedad  es  tm  contrato  por 
el  cual  dos  ó  más  personas  se  obligan  á  poner 
eu  común  dinero,  bienes  ó  industria  con  áni- 
mo de  partir  entre  si  las  ganancias. 

Art.  1666.  La  socieüad  debe  tener  un  obje- 
to licito,  y  establecerse  eu  interés  común  de 
los  socios. 

Cuando  se  declare  la  disolución  de  una  so- 
ciedad ilícita,  las  ganancias  se  destinarán  á 
los  establecindentos  de  beneficencia  del  domi- 
cilio de  la  sociedad,  y  en  sti  detecto,  á  los  de 
la  provincia. 

Art.  1667.  La  sociedad  civil  se  podrá  cons- 
tituir en  cualquiera  forma,  salvo  que  se  apor- 
taren á  ella  bienes  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les, eu  cuyo  caso  será  necesaria  la  escritura 
pública. 

Art.  1668.  Es'  nulo  el  contrato  de  sociedad, 
siempre  que  se  aporten  bienes  inmuebles,  si 
no  se  hace  un  inventario  de  ellos,  firmado  por 
las  partes,  qtie  deberá  unirse  á  la  escritura. 

Art.  1669.  No  tendrán  personalidad  jurídi- 
ca las  sociedades  cuyos  pactos  se  mantengan 
secretos  entre  los  socios,  y  en  que  cada  uno  de 
éstos  contrate  en  su  propio  nombre  con  los 
terceros. 

Esta  clase  de  sociedades  se  regirá  por  las 
disposiciones  relativas  á  la  comunidad  de  bie- 
nes. 

Art.  1670.  Las  sociedades  civiles,  por  el 
objeto  á  que  se  consagren,  pueden  revestir 
todas  If.s  formas  reconocidas  por  el  Código  de 
Comercio.  En  tal  caso,  les  serán  aplicables  ;  is 
disposiciones  en  cuanto  no  se  opong-au  á  las 
del  presente  Código. 

Art.  1671.  La  sociedad  es  universal  ó  par- 
ticular. 

Art.  1672.  La  sociedad  universal  puede  ser 
de  todos  los  bienes  presentes  ó  de  todas  las 
ganancias. 

Art.  1673.  La  sociedad  de  todos  los  bienes 
presentes  es  aquella  por  la  cual  las  partes  po- 
nen en  común  todos  los  que  actualmente  les 
pertenecen  con  ánimo  de  partirlos  entre  si, 
como  igualmente  todas  las  ganancias  que  ad- 
quieran con  ellos. 

Art  1674.  En  la  sociedad  universal  de  to- 
dos los  bienes  presentes,  pasan  á  ser  projjie- 
dad  común  de  los  socios  los  bienes  que  perte- 
necían á  cada  tino,  asi  como  todas  las  ganan- 
cias que  adquieran  con  ellos. 

Ptiede  también  pactarse  en  ella  la  comuni- 
cación reciproca  de  cualesquiera  otras  ganan- 
cias; pero  no  pueden  comprenderse  lot.  bienes 
que  los  socios  adquieran  posteriormente  por 


herencia,  legado  ó  donación,  aunque  si  sus 
frutos. 

Art.  1675.  La  sociedad  universal  de  ganan- 
cias comprende  todo  lo  que  adquieran  los  so- 
cios por  su  industria  ó  trabajo  núentras  dure 
la  sociedad. 

Los  bienes  muebleo  ó  inmuebles  qtie  cada 
socio  posee  al  tiempo  de  la  celebración  del 
contrato,  continúan  siendo  de  dominio  particu- 
lar pasando  sólo  á  la  sociedad  el  usufrticto. 

Art.  1676.  El  contrato  de  sociedad  univer- 
sal celebrado  sin  determinar  su  especie,  sólo 
constituye  la  sociedad  universal  de  gananci-ás. 

Art.  1677.  No  pueden  contraer  sociedad 
universal  entre  si  las  personas  á  quienes  está 
prohibido  otorgarse  reciprocamente  alguna 
donación  ó  ventaja. 

Art.  1678.  La  sociedad  particular  tiene  víni- 
camente i)or  objeto  cosas  determinadas,  su 
uso,  ó  sus  frutos,  ó  una  empresa  señalada,  ó  el 
ejercicio  de  una  profesión  ó  arte. 

CAP.  2.°— De  las  obligaciones  de  los  socios. 

SECCIÓN  1.*^  —  De  las  obligaciones  de  los  socios 
entre  sí. 

Art.  1679.  La  sociedad  comienza  desde  el 
momento  mismo  de  la  celebración  del  contra- 
to, si  no  se  ha  pactado  otra  cosa. 

Art.  1680.  La  sociedad  dura  por  el  tiempo 
convenido;  á  falta  de  convenio,  por  el  tiempo 
que  dure  el  negocio  que  haya  servido  exclusi- 
vamente de  objeto  á  la  sociedad,  si  aquél  por 
su  naturaleza  tiene  una  duración  limitada;  y 
en  cualquier  otro  caso,  por  toda  la  vida  de  los 
asociados,  salvo  la  facultad  que  seles  reserva 
en  el  art.  1.700  y  lo  dispuesto  en  el  art.  1.704. 

Art.  1681.  Cada  uno  es  deudor  ala  sociedad 
de  lo  que  ha  iirometido  aportar  á  ella. 

tiueda  también  sujeto  á  la  evicción  en  cuan- 
to á  las  cosas  ciertas  y  determinadas  que  haya 
aportado  á  la  sociedad,  en  los  mismos  casos  y 
de  igual  modo  que  lo  está  el  vendedor  respec- 
to del  comprador. 

Art.  1682.  El  socio  que  se  ha  obligado  á 
aportar  una  suma  eu  dinero  y  no  la  ha  aporta- 
do, es  de  derecho  deudor  de  los  intereses  des- 
de el  día  en  que  debió  aportarla,  sin  perjuicio 
de  indemnizar  además  los  daños  que  hubiese 
causado. 

Lo  mismo  tiene  lugar  respecto  á  las  sumas 
que  hubiese  tomado  de  la  caja  social,  princi- 
piando á  contarse  los  intereses  desde  el  dia 
en  que  las  tomó  para  su  beneficio  particular. 

Art.  1683.  El  socio  industrial  debe  á  la  so- 
ciedad las  ganancias  que  durante  ella  haya 
obtenido  en  el  ramo  de  industria  que  sirve  de 
objeto  á  la  misma. 

Art.  1684.  Cuando  un  socio  autorizado  para 
administrar  cobra  una  cantidad  exigible,  que 
le  era  debida  en  su  propio  nombre,  de  una  per- 
sona que  debía  á  la  sociedad  otra  cantidad 
también  exigible,  debe  imputarse  lo  cobrado 
eu  los  dos  créditos  á  proporción  de  su  impor- 
te, aunque  hubiese  dado  el  recibo  por  cuenta 
de  sólo  su  haber;  pero,  si  lo  hubiere  dado  por 
cuenta  del  haber  social,  se  imputará  todo  en 
éste. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin 
perjuicio  de  que  el  detidor  pueda  usar  de  la 
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facultad  que  se  le  concede  en  el  art.  1.172,  en 
el  solo  caso  de  que  el  crédito  personal  del  so- 
cio le  sea  más  oneroso. 

Art.  1685.  El  socio  que  ha  recibido  por  en- 
tero su  parte  en  un  crédito  social  sin  que  ha- 
yan cobrado  la  suya  los  demás  socios,  queda 
obligado,  si  el  deudor  cae  después  en  insolven- 
cia, á  traer  á  la  masa  social  lo  que  recibió,  aun- 
que hubiera  dado  el  recibo  por  sola  su  parte. 

Art.  1686.  Todo  socio  debe  responder  á  la 
sociedad  de  los  daños  y  perjuicios  que  ésta 
haya  sufrido  por  culpa  del  mismo  y  no  puede 
compensarlos  con  los  beneficios  que  por  su  in- 
dustria le  haya  proporcionado. 

Art.  1887.  El  riesgo  de  las  cosas  ciertas  y 
determinadas,  no  fung'ibles,  que  se  aportan  á 
la  sociedad  para  que  sólo  sean  comunes  su 
uso  y  sus  frutos,  es  del  socio  propietario. 

Si  las  cosas  aportadas  son  fung'ibles  ó  no 
pueden  gniardarse  sin  que  se  deterioren  ó  si  se 
aportaron  para  ser  vendidas,  el  riesg'o  es  de  la 
sociedad.  También  lo  será,  A  falta  de  pacto 
especial,  el  de  las  cosas  aportadas  con  estima- 
ción hecha  ou  el  inventario,  y  en  este  caso  la 
reclamación  se  limitará  al  precio  én  que  fue- 
ron tasadas. 

Art.  1688.  La  sociedad  responde  á  todo  so- 
cio de  las  cantidades  que  haya  desembolsado 
por  ella  y  del  interés  correspondiente;  también 
le  responde  de  las  oblig'aciones  que  con  buena 
fe  haya  contraído  para  los  negocios  sociales  y 
de  los  riesg'os  inseparables  de  su  dirección. 

Art.  1689.  Las  pérdidas  y  ganancias  se  re- 
partirán en  conformidad  á  lo  pactado.  Si  sólo 
se  hubiera  pactado  la  parte  de  cada  uno  en 
las  ganancias,  será  igual  su  parte  en  las  pér- 
didas. 

A  falta  de  pacto,  la  parte  de  cada  socio  en 
las  g-anancias  y  pérdidas  debe  ser  proporcio- 
nada á  lo  que  haya  aportado.  El  socio  que  lo 
fuere  sólo  de  industria  tendrá  una  parte  igual 
á  la  del  que  menos  haya  aportado.  ISi  además 
de  su  industria  hubiere  aportado  capital,  re- 
cibirá también  la  parte  proporcional  que  por 
él  le  corresponda. 

.  Art.  1690.  Si  los  socios  se  han  convenido 
en  confiar  á  un  tercero  la  designación  de  la 
parte  de  cada  uno  en  las  ganancias  y  pérdi- 
das, solamente  podrá  ser  impugnada  la  desig- 
nación hecha  por  él  cviaudo  evidentemente 
haya  faltado  á  la  equidad.  Eu  ningún  caso  po- 
drá reclamar  el  socio  que  haya  principiado  á 
ejecutar  la  decisión  del  tercero,  ó  que  no  la 
haya  impugnado  en  el  término  de  tres  meses, 
contados  desde  que  le  fué  conocida. 

La  designación  de  pérdidas  y  ganancias  no 
puede  ser   encomendada  á  uno  de  los  socios. 

Art.  1691.  Es  nulo  el  pacto  que  excluye  á 
uno  ó  más  socios  de  toda  parte  en  las  ganan- 
cias ó  en  las  pérdidas. 

Sólo  el  socio  de  industria  puede  ser  eximido 
de  toda  responsabilidad  en  las  pérdidas. 

Art.  1692.  El  socio  nombrado  administra- 
dor en  el  contrato  social,  puede  ejercer  todos 
los  actos  administrativos  sin  embargo  de  la 
oposición  de  sus  compañeros,  á  no  ser  que 
proceda  de  mala  fe;  y  su  poder  es  irrevocable 
sin  causa  legitima. 

El  poder  otorgado  después  del  contrato,  sin 


que  en  éste  se  hubiera  acordado  conferirlo, 
jniede  revocarse  en  cualquier  tiempo. 

Art.  1693.  Cuando  dos  ó  más  socios  han 
sido  eucai-g'ados  do  la  administración  social 
sin  determinarse  sus  funciones  ó  sin  haberse 
expresado  que  no  potVrán  ol)rar  los  unos  sin  el 
consentimiento  de  los  otros,  cada  uno  puede 
ejercer  todos  los  actos  de  administración  sepa- 
radamente; pero  cualquiera  de  ellos  puede 
oponerse  á  las  operaciones  del  otro  antes  de 
que  éstas  liayan  producido  efecto  legal. 

Art.  1694.  En  el  caso  de  haberse  estipulado 
que  los  socios  administradores  no  hayan  de 
funcionar  los  unos  sin  el  consentimiento  de  los 
otros,  se  necesita  el  concurso  de  todos  parala 
validez  de  los  actos,  sin  que  pueda  alegarse  la 
ausencia  ó  imposibilidad  de  alguno  de  ellos, 
salvo  si  hubiere  peligro  inminente  de  un  daño 
grave  ó  irreparable  para  la  sociedad. 

Art.  1695.  Cuando  no  se  haya  estipulado  el 
modo  de  administrar,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

1.^  Todos  los  socios  se  considerarán  apo- 
derados, y  lo  que  cualquiera  de  ellos  hiciere 
por  si  solo,  oblig-ará  á  la  sociedad;  pero  cada 
uno  podrá  oponerse  á  las  operaciones  de  los 
demás  antes  que  hayan  producido  efecto  legal. 

2.*  Cada  socio  puede  servirse  de  las  cosas 
que  componen  el  fondo  social  segiin  costum- 
bre de  la  tierra,  con  tal  que  no  lo  haga  contra 
el  interés  de  la  sociedad,  ó  de  tal  modo  que 
impida  el  uso  á  que  tienen  derecho  sus  compa- 
ñeros. 

S.''  Todo  socio  puede  obligar  á  los  demás  á 
costear  con  él  los  gastos  necesarios  para  la 
conservación  de  las  cosas  comunes. 

4."  Ninguno  de  los  socios  puede,  sin  el  con- 
seutimiento  de  los  otros,  hacer  novedad  en  los 
bienes  inmuebles  sociales,  aunque  alegue  que 
es  útil  á  la  sociedad. 

Art.  1696.  Cada  socio  puede  por  si  solo  aso- 
ciarse un  tercero  en  su  parte;  pero  el  asociado 
no  ing-resará  en  la  sociedad  sin  el  consenti- 
miento unánime  de  los  socios,  aunque  aquél 
sea  administrador. 

SEC.2.'^ — De  las  obligaciones  de  los  socios  para  con 
un  tercero. 

Art.  1697.  Para  que  la  sociedad  quede  obli- 
gada con  un  tercero  por  los  actos  de  uno  de 
los  socios,  se  requiere: 

1.°  Que  el  so  'io  haya  obrado  en  su  carác- 
ter de  tal  por  cuenta  de  la  sociedad. 

2."  Que  tenga  poder  para  obligar  á  la  so- 
ciedad en  virtud  de  uu  mandato  expreso  ó  tá- 
cito. 

3.°  Que  haya  obrado  dentro  de  los  limites 
que  le  señala  su  poder  ó  mandato. 

Art.  1698.  Los  socios  no  quedan  obligados 
solidariamente  respecto  de  las  deudas  de  la 
sociedad,  y  ninguno  puede  obligar  á  los  otros 
por  un  acto  personal,  si  no  le  han  conferido 
poder  para  ello. 

La  sociedad  no  queda  obligada  respecto  á 
tercero  por  actos  que  un  socio  haya  realizado 
en  su  propio  nombre  ó  sin  poder  de  la  sociedad 
para  ejecutarlo;  pero  queda  obligada  para  cou 
el  socio  en  cuanto  dichos  actos  hayan  redun- 
dado en  provecho  de  ella. 
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Lo  dispuesto  eueste  articulo  se  entieude  sin 
perjuicio  de  lo  establecido  en  la  regla  1.^  del 
art.  l.Gfió. 

Art.  1699.  Los  acreedores  de  la  sociedad 
son  preferentes  á  los  acreedores  de  cada  socio 
sobre  los  bienes  sociales.  Sin  perjuicio  de  este 
derecho,  los  acreedores  particulares  de  cada 
socio  pueden  pedir  el  embargo  y  remate  de  la 
parte  de  éste  en  el  fondo  social. 

CAP.  II  I. — De  LOS  MODOS  DE  EXTINGUIRSE  LA  SOCIEDAD 

Art.  1700.     La  sociedad  se  extingue: 

1."  Criando  espira  el  término  por  que  fué 
constituida. 

Cuando  se  pierde  la  cosa,  ó  se  termina  el 
negocio  que  le  sirve  de  objeto. 

3."  Por  la  muerte  natural,  interdicción  ci- 
vil ó  insolvencia  de  cualquiefi'a  de  los  socios, 
y  en  el  caso  previsto  en  el  art.  1.699. 

4.°  Por  la  voluntad  de  cualquiera  de  los 
socios,  con  sujgción  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1.705  y  1.707. 

Se  exceptiíau  de  lo  dispuesto  en  los  uiime- 
ros  3.°  y  4.°  de  este  articulo  las  sociedades  á 
que  se  refiere  el  art.  1.670,  en  los  casos  en  que 
deban  subsistir  con  arreglo  al  Código  de  Co- 
mercio. 

Art.  1701.  Cuando  la  cosa  especifica  que  un 
sO'io  habia  prometido  aportar  á  la  sociedad 
perece  antes  de  efectuada  la  entreg'a,  su  pér- 
dida produce  la  disolución  de  la  sociedad. 

También  se  disuelve  la  sociedad  en  todo 
caso  por  la  pérdida  de  la  cosa,  cuando,  reser- 
vándose su  propiedad  el  socio  que  la  aporta, 
sólo  ha  transferido  á  la  sociedad  el  uso  ó  goce 
de  la  misma. 

Pero  no  se  disuelve  la  sociedad  por  la  pér- 
dida de  la  cosa  cuando  ésta  ocurre  después 
que  la  sociedad  ha  adquirido  la  propiedad 
de  ella. 

Art.  1702.  La  sociedad  constituida  por  tiem- 
po determinado  puede  prorrogarse  por  consen- 
timiento de  todos  los  socios. 

El  consentimiento  puede  ser  expreso  ó  táci- 
to, y  se  justificará  por  los  medios  ordinarios. 

Art.  1703.  Si  la  sociedad  se  prorroga  des- 
pués de  espirado  el  término,  se  entiende  que 
se  constituye  una  nucva  sociedad.  Si  se  pro- 
rrog-a  antes  de  espirado  el  término,  continúa 
la-  sociedad  primitiva. 

Art.  1704.  Es  válido  el  pacto  de  que,  en  el 
caso  de  morir  uno  de  los  socios,  continúe  la  so- 
ciedad entre  los  que  sobrevivan.  En  este  caso 
el  heredero  del  que  haya  fallecido  sólo  tendrá 
derecho  á  que  se  hag'a  la  partición,  fijándola 
en  el  dia  de  la  muerte  de  su  causante;  y  no 
participará  de  los  derechos  y  obligaciones  ul- 
teriores, sino  en  cuanto  sean  una  consecuencia 
necesaria  de  lo  hecho  antes  de  aquel  dia. 

Si  el  pacto  fnere  que  la  sociedad  ha  de  con- 
"tinuar  con  el  heredero,  será  g'uardado,  sin  per- 
juicio de  io  que  se  determina  en  el  núm.  4.°  del 
art.  1.700. 

Art.  1705.  La  disolución  de  la  sociedad  por 
la  voluntad  ó  renuncia  de  uno  de  los  socios 
únicamente  tiene  lugar  cuando  no  se  ha  seña- 
lado término  para  su  duración,  ó  no  resulta 
■éste  de  la  naturaleza  del  negocio. 

Para  que  la  renuncia  surta  efecto,  debe  ser 


hecha  de  buena  fe  en  tiempo  oportuno;  además 
debe  ponerse  en  conocimiento  de  los  otros 
socios. 

Art.  1706.  Es  de  mala  fe  la  renuncia  cuan- 
do el  que  la  hace  se  propone  apropiarse  para 
si  solo  el  provecho  que  debia  ser  común.  En 
este  caso  el  renunciante  no  se  libra  pava  con 
sus  socios,  y  éstos  tienen  facultad  para  excluir- 
le de  la  sociedad. 

Se  reputa  hecha  en  tiempo  inoportuno  la  re- 
nuncia, cuando,  no  hallándose  las  cosas  inte- 
gras, la  sociedad  está  interesada  en  que  se  di- 
late su  disolución.  En  este  caso  continuará  fa 
sociedad  hasta  la  terminación  de  los  negocios 
pendientes. 

Art.  1707.  No  puede  uu  socio  reclamar  la 
disolución  de  la  sociedad  que,  ya,  sea  por  dis- 
posición del  contrato,  ya  por  la  naturaleza  del 
negocio,  ha  sido  constituida  por  tiempo  deter- 
minado, á  no  intervenir  justo  motivo,  como  el 
de  faltar  uno  de  los  compañeros  á  sus  obliga- 
ciones, el  de  inhabilitarse  para  los  ueg'ocios 
sociales,  ú  otro  semejante,  ajuicio  de  los  Tri- 
bunales. 

Art.  1708.  La  partición  entre  socios  se  rige 
por  las  reglas  de  la  de  las  herencias,  asi  en  su 
forma  como  en  las  obligaciones  que  de  ella 
resultan.  Al  socio  de  industria  no  puede  apli- 
carse ninguna  parte  de  los  bienes  aportados, 
sino  sólo  sus  frutos  y  los  beneficios,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.689,  á  no  haberse 
pactado  expresamente  lo  contrario. 

TITULO  IX 
Del  mandato. 

CAPITULO  PRIMERO.— De  la  naturaleza,  forma 

V  ESPECIES   del   mandato. 

Art.  1709.  Por  el  contrato  de  mandato  se 
obliga  una  persona  á  prestar  alg'ún  servicio  ó 
hacer  alguna  cosa,  por  cuenta  ó  encargo  de 
otra. 

Art.  1710.  El  mandato  puede  ser  expreso  ó 
tácito. 

El  expreso  puede  darse  por  instrumento  pú- 
blico ó  privado  y  aun  de  palabra. 

La  aceptación  puede  ser  también  expresa  ó 
tácita,  deducida  esta  iiltima  de  los  actos  del 
mandatario. 

Art.  1711.  A  falta  de  pacto  en  contrario,  el 
mandato  se  supone  gratuito. 

Esto  no  obstante,  si  el  mandatario  tiene  por 
ocupación  el  desempeño  de  servicios  de  la  es- 
pecie á  que  se  refiera  el  mandato,  se  presume 
la  obligación  de  retribuirlo. 

Art.  1712.     El  mandato  es  general  ó  especial. 

El  primero  comprende  todos  los  negocios 
del  mandante. 

El  segundo  uno  ó  más  neg'ocios  determi- 
nados. 

Art.  1713.  El  mandato,  c mcebido  en  térmi- 
nos generales,  no  comprende  más  que  los  ac- 
tos de  administración. 

Para  transigir,  enajenar,  hipotecar  ó  ejecu- 
tar cualquier  otro  acto  de  rig'uroso  dominio, 
se  necesita  mandato  expreso.. 

La  facultad  de  transigir  no  autoriza  para 
comprometer  en  arbitros  ó  amigables  compo- 
nedores. 
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Art.  1714.  El  mandatario  no  puede  tra.spa- 
sar  los  limites  del  mandato. 

Art.  1715.  No  se  consideran  traspasados  los 
límites  del  mandato  si  fuese  cumplido  de  una 
manera  más  ventajosa  para  el  mandante  que 
la  señalada  por  éste. 

Art.  1716.  El  menor  emancipado  puede  ser 
mandatario;  pero  el  mandante  sólo  tendrá  ac- 
ción contra  él  en  conformidad  k  lo  dispuesto 
respecto  á  las  oblig-aciones  de  los  menores. 

La  mujer  casada  sólo  puede  aceptar  el  man- 
dato con  autorización  de  su  marido. 

Art.  1717.  Cuando  el  mandatario  obra  en  su 
propio  nombre,  el  mandante  no  tiene  acción 
contra  la.s  personas  con  quienes  el  mandatario 
ha  contratado,  ni  éstas  tampoco  contra  el  man- 
dante. 

En  este  caso  el  mandatario  es  el  obligado 
directamente  en  favor  de  la  persona  con  quien 
ha  contratado,  como  si  el  asunto  fuera  perso- 
nal suyo.  Exceptúase  el  caso  en  que  se  trate 
de  cosas  propias  del  mandante. 

Lo  dispuesto  eu  este  articulo  se  entiende  sin 
perjuicio  de  las  acciones  entre  mandante  y 
mandatario. 

CAP.  II. — De  las  obligaciones  del  mandatario. 

Art.  1718.  El  mandatario  queda  obligado 
por  la  aceptación  k  cumplir  el  mandato,  y  res- 
ponde de  los  daños  y  perjuicios  que,  de  no  eje- 
cutarlo, se  ocasionen  al  mandante. 

Debe  también  acabar  el  negocio  que  ya  es- 
tuviese comenzado  al  morir  el  mandante,  si 
hubiere  peligro  en  la  tardanza. 

Art.  1719.  En  la  ejecución  del  mandato  ha 
de  arreglarse  el  mandatario  á  las  instruccio- 
nes del  mandante. 

A  falta  de  ellas,  hará  todo  lo  que.  seg'ún  la 
naturaleza  del  negocio,  haría  un  buen  padre 
de  familia. 

Art.  1720.  Todo  mandatario  está  obligado 
k  dar  cuenta  de  sus  operaciones  y  á  abonar  al 
mandante  cuanto  haya  recibido  en  virtud  del 
mandato,  aun  cuando  lo  recibido  no  se  debie- 
ra al  segundo. 

Art.  1721.  El  mandatario  puede  nombrar 
sustituto  si  el  mandante  no  se  lo  ha  prohibido; 
pero  responde  de  la  g-estión  del  sustituto: 

1.°  Cuando  no  se  le  dio  facultad  para  nom- 
brarlo. 

2.°  Cuando  se  le  dio  esta  facultad,  pero  sin 
designar  la  persona,  y  el  nombrado  era  noto- 
riamente incapaz  ó  insolvente. 

Lo  hecho  por  el  sustituto  nombrado  contra 
la  prohibición  del  mandante  será  nulo. 

Art.  1722.  En  los  casos  comprendidos  en  los 
dos  números  del  articulo  anterior  puede  ade- 
más el  mandante  dirigir  su  acción  contra  el 
sustituto. 

Art.  1723.  La  responsabilidad  de  dos  ó  más 
mandatarios,  aunque  hayan  sido  instituidos 
simultáneamente,  no  es  solidaria,  si  no  se  ha 
expresado  asi. 

Art.  1724.  El  mandatario  debe  intereses  de 
lis  cantidades  que  aplicó  á  usos  propios  des- 
de el  día  en  que  lo  hizo,  y  do  las  que  quede 
debiendo  después  de  fenecido  el  mandato,  des- 
de que  se  haya  constituido  en  moia. 

Art.  1725.     El  mandatario  que  obre  en  con- 


cepto de  tal  no  es  responsable  personalmente 
á  la  parte  con  quien  contrata  sino  cuando  se' 
obliga  á  ello  expresamente  ó  traspasa  los  lími- 
tes del  mandato  sin  darle  conocimiento  sufi- 
ciente de  sus  poderes. 

Art.  1726.  El  mandatario  es  responsable, 
no  solamente  del  dolo,  sino  también  de  la  cul- 
pa, que  deberá  estimarse  con  más  ó  menos  ri- 
gor por  los  Tribunales  según  que  el  mandato 
haya  sido  ó  no  retribuido. 

CAP.  III.— De  las  obligaciones  del  mandante. 

Art.  1727.  El  mandante  debe  cum|)lir  todas 
las  obligaciones  que  el  mandatario  haya  con- 
traído dentro  de  los  límites  del  mandato. 

En  lo  que  el  mandatario  se  haya  excedido, 
no  queda  obligado  el  mandante  sino  cuando 
lo  ratifica  expresa  ó  tácitamente. 

Art.  1728.  El  mandante  debe  anticipar  al 
mandatario,  si  éste  lo  pide,  las  cantidades  ne- 
cesarias para  la  ejecución  del  mandato. 

Si  el  mandatario  las  hubiera  anticipado,  de- 
be reembolsarlas  el  mandante,  aunque  el  ne- 
gocio no  haya  salido  bien,  con  tal  que  esté 
exento  de  culpa  el  mandatario. 

El  reembolso  comprenderá  los  intereses  de  la 
cantidad  anticipada,  á  contar  desde  el  día  en 
que  se  hizo  la  anticipación. 

Art.  1729.  Debe  también  el  mandante  in- 
demnizar al  mandatario  de  todos  los  daños  y 
perjuicios  que  le  haya  causado  el  cumplimien- 
to del  mandato,  sin  culpa  ni  imprudencia  del 
mismo  mandatario. 

Art.  1730.  El  mandatario  podrá  retener  eu 
prenda  las  cosas  que  son  objeto  del  mandato 
hasta  que  el  mandante  realice  la  indemniza- 
ción y  reembolso  de  que  tratan  los  dos  artícu- 
los anteriores. 

Art.  1731.  Si  dos  ó  más  personas  han  nom- 
brado un  mandatario  para  un  neg'ocio  común 
le  quedan  obligadas  solidariamente  para  todos 
los  efectos  del  mandato  '. 

CAP.  IV. — De  los  modos  de  acabarse  el  mandato. 

Art.  1732.     El  mandato  se  acaba: 

1."     Por  su  revocación. 

2."     Por  la  renuncia  del  mandatario. 

3."  Por  muerte,  interdicción,  quiebra  ó  in- 
solvencia del  mandante  ó  del  mandatario. 

Art.  1733.  El  mandante  puede  revocar  el 
mandato  á  su  voluntad,  y  compeler  al  manda- 
tario á  la  devolución  del  documeuto  en  que 
conste  el  mandato. 

Art.  1734.  Cuando  el  mandato  se  haya  dado 
para  contratar  con  determinadas  personas,  su 
revocación  no  puede  perjudicar  á  éstas  si  no 
se  les  ha  hecho  saber. 

Art.  1735.  El  nombramiento  de  nuevo  man- 
datario para  el  mismo  neg'ocio  produce  la  i'e- 
vocación  del  mandato  anterior  dsísde  el  dia  en 
que  se  hizo  saber  al  que  lo  habla  recibido,  sal- 
vo lo  dispuesto  en  el  articulo  que  precede. 

Art.  1736.     El  mandatario  ¡niede  renunciar 


1  Este  precepto  no  es  aplicable  á  los  viaiuliitos  aiiten'o- 
res  al  (fód.  civil,  incluso  los  confiados  d  los  procuf-adores 
judiciales,  sitándoles  aplicable  el  principio  contrario  con- 
forme d  la  leif  X,  tit.  I,  lih.  X.  Xnv.  Recop.  (Sent.  U>  Ju- 
nio isyi,  inserta  en  ruocuuADOKES.) 
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al  mandato  poniéndolo  en  conocimiento  del 
"mandante.  Si  éste  sufriere  perjuicios  por  la 
renuncia,  doliera  indemnizarle  de  ellos  el  man- 
datario, á  menos  que  funde  su  renuncia  en  la 
imposibilidad  de  continuar  desempeñando  el 
mandato  sin  grave  detrimento  suyo. 

Art.  1737.  El  mandatario,  aunque  renuncie 
el  mandato  cou  justa  causa,  debe  continuar 
su  gestión  hasta  que  el  mandanfe  haya  podido 
tomar  las  disposiciones  necesarias  para  ocu- 
rrir á  esta  falta. 

Art.  1738.  Lo  hecho  por  el  mandatario,  ig- 
norando la  muerte  del  mandante  ü  otra  cual- 
quiera de  las  causas  que  hacen  cesar  el  man- 
dato, es  válido  y  surtirá  todos  sus  efectos  res- 
pecto A  los  terceros  que  hayan  contratado  cou 
él  de  buena  fe. 

Art.  1739.  En  e!  caso  de  morir  el  mandata- 
rio, deberán  sus  herederos  ponerlo  en  cono- 
cimiento del  mandante  y  proveer  entretanto  á 
lo  que  las  circunstancias  exijan  en  interés  de 
éste. 

TITULO  X 
Del  préstamo. 

Disposición  geiioral. 

Art.  1740.  Por  el  contrato  de  préstamo, 
una  de  las  partes  entreg'a  A  la  otra,  ó  alguna 
cosa  no  fungible  para  que  use  de  ella  por  cier- 
to tiempo  y  se  la  devuelva,  en  cuyo  caso  se 
llama  comodato,  ó  dinero  ú  otra  cosa  fungible, 
con  condición  de  volver  otro  tanto  de  la  mis- 
ma especie  y  caljdad,  en  cuyo  caso  conserva 
simplemente  el  nombre  de  préstamo. 

El  comodato  es  esencialmente  gratuito. 

El  simple  préstamo  puede  ser  gratuito  ó  con 
pacto  de  pagar  interés. 

CAPÍTULO  PBIMEBO.-Del  comodato. 
SECCIÓN  1.»— De  la,  naturaleza  del  comodato. 

Art.  1741.  El  comodante  conserva  la  propie- 
dad de  la  cosa  prestada.  El  comodatario  ad- 
quiere el  uso  de  ella,  pero  no  los  frutos;  si  in- 
terviene algún  emolumento  que  haya  de  pa- 
gar el  que  adquiere  el  uso,  la  convención  deja 
de  ser  comodato. 

Art.  1742.  Las  obligaciones  y  derechos  que 
nacen  del  comodato  pasan  á,  los  herederos  de 
ambos  contrayentes,  á  no  ser  que  el  préstamo 
se  haya  hecho  en  contemplación  á  la  persona 
del  comodatario,  en  cuyo  caso  los  herederos 
de  éste  no  tienen  derecho  A  continuar  en  el 
uso  de  la  cosa  prestada. 

SEC.  2.** — De  las  obligaciones  del  comodatario. 

Art.  1743.  El  comodatario  está  obligado  A 
satisfacer  los  gastos  ordinarios  que  sean  de 
necesidad  para  el  uso  y  conservación  de  la 
cosa  prestada. 

Art.  1744.  Si  el  comodatario  destina  la  cosa 
A  un  uso  distinto  de  aquél  para  que  se  prestó, 
ó  la  conserva  en  su  poder  por  más  tiempo  del 
convenido,  serA  responsable  de  su  pérdida, 
aunque  ésta  sobrevenga  por  caso  fortuito. 

Art.  1745.  Si  la  cosa  prestada  se  entregó 
con  tasación  y  se  pierde,  aunque  sea  por  caso 
fortuito,  responderá  el  comodatario  del  precio, 
A  no  haber  pacto  en  que  expresamente  se  le 
exima  de  responsabilidad. 

Art.  1746.     El  comodatario  no  responde  de 


los  deterioros  que  sobrevengan  A  la  cosa  pre."!- 
tada  por  el  solo  efecto  del  uso  y  sin  culpa  suya. 

Art.  1747.  El  comodatario  no  puede  rete- 
ner la  cosa  prestada  A  pretexto  de  lo  que  el 
comodante  le  deba,  aunque  sea  por  razón  de 
expensas. 

Art.  1748.  Todos  los  comodatarios  A  quie- 
nes se  presta  conjuntamente  una  cosa  respon- 
den solidariamente  de  ella,  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  esta  sección. 

SEC.  3.*— De  las  obligaciones  del  comodante. 

Art.  1749.  El  comodante  no  puede  reclamar, 
la  cosa  prestada  sino  después  de  concluido  el 
uso  para  que  la  prestó.  Sin  embarg-o,  si  antes 
de  estos  plazos  tuviei-e  el  comodante  urgen- 
te necesidad  de  ella,  podrá  reclamar  la  res- 
titución. 

Art.  1750.  Si  no  se  pactó  la  duración  del 
comodato  ni  el  uso  A  que  había  de  destinarse 
la  cosa  prestada,  y  éste  no  resulta  determina- 
do por  la  costumbre  de  la  tierra,  puede  el  co- 
modante reclamarla  á  su  voluntad. 

En  caso  de  duda,  incumbe  la  prueba  al  co- 
modatario. 

Art.  1751.  El  comodante  debe  cibonar  los 
gastos  extraordinarios  causados  durante  el  . 
contrato  para  la  conservación  de  la  cosa  pres- 
tada, siempre  que  el  comodatario  lo  pong-a  en 
su  conocimiento  antes  de  hacerlos,  salvo  cuan- 
do fueren  tan  urgentes  que  no  pueda  esperar- 
se el  resultado  del  aviso  sin  peligro. 

Art.  1752.  El  comodante  que,  conociendo 
los  vicios  de  la  cosa  prestada,  no  los  hubiere 
hecho  saber  al  comodatario,  responderá  A  éste 
de  los  daños  que  por  aquella  causa  hubiese 
sufrido. 

CAP.  II.— Del  simple  préstamo. 

Art.  1753.  El  que  recibe  en  préstamo  dine- 
ro ú  otra  cosa  fung-ible,  adquiere  su  propiedad, 
y  estA  obligado  A  devolver  al  acreedor  otro 
tanto  de  la  misma  especie  y  calidad. 

Art.  1754.  La  obligación  del  que  toma  di- 
nero A  préstamo  se  regirá  por  lo  dispuesto  en 
el  ai'tículo  1.170  de  este  Código. 

Si  lo  prestado  es  otra  cosa  fungible,  ó  una 
cantidad  de  metal  no  amonedado,  el  deudor 
debe  una  cantidad  igual  á  la  recibida  y  de  la 
misma  especie  y  calidad,  aunque  sufra  alte- 
ración en  su  precio. 

Art.  1755.  No  se  deberAn  intereses  sino 
cuando  expresamente  se  hubiesen  pactado. 

Art.  1756.  El  prestatario  que  ha  pagado 
intereses  sin  estar  estipulados,  no  puede  re- 
clamarlos ni  imputarlos  al  capital. 

Art.  1757.  Los  establecimientos  de  présta- 
mos sobre  prendas  quedan  ademAs  sujetos  A 
los  reglamentos  que  les  concieruen. 

TITULO  XI 
Del  depósito. 

CAPITULO  PRIMERO.— Del  depósito  en  general  ^ 

Y  DE  SUS  DIVERSAS  ESPECIES. 

Art.  1758.     Se  constituye  el  depósito  desde  ' 
que  uno  recibe  la  cosa  ajena  con  la  obligación 
de  guardarla  y  de  restituirla. 

Art.  1759.  El  depósito  puede  constituirse  : 
judicial  ó  extrajudicialmente. 
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CAP.  II. — Del  depósito  propumente  dicho. 

SEC.  1.*^ — De  la  naturaleza  y  esencia  del  contrato 
de   depósito. 

Art.  1760.  El  depósito  es  un  contrato  gra- 
tuito, salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  1761.  Sólo  pueden  ser  objeto  del  depó- 
sito las  cosas  muebles. 

Art.  1762.  El  depósito  extrajudicial  es  ne- 
cesario ó  voluntario. 

SEC.  2." — Del  depósito  voluntario. 

Art.  1763.  Depósito  voluntario  es  aquel  en 
que  se  hace  la  entreg'a  por  la  \-olnntad  del  de- 
positante. También  puede  realizarse  el  depó- 
sito por  dos  ó  mAs  personas,  que  se  crean  con 
derecho  á  la  cosa  depositada,  en  un  tercero, 
que  hará  la  entrega  en  su  caso  á  la  que  corres- 
ponda. 

Art.  1764.  Si  una  pei'sona  capaz  de  contra- 
tar acepta  el  depósito  hecho  por  otra  incapaz, 
queda  sujeta  á  todas  las  obligaciones  del  de- 
positario, y  puede  ser  obligada  A  la  devolución 
por  el  tutor,  curador  ó  administrador  de  la 
persona  que  hizo  el  depósito,  ópor  esta  misma, 
si  llega  :'i  tener  capacidad. 

Art.  1765.  Si  el  depósito  ha  sido  hecho  por 
una  persona  capaz  en  otra  que  no  lo  es,  sólo 
tendrá  el  depositante  acción  para  reivindicar 
la  cosa  dei^ositada  mientras  exista  en  poder 
■  del  depositario,  ó  A  qiie  éste  le  abone  la  canti- 
dad en  que  se  hubiese  enriquecido  con  la  cosa 
ó  con  el  precio. 

SEC.  3.*— De  las  oldigacíoues  del  depositario. 

Art.  1766.  El  depositario  está  obligado  á 
g'uardar  la  cosa  y  restituirla,  cuando  le  sea  pe- 
dida, al  depositante,  ó  A  sus  causa  habientes, 
ó  á  la  persona  que  hubiese  sido  designada  en 
el  contrato.  Su  responsabilidad,  en  cuanto  A  la 
guarda  y  la  pérdida  de  la  cosa,  se  regirá  por  lo 
dispviesto  en  el  tit.  I  de  este  libro  '. 

Art.  1767.  El  depositario  no  puede  servirse 
de  la  cosa  depositada  sin  permiso  expreso  del 
depositante. 

En  caso  contrario,  responderá  de  los  daños 
y  perjuicios. 

Art.  1768.  Cuando  el  depositario  tiene  per- 
miso para  servirse  ó  usar  de  la  cosa  deposita- 
da, el  contrato  pierde  el  concepto  de  depósito 
y  se  convierte  en  préstamo  ó  comodato. 

El  permiso  no  se  presume,  debiendo  probar- 
se su  existencia. 

Art.  1769.  Cuando  la  cosa  depositada  se  en- 
trega cerrada  y  sellada,  debe  restituirla  el  de- 
positario en  la  misma  forma,  y  res]ionderA  de 
los  daños  y  |)erjuicios  si  hubiese  sido  forzado 
el  sello  ó  cerradura  por  su  culpa. 

Se  presume  la  culpa  en  el  depositario,  salva 
la  prueba  en  contrario. 

En  cuanto  al  valor  de  lo  depositado,  cuan- 
do la  fuerza  sea  imputable  al  depositario,  se 
estará  A  la  declaración  del  depositante,  á  no 
re.sultar  prueba  en  contrario. 

Art.  1770.  La  cosa  depositada  será  devuel- 
ta con  todos  sus  productos  y  accesiones. 


Véase  la  nota  al  art.  t.'2í$. 


Consistiendo  el  depósito  en  dinero,  se  apli- 
carA  al  depositario  lo  dispuesto  respecto  al 
mandatario  en  el  art.  1.724. 

Art.  1771.  El  depositario  no  ¡luede  exigir 
que  el  depositante  pruebe  ser  propietario  de 
la  cosa  depositada. 

Sin  emlKirgo,  si  llega  A  descubrir  que  la  cosa 
ha  sido  hurtada  y  quién  es  su  verdadero  due- 
ño, debe  hacer  saber  á  éste  el  depósito. 

Si  el  dueño,  á  pesar  de  esto,  no  reclama  en 
el  término  de  un  mes,  quedará  libre  de  toda 
responsabilidad  el  depositario,  devolviendo  la 
cosa  depositada  á  aquel  de  quien  la  recibió. 

Art.  1772.  Cuando  sean  dos  ó  más  los  depo- 
sitantes, si  no  fueren  solidarios  y  la  cosa  ad- 
mitiere división,  no  podrá  pedir  cada  uno  de 
ellos  más  que  su  ])arte. 

Cuando  haya  solidaridad,  ó  la  cosa  no  admi- 
ta división,  regirá  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1.141  y  1.142  de  este  Código. 

Art.  1773.  Cuando  el  depositante  pierde, 
después  de  hacer  el  depósito,  su  capacidad 
para  contratar,  no  puede  devolverse  el  depó- 
sito sino  A  los  que  tengan  la  administración  de 
sus  bienes  y  derechos. 

Art.  1774.  Cuando  al  hacerse  el  depósito  so 
designó  lugar  para  la  devolución,  el  deposita- 
rio debe  llevar  A  él  la  cosa  depositada;  pero 
los  gastos  que  ocasione  la  traslación  serán  de 
cargo  del  depositante. 

No  habiéndose  designado  lugar  para  la  de- 
volución, deberá  ésta  hacerse  en  el  que  se 
halle  la  cosa  depositada,  aunque  no  sea  el  mis- 
mo en  que  se  hizo  el  depósito,  con  tal  que  no 
haya  intervenido  malicia  de  parte  del  deposi- 
tario. 

Art.  1775.  El  depósito  debe  ser  restituido 
al  depositante  cuando  lo  reclame,  aunque  en 
el  contrato  se  haya  fijado  un  plazo  ó  tiempo 
determinado  ]iara  la  devolución. 

Esta  disposición  no  tendrá  lugar  cuando  ju- 
dicialmente haya  sido  embarg-ado  el  depósito 
en  i)oder  del  depositario,  ó  se  haya  notificado 
A  éste  la  oposición  de  un  tercero  á  la  restitu- 
ción ó  traslación  de  la  cosa  depositada. 

Art.  1776.  El  depositario  que  tenga  justos 
motivos  para  no  conservar  el  depósito,  podrá, 
aun  antes  del  término  designiado,  restituirlo  al 
depositante;  y,  si  éste  lo  resiste,  podrá  obte- 
ner del  juez  su  consignación. 

Art.  1777.  El  depositario  que  por  fuerza 
mayor  hubiese  perdido  la  cosa  depositada  y  re- 
cibido otra  en  su  lugar,  estará  oblig'ado  A  en- 
tregar ésta  al  de))os¡tante. 

Art.  1778.  El  heredero  del  depositario  que 
de  buena  fe  haya  vendido  la  cosa  que  ig-nora- 
ba  ser  depositada,  sólo  está  obligado  A  resti- 
tuir el  jn'ecio  que  hubiese  recibido  ó  A  ceder 
sus  acciones  contra  el  comprador  en  el  caso  de 
que  el  precio  no  se  le  haya  pagado. 

SEC.  4.* — De  la»  obligaciones  dol  depositante. 

Art.  1779.  El  depositante  está  obligado  á 
reembolsar  al  depositario  los  gastos  que  haya 
hecho  para  la  conservación  de  la  cosa  de))0si- 
tada  y  á  indemnizarle  de  todos  los  perjuicios 
que  se  le  hayan  seguido  del  depósito. 

Art.  1780.  El  depositario  puede  retener  en 
prenda  la  cosa  depositada  hasta   el  completo 
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pago  de  lo  que  se  le  deba  por  razón  del  de- 
pósito. 

SEC.  5." — Del  depósito  necesario. 
Art.  1781.     Es  necesario  el  depósito: 
1."    Cuando  se  hace  en  cumplimiento  de  una 
oblig'ación  leo-al. 

2.°  Cuando  tiene  Ingar  con  ocasión  de  al- 
guna calamidad  como  incendio,  ruina,  saqueo, 
naufragio  ú  otras  semejantes. 

Art.  1782.  El  depósito  comprendido  en  el 
núm.  1."  del  artículo  anterior  seregirá  por  las 
disposiciones  de  la  ley  que  lo  establezxa,  y,  en 
su  defecto,  por  las  del  depósito  voluntario. 

El  comprendido  en  el  núm.  2.°  se  regirá  por 
las  reglas  del  depósito  voluntario. 

Art.  1783.  Se  reputa  también  depósito  ne- 
cesario el  de  los  efectos  introducidos  por  los 
viajeros  en  las  fondas  y  mesones.  Los  fondis- 
tas ó  nuísoneros  responden  de  ellos  como  tales 
depositarios,  con  tal  que  se  hubiese  dado  co- 
nocimiento á  los  mismos  ó  á  sus  dependientes 
de  los  efectos  introducidos  en  su  casa,  y  que 
los  viajeros  por  su  parte  observen  las  preven- 
ciones que  dichos  posaderos  ó  sus  sustitutos 
les  hubiesen  hecho  sobre  cuidado  y  vigilancia 
de  los  efectos. 

Art.  1784.  La  responsabilidad  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior  comprende  los  daños 
hechos  en  los  efectos  de  los  viajeros,  tanto  por 
los  criados  ó  dependientes  de  los  fondistas  ó. 
mesoneros,  como  por  los  extraños;  pero  no  los 
que  provengan  de  robo  á  mano  armada,  ó  sean 
ocasionados  por  otro  suceso  de  fuerza  mayor. 
CAP.  III. — Del  secuestro. 
Art.  1785.  El  depósito  judicial  ó  secuestro 
tiene  lugar  cuando  se  decreta  el  embargo  ó  el 
aseguramiento  de  bienes  litigiosos. 

Art.  1786.  El  secuestro  puede  tener  por  ob- 
jeto así  los  bienes  muebles  como  los  inmue- 
bles. 

Art.  1787.  El  depositario  de  los  bienes  xi 
objetos  secuestrados  no  puede  quedar  libre  de 
su  encargo  hasta  que  se  termine  la  controver- 
sia que  lo  motivó,  A  no  ser  que  el  juez  lo  orde- 
nare por  consentir  en  ello  todos  '  los  interesa- 
dos ó  por  otra  causa  legitima. 

Art.  1788.  El  de])ositario  de  beines  secues- 
trados está  obligado  á  cumplir  respecto  de 
ellos  todas  las  obligaciones  de  un  buen  padre 
de  familia. 

Art.  1789.  En  lo  que  no  se  hallare  dispues- 
to en  este  Código,  el  secuestro  judicial  se  re- 
girá por  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 

TITULO  Xil 
De  los  contratos  aleatorios  ó  de  suerte. 

CAPITULO  PEIMEBO.-DisposicióN  general. 

Art.  1790.  Por  el  contrato  aleatorio,  una  de 
las  partes,  ó  ambas  recíprocamente,  se  obli- 
gan á  dar  ó  hacer  alguna  cosa  en  equivalen- 
cia de  lo  que  la  otra  parte  ha  de  dar  ó  hacer 
para  el  caso  de  un  acontecimiento  incierto,  ó 
que  ha  de  ocurrir  en  tiempo  indeterminado. 


•  Las  ediciones  de  la  Gaceta  )/  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justiria  no  contienen  la  palabra  todos,  que  se  en- 
cuentra en  la  de  lujo  del  mismo  Ministerio,  también  oficial. 


CAP.  II — Del  contrato  de  seguro. 
Art.  1791.  Contrato  de  seguro  es  aquel  por 
el  cual  el  asegurador  responde  del  daño  for- 
tuito que  sobrevenga  en  los  bienes  muebles  ó 
inmuebles  asegurados,  mediante  cierto  pre- 
cio, el  cual  puede  ser  fijado  libremente  por  las 
partes. 

Art.  1792.  También  pueden  asegurarse  mu- 
tuamente dos  ó  más  propietarios  del  daño  for- 
tuito que  sobrevenga  en  sus  bienes  respecti- 
vos. Este  contrato  tiene  el  nombre  de  seguros 
mutuos,  y  cuando  en  él  no  se  ha  pactado  otra 
cosa,  se  entiende  que  el  daño  debe  ser  indem- 
niza lo  por  todos  los  contratantes  en  propor- 
ción al  valor  de  los  bienes  que  cada  uno  tiene 
asegurados. 

Art.  1793.     El  contrato  de  seguro  deberá 
consignarse  en  documento  público  ó  privado, 
suscrito  por  los  contratantes. 
Art.   1794.     El  documento  deberá  expresar: 
1.°     La  designación  y  situación  de  los  obje- 
tos aseg-urados  y  su  valor. 

2."  La  clase  de  riesgos  cuya  indemnización 
se  estipula. 

3."  El  dia  y  la  hora  en  que  comienzan  y  ter- 
minan los  efectos  del  contrato. 

4.°  Las  demás  condiciones  en  que  hubie- 
ran convenido  los  contratantes. 

Art.  1795.  Es  ineficaz  el  contrato  en  la  par- 
te que  la  cantidad  del  seguro  exceda  del  valor 
de  la  cosa  asegurada,  y  tampoco  podrá  cobrar- 
se más  de  un  seguro  por  todo  el  valor  de  la 
misma. 

En  el  caso  de  existir  dos  ó  más  contratos  de 
seguro  para  el  mismo  objeto,  cada  asegurador 
responderá  del  daño  en  proporción  al  capital 
que  haya  asegurado,  hasta  completar  entre 
todos  el  valor  total  del  objeto  del  seguro. 

Art.  (796.  Cuando  sobreviniere  el  daño, 
debe  el  asegurado  ponerlo  en  conocimiento 
del  asegurador  y  de  los  demás  interesados  en 
el  plazo  que  se  hubiese  estipulado,  y  en  su  de- 
fecto en  el  de  veinticuatro  horas,  contadas  des- 
de que  el  asegurado  tuvo  conocimiento  del  si- 
niestro. Si  no  lo  hiciere,  no  tendrá  acción  con- 
tra ellos. 

Art.  1797.  Es  nulo  el  contrato,  sí  al  cele- 
brarlo tenia  conocimiento  el  asegurado  de  ha- 
ber ocurrido  ya  el  daño  objeto  del  mismo,  ó  el 
asegurador  de  haberse  ya  preservado  de  él  los 
bienes  asegurados. 

CAP.  III.— Del  juego  y  de  la  apuesta. 

Ar^  1798.  La  ley  no  concede  acción  para 
reclamar  lo  que  se  gana  en  un  juego  de  suerte, 
envite  ó  azar;  pero  el  que  pierde  no  puede  re- 
petir lo  que  haya  pagado  voluntariamente,  á 
no  ser  que  hubiese  mediado  dolo,  ó  que  fuera 
menor,  ó  estuviera  inhabilitado  para  adminis- 
trar sus  bienes. 

Art.  1799.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  an- 
terior respecto  del  juego  es  aplicable  á  las 
apuestas. 

Se  consideran  prohibidas  las  apuestas  que 
tienen  analogía  con  los  juegos  prohibidos. 

Art.  1800.  No  se  consideran  prohibidos  los 
juegos  que  contribuyen  al  ejercicio  do]  cuerpo, 
como  son  los  que  tienen  por  objeto  adiestrarse- 
en  el  manejo  de  las  armas,  las  carreras  á  pie- 
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los  derechos  de  la  persona  que  tieue  en  g'uav- 
da  sino  en  la  forma  prescrita  en  el  núm.  12 
del  art.  269  y  en  el  art.  27-1  del  presente  Código. 

El  padre,  y  eu  su  caso  la  madre,  puede  tran- 
sigir sobre  los  bienes  y  derechos  del  hijo  que 
tuvieren  bajo  su  potestad;  pero  si  el  valor  del 
objeto  sobre  que  recaiga  la  transacción  exce- 
diera de  2.000  pesetas,  no  surtirá  ésta  efecto 
sin  la  aprobación  judicial. 

Art.  1811.  Ni  el  marido  ni  la  mujer  pueden 
transigir  sobre  los  bienes  y  derechos  dótales 
sino  en  los  casos  y  con  las  formalidades  esta- 
blecidas para  enajenarlos  ú  obligarlos. 

Art.  1812.  Las  Corporaciones  que  teng-au 
personalidad  jurídica  sólo  podrán  transigir  eu 
la  forma  y  con  los  requisitos  que  necesiten 
para  enajenar  sus  bienes. 

Art.  1813.  Se  puede  trausigir  sobre  la  ac- 
ción civil  proveniente  de  un  delito;  pero  uo 
por  eso  se  extinguirá  la  acción  pública  para  la 
imposición  de  la  pena  legal. 

Art.  1814.  No  se  puede  transigir  sobre  el 
estado  civil  de  las  personas,  ni  sobre  las  cues- 
tiones matrimoniales,  ni  sobre  alimentos  fu- 
turos. 

Art.  1815.  La  transacción  no  comprende 
sino  los  objetos  expresados  determinadamente 
en  ella,  ó  que,  por  una  inducción  necesaria  de 
sus  palabras,  deban  reputarse  comprendidos 
eu  la  misma. 

La  renuncia  general  de  derechos  se  entien- 
de sólo  de  los  que  tienen  relación  con  la  dispu- 
ta sobre  que  ha  recaído  la  transacción. 

Art.  1816.  La  transacción  tiene  para  las 
partes  la  autoridad  de  la  cosa  juzg'ada;  pero 
no  procederá  la  vía  de  apremio  sino  tratándo- 
se del  cumplimiento  de  la  transacción  judicial. 

Art.  1817.  La  transacción  en  que  interven- 
ga error,  dolo,  violencia  ó  falsedad  de  docu- 
mentos, está  sujeta  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1.2Gr5  de  este  Código. 

Sin  embargo,  no  podrá  una  de  las  partes 
oponer  el  error  de  hecho  á  la  otra  siempre  que 
ésta  se  haya  apartado  por  la  transacción  de 
un  pleito  comenzado. 

Art.  1818.  El  descubrimiento  de  nuevos  do- 
cumentos no  es  causa  para  anular  ó  rescindir 
la  transacción,  si  no  ha  habido  mala  fe. 

Art.  1819.  Si  estando  decidido  un  pleito  por 
sentencia  firme,  se  celebi;^re  transacción  sobre 
él  por  ignorar  la  existencia  de  la  sentencia 
firme  alg'una  de  las  partes  interesadas,  podrá 
ésta  pedir  que  se  rescinda  la  transacción. 

La  ig'norancia  de  una  sentencia  que  pueda 
revocarse,  no  es  causa  para  atacar  la  tran- 
sacción. 

CAP.  II.— De  LOS  coMPUOMisos. 

Art.  1820.  Las  mismas  personas  que  pue- 
den transig'ir  pueden  comprometer  en  un  ter- 
cero la  decisión  de  sus  contiendfis. 

Art.  1821.  Lo  dispuesto  en  el  capítulo  an- 
terior sobre  transacciones  es  aplicable  á  los 
compromisos. 

En  cuanto  al  modo  de  proceder  en  los  com- 
promisos y  á  la  extensión  y  efectos  de  éstos, 
se  estará  á  lo  que  determina  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 
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Ó  á  caballo,  las  de  carros,  el  juego  de  pelota  y 
otros  de  análoga  naturaleza. 

Art.  1801.  El  que  pierde  eu  un  juego  ó 
apuesta  de  los  uo  prohibidos  queda  obligado 
civilmente. 

La  autoridad  judicial  puede,  sin  embargo, 
no  estimar  la  demanda  cuando  la  cantidad 
que  se  cruzó  en  el  jueg'o  ó  en  la  apuesta  sea 
excesiva ,  ó  reducir  la  obligación  en  lo  que 
excediere  de  los  usos  de  un  buen  padre  de  fa- 
milia. 

CAP.  IV.— De  i,a  renta  vitalicia. 

Art.  1802.  El  contrato  aleatorio  de  renta 
vitalicia  obliga  al  deudor  á  pagar  una  pensión 
ó  rédito  anual  durante  la  vida  de  una  ó  más 
personas  determinadas  por  un  capital  en  bie- 
nes muebles  ó  inmuebles,  cuyo  dominio  se  le 
transfiere  desde  luego  con  la  carga  de  la  pen- 
sión '. 

Art.  1803.  Puede  constituirse  la  renta  so- 
bre la  vida  del  que  da  el  capital,  sobre  la  de  un 
tercero  ó  sobre  la  de  varias  personas. 

También  puede  constituirse  á  favor  de  aque- 
lla ó  aquellas  personas  sobre  cuya  vida  se 
otorga,  ó  á  favor  de  otra  li  otras  personas  dis- 
tintas. 

Art.  1804.  Es  nula  la  renta  constituida  so- 
bre la  vida  de  una  persona  muerta  á  la  fecha 
del  otorg'amiento,  ó  que  en  el  mismo  tiempo 
se  halle  padeciendo  una  enfermedad  que  lle- 
gue á  causar  su  muerte  dentro  de  los  veinte 
días  siguientes  á  aquella  fecha. 

Art.  1805.  La  falta  de  pago  de  las  pensio- 
nes vencidas  no  autoriza  al  perceptor  de  la 
renta  vitalicia  á  exigir  el  reembolso  del  cai)i- 
tal  ni  á  volver  á  entrar  en  la  posesión  del  pre- 
dio enajenado;  sólo  tendrá  derecho  á  reclamar 
judicialmente  el  ])ag'o  de  las  rentas  atrasadas 
y  el  aseguramiento  de  las  futuras. 

Art.  1806.  La  renta  correspondiente  al  año 
en  que  muere  el  que  la  disfruta,  se  pagará  en 
proporción  á  los  días  que  hubiese  vivido;  si 
debía  satisfacerse  por  plazos  anticipados,  se 
pagará  el  importe  total  del  plazo  que  durante 
su  vida  hubiese  empezado  á  correr. 

Art.  1807.  El  que  constituye  á  título  gra- 
tuito una  renta  sobre  sus  bienes,  puede  dispo- 
ner, al  tiempo  del  otorg'amiento,  que  no  estará 
sujeta  dicha  renta  á  embargo  por  obligaciones 
del  pensionista. 

Art.  1808.  No  puede  reclamarse  la  renta  sin 
justificar  la  existencia  de  la  persona  sobre 
cuya  vida  esté  constituida. 

TITULO  XIII. 
De  las  transacciones  y  Gompromisos. 

capítulo  PEIMEEO.— De  la3  transacciones. 

Art.  1809.  La  transacción  es  un  contrato 
por  el  cual  las  partes,  dando,  prometiendo  ó 
reteniendo  cada  una  alguna  cosa,  evitan  la 

i  provocación  de  un  pleito  ó  ponen  término  al 

!  que  había  comenzado. 

j     Art.  1810.     El  tutor  no  puede  transigir  sobre 


'     Por  disposición  testamentaria   puede  constituirse 
renta  vitalicia,  y  habrá  de  estarse  en  este  caso  á  lo  que 
te  dispone  en  el  núm.  3.^  del  art.  fí20. 
Tomo  II. 
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TITULO  XIV. 
De   la   fianza. 

CAPITULO  PBIMERO.— De  la  naturaleza  y 

EXTENSIllN  DE  LA  FIANZA. 

Art.  1822.  Por  la  fianza  se  obliga  k  uno  á 
pagar  ó  cumplir  por  un  tercero,  en  el  caso  de 
no  hacerlo  éste. 

Si  el  fiador  se  obligare  solidariamente  con 
el  deudor  principal,  se  observará  lo  dispuesto 
en  la  sección  cuarta,  cap.  III,  tlt.  I,  de  este 
libro. 

Art.  1823.  La  fianza  puede  ser  convencio- 
nal, legal  ó  judicial,  gratuita  ó  A  titulo  oneroso. 
Pvxedc  también  constituirse,  no  sólo  á  favor 
del  deudor  principal,  sino  al  del  otro  fiador, 
consintiéndolo,  ignorándolo  y  aun  contradi- 
ciéudolo  éste. 

Art.  1824.  La  fianza  no  puede  existir  sin 
una  obligación  válida. 

Puede,  no  obstante,  recaer  sobre  una  obli- 
gación cuya  nulidad  pueda  ser  reclamada  á 
virtud  de  una  excepción  puramente  personal 
del  obligado,  como  la  de  la  menor  edad. 

Exceptúase  de  la  disposición  del  párrafo  an- 
terior el  caso  de  préstamo  hecho  al  hijo  de  fa- 
milia. 

Art.  1825.  Puede  también  prestarse  fianza 
en  garantía  de  deudas  futuras,  cuyo  importe 
no  sea  aún  conocido;  pero  no  se  podrá  recla- 
mar contra  el  fiador  hasta  que  la  deuda  sea 
liquida. 

Art.  1826.  El  fiador  puede  obligarse  á  me- 
nos, pero  uo  á'  más  que  el  deudor  principal, 
tanto  en  la  cantidad  como  en  lo  oneroso  de  las 
condiciones. 

Si  se  hubiera  obligado  á  más,  se  reducirá  su 
obligación  á  los  limites  de  la  del  deudor. 

Art.  1827.  La  fianza  no  se  presume:  debe 
ser  expresa  y  no  puede  extenderse  á  más  de 
lo  contenido  en  ella. 

Si  fuere  simple  ó  indefinida,  comprenderá, 
uo  sólo  la  obligación  principal,  sino  todos  sus 
accesorios,  inclusos  los  gastos  del  juicio,  en- 
tendiéndose, respecto  do  éstos,  que  no  respon- 
derá sino  de  los  que  se  hayan  devengado  des- 
pués que  haya  sido  requirido  el  fiador  para 
el  pago. 

Art.  1828.  El  obligado  á  dar  fiador  debe 
presentar  persona  que  tenga  capacidad  para 
obligarse  y  bienes  suficientes  para  responder 
de  la  obligación  que  garantiza.  El  fiador  se  en- 
tenderá sometido  á  la  jurisdicción  del  juez  del 
lugar  donde  esta  obligación  deba  cumplirse. 
Art.  1829.  Si  el  fiador  viniere  al  estado  de 
insolvencia,  puede  el  acreedor  pedir  otro  que 
reúna  las  cualidades  exigidas  en  el  articulo 
anterior.  Exceptúase  el  caso  de  haber  exigido 
y  pactado  el  acreedor  que  se  le  diera  por  fia- 
dor una  persona  determinada. 

CAP.  II.  — De  LOS  EFECTOS  DE  LA  FIANZA. 

SEO.  1."— De  los  efectos  de  la  fianza  entre  el  fiador 
y  el  acreedor. 

Art.  1830.  El  fiador  no  puede  ser  compeli- 
do  á  pagar  al  acreedor  sin  hacerse  antes  ex- 
cusión de  todos  los  bienes  del  deudor. 

Art.  1831.     La  excusión  uo  tiene  lug-ar: 


1."  Cuando  el  fiador  haya  renunciado  ex- 
presamente á  ella. 

2."  Cuando  se  haya  obligado  solidariamen- 
te con  el  deudor. 

3."  En  el  caso  de  quiebra  ó  concurso  del 
deudor. 

4."  Cuando  éste  no  pueda  ser  demandado 
judicialmente  dentro  del  Reino. 

Art.  1832.  Para  que  el  fiador  pueda  apro- 
vecharsedel  beneficio  déla  excusión,  debe  opo- 
nerlo al  acreedor  luego  que  éste  le  requiera 
para  el  pago,  3'  señalarle  bienes  del  deudor 
realizables  dentro  del  territorio  español  que 
sean  suficientes  para  cubrir  el  importe  de  la 
deuda. 

Art.  1833.  Cumplidas  por  el  fiador  todas  las 
condiciones  del  articulo  anterior,  el  acreedor 
neg'lig'ente  en  la  excusión  de  los  bienes  seña- 
lados, es  responsable  hasta  donde  ellos  alcan- 
cen de  la  insolvencia  del  deudor  que  por  aquel 
descuido  resulte. 

Art.  1834.  El  acreedor  podrá  citar  al  fiador 
cuando  demande  al  deudor  principal ,  pero 
quedará  siempre  á  salvo  el  beneficio  de  excu- 
sión, aunque  se  dé  sentencia  contra  los  dos. 

Art.  1835.  La  transacción  hecha  por  el  fia- 
dor con  el  acreedor  no  surte  efecto  para  con  el 
deudor  principal. 

La  hecha  por  éste  tampoco  surte  efecto  para 
con  el  fiador,  contra  su  voluntail. 

Art.  1836.  El  fiador  de  un  fiador  goza  del 
beneficio  de  excusión,  tanto  respecto  del  fian- 
dor  como  del  deudor  principal. 

Art.  1837.  Siendo  varios  los  fiadores  de  un 
mismo  deudor  y  por  una  misma  deuda,  la  obli- 
gación á  responder  de  ella  se  divide  entre  to- 
dos. El  acreedor  no  puede  reclamar  á  cada 
fiador  sino  la  parte  que  le  corresponda  satis- 
facer, á  menos  que  se  haya  estipulado  expre- 
samente la  solidaridad. 

El  beneficio  de  división  contra  los  cofiadores 
cesa  en  los  mismos  casos  y  por  las  mismas  cau- 
sas que  el  de  excusión  contra  el  deudor  prin- 
cipal. 

SEO.  2." — De  los  efectos  de  la  fianza  entre  el  deiidor 
y  el  fiador. 

Art.  1838.  El  fiador  qlie  paga  por  el  deudor 
debe  ser  indemnizado  por  éste. 

La  indemnización  comprende: 

1."     La  cantidad  total  de  la  deuda. 

2."  Los  intereses  legales  de  ella  desde  que 
se  haya  hecho  saber  el  pago  al  deudor,  aun- 
que no  los  produjese  para  el  acreedor. 

3."  Los  gastos  ocasionados  al  fiador  des- 
pués de  poner  éste  en  conocimiento  del  deu- 
dor que  ha  sido  requerido  para  el  pago. 

4.°  Los  daños  y  perjuicios  cuando  pro- 
cedan. 

La  disposición  de  este  articulo  tiene  lugar 
aunque  la  fianza  se  haya  dado  ignorándolo  el 
deudor. 

Art.  1839.  El  fiador  se  subroga  por  el  pago 
en  todos  los  derechos  que  el  acreedor  tenia 
contra  el  deudor. 

Si  ha  transigido  con  el  acreedor,  no  puede 
pedir  al  deudor  más  de  lo  que  realmente  haya 
pagado. 
Art.  1840.     Si  el  fiador  paga  sin  ponerlo  en 
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noticia  del  deudor,  podrá  éste  hacer  valer  con- 
tra él  todas  las  excepciones  que  hubiera  podi- 
do oponer  al  acreedor  al  tiempo  de  hacerse  el 
paí4-o. 

Art.  1841.  Si  la  deuda  era  á  plazo  y  el  fia- 
dor la  pag'ó  antes  de  su  vencimiento,  no  podrá 
exi£fir  reembolso  del  deudor  hasta  que  el  pla- 
zo venza. 

I  Art.  1842.  Si  el  fiador  ha  pagado  sin  poner- 
lo en  noticia  del  deudor  y  ésto,  ig-norando  el 
pago,  lo  repite  por  su  parte,  no  queda  al  pri- 
mero recurso  alguno  contra  el  seg'undo,  pero 
si  contra  el  acreedor. 

'      Art.  1843.     El  fiador,  aun  antes  de  haber 

,  pagado,  puede  proceder  contra  el  deudor  prin- 
cipal: 

,  1.°  Cuando  se  ve  demandado  judicialmente 
para  el  pago. 

2.°  En  caso  de  quiebra,  concurso  ó  insol- 
vencia. 

3.°  Cuando  el  deudor  se  ha  obligado  á  re- 
levarle de  la  fianza  en  un  plazo  determinado, 
y  este  plazo  ha  vencido. 

i      4."     Cuando  la  deuda  ha  lleg'ado  á  hacerse 

I  exig'ible,  por  haber  cumplido  el  plazo  en  que 

I  debe  satisfacerse. 

5."  Al  cabo  de  diez  años,  cuando  la  obliga- 
ción ]>rincipal   no  tiene  término   fijo  para  su 

'  vencimiento,  á  menos  que  sea  do  tal  naturale- 
za que  no  pueda  extinguirse  sino  en  un  plazo 
mayor  de  los  diez  años. 

En  todos  estos  casos  la  acción  del  fiador 
tiende  á  obtener  relevación  de  la  fianza  ó  una 
garantía  que  lo  ponga  á  cubierto  de  los  proce- 
dimientos del  acreedor  y  del  peligro  de  insol- 
vencia en  el  deudor. 


SEC.  3.' 


-De  los  efectos  de  la  fianza  entre  los 
cofiadores. 


Art.  1844.  Cuando  son  dos  ó  más  los  fiadores 
de  im  mismo  deudor  y  por  una  misma  deuda, 
el  que  de  ellos  la  haya  pag'ado  podr.i  reclamar 
de  cada  uno  de  los  otros  la  parte  que  i^ropor- 
cionalmente  le  corresponda  satisfacer. 

Si  alguno  de  ellos  resultare  insolvente,  la 
parte  do  éste  recaerá  sobre  todos  en  la  misma 
proporción 

Para  que  pueda  tener  lugar  la  disposición 
de  este  articulo  es  preciso  que  se  haya  hecho 
el  pago  en  virtud  de  demanda  judicial,  ó  ha- 
llándose el  deudor  principal  en  estado  de  con- 
curso ó  quiebra. 

Art.  1845.  En  el  caso  del  articulo  anterior 
podrán  los  cofiadores  oponer  al  que  pagó  las 
mismas  excepciones  que  habrían  correspondi- 
do al  deudor  principal  contra  el  acreedor  y 
que  no  fueren  puramente  personales  del  mis- 
mo deudor. 

Art.  1846.  El  subfiador,  on  caso  de  insol- 
vencia del  fiador  por  quien  se  obligó,  queda 
responsable  á  los  cofiadores  en  los  mismos  tér- 
minos que  lo  estaba  el  fiador. 

CAP.  III.  — De  la  extinción  de  i.a  fianza. 

Art.  1847.  La  obligación  del  fiador  se  ex- 
tingue al  mismo  tiempo  que  la  del  deudor,  y 
por  las  mismas  causas  que  las  demás  obliga- 
ciones. 

Art.  1848.     La  confusión  que  so  verifica  eu 


la  persona  del  deudor  y  en  la  del  fiador  cuando 
uno  de  ellos  hereda  al  otro,  no  extingue  la 
oblig'ación  del  subfiador. 

Art.  1849.  Si  el  acreedor  acepta  volunta- 
riamente un  inmueble  li  otros  cualesquiera 
efectos  en  pago  de  la  deuda,  aunque  después 
los  pierda  por  evicción,  queda  libre  el  fiador. 

Art.  1850.  La  liberación  hecha  por  el  acree- 
dor á  uno  de  los  fiadores  sin  el  consentimien- 
to de  los  otros,  aprovecha  á  todos  hasta  don- 
de alcance  la  parte  del  fiador  á  quien  se  ha 
otorgado. 

Art.  1851.  La  prórroga  concedida  al  deudor 
por  el  acreedor  sin  el  consentimiento  del  fia- 
dor, extingue  la  fianza. 

Art.  1852.  Los  fiadores,  aunque  sean  soli- 
darios, quedan  libres  de  su  obligación  siempre 
que  por  algún  hecho  del  acreedor  no  puedan 
quedar  subrogados  en  los  derechos,  hipotecas 
y  privilegios  del  mismo. 

Art.  1853.  El  fiador  puede  oponer  al  acree- 
dor todas  las  excepciones  que  competan  al 
deudor  principal  y  sean  inherentes  á  la  deu- 
da, mas  no  las  que  sean  puramente  personales 
del  deudor. 

CAP.  IV.-  De  i,a  fianza  legal  v  judicial. 

Art.  1854.  El  fiador  que  haya  de  darse  por 
disposición  de  la  ley  ó  de  providencia,  judicial, 
debe  tenor  las  cualidades  prescritas  en  el  ar- 
ticulo 1.K28. 

Art.  1855.  Si  el  obligado  á  dar  fianza  en  los 
casos  del  artículo  anterior  no  la  hallase,  se  le 
admitirá  en  su  lugar  una  prenda  ó  hipoteca 
que  se  estime  bastante  para  cubrir  su  obliga- 
ción. 

Art.  1858.  El  fiador  judicial  no  puede  pedir 
la  excusión  de  bienes  del  deudor  ¡¡rincipal. 

El  subfiador,  en  el  mismo  caso,  no  puede 
pedir  ni  la  del  deudor  ni  la  del  fiador. 

TITULO  XV 
De  los  contratos  de  prenda,  hipoteca  y  anticresls. 

CAPITULO  I. — DispcsicioNES  comunes  á  la 

I'KENDA   V  Á  LA    HIPOTECA. 

Art.  1857.  Son  requisitos  esenciales  de  los 
contratos  de  prenda  é  hipoteca: 

1."  Que  se  constituya  para  asegurar  el  cum- 
plimiento do  una  oblig'ación  principal. 

2.°  Que  la  cosa  pignorada  ó  hipotecada  per- 
tenezca eu  propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipo- 
teca. 

3."  Que  las  personas  que  constituyan  la 
prenda  ó  hipoteca  tengan  la  libre  disposición 
de  sus  bienes,  ó,  eu  caso  de  no  tenerla,  se  ha- 
llen legalmente  autorizadas  al  efecto. 

Las  terceras  personas  extrañas  á  la  obliga- 
ción principal  pueden  asegnirar  ésta  pig-noran- 
do  ó  hipotecando  sus  propios  bienes. 

Art.  1858.  Es  también  de  esencia  de  estos 
contratos  que,  vencida  la  obligación  princi- 
pal, puedan  ser  enajenadas  las  cosas  en  que 
consiste  la  prenda  ó  hipoteca  para  pagar  al 
acreedor. 

Art.  1859.  El  acreedor  no  puede  apropiarse 
las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca,  ni  dispo- 
ner de  ellas. 

Art.  1860.     La  prenda  y  la  hipoteca  son  iu- 
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divitiibles,  annqiie  la  díMiila  su  divida  entre  los 
causa  lial)icntes  del  deudor  ó  del  acreedor. 

No  podrá,  por  tanto,  el  heredero  del  deudor 
que  haya  pagado  parte  de  la  deuda  pedir  que 
.se  extinga  proporcionalnieute  la  prenda  ó  la 
hipoteea mientras  la  deuda  no  haya  sido  satis- 
fecha por  completo. 

Tampoco  podrá  el  heredero  delacreedorque 
recibió  su  parte  de  la  deuda  devolver  la  pren- 
da ni  cancelar  la  hipoteca  en  perjuicio  de  los 
demás  herederos  qiie  no  hayan  sido  satisfechos. 

Se  exceptúa  de  estas  disposiciones  el  caso  en 
que,  siendo  varias  las  cosas  dadas  en  hipoteca 
ó  en  prenda,  cada  \ina  de  ellas  garantice  sola- 
mente una  porción  determinada  del  crédito. 

El  deudor,  en  este  caso,  tendrá  derecho  á 
que  se  extingan  la  prenda  ó  la  hipoteca  á  me- 
dida que  satisfaga  la  parte  de  deuda  de  que 
cada  cosa  responda  especialmente. 

Art.  1861.  Los  contratos  de  prenda  é  hipo- 
teca puedeii  asegurar  toda  clase  de  obligacio- 
nes, ya  sean  puras,  ya  estén  sujetas  á  condi- 
ción suspensiva  ó  resolutoria. 

Art.  1862.  La  promesa  de  constituir  prenda 
ó  hipoteca  sólo  produce  acción  personal  entre 
los  contratantes,  sin  perjuicio  de  la  responsa- 
bilidad criminal  en  que  incurriere  el  que  de- 
fraudase á  otro  ofreciendo  en  prenda  ó  hipo- 
teca como  libres  las  cosas  que  sabia  estaban 
gravadas,  ó  fingiéndose  dueño  de  las  que  no 
le  pertenecen. 

CA-P.  II.— De  i,a  prenda. 

Art.  1863.  Además  de  los  requisitos  exigi- 
dos en  el  art.  1.857,  se  necesita,  para  consti- 
tuir el  contrato  de  prenda,  que  se  ponga  en 
posesión  de  ésta  al  acreedor,  ó  á  un  tercero  de 
común  acuerdo. 

Art.  1864.  Pueden  darse  en  prenda  todas 
las  cosas  muebles  que  están  en  el  comercio, 
con  tal  que  sean  susceptibles  de  posesión. 

Art.  1865.  No  surtirá  efecto  la  prenda  con- 
tra tercero  si  no  consta  por  instrumento  pú- 
blico la  certeza  de  la  fecha. 

Art.  1866.  El  contrato  de  prenda  da  dere- 
cho al  acreedor  para  retener  la  cosa  en  su  po- 
der ó  en  el  de  la  tercera  persona  á  quien  hu- 
biese sido  entregada,  hasta  que  se  le  pague  el 
crédito. 

Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  prenda,  el 
deudor  contrajese  con  él  otra  deuda  exigible 
antes  de  h.aberse  pagado  la  primera,  podrá 
aquél  prorrog"ar  la  retención  hasta  que  se  le 
satisfagan  ambos  créditos  aunque  no  se  hu- 
biese estipulado  la  sujeción  de  la  prenda  á  la 
segMiridad  de  la  seg'unda  deuda. 

Art.  1867.  El  acreedor  debe  cuidar  de  la 
cosa  dada  en  prenda  con  la  dílig'encia  de  un 
buen  padre  de  familia;  tiene  derecho  al  abono 
de  los  gastos  hechos  para  su  conservación,  y 
responde  de  su  pérdida  ó  deterioro  conforme 
á  las  disposiciones  de  este  Código, 

Art.  1868.  Si  la  prenda  produce  intereses, 
compensará  el  acreedor  los  que  perciba  con 
loa  que  se  le  deben;  y  si  no  se  le  deben,  ó  en 
cuanto  excedan  de  los  legítimamente  debidos, 
Jos  imputará  al  capital. 

Art.  1869.     Mientras   no   llegue  el  caso  de 


ser  expropiado  de  la  cosa  dada  en  prenda,  el 
deudor  sigue  siendo  dueño  de  ella. 

Esto  no  obstante,  el  acreedor  podrá  ejerci- 
tar las  accciones  que  competan  al  dueño  déla 
cosa  pignorada  para  reclamarla  ó  defenderla 
contra  tercero. 

Art.  1870.  El  acreedor  no  podrá  usar  la 
cosa  dada  en  prenda  sin  autorización  del  due- 
ño, y  si  lo  hiciere  ó  abusare  de  ella  en  otro 
concepto,  puede  el  segundo  pedir  cjue  se  la 
contituya  en  depósito. 

Art.  Í87l.  No  puede  el  deudor  pedir  la  res- 
titución de  la  prenda  contra  la  voluntad*  del 
acreedor  mientras  no  p.ague  la  deuda  y  sus 
intereses  con  las  expensas  en  su  caso. 

Art.  1872.  El  acreedor  á  quien  oportuna- 
mente no  hubiese  sido  satisfecho  sti  crédito, 
podrá  proceder  por  ante  notario  á  la  enajena- 
ción de  la  prenda.  Esta  enajenación  habrá  de 
hacerse  precisamente  en  subasta  piiblica  y  con 
citación  del  deudor  y  del  dneño  de  la  prenda 
en  su  caso.  Si  en  la  primera  subasta  no  hubie- 
se sido  enajenada  la  prenda,  podrá  celebrarse 
una  seg'unda  con  iguales  formalidades;  y  si 
tampoco  diere  resultado,  podrá  el  acreedoi* 
hacerse  dueño  de  la  prenda.  En  este  caso  es- 
tará obligado  á  dar  carta  de  pag'o  de  la  tota- 
lidad de  su  crédito. 

Si  la  prenda  consistiere  en  valores  cotiza- 
bles, se  venderán  en  la  forma  prevenida  por 
el  Código  de  Comercio. 

Art.  1873.  Respecto  á  los  Montes  de  Pie- 
dad y  demás  establecimientos  públicos,  que 
por  instituto  ó  profesión  prestan  sobre  pren- 
das, se  observarán  las  leyes  y  reglamentos  es- 
peciales que  les  conciernan  y  subsidiariamen- 
te las  disposiciones  de  este  título. 

CAP.   III.— De  la  hipoteca. 

Art.  1874.  Sólo  podrán  ser  objeto  del  con- 
trato de  hi]ioteca: 

1.°     Los  bienes  inmuebles. 

2.°  Los  derechos  reales  enajenables  con 
arreglo  á  las  leyes,  impuestos  sobre  bienes 
de  aquella  clase. 

Art.  1875.  Además  de  los  requisitos  exigi- 
dos en  el  art.  1.8.57,  es  indispensable,  para  que 
la  hijioteca  quede  válidamente  constituida, 
que  el  documento  en  que  se  constituya  sea 
inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Las  personas  á  cuyo  favor  establece  hipote- 
ca la  ley,  no  tienen  otro  derecho  que  el  de  exi- 
gir el  otorg-amiento  é  inscripción  del  documen- 
to en  que  haya  de  formalizarse  la  hipoteca, 
salvo  lo  que  dispone  la  ley  hipotecaila  en  fa- 
vor del  Estado,  las  provincias  y  los  pueblos, . 
por  el  importe  de  la  última  anualidad  de  los 
tributos;  así  como  de  los  aseg'uradores  por  el 
premio  del  seguro. 

Art.  1876.  La  hipoteca  sujeta  directa  é  in- 
mediatamente los  bienes  sobre  que  se  impone,' 
cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumpli- 
miento de  la  obligación  para  cuya  seguridad 
fué  constituida. 

Art.  1877.  La  hipoteca  se  extiende  á  las  ac- 
cesiones naturales,  á  las  mejoras,  á  los  frutos 
pendientes  y  rentas  no  peíxibidas  al  vencer  la 
obligación,  y  al  importe  de  las  indemnizacio- 
nes concedidas  ó  debidas  al  propietario  por  los 
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asi'giii-adores  de  los  bienes  hipotecados,  ó  eu 
virtud  de  expropiación  por  causa  de  utilidad 
piihlica,  con  las  declaraciones,  anipliaeioues 
y  limitaciones  establecidas  por  la  ley,  así  en 
el  caso  de  pernian^er  la  finca  en  poder  del 
(|iio  la  hipotecó,  como  en  el  de  pasar  á  manos 
(Ir  un  tercero. 

Art.  1878.  El  crédito  hipotecario  puede  ser 
enajenado  ó  cedido  íi  un  tercero  en  todo  ó  eu 
parte,  con  las  l'ormalidades  exigidas  por  la 
lev. 

Art.  1879.  El  acreedor  podrá  reclamar  del 
ti'icer  poseedor  de  los  bienes  hipotecados  el 
p.i;;'o  de  la  parte  de  crédito  aseg'urada  con  los 
que  el  último  posee,  on  los  términos  y  con  las 
ÍDiinalidades  que  la  ley  establece. 

Art.  1880.  La  forma,  extensión  y  efectos 
di^  la  hipoteca,  asi  como  lo  relativo  á  su  cons- 
titución, modiíicación  y  e.Ktiución  y  á  lo  de- 
más que  no  haya  sido  comprendido  en  este  ca- 
pítulo, queda  sometido  á  las  prescripciones  de 
ía  ley  hipotecaria,  que  continúa  vig-ente. 

CAP.  IV.— De  la  anticresis. 

Art.  1881.  Por  la  anticresis  el  acreedor  ad- 
quiere el  derecho  de  percibir  los  frutos  de  un 
inmueble  de  su  deudor,  con  la  oblig'ación  de 
aplicarlos  al  pago  de  los  intereses,  si  se  debie- 
ren, y  después  al  del  capital  de  su  crédito. 

Art.  1882.  El  acreedor,  salvo  pacto  en  con- 
trario, está  oblig-ado  á  pagar  las  contribucio- 
nes y  cargas  que  pesen  sobre  la  finca. 

Lo  está  asimismo  á  hacer  los  gastos  necesa- 
l'ios  para  su  conservación  y  reparación. 

Se  deducirán  de  los  ft'utos  las  cantidades 
que  emplee  en  uno  y  otro  objeto. 

Art.  1883.  El  deudor  uo  puede  readquirir 
el  g'oce  del  inmueble  sin  haber  pag'ado  antes 
enteranumte  lo  que  debe  á  su  acreedor. 

Pero  éste,  para  librarse  de  las  obligaciones 
que  le  impone  el  articulo  anterior,  puede  siem- 
pre oblig'ar  al  deudor  á  qxie  entre  de  nuevo  en 
el  g'oce  de  la  finca,  salvo  pacto   en  contrario. 

Art.  1884.  El  acreedor  no  adquiere  la  pro- 
piedad ilel  inmueble  por  falta  de  pago  de  la 
deuda  dentro  del  pla/.o  convenido. 

Todo  pacto  en  contrario  será  nulo.  Pero  el 
acreedor  en  este  caso  podrá  pedir  en  la  forma 
que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el 
pago  de  la  deuda  ó  la  venta  del  inmueble. 
,.  Art.  t885.  Los  contratantes  pueden  estipu- 
lar que  se  compensen  los  intereses  de  la  deuda 
con  los  frutos  de  la  finca   dada  en  anticresis. 

Art.  1886.  Son  aplicables  á  este  contrato  el 
último  párrafo  del  art.  1.857,  el  párrafo  segun- 
do del  art.  1.866  y  los  arts.  1.8G0  y  1.861. 

TITULO  XVI 
De  las  obligaciones  que  se  contraen  sin  convenio. 

CAPITULO  PRIMEEO.  — De  los  cuasi  contüatos. 
Art.  1887.  Son  cuasi  contratos  los  hechos  lí- 
citos y  puramente  voluntarios,  de  los  que  re- 
sulta obligado  su  autor  para  con  un  tercero  y 
4  veces  una  obligación  reciproca  entre  los  in- 
teresados. 

SECCIÓN  1.*^ — De  la  gestión  de  negocios  ajenos. 
Art.  1888.     El  que  se  encarga  voluntaria- 
mente de  la  agencia  ó  administración  de  los 


negocios  de  otro,  sin  mandato  de  éste,  está 
obligado  á  continuar  su  gestión  hasta  el  tér- 
mino del  asunto  y  sus  incidencias,  ó  á  reque- 
rir al  interesado  para  q\ie  le  sustituya  en  la 
gestión,  si  se  hallase  en  estado  de  poder  hacer- 
lo por  si. 

Art.  1889.  El  gestor  oficioso  debe  desempe- 
ñar su  encargo  con  toda  la  diligencia  de  uu 
buen  padre  de  familia,  é  indemnizar  los  per- 
juicios que  por  su  culpa  ó  negligencia  se  irro- 
guen al  dueño  de  los  bienes  ó  negocios  que 
gestione. 

Los  Tribunales,  sin  embargo  podrán  mode- 
rar la  importancia  de  la  indemnización  según 
las  circvmstancias  del  caso. 

Art.  1890.  Si  el  gestor  delegare  eu  otra  per- 
sona todos  ó  algunos  de  los  deberes  de  su  car- 
go, responderá  de  los  actos  del  delegado,  sin 
perjuicio  de  la  obligación  directa  de  éste  para 
con  el  propietario  del  negocio. 

La  responsabilidad  de  los  gestores,  cuando 
fueren  dos  ó  más,  será  solidaria. 

Art.  1891.  El  gestor  de  negocios  responderá 
del  caso  fortuito  cuando  acometa  operaciones 
arriesgadas  que  el  dueño  no  tuviese  costum- 
bre de  hacer,  ó  cuando  hubiese  po.spuesto  el 
interés  de  éste  al  suyo  propio. 

Art.  1892.  La  ratificación  de  la  gestión  por 
parte  del  dueño  del  negocio  produce  los  efec- 
tos del  mandato  expreso. 

Art.  1893.  Aunque  no  hubiese  ratificado  ex- 
presamente la  gestión  ajena,  el  dueño  de  bie- 
nes ó  negocios  que  aproveche  las  ventajas  de 
la  misma  será  responsable  de  las  obligaciones 
contraidas  en  su  interés,  é  iudenmizará  al 
gestor  los  gastos  necesarios  y  útiles  que  hii- 
biese  hecho  y  los  perjuicios  que  hubiese  sufri- 
do eu  el  desempeño  de  su  cargo. 

La  misma  obligación  le  incumbirá  cuando 
la  gestión  hubiera  tenido  por  objeto  evitar  al- 
gún perjuicio  inminente  y  manifiesto,  aunque 
de  ella  uo  resultase  provecho  alguno. 

Art.  1894.  Cuando,  sin  conocimiento  del 
obligado  á  prestar  alimentos,  los  diese  un  ex- 
traño, éste  tendrá  derecho  á  reclamarlos  de 
aquél,  ano  constar  que  los  dio  por  oficio  de  pie- 
dad y  sin  ánimo  de  reclamarlos. 

Los  gastos  funerarios  proporcionados  á  la 
calidad  de  la  persona  y  á  los  usos  de  la  loca- 
lidad deberán  ser  satisfechos,  aunque  el  difun- 
to no  hubiese  dejado  bienes,  por  aquellos  que 
en  vida  habrían  tenido  la  obligación  de  ali- 
mentarle. 

SEC.  2.° — Del  cobro  de  lo  indebido. 

Art.  1895.  Cuando  se  recibe  alguna  cosa 
que  no  liabia  derecho  á  cobrar,  y  que  por  error 
ha  sido  indebidamente  entregada,  surge  la 
obligación  de  restituirla. 

Art.  1896.  El  qu(!  acepta  uu  pago  indebido, 
si  hubiera  procedido  de  mala  fe,  deberá  abo- 
nar el  interés  legal  cuando  se  trate  de  capita- 
les, ó  los  frutos  percibidos  ó  del)idos  percibir 
cuando  la  cosa  recibida  los  produjere. 

Además  responderá  de  los  menoscabos  que 
la  cosa  haya  sufrido  por  cualquier  causa,  y  de 
los  perjuicios  que  se  irrogaren  al  que  la  entre- 
gó, hasta  que  la  recobre.  No  se  prestará  el  caso 
fortuito   cuaudo   hubiese  podido   afectar  del 
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mismo  modo  á  las  cosas,  hallándose  en  poder 
del  que  las  entregó. 

Art.  1897.  El  que  de  buena  fe  hubiera  acep- 
tado un  pago  indebido  de  cosa  cierta  }•  detei'- 
niiuada,  sólo  responderá  de  las  desmejoras  ó 
pérdidas  de  ésta  y  de  sus  accesiones,  en  cuan- 
to por  ellas  se  hubiese  enriquecido.  Si  la  hu- 
biese enajenado,  restituirá  el  precio  ó  cederá 
la  acción  para  hacerlo  efectivo. 

At.  1898.  En  cuanto  al  abono  de  mejoras  y 
gastos  hechos  por  el  que  indebidamente  reci- 
bió la  cosa,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  tit.  V 
del  lib.  II.  V 

Art.  1899.  Queda  exento  de  la  obligación 
de  restituir  el  que,  creyendo  de  buena  fe  que 
se  hacia  el  pago  por  cuenta  de  un  crédito  le- 
gítimo y  subsistente,  hubiese  inutilizado  el 
titulo,  ó  dejado  prescribir  la  acción,  ó  abando- 
nado las  prendas,  ó  cancelado  las  garantías  de 
su  derecho.  El  que  pagó  indebidamente  sólo 
podrá  dirigirse  contra  el  verdadero  deudor  ó 
los  fiadores  respecto  de  los  cuales  la  acción  es- 
tuviese viva. 

Art.  1900.  La  prueba  del  pago  incumbe  al 
que  pretende  haberlo  hecho.  También  corre  á 
su  cargo  la  del  error  con  que  lo  realizó,  á  me- 
nos que  el  demandado  negare  haber  recibido 
la  cosa  que  se  le  reclame.  En  este  caso,  justi- 
ficada por  el  demandante  la  entrega,  queda 
relevado  de  toda  otra  prueba.  Esto  no  limita 
el  derecho  del  demandado  para  acreditar  que 
le  era  debido  lo  que  se  supone  que  recibió. 

Art.  1901.  Se  presume  que  hubo  error  en  el 
pago  cuando  se  entregó  cosa  que  nunca  se  de- 
bió ó  que  ya  estaba  pagada;  pero  aquel  á  quien 
se  pida  la  devolución  puede  probar  que  la  en- 
trega se  hizo  á  titulo  do  liberalidad  ó  por  otra 
causa  justa. 

CAP.  II  — De  las  obligaciones  que  nacen  de  culpa 

ó  NEGLIGENCIA. 

Art.  1902.  El  que  por  acción  lí  omisión  cau- 
sa daño  á  otro,  interviniendo  culpa  ó  ueg'li- 
gencia,  está  obligado  á  reparar  el  daño  cau- 
sado. 

Art  1903.  La  obligación  que  impone  el  ar- 
ticulo anterior  es  exigible,  no  sólo  por  los  actos 
ü  omisiones  propios,  sino  por  los  de  aquellas 
personas  de  quienes  se  debe  responder. 

El  padre,  y  por  muerte  ó  incapacidad  de  éste 
la  madre,  son  responsables  de  los  perjuicios 
causados  por  los  hijos  menores  de  edad  que 
viven  en  sn  compañía. 

Los  tutores  lo  son  de  los  perjuicios  causados 
por  los  menores  ó  incapacitados  (|ue  están 
bajo  su  autoridad  y  habitan  en  su  compañía. 

Lo  son  igualmente  los  dueños  ó  directores 
de  un  establecimiento  ó  empresa  respecto  de 
los  perjuicios  causados  por  sus  dependientes 
en  el  servicio  de  los  ramos  en  que  los  tuvieran 
empleados,  ó  con  ocasión  de  sus  funciones. 

El  Estado  es  responsable  en  este  concepto 
cuando  obra  por  mediación  de  un  ag-ente  es- 
pecial, pero  no  cuando  el  daño  hubiese  sido 
causado  por  el  funcionario á  quien  propiamen- 
te corresponda  la  gestión  practicada,  en  cuyo 
caso  será  aplicable  lo  dispuesto  en  el  artlciilo 
íinterior. 

Son,  por  liltimo,  responsables  los  maestros 


ó  directores  de  artes  y  oficios  resiiecto  á  los 
perjuicios  causados  ¡¡or  sus  alumnos  ó  apren- 
dices, mientras  permanezcan  bajo  su  custodia. 

La  responsabilidad  de  que  trata  este  artícu- 
lo cesará  cuando  las  personas  en  él  menciona- 
das prueben  que  emplearon  toda  la  diligencia 
de  un  buen  padre  de  familia  para  prevenir  el 
daño. 

Art.  1904.  El  que  paga  el  daño  causado 
por  sus  dependientes  puede  repetir  de  éstos  lo 
que  hubiese  satisfecha. 

Art.  1905.     El  poseedor  de  un  animal,  ó  el 
que  se  sirve  de  él,  es  responsable  de  los  per- 
juicios que  causare,  aunque  se  le  escape  ó  es-^, 
travie.  Sólo  cesará  esta  responsabilidad  eu  el  .1 
caso  de  que  el  daño  proviniera  de  fuerza  ma-.' 
yor  ó  de  culpa  del  que  lo  hubiese  sufrido.         ; 

Art.  1906.  El  propietario  de  una  heredad 
de  caza  responderá  del  daño  causado  por  ésta 
en  las  fincas  vecinas,  cuando  no  haya  hecho  lo 
necesario  para  impedir  su  multiplicación  6 
cuando  haya  dificultado  la  acción  de  los  due- 
ños de  dichas  fincas  para  perseguirla. 

Art.  1907.  El  propietario  de  un  edificio  es 
responsable  de  los  daños  que  resulten  de  la' 
ruina  de  todo  ó  parte  de  él,  si  ésta  sobrevinie-, 
re  por  falta  de  las  reparaciones  necesarias. 

Art.  1908.  Igualmente  responderán  los  pro- 
pietarios de  los  daños  causados: 

1.°  Por  la  explosión  de  máquinas  que  no 
hubiesen  sido  cuidadas  con  la  debida  dilig-en- 
cia,  y  la  infiamacióu  de  sustancias  explosivas, 
que  no  estuviesen  colocadas  en  lugar  seguro  y: 
adeciiado. 

2.''  Por  los  humos  excesivos,  que  sean  no 
eivos  á  las  personas  ó  á  las  propiedades. 

3.°  Por  la  caída  de  árboles  colocados  en  si- 
tios de  tránsito,  cuando  no  sea  ocasionada  por 
fuerza  mayor. 

4.°    Por  las  emanaciones  de  cloacas  ó  depó 
sitos  de  materias  infectantes,  construidos  sia 
las  precauciones  adecuadas  al  lugar  en  que  e3-j 
tuviesen. 

Art.  1909.  Si  el  daño  de  que  tratan  los  dos 
artículos  anteriores  resultare  por  defecto  de' 
construcción,  el  tercero  que  lo  sufra  sólo  po- 
drá repetir  contra  el  arquitecto,  ó  en  su  caso 
contra  el  constructor,  dentro  del  tiempo  legal. 

Art.  1910.  El  cabeza  de  familia  que  habita 
una  casa  ó  parte  de  ella,  es  responsable  de  los 
daños  causados  por  las  cosas  que  se  arrojaren 
ó  cayeren  de  la  misma. 

TITULO  XVII 
De  la  concurrencia  y  prelación  de  créditos. 

CAPITULO  PEIMEEO.— Disi'OsicioNES   generales. 

Art.  1911.  Del  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones responde  el  deudor  con  todos  sus  bie- 
nes, presentes  y  futuros. 

Art.  1912.  El  deudor  puede  solicitar  judi- 
cialmente de  sus  acreedores  quita  y  espera  de 
sus  deudas,  ó  cualquiera  de  las  dos  cosas; 
pero  no  producirá  efectos  jurídicos  el  ejercicio 
de  este  derecho  sino  en  los  casos  y  en  la  forma 
previstos  en  la  ley  de  Enj.  civil. 

Art.  1913.  El  deudor  cuyo  pasivo  fuese  ma- 
yor que  el  activo  y  hubiese  dejado  de  pagar 
sus  obligaciones  corrientes,  deberá  presentar- 
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se  en  concurso  ante  el  Tribunal  couipetciite 
lueg'o  que  aquella  situacióu  le  í'uere  conocida. 

Art.  1914.  La  declaracióu  de  concurso  in- 
capacita al  concursado  para  la  administración. 
(le  sus  bienes  y  para  cualquiera  otra  que  por 
la  ley  le  corresponda. 

Será  rehabilitado  en  sus  derechos  termina- 
do el  concurso,  si  de  la  caliñcación  de  éste  no 
resultase  causa  que  lo  impida. 

Art.  1915.  Por  la  declaración  de  concurso 
vencen  todas  las  deudas  il  plazo  del  concur- 
sado. 

Si  llegaron  á  pagarse  antes  del  tiempo  pre- 
fijado en  la  obligación,  sufrirán  el  descuento 
correspondiente  al  interés  leg'al  del  dinero. 

Art.  1916.  Desde  la  fecha  de  la  declaracióu 
de  concurso  dejarán  de  devengar  interés  to- 
das las  deudas  del  concursado,  salvo  los  cré- 
ditos hipotecarios  y  pignoraticios  hasta  donde 
alcance  su  respectiva  garantía. 

Si  resultare  remanente  después  de  pagado 
el  capital  de  deudas,  se  satisfarán  los  intere- 
ses, redxicidos  al  tipo  legal,  salvo  si  el  pacta- 
do fuere  menor. 

Art.  1917.  Los  convenios  que  el  deudor  y 
sus  acreedores  celebraren  judicialmente,  con 
las  formalidades  de  la  le.y,  sobre  la  quita  y  es- 
pera, ó  en  el  concurso,  serán  obligatorios  para 
todos  los  concurrentes  y  para  los  que,  citados 
}•  notificados  en  forma,  no  hubieren  protesta- 
do en  tiempo.  Se  exceptúan  los  acreedores 
que,  teniendo  derecho  de  abstenerse,  hubie- 
sen usado  de  él  debidamente.  Tienen  derecho 
de  abstenerse  los  acreedores  comprendidos  en 
los  artículos  1.922,  1.923  y  1.924. 

Art.   1918.     Cuando  el  convenio  de  quita  y 
espera  se  celebre  con  acreedores  de  una  mis- 
.  raa  clase,  será  obligatorio  para  todos  el  acuer- 
do leg'al   de  la  mayoría,  sin  perjuicio  de  la 
lirfilación  respectiva  de  los  créditos. 

Art.  1919.  Si  el  deudor  cumpliere  el  conve- 
nio, quedarán  extinguidas  sus  obligaciones 
^  en  los  términos  estipulados  en  el  mismo;  pero, 
si  dejare  de  cumplirlo  en  todo  ó  en  parte,  re- 
nacerá el  derecho  de  los  acreedores  por  las 
cantidades  que  no  hubiesen  percibido  de  su 
-crédito  primitivo,  y  podrá  cualquiera  de  ellos 
pedir  la  declaración  ó  continuación  del  con- 
curso. 

Art.  1920.  No  mediando  pacto  expreso  en 
contrario  entre  deudor  y  acreedores,  conser- 
varán éstos  su  derecho,  terminado  el  concur- 
so, para  cobrar,  de  los  bienes  que  el  deudor 
pueda  ulteriormente  adquirir,  la  parte  de  cré- 
dito no  realizada. 

CAP.  II.— De  la  CLAsn-'icAcióN  de  créditos. 

Art.  1921.  Los  créditos  se  clasificarán,  para 
su  graduación  y  pago,  por  el  orden  y  en  los 
términos  que  en  este  capitulo  se  establecen. 

Art.  1922.  Con  relación  á  determinados 
bienes  muebles  del  deudor,  gozan  de  pre- 
ferencia: 

1.°  Los  créditos  por  construcción,  repara- 
ción, conservación  ó  precio  de  venta  de  bienes 
muebles  que  estén  en  poder  del  deudor,  hasta 
donde  alcance  el  valor  de  los  mismos. 

2."    Los  garantizados  con  prenda  que  se 


halle  en  poder  del  acreedor,  sobre  la  cosa  em- 
peñada y  hasta  donde  alcance  su  valor. 

3."  Los  garantizados  con  fianza  de  efectos 
ó  valores,  constituida  en  establecimiento  pú- 
blico ó  mercantil,  sobre  la  fianza  y  j)or  el  va- 
lor de  los  efectos  de  la  misma. 

4.°  Los  créditos  por  transporte,  sobre  los 
efectos  transportados,  por  el  precio  del  mismo, 
gastos  y  derechos  de  conducción  y  conserva- 
ción, hasta  la  entrega  y  durante  treinta  días 
después  de  ésta. 

5."  Los  de  hospedaje,  sobre  los  muebles 
del  deudor  existentes  en  la  i)0sada. 

6."  Los  créditos  por  semillas  y  gastos  de 
cultivo  y  recolección  anticipados  al  deudor, 
sobre  los  frutos  de  la  cosecha  para  que  sir- 
vieron. 

7."  Los  créditos  por  alquileres  y  rentas  de 
un  año,  sobre  los  bienes  muebles  del  arrenda- 
tario existentes  en  la  finca  arrendada  y  sobre 
los  frutos  de  la  misma. 

Si  los  bienes  muebles  sobre  que  recae  la 
preferencia  liubieren  sido  sustraídos,  el  acree- 
dor podrá  reclamai-los  de  quien  los  tuviese, 
dentro  del  término  de  treinta  días  contados 
desde  que  ocurrió  la  sustracción. 

Art.  1923.  Con  relación  á  determinados  bie- 
nes inmuebles  y  derechos  reales  del  deudor, 
g'ozau  de  preferencia: 

1."  Los  créditos  á  favor  del  Estado,  sobre 
los  bienes  de  los  contribuyentes,  por  el  impor- 
te de  la  última  anualidad,  vencida  y  no  paga- 
da, de  los  impuestos  que  graviten  sobre  ellos. 

2."  Los  créditos  de  los  aseguradores,  sobre 
los  bienes  aseg'urados,  por  los  premios  del  se- 
guro de  dos  años,  y  si  fuere  el  seguro  mutuo, 
])or  los  dos  últimos  dividendos  que  se  hubie- 
sen repartido. 

3."  Los  créditos  hipotecarios  y  los  refaccio- 
narios, anotados  é  inscritos  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  sobre  los  bienes  hipotecados  ó 
que  hubiesen  sido  objeto  de  la  refacción. 

4."  Los  créditos  preventivamente  anotados 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  virtud  de 
mandamiento  judicial,  por  embarg-os,  secues- 
tros ó  ejecución  de  sentencias,  sobre  los  bie- 
nes «anotados,  y  sólo  en  cuanto  á  créditos  pos- 
teriores. 

5."  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  ins- 
critos, sobre  los  inmuebles  á  que  la  refacción 
se  i'efiera,  y  sólo  respecto  á  otros  créditos  dis- 
tintos de  los  expresados  en  los  cuatro  núme- 
ros anteriores. 

Art.  1924.  Con  relación  á  los  demás  bienes 
muebles  é  inmuebles  del  deudor,  g'ozan  de  pre- 
ferencia: 

1.°     Los   créditos  á  favor  de  la  provincia  ó 
del  Municipio,  por  los  impuestos  de  la  última 
anualidad  vencida  y  no  pagada,  no  compren- 
didos en  el  art.  1.923,  núm.  1." 
2.°     Los  deveng-ados: 

A.  Por  gastos  de  justicia  y  de  administra- 
ción del  concurso  en  interés  común  de  los 
acreedores,  hechos  con  la  debida  autorización 
ó  aprobación. 

B.  I'or  los  funerales  del  deudor,  según  el 
uso  del  lugar,  y  también  los  de  su  mujer  y  los 
de  sus  hijos  constitviídos  bajo  sxi  patria  potes- 
tad, si  no  tuviesen  bienes  propios. 
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C.  Por  g-astos  de  la  última  enfermedad  de 
las  mismas  personas,  causados  en  el  líltimo 
año,  contado  hasta  el  día  del  fallecimiento. 

D.  Por  jornales  y  salarios  de  dependientes 
y  criados  domésticos  correspondientes  al  iilti- 
mo  año. 

E.  Por  anticipaciones  hechas  al  deudor  pa- 
ra si  y  su  familia,  constituida  bajo  su  autori- 
dad, en  comestibles,  vestido  ó  calzado,  en  el 
mismo  periodo  de  tiempo. 

F.  Por  pensiones  alimenticias  durante  el 
juicio  de  concurso,  k  no  ser  que  se  funde  en  un 
titulo  de  mera  liberalidad. 

3."  Los  créditos  que  sin  privilegio  especial 
consten: 

A.  En  escritura  pviblica. 

B.  Por  sentencia  firme,  si  hubiesen  sido 
objeto  de  litigio. 

Estos  créditos  tendrán  preferencia  entre  si 
por  el  orden  de  antigüedad  de  las  fechas  de 
las  escrituras  y  de  las  sentencias. 

Art.  1925.  No  gozarán  de  preferencia  los 
créditos  de  cualquiera  otra  clase,  ó  por  cual- 
quiera otro  título,  no  comprendidos  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

CAP.  III. — De  la  prelación  de  créditos. 

Art.  1926.  Los  créditos  que  gozan  de  prefe- 
rencia con  relación  á  determinados  bienes 
muebles  e.xcluyen  ;\  todos  los  demás  hasta  don- 
de alcance  el  valor  del  mueble  á  que  la  prefe- 
rencia se  refiere. 

Si  concurren  dos  ó  más  respecto  á  determi- 
nados muebles,  se  observarán,  en  cuanto  á  la 
prelación  para  su  pag'o,  las  reglas  siguientes: 

!.•''  El  crédito  pig-noraticio  excluye  á  los  de- 
más hasta  donde  alcance  el  valor  de  la  cosa 
dada  en  prenda. 

2.^  En  el  caso  de  fianza,  si  estuviere  ésta 
legítimamente  constituida  á  favor  de  más  de 
un  acreedor,  la  prelación  entre  ellos  se  deter- 
minará por  el  orden  de  fechas  de  la  prestación 
de  la  garantía. 

S.'-  Los  créditos  por  anticipo  de  semillas, 
gastos  de  cultivo  y  recolección,  serán  preferi- 
dos á  los  de  alquileres  y  rentas  sobre  los  fru- 
tos de  la  cosecha  para  que  aquéllos  sirvieron. 

4."  En  los  demás  casos  el  precio  de  los  mue- 
bles se  distribuirá  á  prorrata  entre  los  créditos 
que  gocen  de  especial  preferencia  con  relación 
¿los  mismos. 

Art.  1927.  Los  créditos  que  gozan  de  prefe- 
rencia cou  relación  á  determinados  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales,  excluyen á todos  los 
demás  por  su  importe  hasta  donde  alcance  el 
valor  del  inmueble  ó  derecho  real  á  que  la  pre 
ferencia  se  refiera. 

Si  concurrieren  dos  ó  más  créditos  respecto 
á  determinados  iumuebles  ó  derechos  reales, 
se  observarán,  en  cuanto  á  su.  respectiva  pre- 
lación, las  reglas  sig-uientes: 

1.*  Serán  preferidos,  por  su  orden,  los  ex- 
presados en  los  niims.  1.°  y  2."  del  art.  1.923 
á  los  comprendidos  en  los  demás  números  del 
mismo. 

2."  Los  hipotecarios  y  refaccionarios,  ano- 
tados ó  inscritos,  que  se  expresan  en  el  nú- 
mero 3."  del  citado  art.  1.923  y  los  comprendi- 
dos en  el  núm.  4."  del  mismo,  gozarán  de  pre- 


lación entre  sí  por  el  orden  de  antigüedad  de 
las  respectivas  inscripciones  ó  anotaciones  en 
el  Keg'istro  de  la  propiedad. 

3.^  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  ins- 
critos en  el  Registro  á  que  se  refiere  el  núme- 
ro 5."  del  art.  1.923,  gozarán  de  prelación  en- 
tre sí  por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad. 

Art.  1928.  El  remanente  del  caudal  del  deu- 
dor, después  de  pagados  los  créditos  que  g'o- 
cen  de  pi-efereneia  con  relación  á  determina- 
dos bienes,  muebles  ó  inmuebles,  se  acumula- 
rá á  los  bienes  libres  que  aquél  tuviere  para 
el  pago  de  los  demás  créditos. 

Los  que,  gozando  de  preferencia  con  rela- 
ción á  determinados  bienes,  muebles  ó  inmue- 
bles, no  hubiesen  sido  totalmente  satisfechos 
con  el  importe  de  éstos,  lo  serán,  en  cuanto 
al  déficit,  por  el  orden  y  en  el  lug-ar  que  les 
corresponda  seg'ún  su  r(\spectiva  naturaleza. 

Art.  1929.  Los  créditos  que  no  gocen  de 
preferencia  con  relación  á  determinados  bie- 
nes y  los  que  la  g-ozaren,  por  la  cantidad  no 
realizada,  ó  cuando  hubiese  prescrito  el  dere- 
cho á  la  preferencia,  se  satisfarán  conforme  á 
las  reg'las  sig'uientes: 

1."  Por  el  orden  establecido  en  el  articu- 
lo 1.924. 

2."  Los  preferentes  por  fechas  por  el  orden 
de  éstas,  y  los  que  la  tuviesen  común,  á  pro- 
rrata. 

3.*  Los  créditos  comunes  á  que  se  refiere 
el  art.  1.925,  sin  consideraeióu  á  sus  fechas. 

TITULO  XVIII 
De  la  prescripción. 

CAPITULO  PKIMEHO. -Disposiciones  generales. 

Art.  1930.  Por  la  prescripción  se  adquie- 
ren, de  la  manei-ay  con  las  condiciones  deter- 
minadas en  la  ley,  el  dominio  y  demás  dere- 
chos reales.  ' 

También  se  extinguen  del  propio  modo  pol- 
la prescripción  los  derechos  y  las  acciones,  de 
cualquier  clase  que  sean.  ' 

Art.  1931.  Pueden  adquirir  bienes  ó  dere- 
chos por  medio  de  la  prescripción  las  personas 
capaces  para  adquirirlos  por  los  demás  modos 
legítimos. 

At.  1932.  Los  derechos  y  acciones  se  extin- 
guen por  la  prescripción  en  perjuicio  de  toda 
clase  de  personas,  inclusas  las  jurídicas,  en 
los  términos  prevenidos  por  la  ley. 

Queda  siempre  á  salvo,  á  las  personas  im- 
pedidas de  administrar  sus  bienes,  el  derecho 
para  reclamar  contra  sus  representantes  legí- 
timos, cuya  neglig-encia  hubiese  sido  causa  de 
la  prescripción. 

Art.  1933.  La  prescripción  ganada  por  un 
copropietario  ó  comunero  aprovecha  á  los 
demás. 

Art.  1934.  La  prescripción  produce  sus 
efectos  jiu'ídicos  á  favor  y  en  contra  de  la  he 
rencia  antes  de  haber  sido  aceptada  y  duran- 
te el  tiempo  concedido  para  hacer  inventario 
y  para  deliberar. 

Art.  1935.  Las  personas  con  capacidad  para 
enajenar  pueden  renunciar  la  prescripción  ga- 
nada; pero  no  el  derecho  de  prescribir  para  lo 
sucesivo. 
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-,  Eutié.udese  tácitamente  renunciada  la  pres- 
ci'ipción  cuando  la  renuncia  resulta  de  actos 
que  hacen  suponer  el  abandono  del  derecho 
adquirido. 

Art.  1936.  Son  susceptibles  de  prescripción 
todas  las  cosas  que  están  cu  el  comercio  de  los 
hombres. 

Art.  1937.  Los  acreedores,  y  cualquiera 
otra  persona  interesada  en  hacer  valer  la 
prescripcióu,  podrán  utilizarla  á  pesar  de  la 
renuncia  expresa  ó  tácita  del  deudor  ó  propie- 
tario. 

Art.  1938.  Las  disposiciones  del  presente 
titulo  se  entienden  sin  perjuicio  do  lo  que  en 
este  Códig'o  ó  en  leyes  especiales  se  establez- 
ca respecto  á  deterníinados  casos  de  prescrip- 
ción. 

Art.  1939.  La  prescripción  comenzada  an- 
tes de  la  publicación  de  este  Código  se  regirá 
por  las  leyes  anteriores  al  mismo;  pero  si  des- 
de que  fuere  puesto  en  observancia  transcu- 
rriese todo  el  tiempo  en  él  exigido  jiara  la 
prescripción,  surtirá  ésta  su  electo,  aunque 
por  dichas  leyes  anteriores  se  requiriese  ma- 
yor lapso  de  tiempo. 

CAP.  II.— De  la  PEESCKIl'CIÓN  DKL  DOMINIO  Y  ÜEMÁS 
UEIÍECHOS  liEALES. 

Art.  1940.  Para  la  prescripcióu  ordinaria 
del  dominio  y  demás  derechos  reales  se  nece- 
sita poseer  las  cosas  con  buena  fe  y  justo  titu- 
lo por  el  tiempo  determinado  en  la  ley. 

Art.  1941.  La  posesión  ha  de  ser  en  concep- 
to de  dueüo,  pública,  pacifica  y  no  interrum- 
pida. 

Art.  1942.  No  aprovechan  para  la  posesión 
los  actos  de  carácter  posesorio,  ejecutados  en 
virtud  de  licencia  ó  por  mera  tolerancia  del 
dueño. 

Art.  1943.  La  posesión  se  interrumpe,  pai-a 
los  efectos  de  la  prescripción,  natural  ó  civil- 
mente. 

Art.  1944.  Se  interrumpe  naturalmente  la 
posesión  cuando  por  cualquier  causa  se  cesa 
eii  ella  por  más  de  uu  año. 

Art.  1945.  La  interrupción  civil  se  produ- 
ce por  la  citación  judicial  hecha  al  poseedor, 
aunque  sea  por  mandato  de  juez  incompe- 
tente. 

Art.  1946.  Se  considerará  no  hecha  y  deja- 
rá de  producir  interrupción  la  citación  judi- 
cial: 

1."  Si  fuere  nula  por  falta  de  üolemuidades 
legales. 

2."  Si  el  actor  desistiere  de  la  demanda  ó 
dejare  caducar  la  instancia. 

S.°  Si  el  poseedor  fuere  absuelto  de  la  de- 
manda. 

Art.  1947.  También  se  produce  interrup- 
ción civil  por  el  acto  de  conciliación,  siempre 
que  dentro  de  dos  meses  de  celebrado  se  pre- 
sente ante  el  juez  la  demanda  sobre  posesión 
ó  dominio  de  la  cosa  cuestionada. 

Art.  1948.  Cualquier  reconocimiento  ex- 
preso ó  tácito  que  el  poseedor  hiciere  del  de- 
recho del  dueño,  interrumpe  asimismo  la  po- 
sesión. 

Art.  1949.  Contra  un  título  inscrito  en  el 
Registro  de  la  propiedad  no  tendrá  lugar  la 


prescripción  ordinaria  del  dominio  ó  derechos 
reales  en  ¡lerjuicio  de  tercero,  sino  en  virtud 
de  otro  titulo  igualmente  inscrito,  debiendo 
empezar  á  correr  el  tiempo  desde  la  inscrip- 
ción del  segundo. 

Art.  1950.  La  buena  fe  del  poseedor  consis- 
te en  la  creencia  de  que  la  persona  de  quien 
recildó  la  cosa  era  dueño  de  ella  y  podía  trans- 
mitir su  dominio. 

Art.  1951.  Las  condiciones  de  la  buena  fe 
exigidas  para  la  posesión  en  los  arts.  433,  434, 
435  y  436  de  este  Código,  son  igualmente  ne- 
cesarias para  la  determinación  de  aquel  requi- 
sito en  la  prescripción  del  dominio  y  demás  de- 
rechos reales. 

Art.  1952.  Entiéndese  por  justo  título  el 
que  legalmente  baste  para  transferir  el  domi- 
nio ó  derecho  real  de  cuya  prescripción  se 
trate. 

Art.  1953.  El  titulo  para  la  ijrescripcióu  lia 
de  ser  verdadero  y  válido. 

Art.  1954.  El  justo  titulo  debe  probarse;  no 
se  presume  nunca. 

Art.  1955.  El  dominio  de  los  bienes  muebles 
se  prescribe  por  la  posesión  no  interrumpida 
de  tres  años  con  buena  fe. 

También  se  prescribe  el  dominio  de  las  co- 
sas muebles  por  la  posesión  uo  interrumpida 
de  sois  años,  sin  necesidad  de  ninguna  otra 
condición. 

En  cuanto  al  derecho  del  dueño  para  reivin- 
dicar la  cosa  mueble  perdida  ó  de  que  hubiese 
sido  privado  ilegalmente,  asi  como  respecto 
á  las  adquiridas  en  venta  piiblica,  en  Bolsa, 
feria  ó  mercado,  ó  de  comerciante  legalmente 
establecido  y  dedicado  habitualmente  al  tráfi- 
co de  objetos  análogos,  se  estará  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  464  de  este  Código. 

Art.  1956.  Las  cosas  muebles  hurtadas  ó  ro- 
badas no  podrán  ser  prescritas  por  los  que  las 
hurtaron  ó  robaron,  ni  por  los  cómplices  ó  en- 
cubridores, á  uo  haber  proscrito  el  delito  ó  fal- 
te, ó  su  pena,  y  la  acción  para  exigir  la  respon- 
sabilidad civil,  nacida  del  delito  ó  falta. 

Art.  1957.  El  dominio  y  demás  derechos  rea- 
les sobre  bienes  inmuebles  se  proscriben  por  la 
posesión  durante  diez  años  entre  presentes  y 
veinte  entre  ausentes,  con  buena  fe  y  justo 
titulo. 

Art.  1958.  Para  los  efectos  de  la  prescrip- 
ción se  considera  ausento  al  que  reside  en  el 
extranjero  ó  en  Ultramar. 

Si  parte  del  tiempo  estuvo  presente  y  parte 
ausente,  cada  dos  años  de  ausencia  se  reputa- 
rán como  uno  para  completar  los  diez  de  pre- 
sente. 

La  ausencia  que  no  fuere  de  un  año  entero 
y  continuo,  uo  se  tomará  en  cuenta  para  el 
cómputo. 

Art.  1959.  Se  prescriben  también  el  domi- 
nio y  demás  derechos  reales  sobre  los  bienes 
inmuebles  por  su  posesión  no  interrumpida 
durante  treinta  años,  sin  necesidad  do  título 
ni  de  buena  fe,  y  sin  distinción  entre  presen- 
tes y  ausentes,  salvo  la  excepción  determina- 
da en  el  art.  531). 

Art.  1960.  En  la  computación  del  tiempo 
necesario  para  la  prescripción  se  observarán 
las  i-eglas  siguientes: 
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1.*  El  poseedor  actual  puede  completar  el 
tiempo  necesario  para  la  prescripción,  unien- 
do al  suyo  el  de  su  causante. 

2.^  Se  presume  que  el  poseedor  actual,  que 
lo  hubiera  sido  en  época  anterior,  ha  conti- 
nuado siéndolo  durante  el  tiempo  intermedio, 
salvo  prueba  en  contrario. 

3."  El  día  en  que  comienza  á  contaa-se  el 
tiempo  se  tiene  por  entero;  pero  el  último  debe 
cumplirse  en  su  totalidad. 

CAP.  III. — De  la  prescripción  de  las  acciones. 

Art.  1961.  Las  acciones  prescriben  por  el 
mero  lapso  de  tiempo  fijado  por  la  ley. 

Art.  1962.  Las  acciones  reales  sobre  bienes 
muebles  prescriben  á,  los  seis  años  de  perdida 
la  posesión,  salvo  que  el  poseedor  haya  gana- 
do por  menos  término  el  dominio,  conforme  al 
art.  1.9.55,  y  excepto  los  casos  de  extravio  y 
venta  pública,  y  los  de  hurto  ó  robo,  en  que  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del 
mismo  artículo  citado. 

Art.  1963.  Las  acciones  reales  sobre  bienes 
inmuebles  prescriben  á  los  treinta  años. 

Entiéndese  esta  disposición  sin  perjuicio  de 
lo  establecido  para  la  adquisición  del  dominio 
ó  derechos  reales  por  prescripción. 

Art.  1984.  La  acción  hipotecaria  prescribe 
A  los  veinte  años,  y  las  personales  que  no  ten- 
gan señalado  término  especial  de  prescripción 
á  los  quince. 

Art.  1965.  No  prescribe  entre  coherederos, 
condueños  ó  propietarios  de  fincas  colindantes 
la  acción  par.a  pedir  la  jiartición  de  la  heren- 
cia, la  división  de  la  cosa  común  ó  el  deslinde 
de  las  pro])iedades  contiguas. 

Art.  1966.  Por  el  transcurso  de  cinco  años 
prescriben  las  acciones  para  exigir  el  cumpli- 
miento de  las  oblig'aciones  sig'uientes: 

1."     La  de  pagar  pensiones  alimenticias. 

2.'^  La  de  satisfacer  el  precio  de  los  arrien- 
dos, sean  éstos  de  fincas  rústicas  ó  de  fincas 
urbanas. 

3.^  La  de  cualescjuiera  otros  pagos  que  de- 
ban hacerse  por  años  ó  en  plazos  más  breves. 

Art.  1967.  Por  el  transcurso  de  tres  años 
prescriben  las  acciones  para  el  cumplimiento 
de  las  oblig-aciones  siguientes: 

1.^  La  de  pagar  k  los  jueces,  abogados,  re- 
gistradores, notarios,  escribanos,  peritos, 
agentes  y  curiales  sus  honorarios  y  derechos, 
y  los  gastos  y  desembolsos  que  hubiesen  rea- 
lizado en  el  desempeño  de  sus  cargos  ú  oficios 
en  los  asuntos  á  que  las  obligaciones  se  i-e- 
fieran. 

S.'*  La  de  satisfacer  á  los  farmacéuticos  las 
medicinas  que  suministraron;  á  los  i)rofesores 
y  maestros  sus  honorarios  y  estipendios  por  la 
enseñanza  que  dieron,  ó  por  el  ejercicio  de  su 
profesión,  arte  ú  oficio. 

S.''  La  de  pagar  á  los  menestrales,  criados 
y  jornaleros  el  importe  de  sus  servicios,  y  el 
de  los  suministros  ó  desembolsos  que  hubie- 
sen hecho  concernientes  á  los  mismos. 

■i.^  La  de  abonar  á  los  posaderos  la  comida 
y  habitación,  y  á  los  mercaderes  el  precio  de 
los  géneros  vendidos  á  otros  que  no  lo  sean,  ó 
que  siéndolo  se  dediquen  á  distinto  tráfico. 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  las  accio- 


nes á  que  se  refieren  los  tres  párrafos  anterio- 
res se  contará  desde  que  dejaron  de  prestarse 
los  respectivos  servicios. 

Art.  1968.  Prescriben  por  el  transcurso  de 
un  año: 

1."  La  acción  para  recobrar  ó  retener  la 
posesión. 

2."  La  acción  para  exigir  la  reponsabilidad 
civil  por  injuria  ó  calumnia,  y  por  las  obliga- 
ciones derivadas  de  la  culpa  ó  negligencia  de 
que  se  trata  en  el  art.  1.902,  desde  que  lo  supo 
el  ag'raviado. 

Art.  1969.  El  tiempo  para  la  prescripción 
de  toda  clase  de  acciones,  cuando  no  haya  dis- 
posición especial  que  otra  cosa  determine,  se 
contará  desde  el  día  en  que  pudieron  ejerci- 
tarse. 

Art.  1970.  El  tiempo  para  la  prescripción 
de  las  acciones,  que  tienen  por  objeto  recla- 
mar el  cumplimiento  de  obligaciones  de  capi- 
tal con  interés  ó  renta,  corre  desde  el  último 
pag'o  de  lá  renta  ó  del  interés. 

Lo  mismo  se  entiende  respecto  al  capital  del 
censo  consig'uativo. 

En  los  censos  entítéutico  y  reservativo  se 
cuenta  asimismo  el  tiempo  de  la  prescripción 
desde  el  viltimo  pag'o  de  la  pensión  ó  renta. 

Art.  1971.  El  tiempo  de  la  prescripción  de 
las  acciones  para  exigir -el  cumplimiento  de 
oblig'aciones  declaradas  por  sentencia,  co- 
mienza desde  que  la  sentencia  quedó  firme. 

Art.  1972.  El  término  de  la  prescripción  de 
las  acciones  para  exigir  rendición  de  cuentas 
corre  desde  el  día  en  que  cesaron  en  sus  car- 
gos los  que  debían  rendirlas. 

El  correspondiente  á  la  acción  por  el  resul- 
tado de  las  cuentas,  desde  la  fecha  en  que  fué 
éste  reconocido  por  conformidad  de  las  partes 
interesadas. 

Art.  1973.  La  prescripción  de  las  acciones 
se  interrumpe  por  su  ejercicio  ante  los  Tribu- 
nales, por  reclamación  extrajudicial  del  acree- 
dor y  por  cualquier  acto  de  reconocimiento  de 
la  deuda  por  el  deudor. 

Art.  1974.  La  interrupción  de  la  prescrip- 
ción de  acciones  en  las  obligaciones  solidarias 
aprovecha  ó  perjudica  por  igual  á  todos  los 
acreedores  y  deudores. 

Esta  disposición  rige  igualmente  respecto  á.' 
los   herederos   del  deudor  en  toda   clase   de 
obligaciones. 

En  las  obligaciones  mancomunadas,  cuando 
el  acreedor  no  reclame  de  uno  de  los  deudo- 
res más  que  la  parte  que  le  corresponda,  no 
se  interi-umpe  por  ello  la  prescripción  i-espec- 
to  á  los  otros  codeudores. 

Art.  1975.  La  interrupción  de  la  prescrip- 
ción contra  el  deudor  principal  por  reclama- 
ción judicial  de  la  deuda,  siirte  efecto  también 
coutra  su  fiador;  pero  no  perjudicará  á  éste  la 
que  se  produzca  por  reclamaciones  extrajudi- 
ciales  del  acreedor  ó  reconocimientos  privados 
del  deudor. 

DISPOSICIÓN    FINAL 

Art.  1976.  Quedan  derogados  todos  los  cuer- 
pos legales,  usos  y  costumbres  qiie  constitu- 
yen el  Derecho  civil  coniiín  en  todas  las  ma- 
terias que  son  objeto  de  este  Código,  y  queda- 
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ráu  sin  fuerza  y  vigor,  asi  en  su  concepto  de 
leyes  directamente  oblig'atorias,  como  en  el  de 
derecho  supletorio.  Esta  disposición  no  es 
.  aplicable  á  las  leyes  que  en  este  Códig'o  se  de-' 
claran  subsistentes  *. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Las  variaciones  introducidas  por  este  Códi- 
go, que  perjudiquen  derechos  adquiridos  se- 
gún la  legislación  civil  anterior,  no  tendrán 
efecto  retroactivo. 

Para  ajílicar  la  legislación  que  correspon- 
da, eu  los  casos  que  no  están  expresamente 
determinados  en  el  Código,  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

1.*^  Se  regirán  por  la  legislación  anterior 
al  Código  los  derechos  nacidos,  según  ella,  de 
hechos  reali/.ados  bajo  su  régimen,  aunque  el 
Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no  *los  reco- 
nozca. Pero  si  el  derecho  apareciere  declara- 
do por  primera  vez  en  el  Código,  tendrá  efec- 
to desde  luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origi- 
ne se  veriticara  bajo  la  legislación  anterior, 
siempre  que  no  perjudique  á  otro  derecho  ad- 
quirido de  igual  origen  ^. 


*  Basta  esta  derogación  para  ei^iiviar  que  los  tvtores 
nombrados  antes  del  Código  lian  de  atenerse  d  las  dispo- 
aiciones  del  mismo  y  nu  di'  la  ley  de  Enjuiciamiento^  en 
cuanto  al  ejercicio  del  cargo.  (Resol.  20  Sei-itiembre 
1890,  t.  I,p.   166.) 

*  (No    KETROACTIVIDAD    DEL    CÓD.    CIVIL:  J3EIIECH03 

ADQUIRIDOS.)  «Algunos  señores  senadores  y  diputa- 
dos echaron  de  menos  en  el  Código  las  disposiciones 
transitorias  que  hablan  de  determinar,  cou  regula- 
ridad y  justicia,  el  paso  de  la  antigua  legislación  A 
la  nueva,  de  modo  que  ósta  no  tuviera  electo  retro- 
activo y  quedaran  i't  salvo  todos  los  derechos  legíti- 
mamente adquiridos  bajo  el  anterior  régimen  jurí- 

.  dico.  La  observación  de  estos  oradores  era  muy  fun- 
dada. No  bastaba  decir  en  el  arl.  I.1I30  que  las  va- 
riaciones en  la  legislación  que  perjudicaran  dere- 
chos adquiridos  no  tendrán  efecto  retroactivo,  pues 
la  defínición  y  la  determinación  de  estos  derechos  es 
hoy  uno  de  los  problemas  más  difíciles  de  la  ciencia 
de   legislación. 

Tal  vez  habría  sido  mejor  hacer  esto  en  iina  ley 
separada,  como  se  verificó  en  Italia  y  en  otros  países, 
donde,  bien  directamente  por  el  Poder  legislativo, 
bien  por  el  Gobierno  mediante  autorización  consti- 
tucional, se  dictaron  estas  disposiciones  transito- 
rias. Pero  no  habiéndose  dado,  ni  siquiera  iniciado, 

,  dicha  ley,  y  teniendo  la  Sección  el  encargo  de  hacer 
en  el  Código  las  enmiendas  y  adiciones  que  creyese 
necesarias  y   convenientes  según  el  resultado  cíe  la 

,  discusión  habida  en  ambos  Cueriios  Colegisladores, 
se  ha  creído  en  el  deber  de  establecer  tambit'm  las  re- 
glas según  las  cuales  deben  aplicarse  las  nuevas  dis- 
posiciones quo  varíen  en  algún  punto  el  derecho  an- 
teriormente constituido. 

Dos  sistemas  podían  seguirse  para  el  desempeño 
de  esta  dificil  obra:  iino,  señalar  minuciosamente 
todas  aquellas  variaciones,  determinando  en  cada 
caso  la  aplicación  del  derecho  correspondiente;  otro, 
establecer  reglas  generales,  aplicables  i'i  todos  loa 
casos  que  puedan  ocurrir  de  aqiiella  especie.  El  pri- 
mero de  estos  sistemas  darla  lugar  á  iiu  casuismo 
indefinido  y  tal  vez  deíiciente;  el  segundo  resi)onde- 
ria  mejor  á  su  objeto;  pero,  sobre  ser  de  dificil  eje- 
cución, no  daría  un  resultado  tan  comprensivo  que 
excluyera  en  absoluto  la  necesidad  de  reglas  espe- 
ciales para  casos  determinados. 

Era,  pues,  necesario  determinar  cuáles  son  las  va- 
riaciones de  ley  que  perjudican  derechos  anterior- 
mente adquiridos,  y  que  no  deben,  por  tanto,  apli- 
carse con  efecto  retroactivo.  Para  ello  no  basta  de- 
cir que  son  aquellas  disposiciones  legales  que  privan 
de  la  posesión  actual  de  algún  beneficio,  interés  6 
acción  jurírlica;  pues  si  la  existencia,  efectividad  ó 
extensión  del  derecho  dependen  de  eventualidades 
independientes  de  la  voluntad  del  que  lo  posee,  po- 
drá éste  tener  una  esperanza,  pero  no  un  verdadero 
derecho  adquirido.  Por  eso  los  herederos  legítimos  y 


2.^  Los  actos  y  contratos  celebrados  bajo 
el  régimen  de  la  legislación  anterior,  y  que 
sean  válidos  con  arreglo  á  ella,  surtirán  todos 
sus  efectos  según  la  misma,  con  las  limitacio- 
nes establecidas  en  estas  reglas.  En  su  conse- 
cuencia, serán  válidos  los  testamentos  auiíque 
sean  mancomunados,  los  poderes  para  testar 
y  las  memorias  testamentarias  que  se  hubie- 
sen otorgado  ó  escrito  antes  de  regir  el  Códi- 
go, y  producirán  su  efecto  las  cláusulas  ad 
cautelain^  los  fideicomisos  para  aplicar  los  bie- 
nes según  instrucciones  reservadas  del  testa- 
tador,  y  cualesquiera  otros  actos  permitidos 
por  la  legislación  precedente;  pero  la  revoca- 
ción ó  modiíicación  de  estos  actos  ó  de  cual- 
quiera de  las  cláusula  contenidas  en  ellos   no 


los  instituidos,  asi  como  los  legatarios  de  las  perso- 
nes que  viven,  no  tienen  derecho  alguno  adquirido 
hasta  la  muerte  de  éstas,  porque  la  existencia  del 
que  en  lo  luturo  podrán  disfriitar,  depende  ya  de  la 
eventualidad  de  su  propia  muerte,  ya  de  las  vicisi- 
tudes de  la  fortuna,  ó  de  la  libre  y  variable  volun- 
tad de  los  testadores. 

Ftindada  en  estas  consideraciones,  la  Comisión, 
que  estima  peligrosa  la  definición  abstracta  de  los 
derechos  adquiridos,  ha  preferido  desenvolver  las 
doctrinas  más  comunmente  admitidas  en  algunas 
prescripciones  generales  y  en  una  serie  de  reglas 
concretas,  que  puedan  ofrecer  solución  á  los  casos 
miás  frecuentes  y  servir  de  criterio  en  todos  los  aná- 
logos. 

Lo  primero  que  debía  resolver  era  el  punto  de  par- 
tida de  los  derechos,  á  fin  de  determinar  cuáles  que- 
daban al  amparo  de  la  legislación  antigua  y  cuáles 
sometidos  á  la  nueva.  Y  como  todo  derecho  nace  ne- 
cesariamente de  wxi  hecho  voluntario  ó  independien- 
te de  la  humana  voluntad,  la  fecha  de  este  hecho, 
que  puede  ser  anterior  ó  posteriora  la  promulga- 
ción del  Código,  es  la  que  debe  determinar  la  legis- 
lación qxie  ha  de  aplicarse  al  derecho  que  de  aquel 
hecho  naciera.  Ni  es  necesario  que  el  derecho  origi- 
nado por  un  hecho  ocurrido  bajo  la  legislación  ante- 
rior se  halle  en  ejercicio  para  que  merezca  respeto, 
pues  si  existia  legítimamente  según  la  ley  bajo  la 
cual  tuvo  origen,  si  dependía  solamente  de  la  volun- 
tad del  que  lo  poseyera  ponerlo  ó  no  eu  ejercicio,  es 
un  derecho  tan  adquirido  como  el  que  hubiera  ya 
producido  ó  estuviera  produciendo  su  debido  efecto. 
Pero  si  se  trata  de  un  derecho  nuevo,  declarado  por 
primera  vez  en  el  Código  y  no  reconocido  por  la  le- 
gislación anterior,  deberá  regirse  por  el  mismo  Códi- 
go, aunque  el  hecho  que  lo  origine  hubiera  tenido 
lugar  bajo  aquella  legislación,  á  menos  que  perjudi- 
que á  otro  derecho  adquirido  bajo  la  misma;  porque 
en  este  caso  es  más  digno  de  respeto  el  que  va  á  su- 
frir el  daño  que  el  que  va  á  recibir  un  beneficio  gra- 
tuito. 

Establecido  este  principio  en  la  regla  1.*,  no  se  po- 
drá hacer  novedad  alguna  en  el  estado  legal  de  las 
madres  que,  siendo  viudas  y  ejerciéndola  patria  po- 
testad, hubiesen  contraído  nuevo  matrimonio  antes 
de  regir  el  Código,  aunque  éste  prive  de  aquel  dere- 
cho á  las  madres  viudas  que  se  casen  despuós.  Por 
igual  razón,  las  incapacidades  para  heredar,  así  ab- 
solutas como  relativas,  deberán  calificarse  con  arre- 
glo á  la  legislacióu  vigente  á  la  muerte  del  testador 
ó  causante  de  la  herencia.  Por  idéntico  motivo,  y 
conforme  á  la  misma  regla  1.*^,  no  deberá  entender- 
se que  han  perdido  el  beneficio  de  la  restitución  in 
integnim  las  personas  que  lo  tuvieran  por  la  legisla- 
ción anterior,  cuando  el  hecho  que  haya  ocasionado 
el  perjuicio  que  deba  repararse  hubiera  tenido  lu^ar 
bajo  aquel  régimen;  y  sólo  cuando  hubiese  ocurrido 
después,  deberán  aplicarse  las  disposiciones  del  ca- 
pitulo V,  tlt.,  II,  lib.  IV  del  Código.  De  la  misma  re- 
gla 1.*^  emana  la  T.*^,  que  no  permite  á  los  padres,  ma- 
dres y  abuelos  retirar  las  fianzas  que  tengan  consti- 
tníílas  por  la  cúratela  que  se  hallen  ejerciendo  do 
BUS  descendientes.  Esta  garantía  es  un  derecho  ad- 
quirido ■  or  los  menores  é  incapacitados,  del  cual  no 
se  les  puede  privar  sin  injusticia,  aunque  la  nueva 
ley  dispense  para  lo  sucesivo  de  la  obligación  do 
afiai  /,ar  á  las  personas  anteriormente  nombradas, 
cuando  las  llama  á  la  tutela  de  bus  doscendieutoB.» 
(Exp.  de  motivos.) 
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podrá  verificarse,  después  de  regir  el  Cúdigo, 
siuo  testando  cou  arreglo  al  mismo  '. 

3.^  Las  disposiciones  del  Código  que  san- 
cionan con  penalidad  civil  ó  privación  de  de- 
rechos actos  ú  omisiones  que  carecían  de  san- 
ción en  las  leyes  anteriores,  no  son  aplicables 
al  que,  cuando  éstas  se  hallaban  vigentes,  hu- 
biese incurrido  en  la  omisión  ó  ejecutado  el 
acto  prohibido  por  el  Código, 

Cuando  la  falta  esté  también  penada  por  la 
legislación  anterior,  se  aplicará  la  legislación 
más  benigna  '. 

4.^  Las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y 
no  ejercitados  antes  de  regir  el  Código,  sub- 
sistirán con  la  extensión  y  en  ios  términos  que 
les  reconociera  la  legislación  precedente,  pero 
sujetándose,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  dura- 
ción y  procedimientos  jjara  hacerlos  valer,  á 
lo  dispuesto  en  el  Código.  ÍSiel  ejercicio  del  de- 
recho ó  de  la  acción  se  hallara  pendiente  de 
procedimientos  oticiales  empezados  bajo  la  le- 
gislación anterior,  y  éstos  fuesen  diferentes 
de  los  establecidos  por  el  Código,  podrán  op- 
tar los  interesados  por  unos  ó  por  otros  -. 

i  (Actos  válidos  tor  la  antigua  legislación.) — 
«De  esta  regla  general  se  derivan  otras  varias,  que 
la  Sección  lia  consignado  tanih>ién  aunqne  sea  por 
via  de  ejemplo.  Asi,  pues,  conlorme  á  la  regla  Ü.*, 
los  actos  y  contratos  celebrados  liajo  el  rt-giiuen  de  la 
legislación  anterior,  que  fueran  válidos  según  ella, 
deben  serlo  también  después  de  promulgado  el  Có- 
digo, aunque  con  las  limitaciones,  en  cuanto  á  su 
ejecución,  establecidas  en  las  disposiciones  transi- 
torias. Por  eso  deben  valer  los  testamentos  otorga- 
dos bajo  aquella  legislación,  con  arreglo  á  la  xuis- 
jna,  estén  ó  no  otorgados  en  forma  autorizada  des- 
pués. Por  eso  serán  válidos,  aunque  el  Código  no  los 
permite,  siempre  que  procedan  del  tiempo  en  que 
reglan  las  leyes  que  los  autorizaban,  los  testamen- 
tos mancomunados,  los  poderes  para  testar,  las  me- 
morias testamentarias,  las  cláusulas  llamadas  ad 
cauteianí,  y  los  fideicomisos  en  que  eltestador  encar- 
ga al  fiduciario  dar  á-  sus  bienes  un  destino  desco- 
nocido. Lo  que  no  podrá  hacerse  es  alterarlos  ni  mo- 
dificarlos en  manera  alguna  después  de  regir  el  Có- 
digo, sino  testando  con  arreglo  al  mismo;  porque  lo 
que  pudo  hacerse  legítimamente  bajo  el  régimen 
anterior,  no  es  licito  repetirlo  bajo  el  nuevo  ré- 
gimen. 

Por  efecto  de  la  misma  regla  2.*  no  podrá  alterarse 
el  estado  legal  en  que  se  hallen  los  que,  por  pacto 
anterior  á  la  promulgación  del  Código,  estén  dando 
ó  recibiendo  alimentos;  ni  et  hiju  HUU|»tM«lo  bajo  le- 
gislación anterior  habrá  perdido  su  derecho  á  here- 
dar abintestato  al  padre  adoptante,  aunque  el  Códi- 
go no  rec-onozca  este  derecho  á  los  adoptados  des- 
fués.  En  el  mismo  caso  se  hallan  las  reglas  que  de- 
erminan  la  colación  de  las  dotes  y  las  donaciones 
de  cualquiera  especie  otorgadas  bajo  el  régimen 
anterior,  eu  todo  aquello  en  que  difieran  de  las  con- 
signadas en  el  Código  También  es  consecuencia  de 
la  misma  regla  2."  la  6.",  que  permite  al  padre  con- 
tinuar disírutando  los  derechos  que  se  haya  reser- 
vado sobre  los  bienes  adventicios  del  hijo,  á  quien 
hubiese  emancipado  con  esta  condición.  Todos  estos 
derechos,  como  originados  de  pactos  ó  convenios 
celebrados  bajo  la  legislación  precedente,  son  dig- 
nos del  mayor  respeto,  aunque  el  Código  no  los  re- 
conozca ó  los  estime  de  modo  diverso.  En  el  mismo 
caso  se  hallarán  cualesquiera  otros  derechos  naci- 
dos ae  contratos  lícitos  en  su  tiempo,  aunque  no  sean 
permitidos  después. 

Por  lo  mismo  que  deben  respetarse  y  surtir  su 
efecto  los  derechos  nacidos  de  hechos  pasados  bajo 
la  legislación  anterior,  los  que,  según  ésta,  no  pro- 
ducían penalidad  civil  ó  pérdida  de  derechos,  y  se 
ejecutaron  en  aquella  época,  no  deberán  producirla, 
aunque  el  Código  después  la  establezca.  En  este  caso 
podrán  hallarse  los  matrimonios  contraídos  antes, 
Bin  la  licencia  ó  el  consejo  de  quien  corresponda.» 
(£xp.  de  motivos.) 

2  (Ejercicio  posterior  al  Código  de  derechos  ad- 
quiridos CON  anterioridad.)    «Pero  si  es  justo  res- 


5^  Quedan  emancipados  y  fuera  de  la  pa- 
tria potestad  los  hijos  que  hubiesen  cumplido 
veintitrés  años  al  empezar  á  reg'ir  el  Código; 
pero  si  continuaren  viviendo  en  la  casa  y  á 
expensas  de  sus  padres,  podi'án  éstos  conser- 
var el  usufructo,  la  administración  y  los  de- 
más derechos  que  estén  disfrutando  sobre  los 
bienes  de  su  peculio,  hasta  el  tiempo  en  que 
los  hijos  deberían  salir  de  la  patria  potestad- 
según  la  legislación  anterior  '. 

6.^  El  padre  que  ^"oluntariaJrlente  hubiese 
emancipado  á  un  hijo,  reser\  ánüose  algún  de- 
recho sobre  sus  bienes  adventicios,  podrá  cou- 
tintiar  disfrutándolo  hasta  el  tiempo  eu  que  el 
hijo  debería  salir  de  la  patria  potestad  cou 
arreglo  á  la  legislación  anterior  -. 


petar  lo^  derechos  adquiridos  bajo  la  legislación 
anterior,  aunque  no  hayan  sido  ejercitados,  ningu- 
na consideración  de  justicia  exige  que  su  ejercicio 
posterior,  su  duración  y  los  procedimientos  para 
hacerlos  valer,  se  eximan  de  los  preceptos  del  Códi- 
go. Todas  estas  disposiciones  tienen  carácter  adje- 
tivo, y  sabido  es  que  las  leyes  de  esta  especie  pueden 
tener  efecto  retroactivo.  Así,  pues,  según  la  regla 
4.*^,  los  derechos  adquiridos  y  no  ejercitados  toda- 
vía cuando  el  Código  empezó  á  regir,  deberán  hacer- 
se valer  por  los  procedimientos  en  el  mismo  estable- 
cidos, y  sólo  cuando  éstos  se  hallen  pendientes  en 
dicha  época,  podrán  optar  los  interesados  por  ellos 
ó  por  los  nuevos. 

Consecuencia  es  también  de  esta  regla  la  8.*,  que 
mantiene  en  su  cargo  á  los  tutores  y  curadores  nom- 
brados antes  de  regir  el  Código  y  A  los  poseedores  y 
administradores  interinos  de  bienes  de  ausentes, 
pero  sometiéndolos,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  k  la 
nueva  legislación.»  (Exp.  de  motivos.) 

1  (Usufructo  del  padre  sobre  los  uienes  del 
hijo.)  «Pero  el  rigor  de  la  regla  fundamental  en  es- 
ta materia,  ó  sea  la  de  atender  á  la  legislación  vi- 
gente al  tiempo  de  adquirirse  el  derecho,  exige  tam- 
bién ciertas  excepciones,  aunque  de  corta  transcen- 
dencia. Los  efectos  de  la  patria  potestad  respecto  &  ■ 
los  bienes  de  los  hijos,  según  el  Código,  no  siempre 
convienen  con  los  mismos  efectos  segixn  la  legisla- 
ción anterior.  En  su  consecuencia,  aqxiello  en  que 
difieran  debería  regirse  por  dicha  legislación  cuan- 
do los  padres  estuvieren,  coníorme  á  ella,  ejercien- 
do su  potestad.  Pero  la  patria  potestad  en  el  moder- 
no derecho  no  tiene,  ni  ha  tenido  á  los  ojos  de  los 
aiitoresdel  Código,  el  sentido  que  le  dio  la  legisla- 
ción romana  Concédese  á  los  padres  el  poder  tuitivo 
á  que  se  llama  patria  potestad,  no  para  su  personal 
provecho,  sino  para  el  más  fácil  cumplimientode 
los  altos  deberes  que  la  naturaleza  y  la  ley  les  Im- 
ponen respecto  á  sus  hijos.  A  este  fin  se  encaminan, 
de  un  lado  el  reconocimiento  de  la  autoridad  pater- 
na, y  de  otro  el  disfrute  y  administración  de  los  pe- 
ciilios.  Por-lo  mismo,  sólo  se  pueden  mantener  y  ase- 
gurar al  padre  estas  facultades,  en  ciianto  subsistan 
los  deberes  para  cuj-o  cumplimiento  fueron  otorga- 
das. Si  pues  los  hijos,  al  salir  de  la  patria  potestad, 
prefieren  vivir  bajo  la  autoridad  y  en  el  domicilio 
de  sus  padres  y  seguir,  como  en  tales  casos  es  presu- 
mible, la  dirección  y  los  consejos  de  éstos,  parece 
natural  que  subsistan  la  administración  y  el  usu- 
fructo de  los  peculios  por  todo  el  tiempo  que  la  an- 
terior legislación  los  mantenía.  No  será  entonces  el 
legislador,  sino  la  voluntad  tácita  del  hijo,  quien 
prorrogue  la  autoridad  y  las  facultades  paternas. 
Y,  por  la  misma  razón,  desde  que  el  hijo  mayor  de 
veintitrés  años  salga  de  la  casa  de  su  jíadre,  cesará 
la  presunción  en  que  descansa  la  regla  5.*,  y  con  ella 
los  derechos  de  administración  y  usufructo  que  al 
padre  corresponden  sobre  los  bienes  del  peculio. 

Pero  cuando  los  derechos  del  padre  procedan  de 
un  acto  suyo,  legítimo  y  voluntario,  otorgado  con 
condiciones  recíprocas,  bajo  el  antiguo  régimen  ju- 
rídico, la  justicia  manda  respetarlo  y  mantenerlo, 
sin  limitación  alguna.  Así,  el  padre  que  voluntaria- 
mente hubiese  emancipado  á  un  hijo,  reservándose 
algún  derecho  sobre  siis  bienes  adventicios,  podrá 
continiiar  disfrutándolo  hasta  el  tiempo  en  que  el 
hijo  debería  salir  de  la  patria  potestad  según  la  le- 
gislación anterior.»  (Exp.  de  motivos.) 
2     Véase  la  nota  de  la  regla  2.* 
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7.^^     Los   padres,  las   madres  y  los  abuelos 

<iae  se  hallen  ejerciendo  la  cúratela  de  sus  des- 
cendientes, no  podran  retirar  las  fianzas  ((ue 
tcns'an  constituidas,  ni  ser  oblig'ados  i\  cons- 
tituirlas si  no  las  hubieran  prestado,  ni  A.  com- 
pletarlas si  resultaren  insuficientes  las  pres- 
tadas ^ 

8.^  Los  tutores  y  curadores  nombi'^dos 
bajo  el  rí^<i'imen  de  la  leg'islacióu  anterior  y 
con  sujeción Aella,  conservarán  su  carg"0,pero 
sometiéndose,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las 
disposiciones  del  Códig'o. 

Esta  reg'Ia  es  también  aplicable  ;l  los  posee- 
dores y  ¿i  los  administradores  interinos  de  bie- 
nes ajenos  en  los  casos  en  que  la  ley  los  esta- 
blece. 

9."^  Las  tutelas  y  cúratelas  cuya  constitu- 
ción definitiva  esté  pendiente  déla  resolución 
de  los  Tribunnles  al  empezar  A  regir  el  Códi- 
go, se  constituirán  con  arreg'lo  á  la  legislación 
anterior,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla que  precede  '^. 

10.  Los  jueces  y  los  fiscales  municipales  no 
procederán  de  oficio  al  nombramiento  de  los 
consejos  de  familia  sino  resjiecto  á  los  meno- 
res cuya  tutela  no  estuviere  aiin  definitiva- 
mente constituida  al  empezar  á  regir  el  Códi- 
go. Cuando  el  tutor  ó  curador  hubiere  comen- 
zado ya  á  ejercer  su  cargo,  no  se  procederá  al 
nombramiento  del  consejo  hasta  que  lo  solici- 
te alguna  de  las  personas  que  deban  formar 
parte  de  él,  ó  el  mismo  tutor  ó  curador  exis- 
tente, y  entretanto  quedará  en  suspenso  ei 
nombramiento  del  protutor  ^. 


1  Véase  la  nota  de  la  regla  I."- 

2  «También  emana  de  la  misma  regla  2."  lo  tlis- 
puesto  en  la  O.**,  que  manda  constituir,  bajo  el  réfji- 
m.Gn  de  la  legislación  anterior,  las  tutelas  y  cúrate- 
las cxiya  constitución  esté  pendiente  de  la  resolu- 
ción délos  Tribimalos;  pero  entendiéndose  esto  sin 
perjuicio  de  que  los  curadores  ya  en  ejercicio  tomen 
el  nombre  genérico  de  tutores,  y  de  que  todos  ellos 
se  sometan,  en  cuanto  al  desempeño  de  su  cargo,  A 
las  disposiciones  del  Código.»  (Exp  de  motivos.} 

3  (CttNSEjo  DK  KAMILIA.)  «También  tíeue  carácter 
en  cierto  modo  excepcional  del  principio  que  domi- 
na en  esta  materia,  la  regla  10.*,  que  establece  cier- 
tas restricciones  á,  la  introdiicción  inmediata  del 
consejo  de  f.amilia  euando  la  tiitela  estaba  ya  consti- 
tuida ó  constituyéndose  al  empezar  á  regir  el  Códi- 
go. Siendo  esta  nueva  institución  enteramente  des- 
conocida en  España,  su  establecimiento  requiere 
temperamentos  de  lentitud  y  prudencia,  si  no  ha  de 
comprometerse  su  éxito.  Por  eso,  aunque  el  Código, 
legislando  para  lo  porvenir,  dispone  que  los  jueces 
y  fiscales  municipales  procedan  de  oficio  al  nombra- 
miento del  consejo  de  familia  si  supieren  que  bay  en 
8u  territorio  alguna  persona  sujeta  á  tutela,  la  Sec- 
ción entiende  que  este  precepto  no  es  aplicable  sino 
klos  menores  ó  incapacitados  cuya  tutela  no  estu- 
viese definitivamente  constitiiida  al  empezar  A  re- 
gir el  Código,  sin  perjuicio  de  que,  tanto  en  este 
caso  como  en  el  do  estar  funcionando  el  tutor,  debe- 
rá nombrarse  el  Consejo  cuando  lo  solicite  persona 
interesada,  y  siempre  que  deba  ejecutarse  algún  ac- 
to que  requiera  su  intervención.  Mientras  no  vaya 
entrando  en  las  costumbres  la  nueva  institución,  la 
iniciativa  fiscal  para  promover  su  uso  podria  mAs 
bien  perjudicarla  que  favorecerla.  Por  la  misma  ra- 
zón, cuando  la  tutela  estuviese  ya  constituida  bajo 
el  régimen  de  la  legislación  anterior,  no  se  del)erá. 
proceder  al  nombramiento  del  Consejo  sino  k  ins- 
tancia de  cualquiera  délas  personas  que  tengan  de- 
recho á  formar  parte  de  él,  ó  del  tutor;  y  segura- 
mente no  faltarán  estas  instancias,  siendo  tantos 
los  casos  en  que  los  actos  del  menor  ó  de  la  admi- 
nistración de  su  patrimonio  no  pueden  verificarse 
legalmente  sin  la  intervención  del  consejo  de  fami- 
lia. A  estos  casos,  más  que  á  la  espontánea  acción 


11.  Los  expedientes  de  adopción,  los  de 
emancipación  voluntaria  y  los  de  dis]iensa  de 
ley  pendientes  ante  el  Gobierno  ó  los  Tribuna- 
les, seg*uirA,u  su  curso  con  arreglo  ;V  la  legisla^ 
ción  anterior,  á  menos  qiuí  los  padres  ó  solici* 
tantes  de  la  gracia  desistan  de  seguir  este 
procedimiento  y  prefieran  el  establecido  en  el 
Código  ^ 

12.  Los  derechos  i\  la  herencia  del  que  hii" 
biese  fallecido,  con  testamento  ó  sin  él,  antea 
de  hallarse  en  vigor  el  Código,  se  regirán  poü 
la  legislación  anterior.  La  herencia  de  ios  ta- 
llecidos después,  sea  ó  no  con  testamento,  so 
adjudicará  y  repartirá  con  arreglo  al  Códig'o, 
pero  cumpliendo,  en  cuanto  éste  lo  permita, 
las  disposiciones  testamentarias  '■'.  Se  respeta- 
rán, por  lo  tanto,  las  legitimas,  las  mejoras  y 
los  legados,  pero  reduciendo  su  cuantía,  si  de 
otro  modo  no  se  pudiera  dar  á  cada  partícipe 
en  la  herencia  lo  que  le  corresponda  según  el 
Código  ■*. 

13.  Los  casos  no  comprendidos  directamen- 
te en  las  disposiciones  anteriores,  se  resolve- 
rán aplicando  los  principios  que  les  sirven  de 
fundamento  '. 

DISPOSICIONES    ADICIONALES 

1.^     El  presidente  del  Tribunal  Suijremo  y 


fiscal,  se  deberán  con  el  tiempo  la  realidad  y  la 
práctica  de  la  nueva  institución.»  (Ex}).  de  motivos.) 

1  .De  la  regla  2."' procede  igualmente  la  11. "^^  que 
manda  sigan  su  curso  los  expedientes  do  adopción, 
emancipación  voluntaria  y  dispensa  de  ley,  pen- 
dientes ante  el  Gobierno  ó  los  Tribunales.»  (Expoai- 
ción  de  motivos.) 

'  Esta  regla  no  obsta  al  derecho  reconocido  á  los  he- 
rederos voluntarios  y  forzosos  por  la  ley  de  Enj.  cinil^ 
para  promover  el  juicio  de  tesf.am,entaria.  {^QYít.  8  Fe- 
brero 1892.— .-Ip.  de  1892,  p.  183.) 

y  (Legítima  del  cónyuge  viudo  v  de  los  hijos 
NATURALES.)  «Algo  de  excepcional  ofrece  tambiíhila 
regla  12.",  la  cual,  después  de  prescribir  que  los  de- 
rechos á  la  herencia  de  los  fallecidos,  con  testamen- 
to ó  sin  él,  antes  de  estar  en  vigor  el  Código,  se  ri- 
jan por  la  legislación  anterior,  y  que  la  de  los  falle- 
cidos después  se  reparta  y  adjiídique  con  arreglo  & 
aquél,  dispone  que  se  respeten  las  legitimas,  lasme^ 
joras  y  los  legados,  pero  reduciendo  su  cuantía  si 
de  otro  modo  no  se  pudiese  dar  á  cada  participe  en 
la  herencia  lo  que  le  corresponda  según  la  nueva 
ley.  La  legislación  anterior  no  reconocía  porción 
legítima  á  los  cónyiiges  ni  á  los  hij'os  naturales, 
como  lo  bace  la  vigente,  ni  permitía  al  pn.dre  dispo- 
ner libremente  del  tercio  de  su  haber.  El  que  hizo 
testamento  válido  bajo  el  régimen  do  aquella  legis- 
lación, no  pudo  disponer,  teniendo  hijos,  má,s  qiie 
del  quinto  do  sus  bienes,  ni  mejorar  á,  cualquiera  do 
aquéllos  en  más  del  tercio  de  éstos.  Pero  si  miirid 
después,  rigiendo  el  Código,  como  por  razón  del 
tiempo  en  que  ba  ocurrido  su  muerte  rosultarii.  au- 
mentada la  parte  disponible  del  testador  y  reducida 
por  tanto  la  legítima  y  acrecentadas  en  su  caso  las 
mejoras,  el  testamento  habrá,  de  cumplirse  redu- 
ciendo ó  aumentando  las  porciones  hereditarias,  si 
así  fuere  necesario,  para  que  todos  los  partícipes 
forzosos  en  la  herencia,  segi'in  el  nuevo  Derecho,  re- 
ciban lo  quo  le  corresponda  conforme  al  mismo.» 
(Exp.  de  motivos.) 

''  «Aunque  la  Sección  ba  buscado  detenidanaente 
en  el  Código  todos  los  casos  de  conflicto  que  puedon 
ocurrir  entre  siis  disposiciones  y  las  del  antiguo  De- 
recho, y  cree  que  todos  los  conocidos  podrán  resol- 
verse por  las  reglas  transitorias  que  quedan  expues- 
tas, le  ha  parecido  conveniente  prever  otros  casos, 
que  puedan  ocurrir  en  la  práctica  y  no  se  hallen  di- 
rectamente comprendidos  en  aquéllas.  Si  esto  ocu- 
rriere, toca  á  los  Tribunales  decidir  lo  que  á  su  jui- 
cio corresponda,  pero  no  á  su  libro  arbitrio,  sino 
aidicando,  según  la  regla  13.*^,  los  principios  que  sir- 
ven de  fundamento  á  las  demás  transitorias.»  (Ex^ 
posición  de  motivos.) 
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los  de  las  Audiencias  territoriales  elevarán  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  al  fin  de  cada 
año,  una  Memoria,  eu  la  que,  refiriéndose  á 
los  neg'ocios  de  que  hayan  conocido  durante 
el  mismo  las  Salas  de  lo  civil,  señalen  las  defi- 
ciencias y  dudas  que  hayan  encontrado  al  apli- 
car este  Código.  En  ella  harán  constar  deta- 
lladamente las  cuestiones  y  puntos  de  derecho 
controvertidos  y  los  artículos  íi  omisiones  del 
Códig'o  que  han  dado  ocasióu  á  las  dudas  del 
Tribunal. 

2.*  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  pasa- 
rá estas  Memorias  y  un  ejemplar  de  la  Esta- 
dística civil  del  mismo  año  á  la  Comisión  ge- 
neral de  Codificacióil. 

'¿.^  En  vista  de  estos  datos,  de  los  progre- 
sos realizados  en  otros  países  que  sean  utili- 
zables  en  el  nuestro,  y  de  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,  la  Comisión  de  Codifi- 
cación formulará  y  elevará  al  Gobierno  cada 
diez  años  las  reformas  que  convengan  intro- 
ducir.» (Gacs.  25,  2G  y  21  Julio  1889  '.J 

E.  O.  26  Abril  1889. 

Sobre  inscripción  de  matrimonios  canónicos  y  sen- 
tencias de  nnlidad  y  divorcio. 

(Grao,  y  Just.)  «limo.  Sr.:  En  vista  de  lo 
propuesto  por  V.  I.,  y  de  acuerdo  con  lo  infor- 
mado por  la  Sección  de  lo  civil  de  la  Comisión 
general  de  Codificación; 

S.  M.  la  Reina  Regente,  en  nombre  de  su 
augusto  hijo  D.  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  se  ha 
servido  aprobar  la  siguiente  instrucción  para 
la  ejecución  de  los  arts.  77,  78,  79  y  82  del  Có- 
digo civil  sobre  inscripción  de  matrimonios 
canónicos  y  sentencias  de  nulidad  y  divorcio 
de  los  mismos.  Dios,  etc.  Madrid  26  de  Abril 
de  1889.— Canalejas  y  Méndez.— Sr.  Director 
general  de  los  Reg'istros  civil  y  'de  la  propie- 
dad y  del  Notariado. 

INSTRUCCIÓN 

PAKA  LA  EJECUCIÓN  DE  LOS  ARTS.  77,  78,  79  Y  82  DEL 
CÓDIGO  CIVIL,  SOBRE  IN.SCRIPCIÓN  DE  LOS  MATRIMO- 
NIOS CANÓNICOS  EN  EL  RKOISTRO  CIVIL,  Y  SENTENCIAS 
DE  NULIDAD  Ó  DIVORCIO  DE  LOS  MISMOS. 

Artículo  1."  La  inscripción  de  los  matrimo- 
nios canónicos  se  verificará  en  la  oficina  del 
Registro  civil,  en  cuya  demarcación  esté  en- 
clavada la  parroquia  de  que  sea  párroco  el 
sacerdote  que,  por  si  ó  por  medio  de  delegado, 
lo  haya  autorizado. 

Art.  2."  El  matrimonio  Í7i  articulo  mortis 
contraído  por  militares  en  campaña  fuera  del 
territorio  español  ó  los  contraídos  en  alta  mar, 
se  inscribirán  en  la  oficina  del  Registro,  en 
cuya  demarcación  tenga  domicilio  conocido  el 
marido,  ó  en  su  defecto  la  mujer.  Si  ning'uno 
de  ellos  tuviese  domicilio  conocido,  se  inscri- 
birá el  matrimonio  en  el  Regústro  de  la  Direc- 
ción general. 

Art.  3.°  Los  funcionarlos  encargados  de 
dicha  oficina  extenderán  las  inscripciones  con 
arreglo  á  las  formalidades  establecidas  en  la 
ley  del  Registro  civil  y  en  la  presente  instruc- 
ción, sin  que  puedan  suspender  ó  neg'ar  la  ius- 


^  El  texto  inserto  del  Cód,  civil  está  esmeradamente  co- 
tejado, tío  sólo  con  la  edición  oficial  de  la  Gaceta,  siyio 
con  las  demás  oficiales  publicadas  por  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  habiendo  indicado  por  nota  las  dife- 
rencias que  en  ellas  hemos  advertido. 


cripcióu  de  los  matrimonios  ni  la  transcripción 
de  las  partidas  sacramentales  eu  su  caso. 

Art.  4."  Los  encargados  del  Registro  con- 
servarán en  legajos,  y  en  la  forma  que  previe- 
nen los  arts.  28  y  29  del  reglamento  del  Regis- 
tro civil,  todos  los  documentos,  comunicacio- 
nes y  escritos  relativos  á  los  matrimonios 
canónicos,  de  cuya  celebración  se  les  haya 
dado  aviso  en  debida  forma,  ó  cuyas  partidas 
hubieren  sido  transcritas. 

Art.  5."  Para  cumplir  lo  dispuesto  en  el 
art.  77  del  Cód.  civil,  los  contrayentes  daráii 
aviso  al  juez  municipal  con  veinticuatro  horas 
de  anticipación,  por  lo  menos,  del  día,  hora  y 
sitio  en  que  han  do  celebrar  matrimonio  canó- 
nico. Este  aviso  se  extenderá  en  papel  común, 
se  firmará  por  los  contrayentes,  y  si  éstos  ó 
alguno  de  ellos  no  pudiere,  por  un  vecino  á  su 
ruego,  y  se  redactará  en  los  términos  que  mar- 
ca el  formularia  A.  Podrán  presentar  el  escri- 
to de  aviso  los  contrayentes ,  cualquiera  de 
ellos,  ó  sus  respectivos  mandatarios,  aunque 
el  mandato  sea  verbal. 

Art.  6."  El  juez  municipal  ó  el  que  hiciere 
sus  veces,  entregará  el  oportuno  recibo  al 
presentante,  y  si  no  lo  hiciere,  incurrirá  en 
una  multa  que  no  excederá  de  100  pesetas  ni 
bajará  de  20.  (Véase  el  formulario  É.)  Al  mis- 
mo tiempo  designará  el  funcionario  que,  por 
delegación  suya,  haya  de  asistir  á  la  celebia- 
cióu  del  matrimonio,  si  él  no  pudiere  por  cual- 
quier causa  llenar  este  deber,  y  lo  comunicará 
al  nombrado  con  la  debida  anticipación  para 
que  pueda  asistir. 

Art.  7.°  El  juez  municipal  podrá  delegar 
sus  funciones  para  la  asistencia  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio  eu  cualquiera  de  las  per- 
sonas siguientes:  las  que  por  razón  de  su  car- 
go le  sustituyan  legalmente  en  caso  de  vacan- 
te, ausencia  ó  imposibilidad;  el  fiscal  munici- 
pal y  su  suplente;  el  secretario  del  Juzgado  y 
EU  suplente;  un  notario  del  distrito;  el  alcalde 
del  barrio  en  cuya  circuuscripcióu  haya  de 
verificarse  el  matrimonio;  cualquiera  otra  per- 
sona que  merezca  la  confianza  del  juez  muni- 
cipal. 

Art.  8."  Acreditado  el  aviso  al  juez  muni- 
cipal con  la  presentación  del  recibo,  la  falta 
de  asistencia  del  mismo  ó  de  su  delegado  no 
será  obstáculo  á  la  celebración  del  matrimo- 
nio canónico  y  transcripción  de  la  partida  sa- 
cramental, con  arreglo  al  art.  77  del  Código 
civil. 

Art.  9.°  Una  vez  terminada  la  celebración 
del  matrimonio,  el  juez  municipal  extenderá 
la  oportuna  acta  en  el  libro  correspondiente 
del  Registro,  si  lo  llevase  consigo,  y  en  otro 
caso  en  una  hoja  suelta  de  papel  blanco,  en  la 
cual  hará  constar  las  circunstancias  siguien- 
tes, eu  vista  de  los  datos  que  los  contrayentes 
deben  suministrarle  previamente: 

1.^  El  lugar,  día,  hora,  mes  y  año  en  que 
se  ha  efectuado  el  matrimonio. 

2.^  El  nombre,  apellido  y  carácter  eclesiás- 
tico del  sacerdote  que  lo  hubiere  autorizado. 

o.'^  Los  nombres  y  apellidos  paterno  y  ma- 
terno, estado,  naturaleza,  profesión  ú  oficio  j 
domicilio  de  los  contrayentes. 

4.*    Los  nombres,  apellidos  paterno  y  ma- 
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tcino  y  naturaleza  de  los  padres,  expresando 
fii  los  contrayentes  son  hijos  legítimos  ó  natu- 
rales. 

5.*  Los  nombres,  apellidos  y  vecindad  de 
los  testigos. 

También  se  hará  mención,  si  constare:  pri- 
mero, del  nombre  y  apellidos,  edad,  natura- 
leza y  profesión  del  apoderado,  si  el  matrimo- 
nio se  celebrare  por  poder,  y  la  fecha,  lugar  y 
notario  ante  quien  se  otorgó;  seg'undo,  de  la 
fecha  de  la  licencia  ó  solicitud  de  consejo  exi- 
-gida  por  el  Códig-o  civil  cuando  proceda,  y 
tercero,  cuando  uno  de  los  contrayentes  fuere 
viudo,  del  nombre  y  apellido  del  cónyuge  pre- 
muerto  y  fecha  y  lugar  do  su  fallecimiento. 

Firmarán  el  acta  los  contrayentes  y  los  tes- 
tigos, y  por  el  que  no  pudiere,  otro  A  su  ruego, 
y  el  juez  municipal.  (Vóasc  el  formulario  C.) 

Art.  10,  Además  de  las  Circunstancias  enu- 
meradas en  el  articulo  anterior,  podrá  consig'- 
narse  en  el  acta,  si  los  contraycMites  lo  solici- 
taren, las  mencionadas  en  los  números  1.°,  9." 
y  10  del  art.  67  de  la  ley  del  Registro  civil, 
bastando  para  ello  la  sola  declaración  de  aqué- 
llos salva  la  expresada  en  el  número  9.°,  la 
cual  deberá  justificarse  con  los  documentos 
que  exigen  la  ley  del  Registro  y  su  reg'lameu- 
to.  Los  jueces  municipales  aplicarán  á  esta 
clase  de  inscripciones  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 4."  del  art.  20  de  la  ley  del  Registro. 

Art.  11.  Cuando  á  la  celebración  del  ma- 
trimonio hubiere  asistido  delegado  del  juez 
municipal,  deberá  dicho  funcionario  extender, 
lina  vez  terminada  la  ceremonia,  la  oportuna 
acta  en  \ina  hoja  de  papel  común,  que  podiá 
ser  impresa,  y  en  ella  consignar  todas  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  los  dos  artículos 
anteriores.  (Véase  el  formulario  D.) 

Art.  12.  El  funcionario  que  hubiere  asisti- 
do á  la  celebración  del  matrimonio  en  concep- 
to de  delegado,  remitirá  el  acta  de  que  trata 
el  artículo  anterior  á  la  oficina  del  Rog'istro  ci- 
vil dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes. 

Art.  13.  Tanto  el  acta  extendida  en  papel 
común  por  el  juez  municipal  cuando  hubiere 
asistido  por  sí  á  la  celebración  del  matrimonio, 
como  la  levantada  por  el  delegado,  si  éste 
le  hubiera  representado  en  aquel  acto,  se 
transcribirán  literalmente  en  el  libro  corres- 
pondiente, expresando  en  el  asiento  la  fecha 
del  mismo,  el  número  del  legajo  en  que  ha 
quedado  archivado  el  original  y  el  nombre  del 
juez  municipal  y  del  .secretario,  los  cuales  au- 
torizarán con  su  firma  y  sello  del  .Juzg'ado  el 
referido  asiento.  (Véase  el  formulario  E.) 

Al  tiempo  de  transcribir  las  actas  podrán 
adicionarse  por  el  juez  municipal  las  circuns- 
tancias enunciadas  en  el  art.  10,  en  los  térmi- 
nos que  en  el  mismo  se  declaran. 

Art.  14.  Al  pie  do  las  actas,  una  vez  trans- 
critas, se  estampará  la  siguiente  nota:  «Trans- 
crita esta  acta  en  el  libro ,  folio ,  núme- 
ro   de  la  sección  de  matrimonios  de  este 

Registro  civil..  (Pecha  y  firmas  del  juez  y  se- 
cretario, y  sello  del  Juzgado.) 

Art.  15.  Las  partidas  de  matrimonios  canó- 
nicos celebrados  sin  la  concurrencia  del  juez 
municipal  ó  su  delegado  se  transcribirán  lite- 
ralmente eu  el  Registro  civil.  Podrán  solicitar 


la  transcripción  los  cónyuges,  sus  padres  y 
cualquiera  otro  interesado,  por  si  ó  por  medio 
de  mandatario,  aunque  el  mandato  sea  verbal. 
El  juez  municipal  acordará  que  se  practique 
inmediatamente  la  transcripción  de  la  partida 
sacramental,  haciendo  constar  si  los  contra- 
yentes dieron  ó  no  al  .Juzgado  el  oportuno 
aviso  para  exigir  la  responsabilidad  que  pro- 
ceda y  á  los  efectos  de  los  párrafos  tercero  y 
cuarto  del  art.  77  de  Código  civil. 

En  esta  transcripción  se  expresará:  prime- 
ro, el  lugar,  hora,  dia,  mes  y  año  en  que  se 
verifique,  y  seg'undo,  el  nombre  y  apellido  del 
funcionario  encargado  del  Registro  y  el  del 
secretario.  También  podrán  consignarse  en  la 
transcri|ición,  aunque  no  resulten  de  la  parti- 
da sacramental,  si  los  interesados  lo  solicita- 
ren, las  circunstancias  mencionadas  en  los  nú- 
meros 1.",  9."  y  10  del  art.  67  de  la  ley  del  Re- 
gistro civil  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
tículo 8."  de  esta  instrucción.  (Véase  el  for- 
mulario F.) 

Art.  16.  Al  pie  délas  partidas  sacramenta- 
les que  han  de  quedar  archivadas  se  pondrá 
una  nota  eu  la  forma  siguiente:  «Transcrita 
esta  partida  en  el  Registro  civil  de  mi  carg'o, 
libro...,  folio...,  número...  de  la  Sección  de 
matrimonios.»  (Fecha  y  firmas  del  juez  y  se- 
cretario, y  sello.) 

Art.  17.  Podrán  pedir  la  inscripción  del  ma- 
trimonio celebrado  in  artículo  mortix,  cuando 
no  haya  concurrido  á  su  celebración  el  compe- 
tente funcionario  del  Estado,  cualc¡iuera  de 
los  cónyug'es,  sus  padres  é  interesados  ó  su 
mandatario,  aunque  el  mandato  haya  sido  ver- 
bal, presentando  la  correspondiente  partida 
sacramental.  La  transcripción  contendrá,  ade- 
más de  las  circunstancias  referidas  en  el  artí- 
culo 15,  expresión  de  la  fecha  de  presentación 
de  la  partida  en  el  Registro. 

Art.  18.  El  encargado  del  Registro  civil 
inscribirá,  á  instancia  de  parte  legitima,  las 
sentencias  firmes  en  que  los  Tribunales  ecle- 
siásticos hayan  declarado  la  nulidad  ó  el  di- 
vorcio en  los  matrimonios  canónicos,  ponien- 
do además  notas  marginales  do  referencia  en 
las  inscripciones  correspondientes. 

Art.  19.  Las  dudas  á  que  diese  lugar  el 
cumplimiento  de  los  arts.  77,  78,  79  y  82  del 
Código  civil,  en  cuanto  se  refieran  á  inscrip- 
ción de  los  matrimonios  canónicos,  y  de  las 
disposiciones  que  comprende  la  presente  ins- 
trucción, serán  consultadas  por  los  jueces  mu- 
nicipales en  comunicación  clara  y  precisa  á  los 
jueces  de  primera  instancia  respectivos.  Si  és- 
tos á  su  vez  dudaran,  elevarán  la  oportuna 
consulta  á  la  Dirección  general  de  los  Regis- 
tros civil  y  de  la  propiedad  y  del  Notariado. 

En  ning'ún  caso  podrán  suspender  la  inscrip- 
ción de  un  matrimonio  ó  su  transcripción  á 
consecuencia  de  las  dudas  que  los  jueces  crean 
necesario  consultar. 

Las  resoluciones  que  la  Dirección  general 
dicte  sobre  las  dudas  consultadas  por  los  jue- 
ces de  primera  instancia,  se  publicarán  en  la 
Gaceta  de  Madrid,  omitiendo  siempre  el  nom- 
bre del  interesado. 

Madrid  26  de  Abril  de  1889.— Aprobada.— 
Canalejító  y  Méndez. 


688 


CÓDIGO  CIVIL.  (21}  Abril  1889.  hiKi-r.  de  matrim.) 


FORMULARIO  *. 


ManlfOKtarlón  cítcrltn  fio  Iom  C|iip  linn  do 
contraer  matrimonio  canónico. 

(ARTÍCDI.0  5.°) 

Sr.  Juez  municipal  do... 
D...,  natuv.al  de...,  término  municipal  de..., 
provincia  de...,  de...  año.s,  soltero,  (profeaión 
ú  oficio),  domiciliado  en  esta  villa,  calle  de..., 
niimero...,  hijo  de  D...  y  de  doña... 

Y  doña...,  "natural  de...,  término  municipal 
de...  [irovincia  de...,  de...  años,  soltera,  (pro- 
fesión ú  oficio),  domiciliada  en...,  calle  de..., 
nxímero...,  hija  de  D...  y  de  doña... 

Han  convenido  en  celebrar  matrimonio  ca- 
nónico ante  el  cura  párroco  de  la  iglesia  de 
San  José  de  este  término,  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana del  dia...  del  corriente,  en  la  capilla  ó  al- 
tar de...  de  la  misma  iglesia  (ó  en  el  domicilio 
de  D...,  calle  de...  núm...),  y  en  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  77  del  Código  civil, 
lo  ponen  eu  conocimiento  de  V.  k  los  efectos 
en  el  nii.'ímo  señalados. 

Madrid...  de...  de  188... 

FORMULARIO   B. 
Recibo  del  aviso  ó  luanifestaclón  escrita. 

(abtículo  6.°) 
Yo  el  infrascrito  juez  municipal  de... 
Certifico:  que  en  el  dia  de  hoy  y...  horas  de 
la  mañana,  ha  presentado  D...  una  manifesta- 
ción escrita,  en  que  pai'ticipa  á  este  Juzgado 
que  el  dia...  y.... horas...,  tendrá  lug'ar  la  cele- 
bración de  su  matrimonio  con  doña...,  en  la 
iglesia  parroquial  de... 

Y  para  que  couste,  expido  la  presente,  que 
firmo  en... 

FORMULARIO  C. 

A^ta  do  Inscripción  de  matrimonio  canónico 
á  que  asiste  el  juez  municipal. 

(ARTÍCULO  9.°) 

En  la  villa  de...  á...  de...  de  188...,  hallándo- 
me yo  el  infrascrito  D...,  juez  municipal  del 
distrito  de...,  en  la  iglesia  parroquial  de  San 
Juan  de  esta  villa,  donde  me  trasladé  para 
asistir  k  la  celebración  del  matrimonio  canó- 
nico convenido  entre  D...  y  doña...,  en  virtud 
del  aviso  previo  que  de  los  mismos  recibí  en 
debida  forma,  declaro:  que  á  mi  presencia  ha 
procedido  el  presbítero  D...,  cura  párroco  de 
la  referida  iglesia,  á  unir  en  matrimonio  ca- 
nónico á  los  referidos  D...,  de  edad  de...  años, 
soltero,  natural  de...,  vecino  de...,  hijo  legiti- 
mo de  D...  y  de  doña...  y  á  doña...,  de  edad 
de...  años,  natural  de...  \  vecina  de...,  hija  le- 
gitima de  D...  y  doña...,  habiendo  asistido, 
además,  á  dicho  acto  el  padre  y  madre  del  es- 
poso y  de  la  esposa,  y  los  testigos  D...,  mayor 
de  edad,  vecino  de...,  y  D... 

Y  para  que  conste,  levanto  la  presente  acta 
de  inscripción  del  referido  matrimonio  á  los 
efectos  del  art.  77  del  Código  civil,  la  cual  fir- 
man conmig'o  los  contrayentes  y  testig'os,  des- 
pués de  enterados  de  su  contenido. 

Observaciones  para  la  redacción  del  acta. 

I.*  En  el  caso  de  que  alguno  de  los  contra- 
yentes no  fuere  hijo  legitimo,  se  expresará  eu 


el  lugar  especial  indicado  en  el  acta,  que  es 
ileg'ítimo,  diciendo  si  es  natural  ó  expósito,  sia 
expresar  en  los  demás  casos  otra  clase  de  ile- 
gitimidad. 

2."  Cuaiulo  alguno  de  los  contraj'entes  esté 
representado  por  apoderado  se  hará  mención 
del  poder  en  que  se  confiera  la  representación 
y  del  nombre  y  apellido,  edad,  naturaleza,  do- 
micilio, profesión  ü  oficio  del  apoderado.- 

S."'  Si  los  contrayentes  manifestaren  tener 
hijos  naturales  que  haj-an  de  legitimarse  por 
el  matrimonio,  se  consignarán  la  manifesta- 
ción y  los  nombres  de  éstos. 

4.'''  Cuando  uno  de  los  contrayentes  fuere 
viudo,  se  consignará  en  el  acta  el  nombre  y 
apellido  del  cónyug-e  premuerto,  fecha  y  lugar 
de  su  fallecimiento  y  Registro  civil  ó  parroj 
quial  en  que  se  hubiese  inscrito. 

5.°  Se  expresará  en  el  acta  la  fecha  de  la 
licencia  ó  solicitud  del  consejo,  exigida  por  el 
Códig'o  civil,  cuando  proced.a. 

G.'"-  Cuando  asistieren  á  la  celebración  del 
matrimonio  los  que  deban  prestar  el  cousenti- 
miento  ó  dar  el  consejo  para  el  mismo,  y  ma- 
nifestaren en  el  acto  su  conformidad,  firmarán 
el  acta  o  persona  á  su  ruego,  si  no  supieren  ó 
no  pudieren  hacerlo. 

7."'  Si  ocurrieren  casos  especiales  no  pre- 
vistos en  estas  observaciones,  los  jaeces  muni- 
cipales se  atendrán,  para  resolverlos  y  para 
consignarlos  eu  el  acta,  cuando  asi  corres- 
ponda, á  las  prescripciones  legales  que  á  ellos 
se  refieran. 

FORMULARIO  D. 

Acta  do  Inscripción  lio  matrimonio  canónico  al 
que  asiste  el  flelegiido  del  juez  municipal. 

(AIÍTÍCULO  II.) 

En  la  aldea  de...,  término  municipal  de..., 
á...,  de...  de  189...,  hallándome  yo  el  infrascri- 
to D...,  alcalde  pedáneo  de  dicho  barrio,  en  1% 
iglesia  ijarroquial  de  San  Pedro,  á  donde  me. 
trasladé  como  delegado  nombrado  por  el  señor 
juez  municipal  del  referido  distrito,  para  asis- 
tir en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  eu  el  ar- 
ticulo 77  del  Código  civil,  á  la  celeliracióu  del 
matrimonio  convenido  entre  D...  y  doña...;  y 
eu  virtud  de  orden  del  propio  juez,  declaro: 
que  á  mi  presencia  ha  procedido  el  presbítero 
D...,  cura  párroco  de  la  refei-ida  iglesia,  á  unir 
en  matrimonio  canónico  á  los  referidos  D...,  de 
edad  de...  años,  soltero,  natural  de...,  vecino 
de...,  hijo  legitimo  de  D...  y  de  doña...  y  á 
doña...,  de  edad  de...  años,  natural  de...  y  ve- 
cina de...,  hija  legitima  de  D...  y  de  doña..., 
habiendo  asistido  además  á  dicho  acto  el  padre 
y  madre  del  esposo  y  de  la  esposa  y  los  testi- 
gos D...,  mayor  de  edad,  vecino  de...,  y  D... 

Y  para  que  conste,  levanto  la  presente  acta 
de  inscripción  del  expresado  matrimonio,  la 
cual  será  transcrita  inmediatamente  en  la  Sec- 
ción de  matrimonios  del  Registro  civil  del  Juz- 
gado municipal  á  los  efectos  del  art.  77  del  Có- 
digo civil,  firmándola  conmigo  los  contrayen- 
tes, los  padres  y  los  testigos  asistentes  á  dicho 
acto  después  de  enterados  desu  contenido,  de 
que  certifico. 
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FORMULARIO  E. 
Trnnsrrlpcli^n  del  nvtsi  PxIorKlliln  <*n  papel  ro< 
niiin  de  iiiH(i*liiionlo  onnónico  á  «|iie  haya  usls- 
llflo  el  juez  iiiiinlrlpal  ó  nu  delegado. 

(ARTÍCULO  13.) 

En  la  ciudad,  villa  ó  lug-ar  de...,  hoy  dia  de 
la  fecha,  se  procede  á  inscribir  el  matrimonio 
canónico  á  qvie  se  refiere  el  acta,  que  literal- 
mente dice  así: 

(Cópiexe  integramente.) 

El  acta  transcrita  queda  archivada  en  este 
Reg'istro  civil,  en  el  legajo  número...  de  la  Sec- 
ción de  matrimonios. 

(Fecha  y  firma.) 

FORMULARIO  V. 
TranMrrlpoiñn    de  la   partida  Naeraiiiental   ile 
niiit rliiionio  á  Cfiie  no  ha  asistido  el  Juez  niu- 
nlelpal  ni  mu  delegado. 

(ARTÍCULO  15.) 

En  la  ciudad  de...,  ante  D...,  juez  munici- 
pal, y  D...,  secretario,  comparece  D...,  y  ma- 
nifiesta que  eu  nombre  de...  presenta  la  par- 
tida de  matrimonio  canónico,  que  han  celebra- 
do el  dia...  del  mes  de...  de  18...  D...  y  doña... 
ante  el  cura  párroco  de  la  iglesia  de...,  al  cual 
no  asistió  el  juez  municipal  ni  su  deleg'ado, 
con  el  fin  de  que  se  transcriba  en  este  Regis- 
tro la  referida  partida  á,  los  efectos  del  art.  77 
del  Cód.  civil.  En  su  vista,  y  resultando  que 
los  contrayentes  dieron  (ó  no  dieron)  aviso  de 
la  celebración  del  matrimonio  canónico  opor- 
tunamente, el  Sr.  Juez  mandó  practicar  la 
transcripción  de  la  partida  sacramental  del 
referido  matrimonio.  En  su  consecuencia  se 
transcribe  dicha  partida,  que  literalmente  di- 
ce asi: 

(Aqui  la  partida  sacramental.) 

La  anterior  partida  queda  archivada  en  este 
Registro  en  el  legajo  número...  de  la  Sección 
de  matrimonios.»  (GaCét28  Abril  1889.) 

Circ.  8  Mayo  1889. 
Acción  ílel  Miniatft'io  fiscal  en  loa  negocios  de  Índole  civil 
en  que  está  llamado  á  iniervenir.  Matrimonio  civil,  re- 
conocimiento de  hijos,  bienes  de  menores,  adopción,  au- 
sencia, tutela,  consejo  de  familia,  interdicción  civil, 
testamentos,  inandas  benéficas,  aceptación  y  repudia- 
ción de  herencias. 

(Fi.scAi.f  A  DEL  T.  S.)  «El  Cód.  civil  recien- 
temente promulgado,  que  sobre  realizar  un 
progreso  indiscutible  en  el  desenvolvimiento 
de  nuestro  Derecho  escrito,  ha  venido  á  satis- 
facer necesidades  tanto  más  apremiantes  cuan- 
to más  larg'o  tiempo  sentidas,  impone  al  Mi- 
nisterio fiscal  deberes,  reducidos  en  número, 
pero  de  infiujo  evidente  en  la  vida  de  algunas 
instituciones,  soijre  cuyo  cumplimiento  estimo 
oportuno  hacer  algunas  consideraciones  gene- 
rales que,  al  par  que  faciliten,  impriman  á  la 
acción  fiscal  la  unidad  conveniente  en  el  trán- 
sito del  antiguo  al  nuevo  estado  legal  feliz- 
mente creado. 

Conviene,  ante  todo,  observar  que  el  Código 
no  contiene  por  modo  expreso,  aunque  si  vir- 
tualmente,  el  conjunto  Integro  de  las  atribu- 
ciones y  deberes  del  Ministerio  fiscal  en  mate- 
ria civil,  porque  hallándolas  consignadas  en 
leyes  que,  corno  la  orgánica  del  ]ioder  judical 
y  como  la  de  ICnj.  civil,  no  forman  parte  del 
derecho  civil  sustantivo,  base  limitado  en  este 
Tomo  II. 


punto  á  otorgarle  aquella  intervención  que, 
dadas  las  reformas  introducidas  en  las  insti- 
tuciones, habla  que  dai-le  expresamente,  pre- 
suponiendo, por  lo  demás,  eu  vigor  lo  en  di- 
chas leyes  dispuesto,  como  que  ambas  tienen 
por  objeto  aseg"urar  la  eficacia  del  derecho 
considerado  en  su  esencia.  El  Ministerio  fiscal 
debe  interponer  su  oficio  en  los  pleitos  que  ver- 
sen sobre  el  estado  civil  de  las  personas,  con- 
forme al  párrafo  quinto  del  art.  8.38  de  la  ley 
orgánica;  habrá  de  intervenir  en  todos  los  ac- 
tos de  jurisdicción  voluntaria  cuando  afecten 
á  personas  ó  cosas  puestas  bajo  la  protección 
de  la  autoridad,  según  el  1.815  de  la  de  Enj.  ci- 
vil; y  también,  por  regla  general,  desempeñar 
las  atribuciones  y  cumplir  los  deberes  que 
ambas  leyes  le  encomiendan,  así  en  orden  á  la 
representación  y  defensa  de  los  menores  au- 
sentes é  incapacitados,  como  en  orden  al  pro- 
cedimiento, salvo  en  cuanto  huljieren  sido  mo- 
dificados, y,  por  lo  mismo,  virtualmente  dero- 
gados por  el  nuevo  Código. 

Expuesto  el  criterio  que  ha  de  servir  para 
graduar  el  inñujo  de  lo  nuevo  sobre  lo  anti- 
guo, y  descendiendo  de  lo  general  á  lo  parti- 
cular, conviene  indicar  los  casos  en  que,  se- 
gún el  mismo  Código,  está  el  Ministerio  fiscal 
llamado  expresamente  á  intervenir. 

Rara  vez  se  le  ofrecerá  ocasión  de  interpo- 
ner su  oficio  eu  las  cuestiones  relativas  á  la 
celebración  ilegal  de  7)iatrimo>iio  y  á  la  nuli- 
dad de  los  que  se  hubieren  celebrado,  porque 
sus  facultades  en  este  punto  están  linútadas  y 
circunscritas  tan  sólo  al  matrimonio  civil  y  no 
alcanzan  al  canónico,  y  porque  es  de  presumir 
que  la  inmensa  mayoría  de  nuestro  pueblo  se- 
g'uirá,  como  hasta  aqui,  á  fuer  de  católico, 
constituyendo  la  familia  al  amparo  de  las  le- 
yes de  la  Iglesia,  reconocidas  una  vez  más  en 
este  punto  y  para  ese  efecto  como  leyes  del 
Estado;  pero  con  ser  raro  el  caso  de  la  cele- 
bración de  matrimonios  civiles,  ha  de  tenerse 
en  cuenta  que  el  Ministerio  fiscal,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  por  el  art.  98.  está  obligado  á  opo- 
nerse á  su  celebración  cuando  mediare  algún 
impedimento  que  lo  estorbe,  ya  el  impedimen- 
to hubiere  sido  previamente  denunciado  por 
particulares,  ya  tuviere  conocimiento  directo 
de  su  existencia,  porque  el  funcionario  públi- 
co, con  mayor  razón  que  el  particular,  está 
comprendido  en  la  oblig'ación  genérica  de  de- 
nunciar lo  que  dicho  precepto  impone;  que 
conforme  al  art.  102  deberá,  como  represen- 
tante de  la  acción  pública,  promover  la  nuli- 
dad de  los  matrimonios  civiles  comprendidos 
en  el  101,  excepto  cuando  la  causa  de  nulidad 
consistiera  en  haljer  mediado  rapto,  error, 
fuerza  ó  miedo;  y  que  asimismo  deberá  inter- 
venir en  los  pleitos  de  nulidad  que  puedan 
promover  los  particulares,  ya  se  atienda  á  la 
naturaleza  de  la  acción  ejercitada,  ya  á  lo  dis- 
puesto en  el  i)árrafo  quinto  del  art.  838  de  la 
ley  orgánica. 

Está  llamado  el  Ministerio  fiscal  por  el  ar- 
tículo 133  á  intervenir  en  el  reconocimiento  de 
los  hijos  menores  de  edad,  que  en  lo  sucesivo 
ha  de  verificarse  judicialmente,  excepto  cuan- 
do se  hul)iere  hecho  en  el  acta  de  nacimiento 
ó  en  testamento;  por  el  163,  en  los  inventarios 
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que,  también  jiidicialmeute  deben  formar  lo.s 
padres  de  los  bienes  pertenecientes  á  sus  hijos 
en  que  tuvieren  tan  solamente  la  administra- 
ción, deber  que  según  el  432  no  alcanza  á  los 
que  usufructuaren;  que  asimismo  debe  inter- 
venir en  los  expedientes  sobre  autorización 
judicial  que  los  padres  necesitan  obtener  para 
enajenar  ó  gravar  bienes  raices  de  sus  hijos 
menores,  según  lo  dispuesto  en  el  1G4,  y  que 
conforme  al  178,  debe  interponer  su  oficio  en 
las  adopciones,  acto  que  de  aquí  en  adelante 
ha  de  efectuarse,  mediando  aprobación  judi- 
cial, cumpliéndose  los  requisitos  legales  y  de 
suerte  que  resxdte  conveniente  para  el  adop- 
tado. 

En  pos  de  estas  obligaciones  impuestas  al 
Ministerio  fiscal,  para  cuyo  ciimplimiento  esti- 
mo que  bastan  las  indicaciones  hechas  al  tiem- 
po de  enumerarlas,  ocúpase  el  Códig'o  en  el 
titulo  VIII,  libro  I  de  las  personas  ausentes  y 
del  derecho  que  surge  en  virtud  del  hecho  de 
la  ausencia,  materia  interesante  para  los  fis- 
cales, por  lo  mismo  que  los  bienes  y  derechos 
de  dichas  personas  están  bajo  la  protección  de 
la  autoridad  pública. 

En  el  caso  de  ausentarse  una  persona  de  su 
domicilio,  ignorándose  su  paradero,  sin  dejar 
apoderado,  puede  el  juez,  á  instancia  de  parte 
legitima  ó  del  Ministerio  fiscal  nombrarle  un 
representante  y  acordar  las  diligencias  nece- 
sarias para  aseg'urar  sus  derechos  é  intereses. 
La  facultad.de  pedir  estas  medidas  que  tienen 
carácter  meramente  provisional,  se  confía  en 
primer  término  por  el  art.  181  á  las  personas 
que  en  ello  pueden  tener  interés  directo,  y  se- 
cundariamente á  nuestro  Ministerio,  por  lo 
cual  no  deberá  éste  tomar  la  iniciativa  en  el 
asunto  sino  en  el  caso  de  exigirlo  las  circuns- 
tancias. 

Si  la  ausencia  se  prolonga,  concurriendo  en 
ella  las  circunstancias  i)re\-istas  en  el  art.  181, 
puede  ser  declarada  y  constituirse  definitiva- 
mente la  administración  de  los  bienes. 

Así  en  las  dilig-encias  sobre  adopción  de  me- 
didas provisionales  como  en  las  relativas  á  la 
declaración  de  ausencia  y  administración  de 
los  bienes,  ha  de  intervenir  el  Ministerio  fis- 
cal, aunque  no  las  haya  promovido,  porque 
esa  intervención  está  prevista  y  ordenada  en 
el  tit.  XII,  lib.  III  de  la  ley  de  Énj.  civil,  cuyo 
procedimiento  habrá  de  seguirse,  respetándo- 
se todos  sus  preceptos  en  cuanto  no  resulta- 
ren modificados;  y  la  misión  fiscal  es  tanto  más 
delicada  en  este  punto,  cuanto  que  en  pos  de 
la  declaración  de  ausencia,  y  por  efecto  de 
ella,  puede  sobrevenir  el  juicio  en  cjue  se  de- 
clare la  presencia  del  ausente,  que  produce 
efectos  transcendentales,  y  en  ese  juicio  la 
defensa  del  ausente  corresponderá  al  repre- 
.sentante  que  hubiere  nombrado. 

Por  ello  es  del  mayor  interés  que  al  interve- 
nirse en  tales  autos  se  procure  que  'os  bienes 
y  derechos  del  ausente  cpieden  debidamente 
asegurados,  y  que  el  nombramiento  de  repre- 
sentante administrador  se  ajuste  á  las  reglas 
prescritas  en  los  arts.  183,  187  y  sus  concor- 
dantes. 

El  legislador  ha  llevado  su  previsión  en  de- 
fensa de  los  derechos  de  la  persona  ausente, 


que  ha  querido  asegurar  la  eficacia  de  los  me- 
ramente eventuales,  y  por  ello  previene  el  ar- 
tículo 196  que  abierta  una  sucesión  á  la  que 
estuviere  llamada,  y  no  obstante  de  acrecer  la 
parte  que  le  corresponda  á  sus  coherederos,  A 
no  haber  persona  con  derecho  propio  para  re- 
clamarla, se  forme  inventario  de  bienes  con 
intervención  del  Ministerio  fiscal,  cuyo  acto 
ha  de  verificarse  judicialmente,  porque  esa 
intervención  asi  lo  requiere. 

Las  reformas  introducidas  por  el  Códig-o  en 
nuestro  antig'uo  Derecho  respecto  á  la  protec- 
ción de  la  persona  y  bienes  de  los  menores  de 
edad  é  incapacitados  son  tan  radicales,  que 
solicitan  esjiecial  atención  de  parte  del  Minis- 
terio fiscal,  llamado  en  la  esfera  de  sus  atribu- 
ciones á  facilitar  su  más  acertado  plantea- 
miento. 

Suprimida  la  curaduría,  queda  para  lo  suce- 
sivo únicamente  la  tutela,  según  el  art.  19'.>, 
para  la  guarda  de  la  persona  y  bienes,  ó  sola- 
mente de  los  bienes,  de  los  que,  según  el  si- 
guiente artículo,  están  sujetos  á  ella,  son  á 
saber:  los  menores  de  edad,  los  locos,  los  de- 
mentes, sordomudos  y  pródigos,  y  los  que  es- 
tuvieren sufriendo  la  pena  de  interdicción 
civil. 

El  hecho  de  la  menor  edad  y  el  de  dictarse 
sentencia  condenatoria,  determinan  la  necesi- 
dad de  la  tutela  respecto  á  los  menores  é  in- 
terdictos; pero  los  demás  incapaces  no  pueden 
ser  sometidos  á  ella,  sino  precediendo  decla- 
ración de  incapacidad,  hecha  en  la  forma  pres- 
crita por  las  secciones  "i.^  v  3.",  cap.  III,  tit\i- 
lo  IX,  lib.  I  del  Código. 

La  intervención  del  Ministerio  fiscal  en  ese      í 
auto  está  reg'ulada  perfecta  y  claramente,  pre-      i 
viéndose  la  diversa  posición  que  puede  ocui>ai-.      i. 
Tratándose  de  incapacidades  por  razón  de  lo-      i 
cura,  demencia  ó  sordomudez  ha  de  intervenir      ¡ 
forzosameuto,  ya  coi#o  actor  que  inste  la  de-      ' 
claración  de  incapacidad,  en  cumplimiento  de      I 
la  oblig'ación  que  le  impone  la  primera  parte 
del  art.  215,  ya  como  defensor  del  presunto  in- 
capaz, conforme  á  su  párrafo  último.  Tratán- 
dose de  la  prodigalidad,  su  intervención  no  es 
necesaria  sino  cuando,  conforme  al  art.   222, 
debe  pedir  que  se  declare,  obrando  asi  en  be- 
neficio de  los  que  por  ser  menores  ó  incapaci- 
tados no  podrían   pedirlo  por   sí   mismos,  y 
cuando  por  haber  promovido  un  tercero  la  de- 
claración y  el  demandado  no  compareciere  le 
confia  la  ley  su  defensa.  De  suerte  que  el  Mi- 
nisterio fiscal  está  suficientejnente  facultado 
para  cumplir  su  elevada  misión  en  esta  mate- 
ria que  consiste  en  procurar  el  beneficio  de  la 
tutela  á  los  incapacitados,  y  librar  de  su  yugo 
á  los  que  iudebidamente  quisieren  imponér- 
sela. 

La  constitución  de  la  tutela  y  svi  ejercicio 
ha  cambiado  radicalmente.  No  puede  haber 
más  que  un  tutor,  salvo  el  caso  previsto  en  ol 
art.  210,  el  cual  obra  bajo  la  vigilancia  de  un 
protutor,  carg'o  nuevamente  creado,  y  de  un 
consejo  de  familia,  también  de  nueva  cz-ea- 
eión,  siendo  de  esperar  que  estas  dos  entida- 
des que  entran  á  formar  ])arte  de  la  tutela  res- 
pondan á  los  fines  del  legislador  y  contribu- 
yan á  mejorar  la  condición  de  los  tutelados  y 


CÓDIGO  CIVIL.  (1889.) 


691 


I A  fortificar  los  vínculos  de  familia.  Este  con- 
sejo asume  hoy  las  facultades  anteriormente 
confiadas  á  la  autoridad  judicial,  tanto  respec- 
to ¡V  la  constitución  como  al  ejercicio  de  la  tu- 
tela, quedando  tan  sólo  A  dicha  autoridad  la 
facultad  que  le  otorga  el  art.  203  para  proveer 
interinamente  al  cuidado  de  la  persona  y  bie- 
nes muebles  de  los  que  no  tuvieren  tutor,  la 
alta  inspección  que  le  confieren  los  arts.  292 
y  296,  y  la  decisión,  en  via  judicial,  de  las 
cuestiones  que  puedan  suscitarse  con  motivo 
de  los  acuerdos  que  dicho  consejo  adopte. 

El  consejo  de  familia  viene  á  ser  por  tanto 
la  base  sobre  que  descansa  la  tutela,  é  impor- 
ta por  lo  mismo  que  su  constitución  se  ajuste 
por  entero  á  los  preceptos  y  al  espíritu  de  la 
ley,  que  ha  procurado  formarle  con  personas 
tales  que  garanticen  la  rectitud  y  moralidad 
de  sus  acuerdos  y  decisiones.  Los  fiscales  mu- 
nicipales, k  quienes  el  art.  293  da  intervención 
en  ese  acto,  no  cumplirían  su  cometido  limi- 
tiindose  k  pedir  la  constitución  del  consejo; 
deberán  además  velar  cuidadosamente  para 
que  se  cumpla  lo  dispuesto  en  los  arts.  294  y 
29ñ,  oponiéndose,  si  fuere  preciso,  á  que  for- 
men parte  del  mismo  personas  distintas  de  las 
llamadas  por  la  ley,  y  menos  aún  de  las  inha- 
bilitadas para  ello  al  tenor  de  lo  dispuesto  en 
\  el  298. 

La  intervención  judicial  y  la  del  Ministerio 
fiscal  cesa  desde  que  el  consejo  queda  consti- 
tuido, salvo  el  caso  sing-ular  en  que,  según  el 
art.   302,  debe  presidirlo  el  fiscal  municipal; 
por  cuya  razón  sería  ocioso  decir  cosa  alguna 
resjiecto  al  modo  de  darse  tutor  si  no  fuera 
porque  el  art.   228  impone  á  dicho  Ministerio 
el  deber  de  pedir  su  nombramiento  para  los 
condenados  en   la  pena  de  interdicción  civil. 
A  este  propósito  importa  tener  en  cuenta  que, 
defiriéndose  la  tutela  por  testamento,   por  la 
leyó  por  nombramiento' del  consejo  de  fami- 
lia y  correspondiendo  A  éste  la  facultad  de  do- 
clarar  la  preferencia  que  deba  darse  entre  va- 
.  rios  tutores  testamentarios,  cuando   hubiere 
más  de  uno  en  identidad  de  circuustancias,  y 
I  no  atribuyéndose  á  los  jueces  la  facultad  de 
¡designar,  sin  forma  de  juicio,  la  persona  que 
'  en  cada  caso  concreto  deba  reputarse  llamada 
á  la  tutela  por  el  testador  ó  por  la  ley,  al  conse- 
'  jo  por  analogía  debe  reconocerse  esa  facultad. 
I     Así,  pues,  los  fiscales  de  las  Audiencias,  tan 
!  luego  como  fuere  firme  una  sentencia  en  que 
se  imponga  la  pena  de  interdicción  civil  á  iiua 
;  persona  que  no  estuviera  sometida  á  la  patria 
;  potestad   ó  ya  sujeta  á  tutela,  y  á  quien  por 
'ello  deba  darse  tutor,  ordenarán  al  fiscal  mu- 
I  nicipal  del  domicilio  del  reo  que  promueva  la 
'formación  de!  consejo  de  familia,  á  fin  de  que 
por  éste  se  constituya  la  tutela  que  procedie- 
re, ya  legítima,  ya  dativa,  encargándole  que 
le  dé  parte  de  quedar  constituida. 

En  un  solo  caso  está  el  Ministerio  fiscal  lla- 
mado á  suplir  la  negligencia  de  los  tutores, 
[  protutores  y  consejos  de  familia,  es  á  saber: 
i  cuando  conforme  al  art.   1.353,  debe,  si  ellos 
no  lo  hicieren,  iiedirquo  el  marido  de  una  mu- 
jer menor  de  edad  constituya  hipoteca  dotal. 
Fuera  de  los  casos  expresados  no  llama  el 
Código  por  modo  directo  al  Ministerio  fiscal  á 


intervenir  en  latat.'la;  pero  teniendo  en  cuen- 
ta lo  dispuesto  en  el  art.  1.815  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  debe  interponer  su  oficio 
y  ser  oído  en  los  incidentes  que  ocurran  du- 
rante su  curso  de  que  conocieren  los  jueces 
por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  porque 
han  de  referirse  ya  á  la  persona,  ya  k  los  bie- 
nes del  menor  ó  incapacitado,  que  están  bajo 
la  protección  de  la  autoridad. 

Otros  deberes  impone  el  Código  al  Ministe- 
rio fiscal  que  me  limito  á  recordar,  excusando 
por  innecesarias  todo  linaje  de  observaciones, 
son  á  saber:  el  de  representar  en  juicio  á  los 
jefes  de  las  casan  de  expósitos  en  su  calidad 
de  tutores  natos  de  los  acogndos  (art.  212);  el 
de  intervenir  en  los  expedientes  sobre  apro- 
bación de  los  acuerdos  en  que  los  consejos  de 
familia  otorguien  á  los  menores  los  beneficios 
de  la  mayor  edad  (art.  322);  eu  la  apertura  del 
testamento  militar  cerrado,  y  eu  defecto  de 
los  parientes  del  testador  para  ello  indicados: 
en  la  protocolización  del  testamento  ológrafo 
(arts.  692  y  713);  en  la  capitalización  de  deter- 
minadas mandas  benéficas  (art.  788),  y  final- 
mente, en  los  expedientes  que  se  formen  para 
autorizar  ó  repudiar  una  herencia  á  los  repre- 
sentantes de  asociaciones  ó  fundaciones  capa- 
ces de  adquirir  (art.  993). 

Trazado  en  compendio  el  cuadro  g-eneral  de 
todas  las  atribuciones  y  deberes  del  Ministerio 
fiscal,  según  el  nuevo  Códig'o;  expuesto  el  cri- 
terio leg-al  que  ha  de  servirle  de  norma  eu 
aquellas  materas  que  ha  considerado  dignas 
de  especial  examen,  réstame  hacer  una  consi- 
deración sobre  el  carácter  de  la  intervención 
fiscal  en  los  asuntos  civiles,  para  que  en  todo 
caso  sea  tenida  eu  cuenta,  es  á  saber:  que  esa 
intervención,  lejos  de  ser  meramente  formula- 
ria, representa  siempre  la  garantía  de  algún 
derecho,  ya  fuere  establecido  y  redundase  en 
interés  social,  ya  en  beneficio  de  personas  pri- 
vadas, dignas  por  la  situación  en  que  se  en- 
cuentren de  la  protección  de  la  autoridad  pú- 
blica; y  que  por  ello  el  Ministerio  fiscal  no 
llenaría  cumplidamente  su  noble  nusión,  si 
dentro  de  la  órbita  de  sus  atribuciones  y  ajiis- 
tándose  á  las  formas  leg'ales  no  procurase  con 
celo  y  discreción  dejar  á  salvo  y  garantido  en 
cada  caso  concreto  el  interés  confiado  á  su  de- 
fensa. 

A  los  fiscales  de  las  Audiencias  territoriales 
fío  la  dirección  de  los  fiscales  municipales, 
tanto  más  necesaria  é  interesante  cuanto  que 
sobre  estos  funcionarios,  eu  su  mayor  parte 
legos,  recae  el  desempeño  de  tan  complejos 
deberes. 

Dios,  etc.  Madrid  8  de  Mayo  de  1889.— Ma- 
nuel Colmeiro.— Sr.  Fiscal  de  la  Audiencia 
de...»  (Gac.  9  Mayo.) 

Ciro.  8  Mayo  1889. 

Disposiciones  sobre  actas  para  la  inscripción  de  matri- 
monios cuando  la  demarcación  de  la  parroquia  corres- 
ponda d  diversos  Juzrjailos  municipales  de  un  mismo 
Aiiuntamiento.—Tra7i'scripci6n  de  las  2>artidas  sacra- 
mentales en  el  caso  de  celebración  de  matrimonio  sin 
asistencia  del  juez  municipal. 

(Din.  GEN.  DE  LOS  lÍEdi.sTROS.)  «Eu  cl  ex- 
pediente de  consulta  de  ese  Juzgado  con  mo  - 
tivo  de  las  diidas  que  se  han  ofrecido  al  juez 
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nmuicipal  del  distrito  de  Bueiiravista  de  esta 
corte  sobre  la  aplicación  del  art.  1.°  de  la  ius- 
truccióu  de  2(j  de  Al)ril  último,  relativa  á  la 
inscripción  de  los  matrimonios  canónicos  en  el 
Registro  del  estado  civil;  visto  lo  informado 
por  V.  S.,  y  con  el  fin  de  evitar  los  inconve- 
nientes que  puedan  originarse  de  no  coincidir 
en  todas  las  Secciones  del  Reg'istro  la  unidad 
de  demarcación  y  competencia  estal^lecida 
para  las  secciones  de  nacimientos,  defuncio- 
nes, ciudadanía  y  matrimonio  civil,  esta  Di- 
rección g-eneral  ha  resuelto: 

1."  Cuando  la  demarcación  de  la  parroquia 
en  que  se  celebre  el  matrimonio  corresponda 
A  diversos  Juzgados  municipales  de  un  mis- 
mo Ayuntamiento,  se  verificará  la  inscripción 
en  la  oficina  del  Registro  civil  -X  cargo  del  juez 
municipal  del  domicilio  ó  residencia  de  cual- 
quiera de  los  contrayentes,  á  elección  de  los 
mismos. 

2."  En  el  caso  de  que  el  matrimonio  se  ce- 
lebre fuera  del  término  municipal  por  delega- 
ción del  párroco  propio  de  los  contrayentes, 
el  funcionario  que  asista  al  matrimonio  debe 
extender  y  remitir  al  Juzg-ado  municipal  del 
domicilio  ó  residencia  habitual  del  marido,  y 
en  su  defecto  al  de  la  mujer,  el  acta  corres- 
pondiente para  su  inscripción  en  el  Registro 
civil. 

Y  3.°  En  este  mismo  Registro  deberá  veri- 
ficarse la  transcripción  de  las  partidas  sacra- 
mentales cuando  se  hubiere  celebrado  el  ma- 
trimonio canónico  sin  asistencia  del  jtiez  mu- 
nicipal, en  la  demarcación  de  distinto  Registro 
de)  que  corresponda  al  domicilio  ó  residencia 
habitual  de  los  contrayentes  en  los  términos 
prevenidos  en  el  párrafo  anterior. 

Lo  digo,  etc.— Madrid  8  Mayo  1889.— El  Di- 
rector general,  Emilio  Navarro. — Sr.  Juez  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Este  de  Ma- 
drid.» (Gac.  10  Mayo.) 

Hesol.  11  Mayo  1889. 

No  procedo  exigir  responsabilidad  por  la  no 
asistencia  del  juez  municipal  á  un  matrimonio 
celebrado  el  1."  de  Mayo  de  1889,  en  que  co- 
menzó á  regir  el  Códig'o,  porque  no  podían  los 
contrayentes  ponerlo  en  conocimiento  del  Juz- 
gado municipal  con  la  anticipación  que  deter- 
mina el  art.  77.  (Asi  lo  resuelve  la  Dirección 
general  de  los  Registros.)  (Gac.  14  Mayo.) 

R.  D.  31  Julio  1889. 

Haciendo  extensivo  el  Código  reformado  d  nuestras  pro- 

vlneliin  de  Dltruninr. 

(Ultramar.)  ■¡E.xpo.nción. — Señora:  El  vivo 
interés  de  todos  los  Gobiernos  por  el  beneficio 
de  nuestras  provincias  de  Ultramar,  ha  servi- 
do de  estímulo  constante  para  llevar  á  aqué- 
llas las  disposiciones  legislativas  vigentes  en 
la  Península,  y  especialmente  las  encargadas 
de  resolver  problemas  generales  de  la  vida, 
que  no  siendo  el  resultado  de  opiniones  parcia- 
les ni  de  luchas  políticas,  por  todos  son  juzga- 
dos con  poca  diferencia  de  criterio. 

Si  las  leyes  además  se  refieren  á  puntos  y  ór- 
denes sustanciales  é  íntimos  de  la  .sociedad,  si 
no  contrarían  tradiciones  ni  tendencias  espe- 
ciales de  aijuellos  pueblos,  sino  que  aclaran  y 
simplifican  la  norma  de  acción,  explican  mejor 


su  origen  y  mauitíoslau  además  sus  prescrip- 
ciones con  sencillez,  facilitando  el  conocimien- 
to de  todos,  y  en  suma,  envuelven  un  progreso 
evidente  y  por  extremo  beneficioso  á  nuestros 
hermanos  de  Ultramar,  el  propósito  natural  en 
el  Gobierno  se  convierte  en  dictado  de  deber  y 
obligación  para  que  aquellos  habitantes  parti- 
cipen de  las  ventajas  que  los  peninsulares  pue- 
den alcanzar. 

Tal  sucede  con  el  Cód.  civil  hoy  vigente  en 
la  Península.  Cualesquiera  que  hayan  sido  las 
opiniones  y  juicios  emitidos  en  las  discusiones 
que  motivó,  es  indudable  que  responde  á  la 
constante  aspiración  de  esta  sociedad,  de  to- 
dos modos  manifestada,  hace  medio  siglo,  y 
qi>e  aun  negándolo  otras  ventajas,  produce  la 
indiscutible  de  reducir  á  una  sola  las  múlti- 
ples, diferentes  y  encontradas  fuentes  de  nues- 
tro dereclio  positivo  civil, modifica  en  términos 
racionales  el  derecho  sucesorio,  aclara  y  mejo- 
ra el  relativo  á  la  personalidad,  y  en  general, 
tomando  por  base  la  tradición,  envuelve  y  de- 
termina toda  clase  de  relaciones  jurídicas  pri- 
vadas, en  una  forma  más  racional,  más  siste- 
mática y  científica  que  la  usada  en  los  libros 
legales  de  que  tan  valiosa  y  abundante  serie 
nos  han  dejado  los  anteriores  siglos. 

Ni  en  las  Antillas  ni  en  Filipinas  hay  dere- 
cho civil  peculiar  y  diferente  del  que  rigió  e; 
la  Península,  ni  la  organización  de  la  familia 
de  la  propiedad  en  aquellas  lejanas  pro-iTucias 
demanda  especialidad  alg'una  de  reglas  para 
una  vida  que  en  lo  privado  se  desenvuelve  lo 
mismo  que  en  el  resto  de  la  Nación,  porque 
aquellos  pueblos  que  tienen  su  sentido  propio, 
y  en  algo  distinto  del  pueblo  español,  se  aco- 
modan desde  lueg'o  en  stis  relaciones  civiles  á 
las  leyes  que  allí  llevaron  nuestros  conquist; 
dores  y  misioneros,  que  eran  las  mismas  de  s 
propia  patria  española. 

No  hay,  pues,  el  peligTO  de  llevar  inuovaeiq; 
lies  irreflexivas  que  pudieran  resultar  mal  sa- 
nas para  aquellas  familias,  ni  trastornos  per; 
judiciales  para  una  propiedad  que  se  adquiere) 
se  conserva  y  se  pierde  conforme  á  los  raodoi 
establecidos  en  la  antignia  legislación  español 
la,  y  que  no  da  lug'ar  ni  á  modos,  ni  formas,  ni 
relaciones  aquí  desconocidas  que  fuera  preciso 
consag'rar  en  la  ley.  Así  es  que  la  Comisión  de 
Códigos  de  Ultramar  representó  al  Gobierno 
de  S.  M.  cuando  el  civil  se  discutía  en  las  Cá- 
maras, laconvenienciade  extenderleá  las  proi 
vincias  de  Ultramar,  una  vez  que  fuera  ley, 
sin  necesidad  de  hacer  modificación  alguna 
que  alterara  el  contenido  y  la  forma  en  que 
fuera  promulg'ado. 

Y  si  es  indudable  que  S.  M.  puede  abrigar  la 
satisfacción  de  considerar  como  suceso  feliz  de 
su  reinado  el  dotar  á  la  Nación  de  un  Código 
civil  que  con  tanta  ansiedad  y  durante  tanto 
tiempo  ha  vivido  solicitando,  no  lo  es  menos 
queaquel  puro  y  elevado  sentimiento  ha  de  ro- 
bustecerse y  ensancharse,  llevándolo  á  las  pro- 
vincias de  Ultramar,  que  en  este  orden  deláj 
legislación  sufrían  los  mismos  inconvenientes, 
y  obtendrán  ventajas  iguales  á  las  que  se  dis- 
frutarán en  adelante  en  la  Península. 

Ningún  elenientosocial  enlaza  tanto  los  pue- 
blos y  los  une  en  el  seno  de  una  cultura  común 


CÓDIGO  CIVIL.  (1889.) 


693 


como  la  unidad  de  legislación,  y  especialmen- 
te de  la  encargada  de  regular  la  esfera  niAs  ín- 
tima, mAs  querida  y  más  importante  de  la  vida 
V  lie  la  libertad  humana,  que  es  la  civil.  Y  si 
K^paña  inspiró  siempre  su  conducta  respecto 
á  los  pueblos  que  dominó  en  otro  hemisferio, 
«11  el  levantado  propósito  de  una  paternal  po- 
litica  que  los  habrá  de  conducir  pronto  á  cons- 
tituir un  clem.ento  integ'rante  en  esta  hermosa 
\  cimcertada  unidad  de  la  patria,  si  jamás  les 
:ii>licó  el  régimen  utilitario  y  egoísta  do  explo- 
i:irión  y  aprovechamiento,  y  si  nuestra  histo- 
11,1  está  llena  de  monumentos  que  atestiguan 
iiinio  el  aliento  de  la  patria  nunca  regateó  su 
iii^|iiración  para  levantar  generosamente  y 
li.icr  !i  su  propio  seno  los  elementos  vivos 'de 
lo-:  pueblos  coloniales  y  educarlos  y  regirlos 
!  niiio  se  educaba  y  regla  á  sí  misma;  si  como 
trliz  resultado  de  esta  conducta  bienhechora  y 
de  abnegación  se  implantó  de  antiguo  el  más 
importante  de  los  beneficios  en  el  orden  legal, 
que  es  la  identidad  en  el  derecho  civil,  es  ra- 
cional y  exigente  conveniencia  del  Gobierno 
mantenerla,  conservando  así  el  título  más  hon- 
roso y  el  bien  más  inestimable  que  puede  ofre- 
cer una  nación  respecto  á  los  ¡nieblos  que  do- 
mina, y  que  consiste  en  asentar  la  vida  civil 
en  la  igualdad  y  conceder  á  todos  la  suma  de 
derechos  de  que  ella  misma  goza. 

Fundado  en  estas  consideraciones  el  Minis- 
tro que  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  tiene  el  honor  de  someterá  la  apro- 
bación de  S.  M.  el  siguiente  pi-oyecto  de  de- 
creto. 

Madrid  31  de  Julio  de  1889. — Señora:  A  los 
Reales  pies  de  V.  M.,  Manuel  Becerra. 

REAL    DECRETO 

A  propuesta  del  Ministro  de  Ultramar,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  aug-usto  hijo  el  Key  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  sig'uiente: 

Articulol."  8e  hace  extensivo  á  las  islas  de 
Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas  el  Cód.  civil  vi- 
gente en  la  Península,  redactado  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  11  de  Mayo 
de  1888,  y  aprobado  por  R.  D.  de  24  del  actual. 

Art.  2.°  Empezará  á  regir  este  Código  en 
las  islas  referidas  á  los  veinte  días  siguientes 
de  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales  de 
las  mismas. 

Art.  3."  En  armonía  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  1."  del  mismo  Código,  las  leyes  regirán 
en  las  provincias  de  Ultramar  á  los  veinte  días 
de  su  promulgación,  entendiéndose  ésta  hecha 
el  día  en  que  termine  su  inserción  en  los  pe- 
riódicos oficiales  de  las  islas. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  31  de  Julio  de  1889. 
María  Cristina. —El  Ministro  de  Ultramar,  Ma- 
nuel Becerra.»  (Gac.  6  Agoato.) 

E.  O.  5  Agosto  1889. 

Carecen  de  derecho  electoral  los  menores  de 
25  años,  no  obstante  el  Cód.  civil.— Véase  en 
Ayuntamientos,  1. 1,  p.  918. 


E.  D.  15  Octubre  1889. 
Formación  de  los  apéndices  al  Código  civil  que  fian  de 
contener  las  instituciones  subsistentes  en  las  provin- 
cias aforadas. 

(Grao,  y  Ju.st.)  «La  ley  de  11  de  Mayo  de 
1888,  al  aprobar  las  bases  en  ella  comprendi- 
das á  que  debía  ajustarse  la  redacción  del  Có- 
digo civil,  dispone  en  su  art.  6."  que  el  Gobier- 
no, oyendo  á  la  Comisión  de  Códigos,  presen- 
tará á  las  Cortes,  en  uno  ó  varios  proyectos 
de  ley,  los  apéndices  del  Códig'o  en  que  se  con- 
tengan las  instituciones  forales  que  conviene 
conservar  en  cada  una  de  las  provincias  ó  te- 
rritorios en  que  hoy  existen. 

Asimismo  dispone  el  art.  7.°  que  el  Gobier- 
no, previo  informe  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales de  Zaragoza,  Huesca,  Teruel  é  islas 
Baleares,  y  de  los  Colegios  de  abogados  de  las 
ca])itales  de  las  mencionadas  provincias,  y 
oyendo  á  la  Comisión  g-eneral  de  Codificación, 
presentará  á  la  aprobación  de  las  Cortes,  en  el 
más  breve  plazo  posible,  á  contar  desde  la  pu- 
blicación del  nuevo  Código,  el  proyecto  de  ley 
en  que  han  de  contenerse  las  instituciones  de 
Aragón  é  islas  Baleares,  que  conveng'a  con- 
servar, debiendo  oir  el  Gobierno  iguales  in- 
formes en  lo  referente  <á  las  demás  provincias 
de  la  legislación  toral. 

Y  habiéndose  pedido  hace  ya  tiempo  los  in- 
formes que  previene  el  art.  6.°  en  lo  que  se  re- 
fiere á  las  legislaciones  locales  de  Cataluña, 
Navarra,  Galicia  y  las  islas  Baleares,  como  lo 
han  sido  recientemente  los  relativos  á  la  legis- 
ción  aragonesa; 

S.  M.  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  y 
en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  te- 
niendo en  cruenta  lo  mucho  que  interesa  llevar 
á  cabo,  en  el  más  breve  plazo  posible,  la  for- 
mación da  los  apéndices  comprensivos  de  las 
leg'islaciones  locales  que  han  de  complementar 
el  Código  civil,  se  ha  servido  dis])on('r  que  se 
recuerde  á  las  Corporaciones  á  quienes  se  ha- 
yan pedido  informes ,  la  necesidad  de  eva- 
cuarlos, para  proceder  en  vista  de  ellos  á  for- 
mular los  proyectos  de  ley  de  que  trata  el  ar- 
tículo 6."  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888,  más 
arriba  citada. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  ló  de  Octubre 
de  1889.— Canalejas  y  Méndez.  — Sr.  Subsecre- 
tario de  este  Ministerio.»  (Gac.  18  Octubre.) 

Ciro.  16  Octubre  1889. 
Amplio  criterio  en  que  deben  inspirárselos  Tribunales  al 
redactar  anualmente  las  Meviorias  d  que  se  refiere   la 
primera  disposición  adicional  del  Código,  sobre  aplica- 
ción y  deficiencias  del  mismo... 

(Gkac.  y  Just.)  «El  Código  civil  encarga, 
en  la  primera  de  las  disposiciones  adicionales, 
al  presidente  del  Tribunal  Supremo  y  á  los  de 
las  Audiencias  territoriales,  que  al  fin  de  cada 
año  redacten  una  Memoria  en  la  que,  refirién- 
dose á  los  neg'ocios  de  que  hayan  conocido  du- 
rante el  mismo  las  Salas  de  lo  civil,  señalen 
las  deficiencias  y  dudas  que  hayan  encontrado 
al  aplicar  el  Código,  haciendo  constar  detalla- 
damente las  cuestiones  y  puntos  de  derecho 
controvertidos  y  los  artículos  ú  omisiones  de 
aquél,  que  hayan  dado  ocasión  á  las  dudas 
del  Tribunal... 

Seria  de  desear  que,  interpretándose  esta 
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disposieióu  eu  uu  sentido  amplio  y  puesta  la 
mira  eu  los  beneflciosos  resultados  que  de  su 
cunipliniieiito  puedeu  esperarse,  no  limitaran 
los  Tribunales  sus  observaciones  á  los  puntos 
de  derecho  que  hubieren  sido  discutidos,  sino 
que  las  expusieran  también  sobre  aquellos 
otros  que,  no  habiendo  dado  ocasión  ;V  contro- 
versia, les  ofrezcan  motivo  de  duda.  De  esta 
manera  se  añadirá  el  importante  trabajo  del 
estudio  y  del  examen  critico  del  Código  por 
los  Tribunales,  al  que  los  particulares  les  den 
hecho  en  las  contiendas  jurídicas  que  promue- 
van, las  cuales  podrán  muy  bien  no  suscitarse 
sobre  alg'unos  puntos  dxidosos,  que  sin  este 
trabajo  pasarían  inadvertidos,  por  el  hecho  de 
que  no  haya  afectado  á  los  particulares  en 
uing'ún  caso  concreto  la  duda  de  que  se  trata. 

Obra  del  común  esfuerzo  de  cuantos  tienen 
la  misión  de  aplicar  las  leyes  eu  los  Tribuna- 
les superiores  debe  ser  esta,  que  tiene  por  ob- 
jeto el  perfeccionamiento  de  nuestras  leves 
civiles,  qtie  á  todos  interesa  eu  igual  g'rado. 
Los  presidentes  de  los  Tribunales  deben,  por 
lo  mismo,  encomendar  el  examen  del  Códig-o 
á  los  magistrados  de  lo  civil,  para  que  cada 
cual  exprese  de  una  manera  independiente  su 
juicio,  eu  el  concepto  y  sobre  los  puntos  indi- 
cados, lo  que  ofrecerá  á  cada  uno  de  ellos  oca- 
sión de  acreditar  sus  conocimientos  y  su  crite- 
rio jurídico,  debiendo  dividirse  estos  informes 
individuales  en  dos  secciones,  la  primera  dedi- 
cada á  eonsig'nar  las  observaciones  que  expre- 
sa la  primera  disposición  adicional,  y  la  se- 
gunda á  exponer  los  magistrados  sus  opinio- 
nes sobre  casos  hipotéticos. 

Que  este  estudio  del  Código  civil  y  los  in- 
formes que  han  de  seguirle  eu  njda  afectan 
al  respeto  y  á  la  consideración  que  el  Código 
merece,  si  ya  no  lo  probara  el  hecho  mismo  de 
que  tienden  á  mejorarlo  y  perfeccionarlo,  lo 
probaría  concluyentemente  la  disposición  adi- 
cional que  manda  hacer  este  trabajo,  y  eu  la 
que  con  tanta  modestia  como  espíritu  científi- 
co consigMió  la  Sección  el  medio  de  preparar  la 
reforma  del  mismo,  utilizando  además  para 
ella,  segxin  expresa  la  última  de  las  indicadas 
disposiciones,  los  progresos  realizados  en  otras 
naciones  y  la  jurisprudencia  del  T.  S.  Se  tra- 
ta, pues,  únicamente  de  cumplir  la  ley,  y  esto, 
en  interés  de  la  ley  misma,  á  la  vez  que  para 
el  bien  general  déla  Xación. 

Encomendada  como  lo  está  á  los  presidentes 
de  los  Tribunales  la  alta  dirección  de  este  tra- 
bajo, á  su  inteligent»  celo  toca  velar  por  la 
ejecución  del  mismo,  reunir  los  informes  des- 
pués de  terminados  y  remitirlos  á  este  Minis- 
terio clasificados  en  los  dos  grupos  arriba  in- 
dicados, acompañados  de  una  Memoria,  divi- 
dida también  en  dos  secciones,  eu  que  emitan 
su  parecer  sobre  los  puntos  que  eu  ellos  se 
traten. 

Confiadamente  espera  el  Ministro  que  sus- 
cribe que  á  este  trabajo  consagrará  V.  E.  una 
atención  preferente,  y  que  preparándolo  sin 
pérdida  de  tiempo,  logrará  que  alcance  en  el 
Tribunal  de  su  presidencia  el  mayor  desarro- 
llo de  que  sea  más  susceptible. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  16  de  Octubre  de 
1889. — José   Canalejas  v  Méndez. — Sr.  Presi- 


dente del  Tribunal  Supremo  y  Presidentes  de 
la  Audiencia  de...»  (Guc.  11  Octubre.) 

E.  0. 11  Marzo  1890. 

Sobre  derecho  de  la  Asociación  general  de 
ganaderos  al  valor  de  las  reses  mostrencas 
no  obstante  los  arts.  61.5  y  616  del  Código  ci 
vil. — Véase  en  Ganadería. 


E.  O.  11-22  Atjril  1890. . 
Papel  sellado  en  el  consejo  de  familia. 

Véase  eu  Sello  y  timbre. 

Ley  29  Junio  1890. 
Estahlecimíentos  de  instrucción. 

Esta  ley  es  la  de  presupuestos.  Su  art.  27 
dice  que  la  Hacienda  se  incautará  de  los  bie- 
nes é  inscripciones  intransferibles  de  la  Deuda, 
pertenecientes  á  los  institutos,  y  procederá  á.. 
su  venta  sometiéndose  á  «las  disposiciones  delj 
Código  civil,  relativas  á  las  fundaciones  de 
bienes  con  destino  á  enseñanza».  Creemos  que 
con  esta  referencia  quiere  aludirse  á  los  ixv-\ 
tículos  37,  38,  39,  746  y  788  del  Código. 

K.    O.  19  Septiemljre  1890. 
Edad  para  ser  procurador. 

El  límite  de  la  edad  necesaria  para  ser  pro- 
curador en  Ultramar  no  ha  sido  alterado  por 
el  Códig'o  civil,  que  sólo  afecta  á  las  relacio- 
nes privadas  referentes  á  la  familia  y  á  la  pro- 
piedad.— V. en  Procuradores 

E.  O.  12  Marzo  1891. 
Arresto  de  los  hijos  por  los  padres. 

Sobre  establecimientos  donde  han  de  cum- 
plirse los  arrestos,  véase  esta  R.  O.  que  inser- 
tamos eu  Patria  potestad. 
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De  las  obligaciones  y  contratos. 

TITULO  PHIMl^:no.— i»e;i»s  oSíllgaclones 

— Capjtulu  PUiMEiíu.— Disposiciones  genera 


les.  

—Cap.  II.— De  la  naturaleza  y  efectos  de  las 
obligaciones 

—Cap.  i  II.— De  las  diversas  especies  de  obli- 
gaciones  

— Sec.  !."■  De  las  obligaciones  puras  y  de  las 
condicionales,  p.634.— Aec.  2."  Do  las  obli- 
gaciones á  plazo,  p.  635.— Sec.  3."  De  las 
obligaciones  alternativas,  p.  635.— Sec.  4." 
De  las  obligaciones  mancomunadas  y  de 
las  solidarias,  p.  635.— Sec.  5. «  De  las  obli- 
gaciones divisibles  y  de  las  indivisibles, 


632 
632 


634 


p.  636. —  Sec.  tf.°  De  las  obligaciones  con 
cláusula  penal,  p.  636. 

—Cap.  IV.— De  la  extinción  de  las  obligacio- 
nes   

-Disposiciones  generales,  p.  tS6. — Sec.  /.*  Del 
pago,  p.  637. — De  la  imputación  de  pagos, 
p.  637.— Del  pago  por  cesión  de  bienes,  pá- 
gina 637.— Del  ofrecimiento  del  pago  y  de 
la  consignación,  p.  637.— Sec.  2."  De  la  pér- 
dida de  la  cosa  debida,  p.  638 Sec.  3."  De 

la  condonación  de  la  deuda,  p.  638.— Sec- 
ción4.'^  De  la  confusión  de  derechos,  p.  63?*. 
Sec.  5.*^  De  la  compensación,  p.  638. — Sec- 
ción 6.°-  De  la  novación,  p.  639. 

— Cap.  V. — De  la  prueba  de  las  obligaciones, 

—Disposiciones  generales,  p.  639.— Sec.  í."  De 
los  documentos  públicos,  p.  639. — De  los 
documentos  privados,  p.  6á0. —  Sec,  2.®  De 
la  confesión,  p.  640.— Sec.  3."  De  la  inspec- 
ción personal  del  juez,  p.  640. — Sec.  -í."  De 
la  prueba  de  peritos,  p.  640.— Sec.  5."  De  la 
prueba  de  testigos,  p.  641.— Sec.  6*."  De  las 
presunciones,  p.  641. 
TIT.  II.— Ue  l4is  conlralos 

— Capítulo  i'RiMEUo.-Disposic  ion  es  gen  erales 

— CJap.  II. — De  los  requisitos  esenciales  para 
la  validez  de  los  contratos 

— Disposición  general 

—Sec.  /."  Del  consentimiento,  p.  642 —5ec.  2.* 
Del  objeto  de  los  contratos,  p.  64.;. — 6'ec.  3." 
De  la  causa  de  los  contratos,  j).  642. 

— Cap.  III.— De  la  eficacia  de  los  contratos.. 

—Cap.  IV.— De  la  interpretación  de  los  con- 
tratos..  

—  Cap.  V. — De  la  rescisión  de  los  contratos... 
— Cap.  VI.— De  la  nulidad  de  los  contratos... 

TIT.  III.  — ikel  contrato  sobre  bienes  con 
ocasión  del  nialrliiionlo. 

—Capítulo  piíiwkiíu.— Disposiciones  genera- 
les  

— Cap.  II. — De  las  donaciones  por  razón  de 
matrimonio 

—Cap.  III.— De  la  dote  

—  úec.  /."  De  la  constitución  y  garantía  de  la 

dote,  p.  646. — ,^ec.  2.*  De  la  administración 
y  usufructo  de  la  dote,  p.  t>47.— óec.  3.*^  De 
la  restitución  de  la  dote,  p.  648. 

— Cap.  IV. — De  los  bienes  parafernales 

—Cap.  V.— De  la  sociedad  de  gananciales.... 

— óec.  1.'*^  Disposiciones  generales,  p.  649. —  Scc- 
cÍÓ7t  2.^  De  los  bienes  de  la  propiedad  de 
cada  uno  de  los  cónyuges,  p.  650.— Sec.  3.* 
De  los  bienes  gananciales,  p.  650. — ¿ce.  íí.* 
De  las  cargas  y  obligaciones  de  la  socie- 
dad de  gananciales,  p.  650.— Sec.  S.**  De  la 
administración  de  la  sociedad  de  ganan- 
ciales, p.  651.— .sec.  6."-  De  la  disolución  de 
la  sociedad  de  gananciales,  p.651.— ,Sec.  7.* 
De  la  liquidación  de  la  sociedad  de  ga- 
nanciales, 651. 

— Cap.  VI. — De  la  separación  de  los  bienes  de 
los  cónyuges  y  de  su  administración  por 
la  mujer  durante  el  matrimonio. 

— Disposición  general   

TIT    I  V.—U*  I  contrato  ile  compra  y  «enfa. 

—  Capítulo  i'kimeko.— De  la  naturaleza  y  for- 

ma de  este  contrato 

—Cap.  II. — De  la  capacidad  para  comprar  ó 
vender ,. 

—  Cap.  III. — De  los  efectos  del  contrato  de 

conijira  y  venta  cuando  se  ha  perdido  la 
cosa  vendida.. 

—  Cap.  IV. — De  las  obligaciones  del  vendedor. 

—  Sec.  1.^  Disposición  general,  p.  654. — Sec.  2.* 

De  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  p.  654. 
Sec,  3."  Del  saneamiento,  p.  655.— g  1.^  Del 
saneamiento  en  caso  de  eviccióu,  p.  655. 
§  2.°  Del  saneamiento  por  los  defectos  ó 
gravámenes  ocultos  de  la  cosa  vendida, 
p.  655. 

—  Cap.  V.— De  las  obligaciones  del  comprador. 
—Cap.  VI.— De  la  resohición  de  la  venta.  ..  . 
— üec.  !."■  Del  retracto  convencional,  p.  657. — 

Sec.  2."  Del  retracto  legal,  p.  657. 

—  Cap.  VII. — De  la  transmisióixde  cróditos  y 

demás  derechos  incorporales 

— Cap.  VIH. —  Disposición  general 

TIT.  V.— lie  la  perniula 

TIT.  VI.— Uel  contrato  de  nrrenflaiiilento.. 

—Capítulo  primeiío. — Disposiciones  genera- 
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les • 

— Cap.  II.— Do  los  arrendamientos  de  fincas 
rústicas  y  urbanas. 

— 5cc.  1.*^  Disiiosiciones  generales,  p.  659. — 
Sec.  2."  De  los  derechos  y  obligaciones  del 
arrendador  y  del  arrendatario,  p.  659. — 
Sec.  3.**  Disposiciones  especiales  para  los 
arrendaniientos  de  predios  rústicos,  pági- 
na 660. — See.i."-  Disposiciones  especiales 
para  el  arrendamiento  de  predios  urba- 
nos, p.  661. 

-Cap.  III.— Del  arrendamiento  de  obras  y 

servicios....   , ..,., 

-  — Sec.  1."  Del  servicio  de  criados  y  trabajado- 
res asalariados,  p.  661. — Sec.  a."  De  las 
obras  por  ajuste  ó  precio  alzado,  p.  661. — 
Sec.  3."  De  los  transportes  por  agua  y  tie- 
rra, tanto  de  personas  como  de  cosas,  pá- 
gina 662. 
TIT.  t  II.- Wc  lo*  crnsuH   

— Capítulo  puimeho. — Disposiciones  genera- 
les  

— Cap.  II. — Del  censo  enfitéutico 

— Sec.  1."  Disposiciones  relativas  á  la  enliteu- 
sis,  p.663.— Sec.  «¡."De  los  foros  y  otros  con- 
tratos análogos  al  de  enñteusis,  p.  665. 

— Cap.  III — Del  censo  consignalivo 

—  Cap.  IV. — Del  censo  reservativo 

TIT.  VIII. — ue  lu  NorlcdHd 

— Cai'ítulo  piiiMKHO. — Disposiciones  genera- 
les    ■  • 

—  Cap.  II.— De  las  obligaciones  de  los  socios.. 

— Sec.  1."  De  las  obligaciones  de  los  socios  en- 
tre si,  p.  6()6.-Sí'C.  2."  De  las  obligaciones 
de  los  socios  para  con  un  tercero,  p.  667. 

-Cap.  III.— De  los  modos  de  extinguírsela 

sociedad 

TIT.  iX. — UrI  niH minio 

— Capítulo  PHiMEiiO.— De  la  naturaleza,  for- 
ma y  especie  del  mandato 

—  Cap.  II.— De  las  obligaciones  del  mandata- 

rio  

—  Cap.  II  l.—De  las  obligación  es  del  mandante 

—  Cap.  IV.— De  los  modos  de  acabarse  el  man- 

dato  

TIT.  X.— Itpl  iircsluino 

—  Disposici(')n  general    

—  Capí  TU  LO  imilmkko.  — Del  comodato 

—  Si'C.  1."  De  la  naturaleza  del  comodato,  pá- 

gina 670 Sec.  2."  De  las  obligaciones  del 

comodatario,  p.  670 Sec.  3."  De  las  obli- 
gaciones del  comodante,  p.670. 
— Cap.  II. — Del  simple  préstamo 

TIT.  XI.— Ucl  flCIIÓMllO 

—  Capítl'LO  pitiMF.iíO Del  depósito  en  gene- 

ral y  de  sus  diversas  especies ..    -.. 

—Cap.  II.— Del  depósito  propiamente  dicho. 

— Sec.  1."  De  la  naturaleza  y  esencia  del  con- 
trato de  depósito,  p.  671. -Sec.  2."  I'el  de- 
pósito voluntario,  p.  671.-  Sec.  3.'__De  las 
obligaciones  del  depositario,  p.  671.— Sec- 
ción 4.*'  De  las  obligaciones  del  depositan- 
te, p.  671. —  Sec.  5."  Del  depósito  necesario, 
p.  672. 

— Cap.  III. — Del  secuestro 

TIT.  XII.— Ue  Ion  contrntosalcutorlos  é  de 
Niicrte 

—Capítulo  primero.— Disposición  general . .. 

—Cap.  II.— Del  contrato  de  seguro 

— Cap.  ITT.— Del  juego  y  de  la  apuesta 

-Cap.  IV.— De  la  renta  vitalicia 

TIT.  XIII.— Uc  las  ti-unsacclones  ;  conipro- 
nilMOA 

— Capitulo  primero. — De  las  transacciones.. 

—  Cap.  II.— De  los  compromisos: 

TlT.  XIV.  — »<>  lu  fianza 

—Capítulo  primero.  — De  la  naturaleza  y  ex- 
tensión de  1.1  fianza 

—  Cap.  II.— De  los  efectos  de  la  fianza    

— Sec.  1."  De  los  efectos  de  la  fianza  entreoí 

fiador  y  el  acreedor,  p.  674.-  Sec.  2."  De  los 
efectos  de  la  fianza  entre  el  deudor  y  el 
fiador,  p.  674.-  Sec.  3.»  De  los  efectos  de  la 
fianza  entre  los  cofiadores,  p.  675. 
—Cap.  III. -De  la  extinción  de  la  fianza 

—  Cap.  IV. -De  la  fianza  legal  y  judicial 

TIT.  XV.— Uc  los  ponlratos  de  prt-ntla,  M- 

poteoa  y  antlcroíílw    

—  Capítulo  primi'.ro.  — Disposiciones  comunes 

á  la  prenda  y  á  la  hipoteca  
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Págs. 
.      676 
676 
.      677 


—Cap.  II. — De  la  prenda 

—Cap.  i  ti.  -  De  la  hipoteca 

—Cap.  IV. -De  la  anticresis 

TlT.  XVI. -i>c  la.i  obligaciones  tioc  se  con- 
traen sin  con%'enlo 

—Capí'I  ULO  primero.— De  los  cuasi  contratos. 

—  Sec.  1  "  De  la  gestión  de  negocios  ajenos, 

p.  677.— Sec.  2."  Del  cobro  de  lo  indebido, 
p.  677. 

—  Cap.  II.-  De  las  obligaciones  que  nacen  de 

culpa  ó  negligencia ■•■■;■■■ 

TlT.  XVII. -líe  lafODCurrencla  y  prclaclon 
de  eréilMos 

—  Capitulo  primero.— Disposiciones  genera- 

—  Cap.  li.-^Deia  clasificación  de  créditos... 
—Cap.  III.— De  la  prelación  de  créditos 

TlT.  XVlil.— I>e  la  prescripción 

—Capitulo  primero.- Disposiciones  genera- 
les     ■■■■:   .■••■ 

Cap.  II. — De  la  prescripción  del  dominio  y 

demás  derechos  reales. 

Cap.  III. — De  la  prescripción  de  las  accio- 
nes  

—  Disposición  final 

—  Disposiciones  transitorias "^^ 

— Disposiciones  adicionales    "" 
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n.  O.  *«  Abril  I*»»».— Aprobando  la  instruc- 
ción para  la  ejecución  de  los  arts.  77,  ¡o, 
79  y  H2  del  Código  civil,  sobre  inscripción 
de  los  matrimonios  canónicos  y  tormu- 
larios  ....    A.'t^i¿ 

Circular  «íel  ll.ical  «leí  T.  S.  de  »  Uajo  •«»». 
Determinando  la  acción  <lel  Ministerio 
fiscal  en  los  negocios  de  Índole  civil  en 
que  está  llamado  á  intervenir:  matrimo- 
nio civil;  reconocimiento  de  hijos;  bienes 
de  menores;  adopción;  ausencia;  tutela; 
consejo  de  familia;  interdicción  civil,  etc. 

Clrc.  de  lu  IHr.  gen.  de  los  Heglstros  de  « 
Majo  iSfüW.-Cün  disposiciones  para  la 
inscripción  de  matrimonios  cuando  la  de- 
marcación de  la  parroquia  corresponda 
á  diversos  Juzgados  municipales  do  un 
mismo  Ayuntamiento   .    ■.••■•*.•• 

Resol  de  la  ulrecclon.- Sobre  no  asistencia 
cia  del  juez  municipal  á  un  matrimonio.. 

R  D.  Si  Julio  1*»»».— Haciendo  extensivo  el 
Código  civil  á  las  provincias  de  Ultramar. 

R.  U.  *S  «X'tutore  líiSO.- Sobre  formación  de 
los  Ai)éndices  al  Código  civil  que  han  de 
contener  las  instituciones  subsistentes  en 
las  provincias  aforadas 1"'á' 

rirc.  I«  uctiibre  •*»»».- Sobre  redacción  de 
las  Memorias  á  que  se  refiere  la  primera 
disposición  adicional  del  Código •■•••■ 

n.  O.   I>  Mario  l*00. -Del  Ministerio  de  i  o- 
mento,   sobre  dereeho   de  la   Asociación 
de  ganaderos  al  valor  de  las  roses  mos-      ^^^ 
trencas •.••:■"'.*** 

Ley  »»  Junio  ihOO.— Sobre  establecimientos 
de  instrucción •  ■ 

R.  O.  Ií»."*e|illeiiibrel*»0  —Sobre  edad  para 
ser  procurador *    •■  ■ -.• 

R  O.  IS  Marzo  líí»l.— Sobre  arresto  de  los  hi- 
jos por  sus  padres 
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SUMARIO   ALFABÉTICO  ' 

Abandono.— De  tutela;  art.  236,  nüm.  4.°— De  caucesi 
370._De  aguas;  419— De  posesión;  460.— Del  predio 
sirviente;  599.  . 

—Del  hijo  por  el  padre:  causa  de  indignidad  para 
Bucederle;  756. 


'  Al  insertar  en  el  Apéndice  de  18S8  el  priimUvo  texto 
del  Cód.  civil,  formamos  y  publicamos  un  minucioso  re- 
vertorio  alfabético  de  sw»  disposiciones,  que  ampliamos 
consideraUímenle  al  lia,j^r  en  isno  la  edición  especial 
para  los  señores  siiscnptores.  Ahora  hemos  revisado  y 
ampliado  de  nuevo  y  cvnsiderahlemnücmiestro  trabajo, 
enriqueciendo  el  Índice  con  mucha,<  pahtbras  y  referen- 
cias v  aumentando  copiosamente  li  ronlnudo  de  gran  nu- 
mero de  epígrafes.  Los  artículos  que  citamos  sm  otrae^- 
prtsión,  soá  los  del  Cód.  elvll.  La  ley  de  11  Mayo  ISSS 
la  aducimos  con  las  palabras  ley  de  bases  ó  bases. 
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—De  fincas  dadas  á  censo;  1625,  1631,  1659,   1660,  1663 

y  1664. 
Abejas:  Persecución  y  aprehensión;  334  y  612. 
Abiniestatos. — V.  Sucesión  intestada. 
Abogados:  Prohibición  de  comprar;  1459.  -  Prescrip- 
ción de  honorarios;  1967.— Dictamen  de  letrados;  274. 
— Defensores  de  los  incapacitados;  215  y  219.— Fera- 
les; R.  D.  2  Febrero  1880,  pág.  »49. 
Abonos:  Cuándo  los  de  cultivo  se  reputan  bienes  mue- 
bles; 334,  núni.  7.° — Cuáles  deben  reintegrarse  al 
usufructuario;  4S7.  —ídem  al  poseedor;  452  A  455,  458 
y  472. — Abono  de  gastos  A   que  están  obligados   el 
usuario  y  el  morador;  527. — En  caso  de  comiso  de 
la  finca  enfitéutica;  1652. 
— De  mejoras. — V.  Mejoras. 
— De  tierras;  526. 
Abortivos. — V.  Nacidos. 

Abrevadero  (Servidumbre  de);  555,  556  y  570. 
Abstención  de  los  acreedores  en  los  acuerdos  sobre 

quita  y  espera;  1917  y  1922  á  1924. 
Abuelos:  Autorizan  el  matrimonio;  46. — Tutela  sobre 
los  nietos  ausentes,  locos,  sordomudos  y  pródigos; 
lb3,  211,  220,  227  y  260. -V.  Consentimiento:  Sucesio- 
nes: Nietos. 
Abuso  de  cosas  dadas  en  usufructo;  520. — En  uso  y 

habitación;  529. 
>lcces/dn,*  base  10. -Su  concepto;  353  y  3.j4  á  357. — En 
inmuebles;  358  á  374. — En  bienes  muebles;  375  á  383. 
De  cosa  dada  en  usufructo;  479  y   486. — En  fincas 
constituidas  en  eiifiteusis;  1631. 
— En  la  obligación  de   dar  la    cosa   se  comprenden 
los   accesorios   de  la  misma;   1097.  —  Accesiones  á 
que  se  extiende  la  hipoteca;  1877. — V.  Frutos. 
Acciones:  Su  ejercicio  por  las  personas  jurídicas:  36. 
Domicilio   de   las  personas  naturales  y  jurídicas 
para  el  ejercicio  de  los  derechos  y  el  cumplinaien- 
ro  de  las  obligaciones:  40  y  41. 
— Ineficacia  legal  de  la  acción  de  esponsales;  43.— 
Acción  para  pedir  resarcimiento  de  gastos  por  in- 
eumjilimiento  de  la  promesa  de  matrimonio;  44. — 
Para  imj.ugnar  actos  y  contratos  de  las  mujeres 
casadas;  65. 
— De  nulidiid  del  matrimonio;  102.. 
—Para  impugnar  y  reclamar  la  legitimidad  de  los 
hijos;    113,  118  y  962.— ídem  la  legitimación;  128.— 
Para  el  reconocimiento  de  hijos  naturales;  137  y 
138. — Para  impugnarla  adopción;  180. 
— De  dolo:  no  puede  renunciarse;  1102. 
— Del  que  presta  los  alimentos  contra  el  obligado  k 

prestarlos;  1894. 
— Nacidas  de  la  tutela;  287. 
— Acción  cojninuni  dividurido;  400  y  401, 
— A  favor  del  donatario;  638. — De  revocación  de  do- 
naciones por  supervivencia  de  hijos;  646. — Por  in- 
gratitud; 652  y  653. 

— De  petición  de  herencia;  197.  — Para   declarar  la 
incapacidad  del  heredero;  762. — Para  aceptar  y  re- 
nunciar herencias;  1004. 
— Para  pedir  el  complemento  de  legítima;  815. 
— De  depósito;  1765. 
— De  laudemio;  1646. 
— Del  y  contra  el  mandante;  1717. 

-Contra  el  sustituto  del  mandatario;  1722. 
— Pignoraticia  é  hipotecaria;  1862. 
— Reivindicatoría;  348. 
— Irrenunciables;  646,  652  y  653. 

—Rescisorias   por  lesión;  1076,  1078,   1294  y  1299.-De 
nulidad;   1301  y  siguientes — Dimanadas  de  la  pér- 
dida de  la  cosa  debida;  1186. — Nacidas  de  la  ven- 
ta; 1472,  1483,  1490,  1496  y  1499. 
— Sobre  bienes  parafernales;  1383. 
—De  retracto;  1508, 1.517  y  1639. 
—Derivadas  del  arrendamiento;  1560. 
— Para  exigir  responsabilidad  al  transmitente  de 

créditos  y  derechos  incorporales;  1530. 
— ídem   al  contratista  de  edificios;  1591.  —  ídem  al 

dueño  de  éstos;  1597. 
— Del  censualista  contra  el  censatario;  1623. 
— Derivadas  del  juego  y  apuesta;  1798,  1799  y  1801. 
— Usufructo  sobre  acciones;  486. 

— Transacción  sobre  acción  civil  proveniente  del 
delito;  1^^1.3. — Prescripción  de  acciones  en  general: 
1930,  1932  y  lít6l  á  1975.  — Acciones  y  derechos  na- 
cidos y  no  ejercitados  antes  del  Código;  disposi- 
ción transitoria,  regla  4.* 
— V.    Cesión:    Reivindicación:  Términos:  Prescrip- 

2ión. 
Acciones  de  sociedades;  347. 

Acej^tación:  De  donaciones;  623,  625,  626,  627,  629  y  si- 
guientes V  1 330. 
—De  herencia,  988  y  siguientes  á  1009.— De  legados: 
869.-Del  albaceazgo;  698. 


— De  la  consignación  de  lo  debido;  1180. 

— Aceptación  epistolar  de  los  contratos;  1262. —  De 

mejora;  633. 
—De  mandato;  1710  y  1718. 
Acequias. — V.  Acueducto. 

Atotamiento  de  fincas  rústicas;  388. — No   obsta  al  ce- 
rramiento la  servidumbre  de  acueducto;  560. — Aco- 
tamiento en   caso  de  comunidad  de  pastos;  602. — 
V.  Cerramiento. 
Acrecer  (Derecho  de);  981   á  987  y  922. — En  bienes  de 
ausentes;  196  y  197.  — En  las  donaciones;  637. — En 
caso  de  renuncia  del  legatario;  888. — En  el  alba- 
ceazgo; 908.  — Administración   de  bienes  heredita- 
rios por  los  que  tienen  derecho  de  acrecer;  802. 
Acreedores. — V.  Créditos:  Obligaciones, 
Actas:  Del  Registro   civil;  327. — Nacimientos,  mat^- 
monios,    reconocimientos,   legitimaciones,  defun- 
ciones  y   naturalizaciones;   115,   131  y  325  á  330. — 
ídem;  53  A  55  y  100. — Acta  del  otorgamiento  de  tes- 
tamento; 707,  709  y  710. 
— De  las  sesiones  del  consejo  de  familia;  304  y  311. — 

V.  Notario. 
Acto  obstaiivo  en  las  servidumbres  negativas;  538. 
Actos:  Nulos;  4.** 

— Actos  posesorios  que  no  afectan  al  dueño;  463. 
— Actos  tolerados  y  clandestinos;  444. 
—De  heredero,  que  determinan  la  aceptación  táci- 
ta de  la  herencia;  1000. 
—Constitutivos  ó  modificativos  de  derechos  reales; 

1280. 
—De  los  contratantes  que  sirven  de  interpretación 

al  contrato;  1282. 
—De  jurisdicción  voluntaria  para  fijar  la  dote;  1341. 
—De  dominio  por  el  mandatario;  1713. 
—De  conciliación  para  interrumpir  la  prescripción; 
1947. 
Acueducto  (Servidumbre  de);  557  á  561. 
—Acueductos  y  acequias;  407.— Acequias  mediane- 
ras; 408  y  574.-- Prohibición  de  construir  acequias 
cerca  de  las  medianerías;  590.— Derechos  anterio- 
res al  Código;  424. 
Acuerdos:  Del  consejo  de  familia;  304,  305  y  310. 
Acusación  por  delito:  Pérdida  de  la  herencia  contra 

el  acusador;  756  y  758.— Revoca  la  donación;  648. 
Adición  de  herencia.— V.  Aceptación. 
Adjunción  (Accesión  por);  375  á  3tí0. 

Administración  de  bienes:  incapacidad  para  desem- 
peñarla; 213. 

-De  bienes  conyugales;  50,  59,  73,  1357,  1365,  líg4, 
1387,  1389  y  1412  A  1416.— V.  Dote:  Gananciales:  Se- 
paración. 

—De  bienes  de  los  hijos;  159,  163  y  166. 
—De  bienes  de  ausentes,  menores,  pródigos,  locóse 
interdictos  y  concursados;  181  á  190,  210, 225,  264,  nu- 

— De  bienes  hereditarios;  801  A  804,  965  á  967,  999,  1090, 

1026  y  siguientes  y  1(B3. 
— De  haciendas  comuneras;  398. 
—De  bienes  dados   en  usufructo  cuando  no  se  ha 

constituido  fianza;  494. 

—  Tutela  que  se  resuelve  en  administrar;  210  y  21¡9. 
—Mandato  concebido  en  términos  generales;  md. 
—Del  caudal  de  las  sociedades;  1692  á  1695.- V.  (ges- 
tión de  negocios. 

Adopción;  base  5.''— Naturaleza  y  requisitos,  etc.; 
á  180.  .      , . 

—Es  impedimento  para  el  matrimonio;  b4,  núme- 
ros 5.°  y  6.° 
— Pérdida  de  la  patria  potestad;  167. 

—  Autoridad  sobre  los  hijos  adoptivos;  lo4  y  si- 
guientes. ,     , 

—Da  adopción  no  da  al  padre  el  usufructo  de  ios 
bienes  del  hiio;  166.  ,       ,  ..  j      *; 

—Licencia  para  el  matrimonio  délos  hijos  aüopm- 
vos;  46.  .  ^  ..      •^_ 

—Véase  la  regla  11  de  las  disposiciones  transitorias. 
—Derechos  sucesorios  de  los  hijos  constituidos  en 
adopción  antes  y  después  del  Código;  Exposición 
de  motivos,  nota  1.*  de  la  p.  6^4. 
^^rfornos  y  gastos  de  puro  lujo  en   cosa  ajena;  404  y 
455.— V.  Mejoras.  .  -       oí    -niS 

Adulterio:  Impedimento  para  el  matrimonio;  íí4,  nu- 
mero 7.**~Motiva  el  divorcio;  105,  causa  1.  -  t.L  ai- 
vorcio  por  este  delito  no  obsta  al  ejercicio  poste- 
rior  de  la  patria  potestad;  73.-NÍ  A  la  legitimidad 
de  los  hijos;  I09.-No  pueden  heredar  los  adúlte- 
ros al  marido  agraviado;  756  y  758. 
Apanzamiento.—  Y .  Fianza. 

Afinidad.— Y.  Parentesco.  ,  ■   *       a 

África:  Imperio  de  la  ley  en  los  territorios  sujetos  a 

la  legislación  peninsular;  1.''  -a    a       tm 

Agentes  consulares  y  diplomáticos:  solemniaaaes  en 
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los  actos  que  autoricen;  11.— Domicilio  de  los  diiüo- 
uiáticos;  40.— Manil'estación  ante  los  cónsules  para 
adquirir  nacionalidad  española;  19  y  Ü6.  — Matri- 
inonios  que  autorizan;  100.— Registro  civil;  326.— 
Intervención  en  los  testamentos;  725  y  734  A  736.— 
Funciones  notariales;  1.01ÍÍ.--V.  Cónsules. 

Af/entes  de  comoroio:  Intervención  de  agentes  para  la 
venta  de  valores  del  pupilo;  272. — Su  intervención 
en  la  venta  de  valores  públicos  de  la  mujer  en  caso 
de  separación  de  bienes;  1444. 

Agrtculíiira:  Preferencia  de  los  créditos  agrícolas; 
1922,  núm.  tí.'\  y  1920,  regla  3."— V.  Acotamiento. 

Aguas:  Del  dominio  de  las  aguas;  407  y  408. — Aprove- 
chamientos de  las  públicas;  409  A  411. — Id.  de  las 
privadas;  412  k  416. — Aguas  subterráneas;  417  k  419. 
Disposiciones  generales;  420  k  42.5. 
—  CarActer  de  las  aguas;  334,  núm.  8.",  344  y  350. 
— Servidumbres  en  materia  de  aguas;  base  13  y  ar- 
tículos m¿  k  563,  586  A  588. 

Ajuste. — V.  l'recio. 

Albacetis:  Nombramiento,  facultades,  deberes,  dere- 
chos, etc.;  h92  A  911. 
—Presentación  de  testamentos;  690 — Qué  deben  ha- 
cer cuando  se  instituye  por  heredera  al  alma  y  de- 
signación de  pobres  instituidos  herederos;  747  y 
749. — Prohibición  de  comprar  bienes  de  la  heren- 
cia; 1459. 

Alcaldes:  Publicación  y  subasta  de  hallazgos;  615. — 
V.  Ayuntamientos:  l'Arro.os. 

Alcance  y  propósito  en  que  se  inspira  la  formación 
del  Código;  base  I."' 

Alimentos:  De  los  alimentos  entre  parientes,  perso- 
nas que  tienen  derecho  k  ellos,  cuantía  de  la  obli- 
gación según  los  casos,  su  reciprocidad,  etc.,  etc.; 
base  16  y  arts.  142  A  153. 
—Entre  cónyuges;  50,  regla  3.*^,  68  y  143.  — En  caso  do 

divorcio;  73. 
— La  neg.itiva  A  prestarlos  es  causa  de  deshereda- 
ción; 853,  854  y  855. 
— Alinientos  al  viudo  ó  viuda;  964,  1379  y  1430. 
— De  hijos  legítimos;  114,  núm.  a.**,  155  y  158. — A  los 
legitimados  por  rescripto;  127. — A  los  reconocidos; 
134.— A  los  adoptivos;  17G. —  A  los  ilegítimos  no  na- 
turales; 139  y  siguientes  y  845. 
— Puede  dotarse  de  tutor  testamentario  k  los  hijos 
menores  é  incapacitados  A  quienes  se  tiene  obliga- 
ción de  alimentar;  206. 
— Alimentos  del  pupilo  por  el  tutor;  264  y  268. 
— Los  alimentos  no  estAn  sujetos  á  colación;  1041. — 

Ni  son  compensables;  i51  y  1200. 
— Acción  del   qiae  presta  loa  alimentos   contra  el 

obligado  A  prestarlos;  1.>'94. 
— La  resistencia  del  donatario  A  suministrarlos  al 
donante  revoca  la  donación;  648. — Pensión  alimen- 
ticia A  cargo  del  usiifructuario  universal;  508. 
— Legado  de  alimentos;  879  y  887. 
— Transacción;  1814. 

— Preferencia  de  los  créditos  alimenticios;  1924. — Su 
prescripción;  1966. 

Alma  del  testador:  Institución  A  su  favor;  747. 

Alquileres:  Son  frutos  civiles;  355. — Créditos  proce- 
dentes de  alquiler;  1922,  núm,  7.°,  1926  y  siguientes. 
V.  Arrendamiento. 

Alternativas  iObligaoiones);  1131  A  1136. 

Alumbramiento  de  aguas;  407,  408,  414,  417  A  419. 

Afumnos.—y.  Maestros. 

Aluvión:  Derecho  de  accesión;  366  A  368. 

Álveos  de  aguas  pUiviales;  413. 

Alzadas. — V.  Enjuiciamiento  civil. 

Atnaiicebamienfo  (Adulterio  del  marido);  105. 

Ainanueiises:  Del  notario;  681. 

Amiíjahles  componedores  (división  de  la  cosa  común 
por);  402. — Transacción  por  arbitradores;  1713. 

Amigos:  Caso  en  que  entran  A  formar  parte  del  con- 
sejo de  familia;  294. 

Amos  y  criados. — V.  Criados. 

Amojonamiento.— Y .  Deslinde. 

Ancianos:  Pueden  excusarse  de  ser  tutores;  244. 

Andamiajes  en  predio  ajeno  para  edificio  propio;  569. 

Animales:  Accesión  discreta  en  ganados;  355  y  357.— 
Posesión  de  los  fieros,  domesticados  y  mansos;  465. 
Usufructo  sobre  ganados:  499. — Ocupación  de  los 
salvajes;  610,  612  y  613. — Responsabilidad  por  los 
daños  que  causan;  1902  y  1905. — Vicios  redhibito- 
rios;  1491  A  1499. 

Anticipo  de  cantidades  necesarias  para  cumplir  el 
mandato;  1728. 

Anticresis:  Lo  que  es  este  contrato  y  sus  efectos;  1881 
A  1886. 

Alio:  Plazo  para   prescribir  la  posesión;  460. — Accio- 
nes que  prescriben  al  año;  1968. 
—Agrícola;  480. 


—Arrendamiento  qtie  se  entiende  por  años;  1581, 
— Pensión  de  censos  que  se  paga  por  aiios  vencidos; 

1614. 
— Censatario  que  no  paga  la  pensión  de  dos  años; 
1660. 

Aparcería:  Contrato  de  arrendamiento;  1579. 

Apellido:  Su  consignación  en  la  partida  do  matrimo- 
nio, autorizada  por  el  marido,  siipone  la  legitimi- 
dad; 111. — Derecho  A  su  uso;  114,  núm.  1.",  127,  134  y 
175. — Expresión  del  nonibre  del  heredero;  763. 

Apéndices  al  Código  i)ara  constituirla  legislación  fo— 
ral:  ley  de  bases,  arts.  6.°  y  7.",  y  II.  O.  15  Octu 
bre  1889. 

Aperiíiraáalíí  sucesión:  CuAndo  tiene  lugar;  193. — Del 

testamento  ológraí'o;  691. 
— Protocolización  de  testamentos;  714. 

Ajrremios  para  el  cumplimiento  de  las  transaccio- 
nes; 1816. 

Aprendices. — V.  Maestros. 

Aprobación  judicial:  Caso  en  que  la  requiere  el  re- 
conocimiento de  hijos  naturales;  133. — CuAndo  la 
requieren  los  acuerdos  del  consejo  de  familia;  243, 
— De  actos  de  mujer  casada;  995. — No  es  necesaria 
para  la  validez  de  los  que  afectan  A  menores  cuan- 
do éstos  están  representados  por  sus  padres;  1060,— 
■  V,  Licencia. 

Apropiación:  cualidad  necesaria  para  la  clasificación 
de  bienes,  etc.;  333,  335,  437  y  610. 

Aprovechamientos  de  aguas.— V.  Aguas.— Forestales: 
Derechos  del  usufructuario;  485. — Redención  de  la 
servidumbre  de  leñas,  etc.;  604. 

Apuesta  y  juego;  1798  A  1801. 

Aragón  y  Baleares:  Ley  de  bases,  arts.  5."  A  7.";  Có- 
digo; 13. 

Arbitrios  municipales:  Créditos  A  favor  de  pueblos* 
1924,  núm.  I."* 

Arbitros:  Para  la  decisión  de  cuestiones  que  intere- 
resen  A  menores  de  edad;  269,  núm.  12,  y  274. — Para 
lib  división  de  haciendas  comuneras;  402. —  Para 
transigir;  1713. 

Arboles  y  plantas:  Son  bienes  inmuebles;  334. — Su 
usufructo;  483,  484  y  485.  — Plantación  cerca  de  he- 
redad ajena;  591,  592  y  593.— Arboles  ruinosos;  390, 
301  y  li)08,  núm,  S.**  -  Transportados  por  la  corrien- 
te; 3(i9. 

Armada.— y .  Contadores. 

Arquitectos:  Aumento  del  precio  contratado;  1593. 
—Responsabilidad;  1902,  1907  á  1909.-V.  Edificios. 

^?"7'as.— V.  Donaciones  por  razón  de  matrimonio. 

Arras  ó  señal:  En  la  venta;  1454. 

Arrendamiento:  Sus  clases  y  bienes  que  no  pueden  ser 
objeto  de  este  contrato;  1542  A  i545.— De  fincas  rús- 
ticas y  i^rbanas:  disposiciones  generales;  1546  A 
1.553.- Derechos  y  obligaciones  del  arrendador  y 
arrendatario;  1554  A  1574.— Disposiciones  especiales 
para  el  arrendamiento  de  predios  rústicos;  i575A 
1579. -ídem,  para  predios  urbanos;  1580  A  1582. — 
Arrendamiento  de  obras  y  servicios:  Servicio  de 
criados  y  trabajadores  asalariados;  I5S!  A  1587. — 
Obras  por  ajuste  A  precio  alzado;  I5s8  A  1600.— 
Transporte  por  agua  y  tierra,  de  personas  y  cosas; 
1601  A  160). 
—Precio  del  arriendo:  Tiene  el  concepto  de  fruto 
civil;  355. — Arrendamientos  concertados  por  el  usu- 
fructuario; 473,  480y  498.— En  caso  de  retracto;  l620. 
No  puede  arrendar  su  derecho  el  usuario  ni  el  mo- 
rador; 525. — Arrendamiento  de  bienes  dótales;  1363. 
CuAndo  debe  constar  en  escritura;  1280.- Disposi- 
ciones sobre  la  compraventa  aplicables  al  contra- 
to de  arrendamiento;  1653.  — Créditos  procedentes 
de  rentas  y  alquileres;  1926.— Prescripción  del  de- 
recho del  arrendador  A  la  renta;  1966. 

Arresto  de  los  hijos. — V.  Corrección. 

Arroyos;  407,  408  y  412.— V.  Ríos.    ' 

Arte.-~y.  Profesión. 

Artefactos:  Construcción;  590. 
^Artesanos;  1586  y  1587. 

Arzobispos:  Excusa  de  ser  tutores,  etc.;  214  y  288. 

Ascendieiites:  Alimentos;  14íi  y  144.— Son  herederos  for- 
zosos; 807,  809  A  8l2.—  Causas  de  exheredación;  854.— 
Piieden  nombrar  sustitutos  de  sus  descendientes; 
775  y  776.— Reglas  generales  sobre  sucesión  de  los 
ascendientes;  935  A  938.— Testigos;  1247.— V.  Paren- 
tesco. 

Asistencia  médica:  Es  parte  de  los  alimentos;  142. — 
Los  gastos  que  ocasiona  no  son  colacionables;  1041. 
Prescripción  de  honorarios  por  asistencia  módica; 
19<i7,  regla  2.*^ 

Asociaciones. — V.  Acciones:  Sociedades:  Estableci- 
mientos. 

Ausencia  y  presunción  de  niuerte:  base  6."'— Medidas 
provisionales;  181  A  183.— Declaración;  184  A  186.— 
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Administraoiiin  de   fjienes;  1S7  á  190.— PresnnnVn, 

lie 'yYm  ^^  '=°''*''''*°''  á  nombre  del  ausente;  1291, 

—Efectos  de   la   ausencia  en   cuanto  A  los  bienes 
pa?r/^?IUltli"^«  -  ^^1  ^  144S.-Suspen'¿rra 

"¡Fón?]"^"''""^"  ''''  '"   ""^«-neia  para  la  prescrip- 

—Venta  de  bienes;  903. 
Autores  de  obras;  Sobre  propiedad;  428  v  429 
Autoridad  marital._V.  Matrimonió 

^'^fc™:  leí  Iíjo-Im -'^  ^"'""^"  '^  ''«'  P-^"  rara 
^'^(^.^¿^Í:^^  Aprobacian:  Tutela, 
^fcriíis  imputables  á  los  porteadores;  1602 
Amsos  para  la  celebración  del  matrimonio;  77  y  78  - 

Se-  ffiíín"  pÍ.'Í"  r'^'°  '=''°°"  ha  de  pagarse  en  espe- 
cie  Ib.iO.-Para  donar,  prestar  ó  enaiinar  finca  pn- 

brín  n'*Í  'T''  '''"  ^'  ^f^-^e  usnrprcTones  V  que- 
sos It^qp??  "'•""'''"ia,  lB59.-pLa  redimir  den- 
sos, Ib09.-Para  que  se  extinga  el  establecimiento 
A  primeras  cepas;  1656,  núm    10  iei-imiento 

Ayuntamientos:  Testamentifaccióu  pasiva;  746.-Cali: 
fioación  de  pobres  por  los  alcaldís;  749.-V  Secre- 
tarios de  Ajuntamieuto:  Arbitrios:  Registro. 

?;:ira«iLv:  Arirón!"''"  ^'"'^  ■'j-'""'  ^«^  y  -ets. 

7ifnc^ccj¡r¡Vi  (establecimientos  de);  base  18 
-Í.stablecimientos  que  pueden  heredar;  746. 
— iJisposiciones   testamentarias  para   sufragios   v 
™m^li'n;<'?rf.  ^"  '^'^"^^"°  ^^'  '^'--  "---  <le 
— ImposiciAn  al  heredero  de  invertir  periódicamen- 
te ciertas  cantidades  en  obras  benóífcls:  CondTciS 
nes  que  han  de  llenarse  para  que  sea  válida   7¿ 
~fi°os;'9.^°r95r°"°^  ^'  losest^ablecimienío'^sbfné- 
—La  corresponden  las  ganancias  de  sociedades  ill- 
■      Tutela     "'"^''  l-*«-V-  Fundaciones  benTfieaB: 
Ueneflcios:  de  deliberar.-V.  Derecho  de 
—De  la  mayor  edad;  822. 
—De  división;  1837  y  los  que  le  preceden. 
-De  orden  ó  excusión;  1362,  1.512,  lís.30ál887y  18.56 
-^De^^inventario;  992,  996,  998,  1007,  UlO  á  103  *il92 

Bienes:  Clasificación;  833. 

-Inmuebles;  SjU.-Legado  de  cosa  inmueble;  87.5.- 
Jil  censo  ha  de  imponerse  precisamente  sobre  in- 
muebles; 162S.-Seouestro;  17s6.-Aportación  de  in 
muebles  A  las  sociedades;  1668  y  1695,  núm   4  » 

-Muebles;  10,  a35  á  337  y  449.-Cuidado  ha.sta  el  nom- 
Sfe^-'^sre"  irt  •  '"'"í--  T  J' ^8  -Legado  de  cosa  mu¿- 
troi  17a3  °  •■  "  <'<'pó.sito;1761.-Secues- 

7^/Í"ei''le;  y  no  fungibles;  337,  481,  482,  1448,  1452  y 
1545.— Usufructo  sobre  bienes  fungibles  v  nn  ftin^.- 
bles;  JSl,482y  499.-Eiesgo  de  las  cofas  ft^giTle^y  ^o 
íungibles  .aportadas  al  capital  social;  l(l7.-0bfe- 
to  respectivo  .le  mutuo  y  comodato;  1740  v  17.53 
-Incorporales;  1464,  1.526  y  siguientes.  ^ 
~do;%4Í'."""'°  1'"''''''°:  33»,  339,  341  y  407.-Del  Esta- 

— De  las  provincias  y  pueblos:  De  uso  público  y  ca- 
trimonialos;  344  y  345.  puuncu  j  pa 

— Comunidad  de  pastos;  601. 

—De  propiedad  privada;  338,  340,  341  v  345 
' —Del  Patrimonio  Eeal;  ,342. 

' — De  particulares;  345. 

-Derecho  de  adquirir  y  poseer  á  favor  de  las  per- 
sonas jurídicas;  38  y  39.  ^ 

— Presentes  y  futuros.-Los  futuros  no  pueden  do- 
narse; 63B.-Herencia  futura;  1271.-.Sociedad  de  to- 
dos los  bienes  presentes;  1672  y  siguientes 

—Litigiosos;  1291,  14.59,  1535  y  1.536.-V.  Créditos 

—Kusticos  y  urbanos;  503.-Arrendamiento  de  unos 
y  otros;  1546  á  1553  y  1554  A  1574. 

— De  los  cónyuges;  base  4." 

—Dótales  y  parafernales;  base  25. 

-De  cada  cónyuge;  1396  A  1400._Separación  de  bie- 
nes de  los  cónyuges;  14.32  A  1444. 

—Parafernales:  Libre  disposición  por  la  mujer  del 

f^X-"'       ,7^°I"ÍÍ^}°  5'  condición  jurídica  de  e.s- 

ía  níií je"rTl25  ''  l^^.-Administración  por 

—De  los  hijos:  Administración,  usufructo  y  enaie- 

naoión  por  los  padres;  1,59  A  165  y  402. 
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~Sñ  "'S""""*-  Venta  por  albacea;903.-Por  el  tutor- 
¿TO.-Compra  prohibida  al  toto^;  Íf75.      "''"^"''"' 

-Heservahi;iííÍ'V"*'''i''?''''i<'°es;199,210,225y229. 

Pr^íf^ci^fií'^  ^^""^^  "<"-  Ganancial?s!^¿tíerta'; 

7i^er:anara''-'lo''''^^'''°'"'  ''«  '"^  ""-^  P— °  en 

i'fZ' t'  P'-°'^i.''¡"6.n:  Efectos,  etc.;  61  y  &3,  núm  5  •> 
Buena  íb:  Matrimonios  de  buena  fe;  89.  ' 

-JUe  ios  herederos  de  ausentes;  198. 

-Kn  la  accesión;  361,  .365,  379,  ;W2  y  383 

"gureífte^s?"""''^"'  **^'  *"'  ^'^^'  ^'  ''«■  19*0.  l^^O  y  si- 

"^ll"  ^'""i*"  ''e  "rí'litos  y  derechos;  1529y  sigs. 

■guíent°:s.      P°^««""'í<'  buena  fe;  4.51,  452%áysi- 

—En  el  depósito;  1778. 

m,fuef  "v^V^'^t"-'^''  ^"piedad;  1688  y  1705.-V.  Malafe. 
^uques.-V.  Matrimonios  á  bordo:  Testamentos. 

C3    y  Olí. 

cltT-a,%í":.f.w"''-  .Ke.'sponsabilidad  por  daños;  1910. 
^.aoe.as.  bucesión  ¡n  capita;  9.37,  948  y  951 

~8ana?ral'és;S?o'5^°^'"*°'  49í-.^CuAle¿  se  reputan 

'^"''"'c't ''"  '"  """^  ''°™Pra-da;  1469,  1470  y  1471.— V.  He- 

'■'y^Tsá'"  ''°'e^'*>'*'«o'*--  Capacidad  para  heredar;  716 

^;í;5f,'i"/^''Pr^'"*=  Produce  el  divorcio;  105. 

Caducdad:  De  aprovechamientos  de  agua;  411.-D6 
^en'í''^°7^'Q''V°»«%t««t'''n<'ntarias;  74Í-De  testa 
mentos;  719,  7.30  y  740.-De  legados  871. 

cápiíalfiw"""  ^'  *^°"*^'  ''"  ^^'^'^«■^■-  intereses  del 
Calamidades:  1781. 

Ciüicalas  y  excavaciones;  850,  426  v  427 
Calumnia.— V.  Injuria. 
Calles:  .Son  de  uso  público;  344. 

gaÍKS.^"  '"''■^'^*";  334,  339  y  344.- V.  Paso.-De  sir- 
Cam),«,-!a  (Matrimonio  en);  9.5.-V.   Testamento  mi- 

^'óMÍÍtf/f"  '"?  ^  ^"í'^''  '*<^1  t"'";  259._D6  la  fianza 

f',,r,r,]F    V  %   "^  usufructuario;  522. -De  la  dotal;  18B1. 

canon.— V.  Censos. 

Canteras;  3)34,  476  y  528. 

Cantidad  (Legado  de);  884. 

Cañadas,  cordeles  y  veredas;  570. 

Capacidad:  Para  el  matrimonio  civil;  83.-Para  tes- 
tar; 662  A  666.— Para  heredar;  744  A  762,  912,  914  y  929 
Incapacidad  para  contratar;  1262  y  sigs.- Para' 
dade^'s"""'  ^'  ^'"^''■"'  "°^  *  H59.-V.  Estatutos:  Socie- 

Ca;«ía¡  (Haber  aportado  por  el  marido  al  matrimo- 
nio); 1397  1.398, 1899,  1400,  1402,  1405,  1410,  1419  y  1423.- 
Del  mando  ausente;  188. 

Capitanes  do  buques  mercantes:  Matrimonios  que  au- 
torizan; 94.  ^ 

—Del  ejército  y  Armada:  Su  intervención  en  el  tes- 
tamento militar  y  marítimo;  716  y  722. 

s§fi  ^^""i'í,"  "í*^i'"i""'''<'''i  1315  y  sigs. -Mejoras; 
r    '   . ,  ,y  *»1-— CuAndo  deben  constar  en  documen- 
to publico;  1280. 
Cargas:  En  la  posesión;  452.-Sobre  bienes  usufruc- 
tuados; 504.— Piadosas;  7>;8. 

-Sobre  las  mejoras;  824.— Sobre  cosa  legada;  867.— 
IJe  la  herencia;  891,  1023  y  1086. 

—  Sobre  parafernales  y  gananciales;  1387  y  1444. 

—  Sobre  la  cosa  comprada;  1483  A  1499. 

—  Sobre  bienes  donados;  1332. 

"TÍoü'^FÍm  í'  obligaciones  de  la  sociedad  conyugal;  ■ 

14UCÍ  íl  lili. 

Cargo:  Influencia  de  su  ejercicio  en  la  patria  potes- 
tad; 157.  í  f 

Carrera  ú  oficio  de  los  menores  sujetos  A  tutela;  269. 

V.  Lducación. 
Carreras  A  pie,  A  caballo,  etc.:  Juego  licito;  1800. 
tarto;  Aceptación   epistolar  de  una   oferta;   1262.— 

V.  Naturalización. 
Casas:  Pertenencia  de  sus  diversos  pisos  caso  de  co- 
munidad; 396. 
—De  préstamos;  1757. 
—De  huéspedes.— V.  Posadas. 

Caso  fortuito  ó  fuerza  mayor:  Eosponsabilidad;  457. 
4^3,  4S4,  499,  1096,  1105,  1129,  1136,  1183,  1425,  1.602  y  1625, 
—En  el  arrendamiento;  1575. 
— En  el  depósito;  1777. 
—Responsabilidad  en  el  depósito  necesario;  1784. 
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-En  la  gí'stión  oficiosa;  1B91  y  1896. 

—  En  el  comodato;  1744 y  1745— V.  Seguros. 
Castidad. — V.  Voto  de... 
Castigos. — V.  Corrección. 

Casualidad:  Influencia  del  azar  en  la  distribución  del 
Tesoro;  351, 

— En  la  mezcla  de  cosas  no  separables;  381.— Véase 

Suerte. 
Cauces:  Mutación;  370,  372,  374,  407  y  408. 
Caución. — V.  Fianza. 

Causa:  Falsedad  de  la  expresada  como  fundamento 
de  la  herencia  ó  legado;  767. 

—En  los  contratos:  1261,  1274  á,  1277,  1301,  1305  y  1306. 

—En  las  donaciones;  622  y  638. 

— En  la  mejora;  827. 

—De  desheredación;  84S,  850  á  855. 

—De  divorcio.— V.  Divorcio. 
Cataluña;  base  13. — V.  Provincias  aforadas. 
Caza  y  pesca;  base  14. — Modo  de  adquirir;  610,  611,  612 
y  613.— Responsabilidad  del  dueño  de  heredad  do 
caza  por  los  daños  que  cause;  1906: 
Cédulas  testamentarias:  672. 
Censos:  Disposiciones  generales:  1604  á  1627. 

—Censo  enfitéutico;  1628  á  1654. 

— Foros  y  otros  contratos  análogos  al  de  enfiteusis; 
1655  y  1656. 

— Censo  oonsignativo;  1657  á  1660. 

— Censo  reservativo;  1661  á  1664. 

— Prescripción  de  censos;  1970. 

—Servidumbres  sobre  fincas  constituidas  en  enfi- 
teusis; 596. 

— V.  Cargas. 

Cipas: establecimiento  censal  á  primeras  cepas;  1656. 
Cerramiento  de  fincas  rústicas;  388  y  612. — V.  Acota- 
miento. 
Cesión  de  posesión;  460. — El  uso  y  la  habitación  no 
pueden  cederse;  525. — De  bienes;  1175. 

— La  de  derechos  obsta  A  la  compensación;  etcéte- 
ra; 1198. 

— De  créditos;  1526  y  sigs. 

— De  finca  k  primeras  cepas;  1656. 

— Cuándo  exige  documento  público;  1280. 

— Cesionarios  de  los  participes  de  cosa  comune- 
ra; 403. 

— Cesión  de  acciones  procedentes  del  depósito;  1778. 

CiegOí\,  sordos  y  mudos:  no  pueden  ser  testigos  en  el 

testamento;   681. —  En   la   prueba  judicial;   1246. — 

Cómo  pueden  testar;  698  y  708. 

Citación  á  los   vocales  del   consejo  de  familia;  293  y 

297. — Para  la  apertura  del  testamento  ológrafo;  692. 

Cláusula  derogatoria  ó  ad  cautelara:  Nulidad;  737  y  dis- 
posicionos  transitorias,  regla  2.*,  668  y  675.  - 

Cláusula  penal  {Obligaciones  con);  1152  á  1165. 

Clérigos. — V.  Eclesiásticos. 

Cloacas:  Construcción;  590. 

Coacción:  Anula  el  testamento;  673,  674  y  756. — En  el 
matrimonio;  101,  núm.  2.**,  102  y  105. — En  los  contra- 
tos; 1265,  1267,  126S  y  1301. 

Cobro  de  lo  indebido:  Obligación  del  que  acepta  un 
pago  indebido  con  buena  ó  mala  fe,  si  ha  habido 
error,  etc.:  1121  y  1895  á  1901. 

Codicilo:  El  legislador  no  le  menciona  é  imiílicita- 
mente  le  prohibe  en  el  art.  738. 

Código  civil:  Su  observancia  y  aplicación;  ley  de  ba- 
ses, y  arts.  9.°  y  sigs.  y  disposiciones  transitorias. 

— De  comercio:  Su  aplicación  á  los  negocios  comer- 
ciales; 464,  1109,  1601,  1670,  1700,  núm.  4.°,  y  1873. 

Colación  y  partición;  base  24,  y  arts.  1035  á  1050. — Do- 
naciones no  colacionables;  161. — Bienes  colaciona- 
bles;  816  y  818. — Donaciones  A  hijos  naturales;  847. 
Colación  de  dote  ó  capital;  1419. 

Colmenas. — V.  Abejas. 

Columnas.— y.  Edificios, 

Comandante  de  buque. — V.  Testamento  marítimo. 

Comerciantes^:  Pre-^cri^ción  de  acciones:  1967,  regla  4.* 

Comercio. — V.  Código  de...:  Cosas. 

Comisario:  Prohibición  del  testamento  por  comisa- 
rio; 670  y  671. 
— Para  hacer  la  partición;  1057. 

— La  facultad  do  mejorar  no  puede  ecomendarse  á 
otro;  aso  y  831. 

Comisarios  de  guerra. — V,  Notarios. 

Comisión  de  Códigos:  reforma:  R.  D.  2  Febrero  1880. 

Comiso:  De  finca  enfitóutica;  1648  á  1854.— V.  Pacto 
comisorio. 

Comodato:  Su  concepto ;  1740.  —  Naturaleza :  1741  y 
1742.— Obligaciones  del  comodatario;  1743  á  1748.— 
ídem  del  comodante;  1749  á  1752. — El  comodatario 
no  puede  alegar  la  compensación;  1200. 

CoTnpenna ción:  Casos  en  que  procede,  etc.;  488,  1120, 
1143,  1156  y  1195  á  1202.— De  cuotas  alimenticias:  151 
y  1200. 


Competencia. — V.  Sumisión. 
Complemento  de  legitima:  815, 

Compraventa:  Naturaleza  y  forma;  1445  A  1456. — Capa- 
cidad para  comprar  y  vender;  1457  A  1459.— Efectos 
cuando  se  ha  perdido  la  cosa  vendida;  1460. — Obli- 
gaciones del  vendedor;  1461  Déla  entregade  la  cosa 
vendida;  1462  á  1473.— Del  saneamiento:  en  caso  de 
evicción;  1474  A  1483. — Por  los  defectos  ó  graváme- 
nes ocultos;  1484  á  1499.— Obligaciones  del  compra- 
dor; 1500  á  1505. — Resolución  de  la  venta:  Retrac- 
tos: convencional  y  legal:  1506  á  152-5.— Transmi- 
sión de  créditos  y  derechos  incorporales;  1526 á  1536. 

— Cosas  adquiridas  en  venta  pública;  464. — Vende- 
dor que  se  reserva  el  Tisufructo  de  los  bienes  ven- 
didos; 492. — Venta  de  bienes  hereditarios;  903. 

— Compras  con  dinero  dotal,  1337.— Con  dinero  con- 
yugal; 13ÍI6.— Venta  de  bienes  dótales;  1367. 

— Venta  de  fincas  dadas  en  arrendamiento;  J571 
y  1672. 

-.-Prohibición  al  tutor  de  comprar  bienes  del  me- 
nor; 275. 

— Las  reglas  de  la  compraventa  se  aplican  A  la  per- 
miita;  1541. 

—  Compraventa  de  fincas  constituidas  en  enfiteu- 
sis; 1636  y  sigs. 

— Venta  de  cosa  depositada;  1778. 

Compromisos. — V.  Transacciones. 

Comunidad  de  bienes;  392  á  406,  1513  y  siguieutes, 

— Posesión  de  las  cosastenidasen  común;  450.— Usu- 
fructo sobre  parte  de  una  cosa  sujeta  A  comuni- 
dad; 490.— Comunidad  en  el  dominio  del  predio  do- 
minanto;  54-<.— Derecho  de  los  propietarios  en  laa 
paredes  medianeras;  579.- Fincas  indivisas;  597,821 
y  822.— Comunidad  de  pastos;  600  á  604. 
— Retracto  de  comuneros;  1521,  1522,  1524y  1525. 
— Reglas  de  comunidad  aplicables  A  las  sociedades; 
1669.  — Prescripción  á  favor  de  un  comunero;  1933. — 
V.  División. 

Comunidad,  de  bienes  en  que  están  interesados  me- 
nores; 269,  núm.  7.° 

Concesión  Real  de  legitimación;  120  y  125. 

Concesiones  administrativas  de  aguas,  obras  y  servi- 
cios; 334,  núm.  10,  336  y  409. 

Concilio  de  Trente:  Rige  para  el  naatrimonio  de  loa 
católicos;  75. 

Concordatos:  Adquisición  y  posesión  de  bienes  por  la 
Iglesia;  38. —Capacidad  para  heredar;  746  A  752.— 
V.  Religiosos  profesos. 

Concurso:  Cuándo  debe  presentarse  en  concurso  el 
deudor;  1913. — Efectos  del  concurso:  Incapacidad 
del  concursado;  237  y  1914.— V.  Quebrados. 

—  Censatarios  concursados;  16fi0. 

Condiciont's:  La  de  la  muerte  autoriza  para  pedir  en 
su  caso  la  declaración  de  ausencia;  185. 

—  Contratos  que  se  resuelven  al  cesar  el  usufructo; 
480, 

— El  cumplimiento  de  la  resolutoria  extingue  el 
usufructo;  513 —Cuál  extingue  la  servidumbre;  546. 
Su  incuroplíniiento  revoca  la   donación;  647  y  651. 

—Condiciones  en  los  testamentos:  Sus  clases,  requi- 
sitos, efectos,  etc.; 758,  759, 790 á 805.— La  institución 
condicional  de  establecimiento  público  no  es  váli- 
da sin  la  aprobación  del  Gobierno;  748.  Son  exten- 
sivas al  sustituto  las  mismas  condiciones  impues- 
tas al  instituido;  780.  — Condiciones  en  la  sustitu- 
ción fideicomisaria;  785.— No  afectan  á  la  legitima; 
813.  El  incumplimiento  de  la  impuesta  al  here- 
dero abre  la  sucesión  intestada;  912.— No  puede  pe- 
dirse partición  por  los  herederos  hasta  que  la  con- 
dición se  cumple:  1054. 
— Obligaciones  puras  y  condicionales;  1113  á  1124.— 
En  las  donaciones  matrimoniales;  1333.— En  la  com- 
praventa; 1453.  -Aceptación  de  donaciones  condi- 
cionales;626. 

Condominio.— V.  Comunidad. 

Condonación  de  la  d,euda;  1156  y  1187 á  1191. 

—  De  pensiones  de  censo;  1624 

Confesión;  1226,  1231  á  1239.— Dote  confesada;  1.344  y  si- 
guientes. 

Con/"esor  en  la  última  enfermedad  del  testador:  No 
puede  heredar;  752. 

Confirmación  de  contratos:  1310  y  siguientes. 

Confusión  i  Accesión  por);  381,  382  j' 383.  -De  derechos 
de  acreedor  y  deudor;  1143,  U56,  1192  á  1194  y  1848- 

Conmi.rfión  i.Accesión  por);  381  y  382. 

Conocimiento  del  testador  por  el  notario  y  testigos: 
6K5y  686. 

Consanguinidad.  —V.  Parentesco. 

Consejo  de  familia;  base  7.''  — Formación  del  consejo. 
293  á  303.  -  Manera  de  proceder  el  consejo;  304  á  313; 
Intervención  en  la  tutela:  46,201,204,206,209,216, 
217,  220,  221,  228, 231,  232,  233,  236,  239  y  siguientes,  247, 
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249,  ¿«J,  255,  ¡á56,  261,  36i,  núm.  5.°,  268,  269  271   274  27B 

^6  277,  279  2^2  285,  298,  313,    1352,  13567  Sis'pf siofo: 

nes  transitorias,  regla  10. 
—Autoriza  el  matrimonio  de  los  menores-  46 
Co,wnt¡miento  y  consejo  para  contraer  ma'trinionio; 

4:^),  -io,  ií,  OD  y  looo. 
^^Consentimiento  conyugal  para  la  legitimación; 

—El  del  hijo   mayor  de  edad  es  necesario   para  su 
reconocimiento;  138.  yo.ia,a^ 

—Para  adoptar;  174,  núm.  i.°  y  178. 
—  En  los  contratos;  317,  1261,  y  J262  á  1270 

"„•/       li!^r''^?^°A  ^°  "■"  necesario  para  la  subroga- 
ción; 1211.— V.  Coacción.  ^ 
Consig,wd(Sn  de  cosa  debida;  1176  y  siguientes. 
.  to'isoíídacítíndelusufructoy  la  propiedad;  ,513.-Del 
te°"46'°    ^"'"''^  ^"^  predios   dominante  y  sirvieu- 
Construcci6n:3^l,  núms.  1.»  y  9.»-Con  materiales  aje- 
nos,  etc.;  3:xS  y   siguientes.-Hesponsabilidad  del 
constructor;  lo91  y  siguientes;  1909. 
■~¡S«  í',*Q°jr  P",í  construcción,  reparación  ó  precio; 

1922y  1926.- V.  Arquitectos:  Edificios. 
Cótisulesy  vicecónsules;  100.— V.  Ao-entes 
Cmtadores  de  Imqnes:   Matrimonios  que' autorizan; 
m¿-"7*"  "itervención    en   el  testamento    mariti- 

Contratista  de  construcciones  que  se  arruinan;  1591. 
V.  (Jbras.  ' 

^^»í"Í9"¿^h';.«o  'V^'^í  '.'  26.-Disposiciones  genera- 
les; l2.->tá  I260.-Requisitos  esenciales  parl.su  va- 
lidez: consentimiento,  objeto  y  causa;  1261  á  1277.- 
Kíicaci.a;12,8  á  1280.-Interpretación;  12^1  á  1289.- 
Rescisión;  1290  A  1299.-Nnirdad;  1300  á  1314 

— Ijey  por  que  se  rigen;  11  y  14. 

^Contrato  de  Sociedad;  36. 

—  Contratos  de  la  mujer  casada;  61,  62  y  63 —Con 
menores;  285.-Entre  dueños  comuneros;  392. 

-Origen  del  derecho  á  alimentos;  153. 

—  luente  de  obligaciones;  1089  á  1091. 
--Contratos  grigen  de  usufructo;  468.- Resolución 

ef  ÚsufVncío?m  '""  "'  -"f-'t-ario  al  terminar 

—  Modiíicación  de  las  servidumbres  legales;  551. 

—  Modo  de  adquirir;  609. 

-Donaciones  qiie  se  rigen  por  las  leyes  de  contra- 
tación;  621  a  622. 

—Contrato  A  primeras  cepas  (á  rabassa  morta);  1636. 

—Contrato  sobre  bienes  con  ocasión  del  matrimo- 
!\.o°Í  'ii^'''*  >'  ^^.-Disposiciones  generales;  1315  á 
1326.-Donaciones;  1327  k  1333.-Dote;  1336  k  1380.- 
Parafernales;  1381  á  I391.-Gananciales;  1392  á  14.31. 
beparacion  de  bienes  y  administración  por  la  mu- 
jer; 14-:Í2  a  1444. 

—  Contratos  aleatorios  ó  de  suerte;  1790  A  1808  — Dis- 
P°?.'<''*°  general;  1790.- Contrato  de  seguro;  1791  A 
cia!'Í802Al?m.''^'"'''"^'   "*  ál801.-Renta  vitali- 

-Contratos  celebrados   con -sujeción  A  la  antigua 
ley;  disposición  transitoria  2A-\.  Compraventa: 
Convenios:   Depósito:    Espou.sales:    Obligaciones: 
Préstamos:  Obras:  Arrendamiento. 
Contratos  administrativos;  336. 

Contribuciones:  S-obre  bienes  usufructuados;  .501,  505  v 
B27._Esta  obligado  A  pagarlas  el  censatario,  des- 
cont.ando  su  importe;  1622.- Créditos  de  contribu- 
ciones é  impuestos:  Preferencia:  1923  y  1924  —En  la 
anticresis;  1882.-V.  Contratos. 
Convenios  en  caso  de  cesión  ,le  bienes;  I175.-Entre 

deudor  y  acreedores;  1917  A  1920. 
Cónyuge.— V.  Matrimonio:  Viudez. 
Copropiedad  ó  condominio;  bases  10  y  26.— V.  Comu- 
nidad. 
Cordeles.— V.  Cañadas. 

Corporaciones:  Son  personas  jurídicas;  28,  35,  .37  y  39 
--Corporaciones  que  pueden  ó  no  heredar;  745  y  746* 
Transacciones;  1812. ^Usufructo  y  uso  A  favor  de 
corporaciones;  .515  y  528.-Venta  de  bienes  de  cor- 
poraciones; 903.  Aceptación  y  repudiación  de  he- 
rencia; 99.:i  y  994. 
Corrales — V.  Patios. 

Corrección  y  castigo  de  los  hijos;  1,55  A  1.57.— Del  punilo 
por  el   tutor;  263  y  269.-La  dureza  excesiva  extin- 
gue la  patria  potestad;  171.— Establecimientos  co- 
rreccionales; R.  O.  12  Marzo  1891 
Corredores. ~y.  Agentes. 
Correspondencia.— V.  Carta. 

Corriiprión  y  prostitución  del  hijo  por  los  padres  y  de 
la__mujer  por  el  marido;  74,  !05,  causas  4.»  y  5  »    171 
y  1.56.- Cansa  de   desheredación;  a53.— Es  impedi- 
mento para  la  tutela;  237.  ^ 
Cosa  ajena  legado  del;  861,  862,  8a3,  864,  866  y  878.-Es- 
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peclfica  (legado  de  cosa);  8S2.-Cosa  común:  admi 
nistración;  398.-V.  Comunidad. 

Cosa  juzgada:  Eficacia;  1251  y  1252.-La  transacción 
equivale  A  la  cosajuzgada;  1816. 

Cosas:  Abandonadas;  su  ocupación;  610,  615  A  617 — 
iueradel  comercio:  no  pueden  legarse;  S6.5.— El  Có- 
digo alude  A  ellas  ademAs  en  los  arts.  460,  núm  3  ■> 
1271,  I861y  1936.— Comunes.— V.  Comunidad:  Bienes' 

Cosos  principales  y  accesorias;  376  A  .377. 

Co.«tos  y  gastos  judiciales;  249,  339,  512,  1(B3,  1377,  1410 
y  1478. — V.  Gastos. 
-Imposición  A  los   vocales  del   consejo   de  fami- 

Costumbre:  base  27.-Contra  ley:  No  obsta  A  su  cum- 
plimiento; S.o-Fuente  de  derecho;  1287.- Condi- 
ciones contrarias  A  las  buenas  costumbres;  79- 
1271,  127o  y  1316.— Leyes  referentes  A  las  mismas;  \T 
Derecho  foral  consuetudinario;  12. 
—  CuAndo  obligan  las  costumbres;  6.",  485    570    571 

mI'ro*'"'^^''n:l°'  '^'*'  '■™'  ^"'''  ^^'  1599.  1696',  n¿ 
-Costumbre  ó  uso  que  se  antepone  al  Código  civil 
en  la  reclamación  redhibitoria  de  la  cosa  vendi- 
da; 1496. 

Cotejo  de  letras  para  comprobar  la  legitimidad  del 
test.amento  ológrafo;  691  y  siguientes.-De  docu- 
mentos; 1220. 

Crecidas  de  ríos,  estanques  y  lagunas;  366,  367  y  368.- 
V.  Accesión. 

C'■f<¡»«''rA*■^■-'B■er,^xncU  A  favor  del  menor  por  el  tu- 
tor; 267. — De  menores;  275. 
— CuAIes  puede  reclamar  el  usufructuario;  507 
~;£í','^",.SS"  biene-s  hereditarios,  102.3,  1027,  1028,  1029, 
lí?"/,  .l«J9--Adjudicación  de  los  hereditarios;  1072. 

-  Créditos  constitutivos  de  dote  y  capital;  1375,  UOd 
y  1402. 

—Transmisión  de  créditos;  1526  y  siguientes 
-Conourrencia  y  prelación:  Disposiciones  genera- 
les; 1911  A  1920.-Clasiflcación  de  créditos  para  su 
f  ■*  ?¿í»  ■*>."  ,yo.2í'S°'J92l  A  1925.-Prelación  de  crédi- 
tos; 1926  A  1929,  ,028,  1213  y  1422.-A  favor  de  las 
P''"""*^^'*'  ,"  "^^  pueblos:  Orden  de  preferencia,  1921 
^.~.   ,  í'.^     ".'"^  acreedores  de  sociedades;  1699. 

—  Créditos  litigiosos;  1.535  y  1536. 

-Gastos  de  justicia,  enfermedad,  funerales,  jorna- 
les, pensiones  alimenticias  y  otros;  1924,  1925  y  1927 

--Pignoraticios:  Orden  de  prelación;  1922  v  1926  — 
Comunes;  1925  y  1929.  ,  j       «v. 

—Hipotecarios:  su  venta  ó  cesión;  1878.— Orden  de 
preferencia;  1923,  núm.  3.°,  1927. 

TÍÍ,"^''."''^'^™*"*''  anotados:  orden  de  preferencia- 

1923,  num.  4.°,  y  1927. 
—Refaccionarios:  orden  de  preferencia;  1923,  núme- 
ros .3."  y  5.°,  y  1927. 
—Legado  de  crédito;  870  y  873. 

--Derechos  de  los  acreedores  de  una  herencia;  100] 
íl-'"^'  '^^'■«'f'e'"»!   1034.— Id.  de  dueños  comuneros; 
«w.— Id.  de  la  sociedad  conyugal;  1394,  1418  y  1438. 
—Ejercicio  de  la  acción  de  retracto  por  el  acree- 
dor; 1512.— V.  Deudas:  Obligaciones. 

Criaderos  de  peces.— V.  Estanques. 

Críarfos.- Arrendamiento  de  servicio;  1.583  A  1587.— Pres- 
cripción de  la  acción  para  reclamar  el  pago  de  sa- 
larios, etc.;  1967.— Prohibición  de  ser  testigos  los 
del  notario  autorizante;  681. 

Crias  de  ganados;  3.55  y  357. 

Cuadrienio  legal:  acción  ejercitable  dentro  de  los 
cuatro  años  siguientes  A  la  mayor  edad,  137.— Para 
impugnar  la  adopción,  180. 

Cuasi  contratos:  Base  21,  y  arts.  1089,  1887  á  1901. 

Culm.—V.  Ultramar. 

Cubierta  del  testamento  cerrado;  707. 

Cuentas  del  albaceazgo;  907.-12^  la  tutela;  279  A  287  y 
291.  — De  administración  de  bienes  hereditarios; 
1032.— Error  de  cuenta;  1266.— Prescripción  para  exi- 
gir su  rendición;  1972. 

Cuerpo  consular  y  diploniAtico.— V.  Agentes. 

Cuerpos  ciertos:  sobre  obligación  indivisible;  1151.— 
En  las  ventas;  1471. 

Culpa  y  negligencia:  base  21,  y  1089,  1092,  1104,  1122, 
1183,  1306,  1360  y  1902  A  1910. 

— Negligencia  del  Juez  que  descuida  la  reunión  del 
consejo  de  familia,  232. 

—De  tutor,  273. 

—Deterioro  de  cosas  por  culpa  ó  negligencia,  481. 

— Negligencia  del  notario  que  autoriza  un  testa 
mentó,  705. 

— Del  arrendatario,  1559. 

— En  los  censos,  1625  y  1660. 

— En  el  contrato  de  depósito,  1769. 

—Responde  de  ella  el  mandatario;  1726. 
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— En  las  obligaciones  alternativas  y  solidarias;  1135, 
1136  y  1147. 

— Pérdida  de  la  cosa  debida;  11^3. 

— Culpa  del  gestor  oficioso;  1889. 

— Prescripcií^n  de  la  culpa;  1968. 
Cultivo  y  recolección  de  frutos;  355  y  452. 
Curso  natural  de  las  agiias;  420  á  425. 
Chimeneas:  Construcción;  590. 


DaJios  y  perjuicios:  indemnización  por  el  incumpli- 
miento de  la  promesa  de  matrimonio;  44. — Por  fal- 
sa denuncia  de  impedimentos;  99. 

— Imputables  al  Ministerio  fiscal;  228. 
'  — Indemnización  en  los  casos  de  accesión;  361. 

— De  gastos  en  cosa  ajena;  452  y  455. 

— Por  haber  enajenado  bienes  reservables;  974  y  976. 

—Por  culpa;  1031,  1124,  HSS,  1136,  1270,  1298,  1322,  1373, 
1483  y  1489.  .  .  ,  ,  , 

— Al  heredero,  caso  de  lesión;  1077. 

— Por  el  cumplimiento  de  las  obligaciones;  1101, 1106, 
1107  y  U08.— En  las  alternativas;  11.35.— En  las  soli- 
darias; 1147.— En  las  indivisibles;  1150.— En  las  do 
cláusula  penal;  1152. 

—En  el  depósito;  1767,  1769  y  1779. 

— Responsabilidad  del  juez  municipal,  del  protutor, 
etcétera,  á  favor  de  los  menores  ó  incapacitados; 
203,  232  y  236.  ^  ' 

—Del  tutor;  2S0. 

— Indemnización  porno  denunciar  los  casos  de  apli- 
cación de  la  tutela:  293. 

— Responsabilidad  del  consejo  de  familia;  3!2. 

— Perjuicios  por  la  construcción,  plantación  y  siem- 
bra de  mala  fe;  360, 

— En  la  accesión  de  bienes  muebles;  379.  380.  382 
y  383. 

— Indemnización  de  los  causados  por  el  derrumba- 
miento de  edificios  ruinosos;  391. 

— Responsabilidad  del  usufructuario;  511. 

— Perjuicios  por  la  constucción  de  parada  ó  narti- 
dor;  562.  ^ 

— Por  la  servidumbre  de  paso;  564  y  567. 

— Por  perjudicar  la  propiedad;  612. 

—Por  la  no  presentación  de  testamentos;  690,  712 
y  713. 

— Responsabilidad  del  notario,  caso  de  nulidad  de 
un  documento;  705,  715  y  1322. 

—En  las  ventas;  1452,  1478  y  1486. 

— No  procede  en  las  judiciales;  1489. 

—Responde  de  ellos  el  mandatario;  1718.— Id.  el  man- 
dante; 1729. 

—Daños  á  cargo  del  cabeza  de  familia;  1910. 

— En  la  transmisión  de  créditos,  etc.;  1529. 

— En  la  permuta;  1540. 

— En  el  arrendamiento;  1556,  1559  y  1571. 

— En  los  contratos  de  obras;  1591  y  1591. 

—En  los  censos:  16*30. 

— En  el  contrato  de  sociedad;  1682  y  1686, 

—En  la  fianza;  18:í8. 

— En  el  servicio  doméstico;  1584.       « 

— Véase  Averías. 

Declaración  exigida  á  los  que  hayan  de  contraer  ma- 
trimonio civil;  86  y  88. 

Defecto  físico  que  im,posibilita  de  procurarse  la  sub- 
sistencia; '43. 

Defensor:  Del  hijo  que  tiene  interés  incompatible  con 
el  del  padre;  165. — De  incapacitados;  2i 5,  220  v  22:í. 

Deftmciones:  Inscripciones  en  el  Registro;  326. — Prue- 
ba; 1247.  -V.  Muerte. 

Delegación:  El  albacea  no  puede  delegar;  909— Véase 
Mandato. 

Delitos:  Pérdida  de  la  patria  potestad  como  pena;  169. 

— Que  incapacitan  para  ser  tutor  y  protutor;  237. 

— Id.  que  revocan  la  donación;  618. 

— Son  fuente  de  obligaciones;  10S9  y  1092. 

—Delitos  caus.a  de  nulidad;  1305. 

— Impedimentos  para  el  matrimonio;  84,  números 

7.'>  y  8.° 
— Id.  para  ser  testigos;  681,  núra.  7.*' 

Demandas  de  esponsales;  prohibida  su  admisión;  ^^^. 
Sobre  efectos  civiles  de  la  nulidad  del  matrimonio 
y  del  divorcio;  67y  1437. -A  nombre  de  menores;  269. 
— Contra  la  declaración  de  incapacidad;  219. 
— Sobre  cuentas  de  tutela;  279. 
— Contra  el  fiador;  1S4;3. 

Demencia, — V.  Locura. 

Demolición.— V.  Edificios. 

Denuncia:  De  impedimentos;  89  y  98.  — De  delitos  co- 
metidos por  el  donante;  648.— Del  matador  del  cau- 
sante por  el  heredero;  756  y  758. — De  delitos  que 
haya  cometido  el  ti^tor;  28o. — De  minas;  776  A  778. 


Depósito:  Depósito  en  general  y  sus  diversas  especies; 
1758  y   1759.— Depósito   propiamente  dicho;    i76(J  á 
1762.— Depósito  voluntario;   1763  A    765.— Obligacio- 
nes del  depositario;   1766  á  i778.— Obligaciones  del 
depositante;  1779  y   1780.— Depósito  necesario;  1781 
á.  1784.— Secuestro;  1785  á  1789. 
— De  valores  mobiliarios  de  los  hijos;  163.— De  efec- 
tos que  garantizan  la  tutela:  257  y  2.58.— De  la  cosa 
cuya  posesión  de  hecho  se  disputan  dos  ó  más;  445. 
De  efectos  dados  en  usufructo;  491.— Caso   de   con- 
signación; 1178.— El  depositario  no  puede  alegar  la 
compensación;  1200. 
—De  la  dote  consistente  en  efectos  y  valores  coti- 
zables;  1355  y  1359.-De  bienes  parafernales;  i388.— 
De  bienes  conj*ugales;  1444. 
—Responsabilidad  de  los  conductores   de  efectos 
transportados;  1601. 
—De    cosa  dada  en  prenda;  1870. 

—De  alhajas,  efectos  y  valores  del  sometido  á  tute- 
la; 266. 
—  Construcción  de  depósitos;  590. 

Depósito  judicial. -V.  Seciiestro. 

Depósito  de  miijer  casada;  68. 

Depósitos  de  aguas;  416. 

Derecho  de  acrecer.— V.  Acrecer. 

Derecho  de  deliberar;  1010  y  siguientes. 

Derecho  foral:  ley  do  bases;  artículos  5.'*,  6.**  y  7.",  y 
base  13.  -  Consérvase  en  las  provincias  y  territorios 
en  que  subsiste,  rigiendo  el  Código  como  supleto- 
rio; 10,  12,  15,  16  y  1317. 
—En  todos  rige  el  titulo  preliminar  sobre  los  efec- 
tos de  las  leyes  y  de  los  estatiitos  y  el  tít.  IV,  li- 
bro I,  sobre  el  matrimonio;  12. 

Derec/io  internacional;  9  á  1 1.— Matrimonio  de  espa- 
ñoles con  extranjeros;  1325. 
— Interprovincial;  14. 

Derecho  consuetudinario. — V.  Costumbres. 

Derechos:  Son  renunciables;  4."— Posesión:  430. — Pue- 
den ser  objeto  de  usufructo;  469  y  486.  — Sobro  cosas 
indivisas;  405.— Creación:  Extinción,  etc.;  1280.— De- 
rechos y  obligaciones  entre  marido  y  mujer;  56  y 
siguientes.— V.  Bienes  incorporales. 

Derechos  adquiridos;  disposiciones  transitorias. 

Derechos  personalisimos  é  intransmisibles;  469  y  8.30. 

Derechos  reales:  Tienen  el  concepto  de  bienes  inmue- 
bles; 334,  núm.  10.-  Deslinde  y  amojonamiento  de 
derechos  reales;  384.  — Comunidad;  405. —Forma  de 
su  constitución,  modificación  y  transmisión;  1280, 
núm.  I.**- Hipoteca  sobre  derechos  reales:  1874.— 
Prescripción;  1930  y  1940  á  1960. 

Derogación:  Alcance  de  la  disposición  final  derogato- 
ria del  Código;  base  27. 

Derogación:  De  las  leyes;  5.°— De  testamentos;  737  y 
siguientes.— Del  derecho  civil  en  Castilla;  1976. 

Desaplicación.— Y.  Mala  condiicta. 

Desagüe  de  edificios;  .586  á  588. 

Desahucio;  \h09, 1572  y  )656,  núra.9. — Despedida  de  cria- 
dos etc.,  que  arriendan  servicio;  15S7. 

Descansaderos;  570. 

Descendientes:  Alimentos;  143  y  144.  — Descendientes 
de  hijos  legitimados;  124.— Los  que  tienen  descen- 
dientes no  pueden  adoptar;  174.  — Causas  de  deshe- 
redación; 852  y  853.— No  les  perjudica  la  incapaci- 
dad ó  indignidad  del  ascendiente:  761.— Son  here- 
deros forzosos;  807  y  K08.— Derecho  de  representa- 
ción; 925. —Sus  derechos  en  la  sucesión  legítima;  930 
á  934. — No  piaeden  ser  testigos  en  pleitos  de  sus  as- 
cendientes; 1247.  ~V.  Parentesco. 

Desheredación:  Base  15. 

— Cansas,  forma,  reconciliación;  813  y  848  k  857.  — Ori- 
gina la  extinción  del  derecho  de  percibir  alimen- 
tos; 152.  — Produce  el  derecho  de  representación; 
929. — Extingue  el  derecho  á  la  reserva;  973. 

Deslinde  y  amojonamiento;  384  A  387  y  1965. 

Desperfectos:  En  los  testamentos  que  afectan  ó  no  A 
su  validez;  742.— V.*Deterioros. 

Desuso  de  la  ley:  No  obsta  A  su  cumplimiento;  5.** — 
Véase  No  uso. 

DetenciÓ7i  del  menor  en  su  casa  ó  en  establecimiento 
penal;  156  A  158  y  269. 

Deterioro  de  la  cosa  poseída;  457.— De  cosas  que  se 
agotan  por  el  uso;  482. — De  bienes  usufructuados; 
488  y  498.— En  el  uso  de  la  servidumbre;  545.— De  fin- 
ca arrendada;  responsabilidad:  1563  y  1564. —  De 
cosa  dada  en  comodato;  1746.  — De  bienes  dótales 
inestimados;  1360. 
Deudas:  Obstan  al  ejercicio  de  la  tutela,  etc.;  237. — A 
cargo  del  usufructuario  y  propietario:  506  y  509. — 
Hereditarias;  510,  995.  1027,  1029,  1031, 1032,  1082  A  1087 
y  1534. — Pago  de  las  del  donante  por  el  donatario; 
642  y  643.  — Colación  de  deudas  pagadas  por  el  pa- 
dre; 1043. — Vencimiento  de  deudas  caso  de  conour- 
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6o;  1915. — Legado  de  deuda;  870  A  87*2.— De  la  heren- 
cia totalmente  distribiiída  en  legados;  891.— Id.  de 
la  aceptada  á  beneficio  de  inventario;  1023. — A  car- 
go de  la  dote;  1366  y  1377.— Matrimonialo.s;  1408,  UlO 
y  1422. 
— V.  Créditos:  Interpretación. 
Deudas  futuras;  1825. 

Deudor:  Extensión  de  su  responsabilidad:  limitacio- 
nes, etc.;  1911  á,  1920. 
Día:  Dias:  Cierto  é  incierto  en  las  obligaciones;  1125 
y   siguientes.  —  Cómputo;   7.°  —  Para   el   pago  del 
arriendo;  1581. 
— Los  frutos  civiles  se  entienden  percibidos  dia  por 
día;  474. — Designación  de  día  ó  de  tiempo  en  que 
hade  comenzar  ó  cesar  la  institiición  de  herede- 
ro; 805. 
Diario  de  navegación;  724  y  729. 

Dictamen  de  letrados;  274.— De  peritos;  V.  Peritos. 
Dinero;  347. — De  menores;  269.  núm.  6. "'—Legado  de 
dinero;  886. —  Restitución  en  dinero  de  la  dote  in- 
estimada; 1372  y  1373. — Pagos  en  numerario;  1170. — 
Depósio  de  dinero;  1770.— v.  Precio:  Recibo:  Tesoro: 
Préstamo. 
Diplomáticos  en  el  extranjero:  Domicilio;  40. —Véase 

Agentes. 
Diputaciones  provinciales:  Capacidad  para  heredar; 

art.  746. 
Diques  flotantes;  334,  niim.  9.° 

Dirección  general  del  Registro  civil:  Registro  de  ma- 
trimonios de  conciencia;  79. 
Discernimiento  del  cargo  de  tutor;  208  y  209. 
Disenso. — V.  Consentimiento. 

Disolución:  del  consejo  de  familia;  313. — De  la  socie- 
dad de  gananciales;  1417  y  siguientes. — Délas  socie- 
dades;  1700  y  siguientes.- l3el  matrimonio;  52.— 
Efectos  de  la  disolución  del  matrimonio;  1378,  1379 
y  1380.— V.  Divorcio. 
Disjiensa  de  impedimento;  &5,  86  y  101.— La  circuns- 
tancia de  necesitarla  los  padres  no  obsta  al  con- 
cepto de  hijo  natural;  119. 
— Dispensa  de  edictos  matrimoniales;  92. 
—  De  ley:  disposiciones  transitorias;  regla  11. 
Distancias  para  la  construcción;  589  y  590.— Para  In 

plantación  de  árboles;  591. 
Divisibilidad:  Obligaciones  divisibles  ó  indivisibles; 
1149  A  1151.— Distribución  de  la  obligación  de  dar 
alimentos  entre  dos  ó  más  personas;  145. — V.  Co- 
munidad. 
División  de  propiedades  indeslindables;  386  y  387.-  De 
cosas  poseídas  en  común;  400  y  siguientes.— Las 
servidumbres  son  indivisibles;  535:— De  fincas  acen- 
s\iadas;  1618  y  1619.— Retracto  de  fincas  indivisas; 
1642. — La  prenda  é  hipoteca  son  indivisibles;  1860.— 
V.  Beneficio  de... 
Divorcio:  En  general  respecto  del  matrimonio  civil; 
104  á  107.— Pérdida  de  la  patria  potestad;  169.— 
Efectos  del  divorcio  y  nulidad  del  matrimonio; 
67  y  siguientes,  834,  1433,  1436  y  14.39.— Causas  de  di- 
vorcio que  lo  son  de  desheredación;  855. — Obsta  á 
la  sucesión  del  cónyuge  premuerto;  952.— Compe- 
tencia para  conocer  de  los  pleitos;  81,  103  y  107.— Se- 
paración de  bienes  por  divorcio;  1433,  1436,  1439  y 
otros, 
— Inscripción  de  sentencias  de  nulidad  y  divorcio; 

Inst.  26  Abril  y  Resol.  8  Mayo  1889. 
Doble  vinculo  (Parentesco);  920,  92t,  949  y  954 — Prefe- 
rencia para  el  desempeño  de  la  t\itela;  211  y  220. 
Documentos  públicos  y  privados:   ley  por  que  se  ri- 
gen; II. 
— Para  el  reconocimiento  del  hijo  natural;  131  y  132. 
— Actos  y  contratos  que  exigen  documento  público; 

ia»8y  1280. 
— Prueba  de  documentos  públicos  y  privados;  1215 
y  1216  á  larío. 
— Devolución  que  envuelve  renuncia;  1188  y  1189. 
— Para  acreditar  el  consentimiento  y  consejo  ma- 
trimonial; 48. 
—Prueba  de  la  filiación;  115. 
— El   seguro  ha    de  constar  documentalmente:  1793 

y  1794. 
-Prenda;  1865. 
— V.  Escrituras. 
i)o/o  ó  maquinación  fraudulenta:  En  los  testamen- 
tos; 673,  674  y  7l3.— Malicia  del  notario  que  autoriza 
nn  testamento;  705. — En  los  contratos  y  obligacio- 
nes: 1101,  1102,  1107, 1265,  12(.>9,  1270  y  1301.— Responsa- 
bilidad del  mandatario;  1726.— Dolo  en  la  transac- 
ción; 1817. 
— Deterifiro  de   cosas  usufructuadas  por  dolo  ó  ne- 
gligencia; 481. 
Domicilio   para  el  ejercicio  de  derechos  y   cumpli- 
miento de  obligaciones  civiles;  40  y  41. 


—Protocolización  del  testamento  por  razón  del  úl- 
timo domicilio;  689. 
—Lugar  del  pago;  ll71. 

—  Conyugal;  56.— Matrimonio  in  articulo  mortis  de 
domiciliados  y  transeúntes;  93. 

—Derecho  del  alimentante  á  tener  en  su  casa  al 
alimentista;  149. 

—La  desaparición  del  domicilio,  produce  la  ausen- 
cia lega';  IHI  y  siguientes. 

—Para  el  pago  de  los  censos;  I6l5. 

Domingo:  anuncio  de  las  cosas  perdidas  por  dos  do- 
mingos consecutivos;  615. 
Dommio;  bases  10,  ll  y  12. 

—La  posesión  en  concepto  de  dueño  es  título  de  do- 
minio; 4JT.— Directo  y  útil:  servidumbres;  596. 

—Dominio  directo  y  útil  pleno  y  menos  pleno;  1604, 
1605  y  1607.  _  "^  '    .      ' 

—  Actos  de  dominio  que  no  puede  ejecutar  el  man- 
datario; 1713.— V.  Censos:  Prescripción. 

Donaciones;  bases  24  y  26  y  art.  609. 

—Su  naturaleza;  618  A  623.— Persona»  que  pueden  ha- 
cerlas y  recibirlas;  624  A  633.— Efectos  y  limitacióu 
de  las  mismas;  634  A  04íi.— Su  revocación  y  reduc- 
ción; 644  A  656. 

— Nulidad  de  donaciones  entre  cónyuges  y  á  hijos  1 
de  uno  de  ellos;  50,  regla  2.",  1334,  1345,  1373  y  1378. 

—Para  gastos  de  educación;  162. 

—A  menores;  269,  núm.  10  y  275.— De  bienes  de  meno-1 
res;  275.  I 

— Colacionables;  818,  1035,  1039,  1040,  1044,  1046,"  1047,1 
1048  y  1419.  " 

—Inoficiosas;  8l7,  819,  820  y  1(^6. 

—  De  padres  A  hijos;  847  y  1409. 
— Reserva  del  usufructo  de  los  bienes  donados;  492.1 
— Sucesión  del  ascendiente  en  los  bienes  donados  &  1 

su  descendiente;  812  y  938. 
—Donaciones  que  no  se  reputan  mejora;  825. 
—Por  razón  de  matrimonio;  1044,  1327  A  1336. 
— La  condonación  se  gobierna  por  las  reglas  de  las 

donaciones;  1187. 
—Reglas  de  las  donaciones  aplicables  Ala  dote;  1339. 
—De  dote;  1336  y  139-*. 
—Onerosas;  1399. 
—De  bienes  gananciales;  1415. 

—  Donación  de  finca  enfitéutica,  1635. 
—Véase  además  el  art.  1677. 

Dote:  Estimada  é  inestimada:  Constitución  y  garan- 
tía; 1336  á  1356. —Administración  y  usufructo;  1357 
A  1364.     Restitución;  1365  A  13-0,  1421  y  1422. 

— Administración  por  la  mujer;  225  y  144;3.— Libre 
disposición  por  la  mujer  del  ausente;  188. 

-Bienes  dótales;  1396,  139S,  1399,  1400,  1402  y  1405. 

— Liquidación;   1419. 

—Su  constitución  exige  documento  público;  1280. 

—Son  colacionables  los  bienes  dótales;  1035,  1044, 
1045  y  1046. 

— A  doncellas  pobres;  788. 

—Transacción  sobre  bienes  y  derechos  dótales;  1811. 

Eclesidsti'  os:  Nd  pueden  adoptar;  174.— Pueden  excu- 
sarse  de  ser  tutores;  244. —  Les  estA  prohibido   el 
matrimonio:  83,  núm.  4.**— V.  Confesor. 
Edad:  Menor  de  tres  años;  70  y  73 
— Para  contraer  matrimonio;  83,  núm.  1.° 
— Reconocimiento  de  hijos  mayores  de  edad;  133. 
—Edad  para  adoptar;  173. 

— Para  la  presunción  de  muerte  del  ausente;  191. 
—Para  excusarse  de  ser  tutor;  244. 

—  Para  concurrir  al  consejo  de  familia;  295  y  308. 
—Emancipación  legal;  base  8.",  314,  320  y  disposicio- 
nes transitorias,  regla  5.^.— Voluntaría;  318.  ^ 

— Hijas  maj'ores  de  veintitrés  y  menores  de  veinti- 
cinco años;  321. —Huérfanos  de  padre  y  madre;  322, 
32:a  y  324. 

— Usufructo  limitado  por  la  edad  de  un  tercero;  516. 

— Edad  para  hacer  testamento;  663  y  688. 

-Para  ser  testigo  en  los  testamentos;  681  y  701. 

—Duración  del  legado  de  educación;  879. 

—Edad  para  la  prueba  testifical;  1246. 

— Enajenación  de  dote  por  la  mujer;  1361. 

— Edad  para  ser  mandatario;  1716. 

-Viabilidad;  30. 

—  Marido  menor  de  dieciocho  años;  59. 
— Hijo  legitimo  que  fallece  en  la  menor  edad;  118. 

—  Preferencia  de  los  mayores  sobre  los  menores 
para  el  cargo  de  tutor;  220  á  227. 

—  Para  nombrar  sustitutos  en  testamento;  775. 
— Para  ser  procurador;  19  Septiembre  1890.  _ 

Ediciones  del  Cód.  civil:  publicación  y  observancia;     ^ 
6  Octubre  1888,  26  Mayo  y  24  Julio  1889. 
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/:^.Wos.--V.  Proclamas. 

—Edificios  sobre  los  niix loo  .  i 

vertiente;  o.S7.  "''"  P'^'*'^  ''^  servidnmbre  de 

-Distancia  entre  edificios;  .5.S9A  5^3 
:|n!^?^'^M^^' -^^etor^nando  ^e  arrni- 
=Cr?ad'o?,r^e1^:;;?;í-''¿eaen  ,„,,„^.,,9. 
pan  edificio  del  amo   i.%7     ""''^'''''''"«nte  y  ocu- 
-D:'M;:s^X:*g¿^¿-¿'--tos;  1^  ,  1,3. 

íl^^-hlr^"'^'"--'  ^'^l  -"¿«^  -Legai^oTe-oZir 
po.^e?'t;rs*ro"rÍa';^^^  ^'^^  ^  -'-  3-°.  "B9  y  disposi- 

£/naHc¡;,ac¡d«.-  Base  8."  -Por  1 '  fi"-^  á  im  y  1136. 
entre  vivos  desde  dieciocho»?"""'"'  P"''  "«t"» 
edad;3Uá319ydi«i,osicion»=t  °^-'.  y  I'"""  mayor 
Hijos  q„e  se  reputan  emane  'IS^!"""'^-''.  '^<^SUo.- 
bienes;  «iO.-Extins-iie  lo  t  *  ?  °^  **"  cuanto  á  sus 
cripci6„  de  em^ñciliTc  ^n^e's'lñVlRt^'T''  ^'^'-^""- 
Em.incipación  voluntaria  slfivdS^"*-''^''  '""1-^26. 
sitorias,  reírlas  6."  y  11"^^"'^ '^'^Posiciones  tran- 

^"arL'^a'a'"c:"?L''irTÍP-^'°i"'«- 
.iero  extingue  L'^ac„^a?HaT!;'"''''-^?  «'  «^fan- 
Prohibición  de  comprar    1459     '^^P'^""'*:  20y  2.3._ 

^=t1SÍ^^i;— ^^i^'ee:  ^:-^uct„;  „.. 
De  bienes  hereditarios-  1030  ní^^  *?  ^  ^™  A  272. 
rescisoria  por  lesión;  1078 -Por  i?^"  *  ,'"  '^''''ión 
-Po'^'ermT;';*''"'^  la'herenc^aTl^4^"^<^"°  *"*- 
¡.fe"efc"n"4:,e"s'?¿'i  de  dieciocho  años;  o9._De 
la  dote;  1359^y  i¿j}  ^h";  ^^'^'í-^"''''''''»- "l''-De 
y  l:m  5^  i*l._De  parafernales;   1387,   138^ 

-De  bienes  reservables;  974  A  97fi 
-De  haciendas  comuneras*  Igá 

—Del  usufructo;  480  y  498 

/cSr^^nr^TíS^;,^^"''^^^'-  ---  revocándosela 
"^"J^mandatario;  1713 

¿editor  ror'gas?Js°de«H^,''"'   ?"  *-*'"-^  244.- 
-"l^s?-?  °'  S'  -y-  Asist^il'c'&'cfi?;""^''-''''^  l^-«.  '^ú- 

^^^^^l^'^t^^^?^/  'ega'^^¿  al  confesor  de 

finle,tsís.-V.  Censos.      ' 

^'U'(mftre.,._v.  Abejas, 
-nuier  casada;  mÍ'  Comparecencia  en  juicio  de  la 

-Opo.Mciún  al  matrimonio;  98 

^Recursos  contra  acuerdos  del  consejo  de  familia- 
^Ci^aci6n  de  eviccién  para  el  saneamiento 

—Interdictos;  446 

'^^^raZ^fJ^'"'^'^''  ^'-  leydeEnj.  civil;  223 

ETcu^rsos?""'-'   """^  J"'=g^da;   Interdicto:   Juicio- 
'tsenaclas;33!l. 

nsenanza.-^.  Instrucción 
nUerro.~\.  Funeral  '' 

Tomo  II. 


-^íí^2íGo_cmL^j<5^^^ 
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/e^nttt^?,:?',,''^- P-^"^"  impugnarse   acuerdos 
mero''-f.>  P"^°"a:  Anula  el  matrimonio;  101   nú 
£pe"slV5-Írclt«t¿^!gf"°^"B. 
-En^t^^-í^\^í°M2«M266y  1301. 

|«-»&'eVaTaT3lÍ3"nV:L'?o"-J°  "e  familia;  296. 

3Sí;?p;j^ra^í-^^--o^  penados  por 

exite;-í?'y"?/4^'>  ''<>  P--ba  escrita:  casos  en  ,ue  se 

tos:  Escritura.  ^"uas,  íi(7._V.  Documen- 

tos  otorgados  sin  notarlo  7W^''  '''^  ^"'^  testamen- 
-Bepudiación  de  herencias' 1008 

liación:  im         '^"^'  conyugales  caso  de  reconci- 
— Dte  venta:  1455  y  1462 
-De  arrendamiento;  15.55 
—De  censo;  1628. 
—Contratos  de  sociedad-  1667  — r^^.í-i 

tan  en  escritura  públU¿-  l»Í~v    n"°'  l'^"  "«"s- 
Escultura:  Accesión-  377       '  ^^-''■-V-  Documentos. 

fZ'í'í'-  "'"egn  licito;  1800. 

y^M^^^^'^-  'í'^í^-s  lo  son,  etc.;  17  .  34. 
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""Srolrii^'U'^  '"*"°  -  proceducen  obligación- 
^^:í;;f  j^^^í^^^li-XíJ^n^V^eneficencia:  eapa- 

^Pubheos:  aceptación  y  repíiSión  de  herencia- 

-i\lbTec°Lie°n?o's*?¿£^  ^?  ^^^-"'^^  257. 
-V.  Expósitos:  PrLtamnp"'  ^  PeügrosSs;  590. 

chos  s„?esor1os;'9lf6"á  95I'''  i;.-g?-ntes._Sns  dere- 

ciónos;  187.5.-Eesponsa?;irid-Ír*^''''  Pf  «""t^b^i- 
genoia;  1903.  PunsaijUidad  por  culpa  ó  negli- 

J?síaáo  civil,  base  9  a  íPi„-<. 

?stado  de'  lar'^r  onas-°  9 -|';f2' ^■^V^''^^,^  -"^^ 
juzgada;  1í>5-j  _t,o„  -  ;     ■''^'''''sión  de  la  cosa 

tad^  civil;  3^.    Transacción;  I814.-Prueba  Sel  es^ 

tut''5a;"f7"'''"^"'°  '»'^'  P-ado  por  estafa  para  la 
Estan,iuesrm,  núm.  6.°,  y  367 

fSS'  p^e"rt;!°rr"e;r?«''''-^  '^'  -«-■  í-o 

la  validL'd:r?!.'s  .tme^nfíli- v'  *74''  'Í^  "-P-'a 
en  el  extranjero;  1325  '  ^  ^33— Matrimonio 

^oíilííS^;]^"^^  arrendadas:  1575.-De   fincas 

;v.'-Cpr!se^rt!fj?ór'-  •^^'"P^^-  ^^6,  927,  949  y  951.- 
^»«"6o  de  presa;  554.' 

ta;  1475  k  U83.-En  í«  pI"^    °  ?'  contrato  de  ven- 
mnta;  1.540.-E¿  el  oontrnt„^"'''=    643.-£n  la  per- 
la fianza;  1849  contrato  de  sociedad;  I681.-En 
E.'--cavaciones.~Y.  Calicatas 

tutor  y  curidor;  ¿MA  ¿?l'£?,°T"'^!  2.°-Para  ser 
„sejo  de  familia;  297  V  '^^  '■°^  vocales  del  con- 
Ej:cusión.-Y.  Beneficio  de  orden. 
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Expensas.— V.  Mejoras. 

Explosión  de  m/iqiiinas:  responsabilidad;  IflOS. 

Exposición  de  motivos  de  la  rbforma  de  la  1."  edición 
del  Có  Jigo;  E.  O.  29  Julio  l%-9. 

Ex2)ósHos  (matrimonio  del;  IH.— Están  sometidos  &  la 
tutela  del  jefe  del  establecimiento;  212.— El  Esta- 
blecimiento benéfico  es  el  consejo  de  familia:  30.3. 

Expropiación  forzosa;  34S,  351,  553  y  14.56. 
—De  aguas;  423.— De  bienes  usufructuados;  519.— De 
finca  gravada  con  censo;  1627, 1631  y  1636. 

Extinción:  Del  usufructo,  uso  y  babitación;  513  á  522  y 
529.— De  las  servidumbres;  546  á  548  y  .568.— De  las 
obligaciones;  11.56.— Pago;  1157  ¡V  1171.— Imputación; 
1172  á  1181.— Pérdida  de  la  cosa  debida:  1182  á  lli-6.— 
Condonación;  1187  á,  1191.— Confusión  de  derechos; 
1192  á  1194.— Compensación;  1195  4  1202.— Xovación; 
1203  A  1213.— De  derechos  y  acciones:  1930  y  1SB2. 

íi-traniews;  Adiiuisición  y  pérdida  de  la  nacionali- 
dad española:  9.",  11,  17  y  siguientes.— Derechos  de 
los  extranjeros;  27.— Matrimonio  contraído  en  el 
extranjero:  55  y  1.32.5.— Traslación  de  domicilio  con- 
yugal al  extranjero:  58.— ¡Matrimonio  de  extranje- 
ros en  España;  91.— Los  extranjeros  no  pueden  ser 
tutores:  237.— Cuándo  no  pueden  ser  testigos  en  el 
testamento;  681.— Testamento  en  lengua  extranje- 
ra; 6S1.-Piieden  otorgar  testamento  ológrafo;  688. 
—Testamento  de  españoles  en  el  extranjero;  716. 
732  á  736.— Aceptación  de  herencia  de  los  que  están 
en  el  extranjero;  1012.— V.  Diplomáticos. 

Extraterritorialidad  (Derecho  dei;  40. 

Extravio.— Y.  Hallazgo:  Pérdida. 

Fabricas  y  demás  establecimientos  peligrosos-  590 

Facultativos.— V.  Abogados:  Médicos:  Peritos,  etc. 

Falsarios  y  perjuros:  No  pueden  ser  testigos  en  el  tes- 
tamento; 681. 

Falsedades:  denuncia  falsa  de  impedimento  para  el 

matrimonio;  99. 
—Falsedad  de  la  causa  alegada  en  el  contrato;  1276. 
y  1301. 
—Impedimento  del  penado  por  falsedad  para  la  tu- 
tela; 237. 

Fallas:  Fuente  de  obligaciones;  10^9,  1092  y  1305 

Familia:  Derechos  y' deberes  de...;  9.— V.  Consejo:  Pa- 
rentesco: Sucesiones:  Tutela,  etc.,  etc. 

Fe  de  la  capacidad  del  testador;  695.— De  conocer  al 
mismo  y  á  los  testigos;  700  y  707.— V.  Buena  fe: 
Mala  fe:  Notario. 

Fecha:  Importancia  de  su  expresión  en  la  prenda:  1865. 
—Fecha  de  los  documentos  privados;  12^7. 

Ferias:  Venta  de  animales;  1493. 

Fiama:  Naturaleza  y  exten.sión;  1-22  á  I'-29.— Efectos 
de  la  fianza  entre  el  fiador  y  el  acreedor;  1830  á 
1837.- Entre  el  deudor  y  el  fiador;  1838  á  184.3.— En- 
tre los  cofiadores;  1844  á  1816.— Extinción  de  la  fian- 
za; 1817  á  18.T.3.— Fianza  legal  y  judicial;  1854  á  1856. 
—Hipotecaria  á  favor  de  los  hijos;  163  y  166.— Fian- 
za de  tutores;  2-36,  núm.  1.°,  2.52  á  260. 

— Su  falta  produce  la  remoción;  288. 
—Expresión  en  el  Registro  de  tutelas;  290. 
—Para  responder  del  usufructo,  491,  493,  494,  495,  507 
y  522. 

—En  la  institución  ó  legado  modal  y  condicional; 
797,  800,  80-,  805  y  805. 

—  Fianza  que  asegura  la  obligación  de  colacio- 
nar; 1050. 

—  Para  asegurar  el  pago  de  créditos  heredita- 
rios; 1082. 

—Liberación  del  fiador,  mediante  la  consignación; 
1181.— Confusión  que  aprovecha  á  los  fiadores;  1193. 
— Compensación;  1197. 

—Afianzamiento  de  dotes;  13.58 y  142S.— Del  precio  de 
la  cosa  vendida;  1502.^  Prelación  de  créditos  ga- 
rantizados; 1922. 

Fideicomisos:  base  16;  781  á  7.86.— Véanse  las  disposi- 
ciones transitorias. 

Fidelidad,  vida  común  y  mutuo  auxilio:  Deberes  fun- 
damentales de  marido  y  mujer;  56.— V.  Adulterio. 

Filiación  de  los  hijos  legítimos;  115  á  118. 

Fincas  rústicas:  Cerramiento;  3&S.—Indivisibles;  821  y 
8S. — Gravadas  con  censos:  Limitaciones  para  su 
división,  adjudicación  y  venta;  1617  á  U'i9,  1633  y 
1635.— Arrendamiento  de  fincas;  1546  á  1.5^2.— Véase 
Censos:  Deslinde. 

Firma  en  los  testamentos;  688,  69.5,  706,  707,  709  y  725.— 
Reconocimiento  de  la  propi.a;  1226. 

Fondistas  y  mesoneros;  1783.  1784  y  1967.  regla  4.» 

Foros  y  subforos;  base  26;  1611.— Se  regirán  los  que  se 
constituyan  de  nuevo  por  las  disposiciones  esta- 
blecidas para  el  censo  enfiténtico  y  el  arrenda- 
miento; 16.55. 
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354  y  siguientes 


Fortalezas;  3c¡9,  341  y  589. 
Fraguas:  construcción;  590. 

Fraude:  Anula   el   testamento;   673  y  674.— V.   Dolo: 
•    Enajenación  en  fraude. 

Frutos  y  rentas;  bases  11  y  12:  De  bienes  de  ausentes: 
194  y  198. 

—Pendientes;  354,  núm.  1.^  y  452.— Percibidos:  451. 

— Pago  de  frutos  al  poseedor;  451  y  455. 

— Xaturales,  industriales  y  civiles;  354 
y  4.51. 

—Que  percibe  el  usufructuario;  471  y  siguientes.— 
Id.  el  usuario;  524. 

—Caso  de  revocarse  las  donaciones;  651. 

— Restitiición  por  el  heredero  incapaz  ó  indigno; 760. 

—Del  legado;  ^82  y  884.— De  bienes  sujetos  á  cola- 
ción y  partición:  1049  y  l(»33.— De  la  cosa  objeto  de 
obligación:  '095.  J 

— Compensación;  li20,  * 

—En  las  obligaciones  á  plazo:  1 126.— En  caso  de  res- 
cisión; 1295  y  I303.^Caso  de  nulidad;  1307. 

—De  bienes  convugales;  i3i>4.— De  la  dote;  1379  y 
13S0.— De  parafernales;  1385  y  1386,— De  bienes  de 
los  cónyuges;  1401  y  14(6. 

—De  la  cosa  vendida;  1468  y  1478. 

— En  caso  de  retracto;  15'9. 

—En  la  venta  de  créditos  y  derechos;  1533. 

—Pérdida  de  los  frutos  de  la  cosa  arrendada;  1575 
y  1576. 

—  Pago  y  redención  de  censoscuj-o  canon  consiste  en 
frutos;  1611,  i6  3,  1630,  1657  y  166"í. 

—Pérdida  de  los  de  fincas  censidas:  1624. 
— No  los  aprovecha  el  comodatario;  i741. 

—  Frutos  garantizados  por  la  hipoteca;  1877. 

—  En  qiié  consiste  la  anticresis;  1881. 

Fuentes,  cloacas  y  establecimientos  públicos;  344.- 
Aguas  sobrantes;  407. 

Fueros:  de  Vizcaya;  10.— V.  Derecho  foral. 

Fuerza:  Manifiesta  del  rio;  368  y  369. -Mayor. —Véase 
Caso  fortuito.— En  los  contratos  y  testamentos.— 
V.  Coacción. 

Funcionarios  públicos:  responsabilidad  por  la  revela- 
ción de  secretos;  132. — V.  Empleados. 

Fundaciones  benéficas.— V.  Establecimientos:  Perso- 
nas jurídicas:  Sociedades. 

Fundaciones  de  interés  público;  28.  3-5,  37  y  39. 

Funeral  (Gastos  de  i;  840,  902,  9Í©,  1894  y  1924. 

Fungibles. — V.  Bienes. 

C3- 

Galicia:  base  13. 

Ganadería:  Ganados  dados  en  usufructo;  499.— Id.  en 
uso;  526.  -  Dote  ó  capital  engañados;  1405.— Servi- 
dumbres pecuarias;  570. -Ganados  enfermos;  1494. 

—  Keses  mostrencas;  11  Marzo  1890. 
—Arrendamiento  de  ganados;  1579. 

-V.  Animales. 

Gananciales:  Disposiciones  generales  sobre  sociedad 
conyugal;  1392  á  1395. — Bienes  propios  de  cada  cón- 
yuge; 1396  á  1400. — Bienes  e:ananciales;  1401  á  1407.— 
Cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad;  1408  á  1411.— 
Administración  de  la  niisma;  1412  á  1416. — Disolu- 
ción; 1417.— Liquidación;  1418  á  1431. 
— Cuándo  pierde  un  cónyuge  su  derecho  á  ellos:  72, 
73.  1435  y  1436. — Frutos  de  bienes  conyugales;  1385  y 
1386. 
— Enajenación  por  la  mujer  caso  de  ausencia  del 

marido;  188. 
— Administración  por  la  mujer;  22o. 
—  Otras  disposiciones  sobre  gananciales;   968,   995, 
12S0,  1315,  1318,  1325  y  1343. 

Gcnníic/ns;  Distribución  entre  socios.— V.  Sociedad. 

Oaranfias.~Y.  Hipotecas:  Prenda. 

Gíisíos:  De  tutela;  283  y  284.— Extraordinarios;  269.— 
Abono  de  gastos;  356y369.  — De  conservación  de  co- 
sas indivisas;  395. — En  obras  de  defensa  contraías 
aguas;  422.-  A  cargo  del  usufructuario  y  del  nado 
propietario:  472  y  siguientes.— Gastos  abonables  al 
poseedor;  4-52  A  455.     Id.  al  usuario  y  morador;  527. 

—  Para  la  conser'^^ación  de  servidumbres:  544.— De 
la  medianería;  .575  y  577.  — Gastos  eu  la  invención  ó 
hallazgo:  615.— Para  la  entrega  del  legado  y  de  la 
herencia:  SS6  y  I033.-Colacionables;  1041  y  1042.— 
Con  ocasión  del  pago ;  1.168.  De  consignación; 
I.l78.-En  la  veuta;  14-55  y  1465.— A  cargo  del  vende- 
dor; ]5'8.— Funerarios:  Debe  pagarlos  el  obligado 
k  prestar  alimentos:  1894.— De  partición:  1064.— En 
el  contrato  A  primeras  cepas;  1656,  regla  8."— En  el 
comodato;  17-53  y  175'.- En  la  anticresis:  1882.-En 
el  cobro  de  lo  indebido:  1898.— De  escritura. — Véa- 
se Escritura.     Ver  también  Costas:  Funeral. 

Gestión  de  negocios  ajenos  sin  mandato:  Obligacio- 
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nes  del  g-estor  y  de  aqtiel  de  quien  son  los  negocios; 
18SS  A  1894. 

Gohii'nio:  Impedimentos  qne  dispensa;  85  y  92.  — Ins- 
titiiciones  cuya  aprobación  le  corresponde;  748. 

Grubados:^!!. 

Orados  de  parentesco;  915  y  siguientes.— Los  dere- 
chos sucesorios  no  pasan  del  sexto;  955 — Cómo  se 
entiende  la  institución  á  favor  de  los  parientes 
del  testador;  751. -V.  Parentesco. 

Gravamen  inferior  al  valor  de  lo  donado:  no  obsta  á, 
la  donación:  619. 

Gtavúmenes. — V.  Cargas:  Hipotecas:  Censos. 

G uardaduria.—Y .  Tutela. 

Guerra:  Testamento  en  campaña;  716  y  siguientes. 

KC 

ITahilitarión  de  mayor  edad;  322  á  324.— V.  Concesión 

Habitación:  Es  parte  de  los  alimentos;  142. — El  ali- 
mentante puede  exigir  q\ie  el  alimentista  viva  en 

su  compañía:  149 Al  usufructuario;  495. —V.  Uso: 

l'sufriicto. 

íírtíínrí/o;  base  14.  — De  cosas  muebles  que  no  tengan 
el  concepto  de  tesoro;  615. — Premio  al  inventor; 
K16.-V.  Tesoro. 

JJecho  de  la  posesión;  4S8,  441  y  445. 

líembrns.^V^.  Sexo. 

//c/'Cí/rt/Z,  jardín  ó  patio:  Derecho  del  dueño  á  cortar 
los  Arboles  que  se  extiendan  sobre  su  propiedad; 
592. 

Herencias:  Diftpnsirioyifs  comunes  dlasherenciafi  con  tes- 
tamento !/  abtntestato;  bases  I5y  16.—  Capacidad  para 
suceder  por  testamento  ó  sin  él:  Personas  incapa- 
ces; 744  á  762. 
-Legítimas;  806  á  822. 

—  Derechos  del  cónyiige  viudo;  834  á  839.  ^ 
— Derechos  de  los  hijos  ilegítimos:  840  á  847. 

—  Precauciones  cuando  la  viuda  está  encinta;  959  á 
967. 

—  Bienes  sujetos  á  reserva;  811  y  968  ¡I  9S0. 

—  Derecho  de  acrecer;  981  á  987. 

—  Aceptación  y  repudiación  de  la  herencia:  988  á  1009 
y  1280.— A  nombre  de  menores;  269,  núm.  10. 

—  Beneficio  de  inventario  y  derecho  de  deliberar; 
10:0  A  1(B4. 

—Colación:  1(B5  á.  1050. 

—  Partición:  Sus  efectos,  rescisión,  ecc;  1051a.  1081. 
—Pago  de  las  debidas  hereditarias;  1082  k  1087. 

—  Ley  aplicable  á  los  fallecidos  antes  y  después  del 
Código;  disposiciones  transitorias,  regla  12. 

— Casos  en  que  el  heredero  puede  impugnar  la  legi- 
timidad de  los  hijos  y  dentro  de  qué  término;  112 
y  113. 

—'El  adoptante  no  hereda  al  adoptado;  177. 

—  Posesión  de  bienes  hereditarios;  440  y  442. 

— Usufructo  sobre  parte  alícuota  de  herencias;  508 
y  510. 

— Derecho  de  los  legitimarios  y  de  los  herederos  de 
parte  alícuota  á  pedir  la  reducción  de  donacio- 
nes; 655. 

—Concepto  de  la  herencia;  659.  — De  heredero;  660. 

—Título  iiniversal  de  herencia;  66S. 

—Los  herederos  y  legatarios  no  pueden  ser  testigos 
en  el  testamento;  6S2. 

— Institución  de  heredero;  763  y  siguientes. 

—  Quiénes  pueden  serlo;  744  á  762. 
— Herederos  forzosos;  807. 

—Cu  Ando  no  tiene  lugar  entre  ellos  la  colación;  1036. 

— GrravAmenes  sobre  la  herencia:  858  y  859. 

—Ejecución  de  la  voluntad  del  testador;  911. 

—Para  heredar  el  Estado  necesita  declaración  de 
heredero;  9-58. 

— La  herencia  futura  no  puede  ser  objeto  de  con- 
trato; 1271. 

—Constitutiva  de  dote;  1336. 

—Venta  de  herencias  ó  derechos  hereditarios;  1067, 
1531  y  siguientes. 

—Los  herederos  del  marido  pueden  impugnar  los 
contratos  de  la  mujer;  65,  -  ' 

—Derecho  del  heredero  A  pedir  la  declaración  de 
ausencia;  185. 

— Frutos  que  hacen  suyos  los  herederos  del  ausente 
que  se  presenta  luego;  198. 

—Declaración  de  incapacidad  A  instancia  de  los 
presuntos;  214. 

— Persona  que  instituye  heredero  A  un  menor,  etc.; 
207,  209  y  260. 

— Posesión  de  bienes  hereditarios;  440. 

—Los  que  hayan  de  ser  herederos  del  pródigo  pue- 
den pedir  la  declaración  de  prodigalidad;  222.— Los 
abintestato  pueden  pedir  el  cumplimiento  de  la 
interdicción;  228. 


-Herederos  del  contratista  de  obras  en  construc- 
ción; 1595. 

—  Herederos  del  comodante  y  comodatario;  1742. 

—  Prescripción:  efectos  contra  la  herencia;  1934.— 
V.  Sucesión  intestada:  Testamentos. 

Hermanos:  Alimentos;  143  y  144.  — Tutores  legítimos; 
211. -De  los  locos  y  sordomudos;  :i20.  — De  los  inter- 
dictos; 230.— Consejo  de  familia;  2ít4.— Cómo  here- 
dan los  carnales  y  de  vínculo  sencillo;  770,  947,  949 
y  950 — No  hay  derecho  de  sucesión  entre  los  legíti- 
mos é  ilegítimos:  943.— Sí  entre  los  naturales;  945. 

Herramientas:  Pérdida  de  las  de  los  criados  por  des- 
pedirse inmotivadamente;  1587. 

Hijos:  Condición  y  nacionalidad;  15,  17,  18,  19  y  24. 

—  l-egitlinos:  Paternidad  y  filiación:  IOS  A  Il4vll5 
A  118.  ^ 
—Alimentos:  143,  144  y  145. 

—  Patria  potestad;  154  y  siguientes. 

—  Deberes  do  la  madre  que  contrae  segundo  matri- 
monio respecto  de  los  hijos  del  primero:  63. 

—Derechos  sucesorios:  bases  16  y  18;  761,  806  y  si- 
giiientes,  853  y  siicesivos  y  930  A  934. 

— Hijas  menores  de  veinticinco  años;  321.— La  deshe- 
redación no  perjudica  A  los  hijos  del  desheredado; 
761,  857  y  973. 

— Sostenimiento  y  educación  de  hijos  caso  de  sepa- 
ración de  los  cónyuges  ó  de  nulidad  del  matrimo- 
nio: 70.  73  y  14ÍU 

—  Dotes  obligatorias  A  favor  do  las  hijas;  1340  y  si- 
guientes. 

—  Excusa  de  ser  tutor  por  tener  5  hijos;  244. 

—  l.cfJíltlniadoN  nfiliirnloN  ó  II(>»íiIiim>.n  en  gonc- 
rttl:  Legitimación  de  los  naturales,  y  cuáles  son  és- 
tos; 119  A  '28.— Consignación  en  el  acta  de  inscrip- 
ción de  los  hijos  naturales  que  hayan  de  legitimar- 
se por  el  niíitrimonio;  formulario  C,  observ.  3.",  pá- 
gina 68*:*.  —  Keconocimiento  do  los  mismos;  129  A 
138  y  74'.-  Consentimiento  para  el  matrimonio;  46 
y  siguientes.— Alimentos;  143.  — Patria  potestad;  154 
y  siguientes. -Tutela  y  consejo  de  familia;  206,  2il 
y  302.— Derechos  sucesorios;  í:<)7  y  siguientes,  840  A 
847,  913,  924  á  929,  939  A  945. 

^AiloplW«».— V.  Adopción. 

— Casos  en  que  el  nacimiento  de  un  hijo  revoca  la 
donación  ó  produce  la  reserva:  644  y  980. 

— Llamamiento  para  heredar  á  favor  de  una  perso- 
na y  sus  hijos;  771. 

— Donaciones  prohibidas;  1335. 

— Administraci<Sn  por  los  hijos  de  los  bienes  del  pa- 
dre ausente;  189. 

—  Préstamos  A  hijos  de  familia;  1*^24. 

— V.  Descendientes:  Legitimación:  Mejoras:   Naci- 
miento: Reservas:  Tutela:  Edad. 
Hipoteca;  bases  12  y  25.— Disposiciones  generales:  1857 
á  186*2.— Bienes  y  derechos  objeto   de  la   hipoteca, 
efectos,  etc.;  1871  A  18S0. 

—  Hipoteca  y  enajenación  de  bienes  raíces  por  el 
marido;  59. 

— Sobre  haciendas  comuneras;  399. 

-Sobre  bienes  de  la  herencia  al  pago  del  usufructo 

del  cónyuge  viiido;  8^38. 
— Legado  de  cosa  hipotecada;  867. 
—Hipoteca  dotal;  1345,  1349  y  siguientes  A  1356,  1361, 

1384  y  1390. 

—  De  parafernales;  1387. 

—  Aplicación  de  la  ley  hipotecaria  Alaposesión;  462. 
—Registro  de  la  propiedad;  605  A  608. 

— Gravamen  sobre  bienes  de  los  hijos;  164. 
— Id.  de  menores;  270. 
— Sobre  cos.as  dadas  en  usiifructo:  509. 
—Sobre  cosas  indivisas;  405. 

—Inscripción  de  la  separación  do  bienes  conyuga- 
les; 1437. 

—  De  derechos  contra  tercero;  1526. 
—Preferencia  del  comprador  que  primero  ha  inscri- 
to; 1473. 

—Prohibición  de  gravar  sus  bienes  al  menor  de  23 

años;  317  y  324. 
—Hipotecas  que  subsisten  revocándose  la  donación; 

645,  647,  649  y  650.  ^^        ^^ 

—  Hipotecasen  garantía  de  bienes  reservables;  977 
y  978. 

—  Hipoteca  A  favor  del  Estado;  1875. 

—  Créditos  hipotecarios;  1923,  núm.  3.**  y  1927,  núme- 
ros 2."  y  3.« 

—Hipoteca  por  mandatario;  1713. 

—Vigor  de  la  ley  hipotecaria;  164,  462,  467,  Í537  y  1571. 

—  V.  Fianza:  Prenda:  Terceros. 

Homicidas:  CuAlesno  puedenheredar  como  indignos; 
756,  758,  854  y  855.— Prohibición  de  contraer  matri- 
monio; 84.  ,  ^^ 

Honorarios  y  derechos:  Sobre  su  prescripción;  1967. 
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Honores  del  marido:  Participa  de  ellos  la  miijer;  &1. 

Hornos:  Construcción;  590. 

Hospedaje  (créditos  por);  1922,  nüm.  5.°,  1926  y  si- 
guientes y  1967. 

Huecos. — V.  Ventanas. 

Huérfanos. — V.  Tutela. 

Huérfanos  de  padre  y  madre;  322  y  323. 

Huertas  exentas  de  acueducto;  559. 

Humos  excesivos;  1908. 

Hurto:  Impedimento  del  penado  por  hurto  para  la 
tutela;  237.— Prescripción  de  cosas  hurtadas  ó  ro- 
badas; 1956. 


Identidad  de  personas,  cosas  y  acciones;  1252. 

Identificación  de  la  persona  del  testador;  685  y  686. 

Iglesia:  Adquisición  y  posesión  de  bienes;  38.— Capa- 
cidad para  heredar;  746  y  752.— V.  Religiosos  pro- 
fesos. 

Ignorancia  de  la  ley;  2."— Los  que  no  saben  leer  y  es- 
cribir pueden  excusarse  de  ser  tutores;  24Í.— Igno- 
rancia inexcusable  del  notario  que  autoriza  un 
testamento;  705. 
— Los  que  no  saben  leer  no  pueden  hacer  testamen- 
to cerrado;  708. 

Imbecilidad ;  32. ~Y.  Locura, 

Impedimentos  para  el  matrimonio;  45,  83,  84,  85,  97,  98 
y  101. — V.  Dispensa. 

Impensas  en  cosa  ajena;  base  11:  útiles,  necesarias  y 
voluntarias;  4-53,  454,  45.5,  1518  y  1656,  núm.  8.°— Véa- 
se Mejoras. 

Impotencia  para  el  matrimonio;  83,  núm.  3.°,  y  102. 

Impresos;  377. 

Imputación  de  pagos;  1172  á,  1174  y  1201. 

/ncopae!VZaí?;66,  214  y  sigviientes.— La  del  padre  sus- 
pende la  patria  potestad;  170. -Para  ser  tutor  y 
protutor;  237,  239  y  240.— Para  aceptación  de  heren- 
cia; 992.  -Para  suceder:  914,  745,  746,  756  y  toda  la  sec- 
ción.—Impugnación  de  contratos  celebrados  con 
incapacitados;  1302.— Pueden  adquirir;  443. 

— Eepresentación  por  el  Ministerio  fiscal:  2*2. 
—Depósito  de  cosas  que  les  pertenezcan;  1764, 1765  y 
1773. 

Incendio;  1575  y  17S1.  * 

Incidentes:  La  denunciado  impedimentos  se  tramita 
como  los  incidentes;  98. 

Incorporación  de  una  cosa  á  otra.— V.  Adjunción. 

Indemnización. — V.  Daños  y  perjuicios. 

Indignidad:  Personas  que  no  pueden  suceder  por  ser 
indignas;  756  y  7-57. — Las  indignidades  son  causa  de 
desheredación;  8-52. 

Indivisión. —V.  División:  Comunidad  de  bienes. 

Ingratitud:  La  del  donatario  revoca  la  donación;  648, 
649,  650  y  652. 

Injurias:  Causa  de  divorcio;  73  y  105.— De  deshereda- 
ción; 853.-Prescripción;  1968. 

Inmuebles  — V.  Bienes. 

Inocencia:  Derechos  del  cónyuge  inocente  en  los  ma- 
trimonios nulos  y  de  conciencia;  69,  70,  73  y  106.— 
V.  Divorcio. 

Inoflciosidad:  Donaciones  inoficiosas;  636,  651,  654  v 
819.  .        <        .  í 

Inscripción  del  matrimonio  canónico  en  el  Eegistro 
civil;  77,  78  y  79.  —De  las  seiitencias  de  nulidad  y  di- 
vorcio; 82.— De  bienes  á  favor  de  los  herederos  del 
ausente;  197.  — De  la  fianza  del  tutor;  257  y  25S. 
— De  documentos  públicos;  1222.— V.  Hipotecas. 
—  Casos  en  que  su  fecha  determina  los  efectos  de  la 
cesión;  1526.— Id.  del  retracto;  1524  y  1638. 

Insolvencia  del  deudor;  1071,  1072,  1129,  1139,  1145,  1206 
1292, 1685,  1700,  1732, 1829  y  I83:3.-Del  censatario;  1660. 
Del  mandante  y  mandatario;  1732. 

Jns/)CCC!d)!  judicial;  1240  y  1241.— Examen  de  incapa- 
citados; 216.  — Del  Eegistro  de  tutelas;  292. 

Institución  de  heredero;  763  A  773. -Ís^o  se  invalida  por 
la  nulidad  de  la  sustitución;  786.— Institución  bajo 
condición  ó  A  término;  790  y  siguientes.— Queda 
anulada  por  la  desheredación  sin  causa;  851. — Su 
falta  abre  la  sucesión  intestada;  912. 

Instrucción  -parte  de  los  alimentos;  142  y  155.  —  Es- 
tablecimientos de  instrucción  que  pueden  here- 
dar; 746.  — Derechos  sucesorios  de  los  estableci- 
mientos de  instrucción;  base  18;  958  y  957.— V.  Edu- 
cación. 
— Incavitación  y  venta  de  láminas  de  establecimien- 
tos; 29  Junio  1890. 

Instrumentos.— V.  Documentos:  Herramientas. 

Intención  de  dominio:  430.— Del  testador:  prevalece 
sobre  las  palabras  dudosas;  675.— De  las  partes  en 
los  contratos;  12-'l  y  1282. 

Interdicción  civil:  Limitaciones  de  la  capacidad  jurí- 


dica de  los  sujetos  A  interdicción;  32, 

278.  ' 


170,  200  y 


■Tiatela  sobre  ellos;  228  á  230. 
—No  pueden  ser  testigos  en  el  testamento;  681. 
—La  interdicción  es  causa  de  desheredación;  &53 
-Capitulacionesmatrimoniales  del  interdicto;  1323 
— Origma  la  separación  de  bienes  conyugales;  1438, 

—Extingue  las  sociedades  y  el  mandato;  1706  y  1732 
Interdictos  posesorios,  base  11;  349,  446,  1560  y  1963. 
Intereses  del  capital:  Casos  en  que  se  deben;  273,  286. 
494, 495,  502,  505,  517  A  519.  '         '         ' 

—Del  legado  de  género;  884.— Del  de  deuda:  870.' 

— Compensación;  1120. 

—En  las  obligaciones  condicionales;  1123.— En  las 
reciprocas;  1124.— En  las  obligaciones  A  plazo;  1126. 

— Pago  por  imputación;  1173. 

—De  bienes  sujetos  A  colación;  1049. 

—De  mora;  1108,  1109  y  1110. 

—En  casos  de  rescisión  ó  nulidad;  1295,  13C8,  v  1307 

—De  la  dote;  1371  y  1.379. 

— Del  precio  de  la  venta;  1501. 

—  Tipo  del  interés  legal;  1108. 

—En  el  mandato;  1724.-Eu  el  préstamo;  17.55  y  17;56. 
En  la  fianza;  1818.  — En  la  prenda;  1868.— En  la  an- 
ticresis:  1881.— En  el  contrato  de  sociedad;  1682. 

-Intereses  que  tienen  el  concepto  de  gananciales; 

—  Deudas  del  concursado;  1916.  — V.  Anticresis- 
Frutos. 

Interpretación  de  la  voluntad  del  testador;  668  675  v 
769.— De  los  contratos;  1281  A  1289. 

Intérpretes  del  testamento  en  lengua  extraniera;  6^4. 

Interrupción  en  la  posesión;  450,  459,  466,  1944  y  si- 
guientes. 

Intervalos  de  lucidez;  665. 

Intervención  de  los  acreedores  en  la  partición;  1083. 

Intimidación. — V.  Miedo. 

Inundación  insólita;  1.575. 

Inventario  de  bienes  de  menores;  163,  236,  238  y  264  á 
267.— De  bienes  de  ausentes;  196.— De  bienes  usu- 
fructuados; 491,  492  y  493.— De  bienes  reservables; 
977.— De  bienes  conyugales;  1418, 1419  v  siguientes  y 
1438.— En  el  contrato  de  sociedad;  1668.— V.  Benefi- 
cio de  inventario. 

Investigaciones  de  paternidad  y  maternidad:  base  5  '• 
1.32,  1.35  A  138,  140  y  141. 

Irrevocabilidad  de  las  donaciones;  623.— De  la  acepta- 
ción y  repudiación  de  herencias;  997.— De  la  eman- 
cipación; 319. 

Islas:  Sobre  su  propiedad;  371  y  373.-Baleares;  13. 

J 

Jardines  exentos  de  acxieducto;  559. — V.  Heredad. 
Jefes  militares:  Matrimonios  que  autorizan;  95. — De 

las  casas  de  expósitos;  212. 
Jornales:  Su  aumento  no  afecta  al  precio  de  las  obras 

contratadas;  1.593. — V.  Criados. 
Joyas,  muebles  y  objetos  preciosos;  62. 
Jueces:  Municipales,  bases  3.»  y  9.":  Prueba  del  con- 
sentimiento y  consejo  para  casarse;  48. 

—Examen  anual  del  registro  de  tutelas;  292. 

— Asistencia  del  juez  municipal  al  matrimonio  ca- 
nónico; 77.  Inst.  26  Abril  y  Eesol.  8  Mayo  18^9. 

—Intervención  de  los  municipales  en  la  constitución 
del  consejo  de  familia;  293  y  300.— En  la  reclusión 
del  hijo  acordada  por  el  padre;  156  y  157.— Autori- 
zan el  depósito  y  la  venta  de  bienes  de  menores  no 
emancipados;  163  y  164.— Intervención  en  la  adop- 
ción; 178  y  179.— Emancipaciones  que  autorizan; 316. 

—Los  jueces  municipales  están  encargados  del  Ee- 
gistro civil;  326  y  331. 

— Su  responsabilidad  por  no  proveer  de  tutor  v  pro- 
tutor, etc.;  203  y  232. 

—Aceptación  judicial  de  la  herencia;  1011. 

— Juez  competente  para  la  celebración  del  matri- 
monio civil:  86,  87,  88  y  101,  nüm.  4."' 

— Pueden  excusarse  de  ser  tutores;  244. 

—  Contratos  q\ie  les  están  prohibidos;  1459. 
— Eepresentación  de  ausentes;  181,  182  y  191. 

—  Prórroga  del  albaceazgo;  905. 

—Su  intervención  en  las  testamentarias  y  abintes- 

tatos;  1020. 
—Juez  decano  de  Madrid:  Testamentos  que  han  de 

remitírsele;  718. 

—  Los  cónsules  y  vicecónsules  ejercen  en  el  extran- 
jero funciones  de  jueces;  100.— V.  Enjuiciamiento 
civil:  Juicios:  Licencia:  PArrocos. 

Juego:  Ganancias  y  pérdidas  al  juego;  1406  y  1411.— 
Juego  y  apuesta:  Casos  en  que  se  concede  acción 
para  reclamar  lo  que  se  gana  en  el  juego  de  suer- 
te, envite  ó  azar,  ó  en  la  apuesta;  1798  á  1801. 
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Juicio  contradictorio  pam  la  declaración  de  prodi- 
galidad; "¿-¿i. 
— líe  revisión. — V.  Recurso. 
—De  excusa  en  la  tutela;  2-t8  á,  250. 
— A  nombre  de  menores;  2G9,  núni.  13. 
-En  rebeldía;  223. 
— De  desahucio. — V.  Desahucio. 
Juramento:  do  la  Constitución  para  adquirir  naciona- 
lidad española;  25.— Decisorio  ó  indecisorio;  1235  y 
siguientes. 
Jurisdicción  civil  y  eclesiástica.— V.  Tribunales. 
Justo  titulo  de  posesión;  448  y  464.—  Para  el  efecto  de 
la  prescripción;  1952  á.  1954. 

:t^  y  t-i 

Lagos  y  lagunas:  Sobre  accesión;  367,  407  y  408. 

Lanf/osta;  1575. 

Laiidemio:  Sobre  su  pago:  1631,  1644  á  1G46. 

ivecíiíí-adel  testamento;  695, 696,  697,698  y  707.— No  pue- 
den hacer  testamento  cerrado  los  qne  no  saben 
leer;  7(-i8. 

Lecho  conjugal:  Sii  entrega,  etc.;  1374  y  1420. 

Legados,  baso  15:  Mandas  y  legados  en  general:  Sus 
clases:  Electos,  etc.;  858  á  8Í»1. 

—  Entre  cónyuges;  50,  regla  2."— Para  gastos  de  edu- 
cación; 102. 

—  El  que  lega  puede  nombrar  tutor;  207. 
—Transmisión  de  la  propiedad  ó  posesión;  347.— Le- 
gados á  cargo  del  usuiructuario;  508. 

—  El  logado  es  titulo  singular  de  adquirir;  660  y  66S. 
Pt'rt.U"-la.  del  legado  por  el  tutor  testamentario  que 
se  excusa;  251. 

— Condicionales  ó  A  término;  758,  759,  790  á.  805.-  Caii- 
sal;  767. 

—  Es  aplicable  A  los  legatarios  lo  dispuesto  para  los 
herederos;  789. 

— A  los  hijos  y  descendientes;  828.— Valen  los  lega- 
dos aun  en  el  caso  de  desheredación  sin  causa;  851. 
—Pago  por  los  albaceas;  902,  903  y  906.— Derecho  de 
acrecer  entre  legatarios;  987.—  No  pueden  reclamar- 
se durante  los  plazos  para  la  deliberación  y  el  in- 
ventario, etc.;  1025  y  1027.— Constitutivo  de  dote; 
1336. — Legados  inoñciosos;  820  y  S21. 

—Deudas  á  cargo  de  los  legatarios;  1029.— Legata- 
rios que  pueden  pedir  reducción  de  donaciones;  655. 
Incapacidad  para  ser  testigos  en  el  testamento;  682. 

—  De  iniportancia  para  el  electo  de  nombrar  tutor 
testamentario;  207,  209  y  260. 

—Pérdida  de  la  manda  contra  el  tutor  testamenta- 
rio (lue  se  excusa;  251. 
Legislaciones  foniles.—Y.  Derecho  foral. 
Legitimación;  326.— Derechos  sucesorios  de  los  hijos 
legitimados  por  concesión  Real;  844  y  939. — V.  Hijos 
legitimados. 
Legitimas,  base  16:  Su  cuantía  para  los  descendientes 

y  ascendientes;  806  á  822. 
— De  los  descendientes;  ll4,  núm.  3." 

—  De  los  hijos  reconocidos;  134  y  840.— Id.  legitima- 
dos por  rescripto;  127. 

—A  favor  del  cónyuge  sobreviviente;  492,  834  á  839 
y  953. 

—  Las  legitimas  sirven  de  limite  á  las  donacio- 
nes; 636. 

—Los  que  tienen  derecho  á  ellas  pueden  pedir  la  re- 
ducción de  las  donaciones;  655. 

—  Pérdida  de  la  legítima  por  haber  atentado  íi  la 
vida  del  cansante;  756. 

— La  incapacidad  ó  indignidad  del  heredero  no  per- 
judica A  sus  descendientes;  761. 

— La  desheredación  no  perjudica  á  los  hijos  del  des- 
heredado; 857. 

— A  la  sucesión  en  la  legitima  no  se  aplica  el  dere- 
cho de  acrecer;  985. 

—Es  el  limite  de  la  obligación  de  dotar;  1340  y  1341. 

— Respeto  k  los  derechos  legitimarios;  76^),  777,  782, 
813,  SI5,  8i7,  886,  900, 1037,  1038,  1042,  1056, 1070  y  1075. 

—  Nulidad  de  renuncia  ó  transacción  de  legítima 
futura  entre  el  que  la  debe  y  su  heredero  forzo- 
so. K16. 

Legitimidad;  962.— V.  Hijos  legítimos. 

Leñas.~Y.  Montes. 

Lesión  que  rescinde  las  particiones;  1073  á.  1079.— ídem 
los  contratos;  1291,  1293  y  1296.— En  la  cosa  compra- 
da; 1469  y  1470. 

Letrados.— Y.  Ahogados:  Dictamen. 

Leyes  y  estatutos;  Base  2.'^ 

Leyes  y  sus  efectos:  Reglas  generales  para  su  aplica- 
ción; 1."  á  16.— Penales;  8."* — Prohibitivas;  11. -Es- 
peciales; 16  — Origen  de  usufructo:  46S. — La  ley  como 
manera  de  adquirir;  609. — Id.  como  fuente  de  obli- 
gaciones; Í0S9.  — Medio  de  deferir  la  tutela;  204  y  205. 
ídem,  la  sucesión;  659. 


—De  constituir  el  usufructo;  468. — Como  origen  de 
servidumbres;  536.  — Servidumbres  legales;  549  á,  593. 

—Leyes  y  regl.imentos:  Sanción  de  los  que  ordenan 
servidumbres;  551. 

—Leyes  y  reglamentos  especiales;  1585  y  1603. 

— Ley  de  17  de  Junio  de  1870  sobre  Registro  civil:  Sti 
inaperio;  322. 

—De  minería:  Aplicación;  427. 

—De  agiias;  412,  425  y  563. 

—  Sobre  propiedad  intelectiial:  Aplicación;  429, 
—De  Enjuiciamiento.- V.  Enjuiciamiento  civil. 
— Hipotecaria.— V.  Hipotecas. 

—  Dírcaza  y  pesca;  611. 

— De  expropiación  forzosa.— V.  Expropiación. 

— Especialessobre  despojos  arrojados  á   la  playa,  y 

hierbas  marítimas;  617. 
— Administrativas  sobre  pastos;  601. 
Liberación:  Legados;  870,  871  y  872.— En  las  obligacio- 
nes; 1177,  1332  y  1850. 
Libertad  de  testar  por  el  que  no  tiene  herederos  for- 
zosos; 763.  -  Libertad  del  dominio. — V.  Censos:  Ser- 
vidumbres. 
Libros. — V.  Registro  de  tutelas. 

Licencia  para  abrir  calicatas;  426. — Para  descubrir 
aguas;  417. 

—  Marital;  o93,  995,  1053,  1361,  1387,  1416  y  1716.— Cuán- 
do no  es  necesaria;  60,  63,  893  y  1416.— V.  Contratos: 
Autorización. 

—  Para  contraer  matrimonio.— V,  Consentimiento. 

—  jiidicial  ala  mujer  para  celebrar  contratos  sobre 
bienes  conyugales;  1361  y  1444.  — Casos  en  que  la  li- 
cencia del  jiiez  suple  la  del  marido;  995,  1053,  1361, 
13^s7  y  14U. 

— Para  la  adopción;  178. 

— Para  enajenar  bienes  del  marido  ausente;  188. 

—Para  enajenar  bienes  de  pródigos;  225. 

Linderos:  Su  determinación  en  el  contrato  de  ven- 
ta; 1471. 

Lineas:  Orden  de  suceder  según  su  diversidad:  En  la 
descendente;  930  á  934  y  973.— En  la  ascendente;  810, 
935  á  938. — Hijos  naturales  reconocidos;  939  á  945. — 
Colaterales  y  cónyi^ges;  946  á  955. — Sucesión  del  Es- 
tado; 956  á  958. -Lineas  de  parentesco;  915  y  siguien- 
tes.— Representación;925.  -  Preferencia  de  la  linea 
paterna  para  la  tutela;  220. 

Liquidación  de  deudas;  1169. — De  dote;  1377.— De  la  so- 
ciedad de  gananciales;  1418  á  1431  y  1434.-De  las  so- 
ciedades en  general;  1708. 

Litigios.— Y.  Bienes  litigiosos. 

Litografias:  Accesión;  377. 

Locos:  Locura:  Limitaciones  consiguientes  á  la...;  32 
y27S._Tutela  de  enajenados;  200,  2i3  y  siguientes, 
y  278.  — Los  locos  no  pueden  ser  testigos  en  los  tes- 
tamentos y  contratos;  681  y  1246.— Ni  contraer  ma- 
trimonio; «3,  núm.  2.*^- Cómo  puede  testar  el  ena- 
jenado; 663  664,  665  y  66(3.  Efectos  de^la  locura 
respecto  del  testamento  cerrado,  etc.;  742. -Susti- 
tución de  heredero  para  el  enajenado;  776.— Los 
locos  no  pueden  consentir;  1263  y  1264. 
—Transmisión  de  la  acción  de  legitimidad  cuando 
el  hijo  muere  loco;  118.— V.  Menores. 

Luces  y  vistas  (Servidumbres  de);  580  á  585. 

LiigaráQl  pago  delarriendo:  1574.— Del  cumplimiento 
del  contrato;  1615.  -De  devolución  de  depósito;  1774. 

Lujo  (gastos  de);  454,  455  y  4S7. 

Liif.o  de  la  viuda;  1379  y  1427. 

Lluvia.—Y.  Aguas. 

3VE 

Madres:  Reconocimiento  de  hijos  naturales;  1.36. — Pa- 
tria potestad  de  la  madre;  63,  154  á  166.— Tutela;  220. 
—  Obligación  de  dotar;  1340. -Transacción  sobre 
bienes  de  sus  hijos;  1810.— Madre  que  {)asa  A  segun- 
das nupcias;  168  y  172.  — Las  madres  siempre  son 
ciertas,  de  los  hijos  que  nacen  de  ellas;  136  y  140.-^ 
V.  Alimentos:  Consentimiento:  Emancipación:  Hi- 
jos: Legitimación:  Matrimonio;  Patria  potestad: 
Viudez. 

Madrid.— Y.  Jueces. 

3Iaestros  y  directores  de  artes  y  oficios:  Alumnos: 
Aprendices:  Daños  ajenos  de  que  son  responsables; 
1903.- Arquitectos  y  constructores  de  obras;  1909. — 
Prescripción  de  honorarios;  1967. 

Maqistrnilos:  Jueces  y  fiscales:  Pueden  excusarse  de 
la  tutela;  244.— Prohibición  de  comprar;  1459. 

Majadas;  570. 

3[íila  conducta:  Obsta  á  la  tutela  y  protutela;  237  y 
238.— Suspende  la  obligación  do  alimentar;  152,  nú- 
mero 5." 

Mala  fe:  matrimonios  de  mala  fe;  69,  70,  72  y  1417. 
—En  la  accesión  sobre  bienes  inmuebles  y  muebles; 
360,  362,  363,  364,  375,  379,  382  y  383. 
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— En  la  posesión;  i33. 

— Enajenación  eu  fraude  de  acreedores;  129S. 

— Mala  fe  en  caso  de  evicción;  1476. 

—En  la  venta;  1488. 

— En  la  venta  de  créditos  y  derechos;  1529. 

—En  el  cobro  do  lo  Indebido;  1896.— En  el  contrato 
de  sociedad;  169^  y  1700. 

— En  los  pleitos;  241. 

— V.  Buena  fe:  Prescpriíjción. 
Mal  uso  de  la  cosa  usufructuada;  520. — De  las  dadas 

en  uso  y  habitación;  529. 
Mulos  tratos  de  palabra  y  obra:  son  causa  de  divor- 
cio, de  pérdida  de  la  patria  potestad  y  de  dei^ere- 
dación;  73,  105,  171  y  853. 
3fanantiales:  Dominio;  407,  408,  412  y  424. 
Müncoiuunidad:  Obligaciones  mancomunadas;  1137  á 
1148  y  1150. — Prohibición  del  testamento  mutuo  ó 
de  mancoun'iu;  609.— Mancomiinidad  en  el  alhaceaz- 
go;  894  4  897. — La  confusión  xio  extingue  la  denda 
mancomunada;  1194.— Comunidad  de  jiastos;  600  á- 
603.— V.  Comunidad  de  bienes. 
Mandas, — V.  Legados. 

Mandato:  Su  naturaleza,  forma  y  especies;  1709  á  1717. 
Obligaciones  del  mandatario;  1718  á  1726.— Obliga- 
ciones del  mandante;  1727  k  1731. — Modos  de  aca- 
barse el  mandato;  1732  k  1739. 

— Matrimonio  por  poder;  87  y  100. — Posesión  en  nom- 
bre de  otro;  431  y  439.— Poderes;  1280.— Prohibición 
de  comprar  impuesta  al  mandatario;  1459. — Efec- 
tos de  la  muerto  del  mandatario;  1739. 

—  Caducidad  del  poder  otorgado  por  ausentes;  181. 
— Extingue  la   administración  de  bienes  del  ausen- 
te; 190,  núm.  l.« 

— Vocales  del  consejo  de  familia;  300. 
—Aceptación  de   donaciones  por   medio  de   repre- 
sentante; 630  y  631.— V.  Comisario;  Ci  estión  de  nego- 
cios: Poder:  Representación. 
Máquinas:  334,  núm.  5.°  y  1908. — V.  Explosión. 
Mar:  Objetos  arrojados  á  la  playa:  Plantas  maríti- 
mas; 617. — V.  Islas. 
Marido  y  mujer;  Marido  menor  de  dieciocho   años; 

59. — Arrendamiento  de  bienes  de  la  mujer;  1548. 
•^Transacciones;  Ibll. 

—  Consentimiento  ele  la  mujer  sobre  sus  bienes;  1B83 
y  1413. 

— Derecho  exclusivo  de  impugnar  los  contratos  de 
la  mujer;  65. 

—  No  pueden  venderse  bienes;  1458. 

— Arrendamiento  de  los  bienes  de  la  mujer  por  más 
de  seis  años;  1548. — V.  Matrimonio:  Autorización: 
Dote;  Licencia:  Patria  potestad,  etc.,  etc. 
Materiales  para  obras;  158s,  15S9,  1590,  1593  y  1595. 
Mateniidad:  Se  permite  su  investigación;  140  y  141. — 

V.  Matrimonio. 
Matrimonio:  Bases  3.*^,  4.»,  e.*^,  8.^,  9.^,  22  y  23. 

— Sus  formas;  42  á  52. — Prueba;  53  á  55. — Derechos  y 
obligaciones  de  marido  y  mujer;  56  á  66. — Efectos 
de  la  nulidad  y  del  divorcio;  67  á  74. 

— Canónico;  75  A  82. — Inscripción  de  matrimonios; 
Inst.  26  Abril  I8S9  y  Resol.  8  Mayo  id.  — Matrimonio 
celebrado  el  día  que  comenzó  á  regir  el  Código. 
Resol.  11  Mayo  1889. 

— Civil:  capacidad  de  los  contrayentes;  83  á  85.— Ce- 
lebración del  matrimonio;  86  á  100. — Nulidad;  101  á 
103.— Divorcio;  104  á  107. 

—El  tít.  IV  del  lib.  I,  que  trata  del  matrimonio, 
rige  en  todas  las  provincias  y  territorios;  12. — La 
mujer  casada  adquiere  la  nacionalidad  del  mari- 
do; 22. — Autoridad  marital  del  pródigo:  224  y  225. — 
Segundas  nupcias;  157,  321  y  b39.— Segundas  nup- 
cias de  la  viuda;  16S,  172,  206  y  839. 

— Bienes  del  marido  ausente;  188. 

—Contratos  con  ocasión  del  matrimonio;  1315  á  1444. 

— La  declaración  de  presunción  de  miierte  de  un 
cónyuge  no  autoriza  en  caso  alguno  el  matrimo- 
nio del  otro;  52. 

— Representación  del  cónyuge  ausente  por  el  pre- 
sente; 183. 

— Donaciones  á  marido  y  mujer;  637. 

—Forma  de  legitimación;  120,  121,  122  k  124. 

— Los  cónyuges  pueden  adoptar  conjuntamente;  174. 

— Inscripción  de  matrimonios  en  el  Registro;  326 
y  329. 

— Institución  de  heredero  bajo  la  condición  de  no 
contraer  matrimonio;  793. 

— El  marido  y  la  mujer  se  dehen  alimentos;  143  y  144. 

— P-oducü  la  emancipación;  314  y  315. 

— Tutela  de  un  cónyuge  sobre  el  otro;  220. 

— Causas  de  desheredación  de  los  cónyuges;  854. 

— Matrimonio  en  el  extranjero;  1325. 

— Ventas  entre  marido  y  mujer;  1458. 


— Transacción  en  cuestiones  matrimoniales;  1811 
y  1814. 

— Matrimonio  in  articulo  mortis;  78,  93  y  95. 
— Para  el  matrimonio  canónic^o  no  rige  la  compu- 
tación civil  del  parentesco;  9l9. 
^Matrimonios  de  conciencia  y  á  bordo;  79  y  94. 
—Precauciones    cuando   la   viuda    queda    encinta; 
959  á,  967. 
—Los  cónyuges  se  deben  alimentos;  143. 
— Bienes  del  cónyuge  ausente;  185. 
— Declaración  de  incapacidad  de  un  cónyuge;  214 

y  215. 
—Derecho  del  cónyuge  CfvSO  de  interdicción  del  otro; 

art.  228. 
—V,  Segundas  nupcias:  Legítima:  Mujer  casada: 

Autorización:  Licencia:  Reserva. 
Mayor  de  14  años:  Concxirre  al  consejo  de  familia;  30'^. 
Mayor  edad:  Se  fija  en  los  23  años,  etc.;  base  8.^;32Uá 

324.— V.  Edad. 
Mayorazgos.— V,  Prohibición  de  enajenar. 
Medianería  (ServidumVjre  de);  571  A  579 — Pisos  de  ca- 
sa perteneciente  A  distintos  propietarios;  396.— Ar- 
boles y  setos  medianeros;  593. — Huecos  en  paredes 
me<Uaneras;  580.  — Construcciones  cerca  de  paredes 
medianeras:  590. 
Médicos:  Reconocimiento  de  enajenados  que  quieren 
testar;  665.— Cuándo  intervienen  en  el  testamento 
militar;  7i6. — V.  Asistencia. 
Mejoras:  Entre  los  hijos  y  demás  descendientes;  823  A 
^3.— Su  cuantía;  8(_)8.~Gravada  con  el  usiifructo 
concedido  al  cónyxige  viudo;  834  y  Híd. — La  mejora 
vale  aun  en  el  caso  de  desheredación  sin  causa;  851. 
En  bienes  reservables;  972. 
Mejoras  é  impensas  en  cosa  ajena;  358,  453,  456,  457,  472 
y  siguientes,  487,  488.  502,  503,  1404,  1408,  1478  y  1656, 
núm.  8.° 

—  En  bienes  dótales;  1360  y  1368.— En  la  cosa  arren- 
dada; 1573. 

— Abono  de  mejoras  y  gastos;  1898. 
— Mejora  en  cosa  sometida  A  obligación  condicio- 
nal; U22. 

—Están  comprendidas  en  la  hipoteca;  1877. 
— De  lincas  dadas  en  eníiteusis;  1652. 
—Mejoras  en  finca  sometida  A  censo  A  primeras  ce- 
pas; 1656. 
Memorias  testamentarias:  Nulidad;  072  y  disposicio- 
nes transitorias;  regla  2."- 
iIff7»orms  soVire  aplicación  y  reforma  del  Código;  16 

Octubre  1889. 
Menestrales,   criados  y  jornaleros;  1586  y  15S7.— Sobre 

prescripción  del  importe  de  sus  servicios;  1968. 
Menores  de  14  y  12  años;  83,  núm.  1.** 

—  Los  menores  están  sujetos  A  tutela;  200,  211,  212 
y  278. 

—  Los  menores  é  incapacitados  pueden  poseer;  443. 

—  No  pueden  otorgar  testamento  ológrafo;  688.— Ni 
ser  albaceas;  893.   -Aceptación  de  herencia;  992. 

—  Particiones  en  que  hay  menores;  1060.— No  pueden 
consentir;  1263  y  1264— Pueden  otorgar  capitula- 
ciones matrimoniales:  base  23,  1318. 

— Donaciones  por  causa  de  matrimonio;  1329. 
—El  menor  emancipado  puede  ser  mandatario  en  la 
forma  que  se  dice;  1716. 

—  Consentimiento  para  el  matrimonio;  45. 

—  Transacción  sobre  sus  derechos;  1810. 

— Tutela  de  los  pródigos  cuando  hay  menores;  222. 
—A  quién  corresponde  la  administración  de  los  bie- 
nes del  padre  ausente;  189, — V.  Edad. 

Menoscabos.— Y .  Deterioro. 

Meses,  días  y  noches:  Cómputo;  7.— Pago  de  pensio- 
nes alimenticias  ;  148. — Arrendamiento  hecho  por 
meses;  1581. 

Mesoneros:  Responsabilidad  directa  y  subsidiaria; 
1783  y  1784. 

Mécela.— Y .  Conmixtión. 

Miedo:  Invalida  el  consentimiento;  1265,  1268  y  1301.— 
V.  Coacción. 

Militares  (Matrimonio  de);  90  y  95.— Pueden  excusarse 
de  ser  tutores;  244.— V,  Testamento  militar. 

jííñíns;  Sobre  esta  propiedad  especial;  334,  núm.  8.°, 
339,  350,  426,  427,  476,  477,  478  y  1632. 

Ministerio  de  Estado:  Archivo  de  testamentos  otor- 
gados en  el  extranjerí  ;  735  y  736.  — Testamento  ma- 
rítimo; 728. 

Ministerio  fiscal.  Causas  y  asuntos  en  que  debe  inter- 
poner su  oficio;  98,  102,133,  J63,  164,  178,  181,  196,  212, 
215,  222,  22-S,  293  A  295,  302,  322,  692,  713,  788,  993  y  1353. 
—Circular  de  la  fiscalía  del  T.  S.;  b  Mayo  1889. 

Ministro  de  la  Guerra:  Su  intervención  en  el  testa- 
mento militar;  718. 
— De  Marina:  Intervención  en  el  testamento  marí- 
timo; 725,  727  y  728. 


I 

I 


CÓDIGO  CIVIL.  (Smnario  alfabético.) 


711 


Ministros:  Pueden  excusarse  de  la  tutela;  244. 

IHiraihives. — V.  Balcones. 

Nodo:  Legado  modal;  797  y  798. 

Mojones:  Arboles  que  sirven  de  mojones;  593. 

Monasterios, — V.  Religiosos. 

Moneda:  Pago;  1170. 

Montes:  Usufructo  sobre  ellos;  4So.  — Servidumbres  y 
su  redención;  604. 

Montes  de  Piedad:  Reivindicación  de  objetos  empe- 
ñados; 464,  nOíJy  l87Ü. 

líoros/í/n(Z:  Efectos;   1096,  1100,  1101,  1108  y  1109.— Res- 
ponsabilidad del  deudor  moroso,  caso  de  pérdida 
de  la  cosa  debida;  1182  y  1501. 
— En  la  entrega  de   obra  en  construcción;   1590. 

Mostrencos.-  V.  Cosas  abandonadas. 

Mudos:  Cómo  pueden  otorgar  testamento  cerrado; 
70y V.  Ciegos. 

Muebles:  Sentido  amplio  y  estricto  de  esta  palabr.i; 
H:i5  y  346.— Para  uso  del  usufructuario;  495  — Mue- 
Ides  que  se  comprenden  en  el  arriendo;  1.5>b2.— Véa- 
se Bienes. 

Muerte  natural:  Extingue  la  personalidad  civil;  32. 
— Simultánea;  33. 
— Presunción  de  muerte;  34. 

— De   uno  de  los  cónyuges:   Disuelve    el  matrimo- 
nio; 52. 
— Extingue  la  patria  potestad;  167. 

—  ídem  la  obligación  de  dar  alimentos;  150  y  152. 
— Id.  el  usufructo;  513  y  521. 

— Abre  la  sucesión;  657  y  989. 

— I)el  testador:  Produce  el  inmediato  derecho  alle- 
gado; >5'Sl. 

— Del  albacea:  Termina  «1  albaceazgo;  910. 

—Muerte  de  los  socios  en  el  contrato  de  sociedad; 
17(X)  y  nrn. 

— Del  adoptado:  extingue  la  obligación  de  insti- 
tuirle beredero,  contraída  por  el  adoptante;  177. 

— Del  ausente:  Consecuencias;  190,  núm,  2." — Pre- 
sunción; 191  k  194. 

—  Del  contratista  de  obras;  1595. 

— l>el  mandante  y  mandatario;  1732. 

— V.  Matrimonio  in  articulo  mortis:  Vida. 
Muj-'r  casadii:  Mujeres.—ha,  mujer  sigue  la  condición 
dcd  marido;  15  y  22. 

—Las  mujeres  no  pueden  ser  testigos  en  los  testa- 
mentos; 6S1. — Excepción;  701. 

— La  mujer  casada  no  pixede  ser  albacea;  f93. 

— Aceptación  y  repudiación  de  herencias;  9ít5. 

— No  i>uede  pedir  partición  de  bienes  sin  previa  li- 
cencia marital;  1053. 

—  Cómo  puede  consentir:  1263  y  1264. 

— No  puede  aceptar  mandato  sin  autorización   de 
sn  marido:  1716. 
—Las  mujeres  no  pueden  ser  tutoras:237. — V.  Auto- 
rización: Dote:  Licencia:  Marido  y  mujer:  Hijos: 
Matrimonio:  Viudez,  etc. 

Multas:  A  vocales  del  consejo  de  familia:  300  y  306. — 
Por  defectos  en  el  Registro  civil:  331. — Por  no  avi- 
sar al  juez  municipal  la  celebración  del  matrimo- 
nio: 77. — En  el  reconocimiento  de  hijos  naturales: 
132.  — La  mujer  no  está,  obligada  al  pago  de  las  im- 
puestas al  marido:  1410. 

Muros  y  fortalezas:  Su  dominio,  etc.:  339,  341  y  345. 

Mutuo  auxilio. — V.  Fidelidad. 

—  Préstamo. — V.  Préstamo. 

Kacidos  y  no  abortivos:  29  y  30. — 'Las  criaturas  abor- 
tivas no  pueden  heredar:  745.  —  V.  Donaciones; 
Viudez. 

Nacimiento;  base  9.^:  29  á  31.  — Inscripción:  326  y  328.— 
Precauciones  que  deben  adoptarse  cuando  la  viu- 
da queda  encinta:  959  á  967. — Pleitos  sobre  naci- 
miento: 1247. 
—No  es  necesaria  la  presentación  del  recién  nacido 
en  el  Registro:  328. — V.  Póstiimos. 

Nacionalidad  y  extranjería:  base  2."':  17  y  siguientes. 

Naturalización  de  extranjeros:  17. — Inscripción:  326 
y  a30. 

Naufragio:  Testamento  cuando  hay  peligro  de  nau- 
fragar: 7:si. — Depósito  necesario  en  caso  de  naufra- 
gio: 1781  y  1782. 

Navarra;  base  13. 

Necesidad.— V.  Utilidad, 

Negligencia:  Puente  de  obligaciones:  1018,  10S9,  1093, 
110.,  1103,  1104,  lí<r)2  A  1910,  1932  y  1968.— V,  Culpa: 
Gestión  de  negocios. 

Nietos:  Heredan  por  representación:  93.3. — Colación 
por  los  nietos  de  los  bienes  que  deja  el  abuelo  al 
padre,  etc.:  1038. — V.  Descendientes. 

No  uso  de  aprovechamientos  de  aguas:  411. 


— De  servidumbres:  546. — V.  Desuso. 
Noches:  Cómputo;  7.** 

Nombre  y  apellido  del  heredero;  772  y  773.— V.   Ape- 
llido. 
Notario:  Consentimiento  para  el  matrimonio  ante 

notario;  48. 

—Reconocimiento  de  hijos  naturales;  132, 

— Aiitorización  de  testamentos  y  su  intervención 

en  los  mismos;  665,  681,  68.5,  686,  689,  693,  694,  705,  707. 

709  A  712  y  715.  '        »         i        . 

— Cuándo    ejercen  los  comisarios  de  guerra   y  los 

cónsules  funciones  notariales;  717  y  734. 
— No  puede  el  notario  heredar  á  la  persona  cuyo 
testamento  aiitorice;  754. 
—Su  intervención  en  aceptación  de  herencia;  1011, 

—  Documentos  públicos;  1216  y  siguientes. 

—  Subsistencia  de  la  legislación  notarial;  1217. 
—Intervención  en  'as  capitulaciones  matrimonia- 
les; 1322. 

—  Cesión  de  bienes  parafernales;  1384. 
— Resolución  de  la  venta  á  plazo;  1504, 

—  Requerimiento  al  pago  déla  pensión  enfitóutica: 
1649.  ^ 

— Enajenación  de  la  prenda  por  el  acreedor  pigno- 
raticio; 1872. 
— Prescripción  de  honorarios  notariales;  1967, 
— V.  Escritura:  Ee:  Testigos,  etc. 

Notas  marginales  de  escrituras;  1229. 

Notificación  de  donaciones;  631  y  633. — Para  caso  de 
evicción;  14S1  y  1482. — En  la  consignación;  1177  v 
117S. 

Novación  de  contratos;  1143,  1I5G,  12o3  A  1213  y  1224. 

Novenario:  Prohibición  de  ejercitar  acciones  en  los 
nueve  días  subsiguientes  á  la  muerte  de  una  per- 
sona; 1004. 

Nuda  propiedad.— V.  Usufructo, 

Nuera:  1247. 

Nulidad:  Actos  contra  la  ley;  4.°— Actos  y  contratos 
de  la  mujer  sin  licencia  del  marido;  62  y  65. — Efec- 
tos de  la  nulidad  del  matrimonio;  67  A  72.  — Pleitos 
sobre  nulidad  del  mismo;  80  á  82.— Matrimonios 
nulos;  101  A  103.  — Inscripción  délas  sentencias  de 
nulidad;  26  Abril  y  8  Mayo  1889. 

—  Nulidad  de  donaciones,  y  de  las  ventas  relativas 
A  los  bienes  en  que  consisten,  hechas  por  el  do- 
nante; 62S,  630,  641,  647  y  649, 

— Nulidad  de  testamentos  y  cláusulas  testamenta- 
rias; 672,  673,  675,  687,  689,  705,  715,  750,  752  A  755.— Nu- 
lidad de  sustituciones  hereditarias;  777,  781  y  786. — 
Condiciones  nulas:  794. — Pactos  sobre  legítima  fu- 
txira;  816,— Desheredación  nula:  8.51.— Legados  nu- 
los; 862,  865  y  87S.  — Exención  de  rendir  cneutas  A 
favor  de  los  albaceas:  907.— Particiones  nulas;  1081. 

— Obligaciones  condicionales  nulas;  1115  y  1116. — 
CuAndo  es  niila  la  clAusula  penal  en  las  obligacio- 
nes; 1155. — Requisitos  para  la  validez  del  pago  ó  so- 
lucrón;  1160  y  1165. — Novación  niila;  1208. 

—  Pactos  contrarios  A  la  moral,  A  las  leyes  y  A  las 
buenas  costumbres;  1255  y  1271.— Nulidad  del  con- 
trato A  nombre  ajeno  sin  autorización:  1259. —Niili- 
dad  del  consentimiento  en  los  contratos;  i265A  1270. 
Causa  falsa  en  los  contratos;  1276.  — Contratos  nulos 
por  oscuridad  de  su  concepto;  1289.  Nulidad  do  los 
contratos  en  general;  1200  A  ;2i4. 

— Cansas  de  nulidad  del  contrato  sobre  bienes  con 
ocasión  del  matrimonio;  1316,  13l7  y  1326. — Dona- 
ciones entre  cónyuges;  1334  y  1335.  Determinación 
del  momento  en  que  comienza  la  sociedad  legal  y 
nulidad  de  los  pactos  en  contrario;  1393. 

— Compraventa  sobre  cosa  totalmente  perdida;  1460. 
Pactos  contrarios  al  deber  de  eviccionar;  1476.— 
Venta  de  ganados  enfermos;  1494  —Arrendamiento 
de  servicios  jíor  toda  la  vida;  1583. 

— Aportación  de  inmuebles  al  contrato  de  socie- 
dad; 1668. — Pacto  de  exclusión  de  las  ganancias  ó 
pérdidas;  1691. 

—Seguros  sobre  bienes  qiie  han  sido  ya  objeto  de 
siniestro;  1797. 

— Renta  sobre  la  vida  de  persona  miierta;  1804. 

— Nulidad  del  pacto  comisorio;  1884. 

— De  sustituciones  de  poder;  1721. 

— De  ñanza  sobre  obligación  ineficaz;  1824, 
Nujicias.—Y.  Matrimonio:  Segundas  nupcias. 


Obediencia  de  la  mujer  al  marido;  57 De  los  hijos  A 

los  padres;  154  —Del  pupilo  al  tutor;  2t>í. 

Obispos:  pueden  excusarse  de  la  tutela:  244. 

Oftjeto  de  los  contratos;  1271  A  1273  y  1305, 

Obliffacionfs;  bases  19  A  21;  Disposiciones  generales; 
1088  A  1093.— Naturaleza  y  efectos;  1094  A  1112.— Es- 
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pecies:  Piiras  y  condicionales;  1113  á  1124.— A  pla- 
zo; llLío  A  1180. -Alternativas;  1131  á  U3Ü.— Manco- 
munadas y  solidarias;  1137  á  Iliy.-Divisibles  ó  in- 
divisibles; 1149  A  1151.- Con  cláusula  penal;  1152  A 
U5o.— Extinción;  1156  A  1213.— Prueba:  1214  A  1253. 

— Las  reglas  de  las  obligaciones  alternativas,  son 
aplicables  A  los  legados  alternativos;  874. 

—Términos  de  cumplimiento  de  la  obligación  de 
alimentar;  149. 

—Fianza  manconnmada;  837,  1844,  1845,  1&50  y  1852. 

—  Obligaciones  solidarias.-Hespecto  de  deudas  so- 
ciales; 1698.— En  el  mandato;  1731.  — En  el  comoda- 
to; 174S.— En  el  depósito;  1772. 

—  Las  causas  que  rescinden  las  obligaciones,  rescin- 
den también  las  particiones;  1073. 

—  Obligaciones  accesorias;  1207. 

— Obligaciones  que  se  contraen  sin  convención : 
Cuasi  contratos:  Gestión  de  negocios  ajenos;  1887  A 
1894.— Col>ro  de  lo  indebido;  1895  A  1901.— Obligacio- 
nes que  nacen  de  culpa  ó  negligencia:  1902  A  i910 

— Las  reglas  de  las  obligaciones  condicionales  son 
aplicables  A  las  condiciones  en  la  sucesión;  791, — 
V.  Contratos, 

O&ms  públicas:  Su  concepto  jurídico;  334,  núm.  10  y 
344. — Invención  de  aguas;  407.— Ejecución  de  obras 

en  terreno  propio;  350,  359  y  360 Conservación  de 

casas  comuneras;  396 Obras  de  defensa  contra  las 

aguas:  420,  421  y  422.— Obras  A  cargo  del  dueño  del 
predio  dominante:  548  y  544.  --  Obras  contiguas  A  las 
demarcaciones  militares;  589  A  593. 

— Eacultades  del  propietario  sobre  la  finca  usu- 
fructuada; 503. 

—  Obras  que  afectan  al  aprovechamiento  de  aguas; 
552. 

—  Obras  por  ajuste:  Sobre  su  ejecución,  responsabi- 
lidades, derechos,  etc.;  1588  A  1600. 

—Para  el  uso  y  conservación  de  servidumbres;  543, 
544  y  552. 

—  Que  bacen  y  no  rescindible  el  arrendamiento;  '558. 
— V.  Accesión:  Mejoras  é  ímpení^as:  Arrendamiento. 

Ocultación  de  testamentos;  7  3.-  De  bienes  heredita- 
rios; 1002.— De  finca  enfiteuticaria;  1638. 

OcupaciÓ7i:  Modo  de  adquirir;  base  14;  609,  610  A  6L7 
y  438. 

Oficio.— y.  Profesión. 

Oflcios  enajenados;  336. 

Ofrecimiento  de  pago;  1176  y  siguientes. 

Oposición  al  matrimonio  por  causa  de  impedimento; 
98  y  99. 

Orden. — V.  Beneficio  de... 

Orden  público:  respeto  en  la  imposición  de  servi- 
dumbres; 594. — Leyes  que  le  afectan;  II. 

Orden  de  prelacióu;  Para  el  pago  de  alimentos;  144.— 
Para  el  de  legados;  887.— Para  el  de  créditos;  1926  y 
siguientes. 

Ordenados  in  sacris  y  religiosos  profesos;  83,  núm.  4.° 


Pactos:  En  los  capítulos  matrimoniales;  831  y  1393. 
— De  indivisión;  400. 
— De  no  salir  A  la  evicción;  1476. 

—  De  exchiir  A  un  socio  de  las  ganancias  y  pérdi- 
das; 1691. 

^De   arrendar   el   trabajo    personal   por    toda    la 

vida;  1583. 
— De  la  ley  comisoria;  1504. 
—De  retraer;  1572.     V.  Retracto. 
—Comisorio;  1884. 
—Anticrético. — V.  Anticresis. 
—De  quota  litis:  Véase  Abogados. 
— Secretos  en  el  contrato  de  sociedad;  1669. 
— De  que  continúe  la  sociedad  muerto  uno  de  los 

socios;  1704. — V.  Contratos. 
Padres:  Autorizan  el  matrimonio;  46.— Keconocimíen- 

to  de  hijos  naturales;  139  y  siguientes.  — Kepresen- 

tación  de  hijos  ausentes;   183— Nombramiento  de 

tutor  testamentario;  206  y  209. 
—Tutela  delloco  ó  sordomudo;  220.  — Del  pródigo;  227. 
— Padres  de  cinco  hijos;  piieden  excusarse  de  ser 

tutores;  244. 
— Exenr-ión  de  fianza  cuando  son  tutores:  260. 

—  llepresentacióu  de  los  hijos  en  la  partición;  1060. 
— Padres  que  abandonan  ó  prostitiiyeu  A  sus  hi- 
jos; 756. 

— Causas  de  desheredación;  854. 

—  Cómo  heredan  al  hijo;  936. 

—  Obligación  de  dotar;  1340  y  1341. 

— Arrendamientos  respecto  A  bienes  de  los  hijos;  1548 
—Responden  de  la  culpa  y  omisión  de  los  hijos;  1903. 

—  Padres  naturales:  Derechos  sucesorios;  846  y  944. — 
— Transacción  sobre  derechos  de  los  hijos;  1810. 


—Nacionalidad  de  los  hijos  por  la  de  los  padres,  et- 
cétera; 18  y  19. 

—Padre  de  familia:  Casos  en  que  la  ley  exige  la  di- 
ligencia propia  de  un  buen  padre  de  familia;  264, 
núm.  4.°,  497,  1555,  17:9,  1801  y  1867. 

—V.  Alimentos:  Ascendientes:  Matrimonio:  Patria 

potestad,  etc. 
Pago  6  solución;  1145,  1156,  1157  A  1181. 

— De  deudas  de  menores;  275. 

-Rescindible;  1292. 

—De  lo  indebido;  1895  A  1901. 

-De  deudas  hereditarias;  510,  1082  A  1087  y  1023  A  1031. 

—  Pago  de  deudas  hipotecarias;  609. 

—  Id.  de  las  del  donante  en  la  donación;  642y6^. 
— De  pensiones  censales;  1614  y  1615. 

— De  salarios;  1584,  núm.  2."  "^^ 

—  En  el  contrato  de  obras;  1599. 

—Al  acreedor,  anterior  A  la  cesión;  1527. 

Palomares;  334,  núm.  6.*^  y  613. 

Papel  sellado;  688,  732.-En  las  actas  del  Consejo  de 
familia;  11-22  Abril  1890, 

Papeles  privados;  672. 

Parada  ó  partidor;  562. 

Parafernales V.  Bienes. 

Paredes  maestras  y  medianeras,  ruinosas,  etc.;  396, 
núm.  l.«,  389,  391,  572,  573,  576,  577  A  580.— V.  Acota- 
miento: Edificios. 

Parentesco:  Obsta  al  matrimonio;  84. — Id.  al  nombi'a- 
miento  de  protutor  en  la  misma  linea  del  tutor: 
235.-Id.  A  la  tutela;  237. 

— Defensor  del  menor  nombrado  de  entre  sus  pa- 
rientes; 165. 
— Parientes  del  notario  autorizante  del  testamen- 
to; 681. 

—  Del  testador;  682. 

—  Institución  genérica  A  favor  de  los  parientes  del 
testador;  751. 

—Sucesión  legitima  de  los  parientes;  913,  915  A  923. 

—  Sucesión  de  los  colaterales;  954. 

—  Los  parientes  no  pueden  ser  testigos;  1246. 

— Intervención  para  fijar  la  dote  obligatoria;   1341. 

—  Personas  A  quicuCb  se  confiere  la  administración 
de  bienes  del  ausente;  187. 

— Exciisa  para  ser  tutores  de  los  no  parientes;  245. 
— V.  Alime-ntos:  Padres:  Consejo  de  familia:  Hijos: 
Lineas:  Matrimonio:  Tutela. 

Pa?*í'Oco: Dudas  testamentarias  que  resuelve  en  unión 
del  alcalde  y  juez  municipal;  749. 

Parte  alícuota  (usiifructuario  de);  508  y  510. 

Particiones  de  herencias;  269,  núm.  7.**,  671,  1045,  1(^, 
1051  A  1081.— Herederos  sin  designación  de  partes; 
765. —Mejoras;  932.— Derechos  del  albacea  partidor; 
90y.- Contrato  de  división  de  herencia;  1271.— Par- 
tición entre  socios;  1708.— Pago  de  deudas  heredi- 
tarias; 1082  A  1087. 
— Imprescriptibilidad  de  la  acción  familiw  erciscuii' 

de;  1965. 
— Las  reglas  de  las  particiones  son  aplicables  A  la 
división  de  la  cosa  común;  40*5. 

Partidas  sacramentales.— V.  Inscripción, 

Partidor. ~V.  Parada. 

Partos— Y.  Nacido:  Viudez. — Dobles;  31. 

Paso  (Servidumbre  de);  564  A  570. 
— Para  el  uso  de  las  servidumbres  de  saca  de  agua 
y  abrevadero;  556. 

Pastos;  600,  601,  602,  603  y  604.— V.  Acotamiento. 

Paternidad:  Limitaciones  para  admitir  su  investiga- 
ción salvo  en  los  casos  de  delito,  ó  cuando  conste 
por  escrito  la  voluntad  del  padre  de  reconocer  al 
hijo  ó  mediando  posesión  de  estado;  108  A  141.— 
V.  Maternidad;  Patria  potestad. 

Patios  y  corrales  en  que  puede  exigirse  la  servidum- 
bre de  desagüe;  588. — Patios  comuneros;  396,  núme- 
ro 2."— Exentos  de   acueducto;  559.— V.  Heredades. 

Patria  potestad,  base  4.*^ 
—Naturaleza,  efectos,  derechos  anejos  A  ella,  etcé- 
tera; 154  A  180  y  disposiciones  transitorias,  regla  5.* 

—  Su  ejercicio  caso  de  divorcio;  73. 

—El  sometido  A  ella  no  puede  ser  tutor;  206. 

— Se  mantiene  no  obstante  la  declaración  de  prodi- 
galidad; 224. 

—De  la  madre  sobre  los  hijos  del  interdicto;  229, 

—La  pérdida  de  la  patria  potestad  es  causa  de  cles- 
heredación  ensu  caso;  854  y  855. 

—Patria  potestad  sin  los  derechos  de  usiifructo  y 
administración:  761  y  857, 

— Transacción  sobre  bienes  de  los  hijos;  1810 

— Conatos  de  corrupción  de  los  hijos;  74. — V.  Eman- 
cipación: Padres. 

— Arresto  de  los  hijos  por  los  padres;  11  Marzo  1891, 
Patrimoniales. — V.  Bienes. 
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Patrimonio:  Usnfructo  constituido  sobre  la  totalidad 
de  \in  patrimonio;  506. 

Patrimonio  Real:  34Ü. — V.  Bienes. 

Peces:  618. — V.  Estanques:  Pesca. 

Pecidios:  Derechos  sobre  el  castrense  adventicio  y 
profecticio:  159  á,  166  y  disposiciones  transitorias, 
reglas  5."  y  6.* 

Peligro  de  muerte:  Matrimonio  m  articulo  mortis:  78, 
Testamento:  700  A  7ü:í.— Naufragio:  731. 

Pelota  (juego  de).— Es  licito:  IbÜO  y  1801. 

■Penados:  Penas:  los  penados  no  pueden  ser  tutores  ni 
protutores:  237. — Pena  de  privación  do  la  patria 
potestad:  169.  — Obligaciones  con  cláusula  penal: 
1152  A  1155.— V.  Cadena  perpetua. 

Penas  de  suspensión  ó  privación  de  la  patria  potes- 
tad: 169  y  170. 

Pensión  (Legado  de):  880.— V.  Rentas. 

Pensionps  alimenticias:  149. — Del  sometido  A  tutela: 
268. — Ha  de  expresarse  en  el  Registro  de  tutelas: 
290.  — Sobre  su  prescripción;  1966.— V.  Alimentos. 

—  Para  estudiantes:  788. 

—De  censos:  lHu3  y  siguientes  á.  1621,  1629,  1631,  1634, 
1649,  16.J0,  1656,  1657,  1659  y  1970. 
.  — Concepto  jiirídico  de  las  pensiones:  3H(>. — Califica- 
ción de  las  propias  de  cada  cónyuge:  1403. 

—Usufructo  sobre  pensiones:  475. 

— V.  Censos:  Rentas. 
Pérdida  de  la  cosa  poseída:  457,  4*30,  461,  462  y  464.— 
Prescripción;  1955  y  1962. 

— De  cosas  usufructuadas:  484,  499,  503  y  514. 

— Extinción   del  contrato   por  pérdida   de  la  cosa: 
1122,  1147,  1156,  1182  á  ll86,  1314  y  1568. 

— De  la  cosa  vendida:  1460,  1484  y  siguientes  y  1503. 

—De  cosa  recibida  en  permuta:  1540. 

— Arrendada:  1568, 

—De  la  cosa  objeto  del  contrato  de  sociedad:  1700  y 
1701. 

— Pérdida  de  frutos  de  cosa  arrendada:  1575. 

—De  la  obra  contratada:  1589  y  1590. 

— De  la  cosa  dada  en  comodato:  1744  y  1745. 

— De  la  depositada:  1777. 

— De  la  pignorada:  1867. 

—  Del  derecho  á  la  herencia:  713. 

— De  cosa  objeto  de  transporte;  1602. 
— V.  Sociedad. 
Perdón.  — Y.  Condonación. 

Periódicos  oficiales:  Ha  de  publicarse  en  ellos  la  de- 
claración de  ausencia:  lh6  y  192. 
Peritos:  Prueba  pericial:   1242  y  1243,  266,  271,  691,  1459, 
1495  y  1598.  -Prescripción  de  honorarios:  1967. 
— Aprecio  i)ericial  de   bienes  del  menor  ó  incapaci- 
tado: 2lí6  y  271.  — Tasación:  ;VsO.  — Regulación  de  pas- 
tos: 6l!KÍ.— Intervención  en   el  iiso   de  las  mediane- 
rías: 579. — ídem  para  evitar  daños  á  la  propiedad: 
590. 
—Tasación  de  fincas  acensuadas:  1661.— V.  Cotejo 

de  letras:  Médicos. 
Perjuros.— Y.  Falsarios. 

Permiso  para  que  el  depositario  se  sirva  de  la  cosa 
depositada:  1767  y  1768.  — Para  usar  de  cosa  dada  en 
prenda:  1870.  — V.  Licencia. 
Permuta:  Lo  que  es  este  contrato  y  sus  efectos:  1538 
á  1541   y  1446.— De  bienes  dótales:  1337.     De  bienes 
conyugales:  1396.— De  bienes  dados  á  censo:  i635. 
Personalidad  jwTidicfi  de  las  sociedades:  16(39  y  1812. 
Personas  A  quienes  se   aplica  el  Código  civil:  15.— In- 
hábiles para  la   txitela  y  protutela:  237  5'^  siguien- 
tes.— Para  recibir  donaciones:  628. —Indignas  para 
heredar.— V.  Indignidades. 
— Naturales:  29  á  34  y  40.  -Tutela  para   su  guarda: 

199. 
— Inciertas:  Nulidad  de  la  institución  de  heredero 

á-  s\i  favor:  750. 
—Jurídicas,  base  2.":  35  A 39,  41  y  1932.— Corporacio- 
nes <iue  pueden  ó  no   heredar:  745  y   746.  — Acepta- 
ción y  repudiación  de  herencia  que  se  las  deja:  993. 

—  Leyes  prohibitivas  concernientes  á  las  perso- 
nas: II. 

—Transacción  por  personas  jurídicas;  1812. 
Perturbación  en  la  cosa  arrendada:  1559  y  1560.— Véa- 
se Posaeión. 
Pesca;  610  y  611. 
Peste:  1.575. 

Peticidn  de  herencia. — V.  Acción  de... 
Pinturas:  Accesión:  3rí4,  núm.  4."  y  H77. 
Plantación:  350,  359,  360,  503y  589  á  593.— V.  Edificación. 
Plantaciones. -\.  Cepas. 
Plantas  marítimfls:  617. 
Playas:  Puertos,  radas,  etc.:  339. 
Plazas  piiblicas:  344. — Fuertes. — V.  Fortalezas. 
PZeifos  entre  marido  y  mujer:  60. — Del  menor   con  el 
tutor:  237  y  277. 


Po6í"<?a;  Pueden  excusarse  de  ser  tutores:  244.— Insti- 
tuidos herederos:  749  y  788.— Aceptación  de  la  he- 
rencia que  se  les  deja:  992. 
Poder:  Matrimonio  por  poder:  87. — Poderes  que  han 
de    constar    en   documento    público:    1280.  —  Para 
aceptar  donaciones:  630.— Poder  A  favor  del  geren- 
te de  una  sociedad:  1692  y  1697.— V.  Mandato. 
Policia  {leyes  de);  8. »— (Obras  de):  396,  núm.  2.°— Véa- 
se Reglamentos. 
Portales  comunes:  396,  núm.  2.° 
Porteador, s.—V .  Transportes. 
Posaderos:    Responsabilidad    especial:    1783  y  1784. — 

Es  aiílicable  á  los  porteadores:  1601. 
Posesión,  bu  se  U.— Sus  especies:  430  á  437.— Su  adqui- 
sición: im  A  445.— Efectos:  446  A  466. 
—Posesión  ó  propiedad:  Transmisión:  347. 
— Determina  el  deslinde  A  falta  de  títulos:  385. 
— De  servidumbres:  598. 
— Mejoras:  1368. 

— Preferencia  del  comprador  q\\e  primero  ha  toma- 
do posesión  1473. 
— Perturbación  en  la  posesión  de  la  cosa  compra- 
da: 1502. 
— Para  p1  efecto  de  la  prescripción:  1940  A  1951  y  1960. 
— Posesión  constante  de  estado:  54,  116  y  135. 
— Cómputo  de  la  posesión  para  prescribir  servidum- 
bres: 538  y  598.— Detentación  de  herencia  por  el  in- 
capaz de  poseerla:  770. 
Postumos:  'El  concebido  se  reputa  nacido  para  cuan- 
to le  reporte  utilidad;  29.— Sobre   impugnación  de 
su  legitimidad:  112,  núm.  3.°  — Pueden  adquirir  por 
donación:  627. —Precauciones  cuando  la  viuda  que- 
da encinta;  959  A  967. 
— Revocación  de  donaciones  por  el  nacimiento  de 
un  postumo:  644.— ídem  de  testamentos  por  la  mis- 
ma razón:  814. — Véase  Nacidos. 
Pozos:  Construcción:  590. 

Pí-ec/o  en  los  contratos:  1446  A  1449,  1455,  1466,  1469,  1470, 
1477,  147*<,  1500,  1543,  1544,  1555,  1569,  1584,  1592,  1593, 
1599  y  1791. 
— Concepto  del  precio  del  arrendamiento:  355. 
—Devolución  caso  de  rescisión  ó  nulidad:  1295  y  1303. 
— De  afección;  495. 

— Obras  por  ajuste  ó  precio  alzado:  15S8  y  slgs. 
Predios  dominante  y  sirviente:  530,  533,  535,  543  A  545, 

553,  558  y  568.— V.  Servidumbres. 
Prelación  para  el  pago  de  legados*  887.  —  De  créditos: 

V.  Créditos. — De  acreedores  déla  sociedad:  1699. 
Premio  de  administración  al  tutor:  276.— Del  hallaz- 
go al  inventor:  616. 
Prenda,  hipoteca  y  anticresis:  Disposiciones  genera- 
les A  la  prenda  é  hipoteca:  1857  A  1^62. — De  la  pren- 
da: lh63  A  1873.— De  la  hipoteca:  1874  á  1880.— De  la 
anticresis:  18il  A  i886. 
— Prenda  pretoria:  Retención  de  la  cosa:  522  y  1600. 
— Legado  de  cosa  emi)eñada:  867  y  871.^ 
— Rescisión  de  esta  obligación  accesoria:  1191. 

—  Créditos  garantizados:  1922  y  i926. 

— Fianza  pignoraticia  de  los  tutores:  253  y  257. 

—  Retención  de  la  cosa  por  el  poseedor  de  bxxena 
fe:  453. 

—  Dada  en  usufructo:  502.— V.  Retención. 

Preñez:  La  de  la  viuda  obsta  A  un  nuevo  matrimonio: 
45.  — Precauciones  cuando  la  viuda  queda  encinta: 
959  A  967. 
Presa. — V.  Estribo  de... 

Prescripción:  Modo  de  adquirir:  Disposiciones  gene- 
rales: 609  y  1930  A  1939. 

— De  dominio  y  demás  derechos  reales:  1940  A  1960. 

—De  las  acciones:  1961  á  1975.  -De  30  años,  1963  y  1959, 
De  20  años:  1964  y  1957.- De  10  años:  1957.— De  6  años: 
19<tíy  1955.— Dcuañoñ:  646,  762y  1966.— De  3  años:  1967 
y  11155.  — De  un  año:  196M.— De  veinte  días:  612-— Per- 
judica A  toda  clase  de  personas:  1932  y  1934. — De  bie- 
nes muebles:  1955.  — De  cosas  hurtadas  ó  robadas: 
1956.- De  bienes  inmuebles:  i957,  1 958  y  1959. 

— De  la  acción  para  pedir  abono  de  gastos  por  el  in- 
cumplimiento de  los  esponsales:  44. 

— De  la  acción  para  reclamar  la  legitimidad:  118. 

—ídem  para  impugnarla:  113  y  962. 

-ídem  la  adopción;  180. 

— Para  el  reconocimiento  de  hijos  naturales:  137. 

—De  la  acción  del  hijo  para  impiignar  el  reconoci- 
miento: 133. 

—  De  acciones  de  ausentes:  197. 

— De  acciones  derivadas  de  la  tutela:  287. 
—De  aguas;  409  y  411. 

—  De  la  posesión:  4(>0. 

—Del  derecho  de  usufructo:  46S  y  513. 

—  De  servidumbres;  537  y  sigs.,  547,  54-8  y  598. 

—Del  ducTio  de  animales  para  reclamarlos  del  oc\i- 
pante:  612. 
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— De  la  acción  para  rescindir  la  donación:  646  y  652. 

— Del  testamento  otorgado  in  articulo  mortts  y  en 
tiempo  de  epidemia;  7(B.— Del  marítimo:  730.— Del 
militar:  719. — De  la  acción  para  declarar  la  incapa- 
cidad del  heredero:  762. 

—De  las  acciones  rescisorias:  1076  y  1299.— De  la  ac- 
ción de  nulidad:  1301. 

—  De  acciones  nacidas  de  la  venta:  li72,  1490,  1496, 
y  1499. 

— Del  derecho  de  retracto:  1508  y  1524. 

—  De  la  responsabilidad  del  cedente  de  créditos  y 
derechos:  1530. 

— Del  pago  del  laudemio:  1646. 

—  Son  prescriptibles  el  capital  y  las  pensiones  de 
los  censos:  1620.— V.  No  uso. 

Presidentes:  Del  consejo  de  familia:  304. —De  las  Cáma- 
ras y  altos  Cuerpos  del  Estado:  Pueden  excusarse 
de  ser  tutores:  244.— De  Audiencias  territoriales; 
Concesiones  do  mayoría  de  edad  que  otorgan:  322 
y  323. 
Prestaciones  periódicas  á  cargo  del  usufructuario  y 
propietario:  506. — En  las  obligaciones:  1132,  1147  y 
1184.— V.  Censos. 
Préstamo:  Lo  que  es  simple  préstamo,  y  lo  que  es  co- 
modato: 1740.— Comodato:  Su  naturaleza:  1741  y 
1742.— Obligaciones  del  comodatario:  1743  á  1748. — 
ídem  comodante:  1749  A  1752.— Simple  préstamo: 
1753  á  1757. 

— El  préstamo  es  contrajo  prohibido  al  marido  me- 
nor de  edad:  59. 

—Préstamos  á.  m.enores:  269,  núm..  9.°  y  1824. 

— Prohibición  al  emancipado  menor  de  23  años:  317 
y  324. 

—Préstamos  hipotecarios:  336. 

-Montes  do  Piedad:  1873. 

—  Depósito  que  se  convierte  en  préstamo  ó  comoda- 
to: 1768. 

Presunciones:  Disposiciones  generales  sobre  esta  cla- 
se de  prueba:  1249  á  1203. 

—  Presunción  de  muerte;  base  6.^:  33,  34,  66 y  191  á,  195. 

—  Presunción  de  la  buena  fe:  69,  434  y  436. 

—  A  favor  del  poseedor:  459  y  1960. — Del  justo  títu- 
lo: 418. 

—  De  legitimidad  de  los  hijos:  108  á  110. 
— De  la  naturalidad  de  los  mismos:  130. 

— De  la  servidumbre  de  medianería:  572  y  574. 
—No  se  presumen  las  obligaciones  derivadas  de  la 
ley:  1090. 
—De  la  culpa:  1183. 

—  Del  perdón  de  deudas:  1189  y  1191. 
— De  la  novación:  1210. 

— De  la  causa  del  contrato:  1277. 

— De  la  buena  fe  en  el  niatrimonio:  69. 

— De  actos  y  contratos  fraudulentos:  643,  1297  y  1633. 

— Del  estado  de  la  finca  arrendada:  1562. 

—  De  la  culpa  del  depositario:  1769. 

—De  la  pertenencia  de  siembras  y  plantaciones:  359. 

—  De  las  participaciones  en  cosa  común:  393. 
— De  la  revocación  del  testamento:  742. 

—  De  la  aceptación  de  la  herencia:  lOOU. 
— Venta  que  se  presume  condicional:  1453. 

—  A  favor  del  amo  en  el  servicio  doméstico:  1584. 
— En  el  contrato  de  obras  por  piezas  ó  medidas:  1592. 
— De  pago  de  pensiones  de  censos:  1621. 

— De  la  ocultación  do  la  venta  á  los  efectos  del  re- 
tracto: 163.8. 
— De  ser  el  mandato  gratuito  y  oneroso;  1711. 
— De  la  culpa  en  el  depositario:  1769. 
— La  fianza  no  se  presume:  1827. 

Preterición  de  herederos;  No  rescinde  la  partición: 
1080.- La  de  herederos  forzosos  anula  la  institu- 
ción: 814. 

Priviogénito  en  caso  de  parto  doble;  31. 

PrincixKil  y  accesorio:  376  y  sigs.,  1114,  1097,  1190,  1191, 
1207  y  1528. 

Principios  áQ  derecho:  Su  aplicación:  6.° 

Prisión.— Y .  Detención. 

Proclatnas  ó  amonestaciones  anteriores  al  matrimo- 
nio: 89,  90,  91  y  92. 

Procuradores-,  Requisitos  del  poder  para  la  represen- 
taciónjudicial:  1280.— Prohibición  de  comprar:  1459. 
Edad  para  el  cargo;  19  Septiembre  1890. 

Prodigalidad;  base  25. — Limitaciones  consiguientes  á 
la  incapacidad  de  los  pródigos:  32,  66,  200,  221  á  227 
y  278. 

Profesión,  arte  ú  oficio:  Enseñanza:  143.-  Su  ejercicio 
obsta  al  derecho  de  castigar  al  hijo:  157. 

Prófugos  6  rebeldes;  1441. 

Prohibición  para  el  matrimonio:  45,  83  á.  85  y  101. — De 
enajenar:  Es  nula:  785. 

Promesa  de  mejorar  y  no  mejorar:  826. — De  venta:  1451. 


—De    prenda  é  hipoteca:  1862.— De  matrimonio— 
V.  Esponsales. 
Promulgación  de  las  leyes;  1.°— En  Ultramar;  31  Julio 

1889,  art.  3.° 
Propiedad  en  general;  base  10  y  348  á  352.— Derecho  d© 
accesión  respecto  al  producto  de  los  bienes:  354  & 
357. — Respecto  A  inmuebles:  358  A  374.- Respecto  ár 
muebles:  375  A  383.— Deslinde  y  amojonamiento:  384 
A  3.S7.-— Derecho  de  cerrar  las  fincas:  3.'58. — Denuncia 
de  edificios  ruinosos  ó  de  Arboles:  389  A  391. 
—Sólo  las  cosas  y  derechos  apropiables  pueden  po- 
seerse; 437. 
—Modos  de  adquirir  la  propiedad:  609  y  siguientes. 
— Comunera. — V.  Comunidad. 
—Intelectual:  428  y  429. 

— De  los  bienes  adquiridos  por  el  bijo:  160. 
— Obligaciones  y  responsabilidad,  por  obras,  dañ'>5, 
constituciones  de  usufructo  ú  otras  cauffas:422,  4>S9, 
491,  494,  495,  501  y  sigs.,  19(32,  1906  A  1910. 
1  rórroga  de  sociedades:  1702  y  1703. 
I'rostitución.-y.  Corrupción. 
Protocolización  de  testamentos:  689,  693,  704,  714,  718 

y727. 
Frotutor;  base  7.";  201,  202,  233  A  244,  256,  258,  264,  núme- 
ro 5.°,  265,  267,  272,  279,  280,  299,  308  y  1352. 
— Prohibición  de  adquirir  bienes  del  menor  ó  inca- 
pacitado: 1459. 
ProvÍ7icias  y  pueblos  (Bienes  de):  343  y  344.— Hipoteca 
por  contribuciones  é  impuestos:  1875.— Preferencia 
de  estos  créditos:  1924. — V.  Corporaciones. 
— Territorios  en  que  subsiste  derecho  foral;  lej-  de 
bases,  arts.  5.*^,  6.°  y  7.^  y  base  13:  Código,  arts.  12 
y  15. 
Prueba:  De  las  obligaciones;  base  19.— Disposiciones 
generales:  1214  y  1215. — Documentos  públicos:  1216  A 
1224.— ídem  privados:  1225  A  1230.-  Confesión:  1231  A 
1239.— Inspección  judicial;  1240  y  1241.— Peritos:  1242 
y  1243.— Testigos:  1244  A  1248. 
—Del  matrimonio:  53  A  55. — De  la  ilegitimidad  de  los 
hijos:  IOS  y  111.  — De  la  filiación  de  los  legítimos: 
115  A  118. 
— Del  estado  civil;  base  9.^ 
—Del  parto  y  de  la  identidad  de  la  criatura:  Efec- 
tos: 136  y  140. 

—De  la  validez  del  testamento;  665,  666,  686  y  742.— J 

De  la  causa  de  desheredación:  850. — En  el  legado! 

de  cosa  ajena:  661. 

— De  ios  perjuicios:  CuAndo  es  innecesaria:  1118. 

— No  se  admite  sobre  la  falsedad  del  juramento  de-! 

cisorio:  1238.  i 

— De  la  causa  del  contrato:  1277. — Del  carActer  de| 

los  bienes  conyugales:  1407. 
—Del  estado  civil:  327. 
—  De  la  ocultación  de  venta  sujeta  A  retracto:  1638.! 
— Del  dominio  de  cosa  depositada:  1771. 
— De  la  duración  del  comodato:  1750. 
—De  la  paga:  1900. — V.  Peritos:  Presunciones. 
íuhertad  legal:  Empieza  A  los  14  años  en  el  hombre  y 

12  en  la  mujer,  según  se  deduce  del  art.  83. 
Iueblos.~V.  Provincias. 
Puertas  de  fincas  comuneras:  396,  núm.  2." 
Puerto  Rico. — V.  Ultramar. 
Puertos:  Su  carActer:  339. 
lupilo V.  Tutela. 


Quebrados  y  concursados:  No  pueden  ser  tutores:  237. 

—Efectos  de  la  quiebra:  1831  y  1843. 

— Censatario  quebrado:  1660. 
Quiebi-a  del  mandante  ó  mandatario:  1732. 
Quita  y  espera:  1912,  1917  y  1918.— V.  Abstención. 
Quota  litis. — V.  Abogados, 


TEt 


primeras  cepas  (7'aba88&} 


Rahassa  morta:  1656. 
Radas:  Su  carActer:  339. 
Eaiz  muerta:   Contrato 

morta):  1656. 
Rapto:  Matrimonio  del  raptor  con  la  raptada:  101, 

102  y  135. 
Ratificación  de  los  actos  posesorios  ejecutados  Anom--  J 

bre  del  dueño:  439. — De  contratos:  1259. 

—  De  la  declaración  matrimonial:  89. 

—  De  los  actos  del  mandatario;  1727. 

Rebaño:  Usufructo  y  uso  sobre  ganados:  499,  526  y 
1405.— V.  Ganadería. 

^e6ciíiíft  (Juicio  eni;  223.— V.  Prófugos. 

Recibo  del  testamento  cerrado:  711. — El  del  capital 
extingue  la  obligación  en  cuanto  A  los  intereses  y 
el  del  último  plazo  extingue  la  obligación  respecto 
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de  los  anteriores:  1110. — Excepción  en  cuanto  á  los 
I      censos:  l621. 

'     —De  ganancias  sociales:  1685. 
I  íiecliisión  perpetua:  prodiice  el  divorcio;  105. 

Reconciliación  de  marido  y  mujer;  74  y  1439. — Extingue 
¡      la  causa  de  desheredación;  íí56. 
I  Reconducción. — V.  Tácita. 
Jieconoci miento  de  hijos,  base  5.**  y  121,  129  y  sigs. — Ins- 
cripciones eu  el  Kegistro;  326.— De  la  legitimidad; 
lio,  nñm.S." — No  da  al  padre   el  usufructo  de  los 
bienes  del  hijo;  166.— Ks  eñcaz  el  hecho  en  testa- 
mento nulo;  741. 

— Produf-e  elderecho  A  alimentos;  143. 
— Influencia  en  la  formación  del   consejo  de  fami- 
lia; 302. 
Reconocimiento  de  censo  enfitéutico;  1647. 
Reconocí  miento  judicial. — V.  Inspección. 
Reconocí  mi': nto  de  acto  ó  contrato;  1224. 

—  De  la  nx\da  propiedad  por  el  eníiteuta;  1647. 
— Del  derecho  del  dueño  jjor  el  poseedor;  1948. 

Recreo.— V.  Lujo. 

Recurso:^o  se  da  contra  el  disenso  paterno;  49.  —  Ni 

contra  la  denegación  unánime  de  la  remoción;  242. 
Recursos  contra  la  determinación  de  la  iianza  del 

tutor;  255. 

—  Contra  los  acuerdos  del  consejo  de  familia;  310. 
— De  revisión;  1251. — V.  Enjuiciamiento  civil:  Jui- 
cios. 

Red  de  alambre. — V.  Beja. 

Redención  de  servidumbres;  546,  603  y  604. — Del  servi- 
cio militar:  el  precio  es  colacional)le;  1043.  —  De 
censos;  16Ct8  A,  161J.  1627,  1650  y  1651.— De  censo  reser- 
vativo; 1661  á  liUii. — De  censo  consignativo;  1658  y 
1659. 

Redhibición;  1483  y  siguientes. 

Reducción  de  donaciones;  654  y  siguientes. — De:iian- 

■   das  inoficiosas;  817  y  siguientes. 

Refacción.  — V.  Créditos. 

liígalos:  No  son  colacionables:  1041  y  1044. —  Entre 
cónyuges;  1334. — Inoficiosos;  1044. 

Registro  del  estado  civil,  base  9";  323,  325  A  332.— Ins- 
cripción de  la  ciudadanía;  18,  19,  21,  25  y  26. — Actas 
para  la  prueba  del  matrimonio;  53.— Registro  espe- 
cial de  los  matrimonios  de  conciencia;  79. — Ins- 
cripción del  matrimonio  canónico;  77,  78,  79  y  82.— 
Actas  de  filiación;  115. —  Inscripción  de  la  adop- 
ción; 179. 
— Instrucción  para  la  inscripción  de  matrimonios 
y  de  las  sentencias  de  nulidad  y  divorcio;  26  Abril 
y  8  Mayo  1&89,  p.6S6. 
— Registro  de  la  propiedad:  Disposiciones  genera- 
les; li05  á  60S. — Inscripción  de  bienes  de  ausentes; 
197. — De  la  fianza  del  tutor;  257  y  258. 
— Registro  de  tutelas;  2f:i8  A  292. — Inscripción  nece- 
saria para  que  el  tutor  comience  A  desempeñar  su 
cargo;  2<}5. — Inscripción  de  sentencias  sobre  sepa- 
ración de  bienes  conj*ugales;  1437. — Créditos  ano- 
tados en  el  Registro;  1923.— V.  Hipotecas:  Inscrip- 
ción. 

Registro  municipal  de  contratos  matrimoniales;  1324. 

Reglamentos  de  policía;  .590  y  1585. — V.  Leyes. 

Reivindicación;  464  y  1955,  párrafo  segundo. — V.  Ac- 
ción. 

Reja  de  hierro  y  red  de  alambre:  Ventanas  que  la 
exigen;  5>sl. 

Religión:  Violencia  para  que  la  mujer  cambie  de  cul- 
to; 105,  núm.  3.° 

Religiosos  profesos:  No  pueden  ser  tutores;  237,  nú- 
mero 12. — Ni  contraer  matrimonio;  83. 

Remisión  de  deudas;  1143  y  1146.— V.  Condonación. 

Remoción  de  tutores  y  protutores;  234,  237,  núm.  4.^  y 
238  á  243  -De  los  vocales  del  consejo  de  familia; 
298. — Del  albacea:  Termina  el  albaceazgo;  910. 

Rentas:  Vitalicia:  Cómo  puede  constituirse  este  con- 
trato y  acciones  que  de  él  nacen;  18(2  A  1808. 
— Legado  de  renta  vitalicia;  820. 

— Dote  pagada  en  forma  de   renta;  1342.— Liquida- 
ción; 1400. 
—Frutos  é  intereses;  855  y  1403. 

—Responsabilidad  del  cedente  de  una  renta  perpe- 
tua ;   1530.— Usufructo  vitalicio   á   favor  del   viu- 
do; 8.38. 
— Créditos  por  rentas;  1922,  núm.  7.**.  1926  y  sigtes. 
— Las  rentas  son  bienes  muebles;  336. 
— Usufructo  sobre  rentas;  475.  — A  cuAles  se  extiende 
la  hipoteca;  1877. 
— Las  rentas  son  frutos  civiles;  3.55 

Renuncia  de  derechos;  4.°  y  1815. — Déla  nacionalidad 

extranjera;  18,  19,21,  24  y  25. 
—Los  alimentos  no  pueden  renunciarse;  151. — Tam- 
poco los  cargos  de  tutor  y  protutor;  202 

—  Renuncia  de  créditos;  267.— De  bienes  de  menores; 


275.— Del  ootidoiuinio;  395.  De  herencia;  440  y  740. — 
De  la  herencia  futura;8l6,  -  Renuncia  de  herencia  y 
aceptación  de  mejora;  833.— Renvincia  de  legados: 
888  A  890  y  1280.— Del  albaceazgo;  899, 1:W0  y  910. 
— Renuncia  del  derecho  de  usufructo,  etc.;  513  y  529. 
De  servidumbres;  544  y  546, — De  la  medianería;  576. 
De  la  acción  para  rescindir  las  donaciones;  646,  653 
y  6oo.— De  bienes  reservables;  970. — De  la  acción  de 
dolo;  1102. — De  los  derechos  de  acreedor;  1188. — De 
la  sociedad;  1705  y  1706— Del  mandato;  1732,    1736  y 

1737. — De  la  sociedad  de  gananciales;  1394  y  1418 

Del  saneamiento;  1477. 
— Derechos  renunciables  por  transacción;  1815. 

Reparaciones  de  cosas  dadas  eu  usufructo;  500^  oOl  y 

502. — A  cargo  del  usuario  y  morador;  527. 
— Reparación  de  paredes   medianeras;  575. — De  las 
cosas  recibidas  en  arriendo,  1554,  1558,  1659  y  1580. — 
Véase  Gastos:  Mejoras. 

Representación  legal  de  la  mujer  por  el  marido;  60. — 
Del  ausente;  181,  182  y  1.83. -Derecho  de  representa- 
ción en  las  sucesiones;  921,  922,  923,  924  A  92i»,  933,  934, 
940  y  941.— V.  Estirpes:  Mandato. 

i2e_/Jíí(ií'ac;"ó;í  de  herencias;  440,  923,  988  y  si¿;uientes.— 
Ño  obsta  A  la  representación:  928, — La  parte  del 
que  repudia  acrece  A  los  coherederos:  9S1,  9»2  y  985. 
Inventario  hecho  por  el  que  después  repudia  la  he- 
rencia: 1022. — Renuncia  de  legados;  889  y  890. — Efeo 
tos  déla  repudiación  do  la  herencia:  912. — Faculta- 
des de  los  acreedores  cuando  el  heredero  repudia 
la  herencia:  1001. 

Requerimiento  parala  terminación  del  arriendo:  1566. 
Notarial  que  ha  de  preceder  al  comiso:  1649. 

Rescisión  de  la  partición:  1073  A  10-0. — De  los  contra- 
tos: 1290  A  1¿99.— De  la  venta:  1454,  lUSO,  1469,  1483  y 
1486. — De  contrato  por  muerte,  etc.:  1595. — De  enfi- 
teusis;  1652, — De  donaciones. — V.  Revocación.— De 
arrendamientos:  1556  y  1558. 

Rescripto  Real.— V.  Adopción. 

Reserva:  Bienes  reservables  A  favor  de  los  hijos  del 
primer  matrimonio;  639,  938  y.  968  A  980.— Reserva 
excepcional  de  bienes  por  el  ascendiente  A  favor  de 
los  parientes  del  descendiente  A  quien  hereda:  811. 

Rescs  mostrencas,  11  Marzo  1890. 

Resguardos  para  acreditar  el  pago  de  los  censos:  1616, 

Residencia.-  V.  Domicilio. 
— Para  la  adquisición  de  derechos  de  los  castella- 
nos enlas  provincias  forales  y  de  los  aforados  en 
Castilla,  etc.:  15. 

Jíe;SOÍiíCíd;i  del  derecho  de  \istifructo:  513.— Obligacio- 
nes sometidas  A  condición  resolutoria:  1113  y  si- 
guientes.—Resolución  de  la  venta;  1497,  1498,  1503, 
1504,  1505,  1506  y  siguientes. 

Respeto  y  reverencia  del  hijo  al  padre;  154. 

liesponsabilidad:  base  21.- V.  Culpa  ó  negligeucia: 
Padres;  Tutores:   Propietarios:  Animales:   Arqxii- 

iíesí/íuc/dn;  Inintegrum:  1291  y  1299.— De  dote:  1365 
A  1380,  1421  y  1422.— De  parafernales:  1391.— En  los 
contratos  por  rescisión  ó  nulidad:  1295  y  1303  A  130S. 

Rete?ición  de  la  cosa  por  el  poseedor  de  buena  fe;  453. 
De  cosa  usufructuada:  494,  párrafo  último,  502,  520 

y  522 ídem  por  el  depositario   hasta  percibir  los 

gastos  que  le  ha  ocasionado  el  depósito:  1780. — 
ídem  por  el  prestamista  de  la  cosa  entregada  en 
prenda  hasta  el  pago  de  su  crédito:  1806. 

—  Prohibición  del  derecho  de  retención  en  el  como- 
dato: 1747. 

-  Derecho  de  retención  A  favor  del  que  ha  ejecuta- 
do una  obra  en  cosa  mueble:  1600.— ídem  A  favor 
del  mandatario:  1730. 

retracto:  Del  derecho  hereditario:  1067. -Sobre  bie- 
nes dótales:  1337.— ídem  conyugales:  1396.  —  Con- 
vencional; 1506,  1507  y  siguientes.— Legal  C<ie  co- 
muneros y  propietarios  limítrofes):  1521  A  1525. — 
De  finca  enfitéutica:  1636  A  1642.— Do  los  dueños 
asúrcanos  de  pequeñas  fincas;  1523.  -  En  el  contra- 
to ó  raíz  muerta;  1656.  regla  6."— Retracto  de  cré- 
ditos litigiosos:  1535. 

Rctribvción  de  los  tutores:  276. 

Retroacción  de  las  obligaciones  condicionales;  1120. 

Retroactividad:  La  declaración  de  prodigalidad  no 
tiene  efecto  retroactivo:  226.— V.  Efecto  retroac- 
tivo. 

Retroventa.—'V .  Retracto:  Pactos. 

Hf'velación  de  secretos — V.  Sigilo. 

Reverencia. — V.  Resijeto. 

Reversión  de  bienes  donados;  641  y  812. 

Revisión  periódica  del  Código  civil:  disposiciones 
adicionales. 

Revocación  de  donaciones:  644  y  siguientes  y  1333. — 
De  los  testamentos;  737  y  siguientes.— De  las  mejo- 
ras: 827.— Del  mandato;  87,  1732  A  i735. 
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Riberas.—V.  Ríos. 
Biegoa:  557  y  558. 

des  co¿fina^ntt  .o\"ll\tl?¿'.^^  3(1  v  Ifi^/^^f " 
tación  de  c.iuce-  .S70  q7i>  •,'  ü7(      ¿     '  ?,    ^  !)69. -Mu- 
sobre  las  riberas:  5SJ         ^  374.-Servidumbre  legal 
iío^o.-nj,pedimento  del  padre  por  robo  para  la  tute- 


^aca  de  agua  (Servidumbre  del-  555  v  55fi 

faí'rf  V  T--  ''°f '^^°"  EclesiástVcos^- 
ooíiíríos.— V.  Criados. 

"i^'^y^}''  apreciación  de  la  prueba:  1239, 
Saneamiento:  Eu  la  donación;  6aS 
-De  bienes  hereditarios;  1069,  1870  y  1071. 
-En  el  contrato  de  compraventa:  1461  y  U74  á  \xm 
-De  una  universalidad  de  bienes:  1-32.  ^  '^^■ 

(f7  -^  i  a,"«iiidaniiento:  I55.3.-V.  Evicción 
^e'^|::?|S;íar^:Í?:----"-oliibición 
Saqueo:  I7«l.  ' 

"^:%rc^^2:r^?^-*x^i^r^"""''  -  '- 

|S;;I^X°--con¿|s^ 

*m^oí.1^:?^'='  -'"'--'  e^:Ííí.eslUn§r;i-l?ri: 
-Potestad   sobre    los   hijos  del   primer  matrimo- 

^eywívrfaá  piibli¿a  (leyes  del:  8  " 

f"céteía°  n9?4°n?i.=  =g  "í"^  ^""^'^t^'  ^"  eficacia, 
dit„ct,  „  1  .  '  ,~^eguros  mutuos:  1792 -Críl 
ditos  procedentes  de  seguros:  Preferencia- 1W\,,? 

,|8"ln¡^a^;-!:^«SS!---¿'"^^?í^-: 

^ello.—Y.  Papel. 

''Z:^lS^k  Í^:!Lr-^r  ''''''  «^^^^  Henos,  ios- 
Senrlas.     V.  Cañadas. 

^EfeSn^ll'fsr"?  ^  "•""•'i^'l  '^«l  matrimonio: 
-S^bre  fiílació'nair'°'^"'í"="^°'  ^  ^^ril  ,889. 

~e?.fétra:Y8^;'\^"^-""'^-  ^^^  -""*«  del  ausente, 

iF^L'i^íín''-''"  °°í°"  *""'°  'Je  servidumbre:  510 
gales    143^'"'"'  reparación  de  haberes  conyu- 

—Pérdida  de  la  patria  potestad:  169  y  171 

-Declarando  la  prodigalidad:  221. 
í>e>lat, —  V.  Arras. 

^  p:ciSrar°se:1ll  "='  *'=^*''''"^  --°  -  1-  ^^^n  de  es- 

~ñ%7K^^  '"'"''^'  pertenecientes  A  distinto  due- 
Servicio  militar  en  el  f^fi-nníí^i.^.  tt....-  i 

^er^^c^os.•  Arrendamiento:  1544. 
s^rvldu^bre?^'"  '^-°,^  '^^  diferentes  clases  de 
fincáf   So  I%r?'' D^T'''°  establecerse  sobre  lal 
lineas,  aso  a. -xie.-De  los  modos  de  adquirirlas- 537 

;  eto7p°r"uos-°l4.^'  2VÍ=f ''t^T^  "f  '°'  P-Piet-foI 

posiciones  generales:  549  á  551.-Servidumbres  en 
ma^e^ia  de  aguas:  3.52  á  5(B.-Servidumbre  de  paso" 
5^     T^Li  "'^"•^'"■e  'le  medianería:  571  á  579  V 

J^^fi^^:^?¿^a^^-bi?-?-£^^á 
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^^A  íavoído  r'  ?''/''  eosas^indivisas:  405.      ' 
A  íavor  de  las  dadas  en  usufructo:  479. 

~r?¡nreto    }  97'"'  í'e'.P'-opietario  de  edificios  por 
rnina,  etc.;  1197  y  siguientes.  ^ 

les^ísl""'''"'  '^"'  "''"''"'  '■'■  retracto  de  coljndan- 

— Sobre  fincas  dadas  á,  censo-  1634 
fs'0',es  del  consejo  de  familia:  Su'.-V.  Conseio 
Setos  vivos:  572,  573  y  6ÍI3.  ^.^onsejo. 

SeWcm  (malos  tratos):  105  núm  9»    v  iir.,1      <.     1 

'tneí'e^'^^^tVrarT*^'^  "^'"^~  -"''-«■^^^^ 

í^3TitW:1^,Tl'y  22V^*"^  "^'''""^  "^^  '"^  *^«1» 
—Preterenoia  de  los  varones  sobre  las  hembras  T, ir» 
-pí%%'^r^°/%^''  '■''"'^^  legitima:  211^  2^.'  P''"* 

—Hijas  menores  de  veinticinco  años:  321 

~ní;n\rÍS5!l^.Vujerls"  ^"  *''^"^°^  ^"^  ^°^  '^-'"^ 
Siembra.— V.  Edificación. 
Sigdo  sacramental  y  profesional:  1247. 

laX7Tjf„!^°'''^A''-^''  '''"'  <'e  1°'  padres  cuando 

CI  otro  reconoce  al  hijo  natural:  132. 
—Pactos  sociales  secretos:  1669. 

sf^íi^^""''".'"''','^:  Servidumbres  aparentes:  532. 

54F     íiíf    "°'?  '*''.  servidumbre  entre  dos  fincas 

^.bt'¿li':recllan°e"r*í.r^?|,  ^í.^^f  ^^  '  '^  -"^'l"- 
Siniestros.— V.  Seguros  ->"'*■ 

Sirga.— V.  Camino  de..'. 

-"'enTo?-hnt?;"l^'i  '^T"^"  <í«  representación  acaba 
citando  ,^^L       °'  Hermanos:  925.-Eepresentación 

e„„-  i^  j  ,'^°"''"''''e"i  on  sus  tíos:  927.— V.  Tíos 
¿1678    %Z-''''-  '^^^--  Disposiciones  generales:  1655 
dos  rW?f    *^*?"'"f'  ''"  1"^  socios:  1679ál699.-Mo- 
dos  de  extinguirse  la  sociedad:  1700  á  170K 

"ivun'co'í,?.!;",^^  '",  extinción  justifican  la  partición 
dad  ÍHci'ta^  ieeJ."'""*"*^  ''''  '-*-^''°-  lOoi.-Socie- 

-Sociedad  conyugal:  1315  y  siguientes —Eéíriman 
cSntriTa  .fr^orr  ^T  ^?  eonfraido'ma?rií;Zi; 

&cie^dtd:^"39l.l'^!  SlU^J^.ltt^  '"^^  '=°"--'" 
^°''í'':¿''-^^°'POT^'riones  y  fundaciones  extranje^ 
T'l',.f~f    /i"^''  jurídicas:  3.5,  36,  37  y  39.  • 

-Lsuíructo  á,  favor  de  sociedades:  51.5.     • 
-\rl\':t''^-T  '*"''  pueden  ó  no  heredar:  745  y  746. 
ctToÍral'o^ei::tT'^f'''  "'  l^erencia  .kvor  de 

rts:Tl^3ri^l1lr'''"""" ''^•-°^'""''"°^-  '"^^«^ 

^esfv  7m°*^^^;^^"*•''^^200  2,3  &  220.-Testamento¿ 

m  ¿í,t^;~    ^P*'Í''"^"  "le  herencia:  996.-Consenti. 
miento  para  contratar:  1263.  * 

■!'frL2^'^°  Pueden  otorgar  testamento:  697.-Véaf. 

Siíbar7-iendo:  1.550  A  15.53.  ij 

fw6ns<a  de  bienes  de  menores:  272.-Para  la  venta 
cosas  perdidas:  61.5.-Id.  para  la  de  la  prendT:  1 
V.  Compraventa. 

Subenftteusis:  Prohibida:  1654. 

Subflador:  1846,  1848  y  1856. 

Sub/oros:  1611. 

Snbrogaciú,i^-V.  Donaciones:  Novación. 

Suces,o>ies.Bases  15  á  IS.-Testamentari.i  é  intestad. 
«i''á°7±?"'u'  generales:  657  á  661.  -  Testamento! 
mnnel^^ri"""'"*--'***  ^■'•-Disposiciones  00^ 
V^ru!il^tm5lm7.''°'''''-  '■''  ^  '«'l-Colación  y 

~J^^^f'"^'^  intestada:  Orden  de  suceder:  Descen- 
dientes, ascendientes,  hijos  naturales,  etc.:  Dispo- 
siciones generales:  912  á  914.-Parentesco:  915  A  Ss. 
Derecho  de  representación:  924  á  Íi29.-0rdeu  de  su- 
ceder: l^inea  recta  descendente:  930  A  934.-Línea 
doTmT-^-''%^^-F'^°'  naturales  reconocl- 
S,?..!  A  ?^?-í.^.°'i'*'"'''les  y  cónyuges:  946  A  955.- 
Sucesión  del  Estado:  9.56  A  958.-Capacidad  para  sn 

etcétera^v'^r""  ^  derechos  del  cónyuge  viudo, 
ei cerera. —  v.  Herencias. 

"^í^fc^^^'"?'""^^  '"'  "gen  por  la  ley  nacional  de  la 
persona  de  que  se  trate:  lO.-Sucesión  en  caso  de 
d^rj,  t  ^T"  nQ"''í;-  *^— Apertura  de  la  sucesión 
del  ausente:  193.-Derecho  de  acrecer:  196.-Pose- 
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sión  de  bienes  hereditarios:  440y  442.— Es  modo  de 
adquirir:  (j09.— Donaciones  que  se  rigen  por  las  re- 
glas de  la  suc-esión:  620. — V.  Testamentos. 

—La  prestación  de  alimentos  entre  ascendientes  y 
descendientes  se  sujeta  al  orden  de  la  sucesión  le- 
gítima: 1-44. 

— La  adopción  no  produce  dereclios  sucesorios:  177. 

—  Declaración  de  incapacidad  á.  instancia  de  los 
presuntos  herederos  legítimos:  214. 

—  Del  señor  directo  sobre  la  finca  enfitéutica;  1653. 
Suegros:  Testigos  en  los  pleitos  del  yerno:  1247. 
Sveio  y  subsuelo:  Propiedad;  ííoO.— De  cosas  comunes: 

396,  núm.  2.« 

Suprte:  Contratos  aleatorios:  1790  y  siguientes. 

Su/raf/ios  y  funerales:  Sufragios  por  el  alma:  747.— 
Facultades  de  Ins  albaceas  para  disjíoner  sufra- 
gios por  el  testador:  902  y  903. 

Suiíiisión  del  íiador  al  juez  de  la  obligación  princi- 
pal; 1&2S. 

SiiíH-rftcie.-Y.  Suelo. 

Suinrvfve7icia  do  hijos:  revoca  la  donación:  645  y  646. 

SiipiiAtción  de  partos:  960. 

¡SiiHpnistón  de  la  patria  potestad:  170  y  171. 

Susliinrins  explosivas:  Ií)08. 

Sustitución  de  tutores  testamentarios;  208. 

— Vulgar,  pupilar,  ejemplar  y  fideicomisaria,  ba- 
se 16:  774  A  7S9 — En  caso  de  renxmcia  del  legatario: 
8&S.  — La  sustitución  está,  prohibida  sobre  la  legí- 
tima: 813.— De  obligaciones.- V.  Novación. 

Sustitución  dfel  mandato:  17'.;i. 

Sustracción  ú  ocultación  de  testamentos:  713.— Do 
bienes  hereditarios:  1002. 

rr 

Tácita:  reconducción:  1566  y  1567.— En  el  estableci- 
miento k  raíz  muerta:  1656,  núm.  10. 

Tanteo  de  finca  enfitéiitica:  1636  á  1642.— En  la  cesión 
á.  raiz  muerta:  1656. 

rasación  pericial.— V.  Peritos. 

rejttdus  de  casas  indivisas:  396,  niim.  1.° — Desagüe, 
vertiente  de  los  tejados:  586  y  587.— V.  Edificios. 

Venencia.  -V.  Posesión. 

Tercero:  La  adopción  voluntaria  no  perjudica  A  ter- 
cero mientras  no  se  inscribe:  316. 

—  Derechos  de  tercero  contra  una  comunidad  de 
propietarios:  405. 

-Las  concesiones  de  aguas  son  sin  perjuicio:  410. 
-Títulos  no  inscritos:  606. 
— No  les  afectan  los  documentos  privados,  etc.:  1230. 

—  Precio  de  la  venta  al  arbitrio  de  un  tercero;  1447. 
— Kespeto  á.  los  derechos  de  tercero:  1510  y  1526. 

-Arrendamientos  no  inscritos:  1549. 

—Derechos  de  tercero  respetados  por  el  usufructo: 

472. 

-Usufructo  dependiente  de  la  edad  de  un  tercero: 

516. 

-Respeto  k  sus  derechos:  647. 

-No  pxiede  dejarse  el  testamento  al  arbitrio  de  un 

tercero,  etc.:  670  y  671. 

—  Obligación  de  los  socios  para  con  tin  tercero:  1697 
A  1699. 

-Cesa,  ion  de  sus  responsabilidades  casa  de  tácita 
reconducción:  1567. 

—  Obras  sometidas  A  la  aprobación  de  un  tercero: 
1598. 

—Tercero  encargado  de  distribuir  las  ganancias 
sociales:  1690. 

—  Terceros  que  hayan  contratado  sobre  la  base  del 
mandato  después  de  muerto  el  mandante:  1738. 

—  En  la  prenda:  1865. 
—V.  Hipotecas. 

'érviinos:  Para  que  empiece  k  regir  el  Código;  ley  de 
bases,  art.  H.**  y  Rs.  Ds.  11  Febrero  y  31  Julio  lSb9.— 
Para  qwe  obliguen  las  leyes;  1.° 

—Término  de  la  viudez  forzosa:  45. 

-Para  dar  consejo  al  hijo  que  pretende  casarse: 

47  y  48. 

—Para  avisar  al  juez  la  celebración  del  matrimo- 
nio: 77  y  78. 

—Para  que  quede  consolidado  el   matrimonio  de 
menores  de  catorce  y  doce  años:  83. 
-Para  anunciar  por  medio  de  proclamas  el  matri- 
monio civil:  89  y  96. 

-ídem  el  matrimonio  celebrado  con  orror:  102, 
-Para  la  prei^unción  de  legitimidad:  110.  — Para  im- 
pugnarla: 113. 

—Para  proponer  la  acción  de  legitimidad:  118. 

—Término  para  impugnar  el  reconocimiento:  133. 

—Para  el  reconocimiento  do  hijos  naturales:  137. 
-De  la  detención  del  hijo  por  disposición  del  pa- 
dre: 156. 
-Para  impugnar  la  adopción:  180. 


—  Para  declarar  la  ausencia:  184. 
—Para  que  la  ausencia  surta  efecto:  186. 
—Para  presumir  la  muerte  del  ausente:  191  y  192. 
—Para  impugnar  acuerdos  del  consejo  de  familia* 

*    240  y  249. 
—Para  excusarse  de  ser  tutor:  247  y  248.  i 

—Para  impugnar  la  denegación  de  la  excusa:  249. 

—  Para  formar  l^s  cuentas  de  la  tutela:  282. 
—Para  celebrar  convenios  con  el  tutor:  285. 
--Para  reclamar  árboles  trasportados  por  las  aguas-: 

369. 

— Del  pacto  de  indivisión:  400. 

—Cumplimiento  del  plazo  del  usufructo;  513. 

—Del  usufructo  A  favor  de  colectividades:  516  y  .51$ 

-Para  perder  el  derecho  de  propiedad  sobre  los 
animales:  612. 

—Para  la  recuperación,  venta  y  prescripción  de  co- 
sas halladas:  615. 

—Para  protocolizar  el  testamento  ológrafo:  689 

—Para  presentar  testamentos  al  juez;  690,  712  y  713. 

— Para  rechazar  el  albaceazgo:  >iÚH. 

— Para  su  cumplimiento:  904  k  906  y  9  O. 

—Para  intentar  acciones  contra  el  heredero:  1(X>4. 

— Para  aceptar  ó  repudiar  la  herencia:  1(X).5. 

—  Para  utilizar  el  beneficio  de  inventario  ó  derecho 
de  deliberar:  1012,  1014,  J015,  10i7,  i018,  10l9  3^1ü22. 

—Para  retraer  el  derecho  hereditario:  1067. 

—  Obligaciones  A  plazo:  1125  A  1130. 
—Para  restituirla  dote:  1370. 

—  Para  la  consumación  de  la  venta:  1467. 
—Para  citar  de  evicoión:  14S2. 

—Para  pedir  la  rescisión  de  la  venta:  14S3. 
—Para  el  pago  del  precio:  1504  y  1505. 

—  Para  retraer;  1524,  1638  y  siguientes. 

—Para  reembolsarlos  créditos  litigiosos,  15.35yl536. 
—Por  que  puede  concederse  el  arrendamiento  de 
bienes  ajenos;  1548. 

—  Para  continuar  el  arriendo  por  la  tácita  recon- 
ducción: 1566. 

— Para  el  pacto  de  no  redención  de  los  censos:  1608. 

—Duración  del  arriendo  cuando  no  se  ha  fijado  pla- 
zo: 1577  y  1581. -Término  para  responder  de  la  rui- 
na de  edificios:  1591. 

—Para  que  el  señor  útil  ó  directo  ejercite  el  dere- 
cho de  tanteo:  1637,  )638,  1639  y  1640. 

— Para  reclamar  el  laudemio  y  el  reconocimiento 
de  censos:  1646  y  1647. 

— Para  librarse  del  comiso:  16.50. 

—  Del  contrato  censal  A  primeras  cepas:  1656. 
—Para  el  pago  de  pensión  censal;  1660. 

—  De  duración  de  las  sociedades:  J680,  1700,  1702 
y  1703. 

—  Para  impugnar  la  distribución  de  ganancias  so- 
ciales: 1690. 

—Del  comodato:  1749  y  1750. 
—Del  depósito:   i 775  y  1776. 

—Fiador  ijue   paga  antes  del  vencimiento:   1841.— 
—Término  de  la  fianza:  1843. 
—V.  Acciones:  Caducidad;  Prescripción. 
Terremoto:  '575. 

Terreólos    ribereños:   Accesiones:    formación   de  is- 
las, etc.:  mQ,  367,  370  y  373.— V.  Servidumbres  en  ma- 
teria de  aguas. 
Tesoro:  Invención  ó  hallazgo:  base  14:351,352,  471,610, 

614  y  1632. 
Testamentarios. — V.  Albaceazgo. 
Testamento:  base  15. -«Común;  676. 
^Testamentos  comunes  y  especiales;  676  A  680. 

—  Testamento  en  lengua  extranjera:  681. 

—  Testamento  ológrafo:  676  y  688  A  693,  715,  729  y  732. 
—Abierto:  676  j  694  A  705. 

—  Cerrado:  676,  6S0,  70(í  A  715  y  742. 

— Testamento  militar:  677  y  716  A  72'. 

—  Testamento  marítimo:  677,  722  k  731  y  732. 
—Testamento  hecho  en  país  extranjero:  677,  716,732 

A  736. 

—  Mutuo  ó  de  mancomún:  669  y  733. 
—En  tiempo  de  epidemia:  701,  702  y  703. 
—Testamento  del  sordo:  697. 

—Del  ciego:  698. 

— Revocación  ó  ineficacia  de  los  testamentos;  737  A 

743. 
— Institución  de  herederos  y  sustitución:  763  A  789. 

—  Condicional  y  A  término:  790  A  805. 
—Mejoras;  823  á  a33. 

—Mandas  y  legados:  858  A  891  y  7í)0  A  805. 
—Albaceas  testamentarios:  SEti  A  911. 
—Ley  por  que  se  rigen:  II  A  15. 

—  Capacidad  para  testar:  63,  662  A  666. 

— Lo  que  es  testamento,  prohibición  do  los  manco- 
munados y  de  los  hechos  por  comisario,  etc.:  667  á, 
674  y  disposiciones  transitorias,  regla  2.* 
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— Deben  entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus  pa- 
labras: 675. 

— Probibición  de  donarse  nada  los  cónynges  por 
testamento  y  en  qné  caso:  50. 

— La  mnjer  pnede  testar  sin  licencia  del  marido:  63. 

—  Tutela  testamentaria:  204,  206  á  210. 
— Usiifructo  dejado  en  testamento:  468. 

— Con  cláusula  especial  derogatoíía:  Testamento 

ad  cantelam:  737. 
— Sólo  en  testamento  se  pnede  desheredar:  849. 
— Deben  sostenerle  los  albaceas:  902. 
— Su  falta  abre  la  sucesión  intestada:  912. 

—  Aceptación  y  repudiación  de  herencia  por  el  he- 
redero testamentario  y  á  la  vez  legitimo:  1009. 

— Lo  dejado  en  testamento  no  se  colaciona,  etc.:  1C67. 

—  Partición  de  bienes  por  el  testador:  1056. 

— Cosa  juzgada  en  pleitos  sobre  validez  de  testa- 
mentos: 1252. 

—  Disposición  de  los  gananciales:  1414. 
—Pueden  contener  el  reconocimiento  de  hijos  natu- 
rales: 131. 

— Origen  de  derecho  á  alimentos:  153. 

—  Puede  autorizarse  por  testamento  la  continua- 
ción de  la  patria  potestad  de  la  viuda  que  contrae 
segundo  matrimonio;  168. 

— El  ci*iicepto  de  heredero  testamentario  autoriza 

para  pedir  la  declaración  de  ausencia:  185. 
— Excluyendo  del  consejo  de  familia  á  algunos  pa- 
rientes: 298. 

— V.  Testigos:  Herencias. 
Testif/os  del  matrimonio  civil:  100  y  101^  mim.  4.** 

—  Para  el  inventario  de  bienes  del  menor:  26o  y  267. 
—De  la  declaración  de  nacimientos:  328. 

—  En  los  testamentos:  681,  682  y  siguientes. 
—En  el  del  loco:  665. 

—Para  la  apertura  del  testamento  ológrafo:  691  y 
sigiiientes. 
^Del  testamento  abierto:  694  y  siguientes  y  699. 

—  Del  otorgado  en  tiempo  de  epidemia:  701  y  702. 
—Del  militar:  716,  720  y  7^1. 

-=-En  el  testamento  marítimo:  722. 

— En  el  otorgado  en  país  extranjero:  734. 

—Los  testigos  no   pueden  heredar  al  testador  en 

cu5'o  testamento  intervengan:  754, 
—Prueba  testifical:  1244  á  124^. 
— En  lag  capitulaciones  matrimoniales:  1319. 
Tiempo:  Cómputo  de  meses,  días  ynoches:7.**— Véase 

Año:  Día:  Meses:  Prescripción:  Términos. 
Tierras  de  labor:  arrendamiento:  1575  y  siguientes. 
Tíos  y  sobrinos:  Sucesión  legitima:  927,  9^,  951  y  953. 
TíYíííos  de  propiedad:   385,   387.  1065  y  1066. -De  adqui- 
sición de  servidumbres:  537,  539  y  598. 
— Constitutivo  del  usufructo:  470 — Del  uso  y  la  ha- 
bitación: 523. 
—De  la  comunidad  de  pastos.  600. 
— Sujetos  A  inscripción:  608. 
— V.Justo  titulo. 
Torrentes:  339.— V.  Ríos. 
TrahiíjniJores  asalariados. — V.  Criados. 
Trofl'cióti:  Modo  de  adquirir:  609, 1462  y  siguientes. 
— Tradición  indispensable  para   la  constitución  de 

prenda:  1863. 
Trnvítiicción  sobre  derechos  de  menores:  269.  núm.  12, 
y  274.  —Sobre  la  herencia  futura;  8t6.  — No   puede  el 
•  mandatario  transigir  sin  poder  expreso:  1713. 

—  Transacción  entre  el  fiador  y  el  acreedor:  1835. 
Tí*a;íSrtCfíon/'S  y  compromisos:  1809  á  1821.  — Sus  efec- 
tos respecto  del  fiador:  1835. 

Transeinites.—  'V.  Domicilio. 

Transición  del  antiguo  al  nuevo  derecho:  disposicio- 
nes transitorias. 
TTonsmisibili^aff  de  la  acción  de  legitimidad:  118. 

—  Transmisibilidad  de  los  derechos  que  emanan  de 
las  obligaciones:  1112  —El  derecho  de  percibir  ali- 
mentos es  intransmisible:  151. — De  créditos  y  bie- 
nes incorporales:  1526  y  siguientes.— De  derechos 
hereditarios:  759,  766  y  799. 

— Transmisibilidad  de  fincas  gravadas  con  censos  y 
del  derecho  á  la  pensión:  1617. 

Transportes:  por  agua,  por  tierra,  de  personas  y  de 
cosas:  1601  A  16CS.— Créditos  por  transportes:  1922, 
1926  y  siguientes. 

Traslación  de  domicilio  al  extranjero:  26. 

Tribunales:  no  piieden  abstenerse  de  fallar:  6.'*— Los 
ordinarios  conocen  de  las  demandas  sobre  efectos 
de  la  nulidad  y  del  divorcio:  67  y  81.— Los  eclesiás- 
ticos conocen  de  los  pleitos  de  divorcio  y  nulidad 
del  matrimonio  canónico:  80.  — Los  civiles  de  la  nu- 
lidad y  divorcio  del  matrimonio  civil:  103  y  107. — 
V.  Enjuiciamiento  civil:  Jurisdicción. 

Troncaiidad:  reserva  de  los  bienes  q\ie  hereda  el  as- 
cendiente del  descendiente  á  favor  de  los  parien- 


tes de  la  linea  de  donde  proceden  los  bienes:  811 
y  938. 
Tutela:  base  7.*— Disposiciones  generales:  199  á  205.— 
Tutela  testamentaria:  206  á  210  y  251.  -  Legitima  del 
menor:  211  y  212.— De  sordomudos:  213  á  220.— De  los 
pródigos:  221  á  227.— De  los  qiie  sufren  interdicción: 
228  á  230.— Tutela  dativa:  231  y  232.-Del  protutor: 
233  á  236.  — Personas  inhábiles  para  ser  tutores,  re- 
moción, etc.:  237  á  243.— Excusas:  244  á  251.— Afian- 
zamiento: 252  á  260.-Ejercicio:  261  á  278.  — Cuentas: 
279  á  287.— Registro  de  tutelas:  2«8  A  292. 

—Impedimento  del  matrimonio:  45  á  -50. 

— Administración  de  bienes  conyugales  por  el  ma- 
rido menor  de  18  años:  59. 

— Intervención  del  tutor  en  la  adopción:  178. 

— Tutela  en  caso  de  divorcio:  73. 

— Impedimento  de  la  adopción:  174. 

—Representación  de  ausentes:  182.— Tutela  á  favor 
de  sus  hijos:  189. 

— El  tutor  ó  protntor  no  pueden  ser  vocales  del  con- 
sejo de  familia:  299  á  307. 

—Sobre  los  acogidos  en  los  establecimientos  de  b^.'- 
neficenria:  2l2"y  303. 

—  Representación  en  juicio  del  menor  por  el  tu- 
tor: 317. 

—Rescisión  y  nulidad  de  contratos:  1291,  1299  y  1301. 
— De  la  mujer  sobre  su  marido:  1451. 

—  Concurrencia  del  tutor  á  las  capitulaciones:  18:.' '. 
— Petición  por  el  tutor  de  hipoteca  dotal:  1352. 

— Prohibiciones  al  tutor  y  protntor:  145^. 

— Casos  en  que  el  tutor  no  puede  heredar  al  pnpi 

lo:  753. 
—Arrendamiento  de  bienes  del  pupilo:  1548. 
—Transacción:  1810. 
—Responsabilidad  por  la  culpa  ó  negligencia  de  los 

menores:  1903. 

—  Tutores  y  curadores  que  desempeñan  el  cargi- 
desde  antes  de  la  promulgación  del  Código;  dispo- 
siciones transitorias:  reglas  8.*  y  9.* 

TU 

Ultramar:  traslación  del  domicilio  conyugal  á.  Ultra- 
mar: 58. — Prescripción  de  bienes  de  ausentes  en  Ul- 
tramar: 1958.— Aplicación  del  Código  civil  en  las 
provincias  de  l'ltramar;  R.  D.  31  Julio  1889. 

Unidad  de  acto  en  la  otorgación  del  testamento 
abierto;  699. 

Unión  de  cosas  de  distintos  dueños;  375,  377  y  si- 
guientes. 

Uso  y  habitación:  base  12  y  arts.  523  á  529. — Servidum: 
bre  de  uso  público:  553. — V.  Costnmbre:  No  nsn- 
Usufructo. 

Usufruct o :h?ise  12:  en  general:  467  á  470. — Derechos  dol 
usufructuario:  471  á  490. — Obligaciones  del  mism"; 
491  á  512. — Modos  de  extinguirse  el  usufructo:  51  ". 
á  522. 

— Usufructo  de  los  bienes  del  hijo  por  el  padre;  t'i' 
y  siguientes,  761  y  857.  — Pérdida  del  que  tiene  '1 
padre  sobre  los  bienes  del  hijo:  171. 

— Servidumbres  qne  puede  establecer  el  nudo  pro- 
pietario:  595,  tf 

— Donación  con  separación  de  la  propiedad:  640.        -A 

— Transmisión  por  herencia  del  usufructo  y  la  nuda  : 
propiedad:  787. 

— Bienes  de  los  hijos  respecto  de  los  que  no  tiene  el    • 
padre  el  usufructo  ni  la  administración:  761  y  857. 

— Usufructo  á  favor  del  viudo  ó  viuda:  813.  834  y  si- 
guientes y  953. 

— Legado  de  usufructo,  uso  ó  habitación:  820  y  7^. 

— Legado  de  cosa  sujeta  A  estos  derechos:  868. 

— Derecho  de  acrecer  entre  los  nsufructuarios:  9S7. 

—Usufructo  del  marido  sobre  la  dote:  1357  v  1358. 

— Frutos  en  caso  de  restitución  de  dote:  1379  y  1380: 

— En  bienes  de  los  hijos:  1403  y  disposiciones  transi- 
torias, regla  5."" 

— Sobre  donaciones  de  bienes  gananciales:  1415. — 
X.  Dote. 

— Derechos  del  arrendatario  similares  á  los  del  iisu- 

fructuario:  1573. 
Utilidad  pública:  servidumbres  legales  en  su  benefi- 
cio: 549  y  sigiiientes.— Utilidad  y  necesidad:  han  de 
justificarse  para  enajenar  bienes  de  los  hijos:  164. 
V.  Expropiación  forzosa. 

Valores  y  efectos  públicos:  257,  266,  272,  347,  1355, 1359,  ^  \ 

1370,  1444  y  1872. 
Vagos:  no  pueden  ser  tutores:  257,  núm.  5.** 
Varoties. — V.  Sexo. 
Vasos:  334,  núm.  5.° 
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Vecindad  de  extranjeros  en  España:  17. — Iuscrii)cii'in 
en  el  Registro  civil:  326. — Vecindad  para  el  efecto 
■de  la  testamentíf'acción:  681.— En  los  miembros  del 
consejo  de  familia  de  los  hijos  ilegítimos;  302. — 
"V.  Domicilio. 
Vecinos  6  domiciliados;  han  de  serlo  los  testigos  del 

testamento:  1)81. — V.  Domicilio. 
Vendedor. — V.  Compraventa. 

Ventanas  y  huecos  A  cielo  y  snelo   ajenos:  580  y  si- 
guientes. 
Venias:  de  bienes  de  menores:  2tí9,  núm.  5.°,  270  y  272. 
— Venta  forzosa  de  haciendas  comnneras:  404. 
— Enajenación  de  la  nuda  propiedad:  489. 
— Enajenación  del  derecho  de  usufructo:  480. 
—Venta  de  bienes  hereditarios:  903,  1030  y  1031. 
— ídem  de  bienes  reservables:  974  á976. 
— Aceptación  de   herencia  por  la  venta  de  bienes: 

1000  y  1024,  núm.  2.° 
— Venta   de  bienes  gananciales:   1428. — Ventas  judi- 
ciales: 1489. 
— Venta  de  fincas  dadas  en  arriendo:  1571. — De  cosa 

pignorada:  1872. 
—De  créilito  hipotecario:  1878. — V.  Compraventa. 
Veredas:  570. 

Vertietite  de  los  tejados  (Servidumbre  de):  586  á.  588. 
Vestido:  es  parte  de  los  alimentos:  142. — De  uso  dia- 
rio: 1374  y  1420.     V.  Luto. 
Viabilidad:  condiciones:  30. 

Viajeros:  £!;arantías  á,  favor  de  sus  equipajes  y  efec- 
tos: 1783  y  1784. 
Vicios  de  la  cosa  dada  en  comodato;  1752. — V.  Redhi- 
bición. 
Vida:  nulidad  del  arrendamiento  de  servicios  por 

toda  la  vida:  1583. 
— Sociedad  que  dura  toda  la  vida:  1680. 
—  (Renta  sobre  la):  1803  y  sigs. 
Villas  de  Vizcaya  (Habitantes  de  las"):  10. 
Viiias:  usufructo  de  viñas;  483  y  484. — V.  Raíz  muerta. 
Violación:  reconocimiento  de  prole:  135. 
Violeticin. — V.  Coacción. 
Vistas. — V.  Luces. 
Visto  bueno  en  las  órdenes  de  detención  del  hijo  por 

el  padre:  156. 
Viudez:  la  viuda  conserva  los  honores  del  marido 
mientras  no  contrae  segundo  matrimonio:  64. 
:     -^Impedimento   del   matrimonio    entre   el  viudo  y 
el  hijo  ó  padre  adoptivo  del  premuerto:  84,  núme- 
.       ro  5." 

■     — Tutela  legitima  qno  se  confiere  &  las  abuelas  viu- 
das: 211. 
— Pérdida  de  la  patria  potestad  por  la  viuda  que  se 

casa  de  nuevo:  168  y  172. 
— Las  viudas  no  pueden  casarse  antes  de  los  tres- 
cientos un  dias:  45.— Excepción:  85. 
— Prohibición  al  viudo  de  contraer  matrimonio  por 

el  cónyuge  premuerto:  793. 
— Derechos  sucesorios  del  cónyuge  viudo:  base  17  y 

arts.  807,  834  á  839  y  841. 
— Preterición  del  viudo  en  el  testamento  de  su  cón- 
yuge: 8t4. 
—Precauciones  cuando  la  viuda  queda  encinta:  ^0 

á.  96V. 
— Reserva  de  bienes  A  favor  de  los  hijos  del  primer 
matrimonio:  968  á  980. 
t    — Efectos  que  se  entregan  á  la  viuda:  1374  y  1420. 
—Luto  de  la  viuda:    1379  y  1427. 
— Sucesión  abintestato:  952  y  953. — V.  Lecho:  Seg\in- 

das  nupcias. 
Viveros:  334,  niira.  6.'* 
Vizcaya:  Fviero:  10. 
Voladizos. — V.  Balcones. 

Voluntad  como  medio  de  constituir  el  usufructo:  468. 
— Como  origen  de  servidumbres:  5;í6. 
— Medio  de  deferirla  sucesión:  658. 
— De  los  socios:  extinción  del  contrato  de  sociedad: 

170(1  y  1705. 
— Del  deudor:  no  puede  dejarse  á  su  arbitrio  la  obli- 
gación: 1115  y  1449. 
—Del  testador:  interpretación:  675,  739,  769  y  779. 
Votos  en  el  consejo  de  familia:  236,  305  y  307. 
— De  los  participes  de  cosas  comuneras:  398. 
— De  castidad:  impedimento  para  el  matrimonio:  83, 
núm.  4.° 


i 


Zanjas  medianeras;  574. 

Zonaft:  aguas  halladas  en  zonas  de  obras  públicas: 
407,  núm.  7.° 


CÓDIGO  DE  COMERCIO:  BOLSAS:  AGENTES  DE 
CAMBIO:  CORREDORES  DECOMERCIO:  INTÉRPRE- 
TES DE  NAVÍO:  COMPAÑÍAS  MERCANTILES.     La 

legislación  de  España  en  materia  mercantil 
ha.sta  la  publicación  del  Códig-o  de  Comercio, 
en  1829,  estaba  reducida  A  las  Ordenanzas  par- 
ticulares otorgadas  á  los  Consulados  para  su 
organización  y  rógimen  interior,  careciéudo- 
se  de  leyes  generales  que  determinasen  las 
oblig'aciones  y  derechos  que  se  derivan  de  los 
actos  de  comercio. 

Resultaba  de  tal  estado  de  cosas  la  confu- 
sión é  incertidumbre  qiie  eran  con.siguientes, 
lo  mismo  entre  los  comerciantes,  que  en  los 
Tribunales  y  jueces  llamados  A  conocer  de  los 
pleitos  mercantiles.  Para  poner  término  A  es- 
ta situación  se  creó  en  11  de  Enero  de  1828 
una  Comisión  que  formulase  un  proyecto  de 
Código  de  Comercio;  trabajo  que  dio  la  misma 
por  terminado  en  poco  más  de  un  año,  de  tal 
modo,  qiie  en  30  de  Mayo  de  1829  fué  sancio- 
nado por  el  Rey  D.  Fernando  VII,  mandán- 
dose después  por  R.  D.  de  5  de  Octubre  del 
mismo  año,  que  estando  ya  terminada  la  im- 
presión, comenzase  á  reg'ir  como  ley  en  toda 
la  Monarquía  desde  1."  de  Enero  de  1830,  con 
derogación  de  todas  las  leyes,  reglamentos  y 
Ordenanzas,  tanto  generales  como  particu- 
lares, que  anteriormente  se  observaban  sobre 
asuntos  mercantiles. 

Este  Código,  debido  al  Sr.  Sáinz  de  Andino, 
secretario  de  la  Comisión  nombrada  para  este 
delicado  trabajo,  fué  tan  perfectamente  reci- 
bido, que  en  concepDO  de  un  eminente  juris- 
consulto francés,  merecía  el  honor  de  ser 
tomado  como  modelo  en  las  naciones  que  ca- 
recían de  legislación  mercantil  ó  que  no  la 
tenían  perfecta,  y  de  ser  invocado  ante  sus 
Tribunales  por  la  excelente  doctrina  que  con- 
tenía. Pero  arregladas  las  relaciones  del  co- 
mercio y  determinadas  las  formas  y  efectos  de 
los  contratos,  era  también  indispensable  pro- 
veer al  buen  orden  de  su  aplicación,  estable- 
ciendo un  sistema  de  procedimientos  que  con- 
cillase la  celeridad  de  los  trámites  y  la  econo- 
mía de  sus  expensas  con  las  formalidades 
indispensables  para  asegurar  el  acierto  en  las 
sentencias.  También  esta  necesidad  se  llenó 
bien  pronto,  sancionando  en  24  de  Julio  de 
1830  la  ley  de  Enjuiciamiento  sobre  los  nego- 
cios y  causas  mercantiles,  hoy  derogado  en 
su  totalidad. 

El  Código  de  Comercio  de  1829  continuó,  on 
cambio,  vigente  hasta  el  día  31  de  Diciembre  de 
1885,  hecha  excepción  de  algunos  de  sus  ar- 
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tlculos,  sobre  los  cuales  se  dictai-ou  medidas 
parciales.  No  obstante,  su  revisión  se  venia 
considerando  como  una  necesidad  por  todos 
reconocida  y  con  razón  reclamada  por  la 
opinión. 

Por  R.  D.  de  24  de  Octubre  de  1838  se  nom- 
bró ya  una  Comisión  encargada  de  la  formación 
de  un  proyecto  de  ley  que  contuviera  las  alte- 
raciones, aclaraciones  y  modificaciones  que 
exig'la  el  cambio  de  instituciones  políticas  y 
que  la  experiencia  había  acreditado  ser  con- 
venientes para  el  buen  despacho  de  los  nego- 
cios. Y  en  el  supuesto  de  que  se  dejaba  sentir 
urgentemente  la  necesidad  de  la  reforma,  se 
creó  con  el  mismo  objeto  otra  Comisión  en  8 
de  Agosto  de  1855,  la  cual  quedó  disuelta  por 
D.  de  20  de  Septiembre  de  1869,  en  que  se 
fijaron  las  bases  con  arreglo  á  las  cuales  ha- 
bía de  proceder  una  nueva  Comisión  á  la  re- 
forma del  Código  de  Comercio  y  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  mercantil.  Xi  los  trabajos  de 
dichas  Comisiones,  ni  los  de  la  gener.il  de  Có- 
digos, dieron,  sin  embargo,  resultado  alguno 
práctico,  hasta  que  por  la  ley  de  7  de  Mayo  de 
1880,  se  impulsó  mievaniente  la  obra  comen- 
zada, organizando  otra  Comisión  encargada 
de  revisar  el  proyecto  de  la  creada  en  20  de 
Septiembre  de  1SG9. 

Tuvo  efecto  la  revisión  y  se  sancionó  como 
ley  el  nuevo  Código  en  22  de  Agosto  de  1885  ' , 
disponiendo  que  rigiera  desde' el  día  1."  de 
Enero  de  1886.  En  general,  la  reforma  se 
hizo  con  buen  acuerdo,  incorporando  al  mo- 
derno Código  leyes  diversas  que  no  figuraban 
en  el  contenido  del  antiguo,  completando  al 
gunas  instituciones  ya  reguladas  por  éste  y 
arrancando  al  mismo  la  nota  de  ley  de  clase, 
puesto  que  no  sólo  es  aplicable  á  los  comer- 
ciantes, sino  á  cuantas  personas  ejecuten  al- 
guno de  los  actos  mencionados  en  el  Código  y 
cualesquiera  otros  análogos. 

Sin  embargo,  en  la  práctica  se  han  podido 
ya  notar  algunos  capitales  defectos  que  el 
Gobierno  se  propone  corregir,  amparando  los 
intereses  del  comercio  de  buena  fe  y  poniendo 
coto  á  esos  criminales  artificios  con  que,   fiu- 


•  El  róillgn  civil  deja  d  salvo  las  disposiciones  del 
de  Comercio  respecto  á  posesión  y  rei>-indicación  de  cosas 
muebles  (art.  4i;4),  interés  legal  que  derengan  los  intereses 
vencidos  (1.10'J),  y  responsabilidad  en  los  transportes  por 
mar  y  tierra  (l.iSOl):  autoriza  la  constitución  de  socieda- 
des civiles  con  arreglo  d  las  formas  reconocidas  por  el  de 
Comercio,  en  cuyo  supuesto  l'S  son  aplicables  las  dispo- 
siciones de  éste  en  cuanto  no  se  opongan  d  las  del  ciril 
(1.670),  V  quedan  ej^ceptuadas  de  las  causas  de  e.rtincióii 
marcadas  en  los  núms.  3."  y  4."  del  art.  1.700,  en  los  ca- 
tas que  deban  subsistir  cotí  arreglo  al  Código  de  Comer- 
cio (véanse  los  arts.  22Í  y  siguientes  de  éste),  sujeta  la 
enajenación  de  cosas  pignoradas  al  Código  de  Comercio 
cuando  consistieren  en  valores  cotizables  (1.872,  pdrr.  2."). 


gieudo  contrariedades  mercantiles,  se  quieren 
cohonestar  suspensiones  de  pagos  en  busca  de 
un  convenio  con  los  acreedores,  en  que  éstos 
cedan  de  su  derecho,  viniendo  á  constituir  ver- 
daderas estafas.  Al  efecto,  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  ha  presentado  á  las  Cortes 
en  25  de  Abril  de  1892,  el  oportuno  proyecto 
de  ley,  reformando  los  artículos  del  Código  de 
Comercio  referentes  á  la  suspensión  de  pagos 
y  á  las  quiebras,  y  adicionando  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  con  un  titulo  sobre  el  ordeu 
de  proceder  en  los  mismos  asuntos. 

En  la  exposición  que  precede  al  proyecto 
dice  el  mismo  Sr.  Ministro  que  los  autores  del 
Códig'o  de  1885,  aceptando  la  doctrina  patro- 
cinada por  la  escuela  italiana  y  por  muchos 
jtu'iseonsultos  belgas,  y  apartándose  de  la  tra- 
dición francesa,  admitieron  que  antes  de  la 
quiebra  puede  encontrai'se  el  comerciante  en 
un  estado  intermedio  en  el  que,  sin  gozar  de  la 
plenitud  de  su  crédito,  tampoco  se  halle  en  la 
situación  de  sobreseer  por  completo  en  el  pago 
corriente  de  sus  obligaciones;  que  al  recono- 
cimiento de  ese  estado  obedeció  la  redacción 
de  los  arts.  870  al  873  del  Código  vigente,  pero 
que  el  buen  propósito  del  legislador  resultó  en 
la  pr.'ictica  aliciente  para  el  dolo,  que  tomó 
proporciones  alarmantes,  hasta  el  punto  da 
constituir  las  suspensiones  de  pagos,  agios  es- 
candalosos que  escapan  á  la  acción  del  Códi- 
go penal;  porque  es  casi  imposible  acudir  á 
éste  cuando  existe  uu  acuerdo  adoptado  por 
acreedores  que  se  resignan  á  perder  la  casi  to- 
talidad de  sus  créditos. 

Añade  el  Sr.  Ministro  que  esos  abusos  que 
produce  en  la  práctica  la  aplicación  de  los  ar- 
tículos indicados,  han  levantado  enérgica  y 
permanente  protesta,  y  producido  una  pode- 
rosa corriente  de  opinión  en  el  sentido  de  que 
sean  modificados,  de  modo  que  la  suspensión 
de  pagos  sirva  sólo  para  obtener  espera,  y 
nunca  rebaja  en  los  créditos,  pues  cuando  el 
comerciante  no  puede  satisfacerlos  en  su  inte- 
gridad, existe  verdadera  quiebra,  que  debe 
producir  sus  naturales  consecuencias  en  el  te- 
rreno mercantil  y  criminal. 

Y  respecto  al  enjuiciamiento,  concluye  di- 
ciendo que  la  mayor  parte  de  los  daños  que 
produce  la  aplicación  del  Código  de  Comercio, 
trae  su  origen  en  la  falta  de  un  procedimiento 
adecuado  para  tramitar  la  solicitud  de  sus- 
pensión de  pagos,  resultando  que  por  la  omi- 
sión referida  el  suspenso  se  lS)erta  de  satisfa- 
cer sus  compromisos,  quedando,  sin  embargo, 
con  la  capacidad  necesaria  para  contratar  y 
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para  percibir  las  cantidades  que  se  le  adeu- 
dan, pudiendo  cobrar  y  no  teniendo  obliga- 
ción de  pagar  '. 

No  ha  lleg'ado  todavía  á  discutirse  este  im- 
portante proyecto,  pero  es  de  esperar  que,  con 
las  conrreccionesque  se  consideren  convenien- 
tes, vendrá  pronto  á  poner  i-emedio  al  mal, 
como  se  projioue. 

A  continuación  insertamos  las  disposiciones 
anteriores  al  Código  de  1885,  que  no  han  per- 
dido su  interés  práctico  ó  jurídico,  indicamos 
las  demás  que  carecen  de  aplicación  ó  de  im- 
portancia, y  damos  por  iiltimo  el  texto  del 
nuevo  Códig-o,  anotado  con  el  extracto  de  los 
motivos  de!  proyecto. 

Forman,  pues,  el  contenido  principal  de  este 
articulo,  los  siguientes  documentos: 

Cód,  de  Comercio  de  1829. — Libro  IV,  de  las  quiebras. 

Regí,  del  Gobierno  interior  del  Colegio  de  Agentes  de 
Cambio  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  6  Abril  1875. 

—  Id.  del  Colegio  de  Corredores  de  Madrid  de  31  Jnlio 
de  1875. 

Código  de  Comercio  de  22  Agosto  1885. 

Reglamento  interino  para  la  organización  y  régimen  del 
Registro  mercantil  de  21  Diciembre  1885. 

— Id.  para  la  organización  y  régimeti  de  las  Bolsas  de 
Comercio  de  31  Diciembre  1885. 

Reglamento  interior  provisional  de  la  Bolsa  de  Comer- 
ció  de  Madrid  de  18  Junio  188<j. 

Y  las  decisiones  d,e  jurisprudencia  sobre  actos  y  con- 
tratos mercantiles. 

Respecto  á  Ultramar,  ténganse  presentes  las  dispo- 
siciones indicadas  en  el  sumario  alf.abético  bajo  los 
epígrafes  Cuba,  Puerto  Rico,  Filipinas,  y  el  articulo 
especial  Código  dk  Ccmercio  en  Ultramar. 

Có4lg4i  (!o  Ciiniei'clo 

decretado,  sancionado  y  promulgado  en  30  de  Mayo 
de  1829. 

«D.  Fernando  VII, 

Por  la  gracia  de  Dios  Rey  de  Castilla,  de 
León,  de  Aragón,  de  las  Dos  Sicilias,  de  Jeru- 
salén,  de  Navarra,  de  Granada,  de  Toledo,  de 
Valencia,  de  Galicia,  de  Mallorca,  de  Menor- 
ca, de  Sevilla,  de  Cerdoña,  de  Córdoba,  de 
Córcega,  de  Murcia,  de  Jaén,  de  los  Al.<jarbes, 
de  Algeciras,  de  Gibraltar,  de  las  islas  de  Ca- 
naria, de  las  Indias  Orientales  y  Occidentales, 
islas  de  Tierrafirme  del  mar  Océano;  archidu- 
que de  Austria,  duque  de  Borgoña,  de  Bra- 
bante y  de  Milán;  conde  de  Abspurg,  de  Flan- 
des,  Tirol  y  Barcelona;  señor  de  Vizcaya  y  de 
Molina,  etc. 

A  los  del  mi  Consejo,  presidentes, regentes  y 
oidores  de  mis  Chancillerlas  y  Audiencias,  al- 
caldes de  mi  Casa  y  Corte,  y  á  todos  los  correg'i- 


»  El  proyecto  alcaliza  en  su  reforma  d  los  arts.  21,  46, 
870,871,  S72,  S7:i,  876,  876,  877,  878,  88!),  S,9S,  806.909  y 
921  del  Código  de  Comercio,  cuya  redacción  se  sustituye 
por  otra. 

En  lo  relativo  al  orden  de  proceder  en  las  quiebras, 
alcanza  el  proyecto  de  reforma  á  cuasi  todos  los  artícu- 
los del  tit.  XIII,  lib.  II  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Y  en  cuanto  al  procedimiento  para  la  huspensión  de  pa- 
gos, se  propone  la  adición  de  un  titulo  adicional  al  final 
de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Tomo  II. 


dores,  asistentes,  intendentes,  g'obernadores, 
alcaldes  mayores  y  ordinarios,  y  otros  cuales- 
quiera jueces  y  justicias  de  estos  mis  Reinos, 
tanto  á  los  que  ahora  son,  como  á  los  que  serán 
de  aquí  adelante,  y  á  todos  mis  vasallos  pre- 
sentes y  venideros  de  cualquier  clase,  estado  y 
condición  que  fueren:  salud  y  gracia:  Por 
cuanto  hallándose  reducida  la  jurisprudencia 
mercantil  de  esta  Monarquía  á  las  Ordenan- 
zas particulares  otorgadas  á  los  Consulados 
para  su  organizaeión  y  régimen  interior,  se 
carecía  de  leyes  generales  que  determinasen 
las  obligaciones  y  derechos  que  proceden  de 
los  actos  de  comercio,  de  lo  cual  resultaban 
grande  confusión  é  incertidumbre;  tanto  para 
los  mismos  comerciantes  y  trancantes,  como 
para  los  Tribunales  y  jueces  que  habían  de  di- 
rimir sus  diferencias;  y  queriendo  Yo  poner 
término  á  males  do  tant  i  gravedad  é  interés, 
y  dar  al  comercio  un  sistema  de  legislación 
uniforme  completo  y  fundado  sobre  los  princi- 
pios inalterables  de  la  justicia  y  las  reglas  se- 
guras de  la  conveniencia  del  mismo  comercio, 
creé  por  mi  soberana  resolución  de  11  de  Enero 
de  1828  una  Comisión  especial  compuesta  de 
magistrados  y  jurisconsultos,  y  de  personas 
versadas  en  las  prácticas  y  usos  mercantiles, 
para  que  meditasen,  preparasen  y  me  propu- 
sieran un  proyecto  de  Códig-o  de  Comercio: 
habiéndome  presentado  la  Comisión  sus  tra- 
bajos, con  vista  de  éstos,  y  de  la  demás  ins- 
trucción preparatoria  con  que  de  mi  soberana 
orden  se  ha  ilustrado  y  perfeccionado  una 
obra  tan  grave,  ardua  é  importante,  he  veni- 
do en  decretar,  y  decreto  como  ley  universal 
para  todos  mis  Reinos  y  Señoríos  en  materias 
y  asuntos  mercantiles,  el  siguiente 
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(Seguía  el  Código  de  Comercio,  universal 
para  todo  el  Reino  en  materias  y  asuntos  mer- 
cantiles, pues  como  reconoció  el  T.  S.  en  sen- 
tencias de  2  de  Abril  de  1865  y  de  26  de  Mayo 
de  18G6,  fué  promulg'ado  con  el  alto  flu  de  uni- 
formar la  legislación  en  esta  parte  ¡jor  un  sis- 
tema completo,  y  fundado  sobre  los  principios 
inalterables  de  la  justicia.  Este  Código,  aun- 
que sufrió  varias  modificaciones,  ha  estado  en 
vigor  hasta  el  día  1."  de  Panero-de  1886,  en  que 
ha  comenzado  á  reg'ir  el  de  22  Agosto  1885.) 

Fawío.s-  d  insertar  todo  el  libro  IV  del  Códi- 
go de  1829,  que  trata  «de  las  quiebras»,  consi- 
derando todavía  de  aplicación  sus  disposicio- 
nes. He  aquí  la  razón. 

El  tlt.  I  del  lib.  IV  del  nuevo  Código  de  Co- 
mercio trata  de  las  suspensiones  de  pagos  y  de 
las  quiebras,  pero  únicamente  contiene,  como 
dice  el  preámbulo  del  proyecto  presentado  á 
las  Cortes,  las  disposiciones  referentes  á  la  ca- 
pacidad del  comerciante  y  á  los  derechos  de 
los  que  con  él  han  contratado.  Las  de  sustan- 
ciación  del  juicio  de  quiebra  no  se  compren- 
den en  dicho  Código,  que  las  reserva  para  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  siendo  la  hoy  vigente 

la  de  3  de  Febrero  de  1881.  Dedica  esta  ley  el 
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tit.  XIII  del  lib.  11  al  orden  de  proceder  en  las 
quiebras,  pero  se  remite  al  antiguo  Código  en 
muchos  de  sus  ai'ticiilos;  y  en  su  consecuen- 
cia, ig-noramos  si  seguirán  en  vigor  las  reg'las 
de  sustauciacióu  de  las  quiebras  que  el  mismo 
establecía ,  y  caso  neg'ativo,  cuáles  deberán 
aplicar  los  Tribunales  á  los  comerciantes  fa- 
llidos. En  la  duda  insertamos  Integro  el  lib.  IV 
del  antiguo  Código ,  que  si  no  está  vigente  en 
sus  preceptos  de  carácter  sustantivo,  puede 
tener  aplicación  en  el  procedimiento  que  se- 
ñala para  la  constitucióii,  continuación  y  ter- 
minación de  la  quiebra;  y  asi  acaso  quede  su- 
plido el  para  nosotros  inexplicable  silencio  del 
leg'islador  en  punto  tan  importante  '. 
Dice  asi  el  libro  IV  del  Código  de  1829: 

«.LIBRO  IV.     De  las  quiebras  -. 

TITUTO  I.— Del  estado  de  quiebra,  v  sus  diferen- 
tes ESPECIES. 

Art.  1001.  Se  considera  en  estado  de  quie- 
bra á  todo  comerciante  que  sobresee  en  el  pa- 
go corriente  de  sus  obligaciones. 

Art.  1002.  Se  distinguen  para  los  efectos 
legales  cinco  clases  de  quiebras: 

1.*     Suspensión  de  pag-os. 

2."^     Insolvencia  fortuita. 

3.*     Insolvencia  culpable. 

4.*     Insolvencia  fraudulenta. 

5."     Alzamiento. 

Art.  100.3.  Entiéndese  quebrado  de  prime- 
ra clase  el  comerciante  que  manifestando  bie- 
nes suficientes  para  cubrir  todas  sus  deudas, 
suspende  temporalmente  los  pagos,  y  pide  á 
sus  acreedores  un  plazo  en  que  puede  reali- 
zar sus  mercaderías  ó  créditos  para  satisfa- 
cerles. 

Art.  1004.  Es  quiebra  de  segunda  clase  la 
del  comerciante  á  quien  sobrevienen  infortu- 
nios casuales  é  inevitables  en  el  orden  regu- 
lar y  prudente  de  una  buena  administración 
mercantil,  que  reducen  su  capital  al  punto  de 
no  poder  satisfacer  el  todo  ó  parte  de  sus 
deudas. 

Art.  1005.  Se  reputan  quebrados  de  terce- 
ra clase  los  que  se  hallen  en  alg'uno  de  los  ca- 
sos siguientes: 

1.°  Cuando  los  gastos  domésticos  y  perso- 
nales del  quebrado  hubieran  sido  excesivos  y 
descompasados  con  relación  á  su  haber  liqui- 


*  La  omisión  que  advertivwa  nosotros,  apenas  comenzó 
á  regir  el  Código  de  í885,  v  al  publicar  la  4.**  edición  del 
Diccionario  en  IHSe,  ha  sido  también  noLida  por  el  Go- 
bierno, que  para  subsanarla  y  enmendar  además  lo  refe- 
rente á  la  suspensión  de  pagos,  fia  presentado  á  las  Corles 
en  el  corriente  año  1802,  el  oportuno  proyecto  de  ley,  como 
dejamos  dictio  en  la  pág.  720. 

2  El  art.  25  de  la  ley  de  6  de  Diciembre  de  Í868,  sobre 
supresión  de  los  Tribunales  de  comercio,  dice  asi: 

'En  todos  los  artíctdos  que  el  Código  de  comercio  se  re- 
fiere á  los  intendentes,  y  el  mismo  Código...  hace  mención 
de  los  Tribunales  de  comercio,  ó  jueces  comisarios  de  quie- 
bra, se  sustituirán  á  la  palabra  intendentes  las  de  go- 
bernadores de  provincia,  d  las  de  Tribunales  de  co- 
inercio,  las  de  jaeces  de  primera  instancia,  y  á  las  de 
jaeces  comisarios,  la  de  comisarios...»  Queda  hecha  la 
sustitución  de  palabras,  C07i  letra  cursiva, enlos  artículos 
respectivos  de  este  libro  IV. 


do,  atendidas  las  circunstancias  de  su  rango 
y  familia. 

2."  Si  hubiere  hecho  pérdidas  en  cualquie- 
r.n  especie  de  juego  que  excedan  de  lo  que  por 
vía  de  recreo  aventura  en  entretenimientos 
de  esta  clase  un  padre  de  familia  arreglado. 

3.°  Si  las  pérdidas  le  hubieren  sobreveni- 
do de  apviestas  cuantiosas,  de  compras  y  ven- 
tas simuladas  ú  otras  operaciones  de  agiotaje, 
cuyo  éxito  dependa  absolutamente  del  azar. 

4."  Si  hubiese  revendido  A  pérdida,  ó  por 
menos  precio  del  corriente,  efectos  comprado.3 
al  fiado  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  de- 
claración de  la  quiebra,  que  todavía  estuviese 
debiendo. 

5."  Si  constare  que  en  el  período  transcu- 
rrido desde  el  último  inventario  hasta  la  de- 
claración de  quiebra,  hubo  época  en  que  el 
quebrado  estuviese  en  débito  por  sus  oblig-a- 
ciones  directas  de  una  cantidad  doble  del  ha- 
ber líquido  (]ne  le  resultaba  seg'ún  el  mismo 
inventario.  ( \'er  art.  445  del  Código  penal.) 

Art.  1006.  Serán  también  tratados  en  el  jui- 
cio como  quebrados  de  tercera  clase,  salvas 
las  excepciones  que  propong-an  y  prueben  pa- 
ra destruir  este  concepto,  y  demostrar  la  in- 
culpabilidad de  la  quiebra: 

1."  Los  que  no  hubiesen  llevado  los  libros 
de  contabilidad  en  la  forma  y  con  todos  los 
requisitos  que  se  prescriben  en  la  sección  2.", 
tít.  II,  lib.  I  de  este  Código,  aunque  de  sus 
defectos  y  omisiones  no  haya  resultado  per- 
juicio á  tercero. 

2."     Los  que  no  hubiesen  hecho  su  manifes 
tación  de  quiebra  en  el  término  y  forma  que  se 
prescriben  en  el  art.  1.017,  tit.  II  de  este  libro. 

3."  Los  que  habiéndose  ausentado  al  tiem- 
po de  la  declaración  de  la  quiebra  ó  durante 
el  prog-reso  del  juicio,  dejaren  de  presentarse 
personalmente  en  los  casos  que  la  ley  impone 
esta  obligación,  á  menos  de  tener  impedimen- 
to leg'ítimo  para  hacerlo. 

Art.  1007.  Pertenecen  á  la  cuarta  clase  los 
quebrados  en  quienes  concurran  alg-unas  de 
las  circunstancias  siguientes: 

1."'  Si  en  el  balance.  Memorias,  libros  ü 
otros  documentos  relativos  á  su  giro  y  nego- 
ciaciones, incluyese  el  quebrado  gastos,  pér- 
didas ó  deudas  supuestas. 

2.^  Si  no  hubiese  llevado  libros,  ó  si  habién- 
dolos lle\ado  los  ocultare  ó  introdujere  en 
ellos  partidas  que  no  se  hubiesen  sentado  en 
el  lugar  y  tiempo  oportuno. 

S."-  Si  de  propósito  rasgase,  borrase  ó  alte- 
rase en  otra  cualquiera  manera  el  contenido 
de  los  libros. 

4.'''  Si  de  su  contabilidad  comercial  no  re- 
siiltare  la  salida  ó  existencia  del  activo  de  su 
último  inventario,  y  del  dinero,  valores,  mue- 
bles y  efectos  de  cualquiera  especie  que  sean, 
que  constare  ó  se  justificare  haber  entrado 
posteriormente  en  poder  del  quebrado. 

5."  Si  hubiese  ociiltado  en  el  balance  al- 
guna cantidad  de  dinero,  créditos,  géneros  ii 
otra  especie  de  bienes  ó  derechos. 

G.^  .Si  hubiese  consumido  y  aplicado  para 
sus  neg'ocios  ju'opios  fondos  ó  efectos  ajenos 
que  le  estuviesen  encomendados  en  depósito, 
administración  ó  comisión. 
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T.*  Si  sin  autoriüaoión  del  propietario  liu  - 
biere  neg'ociado  letras  de  cuenta  ajena  que 
obrasen  en  su  poder  para  su  cobranza,  remi- 
sión ü  otro  uso  distinto  del  de  la  negociación, 
y  no  le  hubiese  hecho  remesa  de  su  producto. 

8.*  Si  hallílndose  comisionado  para  la  ven- 
ta de  algunos  géneros  ó  para  neg'ociar  crédi- 
tos ó  valores  de  comercio,  hubiese  ocultado  la 
enajenación  al  propietario  por  cualquiera  es- 
pacio de  tiemi>o. 

9.*  Si  supusiere  enajenaciones  simuladas, 
de  cualqiiiera  clase  que  éstas  sean. 

10."  Si  hubiese  otorg'ado,  consentido,  fir- 
mado ó  reconocido  deudas  supuestas,  presu- 
miéndose tales,  salva  la  prueba  en  contrario, 
todas  las  que  no  teng-an  causa  de  deber  ó  va- 
lor detiu'uiinarto. 

H.*  Si  hubiese  comprado  bienes  inmue- 
bles, efectos  ó  créditos  en  nombre  de  tercera 
persona. 

12."  Si  en  perjuicio  de  los  acreedores  hu- 
biese anticipado  pagos  que  no  eran  exigibles 
sino  en  época  posterior  á  la  declaración  de  la 
quiebra. 

1.3."  Si  después  del  último  balance  hubiese 
negociado  el  quebrado  letras  de  su  propio  giro 
á  cargo  de  persona  en  cuyo  poder  no  tuviera 
fondos,  ni  crédito  abierto  sobre  ella,  ó  autori- 
zación para  hacerlo. 

14."  Si  después  de  haber  hecho  la  declara- 
ción de  quiebra  hubiese  percibido  y  aplicado 
á  sus  usos  personales,  dinero,  efectos  ó  crédi- 
tos de  la  masa,  ó  por  cualquiera  medio  hubiese 
distraído  de  ésta  alg'una  de  sus  pertenencias. 

Art.  1008.  Se  presume  de  derecho  qtiiebra 
fraudulenta  ó  de  cuarta  clase,  sin  perjuicio  de 
las  excepciones  que  se  prueben  en  contrario, 
en  el  comerciante  de  cuyos  libros  no  pueda 
deducirse  en  razón  de  su  informalidad  cuAl 
sea  su  verdadera  situación  activa  y  pasiva,  é 
igualmente  en  el  que  gozando  salvoconducto 
no  se  presente  ante  el  Tribunal  que  conoce  de 
la  quiebra,  siempre  que  por  éste  se  le  mande 
verificarlo. 

Art.  1009.  Las  quiebras  de  los  corredores 
se  reputan  siempre  fraudulentas,  sin  admitir- 
se excepción  en  contrario  al  corredor  quebra- 
do, á  qiiien  se  justifique  que  hizo  por  su  cuen- 
ta, en  nombre  propio  ó  ajeno,  alg'una  opera- 
ción de  tráfico  ó  giro,  ó  que  se  constituyó  g-a- 
raute  de  las  operaciones  en  que  intervino 
como  corredor,  aun  cuando  no  proceda  de 
estos  hechos  el  motivo  de  la  quiebra. 

Art.  1010.  Son  cómplices  de  las  quiebras 
fraudulentas: 

1."  Los  que  habiéndose  confabulado  con  el 
quebrado  para  suponer  créditos  contra  él,  ó 
aumentar  el  valor  de  los  que  efectivamente 
teng-an  sobre  sus  bienes,  sostengan  esta  supo- 
sición en  el  juicio  de  examen  y  calificación 
de  los  créditos,  ó  en  cualquiera  junta  de  los 
acreedores  de  la  quiebra. 

2."  Los  que  de  acuerdo  con  el  mismo  que- 
brado alterasen  la  naturaleza  ó  fecha  del  cré- 
dito para  anteponerse  en  la  g-raduación  con 
perjuicio  de  otros  acreedores,  aun  cuando  esto 
se  verificase  antes  de  hacerse  la  declaración 
de  quiebra. 

3."     Los  que  de  ánimo  deliberado  hubiesen 


auxiliado  al  quebrado  para  ocultar  ó  sustraer, 
después  que  cesó  en  sus  pagos,  alguna  parte 
de  sus  bienes  ó  créditos. 

i."  Los  que  siendo  tenedores  de  alguna 
pertenencia  del  quebrado  al  tiempo  de  hacerse 
notoria  la  declaración  de  quiebra  por  el  Tri- 
bunal que  de  ella  conozca,  la  entreg-asen  á  éste 
y  no  á  los  administradores  legítimos  de  la  ma- 
sa, á  menos  que  siendo  de  reino  ó  provincia 
diferente  de  la  del  domicilio  del  quebrado, 
prueben  que  en  el  pueblo  de  su  residencia  no 
se  tenia  noticia  de  la  quiebra. 

Esta  excepción  no  será  admisible  con  res- 
pecto á  los  que  habiten  la  misma  pro^,  iucia 
que  el  quebrado. 

5."  Todos  los  que  neg-aren  á  los  adminis- 
tradores de  la  quiebra  la  existencia  de  lo8- 
efectos  que  obrasen  en  su  poder  pertenecien- 
tes al  quebrado. 

G."  Los  que  después  de  publicada  la  decla- 
ración de  la  quiebra  admitiesen  endosos  del 
quebrado. 

7."  Los  acreedores  legítimos  que  hiciesen 
conciertos  privados  y  secretos  con  el  quebra- 
do, en  perjuicio  y  fraude  de  la  masa. 

8."  Los  corredores  que  interviniesen  en 
operación  alguna  de  tráfico  ó  giro  que  hiciere 
el  que  estuviese  declarado  en  quiebra. 

Art.  1011.  Los  cómplices  de  los  quebrados 
fraudulentos  serán  condenados  civilmente,  y 
sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  incurran  con 
arreglo  á  las  leyes  criminales: 

1."  A  perder  cualquiera  derecho  que  ten- 
gan en  la  masa  de  la  quiebra  en  que  sean  de- 
clarados cómplices. 

2."  A  reinteg'rar  á  la  misma  masa  los  bie- 
nes, derechos  y  acciones  sobre  cuya  sustrac- 
ción hubiese  recaído  su  complicidad. 

3."  A  la  pena  del  doble  tanto  de  la  sustrac- 
ción, aun  cuando  no  se  llegara  á  verificar, 
aplicada  por  mitad  al  Fisco  y  á  la  masa  de  la 
quiebra. 

Art.  1012.  Lis  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1.010  y  1.011  sobre  los  hechos  que  constitu- 
yen complicidad  en  las  quiebras  fraudulentas 
y  responsabilidad  que  de  ellas  resulta,  son  apli- 
cables á  los  cómplices  de  los  alzados,  quedan- 
do sujetos  además  á  las  penas  que  prescriban 
las  leyes  criminales  contra  los  que  á  sabiendas 
auxilien  la  sustracción  de  bienes  del  alzado. 

Art.  1013.  Los  que  simplemente  y  sin  co- 
meter fraude  alg'uno  en  perjuicio  de  los  acree- 
dores del  alzado  le  facilitasen  medios  de  eva- 
sión, no  son  cómplices  del  alzamiento  ni  con- 
traen la  responsabilidad  civil;  pero  sí  incurri- 
rán en  las  penas  impuestas  i)or  el  derecho 
común  á  los  que  favorecen  á  sabiendas  la  fuga 
de  los  criminales. 

Art.  1014.  El  qiie  no  tenga  la  calidad  de 
comerciante  no  puede  constituirse  ni  ser  de- 
clarado en  quiebra. 

Art.  1015.  Todo  procedimiento  sobre  quie- 
bras se  h<a  de  fundar  en  oblig-aciones  y  deudas 
contraidas  en  el  comercio,  cuyo  pago  se  haya 
cesado  ó  suspendido;  sin  perjuicio  de  acumu- 
larse á  él  las  deudas  que  en  otro  concepto 
teng'a  el  quebrado. 
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TIT.  II. — De  la  declaración  de  quiebra. 

Art.  lOlG.  La  declaración  formal  del  estado 
de  quiebra  se  hace  por  providencia  judicial  á 
solicitud  del  mismo  quebrado  ó  á  iustancia  del 
acreedor  legitimo,  cuyo  derecho  proceda  de 
oblig'aciones  mercantiles. 

Art.  1017.  Es  obligación  de  todo  comer- 
ciante que  se  encuentre  en  estado  de  quiebra, 
ponerlo  en  conocimiento  del  Tribunal  ó  juez 
de  comercio  de  su  domicilio,  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  en  que  hubiere  cesado  en  el 
pago  corriente  de  sus  oblig'aciones,  entregan- 
do al  efecto  en  la  Escribanía  del  mismo  Tribu- 
nal una  exposición  en  que  se  manifieste  en 
quiebra,  y  designe  su  habitación  y  todos  los 
escritorios,  almacenes  y  otros  cualesquiera  es- 
tablecinnentos  de  su  comercio. 

Art.  1018.  Con  la  e.xposición  en  que  se  ma- 
nifieste en  quiebra  acompañará  el  quebrado: 

1."     El  balance  g-eneral  de  sus  negocios. 

2.°  Una  Memoria  ó  relación  que  exprese 
las  causas  directas  é  inmediatas  de  su  quiebra. 

Art.  1019.  En  el  balance  general  hará  el 
quebrado  la  descripción  valorada  de  todas  sus 
pertenencias  en  bienes,  muebles  é  inmuebles, 
efectos  y  géneros  de  comercio,  créditos  y  de- 
rechos de  cualquiera  especie  que  sean,  asi 
como  igualmente  de  todas  sus  deudas  y  obli- 
gaciones pendientes. 

Art.  1020.  Con  la  relación  de  las  causas  de 
la  quiebra  podrá  el  quebrado  acompañar  todos 
los  documentos  de  comprobación  que  teng'a 
por  conveniente. 

Art.  1021.  Tanto  la  exposición  de  quiebra 
como  el  balance  y  la  relación  prevenida  en  el 
art.  1.018,  llevarán  la  firma  del  quebrado  ó  de 
pei'sona  autorizada  bajo  su  responsabilidad 
para  firmar  estos  documentos,  con  jioder  es|ie- 
cial  de  que  se  acompañará  copia'  fehaciente, 
sin  cuyo  requisito  no  se  les  dará  curso. 

Art.  1022.  Cuando  la  quiebra  sea  de  una 
compañía  en  que  haya  socios  colectivos,  se  ex- 
presará en  la  exposición  el  nombre  y  domici- 
lio de  cada  uno  de  ellos;  firmándola,  así  como 
también  los  demás  documentos  que  deban 
acompañarla,  todos  los  socios  que  residan  en 
el  pueblo  al  tiempo  de  hacerse  la  declaración 
de  quiebra. 

Art.  102.3.  El  escribano  que  reciba  la  ma- 
nifestación de  quiebra,  ]3ondrá  á  su  pie  certi- 
ficación del  día  y  hora  de  su  presentación,  li- 
brando en  el  acto  al  portador,  si  lo  pidiere,  un 
testimonio  de  esta  dilig-encia. 

Art.  1024.-  En  la  primera  audiencia  decla- 
rará el  Tribunal  de  comercio  el  estado  de 
quiebra  fijando  en  la  misma  providencia,  con 
calidad  de  por  ahora,  y  sin  perjuicio  de  terce- 
ro, la  época  á  que  deban  retrotraerse  los  efec- 
tos de  la  declaración  por  el  dia  que  resultare 
haber  cesado  el  quebrado  en  el  pago  corriente 
de  sus  oblig-aciones. 

Art.  1020.  Para  providenciarse  la  declara- 
ción de  quiebra  á  instancia  de  acreedor  legí- 
timo, sin  que  preceda  la  manifestación  espon- 
tánea del  quebrado,  es  indispensable  que  cons- 
te previamente  en  debida  forma  la  cesación  de 
pag'os  del  deudor  por  haberse  denegado  gene- 
ralmente á  satisfacer  sus  obligaciones  venci- 
das, ó  bien  por  su  fuga  ii  ocultación,  acompa- 


ñada del  cerramiento  de  sus  escritorios  y  al- 
macenes, sin  haber  dejado  persona  que  en  su 
representación  dirija  sus  dependencias,  y  dé 
evasión  á  sus  obligaciones, 

Art.  1026.  No  será  suficiente  para  declarar 
en  quiebra  á  un  comerciante  á  in.stancia  de 
sus  acreedores,  que  haya  ejecuciones  pen- 
dientes contra  sus  bienes,  mientras  él  mani- 
fieste ó  se  le  hallen  bienes  disponibles  sobre 
que  trabarlas. 

Art.  1027.  En  el  caso  de  fuga  notoria  de  un 
comerciante  con  las  circunstancias  que  prefija 
el  art.  1.025,  procederá  de  oficio  la  jurisdicción^ 
de  comercio  '  á  la  ocupación  de  los  estableci- 
mientos del  fug-ado,  y  prescribirá  las  medidas 
que  exija  su  conservación,  entre  tanto  que  los 
acreedores  usan  de  su  derecho  sobre  la  decla- 
ración de  quiebra. 

Art.  1028.  El  comerciante  á  quien  se  decla- 
ro en  estado  de  quiebra  sin  que  haya  precedi- 
do su  manifestación,  será  admitido  á  pedir  la 
reposición  de  dicha  declaración  dentro  de  los 
ocho  días  sig'uieutes  á  su  publicación,  sin  per- 
juicio de  llevarse  á  efecto  provisionalmente 
las  providencias  acordadas  sobro  la  persona  y 
bienes  del  quebrado. 

Art.  102E).  Para  que  recaiga  la  reposición 
del  auto  de  declaración  de  quiebra,  ha  de  pro- 
bar el  quebrado  la  falsedad  ó  insuficiencia  le- 
gal de  los  hechos  que  se  dieron  por  fundamen- 
to de  ella,  y  que  se  halla  corriente  en  sus  pagos. 

Art.  1030.  El  articulo  de  reposición  se  sus- 
tanciará con  audiencia  del  acreedor  <.ue  pro- 
movió la  quiebra,  y  de  cualquier  otro  acreedor 
del  quebrado  que  se  oponga  á  su  solicitud. 

Art.  lOol.  La  svistanciación  de  dicho  ar- 
ticulo no  podrá  exceder  de  veinte  días,  den- 
tro de  los  cuales  se  recibirán  por  vía  de  justi- 
ficación las  pruebas  que  se  hagan  por  ambas 
partes,  y  á  su  vencimiento  se  resolverá  seg'rin 
los  méritos  de  lo  obrado,  admitiéndose  sola- 
mente en  el  efecto  devolutivo  las  apelaciones 
que  se  interpongandelaprovidenciaqiie  se  dé. 

Art.  1032.  La  reposición  jiodrá  también  pro- 
veerse antes  de  vencer  el  expresado  término 
de  veinte  días,  si  el  acreedor  que  promovió  la 
quiebra  conviene  en  ella,  ó  si  por  parte  de  él 
ó  de  otro  acreedor  leg'ítimo  no  se  hiciere  con- 
tradicción en  los  ocho  días  siguientes  á  la  no- 
tificación del  traslado  que  se  confiera  de  la 
instancia  del  quebrado. 

Art.  1033.  La  reclamación  del  quebrado 
contra  el  auto  de  declaración  de  quiebra  no 
impedirá  ni  suspenderá  la  ejecución  de  las 
providencias  prevenidas  en  el  tit.  IV  de  este 
libro  hasta  que  conste  la  revocación  de  aquél. 

Art.  1034.  Revocada  la  declaración  de  quie- 
bra por  el  auto  de  reposición,  se  tiene  por  no 
hecha,  y  no  produce  efecto  alg'uno  legal.  El  co- 
merciante contra  quien  se  dio,  podrá  usar  de 
su  derecho  en  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, si  se  hubiese  procedido  en  ella  con 
dolo,  falsedad  ó  injusticia  manifiesta. 

TÍT.  III.— De  los  efectos  de  retroacción  de  la 

DECLARACIÓN   DE   QUIEBRA. 

Art.  1035.    El  quebrado  queda  de  derecho 


*    La  jurisdicción  de  comercio  es  hoy  la  7niS7na  juris- 
dicción ordinaria. 
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separado  é  inhibido  de  la  administracióu  de 
todos  sus  bioues  desde  que  se  constituye  en 
estado  de  quiebra. 

Art.  10;3tí.  Todo  acto  de  dominio  y  admi- 
nistración que  hag'a  el  quebrado  sobre  cual- 
quiera especie  y  porción  de  sus  bienes  después 
de  la  declaración  de  quiebra,  y  los  que  haya 
hecho  posteriormente  á  la  época  á  que  retro 
traig-au  los  efectos  de  dicha  declaración,  sou 
nulos. 

Art.  1037.  En  las  disposiciones  de  los  dos 
artículos  precedeutes  se  comprenden  los  bie- 
nes que  por  cualquiera  titulo  adquiera  el  que- 
brado hasta  finalizarse  la  quiebra  por  el  pago 
de  los  acreedores  ó  por  convenio  con  los  mis- 
mos. 

Art.  10.38.  Las  cantidades  que  el  quebrado 
haya  satisfecho  en  dinero,  efectos  ó  valores  de 
créditos  en  los  quince  días  precedeutes  á  la 
declaración  de  quiebra  por  deudas  y  obliga- 
ciones directas,  cuyo  vencimiento  fuese  pos- 
terior á  ésta,  se  devolverán  á  la  masa  por  los 
que  las  percibieron. 

Art.  103!).  Se  reputan  fraudulentos,  y  que- 
darán ineficaces  de  derecho  con  respecto  á  los 
acreedores  del  quebrado,  los  contratos  cele- 
brados i)or  éste  en  los  treinta  dias  preceden- 
tes á  su  quiebra  que  sean  de  las  especies  si- 
guientes: 

1."  Todas  las  enajenaciones  de  bienes  in- 
muebles hechas  á  titulo  gratuito. 

2.'^  Las  constituciones  dótales  hechas  de 
bienes  propios  á  sus  hijos.   . 

3.^  Las  cesiones  y  traspasos  de  bienes  in- 
muebles hechos  en  ¡lag'os  de  deudas,  no  ven- 
cidas al  tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

4."  Las  hipotecas  convencionales  estable- 
cidas sobre  oblig-aciones  de  fecha  anterior  que 
no  tuviesen  esta  calidad,  ó  sobre  préstamo  de 
dinero  ó  mercaderías,  cuya  entrega  no  se  ve- 
rificase de  ¡n'esente  al  tiempo  de  otorgarse  la 
obligación  ante  el  escribano,  y  testigos  que 
intervinieron  en  ella. 

Art.  1040.  También  se  comprenden  en  las 
disposiciones  del  artículo  anterior  las  donacio- 
nes entre  vivos  que  no  tengan  el  carácter  de 
remuneratorias,  otorgadas  después  del  último 
balance,  si  de  éste  resultaba  ser  inferior  el  pa- 
sivo del  quebrado  á  su  activo. 

Art.  1041.  Podrán  anularse  á  instancia  de 
los  acreedores,  mediante  la  prueba  de  haberse 
obrado  en  fraude  de  sus  derechos: 

1."  Las  enajenaciones  á  título  oneroso  de 
bienes  raices  hechas  en  el  mes  precedente  á  la 
declaración  de  quiebra. 

2."  Las  constituciones  dótales  ó  reconoci- 
mientos de  capitales  hechos  por  un  cónyuge 
comerciante  en  favor  del  otro  cónyuge  en  los 
seis  meses  precedentes  á  la  quiebra,  sobre  bie- 
nes que  no  fueren  inmuebles  de  abolengo,  ó 
los  hubiere  adquirido  y  poseído  de  antemano 
el  cónyuge,  en  cuyo  favor  se  haga  el  reconoci- 
miento de  dote  ó  de  capital. 

3."  Toda  confesión  de  recibo  de  dinero  ó  de 
efectos  á  título  de  préstamo  que  hecha  seis 
meses  antes  de  la  quiebra  en  escritura  ¡niblica 
no  se  acreditare  por  la  fe  de  entrega  del  escri- 
bano; ó  habiéndose  hecho  por  documento  pri- 


vado no  constare  uniformemente  de  los  libros 
de  los  contrayentes. 

4."  Todos  los  contratos,  obligaciones  y  ope- 
raciones mercantiles  dol  quebrado  queno  sean 
anteriores  de  más  de  diez  dias  á  la  declaración 
de  la  quiebra. 

Art.  1042.  Todo  contrato  hecho  por  el  que- 
brado en  los  cuatro  años  anteriores  á  la  quie- 
bra, en  que  se  pruebe  cualquiera  especie  de 
suposición  ó  simulación  hecha  en  fraude  de 
sus  acreedores,  se  podrá  revocar  á  instancia 
de  éstos. 

Art.  1043.  En  virtud  de  la  declaración  de 
quiebra  se  tienen  por  vencidas  todas  las  deu- 
das pendientes  del  quebrado  bajo  descuento 
del  rédito  mercantil  por  la  anticipación  del 
pago,  si  éste  llegase  á  verificarse  antes  del 
tiempo  prefijado  en  la  oblig'ación. 

TIT.  IV.— De  las  disposiciones  consiguientes  A  la 

DECLAUACIÚN  DE  (¿UIEUKA. 

Art.  1044.  Eu  el  acto  de  hacerse  por  el  Tri- 
bunal la  declaración  de  quiebra,  se  proveerán 
también  las  disposiciones  sig'uieutes: 

1.'"'  '  El  nombramiento  de  comisario  de  la 
quiebra  en  un  comerciante  matriculado,  si  le 
hubiere. 

2.''^  El  arresto  del  quebrado  en  su  casa,  si 
diere  en  el  acto  fianza  de  cárcel  segura,  y  en 
defecto  de  darla,  en  la  cárcel. 

3.''  La  ocupación  judicial  de  todas  las  per- 
tenencias del  quebrado  y  de  los  libros,  pape- 
les y  documentos  de  su  giro. 

4.^  El  nombramiento  de  depositario  en  per- 
sona de  la  confianza  del  Tribunal,  á  cuyo  car- 
go se  pondrá  la  conservación  de  todos  los  bie- 
nes ocupados  al  deudor  hasta  que  se  nombren 
los  síndicos. 

5."  La  publicación  de  la  quiebra  por  edic- 
tos en  el  pueblo  del  domicilio  del  quebrado  y 
demás  donde  tengan  establecimientos  mercan- 
tiles, y  su  inserción  en  el  periódico  de  la  plaza 
ó  de  la  provincia,  si  lo  hubiere. 

6.'''  La  detención  de  la  correspondencia  del 
quebrado  para  los  fines  y  en  los  términos  que 
se  expresan  en  el  art.  1.058. 

7.''  La  convocación  de  los  acreedores  del 
quebrado  á  la  primera  junta  general. 

Art.  1045  -.  Corresponde  al  comisario  de  la 
quiebra: 

1."  Autorizar  todos  los  actos  de  ocupación 
de  los  bienes  y  papeles  relativos  al  giro  y  trá- 
fico del  quebrado. 

2.°  Dar  las  providencias  interinas  que  sean 
urgentes  para  tener  en  seguridad  y  buena 
conservación  los  bienes  de  la  masa,  mientras 
que  dándose  cuenta  al  Tribunal  resuelve  lo 
conveniente. 

3.°  Presidir  las  juntas  de  los  acreedores  del 
cjuebrado  que  se  acuerden  por  el  Tribunal. 

4."  Hacer  el  examen  de  todos  los  libros, 
documentos  y  papeles  concernientes  al  tráfico 
del  quebrado,  para  dar  los  informes  cjue  el  Tri- 
bunal le  exija. 


*  Insertamos  esta  disposición  tal  como  quedó  redacta- 
da por  el  art.  22  del  decreto-lejj  de  d  Diciembre  de  18$8. 

'  Nos  remitimos  ahora  y  sievipre  que  se  vea  alguna i>a- 
labva  con  letra  cursiva^  á  la  nota  2  de  lapág.  722. 
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5."  Inspeccionar  todas  las  operaciones  del 
depositario  y  de  los  síndicos  de  la  quiebra; 
celar  el  buen  manejo  y  administración  de  sus 
pertenencias;  activar  las  diligencias  relativas 
á  la  liquidación  y  calificación  de  los  créditos, 
y  dar  cuenta  al  Tribunal  de  los  abusos  que 
advierta  sobre  todo  ello. 

6.°  Las  demás  funciones  que  especialmente 
se  le  designan  en  las  disposiciones  de  este  Có- 
digo. 

Art.  1046.  La  ocupación  de  los  bienes  y  pa- 
peles del  comercio  del  quebrado  tendrá  efecto 
en  la  forma  siguiente: 

1."  Todos  los  almacenes  y  depósitos  de 
mercaderías  y  efectos  del  quebrado  quedarán 
cerrados  bajo  dos  llaves,  de  las  cuales  tendrá 
una  el  comisario  ^,  y  la  otra  se  euti-egará  al  de- 
positario. 

2.°  Ig'ual  diligencia  se  practicará  en  el  es- 
critorio ó  despacho  del  quebrado,  haciéndose 
constar  en  el  acto  por  diligencia  el  niimero, 
clases  y  estado  de  los  libros  de  comercio  que 
se  encuentren,  y  poniéndose  en  cada  uno  de 
ellos  á  continuación  de  la  última  partida  una 
nota  de  las  hojas  escritas  que  teng'a,  la  cual 
se  firmará  por  el  juez  y  el  escribano.  Si  los  li- 
bros no  tuvieren  las  formalidades  prescritas 
por  este  Código,  se  rubricarán  también  por 
aquéllos  todas  sus  fojas. 

El  quebrado  Vi  otra  persona  en  su  nombre  y 
con  poder  suyo  podrá  asistir  á  estas  diligen- 
cias; y  si  lo  solicitare  se  le  dará  una  tercera 
llave,  y  firmará  y  rubricará  en  este  caso  los 
libros  con  el  juez  y  el  escribano. 

3."  En  el  mismo  acto  de  la  ocupación  del 
escritorio  se  formará  inventario  del  dinero, 
letras,  jiag-arés  y  demás  documentos  de  crédi- 
to, pertenecientes  á  la  masa;  y  se  pondrán  en 
un  arca  con  dos  llaves,  tomándose  las  precau- 
ciones convenientes  para  su  seguridad  y  bue- 
na custodia. 

4.°  Los  bienes  muebles  del  quebrado  que 
no  se  hallen  en  almacenes  en  que  puedan  po- 
nerse sobrellaves,  y  los  semovientes,  se  entre- 
garán al  depositario  bajo  inventario,  dejándo- 
le al  mismo  quebrado  la  parte  de  ajuar  y  ro- 
pas de  uso  diario,  que  el  comisario  estime  pru- 
dentemente que  le  son  necesarias. 

5.°  Los  bienes  raíces  se  pondrán  bajo  la 
administración  interina  del  depositario,  quien 
recaudará  sus  frutos  y  productos,  y  dará  las 
disposiciones  convenientes  para  evitar  cual- 
quiera malversación. 

6."  Con  respecto  á  los  bienes  que  se  hallen 
fuera  del  pueblo  del  domicilio  del  quebrado, 
se  practicarán  ig'uales  dilig'encias  en  los  pue- 
blos donde  se  encuentren,  despachándose  á 
este  fin  los  oficios  convenientes  á  sus  respec- 
tivos jueces. 

Si  los  tenedores  de  estos  bienes  fueren  per- 
sonas abonadas  y  de  notoria  responsabilidad, 
atendido  su  valor,  se  constituirá  en  ellos  el 
depósito,  excusándose  los  g-astos  de  la  trasla- 
ción á  poder  de  otros  sujetos. 

Art.  1047.  Cuando  la  quiebra  sea  de  una 
sociedad  colectiva,  se  extenderá  la  ocujjación 
de  bienes  en  los  términos  que  prescribe  el  ar- 
ticulo anterior  á  todos  los  socios  que  en  el  con- 


trato de  so  'iedad  resulten  responsables  á  las 
resultas  de  sus  negociaciones. 

Art.  1048.  El  comisario  ',  con  asistencia  del 
depositario,  podrá  examinará  su  voluntad  to- 
dos los  libros  y  papeles  de  la  quiebra,  sin  ex- 
traerlos del  escritorio,  para  tomar  las  instruc- 
ciones y  apuntes  que  necesite  para  el  desem- 
peño de  las  atribuciones  que  le  corresponden. 
El  quebrado  podrá  asistir  por  si  y  por  su 
apoderado  á  esta  diligencia,  para  cuyo  fin  se 
le  citará  previamente  con  señalamiento  de  dia 
y  hora.  ''- 

Art.  1049.  El  nombramiento  de  depositario 
recaerá  en  un  comerciante  de  noiorio  abono 
y  buen  crédito,  sea  ó  no  acreedor  á  la  quiebra, 
el  cual  antes  de  dar  principio  á  sus  funciones 
prestará  juramento  de  ejercer  bien  y  fielmen- 
te su  encargo. 

Art.  1050.  Las  letras,  pagarés  ó  cualquie- 
ra otro  documento  de  crédito  vencido,  se  co- 
brarán por  el  depositario;  y  las  que  fueren 
pagaderas  en  domicilio  diferente,  se  remitirán 
por  el  mismo  para  su  cobro  á  persona  abona- 
da con  previa  autorizfxión  del  comisario  '. 

Art.  1051.  Será  de  cargo  y  responsabilidad 
del  depositario  practicar  las  diligencias  nece- 
sarias con  las  letras  que  deban  presentarse  á 
la  aceptación,  ó  protestarse  por  falta  de  ésta 
ó  de  pago. 

Art.  1052.  Para  practicar  oportunamente 
las  diligencias  prevenidas  en  los  dos  artículos 
precedentes,  se  extraerán  del  arca  de  depósito 
con  la  debida  anticipación  los  documentos  de 
crédito  que  hayan  de  presentarse  al  pago  ó  á 
la  aceptación. 

Art.  1053.  »  Todas  las  cantidades  que  se  re- 
cauden pertenecientes  á  la  quiebra,  serán 
puestas  en  el  arca  del  depósito  de  dinero  y  va- 
lores de  la  misma. 

Art.  1054.  Los  endosos,  recibos  y  cualqiiie- 
ra  otro  documento  de  obligación  ó  de  desear- 
g'o  que  formalice  el  depositario  de  la  quiebra, 
han  de  estar  autorizados  cou  el  visto  bueno 
del  comisario  '. 

Art.  1055.  El  depositario  no  podrá  hacer 
venta  de  los  efectos  de  la  quiebra,  como  no  sea 
de  aquellos  que  no  puedan  conservarse  sin  que 
se  deterioren  ó  corrompan. 

Tampoco  podrá  hacer  otros  gastos  que  los 
que  absolutamente  sean  indispensables  para 
la  custodia  y  conservación  de  los  efectos  que 
tengan  en  depósito. 

Tanto  para  lo  uno  como  para  lo  otro  ha  de 
obrar  con  permiso  del  comisario  '. 

Art.  1056.  El  depositario  de  la  quiebra 
tendrá  dereclio  á  una  dieta  que  prudencial- 
mente  señalará  el  Tribunal,  g-uardando  consi- 
deración á  la  entidad  de  los  bienes  que  com- 
pongan el  depósito,  sin  que  pueda  exceder  de 
sesenta  reales  diarios.  Además  se  les  abonará 
iin  medio  por  ciento  sobre  las  cantidades  que 
recaude,  y  el  importe  de  los  gastos  necesarios 
que  hag'a  en  el  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  1057.  En  los  mismos  edictos  en  que  se 
haga  notoria  la  quiebra,  se  incluirá  la  prohi- 
bición de  que  nadie  haga  pagos  ni  entregas 
de  efectos  al  quebrado,  sino  al  depositario 


*     Véase  la  nota  2  de  lapág.  722. 
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nombrado,  bajo  la  pena  de  no  quedar  descar- 
gados en  virtud  de  dichos  pag'os  ni  entregas 
de  las  obligaciones  que  tengan  pendientes  en 
favor  de  la  masa. 

Asimismo  se  prevendrá  á  todas  las  personas 
en  cuyo  poder  existan  pertenencias  del  que- 
brado, que  hagan  manitestacióu  de  ellas  por 
uotas  que  entregarán  al  comisario,  pena  de 
ser  tenidos  por  ocultadores  de  bienes  y  cóm- 
plices en  la  quiebra. 

Últimamente  se  anunciará  el  día  y  hora  para 
la  primera  junta  general  de  acreedores,  con- 
vocándolos á  su  asistencia,  bajo  apercibimien- 
to de  pararles  el  perjuicio  que  haya  lugar. 

Art.  1058.  La  correspondencia  del  quebra- 
do se  pondrá  en  poder  del  comisario,  quien  la 
abrirá  á  presencia  de  aquél  o  do  su  apodera- 
do, entregando  al  depositario  las  cartas  que 
tengan  relación  con  las  dependencias  de  la 
quiebra  y  al  quebrado  las  que  sean  de  otros 
asuntos. 

Después  de  hecho  el  nombramieuto  de  sín- 
dicos seráu  éstos  los  que  reciban  la  correspon- 
dencia, llamando  siempre  al  quebrado  ó  á  su 
apoderado  para  abrir  las  cartas  que  vayan  di- 
rigidas al  mismo,  y  entregarle  las  que  no  per- 
tenezcan á  los  intereses  de  la  masa. 

Art.  1059.  No  resultando  méritos  del  exa- 
men que  haga  el  comisario,  del  balance  y  Me- 
moria presentados  por  el  (|ucbrado,  y  del  es- 
tado de  sus  libros  y  dependencias  para  gra- 
duar la  quiebra  de  culpable,  podrá  el  Juzgado 
mandar,  á  solicitud  del  mismo  quebrado  y 
previo  informe  motivado  del  coinisario,  que 
se  le  expid"  s.:lvoconducto,ó  se  lealcecl  arres- 
to, si  lo  estuviere  sufriendo,  bajo  caución 
juratoria  de  presentarse  siempre  que  fuese  lla- 
mado. 

Art.  1060.  Si  el  quebrado  no  hubiere  pre- 
sentado al  manifestarse  en  quiebra  el  balance 
general  de  sus  negocios,  según  se  previene  en 
el  art.  1.018,  ó  cuando  se  hubiere  hecho  la  de- 
claración de  quiebra  á  instancia  de  sus  acree- 
dores, se  le  mandará  que  lo  forme  en  el  tér- 
mino más  breve  que  se  considere  suficiente,  el 
cual  no  podrá  exceder  de  diez  dias,  ponién- 
dole de  manifiesto,  al  efecto,  en  presencia  del 
coinisario  los  libros  y  papeles  de  la  quiebra 
que  necesitare,  sin  extraerlos  del  escritorio. 

Art.  1061.  En  el  caso  de  que  por  ausencia, 
incapacidad  ó  negligencia  del  quebrado,  no  se 
formare  por  éste  el  balance  general  de  sus 
negocios,  se  nombrará  inmediatamente  por  el 
Juzgado  un  comerciante  experto  que  lo  forme 
con  señalamiento  de  un  término  breve  y  pe- 
rentorio, que  no  podrá  ser  mayor  de  quince 
dias,  y  para  ello  se  le  facilitarán  los  libros  y 
papeles  del  quebrado  á  presencia  del  coinisa- 
rio y  en  el  mismo  escritorio. 

Art.  1062.  El  día  para  la  celebración  de  la 
primera  junta  de  acreedores,  se  fijará  con  res- 
pecto al  tiempo  que  sea  absolutamente  preci- 
so para  que  los  acreedores  que  se  hallen  en 
el  Reino  reciban  la  noticia  de  la  quiebra  y 
puedan  nombrar  personas  que  las  re|jresen- 
ten  en  las  juntas.  En  ningún  caso  podrá  dife- 
rirse lacelebracióu  de  ésta  más  de  treinta  dias 
desde  que  se  hizo  la  declaración  judicial  de 
quiebra. 


Si  la  junta  no  pudiese  celebrarse  por  cual- 
quier motivo  en  el  dia  señalado,  se  desig'uará 
el  más  inmediato  posible  dentro  de  los  quince 
dias  siguientes,  anunciándolo  por  simple  edic- 
to que  se  fijará  en  los  estrados  del  Juzgado 
para  que  Ueg'ue  á  conocimiento  de  los  acree- 
dores, produciendo  el  mismo  efecto  que  si  la 
citación  fuese  personal. 

En  el  caso  de  que  no  bastara  una  sola  se- 
sión para  el  objeto  de  la  junta,  se  continuará 
ésta  en  los  días  sucesivos  '. 

Art.  1063.  El  comisario  cuidará  de  formar 
en  los  tres  dias  siguientes  á  la  declaración  de 
quiebra,  el  estado  de  los  acreedores  del  que- 
brado, por  lo  que  resulte  del  balance,  y  los 
convocará  k  la  junta  g'eneral  por  circular  ex- 
pedida al  efecto,  cjue  se  repartirá  á  domicilio 
en  cuanto  á  los  acreedores  que  residan  en  la 
misma  población;  y  á  los  ausentes  se  dirigirá 
por  el  primer  correo,  anotándose  una  y  otra 
diligencia  en  el  expediente. 

Si  el  quebrado  no  hubiere  presentado  el  ba- 
lance, se  formará  la  lista  de  los  acreedores 
que  deben  convocarse  individualmente  por  lo 
que  resulte  del  libro  mayor;  y  en  el  caso  de  no 
haberlo,  por  los  demás  libros  y  papeles  del 
quebrado  y  las  noticias  que  dieren  éste  ó  sus 
dependientes. 

Art.  106-1.  Los  acreedores  que  sin  constar 
que  lo  sean  por  el  balance  y  libros  del  quebra- 
do presenten  al  comisario  documentos  que 
prueben  créditos  líquidos  contra  a(juél,  serán 
admitidos  á  la  junta,  haciendo  su  gestión  an- 
tes de  la  celebración  de  ésta,  bajo  la  responsa- 
bilidad que  previene  el  art.  1010  en  el  caso  de 
suposición  fraudulenta  de  créditos. 

Art.  1065.  El  quebrado  no  alzado  será  ci- 
tado para  esta  primera  junta  de  acreedores  y 
las  demás  que  se  celebren  en  el  progreso  del 
procedimiento,  para  que,  si  le  conviniere,  con- 
curra á  ellas  por  si,  estando  en  libertad,  ó  por 
medio  de  apoderado. 

Art.  1066.  No  será  admitida  en  la  junta 
persona  alg'una  en  repi'esentacióu  ajena  si  no 
se  halla  autorizada  con  poder  bastante,  que 
estará  oblig-ada  á  presentar  en  el  acto  al  co- 
misario '. 

Art.  1067.  Constituida  la  junta  en  el  día  y 
lugar  señalados  para  su  celebración,  se  dará 
conocimiento  á  los  acreedores  del  balance  y 
Memoria  presentados  por  el  quebrado,  haciéu- 
dose  en  el  acto,  por  el  comisario,  de  oficio  ó  á 
instancia  de  cualquiera  de  los  acreedores,  to- 
das las  comprobaciones  que  crean  convenien- 
tes con  los  libros  y  documentos  de  la  quiebra 
que  se  tendrán  á  la  vista.  El  depositario  pre- 
sentará también  á  la  junta  un  informe  cir- 
cunstanciado sobre  el  estado  de  las  de]ienden- 
cias  de  quiebra  y  el  juicio  que  pueda  formar- 
se sobre  svis  resultados.  Asinúsmo  formará  y 
presentará  una  nota  de  las  recaudaciones  y 
gastos  hechos  hasta  aquel  día. 

Cumplidas  las  precedentes  formalidades,  se 
procederá  al  nombramieuto  de  síndicos  '. 


'     Insertamos  este  articulo  con  la  redacción  que  le  dio 
la  ley  de  30  de  Julio  de  1878. 
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TIT.  V.— Del  nombramiento  de  síndicos  y  sus 

FUNCIONES. 

Art.  1068.  Para  toda  quiebra  se  nombra- 
rán tres  síndicos,  sin  que  se  pueda  disminuir 
ni  aumentar  este  número. 

Art.  1069.  El  nombramiento  del  jn-imero  y 
segundo  síndico  se  veriflcará  en  una  misma 
votación  por  los  acreedores  que  concurran  á 
la  jnnta  general;  quedando  elegidos  ios  que 
hubiesen  obtenido  á  su  favor  votos  que  repre- 
senten la  mayor  suma  del  capital. 

El  nombramiento  del  tercer  sindico  tendrá 
lugvir  por  sólo  los  acreedores  cuyos  votos  no 
hayan  servido  para  resultar  nombrados  los 
dos  primeros,  quedando  elegido  aquel  que  ma- 
yor número  de  votos  obtuviere. 

Las  votaciones  serán  nominales,  y  se  harán 
así  constar  en  el  acta  de  la  junta  '.  " 

Art.  1070.  Puede  recaer  el  nombramiento 
de  síndico  en  cualquier  acreedor  del  quebra- 
do, ya  lo  sea  por  su  propio  derecho,  ó  ya  en 
representación  ajena;  y  con  preferencia  en 
qiiien  ejerciere  ó  hubiere  ejercido  el  comercio, 
debiendo  tener  los  elegidos  las  cualidades  de 
ser  mayores  de  veinticinco  años  y  la  residen- 
cia habitual  en  el  pueblo  en  que  la  quiebra 
tenga  lugar. 

El  nombramiento  de  síndico  se  ha  de  hacer 
en  persona  determinada,  y  no  colectivamente 
en  sociedad  alguna  de  comercio  '. 

Art.  1071.  Aceptando  los  síndicos  nombra- 
dos este  encargo,  jurarán  antes  de  entrar  en 
ejercicio  desempañarlo  bien  y  fíelmente  con 
arreglo  á  las  leves. 

Art.  1072.  A  todos  los  acreedores  no  con- 
currentes á  la  junta  en  que  se  hubiere  hecho  el 
nombramiento  de  síndico,  se  hará  éste  saber 
por  circular  que  expedirá  el  comisario  '^. 
Art.  1073.  Son  atribuciones  de  los  síndicos: 
1."  La  administración  de  todos  los  bienes 
y  pertenencias  de  la  quiebra  á  uso  de  buen  co- 
merciante. 

2."  La  recaudación  y  cobranza  de  todos  los 
créditos  de  la  masa  y  el  ]>ago  de  los  gastos  de 
administración  de  sus  biene^i,  que  sean  de  ab- 
soluta necesidad  para  su  conservación  y  be- 
neficio. 

3.°  El  cotejo  y  rectificación  del  balance  ge- 
neral hecho  anteriormente  del  estado  del  que- 
brado, formando  el  que  deberá  regir  como  re- 
sultado exacto  de  la  verdadera  situación  de 
los  negocios  y  dependencias  de  la  quiebra. 

4."  El  examen  de  los  documentos  justifica- 
tivos de  todos  los  acreedores  de  la  quiebra 
para  extender  sobre  cada  uno  de  ellos  el  in- 
forme que  deban  presentar  en  la  junta  de 
acreedores. 

5.°  La  defensa  de  todos  los  derechos  de  la 
qiiiebra,  y  el  ejercicio  de  las  acciones  y  excep- 
ciones que  la  competan. 

6.°  Promover  la  convocación  y  celebración 
de  las  juntas  de  acreedores  en  lo.scasos  y  para 
los  objetos  que  se  determinan  en  este  Código, 
y  por  los  motivos  extraordinarios  que  se  con- 
sideren suficientes. 


*    Redactado  este  articulo  conforme  á  la  citada  ley 
de  1878.  " 
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7."  Procurar  la  venta  de  los  bienes  de  la 
quiebra  cuando  ésta  deba  ejecutarse  con  suje- 
ción á  las  formalidades  de  derecho. 

Art.  1074.  El  nombramiento  délos  síndicos 
se  ratificará  por  los  acreedores  reconocidos  en 
la  junta  de  calificación  de  créditos,  ó  bien  se 
hará  un  nuevo  nombramiento  si  no  se  acorda- 
re su  confirmación. 

Art.  1075.  A  solicitud  fundada  y  justifica- 
da de  cualquier  acreedor,  ó  en  virtudde  infoi-- 
me  del  co7nisario  sobre  abusos  de  los  síndicos 
en  el  desempeño  de  sus  funciones,  podrá  el 
Juzgado  decretar  su  separación,  y  que  la  jun- 
ta de  acreedores  haga  nuevo  nombramiento. 

También  podrá  éste  tener  lugar  siempre  que 
la  misma  junta  estime  conveniente  acordarlo, 
aunque  no  se  exprese  motivo  alguno  para  re- 
mover los  anteriores. 

Art.  1076.  El  sindico  cuyo  crédito  no  fuese 
reconocidocomo  legitimo  por  la  junta  de  acree- 
dores en  la  sesión  celebrada  para  calificarlos, 
ó  que  por  cualquiera  motivo  dedujese  alguna 
acción  contra  la  masa,  queda  de  derecho  sepa- 
rado de  la  sindicatura. 

Art.  1077.  Los  síndicos  son  responsables  á 
la  masa  de  cuantos  daños  y  perjuicios  le  caii- 
sen  jjor  abuso  en  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes, ó  por  falta  del  cuidado  y  diligencia  que 
usa  un  comerciante  solícito  en  el  manejo  de 
sus  negocios. 

Art.  1078.  El  ejercicio  de  ía  sindicatura  de 
una  quiebra,  da  derecho  á  los  que  la  sirven  á 
una  retribución  de  medio  por  ciento  sobre  to- 
das las  cobranzas  que  hagan  de  créditos  y  de- 
rechos de  la  quiebra,  de  dos  por  ciento  en  los 
productos  de  las  ventas  de  mercaderías  per- 
tenecientes á  ella,  y  de  uno  por  ciento  en  las 
ventas  y  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles 
ó  pertenencias  de  cualquiera  otro  género  que 
no  sean  del  giro  y  negocio  del  quebrado. 

TIT.  VI.— De  la  administración  de  la  quiebra. 

Art.  1079.  Nombrados  que  sean  los  síndi- 
cos y  puestos  en  ejercicio  de  sus  funciones, 
procederán  al  inventario  general  y  formal  de 
todos  los  bienes,  efectos,  libros,  documentos  y 
papeles  de  la  quiebra,  que  autorizará  con  su 
asistencia  el  comisario. 

Los  bienes  y  efectos  que  estén  en  manos  de 
consignatarios,  ó  que  por  cualquiera  otra  ra- 
zón se  hallen  en  pueblo  distinto  de  donde  esté 
radicada  la  quiebra,  se  comprenderán  en  el 
inventario  por  lo  que  resulte  del  balance,  li- 
bros y  papeles  del  quebrado,  con  las  notas 
que  correspondan  según  las  contestaciones  que 
se  hayan  recibido  de  siis  tenedores  ó  deposi- 
tarios. 

Art.  1080.  El  quebrado  será  citado  para  la 
formación  del  inventario,  y  podrá  asistir  á  ella 
por  sí  ó  por  medio  de  apoderado. 

Art.  1081.  Formalizado  el  inventario,  se 
hará  la  entrega  á  los  síndicos  de  todos  los  bie- 
nes, efectos  y  papeles  comprendidos  en  él  bajo 
de  recibo,  expidiéndose  por  el  co77Üsario  los 
oficios  convenientes  para  que  se  pongan  á  dis- 
posición de  los  mismos  síndicos  los  bienes  y 
efectos  que  se  hallen  en  otros  pueblos. 

Art.  1082.  El  depositario  de  la  quiebra  ren- 
dirá cuenta  formal  y  justificada  de  su  gestión 
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íi  los  sindicos  en  los  tres  días  sig'uieutes  al 
iionibraraiento  do  éstos,  y  con  su  «audiencia,  y 
el  informe  del  comisario,  proveerá  el  Juzgado 
lo  que  corresponda  sobre  su  aprobación,  ó  la 
reparación  de  los  cargos  que  resulten  al  de- 
positario. 

Art.  1083.  Fuera  de  los  gastos  de  conser- 
vación y  beneficio  de  los  efectos  y  bienes  de 
la  quiebra,  no  podrá  hacerse  otro  alguno  do 
ninguna  especie  sino  eu  virtud  de  providencia 
judicial. 

Art.  1084.  Los  síndicos,  atendida  la  natu- 
raleza de  los  efectos  mercantiles  de  la  quie- 
bra, y  consultando  la  mayor  ventaja  posible  á 
los  intereses  de  ósta,  propondrán  al  comisario 
la  venta  que  convenga  hacer  do  ellos  en  los 
tiempos  oportunos,  y  el  juez  determinará  lo 
conveniente,  fijando  el  mínimum  de  los  pre- 
cios á  que  podrán  verificarse,  sobre  los  que  no 
podrá  hacerse  alteración  sin  causa  fundada,  á 
juicio  del  mismo  comisario. 

Art.  1085.  En  la  venta  de  los  efectos  de  co- 
mercio pertenecientes  á  la  quiebra,  interven- 
drá necesariamente  un  corredor,  y  donde  no 
lo  haya,  se  ejecutará  en  subasta  pública,  anun- 
ciándose con  tres  dias  á  lo  menos  de  anticipa- 
ción ])or  edictos  y  avisos,  que  se  publicarán 
eu  el  periódico,  si  lo  hubiere  en  el  pueblo. 

Art.  1086.  Para  la  regnilación  de  los  pre- 
cios á  que  se  hayan  de  vender  los  efectos  mer- 
cantiles de  la  quiebra,  atenderá  el  comisario 
á  su  coste  según  las  facturas  de  compras  y  los 
gastos  ocasionados  posteriormente,  procuran- 
do los  aumentos  que  |iermita  el  precio  corrien- 
te de  géneros  de  igual  especie  y  calidad  en  las 
mismas  plazas  de  comercio. 

Si  hubiere  de  hacerse  rebaja  en  el  precio  de 
su  coste,  inclusos  los  gastos,  para  la  enajena- 
ción de  aquellos  efectos,  se  habrá  de  verificar 
necesariamente  la  venta  en  subasta  pública. 

Art.  1087.  Los  sindicos  ¡iromoverán  el  jus- 
tiprecio de  los  bienes  muebles  del  quebrado 
que  no  sean  efectos  de  comercio  y  el  de  los 
raíces,  para  lo  cual  se  nombrarán"  peritos  por 
su  parte  y  por  la  del  c^uebrado,  ó  por  el  C07ni- 
sai-io  en  defecto  de  hacerlo  éste.  En  caso  de 
discordia  se  hará  por  el  Juzgado  el  nombra- 
miento de  tercer  perito. 

Art.  1088.  La  venta  de  los  bienes  raices  y 
la  de  los  muebles,  á  excepción  de  los  del  co- 
mercio del  quebrado,  se  harán  en  pública  su- 
basta con  todas  las  solemnidades  do  derecho, 
y  en  otra  fornuí  serán  de  ningún  valor. 

Art.  1089.  No  pueden  los  síndicos  comprar 
para  sí  ni  para  otra  persona  bienes  de  la  quie- 
bra de  cxialqviier  especie  que  sean;  y  si  lo  hi- 
cieren en  su  nombre  ó  bajo  el  de  algún  otro, 
so  confiscarán  á  beneficio  de  la  misma  quie- 
bra los  efectos  que  hubieren  adquirido  de  ella, 
quedando  obligados  á  satisfacer  su  precio,  si 
no  lo  hubiesen  hecho. 

Art.  10110.  Las  demandas  civiles  contra  el 
quebrado  que  se  hallaren  pendientes  al  tiem- 
po de  hacerse  la  declaración  de  quiebra,  y  las 
que  posteriormente  se  intenten  contra  sus  bie- 
nes, se  seguirán  y  sustanciarán  con  los  sín- 
dicos. 

Art.  1091.  También  co'.iinuarán  los  síndi- 
cos las  acciones  civiles  que  el  quebrado  hu- 


biere deducido  en  juicio  antes  de  caer  en  quie- 
bra, y  promoverán  las  demandas  ejecutivas 
que  correspondan  contra  los  deudores  de  ella; 
pero  no  podrán  intentar  ning'ún  otro  género 
de  procedimiento  judicial  por  negocio  é  inte- 
reses de  la  quiebra,  sin  previo  conocimiento  y 
autorización  del  comisario. 

Art.  1092.  El  quebrado  suministrará  á  los 
síndicos  cuantas  noticias  y  cojiocimientos  le 
reclamaren  y  él  tuviere  concernientes  á  las 
operaciones  do  la  quiebra,  y  estando  en  liber- 
tad le  podrán  emplear  los  mismos  síndicos  en 
los  trabajos  de  administración  y  liquidación 
bajo  su  dependencia  y  responsabilidad. 

Art.  1093.  Tiene  d"erecho  el  quel)rado  á  exi- 
gir de  los  síndicos  por  conducto  del  comisario 
las  noticias  que  puedan  convenirle  sobre  el 
estado  de  las  dependencias  de  la  quiebra,  y  de 
hacerles  por  el  mismo  medio  las  observacio- 
nes que  crea  oportunas  para  el  arreglo  y  me- 
jora de  la  administración,  y  para  la  liquida- 
ción de  los  créditos  activos  y  pasivos  de  la  mis- 
ma quiebra  '. 

Art.  1094.  No  permitirá  el  comisario  que 
los  síndicos  reteng-an  en  su  poder  los  fondos 
en  efectivo,  pertenecientes  á  la  quiebra,  sino 
que  les  obligará  á  hacer  entrega  semanalmen- 
te  en  el  arca  de  depósito  de  todo  lo  que  hayan 
recaudado,  dejándoles  sólo  la  cantidad  que  el 
mismo  juez  estime  suficiente  para  atender  á 
los  gastos  corrientes  de  administración. 

Art.  1095.  IjOS  sindicos  presentarán  men- 
sualmente  un  estado  exacto  de  la  administra- 
ción de  la  quiebra,  que  el  comiaario  pasará  i  ou 
su  informe  al  Juzgado  para  las  ¡)rovidencia3 
que  haya  lugar  en  beneficio  de  los  interesados 
en  la  quiebra. 

Todos  los  acreedores  que  lo  soliciten  po- 
drán obtener  á  sus  expensas  copias  de  los  es- 
tados que  presenten  los  sindicos,  y  exponer  en 
su  vista  cuanto  crean  conveniente  á  los  inte- 
reses de  la  masa. 

Art.  1096.  A  instancia  de  los  sindicos,  y 
con  previo  informe  del  comisario ,  podrá  el 
Juzgado  acordar  la  traslación  de  los  caudale.s 
existentes  en  el  arca  de  la  quiebra  á  cualquie- 
ra Banco  público  con  mi  soberana  autoriza- 
ción. 

Art.  1097.  Los  síndicos  cuidarán  Wijo  su 
responsabilidad  que  so  practiquen  todas  las 
formalidades  que  corresiiondan  para  la  con- 
servación de  los  derechos  de  la  quiebra  en  las 
letras  de  cambio,  escrituras  públicas,  efectos 
de  crédito,  y  cualquiera  otro  documento  de  la 
pertenencia  de  a(iuélla. 

Art.  1098.  Todo  quebrado  que  haya  cum- 
plido las  disposiciones  de  los  arts.  1.017  y  1.018 
recibirá  una  asignación  alimenticia.  Su  cuota 
será  graduada  por  el  Juzgado,  oyendo  el  in 
forme  del  comisario,  con  relación  á  la  clase 
del  quebrado,  al  número  de  personas  que  com- 
pongan sti  familia,  al  haber  que  resulte  del  ba- 
lance general,  y  á  los  caracteres  que  se  pre- 
senten para  la  calificación  de  la  quiebra. 

Si  los  sindicos  tuvieren  por  excesiva  la  asig- 
nación hecha  al  quebrado,   podrán  hacer  al 
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Juzgado  las  reclamaciones  que  estimen  con- 
venientes á  los  intereses  de  la  masa. 

Art.  1099.  Los  alzados  no  podrán  pedir  en 
tiempo  alguno  socorros  alitnenticios,  y  las  asig- 
naciones hechas  á  los  quebrados  fraudulentos 
cesarán  de  derecho  desde  que  sean  calificados 
en  este  concepto. 

TIT.  VII.— Dei,  examen  y  üeconocimiento  de  los 

CKÉDITOS  CONTRA  LA  QUIEBRA. 

Art.  1100.  El  examen  y  reconocimiento  de 
los  créditos  contra  la  quiebra,  se  hará  eu  Jun- 
ta general  de  acreedores  con  vista  de  los  do- 
cumentos originales  de  crédito,  y  de  los  libi-os 
y  papeles  del  quebrado. 

Art.  1101.  El  juez  que  conozca  en  la  quie- 
bra fijará,  luego  que  estén  nombrados  los  sín- 
dicos con  relación  á  la  extensión  de  los  nego- 
cios y  dependencias  de  ésta,  y  á  las  distancias 
áqueseencuentreu  respectivamente  los  acree- 
dores, el  término  dentro  del  cual  deberán  és- 
tos presentar  á  los  mismos  síndicos  los  títulos 
justificativos  de  sus  créditos,  sin  que  pueda 
exceder  de  sesenta  dias. 

En  la  misma  providencia  se  designará  tam- 
bién el  dia  en  que  haya  de  celebrarse  la  junta 
de  examen  y  reconocimiento  de  créditos,  que 
será  el  duodécimo  después  de  vencido  el  plazo 
prefijado  para  la  presentación  de  documentos. 

Los  síndicos  cuidarán  de  circular  A  todos  los 
acreedores  esta  disposición,  que  además  so 
hará  notoria  por  edictos,  y  se  insertará  eu  el 
periódico,  si  lo  hubiere  en  la  misma  plaza  ó  eu 
la  provincia. 

Art.  1102.  Los  acreedores  están  oblig'ados 
á  entregar  á  los  síndicos  los  documentos  jus- 
tificativos de  sus  créditos  dentro  del  término 
prefijado,  acompañando  copias  literales  de 
ellos,  para  que  cotejadas  por  los  síndicos,  y 
hallándolas  conformes,  pongan  á  su  pie  \ina 
nota  firmada  de  quedar  los  originales  cu  su 
poder,  y  en  esta  forma  las  devuelvan  á  los  in- 
teresados para  guarda  de  su  derecho. 

Art.  1103.  Los  síndicos,  á  medida  que  reci- 
ban los  documentos  de  los  acreedores,  harán 
su  cotejo  con  libros  y  papeles  de  la  quiebra,  y 
extenderán  su  informe  individual  sobre  cada 
crédito,  con  arreglo  á  lo  que  resulte  de  dicho 
cotejo,  y  las  demás  noticias  que  llegaren  á  su 
conocimiento. 

Art.  llO-l.  En  los  ocho  días  siguientes  al 
vencinieuto  del  plazo  para  la  presentación  de 
los  títulos  de  los  acreedores,  formarán  los  sín- 
dicos un  estado  general  de  los  créditos  á  car- 
go de  la  ([uiebra,  que  se  hayan  presentado  á 
comprobación,  con  la  oportuna  referencia  en 
cada  artículo  por  orden  de  números  de  los  do- 
cumentos presentados  por  su  respectivo  inte- 
resado, \'  lo  pasarán  al  coviisario,  dando  copia 
al  quebrado  ó  á  su  apoderado  para  su  inteli- 
gencia. 

El  comisario  cerrará  el  estado  de  créditos, 
y  á  consecuencia  de  esta  diligencia  serán  con- 
siderados eu  mora  para  los  efectos  que  pres- 
cribe el  art.  1.111,  los  acreedores  que  compa- 
rezcan posteriormente. 

Art.  1105.  Reunidos  los  acreedores  en  el 
dia  señalado  para  la  junta  de  examen  y  reco- 
nocimiento de  créditos,  se  hará  la  lectura  del 


estado  general  de  éstos,  de  los  documentos 
respectivos  de  comprobación  y  del  informe  de 
los  síndicos  sobre  cada  uno  de  ellos.  Todos  los 
acreedores  concurrentes,  y  el  quebrado  por  si 
ó  por  medio  de  apoderado,  podrán  hacer  so- 
bre cada  partida  las  observaciones  que  esti- 
men oportunas.  El  interesado  eu  el  crédito,  ó 
quien  le  represente,  satisfará,  en  la  forma  que 
pueda  convenirle  y  se  resolverá,  por  mayoría 
de  votos,  sobre  el  reconocimiento  y  exclusión 
de  cada  crédito,  regulándose  aquélla  por  la 
mitad  más  uno  del  número  de  votantes  queje- 
presenton  las  tres  quintas  partes  del  total  del 
crédito  que  compongan  entre  todos. 

El  acuerdo  de  la  junta  deja  salvo  el  derecho 
de  todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  á  la 
quiebra,  el  del  interesado  en  el  crédito  contro- 
vertido \  el  del  quebrado,  para  que,  si  se  sin- 
tieren agraviados,  usen  de  él  en  justicia  como 
les  convenga,  quedando,  entre  tanto,  privado 
de  voz  activa  en  la  quiebra  el  acredor  cuyo 
crédito  no  sea  reconocido  '. 

Art.  IIOG.  En  caso  de  reclamación  por  ctial- 
quier  acreedor  contra  el  acuerdo  de  la  junta 
en  que  se  declare  reconocido  un  crédito,  serán 
de  su  cargo  los  gastos  del  procedimiento,  á 
menos  que  judicialmente  se  declare  excluido 
el  crédito,  eu  cuyo  caso  le  serán  abonados  in- 
tegramente por  la  masa,  mediante  su  cuenta 
justificada. 

Art.  1107.  Pasados  treinta  días  después  de 
la  celebración  de  la  junta,  no  se  admitirá  ins- 
tancia alguna  contra  lo  que  en  ella  se  hubiere 
deliberado,  ni  antes  de  espirar  este  término 
podrá  hacerlo  un  acreedor  contra  la  resolución 
que  fuere  conforme  á  su  voto. 

Art.  1108.  Al  acreedor  cuyo  crédito  sea  ex- 
cluido, se  le  devolverán  sus  títulos  para  los 
usos  que  le  convengan. 

Los  síndicos  sostendrán,  por  cuenta  de  la 
masa,  la  deliberación  de  la  junta,  caso  que  sea 
impugnada  en  juicio. 

Art.  1109.  Los  acreedores,  á  quienes  sean 
reconocidos  sus  créditos,  recogerán  también 
sus  títulos,  con  una  nota  al  pie  que  asi  lo  ex- 
prese, detallando  la  cantidad  reconocida. 

Esta  nota  se  firmará  por  los  síndicos,  y  el 
comisario  pondrá  en  ella  el  V.°  B." 

Art.  1110.  Los  acreedores  residentes  en  los 
países  que  están  más  acá  del  Rhiu  y  de  los  Al- 
pes, y  los  de  las  Isla;  Británicas,  gozarán  del 
término  de  sesenta  días  para  presentar  sus 
documentos,  aun  cuando  sea  más  corto  el  que 
se  prefije  para  los  acreedores  del  Reino. 

Los  que  residan  en  países  que  estén  más 
allá  de  aquellos  limites  tendrán  para  dicha 
operación  el  plazo  de  cien  días. 

Los  de  los  países  de  Ultramar  de  este  lado 
de  los  cabos  de  Buena  Esperanza  y  de  Hornos, 
gozarán  el  plazo  de  ocho  meses,  el  cual  será 
doble  para  los  que  residan  del  otro  lado  de  di- 
chos cabos. 

Para  el  examen  de  los  títulos  de  los  acreedo- 
res que  gocen  plazo  más  largo  que  el  designa- 
do para  la  celebración  de  la  junta,  se  celebra- 
rán después  de  éstas  las  que  fueren  necesa- 


•    Se  inserta  este  articulo  arreglado  á  la  redacción  de 
la  ley  de  30  de  Julio  de  1878. 
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das,  sin  que  esta  dilatióu  pare  perjuicio  á  sus 
derechos. 

Art.  1111.  Los  acreedores  que  no  hubieren 
presentado  los  documentos  justificativos  de 
sus  créditos,  eu  los  plazos  que  se  han  prescri- 
to, perderán  el  privilegio  que  tengan,  y  que- 
darán reducidos  á  la  clase  de  acreedores  co- 
munes para  percibir  las  porciones  que  les  co- 
rrespondan bajo  esta  calidad  en  los  dividendos 
que  estuvieren  aún  por  hacerse,  cuando  inten- 
taren su  reclamación,  precediendo  el  recono- 
cimiento de  la  legitimidad  de  sus  créditos  que 
se  hará  judicialmente  á  expensas  de  los  mis- 
mos acreedores  morosos  con  citación  y  audien- 
cia de  los  síndicos. 

Art.  1 112.  Si  cuando  se  presenten  los  acree- 
dores morosos  á  reclamar  sus  derechos  estu- 
viere ya  repartido  todo  el  haber  de  la  quiebra, 
no  serán  oidos. 


TIT.  VIII. 


-De  la  graduación  y  pago  de  los 
acreedores. 


Art.  111:^.  Las  mercaderías,  efectos  y  cvial- 
quiera  otra  especie  de  bienes  que  existan  en 
la  masa  de  la  quiebra,  sin  haberse  transferido 
su  propiedad  al  quebrado  por  un  titulo  legal  é 
irrevocable,  se  considerarán  de  dominio  aje- 
no, y  se  pondrán  á  disposición  de  sus  legítimos 
dueños,  procediendo  la  prueba  y  el  reconoci- 
miento de  su  derecho  eu  la  junta  de  acreedo- 
res, ó  por  sentencia  que  haya  causado  ejecu- 
toria. 

Art.  1114.  Se  declaran  especialmente  per- 
tenecer á  la  clase  de  acreedores  de  dominio 
con  respecto  alas  quiebras  de  los  comerciantes: 

1."  Los  bienes  dótales  que  se  conservaren 
en  poder  del  marido  de  los  que  la  mujer  hu- 
biere aportado  al  matrimonio,  constando  su 
recibo  por  escritura  pública,  de  que  se  haya 
tomado  razóu  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 22. 

2.°  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer 
hubiere  adquirido  por  titulo  de  herencia,  le- 
gado ó  donación,  ya  se  hayan  conservado  en 
la  forma  que  los  recibió,  ó  ya  se  hayan  subro- 
gado é  invertido  en  otros  con  tal  que  se  haya 
cumplido  la  misma  formalidad  en  las  escritu- 
ras por  donde  conste  su  adquisición. 

3."  Cualquiera  especie  de  bienes  y  efectos 
qiie  se  hiibieren  dado  al  quebrado  en  depósito, 
administración, arrendamiento,  alquiler  ó  usu- 
fructo. 

4.°  Las  mercaderías  que  tuviera  el  quebra- 
do en  su  poder  por  comisión  de  compra,  venta, 
tránsito  ó  entrega. 

5."  Las  letras  de  cambio  ó  pagarés  que  se 
hubieren  remitido  al  quebrado  para  su  co- 
branza sin  endoso  ó  expresión  de  valor,  que  le 
trasladara  su  propiedad,  y  las  que  hubiese  ad- 
quirido por  cuenta  de  otro,  libradas  ó  endosa- 
das directamente  en  favor  del  comitente. 

6."  Los  caudales  remitidos  al  quebrado  fue- 
ra de  cuenta  corriente  para  entregarlos  á  per- 
sona determinada  en  nombre  y  por  cuenta  del 
comitente,  ó  para  satisfacer  obligaciones  cuyo 
cumplimiento  estuviese  designado  al  domicilio 
del  quebrado. 

7."  Las  cantidades  que  se  estuvieren  de- 
biendo al  quebrado  por  ventas  qiie  hubiese  he- 


cho de  cuenta  ajena,  y  las  letras  ó  pagarés  de 
la  misma  procedencia  que  obren  en  su  poder 
aunque  no  estén  extendidas  eu  favor  del  due- 
ño de  las  mercaderías  vendidas,  siempre  que 
se  pruebe  que  la  obligación  procede  de  ellas, 
y  que  existían  en  poder  del  quebrado  por  cuen- 
ta del  propietario  para  hacerla  efectiva  y  re- 
mitirle los  fondos  á  su  tiempo,  lo  cual  se  pre- 
sundrá  de  derecho,  si  no  estuviese  pasada  la 
partida  en  cuenta  corriente  entre  amlios. 

8."  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á 
pagar  de  contado,  cuyo  precio  ó  parte  de  él 
no  hubiese  satisfecho  ínterin  subsistan  emba- 
lados en  los  almacenes  del  quebrado,  ó  en  los 
términos  en  que  se  hizo  la  entrega,  y  en  esta- 
do de  disting-uirse  específicamente  por  las  mar- 
cas y  números  de  los  fardos  o  bultos. 

9."  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hu- 
biere comprado  al  nado,  mientras  no  se  le  hu- 
biese hecho  la  entrega  material  de  ellas  en  sus 
almacenes,  ó  en  el  paraje  convenido  para  ha- 
cerla, ó  que  después  de  cargadas  de  orden  y 
por  cuenta  y  riesgo  del  comprador  se  le  hubie- 
sen remitido  las  cargas  de  porte  ó  los  conoci- 
mientos. 

En  los  casos  de  este  párrafo  y  del  preceden- 
te pueden  los  síndicos  retener  los  géneros  com- 
prados, ó  reclamarlos  para  la  masa,  pagando 
su  precio  al  vendedor. 

Art.  1115.  Del  producto  de  los  demás  bie- 
nes de  la  quiebra,  hecha  que  sea  la  deiluccióu 
de  las  pertenencias  de  los  acreedores  con  titu- 
lo de  dominio,  serán  pag'ados  con  preferencia 
los  acreedores  privilegiados  con  hipoteca  le- 
gal ó  convencional,  g-raduándose  el  lug'ar  de 
su  i)relación  respectiva  por  el  do  la  fecha  de 
cada  jirivileg'io,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  cuanto  á  las  naves  por  el  art.  506  de  este 
Código,  y  de  lo  que  previenen  las  le.yes  comu- 
nes sobre  los  créditos  alimenticios  y  refaccio- 
narios que  no  procedan  de  operaciones  mer- 
cantiles. 

Art.  1116.  Eu  la  clase  de  acreedores  hipo- 
tecarios entrarán  en  su  lug'ar  y  grado  la  mu- 
jer del  quebrado  por  los  bienes  dótales  consu- 
midos ó  enajenados  al  tiempo  de  la  quiebra, 
y  las  arras  prometidas  en  la  escritura  dotal, 
que  no  excedan  de  la  tasa  legal. 

Art.  1117.  Eu  el  caso  de  segunda  quiebra, 
durante  el  mismo  matrimonio,  no  tiene  dere- 
cho la  mujer  del  quebrado  á  reclamar  nueva- 
mente con  prelación  ni  sin  ella  la  cantidad 
extraída  en  su  favor  de  la  masa  do  la  pi-'mera 
quiebra  por  razón  de  dote  consumido  ó  por 
arras;  pero  será  acreedora  de  dominio  á  los 
bienes  inmuebles  ó  imposiciones  sobre  éstos 
en  que  se  hubiere  invertido  aquella  cantidad, 
siempre  que  la  adquisición  se  haya  hecho  en 
nombre  propio,  y  que  la  escritura  de  compra 
ó  imposición  se  haya  inscrito  á  su  debido 
tiempo  en  el  registro  de  documentos  del  co- 
mercio. 

Art.  1118.  Los  acreedores  con  prenda  en- 
trarán en  la  clase  de  hipotecarios  en  el  lugar 
que  les  corresponda  seg'ún  la  fecha  de  su  con- 
trato, devolviendo  á  la  masa  las  prendas  que 
tuvieren  en  su  poder. 

Art.  1119.  Cuando  hubiere  dos  ó  más  hipo- 
tecas sobre  una  misma  finca,  contraidas  en  un 
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solo  acto  ó  en  una  propia  fecha  se  dividirá 
proporcionalmeute  el  valor  ó  el  producto  de 
la  hipoteca  eutre  los  acreedores  que  la  hayau 
adquirido. 

Art.  1120.  Cuando  los  acreedores  hipoteca- 
rios uo  queden  cubiertos  de  sus  créditos  cou 
los  bienes  que  les  estuvieren  respectivamente 
hipotecados,  serán  considerados  eu  cuanto  al 
excedente  como  acredores  escriturarios. 

Art.  1121.  Después  de  los  acreedores  hipo- 
tecarios sig'ueu  eu  el  orden  de  prelación  los 
que  lo  sean  por  escritura  pública  por  el  orden 
de  sus  fechas. 

Art.  1122.  Cubiertos  que  sean  los  derechos 
de  las  tres  clases  precedentes,  se  distribuirá 
el  haber  restante  de  la  quiebra  sueldo  á  libra 
sin  distinción  de  fechas  entre  los  acreedores 
por  letras  de  cambio,  pag-arés  de  comercio  ó 
comunes,  libranzas,  simples  recibos,  cuentas 
corrientes  ú  otro  cualquiera  titulo  á  que  uo  se 
haya  declarado  preferencia. 

Art.  1123.  Para  el  reinteg'ro  y  pago  respec- 
tivo de  los  acreedores  según  el  orden  prescri- 
to en  este  titulo,  procederán  los  síndicos,  ce- 
lebrada que  sea  la  junta  de  examen  y  recono- 
cimiento de  los  créditos  deducidos  contra  la 
quiebra,  á  la  clasificación  de  los  que  hayan 
sido  reconocidos  y  aprobados,  dividiéndolos 
eu  cuatro  estados. 

En  el  jirimero  se  comprenderán  los  acreedo- 
res con  acción  de  dominio. 

En  el  segundo  los  hipotecarios  por  la  ley  ó 
por  contrato  seg-ún  el  orden  de  su  prelación. 

Eu  el  tercero  los  escriturarios. 

Eu  el  cuarto  los  comunes. 

Estos  estados  se  entregarán  al  comisario  ', 
quien  después  de  haberlos  examinado,  y  ha- 
llándolos conformes  con  lo  acordado  en  la  jun- 
ta de  reconocimiento  de  créditos,  los  pasará 
inmediatamente  al  Tribunal  que  conoce  de  la 
quiebra. 

Art.  1124.  Con  respecto  á  los  acreedores 
de  dominio  se  decretará  desde  luego  la  entre- 
ga de  las  caiuidades,  electos  ó  bienes  de  su 
pertenencia,  expidiéndose  por  el  Juzgado  los 
mandamientos,  oficios  y  libranzas  cousig'uien- 
tes  para  que  se  verifique,  y  en  su  virtud  se 
tendrá  por  extinguida  su  representación  en  la 
quiebra  '. 

Art.  1125.  Para  el  examen  y  aprobación  de 
los  demás  estados  de  la  graduación  de  crédi- 
tos, se  convocará  Junta  general  de  acreedo- 
res d:-  2.^,  3.*  y  i.''  clase,  cuyos  derechos  es- 
tén reconocidos. 

Esta  convocación  se  hará  por  cédulas  q\ie 
los  síndicos  dirigirán  á  los  acreedores  cjue  se 
hallen  presentes  en  el  pueblo,  y  á  los  apodera- 
dos de  los  ausentes  que  teng-au  acreditada  su 
personalidad.  Además  se  publicará  por  edic- 
tos y  por  medio  del  periódico,  si  lo  hubiere  eu 
el  pueblo. 

Art.  1126.  El  término  de  la  convocación 
será  á  lo  más  de  tres  días,  y  todo  el  que  trans- 
curia  entre  la  junta  de  examen  de  créditos  y  la 
de  su  graduación,  no  podrá  exceder  de  quince. 

Art.  1127.  Abierta  la  sesión  de  la  junta  se 
leerán  integramente  los  estados  de  g-radua- 


Véase  la  nota  2  de  lapdg.  722. 


ción,  oyéndose  las  reclamaciones  que  hagan 
los  acreedores  presentes  ó  los  leg'itimos  apo- 
derados de  los  ausentes,  á  las  cuales  satisfa- 
rán los  síndicos;  y  si  con  las  contestaciones  de 
éstos  no  se  aquietaren  los  reclamantes,  deli- 
berará la  Junta  sobre  el  agravio  que  cada  uno 
de  ellos  hubiere  deducido,  bajo  las  bases  esta- 
blecidas en  el  art.  1.069. 

La  resolución  de  la  Junta  podrá  ser  impug- 
nada en  justicia  por  los  interesados  á  quienes 
pare  perjuicio,  continuándose  no  obstante  las 
dilig-encias  ulteriores  de  la  liquidación  déla 
quiebra,  salvas  las  resultas  de  las  demandas 
qTie  se  intenten. 

Art.  1128.  Cerrada  la  junta  degraduacióu 
de  créditos  no  se  admitirá  impugnacióu  al^u- 
ua  contra  los  estados  de  clasificacióu  y  ordcu 
de  prelación  propuestos  por  los  síndicos,  y  es- 
tarán obligados  á  pasar  por  su  tenor  todos  los 
acreedores  presentes  en  la  junta  que  no  los 
impugnaron,  ó  que  se  aquietaron  en  sus  recla- 
maciones, asi  como  también  ios  que  no  concu- 
rrieron á  ella. 

Art.  1129.  En  vista  del  acta  de  la  junta  de 
g'raduación  se  procederá  al  repartimiento  de 
todos  los  fondos  disponibles  de  la  quiebra  por 
el  orden  de  clases  y  prelación  que  de  aquélla 
resulte. 

Art.  11.30.  Las  cantidades  que  pudieren  co- 
rresponder á  los  acreedores  que  teugau  de- 
manda pendiente  contra  la  masa  por  agravio 
en  el  reconocimieuto  ó  en  la  graduación  de 
sus  créditos,  se  incluirán  en  el  estado  de  dis- 
trilmción  de  las  que  se  repartan,  conserván- 
dolas depositadas  en  el  arca  de  la  quiebra, 
hasta  la  decisión  del  pleito  que  cause  ejecu- 
toria. 

Art.  \)'M.  A  los  acreedores  que  teniendo 
sus  créditos  reconocidos  y  graduados  por  los 
acuerdos  de  la  junta  se  les  hubiere  hecho  im- 
pugnación judicial  por  un  acreedor  particu- 
lar, se  les  entregarán  sin  embai'go  de  ésta  las 
cantidades  que  les  correspondan,  prestando 
fianza  idónea  á  satisfacción  de  los  síndicos,  de 
cuya  responsabilidad  serán  las  resultas  de  su 
insuficiencia. 

Art.  1132.  El  comisario  *  de  la  quiebra  dará 
mensi'.almente  noticia  al  Juzgado  que  conozca 
de  ella  de  las  cantidades  recaudadas,  y  del  to- 
tal de  los  fondos  existentes  en  el  depósito,  para 
que  éste  disponga  un  niievo  repartimiento,  el 
cual  no  podrá  dejar  de  hacerse  siempre  que  la 
existencia  cubra  un  cinco  por  ciento  de  los 
créditos  qae  estén  aún  pendientes. 

Cadn  acreedor  individualmente  podrá  hacer 
las  instancias  convenientes  para  que  asi  se  ve- 
rifique, y  á  este  efecto  no  se  le  negarán  por  el 
comisario  las  noticias  que  pida  sobre  el  estado 
de  la  recaudación  y  existencias  del  depósito. 

Art.  1133.  Ningún  acreedor  podrá  percibir 
cantidad  alguna  á  cuenta  de  su  crédito  sin 
presentar  el  titulo  constitutivo  de  éste,  sobre 
el  cual  se  extenderá  la  nota  del  pago  que  se 
le  haga,  firmándola  eu  el  acto  el  acreedor  ó  su 
legitimo  apo  lerado  con  los  síndicos,  y  dando 
además  iin  recibo  por  separado  á  favor  de 
éstos. 

Art.  1134.  Concluida  que  sea  la  liquidac'ón 
de  la  quiebra,  rendirán  los  síndicos  su  cuenta, 
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pai-íi  cxiyo  examen  convocanl  el  Juzgado  ju.n- 
ta  g-enci-al  de  los  acreedores  que  conserven 
interés  y  voz  en  la  quiebra.  En  ella,  con  asis- 
tencia del  quebrado,  se  deliberará  sobre  su 
aprobación,  oyendo  antes,  si  .se  estimase  ne- 
cesario, el  informe  de  una  Comisión  que  haga 
el  reconocimiento  y  comprobación  de  la  cuen- 
ta; y  hallando  motivos  de  reparo  sobre  ella,  so 
deducirán  éstos  en  forma  ante  los  jueces  de  la 
quiebra. 

No  obstante  la  aprobación  de  la  junta  podrá 
el  quebrado  ó  cualquiera  acreedor  inipug'nar 
en  juicio,  á  sus  expensas  y  bajo  su  responsa- 
bilidad individual,  las  cuentas  de  los  síndicos, 
haciéndolo  en  el  término  de  ocho  días.  Por  su 
transcurso  sin  haberse  intentado  reclamación 
alguna,  quedará  firme  é  irrevocable  la  reso- 
lución de  la  junta. 

Art.  1135.  Cuando  los  síndicos  ó  alg'uuo  de 
ellos  cese  en  este  encargo  antes  de  concluirse 
la  liquidación  de  la  ([uiebra,  rendirán  ig'ual- 
monte  sus  cuentas  en  un  término  breve,  que 
no  podrá  exceder  de  quince  días,  y  se  exami- 
narán en  la  primera  junta  de  acreedores  que 
se  celebre  con  previo  informe  de  los  nuevos 
síndicos. 

Art.  113G.  Los  acreedores  que  no  sean  sa- 
tisfechos íntegramente  de  sus  derechos  contra 
el  quebrado  con  lo  que  perciban  del  haber  de 
la  quiebra  hasta  el  termino  de  liquidación  de 
ésta,  conservarán  acción  por  lo  que  se  les  res- 
te debiendo  sobre  los  bienes  que  ulteriormen- 
te pueda  adquirir  el  quebrado. 

TIT.  IX.— De  la  calificación  de  la  quiebra. 

Art.  1137.  En  todo  procedimieuto  de  quie- 
bra se  hará  la  calificación  de  la  clase  á  que  co- 
rresponda en  un  expediente  separado,  que  se 
sustanciará  instructivamente  con  audiencia 
de  los  síndicos  y  del  mismo  quebrado. 

Art.  1138.  Para  hacer  la  calificación  de  la 
quiebra  se  tendrá  presente: 

1.°  La  conducta  del  quebrado  en  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  que  se  le  impo- 
nen en  los  arts.  1017  y  1018. 

2."  El  resultado  de  los  balances  que  se  for- 
men de  la  situación  mercantil  del  quebrado. 

3."    El  estado  en  que  se  encuentren  los  11- 
I  bros  de  su  comercio. 

4.°     La  relación  que  está  á  cargo  del  que- 
brado presentar  sobre  las  causas  inmediatas 
!  y  directas  que  ocasionaron  la  quiebra,  y  lo  que 
resulte  de  los  libros,  documentos  y  papeles  de 
'■  ésta  sobre  su  verdadero  origeu. 
!     b."     Los  méritos  que  ofrezcan  las  reclama- 
I  clones  que  en  el  progreso  del  procedimiento 
se  hagan  contra  el  quebrado  y  sus  bienes. 

Art.  1139.  El  comisario  preparará  el  juicio 
de  calificación  con  el  informe  que  dará  el  Tri- 
bimal  después  de  hecha  la  ocupación  de  los 
bienes  y  papeles  de  la  quiebra  en  razón  de  los 
capítulos  desig'nados  en  el  artículo  preceden- 
te, fundándolo  en  los  documentos  existentes 
en  lo  obrado  hasta  entonces. 

Los  síndicos  por  su  parte  dentro  de  los  quin- 
ce días  siguientes  ásu  nombramiento,  presen- 
tarán al  Tribunal  una  exposición  circunstan- 
ciada sobre  los   caracteres  que  manifieste  la 


quiebra,  fijando  determinadamente  la  clase 
en  que  crean  que  debe  ser  calificada  '. 

Art.  1140 -.  El  informe  del  comisario  y  la 
exposición  de  los  síndicos  se  pasarán  al  pro- 
motor fiscal  del  Juzgado,  para  que  si  encon- 
trare algún  delito  ó  falta  promueva  su  castigo 
con  arreg'lo  á  las  leyes. 

Art.  1141  ■*.  El  informe  y  exposición  referi- 
dos y  la  censura  del  promotor  fiscal,  se  comu- 
nicarán al  quebrado,  el  cual  podrá  impugnar 
la  calificación  propuesta  seg-ún  convenga  á  su 
derecho. 

Art.  1142.  En  el  caso  de  oposición  podrán 
así  los  síndicos  y  el  promotor  fiscal  como  el 
quebrado  usar  de  los  medios  legales  de  prue- 
ba ])ara  acreditar  los  hechos  qiie  respectiva- 
mente hayan  alegado.  El  término  para  hacer 
esta  prueba  no  excederá  de  cuarenta  días. 

Art.  1143.  En  vista  de  lo  alegado  y  proba- 
do por  parte  de  los  síndicos  y  el  jiromotor  fis- 
cal y  dei  quebrado,  el  juez  hará  la  calificación 
definitiva  de  la  quiebra  cuando  la  considere 
de  primera  ó  segunda  clase  con  arreglo  k  los 
arts.  1003  y  1004  y  mandará  poner  en  libertad 
al  quebrado  en  el  caso  de  hallarse  todavía  de- 
tenido. El  quebrado,  los  síndicos  y  el  promo- 
tor fiscal  podrán  interponer  apelación  de  la 
providencia,  y  se  les  admitirá  en  amlios  efec- 
tos, ejecutándose,  no  obstante,  en  cuanto  á  la 
libertad  del  quebrado,  si  en  ella  se  hubiere  de- 
cretado. 

Art.  1144.  Cuando  sustanciado  el  expedien- 
te de  calificación  resultasen  méritos  para  ca- 
lificar la  quiebra  de  tercera,  cuarta  ó  quinta 
clase,  se  procederá  á  la  formación  de  causa 
criminal,  cuya  cabeza  será  la  pieza  de  autos 
relativa  á  la  calificación.  No  obstará  esto  á 
que  sigan  las  demás  actuaciones  déla  quiebra. 

Art.  1145.  Si  en  la  primera  junta  general 
de  acreedores  hubiere  convenio  entre  éstos  y 
el  quebrado,  cuyos  pactos  no  produzcan  quita 
en  las  deudas  del  mismo,  se  sobreseerá  sin 
otra  diligencia  en  el  expediente  de  calificación 
de  la  quiebra. 

Pero  si  por  las  condiciones  del  convenio  hu- 
bieren remitido  los  acreedores  alguna  parte 
de  sus  créditos,  se  continuará  de  oficio  el  ex- 
pediente hasta  la  resolución  que  corresponda 
en  justicia  '. 

Art.  1146.  El  quebrado  que  haya  sido  cali- 
ficado en  primera  ó  seg-unda  clase,  y  el  de  ter- 
cera que  haya  cumplido  su  corrección,  podrá 
ocuparse  en  operaciones  de  comercio  por  cuen- 
ta ajena  y  bajo  la  responsabilidad  de  su  comi- 
tente, g'anando  para  sí  el  salario,  emolumen- 
tos ó  parte  de  lucro,  que  se  le  den  por  este  ser- 
vicio, sin  perjuicio  del  derecho  de  los  acreedo- 
res á  los  bienes  que  el  quebrado  adquiera  por 
si  propio  por  éste  ii  otro  medio,  en  el  caso  de 


1  Este  segundo  párrafo  del  art.  1,139  era  antes  el  ar- 
ticulo 1.140.  por  lo  dispuesto  en  el  decreto-ley  de  fí  de  Di- 
cievibre  de  1S68. 

2  Este  artículo  fué  adicionado  por  el  art.  22  del  decre- 
to  de  G  de  Diciembre  de  1868. 

3  Insertamos  los  arts.  1.141  A  1.144  conforme  á.  la  re- 
dacción que  se  les  dio  por  el  22  de  la  ley  de  G  de  Diciem,' 
bre  de  IStiS. 

''  Este  articulo  ha  sido  declarado  suprimido  por  el  ftr- 
ticulo  1."  de  la  ley  de  30  de  Julio  de  1878, 
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ser  iusiificientes  los  de  la  masa  para  su  com- 
pleto pago. 

Los  quebrados  que  se  encuentreu  en  el  caso 
de  esta  disposición,  cesarán  en  la  percepción 
de  los  socorros  alimenticios  que  les  estén  asig- 
nados en  el  procedimiento  de  la  quiebra. 

TIT.  X.— Del  convenio  entre  los  acreedores  y 

EL  (¡UEURADO. 

Art.  1147.  Terminado  el  juicio  de  examen 
y  reconocimiento  de  créditos,  y  heclia  la  cali- 
ficación de  la  quiebra,  podrá  el  quebrado  pre- 
sentar pro|)osiciones  de  convenio  si  no  hubiese 
sido  calificada  de  tercera,  cuarta  ó  quinta  cla- 
se, y  solicitar  del  Juzgado  que  convoque  á 
junta  á  sus  acreedores,  para  lo  cual  acompa- 
ñará tantas  copias  de  dichas  proposiciones 
cuantos  éstos  sean,  á  fin  de  que  se  les  remitan 
para  su  reconocimiento  '. 

Art.  1148.     No  gozarán  de  la  facultad  decla- 
rada en  el  articulo  precedente: 
1.°     Los  alzados. 

2.°  Los  quebrados  fraudulentos  desde  que 
los  jueces  de  comercio  se  inhiban  en  este  con- 
cepto del  conocimiento  de  la  calificación  de  la 
quiebra,  remitiendo  el  expediente  á  la  juris- 
dicción real. 

3."  Los  que  habiendo  obtenido  salvocon- 
ducto para  sus  personas  se  hubieren  fugado,  y 
no  se  presentaren  cuando  fueren  llamados  por 
el  Juzgado  ó  por  el  comisario  de  la  quiebra. 

Art.  1149.  Toda  proposición  formal  de  con- 
venio ha  de  ser  hecha  y  deliberada  en  junta  de 
acreedores,  y  no  fuera  de  ella,  ni  en  reuniones 
privadas. 

Art.  llTiO.  El  comisario,  hallándose  el  jui- 
cio de  quiebra  en  el  estado  que  se  expresa  en 
el  articulo  1.147,  deferirá  á  cualquiera  convo- 
cación dejunta  extraordinaria  qne  pida  el  que- 
brado para  tratar  de  convenio,  prestándose 
alguna  persona  por  él  á  pagar  los  gastos  '. 

Art.  1151.  Ningún  acreedorpuedehacerun 
convenio  ¡larticular  con  el  quebrado;  y  si  lo 
hiciere  será  nulo,  y  perderá  los  derechos  de 
cualquiera  especie  que  tenga  en  la  quiebra;  y 
el  quebrado  será  por  este  solo  hecho  calificado 
de  culpable. 

Art.  1152.  Siempre  que  en  una  junta  de 
acreedores  se  haya  de  tratar  de  alguna  propo- 
sición del  quebrado  relativa  á  convenio,  se  ha 
de  dar  previamente  por  el  comisario  á  los 
acreedores  concurrentes  exacta  noticia  del  es- 
tado de  la  administración  de  la  quiebra,  y  de 
lo  que  conste  del  expediente  de  calificación 
hasta  aquella  fecha,  leyéndose  además  el  iilti- 
mo  balance  que  obre  en  el  procedimiento. 

Art.  1153.  Las  ]n'oposiciones  del  quebrado 
se  discutirán  y  pondrán  á  votación,  formando 
resolución  el  voto  de  un  número  de  acreedores 
que  compongan  la  mitad  y  uno  más  de  los  con- 
currentes, siempre  que  su  interés  en  la  quie- 
bra cubra  las  tres  quintas  partes  del  total  pa- 
sivo del  quebrado. 

Art.  1154.  La  mujer  del  quebrado  no  tiene 
voz  en  las  deliberaciones  relativas  al  con- 
venio. 

Art.  1155.    Los  acreedores  de  la  quiebra  con 


titulo  de  dominio,  y  los  hipotecarios  pueden 
abstenerse  de  tomar  parte  en  la  resolución  de 
la  junta  sobre  el  convenio;  y  haciéndolo  asi 
no  les  pararán  éstas  perjuicio  en  sus  respecti- 
vos derechos. 

Si  por  el  contrario  prefiriesen  conservar  voz 
y  voto  sobre  el  convenio  que  el  quebrado  haya 
propuesto,  serán  comprendidos  en  las  esperas 
ó  quitas  que  la  junta  acuerde,  sin  perjuicio 
del  lugar  ó  grado  que  corresponda  al  titulo  de 
su  crédito. 

Art.  1156.  El  convenio  entre  el  quebrado  y 
los  acreedores  se  firmará  en  la  misma  junta-en 
que  se  haga,  bajo  pena  de  nulidad  y  responsa- 
bilidad del  escribano  que  la  autorizare,  y  se 
remitirá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes á  la  aprobación  del  Juzgado  que  co- 
nozca de  la  quiebra. 

Art.  1157.  La  aprobación  del  convenio  no 
puede  decretarse  hasta  después  de  transcurri- 
dos los  ocho  dias  siguientes  á  su  celebración, 
dentro  de  los  cuales,  asi  los  acreedores  disiden- 
tes como  los  que  no  concurrieren  á  la  junta, 
podrán  oponerse  á  la  aprobación  por  alguna 
de  las  cuatro  causas  siguientes,  y  no  por  otro 
algún  motivo: 

1.*  Defecto  en  las  formas  prescritas  para 
la  convocación,  celebración  y  deliberación  de 
la  junta. 

2.*  Colusión  por  parte  del  deudor  aceptada 
por  algún  acreedor  de  los  concurrentes  á  la 
junta  para  votar  en  favor  del  convenio. 

ü.^  Faltade  personalidad  legitima  en  algu- 
no de  los  que  hubieren  concurrido  con  su  voto 
á  formar  la  mayoría. 

4."  Exageración  fraudulentade  crédito  pa- 
ra constituir  el  interés  que  deben  tener  en  la 
quiebra  los  que  acuerden  la  resolución. 

Art.  1158.  Si  se  hiciere  oposición  al  conve- 
nio por  algún  acreedor;  se  sustanciará  con  au- 
diencia del  quebrado  y  de  los  síndicos  en  el 
término  perentorio  é  improrrogable  de  treinta 
días,  los  cuales  serán  comunes  á  las  partes 
para  alegar  y  probar  lo  que  les  convenga,  y 
á  su  vencimiento  se  decidirá  por  el  juez  según 
corresponda;  admitiéndose  sólo  en  el  efecto 
devolutivo  las  apelaciones  que  se  interpongan 
de  esta  providencia,  la  cual  se  llevará  por  lo 
tanto  á  cumplimiento  entre  el  deudor  y  los 
acreedores  que  acepten  el  convenio,  sin  per- 
juicio de  lo  que  se  resuelva  en  superiores  ins- 
tancias '. 

Art.  1159.  No  haciéndose  oposición  al  con- 
venio en  tiempo  hábil,  deferirá  elJuzgado  á  su 
aprobación,  á  menos  que  resulte  contraven- 
ción manifiesta  á  las  formas  de  su  celebración, 
ó  que  el  quebrado  se  halle  en  cualquiera  de 
los  casos  que  previene  el  art.  1.148. 

Art.  1160.  Aprobado  el  convenio  será  obli- 
gatorio para  todos  los  acreedores;  y  los  síndi- 
cos, ó  el  depositario  en  su  caso,  procederán  á 
hacer  la  entrega  al  quebrado  por  ante  el  comi- 
sario de  todos  los  bienes,  efectos,  libros  y  pa- 
peles, rindiéndole  la  cuenta  de  su  administra- 
ción en  los  quince  días  siguientes. 

En  caso  de  contestación  sobre  las  cuentas 


1     Tnaerto  conforvie  á  la  redacción  de  la  ley  de  1878. 


'    Redactado  con  arreglo  á  la  ley  de  1878. 
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(le  los  síndicos,  usarán  las  partes  de  su  dere- 
cho ante  el  Juzgado  de  la  quiebra. 

Art.  1161.  Si  el  convenio  se  hiciere  antes 
de  haberse  resuelto  definitivamente  el  expe- 
diente de  calificación  de  quiebra,  y  los  síndi- 
cos hubieren  pedido  que  se  declarase  de  cuar- 
ta ó  quinta  clase,  suspenderá  el  Juzg-ado  dar 
providencia  sobre  su  aprobación  hasta  las  re- 
sultas del  expediente  de  calificación  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia;  y  si  éste  se  resol- 
viereen  los  términos  prescritos  en  el  art.  1.114, 
quedará  de  derecho  nulo  el  convenio  '. 

Art.  1162.  No  habiendo  pacto  expreso  en 
contrario  entre  los  acreedores  y  el  quebrado, 
queda  éste  sujeto  en  el  manejo  de  los  neg'O- 
c.ios  de  comercio  á  la  intervención  de  uno  de 
los  acreedores,  á  la  elección  de  la  junta  hasta 
que  haya  cumplido  Integramente  los  pactos 
del  convenio,  y  se  le  fijará  la  cuota  mensual 
de  que  entre  tanto  podrá  disponer  para  sus 
gastos  domésticos. 

Art.  1163.  Las  funciones  del  interventor  se 
reducirán  á  llevar  cuenta  y  razón  de  las  en- 
tradas y  salidas  de  la  Caja  del  quebrado,  de  la 
cual  tendrá  una  sobrellave.  Será  también  de 
su  cargo  impedir  que  el  intervenido  extraig'a 
del  fondo  de  su  comercio  para  sus  gastos  par- 
ticulares mayor  cantidad  que  la  que  le  esté 
asignada,  ni  distraiga  fondos  alg'unos  para 
objetos  extraños  de  su  tráfico  y  giro,  pero  no 
podrá  mezclarse  en  el  orden  y  dirección  de  los 
neg'ocios  del  mismo  intervenido,  sobre  lo  cual 
procederá  éste  del  modo  que  estime  n^ás  con- 
veniente. 

Art.  1164.  El  quebrado  repuesto  que  frus- 
tre los  efectos  de  la  intervención  disponiendo 
de  alguna  parte  de  sus  fondos  ó  géneros  sin 
noticia  del  interventor,  seiá  por  el  mismo  he- 
cho declarado  fraudulento  en  caso  de  nueva 
quiebra,  tratándosele  en  este  concepto  desde 
que  cese  en  el  pago  desús  obligaciones. 

Art.  1160.  En  virtud  del  convenio  quedan 
exting'uiílas  las  acciones  de  los  acreedores  ¡lor 
la  parte  de  sus  créditos  de  que  se  haya  hecho 
remisión  al  quebrado,  aun  cuando  éste  venga 
á  mejor  fortuna,  ó  le  quede  algún  sobrante  de 
los  bienes  de  la  quiebra,  á  menos  que  no  se 
hubiese  hecho  pacto  expreso  en  contrario. 

Art.  1166.  En  caso  de  queja  fundada  del 
interventor  sobre  abusos  del  quebrado  re- 
iniesto  en  el  manejo  de  sus  fondos,  decretará 
el  Tribunal  la  presentación  de  sus  libros  de 
comercio;  y  en  su  vista  acordará  las  provi- 
dencias que  halle  oportunas  para  luantoner  el 
orden  en  la  administración  mercantil  del  in- 
tervenido y  evitar  toda  malversación. 

Art.  1167.  La  retribución  del  interventor 
será  de  cuenta  del  quebrado  repuesto,  y  con- 
sistirá en  un  dos  y  medio  por  mil  de  los  fondos 
cuya  entrada  intervenga. 

TÍT.  XI.— De  la  rehabilitación. 

Art.  1168.  La  rehabilitación  del  quebrado 
corresponde  al  Juzgado  que  hubiere  conocido 
de  la  quiebra. 

Art.  1169.     Hasta  la  conclusión   definitiva 


*     Tamhi^n  se   /Teclaró  suprimido  e.'í'fi  articulo  por  el 
]."  (le  la  citada  ley  de  sn  de  Julio  de  1878. 


del  expediente  de  calificación  de  quiebra  no 
es  admisible  la  demanda  del  quebrado  para  su 
rehabilitación. 

Art.  1170.  Los  alzados  y  los  quebrados  ca- 
lificados de  fraudulentos  no  pueden  ser  reha- 
bilitados. 

Art.  1171.  Los  quebrados  culpables  pueden 
ser  rehabilitados,  acreditando  el  pag'o  Integro 
de  todas  las  deudas  liquidadas  en  el  procedi- 
miento de  quiebra,  y  el  cumplimiento  de  la 
pena  correccional  que  se  les  hubiere  impuesto. 

Art.  1172.  A  los  quebrados  de  primera  y 
segunda  cla.se  será  suficiente  para  que  obten- 
gan la  rehabilitación,  que  justifiquen  el  cum- 
plimiento íntegro  del  convenio  aprobado  que 
hubieren  hecho  con  sus  acreedores.  Si  no  hu- 
biere mediado  convenio,  estarán  obligados  á 
probar  que  con  el  haber  de  la  quiebra,  ó  por 
entregas  posteriores,  si  éste  no  hubiere  sido 
suficiente,  quedaron  satisfechas  todas  las  obli- 
gaciones reconocidas  en  el  procedimiento  de 
quiebra. 

Art.  1173.  A  la  solicitud  de  rehabilitación 
acompañarán  las  cartas  de  pago  ó  recibos  ori- 
ginales por  donde  conste  el  reintegro  de  los 
acreedores. 

El  Juzgado  encarg'ará  al  comisario  que,  ha- 
ciendo el  examen  de  los  documentos  presenta- 
dos por  el  quebrado,  y  de  todos  los  anteceden- 
tes del  procedimiento  de  quiebra,  informe  si 
procede  la  rehabilitación  con  arreglo  á  las  dis- 
posicionesdelosarts.  1.171  y  1.172  en  sus  casos 
respectivos.  No  habiendo  reparo  ju.sto  decre- 
tará la  rehabilitación,  ó  en  el  caso  contrario  la 
denegará,  si  el  quebrado  por  su  clase  fuese  in- 
hábil para  obtenerla,  ó  la  suspenderá  si  sólo 
faltare  algún  requisito  subsanable. 

Art.  1174.  Por  la  rehabilitación  del  que- 
brado cesan  todas  las  interdicciones  legales 
que  produce  la  declaración  de  quiebra. 

Art.  1175.  Los  comeiriantes  que  obtuvie- 
ren reposición  del  decreto  de  declaración  de 
quiebra  en  la  forma  que  previenen  los  artícu- 
los 1028  al  1032,  no  necesitan  de  rehabilitación. 

TJT.  XII.— De  la  cesión  de  bienes. 

Art.  1176.  Las  cesiones  de  bienes  de  lo.s  co- 
merciantes se  entienden  siempre  quiebras,  y 
se  regirán  enteramente  por  las  leyes  de  este 
libro. 

Exceptúanse  sólo  las  disposiciones  relativas 
al  convenio  y  á  la  rehabilitación,  que  no  ten- 
drán lugar  en  los  comerciantes  que  hag-an  ce- 
sión de  bienes. 

Art.  1177.  La  inmunidad  en  cuanto  á  la 
persona  que  por  el  derecho  común  se  concede 
á  los  que  hacen  cesión  de  bienes,  no  tiene  lu- 
gar, siendo  éstos  comerciantes,  sino  en  el  caso 
de  ser  declarados  inculpables  en  el  expedien- 
te de  calificación  de  quiebra.» 

La  cédula  de  promulgación  del  Código  termi- 
na de  la  manera  siguiente: 

«Por  tanto  ordeno  y  mando  á  todos  mis 
Consejos,  Chancillerías  y  Audiencias,  y  demás 
Tribunales,  jueces,  autoridades  y  personas  de 
estos  mis  Reinos  y  Señoríos,  que  guarden, 
cumplan  y  ejecuten,  y  cada  cual  haga  g'uar- 
dar,  cuin|dir  y  ejecutar  todas  las  disposiciones 
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de  este  Código,  teniéndolo  como  ley  y  estatuto 
firme  y  perpetuo,  general  para  toría  la  Monar- 
quía, sin  contravenir  á  ellas  en  manera  alg-ii- 
na;  y  derogo  todas  las  leyes,  decretos,  órde- 
nes y  reglamentos  que  regían  hasta  el  día  en 
las  materias  y  asuntos  de  comercio,  y  espe- 
cialmente todas  las  Ordenanzas  particulares 
de  los  Consulados  del  Reino,  queriendo  que  se 
tengan  para  desde  hoy  en  adelante  por  dero- 
gadas y  revocadas,  y  que  no  produzcan  efecto 
alg'uno  en  juicio  ni  fuera  de  él,  y  que  sólo  se 
observe  y  cumpla  cuanto  en  este  Código  va 
prescrito  y  decretado:  que  así  es  mi  soberana 
voluntad,  á  cuyo  fin  he  mandado  desparliar  la 
presente  cédula,  que  va  firmada  de  mi  Real 
mano,  sellada  con  mi  sello  secreto  y  refrenda- 
da de  mi  infrascrito  secretario  de  Estado  y  del 
De.spacho  universal  de  Hacienda,  que  la  comu- 
nicará á.  quien  corresponda,  y  dispondrá  cuan- 
to convenga  á  su  cumplimiento. —  Dada  en 
Aranjuez  á  30  de  Mayo  de  1829.— Firmado  de 
la  Real  mano  de  S.  M. — Yo  el  Rey. — Luis 
López  Ballesteros.» 

Ley  24  de  Julio  1830. 

(Es  la  ley  de  Enjuiciamiento  viercanül,  la 
cual  fué  derogada  por  el  decreto  ley  del  Go- 
bierno provisional  de  6  de  Diciembre  de  1868, 
que  mandó  que  en  lo  sucesivo  se  arreglasen 
los  procedimientos  en  los  negocios  y  causas  de 
comercio  á  la  de  Enj.  civil,  quédemelo  por  con- 
sigviente  suprimidas  en  dichos  pleitos  la,  ter- 
cera instaiicia  y  los  recursos  de  nulidad  y  de 
injusticia  notoria,  y  establecido  el  de  casación 
en  los  casos  y  en  la  forma  que  ordena  la  refe- 
rida ley  de  Enj.  civil.  Quedaron,  sin  embar- 
go, subsistentes  el  tit.  V,  que  trata  del  orden 
de  proceder  en  quiebras,  y  el  VIII,  referente 
al  tprocedimiento  de  apremio, i>  cuvas  pres- 
cripciones no  tienen  hoy  tampoco  a|ilicación, 
hallándose  sustituidas  por  las  de  los  artículos 
1.323  y  siguientes,  y  1..544  á  1..560  de  la  ley  de 
Enj.  civil  de  3  de  Febrero  de  1881.) 

K.  D.  10  Septiembre  1831. 

Estableció  en  Madrid  una  Bolsa  de  Comercio  ó  contrata- 
ción pública  y  determinó  su  objeto,  régimen  y  gobierno. 

(Variaciones  más  ó  menos  notables  se  han 
introducido  por  determinaciones  posteriores, 
siendo  una  de  ellas  la  ley  provisional  de  20  de 
Junio  de  1845  y  reglamento  de  30  del  mismo 
mes  y  la  ley  de  8  de  Febrero  de  1854. 

El  nuevo  Código  de  Comercio,  que  es  el  de- 
recho vigente  en  la  materia,  dedica  á  las  Bol- 
sas mercantiles  y  operaciones  que  en  ellas  se 
realizan,  los  arts.  64  á  80. 

Llamaremos,  no  obstante,  aquí  la  atención 
sobre  el  tit.  IV  del  decreto  que  nos  ocupa,  el 
cual  versa  sobre  las  operaciones  de  la  Bolsa  y 
sus  formas  esenciales,  porque  es  el  que  ha  su- 
frido varias  alternativas  por  ulteriores  dispo- 
siciones. En  él  se  autorizan  dos  clases  de  ope- 
raciones, al  contado  y  á  plazo,  y  en  su  art.  46 
se  determina  que  éstas  no  serán  obligatorias 
«sin  que  conste  su  celebración  por  uiia  ijóliza 
firmada  que  se  librarán  mutuamente  los  agen- 
tes de  cambios  contratantes  en  que  se  expre- 
sarán (entre  otras  cosas)  el  nombre  del  vende- 
dor de  los  efectos  y  el  del  comitente  por  cuen- 


ta de  quien  se  hace  la  negociación»)    ÍC   L 
t.  16,  p.  27-1.)  '    ^  ' 

E.  0.27  Octubre  18.31. 
Sobre  operaciones  de  Bolsa  d  plazos. 

(Extracto.)  Declara  esta  Real  orden  que 
las  circunstancias  exigidas  por  el  art.  46  del 
R.  D.  de  10  de  Septiembre  para  la  validez  de 
las  operaciones  á  piazo  sólo  sean  precisas 
cuando  los  agentes  obren  por  cuenta  de  inte- 
resados que  declaren  sus  nombres,  en  cuyos 
casos  son  aquéllos  unos  simples  intermedia- 
riosí  pero  no  cuando  las  partes  contratantes 
reservan  sus  nombres,  en  cuvas  operaciones 
los  agentes  negocian  en  su 'propio  nombre, 
quedando  á  su  cargo  la  responsabilidad  al 
cumplimiento  del  contrato. 

E.  C.  1."  Febrero  1882. 
Observancia  del  Cód.  de  Comercio  en  la  IhIu  dp  Cuba. 
Este  decreto  puso  en  observancia  el  Códio'o 
de  Comercio  de  1829  y  la  lev  de  Enj.  mercan- 
til de  1830  en  la  isla  de  Cuba,  en  la  cual  ha 
venido  observándose  el  Código  hasta  el  día  30 
de  Abril   de  1886.  Desde  el' 1.»  de  Mavo  del 
mismo  año,  rige  en  aquella  Antilla  el  dé  22  de 
Agosto  de  1885,  hecho  extensivo  á  la  misma 
por  R.  D.  de  28  de  Enero  de  1886. 
E.  C.  17  Febrero  1832. 
Observancia  del  Código  en  Puerto  Rico. 
Hizo  extensivos  á  Puerto  Rico  el  Código  de 
Comercio  y  la  ley  de  Enj.  mercantil  de  la  Pe- 
nínsula. Hoy  rige  el  de  22  de  Agosto  de  1885. 

E.    C.   26  Julio   1832. 

Observancia  del  Código  de  Comercio  m  Filipinas. 

Mandó  llevar  á  efecto  en  las  islas  Filipinas 
el  Código  de  Comercio  de  1829  con  las  varia- 
ciones que  exigían  lisdistancias  v  circunstan- 
cias particulares  de  las  mismas  islas.  Hoy  rige 
en  éstas  el  vigente  de  1885  hecho  extensivo  á 
las  mismas  con  algunas  modificaciones,  por 
R.  D.  de  6  de  Agosto  de  1888.— V.  Código  de 
Comercio  en  Ultuam.\r. 

E.  o.  30  Mayo  1836. 
Declaró  que  la  formación  y  teneduría  del 
Registro  público  y  general  del  comercio  co- 
rresponde á  las  Secretarías  de  los  Gobiernos 
civiles. 

B.  o.  29  Octubre  1838. 
Matricula  general  de  comerciantes. 

(Marina  y  Comercio.)  Dispuso  que  de  las- 
dos  matrículas  de  comerciantes,  conocidas  con 
los  nombres  de  antigua  y  moderna,  se  forma- 
ra una  sola.  Ver  los  arts.  16  y  siguientes  del 
nuevo  Código,  dedicados  al  Registro  mer- 
cantil. 

E.  o.  4  Julio  1839. 
Obligación  de  inscribirse  en  la  matricula  de  comercio. 
(Marina.)  Dispuso  que  se  obligara  á  todas 
las  personas  dedicadas  al  comercio  á  inscribir- 
se en  la  matrícula;  la  inscripción  en  el  Regis- 
tro es  hoy  potestativa  para  los  comerciantes 
particulares,  conforme  al  art.  17  del  nuevo 
Código. 

E.  o.  2  Septiembre  1811. 
Sobre  operaciones  de  Bolsa  aplaco. 

(Marina.)    Dispuso  que  estas  negociaciones 
se  verificaran  conforme  al  art.  46  del  D.  de  10 
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de  Septiembre  de  1831,  eu  virtud  del  cual  el 
vendedor  y  el  comprador  hablan  de  expresar 
sus  nombres,  siendo  de  su  cuenta  la  responsa- 
bilidad del  contrato.  Hoy  los  agientes  de  Bolsa 
responden  do  la  consumación  del  contrata  con- 
forme al  art.  101  del  Código  vigente. 
O.  del  Regente  30  Septiembre  1841. 

Dispuso  sobre  operaciones  de  Bolsa  fuera 
de  la  hora  '. 

O.  del  Regente  o  Julio  1842. 
Medios  paya  evitar  abusos  de  agiotistas  en  las  operacio- 
nes de  Bolsa. 

(Hac.)  Extracto. — Advirtiéndosegran  des- 
nivel en  las  operaciones  de  la  Bolsa;  que  éstas 
se  concretaban  exclusivamente  á  una  clase  de 
papel;  qnc  sin  motivo  ostensible  en  alg'unos 
días  tenia  la  Bolsa  en  subida  ó  en  descenso 
una  diferencia  de  un  8  ó  un  10  por  100,  y  por 
fin  que  el  contado  tenia  un  precio  niÁs  bajo 
que  el  plazo,  aunque  las  negociaciones  de  éste 
fueran  en  firme,  todo  hizo  temer  al  Gobierno 
que  la  Bolsa  so  hallaba  monopolizada  por  unos 
cuantos  agiotistas,  ó  al  menos  que  en  su  juego 
no  había  aquella  pureza  y  buena  fe  que  forman 
la  base  del  crédito.  Por  estas  razones  se  dis- 
puso que  el  director  de  la  Caja  de  amortiza- 
ción propusiera  los  medios  más  convenientes 
para  evitar  los  abusos  que  quedan  indicados. 
(C.  L.,  t.  29,  p.  8.) 

Ley  ní'ovisional  20  Junio  1845. 
Omitimos  esta  ley  que  se  dio  con  carácter  de 
provisional  para  la  Bolsa  de  Comercio  de  Ma- 
ürid  y  el  reglamento  para  su  régimen  de  oO 
del  mismo  mes,  porque  no  están  vigentes. 
(C.  L.,  t.  34,  p.  301.) 

R.  O.  16  Marzo  1846. 
(Marina.)     Se  mandó  formar  la  matricula 
general  de  comercio,  siendo  obligatoria  la  ins- 
cripción. 

R.  D.  5  Abril  1&46. 
Nueva  ley  de  Bolsa:  Operaciones  á  plazos. 
Por  este  decreto  se  mandó  observar  un  pro- 
yecto de  ley  orgánica  do  la  Bolsa  de  Comercio 
de  Madrid.  Lo  notable  en  este  nuevo  proyec- 
to es  que,  anulando  lo  que  disponen  sobre  las 
operaciones  de  la  Bolsa  el  R.  D.  de  10  de  Sep- 
tiembre de  1831,  2  y  30  de  Septiembre  de  1841 
y  20  de  Junio  de  1845,  suprime  por  su  art.  20 
las  operaciones  á  plazo.  (C.  L.,  t.  37,  p.  71.) 

R.  D.  18  Febrero  1817. 
Determinó  la  forma  de  arreglar  y  cotizar 
los  cambios  nacional  y  extranjero,  y  ha  sido 
derogado  por  el  art.  6.°  del  de  18  de  Noviem- 
bre 1887,  al  que  hay  que  estar  hoy. 

E.  O.  12  de  Mayo  de  1847. 
Corredores  intrusos. 
(CoM.,  Inst.  y  Ob.  púb.)     «...Se  ha  servido 
^^.  M.  disponer  se  prevenga...  que  en  las  pla- 
zas... donde  haya  corredores  logalmente  habi- 
litados, se  persigan  auto  el   Tribunal  compe- 
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•  Hoy  las  reuniones  de  Bolsa  tienen  lugar  de  una  y 
media  á  tres  y  inedia  de  la  tarde  (art.  24,  Reg.  31  Diciem- 
bre 188.'))  y  las  operaciones  hechas  fuera  de  la  Bolsa  no 
tienen  otro  valor  que  el  que  nace  de  su  forma  (art.  74  Có- 
digo de  Comercio).  ' 
Tomo  II. 


tente  como  intrusos,  con  arreglo  al  Código  de 
Comercio,  á  todos  aquellos  que  sin  haber  obte- 
nido el  Real  nombramiento  se  ocupan  en  la 
profesión  de  corredores,  aunque  perlas...  ofi- 
cinas se  les  hayan  expedido  patentes  de  tales 
v  hayan  pagado  la  contribución  correspon- 
diente.'..» (C.  L.,  t.  41,  p.  38.) 

E.  D.  10  Junio  1847. 
Determinó  la  forma  de  arreglar  y  cotizar  el 
cambio  de  Eíspaña  sobre  Hamburgo.  Está  de- 
rogado por  el  art.  G."  del  de  18  de  Noviembre 
de  1887. 

R.  D.  30  Septiembre  1847. 
Fuerza  de  las  operaciones  de  Bolsa  á  plazo. 
Declaró  que  estas  operaciones  no  tendrían 
fuerza  civil  de  obligar,  á  no  ser  que  se  hiciera 
el  depósito  de  los  efectos.  Hoy  la  tienen  á  te- 
nor del  art.  75  del  vigente  Código  de  Comercio. 

R.  O.  lo  Abril  1851. 
Sobre  toma  de  razón  de  las  cartas  dótales  y  capitulado' 
nes  matrimoniales  de  los  comerciantes  en  el  registro  pú* 
bizco, 

(CoM.,  Inst.  y  Ob.  ptrB.)  «...La  Reina,  oído 
el  Consejo  Real,  se  ha  servido  disponer  que,  á 
fin  de  contribuir  á  que  tenga  el  debido  cumpli- 
miento lo  dispuesto  en  el  art.  26  del  Código  de 
Comercio  acerca  de  la  presentación  en  tiempo 
hábil  de  los  documentos  que  se  hallan  sujetos 
á  la  toma  de  razón  en  el  registro  público  de  la 
provincia,  se  imponga  á  los  escribanos  la  obli- 
gación de  advertir  en  el  contexto  de  las  escri- 
turas que  otorguen  la  obligación  prescrita  en 
los  ans.  22,  25,  26,  27,  28,  29  y  30  del  Código 
mercantil,  á  la  manera  que  lo  hacen  con  res- 
pecto á  la  toma  de  razón  en  las  Contadurías 
de  hipotecas;  y  en  cuanto  á  las  cartas  de  dote 
otorgadas  por  personas  no  coineniantes  que 
después  abracen  esta  profesión,  la  indicada 
advertencia  deberá  hacerse  en  el  mismo  certi- 
ficado de  inscripción,  puesto  que  desde  su  fe- 
cha se  cuentan  los  quince  días  para  cumplir 
con  la  referida  formalidad.  Todo  lo  que  de 
Real  orden,  etc.— Madrid  15  de  Abril  de  1861. 
—Fermín  Árteta.— Sr.  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de...»  (C.  L.,  t.  52,  p,  544,) 

E.  O.  15  Mayo  1851. 
Es  sobre  rúbrica  de  los  libros  de  comercian- 
tes. Hoy  rige  el  art.  36  del  nuevo  Código  de 
Comercio. 

E.  O.  31  Mayo  1852. 
(PoM.)  Se  declara  «que  las  sociedades  anó- 
nimas no  pueden  comju'ar  sus  propias  accio- 
nes sino  en  virtud  do  acuerdo  de  la  junta  g'e- 
neral  de  accionistas,  y  para  poseerlas  en  co- 
mún sin  desmembrar  en  lo  más  mínimo  el 
capital  social,  para  cuya  operación  no  podrán 
em]dearse  otros  fondos  que  los  procedentes  de 
las  g'anaucias  líquidas  y  repartibles,  enten- 
diéndose dicha  autorización  sólo  en  el  caso  de 
que  se  halle  satisfecho  en  su  totalidad  el  im- 
porte de  las  acciones...»  (C,  L,,  t,  56,  p.  111.) 

E.  D.  8  Febrero  1854. 

Mandando  que  se  observe  el  proyecto  de  ley  organicen 

provisional  de  la  Balsa  de  Madrid. 

(PoM.)  Extracto. — El  proyecto  puesto  en  vi- 
gor por  esto  decreto ,  quedó  derog-ado  en  parte 
por  los  de  30  do  Noviembre  de  1868  y  12  da 
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Enero  de  1869,  pero  restablecido  en  10  de  .Ju- 
lio de  1874,  continuó  en  vig-or  hasta  el  1."  de 
Enero  de  1886,  en  que  comenzó  ;V  reg'ir  el  Có- 
dig'o  de  Comercio  de  22  de  Ag-osto  de  1885. 

La  ley  de  1854  contenía  dispo.sieiones  gene- 
rales en  SU.S  arts.  1.°  á  14,  definiendo  la  Bolsa; 
determinando  los  objetos  de  contratación  en 
ella;  fijando  los  días  y  horas  en  que  habría  re- 
uniones en  Bolsa;  señalando  las  personas  á 
quienes  estaba  prohibido  entrar  en  ella,  y  de- 
clarando que  la  Bolsa  estaba  bajo  la  autoridad 
del  g'obornador  de  Madrid.  Rig-en  hoy.  respec- 
to de  estos  particulares,  los  arts.  64  ;l  73  del 
Códig'o  de  Comercio  y  los  1."  á  9."  del  regla- 
mento de  31  de  Diciembre  de  1885. 

Los  arts.  15  X  39  de  la  ley  do  1854  hablaban 
de  las  operaciones  de  Boina.  Declan  que  ha- 
blan de  hacerse  las  que  versaran  sobre  efectos 
públicos  al  contado  ó  á  plazo;  pero  en  este  se- 
g'undo  caso  el  término  no  habla  de  exceder  del 
fin  del  mes  en  qiie  se  verificaran  ó  del  sig'uien- 
te;  no  reconociéndose  fuerza  civil  de  oblig-ar 
á  la  negociación  si  no  existían  en  poder  del 
vendedor  los  títulos  que  se  proponía  vender. 
El  Códig'O  de  1885  autoriza  toda  clase  de  for-* 
mas  y  condiciones  en  las  operaciones  de  Bol- 
sa, k  las  -cuales  dedica  los  arts.  74  h  80,  ri- 
giendo además  los  36  h  60  del  Reg'.  de  31  de 
Diciembre  de  1885. 

La  ley  de  1854  hablaba  de  los  agentes  de 
Bolsa  en  los  arts.  40  á  84.  Hoy  rigen  sobi-e  el 
particular  los  arts.  88  A  105  del  Código  v  36  á 
69  del  Reg.  citado  de  1885. 

La  cotización  en  Bolsa  era  objeto  de  los  ar- 
tículos 85  á  93  de  la  ley  de  1854,  sustituida 
respecto  á  esa  materia  por  los  arts.  67  y  si 
guientes,  79  y  80  del  Código  .de  Comercio, 
y  2.°,  44,  50  y  .sucesivos  del  Reg.  de  1885. 
(C.  L.,  t.  61,  p.  168.) 

E.  O.  11  Jl.irzn  1854. 

Aprobó  el  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  anterior. 

E.  O.  15  Mayo  1854. 
Papel  de  las  pólizas  de  Bolsa. 
Dispuso   que  las  pólizas  do  Bolsa  se  exten- 
dieran en  papel  comxin  que  habría  de  reinte- 
grarse caso  de  presentarlas  en  juicio. — Véase 
Sello  y  timbre. 

E.  D.  9  Septiembre  1854. 
Agejites  dimisionarios:  efectos  públicos. 

Suspendió  los  efectos  del  art.  43  del  de  8  de 
Febrero  del  mismo  año  sobre  facultad  de  los 
agentes  dimisionarios  ó  de  los  herederos  de  los 
que  murieran,  para  presentar  A  nombramien- 
to real  la  persona  cjue  hubiera  de  desempeñar 
la  vacante  y  determinó  los  valores  que  se  com- 
prenderían en  la  denominación  de  efectos  pú- 
blicos, mientras  se  publicaba  en  la  ley  orgá- 
nica de  la  Bolsa.  (C.  L.,  t.  63,  p.  55.) 

R.  D.  8  Agosto  1855. 

Creó  una  Comisión  encargada  de  revisar  el 
Códig'O  de  Comercio  y  la  ley  de  Enj.  mercan- 
til. Fué  disuelta  por  el  D.  de  20  de  Septiembre 
de  1869. 


Ley  28  Enero  1856. 

Reglas  para  el  establecimiento  de  Sociedades  anónimas  de 

crédito:  sus  atribuciones  ^, 

(Hac.)     «Doña  Isabel  II,  etc.: 

Artículo  1.°  Las  Sociedades  anónimas  de 
crédito  podrán  establecerse  en  Esijaña  con  su- 
jeción á  lo  dispuesto  en  esta  ley  y  á  las  que 
rijan  sobre  sobre  sociedades  anónimas  en  lo 
que  no  fueren  modificadas  por  la  presente. 

Art.  2."  Su  duración  no  podrá  exceder  de 
noventa  y  nueve  años. 

Art.  3."  Deberá  fijarse  el  domicilio  de  la 
Sociedad  en  un  pueblo  de  la  Península  é  islas 
adyacentes:  pero  tendrán  todas  la  facultad  de 
establecer  agencias  ó  sucursales  en  cualquier 
punto  de  las  posesiones  españolas,  y  previa  la 
autorización  del  Gobierno  para  el  extranjero. 

Art.  4."  Las  operaciones  de  las  Sociedades 
de  crédito  podrán  extenderse  A  los  objetos  si 
guientes: 

1.°  Suscribir  ó  contratar  empréstitos  con 
el  Gobierno,  Corporaciones  provinciales  ó  mu- 
nicipales, y  ad(|uirir  fondos  públicos  y  accio- 
nes ú  obligaciones  de  toda  clase  de  empresas 
industriales  ó  de  crédito. 

Para  suscribir  ó  contratar  empréstitos  con 
naciones  extranjeras  se  necesitarA  autoriza- 
ción del  Gobierno. 

No  podrá  tampoco  dedicarse  á  la  adquisición 
de  fondos  públicos  al  contado  ni  A  plazo,  mAs 
que  la  mitad  del  capital  efectivo  de  las  accio- 
nes de  la  Sociedad. 

2.°  Crear  toda  clase  de  empresas  de  cami- 
nos de  hierro,  canales,  fAbrieas,  minas,  dárse- 
nas (docks),  alumbrado,  desmontes  y  rotura- 
ciones, riegos,  desagües  y  cualesquiera  otras 
empresas  industriales  ó  de  utilidad  piiblica. 

3."  Practicar  la  fusión  y  transformación  de 
toda  clase  de  Sociedades  mercantiles,  y  encar- 
garse de  la  emisión  de  acciones  ú  oblig'aciones 
de  las  mismas. 

4.°  Administrar,  recaudar  ó  arrendar  toda 
clase  de  contribuciones  y  empresas  de  obras 
públicas;  y  ceder  ó  ejecutar  los  contratos  sus- 
critos al  efecto  con  la  aprobación  del  Go- 
bierno. 

5.°  Emitir  oblig'aciones  de  la  Sociedad  por 
una  cantidad  igual  á  la  que  se  haya  empleado 
y  exista  representada  por  valores  en  cartera 
por  efecto  de  las  operaciones  de  que  tratan  los 
párrafos  primero,  seg'undo,  tercero  y  cuarto 
de  este  artículo. 

6."  Vender  ó  dar  en  g'arantía  todos  los  va- 
lores, acciones  ú  obligaciones,  adquiridos  por 
la  Sociedad,  y  cambiarlos  cuando  lo  juzg'ue 
conveniente. 

7."  Prestar  sobre  efectos  pviblicos,  accio- 
nes ú  oblig'aciones,  géneros,  frutos,  cosechas, 
fincas,  fábricas,  buques  ó  sus  cargamentos  y 
otros  valores,  y  abrir  créditos  en  cuenta  co- 
rriente ,  recibiendo  en  garantía  efectos  de. 
igual  clase. 

Los  préstamos  que  la  Sociedad  hag'a  sobre 
sus  propias  acciones  no  podrán  exceder  del  10 


1    Por  más  que  esta  ley  está  virtualmente  derogada,  por 
la  de  ll-i;i  de  Octubre  de  IStíS  y  por  los  arts.  1Í7,  175  y  ) 
siguientes  del  Código  de  Comercio  de  1885,  consideramos '] 
importante  su  conocimiento. 
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por  100  del  capital  efectivo  de.  la  Sociedad,  del 
60  por  100  del  valor  que  éstos  tengan  en  la 
plaza  y  del  término  de  dos  meses. 

8."  Efectuar  por  cuenta  de  otras  Socieda- 
des ó  personas  toda  clase  de  cobros  y  pag'os, 
'y  ejecutar  cualquiera  otra  operación  por  cuen- 
ta ajena. 

9.°  Eecibir  en  depósito  toda  clase  de  valo- 
res en  papel  y  metálico  y  llevar  cuentas  co- 
rrientes con  cualesquieracorporaciones, socie- 
dades ó  personas. 

Art.  5.°  El  capital  de  las  Sociedades  será 
determinado  eu  cada  caso,  así  como  el  nrimero 
de  acciones  y  series  con  que  se  verifique  su 
emisión,  según  las  disposiciones  adoptadas  en 
los  estatutos  y  reglamentos  respectivos. 

Art.  6."  Las  acciones  serán  al  portador; 
pero  cualquiera  accioni.sta  tendrá  derecho  á 
depositarlas  en  la  Sociedad  ])ara  recibir  de  la 
misma  un  resgniardo  nominativo. 

Su  emisión,  para  poder  constituirse  la  So- 
ciedad, será  desde  un  tercio  á  una  mitad  de 
las  que  constituyan  el  capital  social.  El  pri- 
mer dividendo  se  efectuará  en  la  caja  social 
dentro  de  los  treinta  dias  de  la  aprobación  ofi- 
cial de  la  Sociedad,  y  su  importe  derá  ser  de 
un  2.T  por  100  si  la  emisión  es  por  mitad;  y  de 
un  30  jior  100  si  las  acciones  emitidas  repre- 
sentan la  tercera  parte  del  capital. 

Las  acciones  de  las  Sociedades  constituidas 
seg-ún  la  presente  ley,  tendrán  la  considera- 
ción de  los  fondos  públicos  para  los  efectos  de 
la  contratación,  y  serán  publicadas  y  cotizadas 
en  la  Bolsa. 

No  tendrá  efecto  contra  los  cedentes  de  es- 
tas acciones  lo  dispuesto  en  el  art.  283  del  Có- 
digo de  Comercio. 

Art.  7."  Las  oblig-aciones  que  emitan  las 
Sociedades  con  arreglo  al  par.  5."  del  art.  4.°, 
serán  al  portador  y  á  plazo  fijo,  que  no  baje 
eu  ningún  caso  de  treinta  días  con  la  amorti- 
zación é  intereses  que  se  determinen.  ínterin 
no  se  haya  hecho  efectivo  todo  el  capital,  las 
Sociedades  sólo  podrán  emitir  el  quíntuplo  de 
la  parte  realizada  eu  obligaciones  ó  venci- 
mientos á  más  de  un  año  y  liasta  diez  veces 
su  importe  cuando  el  capital  se  haya  realizado 
por  completo. 

La  suma  de  oblig'aciones  á  plazos  menores 
de  un  año,  unida  á  la  de  las  cantidades  reci- 
bidas en  cuenta  corriente,  no  podrán  eu  nin- 
gún caso  exceder  del  doble  del  capital  efectivo 
de  la  Sociedad. 

Art.  8."  Las  Sociedades  de  crédito  estarán 
obligadas  á  presentar  todos  los  meses  al  Go- 
bierno de  S.  M.,  y  á  publicar  en  la  Gaceta,  un 
estado  de  su  situación,  y  además,  siempre  que 
el  Gobierno  lo  pida,  remitirán  estados  de  caja, 
cartera  y  resiimenes  de  o])eraciones. 

El  Gobierno  podrá  también  liacer  examinar, 
siempre  y  cuando  lo  estimtí  conveniente,  las 
operaciones  y  contabilidad  de  las  Sociedades 
y  comprobar  el  estado  de  sus  cajas.  Al  efecto 
serán  presentados  todos  los  libros,  documen- 
tos y  valores  de  cualquiera  especie  que  exis 
tan  en  ellas. 

Art.  9."  Los  estatutos  y  reglamentos  para 
la  administración  de  las  Sociedades  anónimas 
de  crédito  serán  presentados  al  Gobierno,  pu- 


blicados en  la  Gaceta,  y  aprobados,  oyendo 
siempre  previamente  ai  Consejo  de  Estado, 
ínterin  éste  no  funcione,  se  oirá  al  Tribunal 
contencioso-administrativo. 

Art.  10.  El  Gol)ierno  podrá  hacer  conce- 
siones por  medio  de  Reales  decretos  para  la 
organizaciíjn  de  Sociedades  anónimas  de  cré- 
dito, conformándose  á  lo  dispuesto  en  la  pre- 
sente ley,  sin  perjuicio  de  que  las  iiersonas  in- 
teresadas puedan  acudir  á  las  Cortes  solici- 
tando la  constitucióu  de  una  Sociedad  por  ley 
especial. 

Art.  11.  Las  solicitudes  para  el  estableci- 
miento de  Sociedades  de  crédito  deberán  ir 
acompañadas  del  documento  que  acredite  ha- 
ber hecho  efectivo  en  la  Caja  g'eneral  de  De- 
pósitos el  10  por  100  de!  importe  del  jirimer  di- 
videndo en  las  acciones  emitidas,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  6." 

Esta  suma  será  admitida  en  metálico  ó  su 
equivalente  en  títulos  de  la  Deuda  del  Esta- 
do ú  otros  valores  del  mismo  al  precio  de  la 
cotización  del  día  anterior  en  que  se  verifique 
el  depósito,  el  que  se  devolverá  á  la  Sociedad 
luego  que  justifique  haber  hecho  efectivo  en 
su  caja  el  25  por  100  ó  el  30  por  100,  según  los 
casos,  de  las  acciones  emitidas,  en  cuya  suma 
se  podrá  incluir  la  cantidad  depositada. 

Transcurrido  el  plazo  fijado  eu  el  referido 
art.  l).°  de  esta  ley  sin  c¿ue  acredite  la  Sociedad 
haber  hecho  efectivas  en  caja  las  indicadas 
cantidades,  perderá  el  depósito,  que  quedará 
á  beneficio  del  Tesoro  público. 

Se  concede  el  plazo  de  treinta  dias  desde  la 
publicación  de  esta  ley  para  aprontar  dicho 
depósito  las  Sociedades  que  han  solicitado  la 
autorización  de  las  Cortes,  cuyos  estatutos  no 
podrá  aprobar  el  Gobierno  hasta  que  se  haya 
hecho  el  depósito. — Por  tanto,  etc.  Palacio  á 
28  de  Enero  de  1850.»  (C.  L.,  t.  67, p.  90.) 

Ley  11  Julio  1856. 
Formación  de  Compañías  para  la  ejf.cxición  de  caminos  de 
hierro,  canales,  ú  otras  obras  públicas:  su  capital:  ac- 
ciones: emisión  de  obligaciones,  etc.  '. 

(FoM.)     «Doña  Isabel  II,  etc. 

Artículo  1.°  Obtenida  que  sea  en  virtud  de 
una  ley,  la  concesión  de  un  camino  de  hierro, 
canal  ú  otras  obras  públicas,  podrá  el  Gobier- 
no autorizar,  por  medio  de  Reales  decretos 
acordados  en  Consejo  de  Ministros,  la  forma- 
ción y  constitución  definitiva  de  la  Compañía 
que  las  haya  de  llevar  á  efecto. 

Art.  2."  El  domicilio  social  de  estas  Com- 
pañías se  establecerá  en  un  jaueblo  de  la  Pe- 
nínsula ó  islas  adyacentes. 

Art.  3."  Las  Compañías  formadas  con  arre- 
glo al  art.  1.°,  podrán  reunir,  al  objeto  princi- 
pal de  su  fundación,  el  de  la  fusión  de  otras 
sociedades  de  idéntica  naturaleza,  si  bien  pre- 
cediendo siempre  para  ello  la  aprobación  del 
Gobierno,  y  los  demás  i-equisitos  que  éste  es- 
timase necesarios. 

Art.  4."  El  capital  de  las  Compañías  se  de- 
terminará con  entera  sujeción  á  la  reg'la  pri- 


*  Hoy  es  libre  la  formación  de  Compañías  de  ferroca- 
rriles y  demás  obras  públicas,  conforme  el  art.  1 11  del 
nuevo  Código  de  Comercio,  rigiéndose  las  que  se  constituí 
yan  por  los  arts.  184  á  192  del  mismo. 
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mera  del  art.  46  de  la  ley  general  de  ferroca- 
rrile.s  eii  sus  respectivos  estatutos,  los  cuales 
fijarán  la  forma  eu  que  haya  de  verificarse  la 
emisión  de  sus  acciones. 

Art.  5."  Las  acciones  serán  al  portador  lue- 
go que  se  hubiere  verificado  el  desembolso  de 
30  por  100  de  su  total  importe;  y  su  primer  di- 
videndo pasivo,  que  en  ning-ún  caso  podrá  ba- 
jar del  1.")  por  100,  se  hará  efectivo  dentro  de 
los  treinta  días  siguientes  al  de  la  aprobación 
por  el  Gobierno  de  los  estatutos  de  las  relacio- 
nadas Sociedades.  Cualquiera  accionista,  sin 
embargo,  tendrá  dereclio  á  depositar  sus  ac- 
ciones eu  la  Caja  de  la  Sociedad,  recibiendo  de 
la  misma  su  resg'uardo  nominativo. 

Art.  6."  Xo  tendrá  efecto  contra  los  ceden- 
tes  de  estas  acciones  al  portador,  lo  dispuesto 
to  eu  el  art.  28.0  del  Código  de  Comercio. 

Art.  7."  Las  Sociedades  de  ferrocarriles, 
canales  ú  otras  obras  públicas,  podrán  también 
emitir  obligaciones  al  portador  con  interés  fijo 
y  amortización  determinada  dentro  del  perio- 
do de  la  concesión  con  liipoteca  de  las  obras  y 
rendimientos  del  ferrocarril,  canal  ú  obra  pu- 
blica, á  cuya  construcción  ó  explotación  se 
destinen.  La  suma  del  im])orte  de  todas  las 
obligaciones  emitidas,  no  podrá  nunca  exce- 
der de  la  mitad  del  capital  realizado  de  las  ac- 
ciones de  la  Sociedad. 

Art.  8.°  Tanto  las  acciones  al  portador, 
como  las  obligaciones  que  se  emitan,  tendrán, 
para  el  solo  efecto  de  la  forma  de  su  contrata- 
ción, la  consideración  de  efectos  públicos. 

Art.  9.°  Los  administradores  de  dichas 
Compañías  serán  nombrados  por  las  respecti- 
vas juntas  generales  de  accionistas.  Sin  em- 
bargo, podrán  designarse  en  los  estatutos  los 
que  hayan  de  componer  el  primer  Consejo  de 
Administración,  quedando  su  nombramiento 
sujeto  á  la  aprobación  de  la  ¡irimera  junta  ge- 
neral y  del  Gobierno.  La  junta  general  de  ac- 
cionistas fijará  los  beneficios  ó  emolumentos  á 
que  tengan  derecho  los  fundadores  y  adminis- 
tradores de  la  Sociedad. 

Art.  10.  Los  acuerdos  respecto  á  las  enaje- 
naciones, transacciones,  agregación  ó  fusión 
de  que  trata  el  art.  3.°,  deberán  ser  tomados 
eu  junta  general  de  accionistas  en  que  se  ha- 
llen representados  los  poseedores  de  los  dos 
tercios  del  capital  social,  y  de  este  modo  serán 
obligatorios  para  todos  los  accionistas.  Si  en  la 
primera  junta  no  se  reuniese  la  indicada  repre- 
sentación, se  convocará  una  seg'uuda,  la  cual, 
ciialquiera  que  sea  su  número,  podrá  tomar 
los  indicados  acuerdos  con  la  misma  calidad  de 
oblig'atorios  para  todos  los  accionistas. 

Art.  11.  Las  Compañías  estarán  oldigadas 
á  presentar  al  Gobierno  de  S.  M.,  por  conduc- 
to del  gobernador  civil,  un  balance  demostra- 
tivo y  calificado  de  todo  su  haber  activo  y  pa- 
sivo que  se  publicará  en  la  Gaceta,  y  siem- 
pre que  el  Gobierno  lo  pidiere,  remitirán  por 
el  mismo  conducto  estados  que  den  pleno  co- 
nocimiento de  sus  operaciones,  asi  como  las 
demás  noticias  y  detalles  relativos  á  los  gastos 
é  ingresos  de  la  empresa.  El  Gobierno  "podrá 
además  hacer  examinar,  siempre  que  lo  estime 
conveniente,  la  contabilidad  y  administración 
de  las  Compañíasy  comprobar  sus  existencias, 


nombrando  á  este  efecto  delegados  retribuidos  ] 
por  las  mismas  Sociedades,  á  quienes  sus  res- 
pectivos directores  gerentes  ó  administrado-  j 
res  tendrán  obligación  de  presentar  cuantos! 
libros,  datos,  valores  y  documentos  les  fuerenj 
por  éstos  pedidos  y  existieren  ó  debiesen  exis-1 
tir  en  sus  oficinas. 

Art.  12.  Quedan  vigentes  y  so  aplicarán  á  ' 
estas  Compañías,  eu  cuanto  no  fuesen  contra- 
rias á  las  prescripciones  de  esta  ley,  las  de  la 
general  de  ferrocarriles  de  3  de  Junio  de  1855  ' 
y  las  que  rigiesen  en  lo  sucesivo  acerca  de  So- 
ciedades mercantiles  por  acciones.— Por  tan- 
to, etc.— Palacio  á  11  de  Julio  de  1856.»  (C.  L., 
tomo  69,  p.  201.) 

E.  o.  12  Diciembre  1857. 

Aprobó  el  reglamento  de  las  funciones  que 
deben  ejercer  los  gobernadores  de  provincia 
y  delegados  especiales  del  Gobierno  cerca  de 
las  Sociedades  mercantiles  por  acciones  al  ins- 
peccionar estas  Sociedades.  (C.  L.,  t.  74,  pá- 
gina 200.) 

Ley  11  Julio  1860. 

Emisión  de  obligaciones  de  las  Compañías  de  obras  públi- 
cas hasta  el  importe  del  capital  rcaU;2ado  \ 

(Fon.)     «Doña  Isabel  II,  etc. 

Articulo  1."  Las  Empresas  concesionarias 
de  obras  públicas  podrán  emitir  obligaciones 
hasta  el  importe  de  la  suma  total  del  capital 
realizado,  eu  vez  del  límite  del  ,50  por  100  de- 
terminado por  la  ley  de  11  de  Julio  de  1856.  La 
suscrieión  necesaria  para  autorizar  la  consti- 
tución de  las  expresadas  Empresas,  queda  fija- 
da en  el  50  por  100  del  capital  .social,  en  vez 
de  los  dos  tercios  que  exigen  la  lev  de  3  de 
Junio  de  1885  y  la  citada  eu  el  párrafo  ante- 
rior. 

Art.  2."  En  las  Empresas  de  esta  clase  que 
gozeu  de  una  subvención  consistente  en  la  en- 
trega de  una  parte  del  capital  invertido,  ya 
proceda  de  fondos  del  Estado,  ya  de  los  pro- 
vinciales ó  municipales,  se  reputará  dicha  sub- 
vención como  capital  social,  sólo  para  los  efec- 
tos de  la  emisión  de  obligaciones  á  medida  que 
las  Empresas  la  reciban. 

Art.  3."  El  dividendo  pasivo,  cuvo  desem- 
bolso es  indispensable  con  arreglo 'al  art.  5." 
de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1856  para  autorizar 
la  constitución  de  estas  Empresas,  no  podrá 
bajar  de  la  suma  equivalente  al  10  por  100  del 
capital  social. 

Art.  4.0  Cuando  las  Empresas  concesiona- 
rias de  obras  públicas  adquieran  un  nuevo  fe- 
rrocarril, canal  ó  cualquiera  obra  distinta  de 
las  que  constituyen  su  objeto  social,  podrá 
verificar  el  pago  del  premio  de  la  compra  en 
obligaciones,  hasta  el  límite  que  la  Empresa 
vendedora  esté  facultada  para  emitir  con  arre- 
glo al  art.  1.°— Por  tanto,  etc.— Palacio  á  11 
de  Julio  de  1860.»  (C.  L.,  t.  84,  p.  10  ) 


1  Uoy  rige  la  ley  general  de  ferrocarriles  de  23  de  No- 
viembre de  1877,  inserta  en  FEaKOCARRri.KS. 

^  JToy  las  Compañías  de  obras  públicas  pueden  emitir 
libremente  obligaciones  amortiznhles  ó  no  amortízubles, 
nominatioas  ó  al  portador,  conforme  á  los  arts.  latí  y  ISl 
del  nuevo  Código  de  Coinercío. 
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R.  O.  31  Agosto  1860. 

Computación  de  la  siwia  de  obligaciones  q>te  las  Compa- 

íiías  de  obras  piiblicas  pueden  emitir, 

(FoM.)  «A^'i.sta  la  ley  de  11  de,  Julio  de  185G, 
por  la  cual  se  facultó  á  las  Sociedades  conee- 
siouaiias  de  obras  públicas  para  emitir  las 
obligaciones  al  portador... 

Vista  la  ley  de  11  de  Julio  del  corriente  año 
que  amplia  la  emisión  de  obligaciones... 

S.  M.  la  Reina...  se  ba  servido  decretarlo 
siguiente: 

1."  La  suma  de  obligaciones  que  las  Em- 
])resas  concesionarias  de  obras  públicas  están 
facultadas  para  emitir,  con  arreglo  al  art.  1." 
de  la  ley  do  11  de  Julio  del  corriente  año,  se 
computará,  en  razón  de  su  valor  nominal,  ó 
sea  de  la  cantidad  que  dichas  obligaciones  re- 
presenten. 

2."  Las  Compañías  que  hubiesen  alcanza- 
do la  gracia  de  que  la  emisión  de  sus  obliga- 
clones  se  computara  para  los  efectos  de  la  ley 
de  11  de  Julio  de  185(5  por  el  tipo-de  su  nego- 
ciación, ó  sea  por  la' cantidad  que  produjesen 
en  el  mercado,  se  atemperarán  á  lo  dispuesto 
en  la  regla  anterior.  En  su  consecuencia,  las 
Compañías  que  se  hallasen  en  aquel  caso  com- 
putarán las  emisiones  hechas  al  tipo  del  valor 
representativo  de  sus.  obligaciones  para  cal- 
cular la  cantidad  que  aún  les  es  dado  emitir...» 
(C.  L.,  t.84,p.  198.) 

Ley  29  Enero  1862. 
Determina  el  limite  de  la  emisión  de  obligaciones  para 
que  autoriza  á  las  Empresas  conresionarias  de  obras 
jiúblicas  la  ley  de  11  de  Julio  de  ISGO. 

(FoM.)     «Doña  Isabel  II,  etc. 

Articulo  I."  La  emisión  de  oblig'aciones 
para  que  autoriza  á  las  Empresas  concesiona- 
rias de  obras  públicas  el  art.  1.°  de  la  ley  de  11 
de  Julio  de  ISliO,  se  determinará,  con  respec- 
to á  sus  límites,  por  el  importe  del  valor  amor- 
tizable  de  las  mismas  oblig'aciones  y  por  el 
interés  fijado  sobre  este  valor.  Cuando  el  inte- 
rés fuere  de  G  por  100  considerado  como  tipo 
regulador,  el  total  aniortizable  de  las  obliga- 
ciones emitidas,  computadas  por  su  valor  no- 
minal, no  podrá  exceder  de  una  suma  ignial 
al  capital  realizado  de  las  acciones,  ó  á  la  de 
éste  y  de  la  subvención  recibida,  si  la  Empre- 
sa g'ozase  de  tal  auxilio. 

Art.  2."  Cuando  el  interés  ofrecido  sobre 
el  valor  aniortizable  y  nominal  de  las  obliga- 
ciones fuese  menor  que  el  de  G  por  100,  el  li- 
mite de  la  emisión  se  ampliará  proporcional- 
mente  al  descenso  en  el  tipo  del  interés.  El 
importe  de  todas  las  obligaciones,  computado 
por  su  cifra  nominal,  no  excederá,  sin  embar- 
go, por  mínimo  que  sea  el  interés  ofrecido,  de 
una  suma  igual  al  duplo  del  capital  realizado 
de  las  acciones,  ó  al  duplo  de  éste  y  la  subven- 
ción recibida  en  su  caso. 

Art.  3."  Si  el  interés  sobre  el  valor  nomi- 
nal excediera  del  6  por  100,  se  reducirá  el  li- 
mite de  la  emisión  proporcionalmente  A  la  di- 
ferencia que  exista  entre  el  interés  que  sirve 
de  tipo  regulador  y  el  interés  que  se  ofrezca. 
No  se  aplicará  esta  disposición  A  las  emisiones 
efectuadas  á  un  interés  major  que  el  de  G  por 
100  sobre  el  valor  nominal  antes  de  la  pulili- 
cacióu  de  la  presento  ley.  Dichas  emisiones  se 


computarán  como  efectuadas  con  el  interés 
regulador,  pero  al  renovar  la  operación  ó  ve- 
riñcar  otras  nuevas,  se  sujetarán  las  Empre- 
sas á  la  regla  prefijada. 

Art.  4."  Queda  prohibida  en  lo  sucesivo 
toda  emisión  de  obligaciones  cuya  amortiza- 
ción no  pueda  efectuarse  con  los  rendimien- 
tos de  las  obras  dentro  del  pei-iodo  de  la  con- 
cesión y  sin  acudir  al  mismo  medio  de  crédito. 

Art.  6.*'  Cada  tres  meses  el  Gobierno,  con 
presencia  de  los  estados  trimestrales  de  situa- 
ción y  de  las  noticias  que  reciba  por  conducto 
de  los  g'obernadores  de  provincia  ó  de  los  de- 
legados respectivos,  publicará  en  la  Gaceta 
oficial  el  número,  valor  nominal  é  interés  so- 
bre este  valor  de  las  obligaciones  emitidas  por 
cada  una  de  diclias  Empresas,  asi  como  el  im- 
porte del  ca[)ital  realizado  y  de  la  subvención 
recibida  por  las  mismas...;.  Por  tanto,  etc. — 
Dado  en  Palacio  á  29  de  Enero  de  1862.  -Yo 
la  Reina.— El  Ministro  de  Fomento,  Antonio 
Aguilar  y  Correa  '.»  (C.  L.,  t.  87,  p.  14G.) 

R.  O.  6  Mayo  1862. 

Dictó  disposiciones  sobre  provisión  de  pla- 
zas de  corredores  y  sobre  preferencia  de  los 
profesores  y  peritos  mercantiles  -. 

Ley  9  Jxilio  1862. 
(FoM.)     Dispuso  sobre  negociación  de  los 
resguardos  nominativos  de  las  Compañías  de 
depósitos  ■'. 

E.  O.  10  Octubre  1862. 
Formación  de  la  matricula  de  comerciantes. 
Dispuso  sobre  formación  de  la  matricula  de 
comerciantes.  Hoy  el  Registro  mercantil,  que 
contiene  la  antigua  matricula  de  comerciau- 
tes,  se  rige  por  los  arts.  16  A  32  del  Código  de 
Comercio  y  por  el  Reg.  de  21  de  Diciembre 
de  1885. 

R.  O.  1-8  Septiembre  1861. 
Dispuso  sobre  escrituras  de  Sociedades  mer- 
cantiles que  debían  inscribirse  en  el  Registro 
público. 

R.  o.  25  Abril  1865. 

(FoM.)  Aclaró  el  art.  73  del  Código  de  Co- 
mercio de  1829,  sobre  facultad  dedimitirel  car- 
go los  corredores  arrendatarios  de  por  vida. 
(Boletín  oficial  de  Orense  7  Mayo  18G5.) 

Ley  de  presiipuestos  15  Julio  1865. 

Inspección  y  vigilancia  en  las  Sociedades  de  crédito. 

«Art.  13.  El  Gobierno  ejercerá  ])or  medio 
de  inspectores  ó  delegados,  y  en  la  forma  que 
determine  un  reglamento,  la  vigilancia  que  le 
corresponde  en  las  Sociedades  de  crédito  es- 
tablecidas ó  que  se  establezcan  con  sujeción  k 
la  ley  de  28  de  Enero  de  1856.»  (C.  L.,  t.  94, 
¡ni y.  57.; 


'  Esta  ley  está  virtualmente  derogada  por  los  arts.  ÍSS 
y  1X7  del  nuevo  Código  de  Comercio.  Véase  la  nota  an- 
terior. 

2  Hoy  rigen  sobre  provisión  de  plasas  de  corredores 
de  comerció,  los  arts.  ■14  del  nuevo  Código  y  13  del  regla- 
mento de  .11  de.  Diciembre  de  1S85. 

■<  Las  disposiciones  de  esta  ley  están  sustancialmente 
reproducidas  en  los  arts.  iS3  á  198  del  nuevo  Código  de 
Comercio. 
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K.  D.  30  Julio  1S65. 

Aprobó  el  reg'lameuto  para  la  iuspeccióu  de 
las  Sociedades  anónimas  de  crédito.  El  regla- 
mento se  ocupa  del  nouibraniiento  de  los  ins- 
pectores, de  sus  funciones  y  deberes  y  de  las 
obligaciones  de  las  Compañías  á  que  se  refiere, 
conteniendo  además  disposiciones  generales  so- 
bre el  asunto.  (Gac.  i8  Agosto.) 

Ley  de  presupnestos  29  Junio  1867. 

Por  el  art.  17  se  autorizó  al  Gobierno  para 
imponer  á  todas  las  Compañías  mercantiles 
por  acciones,  un  gravamen  auual,  para  llevar 
á  efecto  la  inspección  prevenida  por  las  leves 
de  28  de  Enero  de  1848  y  11  de  Julio  de  1856. 
(C.  L.,  t.  ín,p.  1.219.) 

K.  D.  23  Agosto  1868. 
(Hac.)     Eeorgauizó  la  planta  del  personal 
de  los  inspectores  de  las  Sociedades  anónimas 
de  crédito.  {Gac.  28  Agosto.) 

Decreto-ley  28  Octubre  1868. 

Derogando  la  ley  y  reglamento  sobre  Sociedades 

anónimas. 

(FoM.)  «...Articulo  1."  Queda  derogada  la 
ley  de  Sociedades  anónimas  de  28  de  Enero  de 
1848  y  el  i-eglamento  dado  para  su  ejecución 
en  17  de  Febrero  del  mismo  año. 

Art.  2."  Quedan  asimismo  revocada.s  todas 
las  órdenes  y  decretos  expedidos  desde  aque- 
lla fecha  para  aplicación  y  explicación  de  la  ley. 

Art.  3."  Las  Sociedades  anónimas  se  some- 
terán para  su  org-anizacióu  y  manejo  á  las  pres- 
cripciones del  Códig'o  de  Comercio,  ínteriu  no 
se  legisle  sobre  la  materia. 

Art.  4.°  Las  que  hoy  existen  podrán  elegir, 
previo  acuerdo  tomado  en  junta  g'eneral  de 
accionistas,  entre  continuar  sometidas  á  la  ley 
de  1848  ó  regirse  por  el  Código  de  Comercio; 
y  en  este  iiltimo  caso,  quedarán  suprimidos  de 
hecho  los  deleg'ados  ó  inspectores  que  cerca 
de  ellas  había  nombrado  la  Administración... 
Madrid  28  de  Octubre  de  1868.— El  Ministro 
de  Fomento,  Manuel  Ruiz  Zorrilla.»  (Gac.  29 
Octubre.) 

D.  80  Noviembre  1868. 

(FoM.)  Extracto. — Declaró  completamente 
libres  los  oficios  de  agentes  de  Bolsa,  corre- 
dores de  comercio  é  intérpretes  de  navios,  pu- 
diendo  todo  español  ó  extranjero  ejercer  di- 
chos oficios  sin  autorización  previa,  e.xamen, 
fianza  ú  otro  requisito;  pero  sin  carácter  no- 
tarial. Por  el  art.  3."  se  dispuso  que  pudiera 
haber  en  cada  plaza  uu  Colegio  de  agentes  de 
Bolsa  y  otro  de  corredores  de  comercio  é  in- 
térpretes de  navio,  con  carácter  de  represen- 
tantes de  la  fe  piiblica  en  cuanto  á  la  contra- 
tratación  de  efectos  públicos,  con  arreglo  á  la 
ley  de  Bolsa.  A  los  principios  de  este  decreto 
obedecen  los  arts.  88  á  115  del  nuevo  Código 
de  Comercio. 

Decreto-ley  6  Diciembre  1868. 

Unificación  de  fueros:  Supresión  de  los  Tribunales  de  co- 

Tjiercio:  Reforma  del  Código  de  1829. 

Este  importantísimo  decreto  que  insertamos 
en  Justicia,  dedica  el  tít.  V  á  la  «Supresión  de 
los  Tribunales  de  comercio  y  reforma  del  pro- 
cedimiento actual  en  los  juicios  que  ¡lasan 
aute  esta  jurisdicción.»  (Arts.  10  á  30.)  Por  el 


art.  12  fuerou  derogados  el  325  y  el  libro  V  de 
dicho  Código.  Por  los  19,  20  y  21  se  reforma- 
ron los  110,  112  V  115  del  mismo.  Por  el  22,  los 
16,  31,  40,  96,  ÍIO,  112,  114,  115,  174,  1.044, 
1.139,  1.140,  1.141,  1.142,  1.143  y  1.144.  El  ar- 
ticulo 25  que  ordena  en  términos  generales 
una  alteración  que  comprende  á  otros  muchos, 
le  hemos  insertado  como  nota  en  la  pág.  722. 
Hemos  redactado  los  artículos  del  libro  IV 
del  Código  de  1829,  en  conformidad  á  la  refor- 
ma introducida  en  ellos  por  este  decreto  y  por 
la  ley  de  30  de  Julio  de  1878,  que  modificó  al- 
gunos otros. 

D.  12  Diciembre  1868. 

(FoM.)  Se  encomendó  á  un  solo  delegado 
general  la  inspección  de  las  Sociedades  mer- 
cantiles. (Gac.  13  Diciembre.) 

D.  12  Enero  1869. 
(FoM.)  Declaró  Ubre  la  creación  de  Bolsas 
de  Comercio,  Pósitos,  Lonjas,  Alhóndig-as,  y 
cualesquiera  otras  casas  de  contratación.  Sus 
disposiciones  quedaron  efi  suspenso  por  decre- 
to de  10  de  Julio  de  1874  y  sin  efecto  alguno 
por  R.  D.  de  12  de  Marzo  de  1875;  pero  han 
sido  sustancialmente  reproducidas  en  los  ar- 
tículos 65,  74  y  siguientes  del  nuevo  Códig-o 
de  Comercio  de  22  de  Agosto  de  1885. 

O.  21  Enero  1869. 

Modificó  el  art.  75  del  Cód.  de  Comercio,  de- 
clarando ser  bastante  la  edad  de  veintidós 
años  para  ser  nombrado  corredor  de  comercio; 
pero  fué  derogada  por  R.  O.  de  27  de  Marzo 
de  1876,  y  hoy  hay  que  estar  al  art.  94,  en  re- 
lación cou  el  4."  del  nuevo  Código. 

D.  17  Septiembre  1869. 
(Ult.)  Derogó  las  disposiciones  dictadas 
sobre  constitución  de  Sociedades  anónimas  en 
Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas,  y  restableció 
el  Códig'o  de  Comercio  en  lo  relativo  á  Socie- 
dades. (C.  £.,  t.  102,  p.  526.) 

D.  20  Septiembre  1869. 
Estableciendo  las  bases  para  la  redacción  de  un  proyec- 
to de  Código  de  Comercio  y  ley  de  Enjuiciamiento  mer- 
cantil: nueva  Comisión. 

(FoM.)  «Como  Regente  del  Reino,  y  aten- 
diendo á  las  razones  expuestas  por  el  Minis- 
tro de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Queda  definitivamente  disuel- 
ta la  Comisión  encargada  por  R.  D.  de  8  de 
Agosto  de  1855  de  revisar  el  Código  de  Co- 
mercio y  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercautil. 

Art.  2.°  Por  el  Ministerio  de  Fomento  se 
nombrará  una  nueva  Comisión  que  proceda 
cou  toda  urgencia,  y  teniendo  en  cuenta  por 
una  parte  los  trabajos  de  la  anterior  y  por  otra 
los  decretos  del  Gobierno  provisional  (hoy  le- 
yes) y  los  proyectos  presentados  en  las  Cortes, 
á  la  redacción  de  un  proyecto  de  Códig'O  de 
Comercio  y  de  Enjuiciamiento  mercantil. 

Art.  3."  Las  bases  para  el  trabajo  en- 
comendado á  dicha  Comisión  seráu  las  si- 
g-uientes: 

Base  1.^  La  reforma  del  Código  de  Comer- 
cio debe  comprender:  primero,  la  abolición  de 
toda  traba  que  impida  ó  embarace  la  facultad 
que  la  Constitución  concede  á  los   españoles 
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de  contratar  libreuieutc,  de  ejercer  toda  clase 
de  cargos,  y  de  asociarse  páralos  varios  finos 
hiiiiiaiios  uo  contrarios  á  la  moral  y  al  dere- 
cho. Seg'undo,  la  ampliación  de  sn.s  prescrip- 
ciones á  las  nuevas  combinaciones  del  orden 
económico  y  á  los  descubrimientos  verificados 
desde  1829  que  lian  modificado  eu  g-rau  parte 
las  relaciones  mercantiles. 

Base  2.'^  El  Código  no  podrá  imponer  por  lo 
tanto  para  la  legitimidad  de  los  contratos  re- 
glas y  formas  determinadas  y  exclusivas,  y 
deberá,  por  el  contrario,  reconocer  que  tienen 
fuerza  de  oblig-ar  las  que  fijen  y  adopten  libé- 
rrimameute  las  partes  contratantes  en  uso  de 
su  derecho.  Contendrá,  sin  embargo,  las  re- 
glas que  deben  aplicarse  siempre  que  medie 
el  interés  de  un  tercero,  ó  de  menores,  ó  cuan- 
do uo  exista  pacto  expreso  sobre  algún  punto 
de  la  estipulación  privada;  ó  bien  cuando  los 
contratantes  ,  aceptando  implícitamente  los 
usos  y  costumbres  y  los  preceptos  del  Código, 
contraten  eu  términos  generales,  valiéndose 
de  la  nomenclatura  legal. 

Base  3.'^    En  consonancia  con  el  espíritu  de 
las  bases  anteriores,   deberá  suprimirse  todo 
monopolio,  privilegio  ó  exclusión  para  el  ejer 
cicio  de  las  varias  profesiones  comerciales. 

Podrán,  sin  embargo,  cousig'iiarse  las  cou - 
diciones  que  desde  lueg'o  y  sin  otra  prueba 
garanticen  la  exactitud  y  verdad  de  ciertos 
actosniercautiles;  pero  uo  impidiendo  en  modo 
alguno  á  los  particulares  que  prescindan  de 
aquellas  garantías  que  la  ley  establece  para 
su  beneficio  y  no  ¡lara  su  gravamen. 

Se  considerarán  indispensables  dichas  ga- 
rantías, ó  si  se  cree  oportuno  la  de  la  publici- 
dad, para  dejar  á  salvo  el  derecho  de  un  ter- 
cero y  el  de  los  menores  é  incapacitados. 

Base  4.''  Xo  podrá  el  Código  establecer  Co- 
legio ni  agremiación  forzosa  de  clase  determi- 
nada, debiendo  linñtarse  á  consignar  el  dere- 
cho eu  todos  á  la  asociacióu  voluntaria. 

Las  condiciones  de  esta  asociación  obligan 
únicamente  á  los  asociados,  y  no  podrá  exi- 
girse su  cumplimiento  á  terceras  personas 
sino  cuando  de  pleno  y  libre  albedrio  y  cou 
anterioridad  se  hubiesen  sometido  á  ellas. 

Base  5.''  Aplicando  los  principios  genera- 
les establecidos  en  las  bases  que  preceden,  se 
observarán  en  particular  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Respecto  á  la  aptitud  para  ejer- 
cer el  comercio  y  clasificación  legal  de  los  co- 
merciantes, uo  se  impondrán  otras  condicio- 
nes de  aptitud  que  las  exigidas  por  el  derecho 
civil  para  tener  personalidad  jurídica,  ni  otras 
de  exclusión  que  las  de  incapacidad  estable- 
cidas por  la  leg'islación  común. 

Segunda.  Todas  las  reglas  sobre  matlculas 
y  otras  exigidas  para  garantir  á  terceros  con- 
tratantes deberán  fundarse  eu  la  publicidad: 
la  existencia  de  la  matrícula  favorable  á  terce- 
ros contratantes  uo  podrá  convertirse  nunca 
eu  su  perjuicio,  y  por  lo  tanto  la  falta  del  cum- 
plimiento de  aquella  obligación  no  favorecerá 
en  ningún  caso  al  que  la  hubiere  cometido. 

Tercera.  Eu  las  condiciones  y  formalidades 
de  contabilidad  mercantil ,  correspondencia, 
etcétera,  se  prodrá  exigir  que  los  heclios  cons- 
ten sustancialmeute;  pero  no  se  podrán  impo- 


ner formas  ni  métodos  especiales  y  determina- 
dos en  todo  lo  que  no  afecte  al  objeto  para  que 
se  exigen  aquellas  garantías. 

Cuarta.  Eu  cuanto  á  los  oficios  auxiliares 
del  comercio,  de  los  arts.  66,  67,  68,  69,  70,  71, 
99,  10.1,  IK-,  Ul,  112  y  siguientes,  deberán, 
unos  desaparecer  por  completo,  otros  modifi- 
carse conforme  á  estas  bases. 

Quinta.  En  lo  que  se  refiere  á  los  contra- 
tos de  comercio  eu  g'eneral,  á  sus  formas  y 
efectos  habrán  de  ampliarse  las  de  las  Compa- 
ñías mercantiles,  no  sólo  á  las  ya  conocidas  y 
en  práctica  en  Europa  y  que  no  se  hallau  eu 
el  Código,  como  Bancos  de  endsióu  y  descuen- 
to. Bancos  de  crédito  territorial  y  agrícola, 
Sociedades  con  responsabilidad  más  ó  menos 
limitada,  cooperativa,  mixtas  desocios  coutrl- 
buyentes  por  acto  benéfico  sin  retribución  y 
socios  participes  de  resultados  y  beneficios,  et- 
cétera, sino  que  se  establecerán  eu  lo  jiosible 
reglas  generales  que  puedan  comprender  to- 
das las  demás  no  conocidas  hoy. 

Sexta.  La  materia  de  seguros,  que  no  com- 
prende otros  que  los  de  conducción,  debe  am- 
pliarse á  los  de  vida,  incendios  y  demás  que 
sean  actualmente  ó  puedan  ser  objeto  de  con- 
trato. 

Séptima.  Al  tratar  de  documentos  endosa- 
bles  debe,  no  sólo  desaparecer  el  art.  571,  sino 
establecerse  las  prescripciones  convenientes 
para  las  varias  clases  de  títulos  al  portador, 
como  billetes  de  Banco,  obligaciones  de  ferro- 
carriles, de  Compai~iias  de  crédito  territorial  ii 
otras  análogas. 

Octava.  En  el  comercio  marítimo  debe  adi- 
cionarse lo  que  corresponda  á  la  navegación 
al  vapor,  no  usada  en  España  al  tiempo  de  re- 
dactarse el  Código  actual;  y  deben  desapare- 
cer disposiciones  de  índole  transitoria,  como 
la  del  art.  591,  y  limitaciones  de  derecho,  como 
la  de  los  arts.  592  y  634. 

Base  6.^  En  las^  quiebras  y  administración 
de  justicia  en  materia  mercantil  habrán  de  in- 
troducirse las  supresiones  y  alteraciones  que 
exige  la  unificación  de  fueros. 

Base  7.''  En  el  procedimiento  mercantil  se 
acudirá  á  los  métodos  más  rápidos  y  expeditos 
estudiando  con  especial  esmero  la  institución 
del  Jurado  en  sus  aplicaciones  á  los  litigios 
mercantiles.  Dado  éu  Madrid  á  20  de  Septiem- 
bre de  1869.— Francisco  Serrano.— El  Ministro 
de  Fomento,  José  Echegaray.»  (Gac.  24  Sep- 
tiembre.) 

Ley  11-19  Octubre  1869. 
Libertad  de  Bancos  u  Sociedades:  Disposiciones  sobre  con- 
tratos de  Sociedades:  Constitución  de  compañías  mer- 
cantiles: Emisión  de  acciones  y  billetes^  de  resí/uardos, 
oblii/aciones,  etc.  *. 

(FOM.)  «D.  Francisco  Serrano  y  Domín- 
guez, Regente  del  Reino,  por  la  voluntad  de  las 
Cortes  Soberanas;  á  todos  los  que  las  presen- 
tes vieren  y  entendieren,  salud.  Las  Cortes 
Constituyentes  de  la  Nación  Española,  en  uso 
de  su  soberanía,  decretan  y  sancionan  lo  si- 
guiente: 


'  El  espíritu  que  informa,  esta  ley  es  el  que  ins/iira  las 
disposiciones  del  nuevo  Código.  Véase  el  íií.  /  de  su  libro 
segundo  y  la  nota  al  mismo. 
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Avticvilol."  Desde  la  publicación  de  la  pre- 
sente ley  se  declara  libre  la  creación  de  Ban- 
cos territoriales,  agrícolas  y  de  emisión  y  des- 
cviento,  y  de  Sociedades  de  crédito,  de  présta- 
mos hipotecarios,  concesionarios  de  obras 
públicas,  fabriles,  de  almacenes  generales  de 
depósitos,  de  minas,  de  formación  de  capitales 
y  rentas  vitalicias,  y  demás  asociaciones  que 
teng-au  por  objeto  cualquier  empresa  indus- 
trial ó  de  comercio. 

Art.  2."  Todo  contrato  de  Sociedad  mercan- 
til habrá  de  consignarse  en  escritura  pública, 
en  una  de  las  formas  qiie  prescribe  el  Código 
de  Comercio  en  su  sección  primera,  tlt.  II  del 
lib.  II,  quedando  en  libertad  los  asociados  de 
cousig'nar  eu  dicha  escritura,  asi  como  en  sus 
estatutos  ó  reglamentos,  los  pactos  ó  reglas 
que  estimen  convenientes  para  su  rég'imen  y 
administración.  Las  Sociedades  que  leg'almen- 
te  no  tengan  el  carácter  de  mercantiles  y  las 
cooperativas,  en  las  que  ni  el  capital  ni  el  nri- 
mero  de  socios  es  determinado  y  constante,  po- 
drán adoptar  la  forma  que  los  asociados  crean 
conveniente  establecer  en  la  escritura  funda- 
mental. 

Art.  3."  La  constitución  de  la  Compañía  se 
hará  constar  en  acta  notarial,  que  se  levanta- 
rá A  presencia  de  los  tenedores  ó  representan- 
tes de  la  mitad,  por  lo  menos,  del  capital  so- 
cial ó  de  la  cifra  mareada  en  los  estatutos,  á 
cuyo  efecto  serán  especialmente  convocados 
todos  los  interesados  en  la  Empresa.  Dentro 
del  plazo  de  15  dias,  á  contar  desde  la  cons- 
titución de  la  Cómpañia,  los  gerentes,  admi- 
nistradores ó  directores  de  la  misma,  jjresen- 
tarán  al  gobernador  de  la  provincia,  en  donde 
tenga  aquélla  su  domicilio,  una  copia  autori- 
zada de  la  escritura  social,  cojí  sus  estatu- 
tutos  ó  reg'lamentos,  si  los  hubiere,  así  como 
del  acta  de  constitución,  para  remitirlo  al  Mi- 
nisterio de  Fomento.  Los  expresados  adminis- 
tradores tendrán  además  la  obligación  de  pu- 
blicar en  la  Gaceta  de  Madrid  y  Boletín  ofi- 
cial de  la  provincia  resjiectiva,  dentro  del 
plazo  indicado,  los  referidos  documentos  para 
que  lleguen  á  conocimiento  del  público.  Si  la 
Compañía  tuviese  carácter  mercantil,  presen- 
tará además  el  testimonio  que  prescribe  el  ar- 
ticulo 25  del  Código  de  Comercio,  con  las  cir- 
cunstancias del  art.  290,  para  la  inscripción 
en  el  Registro  público,  conforme  al  art.  22. 

Art.  4.°  De  los  inventarios  y  balances  que 
anualmente  tienen  obligación  de  formar  las 
Sociedades  mercantiles,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  36  del  Código  de  Comercio, 
después  de  examinados  y  aprobados  en  junta 
general  de  accionistas  ó  asociados,  se  remiti- 
rán dos  ejemplares  por  la  administración  de 
la  Com])añia  al  gobernador  de  la  provincia, 
acompañados  del  certificado  del  acta  de  apro- 
bación. En  el  plazo  de  treinta  días,  á  contar 
desde  la  celebración  de  la  junta  general  de 
accionistas  ó  asociados,  se  dirigirá  por  la  ex- 
presada autoridad  al  Ministerio  de  Fomento 
una  copia  de  los  documentos  mencionados. 
Dentro  del  mismo  plazo  deberán  las  Compa- 
ñías publicar  los  exjiresados  balances  en  la 
Gaceta  de  Madrid  y  en  el  Boletín  oficial  de  la 
provincia  donde  tenga  su  domicilio,  sin  per- 


juicio de  hacerlo  además  eu  los  periódicos  y 
forma  que  tengan  por  conveniente  para  cono- 
cimiento del  público  y  de  los  asociados.  En 
las  Sociedades  á  que  se  refiere  el  iiltimo  pá- 
rrafo del  art.  2.°  podrá  limitarse  la  adminis- 
tración á  formar  un  cuadro  detallado  del  mo- 
vimiento ocurrido  en  el  mes,  tanto  en  el  nti- 
mero  de  socios  como  en  la  cifra  del  capital  so- 
cial. Este  cuadro  se  expondrá  al  público  en 
las  oficinas  de  la  Sociedad,  con  la  firma  de  la 
administración  para  que  pueda  ser  consulta- 
do ó  copiado  por  quien  lo  estime  conveniente. 

Art.  5."  Las  acciones  que  emitan  las  CouV 
pañías  i>odrán  ser  nominativas  ó  al  portador; 
pero  deberá  expresarse  esta  circunstancia, 
tanto  en  la  escritiira  social,  como  en  los  títu- 
los que  las  representen,  en  los  que  se  anota- 
rán las  .sumas  entregadas  á  cuenta  del  capital 
en  ellas  consignado.  En  las  acciones  nomina- 
tivas, cuando  no  estuviera  cubierto  el  valor 
integro  de  las  mismas,  se  hará  expresión  en  el 
acta  de  transferencia  de  quedar  el  cedente 
subsidiariamente  responsable  del  pago  que 
deberá  hacer  el  cesionario  de  las  cantidades 
que  falten  para  cubrir  el  importe  de  la  ac- 
ción, según  se  prescribe  en  el  art.  283  del  Có- 
digo de  Comercio. 

Art.  6.°  Los  Bancos  quedan  facultados 
para  emitir  billetes  al  portador  hasta  la  canti- 
dad ó  límite  que  fijen  en  sus  estatutos.  Su  ad- 
misión en  las  transacciones  mercantiles  será 
voluntaria.  Dichos  documentos  llevarán  apare- 
jada ejecución  para  los  efectos  del  art.  941  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  adicionándose 
éste  en  la  forma  siguiente: 

«Sexto.  Los  billetes  al  portador  emitidos 
por  los  Bancos  siempre  que  confronten  con 
los  libros  talonarios,  á  no  ser  que,  como  eu  el 
caso  anterior,  se  proteste  en  el  acto  de  la  con- 
frontación de  la  falsedad  del  billete  por  perso- 
na competente.  En  los  billetes  se  expresarán 
las  tres  circunstancias  indicadas,  la  relación 
entre  el  capital  efectivo  de  la  Sociedad  y  el 
fiduciario,  su  admisión  voluntaria  y  su  carác- 
ter ejecutivo.» 

Art.  7."  Las  Compañías  de  almacenes  ge- 
nerales de  depósitos  podrán  emitir  resg'tiardos 
al  portador  ó  nominativos,  según  previene  la 
ley  de  9  de  Julio  de  1862. 

Art.  8.°  Los  Bancos  territoriales  agrícolas, 
las  Sociedades  de  crédito,  las  de  préstamos 
hipotecarios,  las  concesionarias  de  obras  pú- 
blicas y  las  industriales,  podrán  emitir  obliga- 
ciones al  portador  con  las  condiciones  que  es- 
timen convenientes,  siempre  que  asi  lo  consig- 
nen en  sus  estatutos,  y  á  condición  de  poner 
cada  emisión  en  conocimiento  del  público,  asi 
como  del  g'obernador  de  la  provincia  y  del  G-o- 
bieruo,  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  á  con- 
tar desde  la  fecha  del  acuerdo.  Las  emisiones 
de  que  se  trata,  cuando  se  verifiquen  por  Com- 
pañías concesionarias  de  obras  públicas,  han 
de  entenderse  con  la  precisa  condición  de 
que  no  podrá7i  hipotecar  más  que  los  derechos 
de  que  sean  concesionarias,  y  éstos  con  las 
restricciones  que  expresa  el  art.  107  de  la  ley 
hipotecaria:  entendiéndose  además  que  todas 
las  emisiones  que  verifiquen  estas  Compañías 
desde  la  publicación  de  la  presente  ley  guar- 
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darán  el  orden  de  preferencia  con  arreglo  A  la 
fecha  de  su  emisión  y  á  la  de  inscripción  en  el 
Keg'istro  de  la  propiedad  del  punto  de  arran- 
que ó  cabeza  del  camino,  canal  ú  obra  pública, 
sin  que  las  emisiones  posteriores  puedan  per- 
judicar en  sus  derechos  á  las  anteriores,  tanto 
en  el  percibo  de  los  intereses  como  en  el  reem- 
bolso del  capital  en  los  plazos  establecidos  en 
el  acuerdo  de  la  emisión,  á  no  mediar  expi-eso 
consentimiento  de  los  tenedores  de  aquéllas. 
Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  lo  que  corresponda  con  respecto 
á  los  créditos  refaccionarios  inscritos  ó  anota- 
dos segn'ui  prescripciones  de  la  ley  hipotecaria. 

Art.  9.°  Las  Compañías  ¡lodrán  hacer  uso 
del  crédito  emitiendo  oblig'aciones  nominati- 
vas ó  al  portador,  teniendo  el  deber  de  con- 
signar en  sus  balances  el  número  de  las  que 
hayan  emitido,  su  valor  nominal  ó  amorti/.a- 
ble,  el  producto  ingresado  en  caja,  la  fecha 
de  la  enusión,  la  de  la  amortización  y  las  de- 
más condiciones  del  contrato  para  conocimien- 
to del  público. 

Art.  10.  Las  Sociedades  que  se  constituyan 
desde  la  publicación  de  esta  ley  no  estarán  su- 
jetas á  la  inspección  y  vigilancia  del  Gobier- 
no, y  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  su 
índole,  derechos  y  delieres  de  los  socios,  cum- 
plimiento de  estatutos  y  demás,  serán  de  la 
competencia  exclusiva  de  los  Tribunales. 

Art.  IL  Tanto  los  tenedores  de  accciones 
de  las  Sociedades  como  los  interesados  en  las 
Asociaciones  de  seguros  mutuos,  de  formación 
de  capitales  ó  rentas  vitalicias,  de  superviven- 
cia y  demás  empresas  sin  capital  fijo,  á  que 
esta  ley  se  refiere,  tienen  el  derecho,  así  indi- 
vidual como  colectivamente,  de  reclamar  ante 
los  Tribunales  ordinarios  el  cumplimiento  de 
los  estatutos  y  reglamento  por  que  se  rijan,  y 
de  los  acuerdos  de  las  juntas  generales  leg'iti- 
mamente  adoptados,  y  de  exig'ir  la  responsa- 
bilidad á  sus  mandatarios  ó  administradores 
del  uso  que  hayan  hecho  de  las  facultades  que 
les  han  conferido  y  de  la  exactitud  de  los  do- 
cumentos publicados. 

Art.  12.  El  Gobierno  podrá  imponer  á  las 
administraciones  de  las  Compañías  á  que  esta 
ley  se  refiere,  multas  de  100  á  1.000  escudos 
citando  no  presenten  en  los  plazos  en  la  mis- 
ma establecidos  los  documentos  prescritos  al 
efecto,  ó  carezcan  éstos  de  los  requisitos  exi- 
gidos. 

Art.  13.  Los  Bancos  y  las  Sociedades  exis- 
tentes en  la  actualidad  con  autorización  del 
Gobierno  continuarán  rigiéndose  por  sus  es- 
tatutos, sin  perjuicio  de  ])oder  optar  á  los  be- 
neficios que  esta  ley  otorg-a  á  las  que  en  ade- 
lante se  constituyan,  siempre  que  asi  lo  acuer- 
den sus  asociados  en  junta  general  expresa- 
mente convocada  al  efecto,  por  el  número  de 
votos  que  prescriban  sus  reg'lamentos  para 
modificar  el  pacto  social,  ó  por  mayoría  de  las 
dos  terceras  partes  del  capital  cuando  en  los 
mismos  no  se  haya  previsto  esta  circunstan- 
cia. En  el  caso  expre.íado  dichas  Compañías 
quedarán  sujetas  á  todas  las  prescripciones  de 
esta  ley. 

Art.  14.  En  las  poblaciones  en  que  actual- 
mente existen  Bancos  de  emisión  v  descuento 


no  podrán  establecerse  otros  de  la  misma  cla- 
se hasta  que  cesen  las  condiciones  especiales 
de  la  concesión  de  aquéllos  por  haber  espirado 
el  término  prefijado  para  su  duración,  por  ha- 
ber sido  declarados  en  estado  de  liquidación  ó 
de  quiebra,  ó  por  otro  motivo. 

Art.  15.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
y  dis])osieiones  anteriores  que  se  opongan  á 
la  presente  ley.. 

Arts.  adicionales.  1.°  Se  procederá  in- 
mediatamente á  la  revisión  del  Código  de  Co- 
mercio con  el  objeto  de  modificarlo  en  el  sen- 
tido de  la  más  amplia  libertad  dt  los  asocia- 
dos para  constituirse  en  la  forma  que  tengan 
por  conveniente,  y  á  fin  de  ponerlo  en  conso- 
nancia con  los  adelantos  de  la  época. — 2."  Tau 
luego  como  en  el  Códig'o  se  hagan  las  altera- 
ciones indicadas,  cesará  la  limitación  estable- 
cida en  el  art.  2."  de  esta  ley. — Do  acuerdo  de 
las  Cortes  Constituyentes,  etc. — Madrid  19  de 
Octubre  de  1869. — Francisco  Serrano. — El  Mi- 
nistro de  Pomeuto,  José  Echegaray.»  (Gac.  21 
Octubre.) 

Ley  2-12  Noviembre  1869. 

Declarando  que  no  son  aplicables  d  las  Compaíiias  de  fe- 
rrocarriles los  arts.  570  y  571  del  Código  de  Comercio. 
— Las  obligaciones  que  emitan  han  de  regirse  por  las 
leyes  que  se  citan:  Cupones:  Oarantias  de  los  acreedo- 
res.— Procedimiento  ejecutivo  contra  las  C'ompa^iaí  en 
Cífsos  de  suspensión  de  pagos  y  quiebras:  Síndicos  y  sus 
atribuciones  *. 

(FoM.)  «D.  Francisco  Serrano  y  Domín- 
guez, Regente  del  Reino  por  la  voluntad  de 
las  Cortes  Soberanas;  á  todos  los  que  las  pre- 
sentes vieren  y  entendieren,  salud:  Las  Cor- 
tes Constituyentes  de  la  Nación  Española,  eu 
uso  de  su  soberanía,  decretan  y  sancionan  lo 
sig'uiente: 

Articulo  1."  No  son  aplicables  á  las  Com- 
pañías de  ferrocarriles  los  arts.  570  y  571  del 
Código  de  Comercio  '-.  Las  obligaciones  que 
hayan  emitido  ó  que  en  lo  sucesivo  eniitau  se 
regirán  por  las  leves  de  3  de  Junio  de  1855;  11 
de  Julio  de  1856;  11  de  Julio  de  1860;  29  de 
Enero  de  1862,  y  por  el  art.  10  de  la  ley  de  pre- 
supuestos de  3  de  Agosto  de  1866,  las  cuales 
quedan  subsistentes  ^. 

Art.  2.°  Los  cupones  vencidos  de  las  obli- 
gaciones hipotecarias  emitidas  por  las  Empre- 
sas de  ferrocarriles  y  las  obligaciones  á  que 
haya  cabido  la  suerte  de  amortización  tendráu 
aparejada  ejecución  previo  el  reconocimiento 


1  Las  disposiciones  de  esta  ley  en  cuanto  d  quiebras  de 
Empresas  de  ferrocarriles,  han  sido  sustancialmente  re- 
producidas en  los  art.  930  á  Dil  del  nuevo  Código  de  Co- 
mercio. En  lo  que  éste  no  haya  modificado,  sigue  en  vigor 
la  ley  de  1869,  segtin  se  declaró  en  el  preámbulo  del  pro- 
yecto presentado  d  las  Cortes. 

■'  El  art.  670  del  antiguo  Códiqo  de  Comercio  está  sua- 
tancialmente  reproducido  en  el  par.  2."  del  532  del  Códi- 
go rigente.  El  art.  571,  cuyo  concordante  no  hemos  encon- 
trado, decía  que  los  pagarés  al  portador  no  producen 
obligación  civil  ni  acción  enjuicio. 

3  Insertas  6  indicadas  quedan  en  su  respectivo  lugar 
cronológico  las  leyes  que  en  este  artículo  se  citan.  El  ar- 
ticulo 10  de  la  de  presupuestos  de  3  de  Agosto  de  1866  dice 
asi:  «El  importe  de  los  derechos  de  Aduanas  del  ma- 
terial que  las  Empresas  de  ferrocarriles  hayan  in- 
troducido ó  introduzcan  del  extranjero,  abonados 
por  el  Estado,  según  la  legislación  vigente,  se  consi- 
derará como  subvención  dada  á  las  Compañías  para 
los  efectos  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1860,  relativa- 
mente A  la  emisión  de  las  obligaciones.» 
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talonario,  cuyo  trámite  se  omitirá  si  heclio  uu 
requerimiento  de  pag'o  á  parte  legitima  no  liu- 
bieseu  sido  protestados  de  falsedad  '. 

Art.  3."  Por  ninguna  acción  judicial  ni  ad- 
ministrativa podrá  interrumpirse  el  servicio 
de  explotación  de  las  vías  férreas  -.  En  conse- 
cuencia, no  podrá  despacharse  ni  trabarse 
ejecución  en  las  vias  férreas  abiertas  al  servi- 
cio público,  ni  en  sus  estaciones,  almacenes, 
talleres,  terrenos,  obras  y  edificios  que  á  ellas 
correspondan,  ó  que  sean  necesarios  para  su 
uso,  ni  eu  las  locomotoras,  carriles,  wagones 
y  demás  efectos  del  material  fijo  y  móvil  des- 
tinados al  movimiento  de  la  linea  **. 

Art.  4."  Los  acreedores  de  una  Compañía 
tienen  como  g'arantia  en  los  casos  de  cadu- 
cidad: 

1.°     Los  rendimientos  líquidos. 

2."  Cuando  dichos  rendimientos  no  basta- 
ren, lo  que  produzcan  las  obras  vendidas  en 
pública  subasta  por  el  tiempo  que  reste  de  la 
concesión,  bajando  del  precio  del  remate  el  im- 
porte de  la  garantía  retirada  del  depósito  y 
los  gastos  de  aprecio  y  subasta. 

Eu  los  demás  casos  la  garantía  de  los  acree- 
dores será  la  misma  en  la  forma  que  en  los  dos 
precedentes;  pero  del  producto  del  remate  sólo 
se  rebajarán  los  gastos  de  aprecio  y  subasta. 

El  tipo  para  los  aprecios  se  tomará  de  las 
consideraciones  económicas  sobre  el  estado  de 
las  obras,  su  producción  presente  y  esperan- 
zas estimables  del  porvenir. 

Art.  5."  Responden  también  délas  deudas 
de  la  Compañía,  y  quedan  sujetos  á  embarg'o 
los  demás  bienes  que  aquélla  posea,  si  no  for- 
man parte  del  camino  ó  no  son  necesarios  al 
movimiento  y  explotación  del  mismo. 

Art.  6.°  Todo  obligacionista  á  quien  no  se 
satisfaga  el  importe  del  cupón  vencido  ó  capi- 
tal que  le  corresponde  por  amortización  puede 
acudir  al  juez  del  territorio  en  que  esté  domi- 
ciliada la  Compañía  eu  demanda  del  procedi- 
miento ejecutivo. 

Dicho  juez  actuará  según  los  trámites  ordi- 
narios de  este  procedimiento,  después  de  cum- 
plir el  requisito  que  prescribe  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  7."  Cuando  el  juez  despache  ejecución 
á  instancia  de  uno  ó  más  acreedores  contra 
determinada  Compañía,  decretará  antes  de 
entregar  el  mandamiento  al  demandante  que 
la  administración  de  ésta,  bajo  la  responsabi- 
lidad de  sus  individuos  y  en  el  término  de 
quince  días,  presente  un  estado  en  que  se  fijen 
los  rendimientos  y  gastos  totales  de  adminis- 
tración y  explotación  con  el  líquido  sobrante 
que  resulte  de  los  doce  meses  anteriores. 

Si  la  administración  de  la  Compañía  no  cum- 


*  El  art.  Í.423  de  la  vigente  ley  de  Enj.  civil  reconoce 
fuerza  ejecutiva  d  los  títulos  al  portador  ó  nominativos  y 
d  los  cupones  vencidos  de  los  mismos  siempre  que  confvon- 
ten  con  los  títulos  y  éstos  con  los  libros  talonarios.  El  ar- 
ticulo 1.448  dice  que,  cuando  la  ejecución  se  despache 
contra  una  Empresa  de  ferrocarriles,  se  procederá  con 
arreglo  d  la  ley  de  12  de  Noviembre  de  1869.  Ver  también 
el  art.  190  del  nuevo  Código  de  Comercio. 

^  Lo  mismo  dispone  el  art.  í)31  del  nuevo  Código  de  Co- 
mercio. 

^  Lo  mismo  dispone  el  par.  1."  del  art.  1.44S  déla  ley 
de  Enj.  civil. 


pliese  esta  prescripción  en  el  tiempo  marcado, 
el  juez  mandará  de  oficio  hacer  el  estado  á 
costa  de  la  Compañía  en  el  plazo  de  otros  quin- 
ce días. 

Los  administradores  de  la  Compañías  debe- 
rán poner  á  disposición  del  Juzg-ado  y  dentro 
de  tercero  día  improrrogable  cuantos  antece- 
dentes se  les  reclamen  para  la  formación  de 
dicho  estado. 

Art.  8.°  El  estado  de  que  habla  el  articulo 
precedente  se  referirá  á  los  productos  y  gas- 
tos del  año  anterior;  y  si  arrojase  sobrante  li- 
quido, se  considerará  como  masa  sujeta  á  ení» 
bargo  y  ejecución,  que  se  llevará  á  efecto  en 
los  ing'resos,  dejando  en  libertadlo  que  según 
aquel  estado  fuese  necesario  para  los  gastos. 

Se  presentará  también  con  aquel  estado  otro 
de  las  deudas  vencidas  y  que  hayan  de  venCer 
en  el  semestre  próximo;  y  si  no  hubiese  so- 
brante líquido  de  explotación,  ó  no  fuese  sufi- 
ciente para  cubrir  con  la  mitad  del  producto 
liquido  anual,  conocida  por  la  del  año  anterior, 
los  débitos  ya  vencidos  y  que  venzan  en  el  pró- 
ximo semestre,  se  decretará  que  la  adminis- 
tración de  la  Compañía  presente  en  el  térmi- 
no de  quince  días  uu  balance;  y  comprobado 
con  lo  que  resulte  de  los  libros  de  contabili- 
dad, en  otro  término  de  quince  días,  si  en  efec- 
to no  hubiere  sobrante  ó  no  fuesen  suficientes 
para  el  indicado  objeto,  procederá  la  suspen- 
sión de  pagos  pidiéndola  el  acreedor. 

Si  la  administración  de  la  Compañía  no  pre- 
senta el  balance  en  el  término  marcado,  el 
juez  lo  mandará  hacer  de  oficio  y  á  costa  de  la 
Compañía  en  el  mismo  periodo.  Para  ello  hará 
el  juez  que  se  pongan  á  disposición  de  las  per- 
sonas que  se  encarguen  de  este  servicio  den- 
tro de  tercero  día  todos  los  libros,  papeles  y 
documentos  necesarios. 

Art.  9."  Los  acreedores  de  la  Compañía, 
cuyos  títulos  no  lleven  aparejada  ejecución, 
podrán  acudir  á  la  vía  ordinaria  para  hacer 
que  prevalezcan  sus  derechos;  pero  en  todos 
los  casos,  antes  de  verificarse  el  embargo  de 
los  bienes  de  la  Compañía,  procede  el  trámite 
establecido  en  el  art.  7.",  y  sólo  podrá  despa- 
cliarse  y  trabarse  ejecución  en  los  sobrantes 
de  los  rendimientos  brutos  después  de  asegu- 
rada la  explotación. 

Art.  10.  Toda  Compañía  que  uo  pueda  cu- 
brir sus  obligaciones  tiene  la  facultad  de  pre- 
sentarse al  juez  competente  en  estado  de  sus- 
pensión Je  pagos  con  el  balance,  que  se  com- 
probará conforme  lo  dispuesto  en  el  art.  8.°,  y 
resultando  exacto  se  acordará  la  suspensión. 

Art.  11.  La  declaración  de  suspensión  de 
pagos  trae  consigo  la  paralización  de  los  pro- 
cedimientos ejecutivos  y  de  apremio,  obliga  á 
las  Compañías  á  consignar  en  las  Cajas  de  de- 
pósitos del  Gobierno  ó  Bancos  los  sobrantes 
después  de  cubrir  sus  gastos  de  administra- 
ción, explotación  y  construcción,  y  en  todo 
caso  á  presentar  al  juez,  á  más  tardar  en  el  tér- 
mino de  cuatro  meses,  luia  proposición  de  con- 
venio para  el  pag'o  de  los  acreedores,  aproba- 
da previamente  en  junta  ordinaria  ó  extraor- 
dinaria para  los  accionistas. 

Si  acreedores  que  representen  más  de  un  3 
por  100  del  total  pasivo  solicitasen  que  la  Com- 
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pafiía  deudora  exhiba  aus  libros  y  todos  los  an- 
tecedeutcs  que  sirvan  de  comprobación  de  sus 
asientos,  asi  como  también  los  que  se  refieran 
al  convenio,  deberá  el  juez  decretar  dicha  ex- 
hibición, iireviniéndoles  que  para  llevarla  A 
efecto  nombren  una  Comisión  compuesta  de 
tm  uiuuero  de  personas  cjue  no  podrá  exceder 
de  cinco.  Se  hará  aquélla  en  las  oficinas  de  la 
misma  Compañía,  señalando  con  su  audiencia 
las  horas  y  la  forma  en  que  haya  de  realisiarse 
para  que  no  se  perturbe  ni  embarace  el  curso 
de  sus  operaciones.  Los  gastos  judiciales  de 
la  exhibición  y  de  los  testimonios  que  se  sa- 
quen son  de  cargo  de  los  acreedores,  á  cu3-a 
instancia  se  practique  esta  diligencia. 

Art.  12.  Los  convenios  de  que  habla  el  ar- 
ticulo anterior  entre  las  Compañías  y  sus 
acreedores  serán  obligatorios  para  todos  los 
interesados  en  el  ferrocarril,  siempre  que  cou- 
cxirra  la  adhesión  de  las  mayorías  que  se  ex- 
presan en  los  siguientes  párrafos. 

Para  los  cómputos  de  esas  mayorías,  siem- 
pre que  por  virtud  de  esta  ley  los  represen- 
tantes de  las  Compañías  hayan  de  presentar 
balances,  sin  que  se  entienda  que  se  prejuzg'a 
cuestión  alg'una  de  preferencia,  dividirán  el 
pasivo  en  tres  grupos;  uno  conqjuesto  de  los 
créditos  de  trabajo  personal  y  de  los  proce- 
dentes de  expropiaciones,  obra  y  material  no 
■  satisfechos  por  la  Compañía:  otro  de  los  por- 
tadores de  obligaciones  por  el  capital  que  las 
mismas  representan ,  y  por  los  cupones  y 
amortización  vencidos  y  no  pagados,  compu- 
tándose los  cupones  y  amortización  por  su  va- 
lor tota!,  y  las  obligaciones  segim  el  tipo  de 
la  ley  de  29  de  Enero  de  1862;  y  el  tercero  de 
todos  los  demás  créditos  que  existan  contra  la 
Compañía,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza 
y  orden  de  prelación  entre  sí  y  con  relación  á 
los  créditos  de  los  dos  g'rupos  anteriores. 

Presentada  por  la  Sociedad  la  proposición 
de  convenio,  el  juez  mandará  que  en  el  térmi- 
no de  quince  días  se  publique  en  los  periódi- 
cos oficiales,  ó  en  su  defecto  en  uno  de  los  de 
más  publicidad  del  lugar  del  juicio,  Madrid, 
Barcelona,  Sevilla,  París,  Londres  y  Bruse- 
las, un  edicto  convocando  á  los  acreedores 
•par.a  que  en  el  término  de  tres  meses  acudan 
á  adherirse  á  la  proposición  de  convenio  que 
se  insertará  en  el  mismo  edicto.  En  los  conve- 
nios no  tendrán  representación  las  obligacio- 
nes en  cartera  ni  las  pig'noradas. 

No  será  necesario  el  otorgamiento  de  eacri- 
tura  pública  para  acreditar  la  adhesión  al  con- 
venio, bastando  que  aparezca  en  cualquiera 
forma  que  han  querido  obligarse  con  arreglo 
al  principio  establecido  en  la  ley  I.'',  tít.  1,  li- 
bro X  de  la  Nov.  Recop. 

Los  obligacionistas,  para  enviar  sus  adhe- 
siones, habrán  de  acompañarlas  con  un  res 
guardo  del  depósito  que  hayan  efectuado  de 
sus  títulos  ó  cupones,  con  la  numeración  de 
ellos,  ya  en  las  Cajas  del  Gobierno,  ya  en  los 
Bancos,  ya  en  las  Cajas  de  las  Compañías  deu- 
doras y  sus  sucursales  y  banqueros,  ya  en  los 
Consulados  españoles  establecidos  en  el  ex- 
tranjero, ya  en  los  extranjeros  residentes  en 
España.  Una  carta  de  adhesión  con  el  res- 
guardo del  depósito,  será  suficiente  para  esti- 


mar la  aceptación  del  convenio.  La  personali- 
dad de  los  acreedores  de  los  otros  dos  g'rupos 
se  estimará  acreditada  para  este  efecto  por  lo 
resultivo  del  balance,  y  bastará  la  adhesión 
en  cualquiera  forma  de  las  expresadas  sin  ne- 
cesidad de  otro  requisito. 

Si  dentro  del  plazo  de  los  tres  meses  se  ad- 
hiriesen al  convenio  acreedores  con  represeu- 
tación  de  tres  quintas  partes  de  cada  cual  de 
los  tres  grupos  en  que  están  divididos  ,  se 
aprobará. 

En  el  caso  de  no  obtenerse  adhesiones  bas- 
tantes, se  hará  nueva  publicación  del  conve- 
nio dentro  del  término  de  quince  días  en  los 
mismos  periódicos,  para  que  en  el  plazo  de 
dos  meses  acudan  á  adherirse  los  acreedores 
que  ya  no  lo  hubiesen  efectuado,  ó  si  lo  cre- 
yesen preferible  á  manifestar  su  oposición  en 
la  misma  forma  dispuesta  para  las  adhesio- 
nes, y  acreditándose  las  personalidades  por 
los  que  no  las  hubiesen  acreditado  anterior- 
mente. 

Resultando  que  todas  las  adhesiones  repre- 
sentan dos  quintos  del  total  de  cada  uno  de  los 
dos  primeros  g'rupos,  y  que  no  haya  oposición 
que  exceda  de  otros  dos  quintos  cualquiera 
de  dichos  dos  grupos  ó  del  total  pasivo,  se 
aprobará  el  convenio,  publicando  la  senten- 
cia y  los  niimeros  de  las  obligaciones  adheri- 
das en  el  periódico  oficial  del  lugar  del  proce- 
dimiento y  en  la  Gaceta  de  iladrid.  En  los 
demás  casos  no  tendrá  efecto  el  convenio,  y 
se  declarará  á  la  Empresa  en  estado  de  quie- 
bra definitiva. 

La  providencia  del  juez  es  apelable  para 
ante  la  Audiencia  del  territorio  en  el  término 
de  treinta  días,  contados  desde  la  publicación 
en  la  Gaceta:  pudiendo  recibirse  á  prueba  el 
pleito  en  esta  instancia  si  se  alegase  algún  he- 
cho pertinente  ajuicio  del  Tribunal,  teniendo 
en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  1.157  de  Có- 
digo de  Comercio  '.  Contra  la  sentencia  que 
ésta  dicte  habrá  lugar  al  recurso  de  casación; 
pero  si  la  de  primera  instancia  aprobase  el 
convenio,  se  llevará  á  ejecución  sin  perjuicio 
de  lo  que  se  resuelva  en  superiores  instancias. 

Art.  13.  Si  fuese  desaprobado  el  convenio 
por  sentencia  que  causare  ejecutoria;  si  traus- 
curriesen  cuatro  meses  desde  la  declaración 
de  suspensión  de  pagos  sin  que  se  someta  el 
convenio  á  la  aprobación  del  juez,  ó  si  aproba- 
do el  convenio  no  se  cumpliese  por  la  Compa- 
ñía deudora,  se  declarará  ésta  en  estado  de 
quiebra  definitiva,  siempre  cjue  en  el  último 
caso  lo  pidan  los  acreedores  que  representen 
la  vigésima  parte  al  menos  del  pasivo.  Hecha 
que  sea  esta  declaración,  se  constituirá á nom- 
bre del  Gobierno  un  Consejo  de  iucautacióu 
compuesto  de  nueve  personas,  un  presidente 
nombrado  por  el  Gobierno,  dos  representantes 
de  los  accionistas,  uno  por  cada  cual  de  loa 
g'rupos  de  acreedores,  y  el  resto  á  pluralidad 
de  todos  los  acreedores,  efectuándose  el  nom- 
bramiento por  cartas  dirigidas  al  juez,  y  tam- 


*  Concufirtla  susta7icial'mejife  el  art.  1.157  del  antiffuo 
C'ódíffo  con  el  903  del  vigente  y  con  el  1.396  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 
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bien  se  nombrarán  ocho  suplentes  en  la  mis- 
ma forma  y  por  los  mismos  g-rupos. 

Art.  14.  El  auto  declaratorio  de  la  quie- 
bra se  pondrá  en  conocimiento  del  Gobierno; 
pero  no  se  notificará  á  las  partes  ni  se  publi- 
cará por  edictos  hasta  tanto  que  aquél  se  haya 
incautado  del  ferroQarril  y  sus  dependencias, 
y  haya  org'anizado  provisionalmente  su  admi- 
nistración y  explotación,  conforme  se  estable- 
ce en  el  articulo  anterior  y  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  art.  39  de 
la  ley  de  3  de  Junio  de  1855  '. 

Inmediatamente  después  de  org-anizado  pro- 
visionalmente el  servicio  de  explotación,  se 
procederá  á  la  tasación  del  camino,  debiendo 
anunciarse  la  subasta  con  término  de  seis  me- 
ses para  que  se  realice  al  año  de  aquella  or- 
ganización, ó  antes  si  se  hubiesen  reconocido 
y  graduado  ¡os  créditos. 

El  rematante  podrá  ofrecer  en  esta  subasta 
como  precio  del  remate,  y  le  serán  admitidos 
créditos  contra  la  Empresa  de  cualquiera  de 
los  tres  grupos  determinados  en  el  art.  12  y 
conforme  al  balance,  bastando  respecto  á  las 
obligaciones  la  confrontación  talonaria,  y  con 
las  condiciones  siguientes: 

I.''  Obligación  de  satisfacer  á  metálico  los 
créditos  que  se  declaren  ó  estén  declarados 
preferentes  en  el  juicio  de  quiebra. 

2."  Dar  participación  á  prorrata  á  todos 
los  créditos  de  su  clase  cjue  lo  soliciten  dentro 
de  seis  meses  y  se  asocien  al  efecto,  y  recono- 
cer y  obligarse  á  pagar  á  los  que  uo  se  aso- 
cien por  el  impoi'te  que  representen,  hecha 
prorrata  entre  el  total  de  ellos  del  valor  líqui- 
do en  venta,  deducidos  los  pagos  preferentes. 

3."  El  rematante,  si  fuere  obligacionista, 
en  el  término  de  treinta  días  consignará  en 
depósito  una  cantidad  en  dinero  ó  valores  del 
Estado  por  el  precio  de  cotización,  reponien- 
do cada  dos  meses  las  bajas,  si  las  hubiere, 
equivalente  al  importe  de  los  créditos  del  pri- 
mer grupo  por  lo  que  resulte  en  el  balance,  á 
salvo  de  lo  que  arroje  respecto  de  esto  la  gra- 
duación. Si  fuese  el  rematante  acreedor  co- 
nuin,  consignará  además  en  depósito,  dentro 
del  mismo  plazo,  lo  necesario  para  pagar  los 
cupones  vencidos  y  amortización  no  satisfe- 
chos, y  en  todo  caso  los  rematantes  hipoteca- 
rán también  el  camino  á  las  demás  obligacio- 
nes impuestas  por  el  remate. 

Si  el  precio  del  remate  se  pag'ase  en  dinero, 
hechas  las  deducciones  que  corresponden  con 
arreg'lo  al  art.  i."  de  esta  ley,  se  depositará  el 
liquido  en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  dis- 
posición del  juez  ó  Tribunal  que  conozca  de 
la  cjuiebra,  pasando  el  ferrocarril,  libre  de 
toda  deuda,  á  manos  del  nuevo  concesionario. 

Realizada  la  subasta  en  esta  forma,  queda- 
rán cancelados  los  títulos  y  extinguida  la  hi- 
poteca sobre  el  camino  respecto  de  todos  los 
créditos  asociados,  )'  el  rematante  ó  nuevo 
concesionario  se  entenderá  subrrog'ado  á  la 
anterior  Empresa  con  relación  al  Estado  en 


*  El  párrafo  primero  del  arf.  39  de  la  ley  que  se  cita 
conctierda  literalmente  cnyt  el  mismo  párrafo  del  art.  53 
de  la  de  23  de  Noviembre  de  1877 ,  inserta  en  Ferroca- 
rriles. 


todos   los  derechos  y  obligaciones  referentes 
al  ferrocarril  subastado. 

Xo  habiendo  postores  que  en  la  primera  su- 
basta cubran  el  total  avalúo  del  ferrocarril, 
se  anunciará  inmediatamente,  con  término  de 
seis  meses,  la  segunda  subasta,  en  que  se  ad- 
mitirán posturas  que  cubran  dos  terceras  par- 
tes de  dicho  avalúo. 

Art.  15.  El  Consejo  de  incautación  que  ad- 
ministre y  explote  el  ferrocarril  estará  obli- 
gado; primero,  á  depositar  con  carácter  nece- 
sario los  productos  en  la  Caja  general  de  De-.» 
pósitos,  después  de  deducidos  y  pagados  los* 
gastos  de  administración  y  explotación:  se- 
gundo, á  entreg-ar  en  la  misma  Caja,  y  en  el 
concepto  también  de  depósito  necesario,  las 
existencias  en  metálico  ó  valores  que  tuviera 
la  Compañía  al  tiempo  de  la  incautación;  y 
tercero,  á  exhibir  los  libros  y  papeles  perte- 
necientes á  la  Compañía  cuando  proceda  y  lo 
decrete  el  juez  á  instancia  de  parte. 

Art.  16.  El  auto  declaratorio  de  la  quiebi'a 
se  notificará  á  los  acreedores  á  cuya  instan- 
cia se  hubiese  dictado  y  al  Consejo  de  Admi- 
nistración de  la  Compañía  y  se  publicará  ade- 
más por  edictos,  que  se  insertarán  en  los  pe- 
riódicos oficiales  ó  de  mayor  publicidad  que 
se  refieren  en  el  art.  12. 

Dicho  auto  contendrá  la  convocatoria  de 
los  acreedores  de  la  Compañía  quebrada  á  la 
primera  junta  general,  que  tendrá  lugar  tres 
nieses  después  de  la  inserción  de  los  edictos 
en  la  Gaceta  de  Aíadricl. 

Art.  17.  Los  tenedores  de  títulos  al  porta- 
dor, para  ser  admitidos  en  juntas  y  ser  parte 
en  el  juicio  de  (¡uiebra,  los  pressntaráu  al 
juez;  y  resultando  legítimos  por  la  confronta- 
ción talonaria,  se  les  pondrá  un  sello  que 
diga:  «confrontado  para  la  quiebra»,  y  se  de- 
volverán, quedando  en  autos  nota  expresiva 
del  número  y  serie,  capital  y  cupones.  El  te- 
nedor de  esos  títulos  con  dicho  requisito  que 
los  exhiba  en  cualquier  acto  tendrá  la  repre- 
sentación de  ellos. 

Art.  18.  El  nombramiento  de  síndicos  se 
hará  en  la  primera  junta  de  acreedores,  y  en 
la  forma  que  previenen  los  arts.  1.068  al  1.071 
del  Códig'o  de  Comercio. 

Sus  atribuciones  son: 

1.°  Formar  el  balance  general  del  estado 
de  la  Compañía  quebrada,  de  modo  que  sea 
el  resultado  exacto  de  la  verdadera  situación 
de  los  neg'ocios  y  dependencias  de  la  quiebra. 

2."  Examinar  los  documentos  justificati- 
vos de  los  créditos  para  extender  sobre  cada 
uno  de  ellos  el  informe  que  deben  presentar 
en  la  junta  de  acreedores  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  1.101  al  1.104  del  Código  de 
Comercio.  Respecto  á  títulos  al  portado,  bas- 
tará el  resultado  del  reconocimiento  que  se 
hvibiese  practicado  conforme  al  artículo  ante- 
rior. 

3."  Defender  los  derechos  de  la  quiebra,  y 
ejercitar  las  acciones  y  excepciones  que  la 
competan. 

4.°  Promover,  siempre  que  sea  útil,  la 
convocación  y  celebración  de  las  juntas  de 
acreedores. 

5.°     Redactar  y  someter  á  la  junta  de  aeree- 
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dores  en  el  término  señalado  en  el  art.  1140  ' 
del  Código  do  Comercio,  un  informe  .sobre  la 
responsabilidad  en  que  individualmente  ha- 
yan podido  incurrir  los  administradores  de  la 
Compañía  quebrada  por  su  participación  en 
actos  ó  acuerdos  contrarios  A.  los  estatutos,  y 
por  distracción  de  los  fondos  de  la  misma  á 
otras  negociaciones  que  !a  de  su  objeto  ó  em- 
presa, conforme  á  lo  establecido  en  el  articu- 
lo 277  ^  del  Código  de  Comercio,  y  más  espe- 
cialmente ;V  lo  que  se  halle  dispuesto  sobre  el 
particular  en  los  estatutos  por  que  la  Compa- 
ñía quebrada  se  hubiese  regido. 

6."  Proponer  á  la  junta  de  acreedores  la 
distribución  que  haya  de  hacerse  entre  ellos 
del  precio  de  la  venta  del  ferrocarril,  así  como 
de  los  demás  valores  que  pertenezcan  á  la 
Compañía  quebrada,  por  el  ordeu  en  que  se 
hayan  graduado  los  créditos. 

Y  7."  Hacer  á  cada  acreedor  el  pag'o  de  lo 
que  le  corresponda. 

Art.  19.  En  el  examen  y  reconocimiento  de 
los  créditos,  así  como  en  su  graduación  y  pago 
;'i  los  acreedores,  se  observará  lo  dis)mesto  eu 
los  títulos  Vil  y  VIII,  lib.  IV  del  Código  de 
Comercio  en  cuanto  no  contraríen  las  disposi- 
ciones de  esta  ley. 

Art.  20.  En  cualquier  estado  del  procedi- 
miento de  quiebra  puede  la  Compañía  quebra- 
da hacer  á  sus  acreedores  las  proposiciones  de 
convenio  que  á  bien  teng-a  sobre  el  pago  de 
sus  deudas.  Estas  proposiciones  de  convenio 
se  sustanciarán  y  resolverán  en  la  forma  que 
establece  esta  ley. 

Art.  21.  En  ei  caso  previsto  por  el  art.  29 
de  la  ley  de  3  de  Jvmio  de  1855  ',  el  Gobierno, 
en  el  proyecto  de  la  ley  que  se  ha  de  presentar 
á  las  Cortes,  cuidará  de  conciliar  los  derechos 
de  los  acreedores  con  el  interés  del  Estado. 

Mientras  el  camino  no  se  enajene  y  lo  sig'a 
explotando  el  Estado,  los  acreedores  tendrán 
derecho  á  percibir  los  productos  líquidos  du- 
rante el  tiempo  por  que  se  hubiese  hecho  la 
concesión  anulada. 

Si  el  Gobierno  arrendase  la  explotación,  los 
acreedores  tendrán  derecho  á  ser  satisfechos 
con  el  precio  del  arrendamiento. 

Art.  22.  La  Compañía  quebrada  estará 
siempre  representada  durante  la  quiebra  se- 
gún tuviese  previsto  para  este  caso  por  sus 
estatutos,  y  á  falta  de  esa  disposición  especial 
continuará  su  Consejo  de  Adiuinistración  con- 
forme á  los  mismos  estatutos. 

Articulo  transitorio.  No  se  exigirá  la  pu- 
blicación del  edicto  ni  el  plazo  de  los  tres  me- 
ses á  las  Compañías  que  con  anterioridad  á  la 
promulgación  de  esta  ley  hubieren  propuesto 
á  sus  acreedores  un  proyecto  de  convenio, 
siempre  que  esto  se  haya  hecho  con  la  publici- 
dad prevenida  en  el  párrafo  segundo  de  este 
articulo,  ú  otra  mayor,  y  que  se  hubieren  ob- 
tenido adhesiones  bastantes  para  su  apro- 
bación. 
Pero  será  requisito  indispensable  en  esto 


•  Quince  días. 

*  Sttfttancralmente  reproducido  en  los  arts.  155  y  160 
del  niicrn  Código, 

"    Síistitiine  d  ente  articulo  el  42  de  la  ley  vigente  de  fe- 
rrocarriles de  2V  Noviembre  1877. 


caso  que  el  Tribunal  haga  un  llamamiento  por 
edictos  á  los  acreedores  jjara  que  en  el  plazo 
de  dos  meses  puedan  formalizar  su  oposición 
los  que  no  se  hubieseu  adherido  al  convenio, 
aplicándose  en  un  todo  lo  dispuesto  en  los  dos 
últimos  ¡lárrafos  del  art.  12  de  esta  ley. 

Artículo  adicional.  Todas  las  disposiciones 
de  la  presente  ley  serán  aplicables  á  las  Com- 
pañías concesionarias  de  canales  y  demás 
obras  públicas  análogas  que  subvencionadas 
por  el  Estado  tengan  emitidas  obligaciones 
hipotecarias. 

De  acuerdo  de  las  Cortes  Constituyentes  se 
comunica  al  Reg-ente  del  Reino  para  su  pro- 
mulgación como  ley. 

Palacio  de  las  Cortes  2  Noviembre  de  1869. 

Por  tanto,  etc. — Madrid  12  de  No\icmbre 
de  1869. — Francisco  Serrano. — El  Ministro  de 
Fomento,  José  Echegaray.»  (Gac.  14  No- 
viembre.) 

Ley  21  Diciembre  1869. 
Es  la  ley  hipotecaria,  cuyo  art.  4."  dice  así: 
«Art.  4."     No  se  consideran  bienes  inmue- 
bles para  los  efectos  de  esta  ley...  las  acciones 
de  Bancos  y  Compañías  mercantiles,  aunque 
sean  nominativas.» 

Ley  21  Enero  1870. 
Disponiendo  que  los  Bancos  y  Sociedades  de  crédito  pue- 
dan reformar  sus  reglamentos. 

(Hac.)  «Artículo  iinico.  Los  Bancos  y  So- 
ciedades existentes  eu  la  actualidad  cou  auto- 
rización del  Gobierno,  en  cuyos  estatutos  ó 
reglamentos  no  se  hubiere  previsto  el  caso  de 
reformarlos,  podrán  hacerlo  en  uno  ó  más  de 
sus  artículos,  si  reunidos  los  socios  en  junta 
general,  convocada  para  este  objeto,  así  lo 
acordasen  por  uu  número  de  votos  que  repre- 
sente las  cuatro  quintas  partes  de  las  acciones 
de  que  se  compone  el  capital  social;  enten- 
diéndose que  estas  reformas  no  podrán  nunca 
afectar  ni  á  los  derechos  de  los  acreedores,  ni 
á  los  especiales  que  puedan  tener  algunos  so- 
cios que  no  sean  comunes  á  todos.  Si  de  pri- 
mera convocatoria  no  se  reuniese,  presente  ó 
presentado,  el  número  de  votos  correspondien- 
te á  las  cuatro  quintas  partes  de  las  acciones 
que  constituyan  el  capital  social,  en  reunión 
de  segunda  convocatoria,  bastará  que  se  halle 
presente  ó  representada  la  mayoría  de  las  ac- 
ciones del  mismo  capital.»  (Gac.  23  Enero.) 

O.  7  Marzo  1S70. 
Las  Compañías  colectivas  y  comanditarias  simples  están 
exentas  de  cumplir  el  art.  3."  de  la  ley  de  19  de  Octubre. 

(FOM.)  «El  Regente  del  Reino...  se  ha  ser- 
vido resolver  que  las  Compañías  colectivas  y 
comanditarias  simples,  de  que  hace  expresión 
el  Código  de  Comercio  en  la  sección  I.'',  titu- 
lo II,  lib.  II,  están  exentas  de  cumplir  lo  pres- 
crito en  el  art.  3.°  de  la  ley  de  19  de  Octubre 
último,  debiendo  sólo  observar,  después  de 
otorgado  el  contrato  de  sociedad,  lo  determi- 
nado en  el  mismo  artículo  y  en  el  Código  mer- 
cantil respecto  á  la  inscripción  en  el  Registro 
público  K  Madrid  7  de  Marzo  de  1870.— Eche 
garay.»  (Gac.  6  Abril.) 


Ver  el  art.  IIS  del  nuevo  Código  de  Comercio. 
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D.  5  Julio  1870. 

Pasan  al  Slhiisterio  de  Fomento  los  negocios  de  Bancos  y 

Sociedades,  conla  excepción  que  se  dice. 

(Hac.)  «Articulo  1."  Los  Bancos  y  las  So- 
ciedarles  de  crédito  existentes  en  la  actualidad 
y  constituidos  con  arreglo  á,  las  leyes  de  28  de 
Enero  de  1856,  que  han  dependido  hasta  aquí 
del  Ministerio  de  Hacienda,  pasarán  á  depen- 
der en  lo  sucesivo  del  de  Fomento. 

Se  exceptúan  los  Bancos  de  Cádiz  y  Valla- 
dolid,  declarados  disueltos  y  en  estado  de  li- 
quidación por  las  leyes  de  23  de  Marzo  y  26  de 
Abril  último. 

Art.  2.°  Todos  los  expedientes  y  demás  do- 
cumentos pertenecientes  á  dichos  Bancos  y 
■Sociedades  que  existan  en  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda se  remitirán  al  de  Fomento  con  el  co- 
rrespondiente inventario.— Dado  en  San  Ilde- 
fonso á  5  de  Julio  de  1870. — Francisco  Serra- 
no.— El  Ministro  de  Hacienda,  Laureano  Fi- 
guerola.»  (Gac.  8  Julio.) 

E.  O.  4  Julio  1871. 
Más  aclaracioíies  sobre  Sociedades  colectivas  y  comandi- 
tarias. Aclaración  de  la  de  7  de  Marzo. 

(FoM.)  «...El  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 
acceder  á  la  solicitud  de  los  Sres.  Timoner  y 
Compañia  mandando  que  se  tenga  como  acla- 
ración á  la  resolución  dictada  en  7  de  Marzo 
de  1870: 

1.'^'  Que  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869  sólo 
se  refiere  á  las  Sociedades  que  antes  de  su  pu- 
blicación necesitaban  autorización  del  Gobier- 
no para  constituirse,  pero  no  á  las  que  antes 
disfrutaban  ya  do  la  libertad  concedida  á  las 
demás  por  esta  ley.  Y  2."  Que  en  su  virtud  las 
colectivas  regulares  y  las  comanditarias,  cuyo 
capital  no  se  constituya  por  acciones,  están 
dispensadas  de  cumplir  las  formalidades  que 
la  ley  citada  exige  á  las  otras,  y  que  se  sujeta- 
rán en  su  constitución  y  operaciones  á  las 
prescripciones-del  derecho  comvui  ó  mercantil, 
seg'ún  la  naturaleza  de  cada  una. — Lo  que  de 
Real  orden,  etc.— Madrid  4  de  Julio  de  1871.— 
Ruiz  Zorrilla.»  (C.  L.,  t.  107,  p.  27.) 
H.  D.  15  Septiembre  1871. 

Se  suprimió  por  este  decreto  la  plaza  de  de- 
legado general  cerca  de  las  Sociedades  mer- 
cantiles por  acciones.  (Gac.  20  Septi&mbrc.) 
H.  D.  9  Febrero  1872. 

Dispuso  que  se  nombraran  delegados  del 
Gobierno  cerca  de  los  Bancos  de  emisión  y 
descuento. 

D.  29  Junio  1872. 

So  derogó  el  decreto  anterior  sobre  nombra- 
miento de  delegados  del  Gobierno  cerca  de 
los  Bancos  de  emisión  y  descuento,  etc. 

B.  O.  53  Diciembre  1872. 
(GOB.)  Dispone  que  se  rebaje  el  25  por  100 
de  la  tarifa,  por  la  inserción  en  la  Gaceta  y  Bo- 
letine.t  de  la  escritura,  estatutos,  etc.,  de  las 
Sociedades,  cuyo  capital  no  exceda  de  500.000 
pesetas.  (Gac.  29  Diciembre.) 

D.  18  Abril  1873. 
(FoM.)     Autorizó  la  construcción  de  un  edi- 
ficio para  Bolsa  con  el  mismo  emplazamiento 
del  actual.  (Gac.  22  Abril.) 


O.  1."  Octubre  1873. 
Sobre  operaciones  de  Sociedades  mercantiles  en  Esjpaña: 
Ejercicio  de  acciones:  Comparecencia  ante  los  Tribuna- 
les: Autorización  d  una  Compañía  de  seguros. 

(FoM.)  «Vista  una  instancia...  de  D.  Matías 
Huelin,  jefe  de  la  casa  de  comercio  estableci- 
da en  Málaga  bajo  la  razón  social  Mafias  Hue- 
lin y  Compañía,  que  como  apoderado  de  la  So- 
ciedad de  seg'uros  establecida  en  Liverpool 
con  el  titulo  de  The  Itoyal  Insurance  Conipag- 
ny,  solicita  se  le  autorice  á  ésta  para  que,  pre- 
vias las  garantías  exigidas  á  las  demás  Com*-,, 
pafiías  de  seguros  extranjeras  que  han  solici- 
tado verificar  operaciones  en  nuestro  país, 
pueda  repartir  prosjiectos,  publicar  anuncios 
y  verificar  oper.aciones  de  seg'uros  en  España, 
y  asi  tambión  que  se  publique  en  la  Gaceta  la 
resolución  que  sobre  este  asunto  recaig-a: 

Vista  la  ley  de  20  de  Julio  de  1862  facultan- 
do á  las  Sociedades  establecidas  en  Francia 
con  autorización  del  Gobierno  para  que  pue- 
dan ejercitar  sus  acciones  y  comparecer  en 
juicio  ante  los  Tribunales  de  España,  y  auto- 
rizando al  Gobierno  para  que,  previas  las  for- 
malidades que  expresa,  pueda  aplicar  el  refe-í 
rido  beneficio  á  las  Sociedades  constituidas  en^ 
otras  naciones: 

Vista  la  R.  O.  de  30  de  Noviembre  de  1865, 
dictada  para  interpretar  lo  dispuesto  en  la  ley 
antes  expresada,  determinando  que  ésta  úni- 
camente autoriza  á  las  Compañías  mercantiles 
francesas  para  que  comparezcan  ante  los  Tri- 
bunales españoles,  sujetándose  á  las  leyes  ci- 
viles, penales  y  de  procedimiento  del  pais,  y 
para  que  persigan  judicial  ó  extrajudicialmen- 
te  lo  que  les  pertenece  ó  se  les  deba;  pero  que 
ni  las  faculta  para  establecer  sucursales,  ni 
las  dispensa  de  la  necesidad  de  fijar  su  domi- 
cilio en  España,  ni  de  formar  sus  estatutos  y 
reglamentos  seg'ún  está  prevenido  por  la  le- 
gislación vigente: 

Vista  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869  decla- 
rando libre  la  creación  de  Bancos  y  Socieda- 
des que  tengan  por  objeto  cualquiera  empresa 
industrial  y  de  comercio: 

Considerando  que  á  pesar  de  lo  prescrito  en 
la  mencionada  R.  O.  de  30  de  Noviembre  de 
1865,  diferentes  sociedades  extranjeras,  espe- 
cialmente de  seguros,  tienen  desde  hace  tiem- 
po establecidos  en  la  Península  representantes 
que  vienen  haciendo  operaciones  cu  su  nombre: 

Considerando  que  no  existe  en  nuestra  le- 
gislación un  acuerdo  terminante  que  prohiba 
á  las  Sociedades  de  seg'uros  legalmente  cons- 
tituidas en  el  extranjero  que  verifiquen  ope- 
raciones en  nuestro  pais: 

Considerando  que  ning'una  dificultad  puede 
ofrecer  que  una  Comiiañia  establecida  en  el 
extranjero  verifique  ó  haga  operaciones  de  se- 
g'uros dentro  do  nuestro  territorio,  siempre 
que  se  le  oblig'ue  á  tomar  razón  de  su  existen- 
cia en  el  reg'istro  de  provincia  ó  provincias 
donde  desee  funcionar,  y  hacer  saber  al  pú- 
blico los  estatutos  y  balances  anuales  para  que 
sean  conocidos  de  todos  sus  condiciones,  capi- 
tal y  estado  de  situación,  y  siempre  que  los 
contratos  que  se  celebren  en  la  Península  ten- 
gan su  cumplimiento  en  la  misma; 

El  Gobierno  de  la  República  ha  tenido  A 
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bien  autorizar  á  la  Sociedarl  The  Eoyal  Inaii- 
rance  Compagny,  establecida  en  Liverpool, 
para  que  pueda  rejiartir  prospectos,  circular 
anuncios  y  verificar  las  operaciones  propias 
de  su  instituto,  con  la  condición  de  que  anual- 
mente ha  de  presentar  al  Gobierno  por  con- 
ducto del  u'obernador  de  Málaga,  y  publicar 
en  la  Gaceta  y  Dolctineit  oficiales  de  las  pro- 
vincias donde  funcione,  copia  de  los  documen- 
tos íl  que  se  refiere  el  art.  4."  do  la  expresada 
ley  de  13  de  Octubre  de  18GÍ1,  y  de  que  publi- 
que desde  lueg-o  sus  estatutos  y  reglamentos 
con  arreglo  al  art.  3."  de  la  misma  ley,  y  con 
la  precisa  condición  de  que  en  los  contratos 
qíie  celebre  ha  de  poner  la  cláusula  especial 
de  que,  asi  éstas  como  todas  sus  operaciones, 
han  de  tener  su  cumplimiento  en  la  Penínsu- 
la, sujetándose  para  ello  á  los  Tribunales  es- 
pañoles, pasando  por  sus  decisiones,  y  que- 
dando además  obligada  al  pago  de  la  ctiota 
de  contribución  que  le  corresponda  con  arre- 
glo á  nuestra  legislación.  Lo  que  digo  á  V.  I., 
etcétera.  Madrid  1."  de  Octubre  de  1873.— Gil 
Berges.— Sr.  Director  general  de  Obras  pii- 
blicas,  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio.» 
(Gac.  10  Octubre.) 

Decreto  ley  19  Marzo  1874. 
Creó  el  Banco  Nacional  bajo  la  base  del  de 
España.  Se  halla  en  el  tomo  t,  p.  1.016,  donde 
se  inserta  con  otras  disposiciones  sobre  el 
mismo  Banco,  entre  ellas,  los  estatutos  de  10 
de  Agosto  de  1875,  el  reglamento  de  1."  de 
•  Mayo  de  1876,  y  la  ley  de  14  de  Julio  de  1891. 

D.  10  Julio  1874. 
Restableciendo  la  ley  de  Bolsa  de  1854. 

(FoM.)     «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Se  restablecen  en  toda  su  fuer- 
za y  vig'or  la  ley  org'ánica  provisional  de  la 
Bolsa  de  Comercio  de  Madrid,  mandada  obser- 
var por  Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  1854, 
y  el  reglamento  para  su  ejecución  aprobado 
en  11  de  Marzo  siguiente. 

Art.  2."  Quedan  en  suspenso  los  decretos 
de  30  de  Noviembre  de  1868  y  12  de  Enero  de 
1869,  que  derogan  la  mencionada  ley,  hasta 
tanto  que  el  Gobierno  presente  á  la  delibera- 
ción de  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  de  Bolsa. 

Art.  3.°  No  podrá  alterarse  el  mimero  de 
agentes  de  Bolsa  y  corredores  de  comercio  que 
estén  ejerciendo  funciones  de  tales  á  la  publi- 
cación del  presente  decreto,  ni  aumentarlo  por 
■medio  de  nombramientos  de  agentes  supernu- 
merarios ni  de  cualquiera  otra  manera. 

Art.  4."  Queda  igualmente  subsistente  la 
íianza  que  unos  y  otros  tienen  prestada  para 
asegurar  el  buen  desempeño  desús  cargos. 

Art.  5."  El  Gobierno  dará  oportunamente 
cuenta  á  las  Cortes  del  presente  decreto. 

San  Ildefonso  10de.Iulio  de  1874.— Francis- 
co Serrano. — El  Ministro  de  Fomento,  Eduar- 
do Alonso  y  Colmenares.»  (Gac.  11  Julio.) 

D.  18  Julio  1874. 
(Fres.)  Mandó  á  los  gobernadores  que  pro- 
cedieran á  la  disolución  de  todas  las  socieda- 
des no  autorizadas  por  el  Gobierno,  excepto 
las  de  crédito,  obras  públicas  v  demás  de  que 
liabla  el  decreto  lev  de  1860.  (Gac.   19  Julio.) 


D.  2  Novieniljre  1874. 

Dispuso  que  los  expedientes  incoados  en  so- 
licitud 4e  plazas  de  agentes  y  corredores  con- 
tinuaran su  curso.  Hoy  ha  de  estarse  altít.  VI, 
lib.  I  del  Cód.  de  Comercio  de  1885,  principal- 
mente al  art.  90  y  otros  del  citado  titulo. 

B.  D.  12  Marzo  1875. 
Dictó  disposiciones  para  evitar  fraudes  y 
abusos  y  garantizar  el  cumplimiento  de  lo  es- 
tipulado en  la  contratación  de  efectos  públicos 
á  plazo;  sobre  fianzas  de  ag-entes  de  cambios; 
fuerza  civil  de  obligar  de  las  operaciones  á 
plazo  intervenidas  por  agente  y  publicadas  en 
Bolsa;  limitaciones  en  las  operaciones  á  plazo, 
y  prescripciones  respecto  á  agientes  yá  la  Jun- 
ta sindical.  (Gac.  13  Marzo.)  Hoy  ha  de  estar- 
se al  tít.  VI  del  lib.  I  del  Cód.  de  Comercio  y 
al  Reg'l.  general  interino  de  Bolsas  de  Comer- 
cio de  31  de  Diciembre  de  1885. 

R..D.  3Abrill.S75. 

Las  Sociedades  de  crédito  que  pueden  emitir  ohligacio- 

nes,  dependan  del  Ministerio  de  Hacienda. 

(Hac.)  «Articulo  1.°  Las  Sociedades  de 
crédito,  que  con  arreglo  á  la  leg-islación  vi- 
gente pueden  emitir  oblig'aciones, dependerán 
en  lo  sucesivo  del  Ministerio  de  Hacienda  con 
sujeción  á  las  dispo.siciones  que  por  el  mismo 
se  dicten. 

Art.  2."  Los  Ministros  de  Hacienda  y  de 
Fomento  dispondrán  lo  conveniente  para  la 
ejecución  do  lo  mandado  en  este  decreto  '. 

Dado  en  Palacio  á  3  de  Abril  de  1876.— 
Alfonso.  — El  Ministro  de  Hacienda,  Pedro  Sa- 
laverria.»  (Gac.  4  Abril.) 

E.  O.  6  Abril  1875. 
Aprohnnda  el  reglamento  de  gobierno  interior  del  Cole- 
gio de  agentes  de  cambios  de  la  Bolsa  de  Madrid. 

(FoM.)  «S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado aprobar  el  adjunto  regdamonto  de  go- 
bierno interior  del  Coleg'io  de  agentes  de  cam- 
bios de  la  Bolsa  de  Madrid,  que  en  cumplí- 1 
miento  de  lo  dispuesto  por  el  art.  11  del  R.  D. 
de  12  de  Marzo  próximo  pasado,  ha  formulado 
la  Junta  sindical  de  dicho  Colegio.  —  De  Real 
orden,  etc.— Madrid  6  de  Abril  de  1875.— Oro- 
vio. — Sr.  Director  g-eneral  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio.» 

(El  reglamento  de  gobierno  interior  del  Co- 
legio de  ag'ontes  de  cambios  de  la  Bolsa  de 
Madrid  se  publicó  en  la  Gaceta  del  10  de  Abril 
do  1885;  pero  hoy  habrá  de  estarse  al  tít.  VI 
del  nuevo  Cód.  de  Comercio  de  1885  y  al  re- 
glamento de  31  de  Diciembre  de  1885,  que  so- 
mete á  la  competencia  de  las  Juntas  sindica- 
les de  cada  Coleg'io  la  formación  del  respecti- 
vo reglamento  para  su  régimen  interior,  y  mo- 
difica las  prescripciones  del  arriba  indicado 
por  consecuencia  de  lo  que  d¡s])onoen  los  ar- 
tículos 15  y  siguientes  y  44  á  60.) 

B.O.  20  Mayo  187.5. 

Dispuso  que  el  número  de  corredores  de  co- 
mercio de  Madrid  fuera  de  cuarenta  y  que  se 
formulara  un  reglamento  para  el  régimen  del 
Colegio  ^  (Gac.  28  Mayo.) 

'  Sobre  emisión  de  obligaciones  de  las  Companiaa  de 
crédito,  ver  hoy  el  art.  na  'del  nuevo  Código  de  Comercio. 

2  llo'i  no  hall  m'imero  limitado  de  agentes  de  Bolsa  ni 
de  corredores.  Ver  los  nrts.  8H  y  siguientes  del  nuevo  Cód. 
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R,  O.  26  Mayo  1875. 

Aumentando  en  Barcelona  el  7iúmero  de  corredores. 

(FoM.)  Extracto. — Se  resuelve  qam  se  au- 
mente el  número  de  corredores  de  comercio  de 
Barcelona  hasta  sesenta,  y  que  la  Junta  sindi- 
cal formiile  su  reglamento,  sometiéndole  á  la 
aprobación  del  Ministerio.  (Gac.  í."   Junio.) 

E.  0. 14  Junio  1875. 
Nulidad  de  un  titulo  de  corredor  ecrpedido  por  el  gober- 
nador de  Zaragoza ,  por  no  ser  de  sus  atribuciones,  se- 
gún la  legislación  vigente. 

(FoM.)  «Vista  una  instancia  elevada  en  10 
de  Abril  iiltimo  jior  D.  Mariano  Orteg-a,  en  so- 
licitud de  que  se  canjee  eltitvilo  de  corredor  de 
comercio  de  la  plaza  de  Zarag-oza  que  el  g'o- 
bernador  de  la  provincia  la  expidió  en  1."  de 
Diciembre  anterior  por  otro  expedido  por  este 
Ministerio... 

Vistos  los  de  10  Julio  y  2  Noviembre  1874. 

Visto  el  art.  71  del  Códig'o  de  Comercio: 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  ;l  bien  decla- 
rar nulo  el  titulo  de  corredor  de  comercio  ex- 
pedido por  el  gobernador  de  Zarag'oza  en  1.° 
de  Diciembre  último  á  favor  de  D.  Mariano 
Ortega  y  Aral,  y  disponer  que  por  el  mencio- 
nado Gobierno  se  recoja  é  inutilice  el  referí  lo 
documento  ^.— De  Real  orden,  etc.— Madrid  14 
de  Junio  de  1875.»  (Gac.  22  Junio.) 

E.  O.  31  Julio  1875. 

(FoM.)  Se  aprobó  el  reg'lamento  de  gobier- 
no interior  del  Colegio  de  corredores  de  co- 
mercio  de  Madrid  -. 

E.  D.  5  Noviembre  1875. 
Dispuso  que  el  Colegio  de  agentes  de  cam- 
bio y  Bolsa  de  Madrid  se  compusiera  de  sesen- 
ta individuos,  sin  perjuicio  de  los-existentes  ^. 
(Gac.  6  Noviembre.) 

E.  O.  7  Diciembre  1875. 
Disponiendo  que  en  lo  sucesivo  no  se  exija  prestación  de 

Afianza  d  los  corredores  de  comercio   é  intérpretes  de 
navio. 

(FoM.)  «Habiéndose  fijado  por  diferentes 
Reales  órdenes  el  niimero  de  plazas  de  corre- 
dores de  comercio  é  intérpretes  de  navio  que 
en  cada  localidad  deben  funcionar,  y  debien- 
do, por  lo  tanto,  los  aspirantes  á  ellas  no  sólo 
reunir  las  condiciones  que  la  legislación  exige 
para  el  desempeño  de  esta  clase  de  cargos, 
sino  esperar  adeniils  íi  que  exista  alguna  va- 
cante para  ingresar  en  los  respectivos  Cole- 
gios, S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  con  el  fln  de  evi- 
tar á  aquéllos  los  perjuicios  que  son  consi- 
guientes A  la  consig'uacióu  de  la  fianza  previa 
en  el  caso  de  no  ser  nombrados,  ha  tenido  á 
bien  acordar  que  para  lo  sucesivo  se  |)rescin- 
da  de  este  trámite  en  la  instrucción  de  los  ex- 


>  Boy  expide  también  los  titulas  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, conforme  alart.  94  del  nuevo  Código  y  previos  los 
trámites  del  art.  13  del  Reg.  de  31  de  Diciembre  de  1885. 

^  Entretanto  que  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  co- 
rredores de  Madrid  forme  y  someta  al  Ministerio  de  Fo- 
mento el  rerjlamento  para  su  régimen  interior,  conforme 
al  art.  ¡e  del  de  31  de  Diciembre  de  1885,  solo  será  apli- 
cable en  .Sil  caso  el  arriba  aludido  en  la  parte  no  modifi- 
cada por  los  arts.  88  á  99  y  106  á  111  del  Código  de  Co- 
mercio, y  1(1  y  siguientes,  6'5  y  61  del  reglamento  citado 
de  1S85.' 

■'  Hoy  es  ilimitado  el  número  de  agentes  de  Bolsa.  Véa- 
te  la  nota  á  la  R.  O.  de  20  de  Mayo  de  1875. 


pedientes  de  esta  Índole,  bastando  el  que  se 
justifiquen  todos  los  demás  requisitos  legales, 
y  que  después  de  ser  nombrados  y  antes  de 
tomar  posesión  de  sus  carg-os,  presenten  á  los 
gobernadores  de  las  respectivas  provincias, 
bajo  la  responsabilidad  que  á  los  mismos  exi- 
ge el  R.  D.  de  9  de  Abril  de  1851,  el  testimonio 
de  la  carta  de  pago  de  la  fianza  correspondien- 
te, el  cual  remitirán  á  este  Centro  las  expre- 
sadas autoridades  dentro  del  término  más 
breve  posible.»  (R.  O.  7  Diciembre  1875. — Ga- 
ceta 15  id.)  •'* 

E.  0.27  Marzo  1876. 
Edad  para  ser  corredor  de  comercio. 
Se  deroga  la  de  21  de  Enero  de  1869,  resta- 
bleciendo en  su  lug-ar  las  disposiciones  de  los 
arts.  75  y  76  del  Código  mercantil,  que  exigen 
la  edad  de  veinticinco  años  para  desempeñar 
el  cargo  de  corredor.  Hoy  bastan  veintiún 
años,  conforme  á  los  arts.  4.°  y  94  del  nuevo 
Código. 

E.  O.  9  Abril  1876. 
Las  reclamaciones  extrajudíciales  por  faltas  enlos  trans- 
portes de  mercancías,  son  actos  que  interesan  al  comer- 
cio y  se  pueden  conferir  á  los  comisionistas  como  com- 
prendidos en  el  art.  111  del  Código. 

(FoM.)  «Vista  una  instancia  elevada  en  10 
de  Abril  de  1875  por  el  Circulo  de  la  Unión 
mercantil  de  esta  capital  en  solicitud  de  que 
se  declare  que  el  acto  de  reclamar  extrajudi- 
cialmente  por  faltas  en  el  transporte  sea  con- 
siderado comercial,  comprendido  eu  el  art.  117 
del  Código  de  Comercio,  y  que  puede  encar- 
garse á  los  comisionistas  sin  necesidad  de  po-^  • 
der  otorgado  en  escritura  pública  '... 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con 
el  dictamen  de  la  Sección  de  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado,  ha  tenido  á  bien  acceder  á  lo 
solicitado  por  el  Circulo  de  la  Unión  mercan- 
til y  declarar  que  las  reclamaciones  extraju- 
díciales á  que  den  lugar  las  faltas  en  los  trans- 
portes de  mercancías  son  actos  que  interesan 
al  comercio  y  que  se  pueden  confiar  á  los  co- 
misionistas por  medio  del  escrito  á  que  se  re- 
fiere el  art.  117  del  Código  de  Comercio. — De 
Real  orden,  etc. — Madrid  9  Abril  de  1876. — 
C.  Toreno.»  (Gac.  25  Abril.) 

E.  O.  17  Abril  1876. 
Con  arreglo  á  los  arts.  4.^  y  108  de  la  ley  hipotecaria,  no- 
son  inscribibles  los  actos  y  contratos  relativos  d  las  ac- 
ciones en  que  se  haya  dividido  el  capital  de  las  Compa- 
ñías mercantiles,  cui/as  acciones  se  transmitirán  con¿ 
arreglo  á  la  legislación  mercantil  vigente. 

(Grac.  t  .Just.)     «En  vista  del  expediente 
instruido  á  consulta  del  registrador  de  la  pro- 
piedad de  Villauueva  _y  Geltrú  sobre  si  puede^ 
inscribirse  á  favor  de  D.  Jaime  Almirall  y  Mii^ 
la  mitad  indivisa  de  una  acción  que  corres- 
pondía á  su  difunta  esposa  en  la  sociedad  fa-J 
bril  Asbert  Soueheiron  y  Compañía,  toda  vez! 
que  el  título  de  la  causante  consta  inscrito  enJ 
el  Registro  de  la  propiedad,  habiendo  sido  con- 
siderada la  referida  acción  como  bien  inmue- 
ble, y  en  caso  afirmativo  si  para  acreditar  la'.' 
cualidad  de  socio  en  las  escrituras  de  prórro- 


'  El  art.  117  del  antiguo  Código  declaraba  que  para 
desempeñar  por  cuenta  ¡le  otro  actos  comerciales  en  con- 
cepto de  comisionista,  no  era  preciso  poder  constituido  en 
ticrituru  pública.  Vtr  hoy  «I  art.  SI  del  nuevo  Código. 
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ga  social  ó  de  otra  especie,  eu  defecto  de  ins- 
cripción previa  de  la  acción  á  favor  del  socio, 
bastará  la  prueba  que  exige  el  art.  282  del  Có- 
digo de  Comercio,  tratándose  de  Sociedades 
comanditarias: 

Visto  el  informe  del  juez  de  primera  instaii,- 
cia,  que  declara  inscribibles  en  el  Registro  de 
la  propiedad  las  dos  escrituras  objeto  de  la 
consulta,  fundándose  en  que  los  arts.  4.°  y  108 
de  la  ley  hipotecaria  se  refieren  á  las  Socieda- 
des anónimas  ó  por  acciones,  y  uo  á  las  Com- 
pañias  comanditarias: 

Vista  la  providencia  del  presidente  de  la  Au- 
diencia, confirmatoria  de  la  anterior  resolu- 
ción, y  cuyo  cumplimiento  fué  suspendido  por 
orden  de  esa  Dirección  general  cuando  se  le 
dio  cuenta  de  ella  en  virtud  del  art.  22.3  del 
reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley 
hipotecaria: 

Vistos  los  arts.  2.°,  4.»,  9.°,  108,  núm.  4.",  y 
267  de  la  ley  hipotecaria,  y  296,  297,  301,  312, 
317,  318  y  349  del  Código  de  Comercio: 

Considerando  que  las  dudas  consultadas  por 
el  registrador  consisten  en  resolver:  primero, 
si  pueden  inscribirse  lo.s  actos  traslativos  ó 
modificativos  de  las  acciones  eu  que  se  halla 
dividido  el  capital  de  las  Sociedades  mercanti- 
les, cuandono  sean  anónimas;ysegundo,  cómo 
deberá  acreditarse  en  ca.so  afirmativo  la  cua- 
lidad de  socio  en  la  escritura  de  prórroga  so- 
cial ó  de  otra  especie,  en  defecto  de  inscrip- 
ción previa  de  la  acción  á  favor  del  mismo: 

Considerando  que  la  primera  duda  nace  pa- 
ra dicho  funcionario  del  hecho,  frecuente  en 
aquel  Reg'istro,  de  haberse  inscrito  acciones  ó 
partes  del  capital  de  varias  Sociedades  mer- 
cantiles en  comandita,  no  obstante  lo  dispues- 
to en  el  art.  4.°  de  la  citada  ley,  que  niega  la 
cualidad  de  bienes  inmuebles  para  los  efectos 
de  la  misma  á  dichas  acciones,  y,  por  consi- 
guiente, la  posibilidad  legal  de  inscribirlas  en 
el  Registro  de  la  propiedad: 

Considerando  que  el  hecho  de  la  inscripción 
de  actos  ó  contratos  relativos  á  las  referidas 
acciones  no  es  por  si  solo  una  razón  leg-al  para 
continuar  practicándolo  cuando,  como  sucede 
en  el  presente  caso,  es  contrario  á  la  doctrina 
clara  y  terminante  de  la  ley  hipotecaria,  la 
cual  niega  en  absoluto  á  todas  las  acciones  de 
Sociedades  mercantiles  el  carácter  de  bienes 
inmuebles,  como  lo  demuestra  el  art.  4.",  que 
no  distingue  entre  estas  últimas,  y  el  mim.  4." 
del  art.  108,  que  al  prohibir  que  se  constituya 
hipoteca  sobre  ciertos  bienes  ó  derechos  rea- 
les por  no  ser  inmuebles,  incluye  en  esta  pro- 
hibición «las  acciones  de  Convpañias  mercanti- 
les de  cualquier  especie»: 

Considerando  que  la  inscripción  de  las  ac- 
ciones de  Sociedades  mercantiles  en  g-eneral 
es  además  contraria  á  los  principios  funda- 
mentales de  la  citada  ley,  porque  pertenecien- 
do el  dominio  y  administración  de  los  bienes 
raices  ciue  forman  el  capital  social  á  las  mis- 
mas Conipañias,  consideradas  como  personas 
distintas  de  los  socios,  y  representando  las  ac- 
ciones de  éstos  sólo  una  parte  alícuota  de  todo 
el  capital,  sin  determinación  de  los  bienes  en 
que  consiste,  ya  sean  raíces,  ya  muebles,  ya 
coaas  incorporales,  la  inscripción  de  los  iumue- 
Toiio  II. 


bles  debe  hacerse  con  arreg'lo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  9.°,  núm.  5.°  de  dicha  ley  á  nombre  de 
la  Compañía  ó  Sociedad  mercantil,  la  cual  es 
la  única  persona  jurídica  que  reúne  la  capaci- 
dad necesaria  para  disponer  de  ellos,  cuya  ins- 
cripción, una  vez  practicada,  constituye  obs- 
táculo, seg'úu  el  Registro,  para  inscribir  el 
dominio  del  todo  ó  parte  del  inmueble  á  favor 
de  un  socio  mientras  éste  no  ¡presente  el  co- 
rrespondiente titulo  traslativo  otorg'ado  por  la 
misma  Compíiñía  ó  por  sus  leg'ltimos  repre- 
sentantes: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  segunda  duda 
consultada  por  el  registrador,  que  no  siendo 
inscribibles  los  actos  traslativos  ó  modificati- 
vos de  acciones  de  Sociedades  ó  Compañías 
mercantiles,  es  inoportuno  é  improcedente  dic- 
tar reglas  para  la  calificación  de  las  formali- 
dades y  requisitos  necesarios  en  aquellos  ac- 
tos, los  cuales  deberán  reg'irse  por  las  disposi- 
ciones de  la  legislación  mercantil  vig-ente; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  V.  I.  y  para  que  sirva  de  regla 
g'eneral  en  casos  análogos,  se  ha  servido  re- 
solver la  dtida  consultada  declarando  que,  con 
arreglo  á  los  arts.  4.°  y  108  de  la  ley  hipoteca- 
ria, no  son  inscribibles  en  el  Reg'istro  de  la 
propiedad  los  actos  y  contratos  relativos  á  las 
acciones  en  que  se  haya  dividido  el  capital  de 
las  Compañías  mercantiles,  cualquiera  que  sea 
su  especie  y  denominación,  cuyas  acciones  se 
transmitirán  mientras  aquéllas  no  se  hallen 
definitivamente  disueltas,  con  arreg'lo  á  la  le- 
gislación mercantil  vig-ente. — Lo  digo  á  V.  I., 
etcétera.— Madrid  17  de  Abril  de  1876.— Mar- 
tín de  Herrera. — Al  director  general  de  los  Re- 
gistros civil  v  de  la  propiedad  y  del  Notaria- 
do.» (Gac.  23  Abril.) 

E.  0. 10  Noviembre  1876. 

Declaró  que  el  decreto  ley  de  6  de  Diciem- 
bre de  1868  no  introdujo  novedad  en  lo  relati- 
vo á  formación  de  matrículas  de  comerciantes 
y  que  debía  considerarse  vigente  la  R.  O  de 
10  de  Octubre  de  1862.  Véanse  los  arts.  16  á 
32  del  nuevo  Código,  y  el  Regí,  de  21  Diciem- 
bre 1885. 

E.  O.  29  Enero  1878. 

(FoM.)  Se  aprobaron  las  cuentas  y  prórro- 
ga de  la  percepción  del  impuesto  de  entrada 
en  el  local  de  la  Bolsa.  (Gac.  3  Febrero.) 

E.  O.  19  Junio  1878. 
No  pueden  subsistir  los  corredores  libres  de  comercio. 

(FoM.)  Se  desestimó  una  instancia  de  los 
comerciantes  de  Santander  solicitando  el  res- 
tablecimiento de  los  corredores  de  comercio 
sin  titulo  ni  fianza,  y  dispuso  que  todos  los  que 
vienen  funcionando  como  libres,  conforme  al 
decreto  de  30  de  Noviembre  de  1868,  están  obli- 
gados, después  del  de  iodo  .Julio  de  1874,  á 
colocarse  en  las  condiciones  de  legalidad  que 
éste  exige  para  continuar  desempeñando  sus 
cargos  '.  (Gac.  24  Junio.) 


'  Boy  cualquier  español  ó  e3:iranjero  puede  ejercer 
funciones  de  agente  ó  corredor,  pero  sólo  tienen  fe  públi- 
ca los  colegiados.  Ver  los  arts.  88  ;/  siguientes  del  Código 
de  Comercio,  y  10di2  del  Reg.  de  3Í  Diciembre  1885. 

4S 
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Ley  30  Julio  1878.  - 
(FoM.)  Autorizó  al  Ministro  de  Fomento 
para  establecer  un  nuevo  derecho  de  50  cénti- 
mos de  peseta  por  la  entrada  de  cada  persona 
en  el  local  de  la  Bolsa  de  Madrid,  con  aplica- 
ción al  sostenimiento  del  local  y  á  la  construc- 
ción de  un  nuevo  aditicio  destinado  al  propio 
objeto,  con  las  combinaciones  ó  medios  de  cré- 
dito más  oportunos  á  juicio  de  la  Junta  admi- 
nistradora que  se  crearía  para  llevar  k  cabo 
dicha  construcción.  (Gac.  31  Julio.) 

Ley  30  Jnlio  1878. 
Reforma  del  Códiqo  de  Comercio. 
(FoM.)     Esta  ley  declaró  su))rimidos  los  ar- 
tículos 1.145  y  1.161  del  Cód.  de  Comercio,  y 
dio  nueva  redacción  á  los  arts.  1."   17   1  062 
1.066,  1.067,  1.068,  1.069,   1.070,   1.105,  1.147', 
1.150  y  1.158.  (Gac.  2  Agoato.)  Queda  ajustada 
la  redacción  de  estos  artículos  á  las  disposicio- 
nes de  esta  ley. 

E.  D.  1."  Noviembre  1878. 
Ajjlicación  á  Ultramar  de  la  ley  anterior. 
(ULTR.4MAR.)     Se  mandó  observaren  Ultra- 
mar la  ley  anterior,  sustituvendo  la  palabra 
Remr  en  el  art.  1.062,  por  las  de  la  reapecth-a 
isla.  (Gac.  2  Noviembre.) 

B.  o.  6  Diciemhre  1S78. 

Aumentó  el  número  de  corredores  en  varias 
plazas  mercantiles,  y  señaló  hasta  el  30  de  Ju- 
nio de  1879  como  plazo  para  .solicitarlas.  (Ga- 
ceta 11  Diciembre.) 

E.  O.  8  Marzo  1880. 
Sohre  que  se  inscriban  en  los  Registros  de  comercio  de 
2}rovmcia  y  se  admitan  en  el  Ministerio  las  -scrituras 
de  constitución  de  sociedades  mercantiles  é  industria- 
les dentro  del  plazo  que  fija  el  Código  y  la  ley  de  19  de 
Octubre  de  186» con  lo_demds  que  se  dice. 

(PoM.)  «Las  Secciones  de  Fomento  v  Ha- 
cienda del  C.  de  E.,  con  fecha  28  de  Febrero 
último,  han  emitido  el  informe  sig-uiente: 

«Excmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  Real 
orden,  comunicada  por  el  Ministerio  del  dia'no 
carg-o  de  V.  E.  en  5  de  Enero  anterior,  han 
examinado  estas  Secciones  el  expediente  rela- 
tivo á  la  consulta  hecha  por  el  gobernador  de 
Pontevedra  acerca  de  la  época  en  que  deben 
inscribirse  en  los  Registros  de  comercio  v  ad- 
mitirse en  ese  Ministerio  las  escrituias  de  So- 
ciedades que  se  rigen  por  la  lev  de  19  de  Oc- 
tubre de  1869. 

Resulta  que  en  22  de  Noviembre  último  el 
referido  gobernador  elevó  una  comunicación  á 
V.  E.  manifestando  que  con  arreglo  al  art.  26 
del  Código  de  Comercio  v  al  H.°  de  la  lev  de  19 
de  Octubre  de  1869,  las  escrituras  de  constitu- 
ción de  Sociedades  mercantiles  ó  industriales 
deben  inscribirse  en  el  Registro  público  y  ge- 
neral de  comercio  que  se  íleva  en  las  Sec'reU- 
rias  de  los  Gobiernos  de  las  provincias,  v  pre- 
sentarse una  copia  de  las  mismas  á  los  gober- 
nadores para  que  las  remitan  á  ese  Ministerio 
dentro  de  losquincedías  siguientes  al  del  otor- 
gamiento de  dichas  escrituras,  bajo  las  ]>enas 
que  señalan  los  arts.  28  v  30  del  Código  de  Co- 
mercio y  12  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869 1; 


'    El  nuevo  Cód.  de  Comercio  no  señala  plazo  para  pre- 
tentar  a  inscripción  las  escrituras  de  sociedad;  pero  debe 


Que  las  mencionados  disposiciones  no  cou- 
cuerdan  con  las  dej  reglamento  provisional  de 
14  de  Enero  de  18  í3,  dictado  para  la  adminis- 
tración y  realización  del  impuesto  de  derechos 
reales  y  transmisión  de  bienes;  pues  el  art.  190 
de  ésto'  prohibe  terminantemente  á  las  ofici- 
nas del  Estado  la  admisión  de  cualquier  docu- 
mento en  que  no  conste  haberse  pagado  el  im- 
puesto de  derechos  reales  (al  que  muchas  ve- 
ces están  sujetas  las  escrituras  de  constitución 
de  Sociedades,  según  el  art.  16  -)  ó  la  nota  de 
exención,  mandando,  en  el  caso  contrario,  de- 
volverlos, sin  que  quede  de  ellos  testinionirf, 
copia  ni  extracto  en  los  expedientes  adminis- 
trativos: 

Que  el  art.  41  del  propio  reglamento  ^conce- 
de el  plazo  de  treinta  días  para  presentar  á  la 
liquidación  del  impuesto  las  escrituras  referi- 
das si  éstas  se  hubiesen  otorgado  en  la  demar- 
cación territorial  de  la  oficina  en  que  haya  de' 
hacer.se  la  liquidación,  y  el  de  ochenta  días  .si 
se  hubiesen  otorgado  en  otro  distrito: 

Que  por  lo  tanto  resulta  por  una  parte  que 
los  otorgantes  de  las  escrituras  de  Sociedad 
están  obligadas  A  presentarlas  á  inscribir  en 
el  Registro  de  comercio  dentro  de  los  quin- 
ce días  siguientes  ;V  su  otorgamiento,  y  que 
por  otra  no  pueden  admitirse  en  los  referidos 
Registros  dichas  escrituras  si  en  ellas  no  cons- 
ta haberse  pagado  el  impuesto  de  derechos 
reales  ó  estar  exentos  del  mencionado  pag'o,  á 
pesar  de  que  los  interesados  están  en  su  dere- 
cho no  satisfaciendo  el  impuesto  antes  de  los 
treinta  ú  ochenta  días  que  el  art.  41  del  regla- 
mento les  concede  para  ello.  En  virtud  de  lo 
expuesto,  pide  el  expresado  gobernador  que 
se  le  manifieste  si  podrá  admitir  ó  no  h  regis- 
tro las  escrituras  de  Sociedad  aun  cuando  ca- 
rezcan del  requisito  que  exige  el  art.  190  del 
citado  reglamento,  por  no  estar  obligados  los 
otorgantes  á  presentarlas  á  la  liquidación  del 
impuesto  dentro  del  plazo  en  que  tienen  que 
hacerlo  al  Registro  de  comercio...  (Sigue  el  in- 
forme exponiéndolos  antecedentes  del  asunto, 
laopinión  delNegociado,etc.,y  coucluvecomo 
sigue:) 

«Opinan,  pues,  las  Secciones,  en  resumen, 
que   mientras  no  se  modifique  el  art.  190  del 
reglamento  provisional  vigente  para  la  admi- 
nistración  del  impuesto  de  derechos   reales, •• 
como  debe  modificarse  cuando  se  forme  el  re-j 
glamcínto   definitivo    ',   poniéndolo  en  conso-j 
nancia  con  lo  prevenido   en  los   arts.   26  dell 
Código  de  Comercio  y  3."  de  la  ley  de  19  de  Oaí 
tubre  de  1869,  procede  disponer  que  se  iuscrlS 
ban  en  los  Registros  de  comercio  de  los  G:o\ 
biernos  de  provincia,  y  que  se  admitan  en  ese 
Ministerio  las  escrituras  de  constitución  dé 
Sociedades  mercantiles  é  industriales  deuti'í 
del  plazo  que  fijan  el  Código  y  la  ley  de  19  dá 


tener  lugarla  presentación  antes  de  que  la  Compnñiat 
principio  ó  sus  operaciones,  según  se  deduce  de  los  artio, 
los  n  y  119. 

'     Es  el  157  del  vigente  de  .31  de  Diciembre  de  1881, 
serto  en  Impuesto  de  derechos  reales. 

2    Concuerda  con  el  ;4  del  citado  reglamento  de  1881ñ 

^     Concuerda  literalmente  con  elpdrr.  I.*' del  art.  5S^ 
del  reglamento  vigente. 

''    Él  art.  100  del  Rey.  de  1878  es  exactamente  igual  afl 
157  del  de  31  de  Diciembre  dt  1881, 
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Octubre  de  1869,  aunque  uo  contengan  la  nota 
de  haber  pagado  el  impuesto  de  dereclios  rea- 
les, ni  la  de  estar  exentos  de  dicho  pago;  pero 
expresándose  en  las  referidas  inscripción  y 
admisión  que  éstas  son  sólo  preventivas,  es 
decir,  qTie  su  eficacia' dependerá  do  que  den- 
tro de  los  plazos  que  el  mencionado  regla- 
mento provisional  señala  para  el  pag'o  del  im- 
puesto se  acredito  haberse  éste  satisfecho,  ó 
se  presente  la  nota  de  exención,  en  cu>o  caso 
se  convertirán  en  definitivas,  anulándose  en 
el  caso  contrario.»  Y  conformándose  S.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictamen,  ha 
tenido  á  bien  resolver  como  en  el  mismo  se 
propone.  De  Real  orden,  etc. — Madrid  8  Mar- 
zo de  1880.— Lasala.»  (Gac.  28  Marzo.) 

Ley  7  Mn  y  o  1880. 

(FoM.)  Se  mandó  nombrar,  á  propuesta  de 
los  Ministros  de  Gracia  y  .Justicia  y  de  Fo- 
mento, una  Comisión  especial  que  revise  el 
proyecto  de  Cód.  de  Com.  formado  por  la  Co- 
misión de  20  de  Septiembre  de  18G9,  y  que  se 
someterá  á  las  Cortes  en  la  forma  que  juzgue 
más  adecuada.  (Gac.  8  Mayo.) 

E.  o.  24  Mayo  1880. 
(Hac.)     Declaró  que  incurren  en  multa  los 
comerciantes  que   aun   teniendo  libro  diario 
sellado  no  hagan  en  él  los  asientos  de  opera- 
ciones ■•. 

Ley  22  Jimio  1880. 
Precio  de  las  iJíü/ias  de  Bolsa  =. 

(Hac.)  «Artículo  1."  El  precio  de  las  pó- 
lizas de  operaciones  do  Bolsa  al  contado  será 
do  una  peseta  por  cada  100.000  pesetas  nomi- 
nales ó  fracción  de  esta  cantidad  en  que  la 
operación  consista. 

Art.  2."  Para  cada  póliza  de  operaciones  á 
plazo  el  precio  será  de  50  céntimos  de  peseta. » 
(Gac.  23  Junio.) 

B.  o.  25  Junio  1880. 

Declara  que  los  precios  señalados  en  la  ley 
anterior  son  especiales  y  no  sujetos  al  recar- 
go de  50  por  100  que  viene  exigiéndose  en  el 
papel  sellado,  y  mandó  extender  cinco  clases 
de  pólizas  conforme  á  la  cuantía  de  la  opera- 
ción que  respectivamente  tuvieran  por  ob- 
jeto ■'. 

Ley  6  Julio  1880. 
Atttoriaando  la  entrega  de  terrenos  á  la  .Junta  creada 
por  la  ley  de  30  de  Julio  de  1878,  y  la  venta  del  antiguo 
edificio  de  la  Bolsa  de  Madrid.. 

(FoM.)  «Aj-ticulo  1."  Se  autoriza  á  los  se- 
ñores Ministros  de  Hacienda  y  Fomente  para 
entregar  á  la  .Junta  creada  por  la  ley  de  30  de 
Julio  de  1878  el  solar  comprendido  entre  la 
plaza  de  la  Lealtad  y  las  calles  de  Juan  de 
Mena,  Alarcón  y  Lealtad  con  destino  á  la 
construcción  de  una  Bolsa  de  Comercio,  que 
será  propiedad  del  Estado. 


*  Sobre  responsabilidad  penal  por  faltas  relativas  al 
iiso  del  sello  en  los  libros  del  comercio,  ver  los  arts.  174 
d  170  de  la  vigente  leí/  de  .31  de  Diciembre  de  1881,  inser- 
ta en  Sello  y  timüiÍr,  ;/  derogatoria  de  toda  la  legisla- 
ción anterior  sobre  pa[iel  sellado. 

-  Hog  las  pólizas  de  Bolsa  están  siempre  sujetas  al  se- 
llo ó  timbre  <  orrespondiente,  y  se  rige  la  cuantía  del 
mismo  por  los  arts.  162  d  /flfl  de  la  ley  de  31  Diciembre 
de  1881. — V.  Sello  y  timrre. 


Art.  2."  .Se  autoriza  igualmente  al  Ministro 
de  Fomento  para  vender,  á  propuesta  de  la 
Junta  administradora,  des|)ués  de  terminada 
la  nueva  BoLsa,  el  edificio  en  que  radica  la  ac- 
tual, invirtiendo  su  producto  en  amortizarlos 
fondos  que  se  adquieran,  con  arreg'lo  al  ar- 
ticulo 4."  de  la  ley  de  30  de  Julio  de  1878. 

Art.  3."  De  la  Junta  de  obras  formará  par- 
te precisamente  la  Junta  administrativa  crea- 
da por  la  citada  ley. 

Art.  4."  Queda  en  vigor  la  repetida  ley  de 
30  de  Julio  de  1878  eu  cuanto  uo  se  oponga  á 
la  presente.»  (Gac.  8  Julio.) 

B.  O.  4  Agosto  15S0. 

(Hac.)  Modificó  esta  Real  orden  la  de  25 
de  Junio  anterior,  mandando  emitir  desde 
luego  seis  clases  de  pólizas  para  operaciones 
al  contado...,  y  disponiendo  que  las  pólizas 
para  préstamo  con  garantía  de  efectos  públi- 
cos, fueran  do  8."'  clase. 

Ya  hemos  dicho  que  hoy  rigen  los  arts.  152 
á  155  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881. 

Ley  3  Marzo  1881. 
Es  la  de  Enj.  civil.  Sus  arts.  1.318  á  1.396 
están  dedicados  al  orden  de  proceder  en  las 
quiebras;  los  arts.  1.544  á  1.5G0  al  procedi- 
miento de  apremio  en  asuntos  mercantiles,  y 
la  parte  segunda  de  su  libro  III,  arts.  2.109  á 
2.181,  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en 
negocios  de  comercio. — V.   Enjuiciamiento 

CIVII>. 

B.  D.  1."  Míirzo  1881. 

Nombró  la  Comisión  para  revisar  el  proyec- 
to de  Cód.  de  Com.,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.°  de  la  ley  de  7  de  Mayo  de  1880. 
(Gac.  4  Marzo.) 

E.  D.  12  Agosto  1881. 
Haciendo  extensiva  d  las  provincias  de  lltramar  la  ley  de 

li  de  Noviembre  de  1860  sobre  quiebras  de  Compañías 

de  ferrocarriles. 

(Ultramar.)  «Artículo  1."  Se  hace  ex- 
tensiva á  las  provincias  de  Ultramar  la  ley  do 
12  do  Noviembre  de  1869,  vigente  en  la  Penín- 
sula, que  trata  del  procedimiento  en  las  quie- 
bras de  las  Compañías  concesionarias  de  fe- 
rrocarriles y  demás  de  obras  públicas,  con  las 
modificaciones  á  que  da  lugar  la  legislación 
vigente  en  dichas  provincias  y  las  condiciones 
de  las  mismas...»  (Gac.  18  Agosto.) 

Ley  31  Diciemlire  1881. 
Sello  en  los  documentos  mercantiles. 

Se  inserta  esta  ley  en  Sello  y  timbre  y  son 
de  consultar  sus  arts.  106  á  177. 
B.  O.  29  Julio  1883. 
Emisión  de  obligaciones  por  las  Compañías  de  obras 
públicas. 

(Fom.)  Extracto.— Ai\torÍ7.n.áo  en  junta  ge- 
neral el  Consejo  de  administración  de  la  Com- 
pañía de  ferrocarriles  directos  de  Madrid  y 
Zaragoza  á  Barcelona,  para  crear  cierto  nú- 
mero de  Obligaciones  amortizables,  y  garanti- 
das con  la  hipoteca  de  la  linea  de  Valls  á  Vi- 
Uanueva  y  Barcelona,  procedió  á  la  emisión 
de  10.000  Obligaciones  mediante  pública  su- 
basta. La  Compañía  dio  conocimiento  de  este 
acuerdo  al  Ministerio  dentro  de  los  treinta  días 
fijados  en  la  lev  de  19  de  Octubre  de  1869,  y  la 


756 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (1883.) 


Direccióu  general  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio  niaudó  suspender  la  ejecución  de 
aquél  y  la  neg'ociación  de  valores  mientras  la 
referida  Sociedad  no  obtuviera  del  Gobierno 
la  correspondiente  autorización,  con  arreg'lo 
al  art.  48  de  la  ley  de  ferrocarriles  de  3  de  Ju- 
nio de  1855,  al  1."  de  la  de  12  de  Noviembre  do 
1869  y  á  la  R.  O.  de  14  del  mismo  mes  de  1877. 

Promovido  por  laConipailía  expediente  con- 
tra este  acuerdo,  pasó  el  asuuto,  previo  infor- 
me del  Negociado  correspondiente,  al  Consejo 
de  Estado,  y  sus  Secciones  de  Fomento  y  de 
Estado  y  Gracia  y  Justicia  emitieron  el  si- 
guiente dictamen: 

...Las  Seciones  expondrán  á  la  considera- 
ción de  V.  E.  que  para  resolver  la  cuestión 
que  se  consulta  conviene  distinguir  muy  prin- 
cipalmente la  facultad  que  para  emitir  obliga- 
ciones puedan  tener  las  Compañías  concesio- 
narias de  obras  públicas  del  carácter  que  á  es- 
tos valores  debe  reconocerse. 

Eu  cuanto  al  primer  extremo,  no  puede  ne- 
garse á  dichas  empresas  el  derecho  de  emisión, 
porque  este  derecho  lo  tienen  declarado  en  va- 
rias disposiciones,  como  no  podía  menos  de 
suceder  tratándose  de  una  condición  esencial 
para  la  existencia  de  las  Sociedades  de  obras 
públicas;  pues  si  se  les  neg-ara  el  uso  del  cré- 
dito, se  las  privaría  del  medio  indispensable 
para  su  desarrollo. 

Pero  al  hacer  uso  de  este  derecho  las  Com- 
pañías sometidas  á  la  inspección  del  Gobierno 
necesitan,  con  arreglo  á  la  ley  de  ferrocarri- 
les, impetrar  la  autorización  del  mismo,  para 
emitir  obligaciones  y  ajustarse  en  la  emisión 
á  las  leves  de  11  de  Julio  de  1856,  11  del  mismo 
mes  de' 1860  y  29  de  Enero  de  1862,  y  art.  10 
de  la  de  presupuestos  de  3  de  Agosto  de  1866, 
lo  cual  no  sucede  con  las  empresas  que  no  es- 
tando subvencionadas  se  rigen  por  la  lev  de  19 
de  Octubre  de  1869. 

Estas  Compañías,  en  el  mero  hecho  de  estar 
emancipadas  de  la  tutela  del  Gobierno,  sólo 
están  sujetas  para  la  emisión  de  obligaciones 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  8."  de  la  misma  ley...  ■", 
según  este  artículo  tan  explícito  y  claro,  y  que 
está  en  armonía  con  el  espíritu  de  la  ley  de  que 
forma  pai'te,  no  puede  desconocerse  el  dere- 
cho que  asiste  á  estas  Compañías  para  acordar 
y  ejecutar  libremente  la  emisión  de  obligacio- 
nes sin  necesidad  de  autorización  alguna  del 
Gobierno. 

A  esta  interpretación  se  opone  abiertamen- 
te la  orden  «apelada...  segiin  la  cual,  rigen 
para  estas  Compañías  libres  y  no  subvencio- 
nadas, las  mismas  leyes  que  para  las  someti- 
das á  la  inspección  del  Gobierno,  según  lo  dis- 
pone el  art.  1."  de  la  lev  de  12  de  Noviembre 
de  1869  y  la  R  O.  de  14 'de  dicho  mes  de  1877; 
pero  observando  que  el  carácter  de  esta  ley  es 
puramente  adjetivo,  y  que  su  objeto  principal 
no  fué  otro  que  establecer  un  procedimiento 
que  en  los  casos  de  quiebras  ó  suspensión  de 
pagos  en  las  Compañías  de  ferrocarriles  con- 
cillara los  derechos  del  Estado  á  la  subvención 
con  los  de  los  tenedores  de  acciones  y  de  los 
acredores,  y  así  se  deduce  también  del  artícu- 


*     Ver  hoy  el  art.  186  del  Código  de  Comercio. 


lo  adicional  de  la  misma,  de  las  que  se  com- 
prende sin  esfuerzo  cpie  el  referido  art.  1."  sólo 
es  aplicable  á  las  Compañías  subvencionadas, 
pero  no  á  las  que  sin  auxilio  alg'uno  del  Esta- 
do se  rigen  por  la  citada  ley  de  19  de  Octubre; 
pues  faltando  la  subvención,  falta  también  la 
razón  que  tendría  el  Gobierno  para  ejercer  la 
inspección  que  se  reserva  en  las  Compañías 
auxiliadas  con  fondos  del  Tesoro. 

En  cuanto  al  seg'undo  punto  que  debe  exa- 
minarse en  esta  consulta,  ó  sea  el  carácter  que 
debe  recouocei-se  en  las  obligaciones  emitida" 
por  las  empresas  de  obras  públicas,  sólo  dirán 
las  Secciones  que  si  estos  valores  han  sido  emi- 
tidos por  lasCompañías  sujetas  á  la  inspección 
del  Gobierno,  llevan  consigo  la  consideración 
de  efectos  públicos  cotizables  en  Bolsa,  por  la 
razón  bien  clara  de  que  el'Gobierno  ha  exami- 
nado las  operaciones  de  la  emisión  y  ha  podi- 
do cerciorarse  de  que  el  pago  y  amortización 
de  dichos  valores  con  sus  intereses,  están  su- 
ficientemente g'arantidos;  pero  no  puede  de- 
cirse lo  mismo  respecto  de  los  valores  que  emi- 
tan las  Sociedades  libres,  porque  no  habiendo 
intervenido  el  Gobierno  en  la  emisión  ni  ejer- 
cido inspección  alguna  eu  las  operaciones  so- 
ciales, no  puede  declarar  leg-ítimos  dichos  va- 
lores ni  concederles  el  carácter  de  efectos  pú- 
blicos cotizables  en  Bolsa  sin  que  antes  se 
examinen  por  ese  Ministerio  los  documentos 
y  antecedentes  que  estime  necesarios  para 
formar  el  convencimiento  de  que  dichos  valo- 
res están  debidamente  garantidos  para  tener 
el  carácter  de  efectos  piiblicos  cotizables  en 
Bolsa. 

Examinada  en  tales  términos  la  consulta 
general  que  se  pide,  resta  decir,  en  cuanto  al 
caso  concreto  que  motiva  el  expediente,  cpie 
no  estando  bajo  la  vigilancia  del  Gobierno,  ni 
subvencionada  por  el  Estado,  sino  por  el  con- 
trario, concedida  á  perpetuidad  la  línea  direc- 
ta de  Madrid  y  Zaragoza  á  Barcelona,  no  ne- 
cesita la  empresa  de  autorización  del  Gobier- 
no para  emitir  oblig-aciones,  si  bien  no  tendrán 
éstas  el  cp.rácter  de  efectos  públicos  cotizables 
en  Bolsa  hasta  que  se  haya  declarado  así  por 
ese  Ministerio  en  vista  de  los  datos  que  crea 
conveniente  examinar. 

En  resumen,  las  Secciones  son  de  dictamen: 

1.°  Que  procede  revocar  la  orden  apelada 
de  la  Dirección  general  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio,  y  dejar  en  libertad  á  la 
Compañía  concesionaria  de  la  linea  directa  de 
Madrid  y  Zaragoza  á  Barcelona  para  emitir 
las  obligaciones  que  teijga  por  conveniente, 
si  bien  antes  de  conceder  á  estos  valores  el  ca- 
rácter de  efectos  públicos  para  su  cotización 
eu  Bolsa,  deberán  reclamarse  de  la  Conipa 
nía,  por  ese  Ministerio,  los  documentos  y  au 
tecedentes  que  se  crean  necesarios  para  cer 
clorarse  de  la  legitimidad  y  garantías  de  li 
emisión. 

2.°  Que  puede  declararse  como  resolución 
de  carácter  general  que  las  Compañías  de 
obras  públicas  subvencionadas  por  el  Estado, 
sea  cualquiera  la  legislación  por  que  se  rijan, 
están  sujetas  para  la  emisión  de  obligaciones 
á  las  disposiciones  que  se  citan  en  el  art.  1. 
de  la  ley  de  12  de  Noviembre  de  1869;  pero  que 
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estas  disposiciones  uo  son  aplicables  á  las  So- 
ciedades DO  subvencionadas  y  que  se  rigen 
por  la  ley  de  19  Octubre  del  mismo  año,  si  bien 
las  obligaciones  emitidas  por  estas  Sociedades 
no  tendrán  el  carácter  de  efectos  públicos  co- 
tizables eu  Bolsa  mientras  no  se  declare  así 
por  ese  Ministerio  en  cada  caso,  previo  el  exa- 
men de  los  documentos  necesarios  para  for- 
mar juicio  de  la  validez  y  g'arantia  de  dichos 
valores  *.»  Y  asi  se  resuelve.  (R.  O.  29  Julio 
isas.— Gac.  10  Agosto.) 

B.  D.  12  Marzo  1S95. 

Haciendo  extensivo,  d  la  isla  de  Cuba  la  ley  de  9  de  Julio 
de  1882. 

«Articulo  1."  Se  hace  extensiva  á  la  isla  de 
Cuba  la  ley  de  9  de  Julio  de  1862,  dictada  para 
la  Península,  referente  á  los  resguardos  no- 
minativos expedidos  por  las  Compañías  de  al- 
macenes de  depósito  y  custodia  de  frutos  y 
mercancías.»  (Gac.  14  Marzo.) 

.Ley  22  Agosto  1885. 
Autorizando  al  MinistTO  de  Gracia  y  Justicia  para  pu- 
blicar como  ley  el  adjunto  proyecto  de  Código  de  Co- 
■ucrcio. 

(Grao,  t  Just.)     «Don  Alfonso  XII,  etc. 

Artículo  iiuico.  Se  autoriza  al  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  para  que  publique  como  ley 
el  adjunto  proyecto  de  Código  de  Comercio. 

Por  tanto: 

Mandamos,  etc. — Dado  en  Sau  Ildefonso  á 
22  de  Agosto  de  1885.— Yo  el  Rey.— El  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  Francisco  Silvela. 

E.  D.  22  Agosto  1885. 
Mandando  observar  el  nuevo  Códit/o  en  la  Peni7isula  é  is- 
las adyacentes  desde  el  1.^  de  Enero  de  Í8K6. --Ejem- 
plar original  y  aiciéntico.  —  Compañías  anónimas  mer- 
cantiles.— Rerjíamentos  para  la  organización  y  régimen 
del  Registro  mercantil  y  de  las  Bolsas  de  Comercio  ^. 

(Grao,  y  Just.)  «Teniendo  presente  lo  dis- 
puesto en  la  ley  sancionada  por  mi  con  esta 
fecha,  que  autoriza  al  Gobierno  para  publicar 
como  ley  el  proyecto  de  Códig'o  de  Comercio, 
y  conformándome  con  el  parecer  del  Conse- 
jo de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  El  Código  de  Comercio  referi- 
do se  observará  como  ley  en  la  Península  é 
islas  adyacentes  desde  el  primero  de  Enero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  seis. 

Art.  2.°  Un  ejemplar  de  la  edición  oficial, 
firmado  por  mí  y  refrendado  por  el  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  se  conservará  en  el  Ar- 
chivo del  Ministerio  y  servirá  de  original  para 
todos  los  efectos  legales. 


•  Sobre  eríiisión  de  obligaciones  por  empresas  subven- 
cionadas, ver  el  art.  187  del  nuevo  Código  de  Comercio;  y 
sobre  el  caso  en  que  las  obligaciones  podrán  adquirir  el 
carácter  de  efectos  públicos,  el  art.  69. 

^  El  dia  18  de  Marzo  de  1882,  el  entonces  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  presentó  á  las  Cortes  un  prtíyerto  de 
ley  de  autorización  al  mismo  para  promulgar  él  de  Códi- 
go de  Comercio,  formado  por  la  Comisión  creada  en  20 
de  Septiembre  de  IStat,  y  revisado  por  la  que  se  nombró 
en  7  de  Mayo  de  1880.  Acompañó  al  proyecto  una  exten- 
sa Exposición  de  motivos,  que  iremos  extractando  en  los 
respectivos  lugares  del  nuevo  Código,  d  fln  de  dar  breve, 
pero  completa  idea,  de  las  reformas  introducidas  en  la 
legislación  anterior,  pues  aun  cuando  el  jiroyecto  del  Mi- 
nistro sufrió  algunas  modificaciones  en  el  Parlamento, 
no  fueron  íírofundas  ni sustaiiciales,  y  con  aquel  proyec- 
to concuerda  casi  literalmente  el  contenido  del  nuevo  Có- 
digo majidado  observar  por  el  decreto  arriba  inserto. 


Art.  3."  Las  Compañías  anónimas  mercan- 
tiles existentes  en  treinta  y  uno  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  que,  seg'iin 
el  artículo  ciento  cincuenta  y  nueve  del  mis- 
mo Cüdig'o,  tienen  derecho  á  elegir  entre  con- 
tinuar regiéndose  por  sus  reglamentos' ó  esta- 
tutos, ó  someterse  á  las  prescripciones  del 
nuevo  Códig'o,  deberán  ejercer  este  derecho 
por  medio  de  un  acuerdo  adoptado  por  sus 
asociados  en  junta  general  extraordinaria, 
convocada  expresamente  para  este  objeto,  con 
arreglo  á  sus  actuales  estatutos,  debiendo 
hacer  insertar  este  acuerdo  en  la  Gaceta  de 
Madrid  antes  del  primero  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis,  y  presentar  una 
copia  autorizada  en  el  Registro  mercantil.  Las 
Compañías  que  no  hag'an  uso  del  expresado 
derecho  de  opción,  en  el  plazo  indicado,  con- 
tinuarán rigiéndose  por  sus  propios  estatutos 
y  reglamentos. 

Art.  4.°  El  Gobierno  dictará,  previa  au- 
diencia del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  antes 
del  dia  en  que  empiece  á  regir  el  nuevo  Códi- 
go, los  reglamentos  oportunos  para  la  org'ani- 
zación  y  rég'imen  del  Registro  mercantil  y  de 
las  Bolsas  de  Comercio,  y  las  disposiciones 
transitorias  que  esas  nuevas  organizaciones 
exig'en. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  22  de  Agosto  de 
1885.— Alfonso.- El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Francisco  Silvela. 

CÓDIGO  DE  COMIÍUCIO  ' 

LIBRO  PRIMERO 
De  los  comerciantes  y  del  comercio  en  general. 

TITULO  I.— De  los  comerciantes  y  de  los  actos 

DR    COMERCIO  '^. 

Artículo    I.**     Sou   comerciantes,   para   los 
efectos  de  este  Códig-o: 
I.**    Los  que,  teniendo  capacidad  legal  para 


1  En  la  Exiwsición  de  motivos  del  proyecto  encarece  el 
Ministro  la  necesidad  de  reformar  el  Código  mercantil  de 
1829,  iiorq%ie  si  bien  éste  fué  uno  de  los  más  perfectos  de  su 
época,  omitió  instituciones  tan  importantes  como  los  Ban- 
cosy  las  Bolsas.  Por  eso  se  nombraron  Comisiones  en  1834, 
1837  y  1838,  d  fin  de  redactar  un  nuevo  Código^  pero  sus 
trabajos  fueron  abajidonados  en  los  Archivos.  Dice  que  la 
term-inación  de  la  guerra  civil  ensanchó  los  limites  del 
comercio,  y  llevó  al  orden  económico  el  espíritu  de  la  re- 
voUición  2folitica;  y  por  consecuencia  de  esto  se  reforma- 
ron las  leyes  sobre  Sociedades  y  Bolsa,  y  se  creó  en  8  de 
Agosto  de  1S55  otra  Comisión  encargada  de  revisar  el  Có- 
digo.  Pero  mientras  ésta  ordenai>a  sus  trabajos,  se  dicta- 
ron diferentes  disposicio7ies  legales,  sobre  sociedades  de 
crédito^  obras  públicas,  almacenes  de  depósito,  Bancos, 
obligaciones  al  portador,  efectos  públicos,  etc.,  hasta  que 
el  principio  de  atdonomia  individual,  formulado  en  los  de 
libertad  de  asociación,  trabajo  y  contratación^  que  pro- 
clamó el  movimiento  político  de  18(¡8,  inspiraron  radica- 
les y  múlt.ijües  reformas  que  hicieron  difícil  y  enojosa  la 
aplicación  del  Código  de  1829,  y  motivaron  el  nombra- 
miento de  la  Comisión  creada  en  20  de  Septiembre  de  18S9 
y  la  promesa  de  revisión  contenida  en  la  ley  de  19  de  Octu- 
bre del  mismo  año.  Aquella  Comisión  elevó  su  proyecto  al 
Gobierno  después  de  cinco  años  de  estudio,  y  por  inicia- 
tiva de  las  Cortes  se  publicó  la  ley  de  7  de  Mago  de  1880, 
que  impulsó  de  nuevo  la  obra  comenzada,  y  que  produjo 
la  revisión  de  la  misma,  dando  cima  d  wn  trabajo  del  que 
puede  afirmarse  'que  se  halla  á  la  altura  de  los  progresos 
realizados  en  esta  parte  por  la  ciencia  del  Derecho*. 

2  Comerciantes  y  actos  de  comercio. — Según  la  Ex- 
posición de  motivos,  el  Código  de  1829  y  el  nuevo  se  distin- 
guen esencialmente  en  que  aquél  parece  propio  y  peculiar 
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ejercer  el  comercio,  se  dedican  k  él  habitual- 
mente. 

2."  Las  Compañias  mercantiles  ¿industria- 
les que  se  constituyeren  con  arreglo  á  este 
Código. 

Art.  '2.°  Los  actos  de  comercio,  sean  ó  no 
comerciantes  los  que  los  ejecuten,  y  estén  ó  no 
especilicados  en  este  Código,  se  regiráu  por 
las  disposiciones  contenidas'en  él;  en  su  defec- 
to, por  los  usos  del  comercio,  observados  gene- 
ralmente en  cada  i)laza;  y  A  falta  de  ambas  re- 
glas, por  las  del  derecho  común. 

Serán  reputados  actos  de  comercio,  los  com- 
prendidos en  este  Código,  y  cualesquiera  otros 
de  naturaleza  análoga. 

Art.  3."  Existirá  la  presunción  legal  del 
ejercicio  liabitual  del  comercio,  desde  que  la 
persona  que  se  proponga  ejercerlo  anunciare 
por  circulares,  ¡¡eriódicos,  carteles,  rótulos  ex- 
puestos al  público,  ó  de  otro  modo  cualquiera, 
un  estableciunento  que  tenga  por  objeto  algu- 
na operación  mercantil. 

Art.  4."  Tendrán  capacidad  legal  para  el 
ejercicio  habitual  del  comercio  las  personas 
que  reúnan  las  condiciones  siguientes: 

1."     Haber  cumplido  la  edad  de  21  años. 

2.^  No  estar  sujetas  á  la  potestad  del  padre 
ó  de  la  madre  ni  á  la  autoridad  marital. 

3.*     Tener  lalibre  dispo.sición  de  sus  bienes. 

Art.  5."  Los  menores  de  21  años  y  los  inca- 
pacitados podrán  continuar,  por  medio  de  sus 
g'uardadores,  el  comercio  que  hubieren  ejerci- 
do sus  padres  ó  sus  causantes.  Si  los  guarda- 
dores carecieren  de  capacidad  legal  para  co- 
merciar, ó  tuvieren  alguna  incompatibilidad, 
estarán  obligados  á  nombrar  uno  ó  más  facto- 
i'es  que  reúnan  las  condiciones  legales,  quienes 
les  suplirán  en  el  ejercicio  del  comercio. 

Art.    6."    La  mujer  casada,  mayor  de  21 


de  una  clase  social^  y  éste  propende  á  regir  todos  los  actos 
y  operaciones  mercaiitiles,  cualquiera  que  sea  el  estado  y 
la  profesión  de  las  personas  que  los  celebren^  ajando  prin- 
cipalmente la  naturaleza  de  los  contratos,  con  indepen- 
deni.ia  de  aquéllas,  y  calificando  de  comerciante  a  todo  el 
que,  con  capacidad  para  obligarse,  ejerce  habifualmente 
actos  mercantiles.  J^sto  ofrece  la  dificultad  de  decidir  en 
cada  caso  concreto  lo  que  debe  entenderse  por  acto  de  co- 
mercio; y  para  salvarla  se  ha  acudido  d  una  fórmula  com- 
prensiva y  flexible,  que  consiste  en  declarar  actos  de  co- 
mercio los  mencionados  en  el  Código  y  cualesquiera  otros 
análogos,  cuya  calificación  de  esta  suerte,  se  abandona  al 
buen  sentido  de  los  comerciantes  y  ala  experiencia  y  espi- 
ritu  práctico  de  los  jueces  y  magistrados. 

En  el  nuevo  Código  no  se  concede  al  Derecho  civil  su  an- 
tigua importancia  como  fuente  del  comercial,  que  en  vez 
de  ser  excepción  de  aquél,  queda  proclamado  como  dej-e- 
cho  propio,  al  cual  au.vilia  el  i  ivil  como  supletorio  en  el  úl- 
timo térTíiino,  anteponiéndose  á  él  los  usos  del  comercio, 
no  como  derecho  consuetudinario,  sino  como  reglas  para 
resolver  los  diversos  casos  i>articulares  que  ocurran,  ya 
supliendo  las  cláusulas  de  los  contratos,  ya  fijando  el 
sentido  de  las  palabras,  ya  dando  o  la  obligación  sus  na- 
turales efectos  según  la  intención  presunta  délas  partes. 

En  cuanto  á  las  condiciones  de  aptitud  para  ejercer  el 
comercio,  la  nueva  ley  distingue  entre  incapacidades  é  in- 
compatibilidades,y  no  declara  nulos  los  actos  de  comercio 
ejecutados  por  los  incompatibles,  d  los  cuales  sujeta  tíni- 
camente á  las  penas  establecidas  en  los  respectivos  regla- 
mentos. Aiializa  después  el  Ministro  las  incapacidades  del 
vienor  de  21  años  y  de  la  mujer  casada,  exigida  la. prime- 
ra por  la  deficiencia  de  las  facultades  naturales  del  menor 
y  la  segunda  por  el  respeto  debido  á  la  autoridad  marital. 
Por  lo  que  hace  n  los  derechos  del  extranjero  para  comer- 
ciar, el  Código  los  iguala  con  los  que  otorga  d  los  nacio- 
nales, considerando  d  los  comerciantes  como  ciudadanos 
de  todo  el  mundo,  sin  tener  en  cuenta  para  nada  el  prin- 
cipio egoísta  de  la  reciprocidad. 


años,  podrá  ejercer  el  comercio  con  autoriza- 
ción de  su  marido,  consignada  en  escritiu-a 
pública  que  se  inscribirá  en  el  Registro  mer- 
cantil. 

Art.  7.°  Se  presumirá  igualmente  autoriza- 
da para  comerciar,  la  mujer  casada  que,  con 
conocimiento  de  su  marido,  ejerciere  el  co- 
mercio. 

Art.  8."  El  marido  podrá  revocar  libre- 
mente la  licencia  concedida,  tácita  ó  expresa- 
mente, á  su  mujer  para  comerciar,  consignan- 
do la  revocación  en  escritura  pública,  de  que 
también  habrá  de  tomarse  razón  eu  el  Regis"'. 
tro  mercantil,  publicándose  además  eu  el  pe- 
riódico oficial  del  pueblo,  si  lo  hubiere,  ó  en 
otro  caso,  en  el  de  la  provincia,  y  anuncián- 
dolo á  sus  corresponsales  por  medio  de  circu- 
lares. 

Esta  revocación  no  podra  en  ningún  caso 
perjudicar  derechos  adquií'idos  antes  de  su 
publicación  en  el  periódico  oficial. 

Art.  9.".  La  mujer  que  al  contraer  matri- 
monio se  hallare  ejerciendo  el  comercio  nece- 
sitará licencia  de  su  marido  para  continuarlo. 

Esta  licencia  se  presumirá  concedida  Ínterin 
el  marido  no  publique ,  en  la  forma  prescrita 
eu  el  articulo  anterior,  la  cesación  de  su  mu- 
jer en  el  ejercicio  del  comercio. 

Art.  10.  Si  la  mujer  ejerciere  el  comercio 
en  los  casos  señalados  en  los  arts.  G.",  7."  y  í).° 
de  este  Código,  quedarán  solidariamente  obli- 
g'ados  á  las  resultas  de  su  gestión  mercantil 
todos  sus  bienes  dótales  y  parafernales ,  y  to- 
dos los  bienes  y  derechos  que  ambos  cónyu- 
g'es  tengan  en  la  comunidad  ó  sociedad  cou- 
yugal,  pudiendo  la  mujer  enajenar  é  hipotecar 
ios  propios  y  privativos  suyos,  así  como  los 
comunes. 

Los  bienes  propios  del  marido  podrán  ser 
también  enajenados  é  hipotecados  por  la  mu- 
jer, si  se  hubiere  extendido  ó  se  extendiere  á 
ellos  la  autorización  concedida  por  aquél. 

Art.  II.  Podrá  igualmente  ejercer  el  comer- 
cio la  mujer  casada,  mayor  de  veintiún  años, 
que  se  halle  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

1.°  Vivir  separada  de  su  cónyuge  por  sen- 
tencia firme  de  divorcio. 

2.°     Estar  su  marido  sujeto  á  curaduría. 

3."  Estar  el  marido  ausente,  ignorándose 
su  paradero,  sin  cjiíe  se  espere  su  regreso. 

4°  Estar  su  marido  sufriendo  la  pena  de 
interdicción  civil. 

Art.  12.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  solamente  quedarán  obligados 
á  las  resultas  del  comercio  los  bienes  propios 
de  la  mujer,  y  los  de  la  comunidad  ó  sociedad 
conyugal  que  se  hubiesen  adquirido  por  esas 
mismas  resultas,  pudiendo  la  mujer  enajenar 
é  hipotecar  los  unos  y  los  otros. 

Declarada  legalmente  la  ausencia  del  marl-i 
do,  tendrá  además  la  mujer  las  facultades  quej 
para  este  caso  le  conceda  la  legislación  comün.3 

Art.  13.     No  podrán  ejercer  el  comercio,  níj 
tener  cargo  ni  intervención  directa  adminis- 
trativa ó  económica  en  compañias  mercantiles^ 
ó  industriales: 

1.°  Los  sentenciados  á  pena  de  interdicción3l 
cii'il,  mientras  no  hayan  cumplido  .sus  conde-  " 
ñas  ó  sido  amnistiados  ó  indultados. 
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2.°  Los  declarados  eu  quiebra,  mientras  no 
hayan  oljtenido  reliabilitación,  ó  estén  autori- 
zados, eu  virtud  de  un  convenio  aceptado  en 
junta  geiierrJ  de  acreedores  y  aprobado  por 
la  autoridad  judicial,  para  continuar  al  frente 
de  su  establecimiento;  entendiéndose  eu  tal 
caso  limitada  la  habilitación  á  lo  expresado 
en  el  convenio. 

.3."  Los  que,  por  leyes  ó  disposiciones  espe- 
ciales, no  pueden  comerciar. 

Art.  14.  No  podrán  ejercer  la  profesión  mer- 
cantil por  sí  ni  por  otro,  ni  obtener  cargo  ni 
intervención  directa  administrativa  ó  econó- 
mica en  sociedades  mercantiles  ó  industriales, 
dentro  de  los  limites  de  los  distritos,  proviu  - 
cias  ó  pueblos  en  que  desempeñan  sus  fun- 
ciones: 

1."  Los  magistrados,  jueces  y  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal  en  servicio  activo. 

Esta  disposición  no  será  aplicable  á  los  al- 
caldes, jueces  y  fiscales  municipales  ni  á  los 
que  accidentalmente  desempeñen  funciones 
judiciales  ó  fiscales. 

2."  Los  jefes  gubernativos,  económicos  ó 
militares  de  distrito,  provincias  ó  plazas. 

ii.°  Los  empleados  en  la  recaudación  y  ad- 
ministra:ción  de  fondos  del  Estado,  nombrados 
por  el  Gobierno. 

Exceptúanse  los  que  administren  y  recau- 
den por  asiento,  y  sus  reiiresentantes. 

4."  Los  agentes  de  cambio  y  corredores  de 
comercio,  de  cualquier  clase  que  sean. 

5.°  Los  que  por'leyes  ó  disposiciones  espe- 
ciales no  puedan  comerciar  eu  determinado 
territorio. 

,Art.  15.  Los  extranjeros  y  las  compañías 
constituidas  en  el  extranjero  podrán  ejercer 
el  comercio  en  España;  con  sujeción  á  las  le- 
yes de  su  país,  en  lo  que  se  refiera  á  su  capa- 
cidad para  contratar,  y  á  las  disi)OSÍciones  de 
este  Códig'o,  en  todo  cuanto  concierna  á  la 
creación  de  sus  establecimientos  dentro  del 
territorio  español,  á  sus  operaciones  mercan- 
tiles y  á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de 
la  Nación. 

Lo  prescrito  eu  este  artículo  se  entenderá 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  casos  particulares 
pueda  establecerse  por  los  tratados  y  conve- 
nios cou  las  demás  potencias. 

TIT.  II.— Dfl  registro  mercantil  '. 

Art.  16.  Se  abrirá  en  todas  las  capitales  de 
provincia  un  Registro  mercantil,  compuesto 


*  Regibtro  mercantil.  — íJsía  institución  establece  un 
poderoso  medio  de  publicidad  que  sirve  de  garantía  sufi- 
ciente d  los  terceros  interesados  en  ciertos  actos  y  opera- 
ciones mercantiles  de  transcendencia.  Las  innovaciones 
introducidas  en  el  anterior  sistema,  se  reducen  d  ampliar 
el  numero  de  documetitos  inscribibles,  alterando  la  orga- 
nización del  actual  Registro;  á  determinar  sus  efectos, 
con  el  fin  de  estimular  la  inscripción  sin  declararla  obli- 
gatoria para  los  individuos,  armonizando  las  nuevas  pres- 
cripciones con  la  teoría  general  del  Registro  de  la  jiro- 
piedad  territorial;  y  á  fijar  bien  el  carácter  jurídico  y 
público  del  Registro  mercantil,  puesto  bajo  la  salvaguar- 
dia y  tutela  de  los  Tribunales,  confiado  á  un  funcionario 
idóneo,  inamovible  y  responsable,  y  abierto  d  cuantas  per- 
sonas deseen  adquirir  noticias  referentes  á  los  comer- 
ciantes. 

—l'or  R.  D.  de  21  de  Diciembre  de  1886  se  ha  aprobido 
con  carácter  interino  el  regla  mentó  para  la  organización 
y  régimen  del  Registro  mercantil. 


de  dos  libros  independientes,  en  los  que  se 
inscribirán: 

1."    Los  comerciantes  particulares. 

2.°     Las  sociedades. 

En  las  provincias  litorales  y  en  las  interio- 
res donde  se  considere  conveniente  ¡lor  haber 
un  servicio  de  navegación,  el  Registro  com- 
prenderá un  tercer  libro  destinado  á  inscrip- 
ción de  los  buques. 

Art.  17.  La  inscripción  en  el  Registro  mer- 
cantil será  potestativa  para  los  comerciantes 
particulares,  y  obligatoria  para  las  sociedades 
que  se  constituyan  cou  arreglo  á  este  Código 
ó  á  leyes  especiales,  y  para  los  buques. 

Art.  18.  El  comerciante  no  matriculado  no 
podrá  pedir  la  inscripción  de  ningún  docu- 
mento en  el  Registro  mercantil  ni  aprovechar- 
se de  sus  efectos  legales. 

Art.  19.  í'.l  registrador  llevará  los  libros  ne- 
cesarios para  la  inscripción,  sellados,  foliados 
y  cou  nota  expresiva,  en  el  primer  folio,  de  los 
que  cada  libro  contenga,  firmada  por  el  juez 
municipal. 

Donde  hubiere  varios  jueces  municipales, 
podrá  firmar  la  nota  cualquiera  de  ellos. 

Art.  20.  El  registrador  anotará  por  orden 
cronológico  en  la  matricula  é  Índice  general 
todos  los  comerciantes  y  compañías  que  se  ma- 
triculen, dando  á  cada  lioja  el  número  correla- 
tivo que  le  corresponda. 

Art.  21.  En  la  lioja  de  inscripción  de  cada 
comerciante  ó  sociedad  se  anotarán: 

1."     Su  nombre,  razón  social  ó  titulo. 

2.°  La  clase  de  comercio  ú  operaciones  á 
que  se  dedique. 

3."  La  fecha  en  que  deba  comenzar  ó  haya 
comenzado  sus  operaciones. 

4.°  El  domicilio,  cou  e.specificación  de  las 
sucursales  que  hubiere  establecido,  sin  per- 
juicio de  inscribir  las  sucursales  eu  el  Regis- 
tro de  la  provincia  en  que  estén  domiciliadas. 

5.°  Las  escrituras  de  constitución  de  socie- 
dad mercantil,  cualesquiera  que  sean  su  obje- 
to ó  denominación;  asi  como  las  de  modifica- 
ción, rescisión  ó  disolución  de  las  mismas  so- 
ciedades. 

6."  Los  poderes  generales,  y  la  revocación 
de  los  mismos,  si  la  hubiere,  dados  á  los  ge- 
rentes, factores,  dependientes,  y  cualesquiera 
otros  mandatarios. 

7."  La  autorización  del  marido  para  que  su 
mujer  ejerza  el  comercio,  y  la  habilitación  le- 
gal ó  judicial  de  la  mujer  para  administrar  sus 
bienes  por  ausencia  ó  incapacidad  del  marido. 

8."  La  revocación  de  la  licencia  dada  á  la 
mujer  para  comerciar. 

9.»  Las  escrituras  dótales,  las  capitulacio- 
nes matrimoniales  y  los  títulos  que  acrediten 
la  propiedad  de  los  parafernales  de  las  muje- 
res de  los  comerciantes. 

10.  Las  emisiones  de  acciones,  cédulas  y 
obligaciones  de  ferrocarriles  y  de  toda  clase 
de  sociedades,  sean  de  obras  públicas,  compa- 
ñías de  crédito  ú  otras,  expresando  la  serie  y 
número  de  los  títulos  de  cada  emisión,  su  in- 
terés, rédito,  amortización  y  prima,  cuando 
tuviesen  una  ú  otra  la  cantidad  total  de  la 
emisión,  y  los  bienes,  obras,  derechos  ó  hipo- 
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tecas,  cuando  los  hubiere,  que  se  afecten  A 
su  pag-o. 

También  se  iuscvibirán,  con  arreglo  á  los 
preceptos  expresados  eu  el  párrafo  anterior, 
las  emisiones  que  hicieren  los  particulares. 

11.  Las  emisiones  de  billetes  de  Banco,  ex- 
presando su  fecha,  clases,  series,  cantidades  é 
importe  de  cada  emisión. 

12.  Los  títulos  de  propiedad  industrial,  pa- 
tentes de  invención  y  marcas  de  fábrica,  en  la 
forma  y-modo  que  establezcan  las  leyes. 

Las  sociedades  extranjeras  que  quieran  es- 
tablecerse ó  crear  sucursales  eu  España  pre- 
sentarán y  anotarán  en  el  Reg-istro,  además 
de  sus  estatutos  y  de  los  documentos  que  se 
fijan  para  las  españolas,  el  certificado  expedi- 
do por  el  cónsul  español  de  estar  constituidas 
y  autorizadas  con  arreglo  á  las  leyes  del  país 
respectivo. 

Art.  22.  En  el  Registro  de  buques  se  ano- 
tarán: 

1.°  El  nombre  del  buque,  clase  de  aparejo, 
sistema  ó  fuerza  de  las  máquinas  si  fuese  de 
vapor,  expresando  si  son  caballos  nominales 
ó  indicados;  puntos  de  construcción  del  casco 
y  máquinas;  año  de  la  misma,  material  del 
casco,  indicando  si  es  de  madera,  hierro,  ace- 
ro ó  mixto;  dimensiones  princiíjales  de  eslora, 
manga  y  puntal;  tonelaje  total  y  neto;  señal 
distintiva  qite  tiene  eu  el  Códig'o  Internacio- 
nal de  Señales;  por  último,  los  nombres  y  do- 
micilios de  los  dueños  y  partícipes  de  su  pro- 
piedad. 

2.°  Los  cambios  en  la  propiedad  de  los  bu- 
ques, en  su  denominación  ó  en  cualquiera  de 
las  demás  condiciones  enumeradas  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

S."  La  imposición,  modificación  y  cancela- 
ción de  los  gravámenes  de  cualquier  género 
que  pesen  sobVe  los  buques. 

Art.  23.  La  inscripción  se  verificará,  por 
regla  general,  en  virtud  de  copias  notariales 
de  los  documentos  qiie  presente  el  interesado. 

La  inscripción  de  los  billetes,  obligaciones 
ó  documentos  nominativos  y  al  portador,  que 
no  lleven  consigo  liipotecas  de  bienes  inmue- 
bles, se  hará  en  vista  del  certificado  del  acta 
eu  que  conste  el  acuerdo  de  quien  ó  quienes 
hicieren  la  emisión,  y  las  condiciones,  requisi- 
tos y  garantías  de  la  misma. 

Cuando  estas  garantías  consistan  en  hipote- 
ca de  inmuebles,  se  presentará,  para  la  anota- 
ción eu  el  Registro  mercantil,  la  escritura  co- 
rrespondiente, después  de  su  inscripción  en  el 
de  la  propiedad. 

Art.  24.  Las  escrituras  de  sociedad  no  re- 
gistradas surtirán  efecto  entre  los  socios  que 
las  otorg'uen;  pero  no  perjudicarán  á  tercera 
persona  quien,  sin  embargo,  podrá  utilizarlas 
eu  lo  favorable. 

Art.  25.  Se  inscribirán  también  en  el  Re- 
gistro todos  los  acuerdos  ó  actos  que  produz- 
can aumento  ó  disminución  del  capital  de  las 
compañías  mercantiles,  cualquiera  quesea  su 
denominación,  y  los  que  modifiquen  ó  alteren 
las  condiciones  de  los  documentos  inscritos. 

La  omisión  de  este  requisito  producirá  los 
efectos  expresados  en  el  articulo  anterior. 

Art.  26.     Los  documentos  inscritos  sólo  pro- 


ducirán efecto  legal  en  perjuicio  de  tercero 
desde  la  fecha  de  su  inscripción,  sin  que  pue- 
dan invalidarlos  otros,  anteriores  ó  posterio- 
res, no  registrados. 

Art.  27.  Las  escrituras  dótales  y  las  refe- 
rentes á  bienes  parafernales  de  la  mujer  del 
comerciante,  no  inscritas  en  el  Registro  mer- 
cantil, no  tendrán  derecho  de  prelación  sobre 
los  demás  créditos. 

ExceptVianse  los  bienes  inmuebles  y  dere- 
chos reales  inscritos  á  favor  de  la  mujer  en  el 
Registro  de  la  propiedad  con  anterioridad  ^1 
nacimiento  de  los  créditos  concurrentes. 

Art.  23.  Si  el  comerciante  omitiere  hacer 
en  el  Reg'istro  la  inscripción  de  los  bienes  do- 
tales  ó  parafernales  de  su  mujer,  podrá  ésta 
pedirla  por  si  ó  podrán  hacerlo  por  ella  sus 
padres,  hermanos,  ó  tios  carnales,  asi  como 
los  que  ejerzan  ó  hayan  ejercido  los  carg-os  de 
tutores  ó  curadores  de  la  interesada,  ó  consti- 
tuyan ó  hayan  constituido  la  dote. 

Art.  29.  Los  poderes  no  registrados  produ- 
cirán acción  entre  el  mandante  y  el  mandata- 
rio; pero  no  podrán  utiUzarse  en  perjuicio  de 
tercero,  quien,  sin  embarg'o,  podi'á  fundarse 
en  ellos  en  cuanto  le  fueren  favorables. 

Art.  30.  El  Reg'i.stro  mercantil  será  públi- 
co. El  reg-istrador  facilitará  á  los  que  las  pidan 
las  noticias  referentes  á  lo  que  aparezca  en  la 
hoja  de  inscripción  de  cada  comerciante,  so- 
ciedad ó  buque.  Asimismo  expedirá  testimo- 
nio literal  del  todo  ó  parte  de  la  mencionada 
hoja  á  quien  lo  pida  en  solicitud  firmada. 

Art.  31.  El  registrador  mercantil  tendrá 
bajo  su  custodia,  donde  hubiere  Bolsa,  ejem- 
plares de  la  cotización  diaria  de  los  efectos 
que  se  negocien  y  de  los  cambios  que  se  contra- 
ten en  ella. 

Estos  ejemplares  servirán  de  matriz  para  to- 
dos los  casos  de  averig'uación  y  comprobación 
de  cambios  y  cotizaciones  eu  fechas  determi- 
nadas. 

Art.  32.  El  cargo  de  registrador  mercantil 
se  proveerá  por  el  Gobierno,  previa  oposición. 


TIT.  III.- 


■De  los  libros  y  de  la  contabilidad 

DEL  COMERCIO  '. 


Art.  33.  Los  comerciantes  llevarán  nece- 
sariamente: 

1.°     Un  libro  de  inventarios  y  balances. 

2."     Un  libro  diario. 

3."     Un  libro  mayor. 

4.°  Un  copiador  ó  copiadores  de  cartas  y 
telegramas. 

6."  Los  demás  libros  que  ordenen  las  leyes 
especiales. 

Las  sociedades  y  compañías  llevarán  tam- 
bién un  libro  ó  libros  de  actas,  eu  las  que  cons- 


*  Libros  y  contabilidad  del  comercio. — En  esta  ma- 
teria ha  introducido  el  nuevo  Código  reformas  útiles^  re- 
clafíiadas,  tanto  por  constituir  los  libros  de  comercio  uno 
de  los  principales  medios  de  prueba  en  asuntos  mercanti- 
les, como  por  la  necesidad  de  armonizar  lalegíslación  con 
las  nuevas  prácticas  adoptadas  por  los  comerciantes, 
liosas  reformas  son:  exigir  á  las  compañías  que  lleven  un 
libro  llamado  de  actas,  autorizar  el  libro  mecánico  copia- 
dor con  derogación  del  art.  58  del  aníM/iíO  Código,  man- 
dar (Jétese copíenlos  despachos  telegrdjicosexpedidospara 
el  tráfico  mercantil  y  reformar  sustancial  mente  los  ar- 
tículos 42  y  46  respecto  á  la  prueba  que  han  de  hacer  en 
juicio  los  libros  de  los  comerciantes. 
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taráu  todos  los  acuerdos  que  se  refieran  á  la 
marchayoperacioues sociales,  tomados  perlas 
Juntas  generales  y  los  Consejos  de  Adminis- 
tracióu. 

Art.  34.  Podrán  llevar  además  los  libros  que 
estimen  convenientes,  seg'ún  el  sistema  decon- 
tabilidad que  adopten. 

Estos  libros  no  estarán  sujetos  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  36,  pero  podrán  legalizar  los  que 
consideren  oportunos. 

Art.  35.  Los  comerciantes  podrán  llevar  los 
libros  por  si  mismos  ó  por  personas  á  quienes 
autoricen  para  ello. 

Si  el  comerciante  no  llevare  los  libros  por  si 
mismo, se  presumirá  concedidala  autorización 
al  que  los  lleve,  salvo  prueba  en  contrario. 

Art.  36.  Presentarán  los  comerciantes  los 
libros  á  que  se  refiere  el  art.  33,  encuaderna- 
dos, forrados  y  foliados,  al  juez  municipal  del 
distrito  eu  donde  tuvieren  su  establecimiento 
mercantil,  para  que  ponga  en  el  primer  folio 
de  cada  uno,  nota  firmada  de  los  que  tuviere 
el  libro. 

Se  estampará  además  en  todas  las  hojas  de 
cada  libro  el  sello  del  Juzgado  municipal  que 
lo  autorice. 

Art.  37.  El  libro  de  Inventarios  y  balances 
emi^ezará  por  el  inventario  que  deberá  formar 
el  comerciante  al  tiempo  de  ¿ar  principio  á  sus 
operaciones  y  contendrá: 

1.°  La  relación  exacta  del  dinero,  valores, 
créditos,  efectos  al  cobro,  bienes  muebles  é  in- 
muebles, mercaderías  y  efectos  de  todas  cla- 
ses, apreciados  en  su  valor  real  y  que  consti- 
tuyan su  activo. 

2.°  La  relación  exacta  de  las  deudas  y  toda 
clase  de  obligaciones  pendientes,  si  las  tuvie- 
re, y  que  formen  su  pasivo. 

3.°  Fijará,  eu  su  caso,  la  diferencia  exacta 
entre  el  activo  y  el  pasivo,  que  será  el  capital 
con  que  principia  sus  operaciones. 

El  comerciante  formará  además  anualmente, 
y  extenderá  en  el  mismo  libro,  el  balance  ge- 
neral de  sus  ueg'ocios,  con  los  pormenores  ex- 
presados en  este  articulo  y  de  acuerdo  con  los 
asientos  del  diario,  sin  reserva  ni  omisión  al- 
guna, bajo  su  firma  y  responsabilidad. 

Art.  38.  En  el  libro  diario  se  asentará  por 
primera  partida  el  resultado  del  inventario  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  dividido  en  una 
ó  varias  cuentas  consecutivas,  según  el  siste- 
ma de  contabilidad  que  se  adopte. 

Seguirán  después  día  por  día,  todas  sus  ope- 
raciones, expresando  cada  asiento  el  cargo  y 
descarg'o  de  las  respectivas  cuentas. 

Cuando  las  operaciones  sean  numerosas, 
cualquiera  que  sea  su  importancia,  ó  cuando 
hayan  tt^nidolug'ar  fuera  del  domicilio,  podrán 
anotarse  eu  un  solo  asiento  las  que  se  refieran 
á  cada  cuenta  y  se  hayan  verificado  eu  cada 
día,  pero  guardando  en  la  expresión  de  ellas, 
cuando  se  detallen,  el  orden  mismo  en  que  se 
hayan  verificado. 

Se  anotarán  asimismo,  en  la  fecha  en  que 
las  retire  de  caja,  las  cantidades  que  el  comer- 
ciante destine  á  sus  gastos  domésticos,  y  se 
llevarán  á  una  cuenta  especial  que  al  intento 
se  abrirá  eu  el  libro  mayor. 

Art.  39.     Las  cuentas  con  cada  objeto  ó  per- 


sona eu  particular  se  abrirán  además  jior  Debe 
y  Haber  en  el  libro  mayor,  y  á  cada  una  de 
estas  cuentas  se  trasladarán,  por  orden  rigu- 
roso de  fechas,  los  asientos  del  diario  referen- 
tes á  ellas. 

Art.  40.  En  el  libro  de  actas  que  llevará 
cada  sociedad,  se  consig'narán  á  la  letra  los 
acuerdos  que  se  tomen  en  sus  juntas  ó  en  las 
de  sus  administradores,  expresando  la  fecha 
de  cada  una,  los  asistentes  á  ellas,  los  votos 
emitidos  y  demás  que  conduzca  al  exacto  co- 
nocimiento de  lo  acordado;  autorizándose  con 
la  firma  de  los  gerentes,  directores  ó  adminis- 
tradores que  estén  encargados  de  la  gestión 
de  la  sociedad,  ó  que  determinen  los  estatutos 
ó  bases  por  q\ie  ésta  se  rija. 

Art.  41.  Al  libro  copiador  se  trasladarán, 
bien  sea  á  mano,  ó  valiéndose  de  un  medio  me- 
cánico cualquiera,  íntegra  y  sucesivamente, 
por  orden  de  fechas,  inclusas  la  antefirma  y 
firma,  todas  las  cartas  que  el  comerciante  es- 
criba sobre  su  tráfico,  y  los  despachos  telegrá- 
ficos que  expida. 

Art.  42.  Conservarán  los  comerciantes  cui- 
dadosamente, eu  legajos  y  ordenadas,  lascar- 
tas  y  despachos  telegráficos  que  recibieren,  re- 
lativos á  sus  negociaciones. 

Art.  43  '.  Los  comerciantes,  además  de 
cumplir  y  llenar  las  condiciones  y  formalida- 
des prescritas  en  este  titulo,  deberán  llevar 
sus  libros  con  claridad,  por  orden  do  fechas, 
sin  blancos,  interpolaciones,  raspaduras  ni  ta- 
chaduras, y  sin  presentar  señales  de  haber 
sido  alterados,  sustituyendo  ó  arrancando  los 
folios,  ó  de  cualquier  otra  manera. 

Art.  44  '.  Los  comerciantes  salvarán  á  con- 
tinuación, inmediatamente  que  los  adviertan, 
los  errores  ú  omisiones  en  que  incurrieren  al 
escribir  eu  los  libros,  explicando  con  claridad 
en  qué  consistían,  y  extendiendo  el  concepto 
tal  como  debiera  haberse  estampado. 

Si  hubiere  transcurrido  algún  tiempe  desde 
que  el  yerro  se  cometió  ó  desde  que  se  incu- 
rrió en  la  omisión,  harán  el  oportuno  asien- 
to de  rectificación,  añadiendo  al  margen  del 
asiento  equivocado  una  nota  que  indique  la 
corrección. 

Art.  45.  No  se  podrá  hacer  pesquisa  de 
oficio  por  juez  ó  Tribunal  ni  autoridad  alguna, 
para  inquirir  si  los  comerciantes  llevan  sus  li- 
bros con  arreglo  á  las  disposiciones  de  este 
Código,  ni  hacer  investigación  ó  examen  ge- 
neral de  la  contabilidad  en  las  oficinas  ó  es- 
critorios de  los  comerciantes. 

Art.  46.  Tampoco  podrá  decretarse  á  ins- 
tancia de  parte  la  comunicación,  entrega  ó 
reconocimiento  general  de  los  libros,  corres- 
pondencia y  demás  documentos  de  los  comer- 
ciantes, excepto  en  los  casos  de  liquidación, 
sucesión  universal  ó  quiebra. 

Art.  47.  Fuera  de  los  casos  prefijados  en 
el  artículo  anterior,  sólo  podrá  decretarse  la 
exhibición  de  los  libros  y  documentos  de  los 
comerciantes,  á  instancia  de  ¡larte,  ó  de  oficio 
cuando  la  per.=!ona  á  quien  pertenezcan  tenga 
interés  ó  responsabilidad  en  el  asunto  en  que 
proceda  la  exhibición. 


1     Yéaieelart.  4i  det  Rcg.  de  18  de  Junio  de  í«?S' 
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El  reconocimiento  se  hará  en  el  escritorio 
del  comerciante,  A  su  presencia  ó  á  la  de  perso- 
na que  comisione,  y  se  contraerá  exclusiva- 
mente á  los  puntos  que  tengan  relación  con 
la  cuestión  que  se  ventile,  siendo  éstos  los 
vínicos  que  podrán  comprobarse. 

Art.  48.  Para  graduar  la  fuerza  probatoria 
de  los  libros  de  los  comerciantes,  se  observa- 
rán las  reg'las  sig'uientes:    ■ 

1."  Los  libros  de  los  comerciantes  proba- 
rán contra  ellos  sin  admitirles  prueba  en  con- 
trario; pero  el  adversario  no  podrá  aceptar  los 
asientos  que  le  sean  favorables  y  desecharlos 
que  le  perjudiquen,  sino  qtie  habiendo  acepta- 
do este  medio  de  prueba,  quedará  sujeto  al 
resultado  que  arrojen  en  su  conjunto,  toman- 
do en  igual  consideración  todos  los  asientos 
relativos  á  la  cuestión  litig'iosa. 

2."  Si  en  los  asientos  de  los  libros  llevados 
por  dos  comerciantes  no  hubiere  conformidad, 
y  los  del  tino  se  hubieren  llevado  con  todas  las 
formalidades  expresadas  en  este  titulo,  y  los 
del  otro  adolecieren  de  cualquier  defecto  ó  ca- 
recieren de  los  requisitos  exig-idos  por  este 
Códig'o,  los  asientos  de  los  libros  en  reg'la  ha- 
rán fe  contra  los  de  los  defectuosos,  á  no  de- 
mostrarse lo  contrario  por  medio  de  otras 
pruebas  afimisibles  en  derecho. 

3.*  Si  lino  de  los  comerciantes  no  presen- 
tare sus  libros,  ó  manifestare  no  tenerlos,  ha- 
rán fe  contra  él  los  de  su  adversario,  llevados 
con  todas  las  formalidades  legales,  á  no  de- 
mostrar qtie  la  carencia  de  dichos  libros  pro- 
cede de  fuerza  mrfyor,  y  salvo  siempre  la  prue- 
ba contra  los  asientos  exhibidos  por  otros  me- 
dios admisibles  en  juicio. 

4."  Si  los  libros  de  los  comerciantes  tuvie- 
ren todos  los  requisitos  leg'ales  y  fueren  con- 
tradictorios, el  juez  ó  Tribunal  juzgará  por 
las  demás  probanzas,  calificándolas  según  las 
reglas  generales  del  derecho. 

Art.  49.  Los  comerciantes  y  sus  herede- 
ros ó  sucesores  conservarán  los  libros,  tele- 
gramas y  correspondencia  de  su  giro  en  gene- 
ral, por  todo  el  tiempo  qvie  éste  dure  y  hasta 
cinco  años  después  de  la  liquidación  de  todos 
sus  negocios  y  dependencias  mercantiles. 

Los  documentos  que  conciernan  especial- 
mente á  actos  ó  negociaciones  determinadas, 
podrán  ser  inutilizados  ó  destruidos,  pasado 
el  tiempo  de  prescripción  de  las  acciones  que 
de  ellos  se  deriven,  á  menos  de  que  haya  pen- 
diente alg'una  cuestión  que  se  refiera  á  ellos 
directa  ó  indirectamente,  en  cuyo  caso  debe- 
rán conservarse  hasta  la  terminación  de  la 
misma. 

TIT.  IV. — Disposiciones  generales  sobre  los  con- 
tratos DE  CCMERCIO  '. 

Art.  50.  Los  contratos  mercantiles,  en  todo 
lo  relativo  á  sus  requisitos,  modificaciones, 
excepciones,  interpretación  y  extinción  y  á  la 


*  Disposiciones  generales  sobre  los  contratos  mer- 
cantiles.— Contiene  este  titulo  las  reglas  comunes  á  todos 
los  contratos  especiales  del  comercio,  asi  terrestres  como 
marítimos.  De  acuerdo  con  la  base  segunda  del  decreto  de 
20  de  Noviembre  de  186:^,  reputa  válidos  y  eficaces  los 
contratos  comerciales^  cualquiera  que  sea  su  objeto,  y  la 
forma  ^  idioma  en  que  se  celebren,  garantizando  así  la 
■más  amplia  libertad  dentro  de  los  principios  eternos  de 


capacidad  de  los  contratantes,  se  regirán,  en 
todo  lo  que  no  se  halle  expresamente  estable- 
cido en  este  Código  ó  en  leyes  especiales,  por 
las  reg'Ias  g'enerales  del  derecho  común. 

Art.  51.  Serán  válidos  y  producirán  oblig-a- 
ción  y  acción  en  juicio  los  contratos  mercanti- 
les, cualesquiera  que  sean  la  forma  y  el  idio- 
ma en  que  se  celebren,  la  clase  á  que  corres- 
pondan y  la  cantidad  que  tengan  por  objeto, 
con  tal  que  conste  su  existencia  por  alguno  de 
los  medios  que  el  derecho  civil  tenga  estable- 
cidos. Sin  embargo,  la  declaración  de  testiggs 
no  será  por  sí  sola  bastante  para  probar  lá- 
existencia  de  un  contrato  cuya  cuantía  exce- 
da de  1.500  pesetas,  á  no  concurrir  con  alg'u- 
na  otra  prueba. 

La  correspondencia  teleg'ráfica  sólo  produ- 
cirá bblig-ación  entre  los  contratantes  que  ha- 
yan admitido  este  medio  previamente  y  en 
contrato  escrito,  y  siempre  que  los  telegramas 
reúnan  las  condiciones  ó  signos  convenciona- 
les que  previamente  hayan  establecido  los  con- 
tratantes, si  asi  lo  hubiesen  pactado. 

Art.  52.  Se  exceptuarán  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  que  precede: 

1."  Los  contratos  que,  con  arreglo  á  este 
Códig'o  ó  á  las  leyes  especiales,  deban  redu- 
cirse á  escritura  ó  requieran  formas  ó  solem- 
nidades necesarias  para  su  eficacia. 

2."  Los  contratos  celebrados  en  país  ex- 
tranjero en  que  la  ley  exija  escrituras,  formas 
ó  solemnidades  determinadas,  para  su  vali- 
dez, aunque  no  las  exija  la  ley  española. 

En  uno  y  otro  caso,  los  contratos  que  no  lie  - 
neu  las  circunstancias  respectivamente  reque- 
ridas, no  producirán  obligación  ni  acción  en 
juicio. 

Art.  53.  Las  convenciones  ilícitas  no  pro- 
ducen oblig'ación  ni  acción  aunque  recaigan 
sobre  operaciones  de  comercio. 

Art.  54.  Los  contratos  que  se  celebren  por 
correspondencia ,  quedarán  perfeccionados 
desde  que  se  conteste  aceptando  la  propuesta 
ó  las  condiciones  con  que  ésta  fuere  modifi- 
cada, í». 

Art.  55.  Los  contratos  en  que  intervenga 
agente  ó  corredor,  quedarán  perfeccionados 
cuando  los  contratantes  hubieren  aceptado  su 
propuesta. 

Art.  56.  En  el  contrato  mercantil  en  que 
se  fijare  pena  de  indemnización  contra  el  que 
no  lo  cumpliere,  la  parte  perjudicada  podrá 
exigir  el  cumplimiento  del  contrato  por  los 
medios  de  derecho,  ó  la  pena  prescrita;  pero 
utilizando  una  de  estas  dos  acciones,  quedará 
extinguida  la  otra,  á  no  mediar  pacto  en  con- 
trario. 

Art.  57.  Los  contratos  de  comercio  se  ejecu- 
tarán y  cumplirán  de  buena  fe,  según  los  tér- 
minos en  que  fueren  hechos  y  redactados,  ;!¡n 


la  moral  y  del  derecho.  La  limitación  opuesta  d  la  prue- 
ba de  testigos  por  el  art.  51,  afecta  sólo  á  los  contratos, 
pues  hay  actos  mercantiles  que  sólo  podrán  justificarse 
por  medio  de  la  prueba  testifical,  cualquiera  que  sea  la 
cuantía  del  negocio  á  que  dichos  actos  se  refieran.  Semo 
álfica  además  el  art.  261  del  Código  antiguo  respecto  a  los 
efectos  de  la  morosidAid,  declarándolos  desde  el  día  si- 
guiente al  del  vencimiento  de  las  respectivas  obligaciones, 
si  éstas  tienen  plazo  fijo,  de  acuerdo  con  la  md.vima  de 
jurisprudencia  mercantil  Diesinterpellat  prolionune. 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (Cód.  de  Í885.—Lib.  I,  tit.  V.) 


763 


tergiversai'  cou  interpretaciones  arbitrarias  el 
sentido  recto,  propio  y  usual  de  las  palabras 
dichas  ¿escritas,  ni  restrin¿;'ir  los  efectos  qiio 
naturamiente  se  deriven  del  modo  cou  que  los 
contratantes  hubieren  explicado  su  voluntad 
y  contraído  sus  obligaciones. 

Art.  58.  Si  apareciere  diverg'eucia  entre 
los  ejemplares  de  uu  contrato  que  presenten 
los  contratantes,  y  eu  su  celebración  hubiere 
intervenido  agente  ó  corredor,  se  estará  á  lo 
que  restilte  de  los  libros  de  éstos,  siempre  que 
se  encuentren  arreglados  á  derecho. 

Art.  59.  Si  se  originaren  dudas  que  no  pue- 
dan resolverse  con  arreglo  á  lo  establecido  en 
el  art.  2."  de  este  Código,  se  decidirá  la  cues- 
tión k  favor  del  deudor. 

Art.  60.  Eu  todos  los  cómputos  de  días, 
meses  y  años,  se  entenderán:  el  día  de  veinti- 
cuatro horas;  los  meses,  según  están  designa- 
dos en  el  calendario  greg'oriauo,  y  el  año,  de 
trescientos  sesenta  y  cinco  días. 

Exceptúause  las  letras  de  cambio,  los  pa- 
garos y  los  préstamos,  respecto  á  los  cuales 
se  estará  á  lo  que  especialmente  para  ellos  es- 
tablece este  Código. 

Art.  61.  No  se  reconocerán  términos  de  gra- 
cia, cortesía  ú  otros  que,  bajo  cualquiera  de- 
nominación, difieran  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  mercantiles,  sino  los  que  las  par- 
tes hubieren  prefijado  en  el  contrato,  ó  se  apo- 
yaren eu  una  disposicióu  terminante  de  de- 
recho. 

Art.  62.  Las  obligaciones  que  no  tuvieren 
término  prefijado  por  las  partes  ó  por  las  dis- 
posiciones de  este  Código,  serán  exigibles  á 
los  diez  días  des|)ués  de  contraidas ,  si  sólo 
produjeren  acción  ordinaria,  y  al  día  inmedia- 
to, si  llevaren  aparejada  ejecución. 

Art.  63.  Los  efectos  de  la  morosidad  en  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  mercantiles, 
comenzarán: 

1."  Eu  los  contratos  que  tuvieren  día  seña- 
lado para  su  cumiiliiniento,  por  voluntad  de 
las  partes  ó  por  la  ley,  al  día  siguiente  de  su 
vencimiento. 

2.°  En  los  que  no  lo  tengan,  desde  el  día  eu 
que  el  acreedor  interpelare  judicialmente  al 
deudor,  ó  le  intimare  la  protesta  de  daños  y 
perjuicios  hecha  contra  él  ante  un  juez,  nota- 
rio ú  otro  oficial  público  autorizado  para  ad- 
mitirla. 

TIT.  V.— De  los  lugares  t  casas  de  contratación 

MERCANTIL'. 

SEC.  I."— De  las  Bolsas  de  Comercio  ^ 

Art.  64.  Los  establecimientos  públicos  le- 
galmente  autorizados  eu  que  de  ordiuario  se 
reúnen  los  comerciantes  y  los  agentes  mterme- 

•  Lugares  de  contratación. — Esta  materia,  omitida 
en  el  Código  antiguo,  fué  objeto  de  los  decretos  de  10  de 
Septiembre  de  IbSt  y  8  de  Febrero  de  1854,  y  del  decreto 
ley  de  '¿8  de  Enero  de  1880  y  otros  dictados  por  el  Gobier- 
no provisianal  de  la  Nación.  Ahora  se  incluyen  en  el  Có- 
digo las  disposiciones  referentes  á  los  centros  de  contra- 
tación mercantil,  y  todo  lo  referente  a  los  contratos  cele- 
brados en  ellos,  para  que  adquieran  aquHlas  el  carácter 
fijo  y  permamente  que  distingue  á  toda  obra  de  codifica- 
ción. 

^  Bolsas  de  Comercio. — Acerca  de  la  creación  y  or- 
ganización de  las  Bolsas  hay  dos  sistemas:  uno  de  restric- 
ción, que  rigió  en  España  hasta  el  decreto-ley  de  12  Enero 


dios  colegiados,  para  concertar  ó  cumplir  las 
operaciones  mercantiles  expresadas  en  esta 
sección,  se  denominarán  Bolsas  de  Comercio. 
Art.  65.  Podrá  el  Gobierno  establecer  ó 
autorizar  la  creación  de  Bolsas  de  Comercio 
donde  lo  juzgue  conveuieute. 

También  las  sociedades  constituidas  con 
arreglo  á  este  Código,  podrán  establecerlas, 
siempre  que  la  facultad  de  hacerlo  sea  uno  de 
sus  lines  sociales. 

Esto  no  obstante,  para  que  tenga  carácter 
oficial  la  cotización  de  las  operaciones  reali- 
zadas y  publicadas  en  esta  clase  de  Bolsas, 
será  indispensable  que  haya  autorizado  el  Go- 
bierno dichas  operaciones  antes  de  comenzar 
á  ser  objeto  de  la  contratación  pública  que  la 
cotización  acredite. 

El  Gobierno  podrá  conceder  dicha  autoriza- 
ción, previos  los  informes  que  estime  necesa- 
rios sobre  su  conveniencia  pública. 

Art.  66.  Tanto  las  Bolsas  existentes  como 
las  de  nueva  creación,  se  regirán  por  las  pres- 
cripciones de  este  Código. 

Art.  67.    Serán  materia  de  contrato  en  Bolsa: 

1."     Los  valores  y  efectos  públicos. 

2."  Los  valores  industriales  y  mercantiles 
emitidos  por  particulares  ó  por  sociedades  ó 
empresas  legalmente  constituidas. 

3."  Las  letras  de  cambio,  libranzas,  pag'a- 
rés  y  cualesquiera  otros  valores  mercantiles. 

4."  La  venta  de  metales  preciosos,  amone- 
dados ó  en  pasta. 

5."  Las  mercaderías  de  todas  clases  y  res- 
guardos de  depósitos. 

6.°  Los  seguros  de  efectos  comerciales  con- 
tra riesgos  terrestres  ó  marítimos. 

1."  Los  fletes  y  transportes,  conocimientos 
y  cartas  de  porte. 

8."  Cualesquiera  otras  operaciones  analo- 
gías á  las  expresadas  eu  los  números  anterio- 
res, con  tal  de  que  seau  lícitas  conforme  á  las 
leyes. 

Los  valores  y  efectos  á  que  se  refieren  los 
niims.  1."  y  2."  de  este  artículo,  sólo  se  inclui- 
rán en  las  cotizaciones  oficiales  cuando  su  ue- 
g'ociacióii  se  halle  autorizada,  conforme  al  ar- 
tículo (i5,  en  las  Bolsas  de  creación  privada,  ó 
estén  declarados  negociables  para  las  Bolsas 
de  creación  oficial. 

Art.  68.  Para  incluirlos  en  las  cotizaciones 
ofi-ciales  de  que  habla  el  articulo  anterior,  so 
comprenderán  bajo  la  denominación  de  efectos 
públicos: 

1."  Los  que  por  medio  de  una  emisióu  re- 
presenten créditos  contra  el  Estado,  las  pro- 
Aiucias  ó  los  Municipios,  y  leg'almente  estóu 
reconocidos  como  negociables  eu  Bolsa. 

2.°    Los  emitidos  por  las  naciones  extranje- 


de  1869,  y  otro  de  libertad,  que  se  sostuvo  hasta  el  decre- 
to de  10  de  Julio  de  1874,  restableciendo  el  d.e  8  de  Febre- 
ro de  1854.  El  Código  opta  por  el  sistema  de  Libertad,  des- 
truyendo el  irritante  inonopolio  concedido  d  la  jdaza  de 
Madrid,  awique  reserv mdose  el  Gobierno  la  única  atri- 
bución de  dar  ó  no  carácter  oficial  d  las  cotizaciones  qtie 
se  publiquen  en  las  Bolsas  privadas.  Las  ventajas  de  la 
cotización  se  conceden  d  los  títulos  procedentes  de  com- 
pañías nacionales  ó  extranjeras,  si  se  han  constituido  con 
arreglo  d  las  leyes  del  Estado  a  que  pertenezcan  y  los  va- 
lores se  han  emitido  coti  todos  los  requisitos  previstos  en 
las  víismas,  ó  en  los  estatutos  de  las  sociedades. 
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ras,  si  su  uegooiación  ha  sido  autorizada  de- 
bidamente por  el  Gobierno,  previo  dictamen  de 
la  Junta  sindical  del  Colegio  de  agientes  de 
cambio  '. 

Art.  69.  También  podrán  incluirse  en  las 
cotizaciones  oficiales,  como  materia  de  contra- 
to en  Bolsa,  los  documentos  de  crédito  al  por- 
tador emitidos  por  establecimientos,  compa- 
ñías ó  empresas  nacionales,  con  arreglo  á  las 
leyes  y  ;V  sus  estatutos,  siempre  que  el  acuer- 
do de  su  emisión,  con  todos  los  demás  req^iisi- 
tos  enumerados  en  el  art.  21,  aparezca  conve- 
nientemente inscrito  en  el  Reg'istro  mercantil, 
lo  mismo  que  en  los  de  la  propiedad,  cuando, 
por  su  naturaleza  deban  serlo,  y  con  tal  de  que 
estos  extremos  previamente  se  hayan  hecho 
constar  ante  la  Junta  sindical  del  Colegio  de 
agentes  de  cambio. 

Art.  70.  Para  incluir  en  las  cotizaciones 
oficiales,  como  materia  de  contrato  en  Bolsa, 
los  documentos  de  crédito  al  portador,  de  em- 
presas extranjeras  constituidas  con  arreglo  á 
las  leyes  del  Estado  en  que  dichas  empresas 
radiquen,  se  necesitará  la  autorización  previa 
de  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes.de 
cambio,  una  vez  acreditado  que  la  emisión 
está  hecha  con  arreglo  á  la  ley  y  á  los  estatu- 
tos de  la  compañía  de  la  que  los  valores  pro- 
cedan, y  que  se  han  llenado  todos  los  requisi- 
tos que  en  las  mismas  disposiciones  se  pres- 
criban, y  como  no  medien  razones  de  interés 
público  que  lo  estorben  ^. 

Art.  71.  La  inclusión  en  las  cotizaciones 
oficiales  de  los  efectos  ó  valores  al  portador 
emitidos  por  particulares,  no  podrá  hacerse  sin 
autorización  de  la  Junta  sindical  del  Colegio 
de  agentes  de  cambio,  que  la  concederá  siem- 
pre que  sean  hipotecarios  ó  estén  suficiente- 
mente garantidos  á  su  juicio  y  bajo  su  respon- 
sabilidad '■'. 

Art.  72.  No  podrán  incluirse  eu  las  cotiza- 
ciones oficiales: 

1."  Los  efectos  ó  valores  procedentes  de 
compañías  ó  sociedades  no  inscritas  en  el  Re- 
gistro mercantil. 

2."  Los  efectos  ó  valores  procedentes  de 
compañías  que,  aunque  estén  inscritas  en  el 
Registro  mercantil,  no  hubieren  hecho  las  emi- 
siones con  arreglo  á  este  Código  ó  á  leyes  es- 
peciales. 

Art.  73.  Los  reglamentos  fijarán  los  días  y 
horas  en  que  habrán  de  celebrarse  las  reuní  :- 
nes  de  las  Bolsas  creadas  por  el  Gobierno  ó  por 
los  particulares,  una  vez  que  éstas  adquieran 
carácter  oficial,  y  todo  lo  concerniente  á  su  ré- 
gimen y  policia  interior,  que  estará  en  cada 
una  de  ellas  á  cargo  de  la  Junta  sindical  del 
Colegio  de  agentes.  El  Gobierno  fijará  el  aran- 
cel de  los  derechos  de  los  ag'entes. 

SEC.  2.'^— De  las  operaciones  de  Bolsa*. 

Art.  74.  Todos,  sean  ó  no  comerciantes,  po- 
drán contratar  sin  intervención  de  agente  de 


'  Véanse  los  arts.  18  y  22  del  Regí,  de  18  Junio  íSSn  y 
28  d  36  del  de  31  Diciembre  1885. 

'     Ver  los  arts.  20  y  22  del  Regí,  de  18  Junio  1886. 

■'     Véanse  los  arts.  21  y  28  del  Regí,  de  18  Junio  188/;. 

*  Operaciones  de  Bolsa.— Para  armoni::ar  el  princi- 
pio de  libertad  C07i  la  conveniencia  de  que  la  contratación 


cambio  colegiado  las  operaciones  sobre  efec- 
tos públicos  ó  sobre  valores  industriales  ó 
mercantiles;  pero  tales  contratos  no  Jieudrán 
otro  valor  que  el  que  naciere  de  su  fonna  y  les 
otorgare  la  ley  común. 

Art.  75.  Las  operaciones  que  se  hicieren  en 
Bolsa  se  cum])l¡rán  con  las  condiciones  y  en 
el  modo  y  forma  que  hubiesen  convenido  los 
centratantes,  pudiendo  ser  al  contado  ó  á  pla- 
zo, eu  firmo  ó  á  voluntad,  con  prima  ó  sin  ella, 
expresando,  al  anunciarlas,  las  condiciones 
que  en  cado  una  se  hubiesen  estipulado. 

De  todas  estas  operaciones  nacerán  accio- 
nes y  obligaciones  exigibles  ante  los  Tribu- 
nales. 

Art.  76.  Las  operaciones  al  contado  hechas 
en  Bolsa  se  deberán  consumar  el  mismo  día 
de  su  celebración,  ó  á  lo  más,  en  el  tiempo  que 
medie  hasta  la  reunión  siguiente  de  Bolsa. 

El  cedente  estará  obligado  á  entreg'ar,  sin 
otra  dilación,  los  efectos  ó  valores  vendidos,  y 
el  tomador  á  recibirlos,  satisfaciendo  su  pre- 
cio en  el  acto. 

Las  operaciones  á  plazo  y  las  condicionales 
se  consumarán  de  la  misma  manera  en  la  épo- 
ca de  la  liquidación  convenida. 

Art.  77.  Si  las  transacciones  se  hicieren 
por  mediación  de  agente  de  cambio  colegiado, 
callando  éste  el  nombre  del  comitente,  ó  entre 
agentes  con  la  misma  condición,  y  el  ag'ente 
colog'iado,  vendedor  ó  comprador,  demorase 
el  cumplimiento  de  lo  convenido,  el  perjudica- 
do por  la  demora  jiodrá  optar  eu  la  Bolsa  in- 
mediata entre  el  abandono  del  contrato,  de- 
nunciándolo á  la  Junta  sindical,  ó  el  cumpli- 
miento del  mismo. 

En  este  último  caso,  se  consumará  con  la  in- 
tervención de  uno  de  los  individuos  de  la  Jun- 
ta sindical,  comprando  ó  vendiendo  los  efec- 
tos públicos  convenidos,  por  cuenta  y  riesgo 
del  agente  moroso,  sin  perjuicio  de  la  repeti- 
ción de  éste  contra  el  comitente. 

La  Junta  sindical  ordenará  la  realización  de 
la  parte  de  fianza  del  agente  moroso  necesaria 
para  satisfacer  inmediatamente  estas  diferen- 
cias. 

En  las  negociaciones  sobre  valores  indus- 
triales y  mercantiles,  metales  ó  mercaderías, 
el  que  demore  ó  rehuse  el  cumplimiento  de  un 
contrato,  será  compelido  á  cumplirlo  por  las 
acciones  que  nazcan  según  las  prescripciones 
de  este  Código. 

Art.  78.  Convenida  cada  operación  cotiza- 
ble, el  ag'ente  de  cambio  que  hubiere  interve- 
nido en  ella  la  extenderá  eu  una  nota  firma- 
da,  entregándola  acto  continuo  al  anuncia- 
dor, quien,   después  de  leerla  al  público  en 


sobre  efectos  públicos  se  verifique  en  la  Bolsa,  el  Código  no 
concede  otro  valor  á  la  que  tenga  lugar  fuera  de  tal  esta- 
blecímiento,  en  los  pueblos  donde  le  hubiere,  que  el  que 
tiasca  de  la  forma  del  contrato  con  arreglo  á  la  ley  co- 
mún. Lo  más  importante  en  la  materia  es  ver  si  se  ha  de 
dar  fuerza  obligatoria  a  las  operaciones  llamadas  en  fir- 
me ó  á  poluntad,  con  prima  ó  sin  ella,  que  se  resuelven  co- 
mún-mente en  un  verdadero  jtiego  de  azar.  El  Código,  en 
virtud,  de  la  ineficacia  de  las  prohibiciones  opuestas  á  ta- 
les convenios,  declara,  de  acuerdo  con  el  decreto  ley  de 
12  Enero  18tia,  que  las  operaciones  se  cumplirándel  modo 
pactado,  sin  vids  garantías  que  la  publicidad  y  la  inter- 
vención de  agente  colegiado,  que  responda  de  la  indemni- 
zación convenida. 
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alta  voz,    la   pasará   á  la   Junta   sindi"al   '. 

Art.  79.  Las  operaciones  que  se  hicieren 
por  agente  colegiado  sobre  valores  ó  efectos 
públicos,  se  anvinciarán  de  viva  voz  en  el  acto 
mismo  en  que  queden  convenidas,  sin  perjui- 
cio de  pasar  la  correspondiente  nota  á  la  Jun- 
ta sindical. 

De  los  demás  contratos  se  dará  noticia  en  el 
Boletín  de  cotización,  expresando  el  precio 
máximo  y  mínimo  en  las  compras  de  mercade- 
rías, transportes  y  ñetamentos,  el  tipo  de  des- 
cuento y  el  de  los  cambios  en  los  giros  y 
préstamos. 

Art.  80.  LaJuntasindicalse  reunirá  trans- 
curridas las  horas  de  Bolsa,  y  en  vista  de  las 
negociaciones  de  efectos  públicos,  que  resul- 
ten de  las  notas  entregadas  por  los  agentes 
coleg'iados,  y  con  la  noticia  de  las  ventas  y  de- 
más operaciones  intervenidas  por  los  mismos, 
extenderá  el  acta  de  la  cotización,  remitiendo 
una  copia  certificada  al  Regústro  mercantil. 

SEC.  3.'^ — De  los  demás  lugares  públicos  de  contra- 
tación. J)e  las  ferias,  mercados  y  tiendas  2. 

Art.  81.  Tanto  el  Gobierno  como  las  socie- 
dades mercantiles  que  estuvieren  dentro  de 
las  condiciones  que  señala  el  art.  65  de  este 
Códig'o,  podrán  establecer  lonjas  ó  casas  de 
contratación. 

Art.  82.  La  autoridad  competente  anun- 
ciará el  sitio  y  la  época  en  que  habrán  de  ce- 
lebrarse las  ferias,  y  las  condiciones  de  policía 
que  deberán  observarse  en  ellas. 

Art .  83 .  Los  contratos  de  compraventa 
celebrados  en  feria  podrán  ser  al  contado,  ó  á 
plazos:  los  primeros  habrán  de  cumplirse  en 
el  mismo  dia  de  su  celebración,  ó,  á  lo  más,  en 
las  veinticuatro  horas  siguientes. 

Pasadas  éstas  sin  que  ninguno  de  los  con- 
tratantes haya  reclamado  su  cumplimiento,  se 
considerarán  nulos,  y  los  gajes,  señal  ó  arras 
que  mediaren,  quedarán  á  favor  del  que  los 
hubiere  recibido. 

Art.  84.  Las  cuestiones  que  se  susciten  en 
las  ferias  sobre  contratos  celebrados  en  ellas, 
se  decidirán  en  juicio  verbal  por  el  juez  muni- 
cipal del  pueblo  en  que  se  verifique  la  feria, 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  este  Códi- 
go, siempre  que  el  valor  de  la  cosa  litigiosa 
uo  exceda  de  1.500  pesetas. 

Si  hubiere  más  de  un  juez  municipal,  será 
competente  el  que  eligiere  el  demandante. 

Art.  85  '.     La  compra  de  mercaderías  en  al- 


•  Véase  el  art.  27  del  Reg.  de  18  Junio  188S,  y  el  38  del 
de  31  Diciembre  ISS.'i. 

2  Otros  lugares  de  contratación:  Lonjas:  Ferias: 
Mercados:  Tiendas. — Las  disposiciones  del  Código  30 
bre  mercados  y  ferias,  son  completamente  nuevas  en 
nuestra  legislación  y  aplicables  á  unos  y  d  otras  indis- 
tintamente, á  fin  de  facilitar  la  contrataciÓ7i  mercantil  y 
asegurar  su  cumplimiento  de  vn  modo  sencillo  y  rápido. 
Con  este  mismo  propósito  se  introducen  dos  importantes 
reformas  en  lo  que  respecta  á  las  ventas  verificadas  en 
almacenes  ó  tiendas,  declarando  que  las  mercaderías 
compradas  en  ellos  son  irreivindicables,  y  que  lo  es  igual- 
mente la  moneda  en  que  se  verifique  el  pago. 

=*  El  vigor  de  este  precepto  está  confirmado  por  el  ar- 
iictdo  464  del  Cód.  civil,  el  cual,  al  tratar  en  los  efectos 
de  la  posesión  de  la  reivindicación  de  cosas  muebles,  se 
remite  expresamente  al  Cód.  de  Com.  en  cuanto  á  las  ad- 
quiridas en  Bolsa,  feria  ó  mercado,  ó  de  un  comerciante 
legalmente  establecido  y  dedicado  habitualmente  al  tráfi- 
co de  objetos  análogos. 


macenes  ó  tiendas  abiertas  al  público,  causa- 
rá prescripción  de  derecho  á  favor  del  com- 
prador respecto  de  las  mercaderías  adquiri- 
das, quedando  á  salvo  en  su  caso  los  derechos 
del  propietario  de  los  obj(^tos  vendidos,  para 
ejercitar  las  acciones  civiles  ó  criminales  que 
puedan  corresponderle  contra  el  que  los  ven- 
diere indelúdamente. 

Para  los  efectos  de  esta  prescripción,  se  re- 
putarán almacenes  ó  tiendas  abiertas  al  pú- 
lolico: 

1."  Los  que  establezcan  los  comerciantes 
inscritos. 

2.°  Los  que  establezcan  los  comerciantes 
no  inscritos,  siempre  que  los  almacenes  ó 
tiendas  permanezcan  abiertos  al  público  por 
espacio  de  ocho  días  consecutivos,  ó  se  hayan 
anunciado  por  medio  de  rótulos,  muestras  ó 
títulos  en  el  local  mismo,  ó  |>pr  avisos  reparti- 
dos al  iniblico  ó  insertos  en  los  diarios  de  la 
localidad. 

Art.  86  '.  La  moneda  eu  que  se  verifique  el 
pago  de  las  mercaderías  compradas  al  conta- 
do eu  las  tiendas  ó  establecimientos  públicos, 
no  será  reivindicable. 

Art.  87.  Las  compras  y  ventas  verificadas 
en  establecimiento ,  se  presumirán  siempre 
hechas  al  contado,  salvo  la  prueba-  en  con- 
trario. 

TIT.  VI.— De  los  agentes  mediadores  del  comek- 

CIO,  Y  DE  sus  OBLIGACIONES  RESPECTIVAS  ^ 

SEC.  !."■ — Disposiciones  comunes  á  los  agentes 
mediadores  del  comercio. 

Art.  88.  Estarán  sujetos  á  las  leyes  mer- 
cantiles como  agentes  mediadores  del  co- 
mercio: 

Los  ag'entes  de  cambio  y  Bolsa. 

Los  corredores  de  comercio. 

Los  corredores  interpretes  de  buques. 

Art.  89.  Podrán  prestar  los  servicios  de 
agentes  de  Bolsa  y  corredores,  cualquiera  que 
sea  su  clase,  los  españoles  y  los  extranjeros; 
pero  sólo  tendrán  fe  pública  los  agentes  y  los 
corredores  colegiados. 

Los  modos  de  probar  la  existencia  y  cir- 
cunstancias de  los  actos  ó  contratos  en  que 
intervengan  agentes  que  uo  sean  colegiados- 
serán  los  establecidos  por  el  derecho  mercan, 
til  ó  común  para  justificar  las  obligaciones. 

Art.  90.  En  cada  plaza  de  comercio  se  po- 
drá establecer  un  Colegio  de  agentes  de  Bol- 
sa, otro  de  corredores  de  comercio,  y  en  las 


1     Véase  la  nota  anterior. 

^  Agentes  mediadores  del  comercio:  Obligacio- 
nes.—ia  novedad  más  importante  que  ofrece  el  código 
nueva  sobre  esta  materia,  es  haber  adoptado  los  princi- 
pios consignados  en  decreto  ley  de  .3í)  de  Noviembre  de 
1889,  clasificando  en  dos  grupas  las  funrionrs  del  media- 
dor, ora  como  agente  encargado  ¡Ir  rrhi<-n:iiiir  á  compra- 
dores y  vendedores,  ora  como  finiriima  ífn  qae  debe  dar 
autenticidad  d  los  contratos  i  influir  en  la  cotización  de 
los  valores,  ejerciendo  una  atribución  del  Estado.  Las 
disposiciones  del  Código  sobre  agentes  colegiados,  están 
tomadas  de  la  legislación  vigente,  pero  se  han  introduci- 
do en  ella  reformas  importantes,  que  consisten  en  exigir 
d  los  mediadores  que  lleven  un  libro  diario,  en  atribuir 
al  Gobierno  el  señalamiento  de  la,  fianza  que  han  de  cons- 
tituir aquéllos,  en  autorizarlos  para  recurrir  á  la  vía 
contencioso-administrativa,  cuando  son  destituidos,  y  en 
hacerlos  responsables  de  lo»  valoret  que  negocien  ó  de  su 
precio. 
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plazas  maritimas  uno  de  corredores  intérpre- 
tes de  buques. 

Art.  91.  Los  Colegios  de  que  trata  el  ar- 
ticulo anterior,  se  compondrán  de  los  indivi- 
duos que  hayan  obtenido  el  titulo  correspon- 
diente por  reunir  las  condiciones  esigúdas  en 
este  Código. 

Art.  92.  Al  frente  de  cada  Colegio  habrá 
una  Junta  sindical  elegúda  por  los  colegiados. 

Art.  93.  Los  agentes  coleg'iados  tendrán  el 
carácter  de  notarios  en  ciianto  se  refiera  á  la 
contratación  de  efectos  públicos,  valores  in- 
dustriales y  mercantiles,  mercaderías  y  demás 
actos  de  comercio  comprendidos  en  su  oficí(T, 
en  la  plaza  respectiva. 

Llevarán  un  libro  regñstro  con  arreg'lo  á  lo 
que  determina  el  art.  36,  asentando  en  él  por 
su  orden,  separada  y  diariamente,  todas  las 
operaciones  en  que  hubiesen  intervenido,  pu- 
diendo  además  llevar  otros  libros  con  las  mis- 
mas solemnidades. 

Los  libros  y  pólizas  de  los  agentes  colegia- 
dos harán  fe  en  juicio. 

Art.  94.  Para  ingresar  en  cualquiera  de  los 
Colegios  de  agentes  á  que  se  refiere  el  art.  90, 
será  necesario: 

1."     Ser  español  ó  extranjero  naturalizado. 

2."  Tener  capacidad  para  comerciar  con 
arreglo  á  este  Código. 

3.°  No  estar  sufriendo  pena  correccional  ó 
aflictiva. 

4."  Acreditar  buena  conducta  moral  y  co- 
nocida probidad,  por  medio  de  una  informa- 
ción judicial  de  tres  cemerciantes  inscritos. 

5."  Constituir  en  la  Caja  de  Dei^ósitos  ó  en 
sus  sucvirsales,  ó  en  el  Banco  de  España,  la 
fianza  que  determine  el  Gobierno. 

6."  Obtener  del  Jliuisterio  de  Fomento  el 
titulo  correspondiente,  oida  la  Junta  sindical 
del  Coleg-io  respectivo. 

Art.  95.  Será  oblig'ación  de  los  agentes  co- 
legiados: 

1.°  Asegurarse  de  la  identidad  y  capacidad 
legal  para  contratar  de  las  personas  en  cuyos 
negocios  intervengan,  y,  en  su  caso,  de  la  le- 
gitimidad de  las  firmas  de  los  contratantes. 

Cuando  éstos  no  tuvieren  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes,  no  podrán  los  -agentes 
prestar  su  concurso  sin  que  preceda  la  debida 
autorización  con  arreglo  á  las  leyes. 

2.°  Proponer  los  negocios  con  exactitud, 
precisión  y  claridad,  absteniéndose  de  hacer 
supuestos  que  induzcan  á  error  á  los  con- 
tratantes. 

3.°  Guardar  secreto  en  todo  lo  que  con- 
cierna á  las  neg'ociaciones  que  hicieren,  y  no 
revelar  los  nombres  de  las  personas  que  se  ¿as 
encarguen,  á  menos  que  exija  lo  contrario  la 
ley  ó  la  naturaleza  de  las  operaciones,  ó  que 
los  interesados  consientan  en  que  sus  nombres 
sean  conocidos. 

4."  Espedir,  á  costa  de  los  interesados  que 
la  pidieren,  certificación  de  los  asientos  res- 
pectivos de  sus  contratos. 

Art.  96.     No  podrán  los  agentes  colegiados: 

1."    Comerciar  por  cuenta  propia. 

2."  Constituirse  en  aseg'iiradores  de  ries- 
gos mercantiles. 

3."     Negociar   valores   ó   mercaderías   por 


cuenta  de  individuos  ó  sociedades  que  hayan  ' 
suspendido  sus  pag-os,  ó  que  hayan  sido  decla- 
rados en  quiebra  ó  en  concurso,  á  no  haber 
obtenido  rehabilitación. 

4."  Aquirir  paro  si  los  efectos  de  cuya  ne- 
g'ociación  estuvieren  encarg-ados,  salvo  en  el 
caso  de  que  el  agente  teng'a  que  responder  de 
faltas  del  comprador  al  vendedor. 

5.°  Dar  certificaciones  que  no  se  refieran 
directamente  á  hechos  que  consten  en  los 
asientos  de  sus  libros. 

6."  Desempeñar  los  cargos  de  cajeros,  te- 
nedores de  libros  ó  dependientes  de  cualquier 
comerciante  ó  establecimiento  mercantil. 

Art.  97.  Los  que  contravinieren  á  las  dis- 
posiciones del  articulo  anterior,  serán  priva- 
dos de  .su  oficio  por  el  Gobierno,  previa  au- 
diencia de  la  Junta  sindical  y  del  interesado, 
el  cual  podrá  reclamar  contra  esta  resolución 
por  la  via  contencioso-administi-ativa. 

Serán  además  responsables  civilmente  del 
daño  que  se  siguiere  por  faltar  á  las  obliga- 
ciones de  su  carg-o. 

Art.  98.  La  fianza  de  los  agentes  de  Bolsa, 
de  los  coi-redores  de  comercio  y  de  los  corre- 
dores intérpretes  de  buques  estará  especial- 
mente afecta  á  las  resultas  de  las  operacio- 
nes de  su  oficio,  teniendo  los  perjudicados  una 
acción  real  preferente  contra  la  misma',  sin 
perjuicio  de  las  demás  que  procedan  en  de- 
recho. 

Esta  fianza  no  podrá  alzarse,  aunque  el 
agente  cese  en  el  desempeño  de  su  cargo,  has- 
ta transciu'rido  el  plazo  qiie  se  señala  en  el 
art.  946,  sin  que  dentro  de  él  se  haya  formali- 
zado reclamación. 

Sólo  estará  sujeta  la  fianza  á  responsabili- 
dades ajenas  al  cargo,  cuando  las  de  éste  se 
hallen  cubiertas  integramente. 

Si  la  fianza  se  desmembrare  por  las  respon- 
sabilidades á  que  está  afecta,  ó  se  disminuye- 
i'e  por  cualquiera  causa  su  valor  efectivo,  de- 
berá reponerse  por  el  agente  en  el  término  do 
veinte  dias. 

Art.  99.  En  los  casos  de  inhabilitación,  in- 
capacidad ó  suspensión  de  oficio  de  los  agien- 
tes de  Bolsa,  corredores  de  comercio  y  corre- 
dores intérpretes  de  buques,  los  libros  que  cou  '. 
arreg'lo  á  este  Código  deben  llevar  se  deposi- 
tarán en  el  Regñstro  mercantil. 

SEC.  2.* — De  los  agentes  colegiados  de  cambio  y 
Bolsa  '. 

Art.  100.  Corresponderá  á  los  agentes  de 
cambio  y  Bolsa: 

1."  Intervenir  privativamente  en  las  nego- 
ciaciones y  transferencias  de  toda  especie  de 
efectos  ó  valores  públicos  cotizables,  definidos 
en  el  art.  68. 

2."  Intervenir,  en  concurrencia  con  los  co- 
rredores de  comercio,  en  todas  las  demás  ope- 
raciones y  contratos  de  Bolsa,  sujetándose  á 
las  responsablilidades  propias  de  estas  opera- 
ciones ■■'. 

Art.  101.  Los  agentes  de  Bolsa  que  inter- 
vengan en  contratos  de  compraventa  ó  en 


Véase  la  nota  á  la  sección  siguiente. 

Véanse  los  arts.  33  á  39  del  Beg.  de  íS  Junio  1S86. 
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otras  oijeivacioues  al  contado  ó  á  plazo,  res- 
ponderán al  comprador  de  la  entreg^a  de  los 
efectos  ó  valorps  sobre  que  versen  dichas  ope- 
raciones, y  al  vendedor,  del  pag'o  del  precio  ó 
indemnización  convenida. 

Art.  102.  Anotarán  los  agentes  de  Bolsa 
en  sns  libros,  por  orden  correlativo  de  nume- 
ración y  do  fechas,  todas  las  operaciones  en 
que  interveug'an. 

Art.  103.  Los  agentes  de  Bolsa  se  entrega- 
rán reciprocamente  nota  suscrita  de  cada  una 
de  las  operaciones  concertadas,  eu  el  mismo 
día  en  que  las  hayan  convenido.  Otra  nota, 
ig'ualmeute  firmada,  entregarán  á  sus  comi- 
tentes, y  éstos,  á  los  agentes,  expresando  su 
conformidad  con  los  términos  y  condiciones 
de  la  negociación 

Las  notas  ó  pólizas  que  los  agentes  entre- 
guen á  sus  comitentes,  y  las  que  se  expidan 
mutuamente,  harán  prueba  contra  el  agente 
que  las  suscriba,  en  todos  los  casos  de  recla- 
mación á  que  dieren  lugar. 

Para  determinar  la  cantidad  liquida  á  recla- 
mar, expedirá  la  Junta  sindical  certificación 
en  que  se  hag'a  constar  la  diferencia  en  efec- 
tivo que  resulte  contra  el  comitente,  eu  vista 
de  las  notas  de  la  operación. _ 

La  conformidad  de  los  comitentes,  una  vez 
reconocida  en  juicio  su  firma,  llevará  apare- 
jada ejecución,  siempre  que  se  presente  la  cer- 
tificación de  la  Junta  sindical,  de  que  habla  el 
párrafo  anterior. 

Art.  104.  Los  agentes  de  Bolsa,  además  de 
las  obligaciones  comunes  á  todos  los  agentes 
mediadores,  enumeradas  eu  los  arts.  9.5,  9G, 
97  y  9S,  serán  responsables  civilmente  por  los 
títulos  ó  valores  industriales  ó  mercantiles  que 
vendieren  después  de  hedía  pública  por  la 
Junta  siiulical  la  denuncia  de  dichos  valores 
como  de  procedencia  ilegitima. 

Art.  105.  El  presidente,  ó  quien  hiciere  sus 
veces,  y  dos  individuos,  á  lo  menos,  de  la  Jun- 
ta sindical,  asistirán  constantemente  á  las  re- 
uniones de  la  Bolsa,  para  acordar  lo  que  pro- 
ceda en  los  casos  que  puedan  ocurrir. 

La  Junta  sindical  fijará  el  tipo  de  las  liqui- 
daciones mensuales  al  cerrarse  la  Bolsa  del 
último  día  del  mes,  tomando  por  base  el  tér- 
mino medio  de  la  cotización  del  mismo  día  '. 

La  misma  .Tunta  será  la  encarg-ada  de  reci- 
bir las  liquidaciones  parciales  y  practicar  la 
general  del  mes. 

SEC.  S.** — De  los  corredores  colegiados  de  comercio  -. 

Art.  106.  Además  de  las  obligaciones  co- 
munes á  todos  los  agentes  mediadores  del  co- 
mercio, que  enumera  el  art.  95,  los  corredores 
colegiados  de  comercio  estarán  obligados: 

1."  A  responder  legalmente  de  la  autenti- 
cidad de  la  firma  del  último  cedente,  en  las  ne- 
gociaciones de  letras  de  cambio  ú  otros  valo- 
res eudosables. 

2."    A  asistir  y  dar  fe,  eu  los  contratos  de 


'     Víase  el  art.  54  del  Reg.  de  31  de  Diciemhre  de  ISns. 

2  Las  disposiciones  de  esta  sección  son  aplicables  d  loa 
agentes  de  cambio  y  Bolsa  cuando  funcionen  como  corre- 
dores de  comercio.  (Reg.  de  31  Diciembre  16186,  art.  U; 
Id.  18  Junio  1S8S,  .irt.  36.) 


compraventa,  de  la  entrega  de  los  efectos  y  de 
su  pag'o,  si  los  interesados  lo  exigieren. 

3."  A  recoger  del  cedente  y  entregar  al  to- 
mador las  letras  ó  efectos  eudosables  que  se 
hubieren  negociado  con  su  intervención. 

4.°  A  recoger  del  tomador  y  entregar  al  ce- 
dente  el  importe  de  las  letras  ó  valores  eudo- 
sables neg'ociados. 

Art.  107.  Los  corredores  colegiados  anota- 
rán en  sus  libros,  y  en  asientos  separados,  to- 
das las  operaciones  en  que  hubieren  interve- 
iwdo,  expresando  los  nombres  y  el  domicilio  de 
los  contratantes,  la  materia  y  las  condiciones 
<le  los  contratos. 

En  las  ventas  expresarán  la  calidad,  canti- 
dad y  precio  de  la  cosa  vendida,  lugar  y  fecha 
de  la  entrega,  y  la  forma  en  que  hayase  pa- 
garse el  precio. 

En  las  negociaciones  de  letras,  anotarán  las 
fechas,  puntos  de  expedición  y  de  pago,  tér- 
minos y  vencimientos,  nombres  del  librador, 
endosante  y  pagador,  los  del  cedente  y  toma- 
dor, y  el  cambio  convenido. 

Eu  los  seguros  con  referencia  á  la  póliza,  se 
expresarán,  además  del  número  y  fecha  déla 
misma,  los  nombres  del  asegurador  y  del  ase- 
gurado, objeto  del  seguro,  su  valor  "según  los 
contratantes,  la  prima  convenida,  y,  en  su 
caso,  el  higar  de  carga  y  descarga,  y  precisa 
y  exacta  designación  del  buque  ó  del  medio  eu 
que  haya  de  efectuarse  el  transporte. 

Art.  108.  Dentro  del  dia  en  que  se  verifique 
el  contrato,  entregarán  los  corredores  colegia- 
dos á  cada  uno  de  los  contratantes  una  minuta 
firmada,  comprensiva  de  cuanto  éstos  hubie- 
ren convenido. 

Art.  109.  En  los  casos  en  que  por  conve- 
niencia de  las  partes  se  extienda  un  contrato 
escrito,  el  corredor  certificará  al  pie  de  los  du- 
plicados y  conservará  el  original. 

Art.  lio.  Los  corredores  colegiados  podrán, 
en  concurrencia  con  los  corredores  intérpre- 
tes de  buques,  desempeñar  las  fuciones  pro- 
pias de  estos  últimos,  sometiéndose  á  las  pres- 
cripciones delasección  siguientedeestetitulo. 

Art.  III.  El  Colegio  de  corredores,  donde  no 
lo  hubiere  de  agentes,  extenderá  cada  dia  de 
neg'ociaeión  una  nota  de  los  cambios  corrien- 
tes y  de  los  precios  de  las  mercaderías;  á  cuyo 
efecto,  dos  individuos  de  la  Junta  sindical 
asistirán  á  las  reuniones  de  la  Bolsa,  debiendo 
remitir  una  copia  autorizada  de  dicha  nota  al 
Registro  mercantil. 

SEC.  4.*— Dfl  los  corredores  colegiados  intérpretes 
de  buques  '. 

Art.  112.  Para  ejercer  el  cargo  de  corredor 
intérprete  de  buques,  además  de  reunir  las 
circunstancias  que  se  exigen  á  los  agentes  me- 
diadores en  el  art.  9-1,  será  necesario  acredi- 
tar, bien  por  examen  ó  bien  por  certificado  de 
establecimiento  público,  el  conocimiento  de 
dos  leng'uas  vivas  extranjeras. 

Art.  113.  Las  obligaciones  de  los  corredores 
intérpretes  de  buques,  serán: 

1.°    Intervenir  en  los  contratos  de  fletamen- 


Véase  la  B.  O.  de  20  de  Septiembre  de  I8ín, 
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to,  de  seguros  marítimos  y  préstamos  á  la 
gruesa,  siendo  requeridos. 

2."  Asistir  á  los  capitanes  y  sobrecargos  de 
buques  extranjeros,  y  servirles  de  intérpretes 
en  las  declaraciones,  protestas  y  demás  dili- 
gencias que  les  ocurran  en  los  Tribunales  y 
oficinas  públicas. 

3.°  Traducir  los  documentos  que  los  ex- 
presados capitanes  .v  sobrecargeos  extranjeros 
hubieren  de  presentar  en  las  mismas  oficinas, 
siempre  que  ocurriere  duda  sobre  su  inteli- 
gencia, certificando  estar  hechas  las  traduc- 
ciones bien  y  fielmente. 

4."  Representar  á  los  mismos  en  juicio  cuan- 
do no  comparezcan  ellos,  el  naviero  ó  el  con- 
signatario del  buque. 

Art.  114.  Será  asimismo  obligación  de  los 
corredores  intérpretes  de  buques  llevar: 

1.°  Un  libro  copiador  de  las  traducciones 
.  que  hicieren,  insertándolas  literalmente. 

2."  Un  registro  del  nombre  de  los  capitanes 
á  quienes  prestaren  la  asistencia  propia  de  su 
oficio,  expresando  el  pabellón,  nombre,  clase 
.V  porte  del  buque,  .v  los  puertos  de  su  proce- 
dencia y  destino. 

3.°  Ún  libro  diario  de  los  contratos  de  fle- 
tamento  en  que  hubieren  intervenido,  expre- 
sando en  cada  asiento  el  nombre  del  buque,  su 
pabellón,  matricula  y  porte;  los  del  capitán  y 
del  fletador;  precio  y  destino  del  flete,  moneda 
en  que  haya  de  pagarse;  anticipos  sobre  el 
mismo,  si  los  hubiere;  los  efectos  en  que  con- 
sista el  cargamento;  condiciones  pactadas  en- 
tre el  fletador  y  capitán  sobre  estadías,  y  el 
plazo  prefijado  para  comenzar  y  concluir  la 
carga. 

Art.  115.  El  corredor  intérprete  de  buque 
conservará  un  ejemplar  del  contrato  ó  contra- 
tos que  hayan  mediado  entre  el  capitán  y  el 
fletador. 

LIBRO  SEGUNDO 

De  los  contratos  especiales  del  comercio. 

TÍTULO  I. — De  las  compañías  mercantiles  '. 

SECCIÓN  l.*^  — De  la  constitución  de  las  compañías 
y  de  sus  clases. 

Art.  116.  El  contrato  de  compañía,  por  el 
cual  dos  ó  más  personas  se  oblig-an  á  poner  en 
fondo  común  bienes,  industrias  ó  alguna  de 
estas  cosas,  para  obtener  lucro,  será  mercan- 
til, cualquiera  que  fuese  su  clase,  siempre  que 


*  Compañías  mercantiles. —  has  sociedades  mercan- 
tiles,  nacidas  en  la  Edad  media  y  desenvtceltas  en  la  época 
moderna,  no  tenían  en  el  Código  antiguo  las  necesarias 
condiciones  de  amparo  y  protección,  ni  las  adquirieron 
tampoco  por  la  ley  de  28  de  Enero  de  1848,  viniendo  á  lle- 
nar el  vacio  del  Derecho  en  esta  materia  la  ley  de  19  de 
Octubre  de  18fí9,  cuyo  espíritu,  con  sus  jiaturales  desarro- 
llos, acepta  el  nuevo  Código,  inspirándose  en  tres  princi- 
pios fundamentales:  libertad  amplia  de  losasocíados para 
constituirse  como  tengan  por  conveniente,  ausencia  com- 
pleta de  la  autoridad  gubernativa  en  la  vida  interior  de 
estas  personas  jurídicas  y  piíblicidad  de  los  actos  socia- 
les que  puedan  interesar  á  tercero.  El  iódigo  no  atribuye 
carácter  mercantil  á  las  asociaciones  mutuas  ni  á  las  co- 
operativas, porque  en  las  primeras  falta  el  propósito  de 
especulación:  y  las  segundas  sólo  se  proponen  mejorar  la 
condición  del  obrero.  Las  sociedades  cooperativas  piieden 
ser  también  jyara  otros  consumidores:  pero  el  Gobierno 
sólo  dcbeproteger  y  fomentar  las  de  obreros.  Parlo  dejnás 
reproduce  las  disposiciojies  vigentes  sobre  compaflias  co- 
lectivas, comanditarias  y  anónimas,  intruduciend»  algii- 


se  haya  constituido  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  este  Códig-o. 

Una  vez  constituida  la  compañía  mercantil, 
tendrá  personalidad  jurídica  en  todos  sus  ac- 
tos y  contratos. 

Art.  117.  El  contrato  de  compañía  mercan- 
til celebrado  con  los  requisitos  esenciales  del 
derecho  será  válido  y  obligatorio  entre  los  que 
lo  celebren,  cualesquiera  qvie  sean  la  forma, 
condiciones  .vcombinacioneslicitas.v  honestas 
con  que  lo  constituyan,  siempre  que  no  estén 
expresamente  prohibidas  en  este  Código. 

Será  libre  la  creación  de  Bancos  territoria- 
les, agrícolas,  y  de  emisión  y  desctiento,  de 
sociedades  de  crédito,  de  préstamos  hipoteca- 
rios, concesionarias  de  obras  públicas,  fabri- 
les, de  almacenes  generales  de  depósito,  de 
minas,  de  formación  de  capitales  y  rentas  vi- 
talicias, de  seg'uros,  y  demás  asociaciones  que 
tuvieren  por  objeto  cualquiera  empresa  indus- 
trial ó  de  comercio. 

Art.  118.  Serán  igualmente  válidos  y  efica- 
ces los  contratos  entre  las  compañías  mercan- 
tiles y  cualesquiera  personas  capaces  de  obli- 
garse, siempre  que  fueren  lícitos  y  honestos, 
y  aparecieren  cumplidos  los  requisitos  que 
expresa  el  artículo  siguiente. 

Art.  119.  Toda  compañía  de  comercio,  an- 
tes de  dar  principio  á  sus  operaciones,  deíjerá 
hacer  constar  su  constitución,  pactos  y  condi- 
ciones, en  escritura  ptiblica  que  se  presentará 
para  su  inscripción  en  el  Re.gistro  mercantil, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  17. 

A  las  mismas  formalidades  quedarán  suje- 
tas, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  25, 
las  escrituras  adicionales  que  de  cualquiera 
manera  modifiquen  ó  alteren  el  contrato  pri- 
mitivo de  la  compañía. 

Los  socios  no  podrán  hacer  pactos  reserva- 
dos, sino  que  todos  deberán  constar  en  la  es- 
critura social. 

Art.  120.  Los  encargados  de  la  gestión  so- 
cial que  contravinieren  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  serán  solidariamente  res- 
ponsables para  con  las  personas  extrañas  á  la 
compañía  con  quienes  hubieren  contratado  en 
nombre  de  la  misma. 

Art.  121.  Las  compañías  mercantiles  se  re- 
girán por  las  cláusulas  ,v  condiciones  de  sus 
contratos,  y,  en  cuanto  en  ellas  no  esté  deter- 
minado y  prescrito,  por  las  disposiciones  de 
este  Código. 

Art.  122.  Por  regla  general,  las  compañías 
mercantiles  se  constituirán  adoptando  a'guna 
de  las  sig'uieutes  formas: 

1.*  La  regular  colectiva  en  que  todos  los 
socios,  en  nombre  colectivo  y  bajo  una  razón 
social,  se  comprometen  á  participar,  en  la  pro- 
porción que  establezcan,  de  los  mismos  dere- 
chos .y  obligaciones. 

2."  La  comanditaria,  en  que  uno  ovarios 
sujetos  aportan  capital  determinado  al  fondo 


ñas  reformas,  dirigidas  á  aumentar  el  prestigio  y  solides 
de  esas  colectividades,  d  ampliar  su  esfera  de  actividad ,  y 
á  garantir  los  derechos  de  tercero,  sin  abandonar  los 
princii}ios  fundamentales  de  libertad  de  industria,  de  co- 
mercio y  de  asociación. 

—  Véanselos  arts.  l.STOy  1.700, párrafo  úliíyno,  del  Có- 
digo civil. 
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común,  para  estar  á  las  resultas  de  las  opera- 
ciones sociales  dirig-idas  exclusivamente  por 
otros  con  nombre  colectivo. 

3.*  La  anónima,  en  que  formando  el  fondo 
comiin  los  asociados  por  parte  ó  porciones 
ciertas,  figuradas  por  acciones  ó  de  otra  ma- 
nera indubitada,  encargan  su  manejo  á  man- 
datarios ó  administradores  amovibles  que  re- 
presenten á  la  com]iai"iía  bajo  una  denomina- 
ción apropiada  al  objeto  ó  empresa  :V  que  des- 
tine sus  fondos. 

Art.  123.  Por  la  índole  de  sus  operaciones 
podrán  ser  las  compañías  mercantiles: 

Sociedades  de  crédito. 

Bancos  de  emisión  y  descuento. 

Compañías  de  crédito  territorial. 

Compañías  de  minas. 

Bancos  agrícolas. 

Concesionarias  de  ferrocarriles,  tranvías  y 
obras  públicas. 

De  almacenes  generales  de  depósito. 

Y  de  otras  especies,  siempre  que  sus  pactos 
sean  lícitos,  y  su  ftn  la  industria  ó  el  comercio. 

Art.  124.  Las  compañías  mutuas  de  segu- 
ros contra  incendios,  de  combinaciones  tonti- 
nas  sobre  la  vida  para  auxilios  á  la  vejez,  y 
de  cualquiera  otr<a  clase,  y  las  cooperativas  de 
producción,  de  crédito  ó  de  consumo,  sólo  se 
considerarán  mercantiles,  y  quedarán  sujetas 
á  las  disposiciones  de  este  Código,  cuando  se 
dedicaren  á  actos  de  comercio  extraños  á  la 
mutualidad  ó  se  convirtieren  en  sociedades  á 
prima  fija. 

SEC.  2.*  —De  las  compañías  colectivas. 

Art.  125.  La  escritura  social  de  la  compa- 
ñía colectiva  deberá  expresar: 

Elnombre,  apellido  y  domicilio  de  los  socios. 

La  razón  social. 

El  nombre  y  apellido  de  los  socios  á  quienes 
se  encomiende  la  gestión  de  la  compañía  y  el 
uso  de  la  firma  social. 

El  capital  que  cada  socio  aporte  cu  dinero 
efectivo,  créditos  ó  efectos,  con  expresión  del 
valor  que  se  dé  á  éstos  ó  de  las  bases  sobre  que 
haya  de  hacerse  el  avalúo. 

La  duración  de  la  compañía. 

Las  cantidades  que  en  su  caso  se  asignen  á 
cada  socio  gestor  anualmente  para  sus  gastos 
particulares. 

Se  podrán  también  consignar  en  la  escritu- 
ra todos  los  demás  pactos  lícitos  y  condiciones 
especiales  que  los  socios  quierau'establecer. 

Art.  126.  La  compañía  colectiva  habrá  de 
girar  bajo  el  nombre  de  todos  sus  socios,  de 
algunos  de  ellos  ó  de  uno  solo,  debiéndose 
añadir,  en  estos  dos  últimos  casos,  al  nombre 
ó  nombres  que  se  expresen ,  las  palabras  «y 
compañía». 

Este  nombre  colectivo  constituirá  la  razón  ó 
firma  social,  en  la  que  no  podrá  incluirse  nun- 
ca el  nombre  de  persona  que  no  pertenezca  de 
presente  á  la  compañía. 

Los  que,  no  perteneciendo  á  la  compañía, 
incluyan  su  nombre  en  la  razón  social,  que- 
darán sujetos  á  responsaljüidad  solidaria,  sin 
perjuicio  de  la  penal  si  á  ella  hubiere  lugar. 

Art.  127.  Todos  los  socios  que  formen  la 
compañía  colectiva,  sean  ó  no  gestores  de  la 
Tomo  II. 


misma,  estarán  oblig-ados  personal  y  solida- 
riamente, con  todos  sus  bienes,  á  las  resultas 
de  las  operaciones  que  se  hag'an  á  nombre  y 
por  cuenta  de  la  compañía,  bajo  la  firma  de 
ésta  y  por  persona  autorizada  para  usarla. 

Art.  128.  Los  socios  no  autorizados  debi- 
damente para  usar  de  la  firma  social,  no  obli- 
g'arán  con  sus  actos  y  contratos  á  la  compa- 
ñía, aunque  los  ejecuten  á  nombre  de  ésta  y 
bajo  su  firma. 

La  responsabilidad  de  tales  actos  en  el  or- 
den civil  ó  penal,  recaerá  exclusivamente  so- 
bre sus  autores. 

Art.  129.  Si  la  administración  de  las  com- 
pañías colectivas  no  se  hubiere  limitado  por 
un  acto  especial  á  alguno  de  los  socios,  todos 
tendrán  la  facultad  de  concurrir  á  la  direc- 
ción y  manejo  de  los  negocios  comunes,  y  los 
socios  presentes  se  pondrán  de  acuerdo  para 
todo  contrato  ú  obligación  que  interese  á  la 
sociedad. 

Art.  I30i  Contra  la  voluntad  de  uno  délos 
socios  administradores  que  expresamente  la 
manifieste,  no  deberá  contraerse  ninguna 
obligación  nueva;  pero  si,  no  obstante,  llega- 
re á  contraerse,  no  se  anulará  por  esta  razón, 
y  surtirá  sus  efectos,  sin  jierjuicio  de  que  el 
socio  ó  socios  que  la  contrajeren  respondan  á 
la  masa  social  del  quebranto  que  ocasionaren. 

Art.  131.  Habiendo  socios  especialmente 
encarg'ados  de  la  administración,  los  demás 
no  podrán  contrariar  ni  entorpecer  las  g'estio- 
nes  de  aquéllos  ni  impedir  sus  efectos. 

Art.  132.  Cuando  la  facultad  privativa  de 
administrar  y  de  usar  de  la  firma  de  la  com- 
pañía haya  sido  conferida  en  condición  expre- 
sa del  contrato  social,  no  se  podrá  privar  de 
ella  al  que  la  obtuvo;  pero  si  éste  usare  mal 
de  dicha  facultad,  y  de  su  g'estión  resultare 
perjuicio  manifiesto  á  la  masa  comiin,  podrán 
los  demás  socios  nombrar  de  entre  ellos  un 
coadministrador  que  intervenga  en  todas  las 
operaciones,  ó  promover  la  rescisión  del  con- 
trato aute  el  juez  ó  Tribunal  competente,  que 
deberá  declararla,  si  se  probare  aquel  per- 
juicio. 

Art.  133.  En  las  compañías  colectivas,  to- 
dos los  socios,  administren  ó  no,  tendrán  de- 
recho á  examinar  el  estado  de  la  administra- 
ción y  de  la  contabilidad,  y  hacer,  con  arreglo 
á  los  pactos  consig'nados  en  la  escritura  de  la 
sociedad  ó  las  disposiciones  generales  del  de- 
recho, las  reclamaciones  que  crej'eren  conve- 
nientes al  interés  común. 

Art.  134.  Las  negociaciones  hechas  por  los 
socios  en  nombre  propio  y  con  sus  fondos  par- 
ticulares, no  se  comunicarán  á  la  compañía 
ni  la  constituirán  en  responsabilidad  alguna, 
siendo  de  la  clase  de  aquellas  que  los  socios 
puedan  hacer  lícitamente  por  su  cuenta  y 
riesgo. 

Art.  135.  Xo  podrán  los  socios  aplicar  los 
fondos  de  la  compañía  ni  usar  de  la  firma  so- 
cial para  negocios  por  cuenta  propia;  y  en  el 
caso  de  hacerlo,  perderán  en  beneficio  de  la 
compañía  la  parte  de  ganancias  que,  en  la  ope- 
ración ú  operaciones  hechas  de  esto  modo,  les 
pueda  corresponder,  y  podrá  haber  lugar  á  la 
rescisión  del  contrato  social  en  cuanto  á  ellos, 
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siu  perjuicio  del  reiutegTo  de  los  fondos  de  que 
hubieren  hecho  uso,  y  de  indemnizar  además 
á  la  sociedad  de  todos  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  hubieren  seg'viido. 

Art.  136.  En  las  sociedades  colectivas  que 
no  tengan  género  de  comercio  determinado, 
no  podrán  sus  individuos  hacer  operaciones 
por  cuenta  propia  sin  que  jireceda  consenti- 
miento de  la  sociedad,  la  cual  no  podrá  ne- 
garlo siu  acreditar  que  de  ello  le  resulta  un 
perjuicio  efectivo  y  manifiesto. 

Los  socios  que  contraveng-an  A  esta  dispo- 
sición, aportarán  al  acervo  común  el  benefi- 
cio C(ue  les  resulte  de  estas  operaciones,  y  su- 
sufrirán  individualmente  las  pérdidas  si  las 
hubiere. 

Art.  137.  Si  la  compañía  hubiere  determi- 
nado en  su  contrato  de  eonstitiición  el  género 
de  comercio  en  que  haya  de  ocuparse,  los  so- 
cios podrán  hacer  licitamente  por  su  cuenta 
toda  operación  mercantil  que  les  acomode, 
con  tal  que  no  pertenezca  á  la  especie  de  ne- 
g'ocios  á  que  se  dedique  la  compañía  de  que 
fueren  socios,  á  no  existir  pacto  especial  en 
contrario. 

Art.  138.  El  socio  industrial  no  podrá  ocu- 
parse en  negociaciones  de  especie  alguna, 
salvo  si  la  compañía  se  lo  permitiere  expresa- 
mente; y  en  caso  de  verificarlo ,  quedará  al 
arbitrio  de  los  socios  capitalistas  excluirlo  de 
la  compañía,  privándole  de  los  beneficios  que 
le  correspondan  en  ella,  ó  aprovecharse  de  los 
Cjue  hubiere  obtenido  contraviniendo  á  esta 
disposición. 

Art.  139.  En  las  compañías  colectivas  ó  en 
comandita  ningún  socio  podrá  separar  ó  dis- 
traer del  acervo  comi'in  más  cantidad  que  la 
designada  á  cada  uno  para  sus  gastos  parti- 
culares; y  si  lo  hiciere,  podrá  ser  compelido  á 
su  reintegro  como  si  no  hubiese  completado 
la  porción  del  capital  que  se  obligó  á  poner  en 
la  sociedad. 

Art.  140.  \o  habiéndose  determinado  en 
el  contrato  de  compañía  la  parte  correspon- 
diente á  cada  socio  en  las  g-anancias,  se  divi- 
dirán éstas  á  prorrata  de  la  porción  de  interés 
que  cada  cual  tuviere  en  la  compañía,  flg'u- 
rando  en  la  distribución  los  socios  industria- 
les, si  los  hubiere,  en  la  clase  del  socio  capita- 
lista de  menor  participación. 

Art.  141.  Las  pérdidas  se  imputarán  en  la 
misma  proporción  entre  los  socios  capitalis- 
tas, sin  comprender  á  los  industriales,  á  me- 
nos que  ])or  pacto  expreso  se  hubieren  éstos 
constituido  partícipes  en  ellas. 

Art.  142.  La  compañía  deberá  abonar  á  los 
socios  los  g'astos  que  hicieren,  é  indemnizarles 
de  los  perjuicios  que  experimentaren,  con  oca- 
sión inmediata  y  directa  de  los  negocios  que 
aquélla  pii'iere  á  su  cargo;  pero  no  estará  obli- 
gada á  la  indemnización  de  los  daños  que  los 
socios  experimenten,  por  culpa  suya,  caso  for- 
tuito ni  otra  causa  independiente  de  los  nego- 
cios, mientras  se  hubieren  ocupado  en  desem- 
peñarlos. 

Art.  143.  Ning'ún  socio  podrá  transmitir  á 
otra  persona  el  interés  que  teng-a  en  la  com- 
pañía ni  sustituirla  en  su  lug\ar  para  que  des- 
empeñe los  oficios  que  á  él   le  tocaren  en  la 


administración  social,  sin  que  pi-eceda  el  con- 
sentimiento de  los  socios. 

Art.  144.  El  daño  que  sobreviniere  á  los  in- 
tereses de  la  compañía  jjor  malicia,  abuso  de 
facultades  ó  negligencia  g-rave  de  uno  de  los 
socios,  constituirá  á  su  causante  en  la  oblig'a- 
ción  de  indemnizarlo,  si  los  demás  socios  lo 
exigieren,  con  tal  que  no  pueda  inducirse  de 
acto  alg'uno  la  aprobación  ó  la  ratificación  ex- 
presa ó  virtual  del  hecho  en  cjue  se  funde  la 
reclamación. 

SEC.  3.*— De  las  compañías  en  comandita. 

Art.  145.  En  la  escritura  social  de  la  com- 
pañía en  comandita  constarán  las  mismas  cir- 
•cunstancias  que  en  la  colectiva. 

Art.  146.  La  compañía  en  comandita  g'ira- 
rá  bajo  el  nombre  de  todos  los  socios  colecti- 
vos, de  algunos  de  ellos  ó  de  uno  solo,  debien- 
do añadirse,  en  estos  dos  liltimos  casos,  al 
nombre  ó  nombres  Cfue  se  expresen,  las  pala- 
bras, «y  compañía»,  y  en  todos,  las  de  «socie- 
dad en  comandita». 

Art.  147.  Este  nombre  colectivo  constituirá 
la  razón  social,  en  la  que  nunca  podrán  in- 
cluirse los  nombres  de  los  socios  comandita- 
rios. 

Si  algún  comanditario  incluyese  su  nombre 
ó  consintiese  su  inclusión  en  la  razón  social, 
c{uedará  sujeto,  respecto  á  las  personas  extra- 
ñas á  la  compañía,  á  las  mismas  responsabili- 
dades que  los  g'estores,  sin  adquirir  más  dere- 
chos que  los  correspondientes  A  su  calidad  de 
comanditario. 

Art.  148.  Todos  los  socios  colectivos,  sean 
ó  no  gestores  de  la  compañía  en  comandita, 
quedarán  obligados  personal  y  solidariamente 
A  las  resultas  de  las  operaciones  de  ésta,  en 
los  ]n-opios  términos  y  con  igual  extensión  que 
los  de  la  colectiva,  seg'iin  dispone  el  art.  127. 

Tendrán  además  los  mismos  derechos  y  obli- 
gaciones que  respecto  á  los  socios  de  la  com- 
pañía colectiva  quedan  prescritos  en  la  sec- 
ción anterior. 

La  responsabilidad  de  los  socios  comanditad 
ríos  por  las  obligaciones  y  pérdidas  de  la  com-| 
pañía,  quedará  limitada  á  los  fondos  qiie  pu-" 
sieren  ó  se  obligaren  á  poner  en  la  comandita, 
excepto  en  el  caso  previsto  en  el  art.  147. 

Los  socios  comanditarios  no  ])odrán  hacer 
acto  alguno  de  administración  de  los  intere- 
ses de  la  compañía,  ni  a.un  en  calidad  de  apo- 
derados de  los  socios  g'estores. 

Art.  149.  Será  aplicable  á  los  socios  de  las 
compañías  en  comandita  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 14-i. 

Art.  150.  Los  socios  comanditarios  no  po- 
drán examinar  el  estado  y  situación  de  la  ad- 
ministración social  sino  en  las  épocas  y  bajo 
las  penas  que  se  hallen  prescritas  en  el  con- 
trato de  constitución  ó  sus  adicionales. 

Si  el  contrato  no  contuviese  tal  prescripción, 
se  comunicará  necesariamente  A  los  socios  co- 
manditarios el  balance  de  la  sociedad  á  ñn  de 
año,  poniéndoles  de  manifiesto  durante  un 
plazo  que  no  podrá  bajar  de  quince  días,  los 
antecedentes  y  decumentos  precisos  para  com- 
probarlo y  juzgar  de  las  operaciones. 
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SECi.*^— De  las  compañías  anónimas, 

Art.  151.  Eu  la  escritura  social  de  la  com- 
pañía anónima  deberá  constar: 

El  nombre,  apellido  y  domicilio  de  los  otor- 
g-autes. 

La  denominación  de  la  compañía. 

La  desig'nación  de  la  persona  ó  personas 
que  habrAn  de  ejercer  la  administración  y  mo- 
do do  proveer  las  vacantes. 

El  capital  social,  con  expresión  del  valor 
que  se  haya  dado  á  los  bienes  aportados  que 
no  sean  metálico,  ó  de  las  bases  seg'iin  las  que 
habrá  de  hacerse  el  avahio. 

El  número  de  acciones  en  que  el  capital  so- 
cial estuviere  dividido  y  representado. 

El  plazo  i')  plazos  en  que  habrá  do  realizar- 
se la  parte  de  capital  no  desembolsado  al  cons- 
tituirse la  comiiañia,  expresando  eu  otro  caso 
quién  ó  quiénes  quedan  autorizados  para  de- 
terminar el  tiempo  y  modo  eu  que  hayan  de 
satisfacerse  los  dividendos  pasivos. 

La  duración  de  la  sociedad. 

Las  operaciones  á  que  destine  su  capital. 

Los  plazos  y  forma  de  convocación  y  cele- 
bración de  las  juntas  g'euerales  ordinarias  de 
socios,  y  los  casos  y  el  modo  de  convocar  y  ce- 
lebrar las  extraordinarias. 

La  sumisión  al  voto  de  la  mayoría  de  la  jun- 
ta de  socios,  debidamente  convocada  y  cons- 
tituida, eu  los  asuntos  propios  de  su  delibe- 
ración. 

El  modo  de  contar  y  constituirse  la  mayo- 
ría, así  eu  las  juntas  ordinarias  como  en  las 
extraordinarias,  para  tomar  acuerdo  obliga- 
torio. 

Se  podrá  además  consignar  en  la  escritura 
todos  los  pactos  lícitos  y  condiciones  especia- 
les que  los  socios  juzg-ueu  conveniente  esta- 
blecer. 

Art.  152.  La  denominación  de  la  compañía 
anónima  será  adecuada  al  objeto  ú  objetos  de 
la  especulación  que  hubiere  elegido. 

No  se  podrá  adoptar  una  denominación 
idéntica  á  la  de  otra  compañía  preexistente. 

Art.  153.  La  responsabilidad  de  los  socios 
cu  la  compañía  anónima  por  las  obligaciones 
y  pérdidas  de  la  misma,  quedará  limitada  á 
los  fondos  que  pusieron  ó  so  comprometieron 
á  poner  eu  la  masa  conivin. 

Art.  154.  La  masa  social,  compuesta  del 
fondo  capital  y  de  los  beneficios  acumulados, 
será  la  responsable,  eu  las  compañías  anóni- 
mas, de  las  obligaciones  contraidas,  en  su  ma- 
nejo y  administración,  por  persona  legítima- 
mente autorizada,  y  en  la  forma  prescrita  en 
.  su  escritura,  estatutos  ó  reglamentos. 

Art.  155.  Los  administradores  de  la  com- 
pañía anónima  serán  desig-nados  por  los  so- 
cios en  la  forma  que  determinen  su  escritura 
social,  estatutos  ó  reglamentos. 

Art.  156.  Los  administradores  de  las  com- 
pañías anónimas  son  sus  mandatarios, y.  mien- 
tras observen  las  reglas  del  mandato,  no  esta- 
rán sujetos  á  responsabilidad  personal  ni  soli- 
daria por  las  operaciones  sociales;  y  si,  por  la 
infracción  de  las  leyes  y  estatutos  de  la  com- 
pañía, ó  por  la  contravención  á  los  acuerdos 
legítimos  de  sus  juntas  generales,  irrogaren 


perjuicios  y  fueron  varios  los  responsables, 
cada  uno  de  ellos  responderá  á  prorrata. 

Art.  157.  Las  compañías  anónimas  tendrán 
obligación  de  publicar  mensualmente  en  la 
Gaceta  el  balance  detallado  do  svis  operacio- 
nes, expresando  el  tipo  á  que  calculen  sus 
existencias  en  valores  y  toda  clase  de  efectos 
cotizables. 

Art.  158.  Los  socios  ó  accionistas  de  las 
compañías  anónimas  no  podrán  examinar  la 
administración  social  ni  hacer  investigación 
alg'una  respecto  á  ella,  sino  en  las  épocas  y  en 
la  forma-que  prescriban  sus  estatutos  y  regla- 
mentos. 

Art.  159.  Las  compañías  anónimas  existen- 
tes con  anterioridad  á  la  publicación  de  este 
Código,  y  que  vinieren  rig'iéndose  por  sus  re- 
glamentos y  estatutos,  podrán  elegir  entre 
continuar  observándolos  ó  someterse  á  las 
prescripciones  del  Código. 

SEC.  5.*^ — De  las  acciones. 

Art.  160.  El  capital  social  de  las  com))añías 
en  comandita,  perteneciente  á  los  socios  co- 
manditarios, y  el  do  las  compañías  anónimas, 
podrá  estar  representado  por  acciones  ú  otros 
tiíulos  equivalentes. 

Ai't.  161.  Las  acciones  podrán  cor  nomina- 
tivas ó  al  portador. 

Art.  162.  Las  acciones  nominativas  debe- 
rán estar  inscritas  en  un  libro  que  llevará  al 
efecto  la  compañía,  eu  el  cual  se  anotarán  sus 
sucesivas  transferencias. 

Art.  163.  Las  acciones  al  portador  estarán 
numeradas  y  se  extenderán  en  libros  talo- 
narios. 

Art.  164.  Eu  todos  los  títulos  de  las  accio- 
nes ya  sean  nominativas  ó  al  portador,  se  ano- 
tará' siempre  la  suma  de  capital  que  se  haya 
desembolsado  á  cuenta  de  su  valor  nominal,  ó 
que  están  completamente  liberadas. 

En  las  acciones  nominativas,  mientras  no 
estuviese  satisfecho  su  total  importe,  respon- 
derán del  pago  de  la  parte  no  desembolsada, 
solidariamente  y  á  elección  de  los  administra- 
dores de  las  compañías,  el  primer  suscritor  ó 
tenedor  de  la  acción,  su  cesionario  y  cada  uno 
de  los  que  á  éste  sucedan,  si  fueren  transmiti- 
das, contra  cuya  responsabilidad,  así  determi- 
nada, no  podrá  establecerse  pacto  alguno  que 
la  suprima. 

Entablada  la  acción  para  hacerla  efectiva 
contra  cualquiera  de  los  enumerados  en  el  pá- 
rrafo anterior,  no  podrá  intentarse  nueva 
acción  contra  otro  de  los  tenedores  ó  codentes 
de  las  acciones,  sino  mediante  prueba  de  la  in- 
solvencia del  que  primero  ó  antes  hubiere  sido 
objeto  de  los  procedimientos. 

Cuando  las  acciones  no  liberadas  sean  al 
portador,  responderán  solamente  del  pago  de 
sus  dividendos  los  que  so  muestren  como  tene- 
dores de  las  mismas  acciones.  Si  no  compare- 
ciesen, haciéndose  im])Osible  toda  reclamación 
personal,  las  compañías  podrán  acordar  la 
anulación  de  los  títulos  correspondientes  á  las 
acciones  por  las  que  se  hubieren  dejado  de  sa- 
tisfacer los  dividendos  exigidos  para  el  com- 
pleto pago  di'l  valor  de  cada  una.  En  este  caso 
las  compañías  tendrán  la  facultad  de  expedir 
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títulos  duplicados  delasmismas  acciones,  para 
enajenarlos  A  cuenta  y  oarg'o  de  los  tenedores 
morosos  de  los  anulados. 

Todas  las  acciones  serán  nominativas  hasta 
el  desembolso  de  50  por  100  del  valor  nominal. 
Después  de  desembolsado  este  50  por  100,  po- 
drán convertirse  en  acciones  al  portador,  si 
asi  lo  acordasen  las  compañías  en  sus  estatu- 
tos, ó  por  actos  especiales  posteriores  á  los 
mismos. 

Art.  165.  No  podrán  emitirse  nuevas  series 
de  acciones  mientras  no  se  haya  hecho  el  des- 
embolso total  de  la  serie  ó  series  emitidas  an- 
teiiormeute.  Cualquier  pacto  en  contrario, 
contenido  en  la  escritura  de  constitución  de 
sociedad,  en  los  estatutos  ó  reglamentos,  ó 
cualquier  acuerdo  tomado  en  junta  g'eneral  de 
socios,  que  se  oponga  á  este  precepto,  será 
nulo  y  de  ningún  valor. 

Art.  166.  Las  compañías  anónimas  única- 
mente podri'm  comjjrar  sus  propias  acciones 
con  los  beneficios  del  capital  social  para  el  solo 
efecto  de  amortizarlas. 

En  caso  de  reducción  del  capital  social,  cuan- 
do procediese  conforme  á  las  disposiciones  de 
este  Código,  podrán  amortizarlas  también  con 
parte  del  mismo  capital,  empleando  al  efecto 
los  medios  legales  que  estimen  convenientes. 

Art.  167.  Las  compañías  anónimas  no  po- 
drán prestar  nunca  con  la  garantía  de  sus  pro- 
pias acciones. 

Art.  168.  Las  sociedades  anónimas  reuni- 
das en  junta  general  de  accionistas  previa- 
mente convocada  al  efecto,  tendrán  la  facultad 
de  acordar  la  reducción  ó  el  aumento  del  ca- 
pital social. 

En  ningún  caso  podrán  tomarse  estos  acuer- 
dos en  las  juntas  ordinarias,  si  en  la  convoca- 
toria ó  con  la  debida  anticipación  no  se  hubie- 
se anunciado  que  se  discutiría  y  votaría  sobre 
el  aumento  ó  reducción  del  capital. 

Los  estatutos  de  cada  compañía  determina- 
rán el  número  de  socios  y  participación  de  ca- 
pital que  habrá  de  concurrir  á  las  juntas  en 
que  se  reduzca  ó  aumente,  ó. en  que  se  trate  de 
la  modificación  ó  disolución  de  la  sociedad. 

En  ningún  caso  podrá  ser  menor  de  las  dos 
terceras  partes  del  niimero  de  los  primeros  y 
de  las  dos  terceras  partes  del  valor  nominal 
del  segundo. 

Los  administradores  podrán  cumplir  desde 
luego  el  acuerdo  de  reducción  tomado  legal- 
mente  por  la  junta  general,  si  el  capital  efec- 
tivo restante,  después  de  hecha,  excediere  en 
un  75  por  100  del  importe  de  las  deudas  y  obli- 
gaciones de  la  compañía. 

En  otro  caso,  la  reducción  no  podrá  llevarse 
á  efecto  hasta  que  se  liquiden  y  paguen  todas 
las  deudas  y  obligaciones  pendientes  á  la  fe- 
cha del  acuerdo,  á  no  ser  que  la  compañía 
obtuviere  el  consentimiento  previo  de  stis 
acreedores. 

Para  la  ejecución  de  este  articulo,  los  admi- 
nistradores presentarán  al  juez  ó  Tribunal  un 
inventario  en  el  que  se  apreciarán  los  valores 
en  cartera  al  tipo  medio  de  cotización  del  úl- 
timo trimestre,  y  los  inmuebles  por  la  capita- 
lización de  sus  productos  según  el  interés  le- 
gal del  dinero. 


Art.  169.  No  estarán  sujetos  á  represalias 
en  caso  de  guerra  los  fondos  cjue  de  la  perte- 
nencia de  los  extranjeros  existieren  en  las  so- 
ciedades anónimas. 

SEC.  6.*^— Derechos  y  olsligaciones  de  los  socios. 

Art.  170.  Si  dentro  del  plazo  convenido,  al- 
gún socio  no  aportare  á  la  masa  común  la  por- 
ción del  capital  á  que  se  hubiere  obligado,  la 
compañía  podrá  optar  entre  proceder  ejecuti- 
vamente contra  sus  bienes  para  hacer  efectiva 
la  porción  del  capital  que  hubiere  dejado  (ie 
entregar  ó  rescindir  el  contrato  en  cuanto  al 
socio  remiso,  reteniendo  las  cantidades  qtie  le 
correspondan  en  la  masa  social. 

Art.  171.  El  socio  que  por  cualquier  causa 
retarde  la  entrega  total  de  su  capital,  trans- 
currido el  término  prefijado  en  el  contrato  de 
sociedad,  ó  en  el  caso  de  no  haberse  prefijado, 
desde  que  se  establezca  la  caja,  abonará  á  la 
masa  común  el  interés  legal  del  dinero  cjiíe  no 
hubiere  entregado  á  su  debido  tiempo,  y  el 
importe  de  los  daños  y  perjuicios  que  hubiere 
ocasionado  con  su  morosidad. 

Art.  172.  Cuando  el  capital  ó  la  parte  de  él 
que  un  socio  haya  de  aportar  consista  en  efec- 
tos, se  hará  su  valuación  en  la  forma  preveni- 
da en  el  contrato  de  sociedad;  y,  á  falta  de 
pacto  especial  sobre  ello,  se  hará  por  peritos 
elegidos  por  ambas  partes  y  seg'tin  los  precios 
de  la  plaza,  corriendo  sus  aumentos  ó  dismi- 
nuciones ulteriores  por  cuenta  déla  compañía. 

En  caso  de  divergencia  entre  los  peritos,  se 
designará  un  tercero,  á  la  suerte,  entre  los  de 
su  clase  que  fig'uren  como  mayores  contribu- 
yentes en  la  localidad,  para  que  dirima  la  dis- 
cordia. 

Art.  173.  Los  gerentes  ó  administradores 
de  las  compañías  mercantiles  no  podrán  negar 
á  los  socios  el  examen  de  todos  los  documen- 
tos comprobantes  de  los  balances  que  se  for- 
men para  manifestar  el  estado  de  la  adminis- 
tración social,  salvo  lo  prescrito  en  los  articii- 
los  150  y  158. 

Art.  174.  Los  acreedores  de  un  socio  no 
tendrán,  respecto  á  la  compañía,  ni  aun  en  el 
caso  de  quiebra  del  mismo,  otro  derecho  que  el 
de  embargar  y  percibir  lo  Cfue  por  beneficios 
ó  liquidación  piidiera  corresponder  al  socio 
deudor. 

Lo  dispuesto  al  final  del  párrafo  anterior  no 
será  aplicable  á  las  compañías  constituidas  por 
acciones,  sino  cuando  éstas  fueran  nominati- 
vas; ó  cuando  constare  ciertamente  su  leg'iti- 
rao  dueño,  si  fueren  al  portador. 


SEC.  7." 


-De  las  reglas  especiales  de  las  compañías 
de  crédito  '. 


Art.  175.     Corresponderán  principalmente  á 
la  índole  de  estas  compañías  las  operaciones       i 
siguientes: 

1.°-  Suscribir  ó  contratar  empréstitos  con  i 
el  Gobierno,  corporaciones  provinciales  ó  mu-  i 
nicipales. 

2.^    Adquirir  fondos  públicos  y  acciones  fi       i 


•  Compañías  de  crédito.— .4!  dictar  reglas  sobre  es- 
tas soctfídades,  sn^irime  el  Códitfo  «na  serie  de  trabas  im- 
jniestas  por  la  legislación  anterior,  dejando  subsistentes 
las  que  sirven  de  garantía  a  tercero. 
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oblig-aciones  de  toda  clase  de  empresas  indus- 
triales ó  de  compañías  de  crédito. 

S.''  Crear  empresas  de  caminos  de  hierro, 
canales,  fábricas,  minas,  dársenas,  almacenes 
generales  de  depósito,  alumbrado,  desmontes 
y  roturaciones,  rieg'os,  desagües  y  cualesquie- 
ra otras  industriales  ó  de  utilidad  pública. 

4."  Practicar  la  fusión  ó  transformación  de 
toda  clase  de  sociedades  mercantiles,  y  encar- 
garse de  la  emisión  de  acciones  \\  obligacio- 
nes de  las  mismas. 

b.^  Administrar  y  arrendar  toda  clase  de 
contribuciones  y  ser\ic¡os  públicos,  y  ejecutar 
])br  su  cuenta,  ó  ceder,  con  la  aprobación  del 
Gobierno,  los  contratos  suscritos  al  efecto. 

G.*  Vender  ó  dar  en  garantía  todas  las  ac- 
ciones, obligaciones  y  valores  adquiridos  por 
la  sociedad,  y  cambiarlos  cuando  lo  juzg-areu 
conveniente. 

7.^  Prestar  sobre  efectos  públicos,  acciones 
ú  obligaciones,  g'éneros,  frutos,  cosechas,  fin- 
cas, fábricas,  buques  y  sus  cargamentos,  y 
otros  valores,  y  abrir  créditos  en  cuenta  co- 
rriente, recibiendo  en  garantía  efectos  de  igual 
clase. 

8.'^  Efectuar  por  cuenta  de  otras  sociedades 
ó  personas  toda  clase  de  cobros  ó  de  pagos,  y 
.ejecutar  cualquiera  otra  operación  por  cuen- 
ta ajena. 

9.'''  Recibir  en  depósito  toda  clase  de  valo- 
res en  papel  y  metálico,  y  llevar  cvientas  co- 
rrientes í-.on  cualesquiera  corporaciones,  so- 
ciedades ó  personas. 

10.  Girar  y  descontar  letras  ú  otros  docu- 
mentos de  cambio. 

Art.  176.  Las  compañías  de  crédito  podrán 
emitir  obligaciones  por  una  cantidad  igual  á 
la  que  hayan  empleado  y  exista  representada 
por  valores  en  cartera,  sometiéndose  á  lo  pres- 
crito en  el  titulo  sobre  Registro  mercantil. 

Estas  obligaciones  serán  nominativas  ó  al 
portador,  y  á  plazo  fijo,  que  no  baje,  en  nin- 
gún caso,  de  treinta  días,  con  la  amortización, 
si  la  hubiere,  é  intereses  que  se  determinen. 

SEC.  8."* — Bancos  de  emisión  y  descuento  ^ 

Art.  177.  Corresponderán  princif)almente  á 
la  índole  de  estas  compañías  las  operaciones 
sig'uientes: 

Descuentos,  depósitos,  cuentas  corrieutes, 
cobranzas, préstamos, g'iros  y  loscontratos  con 
el  Gobierno  ó  corporaciones  públicas. 

Art.  178.  Los  Bancos  no  podrán  hacer  ope- 
raciones á  más  de  noventa  días. 

Tampoco  podrán  descontar  letras,  pagarés 
II  otros  valores  de  comercio,  sin  la  g'arantia  de 
dos  firmas  de  responsabilidad. 

Art.  179.  Los  Bancos  podrán  emitir  billetes 
al  portador,  pero  su  admisión  en  las  transac- 
ciones no  será  forzosa.  Esta  libertad  de  emitir 
billetes  al  portador,  continuará,  sin  embargo, 
en  sitspenso  mientras  subsista  el  privilegio  de 


*  Bancos  de  emisión  y  descuento. — El  nuevo  Código 
adopta  el  régimen  de  la  libertad  absoluta  y  de  la  concti- 
rrencia  ilimitada  respecto  'i  estos  Bancos:  pero  aplaza  su 
planteamiento  para  cuando  haya  cesado  el  priviletjio  de 
que  actualmente  disfruta  por  leyes  especiales  el  Banco  de 
España,  preparando  asi  la  transición  del  sistema  ahora 
dominante,  n  otro  muy  opuesto,  ósea  el  de  la  pluralidad 
de  Bancos  de  emisión. 


que  actualmente  disfruta  por  leyes  especiales 
el  Banco  Nacional  de  España. 

Art.  180.  Los  Bancos  conservarán  en  metá- 
lico en  sus  cajas  la  cuarta  parte,  cuando  me- 
nos, del  importe  de  los  depósitos  y  cuentas  co- 
rrientes á  metálico  y  de  los  billetes  en  circu- 
lación. 

Art.  181.  Los  Bancos  tendrán  la  obligación 
de  cambiar  á  metálico  sus  billetes  en  el  acto 
mismo  de  su  presentación  por  el  portador. 

La  falta  de  cumplimiento  de  esta  oblig-ación 
producirá  acción  ejecutiva  á  favor  del  porta- 
dor, previo  un  requerimiento  al  pag'o,  por  me- 
dio de  notario. 

Art.  182.  El  importe  de  los  billetes  en  cir- 
ciilación,  unido  á  la  suma  representada  por 
los  depósitos  y  las  cuentas  corrientes,  no  ])odrá 
exceder,  en  ningún  caso,  del  importe  de  la  re- 
serva metálica  y  de  los  valores  en  cartera  rea- 
lizables on  el  plazo  máximo  de  noventa  días. 

Art.  183.  Los  Bancos  de  emisión  y  descuen- 
to publicarán,  mensuahnente  al  menos,  y  bajo 
la  responsabilidad  de  sus  administradores,  en 
la  Gaceta  y  Boletín  oficial  de  la  provincia,  el 
estado  de  su  situación. 

SEC.  9,'^ — Compañías  de  ferrocarriles  y  demás  obras 
pviblicas  ^ 

Art.  184.  Corresponderán  principalmente  á 
la  índole  de  estas  compañías  las  operaciones 
siguientes: 

I.''  La  construcción  de  las  vías  férreas  y 
demás  obras  piiblicas,  de  cualquiera  clase  que 
fueren. 

2.^  La  explotación  de  las  mismas,  bien  á 
perpetuidad,  ó  bien  durante  el  plazo  señalado 
en  la  concesión. 

Art.  185.  El  capital  social  de  las  compañías, 
unido  á  la  subvención,  si  la  hubiere,  represen- 
tará por  lo  menos  la  mitad  del  importe  del  pre- 
supuesto total  de  la  obra. 

Las  compañías  no  podrán  constituirse  mien- 
tras no  tuvieren  suscrito  todo  el  capital  social 
y  realizado  el  25  por  100  del  mismo. 

Art.  186.  Las  compañías  de  ferrocarriles  y 
demás  obras  públicas  podrán  emitir  oblig'acio- 
nes  al  portador  ó  nominativas,  libremente  y 
sin  más  limitaciones  que  las  consignadas  en 
este  Códig'o  y  las  que  establezcan  en  sus  res- 
pectivos estatutos. 

Estas  emisiones  se  anotarán  necesariamen- 
te en  el  Registro  mercantil  déla  provincia;  y 
si  las  obligaciones  fuesen  hipotecarias,  se  ins- 
cribirán además  dichas  emisiones  en  los  Re- 
gistros de  la  propiedad  correspondientes. 

Las  emisiones  de  fecha  anterior  tendrán  pre- 
ferencia sobre  las  sucesivas  para  el  pago  del 


'  Ferrocarriles  y  demás  obras  públicas. — El  nuevo 
Códiyo  impone  algunas  restricciones  respecto  d  la  consti- 
tución y  ri^gimen  interior  de  estas  compañías,  justificadas 
por  ífi  necesidad  deponer  á  cubierto  los  intereses  del  Es- 
tado,  que  correrían  grave  riesgosi  las  compañías  quebra- 
sen por  haberse  constituido  con  fondos  imaginarios  ó  defi- 
cientes. A  fin  de  que  inspiren  la  confianza  necesaria  á  los 
tomadores  de  los  títulos  que  emitan,  el  (Código  consigna 
varias  disposiciones,  de  las  cuales  unas  establecen  medios 
adecuados  g  eficaces  para  conocerla  verdadera  situación, 
de  las  sociedades,  y  otras  crean  verdaderas  garantios  en 
favor  de  los  tenedores  de  dichos  valores,  cualesquiera  que 
sean  las  vicisitudes  interiores  que  experimenten  las  com- 
pailias  deudoras. 
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cupón  y  para  la  amortización  de  las  obligacio- 
nes si  las  hubiere. 

Art.  187.  Las  obligaciones  que  las  compa- 
ñías emitieren,  serán  ó  no  aniortizables,  á  su 
voluntad  y  con  arreglo  á  lo  determinado  en 
sus  estatutos. 

Siempre  que  se  trate  de  ferrocarriles  ú  otras 
obras  públicas  que  gocen  subvención  del  Es- 
tado, ó  para  cuya  construcción  hubiese  prece- 
dido concesión  legislativa  ó  administrativa,  si 
la  concesión  fuese  temporal,  las  obligaciones 
que  la  compañía  concesionaria  emitiere  que- 
darán amortizadas  ó  extinguidas  dentro  del 
plazo  de  la  misma  concesión,  y  el  Estado  reci- 
birá la  obra,  al  terminar  este  plazo,  libre  de 
todo  g'ravamen. 

Art.  188.  Las  compañías  de  ferrocarriles  y 
demás  obras  públicas  podrán  vender,  ceder  y 
traspasar  sus  derechos  en  las  respectivas  em- 
presas, y  podrán  también  fundirse  con  otras 
análogas. 

Para  que  estas  transferencias  y  fusiones 
tengan  efecto,  será  preciso: 

1.°  Que  lo  consientan  los  socios  por  unani- 
midad, h  menos  que  en  los  estatutos  se  hubie- 
ren establecido  otras  reglas  para  alterar  el  ob- 
jeto social. 

2.°  Que  lo  consientan  asimismo  todos  los 
acreedores.  Este  consentimiento  no  será  nece- 
sario cuando  la  compra  ó  la  fusión  se  lleven  á 
cabo  sin  confundir  las  garantías  é  hipotecas  y 
conservando  los  acreedores  la  integridad  de 
sus  respectivos  derechos. 

Art.  189.  Para  las  transferencias  y  fusión 
de  compañías  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, no  será  necesaria  autorización  alguna 
del  Gobierno,  aun  cuando  la  obra  hubiere  sido 
declarada  de  utilidad  pública  para  los  efectos 
de  la  expropiación,  á  no  ser  que  la  empresa 
gozare  de  subvención  directa  del  Estado,  ó  hu- 
biese sido  concedida  por  una  ley  ú  otra  dispo- 
sición gubernativa. 

Art.  190.  La  acción  ejecutiva  áque  se  refie- 
re la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  respecto  á  los 
cupones  vencidos  de  las  obligaciones  emitidas 
por  las  compañías  de  ferrocarriles  y  demás 
obras  públicas,  asi  como  á  las  mismas  obliga- 
ciones á  que  haya  cabido  la  suerte  de  la  amor- 
tización, cuando  la  hubiere,  sólo  podrá  diri- 
girse contra  los  rendimientos  líquidos  que  ob- 
tenga la  compañía  y  contra  los  denu'is  bienes 
que  la  misma  posea,  no  formando  parte  del  ca- 
mino ó  de  la  obra  ni  siendo  necesarios  para  la 
explotación. 

Art.  191.  Las  compañías  de  ferrocarriles  y 
demás  obras  públicas  podrán  dar  á  los  fondos 
que  dejen  sobrantes  la  construcción,  explota- 
ción y  pago  de  créditos  á  sus  respectivos  ven- 
cimientos, el  empleo  que  juzguen  convenien- 
te, al  tenor  de  sus  estatutos. 

La  colocación  do  dichos  sobrantes  se  hará 
combinando  los  plazos  de  manera  que  no  que- 
den en  ningún  caso  desatendidas  la  construc- 
ción, conservación,  explotación  y  pago  de  los 
créditos,  bajo  la  responsabilidad  de  los  admi- 
nistradores. 

Art.  192.  Declarada  la  caducidad  de  la  con- 
cesión, los  acreedores  de  la  compañía  tendrán 
por  garantía: 


1."  Los  rendimientos  líquidos  de  la  em- 
presa. 

2."  Cuando  dichos  rendimientos  no  basta- 
ren, el  producto  líquido  de  las  obras,  vendi- 
das en  pública  subasta,  por  el  tiempo  que  res- 
te de  la  concesión. 

3.°  Los  demás  bienes  que  la  compañía  po- 
sea, si  no  formaren  parte  del  camino  ó  de  la 
obra,  ó  no  fueren  necesarios  á  su  movimiento 
ó  explotación. 

SEC.  10."— Compañías  de  almacenes  generales 
de  depósito  ^ 

Art.  193.  Corresponderán  principalmente  á 
la  índole  de  estas  compañías  Tas  operaciones 
siguientes: 

I."*  El  depósito,  conservación  y  custodia 
de  los  frutos  y  mercaderías  que  se  les  en- 
comienden. 

2."  La  emisión  de  sus  resguardos  nomina- 
tivos ó  al  portador. 

Art.  194.  Los  resguardos  que  las  compa- 
ñías de  almacenes  generales  de  depósito  expi- 
dan iior  los  frutos  y  mercancías  que  admitan 
para  su  custodia,  serán  negociables,  se  trans- 
ferirán por  endoso,  cesión  ú  otro  cualquier 
titulo  traslativo  de  dominio,  según  que  sean 
nominativos  ó  al  portador,  y  tendrán  la  fuerza 
y  valor  del  conocimiento  m'ei cantil.  * 

Estos  resguardos  expresarán  necesariamen- 
te la  especie  de  mercaderías,  con  el  número  ó 
la  cantidad  que  cada  uno  rei)resente. 

Art.  195.  El  poseedor  de  los  resguardos 
tendrá  pleno  dominio  sobre  los  efectos  deposi- 
tados en  los  almacenes  de  la  compañía,  y  es- 
tará exento  de  responsabilidad  por  las  recla- 
maciones que  se  dirijan  contra  el  depositante, 
los  endosantes  ó  poseedores  anteriores,  salvo 
si  procedieren  del  transporte,  almacenaje  y 
conservación  de  las  mercancías. 

Art.  196.  El  acreedor  que,  teniendo  legíti- 
mamente en  prenda  un  resguardo  no  fuere  pa- 
gado el  día  del  vencimiento  de  su  crédito,  po- 
drá requerir  ;Ua  compañía  para  que  enajene 
los  efectos  depositados,  en  cantidad  bastante 
para  el  pago,  y  tendrá  preferencia  sobre  los 
demás  débitos  del  depositante,  excepto  los  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  que  gozarán 
de  prelación. 

Art.  197.  Las  ventas  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior  se  haráu  en  el  depósito  de  la 
compañía,  sin  necesidad  de  decreto  judicial, 
en  subasta  iiública  anunciada  previamente,  v 
con  intervención  de  corredor  colegiado,  don- 
de lo  hubiere   y  en  su  defecto,  de  notario. 

Art.  198.  Las  compañías  de  almacenes  ge- 
nerales de  depósito  serán  en  todo  caso  respon- 
sables de  la  identidad  y  conservación  de  los 
efectos  depositados,  á  la' ley  de  depósito  retri- 
buido. 

SEC.   11."— Compañías  ó  Bancos  de  crédito 
territorial  2. 

Art.  199.     Corresponderán  principalmente  á 


'  Compañías  generales  de  depósito.— £!  nuevo  C'rf- 
ditfo  se  limita  d  reproducir  respecto  (testas  compaüias  la 
ley  de  íf  de  Julio  de  1H62,  cuya  doctrina  descansa  en  los 
2jrincipios  de  libertad  comercial  y  de  protección  d  los  de- 
reclios  de  tercero. 

*    Bancos  de  crédito  territorial. — El  nuevo  Código 
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la  iudole  de  estas  compafíias  las  operauioucs 
siguientes: 

I.*     Prestar  á  plazos  sobre  inmuebles. 

%^  Emitir  obligacioues  y  cédulas  hipote- 
carias. 

Art.  200.  Los  préstamos  .se  harán  sobre  hi- 
poteca de  bienes  inmuebles  cuya  propiedad 
esté  inscrita  en  el  reg'istro  á  nombre  del  que 
constituya  aquélla,  y  serán  reembolsables  por 
anualidades. 

Art.  201.  Estas  compañías  no  podrán  emi- 
tir obligaciones  ni  cédulas  al  portador  mien- 
tras sui)sista  el  privilegio  de  que  actualmente 
disfruta  porlpyes  especiales  el  Banco  Hipote- 
cario de  España. 

Art.  202.  Exceptúanse  de  la  hipoteca  exi- 
gida en  el  art.  200  los  préstamos  á  las  provin- 
cias y  á  los  pueblos,  cuando  estén  autorizados 
leg'almcnte  para  contratar  empréstitos,  den- 
tro del  límite  de  dicha  autorización,  y  siempre 
que  el  reembolso  del  capital  prestado,  sus  in- 
tereses y  gastos  estén  asegurados  con  rentas, 
derechos  y  capitales  ó  recargos  ó  impuestos 
especiales. 

Excepti'ianse  asimismo  los  préstamos  al  Es- 
tado, los  cuales  podrán  hacerse  además  sobro 
pagarés  de  compradores  de  bienes  nacionales. 

Los  préstamos  al  Estado,  á  las  provincias  y 
á  los  pueblos  podrán  ser  reembolsables  á  un 
plazo  menor  que  el  de  cinco  años. 

Art.  203.  En  ningún  caso  podrán  los  prés- 
tamos exceder  de  la  mitad  del  valor  de  los  in- 
muebles en  que  se  hubiere  de  constituir  la  hi- 
poteca. 

Las  bases  y  formas  de  la  valuación  de  los  in- 
muebles se  determinarán  precisamente  en  los 
estatutos  ó  reglamentos. 

Art.  204.  Él  importe  del  cupón  y  el  tanto 
de  amortización  de  las  cédulas  hipotecarias 
que  se  emitan  por  razón  de  préstamo,  no  será 
nunca  mayor  que  el  importe  de  la  renta  liíjuida 
anual  que  por  término  medio  produzcan  en  un 
quinquenio  los  inmuebles  ofrecidos  y  tomados 
eu  hipoteca  como  garantía  del  mismo  présta- 
mo. El  cómputo  se  hará  siempre  relacionando 
entre  si  el  préstamo,  el  rendimiento  del  in- 
mueble hipotecado  y  la  anualidad  de  las  cédu- 
las que  con  ocasión  de  aquél  se  emitan.  Esta 
anualidad  podrá  ser  en  cualquier  tiempo  infe- 
rior á  la  renta  líquida  anual  de  los  respecti- 
vos inmuebles,  hipotecados  coniog'arantía  del 
préstamo  y  para  la  emisión  de  las  cédulas. 

Art.  205.  Cuando  los  inmuebles  hipoteca- 
dos disminuyan  de  valor  en  un  40  por  100,  el 
Banco  podrá  pedir  el  aumento  de  la  hipoteca 
hasta  ciibrir  la  depreciación,  ó  la  rescisión  del 
contrato,  y  entre  estos  dos  extremos  optará  el 
deudor. 

Art.  206.  Los  Bancos  de  crédito  territorial 
podrán  emitir  cédulas  hipotecarias  por  una 
suma  igual  al  importe  total  de  los  préstamos 
sobre  inmuebles. 


estahUcf  limUucionesparadejar  asegurados  eu  todo  tiem- 
po /f;.<  ih'rt'cknít  de.  los  acreedores,  tanto  por  cédulaa  y  obii- 
gaciüiies  hipul.ecarias  al  portador,  como pO,r  depósitos;  y 
para  atraer  capitaleu  á  las  operaciones  propia»  de  estos 
eslahleeimientos,  conceded  los  tenedores  de  cédulas  y  obli- 
naciones  una  garantía  singular  y  ¡irioilegiada,  que  consis- 
te en  que  puedan  lincer  efectivo  el  importe  de  sus  titulos, 
sóbrelos  créditos  y  préstamos  que  molioaronla  emisión. 


Podrán  además  emitir  obligaciones  especia- 
les por  el  importe  de  los  préstamos  al  Estado, 
á  las  provincias  y  á  los  pueblos. 

Art.  207.  Las  cédulas  hipotecarias  y  obli- 
gaciones especiales  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  serán  nominativas  ó  al  portador,  con 
amortización  ó  sin  ella,  á  corto  ó.  alargo  pla- 
zo, con  prima  ó  sin  prima. 

Estas  cédulas  y  obligaciones,  sus  cupones  y 
las  primas,  si  las  tuvieren,  producirán  acción 
ejecutiva  en  los  términos  prevenidos  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  208.  Las  cédulas  hipotecarias  y  obli- 
gaciones especiales,  lo  mismo  que  sus  intere- 
ses ó  cupones  y  las  primas  que  les  estén  asig- 
nadas, tendrán  por  garantía,  con  preferencia 
sobre  todo  otro  acreedor  ii  oblig'ación,  los  eré-  • 
ditos  y  préstamos  á  favor  del  Banco  ó  compa- 
ñía que  las  haya  emitido  y  en  cuya  represen- 
tación estuvieren  creadas,  quedando,  en  con- 
secuencia, afectos  especial  y  sing'ularmente  A 
su  pago  esos  mismos  préstamos  y  créditos. 

Sin  perjuicio  de  esta  garantía  especial,  g-o- 
zarán  la  general  del  capital  de  la  compañía, 
con  preferencia  también,  en  cuanto  á  éste,  so- 
bre los  créditos  resultantes  de  las  demás  ope- 
raciones. 

Art.  209.  Los  Bancos  de  crédito  territorial 
podrán  hacer  también  préstamos  con  hipote- 
ca, reembolsables  en  un  periodo  menor  de  cin- 
co años. 

Estos  préstamos  á  corto  término  serán  sin 
amortización  y  no  autorizarán  la  emisión  de 
obligacioues  ó  cédulas  hipotecarias,  debiendo 
hacerse  con  los  capitales  procedentes  de  la 
realización  del  fondo  social  y  de  sus  beneficios. 

Art.  210.  Los  Bancos  de  crédito  territorial 
podrán  recibir  con  interés  ó  sin  él,  capitales 
en  depósito,  y  emplear  la  mitad  de  los  mismos 
en  hacer  anticipos  por  un  plazo  que  no  exceda 
de  noventa  días,  así  sobre  sus  obligaciones  y 
cédulas  hipotecarias,  como  sobre  cualesquiera 
otros  títulos  de  los  que  recibeu  eu  garantía 
los  Bancos  de  emisión  y  descuento. 

A  falta  do  pago  por  parte  del  mutuario,  el 
Banco  podrá  pedir,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  323,  la  venta  de  las  cédulas  ó  títulos 
pignorados. 

Art.  211.  Todas  las  combinaciones  de  crédi- 
to territorial,  inclusas  las  asociaciones  mutuas 
de  propietarios,  estarán  sujetas,  en  cuanto  A 
la  emisión  de  obligaciones  y  cédulas  hipoteca- 
rias, á  las  reglas  contenidas  en  esta  sección. 

SEC.  12.* — De  las  reglas  especiales  para  los  Bancos 
y  sociedades  agrícolas  ^. 

Art.  212.  Corresponderá  principalmente  á 
la  índole  de  estas  compañías: 

1."  Prostar  en  metálico  ó  en  especie,  á  un 
plazo  que  no  exceda  de  tres  años,  sobre  frutos, 


*  Bancos  agrícolas. — Ninguna  legislación  había  en 
Esjiaüa  sobre  estas  compoilias,  y  las  disposiciones  del 
nuevo  Código  tienen  por  objeto  facilitar  los  préstamos  á 
los  agricultores,  poniendo  d  su  alcance  los  medios  de  ob- 
tener capitales  por  la  combitiación  del  crédito  personal  g 
real,  y  asegurar  la  devolución  de  la  suvia  prestada  en  la 
época  precisa  del  vencimiento. 

—  Véanse  en  el  tomo  I  los  artículos  especiales  Banco.s 
AGRÍCOLAS:  Bancos  territoriales  y  Banco  iui'ote- 

CARIO. 
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cosechas,  ganados  ii  otra  prenda  ó  g-arautia 
especial. 

2."  Garantizar  con  su  firma  jiagarés  y  efec- 
tos exigibles  al  plazo  máximo  de  noventa  días, 
para  facilitar  su  descuento  ó  negociación  al 
propietario  ó  cultivador. 

3.°  Las  demás  operaciones  que  tuvieren 
por  objeto  favorecer  la  roturación  y  mejora 
del  suelo,  la  .desecación  y  saneamiento  de  te- 
rrenos, y  el  desarrollo  de  la  agricultura  y  otras 
industrias  relacionadas  con  ella. 

Art.  213.  Los  Bancos  ó  sociedades  de  cré- 
dito agrícola  podrán  tener  fuera  de  su  domi- 
cilio agentes  que  respondan  por  si  de  la  sol- 
vencia de  los  projiietarios  ó  colonos  que  soli- 
citen el  auxilio  de  la  compañía,  poniendo  su 
firma  en  el  pagaré  que  ésta  hubiere  de  descon- 
tar ó  endosar. 

Art.  214.  El  aval  ó  el  endoso  pviestos  por  es- 
tas compañías  ó  sus  representantes,  ó  por  los 
ag-entes  á  que  se  refiere  el  articulo  preceden- 
te, en  los  pagarés  del  propietario  o  cultivador, 
darán  derecho  al  portador  para  reclamar  su 
pago  directa  y  ejecutivamente,  el  dia  del  ven- 
cimiento, de  cualquiera  de  los  firmantes. 

Art.  215.  Los  pagarés  del  projúetario  ó  cul- 
tivador, ya  los  conserve  la  compañía,  ya  se  ne- 
gocien por  ella,  producirán  á  sii  vencimiento 
la  acción  ejecutiva  que  corresponda,  con  arre- 
g'lo  á  la  ley  de  Enj.  civil,  contra' los  bienes  del 
propietario  ó  cultivador  que  los  haya  suscrito. 

Art.  216.  El  interés  y  la  comisión  que  hu- 
bieren de  percibir  las  compañías  de  crédito 
agrícola  y  sus  agentes  ó  representantes,  se  es- 
tipularán libremente  deutro  de  los  limites  se- 
ñalados por  los  estatutos. 

Art.  217.  Las  compañías  de  crédito  agríco- 
la no  podrán  destinar  á  las  operaciones  á  que 
se  refieren  los  núni.  2."  y  3.°  del  art.  212,  más 
que  el  importe  del  50  por  100  del  capital  social, 
aplicando  el  50  por  100  restante  á  los  présta- 
mos deque  trata  elnúm.  l.°del  mismo  artículo. 

SEC.  13. "^ — Del  término  y  líqnidación  de  las 
compañías  mercantiles  ^. 

Art.  218.  Habrá  lugar  á  la  rescisión  parcial 
del  contrato  de  compañía  mercantil  colectiva 
ó  en  comandita  por  cualquiera  de  los  motivos 
Big'uientes: 

1."  Por  usar  un  socio  de  los  capitales  co- 
munes y  de  la  firma  social  para  negocios  por 
cuenta  propia. 

2°  Por  ingerirse  en  funciones  administra- 
tivas de  la  compañía  el  socio  á  quien  no  com- 
peta desempeñarlas,  según  las  condicioues  del 
contrato  de  sociedad. 

'¿.°  Por  cometer  fraude,  alg'ün  socio  admi- 
nistrador en  la  administración  ó  contabilidad 
de  la  compañía. 

4.°  Por  dejar  de  poner  en  la  caja  común  el 
capital  que  cada  uno  estipuló  en  el  contrato  de 
sociedad, después  de  haber  sido re(jtterido para 
verificarlo. 

5.*^  Por  ejecutar  un  socio  por  su  cuenta 
oiieracioues  de  comercio  que  no  le  sean  lícitas 


*  Liquidación  de  compañías  mercantiles. — En  este 
pitnio  pI  nuevo  Codicio  se  limita  á  reproducir,  con  ligeras 
mottijirariones,  la  doctrina  vigente V.  el  art.  1.700, pá- 
rrafo último,  del  Código  civil. 


con  arreglo  á  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 136,  137  y  138. 

6."  Por  ausentarse  un  socio  que  estuviere 
obligado  á  prestar  oficios  personales  en  la  so- 
ciedad, si,  habiendo  sido  requerido  para  re- 
gresar y  cumplir  con  sus  deberes,  no  lo  verifi- 
care ó  no  acreditare  una  causa  justa  que  tem- 
poralmente se  lo  impida. 

7."  Por  faltar  de  cualquier  otro  modo  uno 
ó  varios  socios  al  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  se  impusieron  en  el  contrato  de 
compañía.  ^ 

Art.  2i9.  La  rescisión  parcial  de  la  compa- 
ñía producirá  la  ineficacia  del. contrato  con 
respecto  al  socio  ctilpable,  que  se  considerará 
excluido  de  ella,  exig'iéndole  la  parte  de  pér- 
dida que  pueda  corresponderle,  si  la  hubiere, 
y  quedando  autorizada  la  sociedad  á  retener, 
sin  darle  participación  en  las  ganancias  ni  in- 
demnización alguna,  los  fondos  que  tuviere  en 
l,a  masa  social,  hasta  que  estén  terminadas  y 
liquidadas  todas  las  operaciones  pendientes  al 
tiempo  de  la  rescisión. 

Art.  220.  Mientras  en  el  Registro  mercan- 
til no  se  haga  el  asiento  de  la  rescisión  parcial 
del  contrato  de  sociedad,  subsistirá  la  respon- 
sabilidad del  socio  excluido,  así  como  la  de  la 
compañía,  por  todos  los  actos  y  obligaciones 
Cjue  se  practiquen,  en  nombre  y  por  cuenta  de 
ésta,  con  terceras  personas. 

Art.  221  '.  Las  compañías  de  cualquiera 
clase  que  sean,  se  disolverán  totalmenteporlas 
causas  c^ue  siguen. 

1.*  El  cumplimiento  del  término  prefijado 
en  el  contrato  de  sociedad,  ó  la  conclusión  de 
la  empresa  que  constituya  su  objeto. 

2."     La  pérdida  entera  del  capital. 

3."     La  quiebra  de  la  compañía. 

Art.  222  '.  Las  compañías  colectivas  y  en 
comandita  se  disolverán  además  totalmente 
por  las  siguientes  causas: 

1.'^  La  muerte  de  uno  de  los  socios  colecti- 
vos, si  no  contiene  la  escritura  social  pacto  ex- 
preso de  continuar  en  la  sociedad  los  herede- 
ros del  socio  difunto,  ó  de  subsistir  ésta  entre 
los  socios  sobrevivientes. 

2."  La  demencia  ú  otra  causa  que  produz- 
ca la  inhalnlitación  de  un  socio  gestor  para 
administrar  sus  bienes. 

3.*  La  quiebra  de  cualquier.a  de  los  socios 
colectivos. 

Art.  223.  Las  compañías  mercantiles  no  se 
entenderán  prorrogadas  por  la  voluntad  táci- 
ta ó  presunta  de  los  socios,  después  que  se  hu- 
biere cumplido  el  término  por  el  cual  fueron 
constituidas;  y  si  los  socios  quieren  continuar 
en  compañía,  celebrarán  un  nuevo  contrato, 
sujeto  á  todas  las  formalidades  prescritas  para  ■ 
su  establecimiento,  según  se  previene  en  el 
art.  119. 

Art.  224.     En  las  compañías  colectivas  ó  co- 
manditarias por  tiempo  indefinido,  si  alguno 
de  los  socios  exigiere  su  disolución,  los  demás  ' 
no  podrán  oponerse  sino  por  causa  de  mala  fe  ' 
en  el  que  lo  preponga. 

Se  entenderá  que  un  socio  obra  de  mala  fe, 
cuando,  con  ocasión  de  la  disolución  de  la  so- 


•     V.  el  art.  1.700,  párrafo  último  del  Cód.  civil. 
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ciedacl,  pretenda  hacer  uu  lucro  particular  que 
uo  hubiera  obtenido  subsistiendo  la  compañía. 
Art.  225.  El  socio  que  por  su  voluntad  se 
separase  de  la  compañía  ó  promoviere  su  diso- 
lución, no  podrá  impedir  que  se  concluyan  del 
modo  más  conveniente  á  los  intereses  comii- 
nes  las  negociaciones  pendientes,  y  mientras 
uo  se  terminen  no  se  procederá  á  la  división 
de  los  bienes  y  efectos  de  la  eonqiañia. 

Art.  226.  La  disolución  do  la  compañía  de 
comercio,  que  proceda  de  cualquiera  otra  cau- 
sa que  no  sea  la  terminación  del  plazo  por  el 
cual  se  constituyó,  uo  surtirá  efecto  en  perjui- 
cio de  tercero  hasta  que  se  anote  en  el  Regis- 
tro mercantil. 

Art.  227.  En  la  liquidación  y  división  del 
haber  social  se  observarán  las  reglas  estable- 
cidas en  la  escritura  de  compañía,  y  en  su  de- 
fecto, las  que  se  expresan  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  228.  Desde  el  momento  en  que  la  so- 
ciedad se  declare  en  liquidación,  cesará  la 
representación  de  los  socios  administradores 
para  hacer  nuevos  contratos  y  obligaciones, 
quedando  limitadas  sus  facultades,  en  calidad 
de  liquidadores,  á  percibir  los' créditos  de  la 
compañía,  á  extinguir  las  obligaciones  con- 
traídas de  antemano,  según  vajan  venciendo, 
y  á  realizar  las  operaciones  pendientes. 

Art.  229.  En  las  sociedades  colectivas  ó  en 
comandita,  no  habiendo  contradicción  por  par- 
te de  alguno  de  los  socios,  continuarán  encar- 
gados de  la  liquidación  los  que  hubiesen  teni- 
do la  administración  del  caudal  social;  pero  si 
uo  hubiese  conl'ormidad  para  esto  do  todos  los 
socios,  se  convocará  sin  dilación  junta  gene- 
ral y  se  estará  á  lo  cjue  en  ella  se  resuelva, 
asi  en  cuanto  a!  nombramiento  do  liquidado- 
res de  dentro  ó  fuera  de  la  sociedad,  como  eu 
lo  relativo  á  la  forma  y  trámites  de  la  liquida- 
ción y  á  la  administración  del  caudal  común. 
Art.  230.  Bajo  pena  de  destitución,  debe- 
rán los  liquidadores: 

1."  Formar  y  comunicar  á  los  socios,  den- 
tro del  término  de  veinte  días,  el  inventario 
del  haber  social  con  el  balance  de  las  cuentas 
de  la  sociedad  eu  liquidación,  según  los  libros 
de  su  contabilidad. 

2."  Comunicar  igualmente  á  los  socios  to- 
dos los  meses  el  estado  de  la  liquidación. 

Art.  231.  Los  liquidadores  serán  responsa- 
bles á  los  socios  de  cualquiera  perjuicio  que 
resulte  al  liaber  común  por  fraude  ó  negligen 
cia  grave  en  el  desempeño  de  sa  encargo,  sin 
que  por  eso  se  entiendan  autorizados  para  ha- 
cer transacciones  ni  celebrar  compromisos  so- 
bre los  intereses  sociales,  á  no  ser  que  los  so- 
cios los  hubieren  concedido  expresamente  es- 
tas facultades. 

Art.  232.  Terminada  la  liquidación  y  llega- 
do el  caso  de  ¡iroceder  á  la  división  del  haber 
social,  según  la  calificación  que  hicieron  los 
liquidadores  ó  la  junta  de  socios  que  cualquie- 
ra de  ellos  podrá  exigir  que  se  celebre  para 
este  efecto,  los  mismos  liquidadores  verifica- 
rán diciía  división  deutro  del  término  que  la 
junta  clotíírniiuare. 

Art.  233.  Si  alguno  de  los  socios  se  creye- 
se agraviado  eu  la  división  acordada,  podrá 


usar  de  su  derecho  ante  el  juez  ó  Tribunal 
competente. 

Art.  234.  En  la  liquidación  de  sociedades 
mercantiles  en  que  tengan  interés  personas 
menores  de  edad  ó  incapacitadas,  obrarán  el 
padre,  madre  ó  tutor  de  éstas  según  los  casos, 
con  plenitud  de  facultades,  como  eu  negocio 
propio,  y  serán  válidos  é  irrevocables,  sin  be- 
neficio de  restitución,  todos  los  actos  C[ue  di- 
chos representantes  otorgaren  ó  consintieren 
por  sus  representados,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad que  aquéllos  contraigan  para  con 
éstos  por  haber  obrado  con  dolo  ó  negligencia. 

Art.  235.  Ningún  socio  podrá  exigir  la  en- 
trega del  haber  que  lo  corresponda  en  la  divi- 
sión de  la  masa  social,  mientras  no  se  hallen 
extinguidas  todas  las  deudas  y  oblig'aciones 
de  la  compañía,  ó  no  so  haya  depositado  su 
imjiorte,  si  la  entrega  uo  se  pudiere  verificar 
de  presente. 

Art.  236.  De  las  primeras  distribiiciones 
c¡ue  so  hagan  á  los  socios  se  descontarán  las 
cantidades  que  hubiesen  percibido  para  sus 
gastos  particulares,  ó  que  bajo  otro  cualquier 
concepto  les  hubiese  anticipado  la  compañía. 

Art.  237.  Los  bienes  particulares  de  los 
socios  colectivos  que  no  se  incluyeron  en  el 
haber  de  la  sociedad  a!  formarse  ésta,  no  po- 
drán ser  ejecutados  para  el  pago  de  las  obli- 
g'aciones contraídas  por  olla,  sino  después  de 
haber  hecho  excusión  del  haber  social. 

Art.  238.  En  las  conqiañías  anónimas  en 
liquidación  continuarán,  durante  el  período 
de  ésta,  observándose  las  disposiciones  de  sus 
estatutos  en  cuanto  á  la  convocación  de  sus 
juntas  generales,  ordinarias  y  extraordina- 
rias, para  dar  cuenta  de  los  progresos  de  la 
misma  liquidación  y  acordar  lo  cjue  convenga 
al  interés  común. 

TIT.  II.— De  las  cuentas  kn  participación. 

Art.  239,  Podrán  los  comerciantes  intere- 
sarse los  unos  en  las  operaciones  do  los  otros, 
contribuyendo  para  ellas  con  la  parte  del  ca- 
pital que  convinieren,  y  haciéndose  partícipes 
de  sus  resultados  prósperos  ó  adversos  en  la 
proporción  que  determinen. 

Art.  240.  Las  cuentas  en  participación  uo 
estarán  sujetas  en  su  formación  á  ninguna  so- 
lemnidad, pudiendo  contraerse  privadamente 
de  palabra  ó  por  escrito,  y  probándose  su 
existencia  por  cualquiera  do  los  medios  reco- 
nocidos en  derecho,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  51. 

Art.  241.  Eu  las  negociaciones  de  que  tra- 
tan los  dos  artículos  anteriores  no  se  podrá 
adoptar  una  razón  comercial,  comVm  á  todos 
los  participes,  ni  usar  de  más  crédito  directo 
que  el  del  comerciante  que  las  hace  y  dirig-e 
en  su  nombre  y  bajo  su  responsabilidad  indi- 
vidual. 

Art.  242.  Los  que  contraten  con  el  comer- 
ciante que  lleve  el  nombre  de  la  negociación, 
sólo  tendrán  acción  contra  él  y  no  contra  los 
demás  interesados,  quienes  tauqjoco  la  ten- 
drán contra  el  tercero  c^ue  contrató  con  el 
gestor,  A  uo  ser  que  éste  les  haga  cesión  for- 
mal de  sus  ilerechos. 

Art.  243.     La  liquidación  se  hará  por  el  ges- 
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tor,  el  cual,  terinÍDadas  que  sean  las  operacio- 
nes, rendirá  cuenta  justificada  de  sus  resul- 
tados. 

TIT.  III.— De  la  comisión  siekcantii.  '. 
SEC.  1.*^ — De  los  comisionistas. 

Art.  244.  Se  reputará,  comisión  mercantil 
el  mandato,  cuando  tenga  por  objeto  un  acto 
11  operación  de  comercio  y  sea  comerciante  ó 
agente  mediador  del  comercio  el  comitente  ó 
el  comisionista. 

Art.  245.  El  comisionista  podrá  desempe- 
ñar la  comisión  contratando  en  nombre  propio 
ó  en  el  de  su  comitente. 

Art.  246.  Cuando  el  comisionista  contrate 
en  nombre  propio,  no  tendrá  necesidad  de  de- 
clarar quién  sea  el  comitente,  y  quedará  obli- 
gado de  un  modo  directo,  como  si  el  negocio 
fuese  suyo,  con  las  personas  con  quienes  con- 
tratare, las  cuales  no  tendrán  acción  contra  el 
comitente,  ni  éste  contra  aquéllas,  quedando 
á  salvo  siempre  las  que  respectivameute  co- 
rrespondan al  comitente  y  al  comisionista  en- 
tre si. 

Art.  247.  Si  el  comisionista  contratare  en 
nombre  del  comitente,  deberá  manifestarlo;  y, 
si  el  contrato  fuere  por  escrito,  expresarlo  en 
el  mismo  ó  en  la  antefirma,  declarando  el 
nombre,  apellido  y  domicilio  de  dicho  comi- 
tente. 

En  el  caso  prescrito  en  el  párrafo  anterior, 
el  contrato  y  las  acciones  derivadas  del  mis- 
mo producirán  su-  efecto  entre  el  comitente  y 
la  persona  ó  personas  que  contrataren  con  el 
comisionista;  pero  quedará  éste  obligado  con 
las  personas  con  quienes  contrató,  mientras 
no  pruebe  la  comisión  si  el  comitente  la  nega- 
re, sin  perjuicio  de  la  oblig'acióii  y  acciones 
respectivas  entre  el  comitente  y  el  comisio- 
nista. 

Art.  248.  En  el  caso  de  rehusar  un  comi- 
sionista el  encargo  que  se  le  hiciere,  estará 
obligado  á  comunicarlo  al  comitente  por  el 
medio  más  rápido  posible,  debiendo  confir- 
marlo, en  todo  caso,  por  el  correo  más  próxi- 
mo al  dia  en  que  recibió  la  comisión. 

Lo  estará,  asimismo,  á  prestar  la  debida  di- 
ligencia en  la  custodia  y  conservación  de  los 
efectos  que  el  comitente  le  haya  remitido, 
hasta  que  éste  designe  nuevo  comisionista,  en 
vista  de  su  negativa  ó  hasta  que,  sin  esperar 
nueva  designación,  e!  juez  ó  Tribunal  se  haya 
hecho  cargo  de  los  efectos  á  solicitud  del  co- 
misionista. 


'  Comisión  mercantil. -En  este  título  aparecen  agru- 
padas las  disposiciones  del  antif/uo  Códit/o,  relativas  á 
los  comisionistas  y  a  los  factores,  siguiendo  el  propósito 
de  ordenar  los  actos  y  operaciones  comerciales  por  su  na- 
turaleza jurídica  y  no  jjor  la  condición  de  las  personas 
que  en  ellos  intervienen.  Las  reformas  introducidas  en  la 
antigua  legislación,  consisten  principalmente  en  autori- 
zar al  comisionista  para  que  obre  en  nombre  del  comiten- 
te; en  no  exigir  ninguna  forma  especial  para  celebrar  y 
probar  el  contrato  de  coinisión;  en  equiparar  en  ciertos 
casos  al  comisionista  con  el  cargador  en  las  conduccio- 
nes terrestres  ó  marítimas,  y  en  dictar  algunas  disposi- 
ciones nuevas  respecto  de  los  factores,  dependientes  y 
mancebos  dt  comercio,  á  ftn  de  simplilicar  las  formali- 
dades o  requisitos  necesarios  para  acreditar  la  existen- 
cia de  sus  contratos,  y  fijar  la  doctrina  legal  que  ha  de 
aplicarse  en  ciertos  casos  no  previstos  en  el  Código  an- 
tiguo. 


La  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera  de 
las  obligaciones  establecidas  en  los  dos  párra- 
fos anteriores,  constituye  al  comisionista  en 
la  responsabilidad  de  indemuizar  los  daños  y 
perjuicios  que  por  ello  sobrevengan  al  comi- 
tente. 

Art.  249.  Se  entenderá  aceptada  la  comi- 
sión siempre  que  el  comisionist;a  ejecute  algu- 
na gestión,  en  el  desempeño  del  encargo  que 
le  hizo  el  comitente,  que  no  se  limite  á  la  de- 
terminada en  el  párrafo  segundo  del  articulo 
anterior. 

Art.  250.  íso  será  obligatorio  el  desempe- 
ño de  las  comisiones  que  exijan  provisión  de 
fondos,  aunque  se  hayan  aceptado,  mientras 
el  comitente  no  ponga  á  disposición  del  comi- 
sionista la  suma  necesaria  al  efecto. 

Asimismo  podrá  el  comisionista  suspender 
las  dilig'encias  propias  de  su  encarg'o,  cuan- 
do, habiendo  invertido  la  sumas  recibidas,  el 
comitente  rehusare  la  remisión  de  nuevos  fon- 
dos que  aquél  le  pidiere. 

Art.  251.  Pactada  la  anticipación  de  fondos 
para  el  desempeño  de  la  comisión,  el  comisio- 
ni.sta  estará  obligado  á  suplirlos,  excepto  en 
el  caso  de  suspensión  de  pag-os  ó  quiebra  del 
comitente. 

Art.  252.  El  comisionista  que,  sin  causa 
legal,  no  cumpla  la  comisión  aceptada  ó  em- 
pezada á  evacuar,  será  responsable  de  todos 
los  daños  que  por  ello  sobrevengan  al  comi- 
tente. 

Art.  253.  Celebrado  un  contrato  por  el  co- 
misionista con  las  formalidades  de  derecho,  el 
comitente  deberá  aceptar  todas  las  consecuen- 
cias de  la  comisión,  salvo  el  derecho  de  repe- 
tir contra  el  comisionista  por  faltas  ú  omisio- 
nes cometidas  al  cumplirla. 

Art.  254.  El  comisionista  que  en  el  desem- 
peño de  su  encargo  se  sujete  á  las  instruccio- 
nes recibidas  del  comitente,  quedará  exento 
de  toda  responsabilidad  para  con  él. 

Art.  255.     Eu  lo  no  previsto  y  prescrito  ex- 
presamente por  el  comitente,  deberá  el  comi-| 
sionista  consultarle,  siempre  que  lo  permita' 
la  naturaleza  del  ueg'ocio. 

Mas  si  estuviere  autorizado  para  obrar  á  su.| 
arbitrio,  ó  no  fuere  posible  la  consulta,  hai'á 
lo  que  dicte  la  prudencia  y  sea  más  conforme 
al  uso  del  comercio,  cuidando  del  negocio 
como  propio.  En  el  caso  de  que  un  accidente 
no  previsto  hiciere,  á  juicio  del  comisionista, 
arriesgada  ó  perjudicial  la  ejecución  de  las 
instrucciones  recilndas,  podrá  suspender  el 
cumplimiento  de  la  comisión,  comunicando  al 
comitente,  por  el  medio  más  rápido  posible, 
las  causas  que  hayan  motivado  su  conducta. 

Art.  256.  Eu  ningún  caso  podrá  el  comisio- 
nista proceder  contra  disposición  expresa  del 
comitente,  quedando  responsable  de  todos  los 
daños  y  perjuicios  que  por  hacerlo  le  ocasio- 
nare. 

Igual  responsabilidad  pesará  sobre  el  co- 
misionista en  los  casos  de  malicia  ó  de  aban- 
dono. 

Art.  257.  Serán  de  cuenta  del  comisionista 
los  riesgos  del  numerario  que  tenga  en  su  pojj 
der  por  razón  de  la  comisión. 

Art.  258.     El  comisionista  que,  sin  autori'í 
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zación  expresa  del  comitente,  couc.ertare  uua 
opei-acióu  á  precios  ó  condiciones  más  onero- 
sas que  las  corrientes  en  la  plaza  k  la  fecha  en 
que  se  hizo,  será  responsable  al  comitente  del 
perjuicio  que  por  ello  le  haya  irrogado,  sin  que 
le  sirva  de  excusa  alegar  que  al  mismo  tiempo 
y  en  iguales  circunstancias  hizo  operaciones 
por  su  cuenta. 

Art.  259.  El  comisionista  deberá  observar 
lo  establecido  en  las  leyes  y  reglamentos  res- 
pecto á  la  negociación  que  se  le  hubiere  con- 
fiado, y  será  responsable  de  los  resultados  de 
su  contravención  ú  omisión.  Si  hubiere  proce- 
dido en  virtud  de  órdenes  expresas  del  comi- 
tente, las  responsabilidades  á  que  haya  lugar 
pesarán  sobre  ambos. 

Art.  260.  El  comisionista  comunicará  fre- 
cuentemente al  comitente  las  noticias  que  in- 
teresen al  buen  éxito  de  la  negociación,  parti- 
cipándole, por  el  correo  del  mismo  día,  ó  del 
siguiente,  eu  que  hubieren  tenido  lugar,  los 
contratos  que  hubiere  celebrado. 

Art.  261.  El  comisionista  desempeñará  por 
si  los  encargosquereciba,  y  no  podrá  delegar- 
los sin  previo  consentinnento  del  comitente,  á 
no  estar  de  antemano  autorizado  para  liaeer 
la  delegación;  pero  podrá,  bajo  su  responsabi- 
lidad, emplear  sus  dependientes  en  aquellas 
operaciones  subalternas  que,  según  la  costum- 
bie  general  del  comercio,   se  confian  á  éstos. 

Art.  262.  Si  el  comisionista  hubiere  hecho 
delegación  ó  sustitución  con  autorización  del 
comitente,  responderá  do  las  gestiones  del  sus- 
tituto, si  quedare  á  su  elección  la  persona  en 
quien  había  de  delegar,  y,  en  caso  contrario, 
cesará  su  responsabilidad. 

Art.  263.  El  comisionista  estará  obligado 
á  rendir,  con  relación  á  sus  libros,  cuenta  es- 
pecificada y  justificada  de  las  cantidades  que 
percibió  para  la  comisión,  reintegrando  al  co- 
mitente, en  el  plazo  y  forma  que  éste  le  pres- 
criba, del  sobrante  que  resulte  á  su  favor. 

En  caso  de  morosidad  abonará  el  interés 
legal. 

Serán  de  cargo  del  comite'nte  el  quebranto 
y  extravio  de  fondos  sobrantes,  siempre  que 
el  comisionista  hubiere  observado  las  instruc- 
ciones de  aquél  respecto  á  la  devolución. 

Art.  264.  El  comisionista  que,  habiendo  re- 
cibido fondos  para  evacuar  un  encargo,  les 
diere  inversión  ó  destino  distinto  del  de  la  co- 
misión, abonará  al  comitente  el  capital  y  su 
interés  legal,  y  será  responsable,  desde  el  día 
en  que  los  recibió,  de  los  daños  y  perjuicios 
originados  á  consecuencia  de  haber  dejado  de 
cumplir  la  comisión,  sin  perjuicio  de  la  acción 
criminal  á  que  hubiere  lug-ar. 

Art.  265.  El  comisionista  responderá  de  los 
efectos  y  mercaderías  que  recibiere,  eu  los 
términos  y  con  las  condiciones  y  calidades  con 
que  se  le  avisare  la  remesa,  á  no  ser  que  hag-a 
constar,  al  eucarg-arse  do  ellos,  las  averias  y 
deterioros  que  resulten,  comparando  su  esta- 
do con  el  que  conste  en  las  cartas  de  porte  ó 
fletamento,  ó  en  las  instrucciones  recibidas 
del  comitente. 

Art.  268.  El  comisionista  que  tuviere  en  su 
poder  mercaderías  ó  electos  por  cuenta  ajena, 
responderá  de  su  conservación  euel estado  que 


los  recibió.  Cesará  esta  responsabilidad  cuan- 
do la  destrucción  ó  el  menoscabo  sean  debidos 
á  casos  fortuitos,  fuerza  mayor,  transcurso  de 
tiempo  ó  vicio  propio  do  la  cosa. 

En  los  casos  de  pérdida  parcial  ó  total  por 
el  transcurso  del  tiempo  ó  vicio  propio  de  la 
cosa,  el  comisionista  estará  obligado  á  acredi- 
tar en  forma  legal  el  menoscabo  de  las  merca- 
derías, poniéndolo,  tan  luego  como  lo  advier- 
ta, en  conocimiento  del  comitente. 

Art.  267.  Ningún  comisionista  comprará 
para  si  ni  para  otro  lo  que  se  le  haya  manda- 
do vender,  ni  venderá  lo  que  se  le  ha3'a  en- 
cargado comprar,  sin  licencia  del  comitente. 

Tampoco  podrá  alterar  las  marcas  de  los 
efectos  que  hubiere  comprado  ó  vendido  por 
cuenta  ajena. 

Art.  268.  Los  comisionistas  no  pueden  te- 
ner efectos  de  una  misma  especie  pertenecien- 
tes á  distintos  dueños,  bajo  una  misma  marca, 
sin  distinguirlos  por  una  contramarca  que 
evite  confusión  y  designe  la  propiedad  respec- 
tiva de  cada  comitente. 

Art.  269.  Si  ocurriere  en  los  efecOos  encar- 
gados á  un  comisionista  alguna  alteración  que 
hiciere  urgente  su  venta  para  salvar  la  parte 
posible  de  su  valor,  y  fuere  tal  la  premura  que 
no  hubiere  tiempo  para  dar  aviso  al  comiten- 
te y  aguardar  sus  órdenes,  acudirá  el  comisio- 
ni.s'ta  al  juez  ó  Tribunal  competente,  que  a\\- 
torizará  la  venta  con  las  solemnidades  y  pre- 
cauciones que  estime  más  beneficiosas  para  el 
comitente. 

Art.  270.  El  comisionista  no  podrá,  sin  au- 
torización del  comitente,  prestar  ni  vender  al 
fiado  ó  á  plazos,  pudiendo  en  estos  casos  el  co- 
mitente exigirle  el  pago  al  contado,  dejando 
á  favor  del  comisionista  cualquier  interés,  be- 
neficio ó  ventaja  que  resulte  de  dicho  crédito 
á  plazo. 

Art.  271.  Si  el  comisionista,  con  la  debida 
autorización,  vendiere  á  plazo,  deberá  expre- 
sarlo en  la  ciwnta  ó  avisos  que  dé  al  comiten- 
te, participándole  los  nombres  do  los  compra- 
dores, y  no  haciéndolo  asi,  se  entenderá,  res- 
pecto al  comitente,  que  las  ventas  fueron  al 
contado. 

Art.  272.  Si  el  comisionista  percibiere  so- 
bre una  venta,  además  de  la  comisión  ordina- 
ria, otra,  llamada  de  garantía,  correrán  de  su 
cuenta  los  riegos  de  la  cobranza,  quedando 
obligado  á  satisfacer  al  comitente  el  producto 
de  la  venta  en  los  mismos  plazos  pactados  por 
el  comprador. 

Art.  273.  Será  responsable  de  los  perjui- 
cios que  ocasionen  su  omisión  ó  demora,  el  co- 
misionista que  no  verificare  la  cobranza  de  los 
créditos  de  su  comitente  en  las  épocas  en  que 
fueren  exigibles,  á  no  ser  que  acredite  que 
usó  oportunamente  de  los  medios  legales  para 
conseguir  el  pago. 

Art.  274.  El  comisionista  encargado  de  una 
cxiiedición  de  efectos,  que  tuviere  orden  ])ara 
asegurarlos,  será  responsable,  si  no  lo  hiciere, 
de  los  daños  que  á  éstos  sobrevengan,  siem- 
pre que  estuviere  hecha  la  provisión  de  fondos 
necesaria  para  pagar  el  premio  del  seguro,  ó 
se  hubiere  obligado  á  anticiparlos  y  dejare  de 
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dar  aviso  inmediato,  al  comiteute,  de  la  impo- 
sibilidad de  contratarle. 

Si  durante  el  riesgo  el  asegurador  se  decla- 
rase en  quiebra,  tendrá  el  comisionista  obliga- 
ción de  renovar  el  seguro,  á  no  haberle  preve- 
nido cosa  en  contrario  el  comitente. 

Art.  275.  El  comisionista  que  en  concepto 
de  tal  hubiere  de  remitir  efectos  A  otro  punto, 
deberá  contratar  el  transporte,  cumpliendo  las 
obligaciones  que  se  imponen  al  carg-ador  en 
las  conducciones  terrestres  y  marítimas. 

Si  contratare  en  nombre  propio  el  transpor- 
te, aunque  lo  haga  por  cuenta  ajena,  quedará 
sujeto  para  con  el  porteador,  á  todas  las  obli- 
gaciones que  se  imponen  á  los  cargadores  en 
las  conducciones  terrestres  y  marítimas. 

Art.  276.  Los  efectos  que  se  remitieren  en 
consignación ,  se  entenderán  especialmente 
obligados  al  pag'o  de  los  derechos  de  comisión, 
anticipacionesygastos  que  e!  comisionista  hu- 
biere hecho  por  cuenta  de  su  valor  y  producto. 

Como  consecuencia  de  esta  oblig-ación: 

1.°  Ning'ün  comisionista  podrá  ser  despo- 
seído de  los  efectos  que  recibió  en  consigna- 
ción, sin  que  previamente  se  le  reembolse  de 
sus  anticipaciones,  gastos  y  derechos  de  comi- 
sión. 

2."  Por  ctteuta  del  producto  de  los  mismos 
géneros  deberá  ser  pagado  el  comisionista  con 
preferencia  A  los  demás  acreedores  del  comi- 
tente, salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  375. 

Para  gozar  de  la  preferencia  consig'nada  en 
este  articulo,  será  condición  necesaria  que  los 
efectos  estén  en  poder  del  consignatario  ó  co- 
misionista, ó  que  se  hallen  á  su  disposición  en 
depósito  I)  almacén  público,  ó  que  se  haya  ve- 
rificado la  expedición  consignándola  ásu  nom- 
bre, habiendo  recibido  el  conocimiento,  talón 
ó  carta  de  transporte  firmada  por  el  encarga- 
do de  verificarlo. 

Art.  277.  El  comitente  estará  obligado  á 
abonar  al  comisionista  el  premio  de  comisión, 
salvo  pacto  en  contrario. 

Faltando  pacto  expresivo  de  la  cuota,  se 
fijará  ésta  con  arreglo  al  uso  y  práctica  mer- 
cantil de  la  plaza  donde  se  cumpliere  la  comi- 
sión. 

Art.  278.  El  comitente  estará  asimismo 
obligado  á  satisfacer  al  contado  al  comisionis- 
ta, mediante  cuenta  justificada,  el  importe  de 
todos  sus  gastos  y  desembolsos,  con  el  interés 
legal  desde  el  dia  en  que  los  hubiere  hecho 
hasta  su  total  reintegro. 

Art.  279.  El  comitente  podrá  revocar  la  co- 
misión conferida  al  comisionista,  en  cualquier 
estado  del  negocio,  poniéndolo  en  su  noticia, 
]iero  quedando  siempre  obligado  alas  resultas 
de  las  gestiones  practicadas  antes  de  haberle 
Iiecho  saber  la  revocación. 

Art.  280.  Por  muerte  del  comisionista  ó  su 
inhabilitación  se  rescindirá  el  contrato;  pero 
por  muerte  ó  inhabilitación  del  comitente  no 
se  rescindirá,  aunque  pueden  revocarlo  sus  re- 
presentantes. 

SEC.  2.* — De  otras  formas  del  mandato  mercautil. 
Factores,  dependientes  y  mancebos. 

Art.  28!.  El  comerciante  podrá  constituir 
apoderados  ó  mandatarios  g-euerales  ó  singu- 


lares para  que  hagan  el  tráfico  en  su  nombre 
y  por  su  cuenta  en  todo  ó  en  parte,  ó  para  que 
le  auxilien  en  él. 

Art.  282.  El  factor  deberá  tener  la  capaci- 
dad necesaria  para  oblig-arse  con  arreglo  á 
este  Código,  y  poder  de  la  persona  por  cuya 
cuenta  hag'a  el  tráfico. 

Art.  283.  El  gerente  de  una  empresa  ó  es- 
tablecimiento fabril  ó  comercial  por  cuenta 
ajena,  autorizado  para  administrarlo,  dirig'ir- 
lo  y  contratar  sobre  las  cosas  concernientes  á 
él,  con  más  ó  menos  facultades, seg'ún  haya  te-j 
nido  por  conveniente  el  propietario,  tendrá  ef 
concepto  legal  de  factor,  y  le  serán  aplicables' 
las  disposiciones  contenidas  en  esta  sección. 

Art.  284.  Los  factores  negociarán  y  con- 
tratarán á  nombre  de  sus  principales,  y,  en  to- 
dos los  documentos  que  suscriban  en  tal  Ma- 
cepto,  expresarán  que  lo  haceu  con  poder  o  en 
nombre  de  la  persona  ó  sociedad  que  repre- 
senten. 

Art.  285.  Contratando  los  factores  eu  los 
términos  que  previene  el  articulo  precedente, 
recaerán  sobre  los  comitentes  todas  las  obliga- 
ciones que  contrajeren. 

Cualcjuiera  reclamación  para  compelerlos  á 
su  cumplimiento,  se  hará  efectiva  en  los  bie- 
nes del  principal,  establecimiento  ó  empresa, 
y  no  en  los  del  factor,  á  menos  que  estén  con- 
fundidos con  aquéllos. 

Art.  286.  Los  contratos  celebrados  por  el 
factor  de  un  estalílecimiento  ó  empresa  faljril 
ó  comercial,  cuando  notoriamente  pertenezca 
á  una  empresa  ó  sociedad  conocidas,  se  enten- 
derán hechos  por  cuenta  del  propietario  do  di- 
cha euqn-esa  ó  sociedad,  aun  cuando  el  factor 
no  lo  haya  expresado  al  tiempo  de  celebrarlos, 
ó  se  alegue  abuso  de  confianza,  transgresión 
de  facultades  ó  apropiación  por  el  factor  de 
los  efectos  objeto  del  contrato,  siempre  que 
estos  contratos  recaigan  sobre  objetos  com- 
prendidos en  el  giro  y  tráfico  del  estableci- 
miento, ó  si,  aun  siendo  de  otra  naturaleza, 
resultare  que  el  factor  obró  con  orden  de  su  ( 
comitente,  ó  que  éste  aprobó  su  gestión  en  | 
términos  expresos  ó  por  hechos  positivos  *. 

Art.  287.  El  contrato  hecho  por  un  factor  J 
en  nombre  propio,  le  obligará  directamente] 
con  la  persona  con  quien  lo  hubiere  celebra- 
do; mas  si  la  neg'ociación  se  hubiere  hecho  por^ 
cuenta  del  principal,  la  otra  parte  contratante 
podrá  dirig'ir  su  acción  contra  el  factor  ó  cou-J 
tra  el  jirincipal. 

Art.  288.     Los  factores  no  podráií  traftcaí? 
por  sil  cuenta  particular,   ni  interesarse  en 
nombre  propio  ni  ajeno  en  negociaciones  defl 
mismo  género  délas  que  hicieren  á  nombre  del 
sus  principales,  á  menos  que  éstos  los  autori- 
cen expresamente  para  ello. 

Si  negociaren  sin  esta  autorización,  los  be- 
neficios de  la  negociación  serán  para  el  prin- 
cipal, y  las  pérdidas,  á  cargo  del  factor. 

Si  el  principal  hubiere  concedido  al  factoíJ 
autorización  para  hacer  operaciones  por  suj 
cuenta  ó  asociado  á  otras  personas,  no  tendrá  1 
aquél  derecho  á  las  ganancias  ni  participará  i 
de  las  pérdidas  que  sobre\'inieren. 


1     Véase  en  Mandato  la  sent.  de  23  Diciembre  1890. 
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Si  el  principal  hubiere  iuteresado  al  factor 
en  alguna  operación,  la  participación  de  éste 
en  las  g-anaucias  será,  salvo  pacto  en  contra- 
rio, proporcionada  al  capital  que  aportare;  y 
no  aportando  capital,  será  reputado  socio  in- 
dustrial. 

Art.  ?39.  Las  multasen  que  pueda  incurrir 
el  factor  por  contravenciones  ¡í  las  leyes  fis- 
cales ó  reglamentos  de  administracióu  públi- 
ca eu  las  gestiones  de  su  factoría,  se  harán 
efectivas  desde  luego  en  los  bienes  que  admi- 
nistre, sin  perjuicio  del  derecho  del  principal 
contra  el  factor  por  su  culpabilidad  eu  los  he- 
chos que  dieren  lugar  á  la  multa. 

Art.  290.  Los  poderes  conferidos  á  \\\\  fac- 
tor so  estimarán  subsistentes  mientras  no  le 
fueren  expresamente  revocados,  no  obstante 
la  muerte  de  su  principal  ó  de  la  persona  de 
quien  en  debida  forma  los  hubiere  recibido. 

Art.  291.  Los  actos  y  contratos  ejecutados 
por  el  factor  serán  válidos,  respecto  de  su  po- 
derdante, siempre  que  sean  anteriores  al  mo- 
mento en  que  llegue  á  noticia  de  aquél  por  un 
medio  legitimo  la  revocación  de  los  poderes  ó 
la  enajenación  del  establecimiento. 

También  serán  válidos  con  relación  á  terce- 
ros, mientras  no  se  haya  cumplido,  en  cuanto 
á  la  revocación  de  los  poderes,  lo  prescrito  en 
el  número  6."  del  art.  21. 

Art.  292.  Los  comerciantes  podrán  enco- 
mendar á  otras  personas,  además  de  los  fac- 
tores, el  desempeño  constante,  en  su  nombre 
y  por  su  cuenta,  de  alguna  ó  algunas  gestio- 
nes propias  del  tráfico  á  que  se  dediquen,  en 
virtud  de  pacto  escrito  ó  verbal;  consignándo- 
lo en  sus  reglamentos  las  compafíias  y  comu- 
nicándolo los  particulares  por  avisos  públicos 
ó  por  medio  de  circulares  á  sus  corresponsales. 

Los  actos  de  estos  dependientes  ó  mandata- 
rios singulares  no  obligarán  á  su  principal 
sino  en  las  operaciones  propias  del  ramo  que 
determinadamente  les  estviviere  encomendado. 

Art.  293.  Las  disposiciones  del  artículo  an- 
terior serán  igualmente  aplicables  á  los  man- 
cebos de  comercio  que  estén  autorizados  para 
regir  una  operación  mercantil,  ó  alguna  par- 
te del  giro  y  tráfico  de  su  principal. 

Art.  294.  Los  mancebos  encargados  de  ven- 
der al  por  menor  en  un  almacén  público,  se- 
reputarán  autorizados  para  cobrar  el  importe 
de  las  ventas  que  hicieren,  y  sus  recibos  serán 
válidos,  expidiéndolos  á  nombre  de  sus  prin- 
cipales. 

Igual  facultud  tendrán  los  mancebos  que 
vendan  en  los  almacenes  por  mayor,  siempre 
que  las  ventas  fueren  al  contado  y  el  pago  se 
verifique  en  el  mismo  almacén;  pero  cuando 
las  cobranzas  se  hubieren  de  hacer  íuera  de 
éste,  ó  procedan  de  ventas  hechas  á  pl.azos, 
los  recibos  se  firmarán  necesariamente  por  el 
principal  o  su  factor,  ó  por  apoderado  legíti- 
mamente constituido  para  cobrar. 

Art.  295.  Cuando  un  comercinnte  encarga- 
re á  su  mancebo  la  recepción  de  mercaderías 
y  éste  las  recibiere  sin  reparo  sobre  su  canti- 
dad ó  calidad,  surtirá  su  recepción  los  mismos 
efectos  que  si  la  hubiere  hecho  el  principal. 

Art.  296.  Sin  consentimiento  de  sus  princi- 
pales, ni  los  factores  ni  los  mancebos  de  co- 


mercio podrán  delegar  en  otros  los  encargos 
que  recibieren  de  aquéllos;  y  en  caso  de  ha- 
cerlo sin  dicho  consentimiento,  responderán 
directamente  de  las  gestiones  de  los  sustitutos 
y  de  las  obligaciones  contraidas  por  éstos. 

Art.  297.  Los  factores  y  mancebos  de  co- 
mercio serán  responsables  á  sus  principales 
de  cualquier  perjuicio  que  causen  á  sus  inte- 
reses por  haber  procedido  en  el  desempeño  de 
sus  funciones  con  malicia,  negligencia  ó  in- 
fracción de  las  órdenes  ó  instrucciones  que 
hubieren  recibido. 

Art.  298.  Si,  por  efecto  del  servicio  que 
preste,  un  mancebo  de  comercio  hiciere  algún 
gasto  extraordinario  ó  experimentare  alguna 
pérdida,  no  habiendo  mediado  sobre  ello  pac- 
to expreso  entre  él  y  su  principal,  será  de  car- 
go de  éste  indemnizarle  del  quebranto  sufrido. 

Art.  299.  Si  el  contrato  entre  los  comer- 
ciantes y  sus  mancebos  y  dependientes  se  hu- 
biere celebrado  por  tiempo  fijo,  no  podrá  nin- 
guna de  las  partes  contratantes  separarse,  sin 
consentimiento  de  la  otra,  de  su  cumplimien- 
to, hasta  la  terminación  del  plazo  convenido. 

Los  que  contravinieren  á  esta  cláusula,  que- 
darán sujetos  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  salvo  lo  di.spuesto  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  300.  Serán  causas  especiales  para  que 
los  comerciantes  puedan  despedir  á  sus  depon- 
dientes,  no  obstante  no  haber  cumplido  el  pla- 
zo del  empeño: 

1.^  El  fraude  ó  abuso  de  confianza  en  las 
gestiones  que  les  hubieren  confiado. 

2."  Hacer  alguna  negociación  de  comercio 
por  cuenta  propia,  sin  conocimiento  expreso 
y  licencia  del  principal. 

o.'''  Faltar  gravemente  al  respeto  y  consi- 
deración debidos  á  éste  ó  á  las  personas  de  su 
familia  ó  dependencia. 

Art.  301.  Serán  causas  para  que  los  depen- 
dientes puedan  despedirse  de  sus  principales, 
aunque  no  haya  cumplido  el  plazo  del  empeño: 

I.''  La  falta  de  pago  en  los  plazos  fijados 
del  sueldo  ó  estipendios  convenidos. 

2.*  La  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera 
de  las  demás  condiciones  concertadas  en  be- 
neficio del  dependiente. 

3.^  Los  malos  tratamientos  ii  ofensas  gra- 
ves por  parte  del  principal. 

Art.  302.  En  los  casos  de  cjue  el  empeño 
no  tuviere  tiempo  señalado,  cualquiera  de  las 
partes  podrá  darlo  por  fenecido,  avisando  á  la 
otra  con  un  mes  de  anticipación. 

El  factor  ó  mancebo  tencU'á  derecho,  en  este 
caso,  al  sueldo  que  corresponda  á  dicha  me- 
sada. 

TIT.  IV.— Del  depósito  mercantil  '. 

Art.  303.  Para  que  el  depósito  sea  mercan- 
til, se  requiere: 

1.*^  Que  el  depositario,  al  menos,  sea  co- 
merciante. 


'  Depósito  mercantil.  — Eí  Código  antiíjiio  diflern 
notablemente  del  moderno,  tanto  al  Jijar  la  naturaleza  de 
este  contrato  y  medios  de  formalizarlo,  como  al  determi- 
nar las  obligaciones  que  produce.  Ahora  se  restilui/e  al 
depósito  su  verdadero  carácter  real,  declarándolo  per- 
feccionado mediante  la  entrega  de  la  cosa  que  constituye 
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2°  Que  las  cosas  depositadas  sean  objetos 
de  comercio. 

3.°  Que  el  depósito  constituya  por  sí  una 
operación  mercantil,  ó  se  haga 'como  causa  ó 
á  consecuencia  de  operaciones  mercantiles. 

Art.  304.  El  depositario  tendrá  derecho  á 
exigir  retribución  por  el  depósito,  á  no  mediar 
pacto  expreso  en  contrario. 

Si  las  partes  contratantes  no  hubieren  fijado 
la  cuota  de  la  retribución,  se  regulará,  segim 
los  usos  de  la  plaza,  en  que  el  depósito  se  hu- 
biere constituido. 

Ai't.  305.  El  depósito  quedará  constituido 
mediante  la  entrega,  al  depositario,  de.la  cosa 
que  constituya  su  objeto. 

Art.  306.  El  depositario  está  obligado  á 
eonseryar  la  cosa  objeto  del  depósito  según  la 
reciba,  y  á  devolverla  con  sus  aumentos,  si  los 
tuviere,  cuando  el  depositante  se  la  pida. 

En  la  conservación  del  depósito,  responderá 
el  depositario  de  los  menoscabos,  daños  y  per- 
juicios que  las  cosas  depositadas  sufrieren  por 
su  malicia  ó  negligencia,  y  también  de  los  que 
provengan  de  la  naturaleza  ó  vicio  de  las  co- 
sas, si  en  estos  casos  no  hizo  por  su  parte  lo 
necesario  para  evitarlos  ó  remediarlos,  dando 
aviso  de  ellos,  además,  al  d^eponitaiite  inmedia- 
tamente que  se  manifestaren. 

Art.  307.  Cuando  los  depósitos  sean  de  nu- 
merario, con  especificación  de  las  monedas  que 
los  constituyan,  ó  cuando  se  entreguen  sella- 
dos ó  cerrados,  los  aumentos  ó  bajas  que  su 
valor  experimente  serán  de  cuenta  del  depo- 
sitante. 

Los  riesgos  de  dichos  depósitos  correrán  á 
cargo  del  depositario,  siendo  de  cuenta  del 
mismo  los  daños  que  sufrieren,  á  no  probar 
que  ocurrieron  por  fuerza  mayor  ó  caso  for- 
tuito insuperable. 

Cuando  los  depósitos  de  numerario  se  cons- 
tituyeren sin  especificación  de  monedas  ó  sin 
cerrar  ó  sellar,  el  depositario  responderá  de  su 
conservación  y  riesgos,  en  los  términos  esta- 
blecidos por  el  párrafo  segundo  del  art.  306. 

Art.  308.  Los  depositarios  de  títulos,  valo- 
res, efectos  ó  documentos  que  devenguen  in- 
terés, que'dan  obligados  á  realizar  el  cobro  de 
éstos  en  las  épocas  de  sus  vencimientos,  asi 
como  también  á  practicar  cuantos  actos  sean 
necesarios  para  que  los  efectos  depositados 
conserven  el  valor  y  los  derechos  que  les  co- 
rrespondan con  arreglo  á  las  disposiciones  le- 
gales. 

Art.  309.  Siempi-e  que  con  asentimiento  del 
depositante,  dispusiere  el  depositario  de  las 
cosas  que  fueren  objeto  de  depósito,  va  para  si 
ó  sus  negocios,  ya  para  ojjeraciones  que  aquél 
le  encomendare,  cesarán  los  derechos  y  obli- 
gaciones pro])ios  del  depositante  y  deposita- 
rio, y  se  observarán  las  reglas  v  disposiciones 
aplicables  al  préstamo  mercantil,  á  la  comi- 
sión ó  al  contrato  que  en  sustitución  del  depó- 
.sito  hubieren  celebrado. 


su  objeto,  sometimilo  á  la  Jurisdicción  de  ley  mercantil 
iodos  los  de2iósitos  celebrados  con  ánimo  de  tuero,  y  au- 
mentando la  resjwnsabilidad  que  las  leyes  romiincs  imjio- 
nen  al  depositario,  en  atención  d  que  éste  sie7npre  tiene 
derecho  d  que  se  le  retribuya,  si  no  renuncia  exuresameii- 
ie  la  recompensa. 


Art.  310.     No  obstante  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores,  los  depósitos  verificados 
en  los  Bancos,  en  los  almacenes  generales,  eu 
las  sociedades  de  crédito  ó   en   otras  cuales- 
quiera compañías,  se  regirán,  en  primer  lugar 
por  los  estatutos  de  las  mismas,  en  segundo 
por  las  prescripciones  de  este  Código,  y  últi- 
mamente, por  las  reglas  del  derecho  conmu 
que  son  aplicables  á  todos  los  depósitos. 

TIT.  V.— De  los  préstamos  mercantiles. 

SEC.  1." — Del  préstamo  mercantil  '.  .¿ 

Art.  311.  Se  reputará  mercantil  el  prés- 
tamo ,  concurriendo  las  circunstancias  si- 
guientes: 

I.''  Si  alguno  de  los  contratantes  fuere  co- 
merciante. 

"i^  Si  las  cosas  prestadas  se  destinaren  á 
actos  de  comercio. 

Art.  312.  Consistiendo  el  préstamo  en  dine- 
ro, pagará  el  deudor  devolviendo  una  canti- 
dad Igual  á  la  recibida,  con  arreglo  al  valor 
legal  que  tuviere  la  moneda  al  tiempo  de  la 
devolución,  salvo  si  se  hubiere  pactado  la  es- 
pecie de  moneda  en  que  habla  de  hacerse  el 
pago,  eu  cuyo  caso  la  alteración  que  hubiese 
experimentado  su  valor,  será  en  daño  ó  en  be- 
neficio del  prestador. 

En  los  préstamos  de  títulos  ó  valores,  paga- 
rá el  deudor  devolviendo  otros  tantos  de  la 
misma  clase  é  idénticas  condiciones,  ó  sus 
equivalentes,  si  aquéllos  se  hubiesen  extingui- 
do, salvo  pacto  en  contrario. 

Si  los  préstamos  fueren  en  e.specie,  deberá 
el  deudor  devolver,  á  no  mediar  pacto  en  dis- 
tinto sentido,  igual  cantidad  en  la  misma  es- 
pecie y  calidad,  ó  su  equivalente  en  metálico 
si  se  hubiere  extinguido  la  especie  debida. 

Art.  313.  En  los  préstamos  por  tiempo  inde- 
terminado, ó  sin  plazo  marcado  de  vencimien- 
to, no  podrá  exigirse  al  deudor  el  pago  sino 
pasados  treinta  días,  á  contar  desde  la  fecha 
del  requerimiento  notarial  que  se  le  hubiere 
hecho. 

Art.  314.  Los  préstamos  no  devengarán  in- 
terés si  no  se  hubiere  pactado  por  escrito. 

Art.  315.  Podrá  pactarse  el  interés  del 
préstamo  sin  tasa  ni  limitación  de  ninguna  es- 
pecie. 

Se  reputará  interés  toda  prestación  pactada 
á  favor  del  acreedor.  •: 

Art.  316.  Los  deudores  que  demoren  el 
pago  de  sus  deudas  después  de  vencidas,  de- 
berán satisfacer  desde  el  día  siguiente  al  del 
vencimiento  el  interés  pactado  para  este  caso, 
ó  en  su  defecto  el  legal. 
Si  el  préstamo  consistiere  en  especies.,  para 


'  Préstamo  mercantil. — Al  describir  este  contrato  el 
nuevo  Código,  deroga  la  doctrina  del  antiguo,  limitán- 
dose á  exigir,  para  que  tenga  carácter  mercantil,  que  sea 
comerciante  alguno  de  los  contrayentes  ó  que  las  cosas 
prestadas  se  destinen  al  comercio.  Supliendo  el  vacio  de 
nuestra  legislación,  establece  reglas  para  la  devolución 
de  los  préstamos  consistentes  en  titulas  alportador,  valo- 
res o  especies  detertyiinadas:  dispone  lo  conreniente  sobre 
la  imputación  de  los  pagos  hachos  d  cuenta  de  un  préstamo 
que  devenga  rédito  cuando  no  resulta  claramente  expresa- 
do el  concepto  ■'  que  deben  aplicarse,  y  reproduce  y  com- 
plcta  la  doctrina  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  sobre 
abono  de  intereses. 
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computar  el  rédito  se  graduará  su  valor  por 
los  precios  que  las  mercaderías  prestadas  teu- 
o-an  eu  la  plaza  en  que  deba  hacerse  la  devo- 
hición,  el  dia  sig'uiente  al  del  vencimiento,  ó 
por  el  que  determinen  peritos,  si  la  raercade- 
ria  estuviere  extinguida  al  tiempo  de  hacerse 
su  valuación. 

y  si  consistiere  el  préstamo  eu  títulos  ó  va- 
lores, el  rédito  por  mora  será  el  que  los  mismos 
valores  ó  títulos  devenguen,  ó  en  su  detecto 
el  legal,  determinándose  el  precio  de  los  valo- 
res por  el  que  tengan  en  Bolsa,  si  fueren  coti- 
zables, ó  en  la  plaza  en  otro  caso,  el  dia  si- 
guiente al  del  vencimiento. 

Art.  317.  Los  intereses  vencidos  y  no  paga- 
dos no  devengarán  intereses.  Los  contratan- 
tes podrán,  sin  embargo,  capitalizar  los  inte- 
reses líquidos  y  no  satisfechos,  que,  como  au- 
mento de  capital,  devengarán  nuevos  réditos. 

Art.  318.  El  recibo  del  capital  por  el  acree- 
dor, sin  reservarse  e.xpresamente  el  derecho  á 
los  intereses  pactados  ó  debidos,  extinguirá 
la  obligación  del  deudor  respecto  á  los  mismos. 

Las  entregas  á  cuenta,  cuando  no  resulte 
expresa  su  aplicación,  se  imputarán  en  pri- 
mer término  al  pago  de  intereses  por  orden  de 
vencimientos,  y  después  al  del  capital. 

Art.  319.  Interpuesta  una  demanda,  no  po- 
drá hacerse  la  acumulación  de  interés  al  capi- 
tal para  exigir  mayores  réditos. 

SEC.  2.° — De  los  préstamos  con  garantía  de  efectos 
ó  valores  públicos  *. 

Art.  320.  El  préstamo  con  garantía  de 
efectos  cotizables  hecho  en  póliza  con  inter- 
vención de  agentes  colegiados,  se  reputará 
siempre  mercantil. 

El  prestador  tendrá,  sobre  los  efectos  ó  va- 
lores públicos  pig'norados,  conforme  á  las  dis- 
posiciones de  esta  sección,  derecho  á  cobrar 
su  crédito  con  preferencia  á  los  demás  acree- 
dores, quienes  no  podrán  retirar  de  su  poder 
dichos  efectos,  á  no  ser  satisfaciendo  el  crédi- 
to constituido  sobre  ellos. 

Art.  321.  Los  derechos  de  preferencia  de 
que  se  trata  en  el  artículo  anterior,  sólo  se 
tendrán  sobre  los  mismos  títulos  en  que  se 
constituyó  la  garantía,  para  lo  cual,  si  ésta 
consistiere  en  títulos  al  portador,  se  expresará 
su  numeración  eu  la  póliza  del  contrato;  y  si 
en  inscripciones  ó  efectos  transí'eribles,  se  ha- 
rá la  transferencia  á  favor  del  prestador,  ex- 
presando en  la  póliza,  además  de  las  circuns- 
tancias necesarias  para  justificar  la  identidad 
de  la  g-arantía,  que  la  transferencia  no  lleva 
consig'o  la  transmisión  de  la  propiedad. 

Art.  322.  A  voluntad  de  los  interesados 
podrá  suplirse  la  numeración  de  los  títulos  al 
portador  con  el  depósito  de  éstos  eu  el  estable- 
cimiento público  que  designe  el  reglamento  de 
Bolsas  '-. 

Art.  323.     Vencido  el  plazo  del  préstamo,  el 


acreedor,  salvo  pacto  eu  contrario,  y  sin  ne- 
cesidad de  requerir  al  deudor,  estará  autori- 
zado para  pedir  la  enajenación  de  las  garan- 
tías, á  cuyo  fin  las  presentará  con  la  póliza  á 
la  Junta  sindical,  la  que,  hallando  su  numera- 
ción conforme,  las  enajenará  en  la  cantidad 
necesaria  por  medio  de  agente  colegiado,  en 
el  mismo  día,  si  fuere  posible,  y  si  no,  eu  el  si- 
guiente. 

Del  indicado  derecho  sólo  podrá  hacer  uso  el 
prestador  durante  la  Bolsa  siguiente  al  dia 
del  vencimiento  del  préstamo. 

Ai-t.  324.  Los  efectos  cotizables  al  porta- 
dor, pignorados  en  la  forma  que  determinan 
los  artículos  anteriores,  no  estarán  sujetos  á 
reivindicación  mientras  no  sea  reembolsado  el 
prestador,  sin  perjuicio  de  los  dereclios  y  ac- 
ciones del  propietario  desposeído  contra  las 
personas  responsables  según  las  leyes,  por  los 
actos  en  virtud  de  los  cuales  haya  sido  priva- 
do de  la  posesión  y  dominio  de  los  efectos 
dados  en  garantía  '. 

TIT.  VI.— De  l.\  compraventa  y  permuta  mercanti- 
les Y  de  la  transferencia  de  créditos  no  en- 
dosarles. 

SEC.  1." -De  la  compraventa  2. 

Art.  325.  Será  mercantil  la  compraventa 
de  cosas  muebles  para  revenderlas,  bien  en  la 
misma  forma  que  se  compraron,  ó  bien  en  otra 
diferente,  con  ánimo  de  lucrarse  en  la  reventa. 

Art.  326.     No  se  reputarán  mercantiles: 

1."  Las  compras  de  efectos  destinados  al 
consumo  del  comprador  ó  de  la  persona  por 
cuyo  encargo  se  adquieren. 

2."  Las  ventas  que  hicieren  los  propieta- 
rios y  los  labradores  ó  ganaderos,  de  los  fru- 
tos ó' productos  de  sus  cosechas  ó  ganados,  ó 
de  las  especies  en  que  se  les  paguen  las  rentas. 

3.°  Las  ventas  que  de  los  objetos  construi- 
dos ó  fabricados  por  los  artesanos  hicieren  és- 
.  tos  eu  sus  talleres. 

4.°  La  reventa  que  haga  cualquiera  perso- 
na no  comerciante  del  resto  de  los  acopios  que 
hizo  para  su  consumo. 

Art.  327.  Si  la  venta  se  hiciere  sobre  mues- 
tras ó  determinando  calidad  conocida  en  el 
comercio,  el  comprador  no  podrá  rehusar  el 
recibo  de  los  géneros  contratados,   si  fueren 


*  Préstamos  sobre  efectos  públicos. —  Ln  doctrina 
referente  á  esfns  préstamos  contenida  en  la  ley  de  la  Bolsa 
de  Madridf  ij  en  la  de  reivindicación  dt  titulas  al  porta- 
dor, se  reproduce  en  el  nuero  Código  con  alf/unas  modifi- 
caciones encaminadas  á  facilitar  estos  contratos,  asegu- 
rando los  derechos  del  acreedor  y  poniendo  en  armonía 
los  preceptos  videntes  con  la  realidad  de  la  vida  bursátil, 

■'     Véase  el  art.  37  del  lietj.  de  31  de  Diciembre  de  1SS3. 


1  Véase  la  nota  al  art.  65. 

2  Compraventa  mercantil. —«A'o  puede  admitirse 
>como  prÍ7icipio  absobito  el  consignado  en  el  Código  de 
'1829,  que  niega  á  toda  venta  de  bienes  raices  el  carácter 
>de  mercantil.  La  calificación  depender  i  délas  circuns- 

•  tancias  que  concurran  en  cada  caso,  y  la  harán  los  Trt- 
.bunales  aplicando  los  principios  generales  solire  la  na- 
'turaleza  de  los  actos  de  comercio;  pero  la  compraventa 

•  de  bienes  inmuebles,  aunque  se  cali /¡que  de  acto  comear- 

•  cial,  se  verificará  con  sujeción  d  las  formalidades  esta- 
'blecidas  en  las  leyes  especiales  sobre  adquisición  y  trans- 
.misión  de  la  propiedad  territorial..  Respecto  a  las  ven- 
tas que  reilizan  los  artesanos  ó  industriales  de  los  oltjetos 
que  fabrican,  el  mtevo  Código  las  califlca  de  mercantiles 
en  el  solo  caso  de  que  las  circunstancias  de  los  fabrican- 
tes revelen  el  propósito  de  lucro  al  ejecutarlas.  Acomoda 
la  doctrina  legal  acerca  de  la  falta  de  cumplimiento  del 
contrato  á  los  principios  juridicosbase  del  mismo;  limita 
el  tiempo  de  duración  délas  acciones  concedidas  para  re- 
clamar por  vicios  ó  defectos  en  las  mercancías,  afinas 
dar  seguridad  y  firmeza  á  las  transacciones  mercantiles, 
y  suprime  las  prescripciones  relativas  al  saneamiento 
para  no  contradecir  elprincipio  de  que  está  libre  de  toda 
evirción  el  que  compra  en  almacenes  ó  tiendas  abiertas  al 
público. 
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couíoniie.s  á  las  muestras  ó  á  la  calidad  prefi- 
jada en  el  contrato. 

En  el  caso  de  que  el  comprador  se  neg'are  á 
recibirlos,  se  nombrarán  peritos  por  ambas 
partes,  que  decidirán  si  los  géneros  son  6  no 
de  recibo. 

Si  los  peritos  declarasen  ser  de  recibo,  se 
estimará  consumada  la  venta,  y  en  el  caso 
contrario,  se  rescindirá  el  contrato  sin  perjui- 
cio de  la  indemnización  á  que  teng-a  derecho  el 
comprador. 

Art.  328.  En  las  compras  de  g'éueros  que 
no  se  tengan  á  la  vista  ni  puedan  clasificarse 
por  una  calidad  determinada  y  conocida  en  el 
comercio,  se  entenderá  que  el  comprador  se 
reserva  la  facultad  de  exaníinarlos  y  de  res- 
cindir libremente  el  contrato  sí  los  géneros 
no  le  convinieren. 

También  tendrá  el  comprador  el  derecho  de 
rescisión  si  por  pacto  expreso  se  hubiere  re- 
servado ensayar  el  género  contratado. 

Art.  329.  Si  el  vendedor  no  entregare  en  el 
plazo  estipulado  los  efectos  vendidos,  podrá 
el  comprador  pedir  el  cumplimiento  ó  la  res- 
cisión del  contrato,  con  indemnización,  en 
uno  y  otro  caso,  de  los  perjuicios  que  se  le  ha- 
yan irrog'ado  por  la  tardanza. 

Art.  330.  En  los  contratos  en  que  se  pacte 
la  entrega  do  una  cantidad  determinada  de 
mercaderías  en  un  plazo  fijo,  no  estará  obli- 
gado el  comprador  á  recibir  una  parte,  ni  aun 
bajo  promesa  de  entregar  el  resto;  pero  si 
aceptare  la  entrega  parcial,  quedará  consu- 
mada la  venta  en  cuanto  á  los  géneros  recí- 
dos,  salvo  el  derecho  del  comprador  á  pedir 
por  el  resto  el  cumplimiento  del  contrato  ó  su 
rescisión,  con  arreglo  al  articulo  anterior. 

Art.  331.  La  pérdida  ó  deterioro  de  los 
efectos  antes  de  su  entrega,  por  accidente  im- 
previsto ó  sin  culpa  del  vendedor,  dará  dere- 
cho al  comprador  para  rescindir  el  contrato, 
á  no  ser  que  el  vendedor  se  hubiere  constitui- 
do en  depositario  de  las  mercaderías  con  arre- 
glo al  art.  339,  en  cuyo  caso  se  limitará  su 
obligación  á  la  que  nazca  del  depó.sito. 

Art.  332.  Si  el  comprador  rehusare  sin  jus- 
ta causa  el  recibo  de  los  efectos  comprados, 
podrá  el  vendedor  pedir  el  cumplimiento  ó 
rescisión  del  contrato,  depositando  judicial- 
mente en  el  primer  caso  las  mercaderías. 

El  mismo  depósito  judicial  podrá  constituir 
el  vendedor  siempre  que  el  comprador  demore 
hacerse  cargo  de  las  mercaderías. 

Los  gastos  que  origine  el  depósito  serán  de 
cuenta  de  quien  hubiese  dado  motivo  para 
constituirlo. 

Art.  333.  Los  daños  y  menoscabos  que  so- 
brevinieren á  las  mercaderías ,  perfecto  el 
contrato  y  teniendo  el  vendedor  los  efectos  á 
disposición  del  comprador,  en  el  lugar  y  tiem- 
po convenidos,  serán  de  cuenta  del  compra- 
dor, excepto  en  los  casos  de  dolo  ó  negligen- 
cia del  vendedor. 

Art.  334.  Los  daños  y  menoscabos  que  su- 
fran las  mercaderías,  aun  por  caso  fortuito, 
serán  de  cuenta  del  vendedor  en  los  casos  si- 
guientes: 

1."  Si  la  venta  se  hubiere  hecho  por  núme- 
ro, peso  ó  medida,  ó  la  cosa  vendida  no  fuere 


cierta  y  determinada,   con  marcas  y  señales 
que  la  identifiquen. 

2."  Si  por  pacto  expreso  ó  por  uso  del  co- 
mercio, atendida  la  naturaleza  de  la  cosa  ven- 
dida, tuviere  el  comprador  la  facultad  de  re- 
conocerla y  examinarla  previamente. 

3."  Si  el  contrato  tuviere  la  condición  de 
no  hacer  la  entrega  hasta  que  la  cosa  vendida 
adquiera  las  condiciones  estipuladas. 

Art.  335.  Si  los  efectos  vendidos  perecie- 
ren ó  se  deterioraren  á  cargo  del  vendedor, 
devolverá  al  comprador  la  parte  de  precio  que 
hubiere  recibido. 

Ai-t.  336.  El  compi-ador  que,  al  tiempo  de 
recibir  las  mercaderías,  las  examinare  á  su 
contento,  no  tendrá  acción  para  repetir  con- 
tra el  vendedor,  alegando  vicio  ó  defecto  de 
cantidad  ó  calidad  en  las  mercaderías. 

El  comprador  tendrá  el  derecho  de  repetir 
contra  el  vendedor  por  defecto  en  la  cantidad 
ó  calidad  de  las  mercaderías  recibidas  enfar- 
dadas ó  embaladas,  siempre  que  ejercite  su 
acción  dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al 
de  su  recibo,  y  no  proceda  la  avería  de  caso 
fortuito,  vicio  propio  de  la  cosa  ó  fraude. 

En  estos  casos,  podrá  el  comprador  optar 
por  la  roscisión  del  contrato  ó  por  su  cumpli- 
miento con  arreglo  alo  convenido,  pero  siem- 
pre con  la  indemnización  de  los  perjuicios 
que  se  le  hubieren  causado  por  los  defectos  ó 
faltas. 

El  vendedor  podrá  evitar  esta  reclamación 
exigiendo,  en  el  acto  de  la  entrega,  que  se 
haga  el  reconocimiento,  en  cuanto  á  cantidad 
y  calidad,  á  contento  del  comprador. 

Art.  337.  Si  no  se  hubiere  estipulado  el  pla- 
zo para  la  entrega  de  las  mercaderías  vendi- 
das, el  vendedor  deberá  tenerlas  á  disposición 
del  comprador  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras siguientes  al  contrato. 

Art.  338.  Los  gastos  de  la  entrega  de  los 
géneros  en  las  ventas  mercantiles  serán  de 
cargo  del  vendedor  hasta  ponerlos,  pesados  ó 
medidos,  á  disposición  del  comprador,  á  no 
mediar  pacto  expreso  en  contrario. 

Los  de  su  recibo  y  extracción  fuera  del  lu- 
g'ar  de  la  entrega,  serán  de  cuenta  del  com- 
prador. 

Art.  339.  Puestas  las  mercaderías  vendi- 
das á  disposición  del  comprador,  y  dándose 
éste  por  satisfecho,  ó  depositándose  aquéllas 
judicialmente  en  el  caso  previsto  en  el  art.  332, 
empezará  para  el  comprador  la  obligación  de 
pagar  el  precio  al  contado  ó  en  los  plazos  con- 
venidos con  el  vendedor. 

Este  se  constituirá  depositario  de  los  efectos 
vendidos,  y  quedará  obligado  á  su  custodia  y 
conservación  según  las  leyes  del  depósito. 

Art.  340.  En  tanto  que  los  géneros  vendi- 
dos estén  en  poder  del  vendedor,  aunque  sea 
en  calidad  de  depósito,  tendrá  éstejireferencía 
sobre  ellos  á  cualquier  otro  acreedor,  para 
obtener  el  pago  del  precio  con  los  intereses 
ocasionados  por  la  demora. 

Art.   341.     La  demora  eu  el  pago  del  precio 

de  la  cosa  comprada  constituirá  al  comprador 

en  la  oblig-ación  de  pagar  el  interés  legal  de  la 

cantidad  que  adeude  al  vendedor. 

Art.  342.     El  comprador  que  no  haya  hecho. 
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reclamación  alguna  fundada  en  los  vicios  in- 
ternos de  la  cosa  vendida,  dentro  de  los  trein- 
ta días  siguientes  á  su  entrega,  perder,^  toda 
acción  y  derecho  á  repetir  por  esta  causa  con- 
tra el  vendedor. 

Art.  343.  Las  cantidades  que,  por  vía  de 
señal,  se  entreo-uen  en  las  ventas  mercantiles, 
se  reputarán  siempre  dadas  á,  cuenta  del  pre- 
cio y  en  prueba  de  la  ratificación  del  contrato, 
salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  344.  No  se  rescindirán  las  ventas  mer- 
cantiles por  causa  de  lesión;  pero  indemnizará 
daños  y  perjuicios  el  contratante  que  hubiere 
procedido  con  malicia  ó  fraude  en  el  contrato 
ó  en  su  cumplimiento,  sin  perjuicio  de  la  ac- 
ción criminal. 

Art.  345.  En  toda  venta  mercantil  el  ven- 
dedor quedará  oblig'ado  á  la  evicción  y  sanea- 
miento en  favor  del  comprador,  salvo  pacto 
en  contrario. 

SEO.  2."— De  las  permutas. 

Art.  346.  Las  permutas  mercantiles  se  re- 
girán por  las  mismas  reg'las  que  van  prescri- 
tas en  este  titulo  respecto  de  las  compras  y 
ventas,  en  cuanto  sean  aplicables  á  las  cir- 
cunstancias y  condiciones  de  aquellos  con- 
tratos. 


SEC.  3." 


-De  las  transferencias  de  créditos 
no  endosables  '. 


Art.  347.  Los  créditos  mercantiles  no  en- 
dosables ni  al  portador,  se  podrán  transferir 
por  el  acreedor  sin  necesidad  del  consenti- 
miento del  deudor,  bastando  poner  en  su  co- 
nocimiento la  transferencia. 

El  deudor  quedará  obligado  para  con  el  nue- 
vo acreedor  en  virtud  de  la  notificación,  y  des- 
de que  teng-a  lugar  no  se  reputará  pago  legi- 
timo sino  el  que  se  hiciere  á  éste. 

Art.  348.  El  cedente  responderá  de  la  le- 
gitimidad de  crédito  y  de  la  personalidad  con 
que  hizo  la  cesión;  pero  no  de  la  solvencia  del 
deudor,  á  no  mediar  pacto  expreso  que  asi  lo 
declare. 

TIT.  VII.— Del  contrato  mfrcantii,  de  transporte 

TERRESTRE  -. 

Art.  349.  El  contrato  de  transporte  por 
vías  terrestres  ó  fluviales  de  todo  género,  se 
reputará  mercantil: 


'  Ventas  de  créditos  no  endosables.— Ss  suprime 
como  opuesta  á  la  libertad  de  contratación  y  d  los  intere- 
ses del  comercio,  la  disposición  del  Código  de  1829,  que 
concede  el  derecho  de  tanteo  al  deudor  de  un  crédito  mer- 
cantil litigioso. 

2  Transportes  terrestres.— Consíííuvs"  '">!/  «na  de 
las  más  importantes  y  lucrativas  operaciones  comercia- 
les, que  impide  considerar  á  los  que  los  practican  como 
simples  ai/entes  auxiliares  del  comercio.  Para  determinar 
cuándo  este  contrato,  variedad  del  de  arrendamiento  de 
servicios,  es  mercantil,  se  fijan  dos  reglas  fundamentales, 
relativa  una  á  la  naturaleza  de  los  objetos  transportados, 
y  otra  d  la  condición  del  porteador.  La  doctrina  del  Có- 
digo antiguo,  fundada  en  los  buenos  principios  del  dere- 
cho mercantil,  es  hoy,  sin  embargo,  insuficiente  p.tra  re- 
solver las  cuestiones  que  ocurren,  y  por  eso  el  nuevo,  al 
aceptarla,  ha  introducido  en  ella  importantes  novedades, 
relativas  d  los  requisitos  y  canje  de  las  cartas  de  porte,  d 
la  manera  de  verificar  la  entrega  y  conducción  de  los  ob- 
jetos, á  la  responsabilidad  por  los  gastos  que  ocasiona  la 
variación  de  consignación  acordada  por  el  cargador,  d 
las  facultades  del  porteador  para  adopta  r  algunas  medi- 
das beneficiosas  ruando  los  efectos  transportados  corran 
Tomo  II. 


1  °  Cuando  tenga  por  objeto  mercaderías  ó 
cualesquiera  efectos  del  comercio. 

2."  Cuando,  siendo  cualquiera  su  objeto, 
sea  comerciante  el  porteador  ó  se  dediqué  ha- 
bitualmente  á  verificar  transportes  para  el 
público. 

Art.  350.  Tanto  el  cargador  como  el  por- 
teador de  mercaderías  ó  efectos,  podrán  exi- 
girse mutuamente  que  se  extienda  una  carta 
de  porte  cu  que  se  expresarán: 

1."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  car- 
gador. 

2."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  por- 
teador. 

3."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  de  la 
persona  á  quien  ó  á  cuya  orden  vayan  dirigi- 
dos los  efectos,  ó  si  han  de  entregarse  al  por- 
tador de  la  misma  carta. 

4."'  La  designación  de  los  efectos,  con  ex- 
presión de  su  calidad  genérica,  de  su  peso  y 
de  las  marcas  ó  signos  exteriores  de  los  bultos 
en  que  se  contengan. 

5."     El  precio  del  transporte. 

6."     La  fecha  en  que  se  hace  la  expedición. 

7."     El  lugar  de  la  entrega  al  porteador. 

8."  El  lugar  y  el  plazo  en  que  habrá  de  ha- 
cerse la  entrega  al  consignatario. 

9."  La  indemnización  que  liaya  de  abonar 
el  porteador  en  caso  de  retardo,  si  sobre  este 
punto  mediare  algún  pacto. 

Art.  351.  En  los  transportes  que  se  verifi- 
quen por  ferrocarriles  ú  otras  empresas  suje- 
tas á  tarifas  ó  plazos  reglamentarios,  bastará 
que  las  cartas  de  porte  ó  declaraciones  de  ex- 
pedición facilitadas  por  el  cargador  se  refieran, 
en  cuanto  al  precio,  plazos  y  condiciones  es- 
peciales del  transporte,  á  las  tarifas  y  regla- 
mentos cuya  aplicación  solicite;  y  si  no  deter- 
minare tarifa,  deberá  el  porteador  aplicar  el 
precio  de  las  que  resulten  más  baratas,  con 
las  condiciones  que  á  ellas  sean  inherentes, 
consignando  siempre  su  expresión  ó  referen- 
cia en  la  carta  de  porte  que  entregue  al  car- 
g-ador. 

Art.  352.  Las  cartas  de  porte  ó  billetes  en 
los  casos  de  transiwrte  de  viajeros,  podrán  ser 
diferentes, unos  para  las  personasy  otros  para 
los  equipajes;  pero  todos  contendrán  la  indica- 
ción del  porteador,  la  fecha  de  la  expedición, 
los  puntos  de  salida  y  Ueg-ada,  el  precio,  y,  en 
lo  tocante  á  los  equipajes,  el  número  y  peso  de 
los  bultos,  con  las  demás  indicaciones  que  se 
crean  necesarias  para  su  fácil  identificación. 

Art.  353.  Los  títulos  leg-ales  del  contrato 
entre  el  cargador  y  porteador,  serán  lascar- 
tas  de  porte,  por  cuyo  contenido  se  decidirán 
las  contestaciones  que  ocurran  sobre  su  ejecu- 
ción y  cumplimiento,  sin  admitir  más  excep- 
ción que  las  de  falsedad  y  error  material  en  su 
redacción. 

Cumplido  el  contrato,  se  devolverá  al  por- 
teador la  carta  de  porte  que  hubiere  expedido, 
y  en  virtud  del  canje  de  este  título  por  el  ob- 
jeto porteado,  se  tendrán  por  canceladas  las  res- 

riesgo  de  perderse,  d  las  consecuencias  de  la  tarda.nza  ó 
retraso  en  la  entrega  de  las  mercailerias,  al  abandono  de 
éstas  por  el  consignatario  para  asegurar  la  indemnización 
debida  al  mismo,  y  los  daños  y  averias  ocurridas  duran- 
te el  transporte. 
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pectivas  obligaciones  y  acciones,  salvo  cuan- 
do en  el  mismo  acto  se  hicieren  constar  por 
escrito  las  reclamaciones  que  las  partes  qui- 
sieran reservarse,  excepción  hecha  de  lo  que 
se  determina  en  el  art.  366. 

En  caso  de  que  por  extravio  ú  otra  causa  no 
pueda  el  consignatario  devolver,  en  el  acto  de 
recibir  los  g-éneros,  la  carta  de  porte  suscrita 
por  el  porteador,  deberá  darle  uu  recibo  de  los 
objetos  eutreg'ados,  produciendo  este  recibo 
los  mismos  efectos  que  la  devolución  de  la  car- 
ta de  porte. 

Ai't.  354.  En  defecto  de  carta  de  porte,  se 
estará  al  resultado  de  las  pruebas  jurídicas 
que  haga  cada  parte  en  apoyo  de  sus  respec- 
tivas pretensiones,  conforme  á  las  disposicio- 
nes generales  establecidas  en  este  Código  para 
los  contratos  de  comercio. 

Art.  355.  La  responsabilidad  del  porteador 
comenzará  desde  el  momento  en  que  reciba 
las  mercaderías,  por  si  ó  por  medio  de  perso- 
na encargada  al  efecto,  en  el  lugar  que  se  in- 
dicó para  recibirlas. 

Art.  356.  Los  porteadores  podrán  rechazar 
los  bultos  que  se  presenten  mal  acondiciona- 
dos para  el  transporte;  y  si  hubiere  de  hacerse 
por  camino  de  hierro,  insistiendo  en  el  envió, 
la  empresa  los  porteará,  quedando  exenta  de 
toda  responsabilidad  si  hiciere  constar  en  la 
carta  de  porte  su  oposición. 

Art.  357.  Si,  por  fundadas  sospechas  de  fal- 
sedad en  la  declaración  del  contenido  de  un 
bulto,  determinare  el  porteador  reg'istrarlo, 
procederá  á  su  reconocimiento  ante  testigos 
con  asistencia  del  remitente  ó  consignatario. 
No  concurriendo  el  cjue  de  éstos  hubiere  de 
ser  citado,  se  hará  el  registro  ante  notario, 
que  extenderá  un  acta  del  resultado  del  reco- 
nocimiento, para  los  efectos  que  hubiere  lugar. 
Si  resultare  cierta  la  declaración  del  remi- 
tente, los  gastos  que  ocasionare  esta  operación 
y  la  de  volver  á  cerrar  cuidadosamente  los 
bultos,  serán  de  cuenta  del  porteador,  y,  en 
caso  contrario,  de  cuenta  del  remitente. 

Art.  358.  No  habiendo  plazo  prefijado  para 
la  entrega  de  los  efectos,  tendrá  el  porteador 
la  oblig'ación  de  conducirlos  en  las  primeras 
expediciones  de  mercaderías  ig'uales  ó  análo- 
gas, que  hiciere  al  punto  en  donde  deba  en- 
tregarlos; y,  de  no  hacerlo  asi,  serán  de  su 
cargo  los  perjuicios  que  se  ocasionen  por  la 
demora. 

Art.  359.  Si  mediare  pacto  entre  el  carga- 
dor y  el  porteador  sobre  el  camino  por  donde 
deba  hacerse  el  transporte,  no  podrá  el  portea- 
dor variar  de  ruta,  á  no  ser  por  causa  de  fuer- 
za mayor;  y  en  caso  de  hacerlo  sin  ella,  que- 
dará responsable  de  todos  los  daños  que  por 
cualquier  otra  causa  sobrevinieren  á  los  gé- 
neros que  transporta,  además  de  pag'ar  la  su- 
ma que  se  hubiese  estipulado  para  tal  evento. 
Cuando  por  la  expresada  causa  de  fuerza 
mayor  el  porteador  liubisra  tenido  que  tomar 
otra  ruta  que  produjese  aumento  de  nortes,  le 
será  abonable  este  aumento  mediante  su  for- 
mal justificación. 

Art.  360.  El  cargador  podrá,  sin  variar  el 
lugar  donde  deba  hacerse  la  entrega,  cambiar 
la  consig'uación  de  los  efectos  que  entregó  al 


porteador,  y  éste  cumplirá  su  orden,  con  tal 
que,  al  tiempo  de  prescribii-le  la  variación  de 
consignatario,  le  sea  devuelta  la  carta  de  por- 
te suscrita  por  el  porteador,  si  se  hiibiere  ex- 
pedido, conjeándola  por  otra  en  que  conste  la 
novación  del  contrato. 

Los  gastos  que  esta  variación  de  consigna- 
ción ocasione,  serán  de  cuenta  del  cargador. 

Art.  361.  Las  mercaderías  se  transportarán 
á  riesgo  y  ventura  del  cargador,  si  expresa- 
mente no  se  hubiere  convenido  lo  contrario. 

En  su  consecuencia,  serán  de  cuenta  y  ries- 
go del  cargador  todos  los  daños  y  menosca-- 
bos  que  experimenten  los  géneros  durante  el 
transporte,  por  caso  fortuito,  fuerza  mayor  ó 
naturaleza  y  vicio  propio  de  las  cosas. 

La  prueba  de  estos  accidentes  incumbe  al 
porteador. 

Art.  362.  El  porteador,  sin  embargo,  será 
responsable  de  las  pérdidas  y  averías  que  pro- 
cedan de  las  causas  expresadas  en  el  artículo 
anterior,  si  se  probare  en  su  contra  que  ocu- 
rrieron por  su  negligencia  ó  por  haber  dejado 
de  tomar  las  precauciones  que  el  uso  tiene 
adoptadas  entre  personas  dilig'entes,  á  no  ser 
que  el  cargador  hubiese  cometido  engaño  en 
la  carta  de  porte,  suponiéndolas  de  g'énero  ó 
calidad  diferentes  de  los  que  realmente  tu- 
vieren. 

Si,  á  pesar  de  las  precauciones  á  que  se  re- 
fiere este  articulo,  los  efectos  transportados 
corrieran  riesgo  de  perderse,  por  su  naturale- 
za ó  por  accidente  inevitable,  sin  que  hubiese 
tiempo  para  que  sus  dueños  dispusieran  de 
ellos,  el  porteador  podrá  proceder  á  su  venta, 
poniéndolos  con  este  objeto  á  disposición  de 
la  autoridad  judicial  ó  de  los  funcionarios  que 
determinen  disposiciones  especiales. 

Art.  363.  Fuera  de  los  casos  prescritos  en 
el  párrafo  segundo  del  art.  361,  el  porteador 
estará  obligado  á  entregar  los  efectos  carga- 
dos, en  el  mismo  estado  en  que,  según  la  car- 
ta de  porte,  se  hallaban  al  tiempo  de  recibir- 
los, sin  detrimento  ni  menoscabo  alguno,  y  no 
haciéndolo,  á  pag'ar  el  valor  que  tuvieren  los 
no  entreg'ados  en  el  punto  donde  debieran  ser- 
lo, y  en  la  época  en  que  correspondía  hacer 
su  entrega. 

Si  ésta  fuere  de  una  parte  de  los  efectos 
transportados,  el  consignatario  podrá  rehusar 
el  hacerse  cargo  de  éstos,  cuando  justifique 
que  no  puede  utilizarlos  con  independencia 
de  los  otros. 

Art.  364.  Si  el  efecto  de  las  averías  á  que 
se  refiere  el  art.  361  fuera  sólo  una  disminu- 
ción en  el  valor  del  género,  se  reducirá  la  obli- 
gación del  porteador  á  abonar  lo  que  importe 
esa  diferencia  de  valor,  á  juicio  de  peritos. 

Art.  365.  Si,  por  efecto  de  las  averias,  que- 
dasen iniítiles  los  géneros  para  su  venta  y 
consumo  en  los  objetos  propios  de  su  uso,  no 
estará  obligado  el  consignatario  á  recibirlos, 
y  podrá  dejarlos  por  cuenta  del  porteador, 
exigiéndoles  su  valor  al  precio  corriente  en 
aquel  día. 

Si  entre  los  géneros  averiados  se  hallaren 
algunas  piezas  en  buen  estado  y  sin  defecto 
alguno,  será  aplicable  la  disposición  anterior 
con  respecto  á  los  deteriorados,  y  el  consigna- 
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tario  recibirá  los  que  estéu  ilesos,  haciéndose 
esta  seg-regaeióu  por  piezas  distintas  y  suel- 
tas, y  sin  que  para  ello  se  divida  un  mismo 
objeto,  il  menos  que  el  consignatario  pruebe 
la  imposibilidad  de  utilizarlos  conveniente- 
mente en  esta  forma. 

El  mismo  precepto  se  aplicará  á.  las  merca- 
derlas  embaladas  ó  envasadas,  con  distinción 
de  los  fardos  que  aparezcan  ilesos. 

Art.  366.  Dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  recibo  de  las  mercaderías,  podrá 
hacerse  la  reclamación  contra  el  porteador, 
por  daño  ó  averia  que  se  encontrase  en  ellas 
al  abrir  los  bixltos,  con  tal  que  no  se  conozcan 
por  la  parte  exterior  de  éstos  las  señales  del 
daño  ó  averia  que  diere  motivo  á  la  reclama- 
ción, en  cuyo  caso  sólo  se  admitirá  ésta  en  el 
acto  i'.jl  recibo. 

Transcurridos  los  términos  expresados,  ó 
pagados  los  portes,  no  se  admitirá  reclamación 
alg'una  contra  el  porteador,  sobre  el  estado  en 
que  entregó  los  géneros  porteados. 

Ai-t.  367.  Si  ocurrieren  dudas  y  contesta- 
ciones entre  el  consignatario  y  el  porteador 
sobre  el  estado  en  que  se  hallen  los  efectos 
trasportados  al  tiempo  de  hacerse  al  primero 
su  entreg'a,  serán  éstos  reconocidos  por  peri- 
tos nombrados  por  las  partes,  y  un  tercero  en 
caso  de  discordia,  designado  por  la  autoridad 
judicial,  haciéndose  constar  por  escrito  las  re- 
sultas; y  si  los  interesados  no  se  conformaren 
con  el  dictamen  pericial  y  no  transigieren  sus 
diferencias,  se  procederá  por  dicha  autoridad 
al  depósito  de  las  mercaderías  en  almacén  se- 
g'uro,  y  usarán  de  su  derecho  como  correspon- 
diere. 

Art.  368.  El  porteador  deberá  entreg-ar  sin 
demora  ni  entorpecimiento  alguno  al  consig- 
natario los  efectos  que  hubiere  recibido,  por 
el  solo  hecho  de  estar  designado  en  la  carta 
de  porte  para  recibirlos;  y,  de  no  hacerlo  asi, 
será  responsable  de  los  perjuicios  que  por  ello 
se  ocasionen. 

Art.  369.  No  hallándose  el  consignatario 
en  el  domicilio  indicado  en  la  carta  de  porte, 
negándose  al  pago  de  los  portes  y  g'astos,  ó 
rehusando  recibir  los  efectos,  se  proveerá  su 
depósito  por  el  juez  municipal,  donde  no  le 
hubiere  de  primera  instancia,  á  disposición 
del  cargador  ó  remitente,  sin  perjuicio  de  ter- 
cero de  mejor  derecho,  surtiendo  este  depósi- 
to todos  los  efectos  de  la  entrega. 

Art.  370.  Habiéndose  fijado  plazo  para  la 
entieg'a  de  los  géri>ros,  deberá  hacerse  dentro 
de  él,  y  en  su  defecto  pagará  el  porteador  la 
indemnización  pactada  en  la  carta  de  porte, 
sin  que  el  cargador  ni  el  consignatario  teng-an 
derecho  á  otra  cosa. 

Si  no  hubiere  indemnización  pactada,  y  la 
tardanza  excediere  del  tiempo  prefijado  en  la 
carta  de  porte,  quedará  responsable  el  por- 
teador de  los  perjuicios  que  haya  podido  cau- 
sar la  dilación. 

Art.  371.  En  los  casos  de  retraso  por  culpa 
del  porteador,  á  que  se  refieren  los  artículos 
precedentes,  el  consignatario  podrá  dejar  por 
cuenta  de  aquél  los  efectos  transportados,  co- 
municándoselo por  escrito  antes  de  la  llegada 
de  los  mismos  al  punto  de  su  destino. 


Cuande  tuviere  lugar  este  abandono,  el  por- 
teador satisfará  el  total  importe  délos  efectos 
como  si  se  hubieren  perdido  ó  extraviado. 

No  verificándose  el  abandono,  la  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  por  los  retrasos 
no  podrá  exceder  del  precio  corriente  que  los 
efectos  transportados  tendrían  en  el  día  y  lu- 
gar en  que  debían  entregarse;  observándose 
esto  mismo  en  todos  los  demás  casos  en  que 
esta  indemnización  sea  debida. 

Art.  372.  La  valuación  de  los  efectos  que 
el  porteador  deba  pagar  en  casos  de  pérdida  ó 
extravío,  se  determinará  con  arreglo  á  lo  de- 
clarado en  la  carta  de  porte,  sin  admitir  al  car- 
gador pruebas  sobre  que,  entre  el  género  que 
en  ella  declaró,  había  objetos  de  mayor  valor 
y  dinero  metálico.  » 

Las  caballerías,  carruajes,  barcos,  aparejos 
y  todos  los  demás  medios  principales  y  acceso- 
rios de  transporte,  estaráu  especialmente  obli- 
g'ados  á  favor  del  carg-ador,  si  bien  en  cuanto 
á  los  ferrocarriles  dicha  obligación  quedará 
subordinada  á  lo  que  determinen  las  leyes  de 
concesión  respecto  á  la  projiiedad,  y  á  lo  que 
este  Código  establece  sobre  la  manera  y  foi-ma 
de  efectuar  los  embarg-os  y  retenciones  contra 
las  expresadas  compañías. 

Art.  373.  El  porteador  que  hiciere  la  entre- 
ga de  las  mercaderías  al  consignatario  en  vir- 
tud de  pactos  ó  servicios  combinados  con  otros 
porteadores,  asumirá  las  obligaciones  de  los 
que  le  hayan  precedido  en  la  conducción,  sal- 
vo su  derecho  para  repetir  contra  éstos,  si  no 
fuere  él  el  responsable  directo  de  la  falta  que 
ocasione  la  reclamación  del  cargador  ó  consig- 
natario. 

Asumirá  igualmente  el  porteador  que  hicie- 
re la  entrega,  todas  las  acciones  y  derechos  de 
los  que  le  hubieren  precedido  en  la  conducción. 

El  remitente  y  consignatario  tendrán  expe- 
dito su  derecho  contra  el  porteador  que  hubie- 
re otorgado  el  contrato  de  transporte,  ó  contra 
los  demás  porteadores  que  hubieren  recibido 
sin  reserva  los  efectos  transportados. 

Las  reservas  hechas  por  los  últimos,  no  les 
librarán,  sin  embargo,  de  las  responsabilida- 
des en  que  hubieren  incurrido  por  sus  propios 
actos. 

Art.  374.  Los  consignatarios  á  quienes  se 
hvibiere  hecho  la  remesa  no  podrán  diferir  el 
pago  de  los  gastos  y  portes  de  los  géneros  que 
recibieren,  después  de  transcurridas  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á  su  entrega,  y,  eu 
caso  de  i-etardo  en  este  pago,  podrá  el  portea- 
dor exigir  la  venta  judicial  de  los  géneros  qixe 
condujo,  en  cantidad  suficiente  para  cubrir  el 
precio  del  tran.sporte  y  los  gastos  que  hubiese 
suplido. 

Art.  375.  Los  efectos  porteados  estarán  es- 
pecialmente obligados  ala  responsabilidad  del 
precio  del  transporte  y  de  los  gastos  y  dere- 
chos causados  por  ellos  durante  su  conducción 
ó  hasta  el  momento  de  su  entrega. 

Este  derecho  especial  prescribirá  á  los  ocho 
días  de  haberse  hecho  la  entrega,  y  una  vez 
prescrito,  el  porteador  no  tendrá  otra  acción 
qxie  la  que  le  corresponda  como  aci'cedor  or- 
dinario. 

Art.  376.     La  preferencia  del  porteador  al 
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pago  de  lo  que  se  le  deba  por  el  transporte  y 
gastos  de  los  efectos  entregados  al  cousigna- 
tario,  no  se  interrumpirá  por  la  quiebra  de 
éste,  siempre  que  reclamare  deutro  de  los  ocho 
días  expresados  eii  el  articulo  precedente. 

Art.  377.  El  porteador  será  responsable  de 
todas  las  consecuencias  A  que  pueda  dar  lugar 
su  omisi¿n  en  cumplir  las  formalidades  pres- 
critas por  las  leyes  y  reglamentos  de  la  Admi- 
nistración pública,  en  todo  el  curso  del  viaje  y 
á  su  llegada  al  punto  á  donde  fueren  des*^ina- 
das,  salvo  ciiando  su  falta  ¡iroviniese  de  haber 
sido  inducido  á  error  por  falsedad  del  carga- 
dor en  la  declaración  de  las  mercaderías. 

Si  el  porteador  hubiere  procedido  en  virtud 
de  orden  formal  del  cargador  ó  consignatario 
de  las  mercadeiáas,  ambos  incurrirán  en  res- 
ponsabilidad. 

Art.  378.  Los  comisionistas  de  transportes 
estarán  oblig'ados  á  llevar  un  registro  particu- 
lar, con  las  formalidades  que  exige  el  art.  36, 
en  el  cual  asentarán  por  orden  progresivo  de 
niimeros  y  fechas  todos  los  efectos  de  cuyo 
transporte  se  encarguen,  con  expresión  de  las 
circunstancias  exig'idas  en  los  art.  350  y  si- 
guientes para  las  respectivas  cartas  *de  porte. 

Art.  379.  Las  disposiciones  contenidas  des- 
de el  art.  349  en  adelante,  se  entenderán  del 
mismo  modo  con  los  que,  aun  cuando  no  hi- 
cieren por  sí  mismos  el  transporte  de  los  efec- 
tos de  comercio,  contrataren  hacerlo  por  me- 
dio de  otros,  ya  sea  como  asentistas  de  una 
operación  particular  y  determinada,  ó  ya  como 
comisionistas  de  transportes  y  conducciones. 

En  cualquiera  de  ambos  casos  quedarán  siib- 
rrogados  en  el  lugar  de  los  mismos  porteado- 
res, asi  en  cuanto  á  las  obligaciones  y  respon- 
sabilidad de  éstos, como  respecto  ásu  derecho. 

TÍT.  VIII. — De  los  contratos  de  seguro. 

SECCIÓN  1." — Del  contrato  de  seguro  en  general  '. 

Art.  380.  Será  mercantil  el  contrato  de  se- 
guro, si  fuere  comerciante  el  aseg'urador,  y  el 
contrato  á  prima  fija;  ó  sea,  cuando  el  asegu- 
rado satisfaga  una  cuota  única  ó  constante, 
como  precio  ó  retribución  del  seguro. 

Art. 381.     Seránulotodo  contrato  de  seguro: 

1.*'  Por  la  mala  fe  probada  de  alguna  de 
las  partes  al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato. 

2.°  Por  la  inexacta  declaración  del  asegu- 
rado, aun  hecha  de  buena  fe,  siempre  que  pue- 
da influir  en  la  estimación  de  los  riesgos. 

3.''  Por  la  omisión  vi  ocultación,  por  el  ase- 
gurado, de  hechos  ó  circunstancias  que  hubie- 
ran podido  influir  en  la  celebración  del  con- 
trato. 

Art.  382.  El  contrato  de  seguro  se  consig- 
nará por  escrito,  en  póliza  ó  en  otro  docu- 


*  Segviros  en  general.— Sn  el  afío  1829  sAlo  se  cono- 
cían los  seguros  de  conducciones  terrestres,  únicos,  por  lo 
tanto,  que  tuvo  presentes  el  Código  de  entonces;  pero  in- 
troducidos en  Esparía  los  seguros  contra  incendios,  sobre 
cosechas  y  animales  y  sobre  la  vida,  la  única  disposición 
legal  oue  los  comprende  es  la  de  la  ley  hipotecaria  relati- 
va d  la  hipoteca  legal  de  bienes  asegurados.  Este  silencio 
del  legislador  lía  favorecido  el  funesto  término  de  algu- 
nas sociedades  y  justifica  la  necesidad  de  dictar  reglas  so- 
bre la  materia,  las  cuales  no  serán  aplicables  á  los  segu- 
ros mutuos,  que  por  su  espirita  no  están  comprendidos  en 
el  derecho  mercantil. 


mentó  público  ó  privado  suscrito  por  los  con- 
tratantes. 

Art.  383.  La  póliza  del  contrato  de  segu- 
ro deberá  contener: 

1."  Los  nombres  del  asegurador  y  asegii  - 
rado. 

2.°     El  concepto  en  el  cual  se  asegura. 

3.°  La  designación  y  situación  de  los  ob- 
jetos asegurados,  y  las  indicaciones  que  sean 
necesarias  para  determinar  la  naturaleza  de 
los  riesg-os. 

4.°  La  suma  en  que  se  valúen  los  objetos 
del  seg'uro,  descomponiéndola  en  sumas  par- 
ciales, según  las  diferentes  clases  de  los  ob- 
jetos. 

5."  La  cuota  ó  prima  que  se  obligue  á  sa- 
tisfacer el  asegurado;  la  forma  y  el  modo  del 
pago,  y  el  lugar  en  que  deba  verificarse. 

6.°     La  duración  del  seguro. 

7."  El  dia  y  la  hora  desde  que.  comienzan 
los  efectos  del  contrato. 

8."  Los  seguros  ya  existentes  sobre  los 
mismos  objetos. 

9."  Los  demás  pactos  en  que  hubieren  con- 
venido los  contratantes. 

Art.  384.  Las  novaciones  que.se  hagan  en 
el  contrato  durante  el  término  del  seg'uro,  au- 
mentando los  objetos  aseg'urados,  extendien- 
do el  seguro  á  nuevos  riesgos,  reduciendo  és- 
tos ó  la  cantidad  asegurada,  ó  introduciendo 
otra  cualquiera  modificación  esencial,  se  con- 
signarán precisamente  en  la  póliza  del  seguro. 

Art.  385.  El  contrato  de  seguro  se  regirá 
por  los  pactos  lícitos  consig'nados  en  cada  pó- 
liza ó  documento,  y,  en  su  defecto,  por  las  re- 
gla? contenidas  en  este  título. 

SEC.  2.^ — Del  seguro  contra  incendios  *. 

Art.  386.  Podrá  ser  materia  del  contrato 
de  seguro  contra  incendios  todo  objeto  mue- 
ble ó  inmueble  que  pueda  ser  destruido  ó  de- 
teriorado por  el  fueg'o. 

Art.  387.  Quedarán  exceptuados  de  esta 
regla  los  títulos  ó  documentos  mercantiles,  los 
del  Estado  ó  particulares,  billetes  de  Banco, 
acciones  y  oblig'aciones  de  compañías,  pie- 
dras y  metales  preciosos,  amonedados  ó  en 
pasta,  y  objetos  artísticos,  á  no  ser  que  ex- 
presamente se  pactare  lo  contrario,  determi- 
nando en  la  póliza  el  valor  y  circunstancias  de 
dichos  objetos. 


1  Seguros  contra  incendios.  —  La  esencia  de  este 
contrato  consiste  en  evitar  un  perjuicio,  y  de  ningún 
modo  en  reportar  un  lucro,  debi  ido  responder  el  asegu- 
rador de  los  riesgos  que  previo,  y  no  de  los  que  ptiedan 
experimentar  las  cosas  aseguradas,  por  efecto  de  cam- 
bios ó  alteraciones  á  que  no  pudo  obligarse.  De  aquí  la 
necesidad  de  que  exista  un  objeto  real  y  positivo  del  con- 
trato, no  sólo  al  tiempo  de  su  celebración,  sino  en  el  mo- 
mento del  siniestro,  con  la  circunstancia  de  que  no  haga 
sufrido  en  todo  ese  periodo  modificaciones  ó  alteraciones 
en  su  naUtralesa  6  en  el  lugar  seíialado  en  la  pidiza;  de 
aqui  también  la  prohibición  del  reaseguro  de  cosas  ya 
aseguradas  totalmente,  y  de  aqui,  en  fin,  la  decl  iración 
de  que  los  efectos  d.e  la  cesión  del  seguro  no  cambian  las 
relaciones  jurídicas  entre  el  asegurado  y  el  cedente,  pues- 
to que  los  contratos  sólo  producen  efectos  entre  los  otor- 
gantes, pero  no  con  relación  á  un  tercero  que  fué  ajeno  á 
ellos.  Como  el  objeto  principal  de  este  contrato  es  obtener 
el  asegurado  la  indemnización  de  los  dafios  sufridos,  el 
nuevo  Código  determina  con  claridad  los  requisitos  ó  trá- 
mites necesarios  para  fijar  el  importe  de  la  indemniza- 
ción, la  forma  de  satisfacerla  y  los  medios  de  percibirla 
pronta  y  rápidamente. 


Tí. 
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Art.  388.  Eu  el  contrato  de  seg'urcs  con- 
tra incendio.s,  para  que  el  asegurador  quede 
obligado,  deIjcrA  haber  percibido  la  prima 
única  convenida  ó  las  parciales  en  los  plazos 
que  se  hubiesen  ñjado. 

La  prima  del  seg'uro  se  pag'ará  anticipada- 
mente, y  por  el  pago  la  hará  suya  el  asegura- 
dor, sea  cualquiera  la  duración  delsegui-o. 

Art.  389.  Si  el  asegurado  demorase  el 
pago  de  la  prima,  el  asegurador  podrá  rescin- 
dir el  contrato  dentro  de  las  primeras  cuaren- 
ta y  ocho  horas,  comunicando  inmediatamen- 
te su  resolución  al  asegurado. 

Si  no  hiciere  uso  de  este  derecho  se  enten- 
derá subsistente  el  contrato,  y  tendrá  acción 
ejecutiva  para  exigir  el  pago  de  la  prima  ó 
primas  vencidas,  sin  otro  requisito  que  el  re- 
conocimiento de  las  firmas  de  la  póliza. 

Art.  390.  Las  sumas  en  que  se  evalúen  los 
efectos  del  seg'uro:  las  primas  satisfechas  por 
el  aseg'urado,  las  desig-naciones  y  las  valua- 
ciones contenidas  eu  la  póliza,  no  constitui- 
rán por  si  solas  prueba  de  la  existencia  de  los 
efectos  asegurados  en  el  momento  y  eu  el  lo- 
cal eu  que  ocurra  el  incendio. 

Art.  391.  La  sustitución  ó  cambio  de  los 
objetos  asegurados,  por  otros  de  distinto  gé- 
nero ó  especie  no  comprendidos  eu  el  seguro, 
anulará  el  conü'ato,  á  contar  desde  el  momeu- 
to  en  que  se  hizo  la  sustitución. 

Art.  392.  La  alteración  ó  la  transforma- 
ción de  los  objetos  asegurados,  por  caso  for- 
tuito ó  por  hecho  de  tercera  persona,  darán 
derecho  á  cualquiera  de  las  partes  para  res- 
cindir el  contrato. 

Art.  393.  El  seg'uro  contra  incendios  com- 
prenderá la  reparación  ó  indemnización  de  to- 
dos los  daños  y  pérdidas  materiales  causados 
por  la  acción  directa  del  fuego  y  por  las  con- 
secuencias inevitables  del  incendio,  y  en  par- 
ticular: 

1."  Los  gastos  que  ocasione  al  aseg'urado 
el  trausj)orte  de  los  efectos  con  el  fin  de  sal- 
varlos. 

2."  Los  menoscabos  que  sufran  estos  mis- 
mos objetos  salvados. 

.3."  Los  daños  que  ocasionen  las  medidas 
adoptadas  por  la  autoridad  en  lo  que  sea  ob- 
jeto del  seguro,  para  cortar  ó  extinguir  el  in- 
cendio. 

Art.  394.  En  los  seguros  contra  acciden- 
tes meteorológicos,  explosiones  de  gas  ó  de 
aparatos  de  vapor,  el  aseg'urador  sólo  respon- 
derá de  las  consecuencias  del  incendio  que 
aquellos  accidentes  originen,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  395.  El  seguro  contra  incendios  no 
conq)renderá,  salvo  pacto  en  contrario,  los 
perjuicios  que  puedan  seguirse  al  asegurado 
por  suspensión  de  trabajos,  paralización  de 
industria,  suspensión  de  rendimientos  de  la 
finca  incendiada,  ó  cualesquiera  otras  causas 
análogas  que  ocasionen  pérdidas  o  quebrantos. 

Art.  396.  El  asegurador  garantizará  al 
aseg'urado  contra  los  efectos  del  incendio, 
bien  se  origine  de  caso  fortuito,  bien  de  mal- 
querencia de  extraños,  ó  de  negligencia  pro- 
pia, ó  de  las  personas  de  las  cuales  responda 
civilmente. 


El  asegurador  no  responderá  de  los  incen- 
dios ocasionados  por  el  delito  del  aseg'urado, 
ni  por  fuerza  militar  en  caso  de  guerra,  ni  de 
los  que  se  causen  en  tumultos  populares,  asi 
como  de  los  producidos  por  erupciones,  volca- 
nes y  temblores  de  tierra. 

Art.  397.  La  garantía  del  aseg'urador  sólo 
se  extenderá  á  los  objetos  asegurados,  y  eu  el 
sitio  en  que  lo  fueron,  y  en  uiug'ún  caso  exce- 
derá su  responsabilidad  de  la  suma  eu  que  se 
valuaron  los  objetos  ó  se  estimaron  losriesgos. 

Art.  398.  El  asegurado  deberá  dar  cuenta 
al  aseg'urador: 

I.''  De  todos  los  seguros  anterior,  simultá- 
nea ó  posteriormente  celebrados. 

2.°  De  las  modificaciones  que  hayan  sufri- 
do los  seguros  que  se  expresaron  e-a  la  póliza. 

3.°  De  los  cambios  y  alteraciones  eu  cali- 
dad que  hayan  sufrido  los  objetos  asegurados 
y  que  aumenten  los  ricsg'os. 

Art.  399.  Los  efectos  asegurados  por  todo 
su  valor,  no  podrán  serlo  por  segunda  vez 
mientras  subsista  el  primer  seguro,  excepto  el 
caso  eu  que  los  nuevos  aseguradores  garanti- 
ceu  ó  afiancen  el  cumplimiento  del  contrato 
celebrado  con  el  primer  asegurador. 

Art.  400.  Si  en  diferentes  contratos  un  mis- 
mo objeto  hubiere  sido  asegurado  por  una 
parte  alícuota  de  su  valor,  los  aseguradores 
contribuirán  á  la  inderanizacióu  á  prorrata  de 
las  sumas  que  aseg'uraron. 

El  asegurador  podrá  ceder  á  otros  aseg'ura- 
dores  parte  ó  partes  del  seguro,  pero  quedan- 
do obligado  directa  ó  exclusivamente  con  el 
aseg'urado. 

En  los  casos  de  cesión  de  jiarte  del  seg'u- 
ro, ó  de  reaseguro,  los  cesionarios  que  reciban, 
la  parte  proporcional  de  la  prima  quedarán 
obligados,  respecto  al  primer  asegvirador,  á 
concurrir  en  ig'ual  proporción  á  la  indemniza- 
ción ,  asumiendo  la  responsabilidad  de  los 
arreg'los,  transacciones  y  pactos  en  que  convi- 
nieren el  aseg'urado  y  el  principal  ó  primer 
aseg'urador. 

Art.  401.  Por  muerte,  liquidación  ó  quiebra 
del  aseg'urado,  y  venta  ó  traspaso  de  los  efec- 
tos, no  se  anulará  el  seguro,  si  fuere  inmueble 
el  objeto  asegurado. 

Por  muerte,  liquidación  ó  quiebra  del  ase- 
gurado, y  venta  ó  traspaso  de  los  efectos,  si  el 
objeto  aseg'urado  fuere  mueble,  fábrica  ó  tien- 
da, el  aseg'urador  podrá  rescindir  el  contrato. 

En  caso  de  rescisión,  el  aseg'urador  deberá 
hacerlo  saber  al  asegurado  ó  á  sus  represen- 
tantes en  el  plazo  improrrogable  de  quince 
días. 

Art.  402.  Si  el  asegurado  ó  su  represen- 
tante no  pusieren  en  conociniieuto  del  asegu- 
rador cualquiera  de  los  hechos  enumerados  en 
el  párrafo  segundo  del  articulo  anterior,  den- 
tro del  plazo  de  quince  días,  el  contrato  se 
tendrá  por  nulo  desde  la  fecha  en  que  acjuellos 
hechos  hubieren  ocurrido. 

Art.  403.  Los  bienes  muebles  estarán  afec- 
tos al  pago  de  la  prima  del  seguro  con  prefe- 
rencia á  cualescjuiera  otros  créditos  vencidos. 

En  cuanto  á  los  inmuebles,  se  estará  á  lo  que 
disponga  la  ley  hipotecaria. 

Art.  404.     Én  caso  de  siniestro,  el  asegura- 
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do  deberá  participarlo  iumediatameute  al  ase- 
gurador, prestando  asimismo  ante  el  juez  mu- 
uicipal  una  declaración  comprensiva  de  los 
objetos  existentes  al  tiempo  del  sinistro,  y  de 
los  efectos  salvados,  asi  como  del  importe  de 
las  pérdiü:is  sufridas,  segnm  su  estimnciúu. 

Avt.  405.  Al  asegurado  incumbe  justificar 
el  daño  sufrido,  probando  la  preexistencia  de 
los  objetos  antes  del  incendio. 

Art.  406.  La  valuación  de  los  daños  catisa- 
dos  por  el  incendio,  se  fijará  por  peritos  en  la 
forma  establecida  en  la  póliza,  por  convenio 
que  celebren  las  partes,  ó,  en  su  defecto,  con 
arreglo  á  lo  dispiiesto  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Art.  407.     Los  peritos  decidirán: 

1."     .Sobre  las  causas  del  incendio. 

2."  Sobre  el  valor  real  de  los  objetos  ase- 
gurados, el  dia  ául  incendio,  antes  de  que  éste 
hubiere  tenido  lugar. 

3."  Sobre  el  valor  de  los  mismos  objetos 
después  del  siniestro,  y  sobre  todo  lo  demás 
que  se  someta  á  su  juicio. 

Art.  408.  Si  el  valor  de  las  pérdidas  sufri- 
das excediere  de  la  cantidad  asegurada,  el 
asegurado  será  reputado  su  propio  asegura- 
dor por  este  exceso,  y  sufrag-ará  la  parte  alí- 
cuota que  le  corresponda  de  pérdidas  y  g'astos. 

Art.  409.  El  asegurador  estará  obligado  á 
satisfacer  la  indemnización  fijada  por  los  peri- 
tos, en  los  diez  días  sig'uientes  á  su  decisión, 
una  vez  consentida. 

En  caso  de  mora,  el  asegnirador  abonará  al 
asegurado  el  interés  legal  de  la  cantidad  debi- 
da, desde  el  vencimiento  del  término  expresado. 

Art.  410.  La  decisión  de  los  peritos  será  ti- 
tulo ejecutivo  contra  el  asegurador,  si  fuere 
dada  ante  notario;  y  si  no  lo  fuere,  previo  re- 
conocimiento y  contésión  judicial  de  los  peri- 
tos, de  sus  firmas  y  de  la  verdad  del  docu- 
mento. 

Art.  411.  El  asegurador  optará,  en  los  diez 
dias  fijados  en  el  art.  409,  entre  indemnizar  el 
siniestro  ó  reparar,  reedificar  ó  reemplazar, 
seg'ún  su  género  ó  especie,  en  todo  ó  en  parte, 
los  objetos  asegurados,  y  destruidos  por  el  in- 
cendio, si  convinieren  en  ello. 

Art.  412.  El  asegurador  podrá  adquir  para 
si  los  efectos  salvados,  siempre  que  abone  al 
asegurado  el  valor  real,  con  sujeción  á  la  tasa- 
ción de  que  trata  el  caso  2."  del  art.  407. 

Art.  413.  El  aseg'urador,  p.-^gada  la  indem- 
nización, se  subrrogará  en  los  derechos  y  ac- 
cciones  del  aseg'urado,  contra  todos  los  auto- 
res ó  responsables  del  incendio,  por  cvtalquier 
carácter  y  titulo  que  sea. 

Art.  414.  El  asegurador,  despu^  del  sinies- 
tro, podrá  rescindir  el  contrato  para  acciden- 
tes ulteriores,  asi  como  cualquier  otro  que  hu- 
bieie  hecho  con  el  mismo  asegnirado,  avisando 
á  éste  con  quince  dias  de  anticipación  y  devol- 
viéndole la  parte  de  prima  correspondiente  al 
plazo  no  transcurrido. 

Art.  415.  Los  gastos  que  ocasionen  la  tasa- 
ción pericial  y  la  liquidación  de  la  indemniza- 
ción, serán  de  cuenta  y  carg-o,  por  mitad,  del 
asegurado  y  del  asegurador;  pero  si  hubiere 
exageración  manifiesta  del  daño  por  parte  del 


asegiirado,  éste  será  el  único  responsable  de 
ellos. 

SEO.  3."— Del  seguro  sobre  la  viJa  '. 

Art.  416.  El  seguro  sobre  la  vida  compren- 
derá todas  las  combinaciones  que  puedan  ha- 
cerse, pactando  entregas  de  primas  ó  entre- 
gas de  capital  á  cambio  de  disfrute  de  renta 
vitalicia  ó  hasta  cierta  edad,  ó  percibo  de  ca- 
pitales, al  fallecimiento  de  persona  cierta,  en 
favor  del  asegurado,  su  causahabiente  ó  una 
tercera  persona,  y  cualquiera  otra  combina- 
ción semejante  ó  analogía. 

Art.  4!7.  La  poli"; a  del  seg-uro  sobre  la  vida 
contendrá  además  áb  los  requisitos  que  exige 
el  art.  383,  los  sig-uientes: 

1.°  Expresión  de  la  cantidad  que  se  asegu- 
ra, en  capital  ó  renta. 

'2.''  Expresión  de  las  disminuciones  ó  au- 
mentos del  capital  ó  renta  aseg'urados,  y  de 
las  fechas  desde  las  cuales  deberán  contarse 
acjuellos  aumentos  ó  disminuciones. 

Art.  418.  Podrá  celebrarse  este  contrato  de 
seguro  por  la  vida  de  un  individuo  ó  de  va- 
rios, sin  exclusión  de  edad,  condiciones,  sexo 
ó  estado  de  salud. 

Art.  419.  Podrá  constituirse  el  seguro  á  fa- 
vor de  una  tercera  persona,  expresando  en  la 
póliza  el  nombre,  apellido  y  condiciones  del 
donatario  ó  persona  asegurada,  ó  determinán- 
dola de  alg'ún  otro  modo  indudable. 

Art.  420.  El  que  aseg'ure  á  una  tercera 
persona  es  el  obligado  á  cumplir  las  condicio- 
nes del  seguro,  siendo  aplicable  á  éste  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  426  y  430. 

Art.  421.  Sólo  el  que  asegure  y  contrate 
directamente  con  la  compañía  aseguradora, 
estará  oblig-ado  al  cumplimiento  del  contrato 
como  asegurado  y  á  la  entrega  consiguiente 
del  capital,  ya  satisfaciendo  la  cuota  iinica,  ya 
las  parciales  que  se  hayan  estipulado. 

La  póliza,  sin  embargo,  dará  derecho  á  la 
persona  asegiívada,  para  exigir  de  la  compa- 
ñía aseguradora  el  cumplimiento  del  contrato. 

Art.  422.  Sólo  se  entenderán  comprendi- 
dos en  el  seg'uro  sobre  la  vida  los  riesgos  que 
especifica  y  taxativamente  se  enumeren  en  la 
póliza. 

Art.  423.  El  seguro  para  el  caso  de  muer- 
te no  comprenderá  el  fallecimiento,  si  ocurrie- 
re en  cualquiera  de  los  casos  sig'uientes: 

1.°  Si  el  asegurado  falleciere  en  duelo  ó  de 
resultas  de  él. 

2.°    Si  se  suicidare. 

3.°  Si  sufriere  la  pena  capital  por  delitos 
comunes. 


*  Seguros  sobre  la  vida. — Este  importante  contrato, 
que  trae  su  origen  dtl  antiijuo  censo  vitalicio,  aun  cuan- 
tío se  propone  diferentes  fines,  debidos  todos  d  la  influen- 
cia simultánea  del  espíritu  de  previsión  y  el  afán  de  lu- 
cro, exige  en  todo  caso  cuatro  requisitos  esenciales,  in- 
dispensables para  su  valide;::  existencia  de  una  j^ersona 
cuya  vida  sirva  de  base  al  seguro,  valor  previamente  fija- 
do de  esta  vida,  persona  beneficiada  g  entrega  de  un  pre- 
viio  ó  capital  como  base  del  seguro.  El  Código  jtarte  de 
estos  prin  ipios  fundamentales,  aceptando  resueltamente 
el  siste7na  de  la  mas  amplia  libertad,  siempre  que  al  ha- 
cer uso  de  ella  no  se  cambie  la  naturaleza  del  contrato, 
convirtiendo  en  instrumento  de  lucro  la  estipulación  des- 
tinada solamente  á  compensar  una  pérdida  acaecida  por 
hechos  fortuitos  ó  naturales  ajenos  por  completo  o  la  vo- 
tad del  asegurado. 
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Art.  424.  El  seg'uro  para  el  caso  de  muerte 
uo  comprenderá,  salvo  el  pacto  en  contrario 
y  el  pag'o  correspondiente  por  el  asegurado 
de  la  sobreprima  exigida  por  el  asegurador: 

1."  El  fallecimiento  ocurrido  en  viajes  fue- 
ra de  Europa. 

2."  El  que  ocurriere  en  el  servicio  militar 
de  mar  ó  tierra  en  tiempo  de  guerra. 

3.°  El  que  ocurriere  en  cualquier  empresa 
ó  hecho  extraordinario  y  notoriamente  teme- 
rario é  imprudente. 

Art.  425.  El  asegurado  que  demore  la  en- 
trega del  capital  ó  de  la  cuota  convenida,  no 
tendrá  derecho  á  reclamar  el  importe  del  se- 
guro ó  cantidad  asegurada,  si  sobreviniere  el 
siniestro  ó  se  cumpliere  la  condición  del  con- 
trato estando  él  en  descubierto. 

Art.  426.  Si  el  asegurado  hubiere  satisfe- 
cho varias  cuotas  parciales  y  no  pudiere  con- 
tinuar el  contrato,  lo  avisará  al  asegurador, 
rebajándose  el  capital  aseg'urado  hasta  la  can- 
tidad que  esté  en  justa  proporción  con  las 
cviotas  pag'adas,  con  arreg'lo  á  los  cálculos  que 
aparecieren  en  las  tarifas  de  la  compañía  ase- 
g'uradora,  y  habida  cuenta  de  los  riesgos  co- 
rridos por  ésta. 

Art.  427.  El  asegurado  deberá  dar  cuenta 
al  asegurador,  de  los  seguros  sobre  la  vida, 
que  anterior  ó  simultáneamente  celebre  con 
otras  compañías  aseg'uradoras. 

La  falta  de  este  requisito  privará  al  aseg'u- 
rado de  los  beneficios  del  seguro,  asistiéndole 
sólo  el  derecho  á  exigir  el  valor  de  la  póliza. 

Art.  428.  Las  cantidades  que  el  asegura- 
dor deba  entregar  á  la  persona  aseg'urada,  en 
cumplimiento  del  contrato,  serán  propiedrd 
de  ésta,  aun  contra  las  reclamaciones  de  los 
herederos  legítimos  y  acreedores  de  cual- 
quiera clase  del  que  hubiere  hecho  el  seguro 
á  favor  de  aquélla. 

Art.  429.  El  concurso  ó  quiebra  del  asegu- 
rado no  anulará  ni  rescindirá  el  contrato  de 
seguro  sobre  la  vida;  pero  podrá  reducirse,  á 
solicitud  de  los  representantes  legítimos  de  la 
quiebra,  ó  liquidarse  en  los  términos  que  fija 
el  art.  426. 

Art.  430.  Las  pólizas  de  seguros  sobre  la 
vida,  una  vez  entregados  los  capitales  ó  satis- 
fechas las  cuotas  á  que  se  obligó  el  asegura- 
do, serán  endosables,  estampándose  el  endoso 
en  la  misma  póliza,  haciéndose  saber  á  la  com- 
pañía aseguradora  de  una  manera  auténtica 
por  el  endosante  y  el  endosatario. 

Art.  431.  La  póliza  de  seguros  sobre  la 
vida,  que  tenga  cantidad  fija  y  plazo  seña- 
lado para  su  entrega,  ya  en  favor  del  asegu- 
rado, ya  en  el  del  asegurador,  producirá  ac- 
ción ejecutiva  respecto  de  ambos. 

La  coni].  iiía  aseguradora,  transcurrido  el 
plazo  fijado  en  la  póliza  para  el  pago,  podrá 
además  rescindir  el  contrato,  comunicando  su 
resolución  en  un  término  que  no  exceda  de  los 
veinte  días  siguieutes  al  vencimiento,  y  que- 
dando únicamente  en  beneficio  del  asegurado 
el  valor  de  la  póliza. 

SEC.  i."— Del  seguro  de  transporte  terrestre  '. 
Art.  432.     Podrán  ser  objeto  del  contrato 
•    Seguros  de  transporte.— £1  nuevo  Código  acepta 


de  seguro  contra  los  riesgos  de  transporte  to- 
dos los  efectos  transportables  por  los  medios 
propios  de  la  locomoción  terrestre. 

Art.  433.  Ademásde  los  requisitos  quedebe 
contener  la  póliza,  según  el  art.  383,  la  de  se- 
guro de  transportes  contendrá:  i^ 

1."  La  empresa  ó  persona  que  se  encargue 
del  transporte. 

2."  Las  calidades  especificas  de  los  efectos 
asegurados,  con  expresión  del  número  de  bul- 
tos y  de  las  mareas  que  tuvieren. 

3.°  La  desig-nación  del  punto  en  donde  se 
hubieren  de  recibir  los  g'éneros  aseg'urados,  y 
del  en  que  se  haya  de  hacer  la  entrega. 

Art.  434.  Podrán  aseg'urar,  no  sólo  los  due- 
ños de  las  mercaderías  transportadas,  sino  to- 
dos los  que  tengan  interés  ó  responsabilidad 
en  su  conservación,  expresando  en  la  póliza 
el  coacepto  en  que  contratan  el  seguro. 

Art.  435.  El  contrato  de  seg'uro  de  trans- 
portes comprenderá  todo  g'énero  de  riesgos, 
sea  cualquiera  ¡a  causa  que  los  origine;  pero 
el  aseg'urador  no  responderá  de  los  deterioros 
originados  por  vicio  propio  de  la  cosa  ó  por  el 
transcurso  natural  del  tiemiio,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  436.  En  los  casos  de  deterioro  por  vi- 
cio de  la  cosa  ó  transcurso  del  tiempo,  el  ase- 
g'urador  justificará  judicialmente  el  estado  de 
las  mercaderías  aseguradas ,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  sig'uientes  á  su  lleg'ada  al 
lug'ar  en  que  deban  entregarse. 

Sin  esta  justificación  no  será  admisible  la 
excepción  que  proponga  para  eximirse  de  su 
responsabilidad  como  asegurador. 

Art.  437.  Los  aseguradores  se  subrroga- 
rán  en  los  derechos  de  los  asegurados,  para 
repetir  contra  los  parteadores  los  daños  de  que 
fueren  responsables  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  este  Códig-o. 

SEC.  5.* — De  las  demás  clases  de  seguros. 

Art.  438.  Podrá  ser  asimismo  objeto  del 
contrato  de  seguro  mercantil  cualquiera  otra 
clase  de  riesg-os  que  provengan  de  casos  for- 
tuitos ó  accidentes  naturales,  y  los  pactos  que 
se  consig'uen  deberán  cumplirse,  siempre  que 
sean  lícitos  y  estén  conformes  con  las  prescrip- 
ciones de  la  sección  primera  de  este  título. 

TIT.  IX.— De  los  afianzamientos  mercantiles. 

Art.  439.  Será  reputado  mercantil  todo 
afianzamiento  que  tuviere  por  objeto  aseg'u- 
rar el  cumplimiento  de  un  contrato  mercantil, 
aun  cuando  el  fiador  no  sea  comerciante. 

Ar^  440.  El  afianzamiento  mercantil  debe- 
rá constar  por  escrito,  sin  lo  cual  no  tendrá 
valor  ni  efecto. 

Art.  441.  El  afiauzamiento  mercantil  será 
gratuito,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  442.  En  los  contratos  por  tiempo  inde- 
finido, pactada  una  retribución  al  fiador,  sub- 
sistirá la  fianza  hasta  que,  por  la  terminación 


en  esfa  materia  las  disposiciones  del  antiguo,  pero  Í7itro- 
duciendo  en  ellas  las  reformas  que  hoi/  son  necesarias, 
atendido  el  ¡jrayí  desarrollo  que  ha  tomado  en  esta  parte 
el  comercio,  y  la  importancia  de  las  mercawias  trans- 
portadas por  los  modernos  y  poderosos  medios  de  loco- 
moción terrestre. 
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completa  del  contrato  principal  que  se  afiance, 
se  cancelen  definitivamente  las  obligaciones 
que  nazcan  de  él,  sea  cual  fuere  su  duración, 
á  no  ser  que  por  pacto  expreso  se  hubiere  fija- 
do plazo  á  la  fianza. 

TWTIíLO  X.— Del  contrato  v  letras  de  cambio'. 

SEC.  1.»— De  la  forma  de  las  letras  de  carntiio. 

Art.  443.  La  letra  de  cambio  se  reputará 
acto  mercantil,  y  todos  los  dereclios  y  accio- 
nes que  de  ellas  se  originen,  sin  distinción  de 
personas,  se  regirán  por  las  disposiciones  de 
este  Códig'o. 

Art.  444.  La  letra  de  cambio  deberá  con- 
tener, para  que  surta  efecto  en  juicio: 

1.°  La  designación  del  lugar,  dia,  mes  y 
año  eu  que  la  misma  se  libra. 

2."     La  época  en  que  deberá  ser  pagada. 

3."  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó  tí- 
tulo de  aquel  á  cuya  orden  se  mande  hacer  el 
pago. 

4."  La  cantidad  que  el  lilirador  manda  pa- 
gar, expresándola  en  moneda  efectiva  ó  en 
las  nominales  que  el  comercio  tuviere  adopta- 
das para  el  cambio. 

5."  ¥A  concepto  en  que  el  librador  se  decla- 
ra reintegrado  por  el  tomador,  bien  por  haber 
recibido  su  importe  eu  efectivo,  ó  mercade- 
rías ú  otros  valores,  lo  cual  se  expresará  con 
la  frase  de  «valor  recibido»,  bieu  por  tomárse- 
lo eu  cuenta  en  las  que  teuga  pendientes,  lo 
cual  se  indicará  con  la  de  «valor  eu  cuenta» 
ó  «valor  entendido». 

6."  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó  tí- 
tulo de  aquel  de  quien  se  recibe  el  importe  de 
la  letra,  ó  á  cuya  cuenta  se  carga. 

7.°  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó  ti- 
tulo de  la  persona  ó  compañía  á  cuyo  cargo  se 
libra,  así  como  también  su  domicilio. 

8."    La  firma  del  librador,  de  su  propio  pu- 


'  Contrato  y  letra  de  cambio.—  Las  reformas  intro- 
ducidas en  el  antiguo  por  el  nuevo  Código,  son  mudias  y 
muy  importantes.  Consisten  las priyicipales  en  declarar 
que  las  letras  de  cambio  constituyeyi  siempre  actos  de  co- 
mercio,de  acuerdo  con  las  más  perfectas  legislaciones  ex- 
tran.jeras;  en  considerar  d  las  letras  como  documentos  de 
crédito  y  de  cambio  á  la  ve::,  y  no  ya  solamente  como  ins- 
trumentos representativos  del  contrato  de  cambio,  según 
las  7-eputabalaant7gua  ley, de  acuerdo  con  la  costumbre  de 
entonces;  en  autorizar  al  librador  para  girar  á  cargo  de 
otra  persona  residente  en  el  mismo  punto  que  aquél,  ó  d  su 
propio  cargo  en  lugar  distinto  de  su  domicilio,  para  que 
puedan  reintegrarse  cómodamente  los  industriales  y  al- 
macenistas al  por  mayor  del  importe  de  las  mercaderías 
suministradas  á  los  comerciantes  al  por  menor  y  aun  d 
los  consumidores,  y  para  facilitar  el  uso  de  las  letras,  á 
los  que  tienen  sucursales  en  distintas  poblaciones;  en  sim- 
plijicar  la  fórmula  del  endoso,  reconociéndola  eficacia 
para  transmitir  la  propiedad ,  aun  cuando  no  sevxprese 
la  causa  que  lo  motiva,  ósea  el  valor;  en  permitir  el  endoso 
enblanco  ,qup  es  el  qxie  se  verifica  sin  designación  delaper- 
sona  d  quien  se transmitelaletra;  en  modificar  la  doctri- 
na sobre  presentación  de  lasletras,  para  no  anular,  como 
el  Código  antiguo,  la  iniciativa  individual;  en  suprimir  el 
precepto  de  éste,  respecto  d  la  aceptación  tácita  de  las  le- 
tras, como  opuesto d  la  realidad  déla  vidacomercial,  ad- 
mitiendo,sinembargo,  una  aceptación  forzosa  ó  fleta,  que 
et  la  del  último  párrafo  del  art.  478:  en  autorizar  el  pro- 
testo de  mejor  seguridad  (art.  481)  cuando  tema  fun- 
dadamente el  tenedor  que  no  ha  de  ser  pagada  la  letra 
aceptada  por  el  librado,  estableciendo  asi  una  aceptación 
supletoria  muy  en  boga  en  Inqlaterra,  y  que  aumenta  el 
valor  del  documento;  en  sujilií-  las  omisiones  ,.  jscuridad 
del  Código  antiguo,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  morosi- 
dad, en  la  presentación  de  las  letras;  en  favorecer  la  cir- 
culación de  éstas  y  asegurar  el  pago  d  quien  tenga  dere- 


ño,  ó  de  su  apoderado  al  efecto  cou  poder  bas- 
tante '. 

Art.  445.  Las  cláusulas  de  «valor  en  cuen- 
ta» y  «valor  entendido»  harán  responsable  al 
tomador  de  la  letra  del  importe  de  la  misma 
en  favor  del  librador,  para  exigirlo  ó  comj  en- 
sarlo  en  la  forma  y  tiempo  que  ambos  havan 
convenido  al  hacer  el  contrato  de  cambio.' 

Art.  446.  El  libradorpodrá  girar  la  letra  de 
cambio: 

1."  A  su  propia  orden,  expresando  retenei- 
en  si  mismo  el  valor  de  ella. 

2."     A  cargo  de  una  persona, para  que  haga' 
el  pago  en  el  dondcilio  de  un  tercero. 

3."  A  su  propio  cargo,  eu  lugar  distinto  de 
su  domicilio. 

4."  A  cargo  de  otro,  eu  el  mismo  punto  de 
la  residencia  del  librador. 

ó."  A  nombre  propio,  pero  por  ordsn  y 
cuenta  de  uu  tercero,  expresándose  así  en  la 
letra. 

Esta  circunstancia  uo  alterará  la  responsa- 
bilidad del  librador,  ni  el  tenedor  adquirirá  de- 
recho alguno  contra  el  tercero  por  cuya  cuen- 
ta se  hizo  el  giro. 

Art.  447.  Todos  los  que  pusieren  firmas  á 
nombre  de  otro  en  letras  de  cambio,  como  li- 
bradores, endosantes  ó  aceptantes,  deberán 
hallarse  autorizados  para  ello  con  poder  de  las 
personas  en  cuya  representación  obraren,  ex- 
presándolo así  en  la  antefirma. 

Los  tomadores  y  tenedores  de  letras  tendrán 
derecho  á  exigir  4  los  firmantes  la  exhibicióu 
del  poder. 

Los  administradores  de  compañías  se  enten- 
derán autorizados  por  el  solo  hecho  de  su  nom- 
bramiento. 

Art.  448.  Los  libradores  no  podrán  negar 
á  los  tomadores  de  las  letras  la  expedición  de 
segundas  y  terceras  y  cuantas  necesiten  y  les 
pidan  de  uu  mismo  tenor,  sienqire  cjue  la  peti- 
ción se  hiciere  antes  del  vencimieuto  de  las  le- 
tras, salvo  lo  dispuesto  eu  el  art.  500,  expre- 
sando eu  todas  ellas  que  uo  se  reputarán  váli- 
das sino  en  el  caso  de  uo  haberse  hecho  el 
pago  en  virtud  de  la  primera  ó  de  otras  de  las 
expedidas  anteriormente. 

Art.  449.  En  defecto  de  ejemplares  dupli- 
cados de  la  letra  expedida  por  el  librador,  po- 
drá cualquier  tenedor  dar  al  tomador  una  co- 
pia, expresando  que  la  expide  á  falta  del  ori- 
ginal que  se  trate  de  suplir. 

Eu  esta  copia  deberán  insertarse  hteralmen- 
te  todos  los  endosos  que  contenga  el  original. 

Art.  450.  Si  la  letra  de  cambio-  adoleciere 
de  algúu  defecto  ó  falta  de  formalidad  legal, 
se  reputará  pagaré  á  favor  del  tomador  y  á 
cargo  del  librador. 

SEC.  2.* — De  los  términos  y  vencimientos  de  las 
letras. 

Art.  451.    Las  letras  de  cambio  podrán  gi- 


cho  para  obtenerlo;  en  completarlos  preceptos  anterioreSf 
relativos  d  las  accíoms  ejeciitivas  que  nacen  de  las  letras 
de  cambio,  y  en  modificarlos  respecto  á  la  ctu'nta  de  resa- 
ca en  U7i  solo  extremo,  para  que  el  aumento  ó  disminución 
en  el  recambio  afecten  á  la  persona  contra  la  cual  se  haya, 
girado  la  resaca  (art.  529). 

*     Véase  en  el  articulo  Mandato  la  sentencia  de  23  de 
Diciembre  de  J890. 
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rarse  al  contado  ó  á  plazo  por  uuo  de  estos 
términos. 

1°    A  la  vista. 

2.°  A  imo  ó  más  días,  á  uno  ó  más  meses 
vista. 

3.°  A  lino  ó  más  dias,  á  uno  ó  más  meses 
l'eclia. 

4.°     A  lino  ó  más  usos. 

5.°    A  día  tijo  ó  determinado. 

6.°     A  una  feria. 

Art.  452.  Cada  uno  de  estos  términos  obli- 
gará al  pag'o  de  las  letras,  á  saber: 

l.o  El  de  la  vista,  en  el  acto  de  su  presen- 
tación. 

2.°  El  de  dias  ó  meses  vista,  el  día  en  que 
se  cumplan  lo.s  señalados,  contándolos  desde 
el  siguiente  al  de  la  aceptación,  ó  del  protesto 
por  taita  de  haberla  aceptado. 

3.°  El  de  días  ó  meses  fecha  y  el  de  uno  ó 
más  usos,  el  día  en  que  cúmplanlos  señalados, 
contándose  desde  el  inmediato  al  de  la  fecha 
del  giro. 

4.'^  Las  giradas  á  dia  fijo  ó  determinado, 
en  el  mismo. 

5."  Las  giradas  á  una  feria,  el  último  dia 
de  ella. 

Art.  453.  El  uso  de  las  letras  giradas  de 
plaza  á  plaza  en  lo  interior  de  la  Península  é 
islas  adyacentes,  será  el  de  sesenta  dias. 

El  de  las  letras  giradas  en  el  extranjero  so- 
bre cualquier  plaza  de  España,  será: 

En  las  de  Portugal,  Francia,  Inglaterra, 
Holanda  y  Alemania,  sesenta  dias. 

En  las  demás  plazas,  noventa  dias. 

Art  454.  Los  meses  para  el  término  de  las 
letras  se  computarán  de  fecha  á  fecha. 

Si  en  el  mes  del  vencimiento  no  hubiere  dia 
equivalente  al  de  la  fecha  en  que  la  letra  se 
expidió,  se  entenderá  que  vence  el  último  día 
del  mes. 

Art.  455.  Todas  las  letras  deberán  satisfa- 
cerse el  día  de  su  vencimiento,  antes  de  la 
puesta  del  so),  sin  término  de  gracia  ó  cortesía. 

Si  fuere  festivo  el  día  del  vencimiento,  se 
pagará  la  letra  en  el  precedente. 

SEC.  3." — De  Lis  obligaciones  Jel  librador. 

Art.  456.  El  librador  estará  obligado  á  ha- 
cer provisión  de  fondos  oportunamente  á  la 
persona  á  cuyo  carg'o  hubiere  girado  la  letra, 
á  no  ser  que  hiciere  el  giro  por  cuenta  de  un 
tercero,  en  cuyo  caso  será  de  éste  dicha  obli- 
gación, salva  siempre  la  responsabilidad  di- 
recta del  librador  respecto  al  tomador  ó  tene- 
dor de  la  letra,  y  la  del  tercero  por  cuenta  de 
quien  se  hizo  el  giro,  respecto  al  librador. 

Ai-t.  457.  Se  considerará  hecha  la  provi- 
sión de  fundos,  cuando,  al  vencimiento  de  la 
letra,  aquel  contra  quien  so  libró,  sea  deudor 
de  una  cantidad  igual,  ó  mayor,  al  importe  de 
ella,  al  librador  ó  al  tercero  por  cuya  cuenta 
se  hizo  el  giro. 

Art.  458.  Los  gastos  que  se  causaren  por 
no  haber  sido  aceptada  ó  pagada  la  letra,  se- 
rán á  cargo  del  librador  ó  del  tercero  por  cuya 
cuenta  se  libró,  á  menos  que  pruebe  que  había 
hecho  oportunamente  la  provisión  de  fondos, 
ó  que  resultaba  acreedor  conforme  al  articulo 
anterior,  ó  que  estaba  expresamente  autoriza- 


do  para  librar  la  cantidad  de  que  dispuso. 

En  cualquiera  de  los  tres  casos,  podrá  exi- 
gir el  librador,  del  obligado  á  la  aceptación  y 
al  pago,  la  indemnización  de  los  gastos  que 
por  esta  causa  luibiere  reembolsado  al  tenedor 
de  la  letra. 

Art.  459.  El  librador  responderá  civilmen- 
te de  las  resultas  de  su  letra  á  todas  las  perso- 
nas que  la  vayan  sucesivamente  adquiriendo 
y  cediendo. 

Los  efectos  de  esta  responsabilidad  se  espe- 
cifican en  los  arts.  45G,  458  y  en  el  siguiente. 

Art.  460.  Cesará  la  responsaljilidad  del  li- 
brador cuando  el  tenedor  de  la  letra  no  la  hu- 
biere presentado  ó  hubiere  omitido  protestar- 
la en  tiempo  y  forma,  sienipe  que  pruebe  que, 
al  vencimiento  de  la  letra,  tenía  hecha  provi- 
sión de  fondos  para  su  pago,  en  los  términos 
prescritos  en  los  arts.  456  y  457. 

Si  no  hiciere  esta  prueba,  reembolsará  la  le- 
tra no  pagada,  aunque  el  protesto  so  hubiere 
sacado  fuera  do  tiempo,  mientras  la  letra  no 
haya  prescrito. Casodehacer  dicha  prueba,  pa- 
sará la  resjjonsabilidad  del  reembolso  á  aquel 
que  aparezca  en  descubierto  de  él,  en  tanto 
que  la  letra  no  esté  prescrita. 

SEC.  4.*— Del  endoso  de  las  letras. 

Art.  461.  La  propiedad  de  las  letras  de 
cambio  se  transferirá  por  endoso. 

Art.  462.     El  endiíso  deberá  contener: 

1.°  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó  tí- 
tulo de  la  persona  ó  compañía  á  quién  se  trans- 
mite la  letra. 

2.°  El  concepto  en  que  el  cedente  se  decla- 
re reintegrado  por  el  tomador,  según  se  ex- 
presa en  el  núm.  5."  del  art.  444. 

3."  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó  tl- 
tu'o  de  la  persona  de  quien  se  recibe  ó  á  cuen- 
ta de  quien  se  carga,  si  no  fuere  la  misma  á 
quien  se  traspasa  la  letra. 

4.°     La  fecha  en  que  se  hace. 

5."  La  firma  del  endosante  ó  de  la  persona 
legítimamente  autorizada  que  firme  por  él,  lo 
cual  se  expresará  en  la  antefirma. 

Art.  463.  Si  se  omitiere  la  expresión  de  la 
fecha  en  el  endoso,  no  se  transferirá  la  pro- 
piedad de  la  letra,  y  se  entenderá  como  una 
simple  comisión  de  cobranza. 

Art.  464.  Si  se  pusiere  en  el  endoso  una 
fecha  anterior  al  dia  en  que  realmente  se  hu- 
biere hecho,  el  endosante  será  responsable  de 
los  daños  que  por  ello  se  sigan  á  un  tercero, 
sin  perjuicio  de  la  pena  en  que  incurra  por  el 
delito  de  falsedad,  si  se  hubiere  obrado  mali- 
ciosamente. 

Art.  465.  Los  endosos  firmados  en  blanco, 
y  aquellos  en  que  no  se  exprese  el  valor,  trans- 
ferirán la  propiedad  de  la  letra  y  producirán 
el  mismo  efecto  que  si  en  ellos  se  hubiere  es- 
crito «valor  recibido». 

Art.  466.  No  podrán  endosarse  las  letras 
no  expedidas  á  la  orden,  ni  las  vencidas  y  per- 
judicadas. 

Será  lícita  la  transmisión  de  su  propiedad 
por  los  medios  reconocidos  en  el  derecho  co- 
mún; y  si,  no  obstante,  so  liiciere  el  endoso, 
no  tendrá  éste  otra  fuerza  que  la  de  una  sim- 
ple cesión. 
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Art.  467.  El  endoso  producirá  en  todos  y 
en  cada  uno  de  los  endosantes  la  responsabili- 
dad al  atiauzaniiento  del  valor  de  la  letra,  en 
defecto  de  ser  aceptada,  y  á  su  reembolso,  con 
los  gastos  de  protesto  y  recambio,  si  uo  fuere 
pagada  á  su  vencimiento,  con  tal  que  las  di- 
ligencias de  presentación  y  protesto  se  hayan 
practicado  en  el  tiempo  y  forma  prescritos  en 
este  Código. 

Esta  responsabilidad  cesará  por  parte  del 
endosante  que,  al  tiempo  de  transmitir  la  le- 
tra, haya  puesto  la  cláusula  de  «sin  mi  respon- 
sabilidad». 

En  este  caso,  el  endosante  sólo  responderá 
de  la  identidad  de  la  persona  cedente  ó  del 
derecho  con  que  hace  la  cesión  ó  endoso. 

Art.  468.  El  comisionista  de  letras  de  cam- 
bio ó  pagarés  eudosablea  se  constituye  garan- 
te de  los  ane  adquiera  ó  neg'ocie  por  cuenta 
ajena,  si  en  ellos  pusiere  su  endoso,  y  sólo  po- 
drá excusarse  fundadamente  de  ponerlo,  cuan- 
do haya  precedido  pacto  expreso  dispensán- 
dole el  comitente  de  esta  responsabilidad.  En 
este  caso,  el  comisionista  podrá  extender  el 
endoso  á  la  orden  del  comitente,  con  la  cláu- 
siila  de  «siu  mi  responsabilidad». 

SEC.  5.*^ — De  la  presentación  de  las  letras  y  de  su 
aceptación. 

Art.  469.  Las  letras  que  no  fueren  presen- 
tadas á  la  aceptación  ó  al  pago  dentro  del 
término  señalado,  quedarán  perjudicadas,  asi 
como  también  si  no  se  protestaren  oportuna- 
mente. 

Art.  470.  Las  letras  giradas  en  la  Penín- 
sula é  islas  Baleares  sobre  cualquier  punto  de 
ellas,  á  la  vista  ó  á  un  plazo  contado  desde  la 
vista,  deberán  ser  presentadas  al  cobro  ó  á  la 
aceptación  dentro  de  los  cuarenta  dias  de  su 
fecha. 

Podrá,  sin  embargo,  el  que  gire  una  letra  á 
la  vista  ó  á  un  plazo  contado  desde  la  vista, 
fijar  término  dentro  del  cual  debe  hacerse  la 
presentación;  y  en  este  caso  el  tenedor  de  la 
letra  estará  obligado  á  presentarla  dentro  del 
plazo  fijado  por  el  librador. 

Art.  471.  Las  lelias  giradas  entre  la  Penín- 
sula é  islas  Canarias  se  presentarán,  en  los 
casos  á  que  aluden  los  dos  artículos  anterio- 
res, dentro  del  término  de  tres  meses. 

Art.  472.  Las  letras  giradas  entre  la  Pe- 
nínsula y  las  Antillas  españolas  ú  otros  pun- 
tos de  Ultramar  que  estuvieren  más  acá  de  los 
cabos  de  Hornos  y  Buena  Esperanza,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  del  plazo  designado 
en  su  giro,  se  presentarán  al  pago  ó  á  la  acep- 
tación, cuando  más  dentro  de  seis  meses. 

En  cuanto  á  las  plazas  de  Ultramar  que  es- 
tén más  allá  de  aquellos  cabos,  el  término  será 
de  un  año. 

Art.  473.  Los  que  remitieren  letras  á  Ul- 
tramar, deberán  enviar,  por  lo  menos,  seg'un- 
dos  ejemplares  en  buques  distintos  de  los  en 
que  fueron  las  i)rimeras;  y  si  probaren  que  los 
buques  conductores  hablan  experimentado  ac- 
cidente de  mar  que  entorpeció  su  viaje,  no  en- 
trará en  el  cómputo  del  plazo  legal  el  tiempo 
transcurrido  hasta  la  fecha  eu  que  se  supo 
aquel  accidente  en  la  plaza  donde  residiere  el 
remitente  de  las  letras. 


El  mismo  efecto  producirá  la  pérdida  real  ó 
presunta  de  los  buques.  ] 

En  los  accidentes  ocurridos  en  tierra  y  no- 
toriamente conocidos,  se  observará  ig-ual  re- 
gla en  cuanto  al  cómputo  del  plazo  legal. 

Art.  474.  Las  letras  giradas  á  la  visca  ó  á 
un  plazo  contado  desde  la  vista,  en  países  ex- 
tranjeros, sobre  plazas  del  territorio  de  Espa- 
ña, se  presentarán  al  cobro  ó  á  la  aceptación 
dentro  de  los  cuarenta  días  siguientes  á  su 
introducción  en  el  reino;  y  las  gúradas  á  fecha, 
en  los  plazos  en  ellas  contenidos.  j 

Art.  475.  Las  letras  giradas  en  territorio 
español  sobre  países  extranjeros,  se  presenta- 
rán con  arreglo  á  la  legislación  vigente  en  la 
plaza  donde  hubieren  de  ser  pagadas. 

Art.  476.  Los  tenedores  de  las  letras  gira- 
das á  un  plazo  contado  desde  la  feclia,  no  ne- 
cesitarán presentarlas  á  la  aceptación. 

El  tenedor  de  la  letra  podrá,  si  lo  cree  conve- 
niente á  sus  intereses,  presentarla  al  librado 
antes  del  vencimiento;  y  en  tal  caso,  éste  la 
aceptará,  ó  expresará  los  motivos  por  que  re- 
husa el  hacerlo. 

Art.  477.  Presentada  una  letra  á  la  acepta- 
ción dentro  de  los  plazos  marcados  en  los  ar- 
tículos anteriores,  deberá  el  librado  aceptarla 
por  medio  de  las  palabras  «acepto  ó  acepta- 
mos» ',  estampando  la  fecha,  ó  manifestar  al 
portador  los  motivos  que  tuviere  para  negar 
la  aceptación. 

Si  la  letra  estuviere  girada  á  la  vista  ó  á  un 
plazo  contado  desde  ésta,  y  el  librado  dejare 
de  poner  la  fecha  do  la  aceptación,  correrá  el 
plazo  desde  el  día  en  cjue  el  tenedor  pudo  pre- 
sentar la  letra  sin  atraso  del  correo;  y  si  hecho 
el  cómputo  de  este  modo,  resultare  vencido  el 
plazo,  será  cobrable  la  letra  el  día  inmediato 
sig'uiente  al  de  la  presentación. 

Art.  478.  La  aceptación  de  la  letra  habrá 
de  ponerse  ó  deneg-arse  el  mismo  día  en  que 
el  portador  la  presente  con  este  objeto,  y  la 
persona  á  quien  se  exija  la  aceptación  no  po- 
drá retener  la  letra  en  su  poder  bajo  pretexto 
alguno. 

Si  la  letra  presentada  á  la  aceptación  hubie- 
re de  ser  pagada  en  distinto  lug'ar  del  de  la 
residencia  del  aceptante,  deberá  expresarse 
en  ella  el  domicilio  en  que  hubiere  de  efectuar- 
se el  pago. 

El  que,  recibiendo  una  letra  para  aceptarla, 
si  es  á  su  earg'o,  ó  para  hacerla  aceptar,  si  es 
al  de  un  tercero,  conservándola  en  su  poder  á 
disposición  de  otro  ejemplar  ó  copia,  avisase 
por  carta,  telegrama  ú  otro  medio  escrito  ha- 
ber sido  aceptada,  quedará  responsable  para 
con  el  librador  y  endosantes  de  ella,  en  los 
mismos  términos  que  si  la  aceptación  se  ha- 
llase puesta  sobre  la  letra  que  motivó  el  aviso, 
aun  cuando  tal  aceptación  no  haya  tenido  lu- 
gar, ó  aun  cuando  niegue  la  entrega  del  ejem- 


1  En  el  proyecto  presentado  por  el  Ministro  á  las  Cor- 
tes, además  de  esta  fórmula  de  aceptación,  se  reconocía  la 
eficacia  decualquiera  otra,  admitida  comolnl  aceptación 
por  los  ttsos  del  comercia);  pero  las  Cortes  no  dieron  cabi- 
da d  esta  novedad,  y  tioy  se  mantiene  suslancialmente  el 
texto  del  art,  456  del  antiguo  Código,  aunque  sin  declo/- 
rar  expresamente  la  ineficacia  de  la  aceptación  puesta  en 
distintos  términos  qite  los  prescritos. 


I 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (Cód.  de  1885.— Lih.  11,  tit.  X.) 


795 


piar  aceptado  á  qiiien  legitiinamente  la  soli- 
cite. 

Ai't.  479.  No  podrán  aceptav.se  ias  letras 
condicionalmeute,  peí  o  sí  limitarse  la  acepta- 
ción il  menor  cantidad  de  la  que  la  letra  im- 
porta, en  cuyo  caso  será  protestable  por  el 
resto  hasta  la  total  cantidad  del  g'iro. 

Art.  480.  La  aceptación  de  la  letra  consti- 
tuirá al  aceptante  en  la  obligación  de  pagarla 
á.  su  vencimiento,  sin  que  pueda  relevarle  del 
pago  la  excepL-ión  de  no  haberle  hecho  provi- 
sión de  fondos  el  librador,  ni  oti-a  alguna,  sal- 
vo Ir.  de  falsedad  de  la  aceptación. 

Art.  481.  En  el  caso  de  negarse  la  acepta- 
ción de  la  letra  de  cambio,  se  protestará,  y  en 
virtud  del  protesto  tendrá  derecho  el  tenedor 
á  exigir  del  librador  ó  de  cualquiera  de  los 
endosantes  que  afiancen  á  su  satisfacción  el 
valor  de  la  letra,  ó  depositen  su  im{)oi-te,  ó  le 
reembolsen  con  los  gastos  de  protesto  y  re- 
cambio, descontando  el  rédito  legal  por  el  tér- 
mino que  falte  hasta  el  vencimiento. 

También  podrá  el  tenedor,  aunque  tenga 
aceptada  1.a  letra  por  el  librado,  si  éste  hubie- 
se dejado  protestar  otras  aceptaciones,  acudir 
antes  del  vencimiento  á  los  indicados  en  ella, 
mediante  protesto  de  mejor  seguridad. 

Art.  482.  Si  el  poseedor  de  la  letra  dí'iare 
pasar  los  plazos  fijados,  según  los  casos,  sin 
presentarla  á  la  aceptación,  ó  no  hiciere  sacar 
el  protesto,  perderá  todo  derecho  á  exig'ir  el 
afianzamiento,  depósito  ó  reintegro,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  art.  525. 

Art.  483.  Si  el  poseedor  de  la  letra  no  la 
presentare  al  cobro  el  día  de  su  vencimiento, 
ó  en  defecto  de  pag'o  no  la  hiciere  protestar  al 
siguiente,  perderá  el  derecho  á  reintegrarse 
de  los  endosantes;  y  en  cuanto  al  librador,  se 
observará  lo  dispuesto  en  los  arts.  458  y  460. 

El  poseedor  no  perderá  su  derecho  al  rein- 
tegro, si  por  fuerza  mayor  no  hubiera  sido  po- 
sible presentar  la  letra  ó  sacar  en  tiempo  el 
protesto. 

Art.  484.  Si  las  letras  tuvieren  indicacio- 
nes hechas  por  el  librador  ó  endosantes,  de 
otras  personas  de  quienes  deba  exigir  la  acep- 
tación en  defecto  de  la  designada  en  primer 
lugar,  deberá  el  portador,  sacado  el  protesto, 
si  aquélla  se  negare  á  aceptarla,  reclamar  la 
aceptación  de  los  sujetos  indicados. 

Art.  485.  Los  que  remitieren  letras  de  una 
plaza  á  otra  fuera  del  tiempo  necesario  para 
que  puedan  ser  presentadas  ó  protestadas 
oportunamente,  serán  responsables  de  las  con- 
secuencias que  se  originen  por  quedar  aqué- 
llas perjudicadas. 

SEC.  6.'— Del  aval  y  sus  efectos. 

Art.  486.  El  pago  de  una  letra  podrá  afian- 
zarse con  una  obligación  escrita,  independien- 
temente de  la  que  contraen  el  aceptante  y  en- 
dosante, conocida  con  el  nombre  de  aval. 

Art.  487.  Si  el  aval  estuviere  concebido  en 
términos  g'enerales  y  sin  restricción,  respon- 
derá, el  que  los  prestare,  del  pago  de  la  letra 
en  los  mismos  cas9S  y  formas  qvie  la  persona 
por  quien  salió  garante;  pero  si  la  garantía  se 
limitare  á  tiempo,  caso,  cantidad  ó  persona  de- 
terminada, no  producirá  más  responsabilidad 


que  la  que  nazca  de  los  términos  del  aval. 

SEC.  7."— Del  pago. 

Art.  488.  Las  letras  de  cambio  deberán  pa- 
garse al  tenedor  el  día  de  su  vencimiento,  con 
arreglo  al  art.  455. 

Art.  489.  Las  letras  de  cambio  deberán  pa- 
garse en  la  moneda  que  en  las  mismas  se  de- 
signe, y  si  la  designada  no  fuere  efectiva,  en 
la  equivalente,  seg'ún  el  uso  y  costumbre  en 
el  mismo  lug'ar  del  pag'O. 

Art.  490.  El  que  pague  una  letra  de  cam- 
bio antes  de  que  haya  vencido,  no  quedará  li- 
bre de  satisfacer  su  importe,  si  resultare  no 
haber  pagado  á  persona  legitima. 

Art.  491.  El  pago  de  una  letra  vencida  he- 
cho al  portador,  se  presumirá  válido,  á  no  ha- 
ber precedido  embarg'o  de  su  valor  por  auto 
JLidicial. 

Art.  492.  El  portador  de  la  letra,  que  soli- 
cite su  pag'o,  está  obligado  á  acreditar  al  pa- 
gador la  identidad  de  su  persona,  por  medio 
de  documentos,  ó  convecinos  que  le  conozcan 
ó  salg'an  garantes  de  su  identidad. 

La  falta  de  esta  justificación  no  impedirá  la 
consignación  del  importe  de  la  letra  por  el  pa- 
gador, dentro  del  día  de  su  presentación,  en 
un  establecimiento  ó  persona  á  satisfacción 
del  portador  y  del  pagador,  en  cuyo  caso  el 
establecimiento  ó  persona  conservarán  en  su 
poder  la  cantidad  en  depósito  hasta  el  legíti- 
mo pago. 

Los  gastos  y  riesgos  que  este  depósito  oca- 
sione serán  de  cuenta  del  tenedor  de  la  letra. 

Art.  493.  El  portador  de  una  letra  no  esta- 
rá obligado  á  percibir  su  importe  antes  del 
vencimiento;  pero  si  lo  aceptare,  será  válido 
el  pago,  á  no  ser  en  caso  de  quiebra  del  paga- 
dor en  los  quince  días  siguientes,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  879. 

Art.  494.  Tampoco  podrá  obligarse  al  por- 
tador, aun  después  del  vencimiento,  á  recibir 
una  parte  y  no  el  todo  de  la  letra,  y,  sólo  con- 
viniendo en  ello,  podrá  pagar.sc  una  parte  de 
su  valor  y  dejar  la  otra  en  desctibierto. 

En  este  caso,  se  podrá  protestar  la  letra  por 
la  cantidad  que  hubiere  dejado  de  pagarse,  y 
el  portador  la  retendrá  en  sa  poder,  anotando 
en  ella  la  cantidad  cobrada  y  dando  recibo  se- 
parado de  lo  percibido. 

Art.  495.  Las  letras  aceptadas  se  pagarán 
precisamente  sobre  el  ejemplar  que  contenga 
la  aceptación. 

Si  se  pagare  sobre  alguno  de  los  otros,  que- 
díirá,  el  que  lo  hubiere  hecho,  responsable  del 
valor  do  la  letra  al  tercero  que  fuere  portador 
legítimo  de  la  aceptación. 

Art.  498.  No  podrá  el  aceptante  ser  com- 
pelido  al  pago,  aun  cuando  el  portador  del 
ejemplar  distinto  del  de  la  aceptación  se  com- 
prometa á  d.ar  fianza  á  satisfacción  de  aquél; 
pero  en  este  caso,  el  portador  podrá  pedir  el 
depósito  y  formular  el  protesto  en  los  términos 
que  establece  el  art.  498. 

Si  el  aceptante  admitiere  voluntíiriamente  la 
fianza  y  realizare  el  pago,  quedará  aquélla 
cancelíida  de  derecho  luego  que  h.iya  prescri- 
to la  aceptación  que  dio  motivo  al  otorgamien- 
to de  la  fianza. 
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Art.  497.  Las  letras;  no  aceptadas  podrán 
pagar.se  después  de  su  veiiciniieuto,  y  no  an- 
tes, sobre  las  seg'uudas,  terceras  ó  demás  ex- 
pedidas conforme  al  art.  448;  pero  no  sobre  las 
copias  dadas  seg'iui  lo  dispuesto  en  el  art.  449, 
sin  que  se  acompañe  á  ellas  alg'uno  de  los 
ejemplares  expedidos  por  el  librador. 

Art.  498.  El  que  hubiere  perdido  una  letra, 
aceptada  ó  no,  y  el  que  tuviere  en  su  poder  una 
primera  aceptada  á  disposición  de  la  segunda, 
y  carezca  de  otro  ejemplar  para  solicitar  «1 
pag'o,  podrá  requerir  al  pagador  para  que  de- 
posite el  inijiorte  de  la  letra  en  el  estableci- 
miento público  destinado  á  este  objeto,  ó  en 
persona  de  mutua  confianza,  ó  desig'nada  por 
el  juez  ó  Tribunal  en  caso  de  discordia;  y  si  el 
obligado  al  pago  se  negare  al  depósito,  se  hará 
constar  la  resistencia  por  medio  de  protesto 
igual  al  irocedeute  por  falta  de  pago,  y  con 
este  documento  conservará  el  reclamante  sus 
derechos  contra  los  que  sean  responsables  á 
las  resultas  de  la  letra. 

Art.  499.  Si  la  letra  perdida  hubiere  sido 
girada  en  el  extranjero  ó  en  Ultramar,  y  el 
portador  acreditare  su  propiedad  por  sus  li- 
bros y  por  la  correspondencia  do  la  persona 
de  quien  hubo  la  letra,  ó  por  certificación  del 
corredor  que  hubiere  intervenido  en  la  nego- 
ciación, tendrá  derecho  á  que  se  le  entregue 
su  valor,  si,  además  de  esta  prueba,  prestare 
fianza  bastante;  cuyos  efectos  subsistirán  has- 
ta que  se  presente  el  ejemplar  de  la  letra  dado 
por  el  mismo  librador,  ó  hasta  que  ésta  haya 
prescrito. 

Art.  500.  La  reclamación  del  ejemplar  que 
haya  de  sustituir  á  la  letra  perdida,  deberá 
hacerse  por  el  último  tenedor,  á  su  cedente,  y 
asi  sucesivamente  de  uno  á  otro  endosante, 
hasta  llegar  al  librador. 

Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de  su 
nombre  é  interposición  de  sus  oficios  para  que 
sea  expedido  el  nuevo  ejemplar,  satisfaciendo 
el  dueño  de  la  letra  los  gastos  que  se  causen 
hasta  obtenerlo. 

Art.  501.  Los  pagos  hechos  á  cuenta  del  im- 
porte de  una  letra  por  la  persona  á  cuyo  carg'o 
estuviere  girada,  disminuirán  en  otro  tanto  la 
responsabilidad  del  librador  y  de  los  endo- 
santes. 

SEC.  8.*— De  los  protestos. 

Art.  502.  La  falta  de  aceptación  ó  de  pago 
de  las  letras  de  cambio  deberá  acreditarse  por 
medio  de  protesto,  sin  que  el  haber  sacado  el 
primero  exima  al  portador  do  sacar  el  seg-un- 
do,  y  sin  que,  ni  por  fallecimiento  de  la  perso- 
na á  cuyo  cargo  se  gira,  ni  por  su  estado  de 
quiebra,  pueda  dispensarse  al  portador  de  ve- 
rificar el  protesto. 

Art.  503.  Todo  protesto  por  falta  de  acep- 
tación ó  do  pago,  impone  á  la  persona  que  hu- 
biere dado  lugar  á  él  la  responsabilidad  de 
gastos,  daños  y  perjuicios. 

Art.  504.  Para  que  sea  eficaz  el  protesto, 
deberá  necesariamente  reunir  las  condiciones 
siguientes: 

I.-''  Hacerse  antes  de  la  puesta  del  sol  del 
día  siguiente  al  en  que  se  hubiere  negado  la 


aceptación  ó  el  pago,  y  si  aquél  fuere  feriado, 
en  el  primer  día  hábil. 

2."     Otorgarse  ante  notario  público. 

3.°'  Entenderse  las  diligencias  con  el  suje- 
to á  cuyo  cargo  esté  g'irada  la  letra,  en  el  do- 
micilio donde  corresponda  evacuarlas,  si  en 
éste  pudiera  ser  habido;  y  no  encontrándose 
en  él,  con  los  dependientes,  si  los  tuviere;  ó  en 
defecto  de  éstos,  con  su  mujer,  hijos  ó  cria- 
dos, ó  con  el  vecino  de  que  habla  el  art.  50.ó. 

4.'^  Contener  copia  litoral  de  la  letra,  de  la 
aceptación,  si  la  tuviere,  y  de  todos  los  endo- 
sos é  indicaciones  comprendidos  en  la  misma. 

5.^  Hacer  constar  el  requerimiento  á  la 
persona  que  debe  aceptar  ó  pagar  la  letra;  y 
no  estando  presente,  á  aquella  cou  quien  se 
entiendan  las  dilig'encias. 

6."  Reproducir  asimismo  la  contestación 
dada  al  requerimiento. 

7."  Expresar  en  la  misma  forma  la  conmi- 
nación de  ser  los  g'astos  y  perjuicios  á  cargo 
de  la  persona  que  hubiere  dado  lug'ar  á  ellos. 

8.*  Estar  firmado  por  la  persona  á  quien  se 
haga,  y  no  sabiendo  ó  no  pudiendo,  por  dos 
testigos  presentes. 

9.^  Expresar  la  fecha  y  hora  en  que  se  ha 
practicado  el  protesto. 

10.  Dejar  en  el  acto  extendida  copia  del 
mismo  en  papel  común  á  la  persona  con  quien 
se  hubieren  entendido  las  diligencias. 

Art.  505.  El  domicilio  legal  para  practicar 
las  dilig-encfas  del  protesto,  será: 

1."     El  designado  en  la  letra. 

2."  En  defecto  de  esta  designación,  el  que 
tenga  de  presente  el  pagador. 

3."  A  falta  de  ambos,  el  último  que  se  le  hu- 
biere conocido. 

No  constando  el  domicilio  del  librado  en  nin- 
guno de  los  tres  sitios  anteriormente  señala-  , 
dos,  se  acudirá  á  un  vecino  con  casa  abierta 
del  lugar  donde  hubiere  de  tener  efecto  la 
aceptación  y  el  pago,  con  quien  se  entenderán 
las  diligencias  y  á  quien  se  entregará  la  copia. 

Art.  506.  Sea  cual  fuere  la  hora  á  que  se 
saque  el  protesto,  los  notarios  retendrán  en  su 
poder  las  letras,  sin  entregar  éstas  ni  el  testi- 
monio del  protesto  al  portador  hasta  la  puesta 
del  sol  del  día  en  que  so  hubiese  hecho;  y  si  el 
protesto  fuere  por  falta  de  pago,  y  el  pagador 
se  presentase  entretanto  á  satisfacer  el  impor- 
te de  la  letra  y  los  gastos  del  protesto,  admi- 
tirán el  pag'o,  haciéndole  entrega  de  la  letra 
con  diligencia  en  la  misma  de  haberse  pagado 
y  cancelado  el  protesto. 

Art.  507.  Si  la  letra  protestada  contuviere 
indicaciones,  se  hará  constar  en  el  protesto  el 
requerimiento  á  las  personas  indicadas,  y  sus 
contestaciones  y  la  aceptación  ó  el  pago  si  se 
hubieren  prestado  á  verificarlo. 

En  tales  casos,  si  las  indicaciones  estuvie- 
ren hechas  para  la  misma  plaza,  el  término] 
para  la  iiltimación  y  entrega  del  protesto  sef 
ampliará  hasta  las  once  de  la  mañana  del  día 
siguiente  hábil. 

Si  las  indicaciones  fuesen  para  plaza  dife- 
rente, se  cerrará  el  protestó  como  si  no  las  con- 
tuviere, pudiendo  el  tenedor  do  la  letra  acu-" 
dir  á  ellas  dentro  de  un  término  que  no  exce-j 
da  del  doble   tiempo  que  el  que   emplea  ej 
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correo  para  lleo-ar  al  mismo  hig-ar  desde  el 
pvimeramente  señalado,  requiriendo  uotarial- 
uieute  por  su  orden  á  las  personas  indicadas 
en  cada  plaza,  y  renovando  con  las  mismas  el 
jirntesto,  si  huliiere  motivo  para  éste. 

Art.  508.  Todas  las  diligencias  del  protes- 
to de  una  letra  IiabrAn  de  redactarse  en  un 
mismo  documento,  extendiéndose  sucesiva- 
mente por  el  orden  con  que  se  practiquen. 

De  este  documento  dará  el  notario  copia 
testimoniada  al  portador,  devolviéndole  la  le- 
tra oriííinal. 

Art.  509.  Ningvín  acto  ni  documento  podrá 
suplir  la  omisión  y  falta  de  protesto,  para  la 
conservación  do  las  acciones  qne  competen  al 
portador  contra  las  personas  responsables  á 
las  resTiltas  de  la  letra. 

Art.  510.  Si  la  persona  A  cuyo  cargo  se  giró 
la  letra  se  constituyere  en  quiebra,  podrá  pro- 
testarse por  falta  de  pag'o  aun  antes  del  ven- 
cimiento; y  protestada,  tendrá  el  portador  ex- 
pedito su  derecho  coutra  los  responsables  á  las 
resultas  de  la  letra. 

SEC.  9.*  — De  la  intervención  en  la  aceptación  y 
pago. 

Art.  511.  Si  protestada  una  letra  de  cambio 
por  falta  de  aceptación  ó  de  pag'b,  se  presen- 
tare un  tercero  ofreciendo  aceptarla  ó  pag'arla 
por  cuenta  del  librador  ó  por  la  de  cualquiera 
de  los  endosantes,  aun  cuando  no  haya  previo 
mandato  para  hacerlo,  se  le  admitirá  la  inter- 
vención para  la  aceptación  ó  el  pago,  hacién- 
dose constar  una  ú  otro  á  continuación  del 
protesto,  bajo  la  firma  del  que  hubiere  inter- 
venido y  del  notario,  expresándose  en  la  dili- 
gencia el  nombre  de  la  persona  por  cuj'a  cuen- 
ta se  haya  veriíieado  la  intervención. 

Si  se  presentaren  varias  personas  á  prestar 
su  intervención,  será  preferido  el  que  lo  hicie- 
re por  el  librador;  y  si  todos  quisieren  interve- 
nir por  endosantes,  será  preferido  el  que  lo 
haga  por  el  de  fecha  anterior. 

Art.  512.  El  que  prestare  su  intervención 
en  el  protesto  de  una  letra  de  cambio,  si  la 
aceptare,  quedará  responsable  á  su  pago  como 
si  hubiese  sido  girada  á  su  cargo,  debiendo 
dar  aviso  de  su  aceptación,  por  el  correo  más 
próximo,  á  la  persona  por  quien  ha  interveni- 
do; y  si  la  pag-are,  se  subrrogará  en  los  dere- 
chos del  portador  mediante  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  prescritas  á  éste,  con  las 
limitaciones  siguientes: 

1."  Pagándola  por  cuenta  del  librador,  sólo 
éste  le  responderá  de  la  cantidad  desembolsa- 
da, quedando  libres  los  eudosantes. 

2.*  Pagándola  por  cuenta  de  uno  de  éstos, 
tendrá  el  derecho  de  repetir  contra  el  mismo 
librador,  contra  el  endosante  por  cuenta  de 
quien  intervino  y  contra  los  demás  que  le  pre- 
cedan en  el  orden  de  los  endosos,  pero  no  con- 
tra los  que  sean  posteriores. 

Art.  513.  La  intervención  en  la  aceptación 
no  privará  al  portador  de  la  letra  protestada 
del  derecho  á  exigir  del  librador  ó  de  los  en- 
dosantes el  afianzamiento  á  las  resultas  que 
ésta  tenga. 

Art.  514.  Si  el  que  no  aceptó  una  letra, 
dando  lugar  al  protesto  por  esta  falta,  se  pres- 


tar^ á  pagarla  á  su  vencimiento,  le  será  ad- 
mitido el  pago  con  preferencia  al  que  inter- 
vino ó  quiso  intervenir  para  la  aceptación  6 
el  pago;  pero  serán  de  su  cuenta  los  gastos 
causados  por  no  haber  aceptado  la  letra  á  su 
tiempo. 

Art.  515.  El  que  interviniere  en  el  jiago  de 
una  letra  perjudicada,  no  tendrá  otra  acción 
que  la  que  competiría  al  jiortador  coutra  el  li- 
brador que  no  hubiere  hecho  á  tiempo  provi- 
sión de  fondos  ó  contra  aquel  que  conservara 
en  su  poder  el  valor  de  la  letra  sin  haber  hecho 
su  entrega  ó  reembolso. 

SEC.  10. — De  las  acciones  qne  competen  al  portador 
de  una  letra  de  cambio. 

Art.  516.  En  defecto  de  pago  de  una  letra 
de  cambio  presentada  y  protestada  en  tiempo 
y  forma,  el  portador  tendrá  derecho  á  exigir 
del  aceptante,  del  librador  ó  de  cualquiera  de 
los  endosantes,  el  reembolso  con  los  gastos  de 
protesto  y  recambio;  pero  intentada  la  acción 
contra  alg'uno  de  ellos,  no  podrá  dirig-irla  con- 
tra los  demás  sino  en  caso  de  insolvencia  del 
demandado. 

Art.  517.  Si  el  portador  de  la  letra  protes- 
tada dirigiere  su  acción  contra  el  aceptante 
antes  que  contra  el  librador  y  endosantes, 
hará  notificar  á  todos  ellos  el  protesto  por 
medio  de  notario  público,  dentro  de  los  plazos 
señalados  en  la  sección  quinta  de  este  título 
para  recog'er  la  aceptación;  y  si  se  dirigiere 
contra  alguno  de  los  segundos,  hará  deutro 
de  los  mismos  plazos  ig'ual  notificación  á  los 
demás. 

Los  endosantes  á  quienes  no  se  hiciere  esta 
notificación  quedarán  exentos  de  responsabi- 
lidad aun  cuando  el  demandado  resulte  insol- 
vente, y  lo  mismo  se  entenderá  respecto  del 
librador  que  probare  haber  hecho  oportuna- 
mente provisión  de  fondos. 

Art.  518.  Si  hecha  excusión  en  los  bienes 
del  deudor  ejecutado  para  el  pago  ó  reembol- 
so de  una  letra,  sólo  hubiere  podido  percibir 
el  portador  una  parte  de  su  crédito,  podrá  di- 
rigirse contra  los  demás  por  el  resto  de  su  al- 
cance hasta  su  completo  reembolso,  en  la  for- 
ma establecida  en  el  art.  516. 

Lo  mismo  se  verificará  en  el  caso  de  decla- 
rarse en  quiebra  el  ejecutado;  y  si  todos  los 
responsables  de  la  letra  se  encontraren  en 
ig'ual  caso,  tendrá  el  reclamante  derecho  á  per- 
cibir de  cada  masa  el  dividendo  correspon- 
diente á  su  crédito,  hasta  que  sea  extinguido 
en  su  totalidad. 

Art.  519.  El  endosante  que  reembolsare  una 
letra  protestada,  se  subrogará  en  los  derechos 
del  portador  de  la  misma,  á  saber: 

1."  Si  el  protesto  fuero  por  falta  de  acepta- 
ción, contra  el  librador  y  los  demás  endosan- 
tes que  le  precedan  en  orden,  para  el  afianza- 
miento del  valor  de  la  letra,  ó  el  depósito  en 
defecto  de  fianza. 

2."  Si  fuere  por  falta  de  pago  contra  el  mis- 
mo librador,  aceptante  y  endosantes  que  le 
precedan,  para  el  reintegro  del  v^alor  de  lá  le- 
tra y  de  todos  los  gastos  que  hul)iere  satis- 
fecho. 

Si  para  hacer  el  reembolso  concurrieren  el 
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librador  y  eudosautes,  será  preferido  el  lilu-a- 
dor,  y  concurriendo  sólo  endosautes,  el  de  fe- 
cha anterior. 

Art.  520.  Tanto  el  librador  como  cualquie- 
ra de  los  endosantes  de  una  letra  protestada, 
podi-án  exigir,  luego  que  llegue  á  su  noticia 
el  protesto,  que  el  portador  reciba  el  importe 
con  los  gastos  legítimos  y  les  entregue  la  le- 
tra con  el  protesto  y  la  cuenta  de  resaca. 

Art.  521.  La  acción  que  nace  de  las  letras 
de  cambio  para  exigir  en  sus  casos  respecti- 
vos del  librador,  aceptantes  y  endosantes  el 
pago  ó  el  reembolso,  será  ejecutiva,  debiendo 
despacharse  la  ejecución,  en  vista  de  la  letra 
y  del  protesto,  sin  otro  requisito  que  el  reco- 
nocimiento judicial  que  hagan  de  su  firma  el 
librador  ó  endosantes  demandados.  Igual  ac- 
ción corresponderá  al  librador  contra  el  acep- 
tante, para  compelerle  al  pago. 

El  reconocimiento  de  la  firma  no  será  nece- 
sario para  despachar  la  ejecución  contra  el 
aceptante,  cuando  no  se  hubiere  puesto  tacha 
de  falsedad  en  el  acto  del  protesto  por  falta  de 
pago. 

Art.  522.  La  acción  qtie  se  ejercite  para 
conseguir  el  afianzamiento  ó  el  depósito  del  va- 
lor de  una  letra  de  cambio  en  los  casos  en  que 
proceda  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 481,  492  y  498  de  este  Código,  se  aco- 
modará á  los  trámites  prevenidos  en  el  lib.  III, 
parte  2.^,  tit.  III  de  la  ley  de  Enj.  civil,  bas- 
tando acompañar  á  la  demanda,  en  el  primer 
caso,  el  protesto  que  acredite  la  falta  de  la 
aceptación  de  la  letra. 

Art.  523.  Contra  la  acción  ejecutiva  por  le- 
tras de  cambio,  no  se  admitirán  más  excepcio- 
nes que  las  consignadas  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Art.  524.  La  cantidad  de  que  un  acreedor 
haga  remisión  ó  qiiita  al  deudor  contra  quien 
repita  el  pago  ó  reembolso  de  una  letra  de 
cambio,  se  entenderá  condonada  también  á  los 
demás  que  sean  responsables  de  las  resultas 
de  la  cobranza. 

Art.  525.  No  tendrá  efecto  la  caducidad  de 
la  letra  perjudicada  por  falta  de  presentación, 
protesto  y  su  notificación  en  los  plazos  que 
van  determinados  respecto  del  librador  ó  en- 
dosante que,  después  de  transcurridos  dichos 
plazos,  se  hubiere  saldado  del  valor  de  la  letra 
en  sus  cuentas  con  el  deudor,  ó  reembolsado 
con  valores  ó  efectos  de  su  pertenencia. 

Art.  526.  Las  letras  de  cambio  protestadas 
porfalta  de  pago,  devengarán  interesen  favor 
de  los  portadores,  desde  la  fecha  del  protesto. 

SEC.  11."— Del  recambio  y  resaca. 

Art.  527.  ■  El  portador  de  una  letra  de  cam- 
bio protestada  podrá  reembolsarse  de  su  im- 
porte y  gastos  de  protesto  y  recambio  girando 
una  nueva  letra  contra  el  librador  ó  uno  de 
sus  endosantes,  y  acompañando  á  este  giro  la 
letra  original,  el  testimonio  del  protesto  y  la 
cuenta  de  resaca,  que  sólo  contendrá  las  par- 
tidas siguientes: 

1.*     Capital  de  la  letra  protestada. 

2.*     Gastos  del  protesto. 

3.*    Derechos  del  sello  para  la  resaca. 

4.*    Comisión  de  giro  á  uso  de  la  plaza. 


5.'"'     Corretaje  de  la  negociación. 

6."    Gastos  de  la  correspondencia. 

7."    Daño  de  recambio. 

En  esta  cuenta  se  expresará  el  nombre  de  la 
persona  á  cuyo  c.irgo  se  gira  la  resaca. 

Art.  528.  Todas  las  partidas  de  la  resaca  se 
aiustaráa  al  uso  de  la  plaza,  y  el  recambio,  al 
curso  corriente  del  día  del  giro,  lo  cual  se  jus- 
tificará con  la  cotización  oficial  de  la  Bolsa,  ó 
con  certificación  de  agente  ó  corredor  oficial, 
si  los  hubiere,  ó,  en  su  defecto,  con  la  de  dos 
comerciantes  matriculados. 

Art.  529.  No  podrá  hacerse  más  que  utía 
cuenta  de  resaca  por  cada  letra  de  cambio, 
cuya  cuenta  satisfarán  los  endosantes  de  uno 
en  otro  hasta  que  se  extinga  con  el  reembolso 
del  librador. 

Tampoco  habrá  que  abonar  más  de  un  re- 
cambio, y  su  importe  se  graduará  aumentan- 
do ó  disminuyendo  la  parte  que  á  cada  uno  co- 
rresponda, según  que  el  papel  sobre  la  plaza 
á  que  se  dirija  la  resaca,  se  negocie  en  la  de 
su  domicilio  con  premio  ó  con  descuento,  cuya 
circunstancia  se  acreditará  mediante  certifica- 
ción de  agente,  corredor  ó  comerciante. 

Art.  530.  El  portador  de  una  resaca  no  po- 
drá exigir  interés  legal  de  su  importe,  sino 
desde  el  dia  en  que  requiriere  en  la  forma  del 
art.  63  de  este  Código,  á  la  persona  de  quien 
tenga  dereho  de  cobrarlo. 

TIT.  XI.— De  las  libranzas,  vales  y  pagahés  á  la 

OUDEN,    Y    DE    LOS    MANDATOS    DE    PAGOS    LLAMADOS 
CHEQUES. 

SEC.  1.*— De  las  libranzas  y  de  los  vales  y  pagarés  & 
la  orden. 

Art.  531.  Las  libranzas,  vales  ó  pagarés  á 
la  orden,  deberán  contener: 

1.°  El  nombre  especifico  de  la  libranza, 
vale  ó  pagaré. 

2."     La  fecha  de  la  expedición. 

3.°     La  cantidad. 

4.°    La  época  del  pag'o. 

5.°  La  persona  á  cuya  orden  se  habrá  de 
hacer  el  pag-o,  y,  en  las  libranzas,  el  nombre 
y  domicilio  de  la  persona  contra  quien  estén 
libradas. 

tí."    El  lugar  donde  deberá  hacerse  el  pago. 

7.°  El  origen  y  especie  del  valor  que  repre- 
senten. 

8.°  La  firma  del  que  expida  la  libranza,  y 
en  los  valores  ó  pagarés,  la  del  que  contrae 
la  obligación  de  pagarlos. 

Los  vales  que  hayan  de  pagarse  en  distinto 
lugar  del  de  la  residencia  del  pag'ador,  indi- 
carán un  domicilio  para  el  pago. 

Art.  532.  Las  libranzas  á  la  orden  entre 
comerciantes,  y  los  vales  ó  pagarés  también 
á  la  orden,  que  procedan  de  operaciones  de 
comercio ,  producirán  las  mismas  oblig'acio- 
ues  y  efectos  que  las  letras  de  cambio,  excep- 
to en  la  aceptación,  que  es  privativa  de  éstas. 

Los  vales  ó  pagarés  que  no  estén  expedidos 
á  la  orden,  se  reputarán  simples  promesas  de 
pag'o,  sujetas  al  derecho  común  ó  al  mercan- 
til, según  su  naturaleza,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  titulo  siguiente. 

Art.  533.  Los  endosos  de  las  libranzas  y 
pagarés  á  la  orden  deberán  extenderse  con 
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la  misma  expresión  que  los  de  las  letras  de 
cambio. 

SEC.  2."^— De  los  mandatos  de  pago  llamados 
cheques  *. 

Art.  534.  El  mandato  de  pago,  conocido  en 
el  comercio  con  el  nombre  de-cheque,  es  uu 
documento  que  permite  al  librador  retirar,  eu 
su  provecho  ó  en  el  de  un  tercero,  todos  ó  par- 
te de  los  fondos  que  tiene  disponibles  eu  poder 
del  librado. 

Art.  535.  El  mandato  de  pago  deberá  con- 
tener: 

El  nombre  y  la  firma  del  librador,  nombre 
del  librado  y  su  domicilio,  cantidad  y  fecha  de 
su  expedición,  que  habrán  de  expresarse  en 
letra,  y  si  es  al  portador,  á  favor  de  persona 
determinada  ó  A  la  orden:  eu  el  iiltimo  caso, 
será  transmisible  por  endoso. 

Art.  536.  Podrá  librarse  dentro  de  la  mis- 
ma plaza  de  su  pago  ó  en  lug-ar  distinto;  pero 
el  librador  está  obligado  á  tener  anticipada- 
mente hecha  la  provisión  de  fondos  en  poder 
del  librado. 

Art.  537.  El  portador  de  un  mandato  de 
pago  deberá  presentarle  al  cobro  dentro  de 
los  cinco  dias  de  su  creación  '■',  si  estuviere 
librado  en  la  misma  plaza,  y  á  los  ocho  días  si 
lo  fuere  en  otra  diferente. 

El  portador  que  dejare  pasar  este  término, 
perderá  su  acción  contra  los  endosantes,  y 
también  la  perderá  contra  el  librador  si  la  pro- 
visión de  fondos  hecha  en  poder  del  librado 
desapareciese  porque  éste  suspendiera  los  pa- 
gos ó  quebrase. 

Art.  538.  El  plazo  de  ocho  dias  que  fija  el 
articulo  anterior  para  los  mandatos  de  pago 
librados  de  ])Iaza  á  plaza,  se  entenderá  am- 
pliado hasta  los  doce  días  de  su  fecha  para  los 
librados  en  el  extranjero. 


*  Cheques. — Importados  estos  efectos  de  comercio  de 
Inglaterra,  y  adoptados  entre  nosotros  por  las  socieda- 
des mercantiles  que  se  dedican  d  admitir  depósitos  de  co- 
mercio en  atenta  corriente,  tienen  manifestación  propia 
en  los  talones  al  portador  y  en  los  mandatos  de  transfe- 
rencia que  entrega  el  Ilnnco  de  Esjíaüa,  en  tos  documentos 
que  facilitan  otros  establecimientos  á  los  particulares  que 
depositan  en  sus  cajas  metálico  ó  valores  de  fácil  cobro, 
á  fin  de  que  puedan  retirar  las  sumas  que  rayan  necesi- 
tando, y  en  las  libranzas,  órdenes  y  mandatos  e.rpedidos 
por  el  dueño  de  cantidades  cristentes  en  poder  de  su  apo- 
derado, administrador  ó  corresponsal,  para  que  entregue 
el  todo  ó  parte  de  ellas  ü  persona  determinada.  Sobre  es- 
tos titulas  no  se  han  dictado  disposiciones  legislativas  es- 
peciales y  el  nuevo  Código  se  propone  sustraerlos  á  la  in- 
certidumbre  de  la  práctica.  Para  ello  tiene  prtsentes  los 
fines  económicos  de  los  cheques,  que  son  principalmente 
dos:  poner  en  circulación  el  numerario  metálico  ó  fiducia- 
rio que,  pendiente  de  inversión  se  conserva  improductivo 
en  las  cajas  de  los  particulares  y  disminuir  el  trasiego 
de  la  moneda  dentro  de  la  misma  población  y  de  una  pla- 
za d  otra,  ya  hariendo  las  veces  de  billetes  de  Banco,  ya 
facilitando  la  liquidación  de  deudas  y  créditos  que  ten- 
gan entre  si  varios  comerciantes  y  banque ros ;  fines  cuija 
consecución  supone  necesariamente  la  existencia  de  canti- 
dades ó  valores  realizados  en  poder  de  la persoiia  contra 
quien  se  libra  el  rhpqlle. 

Admitida  la  erpedición  de  estos  títulos  sobre  domicilio 
distinto  del  del  librador,  se  ha  adptado  la  precaución  de 
los  cheque  cruzados  (art.  541),  establecida  con  buenos 
resultados  en  Inglaterra,  para  evitar  que  caigan  en  po- 
der de  persona  distinta  de  aquella  á  quien  se  envían,  y 
que  los  detentadores  puedan  en  su  caso  hacer  efectivo  su 
importe. 

2  Suprimimos  un  etc.  que  se  lee  en  las  edición  oficial 
de  la  fiacetn.,  y  que  no  está  en  la  especial  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia, 


Art.  539.  El  pago  del  mandato  se  exigirá 
al  librado  en  el  acto  de  la  presentación. 

La  persona  á  quien  se  pague  expresará  en 
el  recibí  su  nombre  y  la  fecha  del  pago. 

Art.  540.  No  podrán  expedirse  duplicados 
de  los  mandatos  de  pago,  sin  haber  anulado 
previamente  los  originales,  después  de  venci- 
dos, y  obtenido  la  conformidad  del  librado. 

Art.  541.  El  librador  ó  CTialqnier  tenedor  le- 
gal de  un  mandato  de  pago  tendrá  derecho  á 
indicar  eu  él  que  se  pague  á  Ijanquero  ó  so- 
ciedad determinada,  lo  cual  expresará  escri- 
biendo cruzado  en  el  anverso  el  nombre  de 
dicho  banquero  ó  sociedad,  ó  solamente  las  pa- 
labras «y  compañía». 

El  pago  hecho  á  otra  persona  que  no  sea  el 
banquero  ó  sociedad  indicada,  no  relevará  de 
responsabilidad  al  librado  si  hubiese  pagado 
indebidamente. 

Art.  542.  Serán  aplicables  á  estos  documen- 
tos las  disposiciones  contenidas  en  este  Códi- 
go respecto  á  la  garantía  solidaria  del  libra- 
dor y  endosantes,  al  protesto  y  al  ejercicio 
de  las  acciones  provenientes  de  las  letras  de 
cambio. 

Art.  543.  Regirán  para  las  órdenes  de  pago 
en  cuenta  corriente  de  los  Bancos  ó  socieda- 
des mercantiles,  conocidas  bajo  el  nombre  de 
talones,  las  disposiciones  anteriores  en  lo  que 
les  sean  aplicables. 

TIT.  XII — De  los  efectos  al  PORTADon  y  de  la  fal- 
sedad, ROBO,  HURTO  Ó  EXTRAVÍO  DE  LOS  MISMOS'. 

SEC.  1."— De  los  efectos  al  jiortador. 

Art.  544.  Todos  los  efectos  á  la  orden,  de 
que  trata  el  título  anterior,  podrán  emitirse  al 
portador  y  llevarán,  como  aquéllos,  aparejada 
ejecución  desde  el  día  de  su  vencimiento,  sin 
más  requisito  que  el  reconocimiento  de  la  fir- 
ma del  responsable  á  su  pago. 

El  día  del  vencimiento  se  contará  según  las 
reglas  establecidas  para  los  efectos  expedidos 
á  la  orden,  y  contra  la  acción  ejecuti\  a  no  se 
admitirán  más  excepciones  que  las  indicadas 
en  el  art.  523. 

Art.  545.    Los  demás  efectos  al  portador, 


'  Efectos  al  portador.— Ssíe  titulo  es  enteramente 
nuevo,  y  se  propone  consignar,  de  acuerdo  con  una  de  las 
bases  del  decreto  lei^de  20  de  Septiembre  de  1869,  laspres- 
cripciones  generales  y  comunes  á  los  diversos  efectos  co- 
merciales expedidos  a  favor  de  persona  indeterminada,  ó 
sea  el  mero  tenedor  de  ellos,  comprendiendo  tanto  á  loa 
títulos  que  ahora  tieyíen  ese  carácter,  como  á  los  que  pue- 
dan crearse  en  lo  porvenir.  El  Código  autoriza  á  todo  in' 
dividuo  ó  sociedad  para  emitir  créditos  al  portador;  y  si 
éstos  son  talonarios,  mantiene  la  necesidad  de  su  confron- 
tación con  las  matrices  para  reconocerlos  fuerza  ejecuti- 
va; pero  facidta  al  tenedor  para  verificarla  siempre  que 
Id  crea  conveniente,  á  fin  de  no  dejarle  a  merced  de  la 
entidad  deudora;  facilita  la  circulación,  presumiendo 
que  la  mera  tenencia  del  documento  supone  el  dominio, 
pero  asegura  los  derecfios  del  adquirente  reproduciendo 
la  doctrina  sobre  irreivindicación,  contenida  en  las  leyes 
de  30  de  Marzo  de  IStíl  y  29  de  Agosto  de  ls~;i,  queacep- 
ta  con  ligeras  modificaciones,  y  concede  ú  los  legítimos  te- 
nedores los  medios  de  precaverse  contra  la  destrucción,  la, 
pérdida  ó  la  sustracción  de  los  efectos,  con  olijeto  de  que 
impidan  al  detentador  realizar  el  crédito,  y  con  el  propó- 
sito de  que  logren  un  duplicado  del  mismo,  que  les  otor- 
gue iguales  beneficios  que  el  original.  Las  disposiciones 
del  Códivo  no  son  aplicables  á  los  billetes  de  Banco,  por- 
que éstos  tienenla  consideración  económica  y  jurídica  da 
moneda  metálica;  ni  á  los  créditos  contra  el  Estado,  en 
atención  d  que  se  rigen  por  leyes  especiales. 
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hien  sean  de  los  enumerados  en  el  art.  68,  ó 
bien  billetes  de  Banco,  acciones  ú  obligacio- 
nes de  otros  Bancos,  compañías  de  crédito  te- 
rritorial, agrícola  ó  mobiliario,  de  compañías 
de  ferrocarriles,  de  obras  piiblicas,  industria- 
les, comerciales  ó  de  cualquier  otra  clase,  emi- 
tidas conforme  á  las  leyes  y  disposiciones  de 
este  Código,  producirán  los  efectos  siguientes: 

1."  Llevarán  aparejada  ejecución  dichos 
títulos,  lo  mismo  que  sus  cupones,  desde  el  día 
del  vencimiento  de  la  obligación  respectiva,  ó 
á  su  presentación,  si  no  le  tuvieren  señalado. 

2.°  Serán  transmisibles  por  la  simple  tra- 
dición del  documento. 

3."  No  estarán  sujetos  á  reivindicación  si 
hubieren  sido  negociados  en  Bolsa  con  inter- 
vención de  agente  colegiado,  y,  donde  no  lo 
hubiere,  con  intervención  de  notario  público 
ó  corredor  de  comercio. 

Quedarán  A  salvo  los  derechos  y  acciones 
del  legítimo  propietario  contra  el  vendedor  ú 
otras  personas  responsables  según  las  leyes, 
por  los  actos  que  le  hayan  privado  de  la  pose- 
sión y  dominio  de  los  efectos  vendidos  '. 

Art.  546.  El  tenedor  de  un  efecto  al  porta- 
dor tendrá  derecho  á  confrontarlo  con  sus  ma- 
trices siempre  que  lo  crea  conveniente. 

SEC.  2."— Del  robo,  hurto  ó  extravio  de  los  documen- 
tos de  crédito  y  efectos  al  portador  ^. 

Art.  547.  Serán  documentos  de  crédito  al 
portador,  para  los  efectos  de  esta  sección,  se- 
g'ún  los  casos:     . 

1."  Los  documentos  de  crédito  contra  el 
Estado,  provincias  ó  municipios,  emitidos  le- 
galmente. 

2.°  Los  emitidos  por  naciones  extranjeras 
cuya  cotización  haya  sido  autorizada  por  el 
Gobierno  á  propuesta  de  la  .Junta  sindical  del 
Colegio  de  agentes. 

3.°  Los  documentos  de  crédito  al  portador, 
de  empresas  extranjeras  constituidas  con  arre- 
glo á  la  ley  del  Estado  á  que  pertenezcan. 

4."  Los  documentos  de  crédito  al  portador 
emitidos  con  arreglo  á  su  ley  constitutiva  por 
establecimientos,  compañías  ó  empresas  na- 
cionales. 

5."  Los  emitidos  por  particulares,  siempre 
que  sean  hipotecarios  ó  estén  suficieutementc 
garantidos. 

Art.  548.  El  propietario  desposeído,  sea 
cual  fuere  el  motivo,  podrá  acudir  ante  el  juez 
ó  Tribunal  competente,  para  impedir  que  se 
pag'ue  á  tercera  persona  el  capital,  los  intere- 
ses ó  dividendos  vencidos  ó  por  vencer,  asi 
como  también  para  evitar  que  se  transfiera  á 
otro  la  propiedad  del  título  ó  conseguir  que  se 
le  expida  un  duplicado. 

Será  juez  ó  Tribunal  competente  el  que  ejer- 
za jurisdicción  en  el  distrito  eu  que  se  halle 
el  establecimiento  ó  persona  deudora. 

Art.  549.  En  la  denuncia  que  al  juez  ó  Tri- 
bunal haga  el  propietario  desposeído,  deberá 
indicar  el  nombre,  la  naturaleza,  el  valor  no- 
minal, el  niimero,  si  lo  tuviere,  y  la  serie  de 


*     Véa^e  pl  arf.  464  cifíl  Cód.  civil. 

'^     V¿ase  los  art.t.  6*4  d  7,9  del  Reg.  de  i8  Diciem^>re  dr 
JS8G  y  el  art.  464,  párrafo  áWmo  del  Cód.  civil. 


los  títulos;  y  además,  si  fuere  posible,  la  épo- 
ca y  el  lugar  en  que  vino  á  ser  propietario,  y 
el  modo  de  su  adquisición,  la  época  y  el  lugar 
en  que  recibió  los  liltimos  intereses  ó  dividen- 
dos, y  las  circunstancias  que  acompañaron  á. 
la  desposesión. 

El  desposeído,  al  hacer  la  denuncia,  señala- 
rá, dentro  del  distrito  en  que  ejerza  jurisdic- 
ción el  juez  ó  Tribunal  competente,  el  domici- 
lio en  que  habrán  de  hacérsele  saber  todas  las 
notificaciones. 

Art.  550.  Si  la  denuncia  se  refiriese  única- 
mente al  pago  del  capital  ó  de  los  intereses'ó 
dividendos  vencidos  ó  por  vencer,  el  juez  ó 
Tribunal,  justificada  que  sea  en  cuanto  á  la 
legitimidad  de  la  adquisición  del  titulo,  debe- 
rá estimarla,  ordenando  en  el  acto: 

1.°  Que  se  publique  la  denuncia  inmediata- 
mente en  la  Gaceta  de  Madrid,  en  el  Boletín 
oficial  de  la  provincia  y  en  el  Diario  oficial 
de  Aüisos  de  la  localidad,  si  lo  hubiere,  seña- 
lando un  término  breve  dentro  del  cual  pueda 
comparecer  el  tenedor  del  titulo. 

2.°  Que  se  ponga  en  conocimiento  del  cen- 
tro directivo  que  haya  emitido  el  titulo,  ó  de 
la  compañía  ó  del  particular  de  quien  proceda, 
para  que  retengan  el  pag-o  de  principal  é  in- 
tereses, 

Art.  551.  La  solicitud  se  sustanciará  con 
audiencia  del  Ministerio  fiscal  y  en  la  forma 
que  para  los  incidentes  prescribe  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Art.  552.  Transcurrido  un  año  desde  la 
denuncia  sin  que  nadie  la  contradiga,  y  si  en 
el  intervalo  se  hubieren  repartido  dos  dividen- 
dos, el  denunciante  podrá  pedir  al  juez  ó  Tri- 
bunal autorización,  no  sólo  para  percibir  los 
intereses  ó  dividendos  vencidos  ó  por  vencer, 
en  la  proporción  y  medida  de  su  exigibilidad, 
sino  también  el  capital  de  los  títulos,  si  hubie- 
re llegado  á  ser  exigible. 

Art.  553,  Acordada  la  autorización  por  el 
juez  ó  Tribunal,  el  desposeído  deberá  antes 
de  percibir  los  intereses  ó  dividendos  ó  el  ca- 
pital, prestar  caución  bastante  y  extensiva  al 
importe  de  las  anualidades  exigMbles  y  además 
al  doble  valor  de  la  última  anualidad  vencida. 

Transcurridos  dos  años  desde  la  autoriza- 
ción sin  que  el  denunciante  fuei'e  contradicho, 
la  caución  quedará  cancelada. 

Si  el  denunciante  no  quisiere  ó  no  pudiere 
prestar  la  caución,  podrá  exig'ir  de  la  compa- 
ñía ó  particular  deudores  el  depósito  de  los 
intereses  ó  dividendos  vencidos  ó  del  capital 
exigible,  y  recibir  á  los  dos  años,  si  no  hubie- 
re contradicción,  los  valores  depositados, 

Art.  554.  Si  el  capital  llegare  á  ser  exigi- 
giblc  después  de  la  autorización,  podrá  pe- 
dirse bajo  caución  ó  exigir  el  depósito. 

Transcurridos  cinco  años  sin  oposición  des- 
de la  autorización,  ó  diez  desde  la  época  de  la 
exigibilidad,  el  desposeído  podrá  recibir  los 
valores  depositados. 

Art.  555.  La  solvencia  de  la  caución  se 
apreciará  por  los  jueces  ó  Tribunales. 

El  denunciante  podrá  prestar  fianza  y  cons- 
tituirla en  títulos  de  renta  sobre  el  Estado,  re- 
cobrándola al  terminar  el  plazo  señalado  para 
la  caución. 
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Art.  556.  Si  en  la  denuncia  se  tratare  de 
cupones  al  portador  separados  del  título,  y  la 
oposición  no  hubiere  sido  contradicha,  el  opo- 
sitor podrá  percibir  el  importe  de  los  cupones, 
transcurridos  tres  años  á  contar  desde  la  de- 
claración judicial  estimando  la  denuncia. 

Art.  557.  Los  pagos  hechos  al  desposeído 
en  conformidad  con  las  reglas  antes  estableci- 
das, eximen  de  toda  obligación  al  deudor;  y  el 
tercero  que  se  considere  perjudicado,  sólo  con- 
servará acción  personal  contra  el  opositor  que 
procedió  sin  justa  causa. 

Art.  558.  Si,  antes  de  la  liberación  del  deu- 
dor un  tercer  portador  se  presentare  con  los 
títulos  denunciados,  el  primero  deberá,  rete- 
nerlos y  hacerlo  saber  al  juez  ó  Tribunal  y  al 
primer  opositor,  señalando  á  la  vez  el  nombre, 
vecindad  ó  circunstancias  por  las  cuales  pue- 
da veuirseeuconocimiento  del  tercerportador. 

La  ])resentación  de  un  tercero  suspenderá 
los  efectos  de  la  oposición  hasta  que  decida  el 
juez  ó  Tribunal. 

Art.  559.  Si  la  denuncia  tuviere  por  objeto 
impedir  la  negociación  ó  transmisión  de  títu- 
los cotizables,  el  desposeído  podrá  dirigirse  á 
la  Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes,  de- 
nunciando el  robo,  hurto  ó  extravío,  y  acom- 
pañando nota  expresiva  de  las  series  y  núme- 
ros de  ¡os  títulos  extraviados,  época  de  su  ad- 
quisición y  titulo  por  el  cual  se  adquirieron. 

La  Junta  sindical,  en  el  mismo  día  de  Bolsa 
ó  en  el  inmediato,  fijará  aviso  en  el  tablón  de 
edictos;  anunciará,  al  abrirse  la  Bolsa,  la  de- 
nuncia hecha,  y  avisará  á  las  demás  Juntas 
de  síndicos  de  la  Nación,  participándoles  dicha 
denuncia. 

Igual  anuncio  se  hará,  á  costa  del  denun- 
ciante, en  la  Gaceta  de  Madrid,  en  el  Boletín 
oficial  de  la  provincia  y  en  el  Diario  oficial  de 
Avisos  de  la  localidad  respectiva. 

Art.  560.  La  negociación  de  los  valores  ro- 
bados, hurtados  ó  extraviados,  hecha  después 
de  los  anuncios  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, será  nula,  y  el  adquirente  no  gozará 
del  derecho  de  la  no  reivindicación;  pero  si 
quedará  á  salvo  el  del  tercer  poseedor  contra 
el  vendedor  y  contra  el  agente  que  intervino 
en  la  operación. 

Art.  561.  En  el  término  de  nueve  días,  el 
que  hubiere  denunciado  el  robo,  hurto  ó  extra- 
vio de  los  títulos,  deberá  obtener  el  auto  co- 
rrespondiente del  juez  ó  Tribunal,  ratifican- 
do la  prohibición  de  negociar  ó  enajenar  los 
expresados  títulos. 

Si  este  auto  no  se  notificare  ó  pusiere  en  co- 
tio-imiento  de  la  Junta  sindical  en  el  plazo  de 
los  nueve  días,  anulará  la  .lunta  el  anuncio  y 
será  válida  la  enajenación  de  los  títulos  que  se 
hiciere  posteriormente. 

Art.  562.  Transcurridos  cinco  años,  á  con- 
tar desde  las  publicaciones  hechas  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  los  arts.  5.50  y  559,  y  de  la 
ratificación  del  juez  ó  Tribunal  á  que  se  refie- 
ro el  5G1,  sin  haber  hecho  oposición  á  la  de- 
nuncia, el  juez  ó  Tribunal  declarará  la  nulidad 
del  título  sustraído  ó  extraviado  y  lo  comuui- 
raiá  al  centro  directivo  oficial, "^compañía  ó 
particular  de  que  proceda,  ordenando  la  emi- 
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sión  de  un  duplicado  á  favor  de  la  persona 
que  resultare  ser  su  leg'itimo  dueño. 

Si  dentro  de  los  cinco  años  se  presentase  un 
tercer  opositor,  el  término  quedará  en  suspen- 
so hasta  qiie  los  jueces  ó  Tribunales  resuelvan. 

Art.  563.  El  duplicado  llevará  el  mismo 
número  que  el  título  primitivo;  expresará  que 
se  expidió  por  duplicado;  producirá  los  mis- 
mos efectos  que  aquél,  y  será  negociable  con 
iguales  condiciones. 

La  expedición  del  duplicado  anulará  el  ti- 
tulo primitivo,  y  se  hará  constar  así  en  los 
asientos  ó  registros  relativos  á  éste. 

Art.  564.  Si  la  denuncia  del  desposeído  tu- 
viere por  objeto  no  sólo  el  pago  del  capital, 
dividendos  ó  cupones,  sino  también  impedirla 
negociación  ó  transmisión  en  Bolsa  de  los  efec- 
tos cotizables,  se  observarán,  segnin  los  casos, 
las  reglas  establecidas  para  cada  uno  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  565.  No  obstante  lo  dispuesto  en  esta 
sección,  si  el  desposeído  hubiese  adquirido  los 
titiilos  en  Bolsa,  y  á  la  denuncia  acompañara 
el  certificado  del  agente  en  el  cual  se  fijasen 
y  determinasen  los  títulos  ó  efectos  de  manera 
que  apareciese  su  identidad,  antes  de  acudir 
al  juez  ó  Tribunal  podrá  hacerlo  al  estableci- 
miento ó  persona  deudora,  y  aun  á  la  Junta 
sindical  del  Colegio  de  agentes,  oponiéndose 
al  pago  y  solicitando  las  publicaciones  opor- 
tunas. En  tal  caso,  el  establecimiento  ó  casa 
deudora  y  la  Junta  sindical  estarán  obligados 
á  proceder  como  si  el  Juzgado  ó  Tribunal  les 
hubiere  hecho  la  notificación  de  estar  admiti- 
da y  estimada  la  denuncia. 

Si  el  juez  ó  Tribunal,  dentro  del  término  de 
un  mes,  no  ordenare  la  retención  ó  publica- 
ción, quedará  sin  efecto  la  denuncia  hecha  por 
el  desposeído,  y  el  establecimiento  ó  persona 
deudora  y  Junta  sindical  estarán  libres  de 
toda  responsabilidad. 

Art.  566.  Las  disposiciones  que  preceden 
no  serán  aplicables  á  los  billetes  del  Banco  de 
España,  ni  á  los  de  la  misma  clase  emitidos 
por  establecimientos  sujetos  á  igual  régimen, 
ni  á  los  títulos  al  portador  emitidos  por  el  Es- 
tado, que  se  rijan  por  leyes,  decretos  ó  regla- 
mentos especiales. 

TlT.   XIII. — De    LA3   CARTAS   ORDENES    DE    CRÉDITO   '. 

Art.  567.  Son  cartas  órdenes  de  crédito  las 
expedidas  de  comerciante  á  comerciante  ó 
para  atender  á  una  operación  mercantil. 

Art.  568.  Las  condiciones  esenciales  de  las 
cartas  órdenes  de  crédito  serán: 

I.'''  Expedirse  en  favor  de  persona  deter- 
minada, y  no  á  la  orden. 

2.'^  Contraerse  á  una  cantidad  fija  y  espe- 
cífica, ó  á  una  ó  más  cantidades  indetermina- 
das, pero  todas  comprendidas  en  un  máximum 
cuyo  limite  se  ha  de  señalar  precisamente. 

Las  que  no  tengan  alguna  de  estas  últimas 


•  Cartas  órdenes  de  crédito.— í:«;irorfttce  el  nuevo 
f'ódiíjüla  doctrina  del  antiguo ,  pero  introduciendo  en  ella 
dos  lefofmas  iinj>ortantes.  Consiste  la  itna  en  autorizar 
al  dador  de  la  caria  para  anularla  en  cualquier  tiempo 
terripestive  seu  intempestive,  y  estríbala  otra  en  de- 
clarar anulado  el  docxnnento  cuando  no  se  ha  hecho  uso 
de  él  oiiortunamente. 
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circTiiistaiicias  serán  cousideradas  como  sim- 
ples cartas  de  recomendación. 

Art.  569.  El  dador  de  \ma  carta  de  crédito 
quedará  obligado  hacia  la  persona  á  cuyo  car- 
go la  dio,  por  la  cantidad  pag'ada  en  virtud  de 
ella,  dentro  del  máximum  fijado  en  la  mi.sma. 

Las  cartas  órdenes  de  crédito  no  podrán  ser 
protestadas  aun  cuando  no  fueren  pagadas, 
ui  el  portador  de  ellas  adquirirá  acción  alg'u- 
ua  por  aquella  falta  contra  el  que  se  la  dio. 

El  pagador  tendrá  derecho  á  exigir  la  com- 
probación de  la  identidad  de  la  persona  á  cuyo 
favor  se  expidió  la  carta  de  crédito. 

Art.  570  El  dador  de  una  carta  de  crédito 
podr.á  anularla,  poniéndolo  en  conocimiento 
del  ]iortador  y  de  aquel  á  quien  fuere  dirig-ida. 

Art.  571.  El  portador  de  una  carta  de  cré- 
dito reembolsará  sin  demora  al  dador  la  can- 
tidad recibida. 

Si  no  lo  hiciere,  podrá  exigirsele  por  acción 
ejecutiva,  con  el  interés  legal  y  el  cambio  co- 
rriente en  la  plaza  en  que  se  hizo  el  i>ago,  so- 
bre el  lugar  en  que  se  verifique  el  reembolso. 

Art.  572.  Si  el  portador  de  una  carta  de  cré- 
dito no  hubiere  hecho  uso  de  ella  en  el  térmi- 
no convenido  con  el  dador  de  la  misma,  ó  en 
defecto  de  fijación  de  plazo,  en  el  de  seis  me- 
ses, contados  desde  sii  fecha,  en  cualquier 
punto  de  Europa,  y  de  doce  en  los  de  fuera  de 
ella,  quedará  nula  de  hecho  y  de  derecho. 

LIBRO  III 
Del  comercio  maritimo. 

TÍTULO  I.— De  los  buques'. 

Art.  573.  Los  buques  mercantes  constitui- 
rán una  propiedad  que  se  podrá  adquirir  y 
transmitir  i)or  cualquiera  de  lo.s  medios  reco- 
nocidos en  el  derecho.  La  adquisición  de  un 
buque  deberá  const.-.r  en  documento  escrito, 
el  cual  no  producirá  efecto  respecto  á  tercero 
si  no  se  inscribe  en  el  Registro  mercantil. 

También  se  adquirirá  la  propiedad  de  un 
buque  por  la  posesión  de  buena  fe,  continuada 
por  tres  años,  con  justo  titulo  debidamente  re- 
gistrado. 

Faltando  alguno  de  estos  requisitos,  se  ne- 
cesitai'á  la  posesión  continuada  de  diez  años 
para  adquirir  la  propiedad. 

El  capitán  no  podrá  adquirir  por  prescrip- 
ción el  buque  que  mande  '-. 


*  Buq^ies, — En  el  nuevo  Códr'qo  han  desaparecido  las 
prohibiciones  impuestas  á  los  extranjeros  para  adquirir 
y  conservar  buques  españoles  y  para  hacer  el  comercio  de 
cabotaje,  derogando  en  justo  respeto  al  principio  de  ca- 
pacidad dt  los  extranjeros  para  ejercer  el  comercip,  las 
prescripcioties  de  los  arts.  684,590,  691  1/5.92  del  antiguo 
Código,  de  acuerdo  cotí  el  decreto  ley  de'22  de  Noviembre 
de  18G8.—EI  nuevo  fija  con  más  precisión  la  doctrina  es- 
tablecida sobre  los  modos  de  adqttirir  la  propiedad  de  los 
buques,  poniéndola  en  armonía  con  el  carácter  afrifniido 
al  Registro  mercantil,  y  haciéndola  arrancar  de  la,  misma 
condición  física  de  aquellos  que,  si  bien  son  bienes  mue- 
bles, se  distinguen  de  los  demás  de  su  clase,  en  que  pueden 
identificarse  siempre  en  medio  de  las  diversas  transaccio- 
nes de  que  sean  objeto.  Modifica  la  teoría  hasta  ahora  vi- 
gente sobre  prescripción  de  la  propiedad  de  los  buques, 
acomodándola  á  la  naturaleza  sustancial  de  ¿stos,  que  es 
la  de  bienes  muebles;  garantiza  los  derechos  de  tercero  en 
el  caso  de  que  los  buques  se  vendan,  y  reintegra  á  los  Tri- 
bunales españoles  la  plenitud  de  la  jurisdicción  para  em- 
bargar las  naves  extranjeras  surtas  en  nuestros  puertos. 

'^     Véase  el  art.  464  del  Código  civil. 


Art.  574.  Los  constructores  de  buques  po 
drán  emplear  los  materiales  y  seguir,  en  lo  re- 
lativo á  su  construcción  y  aparejos,  los  siste- 
mas que  más  conveng'an  á  sus  intereses.  Los 
navieros  y  la  gente  de  mar  se  sujetarán  á  lo 
que  las  leyes  y  reglamentos  de  Administración 
pública  dispongan  sobre  navegación,  adua- 
nas, sanidad,  seguridad  de  las  naves,  y  de- 
más objetos  análog'os. 

Art.  575.  Los  participes  en  la  propiedad  de 
un  buque  gozarán  del  derecho  de  tanteo  y  re- 
tracto en  las  ventas  hechas  á  extraños;  pejo 
sólo  podrán  utilizarlo  dentro  de  los  nueve  dla:s 
siguientes  á  la  inscripción  de  la  venta  en  el 
Registro,  y  consignando  el  precio  en  el  acto  ^. 

Art.  576.  Se  entenderán  siempre  compren- 
didos en  la  venta  del  buque  el  aparejo,  respe- 
tos, pertrechos  y  máquina  si  fuere  de  vapor, 
pertenecientes  á  él,  que  se  hallen  á  la  sazón  en 
el  dominio  del  vendedor. 

No  se  considerai'án  comprendidos  en  la  ven- 
ta las  armas,  las  municiones  de  guerra,  los  vi- 
veres  ni  el  combustible. 

El  vendedor  tendrá  la  obligación  de  entre- 
gar al  comprador  la  certificación  de  la  hoja  de 
inscripción  del  biique  en  el  Registro  hasta  la 
fecha  de  la  venta. 

Art.  577.  Si  la  enajenación  del  buque  se 
verificase  estando  en  viaje,  corresponderán  al 
comprador  integramente  los  fletes  que  deven- 
gare en  él  desde  que  recibió  el  último  carg'a- 
mento,  y  será  de  su  cuenta  el  ]>ago  de  la  tri- 
j5ulac!ón  y  demás  individuos  que  componen 
su  dotación  correspondiente  al  mismo  viaje. 

Si  la  venta  se  realizase  después  de  haber  lle- 
gado el  buque  al  puerto  de  su  destino,  perte- 
necerán los  fletes  al  vendedor  y  será  de  su 
cuenta  el  pago  de  la  tripulación  y  demás  in- 
dividuos que  componen  su  dotación,  salvo  en 
uno  y  otro  caso  el  pacto  en  contrario. 

Art.  578.  Si,  hallándose  el  buque  en  viaje 
ó  en  puerto  extranjero,  su  dueño  ó  dueños  lo 
enajenaren  voluntariamente,  bien  á  españoles 
ó  á  e.xtranjeros  con  domicilio  en  ca|)ital  ó  puer- 
to de  otra  nación,  la  escritura  de  venta  se  otor- 
g'ará  ante  el  cónsul  de  España  del  puerto  en 
que  rinda  el  viaje,  y  dicha  escritura  no  surti- 
rá efecto  respecto  de  tercero,  si  no  se  inscribe 
en  el  Registro  del  Consulado.  El  cónsul  trans- 
mitirá inmediatamente  copia  auténtica  de  la 
escritura  de  compra  y  venta  de  la  nave  al  Re- 
gistro mercantil  del  puerto  en  que  se  hallare 
inscrita  y  matriculada. 

En  todos  los  casos,  la  enajenación  del  buque 
debe  hacerse  constar,  con  la  expresión  da  si  el 
vendedor  recibe  en  todo  ó  en  parte  su  precio 
ó  si  en  parte  ó  en  todo  conserva  algún  crédito 
sobre  el  mismo  buque.  Para  el  caso  de  que  la 
venta  se  haga  á  subdito  español,  se  consigna- 
rá el  hecho  en  la  patente  do  navegación. 

Cuando,  hallándose  el  buque  en  viaje,  se  in- 
utilizare para  naveg'ar,  acudirá  el  capitán  al 
juez  ó  Tribunal  competente  del  puerto  de  arri- 
bada, si  éste  fuere  español;  y  si  fuere  extran- 
jero, al  cónsul  de  España,  si  lo  Inibiere,  al  juez 
ó  Tribunal  ó  á  la  autoridad  local,  donde  aquél 


'     Concuerda  este  articulo  en  cuanto  al  derecho  de  re- 
tracto con  los  arts   1.522  y  1.524  del  Código  civil. 
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no  exista;  y  el  cónsul  ó  el  juez  ó  Tribunal,  ó, 
en  su  defecto,  la  autoridad  local,  maudar.-ln 
proceder  al  reconocimiento  del  buque. 

Si  residieren  en  aquel  punto  el  consi¿;'nata- 
rio  ó  el  ascji'urador,  ó  tuvieren  alli  reprcseu- 
tante.s,  deberán  ser  citados  ]iara  que  interveu- 
gau  en  las  diligencias  por  cuenta  de  quien  co- 
rresponda. 

Art.  579.  Comprobado  el  daño  del  buque  y 
Ja  imposibilidad  de  su  rehabilitación  para  con- 
tinuar el  viaje,  se  decretará  la  venta  en  públi- 
ca subasta  con  sujeción  alas  reg'las  sig'uientes: 
1."  Se  tasarán,  previo  inventario,  el  casco 
del  buque,  su  aparejo,  máquinas,  pertrechos 
y  demás  ol)jetos,  facilitándose  el  conocimiento 
de  estas  dilig'eucias  á  los  que  deseen  iutercsar- 
se  en  la  subasta. 

2.*  El  auto  ó  decreto  que  ordene  la  subas- 
ta se  fijará  en  los  sitios  de  costumbre,  inser- 
tándose su  anuncio  en  los  diarios  del  puerto 
donde  se  veriliipie  el  acto,  si  los  hubiese,  y  en 
los  demás  que  determine  el  Tribunal. 

El  plazo  que  se  señale  para  la  subasta  no 
podrá  ser  nu'nor  de  veinte  días. 

3.*  Estos  anuncios  se  repetirán  de  diez  en 
diez  dias,  y  se  hará  constar  su  publicacíóu  en 
el  expediente. 

4.''  Se  verificará  la  subasta  el  dia  señalado, 
con  las  formalidades  prescritas  en  el  derecho 
común  para  las  ventas  judiciales. 

5.*  Si  la  venta  se  verificase  estando  la  nave 
en  el  extranjero,  se  observarán  las  prescrip- 
ciones especiales  que  rijan  para  estos  casos. 

Art.  580.  En  toda  venta  judicial  de  un  bu- 
que para  pago  de  acreedores,  tendrán  prela- 
ción  por  el  orden  en  que  se  enumeran: 

1."     Los  créditos  á  favor  de  la  Hacienda  pú- 
blica que  se  justifiquen  mediante  certificación 
■  oficial  de  autoridad  competente. 

2.°  Las  costas  judiciales  del  procedimien- 
to, segVín  tasación  aprobada  por  el  juez  ó  Tri- 
bunal. 

3.°  Los  derechos  de  pilot.aje,  tonelaje  y  los 
de  mar  ú  otros  de  puertos,  justificados  con  cer- 
tificaciones bastantes  de  los  jefes,  encargados 
de  la  recaudación. 

4."  Los  salarios  de  los  depositarios  y  g'uar- 
das  del  buque  y  cualquier  otro  gasto  aplicado 
á  su  conservación  desdo  la  entrada  en  el  puer- 
to hasta  la  venta,  que  resulten  satisfechos  ó 
adeudados  en  virtud  de  cuenta  justificada  y 
aprobada  por  el  juez  ó  Tribunal. 

5.°  El  rtlipiiler  del  almacén  donde  se  hubie- 
ren custodiado  el  aparejo  y  pertrechos  del  bu- 
que, según  contrato. 

6."  Los  sueldos  debidos  al  capitán  y  tripu- 
lación en  su  Vxltimo  viaje,  los  cuales  se  com- 
probarán mediante  liquidación  que  se  hag'a 
en  vista  de  los  roles  y  de  los  libros  de  cuenta 
y  razón  del  buque,  aprobada  por  el  jefe  del 
ramo  de  marina  mercante,  donde  lo  hubiere, 
y  en  su  defecto,  por  el  cónsul  ó  juez  ó  Tri- 
bunal. 

7."  El  reembolso  de  los  efectos  del  carga- 
mento que  hubiere  vendido  el  capitán  para  re- 
parar el  buque,  siempre  que  la  venta  consto 
ordenada  por  auto  judicial  celebrado  con  las 
formalidades  exigidas  en  tales  casos,  y  anota- 
da en  la  certificación  de  inscripción  del  bui|ue. 


8.°  La  parte  del  precio  qiie  no  hubiere  sido 
satisfecha  al' último  vendedor,  los  créditos 
]iendientes  de  pag'o  por  materiales  y  mano  de 
obra  de  la  construcción  del  buqiie,  cuando  no 
hubiere  navegado,  y  los  provinientes  de  repa- 
rar y  equipar  el  buque  y  de  proveerle  de  vive- 
res  y  combustible  en  el  último  viaje. 

Para  gozar  de  esta  preferencia  los  créditos 
contenidos  en  el  presente  número,  deberán 
constar  por  contrato  inscrito  en  el  Registro 
mercantil,  ó  si  fueren  de  los  contraídos  para 
el  buque  estando  en  viaje  y  no  habiendo  re- 
gresado al  puerto  do  su  matricula,  estarlo  con 
la  autorización  requerida  para  tales  casos,  y 
anotados  en  la  certificación  de  inscripción  del 
mismo  buque. 

9."  Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  so- 
bre el  casco,  quilla,  aparejo  y  pertrechos  del 
buque  antes  de  su  salida,  justificadas  con  los 
contratos  otorgados  según  derecho  y  anotados 
en  el  Registro  mercantil;  las  que  hubiere  to- 
mado durante  el  viaje  con  la  autorización  ex- 
presada en  el  núuuu'o  anterior,  llenando  igua- 
les requisitos,  y  la  prima  del  seguro  acredi- 
tada con  la  póliza  del  contrato  ó  certificación 
sacada  de  los  libros  del  corredor. 

10.  La  indemnización  debida  á  los  carga- 
dores por  el  valor  de  los  géneros  embarcados 
que  no  se  hubieren  entregado  á  los  consigna- 
tarios, ó  por  averías  sufridas  de  que  sea  res- 
ponsable el  buque,  siempre  que  una  y  otras 
consten  en  sentencia  judicial  ó  arbitral. 

Art.  581.  Si  el  producto  de  la  venta  no  al- 
canzare A  pagar  á  todos  los  acreedores  com- 
prendidos en  un  mismo  número  ó  g'rado,  el  re- 
manente se  repartirá  entre  ellos  á  prorrata. 

Art.  582.  Otorgada  é  inscrita  en  el  Regis- 
tro mercantil  la  escritura  de  venta  judicial  he- 
cha en  pública  subasta,  so  reputarán  extin- 
guidas todas  las  demás  responsabilidades  del 
buque  en  favor  de  los  acreedores. 

Pero  si  la  venta  fuere  voluntaria  y  se  hu- 
biere hecho  estando  en  viaje,  los  acreedores 
conservarán  sus  derechos  contra  el  buque  has- 
ta que  regrese  al  ¡luerto  de  matrícula,  y  tres 
meses  después  de  la  inscripción  de  la  venta  en 
el  Registro,  ó  del  regreso. 

Art.  583.  Si  encontrándose  en  viaje  nece- 
sitare el  capitán  contraer  alguna  ó  algunas  de 
las  obligaciones  expresadas  en  los  núms.  8."  y 
0."  del  art.  ó.sO,  acudirá  al  juez  ó  Tribunal,  si 
fuese  en  territorio  español,  y  si  no,  al  cónsul  de 
España,  caso  de  haberlo,  y  en  su  defecto,  al 
juez  ó  Tribunal  ó  autoridad  local  correspon- 
diente, presentando  la  certificación  de  la  hoja 
de  inscripción  de  que  trata  el  art.  612,  y  los 
documentos  que  acrediten  la  obligación  con- 
traída. 

El  juez  ó  Tribunal,  el  cónsul  ó  la  autoridad 
local  en  su  caso,  en  vista  del  resultado  del 
expediente  instruido,  harán  en  la  certificación 
la  anotación  provisional  de  su  resultado,  para 
que  se  formalice  en  el  Registro  cuando  el  bu- 
q\ie  llegue  al  puerto  de  su  matricula,  ó  para 
ser  admitida  como  legal  y  preferente  obliga- 
ción en  el  caso  de  venta  antes  de  su  regreso, 
por  haberse  vendido  el  buque  á  causa  de  la  de- 
claración do  incapacidad  para  navegar. 

La  omisión  de  esta  formalidad  impondrá  al 
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capitán  la  responsabilidad  personal  de  los  cré- 
ditos perjudicados  por  su  causa. 

Art.  584.  Los  buques  afectos  A  la  responsa- 
bilidad de  los  créditos  expresados  en  el  arti- 
culo 580,  podrán  ser  embargados  y  vendidos 
judicialmente ,  en  la  forma  prevenida  en  el 
art.  579,  en  el  puerto  en  que  se  encuentren,  á 
instancia  de  cualquierade  los  acreedores;  pero 
si  estuvieren  cargados  y  despachados  para  ha- 
cerse k  la  mar,  no  podrá  verificarse  el  embar- 
go sino  )ior  deudas  contraídas  para  aprestar 
y  avituallar  el  buque  en  aquel  mismo  viaje,  y 
aun  entonces  cesará  el  embargo  si  cualquier 
interesado  en  la  expedición  diese  fianza  de  que 
regresará  el  buque  dentro  del  plazo  fijado  en 
la  patente,  obligándose,  en  caso  contrario, 
aunque  fuere  fortuito,  á  satisfacer  la  deuda 
en  cuanto  sea  legitima. 

Por  deudas  de  otra  clase  cualquiera,  no 
comprendidas  en  el  citado  art.  580,  sólo  podrá 
ser  embargado  el  buque  en  el  puerto  de  su 
matricula. 

Art.  585.  Para  todos  los  efectos  del  dere- 
cho sobre  los  que  no  se  hiciere  modiñcación  ó 
restricción  por  los  preceptos  de  este  Código, 
seguirán  los  buques  su  condición  de  bienes 
muebles. 
TÍT.  II.— De  las  personas  que  intervienen  en  el 

COMERCIO   marítimo. 

SECCIÓN  1.*— De  los  propietarios  del  buqiie  y  de  los 
navieros  '. 

Art.  586.  El  propietario  del  buque  y  el  na- 
viero serán  civilmente  responsables  de  los 
actos  del  capitán  y  de  las  obligaciones  contraí- 
das por  éste  para  reparar,  habilitar  y  avitua- 
llar el  buque,  siempre  que  el  acreedor  justifi- 
que que  la  cantidad  reclamada  se  invirtió  en 
beneficio  del  mismo. 

Se  entiende  por  naviero  la  persona  encar- 
gada de  avituallar  ó  representar  el  buque  en 
el  puerto  en  que  se  halle. 

Art.  587.  El  naviero  será  también  civil- 
mente responsable  de  las  indemnizaciones  en 
favor  de  tercero,  á  que  diere  lugar  la  conduc- 
ta del  capitán  en  la  custodia  de  los  efectos  que 
carg'ó  en  el  buque;  pero  podrá  eximirse  de  ella 
haciendo  abandono  del  buque  con  todas  sus 
pertenencias,  y  de  los  fletes  qae,  hubiere  de- 
vengado en  el  viaje. 

Art.  588.  Ni  el  propietario  del  buqiie  ni  el 
naviero  responderán  de  las  obligaciones  que 
hubiere  contraído  el  capitán,  si  éste  se  exce- 
diere de  las  atribuciones  y  facultades  que  le 
correspondan  por  razón  de  su  carg'o  ó  le  fue- 
ron conferidas  por  aquéllos. 

No  obstante,  si  las  cantidades  reclamadas  se 
invirtieron  en  beneficio  del  buque,  la  respon- 
.sabilidad  será  de  su  propietario  ó  naviero. 


^  Propietarios  de  buques  y  navieros. — Las  disposi- 
ciones del  nuevo  Cádiqo  sobre  esta  vixteria,  tienen  por  ob- 
eto  resolver  las  varias  dudas  d  que  dan  motivo  los  pre- 
ceptos del  a  ni  iyuo  acerca  déla  naturaleza  jurídica  que 
r<',spectivauienfe  ostentan  en  el  comercio  marítimo,  las 
personas  a  quienes  pertenece  el  dominio   de  la   nave,  y 

■  tquellas  que  tienen  su  exclusiva  administración,  así  como 
tas  reglas  por  que  se  debe  gobernar  la  asociación  que  pro- 

■  hice  el  condominio  de  un  buque  entre  los  copartícipes; 
tiudas  cuya  resolución  se  procura,  inspirándose  en  los 
verdaderos  principios  del  derecho  y  en  la  vida  real  del 
coTTtercio. 


Art.  589.  Si  dos  ó  más  personas  fueren  par- 
ticipes en  la  propiedad  de  un  buque  mercan- 
te, se  presumirá  constituida  una  compañiapor 
los  copropietarios. 

Esta  compañía  sé  regirá  por  los  acuerdos  de 
la  mayoría  de  sus  socios. 

Constituirá  mayoría  la  relativa  de  los  socios 
votantes. 

Si  los  partícipes  no  fueren  más  de  dos,  deci- 
dirá la  divergencia  de  parecer,  en  su  caso,  el 
voto  del  mayor  participe.  Si  son  iguales  las 
participaciones,  decidirá  la  suerte.  •'- 

La  representación  de  la  parte  menor  que 
haya  en  la  propiedad,  tendrá  derecho  á  un 
voto;  y  proporcionalraente  los  demás  copro- 
pietarios tantos  votos  como  partes  iguales  á  la 
menor. 

Por  las  deudas  particulares  de  un  participe 
en  el  buque,  no  podrá  ser  éste  detenido,  em- 
bargado ni  ejecutado  en  su  totalidad,  sino  que 
el  procedimiento  se  contraerá  á  la  porción  que 
en  el  buque  tuviere  el  deudor,  sin  poner  obs- 
táculo á  la  navegación. 

Art.  590.  Los  copropietarios  de  iin  buque 
serán  civilmente  responsables,  en  la  propor- 
ción de  su  haber  social,  á  las  resultas  de  los 
actos  del  capitán,  de  que  habla  el  art.  587. 

Cada  copropietario  podrá  eximirse  de  esta 
responsabilidad  por  el  abandono  ante  notario 
de  la  parte  de  propiedad  del  buque  que  le  co- 
rresponda. 

Art.  591.  Todos  los  copropietarios  queda- 
rán obligados,  en  la  proporción  de  su  respec- 
tiva propiedad,  á  los  gastos  de  reparación  del 
buqvie  y  á  los  demás  que  se  lleven  á  cabo  en 
virtud  de  acuerdo  de  la  mayoría. 

Asimismo  responderán  en  igual  proporción 
á  los  gastos  de  mantenimiento,  equipo  y  per- 
trechamiento del  buque,  necesarios  para  la  na- 
vegación. 

Art.  592.  Los  acuerdos  de  la  mayoría  res- 
pecto á  la  reparación,  equipo  y  avitualla- 
miento del  buque  en  el  puerto  de  salida,  obli- 
g-arán  á  la  minoría,  á  no  ser  que  los  socios  en 
minoría  renuncien  á  su  participación,  que  de- 
berán adquirir  los  demás  copropietarios,  pre- 
via tasación  judicial  del  valor  de  la  parte  ó 
partes  cedidas. 

También  serán  oblig'atorios  para  la  minoria 
los  acuerdos  de  la  mayoría  sobre  disolución 
de  la  compañía  y  venta  del  buque. 

La  venta  del  buque  deberá  verificarse  en 
pública  subasta,  con  sujeción  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  no 
ser  que  por  unanimidad  convengan  en  otra 
cosa  los  copropietarios,  quedando  siempre  á 
salvo  los  derechos  de  tanteo  y  retracto  consig- 
nados en  el  art.  575. 

Art.  593.  Los  propietarios  de  un  buque 
tendrán  preferencia  en  su  fletamento  sobre  los 
que  uo  lo  sean,  en  ig'ualdad  de  condiciones  y 
precio.  Si  concurrieseu  dos  ó  más  de  ellos  á  re- 
clamar este  derecho,  será  preferido  el  que  ten 
ga  mayor  participación;  y  si  tuvieren  la  mis- 
ma decidirá  la  suerte. 

Art.  594.  Los  socios  copropietarios  elegirán 
el  gestor  que  haya  de  representarlos  con  el 
carácter  de  naviero. 
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El  uombramiento  de  director  ó  naviero  será 
revocable  á  voluntad  de  los  asociados. 

Art.  595.  El  naviero,  ya  sea  al  mismo  tiem- 
po propietario  del  buque,  ó  ya  gestor  de  tiu 
propietario  ó  de  una  asociación  de  copropie- 
tarios, deberá  tener  aptitud  para  comerciar  y 
hallarse  inscrito  en  la  matricula  de  comer- 
ciantes de  la  provincia. 

El  naviero  representará  la  propiedad  del  bu- 
que, y  podrá,  en  nombre  propio  y  con  tal  ca- 
rácter, gestionar  judicial  y  extrajudicialmen- 
te  cuanto  interese  al  comercio. 

Art.  596.  El  naviero  podrá  desempeñar  las 
funciones  de  capitán  del  buque,  con  sujeción, 
en  todo  caso,  á  lo  dispuesto  en  el  art.  600. 

Si  dos  ó  más  copropietarios  solicitaren  para 
sí  el  cargo  de  capitán,  decidirá  la  discordia  el 
^  oto  de  los  asociados;  y  si  de  la  votación  re- 
sultare empate,  se  resolverá  en  favor  del  co 
propietario  que  tuviere  mayor  participación 
eu  el  buque. 

Si  la  participación  de  los  pretendientes  fue- 
re ig'ual  y  hubiere  empate,  decidirá  la  suerte. 

Art.  597.  El  naviero  elegirá  y  ajustará  al 
capitán  y  contratará  eu  nombre  de  los  propie- 
tarios, los  cuales  quedarán  obligados  en  todo 
lo  que  se  refiera  á  reparaciones,  pormenor  de 
la  dotación,  armamento,  provisiones  de  víve- 
res y  combustible  y  fletes  del  buque,  y,  en  ge- 
neral, á  cuanto  concierna  á  las  necesidades  de 
la  navegación. 

Art.  598.  El  naviero  no  podrá  ordenar  un 
nuevo  viaje,  ni  ajustar  para  él  nuevo  flete,  ni 
asegurar  el  buque,  sin  autorización  de  su  pro- 
pietario ó  acuerdo  de  la  mayoría  de  los  copro- 
pietarios, salvo  si  en  el  acta  de  su  nombra- 
miento se  le  hubieren  concedido  estas  facul- 
tades. 

Si  contratare  el  seguro  sin  autorización 
para  ello,  responderá  subsidiariamente  de  la 
solvencia  del  asegurador. 

Art.  599.  El  naviero  gestor  de  una  asocia- 
ción rendirá  cuenta  á  sus  asociados  del  resul- 
tado de  cada  viaje  del  buque,  sin  perjuicio  de 
tener  siempre  á  disposición  de  los  mismos  los 
libros  y  la  correspondencia  relativa  al  buque 
y  á  sus  expediciones. 

Art.  600.  Aprobada  la  cuenta  del  naviero 
gestor  por  mayoría  relativa,  los  copropietarios 
satisfarán  la  parte  de  gastos  proporcional  á  su 
participación,  sin  perjuicio  de  las  acciones  ci- 
viles ó  criminales  que  la  minoría  crea  deber 
entablar  posteriormente. 

Para  hacer  efectivo  el  pag'O,  los  navieros 
g-estores  tendrán  la  acción  ejecutiva,  que  se 
despachará  en  virtud  del  acuerdo  de  la  mayo- 
ría, y  sin  otro  trámite  que  el  reconocimiento 
de  las  Armas  de  los  que  votaron  el  acuerdo. 

Art.  601.  Si  hubiere  beneficios,  los  copro- 
pietarios podrán  reclamar  del  naviero  gestor 
el  importe  correspondiente  á  su  participación 
por  acción  ejecutiva,  sin  otro  requisito  que  el 
reconocimiento  de  las  firmas  del  acta  de  apro- 
bación de  la  cuenta. 

Art.  602.  El  naviero  indemnizará  al  capi- 
tán de  todos  los  gastos  que  con  fondos  pro- 
pios ó  ajenos  hubiere  hecho  en  utilidad  del 
buque. 

Art.  603.     Antes  de  hacerse  el  buque  á  la 


mar,  podrá  el  naviero  despedir  á  su  arbitrio  al 
capitán  é  individuos  de  la  tripulación  cuyo 
ajuste  no  tenga  tiempo  ó  viaje  determinado, 
pagándoles  los  STieldos  devengados  según  sus 
contratas,  y  sin  indemnización  alguna,  á  no 
mediarsobre  ello  pacto  expreso  y  determinado. 

Art.  604.  Si  el  capitán  ú  otro  individuo  de 
la  tripulación  fueren  despedidos  durante  el 
viaje,  percibirán  su  salario  hasta  que  regre- 
sen al  puerto  donde  se  hizo  el  ajuste,  á  menos 
que  hubiere  justo  motivo  para  la  despedida, 
todo  con  arreglo  á  los  arls.  tíSG  y  siguientes 
de  este  Código. 

Art.  605.  Si  los  ajustes  del  capitán  é  indi- 
viduos de  la  tripulación  con  el  naviero  tuvie- 
ren tiempo  ó  viaje  determinado,  no  podrán  ser 
despedidos  hasta  el  cumplimiento  de  sus  con- 
tratos, sino  por  causa  de  insubordinación  en 
materia  grave;  robo,  hurto,  embriaguez  habi- 
tual, ó  perjuicio  causado  al  buque  ó  á  su  car- 
gamento por  malicia  ó  negligencia  manifiesta 
ó  probada. 

Art.  606.  Siendo  copropietario  del  buque  el 
capitán,  no  podrá  ser  despedido  sin  que  el  na- 
viero le  reintegre  del  valor  de  su  porción  so- 
cial, que,  en  defecto  de  convenio  de  las  par- 
tes, se  estimará  por  peritos  nombrados  en  la 
forma  que  establece  la  ley  de  Enj.  civil. 

Art.  607.  Si  el  capitán  copropietario  hu- 
biere obtenido  el  mando  del  buque  por  pacto 
especial  expreso  en  el  acta  de  la  sociedad,  no 
podrá  ser  privado  de  su  cargo  sino  por  las 
camisas  comprendidas  en  el  art.  60.5. 

Art.  608.  En  caso  de  venta  voluntaria  del 
buque,  caducará  todo  contrato  entre  el  na- 
viero y  el  capitán,  reservándose  á  éste  su  de- 
recho á  la  indemnización  que  le  corresponda, 
según  los  pactos  celebrados  con  el  naviero. 

El  buque  vendido  quedará  afecto  á  la  segu- 
ridad del  pago  de  dicha  indemnización,  si, 
después  de  haberse  dirigido  la  acción  contra  el 
vendedor,  resultare  éste  insolvente. 

SEC.  2.*^ — I>e  los  capitanes  y  de  los  patrones 
de  buque. 

Art.  609.  Los  capitanes  y  patrones  deberán 
ser  españoles, tener  aptitud  legal  para  obligar- 
se con  arreglo  á  este  Códig'O,  hacer  constarla 
pericia,  capacidad  y  condiciones  necesarias 
para  mandar  y  dirigir  el  buque,  segúu  esta- 
blezcan las  leyes.  Ordenanzas  ó  reglamentos 
de  marina  ó  naveg'ación,  y  no  estar  inhabili- 
tados con  arreglo  á  ellos  para  el  ejercicio  del 
cargo. 

Si  el  dtieño  de  un  buque  quisiere  ser  .su  ca- 
pitán careciendo  de  aptitud  legal  para  ello,  se 
limitará  á  la  administración  económica  del 
buque  y  encomendará  la  navegvacióu  á  quieu 
tenga  la  aptitud  que  exigen  dichas  Ordenan- 
zas y  reglamentos. 

Art.  610.  Serán  inherentes  al  cargo  de  ca- 
pitán ó  patrón  de  buque  las  facultades  si- 
guientes : 

1.'^  Nombrar  ó  contratar  la  tripulación  en 
ausencia  del  naviero,  y  hacer  la  propuesta  de 
ella  estando  presente,  pero  sin  que  el  naviero 
pueda  imponerle  ningiin  individuo  contra  su 
expresa  negativa. 

2."    Mandar  la  tripulación  y  dirigir  el  bu- 
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que  al  puerto  de  su  destino,  coufornie  A  las 
instrucciones  que  hubiese  recibido  del  na- 
viero. 

3."  Imponer  con  sujeción  á  los  contratos  y 
á  las  leyes  y  reglamentos  de  la  marina  mer- 
cante, y  estando  á  bordo,  penas  correccionales 
á  los  que  dejen  de  cumplir  sus  órdenes  ó  falten 
A  la  disciplina,  instruyendo,  sobre  los  delitos 
cometidos  A  bordo  en  la  mar,  la  correspon- 
diente sumaria,  que  entregarA  A  las  autorida- 
des que  de  ella  deban  conocer,  eu  el  primer 
puerto  A  que  arribe. 

4."  Contratar  el  fletameuto  del  buque  en 
ausenciadelnaviero  ó  su  consignatario,  obran- 
do conforme  á  las  instrucciones  recibidas  y 
procurando  con  exquisita  dilig-encia  por  los 
intereses  del  propietario. 

5.'^  Tomar  todas  las  disposiciones  conve- 
nientes para  conservar  el  buque  bien  provisto 
y  pertrechado,  comprando  al  efecto  lo  que 
fuere  necesario,  siempre  que  no  haya  tiempo 
de  pedir  instrucciones  al  naviero. 

6  "  Disponer  en  ig'uales  casos  de  urg-encia, 
estando  eu  viaje,  las  reparaciones  en  el  casco 
y  niAquiuas  del  buque  y  su  aparejo  y  pertre- 
chos que  sean  absolutamente  precisas  para 
qxxe  pueda  continuar  y  concluir  su  viaje;  pero 
si  lleg'ase  A  un  punto  en  que  existiese  consig- 
natario del  buque,  obrarA  de  acuerdo  con  éste. 

Art.  611.  Para  atender  A  las  oblig'aciones 
mencionadas  en  el  articulo  anterior,  el  capi- 
tán, cuaiulo  lio  tuviere  fondos  ni  esperase  re- 
cibirlos del  naviero,  se  los  procurará  segúu  el 
orden  sucesivo  qiie  se  expresa: 

1.°  Pidiéndolos  A  los  consignatarios  del 
buque  ó  corresponsales  del  naviero. 

2."  Acudiendo  A  los  consignatarios  de  la 
carga  ó  A  los  interesados  en  ella. 

3.°     Librando  sobre  el  naviero. 

4.°  Tomando  la  cantidad  precisa  por  medio 
de  préstamo  A  la  gruesa. 

5.°  Vendiendo  la  cantidad  de  carga  que 
bastare  A  cubrir  la  suma  absolutamente  indis- 
pensable para  reparar  el  buque  y  habilitarle 
para  seguir  su  viaje. 

En  estos  dos  últimos  casos  habrA  de  acudir 
A  la  autoridad  judicial  del  puerto,  siendo  en 
España,  y  al  cónsul  español,  hallAndose  en  el 
extranjero;  y  en  donde  no  le  hubiere,  A  la  au- 
toridad local,  procediendo  con  arreglo  A  lo 
dispuesto  en  el  art.  583  y  á  lo  establecido  eu 
la  ley  de  Enj.  civil. 

Art.  612.  SerAn  inherentes  al  cargo  de  ca- 
pitAn  las  oblig'aciones  que  siguen: 

!."•  Tener  A  bordo,  antes  de  emprender  el 
viaje,  uu  inventario  detallado  del  casco,  má- 
quinas, aparejo,  pertrechos,  resjietos  y  deniAs 
pertenencias  del  buque;  la  patente  Real  ó  de 
naveg'ación;  el  rol  de  los  individuos  que  com- 
ponen la  dotación  del  buque  y  las  contratas 
con  ellos  celebradas;  la  lista  de  pasajeros,  la 
patente  de  sanidad,  la  certificación  del  Regis- 
tro que  acredite  la  propiedad  del  buque  y  to- 
das las  obligaciones  que  hasta  aquella  fecha 
pesaran  sobre  él;  los  contratos  de  fletameuto  ó 
copias  autorizadas  de  ellos,  los  conocimientos 
ó  guías  de  la  carga,  y  el  acta  de  la  visita  ó  re- 
conocimiento pericial,  si  se  hubiere  practicado 
«u  el  puerto  de  salida. 


2."  Llevar  A  bordo  un  ejemplar  de  este  Có-  i' 
digo.  ^ 

3."  Tener  tres  libros  foliados  y  sellados,  * 
debiendo  poner  al  principio  de  cada  uno  nota  ? 
expresiva  del  niiniero  de  folios  que  contenga,  '« 
firmada  por  la  autoridad  de  marina,  y  en  su  í 
defecto,  por  la  autoridad  competente.  í. 

En  el  primer  libro,  que  se  denominarA  «dia,- 
rio  de  naveg-acióu»,  anotar  A  dia  por  dia  el  es- 
tado de  lA  atmósfera,  los  vientos  que  reinen, 
los  rnmbos  que  se  hacen,  el  aparejo  que  se  ' 
lleva,  la  fuerza  de  las  máquinas  con  que  se 
navegue,  las  distancias  navegadas,  las  manio- 
bras que  se  ejecuten  y  demás  accidentes  de  la 
navegación;  anotará  también  las  averias  que 
sufra  el  buqlip  en  su  casco,  máquinas,  apare- 
jo y  pertrechos,  cualquiera  que  sea  la  causa 
que  las  origine,  asi  como  los  desperfectos  y 
averias  que  experimente  la  carga,  y  los  efec- 
tos é  importancia  de  la  echazón,  si  ésta  ocu- 
rriera; y  eu  los  casos  de  resolución  g-rave  que 
exija  asesorarse  ó  reunirse  en  junta  á  los  ofi- 
ciales de  la  nave  y  aun  á  la  tripulación  y  pasa- 
jeros, anotarálos  acuerdos  que  se  tomen.  Para 
las  noticias  indicadas  se  servirá  del  cuaderna 
de  bitácora  y  del  de  vapor  ó  mácjuinas  que  lle- 
va el  maquinista. 

En  el  segundo  libro,  denominado  «de  conta- 
bilidad», registrará  todas  las  partidas  que  re- 
caude y  pague  por  cuenta  del  buque,  anotan- 
do con  toda  especificación,  articulo  por  articu- 
lo, la  procedencia  de  lo  recaudado  y  lo  inver- 
tido en  vituallas,  reparaciones,  adquisición  ■ 
de  pertrechos  ó  efectos,  víveres,  combustible, 
aprestos,  salarios  y  demás  gastos,  de  cual- 
quiera clase  que  sean.  Además  insertarA  la 
lista  de  todos  los  individuos  de  la  tripulación, 
expresando  sus  domicilios,  sus  sueldos  y  sa- 
larios y  lo  que  hubieren  recibido  á  cuenta,  asi 
directamente  como  por  entreg'a  á  sus  familias. 

En  el  tercer  libro,  titulado  «de  cargamen- 
tos», anotará  la  entrada  y  salida  de  todas  las 
mercaderías,  con  expresión  de  las  marcas  y 
bultos,  nombres  de  los  carg'adores  y  consig-- 
natarios,  puertos  de  carga  y  descarga  y  los 
fletes  que  devenguen.  En  este  mismo  libro 
inscribirá  los  nombres  y  procedencia  de  los 
pasajeros,  el  número  de  bultos  de  sus  equipa- 
jes y  el  importe  de  los  pasajes. 

4.*  Hacer,  antes  de  recibir  carg'a,  con  los 
oficiales  de  la  tripulación  y  dos  peritos,  si  lo 
exigieren  los  carg'adores  y  pasajeros,  un  re- 
conocimiento del  buque,  para  conocer  si  se 
halla  estanco  con  el  aparejo  y  mácjuinas  eu 
buen  estado  y  con  los  pertrechos  necesarios 
para  una  buena  navegación,  conservando  cei'- 
tificación  del  acta  de  esta  visita,  firmada  por 
todos  los  que  la  hubieren  hecho,  bajo  su  res- 
ponsabiHdad. 

Los  peritos  serán  nombrados,  uno  por  el  ca- 
pitán del  buque  y  otro  por  los  que  pidan  su 
reconocimiento,  y  en  caso  de  discordia,  nom- 
brará un  tercero  la  autoridad  de  marina  del 
puerto. 

5."  Permanecer  constantemente  en  su  bu- 
que con  la  tripulación  mientras  se  recibe  á 
bordo  la  carga,  y  vig'ilar  cuidadosamente  su 
estiva;  no  consentir  que  se  embarque  ninguna 
mercancía  ó  materias  de  carácter  peligroso. 
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como  las  sustancias  iuíiamables  ó  explosivas, 
siu  las  precauciones  que  están  reeoniendadas 
para  sus  envases  y  manejo  y  aislamiento;  no 
permitir  que  se  lleve  sobre  cubierta  carg-a  al- 
guna que  por  su  disposición,  volumen  ó  peso 
dificulte  las  maniobras  marineras  y  pueda 
comprometer  la  seguridad  de  la  na\e;  y  en  el 
caso  de  que  la  naturaleza  de  las  mercancías, 
la  índole  especial  de  la  expedición,  y  princi 
pálmente  la  estación  favorable  en  que  aqué- 
lla se  emprenda,  permitieran  conducir  sobre 
bre  cubierta  alg'una  carga,  deberá  oir  la  opi- 
nión de  los  oíifiales  del  buque  y  contar  con  la 
•'anuencia  de  los  cargadores  y  del  naviero. 

6.^  Pedir  práctico  á  costa  del  buque  en  to- 
das las  circunstancias  que  lo  requieran  las  ne- 
cesidades de  la  navegación,  y  más  principal- 
mente cuando  haya  de  entrar  en  puerto,  ca- 
nal ó  río,  ó  tomar  una  rada  ó  fondeadero  que 
ni  él  ni  los  oficiales  y  tripulantes  del  buque 
conozcan. 

7.'^  Hallarse  sobre  cubierta  en  las  recala- 
das y  tomar  el  mando  en  las  entradas  y  sali- 
■  das  de  puertos,  canales,  ensenadas  y  ríos,  á 
menos  de  no  tener  A  bordo  práctico  en  el  ejer- 
cicio de  .sus  funciones.  No  deberá  pernoctar 
fuera  del  buque  sino  por  motivo  grave  ó  por 
razón  de  oficio. 

8.'^  Presentarse,  así  que  tome  puerto  por 
arribada  forzosa,  á  laautoridad  marítima  sien- 
do en  España,  y  al  cónsul  español,  siendo  en 
el  extranjero,  antes  de  las  veinticuatro  horas, 
y  hacerle  una  declaración  del  nombre,  matrí- 
cula y  procedencia  del  buque,  de  su  carg'a  y 
motivo  de  arribada,  cuya  declaración  visarán 
la  autoridad  ó  el  cónsul,  si  después  de  exami- 
nada la  encontraren  aceptable,  dándole  la  cer- 
tificación oportuna  para  acreditar  su  arribo  y 
los  motivos  que  lo  originaron.  A  falta  de  au- 
toridad maritima  ó  de  cónsul,  la  declaración 
deberá  hacerse  ante  la  autoridad  local. 

9.'''  Practicar  las  gestiones  necesarias  ante 
la  autoridad  competente,  para  hacer  constar 
en  la  certificación  del  Registro  mercantil  del 
buque  las  obligaciones  que  contraiga  confor- 
me al  art.  583. 

10.  Poner  á  buen  recaudo  y  custodia  todos 
lo.s  papeles  y  pertenencias  del  individuo  de  la 
tripulación  que  falleciere  en  el  buque,  l'orman- 
do  inventario  detallado  con  asistencia  de  los 
testigos  pasajeros,  ó,  en  su  defecto,  tripu- 
lantes. 

11.  Ajiistar  su  conducta  á  las  reglas  y  pre- 
ceptos contenidos  en  las  instrucciones  del  na- 
viero, quedando  responsable  de  cuanto  hicie- 
re en  contrario. 

12.  Dar  cuenta  al  naviero,  desde  el  puerto 
donde  arribe  el  buque,  del  motivo  de  su  llega- 
da, aprovechand'i  la  ocasión  que  le  presten  los 
semáforos,  telégrafos,  correos,  etc.,  según  los 
casos;  poner  en  su  noticia  la  carga  que  hubie- 
re reciliido,  con  especificación  del  nombre  y 
domicilio  de  los  cargadores,  fletes  que  deven- 
guen y  cantidades  que  hubiere  tomado  á  la 
gTuesa;  avisarle  su  salida  y  cuantas  operacio- 
nes y  datos  puedan  interesar  á  aquél. 

.    13.     Observar  las  reglas  sobre  luces  de  si- 
tuación y  maniobras  para  evitar  abordajes. 
14.    Permanecer  á  bordo,  en  caso  de  peli- 


gro del  buque,  hasta  perder  la  iiltiina  espe- 
ranza de  salvarlo,  y  antes  de  abandonarlo  oir 
á  los  oficiales  de  la  tripulación,  estando  á  lo 
que  decida  la  mayoría;  y  si  tuviere  que  refu- 
giarse en  el  bote,  procurará  ante  todo  llevar 
consigo  los  libros  y  papeles,  y  luego  los  obje- 
tos de  más  valor,  debiendo  justificar,  en  caso 
de  pérdida  de  libros  y  papeles,  que  hizo  cuan- 
to pudo  para  salvarlos. 

15.  En  caso  de  naufragio,  presentar  pro- 
testa en  forma,  en  el  primer  puerto  de  arriba- 
da, ante  la  autoridad  com|ieteiite  ó  cónsul  es- 
pañol, antes  de  las  veinticuatro  horas,  especi- 
ficando en  ella  todos  los  accidentes  del  nau- 
fragio, conforme  al  caso  S."  de  este  articulo. 

16.  Cumplir  las  obligaciones  que  impusie- 
ren las  leyes  y  los  reglamentos  de  navega- 
ción, aduanas,  sanitlad  ú  otros. 

Art.  613.  El  capitán  que  navegare  á  flete 
común  ó  al  tercio ,  no  podrá  hacer  por  su 
cuenta  negocio  alguno  separado;  y  si  lo  hicie- 
re, la  utilidad  que  resulte  pertenecerá  á  los 
demás  interesados,  y  las  pérdidas  cederán  en 
su  perjuicio  jiarticnlar. 

Art.  614.  El  capitán  que,  habiendo  concer- 
tado un  viaje,  dejare  de  cum]il¡r  su  empeño 
siu  mediar  accidente  fortuito  ó  caso  de  fuerza 
mayor  que  se  lo  impida,  indemnizará  todos  los 
daños  que  por  esta  crtusa  irrogue,  siu  perjui- 
cio do  las  sanciones  penales  á  que  hubiere 
lugar. 

Art.  615.  Sin  consentimiento  del  naviero, 
el  capitán  no  podrá  hacerse  sustituir  por  otra 
persona,  y  si  lo  hiciere,  además  de  quedar 
responsable  de  todos  los  actos  del  sustituto,  y 
obligado  á  las  indemnizaciones  expresadas  en 
el  artículo  anterior,  podrán  ser  uno  y  otro 
destituidos  por  el  naviero. 

Art.  616.  Si  se  consumieran  las  provisiones 
y  combustibles  del  buque  antes  de  llegar  al 
puerto  de  su  destino,  el  capitán  dispondrá,  de 
acuerdo  con  los  oficiales  del  mismo,  arribar  al 
más  inmediato,  para  reponerse  de  uno  y  otro; 
pero  si  hubiera  á  bordo  personas  que  tuviesen 
víveres  de  su  cuenta,  podrá  oblig-arles  á  qne 
loseutreg'uen  para  el  consumo  común  de  cuan- 
tos se  hallen  á  bordo,  abonando  su  importe  en 
el  acto,  ó,  á  lo  más,  en  el  primer  puerto  don- 
de arribare. 

Art.  617.  El  capitáu  no  podrá  tomar  dine- 
ro á  la.gruesa  sobre  el  cargamento;  y  si  lo  hi- 
ciere, será  ineficaz  el  contrato. 

Tampoco  podrá  tomarlo  para  sus  propias 
negociaciones  sobre  el  buque,  sino  por  la  par- 
te de  queíuere  propietario,  siempre  que  ante- 
riormente no  hubiere  tomado  gruesa  alguna 
sobre  la  tofcilidad,  ni  exista  otro  género  de 
empeño  ú  oblig-ación  á  cargo  del  buque.  Pu- 
diendo  tomarlo,  deberá  expresar  necesaria- 
mente cuál  sea  su  participación  en  el  buque. 

En  caso  de  contravención  á  este  artículo  se- 
rán de  cargo  privativo  del  capitán  el  capital, 
réditos  y  costas,  y  el  naviero  podrá  además 
despedirle. 

Art.  618.  El  capitán  será  responsable  ci- 
vilmente para  con  el  naviero,  y  éste  para  con 
los  terceros  que  hubieren  contratado  con  él  ': 


La  doctrina  antigua  sobre  irresponsabilidad  del  na- 


808 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (Cód.  de  1885.— Lih.  111,  tit.  11.) 


1."  De  todos  los  daños  que  sobre viiiiei-en 
al  buque  y  su  cargamento  por  impericia  ó  des- 
cuido de  su  parte.  Si  hubiere  mediado  delito  ó 
falta,  lo  será  con  arreg-lo  al  Código  penal. 

2.'^  De  las  sustracciones  y  latrocinios  que 
se  cometieren  por  la  tripulación,  salvo  su  de- 
recho k  repetir  contra  los  culpables. 

3."  De  las  pérdidas,  multas  y  confiscacio- 
nes que  se  impusieren  por  contravenir  á  las 
leyes  y  reglamentos  de  aduanas,  policía,  sani- 
dad y  navegación. 

4."  De  los  daños  y  perjuicios  que  se  causa- 
ren por  discordias  que  se  susciten  en  el  buque 
ó  por  faltas  cometidas  por  la  tripulación  en  el 
servicio  y  defensa  del  mismo,  si  no  probare 
que  usó  oportunamente  de  toda  la  extensión 
de  su  autoridad  para  prevenirlas  ó  evitarlas. 

5."  De  los  que  sobreveng'au  por  el  mal  uso 
de  las  facultades  y  falta  en  el  cumplimiento  de 
las  oblig'aeiones  que  le  correspondan  confor- 
me á  los  arts.  610  y  612. 

6."  De  los  que  se  originen  por  haber  toma- 
do derrota  contraria  k  la  que  debía,  o  haber 
variado  de  rumbo  sin  justa  causa,  ajuicio  de 
la  junta  de  oficiales  del  buque,  con  asistencia 
de  los  cargadores  ó  sobrecargos  que  se  halla- 
ren á  bordo. 

No  le  eximirá  de  esta  responsabilidad  ex- 
cepción alguna. 

7.°  De  los  que  resulten  por  entrar  volun- 
tariamente en  puerto  distinto  del  de  su  desti- 
no, fuera  de  los  casos  ó  sin  las  formalidades 
de  que  habla  el  art.  612. 

8."  De  los  qué  resulten  por  inobservancia 
de  las  prescripciones  del  reg'lamento  de  situa- 
ciones de  luces  y  maniobras  para  evitar  abor- 
dajes. 

Art.  619.  El  capitán  responderá  del  carga- 
mento desde  que  se  hiciere  entrega  de  él  en  el 
muelle  ó  al  costado  á  flote  en  el  puerto  en  don- 
de se  carg'ue,  hasta  que  lo  entregue  en  la  ori- 
lla, ó  en  el  muelle  del  puerto  de  la  descarga, 
á  uo  haberse  pactado  expresamente  otra  cosa. 

Art.  620.  No  será  responsable  el  cajntán 
de  los  daños  que  sobrevinieren  al  buque  ó  al 
cargamento  por  fuerza  mayor;  pero  lo  será 
siempre,  sin  que  valg'a  pacto  en  contrario,  de 
los  que  se  ocasionen  por  sus  propias  faltas. 

Tampoco  será  personalmente  res])onsable  el 
capitán  de  las  obligaciones  que  hubiere  con- 
traído para  atender  á  la  reparación,  habilita- 
ción y  avituallamiento  del  buque,  las  cuales 
recaerán  sobre  el  naviero,  ano  ser  que  aquél 
hubiere  comprometido  terminantemente  su 
propia  responsabilidad  ó  suscrito  letra  ó  pa- 
gará á  su  nombre. 

Art.  621.  El  capitán  que  tome  dinero  sobre 
el  casco,  máquina,  aparejo  ó  pertrecho  del  bu- 
qne,  ó  empeñe  ó  venda  mercaderías  ó  provi- 
siones fuera  de  los  casos  y  sin  las  formalida- 
des prevenidas  en  este  Códig-o,  responderá 


viero  por  los  actos  ilícitos  que  ejecutara  el  ca2>/tán,  no 
podia  mantenerse  en  los  términos  absolutos  en  que  se  ha- 
llaba formulada,  pues  los  que  contratan  con  el  capitán 
tienen  en  cuenta  que  el  mismo  es  mandatario  y  depen- 
diente del  naviero^  y  si  éste  se  aprovecha  de  los  resultados 
de  la  elección  de  aquél,  justo  es  que  sufra  las  consecuen- 
cias de  su  desacierto,  por  la  regla  de  derecho  natural 
consif/nada  en  la  ley  de  Partida  qiie  aqiiel  debe  sentir 
6l  embargo  de  la  cosa  que  ha  el  pro  de  ella. 


del  capital,  réditos  y  costas,  é  indemnizará  los 
perjuicios  que  ocasione. 

El  que  cometa  fraude  en  sus  cuentas,  reem- 
bolsará la  rantidad  defraudada  y  quedará  su- 
jeto á  lo  que  dispong-a  el  Código  penal. 

Art.  622.  Si  estando  en  viaje  llegare  á  no- 
ticia del  capitán  que  habían  aparecido  corsa- 
rios ó  buques  de  guerra  contra  su  pabellón, 
estará  obligado  á  arribar  al  puerto  neutral 
más  inmediato,  dar  cuenta  á  su  naviero  ó  car- 
gadores, y  esperar  la  ocasión  de  navegar  en 
conserva,  ó  á  que  pase  el  peligro,  ó  á  recudir 
órdenes  terminantes  del  naviero  ó  de  los  car- 
gadores. 

Art.  623.  Si  se  viere  atacado  por  algún 
corsario,  y  después  de  haber  procurado  evitar 
el  encuentro  y  de  haber  resistido  la  entrega 
de  los  efectos  del  buque  ó  su  carg-amento,  le 
fueren  tomados  violentamente,  ó  se  viere  en 
la  necesidad  de  entregarlos,  formalizará  de 
ello  asiento  en  su  libro  de  carg-amento,  y  jus- 
tificará el  hecho  ante  la  autoridad  competente, 
en  el  primer  puerto  donde  arribe. 

Justificada  la  fuerza  mayor,  quedará  exen- 
to de  responsabilidad. 

Art.  624.  El  capitán  que  hubiese  corrido 
temporal  ó  considerase  haber  sufrido  la  carga 
daño  ó  averia,  hará  sobre  ello  protesta  ante  la 
autoridad  competente,  en  el  primer  puerto 
donde  arribe,  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  á  su  llegada,  y  la  ratificará  dentro 
del  mismo  término  luego  que  llegue  al  punto 
de  su  destino,  procediendo  en  seguida  á  la  jus- 
tificación de  los  hechos,  sin  poder  abrir  las  es- 
cotillas hasta  haberla  verificado. 

Del  mismo  modo  habrá  de  proceder  el  capi- 
tán, si,  habiendo  naufragado  su  buque,  se  sal- 
vase sólo  ó  con  parte  de  su  tripulación,  en 
cuyo  caso  se  presentará  á  la  autoridad  más 
inmediata,  haciendo  relación  jurada  de  los  he- 
chos. 

La  autoridad,  ó  el  cónsul  en  el  extranjero, 
comprobará  los  hechos  referidos,  recibiendo 
declaración  jurada  á  los  individuos  de  la  tri- 
pulación y  pasajeros  que  se  hubieren  salvado; 
y  tomando  las  demás  disposiciones  que  con- 
duzcan para  averiguar  el  caso,  pondrá  testi- 
monio de  lo  que  resulte  del  expediente  en  el 
libro  de  navegación  y  en  el  del  piloto,  y  entre- 
g-ará  al  capitán  el  expediente  orig-inal  sellado 
y  foliado,  con  nota  de  los  folios,  que  deberá 
rubricar  para  que  lo  presente  al  juez  ó  Tribu- 
nal del  jiuerto  do  su  destino. 

La  declaración  del  capitán  hará  fe  si  estu- 
viere conforme  con  las  de  la  tripulación  y  pa- 
sajeros; si  discordare,  se  estará  á  lo  que  resul- 
te de  éstas,  salvo  siempre  la  prueba  en  con- 
trario. 

Art.  625.  El  capitán,  bajo  su  responsabili- 
dad personal,  asi  que  llegue  al  puerto  de  su 
destino,  obtenga  el  permiso  necesario  de  las 
oficinas  de  sanidad  y  aduanas,  y  cumpla  las 
demás  formalidades  que  los  reglamentos  de  la 
Administración  exijan,  hará  entrega  del  car- 
gamento, sin  desfalco,  á  los  consignatarios, 
y  en  su  caso,  del  buque,  aparejos  y  fletes  ai 
naviero. 

Si,  por  ausencia  del  consignatario,  ó  por  no 
presentarse  portador  legitimo  de  los  conocí- 
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mieutos,  ignorase  el  capit.lu  A  quién  debiera 
hacer  legítimamente  la  entrega  del  carg'amen- 
to,  lo  pondrá  á  disposición  del  juez  ó  Tribunal 
ó  autoridad  á.  quien  corresponda,  á  fin  de  que 
resuelva  lo  conveniente  á  su  depósito,  conser- 
vación y  custodia. 

SEC.  3."— De  los  oficiales  y  tripulación  del  tuque  '. 

Art.  626.     Para  ser  piloto  será  necesario: 

1."  Reunir  las  condiciones  que  exijan  las 
leyes  ó  reglamentos  de  marina  ó  navegación. 

2.°  No  estar  inhabilitado  con  arreglo  á ellos 
para  el  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  627.  El  piloto,  como  segundo  jefe  del 
buque,  y  mientras  el  naviero  no  acuerde  otra 
cosa,  sustituirá  al  capitán  en  los  casos  de  au- 
sencia, enfermedad  ó  muerte,  y  entonces  asu- 
mirá todas  sus  atribuciones,  obligaciones  y 
responsabilidades. 

Art.  628.  El  piloto  deberá  ir  provisto  de  las 
cartas  de  los  mares  en  que  va  á  navegar,  de 
las  tablas  é  instrumentos  de  reflexión  que  es- 
tán eii  uso  y  son  necesarios  para  el  desempeño 
de  su  cargo,  siendo  responsable  de  los  acci- 
dentes ;'i  que  diere  lugar  por  su  omisión  en 
esta  parte. 

Art.  629.  El  piloto  llevará  particularmente 
y  por  si  vm  libro  foliado  y  sellado  en  todas  sus 
hojas,  denominado  «Cuaderno  de  bitácora», 
con  nota  al  principio,  expresiva  del  número 
de  las  que  couteng'a,  firmado  por  la  autoridad 
competente,  y  en  él  registrará  diariamente  las 
distancias,  los  rumbos  navegados,  la  variación 
de  la  aguja,  el  abatimiento,  la  direccióny  fuer- 
za del  \iento,  el  estado  de  la  atmósfera  y  del 
mar,  el  aparejo  que  se  lleve  larg-o,  la  latitud 
y  longitud  observada,  el  número  de  hornos 
•encendidos,  la  presión  del  vapor,  el  número  de 
revoluciones,  y  bajo  el  nombre  de  «Acaeci- 
mientos», las  maniobras  que  seejecuten,  los 
encuentros  con  otros  buques,  y  todos  los  par- 
ticulares y  accidentes  que  ocurran  durante  la 
navegación. 

Art.  630.  Para  variar  de  rumbo  y  tomar 
el  más  conveniente  al  buen  viaje  del  buque, 
se  pondrá  de  acuerdo  el  piloto  con  el  capitán. 
Si  éste  se  opusiere,  el  piloto  le  expondrá  las 
•observaciones  convenientes  en  presencia  de 
los  demás  oficiales  de  mar.  Si  todavía  insistie- 
re el  capitán  en  su  resolución  negativa,  el  pi- 
loto hará  la  oportuna  protesta,  firmada  por  él 
y  por  otro  de  los  oficiales  en  el  libro  de  nave- 
gación, y  obedecerá  al  capitán,  quien  será  el 
único  responsable  de  las  consecuencias  de  su 
disposición. 

Art.  631.  El  piloto  responderá  de  todos  los 
perjuicios  que  se  causaren  al  buque  y  al  car- 
gamento por  su  descuido  é  impericia,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  criminal  á  que  hu- 
biere lugar,  si  hubiere  mediado  delito  ó  falta. 

Art.  632.  Serán  obligaciones  del  contra- 
maestre: 


*  Hombres  de  mar. — El  nuevo  Código  designa  con 
este  nombre  á  los  que  imjíropiamente  llama  el' antiguo 
equipaje,  incluyendo  ademas  bajo  la  ntísma  denomina- 
ción á  los  7nuquini8tas  y  demás  cargos  de  á  bordo,  que  no 
se  designan  con  un  nombre  determinado,  no  exigiendo  re- 
quisitos especiales  pora  el  desempe-ilo  de  estos  servicios, 
de  acuerdo  con  el  decreto  ley  de  lü  de  Noviembre  de  XSes. 


1.*  Vigilar  la  conservación  del  casco  yapa- 
rejo  del  buque  y  encargarse  de  la  de  los  ense- 
res y  pertrechos  que  forman  su  pliego  de  car- 
go, proponiendo  al  capitán  las  reparaciones 
necesarias  y  el  reemplazo  de  los  efectos  y  per- 
trechos que  se  inutilicen  y  excluyan. 

2.^  Cuidar  del  buen  orden  del  cargamento, 
manteniendo  el  buque  expedito  para  la  ma- 
niobra. 

3.^  Conservar  el  orden,  la  disciplina  y  el 
buen  servicio  de  la  tripulación,  pidiendo  al 
capitán  las  órdenes  é  instrucciones  conve- 
nientes, y  dándole  pronto  aviso  de  cualquier 
ocurrencia  en  que  fuere  necesaria  la  inter- 
vención de  su  autoridad. 

4."  Designar  á  cada  marinero  el  trabajo 
que  deba  hacer  á  bordo,  conforme  á  las  ins- 
trucciones recibidas,  y  velar  sobre  su  ejecu- 
ción con  ptintualidad  y  exactitud. 

5.*  Encargarse  por  inventario  del  aparejo 
y  todos  los  pertrechos  del  buque  si  se  proce- 
diere á  desarmarlo,  á  no  ser  que  el  naviero 
hubiere  dispuesto  otra  cosa. 

Respecto  de  los  maquinistas  regirán  las  re- 
g'las  siguientes: 

1.*  Para  poder  ser  embarcado  como  ma- 
quinista naval  formando  parte  de  la  dotación 
de  un  buque  mercante,  será  necesario  reunir 
las  condiciones  que  las  leyes  y  reglamentos 
exijan,  y  no  estar  inhabilitado  con  arreglo  á 
ellas  para  el  desempeño  de  su  cargo.  Los  ma- 
quinistas serán  considerados  como  oficiales  de 
la  nave;  pero  no  ejercerán  mando  ni  interven- 
ción sino  en  lo  que  se  refiera  al  aparato  motor. 

2.'''  Cuando  existan  dos  ó  más  maquinistas 
embarcados  eu  un  buque,  hará  uno  de  ellos  de 
jefe,  y  estarán  á  sus  órdenes  los  demás  ma- 
quinistas y  todo  el  personal  de  las  máquinas: 
tendrá  además  á  su  cargo  el  aparato  motor, 
las  piezas  de  respeto,  instrumentos  y  herra- 
mientas que  al  mismo  conciernen,  el  combus- 
tible, las  materias  lubricadoras,  y  cuanto,  en 
fin,  constituye  á  bordo  el  carg'o  de  maquinista. 

3."  Mantendrá  las  máquinas  y  calderas  en 
buen  estado  de  conservación  y  limpieza,  y 
dispondrá  lo  conveniente  á  fin  de  que  estén 
siempre  dispuestas  para  funcionar  con  regula- 
ridad, siendo  responsable  de  los  accidentes  ó 
averías  que  por  su  descuido  ó  impericia  se 
causen  al  aparato  motor,  al  buque  y  al  carga- 
mento, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  cri- 
minal á  que  hubiere  lugar,  si  resultase  proba- 
do haber  mediado  delito  ó  falta. 

4.^  No  emprenderá  ninguna  modificación 
en  el  aparato  motor,  ni  procederá  á  remediar 
las  averias  que  hubiese  notado  en  el  mismo, 
ni  alterará  el  régimeu  normal  de  su  marcha, 
sin  la  autorización  previa  del  capitán,  al  cual, 
si  se  opusiera  á  que  se  verificasen,  lo  expon- 
drá las  observaciones  convenientes  en  presen- 
cia de  los  demás  maquinistas  ü  oficiales;  y  si, 
á  pesar  de  esto,  el  capitán  insistiese  en  su  ne- 
gativa, el  maquinista  jefe  hará  la  oportuna 
protesta,  consignándola  en  el  cuadí^rno  do 
máquinas  y  obedecerá  al  capitán,  que  será  el 
único  res|)ousable  de  las  consecuencias  de  su 
disposición. 

5.^  Dará  cuenta  al  capitán  de  cualquier 
averia  que  ocurra  en  el  aparato  motor,  y  le 
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avisará  cuando  haya  que  parar  las  máqiiiuas 
por  algiin  tiempo,  ii  ocurra  algniu  accidente 
en  su  departamento,  del  que  deba  tener  noti- 
cia inmediata  el  capitán,  enterándole  además 
con  frecuencia  acerca  del  consumo  de  com- 
bustible y  materias  lubricadoras. 

6.^  Llevará  un  libro  ó  reg'istro  titulado 
«Cuaderno  de  máquinas»,  en  el  cual  se  anota- 
rán todos  los  datos  referentes  al  trabajo  de 
las  máquinas;  como  son,  por  ejemplo,  el  nú- 
mero de  hornos  encendidos,  las  presiones  del 
vapor  en  las  calderas  y  cilindros,  el  vacio  en 
el  condensador,  las  temiieraturas,  el  grado  de 
saturación  del  agua  en  las  calderas,  el  consu- 
mo del  combustible  y  de  materias  lubricado- 
ras,  y  bajo  el  epigrafe  de  «Ocurrencias  nota- 
bles», las  averias  y  descomposiciones  que  ocu- 
rran en  máquinas  y  calderas,  las  causas  que 
las  produjeron  y  los  medios  empleados  para 
repararlas;  también  se  indicarán,  tomando  los 
datos  del  cuaderno  de  bitácora,  la  fuerza  y 
dirección  del  viento,  el  aparejo  largo  y  el  an- 
dar del  buque. 

Art.  633.  El  contramaestre  tomará  el  man- 
do del  buque  en  caso  de  imposibilidad  ó  inha- 
bilitación del  ca])itán  y  piloto,  asumiendo  en- 
tonces sus  atribuciones  y  responsabilidad. 

Art.  634.  El  ca])itán  podrá  componer  la 
tripulación  de  su  buque  con  el  número  de 
hombres  que  considere  conveniente;  y,  á  fal- 
ta de  marineros  españoles  podrá  embarcar  ex- 
tranjeros avecindados  en  el  pais,  sin  que  su 
número  pueda  exceder  de  la  quinta  parte  de 
la  tripulación.  Cuando  en  puertos  extranjeros 
no  encuentre  el  capitán  suficiente  número  de 
tripulantes  nacionales,  podrá  comi^letar  la  tri- 
pxilación  con  extranjeros,  con  anuencia  del 
cónsul  ó  autoridades  de  marina. 

Las  contratas  que  el  capitán  celebre  con  los 
individuos  de  la  tripulación  y  demás  que  com- 
ponen la  dotación  del  buque",  y  á  que  se  hace 
referencia  en  el  art.  612,  deberán  constar  por 
escrito  en  el  libro  de  contabilidad,  sin  inter- 
vención de  notario  ó  escribano,  firmadas  por 
los  otorgantes  y  visadas  por  la  autoridad  de 
marina  si  se  extienden  en  los  dominios  espa- 
ñoles ó  por  los  cónsules  ó  agentes  consulares 
de  España  si  se  verifica  en  el  extranjero,  enu- 
merando en  ellas  todas  las  obligaciones  que 
cada  uno  contraiga  y  todos  los  derechos  que 
adqiiiera;  cuidando  aquellas  autoridades  de 
que  estas  obligaciones  y  derechos  se  consig- 
uen de  un  modo  claro  y  terminante  que  no  dé 
lugar  á  dudas  ni  reclamaciones. 

El  capitán  cuidará  de  leerles  los  artículos 
de  este  Código  que  les  conciernen,  haciendo 
expresión  de  la  lectura  eu  el  mismo  docu- 
mento. 

Teniendo  el  libro  los  requisitos  prevenidos 
en  el  art.  612  y  no  apareciendo  indicio  de  al- 
teración en  sus  partidas,  hará  fe  eu  las  cues- 
tiones que  ocurran  entre  el  capitán  y  la  tri- 
pulación sobre  las  contratan  extendidas  en  él 
y  las  cantidades  entregadas  á  cuenta  de  las 
mismas. 

Cada  individuo  de  la  tripulación  podrá  exi- 
gir al  capitán  una  copia,  firmada  por  éste,  de 
la  contrata  y  de  la  liquidación  de  sus  haberes, 
tales  como  resulten  del  libro. 


Art.  635.  El  hombre  de  mar  contratado 
para  servir  eu  un  buque,  no  podrá  rescindir 
su  empeño  ni  dejar  de  cumplirlo,  sino  por  im- 
pedimento leg'itinio  que  le  hubiere  sobreve- 
nido. 

Tampoco  podrá  pasar  del  servicio  de  un  bu- 
que al  de  otro  sin  obtener  permiso  escrito  del 
capitán  de  aquel  en  que  estuviere. 

Si,  no  habiendo  obtenido  esta  licencia,  el  ■ 
hombre  de  mar  contratado  en  un  buque  se 
contratare  en  otro,  será  nulo  el  segundo  con- 
trato, y  el  capitán  podrá  elegir  entre  obligar- 
le á  cumplir  el  servicio  á  que  primeramente 
se  hubiera  obligado,  ó  buscar  á  expensas  de 
aquél  quien  le  sustituya. . 

Además  perderá  los  salarios  que  hubiere  de- 
vengado eu  su  primer  empeño  á  beneficio  del 
buque  en  que  estaba  contratado. 

El  capitán  que,  sabiendo  que  el  hombre  de 
mar  está  al  servicio  de  otro  bucjue  le  hubiere 
nuevamente  contratado  sin  exigirle  el  permi- 
so de  que  tratan  los  párrafos  anteriores,  res- 
ponderá subsidiariamente  al  del  buque  á  que 
primero  pertenecía  el  hombre  de  mar,  por  la 
parte  que  éste  no  pudiere  satisfacer,  de  la  in- 
demnización de  que  trata  el  párrafo  tercero 
de  este  articulo 

Art.  636.  No  constando  el  tiempo  determi- 
nado por  el  cual  se  ajustó  un  hombre  de  mar, 
no  podrá  ser  despedido  hasta  la  terminación 
del  viaje  de  ida  y  vuelta  al  puerto  de  su  ma- 
tricula. 

Art.  637.  El  capitán  tampoco  podrá  despe- 
dir al  hombre  de  mar  durante  el  tiempo  de  su 
contrata  sino  por  justa  causa,  reputándose  tal 
cualquiera  de  las  siguientes: 

1.*  Perpetración  de  delito  que  perturbe  el 
orden  del  buque. 

2.''  Eeincidencia  en  faltas  de  subordina- 
ción, disciplina  ó  cumplimiento  del  servicio. 

3.''  Ineptitud  y  negligencia  reiteradas  en 
el  cumplimiento  del  servicio  que  deba  prestar. 

4.^     Embriaguez  habitual. 

b.'^  Cualquier  suceso  que  incapaciteal  hom- 
bre de  mar  para  ejecutar  el  trabajo  de  que  es- 
tuviere encargado,  salvo  lo  dispuesto  eu  el 
art.  644. 

6.''     La  deserción. 

Podrá,  no  obstante,  el  capitán,  antes  de  em- 
prender el  viaje,  y  sin  expresar  razón  alguna, 
rehusar  que  vaya  á  bordo  el  hombre  de  mar 
que  hubiese  ajustado,  y  dejarlo  eu  tierra,  en 
cuyo  caso  habrá  de  pagarle  su  salario  como  si 
hiciese  servicio. 

Esta  indemnización  saldrá  de  la  masa  de  los 
fondos  del  buque,  si  el  capitán  hubiera  obrado 
por  motivos  de  prudencia  y  en  interés  de  la 
seguridad  y  buen  servicio  de  aquél.  No  siendo 
asi,  será  de  cargo  particular  del  capitán. 

Comenzada  la  navegación,  durante  ésta  y 
hasta  concluido  el  viaje,  no  podrá  el  capitán 
abandonar  á  hombre  alguno  de  su  tripulación 
en  tierra  ni  en  niar,-á  menos  de  qvie,  como  reo 
de  algún  delito,  proceda  su  prisión  y  entrega 
á  la  autoridad  competente  en  el  primer  puerto 
de  arribada,  caso  para  el  capitán  obligatorio. 

Art.  638.  Si,  contratada  la  tripulación,  se 
revocare  el  viaje  por  voluntad  del  naviero  ó 
de  los  fletadores  antes  ó  después  de  haberse 
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hecho  el  buque  á  hi  mar  ó  se  diere  al  buque 
por  igual  causa  distinto  destino  de  aquel  que 
estaba  determinado  en  el  ajuste  de  la  trijjula- 
ción,  será  ésta  indemnizada  por  la  rescisión 
del  contrato,  según  los  casos,  á  saber: 

1."  Si  la  revocación  del  viaje  se  acordase  an- 
tes de  salir  el  buqtie  del  puerto,  se  dará  á  cada 
uno  de  los  hombres  de  mar  ajustados  una  me- 
sada de  sus  respectivos  salarios,  además  del 
que  les  corresponda  recibir,  con  arreg'lo  á  sus 
contratos,  por  el  servicio  prestado  en  el  btique 
hasta  la  fecha  de  la  revocación. 

2.°  Si  el  ajuste  hubiere  sido  por  una  canti- 
dad alzada  por  todo  el  viaje,  se  graduará  lo 
que  corresponda  á  dicha  mesada  y  dietas,  pro- 
rrateándolas en  los  días  que  por  aiiroximación 
debiera  aquél  durar,  ajuicio  de  peritos,  en  la 
forma,  establecida  por  la  le\'  de  Enjuiciamien- 
to civil;  y  si  el  viaje  proyectado  fuere  de  tan 
corta  duración  que  se  calculase  aproximada- 
mente de  un  mes,  la  indenniización  se  fijará 
en  quince  dias,  descontando  eu  todos  los  casos 
las  sumas  anticipadas. 

3.°  Si  la  revocación  ocurriese  habiendo  sa- 
lido el  buque  á  la  mar,  los  hombres  ajustados 
en  una  cantidad  alzada  por  el  viaje,  devenga- 
rán integro  el  salario  que  se  les  hubiere  ofre- 
cido, como  si  el  viaje  hubiese  terminado;  y  los 
ajustados  pormeses  percibirán  elhaber  corres- 
pondiente al  tienijio  que  estuvieren  embarca- 
dos y  al  que  necesiten  para  llegar  al  puerto, 
término  del  viaje;  debiendo  además  el  capitán 
proporcionar  á  unos  y  á  otros  pasaje  para  el 
mismo  ptierto  ó  bien  para  el  de  la  expedición 
del  buque,  según  les  conviniere. 

4.°  Si  el  naviero  ó  los  fletantes  del  buque 
dieren  á  éste  destino  diferente  del  que  estaba 
determinado  en  el  ajuste,  y  los  individuos  de 
la  tripulación  no  prestaren  su  conformidad,  se 
les  abonará  por  indemnización  la  mitad  de  lo 
establecido  eu  el  caso  1.°,  además  de  lo  que  se 
les  adeudare  por  la  parte  del  haber  mensual 
correspondiente  á  los  días  transcurridos  desde 
sus  ajustes. 

Si  aceptaren  la  alteración,  y  e'l  viaje,  por  la 
mayor  distancia  ó  por  otras  circunstancias, 
diere  lugar  á  un  aumento  de  retribución,  se  re- 
gulara ésta  privadamente,  ó  por  amigables 
componedores  en  caso  de  discordia.  Aunque  el 
viaje  se  limite  á  ptmto  más  cercano,  no  podrá 
.  por  ello  hacerse  baja  alguna  al  salario  con- 
venido. 

Si  la  revocación  ó  alteración  del  viaje  proce- 
diere de  los  cargadores  ó  fletadores,  el  navie- 
ro tendrá  derecho  á  reclamarles  la  indemniza- 
ción que  corresponda  eu  justicia. 

Art.  639.  Si  la  revocación  del  viaje  proce- 
diere de  justa  causa  independiente  de  la  vo- 
luntad del  naviero  y  cargadores,  y  el  buque 
no  hubiere  salido  del  puerto,  los  individuos  de 
la  tripulación  no  tendrán  otro  derecho  que  el 
de  cobrar  los  salarios  devengados  hasta  el  dia 
eu  que  se  hizo  la  revocación. 

Art.  640.  Serán  causas  justas  para  la  revo- 
cación del  viaje: 

1."  La  declaración  de  guerra  ó  interdicción 
del  comercio  con  la  potr.icia  á  cuyo  territorio 
hubiera  de  dirigirse  el  buque. 

2.*    El  estado  de  bloqueo  del  puerto  de  su 


destino,  ó  peste  que  sobreviniere  después  del 
ajuste. 

3."  La  prohibición  de  recibir  en  el  mismo 
puerto  los  géneros  que  compongan  el  carga- 
mento del  buque. 

4."  La  detención  ó  embarg'o  del  mismo  por 
orden  del  Gobierno,  ó  i)or  otra  causa  indepen- 
diente de  la  voluntad  del  naviero. 

5.'"^  La  inhabilitación  del  buque  para  na- 
vegar. 

Art.  641.  Si,  después  de  emprendido  el  via- 
je, ocurriera  alguna  de  las  tres  primeras  cau- 
sas e.xpresadayen  el  articulo  anterior,  serán 
pag'ados  los  hombres  de  mar  eu  el  puerto  á 
donde  el  capitán  creyere  conveniente  arribar 
en  beneficio  del  buque  y  carg-amento,  según  el 
tiempo  que  hayan  servido  en  él;  pero  si  el  bu- 
que hubiere  de  continuar  su  viaje,  podrán  el 
cajútán  y  la  tripulación  exigirse  mutuamente 
el  cumplimiento  del  contrato. 

En  el  caso  de  ocurriría  causa  cuarta,  se  con- 
tinuará pagando  á  la  tripulación  la  mitad  de 
su  haber,  si  el  ajuste  hubiera  sido  por  meses; 
pero  si  la  detención  excediere  de  tres,  queda- 
rá rescindido  el  empeño,  abonando  á  los  tri- 
pulantes la  cantidad  que  les  habría  correspon- 
dido percibir,  según  su  contrato,  concluido  el 
viaje.  Y  si  el  ajuste  hubiere  sido  por  un  tanto 
el  viaje,  deberá  cumplirse  el  contrato  eu  los 
términos  convenidos. 

Eu  el  caso  quinto  la  tripulación  no  tendrá  más 
derecho  que  el  de  cobrar  los  salarios  deveng-a- 
dos;  mas  si  la  inhabilitación  del  buque  proce- 
diere de  descuido  ó  impericia  del  capitán,  del 
maquinista  ó  del  piloto,  indemnizarán  á  la  tri- 
pulación de  los  perjuicios  sulVidos,  salva  siem- 
pre la  responsabilidad  criminal  á  que  hubiere 
lugar. 

Art.  642.  Navegando  la  tripulación  á  la 
parte,  no  tendrá  derecho,  por  causa  de  revo- 
cación, demora  ó  mayor  extensión  de  viaje, 
más  que  á  la  parte  proporcional  que  le  corres- 
ponda en  la  indemnización  que  hagan  al  fon- 
do coniim  del  buque  las  personas  responsa- 
bles de  aquellas  ocurrencias. 

Art.  643.  Si  el  buque  y  su  carga  se  perdie- 
ren totalmente  por  aiiresanüento  ó  uaufrag-io, 
quedará  extinguido  todo  derecho,  asi  por  par- 
te de  la  tripulación  para  reclamar  salario  al- 
guno, como  por  la  del  naviero  para  reembolso 
de  las  anticipaciones  hechas. 

Si  se  salvare  alguna  parte  del  buque  ó  del 
cargamento,  ó  de  uno  y  otro,  la  tripulación 
ajustada  á  sueldo,  incluso  el  cai)itán,  conser- 
vará su  derecho  sobre  el  salvamento  hasta 
donde  alcancen,  así  los  restos  del  btique  como 
el  importe  de  los  fletes  de  la  carga  salvada; 
mas  los  marineros  que  navegnien  á  la  parte  del 
flete,  no  tendrán  dere-ho  alguno  sobre  el  sal- 
vamento del  casco,  sino  sobre  la  parte  del  fle- 
te salvado.  Si  hubieran  trabajado  para  reco- 
ger los  restos  del  buque  náufrag'o,  se  les  abo- 
nará sobre  el  valor  de  lo  salvado  una  gratifi- 
cación proporcionada  á  los  esfuerzos  hechos  y 
á  los  riesgos  arrostrados  para  conseguir  el 
salvamento. 

Art.  64-1.  El  hombre  de  mar  (|ue  enfermare 
no  perderá  su  derecho  al  salario  durante  la 
uaveg'ación,  á  no  proceder  la  enfermedad  de 
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dos;  pero  no  lo  estaráu  los  pasajeros  ni  los  iu- 


un  acto  suyo  culpable.  De  todos  modos,  se  su- 
plirá del  fondo  común  el  g'asto  de  la  asisten- 
cia y  curación,  á  calidad  de  reintegro. 

Si  la  dolencia  procediere  de  herida  recibida 
en  servicio  ó  defensa  del  buqne,  el  hombre  de 
mar  será  asistido  y  curado  por  cuenta  del  fon- 
do comtin,  deduciéndose  ante  todo  de  los  pro- 
ductos del  flete  los  gastos  de  asistencia  y  cu- 
ración. 

Art.  645.  Si  el  hombre  de  mar  muriese  du- 
rante la  naveg'ación,  se  abonará  á  sus  herede- 
ros lo  ganado  y  no  percibido  de  su  haber,  se- 
gún su  ajuste  y  la  ocasión  de  su  muerte,  á 
saber: 

Si  hubiere  fallecido  de  muerte  natural  y  es- 
tuviere ajustado  á  sueldo,  se  le  abonará  lo  de- 
vengado hasta  el  día  de  su  fallecimiento. 

Si  el  ajuste  liubiere  sido  á  un  tanto  por  via- 
je, le  corresponderá  la  mitad  de  lo  devengado, 
si  el  hombre  de  mar  falleció  en  la  travesía  á. 
la  ida,  y  el  todo  si  navegando  á  la  vuelta. 

Y  si  el  ajuste  hubiere  sido  á  la  parte  y  la 
muerte  hubiere  ocurrido  después  de  empren- 
dido el  viaje,  se  abonará  á  los  herederos  toda 
la  parte  correspondiente  al  hombre  de  mar; 
pero  habiendo  éste  fallecido  antes  de  salir  el 
buque  del  puerto,  no  tendrán  los  herederos 
derecho  á  reclamación  alg'una. 

Si  la  muerte  hubiere  ocurrido  en  defensa 
del  buque,  el  hombre  de  mar  será  considerado 
vivo,  y  se  abonará  á  sus  herederos,  concluido 
el  viaje,  la  totalidad  de  los  salarios  ó  la  parte 
Integra  de  utilidades  qvie  le  correspondieren, 
como  á  los  demás  de  su  clase. 

En  igual  forma  se  considerará  presente  al 
hombre  de  mar  apresado  defendiendo  el  bu- 
que, para  gozar  de  los  mismos  beneficios  que 
los  demás;  pero  habiéndolo  sido.por  descuido 
ú  otro  accidente  sin  relación  con  el  servicio, 
sólo  percibirá  los  salarios  devengados  hasta 
el  día  de  su  apresamiento. 

Art.  646.  El  buque  con  sus  máquinas,  apa- 
rejo, pertrechos  y  fletes,  estarán  afectos  á  la 
responsabilidad  de  los  salarios  devengados 
por  la  tripulación  ajustada  á  siieldo  ó  por  via- 
je, debiéndose  hacer  la  liquidación  y  pago  en 
el  intermedio  de  una  expedición  á  otra. 

Emprendida  una  nueva  expedición,  perde- 
rán la  preferencia  los  créditos  de  aquella  clase 
procedentes  de  la  anterior. 

Art.  647.  Los  oficiales  y  la  tripulación  del 
buque  quedarán  libres  de  todo  compromiso,  si 
lo  estiman   oportuno,  en  los  casos  siguientes: 

1."  Si  antes  de  comenzar  el  viaje  intentare 
el  capitán  variarlo,  ó  si  sobreviniere  una  gue- 
rra maritima  con  la  nación  á  donde  el  buque 
estaba  destinado. 

2."  Si  sobreviniere  y  se  declarare  oficial- 
mente una  enfermedad  epidémica  en  el  puerto 
de  destino. 

3."  Si  el  buque  cambiase  de  propietario  ó 
de  capitán. 

Art.  648.  Se  entenderá  por  dotación  de  un 
buque  el  conjunto  de  todos  los  individuos  em- 
barcados, de  capitán  á  paje,  necesarios  para 
su  dirección,  maniobras  y  servicio,  y  por  lo 
tanto  estarán  comprendidos  en  la  dotación  la 
tripulación,  los  pilotos,  maquinistas,  fog'one- 
ros  y  demás  cargos  de  á  bordo  no  especiflca- 


aos;  pero  no  lo  estaran  los  pasajeros  ni  los  in- 
dividuos que  el  buque  llevare  de  transporte. 

SEC.  4.*^— De  los  sobrecargos. 

Art.  649.  Los  sobrecargos  desempeñarán 
á  bordo  las  funciones  administrativas  que  les 
hubieren  conferido  el  naviero  ó  los  cargado- 
res; llevarán  la  cuenta  y  razón  de  sus  opera- 
ciones en  un  libro  que  tendrá  las  mismas  cir- 
cunstancias y  requisitos  exigidos  al  de  conta- 
bilidad del  capitán,  y  respetarán  á  éste  en  sus 
atribuciones  como  jefe  de  la  embarcación. 

Las  facultades  y  responsabilidad  del  capi- 
tán cesan  con  la  presencia  del  sobrecargo,  en 
cuanto  ala  parte  de  administración  legítima- 
mente conferida  á  éste,  subsistiendo  para  to- 
das las  gestiones  que  son  inseparables  de  su 
autoridad  y  empleo. 

Art.  650.  Serán  aplicables  á  los  sobrecar- 
gos todas  las  disposiciones  contenidas  en  la 
sección  seg-unda  del  tit.  III,  lib.  II,  sobre  ca- 
pacidad, modo  de  contratar  y  responsabilidad 
de  los  factores. 

Art.  651.  Los  sobrecargos  no  podrán  hacer, 
sin  autorización  ó  pacto  expreso,  negocio  al-' 
guno  por  cuenta  propia  durante  su  viaje,  fue- 
ra del  de  la  pacotilla  que,  por  costumbre  del 
puerto  donde  se  hubiere  despachado  el  buque, 
les  sea  permitido. 

Tampoco  podrán  invertir  en  el  viaje  de  re- 
torno más  que  el  producto  de  la  pacotilla,  á 
no  mediar  autorización  expresa  de  los  comi- 
tentes. 

TÍT.  III.— De  los  contratos  especiales  del 

COMEBCIO    MAEÍTIMO. 

SECCIÓN  PEIMEBA.— Del  contrato  de  fletamento  ' 

g  1." — De  las  formas  y  efecto  del  contrato 
de  fletamento. 

Art.  652.  El  contrato  de  fletamento  deberá 
extenderse  por  duplicado  en  póliza  firmada 
por  los  contratantes,  y  cuando  alg'uno  no  sepa 
ó  no  pueda,  por  dos  testig'os  á  su  ruego. 

La  póliza  de  fletamento  contendrá,  además 
de  las  condiciones  libremente  estipiiladas,  las 
circunstancias  siguientes: 

1.^     La  clase,  nombre  y  porte  del  buque. 

2.^     Su  pabellón  y  puerto  de  matrícula. 

3."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  ca- 
pitán. 

4.'  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  na- 
viero, si  éste  contratare  el  fletamento. 

5.*    El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  fle- 


1    Fletamento Reciben  el  nombre  de  fletamentos 

los  transportes  por  mar  cuando  recaen  sobre  géneros  ó 
efectos  comerciales.  El  7itievo  Código  modifica  el  anterior 
para  poner  en  armonía  esta  parte  de  la  legislación  con  la 
2>rdctica  seguida  en  las  deiitás  naciones  marítimas.  A  ese 
2}ropósito,  al  establecer  reglas  para  el  pago  de  fletes,  dis- 
tingue  el  caso  de  que  el  buque  llegue  al  puerto  de  su  desti- 
no, de  aquel  otro  en  que  perezca  durante  el  viaje,  ó  se  ha- 
yan arrojado  viercaderias  al  mar  para  salvarse  de  un 
riesgo;  declara  obligado  al  capitán  á  contribuir  por  si,  es 
decir,  co7no  mandatario  del  naviero,  á  la  averia  gruesa 
por  lo  invertido  en  el  rescate  y  salvamento  de  la  carga; 
facilita  las  operaciones  del  comercio  marítimo,  y  asegu- 
ra el  pago  del  flete  y  demás  gastos  que  afectan  á  las  mer- 
caderías transportadas;  reproduce  y  amplía  la  doctrina, 
hasta  ahora  vigente  sobre  rescisión  del  contrato  de  fleta- 
mento, y  reforma  la  relativa  al  conocimiento,  ó  sea  al 
documento  que  firma  el  capitán,  confesando  haber  recibí- 
do  las  mercaderías,  á  fln  de  facilitar  las  operaciones  que 
exige  el  servicio  marítimo. 
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tador;  y  si  manifestare  obrar  por  comisión,  el 
de  la  persona  por  cuya  cuentahace  el  contrato. 

6.^     El  puerto  de  carga  y  descarga. 

7.^  La  cabida,  número  de  toneladas  ó  can- 
tidad de  peso  ó  medida  que  se  obliguen  res- 
pectivamente á  carg-ar  y  á  conducir,  ó  si  es 
total  el  fletamento. 

8."  El  flete  que  se  haya  de  pagar,  expre- 
sando si  ha  de  ser  una  cantidad  alzada  por  el 
viaje,  ó  un  tanto  al  mes,  ó  por  las  cavidades 
que  se  hubieren  de  ocupar,  ó  por  el  peso  ó  la 
medida  de  los  efectos  en  que  consista  el  carga- 
mento, ó  de  cualquiera  otro  modo  que  se  hu- 
biere convenido. 

9.*  El  tanto  de  capa  que  se  haya  de  pagar 
al  capitán. 

10.  Los  dias  convenidos  para  la  carga  y 
descarga. 

11.  Las  estadías  ysobrestadlas  que  habrán 
de  contarse,  y  lo  que  por  cada  una  de  ellas  se 
hubiere  de  pagar. 

Art.  653.  Si  se  recibiere  el  cargamento  sin 
haber  firmado  la  póliza,  el  contrato  se  enten- 
derá celebrado  con  arreglo  á  lo  quo  resulte 
del  conocimiento,  único  titulo,  en  orden  á  la 
carga,  para  fijar  los  derechos  y  obligaciones 
del  naviero,  del  capitán  y  del  fletador. 

Art.  654.  Las  pólizas  del  fletamento  con- 
tratado con  intervención  del  corredor  que  cer- 
tifique la  autenticidad  de  las  firmas  de  los  con- 
tratantes por  haberse  puesto  en  su  presencia, 
harán  prueba  plena  en  juicio;  y  si  resultare 
entre  ellas  discordancia,  se  estará  á  la  que 
coucuerde  con  la  que  el  corredor  deberá  con- 
servar en  su  registro,  si  éste  estuviere  con 
arreglo  á  derecho. 

También  harán  fe  las  pólizas,  aun  cuando 
no  haya  intervenido  corredor,  siempre  que 
los  contratantes  reconozcan  como  suyas  las 
firmas  puestas  en  ellas. 

No  habiendo  intervenido  corredor  en  el 
fletamento  ni  reconociéndoselas  firmas,  se  de- 
cidirán las  dudas  por  lo  que  resulte  del  cono- 
cimiento, y,  á  falta  de  éste,  por  las  pruebas  que 
suministren  las  partes. 

Art.  655.  Los  contratos  de  fletamento  cele- 
brados por  el  capitán  en  ausencia  del  naviero, 
serán  válido.s  y  eficaces  aun  cuando  al  cele- 
brarlos hubiere  obrado  en  contravención  á 
las  órdenes  é  instrucciones  del  naviero  ó  fle- 
tante; pero  quedará  á  éste  expedita  1.a  acción 
contra  el  capitán  para  el  resarcimiento  de 
perjuicios. 

Art.  656.  Si  en  la  póliza  de  fletamento  no 
constare  el  plazo  en  que  hubieren  de  verificar- 
se la  carga  y  descarga,  se  seguirá  el  uso  del 
puerto  donde  se  ejecuten  estas  operaciones. 
Pasado  el  plazo  estipulado  ó  el  de  costumVjre, 
y  no  constando  en  el  contrato  de  fletamento 
cláusula  expresa  que  fije  la  indemnización  de 
la  demora,  tendrá  derecho  el  capitán  á  exigir 
las  estadías  y  sobrestadías  que  hayan  transcu- 
rrido en  cargar  y  descargar. 

Art.  657.  Si  durante  el  viaje  quedare  el  bu- 
que inservible,  el  capitán  estará  obligado  á 
fletar  á  su  costa  otro  en  buenas  condiciones, 
que  recíbala  carga  y  la  portee  á  su  destino,  á 
cuyo  efecto  tendrá  obligación  de  buscar  bu- 
que, no  sólo  en  el  puerto  de  arribada,  sino  en 


los  inmediatos  hasta  la  distancia  de  150  kiló- 
metros. 

Si  el  capitán  no  proporcionare,  por  indolen- 
cia ó  malicia,  buque  que  conduzca  el  carga- 
mento á  su  destino,  los  cargadores,  previo  un 
requerimiento  al  capitán  para  que  en  término 
improrrogable  procure  flete,  podrán  contratar 
el  fletamento  acudiendo  á  la  autoridad  judi- 
cial en  solicitud  de  que  sumariamente  apruebe 
el  contrato  que  hubieren  hecho. 

La  misma  autoridad  obligará  por  la  vía  de 
apremio  al  capitán  á  que,  por  su  cuenta  y  bajo 
su  responsabilidad,  se  lleve  á  efecto  ef  fleta- 
mento hecho  por  los  cargadores. 

Si  el  capitán,  á  pesar  de  su  diligencia  no 
encontrare  buque  para  el  flete,  depositará  la 
carga  á  disposición  de  los  cargadores,  á  quie- 
nes dará  cuenta  de  lo  ocurrido  en  la  primera 
ocasión  que  se  le  presente,  regulándose  en 
estos  casos  el  flete  por  la  distancia  recorrida 
por  el  buque,  sin  que  haya  lugar  á  indemni- 
zación alguna. 

Art.  658.  El  flete  se  devengará  según  las 
condiciones  estipuladas  en  el  contrato,  y  si  no 
estuvieren  expresas,  ó  fueren  dudosas,  se  ob- 
servarán las  reglas  siguientes: 

1.*  Fletado  el  buque  por  meses  ó  por  días, 
empezará  á  correr  el  flete  desde  el  día  en  que 
se  ponga  el  buque  á  la  carga. 

2.^  En  los  fletamentos  hechos  por  un  tiem- 
po determinado,  empezará  á  correr  el  flete 
desde  el  mismo  día. 

3.*  Si  los  fletes  se  ajustaren  por  peso,  se 
hará  el  pago  por  el  peso  bruto,  incluyendo  los 
envases,  como  barricas  ó  cualquier  ¿tro  obje- 
to en  que  vaya  contenida  la  carga. 

Art.  659.  Devengarán  flete  las  mercancías 
vendidas  por  el  capitán  para  atender  á  la  re- 
paración indispensable  del  casco,  maquinaria 
ó  aparejo,  ó  para  necesidades  imprescindibles 
y  urgentes. 

El  precio  de  estas  mercaderías  se  fijará  se- 
gún el  éxito  de  la  expedición,  á  saber: 

] ."  Si  el  buque  llegare  á  salvo  al  puerto  del 
destino,  el  capitán  las  abonará  al  precio  que 
obtengan  las  de  la  misma  clase  que  en  él  s© 
vendan. 

2."  Si  el  buque  se  perdiere,  al  que  hubieran 
obtenido  en  venta  las  mercaderías. 

La  misma  regla  se  observará  en  el  abono 
del  flete,  que  será  entero  si  el  buque  llegare  á 
su  destino,  y  en  proporción  de  la  distancia  re- 
corrida si  se  hubiere  perdido  antes. 

Art.  660.  No  devengarán  flete  las  mercade- 
rías arrojadas  al  mar  por  razón  de  salvamen- 
to común;  pero  su  importe  será  considerado 
como  averia  gruesa,  contándose  aquél  en  pro- 
porción á  la  distancia  recorrida  cuando  fueron 
arrojadas. 

Art.  661.  Tampoco  devengarán  flete  las 
mercaderías  qxie  se  hubieren  perdido  por  nau- 
frag'io  ó  varada,  ni  las  que  fueren  presa  de  pi- 
ratas ó  enemigos. 

Si  se  hubiere  recibido  el  flete  por  adelanta- 
do, se  devolverá,  á  no  mediar  pacto  en  con- 
trario. 

Art.  662.  Rescatándose  el  buque  ó  las  mer- 
caderías, ó  salvándose  los  efectos  del  naufra- 
gio, se  pagará  el  flete  que  corresponda  á  la 
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distancia  recorrida  por  el  buque  porteando  la 
carg-a;  y  si,  reparado,  la  llevare  hasta  el  puer- 
to del  destino,  se  abonará  el  flete  por  entero, 
sin  perjuicio  de  lo  que  corresponda  sobre  la 
averia.    ' 

Art.  663.  Las  mercaderías  que  sufran  de- 
terioro ó  disminución  por  vicio  propio  ó  mala 
calidad  y  condición  de  los  envases,  ó  por  caso 
fortuito,  devengarán  el  flete  íntegro  y  tal  co- 
mo se  hubiere  estipulado  en  el  contrato  de  fle- 
tamento. 

Art.  664.  El  aumento  natural  que  en  peso 
ó  medida  tengan  las  mercaderías  cargadas  en 
el  buque,  cederá  en  beneficio  del  dueño  y  de- 
vengará el  flete  correspondiente  fijado  en  el 
contrato  para  las  mismas. 

Art.  665.  El  cargamento  estará  especial- 
mente, afecto  al  pago  de  los  fletes,  de  los  gas- 
tos y  derechos  causados  por  el  mismo,  que  de- 
ban reembolsar  los  cargadores,  v  de  la  parte 
que  pueda  corresponderle  en  averia  gruesa; 
pero  no  será  licito  al  cai)itán  dilatar  la  des- 
carga por  recelo  do  que  deje  de  cumplirse  esta 
obligación. 

Si  existiere  motivo  de  desconfianza,  el  juez 
ó  Tribunal,  á  instancia  del  capitán,  podrá  acor- 
dar el  depósito  de  las  mercaderías  hasta  que 
sea  completamente  reintegrado. 

Art.  666.  El  capitán  podrá  solicitar  la  ven- 
ta del  cargamento  en  la  proporción  necesaria 
para  el  pago  del  flete,  gastos  y  averias  que  le 
correspondan,  reservándose  el  derecho  de  re- 
clamar el  resto  de  lo  que  por  estos  conceptos 
le  fuere  debido,  si  lo  realizado  por  la  venta  no  ■ 
bastase  á  cubrir  su  crédito. 

Art.  667.  Los  efectos  cargados  estarán 
obligados  preferentemente  á  la  responsabili- 
dad de  sus  fletes  y  gastos  durante  veinte  días, 
á  contar  desde  su  entrega  ó  dejiósito.  Durante 
este  ¡ilazo,  se  podrá  solicitar  la  venta  de  los 
mismos,  aunque  haya  otros  acreedores  y  ocu- 
rra el  caso  de  quiebra  del  cargador  ó  del  con- 
signatario. 

Este  derecho  no  podrá  ejercitarse,  sin  em- 
bargo, sobre  los  efectos  que  después  de  la  en- 
trega hubiesen  pasado  á  una  tercera  persona 
sin  malicia  de  ésta  y  por  titulo  oneroso. 

Art.  668.  Si  el  consigujitario  no  fuese  ha- 
llado, ó  se  negare  á  recibir  el  cargamento, 
deberá  el  juez  ó  Tribunal,  á  instancia  del  ca- 
pitán, decretar  su  depósito  y  disponer  la  ven- 
ta de  lo  que  fuere  necesario  para  el  pago  de 
los  fletes  y  demás  gastos  que  pesaren  sobre  él. 
Asimismo  tendrá  lugar  la  venta  cuando  los 
efectos  depositados  ofrecieron  riesgo  de  dete- 
rioro, ó,  por  sus  condiciones  ú  otras  circuns- 
tancias, los  gastos  de  conservación  y  custodia 
fueren  desproporcionados. 

§  2."— Z)c  los  derechoi  y  oHir/aciones  rlrl  fletante. 

Art.  669.  El  fletante  ó  el  capitán  se  aten- 
drá en  los  contratos  de  fletamento  á  la  cabida 
que  tenga  el  buque,  ó  á  la  expresamente  de- 
signada en  su  matricula,  no  tolerándose  más 
diferencia  que  la  de  2  por  100  entre  la  mani- 
festada y  la  que  tenga  en  realidad. 

Si  e!  fletante  ó  el  capitán  contrataren  mayor 
carga  que  la  que  el  l)uque  puede  conducir, 
atendido  su  arqueo,  indemnizarán  á  los  carga- 


dores á  quienes  dejen  de  cumplir  su  contrato, 
los  perjuicios  que  por  su  falta  de  cumplimien- 
to les  hubiesen  sobrevenido,  según  los  casos, 
á  saber: 

Si  ajustado  el  ñetamento  de  un  buque  por 
un  solo  cargador,  resultare  error  ó  engaño  en 
la  cabida  de  aquél,  y  no  optare  el  fletador  por 
la  rescisión,  cuando  le  corresponda  este  dere- 
cho, se  reducirá  el  flete  en  proporción  de  la 
carga  que  el  buque  deje  de  recibir,  debiendo 
además  indemnizar  el  fletante  al  fletador  de 
los  perjuicios  que  le  hubiere  ocasionado. 

Si,  por  el  contrario,  fueren  varios  los  con- 
tratos de  fletamento,  y  por  falta  de  cabida  no 
pudiere  embarcarse  toda  la  carga  contratada, 
y  ninguno  de  los  fletadores  optare  por  la  res- 
cisión, se  dará  la  preferencia  al  que  tenga  ya 
introducida  y  colocada  la  carga  en  el  buque, 
y  los  demás  obtendrán  el  lugar  que  les  corres- 
ponda según  el  orden  de  fechas  de  sus  con- 
tratos. 

No  apareciendo  esta  prioridad,  podrán  car- 
gar, si  les  conviniere,  á  prorrata  de  las  cantida- 
des de  peso  ó  extensión  que  cada  uno  haya 
contratado,  y  quedará  el  fletante  obligado'al 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  670.  Si,  recibida  por  el  fletante  una 
parte  de  carga,  no  encontrare  la  que  falte  para 
formar  al  menos  las  tres  quintas  i)artes  de  las 
que  puede  portear  el  buque,  al  precio  que  hu- 
biere fijado,  podrá  sustituir  para  el  transporte 
otro  buque  visitado  y  declarado  á  propósito 
para  el  mismo  viaje,  siendo  do  su  cuenta  los 
gastos  de  transliordo  y  el  aumento,  si  lo  hu- 
biere, en  el  in-ecio  de  fíete.  Si  no  le  fuere  posi- 
ble esta  sustitución,  emprenderá  el  viaje  en  el 
plazo  convenido;  y  no  habiéndolo,  á  los  quince 
días  de  haber  comenzado  la  carga,  si  no  se  ha 
estipulado  otra  cosa. 

Si  el  dueño  de  la  parte  embarcada  le  procu- 
rase carga  á  los  mismos  precios  y  con  iguales 
ó  proporcionadas  condiciones  á  las  que  aceitó 
en  la  recibida,  no  podrá  el  fletante  ó  capitán 
negarse  á  aceptar  el  resto  del  cargamento;  j 
si  lo  resistiese,  tendrá  derecho  el  cargador  á 
exigir  que  se  haga  á  la  mar  el  buque"  con  la 
carga  que  tuviere  á  bordo. 

Art.  671.  Cargadas  las  tres  quintas  partes 
del  buque,  el  fletante  no  podrá,  sin  consenti- 
miento de  los  fletadores  ó  cargadores,  susti- 
tuir con  otro  el  designado  en  el  contrato,  so 
pena  de  constituirse  por  ello  responsable  de 
todos  los  daños  y  perjuicios  que  sobrevengan 
durante  el  viaje  al  cargamento  de  los  que  no 
hubieren  consentido  la  sustitución. 

Art.  672.  Fletado  un  buque  por  entero,  el 
capitán  no  podrá,  sin  consentimiento  del  fle- 
tador, recibir  carga  de  otra  persona;  y  si  lo  hi- 
ciere, podrá  dicho  fletador  obligarle  á  desem- 
barcarla y  á  que  le  indemnice  los  perjuicios 
que  por  ello  se  le  sigau. 

Art.  673.  Serán  de  cuenta  del  fletante  to- 
dos los  perjuicios  que  sobrevengan  al  fletador 
por  retardo  voluntario  del  capitán  eu  empren- 
der el  viaje,  según  las  reglas  que  van  iirescri- 
tas,  siempre  que  fuera  requerido  notarial  ó  ju- 
dicialmente á  hacerse  á  la  mar  en  tiempo  opor- 
tuno. 
Art.  674.     Si   el  fletador  llevase  al  buque 
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más  carga  que  la  contratada,  podrá  admitír- 
sele el  exceso  de  flete  con  arreglo  al  precio  es- 
tipvilado  en  el  contrato,  piidieiido  colocarse 
con  buena  estiva  sin  perjudicar  á  los  demás 
carg'adores;  pero  si  para  colocarla  hubiere  de 
faltarse  á  las  buenas  condiciones  de  estiva,  de- 
berá el  capitán  rechazarla,  ó  desembarcarla  á 
costa  del  propietario. 

Del  mismo  modo  el  capitán  podrá,  antes  de 
salir  del  puerto,  ecliar  eii  tierra  las  mercade- 
rías introducidas  á  bordo  clandestinamente,  ó 
portearlas,  si  pudiera  hacerlo  con  buena  esti- 
va, exig'ieudo  por  razón  de  flete  el  precio  más 
alto  que  hubiere  pactado  en  aquel  viaje. 

Art.  675.  Fletado  el  buque  para  recibir  la 
carg'a  en  otro  puerto,  se  presentará  el  capitán 
al  consignatario  designado  en  su  contrato:  y 
si  no  le  entreg'are  la  carga,  dará  aviso  al  fle- 
tador, cuyas  instrucciones  esperará,  corriendo 
entretanto  las  estadías  convenidas,  ó  las  que 
fueren  de  uso  en  el  puerto,  si  no  hubiere  sobre 
ello  pacto  expreso  en  contrario. 

No  recibiendo  el  capitán  contestación  en  el 
término  necesario  para  ello,  hará  diligencias 
para  encontrar  flete;  y  si  no  lo  hallare  después 
de  haber  corrido  las  estadías  y  sobreestadías, 
formalizará  protesta  y  regresará  al  puerto 
donde  contrató  el  fletamonto. 

El  fletador  pagará  el  flete  por  entero,  des- 
contando el  que  haya  deveng'ado  por  las  mer- 
caderías que  se  hubiesen  transportado  á  la  ida 
y  á  la  vuelta,  si  se  hubieran  cargado  por  cuen- 
ta de  terceros. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  el  buque  fle- 
tado de  ida  y  vuelta  no  sea  habilitado  de  car- 
ga para  su  retorno. 

Art.  676.  Perderá  el  capitán  el  flete  é  in- 
demnizará á  los  cargadores  siem]ire  que  éstos 
prueben,  aun  contra  el  acta  de  reconocimien- 
to, si  se  hubiere  practicado  en  el  puerto  de  sa- 
lida, que  el  buque  no  se  hallaba  en  disposi- 
ción para  navegar,  al  recibir  la  carga. 

Art.  677.  Subsistirá  el  contrato  de  neta- 
mente si,  careciendo  el  capitán  de  instruccio- 
nes del  fletador,  sobreviniere  durante  la  nave- 
gación declaración  de  guerra  ó  bloqueo.  En 
tal  caso  el  capitán  deberá  dirigirse  al  puerto 
neutral  y  seguro  más  cercano ,  pidiendo  y 
aguardando  órdenes  del  cargador,  y  los  gas- 
tos y  salarios  devengados  en  la  detención  se 
pag'arán  como  averia  comiiu. 

Si  por  disposición  del  carg'ador  se  hiciere  la 
desearg-a  en  el  puerto  de  arribada,  se  devcng-a- 
i'á  por  entero  el  flete  de  ida. 

Art.  678.  Si,  transcurrido  el  tiempo  necesa- 
rio, ajuicio  del  juez  ó  Tribunal,  para  recibir 
las  órdenes  del  carg'ador,  el  capitán  continua- 
se careciendo  de  instrucciones,  se  depositará 
el  cargamento,  el  cual  quedará  afecto  al  pago 
del  flete  y  gasto  de  su  cargo  en  la  demora,  que 
se  satisfarán  con  el  producto  de  la  parte  que 
primero  se  venda. 

§  3.° — De  tas  obUyacioncs  del  flffaílor. 

Art.  679.  El  fletador  de  un  buque  por  en- 
tero jmdrá  subrrogar  el  flete  en  todo  ó  en  par- 
te á  los  plazos  que  más  le  convinieren,  sin 
que  el  capitán  pueda  negarse  á  recibir  á  bor- 


do la  carga  entregada  por  los  segundos  fleta- 
dores, siempre  que  no  se  alteren  las  condicio- 
nes del  primer  íletaniento,  y  que  se  pagiu;  al 
fletante  la  totalidad  del  precio  convenido,  aun 
cuando  no  se  embarque  toda  la  carga,  con  la 
limitación  que  se  establece  en  el  articulo  si- 
guiente. 

Art.  680.  El  fletador  que  no  completare  la 
totalidad  de  la  carga  que  se  obligó  á  embar 
car,  pagará  el  flete  de  ia  qiie  deje  de  cargar, 
á  menos  c^ue  el  capitán  no  hubiere  tomado  otra 
carga  para  completar  el  cargamento  del  bu- 
que, en  cuyo  caso  abonará  el  primer  fletador 
las  diferencias  si  las  hubiere. 

Art.  681.  Si  el  fletador  jembarcare  efectos 
diferentes  de  los  que  manifestó  al  tiempo  de 
contratar  el  fletamento,  sin  conocimiento  del 
fletante  ó  capitán,  y  por  ello  sobrevinieren 
perjuicios,  por  confiscación,  embargo,  deten- 
ción ú  otras  causas,  al  fletante  ó  á  los  carg'a- 
dores, responderá  el  causante  con  el  importe 
de  su  cargamento,  y  además  con  sus  bienes,  de 
la  indemnización  completa  á  todoü  los  perjudi- 
cados por  su  culpa. 

Art.  682.  Si  las  mercaderías  embarcadas  lo 
fueren  con  un  fin  de  ilícito  comercio  y  hubie- 
sen sido  llevadas  á  bordo  á  sabiendas  del  fle- 
tante ó  del  capitán,  éstos,  mancomunadamen- 
te  con  el  dueño  de  ellas,  serán  responsables  de 
todos  los  perjuicios  que  se  originen  á  los  demás 
cargadores;  y  aunque  se  hubiere  pactado,  no 
podrán  exigir  del  fletador  indemnización  al- 
g'una  por  el  daño  que  resulte  al  buque. 

Art.  683.  En  caso  de  arribada  para  repa- 
rar el  casco  del  buijue,  maquinaria  ó  aparejos, 
los  carg'adores  deberán  esperar  á  que  el  buque 
se  repare,  pudiendo  descargarlo  á  su  costa  si 
lo  estimaren  conveniente. 

Si  en  beneficio  del  cargamento  expuesto  á  de- 
terioro dispusieren  los  carg'adores,  ó  el  Tribu- 
nal, ó  el  cónsul,  ó  la  autoridad  competente  en 
país  extranjero,  hacer  la  descarga  de  las  mer- 
caderías, serán  de  cuenta  de  aquéllos  los  gas- 
tos de  descarg'a  y  recarga. 

Art.  684.  Si  el  fletador,  sin  concurrir  algu- 
no de  los  casos  de  fuerza  maj'or  expresados  eu 
el  articulo  precedente,  quisiere  descargar  sus 
mercaderías  antes  de  llegar  al  puerto  de  su 
destino,  pagará  el  flete  por  entero,  los  gastos 
de  la  arribada  que  se  hiciere  á  su  instancia,  y 
los  daños  y  perjuicios  que  se  causaren  á  los 
demás  cargadores,  si  los  hubiere. 

Art.  685.  En  los  fletamentos  á  carga  gene- 
ral, cualquiera  de  los  cargadores  podrá  des- 
cargar las  mercaderías  antes  de  emprender  su 
viaje,  pagando  medio  flete,  el  gasto  de  estivar 
y  reestivar,  y  cualquier  otro  perjuicio  que  por 
esta  causa  se  origine  á  los  demás  carg'adores. 

Art.  686.  Hecha  la  descarga  y  puesto  el 
cargamento  á  disposición  del  consignatario, 
éste  deberá  pagar  inmediatamente  al  capitán 
el  flete  devengado  y  los  demás  gastos  de  que 
fuere  responsable  dicho  cargamento. 

La  capa  deberá  satisfacerse  en  la  misma 
proporción  y  tiempo  que  los  fletes,  rigiendo 
en  cuanto  á  ella  todas  las  alteraciones  y  mo- 
dificaciones á  que  éstos  estuvieren  sujetos. 

Art.  687.  Los  fletadores  y  cargadores  no 
podrán  hacer,  para  el  pago  del  flete  y  demás 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (Cód.  de  1885.— Lih.  111,  üt.  III.) 


816 ^___^ 

gastos,  abandono  de  las  mercaderías  averia- 
das por  vicio  propio  ó  caso  fortuito. 

Procederá,  sin  embargo,  el  abandono  si  el 
cargamento  con.sistiere  en  líquidos  y  se  hubie- 
ren derramado,  no  quedando  en  los  envases 
sino  una  cuarta  parte  de  su  contenido. 

¡^  4.*" — De  la  rescisión  total  ó  parcial  del  contrato  de 
petamento. 

Art.  688.  A  petición  del  fletador  podrá  res- 
cindirse el  contrato  de  fletanieuto: 

1."  Si  antes  de  cargar  el  buque  abandona- 
re el  ñetamento,  pag'ando  la  mitad  del  flete 
convenido. 

2."  Si  la  cabida  del  buque  no  .se  hallase  con- 
forme con  la  que  fig'ura  en  el  certificado  de 
arqueo,  ó  si  hubiere  error  en  la  designación 
del  pabellón  con  que  navega. 

3."  Si  no  se  pusiere  el  buque  á  disposición 
del  fletador  en  el  plazo  y  forma  convenidos. 

A."  Si,  salido  el  buque  á  la  mar,  arribare  al 
puerto  de  salida,  por  rie.sgo  de  piratas,  enemi- 
gos ó  tiempo  contrario,  y  los  cargadores  con- 
vinieren en  su  descarg-a. 

En  el  2."  y  3.er  caso  el  fletante  indemnizará 
al  fletador  de  los  perjuicios  que  se  le  irroguen. 

En  el  caso  4.°,  el  fletante  tendrá  derecho  al 
flete  por  entero  del  viaje  de  ida. 

Si  el  fletamento  se  hubiere  ajustado  por  me- 
ses, pagarán  los  fletadores  el  importe  libre  de 
una  mesada,  siendo  el  viaje  á  un  puerto  del 
mismo  mar,  y  dos,  si  fuere  á  mar  distinto. 

De  un  puerto  á  otro  de  la  Península  é  islas 
adyacentes,  no  se  ])ag'ará  más  que  una  mesada. 

5.°  Si  para  reparaciones  urgentes  arribase 
el  buque  durante  el  viaje  á  un  puerto,  y  pre- 
firieren los  fletadores  disponer  de  las  merca- 
derlas. 

Guando  la  dilación  no  exceda  de  treinta 
días,  pagarán  los  cargadores  por  entero  el 
flete  de  ida. 

Si  la  dilación  excediere  de  treinta  dias,  sólo 
pagarán  el  flete  proporcional  á  la  distancia 
recorrida  por  el  buque. 

Art.  689.  A  petición  del  fletante  podrá  res- 
cindirse el  contrato  de  fletamento: 

1.°  Si  el  fletador,  cumplido  el  término  de 
las  sobreestadias,  no  pusiere  la  carga  al  cos- 
tado. 

En  este  caso  el  fletador  deberá  satisfacer  la 
mitad  del  flete  pactado,  además  de  las  estadías 
y  sobreestadias  devengadas. 

2.°  Si  el  fletante  vendiere  el  buque  antes 
de  que  el  fletador  hubiere  empezado  á  cargar- 
lo, y  el  comprador  lo  cargare  por  su  cuenta. 

Éa  este  caso  el  vendedor  indemnizará  al  fle- 
tador de  los  perjuicios  qiie  se  le  irroguen. 

Si  el  nuevo  propietario  del  buque  no  lo  car- 
gare por  su  cuenta,  se  respetará  el  contrato 
de  fletamento,  indemnizando  el  vendedor  al 
comprador,  si  aquél  no  le  instruyó  del  fleta- 
mento pendiente  al  tiempo  de  concertar  la 
venta. 

Art.  690.  El  contrato  de  fletamento  se  res- 
cindirá, y  se  extinguirán  todas  las  acciones 
que  de  él  se  originan,  si,  antes  de  hacerse  á  la 
mar  el  buque  desde  el  puerto  de  salida,  ocu- 
rriere alguno  de  los  casos  siguientes: 

1.°    lia  declaración  de  guerra  ó  interdic- 


ción del  comercio  con  la  potencia  á  cuj'os  puer- 
tos debía  el  buque  hacer  su  viaje. 

2."  El  estado  de  bloqueo  del  puerto  adonde 
Iba  aquél  destinado,  ó  peste  que  sobreviniei'e 
desjiués  del  ajuste. 

3.°  La  prohibición  de  recibir  en  el  mismo  pun- 
to las  mercaderías  del  cargamento  del  buque. 

4."  La  detención  indefinida,  por  embargo 
del  buque  de  orden  del  Gobierno,  ó  por  otra 
causa  independiente  de  la  voluntad  del  na- 
viero. 

5.°  La  inhabilitación  del  buque  para  nave- 
gar, sin  culpa  del  capitán  ó  naviero. 

La  descarga  se  hará  por  cuenta  del  fletador. 

Art.  691.  Si  el  buque  no  pudiere  hacerse  á 
la  mar  por  cerramiento  del  puerto  de  salida  ú 
otra  caiisa  pasajera,  el  fletamento  svibsiátirá, 
sin  que  ninguna  de  las  partes  tenga  derecho  á 
reclamar  perjuicios. 

Los  alimentos  y  salarios  de  la  tripulación 
serán  considerados  avería  común. 

Durante  la  interrupción,  el  fletador  podrá 
por  su  cuenta  descarg-ar  y  cargar  á  su  tiempo 
las  mercaderías,  pagando  estadías  si  demora- 
re la  recarga  después  de  haber  cesado  el  mo- 
tivo de  la  detención. 

Art.  692.  Quedará  rescindido  parcialmen- 
te el  contrato  de  fletamento,  salvo  pacto  en 
contrario,  y  no  tendrá  derecho  el  capitán  más 
que  al  flete  de  ida,  si,  por  ocurrir  duraute  el 
viaje  la  declaración  de  guerra,  cerramiento  de 
puertos  ó  interdicción  de  relaciones  comercia- 
les, arribare  el  buque  al  puerto  que  se  le  hu- 
biere designado  para  este  caso  en  las  instruc- 
ciones del  fletador. 

§  h.°  —  Be  los  pasajeros  en  los  viajes  por  mar  *. 

Art.  693.  No  habiéndose  convenido  el  pre- 
cio del  pasaje,  el  juez  ó  Tribunal  le  fijará  su- 
mariamente, previa  declaración  de  peritos. 

Art.  694.  Si  el  pasajero  no  llegare  á  bordo 
á  la  hora  prefijada,  ó  abandonare  el  buque  sin 
permiso  del  capitán  cuando  éste  estuviere 
pronto  á  salir  del  puerto,  el  capitán  podrá  era- 
prender  el  viaje  y  exigir  el  precio  por  entero. 

Art.  695.  El  derecho  al  pasaje,  si  fuese  no- 
minativo, no  podrá  transmitirse  sin  la  aquies- 
cencia del  capitán  ó  consignatario. 

Art.  696.  Si  antes  de  emprender  el  viaje  el 
pasajero  muriese,  sus  herederos  no  estarán 
obligados  á  satisfacer  sino  la  mitad  del  pasaje 
convenido. 

Si  estuvieren  comprendidos  en  el  precio  con- 
venido los  gasto.?  de  manutención,  el  juez  ó 
Tribunal,  oyendo  á  los  peritos  si  lo  estimare 
conveniente,  señalará  la  cantidad  que  ha  de 
quedar  en  beneficio  del  buque. 

En  el  caso  de  recibirse  otro  pasajero  en  lu- 
gar del  fallecido,  no  se  deberá  abono  alguno 
por  dichos  herederos. 

Art.  697.  Si  antes  de  emprender  el  viaje  se 
suspendiese  por  culpa  exclusiva  del  capitán  ó 
naviero,  los  pasajeros  tendrán  derecho  á  la 


'  Pasaje. — Los  transportes  por  mar  reciben  el  nombre 
de  pasaje  cuando  se  refieren  d  la  conducción  de  viajeros. 
El  nuevo  Código  establece  por  primera  vez  las  reglas  que 
deben  observarse  en  la  materia,  determinando  los  dere- 
chos y  obligaciones  que  nacen  del  contrato  y  los  modos  d€ 
asegurar  su  cumplimiento. 
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devolucióu  del  pasaje  y  al  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios;  pero  si  la  suspensión  fuera 
debida  á  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  ó  á 
cualquier  otra  causa  independiente  del  capi- 
tán ó  naviero,  los  pasajeros  sólo  tendrán  de- 
recho á  la  devolución  del  pasaje. 

Art.  698.  En  caso  de  interrupción  del  viaje 
comen/.ado,  los  pasajeros  sólo  estarán  obliga- 
dos á  pagar  el  pasaje  en  proporción  á  la  dis- 
tancia recorrida,  y  sin  derecho  á  resarcimien- 
to de  daños  y  perjuicios  si  la  interrupción 
fuere  debida  á  caso  fortuito  ó  de  fuerza  ma- 
yor, pero  con  derecho  á  indemnización  si  la 
interrupción  consistiese  exclusivamente  en  el 
capitán.  Si  la  interrupción  procediese  de  la  in- 
habilitación del  buque,  y  el  pasajero  se  con- 
formase con  esperar  la  reparación,  no  podrá 
exig'irdele  ningún  aumento  de  precio  del  pasa- 
je, pero  será  de  su  cxienta  la  manutención  du- 
rante la  esladia. 

En  caso  de  retardo  de  la  salida  del  buque, 
los  pasajeros  tienen  derecho  á  permanecer  íí 
bordo  y  á  la  alimentación  por  cuenta  del  bu- 
que, á  menos  que  el  retardo  sea  debido  á  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor.  Si  el  retardo  exce- 
diera de  diez  dias,  tendrán  derecho  los  pasa- 
jeros que  lo  soliciten  á  la  devolución  del  pasa- 
je; y  si  fuera  debido  exclusivamente  á  culpa 
del  capitán  ó  naviero,  podrán  además  recla- 
mar resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

El  buque  exclusivamente  destinado  al  trans- 
porte de  pasajeros  debe  conducirlos  directa- 
mente al  puerto  ó  puertos  de  su  destino,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  pasajeros,  ha- 
ciendo todas  las  escalas  que  teng-an  marcadas 
en  su  itinerario. 

Art.  699.  Rescindido  el  contrato  antes  ó 
después  de  emprendido  el  viaje,  el  capitán 
tendrá  derecho  á  reclamar  lo  que  hubiere  su- 
ministrado á  los  pasajeros. 

Art.  700.  En  todo  lo  relativo  á  la  conser- 
vación del  orden  y  policía  á  bordo,  los  pasa- 
jeros se  someterán  á  las  disposiciones  del  ca- 
pitán, sin  distinción  alg'una. 

Art.  701.  La  conveniencia  ó  el  interés  de 
los  viajeros  no  oblig'aráu  ni  facultarán  al  ca- 
pitán para  recalar  ni  para  entrar  en  puntos 
que  separen  al  buque  de  su  derrota,  ni  para 
detenerse,  en  los  que  deba  ó  tuviese  preci- 
sión de  tocar,  más  tiempo  que  el  exigido  por 
las  atenciones  de  la  navegación. 

Art.  702.  Xo  habiendo  pacto  en  contrario, 
se  supondrá  comprendida  en  el  precio  del  pa- 
saje la  manutención  de  los  pasajeros  durante 
el  viaje;  pero  si  fuese  de  cuenta  de  éstos,  el 
capitán  tendrá  obligación,  en  caso  de  necesi- 
dad, de  suministrarles  los  víveres  precisos 
para  su  sustento  por  un  precio  razonable. 

Art.  703.  El  pasajero  será  reputado  carga- 
dor en  cuanto  á  los  efectos  que  lleve  abordo, 
y  el  capitán  no  responderá  de  lo  que  aquél 
conserve  bajo  su  inmediata  y  peculiar  custo- 
dia, á  no  ser  que  el  daño  provenga  de  hecho 
del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

Art.  704.  El. capitán,  para  cobrar  el  precio 
del  pasaje  y  gastos  de  manutención,  podrá  re- 
tener los  efectos  pertenecientes  al  pasajero,  y 
en  caso  de  venta  de  los  mismos,  gozará  de 
preferencia  sobre  los  demás  acreedores,  pro- 

TOMO    II. 


cediéndose  en  ello  como  si  se  tratase  del  cobro 
de  los  fletes. 

Atr.  705.  En  caso  de  muerte  de  un  pasaje- 
ro durante  el  viaje,  el  capitán  estará  autoriza- 
do para  tomar  respecto  del  cadáver  las  dispo- 
siciones que  exijan  las  circunstancias,  y  guar- 
dará cuidadosamente  los  papeles  y  efectos  que 
hallare  á  bordo  pertenecientes  al  pasajero, 
observando  cuanto  dispone  el  caso  10  del  ar- 
ticulo G12  á  propósito  de  los  individuos  de  la 
tripulación. 

§  6.°— Del  conocimiento. 

Art.  706.  El  capitán  y  el  cargador  del  bu- 
que tendrán  obligación  de  extender  el  conoci- 
miento, en  el  cual  se  expresará: 

1."    El  nombre,  matrículay  porte delbuque. 

2.°     El  del  capitán,  y  su  domicilio. 

3."     El  puerto  de  carga  y  el  de  descarga. 

4.°     El  nombre  del  cargador. 

5."  El  nombre  del  consignatario,  si  el  cono- 
cimiento fuere  nominativo. 

6.°  La  cantidad,  calidad,  número  de  los 
bultos  y  marcas  de  las  mercaderías. 

7."     El  flete  y  la  capa  contratados. 

El  conocimiento  podrá  ser  al  portador,  á  la 
orden  ó  á  uombre  de  persona  determinada, 
y  habrá  de  firmarse  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  de  recibida  la  carga  á  bordo,  piuliendo 
el  carg'ador  pedir  la  descarga  á  costa  del  ca- 
p-tán,  si  éste  no  lo  suscribiese,  y,  en  todo  ca- 
so, los  daños  y  perjuicios  que  por  ello  le  sobre- 
vinieren. 

Art.  707.  Del  conocimiento  primordial  se 
sacarán  cuatro  ejemplares  de  ig'ual  tenor  y  los 
firmarán  todos  el  capitán  y  el  cargador.  De 
éstos,  el  cargador  conservará  uno  y  remitirá 
otro  al  consignatario;  el  capitán  tomará  dos, 
uno  para  si  y  otro  para  el  naviero. 

Podrán  extenderse  además  cuantos  conoci- 
mientos estimen  necesarios  los  interesados; 
pero  cuando  fueren  á  la  orden  ó  al  portador, 
se  expresará  en  todos  los  ejemplares,  ya  sean 
de  los  cuatro  primeros,  ó  de  los  ulteriores,  el 
destino  de  cada  uno,  consignando  si  es  para 
el  naviero,  para  el  capitán,  para  el  cargador  ó 
para  el  consignatario.  Si  el  ejemplar  destina- 
do á  este  último  .se  duplicare,  habrá  de  expre- 
sarse en  él  esta  circunstancia  y  la  de  no  ser 
valedero  sino  en  defecto  del  primero. 

Art.  708.  Los  conocimientos  al  portador 
destinados  al  consignatario  serán  transferi- 
bles  por  la  entrega  material  del  documento; 
y  en  virtud  de  endoso,  los  extendidos  á  la 
orden. 

En  ambos  casos,  aquel  á  qiiien  se  transfiera 
el  conocimiento  adquirirá  sobre  las  mercade- 
rías exjiresadas  en  él  todos  los  derechos  y  ac- 
ciones del  cedente  ó  del  endosante. 

Art.  709.  El  conocimiento,  formalizado  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  este  titulo,  hará 
fe  entre  todos  los  interesados  en  la  carga  y 
entre  éstos  y  los  aseguradores,  quedando  á 
salvo  para  los  últimos  la  prueba  en  contrario. 

Art.  710.  Si  no  existiere  conformidad  entre 
los  conocimientos,  y  en  ninguno  se  advirtiere 
enmienda  ó  raspadura,  harán  fe  contra  el  ca- 
pitán ó  el  naviero  y  en  favor  del  cargador  ó  el 
consignatario,  los  que  éstos  posean  extendi- 
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dos  y  firmados  por  aquél;  y  en  contra  del  car- 
gador ó  consignatario  y  en  favor  del  capitAn  ó 
naviero,  los  que  éstos  posean  extendidos  y  fir- 
mados por  el  cargador. 

Art.  711.  El  portador  leg'itimo  de  nn  conoci- 
miento, que  deje  de  presentárselo  al  capitán 
del  buque  antes  de  la  descarga,  obligando  á 
éste  por  tal  omisión  á  que  haga  el  desembarco 
y  longa  la  carga  en  depósito,  responderá  de 
ios  gastos  de  almacenaje  y  demás  que  por  ello 
se  originen. 

Art.  712.  El  capitán  no  puede  variar  por  si 
el  destino  de  las  mercaderías.  Al  admitir  esta 
variación  á  instancia  del  cargador,  deberá  re- 
coger antes  los  conocimientos  que  hubiere  ex- 
pedido, so  pena  de  responder  del  cargamento 
al  portador  legitimo  de  éstos. 

Art.  713.  Si  antes  de  hacer  la  entrega  del 
cargamento  se  exigiere  al  capitán  nuevo  co- 
nocimiento, alegando  que  la  no  presentación 
délos  anteriores  consiste  en  haberse  extravia- 
do ó  en  alguna  otra  causa  justa,  tendrá  obli- 
gación de  darlo,  siempre  qtie  se  le  afiance  á  su 
satisfacción  el  valor  del  cargamento;  pero  sin 
variar  la  consignación,  y  expresando  en  él  las 
circunstancias  prevenidas  en  el  último  párrafo 
del  art.  707,  cuando  se  trate  de  los  conoci- 
mientos á  que  el  mismo  se  i-efiere,  bajo  la 
pena,  en  otro  caso,  de  responder  de  dicho  car- 
gamento si  por  su  omi.sióu  fuese  entregado  in- 
debidamente. 

Art.  714.  Si  antes  de  liacerse  el  biique  á  la 
mar  falleciere  el  capitán  ó  cesare  en  su  oficio 
por  cualquier  accidente,  los  cargadores  ten- 
drán derecho  á  pedir  al  nuevo  capitán  la  rati- 
ficación de  los  primeros  conocimientos,  y  éste 
deberá  darla,  siempre  que  le  sean  presentados 
ó  devueltos  todos  los  ejemplares  que  se  hubie- 
ran expedido  anteriormente,  y  resulte  del  re- 
conocimiento de  la  carg-a  que  se  halla  confor- 
me con  los  mismos. 

Los  gastos  que  se  orig'inen  del  reconoci- 
miento de  la  carga,  serán  de  cuenta  del  na- 
viero, sin  perjuicio  de  repetirlos  éste  contra  el 
primer  capitán,  si  dejó  de  serlo  por  culpa 
suya.  No  haciéndose  tal  reconocimiento,  se 
entenderá  que  el  nuevo  capitán  acepta  la  car- 
ga como  resulte  de  los  conocimientos  expe- 
didos. 

Art.  715.  Los  conocimientos  producirán  ac- 
ción sumarísima  ó  de  apremio,  según  los  ca- 
sos, para  la  entrega  del  carg-amento  y  el  pago 
de  los  fletes  y  gastos  que  hayan  producido. 

Art.  716.  Si  varias  personas  presentaren 
conocimientos  al  portador  ó  á  la  orden,  endo- 
sados á  su  favor,  en  reclamación  de  las  mis- 
mas mercaderías,  el  capitán  preferirá,  para  su 
entrega,  á  la  que  presente  el  ejemplar  que  hu- 
biere expedido  primeramente,  salvo  el  caso  de 
que  el  posterior  lo  hubiere  sido  por  justifica- 
ción del  extravio  de  aquél,  y  aparecieren  am- 
bos en  manos  diferentes. 

En  este  caso,  como  en  el  de  presentarse  sólo 
segundos  ó  ulteriores  ejemplares  que  se  hu- 
bieran expedido  sin  esa  justificación,  el  capi- 
tán acudirá  al  juez  ó  Tribunal  para  que  veri- 
fique el  depósito  de  las  mercaderías  y  se  en- 
treguen por  su  mediación  á  quien  sea  proce- 
dente. 


Art.  717.  La  entreg-a  del  conocimiento  pro- 
ducirá la  cancelación  de  todos  los  recibos  pro- 
visionales de  fecha  anterior,  dados  por  el  ca- 
pitán ó  sus  subalternos  en  resguardo  de  las 
entregas  parciales  que  les  hubieren  hecho  del 
carg-amento. 

Art.  718.  Entregado  el  cargamento,  se  de- 
volverán al  capitán  los  conocimientos  que  fir- 
mó, ó  al  menos  el  ejemplar  bajo  el  cual  se  haga 
la  entrega,  con  el  recibo  de  las  mercaderías 
consignadas  en  el  mismo. 

La  morosidad  del  consignatario  le  hará  res- 
ponsable de  los  perjuicios  que  la  dilación  pue- 
da ocasionar  al  capitán. 

SEC.  2.'— Del  contrato  á,  la  gruesa,  6  préstamo  & 
riesgo  marítimo  *. 

Art.  719.  Se  reputará  préstamo  á  la  gruesa 
ó  á  riesgo  marítimo,  aquel  en  que,  bajo  cual- 
quiera condición,  dependa  el  reembolso  de  la 
suma  prestada  y  el  premio  por  ella  convenido, 
del  feliz  arribo  á  puerto  de  los  efectos  sobre 
que  esté  hecho,  ó  del  valor  que  obtengan  en 
caso  de  siniestro. 

Art.  720.  Los  contratos  á  la  gruesa  podrán 
celebrarse: 

1."     Por  escritura  piiblica. 

2.°  Por  medio  de  póliza  firmada  por  las 
partes  y  el  corredor  que  interviniere. 

3.°     Por  documento  privado. 

De  cualquiera  de  estas  maneras  que  se  cele- 
bre el  contrato,  se  anotará  en  el  certificado  de 
inscrii)ción  del  buque  y  se  tomará  de  él  razón 
en  el  Registro  mercantil,  sin  cuyos  requisitos 
los  créditos  de  este  origen  no  tendrán  respecto 
á  los  demás  la  preferencia  que,  según  su  natu- 
raleza, les  corresponda,  aunque  la  obligación 
será  eficaz  entre  los  contratantes. 

Los  contratos  celebrados  durante  el  viaje, 
se  regirán  por  lo  dispuesto  en  los  arts.  583  y 
611,  y  surtirán  efecto  respecto  de  terceros  des- 
desde su  otorg-amiento,  si  fueren  inscritos  en 
el  Registro  mercantil  del  puerto  de  la  matricu- 
la del  buque  antes  de  transcurrir  los  ocho  días 
siguientes  á  su  arribo.  Si  transcurrieren  los 
ocho  días  sin  haberse  hecho  la  inscripción  en 
el  Registro  mercantil,  los  contratos  celebrados 
durante  el  viaje  de  un  buque  no  surtirán  efec- 
to respecto  de  terceros,  sino  desde  el  dia  y 
fecha  de  la  inscripción. 

Para  que  las  pólizas  de  los  contratos  celebra- 
dos con  arreglo  al  núm.  2.°  tengan  fuerza  eje- 
cutiva, deberán  guardar  conformidad  con  el 
registro  del  corredor  que  intervino  en  ellos. 


'  Préstamo  á  la  grnesa. — Este  contrato,  conocido  ya 
por  los  romanos,  tiene  por  objeto  prestar  cierta  cantidad 
sobre  determinados  efectos,  expuestos  d  los  peligros  de  la 
navegación,  bajo  la  condición  deque  si  aquéllos  llegan  sa- 
nos y  salvos  al  piiierto  de  su  destino,  el  deudor  reembolsa- 
rá el  capital  prestado  con  la  cantidad  pactadacomo  pre- 
cio de  los  riesgos,  y  que  si,  por  el  contrario,  los  objetos 
perecen  ó  se  desmejoran  durante  el  viaje,  por  algún  acci- 
dente maritimo,  el  acreedor  sólo  podrá  reclamar  la  par- 
te del  préstamo  que  se  cubra  con  el  valor  que  tuvieren  di- 
chos efectos.  En  este  contrato,  que  tiene  grandes  analogías 
con  el  de  seguro,  introduce  el  nuevo  Código  reformas  ra- 
dicales, inspiradas  en  el  propósito  de  suprimir  las  trabas  m 
y  limitaciones  que  opone  el  antiguo  á  la  libre  manifesta- 
ción de  la  voluntad,  con  perjuicio  de  los  intereses  mer- 
cantiles y  con  detrimento  de  la  verdadera  jwción  de  las 
cusas,  consideradas  bajo  su  aspecto  jurídico. 
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En  los  celebrados  con  arreglo  al  iiiim.  3.°, 
precederá  el  reconocimiento  de  la  firma. 

Los  contratos  que  no  consten  por  escrito,  uo 
producirán  acción  en  juicio. 

Art.  721.  En  el  contrato  á  la  gruesa  se  de- 
berá expresar: 

1."     La  clase,  nombreymatrlculadel  buque. 

2."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  ca- 
pitán. 

3."  Los  nombres,  apellidos  y  domicilio  del 
q\iQ  da  y  del  qiie  toma  el  préstamo. 

4."  El  capital  del  préstamo  y  el  premio  con- 
venido. 

5."    El  plazo  del  reembolso. 

6.°     Los  objetos  pig'norados  á  su  reintegro. 

7."     El  viaje  por  el  cual  se  corra  el  riesg'o. 

Art.  722.  Los  contratos  podrán  extenderse 
á  la  orden,  en  cuyo  caso  serán  transferibles 
por  endoso,  y  adquirirá  el  cesionario  todos  los 
derechos  y  correrá  todos  los  riesgos  que  co- 
rrespondieran al  endosante. 

Art.  723.  Podrán  hacerse  préstamos  en 
efectos  y  mercaderías,  fijándose  su  vaílor  para 
determinar  el  capital  del  préstamo. 

Art.  724.  Los  préstamos  podrán  constituir- 
se conjunta  ó  separadamente: 

1."     Sobre  el  casco  del  buque. 

2."     Sobre  el  aparejo. 

3."  Sobre  los  pertrechos,  víveres  vcombus- 
tible. 

4."  Sobre  la  máquina,  siendo  el  buque  de 
vapor. 

5.°     Sobre  mercaderías  cargadas. 

Si  se  constituyesen  sobreel  casco delbuque, 
se  entenderán  además  afectos  á  la  responsa- 
bilidad del  préstamo  el  aparejo,  pertrechos  y 
demás  efectos,  víveres,  combustible,  máqui- 
nas de  vapor  y  los  fletes  granados  en  el  viaje 
del  préstamo. 

Si  se  hiciere  sobre  la  carga,  quedará  afecto 
'i'.  reinteg'ro  todo  cuanto  la  constituya;  y  si  so- 
bre un  objeto  particular  del  buque  ó  de  la  car- 
g'a,  sólo  afectará  la  responsabilidad  al  que 
concreta  y  determinadamente  se  especifique. 

Art.  725.  No  se  podrá  prestar  á  la  gruesa 
sobre  los  salarios  de  la  tripulación  ni  sobre  las 
ganancias  que  se  esperen. 

Art.  726.  Si  el  prestador  in-obare  que  pres- 
tó mayor  cantidad  que  la  del  valor  del  objeto 
sobre  que  recae  el  préstamo  á  la  gruesa,  por 
haber  empleado  el  prestatario  medios  fraudu- 
lentos, el  préstamo  será  válido  sólo  por  la  can- 
tidad en  que  dicho  objeto  se  tase  pericialmente. 

El  capital  sobrante  se  devolverá  con  el  inte- 
rés legal  por  todo  el  tiempo  que  durase  el  des- 
embolso. 

Art.  727.  Si  el  importe  total  del  préstamo 
para  cargar  el  buque,  no  se  empleare  en  la 
carg-a,  el  sobrante  se  devolverá  antes  de  la  ex- 
pedición. 

Se  procederá  de  ig'ual  manera  con  los  efec- 
tos tomados  á  préstamo,  si  no  se  hubieren  po- 
dido cargar. 

Art.  728.  El  préstamo  que  el  capitán  toma- 
re en  el  punto  de  residencia  de  los  propieta- 
rios del  buque,  sólo  afectará  á  la  parte  de  éste 
que  pertenezca  al  capitán,  si  no  hubieren  dado 
.su  axitorización  expresa  ó  intervenido  en  la 


operación  los  demás  propietarios  ó  sus  apode- 
rados. 

Si  alguno  ó  algunos  de  los  propietarios  fue- 
ren requeridos  para  que  entreguen  la  canti- 
dad necesaria  á  la  reparación  ó  a|)rovisiona- 
niiento  del  buque,  y  no  lo  hicieren  dentro  de 
veinticuatro  horas,  la  parte  que  los  negligen- 
tes tengan  en  la  propiedad  quedará  afecta,  en 
la  debida  proporción,  á  la  responsabilidad  del 
préstamo. 

Fuera  de  la  residencia  de  los  propietarios, 
el  capitán  podrá  tomar  préstamos  conforme  á 
lo  dispuesto  en  los  arts.  5b3  y  (ill. 

Art.  729.  No  llegando  á  ponerse  en  riesgo 
los  efectos  sobre  que  se  toma  dinero,  el  coa- 
trato  quedará  reducido  á  un  préstamo  senci- 
llo, con  obligación  en  el  prestatario  de  devol- 
ver capital  ó  intereses  al  tipo  legal,  si  no  fuere 
menor  el  convenido. 

Art.  730.  Los  préstamos  hechos  durante  el 
viaje,  tendrán  preferencia  sobre  los  que  sehí- 
cieron  antes  de  la  expedición  del  buque,  y  se 
graduarán  por  el  orden  inverso  al  de  sus  fe- 
chas. 

Los  préstamos  para  el  ultimo  viaje,  tendrán 
preferencia  sobre  los  préstamos  anteriores. 

En  concurrencia  de  varios  préstamos  hechos 
en  el  mismo  puerto  de  arribada  forzosa  y  con 
ig'ual  motivo,  todos  se  pagarán  á  prorrata. 

Art.  731.  Las  acciones  correspondientes  al 
prestador  se  extinguirán  con  la  pérdida  abso- 
luta de  los  efectos  sobre  que  se  hizo  el  présta- 
mo, si  procedió  de  accidente  de  mar  en  el  tiempo 
y  durante  el  viaje  designados  en  el  contrato, 
y  constando  la  existencia_^de  la  carga  á  bordo; 
pero  no  sucederá  lo  mismo  si  la  pérdida  pro- 
vino de  vicio  propio  de  la  cosa,  ó  sobrevino 
por  culpa  ó  malicia  del  prestatario,  ó  por  ba- 
ratería del  capitán,  ó  si  fué  causada  por  da- 
ños experimentados  en  el  buque  á  consecuen- 
cia de  emplearse  en  el  contrabando,  ó  si  pro- 
cedió de  carg'ar  las  mercaderías  en  buque  di- 
ferente del  que  se  desig'nó  en  el  contrato,  sal- 
vo si  este  cambio  se  hubiera  hecho  por  causa 
de  fuerza  mayor. 

La  prueba  de  la  pérdida  incumbe  al  que  re- 
cibió el  préstamo,  así  como  también  la  de  la 
existencia  en  el  buque  de  los  efectos  declara- 
dos al  prestador  como  objeto  de  préstamo. 

Art.  732.  Los  prestadores  á  la  gruesa  so- 
portarán á  prorrata  de  su  interés  respectivo 
las  averias  comunes  que  ocurran  en  las  cosas 
sobre  que  se  hizo  el  préstamo. 

En  las  averías  simples,  á  falta  de  convenio 
expreso  de  los  contratantes,  contribuirá  tam- 
bién ])or  su  interés  respectivo  el  prestador  á 
la  gruesa,  no  perteneciendo  á  las  especies  de 
riesgos  exceptuados  en  el  articulo  anterior. 

Art.  733.  No  habiéndose  fijado  en  el  con- 
trato tiempo  por  el  cual  el  mutuante  correrá 
el  riesgo,  durará,  en  cuanto  al  buijue,  máqui- 
nas, aparejo  y  pertrechos,  desde  el  momento 
de  hacerse  éste  á  la  mar  hítsta  el  de  fondear  en 
el  puerto  de  su  destino,  y,  en  cuanto  á  las  mer- 
caderías, desde  que  se  carg'uen  en  la  playa  ó 
muelle  del  puerto  de  la  expedición  hasta  des- 
cargarlas en  el  de  consignación. 

Art.  734.  En  caso  de  naufragio,  la  canti- 
dad afecta  á  la  devolución  del  préstamo  se  re- 
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ducivA  al  producto  de  los  efectos  salvados,  de- 
ducidos los  gastos  de  salvamento. 

Si  el  préstamo  fuese  sobre  el  buque  ó  algu- 
na de  sus  partes,  los  fletes  realizados  eu  el 
viaje  para  que  aquél  se  haya  hecho,  responde- 
rán también  á  su  pago  en  cuanto  alcancen 
para  ello. 

Art.  735.  Si  en  uu  mismo  buque  ó  carga 
concurrieren  préstamo  á  la  gruesa  y  seguro 
marítimo,  el  valor  de  lo  que  fuere  salvado  se 
dividirá,  en  caso  de  naufragio,  entre  el  mu- 
tuante y  el  aseg'urador,  en  proporción  del  in- 
terés legitimo  ele  cada  uno,  tomando  en  cuen- 
ta, para  esto,  vínicamente  el  capital,  por  lo  to- 
cante al  préstamo,  y  siu  per.jidcio  del  derecho 
preferente  de  otros  acreedores,  con  arreglo 
al  árt.  580. 

Art.  736.  Si  en  el  reintegro  del  préstamo 
hubiere  demora  por  el  capital  y  sus  premios, 
sólo  el  primero  devengará  rédito  legal. 

SEC.  3.** — De  los  seguros  marítimos  *. 
íj  1.**— De  la  forma  de  este  contrato. 

Art.  737.  Para  ser  válido  el  contrato  de 
seguro  niaritimo,  habrá  de  constar  por  escrito 
en  póliza  firmada  por  los  contratantes. 

Esta  póliza  se  extenderá  y  firmará  por  du- 
plicado, reservándose  un  ejemplar  cada  una 
de  las  partes  contratantes. 

Art.  738.  La  póliza  del  contrato  de  seguro 
contendrá,  además  de  las  condiciones  que  li- 
bremente consig'nen  los  interesados,  los  requi- 
sitos siguientes: 

1."  Fecha  del  contrato,  con  expresión  de  la 
hora  en  cjue  cjueda  convenido. 

2.°  Nombres ,  apellidos  y  domicilios  del 
aseg'urador  y  asegurado. 

3.°  Concepto  en  que  contrata  el  asegura- 
do, expresando  si  obra  por  si  ó  por  cuenta  de 
otro. 

Eu  este  caso  el  nombre,  apellidos  y  domici- 
lio de  la  persona  eu  cuyo  nombre  hace  el  se- 
guro. 

4.°  Nombre,  puerto,  pabellón  y  matricula 
del  buque  asegurado  ó  del  c^ue  conduzca  los 
efectos  asegurados. 

5.°  Nombre,  apellido  y  domicilio  del  ca- 
pitán. 

6."  Puerto  ó  rada  eu  que  han  sido  ó  debe- 
rán ser  cargadas  las  mercaderías  aseg'uradas. 

7.°  Puerto  de  donde  el  buque  ha  partido  ó 
debe  partir. 

8."  Puertos  ó  radas  en  que  el  buque  debe 
cargar,  dascargar  ó  hacer  escalas  por  cua- 
quier  motivo. 

9."  Naturaleza  y  calidad  de  los  objetos  ase- 
gurados. 

10.  Número  de  los  fardos  ó  bultos  de  cual- 
quier clase,  y  sus  marcas  si  las  tuvieren. 


^  Seguros  marítimos. — Muchas  son  las  reformas  in- 
troducidas en  la  doctr.ina  del  antiouo  Codicio  sobre  segu- 
ros maritímos;  pero  todas  ellas  están  inspiradas  en  dos 
propósitos  fundamentales:  armonizar  los  principios  por 
que  se  rige  este  contrato  con  el  de  libertad  de  contratación 
que  sirve  de  base  á  la  nueva  leij,  destruyendo  las  limita- 
ciones y  prohibiciones  que  ahogan  la  acción  creadora  del 
es^ñritu  mercantil,  y  completar  y  aclarar  varios  puntos 
deficientes  y  oscuros  que  han  sido  hasta  ahora  motivo  de 
controversia,  y  han  dado  lugar  á  frecuentes  dudas  en  su 
aplicación. 


11.  Época  en  que  deberá  comenzar  y  ter- 
minar el  riesgo. 

12.  Cantidad  aseg'urada. 
1.5.     Precio  convenido  por  el  seguro,  y  lu- 
gar, tiempo  y  forma  de  su  pago. 

11.  Parte  del  premio  que  corresponde  al 
viaje  de  ida  y  al  de  vuelta,  si  el  seguro  fuere 
á  viaje  redondo. 

15.  Obligación  del  asegurador  de  pagar  el 
daño  que  sobrevenga  á  los  efectos  asegurados. 

16.  El  lugar,  plazo  >  forma  en  que  habrá 
de  realizarse  el  pag'o. 

Art.  739.  Los  contratos  y  pólizas  de  seguro 
que  autoricen  los  agentes  consulares  en  el  ex- 
trajero,  siendo  españoles  los  contratantes  ó  al- 
g'uno  de  ellos,  tendrán  igual  valor  leg-al  que 
si  se  hubieren  verificado  con  intervención  de 
corredor. 

Art.  740.  Eu  un  mismo  contrato  y  en  una 
misma  póliza  podráu  comprenderse,  el  seguro 
del  buque  y  el  de  la  carga,  señalando  el  valor 
de  cada  cosa,  y  distinguiendo  las  cantidades 
aseguradas  sobre  cada  uno  de  los  objetos,  sin 
cuya  expresión  será  iucficaz  el  seguro. 

Se  podrá  también  en  la  póliza  fijar  premies 
diferentes  á  cada  objeto  aseg-urado. 

Varios  aseguradores  podrán  suscribir  una 
misma  póliza. 

Art.  741.  Eu  los  seguros  de  mercaderías 
podrá  omitirse  la  desig'nación  especifica  de 
ellas  y  del  buque  que  haya  de  transportarlas, 
cuando  no  consten  estas  circunstancias  ai  ase- 
g'urado. 

Si  el  buque  en  estos  casos  sufriere  acciden- 
te de  mar,  estará  obligado  el  asegurado  á  pro- 
bar, además  de  la  pérdida  del  buque,  su  salida 
del  puerto  de  carg-a,  el  embarque  por  su  cuen- 
ta de  los  efectos  perdidos,  y  sti  valor,  para  re- 
clamar la  indemnización. 

Art.  742.  Las  pólizas  del  seguro  podrán  ex- 
tenderse á  la  orden  del  asegurado,  en  cuyo 
caso  sei-án  endosables. 

g  2." — De  las  cosas  que  pueden  ser  aseguradas,  y  de 
su  evaluación. 

Art.  743.  Podráu  ser  objeto  del  seguro  ma- 
rítimo: 

1.°  El  casco  del  buque  en  lastre  ó  cargado, 
en  puerto  ó  en  viaje. 

2.°     El  aparejo. 

3.*>     La  máqíiina,  siendo  el  buque  de  vapor. 

4."  Todos  los  pertrechos  y  objetos  que 
constituyen  el  armamento. 

5."     Víveres  y  combustible. 

6.°     Las  cantidades  dadas  á  la  gruesa. 

7."  El  importe  de  los  fletes  y  el  beneficio 
probable. 

S.°  Todos  los  objetos  comerciales  sujetos 
al  riesgo  de  navegación,  cuyo  valor  pueda 
fijarse  en  cantidad  determinada. 

Art.  744.  Podrán  asegurarse  todos  ó  parte 
de  los  objetos  expresados  en  el  artículo  ante- 
rior, junta  ó  separadamente,  en  tiempo  de  paz 
ó  de  guerra,  por  viaje  ó  á  término,  por  viaje 
sencillo  ó  por  viaje  redondo,  sobre  buenas  ó 
malas  noticias. 

Art.  745.  Si  se  expresare  genéricamente 
en  la  póliza  que  el  segxiro  .se  hacia  sobre  el 
buque,  se  entenderán  comprendidos  en  él  la» 
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máquinas,  aparejo,  pertrechos  y  cuauto  esté 
adscrito  al  buque;  pero  no  su  carg-ameuto, 
aunque  pertenezca  al  mismo  naviero. 

En  el  seguro  genérico  de  mercaderías  no  se 
reputarán  comprendidos  lo.s  metales  amone- 
dados ó  en  lingotes,  la.s  piedras  preciosas  ni 
las  municiones  de  g'uerra. 

Art.  746.  El  seguro  sobre  fleto  podrá  ha- 
cerse por  el  cargador,  por  el  fletante  ó  el  ca- 
pitán, pero  éstos  no  podrán  asegurar  el  an- 
ticipo que  hubieren  recibido  á  cuenta  de  su 
Hete  sino  cuando  hayan  pactado  expresamen- 
te qiie,  en  caso  de  no  devengarse  aquél  por 
naufragio  ó  pérdida  de  la  carga,  devolverán 
la  cantidad  recibida. 

Art.  747.  En  el  seguro  de  flete  se  habrá  de 
expresar  la  suma  á  que  asciende,  la  cual  no 
podrá  exceder  de  lo  que  apai'ezca  en  el  con- 
trato de  fletamento. 

Art.  748.  El  seguro  de  beneficio  se  regirá 
l)or  los  pactos  en  que  convengan  los  contra- 
tantes, pero  habrá  de  consig'narse  en  la  póliza: 

1."  La  cantidad  determinada  en  que  fija  el 
asegurado  el  beucflcio,  una  vez  llegado  feliz- 
mente y  vendido  el  cargamento  eu  el  puerto 
de  destino. 

2."  La'obligación  de  reducir  el  seguVo,  si, 
comparado  el  valor  obtimido  en  la  venta,  des- 
contados g'astos  y  fletes,  con  el  valordecompra, 
resultare  menor  que  el  valuado  en  el  seguro. 

Art.  749.  Podrá  el  aseg'urador  hacer  re- 
asegurar por  otros  los  efectos  por  él  asegura- 
dos, en  todo  ó  en  parte,  con  el  mismo  ó  dife- 
rente premio;  así  como  el  asegurado  podrá 
^^tanibién  aseg'urar  el  coste  del  seguro  y  el  ries- 
go que  pueda  correr  en  la  cobranza  del  pri- 
ler  asegurador. 

Art.  750.  Si  el  capitán  contratare  el  segu- 
ro, ó  el  dueño  de  las  cosas  aseguradas  fuere 
líBu  el  mismo  buque  que  las  porteare,  se  dejará 
siempre  un  10  por  100  á  su  rie.sgo,  no  habien- 
do pacto  expreso  en  contrario. 

Art.  751.  En  el  seguro  del  buque  se  enten- 
derá que  sólo  cubre  el  seguro  las  cuatro  quin- 
tas partes  de  su  importe  ó  valor,  y  que  el  ase- 
gurado corre  el  riesgo  por  la  quinta  parte 
restante,  á  no  hacerse  constar  expresamente 
en  la  póliza  pacto  en  contrario. 

En  este  caso,  y  en  el  del  articulo  anterior, 
habrá  de  descontarse  del  seguro  el  importe 
de  los  ])réstamos  tomados  á  la  gruesa. 

Art.  752.  La  susorición  de  la  póliza  crea- 
rá una  presunción  legal  de  que  los  asegurado- 
res admitieron  como  exacta  la  evaluación  he- 
cha en  ella  de  los  efectos  asegurados,  salvos 
los  casos  de  fraude  ó  malicia. 

Sí  apareciere  exag-erada  la  evaluación,  se 
l^rocederá,  según  las  circunstancias  del  caso, 
á  saber: 

Si  la  exageración  hubiere  procedido  du 
error  y  no  de  malicia  imputable  al  asegnirado, 
se  reducirá  el  segiu-o  á  su  .verdadero  valor, 
fijado  por  las  partes  de  común  acuerdo  ó  por 
juicio  pericial.  El  asegurador  devolverá  el  ex- 
ceso de  prima  recibida,  reteniendo,  sin  embar- 
8"0)  Vs  por  100  de  este  exceso. 

Si  la  exageración  fuere  por  fraude  del  ase- 
gurado, y  el  asegurador  lo  probare,  el  seguro 
.será  nulo  para  el  asegurado,  y  el  asegurador 


ganará  la  prima,  sin  perjuicio  de  la  acción 
criminal  que  le  corresponda. 

Art.  753.  La  reducción  del  valor  de  la  mo- 
neda nacional,  cuando  se  hubiere  fijado  en 
extranjera,  se  hará  al  curso  corriente  en  ellu- 
g'ar  y  en  el  día  en  que  se  firmó  la  póliza. 

Art.  754.  Si,  al  tiempo  de  realizarse  el  con- 
trato no  se  hubiere  fijado  con  especificación 
el  valor  de  las  cosas  aseg'uradas,  se  determi- 
nará éste: 

1.°     Por  las  facturas  de  consig'uación. 

2.°  Por  declaración  de  corredores  ó  peri- 
tos, que  procederán  tomando  por  base  de  su 
juicio  el  precio  de  los  efectos  en  el  puerto  de 
salida,  con  más  los  gastos  de  embarque,  flete 
y  aduanas. 

Si  el  seguro  recayere  sobre  mercaderías  de 
retorno  de  un  país  en  que  el  comercio  se  hi- 
ciere sólo  por  permuta,  se  arreglará  el  valor 
por  el  que  tuvieren  los  efectos  permutados  en 
el  puerto  de  salida,  con  todos  los  g'astos. 

§  Z.° —Obligaciones  entre  el  asegurador  y  el  asegurado. 

Art.  755.  Los  aseguradores  indemnizarán 
los  daños  y  perjuicios  c¿ue  los  objetos  asegu- 
rados experimenten  por  alguna  de  las  causas 
sig'uientes: 

1."  Varada  ó  empeño  del  buque,  con  rotu- 
ra ó  sin  ella. 

2."     Temporal. 

3.°     Naufragio. 

4.°    Abordaje  fortuito. 

5."  Cambio  de  derrota  durante  el  viaje,  ó 
de  buque. 

6."     Echazón. 

7.°  Fuego  ó  explosión,  si  aconteciere  eu 
mercaderías,  tanto  á  bordo  como  si  estuvie- 
sen depositadas  en  tierra,  siempre  que  se  ha- 
yan alijado  por  orden  de  la  autoridad  compe- 
tente, para  reparar  el  buque  ó  beneficiar  el 
cargamento;  ó  fueg'o  por  combustión  espontá- 
nea en  las  carboneras  de  los  buques  de  vapor. 

8.°     Apresamiento. 

9."     Saqueo. 

10.  Declaración  de  guerra. 

11.  Embargo  por  orden  del  Gobierno. 

12.  Retención  por  orden  de  potencia  ex- 
tranjera. 

13.  Represalias. 

14.  Cualesquiera  otros  accidentes  ó  ries- 
g'os  de  mar. 

Los  contratantes  podrán  estipular  las  ex- 
cepciones que  tengan  por  conveniente,  men- 
cionándolas en  la  póliza,  sin  cuyo  requisito  no 
surtirán  efecto. 

Art.  756.  No  responderán  los  aseguradores 
de  los  daños  y  perjuicios  que  sobrevengan  á 
las  cosas  aseguradas  por  cualquiera  de  las 
causas  siguientes,  aunque  no  se  hayan  exclui- 
do en  la  póliza: 

1.°  Cambio  voluntario  de  derrotero  de  via- 
je, ó  de  buque,  sin  expreso  consentimiento  de 
los  aseguradores. 

2.°  Separación  espontánea  de  un  convoy, 
habiéndose  estipulado  que  iría  en  conserva 
con  él. 

3."  Prolong'ación  de  viaje  á  un  puerto  más 
remoto  que  el  designado  en  el  seg'uro. 

4.°    Disposiciones  arbitrarias  y  contrarias 
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á  la  póliza  de  fletamento  ó  al  couocimieuto, 
tomadas  por  orden  de  fletante,  cargadores  y 
fletadores. 

5.°  Baratería  de  patrón,  á  uo  ser  que  fue- 
ra objeto  del  seg-uro. 

6."  Mermas,  derramas  y  dispendios  proce- 
dentes de  la  naturaleza  de  las  cosas  asegu- 
radas. 

7."  Falta  de  los  documentos  prescritos  en 
este  Códig-o,  en  las  ordenanzas  y  reglamentos 
de  marina  ó  de  naveg'aeión,  vi  omisiones  de 
otra  clase  del  capitán,  en  contravención  de  las 
disposiciones  administrativas,  A  no  ser  que  se 
haya  tomado  ;l  cargo  del  asegurador  la  bara- 
tería del  patrón. 

En  cualquiera  de  estos  casos  los  asegurado- 
res harán  suyo  el  ]H-emio,  siempre  que  hubie- 
ren em]iezado  á  correr  el  riesgo. 

Art.  757.  En  los  seguros  de  carga  contra- 
tados por  viaje  redondo,  si  el  asegurado  no 
encontrare  carg'amento  para  el  retorno,  ó  so- 
lamente encontrare  menos  de  las  dos  terceras 
partes,  se  rebajará  el  premio  de  vuelta  pro- 
porcionalmente  al  cargamento  que  trajere, 
abonándose  además  al  asegurador  '/o  por  100 
de  la  parte  que  dejare  de  conducir. 

No  procederá,  sin  embargo,  rebaja  alguna 
en  el  caso  de  que  el  cargamento  se  hubiere 
perdido  en  la  ida.  salvo  pacto  especial  que  mo- 
difique la  disposición  de  este  articulo. 

Art.  758.  Si  el  cargamento  fuere  aseg'ura- 
do  por  varios  aseguradores  en  distintas  canti- 
dades, pero  sin  -designar  señaladamente  los 
objetos  del  seg-uro,  se  pagará  la  indemniza- 
ción, en  caso  de  pérdida  ó  averia,  por  todos 
los  aseguradores,  ár  prorrata  de  la  cantidad 
asegurada  por  cada  uno. 

Art.  759.  Si  fueren  designados  diferentes 
buques  para  carg-ar  las  cosas  asegxiradas,  pero 
sin  expresar  la  cantidad  que  ha  de  embarcar- 
se en  cada  buque,  podrá  el  asegurado  distri- 
buir el  cargamento  como  mejor  le  convenga, 
ó  conducirlo  á  bordo  de  uno  solo,  sin  que  por 
ello  se  anule  la  responsabilidad  del  asegura- 
dor. Mas  si  hubiere  hecho  expresa  mención  de 
la  cantidad  asegurada  sobre  cada  buque,  y  el 
cargamento  se  pusiere  á  bordo  en  cantidades 
diferentes  de  aquellas  que  se  hubieren  señala- 
do para  cada  uno,  el  asegurador  no  tendrá 
más  responsabilidad  que  la  que  hubiere  con- 
tratado en  cada  Inique.  Sin  embargo,  cobra- 
rá '/,  por  100  del  exceso  que  se  hubiere  car- 
gado en  ellos  sobre  la  cantidad  contratada. 

Si  quedare  alg'ún  buque  sin  cargamento, 
se  entenderá  anulado  el  seguro  en  cuanto  á 
él,  mediante  el  abono  antes  expresado  de  '/j 
por  100  sobre  el  excedente  embarcado  en  los 
demás. 

Art.  760.  Si,  por  inhabilitación  del  buque 
antes  de  salir  del  puerto,  la  carga  se  trasbor- 
dase á  otro,  tendrán  los  aseg'uradores  opción 
entre  continuar  ó  no  el  contrato,  abonando  las 
averias  que  hubieren  ocurrido;  pero  si  la  in- 
habilitación sobreviniere  después  de  empeza- 
do el  viaje,  correrán  los  aseg'uradores  el  ries- 
go, aun  cuando  el  buque  fuere  de  diferente 
porte  y  pabellón  que  el  designado  en  la  póliza. 

Art.  761.  Si  no  se  hubiere  fijado  en  la  póli- 
za el  tiempo  durante  el  cual  hayan  de  correr 


los  riesgos  por  cuenta  del  asegurador,  se  ob- 
servará lo  prescrito  en  el  art.  733  sobre  los 
préstamos  á  la  gruesa. 

Art.  762.  En  los  seguros  á  término  fijo,  la 
responsabilidad  del  asegurador  cesará  en  la 
hora  en  que  cumpla  el  plazo  estipulado. 

Art.  763.  Si  por  conveniencia  del  aseg'ura- 
do  las  mercaderías  se  descarg-aren  en  un  puer- 
to más  próximo  que  el  designado  para  rendir 
el  viaje,  el  aseg-urador  hará  suyo  sin  rebaja 
alg'una  el  premio  contratado. 

Art.  764.  Se  entenderán  comprendidas  en 
el  seg'uro,  si  expresamente  no  se  hubieren  ex- 
cluido en  la  póliza,  las  escalas  que  por  necesi- 
dad se  hicieren  para  la  conservación  del  buque 
ó  de  su  cargamento. 

Art  765.  El  asegurado  comunicará  al  ase- 
gurador por  el  primer  correo  siguiente  al  en 
que  él  las  recibiere,  y  por  telégrafo,  si  lo  hu- 
biere, las  noticias  referentes  al  curso  de  la 
navegación  del  buque  asegurado,  y  los  daños 
ó  pérdidas  que  sufrieren  las  cosas  aseguradas, 
y  responderá  de  los  daños  y  perjuicios  que 
por  su  omisión  se  oca.-jionaren. 

Art.  766.  Si  se  perdieren  mercaderías  ase- 
guradas por  cuenta  del  ca]iitán  que  mandare 
el  buque  en  que  estaban  embarcadas,  habrá 
aquél  de  justiticar  á  los  aseg'uradores  la  com- 
pra, por  medio  de  las  facturas  de  los  vende- 
dores; y  el  embarque  y  conducción  en  el  bu- 
que, por  certificación  del  cónsul  español,  ó 
autoridad  competente  donde  no  lo  hubiere, 
del  puerto  donde  las  cargó,  y  por  los  demás 
documentos  de  habilitación  y  expedición  de  la 
aduana. 

La  misma  obligación  tendrán  todos  los  ase- 
gurados que  naveguen  con  sus  propias  mer- 
caderías, salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  767.  Si  se  hubiere  estipulado  en  la  pó- 
liza aumento  de  premio  en  caso  de  sobrevenir 
guerra,  y  no  se  hubiere  fijado  el  tanto  del  au- 
mento, se  reg'ulará  éste,  á  falta  de  conformi- 
dad entre  los  mismos  interesados,  por  peritas 
nombrados  en  la  forma  que  establece  la  ley  de 
Enj.  civil,  teniendo  en  consideración  las  cir- 
cunstancias del  seguro  y  los  riesgos  corridos. 

Art.  768.  La  restitución  gratuita  del  bu- 
que ó  su  carg'amento  al  capitán  por  los  apre- 
sadores,  cederá  en  beneficio  de  los  propieta- 
rios respectivos,  sin  obligación,  de  parte  de 
los  aseguradores,  de  pagar  las  cantidades  que 
aseguraron. 

Art.  769.  Toda  reclamación  procedente  del 
contrato  de  seguro,  habrá  de  ir  acompañada 
de  los  documentos  que  justifiquen: 

1.°  El  viaje  del  buque,  con  la  protesta  del 
capitán  ó  copia  certificada  del  libro  de  nave- 
g'ación. 

2.°  El  embarque  de  los  objetos  asegurados, 
con  el  conocimiento  y  documentos  de  expedi- 
ción de  Aduanas. 

3.°     El  contrato  del  seguro,  con  la  póliza. 

4."  La  pérdida  de  las  cosas  aseguradas, 
con  los  mismos  documentos  del  núm.  1.",  v 
declaración  de  la  tripulación,  si  fuere  preciso. 

Además  se  fijará  el  descuento-de  los  objetos 
asegurados,  previo  el  reconocimiento  de  pe- 
ritos. 

Los  aseguradores  podrán  contradecir  la  re- 
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claniacióu  y  se  les  admitirá  sobre  ello  prueba 
eu  juicio. 

Art.  770.  Presentados  los  documentos  jus- 
tificativos, el  asegurador  deberá,  halhludolos 
conformes  y  justificada  la  pérdida,  pagar  la 
indemuización  al  asegurado,  dentro  del  plazo 
estipulado  en  la  póliza,  y  eu  su  defecto,  á  los 
diez  dias  de  la  reclamación. 

Jlas  si  el  asegurador  la  rechazare  y  contra- 
dijere judicialmente,  podrá,  depositar  la  can- 
tidad que  resultare  de  los  justificantes,  ó  en- 
treg'arla  al  a.segurado  mediante  fianza  sufi- 
ciente, decidiendo  lo  uno  ó  lo  otro  el  juez  ó 
Tribunal,  según  los  casos. 

Art.  771.  Si  el  buque  aseg-urado  sufriere 
daño  ])or  accidente  de  mar,  el  asegurador  pa- 
gará iinieamente  las  dos  terceras  partes  de  los 
gastos  de  reparación,  hágase  ó  no.  En  el  pri- 
mer caso,  el  importe  de  los  gastos  se  justifica- 
rá por  los  medios  reconocidos  en  el  derecho; 
eu  el  segundo,  se  apreciará  por  peritos. 

Sólo  el  uaviero,  ó  el  capitán  autorizado  para 
ello,  podrán  optar  por  la  no  reparación  del 
buque. 

Art.  772.  Si  por  consecuencia  de  la  repa- 
ración el  valor  del  buque  aumentare  en  más 
de  una  tercera  parte  del  que  se  le  hubiere  da- 
do en  el  seguro,  el  asegurador  pagará  los  dos 
tercios  del  importe  de  la  reparación,  descon- 
tando el  mayor  valor  que  ésta  hubiere  dado 
al  buque. 

Mas  si  el  asegurado  probase  que  el  mayor 
valor  del  buque  no  procedía  de  la  reparación, 
sino  de  ser  el  buque  nuevo  y  haber  ocurrido 
la  avería  eu  el  primer  viaje,  ó  que  lo  eran  las 
máquinas  ó  aparejo  y  pertrechos  destrozados, 
no  se  hará  la  deducción  del  aumento  de  valor, 
y  el  asegurador  pagará  los  dos  tercios  de  la 
reparación,  conforme  á  la  regla  6.^  del  artí- 
culo 8,^4. 

Art.  773.  Si  las  reparaciones  excedieren  de 
las  tres  cuartas  partes  del  valor  del  buque,  se 
entenderá  que  está  inhabilitado  ])ara  navegar, 
y  procederá  el  abandono;  y,  no  haciendo  esta 
declaración,  abonarán  los  aseguradores  el  im- 
porte del  seguro,  deducido  el  valor  del  buque 
averiado  ó  de  sus  restos. 

Art.  774.  Cuando  se  trate  de  indemniza- 
ciones procedentes  de  averia  gruesa,  termina- 
das las  operaciones  de  arreglo,  liquidación  y 
pago  de  la  misma,  el  asegurado  entregará  al 
asegurador  todas  las  cuentas  y  documentos 
justificativos  en  reclamación  de  la  indemniza- 
ción de  las  cantidades  que  le  hubieren  corres- 
pondido. El  asegurador  examinará  á  su  vez  la 
liquidación,  y  hallándola  conforme  á  las  con- 
diciones de  la  póliza,  estará  obligado  á  pagar 
al  asegurado  la  cantidad  correspondiente  den- 
tro deí  plazo  convenido,  ó,  en  su  defecto,  en 
el  de  ocho  dias. 

Desde  esta  fecha  comenzará  á  devengar  in- 
terés la  suma  debida. 

Si  el  asegurador  no  encontrare  la  liquida- 
ción conforme  con  lo  convenido  en  la  póliza, 
podrá  reclamar  ante  el  juez  ó  Tribunal  com- 
lietente  en  el  mismo  plazo  de  ocho  días,  cons- 
tituyendo en  depósito  la  cantidad  reclamada. 

Art.  775.  En  uingúu  caso  podrá  exigirse 
al  asegurador  una  suma  mayor  que  la  del  im- 


porte total  del  seguro;  sea  que  el  buque  salva- 
do, después  de  una  arribada  forzosa  para  re- 
paración de  avería,  se  juerda;  sea  que  la  par- 
te que  haya  de  pagarse  por  la  averia  g-ruesa 
importe  m-As  que  el  seguro,  ó  que  el  coste  de 
diferentes  averías  y  reparaciones  en  un  mismo 
viaje  ó  dentro  del  plazo  del  seguro,  excedan 
de  la  suma  asegurada. 

Art.  776.  En  los  casos  de  avería  simple  res- 
pecto á  las  mercaderías  aseguradas,  se  obser- 
varán las  reglas  siguientes: 

1.*  Todo  lo  que  hubiere  desaparecido  por 
robo,  pérdida,  venta  eu  viaje,  por  causa  de  de- 
terioro ó  por  cualquiera  de  los  accidentes  ma- 
rítimos comprendidos  eu  el  contrato  del  segu- 
ro, será  justificado  con  arreglo  al  valor  de  fac- 
tura, ó,  en  su  defecto,  por  el  que  se  le  hubie- 
re dado  eu  el  seguro  y  el  asegurador  pagará 
su  importe. 

2."-  En  el  caso  de  que,  llegado  el  buque  á 
buen  puerto,  resulten  averiadas  las  mercade- 
rías eu  todo  ó  cu  parte,  los  peritos  harán  cons- 
tar el  valor  que  tendrían  si  hubieren  llegado 
en  estado  sano,  y  el  c¿ue  tengau  en  su  estado 
de  deterioro. 

La  diferencia  entre  ambos  valores  líquidos, 
hecho  además  el  descuento  de  los  dcrehos  de 
aduanas,  fletes  y  cualesquiera  otros  análogos, 
constituirá  el  valor  ó  importe  de  la  avería,  su- 
mándole los  gastos  causados  por  los  peritos,  y 
otros,  si  los  hubiere. 

Habiendo  recaído  la  avería  sobre  todo  el 
cargamento  asegurado,  el  asegurador  pagará 
eu  su  totalidad  el  demérito  que  resulte;  mas 
si  sólo  alcanzare  á  una  parte,  el  asegurado  será 
reintegrado  en  la  proporción  correspondiente. 

Si  hubiere  sido  objeto  de  uu  .seguro  especial 
el  beneficio  probable  del  cargador,  se  liquida- 
rá separadamente. 

Art.  777.  Fijada  por  los  peritos  la  averia 
simple  del  buque,  el  asegurado  justilicará  su 
derecho  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  final 
del  núm.  9.°  del  art.  580,  y  el  asegurador  pa- 
gará en  conformidad  á  lo  dispuesto  eu  los  ar- 
tículos 858  y  859. 

Art.  778.'  El  asegurador  no  podrá  obligar 
al  asegurado  á  que  venda  el  objeto  del  seguro, 
para  fijar  su  valor. 

Art.  779.  Si  la  valuación  de  las  cosas  ase- 
guradas hubiere  de  hacerse  en  pais  extranjero, 
se  observarán  las  leyes,  usos  y  costumbres  del 
lugar  en  que  haya  de  realizarse,  sin  perjuicio 
de  someterse  á  las  prescripciones  de  este  Có- 
digo para  la  comprobación  do  los  hechos. 

Art.  780.  Pagada  por  el  asegurador  la  cau- 
tidad  aseg'urada,  se  subrog'ará  en  el  lugar  del 
asegurado  para  todos  los  derechos  y  acciones 
que  correspondan  contra  los  que  por  malicia 
ó  culpa  causaron  la  pérdida  de  los  efectos  ase- 
gurados. 

§  4.0 — De  los  casos  en  que  se  anula,  rescinde  ó  modifica  el 
contrato  de  seguro. 

Art.  781.  Será  nulo  el  contrato  de  segui'O 
que  recayere: 

1."  Sobre  los  buques  ó  mercaderías  afectos 
anteriormente  á  uu  préstamo  á  la  gruesa  por 
todo  su  valor. 

Si  el  préstamo  4  la  gruesa  no  fuere  por  el 
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valor  entero  del  buque  ó  de  las  mercaderías, 
podrá  subsistir  el  seguro  en  la  parte  que  exce- 
da al  importe  del  préstamo. 

2."  Sobre  la  vida  de  tripiilantes  y  pasa- 
jeros. 

3°    Sobre  los  sueldos  de  la  tripulación. 

4."  Sobre  g'éneros  de  ilícito  comercio  eu  el 
país  del  pabellón  del  buque. 

5."  Sobre  buque  dedicado  habitualmente  al 
contrabando,  ocurriendo  el  daño  ó  pérdida  por 
haberlo  hecho,  en  cu\-o  caso  se  abonará  al  ase- 
gurador el  Vs  poi"  100  de  la  cantidad  aseg'u- 
rada. 

6."  Sobre  un  buque  que,  sin  mediar  fuerza 
mayor  que  lo  impida,  no  se  hiciere  á  la  mar  en 
los  seis  meses  .siguientes  á  la  fecha  de  la  póli- 
za; en  cuyo  caso,  además  de  la  anulación,  pro- 
cederá el  abono  de  '/a  por  100  al  asegurador 
de  la  suma  asegurada. 

7.°  Sobre  buque  que  deje  de  emprender  el 
viaje  contratado,  ó  se  dirija  á  un  punto  distin- 
to del  estipulado,  en  cuyo  caso  procederá  tam- 
bién el  abono  al  asegurador  del  '/j  por  100  de 
la  cantidad  asegurada. 

8."  Sobre  cosas  en  cuya  valoración  se  hu- 
biere cometido  falsedad  á  sabiendas. 

Art.  782.  Si  se  hubieren  realizado  sin  frau- 
de diferentes  contratos  de  seguro  sobre  un 
mismo  objeto,  subsistirá  tínicamente  el  prime- 
ro, con  tal  que  cubra  todo  su  valor. 

Los  aseguradores  de  fecha  posterior  queda- 
rán libres  de  responsabilidad  y  percibirán  un 
'/j  por  100  de  la.  cantidad  asegurada. 

No  cubriendo  el  primer  contrato  el  valor  in- 
tegro del  objeto  asegurado,  recaerá  la  respon- 
sabilidad del  exceso  sobre  los  aseguradores 
que  contrataron  con  posterioridad,  siguiendo 
el  orden  de  fechas. 

Art.  783.  El  asegurado  no  se  libertará  de 
pagarlos  premios  Íntegros  á  los  diferentes  ase- 
g'uradores,  si  no  liiciere  saber  á  los  posterga- 
dos la  rescisión  de  sus  contratos  antes  de  ha- 
ber lle.g<ad9  el  objeto  aseg-urado  al  puerto  de 
destino. 

Art.  784.  El  seg'uro  hecho  con  posteriori- 
dad á  la  pérdida,  averia  ó  feliz  arribo  del  ob- 
jeto asegurado  al  puerto  de  destino,  será  nulo 
siempre  que  pueda  presumirse  racionalmente 
cjue  la  noticia  de  lo  uno  ó  de  lo  otro  había  lle- 
gado á  conocimiento  de  alguno  de  los  con- 
tratantes. 

Existirá  esta  presunción  cuando  se  hubiere 
publicado  la  noticia  en  una  plaza,  mediando 
el  tiempo  necesario  para  comunicarlo  por  el 
correo  ó  el  telégrafo  al  lug'ar  donde  se  contra- 
tó el  seg'uro,  sin  peivjuicio  de  las  demás  prue- 
bas que  puedan  practicar  las  partes. 

Art.  785.  El  contrato  de  seguro  sobre  bue- 
nas ó  malas  noticias  no  se  anulará  si  no  se 
prueba  el  conocimiento  del  suceso  esperado  ó 
temido  por  alg'uno  de  los  contratantes  al  tiem- 
po de  verificarse  el  contrato. 

En  caso  de  probarlo,  abonará  el  defrauda- 
dor á  su  coobligado  ima  quinta  parte  de  la  can- 
tidad asegurada,  sin  jierjuicio  de  la  responsa- 
bilidad criminal  á  que  hubiere  lugar. 

Art.  786.  Si  e!  que  hiciere  el  seg'uro,  sa- 
biendo la  pérdida  total  ó  parcial  de  las  cosas 
aseguradas,    obrare  por  cuenta   ajena,    será 


personalmente  responsable  del  hecho  como  si 
hubiera  obrado  por  cuenta  propia;  y  si,  por  el 
contrario,  el  comisionado  estuviere  inocente 
del  fraude  cometido  por  el  propietario  asegu- 
rado, recaerán  sobre  éste  todas  las  responsa- 
bilidades, quedando  siempre  á  su  cargo  pagar 
á  los  aseguradores  el  premio  convenido. 

Igual  disposición  regirá  respecto  al  asegu- 
rador cuando  contratare  el  seg'uro  por  medio 
de  comisionado  y  supiere  el  salvamento  de  las 
cosas  aseg'uradas. 

Art.  787.  Si,  pendiente  el  riesgo  de  las  ca- 
sas aseguradas,  fueren  declarados  en  quiebra 
el  asegurador  ó  el  ¡¡segurado,  tendrán  ambos 
derecho  á exigir  fianza,  éste  para  cubrir  la  res- 
ponsabilidad del  riesgo,  y  aquél  para  obtener 
el  pago  del  premio;  y  si  los  representantes  de 
la  quiebra  se  negaren  á  prestarla  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  requerimiento,  se 
rescindirá  el  contrato. 

En  caso  de  ocurrir  el  siniestro  dentro  de  los 
dichos  tres  días  sin  haber  prestado  la  fianza, 
no  habrá  derecho  á  la  indemnización  ni  al 
premio  del  seguro. 

Art.  788.  Si,  contratado  uu  seg'uro  frau- 
dulentamente por  varios  aseguradores,  algu- 
no ó  algunos  hubieren  procedido  de  buena  fe, 
tendrán  éstos  derecho  á  obtener  el  premio  ín- 
teg'ro  de  su  seguro  de  los  que  hubieren  proce- 
dido con  malicia,  quedando  el  asegurado  libre 
de  toda  responsabilidad. 

De  ig'ual  manera  se  procederá  respecto  á  los 
asegurado.*!  con  los  aseguradores,  cuando  fue- 
ren alguno  de  aquellos  los  autores  del  seguro 
fraudulento. 

§  5.*^ — Del  abandono  de  las  cosas  aseguradas, 

Art.  789.  Podrá  el  aseg'urado  abandonar 
por  cuenta  del  asegurador  las  cosas  asegura- 
das, exigiendo  del  asegurador  el  importe  de  la 
cantidad  estipulada  en  la  póliza: 

1."     En  el  caso  de  naufrag'io. 

2."  En  el  de  inhabilitación  del  buque  para 
navegar,  por  varada,  rotura  ó  cualquier  otro 
accidente  de  mar. 

3."  En  el  de  apresamiento,  embargo  ó  de- 
tención por  orden  del  Gobierno  nacional  ó  ex- 
tranjero. 

4."  En  el  de  pérdida  total  de  las  cosas  ase- 
guradas, entendiéndose  por  tal  la  que  dismi- 
nuya en  tres  cuartas  partes  el  valor  asegurado. 

Los  demás  daños  se  reputarán  averías  y  se 
soportarán  por  quien  corresponda,  según  las 
condiciones  del  seg'uro  y  las  disposiciones  de 
este  Código. 

No  procederá  el  abandono  en  ninguno  de  los 
dos  primeros  casos,  si  el  buque  náufrago,  va- 
rado ó  inhabilitado  pudiera  desencallarse,  po- 
nerse á  flote  y  repararse  para  continuar  el 
viaje  al  puerto  de  su  destino,  á  no  ser  que  el 
coste  de  la  reparación  excediese  de  las  tres 
cuartas  partes  del  valor  en  que  estuviere  el 
buque  asegurado. 

Art.  790.  Verificándose  la  rehabilitación  del 
buque,  sólo  responderán  los  aseguradores  de 
los  gastos  ocasionados  por  la  encalladura  ú 
otro  daño  qu.e  el  buque  hubiere  recibido. 

Art.  791.  En  los  casos  de  naufragio  y  apre- 
samiento, el  asegurado  tendrá  la  obligación  de 
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liacer  por  si  las  diligencias  que  aconsejen  las 
circunstancias,  para  salvaré  recobrar  los  efec- 
tos perdidos,  sin  perjnicio  del  abandono  qne 
le  competa  hacer  á  su  tiempo,  y  el  aseg^urador 
habrá,  de  reintegrarle  de  los  gastos  legítimos 
que  para  el  salvamento  hiciese,  hasta  ¡a  con- 
currencia del  valor  do  los  efectos  salvados,  so- 
bre los  cuales  se  harán  efectivos  en  defecto 
de  pago. 

Art.  792.  Si  el  buque  quedare  absoluta- 
mente inhaliilitado  para  navegar,  el  aseg'ura- 
-  do  tendrá  obligación  de  dar  de  ello  aviso  al 
aseg'nrador,  telegráficamente  siendo  posible, 
y  si  no,  por  el  primer  correo  siguiente  al  reci- 
bo de  la  noticia.  Los  interesados  en  la  carga 
que  se  hallereii  presentes,  ó  en  su  ausencia,  el 
capitán,  practicarán  todas  las  diligencia  sposi- 
bles  para  conducir  el  cargamento  al  puerto  de 
su  destino,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  este 
Códig'o;  en  cuyo  caso  correrán  por  cuenta  del 
asegurador  los  riesgos  y  gastos  de  descarga, 
almacenaje,  reembarque  ó  transbordo,  exce- 
_  dente  de  flete,  y  todos  los  demás,  hasta  que  se 
alijen  los  efectos  asegurados  en  el  punto  de- 
sig'uado  en  la  póliza. 

Art.  793.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  el  aseg-urador  g-ozará  del 
término  de  seis  meses  para  conducir  las  mer- 
caderías á  su  destino,  si  la  inhabilitación  hu- 
biere ocurrido  en  los  mares  que  circundan  á 
Europa  desde  el  estrecho  del  Sund  hasta  el 
Bosforo,  y  un  año  si  hubiere  ocurrido  en  otro 
punto  más  lejano;  cuyo  plazo  se  comenzará  á 
contar  desde  el  día  en  que  el  aseg'urado  le  hu- 
biere dado  aviso  del  siniestro. 

Art.  794.  Si,-  á  pesar  de  las  diligencias  prac- 
ticadas por  los  interesados  en  la  carg'a,  capi- 
tán y  aseguradores,  para  conducir  las  merca- 
derías al  puerto  de  su  destino,  conforme  á  lo 
prevenido  en  los  artículos  anteriores, no  se  en- 
contrare buque  en  que  verificar  el  transporte, 
podrá  el  asegurado  propietario  hacer  abando- 
no de  las  mismas. 

Art.  795.  En  caso  de  interriipción  del 
viaje  por  embarg'o  ó  detención  forzada  del  bu- 
que, tendrá  el  asegurado  oblig'ación  de  comu- 
nicarla á  los  aseg'uradores  tan  luego  como  lle- 
gue á  su  noticia,  y  no  podrá  usar  de  la  acción  . 
de  abandono  hasta  que  hayan  transcurrido 
los  plazos  fijados  en  el  art.  793. 

Estará  obligado  además  á  prestar  á  los  ase- 
guradores cuantos  auxilios  estén  en  su  mano 
para  conseguir  el  alzamiento  del  embargo,  y 
deberá  hacer  por  si  mi.smo  las  g'estiones  con- 
venientes al  propio  fin,  si,  por  hallarse  los  ase- 
guradores en  país  remoto,  no  pudiere  obrar 
de  acuerdo  con  éstos. 

Art.  796.  Se  entenderá  cempreudido  en  el 
abandono  del  buque  el  flete  de  las  mercaderías 
que  se  salven,  aun  cuando  se  hubiere  pagado 
anticipadamente,  considerándose  pertenencia 
de  los  aseguradores,  á  reserva  de  los  derechos 
que  competan  á  los  demás  acreedores,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  art.  580. 

Art.  797.  Se  tendrá  por  recibida  la  noticia 
para  la  prescripción  de  los  plazos  establecidos 
en  el  art.  7'.).!,  desde  que  se  haga  pública,  bien 
por  medio  de  los  periódicos,  bien  por  correr 
como  cierta  entre  los  comerciantes  de  la  resi- 


dencia del  aseg'urado,  ó  bien  porque  pueda 
probarse  á  éste  que  recibió  aviso  del  sinies- 
tro por  carta  ó  teleg'rama  del  capitán,  del  con- 
signatario ó  de  alg'ún  corresponsal. 

Art.  798.  Tendrá  también  el  aseg'urado  el 
derecho  de  hacer  abandono  después  de  haber 
transcurrido  un  año  en  los  viajes  ordinarios  y 
dos  en  los  largos,  sin  recibir  noticia  del  buque. 

En  tal  caso,  podrá  reclamar  del  asegurador 
la  indemnización  por  el  valor  de  la  cantidad 
asegurada,  sin  estar  obligado  á  justificar  la 
pérdida;  pero  deberá  probar  la  falta  de  noti- 
cias con  certificación  del  cónsul  ó  autoridad 
marítima  del  puerto  de  donde  salió,  y  otra  de 
los  cónsules  ó  autoridades  marítimas  de  los 
del  destino  del  buque  y  de  su  matricula,  que 
acrediten  no  haber  lleg'ado  á  ellos  durante  el 
plazo  fijado. 

Para  usar  de  esta  acción,  tendrá  el  mismo 
plazo  señalado  en  el  art.  80-1,  reputándose  via- 
jes cortos  los  que  se  hicieren  á  la  costa  de  Eu- 
ropa y  á  las  de  Asia  y  África  por  el  Medite- 
rráneo, y  respecto  de  América  los  Cfue  se  em- 
prendaii  á  puertos  situados  más  acá  de  los  ríos 
de  La  Plata  y  San  Lorenzo,  y  á  las  islas  in- 
termedias entre  las  costas  de  España  y  los 
puntos  designados  en  este  articulo. 

Art.  799.  Si  el  seguro  hubiere  sido  contra- 
tado á  término  limitado,  existirá  presunción 
legal  de  que  la  pérdida  ocurrió  dentro  del  pla- 
zo convenido,  salvo  la  prueba  que  podrá  hacer 
el  asegurador,  de  que  la  pérdida  sobrevino 
después  de  haber  terminado  su  responsabi- 
lidad. 

Art.  800.  El  asegurado,  al  tiempo  de  hacer 
el  abandono,  deberá  declarar  todos  los  segu- 
ros contratados  sobre  los  efectos  abandona- 
dos, asi  como  los  préstamos  tomados  á  la  g'rue- 
sa  sobre  los  mismos,  y  hasta  que  haya  hecho 
esta  declaración,  no  empezará  á  correr  el  pla- 
zo en  que  deberá  ser  reintegrado  del  valor  de 
los  efectos. 

Si  cometiere  fraude  en  esta  declaración  per- 
derá todos  los  derechos  que  le  competan  por 
el  seguro,  sin  dejar  de  responder  por  los  prés- 
tamos que  hubiere  tomado  sobre  los  efectos 
asegurados,  no  obstante  su  pérdida. 

Art.  801.  En  caso  de  apresamiento  del  bu- 
que, y  no  teniendo  tiempo  el  asegurado  de  pro- 
ceder de  acuerdo  con  el  asegurador,  ni  de  es- 
perar instrucciones  suyas,  podrá  por  sí,  ó  el 
capitán  en  su  defecto,  proceder  al  rescate  de 
las  cosas  aseguradas,  poniéndolo  en  conoci- 
miento del  asegurador  en  la  primera  ocasión. 

Este  podrá  aceptar  ó  no  el  convenio  celebra- 
do por  el  asegurado  ó  el  capitán,  comunican- 
do su  resolución  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  á  la  notificación  del  convenio. 

Si  lo  aceptase,  entregará  en  el  acto  la  canti- 
dad concertada  por  el  rescate,  y  quedarán  de 
su  cuenta  los  riesgos  ulteriores  del  viaje,  con- 
forme á  las  condiciones  de  la  póliza.  Si  no  lo 
aceptase,  pagará  la  cantidad  aseg'urada,  per- 
diendo todo  derecho  á  los  efectos  rescatados; 
y  si  dentro  del  término  prefijado  no  manifesta- 
re su  resolución,  se  entenderá  que  rechaza  el 
convenio. 

Art.  802.  Si,  por  haberse  represado  el  bu- 
que, se  reintegrara  el  asegurado  en  la  pose- 
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sióu  de  sus  efectos,  se  i-eputaráu  avería  todos 
los  gastos  y  perjuicios  causados  por  la  pérdi- 
da, siendo  de  cuenta  del  asegurador  el  reinte- 
gro; y  si,  por  consecuencia  de  la  represa,  pa- 
saren los  efectos  asegurados  á  la  posesión  de 
uu  tercero,  el  asegurado  podrá  usar  del  dere- 
cho de  abandono. 

Art.  803.  Admitido  el  abandono,  ó  declava- 
do  admisible  en  juicio,  la  propiedad  de  las  co- 
sas abandonadas,  con  las  mejoras  ó  desperfec- 
tos que  eu  ellas  sobreveng-an  desde  el  momen- 
to del  abandono,  se  transmitirá  al  asegvirador, 
sin  que  le  exonere  del  pag'o  la  reparación  del 
buque  legalmente  abandonado. 

Art.  804.     No  será  admisible  el  abandono: 

1.°  Si  las  pérdidas  hubieren  ocurrido  antes 
de  empezar  el  viaje. 

2."  Si  se  hiciere  de  una  manera  parcial  ó 
condicional,  sin  comprender  eu  él  todos  los 
objetos  asegurados. 

3."  Si  no  se  pusiere  en  conocimiento  de  los 
aseguradores  el  propósito  de  hacerlo,  dentro 
de  los  cuatro  meses  siguientes  al  día  en  que 
el  asegurado  haya  recibido  la  noticia  de  la 
pérdida  acaecida,  y  si  no  se  formalizara  el 
abandono  dentro  de  diez,  contados  de  igual 
manera,  en  cuanto  á  los  siniestros  ocurridos 
en  los  puertos  de  Europa,  en  los  de  Asia  y 
África  en  el  Mediterráneo,  y  en  los  de  Améri- 
ca desde  los  ríos  de  La  Plata  á  San  Lorenzo, 
y  dentro  de  dieciocho  respecto  á  los  demás. 

4."  Si  no  se  hiciere  por  el  mismo  propieta- 
rio ó  persona  especialmente  autorizada  por  él, 
ó  por  el  comisionado  para  contratar  el  seguro. 

Art.  805.  En  el  caso  de  abandono,  el  ase- 
gurador deberá  pagar  el  importe  del  seguro 
en  el  plazo  fijado  en  la  póliza,  y. no  habiéndo- 
se expresado  término  en  ella,  á  los  sesenta 
días  de  admitido  el  abandono  ó  de  haberse  he- 
cho la  declaración  del  art.  803. 

TIT.  IV.— De  los  riesgos,  daños  y  accidentes  del 

COMEKCIO  MARÍTIMO. 

SEC.  1."— De  las  averias  \ 

Art.  806.  Para  los  efectos  del  Código,  serán 
averias: 

1."  Todo  g-asto  extraordinario  ó  eventual 
que  para  conservar  el  buque,  el  cargamento  ó 
ambas  cosas,  ocurriere  durantelanavegación. 

2."  Todo  daño  ó  desperfecto  que  sufriere 
el  buque  desde  que  se  hiciere  á  la  mar  en  el 
puerto  de  salida  hasta  dar  fondo  y  anclar  en 
el  de  su  destino,  y  los  que  sufran  las  mercade- 
rías desde  que  se  cargaren  en  el  puerto  de  ex- 
pedición hasta  descargarlas  en  el  de  su  con- 
signación. 

Art.  807.  Los  gastos  menudos  y  ordinarios 
propios  de  la  navegación,  como  los  de  pilotaje 
de  costas  y  puertos,  los  de  lanchas  y  remol- 
que, anclaje,  visita,  sanidad,  cuarentenas,  la- 
zareto y  demás  llamados  de  puerto,  los  fletes 
de  gabarras  y  descarga  hasta  poner  las  mer- 
caderías en  el  muelle,  y  cualquier  otro  común 
á  la  navegación,  se  considerarán  gastos  ordi- 
narios á  cuenta  del  fletante,  á  no  mediar  pac- 
to expreso  en  contrario. 

Art.  808.    Las  averias  serán: 


Víase  el  articulo  Avería,  inserto  en  el  t.  I,p.  685. 


1.°     Simples  ó  particulares. 

2."     Gruesas  ó  comunes. 

Art.  809.  Serán  averias  simples  ó  particu- 
lares, por  regla  general,  todos  los  g-astos  y 
perjuicios  causados  eu  el  buque  ó  en  su  car- 
g'amento  que  no  hayan  redundado  en  benefi- 
cio y  utilidad  común  de  todos  los  interesados 
en  el  buque  y  su  carga,  y  especialmentg  las 
siguientes: 

1."''  Los  daños  que  sobrevinieren  al  carga- 
mento desde  su  embarque  hasta  su  descarga, 
así  por  vicio  propio  de  la  cosa,  como  por  acci- 
dente de  mar  ó  por  fuerza  mayor,  y  los  gastos 
hechos  para  evitarlos  y  repararlos. 

2.'''  Los  daños  y  gastos  que  sobrevinieren 
al  buque  en  su  casco,  aparejos,  armas  y  per- 
trechos, por  las  mismas  causas  y  motivos,  des- 
de que  se  hizo  á  la  mar  en  el  puerto  de  salida 
hasta  que  ancló  y  fondeó  en  el  de  su  destino. 

S.'^  Los  daños  sufridos  por  las  mercaderías 
cargadas  sobre  cubierta,  excepto  en  la  nave- 
gación de  cabotaje,  si  las  Ordenanzas  maríti- 
mas lo  permiten. 

4.^  Los  sueldos  y  alimentos  de  la  tripula- 
ción cuando  el  buque  fuere  detenido  ó  embar- 
g'ado  por  orden  legítima  ó  fuerza  mayor,  si  el 
fletameuto  estuviere  contratado  por  un  tanto 
el  viaje. 

5.'''  Los  gastos  necesarios  de  arribada  á  un 
puerto  pararepararse  ó  aprovisionarse. 

6."  El  menor  valor  de  los  géneros  vendidos 
por  el  capitán  en  arribada  forzosa,  para  pago 
de  alimentos  y  salvar  á  la  tripulación,  ó  para 
cubrir  cualquiera  otra  necesidad  del  buque,  á 
cuyo  cargo  vendrá  el  abono  correspondiente. 

7.'''  Los  alimentos  y  salarios  de  la  tripula- 
ción mientras  estuviere  el  buque  eu  cuaren- 
tena. 

8.*  El  daño  inferido  al  buque  ó  cargamento 
por  el  choque  ó  abordaje  con  otro,  siendo  for- 
tuito é  inevitable. 

Si  el  accidente  ocurriere  por  culpa  ó  descui- 
do del  capitán,  éste  responderá  de  todo  el  daño 
causado. 

9.'"'  Cualquier  daño  que  resultare  al  carga- 
mento por  faltas,  descuidos  ó  baraterías  del 
capitán  ó  de  la  tripulación,  sin  perjuicio  del 
derecho  del  propietario  á  la  indemnización 
correspondiente  contra  el  capitán,  el  buque  y 
el  flete. 

Art.  810.  El  dueño  de  ¡a  cosa  que  dio  lugar 
al  gasto  ó  recibió  el  daño,  soportará  las  ave- 
rías simples  ó  particulares. 

Art.  811.  Serán  averías  g-ruesas  ó  comunes, 
por  regla  general,  todos  los  daños  y  gastos  que 
se  causen  deliberadamente  para  salvar  el  bu- 
que, su  cargamento,  ó  ambas  cosas  á  la  vez, 
de  un  riesgo  conocido  y  efectivo,  y  en  particu- 
lar las  siguientes: 

I.'''  Los  efectos  ó  metálico  invertidos  en  el 
rescate  del  buque  ó  del  carg-amento  apresado 
por  enemigos,  corsarios  ó  piratas,  y  los  ali- 
mentos, salarios  y  gasto  del  buque  detenido 
mientras  se  hiciere  el  arreglo  ó  rescate. 

2.'^  Los  efectos  arrojados  al  mar  para  ali- 
gerar el  buque,  ya  pertenezcan  al  cargamen- 
to, ya  al  buque  ó  á  la  tripulación,  y  el  daño 
que  por  tal  acto  resulte  á  los  efectos  que  se 
conserven  á  bordo. 
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o.*  Los  cables  y  palos  que  se  corten  ó  lu- 
ntiUceu,  las  anclas  y  las  cadenas  que  se  aban- 
donen, pava  salvar  el  carg-ameuto,  el  buque  ó 
ambas  cosas. 

4."  Los  gastos  de  alijo  ó  transbordo  de  una 
parte  del  cargamento  para  aligerar  el  buque 
y  ponerle  en  estado  de  tomar  puerto  ó  rada,  y 
el  perjuicio  que  de  ellos  resulte  á  los  efectos 
alijados  ó  transbordados. 

¿.•^  El  daño  causado  en  los  efectos  del  car- 
gamento por  la  abertura  hecha  en  el  buque 
para  desaguarlo  é  impedir  que  zozobre. 

6.^  Los  g-astos  hechos  para  poner  á  note  un 
buque  encallado  de  propósito  con  objeto  de 
salvarlo. 

7."  El  daño  cansado  en  el  buque  que  fuere 
necesario  abrir,  agujerear  ó  romper  para  sal- 
var el  cargamento. 

S.''  Los  gastos  de  curación  y  alimento  de  los 
tripulantes  que  hubieren  sido  heridos  ó  estro- 
peados defendiendo  ó  salvando  el  buque. 

O."'  Los  salarios  de  cualqi^er  individuo  de 
la  tripulación  detenido  eu  rehenes  por  enemi- 
gos, coi'sarios  ó  piratas,  y  los  gastos  necesa- 
rios que  cause  en  su  prisión,  hasta  restituirse 
al  buque,  ó  á  su  domicilio  si  lo  prefiriere. 

10.  El  salario  y  alimentos  de  la  tripulación 
del  buque  tíetado  por  meses,  durante  el  tiempo 
que  estuviere  embargado  ó  detenido  por  fuer 
za  mayor  ú  orden  del  Gobierno,  ó  para  repa- 
rar los  daños  causados  en  beneficio  común. 

11.  El  menoscabo  que  resultare  en  el  valor 
de  los  g'éueros  vendidos  en  arribada  forzosa 
para  reparar  el  buque  por  causa  de  averia 
gruesa. 

12.  Los  gastos  de  la  liquidación  de  la 
averia. 

Art.  812.  A  satisfacer  el  importe  de  las  ave- 
rias g-ruesas  ó  comunes  contribuirán  todos  los 
interesados  en  el  buque  y  cargamento  exis- 
tente eu  él  al  tiempo  de  ocurrir  la  avería. 

Art.  813.  Para  hacer  los  gastos  y  causar 
los  daños  correspondientes  á  la  averia  g-ruesa, 
precederá  resolución  del  capitán,  tomada  pre- 
via diliberación  con  el  piloto  y  demás  oficiales 
de  la  nave,  y  audiencia  de  los  interesados  en 
la  carga  que  se  hallaren  presentes. 

Si  éstos  se  opusieren,  y  el  capitán  y  oficia- 
les, ó  su  mayoría,  ó  el  capitán,  separándose 
de  la  mayoría,  estimaren  necesarias  ciertas 
medidas,  podrán  ejecutarse  bajo  su  responsa- 
bilidad, sin  perjuicio  del  derecho  de  los  car- 
gadores á  ejercitar  el  suyo  contra  el  capitán 
ante  el  juez  ó  Tribunal  competente,  si  pudie- 
ren probar  que  procedió  con  malicia,  impericia 
ó  descuido. 

Si  los  interesados  en  la  carga,  estando  en  el 
buque,  no  fueren  oídos,  no  contribuirán  á  la 
avería  gruesa,  imputable  en  esta  parte  al  ca- 
pitán, á  no  ser  que  la  urgencia  del  caso  fuere 
tal,  que  faltase  el  tiempo  necesario  para  la 
previa  deliberación. 

Art.  814.  El  acuerdo  adoptado  para  causar 
los  daños  que  constituyen  avería  común,  ha- 
brá de  extenderse  necesariamente  en  el  libro 
de  navegación,  expresando  los  motivos  y  ra- 
zones en  que  se  apoyó,  los  votos  en  contrario 
y  el  fundamento  de  la  disidencia,  si  existiere, 


y  las  causas  irresistibles  y  urgentes  á  que  obe- 
deció el  capitán,  si  obró  por  sí. 

En  el  primer  caso,  el  acta  se  firmará  por  to- 
dos los  presentes  que  supieren  hacerlo,  á  ser 
posible,  antes  de  proceder  á  la  ejecución;  y 
cuando  no  lo  sea,  en  la  primera  oportunidad. 
En  el  segundo,  por  el  capitán  y  los  oficiales 
del  buque. 

En  el  acta,  y  después  del  acuerdo,  se  ex- 
presarán circunstanciadamente  todos  los  ob- 
jetos arrojados,  y  se  hará  mención  de  los  des- 
perfectos que  se  causen  á  los  que  se  conserven 
eu  el  buque.  El  capitán  tendrá  obligación  de 
entregar  una  copia  de  esta  acta  á  la  autoridad 
judicial  marítima  del  primer  puerto  donde 
arribe,  dentro  de  las  veinticuatro  horas  de  su 
llegada,  y  de  ratificarla  luego  con  juramento. 

Art.  él'S.  El  capitán  dirigirá  la  echazón  y 
mandará  arrojar  los  efectos  por  el  orden  si- 
guiente: 

1."  Los  que  se  hallaren  sobre  cubierta,  em- 
pezando por  los  que  embaracen  la  maniobra  ó 
perjudiquen  al  buque,  prefiriendo,  si  es  posi- 
ble, los  más  pesados  y  de  menos  utilidad  y 
valor. 

2.*  Los  que  estuvieren  bajo  la  cubierta  su- 
perior, comenzando  siempre  por  los  de  más 
peso  y  menos  valor,  hasta  la  cantidad  y  niime- 
ro  que  fuese  absolutamente  indispensable. 

Art  816.  Para  que  puedan  imputarse  en  la 
averia  gruesa  y  tengan  dcreclio  á  indemniza- 
ción los  dueños  de  los  efectos  arrojados  al  mar, 
será  preciso  qme,  eu  cuanto  á  la  carga,  se  acre- 
dite su  existencia  á  bordo  con  el  conocimien- 
to; y,  respecto  á  los  pertenecientes  al  buque, 
con' el  inventario  formado  antes  de  la  salida, 
conforme  al  párrafo  primero  del  art.  612. 

Art.  817.  Si,  aligerando  el  buque  por  causa 
de  tempestad,  para  facilitar  su  entrada  en  el 
puerto  ó  rada,  se  trasbordase  á  lauchas  ó  bar- 
cas alguna  parte  del  cargamento  y  se  perdie- 
re, el  dueño  de  esta  parte  tendrá  el  derecho  á 
la  indemnización,  como  originada  la  pérdida 
de  avería  gruesa,  distribuyéndose  su  importe 
entre  la  totalidad  del  buque  y  el  cargamento 
to  de  que  proceda. 

Si,  por  el  contrario,  las  mercaderías  trasbor- 
dadas se  salvaren  y  el  buque  pereciere,  nin- 
guna responsabilidad  podrá  exigirse  al  salva- 
mento. 

Art.  818.  Si,  como  medida  necesaria  para 
cortar  un  incendio  en  puerto,  rada,  ensenada 
ó  bahía,  se  acordase  echar  á  pique  algún  bu- 
que, esta  pérdida  será  considerada  avería  grue- 
sa, á  que  contribuirán  los  buque  salvados. 

SEC.  2."— De  las  arribadas  forzosas. 

Art.  819.  Si  el  capitán,  durante  la  navega- 
ción, creyere  que  el  buque  no  puede  continuar 
el  viaje  al  puerto  de  su  destino  por  fa'ta  de  vi- 
veres,  temor  fundado  de  embargo,  corsarios  ó 
piratas,  ó  por  cualquier  accidente  de  mar  que 
lo  inhabilite  para  navegar,  reunirá  á  los  ofi- 
ciales, citará  á  los  interesados  en  la  carga  que 
se  hallaren  presentes  y  que  pueden  asistir  á 
junta  sin  derecho  á  votar;  y  si,  examinadas  las 
circunstancias  del  caso,  se  considerase  funda- 
do el  motivo,  se  acordará  la  arribad  i  al  puer- 
to más  próximo  y  conveniente,  levantando  y 
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extendiendo  en  el  libro  de  navegación  la  opor- 
luna  acta,  que  firmarán  todos. 

El  capitán  tendrá  voto  de  calidad,  y  los  in- 
teresados en  la  carga  podrán  hacer  l;is  recla- 
Biacio..es  y  protestas  que  estimen  oportunas, 
las  cuales  se  insertarán  en  el  acta  para  que  las 
utilicen  como  vieren  convenirles. 

Art.  820.  La  arribada  no  se  reputará  legi- 
tima en  los  casos  siguientes: 

1."  Si  la  falta  de  víveres  procediere  de  no 
haberse  hecho  el  avituallamiento  necesario 
para  el  viaje  según  uso  y  costumbre,  ó  si  se 
hubieren  inutilizado  ó  perdido  por  mala  colo- 
cación ó  descuido  en  su  custodia. 

2."  Si  el  riesgo  de  enemigos,  corsarios  ó  pi- 
ratas no  hubiere  sido  bien  conocido,  manifies- 
to y  fundado  en  hechos  positivos  y  justifica- 
bles. 

3."  Si  el  desperfecto  del  buque  proviniere 
de  no  haberlo  reparado,  pertrechado,  equipa- 
do y  dispuesto  convenientemente  para  el  via- 
je, ó  de  alguna  disposición  desacertada  del  ca- 
pitán. 

4.°  Siempre  que  hubiere  en  el  hecho,  causa 
de  la  averia,  malicia,  negligencia,  imprevisión 
ó  impericia  del  capitán.  ♦ 

Art.  821.  Los  gastos  de  la  arribada  forzosa 
serán  siempre  de  cuenta  del  naviero  ó  fletan- 
te; pero  éstos  no  serán  responsables  de  los 
perjuicios  que  puedan  seguirse  á  los  cargado- 
res por  consecuencia  de  ia  arribada,  siempre 
que  ésta  hubiere  sido  legítima. 

En  caso  contrario,  serán  resposables  manco- 
munadamente  el  naviero  y  el  capitán. 

Art.  822.  Si  para  hacer  reparaciones  en  el 
buque,  ó  porque  hubiere  peligro  de  que  la  car- 
ga sufriera  avería,  fuese  necesario  proceder 
á  la  descarga,  el  capitán  deberá  pedir  al  juez 
ó  Tribunal  competente,  autorización  para  el 
alijo,  y  llevarlo  á  cabo  con  conocimiento  del 
interesado,  ó  representante  de  la  carga,  si  lo 
hubiere. 

En  puerto  extranjero  corresponderá  dar  la 
autorización  al  cónsul  español  donde  le  haya. 

En  el  primer  caso,  serán  los  gastos  de  cuen- 
ta del  naviero,  y  en  el  segundo,  correrán  á 
cargo  de  los  dueños  de  las  mercaderías  en 
cuj'o  beneficio  se  hizo  la  operación. 

Si  la  descarga  se  verificara  por  ambas  cau- 
sas, los  gastos  se  distribuirán  proporcional- 
mente  entre  el  valor  del  buque  y  el  del  carga- 
mento. 

Art.  823.  La  custodia  y  conservación  del 
cargamento  desembarcado  estará  á  cargo  del 
capitán,  que  responderá  de  él  á  no  mediar 
fuerza  mayor. 

Art.  824.  Si  apareciere  averiado  todo  el 
cargamento  ó  parte  de  él,  ó  hubiere  peligro  in- 
minente do  que  se  averiase,  podrá  el  capitán 
pedir  al  juez  ó  Tribunal  competente,  ó  al  cón- 
sul, en  su  caso,  la  venta  de  todo  ó  parte  de 
aquél,  y  el  que  de  esto  deba  conocer,  autori- 
zarla, previo  reconocimiento  y  declaración  de 
peritos,  anuncios  y  demás  formalidades  del 
caso,  y  anotación  en  el  libro,  conforme  se  pre- 
viene en  el  art.  624. 

El  capitán  justificará  en  su  caso  la  legalidad 
de  su  proceder,  so  pena  de  responder  al  car- 
gador del  precio  que   habrían  alcanzado  las 


mercaderías  llegando  en  buen  estado  al  puer- 
to de  su  destiuo. 

Art.  825.  El  capitán  responderá  de  los  per- 
juicios que  cause  su  dilación,  'si,  cesando  el 
motivo  que  dio  lugar  á  la  arribada  forzosa,  no 
continuase  el  viaje. 

Si  el  motivo  de  la  arribada  hubiere  sido  el 
temor  de  enemigos,  corsarios  ó  piratas,  prece- 
derán á  la  saliila  deliberación  y  acuerdo  en 
junta  de  oficiales  del  buque  é  interesados  en 
la  carga  que  se  hallaren  presentes,  en  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  art.  819. 

SEC.  3.»— De  los  abordajes  •. 

Art.  828.  Si  un  buque  abordase  á  otro,  por 
culpa,  negligencia  ó  impericia  del  capitán,  pi- 
loto ü  otro  cualquiera  individuo  déla  dotación, 
el  naviero  del  buque  abordador  indemnizará 
los  daños  y  perjuicios  ocurridos,  previa  tasa- 
ción pericial. 

Art.  827.  Si  el  abordaje  fuese  imputable  á 
ambos  buques,  cada  uno  de  ellos  soportará  su 
propio  daño  y  ambos  responderán  solidaria- 
mente de  los  daños  y  perjuicios  causados  en 
sus  cargos. 

Art.  828.  La  disposición  del  artículo  ante- 
rior es  aplicable  al  caso  en  que  no  pueda  de- 
terminarse cuál  de  los  dos  buques  ha  sido  cau- 
sante del  abordaje. 

Art.  829.  En  los  casos  expresados  quedan 
á  salvo  la  acción  civil  del  naviero  contra  el 
causante  del  daño,  y  las  responsabilidades  cri- 
minales á  que  hubiere  lugar. 

Art.  830.  Si  un  buque  abordare  á  otro  por 
causa  fortuita  ó  de  fuerza  mayor,  cada  nave 
y  su  carga  soportará  sus  propios  daños. 

Art.  831.  Si  \\n  buque  abordare  á  otro, 
obligado  por  uu  tercero,  indemnizará  los  da- 
ños y  perjuicios  que  ocurrieren  el  naviero  de 
este  tercer  buque,  quedando  el  capitán  res- 
ponsable civilmente  para  con  dicho  naviero. 

Art.  832.  Si,  por  efecto  de  un  temporal  ó 
de  otra  causa  de  fuerza  mayor,  uu  buque  que 
se  halla  debidamente  fondeado  y  amarrado, 
abordare  á  los  inmediatos  á  él, "causándoles 
averías,  el  daño  ocurrido  teudrá  la  considera- 
ción de  averia  simple  del  buque  abordado. 

Art.  833.  Se  presumirá  perdido  por  causa 
de  abordaje  el  buque  que,  habiéndolo  sufrido, 
se  fuera  á  pique  en  el  acto,  y  también  el  que, 
obligado  á  ganar  puerto  para  reparar  las  ave- 
rias ocasionadas  por  el  abordaje,  se  perdiese 
durante  el  viaje  ó  se  viera  obligado  á  emba- 
rrancar para  salvarse. 

Art.  834.  Si  los  buques  que  se  abordan  tu- 
vieren á  bordo  práctico  ejerciendo  sus  funcio- 
nes al  tiempo  del  abordaje,  no  eximirá  su  pre- 
sencia á  los  capitanes  de  las  responsabilidades 
en  que  incurran;  pero  tendrán  éstos  derecho  á 
ser  indemnizados  por  los  prácticos,  sin  perjui- 
cio de  la  responsabilidad  criminal  en  que  éstos 
pudieran  incurrir. 


'  Abordaje. — Este  accidente  marítimo  que  sobreviene 
á  consecuencia  del  choque  de  viia  embarcación  con  otra, 
es  uno  de  los  que  suele  ocasionar  daííos  de  más  considera- 
ción. El  Cádiyo  de  1823  es  muy  deficiente  al  legislar  sobre 
la  materia;  y  ahora  se  procura  llenar  el  cario  que  allí 
existia,  inspirándose  en  los  principios  de  la  equidad  y  en 
las  reglas  introducidas  por  la  costumbre  de  los  principa- 
les pueblos  marítimos. 
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Art.  835.  La  acción  para  el  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios  que  se  deriven  de  los 
abordajes,  no  podrá  admitirse  si  no  se  presen- 
ta dentro  de  las  veinticuatro  horas  protesta  ó 
declaración  ante  la  autoridad  competente  del 
punto  en  que  tuviere  lugar  el  abordaje,  ó  la 
del  primer  puerto  de  arribada  del  buque,  sien- 
do en  España,  y  ante  el  cónsul  de  España,  si 
ocurriese  en  el  extranjero. 

Art.  836.  Para  los  daños  causados  á  las 
personas  ó  al  carg-amento,  la  falta  de  protesta 
no  pue^e  perjudicar  ¡I  los  interesados  que  no 
se  hallaban  en  la  nave  ó  no  estaban  en  condi- 
ciones de  manifestar  su  voluntad. 

Art.  837.  La  responsabilidad  civil  que  con- 
traen los  navieros  en  los  casos  prescritos  en 
esta  sección,  se  entiende  limitada  al  valor  de 
la  nave  con  todas  sus  pertenencias  }•  fletes  de- 
vengados en  el  viaje. 

Art.  838.  Cuando  el  valor  del  buque  y  sus 
pertenencias  no  alcanzare  k  cubrir  todas  las 
responsabilidades,  tendrá  preferencia  la  in- 
demnización debida  por  muerte  ó  lesiones  de 
las  personas. 

Art.  839.  Si  el  abordaje  tuviere  lugar  entre 
buqvies  españoles  en  aguas  extranjeras,  ó  si, 
verificándose  en  aguas  libres,  los  bnqties  arri- 
baren á  puerto  extranjero,  el  cónsul  de  Es- 
paña en  aquel  puerto  instruirá  la  sumaria  avc- 
rig'uación  del  suceso,  remitiendo  el  ex])ediente 
al  capitán  general  del  departamento  más  in- 
mediato para  su  continuación  y  conclusión. 

SEC.  4.*^ — De  ios  naufragios. 

Art.  840.  Las  pérdidas  y  desmejoras  que 
sufran  el  buque  y  su  carg'amento  á  consecuen- 
cia de  naufragio  ó  encalladura,  serán  indivi- 
dualmente de  cuenta  de  los  dueños,  pertene- 
ciéndoles  en  la  misma  pi-oporcióu  los  restos 
que  se  salven. 

Art.  841.  Si  el  naufragio  ó  encalladura  pro- 
cedieren de  malicia,  descuido  ó  impericia  del 
capitán,  ó  porque  el  buque  salió  á  la  mar  no 
hallándose  suficientemente  reparado  y  pertre- 
chado, el  naviero  ó  los  cargadores  podrán  pe- 
dir al  capitán  la  indemnización  de  los  perjui- 
cios causados  al  buque  ó  al  cargamento  por  el 
siniestro,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos GIO,  G12,  614  y  621. 

Art.  842.  Los  objetos  salvados  del  naufra- 
gio quedarán  especialmente  afectos  al  pago  de 
los  gastos  del  respectivo  salvamento,  y  su  im- 
porte deberá  ser  satisfecho  por  los  dueños  de 
aquéllos  antes  de  entregárseles  y  con  prefe- 
rencia á  otra  cualiiuiera  obligación  si  las  mer- 
caderías se  vendiesen. 

Art.  843.  Si  navegando  varios  buques  en 
conserva,  naufragare  alguno  de  ellos,  la  car- 
ga salvada  se  repartirá  entre  los  demás  en 
proporción  á  lo  que  cada  uno  pueda  recibir. 

Si  algúu  capitán  se  negase  sin  justa  causa 
á  recibir  la  que  le  corresponda,  el  ca])itáu  náu- 
frago protestará  contra  él,  ante  dos  oficiales 
de  mar,  los  daños  y  perjuicios  que  de  ello  se 
sigan,  ratificando  la  protesta  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  de  la  llegada  al  primer 
puerto,  incluyéndola  en  el  expediente  que 
debe  instruir  con  arréalo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  612. 


Si  no  fuere  posible  trasladar  á  los  demás 
buques  todo  el  cargamento  náufrago,  se  sal- 
varán con  preferencia  los  objetos  de  más  valor 
y  de  menos  volumen,  haciéndose  la  designa- 
ción por  el  capitán  con  acuerdo  de  los  oficiales 
de  su  buque. 

Art.  844.  El  capitán  que  hubiere  recogido 
los  efectos  salvados  del  naufragio  continuará 
su  rumbo  al  puerto  de  su  destino,  y,  en  lle- 
gando, los  depositará,  con  intervención  judi- 
cial, á  disposición  de  sus  legítimos  dueños. 

En  el  caso  de  variar  de  rumbo,  si  pudiere 
descargar  en  el  puerto  á  que  iban  consigna- 
dos, el  capitán  ¡lodrá  arribar  á  él  si  lo  consin- 
tieren los  cargadores  ó  sobrecarg-os  presentes 
y  los  oficiales  y  pasajeros  del  buque;  pero  no  lo 
podrá  verificar,  aun  con  este  consentimiento, 
en  tiempo  de  guerra  ó  cuando  el  puerto  sea  de 
acceso  difícil  y  pelig-roso. 

Todos  los  gastos  de  esta  arribada  serán  de 
cuenta  de  los  dueños  de  la  carga,  así  como  el 
pago  de  los  fletes  que,  atendidas  las  circuns- 
tancias del  caso,  se  señalen  por  convenio  ó  por 
decisión  judicial. 

Art.  845.  Si  en  el  buque  no  hubiere  intere- 
sado en  la  carga  que  pueda  satisfacer  los  glas- 
tos y  los  fletes  correspondientes  al  salvamen- 
to, el  juez  ó  Tribunal  competante  podrá  acor- 
dar la  venta  de  la  parte  necesaria  para  satis- 
cerlos  con  su  importe.  Lo  mismo  se  ejecutará 
cuando  fuese  peligrosa  su  conservación ,  ó 
cuando  en  el  término  de  un  año  no  se  hubiese 
podido  averiguar  quiénes  fueren. sus  legítimos 
dueños. 

En  ambos  casos  se  procederá  con  la  publici- 
dad y  formalidades  determinadas  en  el  articu- 
lo 579,  y  el  importe  liquido  de  la  venta  se  cons- 
tituirá en  depósito  seguro,  ajuicio  del  juez  ó 
Tribunal,  para  entregarlo  á  sus  legítimos 
dueños. 

TIT.  V.— De  la  justificación  y  liquidación 

DE   LAS   averías  •. 


SEC.  1.' 


-Disposiciones  comunes  á  toda  clase 
tle  averias. 


Art.  846.  Los  interesados  en  la  justifica- 
ción y  liquidación  de  las  averias  podrán  con- 
venirse y  oblig'arse  mutuamente  en  cualquier 
tiempo  acerca  de  la  responsabilidad,  liquida- 
ción y  pag-o  de  ellas. 

A  falta  de  convenios,  se  observarán  las  re- 
glas siguientes: 

I.''  La  justificación  de  la  averia  se  verifi- 
cará en  el  puerto  donde  se  hag'an  las  repara- 
ciones, si  fueren  necesarias,  ó  en  el  de  des- 
carga. 

2.'''  La  liquidación  se  hará  en  el  puerto  de 
descarg-a,  si  fuere  español. 

S.''  Si  la  avería  hubiere  ocurrido  fuera  do 
las  aguas  jurisdiccionales  de  España,  ó  se  hu- 
biei'e  vendido  la  carga  en  puerto  extranjero 


*  Justificación  y  liquidación  do  las  averias. — 
Las  innovaciones  adoptadas  en  esta  materia  responden 
al  pensamiento  de  presentar  con  la  mayor  claridad  posi- 
ble todas  las  reglas  que  deben  observarse  desde  que  so- 
breviene nn  daño  al  buqne  ó  al  cargamento,  hasta  que  se 
obtiene  la  indemnización  correspondiente  d,e  las  personas 
obligadas  á  satisfacerla,  resolviendo  al  propio  tiempo 
laa  dudas  y  cuestiones  á  que  da  motivo  la  insuficiencia  de 
la  legislación  vigente. 
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por  arribada  forzosa,  se  hará  la  liquidación 
en  el  puerto  de  arribada. 

á.''  Si  !a  averia  hubiese  ocurrido  cerca  del 
piierto  de  destino,  de  modo  qiie  se  pueda  arri- 
bar á  dicho  puerto,  en  él  se  practicarán  las 
operaciones  de  que  tratan  las  reg-las  1.*  y  2." 

Art.  847.  Tanto  en  el  caso  de  hacerse  la  li- 
quidación de  las  averías  privadamente  en  Vir- 
tud de  lo  convenido,  como  en  el  de  intervenir 
la  autoridad  judicial  á  petición  de  cualquiera 
de  los  interesados  no  conformes,  todos  serán 
citados  V  oídos  si  no  huliieren  renunciado  á 
ello. 

Cuando  no  se  hallaren  presentes  ó  no  tuvie- 
ren legitimo  representante,  se  hará  la  liquida- 
ción ])or  el  cónsul  en  puerto  extranjero,  y 
donde  no  lo  hubiere,  por  el  juez  ó  Tribunal 
com]ictente,  seg'iin  las  leyes  del  pais  y  por 
cuenta  de  quien  corresponda. 

Cuando  el  representante  sea  persona  cono- 
cida en  el  lug'ar  donde  se  hag'a  la  liquidación, 
se  admitirá  y  producirá  efecto  leg-al  su  inter- 
vención, aunque  sólo  esté  autorizado  por  car- 
ta del  naviero,  del  cargador  ó  del  asegurador. 

Art.  848.  Las  demanda.s  sobre  averias  no 
serán  admisibles  si  no  excedieren  del  5  por  100 
del  interés  que  el  demandante  tenga  en  el  bu- 
que ó  en  el  cargamento,  siendo  g'ruesas,  y  del 
1  por  100  del  efecto  averiado,  si  fueren  sim- 
ples, deduciéndose  en  ambos  casos  los  gastos 
de  tasación,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  849.  Los  daños,  averias,  préstamos  á 
la  gruesa  y  sus  premios,  y  cualesquiera  otras 
pérdidas,  no  devengarán  interés  de  demora 
sino  pasado  el  plazo  de  tres  días,  á  contar 
desde  el  en  qiie  la  liquidación  haya  sido  ter- 
minada y  comunicada  á  los  interesados  en  el 
buque,  en  la  carga  ó  en  ambas  cosas  á  la  vez. 

Art.  850.  Si,  por  consecuencia  de  uno  ó 
Varios  accidentes  de  mar,  ocurrieren  en  un 
mismo  viaje  averías  simples  y  gruesas  del  bu- 
que, del  cargamento  ó  de  ambos,  se  determi- 
narán con  separación  los  g-astos  y  daños  per- 
tenecientes á  cada  avería  en  el  puerto  donde 
se  hag'an  las  reparaciones,  ó  se  descarguen, 
vendan  ó  beneficien  las  mercaderías. 

AI  efecto,  los  capitanes  estarán  obligados  á 
exigir  de  los  peritos  tasadores  y  de  los  maes- 
tros que  ejecuten  las  reparaciones,  así  como 
de  los  que  tasen  ó  interveng'an  en  la  descarg'a, 
saneamiento,  venta  ó  beneficio  de  las  merca- 
derlas,  que  en  sus  tasaciones  ó  presupuestos 
y  cuentas  pongan  con  toda  exactitud  y  sepa- 
ración los  daños  y  gastos  pertenecientes  á 
cada  avería,  y  en  los  de  cada  avería  los  co- 
rrespondientes al  buque  y  al  carg'aniento,  ex- 
presando también  con  separación  si  hay  ó  no 
daños  que  procedan  de  vicio  propio  de  la  cosa 
V  no  de  accidente  de  mar;  y  en  el  caso  de  que 
hubiere  gastos  comunes  á  las  diferentes  ave- 
rías y  al  buque  y  su  carg'a,  se  deberá  calcu- 
lar lo  que  corresponda  por  cada  concepto  y 
expresarlo  distintamente. 

t'EC.  2.*— De  la  liquidación  de  las  averías  gruesas. 

Art.  851.  A  instancia  del  capitán  se  proce- 
derá ]u-ivadamente,  mediante  el  acuerdo  de 
todos  ios  interesados,  al  arreglo,  liquidación 
y  distribución  de  las  averias  gruesas. 


A  este  efecto,  dentro  délas  cuarenta  y  ocho 
horas  sig-uientes  á  la  llegada  del  buque  al 
puerto,  el  capitán  convocará  á  todos  los  inte- 
resados para  que  resuelvan  si  el  arreglo  ó  li- 
quidación de  las  averias  gruesas  habrá  de  ha- 
cerse por  peritos  y  liquidadores  nombrados 
por  ellos  mismos,  en  cuyo  caso  se  hará  así, 
habiendo  conformidad  entre  los  interesados. 

No  siendo  la  avenencia  posible,  el  capitán 
acudirá  al  juez  ó  Tribunal  competente,  que  lo 
será  el  del  ¡nierto  eu  donde  hayan  de  practi- 
carse aquellas  diligencias,  conforme  alas  dis- 
posiciones de  este  Código,  ó  al  cónsul  de  Es- 
paña, si  lo  liubiese,  y  si  no,  á  la  autoridad  lo- 
cal, cuando  hayan  de  verificarse  en  puerto 
extranjero. 

Art.  852.  Si  el  capitán  no  cumpliere  con  lo 
dispuesto  en  el  articulo  anterior,  el  naviero  ó 
los  cargadores  reclamarán  la  liquidación,  sin 
perjuicio  de  la  acción  que  les  corresponda 
para  pedirle  indemnización. 

Art.  853.  Nombrados  los  peritos  por  los 
interesados  ó  por  el  juez  ó  Tribunal,  proce- 
derán, previa  la  aceptación,  al  reconocimien- 
to del  buque  y  de  las  reparaciones  que  nece- 
site y  á  la  tasación  de  su  importe,  distinguien- 
do estas  pérdidas  y  daños  de  los  que  proven- 
g-an  de  vicio  propio  de  las  cosas. 

Tamljién  declararán  los  peritos  si  pueden 
ejecutarse  las  reparaciones  desde  lueg'O,  ó  si 
es  necesario  descargar  el  buque  para  recono- 
cerlo y  repararlo. 

Respecto  á  las  mercaderías,  si  la  averia  fue- 
re perceptible  á  la  simple  vista,  deberá  verifi- 
carse su  reconocimiento  antes  de  entreg'ai'las. 
No  apareciendo  á  la  vista  al  tiempo  de  la  des- 
carga, podrá  hacerse  después  de  su  entrega, 
siempre  que  se  verifique  dentro  de  las  cuaren- 
ta y  ocho  horas  de  la  descarg-a,  y  sin  perjuicio 
de  las  demás  pruebas  que  estimen  convenien- 
tes los  peritos. 

Art.  854.  La  evaluación  de  los  objetos  que 
hayan  de  contribuir  á  la  avería  gruesa,  y  la  de 
los  qvie  constituyen  la  avería,  se  sujetará  á  las 
reglas  siguientes: 

I."'  Las  mercaderías  salvadas  que  hayan 
de  contrilmir  al  pago  de  la  avería  gruesa,  se 
valuarán  al  precio  corriente  en  el  puerto  de 
descarga,  deducidos  fletes,  derechos  de  Adua- 
nas y  gastos  de  desembarque,  según  lo  que 
aparezca  de  la  inspección  material  de  las  mis-, 
nias,  prescindiendo  de  lo  que  resulte  de  los  co- 
nocimientos, salvo  pacto  en  contrario. 

2.'^  Si  hubiere  de  hacerse  la  liquidación  eu 
el  puerto  de  salida,  el  valor  de  las  mercaderías 
cargadas  se  fijará  por  el  precio  de  compra  con 
los  gastos  hasta  ponerlas  á  bordo,  excluido  el 
premio  del  seguro. 

3."  Si  las  mercaderías  estuvieren  averia- 
das, se  apreciarán  por  su  valor  real. 

4.'''  Si  el  viaje  se  hubiere  interrumpido,  las 
mercaderías  se  hubieren  vendido  en  el  ex- 
tranjero y  la  averia  no  pudiere  regularse,  se 
tomará  por  capital  contribuyente  el  valor  de 
las  mercaderías  en  el  jiuerto  de  arribada,  ó  el 
producto  liquido  obtenido  en  su  venta. 

5."^  Las  mercaderías  perdidas  que  constitu- 
yeren la  avería  gruesa  se  apreciarán  por  el 
valor  que  tengan  las  de  su  clase  eu  el  puerto 
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de  descarga,  con  tal  que  consten  en  los  cono- 
cimientos sus  especies  y  calidades;  y  no  cons- 
tando se  estará  k  lo  que  resulte  de  las  factu- 
ras de  compra  expedidas  en  el  puerto  de  em- 
barque, aumentando  á  su  importe  los  gastos  y 
fletes  causados  posteriormente. 

6.*  Los  palos  cortados,  Ins  velas,  cables  y 
demás  aparejos  del  buque  inutilizados  con  el 
objeto  de  salvarlo,  se  apreciarán  seg'ún  el  va,- 
lor  corriente,  descontando  una  tercera  parte 
por  diferencia  de  nuevo  á  viejo. 

Esta  rebaja  no  se  hará  en  las  anclas  y  ca- 
denas. 

1.^  El  buque  se  tasará  por  su  valor  real  en 
el  estado  en  que  se  encuentre. 

8.*  Los  fletes  representarán  el  50  por  100 
como  capital  contribuyente. 

Art.  855.  Las  mercaderías  cargadas  en  el 
combés  del  buque  contribuirán  á  avería  grue- 
sa si  se  salvaren;  pero  no  darán  derecho  á  in- 
demnización si  se  perdieren  habiendo  sido 
arrojadas  al  mar  por  salvamento  común,  sal- 
vo cuando  en  la  navegación  de  cabotaje  per- 
mitieren las  Ordenanzas  marítimas  su  carga 
en  esa  forma. 

Lo  mismo  sucederá  con  las  que  existan  á 
bordo  y  no  consten  comprendidas  en  los  cono- 
cimientos ó  inventarios  segi'in  los  casos. 

En  todo  caso,  el  fletante  y  el  capitán  respon- 
derán á  los  cargadores  de  los  perjuicios  de  la 
echazón,  si  la  colocación  en  el  combés  se  hu- 
biere hecho  sin  conse.itimiento  de  éstos. 

Art.  856.  No  contribuirán  á  la  averia  grue- 
.sa  las  municiones  de  boca  y  guerra  que  lleve 
el  buque,  ni  las  ropas  ni  vestidos  de  uso  de  su 
capitán,  oficiales  y  tripulación. 

También  quedarán  exceptuados  las  ropas  y 
vestidos  de  iiso  de  los  cargadores,  sobrecargos 
y  pasajeros  que  al  tiempo  de  la  echazón  se 
en  cuentren  á  bordo. 

Los  efectos  arrojados  tampoco  contribuirán 
al  pago  de  las  averías  gruesas  que  ocurran  á 
las  mercaderías  salvadas  en  riesgo  diferente 
y  posterior. 

Art.  857.  Terminada  por  los  peritos  la  va- 
luación de  los  efectos  salvados  y  de  los  perdi- 
dos que  constituyan  la  avería  gruesa,  hechas 
las  reparaciones  del  buque,  si  hubiere  lugar  á 
ello,  y  aprobadas  en  este  caso  las  cuentas  de 
las  mismas  por  los  interesados  ó  por  el  juez  ó 
Tribunal,  pasará  el  expediente  integro  al  li- 
quidador nombrado  para  que  proceda  á  la  dis- 
tribución de  la  averia. 

Art.  858.  Para  verificar  la  liquidación  exa- 
minará el  liqíiidador  la  protesta  del  capitán, 
comprobándola,  si  fuere  necesario,  con  el  libro 
de  navegación,  y  todos  los  contratos  que  hu- 
bieren mediado  entre  los  intei-esados  en  la 
avería,  las  tasaciones,  reconocimientos  peri- 
ciales y  cuentas  de  reparaciones  hechas.  Si, 
por  resultado  de  este  examen  hallare  en  el  pro- 
cedimiento algún  defecto  que  pueda  lastimar 
los  derechos  de  los  interesados  ó  afectar  la 
responsabilidad  del  capitán,  llamará  sobre  ello 
la  atención  para  que  se  subsane,  siendo  posi- 
ble, y  en  otro  caso,  lo  consignará  en  los  preli- 
minares de  la  liquidación. 

En  seguida  procederá  á  la  distribución  del 
importe  de  la  averia,  para  lo  cual  fijará: 


1.°  El  capital  contribuyente,  que  determi- 
nará por  el  importe  del  valor  del  cargamento, 
conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el  ar- 
ticulo 854. 

2."  El  del  buque  en  el  estado  que  tenga,  se- 
g'ún la  declaración  de  peritos. 

3.°  El  50  por  100  del  importe  del  fleto,  re- 
bajando el  60  por  100  restante  por  salarios  y 
alimentos  de  la  tripulación. 

Determinada  la  suma  de  la  avería  g'ruesa 
conforme  á  lo  dispue.sío  en  este  Códig-o,  se 
distribuirá  á  prorrata  entre  los  valores  llama- 
dos á  costearla. 

Art.  859.  Los  asegiiradores  del  buque,  del 
flete  y  de  la  carg'a  estarán  obligados  á  pag-ar 
por  la  indemnización  de  la  avería  g'ruesa  tan- 
to cuanto  se  exija  á  cada  uno  de  estos  objetos 
respectivamente. 

Art.  860.  Si  no  obstante  la  echazón  de  mer- 
caderías ,  rompimiento  de  palos  ,  cuerdas  y 
aparejos,  se  perdiere  el  buque  corriendo  el 
mismo  riesg'o,  no  habrá  lug'ar  A  contribución 
alguna  por  avería  g'ruesa. 

Los  dueños  de  los  efectos  salvados  no  serán 
responsables  á  la  indemnización  délos  arroja- 
dos al  mar,  perdidos  ó  deteriorados. 

Art.  861.  Si,  después  de  haberse  salvado  el 
buque  del  riesgo  que  dio  lug'ar  á  la  echazón  se 
perdiere  por  otro  accidente  ocurrido  durante 
el  viaje,  los  efectos  salvados  y  subsistentes 
del  primer  riesgo ,  continuarán  afectos  á  la 
contribución  de  la  avería  g'ruesa,  seg'ún  su  va- 
lor, en  el  estado  en  que  se  encuentren,  dedu- 
ciendo los  gastos  hechos  para  su  salvamento. 
Art.  862.  Si,  á  pesar  de  haberse  salvado  el 
buque  y  la  carg'a  por  consecuencia  del  corte 
de  palos  ó  de  otro  daño  inferido  al  buqtie  de- 
liberadamente con  aquel  objeto,  luego  se  per- 
dieren ó  fueren  robadas  las  mercaderías,  el 
capitán  no  podrá  exigir  de  los  cai'gadores  ó 
consignatarios  qiie  contribuyan  á  la  indemni- 
zación de  la  avería,  excepto  si  la  pérdida  ocu- 
rriere por  hecho  del  mismo  dueño  ó  consig'na- 
tario. 

Art.  863.  Si  el  dueño  de  las  mercaderías  arro- 
jadas al  mar  las  recobrase  después  de  haber 
recibido  la  indemnización  de  avería  gruesa, 
estará  obligado  á  devolver  al  capitán  y  á  los 
demás  interesados  en  el  cargamento  la  canti- 
dad que  hubiere  percibido,  deduciendo  el  im- 
porte del  perjuicio  causado  por  la  echazón  y 
de  los  gastos  hechos  para  recobrarlas. 

En  este  caso,  la  cantidad  devuelta  se  distri- 
buirá entre  el  buque  y  los  interesados  en  la 
carga,  en  la  misma  proporción  con  que  hubie- 
ren contribuido  al  pago  de  la  avería. 

Art.  864.  Si  el  propietario  de  los  efecto.s 
arrojados  los  recobrare  sin  haber  reclamado 
indemnización,  no  estará  obligado  á  contri- 
buir al  pago  de  las  averias  g'ruesas  que  hubie- 
ren ocurrido  al  resto  del  cargamento  después 
de  la  echazón. 

Art.  865.  El  repartimiento  de  la  averia 
gruesa  no  tendrá  fuerza  ejecutiva  hasta  que 
haya  recaído  la  conformidad,  ó,  en  su  defec- 
to, la  aprobación  del  juez  ó  Tribunal,  previo 
examea  de  la  liquidación  y  audiencia  instruc- 
tiva de  los  interesados  presentes  ó  de  sus  re- 
presentantes. 
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Art.  866.  Aprobada  la  liquidación,  corres- 
pouderá  al  capitán  hacer  efectivo  el  importe 
del  repartimiento,  y  será  responsable  á  los 
dueños  de  las  cosas  averiadas  de  los  perjui- 
cios que  por  su  morosidad  ó  ueglig'eucia  se  les 
sigan. 

Art.  867.  Si  los  contribuyentes  dejaren  de 
hacer  efectivo  el  importe  del  repartimiento  en 
el  término  de  tercer  día  después  de  haber  sido 
á  ello  requeridos,  se  procederá,  ;l  solicitud  del 
capitán,  contra  los  efectos  salvados,  hasta  ve- 
rificar el  pago  con  su  producto. 

Art.  868.  Si  el  interesado  en  recibir  los 
efectos  salvados  no  diere  fianza  suficiente 
para  responder  de  la  parte  correspondiente  á 
la  averia  g'ruesa,  el  capitán  podrá  diferir  la 
entrega  de  aquéllos  hasta  que  se  haya  verifi- 
cado el  pago. 

SEC.  3.''— De  la  liquidación  de  las  averías  simples. 

Art.  869.  Los  peritos  que  el  juez  ó  Tribu- 
nal ó  los  interesados  nombren,  seg'ún  los  ca- 
sos, procederán  al  reconocimiento  y  valuación 
de  las  averias  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 853  y  en  el  854,  reglas  2.^  á  la  7.",  en 
cuanto  les  sean  aplicables. 

LIBRO  CUARTO 

De  la  suspensión  de  pagos,  de  las  quiebras 
y  de  las  prescripciones. 

título   i.— De  la  suspensión  de  pagos  y  de  la 
quiebra  en  general '. 

SECCIÓN  1."  — De  la  suspensión  de  pagos 
y  de  sus  efectos  2. 

Art.  870.  El  que  poseyendo  bienes  sufi- 
cientes para  cubrir  todas  sus  deudas,  prevea 


*  Quiebras  en  general. — La  quiebra,  estado  e.rcep- 
cional  en  el  orden  jurídico,  producido  por  la  falta  de 
curapl  i  miento  de  las  obligaciones  contraidas  poi  el  comer- 
ciante, no  sólo  modifica  la  capacidad  de  éste,  sÍ7io  que 
afecta  d  los  derechos  de  los  que  conél  hon  contratado.  En 
este  sentido  debe  comprenderse  dentro  del  Código  mercan- 
til, reser cando  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  fijar  las  reglas 
y  trámites  necesarios  para  constituir  la  situaciónde  quie- 
bra y  asegurar  los  derechos  de  los  interesados.  Respetan- 
do esta  doctrina  el  nuevo  Código,  se  aparta  del  ejemplo 
que  le  ofrece  el  antiguo,  y  sólo  da  cabida  á  aquellos  pre- 
ceptos que  establecen  verdadera  declaración  de  dereclios. 
No  determina  qué  clase  de  obligaciones  han  de  dejar  de 
cumplirse  para  que  se  constituya  el  estado  de  quiebra,  su- 
primiendo con  este  silencio  toda  diferencia  entre  las  deu- 
das que  el  comerciante  deje  de  pagar,  ora  X'rocedan  del 
ejerci'io  del  comercio,  ora  de  compromisos  particulares. 
Facilita  los  medios  de  obtener  la  declaración  de  quiebra 
á  los  acreed:ores,  prescindiendo  de  la  necesidad  de  que  los 
títulos  de  éstos  sean  siempre  ejecutivos;  completa  la  doc- 
trina vigente  hasta  ahora  sobre  efectos  de  la  quiebra,  y 
restringe  éstos  en  interés  de  los  terceros  que  anteriormen- 
te hubieran  contratado,  con  el  deudor;  reduce  á  tres  las 
clases  de  quiebras:  fija  la  competencia  de  la  jurisdicción 
criminal,  erigiendo  para  que  pueda  proced.er,  la  previa 
calificación  de  la  quiebra;  reproduce  con  algunas  modifi- 
caciones lo  prescrito  en  la  ley  de  30  de  Julio  de  1878  res- 
pecto al  convenio  del  quebrado  con  sus  acreedores;  intro- 
duce im.portantes  cambios  en  el  orden  en  que  lian  de  pa- 
garse los  diversos  créditos  reconocidos  contra  el  quebra- 
do, cuando  los  bienes  del  mismo  no  alca?icen  d  cubrirlos 
integramente,  d._fin  de  que  se  respeten  las  prescripciones 
de  la  ley  hipotecaria  respecto  á  los  gravámenes  inscritos 
sobre  bienes  inmuebles,  y  las  preferencias  concedidas  por 
la  ley  mJ'rcantil  á  determinados  acreedores;  y  suprime  el 
tititlo  del  Código  antiguo  relativo  á  la  cesión  de  bienes, 
por  hallarse  abolida  en  la  práctica  la  prisión  por  deu- 
das, y  ser  demasiado  duro  el  precepto  que  priva  ni  co- 
merciante que  hace  la  cesión,  de  los  beneficios  del  convenio 
y  la  reliahilitación. 

=*    Suspensión  de  pagos. — La  jurisjirudencia  italiana 


la  imposibilidad  de  efectuarlo  á  la  fecha  de  sus 
respectivos  vencimientos,  y  el  que  carezca  de 
recursos  para  satisfacerlas  en  su  integridad, 
podrán  constituirse  en  estado  de  suspensión  de 
pagos,  que  declarai-á  el  juez  ó  Tribunal,  eu  ] 
vista  de  su  manifestación. 

Art.  871.  También  podrá  el  comerciante 
presentarse  en  estado  de  suspensión  de  pagos 
dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguien- 
tes al  vencimiento  de  una  obligación  que  no 
haya  satisfecho. 

Pasadas  las  cuarenta  y  ocho  horas  señala- 
das eu  el  párrafo  anterior  sin  haber  hecho  u«jo 
de  la  facultad  concedida  en  el  mismo,  deberá 
presentarse  al  día  siguiente  en  estado  de  quie- 
iDra  ante  el  juez  ó  Tribunal  de  su  domicilio. 

Art.  872.  Hecha  la  declaración  de  suspen- 
sión de  pagos,  el  comerciante  deberá  presen- 
tar á  sus  acreedores,  dentro  del  plazo  de  diez 
días,  una  proposición  de  convenio,  sujetándo- 
se su  deliberación,  votación  y  demás  que  le 
concierna,  á  lo  establecido  en  la  sección  cuarta 
de  este  titulo,  salvo  lo  que  en  ella  se  expresa 
tocante  á  la  calificación  de  la  quiebra,  que  uo 
será  necesaria. 

Art.  873.  Si  la  proposición  de  convenio 
fuese  desechada,  ó  no  se  reuniese  niinjero 
bastante  de  votantes  para  su  aprobación,  que- 
dará terminado  el  expediente  y  todos  los  inte- 
resados en  libertad  para  hacer  uso  de  sus  res- 
pectivos derechos. 

SEC.  2.*— Disposiciones  generales  sobre  las  quiebras. 

Art.  874.  Se  considera  en  estado  de  quie- 
bra al  comerciante  que  sobresee  en  el  pago 
corriente  de  sus  oblig-aciones. 

Art.  875.  Procederá  la  deelaracióu  de  quie- 
bra: 

1.°     Cuando  la  pida  el  mismo  quebrado. 

2."  A  solicitud  fundada  de  acreedor  legi- 
timo. 

Art.  876.  Para  la  declaración  de  quiebra  á 
instancia  de  acreedor  será  necesario  que  la  so- 
licitud se  funde  en  titulo  por  el  cual  se  haya 
despachado  mandamiento  de  ejecución  ó  apre- 
mio, y  que  del  embargo  no  resulten  bienes  li- 
bres bastantes  para  el  pag'o. 

También  procederá  la  declaración  de  quie- 
bra á  instancia  de  acreedores  que,  aunque  no 
hubieren  obtenido  mandamiento  de  embarg'o, 
justifiquen  sus  títulos  de  crédito,  y  que  el  co- 
merciante ha  sobreseído  de  una  manera  g'ene- 
ral  en  el  pago  corriente,  de  sus  obligaciones, 
ó  que  no  ha  presentado  su  proposición  de  con- 


sólo  admite  como  quiebra  la  absoluta  insolvencia  del  co- 
merciante por  exceder  su  pasivo  á  su  activo.  Según  la 
francesa,  la  quiebra  existe  desde  que  el  comerciante  deja 
de  pagar  srts  obligaciones  temporal  ó  definitivamente;  y 
con  arreglo  d  la  belga,  debe  reconocerse  la  existencia  de 
un  estado  provisional  y  particular  en  el  comerciante  que 
suspende  sus  pagos,  preliminar  al  de  quiebra,  y  que  co- 
rreponde  á  la  situación  en  que  se  encuentra  el  que,  sin  go- 
zar de  la  plenitud  de  su  crédito,  tampoco  se  halla  en  el 
triste  caso  de  cesar  por  completo  en  el  pago  de  sus  obli- 
gaciones corrientes.  Este  último  sistema  ha  sido  el  acep- 
tado por  el  nuevo  Código. 

— Pero,  como  puede  verse  en  el  articulo  de  ingre- 
so, pfigs.  719  y  720,  el  sistema  está  d.ando  funestos  re- 
sultados, y  siendo  aliciente  para  el  dolo  5^  ocasión 
de  agios  escandalosos,  el  Gobierno  ha  presentado  á 
las  Cortes  un  proyecto  de  ley  para  poner  remedio  & 
tal  situación. 
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venio,  en  el  caso  de  suspensióu  de  pag'os,  den- 
tro del  plazo  señalado  en  el  art.  872. 

Art.  877.  En  el  caso  do  luga  ii  ocultacióu 
de  un  comerciante,  acompañada  del  cerramien- 
to de  sus  escritorios,  almacenes  ó  dependen- 
cias, sin  haber  dejado  persona  que  eu  su 
representación  los  dirija  y  cumpla  sus  obliga- 
ciones, bastará,  para  la  declaración  de  (|uie- 
bra  á  instancia  de  acreedor,  que  éste  justifique 
su  titulo  y  pruebe  aquellos  liechos  por  infor- 
mación que  ofrezca  al  juez  ó  Tribunal. 

Los  jueces  procederán  de  oficio,  además,  en 
casos  de  fug-a  notoria  ó  de  que  tuvieren  noti- 
cia exacta,  ala  ocupación  de  los  establecimien- 
tos del  fugado,  y  prescribirán  las  medidas 
que  exija  su  conservación,  entretanto  que  los 
acreedores  usan  de  su  derecho  sobre  la  decla- 
ración de  quiebra. 

Art.  878.  Declarada  la  quiebra,  el  quebra- 
do cjuedará  inhabilitado  para  la  administra- 
ción de  sus  bienes. 

Todos  sus  actos  de  dominioyadministración 
posteriores  á  la  época á  que  se  retrotraig'au  los 
efectos  de  la  quiebra  serán  nulos. 

Art.  879.  Las  cantidades  que  el  quebrado 
hubiere  satisfecho  en  dinero,  efectos  ó  valores 
de  crédito,  eu  los  quince  días  precedentes  á  la 
declaración  de  quiebra,  jjor  deudas  y  obliga- 
ciones directas  cuyo  vencimiento  fuere  poste- 
rior á  ésta,  se  devolverán  á  la  masa  por  quie- 
nes las  percibieron. 

El  descuento  de  sus  propios  efectos,  hecho 
por  el  comerciante  dentro  del  mismo  plazo,  se 
considerará  como  pago  anticipado. 

Art.  880.  Se  reputarán  fraudulentos  y  se- 
rán ineficaces  respecto  á  los  acreedores  del 
quebrado  los  contratos  celebrados  por  éste  en 
los  treinta  días  precedentes  á  su  quiebra,  si 
pertenecen  á  alguna  de  las  clases  siguientes: 

!."■  Transmisiones  de  bienes  inmuebles  he- 
chas á  titulo  gratuito. 

2."  Constituciones  dótales  hechas  de  bienes 
privativos  suyos  á  sus  hijas. 

3.*  Concesiones  y  traspasos  de  bienes  in- 
muebles en  pago  de  deudas  no  vencidas  al 
tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

4.'''  Hipotecas  convencionales  sobre  obliga- 
ciones de  fecha  anterior  que  no  tuviereu  esta 
calidad,  ó  por  préstamos  de  dinero  ó  mercade- 
rías cuya  entrega  no  se  verificase  de  presente 
al  tiempo  de  otorgarse  la  obligación  ante  el 
notario  y  testigos  que  intervinieran  en  ella. 

5."  Las  donaciones  entre  vivos,  que  no  ten- 
gan conocidamente  el  carácter  de  remunera- 
torias, otorgadas  después  del  balance  anterior 
á  la  quicl)ra,  si  de  éste  resultare  un  pasivo  su- 
perior al  activo  del  quebrado. 

Art.  881.  Podrán  anularse  á  instancia  délos 
acreedores,  mediante  la  prueba  de  haber  el 
quebrado  procedido  con  ánimo  de  defraudar- 
los eu  sus  derechos: 

1."  Las  enajenaciones  á  titulo  oneroso  de 
bienes  raíces,  hechas  en  el  mes  precedente  á 
la  declaración  de  la  quiebra. 

2."  Las  constituciones  dótales,  hechas  en 
igual  tiempo,  de  bienes  de  la  sociedad  conyu- 
gal en  favor  de  las  hijas,  ó  cualquiera  otra 
transmisión  de  los  mismos  bienes  á  titulo  gra- 
tuito. 

Tomo  II. 


3."  Las  constituciones  dótales  ó  reconoci- 
mientos de  capitales,  hechos  por  un  cónyuge 
comerciante  á  favor  del  otro  cónyug-e  en  los 
seis  meses  precedentes  á  la  quiebra,  siempre 
que  no  sean  bienes  inmuebles  del  abolengo  de 
éste,  ó  adquiridos  ó  poseídos  de  antemano  por 
el  cónyuge  en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  el 
reconocimiento  de  dote  ó  capital. 

4.°  Toda  confesión  de  recibo  de  dinero  ó 
de  efectos  á  título  de  préstamo,  que,  hecha  seis 
meses  antes  de  la  quiebra  en  escritura  públi- 
ca, no  se  acreditare  por  la  fe  de  entrega  de 
notario,  ó  si,  habiéndose  hecho  en  documento 
privado,  no  constare  uniformemente  de  los  li- 
bros de  los  contratantes. 

5."  Todos  los  contratos,  obligaciones  y  ope- 
raciones mercantiles  del  quebrado  que  no  sean 
anteriores  en  diez  días,  á  lo  menos,  á  la  decla- 
ración de  quiebra. 

Art.  882.  Podrá  revocarse  á  instancia  de 
los  acreedores  toda  donación  ó  contrato  cele- 
brado en  los  dos  años  anteriores  á  la  quiebra, 
si  llegare  á  ¡¡robarse  cualquiera  especie  de 
suposición  ó  simulación  hecha  en  fraude  de 
aquéllos. 

Art.  883.  En  virtud  de  la  declaración  de 
quiebra,  se  tendrán  por  vencidas  á  la  fecha  de 
la  misma  las  deudas  pendientes  del  quebrado. 

Si  el  pago  se  verificase  antes  del  tiempo  pre- 
fijado en  la  obligación,  se  hará  con  el  descuen- 
to correspondiente. 

Art.  884.  Desde  la  fecha  de  la  declaración 
de  quiebra  dejarán  de  devengar  interés  todas 
las  deudas  del  quebrado,  salvo  los  créditos  hi- 
potecarios y  pignoraticios  hasta  donde  alcan- 
ce la  respectiva  garantía. 

Art.  885.  El  comerciante  que  obtuviere  la 
revocación  de  la  declaración  de  quiebra  solici- 
tada por  sus  acreedores,  podrá  ejercitar  contra 
éstos  la  acción  de  daños  y  perjuicios,  si  hubie- 
ren procedido  con  malicia,  falsedad  ó  injusti- 
cia manifiesta. 

SEC.  3.*^ — De  las  clases  de  quiebras  y  de  los  cómpli- 
ces en  las  niisii>as. 

Art.  886.  Para  los  efectos  legales  se  distiu- 
guirán  tres  clases  de  quiebra,  á  saber: 

1.^     Insolvencia  fortuita. 

2.*     Insolvencia  culpable. 

3.*    Insolvencia  fraudulenta. 

Art.  887.  Se  entenderá  quiebra  fortuita  la 
del  comerciante  á  quien  sobrevinieren  infor- 
tunios que,  debiendo  estimarse  casuales  eu  el 
orden  regular  y  prudente  de  una  buena  admi- 
nistración mercantil ,  reduzcan  su  capital  al 
extremo  de  no  poder  satisfacer  en  todo  ó  eu 
parte  sus  deudas. 

Art.  888.  Se  considerará  quiebra  culpable 
la  de  los  comerciantes  que  se  hallaren  en  al- 
guno de  los  casos  siguientes: 

1."  Si  los  gastos  domésticos  y  personales 
del  quebrado  liubieren  sido  excesivos  y  des- 
proporcionados en  relación  á  su  haber  liqui- 
do, atendidas  las  circunstancias  de  su  rango 
y  familia. 

2."  Si  hubiere  sufrido  pérdidas  eu  cual- 
quier especie  do  juego,  que  excedan  de  lo  que 
por  vía  de  recreo  suele  aventurar  en  esta  cla- 
se de  entretenimientos  un  cuidadoso  padre  de 
familia. 
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3.°  Si  las  pérdidas  hubieren  sobrevenido 
á  consecnencia  de  apuestas  imprudentes  y 
cuantiosas ,  ó  de  compras  y  ventas  ii  otras 
operaciones  que  tuvieren  por  objeto  dilatar  la 
quiebra. 

4."  Si  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  de- 
claración de  la  quiebra  hubiere  vendido  ii  pér- 
dida ó  por  menos  precio  del  corriente  efectos 
comprados  al  fiado  y  que  todavía  estuviere 
debiendo. 

5.°  Si  constare  que  eu  el  periodo  transcurri- 
do desde  el  último  inventario  hasta  la  declara- 
ción de  la  quiebra  hubo  tiempo  en  que  el  que- 
brado debia,  por  obligaciones  directas,  doble 
cantidad  del  liaber  liquido  que  le  resultaba  en 
el  inventario. 

Art.  889.  Serán  también  reputados  en  jui- 
cio quebrados  culpables,  salvas  las  excepcio- 
nes que  propong-an  y  prueben  para  demostrar 
la  inculpabilidad  de  la  quiebra: 

1."  Los  que  no  hubieren  llevado  los  libros 
de  contabilidad  en  la  forma  y  con  todos  los  re- 
quisitos e.senciales  é  indispensables  que  se 
prescriben  en  el  tít.  III  del  lib.  I,  y  los  que, 
aun  llevándolos  con  todas  estas  circunstan- 
cias, hayan  incurrido  dentro  de  ellos  en  falta 
que  hubiere  causado  perjuicio  á  tercero. 

2."  Los  que  no  hubieren  hecho  su  manifes- 
tación de  quiebra  en  el  término  y  forma  que 
se  prescribe  en  el  art.  871. 

3."  Los  que,  habiéndose  ausentado  al  tiem- 
po de  la  declaración  de  la  quiebra  y  durante 
el  progreso  del  juicio,  dejaren  de  presentarse 
personalmente  en  los  casos  eu  que  la  ley  im- 
pone esta  obligación,  no  mediando  legítimo 
impedimento. 

Art.  890.  Se  reputará  quiebra  fraudulenta 
la  de  los  comerciantes  en  quienes  concurra  al- 
guna de  las  circun.stancias  siguientes: 

1."    Alzarse  con  todos  ó  parte  de  sus  bienes. 

2."  Incluir  en  el  balance,  memorias,  libros 
ú  otros  documentos  relativos  á  su  giro  ó  ne- 
gociaciones, bienes,  créditos,  deudas,  pérdidas 
ó  gastos  supuestos. 

3."  No  haber  llevado  libros,  ó,  llevándolos, 
incluir  en  ellos,  con  daño  de  tercero,  partidas 
no  sentadas  en  lugar  y  tiempo  oportunos. 

4."  Rasgar,  borrar,  ó  alterar  de  otro  modo 
cualquiera  el  contenido  de  los  libros,  en  per- 
juicio de  tercero. 

5.^  Xo  resultar  de  su  contabilidad  la  salida 
ó  existencia  del  activo  de  su  líltimo  inventa- 
rio, y  del  dinero,  valores,  muebles  y  efectos 
de  cualquiera  especie  quesean,  que  "constare 
6  se  justificare  haber  entrado  posteriormente 
en  poder  del  quebrado. 

G.'^  Ocultar  en  el  balance  alguna  cantidad 
de  dinero,  créditos,  géneros  li  otra  especie  de 
bienes  ó  derechos. 

7."  Haber  consumido  y  a])licado  para  sus 
negocios  propios,  fondos  ó'  efectos  ajenos  que 
le  estuvieren  encomendados  eu  depósito,  ad- 
ministración ó  comisión. 

8. -I  Negociar,  sin  autorización  del  propie- 
tario, letras  de  cuenta  ajena  qiie  obraren  en 
su  poder  para  su  cobranza,  remisión  ii  otro 
uso  distinto  del  de  la  negociación,  si  no  hubie- 
re hecho  aquél  remesa  de  su  producto. 

9.^    Si  hallándose  comisionado  para  la  ven- 


ta de  algunos  géneros  ó  para  negociar  eré" 
ditos  ó  valores  de  comercio,  hubiera  ocultado 
la  operación  al  propietario  por  cualquier  es- 
pacio de  tiempo. 

10.  Simular  enajenaciones,  de  cualquiera 
clase  que  éstas  fueren. 

11.  Otorgar,  firmar,  consentir  ó  reconocer 
deudas  supuestas,  presumiéndose  tales,  salvo 
la  prueba  en  contrario,  todas  las  que  no  ten- 
gan causa  de  deber  ó  valor  determinado. 

12.  Comprar  bienes  inmuebles,  efectos  ó 
créditos,  poniéndolos  á  nombre  de  tercera  per,- 
sona,  en  perjuicio  de  sus  acreedores. 

13.  Haber  anticipado  pagos  en  perjuicio  de 
los  acreedores. 

14.  Negociar,  después  del  último  balance, 
letras  de  su  propio  giro  á  cargo  de  persona  en 
cuyo  poder  no  tuviere  fondos  ni  crédito  abier- 
to sobre  ella,  ó  aiitorización  para  hacerlo. 

15.  Si  hecha  la  declaración  de  quiebra  hu- 
biere percibido  y  aplicado  á  usos  personales 
dinero,  efectos  ó  créditos  de  la  masa,  ó  distraí- 
do de  ésta  alguna  de  sus  pertenencias. 

Art.  891.  La  quiebra  del  comerciante,  cuya 
verdadera  situación  no  pueda  deducirse  de 
sus  libros,  se  presumirá  fraudulenta,  salvo 
priieba  en  contrario. 

Art.  892.  La  quiebra  de  los  agentes  media- 
dores del  comercio  se  reputará  fraudulenta 
cuando  se  justifiqaie  que  hicieron  por  su  cuen- 
ta, eu  nombre  propio  ó  ajeno,  alguna  opera- 
ción de  tráfico  ó  giro,  aun  cuando  el  motivo 
de  la  quiebra  no  proceda  de  estos  hechos. 

Si  sobreviniere  la  quiebra  por  haberse  cons- 
tituido el  agente  garante  de  las  operaciones 
en  que  intervino,  se  presumirá  la  quiebra 
fraudulenta,  salvo  prueba  en  contrario. 

Art.  893.  Serán  considerados  cómplices  de 
las  quiebras  fraudulentas: 

1.°  Los  que  auxilien  el  alzamiento  de  bie- 
nes del  quebrado. 

2."  Los  que,  habiéndose  confabulado  con 
el  quebrado  para  suponer  créditos  contra  él,  ó 
aumentar  el  valor  de  los  que  efectivamente 
teng-an  contra  sus  valores  ó  bienes,  sostengan 
esta  suposición  en  el  juicio  de  examen  y  cali- 
ficación de  los  créditos  ó  en  cualquiera  jiinta 
de  acreedores  de  la  quiebra. 

3."  Los  que  para  anteponerse  en  la  gra- 
duación en  perjuicio  de  otros  acreedores,  y  de 
acuerdo  con  el  quebrado,  alteraren  la  natura- 
leza ó  fecha  del  crédito,  aun  cuando  esto  se 
verifique  antes  de  hacerse  la  declaración  de 
quiebra. 

4."  Los  que  deliberadamente,  y  despixés 
que  el  quebrado  cese  en  sus  pagos,  le  auxi- 
liaren para  ocultar  ó  sustraer  alguna  parte 
de  sus  bienes  ó  créditos. 

5."  Los  que,  siendo  tenedores  de  alguna 
pertenencia  del  quebrado  al  tiempo  do  hacer- 
se notoria  la  declaración  de  quiebra  por  el 
juez  ó  Tribunal  que  de  ello  conozca,  la  entre- 
g'aren  á  aquél  y  no  á  los  administradores  legí- 
timos de  la  masa,  á  menos  qiie,  siendo  de  na- 
ción ó  provincia  diferente  deja  del  domicilio 
del  quebrado,  prueben  que  en  el  pueblo  de  su 
residencia  no   se  tenia  noticia  de  la  quiebra.  ■ 

6.**     Los  que  negaren  á  los  administradores 
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de  la  quiebra  los  efectos  que  de  la  pertenencia 
del  quebrado  existieren  en  sii  poder. 

7.°  Los  que,  después  de  piiblicada  la  de- 
claración de  la  quiebra,  admitieren  endosos 
del  quebrado. 

8."  Los  acreedores  legítimos  que,  en  per- 
juicio y  fraude  de  la  masa,  hicieren  con  el  que- 
brado convenios  particulares  y  secretos. 

9."  Los  ag-entes  mediadores  que  interven- 
gan en  operación  de  tráfico  ó  giro  que  hiciere 
el  comerciante  declarado  en  quiebra. 

Art.  894.  Los  cómplices  de  los  quebrados 
serán  condenados,  sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  incurran  con  arreglo  A  las  leyes  cri- 
minales: 

1.°  A  perder  cualquier  derecho  que  tengan 
á  la  masa  de  la  quiebra  en  que  sean  declara- 
dos cómplices. 

2."  A  reiuteg'rar  á  la  misma  masa  los  bie- 
nes, derechos  y  acciones  sobre  cuya  sustrac- 
ción hubiere  recaído  la  declaracióu  de  su  com- 
"plicidad,  con  intereses  é  indemnización  de  da- 
ños y  pei'juicios. 

Art.  895.  La  calificación  de  la  quiebra, 
para  exigir  el  deudor  la  responsabilidad  cri- 
minal, se  hará  siempre  en  ramo  separado,  que 
se  sustanciará  con  audiencia  del  Ministerio 
fiscal,  de  los  síndicos  y  del  mismo  qiiebrado. 

Los  acreedores  tendrán  derecho  á  personar- 
se en  el  expediente  y  perseguir  al  fallido;  pero 
lo  harán  á  sus  expensas,  sin  acción  á  ser  rein- 
tegrados por  la  masa  de  los  gastos  del  juicio 
ni  de  las  costas,  cualquiera  que  sea  el  resulta- 
do de  sus  gestiones.  ' 

Art.  896.  En  ningnin  caso,  ni  á  instancia  de 
parte  ni  de  oficio,  se  procederá,  por  los  delitos 
de  quiebra  culpable  ó  fraudulenta,  sin  que  an- 
tes el  juez  ó  Tribunal  haya  hecho  la  declara- 
ción de  quiebra  y  la  de  haber  méritos  para 
proceder  criminalmente. 

Art.  897.  La  calificación  de  quiebra  fortui- 
ta por  sentencia  firme  no  será  obstáculo  para 
el  procedimiento  criminal,  cuando  de  los  jui- 
cios pendientes  sobre  convenio,  reconocimien- 
to de  créditos  ó  cualquiera  otra  incidencia  re- 
sultaren indicios  de  hechos  declarados  puni- 
bles en  el  Código  penal,  los  que  se  someterán 
al  conocimiento  del  juez  ó  Tribunal  competen- 
te. En  estos  casos  deberá  ser  oído  previamen- 
te el  Ministerio  piiblico. 


SEC.  4.' 


-Del  convenio  de  los  quebrados  con  sns 
acreedores. 


Art.  898.  En  cualquier  estado  del  juicio, 
terminado  el  reconocimiento  de  créditos  y 
hecha  la  calificación  de  la  quiebra,  el  quebra- 
do y  sus  acreedores  podrán  hacer  los  conve- 
nios que  estimen  ojiortunos. 

No  gozarán  de  este  derecho  los  quebrados 
fraudulentos,  ni  los  que  se  fugaren  durante  el 
juicio  de  quiebra. 

Art.  899.  Los  convenios  entre  los  acreedo- 
res y  el  quebrado  han  de  ser  hechos  en  junta 
de  acreedores  debidamente  constituida. 

Los  pactos  particulares  entre  el  quebrado  y 
cualquiera  de  sus  acreedores  serán  nulos:  el 
acreedor  que  los  hiciere  perderá  sus  derechos 
en  la  quiebra,  y  el  quebrado,  por  este  solo  hecho. 


será  calificado  de-  culpable,  cuando  no  me- 
reciese ser  considerado  como  quebrado  frau- 
dulento. 

Art.  900.  Los  acreedores  singularmente 
privilegiados,  los  privilegiados  y  los  hipoteca- 
rios podrán  abstenerse  de  tomar  parte  en  la  re- 
solución de  la  junta  sobre  el  convenio;  y  abs- 
teniéndose, éste  no  les  parará  perjuicio  eu  sus 
respectivos  derechos. 

Si,  por  el  contrario,  prefiriesen  tener  voz  y 
voto  en  el  convenio  propuesto ,  serán  com- 
prendidos en  las  esperas  ó  quitas  que  la  junta 
acuerde,  sin  perjuicio  del  lugar  y  grado  que 
corresponda  al  titvilo  de  su  crédito. 

Art.  901.  La  proposición  de  convenio  se  dis- 
cutirá y  pondrá  á  votación,  formando  resolu- 
ción el  voto  de  un  número  de  acreedores  qxie 
componga  la  mitad  y  uno  más  de  los  concu- 
rrentes, siempre  que  su  interés  en  la  quiebi-a 
cubra  las  tres  quintas  partes  del  total  pasivo, 
deducido  el  importe  de  los  créditos  de  los 
acreedores  comprendidos  en  el  párrafo  prime- 
ro del  artículo  anterior  que  hubieren  usado  del 
derecho  consig-nado  en  dicho  párrafo. 

Art.  902.  Dentro  de  los  ocho  días  siguien- 
tes á  la  celebración  de  la  junta  en  que  se  hu- 
biere acordado  el  convenio,  los  acreedores  di- 
sidentes y  los  que  no  hubieren  concurrido  á  la 
junta  podrán  oponerse  á  la  aprobación  del 
mismo. 

Art.  908.  Las  únicas  causas  en  que  podrá 
fundarse  la  oposición  al  convenio  serán: 

1."  Defectos  en  las  formas  prescritas  para 
la  convocación,  celebración  y  deliberación  de 
la  junta. 

2.'"'  Falta  de  personalidad  ó  representación 
en  alguno  de  los  votantes;  siempre  que  su  voto 
decida  la  mayoría  en  número  ó  cantidad. 

3."'^  Intelig'encias  fraudulentas  entre  el  deu- 
dor y  uno  ó  más  acreedores,  ó  de  los  acreedo- 
res entre  si  para  votar  á  favor  del  convenio. 

4."  Exageración  fraudulenta  de  créditos 
para  procurar  la  mayoría  de  cantidad. 

5.^  Inexactitud  frauduleiita  en  el  balance 
general  de  los  negocios  del  fallido,  ó  en  los  in- 
formes de  los  síndicos,  para  facilitar  la  admi- 
sión de  las  proposiciones  del  deudor. 

Art.  904.  Aprobado  el  convenio,  y  salvo  lo, 
dispuesto  en  el  art.  900,  será  oblig'atorio  para 
el  fallido  y  para  todos  los  acreedores  cuyos 
créditos  daten  de  época  anterior  á  la  declara- 
ción de  quiebra,  si  hubieren  sido  citados  en 
forma  leg'al,  ó  si,  Jiabiéndoseles  notificado  la 
aprobación  del  convenio,  no  hubieren  reclama- 
do contra  éste  en  los  términos  prevenidos  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aun  cuando  no 
están  comprendidos  en  el  balance  ni  hayan  sido 
parte  en  el  procedimiento. 

Art.  905.  En  virtud  del  convenio,  no  me- 
diando pacto  expreso  en  contrario,  los  crédi- 
tos quedarán  extinguidos  en  la  parte  de  que  se 
hubiere  hechoremisión  al  quebrado,  aun  cuan- 
do le  quedare  alg'ún  sobrante  de  los  bienes  de 
la  quiebra,  ó  posteriormente  llegare  á  mejor 
fortuna. 

Art.  906.  Si  el  deudor  convenido  faltare  al 
cumplimiento  de  lo  estipulado,  cualquiera  de 
sus  acreedores  podrá  pedir  la  rescisión  del 
convenio  y  la  continuación  de  la  quiebra  ante 
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el  juez  ó  Tribunal  que  hubiere  conocido  de  la 
misma. 

Art.  907.  Eu  el  caso  de  no  haber  mediado 
el  pacto  expreso  de  que  habla  el  art.  005,  los 
acreedores  que  no  sean  satisf'eclios  integra- 
mente coulo  que  perciban  del  haber  de  la  quie- 
bra hasta  el  término  de  la  liquidación  de  ésta, 
conservarán  acción,  por  lo  que  se  les  reste  eu 
deber,  sobre  los  bienes  que  anteriormente  ad- 
quiera ó  pueda  adquirir  el  quebrado. 

SEC.  5.^— De  los  derechos  de  los  acreedores  en  caso 
de  quiebra,  y  de  su  resjjectiva  graduación. 

Art.  908.  Las  mercaderías,  efectos  y  cual- 
quiera otra  especie  de  bienes  que  existan  en 
la  masa  de  la  quiebra,  cuya  propiedad  no  se 
hubiere  transferido  al  quebrado  por  uw  titulo 
legal  é  irrevocable,  se  considerarán  de  domi- 
nio ajeno  y  se  pondrán  á  disposición  de  sus 
leg'itimos  dueños  previo  el  reconocimiento  de 
su  derecho  en  junta  de  acreedores  ó  en  senten- 
cia firme;  reteniendo  la  masa  los  derechos  que 
eu  dichos  bienes  pudieren  corresponder  al  que- 
brado, en  cuyo  lugar  quedará  sustituida  aqué- 
lla, siempre  que  cumpliere  las  obligaciones 
anejas  á  los  mismos. 

Art.  909.  Se  con.siderarán  comprendidos 
en  el  precepto  del  articulo  anterior  para  los 
efectos  señalados  en  él: 

1."  Los  bienes  dótales  inestimados  y  los  es- 
timados que  se  conservaren  en  poder  del  ma- 
rido, si  constare  su  recibo  por  escritura  públi- 
ca inscrita  con. arreglo  á  los  arts.  21  y  27  de 
este  Código. 

2."  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer 
hubiere  adquirido  por  titulo  de  herencia,  le- 
gado ó  donación,  bien  se  hayan  conservado 
en  la  forma  que  los  recibió,  bieu.se  hayan  sub- 
rrogado  ó  invertido  en  otros,  con  tal  que  la 
inversión  ó  subrrogación  se  haya  inscrito  en 
el  Reg'istro  mercantil  conforme  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  citados  en  el  número  anterior. 

3.°  Los  bienes  y  efectos  que  el  quebrado 
tuviere  en  depósito,  administración,  arrenda- 
miento, alquiler  ó  usufructo. 

4.°  Las  mercaderías  que  el  quebrado  tu- 
viere en  su  poder  por  comisión  de  compra, 
venta,  tránsito  ó  entrega. 

5.°  Las  letras  de  cambio  ó  pagarés,  que, 
sin  endoso  ó  expresión  que  transmitiere  su 
propiedad,  se  hubieren  remitido  para  su  co- 
branza al  quebrado,  y  las  que  hubiere  adqui- 
rido por  cuenta  de  otro,  libradas  ó  endosadas 
directamente  en  favor  del  CQmitente. 

6."  Los  caudales  remitidos  fuera  de  cuenta 
corriente  al  quebrado,  y  que  éste  tuviere  eu  su 
poder,  para  entregar  á  persona  determinada 
en  nombre  y  por  cuenta  del  comitente,  ó  para 
satisfacer  obligaciones  que  hubiei'eu  de  cum- 
plirse en  el  domicilio  de  aquél. 

7.°  Las  cantidades  qtie  estuvieren  debien- 
do al  quebrado  por  ventas  hechas  de  cuenta 
ajena,  y  las  letras  ó  pagarés  de  igual  proce- 
dencia que  obraren  en  su  poder,  aunque  no 
estuvieren  extendidas  en  favor  del  dueño  de 
las  mercaderías  vendidas  ,  siempre  que  se 
pruebe  que  la  obligación  procede  de  ellas  y 
que  existían  en  poder  del  quebrado  por  cuen- 
ta del  propietario  para  hacerlas  efectivas  y 
remitirle  los  fondos  á  su  tiempo,  lo  cual  se  pre- 


sumirá de  derecho  si  la  partida  no  estuviere 
pasada  en  cuenta  corriente  entre  ambos. 

8.°  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á. 
pagar  al  contado  y  no  satisfeclios  en  todo  ó 
en  parte,  ínterin  subsistan  embalados  en  los 
almacenes  del  quebrado,  ó  en  los  términos  eu 
que  se  hizo  la  entrega,  y  en  estado  de  distin- 
guirse específicamente  por  las  marcas  ó  núme- 
ros de  los  fardos  ó  bultos. 

9.°  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hu- 
biere comprado  al  fiado,  mientras  no  se  le  hu- 
biere hecho  la  entrega  material  de  ellas  en  sus 
almacenes  ó  en  paraje  convenido  para  hacerla, 
y  aquellas  cuyos  conocimientos  ó  cartas  de 
porte  se  le  hubieren  remitido,  después  de  car- 
gadas, de  orden  y  por  cuenta  y  riesgo  del  com- 
prador. 

En  los  casos  de  este  número  y  del  8.°,  los 
síndicos  podrán  detener  los  géneros  compra- 
dos ó  reclamarlos  para  la  masa,  pagando  su 
precio  al  vendedor. 

Art.  910.  Igualmente  se  considerará  com-  " 
prendido  en  el  precepto  del  art.  908,  para  los 
efectos  determinados  en  el  mismo,  el  importe 
de  los  billetes  en  circulación  de  los  Bancos  de 
emisión,  en  las  quiebras  de  estos  estableci- 
mientos. 

Art.  911.  Con  el  pi'oducto  do  los  bienes  de 
la  quiebra,  hechas  las  deducciones  que  pres- 
criben los  artículos  anteriores,  se  pagará  á  los 
acreedores  con  arreglo  á  lo  establecido  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  912.  La  graduación  de  créditos  se  hará 
dividiéndolos  en  dos  secciones  :  la  primera 
comprenderá  los  créditos  que  hayan  de  ser  sa- 
tisfechos con  el  producto  de  los  bienes  mue- 
bles de  la  quiebra,  y  la  segunda  los  que  hayan 
de  pag'arse  con  el  producto  de  los  inmuebles. 

Art.  913.  La  prelación  de  los  acreedores  de 
la  primera  sección  se  establecerá  por  el  orden 
siguiente: 

i."  Los  acreedores  singularmente  privile- 
g-iados,  por  este  orden: 

A.  Los  acreedores  por  gastos  de  entierro, 
funeral  y  testamentaría. 

B.  Los  acreedores  alimenticios,  ó  sean  los 
que  hubieren  suministrado  alimentos  al  que- 
brado ó  su  familia. 

C.  Los  acreedores  por  trabajo  personal, 
comprendiendo  á  los  dependientes  de  comer- 
cio por  los  seis  iiltimos  meses  anteriores  á  la 
quiebra. 

2."  Los  privilegiados  que  tuvieren  consig- 
nado un  derecho  preferente  en  este  Código. 

3."  Los  privilegiados  por  derecho  comiin, 
y  los  hipotecarios  legales  en  los  casos  en  que, 
con  arreglo  al  mismo  derecho,  le  tuvieren  de 
prelación  sobre  los  bienes  muebles. 

4."  Los  acreedores  escriturarios  conjunta- 
mente con  los  que  lo  fueren  por  títulos  ó  con- 
tratos mercantiles  en  que  hubiere  intervenido 
agente  ó  corredor. 

5.°  Los  acreedores  comunes  por  operacio- 
nes mercantiles. 

6."  Los  acreedores  comunes  por  derecho 
civil. 

Art.  914.  La  prelación  en  el  pago  á  los 
acreedores  de  la  segunda  sección,  se  sujetará 
al  orden  siguiente: 
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1."  Los  acreedores  con  derecho  real,  en  los 
términos  y  por  el  orden  establecido  en  la  ley 
hipotecaria. 

2."  Los  acreedores  singularmente  privile- 
giados y  demás  enumerados  en  el  articulo  an- 
terior, por  el  orden  establecido  en  el  mismo. 

Art.  915.  Las  simias  que  los  acreedores  hi- 
potecarios legales  percibiesen  de  los  bienes 
muebles,  realizados  quesean,  serán  abonadas 
en  cuenta  de  lo  que  hubieren  de  percibir  por 
la  venta  de  inmuebles;  y.  si  hubiesen  percibido 
el  total  de  su  crédito,  se  tendrá  por  saldado  y 
se  pasará  á  pagar  al  que  sig'a  por  orden  de 
fechas. 

Art.  916.  Los  acreedores  percibirán  sus  cré- 
ditos sin  distinción  de  fechas,  á  prorrata  den- 
tro de  cada  clase  y  con  sujeción  al  orden  se- 
ñalado en  los  artículos  913  y  914. 

Exceptiianse: 

1."  Los  acreedores  hipotecarios,  que  co- 
brarán por  el  orden  de  fechas  de  la  inscripción 
de  sus  títulos. 

2."  Los  acreedores  escriturarios  y  por  títu- 
los mercantiles  intervenidos  por  agentes  ó  co- 
rredores, que  cobrarán  también  por  el  orden 
de  fechas  de  sus  títulos. 

Quedan  á  salvo,  no  obstante  las  disposicio- 
nes anteriores,  los  privilegios  establecidos  en 
este  Código  sobre  cosa  determinada,  en  cuyo 
caso,  si  concurrieren  varios  acreedores  de  la 
misma  clase,  se  observará  la  regla  general. 

Art.  917.  No  se  pasará  á  distribuir  el  pro- 
ducto de  la  venta  entre  los  acreedores  de  un 
grado,  letra  ó  número  de  los  fijados  en  los  ar- 
tículos 913  y  91-4,  sin  que  queden  complcta- 
nieute  saldados  los  créditos  del  grado,  letra  ó 
número  de  los  artículos  referidos,  según  su 
orden  de  prelación. 

Art.  918.  Los  acreedores  con  prenda  cons- 
tituida por  escritura  pública  ó  en  póliza  inter- 
\enida  por  agente  ó  corredor  no  tendrán  obli- 
g-ación  de  traer  á  la  masa  los  valores  ú  objetos 
que  recibieron  en  prenda,  á  menos  que  la  re- 
presentación de  la  quiebra  los  quisiere  reco- 
brar satisfaciendo  íntegramente  el  crédito  á 
que  estuvieren  afectos. 

Si  la  masa  no  hiciere  uso  de  este  derecho, 
los  acreedores  con  prenda  cotizable  en  Bolsa 
podrán  venderla  al  vencimiento  de  la  deuda, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  323  de 
este  Código;  y  si  las  prendas  fuesen  de  otra 
clase,  podrán  enajenarlas  con  intervención  de 
corredor  ó  agente  colegiado,  si  los  hubiere,  ó, 
en  otro  caso,  en  almoneda  pública  ante  no- 
tario. 

El  sobrante  qiie  resultare  después  de  extin- 
guido el  crédito,  será  entreg'ado  á  la  masa. 

Si,  por  el  contrario,  aiin  resultase  un  saldo 
contra  el  quebrado,  el  acreedor  será  conside- 
rado como  escrituario  en  el  lugar  que  le  co- 
rresponda según  la  fecha  del  contrato. 

Art.  919.  Los  acreedores  hipotecarios,  ya 
voluntarios,  ya  legales,  cuyos  créditos  no  que- 
dasen cubiertos  con  la  venta  de  los  inmuebles 
que  les  estuviesen  hipotecados,  serán  conside- 
rados, en  cuanto  al  resto,  como  acreedores  es- 
criturarios, concurriendo  con  los  demás  de 
este  grado,  según  la  fecha  de  sus  títulos. 


SEC.  6.* — De  la  rehabilitación  del  quebrado. 

Art.  920.  Los  quebrados  fraudulentos  no 
podrán  ser  rehabilitados. 

Art.  921.  Los  quebrados  no  comprendidos 
en  el  artículo  anterior  podrán  obtener  su  re- 
habilitación justificando  el  cumplimiento  ínte- 
gro del  convenio  aprobado  que  hubiesen  he- 
cho con  sus  acreedores. 

Si  no  hubiere  mediado  convenio,  estarán 
obligados  á  probar  que,  con  el  haber  de  la 
quiebra,  ó  mediante  entregas  posteriores,  que- 
daron satisfechas  todas  las  obligaciones  reco- 
nocidas en  el  ¡>rocedimiento  de  la  quiebra. 

Art.  922.  Con  la  habilitación  del  quebrado 
cesarán  todas  las  interdicciones  legales  que 
produce  la  declaración  de  quiebra. 

SEC.  7.'— Disposiones  generales  relativas  á  la  quie- 
bra de  las  sociedades  mercantiles  en  general '. 

Art.  923.  La  quiebra  de  una  sociedad  en 
nombre  colectivo  ó  en  comandita,  lleva  consi- 
go la  de  los  socios  que  tengan  en  ella  respon- 
sabilidad solidaria,  conforme  á  los  artículos 
127  y  148  de  este  Código,  y  producirá,  respec- 
to de  todos  los  dichos  socios,  los  efectos  inhe- 
rentes á  la  declaración  de  la  quiebra,  pero 
manteniéndose  siempre  separadas  las  liquida- 
ciones respectivas. 

Art.  924.  La  quiebra  de  uno  ó  más  socios 
no  produce  por  sí  sola  la  de  la  sociedad. 

Art.  925.  Si  los  socios  comanditarios  ó  de 
compañías  anónimas  no  hubieren  entregado 
al  tiempo  de  la  declaración  de  la  quiebra  el 
total  de  las  cantidades  que  se  obligaron  á  po- 
ner en  la  sociedad,  el  administrador  ó  admi- 
nistradores de  la  quiebra  tendrán  derecho 
para  reclamarles  los  dividendos  pasivos  que 
sean  necesarios  dentro  del  límite  de  su  respec- 
tiva responsabilidad. 

Art.  926.  Los  socios  comanditarios,  los  de 
sociedades  anónimas  y  los  de  cuentas  en  par- 
ticipación que  á  la  vez  sean  acreedores  de  la 
quiebra,  no  figurarán  en  e!  pasivo  de  la  mis- 
ma más  que  por  la  diferencia  que  resulte  á  su 
favor  después  de  cubiertas  las  cantidades  que 
estuvieren  obligados  á  poner  en  el  concepto 
de  tales  socios. 

Art.  927.  En  las  sociedades  colectivas,  los 
acreedores  particulares  de  los  socios  cuyos 
créditos  fueren  anteriores  á  la  constitución 
de  la  sociedad,  concurrirán  con  los  acreedores 
de  ésta,  colocándose,  en  el  lugar  y  grado  que 
les  corresponda,  segúu  la  naturaleza  de  sus 


1  Quiebra  de  sociedades  mercantiles.— Líi  quiebra 
de  las  compañía»  colectivas  ó  comanditarias,  lleva  consi~ 
go  la  de  los  socios  solidarios,  porque  esas  sociedades  sólo 
pueden  ser  declaradas  en  quiebra  cuatido  no  resulten  bie- 
nes baslatites  para  satiafacer  sus  deudas,  lo  cual  no  im- 
plica que  una  y  otra  quiebra  sean  indivisibles.  El  nuevo 
Ciidigo  resuelve  la  cuestión  de  responsabilidad  de  los  so- 
cios comanditarios  y  accionistas  en  general,  por  los  divi- 
dendos ó  laparle  de  capital  que  estuvieren  oldiyadot  d  en- 
tregar, y  cuyos  jda-os  no  hubieren  vencido  al  Itctnpo  de  la 
declaración  de  quiebra  (art.  SS5)\  introduce  una  novedad 
importante  respecto  á  los  derechos  de  los  acreedores  par- 
acidares  de  ¡os  socios  colectivos  (art.  ír¡~),  para  que  no 
se  sacri/lquen  á  los  intereses  del  comercio  los  principios 
generales  del  derecho;  completa  la  doctrina  hasta  ahora 
vigente  sobre  representación  de  las  companias  en  el  juicio 
de  quiebra  (art.  92S};  y  facilita  la  celebración  de  conve- 
nios entre  la  entidad  quebrada  y  sus  acreedores  (art.  028). 


838 


CÓDIGO  DE  COMERCIO.  (Cód.  de  1885.— Lib.  IV,  tit.  I.) 


respectivos  créditos,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  los  arts.  913,  914  y  915  de  este  Código. 

Los  acreedores  posteriores  sólo  tendrán  de- 
recho á  cobrar  sus  crs'ditos  del  remanente,  si 
lo  hubiere,  después  de  batisfechas  las  deudas 
sociales,  salva  siempre  la  preíereucia  otorga- 
da por  las  leyes  á  los  créditos  privilegiados  y 
á  los  hijiotecarios. 

Art.  928.  El  convenio,  en  la  quiebra  de  so- 
ciedades anónimas  que  no  se  hallan  en  liqui- 
dación, podrá  tener  por  objeto  la  continuación 
ó  el  traspaso  de  la  empresa  con  las  condicio- 
nes que  se  fijen  en  el  mismo  convenio. 

Art.  929.  Las  compañías  estarán  represen- 
tadas durante  la  quiebra  según  hubieren  pre- 
visto para  este  caso  los  estatutos,  y  en  su  de- 
fecto, por  el  Consejo  de  Administración;  y 
podrán  en  cualquier  estado  de  la  misma  pre- 
sentar á  los  acreedores  las  proposiciones  de 
convenio  que  estimen  oportunas,  las  cuales  de- 
berán resolverse  con  arreglo  á  lo  que  se  dis- 
pone en  la  sección  siguiente. 

SEC.  8.'— De  la  suspensión  de  pagos  y  de  las  quie- 
bras de  las  compañías  y  empresas  de  ferrocarriles 
y  demás  obras  públicas  *.    ' 

Art.  930.  Las  compañías  y  empresas  de 
ferrocarriles  y  demás  obras  de  servicio  públi- 
co general,  provincial  ó  municipal,  que  se  ha- 
llaren en  la  imposibilidad  de  saldar  sus  obli- 
gaciones, podrán  presentarse  al  juez  ó  Tribu- 
nal en  estado  de  suspensión  de  pagos. 

También  podrá  hacerse  la  declaración  de 
suspensión  de  pagos  á  instancia  de  uno  ó  más 
acreedores  legítimos,  entendiéndose  por  tales 
para  los  efectos  de  este  articulo,  los  compren- 
didos en  el  87G. 

Art.  931.  Por  ninguna  acción  judicial  ni 
administrativa  podrá  interrumpirse  el  servicio 
de  explotación  de  los  ferrocarriles  ni  de  nin- 
guna otra  obra  pública. 

Art.  932.  La  compañía  ó  empresa  que  se 
presentare  en  estado  de  suspensión  de  pagos, 
solicitando  convenio  con  sus  acreedores,  de- 
berá acompañar  á  su  solicitud  el  balance  de 
su  activo  y  pasivo. 

Para  los  efectos  relativos  al  convenio,  se  di- 
vidirán los  acreedores  en  tres  grupos:  el  pri- 
mero comprenderá  los  créditos  de  trabajo  per- 
sonal y  los  procedentes  de  expropiaciones, 
obras  y  material;  el  segundo,  los  de  las  obli- 
gaciones hipotecarias  emitidas  por  el  capital 
que  las  mismas  representen,  y  por  los  cupones 
y  amortización  vencidos  y  no  pagados,  compu- 
tándose los  cupones  y  amortización  por  su 
valor  total,  y  las  obligaciones  según  el  tipo 
de  emisión,  dividiéndose  este  grupo  en  tantas 
secciones  cuantas  hubieren  sido  las  emisiones 
de  obligaciones  hipotecarias;  y  el  tercero,  to- 
dos los  demás  créditos,  cualquiera  que  sea  su 
naturaleza  y  orden  de  prelación  entre  sí  y  con 
relación  á  los  grupos  anteriores. 


*  Quiebras  de  compañías  de  ferrocarriles  y  demás 
obras  publicas.— Las  reglas  relativas  á  esta  materia, 
son  fiel  trasunto  de  las  consignadas  en  la  ley  de  12  de 
Noviembre  de  1S69,  con  ciertas  modificaciones  hechas 
en  alguno  ■■  puntos  señalados  por  la  eiperiencia  como  de- 
ficientes: leí/  que,  conforme  al  art.  1.320  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  continuará  subsistente  en  todo  lo  que  no  haya 
tido  modificada  por  el  nuevo  í¡ódigo. 


Art.  933.  Si  la  compañía  ó  empresa  no  pre- 
sentare el  balance  en  la  forma  determinada  ea 
el  artículo  anterior,  ó  la  declaración  de  sus- 
pensión de  pagos  hubiese  sido  solicitada  por 
acreedores  que  justifiquen  las  condiciones  exi- 
gidas en  el  párrafo  segundo  del  art.  930,  el 
juez  ó  Tribunal  mandará  que  se  forme  el  ba- 
lance en  el  término  de  quince  días,  pasados 
los  cuales  sin  presentarlo,  se  hará  de  oficio  en 
igual  término  y  á  costa  de  la  compañía  ó  em- 
presa deiidora. 

Art.  934.  La  declaración  de  suspensión  de 
pagos  hecha  por  el  juez  ó  Tribunal  producirá 
los  efectos  siguientes: 

1."  Suspenderá  los  procedimientos  ejecuti- 
vos y  de  apremio. 

2."  Obligará  á  las  compañías  y  empresas  á 
consignar  en  la  Caja  de  Depósitos  ó  en  los 
Bancos  autorizados  al  efecto  los  sobrantes, 
cubiertos  que  sean  los  gastos  de  administra- 
ción, explotación  y  construcción. 

3.°  Impondrá  á  las  compañías  y  empresas 
el  deber  de  presentar  al  juez  ó  Tribunal,  "den- 
tro del  término  de  cuatro  meses,  una  proposi- 
ción de  convenio  para  el  pago  de  los  acreedo- 
res, aprobada  previamente  en  junta  ordinaria 
ó  extraordinaria  por  los  accionistas,  si  la  com- 
pañía ó  empresa  deudora  estuviere  constituida 
por  acciones. 

Art.  935.  El  convenio  quedará  aprobado 
por  los  acreedores  si  le  aceptan  los  que  repre- 
senten tres  quintas  partes  de  cada  uno  de  los 
grupos  ó  secciones  señalados  en  el  art.  932. 

Se  entenderá  ig-ualmente  aprobado  por  los 
acreedores,  si  no  habiendo  concurrido,  dentro 
del  primer  plazo  señalado  al  efecto,  número 
bastante  para  formar  la  mayoría  de  que  antes 
se  trata,  lo  aceptaren  en  una  segunda  convo- 
catoria acreedores  que  representaren  los  dos 
quintos  del  total  de  cada  uno  de  los  dos  prime- 
ros grupos  y  de  sus  secciones;  siempre  que  no 
hubiese  oposición  que  exceda  de  otros  dos 
quintos  de  cualquiera  de  dichos  g'rupos  ó  sec- 
ciones, ó  del  total  pasivo. 

Art.  936.  Dentro  de  los  quince  días  si- 
guientes á  la  publicación  del  cómputo  de  los 
votos,  si  éste  hubiere  sido  favorable  al  conve- 
nio, los  acreedores  disidentes  y  los  que  no 
hubieren  concurrido  podrán  hacer  oposición 
al  convenio  por  defectos  en  la  convocación  de 
los  acreedores  y  en  las  adhesiones  de  éstos,  ó 
por  cualquiera  de  las  causas  determinadas  en 
los  números  2.°  al  5.°  del  art.  903. 

Art.  937.  Aprobado  el  convenio  sin  oposi- 
ción, ó  desestimada  ésta  por  sentencia  firme, 
será  obligatorio  para  la  compañía  ó  empresa 
deudora  y  para  todos  los  acreedores  cuyos 
créditos  daten  de  época  anterior  á  la  suspen- 
sión de  pagos,  si  hubieren  sido  citados  en  for- 
ma leg'al,  ó  si,  habiéndoseles  notificado  el  con- 
venio, no  hubieren  reclamado  contra  él  en  los 
términos  prevenidos  en  la  ley  de  Enj.  civil. 

Art.  938.  Procederá  la  declaración  de  quie- 
bra de  las  compañías  ó  empresas,  cuando  ellas 
lo  solicitaren,  ó  á  instancia  de  acreedor  legi- 
timo, siempre  que  en  este  caso  se  justificare 
alg'una  de  las  condiciones  sig-uieutes: 

1.'  Si  transcurrieren  cuatro  meses  desde  la 
declaración  de  suspensión  de  pagos  sin  pre- 
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.sentar  al  juez  ó   Tribunal  la  proposición  de 
convenio. 

2."  Si  el  convenio  fuere  desaprobado  por 
■sentencia  firme,  ó  no  se  reuniesen  suficientes 
adhesiones  para  su  aprobación  eu  los  dos  pla- 
zos á  que  se  refiere  el  art.  935. 

3.*  Si  aprobado  el  convenio,  no  se  cum- 
pliere por  la  compañía  ó  empresa  deudora, 
siempre  qiie  eu  este  caso  lo  soliciten  acreedo- 
res que  representen  al  menos  la  vigésima 
parte  del  pasivo. 

Art.  939.  Hecha  la  declaración  de  quiebra, 
si  subsi.stiere  la  concesión,  se  pondrá  en  cono- 
cimiento del  Gobierno  ó  de  la  corporación  que 
la  hubiere  otorg-ado,  y  se  constituirá  un  Con- 
sejo de  incautación,  compuesto  de  un  presiden- 
te nombrado  por  dicha  autoridad;  dos  vocaVes 
designados  por  la  compañía  ó  empresa;  uno 
por  cada  gTupo  ó  sección  de  acreedores,  y  tres 
á  pluralidad  de  todos  éstos. 

Art.  940.  El  Consejo  de  incautación  orga- 
nizanl  provisionalmente  el  servicio  de  la  obra 
pública,  la  administrará  y  explotará,  estando 
además  obligado: 

1."  A  consignar  con  carácter  de  depósito 
necesario  los  productos  eu  la  Caja  general  de 
Depósitos,  después  de  deducidos  y  pagados  los 
gastos  de  administración  y  explotación. 

2."  A  entregar  en  la  misma  Caja,  y  eu  el 
concepto  también  de  depósito  necesario,  las 
existencias  en  metálico  ó  valores  que  tuviere 
la  compañía  ó  empresa  al  tiempo  de  la  incau- 
tación. 

3."  A  exhibir  los  libros  y  papeles  pertene- 
cientes á  la  compañía  ó  empresa,  cuando  pro 
ceda  y  lo  decrete  el  juez  ó  Tribunal. 

Art.  941.  Eu  la  graduación  y  pago  de  los 
acreedores,  se  observará  lo  dispuesto  en  la 
sección  quinta  de  e.ste  título. 

TIT.  II.— De  las  pbescbipciones  '. 

Art.  942.  Los  términos  fijados  en  este  Có- 
digo para  el  ejercicio  de  las  acciones  proce- 
dentes de  los  contratos  mercantiles,  serán  fa- 
tales, sin  que  contra  ellos  se  dé  restitución. 

Art.  943.  Las  acciones  que  eu  virtud  de 
este  Código  no  tengan  un  plazo  determinado 
para  deducirse  en  juicio,  se  regirán  por  las 
disposiciones  del  derecho  común. 

Art.  944.  La  prescripción  se  interrumpirá 
por  la  demanda  ú  otro  cualquier  género  de  in- 
terpelación judicial  hecha  al  deudor;  por  el 
reconocimiento  de  las  obligaciones,  ó  por  la 
renovación  del  documento  eu  que  se  funde  el 
derecho  del  acreedor. 

Se  considerará  la  prescripción  como  no  in- 
terrumpida por  la  interpelación  judicial,  si  el 
actor  desistiese  de  ella,  ó  caducara  la  instan- 
cia, ó  fuese  desestimada  su  demanda. 

Empezará  á  contarse  nuevamente  el  téruii- 


*  Prescripciones  ~~Las  innovaciones  introducidas 
respecto  de  la  extinción  de  las  obligaciones  mercantiles 
por  prescripción,  tejos  de  alterar  la  legislación  vigente, 
la  cotillrmaii  de  nuevo,  extendiendo  su  aplicación  á  cier- 
tas transacciones  que  hasta  ahora  permanecían  bajo  el 
imperio  del  derecho  común,  reduciendo  en  interés  del  co- 
mercio la  duración  de  los  plazos  señalados  en  el  anti<juo 
Código  y  fijando  sobre  otros  puntos  importantes  una  doc- 
trina  más  justa  g  conforme  con  la  naturaleza  de  las  ope- 
raciones mercantiles. 


no  de  la  prescripción  en  caso  de  reconocimien- 
to de  las  obligaciones,  desde  el  día  en  que  se 
haga;  en  el  de  su  renovación,  desde  la  fecha 
del  nuevo  titulo;  y  si  en  él  se  hubiere  prorro- 
gado el  plazo  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, desde  que  éste  hubiere  vencido. 

Art.  945.  La  responsabilidad  de  los  agen- 
tes de  Bolsa,  corredores  de  comercio  ó  intér- 
pretes de  buques,  eu  las  obligaciones  qiie  in- 
tervengan por  razón  de  su  oficio,  prescribirá 
á  los  tres  años. 

Art.  946.  La  acción  real  contra  la  fianza 
de  los  agentes  mediadores  sólo  durará  seis 
meses,  contados  desde  la  fecha  del  recibo  de 
los  efectos  públicos,  valores  de  comercio  ó  fon- 
dos que  se  les  hubieren  entregado,  para  las 
negociaciones^  salvo  los  casos  de  interrup- 
ción ó  suspensión  expresados  en  el  art.  944. 
Art.  947.  Las  acciones  que  asisten  al  socio 
contra  la  sociedad  ó  viceversa,  prescribiráu 
por  tres  años,  contados,  según  los  casos,  des- 
de la  separación  del  socio,  su  exclusión  ó  diso- 
lución de  la  sociedad. 

Será  necesario,  para  cjue  este  plazo  corra, 
inscribir  en  el  Registro  mercantil  la  separa- 
ción del  socio,  su  exclusión  ó  la  disolución  de 
la  sociedad. 

Prescribirá  asimismo  por  cinco  años,  conta- 
dos desde  el  día  señalado  para  comenzar  su 
cobro,  el  derecho  á  percibir  los  dividendos  ó 
pagos  que  se  acuerden  por  razón  de  utilidades 
ó  capital  sobre  la  parte  ó  acciones  que  á  cada 
socio  corresponda  en  el  haber  social. 

Art.  948.  La  prescripción  en  provecho  de 
un  asociado  cjue  se  separó  de  la  sociedad  ó  que 
fué  excluido  de  ella,  constando  en  la  forma  de- 
terminada en  el  artículo  anterior,  no  se  inte- 
rrumpirá por  los  procedimientos  judiciales  se- 
guidos contra  la  sociedad  ó  contra  otro  socio. 
La  prescripción  en  provecho  del  socio  que 
formaba  parte  de  la  sociedad  en  el  momento 
de  su  disolución,  no  se  interrumpirá  por  los 
procedimientos  judiciales  seg'uidos  contra  otro 
socio,  pero  si  por  los  seguidos  contra  los  liqui- 
dadores. 

Art.  949.  La  acción  contra  los  socios  geren- 
te y  administradores  de  las  compañías  ó  socie- 
dades terminará  á  los  cuatro  años,  á  contar 
desde  que  por  cualquier  motivo  cesareu  eu  el 
ejercicio  de  la  administración. 

Art.  950.  Las  acciones  procedentes  de  le- 
tras de  camljio  se  extinguirán  á  los  tres  años 
de  su  vencimiento,  hayanse  ó  no  protestado. 
Igual  regla  se  aplicará  á  las  libranzas  y  pa- 
garés de  comercio,  cheques,  talones  y  demás 
documentos  de  giro  ó  cambio,  y  á  los  dividen- 
dos, cupones  é  importe  de  amortización  de 
obligaciones  emitidas  conforme  á  este  Código. 
Art.  951.  Las  acciones  relativas  al  cobro 
de  portes,  fletes,  g'astos  á  ellos  inherentes  y  de 
la  contribución  de  averias  comunes,  prescri- 
birán á  los  seis  meses  de  eutregar  los  efectos 
que  los  adeudaron. 

El  derecho  al  cobro  del  pasaje  prescribirá  en 
igiial  término,  á  contar  desde  el  día  eu  que  el 
vi.ajero  llegó  á  su  destino,  ó  del  en  que  debía 
pagarlo. 

Art.  952.     Prescribiráu  al  año: 

1."    Las  acciones  nacidas  de  servicios,  obras, 
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pi-ovisiones  y  suministros  de  efectos  ó  dinero 
para  construir,  reparar,  pertrechar  ó  avitua- 
llar los  buques  ó  mantener  la  tripulación,  á 
contar  desde  la  entrega  de  los  efectos  y  dine- 
ro ó  de  los  plazos  estipulados  para  su  pago,  y 
desde  la  prestación  de  los  servicios  ó  trabajos, 
si  éstos  no  estuvieren  contratados  por  tiempo 
ó  viaje  determinados.  Si  lo  estuviesen,  el  tiem- 
po de  la  prescripción  comenzará  á  contarse 
desde  el  término  del  viaje  ó  del  contrato  que 
les  fuere  referente;  y  si  hubiera  interrupción 
en  éstos,  desde  la  cesación  definitiva  del  ser- 


vicio. 

2.°  Las  acciones  sobre  entrega  del  carga- 
mento en  los  transportes  terrestres  ó  maríti- 
mos, ó  sobre  indemnización  por  sus  retrasos  y 
daños  sufridos  en  los  objetos  transportados, 
contado  el  plazo  de  la  prescripción  desde  el 
dia  de  la  entrega  del  cargamento  en  el  lugar 
de  su  destino,  ó  del  en  que  debía  verificarse 
según  las  condiciones  ds  su  transporte. 

Las  acciones  por  daños  ó  faltas  no  podrán 
ser  ejercitadas  si  al  tiempo  de  la  entrega  de  las 
respectivas  expediciones,  ó  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes,  cuando  se  trate  de 
daños  que  no  apareciesen  al  exterior  de  los 
bultos  recibidos,  no  se  hubiesen  formalizado 
las  correspondientes  protestas  ó  reservas. 

3.°  Las  acciones  por  gastos  de  la  venta  ju- 
dicial de  los  buques,  cargamentos  ó  efectos 
transportados  por  mar  ó  tierra,  así  como  las 
de  su  custodia,  depósito  y  conservación,  y  los 
derechos  de  navegación  y  de  puerto,  piiota- 
je,  socorros,  aiixilios  y  salvamentos,  contán- 
dose el  plazo  desde  que  los  gastos  se  hubieren 
hecho  y  prestado  los  auxilios,  ó  desde  la  ter- 
minación del  expediente,  si  se  hubiere  forma- 
lizado sobre  el  caso. 

Art.  953.  Las  acciones  para  reclamar  in- 
demnización por  los  abordajes  prescribirán  á 
los  dos  años  del  siniestro. 

E.stas  acciones  no  serán  admisibles  si  no  se 
hubiere  hecho  la  correspondiente  protesta  por 
el  capitán  del  buque  perjudicado,  ó  quien  le 
sustituyere  en  sus  funciones,  en  el  primer 
puerto  donde  arribaron,  conforme  á  los  casos 
8.°  y  l.'i  del  art.  0,1-2,  cuando  éstos  ocurrieren. 

Art.  954.  Prescribirán  por  tres  años,  con- 
tados desde  el  término  de  los  respectivos  con- 
tratos ó  desde  la  fecha  del  siniestro  que  diere 
lugar  á  ellas,  las  acciones  nacidas  de  los  prés- 
tamos á  la  gruesa  ó  de  los  seguros  marítimos. 

TÍT.  III.— DlSPOSICIÚS  GENERAL  '. 

Art.  955.  En  los  casos  de  guerra,  epide- 
mia oficialmente  declarada  ó  revolución,  el 
Gobierno  podrá,  acordándolo  en  Consejo  de 
Ministros  y  dando  cuenta  á  las  Cortes,  sus- 
pender la  accióu  de  los  plazos  señalados  por 
este  Código  para  los  efectos  de  las  operacio- 
nes mercantiles,   determinando  los  puntos  ó 

'  Suspensión  ile  los  pl.izos  merciintiles.  — //nsía 
ahora  la  If/jislacióii  mercantil  no  ha  reconocido  de  un 
modo  formal  la  efíracia  de  ciertos  obstáculos  públicos  y 
generales,  para  suspender  el  curso  de  los  términos  que  la 
misma  séllala,  salvo  eyi  casos  aislados  y  concretos.  Este- 
silencio  ha  sido  motivo  de  grandes  perturbaciones,  y  para 
evitarlas,  el  Código  procura  atender,  con  su  dispo'sición, 
los  intereses  generales  del  comercio,  sin  menoscabo  de  la 
aucoridad  de  los  Cuerpos  C'olegisladores. 


plazas  donde  estime  conveniente  la  suspen- 
sión, cuando  ésta  no  haya  de  ser  general  en 
todo  el  fíeino. 

Rectificación  oficial. 

En  la  penúltima  línea  del  art.  306  se  lee: 
«dando  aviso  do  ellos  además  al  depositario»; 
y  debe  decir;  «dando  aviso  de  ellos  además  al 
depositante»  '.  (Gacs.  16  Octubre  á  24  No- 
viembre.) 

K.  O.  17  Noviembre  1885. 
Declarando  que  el  art.  3."  del  decreto  de  22  de  Agosto  úl- 
timo, no  limita  el  derecho  que  el  art.  15í)  del  Código  Óí 
Comercio  concede  d  las  Sociedades  mertantiles. 

(Grac.  y  Ju.st.)  ....S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
lia  tenido  á  bien  resolver  que  eí  art.  3.°  del 
Real  decreto  citado,  lejos  de  ser  una  limita- 
ción del  derecho  que  el  art.  1.59  del  Código 
concede  á  las  Sociedades  á  que  se  refiere,  debe 
entenderse  como  una  facultad  otorgada  á  las 
mismas  para  que  aun  antes  de  hallarse  vigen- 
te la  nueva  legislación  mercantil,  puedan 
aquéllas  hacer  uso  del  derecho  de  opción  para 
no  verse  privadas  desde  el  dia  en  que  ha  de 
tener  aplicación  de  los  beneficios  que  puedan 
reportarles,  y  que  no  hay,  por  tanto,  razón 
para  considerar  limitado  el  derecho  absoluto 
que  el  art.  159  del  Código  establece,  y  que 
pueden  ejercitar  cuando  les  convenga  Ínterin 
subsista  vigente  el  nuevo  Código  de  Comer- 
cio. Madrid  17  de  \oviembie  de  1885.— Fran- 
cisco Sil  vela.»  (Gac.  18  Noviembre.) 

H.  D.  21  Diciembre  1883. 

Aprobando  el  reglamento  interino  para  la  organ¡:acióny 

régimen  del  Krgislru  luercanlll. 

(Grac.  y  Ju.st.)  «Tomando  en  considera- 
ción las  razones  que  me  ha  expuesto  el  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia  -,  de  conformidad  con 
el  parecer  del  Consejo  de  Ministros,  y  oído  el 
Consejo  de  Estado, 

Vengo  en  aprobar,  con  el  carácter  de  pro- 
visional, el  adjunto  reglamento  para  la  orga- 
nización y  régimen  del  Registro  mercantil, 
que  empezará  á  regir  desde  I."  de  Enero  1886. 

Dado  en  Palacio  á  21  de  Diciembre  de  1885. 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 

Reglauíeiilo  interino 

pura  la  organización  >  redimen  del  Registro 

■uorciintil. 

CAPÍTULO  PRISIEE0.-7)f  los  Registros  mercantiles 
y  funcionarios  encargados  de  llevarlos. 

Artículo  1.°  Desde  1."  de  Enero  de  1886 
quedará  establecido  en  cada  una  de  las  capi- 
tales de  j)roviucia  de  la  Península,  islas  Ba- 
leares y  Canarias,  el  Registro  mercantil  man- 
dado abrir  por  el  art.  16  del  Código  de  Comer- 


'    Está  hedía  la  rectificación  en  el  articulo. 

^  En  el  preámbulo  de  este  decreto  dice  el  Ministro  que 
propone  el  reglamento  como  provisional,  porque  el  éxito 
del  Registro  mercantil  depende  del  acierto  con  que  se 
jilantee;  que  no  es  posible  cumplir  d  la  let  ra  el  a  rt.  :i2  del 
nuevo  Código,  y  para  identificarse  con  su  espíritu,  se  con- 
fía el  Registro  dios  registradores  de  la  propiedad;  que 
falto  de  precedentes  el  Registro  de  buques,  se  abre  un  libro 
para  ellos  en  las  ca¿iitales  de  las  provincias  7naritimas, 
donde  le  hay  á  los  efectos  de  la  navegación,  y  que  los  de- 
rechos de  Arancel  que  se  establecen  son  muy  moderados 
liara  popularizar  la  institución. 
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cío  en  sus  dos  libros  de  comerciautes  y  socie- 
dades. 

El  tercer  libro  destinado  á,  la  inscripción  de 
buques,  se  establecerá  en  Sevilla,  en  las  capi- 
tales de  las  provincias  del  litoral  que  sean  á 
la  vez  puertos  de  mar,  y  en  la  capital  efe  la 
provincia  marítima  respectiva  cuando  aquéllas 
lio  reúnan  dicha  circunstancia. 

Art.  2."  Hasta  tanto  que  se  provean  los  Re- 
gistros mercantiles  en  la  forma  prevenida  en 
el  art.  32  del  mismo  Código,  se  eucargarán  in- 
terinamente de  estas  oficinas  los  registrado- 
res de  la  propiedad,  y  en  su  defecto  el  fiscal 
del  Juzgado  municipal,  los  cuales  dependerán 
inmediatamente  para  este  servicio  de  la  Direc- 
ción o'eneral  de  los  Reg-istros  civil  y  de  la  pro- 
piedad y  del  Notariado. 

Art.  3.°  Si  hubiere  dos  ó  más  Registros  de 
la  propiedad  en  alguna  capital  de  provincia, 
desempeñará  el  cargo  de  registrador  mercan- 
til el  que  la  Dirección  designe. 

Art.  4.°  Serán  de  cuenta  de  los  registrado- 
res mercantiles  todos  los  gastos  necesarios 
para  llevar  los  Registros,  incluso  los  libros, 
índices  y  se''o,  sin  perjuicio  de  que  éstos  ciue- 
den  de  propiedad  del  Estado. 

CAP.  II. — Del  modo  de  llevar  los  Hegistros. 

Art.  5."  El  Registro  mercantil  estará  abier- 
to todos  los  días  no  feriados  durante  seis  ho- 
ras, de  las  que  se  dará  conocimiento  al  públi- 
co por  medio  de  anuncio  en  el  Boletín  oficial 
de  la  respectiva  provincia,  además  de  hacerlo 
ccmstar  á  la  puerta  de  la  oficina. 

Art.  6."  Los  tres  libros  del  Registro  se  lle- 
varán en  tomos  ó  cuadernos  compuestos  de 
papel  de  mano  de  hilo,  de  segunda  clase,  mar- 
ca española,  cosidos  con  cinta  y  tramilla  y  en- 
cuadernados con  lomera  de  becerrillo,  puntas 
de  pergamino,  tapas  con  cartones  y  tela  negra. 

Las  dos  primeras  hojas  y  la  iiltima  estarán 
completamente  en  blanco.  Las  restantes  esta- 
rán señaladas  en  toda  su  extensión  con  rayas 
horizontales. 

En  el  lado  izquierdo  de  cada  hoja  se  dejará 
entre  dos  rayas  perpendiculares  un  espacio  de 
dos  centímetros,  destinado  á  expresar  el  nú- 
mero de  cada  inscripción. 

Todas  las  hojas  rayadas  se  foliarán  correla- 
tivamente en  guarismos. 

Art.  7."  Los  tomos  del  libro  de  comercian- 
tes se  compodrán  de  100  folios  útiles.  Los  del 
de  Sociedades  de  200  y  los  del  Registro  de  bu- 
ques de  300. 

Las  tapas  para  el  primero  de  dichos  libros 
serán  de  cartones  de  á  dos,  y  para  los  otros  de 
cartones  de  á  tres. 

El  tejuelo  expresará  en  dorado  el  número 
del  tomo  y  la  sección  á  que  se  destina. 

Art.  8.°  La  primera  y  última  hoja  de  cada 
tomo,  que  servirán  de  g'uardas,  quedarán  en 
blanco.  En  la  segunda  escribirá  el  registrador 
de  su  puño  y  letra  la  portada  de  la  manera  si- 
guiente: 

«Registro  mercantil  de  la  propiedad  de... 

Libro  de  (comerciantes  particulares,  Socie- 
dades ó  buques).  Tomo...» 

El  registrador  llevará  el  tomo  al  Juzgado 
municipal  del  distrito  en  que  esté  situada  la 


oficina  á  fin  de  que  sea  reconocido  por  el  juez. 
Si  no  advirtiese  falta  alguna  se  pondrá  el  se- 
llo del  Juzgado  municipal  en  cada  nno  de  los 
folios,  y  el  juez  extenderá  de  su  puño  y  letra 
una  certificación  en  los  términos  sig-uieutes: 

Don...,  juez  municipal  de...,  certifico  que 
reconocido  el  presente  tomo,  que  es  el  (el  nú- 
mero con  que  figure  en  la  portada)  del  libro 
de...,  del  Registro  mercantil  de  esta  provin- 
cia, se  compone  de...  folios  útiles,  incluso  el 
presente,  estando  ajustada  la  encuademación 
á  los  preceptos  legales,  y  siendo  las  hojas 
iguales  al  modelo  oficial. 

Fecha... 

Firma  del  juez. 

Firma  del  secretario. 

Si  el  juez  advirtiese  faltas  en  el  tomo  lo  de- 
volverá al  registrador  para  que  lo  sustituya 
por  otro  que  no  las  tenga. 

Art.  9.°  Por  cada  comerciante.  Sociedad  ó 
buque  que  haya  de  inscribirse  en  el  Registro, 
se  destinará  en  el  respectivo  libro  una  hoja,  á 
cuyo  frente  figurará  en  guarismos  el  número 
correspondiente,  por  orden  cronológico  de  pre- 
sentación de  solicitudes  ó  documentos. 

Art.  10.  Cada  hoja  destinada  á  un  comer- 
ciante. Sociedad  ó  buque  se  compondrá  del 
luiinero  de  folios  que  el  Registrador  juzgue  á 
propósito  para  evitar  que  sea  frecuente  el  pa- 
se á  otros  tomos. 

En  el  caso  de  llenarse  todos  los  folios  de  una 
hoja,  se  indicará  al  final  del  último,  el  folio 
del  tomo  corriente  donde  hayan  de  continuar 
las  inscripciones,  y  en  éste  se  hará  otra  indi- 
cación del  folio  y  tomo  de  donde  procede. 

Se  conservará  el  número  de  la  hoja,  aña- 
diendo la  palabra  duplicado,  triplicado,  etcé- 
tera, etc. 

Art.  11.  Los  registradores  mercantiles  pro- 
curarán ajustarse  en  la  redacción  de  inscrip- 
ciones, notas  y  certificaciones  á  lo  que  dispo- 
ne este  reglamento. 

Art.  12.  Los  registradores  llevarán  en  cua- 
dernos ó  tomos  separados  un  índice  para  cada 
uno  de  los  libros  con  las  sig'uientes  casillas: 

1."  Ai)ellido  y  nombre  del  comerciante,  ti- 
tulo de  la  Sociedad  ó  nombre  del  buque,  según 
el  libro  á  que  el  índice  se  destine. 

2.*  Población  en  que  estén  domiciliados  el 
comerciante  ó  la  Sociedad  ó  matriculado  el 
buque. 

3.*  Xúmero  de  la  hoja  destinada  á  cada  co 
merciante.  Sociedad  ó  buque,  y  el  folio  ó  tomo 
en  que  se  encuentren. 

4."    Observaciones. 

Para  cada  letra  del  alfabeto  destinará  el 
registrador  el  número  de  folios  que  crea  con- 
venientes, y  para  hacer  el  asiento  en  la  que 
corresponda,  se  atendrá  á  la  inicial  del  primer 
apellido  del  comerciante,  á  la  del  titulo  de  la 
Sociedad,  ó  á  la  del  nombre  del  buque. 

Aunque  por  consumirse  los  folios  de  la  hoja 
destinada  al  comerciante.  Sociedad  ó  buque 
haya  de  pasarse  á  otro  tomo,  no  será  preciso 
incluir  en  la  tercera  casilla  el  número  del  folio 
y  el  del  tomo  donde  pase. 

En  la  cuarta  casilla  anotará  el  registrador 
el  número  y  tomo  á  donde  pase  la  hoja  de  ins- 
cripción, cuyos  folios  se  hayan  llenado,  siu 


842 


CÓDIGO  DE  COUERCIO:  (Registro  mere...  Sí  Diciembre  1885.) 


perjuicio  de  hacer  las  indicaciones  c¿ue  según 
los  casos  crea  necesarias  ó  útiles  para  facilitar 
la  busca  y  evitar  equivocaciones. 

Art.  13.  Además  de  los  libros  de  Registro, 
tendrán  los  registradores  otro  que  será  talo- 
nario de  recibos  de  la  solicitudes  y  documen- 
tos que  se  presenten  para  inscripción. 

En  dichos  recibos  y  en  el  momento  de  la 
presentación,  se  hará  constar  el  día  y  hora  en 
que  se  verifique,  el  nombre  y  apellido  del  pre- 
sentante, la  clase  y  techa  del  documento  pre- 
sentado, objeto  de  la  presentación  y  el  nombre 
y  apellido  de  la  persona,  autoridad  ó  funcio- 
nario que  lo  suscriba. 

Los  mismos  datos  se  consig'narán  en  el  ta- 
lón correspondiente,  en  el  cual  firmará  el  pre- 
sentante. 

La  devolución  de  doctimentos  y  solicitudes 
se  hará  mediante  entrega  del  recibo  talonario 
al  reg'istrador. 

En  caso  de  extravio  de  éste,  sólo  se  devol- 
verán aquéllos  al  interesado  ó  á  su  legitimo 
representante,  dejando  otro  recibo  que  servi- 
rá de  resguardo  al  registrador. 

Los  registradores  conservarán  archivados 
los  recibos  talonarios,  siendo  responsables  de 
la  entrega  de  los  documentos  cuyo  recibo  hu- 
biere sufrido  extravio. 

Art.  14.  En  todos  los  Kegistros  mercantiles 
se  formará  la  estadística  con  arreglo  á  las  ins- 
trucciones de  la  Dirección  general. 

Art.  1.5.  A  fin  de  que  los  libros  ó  Índices 
sean  uniformes  en  todos  los  Registros,  la  Di- 
rección circulará  anticipadamente  modelos,  á 
los  cuales  en  su  tamaño,  clase  de  papel  y  ra- 
yado habrán  de  atenerse  los  registradores  pa- 
ra su  adquisición. 

Art.  16.  Los  registradores  mercantiles  con- 
servarán en  legajos  independientes  formados 
por  orden  de  presentación: 

1.°  Las  copias  de  las  solicitudes  y  las  de 
todas  clases  de  documentos  inscritos  que  no 
tengan  matriz  en  protocolo  notarial  ó  en  ar- 
chivo público. 

2.°  Los  ejemplares  de  las  actas  de  la  coti- 
zación de  valores  públicos  que  diariamente 
han  de  recibir  de  la  Junta  sindical,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  80  del  Código  de  Comer- 
cio en  los  puntos  en  que  haya  Bolsa. 

3."  Las  copias  de  escrituras  de  venta  de 
buques  autorizadas  por  nuestros  cónsules. 

4."     Las  comunicaciones  oficiales. 

5."  Los  recibos  talonarios  de  que  trata  el 
articulo  13. 

Además  conservarán,  bajo  su  custodia  y 
responsabilidad,  los  libros  que  les  fueren  en- 
tregados en  cumplimiento  del  art.  99  del  Códi- 
go de  Comercio,  y  sólo  los  devolverán  cuando 
asi  se  ordene  por  quien  corresponda. 

Art.  17.  Los  legajos  se  formarán  por  perio- 
dos fijos  á  juicio  del  respectivo  registrador,  y 
se  guardarán  en  carpetas  de  cartón  que  ten; 
dráu  su  correspondiente  rótiilo. 

Art.  18.  En  cada  Registro  mercantil  habrá 
un  inventario  de  todos  los  libros,  índices  v  le- 
gajos que  constituyan  su  Archivo.  Todos"  los 
años  se  harán  en  él  las  correspondientes  adi- 


Art.  19.  Los  registradores  tendrán  un  sello 
en  tinta  con  la  signiiente  inscripción: 

Reg'istro  mercantil  (ó  de  buques)  de... 

El  sello  se  estampará  en  todos  los  recibos 
y  en  los  documentos  que  hayan  surtido  efecto 
en  el  Registro. 

CAP.  III. — De  las  inscripciones  en  el  Registro  mercan- 
til y  sus  efectos. 

S  1.°— Disposiciones  generules. 

Art.  20.  Tienen  derecho  á  pedir  la  inscrip- 
ción en  el  Reg'istro  mercantil,  los  comercian- 
tes particulares,  entendiéndose  que  lo  son,  ccm 
arreglo  á  lo  que  declaran  los  arts.  1.°,  2.°  y  'i." 
del  Código  de  Comercio,  los  que  sin  constituir 
Sociedad  y  teniendo  la  capacidad  legal  necesa- 
ria, se  dedican  habituahnente  ó  anuncian  su 
propósito  de  dedicarse  á  los  actos  de  comercio 
comprendido.-,  en  el  mismo  Código  ó  á  cuales- 
quiera otros  de  naturaleza  análoga. 

Art.  21.  Es  obligatoria  la  inscripción  para 
las  Sociedades  existentes,  que  acuerden  re- 
girse por  el  nuevo  Código  de  Comercio;  para 
las  que  se  constituyan  con  arreg'lo  al  mismo  ó 
á  las  leyes  especiales  y  jjara  los  duelos  de 
buques. 

Art.  22.     La  inscripción  se  practicará  en  el  : 
mismo  dia  en  que  fuere  solicitada,  á  no  exis- 
tir alg'úu  obstáculo  leg'al  que  lo  impida. 

Hecha  la  inscripción  se  pondrá  al  pie  de  la 
solicitud  ó  documento  que  se  hayan  tenido  á 
la  vista  una  nota  en  los  sig'uientes   términos: 

«Inscrito  (el  precedente  documento  ó  la  pre- 
cedente solicitud)  eu  la  hoja  núm...  folio...  to- 
mo... del  libro  de...  del  Registro  mercantil  ó 
de  buques  de... 

Fecha  y  firma  entera.» 

Igual  nota  se  pondrá  eu  la  copia  de  la  soli- 
citud, si  la  hubiese,  y  se  conservará  en  el  Ar- 
chivo del  Registro,  devolviéndose  al  interesa- 
do la  original  ó  los  documentos  que  se  hubie- 
ren inscrito. 

Eu  el  talón  respectivo  del  libro  de  recibos  se 
hará  constar  el  niimero  de  la  hoja,  y  el  folio  y 
el  tomo  en  cjue  se  hubiere  extendido  la  inscrip- 
ción. 

Art.  23.  Todas  las  inscripciones  relativas 
á  cada  comerciante.  Sociedad  ó  buque  se  ha- 
rán en  la  hoja  respectiva,  á  continuación  unas 
de  otras,  sin  dejar  claros  entre  ellas,  y  tendrán 
su  numeración  correlativa  y  especial. 

Los  registradores  cuidarán  de  que  en  las  ins- 
cripciones no  qiieden  espacios  eu  blanco,  ni  se 
hagan  enmiendas  ni  raspaduras,  ni  se  escriba 
entre  lineas. 

Todas  las  cantidades  y  fechas  se  expresarían 
siempre  eu  letra. 

Art.  24.     Las  equivocaciones  que  se  advier- 
tan antes  de  firmar  una  inscripción,  podrán  ' 
rectificarse  bajo  la  siguiente  fórmula: 

«Equivocada  la  línea...  de  esta  inscripción, 
se  advierte  que  debe  leerse  asi:  (aquí  se  redac- 
tará toda  la  linea  tal  como  deba  quedar). 

Art.  25.  Al  pie  de  todas  las  inscripciones 
se  pondrá  la  fecha  en  que  so  extiendan  y  la 
firma  entera  del  registrador  ó  del  sustituto. 

Art.  26.  En  las  inscripciones  que  se  prac- 
tiquen sólo  en  virtud  de  solicitudes,  se  expre- 
sará su  fecha  y  el  dia  y  hora  de  su  presenta- 
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ción  eu  el  Registro,  y  se  indicará  el  legajo  eu 
que  la  solicitud  se  conserve.  Eu  las  que  se  ex- 
tieudau  eu  virtud  de  escritura  pública,  se 
hará  coustar  el  día  y  hora  de  la  preseutacióu, 
los  nonil)res  y  apellidos  de  los  otorg'autes,  la 
fecha  y  lugar  del  otorg-auíieuto,  y  el  nombre 
y  apellido  del  notario  autorizante. 

Eu  las  qiie  se  hagan  en  virtud  de  títulos  es- 
pedidos por  el  Gobierno  ó  sus  ag'entes,  se  ex- 
presará también  el  dia  y  hora  de  su  presenta- 
ción, su  lecha  y  lugar  en  que  estén  extendidos, 
y.  el  nombre,  apellido  y  cargo  oficial  de  la  au- 
toridad ó  í'uucionario  que  los  suscriba. 

Eu  todas  las  inscripciones  se  referirá  el  re- 
gistrador á  las  solicitudes  ó  documentos  eu 
cuya  virtud  se  extiendan,  indicando  el  dia  y 
hora  de  su  presentación  en  el  Registro. 

Art.  27.  Los  jueces  que  declaren  en  quie- 
bra á  algiiu  comerciante,  Sociedad  ó  dueño  de 
buque  expedirán  de  ofició  mandamiento  al  re- 
gistrador, para  que  por  medio  de  una  nota  lo 
hag'a  coustar  en  la  respectiva  hoja  al  final  de 
la  última  inscripción. 

§  2."— Reglas  especiales  para  la  inscripción  en  el  li- 
bro de  comerciantes. 

Art.  28.  El  comerciante  que  desee  ser  ins- 
crito en  el  Registro  mercantil,  presentará  por 
sí  ó  por  medio  de  mandatario  verbal  al  regis- 
trador de  la  capital  de  la  provincia  eu  que 
haya  de  dedicarse  ó  esté  dedicado  al  comercio 
uua  solicitud  eu  papel  del  timbre  de  la  clase  12 
expresando,  además  de  lo  que  tengan  por  con- 
veniente, las  circunstancias  que  á  continua- 
ción se  expresan: 

1.''     Nombre  y  apellidos  del  comerciante. 

2.'     Su  edad. 

3.*     Su  estado. 

4."  La  clase  de  comercio  á  qtie  esté  dedi- 
cado ó  haya  de  dedicarse. 

S.*^  El  titulo  ó  nombre  que  eu  su  caso  ten- 
ga ó  haya  de  ponerse  al  establecimiento. 

6."  El  domicilio  del  mismo  _y  el  de  las  su- 
cursales, si  las  tuviese,  ya  sea  dentro  ó  fuera 
de  la  provincia. 

7."  La  fecha  eu  que  hubiese  empezado  ó 
haya  de  empezar  á  ejercer  el  comercio. 

8.*  Aflrmaeióu,  bajo  su  responsabilidad,  de 
que  no  se  halla  sujeto  á  la  patria  potestad;  que 
tiene  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  y  que 
no  est.á  comprendido  en  ninguna  de  las  inca- 
pacidades expresadas  eu  los  arts.  13  y  14  del 
Código  de  Comercio. 

Con  la  solicitud  se  presentará  una  copia  en 
papel  couuin,  firmada  por  el  interesado  y  la 
certificación  del  Ayuntamiento  respectivo  en 
que  conste  su  matrícula  para  los  efectos  del 
pago  de  subsidio,  ó  recibo  de  haber  satisfecho 
el  tiltimo  trimestre. 

Cotejada  la  copia  con  el  orig'inal  y  estando 
conformes,  devolverá  el  registrador  la  certifi- 
cación ó  el  recibo. 

Art.  29.  Si  la  inscripción  se  solicitase  por 
mujer  casada,  acompañará  además  la  escritu- 
ra pública  en  que  conste  la  autorización  de  su 
marido,  y  en  su  defecto  el  documento  que 
acredite,  en  su  caso,  que  con  conocimiento  de 
su  marido  ejerce  el  comercio;  que  lo  ejercía 
antes  de  contraer  matrimonio;  que  se  halla  se- 


parada leg'almente  de  él;  que  está  sujeto  á  cu- 
raduría, que  se  halla  ausente  ignorándose  su 
paradero,  ó  que  está  sufriendo  la  pena  de  in- 
terdicción civil. 

La  mujer  comerciante,  que  contraig'a  matri- 
monio, deberá  hacer  constar  eu  el  Registróla 
variación  de  su  estado. 

Art.  30.  La  inscripción  de  los  comerciante.s 
particulares  contendrá  todas  las  circunstan- 
cias enumeradas  en  el  art.  28,  y  además  las 
que  exprese  la  solicitud  y  sea  útil  ó  conve- 
niente consignarlas  á  juicio  del  registrador. 

Art.  31.  Las  iuscripciont'.s  de  poderes  y  de 
revocaciones  de  los  mismos  y  de  las  licencias 
á  mujeres  casadas  para  comerciar,  sólo  se 
jjracticarán  en  vista  de  las  respectivas  escritu- 
ras, y  en  aquéllas  se  copiará  la  cláusula  eu 
que  se  contengan  las  facultades  conferidas  ó 
su  revocación  ó  la  de  la  licencia. 

Art.  32.  Para  la  inscripción  de  las  emisio- 
nes que  los  comerciantes  particulares  ¡niedeu 
hacer  seg'ún  lo  dispuesto  en  el  art.  21  del  Códi- 
go de  Comercio;  para  la  de  su  cancelación' 
parcial  ó  total  y  para  la  de  los  títulos  que  ex- 
presa el  núm.  12  del  r.rt.  21  del  mismo,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  los  arts.  40  al  45  de 
este  reglamento. 

Art.  33.  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  28  del  Código  de  Comercio,  la  inscripción 
de  las  escrituras  á  que  se  refiere  el  núm.  9." 
del  art.  21  del  mismo,  deberá  pedirse  por  el  co- 
merciante, ó  por  su  mujer,  ó  por  los  padres, 
hermanos  ó  tios  carnales  de  ésta,  asi  como  por 
los  que  hayan  sido  sus  tutores  ó  curadores  ó 
por  los  que  hubieren  constituido  ó  constituyan 
la  dote  á  su  favor. 

Art.  31.  Para  que  la  inscripción  se  lleve  á 
efecto  será  preciso  presentar  las  respectivas 
escrituras  con  la  nota  de  haber  sido  antes  ins- 
critas en  el  Registro  de  la  propiedad,  si  entre 
los  bienes  dótales  ó  parafernales  hay  inmue- 
bles ó  derechos  reales. 

En  la  inscripción  referente  á  bienes  parafer- 
nales se  expresará  necesariamente  su  impor- 
te, si  resulta  del  título.  ^ 

En  la  de  bienes  dótala?  se  indicará  además 
la  clase  de  dote  y  el  nombre  y  apellido  de  la 
persona  que  la  constituyó,  y  si  lia  sido  entre- 
gada ó  prometida. 

Art.  35.  Si  el  comerciante  no  estuviese  ins- 
crito en  el  Registro  mercantil  y  se  presentase 
para  ser  inscrita  alguna  escritura  de  dote,  de 
capítulos  matrimoniales  ó  de  bienes  parafer- 
nales de  mujer  casada  con  aquél,  se  hará  la 
previa  inscripción  del  comerciante,  en  virtud 
de  solicitud  comprensiva  de  las  circunstancias 
necesarias,  y  firmada  por  la  misma  persona 
quepretende  lainscripciou  á  favor  de  la  mujer. 

§  a.'* — Reglas  especiales  para  la  inscripción  en  el 
libro  de  Sociedades. 

Art.  36.  Los  directores,  presidentes,  ge- 
rentes ó  representantes  de  las  diversas  clases 
de  Compañías  mercantiles  que  se  mencionan 
en  el  art.  123  del  Código  de  Comercio,  tiene 
obligación,  con  arreglo  al  art.  17  del  mismo, 
de  solicitar  la  inscripción  en  el  Registro  mer- 
cantil de  la  provincia  en  que  estuvieren  do- 
miciliados, de  las   escrituras  de  constitución 
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de  las  mismas,  asi  como  de  las  adicionales 
que  de  cualquier  manera  alteren  ó  modifiquen 
aquéllas  antes  de  dar  principio  á  las  respecti- 
vas operaciones. 

Ari.  37.  Para  que  puedan  ser  inscritas  las 
escrituras  de  constitución  de  Sociedad,  debe- 
rán expresar  por  lo  menos  las  cii'cunstaucias 
que  exig-en  los  arts.  125,  145  y  151  del  Código 
de  Comercio,  el  domicilio  de  la  Sociedad  y  las 
operaciones  á  que  han  de  dedicarse. 

También  se  deberá  expresar  en  la  misma 
escritura  ó  en  otro  cualquier  documento  feha- 
ciente la  lecha  en  que  hau  de  dar  principio  á 
sus  operaciones. 

Dichas  circunstancias  se  harán  constar  en  la 
inscripción  con  la  debida  claridad. 

Art.  38.  Además  de  la  inscripción  de  las  es- 
crituras á  que  se  refiere  el  art.  36  de  este  re- 
g'lamento,  es  oblig'atorio  para  las  Sociedades 
inscribir: 

1."  Todos  los  actos,  acuerdos,  contratos  y 
circunstancias  que  puedan  influir  sobre -la  li- 
bre disposición  del  cajiital,  ó  sobre  el  crédito, 
asi  como  los  que  alteren  y  modifiquen  las  con- 
diciones de  los  documentos  inscritos. 

2."  Los  poderes,  tanto  generales  como  es- 
peciales, para  determinadas  operaciones,  así 
como  la  modificación,  constitución  y  revoca- 
ción de  los  mismos.  Para  la  inscripción  de  es- 
tos actos,  los  registradores  se  atendrán  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  31  de  este  reg'lamento. 

3.°  Las  emisiones  de  acciones,  cédulas, 
oblig-aciones  de  todas  clases  y  billetes  de  Ban- 
co y  la  cancelación  de  las  respectivas  inscrip- 
ciones. 

4.°  Los  títulos  de  propiedad  industrial,  pa- 
tentes de  invención  y  marcas  de  fábrica  en  la 
forma  y  modo  que  establezcan  las  leyes. 

5."     La  prolong'ación  de  la  Sociedad. 

6."  Su  rescisión  parcial  y  disolución  total, 
excepto  cuando  ésta  tenga  lugar  por  la  termi- 
nación del  plazo  por  el  cual  se  constituyó,  sien- 
do en  este  caso  voluntaria  la  inscripción. 

Art.  39.  Para  inscribir  cualquiera  emisión 
de  acciones,  cédulas  ii  obligaciones  á  cuyo 
pag'o  se  declaren  aWctos  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales,  será  indispensable  que  se  pre- 
sente la  correspondiente  escritura  pública  ya 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

La  inscripción  expresará  la  serie  y  número 
de  títulos  de  la  emisión  que  se  haya  de  inscri- 
bir, su  interés,  rédito,  amortización  y  primas, 
si  tuvieren  una  ii  otras,  la  cantidad  total  de 
la  emisión,  y  los  bienes,  intereses,  obras,  de- 
rechos ó  hipotecas  que  afecten  al  pago  de  la 
emisión,  y  cualesquiera  otros  datos  que  el  re- 
gistrador estime  de  alguna  utilidad. 

Art.  40.  La  inscripción  de  las  emisiones  de 
billetes,  obligaciones  ó  documentos  nominati- 
vos y  al  portador,  á  cuyo  pago  no  queden  afec- 
tos bienes  inmuebles  ó  dereclios  reales,  se  hará 
eu  vista  de  la  respectiva  escritura,  si  se  otor- 
gare, ó  del  certificado  del  acta  en  que  conste 
el  acuerdo  para  hacer  la  emisión,  y  las  condi- 
ciones, reqiiisitos  y  garantías  do  las  mismas. 

El  certilieado  deberá  estar  expodido  en  for- 
ma de  testimonio  por  un  notario  á  requeri- 
miento de  parte. 

La  inscripción  expresará  todo  lo  necesario 


para  dar  á  conocer  con  exactitud  la  emisión, 
sus  condiciones  y  garantías. 

Art.  41.  Para  que  se  cancelen  total  ó  par- 
cialmente las  inscripciones  de  emisión  á  que 
se  refiere  el  art.  39,  bastará  con  que  se  presen- 
te la  escritura  ó  documento  de  cancelación  to- 
tal ó  parcial  con  nota  de  su  inscripción  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  ó  certificado,  con  re- 
ferencia á  éste,  de  haberse  cancelado  total  ó 
parcialmente  la  inscripción  practicada  en  el 
mismo. 

Art.  42.  Para  cancelar  total  ó  parcialmente 
las  inscripciones  comprendidas  en  el  art.  4i), 
bastará  con  que  se  presente  en  el  Reg'istro 
mercantil,  testimonio  de  notario  en  que  con 
referencia  á  los  libros  y  documentos  del  co- 
merciante ó  Sociedad  que  hubiera  hecho  la 
respectiva  emisión,  se  haga  constar  la  amorti- 
zación de  los  títulos,  acciones,  obligaciones  ó 
billetes,  y  el  completo  pago  de  la  cantidad  que 
representen,  expresando  si  se  pretende  la  can- 
celación parcial,  la  serie  y  número  de  los 
amortizados;  debiendo  el  mismo  notario  dar  fe 
de  haber  visto  recogidos  é  inutilizados  los  títu- 
los, obligaciones  ó  billetes  amortizados. 

Art.  43.  La  inscripción  de  cancelación  ex- 
presará claramente  el  número  de  la  que  se 
cancele,  y  si  es  total  ó  parcial.  En  este  caso  se 
indicarán  los  títulos,  obligaciones,  acciones  ó 
billetes,  cuyos  valores  hayan  sido  satisfechos. 

Art.  44.  Los  títulos  de  propiedad  indus- 
trial, patentes  de  invención  y  marcas  de  fábri- 
ca se  inscribirán  previa  la  presentación  de  los 
respectivos  documentos  que  acrediten  su  con- 
cesión en  forma  leg'al. 

La  inscripción  expi'esará  las  circunstancias 
esenciales  comprendidas  en  el  documento. 

^  4." — Heglas  especiales  para  la  inscripción  en  el 
libro  ó  Registro  de  buques. 

Art.  45.  Los  dueños  de  buques  mercantes 
de  matrícula  y  bandera  de  España  solicitarán 
su  inscripción  en  el  Registro  mercantil  de  la 
provincia  en  que  estuvieren  matriculados  an- 
tes de  emprender  el  primer  viaje  ó  de  dedicar- 
se á  las  operaciones  á  que  se  destinen. 

Se  considerarán  biiques  para  los  efectos  del 
Código  y  de  este  reg'lamento,  no  sólo  las  em- 
barcaciones destinadas  á  la  navegación  de  ca- 
botaje ó  altura,  sino  también  los  diques  flo- 
tantes, pontones,  dragas,  gánguiles  y  cual- 
quiera otro  aparato  flotante  destinado  á  servi- 
cios de  la  industria  ó  del  comercio  marítimo. 

Art.  46.  La  primera  inscripción  de  cada 
buque  será  de  la  propiedad  del  mismo,  y  expre- 
sará las  circunstancias  indicadas  en  elnúm.  1.° 
del  art.  22  del  Código  de  Comercio,  y  además 
la  matrícula  del  buque  y  su  valor. 

Art.  47.  Para  qiie  se  verifique  la  inscrip- 
ción del  buque  se  presentará  en  el  Reg'istro 
luercantil  una  copia  certificada  de  la  matrícu- 
la ó  asiento  del  buque  expedida  por  el  coman- 
dante de  Marina  de  la  provincia  en  que  esté 
matriculado. 

Art.  48.  Cuando  un  buque  cambie  de  ma- 
trícula dentro  de  la  misma  provincia,  se  hará 
constar  así  á  continuación  del  último  asiento 
que  se  huljiese  extendido  relativo  al  mismo 
buque,  previa  presentación  del  certificado  de 
la  nueva  matrícula. 
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Si  el  cambio  se  livibiera  hecho  ;l  otra  proviu 
cia,  se  presentará  al  registrador  de  la  capital 
de  ésta,  certificación  literal  de  la  hoja  del  bu- 
que, á  flu  de  que  se  trasladen  todas  las  ins- 
cripciones k  la  hoja  que  se  le  destine  en  dicho 
Registro,  bajo  la  sig'uiente  fórmula:  Certifico 
que  en  la  hoja  número...,  folio...,  tomo...,  del 
Registro  de  buques  de...,  aparecen  las  ins- 
cripciones siguientes:  (aqui  se  copiarán  literal- 
mente); asi  resulta  de  la  certificación  expedi- 
da con  fecha...  porD...,  registrador  mercantil 
de...,  que  para  poder  hacer  la  inscripción  si- 
g'uiente  ha  sido  presentado  en  este  Registro 
á  las... 

Fecha  y  firma  entera. 

A  continuación  se  inscribirá  el  cambio  de 
matrícula,  y  el  reg'istrador  participará  de  ofl- 
cio  al  encargado  del  Registro  en  que  antes  es- 
tuvo inscrito  el  buque,  haber  practicado  la  ins- 
cripción del  cambio,  indicando  el  número  de 
la  hoja,  folio  y  tomo  en  que  conste. 

El  último  de  los  citados  reg-istradores  cerra- 
rá la  hoja  del  buque,  poniendo  á  continuación 
de  la  última  inscripción  una  nota  en  los  si- 
guientes términos:  Queda  cerrada  esta  hoja 
por  haberse  inscrito  el  buque  de  su  referencia 
en  el  Registro  de...,  hoja...,  núm...,  folio  y 
tomo. 

Fecha  y  firma. 

Art.  49.  Cuando  en  el  caso  previsto  en  el 
art.  578  del  Códig'O  de  Comercio  se  remita  al 
reg'istrador  copia  de  la  escritura  de  venta  de 
un  buque,  acusará  recibo  al  cónsul,  y  pondrá 
á  continuación  de  la  última  inscripción  hecha 
en  la  hoja  del  buque  una  nota  eu  los  siguien- 
tes términos: 

Nota.  Por  escritura  otorgada  con  fecha... 
ante  el  cónsul  de...,  ha  sido  vendido  el  buque 
de  esta  hoja  á... 

Fecha  y  firma. 

La  copia  se  conservará  en  el  Archivo  en  un 
legajo  especial,  y  la  inscripción  no  se  verifica- 
rá hasta  que  los  interesados  ó  cualquiera  de 
ellos  presenten  la  escritura;  pero  mientras  no 
se. -inscriba  ésta  no  se  extenderán  otras  ins- 
cripciones de  transmisión  ó  g'ravamen  del  mis- 
mo buque. 

Art.  50.  Los  capitanes  de  los  buques  se 
proveerán  necesariamente  de  la  certificación 
de  la  lioja  del  Registro,  sin  cuyo  documento  no 
podrán  emprender  el  viaje. 

Esta  certificación,  que  habrá  de  ser  literal 
y  deberá  estar  legalizada  por  el  capitán  del 
puerto  de  salida,  se  considerará  como  titulo 
Ijastante  para  la  justificación  del  dominio  y 
para  su  transmisión  ó  imposición  de  g-raváme- 
nes  por  manifestación  escrita  ó  firmada  por 
los  contratantes  al  pie  de  aquélla,  con  inter- 
vención de  notario  en  España  ó  cónsul  en  el 
extranjero,  que  afirmen  la  verdad  del  hecho  y 
la  legitimidad  de  las  firmas. 

Los  contratos  asi  celebrados  surtirán  todos 
sus  efectos  desde  que  sean  inscritos  en  el  Re- 
gistro mercantil. 

La  inscripción  se  verificará  presentando  ó  la 
misma  hoja  de  registro  del  buque  ó  un  certifi- 
cado literal  del  contrato  autorizado  por  el  na- 
viero, y  en  su  defecto  por  el  capitán  del  buque 


y  por  el  mismo  notario  ó  cónsul  que  haya  in- 
tervenido. 

No  será  necesaria  nueva  hoja  para  cada  via- 
je. Bastará  con  que  á  continuación  de  la  pri- 
mera que  se  hubiese  expedido  se  certifique  de 
todos  los  asientos  que  aparezcan  practicados 
con  posterioridad  en  la  respectiva  hoja  del 
buque. 

Avt.  51.  La  certificación  de  la  hoja  de  un 
buque  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  en 
concordancia  con  el  612  del  Código  de  Comer- 
cio, deberá  ser  legalizada  por  el  capitán  del 
puerto  de  salida  que  firme  la  patente  de  nave- 
gación y  los  demás  documentos  del  l)uque. 

Art.  52.  De  los  gravámenes  que  con  arre- 
glo á  los  arts.  580,  583  y  Gil  del  Código  de  Co- 
mercio se  impongan  al  buque  durante  su  viaje, 
y  que  según  el  art.  50  de  este  reglamento  de- 
ben hacerse  con  intervención  do  notario  ea 
España  ó  del  cónsul  en  el  extranjero,  se  ex- 
tenderá un  acta  que  conservarán  en  sus  pro- 
tocolos ó  Archivos  estos  funcionarios. 

Aunque  los  contratos  en  que  so  impongan 
dichos  gravámenes  surten  efecto  durante  el 
viaje  desde  el  momento  de  su  anotación  en  la 
hoja  del  buque  para  los  efectos  del  art.  .580 
del  Código,  deberán  inscribirse  una  vez  ter- 
minado el  viajo  eu  el  Registro  correspon- 
diente. 

Art.  53.  Los  propietarios  de  buques  ven- 
didos á  un  extranjero  deberán  presentar  co- 
pia de  la  escritura  de  venta  en  el  Registro,  á 
fin  de  que  se  cierre  la  hoja  correspondiente  al 
mismo.  Los  notarios  y  los  cónsules  qne  hubie- 
ren autorizado  cualquier  acto  de  enajenación 
de  un  buque  español  á  favor  de  un  extranje- 
ro darán  parte  dentro  de  tercero  día  al  encar- 
gado del  Registro  eu  que  estuviere  inscrito, 
el  cual  extenderá  la  oportuna  nota  en  la  hoja 
abierta  al  buque  enajenado. 

Art.  54.  La  extinción  de  los  créditos  ins- 
critos se  hará  constar  por  regla  general  pre- 
sentando previamente  escritura  pública  ó  do- 
cumento fehaciente  en  que  conste  el  consenti- 
miento de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hizo  la 
inscripción,  ó  de  quien  acredite  en  debida  for- 
ma ser  su  causa  habiente  ó  representante  le- 
gítimo. 

En  defecto  de  tales  documentos  deberá  pre- 
sentarse ejecutoria  ordenando  la  cancelación. 

Si  la  extinción  del  crédito  tiene  lugar  for- 
zosamente por  ministerio  de  la  ley  en  virtud 
de  un  hecho  independiente  de  la  voluntad  de 
los  interesados,  bastará  acreditar  con  docu- 
mento fehaciente,  la  existencia  del  hecho  que 
motiva  la  cancelación. 

De  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 582  del  Cód.  de  Comercio,  se  reputarán 
extinguidas  de  derecho  todas  las  inscripcio- 
nes anteriores  á  la  de  la  escritura  de  venta 
judicial  de  un  buque. 

Art.  55.  Las  inscripciones  de  cancelación 
expresarán  claramente  si  ésta  es  total  ó  par- 
cial, y  en  este  caso  la  parte  de  crédito  que  se 
haya  satisfecho  y  la  que  quedo  por  satisfacer. 

Art.  50.  Hecha  constar  en  la  matrícula  de 
un  buque  su  desaparición,  destrucción  ó  ena- 
jenación á  un  extranjero,  el  comandante  de 
Marina  de  la  provincia  lo  participará  de  oficio 
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al  reg-istrador  mercantil  de  la  misma,  á  fin  de 
que  éste  extienda  al  final  de  la  última  inscrip- 
cióu  ima  nota  en  los  siguientes  términos: 

«Seg-úu  oficio  de...,  fecha...,  el  buque  á  que 
e.sta  hoja  se  refiere  (aquí  lo  ocurrido  al  bu- 
que), fecha  y  firma.» 

Extendida  esta  nota  no  se  podrá  hacer  ins- 
cripción alguna  relativa  al  buque. 

CAP.  IV.— De  la  pjiblicidaJ  del  Registro  mercantil. 
Art.  57.     Las  personas  que  deseen  adquirir 
noticias  respecto  de  lo  que  en  el  Registro  mer- 
cantil resulte  con  relación  A  un  comerciante 
Sociedad  ó  buque,  pueden  conseguirlas  utili- 
zando alguno  de  los  medios  siguientes: 
1."     Manifestación  del  Registro. 
2."     Certificación  con  referencia  á  los  libros. 
Art.  58.     El  registrador,  á  petición  verbal 
de  cualquiera  persona,  pondrá  de  manifiesto 
la  hoja  relativa  al  comerciante,  Sociedad  ó  bu- 
que que  se  le  indique,   para  que  jiueda  ser 
examinada  y  tomar  las  notas  que  ten^-a  por 
conveniente.  '' 

Art.  59.  La  certificación  podrá  obtenerse 
pidiéndola  por  medio  de  solicitud  escrita  en 
papel  del  timbre  de  la  clase  12.^ 

En  la  solicitud  se  expresará  claramente  el 
nombre  del  comerciante,  Sociedad  ó  buque,  v 
la  inscripción  ó  inscripciones  de  que  se  ha  de 
certificar. 

Art.  60.  La  certificación  podrá  ser  literal 
ó  en  relación,  según  se  pida,  y  se  extende- 
rá á  coutinuació-n  de  la  solicitud,  aumentando 
los  pliegos  de  papel  de  la  misma  clase  que 
seau  precisos.  Unas  y  otras  expresarán  nece 
sanamente  si  además  de  la  inscripción  ó  ins- 
cripciones que  comprenden,  existen  ó  no  otras 
relativas  al  mismo  comerciante,.  Sociedad  ó 
buque. 

Si  se  pidiere  certificado  de  alguna  inscrip- 
ción que  esté  cancelada,  lo  hará  constar  el  re- 
gistrador aunque  no  se  le  exija. 

Cuando  no  resulten  inscripciones  de  la  cla- 
se que  se  pida,  se  dará  certificación  negativa. 
Art.  6L  Los  registradores  mercantiles  pon- 
drán de  manifiesto  á  cualquiera  persona  que 
lo  desee  los  ejemplares  del  acta  de  cotización 
oficial. 

También  expedirán  copia  certificada  de  los 
mismos,  mediando  solicitud  escrita  eu  papel 
del  timbre  de  la  clase  12. 

Art.  62.  Las  certificaciones  se  extenderán 
en  el  más  bi-evc  plazo  posible,  sin  que  pueda 
exceder  de  dos  dias. 

Art.  63.  Los  registradores  facilitarán  por 
escrito  á  los  jueces.  Tribunales  v  autoridades 
cuantos  datos  les  sean  pedidos  de  oficio  y 
consten  en  el  Registro  mercantil,  sin  deven- 
gar derechos  cuando  no  medie  instancia  de 
parte. 

CAP.  Y.— De  los  derechos  y  de  la  Tesponsahüidad  de  los 
registradores. 
_  Art.  6-i.  Los  registradores  mercantiles  per- 
cibirán los  derechos  que  les  correspondan  con 
estricta  sujeción  al  Arancel  que  se  acompaña 
á  este  reglamento. 

Por  las  operaciones  que  practiquen  v  no 
tengan  señalados  derechos  no  podrán  perci- 
birlos. 


Art.  65.  Al  pie  de  las  respectivas  inscrip- 
ciones, notas  y  certificaciones  consignarán  los 
registradores  los  derechos  que  devenguen  ci- 
tando el  número  del  Arancel  que  apliquen  sin 
perjuicio  de  dar  recibo  especial  si  los  intere- 
sados lo  exigen. 

Art.  66.  En  cada  Registro  mercantil  se  lle- 
vará un  libro  de  ingresos,  en  el  que  por  orden 
de  presentación  de  los  respectivos  documen- 
tos se  consignarán  todos  los  derechos  que  se 
devenguen,  aunque  no  se  hayan  percibido. 

Disposiciones  transitorias.  (Son,  como  dice  su 
título,  puramente  transitorias.  Tiene  interés 
uniramente  la  5.^,  que  dice  así:) 

S.'''  Los  registradores  interinos  elevarán  se- 
mestralmente  á  la  misma  Dirección  una  Me- 
moria sobre  los  inconvenientes  que  en  la  prác- 
tica hubieren  advertido,  á  fin  de.que  se  tengan 
presentes  para  las  reformas  que  en  su  día  de- 
ban hacerse  en  esta  parte  de  la  legislación  mer- 
cantil. 

Madrid  21  de  Diciembre  de  1885.— Aproba- 
do por  S.  M.— Manuel  Alonso  Martínez.» 

Arancel  de  dercehoí^ 
de  los  regl.<itradores  mercnnllics. 

Pías. 
Número  1.°— Por  cad.a  inscripción  hecha  en 
el  libro  de   comerci.antes   que  no»esté  com- 
prendida en  los  nvimeros  siguientes 2 

Nüm.  2.°— Por  la  inscripción  de  variación  de 
alguna    circunstancia  relativa  al  comer- 
ociante  particular 1 

Küm.  .3.°— Por  las  de  poderes,  su  modificación' 
sustitución  ó  revocación,  y  por  las  de  títu- 
los de  propiedad  industrial,  patentes  de  in- 
vención y  marcas  de  fábrica  en  cualquiera 

de  los  libros o 

Núm.  4.»— Por  las  de  dote,  capítulos  matrimo- 
niales ó  bienes  parafernales 4 

Nüm.  5.°— Por  la  primera  inscripción  de  cual- 
quiera Sociedad,  y  por  las  de  emisión  de  to- 
das clases  se  devengarán  los  derechos  que 
señala  la  siguiente  escala: 
Si  el  capital  social  ó  el  importe  de  la  emisión 

no  excede  de  250.000  pesetas 5 

Si  escede  de  esta  cantidad  y  no  pasa  de  500.000     10 

Si  pasa  de  500.000  y  no  de  1.000.000 15 

Si  pasa  de  1.000.000  y  no  de  2.000.000 '    '     20 

Excediendo  de  2.C0O.0OO 2.5 

Núm.  6.° — Por  la  inscripción  de  cualquier  bu- 
que ó  de  variar  alguna  de  sus  circnnstan- 

CÍ.1S 2 

Nüm.  7." — Por  las  inscripciones  de  contratos 
en  virtud  de  los  que  queden  efectos  los  bu- 
ques al  pago  del  cumplimiento  de  una  obli- 
gación, se  devengarán; 
Si  el  importe  de  la  obligación  asegurada  no 

oxcede  de  2-50.000  pesetas 5 

Si  pasa  de  esta  cantidad  y  no  de  500.000.'. .     '    10 

Desde  .500.001  á  1.000.000 15 

Pasando  de  1.000.000 '...".'.     20 

Ntim.  6.° — Por  las  inscripciones  que  se  prac- 
tiquen en  el  libro  de  Sociedades  y  en  el  de 
bugties  no  comprendidas  en  los  ni'imeros  an- 
teriores      5 

Núm.  9.° — Por  cada  nota  que  deba  ponerse  en 
los  libros  de  Registro,  según  lo  disptiesto  en 

el  reglamento 1 

Nüm.  10. — Por  la  traslación  de  cada  inscrip- 
ción de  un  Registro  moderno  á  otro 1 

Núm.  11. — Por  la  manifestación  de  una  hoja 

de  cualquiera  de  los  libros  1 

Núm.  12. — Por  la  certificación  literal  de  cada 
inscripción,  la  cuarta  parte  de  lo  que  se  hu- 
biere devengado  por  ésta. 
Núm.  13.— Por  la  certificación  en  relación  de 
_  cada  inscripción,  la  octava  parte  de  lo  que 

por  ésta  se  hubiere  devengado. 
Ntím.  14. — Por  la  manifestación  de  cada  acta 

de  la  cotización  oficial  de  Bolsa 1 

Núm.  15. — Por  la  certificación  de  cada  acta 
de  cotización 1 
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Núm.  16. — Por  cualquiera  certificación  nega- 


tiva. 


1 


Núm.  17. — Por  la  custodia  de  libros,  en  el  caso 
del  art.  99  del  Código  de  Comercio,  por  cada 

libro 5 

(Gac.  28  Diciembre  1885.) 

E.  D.  27  Diciembre  I8a5. 

Registro»  de  buques  en  las  poblaciones  qite  se  expresan: 

Inscripciones  del  Registro  mercantil. 

(Grac.  y  Just.)  «a  fin  de  llevar  á  efecto  lo 
dispuesto  en  el  reglamento  interino  para  la 
ejecución  v  rég'inien  del  Reg-istro  mercantil, 
S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.),  Regente  del  Reino, 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  I.,  se 
ha  servido  resolver  lo  siguiente: 

l.o  Se  abrirá  el  libro  destinado  á  la  inscrip- 
ción de  buques  en  los  Registros  mercantiles 
de  Barcelona,  Tarragona,  Valencia,  Alicante, 
Almería,  Málaga,  Cádiz,  Huelva,  la  Coruña, 
Santander,  Bilbao,  San  Sebastián,  Palma  de 
Mallorca  y  Santa  Cruz  de  Tenerife,  C(ue  son  á 
la  vez  capitales  de  provincia  y  puertos  de  mar, 
además  del  que  debe  abrirse  en  el  Registro 
mercantil  de  Sevilla,  según  el  citado  regla- 
mento. 

2."  Se  establecerá  también  el  libro  ó  regis- 
tro de  buques  en  Gijón,  Ribadeo,  Vigo,  Motril, 
Cartag'ena  y  Palamós,  capitales  de  provincia 
marítimas,  correspondientes  á  las  civiles  de 
Oviedo,  Lugo,  Pontevedra,  Granada,  Murcia 
y  Gerona. 

3.°  En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  2." 
del  reglamento  llevarán  interinamente  los  ex- 
presados libros  los  registradores  de  la  propie- 
dad de  las  citadas  poblaciones,  á  excepción  del 
que  lia  de  establecerse  en  Palamós,  que  estará 
á  cargo  del  fiscal  del  Juzg-ado  municipal. 

4.°  ínterin  se  adquieren  los  libros  á  que  se 
refiei-en  los  arts.  6.°  y  13  del  citado  reglamen- 
to, se  extenderán  las  inscripciones  en  cuader- 
nos provisionales,  y  se  expedirán  los  recibos 
en  la  forma  ordinaria. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  27  de  Diciem- 
bre de  188."i. — Alonso  Martínez. — Sr.  Director 
general  de  los  Registros  civil  y  de  la  propiedad 
y  del  Notariado.»  (Gac.  29  Diciembre.) 

E.  O.  29  Diciembre  1885. 
Derechos  de  los  jueces  municipales  por  la  legalización  de 
los  libros  del  registro  y  por  el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones mercantiles  en  que  deben  intervenir. 

(Gr.\c.  y  Just.)  «...S.M.  laReina(Q.D.  G.), 
■  Reg-ente  del  Reino,  ha  tenido  á  bien  disponer: 

1."  Que  la  legalización  de  1  _s  libros  comer- 
ciales, dado  el  pequeño  trabajo  r/ue  im¡)one, 
se  haga  por  los  jueces  municipales  sin  perci- 
bir por  ella  derecho  alguno. 

2."  Que  se  esté  á  lo  dispuesto  en  el  regla- 
mento para  la  organización  y  régimen  del  Re- 
gistro mercantil  de  21  del  actual. 

Y  3."  Que  respecto  á  las  cuestiones  en  que 
los  jueces  municipales  deben  entender  con- 
forme al  art.  84  del  Código  de  Comercio,  se 
esté  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  19  y  20  de  los 
vigentes  Aranceles  judiciales. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  29  de  Diciem- 
bre de  1885. — Alonso  Martínez. — Sr.  Director 
general  de  los  Registros  civil  y  de  la  propie- 
dad }•  del  Notariado.»  (Gac.  30  Diciembre.) 


E.  D.31  Diciembre  1885. 

Aprobando  el  reglamento  interino  para  la  organización 

y  régimen  de  las  Bolsas  de  Comercio. 

(Grac.  y  Ju.st.)  «Tomando  en  considera- 
ción las  razones  que  me  ha  expuesto  el  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia  ',  de  conformidad  con 
el  parecer  del  Consejo  de  Ministros,  y  oído  el 
Consejo  de  Estado, 

Vengo  en  aprobar,  con  el  carácter  de  inte- 
rino, el  adjunto  reg'lamento  de  Bolsas  de  Co- 
mercio y  agentes  colegiados,  que  empezará  á 
regir  efl.»  de  Enero  de  1886. 

Dado  en  Palacio  á  31  de  Diciembre  de  1885. 
María  Cristina. — El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 

REGLAMENTO  INTERINO 

para  la  organización  y  régimen  de   las  Bolsas 
de  Comercio. 

CAPITULO  PEIMEEO 

Artículo  1."  La  Bolsa  de  Comercio  que 
existe  actualmente  en  Madrid  continuará  fun- 
cionando con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  Có- 
digo de  Comercio  y  en  el  presente  reglamento. 

Para  establecer  nuevas  Bolsas  de  Comercio 
en  cualquiera  población  del  Reino  con  carác- 
ter oficial,  ya  sean  generales  ó  especiales,  de- 
berá existir  motivo  de  utilidad  ó  conveniencia 
pública,  que  se  hará  constar  en  expediente  y 
será  oído  el  Consejo  de  Estado.  La  resolución 
que  en  definitiva  recayere  se  acordará  por 
Real  decreto  á  propuesta  del  Ministro  de  Fo- 
mento. 

Con  iguales  trámites  deberá  concederse  la 
autorización  que  soliciten  las  corporaciones 
ó  particulares  para  crear  dichos  estableci- 
mientos. 

Art.  2."  Sólo  podrán  crear  Bolsas  de  Co- 
mercio generales  ó  especiales  con  carácter 
privado  las  Sociedades  constituidas  con  arre- 
glo al  Código,  siempre  que  la  facultad  de  ha- 
cerlo sea  uno  de  sus  fines  sociales. 

Para  que  la  cotización  de  las  operaciones 
realizadas  y  publicadas  en  estos  estableci- 
mientos tenga  carácter  oficial,  deberá  obtener- 
se la  correspondiente  autorización  del  Gobier- 
no, la  cual  se  concederá  previos  los  trámites 
y  requisitos  expresados  en  el  articulo  an- 
terior. 

Art.  3."  En  las  Bolsas  creadas  por  iniciati- 
va exclusiva  del  Gobierno  serán  de  carg'o  del 
presupuesto  general  del  Estado  los  gastos  de 


*  Dice  en  el  j^reámbulo  el  Ministro  que  si  la  premura 
con  que  se  ha  procedido  en  la  formación  del  reglamento 
orgánico  de  las  Bolsas,  á  fin  de  mantener  la  fecha  de  /.** 
de  Enero  de  1SS6  en  que  ha  de  comenzar  á  regir  el  Código 
aconsejaría  plantear  tal  reglamento  como  interino,  toda- 
vía se  justifica  esto  m^ls,  tejiiendo  en  cuenta  las  graves  di- 
vergencias entre  el  proyecto  redactado  por  la  Comisión 
especial  y  el  informe  sobre  el  mismo  emitido  por  el  Conse- 
jo de  Estado;  por  motivo  de  las  cuales  se  han  limitado  las 
prescripciones  reglamentarias  d  lo  indispensable  adentro 
del  espíritu  del  nitevo  Código  de  Comercio,  encaminado  á 
introducir  en  nuestra  nación,  con  la  prudencia  debida,  el 
principio  de  lif>ert.ad  en  la  creación  de  Bolsas,  en  la  con- 
tratación de  efectos  públicos  y  valores  comerdales  y  en  el 
ejercicio  de  la  profesión  de  mediador  de  todas  laft  tran- 
sacciones mercatitiles,  manteniendo,  sin  embargo,  loscaj'- 
gos  ñ  nfIcio>t  de  agentes  colegiados  de  Comercio,  investi- 
dos con  la  fe  pública  para  autorizar  los  contratos  y  ac- 
tos mercantiles.» 
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su  instalacióu  y  los  del  personal  y  material. 
Determiuará  estos  gastos  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, oyendo  ;i  la  Junta  sindical,  y  los  fun- 
cionarios y  dependientes  del  establecimiento 
.serán  empleados  públicos,  cuyo  nombramien- 
to se  harii  por  el  Gobierno  á  propuesta  de  la 
Junta  sindical,  y  no  podrán  ser  separados  si- 
no en  virtud  de  expediente  en  que  se  oirá  á 
los  interesados  y  á  la  Junta  sindical. 

Art.  4.°  En  las  Bolsas  cuya  creación  auto- 
rice el  Gobierno  en  poblaciones  que  lo  solici- 
ten por  razones  de  conveniencia  de  la  contra- 
tación piiblica,  podrá  el  Gobierno  contribuir 
al  pago  de  g-astos  de  cieación  y  sostenimiento 
con  la  suma  que  estime  conveniente  por  vía 
de  subvención,  y  con  las  condiciones  y  reser- 
vas que  considere  oportunas,  y  se  harán  cons- 
tar en  la  autorización. 

Los  gastos  de  creación  y  sostenimiento  de 
las  Bolsas  establecidas  por  Sociedades,  serán 
del  exclusivo  cargo  de  las  mismas,  y  en  su 
conseciiencia  procederán  libremente  al  nom- 
bramiento y  separación  de  los  empleados;  pe- 
ro dando  siempre  cuenta  al  Ministro  de  Fo- 
mento. 

Art.  5.°  Las  Bolsas  de  Comercio,  por  su 
carácter  de  establecimientos  públicos  que  tie- 
nen por  objeto  concertar  ó  cumplir  las  opera- 
ciones mercantiles  que  determina  el  Código 
de  Comercio,  dependen  del  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

En  lo  relativo  al  orden  público  las  Bolsas 
estarán  sometidas  á  la  inspección  del  goberna- 
dor civil  en  las  capitales  de  provincia  y  á  la 
autoridad  superior  gubernativa  en  las  demás 
poblaciones,  ejerciendo  dicha  inspección  en 
nombre  y  representación  de  las  mismas  un  de- 
legado inspector  de  Real  nombramiento. 

La  .Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes 
cuidará  del  régimen  y  policía  interior  de  la 
Bolsa,  y  ejercerá  las  funciones  que  le  corres 
pondan  con  arreglo  al  Código  de  Comercio  y 
á  las  disposiciones  del   presente   reglamento. 

Art.  6."  Ninguna  autoridad,  á  excepción 
del  gobernador  de  la  provincia,  y  en  donde  no 
le  haya  la  autoridad  superior  gubernativa  de 
la  localidad,  podrá  ejercer  sus  atribuciones  en 
las  Bolsas,  sino  cuando  lo  reclame  el  inspector 
ó  la  Junta  sindical. 

Art.  7.°  La  representación  de  la  Bolsa  de 
Comercio,  en  cuanto  se  refiera  á  la  contra- 
tación, corresponde  á  la  Junta  sindical  del 
Colegio  de  Ag-entes  de  cambio  y  Bolsa,  bajo  la 
dependencia  del  Ministerio  de  Fomento,  y  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  Código. 

Art.  8."  Tanto  las  Bolsas  creadas  ó  autori- 
zadas por  el  Gobierno,  corno  las  fundadas  por 
Sociedades  que  hayan  obtenido  carácteroficial 
para  sus  cotizaciones,  se  regirán  por  las  dis- 
posiciones de  este  reglamento. 

Las  Bolsas  que  sólo  teng-an  carácter  priva- 
do se  reg'irán  por  las  reglas  consignadas  en  el 
Código  de  Comercio  y  en  los  estatutos  y  re- 
glamentos aprobados  por  las  Sociedades  fun- 
dadoras. 

Art.  9."  El  reglamento  interior  de  cada 
Bolsa  se  formará  por  su  respectiva  Junta  sin- 
dical, y  en  él  se  establecerán  las  disposiciones 
convenientes  al  régimen  y  policía  interior  de 


la  misma,  al  orden  de  las  reuniones,  así  como 
las  reglas  necesarias  para  que  la  intervención 
de  los  agentes  en  la  contratación  sea  unifor- 
me. Determiuará  también  los  libros  que  deban 
llevar  los  agentes  y  modelos  á  que  hayan  de 
sujetarse.  Estos  reglamentos  serán  sometidos 
á  la  aprobación  del  Ministerio  de  Fomento. 

CAP.  II — Agetites  colegiados  de  comercio  qiie  interci*'- 
nen  en  la  contratación  en  Bolsa,  nombramiento  y  orgti- 
nización  de  los  mismos  y  funciones  que  les  están  enco- 
Tnendadas. 

Art.  10.  La  intervención  eu  las  neg-ociacio- 
nes  y  transferencias  de  valores  y  efectos  pú- 
blicos que  con  arreglo  al  Código  de  Comercio 
son  cotizables,  es  privativa  de  los  agentes  de 
cambio  y  Bolsa. 

Eu  las  demás  operaciones  y  contratos  de 
Bolsa  tendrán  derecho  á  intervenir  los  agen- 
tes de  cambio  y  Bolsa  y  los  corredores  de  co- 
mercio. 

Los  intérpretes  de  buques  sólo  podrán  inter- 
venir en  los  contratos  que  taxativamente  en- 
carg'a  el  Código  á  esta  clase  de  auxiliares  de 
comercio. 

Art.  11.  Los  ag-entes  de  cambio  y  Bolsa, 
cuando  ejerzan  funciones  de  corredores  de  co- 
mercio, se  sujetarán  á  las  disposiciones  de  los 
arts.  106  al  110  del  Código  de  Comercio  que 
determinan  los  deberes  de  dichos  corredores. 

Para  ejercer  las  funciones  de  corredores  in- 
térpretes de  buques,  tanto  los  agentes  de  cam- 
bio y  Bolsa  como  los  corredores  de  comercio 
deberán  obtener  habilitación  especial,  acredi- 
tando el  conocimiento  de  dos  lenguas  vivas 
extranjeras. 

Art.  12.  Sólo  se  harán  nombramientos  de 
agentes  de  cambio  y  Bolsa  para  las  plazas 
mercantiles  en  que  se  halla  establecida  ó  se 
establezca  Bolsa  de  comercio. 

Art.  13.  Los  expedientes  de  solicitud  de 
nombramientos  de  agentes  mediadores  del  co- 
mercio se  instruirán  en  las  Secciones  de  Fo- 
mento de  los  Gobiernos  de  provincia,  acom- 
pañando los  interesados  á  la  instancia  dirigi- 
da al  gobernador  los  documentos  que  acredi- 
ten los  requisitos  del  art.  94  del  Código. 

El  gobernador  elevará  los  expedientes  al 
Ministerio  de  Fomento  después  de  oída  la  Jun- 
ta sindical  del  Colegio  respectivo  sobre  el  caso 
2.°  del  art.  94  y  lo  dispuesto  eu  los  13  y  14  del 
Código  de  Comercio. 

No  podrá  expedirse  á  los  interesados  el  tí- 
tulo sin  que  previamente  acrediten  haberse 
depositado  á  ii„.nbre  de  la  Junta  sindical  en  . 
las  Cajas  que  señala  el  art.  94  del  Código  el 
metálico  ó  valores  que  han  de  constituir  la 
fianza  para  el  desempeño  del  carg'o,  y  sin  que 
hayan  prestado  ante  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia el  juramento  que  previenen  las  leyes. 

Cumplidos  estos  requisitos,  la  Junta  sindi- 
cal les  pondrá  en  posesión  de  sus  carg-os,  re- 
mitirá una  copia  autorizada  del  título  con  el 
certificado  de  posesión  al  gobernador  de  la 
¡u-ovincia  para  que  lo  eleve  al  Ministerio  de 
Fomento,  anunciará  en  la  Bolsa  la  toma  de 
posesión  y  la  autorizará  con  la  firma  autógra- 
fa de  los  interesados  á  las  dependencias  de 
Hacienda  y  principales  establecimientos  de 
crédito. 
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Eu  las  provincias  eü  que  no  haya  Junta  sin- 
dical informarán  sobre  los  extremos  ¡I  que  se 
refiere  el  párrafo  segundo  de  este  articulo  los 
Consejos  provinciales  de  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio,  que  sustituirán  á  aquélla  para 
todos  los  efectos  de  este  articulo. 

Art.  14.  En  cada  una  de  las  poblaciones  en 
donde  se  halle  establecida  una  Bolsa  de  Co- 
mercio constituirán  Coleg'io  los  agentes  de 
cambio  y  Bolsa  adscritos  á  la  misma,  cual- 
quiera que  sea  su  número. 

Los  corredores  de  comercio  y  los  intérpre- 
tes de  buques  respectivamente  constituirán 
también  Colegio  cuando  en  una  misma  pobla- 
ción se  cuenten  cinco  de  estos  ag'entes. 

En  doude  por  falta  de  número  no  se  consti- 
tuya Coleg'io,  los  corredores  de  comercio  y  los 
intérpretes  de  buques  dependerán  de  la  auto- 
ridad superior  gubernativa  de  la  provincia. 

Art.  15.  Los  Colegios  de  Agentes  mediado- 
res del  comercio  serán  presididos  por  Juntas 
sindicales. 

La  Junta  de  cada  Colegio  de  Agentes  de 
cambio  y  Bolsa  la  constituirán  un  síndico  pre- 
sidente, un  vicepresidente  \^  cinco  adjuntos, 
más  dos  sustitutos  que  reemplacen  á  los  ad- 
juntos en  ausencias  y  enfermedades. 

Si  el  número  de  coleg-iados  no  alcanza  al 
necesario  para  todos  los  cargos  de  la  Junta, 
se  constituirá  en  Junta  de  Coleg'io. 

En  los  Colegios  de  corredores  y  de  intérpre- 
tes formarán  la  Junta  un  presidente,  dos  ad- 
juntos, .si  el  número  de  los  colegiados  no  ex- 
cede de  10,  y  cuatro  adjuntos  si  dicho  número 
es  mayor,  más  un  sustituto. 

Los  cargos  de  la-  Junta  son  obligatorios  y 
duran  dos  años. 

Art.  16.  Es  atribución  de  las  Juntas  sindi- 
cales la  formación  de  los  reglamentos  para  el 
régimen  interior  de  cada  Colegio  que  deberán 
someterse  á  la  aprobación  del  Ministerio  de 
Fomento. 

Art.  17.  Las  Juntas  sindicales  de  los  Cole- 
gios de  Corredores  de  comercio  en  las  plazas 
en  que  haya  Bolsa  ejercerán  las  atribuciones 
que  le  son  propias  dentro  de  la  corporación 
que  presidan  con  entera  independencia  de  la 
autoridad  exclusiva  que  tiene  en  la  Bolsa  la 
Junta  sindical  del  Coleg'io  de  Agentes  de  cam- 
bio y  Bolsa. 

Art.  18.  Las  Juntas  sindicales  informarán 
al  Gobierno  eu  cuantas  consultas  se  les  di- 
rijan. 

En  los  casos  eu  que  el  Código  ó  el  presente 
reglamento  no  determine  cuál  ha  de  ser  la 
Junta  sindical  de  Agentes  de  cambio  y  Bolsa 
consultada,  se  entenderá  que  lo  es  la  de 
Madrid. 

Art.  19.  Los  Agentes  mediadores  del  co- 
mercio se  sujetarán  en  la  redacción  y  expe- 
dición de  documentos  de  contratos  en'  que  in- 
tervengan por  razón  de  su  oficio  á  las  notas 
que  tengan  adoptadas  las  respectivas  Juntas 
sindicales  á  cuyo  Coleg'io  pertenezcan,  y  á  las 
pólizas  y  documentos  timbrados  con  el  sello 
del  Estado,  bajo  la  multa  de  100  á  .500  pesetas 
que  discrecionalmonte  según  los  casos  les  im- 
pondrá su  Junta  sindical  con  destino  á  los  fon- 
dos de  la  Corporación. 
Tomo  II. 


También  adoptarán  en  los  asiento  de  su  li- 
bro-registro la  forma  de  redacción  que  estime 
más  oportuna  la  Junta  sindical  de  su  respecti- 
vo Colegio  '. 

Art.  20.  Sólo  en  el  caso  de  imposibilidad  de 
un  agente  podrá  hacer  operaciones  en  su  nom- 
bre y  bajo  la  exclusiva  responsabilidad  de 
aquél  otro  individuo  del  Coleg'io,  dando  pre- 
viamente conocimiento  á  la  Junta  sindical  de 
la  autorización  concedida. 

Quedan,  sin  embargo,  autorizados  los  agen- 
tes de  cambio  y  Bolsa  para  valerse  de  ama- 
nuenses que  en  su  nombi'e  y  bajo  su  responsa- 
bilidad hagan  los  asientos  de  ¡as  operaciones 
eu  el  libro  ó  cuaderno  manual,  rubricaudo 
aquéllos  al  margen  de  cada  uno. 

Art.  21.  Las  renuncias  que  los  agentes  y 
corredores  hagan  de  sus  oficios,  se  presentarán 
ante  la  Junta  sindical  del  Coleg'io  á  que  per- 
tenezcan, la  que  les  dará  desdeluego  de  baja, 
dará  ctienta  al  Ministerio  de  Fomento  y  pro- 
cederá á  lo  que  prescribe  el  Código  y  este  re- 
glamento para  la  devolución  de  la  fianza,  auun- 
ciándolo  en  la  Bolsa  y  poniéndolo  en  conoci- 
miento de  la  autoridod  superior  gubernativa 
de  la  localidad,  dependencias  de  Hacienda  y 
principales  establecimientos  de  crédito,  á  los 
que  se  comunicarán  los  nombramientos. 

Ante  la  autoridad  su])erior  gubernativa  ha- 
rán la  renuncia  del  cargo  los  corredores  de 
comercio  é  intérpretes  de  buques  que  no  for- 
men Coleg'io. 

Art.  22.  Los  corredores  de  comercio  que 
fuera  del  caso  previsto  en  el  párrafo  tercero 
del  art.  545  del  Código  intervengan  en  cual- 
quier concepto  que  sea  oti'as  operaciones  que 
las  que  le  son  propias  con  arreglo  al  art.  100 
del  mismo,  serán  privados  de  oficio,  previo 
expediente  justificativo  que  formará  y  elevará, 
al  Ministerio  de  Fomento  la  Junta  sindical  del 
Coleg'io  de  Agentes  de  cambio,  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  civil  y  criminal  que  eu  su 
caso  deba  exigirse  á  dichos  corredores. 

CAP.  1X1,— De  las  reuniones  en  Bolsa, 

Art.  23.  Se  celebrarán  reuniones  en  Bolsa 
eu  el  local  destinado  al  efecto  todos  los  días, 
excepto  los  de  fiesta  entera,  los  del  Rey,  Rei- 
na y  Príncipe  de  Asturias,  Jueves  y  Viernes 
Santo,  y  los  de  fiesta  nacional. 

Art.  24.  Las  horas  de  reunión  en  la  Bolsa 
serán  de  una  y  media  á  tres  y  media  de  la  tar- 
de para  toda  clase  de  operaciones. 

Por  ningún  motivo  ni  pretexto  se  prolonga- 
rá por  más  tiempo  la  reunión. 

El  Ministerio  de  Fomento,  consultando  los 
intereses  del  comercio,  y  oyendo  la  Junta  sin- 
dical, podrá  variar  las  íioras  de  contratación. 

Art.  25.  La  apertura  de  la  reunión  de  Bol- 
sa se  anunciará  por  tres  toques  de  campana, 
y  por  otros  tres  su  terminación. 

Dado  el  último  de  estos  tres  toques,  deberán 
salir  del  local  los  concurrentes. 

Art.  26.  El  presidente  de  la  Junta  sindical 
del  Coleg'io  de  Agentes  de  cambio  y  Bolsa,  ó 
el  individuo  de  la  misma  que  le  reemplace, 
adoptará  en  las  reuniones  de  la  Bolsa  las  me- 


Yéatt  el  art.  28  del  Reg.  de  18  de  Junio  de  ÍSSS. 
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didas  necesarias  para  conservar  el  orden,  no 
permitiendo  que  los  concurrentes,  sea  cual 
fuere  su  clase  y  categox'ía,  enren  con  armas, 
bastones  ni  parag'uas. 

En  case  necesario  podrá  el  presidente  orde- 
nar la  detención  del  qiie  promueva  algún  des- 
orden, poniéndolo  inmediatamente  en  conoci- 
miento y  á  disposición  del  gobernador  de  la 
provincia  ó  autoridad  superior  gubernativa  de 
la  localidad. 

Art.  27.  En  el  salón  de  reuniones  de  Bolsa 
se  colocará  para  que  permanezca  constante- 
mente, una  lista  con  los  nombres  de  los  agen- 
tes coleg'iados  mediadores  del  comercio  y  las 
señas  de  sus  domicilios. 

CAP.  IV. — De  la  admisión  de  los  efectos  jn'thli eos,  docu- 
mentos de  crédito,  efectos  y  valores  al  portador  en  la 
contratación  en  Bolsa,  y  de  su  inclusión  en  las  cotizacio- 
nes oficiales. 

Art.  28.  Para  que  los  efectos  jniblicos  defi- 
nidos en  el  núm.  1."  del  art.  68  del  Código  y 
en  elmismo  número  del  articulo  anterior,  sean 
admitidos  á  la  contratación  é  incluidos  por  la 
Junta  sindical  en  las  cotizaciones  oficiales,  se- 
rán condiciones  precisas: 

I.''  La  previa  declaración  del  Gobierno  de 
estar  autorizada  la  circulación  de  aquellos 
efectos. 

2."  La  publicación  en  la  Gaceta  de  Madrid 
del  número  de  titules  emitidos,  sus  series  y 
numeración  y  fecha  en  que  hayan  de  salir  á 
la  contratación  pública. 

Art.  29.  Si  -las  emisiones  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  hubiesen  de  salir  á  la  circu- 
lación en  distintas  fechas,  se  seguirá  en  cada 
Tina  igual  procedimiento  antes  que  la  Junta 
sindical  admita  á  la  contratación  é  incluya  en 
la  cotización  los  títulos  respectivos. 

Art.  30.  Para  la  admisión  á  la  contratación 
é  inclusión  eu  las  cotizaciones  oficiales  de  los 
efectos  públicos  emitidos  por  las  naciones  ex- 
tranjeras, deberá  preceder: 

1."  El  dictamen  de  la  Junta  sindical  del 
Colegio  de  Agentes  de  cambio. 

2."  La  publicación  en  la  Gaceta  de  las  con- 
diciones y  circunstancias  de  la  emisión  y  de  la 
fecha,  desde  que  pueden  ser  objeto  de  la  con- 
tratación pública. 

Art.  .SI  Corresponde  exclusivamente  á  la 
Junta  sindical  del  Goleg'io  de  Agentes  de  cam- 
bio de  Madrid  acordar  la  admisión  A  contrata- 
ción é  inclusión  en  las  cotizaciones  oficiales 
de  los  documentos  de  crédito  y  efectos  ó  valo- 
res al  portador  á  que  se  refieren  los  arts.  69, 
70  y  71  del  Código  y  segunda  parte  del  art.  30 
de  este  reglamento,  con  sujeción  á  las  dispo- 
siciones contenidas  en  los  artículos  siguientes. 
Art.  32.  La  Junta  sindical,  para  adoptar  el 
acuerdo  de  admisión  á  la  contratación  é  inclu- 
sión en  las  cotizaciones  oficiales  de  los  docu- 
mentos, efectos  ó  valores  al  portador  á  que  el 
articulo  anterior  se  refiere,  deberá  instruir,  á 
solicitud  de  los  interesados,  el  oportuno  expe- 
diente en  que  se  haga  constar  que  se  han  cum- 
plido todas  las  formalidades  y  condiciones  que 
respectivamente  se  exigen  en  los  arts.  69,  70 
y  71  del  Código  de  Comercio. 

En  el  caso  del  art.  70  del  Código,  ó  sea  cuan- 
do se  trate  de  documentos  de  crédito  al  por- 


tador emitidos  por  empresas  extranjeras,  de- 
berá hacerse  constar  como  dato  esencial  en  el 
expediente  la  declaración  del  Gobierno  de  que 
no  median  razones  de  interés  público  que  se 
opongan  á  su  admisión  é  inclusión  en  la  coti- 
zación oficial. 

Art.  33.  En  el  caso  de  no  conformidad  con 
los  acuerdos  de  la  Junta  sindical  sobre  la  ad- 
misión é  inchisión  de  los  valores  públicos  eu 
las  cotizaciones  oficiales,  podrán  los  interesa- 
dos alzarse  ante  el  Ministerio  de  Fomento  den- 
tro del  término  de  tercero  día.  La  resolución 
del  Ministerio  causará  estado,  y  será  sólo  ro- 
clamable  eu  la  via  contenciosa. 

Art.  34.  Acordada  por  la  Junta  sindical  la 
admisión  é  inclusión  en  las  cotizaciones  oficia- 
les de  los  documentos  de  crédito,  efectos  ó  va- 
lores al  portador,  lo  pondrá  en  conocimiento 
del  Ministerio  de  Fomento. 

El  acuerdo  de  la  Junta  sindical  se  publicai'á 
por  ésta  en  la  Gaceta  de  Madrid  con  el  porme- 
nor de  las  circunstancias  y  condiciones  de  las 
emisiones  y  de  las  garantías  en  que  se  funde. 

Esta  publicación  en  la  Gaceta  será  también 
de  cuenta  de  los  interesados. 

Ar.  35.  Los  establecimientos,  compañías  ó 
empresas  nacionales  ó  extranjeras  y  los  par- 
ticulares que  tengan  emitidos  documentos  de 
crédito  al  portador  admitidos  é  incluidos  eu 
las  cotizaciones  oficiales,  facilitarán  á  la  .Jun- 
ta sindical  la  Memoria  que  periódicamente  pu- 
bliquen, conforme  á  sus  estatutos;  las  listas  en 
tiempo  oportuno  de  las  amortizaciones  que  ve- 
rifiquen; y  siem])re  que  lo  pida,  noticias  exac- 
tas de  la  situación  de  las  emisiones  y  del  pago 
de  intereses  para  que  puedan  ser  consultadas 
por  el  público. 

La  falta  de  estos  datos,  después  de  un  mes 
desde  que  debieron  ser  entreg'ados  á  la  Junta 
sindical,  se  anunciará  por  esta  Corporación  en 
la  tablilla  de  edictos  de  la  Bolsa. 

CAP.  V.~Z>e  las  operaciones  de  Bolsa. 

Sección  primera. — Mediación  de  los  agentes  de  cam- 
bio en  las  oper,aciones  de  Bolsa. 

Art.  36.  A  los  agentes  colegiados  de  cam- 
bio corresponde  privativamente  intervenir  en 
las  negociaciones  y  transferencias  de  toda  es- 
pecie de  valores  públicos  cotizables  definidos 
en  el  art.  68  del  Códig-o  de  Comercio. 

Pueden  además  intervenir  en  concurrencia 
con  los  corredores  de  Comercio  en  todas  las 
demás  operaciones  y  contratos  de  Bolsa,  suje- 
tándose á  las  responsabilidades  propias  de 
estas  operaciones. 

Art.  37.  El  agente  de  cambio  requerido 
para  intervenir  eu  una  negociación,  no  podrá 
negar.se  á  ello,  pero  tendrá  derecho  á  exigir 
al  requirente  cuantas  garantías  estime  nece- 
sarias para  la  seguridad  de  la  negociación, 
mientras  ésta  se  halle  pendiente. 

En  el  caso  del  art.  322  del  Código  de  Comer- 
cio, el  depósito  de  los  títulos  en  garantía  de 
préstamos  podrá  hacerse  en  el  Banco  de  Espa- 
ña ó  sus  sucursales,  ó  en  la  Caja  general  de 
Depósitos.  '^ 

Art.  38.  Es  de  cargo  del  agente  de  cambio -í, 
que  haya  intervenido  en  una  operación  cotiza-  ^ 
ble  cuidar  de  su  inmediata  publicación,  con 
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arreglo  al  art.  78  del  Código  de  Comercio, 
para  cuyo  efecto  extenderá  tina  nota  firmada, 
qué  entregará  al  anunciador,  quien  después 
de  leerla  al  piiblico  en  alta  voz  la  pasará  á  la 
Junta  sindical. 

En  el  caso  de  que  la  contratación  se  hubiese 
concertado  fuera  del  edificio  de  la  Bolsa,  el 
agente  que  hubiese  intervenido  cuidará  bajo 
su  responsabilidad  de  que  la  publicación  se 
verifique  al  dar  principio  la  reunión  de  Bolsa 
del  mismo  día,  ó  al  principio  de  la  reunión  del 
día  siguiente  si  la  operación  se  hubiese  con- 
certado después  de  terminada  la  contratación 
oficial. 

Art.  39.  En  las  negociaciones  en  que  me- 
dien los  agentes  se  ajustarán  estrictamente  al 
curso  de  los  cambios,  ejerciendo  sobre  este 
punto  la  más  exquisita  vigilancia  la  Junta 
sindical,  que  resolverá  con  su  autoridad  las 
dificultades  que  se  presenten. 

Art.  40.  En  las  neg-ociaciones  de  valores 
nominativos  cotizables  en  Bolsa,  el  ag'ente  co- 
legiado vendedor  entregará  nota  de  sns  nú- 
meros al  comprador,  y  exigirá  de  éste  otra 
nota  con  el  nombre  de  la  persona  á  cuyo  favor 
haya  de  hacerse  la  transferencia. 

Para  que  ésta  se  verifique  se  entregarán  los 
documentos  representativos  de  los  valores  que 
hayan  sido  objeto  de  la  operación  antes  de  las 
veinticuatro  horas  en  la  oficina  que  correspon- 
da, expresando  el  nombre  del  cesionario  y  las 
demás  circunstancias  necesarias. 

Art.  41.  El  pedido  del  papel  negociado  á 
plazo  y  á  voluntad  del  comprador  deberá  ha- 
cerse, salvo  pacto  en  contrario,  antes  de  la  úl- 
tima media  hora  de  la  reunión  oficial  de  Bol- 
sa, dándose  por  vencida  con  este  acto  la  ope- 
ración para  liquidarla  al  dia  siguiente. 

Art.  42.  Las  declaraciones  de  la  opción  en 
las  operaciones  que  lleven  esta  condición,  de- 
berán hacerse  al  contratante,  ó  en  su  defecto 
se  harán  constar  oportunamente  ante  la  Junta 
sindical  hasta  media  hora  antes  de  la  termina- 
ción de  la  Bolsa  del  dia  del  vencimiento  del 
contrato. 

Art.  43.  La  Junta  sindical  proveerá  al 
agente  moroso  de  la  correspondiente  certifica- 
ción cuando  resulte  por  las  pólizas  presenta- 
das que  su  descubierto  procede  de  falta  de 
cvtmplimiento  de  su  comitente,  á  fin  de  que  á 
su  vez  pueda  repetir  contra  éste,  según  lo 
prescrito  eu  los  arts.  77  y  103  del  Código. 

Sección  segunda. — De  las  atribuciones  de  la  Junta 
sindical  de  Agentes  de  cambio. 

Art.  44.  A  las  Juntas  sindicales  de  Agen- 
tes de  cambio,  como  representación  de  las  Bol- 
sas y  encargadas  de  su  régimen  y  gobierno, 
corresponden  las  atribuciones  siguientes: 

La  publicación  de  las  operaciones, 

Levantar  las  actas  de  cotización. 

Fijar  los  tipos  de  la  misma. 

Publicar  el  Boletín  de  la  Bolsa. 

Practicar  las  operaciones  de  liquidación. 
_  En  el  ejercicio  do  estas  funciones  la  Junta 
sindical  se  ajustará  á  lo  que  se  prescribe  en 
los  artículos  sig-uieutes. 

Art.  45.  Para  la  publicación  de  las  opera- 
ciones la  Junta  sindical  acordará  la  forma  y 


modelos  de  las  notas  que  deban  extenderse 
para  aquel  efecto,  comprendiendo  todos  los 
casos  de  lag  diferentes  operaciones  que  auto- 
riza el  art.  75  del  Códig'o  de  Comercio. 

Art.  46.  En  la  Secretaria  de  la  Junta  sin- 
dical se  custodiarán  encarpetadas  ordenada- 
mente por  días  las  notas  ¡niblicadas  para  que 
puedan  consultarse  siempre  que  sea  necesario. 

Un  estado  de  las  operaciones  publicadas 
expresivo  de  las  cantidades  que  se  hayan  ne- 
gociado de  cada  clase  de  renta,  tanto  al  con- 
tado como  á  plazos,  se  remitirá  diariamente 
por  la  Junta  sindical  al  Ministerio  de  Fomento. 

Art.  47..  El  anunciador  se  ajustará  exclu- 
sivamente á  las  órdenes  de  la  Junta  sindical, 
y  cualquiera  alteración  maliciosa  ciue  hiciere 
eu  la  publicación  de  operaciones  será  corregi- 
da con  suspensión  de  empleo  y  sueldo,  sin  per- 
juicio de  acordar  su  separación  y  de  exigir- 
le las  demás  responsabilidades  á  que  hubiere 
lugar. 

Art.  48.  Conforme  al  art.  80  del  Código,  la 
Junta  sindical  es  la  autoridad  encargada  de 
levantar  el  acta  de  la  cotizacióu  en  vista  de 
las  notas  publicadas  y  de  las  noticias  que  fa- 
ciliten los  agentes  que  concurran  al  acto. 

El  acta  de  la  cotización  comprenderá  con 
toda  distinción: 

1.°  El  movimiento  sucesivo  que  hayan  te- 
nido los  cambios  de  los  efectos  públicos  y  va- 
lores industriales  ó  mercantiles  en  alza  y  baja 
desde  el  principio  al  fin  de  las  negociaciones 
de  cada  clase,  y  las  circunstancias  y  condicio- 
nes con  que  hayan  tenido  lug-ar. 

2.°  El  precio  máximo  y  mínimo  de  los  de- 
más contratos  designados  como  materia  pro- 
pia de  negociación  en  Bolsa  en  el  art.  67  del 
Código,  el  tipo  del  descuento  de  letras  y  el  de 
los  cambios  en  los  g'iros  y  préstamos. 

También  puede  comprender  el  acta  de  la  co- 
tización, cuando  lo  acuerde  la  Junta  sindical, 
el  tipo  de  los  descuentos  que  intervengan  los 
ag'entes  de  cambio  colegiados,  de  intereses  ó 
cupones  vencidos  ó  por  vencer,  y  títulos  amor- 
tizados de  los  valores  cotizables  en  Bolsa. 

La  cotización  de  toda  clase  de  valores  nacio- 
nales se  hará  y  publicará  con  arreg^lo  al  siste- 
ma decimal. 

Art.  49.  El  Colegio  de  Corredores  de  co- 
mercio de  la  plaza  en  que  haya  Bolsa  pasará 
diariamente  á  la  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Ag'entes  de  cambio  una  nota  de  los  cambios 
corrientes  y  precios  de  mercaderías  para  que 
en  unión  de  los  demás  datos  que  determina  el 
art.  80  del  Código,  pueda  extenderse  el  acta 
de  la  cotización  oficial. 

Art.  50.  Las  actas  de  cotización  se  autori- 
zarán con  la  firma  del  síndico  presidente  ó  del 
que  haga  sus  veces,  y  de  dos  individuos  de  la 
Junta  sindical,  y  laj^correspondientes  á  cada 
año  se  extenderán  en  un  registro  encuaderna- 
do, foliado,  y  eu  cuj-as  hojas  se  estampará 
cada  día  el  sello  de  la  Corporación. 

De  esta  matriz  se  expedirá  la  copia  autori- 
zada que  ha  de  remitirse  diariamente  al  Regi.s- 
tro  mercantil  conforme  al  art.  80  del  Código, 
y  la  misma  servirá  para  publicar  el  Boletín  de 
cotización. 

Art.  51.     Es  privativo  de  la  Junta  sindical 
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publicar  el  Boletín  de  la  cotización  de  cambios 
lo  que  llevará  á  efecto  una  vez  levantada  el 
acta  de  que  trata  el  art.  48  de  este  reglamento. 

Ningún  particular  ó  corporación  puede  pu- 
blicar un  Boletín  de  la  cotización  distinto  del 
que  redacte  la  Junta  sindical. 

Art.  52.  En  el  acto  eu  que  se  publique  el 
Boletín  de  cotización  de  cambios  fijará  la  .Jun- 
ta sindical  un  ejemplar  en  la  tablilla  de  edic- 
tos de  la  Bolsa. 

Igualmente  anunciará  al  pi'iblico  en  el  acto 
en  que  los  reciba  los  telegramas  relativos  á  la 
cotización  de  cambios  de  las  Bolsas  nacionales 
y  ejctranjeras. 

Los  Ministerios  de  Hacienda  y  Fomento  pro- 
curarán lo  necesario  para  que  los  telegramas 
sobre  cambios  que  se  reciban  sean  la  expresión 
fiel  de  las  cotizaciones  y  se  comuniquen  con 
toda  bre  vedad  direct  amen  tea  la  Junta  sindical. 

Art.  f)3.  Dicha  .Junta  remitirá  también  un 
ejemplar  del  Boletín  de  la  cotización  á  los 
Cuerpos  Colegisladores,  á  todos  los  Ministe- 
rios, á  las  Direcciones  generales  del  Tesoro, 
de  la  Deuda  pública,  y  de  Ag'ricultura,  Indus- 
tria y  Comercio,  á  la  autoridad  superior  gu- 
bernativa de  la  localidad,  Comisiones  de  Ha- 
cienda de  España  en  el  extranjero.  Gaceta  ele 
Madrid,  k  las  Juntas  sindicales  de  las  demás 
Bolsas  de  la  Xación,  y  á  cualquiera  otra  de- 
pendencia del  Estado  que  acuerde  el  Ministe- 
rio do  Fomento. 

Art.  5-1.  Conforme  con  el  párrafo  segundo 
del  art.  10.^  del  Código,  la  Junta  sindical  fijará 
el  tipo  de  las  operaciones  á  plazo,  con  obliga- 
ción de  entregar  valores  al  cerrarse  la  Bolsa 
del  último  día  del  mes,  tomando  por  base  el 
término  medio  de  la  cotización  del  mismo  día. 

El  tipo  medio  diario  de  la  operación  de  las 
cotizaciones  á  plazo  con  obligación  de  entre- 
gar valores  será' regulador  para  hallar  las  di- 
ferencias en  las  operaciones  de  igual  clase  en 
que  no  conste  estipulada  aquella  obligación. 

Si  el  día  del  vencimiento  de  esta  clase  de 
operaciones  no  se  hubiere  verificado  ninguna 
con  obligación  de  entregar  ^■a lores,  regirá 
para  su  liquidación  el  tipo  de  la  Bolsa  anterior 
más  próxima  en  que  lo  haya  habido. 

Art.  55.  La  Junta  sindical  adoptará  la  for- 
ma que  crea  más  conveniente  para  practicar 
la  liquidación  general  del  mes  que  le  enco- 
mienda el  art.  105  del  Código,  de  las  operacio- 
nes á  plazo  intervenidas  por  agentes  de  cam- 
bio colegiados,  y  las  medidas  necesarias  para 
que  las  liquidaciones  parciales  se  entreg'uen 
á  la  misma  el  día  sig'uiente  al  vencimiento,  y 
quede  terminada  la  liquidación  general  el  día 
tercero  hábil  inmediato. 

Los  particulares  que  tengan  operaciones  in- 
tervenidas por  agentes  de  cambio  colegiados 
podrán  presentar  á  su  nombre  su  respectiva  li- 
quidación á  la  Junta  sindical. 

Art.  56.  Para  prevenir  los  agentes  los  efec- 
tos de  su  responsabilidad  civil  por  los  títulos 
ó  valores  que  negociasen  después  de  publica- 
da en  Bolsa  por  !a  Junta  sindical  la  denuncia 
de  su  procedencia  ilegitima,  según  el  art.  104 
del  Código,  deberán  consultar  las  denuncias 
originales  que  ante  dicha  Corporación  hayan 
sido  presentadas. 


A  este  efecto,  además  de  la  debida  ordena- 
ción por  carpetas  de  estas  denuncias,  y  con  el 
fin  de  facilitar  su  cotejo,  tendrá  la  .Junta  sin- 
dical un  libro  indicador,  en  el  que  por  clases 
de  valores  se  determine  la  numeración  y  se- 
ries de  los  títulos  denunciados,  nombre  y  do- 
micilio de  los  denunciantes,  fecha  de  la  publi- 
cación de  la  denuncia  y  de  la  anulación  del 
anuncio  ó  de  su  confirmación  por  el  Tribunal 
que  conozca  del  asunto  K 

Este  libro  sólo  servirá  de  auxiliar  para  com- 
pulsar las  denuncias  orig-inales,  de  las  que  to- 
marán los  agentes  las  notas  que  crean  convi  - 
nientes  para  su  seguridad. 

Art.  57.  Las  denuncias  por  robo,  hurto  ó 
extravío  de  valores  cotizables  que  se  dirijan  á 
la  Junta  sindical  del  Coleg'io  de  Agentes  de 
cambio  y  Bolsa,  en  los  términos  prevenidos  en 
los  arts.  559  y  565  del  Código,  se  extenderán  y 
firmarán  por  duplicado  por  los  mismos  denun- 
ciantes en  los  modelos  que  dicha  Corporación 
adopte  para  la  debida  uniformidad. 

Art.  58.  Los  telegramas  que  sobre  denun- 
cias por  robo,  hurto  ó  extravio  de  valores  co- 
tizables dirijan  las  autoridades  á  la  Junta  sin- 
dical, se  publicarán  también  en  la  Bolsa  en  los 
términos  en  qiie  estén  concebidos,  á  los  mis- 
mos efectos  de  los  arts.  560  y  561  del  Código. 

Art.  59.  El  aviso  de  la  denuncin  por  la  Jun- 
ta sindical  á  las  de  igual  ela^e  de  la  nación 
que  prescribe  el  art.  559  del  Códig-o,  se  dará 
telegráficamente,  si  fuere  posible,  y  en  todo 
caso  por  el  correo  más  próximo. 

Art.  60.  Las  equivocaciones  en  la  numera- 
ción, series  y  clases  de  valores  denunciados 
son  imputables  al  denunciante  á  los  efectos 
del  art.  560  del  Códig-o,  y  se  subsanarán  en 
cuanto  se  reconozcan,  haciendo  nueva  publi- 
cación de  la  denuncia  en  la  Bolsa,  y  á  costa 
del  denunciante  en  los  periódicos  oficiales. 

CAP.  VI.— De  las  flaneas. 

Art.  61.  Los  agentes  colegiados  de  cnmbio 
y  Bolsa  constituirán  para  garantir  el  desempe- 
ño de  su  cargo,  una  fianza  en  efectivo  ó  en  va- 
lores públicos  calculados  al  cambio  medio  de 
la  cotización  del  liltimo  día  de  Bolsa  de  los 
meses  de  Julio  -  y  Diciembre  de  cada  año. 

Los  efectos  piiblicos  en  que  puede  prestarse 
esta  fianza  sei^n  los  emitidos  directamente 
por  el  Estado,  ó  con  garantía  subsidiaria  de  la 
nación. 

La  fianza  se  depositará  á  nombre  de  la  Jun- 
ta sindical,  expidiéndose  por  esta  Corporación 
el  coi-respondiente  resguardo  al  interesado. 

La  fianza  que  deben  prestar  los  agentes  de 
cambio  y  Bolsa  será  la  de 

Cincuenta  mil  pesetas  en  las  plazas  de  Ma- 
drid, Barcelona,  Valencia, Santandery Bilbao 

Treinta  mil  pesetas  en  las  de  Málaga,  Sevl 
lia,  Cádiz,  Coruña,  Tarragona,  Alicante,  Pal' 
ma  de  Mallorca,  San  Sebastián,  Valladolidy; 
Zaragoza. 

y  las  de  15.000  pesetas  en  cualquiera  otra 
plaza  en  que  se  establezcan  Bolsas  de  Co- 
mercio. 


i 


'     Víase  el  art.  7.9  del  Reí!-  f^'  ■'*  ''«  Junio  de  Í8S6. 
^    Debe  decir  Junio,  conforme  rectificó  la  R,  O.  de  13 
Octubre  de  18S0. 
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Art.  G2.  La  fiaiiüa  de  los  agentes  de  cambio 
yBolsa  responderá  exclusivamente  de  las  ope- 
raciones que  como  tales  llevan  á  efecto.  Eu  el 
Vínico  caso  de  carecer  el  agente  de  otros  bie- 
nes, podrán  hacerse  embargos  eu  la  expresa- 
da fíanza  por  responsabilidades  ajenas  al  car- 
go; pero  uo  serán  efectivos  hasta  seis  meses 
después  de  que  aquél  cese  en  el  ejercicio  de  la 
profesión,  ysólo  en  la  parte  de  fianza  qne  haya 
quedado  exenta  de  las  responsabilidades  del 
oticio  á  que  afectaba. 

A  este  fin  la  Junta  sindical,  en  cuanto  se  le 
notifique  en  fornuí  estar  consentida  por  el 
agente  la  sentencia  de  remate  en  las  ejecucio- 
nes por  deudas  particulares  ajenas  al  cargo, 
ó  la  sentencia  ejecutoria,  le  declarará  sus- 
penso de  ejercicio  del  mismo  hasta  que  dentro 
de  los  veinte  dias  sig'uieutes  reponga  cu  su 
fianza  la  cantidad  reclamada  con  arreg'lo  al 
art.  98  del  Código. 

Si  la  fianza  fuere  repuesta,  pondrá  la  Junta 
sindical  á  disposición  del  Tribunal  la  cantidad 
que  se  reclame  y  quedará  levantada  la  sus- 
pensión del  agente. 

Si  no  lo  fuere,  quedará  éste  de  hecho  priva- 
do de  su  oficio,  y  dará  principio  el  plazo  de 
seis  meses  de  preferencia  por  las  reclamacio- 
nes contra  la  fianza  por  oblig'acioues  á  que  la 
misma  responde  especialmente. 

Art.  ()o.  Eu  el  caso  de  que  el  ag-ente  uo 
i-umpla  los  compromisos  contraidos  en  el  ejer- 
i'icio  de  su  cargo,  la  Junta  sindical,  conforme 
á  lo  que  disponen  los  arts.  77  y  98  del  Código, 
realizará  la  parte  necesaria  de  la  fianza  de 
aquél  para  atender  á  las  reclamaciones  proce- 
dentes siempre  que  la  parte  perjudicada  opte 
por  el  cumplimiento  de  la  operación. 

Art.  G4r.  Las  cantidades  á  que  la  fianza 
debe  responder  se  cubrirán,  cuando  ésta  no 
consista  en  metálico,  con  el  importe  de  la  ven- 
ta de  los  efectos  públicos  en  que  se  halle  cons- 
tituida. 

Art.  65.  JjOS  corredores  de  comercio  coiisü- 
tuiráu,  para  g'arantizar  el  buen  desempeño  de 
su  carg'o,  una  fianza  en  efectivo  ó  valores  pú- 
blicos calculados  eu  los  términos  qne  dispone 
el  art.  61  de  este  reg'lameuto  con  arreglo  á  la 
siguiente  escala: 

De  5.000  pesetas  en  las  plazas  de  Madrid, 
Barcelona,  Valencia,  Santander  y  Bilbao. 

De  3.750  pesetas  en  las  de  Málag-a,  Sevilla, 
Cádiz,  Coriiña,  Tarragona,  Alicante,  Palma 
de  Mallorca,  San  Sebastián,  Valladolid  y  Za- 
ragoza. 

Y  de  2.500  pesetas  en  las  demás  plazas  del 
Reino. 

Art.  66.  Los  corredores  intérpretes  de  bu- 
ques constituirán  una  fianza  equivalente  á  la 
mitad  de  la  señalada  para  los  corredores  de 
comercio  en  el  anterior  artículo  en  las  plazas 
marítimas  respectivas. 

Art.  67.  La  devolución  de  la  fianza  de  los 
agentes  mediadores  del  comercio  eu  los  tres 
casos  de  renuncia,  privación  de  oficio  y  falle- 
cimiento, se  anunciará  eu  la  tablilla  de  la  Bol- 
sa, en  la  Gaceta  de  M-adrid  y  eu  el  Boletín  ofi- 
cial de  las  provincias,  señalando  el  plazo  de 
seis  meses  conforme  á  los  arts.  98  y  946  del 
Código   para  que  puedan   hacerse  "ante  los 


Tribunales  las  reclamaciones   que  procedan. 

Transcurrido  esto  plazo  sin  que  la  fianza  se 
haya  intervenido  en  forma,  la  devolverá  la 
Junta  sindical  á  los  interesados  ó  sus  causa 
habientes  después  que  acrediten  haber  depo- 
sitado sus  libros  en  el  Registro  mercantil, 
como  previene  el  art.  99  del  Códig'o. 

En  igual  forma  procederá  el  gobernador  de 
la  jjrovincia  para  la  devolución  de  la  fianza 
constituida  á  su  disposición  por  los  corredores 
é  intérpretes  que  no  formen  Colegio. 

CAP.  Vil.— Aranceles. 

Art.  68.     Los  ag'entes  de  cambio  colegiados 

se  sujetarán  en  la  percepción  de  sus  derechos 

por  la  intervención  en  los  contratos  y  ueg-ocia- 

cioues  qtie  el  Código  les  atril)uye  al  siguiente 

Arancel  <lc  los  agentes  colegIniluH  do  cnniblo 
y  KoInii. 

1."  En  las  negociaciones,  transferencias, 
cuentas  de  crédito  cou  garantía  y  suscriciones 
de  emisiones  de  toda  especie  de  efectos  públi- 
cos en  que  privativamente  intervienen  por  ra- 
zón de  suoficioy  en  los  préstamos congarautia 
de  estos  valores  el  2  por  LOOO  sobre  el  efecti- 
vo á  cobrar  por  mitad  de  cada  uno  de  los  coa- 
tratantes. 

2."  Eu  las  demás  operaciones,  actos  ó  con- 
tratos en  que  intervienen  en  concurrencia  con 
los  corredores  de  comercio,  los  derechos  fija- 
dos á  éstos  en  su  respectivo  Arancel. 

Estos  derechos  los  devengan  los  agentes 
aun  en  el  caso  de  no  consumarse  la  operación 
por  culpa  de  los  contratantes,  y  cuando  ésta 
se  termine  se  pag'arán  al  tiempo  de  liquidarse 
la  operación  fuera  de  lo  prevenido  respecto  á 
las  neg'ociaciones  á  plazo. 

S."  Por  las  certificaciones  que  expidan  con 
referencia  á  operaciones  que  consten  eu  su  li- 
b'ro  registro,  10  pesetas,  siempre  que  el  docu- 
mento no  comprenda  más  de  dos  asientos,  y 
cuando  pase  de  este  número  5  pesetas  por 
cada  uno. 

A."  En  la  busca  de  operaciones  de  sti  libro 
registro  que  ordenen  los  Tribunales  ó  autori- 
dades, 10  pesetas  por  el  examen  de  los  asien- 
tos de  cada  mes. 

Art.  69.  Sin  perjuicio  de  lo  que  eu  defini- 
tiva se  establezca  sobre  derechos  de  las  Jun- 
tas sindicales,  la  del  Colegio  de  Agentes  de 
Madrid  seg'uirá  percibiendo  los  que  actual- 
mente deveng'a  con  arreg'lo  á  la  práctica  esta- 
blecida. 

Art.  70.  Los  corredores  de  comercio  de- 
veng-arán  en  las  negociaciones  y  contratos  en 
que  intervengan  por  razón  de  su  oficio  los  de- 
rechos que  se  señalan  en  el  sig'uiente  '. 

Arancel  do  los  corroilores  «le  comercio. 

1.°  En  las  negociaciones  de  valores  indus- 
triales y  mercantiles,  metales  y  mercaderías, 
el  2  por  1.000  sobre  su  valor  efectivo  á  cobrar 
por  mitad  de  los  contratantes. 

2.°  En  giros  de  letras  decambio,  libranzas, 
pagarés  y  descuentos,  el  2  por  1.000  sobre  su 
importe  efectivo  á  cobrar  por  mitad  de  cada 
uno  de  los  contratantes. 


'    Los  efectos  de  este  art.  70  están  en  susxtenso  por  vir- 
tud del  li.  D.  de  2»  Septiembre  ¡888. 
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3."  Por  su  asistencia  á  las  subastas  de  le- 
tras ú  otros  efectos  de  comercio  en  las  qiie  iio 
obtuviere  la  adjudicación,  50  pesetas  cobra- 
das de  su  comitente. 

Si  hubiere  sido  adjudicado  el  remate  á  su 
favor  cobrará  el  10  por  1.000  sobre  el  efectivo 
y  por  mitad  de  ambas  partes. 

4."  En  los  seg-uros  terrestres  el  10  por  100 
sobre  el  importe  del  premio  cobrado  del  li- 
brador. 

5.°  Por  las  certificaciones  de  cambios,  de 
cuentas,  de  resaca,  el  1  por  1.000  cobrado  del 
librador. 

6."  Por  la  busca  de  operaciones  y  certifi- 
caciones que  expidan  con  referencia  á  los 
asientos  de  su  libro  registro,  los  derechos  se- 
ñalados por  iguales  conceptos  á  los  agentes 
de  cambio  en  su  respectivo  Arancel, 

Art.  71.  Los  corredores  intérpretes  de  bu- 
ques devengarán  en  los  contratos  en  que  in- 
tervienen por  razón  de  su  oficio  y  por  los  ser- 
vicios que  iiresten,  los  derechos  que  se  seña- 
lan en  el  siguiente 

Arancel  de  \o»  corredores  Intérpretes  de 
biif|ues. 

1."  En  los  seguros  marítimos  el  8  por  100 
sobi-e  el  importe  del  premio,  cobrado  del  ase- 
gurador. 

2.°  En  los  fletumentos  de  buques  el  4  por 
100  sobre  el  importe  de  los  fletes,  cobrado  del 
capitán  ó  del  fletador. 

3.°  En  los  préstamos  k  la  gruesa  1  por 
1.000  sobre  el  importe  del  capital  prestado  á 
cobrar  por  mitad  del  dador  y  del  tomador  del 
préstamo. 

4.°  Por  las  diligencias  á  que  se  refiere  el 
núm.  2.°  del  art.  113  cobrarán,  si  el  tiempo 
durante  el  cual  se  ocupe  el  corredor  intérpre- 
te de  naves  no  pasa  de  una  hora,  10  pesetas. 

Por  cada  15  minutos  que  exceda  de  dicho 
tiempo,  2  pesetas  50  céntimos. 

5."  Por  la  traducción  de  los  documentos  á 
que  se  contrae  el  núm.  3.°  del  mencionado  ar- 
ticulo, cobrarán  por  cada  llana  de  24  renglo- 
nes incluso  la  última,  aunque  no  tenga  com- 
pleto este  número,  si  la  traducción  se  hace  del 
francés,  italiano  ó  portugués,  5  pesetas.  Si'  se 
verifica  del  inglés  ó  alemán,  10  pesetas,  y  de 
cualquiera  otro  idioma,  12  pesetas. 

Disposiciones  transitorias.  I.''  Los  actuales 
empleados  de  Bolsas  cuyos  cargos  deban  sub- 
sistir con  arreglo  al  nuevo  Código  serán  con- 
firmados en  sus  puestos,  cubriéndose  las  va- 
cantes que  en  lo  sucesivo  ocurran  con  arreglo 
á  las  leyes  y  reglamentos  que  deban  regir  para 
los  de  su  clase. 

2.''  Los  actuales  corredores  de  comercio 
podrán  adquirir  el  titulo  de  agentes  de  cam- 
bio con  solo  completar  la  fianza. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1885.— Aproba- 
do por  S.  M.— Manuel  Alonso  Martínez.»  (Ga- 
ceta 1."  Enero  1886.) 

E.  D.  7  Enero  1886. 
(Hac.)  Extracto.— Con  el  propósito  de  uni- 
formar la  acción  administrativa  en  lo  relativo 
principalmente  á  las  relaciones  comerciales  de 
España  con  otras  potencias,  se  creó  una  Co- 
misión para  estudiar  su  estado  actual  y  las 


modificaciones  que  convenga  introducir,  etc. 
(Gac.  8  Enero.) 

E.  D.  28  Enero  ía96. 

Hace  extensivo  á  Cuba  y  Puerto  Rico  el  Có- 
digo de  Comercio  de  la  Península  de  22  de 
Agosto  de  1885.— V.  Código  de  comercio  en 

ULTRAMAR. 

E.O.  II  Mayo  1886. 
Sobre  inscripción  de  traslaciones  de  dominio  de  buques... 
(Grac.  y  Ju.st.)  «limo.  Sr. :  Accediendo  á 
lo  propuesto  por  la  Junta  de  Marina  mercante 
en  17  del  pasado  Febrero,  la  Reina  (Q.  D.  G.); 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  ordenar  que 
inscritas  en  los  Registros  mercantiles  las  tras- 
laciones de  dominio  de  buques,  ó  verificado 
cualquier  asiento  que  afecte  á  la  propiedad  de 
los  mismos,  pongan  los  registradores  el  acto  ó 
contrato  en  conocimiento  de  las  autoridades 
de  Marina  respectivas  en  el  término  máximo 
de  ocho  dias,  á  contar  del  en  que  se  extendió 
el  asiento.»  (R.  O.  11  Mayo  1886.  — ffac.  12  id.) 

E.  D.  18  Junio  1886. 

Por  este  Real  decreto  se  aprueba  el  adjunto: 

Reglamento   Interior  provinlonnl  de  la  Bolsa 
de  Comercio  de  Madrid. 


CAPITULO  I.—Orgajiización  de  la  Bolsa  de 
Comercio  de  Madrid. 

Articulo  1."  La  Bolsa  de  Comercio  de  Ma- 
drid depende  del  Ministerio  de  Fomento,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°  del  regla- 
mento interino  para  la  organización  y  régimen 
de  las  Bolsas  de  Comercio  de  31  de  Diciembre 
de  1885. 

Art.  2.°  La  dirección,  régimen  y  gobierno 
de  la  Bolsa  de  Comercio  de  Madrid  estará  á 
cargo  de  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  agen- 
tes de  cambio,  ejerciendo  en  la  misma,  confor-' 
me  á  lo  prevenido  en  el  Código  y  reglamen- 
to de  Bolsas  de  Comercio,  las  funciones  si- 
guientes: 

I.-'  Cuidar  de  todo  lo  concerniente  al  régi- 
men y  policía  interior  de  la  Bolsa. 

2.'''  Llevar  la  representación  de  la  Bolsa  de 
Comercio  en  cuanto  se  refiera  á  la  contrata- 
ción y  cotización  de  todos  los  valores  emana- 
dos del  crédito. 

3.'^  Ejercer  las  funciones  que  le  son  propias, 
presidiendo  el  Colegio  de  agentes  de  cambio 
y  Bolsa. 

Art.  3."  Con  respecto  al  régimen  y  policía 
interior  de  la  Bolsa,  es  propio  de  la  Junta  sin- 
dical del  Colegio  de  Agentes  de  cambio,  según 
lo  prevenido  en  el  art.  73  del  Código  de  Co- 
mercio, adoptar  cuantas  medidas  estime  con- 
venientes para  conservar  el  orden,  y  para  que 
se  establezcan  con  la  debida  regularidad  y  no 
se  interrumpan  las  transacciones. 

A  este  fin  es  la  autoridad  encarg-ada  de  cum- 
plir las  disposiciones  del  cap.  III  del  citado 
reglamento  de  Bolsas,  relativo  á  estas  reunio- 
nes públicas  del  comercio. 

Art.  4."  La  inspección  que  en  cuanto  al  or- 
den piiblico  corresponde  al  gobernador  civil 
de  la  provincia  en  las  reuniones  de  la  Bolsa 
de  Comercio,  la  ejercerá  un  delegado  de  esta 
autoridad,  con  sujeción  á  lo  que  previenen  los 
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reglamentos  generiiles  para  las  reuniones  pú- 
blicas de  toda  clase,  y  prestando  il  la  . I  unta 
sindical  del  Colegio  de  Agentes  do  cambio  el 
auxilio  que  en  caso  necesario  le  pidiere  al 
ejercer  sus  funciones. 

Art.  5."  Corresponde  á  la  Junta  sindical  del 
Coleg-io  de  Agentes  decanibio  deMadrid, como 
representante  de  la  Bolsa  en  cuanto  se  refiera 
á  la  contratación,  cumplir  y  vigilar  que  se 
ejecuten  los  respectivos  preceptos  i'.el  Código 
y  reglamentos,  bajo  la  dependencia  del  Minis- 
terio de  Fomento;  exponer  al  mismo  cuanto 
estime  necesario  en  beneficio  del  crédito  pú- 
blico y  de  la  contratación  de  Bolsa,  y  evacuar 
las  consultas  que  se  le  dirijan  en  todos  los  ca- 
sos en  que  el  Código  y  reglamento  de  Bolsas 
de  Comercio  no  determinen  la  Junta  mndical 
que  debe  hacerlo. 

Art.  6.°  El  personal  asignado  á  la  Bolsa  de 
Comercio  de  Madrid  dependerá  de  la  Junta 
sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  cambio,  y 
su  nombramiento  se  hará  por  el  Ministerio  de 
Fomento  á  propuesta  de  la  expresada  Junta, 
siendo  los  funcionarios  y  dependientes  del  es- 
tablecimiento, empleados  públicos,  y  no  pu- 
diendo  ser  separados  sino  en  virtud  de  expe- 
diente en  que  se  oirá  á  los  interesados  y  á  la 
Junta  sindical. 

Esta  Corporación  está  autorizada  para  dar 
al  personal  de  Bolsa,  según  su  clase,  el  desti- 
no que  créanlas  conveniente  al  mejor  servido. 

Art.  7."  El  personal  destinado  á  la  Bolsa 
de  Madrid  será  de  cargo  del  presupuesto  ge- 
neral del  Estado  conforme  al  art.  3."  del  regla- 
mento interino  de  Bolsas  de  Comercio. 

El  Ministerio  de  Foniento,  oyendo  á  la  Jun- 
ta sindical,  determinará  el  personal  que  deba 
asignarse  á  la  Bolsa  con  arreglo  á  las  necesi- 
dades que  señalen  los  nuevos  servicios  esta- 
blecidos por  el  Código  de  Comercio. 

Los  gastos  del  personal  y  los  del  material 
necesario  se  fijarán  cada  año  en  el  presupues- 
to general  del  Estado. 

Art.  8."  Para  el  servicio  de  las  liquidacio- 
nes generales  y  demás  trabajos  análogos  que 
el  Código  encomienda  á  la  Junta  sindical  del 
Colegio  de  Agentes  de  cambio,  nombrará  la 
misma  y  separará  libremente  los  liquidadores 
qtie  necesite. 

Para  retribuir  este  servicio  continuará  la 
Junta  cobrando  los  derechos  de  liquidación  de 
20  pesetas  por  cada  millón  de  pesetas  nomina- 
les de  compra  y  de  venta,  con  arreglo  á  la 
práctica  establecida  y  á  lo  que  se  previene  en 
la  R.  O.  de  28  de  Enero  de  este  año,  y  sin  per- 
juicio de  lo  que  el  Gobierno  resuelva  respecto 
al  .Arancel  de  las  Juntas  sindicales. 

Del  importe  de  los  derechos  de  liquidación 
podrá  la  Junta  sindical  descontar  para  sus 
gastos  propios  el  15  por  100,  destinando  el  res- 
to á  los  liquidadores. 

Art.  9."  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid,  al  cons- 
tituirse anualmente  y  cuando  las  exig-encias 
del  servicio  lo  requieran,  establecerá  entre  sus 
individuos  los  turnos  que  crea  más  convenien- 
tes para  la  inspección  y  vigilancia  del  pronto 
despacho  de  los  distintos  servicios  administra- 


tivos que  |)or  el  Códig'o  y  reglamento  de  Bol- 
sas de  Comercio  están  á  su  carg'o. 

Art.  10.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  la  Junta  sindical,  para  aten- 
der debidamente  al  cumplimiento  de  su  come- 
tido, podrá  poner  al  frente  de  los  distintos  ser- 
vicios de  Bolsa  un  letrado  asesor  que  bajo  su 
dependencia  y  como  su  representante  se  en- 
cargue del  examen  y  tramitación  de  los  asun- 
tos, y  del  estudio  é  informe  de  las  cuestiones 
de  derecho,  siendo  de  su  libre  elección  y  vo- 
luntad el  nombramiento  y  separación,  y  retri- 
buyéndole con  sus  propios  fondos. 

Art.  11.  Los  dependientes  de  la  Bolsa  de 
Comercio  que  presten  servicio  en  las  reuniones 
de  la  misma,  usarán  como  distintivo  gorra  con 
las  iniciales  B.  C.  de  M.  y  un  galón  dorado  en 
las  bocamang'as. 

CAP.  II. — Ve  las  reuniones  de  la  Bolsa  de  Comercio  de 
Madrid. 

Art.  12.  La  Junta  sindical  del  Coleg'io  de 
Agentes  de  cambio  cuidará  por  medio  del  sin- 
dico presidente,  vicepresidente  ó  adjunto  que 
le  reemplace,  del  régimen  y  policía  de  las  re- 
uniones de  la  Bolsa  de  Comercio  de  Madrid, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  cap.  III  del 
reglamento  de  Bolsas. 

Art.  13.  El  distintivo  de  la  autoridad  del 
sindico  presidente  ó  del  individuo  de  la  Juuta 
sindical  que  le  reemplace  en  las  reuniones  de 
Bolsa,  será  el  bastón  de  mando  reglamentario. 

Art.  14.  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio,  al  constituirse  anualmen- 
te, remitirá  al  Ministerio  de  Fomento  y  al 
Gobierno  civil  de  la  provincia  relación  de  los 
agentes  de  que  se  componga,  señalando  el 
orden  en  que  hayan  de  ejercer  las  funciones 
de  presidente  en  ausencias  y  enfermedades  del 
sindico. 

Art.  15.  Son  atribuciones  del  síndico  presi- 
dente por  lo  que  respecta  A  las  reuniones  de 
Bolsa: 

1."  Dar  la  orden  para  su  apertura  y  termi- 
nación. 

2.'"'  Impedir  por  medio  de  los  dependientes 
de  la  Bolsa  que  los  que  asistan  á  la  reunión, 
sea  cual  fuera  su  clase  y  categoría,  entren  con 
armas,  bastones  ni  paraguas. 

3.^  Adoptar  las  medidas  necesarias  para 
conservar  el  orden  en  las  transacciones,  y  dis- 
poner en  caso  necesario  la  detención  del  que 
lo  interrumpa,  poniéndolo  inmediatamente  en 
conocimiento  y  á  disposición  del  g'obernador 
civil  de  la  provincia,  y  utilizando  á  este  efecto 
los  servicios  de  inspección  de  orden  público 
del  delegado  de  esta  autoridad  en  las  reunio- 
nes de  Bolsa. 

4."  Dar  conocimiento  al  público  en  el  acto 
de  noticias  que  interesen  á  la  contratación, 
cuando  con  urgencia  asi  lo  disponga  y  lo  co- 
munique directamente  á  la  Junta  sindical  al- 
guno de  los  Ministerios. 

5."  Publicar  por  medio  del  anunciador  y 
por  edictos  las  denuncias  para  impedir  la  ne- 
gociación de  valores  cotizables  y  los  acuerdos 
de  la  Junta  sindical,  levantando  esta  prohibi- 
ción, así  como  los  autos  judiciales  dictados  con 
igual  objeto. 
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6."  Anunciar  también  por  edictos  en  el  lo- 
cal de  la  Bolsa  los  valores  que  hayan  sido  ad- 
mitidos á  la  contratación  y  cotización  oficial; 
el  recibo  de  Memorias,  balances  y  anteceutes 
que  deban  facilitar  á  la  Junta  sindical  los  es- 
tablecimientos, compañías  ó  empresas  nacio- 
nales ó  extranjeras  y  particulares  respecto  á 
los  valores  que  tengan  emitidos,  y  al  pag-o  de 
intereses  .y  amortizaciones  k  fln  de  que  el  pú- 
blico pueda  enterarse  en  Secretaría,  y  anun- 
ciar asimismo  la  falta  de  estos  datos  después 
de  un  mes  en  que  debieron  ser  entreg'ados  á  la 
Junta  sindical. 

7.^  Kemitir  diariamente  al  Eeg'istro  mer- 
cantil certificación  del  acta  de  cotización,  y  un 
ejemplar  del  Btletin  á  los  centros  que  señala 
el  art.  53  del  reg'lamento  de  Bolsas  de  Co- 
mevcio. 

8.^  Cuidar  de  que  se  fije  en  el  tablón  de 
edictos,  en  cuanto  esté  impreso,  un  ejemplar 
del  Boletín  de  Cotización,  y  en  el  acto  en  que 
los  reciba  los  telegramas  sobre  cambios  de  las 
Bolsas  nacionales  y  extranjeras.- 

9."  Cuidar  asimismo  de  que  permanezcan 
siempre  colocadas  en  el  interior  de  la  Bolsa 
las  liátas  de  los  agentes  de  cambio  y  Bolsa  y 
corredores  de  comercio  colegiados  y  las  señas 
de  sus  domicilios. 

Art.  16.  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Ag'entes  de  cambio  dictará  las  reglas  á  que 
han  de  sujetarse  los  dependientes  que  destine 
al  servicio  de  las  reuniones  de  Bolsa,  tanto  en 
lo  que  hace  relación  con  el  público,  como  para 
el  aseo  y  limpieza  del  local. 

CAP.  III. — De  la  admisión  de  valores  d  la  contratación 
y  cotización  de  la  Bolsa  de  Comercio  de  Madrid, 

Art.  17.  La  Junta  sindica!  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  admitirá  á  la  contratación, 
é  incluirá  en  las  cotizaciones  oficiales,  los  va- 
lores que  representen  créditos  contra  el  Esta- 
do, las  provincias  y  los  Municipios,  en  cuanto 
reciba  del  Ministerio  de  Fomento  la  autoriza- 
ción previa  del  Gobierno,  y  aparezca  publica- 
do en  la  Gaceta  de  Madrid  el  pormenor  de  las 
emisiones,  conforme  á  los  arts.  28  y  29  del  re- 
glamento de  Bolsas  de  Comercio. 

Art.  18.  El  dictamen  que  debe  emitir  la 
Junta  sindical,  conforme  al  niim.  2."  del  ar- 
ticulo 6S  del  Código  de  Comercio,  para  decla- 
rar el  Gobierno  admitidos  á  la  contratación  y 
cotización  de  Bolsa  los  efectos  públicos  de  na- 
ciones extranjeras,  comprenderá,  no  sólo  las 
consideraciones  de  conveniencia,  consultando 
los  intereses  del  comercio, sino  también  cuanto 
haga  relación  á'  la  facilidad  en  el  cobro  de  la 
renta  y  amortizaciones,  y  á  los  medios  de  re- 
conocer la  legitimidad  de  los  valores. 

La  Junta  sindical  sólo  admitirá  estos  valores 
á  la  contratación  y  cotización  oficial  cuando 
reciba  del  Ministerio  de  Fomento  la  debida 
autorización  del  Gobierno,  y  se  hayan  publi- 
cado en  la  Gaceta  las  condiciones  y  circuns- 
tancias de  la  emisión  y  la  fecha  desde  que 
puedan  ser  objeto  de  la  contratación  pública. 

Art.  19.  La  Juuta  sindical  del  Colegio  de 
Ag'entes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid  formará 
el  expediente  necesario  para  declarar  admiti- 
das á  la  contratación  v  cotización  oficial  las 


emisiones  de  valores  al  portador,  de  estableci- 
mientos, compañías  ó  empresas  nacionales. 

A  dicho  expediente  deberán  acompañarse 
testimonios  de  las  escrituras  de  sociedad  y  de 
los  estatutos  y  reglamentos  por  que  se  rijan 
las  compañías;  certificados  de  inscripciones  li- 
terales del  Reg-istro  mercantil  y  del  de  la  pro- 
piedad en  su  caso,  tanto  para  hacer  constar  la 
propiedad  de  los  bienes  que  sirvan  de  garan- 
tía A  las  omisiones,  como  las  carg-as  que  á  los 
mismos  bienes  afecten;  y  los  demás  documen- 
tos que  la  Junta  crea  necesarios  eu  consonan- 
cia con  el  art.  69  del  Código. 

Art.  20.  Se  presentarán  legalizados  y  tra- 
ducidos por  la  Interpretación  de  leng'uas  los 
documentos  qiie  deban  acompañarse  al  expe- 
diente que  instruya  la  Junta  sindical  del  Co- 
legio de  agentes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid, 
para  admitir,  conforme  al  art.  70  del  Código 
y  18  y  32  del  reglamento  de  Bolsas  de  Comer- 
cio, á  la  contratación  y  cotización  oficial  las 
emisiones  de  documentos  de  crédito  al  porta- 
dor de  empresas  extranjeras. 

La  Junta  sindical  no  admitirá  á  la  contrata- 
ción y  cotización  oficial  de  esta  clase  devalo- 
res,  aun  cuando  los  considere  admisibles,  sin 
que  preceda  la  declaración  del  Gobierno  de 
que  no  median  razones  de  interés  público  que 
se  opongan  á  ello. 

Art.  21.  Al  expediente  para  declarar  la 
Junta  sindical  admitidos  á  la  contratación  y 
cotázacióu  oficial  los  valores  al  portador  que 
emitan  los  particulares,  conforme  al  art.  71 
del  Código  de  Comercio,  deberán  unirse  cuan- 
tos antecedentes  estime  la  Junta  necesarios 
para  acreditar  que  los  valores  están  suficiente- 
mente g-arantizados. 

Art.  22.  La  Junta  sindical  dará  conoci- 
miento al  Ministerio  de  Fomento  del  acxierdo 
que  tomare  en  los  tres  casos  de  admisión  de 
valores  á  la  contratación  oficial  á  que  se  re- 
fieren los  arts.  69,  70  y  71  del  Códig-o  de  Co- 
mercio, y  le  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid 
k  costa  de  los  interesados. 

Cuando  el  acuerdo  de  la  .Tupta  en  ciialquie- 
ra  de  estos  tres  casos  fuere  negativo,  podrán 
los  interesados  entablar  recurso  de  alzada  ante 
el  Ministerio  de  Fomento  dentro  del  término 
de  tercer  día,  á  contar  desde  el  sig'uiente  al  de 
la  notificación  en  forma  que  le  hag'a  la  propia 
Junta. 

La  resolución  del  Ministerio  causará  estado 
y  sólo  será  reclamable  en  la  vía  contenciosa. 

CAP.  IV De  las  operaciones  de  Bolsa. 

Sección  primera. — Forma  á  que  debe  ajxistarse  la 
contratación  intervenida  por  los  agentes  colegia- 
dos de  cambio  y  Bolsa. 

Art.  23.     Para  fijar  el  cambio  de  toda  clase 
de  operaciones  se  usará  el  sistema  decimal,  • 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  48  del  regla- 
mento de  Bolsas  de  Comercio. 

En  los  cambios  de  las  operaciones  no  podrán 
fijarse  fracciones  menores  de  5  céntimos. 

Art.  24.  El  cambio  en  las  negociaciones  de 
valores  ó  efectos  cotizables  que, no  tengan  he- 
cho todo  el  desembolso  versará  sobre  el  im- 
porte de  la  parte  desembolsada. 

Art.  25.     Los  agentes,  al  proponer  una  ope- 
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ración,  mainfestarán  pi-iniero  la  cantidad,  lue- 
go las  condicione*  y  despnés  el  cambio. 

Art.   '2(i.     Las    operaciones    se   extenderen 
para  su  pnblicacióu  en  las  notas  formuladas 
.  por  la  Jnnta  .sindical. 

El  agente  vendedor  extenderá  y  firmará  la 
nota  de  publicación. 

Cuando  la  operación  se  haya  concertado  en- 
tre dos  agentes,  firmará  también  la  nota  el 
•  agente  comprador. 

'  Art.  27.  Conforme  el  art.  78  del  Código  y  á 
-lo  establecido  en  el  38  del  reglamento  de  Bol- 
sas de  Comercio,  es  de  cargo  de  los  agentes  do 
c;nnbio  cuidar  de  la  inmediata  publicación  de 
lii  operación  convenida,  y  en  el  caso  de  ha- 
berla concertado  fuera  de  las  horas  de  contra- 
tación oficial,  cuidar  asimismo  de  que  se  pu- 
blic(ue  al  dar  principio  la  reunión  de  Bolsa  in- 
mediata. 

Art.  28.  La  Jimta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  y  Bolsade  Madrid  aplicará 
discrecionalmente,  segnin  los  casos,  por  la  no 
publicación  de  operaciones,  la  multa  que  pres- 
cribe el  art.  19  del  reglamento  de  Bolsas  de 
Comercio. 

Art.  29.  La  publicación  de  las  operaciones 
se  hará  constar  por  la  Jimta  sindical  en  las 
pólizas  que  presenten  los  contratantes  estam- 
pando un  sello  que  asi  lo  acredite. 

Art.  80.  Podrán  los  agentes  comprender 
en  una  nota  de  publicación  de  operaciones  al 
contado  ó  á  plazo  varias  cantidades  de  un  mis- 
mo comitente  cuando  hayan  sido  negociadas 
á  igual  cambio  á  distintas  personas. 

En  este  caso  dará  el  anunciador  número  co- 
rrelativo de  publicación  á  cada  una  de  las  can- 
tidades que  comprenda  la  nota. 

Art.  31.  En  las  pólizas  de  operaciones  á 
plazo,  que  serán  extendidas  en  los  modelos 
adoptados  por  la  Junta  sindical,  se  expresa- 
rán todas  las  condiciones  del  contrato,  y  se 
pondrá  en  letra  el  número  de  publicación. 

Art.  32.  Para  hacer  constar  el  pedido  en 
tiempo  hábil  de  papel  negociado  á  plazo  y  á 
voluntad,  se  entreg-ará  por  los  agentes  nota 
firmada  al  sindico  presidente  cuando  el  ven- 
dedor no  se  hallare  en  la  reunión  de  Bolsa  á  la 
hora  señalada  para  este  acto  en  el  art.  41  del 
reglamento  de  Bolsas  de  Comercio.  Igual  pro- 
cedimiento se  seguirá  en  las  contestaciones 
de  las  operaciones  en  el  día  del  vencimiento 
á  que  se  refiere  el  art.  42  de  dicho  reglamento, 
ó  en  el  anterior  inmediato  si  este  día  fuere 
festivo. 

Art.  33.  El  anunciador,  al  hacer  la  publi- 
cación de  operaciones,  lo  expresará  por  el  si- 
guiente orden:  clase  de  valores,  cantidad  ne- 
gociada, plazo,  condiciones  y  cambio. 

A  cada  nota  de  publicación  le  dará  un  nú- 
mero correlativo  por  el  orden  en  que  los  anun- 
cie, teniendo  presente  lo  que  dispone  el  art.  30 
de  este  reglamento  en  el  caso  de  comprender 
.una  nota  diversas  cantidades. 

Art.  34.  Se  llevará  en  la  Secretarla  de  la 
Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  cam- 
bio de  Madrid  un  libro  de  estados  diarios  de 
operaciones  publicadas,  eu  el  que  se  expresa- 
rán todas  las  condiciones  y  circunstancias  que 
comprendan,  el  cual  servirá  de  indicador  do 


las  notas  de  publicación  que  han  de  archivarse 
encarpetadas  ordenadamente,  conforme  pres- 
cribe el  art.  46  del  reglamento  de  Bolsas  de 
Comercio. 

De  este  libro  se  copiará  el  estado  diario  de 
operaciones  que  debe  remitirse  al  Ministei'io 
de  Fomento,  seg'ún  se  previene  en  el  expresa- 
do articulo  del  reglamento  de  Bolsas. 

Sección  segunda. — De  las  operaciones  qne  pnetlen 
intervenir  en  concnrrencia  los  agentes  de  cambio 
y  Bolsa  y  los  corredores  de  comercio  colegiados  en 
Madrid. 

Art.  35.  Los  agentes  de  cambio  y  Bolsa  y 
los  corredores  de  comercio  colegiados  podrán 
intervenir  indistintamente  en  todas  las  opera- 
ciones, actos  y  contratos  que  autoriza  el  Códi- 
go, á  excepción  de  las  negociaciones-,  transfe- 
rencias y  sxiscricioues  de  emisiones  de  efectos 
públicos  que  son  privativas  de  los  primeros 
conforme  á  los  arts.  100  del  Código,  10  y  nú- 
mero 1."  del  68  del  reglamento  de  Bolsas  de 
Comercio. 

Art.  36.  Cuando  los  agentes  de  cambio  y 
Bolsa  de  Madrid  ejerzan  funciones  de  corre- 
dores de  comercio  se  sujetarán  á  las  disposi- 
ciones de  los  arts.  106  á  110  del  Código,  que 
determinan  los  deberes  de  los  corredores;  pero 
para  la  redacción  y  expedición  de  los  docu- 
mentos de  contratos  y  la  forma  de  los  asientos 
en  su  libro  registro  cíe  esta  clase  de  operacio- 
nes adoptarán  los  modelos  que  estimo  más 
oportunos  su  respectiva  Junta  sindica!. 

Art.  37.  Los  corredores  de  comercio  de  Ma- 
drid podrán  ejercer  sus  funciones  en  la  Bolsa 
en  las  horas  de  contratación  oficial,  y  los  cam- 
bios que  en  sus  operaciones  se  fijen  servirán 
para  formar  la  nota  que  la  Junta  sindical  de  su 
respectivo  Colegio  debe  remitir  diariamente  á 
la  del  Colegio  de  Agentes  de  cambio  y  Bolsa, 
como  dato  para  levantar  el  acta  de  cotización 
conforme  al  art.  49  del  reglamento  de  Bolsas 
de  Comercio. 

Art.  38.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones  en 
la  Bolsa  se  acomodarán  los  corredores  de  co- 
mercio de  Madrid  á  las  medidas  adoptadas 
por  la  Junta  sindical  del  Colegio  do  Agentes 
de  cambio  y  Bolsa  para  establecer  el  orden  de- 
bido en  las"  transacciones,  y  estarán  sujetos  á 
las  disposiciones  del  capitulo  III  del  regla- 
mento de  Bolsas  de  Comercio  relativo  á  estas 
reuniones  públicas. 

Art.  39.  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 22  del  reglamento  de  Bolsas,  los  corredo- 
res colegiados  de  comercio  incurren  en  lajjena 
de  privación  de  oficio  y  demás  responsabilida- 
des á  que  haya  lugar,  interviniendo  en  otras 
operaciones,  en  cualquier  concepto,  que  las 
que  les  son  propias,  con  arreglo  al  art.  100  del 
Código,  para  lo  cual  la  Junta  sindical  del  Co- 
legio de  Agentes  de  cambio  formará  en  su  ca.so 
el  expediente  justificativo  que  elevará  al  Mi- 
nisterio de  Fomento. 

Sección  tercera.— De  los  libros  registros  de  los  agen- 
tes de  cambio  y  Bolsa,  y  de  los  corredores  de  co- 
mercio colegiados  de  Madrid.  Notas  y  pólizas  que 
deben  adoptarse  en  la  contratación. 

Art.  40.  Los  agentes  mediadores  del  co- 
mercio de  Madrid  llevarán  necesariamente  un 
libro-registro  de  operaciones,  en  el  que  por 
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ordeu  correlativo  de  fechas  asentarán  todas 
las  operaciones  en  cjue  intervengan,  y  el  cual 
estará  autorizado  previamente  por  eljuez  mu- 
nicipal del  distrito  á  que  corresponda  su  domi- 
cilio, conforme  á  los  arts.  36  y  93  del  Códig'o 
de  Comercio. 

Podrán  llevar  también  otros  libros  con  las 
mismas  solemnidades,  poniéndolo  en  conoci- 
miento de  su  respectiva  Junta  sindical  para 
hacer  constar  la  clase  de  operaciones  á  que 
especialmente  los  destinen  y  la  fecha  con  qtie 
den  principio,  á  los  efectos  del  párrafo  tercero 
del  expresado  articulo  93  del  Código. 

Esto  no  obsta  para  que  los  agentes  puedan 
llevar  sin  aquellas  formalidades  los  libros  au- 
xiliares de  anotaciones,  borradores,  cuenta 
de  caja,  copiadores  y  demás  que  necesiten 
para  su  uso  privado. 

Art.  4:1.  En  el  caso  en  que  los  agentes  ha- 
yan de  dar  principio  á  un  tomo  del  libro  regis- 
tro con  asientos  de  operaciones  de  fecha  ante- 
rior á  la  legalización  judicial  del  mismo,  debe- 
rán hacer  constar  por  medio  de  nvta  fechada 
y  firmada,  el  número  de  asientos  de  operacio- 
nes que  habrán  de  insertarse  en  primer  lug'ar, 
siguiendo  el  orden  correlativo  desde  la  fecha 
del  último  asiento  del  tomo  anterior. 

Art.  tó.  Los  agentes  se  acomodarán  á  lo 
dispuesto  en  los  arts.  43  y  44  del  Código  de  Co- 
mercio respecto  á  la  forma  de  llevar  sus  libros- 
reg'istros,  sin  blancos,  interpolaciones,  raspa- 
dura ni  tachones,  salva'vlo  por  nota  inmedia- 
tamente que  las  adviertan  las  omisiones  ó 
ecjuivoeaciones  padecidas  al  hacer  los  asientos. 

Art.  43.  Sin  perjuicio  de  las  modificaciones 
que  la  práctica  señala  y  crea  oportuno  intro- 
ducir la  Junta  .sindical,  con  arreg-lo  á  las  fa- 
cultades que  le  concede  el  art.' 19  del  regla- 
mento deÍ3olsa  de  Comercio,  los  agentes  adop- 
tarán en  los  asientos  de  su  libro  registro  y  en 
la  redacción  y  expedición  de  documentos  de 
contrato,  lr»s  formularios  de.  asientos,  notas, 
pólizas  y  certificaciones  que  ée  acompañan  á 
este  reg'lamento. 

CAP.  'V.—De  la  redacción  del  acta  y  Boletín 
de  cotización. 

Art.  44.  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  y  Bolsa  adoptará  para  la 
redacción  del  acta  de  cotización  oficial  la  for- 
ma qiie  considere  más  adecuada  para  fijar  el 
curso  de  los  cambios,  y  señalar  las  condicio- 
nes de  los  contratos  en  los  términos  preveni- 
dos en  el  art.  48  del  reglamento  de  Bolsas  de 
Comercio. 

Art.  45.  En  el  acta  de  cotización  se  incluirá 
lina  casilla  que  se  llamará  de  Últimos  cambio.i 
no  puOlicado.s,  en  la  que  figurarán  los  que  la 
Junta  sindical  considere  corrientes  después  de 
cerrada  la  contratación  oficial  y  hasta  el  mo- 
mento de  la  redacción  del  acta  en  vista  de  las 
noticias  que  le  faciliten  los  agentes. 

Art.  46.  Al  determinar  en  el  acta  de  coti- 
zación el  movimiento  sucesivo  de  los  cambios, 
cuidará  la  Junta  sindical  de  fijar  las  oscilacio- 
nes de  alza  y  baja  en  el  mismo  orden  de  publi- 
cación, repitiendo  los  cambios  iguales  en  los 
casos  precisos  para  esta  determinación. 

Art.  47.     Todas  las  operaciones  concertadas 


en  el  intermedio  de  una  Bolsa  á  otra  se  publi- 
carán al  dar  principio  á  la  inmediata  conforme 
al  art.  38  del  reglamento  do  Bolsas  de  Comer- 
cio, y  sus  cambios  se  harán  constar  en  el  Acta 
y  itoletin  en  una  casilla  que  se  llamará  de 
Cambici  pi-ecedentes. 

Art.  48.  En  el  Boletín  de  cotización  publi- 
cará también  la  Junta  sindical  los  telegramas 
oflcialessobre  cambiosdelas  Bolsas  nacionales 
y  extranjeras. 

Art.  49.  El  Boletín  de  cotización  podrá 
también  comprender  en  su  última  parte  una 
sección  destinada  á  los  anuncios  que  la  Junta 
acuerde  y  estén  en  relación  con  las  funciones 
que  le  atribuyen  el  Código  y  reglamento  de 
Bolsas  de  Comercio. 

CAP.  VI. — Ve  las  liquidaciones  generales  de  operación^  i 
de  fin  de  mes. 

Art.  50.  En  cumplimiento  de  lo  prevenido 
en  el  art.  55  del  reg'lamento  de  Bolsas  de  Co- 
mercio, los  agentes  de  cambio  colegiados  pre- 
sentarán á  la  Junta  sindical  la  correspondien- 
te liquidación  de  operaciones  á  plazo  que  ten- 
g-an  intervenidas,  antes  de  las  doce  del  día 
sig'uiente  al  de  la  última  reunión  de  Bolsa  del 
mes,  á  fin  de  proceder  ála  liquidación  general. 

En  igual  término  podrán  presentar  á  su 
nombre  los  interesados  en  las  operaciones  in- 
tervenidas i3or  los  ag'entes  sus  respectivas  li- 
quidaciones á  la  Junta  sindical. 

Art.  51.  Las  liquidaciones  se  presentarán 
fechadas  y  firmadas  por  lo.s  interesados,  indi- 
cando en  la  parte  superior  la  liquidación  ó 
vencimiento  á  que  correspondan  las  opera- 
ciones. 

Art.  52.  En  la  liquidación  de  operaciones 
concertadas  con  obligación  de  entregar  ó  reco- 
ger papel  se  expresará  la  clase  de  valores, 
capital  nominal,  nombres  de  compradores  y 
vendedores,  el  efecto  y  las  diferencias  á  co- 
brar y  pagar,  cerrando  las  mismas  con  los  sal- 
dos que  resulten. 

Art.  53.  Las  liquidaciones  por  operaciones 
á  diferencia  se  presentarán  fijando  el  capital 
nominal,  clase  de  valores,  nombre  de  compra- 
dores y  vendedores,  cambio  convenido  y  la  di- 
ferencia resultante. 

Art.  54.  La  liquidación  g'eneral  dará  prin- 
cipio á  las  cinco  de  la  tarde  del  día  siguiente 
al  vencimiento,  continuando  en  esta  operación 
hasta  dejar  citados  los  saldos  que  en  definitiva 
resulten  en  metálico  y  papel  á  entregar  y  re- 
coger. 

La  Junta  sindical,  cuando  lo  estime  necesa- 
rio, podrá  variar  la  hora  en  que  ha  de  dar 
principio  la  liquidación,  anunciándola  al  pú- 
blico con  la  debida  anticipación. 

Art.  55.  Será  de  cargo  y  responsabilidad 
de  la  Junta  sindical  la  fijación  de  los  saldos 
definitivos  de  la  Iiquid;ición  g'eneral  de  ope- 
raciones de  fin  de  mes. 

Conocidos  los  saldos,  se  hará  simultánea- 
mente la  entrega  de  papel  y  dinero  bajo  la  res-  . 
ponsabilidad  de  los   respectivos  interesados, 
interviniendo  estos  actos  los  liquidadores  de 
la  Junta. 

Art.  56.  Para  llegar  al  término  de  la  liqui- 
dación general  en  el  plazo  más  breve,  dentro 
del  máximum  que  señala  el  art.  55  del  regla- 
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mentó  de  Bolsas  de  Comercio,  se  establecen 
las  siguientes  reglas: 

I.''  Las  diferencias  á  entregar  en  metálico 
en  las  liquidaciones  en  que  no  resulte  á  la  vez 
saldo  de  valores  á  recoger  se  entregarán  k  los 
liquidadores  al  mismo  tiempo  que  las  liquida- 
ciones. 

2."^  Los  saldos  de  valores  se  recogerán  y 
entregarán  por  los  respectivos  interesados  an- 
tes de  las  dos  de  la  tarde  del  segundo  día  há- 
bil de  Bolsa  del  mes  sig-uiente,  y  en  caso  ne- 
cesario ,  podrá  la  Junta  sindical  ampliar  el 
plazo  hasta  la  apertura  de  la  Bolsa  inmediata, 
á  cuv/i  hora  deben  quedar  terminadas  todas 
las  operaciones,  conforme  al  articulo  citado 
del  reglamento. 

3."  Xo  se  suspenderá  la  liquidación  gene- 
ral por  la  falta  de  presentación  de  alguna  liqui- 
dación en  el  plazo  que  señala  el  art.  50  de  este 
reglamento. 

Cuando  esto  ocurra,  se  eliminarán  las  parti- 
das que  se  refieran  al  ag'ente  ó  comitente  mo- 
roso, y  se  continuará  practicando  la  liquida- 
ción. 

Art.  57.  No  obstante  lo  establecido  en  el 
presente  capitulo  sobre  la  liquidación  gene- 
ral do  fin  de  mes  de,  operaciones  á  plazo,  la 
Junta  sindical  del  Coleg'io  de  Ag'entes  de  cam- 
bio y  Bolsa  podrá  adoptar  cuantas  medidas 
estime  necesarias  para  el  más  pronto  cumpli- 
miento de  lo  prevenido  en  esta  parte  en  el  ar- 
ticulo 55  del  reg'lamento  de  Bolsas  de  Co- 
mercio. 

CAP.  VII. —  De  las  reclamacioties  por  incumplí  miento 
de  operaciones  de  Bolsa. 

Art.  58.  Las  reclamaciones  por  incumpli- 
miento de  operaciones  publicadas  é  interveni- 
das por  los  agentes  colegiados  de  cambio  y 
Bolsa  de  Madrid  al  contado  ó  de  las  de  plazo, 
cuya  liquidación  no  forme  parte  de  la  general 
de  fin  de  mes,  se  harán  ante  la  Junta  sindical 
en  la  Bolsa  inmediata  al  dia  del  vencimiento, 
con  arreglo  á  los  arts.  76  y  77  del  Códig-o. 

Las  reclamaciones  que  se  refieren  á  la  falta 
de  cumplimiento  en  la  liquidación  general  de 
fin  de  mes,  se  harán  ante  la  Junta  sindical  has- 
ta las  dos  de  la  tarde  del  tercer  dia  hábil  des- 
pués del  vencimiento,  en  consonancia  con  lo 
prevenido  en  el  art.  55  del  reglamento  de  Bol- 
sas de  Comercio. 

Art.  59.  En  las  reclamaciones  contra  un 
agente  por  incumplimiento  de  operaciones  al 
contado  presentarán  los  interesados  á  la  Jun- 
ta sindical,  conforme  al  art.  77  del  Código,  los 
valores  no  recogidos  ó  el  importe  efectivo  del 
contrato  de  los  valores  no  entregados;  y  la 
Junta  sindical,  en  vista  de  la  nota  de  publica- 
ción de  la  operación,  venderá  ó  comprará  res- 
pectivamente los  efectos  públicos  convenidos 
por  medio  de  uno  de  sus  individuos,  y  realiza- 
rá á  la  vez  la  parte  necesaria  de  la  fianza  del 
agente   moroso  para  satisfacer  la  diferencia. 

Si  la  reclamación  fuese  de  un  agente  contra 
su  comitente,  la  Junta  sindical  comprará  ó 
venderá  bajo  la  res]ionsabiIidad  del  agente  los 
valores  á  que  se  refiera  la  operación,  y  expe- 
dirá á  favor  de  éste  la  certificación  de  que  ha- 
bla el  párrafo  tercero  del  art.  103  del  Código 
de  Comercio. 


Art.  60.  En  las  reclamaciones  contra  un 
agente  por  incumplimiento  de  operaciones  á 
plazo,  la  Junta  sindical,  en  vista  de  la  póliza 
del  contrato  que  presente  el  reclamante,  y  des- 
pués de  asegurarse  de  que  la  operación  está 
Ijublicada,  comprará  ó  venderá  al  plazo  más 
corto  posible  el  capital  nominal  en  descubier- 
to por  medio  de  uno  de  sus  individuos  y  por 
cuenta  del  agente  moroso. 

A  este  efecto  la  Junta,  transcurrido  el  pla- 
zo para  las  reclamaciones,  realizará  la  parte 
necesaria  de  la  fianza  del  ag'ente  para  satisfa- 
cer la  diferencia  que  resulte. 

Si  la  reclamación  fuera  de  un  agente  contra 
su  comitente,  la  Junta  hará  igual  operación  de 
compra  ó  venta  por  cuenta  del  primero,  y  ex- 
pedirá la  certificación  que  prescribe  el  párrafo 
tercero  del  art.  103  del  Código. 

Art.  61.  La  liquidación  de  operaciones  ó 
diferencias,  ó  sea  en  las  que  no  se  haya  estipu- 
lado la  oblig'ación  de  entregar  los  valores,  se 
practicará  por  la  Junta  sindical  en  caso  de  re- 
clamación, hallando  la  diferencia  entre  el  cam- 
bio convenido  y  el  tipo  medio  que  establece  el 
art.  54  del  reg'lamento  de  Bolsas  de  Comercio. 

Art.  62.  Si  para  atender  la  Junta  sindical  la 
reclamación  contra  un  agente  vendedor  fuere 
insuficiente  el  efectivo  de  la  operación  recla- 
mada y  la  parte  de  fianza  disponible,  es  po- 
testativo en  el  reclamante  limitar  la  compra 
que  la  .Junta  ha  de  hacer,  en  cumplimiento  del 
art.  77  del  Código,  á  la  cantidad  nominal  de 
valores  que  fuere  posible,  ó  extenderla  á  la 
totalidad  del  capital  nominal  convenido,  sien- 
do de  su  cuenta  en  este  último  caso  la  diferen- 
cia de  más  que  aparezca,  y  que  entregará  des- 
de luego  á  la  Junta  para  completar  el  precio 
de  la  compra. 

Art.  63.  Terminada  la  liquidación  general 
de  fin  mes,  deberán  canjear  los  ag'entes  y  co- 
mitentes las  pólizas  de  operaciones  á  plazo 
vencidas,  y  sobre  las  que  no  se  hubiese  produ- 
cido reclamación,  quedando  nulas  y  sin  nin- 
gún valor  las  pólizas  que  no  se  devuelvan. 

Del  mismo  modo  quedarán  sin  ning'ún  valor 
ni  efecto  las  notas  de  mutua  conformidad  de 
las  negociaciones  al  contado  cambiadas  entre 
agentes  y  comitentes,  á  las  que  se  refiere  el 
art.  103  del  Códig'o,  una  vez  liquidadas  las 
operaciones  y  expedida  al  comprador  la  póli- 
za de  adquisición  de  los  valores. 

CAP.  VIII.— So6re  las  denuncias  para  ÍTnpedir  la  nego- 
ciación de  documentos  de  crédito  y  efectos  al  portador. 

Art.  61.  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid  admiti- 
rá las  denuncias  que  se  le  presenten  por  robo, 
hurto  ó  extravío  de  valores  cotizables  al  por- 
tador, enumerados  en  el  art.  547  del  Código, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  559  y  565;  y  en 
el  mismo  dia  ó  en  el  inmediato  fijará  anuncio 
eu  el  tablón  de  edictos,  lo  anunciará  al  abrirse 
la  Bolsa  y  participará  las  denuncias  por  el 
correo  más  próximo  ó  por  telegramas,  si  fuese 
posible,  á  las  Juntas  sindicales  de  las  demás 
Bolsas. 

Art.  65.  Las  denuncias  de  los  valores  á  que 
se  refiere  el  art.  547  del  Codig'o  para  impedir 
su  negociación  en  Bolsa,  se  extenderán  y  fir- 
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inarán  por  duplicado  por  los  mismos  denun- 
ciantes en  los  modelos  adoptados  por  la  Junta 
sindical  que  se  acompañan  á  este  reglamento. 

Uno  de  los  ejemplares  se  fijará  por  la  Junta 
en  el  tablón  de  denuncias,  y  otro  se  unirá  al 
expediente  respectivo  para  la  resolución  que 
proceda,  con  arreglo  al  art.  661  del  Código. 

Art.  66.  La  Junta  sindical  cuidará  de  la 
publicación  en  la  Gaceta  de  Madrid,  Boletin 
oficial  de  la  provincia  y  Diario  de  Avisos  de 
las  denuncias  que  se  presenten  para  impedir 
la  negociación  de  valores. 

Los  gastos  de  esta  publicación  serán  de 
cuenta  de  los  denunciantes,  quienes  consigna- 
rán al  efecto  en  la  Secretaria  de  la  Junta  la 
cantidad  necesaria. 

A  solicitud  y  á  costa  de  los  que  presenten 
estas  denuncias  comunicará  también  la  Junta 
telegráficamente  á  las  de  ig'ual  clase  de  la  Na- 
ción noticia  de  la  clase  de  valores,  series  y  nu- 
meración de  los  valores  denunciados. 

Art.  67.  Las  comunicaciones  y  telegramas 
de  las  autoridades  que  reciba  la  Junta  sindi- 
cal para  impedir  la  neg'ociación  de  valores  co- 
tizables, los  anunciará  esta  Corporación  en  la 
Bolsa  en  los  términos  prevenidos  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  art.  559  del  Código  de  Co- 
mercio. 

Conforme  á  los  arts.  561  del  Código  y  58  del 
reg'lamento  interino  de  Bolsas,  las  denuncias 
comunicadas  á  la  Junta  por  las  aiitoridades 
deberán  ser  cojifirmadas  por  auto  judicial  en 
el  plazo  de  nueve  días. 

Art.  68.  La  Junta  sindical  publicará  tam- 
bién en  la  Bolsa,  y  á  costa  de  los  interesados 
en  la  Gaceta  ele  Madrid,  los  autos  judiciales 
impidiendo  la  negociación  de  valores  ó  confir- 
mando las  denuncias  que  se  le  hubiej'en  pre- 
sentado; los  que  quedarán  subsistentes  hasta 
que  se  le  comunique  el  auto  dictado  en  el  ex- 
pediente de  su  procedencia  levantando  aque- 
lla prohibicióu. 

Art.  69.  En  consonancia  con  lo  dispuesto 
en  los  arts.  561  y  665  del  Código  de  Comercio, 
la  Junta  sindical  cuidará  de  publicar  la  anu- 
lación de  las  denuncias  en  la  Bolsa  por  medio 
del  anunciador  y  por  edicto,  y  asimismo  los  au- 
tos judiciales  que  reciba  levantando  la  prohi- 
bición de  negociar  los  Aalores  denunciados. 

Art.  70.  l^ara  prevenir  los  efectos  de  ser 
nula  la  enajenación  de  los  valores  cotizables 
después  de  la  publicación  de  su  denuncia  y  de 
serválidadespuésde  anuladoel  anuncio,  como 
previenen  los  arts.  5G0,  561  y  5G5  del  Código, 
destinará  la  .Junta  sindical  un  tablón  de  edic- 
tos páralos  avisos  de  denuncias,  autos  judi- 
ciales imiiidiendo  la  neg'ociación  de  valores, 
confirmando  ó  levantando  esta  prohibición , 
las  comimicaciones  ó  telegramas  de  las  auto- 
ridades y  los  acuerdos  de  la  propia  Junta  anil- 
lando los  avisos  de  las  denuncias  presentadas. 
Art.  71.  Además  de  la  publicidad  que  con 
arreglo  á  los  artículos  anteriores  ha  de  dar  la 
Junta  sindical  á  cuanto  se  refiere  á  la  reten- 
ción ó  libre  circulación  de  los  valores  cotiza- 
bles, lo  anunciará  también  en  el  Boletin  de  Co- 
tización. 

Art.  72.  En  armonía  con  lo  dispuesto  en  los 
arts.  104,   547  y  560  del  Código  y  el  56  del  re- 


glamento de  Bolsas  de  Comercio,  asi  como 
también  con  lo  prevenido  en  la  R.  O.  de  14  de 
Diciembre  de  1885,  expedida  por  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  la  Junta  sindical  del  Co- 
legio de  Agentes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid 
cuidará  de  reunir  los  antecedentes  que  exis- 
tan sobre  retención  de  valores  cotizables,  re- 
clamando de  los  centros  de  emisión  de  toda 
clase  de  efectos  y  iblicos  y  valores  comerciales 
y  de  los  que  entiendan  en  el  pag'o  de  intereses 
y  amortizaciones,  las  noticias  que  en  este  par- 
ticular interesen  á  la  contratación,  y  acudiear 
do  al  Ministerio  de  Fomento  para  remover  las 
dificultades  que  se  presenten. 

Art.  73.  El  libro  indicador  de  las  denun- 
cias de  que  trata  el  art.  56  del  reglamento  de 
Bolsas  de  Comercio  comprenderá  separada- 
mente cada  clase  de  deuda,  y  por  orden  corre- 
lativo de  fechas  se  anotarán  las  retenciones 
que  existan  y  que  en  lo  suce.sivo  se  presenten 
determinando  el  número  de  orden  de  la  de- 
nuncia, la  numeración  y  serie  de  los  títulos  re- 
clamados, nombres  y  domicilios  de  los  denun- 
ciantes ó  autoridades  que  hacen  la  denuncia, 
fecha  de  la  publicación  ó  anulación  de  la  mis- 
ma por  la  Junta  sindical,  Tribunal  que  confir- 
ma ó  levanta  la  retención,  y  fecha  del  recibo 
del  auto  en  que  lo  acuerde. 

Este  libro  dará  principio  á  la  publicación  de 
este  reglamento  con  las  denuncias  de  que  ten- 
ga conocimiento  la  Junt.a  sindical,  la  cual  re- 
mitirá al  Ministerio  de  Fomento  copia  autori- 
zada de  los  asientos  que  comprenda  para  su. 
inserción  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Del  mismo  modo  la  Junta  sindical  reiuitirá 
al  Ministerio  de  Fomento  copia  autorizada  en 
yo  de  Junio  y  31  de  Diciembre  de  las  denun- 
cias que  hubiere  recil)ido  en  cada  semestre,  y 
cuyos  títulos  continúen  retenidos. 

Madrid  18  de  Junio  de  1886.— Aprobado  por 
S.  M.— Eugenio  Montero  Ríos.»  (Gacs.  26  y  27 
Junio.)  * 

(Siguen  á  este  reglamento  muchos  formula- 
rios, de  los  cuales  hay  impresos  en  Bolsa,  y 
sólo  pondremos  el  de  denuncia  de  robo  ó  ex- 
travío de  efectos  públicos.  A  saber:) 
Denuncia  pitra  Impedir  In  negociación  ilc  clocii- 

nienl««i  de  créillto  y  efeclos  al  portador  coll- 

zalilcs  en  ISiil»«a. 

Don...,  con  domicilio  en...,  según  cédula  personal 
de...  clase,  núm...,  fecha...,  se  dirige  á  la  Junta  sin- 
dical del  Colegio  de  agentes  de  cambio  y  Bolsa  para 
los  efectos  prevenidos  en  los  arts.  559  al  565  del  Códi- 
go de  Comercio,  denunciando  el...  de  los  valores  que 
á  continuación  se  expres.in,  que  adquirió  por  título 
de...  en... 


Clase  (le  valorea. 

Series. 

NUMERACIÓN. 

' 

I 


Madrid...  de...  de  mil  ocliocientos  oclienta  y. 
El  denunciante, 
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E.  o.  1."  Febrero  1887. 
Transportes  por  ferrocarril. 

Esta  Real  orden,  entre  otras  disposiciones 
aclar.atorias  del  reglamento  de  policía  de  fe- 
rrocarriles, determina  en  sus  reglas  décima- 
cuarta,  décimaoctava  y  vigésima  sobre  per- 
fección del  contrato  de  transporte,  sucesión  al 
juicio  de  amigables  componedores  para  resol- 
ver sobre  los  ])orjuieios  en  los  casos  de  retra- 
so y  avería  del  transporte,  y  sobre  reclariíacio- 
nes  judiciales  á  que  tales  contratos  den  lugar. 
V.  Ferrocarriles. 

E.  D.  18  Noviembre  1887. 
Declaratido  la  peseta  tipo  oficial  de  cambio  en  las  pla::as 
7nercantiles  del  reino  y  del  extranjero,  tj  determinando 
la  forma  de  los  cuiiililo»  cou  el  cxtrunjei'Q. 

(FoM.)     «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Eltipo  oficial  de  cambio  en  las 
plazas  mercantiles  del  Reino,  será  la  peseta 
creada  en  la  reforma  del  sistema  níouetario 
vigente  de  19  de  Octubre  de  1868. 

Art.  -2°  Los  cambios  de  España  con  el  ex- 
tranjero se  arreglarán  fijando  el  número  de 
pesetas  y  céntimos  más  ó  menos  que  hayan  de 
entreg'arse  en  equivalencia  de  la  moneda  de 
cambio  ó  sus  múltiplos  del  país  respectivo,  á 
cuyo  efecto  servirá  de  norma  el  procedimiento 
de  cambio  adoptado  en  el  Apéndice  2.°  de  la 
lust.  de  26  de  Junio  de  1886. 

Art.  3.°  Los  cambios  entre  las  plazas  mer- 
cantiles de  España  se  arreglarán  fijando  el 
tanto  jior  ciento  de  beneficio  ó  de  daño  cou  re- 
lación al  papel. 

Art.  4."  En  igual  forma  qne  la  expresada 
en  el  artículo  anterior,  se  arreglarán  los  cam- 
bios con  Francia ,  Bélgica,  Italia  y  Suiza, 
mientras  subsista  en  estas  naciones  el  mismo 
sistema  mouetario  que  en  España;  así  como 
también  los  cambios  cou  otros  países  que  en 
adelante  adopten  en  su  moneda  iguales  con- 
diciones. 

Art.  5."  La  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio  y  Bolsa  de  Madrid  cuida- 
rá, bajo  las  precedentes  disposiciones,  de  ad- 
mitir á  la  cotización  oficial  los  nuevos  cambios 
que  puedan  abrirse  sobre  naciones  con  las 
cuales  España  no  tiene  giros  directos,  y  de 
acomodar  á  estos  preceptos  la  cotización  del 
cambio  extranjero  en  los  casos  en  cjue  lo  re- 
clame alguna  variación  de  los  sistemas  mone- 
tarios. 

Art.  6."  Quedan  derog'ados  los  Reales  de- 
cretos de  18  de  Febrero  y  de  10  de  Junio  de 
1847,  relativos  á  la  forma  "de  arreglar  y  coti- 
zar los  cambios  nacional  y  extranjero. 

Dado  en  Palacio  A  18  de  Noviembre  de  1887. 
— María  Cristina. — El  Ministro  de  Fomento, 
Carlos  Navarro  y  Rodrigo.»  (Gac.  í9  de  No- 
viembre.) 

E.  O.  19  Noviembre  1887. 

Equivalencia  de  las  monedas  extranjeras  en  monedas 

espailolas. 

(FoM.)  Se  manda  publicar  en  la  Gaceta  el 
Apéndice.  2."  de  la  Inst.  de  26  de  Junio  de  1886, 
que  establece  los  requisitos  que  han  de  cum- 
plirse para  verificar  pagos  en  el  extranjero 
por  obligaciones  del  Estado,  por  conducto  de 
los  banqueros  comisionados  por  el  Gobierno 


español.  El  Apéndice  que  se  manda  publicar  y 
á  que  se  refiere  el  art.  2.°  del  R.  D.  de  18  de 
Noviembre  (el  auterior),  es  el  siguiente: 

Apéndioc  niini.  t. 

Cambios  fijos  que  rigen  desde  1.°  de  julio  de  1885 
para  el  pago  en  el  extranjero  de  todo  servicio 
del  estado  no  convenido,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  y  real  orden  de  21  y  27  de  junio 
de  dicho  año. 


NACIONES 


Albmaiiía 

América  inglesa.... 
.\ustria  Hungría, ,. 

Bélgica 

Brasil.   

Cocliínchína  fran- 

cusa 

Colombia 

Colonias  inglesas. . 

Chile 

Dinamarca 

Egipto   

Estados  Unidos  de 
América 

Finlandia  (Eusia).. 

Fríincia 

Grecia 

Haiti 

Indias  inglesas 

Inglaterra 

Italia 

Isla  Mauricia (Colo- 
nia inglesa] 

Japón 

Méjico 

Monaco 

Noruega 

Países  Bajos 

Persia 

Perú 

Portugal 

Eepúb.  Argentina. 

Kumanla 

Kusi.a    

Servia •..,.. 

Suecia ■ 

Túnez 

Turquía 

Uruguay 

Venezuela 


MONEDAS  EXTRANJERAS 


Equiva- 
lencia en 
moneda 
espaflola, 

Pts.  Cts. 


Reich  -  mark    de    100 

pfennig ; 

DoUar 

Florín  100  kreutzers   . 
Franco  de  100  cents. 
Mil  reis 

Piastra  de  comercio.. 

Peso  de  oro   

20   céntimos  de    plata 

de  Hong  Kong 

Peso  de  100  centavos. . 

Krone  de  100  ore 

Piastra  de  40  para  ... 

Dollar  de  lOOcentavos. 

Markka  

Franco  de  100  cents. . . 
Drachma  de  100  lepta. 

Gourdo • 

Eoupia .■. 

Libra  esterlina 

Lira  de  100  cónts 

Veinte  céntimos   

Yen  de  100  sen 

Peso  de  100  centavos.. 
Franco  de  lOOc.énts... 

Krone  de  100  ore 

Florín  de  100  cents.  .. 
Thoman  delOOscbahis 
Sol  de  100  dineros  ó  100 

céntimos 

Mil  reis 

Peso 

Ley  de  100  banis 

Eublo  de  100  kopeks. 
Diñar  de  100  par.as. . . 

Krona  de  100  ore 

Piastra 

Piastra   

Piastra  ó  peso 

Venezolano 


1'23 
.'5'25 
2'47 
1 

2'S3 

B'40 


0'95 

5 

1'39 

0'26 

5' 18 
1 
1 
1 

4'96 
2'88 
25'20 
1 

0'41 
5' 17 
5'43 
1 

1'39 
2*10 
11'83 

5 

B'60 

5 

1 

4 

1 

1'39 

0'62 

0'23 

5 

5 


E.  O.  80  Abril-U  Mayo  1888. 

(FoM.)  Concedió  uso  de  uniforme  para  los 
actos  oficiales  á  los  corredores  intérpretes  de 
buques  del  Colegio  de  Barcelona,  consistente 
en  casaca  color  negro  ribeteada  con  una  se- 
rreta de  plata  de  doce  milímetros  de  ancho; 
botonadura  del  mismo  metal;  en  las  solapas  y 
bocamangas  el  águila  y  el  ancla  bordadas, 
como  emblema  de  la  profesión;  pantalón  ne- 
g'ro,  con  serreta  de  plata;  chaleco,  corbata  y 
guantes  blancos;  sombrero  apuntado,  con  se- 
rreta de  plata  y  escarapela  de  los  colores  de 
la  bandera  de  la  matrícula  de  Barcelona,  y  es- 
padín con  puño  plateado  '.>  (Reforma  juridi- 
c»  de  Barcelona.) 


>  Por  otra  R.  O.  de  28  de  Noviembre  del  mismo  año  te 
modificó  algún  tanto  el  uniforme,  disponiendo  que  la  ca- 
saca sea  abrochada  y  que  la  serreta,  botones,  espadín, 
galón  de  los  pantalones  y  demás  adornos  sean  doradosen 
vez  áe  plateados.  (Bol.  of.  de  Barcelona,  2  Febrero.) 
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E.  D.  6  Agosto  1888. 

Se  aprobó  el  Código  de  Comercio  para  Fili- 
pinas, que  es  el  mismo  de  la  Península,  con 
las  diferencias  que  indicaremos  en  su  articulo 
especial,  á  continuación  de  éste. 

E.  D.  29  Septiembre  1888. 

Suspendiendo  los  efectos  del  art.  70  del  reglamento  inte- 
rino de  Bolsas  de  Comercio  de  31  Diciembre  Í8S5. 

(Grac.  Y  JusT.)  «...Articulo  1."  Se  dejan 
en  suspenso  los  efectos  del  art.  70  del  regla- 
mento interino  de  Bolsas  de  Comercio  de  31  de 
Diciembre  do  1885,  por  el  cual  se  redujeron  los 
honorarios  de  los  corredores  de  comercio  en 
las  operaciones  mercantiles.  Podrán,  en  su 
consecuencia,  diclios  corredores  continuar  por 
ahora  percibiendo  los  que  antes  de  la  indica- 
da fecha  se  hallaban  establecidos. 

Art.  2."  Para  preparar  la  definitiva  solu- 
ción de  este  asunto  y  mantener  la  convenien- 
te uniformidad  en  la  percepción  de  e.sta  clase 
de  derechos,  la  Comisión  revisora  del  Código 
de  Comercio,  previo  examen  de  las  diversas 
tarifas  establecidas  en  las  plazas  mercantiles 
de  España,  que  por  este  Ministerio  se  le  co- 
municarán sin  pérdida  de  tiempo,  formulará 
á  la  mayor  brevedad  las  nuevas  tarifas  que  en 
lo  sucesivo  hayan  de  regir.»  (Gac.  13  Octubre.) 

E.  D.  19  Julio  ias9. 

(FoM.)  Exf}-acto.~ Autorizó  á  la  .Tunta  de 
obras  de  la  nueva  Bolsa  de  Madrid  para  la 
emisión,  con  el  carácter  de  efectos  públicos,  de 
1.250.000  pesetas  en  obligaciones  al  portador 
de  500  pesetas  nominales  cada  una  con  interés 
anual  de  5  por  100,  con  hipoteca  sobre  el  so- 
lar y  obras.  (Gac.  81  Julio.) 

Aranceles  consulares  de  U  de  Julio  de  1890. 

Se  insertan  en  Cubupo  consular.  Sus  ar- 
tículos 1."  á  29  fijan  los  derechos  por  actos  re- 
ferentes á  la  navegación  y  al  comercio  y  á  los 
contratos  comerciales  y  marítimos. 

E.  D.  21  Julio  1890. 
Autori::ando  la  crcaciÓ7i  de  mta  Bolsa  general  de  Comer- 
cio en  Bilbao... 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  propuesto 
por  el  Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  lo 
consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno; 

En  noml:)re,  etc. 

Articulo  1°  Se  concede  ala  Sociedad  de- 
nominada Bolsa  de  Comercio  de  Bilbao  la 
autorización  que  solicita  para  crear  una  Bolsa 
general  de  Comercio  y  negociar  en  ella  con 
carácter  oficial  los  efectos  públicos  y  comer- 
ciales. 

Art.  2.°  La  Bolsa  de  Bilbao  no  podrá  co- 
menzar á  funcionar  hasta  tanto  que  se  cons- 
tituya la  Junta  sindical  del  Colegio  de  ag-en- 
tes  de  cambio  y  Bolsa  de  la  misma  plaza  y  se 
forme  por  ella  el  reglamento  interior  del  esta- 
blecimiento y  sea  aprobado  por  el  Ministro  de 
Fomento,  según  lo  prevenido  en  el  art.  9.°  del 
reglamento  interino  de  Bolsas  de  31  de  Diciem- 
bre de  1885. 

Dado  en  San  Sebastián  á  21  de  .Julio  de  1890. 
— María  Cristina. — El  Ministro  de  Fomento, 
Santos  de  Isasa.»  (Gaceta  33  Julio.) 


E.  o.  l.S  Octubre  1890. 
Rectificación  del  reglamento  de  Bjlsas  de  Comercio. 

(GuAC.  y  JusT.)  Extracto. — Se  dispone  qiie 
en  el  art.  61  del  reglamento  interino  para  la 
organización  y  régimen  de  las  Bolsas  de  Co- 
mercio debe  sustituirse  con  la  palabra  Junio, 
que  es  la  que  consta  en  el  reglamento  origi- 
nal, la  de  Julio  que  por  errata  aparece  consig- 
nada en  el  referido  artículo.  (R.  Ü.  13  Octubre 
1890.— Gac.  15  id.) 

Eeglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890. 

Es  el  de  procedimiento  contencioso-admiui.'j- 
trativo,  insertoen  Jurisdicción  contbncio.so- 
ADMINISTRATIVA.  Los  arts.  341  á  416  son  refe- 
rentes á  los  medios  de  prueba  de  que  se  podrá 
hacer  uso  en  esta  índole  de  juicios;  pero  los 
359  y  367  tratan  especialmente  de  los  casos  en 
que  tienen  el  carácter  de  documentos  públicos 
y  solemnes  las  certificaciones  expedidas  por 
los  agentes  de  Bolsa  y  corredores  de  comercio 
y  de  la  manera  de  practicar  la  prueba  en  los 
libros  de  los  comerciantes. 

B.  D.  27  Junio  1890. 

Creando  en  la  Habana  una  Bolsa  oficial  de  Comercio  para 

la  contratación  de  efectos  públicos  y  comerciales. 

(Ultramar.)  ^Articulo  1."  Se  crea  en  la 
Habana  una  Bolsa  oficial  de  Comercio  para 
la  contratación  de  efectos  piiblicos  y  comer- 
ciales. 

Art.  2.0  La  Bolsa  oficial  de  la  Habana  es- 
tará sometida  á  las  prescripciones  del  Código 
de  Comercio  y  á  las  del  reg-lamento  interino 
para  la  organización  y  régimen  de  las  Bolsas 
de  Comercio  de  las  ¡sla.s  de  Cuba  y  Puerto 
Rico,  aprobado  por  R.  D.  de  16  de  Abril  de 
1886,  y  declarado  definitivo,  con  alguinas  mo- 
dificaciones, para  la  primera  de  dichas  islas 

por  R.  O.  de  4  de  Mayo  de  1887 »  (Gac.  28 

Junio.) 

E.  O.  O.  4  Julio  1891. 
Comercio  español  en  el  extranjero:  Cobranza  por  los  Con- 
sulados de  los  créditos  que  los  comerciantes  tengan  en  el 
extranjero:  Procedimiento  contra  deudores,  etc. 

Véase  esta  importante  Real  orden  en  Cuer- 
po CONSULAR. 

E.  o.  20  Septiembre  1891. 
Traducción  de  documentos  por  los  corredores  intérpretes 
de  buques:  Casos  en  que  las  Aduanas  están  facultadas 
para  imlerse  de  otros  intérpretes. 

(Grac.  y  Just.)  «Vista  la  consulta  formu- 
lada por  V.  E.  á  virtud  de  comunicación  del 
Ministerio  de  Hacienda  acerca  de  la  necesidad 
de  dictar  una  disposición  que  armonice  los 
preceptos  de  los  arts.  112  y  113  del  Código  de 
Comercio,  con  el  art.  51  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas; 

La  Reina  (Q.  D.  G.),  Regente  del  Reino,  en 
nombre  de  su  hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  de 
conformidad  con  el  parecer  de  la  Comisión  re- 
visora del  Códig'O  de  Comercio,  ha  tenido  á 
bien  resolver  que  los  corredores  intérpretes  de 
buques  sólo  pueden  autorizar  la  traducción  de 
documentos  escritos  en  idiomas  que  conozcan, 
ya  sean  éstos  los  que  acreditaron  poseer  al  re- 
cibir su  título,  ya  cualesquiera  otros  que  hu- 
biesen aprendido  después;  y  que  tratándose  de 
documentos  escritos  en  idiomas  que  aquéllos 
no  acrediten  conocer,  las  Administraciones 
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de  Aduanas  podrán  acndiv  A  otros  intérpretes 

Eara  su  tradncción.  De  Real  orden,  etc. — San 
ebastián  20  de  Septiembre  de  1891... — Señor 
Ministro  de  Fomento.»  fGac.  22  Septiembre.) 

Jurisprudencia  <. 

Para  la  más  fácil  consulta  ríe  la  jnríspriiclencia 

oontenid.a  en  este  artícnlo,  la  dividimos  en  los  once 

grupos  siguientes; 

I. — Comerciantes:  Libros  de  comercio. 

II. —  Doctrina  general  sobre  los  contratos  de  co- 
mercio. 

III. — Operaciones  de  Bolsa  sobre  efectos  pviblicos: 
Agentes  mediadores  del  comercio. 

IV. — Compraventa. 

V. — Averia:  Abordaje:  Contrato  de  fletamento. 

VI, — Seguros  marítimos  y  terrestres. 

VII. — Transportes. 

VIII. — Sociedades  mercantiles:  Sociedad  accidental 
de  cuentas  en  participación. 

IX. — Letra  de  cambio:  Pagarés  mercantiles  y  otros 
documentos  de  crédito. 

X. — M.andato  y  comisión  mercantil. 

XI. — Quiebra  y  suspensión  de  pagos. 

I.— CoiiiercInntcN:  E.lliruH  «le  comercio. 

9  ülary.o  l^90.  Cuándo  hacen  fe  en  juicio  los  libros 
de  comercio. 

«El  art.  53  del  Código  de  Comercio  ^y  la  doctrina 
á  su  tenor  establecida  en  la  sentencia  de  este  T.  S.  de 
21  de  Mayo  de  1874,  se  refieren  al  caso  en  que  ambas 
partes  contendientes  sean  comerciantes,  no  siendo 
por  consiguiente  aplicables  cuando  uno  de  ellos  no 
tiene  el  carácter  legal  de  comerciante  por  no  hallar- 
se inscrito  en  la  matrícula  corresjiondiente.»  (Sala 
1.»,  Sent.  7  Marzo  1879.- Gac.  4  Mayo,  p.  134.) 

iO  Fel>rei*<i  tHSO.  La  omisión  de  libros  de  comercio 
no  constituye  delito. 

Con  vista  de  los  arts.  1.°  y  7."  del  C.  P.,  se  declara 
haber  higar  á  un  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ibo  Esparza,  y  se  establece: 

«Que  la  omisión  por  parte  de  un  comerciante  de 
llevar  los  libros  maj'or  y  de  inventario,  no  constitu- 
ye delito  ni  está  por  consiguiente  sujeta  á  ninguna 
de  las  disposiciones  del  C.  ]?.,  y  si  A  la  responsabili- 
dad especial  prevenida  en  el  art.  45  del  de  Comer- 
cio...: Que  esta  responsabilidad  no  puede  exigirse 
con  las  formas  del  procedimiento  criminal,  aplica- 
bles solamente  k  los  hechos  que  el  C.  P.  comprende, 
sino  en  expediente  instruí. io  en  virtud  de  la  jurisdic- 
ción gubernativa  y  disciplinaria  que  ejercían  los  Tri- 
bunales de  comercio,  y  donde  no  los  había  los  jueces 
del  fuero  común,  y  que  hoy  corresponde  exclusiva- 
mente á,  éstos.-  (Sala  2.*,  Sent.  10  Febrero  1879 Ga- 
ceta 12  Abril,  p.  98.) 

3  Mnyn  •«t«ii.  Ejercicio  linhitnal  y  ordinario  del  co- 
mercio, por  persona  no  inscrita  en  la  matricula  de  comer- 
ciantes. 

Probado  que  uno  tiene  un  establecimiento  de  sas- 
trería anunciado  al  público  con  rótulo  permanente, 
y  en  el  que  no  sólo  e,jerce  la  industria  de  sastre,  sino 
que  se  ocupa  también  de  la  compra  en  géneros  para 
adquirir  lucro  revendiéndolos  en  la  mismo  forma  ó 
en  otra  diferente,  fuerza  es  considerarle  comercian- 
te y  someterle,  en  su  caso,  al  procedimiento  de  quie- 
bra, aunque  no  esté  inscrito  er.  la  matrícula  de  co- 
merciantes. (Sent.  3  Mayo  1881.— Gaccías  de  la  Sala  1.', 
tomo  II,  p.  35.) 

— Otros  casos  idénticos  en  Sents.  de  23  Septiembre 
de  1882  (Gacetas  de  la  Sala  1.",  t.  II,  p.  1S4|,  y  14  Junio 
de  1883  (Gacetas  de  la  Sala  1.",  t.  II,  p.  249). 


_  '  No  obstante  el  nuevo  Código  de  1885,  insertamos  la 
jurisprudencia  fundada  enel  de  ¡82.9yen  otras  leyescomo 
fuente  de  estudio  para  la  inteliuencia  y  aplicación  de 
aquél.  Es  el  plan  que  seguim-os  en  toda  la  obra. 

_"  Hablaba  de  la  prueba  que  hacen  los  libros  de  comer- 
cio en  las  contestaciones  judiciales  que  ocurran  entre  co- 
merciantes, y  ha  sido  sustituido  por  el  art.  48  del  nuevo 
Código. 


30  niotlembre  I»*."»,  Necesidad  de  someter  al  co- 
merciante menor  de  veinticinco  años  al  procedimiento  de 
quiebra,  si  sobresee  en  el  pago  corriente  de  sus  obli jacio- 
nes  mercantiles. 

Previa  manifestación  de  ser  mayor  de  edad,  se  dio 
de  alta  á  D.  Fulgencio  GalíAn  Martínez  en  la  matri- 
cula de  subsidio  industrial  como  dedicado  al  comer- 
cio de  tejidos  al  por  menor;  pero  habiendo  sido  decla- 
rado en  quiebra  por  auto  de  11  de  Agosto  de  1881,  se 
acreditó  que  había  nacido  en  2  de  Octubre  de  1858, 
que  no  se  hallaba  habilitado  para  administrar  sus 
bienes,  ni  había  obtenido  dispensa  de  edad,  ni  re- 
nunciado el  beneficio  de  restitución  in  inteqrum,  y 
que  no  constaba  si  estaba  inscrito  como  comercian- 
te en  el  Juzgado  de  Cartagena,  vecindad  de  Galián, 
por  no  existir  libro  relativo  al  caso  en  dicho  Juzga- 
do. En  su  virtud  dictó  éste  sentencia,  que  confirmó 
la  Audiencia  de  Albacete  declaranilo  no  haber  lu- 
gar á  hacer  la  clasificación  de  la  quiebra,  por  ha- 
llarse el  menor  D.  Fulgencio  Galián  incapacitado 
para  ejercer  el  comercio  y  no  poder,  por  lo  tanto, 
sometérsele  á  las  disposicioiites  del  Código,  que  ri- 
^en  sobre  la  calificación  de  quiebras.  Contra  este 
fallo  interpuso  uno  de  los  síndicos  de  la  de  dicho 
menor  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido, 
á  su  juicio,  el  art.  10  del  Código  de  Comercio. 
El  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 
«Considerando  que  la  sentencia  infringe  el  art.  10 
citado  en  el  segundo  motivo,  que  al  declarar  obli- 
gado al  incapaz  encubierto,  declara  á  la  vez  implí- 
citamente que  está  sometido  á  las  disposiciones  del 
Cód.  de  Com.,  ya  porque  lo  que  en  éste  se  prescribe 
debe  regularse  con  sujeción  al  mismo  mientras  otra 
cosa  no  se  diga,  y  ya  porque  es  contrario  A  las  re- 
glas de  derecho  que  el  falso  comerciante  haga  me- 
jor su  condición  por  medio  del  fraude,  como  lo  ha- 
ría si  quedase  sometido  A  las  leyes  comunes,  menos 
favorables  A  los  que  con  aquél  hayan  contratado.» 
(Sent.  30  Noviembre  1883.-Gaceías  de  la  Sala  1."  de 
1884,  t.  I,  p.  62.) 

I."  Febrero  •«««.  Aplicación  del  Código  de  Comer- 
cio á  los  comerciantes ,  y  consiguiente  de'claración  de 
quiebra  contra  aquellos  que  sobreseen  en  el  pago  de  sus 
obligaciones  vencidas. 

Declarado  D.  Fulgencio  Galián  en  estado  de  quie- 
bra de  3.»  clase,  conforme  al  Código  de  1829,  inter- 
puso recurso  de  casación  alegando  que  como  era 
menor  de  edad  y  no  reunía  los  requisitos  del  art.  4." 
del  mismo,  no  pudo  ser  declarado  en  quiebra,  y  ci- 
tando como  infringidos  los  arts.  32  y  1.006. 

El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso; 

«Considerando  que  el  fallo  recurrido  no  infringe 
los  arts.  32  y  1.006  del  Cód.  de  Com.  en  el  concepto 
que  se  supone  en  el  primer  motivo  del  recurso,  por- 
que la  sentencia  dictada  por  esta  Sala  en  30  de  No- 
viembre de  1683  se  funda  precisamente  en  que  el 
precepto  del  párrafo  segundo  del  art.  10,  lleva  con- 
sigo como  consecuencia  forzosi;  la  de  que  el  comer- 
ciante que  estA  comprendido  en  él  queda  sometido 
por  virtud  de  tal  declaración  A  todas  las  disposicio- 
nes^ de  dicho  Código;  siendo  imposible,  por  tanto, 
estimar  en  el  caso  de  que  se  trata,  aplicables  unas 
é  inaplicables  otras,  según  pretende  el  recurrente.» 
(Sala  1.",  sent.  1.°  Febrero  1886.— Gac.  SO  Abril,  p.  321.) 

II. — Itoctrlnn  gonernl  xobre  los  contratos 
de  eoBiierclo. 

SG  Mayo  tmttt.  Inaplicación  de  las  leyes  romanas 
á  los  actos  mercantiles. 

Declarándoíso  en  el  art.  234  del  Código  ■  que  los 
contratos  ordinarios  de  comercio  estAn  sujetos  á  to- 
das las  reglas  generales  que  prescribe  el  derecho 
común,  sin  otra  modificación  ni  restricciones  que 
las  consignadas  en  aquél,  se  evidencia  que  son  in- 
aplicables las  leyes  romanas,  que,  si  bien  forman  el 
derecho  supletorio  de  la  legislación  foral  de  Cata- 
luña, no  GstAn  admitidas  ni  constituyen  el  general 
ó  común  de  España,  y  de  otro  modo  vendría  A  des- 
truirse la  uniformidad  ya  establecida  en  el  mencio- 
nado Código.  (Sent.  26  Mayo  1866.) 

«S  Mnyo  ■«««  y  ««  Warzo  «SC9.  Interin-etación 
de  los  contratos  mercantiles. 

Lo  pactado  y  convenido  es  la  suprema  ley  en  los 
contratos,  y  })ara  su  interpretación  y  recta  inteli- 
gencia, cuando  sobre  ésta  se  suscita  alguna  duda, 
más  que  ^  las  palabras  en  su  rigurosa  acepción,  se 


SO  del  vigente. 
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lia  de  atender  á  su  espíritu;  deduciéndose  la  verda- 
dera intención  de  los  contratantes  por  la  hilacíón 
y  enlace  que  entre  sí  guardan  las  clAxisulas;  por  las 
qiie  de  éstas  hayan  sido  consentidas  y  por  los  he- 
chos mismos  de  las  partes  subsiguientes  al  contrato 
cuando  tengan  relación  con  lo  que  se  disputa,  según 
dispone  el  art.  249  del  Cód.  de  Com. '.  (Sents.  26  Mayo 
1866  y  28  Marzo  1.S67.) 

4  illatyo  1^9N.  Contrato  mercantil:  Reglas  de  inter- 
pretación. 

No  demostrándose  la  existencia  de  hechos  poste- 
riores A,  iin  contrato  que  expliquen  lo  convenido  en 
el  mismo,  no  cabe  infracción  del  art.  249  del  Cód.  de 
Comercio  ».  (Sent.  4  Mayo  1878.— Gac.  31  id,  p.  2C8.) 

SI  Knero  IftS*  Los  contratos  mercantiles  se  regu- 
lan (oclusivamente  por  el  Código  de  Comercio  y  en  su  de- 
fecto por  el  derecho  común  ~. 

En  pleito  seguido  sobre  pago  del  valor  de  una  po- 
lacra  y  su  cargamento  que,  al  chocar  con  el  vapor 
«Bilbao»,  fué  arrojada  á  piqxie  por  éste,  interpusieron 
los  demandantes  recxirso  de  casación,  citando  como 
infringidas  varias  leyes  de  Partidas  y  el  art.  14  de  la 
de  ferrocarriles  de  14  de  Noviem.bre  de  188o.  El  T.  S. 
declara  no  haber  lugar  al  recurso,  estableciendo: 
«Que  es  inoportuno  citar  como  infringidas  leyes  de 
Partida  en  asuntos  mercantiles,  cuando  éstos  se  ha- 
llan perfectamente  definidos  en  el  Código  de  Comer- 
cio, y  qne  por  la  misma  razón  no  deben  citarse  las 
leyes  sobre  caminos  de  hierro,  y  además  porqiie  te- 
niendo un  carácter  especialísimo,  no  puede  am- 
pliarse su  aplicación  á  otros  asuntos  diferentes  de 
aquellos  que  las  mismas  regulan.  Hasta  tal  punto 
es  indiscutible  este  principio,  que  si  el  Código  de 
Comercio  fuese  deficiente,  habría  que  suplirlo  y 
completarlo  con  el  derecho  común.»  (Sent.  21  Enero 
1882.— Gacs.  de  la  Sala  1.*,  t.  I,  p.  225.) 

t9  lliirzo  tSf^í-  El  Código  de  Comercio  no  tiene 
aplicación  d  las  cuestiones  que  deben  resolverse  por  él  de- 
recho coiaú7i. 

Asi  se  establece  en  sent.  de  esta  fecha,  inserta  en 
la  Gac.  de  la  Sala  1.*  de  1882,  t.  II,  p.  9. 

1.°  llHvn  IS^Í.  Casación  de  sentencia  que  declaró 
no  haber  lugar  á  la  rescisión  de  un  contrato^  suponien- 
do cometido  en  él  un  error  material  no  acreditado  y  que 
afecta  ala  causa  de  la  obligación. 

La  sociedad  »Sabadell  Hermanos»,  de  Barcelona 
tenia  en  Octubre  de  1881  compromiscde  servir  varios 
pedidos  de  bocoyes  de  alcohol  de  iudiistria,  y  en  esta 
situación  el  día  10  del  mismo  mes  compró  á  D.  An- 
tonio Plandiura  300  bocoyes,  puestos,  medidos,  gra- 
duados y  rellenados  en  el  muelle  de  Barcelona,  esti- 
pulando que  el  embarque  y  entrega  se  haría  por  me- 
ses consecutivos  á  razón  de  50  boco^'es  cada  mes,  em- 
pezando el  primer  embarque  en  Noviembre.  El  ante- 
rior comx^romiso  se  formalizó  con  intervención  de 

corredor.  -,     -wt      ■       ■■_       i        ,-«  , 

Embarcados  en  el  mes  de  Noviembre  los  50  boco- 
yes correspondientes  al  mismo  y  los  50  de  Diciembre 
por  orden  verbal  de  la  Compañía  destinataria,  ésta 
en  9  de  Enero  de  1882  requirió  á  Plandiura  parala 
rescisión  tlel  contrato,  por  no  haber  recibido  el  al- 
cohol que  llegó  á  Barcelona  el  24  del  propio  mes,  y 
como  entonces  >Sabadell  Hermanos»  se  negara  á  re- 
cibirlo, Plandiura  entabló  demanda,  en  la  cual,  ex- 
presando que  sólo  se  fija  época  para  el  embarque  de 
los  bocoyes  y  no  para  la  entrega,  a\m  cuando  en  el 
contrato  constaba  lo  contrario  por  equivocación 
material,  pidió  se  condenase  á  -Sabadell  Hermanos» 
A  satisfacer  el  precio  de  los  bocoyes  llegados  con 
destino  á  esa  Compañía  á  Barcelona  y  el  de  los  de- 
más que  fueran  desembarcando,  hasta  el  número  de 
300,  intereses  de  mora  y  costas. 

La  Audiencia  de  Barcelona  estimó  las  pretensio- 
nes de  la  parte  actora,  y  «Sabadell  Hermanos»  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  haberse  infringido 
á  su  juicio:  ^      . -,  ,  .       X 

«1.*^  La  ley  del  contrato  contenido  en  la  minuta 
extendida  por  el  corredor  y  aceptada  por  las  partes, 
pues  su  texto  revelaba  que  éstos  tuvieron  presente 
para  prestar  su  consentimiento  las  dos  circunstan- 
cias del  embarque  y  entrega  que  debían  ser  en  me- 
ses consecutivos,  siguiendo  un  acto  al  otro...»  2.**  Los 
arts.  247,  248  y  249...  3."  El  art.  363  del  Código  de  Co- 
mercio...» 


Es  el  íj?  del  vigente. 

Véase  el  art.  50  del  Código  de  Comercio. 


El  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 
«Considerando  que  la  sentencia  infringe  las  dispo- 
siciones invocadas  en  los  tres  primeros  motivos, 
porque,  ya  se  atienda  al  tenor  literal  del  contrato, 
ya  á  la  urgencia  que  motivó  su  celebración,  debe  en- 
tenderse pactado  qiie  la  mercancía  había  de  llegar 
en  el  mes  de  Diciembre,  según  lo  reconoció  el  actor 
mismo  en  su  escrito  de  demanda,  al  exponer  como 
cierto  que  se  había  consignado  la  ejecución  del  em- 
barque y  de  la  entrega  por  meses  consecutivos  en 
virtud  de  una  mala  redacción  hecha  por  el  corredor, 
el  cual,  sin  embargo,  se  atuvo  en  su  declaración  á  lo 
que  estaba  escrito,  no  siendo  además  lícito  á  Plan- 
diura, que  sin  reclamación  autorizó  con  su  firma  la 
convención,  escudarse  en  ese  error  no  rectificado 
oportunamente,  que  afecta  á  la  causa  del  contrato, 
para  contrariar  la  fuerza  de  un  documento  y  opo- 
nerse á  la  protesta  de  rescisión  que  en  la  plenitud  de 
su  derecho  le  presentó  la  Sociedad  «Sabadell»  en  9 
de  Enero  siguiente.»  (Sala  1.^,  sent.  1.**  Mayo  1884.— 
Gac.  9  Septiembre,  p.  167.) 

*8  Junio  IH90.  Interpretación  de  los  contratos 
mercantiles:  Responsabilidad  del  naviero  por  los  actvS 
del  capitán  de  la  nave:  Mandato  mercantil. 

Habiendo  penetrado  en  San  Juan  de  Puerto  Rico  la. 
barca  «Tarragona-,  por  arribada  forzosa,  su  capitán 
designó  como  consignatarios  á  los  Sres.  Pastor  Már- 
quez y  García,  los  cuales  escribieron  al  armador 
D.  Pablo  Ferrer  participándole  lo  ocurrido,  y  que 
facilitaban  al  capitán  los  fondos  que  necesitaba,  y 
recibieron  contestación  de  Ferrer  dándoles  las  gra- 
cias por  su  comportamiento  y  encargándoles  que 
auxiliasen  al  capitán  en  la  tramitación  y  termina- 
ción del  expediente  de  avería. 

Como  después  de  esto  dicho  Ferrer  se  negara  á 
reembolsar  A  Pastor  Márquez  y  García  de  las  sumas 
que  entregaron  al  capitán,  entablaron  aquéllos  de- 
manda pidiendo  que  se  condenase  al  naviero  al  pago 
de  las  indicadas  cantidades,  pretensión  que  fué  es- 
mada  en  dos  instancias.  Contra  la  sentencia  pronun- 
ciada en  la  segunda  interpuso  Ferrer  recurso  de  ca- 
sación, á  que  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar: 

«Considerando  que  los  contratos  de  comercio  se 
han  de  ejecutar  y  cumplir  de  buena  fe  según  los  tér- 
minos en  que  fueron  hechos  y  redactados,  sin  tergi- 
versar con  interpretaciones  arbitrarias  el  sentido 
propio  y  genuino  délas  palabras  empleadas  en  ellos: 

Considerando  que  el  naviero  es  responsables  de 
las  deudas  y  obligaciones  que  contrae  el  capitán  de 
su  nave  para  repararla,  habilitarla  y  aprovisionar- 
la en  los  términos  que  explica  el  art.  621  del  Código 
de  Comercio: 

Considerando  quela  Sala  sentenciadora,  aprecian- 
do la  correspondencia...  declaró,  en  uso  de  sus  facul- 
tades, que  medió  un  mandato  directo  conferido  á  la 
expresada  casa  por  Ferrer,  á  fin  de  que  continuase 
prestando  fondos  al  capitán  de  la  barca  «Tarrago- 
na» para  la  reparación  de  sus  averías... 

Considerando  que  declarada  la  existencia  del  man- 
dato, es  consecuencia  necesaria  la  obligación  en  que 
está  el  mandante  de  satisfacer  al  mandatario  todos 
los  gastos  que  éste  ha  justificado  haber  hecho,  cuya 
cuenta  no  se  impugnó  en  tiempo  oportuno  por  el  re- 
currente.» {Sala  1.",  sent.  28  Jtinio  1886.  —  Gac.  3  Sep- 
tiembre, p.  182.) 

■II.— Opcriicionos  de  JRol.sn  «obro  efectos  públi- 
co.**: Agentes  niediailores  del  coiiicrelo. 

R.  D.  S.  ZO  Octubre  tHty.  Doctrina  relativa  al 
momento  en  que.los  agentes  adquieren  definitivamente, 
desptiés  del  nombramiento,  carácter  de  tales  funciona- 
rios. Facultad  del  Gobierno  para  apreciar  libremente  las 
cotidiciones  del  ititeresado. 

«Si  bien  el  agente  de  Bolsa  es  un  oficial  público  y 
su  separación  procede,  por  punto  general,  en  los  ca- 
sos que  la  lej'  penal  ó  la  especial  del  ramo  imponen 
la  inhabilitación  ó  privación  de  oficio,  esta  garan- 
tía de  estabilidad  sólo  puede  obtenerse  después  que 
el  nombrado  esté  en  posesión  del  cargo  y  cuando  por 
ello  se  halle  reconocido  como  tal  funcionario. 

Antes  de  esto  es  discrecional  en  el  Gobierno  nom- 
brar para  el  desempeño  de  los  cargos  de  que  se  trata 
á  los  interesados  que  reúnan  las  condiciones  que  la 
ley  esije,  de  tal  suerte  que  no  por  tenerlas  y  haber- 
las justificado  puede  alegarse  derecho  perfecto  al 
nombramiento. 

Esto  supuesto,  cuando  el  nombrado  agente  de  Bol- 
sa no  ha  llegado  á  posesionarse  de  su  destino,  y  no 
goza,  pnr  consiguiente,  de  las  condiciones  de  esta- 
bilidad con  que  la  ley  rodea  eetc  cargo,  es  indudable 
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qne  puede  el  Gobierno  dejar  sin  efecto  su  nombra- 
miento, toda  vez  que  la  ley  nada  establece  en  con- 
trario; y  es  siempre  licito  al  Gobierno  apreciar  con 
mayor  detenimiento  las  circunstancias  del  aspiran- 
te, revisando  ó  ampliando  su  espediente  personal...» 
(R.  D.  de  20  de  Octubre  de  1877.— Gac.  H8  Febrero  1878.) 

9  Febrero  1^^.*.  Operaciones  de  Bolsa  al  contado: 
Cuestión  sobre  calificación:  Prioridad  de  créditos. 

En  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Rafael  Gonzá- 
lez Liquinano  contra  el  agente  de  Bolsa  D.  Emilio 
Ruano  sobre  pago  de  cierta  cantidad  que  éste  adeu- 
daba á  aquél,  como  resultado  de  la  venta  en  Bolsa 
de  unas  obligaciones  de  ferrocarriles,  dedujo  deman- 
da de  tercería  de  mejor  derecho  D.  Plácido  Bolívar, 
alegando  el  preferente,  que  á  su  juicio  le  asistía 
para  hacerse  pago  de  un  crédito  conlos  bienes  em- 
bargados, procedente  de  operaciones  en  que  el  eje- 
cutado intervino  como  agente  y  no  como  parte.  Sus- 
tanciada la  tercería  y  estimada  en  definitiva  por  la 
Audiencia  de  Madrid,  interpuso  Liquinano  recurso 
de  casación,  al  cual  declara  el  T.  S.  haber  lugar  y 
casa  y  anula  la  sentencia  recurrida: 

cConsiderando  que  la  operación  de  Bolsa  concer- 
tada por  D.  Plácido  Bolívar  por  medio  del  agente 
D.  Emilio  Ruano  no  se  practicó  con  las  formalida- 
des que  para  las  llamadas  al  contado  exige  el  decre- 
to orgánico  de  8  de  Febrero  de  1854,  porque  además 
de  no  resultar  su  publicación  en  la  forma  que  orde- 
"  na  el  art.  31  ni  con  la  claridad  indispensable,  tampo- 
co se  consumó  ni  se  reclamó  su  cumplimiento^  den- 
tro del  plazo  de  veinticuatro  horas  que  se  señalan 
en  los  arts.  18  y  19,  y  por  lo  tanto,  desde  que  el  inte- 
resado Bolívar  dejó  de  ejercitar  ese  derecho,  acep- 
tando en  cambio  la  liquidación  practicada  por  el 
agente  cuatro  días  después,  y  conformándose  con  el 
débito  á  su  favor  que  en  ella  le  reconocía,  jierdió  la 
negociación  el  carácter  de  operación  de  Bolsa  al 
contado  que  hubiera  podido  tener,  y  se  convirtió  en 
una  deuda  particular  igual  en  condiciones  y  natu- 
raleza á  la  que  contra  el  mismo  agente  venía  recla- 
mando D.  Rafael  González  Liqí^mano,  sin  opción 
una  ni  otra  deuda  á  disfrutar  en  primer  término  de 
la  garantía  especial  sobre  la  fianza,  según  lo  dis- 
puesto en  los  arts  68  y  70  del  citado  decreto  orgáni- 
co y  en  el  3.°  del  de  12  de  Marzo  de  1875: 

Considerando  que  equiparados  así  los  dos  créditos 
en  competencia  es  de  jireferente  pago  el  de  Liqui- 
nano, porque,  procediendo  de  una  liquidación  ante- 
rior, le  ampara  el  principio  de  que  el  primero  en 
tiempo  es  mejor  en  derechos,  y  además  porque  de- 
mandó en  juicio  y  obtuvo  también  antes  que  Bolí- 
var mandamiento  de  ejecución  y  embargo  de  bie- 
nes...» (Sent.  7  Febrero  1885.— Gací.  15  y  16  Agosto, 
pág.  62.) 

9  llnrzo  iSí*».  Libros  de  los  corredores  de  co- 
mercio. 

En  pleito  seguido  entre  las  Sociedades  -Torres  y 
Compañía»  y  «Sabadell  Hermanos,»  sobre  pago  de 
cantidades,  interpuso  la  primera  recurso  de  casa- 
ción, al  cual  declara  el  T.  S.  no  haber  lugar: 

•  Considerando  que  según  dispone  el  art.  64  del  Có- 
digo de  Comercio,  las  certificaciones  de  los  corredo- 
res referentes  al  libro  maestro  de  sus  operaciones,  y 
comprobadas  en  virtud  de  mandamiento  judicial  con 
los  asientos  de  dicho  libro,  hacen  prueba  siempre 
que  en  éste  no  se  halle  defecto  ni  vicio  alguno,  pero 
que  los  Tribunales  admitirán  prueba  en  contrario  A 
petición  de  parte  legitima: 

Considerando  que  siendo  un  hecho  que  Torres  y 
Compañía  contrataron  con  Sabadell  Hermanos  con 
intervención  del  corredor  colegiado  D.  Tomás  Casas, 
cuyos  libros  estaban  en  debida  forma  y  sin  defecto 
ni  vicio  alguno,  sólo  podría  destruirse  la  fuerza  pro  - 
batoria  de  la  póliza  expedida  por  dicho  corredor, 
practicando  Torres  y  Compañía  que  negaban  el  con- 
trato, la  prueba  en  contrario  á  que  les  autorizaba 

el  mencionado  art.  64  de  la  ley  mercantil »  (Gac.  10 

■Octubre,  i>.U-í.) 

SB  Ignoro  ISSO.  Venta  de  bonos  independiente  y  dis- 
tinta de  los  ¡¡restamos  al  Tesoro  realizados  con  el  precio 
de  tales  ralores,  ru  cuyos  préstamos  no  puede  haber  inter- 
venido (Ufenfi^  de  Bolsa  con  tal  carácter^  sino  con  el  de 
mandatario  del  dueño,  al  qne  debe  rendir  cuentas  y  pagar 
el  saldo  de  la  negociación  aunque  tenga  hecho  un  présta- 
mo al  propietario  de  los  valores. 

.  Según  carta  de  26  de  Junio  de  1875,  D.  José  Marín 
recibió  de  D.  Marcos  Vargas  215  bonos  del  Tesoro  que 
deí>ositó  el  mismo  día  en  un  Juzgado  para  atender 
á  ciertas  reclamaciones  que  se  le  dirigían,  y  después 
Tomo  IJ. 


el  propio  Vargas  entregó  á  Marín  1.285  bonos  más, 
para  que  los  negociara  como  agente  de  Bolsa,  lo  que 
efectuó  vendiéndolos  en  la  cantidad  de  357.143  pe- 
setas, que  invirtió  en  préstamos  al  Tesoro,  cuyo  Es- 
tablecimiento expidió  los  pagarés  correspondientes, 
algunos  de  los  cuales  envió  Marín  á  Vargas;  y  sin 
haberse  liquidado  esta  operación,  Vargas  tomó  de 
Marín  en  calidad  de  préstamo  20.000  pesetas  al  12 
por  100  anual.  Muerto  Marín,  Vargas  entabló  deman- 
da contra  sus  herederos  reclamando  el  ]>ago  de  ios 
215  bonos  que  fueron  dados  en  mntuo  al  finado,  al 
tipo  de  y5'90,  y  sus  intereses  desde  23  de  Junio  de  1^76; 
y  pidiendo  además  que  se  condenase  al  demandado 
á  dar  cuenta  de  las  operaciones  practicadas  con  los 
1.285  bonos  restantes,  ó  en  otro  caso  á  satisfacer  con 
el  interés  legal  el  importe  liquido,  ó  sea  la  utilidad 
realizada. 

La  Audiencia  de  Madrid  sentenció  condenando  á 
los  demandados  á  que  en  el  término  de  15  días  rin- 
dan cuenta  al  demandante  de  las  356.143  pesetas  75 
céntimos  que  D.  José  Marin  recibió  como  importe  de 
la  venta  de  1.285  bonos  pertenecientes  á  Vargas,  y 
que  de  orden  de  éste  había  empleado  en  préstamos 
al  Tesoro,  haciendo  constar  en  dicha  ciienta  la  can- 
tidad en  metálico  entregada  al  mismo  y  á  la  que 
también  en  metálico  hubiese  pagado  con  los  valores 
con  que  fueron  completados  los  préstamos  que  re- 
presentaban los  pagarés  entregados  á  Vargas,  á  fin 
de  que  descontadas  de  la  suma  recibida  por  Marín 
dichas  cantidades  á  metálico,  así'  con^o  cualquiera 
otra  que  se  hubiese  entregado  á  cuenta  y  el  sobran- 
te, caso  que  resultase  alguno,  de  las  sumas  ofrecidas 
para  pago  y  compensación  de  los  215  bonos,  aparez- 
ca la  cantidad  líquida  de  saldo  que  deben  abonar  los 
demandados. 

Doña  Isabel  Gisbert  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringidos  el  art.  67  del  R.  B.  de 
8  de  Febrero  de  1854,  que  era  la  legalidad  vigente  en 
1875  al  realizarse  la  operación  de  venta  de  los  1.285 
bonos,  según  el  cual  la  responsabilidad  de  los  agen- 
tes, por  razón  de  las  operaciones  de  su  oficio,  subsis- 
te por  dos  años  contados  desde  la  fecha  de  cada  ne- 
gociación, prescribiendo  toda  acción  contra  aque- 
llos intermediarios  pasado  aquel  término,  como  su- 
cedía en  el  caso  presente,  que  no  se  habla  producido 
reclamación  alguna  hasta  Agosto  de  1885;  y  el  art.  59 
del  R.  D.  de 8  de  Febrero  de  1854,  vigente  en  la  época 
en  que  tuvieron  origen  las  cuestiones  del  pleito;  el 
art.  93  del  novísimo  Cód.  de  Com.  ai  no  se  considera- 
se en  vigor  el  mencionado  Real  decreto;  y  la  ley  2.*^, 
titulo  XIII,  Part.  3.* 

El  T.  S.  declara  no  haber  Ingar  al  recurso: 

«Considerando  que  esta  venta(la  de  los  l.líio  bonos) 
realizada  en  Bolsa  por  el  D.  José  María  con  el  carác- 
ter oficial  de  agente,  fué  un  acto  distinto  y  de  todo 
punto  independiente  de  las  gestiones,  que  como  par- 
ticular y  mandatario  de  Vargas  practicó  para  llevar 
á  efecto  la  operación  con  el  Tesoro;  y  que,  por  lo 
tanto,  no  son  aplicables  al  caso  el  decreto  orgáni- 
co de  la  Bolsa  de  Febrero  de  1854,  ni  las  demás  dispo- 
siciones legales  que  se  invocan  en  los  motivos  2.** 
y  3.",  toda  vez  que  la  legalidad  de  la  venta  no  ha  sido 
objeto  de  duda  ni  discusión,  y  las  operaciones  para 
realizar  los  préstamos  al  Tesoro  no  caen  bajo  la 
sanción  de  las  leyes  invocadas  por  no  haberse  prac- 
ticado por  Marín  con  carácter  oficial.»  {Sent.  26  Ene- 
ro 1889,  Considerando  2.°— Gac.  2  Junio  id.,  p.  215.) 

Itt  Octubre  iíiSO.  Nididad  como  ilicitaSy  con  arre- 
glo á  la  ley  de  Bolsa  de  8  de  Febrero  de- 1854  y  al  Real 
decreto  de  12  de  Marzo  de  1875,  de  las  operaciones  que  se 
resuelven  en  un  juego  de  azar  ó  de  simples  apuestas  á  írt. 
alza  ó  á  la  baja. 

Segi^n  la  ley  orgánica  provisional  de  Bolsa  de  8  de 
Febrero  de  1854  y  el  R.  D.  ampliándola  de  12  de  Mar- 
zo de  1875,  las  operaciones  á  plazo  sobre  compraven- 
ta de  efectos  públicos  reqiiieren  como  condición  in- 
dispensable para  tener  fuerza  de  obligar  que  se  ha- 
gau  con  la  intervención  de  los  agentes,  que  existan 
en  poder  del  vendedor  los  títulos  objeto  del  contra- 
to y  que  sean  publicadas  en  Bolsa  é  intervenidas  por 
su  Junta  sindical,  sin  cuyos  requisitos  serán  consi- 
deradas como  fraudulentas  y  punibles.  Consiguien- 
temente, las  que  se  resuelven  en  una  liquidación 
privada  de  diferencias  en  el  precio  de  los  valores 
marcados  como  tipo,  ó  sea  en  el  resultado  de  iin  jue- 
go de  azar  ó  de  simples  apuestas  á  la  alza  ó  á  la  baja, 
son  fraudulentas  y  nulas,  porque  la  legislación  es- 
pecial vigente  en  la  materia,  amparando  altos  inte- 
reses sociales  contra  todo  género  de  amaños  j' co- 
rruptelas, señala  y  condena  con  la  nulidad  el  vicio 
originario  de  la  obligación;  nulidad  contra  laque, 
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por  entrañar  vina  cuestión  de  orden  público,  no  cabe 
invocar  la  novación  del  contrato  ni  la  renuncia  del 
obligado,  porque  las  leyes  prohibitivas  son  irrenun- 
ciables.  (Sala  1.*,  sent.  16  Octubre  1%9.— Gac.  2  Enero 
1890   p.  1.») 

—  La  misma  doctrina  en  sents.  de  ti  Miirzo  tS»^4 
(Gac.  i.">  Septiembre,  p.  94),  l«  .Mh>o  ISft»  {Gac.  18  de 
Agosto,  p.  58)  y  ««  Febn-ro  nHH9  (Gac.  6  Jimjo,  pá- 
gina 266). —El  vigente  Cód.  de  Com.  reconoce  siempre 
la  validez  de  toda  clase  de  operaciones  de  Bolsa  (ar- 
tículos. 75  y  7bO;  pero  sin  embargo  tiene  importancia 
la  doctrina  consignada  en  los  fallos  que  preceden 
relativamente  á  las  operaciones  que  en  lo  sucesivo 
se  verifiqxien  sin  intervención  de  agente  colegiado  y 
para  todas  las  que  se  llaman  deudas  de  juego,  res- 
pecto de  las  cuales  habrá  de  tenerse  presente  el  ar- 
tículo 1.798  del  Código  civil. 

IV. — De  la  compraventa. 

5  Agosto  IS57.  Compra  de  aceite  para  fabricar  ja- 
bón. 

Con  arreglo  al  art.  359  del  Cód.  *,  es  compra  mer- 
cantil la  de  aceite  que  se  invierte  en  fabricar  jabón 
para  la  venta.  (Sent.  5  Agosto  1857.) 

*S  Febrero  1959.  Calificación  de  covipra  mer- 
cantil. 

Las  controversias  que  ocurran  sobre  compras  mer- 
cantiles de  que  trata  el  art.  359  del  Cód.  *,  están  su- 
jetas á  las  leyes  de  comercio,  atmque  el  que  las  hace 
no  tenga  la  cualidad  de  comerciante  para  los  efec- 
tos del  art.  1.014  sobre  declaración  en  quiebra.  (Sen- 
tencia 28  Febrero  1859.) 

lO  Diciembre  fftSS.  Personalidad  del  vendHor 
para  reclamar  el  precio  aunque  contratara  ajiadiendo  á 
su  nombre  la  expresióii  y  Compañía,  sin  embargo  de  no 
ser  gerente  de  ninguna  Sociedad:  Condena  al  pago  de  in- 
tereses de  mora  con  arreglo  al  Cód.  de  Com. 

Condenado  el  comprador  al  pago  del  precio  de  una 
partida  de  alcohol  que  le  vendió  D.  Juan  Saint  Mar- 
ty,  con  la  expresión  de  Juan  Saint  Marty  «y  Compa- 
ñía», interpuso  i'ecurso  de  casación  bajo  el  concepto 
de  que  no  contrató  con  Saint  Marty,  sino  con  la  So- 
ciedad qiie  éste  representaba,  y  que  no  debía  inte- 
reses de  mora  porque  no  habían  sido  pactados.  El 
T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso:  porque  ni  el 
vendedor  «ha  confesado  judicialmente  que  existiese 
esa  supuesta  Sociedad,  ni  la  sentencia  declara  tal 
extremo,  estimando,  por  el  contrario,  que  el  alcohol 
vendido  pertenecía  exclusivamente  á  dicho  Saint 
Marty,  domiciliado  en  Benicarló,  y  qne  en  este  pue- 
blo no  hav  establecida  ninguna  Sociedad  mercantil 
de  ese  nombre  que  pueda  confundirse  con  la  casa 
mercantil  del  demandante,  y  porque  la  firma  del  mis- 
mo vendedor,  con  el  aditamento  más  ó  menos  apro- 
piado de  «y  Compañía»,  no  es  bastante  para  alterar 
su  personalidad  y  atribuirle  una  gerencia  ó  repre- 
sentación, que  seria  en  este  caso  imaginaria...» 

Respecto  al  segundo  supuesto,  establece  el  T.  S. 
que  la  disposición  aplicable  al  pago  de  intereses  es 
la  del  art.  375  del  Cód.  de  Com.  2,  con  arreglo  al  cual 
la  demora  en  el  pago  del  precie  de  la  cosa  compra- 
da, desde  que  debe  éste  verificarse  segiin  los  términos 
del  contrato,  constituye  al  comprador  en  la  obliga- 
ción de  pagar  el  rédito  legal  de  la  cantidad  que 
adeude  al  vendedor.»  (Sala  1.*,  sent.  10  Diciembre 
1888.— Gac.  12  Marzo  1889,  p.  111 ) 

T. — Avería:  Abordaje:  Contrato  de  fletanicnto. 

30  Junio  iAfl4.  Competencia  para  conocer  en  el  ex- 
pediente de  justificación  y  liquidación  de  averias:  Inteli- 
gencia de  los  arts.  670,  937,  945  y  946  del  antiguo  Código 
de  Comercio. 

«No  puede  menos  de  entenderse  como  puerto  del 
destino  y  descarga  de  la  nave  aquel  á  que  va  dirigi- 
da como  término  final  de  su  viaje,  en  que  concluye 
éste  y  en  que  se  completa  su  descarga. 

«...Esta  inteligencia  y  prescripción  legal  es  igual- 
mente eficaz  y  aplicable  al  caso  en  que  una  nave 
conduzca  carga  para  diferentes  puntos  de  su  tránsi- 
to, porque  solamente  el  i'iltinio  de  ellos  es  el  puerto 
de  su  destino  y  en  él  concluye  sii  descarga,  termina 
definitivamente  su  viaje,  y  tan  sólo  en  él  puede  ha- 
cerse cumplidamente  la  total  liquidación  de  las  ave- 
rias comunes. 


325  del  vigente. 

De  1829.  Concuerda  con  el  341  del  vigente. 


...En  el  presente  caso  todas  las  indicadas  circuns- 
tancias obran  en  favor  del  puerto  de  Barcelona,  y 
si  bien  el  capitán  del  «Asturias»  obró  con  arre- 
glo al  citado  art.  670  haciendo  la  protesta  del  daño 
sufrido  en  Gibraltar  como  primer  puerto  de  su  arri- 
bo, no  asi  en  haber  incoado  en  Málaga,  puerto  de 
tránsito,  el  expediente  de  justificación  y  liquidación 
de  averia  gruesa,  que  debió  reservar  para  el  de  Bar- 
celona, que  era  el  de  su  destino  y  término  definitivo 
de  su  viaje,  y  en  que  residen  una  gran  parte  de  lo3 
dueños  receptores  del  cargamento  de  dicho  buque.» 
(Sent.  30  Junio  1874.) 

1.^  Hayo  Iit99.  Contrato  de  fietamento:  Póliza:  Co- 
nocimiento. 

Declarí.ndo  el  T.  S.  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción contra  sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
absolutoria  de  las  demandas  de  pago  del  valor  d'e 
las  mercancías  no  entregatlas  y  de  los  daños  y  extor- 
siones, establece  en  sus  considerandos: 

«Que,  conforme  al  art.  739  del  Cód.  de  Com.,  á  falta 
de  póliza  de  fietamento,  el  contrato  de  esta  clase  se 
entenderá  celebrado  con  arreglo  á  lo  qne  resulte  del 
conocimiento,  que  será  el  único  título  por  donde  se 
fijarán  los  derecbos  y  obligaciones  del  naviero,  del 
capitán  y  del  fletador  en  orden  á  la  carga: 

»Que  en  los  conocimientos  que  han  servido  de  base 
al  presente  pleito,  puesto  que  no  se  extendió  póliza 
no  se  hace  mención  alguna  del  cambio  de  buqiies  en 
San  Thomas,  en  los  que  habría  de  continuar  la  car- 
ga hasta  Guaira  y  Puerto  Cabello,  á  donde  iba  con- 
signada; y  en  su  consecuencia,  al  verificarse  esa 
variación  de  buques  no  consignada  en  los  conoci- 
mientos ni  hecha  saber  al  fletador,  se  constituyó  al 
naviero  responsable  de  todos  los  daños  que  sobrevi- 
niesen al  cargamento  durante  el  viaje,  según  lo  es- 
tablecido en  el  art.  757  del  Cód.  de  Com.»  (Sala  1.*, 
sent.  1.°  Mayo  1879.— Gac.  26  Julio.) 

5  Enero  f  *****.  Carácter  y  consideración  del  rapitán 
de  un  buque  mercante  y  sus  relaciones  jurídicas  con  él 
naviero. 

En  demanda  entablada  contra  un  naviero  sobre 
indemnización  de  perjuicios  causados  por  el  capitán 
de  un  buque  perteneciente  á  aquél,  interpuso  la  par- 
te demandante  recurso  de  casación,  por  haberse  in- 
fringido el  principio  de  derecho  de  que  toda  persona 
es  responsable  subsidiariamente  de  los  daños  que 
ocasionen  sus  dependientes  ó  criados;  las  leyes  1.* 
á  3.*  y  14,  tít.  XV,  Part.  7.*,  y  los  arts.  619,  637'  y  622 
del  Cód.  de  Com.,  en  cuanto  establecen  la  regla  de 
que  los  navieros  son  responsables  de  los  abordajes 
debidos  á  la  impericia  ó  descuido  del  capitán. 

El  T.  S.  declara  no  haber  lugar: 

«Considerando  que  el  capitán  es  el  jefe  de  la  nave, 
á  quien  debe  obedecer  toda  la  tripulación,  obser- 
vando y  cumpliendo  cuanto  mandare  para  el  servi- 
cio de  ella,  según  el  art.  638  del  Cód.  de  Cora.  ',  y  en 
tal  concepto  no  tiene  el  carácter  de  criado  ó  depen- 
diente del  naviero  en  que  se  hace  consistir  y  se  pre- 
tende derivar  la  responsabilidad  subsidiaria  de  éste, 
y  es,  por  consiguiente,  inaplicable  al  caso  de  autos 
el  principio  de  derecho  qne  se  invoca  en  el  primer 
motivo  del  recurso,  y  lo  son  igualmente  las  leyes  1.*, 
2.^,  3.*  y  14,  tít.  XV  de  la  Part.  7.»,  porque  las  tres  pri- 
meras se  reducen  á  definir  el  daño,  quién  lo  pueda 
demandar  y  quién  sea  responsable  directamente  por 
haberlo  causado,  y  la  14  está  derogada  por  las  dis- 
posiciones del  Código  mercantil  en  lo  que  se  refiere 
á  los  qxTe  se  causen  por  las  naves...»  (Sent.  5  Enero 
1882.— Gacs.  de  la  1.*,  t.  I,  p.  196.) 

19  Abril  ISfftO.  Obligaciones  del  fietante  en  cuyo  cum- 
plimiento no  influyen  los  actos  del  capitán. 

«Por  el  contrato  de  fletamento  el  fletante  se  obli- 
ga á  entregar  el  cargamento  en  puerto  designado 
por  el  fletador,  siendo  directamente  responsable  si 
así  no  lo  verifica  sin  causa  legitima;  sin  que  est* 
principio,  que  nace  de  la  naturaleza  del  contrato, 
se  desvirtúe  por  el  art.  6S3del  Cód.  de  Com.  de  18292, 
que  al  prohibir  al  capitán  de  un  barco  entrar  volun- 


'  Concuerda  con  el  art.  610,  núms.  2.°  y  3.°  del  nuevo 
Código. 

-  El  art.  683  del  Código  de  1829  prohibía  al  capitán  en- 
trar voluntariamente  en  puerto  distinto  del  de  su  destino, 
lo  mismo  que  hoy  el  art.  618,  núm.  7.°  del  Cód.  de  1885.  El 
art.  624  del  de  1829  declaraba  que  el  naviero  no  tenia  res- 
ponsabilidad en  los  excesos  que  durante  la  navegación  co- 
metieran el  capitán  y  los  tripulantes,  doctrina  profunda- 
mente modificada  por  el  art,  618  del  Código  vigente. 
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tariamente  en  puerto  distinto  del  de  s\i  destino  y 
declararle  responsable  de  los  gastos  y  perjuicios  que 
con  ello  ocasionase  para  con  el  naviero  y  cargado- 
res, no  excluyela  responsabilidad  directa  del  prime- 
ro para  con  los  segundos,  sin  perjuicio  de  que  aquél 
pueda  exigirlos  después  del  capitán  que  dio  lugar  á 
ellos  por  su  voluntad  ó  impericia»;  pues  los  excesos 
que  puedan  cometer  el  capitán  y  la  tripulación  de  la 
nave,  de  cuya  responsabilidad  excluye  al  naviero  el 
art.  tíÜ4,  son  los  delitos  ó  faltas  en  que  incurran  du- 
rante la  navegación,  y  de  ningún  modo  la  inl'racción 
del  contrato  de  fletamento.»  (Sent.  17  Abril  1889.— 
Gac  24  Julio,  p.  40.) 

13  0ctiibi*«^  IMflO.  Competencia  de  los  Tribunales 
dñ  Eít¡iit/)it  i'ara  conocer  de  la  i7idevinizac¡ón  pedida  por 
el  cn]>il'in  lie  un  buque  inglés  al  de  zm  buque  esjurnol,  d 
COnservfiícia  de  abordaje  acaecido  en  las  aguas  jurisdic 
cio7ia¡es  de  nuestra  nación. —  Verdadera  inteligencia  del 
articulo  s:ií,  del  Cód.  de  Com,.,  y  garantías  pactadas  en  el 
tratado  con  Ingl  iterra. 

El  vapor  inglés.  «Lady  Aliñe»,  surto  en  el  puerto 
de  Bilbao,  atracado  y  amarrado,  fué  abordado  el  8 
de  Seiitiembre  de  18-tj  por  el  buqiie  «Galea»  do  la  So- 
ciedad marítima  de  Vizcaya,  que  entró  en  la  ría  sin 
Rtixilio  de  remolcador  y  sufrió  una  fuerte  guiñadura 
al  Sudoeste.  A  consecuencia  del  cboque,  «Lady  Ali- 
ñe» se  fué  á  pique,  permaneciendo  debajo  del  agua 
hasta  el  19  de  Octubre,  en  que  pudo  ser  puesto  á  flo- 
te. Al  dia  siguiente  del  abordaje,  D.  Guillermo  Bron, 
capitán  del  barco  inglés,  protestó  del  caso,  y  llevó 
la  protesta  al  Consulado  de  su  pais,  y  las  autorida- 
des de  Marina  instruyeron  siimaria  declarando  que 
había  lugar  á  la  formación  de  causa  contra  el  prác- 
tico de  la  barra  de  Bilbao.  El  marqués  de  London- 
derry,  dueño  del  buque  sumergido,  entabló  deman- 
da contra  la  Sociedad  viaritima  de  Vizcaya,  alegan- 
do que  el  accidente  fué  por  culpa,  negligencia  é  im- 
pericia del  práctico  y  del  capitán  que  iban  sobre  el 
puente  del  vapor  español,  pues  dado  el  alto  bordo 
del  mismo  y  demás  circunstancias,  debiera  haber 
ido  con  marcha  menos  precipitada  y  no  ]ior  la  orilla 
de  la  ría,  sino  por  el  medio  del  cauce;  y  fundado  en 
las  disposiciones  de  los  arts.  826,  834  y  648  del  Cód.  de 
Comercio,  suplicó  que  se  condenase  á  la  Sociedad  á 
que  como  naviero  del  «Galea*  pagase  al  demandan- 
te, dueño  y  naviero  á  su  vez  del  vapor  «Lady  Aune», 
dentro  del  plazo  que  se  le  señalase  al  efecto,  todos 
los  daños  y  perjuicios  que  quedaban  detallados  y  se 
le  ocasionaron  con  motivo  del  abordaje,  en  la,  canti- 
dad que  tasasen  los  peritos  que  se  nombrasen  judi- 
cialmente en  el  término  oportuno,  así  como  todas 
las  costas  causadas  y  que  se  causasen.  Sustanciada  la 
reclamación  por  sna  trámites,  la  Audiencia  de  Bur- 
gos dictó  sentencia  condenando  á  la  Sociedad  anó- 
nima denominada  Marítima  de  Vizcaya,  á  qué  como 
naviero  del  vapor  titulado  «Galea»,  de  aquelhi  ma- 
tricula, pagase  al  demandante  D.  Carlos  SteAvart, 
marqués  de  Londonderry,  dxieño  y  naviero  á  su  vez 
del  vapor  nombrado  «Lady  Aliñe»,  dentro  del  plazo 
de  diez  dias,  la  cantidad  de  114.470  pesetas  y  55  cén- 
timos, importe  de  los  daños  y  perjuicios  ocasiona- 
dos al  último  vapor  nombrado  al  ser  abordado  por 
el  primero  en  8  de  Septiembre  de  1886,  sin  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas. 

La  Sociedad  ínter, luso  recurso  de  casación  y  el 
T.  S.  declara  no  haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que  según  el  art.  51  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la 
única  competente  para  conocer  de  los  negocios  civi- 
les q\ie  se  susciten  on  territorio  español,  entre  espa- 
ñoles, entre  extranjeros  y  entre  españoles  y  extran- 
jeros, salvo,  conforme  al  art.  52,  la  prevención  de  los 
juicios  de  testamentaría  y  abintestato  de  los  mili- 
tares y  marinos  muertos  en  campaña  ó  navegación: 

Considerando  que,  bajo  tal  concepto,  la  sentencia 
recurrida  no  infringe  los  artículos  de  la  Ordenanza 
de  Marina  y  demás  disposiciones  citadas  en  los  mo- 
tivos 1."  y  2.",  puesto  que  en  el  presente  pleito  so 
ejercita  la  acción  civil  para  obtener  la  indemniza- 
ción do  perjuicios  nacidos  de  la  negligencia  ó  impru- 
dencia del  capitán  de  un  buque  que  abordó  á  otro 
en  la  ría  de  Bilbao,  y  con  estose  demuéstrala  im- 
procedencia de  la  incompetencia  alegada  en  los  mo- 
tivos expresados: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  art.  835  del 
Cód.  de  Com.,  citado  en  el  motivo  3.",  porque  no  pu- 
diéndose dudar,  por  ser  un  hecho  no  negado  por  las 
partes  intorosadas,  que  el  vapor  inglés  «Lady  Aliñe» 
fué  abor<lado  por  el  español  llamado  «Galea»,  en  la 
ría  de  Bilbao  en  el  dia  8  de  Septiembre  de  1886,  de 
cuyo  acontecimiento  tuvo  noticia  la  autoridad  de 


Marina,  que  instruyó  diligencias  en  el  propio  día,  y 
se  consignó  protesta  ante  notario  público  en  el  dia 
9,  y  en  el  mismo,  y  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
ante  el  cónsul  inglés,  no  puede  el  recurrente  excusar 
la  indemnización  de  perjuicios  apoyándose  en  el 
mencionado  artículo,  toda  vez  que  la  razón  funda- 
mental de  éste  no  es  otra  que  la  de  evitar  abordajes 
simulados  é  indemnizaciones  indebidas,  pero  nunca 
dejar  ilusorio  el  derecho  que  asiste  al  perjudicado 
por  un  hecho  patente,  y  que  se  apresuró  á  hacer 
constar  no  obstante  el  angustioso  término  ya  indi- 
cado, no  sólo  por  acta  notarial  sino  por  medio  del 
cónsul  encargado  de  amparar  los  derechos  de  los  in- 
dividuos de  su  nación,  sin  prejuzgar  con  ello  ni  po- 
ner obstáculos  á  la  jurisdicción  de  Marina,  que  es- 
taba conociendo,  á  la  que  con  dejar  consignado  el 
hecho  facilitaba  la  correspondiente  investigación; 
y  al  apreciarlo  así  la  Sala,  con  vista  de  las  pruebas, 
y  estimar  la  reciprocidad  establecida  por  el  tratado 
vigente  con  Inglaterra,  no  ha  incurrido  en  el  error 
que  se  atribuye  en  el  motivo  ya  mencionado: 

Y  considerando  que  no  infringe  el  principio  de  de- 
recho iiniversal  que  se  invoca  en  el  motivo  4.",  ó  sea 
el  de  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma,  porqne 
la  Sala,  al  alegar  como  otro  de  los  fundamentos  de 
su  fallo  la  reciprocidad  otorgada  por  el  tratado  de 
comercio  con  Inglaterra,  vigente  en  1886,  la  estima- 
ba aplicable  al  caso  que  se  discute  como  consignada 
en  el  texto  del  convenio,  que  no  desconoce  el  recn- 
rrente,  puesto  que  únicamente  sostiene  el  incumpli- 
miento por  una  de  las  partes,  ó  dígase  Inglaterra,  y 
siendo  esto  una  aseveración,  corresponde  su  prueba 
al  que  la  deja  hecha,  esto  es  á  la  Sociedad  Marítima 
de  Vizcaya,  que  ha  olvidado  el  principio  de  derecho 
antes  expresado,  y  por  esto  carece  de  fundamento 
el  recurso.»  (Sent.  13  Octixbre  1890. — Gacs.  30  Octubre 
y  O  Noviembre,  p.  283  ) 

VI.— ^ogiiros  iiiarátlninn  y  ferr<»Mti*oM. 

O  Mayo  IMO?.  Interpretación  de  las  cláusulas  de  un 
contrato  de  seguro. 

No  pueden  considerarse  infringidas  ui  alteradas 
en  su  interpretación  las  cláusulas  de  un  contrato 
de  seguros  contra  incendios,  cuando  su  letra  es  tan 
clara  que  no  admite  duda  de  ningún  género.  Si  el  se- 
guro es  de  nn  puente  de  madera  alquitranado,  no 
puede  decirse  que  se  acumulan  ó  introducen  mate- 
rias inflamables  contra  la  condición  del  contrato, 
alquitranándole  de  nuevo  cuando  lo  exije  su  conser- 
vación. (T.  S.,  sent.  de  6  Mayo  1867;  C.  Z,.,  p.  304.) 

lO  nnvw.o  lítSO.  Seguros  marítimos:  Indemnización 
al  asegurado. 

Asegurado  un  buque  por  tiempo  de  cinco  meses  con 
la  condición  de  que  espirado  éste,  si  la  nave  estaba 
en  viajo  no  se  entendería  fenecido  el  término  hasta 
veinticuatro  horas  después  de  fondear  en  un  puerto, 
fondeó,  en  efecto,  en  el  de  Santr«  María  de  Georgia 
pasados  los  cinco  meses,  y  después  salió  con  direc- 
ción á  Málaga,  en  cuyo  momento  naufragó.  Pedida 
indemnización  á  la  compañía  aseguradora  y  absuel- 
ta  ésta  de  la  demanda  en  dos  instancias,  desestima 
el  T.  S.  el  recurso  de  casación  interpuesto  contra  la 
sentencia  de  lasegunda,  pues  entendido  llanamente 
el  contrato,  se  hallaba  extinguido  el  compromiso  de 
la  empresa  recurrida  cuando  ocurrió  el  siniestro. 
{Sent.  10  Marzo  1880.— Gfac.  iG  Mayo,  p.  110.) 

«3  Junio  iSSO.  Seguros  marítimos:  Indemnización: 
Intereses: 

Con  arreglo  al  Código  de  Comercio,  las  cuestiones 
que  surjan  entre  los  interesados  en  el  contrato  do 
seguros  de  un  buque,  han  de  decidirse  conforme  á 
las  bases  que  se  ajustaron  en  el  pacto,  y  habiéndoso 
establecido  on  ellas  que  el  abandono  tendría  lugar 
por  pérdida  total  definitiva  de  la  nave,  entendién- 
dose por  tal  la  deterioración  sufrida  por  ésta  siem- 
pre que  su  costo  excediese  de  las  tres  cuartas  partes 
do  su  valor,  es  claro  que  la  empresa  aseguradora 
debe  indemnizar  al  asegurado  del  sinistro,  cuando 
la  Sala  aprecia  en  virtud  de  la  prueba  practicada 
que  la  embarcación  naufragó  á  consecuencia  de  in- 
cendio, de  cuyas  resultas  quedó  perdida  totalmente, 
y  además  que  las  reparaciones  que  necesitaba  im- 
portaban más  de  las  tres  cuartas  partes  do  su  valor. 
«Los  efectos  de  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  mercantiles,  comienzan  después  que 
el  acreedor  interpelase  judicialmente  al  deudor  ó  le 
intimase  la  protesta  de  daños  y  perjuicios,  hecha 
ante  juez  ó  escribano  ú  otro  oficial  público  autoriza- 
do para  recibirla»,  con  arreglo  á  los  arts.  201  3' 883 del 
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'  El  art.  281  tlcl  antiguo  Código  mercantil  está  moñiñ- 
cauo  en  cuanto  a  las  obligaciones  que  tuvieren  dia  seUala- 
aopara  su  cumpli,nie,tto  po>-  el  art.  63  del  nuera  Código. 

In  „«7,-^1'i  ;     j""",™  '^'^'''íio,  exige  precisamente  que 
lapoli.a  se  e.rt,enda  a  la  orden  para  que  sea  endosable. 

voCód"^         "'      '"'''  ^**  ''"^  **  '^'''''  '''"'  ''^  *-^  <^«'  '"'«- 


Códiern  mr-rciintil '.  ¡Sala  1.*,  sent.  23  Junio  18B0.— Gti- 
ceíR  i,^  Septiembre,  p.  112.) 

«S  Octultm  *SI^O.  Seguros  contra  incendios:  Conti- 
nuación jior  la  tácita  del  seguro  á  favor  del  que  compra 
la  finca  al  asegurado. 

Asegurada  una  finca  y  vendida  al  Estado,  debe  la 
compañía  aseguradora  pagar  A  éste  el  importe  del 
siniestro  si  en  el  reglamento  de  la  empresa  se  pre- 
viene que  el  seguro  no  obsta  á  la  enajenación,  y  que 
el  comprador  se  supone  que  continúa  en  la  sociedad 
mientras  no  manifieste  su  voluntad  en  contrario; 
siempre  que  el  Estado  no  la  haya  manifestado.  (Sen- 
tencia 27  Octubre  18S0.— Cae.  $  A'oviembre,  p.  204.) 

7  «liinlo  ISSI.  Endoso  de  las 2)ólizas  de  seguros  ma- 
rítimos. 

«Las  póliz.as  de  seguro  son  endosables  cuando  su 
carácter  transmisible  consta  en  ellas  de  una  mane- 
ra indudable,  sin  que  pueda  admitirse  que  la  expre- 
sión »á  la  orden»  se  haj-a  de  emplear  necesariamen- 
te y  bajo  pena  de  nulidad,  puesto  que  no  lo  dispone 
asi  el  Código  de  Comercio  qxie  en  otros  casos  esta- 
blece fórmulas  de  precisa  observancia...»  (Sent.  7  Ju- 
nio lf>il.— Gacetas  de  la  Sala  1.",  t.  II,  p.  111  ■•'.) 

8»  Ulciembrc  i8S3.  Préstamos  á  la  gruesa:  Efec- 
tos: Tercería. 

«Reconocida  por  los  cargadores  la  legitimidad  en 
cuanto  á  ellos  del  préstamo  á  la  gruesa,  debe  surtir 
este  contrato  sus  naturales  consecuencias,  la  prime- 
ra de  las  cuales  es  obligar  al  cargamento  á  la  segu- 
ridad del  pago  de  la  cantidad  recibida  á  préstamo, 
y  por  lo  tanto  los  dueños  de  aquél  carecían  de  acción 
para  entablar  la  tercería  de  dominio,  puesto  que  los 
bienes  A  que  se  refieren  venían  obligados  al  pago  de 
la  cantidad  reclamada...»  ¡Sent.  28  Diciembre  1MS3.— 
Gacetas  de  la  Sala  1.»  de  1881,  t.  I,  p.  96.) 

II  Febrero  1SS4.    Ley  en  el  contrato  de  seguros. 

«Los  contratos  son  ley  para  los  que  los  celebran  y 
deben  cumplirse  por  ellos  cuando  no  se  opongan  A 
las  leyes  y  buenas  costumbres»;  y  consiguientemen- 
te no  comete  infracción  legal  la  sentencia  que  absuel- 
ve A  una  sociedad  de  seguros  de  demanda  entablada 
sobre  pago  de  uno,  después  de  transcurrido  el  plazo 
señalado  en  el  contrato  para  entablarla.  [Sent.  11 
Febrero  1884.— Gac.  30  Julio,  p.  10.) 

—Igual  doctrina  se  consagra  en  sent.  88  .l'orlem- 
bre  lítS4.  (Gac.  10  Hayo  ¡885.) 

*■•  • .— Transpo  rtcs. 

Los  numerosos  casos  resueltos  por  la  jurispruden- 
cia en  orden  A  las  cuestiones  A  que  dan  lugar  los 
contjat^is  de  transporte  por  vías  férreas,  indemni- 
zación de  perjuicios  por  el  retardo  en  la  expedición 
y  entrega  de  mercancías,  responsabilidad  por  ave- 
rías, etc.,  etc.,  consúltense  en  Ferkocarbiles. 

VIII.  —  «iorieilades    niorenniiles:    Sociedad 
aceiilcnlul  de  cuentas  en  participación. 

84  .Vlnrzo  IS5S.  Sociedad  creada  para  establecer 
y  explotar  un  café. 

Corresponden  A  la  clase  de  sociedades  mercanti- 
les aquellas  que  tienen  por  objeto  operaciones  de 
comercio,  y  lo  es,  por  tanto,  la  de  establecimiento 
y  explotación  de  un  café,  puesto  que,  con  arreglo  al 
art.  bo9,  son  mercantiles  las  ventas  y  reventas  que  en 
él  se  hacen  '.  (Sent.  24  Marzo  1858.) 

2  Abril  ises.    Gerente  de  una  sociedad  anónima. 

Según  el  art.  265  del  Código,  el  gerente  ó  adminis- 
trador de  una  Sociedad  anónima  tiene  el  concepto 
de  mandatario.  Con  arreglo  al  art.  175,  los  poderes 
generales  otorgados  al  gerente  de  una  Sociedad 
anónima,  no  le  autorizan  para  otros  actos  que  los 
que  exija  la  dirección  del  establecimiento,  entre  los 
cuales  no^juede  considerarse  comprendido  el  de  to- 
mar préstamos,  tratándose  de  un  establecimiento 
de  fabricación  y  expendición.  El  gerente  de  un  esta- 
Dlecimiento  fabril  no  puede  tener  otro  concepto  le- 


gal que  el  de  nn  factor,  y  en  este  sentido  le  son  apli- 
cables los  arts.  174,  175,  177,  181,  182  y  187  del  Código 
de  Comercio.  (Sent.  2  Abril  1862  '.) 

«8  Dlclenihrc  iSsa.  Facultades  de  los  socios  ad- 
ministradores una  vez  disueltas  las  compailias. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  A  un  recurso  de  ca- 
sación: 

«Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  con- 
denar A  D.  Antonio  Menéndez  de  la  Vega  en  el  con- 
cepto de  director  gerente  de  la  Sociedad  denomin.a- 
d_a  «La  Probidad»,  al  cumplimiento  de  una  oblig.a- 
ción  contraída  cuando  legalmente  existia  la  com- 
pañía, no  ha  infringido  el  art.  337  del  Cód.  de  Com., 
citado  en  el  último  motivo  del  recurso,  porque  sólo 
niega  la  representación  de  los  socios  administrado- 
res en  el  caso  A  que  se  refiere  para  hacer  nuevos 
contratos  y  obligaciones,  pero  no  para  extinguir  las 
anteriormente  contraidas.»  (T.  S.,  sent.  28  Diciem- 
bre 1877.— Gac.  4  Febrero,  p.  44.) 

13  Febrero  189».  Contrato  de  cuentas  corrientes: 
A  quién  incumbe  la  prueba. 

Elreglamento  de  una  Sociedad  que  impone  A  ésta 
«el  deber  de  abrir  cuentas  corrientes  A  los  particu- 
lares que  lo  soliciten  del  director  por  oficio,  no  ex- 
cluye otros  medios  de  prueba  para  acreditar  la 
existencia  de  aquel  contrato,  ni  pueden  eludirse  las 
obligaciones  qne  de  él  nacen  por  falta  de  dicho  re- 
quisito. La  prueba  incumbe  al  que  afirma  nu  hecho 
ó  tacha  de  vicioso  un  documento.»  (Sala  1.",  sent.  15 
Febrero  1879.— Gac.  2S  Marzo,  p.  101.) 

R  n  85  Marzo  183».  Tutela  administrativa  sobre 
las  sociedades  mercantiles. 

La  resolución  que  declara  vAlidos  los  acuerdos  • 
adoptados  en  una  junta  general  de  accionistas  de 
una  Compañía  de  ferrocarriles,  no  acogida  A  los  be- 
neficios de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869,  debe  en- 
tenderse dictada  en  ejercicio  de  la  alta  tutela  y  su- 
perior inspección  que  corresponde  A  la  Administra- 
ción, ó  sea  en  uso  de  las  facultades  discrecionales  ' 
de  la  misma  no  discutibles  en  vía  contenciosa.  (Real 
decreto  25  Marzo  1879  declarando  improcedente  una 
demanda. —  Gac.  29  Marzo.) 

83  Junio  1880.  Representación  de  las  Compañías 
mercantiles  en  liquidación. 

Disuelta  una  Sociedad,  los  socios  administradores 
tienen  en  concepto  de  liquidadores  personalidad 
para  reclamar  judicialmente  el  pago  de  los  créditos 
de  la  compañía.  (Gac.  S  Septiembre,  p.  116.) 

8  Fnero  1881.  Responsabilidad  de  los  bienes  que 
pertenecen  al  capital  social  de  la  Compañía  colectiva,  á 
las  resultas  de  Ixs  operaciones  que  se  hagan  á  nombre  y 
por  cuenta  de  la  Sociedad,  y  consiguiente  nulidad  de  los 
gravdtmenes  constituidos  sobre  ellos  por  los  socios  para 
satisfacer  sus  compromisos  particulares.  Leyhipotecaria. 

Se  establece:  «Que  conforme  A  las  prescripciones 
del  Cód.  deCom.,  todos  los  bienes  que  jiertenecen  al 
capital  social  de  una  Compañía  mercantil  colecti-- 
va,  es>An  obligados  A  las  resultas  de  las  operacio- 
nes quese  hagan  A  nombre  y  por  cuenta  de  la  mis- 
ma Sociedad,  sin  que  ninguno  de  los  socios  pueda 
distraer  del  acervo  común  cantidad  alguna  para  el 
pago  desús  acreedores  particulares,  ni  con  otro  ob- 
jeto fuera  de  lo  que  se  hubiese  designado  para  sus 
gastos,  ni  disponer  de  lo  que  le  corresponde  aun  en 
el  caso  de  dividirse  la  masa  social,  mientras  no  es- 
tén pagados  y  extinguidos  todos  los  créditos  pasi- 
vos de  la  propia  Compañía.» 

...Que  no  obsta  A  la  doctrina  legal  expuesta,  la 
hipoteca  voluntaria  de  los  expresados  bienes,  cons- 
tituida por  un  socio  A  favor  de  un  acreedor  exclusi- 
vamente suyo,  ni  su  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  en  razón  A  que  no  perteneciendo  dichos 
bienes  al  dominio  particular  del  socio,  sino  al  de  la 
Sociedad,  «no  tuvo  aquél  personalidad  para  hipote- 
carlos A  la  seguridad  de  un  crédito  del  que  él  parti- 
cularmente y  no  la  Sociedad,  debía  responder;  pues 
conforme  A  lo  prevenido  en  los  arts.  1.39  y  33  de  la  ley 
hipotecaria,  sólo  pueden  constituir  hipoteca  volun- 
taria los_  que  tengan  la  libre  disposición  de  los  bie- 
nes y  la  inscripción  no  convalida  los  actos  y  contra-  -| 
tos  que  sean  nulos,  con  arreglo  A  las  leyes,  siendo    ' 


■I 


'     El.  art.  181  dedaraha,  en  efecto,  que  el  {gerente  de  tin 
establecimiento  de  comercio  ó  fabril  tiene  el  concepto  le- 
gal de  factor^  y  lo  mismo  dispone  el  art.  283  del  nuevo  ' 
Código.  -^^ 
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por  consigiaiente  ineficaz  dicha  hipoteca.»  Que  ha- 
biéndose hecho  la  inscripción  de  los  bienes  en  vir- 
tud de  escritura  en  que  éstos  se  describían  como 
pertenecientes  á  la  Sociedad,  con  expresión  de  que 
el  hipotecante  quedaba  encargado  de  la  liquida- 
ción de  todos  los  créditos  pendientes  contra  la  mis- 
ma, es  evidente  que  del  mismo  registro  resultaba 
que  no  tenía  derecho  para  hipotecarlos  en  favor  de 
■un  acreedor  particular,  y,  por  lo  tanto,  ha  podido 
invalidarse  dioha  hipoteca  en  cuanto  perjudicaba  á 
los  acreedores  de  la  Sociedad,  de  acuerdo  con  lo  or- 
denado en  el  párrafo  primero  del  art.  34  de  la  ley 
hipotecaria.  Y  que  el  Ü4  en  cuanto  á  los  efectos  de 
la  inscripción  aun  contra  los  acreedores  singular- 
mente privilegiados,  ha  de  entenderse  en  combina- 
ción con  el  38,  según  el  cual  la  inscripción  no  con- 
valida los  actos  y  contratos  nulos.  (T,  S.,  sent.  S 
Enero  1881.— Gacs.  de  la  Sala  1.^,  p.  52.) 

9  Alarzo  I8WI.  Disolución  de  Compañía  no  fundada 
en  haber  espirado  el  término  de  s»  duración. 

La  disolución  de  una  Compañía  mercantil  no  fun- 
dada en  haber  espirado  el  plazo  que  había  de  durari 
no  puede  surtir  efecto  en  perjuicio  de  tercero,  con- 
forme el  art.  335  del  Código  de  Comercio  ',  si  no  se 
anota  en  el  Eegistro  mercantil  de  la  provincia  ni  se 
publica  en  el  Juzgado  de  primera  instancia,  y  no 
habiéndose  cumplido  estos  requisitos,  son  válidas 
las  actuaciones  judiciales  que,  aun  después  de  di- 
suelta, se  practican  á  instancia  de  un  tercero,  y  se 
entienden  con  el  gerentedela  Sociedad.  (Seut. 7 Mar- 
zo 1881.- Gacs.  de  la  Sala  1.",  1. 1,  p.  194.) 

9 Octubre  IftSI.  Responsabilidad  del  capital  apor- 
tado á  la  compañía  comanditaria  por  los  socios. 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  349  del  Código  de 
Comercio,  los  socios  comanditarios  pueden  retirar 
desde  luego  que  se  haga  la  liquidación  el  importe 
del  capital  aportado  á  la  sociedad,  siempre  que  re- 
sulte haber  bastante  á  satisfacer  las  obligaciones  de 
la  compañía;  y  si  la  Sala  sentenciadora  ordena  que 
se  devuelva  á  uno  de  esos  comiiañeros  el  capital 
aportado,  apreciando  que  el  resto  es  bastante  para 
cubrir  las  obligaciones  déla  sociedad,  no  infringe 
dicho  artículo,  k  no  demostrarse  que  con  tal  apre- 
ciación ha  violado  ley  ó  doctrina  legal.  (Sent.  7  Oc- 
tubre IHHÍ.—Uacs.  de  la  Sala  1."  de  1882,  t.  I,  p.  8.) 

30  Diciembre  iS8í.  Reunión  dedos  ó  más  compa- 
ñías mercantiles. 

La  Sociedad  de  seguros  «La  Unión»  celebró  uno  en 
Abril  de  lb79  con  D.  Juan  Alcaide  por  término  de  diez 
años  y  prima  de  120  pesetas  cada  uno.  Dicha  Compa- 
ñía, en  12  de  Mayo  sigtiiente  acordó,  con  la  titulada 
«Fénix»,  que  ambas  se  reunieran  en  una  sola;  á  con- 
secuencia de  lo  cual  negóse  Alcaide  apagar  la  anua- 
lidad que  vencía  en  Abril  de  18S0,  alegando  que  la 
Compañía  aseguradora  había  dejado  de  existir.  En- 
tabló la  titulada  «La  Unión»  demanda  contra  dicho 
seño/,  para  que  se  le  condenase  á  satisfacer  la  suma 
de  120  pesetas,  importe  de  dicha  anualidad,  é  igual 
porción  de  niimerario  por  cada  una  de  las  restantes 
hasta  la  terminación  del  contrato  de  seguros. 

Impugnada  la  demanda  por  Alcaide  j  estimada 
en  dos  instancias,  interpuso  el  demandado  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  en  su  concepto 
los  arts.  263,  264,  265,  329  y  330-del  Código  de  Comercio 
y  la  ley  15,  tit.  XIV,  Part.  6.*  El  T.  S".  declara  no  ha- 
ber lugar: 

«Considerando  que  por  la  cláusula  19  del  convenio 
de  12  de  Mayo  de  1879,  aprobada  en  junta  general  de 
accionistas  de  «La  Unión»,  se  constituyeron  éstos 
expresamente  responsables  de  las  pólizas  vigentes  el 
dia  1.^  de  Julio  de  dicho  año,  hasta  la  espiración  de 
las  mismas,  respecto  á  aquellos  asegurados  que  no 
aceptasen  la  sustitución  de  personalidad  y  garantía 
de  la  nueva  razón  social,  y  establecieron  que  ade- 
más de  los  poderes  que  «La  Unión»  había  de  conferir 
para  las  operaciones  comunes  á  que  ésta  había  de 
dedicarse,  los  daría  especiales  para  q\ie  en  su  nom- 
bre y  representación,  x>or  cuenta,  cargo  y  riesgo  de 
ambas  Compañías  contratantes,  continuase  admi- 
nistrando las  pólizas  de  dichos  asegurados,  en  cuyo 
concepto,  no  habiendo  tenido  lugar  ninguna  de  las 
causas  jíor  las  cuales  las  compañías  mercantiles  se 
disuelven  totalmente,  conserva  «La  Unión»  su  exis- 
tencia legal,  y  las  modificaciones  administrativas 
introducidas  en  su  régimen  interior,  no  afectan  á  la 
integridad  de  sus  derechos  y  de  sus  obligaciones  an- 


*     Lo  mismo  dispone  el  art.  22G  del  nuevo  Código. 


teriores  al  citado  convenio  que  deja  á  salvo  los  inte- 
reses de  los  asegurados  disidentes  de  «La  Unión», 
con  la  responsabilidad  qxie  respecto  A  ellos  recono- 
cen los  accionistas  y  la  administración  especial  que 
establecen  en  la  citada  cláusula  19...»  (Sent.  30  Di- 
ciembre de  1882.— 6'acs.  de  la  Sala  1."  de  1883,  t.  I,  p.  4.)  ' 

lí  Julio  i8í*3.  El  capital  aportado  por  los  socios  á 
la  compañía  no  puede  aplicarse  al  payo  de  las  deudas 
particiilares  délos  mismos  socios. 

Conforme  al  art.  296  del  Código  de  Comercio  de 
1829  ',  los  bienes  de  todas  clases  que  los  socios  apor- 
tan á  una  compañía  mercantil  para  constituir  el  ca- 
pital social,  pasan  á  ser  del  duminio  exclusivo  de  la 
■misma  Compañía,  sin  que  puedan  destinarse  á  cu- 
brir atenciones  particulares  de  los  socios  mientras 
las  de  aquélla  no  se  liquiden  y  queden  satisfechas 
todas  sus  obligaciones.  SÍ  la  sociedad,  al  disolverse, 
adjudica  los  bienes  aportados  por  un  socio  al  que  lo 
es  gerente,  en  parte  de  pago  de  su  haber  social  y 
para  extinguir  el  pasivo  de  la  Compañía,  sobre  esos 
bienes  no  puedo  trabar  embargo  un  ai^reedor  parti- 
cular del  socio  que  ios  aportó,  porque  ya  pertenecen 
á  otra  entidad  jurídica  distinta.  (Sent.  12  Julio  1883. — 
Gacs.  de  Sala  l.*^,  t,  II,  p.  309.) 

— La  doctrina  de  la  anterior  sentencia  se  reprodu- 
ce en  otra  de  23  Febrero  1884.  {Qac.  3  Agosto,  p.  41.) 

33  ÍVovIcBíibre  19S3.  Responsabilidad  délos  socios 
colectivos. 

El  T.  S,  casa  y  anula  una  sentencia  que  infringió 
los  arts.  28,  267  y  285  del  Código  de  Comercio,  decla- 
rando personal  do  uno  de  los  socios  una  obligación 
contraída  por  la  sociedad;  y  desconociendo  que  si 
ésta  ha  sido  declarada  insolvente  no  es  precisa  la 
excusión  para  proceder  contra  shs  miembros,  y  si  no 
está  legalmente  constituida,  éstos  no  jiueden  ejerci- 
tar en  juicio  acciones  sociales.  (Gacs.  de  la  Sala  1.% 
t.  I,  p.  49.) 

31  Micicnibrc  18ít3.  Reunión  de  dos  ó  7nds  compa- 
ñías de  seíiiiros  en  una  sola. 

La  reunión  de  dos  compañías  de  seguros  en  una 
sola,  sin  el  asentimiento  de  los  asegurados,  da  dere- 
cho á  éstos  para  pedir  y  obtener  la  rescisión  de  sus 
contratos  por  haberse  verificado  una  verdadera  no- 
vación; y  la  sentencia  que  no  lo  estima  así,  infringe 
el  art.  263  del  Código  de  Comercio  y  la  ley  15,  título 
XIV,  Part.  5.*  (Gacs.  de  la  Sala  1.^  de  18S4,  1. 1,  p.  114.) 

2G  «Viinlo  IftS-l.  Responsabilidad  de  los  miembros  de 
una  compañía:  Acción  pro-socio. 

La  sentencia  que  condena  á  los  socios  á  la  entre- 
ga de  cantidad  ó  de  efectos  sin  determinar  la  parte 
de  que  cada  uno  de  aquéllos  debe  responder,  se  en- 
tiende que  proporciona  su  responsabilidad  á  la  par- 
ticipación que  cada  uno  tenga  en  la  compañía  y  á 
los  pactos  que  entre  ellos  medien.  Cuando  no  cons- 
ta la  representación  de  una  sociedad,  todos  los  so- 
cios pueden  ejercitar  válidamente  las  acciones  so- 
ciales. (Gac.  23  Septiembre,  p.  280.) 

C3  linrzo  ISS5.  Cuestión  sobre  pago  de  stieldos  al 
empleado  de  una  sociedad,  hasta  que  se  le  comunicó  stü 
cesa7itiaj  habiéndose  disuelto  la  Compañía  con  anterio- 
ridad. 

La  Empresa  de  un  ferrocarril  nombró  jefe  de  sec- 
ción á  D.  José  María  Mallo  el  año  1^77,  con  el  sueldo 
anual  de  2^.000  rs.  Mallo  prestó  sus  servicios  A  la 
Compañía  hasta  el  día  4  de  Abril  de  1881,  en  que 
aquélla  le  cumunicó  que  había  sido  declarado  ce- 
sante; siendo  de  advertir  que  en  1."  de  Septiembre 
de  1878  se  había  disnelto  la  Sociedad  por  voluntad 
de  los  socios;  que  la  disolución  no  se  incribió  en  el 
Registro  d©  comercio;  que  la  Compañía  cedió  sus 
derechos  y  obligaciones  á  D.  Manuel  Pastor  y  que 
éste  fué  nombrado  y  desempeñó  las  funciones  de  li- 
qiiidador  de  la  Sociedad  disuelta.  En  el  concepto  de 
tal  liquidador  le  demandó  D.  José  María  Mallo  para 
que  se  le  condenase  á  abonar  al  actor  los  sueldos 
que  tenía  devengados  y  no  cobrados  hasta  el  día  4 
de  Abril  de  1881  y  el  interés  legal  de  los  mismos.  Sus- 
tanciada la  reclamación  en  dos  instancias,  la  Au- 
diencia de  Sevilla  negó  al  actor  derecho  á  los  suel- 
dos posteriores  al  1.**  de  Septiembre  de  1878,  fallo 
que  casa  y  anula  el  T.  S.: 

«Considerando  que  la  obligación  contraída  por  la 
Compañía  de  Mérida  á  Sevilla  con  D.  .José  María  Ma- 
llo, en   virtud  del  contrato  de  locación  de"  servicios 

1    Lo  vüsmo  que  él  dispone  el  174  del  vigente. 
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celebrado  con  e.te,  ñ;é  anterior  A  la  disolución  de 
dicha  feociedad,  y...  el  liquidador  de  la  Sociedad,  cii- 
yo  carácter  reuma  el  demandado  D.  Manuel  Pastor 
al  de  concesionario  de  la  linea,  tiene  que  cumplir  la 
referida  obligación  contraída  de  antemano- 

Considerando  ademAs  que  disuelta  la  Sociedad  por 
voluntad  de  los  socios  y  no  por  espiración  del  térmi- 
íl,°cí;!í''r  í'^^.l.^e  contrajo,  y  no  hallándose  inscrita 
dicha  disolución  en  el  Registro  general  de  comercio 
de  la  provincia  no  puede  surtir  efectos  en  perjuicio 
de  tercero  como  lo  era  D.José  Mallo,  que  no  firma- 
ba parte  de  dicha  Sociedad...  y  considerando  que 
igualmente  infringe  dicha  sentencia  el  art.  K.»  de  la 
ley  de  U  de  Marzo  de  1S56,  que  se  cita  en  el  primer 
motil  o,  piiesto  que  siendo  un  sueldo  determinado  v 
de  plazos  ñjos,  es  abonable  al  demandante  por  ra- 
zón de  sus  servicios  á  la  Empresa  demandada,  y  no 
habiéndoselos  entregado  en  la  sazón  que  dehia,  ha 
existido  la  mora  que  dicho   articulo  exige  para  que 

^^^  r  .  ofrF?  ?^  '°'  intereses..  (Sent.  23  Maí-zo 
IHeo.— Goc.  22  Octubre,  p.  139.) 

./«'nV','",'"  •'*"!;*•  -í''/'«««<^'««  ««<™  la  Compañía  y 
uno  ac  sus  mievibros. 

HSfl'i%"/f'i'?-'.^r/°n ''^  ^'^'''*'"''j«  conforme  al  ar- 
ticulo 3aá  del  Cód.  de  Com.  '  y  más  si  asi  se  halla  es- 
tablecido en  los  estatutos  sociales.  (Sala  1.»,  sent  16 
Junio  IWo.— Gac.  4  Enero  JSS6,  p.  7.) 

/i^Jt,''i^"i''  '*,***•  ^^  ln<:^mplimie.ntoüe  las  solemni- 
dades legales  en  la  constitución  de  la  Compañía  no  puede 
perjudicar  a  tercero.  «j-  ouc 

Muerto  D.  Francisco  Soler,  suhijo  mayor  D.  Agus- 
tín y  su  viuda  dona  Mercedes  Ayas,  escribieron  una 
carta  circuLar  entíde  Julio  de  lb73  diciendo  que  con 
í«  .=  w''"  fabricación  de  plomos  argentíferos  bajo 
la  razón  soci.-il  Francisco  Soler,  en  liquidación.  La 
Compañía  minera  -Encantada,  abrió  subasta  para 
la,  venta  del  mineral  que  produjera  la  mina  del  mis- 
?í  r?m=\;''4  ''"'■í^"*e  í"'**"'"  aflos,  siendo  adjudicado 
f„  Sn^i  f  ,  ?■  ^g".st'°  por  s!  y  en  representación  de 
if  Jndn.  1  ^'•''""'^"o  Soler,  en  liquidación,  íorma- 
larte^  1  A  'correspondiente  escritura  entré  ambas 
partes  el  13  de  Febrero  de  IMd.  Habiéndose  negado 
t„hfÁ  t  '■""'I',''''  ^«  compromiso,  la  «Encantada,  en- 
If^^n  ^T  V""*!^  ^^'  J'  '='"^*'-''  l'^  Sociedad  Fran- 
cisco Soler,  en  liquidación,  pidiendo  que  se  les  con- 
denase á  indemnizar  daños  y  perjuicios. 

Opuestos  á  la  demanda,  además  de  D.  Agustín  So- 
hi^o^s^e^s^t.^r^ñf  ^""'^'Í'^^J''^'  todos  los  demás 
S»'rt=  d«  1  '  'V'^*,*  ^"!t<=»'=i«'  la  Au-diencia  de  Gra- 
PehreJo  J  Vr-  °>  nulidad  de  la  escritura  de  13  de 
;„  /l?  <•  V  ?'"• '^'"^'1"'^  '^  expresada  nulidad  obsta- 
vt^^j"'™'"'?^y  «ficacia  del  contrato  de  compra- 
í?a„n'L  ■?'''"/  *  °,-  Agiistin  Soler,  á  la  Compa- 
Sart»  „  r  ?*-°  y  ^'"'^  "°"°^  á  indemnizar  A  la 
?nter„,ti^°'''''  '^'"'"^  ^'  P."J"ioios.  -  Los  demandados 

pírfn^fdo%"erern'JX^lí1-tt.^¿í;o5,^I|í^'^ó^ 
^dHa^rióri!^^^"'^"  '''^'^'^  ^-  ^^S--*-  »o^ 
pÓ^°  '^"'^  se  había  infringido  el  art.  i."  del  Cód.  de 
res^í;|.»Ui''°''i''''  '"'  r'°'  mercantiles  á  los  meno 
íuln.%,Yt'' .?"","'  y  ^^  ■"•*■  'O-  1"'=  declara  que  son 
?auí  mL  »'^  ''"'  '?'  '^'ínt'-'^tantes  los  contratos  mer- 
iXh,l»=  ^  "  'ntervienen  personas  notoriamente 
inhábiles  para  contratar... 

*•"  lí?^  principio  de  derecho  de  qne  nadie  nuede 
ron?ril'^''''°  ^  '^""Pli^   obligaciones  nacwis  de  un 

■í,*^?*o  '^r  ^^  'C"'*'  "O  ha  intervenido.. 

il  1.  fe.  declara  haber  lugar  al  recurso: 

'Oonsiderando  que  la  sentencia  da  por  demostra- 

B^e%'n  eTí,'e?h""d^  '\'  '^  ''''V"''  Sociedid"fun"án*do. 
rácter  lor  .^  /•*  babersedado  á  conocer  con  tal  ca- 
1873  W,r^y,  '^%  '"^  "'"'*■'■  "■■onlar  de  6  de  Julio  de 

cue  d  bS  «"""ÍS"]  """2  P'-í'sente  sea  obstáculo  el 
?eaufsi  ns.f"''í^,'5  hubiera  constituido  sin  los 
requisitos  y  formalidades  que  el  Cód.  de  Com.exi^e 
porque  su  falta  no  puede  perjudicar  4  tercero  con 
arreglo  al  art.  28  del  citado  Cód.:  mercero,  con 

Considerando  que  en  este  caso  y  dada  la  exacta 
se^h^r/,*?  ."^'.r  *,"'"  '''"oulo,  p¿r  cuya  razón  no 
señan  infringido  los  arts.  284  y  286  del  Cód    citado 

ext'eñ'sfvl^ri"  ?'  rT."  '"°"^°'  °°  P-de  h¿cers°¿ 
nls  de  iV^  i^  Sociedad  de  que  se  trata  á  más  perso- 
nas de  las   que  intervinieron  en  el  hecho  que  deter- 

?aron  co'ñ''sf,'T"'' '''  ""'''■  "«"'^r.  y  l^e  la  autori- 
«aron  consus  nrmas: 


Mercedes   A  Sí      u  "''°  aquélla  únicamente  doña 

Mercedes  Ayas  Sánchez,  viuda  de  D.  Francisco  So- 
ler, en  nombre  propio,  y  D.  Agustín  Soler  Ayas  al 
hacerse  extensiva  á  todos  los  demás  interesados' en 
la  testamentaria  de  Soler  la  responsabilTdad  de  la 
compraventa  de  los  minerales  eoíno  comprendidos 
en  la  Sociedad  antedicha,  se  infringe,  por  lo  que  ba- 
se ci  reu'e,"''^  ".  '■'''^^''  ?1  P"""PÍo  de^dereclo  que 

menores  de  edari'*e°,  "°*"°'  ''■  ^'"■^  ?°  '3"«  *°^^  ^  los 
menores  de  edad,  el  mismo  principio  y  el  art  4."  del 

Cod  mercantil  invocado  en  el  2.°,  que  no  permite  ¿ 
aquéllos  el  ejercicio  del  comercio.'.  .(S.°la  1  ?^  sen- 
tencia 23  Junio  Ib65.-Gac.  S  £»ero  M.Sff,p   20.5    ' 

siva  a  a  la  declaración  de  quiebra  de  la  Sociedad.         T 

ció^coman'^'Ft^r,-^'  colectivas  pueden  recibir  un  so- 
cio comanditario,  con  respecto  al  cual  reü-irin  los 
c"¿andlt°."''  establecidas \obre  las"soc?eflades  ea 
reílís  f  o  '  «uedando  sujetos  los  demás  socios  á  las 
Qul  el  ^rT'"''"'  '•■=  \^"  Sociedades  colectivas..  Í¿n! 
que  el  SOCIO  comanditario  ejecute  .algunos  actos  cS- 
Sás?/sp:?sti?d  '?  SociedÍd,.no  pu^ede°alcanzarie 
?^274  del  Cód  dp  r  '^'"'  '^  derivada  de  los  arts.  273 
zarle  la    djlt  P"",''  ^  ''°  l'"'"l«  tampoco  alcan- 

zarle la   declaración  de  quiebra   de  la   Comnañía 

síiiVo'nTo':???  '°"7^'°  -^^  ^"  soí'lo  coSwo; 
sienao  nulo  el  auto  que  le   constituye   en  esa  sit.i,» 


'    £1  art.  3-J3  es  del  Código  de  18S9.  El  viaente  de  irkk 
no  preceptúa  como  obligatorio  el  arbitraje. 


fíoU,  ''"•"''"'***•  ■^"'■'■«dí'ccírfíi  de  los  Tribunales  espa- 
canhlf^eiecTT  ^'  '■'"  <=ontroversias  sobre  actos  mer- 
íesloLJñc''V'''¡'  «*«™»J«™s  en  España:  Sucursa- 
les, liquidación  y  disolución  de  Compañías. 

m?nL%"lí"'''"^''?.''?  Septiembre  de  1869  los  hei- 
"';^°\í?-.^""¿ayD  Luis  Guilhou  estableciéronla 
éu  PnrU  "'  -^'jo^  de  Guilhou  Joven-,  con  domicilio 
nasado  el^tért  ^''S°"'"'  de  banca,  que  se  disolverla 
?ado  dP  31  ,ll  M'°'"'r  ?eJjó;ypor  documento  pri- 
lolv^er^  1  de  Marzo  ce  187.5  convinieron  en  que  se  di- 
fiuidar  lol  '^o^Paniá,  encargándose  D.Luis  de  U- 
Mndrid  A  .'^,'^e°"os  de  la  sucursal  establecida  en 
dadoré;  1  li^í  '°'^'  ^'  l^'^l^i'^ndose  nombrado  liqui- 
Tr,-w!^  1  r-®""'^^-'^''  por  resoluciones  firmes  del 
Tribunal  de  Comercio  del  Sena,  á  las  cuales  negó  el 
ercequalurel  Supremo  de  España,  acudió  D.  Numa  al 
oüe^M?/"  ^''^''T  ,de  Madrid  con  demanda,  en  la 
que  p  dió  que  se  declarase  á  D.  Luis  obligada  á  for- 

dl  en  es^trc^'r"  ^  V^""*^?  '^'^'^  sucursal  estableci- 
dfsoluHóu  d»í  «  "  -^"i  S"'"'=''  '"'^'^  inmediatos  ala 
cÓ,?l  de  n  T  •"  Sociedad;  que  se  mandase  formar  á 
V  nn?  1  Pn'r,  i""'  caso  de  que  no  lo  hubiera  formado, 
J^iA^  .1  1  ''""^^f  ''^  nusmo  á  practicar  la  liquida^ 
dp.?,lH  ^"oursal,  comunicando  mensualmeute  al 
demandante  el  estado  de  la  misma.  No  obstante  ha- 
frito  7;n.T°  "i  demandado,  la  Audiencia  del  dis- 
del  acto,  p  sentencia  estimando  las  pretensiones 
terDuso  1.  „Í°'J'''f"'P''í'''f'  contra  cuyo  fallo  in- 
te_rpuso  la  parte  demandada  recurso  de  casación- 
Tioct.PS^o'"^"''"'""^"  del  art.  20  del  Cód.  de  Com.de 
,.-^LÚ  '  *""■  «'•.■■or  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
no  -iutór?"''?"''°?°  ^^  existencia  de  una  sucursal 
fí^Q  Ro°"^'''í'"'/'^  la  escritura  de  9  de  Septiembre  de 
dT  PA.i'  '""■  ¡atracción  de  varios  preceptos  del  cita- 
dk-hfl^^c"  "  i"°  *^""  P"""  °"'^  l'"^  constitución  de 
v»d„  ^  ?  '  "í",™"  creada  por  un  documento  pri- 
vado, cual  era  el  de  31  de  Marzo  de  187.5;  4.°,  por  in- 
fracción  de  la  ley  111,  tít.  XVIII,  Part.  3.';  y  .5  »,  por 
c^lfí"  °  del  principio  de  que  las  Sociedades  mer- 
cantiles  se  extinguen  como  las  civiles;  y  la  de  que  se 
por  el  THÍ'"^T*f ''"}•''  novación  llevada  á^cabo 
por  el  Tribunal  francés  nombrando  liquidadores, 
üi  feupremo  declara  no  haber  lugar  al  recuno- 

«Considerando  que  los  Tribuiiales  españoles  tienen 
competencia  al  tenor  del  art.  767  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  para  conocer  de  todos  los  nego- 
cios que  se_  susciten  en  territorio  español,  no  sólo 
ent_re  españoles,  sino  entre  extranjeros,  ó  entre  es- 
panoles  y  extranjeros,  y  que  el  art.  20  del  Código  de 
Comercio  de  1829  se  la  atribuye  especi.almente  para 
conocer  de  todos  los  actos  de  comercio  celebridos 
por  extranjeros  en  territorio  español  y  de  todas  sus 
result.as  é  incidencias;  y  por  lo  tanto,  que  al  fallar 
la  Sala  sentenciadora  sobre  la  obligación  de  D.  Luis 
Guilhou,  hoy  sus  herederos,  de  liquidar  la  sucursal 
que  se  declara  haber  funcionado  en  España  bajo  la 
dirección  del  mismo,  no  ha  incurrido  en  el  exceso  de 
jurisdicción  que  se  supone  en  el  primer  motivo  del     • 

Considerando  que  si  bien  en  la  escritura  privada 
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de  9  de  Septiembre  de  1.S69,  por  la  que  aparece  lialier- 
se  constituido  la  Sociedad  que  ha  comerciado  con  el 
nombre  de  Hijos  de  Guilhou  Joven  no  se  creó  sucur- 
sal alcuna  en  Madrid,  dicho  documento  no  excluye 
la  existencia  de  ésta;  que  la  Sala  ha  reconocido  por 

otros  medios  de  prueba 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  propone  en  el 
tercer  motivo  del  recurso  sobre  la  nulidad  de  la  su- 
cursal de  Madiid  y  de  su  prórroga  por  ialta  de  ins- 
cripción en  el  Registro  de  comercio  no  ha  sido  obje- 
to del  pleito  y  no  puede  por  lo  tanto  estimarse  en 

Considerando  que  por  las  mismas  razones  de  no  sor 
fundamento  esencial  de  la  sentencia  la  llamada  acta 
de  liquidación  de  Bl  de  Marzo  de  i«b5  y  de  no  haber 
sido  planteada  en  el  pleito,  no  puede  dar  motivo  de 
casación  la  nulidad  que  se  pretende  del  ejemplar  de 
dicha  acta  acompañada  á,  la  demanda,  por  estar 
según  se  dice  'a  fecha  escrita  sobre  raspado: 

Consideíandü  que  el  hecho  de  haber  acudido  don 
Numa  Guilhou  k  los  Tribunales  franceses  puliendo 
el  nombramiento  de  un  liquidador  oficial  para  el 
mismo  asunto  que  en  este  pleito  demanda,  y  de 
haber  consentido  expresamente  el  nombramiento 
no  constitu-'rla  novación  sino  litis  pendencia  ó  cosa 
iuzgada  en  su  caso;  pero  que  estas  excepciones,  ni 
aun  en  el  concepto  general  de  novación,  pueden  ale- 
garse desde  el  momento  en  que,  negado  por  la  bala 
tercera  de  este  Tribunal  el  exequátur  k  las  resolucio- 
nes del  Tribunal  de  Comercio  del  Sena,  quedaron 
éstas  sin  eñcacia  legal  en  España.»  (Sala  1.  ,  sen- 
tencia 12  Mayo  Ibb6.  —  Gac.  10  Ai/osto,  p.  86.) 

es  Kovleiiiüre  18*0.  La  Sociedad  sucesora  y  li- 
quidadora de  otra  anterior  está  obligada  d  saldar  todas 
las  responsal>ilidades  de  ésta. 

La  Sociedad  regular  colectiva  Sobrino  de  Murga 
y  Compañía,  compuesta  de  los  socios  D.  Francisco 
Gorbea  y  D.  José  líamón  González,  dirigió  una  car- 
ta autorizada  por  éste  con  la  antefirma  de  aquella, 
en  liquidación,  i.  D.  Zoilo  Tejedor  reconociéndole  un 
crédito  de  3.54«'IJ7  pesetas.  Disuelta  aquélla  continuo 
sus  operaciones  el  referido  González,  y  por  falleci- 
miento de  éste,  su  viuda  é  hijo,  basta  que  se  consti- 
tuyó la  denominada  .González  y  Llano,  sucesores  » 
liquidadores  de  las  antiguas  casas  José  Ramón  Gon- 
zález y  viadn.  ó  hijo  de  J.  H.  González».  Los  herede- 
ros de  Tejedor,  muerto  ya,  acudieron  al  Juzgado 
presentando  demanda  civil  ordinaria  contra  esta 
última  Sociedad ,  en  reclamación  del  crédito  de 
que  se  deja  hecho  mérito.  Excepcionó  la  misma 
que  nada  tenia  que  ver  de  esto,  pues  si  bien  en  sus 
membretes  se  dicen  sucesores  y  liquidadores,  como 
queda  expresado,  era  una  pura  fórmula  del  comer- 
cio que  no  significa,  ni  menos  consta  en  sus  escritu- 
ras de  fundación,  que  la  constituyera  como  herede- 
ra de  las  otras  Compañías.  Condenada,  sin  embargo, 
al  pago  del  crédito,  por  sentencia  de  esta  Audien- 
cia, no  conforme  con  la  de  primera  instancia,  inter- 
puso recurso  de  casación,  diciendo  en  su  apoyo: 

1.°  Que  al  estimar  la  sentencia  la  acción  ejercita- 
da por  los  herederos  de  D.  Zoilo  Tejedor  contra  la 
Sociedad  recurrente,  ha  infringido  el  art.  281  del 
Cód.  de  Com.,  cor  que  estuvo  regida  la  Sociedad  deu- 
dora Sobrino  de  Murga  y  Compañía,  equivalente  al 

art.  127  del  Código  vigente 

El  T.  S  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 
•  Considerando  que  es  inaplicable  al  presente  caso, 
y,  por  lo  tanto,  no  ha  podido  ser  infringido  el  articu- 
lo «7  del  Cód.  de  Com.  que  se  cita  en  el  primer  mo- 
tivo del  recurso,  porque  la  sentencia  recurrida  se 
funda  para  hacer  responsables  al  pago  de  la  can- 
tidad demandada  á  la  Sociedad  González  Llano,  en 
que  éstos  al  constituirla  hablan  liquidado  el  haber 
de   las   Sociedades   anteriores,    haciéndolo    suyo    y 


§ 


aportándolo  como  capital  propio,  en  cuyo  concepto 

esaban  sobre  el  capital  social  las  responsabilida- 

_es  que  afectaban  á  la  liquidación  de  las  anteriores 

Íiue  no  hubieran  quedado  saldadas,  y  no  sólo  contra 
os  individuos  que  compusieron  la  de  Sobrinos  de 
Hurga  y  Compañía,  como  se  pretende  en  dicho  mo- 
tivo  >  (Sala  1.".  sent.  25  Noviembre  1886.— OttC.  /6' 

Abril  1S87,  p.  46.) 

le  F<-br«ro  H»»9.  Casación  de  sentencia  que  eximió 
á  un  socio  de  Compañia  colectiva  de  la  obligación  con- 
traída d  nombre  de  ésta,  siendo  asi  que  todos  sus  miembros 
responden  solidariamente  de  los  compromisos  sociales. 

Embargada  una  casa  á  las  resultas  de  las  obliga- 
ciones contraidas  por  una  Sociedad  colectiva,  á  la 
sazón  en  quiebra,  uno  de  los  socios  dedujo  demanda 
de  tercería  de  dominio  .¡obre  la  mitad  de  la  casa  em- 


bargada, por  suponer  que  la  operación  que  dio  por 
resultado  las  obligaciones  origen  del  juicio  no  atec- 
taban  al  a.  tor  en  atención  á  que  en  el  momento  de 
realizarse  se  hallaba  la  Sociedad  en  estado  de  liqui- 
dación, en  cuyo  estado  no  es  posible  realizar  otras 
operaciones  que  las  pendientes,  entre  las  que  no  se 
contaba  aquella.  Estimada  la  tercería  en  dos  instan- 
cias, se  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
acreedor,  alegando  como  infracciones:  »  ",  la  ejecu- 
toria del  pleito  principal  para  cuyo  cumplimiento 
fué  embargada  la  casa,  y  la  ley  19,  tit.  XXII,  Parti- 
da 3.',  en  el  concepto  de  que  la  condenación  que 
consiguió  el  recurrente  recayó  sobre  la  Compañía 
de  que  formaba  parte  el  tercerista;  ».",  la  doctrina 
legal  de  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos; 
4.S,  los  arts.  267,  B38  y  342  del  Cód.  de  Com.,  la  doctri- 
na legal  autorizada  por  la  decisión  de  4  de  Julio  de 


lugar  al  recurso:  .    ,    j 

«Considerando  que  todo  contrato  de  Sociedad  mer- 
cantil se  ha  de  reducir  á  escritara  pública  otorgada 
con  las  solemnidades  de  derecho,  de  la  qne  deberá 
tomarse  razón  en  el  Registro  general  del  comercio: 

Considerando  que  todos  los  que  formen  la  Socie- 
dad mercantil  colectiva  están  obligados  solidaria- 
mente á  las  resultas  de  las  operaciones  qne  se  hagan 
a  nombre  y  por  cuenta  de  la  Sociedad  bajo  la  firma 
que  ésta  tenga  adoptada,  y  por  persona  autorizada 
para  la  gestión  y  administración  de  sus  negocios:    _ 

Considerando  que  en  16  de  Octubre  de  \X¡2  consti- 
tuyeron Sociedad  mercantil  colectiva  D.  Juan  Pan- 
jul,  D.  Francisco  Rionda  y  D.  Joaquín  PoUedo  por 
término  de  tres  años,  y  bajo  la  razón  social  de  Po- 
Uedo, Rionda  y  Compañía,  la  cual,  demandada  en 
el  juicio  correspondiente  por  D.Victoriano  López 
Sánchez  para  el  pago  de  13.800  pesos  en  oro  español, 
fué  condenada  por  sentencia  firme  á  satisfacerla 
expresada  cantidad;  .    . 

Considerando  qr.e  la  tercería  de  dominio  propues- 
ta por  Fanjul  para  que  se  entregue  la  parte  de  casa 
embargada  á  las  resultas  de  aquel  fallo  es  improce- 
dente, porque  no  ha  justificado  la  existencia  de  una 
nueva  sociedad  que  contrajera  la  obligación  que  dió 
lugar  al  embargo ,  y  de  la  que  supone  no  íorma 
parte,  sino  que  la  misma  Sociedad  fué  la  que  bajo  su 
razón  social  recibió  los  13.800  pesos,  á  cuya  devolu- 
ción está  condenada,  no  pudiendo  menos  D.  Juan 
Fanjul,  como  socio  que  es  de  ella,  de  responder  de 
un  hecho  de  que  son  responsables  todos  los  socios: 

Considerando  en  tal  concepto  que  la  sentencia  re- 
currida, que  declara  libre  á  Fanjul  de  actos  ejecu- 
tados por  la  Sociedad  Polledo,  Rionda  y  Compañía 
de  que  formaba  parte,  infringe  las  leyes  y  doctrinas 
que  se  invocan  en  los  motivos  2.°,  3.°  y  4.»  del  recur- 
so.» (Sala  1.",  sent.  16  Febrero  1887.— Gac.  11  Julio.) 

«  niclonibre  1SS9.  Eficacia  de  los  actos  realisados 
en  favor  de  tercero  por  la  Sociedad,  aun  cuando  ésta  no 
haya  tenido  existencia  legal.  Inscripción  en  el  Uegtstro 
de  una  concesión  de  aguas  conforme  al  art.  107  de  la  ley 
hipotecaria. 

■  Aun  cuando  una  Sociedad  mercantil  no  haya  te- 
nido existencia  legal,  los  actos  y  contratos  que  con 
tal  carácter  realizan  los  socios,  son  eficaces  contra 
los  mismos  en  favor  de  los  terceros  con  quienes  han 
contratado...  j.   o  o  i     i     i 

Según  diversas  prescripciones  del  art.  ¿.  de  la  ley 
hipotecaria,  deben  inscribirse  los  títulos  en  que  se 
constituyan  derechos  reales  sobre  inmuebles,  y  es- 
pecialmente el  de  usufructo  y  los  contratos  de  arren- 
damiento de  los  mismos  cuando  excedan  de  seis 
años  ó  se  anticipen  las  rentas  de  tres  6  más  anos,  y 
las  adquisiciones  de  bienes  y  derechos  reales  que 
posean  las  Corporaciones  civiles,  determinando  es- 
pecialmente el  art.  1.»  del  reglamento  las  concesio- 
nes de  aguas  entre  los  títulos  inscribibles,  y  que 
de  conformidad  con  el  par.  5."  del  art.  107,  pueden 
hipotecarse  los  derechos  de  aprovechamiento  de 
aguas;  y  por  lo  tanto,  no  infringe  tales  artículos  la 
sentencia  que  deniega  la  nulidad  de  las  inscripcio- 
nes de  concesión  de  parte  de  las  aguas  de  un  pueblo 
y  de  hipoteca  de  las  mismas,  cuya  nulidad  se  pre- 
tende en  el  concepto  de  no  constituir  dicha  conce- 
sión un  derecho  real  susceptible  de  inscnpciou.» 
{Sala  1.",  sent.  6  Diciembre  1887.— G'nc.  9  y  11  Abril 
1888,  p.  39.) 
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Resul.  íl  lílolrnibrc  1^*9.  Valor  y  eficacia  délas 
certificaciones  expedidas  por  les  secretarios  de  los  Conse- 
jos de  de  Administración  de  Sociedades.— Inscripción  de 
escritura  de  venta  otorgada  jior  el  Banco  Hipotecario  y  en 
nombre  del  mismo  por  el  gobernador  previamente  auto- 
ri::Hido, 

Vendida  por  el  gobernador  del  Banco  Hipotecario 
una  finca  perteneciente  á  dicha  Sociedad  de  crédito, 
negóse  el  registrador  k  inscribir  la  escritura  corres- 
pondiente. La  Dirección  de  los  Registros  declara  en 
alzada  inscribiVde  dicho  documento,  visto  el  art.  8.** 
del  reglamento  de  la  ley  hipotecaria: 

•  Considerando  qiae  el  registrador  de  la  propiedad... 
funda  su  negativa  á  inscribir  dicho  documento  en 
que  á  su  juicio  no  aparece  justificado  que  dicho  se- 
ñor (,el  gobernador),  hubiera  sido  facultado  por  el 
Banco  para  vender  una  finca  perteneciente  á  la  So- 
ciedad: 

Considerando  que  en  la  mencionada  escritura  de 
ventaT)bra  testimoniada  una  certificación  expedida 
por  el  secretario  del  Banco  Hipotecario,  en  que  cons- 
ta que  el  Consejo  de  Administración  autorizó  al  go- 
bernador para  la  venta  de  la  finca  do  que  se  trata, 
así  como  para  el  otorgamiento  de  la  correspondien- 
te escritura: 

Considerando  que  de  los  acuerdos  que  toma  el 
Consejo  de  Administración  de  una  Sociedad  sólo 
puede  certificar  su  secretario,  dando  plena  autenti- 
cidad al  certificado  el  V.**  B.**  di-l  presidente  ó  gober- 
nador de  la  misma;  y  esto  asi,  no  sólo  porque  en  los 
estatutos,  que  son  ley  para  la  Sociedad,  se  declara 
tal  atribución  propia  y  privativa  del  secretario, 
sino,  además,  porque  de  otra  suerte  sería  preciso 
que  los  acuerdos  del  Consejo  de  Administración  de 
Compañía  se  hicieran  constar  en  acta  notarial,  y 
esto  no  ha  sido  prescrito  por  ninguna  disposición 
legal: 

Considerando  que  por  e.ita  razón  merece  entero 
crédito  la  certificación  inserta  en  la  escritura  sus- 
pendida, sin  que  esto  equivalga  á  reputar  funciona- 
rio pviblico  al  secretario  del  Banco,  ni  mucho  menos 
él  estimar  que  los  certificados  que  libra  están  com- 
prendidos en  el  precepto  del  art.  8.**  del  reglamento 
hipotecario,  pues  nna  cosa  es  el  dociimento  que  sir- 
ve de  título  al  dominio  ó  al  derecho  real,  y  otra  muy 
distinta  aquel  en  que  consta  que  en  cumplimiento 
de  un  articulo  de  los  estatutos  de.una  Sociedad,  ha 
sido  facultado  su  presidente  para  tener  la  represen- 
tación social  en  determinado  acto  ó  contrato.»  (Re- 
solución de  la  Dir.  de  los  Registros  de  21  Diciembre 
1887.— Gac.  ir,  Marzo  1888.) 

3  niarz»  ISSÍÍ.  Error  de  derecho  coyisistente  en  ha- 
ber denegado  una  tercería  de  dominio  interpuesta  por 
una  Sociedad,  sobre  los  bie?ies  embargados  á  uno  de  sus 
iniembros  y  aportados  por  el  mismo  a  la  colectividad  so- 
cial, ti'ansftriéndola  asi  la  x^ropiedad  de  ellos. 

Constituida  una  Sociedad,  los  bienes  que  á.  ella  se 
aportan  y  á  cambio  de  los  cuales  la  Sociedad  entre- 
ga las  correspondientes  acciones,  pasan  al  dominio 
de  la  misma,  sin  más  limitación  que  el  derecho  de 
tanteo,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  264  y  265, 
núm.  ü.",  del  C.  de  C,  quedando  sujetos  exclusiva- 
mente á  las  resiionsabilidadeS  sociales,  sin  que  los 
acreedores  particulares  de  un  socio  puedan  extraer- 
los de  la  masa  social,  según  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 296  y  298;  por  cuya  razón  la  Sala  sentenciado- 
ra qiie  deja  subsistente  el  embargo  trabado  sobre  los 
bienes  de  un  socio  para  hacer  efectivas  responsabi- 
lidades particulares  de  éste,  desestimando  ladéela- 
ración  de  dominio  pretendida  por  la  Sociedad  ter- 
cerista, infringe  los  mencionados  artículos.  (Sala  1.^, 
sent.  7  Marzo  1889.— GFac.  13  Mayo,  p.  201.) 

lO  Ahrll  líinStít.  Casación  de  sentencia  por  error  de 
hecho  cometido  pre8CÍ7idie7ido  de  la  fuerza  probatoria  de 
ciertas  certificaciones  expedidas  por  ñna  Compañía  mer- 
cantil, con  infracción  de  La  ley  de  Enj.  civil,  del  contrato 
y  de  los  estatutos  de  la  Üocieciad. 

D.  Antonio  Anred,  poseedor  de  124  acciones  de  «La 
Española»,  Compañía  general  de  seguros,  suscribió 
en  Zaragoza  á  IH  de  Noviembre  de  1873  una  obliga- 
ción por  la  cual  se  comprometió  á  entregar  á  la 
Compañía  la  suma  de  20.150  jiesetas,  resto  del  total 
de  sus  P  cciones,  con  arreglo  á  los  arts.  19  y  20  de  los 
estatutos,  en  los  cuales  se  consigna  el  compromiso 
de  satisfacer'  en  el  plazo  de  un  mes,  desde  la  fecha 
en  que  fuese  notificado  al  accionista  por  la  Direc- 
ción el  descubierto  de  stis  acciones,  jjudiendo  la  Ad- 
ministración déla  Compañía  optar  entre  proceder 
ejecutivamente  contra  los  bienes  del  socio  omiso 


para  hacer  efectiva  la  cantidad  de  que  fuere  deíadnr, 
ó  proceder  á  la  venta  de  sus  acciones  por  medio  de 
la  Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  cambio 
ó  de  corredor  donde  no  hubiere  Colegio  de  Agentes. 

En  1875  la  Dirección  de  la  ('ompañía  dirigió  una 
circular  á  los  accionistas  invitándoles  á  la  entrega 
de  25  pesetas  por  acción  y  luego  á  la  de  37,  como  di- 
videndos pasivos  que  se  había  acordado  giritr;  y  en 
1886  la  propia  Empresa  demandó  á  Aured  al  pago  de 
7.000  y  pico  de  pesetas,  importe  del  dividendo  pasivo 
correspondiente  á  las  124  acciones  propias  del  de- 
mandado. Presentó  la  parte  actora  certificaciones 
expedidas  por  el  secretario  de  la  Sociedad,  en  las 
que  se  hacían  constar  los  acuerdos  relativos  á  los 
indicados  dividendos;  y  sustanciada  la  reclamación, 
pronunció  sentencia  la  Audiencia  de  Zaragoza,  ab- 
solviendo al  demandado. 

La  Compañía  interpuso  recurso  de  casación,  y  el 
T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 

«Considerando  que  las  certificaciones  que  se  acom- 
pañaron con  la  demanda,  expedidas  por  el  secreta- 
rio de  la  Compañía  -La  Española»,  y  las  que  des- 
pués se  trajeron  en  el  término  de  prueba,  reúnen 
los  requisitos  prevenidos  en  el  art.  5^*7,  nxims.  1."  y 
4,°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  se 
han  cotejado  ó  venido  al  pleito  con  citación  contra- 
ria, y  sirven  para  acreditar  la  existencia  de  los  di- 
videndos de  25  y  37  pesetas  50  céntimos  por  acción 
que  se  reclaman,  y  á  cuyo  pago  estaba  obligado  don 
Antonio  Aured,  según  los  términos  de  su  compromi- 
so antes  referido: 

Considerando  que  si  bien  no  hay  prueba  de  que 
Aured  fuera  notificado  para  el  pago,  es  indudable 
que  esta  notificación  existe  desde  el  momento  en 
que  fué  interpelado  judicialmente: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  absol- 
ver de  la  demanda  á  D.  Antonio  Aured,  comete  error 
de  derecho  al  no  dar  fuerza  probatoria  á  las  certifi,- 
caciones  antes  referidas,  infringiendo  los  arts.  578, 
596  y  597  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  así  como 
también  la  ley  del  contrato  contraído  en  el  docu- 
mento de  13  de  Noviembre  de  1873,  y  en  los  estatutos 
de  la  Compañía,  cuyas  infracciones  se  alegan  en  los 
motivos  1.^  y  3."  del  recurso.»  (Sala  l."^,  sent.  10  Abril 
IbSH.  —  Gac.  14  Jidio,p  5.) 

30  Junio  •«Si*.  Acuerdos  obligatorios  para  los  so- 
cios: Nulidad  de  los  que  alteran  las  bases  esenciales  de  la 
constitución  de  la  Compaüia:  Continuación  de  ésta  aun 
transcurrido  el  término  estipulado,  por  haberse  autoría 
zada  la  prórroga  bajo  el  concepto  de  renovación. 

La  Compañía  metalúrgica  de  San  Juan  de  Alca* 
raz  venía  íuncionando  con  sujeción  á  los  estatutos 
aprobados  por  R.  D.  de  26  de  Septiembre  de  1866  des- 
de el  31  de  Agosto  del  propio  año.  Fijóse  en  aquélla 
el  tiempo  de  duración  de  la  Compañía  en  veinte  años, 
pasados  los  cuales  podía  renovarse  por  acuerdo  de 
la  Junta  general  de  accionistas.  Antes  de  que  el  pla- 
zo espirara,  acordaron  éstos  que  continuase  por  cin- 
cuenta años  más,  ampliando  considerablemente  el 
capital  social,  aumentando  el  precio  de  las  acciones 
y  el  sueldo  de  los  gestores  y  autorizando  á  éstos 
para  emitir  obligaciones. 

Uno  de  los  accionistas,  D.  Ignacio  María  Higueras, 
no  se  conformó  con  el  acuerdo  y  pidió  que  se  le  rein- 
tegrase el  valor  de  sus  títulos  ó  se  sometiese  bu  re- 
clamación á  amigables  componedores;  y  denegada 
tal  pretensión  por  la  Compañía,  la  reprodujo  ante 
los  Tribunales.  En  la  2.**  instancia  del  pleito  fué  des- 
estimada la  demanda  de  Higueras  %  y  elevado  el 
asunto  al  T.  S.,  éste  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 

«...Considerando  que  si  bien  la  Compañía  metalúr- 
gica de  San  Juan  de  Alcaraz  estaba  facultada  para 
acordar  en  Junta  general  la  prorrogación  del  tér- 
mino de  su  duración,  conforme  á  lo  prescrito  en  el 
art.  18  de  los  estatutos  aprobados  por  R.  D.  de  26  de 
Septiembre  de  1866,  esa  facultad  no  se  extendía  á  po- 
der alterar  total  ni  parcialmente  las  bases  eser^"  ales 
de  su  constitución,  tales  como  el  aumento  conside- 
rable del  capital  social,  representado  por  20.000  ac- 
ciones de  á  500  pesetas  cada  una  en  lugar  de  las  5.000 
acciones  de  igual  precio  que  existían  anteriormente, 
lo  cual  equivale  á  la  venta  de  aína  parte  del  haber 
correspondiente  á  cada  socio  ó  accionista;  la  crea- 
ción de  1.500  de  dichas  acciones  para  pago  á  los  tene- 


*  Se  solicitaba  en  resumen  en  la  demanda  que  se  decla- 
rase no  hallarse  obligado  á  ingresar  en  la  nueva  Socie- 
dad, y  que  la  que  terminó  en  31  de  Agosto  de  18S6  debía 
liquidarse  con  arreglo  á  la  ley.  haciendo  entrega  al  de- 
mandante  de  lo  que  le  correspondiera  j^or  sus  acciones. 
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dores  de  las  antiguas  de  su  parte  proporcional  en  los 
beneficios  liquidados  y  no  repartidos  que  formaban 
el  fondo  de  reserva,  dándose  á  éste,  por  consiguien- 
te, una  inversión  distinta  de  la  estipulada  al  consti- 
tuirse la  Sociedad;  la  facultad  de  emitir  oblip^acio- 
neship  ote  carias,  que  pueden  comprometer  el  cüpi  tal 
de  la  misma  Gompañia;  la  más  gravosa  retribución 
do  sus  administradores,  y  otras,  en  fin,  no  tan  ira- 
portantes,  pero  constitu'  ivas  todas  de  una  novación 
esencial  del  contrato  primitivo,  que,  por  lo  mismo, 
solo  puede  ser  obligatoria  para  los  accionistas  que 
hayan  prestado  su  asentimiento: 

Considerando  que  nada  importa  en  contrario  lo 
dispuesto  en  el  art.  5.'^  de  dicbos  estatutos,  ¡porque  al 
consignarse  en  ól  que  pasado  el  plazo  de  veinte  años 
por  el  que  se  constituyó  la  Sociedad,  podría  ésta  re- 
novarse por  acuerdo  de  la  Junta  general  de  accionis- 
tas, esa  renovación  no  significa  otra  cosa  ni  tiene 
míls  alcance,  tanto  en  el  orden  gramatical  como  en 
el  juridico,  que  el  de  prórroga  ó  continuación  de 
la  misma  Compañía  en  los  términos  en  que  babía 
sido  creada;  y 

Considerando  que  por  lo  expuesto,  y  porque  no  son 
de  aplicación  en  este  caso  las  disposiciones  del  nue- 
vo Cód.  de  Com.,  que  principió  á.  regir  en  1.°  de  Ene- 
ro de  1886,  toda  vez  que  se  trata  de  una  Sociedad 
mercantil  cuya  duración  espiraba  en  31  de  Agosto  de 
aquel  año,  y  que  no  hizo  uso  del  derecho  de  opción 
"  que  le  comjedia  el  art.  3.''  del  R.  D.  de  22  de  Agosto 
de  1885,  en  combinación  con  el  art.  159  de  dicho  Có- 
digo, es  ohvio  que  la  sentencia  recurrida,  no  sólo  in- 
fringe en  los  conceptos  que  se  expresan  la  ley  y  doc- 
trinas citadas  en  el  primer  motivo  del  recurso,  sino 
que  viola  también,  con  relación  al  recurrente,  qiie 
se  opuso  á  la  transformación  realizada  de  la  primi- 
xniiiva  Compañía,  los  estatutos  de  1866,  ó  sean  la  ley 
del  contrato,  los  arts.  247,  263,  329,  causa  1.*,  330  y  331 
del  anterior  Cód.  de  Com.,  y  la  ley  15,  tit.  XIV,  Par- 
tida 5.",  que  se  invocan...»  (Sala  1."^,  sent.  30  Junio 
1888.— Gacs.  20  y  21  Septiembre,  p.  135.) 

1*  Ocliihre  líiftí*.  rersonalirhul  dr  los  socios  geren- 
tes de  Cot}i]}añias  mercantiles  en  li\¡intl<\.ri<>n  parapedir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  á  favor  de 
las  mismas. 

Despachada  ejecución  A  instancia  de  la  Sociedad 
»A.  Herrero  y  Compañía»  y  en  representación  de  la 
misma,  del  socio  1).  Antonio  Herrero,  contra  don 
.  Francisco  Buergo,  y  apelada  la  sentencia  de  rema- 
te, suscitó  el  ejecutado  en  la  segunda  instancia  in- 
cidente sobre  falta  de  personalidad  del  procurador 
de  la  parte  actora,  pues  la  Compañía  se  habla  di- 
eiielto  después  de  entablada  la  demanda,  y  el  juicio, 
no  obstante,  había  contintiado  sin  habilitación  por 
parte  del  legítimo  representante  de  los  derechos  de 
la  personalidad  fenecida.  Denegada  esta  solicitud  y 
dictada  sentencia  de  remate,  interpuso  Buergo  re- 
curso de  casación  y  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al 
recurso,  considerando  lo  dispuesto  en  el  art.  22.S  del 
Cód.  de  Com.  y  «que  siendo  aplicable  esta  disposi- 
ción al  caso  presente,  es  indudable  que  O.  Antonio 
Herrero ,  en  concepto  de  gerente  de  la  Sociedad 
A.  Herrero  y  Gomx)añía,  con  que  ha  comparecido  en 
este  pleito  y  en  sw  representación  el  procurador  Ar- 
ruinan, tiene  personalidad  para  reclamar  como  lo 
ha  hecho  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  con- 
traídas á  favor  de  dicha  Sociedad  con  anterioridad 
á  su  disolución.»  (Sent.  12  Octubre, lSSa.—6'ac.  3  Di- 
ciembre, p.  113.) 

II  üiiii'zo  l**SO.  Impersonalidad  del  demandante 
2)ara  representar  á  una  Sociedad  cuya  disoUición  ó  extin- 
ción está  acreditada  por  la  escritura  de  su  establecimien- 
to; no  habiéyuJoxe  prohado  que  el  actor  sea  liquidador  de 
la  Compañía,  etc. 

En  1866  se  constituyó  en  la  Habana  tina  Sociedad 
por  término  de  un  año  á  contar  desde  1.^  de  Diciem- 
bre de  1866  y  bajo  la  razón  «Acebedo  y  Compañía», 
de  la  que  fué  gerente  D.  Miguel  Acebedo.  Con  tal  ca- 
rácter y  bastantes  años  después  adquirió  éste  parte 
en  el  ingenio  «Concepción»,  que  fué  cedido  A  D.  Ig- 
nacio de  Hendióla;  y  después  de  vendida  la  finca,  hi- 
potecándola al  pago  del  precio,  el  referido  Acebedo, 
como  gerente  de  la  Compañía,  entabló  demanda 
contra  Hendióla  en  1886  para  que  se  condonara  al 
demandado  al  pago  de  ciert.a  suma  que  había  hecho 
figurar  indebidamente  en  la  liquidación  del  ingenio. 
Propuso  Hendióla  en  tiempo  la  excepción  dilatoria 
de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  porque  la  So- 
ciedad quedó  disuelta  el  día  1.°  de  Diciembre  de 
1867;  y  estimada  tal  excepción  en  dos  instancias,  in- 
terpuso Acebedo  recurso  de  casación.  El  T.  S.  decla- 


ra no  haber  lugar,  fundándose  principalmente,  en 
que  D.  Miguel  Acebedo  no  ha  justificado  su  persona- 
lidad de  gerente  de  la  Sociedad  «Acebedo  y  Compa- 
ñía» al  reclamar  el  pago  de  iina  cantidad  proceden- 
te del  ingenio  «Concepción»,  no  obstante  negársela 
el  demandado,  y  que  tampoco  Acebedo  puede  soste- 
ner su  derecho  en  concepto  de  liquidador,  porque  se 
opone  á  ello  el  art,  337  del  Código,  toda  vez  que  el 
crédito  que  se  demanda  ha  nacido  de  actos  posterio- 
res A  la  terminación  de  la  Sociedad,  ó  sea  del  inge- 
nio «Concepción»  ya  indicado,  y  consta  acreditado 
que  la  garantía  ó  hipoteca  de  que  se  trata  en  el 
pleito  lo  fué  á  favor  de  D.  Miguel  Acebedo  y  don 
Eduardo  Salas,  y  no  de  la  Sociedad  «Acebedo  y  Com- 
pañía», ó  sea  en  nombre  de  la  que  se  demanda;  y  por 
ello  la  Sala,  al  dar  lugar  á  la  excepción  de  falta  de 
personalidad,  i!eclara  ser  distinta  la  Sociedad  de- 
mandante, de  la  que  adquirió  el  crédito  que  pide 
Acebedo,  y  tal  declaración  no  se  ha  demostrado  sea 
errónea  en  los  términos  que  exige  la  lej'.  (Sala  1.°^, 
sent.  11  Marzo  1889.— GdC.  9  Junio,  p.  297.) 

31  lllolt'^nibrc  IS*».  Las  reformas  délos  estatutos 
sociales  7io  afectan  á  los  dependientes  de  la  Sociedad  que 
ingresaron  antes  de  la  alteración  y  que  tienen  derecho  á 
la  recompensa  que  se  les  ofreció  cuando  comenzaron  d 
prestar  sus  servicios. 

Don  Domingo  Dublán,  contador  de  la  Sociedad 
«Gran  tejería  mecánica  pamplonesa»,  demandó  & 
ésta  para  el  pago  de  cierta  cantidad,  alegando  que 
según  los  arts.  32  y  39  de  los  estatutos  de  14  de  No- 
viembre de  1881,  tenía  derecho  al  sueldo  de  1.500  pe- 
setas y  al  3  por  100  de  las  utilidades;  que  el  sueldo  sa 
le  pagó,  pero  el  3  por  100  se  le  adeudaba,  con  excep- 
ción del  correspondiente  al  primer  año,  y  que  no  ha- 
bía razón  para  habérselo  negado  en  los  siguientes. 
La  Sociedad  opuso  que  en  188^:!  fueron  reformados  los 
estatutos  y  suprimidos  los  artículos  relativos  A  la 
plaza  de  contador;  y  sustanciado  el  jíleito  en  dos 
instancias,  recaj'ó  sentencia  en  la  segunda  absol- 
viendo á  la  parte  "demandada.  D.  Domingo  Dublán 
interpuso  recurso  de  casación,  y  el  T.  S.  casa  y  anu- 
la la  sentencia  recurrida: 

«...Considerando  que  los  derechos  y  obligaciones 
que  nacen  de  la  escritura  social  de  que  se  trata  y  la 
reforma  de  los  estatutos  de  que  hablan  los  deman- 
dados, sólo  pueden  afectar  A  los  socios,  pero  no  á  un 
dependiente  asalariado,  como  el  recurrente,  cuyos 
derechos  y  obligaciones  no  tienen  otro  origen  que  el 
contrato  particular  que  con  él  se  verificó,  el  cualno 
puede  alterarse  sino  por  la  voluntad  de  los  mismos 
que  lo  celebraron,  lo  que  no  tuvo  lagar  en  el  caso 
presente,  porque  D.  Domingo  Dublán  siguió  prestan- 
do sus  servicios  A  pesar  de  haberse  suprimido  en  la 
reforma  de  los  estatutos  el  articulo  relativo  A  su 
empleo,  y  no  se  ha  probado  que  la  Sociedad  hiciera 
saber  A  Dublán  que  despiiés  de  la  reforma  disfruta- 
ría por  sn  trabajo  el  sueldo  de  1.500  pesetas  qiie  la 
estaba  señaladoj  y  no  el  3  por  100,  que  se  le  concedió 
en  un  principio...»  (Sent.  31  Diciembre  1889.— ftac.  5  de 
Maijo  ISDO,  p.  143.) 

1,1  Junio  IfitOI.  Compromisos  sociales  contraidos 
por  una  de  las  personas  comprendidas  en  el  apellido  que 
sirve  de  razóji  social  y  obligatorios  parala  Sociedad,  CW- 
yos  miembros  no  puede7t  desconocerlos  alegando  que  no 
formaban  parte  de  ella  (cuando  sus  actos  revelan  lo  con- 
trario), y  acogiéndose  á  las  declaraciones  de  2ina  escritU' 
ra,  por  la  cual  quedan  excluidos,  y  que  por  no  haberse  co- 
municado á  los  que  contrataron  con  la  Sociedad,  sólo  tie- 
ne el  concepto  de  un  j^act.o  prohibido  por  el  art.  287  del 
Código  de  Comercio  182.9  (119  del  vigente). 

Casa  y  anula  el  T.  S.  una  sentencia: 

«Considerando  que  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  264  del  Código  de  Comercio  de  1829,  el  contrato 
de  compañia  es  aquél  por  el  cual  dos  ó  más  personas 
se  unen  poniendo  en  común  sus  bienes  ó  industria  ó 
alguna  de  estas  cosas,  con  el  objeto  de  obtener  al- 
gún lucro;  puede  celebrarse  bajo  cualquiera  de  las 
tres  formas  que  se  describen  en  el  art.  265.  y  cuando 
se  hace  en  forma  colectiva  ha  de  girar  bajo  el  nom- 
bre de  todos  ó  algunos  de  los  socios,  sin  que  en  su  ra- 
zón ó  firma  comercial  pueda  incluirse  el  nombre  de 
persona  que  no  pertenezca  de  presente  á  la  Sociedad, 
según  lo  previene  en  art.  266  (116, 122 y  126  del  vigente): 

Considerando  que  son  hechos  admitidos  que  en  el 
puerto  do  Mazarrón  hubo  una  Sociedad,  A  la  cual 
pertenecían  D.  Juan  Antonio  y  D.  Ignacio  Gómez 
Paredes  juntos  con  la  demás  familia,  según  declara- 
ción de  éstos,  que  giraba  bajo  la  razón  social  I.  Gó- 
mez é  Hijos,  la  cual  en  24  de  Agosto  de  1852  dirigió  A 
sus  corresponsales,  entre  ellos  á  los  Sres.  F.  y  J.  Ale- 
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san  Hermanos,  tres  circulares  de  que  se  hace  pun 
tual  referencia  en  el  resultando  li.°,  en  un  a  de  las  que 
firmada  por  diolio  D.  Juan  Antonio  y  D.  Ignacio  Gó- 
mez, se  participa  que  la  casa  de  su  padre  seguirá, 
bajo  la  razón  social  Ignacio  Gómez  é  Hijos,  añadién- 
dose textualmente,  .con  la  cual  y  de  común  acuer- 
do- se  ha  establecido  otra  casa  en  Cartagena  de  que 
adjunta  hallarán  circular.  Eogamos  A  Ud.  se  sirva 
dispensarnos  la  misma  confianza  con  que  lo  hiciera 
con  nuestro  difunto  padre;  acompañándose  en  efec- 
to dicha  circular  suscrita  en  Cartagena  por  D.  José 
María  Gómez  Paredes  con  igual  firma  de  I.  Gómez  é 
Hijos  en  la  que  se  dice:  que  por  la  circular  con  que 
se  acompaña  la  presente  se  enterará  Ud.  de  haberse 
•  establecido  casa  en  ésta,  bajo  la  misma  razón  que 
en  Mazarrón  de  Ignacio  Gómez  é  H-'^os»; 

Considerando  que  siendo  la  razón  social  la  procla- 
mación de  la  existencia  de  la  Sociedad  ó  Compañía 
de  que  es  símbolo,  y  no  pudiendo  asistir  ninguna 
compuesta  de  un  solo  individuo,  ni  siendo  dable  le- 
galmente  incluir  en  la  firma  social  el  nombre  de  per- 
sona que  no  pertenezca  á  ella,  es  consecuencia  nece- 
saria que  al  noticiar  D.  Juan  Antonio  v  D.  Ignacio 
Gómez  Paredes  el  establecimiento  de  común  acuer- 
do de  esta  casa  en  Cartagena  bajo  la  razón  social 
I.  Gómez  é  Hijos  ante'  la  ley  y  ante  las  personas  á 
quienes  se  dirigiera,  formaban  parte  de  dicha  razón 
y  Compañía  que  sólo  á  ellos,  hijos  de  Gómez,  y  no  á 
otras  personas  podía  referirse,  viniendo  á  ser  la  casa 
de  Cartagena  un  nuevo  establecimiento  de  la  misma 
razón  social  I.  Gómez  é  Hijos: 

Considerando  que  no  se  destruye  esta  consecnen- 
cia  porque  el  día  antes  de  dirigir  las  mencionadas 
circulares,  firmaran  con  D.  José  María  Gómez  un  do- 
cumento privado  en  que  manifestaron  que  la  casa 
de  Mazarrón  era  distinta  de  la  de  Cartagena,  no  te- 
niendo en  ésta  participación  ninguno  de  los  intere- 
sados en  aquélla;  pues  dicho  documento  no  se  ha  he- 
cho público  hasta  ¡ue  se  ha  producido  en  el  presente 
pleito,  cuando  de  él  debiera  habi;rse  dado  noticia 
con  la  circular  de  inauguración  de  la  Compañía,  y 
queda  por  lo  mismo  reducido  A  la  condición  de  uu 
pacto  especial  y,  reservado,  terminantemente  pro- 
hibido por  el  art.  287  del  Código  de  Comercio  (119  del 
vigente): 

Considerando  que  habiendo  contratado  D.  José 
María  Gómez  á  nombre  de  la  Compañía  I.  Gómez  é 
Hijos,  estando  su  nombre  incluido  en  la  razón  social, 
ésta  no  puede  menos  de  soportar  las  resultas  de  sus 
actos,  según  lo  dispone  el  art.  268  del  Código  de  Co- 
mercio (126,  párrafo  último,  y  J28  del' vigente): 

Considerando  que  la  falta  de  escritura  y  de  su  re- 
gistro, dada  la  existencia  de  la  Sociedad  como  se  de- 
duce de  los  actos  ejecutados  ó  cometidos  por  los  hi- 
jos de  Gómez,  no  se  opone  á  que  se  hagan  efectivas 
las  obligaciones  contraídas  para  con  los  que  han  ne- 
gociado con  la  Sociedad,  al  tenor  délo  preceptuado 
en  el  art.  28  del  Código  citado  (24  del  vigente),  y  de 
la  jurisprudencia  de  este  S.  T.  alegada  por  el  recu- 
rrente: 

Considerando  que  el  convenio  celebrado  por  la  es- 
critura de  b  de  Abril  de  1863,  aun  cuando  en  ella  se 
diga  por  preámbulo  ser  D.  José  María  Cíómez  el  úni- 
co interesado  en  la  casa  de  comercio  establecida  en 
Cartagena,  no  introdujo  novación  alguna  en  las 
obligaciones  contraídas  ni  en  el  alcance  que  éstas 
tuvieran,  pue.-ito  que  la  obligada  en  dicho  instrumen- 
to era  la  misma  razón  social  I.  Gómez  é  Hijos;  para 
contratar  con  ella  se  dieron  los  poderes  por  todos 
los  acreedores  ausentes,  y  en  sus  cláusulas  se  habla 
siempre  á  nombre  de  la  expresada  razón  social,  que 
como  se  h.T,  dicho,  n»  podía  estar  constituida  por  un 
solo  individuo,  por  lo  cual  es  siempre  usado  el  plu- 
ral, mencionándose  á  D.  José  María  Gómez  como  ge- 
rente de  aquélla: 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  la  senten- 
cia recurrida  al  absolver  á  D.  Juan  Antonio  y  D.  Ig- 
nacio Gómez  Paredes  de  la  demanda  contra  ellos  in- 
terpuesta por  D.  José  Alesán,  infringe  los  artículos 
del  Código  de  Comercio  mencionados  en  los  anterio- 
res considerandos,  cuyos  artículos  han  sido  invoca- 
dos por  el  recurrente  '..  (Sent.  13  Junio  1891.— Gac.  14 
Agosto,  p.  6  .) 

3  Julio  lAOl.  Pactos  que  caben  en  la  sociedad  acci- 
oentnl  de  cuentas  en  participación:  La  constitución  de 
dicha  sociedad  no  exige  solemnidades  determinadas. 

•Si  bien  por  el  art.  358  del  Cód.  de  Com.  de  1829... 
se  preceptúa  que  la  liquidación  de  las  compañías 


De  los  resultados  de  esta  sentencia  no  aparece  que  el 


accidentales  ó  de  cuentas  en  participación  se  h.lrá 
por  el  mismo  socio  que  hubiese  dirigido  la  negocia- 
ción, quien  desde  luego  que  ésta  se  halle  terminada 
debe  rendir  las  cuentas  de  sus  resultados,  manifes- 
tando a  los  interesados  los  documentos  de  su  com- 
probación, á  la  naturaleza  esencial  de  esta  clase  de 
sociedades,  no  se  opone  el  pacto  perfectamente  lici- 
to, como  lo  es  toda  libre  y  consciente  renuncia  ó  li- 
mitación del  propio  derecho,  por  el  que  el  socio  ó 
socios  gestores  se  obliguen  á  que  la  dación  de  cuen- 
tas y  entrega  de  los  beneficios  á  los  participes  se 
verifiquen  anualmente,  siendo,  por  otra  parte  muy 
natural  y  frecuente  que  asi  se  estipule  cuando  de 
negociaciones  de  larga  ó  indeterminada  duración 
se  trata.  Con  arreglo  al  art.  3.55  .del  referido  cuerpo 
legal,  las  sociedades...  conocidas  con  el  nombre  de 
cuentas  en  participación  ó  accidentales,  no  estáa 
sujetas  en  su  formación  á  ninguna  solemnidad;  pue- 
den contraerse,  no  sólo  por  simple  escrito  privado, 
sino  hasta  de  palabia;  y  puede,  finalmente,  justifi- 
carse su  existencia  con  cualquier  género  de  prue- 
bas de  las  que  están  reconocidas  en  derecho  para, 
acreditar  los  contratos  '.»  (Sent.  3  Julio  1891. -Gnoe- 
ta  20  Agosto,  p.  108.) 

•  X.— Lc(rn.«  «le  cambio,  pagnrés  nic^rcantilcs 
y  oíruM  doeiiniento.ti  tic  crétilto. 

í«  Ncptlciiibro  líioe.    Naturaleza  dejfis  créditos 
procedentes  de  pagarés. 

Los  créditos  procedentes  de  simples  pagarés,  aun- 
que hayan  sido  reconocidos  y  recaído  sentencia  de 
remate  en  juici  j  ejecutivo  sobre  su  pago,  no  varían 
de  naturaleza,  y  en  caso  de  quiebra  ó  concurso  no 
deben  comprenderse  entre  los  escriturarios,  confor- 
me al  art.  1.123  del  Código,  sino  entre  los  comunes - 
(Sent.  22  Septiembre  1866  ) 

«4  Olrlembrr  ISÜS.  Pagarés  no  mercantiles:  Obli- 
gaciones mercantiles:  Endoso. 

Cuando  un  pagaré  no  reúna  todos  los  requisitos 
que  exige  el  art.  563  del  Código  pam  ser  considera- 
do mercantil,  son  inaplicables  las  disposiciones  del 
mismo  Código;  pero  no  por  eso  dejan  de  contener 
una  obligación  eficaz  con  arreglo  al  derecho  comvn, 
y  según  la  ley  del  Ordenamiento  (1.',  tít.  I,  lib.  X 
de  la  Noy.  Eecop.).  Las  obligaciones,  cuya  certeza  6 
legitimidad  no  se  ponen  en  duda,  son  exigibles 
cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  estén  contraí- 
das. El  endoso  de  un  pagaré  simple,  hecho  por  el  te- 
nedor, es  la  cesión  de  sus  acciones,  que  transfiere  al 
cesionario  el  derecho  para  exigir  su  importe  en  el 
lugar  que  le  corresponda  en  concurrencia  con  otros 
acreedores,  sin  que  sea  precisa  la  intervención  del 
deudor,  porque  no  se  trata  de  la  novación  del  con- 
trato ni  de  la  sustitución  de  un  deudor  por  otro. 
(Sent.  21  Diciembre  1867,  declarando  haber  lugar  al 
recurso  de  injusticia  notoria  interpuesto  por  la  So- 
ciedad -Crédito  castellano,  contra  sentencia  de  la 
Sala  2."-  de  la  Audiencia  de  Valladolid.; 

.11  nioicnibre  1839.  Consecuencias  del  pago  de  la 
letra  hecho  á  persona  no  legitima. 

Condenado  D.  Antonio  Calderón  A  pagar  al  legíti- 
mo portador  de  una  letra  de  cambio  el  importe  de 
la  misma,  á  pesar  de  haberlo  satisfecho  con  anterio- 
ridad á  otra  persona  que  no  la  poseía  debidamente, 
interpuso  Calderón  recurso  de  casación,  al  cual  de- 
clara el  T.  S.  no  haber  lugar,  con  vista  del  art.  495 
del  Código  de  1829,  concordante  con  el  490  del  vigen- 
te de  1885,  y  considerando: 

•  Que  se  entiende  por  persona  legítima,  para  los 
efectos  de  este  artículo,  aquella  á  favor  de  quien  se 
endosó  la  letra,  con  tal  que  el  endoso  reúna  las  for- 
malidades externas  que  la  ley  mercantil  requiere, 
entre  las  que  se  cuenta  la  firma  del  endosante: 

Que,  según  afirma  la  Sala  sentenciadora,  afirma- 
ción que  no  ha  sido  impugnada,  el  endoso  puesto  en 
la  primera  de  cambio  de  que  se  trata  á  favor  de  don 
Cayetano  Melguizo  no  estaba  firmado  por  la  razón 
social  Simón  López  y  hermanos,  defecto  que  ha  de- 
bido llamar  la  atención  del  pagador,  y  en  su  vista 
suspender  el  pago  ínterin  no  se  subsanase.'  (Sent.  31 
Diciembre  1877.— Gacs.  de  la  Sala  1.",  1. 1  de  1878,  p.  48.) 
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recurrente  citara  los  arls.  265  y  26S  referidos  en  los  con- 
siderandos. 

'  Las  mismas  prescripcimes  sobre  constitución  y  li- 
quidación de  las  cuentas  en  participación  contiene  el  vi- 
gente Código  de  IfiSS  en  sus  arts.  23.9  ú  243. 

-     Véase  el  yi3  del  Código  de  Comercio. 
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lO  Julio  1^39.  Endoso  de  documentos  de  crédito 
distintos  de  las  letras  de  cambio. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  en  pleito  sobre  alzamiento  de  la 
retención  que  pesaba  sobre  un  libramiento  de  gue- 
rra, endosado  A  D.  Antonio  Herrero  por  D.  José  de 
Ulibarri; 

«Considerando  que  los  arts.  467  y  468  del  Cód.  de 
Comercio  y  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia 
de  este  T.  S.,  citados*  respectivamente  en  los  moti- 
vos 4.°,  h°  y  6.°,  se  refieren  á  los  endosos  de  las  le- 
tras de  cambio,  y  no  son,  por  consiguiente,  aplica- 
bles k  los  que  se  estampan  en  otra  clase  de  docu- 
mentos de  crédito,  tal  como  el  que  ba  sido  objeto 
del  pleito,  por  lo  que  no  lian  sido  infriígidos  '.» 
CSent.  10  Julio  IH7S.-Gacs.  de  la  Sala  I.'',  t.  II,  p.  16.) 

ÍS  Abril  I970.  Caso  en  que  la  aceptación  de  la  le- 
tra no  implica  la  obligación  de  pagarla. 

Si  bien  es  cierto  qiie  con  arreglo  á  los  arts.  462  y 
463  del  Cód.  de  Com.  la  aceptación  de  las  letras  de 
camlíio  constituye  al  aceptante  en  la  obligación  de 
pagarlas  á  su  vencimiento,  á  no  probarse  su  false- 
dad, debe  exceptuarse  de  esta  regla  general  el  caso 
previsto  en  el  art.  G07  ".  (Sala  1.",  sent.  28  Abril  1879. 
— Gac.  14  Julio.) 

n.  U.  H.  %H  :\'ovlenibre  iSJ».  Letras  giradas  por 
la  Administración:  Gastos  de  protesto  y  resaca. 

Libradas  a  favor  de  la  casa  Pérez  y  Fabra,  de  Ma- 
drid, varias  letras  de  cambio  contra  diferentes  Ad- 
ministraciones económicas,  para  reintegrar  á.  aqué- 
lla de  un  préstamo  beclio  al  Tesoro,  se  publicó  el 
D.  de  26  de  Junio  de  1^74  prorrogando  forzosamente 
el  pago  de  las  letras  y_  pagarés  expedidos  por  la  Ha- 
cienda, cuyos  vencimientos  se  bailasen  comprendi- 
dos desde  la  publicación  del  decreto  basta  el  30  de 
Septienibre  siguiente.  Encontrándose  en  este  caso 
los  documentos  expedidos  á  favor  de  la  citada  casa, 
y  mediante  convenio  celebrado  con  la  misma,  reci- 
bió ésta  en  pagarés  el  importe  de  aquellos  documen- 
tos, después  de  baber  protestado  las  letras;  y  como 
no  se  la  reintegrasen  los  gastos  de  protesto  y  recam- 
bio A  pesar  de  la  reclamación  de  los  interesados,  pi- 
dieron éstos  que  se  los  abonase  su  importe,  y  dene- 
gada su  solicitud,  entablaron  demanda  de  la  cual  se 
absuelve  á  la  Administración  con  vista  del  decreto 
de  26  de  Junio  de  1874  y  ley  de  17  de  Julio  de  1876,  es- 
tableciendo: 

<Que  los  gastos  de  protesto  y  resaca  en  las  letras  de 
cambio,  sólo  proceden  después  de  ciimplido  el  plazo 
de  su  vencimiento,  sin  haberlas  aceptado  ó  hecho 
el  pago:»  Que  el  D.  de  26  de  Junio  de  1874,  «no  puede 
revocarse  en  vía  contenciosa,  siendo  además  de  irre- 
sistible ejecución»;  y  «fi^e  si  el  no  pago  de  las  letras 
por  el  Estado  estuvo  ajustado  ¿t  ley,  sus  accesorios, 
ó  sean  los  gastos  de  protesto  y  resaca,  no  son  por 
igual  razón  ^xigibles  del  mismo. >  (R.  D.  S.  28  No- 
viembre 1879,  publicado  en  Audiencia  de  11  Diciem- 
bre.—Gac.  15  Febrero  1880.) 

««  Dlclembr<^  IftSO.  Obligación  de  los  endosantes 
de  reembolsar  el  valor  de  las  letras  no  pagadas:  Necesi- 
dad de  levantar  para  ello  el  protesto  por  acta  notarial. 

«Según  lo  dispuesto  en  los  arts.  489  y  490  ^  del  Códi- 
go de  Comercio,  es  fundamento  esencial  de  la  obli- 
gación en  los  endosantes  de  reembolsar  el  valor  de 
las  letras  de  cambio  no  pagadas  A  su  vencimiento, 
el  protesto  de  las  mismas  en  tiempo  y  forma,  y  A  su 
virtud  es  de  todo  punto  necesaria  la  prueba  de  la 
existencia  y  realidad  de  este  protesto  por  parte  del 
que  pide  tal  reembolso  contra  su  endosante.  Los  ar- 
tículos 514  al  518,  en  consonancia  todos  con  el  513, 
determinan  como  forma  sustancial  del  protesto, 
bajo  pena  de  nulidad,  el  acta  notarial  con  las  solem- 
nidades y  condiciones  que  en  los  mismos  se  especifi- 
can, y  su  prueba  no  cabe  hacerse  por  otro  medio  que 
por  esa  acta,  porque  sólo  ella  merece  fe  para  la  ley 
y  esa  ley  lo  es  de  derecho  público,  que  no  es  lícito 
sustituir  ni  alterar  A  los  particulares  ni  A  los  Tribu- 
nales, según  que  así  viene  A  establecerse  en  el  ar- 
ticulo 522  .»  (Sala  1.*,  sent.  26  Diciembre  1879,  decla- 
rando haber  lugar  á  un  recurso  de  casación  contra 
cierto  fallo  que  condenó  á  los  endosantes  de  las  le- 


*     Véanse  hoy  los  arta.  532  y  6.33  del  Código  vigente. 

'  Con  los  arts.  462  y  46:¡  del  Código  de  1829,  concuerda 
eí  480  del  vigente,  y  con  el  507,  el  4.98. 

^  Conlos  arts.  489  y  490  del  Código  de  1829,  concuer 
dan  los  469,  482  y  483  del  vigente,  y  con  el  52'J,  el  509. 


tras  al  pago  de  su  importe,  no  obstante  no  haberse 
llevado  á  Iüs  autos  el  acta  de  protesto,  por  estimar 
bastante  la  Sala  en  sustitución  déla  misma,  la  de 
requerimiento  A  uno  de  los  endosantes.  -  Gac.  7  Fe- 
brero 1880,  p.  25.) 

15  Wlcionibro  IS80.  Letras  aceptadas  expresa  if 
tácitamente:  Intervención  en  su  aceptación  y  pago. 

«Habiendo  avisado  el  librado  el  recibo  y  acepta- 
ción de  las  letras,  y  resultando  conformes  las  caitas 
en  que  así  lo  expresaba  con  el  libro  copiador  de  las 
mismas,  la  sentencia  que  no  le  declara  responsable 
de  la  cantidad  A  que  ascienden  desconoce  la  fuerza 
probatoria  que  concede  el  art.  53  del  Código  mercan- 
til (48  del  vigente)  A  los  libros  de  comercio  que  ten- 
gan todas  las  formalidades  que  el  mismo  prescribe. 
Acreditado  el  recibo  de  las  letras  por  el  designado 
como  pagador,  y  habiendo  éste  dejado  pasar  el  día 
de  la  presentación  sin  devolverlas,  quedó  responsa- 
ble A  su  pago  aunque  no  las  aceptase  según  en  el  ar- 
ticulo 461  se  ordena  y  era  por  ello  innecesario  en 
este  caso  que  constase  la  forma  déla  aceptación.» 
«La  obligación  al  pago  de  la  letra  por  la  interven- 
ción, es  respecto  al  propietario  de  la  letra  y  no  al 
librador  por  y  en  honor  de  quien  se  interviene>:  y 
«la  obligación  que  impone  el  art.  428  al  tomador  de 
la  letra,  con  las  clAusulas  de  valor  en  cuenta  y  valor 
entendido,  estA  subordinada  A  la  forma  y  condicio- 
nes convenidas  al  celebrar  el  contrato  de  cambio,  y 
por  lo  tanto,  es  preciso  acreditarlo  por  otros  medios 
que  la  letra  misma  donde  no  estA  mAs  que  indica- 
do.» iSent.  15  Diciembre  1880.— Gacs.  de  la  Sala  l.*^  de 
)881,  p.  1.*) 

iX  Híirzo  ffiSá.  El  santo  de  la  Reina  es  día  inhábil 
para  el  protesto  de  la  letra  de  cambio. 

Giradas  dos  letras  contra  D.  Telesforo  Martínez 
en  14  de  Julio  de  1880,  y  endosadas  al  «Crédito  Lyo- 
nés»,  fueron  aceptadas  el  dia  lopor  el  librado,  y  pro- 
testadas por  falta  de  pago  antes  de  las  tres  de  la 
tarde  del  dia  26,  en  razón  A  haber  sido  festivos  los 
dos  anteriores.  El  «Crédito  Lyonés»  entablo  deman- 
da ejecutiva  contra  el  endosante,  que  lo  era  la  razón 
social  »Viuda  de  Palacio  é  Hijo»;  pero  el  juez  de  San 
Pablo  de  Zaragoza  y  la  Audiencia  de  la  capital  de- 
clararon no  haber  lugar  A  despachar  la  ejecución, 
por  hallarse  ambas  letras  perjudicadas  mediante  no 
haberse  protestado  en  tiempo,  puesto  que  A  tal  efec- 
to no  era  feriado  el  24  de  Julio,  día  de  S.  M.  la  Rei- 
na. En  su  virtud,  el  «Crédito  Lyonés»  dedujo  en  1882 
demanda  ordinaiia  por  acción  personal  contra  la 
Sociedad  mercantil  «Viuda  de  Palacio  é  Hijo»,  para 
que  se  la  condenase  al  pago  del  importe  de  las  dos 
letras  endosadas  por  ella  al  demandante,  con  los  in- 
tereses, gastos  de  todo  género  y  costas,  fundando  su 
pretensión  en  que  la  ley  orgAnica  del  Poder  judicial 
había  declarado  días  festivos  los  del  Rey,  Reina  ó 
Principe  de  Asturias,  sin  que  la  R.  O.  del  año  46  hu- 
biera tenido  mAs  alcance  que  resolver  la  cuestión 
concreta  de  los  días  de  media  fiesta  reconocidos  en- 
tonces por  la  ley,  de  donde  nacía  la  duda  consultada. 

La  casa  demandada  impugnó  la  demanda,  y  sus- 
tanciado el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Zaragoza,  absolviendo  de  la  demanda  A  la  casa  de 
comercio  »Viuda  de  Palacio  é  Hijo». 

El  «Crédito  Lyonés»  interpuso  recurso  de  casación 
y  el  T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido: 

«Considerando  que,  según  dispone  el  art.  5!2del 
Código  de  Comercio,  «cuado  fuese  feriado  el  día  en 
que  corresponda  sacar  el  protesto  de  una  letra,  se 
verificarA  éste  en  el  siguiente»  ': 

Considerando  que  el  núm.  2.'^  del  art.  889  de  la  ley 
provisional  sobre  organización  del  poder  judicial  es- 
tablece que  los  Juzgados  y  Tribunales  vacarAn  en 
los  días  del  Rey,  Reina  y  Príncipe  de  Asturias,  y  los 
arts.  9.**  de  la  antigua  ley  de  Enj.  civil  y  257  de  la  vi- 
gente, leyes  que  son  aplicables  A  los  negocios  de  co- 
mercio, declaran  días  inhábiles,  entre  otros,  los  en 
qxie  esté  mandado  ó  se  mandare  que  vaquen  los  Tri- 
bunales; y 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  al  deses- 
timar la  demanda  de  la  Sociedad  «El  Crédito  Lyo- 
nés», fundándose  en  que  no  era  feriado  el  dia  de  la 
Reina,  infringe  los  mencionados  artículos  del  Códi- 
go de  Comercio  y  de  la  ley  orgánica  que  se  citan  en 
los  motivos  1.°  y  3.**  del  recurso,  y  en  contra  de  los 
ciiales  carece  de  toda  eficacia  la  R.  O.  de  7  Febrero 
1846.»  (Sent.  12  Marzo  1885 Gac.  16  Octubre,  p,  118.) 


gente. 


J.o  mismo  dispone  el  núm.  í,**,  art.  504  del  Código  vi- 
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iS  H'ovlcinbre  18*9.  Calificación  de  los  pagarés  y 
letras  de  cambio:  Casación,  de  un  fallo  que  los  consideró 
créditos  escriturarios  con  infracción  del  Código  de  Co- 
mercio^ 

Al  constituirse  iina  sociedad,  consignó  en  la  cláu- 
sulas." de  la  escritura,  q\ie  contaba  con  las  prome- 
sas de  D.  Francisco  Feliciano  Ibáñez,  cnyos  crédi- 
tos, y  para  la  ocasión  oportuna,  desde  luego  se  reco- 
nocían como  preferentes  á  cualesquiera  otros  que 
en  lo  sucesivo  contrajera  la  Sociedad.  Declarada 
ésta  en  quiebra,  concurrió  como  acreedor  IbAñez, 
por  una  letra  de  cambio  aceptada  y  no  pagada  por 
la  Compañía,  un  pagaré  suscrito  por  ésta  y  otras 
dos  letras  que  cedió  al  acreedor  la  casa  *Stralen- 
doríí' y  Reiushaw-;  créditos  que  los  síndicos  déla 
quiebra  declararon  co.munes,  carácter  que  atribw 
yeron  á  todos  los  presentados  en  el  jiiicio.  No  con 
formándose  Ibáuez  con  tal  clasificación,  entabló 
demanda;  y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias, 
se  declaran  escritiirarios  los  créditos,  ordenándose 
su  pago  con  antelación  á  los  demás  reconocidos. 
Los  síndicos  interpusieron  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidos,  entre  otros,  los  arts.  ,1.1122  y 
1.123  del  Código  de  1S29,  y  el  T.  S.  casa  y  anula  la  sen- 
tencia recurrida: 

•  Considerando  que  reclamando  D.  Francisco  Feli- 
ciano Ibáuez  el  pago  preferente  de  los  créditos  que 
constan  en  un  pagaré  y  en  dos  letras  de  cambio,  es 
eTÍdente  que  no  jiueden  ser  escriturarios,  porque  á 
ello  se  opone  la  naturaleza  de  los  títulos;  y  si  bien 
la  -Sociedad  Bolívar,  Viña  y  Compañía»,  al  consti- 
tuirse... consignó  que  contaba  con  la  oferta  que  le 
habla  hecho  Ibáñez  de  abrirle  un  crédito,  y  que  por 
ello  desde  luego  le  declaraba  preferente  á  otro  cual- 
quiera, tal  declaración  no  es  más  que  una  promesa 
condicional  obligatoria,  en  su  caso,  para  la  Socie- 
dad y  D.  Francisco  Ibáñez,  si  éste,  que  no  concurrió 
al  otorgamiento  de  la  escritura,  la  aceptaba  y  cum- 
plía; pero  no  para  alterar  en  perjuicio  de  tercero  la 
naturaleza  de  los  créditos  ni  darles  calificación  dis- 
tinta de  la  establecida  por  el  Código  de  Comercio.» 
(Sala  1.^,  sent.  IS  Noviembre  1887.  — Gacs.  6  y  8  Febre- 
ro, p.  20.) 

29  Enoro  ISSO.  Responsabilidad  de  los  endosantes 
de  jiagari'S  á  la  orden. 

La  responsabilidad  de  los  endosantes,  como  deu- 
dores subsidiarios,  no  puede  hacerse  efectiva  sin  re- 
convenir antes  y  vencer  en  jiiicio  al  librador  y  prin- 
cipal responsable  de  los  pagarés  ú.  obtener  en  su 
caso  la  certidumbre  legal  de  su  insolvencia...  (Sala 
1.^,  sent.  22  Enero  18S9.  — Gac.  í.°  Jimio,  p.  205.) 

1*  nicio'iHbro  lí**»».  LegislacÍÓ7i  á  que  están  some- 
tidos loíi  p.if/arós  mercantiles  é  inaplicación  á  los  mismos 
de  la  excepción  non  numerata  pecxinia. 

Los  pagarés  mercantiles  se  rigen  por  el  Cód.  de  Co- 
mercio aun  cuando  no  sean  comerciantes  los  inte- 
resados, siendo  impertinente  combatir  la  califica- 
ción como  tales  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en 
uso  de  sus  exclusivas  facultades. 

La  excepción  noíi  numerata  pecunia  *tiene  declara- 
do este  T.  S.  que...  no  puede  tener  eficaz  aplicación 
á  los  pagarés,  en  que...  se  consigna  la  cláusa  de  va- 
lor recibido,  por  ser  opuesta  al  espíritu  de  la  legisla- 
ción mercantil  y  á  la  biiena  base  principal  de  esta 
clase  de  negociaciones.»  (Sala  1.*,  sent.  12  Diciembre 
16&9.— Gac.  22  Enero  1890,  p.  49.) 

fl-A  Febrero  l^OO.  Cuestión  sobre  si  puede  ó  no  en- 
tenderse perjudicada  la  letra  de  cambio  protestada  por 
falta  de  pago,  oportuname?ite  con  relación  d  la  fecha  en 
que  tuvo  lugar  la  aceptación,  pero  no  con  relaciónala 
fecha  en  que  tal  aceptación  aparece  hecha  y  fechada  en  el 
viismo  documento,  etc. 

D.  Miguel  Julia  expidió  una  letra  de  cambio  á  la 
orden  de  D  Rafael  Blanco  y  cargo  de  D.  José  Ama- 
rante, el  cual  con  fecha  28  de  Diciembre  de  1881  puso 
el  acepto  y  el  sello,  tacbando  el  primero  y  consig- 
nando el  acepto  en  9  de  Enero  siguiente.  Era  la  le- 
tra á  8  días  vista;  y  protestada  en  19  de  Enero  por 
falta  de  pago,  D.  Rafael  Blanco  entabló  demanda 
ejeciitiva  contra  Julia,  á  la  que  éste  se  opuso  sin  re- 
sultado; por  lo  c\ial  y  una  vez  dictada  sentencia  de 
remate,  acudió  Julia  al  juicio  ordinario.  Absuelto 
el  demandado  en  dos  instancias,  interpuso  su  adver- 
sario recurso  de  casación  por  conceptuar  infringi- 
dos los  arts  .511  ó  .517,  489  y  ñ44  del  antiguo  Código  de 
Comercio  (502,  469  y  521  del  moderno).  El  T.  S.,  decla- 
ra no  haber  lugar  al  recurso: 
«Considerando  que  los  tres  motivos  de  casación 


parten  del  supuesto  de  que  la  letra  quedó  perjudi- 
cada por  haberla  aceptado  en  28  de  Diciembre  de 
I85I  y  no  haberse  hecho  el  protesto  hasta  el  18  de 
Enero  siguiente,  lo  cual  es  contrario  á  la  afirmación 
de  hecho  que  establece  la  Sala,  apreciando  las  prue- 
bas, de  que  la  aceptación  serealizó  en  9  de  Enero,  y 
de  que  por  ello  fué  oportuno  el  protesto  por  falta  de 
pago  en  el  expresado  día  18: 

Considerando  que  la  aceptación  con  fecha  28  de 
Diciembre  de  1881,  puesta  equivocadamente  en  9  de 
Enero  de  1882,  y  de  seguida  tachada  y  sustituida  por 
la  de  fecha  corriente,  según  estima  la  Sala  senten- 
ciadora, es  ineficaz;  y  por  lo  tanto,  que  la  sentencia 
que  absiielve  de  la  demanda,  á  pesar  de  la  falta  de 
inserción  en  el  acta  de  protesto  de  aquel  particiilar, 
no  infringe  por  esta  omisión  el  art.  511  del  Cód.  de 
Comercio  de  1829,  ni  otro  alguno  del  mismo  concep- 
to legal  con  que  pueda  suplirse  la  equivocación  que 
hubiese  en  su  cita.»  (Sent.  14  Febrero  1890.— Gac.  26 
Junio,  p.  159.) 

21  Agoetto  ISOO.  La  letra  de  cambio  debe  pagarse 
en  el  punto  designado  por  el  librador. 

D.  Pedro  Antonio  Roso  giró  en  Cádiz  una  letra  de 
cambio  á  la  orden  de  D.  José  María  Mallau  y  cargo 
de  D.  José  Ambrosio,  de  Salamanca,  quien  la  aceptó 
en  esta  ciudad,  pero  no  la  pagó  al  vencimiento,  por 
lo  cual,  previo  el  protesto  correspondiente,  Roso  y 
D.  Salvador  Sánchez  entablaron  demanda  ejecuti\  a 
contra  D.  José  Ambrosio  en  el  Juzgado  de  Santa 
Cruz  de  Cádiz.  El  demandado,  después  de  consignar 
el  crédito  que  se  le  reclamaba,  propuso  la  inhibito- 
ria ante  el  juez  de  primera  instancia  de  Salamanca; 
y  surgida  competencia  con  tal  motivo  entre  ambas 
autoridades  judiciales,  el  T.  S.  la  decide  á  favor  del 
de  Salamanca,  vista  la  regla  1."^,  art.  62  de  la  ley  de 
Enj.  civil,  y  «considerando  que  el  contrato  de  letra 
de  cambio  se  perfecciona  con  la  aceptación  de  la  le- 
tra que  constituye  al  aceptante  en  la  obligación  de 
pagarla ,  siendo  el  Ixigar  del  cuniplimiento  de  la 
obligación  el  indicado  por  el  librador  como  domici- 
lio del  pagador,  que  es  el  mismo  en  que  éste  debe 
pagar,  por  cuya  razón  se  reúnen  en  este  caso  á  fa- 
vor del  Juzgado  de  Salamanca,  las  dos  condiciones 
que  en  primer  término  exige  la  regla  1.*  del  citado 
art.  62.-  (Sent.  21  Agosto  1890.— Gac.  5  üeptiembre,  pá- 
gina SI.) 

4  nioienihre  1*9flO.  Juez  competente  en  demanda 
contra  el  aceptante  de  una  letra  de  cambio  sobre  pago  de 
la  misma. 

La  razón  social  Odero  y  Ferro  giró  \ina  letra  de 
cambio  á  cargo  de  D.  Pedro  Gómez,  de  Málaga,  que 
la  aceptó  y  no  la  pagó.  En  su  consecuencia  la  enti- 
dad libradora  dedujo  demanda  ejecutiva  contra  don 
Pedro  Gómez,  en  dicha  ciudáft.  Sobre  conocimiento 
de  los  autos  se  suscitó  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  Santo  Domingo,  de  Málaga,  y  el  de  Santa 
Cruz,  de  Cádiz,  el  cual  fundaba  la  suya  en  que  la  le- 
tra se  giró  por  Odero  y  Ferro  para  reintegrarse  del 
precio  de  unos  billetes  de  Cádiz  á  América,  adquiri- 
dos en  esa  población.  Elevados  los  antecedentes  de 
la  contienda  al  T.  S.,  la  decide  á  favor  del  juez  de 
Málaga : 

«Considerando  que  la  demanda  ejecutiva  entabla- 
da por  la  razón  social  Odero  y  Ferro,  de  Cádiz,  lo  es 
por  el  importe  de  una  letra  de  cambio,  y  no  por  los 
conceptos  de  que  pueda  provenir,  que  aceptada  y_no 
pagada  por  D.  Pedro  Gómez,  de  Málaga,  contra  quien 
se  ha  girado,  ha  prod\icido  la  obligación  de  ser  sa- 
tisfecha por  este  último  y  en  su  domicilio.»  (Sent.  4 
Diciembre  1890.— G«c.  2G  Diciembre,  p.  185.) 

«3  Junio  1^91.  Responsabilidad  del  tomador  de  una 
letra  á  quien  se  expide  por  <valor  en  cuenta»  y  significado 
mercantil  de  esta  expresión. 

«El  tomador  de  una  letra  de  cambio  expedida  con 
la  cláusula  de  valor  en  ciienta,  queda  responsable  & 
satisfacer  su  importe  al  librador,  ó  compensárselo, 
aunque  al  celebrar  el  contrato  de  cambio  no  hayan 
pactado  cosa  alguna  respecto  al  tiempo  y  modo  de 
cxiuiplir  esa  obligación,  porque  al  consagrarla  por 
modoexpresoelart.428delantiguo  Cód. de  Com. apli- 
cable á  este  pleito,  lejos  de  derivarla  de  tal  pacto  ad- 
junto al  contrato,  la  presupone  contraída  al  par  de 
su  celebración,  por  lo  mismo  que,  no  mediando  en  di- 
cho acto  cantidad  ni  valor  efectivo  y  de  presente 
sino  dos  promesas  miituas  con  cargo  á  la  cuenta  que 
exista  abierta  ó  se  abra  de  nuevo  entre  laspartes  in- 
teresadas, evidente  es  que  una  vez  pagada  la  letra 
queda  expedito  el  derecho  del  librador  á  exigir  su 
importe  al  tomador,  ó  bien  á  compensárselo,  segúu 
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el  resultado  que  arroje  dicha  cuenta.  Si  bien  es  cier- 
to que  en  el  caso  de  haberse  convenido  el  tiempo  y 
forma  de  liquidar  el  importe  de  la  letra,  está  subor- 
dinada la  responsabilidad  del  tomador  á.  lo  que  con 
el  librador  hubiere  pactado;  y  no  estando  más  que 
indicada  en  la  letra,  debe  probarse  el  pacto  por 
otros  medios,  por  aquel  que  lo  invoque  en  apoyo  de 
BU  derecho,  no  lo  es  menos  que  á  falta  de  convenio 
expreso  sobre  dicho  punto,  ha  de  suplirse  la  volun- 
tad de  los  interesados  por  las  reglas  generales,  rela- 
tivas al  cumplimiento  de  las  obligaciones.»  Consi- 
guientemente, cuando  se  acredita  tan  sólo  que  el 
tomador  de  la  letra  percibió  su  importe,  alegando 
sin  probarlo  para  excusar  su  responsabilidad,  que 
según  lo  convenido  debía  tomársele  en  cuenta  de 
una  donación  hecha  por  el  librador,  evidente  es  su 
obligación  de  reitegrarlo,  por  lo  cual,  y  no  enten- 
diéndolo asi  la  sentencia,  infringe  el  mencionado 
art.  42S  del  antiguo  Cód.  de  Com-,  y  el  260  *.  (Sent.  23 
Junio  1891. — Gacs.  16  y  n  Agosto,  p.  81.) 

X— Mandato  y  comisión  nierountll. 

*  Ahril   mnz.     Concepto  de  mandato  que  reviste  la 
gerencia  de  sociedad  anónima. 
Véase  en  el  grupo  Tlll  la  sent.  de  2  Abril  1862. 

tZ  IVovIonibre  iSítJ.  Casos  en  que  el  co7nisionista 
mercantil  debe  rendir  cuentas  al  comitente. 

«Si  bien  es  cierto  que  según  el  art.  139  del  Cód.  de 
Comercio,  el  comisionista  está  obligado  á  rendir 
cuentas  al  comitente  desde  luego  que  haya  evacua- 
do la  comisión,  no  lo  es  menos  que  cuando  el  comi- 
tente, en  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  artícu- 
lo 143,  declara  revocada  ó  terminada  la  comisión , 

es  evidente  la  obligación  de  rendir  la  cuenta  ^ » 

(Sala  l."^,  sent.  12  Noviembre  18S4.— 6'ac.  íf  Abril  1885, 
pág.  79.} 

*#*  Jnnlo  HNSS.     Sobre  consecuencia  necesaria  de  la 
existencia  del  inaiidato. 
Véase  esta  sentencia  en  el  grupo  II. 

*3  Dielenihrc  1^90.  Irresponsahilidnd  de  una 
Compai>ia  por  el  giro  de  letras  de  cambio  verificado  por 
un  representante  de  la  misma  sin  estar  autorizado  expre- 
samente. 

Véase  esta  sentencia  en  el  artículo  Mandato. 

XI.— Qiiioliras  y  AiiNpcnHlonos  ele  pagos  ^. 

11  Abril  i**01.     Sitidicos  de  las  quiebras. 

Las  demandas  que  se  intenten  contra  los  bienes 
de  una  quiebra  se  sustanciarán  con  los  síndicos  de 
la  misma.  Tienen  éstos  la  representación  legal  y  el 
deber  de  cumplir  las  obligaciones  legítimamente 
contraidas  en  tiempo  hábil  por  el  concursado.  (Sen- 
tencia 11  Abril  1861.) 

tH  Marzo  l^ft5.     Quiebra:    Calificación:  Convenios. 

El  éxito  de  los  convenios  entre  el  quebrado  y  sus 
acreedores  caando  la  quiebra  no  está  calificada,  de- 
pende del  resultado  definitivo  del  expediente  sepa- 
rado de  calificación,  excepto  el  caso  consignado  en 

el  art.    1.145  del  Cód.  de  Com Debe  suspenderse  la 

aprobación  de  tales  convenios  cuando  los  síndicos 
de  la  quiebra  hubiesen  solicitado  que  se  declare  ésta 
fraudulenta,  quedando  nulos  de  derecho,  si  asi  se 
resolviese,  sin  necesidad  de  oposición  alguna  por 
parte  de  los  acreedores. — El  expediente  de  califica- 
ción de  la  quiebra  debe  seguirse  con  audiencia  de 
los  síndicos.  (Sent.  18  Marzo  1865.) 

44  Junio  l^ttO.  Acumulación  de  autos  ejecutivos  d 
los  del  juicio  de  quiebra. 

Para  que  el  juicio  universal  de  quiebra  atraiga  á 
silos  procedimientos  ejecutivos  contra  el  quebrado, 
es  necesario  q\ie  éstos  hayan  sido  promovidos  ó  que 
se  hallen  pendientes,  después  de  haberse  proveído 
el  auto  de  declaración  de  quiebra.  fDecis.  11  de  Ju- 
nio 1866.) 


*  El  art.  428  del  antiguo  Cód.  de  Com.,  es,  á  la  letra, 
el  445  del  nuevo;  y  el  260  se  halla  textualmente  reprodu- 
cido en  el  62  del  que  hoy  rige. 

^     Véanse  los  arts.  263  y' 260  del  nuevo  Código. 

^  Téngase  en  cuenta  lo  que  dejamos  dicho  en  el  ingreso 
de  este  articulo  (p.  720)  sobre  el  proyecto  de  ley  de  refor- 
may  y  también  los  casos  que  insertamos  por  nota  enlo» 
respectivos  artículos  de  la  ley  de  Enj.  civil. 


Acreedor  pignoraticio  ó  con  ga- 
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rantia. 

Tiene  el  acreedor  pignoraticio  derecho  preferente 
á  que  se  le  reintegre  en  los  efectos  dados  ó  consti- 
tiiídos  en  garantía,  aunque  quedaren  á  ley  de  depó- 
sito en  poder  del  deudor,  hasta  donde  alcance  el  va- 
lor de  los  mismos:  debiendo  considerarle  como  acree- 
dor escriturario  en  cuanto  al  déficit,  conforme  á  los 
arts  1.115,  1.118  v  1  120  del  Cód.  de  Com.  (Sent.  ISEne- 
ro  1872.-Núm.  20  de  la  C.  L.) 

S  Junio  18SO.  Término  para  presentarse  en  quie- 
bra: Convenio  con  los  acreedores. 

El  comerciante  que  se  halla  realmente  en  estado 
de  quiebra,  debe  ponerlo  en  conocimiento  del  Juz- 
gado en  el  término  de  tres  días  prescrito  en  el  ar- 
ticulo 1.017  del  Cód.  mercantil.  Realizado  convenio 
entre  el  deudor  y  los  acreedores,  no  hay  por  qué  pro- 
ceder al  nombramiento  de  síndicos,  y  basta  la  re- 
presentación del  Ministerio  fiscalpara  el  único  inte- 
rés restante  de  la  causa  pública.  (Sala  I."",  sent.  8  Ju- 
nio 1880.— Gac.  28  Agosto,  p.  78.) 

S  Febrero  t*iHt.  Créditos  contra  la  quiebra:  Fun- 
cioties  de  los  sitidicos:  Id.  de  la  Junta  de  acreedores. 

Conforme  á  lo  prevenido  en  los  arts.  1.100  á  1.105  del 
Cód.  de  Com.,  el  examen  y  reconocimiento  y,  por 
consiguiente,  la  exclusión  de  lus  créditos  contra  la 
quiebra,  ha  de  hacerse  enjunta  general  de  acreedo- 
res, con  vista  de  los  documentos  originales  que  los 
interesados  deben  presentar  á  los  síndicos,  á  los 
cuales  corresponde  informar  sobre  cada  crédito,  in- 
cluyendo en  un  estado  general  los  que  resulten  á 
cargo  de  la  quiebra,  y  á  la  junta  de  acreedores  re- 
solver por  mayoría  de  votos  sobre  el  reconocimiento 
ó  exclusión  de  los  mismos,  qiiedando  á  salvo  el  de- 
recho de  todos  y  cada  uno  de  los  acreedores,  el  del 
interesado  en  el  crédito  controvertido  y  el  del  que- 
brado, para  que  iisen  de  él  en  justicia  como  les  con- 
venga, si  se  creyesen  agraviados  por  el  acuerdo  de 
la  junta,  debiendo  ventilarse  estas  reclamaciones 
en  juicio  ordinario.  (,Sent.  7  Febrero  18S1.— Gacs.  de 
la  Sala  í.'\  p.  116.) 

Í4  Junio  lí*í*l.     Quiebra  fraudulenta. 

Es  de  la  exclusiva  apreciación  de  la  Sala  senten- 
ciadora la  calificación  de  la  quiebra  fraudulenta, 
contra  la  cual  no  se  da  recurso  de  casación.  (Sent.  24 
Junio  1881. — Gacs.  de  la  Sala,  3.  S  t.  II,  p.  12.) 

«1  Mayo  1S93.  Derechos  de  los  síndicos  de  las  quie- 
bras. 

Adjudicado  por  los  acreedores  de  una  quiebra  todo 
el  activo  de  la  misma,  autorizaron  á  los  adjudicata- 
rios para  recibir,  aprobar  ó  impugnar  la  cuenta  que 
debían  rendir  los  síndicos.  Pidieron  éstos  aclaración 
del  acuerdo  en  el  sentido  de  que  se  expresara  que 
elloseranlos  que  hacíanla  adjudicación;  y  á  pesar  de 
habérseles  denegado  la  instancia,  incluyeron  en  su 
cuenta  una  t-artida  importante,  á  que  en  su  concep- 
to tenían  derecho  por  representar  el  1  por  100  de  la 
venta  y  adjudicación  de  los  bienes  del  quebrado.  Los 
adjudicatarios  impugnaron  en  forma  la  cuenta,  y 
sustanciada  la  oposición  en  dos  instancias,  y  absuel- 
tos  lossíndicos  en  la  segiinda,  interpusieron  sus  con- 
trarios recurso  de  casación,  citando  como  infringi- 
dos los  arts.  1.078,  1.157  y  1.158  del  Cód.  de  Com.  El 
T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  recurrido  con  vista  del  ar- 
tículo 1.078  del  propio  Código: 

«Considerando  que  la  reclamación  producida  por 
los  síndicos  contra  el  acuerdo  de  la  junta  y  conve- 
nio do  los  acreedores,  á  la  que  no  asistieron,  en  sen- 
tido de  que  se  entendiera  que  la  adjudicación  del 
activo  fué  realizada  por  ellos,  aspiraba  virtualmen- 
te  á  imponer  el  gravamen  del  1  por  100  sobre  la  ma- 
sa, en  provecho  exclusivo  de  los  mismos,  y  por  con- 
siguiente, que  las  costas  causadas  en  las  actuacio- 
nes que  dieron  por  resultado  la  desestimación  de 
aquella  solicitud,  deben  ser  de  cuenta  y  cargo  de 
quien  las  provocó,  tanto  más  cuanto  que  la  defensa 
de  la  masa  general  se  halla  tan  especialmente  con- 
fiada á  los  síndicos  que,  según  el  art.  1.076,  queda  de 
derecho  separado  de  la  sindicatura  el  que  deduzca 
alguna  acción  contra  aquélla;  3'  en  confirmación  de 
que  los  síndicos,  como  tales,  no  pueden  oponerse  á 
los  acuerdos  adoptados  enjunta  de  acreedores,  vie- 
nen los  arts.  1.157  y  1.15S: 

Considerando  por  lo  expuesto  que  al  desestimar  la 
Sala  sentenciadora  los  dos  agravios  objeto  del  pre- 
sente recurso,  infringe  respecto  del  referente  al  1  por 
100  el  art.  1.078  del  citado  Cód.  de  Com.,  y  en  orden  al 
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2.",  ó  sea  el  de  que  la  masa  responda  de  las  costas 
catisadas  á  instancia  de  los  síndicos,  impugnando 
el  acuerdode  la  junta,  infringe  asimismo  los  artícu- 
los 1.076,  1.157  y  1. 158  del  repetido  Código..  (Sent.  21 
Mayo  1SS3.— Gacs.  de  la  Sala  1.»,  t.  II,  p.  215.) 

3  Rnpro  isaj.  Requisitos  necesarios  parala  decla- 
racióti  del  esta  do  de  quiebra. 

El  art.  1  001  del  Cód.  de  Com...  cuando  se  trata  de 
un  comerciante  declarado  en  estada  de  quiebra  á 
instancia  de  un  acreedor,  no  puede  aplicarse  aisla- 
damente, sino  con  relación  á  los  1.025  y  1.026  del  mis- 
mo Código,  que  contienen  disposiciones  especiales 
para  el  caso,  y  el  l.'"25  «exige  como  indispensable 
para  que  pueda  hacerse  la  declaración  de  quiebra 
de  un  comerciante  sin  que  preceda  la  manifestación 
espontánea  del  quebrado,  que  conste  previamente 
en  debida  forma  la  cesación  de  pagos  del  deudor  ñor 
haberse  denegado  generalmente  á  satisfacer  sus  obli- 
gaciones vencidas,  no  bastando,  según  dispone  el 
art.  1.026,  que  haya  ejecuciones  pendientes  mientras 
él  manifieste  6  se  le  hallen  bienes  disponibles  sobre 
que  trabarlas..  (Sent.  3  Enero  1S84.— Giics.  de  la  Sa- 
la 1.»,  t.  1,  p.  119.) 

8  Marzo  t8H«.  Calificación  de  la  quiebra  cuando  el 
quebrado  no  manifiesta  haber  sobreseído  en  el  pago  de  sus 
obligaciones  dentro  del  plazo  legal. 

•  El  art.  l.Cxlfi  del  Cód.  de  Com.  determina  que  sean 
tratados  como  quebrados  de  tercera  clase,  salvo  las 
excepciones  que  se  propongan  y  prueben  para  des- 
truir este  concepto  y  demostrar  la  inculpabilidad 
de  la  quiebra,  los  comerciantes  que  no  hubiesen  he- 
cho la  manifestación  de  hallarse  en  este  estado  en 
el  término  y  la  forma  prevenidos  en  el  art.  1.017  del 
mismo  Código,  de  donde  se  sigue  que  la  falta  de  ma- 
nifestación dentro  del  plazo  prevenido  es  la  que  ha 
de  explicarse  como  inculpable  por  medio  de  las  ex- 
cepciones que  se  propongan  y  prueben.»  (Sala  1.", 
sent.  S  Marzo  18S6.    Giic.  7  Junio!) 

S-I  iWnrzn  IS8B.  Requisitos  necesarios  para  que  se 
reponga  el  auto  de  declaración  de  quiebra. 

«Para  que  proceda  la  reposición  del  auto  de  decla- 
ración de  quiebra,  exige  terminantemente  el  articu- 
lo l.ttJ9  del  Cód.  de  Com.  que  se  ha  de  probar,  no  sólo 
la  falsedad  é  insuficiencia  legal  de  los  hechos  que 
sirvieron  de  fundamento  á,  tal  declaración,  sino 
también  que  el  quebrado  se  halla  corriente  en  sus 
pagos,  precepto  con  el  cual  concuerda  la  doctrina 
establecida  reiteradamente  por  este  T.  S.»  (Sala  l.*^ 
sent.  2i  Marzo  18b6. — Gac.  30  Julio.)  '   ' 

■  O  Ulcli-nihrt^  ISUS.  Auto  declarando  no  haber 
luqnr  á  un  incidente  de  nulidad  provocado  en  juicio  de 
quiebra  de  una  Empresa  de  ferrocarriles:  Momento  opor- 
tuno para  reclamar  dicha  nulidad  d  tenor  de  la  ley  de  12 
de  Noviembre  de  1869. 

Declarada  en  estado  de  suspensión  de  pagos  la 
Sociedad  ferrocarril  y  minas  de  San  Juan  de  las 
Abadesas,  y  convocados  por  edictos  los  acreedores 
para  que  en  término  de  tres  meses  pudieran  adhe- 
rirse á  la  proposición  de  convenio  presentada  por  la 
Compañía,  ü.  Jaime  Albiüana,  antes  de  que  trans- 
curriera el  plazo,  promovió  expediente  pidiendo  la 
nulidad  de  las  actuaciones  y  adhesión  al  convenio. 
la  Audiencia  de  Barcelona  declaró  no  haber  lugar 
i,  admitir  y  sustanciar  el  incidente,  contra  cuyo 
auto  recurrió  Albiñana  en  casación^  y  vistos  los  ar- 
tículos 1.689  y  1.690  de  la  ley  de  Enj.  civil,  declara  el 
T.  S.  no  haber  lugar  á  admitir  el  recurso: 

«Considerando  que  la  resolución  de  la  Audiencia... 
no  puede  en  manera  alguua  ser  considerada  como 
definitiva,  porque  debiendo  ajustarse,  según  lo  termi- 
nantemente dispuesto  en  el  art.  1.320  de  la  ley  arriba  ci- 
tada, el  procedimiento  que  ha  de  sequirse  en  la  materia 
referente  d  quiebras  de  las  Compañías  de  ferrocarriles  á 
los  procedimientos  especiales  ordenados  por  la  ley  de  12 
de  Noviembre  de  íSGti,  es  obvio  que  las  pretensiones 
formuladas  por  el  Albiñana,  y  sobre  que  versaba  el 
incidente  por  el  mismo  provocado,  fueron  aducidas 
prematuramente...,  según  claramente  se  desprende 
de  lo  que  establecen  los  arts.  11  y  12  de  la  repetida 
ley  de  12  de  Noviembre  de  1869; 

Y  considerando,  por  tanto,  que  tiene  el  litigante 
de  que  se  ha  hecho  mención  perfectamente  expedi- 
to su  derecho  para  hacer  cuantas  reclamaciones  es- 
timo conveniente,  oponiéndose  al  convenio  presen- 
tado por  la  Compañía  de  ferrocarriles  de  San  Juan 
de  las  Abadesas,  en  el  trámite  y  momento  en  que 
proceda  y  corra  el  periodo  correspondiente  para 


f^°:;A'  'J;  ?,-^  ^'''í  ■''■'''  '^"t"  '"  Diciembre  18S8.-Go<;e- i 
tas  30  y  31  Diciembre,  p.  1.56.)  ^ 

rf/í?  «»'<:'''"'»»<•«  ISS».    J>erechos  de  las  sindicatura»  '■ 
de  las  quiebras:  Exhibición  de  libros  de  comercio. 

Declarado  en  quiebra  D.  Cecilio  Oriol,  los  síndicos 
de  la  misma  solicitaron  y  obtuvieron  que  se  oficiase 
á  diferentes  Empresas,  Sociedades  é  individuos  con 
quienes  el  quebrado  había  mantenido  relaciones 
mercantiles,  A  fin  de  que  comunicasen  al  Juzgado  el 
estado  de  las  mismas,  determinando  las  cuentas  co- 
rrientes que  Oriol  tuviera  abiertas.  Cumplieron  con 
el  oñcio  divers.js  entidades  á  que  se  comunicó;  pero 
el  Banco  de  Préstamos  y  Descuentos  de  Barcelona 
resistió  la  ejecución  del  acuerdo,  negándose  con  in- 
sistencia, y  no  accediendo  tampoco  á  exhibir  a1 
Juzgado  los  libros  de  su  tráfico  cuando  se  acordé, 
vista  la  oposición  del  Banco,  que  la  autoridad  judi- 
cial se  constituyera  en  el  establecimiento  del  mis- 
mo para  recoger  los  datos  pedidos.  Ordenada  la  rei- 
teración de  la  diligencia  bajo  apercibimiento  de 
proceder  contra  el  Banco  criminalmente,  por  pro- 
veídos diversos  que  nadie  combatió,  promovió  dicha 
Sociedad  incidente  de  nulidad  para  que  se  declara- 
se la  de  lo  actuado  sm  su  audiencia,  y  denegada  tal 
pretensión  en  dos  instancias,  interpuso  recurso  de 
casación...  v  ^c 

El  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  recurso- 
-Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  in- 
fringe las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  el  pri- 
mer motivo  del  recurso,  porque  por  las  repetidas 
comunicaciones  que  á  instancia  de  los  síndicos  de 
La  quiebra  de  Oriol  fueron  dirigidas  Ala  Sociedad 
Banco  de  Préstamos  y  Descuencos,  recurrente,  sa- 
bia ésta  el  objeto  de  la  diligencia  acordada,  contra 
la  cual,  SI  entendía  serle  gravosa,  pudo  reclamar  en 
iorma,  siéndole  imputable  el  no  haberlo  hecho: 

Considerando  que  los  síndicos,  como  representan- 
tes de  la  quiebra  y  de  la  persona  del  quebrado,  tie- 
nen para  desempeñar  su  importante  cometido  el 
derecho  de  pedir  á  las  personas  ó  entidades  jurídi- 
cas con  quien  aquél  haya  podido  estar  en  relacio- 
nes de  intereses,  los  antecedentes  necesarios,  y  en 
virtud  de  este  derecho  solicitaron,  y  el  Juzgado 
acordó  la  remisión  de  datos  y  noticias  á  que  se  negó 
indebidamente  el  Banco  de  Préstamos  y  Descuen- 
tos, á  consecuencia  de  lo  cual  se  dispúsola  exhibi- 
ción de  sus  libros,  de  que  ha  podido  librarse  cum- 
pliendo, como  las  demás  Sociedades  á  quien  se  ofi- 
ció, las  órdenes  judiciales: 

Con.siderando  que  en  este  supuesto  es  notorio  que 
la  Sociedad  recurrente  puede  tener  responsabilidad 
en  la  causa  de  que  la  exhibición  de  libros  procede 
y,  por  tanto,  no  infringe  el  fallo  recurrido  el  art.  51 
del  .antiguo  Cód.  de  Com.,  invocado  en  el  segundo 
motivo,  ni  tampoco  los  603  y  604  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  que  no  son  aplicables  cuando  se 
trata  de  la  exhibición  de  libros  de  comerciantes  res- 
pecto de  los  cuales  tiene  el  Cód.  de  Com.  la  disposi- 
ción especial  antes  citada...»  (Sala  1.»,  Sent  20  Di- 
ciembre 1S8S.— Gacs.  27  y  28  Abril  ISSÍ),  p.  UO.) 

«S  nicieinbrc  «SíiS.  Imperio  del  Código  en  las  pro- 
vincias focales:  Enajenación  de  la  prenda  'entrenada  al 
acreedor  por  el  deudor,  caso  de  quiebra  de  éste',  y  dere- 
cho del  acreedor  d  ser  clasificado  entre  los  hipotecarios, 
devolviendo  á  la  masa  de  bienes  del  quebrado  los  efectos 
que  de  este  recibió  en  garantía. 

Declara  el  T.  S.  haber  lugar  en  parte  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Banco  de  Cataluña  en 
pleito  que  promovió  contra  la  Sindicatura  de  una 
quiebra  en  que  se  citaban  como  infringidos  los  ar- 
tículos l.{Bo  y  1.036  del  Código  de  Comercio  de  1829  y 
venas  leyes  del  Digesto,  y  establece  como  funda- 
mento; 

-Que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  los  artícu- 
los 1.03o  y  siguiente  del  anterior  Código  de  Comer- 
cio......  ni  la  ley  especial   del  contrato ,  porque, 

cualquiera  que  sea  la  eficacia  de  lo  pactado  para  el 
caso  de  quiebra,  es  lo  cierto  que  D.  Cecilio  Oriol  no 
transfirió  al  Banco  de  Cataluña  el  dominio  de  la 
prenda,  sino  pura  y  simplemente  la  facultad  de  ena- 
jenarla, y  que  esa  facultad  estaba  limitada  por  la 
condición,  no  cumplida  por  el  demandante,  de  tener  - 
previamente  que  exigir  al  prestatario,  y  en  su  defec- 
to á  su  representación  legal,  que  mejorase  la  garan- 
tía en  el  término  estipulado: 

Que  tratándose,  como  se  trata,  de  un  contrato 
mercantil,  no  son  aplicables,  ni  han  podido  por  tan- 
to infringirse  las  leyes  del  Digesto  que  se  citan 

porque  el  Código  de  Comercio,   tanto   el   antiguo 
como  el  moderno,  es  ley  general  para  toda  la  Mo- 
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narquía,  y  esas  leyes  romanas,  aunque  rijan  como 
supletorias  en  Cataluña,  no  constituyen  el  derecho 
común  k  cuyas  reglas  generales  está-n  sujetos  los  con- 
tratos ordinarios  del  comercio;  y  que,  aparte  de 
esto,,  es  también  evidente  que,  dada  la  existencia  de 
la  quiebra,  no  pudo  nunca  el  Banco  demandante 
compenyar  unas  deudas  con  otras  por  su  propia  au- 
toridad y  con  abstracción  completa  de  los  demás 
acreedores  del  quebrado,  que  podían  tener  un  dere- 
cho igual  ó  preferente: 

Y...  que  el  fallo  recurrido,  en  cuanto  desestima  en 
absoluto  la  petición  alternativa  formulada  en  la 
demanda,  infringe  ciertamente  el  art.  1.118  del  refe- 
rido Código  de  Comercio,  porque...  es  claro  de  todo 
punto  qiie,  conforme  á  ese  precepto,  que  entraña 
una  obligación,  y  no  una  facultad,  el  Banco  de  Ca- 
taluña, como  tal  acreedor  prendario,  ha  debido  y 
debe  entrar  en  la  quiebra  con  el  carácter  de  hipote- 
cario y  devolver  á  la  misma  las  250  acciones  de  loa 
ferrocarriles  económicos  que  recibió  en  garantía  ú 
otras  de  igual  clase. >  (Sala  l.*^,  sent.  27  Diciembre 
1888.— Gac.  29  Abril  1889,  p.  151.) 

3t  niclenibre  I88S.  Exame7i  y  reconocimiento  de 
créditos:  Vencimiento  de  plazos:  Endoso  de  pagarés  mer- 
cantiles. 

Por  documento  privado  de  22  de  Marzo  de  18S3,  la 
«Compañía  de  transportes  marítimos*  reconoció  ha- 
ber recibido  60.000  pesetas  de  D.  Pedro  Bresca  é  igual 
cantidad  de  otros  acreedores,  y  expidió  con  la  mis- 
ma fecha  cinco  pagarés  á.  la  orden  de  cada  uno,  que 
vencían  en  fin  de  dicho  año.  Cuatro  de  estos  pagarés 
fueron  descontados  por  sus  tenedores  en  el  Banco  de 
Cataluña,  y  el  quinto,  perteneciente  á  D.  Eamón 
Comas,  fué  endosado  al  propio  establecimiento  para 
au  cobro.  Es  de  advertir  que  el  pago  de  los  documen- 
tos se  aseguró  con  garantía  prendaria  constituida 
por  la  entrega  á  los  acreedores  de  obligaciones  de 
la  Compañía.  En  26  de  Enero  de  1884  los  otorgantes 
del  convenio  de  22  de  Marzo  anterior  concertaron 
una  prórroga  para  el  pago,  y  la  Compañía  libró 
nuevos  pagarés  con  el  vencimiento  de  31  de  Enero 
del  expresado  año  1884.  Declarada  en  quiebra  y  re- 
trotraídos los  efectos  de  esta  situación  al  día  2  de 
Enero  de  1884,  el  Banco  de  Cataluña  solicitó  el  reco- 
nocimiento del  crédito  que  entrañaban  los  cinco  pa- 
garés, presentando  original  el  contrato  de  22  de 
Marzo  de  1S83,  dos  de  aquellos  títulos  y  certificación 
de  los  otros  tres.  La  Junta  de  acreedores  no  accedió 
al  reconocimiento  en  cuanto  á.  cuatro  pagarés,  por 
haberse  dirigido  el  Banco  de  Cataluña  contra  sus 
tenedores  para  el  cobro  de  los  créditos,  no  haberse 
prohado  la  debida  excusión  en  los  bienes  de  los  en- 
dosantes y  ser  posteriores  los  pagarés  al  2  de  Enero 
de  1884.  Aprobado  judicialmente  el  anterior  acuer- 
do, el  Banco  entabló  demanda  contra  la  sindicatura 
de  la  quiebra,  que  se  opuso  á  las  pretensiones  de  la 
parte  actora;  y  sustanciado  el  pleito,  recayó  senten- 
cia por  la  que  se  declaró  reconocido  el  crédito  liti- 
gioso «en  la  quiebra  de  la  Compañía  de  transportes 
marítimos  por  la  cantidad  de  300.000  pesetas,  impor- 
te de  los  cinco  pagarés  de  60.000  cada  uno,  librados 
por  la  Compañía  fallida  á  la  orden  respectivamen- 
te de  D.  Pelegrín  Pomos  y  Bordas,  D.  Pedro  iJresca, 
D.  José  Agustín  Gutiérrez,  D.  Enrique  Deu  y  D.  Ra- 
món Comas  y  Cañas,  en  26  de  Enero  de  1884,  en  susti- 
tución de  otros  iguales  de  fecha  22  de  Marzo  de  1883 
con  los  intereses  correspondientes  y  la  comisión  de 
1  por  100  sobre  su  total  importe,  sin  perjuicio  del 
abono  de  las  sumas  que  el  Banco  de  Cataluña  perci- 
ba de  todos  los  obligados  en  virtud  de  los  mismos 
pagarés  y  de  las  escrituras  de  22  de  Marzo  de  1883  y 
26  de  Enero  de  18S4,  y  sin  perjuicio  también  de  que 
se  retengan  las  sumas  que  debe  perribir  en  pago  de 
su  crócUto  hasta  que  conste  la  insolvencia  de  los  re- 
feridos obligados  contra  los  que  hayan  dirigido  ó  di- 
rijan su  acción;  declarando  asimismo  que  el  propio 
Banco  debía  tener  para  el  cobro  de  su  crédito  la 
preferencia  que  le  corresponde  como  acreedor  con 
prenda,  que  debe  entrar  en  la  clase  de  hipotecario 
por  virtud  de  las  750  obligaciones  de  la  Cotapañía 
ciuebrada  que  entregó  con  los  demás  docvimentos 
justificativos  de  dicho  crédito,  con  la  preferencia 
inherente  A  aquellos  valores,  y  en  cuanto  alcance  su 
importe,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Los  síndicos  han  interpuesto  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  A  su  juicio: 

1.°  El  art.  1.100  del  Código  de  Comercio  del  año 
1829,  según  el  cual  los  acreedores  han  de  presentar 
los  títulos  originales  para  que  les  sean  reconocidos 
sus  créditos,  corroborado  por  el  236  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento mercantil... 


a.°  A  «.•*  Los  arts.  1.035,  1.036  y  1.043  del  Código  de 
Comercio  y  la  doctrina  concordante,  y  el  art.  535  del 
mismo  Código  de  Comercio... 

í».°     Y  por  último,  el  art.  539  del  mismo  Código. 

El  T.  S.,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso,  es- 
tablece sustancialmente: 

Que  con  arreglo  á  los  arts.  1.100  y  1.101  del  Código 
de  Comercio  de  1829  para  el  examen  y  reconocimien- 
to de  créditos  contra  la  quiebra,  no  es  indispensa- 
ble la  presentación  de  todos  los  documentos  origi- 
nales, bastando  la  de  aquéllos  de  que  arranca  el 
contrato  y  la  justificación  de  los  demás  que  son  su 
consecuencia,  y  por  consiguiente,  habiéndolo  verifi- 
cado el  Banco  con  el  contrato  original  de  22  de  Mar- 
zo de  1883,  originales  también  dos  de  los  cinco  paga- 
rés librados  A  consecuencia  del  citado  contrato  y 
testimonio  de  los  demás,  bastante  como  documento 
justificativo,  al  reconocer  la  sentencia  el  crédito  del 
Banco  de  Cataluña  A  que  el  pleito  se  refiere,  no  in- 
fringe el  art.  1.100: 

Que  estableciendo  la  sentencia  que  el  crédito  recla- 
mado por  el  Banco  de  Cataluña  tiene  su  origen,  no  e  i  los 
pagarés  de  26  de  Enero  de  1SS4,  sino  en  el  contrato  pri- 
vado de  22  de  iíarzo  de  1883,  y  en  los  otros  pagarés  libra- 
dos en  el  miS7no  dia;  pues  éstos  no  fueron  cancelados  por 
haberse  satisfecho,  sino  por  haber  sido  sustituido  por 
aquéllos,  sus'^itación  que  no  es  ni  significa  niAs  que 
una  prórroga  concedida  por  el  Banco  para  el  cum- 
plimiento del  contrato  primitivo,  y  por  consiguien- 
te, ni  importa  novación  ni  acto  alguno  de  dominio 
ó  de  administración  de  los  que  caen  bajo  la  sanción 
del  art.  1.036  que  altere  ni  perjudique  la  primitiva 
obligación  del  citado  Código.  .  la  sentencia  no  in- 
fringe aquél  ni  los  demás  que  se  citan  en  los  moti- 
vos 2.**  &  5.°: 

Que  es  inaplicable  para  los  casos  He  quiebra  el  ar- 
tículo 535  '  del  mismo  Código,  porque  en  éstos  tienen 
los  acreedores  términos  fijos  y  fatales  para  la  pre- 
sentación de  sus  créditos,  pasados  los  cuales  sin  ve- 
rificarlo, son  considerados  en  mora  para  los  efectos 
del  art.  1.111  del  referido  Código: 

Y  que  los  cinco  pagarés  están  endosados  á  favor 
del  Banco  de  Cataluña,  y  en  tal  concepto  éste  es  el 
único  que  ostentaba  derecho  para  exigir  el  pago  de 
todos  ellos,  incluso  el  de  D.  Ramón  Comas  y  Cañas, 
y  por  lo  tanto,  no  se  ha  infringido  el  art.  .539  del  Có- 
digo.» (Sala  1.*,  sent.  2  Enero  1889  ^.^Gacs.  29  y  30  de 
Abril,  p.  159.) 

30  Knero  1^99.  Sentencia  que  deja  sin  efecto  un 
auto  en  que  se  tuvo  por  presentado  en  estado  de  suspen- 
sión de  pagos  á  un  comerciante,  á  reserva  de  que  haga  su 
presentación  en  quiebra,  con  arreglo  al  Cód.  de  Com. 

Por  la  naturaleza  y  clase  del  juicio  en  que  recayó 
tal  sentencia,  y  por  la  reserva  además  en  ella  con- 
tenida, carece  de  carActer  definitivo  á  los  efectos  de 
la  casación,  á  tenor  del  art.  1.690  de  la  ley  de  Enj,  ci- 
vil. (T.  S.,  Sala  3.*^,  auto  30  Enero  18S9.  — Gac.  2$  Abril, 
pág.  66.) 

Í3  Fobrero  ií^SO.  Casos  en  que  el  comerciante  pue- 
de constituirse  en  estado  de  suspensión  de  pagos. 

Conformo  á  los  arts.  870  y  871  del  Cód.  de  Com.,  son 
tres  los  casos  eu  que  el  comerciante  puede  consti- 
tuirse en  estado  de  suspensión  de  pagos...  tercero,  si 
formula  sn  petición  ó  se  presenta  en  dicho  estado 
dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al 
vencimiento  de  una  obligación  que  no  haya  satisfecho. 
Interpretando  rectamente  el  alcance  y  sentido  de 
estas  últimas  palabras,  dedúcese  de  ellas  que  para 
el  efecto  de  poder  el  comerciante  presentarse  en  es- 
tado de  suspensión  de  pa^os,  según  el  caso  3.°  antes 
indicado,  no  obsta  el  tr,anscurso  de  las  cuarenta  y 
ocho  horas  siguientes  al  vencimiento  de  una  obli- 
gación qae  no  haya  sido  reclamada,  porque  sólo 
cuando  se  pide  su  cumplimiento  y  no  so  obtiene  pue- 
de en  rigor  decirs0*que  ha  dejado  de  satisfacerla.  (Sa- 
la I.*",  sent.  27  Febrero  1889.  — Gac-  7  Junio,  p.  276.) 


1  5lfí  del  vigente. 

2  Ponemos  al  principio  de  esta  sfntcncia  la  fecha  31 
Diciembre  1888  y  al  fin  2  Enero  1889,  porque  con  estas 
dos  fechas,  una  al  principio  y  otra  al  final,  aparece  inser- 
ta en  la  Gaceta. 

Lado  trina  que  establece  es  sobre  artículos  del  Código 
de  Comercio  de  1829^  que  en  su  mayor  parte  suponemos  en 
vigor  por  los  motivos  expuestos  en  el\ingreso  del  Código 
citado  de  1829. 
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fü  AInrzo  iSS©.  Cuestión  sobre  si  son  aciimulables 
los  autos  (le  un  juicio  ejecutico  al  universal  de  quiebra, 
cuando  son  dos  los  deudores  y  solamente  uno  de  ellos  está 
en  situación  de  quebrado. 

Vistos  los  arts.  160,  nvim.  3.**,  y  166  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  declara  el  T.  S.:  «Que  conforme 
á.  los  referidos  preceptos,  persiguiéndose  en...  antos 
ejecutivos  los  bienes  y  rentas,  y  especialmente  los 
hipotecados  de  la  pertenencia  de  los  deudores,  uno 
de  los  cuales  no  está,  constituido  en  quiebra,  no  son, 
con  relación  de  él,  acumulables  dicbos  autos  al  jui- 
cio de  este  nombre  á  que  el  otro  deudor  tiene  some- 
tido su  caudal,  ni  tampoco  lo  son  respecto  á  este 
interesado  en  cuanto  sólo  se  persigan  en  los  mismos 
las  fincas  de  su  propiedad  hipotecadas  al  crédito  del 
ejecutante,  por  todo  lo  que  no  pT-ocede  la  acumula- 
ción...» (Sent.  8  Marzo  ItíbíK—Gac.  3  Abril,  p.  29.) 

20  MnrKO  18S».     Convenios  con  los  acreedores. 

•  El  Cód.  de  Com.  de  1829  no  prohibe  que  los  comer- 
ciantes, cuando  todavía  no  han  sido  declarados  en 
quiebra,  celebren  convenios  con  sus  acreedores,  por- 
que, con  arreglo  al  art.  l.(B6,  sólo  son  nulos  los  actos 
de  dominio  y  administración  que  acerca  de  sus  bie- 
nes verifique  el  quebrado  después  de  recaída  aquella 
declaración,  ó  los  que  hubiera  hecho  con  posteriori- 
dad k  la  época  á  que  se  retrotraigan  los  efectos  de 
la  misma,  y  porque  los  arts.  1.147,  1.150  y  1.158,  refor- 
mados por  la  ley  de  30  de  Julio  de  1678,  se  refieren 
claramente,  según  demuestran  s\\  espíritu  y  letra,  A 
las  proposiciones  de  convenio  que  presente  el  que- 
brado en  el  juicio  universal  de  quiebra,  y  no  á  los 
convenios  que,  fuera  de  éste  y  antes  de  que  se  inicie, 
puedan  realizar  con  sus  acreedores.»  (Sala  1.*,  sen- 
tencia 20  Marzo  1889.— Gac.  11  Junio,  p.  309.) 

4  Octubre  ií«*m©.  Declarada  judicialmente  la  sus- 
pensión  de  paqos  conforme  al  art.  870 del  Cód.  de  Com.,  no 
es  posible  en  derecho  instar  y  menos  obtenerla  declara- 
ción de  quiebra,  y  si  ésta  se  hace  no  siirte  efecto  al(/u7io. 

«Declarada  judicialmente  la  suspensión  de  pagos 
de  un  comerciante,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 870  del  Cód.  de  Com..  se  establece  un  estado 
de  derecho  que  impide  á  los  acreedores  del  mismo  el 
obtener  mandamientos  de  ejecución  y  poder  instar 
la  declaración  de  quiebra,  salvo  el  caso  de  quedar 
terminado  el  expediente  por  alguno  de  los  motivos 
que  señala  el  art.  873  de  dicbo  Códi-go.» 

Consiguientemente  es  contraria  á  derecho  y  no 
puede  surtir  efecto  alguno  legal  la  declaración  de 
quiebra  de  una  Sociedad  mercantil  constituida  en 
estado  de  suspensión  de  pagos,  y  durante  el  cur- 
so del  expediente,  ó  sea  hasta  no  ser  desechada  la 
proposición  de  convenio  que  presentó  la  misma  ó 
cuando  no  se  reuniera  número  bastante  de  votantes 
para  sii  aprobación,  debe  respetarse  esa  situación 
legal  y  no  pueden  los  acreedores  hacer  uso  de  su  de- 
recho. (Sala  I.*",  sent.  4  Octubre  1889.— Gac.  21  id.,  pá- 
gina 189.) 

13  nirionilire  lí*80.  Casación  de  sentencia  que  con 
infracción  del  art.  871  del  Cód.  de  Com.,  admitió  al  esta- 
do de  suspensión  de  pagos  á  U7i  comerciante  después  de 
más  de  cuarenta  y  ocho  horas  de  haber  sobreseído  en  el 
de  sus  obUíjaciones  corrientes;  y  con  infracción  de  los  ar- 
tículos 742  y  745,  mim.  í.°  de  la  ley  de  Enj.  civil,  no  dio 
lugar  al  inidenic  de  nulidad  de  tal  declaración  y  promo- 
ción de  la  quiebra. 

En  24  de  Febrero  de  1888  Doña  Dolores  Riquelme 
fué  declarada  en  estado  de  suspensión  de  pagos. 
Convocada  junta  de  acreedores  para  el  7  de  Abril, 
cuatro  Compañías  mercantiles  acudieron  al  Juzga- 
do de  Cartagena  el  día  6,  pronioviendo  incidente  de 
previo  y  especial  pronunciamiento,  con  objeto  de 
que,  suspendiendo  las  actuaciones,  se  declarase  á 
Doña  Dolores  obligada  á  presentarse  en  quiebra, 
alegando  y  probando  que  venía  siguiéndose  un  juicio 
ejecutivo  contra  dicha  señora  en  Valencia,  sobre 
pago  de  5.009  pesetas  á  una  de  las  indicadas  Socieda- 
des. Tramitada  esta  pretensión  en  dos  instancias, 
la  Audiencia  de  Valencia  declaró  no  haber  lugar  al 
incidente  promovido,  reservando  k  las  partes  su  de- 
recho. Las  cuatro  Sociedades  interpusieron  recurso 
de  casación  por  conceptuar  que  el  fallo  infringía  el 
articulo  871  del  Cód.  de  Com.  y  los  742  y  74o,  ni'im.  1.° 
de  la  ley  de  Enj.  civil.  El  T.  S.,  casa  y  anula  la  sen- 
tencia^recurrida  por  los  fundamentos  del  epígrafe, 
(Sala  1.",  sent.  13  Diciembre  1889. — Gac.  36  Marzo  18$0. 
página  99.) 


9  Octubre  l^90.  Auto  que  deniega  la  suspensión  de 
u?i  procedimiento  de  quiebra. 

Declarada  en  quiebra  la  Sociedad  Matritense  dé 
electricidad,  pidió  que  se  suspendiera  el  procedi- 
miento y  se  siguiera  en  estado  de  suspensión  de  pa- 
gos. Denegada  tal  solicitud  por  el  Juzgado  del  Oeste 
de  Madrid,  y  por  la  Audiencia  territorial,  interjiuso 
la  Compañía  recurso  de  casación,  que  el  T.  S.  no  ad. 
mite: 

-Considerando  que  el  auto  recurrido  no  tiene  el 
concepto  de  sentencia  definitiva  en  el  sentido  que 
define  el  art.  1.690  de  la  ley  de  Enj.  civil,  puesto  que 
no  impide  la  continuación  del  juicio  ó  pleito,  y  deja 
intacto  su  derecho  á  la  Comisión  liquidadora  de  la 
Sociedad  Matritense  de  electricidad.»  (Auto  7  Octu- 
bre 1890.  — Gac.  12  Noviembre,  p.  164.) 

17  Octubre  l^OO.  Es  improcedente  la  declaración 
de  quiebra  de  U7ia  testavientaria  ya  tenninada  aunque  se 
solicitara  antes  de  su  conclusión,  si  entonces  los  acreedo- 
res no  cinnplieron  los  requisitos  que  su  petición  debía  re- 
unir conforme  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  al  Códi- 
go de  Comercio. 

Solicitada  por  varios  acreedores  de  una  testamen- 
taria que  fuera  ésta  declarada  en  quiebra,  fué  des- 
estimada la  pretensión  por  el  Juzgado  por  no  haber 
acreditado  los  interesados  au  personalidad,  con  tes- 
timonio de  ejecución  despachada  á  su  instancia  ó 
con  documento  fehaciente  do  su  crédito,  etc.;  requi- 
sitos exigidos  por  los  arts.  1.325  de  la  ley  de  Enj.  civil 
y  874,  875  y  876  del  Código  de  Comercio.  Continiiada 
la  tramitación  de  la  testamentaría  y  aprobadas  la 
liquidación  y  partición  del  caudal  relicto,  presenta- 
ron los  acreedores  varias  cartas  y  papeles  dirigidos 
á  subsanar  los  defectos  que  motivaron  la  denegación 
de  su  solicitud  de  10  de  Marzo.  El  Juzgado,  en  vista 
de  ellos,  declaró  en  quiebra  á  la  testamentarla.  Opu- 
siéronse á  esto  los  herederos,  y  sustanciada  su  opo- 
sición en  dos  instancias,  fué  revocado  por  la  Audien- 
cia de  Valladolid.  Los  acreedores  interpusieron  re- 
curso de  casación,  al  cual  declara  el  T.  S.  no  haber 
lugar  con  vista  del  art.  1.053  de  la  ley  de  Enj.  civil: 

«Considerando  que  la  solicitud...  aunque  presenta- 
da oportunamente  por  hallarse  á  la  sazón  pendiente 
ese  juicio  universal,  ni  puso,  ni  pudo  poner  obstácu- 
lo á  su  continuación  y  terminación,  porque  habién- 
dose desestimado  por  falta  de  un  requisito  esencial 
á  su  admisión,  quedó  consentido  este  proveído,  y  por 
lo  mismo  sin  efecto  alguno  la  solicitud  en  el  orden 
legal: 

Considerando  que  la  calidad  de  por  ahora  con  que 
fué  denegada,  no  otorgó  ni  pudo  otorgar  á  los  acree- 
dores un  derecho  que  anteriormente  no  tuvieran,  ni 
por  tanto,  la  facultad  de  utilizar  un  nuevo  plazo  * 
para  subsanar  la  falta  cometida  por  ellos,  en  cuya 
virtud  resultaron  extemporáneas,  y  por  lo  mismo  in- 
atendibles, las  gestiones  practicadas,  después  que 
la  testamentaria  terminó  por  el  auto  de  2o  de  Abril, 
en  que  se  aprobó  la  liquidación  y  partición  del  cau- 
dal relicto: 

Considerando  que,  tratándose  en  el  caso  presente 
de  si  los  acreedores  promovieron  ó  no  oportunamen- 
la  declaración  de  quiebra,  son  de  todo  punto  inapli- 
cables y  no  han  podido  por  ello  ser  infringidas,  así 
la  ley  20,  tít.  XXII,  Part.  3.*^. ..como  las  doctrinas  de- 
rivadas de  la  propia  ley »  (Sent.  17  Octubre  1890. 

Gac.  9  Diciembre,  p.  325.) 

ft  níovlcnibre  i*"»»©.  Declaración  á  instancia  de 
acreedor  ó  acreedores:  Inteligencia  del  art.  876  del  Códi- 
go de  Comercio. 

«La  declaración  de  quiebra  cuando  no  ha  recaldo 
mandamiento  de  embargo  contra  los  bienes  del  deu- 
dor, puede  hacerse  á  instancia  de  un  solo  acreedor, 
porque  el  plural  «acreedores»  no  quiere  decir  que  la 
declaración  de  quiebra  la  soliciten  dos  ó  más,  sino 
cualquiera  ó  cualesquiera  de  los  acreedores  que  jus- 
tifiquen su  título  de  crédito,  y  que  el  comerciante  ha 
sobreseído  de  una  manera  general  en  el  pago  co- 
rriente de  sus  obligaciones,  ó"  que  no  ha  presentado 
su  proposición  de  convenio  en  el  caso  de  suspensión, 
de  pagos,  dentro  del  plazo  señalado  en  el  art.  872,  no 
pudiendo  ser  otra  la  inteligencia  del  expresado  plu- 
ral, ya  se  atienda  á  que  el  citado  art.  876  es  explica- 
ción y  ampliación  del  núm.  2."  del  875  que  dice:  que 
procederá  la  declaración  de  quiebra  á  «solicitud  de 
acreedor  legítimo»,  ya  se  tenga  en  cuenta  qiie  en 
igual  sentido  se  usa  del  plural  acreedores  en  distin- 
tos artículos  de  la  misma  sección  segunda  del  tít.  I, 
libro  IV  del  Código.»  (Sent.  5  Noviembre  1890.— Gace- 
tas  21  Noviembre  y  5  Diciembre,  p.  324.) 
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4  Enero  IftlH.  Suspensión  de  pagos:  incompatibili- 
dad de  este  estado  con  el  de  quiebra:  Derecho  de  los  acree- 
dores. 

Con  arreglo  al  art.  870  del  Código  de  Comercio,  el 
estado  de  suspensión  de  pagos  en  que  puede  consti- 
tuirse un  comerciante,  constitnye  un  estado  de  de- 
recho incompatible  con  el  de  quiebra  simialtánea- 
mente.  En  consecuencia,  el  que  ee  halla  en  aquél  no 
puede  ser  declarado  en  ésta  mientras  el  primero  no 
termina  en  forma  legal;  y  la  sentencia  que  enten- 
diéndolo asi  declara  improcedente  la  declaración  de 
la  quiebra  no  infringe  los  arts.  875  y  876;  ni  el  878  si 
no  aparece  que  la  proposición  de  convenio  faó  recha- 
zada ó  que  los  acreedores  no  se  reunieron  en  núme- 
ro bastante,  únicos  casos  en  que  qiiedan  en  libertad 
de  hacer  u6ü  de  sus  derechos.  (Sent.  4  Enero  1891, — 
Gac.  28  Febrero,  p.  157.) 

3  Junio  IMOI.  Error  de  hecho  y  de  derecho  cometido 
per  un  auto  denegando  la  declaración  de  quiebra  de  una 
testameritaria,  y  desconociendo  que  continuado  el  tráfico 
del  causante  que  era  comerciante,  por  la  representación 
de  la  herencia,  éftta  tiene  también  el  mismo  concepto  de 
comerciante  y  debe  ser  declarada  en  quiebra  si  sobresee 
en  el  pago  corriente  de  obligaciones  vencidas. 

Muerto  D.  Vicente  Chapa  Escautell  ó  indivisa  la 
herencia,  su  viuda  é  hijos,  uno  de  los  cuales  llevaba 
el  nombre  del  padre,  otorgaron  escritura  en  22  de 
Noviembre  de  I87i  consignando  que  al  frente  de  la 
citada  proindivisión  se  colocarla  D.  Eugenio  Chapa 
con  cuantas  facultades  tendría  el  difunto,  para  lle- 
var la  firma  de  la  herencia  en  la  forma  siguiente: 
V.  entapa,  comprar,  vender  hacer  uso  del  crédito, 
etcétera.  Es  de  advertir  que  el  ñnado  se  hallaba  ma- 
triculado como  comerciante.  Entabláronse  dos  eje- 
cuciones contra  la  herencia,  y  no  habiéndose  encon- 
trado bienes  bastantes  á  cubrir  los  créditos  respec- 
tivos, D.  Simón  y  D.  Andrés  Carmona,  actores  en 
uno  de  los  juicios,  pidieron  la  declaración  de  quie- 
bra, que  sucesivamente  fué  denegada  por  el  Juzga- 
do de  San  Vicente  de  Valencia  y  por  la  Audiencia  de 
la  ciudad.  Los  Carmona  entablaron  recurso  de  casa- 
ción, al  cual  declara  el  T.  S.  haber  lugar: 

«Considerando  que...  es  innegable  que  diclia  testa- 
mentaria, atendidos  semejantes  pactos,  la  índole  de 
las  negociaciones  que  debía  realizar  y  realizó,  y  la 
circunstancia  de  haber  pagado  D.  Vicente  Chapa, 
que  la  representaba,  la  cuota  correspondiente  de 
la  contribución  industrial  en  los  años  económicos 
de  1878  á  79  y  1881  A  82,  tenía  la  cualidad  de  comer- 
ciante  

Considerando  que  por  haberse  establecido  en  él 
una  asociación  comercial,  respecto  de  la  que  pueden 
ejercitar  sus  derechos  terceras  personas  conforme  al 
art.  28  del  antiguo  Código  y  al  24  del  vigente,  aunque 
la  escritura  no  se  haya  registrado ,  por  tratarse 
además  de  créditos  procedentes  de  actos  esencial- 
mente mercantiles,  como  lo  son  las  letras  de  cambio, 
con  arreglo  á  la  ley  y  á  la  jurisprudencia,  y  por  estar 
probado  que  la  testamentaria  cesó  en  el  pago  co- 
rriente de  las  obligaciones  por  ella  contraidas,  sin 
que  existan  bienes  bastantes  para  cubrir  sus  respon- 
sabilidades, la  sentencia  recurrida  que  denegó  la 
declaración  de  quiebra  del  proindiviso,  solicitada 
por  los  recurrentes,  infringe  el  art.  1.053  de  la  ley  de 
Enj.  civil '  (Sent.  3  Junio  1891.— Gacs.  10  y  12  Agos- 
to, p.  48.) 


I. — Comercio  en  general. 

Dase  este  nombre  á  la  negociación  ó  tráfico 
que  se  hace  comprando,  vendiendo  ó  permu- 
tando unas  cosas  con  otras,  sean  frutos,  arte- 
factos, letras  del  cambio,  etc.  Se  llama  comer- 
cio terrestre  el  que  se  hace  por  tierra;  mariti- 
mo  el  que  se^verifica  por  mar;  interior  el  que 
se  hace  entre  los  pueblos  ó  provincias  de  una 
nación,  en  el  cual  se  comprende  el  de  cabotaje 
ó  entre  puertos  de  la  misma,  solamente  permi- 
tido en  España  á  los  buques  españoles,  salvo 
que  las  mercancías  sean  las  que  expresa  el 

art.  186  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  en 
Tomo  II. 


cuyo  caso^puede  hacerse  asimismo  en  baude- 
ra  extranjera  ^  Comercio  de  importación  es 
el  que  se  verifica  trayendo  á  nuestro  país  mer- 
cancías extranjeras,  y  de  exportación,  que 
consiste,  por  el  contrarío,  en  llevar  las  nues- 
tras á  país  extranjero. 

Como  agente  de  la  riqueza,  el  comercio  man- 
tiene la  comunicación  entre  el  productor  y  el 
consumidor,  aproxima  las  regiones  más  leja- 
nas y  aumenta  las  riquezas  del  Estado,  lle- 
vando de  unos  á  otros  países  los  productos  que 
cada  uno  necesita  para  su  consumo.  Prospera 
el  comercio,  dice  el  Sr.  Canga,  aumentando 
cuanto  se  pueda  la  extensión  del  mercado^  y 
entran  como  ag-entes  los  canales,  los  ferroca- 
rriles, los  buenos  caminos  generales  y  vecina- 
les, la  navegación  del  mar  y  de  los  ríos,  los 
alivios  de  las  cargas  ygabelas,  la  libertadpara 
emplear  los  capitales,  las  letras  de  cambio,  las 
monedas  y  la  economía  del  tiempo. 

En  España  ha  tenido  el  comercio  grandísima 
importancia  que  recuerda  la  que  en  lo  antiguo 
gozaron  nuestras  ricas  y  envidiadas  manufac- 
turas, y  la  que  como  centros  de  producción  ó 
de  contratación  llegaron  á  adquirir  Medina 
del  Campo,  Burgos,  Segovia  y  tantas  otras 
ciudades,  opulentas  entonces  y  empobrecidas 
hoy  K 

De  aquí  que  el  comercio  español,  que  era 
acaso  el  más  rico  y  floreciente  del  mundo,  tu- 
viera necesidad  de  ir  formando  sus  buenas 
prácticas,  usos  y  costumbres,  que  luego  reci- 
bieron la  sanción  del  tiempo  y  de  nuestros 
Monarcas,  constituyendo  asi  las  famosas  Or- 
denanzas de  los  Consulados  de  Burgos,  de 
Barcelona,  de  Bilbao  y  de  otras  plazas  mer- 
cantiles, las  cuales  han  venido  rigiendo  hasta 
bastante  entrado  el  presente  siglo.  Y  por  eso 
ha  podido  decirse  que  España  tiene  la  gloria 


*  Trata  del  comercio  de  cabotaje  el  cap.  VIT,  tit.  111, 
de  las  Ordenanzas  de  A  luanas  de  1S84,  que  se  insertan  en 
Renta  de  Aduanas.' 

2  Rodeada  España  de  mares  y  puertos  que  facilitan 
sus  relaciones  mercantiles,  poseedora  en  ti  Océano  de  las 
más  ricas  Antillas,  y  en  el  mar  del  Asia  del  Golfo  Filipi- 
no, tan  célebre  por  sus  admirables  produrciones;  abiertas 
en  algunas  partes  y  próximas  á  abrirse  en  otras  las  más 
cordiales  relaciones  con  los  Estados  de  nuestro  antiguo 
eontinento  americano,  y  teniendo  en  el  interior,  gracias  á 
nuestro  clima  y  ala  feracidad  de  nuestro  suelo,  produc^ 
tos  tan  abundantes  como  exquisitos,  variado^  y  apeteci- 
dos en  todos  los  mercados  del  mundOy  ha  sido  necesaria 
la  funesta  influencia  de  una  Administración  poco  ilustra- 
da  y  patriótica  para  producir  el  abatimiento  en  que  ae 
halla  nuestro  comercio,  tan  próspero  como  envidiado  en 
otras  épocas  por  naciones  que  han  sabido  aprovecharse 
de  nuestras  desgracias.  (Circular  del  Ministro  de  Ma- 
rina y  Comercio,  de  24  de  Octubre  de  1^38,  invitando 
á  las  Juntas  á  que  informasen  sobre  el  estado  de 
nuestro  comercio,  causas  de  su  decadencia  y  medios 
de  superarlas!.  Muchas  soji  las  causas  de  la  decadencia 
de  nuestro  comercio,  pero  la  que  más  directamente  influ- 
yó fué  la  expulsión  de  los  judíos. — Véase  Judíos:  iNDua- 

TIÍIA. 
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de  que  sus  costumbres  y  usos  mercantiles  ha- 
yan sido,  no  sólo  aplaudidos  sino  adoptados, 
en  gran  parte,  por  varios  Estados  europeos  ' 
y  que  España  tenía,  mucho  antes  que  la  Fran- 
cia tuviese  las  Ordenanzas  de  1673  y  1681,  una 
jurisprudencia  comercial  muy  extensa;  porque 
desde  el  sigdo  xv  se  habia  autorizado  por  me- 
dio de  Cédulas  Reales,  el  establecimiento  de 
las  contrataciones  de  Burgos,  Sevilla,  Bilbao» 
San  Sebastián  y  otras,  cuyos  reglamentos  eran 
unos  verdaderos  Códigos  de  Comercio.  La  Or- 
denanza de  Bilbao,  que  se  publicó  en  1737  y 
que  luego  se  revisó  en  1749,  habia  obtenido 
una  especie  de  superioridad  y  casi  de  univer- 
salidad. (Mr.  Pardessus.) 

11. —  Compañías  Tíier cantiles  en  general. 

De  grandísima  importancia  son  todas  las 
disposiciones  dictadas  sobre  sociedades  mer- 
cantiles, industriales  y  de  crédito  desde  la  re- 
volución de  Septiembre  de  1868,  y  muy  prin- 
cipalmente el  decreto  de  28  de  Octubre  de 
1868,  el  de  5  de  Febrero  de  1869  y  la  ley  de  19 
de  Octubre  del  mismo  año. 

El  decreto  de  28  de  Octubre  de  1868,  expedi- 
do por  el  Ministerio  de  Fomento,  vino  á  dero- 
gar la  ley  de  .sociedades  anónimas  de  28  de 
Enero  de  1848  y  el  reglamento  dado  para  su 
ejecución,  de  17  de  Febrero  del  mismo  año, 
así  como  todas  las  órdenes  y  decretos  expedi- 
dos desde  aquella  fecha  para  aplicación  y  ex- 
plicación de  la  ley. 

Este  decreto,  precedido  de  un  extenso  y 
luminoso  preámbulo,  declaró  sometidas  todas 
las  referidas  sociedades,  para  su  organización 
y  manejo,  á  las  prescripciones  del  Código  de 
Comercio,  Ínterin  no  se  legislase  sobre  la  ma- 
teria; sin  perjuicio  de  que,  las  entonces  exis- 
tentes, pudieran  elegir,  previo  acuerdo  toma- 
do en  junta  g'eneral  de  accionistas,  entre  con- 
tinuar rigiéndose  por  la  ley  derogada  de  1848 
ó  por  el  Código  de  Comercio,  en  cuyo  último 
caso  cesarían  los  delegados  ó  inspectores  que 
cerca  de  ellas  había  nombrado  la  Administra- 
ción, como  así  se  dispone  también  en  los  artí- 
culos 10  y  13  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869. 

Nada  establece  sobre  constitución  de  socie- 
dades el  decreto  de  5  de  Febrero  de  1869,  ex- 
pedido por  el  Ministerio  de  Hacienda,  pero 
partiendo  del  supuesto  de  que  para  organizar 
el  crédito  de  España  de  una  manera  útil  para 
la  propiedad  y  la  riqueza  genera!,  debe  aban- 
donarse la  pretensión  de  imponerle  guberna- 


•    Exposición  de  D.  Pedro  Sdins  de  Andino  al  íliniste- 
rio   de  Hacienda  sobre  la  necesidad  del  Código  de  Co- 


tivamente  formas  determinadas,  dejando  á  la 
libertad  el  cuidado  de  buscar  las  mejores,  se 
establecen  disposiciones  y  bases  generales , 
cuyo  objeto,  dice  el  Sr.  Ministro  en  el  preám- 
bulo, es  tínica  y  exclusivamente  dar  condicio- 
nes de  libertad  á  las  instituciones  de  crédito 
y  allanarles  el  camino  facilitando  la  liberación 
de  hipotecas  y  derechos  no  inscritos  y  el  cobro 
de  las  deudas  hipotecarias,  y  modificando  al 
efecto  varios  artículos  de  la  ley  hipotecaria. 

Un  avance  importante  en  el  camino  dio  la 
ley  de  19  de  Octubre  de  1869,  emanada  del  Jli- 
nisterio  de  Fomento.  Y  de  una  manera  explí- 
cita y  muy  terminante  declara  libre  la  creación 
deBaucos  territoriales, agrícolas  y  de  emisión  y 
descuento,  y  de  sociedades  de  crédito,  de  prí•^- 
tamos  hipotecarios,  concesionarias  de  obras 
públicas,  fabriles,  de  almacenes  generales  de 
depósitos,  de  minas,  de  formación  de  capitaUs 
y  rentas  vitalicias  y  demás  asociaciones  que 
teng-an  por  objeto  cualquier  empresa  indus- 
tríalo de  comercio,  exigiendo  únicamente  para 
las  mei'cantiles  la  cousig'nación  del  contrato 
eu  escritura  piiblica,  en  una  de  las  formas  que 
prescribe  el  Código  de  Comercio,  requisito  que 
no  se  exige  para  las  que  no  tengan  carácter  de 
mercantiles  y  para  las  cooperativas,  en  que  ni 
el  capital  ni  el  número  de  socios  es  determina- 
do y  constante,  las  cuales  podrán  adoptar  las 
formas  que  los  asociados  crean  conveniente 
establecer  en  la  escritura  fundacional.  Esta 
regla  general  admitía,  sin  embarg-o,  una  im- 
portante excepción  respecto  de  las  poblaciones 
en  que  á  la  sazón  existieran  Bancos  de  emisión 
y  descuento,  no  pudiendo  establecerse  oti-os 
hasta  que  cesaran  las  condiciones  especiales 
de  la  concesión. 

Las  formalidades  que  debían  observarse 
para  la  constitución  de  las  compañías  se  ex- 
presaban en  los  arts.  3.°  y  4."  de  la  ley,  en  don- 
de prudencialmente  se  exigía  cierta  publici- 
dad de  las  condiciones  y  de  los  inventarios  y 
balances  formados  con  arreglo  al  Código  mer- 
cantil. 

Las  acciones  que  emitieran  las  compañías 
podrían  ser  nominativas  ó  al  portador,  y  los 
títulos  que  las  representasen  deberían  expre-: 
sar  esta  circunstancia,  lo  mismo  que  la  escri' 
tura  social.  Si  las  acciones  fuesen  nominativas 
y  no  estuviera  cubierto  el  valor  íntegro  de  las 
mismas,  podían  transferirse  á  otro,  pero  debe- 
ría hacerse  expresión  en  el  acta  de  trasferencia^ 
de  quedar  el  cedente  subsidiariamente  respon-S 
sable  al  pago,  que  debería  hacer  el  cesionario, 
de  las  cantidades  que  faltaran  para  cubrir  el 
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importe  de  la  accióu.  Todas  cuantas  reclama- 
ciones se  hicieren  sobre  el  cumplimiento  de  los 
estatutos  eran  de  la  competencia  de  los  Tribu- 
nales. 

El  espíritu  que  informaba  la  anterior  ley,  es 
el  que  inspira  también,  en  punto  á  sociedades, 
las  disposiciones  del  nuevo  Código  de  Comer- 
cio que  declara  la  validez  del  contrato  de  com- 
pafila  mercantil,  cualesquiera  que  sean  su  for- 
ma, condiciones  y  combinaciones,  y  libre  com- 
pletamente la  creación  de  Bancos  territoriales, 
ag'ricolas  y  de  emisión  y  descuento,  de  socie- 
dades de  crédito,  .de  préstamos  hipotecarios, 
concesionarias  de  obras  piiblicas,  fabrile.s,  de 
formación  de  capitales  y  reutas  vitalicias,  de 
seguros  y  demás  que  tengan  por  objeto  cual- 
quier empresa  industrial  y  de  comercio  (arti- 
culo 117);  bien  que  respetando  los  )n-ivilegios 
que  temporalmente  disfrutan  los  Bancos  de 
España  é  Hipotecario  (179  y  201). 

Clasifica  el  Código  las  compañías  por  dos 
conceptos  distintos:  atendiendo  á  su  forma  en 
colectivas,  comanditarias  y  anónimas  (articu- 
lo 132)  y  atendiendo  á  la  índole  de  sus  opera- 
ciones, ó  sea  el  fin  que  persigan  y  al  objeto 
que  se  propongan  (art.  123).  Las  disposiciones 
que  son  aplicables  á  todas  ellas  están  conteni- 
das en  los  arts.  116  k  238,  los  cuales  no  com- 
prenden á  las  sociedades  mutuas  ni  k  las  coo- 
perativas, seg'ún  el  art.  121:,  porque  no  tienen 
carácter  mercantil,  ya  que  en  ellas  falta  el  pro- 
pósito de  especulación. 

Las  compañías  de  crédito  y  las  de  obras  pú- 
blicas pueden  emitir  obligaciones  ateniéndose 
á  los  arts.  176,  186  y  187. 

Además  de  las  disposiciones  insertas  en  la 
parte  legislativa  de  este  articulo  deben  tener- 
se presentes  sobre  sociedades  mercantiles  las 
qiie  contienen  la  ley  de  obras  públicas  de  13 
de  Abril  de  1877  (V.  Obras  públicas),  el  re- 
glamento de  6  de  Julio  dictado  para  su  ejecu- 
ción, la  ley  de  carreteras  de  4  de  Mayo,  el  re- 
glamento de  10  de  Agosto  (V.  Carreteras), 
las  leyes  de  23  de  Noviembre  y  el  reglamento 
de  ferrocarriles  de  24  de  Mayo  de  1878  (V.  Fb- 

KROCARRILES). 

III. — Bancos  mercantiles. 

La  libertad  de  los  Bancos  territoriales  agrí- 
colas y  de  emisión  y  desciiento,  establecida 
por  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869,  ha  sido 
nuevamente  sancionada  por  el  vigente  Código 
de  Comercio. 

Los  Bancos  no  tenían  por  esa  ley  otro  limi- 
te para  la  emisión  de  billetes  que  el  que  en  sus 
estatutos  se  estableciera.  La  admisión  de  di- 


chos billetes  en  las  transacciones  era  siempre 
voluntaria;  llevando  los  mismos  valores  apa- 
rejada ejecución,  de  modo  que  si  A  su  presen- 
tación en  las  cajas  del  Banco  no  se  hiciesen 
efectivos,  podría  ejercitarse  desde  luego  la 
acción  ejecutiva.  Los  billetes  hablan  de  expre- 
sar la  relación  entre  el  capital  efectivo  de  la 
sociedad  y  el  fiduciario,  su  admisión  volunta- 
ria y  su  carácter  ejecutivo. 

Concedido  al  Banco  de  España  el  privilegio 
exclusivo  de  la  circulación  fiduciaria  por  el 
decreto  ley  de  19  de  Marzo  de  1874,  el  nuevo 
Código  de  Comercio  respeta  el  monopolio  tem- 
poral de  que  dicho  establecimiento  disfruta 
(art.  179),  aiitorizaudo  en  principio  á  todos  los 
demás  que  se  constituyan  para  emitir  billetes 
al  portador,  cuya  emisión  en  las  transacciones 
no  será  forzosa,  y  reconociendo  también  fuer- 
za ejecutiva  en  el  billete  para  exigir  su  pago.  ■ 
—V.  Banco  DB  España:  Banco  Hipotecario: 
Bancos  Agrícolas:  Bancos  territoriales. 

IW.— Compañías  de  almacenes  generales  de  depósito. 

Estas  compañías  cuyos  fines  son  el  depósito, 
■conservación  y  custodia  de  frutos  y  mercade- 
rías y  la  emisión  de  resguardos  nominativos  ó 
al  portador  han  venido  rig-iéndose  por  la  ley 
de  9  de  Julio  de  1862,  fielmente  reproducida 
en  los  arts.  193  á  198  del  nuevo  Código  de  Co- 
mercio. 

Sus  resguardos  son  transmisibles  por  ce- 
sión, endoso  ú  otro  cualquier  título  traslativo 
de  dominio  y  tienen  la  fuerza  y  valor  del  co- 
nocimiento mercantil. 

V. — Bolsas  de  Comercio. 

Es  la  Bolsa  el  establecimiento  público  de 
contratación  donde,  con  sujeción  k  reglas  de- 
terminadas, se  reúnen  los  comerciantes,  espe- 
culadores y  agentes  piiblicos  para  convenir  y 
efectuar  sus  negociaciones. 

El  Gobierno  señala  el  local  destinado  á  este 
establecimiento,  cuando  es  oficial,  y  en  él  pre- 
cisamente se  han  de  verificar  las  reuniones 
para  la  contratación  de  efectos  públicos. 

Estos  establecimientos,  que  tan  eficazmente 
influyen  en  la  prosperidad  y  fomento  del  co- 
mercio, se  conocieron  antiguamente  con  el 
nombre  de  Lonjas,  y  siempre  se  reconoció  su 
utilidad  por  lo  que  facilitan  las  especulaciones 
y  transacciones  mercantiles,  las  negociaciones 
de  los  efectos  públicos,  letras  de  cambio,  li- 
branzas, pagarés,  acciones  de  minas  y  socie- 
dades anónimas,  la  venta  de  metales  y  merca- 
derías de  toda  clase,  el  fletamento  de  buques, 
y  los  transportes  y  seguros  de  efectos  comer- 
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cíales   contra  los  riesgos  terrestres   y  marí- 
timos. 

Sin  la  institución  de  la  Bolsa  vi  otros  esta- 
blecimientossemejantcs,  no  habría,  en  verdad, 
facilidad  para  la  contratación  en  las  grandes 
capitales  ó  en  los  pueblos  mercantiles,  que  es 
donde  son  necesarias;  pero  esa  misma  facili- 
dad de  reunirse,  ese  hAbito  que  adquieren  de 
ocuparse  constantemente  en  la  negociación  de 
papel  de  la  Deuda  y  otros  efectos  públicos 
hasta  personas  extrañas  al  comercio,  trae  con- 
sigo no  pocos  inconvenientes,  en  especial  si  se 
hace  á  plazos;  y  los  Gobiernos  han  tenido  ne- 
cesidad de  prevenirlos  con  prudentes  restric- 
ciones, ejerciendo  su  vigilancia  y  haciendo  in- 
tervenir A  agentes  oficiales  para  evitar  frau- 
des ó  para  que  presida  la  mejor  buena  fe  en 
todas  las  transacciones.  Aun  asi,  no  es  posi- 
ble poner  á  raya  los  excesos  de  la  codicia  que 
fomentan  las  Bolsas  de  Comercio,  donde  es  fá- 
cil conseguir  en  un  solo  día  ó  en  una  sola  ope- 
i-ación  de  crédito,  una  inmensa  fortuna, y  don- 
de puede  labrarse  A  la  vez  la  ruina  de  tantas 
familias  por  la  sola  imprevisión  de  un  aconte- 
cimiento político,  ó  por  un  cAlcuIo  mal  girado,  ó 
por  la  mañosa  circulación  de  una  falsa  noticia. 
Desconociéndose  esta  verdad  en  el  D.  de  .30 
de  Noviembre  de  1868,  se  declaró  completa- 
mente libre  el  oficio  de  .ag-ente  de  Bolsa,  auto- 
rizando para  ejercerlo  á  todo  español  ó  extran- 
jero sin  necesidad  de  licencia,  previo  examen, 
fianza  ú  otro  requisito,  y  declarando  ilimitado, 
en  consecuencia  el  número  de  agentes  de  la 
de  Madrid;  pudiendo  pertenecer  A  su  Colegio 
todos  los  que,  aci editando  ante  el  gobernador 
buena  conducta  moral,  según  declaración  de 
tres  casas  de  comercio,  asegurasen  el  buen 
desempeño  de  suoficio  con  una  fianza  de  2.5.000 
pesetas,  y  no  estuvieran  comprendidos  en  los 
casos  de  excepción,  señalados  en  el  art.  42  de 
la  ley  orgAnica  de  1854. 

Todavía  fué  más  allA  el  D.  de  12  de  Enero  de 
1869.  Este  decreto  declaró  libre  la  creación  de 
Bolsas  de  Comercio,  casas  de  contratación.  Pó- 
sitos, Lonjas,  Alhóndigasy  toda  clase  de  esta- 
blecimientos que  tuvieran  por  objeto  la  re 
unión  de  los  que  se  proponen  contratar  efectos 
públicos  ó  comerciales,  frutos,  granos,  semi- 
llas, fletes,  transportes,  seguros,  etc.,  autori- 
zando A  los  fundadores  de  los  expresados  es- 
tablecimientos para  formar  con  entera  libertad 
los  reglamentos  por  que  éstos  hubieran  de  re- 
girse, sin  más  obligación  que  la  de  dar  previa- 
mente conocimiento  de  ellos  al  gobernador  de 
la  provincia  ó  A  la  autoridad  local. 


Los  frutos  de  esta  disposición  no  pudierou 
ser  más  escasos.  No  tenemos  noticia  de  que 
en  los  seis  años  que  estuvo  vigente  dicho  de- 
creto se  intentara  crear  en  Madrid,  ni  en  pro- 
vincias, un  solo  establecimiento  de  contrata- 
ción. Prueba  inequívoca  de  que  los  que  exis- 
tían bastaban  á  las  necesidades  del  mercado. 
Y  demostrado  esto  por  la  experiencia  y  vistos 
los  malos  resultados  que  en  la  prActica  había 
ocasionado  la  libertad  concedida  al  oficio  de 
agente,  no  hemos  de  escasear  nuestros  plAce- 
mes  al  autor  del  decreto  de  10  de  Julio  de  1874, 
que  restableciendo  en  toda  su  fuerza  y  vigor 
la  ley  org-Anica  de  la  Bolsa  de  Madrid,  aunque 
respetó  los  derechos  creados  á  la  sombra  del 
decreto  de  30  de  Noviembre  de  18(58,  vino  á 
abi-ir  el  camino  que  era  necesario  recorrer 
para  cortar  los  abusos  y  reparar  los  males  de 
que  había  sido  causa  dicha  disposición. 

Entre  estos  dos  sistemas,  de  libertad  el  uno, 
representado  por  el  D.  de  12  de  Enero  de  1869, 
y  de  restricción  el  otro,  al  cual  responde  la 
ley  de  8  de  Febrero  de  1854,  restablecida  en  10 
de  Julio  de  1874,  el  nuevo  Código  de  Comercio 
opta  resueltamente  por  el  primero,  destruyen- 
do el  monopolio  concedido  á  la  plaza  de  Ma- 
drid, aunque  reservando  al  Gobierno  la  facul- 
tad de  dar  ó  no  carácter  oficial  A  las  cotizacio- 
nes que  se  publiquen  en  las  Bolsas  privadas. 
El  Gobierno  puede  autorizar  ó  establecer 
Bolsas  donde  lo  juzgue  conveniente;  y  aun 
cuando  es  libre  la  profesión  de  agente  y  con"e- 
dor,  la  ley  sólo  concede  fe  pública  á  los  colé 
giados,  determinando  los  requisitos  para  serlo 
en  el  art.  94,  del  cual  es  complemento  el  re- 
glamento de  31  de  Diciembre  de  1885.  Sin  em- 
bargo de  esta  libertad,  el  Código  quiere  ase- 
gurar la  eficacia  de  las  negociaciones,  y  decla- 
ra que  los  ag'eutes  que  interveng'an  en  ellas 
responderán  al  comprador  de  la  entrega  de 
los  efectos  ó  valores  sobre  que  versen  y  al 
vendedor  del  pag'o  del  precio  ó  indemnización 
convenida  (artículo  101). 

— V.  CÁMARAS  DB  COMERCIO:  DbUDA  PÍTBLI 
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— Sección  !."■  Del   préstamo  mercantil;  p.  782. — Sec- 
ción 2."  De  los  préstamos  con  garantía  de  efec- 
tos ó  valores  públicos;  p.  783. 

TIT.  VI.— De  la  compraventa  y  permuta  mercan- 
tiles   Y  DE    LA    TRANSFERENCIA    DE    CliÉDITOS    NO 

endosables;  p,  783. 


—Sección  1.^  De  la  compraventa;  p.  783.— Sec.  2."  De 
las  permutas;  p.  785. — Sec.  3.*  De  las  transferen- 
cias de  créditos  no  endosables;  p.  785. 
TIT.  VII. —  Del  contrato  mercantil  de  transpor- 
te TERRESTRE;  p.  785. 

TIT.  VIII.-  De  los  contratos  de  seguro;  p.  788. 
— Sección  i.*  Del  contrato  de  seguro  en  general;  pá- 
gina 788.— Sec.  2.*  Del  seguro  contra  incendios; 
p.  788.— Sec.  3."  Del  seguro  sobre  la  vida;  p.  790.- 
Sec  4.^  Del  seguro  de  transporte  terrestre;  pá- 
gina 791.— Sec.  5."  De  las  demás  clases  de  segu- 
ros; p.  791. 

TIT.  IX.— De  los  afianzamientos  mercantiles;  pá- 
gina 791. 

TIT.  X.— Del  contrato  y  letras  de  cambio;  p.  792. 
—  Sección  l,""  De  la  forma  de  las  letras  de  cambio; 
p.  792. — Sec.  2.''  De  los  términos  y  vencimientos 
de  las  letras;  p.  792. —  Sec.  3.*  De  las  obligaciones 
del  librador;  p.  793. — Sec.  4.'^  Del  endoso  de  las  le- 
tras; p.  793.  — Sec.  6.*^  De  la  presentación  de  las  le- 
tras y  de  su  aceptación;  p.  794. — Sec  6.^  Del  aval 
y  sus  efpctos;  p.  795. — Sec.  7."-  Del  pago;  p.  795. — 
Sec.  «.''■  De  los  protestos;  p.  796. — Sec.  i/.^  De  la  in- 
tervención en  la  aceptación  y  pago;  p.  797.  — Sec- 
ción  10.  De  las  acciones  que  competen  al  porta- 
dor de  una  letra  de  cambio;  p.  797. — Sec.  11.  Del 
recambio  y  resaca;  p.  798. 

TIT.  XI.— De  las  libranzas,  vales  y  pagarés  á  la 

ORDEN,  Y  DE  LOS  MANDATOS  DE  PAGO  LLAMADOS 

CHEQUES;  p.  798. 

— Sección  /."■  De  las  libranzas  y  de  los  vales  y  paga- 
rés á  la  orden;  p.  798 — Sec,  2.**  De  los  mandatos 
de  pago  llamados  cheqxies;  p.  799. 

TIT.  XII.— De  LOS  EFECTOS  AL  PORTADOR  Y  DE  LA 
FALSEDAD,  ROBO,  HURTO  Ó  EXTRAVÍO  DE  LOS  MIS- 
MOS; p.  799. 

— Sección  1.^  De  los  efectos  al  portador;  p.  799. — SeC' 
ciún  2.^  Del  robo,   hurto  ó  extravío  de  los  docu- 
mentos de  crédito  y  efectos  al  portador;  p.  hOO, 
TIT.  XIII.— De  las  cartas  órdenes  de  crédito;  pá- 
gina bOl. 

I,inRO  TKRCRRO.— Del  eoiiiorclo  iiifiritlino. 

TITULO  PRIMERO.— De  los  buques;  p.  802. 

TIT.  II. — De  las  personas  que  intervienen  en  el 
comercio  marítimo;  p.  804.  » 

— Sección  1.^  De  los  propietarios  del  buque  y  de  loa 
navieros;  p.  804.— Sec.  2.*  De  los  capitanes  y  de 
los  patrones  de  buque;  p.  t05.— A'ec.  3.°-  De  los  ofi- 
ciales y  tripulación  del  buque;  p.  809. — Sec.  4.*  De 
los  sobrecargos;  p.  812. 

TIT.  III.- De  los  contratos  especiales  del  comer- 
cio marítimo;  p.812. 
—Sección  1.^  Del  contrato  de  fletamento;  p.  812. — 
g  1.**  De  las  formas  y  efectos  del  contrato  de  ne- 
tamente; p  812.  — §  2.°  De  los  derechos  y  obliga- 
ciones del  fletante;  p.  814.— §  3."  De  las  obligacio- 
nes del  fletador;  p.  815.— §  4.°  De  la  rescibión  to- 
tal ó  parcial  del  contrato  de  fletamento;  p.  816. 
§  5.**  Do  los  pasajeros  en  los  viajes  por  mar;  pá- 
gina 816.— §  6.°  Del  conocimientu;  p.  H17.  — Sec.  2.' 
Del  contrato  A  la  gruesa  ó  préstamo  á  riesgo  ma- 
rítimo; p.  8'8.— Sec.  3.^  De  los  seguros  marítimos; 
p.  820. —  í  1.°  De  la  forma  de  este  contrato;  p.  820. 
g  2.**  De  las  cosas  que  pueden  ser  aseguradas  y  de 
su  evaluación;  p.  820.  -  ^  3.**  Obligaciones  entre  el 
asegurador  y  el  asegurado;  p.  821.  §  4/*  De  los  ca- 
sos en  que  se  anula,  rescinde  ó  modifica  el  con- 
trato de  seguro;  p.823.  — §  5.°  Del  abandono  de  las 
cosas  aseguradas;  p.  824. 

TIT.  IV. — De  los  riesgos,  daños  y  accidentes  del 

comercio  marítimo;  p.826. 
—Sección  !."■  De  las  averías;  p.  826.— Sec.  2.*  De  laa 
arribadas  forzosas;  p.  827.— Se  .  3.*  De  los  abor- 
dajes; p.  828.— Sec.  4.*  De  los  naufragios;  p.  829, 

TIT.  V.-De  la  justificación  y  liquidación  de  las 
AVERÍAS;  p.  829. 

Sección  /.*  Disposiciones  comunes  á  toda  clase  de 
averías;  p.  829.— Sec.  2.^  De  la  liquidación  de  las 
averías  gruesas;  p.  830.  — ¿ec.  3.*  De  la  liquidación 
de  las  averías  simples;  p.  832. 

ISIDRO  rtJ.%RTO.— De  la  MiiAppnMión  de  pagos^ 
4le  InM  fiiiiebras  y  de  las  pre*icrlpclonen. 

TITULO  PRIMERO.— De  la  suspensión  de  pagos  y 

DE  la  quiebra  en  GENERAL;  p.  832. 

— Sección  I.^  De  la  suspensión  de  pagos  y  de  s\is  efec- 
tos; p. 832.— Sec.  2.*  Disposiciones  generales  sobro 
las  quiebras;  p.  832.— 'Vec.  3."-  De  las  clases  de  quie- 
bras y  de  los  cómplices  en  las  mismas;  p.  í03.— 
Sec.  4.^  Del  convenio  de  los  quebrados  con  sus 
acreedores;  835.— Sec.  .'>."■  De  los  derechos  de  los 
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acreedores  en  caso  de  quiebra,  y  de  su  respectiva 
graduación;  p.  S3tí.-^ec.  tf."  De  la  reiiabilitación 
del  quebrado;  p.  H37.— Sec.  7.»  Disposiciones  gene- 
rales relativas  á,  la  quiebra  de  las  sociedades 
mercantiles  en  general;  p.K37.— See.  8."  De  la  sus- 
pensión de  pagos  y  de  las  quiebras  de  las  compa- 
ñías y  empresas  de  ferrocarriles  y  demás  obras 
públicas;  p.  SB'i. 

TIT.  II.  — De  las  prescripciones;  p.839. 

TIT.  III.— Disposición  genekai,;  p  840. 

Disposiciones  posteriores  al  Código  de  1885,  sobre 
sociedades  mercantiles  ,  Registro  mercantil  y 
Bolsas  de  Comercio,  etc.;  ps.  840  A  862. 


Sumario  alfabético  <. 

Aiandono  de  la  propiedad  de  buques;   art.  590.— De 
marineros;  ua7.— De  mercanoias;  687.- De  cosas  ase- 
guradas; 7b9  á.S05. 
Abordajes;  755,  809,  núm.  8.°,  y  826  á  839.-Prescripción 
de  acciones;  95B.— Eeglas  para  evitarlos;  6i2,  núme- 
ro 13.- V.  el  grupo  núm.  V   de  la  Secc.  de  JurÉip. 
Abuso  de  confianza  del  dependiente  respecto  al  prin- 
cipal; 301.  ^ 
Accidentes  del  comercio  marítimo;  606  y  siguientes. 
Acción  que  producen  los  conocimientos;  715. — Ejecu- 
tiva para  el  pago  de  obligaciones  sociales;  190. — 
ídem  por   los  pagarés  de  propietarios  y  cultiva- 
dores; 215.  — Id.  para  pedirla  prima  del  seguro;  389. 
— Id.  la  indemnización  correspondiente  al  asegu- 
rado; 410.— Id.  fundada  en  la  póliza;  4,31.— Id.  para 
el  pago  de  las  letras  de  cambio;  521  á  523.— Id.  para 
el  de  los  efectos  al  portador;  644  y  .545;  ley  19  Octu- 
bre 1869,  art.  tí."- Id.  sobre  las  cartas  de  crédito; 
671.— Id.  A  favor  y  en  contra  del  naviero;  600  y  601. 
— Id.  fundada  en  la  póliza  del  préstamo  á  la  grue- 
sa; 720. 
Acciones  judiciales  del  portador  de  letras  de  cambio; 
609  y  516  ft  526.— El  ejercicio   de  las  acciones  no  in- 
terrumpe el  servicio  público;  tei.— Del  prestador  A 
la  gruesa;  731.— V.  Prescripción. 
Acciones  de  las  Sociedades  anónimas  y  comandita- 
rias; 151,   160  á  169  y  174;  11  Julio  1856,  art.  5."  y  si- 
guientes; 11  Jxilio  1860;  19  Octubre  1869,  art.  5.°,  y  17 
Abril  1876. —  Cómo  pueden  asegurarse;  387. 

Aceptación  de  letras  de  cambio;  arts.  469  A  48.5 Casos 

en  que  no  implica  la  obligación  de  pagarlas.— Véa- 
se bajo  el  núm.  IX.  de  la  Jurisp.  lasent.de  28  Abril 
de  1879. 
Acreedores. —"V.  Créditos. 

Xfías  de  las   Sociedades;  33  y  40;  19   Octubre  1869    ar- 
ticulo 3.'';  7  Marzo  1870. 
Actas  de  cotización  de  Bolsa;  80;  Eeg.  31  Diciembre 

1885,  arts.  16,  núm.  2.°,  44  y  siguientes. 
Actas  de  cotización  de  valores  públicos;  Regí.  21  Di- 
ciembre 1885,  art.  16,  núm.  2." 
Actas  de  cotización  oficial:  Registro  mercantil:  Cer- 
tificaciones de  los  ejemplares  de  la  misma,   etc  • 
Regí.  21  Diciembre  1885,  arts.  61  y  62. 
Actas  de  cotización  oficial  de  la  Bolsa  de  Madrid-  re- 
glamento 18  Junio  1886,  arts.  44  A  49. 
Actos  de  comercio;  2.°— La  letra  de  cambio  lo  es  siem- 
pre; 443. 
Administración:  devolución  de  los  bienes  administra- 
dos por  el  quebrado;  909,  núm.  3.° 
Administradores  de  Compañias.— V.  Gestores. 
Administradores  de  Hacienda.— V.  Jefes, 
.ildmísídn  de  efectos  públicos,  documentos  de  crédi- 
to, etc.,  en  la  contratación  de  Bolsa  y  en  las  coti- 
zaciones oficiales;  Regí.  31  Diciembre  1885,  arts.  28 
á  35, 
Aduanas:  Traducción  de  documentos  por  los  corre- 
dores intérpretes  de  buques,  y  cuándo  las  Adua- 
nas pueden  valerse  para  este  servicio  de  otros  in- 
térpretes; R.  O.  20  Septiembre  1891. 
Afianzamientos  mercantiles;  439  A  442. 
Agentes  mediadores  de  comercio:  Lo  son  los  agentes 
de  cambio  y  Bolsa,  los  corredoresde  comercio  y  los 
corredores  intérpretes  de  buques;  art.  88.— Hay  dis- 
posiciones especiales  A  cada  uno  de  ellos  y  dispo- 
siciones comunes.  Las  disposiciones  comunes  son 
las  siguientes:  capacidad,  prueba  de  los  contratos 
en  que  intervengan.  Colegios,  condiciones  para  el 
ingreso  en  los  mismos,  obligaciones  de  los  colegia- 
dos, actos  que  les  estAn  prohibidos,  responsabili- 

'Los  articulas  citados  en  este  sumario  sin  determinar 
la  disposición  á  que  corresponden,  entiéndase  que  son  del 
Vigente  Lodigo  de  comercio  de  22  de  Agosto  de  1S8B. 


dad,  fianzas,  etc.;  88  A  99.— Cuándo  se  perfecciona 
el  contrato  en  que  intervienen;  55.-Fe  de  sus  li- 
bros; 58.— Créditos  contraidos  con  su  intervención; 
913  y  941.  No  pueden  ejercer  el  comercio;  14  y  96 — 
Arancel  de  sus  derechos;  73.— Prescripción  de  su 
responsabilidad  y  de  la  acción  real  contra  su  fian- 
za; 945  y  946.— Nombramiento,  organización  y  fun- 
ciones encomendadas  A  los  agentes  colegiados  de 
comercio  que  intervienen  en  la  cotización  en  Bol- 
sa; Regí.  31  Diciembre  1885,  arts.  IDA  22.- Su  depen- 
dencia cuando  no  están  constituidos  en  Colegio- 
Regí.  31  Diciembre  1885,  art.  14. -V.  Agentes  dé 
cambio:  Aranceles:  Corredores  de  comercio-  Corre- 
dores intérpretes  de  buques  y  el  grupo  111  de  la, 
Sec.  de  Jurisp. 

Agentes  de  cambio  y  Bolsa:  disposiciones  del  Cód.  d4 
Comercio;  74,  77,  78,  88  á  99,  y  100  á  105;  30  Noviem-"* 
bre  1868,  2  Noviembre  1874,  12  Marzo  1875,  6  Abril 
y  5  Noviembre  id.,  4  Agosto  lh85.  Regí.  31  Diciem- 
bre 1880,  arts.  10  y  siguientes,  21,  27  y  36  á  43:  regla- 
mento 18  Junio  1866  provisional  de  la  Bolsa  de  Co- 
mercio de  Madrid.— Casos  en  que  tienen  el  carác- 
ter de  documentos  públicos  y  solemnes  sus  certifi- 
caciones; Regí.  29  Diciembre  1890,  art.  359.— Véase 
Agentes  mediadores  del  comercio:  Aranceles:  Bol- 
sas, y  el  grupo  lil  de  la  Sección  de  Jurisprudencia. 
-Consulares.— V.  Aranceles:  Cónsules. 
— De  los  Bancos  agrícolas;  art.  213. 

Agricultura.— \.  Bancos  agrícolas. 

Alimentos  y  salarios  de  la  tripulación;  691,  809,  núme- 
ros 4.°  y  7.»,  y  811,  núm.  8. "-Manutención  de  pasa- 
jeros; 698  y  702.-Créditos  alimenticios;  913  y  941. 
—Al  comerciante  quebrado;  Código  de  1829,  arts.  1098 

Alviacenes  de  depósito;  117,  123  y  193  á  198,  y  19  Octubre 

1869,  art.  7." 
Almacenes  ó  tiendas:  compra  de  mercaderías  en  ellos: 

pAg.  85. 
Alquiler  para  la  custodia  de  buques;  580,  núm.  5." 
Alteración  maliciosa  en  la  publicación  de  operacio- 
nes de  Bolsa;  Regí.  .31  Diciembre  1885,  art.  47. 
Alzamiento  de  bienes;  890,  núm.  1." 
Amanuenses  de  agentes  de  cambio  y  Bolsa;  Regí.  31 

Diciembre  1885,  art.  20. 
Amortización  de  acciones  y  obligaciones  de  Socieda- 
des; 166  y  187. 
Aüos:  cómo  se  cuentan;  60. 
Apremios.— V.  Acción. 
Apresamiento  de  buques;  613,  755,  768,  789,  791,  801  y  811, 

niim.  1.° 
Aranceles:  de  derechos  de  los  registradores  mercan- 
tiles; Regí.  21  Diciembre  1885,  arts.  64  y  siguientes. 
De  los  agentes  colegiados  de  cambio  y  Bolsa:  de 
los  corredores  de  comercio  y  de  los  corredores  in- 
térpretes de  buques;  73;  Regí.  31  Diciembre  1883,  ar-    . 
ticulos  68  á  71. -El  art.  71  deleitado  reglamento 
que  marca  los  honorarios  de  los  corredores  mer- 
cantiles, está  suspendido  en  sus  efectos;  R.  D.  29 
Septiembre  1888.-Consulares  de  14  Julio  1890:  dere- 
chos por  actos  referentes  á  la  navegación  y  al  co- 
mercio, y  á  los  contratos  comerciales  y  marítimos: 
artículos  1.»  á  29 
Arqueo  de  buques;  669  y  688. 
Arrendamiento:  devolución  de  los  bienes  arrendados, 

caso  de  quiebra;  909,  núm.  S."- V.  Fletamento. 
Arribada  forzosa;  612,  núm.  8.°,  616,  683,  6S8,  809,  núme- 
ro 5.»,  811,  núm.  11,  819  á  825  y  844. 
Asentistas;  14,  núm.  3.°— De  transportes;  379. 
Asociaciones  mutuas  de  propietarios;  211. — V.  Compa- 
ñías. 
Ausencia:  la  mujer  del  ausente  puede  comerciar;  11, 
12  y  21,  núm.  7."  — Motiva  la  rescisión  de  las  Com- 
pañías; 218,  núm   6.°— Su  influencia  en  la  quiebra; 
889,  núm.  3.» 
Autoridad  marital:  comercio  de  la  mujer  casada;  4.'' 

y  6."  A  13. 
Aval  y  sus  elector;  214,  486  y  487. 

Averias  de  objetos  de  transporte;  361.  362,  364,  365  y  866. 
Marítimas;  .578,  679,  660,  691.  732,  774,  775  y  777.— No 
comprendidas  en  el  seguro;  289  y  809.  -  Clases  délas 
averías,  efectos,  responsabilidades,  pago,  etc.;  806 
á  818. — Disposiciones  comunes  A  todas  ellas;  846 
A  850. 
-Liquidación;  851  á  869.— Prescripción  de  acciones; 
951.— V.  Protestas  y  el  grupo  \  de  la  Sección  de 
Jurisprudencia. 
Ayuntamientos.— Y.  Créditos. 


Balances  de  comerciantes  y  empresas;  37,  160, 157,  173, 

932  y  938.-Código  de  1829,  arts.  1018, 1060  y  1061. 
Bancos:  de  España:  privilegio  para  emitir  billetes;    ;, 
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Cambios  de  efectos  y  valores;  Reg.  31  Diciembre  1885, 
art.  48. 

Cambio  de  toda  clase  de  operaciones  de  Bolsa:  Crite- 
ri'^  para  fijarle;  Reg.  IB  Junio  1886,  arts.  23  y  si- 
guientes. 

Cambios  con  el  extranjero;  18  Febrero,  10  y  20  de  Junio 
18i7. — Forma  de  ios  cambios  con  el  extranjero  y  de- 
clarando la  peseta  tipo  oficial  de  cambiu;  18  y  19 
Novieuibre  1887. — Anuncio  y  publicación  de  loa 
cam,bios  de  las  Bolsas  nacionales  y  extranjeras; 
Reg.  31  Diciembre  188-5,  art.  52;  id.  18  Junio  1886, 
arts.  15  Cregla  S.")  y  ás. 

Cambios  corrientes:  nota  de  los  mismos  que  debe  pasar 
el  Colegio  de  corredores  de  comercio;  Reg.  31  Di* 
ciembre  188o,  art.  49. 

Cambios  de  matricida  de  los  buques  mercantes;  Re- 
glamento 21  Diciembre  iB'i-S,  arts.  47  y  siguientes. 

Cancelación  de  inscripciones  del  Registro  mercantil; 
Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  32,  40  á  45,  54  y  55. 

Capa  (Derechos  de);  686. 

Capacidad  para  el  comercio;  4  **,  13, 14  y  96. 

Capital  social  de  las  compañías. — V.  el  grupo  VIII  de 
la  Jurisp. 

Capitanes  y  sobrecargos  extranjeros;  113  y  114.— No 
prescribe  á  su  favor  la  propiedad  de  los  buques; 
.573.  — Pago  de  su  sueldo;  580,  núm.  Q.° — Responsabi- 
lidad por  sus  actos;  586,  587,  588  y  590.— Pueden  ser- 
lo los  navieros;  596. — Indemnización  al  capitán; 
602. — Casos  en  que  se  les  puede  despedir;  603  y  si- 
guientes, 615  y  617. — Aptitud,  derechos,  obligacio- 
nes, etc.;  609  y  siguientes. ^Sustitución;  627.— Ajus- 
te de  la  tripulación;  634.  — CuAudo  cesan  sus  funcio- 
nes administrativas;  649.  — Fletanaentos  que  cele- 
bran; 655  y  657. — Sus  facultades  respecto  al  orden 
y  policía;  700. — Efectos  de  su  cesación,  etc.;  714. — Le- 
galización de  las  hojas  del  Registro  de  buques;  6l2 
y  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  50  y  siguientes. 

Capitulaciones  matrimoniales;  21,  núm.  9."  y  Reg.  21 
Diciembre  1885,  arts.  33  y  34. 

Cargador:  El  pasajero  se  reputa  cargador;  703. 

Cargamento:  Venta;  580,  núm.  7.'^,  y  845. — Responsa- 
bilidad del  capitán;  619. — Entrega;  625. — Distribu- 
ción de  la  carga  del  buque  náufrago;  843. — V.  Fle- 
tamento. 

Cartas. — V.  Correspondencia. 

Cartas  de  porte;  67,  350,  351,  352  y  353. 

Cartas  órdenes  de  crédito;  567  á  572. 

Casas  de  contratación,  — V.  Lonjas. 

Caso /"oríuíVü  y  fuerza  mayor:  Prescripción  general; 
955. — Compañías  mercantiles;  142.  -  Comisión  mer- 
cantil; 257  y  266.— Depósito;  306  y  307.— Compraven- 
ta; 33',  333  y  334. — Transporte  terrestre;  359,  361  y 
364.  Letra  de  cambio;  492. —Comercio  marítimo; 
620,  623  y  643 Fletameuto;  663.— Transporte  marí- 
timo; 697  y  69-<. — Naufragios;  840. -Véase  además 
Seguros:  Préstamo  á  la  gruesa,  etc.,  etc. 

Cédulas  hipotecarias;  199,  201,  206  á  208. 

Certificaciones  del  Registro  mercantil:  Reg.  21  Diciem- 
bre 1885,  arts.  57  á  63. 
— De   inscripciones  de   buques  en  el  Registro  mer- 
cantil: Su  necesidad  é  importancia;  Reg.  21  Diciem- 
bre 1885,  arts.  50  y  51. 

— Expedidas  por  agentes  de  cambio  y  corredores  de 
comercio:  Cuándo  son  documentos  públicos  y  so- 
lemnes; Reg.  de  proced.  cont.  adm.  29  Diciembre 
1''90,  art.  359. 

— Valor  y  eficacia  de  las  que  expiden  los  secretarios 
de  los  Consejos  de  Administración  de  Sociedades 
mercantiles.— Fuerza  probatoria  de  las  certifica- 
ciones de  las  Compañías  mercantiles.— V.  bajo  el 
núm.  Ylll  de  la  Jurisp.  las  Sents.  de  21  Diciembre 
1887  y  10  Abril  1888. 

Cesión:  Tiene  este  concepto  el  endoso  de  letras,  etc.; 
466. 
—  De   créditos  no  endosables;  347  y  34S.-De  bienes; 
Código  de  1829,  arts.  1.176  y  1.177. 

Código  de  Comercio;  ejemplar  que  ha  de  llevarse  á 
bordo;  612,  núm.  2." — Imperio  del  Código  en  las  pro- 
vincias torales Véase  en  el  grupo  X%  de  la  Juris- 
prudencia la  Sent.  27  Diciembre  1888. 

Colegios  de  agentes  mediadores  del  comercio  {agen- 
tes de  cambio  y  Bolsa:  Corredores  de  comercio,  y 
corredores  intérpretes  de  buques);  90  á  97,  y  regla- 
mento 31  Diciembre  1885,  arts.  14,  15  y  49. 

Comerciantes:  Quiénes  lo  son;  1.*^ — Capacidad  legal 
para  ejercer  el  comercio;  4.*,  13,  14  y  96.— Comer- 
ciantes particulares  para  los  efectos  de  la  inscrip- 
ción en  el  Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre 
1885,  arts.  20,  23  y  30.—  Inscripción  de  comerciantes 
en  el  Registro;  ídem,  arts.  28  á  3o.— Créditos  que 
los  comerciantes  españoles  tengan  en  el  extranje- 
ro: Su  cobranza  y  procedimiento  contra  deudores; 


179.  — Robo,  hurto  ó  extravío  de  éstos;  566. — Hipote- 
cario; 201. -Agrícolas;  117,  123  y  212  á  217.— De  crédi- 
to territorial;  199  á  2ll. — De  emisión  y  descuento; 
117,  123  y  177  á  183.— Quiebras  de  los  mismos;  910.— 
Territoriales;  117.  — Sobre  Bancos  en  general;  19  Oc- 
tubre 1869;  19  Marzo  1874. 

Baratería  de  patrón;  756. 

Bases  para  la  reforma  del  Cód.  de  Com.;  20  Septiem- 
bre 1869. 

Bastón  de  mando  de  los  individuos  de  la  Junta  sin- 
dical del  Colegio  de  agentes  de  cambio  en  las  re- 
uniones de  Bolsa;  Regí.  18  Junio  1886,  art.  13. 

Bienes  muebles:  tienen  este  concepto  los  buques;  585. 
— De  compañías  mercantiles. — V.  Hipotecas. 
— De  mujer  casada:  bienes  responsables  al  comercio 
'     da  la  misma;  10  y  12,  y  Código  de  1829,  art.  10l4.— Do- 
tales:  su  devolución;  909,  núm.  1.** — Parafernales; 
909,  núm.  2.*»- V.  Dote. 

Billetes  de  Bancos  de  emisión;  21,  núm.  11,  23,  179,  566 
y  910,  y  19  Octubre  1869,  art.  6. — Aseguramiento;  387. 
— V.  Documentos. 

Billetes  de  viajeros;  352. 

Bitácora  (cuaderno  de);  629. 

Bloqueo. — V.  Guerra. 

Boletin  de  la  Bolsa;  Regí.  .31  Diciembre  1885,  art.  44. 
—De  cotización;  Regí.  311>iciembre  1885.  arts.  50,  51, 
52  y  53;  id.  18  Junio  1886,  art.  15,  reglas  7.*  y  8.*^ 

Boletin  de  cotización  de  la  Bolsa  de  Madrid;  Reg.  18 
Junio  1886,  arts.  44  á  49. 

Bolsas  de  Comercio:  Su  establecimiento;  10  Septiembre 

de  18.31. 
—  Sobre  operaciones;  27  Octubre  1831;  2  Septiembre 
1841;  30  Septiembre  id.;  5  Julio  1842;  5  Abril   1846;  30 
Septiembre  1847:  22  Marzo  1848;  8   Febrero  1854;  11 
Marzo  185^!:  31  Julio  1855;  30  Noviembre  1868;  12  Ene- 
ro ISÜO;  9  Julio  1874;  12  Marzo  1875;  6  Abril  1875  y  31 
Diciembre  1885. 
—Impuesto  de   entrada  en  Bolsa;  29  Enero  1878;  30 
Julio  id. 
— DisPOSiciOKKS  DEL  CÓD.:  31,  64  á  73  y  74á80. -Dis- 

POSICIONICS  DEL  RkG.  INTEKISO  PAUA  LA  CONSTITU- 
CIÓN V   RÉGIMEN  DÉLA  BOLSA  DE  COMERCIO  DE  31  Dl- 

ciEMHKE  1885:  Bolsa  de  Madrid:  creación  de  Bol- 
sas: dependencia  y  representación;  arts.  1.**  á  9.** — 
Agentes  colegiados  de  comercio  que  intervienen 
en  la  contratación  en  Bolsa:  nombramiento:  orga- 
nización y  íuuciones;  arts.  10  á  22.— De  las  reunio- 
nes en  Bolsa;  arts.  23  á  27. — Admisión  de  efectos 
públicos,  efectos  y  valores,  etc.,  en  la  contración 
en  Bolsa  y  sobre  su  admisión  en  las  cotizaciones 
oficiales;  arts.  28  á  35. — De  las  operaciones  de  Bol- 
sa; arts.  36  á  60.  —Fianzas  de  agentes  mediadores  de 
comercio:  Aranceles  de  agentes  colegiados  de  cam- 
bio y  Bolsa,  de  los  corredores  de  comercio,  y  de 
los  corredores  intérpretes  de  buques;  arts.  61  á  71. 
V.  Operaciones:  Agentes:  Efectos  públicos:  Pólizas 
etcétera,  etc. 

Bolsa  de  Comercio  de  Madrid:  Reg.  31  Diciembre  1885 
art.  1." — Reg.  interior  provisional  de  la  misma;  18 
Junio  I>-86. ^Edificio;  emisión  de  obligaciones;  19 
Julio  1889.— En  Bilbao:  21  Julio  1890. 

Buques:  Su  inscripción  en  el  Registro  mercantil;  16, 
17  y  22. — Portadores  de  letras  de  cambio;  473. — Dis- 
posiciones sobre  su  propiedad,  construcción,  cna- 
Íenación,  responsabilidad  y  condición;  573  á  585. — 
Prescripción  de  acciones;  952.— Cuáles  se  conside- 
ran tales  para  los  efectos  del  Cód.  y  del  Reg.  de 
21  de  Diciembre  1885;  art.  45  de  éste.— Inscripción 
en  el  Registro  mercantil  y  cancelación  de  mscri- 
ciones;  Reg.  21  Diciembre  1885;  arts.  1.°  y  7.'^  y  si- 
guientes, 23  y  45  á  56.— Registros  de  buques  en  las 
poblaciones  que  se  expresan;  R.  D.  27  Diciembre 
1885. — Inscripción  de  traslaciones  de  dominio;  R.  O. 
11  Mayo  1886.  Carácter  y  consideración  del  capi 
tan  de  los  buques  merrantes  y  sus  relaciones  jurí- 
dicas con  el  naviero;  V  el  grupo  núm.  V  de  la  Ju- 
risprudencia. 
— V.  Averías:  Arribadas:  Abordaje:  Escrituras:  Fle- 
tameuto: Intérpretes:  Préstamos:  Quiebras:  Se- 
guros. 

G  y  OH 

Caducidad  de  las  concesiones  de  obras  públicas:  efec- 
tos; 192. 

Cafés.— V.   Compañías. 

Cajeros:  No  pueden  serlo  los  agentes  de  comercio;  96. 

Cambio.— V.  Letra  de... 

Cambios:  Boletin  de  cotización  de  cambios;  Reg.  31 
Diciembre  18KJ,  arts.  .51,  h2  y  53. 

Cambios  en  las  negociaciones  de  Bolsa:  Reg.  31  Di- 
ciembre 18«5,  art.  39. 


CÓDIGO  DE  COMERCrO.  fSmnnrío  alfahéHm.) 


R.  O.  4  Julio  1891.— Véase  el  grupo  I  de  la  Sección 
de  Jurisp.,  y  además  Luiros:  Quiebras,  etc.,  etc. 
Comercio:  Actos  propios  de  él;  *.¿.",  y  Jurisp.,  3  Mayo 
1881. — Kjercicio  habitual;3.° — Capacidad  para  ejer- 
cerlo; 4.**,  13,  14  y  96. — Protección  del  comercio  es- 
pañol en  el  extranjero;  4  Julio  1891. 

— Marítimo:   Contratos  especiales   del   mismo;   6.52 

á805. 
ComisiÓ7i  para  reformar  el  proyecto  de  Código  de  Co- 
mercio; 7  Mayo  1880  y  1."  Marzo   1881.— Id.  para  el 
estudio  de  asuntos  mercantiles;  7  Enero  18'-6 

— Mercantil:  Comisionistas;  244  k  280  y  Jurisp.  12  No- 
viembre 1884. — Otras  formas  del  mandato  mercan- 
til; Factores,  dependientes  y  mancebos;  281  á  302. 
Devolución  de  bienes  dados  en  comisión;  909,  nú- 
meros 4.**  y  6."— De  cobranza:  Tiene  este  concepto 
el  endoso  sin  fecha;  463. — Véase  el  grupo  X,  de  la 
Sección  de  Jurisp. 

De  letras  de  cambio  y  pagarés;  468. — De  transpor- 
tes; 378  y  379. 
Compañía  de  los  condóminos  de  buques;  589. 
C'omjia'ñias  mercantiles  é  industriales:  se  reputan  co- 
merciantes; 1.^- Registro  especial  de  las  mismas; 
16,  17,  y  2i,  núms.  5."  y  10.— Efectos  de  la  inscripción; 
21  y  25.— Libro  de  actas  de  las  Sociedades;  33  y  40.— 
Pueden  establecer  Bolsas  de  Comercio;  65. — No  son 
cotizalües  los  efectos  y  valores  de  las  no  inscritas; 
72.  — Constitución  de  las  Compañías  y  sus  clases; 
116  á  124;  28  Enero  1848;  28  Octubre  18&8;  19  Octubre 
1869. — Dependencia  administrativa;  5  Jiilio  1870;  3 
Abril  1875.  — Aclaración  á  la  ley  de  1869;  4  Julio  1871. 
De  sus  estatutos;  21  Enero  1870. — Opción  A  las  ven- 
tajas del  nuevo  Código;  17  Noviembre  1885. — Ins- 
cripción de  escrituras,  actos,  acuerdos,  etc.,  en  el 
Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  21 
y  36  A  44. 

— Compañías  colectivas;  122  y  125  á.  144;  7  Marzo  1870. 

—Id.  en  comandita;  122,  139,  145  á  150  y  160  á  169;  7 
Marzo  1870. 

—Id.  anónimas;  122  y  151  á  159;  28  Enero  1856;  28  Oc- 
tubre 1868;  17  Septiembre  1869. 

— Acciones  de  Sociedades;  160  á  169. 

— Derechos  y  obligaciones  de  los  socios;  170  á  174, 

— Realas  especiales  de  las  Compañías  de  crédito; 
117,  12:í,  17o  y  176. 

— líancns  de  emisión  y  descuento;  177  á  1^3. 

— Compañías  de  ferrocarriles  y  demás  obras  públi- 
cas; 117  y  184  k  192;  U  Julio  1856;  11  Julio  y  31  Agosto 
1860;  29  Enero  1862;  l.°  Septiembre  1864;  12  Noviem- 
bre lh69;  9  y  17  Abril  1876.— V.  Obligaciones. 

—Id.  de  almacenes  generales  de  depósito;  193  á  198; 
11  Julio  1862;  19  Octubre  1.869,  art.  7.** 

— Bancos  de  crédito  territorial;  199  á  211. 

— Reglas  especiales  para  los  Bancos  y  Sociedades 
..  agrícolas;  212  á  217. 

— Término  y  liquidación  délas  Compañías  mercan- 
tiles; 2l8  á238;  18  Julio  1874,  y  Jurisp., 7  Marzo  1881. 

— Cimentas  en  participación;  239  á  243. 

— Compañías  de  minas;  ll7  y  123 

— De  préstamos  hipotecai'ios;  117. 

—  Extranjeras;  15;  1."  Octubre  1873. 

— EaViriles;  117. — Quiebra  de  Compañías  mercanti- 
les; 923  k  929. 

— Prescripción  de  acciones  sociales;  947  á  949. 

-—Talones  de  Bancos  y  Sociedades;  543.— V.  Socie- 
dad hs. 

— Tutela  administrativa  sobre  ellas;  25  Marzo  1679. 

—Responsabilidad  del  capital  social:  Fusión  de  dos 
ó  más:  Responsabilidad  de  los  socios;  etc.,  etc. 
Véanse  las  sentencias  insertas  bajo  el  griipo  Wlll 
de  la  Sección  de  Jurisprudencia. 

—Véase  además  Oestores:  Quiebras. 
Competencia  para  conocer  de  ciiestiones  sobre  pago 
de  letras  de  cambio.— Véase  el  grupo  IX  de  la  Ju- 
risi)rudencia. 

Comjil'c/dad  en  las  quiebras;  893  y  siguientes. 

Comrpravenfa:  compra  en  almacenes  ó  tiendas;  85  y  87. 
Intervención  de  los  corredores  de  comercio;  106.— 
A''enta  de  efectos  depositados  en  los  almacenes  ge- 
nerales; 197.— Del  buque  y  cargamento;  576,  577,  592 
y  siguientes,  608,  611,  núm.  5.",  666,  689,  824  y  845.— 
Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  49  y  siguientes. —Véa- 
se Escrituras. 

— Ventas  por  los  mancebos  de  comercio;  294.— Cuán- 
do son  mercantiles,  y  sus  requisitos  y  consecuen- 
cias jurídicas;  325  á  345. — Venta  de  objetos  de  trans- 
porte; 362. — Anotación  en  los  libros  de  los  corredo- 
res: 107.— Compras  y  ventas  culpables;  888,  núms.  3.^ 
y  4.° — Bienes  vendidos  al  quebrado;  909,  núms.  7."  á 
9.**  — El  comisionista  no  puede  vender  á  plazos;  270 
y  271.  —Véanse  además  las  sentencias  insertas  en  el 
grupo  IV  de  la  Sec.  de  Jurisp. 


t^oncuiso.—Y .  Quiebra. 

Condominio  de  buques;  575,  589  y  siguientes. 

conocimientos  ó  guías  de  la  carga  de  buques;  67,  612, 
núm.  l.<»,  y  653  á  7l8. 

Consejo  de  incautación  en  las  quiebras  de  ferrocarri- 
les; 939  y  940. 

Cónsules:  intervención  en  el  seguro  marítimo;  739.— 
Competencia  en  materia  de  abordajes;  839.  — Sua 
obligaciones  en  los  contratos  de  venta  de  buques; 
Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  53. — Sus  derechos  por 
actos  referentes  á  la  navegación  y  al  comercio  y  á> 
los  contratos  comerciales  y  marítimos;  aranceles 
de  U  de  Julio  1890. 

Contrabando:  nialidad  del  seguro  de  buques  dedica- 
dos á  él;  781. 

Contramaestre;  632  y  633. 

Contratación  en  Bolsa.— V.  Admisión:  Agentes:  Bolsa: 
Operaciones,  etc  ,  etc. 

Contratos  de  comercio:  disposiciones  generales  sobre 
los  mismos;  50  á  63;  26  Mayo  1866. — Con  las  Compa- 
ñías mercantiles;  118  y  119.— Sobre  liqíiidación  y 
pago  de  averias;  846. — De  seguro:  ha  de  consignar- 
se por  escrito;  382. — Con  los  hombres  de  mar;  635. — 
Ilícitos;  53. — Con  cláusula  penal;  56. — Fraudulen- 
tos; 880,  881  y  882.— Contratos  celebrados  en  las  fe- 
rias; 84  y  R.  O.  29  Diciembre  1885.— Doctrina  de 
jurisprudencia  sobre  contratos  de  comercio  en  ge- 
neral; véase  el  grupo  ildelaSec.  de  Jurisp.— Véase 
Bolsas:  Comisión:  Compañías;  Convenio:  Compra- 
venta: Fianzas:  Fletamento:  Mandato:  Permuta: 
Préstamos:  Seguros. 

Convenio  entre  los  acreedores  y  el  que  suspende  sus 
pagos;  872  y  873.— Id.  y  el  quebrado;  898  á  907,  921, 
928,  929,  932,  934  y  siguientes.— Elicacia  de  los  cele- 
brados antes  de  la  declaración  de  quiebra. — V.  en 
el  grupo  X.I  de  la  Jurisp.  las  Sents.  de  18  Marzo  1865 
y  20  Marzo  1889. 

Convenios.— Y.  Contratos. 

íopias. — V.  Escrituras. 

Correcciones  qiie  in:^ionenlos  capitanes  en  el  mar;  610, 
número  3.° 

Corredores  de  comercio:  no  pueden  ejercerle  para  si; 
14y  96. "Perfección  del  contrato  en  que  intervienen; 
55. — Fe  de  sus  libros;  58.— Derechos  y  obligaciones; 
106  á  111,  "^,89,  90  y  siguientes;  19  Junio  1878;  12  Mayo 
1847. — Prescripción  de  su  responsabilidad;  915  y  946. 
Nombramiento,  intervención  en  operaciones  de 
Bolsa,  etc.;  Reg. 31  Diciembre  1885,  arts.  lOy  siguien- 
tes.— Requisitos  para  ejercer  los  corredores  de  co- 
mercio las  funciones  de  corredores  intérpretes  de 
buques;  Reg.  31  Diciembre  18s5,  art.  11. — Responsa- 
bilidad; Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  22. -Renuncia 
y  devolución  de  fianza;  Reg.  31  Diciembre  1885,  ar- 
ticulo 21. — Publicidad  de  las  listas  de  los  colegia- 
dos; Reg.  18  Junio  1886,  art.  15,  regla  9.^^- Id.  31  Di- 
ciembre 1885,  art.  27. 

—  Suspensión  de  los  efectos  del  art.  70  del  Reg.  de  31 
Diciembre  1885  relativos  á  los  honorarios  de  tales 
agentes  en  las  operaciones  mercantiles;  R.  D.  29 
Septiembre  1888. 

—  Casos  en  que  tienen  el  carácter  de  documentos 
públicos  sus  certificaciones;  Reg.  de  procedimiento 
coiatencioso-administriitivo  de  29  Diciembre  1890, 
articulo  359. 

— Colegiados  de  Madrid:  operaciones  de  Bolsa  en 
que  pueden  intervenir  en  concurrencia  con  los 
agentes  de  cambio  y  Bolsa;  Reglamento  18  Junio 
1886,  arts.  35  á  39;  Id.  31  Diciembre  1885,  arts.  36  ¿ 
43. — Libros  registros  qiie  deben  llevar;  Reg.  18  Ju- 
nio 1886,  arts.  40  á  49.- V.  el  grupo  III  de  la  Sección 
de  Jurisprudencia. 

Corredores  intérpretes  de  buques;  112  á  ll5;  7  Diciem- 
bre 1875. — Sobre  sus  dependencias;  28  Noviembre 
1847;  6  Mayo  1862;  25  Abril  1865:  6  Diciembre  186S,  ar- 
tículos 19  y  20;  2  Noviembre  1874;  2>)  Mayo  1875;  14  Ju- 
nio 1875;  31  Julio  1875  y  27  Marzo  1876.— Fianzas;  17 
Julio  1849;  9  Abril  1851.— Presentación  de  sus  libros 
registros  en  las  oficinas;  20 Diciembre  1849. —V.  ade- 
más el  Reg.  de  31  Diciembre  1885,  art.  11  y  la  R.  O.  de 
20  Septiembre  1891.— V.  Intérpretes:  Aranceles. 

Corredores  intérpretes  de  buques  del  Colegio  de  Bar- 
celona: Uniforme;  R.  O.  30  Abril  18S8;  R.  O.  28  No- 
viembre de  1888. 

Correspondencia:  traslación  de  cartas  y  telegramas 
al  libro  copiador;  41.  — Conservación  de  la  recibida; 
42  y  49.  — Contratación  por  medio  del  telégrafo;  51. 

Corsarios:  qué  debe  hacer  el  capitán  que  se  vea  ata- 
cado por  el  corsario,  etc.;  622  y"623. 

Cosías  judiciales:  preferencia  para  su  pago;  580,  nú- 
mero 2.^ 

Costumbre:  valor  de  los  usos  de  comercio;  2.° 

Cotizaciones  oficiales;  67,  68,  69,  70,  71,  72,  79  y  80,  y  re- 
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glamento  31  Diciembre  1S-S5,  arts.  2."  y  44  ¿i  60.— Véa- 
se Admisión. 
— En  la  Bolsa  de  Madrid:  De  la  redacción  del  acta  y 
del  Boletín  de  cotización;  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  44 
A  49.  — V.  Valores  cotizables:  Kegistros  mercantiles: 
Boletín:  Denuncias. 

Creación  de  Bolsas  de  Comercio;  Reg.  31  Diciembre 
de  1885,  arts.  1.^  y  2.** 

Crédito  territorial. —V.  Bancos. 

(jréditos:  preferencia  del  dotal;  27. — Id.  de  las  obliga- 
ciones y  cédulas  hipotecarias;  208. — De  los  comisio- 
nistas; 276.  — De  los  prestamistas  con  garantía  de 
efectos  públicos;  320 y  321.  — De  los  vendedores  mien- 
tras conserven  las  mercaderías  vendidas;  340. — De 
los  porteadores;  376. — Del  asegurador  para  cobrar 
la  prima  del  seguro;  403.— De  los  acreedores  de  bu- 
ques; 580,  667,  704  y  730. — Cobranza  por  el  comisio- 
nista; 273.— Graduación  en  la  quiebra;  910  y  siguien- 
tes, 926,  927,  932  y  941,  y  Código  de  1829,  arts.  1.113  & 
1.136. —  No  endosables:  transferencia;  347  y  348. — 
Créditos  de  comerciantes  españoles  en  el  extran- 
jero; Cobranza  y  procedimientos  contra  deudores; 
4  Julio  1891.— V.  Compañías  y  el  grupo  XI  de  la  Ju- 
risprudencia. 
— Contra  Compañías  de  ferrocarriles;  12  Noviembre 
1869.— Refaccionarios;  19  Octubre  1869,  art.  8.« 
— Derecho  de  los  acreedores  á  pedir  declaración  de 
quiebra:  Código  de  1829,  arta.  1.025  á  1.027  y  1.030. 
— Contra  el  Estado,  las  provincias  y  los  municipios: 
Admisión  á  la  contratación  y  cotización  en  Bolsa; 
Reg.  18  Junio  1886,  art.  17;  id.  31  Diciembre  1885, 
arts.  28  á  35. 

Ctiaderno  de  bitácora;  629. 

Cuba:  Observancia  del  Código  en  la  isla  de  Cuba;  1.** 
Febrero  1&32,  1.°  Noviembre  1878,  12  Agosto  1881  y 
12  Marzo  1885. 

Cue7ita  de  resaca;  527  á  529. 

Cuentas  en  participación;  239  á,  243. — Véase  en  el  gru- 
po VIH  de  la  Jurisp   la  sent.  de  3  Julio  1891. 

Cuentas  corrientes — Véase  en  el  grupo  VIH  de  la 
Sección  de  Jurisp.  la  sent.  de  15  Febrero  1879. 

i  Jteqttes;  534  A  543.— Prescripción  de  acciones;  960. 

i)n7lo.9  y  menoscabos  en  la  cosa  vendida;  333  y  334.— 
En  los  buques;  809,  núms.  1.»  &  3.°,  8.^  y  9°,  y  811.— 
V.  Averias. 

Defunciones  á  bordo;  645,  696  y  705.— De  capitanes  de 
buques;  714.— V.  Muerte. 

Delitos:  motivan  la  destitución  de  los  marineros;  637. 
V.  Robo. 

Demandas  sobre  averias:  848. 

Veviencia:  disolución  de  las  compañías  por  demencia 
de  los  gestores;  222,  núm.  2.° 

Denominación  de  las  compañías  anónimas;  152. 

Denuncia  de  valores  negociables:  robo,  hurto  ó  ex- 
travío de  documentos;  549;  Reg.  31  Diciembre  1885; 
arts.  5(3  á  60.— ídem  18  Junio  1886:  arts.  15  (regla  5.*^) 
y  64  á  73. 

Dependientes:  de  comercio;  292  y  siguientes.— Distinti- 
vos de  los  de  la  Bolsa  de  Madrid;  Reg.  18  Junio  1886; 
art.  U. 

Depósito  mercantil;  requisitos,  derechos  y  obligacio- 
nes del  depositante  y  depositario,  etc.;  303  á  310. 

Depósito  de  títulos  en  garantia  de  préstamos;  Códi- 
go, art.  322;  Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  37. 

Z)e^(ís/7os:  de  mercancías  vendidas;  332  y  339.— De  efec- 
tos transportados;  369.-Del  valor  de  la  letra  de 
cambio;  481,  492,  496,  498  y  519.— Del  cargamento  de 
un  buque;  668  y  678.— Devolución  de  los  bienes  de- 
positados en  caso  de  qiiiebra;  909,  núm  3.° 
— Enlos  Bancos  de  crédito  territorial;  210.— V.  Al- 
macenes. 

Derecho  común:  su  aplicación  á  los  contratos  mer- 
cantiles; 50,  310  y  943.— Jurisp.;  28  Febrero  1859  y  17 
Marzo  1882. 

Derecho  foral:  no  es  supletorio  del  mercantil;  Juris- 
prudencia, 26  Mayo  1866. 

Derecho  internacional.— Véase  en  el  grupo  V  de  la 
Sección  de  Jurisp.  la  sent.  de  13  Octubre  1890,  y  en 
el  VIII  la  de  12  Mayo  1886. 

Derechos  de  liquidación  por  operaciones  de  fin  de 
mes  en  la  Bolba  de  Madrid;  Reg.  18  Junio  1886,  ar- 
ticulo 8.° 

Deí'echos  de  los  agentes  mediadores  del  comercio  y 
de  los  registradores  mercantiles. — V.  Aranceles. 

Derechos  de  pilotaje,  tonelaje,  etc.;  580,  núm.  3." 

Descubiertos  de  agentes  por  falta  de  cumplimiento  de 
sus  comitentes  á  las  condiciones  pactadas;  Reg.  31 
Diciembre  LS85,  art.  43. 

Deserción  de  los  marineros;  637. 


Detención  de  los  que  promuevan  desórdenes  en  las 
reuniones  en  Bolsa;  Reg.  3l  Diciembre  1885,  art.  26. 
ídem  18  Junio  IHbií;  art.  15,  regla  3."- 

Di.  lídas  del  quebrado;  909,  núm.  7.** — V.  Suspensión  de 
pagos:  Quiebras. 

Deudor:  resolución  de  dudas  á  su  favor;  59. 

Deudores  extranjeros  de  comerciantes  españoles : 
disposiciones  para  facilitar  la  cobranza  de  los  cré- 
ditos; R.  0.4  Julio  1891. 

Devolución  de  fianza  á  agentes  y  corredores;  regla- 
mento 31  Diciembre  1885,  arts.  21  y  67. 

Dias,  meses  y  años;  cómo  se  cuentan;  60.— Y  horas 
para  las  reuniones  de  Bolsa;  73.— De  fiesta  en  el 
vencimiento  de  las  letras;  455. — Días  festivos  en  los 
cuales  no  se  celebran  reuniones  en  Bolsa;  regla- 
mento 31  Diciembre  1885,  art.  23. — Días  feriados: 
Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  5.° 
Días  inhábiles  para  el  protesto  de  letra  de  cambio: 
lo  es  el  santo  de  la  Reina.— Véase  en  el  grupo  k%. 
de  la  Jurisp.  la  sent.  de  12  Marzo  1886. 

Disolución  de  sociedades  ó  compañías  mercantiles; 
221,  222,  224  y  226,  y  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  38.— 
V.  Compañías. 

Distintivo  de  los  dependientes  de  la  Bol  -a  de  Madrid; 
B,eg,  18  Junio  lcs86;  art.  11.— De  los  individuos  de  la 
Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes  de  cambio  en 
las  reuniones   de  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886,  art.  13. 

División  del  haber  de  Las  compañías;  232  y  siguientes. 

Divorcio:  la  mujer  divorciada  puede  comerci:tr;  11,  _ 

Documentos  de  crédito  al  portador;  69  á.  71. ^Admi- 
sión en  Bolsa  ó  inclusión  en  las  cotizaciones;  re- 
glamento 31  Dicienibre  1885,  arts.  28  A  35.  -  Robo, 
1  .irto  ó  extravío  de  los  mismos  y  denuncia  para 
impedir  su  negociación;  Código,  arts.  547  á  666  y 
Reg.  18  Junio  1886,  arts.  64  A  73.— Mercantiles:  cómo 
pueden  asegurarse  contra  incendios;  387.— Véase 
Efectos. 

Documento»  públicos  y  solemnes. — V.  Agentes  de  Bol- 
sa: Corredores  de  comercio. 

Domicilio  legal  para  el  protesto;  505. 

Dominio  sobre  los  buques:  títulos  de  justificación;  Re- 
glamento 21  Diciembre  1885,  arts.  50  y  51. 

Donaciones  fraudulentas;  880,  ni'im.  5.**,  y  882. 

Dotación  del  buque;  648. 

Dotp.:  escrituras  dótales  y  capitulaciones  matrimo- 
niales; 21,  núm.  9.",  y  Regí.  21  Diciembre  1885,  ar- 
tículos 33  y  34. — Prelación  en  concurrencia  con 
otros  créditos;  27.— Inscripción  de  la  dote  y  para- 
fernales; 28.— V.  Bienes. -Dote  fraudulenta;  880,  nú- 
mero 2.^  y  888,  núms.2,«  y  3.** 

Duelo:  la  muerte  en  duelo  no  cabe  en  el  seguro;  423. 

Dueños  de  buqr.es  mercantes:  Obligación  de  solicitar 
la  inscripción  en  el  Registro  mercantil;  Regí.  21 
Diciembre  lb85,  arts. 21  y  45  A  56.— V.  Quiebras. 

Echazón;  755,  811,  núm.  2.",  814,  815  y  816. 

Etiictos  en  la  Bolsa  de  Madrid;  Reg.  18  Junio  1886,  ar- 
tículo 15,  reglase.*  y  8.*^ 

Edificio  para  la  Bolsa  de  Madrid;  18  Abril  1873;  6  y  30 
Julio  1878. 

Efectos  al  portador;  544  A,  546.— Robo,  hurto  y  extra- 
vío de  los  mismos;  547  árí66. 

Efectos  públicos:  contratación  sobre  ellos;  67  y  566. — 
Cuáles  son;  68;  8  Febrero  1n51,  art.  3  **;  9  Septiem- 
bre 1854;  22  Diciembre  1869;  12  Marzo  1875.— Présta- 
mo con  garantía  de  estos  valores;  320  á  324.— Ad- 
misión en  Bolsa  é  inclusión  en  las  cotizaciones  ofi- 
ciales; Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  28  k  35.-Efecto3 
públicos  de  naciones  extranjeras:  Formalidades 
para  su  negociación  en  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886, 
art.  ÍH-  ídem  31  Diciembre  1885,  art.  30. -Negocia- 
ciones, transferencias  y  demás  operaciones  sobre 
efectos  públicos:  Son  privativas  de  los  agentes  de 
cambio;  100;  Reg.  de  Bolsas,  arts.  10  y  68,  núme- 
ro 1.^,  y  Reg.  18  Junio  1886,  art.  35. -V.  Operaciones 
y  el  grupo  III  de  la  Secc.  de  Jurisp. 
—V.  Efectos  al  portador:  Créditos. 

Ej(icución.—Y.  Acción  ejecutiva. 

Ejército.— y.  Jefes. 

Embarcos  á  socios  deudores;  174.— De  buques;  584,  589, 
690  y*  755. 

Embargos  de  fianzas  de  agentes  mediadores  de  co- 
mercio; Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  62. 

Embriaifuez  del  capitán  y  tripulantes;  605  y  637. 

Emisiones:  De  acciones,  cédulas,  obligaciones  y  bille- 
tes de  Banco,  etc.  -Inscripción  en  el  Registro  mer- 
cantil y  cancelación  de  las  inscripciones;  Reg.  21 
Dícieml  re  1885,  arts.  38,  39,  40,  41  y  42.-pe  valores  al 
portador  de  compañías  nacionales;  formalidades 
para  su  negociación  en  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886, 
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art.  18;  id.  31  Diciembre  1&S5,  arts.31,  32  y  30.- ídem 
extranjeras;  art.  20,  Eeg.  18  Junio  1886,  y  31,  32  y  35 
del  de  31  Diciembre  1885. — De  c-omerciantes  parti- 
culares: inscripción  en  el  Eegistro  mercantil;  re- 
glamento 21  Diciembre  1885,  art.  32.-  De  obligacio- 
nes con  destino  á  la  Bolsa  de  Madrid;  R.  D.  19  Ju- 
lio 1889. 
— V.  Suscriciones. 

Empleados  en  la  recaudación  de  fondos  públicos;  14. 
— De  sociedades  mercantiles;  Cvicstiones  sobre  pago 
de  siaeldos.— Véanse  en  el  grupo   1 III  de  la  Juris 
prudencia  las  sents.  de  23  Marzo  1885  y  31  Diciembre 
de  1889. 
Empleados  pviblicos:  Lo  son  los  funcionarios  y  de- 
pendientes de  la  Bolsa  de  Comercio  de  Madrid;  re- 
glamento 18  Junio  1886,  art.  6.** 
EmpTéMtos;  175  y  202. 

£rtajeítaCí'one5  fraudulentas;  &B0,  núm.  I.**,  881,  núme- 
ro 1.°,  y  890,  núm.  10;  y  Código  de  1829,  arts.  1.039 
k  1.042. 
Encallailura  de  buques;  840  y  siguientes. 
Endosantes:  Responsabilidad  de  los  mismos. — V.  en 
el  grupo  IX  de  la  Jurisp.  la  sent.  de  22  Enero  1889. 
Endoso:    efectos;   2l4.  —  De   conocimientos;   708.— Del 
contrato  A  riesgo  maritin^o;  722.  — De  letras  de  Cam- 
bio; 461  á  468. — De  pólizas  de  seguros;  430  y  742;  y  Ju- 
risprudencia, 7  Junio  1881. — De  vales  y  pagarés;  533. 
— V.  el  grupo  IX  de  la  Sec.  de  Jurisp.,  y  en  el  gru- 
po X,I  la  sent.  de  31  Diciembre  1888. 
Enfermedades  de  los  hombres  de  mar;  644  y  811.— Véa- 
se Sanidad. 
Enjuiciamiento  mercantil;  24  Julio  1830;  6  Diciembre 

1868;  3  Febrero  1881. 
Entierro,  funeral  y  testamentaria  (gastos  de);  913. 
Epidemia:  Interrumpe  los  plazos  legales;  955.-  V.  Sa- 
nidad. 
Equivocaciones  en  las  inscripciones  del  Eegistro  mer- 
cantil; Eeg.  21  Diciembre  1885,  art.  24. 
Escribientes.  — Y .  Amanuenses. 

Escrituras:  Cuándo  son  necesarias  para  contratar; 
52.— Para  la  constitución  de  sociedades;  119,  125,  145 
y  151;  1.**  Septiembre  1864;  19  Octubre  1869;  8  Marzo 
1880. — De  enajenación  de  buques;  578. — Créditos  es- 
criturarios; 913,"  916  y  941.— Escrituras  dótales:  su 
inscripción;  21,  núm. 9.°,  y  12  Eebrero  1850,  y  Eeg. 21 
Diciembre  l8>i5,  arts.  33  á  35. 
Escrituras  de  constitución  de  sociedades;  Eeg.  21  Di- 
ciembre 1885,  arts.  36  y  37. 
Escrituras  de  venta  de  buques  (copias  de):  Eeg. 21  Di- 

ciemjjre  18í^5,  art.  16,  nvim.  3.° 
Estadías  y  sobreestadias;  652  y  656. 

Estadística  de  Registros  mercantiles;  Eeg.  21  Diciem- 
bre 1885,  art.  12. 
Estado  (créditos  contra  el).— V.  Créditos. 
Estatutos  sociales:  acción  para  reclamar  su  cumpli- 
miento; 19  Octubre  1869,  art.  11;  29  Enero  1^70.— Al- 
cance de  las  reformas  de  los  mismos.— V.  en  el  gru- 
po VIII  de  la  Jurisp.  la  sent.  de  31  Diciembre  1889. 
Extinción  de  créditos  inscritos  en  el  Registro  mer- 
cantil.-V.  Cancelación. 
Extravio  de  documentos  de  crédito  al  portador. — 

V.  Documentos. 
Evicción  y  saneamiento;  345. 

Extranjeros:  Requisitos  para  el  ejercicio  del  comer- 
cio; 15.— Contratos  celebrados  fuera  de  España;  52. 
—Exención  de  represalias;  169. -Letras  pagaderas 
en  plaza  extranjera;  475. — Cheques  librados  en  el 
extranjero;  538.  -  Cómo  puede  el  extranjero  formar 
parte  de  la  tripulación;  634.— V.  Efectos  públicos: 
Emisiones. 
Extravio  de  documentos.— V.  Robo. 


Factores:  Pueden  ejercer  el  comercio  por  los  meno- 
res é  incapacitados;  5.° — Disposiciones  generales 
sobre  ellos;  282  A  291  y  296  á  302.- Son  aplicables  A 
los  sobrecargos;  650. 

Falsedad:  Anula  el  contrato  de  seguro;  781,  núm.  8.^ 

Ferias:  Celebración  y  contratación;  82  A  84, — Giro  de 
letras  A  una  feria;  451  y  4.52.— Contratos  en  las  fe- 
rias: Cuestiones  que  originen  y  derechos  de  losjue- 
ces  por  su  conocimiento;  84,  y  R.  O.  29  Diciembre 
1885. 

Ferrocarriles:  Bmisiones  de  acciones,  cédulas  y  obli- 
gaciones; 21,  núm  10. — Compañías  de  ferrocarriles 
y  demás  obras  públicas;  184  A  192.  — Transportes  por 
líneas  férreas;  351  v -356.— Quiebra  de  Empresas  de 
ferrocarriles;  930  A  941,  y  auto  de  10  Diciembre  1888, 
inserto  bajo  el  grupo  TLl  de  la  Jurisp. 

Fianzas  mercantiles;  439  A  442.— De  los  agentes  de  co- 
mercio; 93  y  98;  9  Abril  1851,  7  Diciembre  1875,  y  re- 


glamento 31  Diciembre  1885,  arts.  13,  21  y  61  A  67.— 
Efecto  del  endoso;  467. — Del  valor  de  la  letra  de 
cambio;  513  y  519.— Para  percibir  el  importe  de  va- 
lores extraviados;  552  y  siguientes.— Por  aval. — 
V.  Aval. 

Fiestas  —  V.  Días  festivos. 

Filipinas:  Observancia  del  Código  en  las  islas  Filipi- 
nas; 26Julio  1832;  1.°  Noviembre  1878;  12  Agosto  1881; 
12  Marzo  l^&ó  y  6  Agosto  1888. 

Firma  social.— V    Razón  social. 

Fiscales  municipales  en  funciones  de  registradores 
mercantiles;  Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  2.**  y  3.** 

Fletamento:  Intervención  de  los  intérpr'etes  de  na- 
ves; 113,  114  y  115. — Preferencia  del  propietario  dfl 
btique;  593.— Contratación  por  el  capitán;  610,  nú- 
mero 4.°~Conservación  A  bordo;  612,  núm.  1." — Fu 
forma  y  efectos;  652  A  668 — Derechos  y  obligacio- 
nes del  fletante;  669  A  678.— Obligaciones  del  fleta- 
dor; 670  A  687.— Rescisión  del  contrato;  688  A  692. — 
Pasajeros  en  los  viajes  por  mar;  693  A  705.— Conoci- 
miento; 706  A  718, — Véase  el  grupo  V  de  la  Sec.  de 
Jurisprudencia. 

Fletes:  Contratación  en  Bolsa;  67. — De  compradorea 
y  vendedores  de  buques;  577. — No  puede  ajiistarlos 
por  sí  el  naviero;  598. — Cómo  se  devengan;  658,  659  y 
66Ct.— Su  reducción  ó  aumento  en  proporción  A  la 
carga;  669, 674,  675,  676,  677  y  680.— Responsabilidad  al 
pago  del  préstamo  A  la  gruesa;  734. — Seguros  sobre 
fletes;  746y  747. — Fletes  comprendidos  en  el  aban- 
dono de  buques;  796.  -  Cómo  contribuyen  A  las  ave- 
rias; 854,  ni'im.  8." — Prescripción  de  acciones;  951. 

Fraudes:  Motivan  la  rescisión  de  las  compañías;  218, 
núm.  3." — De  los  dependientes  para  con  sus  princi- 
pales; 301.— Anulan  el  seguro;  752,782,  788  y  800.— 
Contratos  fraudulentos;  880.— Quiebras  fraudulen- 
tas; 890,  891,  898  y  920. 

Fueros  de  las  provincias.— V.  Código  de  Comercio. 

Fuerza  mayor.— V.  Arribada. 

Fuga  de  los  comerciantes;  877  y  898. 


Gaceta  y  Boletines  o/lciales:  Publicación  de  escrituras 
sociales,  etc.;  23  Diciembre  1872. 

Ganados:  Venta  de  éstos  por  los  ganaderos;  326. 

Garantía  (Comisión  de);  ^2.— V.  Fianzas. 

Gastos  domésticos;  38  y  888. 

—De  instalación  y  del  personal  y  material  de  las 
Bolsas  creadas  por  iniciativa  del  Gobierno  ó  cuya 
creación  éste  autoriza;  Reg.  31  Diciembre  1885,  ar- 
tículos 3."  y  4." 

Gerentes  de  Sociedades.-Véase  el  grupo  VIH  déla 
Sec.  de  Jurisp. 

Gestores  de  las  Compañías:  Responsabilidad;  120,  129 
y  sigtes.,  146  y  sigtes.,  1-51,  155  y  sigtes  y  173,  y  Ju- 
prudencia,  2  Abril  1862  y  28  Diciembre  1877.— De  So- 
ciedades en  liquidación;  228. 

Gobernadores  de  provincia;  6  Mayo  1862;  10  Octubre 
ídem,  1.°  Septiembre  1864, 6  Diciembre  1868  y  14  Ju- 
nio 1875. — V.  Jefes. 
—  Renuncias  de    agentes  y  corredores;  Reg.  31   Di- 
ciembre 1^85,  art.  21. 
-Están  bajo  su  inspección  las  Bolsas  de  Comer- 
cio; Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  5.° 
—Orden  público   en  las  reuniones  de  la  Bolsa;  re- 
glamento 18  Junio  188&,  art.  4.*' 

Gratificaciones  A  marineros;  643. 

Guardadores:  Ejercicio  del  comercio  por  sus  guarda- 
dos; 5.° 

Guerra:  Inmunidad  de  los  capitales  extranjeros;  169. 
No  está  comprendida  en  el  seguro;  424.  — Consecuen- 
cias de  la  guerra  marítima;  647.  — Bloqueo  durante 
la  navegación;  677,690,692,  755  y  767.— Interrumpe 
los  plazos  legales;  955. 

Hacienda  públicA:  Preferencia  ae  sus  créditos;  580, 
núm.  I.** 

Hipotecas:  Inscripción  en  el  Eegistro  mercantil;  23. 
Fraudes;  880,  núm.  4."— Créditos  hipotecarios;  913, 
914,  915,  916,  919,  927,  932  y  941,  y  ley  19  Octubre  1869, 
art.  8." -Cuestión  sobre  inscripción  en  el  Eegistro 
de  una  venta  otorgada  por  el  Banco  Hipotecarlo  y 
en  su  nombre  por  el  gobernador  del  mismo.— Véa- 
se bajo  el  núm.  VIII  de  la  Jurisp.  la  Sent.  de  21  Di- 
ciembre 1^7.  Nulidad  de  las  constituidas  sobre  el 
capital  social  de  las  Compañías  por  los  socios  de 
éstas  para  satisfacer  sus  compromisos  particula- 
lares.— Véase  en  el  grupo  VIH  de  la  Jurisp.  la  sen- 
tencia de  8  Enero  1881. 
—V.  Préstamos:  Obligaciones:  Registro  de  la  pro- 
piedad. ^ 
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Hombres  de  mar:  Sus  eoniproiuisos,  dereclios  y  debe- 
res; tíM5,  Ü;36,  t)37  y  sigtes. 
Horas  de  reunión  en  Bolsa;   Eeg.  31  Diciembre   1885, 

art.  Ü-í. 
Hurto  por  capitanes  y  tripulantes;  605.— V.  Robo. 
—Do  ilocumentos   de   crédito  al  portador.— V.  Do- 
cumentos. 


impuestos.— V.  Bolsas. 

Incendio  de  buques;  755.  — En  puerto,  rada,  ensenada 
ó  bahia;  818. — Seguro  contra  incondios;  ^Stí  k  415. 

Indemnización  de  perjuicios  á  los  socios;  142,  144,  156  y 
171.— Al  comitente;  248,  252,  256,  257,  25^,  264  y  265.— 
'  Entre  principales  y  factores;  297,  29S  y  299.  — Por  el 
depositario;  806  y  307.— Al  conujrador  ó  vendedor; 
32U  y  386. — En  contrato  de  transporte;  358,  370  y  371. 
En  las  letras  de  cambio;  464,  485  y  503,— A  los  car- 
gadores de  buques;  58(),  núm.  10 — Por  los  capita- 
nes; 614,  615,  618,  619  y  620 A  la  tripulación  caso  de 

revocarse  el  viaje;  638,  689,  641  y  642.  — En  el  fleta- 
mcnto;  669,  672,  673,  681,  688,  (580,  697,  698  y  718._A1 
quebrado;  885 —En  el  contrato  de  serviros  mariti- 
mos. — Véase  el  grupo  núm.  %'l  de  la  Sec    de  Jurisp. 

Indicación  para  el  pago  de  letras;  484  y  507. 

índices  de  los  libros  del  Registro  mercantil;  Reg.  21 
Diciembre  1885,  art.  12. 

Inscripciones  en  el  Registro  mercantil.— V.  Registro 
mercantil. 

Insolvetuia  forttiíta,  culpable  y  fraudulenta;  886  y 
siguientes. 

Inspección  de  sociedades:  Supresión;  ley  19  Octubre 
1869,  art.  10. 

Insubordinación  del   capitán  y  tripulantes;  605  y  637. 

Interdicción  civil:  La  mujer  del  condenado  á  esta 
pena  puede   comerciar,  pero  no  el  que  la  sufre;  11 

yli 

Interés  del  capital:  Casos  en  que  debe  abonarse;  171, 
2651,  264,  841,  729  y  736.— A  los  comisionistas;  278.— 
Realización  de  los  intereses  de  valores  deposita- 
dos; 3ÜH. — En  los  préstamos  mercantiles;  314  á  819. 
Por  retrasar  la  indemnización  al  asegurado;  409. — 
De  la  letra  protestada;  526  y  580.— En  las  averias; 
849.  -  De  las  deudas  del  quebrado;  8'34. — Condena  al 
pago  de  intereses  de  mora  con  arreglo  al  Cód.  de 
Com.  — Véase  el  grupo  IV  de  la  Sec  de  Jurisp . 

ínter i>elación  al  deudor  para  los  efectos  de  la  morosi- 
dad; 63. — Id  de  la  prescripción;  944. 

Interpretación  délos  contratos  mercantiles;  50,  57  y 
siguientes  —Véase  el  grupo  II  de  la  Sec.  de  Jurisp. 
— De  lenguas,  legalización  y  traducción  de  docu- 
mentos referentes  á  valores  de  empresas  mercan- 
tiles que  ban  de  negociarse  en  Bolsa;  Reg.  18  Ju- 
nio I8'-6,  art.  20. 

Intérpretes  de  biiques:  los  corredores  pueden  serlo; 
110,  112  á  115,  88,  90  y  sigx^ientes.— Prescripción  de  su 
rcsi)oiisabilidad;  945  y  946. --Renuncias  y  devolución 
de  ñanz^is:  Reg.  31  Diciem})re  1885,  art.  21. — Véase 
Agentes  mediadores:  Aranceles. 

Interoención  en  la  aceptación  y  pago  de  letras;  511 
á.  515. 

Inventarios  y  balances;  37.— De  los  capitales  sociales; 
16Sy  19  Octubre  1869,  art.  4."  Del  buque;  612,  nú- 
mero 1.° — Su  influencia  en  la  quiebra;  888,  núm.  5.° 
V.  Balances.- De  libros,  Índices,  legajos,  etc.,  que 
constituyen  el  Arcbivo  de  los  Registros  mercanti- 
les; Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  18. 


Jabón:  Elaboración  y  reventa:  Jurisp.,  5  Agosto  1857. 

Jefes  gubernativos,  económicos  y  militares:  no  pue- 
den ejercer  el  comercio;  14. 

Jueces  y  magistrados:  no  pueden  ejercer  el  comercio; 
art.  14. 

Jueces  municipales;  derechos  por  la  legalización  de 
libros  comerciales  y  por  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  mercantiles  en  que  deben  intervenir; 
R.  O.  29  Diciembre  1885. 

Juegos:  Pérdidas  en  el  juego;  888,  nvims.  2.*^  y  3.** 

Juez  competente  para  impedir  el  pago  de  los  docu- 
mentos al  portador;  548. 

Jugadas  de  Bolsa;  75. 

Juicio  verbal  sobre  contratación  en  las  ferias;  84. 

Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes;  73  y  92,  Reg.  31 
Diciembre  1885,  arts.  5.*',  6.",  7.**,  9.",  15  y  siguientes, 
44  &  60.— Véase  además  el  Reg.  do  18  Junio  J886. 

Juntas  de  acreedores;  899  y  siguientes. 

Jurisdicción  de  coraercio  (supresión);  ley  6  Diciembre 
de  186S. 
— Contencioso-administrativa:  recursos  contra  las 


resoluciones  del  Ministerio  de  Fomento  denegando 
la  negociación  en  Bolsa  de  valores;  Reg.  18  Junio 
1886,  art.  22;  Id.  31  Diciembre  1885,  art.  33. 

— De  los  Tribunales  españoles.--V.  Derecho  interna- 
cional. 

— Discijílinaria. — V.  Responsabilidad. 
Juzgados  municipales:   cuestiones  que  deciden;  84. — 
V.  Ferias. 


Labradores:  Venta  de  las  cosechas;  326. 
Legalización  de  los  libros  comerciales:  no  perciban 
derechos  los  jueces  municipales;  R.  O.  29  Diciem- 
bre 1886, 
Lenguas  vivas  extranjeras;  112. 
Lesión:  No  es  aplicable  á  las  ventas  mercantiles  la 

acción  rescisoria;  344. 
Letra  de  cambio:  cómputo  del  tiempo;  60. — Contrata- 
ción en  Bolsa;  67. — Responsabilidad  de  los  corredo- 
res de  comercio;  106. — Negociación  por  los  corredo- 
res; 107.  — Su  forma,  443  á  450. —  Términos  y  venci- 
miento de  las  letras;  451  á  455.— Obligaciones  del 
librador;  456  á  460. — Etidoso  de  las  letras;  461  á  468. 
Presentación  y  aceptación;  469  á  485.  — Aval  y  sus 
efectos;  486  y  487.— Pago  de  las  letras;  488  á  501.— 
Protestos;  502  á  510. — Intervención  en  la  acepta- 
ción y  pago;  511  á  515. — Acciones, que  competen  al 
portador;  5l6  á  526.' — Recambio  y  resaca;  527  á  530. — 
Su  influencia  en  la  quiebra;  890,  núm.  14.— Devolu- 
ción por  el  quebrado;  909,  núms.  o.°  y  7." — Prescrip- 
ción de  acciones  derivadas  de  la  letra;  950. — V.  Do- 
cumentos y  las  importantes  declaraciones  inclui- 
das en  el  grupo  IX.  de  la  Sección  de  Jurisprudencia. 
Letra  perjudicada;  469  y  525. 
Letrado  asesor  de  la  Junta  sindical  de  agentes  de 

cambio;  Reg.  18  Junio  1886,  art.  10. 
Librador. — V.  Letra  de  cambio. 

Libranzas^  vales  y  pagarés  á  la  orden:  631  á  633.— Con- 
tratación en  Bolsa;  67.— Prescripción  de  accionesí- 
950. 
i/iVjros  del  Registro  mercantil;  16  y  19,  y  Reg.  21  Di- 
ciembre 1885,  arts.  6."  y  siguientes,  y  66. 
— De  comercio:  diario,  mayor,  de  inventario,  copia- 
dor, etc.;  33  y  siguientes. — Su  influencia  en  la  quie- 
bra; 889,  núm.  1.'*,  y  890,  núms.  S."*  y  4.*^-  Por  su  lega- 
lización no  se  perciben  derechos;  29  Diciembre  1885. 
Práctica  de  prueba  en  los  libros  de  los  comercian- 
tes; Reg.  29  Diciembre  1890,  art.  359.— Véase  además 
el  grupo  I  de  la  Sec.  de  Jurisp. 
—De  los  corredores  y  agentes;  5S,  93,  99, 102,  107  y  114, 
y  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  40  á  49.— Véase  además  el 
grupo  III  de  la  Sec.  de  Jurisp. 
— De  acciones  de  las  Compañías;  163. 
—De  bitácora;  629. 
— De  máquinas;  632. 

— De  los  capitanes;  612,  núm.  3.^  y  634. 
— De  los  sobrecargos;  649. 
— De  navegación:  814. 

—De  estados  diarios  de  operaciones  de  Bolsa;  regla- 
mento 18  Junio  1886,  art,  34. 
— V.  Registro:  Sello. 

Licencia  marital;  6.*»  á  9.",  y  21,  núms.  7."  y  S.**,  y  re- 
glamento 21  Diciembre  1885,  art.  29  y  31. 
Liquidación:  De  las  operaciones  de  Bolsa;  105  y  regla- 
mentos de  31  Diciembre  1885  y  18  Junio  1886,  arts._44 
y  siguientes,   y  8.°  respectivamente. — Liquidacio- 
nes generales  de  operaciones  de  fin  de  mes;  Regs.  31 
Diciembrp  1885,  art.  56,  y  18  Junio  1886,  arts.  50  á.  57. 
— De  las  Compañías  mercantiles  y  déla  sociedad 
accidental  de  cuentas  en  participación;  46,  227  y 
siguientes,  y  243. 
— De  averías.— V.  Averías. 
Locura^ — V.  Demencia. 

Lonjas  ó  casas  de  contratación;  81  y  siguientes. 
Lugares  y  casas  de  contratación:  Bolsas  de  comer- 
cio; 64  á  87. 

3VE 
Mala  fe  de  los  socios  colectivos  ó  comanditarios;  224. 

Anula  el  contratode  seguro;  381. 
Mancebos  de  comercio;  293  á  302. 

Mandato:  Mandatarios  de  las  Compañías  anónimas; 
156. — Apoderados  de  los  comerciantes;  281  y  si- 
guientes.—Mandatarios  para  librar,  aceptar  ó  en- 
dosar letras;  444,  núm.  8.**,  y  447.— No  es  preciso 
mandato  para  pagar  las  letras  por  intervención; 
511.— Inscripciones  de  poderes  y  de  sus  revocacio- 
nes en  el  Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre 
1885,  arts.  31  y  38,  núm.  2.°  -Véase  el  grupo  %.  de  la 
Sección  de  Jurisp.,  y  en  el  II  la  sent.  de  28  Junio 
de  1886. 
— V.  Comisión:  Poderes. 
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Mandatos  de  pago  llamados  cheques;  534  á  543. 

Maquinistas  navales;  632. 

Marca  de  electos  negociados  por  cuenta  ajena;  267 

y  268. 
J/orca.?  de  fábrica;  21,   nüm.  12.— Inscripciones  en  el 
Registro  mercantil;  Heg.  21  Diciembre  1885,  artícu- 
los 21  y  45  A  .56. 
J/arína  mercante:  Inscripción  de  buques  en  el  Regis- 
tro mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  21  v  45 
á  .56. 
Marineros:  634  y  siguientes. 

Matricula  de  comerciantes:  Inscripción  de  los  navie- 
ros; 595.— V.  Registro. 
3Intriculas  de  buques  mercantes:  Copias  de  las  mis- 
mas como  requisito  para  la  inscripción  de  buques 
en  el  Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885, 
arts  47  y  48.  ' 

Matrimonio  de  mujeres  comerciantes;  Necesidad  de 
hacerle  constar  en  el  Registro  mercantil;  Reg.  21 
Diciembre  188.5,  art.  29. 
— V.  Autoridad  marital. 

Menores  é  incapacitados;  4.°,  5.°  y  234,  y  sent.  30  No- 
viembre 1883,  insería  bajo  el  núm.  I  de  la  Sección 
de  Jurisprudencia. 
Mercaderias:  Contratación  de  Bolsa;  67  y  77.— De  ilí- 
cito comercio;  682. 
Meses  mercantiles;  60. 

Metales  preciosos:  Contratación  en  Bolsa;  67.— Ase- 
guramiento; 387. 
Millas. — V  Compañías. 

Ministerio  de  Fomento:  Están  bajo  su  dependencia 
las  Bolsas  de  Comercio;  Reg.  31  Diciembre  1885,  ar- 
tículo 5.** 

-Determinaciones  6  acuerdos  de  la  Junta  sindical 
del  Colegio  de  agentes  de  cambio  que  puede  revi- 
sar en  alzada;  Reg.  18  Junio  1886,  art.  22;  id.  31  Di- 
ciembre 188.5,  art.  33. 
—Variación  de  las  horas  de  contratación  en  Bolsa; 
Heg.  31  Diciembre  1885,  art.  24. 
—Depende  del  mismo  la  Bolsa  de  Comercio  de  Ma- 
drid; Reg.  18  Junio  1886,  art.  2." 
—Nombramiento  del  personal  asignado  á  la  Bolsa 
de  Comercio  de  Madrid;  Reg.  18  Junio  1886,  artícu- 
los 6.°  y  7.» 
Ministerio  físca,h  Sus  individuos  no  pueden  eiercer  el 
comercio;  14. -Intervención  en  la  quiebra;  895  y  897. 
Minuta-de  los  contratos  en  que  intervienen  corredo- 
res; 108. 
Moneda:   Contratación  en  Bolsa;  67  y  77. -No  es  rei- 
vindicable; 86.— Depósito  de  numej-ario;  307.— Prés- 
tamo en  dinero;  312.-Cómo  puede  asegurarse;  387. 
En  cuál  debe  pagarse  la  letra  de  cambio;  489. 
Morosidad  y  sus  efectos;  63  y  263,  y  Reg.  31  Diciembre 

1885,  art.  43. 
Muerte:  La  de  los  socios  colectivos  disuelve  la  socie- 
dad; 222. — V.  Defunciones. 
Muestras:  Venta  sobre  ellas;  327. 

Mujer  casada:  Requisitos  necesarios  para  el  ejerci- 
cio del  comercio;  6.°  A  13 —Inscripción  de  su  dote 
y  parafernales;  28  y  Reg.  21  Diciembre  1885,  artícu- 
los 29,  33  y  34.— Cód.  de  1829,  arts.  1.114,  1.116,  1.117 
y  1.154. 
Multas:  A  Sociedades;  ley  19  Octubre  1869,  art.  12.— 
Realización  de  las  impuestas  á  los  factores;  289.— 
Multas  que  pueden  imponer  las  Juntas  sindicales 
de  los  Colegios  de  los  agentes  mediadores  del  co- 
mercio; Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  19.— ídem  la 
Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes  de  cambio 
por  la  no  publicación  de  operaciones;  Reg.  18  Ju- 
nio 1886,  art  28. 
Mutuo. — V.  Préstamo. 

IM 

Naufragios:  612,  núms.  14  y  1.5,  643,  784,  735,  755,  789,  791 
y  840  A  84.5.- V.  Protestas. 

Navegación  á  flete  común  6  al  tercio;  618.— V.  Abor- 
dajes: Naufragios,  etc. 

Naves.— y.  Buques. 

Navieros  y  gente  de  mar;  574.— Funciones,  derechos, 
responsabilidades,  etc.;  586  A  608.- No  puede  el  na- 
viero imponer  al  capitán  ningún  tripulante;  610.— 
Gastos  de  arribada  forzosa;  821. 
— Responsabilidad  por  los  actos  que  ejeciite  el  ca- 
pitán de  la  nave.— Véase  en  el  grupo  II  de  la  Sec- 
ción de  Jurisp.  la  sent.  de  28  Junio  18^6,  y  en  el 
grupo  *  las  de  5  Enero  1882  y"!!  Abril  1889. 

Negociación  de  valores  robados,  hurtados  ó  extravia- 
dos; 560. 

Negociaciones  de  efectos  públicos:  Son  privativas  de 
los  agentes  de  cambio  y  Bolsa;  Cód.,  art.  100;  re- 
glamento 31  Diciembre  1885,  arts.  10,  36  y  68,  núme- 
ro 1.°,  y  Reg.  18  Junio  1886,  art.  35. 


Nombramientos  de  agentes  de  cambio  y  Bolsa  y  de- 
más agentes  mediadores  del  comercio;  Reg.  31  Di- 
ciembre 188.5,  arts.  12  y  13.-De  agentes  y  corredo- 
res; Eeg.  31  Diciembre  1885,  art.  21. 

Notarios:  Tienen  este  carácter  los  agentes  colegía- 
dos;  93.— Retención  de  las  letras  protestadas;  506. 
-Sus  obligaciones  en-los  contratos  de  venta  de  bu- 
ques; Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  58. 

Notas:  De  operaciones  de  Bolsa;  Reg.  31  Diciembre 
188.5,  arts.  88,  45  y  46.— De  publicación  de  operacio- 
nes de  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  26  y  sigs. 

Noticias:  Contrato  de  seguro  marítimo  sobre  ellas; 
785. 

Not_i^cación  A  los  libradores  y  endosantes  de  letras; 
517.  — A  los  denunciadores  de  robo,  hurto  ó  extravio 
de  documentos;  549. 

Novación  del  contrato  de  transporte;  360.-De  los  se- 
guros; 384. 


Obligaciones:  Emisión  por  las  compañías;  176,  186, 187 
y  190;  11  Julio  1856;  11  Julio  1^60;  31  Agosto  id!;  29 
Enero  1862;  19  Octubre  1869,  art.  8.°;  12  Noviembre 
1869;  29  Juho  1883.— Hipotecarias;  201,  207  y  2U8.— Có- 
mo pueden  asegurarse;  887. 

Obligaciones  mercantiles:  Cuándo  son  exigibles;  62.— 
V.  Contratos. 

Obras  públicas — V.  Compañías:  Ferrocarriles. 

Obreros:  Venta  de  los  objetos  que  fabrican;  326. 

Oficiales  y  tripulación  de  los  buques;  626  á  648. 

Operaciones  áe  Bolsa;  74  a  80.— Mediación  de  los  agen- 
tes de  cambio:  Reg.  31  Diciembre  1885,  arts.  86  A  43. 
Atribuciones  de  la  Junta  sindical  de  agentes  de 
cambio;  Reg.  31  Diciembre  188.5,  arts.  44  A  60.— For- 
ma A  que  debe  ajustarse  la  contratación;  Reg.  18 
Junio  18S6,  arts.  23  A  34. — Operaciones  en  que  pue- 
den intervenir  en  concurrencia  los  agentes  daKam- 
bio  y  Bolsa  y  los  corredores  de  comercio  colegia- 
dos en  Madrid:  Heg.  31  Diciembre  18-5,  arts.  36  A  48; 
ídem  18  Junio  188<i,  arts.  35  á  .39.— Libros  registros 
de  agentes  y  corredores  y  notas  y  pólizas  que  de- 
ben adoptarse  en  la  contratación;  id.,  arts.  40  A  49. 
Reclamaciones  por  incumplimiento  de  operacio- 
nes de  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  58  A  63.—  Véa- 
se el  grupo  111  de  la  Sec.  de  Jurisp. 

Operaciones  de  fin  de  mesen  la  Bolsa  de  Madrid  (liqui- 
daciones generales);  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  50  á  58. 

Orden  público;  Sometidas  en  lo  relativo  á  este  pxinto 
las  Bolsas  de  Comercio  á  la  inspección  de  los  go- 
bernadores; Reg.  81  Diciembre  18S.5,  arts.  5.°  y  6.°— 
Orden  público  en  las  reuniones  de  la  Bolsa  de  Co- 
mercio; Reg.  81  Diciembre  18:i5,  art.  26;  id.  18  Junio 
1886,  arts.  4."  y  15,  regla  3.» 


Pacotilla  de  los  sobrecargos;  651. 

Pactos  sociales:  119,  1.51,  161  y  165.— V.  Contratos. 

Paaarés:  Cómputo  de  tiempo;  60.— Contrafación  en 
Bolsa;67.— De  prestatarios  de  Bancos  agrícolas;  214 
y  215.— Es  pagaré  la  letra  deficiente;  450.— Pagarés 
á  la  orden;  531  y  sigs.— Devolución  por  el  quebra- 
do; 909,  núms.  5.°  y  7.°— Prescripción  de  acciones; 
9,50 — V.  Comisionistas:  DAacumentos  mercantiles  y 
las  sents.  incluidas  bajo  el  núm.  IX  de  la  Sec.  de 
Jurisprudencia. 

Pago  de  letras  de  cambio;  488  A  .501  y  véase  además  el 
grupo  IX.  de  la  Jurisp. 

Pagos. -V.  Suspensión  de... 

Papel  selleLdo.—  V.  Sello. 

Parafernales.— Y .  Dote:  Bienes. 

Pasaje:  693  A  70.5.- Prescripción  de  acciones;  951. 

Pasajeros:  No  forman  parte  de  la  dotación  del  bu- 
que; 648.— V.  Pasaje. 

Patentes  de  invención;  21,  núm.  12,  y  Reg.  21  Diciem- 
bre 1885,  arts.  33  A. 35.— De  navegación;  612,  nüm.  1.° 

Patria  potestad;  4.°,  y  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  28, 
regla  8.'^ 

Patrones  de  buques:  Aptitud,  derechos,  deberes,  etc.; 
609  y  siguientes. 

Pena  capit-al:  No  cabe  en  el  seguro;  423. 

Venas  de  indemnización  en  los  contratos;  .56. 

Peritos  para  valuar  capitales  sociales;  172.— Para  el 
reconocimiento  de  mercancías  averiadas;  937.— 
Para  valuar  los  daños  causados  por  el  incendio: 
406  y  407. — Para  apreciar  la  participación  social  del 
capitán  de  la  nave;  606. 

Permutas  mercantiles;  346. 

Pilotos:  Sus  requisitos,  derechos,  obligaciones  y  fun- 
ciones; 626  á  631. 

Plazos.— V.  Términos. 
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Poderes  A.  gerentes,  factores,  etc.;  21,  núni.  6." 

Poderes  no  inscritos;  29. — Inscripción  de  los  mismos 
y  de  sus  revocaciones;  Reg.  21  Diciembre,  arts.  31  y 
38,  núm.  2.*> 

Pólizas-.  De  los  ag:entes  de  comercio;  103.— De  Bolsa; 
15  Mayo  1854;  22  y  25  Junio  y  4  Agosto  1880;  Rep.  18 
Junio  ltí-6,  art.  ai.-De  los  seguros;  330,383,  384,  417, 
431,  433,  737  y  sigts.;  Jurisp.,  7  Junio  I8Sl.~De  fleta- 
mento;  652  y  sigts.  — Del  préstamo  á  la  gruesa;  720. 

Porteadores. — V.  Transportes. 

Portes:  Prescripción  de  acciones;  951.-  V.  Carta  de 
porte. 

Posesión:  Produce  la  propiedad  de  los  buques;  573. 

Prácticos  á  costa  de  los  buques;  612,  núm.  6.° 

Premio  de  comisión;  277. 

Prenda:  El  buque  está-  afecto  á  los  derechos  de  la 
tripulación;  646. — Prenda  del  cargamento  al  pago 
del  flete;  6f>5,  667  y  678. — Sobre  los  efectos  salvados 
del  naufragio;  842.— Acreedores  pignoraticios;  918 
y  941.  -Derechos  do  los  misnaos:  Enajenación  de  la 
prenda  caso  de  quiebra  del  deudor,  etc.— Véase  en 
el  grupo  X. I  de  la  Jurisp.  la  sent.  27  Diciembre  1888. 

Presas. — V.  Ajtresamiento. 

Pi'escriprióji:  De  acciones;  342,  375  y  942  á  954.  —  D e  la 
propiedad  de  los  buques;  573. — Del  contrato  de  se- 
guro; 781,  núm.  7." — Del  derecho  de  conducir  A  su 
destino  las  mercancías  aseguradas;  793,  797  y  798.— 
V.  Almacenes. 

Préstamo  mercantil:  Requisitos  y  consecuencias  ju- 
rídicas; 311  A  319. — Con  garantía  de  efectos  ó  valo- 
res públicos;  320  á.  324  —Cómputo  de  tiempo;  60. — 
Las  compañías  no  pueden  prestar  con  garantía 
de  sus  acciones;  167. — No  puede  contratarlo  el  co- 
misionista; 270.  — De  los  Bancos  de  crédito  territo- 
rial; 200,  201,  202,  203,  204,  205,  209  y  210. 
^Con  garantía  de  efectos  ó  valores  públicos;  Reg.  31 

Diciembre  1885.  art.  37. 
_A  la  gruesa;  113,  580,  núm.  9."^,  683,  611,  núm.  4.o, 
617,  621  y  719  á,  736;  Jurisp.,  28  Diciembre  18^3.-  Cuán- 
do se  descuenta  del  seguro;  751. — Reglas  aplicables 
á  éste;  761. — Incompatibilidad  con  el  mismo;  781. 
Prescripción  de  acciones;  954 — Véase  el  grujió  VI 
de  la  Sec.  de  Jurisp. 

Préstamos  fraudulentos;  881,  núm.  4.** — Hipoteca- 
rios; 117. 

Prima  del  seguro;  388,  389  y  403. 

Propiedad:  adquisición  de  la  de  los  buques  por  pres- 
cripción; 573. 

Propiedad  industrial;  21,  núm.  12,  y  Regí.  21  Diciem- 
bre 1885,  arts.  38  y  44. 

Propietarios  de  buques  y  navieros;  586  k  608. 

Prote^itas  en  caso  de  naufragio,  etc.;  612,  núms.  15, 
624,  630,  8:j5,  8íi6  y  843. 

Protesto  de  las  letras  de  cambio;  460,  481,  494,  496  y  502 
k  510.— Di  'S  inhábiles  para  el  protesto;  V.  el  grupo 
fX.  de  la  Sec.  de  Jurisp. — No  pueden  protestarse 
las  cartas  de  crédito;  569. 

Provincias  forales:  Imperio  del  Cód.  de  Com.;  V.  en 
el  grupo  %.l  de  la  Sec.  de  Jurisp.  la  sent.  de  27  Di- 
ciembre 1888. 

Provisión  de  fondos  al  librado;  456,  457  y  siguientes  y 
517. — Para  el  pago  de  cheques;  ^6. 

Prueba  que  liacen  los  libros  de  comercio;  48.  — Prueba 
de  los  contratos  mercantiles;  51  y  89. — Prueba  que 
hacen  las  pólizas  de  los  agentes  de  comercio;  103. — 
Prueba  de  las  cuentas  en  participación;  210.— Del 
contrato  de  transporte;  354.— De  los  efectos  asegu- 
rados; 390.  Prueba  que  hace  la  declaración  dftj  ca- 
pitán de  un  buqxie;  624. — ídem  el  libro  del  mismo; 
634. — ídem  de  la  póliza  de  fletamento;  654. — ídem 
los  conocimientos;  709  y  710. — Prueba  de  la  pérdida 
de  los  efectos  objeto  de  préstamo  á  la  gruesa  y 
asegurados;  731  y  799. 

Puhliración  de  operaciones  de  Bolsa:  Regí.  31  Diciem- 
bre 1885,  arts.  38  y  44  y  siguientes.— ídem  18  Junio 
1886,  art.  a3. 

Publicidad  del  Registro  mercantil;  30 Regí.  21  Di- 
ciembre 1885,  arts.  57  á  63. 

Puerto  Rico:  Observancia  del  Código  en  Puerto  Rico. 
17  Febrero  1832;  1.°  Noviembre  1-578;  12  Agosto  1881; 
y  12  Marzo  1885. 


Quebrados  no  rehabilitados:  no  pueden  comerciar;  13, 
Quiebras:  DisposrrioNES  generales  sobre  quieímias. 
874  A.  885.- Sus  clases  y  cómplices  en  ellas;  886  á  897; 
— Convenio  entre  Ins  acreedores  y  el  quebrado;  898 
A  907  y  Código  de  1829,  arts.  1147  á  1167;  Jurisp.,  18 
Marzo  1865.  -  Derechos  y  graduación  de  los  acree- 
dores; 908  k  919,  y  Código  de  1829,  arts.  1113  k  1136.— 
Rehabilitación  del  quebrado,  920  k  922,  y  Código  d« 
1829,  arts.  1168  k  1176. 


— De  las  sociedades  mercantiles;  923  k  929. 

— De  las  empresas  de  ferrocarriles  y  demás  obras 
públicas;  930  á  941,  y  ley  12  Noviembre  1869. 

— Lo  que  es  el  estado  de  quiebra  y  sus  diferentes 
clases;  Código  de  i829,  arts.  1001  á  1015. — Declara- 
ción de  quiebra;  1016  A  1034.— Efectos  y  retroacción 
de  la  declaración  de  quiebra;  1035  k  1043.-  Disposi- 
ciones consiguientes  á  la  declaración  de  quiebra; 
1044  á  1067.— Nombramiento  de  síndicos  y  sus  fun- 
ciones; 1068  A  1078.— Administración  de  la  quiebra; 
1079  á  1099.- Examen  y  reconocimiento  de  los  cré- 
ditos contra  la  quiebra;  UOO  k  1112. — Grraduación 
y  pago;  1113  á  1136.  — Calificación  de  la  quiebra;  1137 
á  1146.  -Convenio  entre  los  acreedores  y  el  quebra- 
do; 1147  á  1167.— Rehabilitación  del  quebrado;  1168 
á  1175.— Cesión  de  bienes;  U76  y  1177. 

— Aiitoriza  para  examinar  los  libros  de  comercio; 
46.  — Los  agentes  de  comercio  no  pueden  negociar 
por  cuenta  de  los  quebrados;  96.— Disuelve  las  com- 
pañías; 221,  núm.  3. **,  y  222,  núm.  3."— Efectos  res- 
pecto á  la  Comisión  mercantil;  251.-  Quiebra  de  los 
aseguradores  de  efectos  diados  en  comisión;  274. — 
La  del  asegurado  no  anula  el  seguro  sobre  la  vida; 
42!^». — Quiebra  del  pagador  de  la  letra  de  cambio; 
493. -No  exime  de  protesto;  502  510  y  518.-Efecto8 
do  la  quiebra  respecto  al  seguro  marítimo;  787. — 
Quiebra  por  el  no  pago  de  obligaciones  venci- 
das; 871. 

— Véase  además  en  el  grupo  I  de  la  Sección  de  Juris- 
prudencia, las  sents.  de  30  Noviembre  18S3  y  1."  Fe- 
brero 1886;  en  el  grupo  »"lll  la  de  17  Febrero  bs86,  y 
todas  las  contenidas  bajo  el  núm.  XI,  que  lleva 
por  epígrafe  «Quiebras  y  suspensiones  de  pagos.» 
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Eazón  social;  126,  12^,  135  y  147. 

Recambio  y  resaca;  527  k  530. 

Recibos  del  cargamento;  cancelación;  717. 

Reclamaciones  contra  agentes:  Reg.  31  Diciembre  1885, 
arts.  63  y  67.  ' 

Reclamaciones  por  incumplimiento  de  operaciones 
de  Bolsa;  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  58  k  63. 

Reconocimiento  de  libros  de  comercio;  45  k  47. — De  bu- 
ques; 612,  núm.  4.'' 

Recursos  de  alzada  contra  acuerdos  de  la  Junta  sin- 
dical del  Colegio  de  agentes  de  cambio  sobre  in- 
admisión de  valores  á  la  contratación  y  cotización 
de  la  Bolsa  de  Madrid;  Reg.  18  Junio  1HS6,  art.  22: 
ídem  31  Diciembre  1885,  art.  33. 
— V.  Jurisdicción  contencioso-administrativa. 

Refacción.— V .  Créditos  refaccionarios. 

Registradores  de  la  propiedad:  Se  les  encomienda  in- 
terinamente el  Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciem- 
bre 1885,  arts.  2.°  y  3.**;  R.  D.  27  Diciembre  1885. 

Reífisfrador  mercantil:  provisión  de  este  cargo;  32. 

Registro  mercantil:  Dispo.siciones  antertokes  al.  Có- 
digo DE  Comercio  sobre  Registro  mercantil;  29 
Octubre  1838;  4  Julio  1-39;  16  Marzo  1846;  10  Octubre 
1862;  I.**  Septiembre  1864y  10 Noviembre  1876;  30  Mayo 
1&36;  12  Febrero  1850  y  15  Abril  1851;  1."  Septiembre 
1864;  ley  19  Octubre  1869,  art.  3.*';  O.  7  Marzo  1870. 
—Disposiciones  del  Código  de  Comercio:  Inscrip- 
ción de  la  licencia  marital;  6.**  y  8. '*  — Libros  de  que 
consta  su  carácter,  objeto  y  documentos  inscribi- 
bles; 16  A  32.— Actas  de  cotización;  80.— Depósito  de 
los  libros  de  los  agentes;  99.— Anotación  de  las  es- 
crituras de  sociedad;  119.— Inscripción  de  obliga- 
ciones sociales;  176  y  1S6.— ídem  de  la  resf  isión  de 
compañías;  220.--Idem  de  la  disolución  de  éstas;  226. 
ídem  de  la  adquisición  de  buques;  573  y  578.— ídem 
do  los  préstamos  A  la  gruesa;  580,  núm.  9.°,  y  720.— 
ídem  de  las  obligaciones  contraídas  por  los  bu- 
ques; 612,  núm.  9.° 
—Disposiciones  del  reglamento  interino  para  su 
organización  y  régimen  de  21  Diciembre  1885:  De 
los  registros  mercantiles  y  funcionarios  encarga- 
dos de  los  mismos,  arts.  l.°  á  4.'^^Del  modo  de  lle- 
varlos Registros;  5.°  A  19. — Délas  inscripciones  en 
el  Registro  y  sus  efectos:  disposiciones  generales; 
arts.  20  k  27.— Inscripción  en  el  libro  de  comercian- 
tes; arts.  28  A  35. — Inscripción  en  el  libro  de  socie- 
dades, arts.  36  á  44. —Inscripciones  en  el  libro  ó  re- 
gistro de  buques:  arts.  45  A  56. —Publicidad  dol 
Registro  mercantil;  57  A  63. — Derechos  y  responsa- 
bilidad de  los  registradores;  61  A  66. 
— Remisión  diaria  al  Registro  mercantil  do  la  cer- 
tificación del  acta  de  cotización  en  la  Bolsa  de  Ma- 
drid; Reg.  18  Junio  1886,  art.  15,  regla  7.*^  -Inscrip- 
ciones de  traslación  de  dominio  de  buques;  11 
Mayo  1886. 

Registro  da  transportes;  378. 
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Registro  tle  la  propiedad:  Inscripción  de  obligaciones 
hipotecarias;  186. 

Reglamentos  y  estatutos  de  sociedades;  159  y  168. 

Rehabilitad 071  del  quebrado:  920  á  922. 

Reivi7tdicaciÓ7i:  no  es  reivindicable  la  moneda,  etc.;  86. 
— De  efectos  iiúblicos  y  al  portador;  324  y  545. 

Rentas  vitalicias  (Compañías  de};  117. 

Represalias;  755. 

Resaca. — V.  Recambio. 

Rescate  del  buque  prisionero;  811,  niim.  1.° 

Rescisióíi  del  contrato  de  comisión;  280. — Del  contra- 
to de  compañía;  218  á  220. — De  la  compraventa;  328 
á  332  y  344.— Del  seguro;  389,  392,  401,  414  y  431.— Del 
fletamento;  688  á  692. 

Reaquardos  de  depónitos;  67,  194  y  195;  9  Julio  1862;  19 
Octubre  1869,  art.  7.'' 

Responsabilidad  de  los  socios  colectivos;  127.  Del  ca- 
pitán por  los  delitos  de  los  tripulantes;  618. 

Restitución  in  integrum;  234  y  942. 

Retracto  de  buques;  575  y  592. 

Reventa  no  mercantil;  326,  núm.  3.^ 

Revolución:  interrumpe  los  plazos  legales;  955. 

Riesgos  de  mar;  7.55,  806'á  845.— V.  Préstanio  k  la  grue- 
sa: Seguros  marítimos. 

Robo,  hurto  y  extravío  de  documentos  mercantiles; 
547  á  566.  — Por  capitanes  y  tripulantes;  605. 

Rol  de  la  trii^ulación;  612,  núm.  I.'' 


Salarios  devengados  en  la  conservación  de  buques; 
580,  núm.  4  *'— De  la  tripulación:  no  se  puede  pres- 
tar sobre  ellos;  725. — V.  Sueldos. 

Salramtnto. — V.  Naufragio. 

¿íaneinniento.—'V .  Evicción. 

Sanidad:  Enfermedades  epidémicas;  647  y  955. 

Santo  de  la  Reina:  Día  inhábil  para  el  protesto  de  le- 
tras; V.  en  el  grupo  IX  de  la  Jurisp.  la  sent.  de  12 
Marzo  1885. 

Saqueo  de  buques;  755. 

Seccio7ies  de  Fomento  de  los  Gobiernos  de  provincia; 
Reg.  31  Diciembre  1885,  art.  13. 

Secretarios  de  los  Consejos  de  Administración  de  las 
compañías  ó  sociedades  mercantiles:  Valor  y  efi- 
cacia de  sws  certificaciones;  V.  bajo  el  núm.  VIII 
de  la  Jurisp.  la  sent.  de  21  Diciembre  1887. 

Secreto  quü  deben  guardar  los  agentes  de  comer- 
cio; 95. 

Seguros:  Contrato  de  seguros  en  í7éneraí;  380  á  385. — De 
géneros  dados  en  comisión;  274.— De  traiisporte  te- 
rrestre; 432  á  437. — Marítimos  ':  forma  de  este  con- 
trato; 737  á  742  y  griipo  *l  de  la  Jurisp.— Cosas  que 
Sueden  ser  aseguradas  y  su  evaluación;  743  h  754. — 
bligaciones  entre  el  asegurador  y  el  .asegurado; 
755  á  780.— Casos  en  que  se  anula,  rescinde  ó  modifi- 
ca el  contrato;  781  á  788.— Abandono  de  cosas  ase- 
guradas; 789  A  805.— Concurrencia  del  préstamo  A 
la  gruesa  y  el  seguro;  735. — Prescripción  de  accio- 
nes; 954. — Seguros  contra  Í7ice7idios;  386  á  415  y  grupo 
núm.  *'l  de  la  Sec.  de  Jurisp.— Sobre  la  vida;  416  á 
431.  — Mutuos;  124.— De  buques;  598.— Intervención 
de  los  ii»  érpretes  de  naves;  113.— Contratación  en 
Bolsa;  67.— Los  agentes  no  pueden  ser  asegurado- 
res; 96.— Negociación  por  los  corredores  de  comer- 
cio; 107.  Varias  clases  de  seguro:  438.  — Compañías 
aseguradoras;  117.— V.  además  el  núm.  VIII  de  la 
Sec.  de  Jurisp. 

Sello  y  timbre  en  los  libros  de  comercio;  24  Mayo  1880. 
En  las  solicitudes  de  inscripción  en  el  Registro 
mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  28.— Id_.  en 
las  certificaciones  del  Registro;  Reg.  21  Diciem- 
bre 1885,  art.  59. 

Sindicaturas  y  si7idicos  de  las  quiebras:  Código  de 
1829.  arts.  1Ó68,  1078  y  siguientes.— V.  Quiebras  y  el 
grupo  núm.  XI  de  la  Sec.  de  Jurisp. 

Sindico  presidente  de  la  Junta  sindical  del  Colegio  de 
Agentes  de  cambio;  Reg.  18  Junio  1886,  art.  15. 

Sobrecargos;  649  á  651.— V.  Capitanes. 

Sociedad  conyugal. — V.  Bienes. 

Sociedades  cooperativas;  124. — V.  Compañías. 
— Accidental  de  cuentas  en  participación.— Véase 
Cuentas. 

Sociedades:  Libros  de  sociedades  en  el  Registro  m.er- 
cantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  art.  7.**  y  siguientes. 
Inscripciones;  Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  21,  23  y 
36  á  44. —Notificación  de  la  declaración  de  quiebra 
al  Registro  mercantil;  Reg.  21  Diciembre  1885,  ar- 
tículo 21.— Sociedades  que  pueden  crear  Bolsas  de 


1    Sohi-e  seguros  inaritimos,véa7ise  ademdslas  sente7i- 
eias  contenidas  bajo  el  mim.  VI  de  la  Jurisp. 


comercio;  Reg.  31  Diciembre  1885,  arts.  a.**  y  4.*'  {pá- 
rrafo 2.**)  y  8."^ — V.  Compañías:  Emisiones. 

Socios  de  compañías  mercantiles.— V,  las  sents.  in- 
sertas bajo  el  núm.  VIII  de  la  Jurisp. 

Solicitudes  de  inscripción  en  el  Registro  mercantil: 
Reg.  21  Diciembre  1885,  arts.  28,  29,  36  y  45.~De  cer- 
tificaciones del  Registro  mercantil;  Reg.21Diciein- 
bre  1885,  arts.  58,  59  y  60. 

Subaata  de  efectos  depositados;  197. — De  buques;  579, 
582,  584  y  592. 

^íícesííín  \iniversal:  permite  el  examen  de  los  libros 
de  comercio;  46. 

Suczirsales;  21,  núm.  4." 

Sueldo  del  capitán  y  tripulantes  de  buques;  580,  nú- 
mero 6.",  603,  604,  809,  núm.  4.**,  y  811,  núm.  10. 

Suicidio:  No  cabe  en  el  seguro;  423. 

Suscriciones  de  emisiones  de  efectos  públicos:  Son  pri- 
vativas de  los  agentes  de  cambio  y  Bolsa;  Código, 
art.  100;  Reg.  de  Bolsas,  arts.  10  y  68  (núm.  1.**),  y  re- 
glamento ly  Junio  1886,  art.  .3.5. 

Suspensión  de  pagos;  870  á  873,  930  y  siguientes.— Véan- 
se en  el  grupo  %i  de  la  Sección  de  Jurisp.  las  reso- 
luciones de  30  Enero  1889,  27  Febrero  id.;  4  Octubre 
ídeni  13  Diciembre  id.  y  4  Enero  l89l. 

Susiiensiones  de  agentes  medi.adores  del  comercio;  re- 
glamento 31  Diciembre  18'!).5,  art.  62. 


Talones  de  Bancos  y  sociedades;  543. — Prescripción; 

950. 

Ta7}teo  en  la  venta  de  biiques;  .575  y  592. 

Telegramas  sobre  cambios  de  las  Bolsas  nacionales  y 
extranjeras;  Reg.  18  Junio  1886,  arts.  15  (regla  8,")  y 
48;  id.  31  Diciembre  1885,  art.  52. — Sobre  denuncia 
de  títulos  ó  valores  cotizables;  Reg.  31  Diciembre 
1885,  art.  58.— V.  Correspondencia. 

Temeridad  para  el  seguro  sobre  la  vida;  424. 

T'enedores  de  libros:  no  pueden  serlo  los  agentes  de 
comercio;  96. 

Terceros:  beneficios  de  los  terceros  por  el  Registro 
mercantil;  24  á  26  y  29. 

TérmÍ7ios:  Cómputo  de  días,  meses  y  años;  60,  61  y  942. 
Cuándo  son  exigibles  las  obligaciones  mercantiles; 
62. — Términos  y  vencimientos  de  las  letras  de  cam- 
bio; 451  á  455.  — Suspensión;  955. 

Testamentarias:  Cuestión  sobre  procedencia  de  la  de- 
claración de  quiebra  de  una  compañía:  doctrina 
sobre  el  asunto. — V.  en  el  grupo  ILl  de  la  Jurisp.  las 
sentencias  de  17  Octubre  lH90y  3  Junio  1891. 

Testigos:  su  solo  dicho  no  basta  para  probar  los  con- 
tratos mercantiles,  etc.;  51. 

Tiendas  y  almacenes;  85. 

Tipos  de  cotización  de  Bolsa;  Reg.  31  Diciembre  1885, 

art.  44  y  siguientes. 
— De   operaciones  á  plazo;  Reg.  31  Diciembre  1885, 

artículo  54. 
—Oficial  de  cambio   en  las  plazas  mercantiles  del 
reino  y  extranjero;  R.  D.  18  Noviemíjre  1887,  y  Real 
orden  19  Noviembre  1887. 

Tituloft  de  ijropiedad  industrial,  patentes,  marcas, 
etcétera:  Inscripción  en  el  Registro  mercantil;  re- 
glamento 21  Diciembre  1885,  arts. 38  y  44. 

Tomador. — V.  Letra. 

Trabajo  personal  {acreedores  por);  913,  932  y  941, 

Tradición:  basta  para  transmitir  los  efectos  al  por- 
tador; 545. 

Traducción  de  documentos  extranjeros;  113  y  ll4. — 
Por  los  corredores  intérpretes  de  buques;  R.  O.  20 
Septiembre  1891. — V.  Interpretación  de  lenguas. 

Transfere7icias  y  fusiones  de  las  compañías  de  obras 
pviblicas;  188  y  189.  — De  créditos  no  endosables;  347 
y  34H. 
— De  efectos  públicos:  son  privativas  de  los  agentes 
de  cambio  y  Bolsa;  100;  reglamento  de  Bolsas,  artí- 
culos 10  y  68  (núm  1.°),  y  Reg.  18  Junio  1886,  art.  35. 

Transportes:  contratación  en  Bolsa;  67.-1)6  efectos 
dados    en    comisión;  275.  —  Terrestres;   .349  á  379;  9 

Abril  1876 Seguro  de  transporte;  432  á  437.— Véase 

Fletamento  y  el  grupo  núm-  Vlft  de  la  Jurisp. 

Tranvías. ^Y.  Compañías. 

Tratados  de  comercio;  R.  D.  7  Enero  1886. 

Tribunales.— V.  Competencia:  Derecho  internacional. 

Tribu7iales  de  comercio:  supresión;  6  Diciembre  1868.— 
Sobre  su  restablecimiento;  7  Mayo  1880. 

Triptdación:  pago  de  sii  sueldo;  580,  núm.  6.** —Ajuste; 
610,  634  y  siguientes.— V.  Oficiales. 

Tutela  administrativa  sobre  las  sociedades  mercan- 
tiles.— Véase  en  el  grupo  VIII  de  la  Jurisp.,  el  Real 
decreto  de  25  Marzo  1879. 
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¡Itrnmar.—V.  Cuba:  Filipinas:  Puerto  Eico. 

l'sos  en  las  letras  de  cambio;  451  y  453. — Véase  Cos- 
tumbre. 

Usufructo:  devolución  de  los  bienes  usufructuados 
por  el  quebrado;  909,  niim.  3." 

Vales  á.  la  orden;  531  y  siguientes. 

Valor  recibido,  en  cuenta  y  entendido;  444,  núm.  S.**, 
445  y  465.— Sie:nificado  mercantil  de  esta  cláusula. 
Véase  en  el  grupo  I  V  de  la  Jurisp.,  la  sent.  de  23 
Junio  1891. 

Valores  y  efectos  al  portador:  admisión  en  Bolsa  ó 
inclusión  en  las  cotizaciones  ofiriales;  Reg.  31  Di- 
ciembre 1^S5,  arts.  28  A  35.  — Emisión  por  particu- 
lares: admisión  A  la  contratación  y  cotización  en 
Bolsa;  Reg.  18  Junio  18-6,  art.  21;  id.  31  Diciembre 
18B5   arts.  28  á  35.— V.  Emisiones. 

Valorea  cotizables:  publicación  de  denuncias  para 
impedir  su  cotización:  anumúo  de  los  admitidos  A 
contratación  y  cotización;  Reg.  18  Junio  1886,  arti- 
cnlo  15,  reglas  5.*  y  6.*^— V.  Emisiones. 

Valores  industriales  y  mercantiles;  67,  77  y  104. 

Varada  de  buques;  755. 

Vencimiento  de  los  contratos:  origina  en  sii  caso  la 
morosidad;  63. 

Venta. — V.  Compraventa. 

Viajeros  (transporte  de);  352.  — V.  Pasaje:  Transporte. 

Viajes:  muerte  en  viajes;  424.— No  puede  ordenarlos 
el  naviero;  598. -Causas  de  revocación;  640  y  647.— 
Viajes  cortos;  798. 

Vida.— Y.  Segiiros. 

CÓDIGO  DE  COMERCIO  PARA  CUBA  Y  PUERTO 

RICO  '.  El  Códig-o  de  1829  rigió  lo  mismo  en  la 
Península  que  en  Ultramar.  El  de  1885  se  ha 
hecho  también  extensivo  k  los  territorios  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  y  rig-e  en  ellos  desde  1." 
de  Mayo  de  1886,  sin  otras  modificaciones  que 
las  introducidas  en  diez  artículos,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  28  de  Enero  de  1886, 
que  contiene  los  artículos  sustituidos.  He  aquí 
este  decreto: 

R.  D.  28  Enero  18S6. 
Haciendo  extensivo  á  las  Antillas,  con  las  modificaciones 
que  se  expresan,  el  Código  provinlgado  para  la  Penín- 
sula en  22  de  Agosto  de  1885, 

(Ur.T.)  <'Exposición.-Si^ñni-a.:  A  ning-úii  otro 
ramo  de  la  leg-islacióu  viltramarina  es  más  ne- 
cesario aplicar  el  fecundo  principio  de  la  asi- 
milación y  llevar  los  adelantamientos  de  la 
ciencia  comprobados  en  la  práctica  que  A  aquel 
que  org'aniza  las  instituciones  mercantiles,  ya 
por  el  carácter  de  universalidad  que  éstas  re- 
visten, ya  por  la  influencia  directa  que  ejercen 
en  el  desenvolvimiento  de  la  riqueza  pública... 

Publicado  hoy  otro  nuevo  Códig-o  de  Comer- 
cio... el  Ministro  que  tiene  la  honra  de  dirigir- 
se á  V.  M.  faltaría  ciertamente  á  su  deber  si 
no  se  apresurara  á  hacer  extensiva  la  nueva 
ley  á  aquella  preciosa  parte  del  territorio  na- 
cional. 

Proclamado  en  el  nuevo  Código  el  principio 
de  la  más  amplia  libertad  de  las  transacciones 
mercantiles,  el  Ministro  que  suscribe,  después 
de  haber  oído  el  autorizado  dictamen  de  la 
Comisión  codificadora,  se  complace  en  no  te- 
ner que  consignar  más  privilegio  que  el  pres- 
crito en  el  art.  179  á  favor  del  Banco  español 
de  la  isla  de  Cuba,  refiriéndose  la  aclaración 
contenida  en  el  201  á  una  mera  concesión  para 


*  Consultar  las  disposiciones  citadas  en  el  sumario 
precedente  bajo  las  palabras  Cuba,  Filipinas  y  Puerto 
Rico. 


hacer  operaciones  de  Banco  territorial,  que 
no  excluye  el  que  las  ejerzan  otros  Bancos  de 
esta  clase.  Ha  creído  también  conveniente 
mencionar  en  el  art.  547  los  documentos  de 
crédito  al  portador  contra  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  puesto  que  aquéllos  no  son  emi- 
tidos por  el  listado,  por  la  provincia  ni  por  el 
Municipio. 

Las  demás  modificaciones  son  exigidas  ine- 
ludil)lemente  por  la  posición  geográfica  délas 
Antillas,  por  la  diversa  momenclatura  de  sus 
publicaciones  oficiales,  y  por  no  haber  en  ellas 
otros  agentes  ]mra  los  cambios  que  los  corre- 
dores de  comercio.  Con  esto  y  con  la  aplicación 
de  los  reglamentos  del  Registro  mercantil  y 
de  las  Bolsas  de  contratación  á  las  citadas  is- 
las, quedará  completa  la  obra  y  pronto  se  sen- 
tirán sus  benéficos  efectos. 

En  vista  de  estas  consideraciones,  el  Minis- 
tro que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á  la 
aprobación  de  V.  M.  el  siguiente  proyecto  de 
decreto. 

Madrid  28  de  Enero  de  188G.— Señora:  A  los 
R.  P,  de  V.  M.,  Germán  Gamazo. 

REAL  DECRETO 

A  propuesta  del  Ministro  de  Ultramar,  oída 
la  Comisión  codificadora  de  dichas  provincias, 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros  y  en 
uso  de  la  autorización  que  concede  á  mi  Go- 
bierno el  art.  89  de  la  Constitución  de  la  Mo- 
narquía, 

Vengo  en  decretal-  lo  siguiente: 

Artículo  1."  El  Código  de  Comercio  de  22 
de  Agosto  de  1885,  vigente  en  la  Península, 
regirá  en  los  territorios  jurisdiccionales  de 
Cuba  y  Puerto  Rico  desde  1."  de  Mayo  del  co- 
rriente año,  sin  otras  modificaciones  que  las 
introducidas  en  los  arts.  179,  201,  453,  547,  550, 
559,  798,  804,  934  y  940,  los  cuales  serán  susti- 
tuidos por  los  sig'uientes: 

Art.  179.  Los  Bancos  podrán  emitir  billetes 
al  portador;  i)ero  su  admisión  en  las  transac- 
ciones no  será  forzosa.  Esta  libertad  de  emitir 
billetes  al  portador  continuará  sin  ombarg'o  en 
suspenso  mientras  subsista  el  privilegio  de  que 
actualmente  disfruta  el  Banco  Español  de  la 
isla  de  Cuba. 

Art.  201.  La  facultad  de  emitir  obligaciones 
y  cédulas  al  portador  á  que  se  refiere  el  párra- 
fo seg'undo  del  199,  no  modificará  las  concesio- 
nes hechas  por  el  Gobierno  á  favor  de  otras 
Sociedades  ó  Bancos,  conforme  al  R.  D.  de  16 
de  Agosto  de  1878. 

Art.  453.  El  uso  de  las  letras  giradas  de  pla- 
za á  plaza  en  el  interior  de  las  islas  de  Cuba 
y  Puerto  Rico  será  el  de  60  días. 

El  de  las  letras  giradas  sobre  Cuba  y  Puerto 
Rico  desde  las  islas  y  costas  del  mar  de  las 
Antillas  y  golfo  de  Méjico,  y  desde  los  Esta- 
dos Unidos,  Guatemala,  Honduras,  Nicarag-ua, 
Costa  Rica  y  Brasil,  de  60  días. 

En  la«  demás  plazas  de  90  días. 

Art.  547.  Serán  documentos  de  crédito  ai 
portador  ])ara  los  efectos  de  esta  sección  seg-iin 
los  casos:  primero,  los  documentos  de  crédito 
contra  el  Estado,  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 
Rico,  las  provincias  y  Municipios  de  la  Nación 
emitidos   legalmente;   segundo,   los  emitidos 
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por  naciones  extranjeras  cuya  cotización  haya 
sido  autorizada  por  el  Gobierno,  á  propuesta 
de  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes; 
tercero,  los  documentos  de  crédito  al  porta- 
dor de  empresas  extranjeras,  constituidas  con 
arreglo  á  la  ley  del  Estado  á  que  pertenezcan; 
ciiarto,  los  documentos  de  crédito  al  portador 
emitidos  con  arreglo  á  su  ley  constitutiva  por 
establecimientos,  compañías  ó  empresas  na- 
cionales; quinto,  los  emitidos  por  particulares 
siempre  que  sean  hipotecarios  ó  estén  sufi- 
cientemente garantidos. 

Art.  550.  Si  la  denuncia  se  refiriese  única- 
mente al  pago  del  capital  ó  de  los  intereses  ó 
dividendos  vencidos  ó  por  vencer,  el  juez  ó 
Tribunal,  justificada  que  sea  en  cuanto  á  la 
legitimidad  de  la  adquisición  del  titulo,  deberá 
estimarla,  ordenando  en  el  acto:  primero,  que 
se  publique  la  denuncia  inmediatamente  en  la 
Gaceta  oficial  de  la  isla  de  Cuba  ó  en  la  de 
Puerto  Rico,  en  su  caso,  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia,  en  el  Diario  de  Avisos  de  la 
localidad,  si  lo  hubiere,  ó  en  su  defecto  en  uno 
ó  dos  de  los  periódicos  de  más  circulación  á 
juicio  del  juez,  señalando  un  término  breve 
dentro  del  cual  pueda  comparecer  el  tenedor 
del  titulo;  segundo  que  se  ponga  en  conoci- 
miento del  Centro  directivo  que  haya  emitido 
el  titulo  ó  de  la  Compañía  ó  del  particular  de 
quien  proceda  para  que  retengan  el  pago  de 
principal  é  intereses. 

Art.  559.  Si  la  deutmcia  tuviere  por  objeto 
impedir  la  negociación  ó  transmisión  de  títulos 
cotizables,  el  desposeído  podrá  dirigirse  á  la 
Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes,  y  á  fal- 
ta de  éste,  á  la  Junta  del  Colegio  de  corredo- 
res de  comercio,  denunciando  el  robo,  hurto  ó 
extravio,  y  acompañando  nota-  expresiva  de 
las  series  y  números  de  los  títulos  extraviados, 
época  de  su  adquisición  y  título  por  el  cual  se 
adquirieron. 

La  Junta  sindical,  en  el  mismo  día  de  Bolsa 
ó  en  el  inmediato,  fijará  aviso  en  el  tablón  de 
edictos;  anunciará  al  abrirse  la  Bolsa  la  de- 
nuncia hecha,  avisará  á  las  demás  .Tuntas  de 
Sindico.s  de  la  Nación  participándoles  dicha 
denuncia. 

Igual  anuncio  se  hará  á  costa  del  denun- 
ciante en  la  Gaceta  oficial  de  la  isla  de  Cuba  ó 
de  la  de  Puerto  Rico  en  su  caso,  en  el  Boletín 
oficial  de  la  provincia  y  en  el  Diario  de  Avi- 
sos de  la  localidad  respectiva,  si  lo  hubiere,  ó 
en  uno  ó  dos  de  los  periódicos  de  más  circula- 
ción á  juicio  del  juez. 

Art.  798.  Tendrá  también  el  asegurado  el 
derecho  de  hacer  abandono  después  de  haber 
transcurrido  un  año  en  los  viajes  ordinarios  y 
dos  en  los  larg-os  sin  recibir  noticias  del  buque. 

En  tal  caso  podrá  reclamar  del  asegurador 
la  indemnización  por  el  valor  de  la  cantidad 
asegurada,  sin  estar  obligado  á  justificar  la 
pérdida;  pero  deberá  probar  la  falta  de  noti- 
cias con  certificación  del  cónsul  ó  autoridad 
marítima  del  puerto  de  donde  salió,  y  otra  de 
los  cónsules  ó  autoridades  marítimas  de  los 
del  destino  del  buque  y  de  su  matrícula,  que 
acrediten  no  haber  llegado  :■.  ellos  durante  el 
plazo  fijado. 

Para  usar  de  esta  acción  tendrá  el  mismo 


plazo  señalado   en  el   art.    804,   reputándosej 
viajes  cortos  los  que  se  hicieren  á  las  costasj 
del  mar  de  las  Antillas,  golfo  de  Méjico,  Yu- 
catán,   Guatemala,   Honduras,   Nicaragua  y  j 
Costa  Rica,  en  su  jiarte  oriental,  Estados  Uni- ' 
dos   del  Norte,  América,  Méjico,  el  Brasil  y  | 
demás  puntos  de  la  costa  Oriental  de  América 
sin  doblar  el  Cabo  de  Hornos;  y  respecto  de 
Europa  y  África  los  que  se  emprendan  á  pun- 
tos situados  en  las  costas  de  España,  Portugal, 
Francia,  Italia,  Austria,  Ing-laterra,  Holanda, 
Alemania,  Dinamarca,  Suecia  y  Noruega,  Ru- 
sia ó  en  las  del  Mediterráneo  y  costa  Occidea- 
tal  de  África  y  las  islas  intermedias  entre  las 
costas  de  la  América  Oriental  y  los  puntos  de- 
sig'nados  en  este  articulo. 

Art.  804.  No  será  admisible  el  abandono: 
primero,  si  las  pérdidas  hubieren  ocurrido  an- 
tes de  empezar  el  viaje;  segundo  si  se  hiciere 
de  una  manera  parcial  ó  condicional  sin  com- 
prender en  él  todos  los  objetos  asegurados; 
tercero,  si  no  se  pusiere  en  conocimiento  de 
los  aseguradores  el  propósito  de  hacerlo  den- 
tro de  los  cuatro  meses  siguientes  al  dia  en 
que  el  asegiu'ado  haya  recibido  la  noticia  de 
la  pérdida  acaecida,  y  si  no  se  formalizara  el 
abandono  dentro  de  diez,  contados  de  ignial 
manera  en  cuanto  á  los  siniestros  ocurridos 
en  los  puertos  de  mar  de  las  Antillas,  golfo  de 
Méjico  y  América  Oriental,  sin  doblar  el  Cabo 
de  Hornos,  y  eu  los  de  Europa,  costa  occiden- 
tal de  África  é  islas  intermedias  citadas  en  el 
art.  798  y  dentro  de  dieciocho  respecto  á  los 
demás;  cuarto,  si  no  se  hiciere  por  el  mismo 
propietario  ó  persona  especialmente  autoriza- 
da por  él,  ó  por  el  comisionado  para  contratar 
el  seguro. 

Art.  934.  La  declaración  de  suspensión  de 
pagos  hecha  por  el  juez  ó  Tribunal  producirá 
los  efectos  siguientes:  primero,  suspenderá  los 
procedimientos  ejecutivos  y  de  apremio;  se- 
gunde ,  obligará  á  las  Compañías  y  Empresas  á 
consigniar  en  la  Caja  de  Depósitos  ó  en  los 
Bancos  autorizados  al  efecto  los  sobrantes,  cu- 
biertos que  sean  los  gastos  de  administración, 
explotación  y  construcción;  tercero,  impondrá 
á  las  Compañías  y  Empresas  el  deber  de  pre- 
sentar al  juez  ó  Tribunal,  dentro  del  término 
de  cuatro  meses,  una  proposición  de  convenio 
para  el  pago  de  los  acreedores,  aprobada  pre- 
viamente en  junta  ordinaria  ó  extraordinaria 
por  los  accionistas,  si  la  Compañía  ó  Empre- 
sa deudora  estuviere  constituida  por  acciones. 

Art.  940.  El  Consejo  de  incautación  orga- 
nizará provisionalmente  el  servicio  de  la  obra 
pública,  la  administi-ará  y  explotará,  estando 
además  oblig'ado:  primero,  á  consignar  con 
carácter  de  depósito  necesario  los  productos 
en  la  Caja  general  de  Depósitos  ó  en  los  Ban- 
cos autorizados  al  efecto,  después  de  deduci- 
dos y  pagados  les  gastos  de  administración  y 
expiotactóa;  seg'undo,  á  entregar  en  la  misma 
Caja  y  en  el  concepto  también  de  depósito  ne- 
cesario, las  existencias  en  metálico  ó  valores 
que  tuviera  la  Compañía  ó  Empresa  al  tiempa 
de  incautación;  tercero,  á  exhibir  los  libros  y 
papeles  pertenecientes  á  la  Compañía  ó  Em- 
presa cuando  proceda  y  lo  decrete  el  juez  6 
Tribunal. 
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Art.  2."  Las  Compafíias  existentes  en  30 
de  Abril  de  1886  deberán  ejercitar  el  derecho 
que  les  otorga  el  art.  159  del  Código  de  Co- 
mercio por  medio  de  un  acuerdo  adoptado  en 
junta  general  extraordinaria,  convocada  ex- 
presamente con  arreg'lo  á  sus  estatutos,  y  en 
su  caso  conforme  á  la  ley  de  21  de  Enero  de 
1870,  que  se  declara  aplicable  á  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico. 

Estos  acuerdos  deberán  insertarse  en  la  Ga- 
ceta de  la  Habana,  ó  en  la  de  San  .Juan  de 
Puerto  Rico,  seg'ún  la  isla  en  que  las  Socieda- 
des se  hallen  constituidas  y  presentar  una  co- 
pia en  el  Registro  luercantil. 

Art.  3."  El  Gobierno  dictará  para  las  islas 
de  Cuba  y  Puerto  Rico,  antes  del  dia  en  que 
empiece  á  regir  el  nuevo  Código,  los  regla 
mentos  oportunos  para  la  org'anizacióu  y  ré- 
gimen del  Registro  mercantil  y  de  las  Bolsas 
de  Comercio  y  las  disposiciones  transitorias 
qiie  sean  necesarias. 

Art.  4.°  Del  presente  decreto  se  dará  cuen- 
ta á  las  Cortes. 

Dado  en  Palacio  á  28  de  Enero  de  188G. — 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Ultramar,  Ger- 
mán Gamazo.»  (Gac.  2  Febrero.) 

CÓDIGO  DE  COMERCIO  PARA  LAS  ISLAS  FILIPI- 
NAS. El  Código  de  Comercio  para  el  Archi- 
piélago se  aprobó  por  R.  D.  de  6  de  Agosto 
de  1888,  al  cual  hemos  dedicado  alg'unas  ob- 
servaciones en  el  preliminar  de  esta  obra  (pá- 
gina 11  del  tomo  I)  al  ocuparnos  de  la  leg'is- 
lacióu  ultramarina . 

Así  en  la  división  de  libros,  títulos  y  seccio- 
nes, como  en  los  955  artículos  que  contiene,  el 
Código  de  Comercio  de  la  Península,  con- 
cuerda de  todo  punto  con  el  de  las  islas  Fi- 
lipinas ,  sin  difereucia  en  la  nvimeración  ni 
en  el  texto,  salvo  en  algunos  artículos,  eu 
los  cuales,  como  dice  la  Comisión,  se  han  in- 
troducido ciertas  variantes  exig-idas  «  por  la 
•posición  geográfica,  por  la  diversa  nomcn- 
» datura  de  cargos  y  publicaciones  oficia- 
»les  ó  instituciones  económicas  y  mercantiles, 
»ó  por  la  naturaleza  especial  de  los  títulos  ó 
«documentos  de  crédito  que  en  Filipinas  cir- 
»culan,  circunstancias  todas  accidentales  que 
»en  nada  alteran  la  esencia  de  los  preceptos.» 

El  R.  D.  de  6  de  Agosto  de  1888  y  los  artícu- 
los que  han  sido  modificados  son,  á  saber: 

E.  D.  6  Agesto  1888. 
(Ultu.\mar.)  «...Introducidaspor  la  Comi- 
sión general  de  Códigos  del  Ministerio  de  Ul- 
tramar en  el  de  Comercio  vigente  eu  la  Pe- 
nínsula las  modificaciones  y  variantes  que 
exige  la  diferente  cultura,  los  hábitos  comer- 
ciales y  la  situación  g-eográfica  de  aquellas  is- 
las, para  que  pueda  ser  aplicado  eu  ellas,  de 
acuerdo  con  aquella  Comisión,  á  propuesta 
del  Ministro  de  Ultramar,  y  en  virtud  de  la 
autorización  que  concede  á  mi  Gobierno  el  ar- 
tículo 89  de  la  Constitución  de  la  Monarquía; 
Tomo  II. 


en  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Se  aprueba  el  adjunto  Código 
de  Comercio  para  las  islas  Filipinas. 

Art.  2.°  Este  Código  empezará  á  regir  eu 
ellas  á  los  quince  días  siguientes  á  su  publi- 
cación en  la  Gaceta  de  Aíanila. 

Art.  3."  La  facultad  concedida  por  el  ar- 
ticulo 159  á  las  compañías  anónimas  habrá  de 
ser  ejercitada  por  las  mismas  en  el  término  de 
seis  meses,  transcurridos  los  cuales  sin  haber 
hecho  uso  de  ella,  se  entenderán  sometidas  á 
las  prescripciones  del  Código. 

Dado  cu  San  Sebastián  á  6  de  Agosto  de 
1888.— María  Cristina.— El  Ministro  de  Ultra- 
mar, Trinitario  Ruiz  y  Capdepóu.»  (Gac.  20 
Octubre.) 

(Precedido  del  dictamen  de  la  Comisióu  de 
Codificación  de  las  provincias  de  Ultramar, 
empezó  en  la  misma  Gaceta  de  Madrid  de  20 
de  Octubre  de  1888,  la  publicación  de  dicho 
Código,  y  terminó  eu  la  de  14  de  Diciembre.) 

Código  de  Comercio  para  las  Islas  Filipinas. 

(Es  el  mismo  de  la  Península,  salvas  las  va- 
riantes hechas  en  los  artículos  que  á  continua- 
ción se  expresan,  donde  las  indicamos  por  me- 
dio de  comillas:) 

Art.  8."  (En  este  artículo  se  ha  añadido  al 
final  del  primer  párrafo  lo  sig'uionte:  «  También 
podrá  hacerse  la  publicación,  ,ii  el  marido  lo 
pidiere,  por  medio  de  edictos  y  pregones^  '. 

Art.  15.  (Eu  vez  de  E.fpaña  dice  'Filipi- 
nas, Joló,  Marianas,  Palaos  y  Carolinas»  '-.} 

Art.  21.  (Sólo  difiere  del  de  la  Península  ea 
que  el  segundo  párrafo  del  número  12,  en  vez 
de  «sucursales  en  España»,  dice  «sucursales 
en  Filipinas».) 

Art.  23.  (Es  igual  al  de  la  Península,  su- 
primidas en  el  de  Filipinas  las  palabras  «des- 
pués de  su  inscripción  en  el  de  la  propiedad» 
con  que  termina  el  de  la  Península.) 

Art.  27.  (El  primer  párrafo  es  igual  al  de 
la  Península,  y  dice  el  seg'undo:) 

«Exceptúanse  los  bienes  inmuebles  y  dere- 
chos reales  sobre  los  mismos  adquiridos  por 
la  mujer  con  anterioridad  al  nacimiento  de 
los  créditos  concurrentes" . 

«Art.  32.  El  cargo  de  registrador  mercan- 
til se  proveerá  por  el  Gobierno  Supremo  déla 
nación,  previa  oposición.  ínterin  esto  se  ve- 
rifica, se  abrirá  un  Registro  mercantil  en  las 
capitales  de  provincia  á  cargo  de  un  escribano 


1  La  Comisiihi  dice  en  su  exposición  que  la  variante  en 
el  art.  ft.°  daiido  mayores  facilidades  d  la  revocación  qua 
hiciere  el  marido  para  que  su  mujer  ejerza  el  comercio, 
se  funda  en  la  grandísima  importancia  que  aquella  tiene 
como  factor  comercial  en  las  provincias  espartólas  de 
Oriente.  La  mestiza  española,  la  china  y  no  pocas  in- 
dias, ejercen  todas  las  func-'^nes  comerciales,  y  dirigen  y 
regentan  variedad  de  industrias.  (La  Comisión.) 

2  La  Comisión  ha  entendido,  quizá  exagerando  el  con- 
cepto,  que  al  consignar  por  primera  vez  en  el  articulado 
la  palabra  Filipinas,  debían  añadirse  las  de  Joló,  Ma- 
rianas, Palaos  y  Carolinas,  j^aes  sí  bien  todos  aquellos 
arcjiipirlaijos  dependende  una  autoridad  superior  que  re- 
side en  Manila,  esto  no  obstante,  ni  las  etimologías,  ni  las 
situaciones,  ni  la  Jiístoria,  ni  aun  la  religión,  idioma,  usos 
y  costumbres  justifican  el  que  se  incluyan  y  confundan  en 
la  denominación  de  Filipinas  distintos  y  díver&os  arclii- 
pi¿lagos,  y  de  aquí  la  adición  hecha  en  el  art.  15. 
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público.  En  las  capitales  donde  hubiere  má.s 
de  Tiu  escribano  será  preferido  el  más  antiguo 
de  los  que  ocupen  su  carg'o  por  oposición;  á 
falta  de  éstos  el  más  antig'iio  de  los  que  ejer- 
zan con  títulos  académicos,  y  donde  no  los  hu- 
biere se  encomendará  el  Regústro  al  escribano 
con  protocolo  más  ant'guo  del  Juzgado.  Para 
el  caso  de  no  haber  quien  reúna  las  anteriores 
circunstancias  llevará  el  Registro  mercantil  el 
funcionario  llamado  por  mandamiento  de  la 
ley  á  ejercer  la  fe  pública. 

Los  nombramientos  provisionales  de  regis- 
tradores  mercantiles  los  hará  el  gobernador 
gcrLera!  á  propuesta  déla  Sala  de  gobierno  de 
la  Audiencia.» 

Arts.  82,  83  y  84.  (Son  iguales  á  los  de  la 
Península,  pero  añaden  á  las  palabras  «feria 
ó  ferias»  la  expresión  ó  fiesta  anual,  ó  fiestas 
anuales.  Además  sustituyen  la  locución  «juez 
de  paz»  á  «juez  municipal».) 

Art.  94.  (Son  exactamente  igniales  los  cua- 
tro números  primeros  de  este  articulo,  diferen- 
ciándoselos 5.° y  6.°,  en  referirse  el  ó."  al  Ban- 
co Español  Filipino  y  el  6."  al  Ministerio  de 
Ultramar.  Dicen  asi:) 

«5.°  Constituir  en  la  Caja  de  Depósitos  ó 
en  el  Banco  Español  Filipino  la  fianza  que  de- 
termine el  Gobierno. 

6.°  Obtener  el  gobernador  general,  previo 
informe  de  la  .Junta  sindical,  el  título  provi- 
sional qiie  se  presentará  en  el  Ministerio  de 
LTltramar  para  la  Real  confirmación,  qiie  de- 
berá despacharse  libre  de  derechos  en  el  tér- 
mino de  seis  meses  de  la  fecha  en  que  fuese 
otorgado  '. 

Art.  157.  (Ig'ual  al  de  la  Península,  pero  en 
vez  de  Gaceta  de  Madrid,  dice  Gaceta  de  Ma- 
nila.) 

Art.  176.  (Igual  al  de  la  Península,  pero  en 
el  segundo  párrafo  el  de  la  Península  dice  «á 
plazo  fijo  que  no  baje^,  y  el  de  Filipinas  «á 
plazo  fijo  que  no  pase".  En  uno  ó  en  otro  hay 
errata.) 

Art.  179.  (Igual  al  de  la  Península,  pero  en 
vez  de  referirse  en  su  último  párrafo  al  privi- 
legio del  Banco  de  España,  termina  diciendo 
«mientras  subsista  el  privilegio  de  que  actual- 
mente disfruta  por  leyes  especiales  el  Banco 
Español  Filipino»  '.) 

Art.  183.  (Son  iguales  en  todo  este  artículo 
y  el  183  de  la  Península,  menos  en  que  el  de 
Filipinas  se  refiere  á  «la  Gaceta  de  Manila  y 
Boletín  oficial  donde  le  hubiere».) 

Art.  186.  (La  inscripción  que  ordena  su  pá- 
rrafo seg'undo,  ha  de  hacerse,  en  vez  de  en  los 
Registros  de  la  propiedad,  «en  la  Escribanía  ó 
Eeceptoria  encargada  del  Registro  de  la  pro- 
piedad».) 

Arts.  197,  504,  506,  508,  511,  517  y  545.  (Con- 
cuerdan  á  la  letra  con  los  mismos  artículos 
del  Código  vigeute  de  la  Península,  del  que 
sólo  difieren  en  que  á  continuación  de  la  pa- 


*  La  simple  Ifctura  á^  los  partícitlares  5.**  y  G.^  del 
<irt.  0-1  ya  explican  las  variaciones  que  en  ellosse  iimpo- 
nen,  como  asirnismo  las  Justifican  la  redacción  del  articu- 
lo lío,  en  el  hecho  de  indicar  que  en  las  provincias  es- 
paflolas  del  Oriente  el  tínico  Banco  que  tiene  facultades 
para  emitir  billetes  al  portador  es  el  denominado  JEspa- 
flol  Filipino. 


labra  «notario  ó  notarios»,  añaden,  «ó  el  que 
ejerciere ,  ó  los  que  ejercieren  sus  funcio- 
nes» '.) 

Art.  210.  (Son  exactamente  iguales  este  ar- 
tículo y  el  de  la  Península,  pero  el  de  Ultra- 
mar contiene,  sin  duda,  una  errata  refiriéndo- 
se en  el  segundo  párrafo  al  art.  327  en  vez  de 
hacerlo  al  323.) 

Art.  299.  («Salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo siguiente»,  son  las  palabras  con  que  con- 
cluye.) 

Art.  403.  (Termina  el  segundo  párrafo  de 
este  artículo:  «ó  en  su  defecto  á  lo  que  se  hu- 
biere acordado  en  escritura  pública  protoco- 
lada», inciso  de  que  carece  el  de  la  Penín- 
sula.) 

Art.  424.  (Igual  al  de  la  Península,  salvo 
el  núm.  1."  que  dice  así:  «El  fallecimiento  ocu- 
rrido en  viajes  fuera  de  tierras  ó  aguas  juris- 
diccionales de  las  provincias  españolas  de  la 
Oceanía.») 

«Art.  453.  El  uso  de  las  letras  giradas  de 
plaza  á  plaza  en  el  interior  de  las  islas  de  Lu- 
zón  y  Visayas  será  de  sesenta  días. 

El  de  las  letras  giradas  sobre  las  Visayas  ó 
Lixzón  desde  las  demás  islas  españolas  de 
aquellos  archipiélagos,  será  de  noventa  días, 
y  de  ignial  fecha  las  procedentes  de  los  puer- 
tos de  China  en  el  mar  de  su  nombre,  escalas 
en  el  mar  Amarillo  y  plazas  de  los  estrechos  - 
de  la  .Sonda  y  Malaca. 

En  las  demás  plazas,  ciento  veinte  días  -.» 

«Art.  470.  Las  letras  giradas  en  las  islas 
de  Luzón  y  Visayas  y  en  sus  adyacentes  so- 
bre cualquier  ¡lunto  de  ellas,  á  la  vista  ó  á  un 
plazo  contado  desde  la  vista,  deberán  ser  pre- 
sentadas al  cobro  ó  á  la  aceptación  dentro  de 
los  sesenta  días  de  su  fecha.» 

«Art.  471.  Las  letras  giradas  en  las  islas  de 
Luzón,  Visayas  y  sus  adyacentes  sobre  plazas 
de  las  Marianas,  Carolinas  y  Palaos,  se  pre- 
sentarán en  los  casos  á  que  aluden  los  artícu- 
los anteriores  dentro  del  término  de  seis  me-  , 
ses.»  • 

«Art.  472.  Las  letras  giradas  entre  las  is-  • 
las  Filipinas  y  la  Península,  cualquiera  que 
sea  la  forma  del  plazo  desig-nado  en  su  giro,  •; 
se  presentarán  al  pag'o  ó  á  la  aceptación, cuan-  jV 
do  más,  dentro  de  seis  meses.  En  cuanto  á  pía-  ■; 
zas  situadas  en  las  Antillas  y  demás  t-^rritorios?;'; 
españoles,  el  término  será  de  un  año.»  &■ 

«Art.  474.     Las  letras  giradas  á  la  vista  en  , 
países  extranjeros  sobre  plazas  del  territorio 
de  las  islas  Filipinas  se  presentarán  al  cobro  ó 
á  la  aceptación  dentro  de  los  cuarenta  díassi- 
guieutes  á  su  introducción  en  la  isla  respecti^^ 
va,  y  las  giradas  á  fecha  en  los  plazos  en  ellH 
contenidos.»  W 


1  Estando  encomendada  la  fe  piiblica  en  los  archipié- 
lagos oceánicos  no  sólo  dios  notarios,  si  que  tujnbiéná 
escribanos  con  ó  sin  titulo  académico,  la  Comisión  entien- 
de que  es  de  hacer  la  pequeña  adición  que  se  nota  en  lo$ 
arts.  504,  SOS,  Sil,  5í7,  54S,  y  en  todos  Ion  demás  en  qu» 
el  Códiffo  peninsitlar  habla  del  notario  público,  á  cuya4 
palabras  deben  añadirse:  «o  el  que  ejerciere  sus  fun- 
ciones.* 

2  Los  arts.  453,  470,  471,  472,  474,  475,  499,  BS7,  53S, 
545,  793,  798,  804  y  346,  hubo  que  adaptarlos  ó  la  situar 
ción  geO'jráflca  que  ocupan  las  islas  Filipinas  y  demis 
archipiélagos  españoles,  bien  relacionándolos  entre  si,  ó 
bien  con  plazas  nacionales  y  extranjeras.  (La  Comisión.) 
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«Art.  475.  Las  letras  giradas  en  las  islas 
Filipinas  sobre  países  extranjeros  se  presen- 
tarán, con  arreg'lo  á  la  legislación  vigente,  en 
la  plaza  donde  hubieren  de  ser  pagadas.» 

íArt.  499.  Si  la  letra  perdida  hubiere  sido 
girada  en  el  extranjero  ó  fuera  del  territorio 
de  las  islas  Filipinas...»  Sigue  como  el  de  la 
Península. 

Arts.  504,  506,  508,  511  y  517.  (Ver*)  que  se 
dice  en  el  art.  197.) 

Art.  537.  (Los  ocho  dias  que  fija  de  plazo  el 
párrafo  primero  se  cuentan  «desde  el  signiien- 
te  á  la  llegada  del  correo  si  procediere  de  otra 
diferente».) 

«Art.  538.  (El  plazo  de  los  ocho  días  si- 
guientes á  la  llegada  del  correo  que  fija  el  ar- 
ticulo anterior,  se  entenderá  igualmente  para 
los  librados  en  el  extranjero».) 

Art.  545.     (Ver  lo  que  se  dice  en  el  art.  197.) 

Art.  550.  (Los  periódicos  que  cita  son  las 
Gacetas  de  Madrid  y  Manila,  además  del  Bo- 
letín y  Diario  de  Avisos.) 

«Art.  559.  Si  la  denuncia  tuviere  por  obje- 
to impedir  la  negociación  ó  transmisión  de  tí- 
tulos cotizables,  el  desposeído  podrá  dirigirse 
á  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  agentes,  á 
falta  de  ésta  á  la  .Junta  del  Colegio  de  corre- 
dores de  comercio,  denunciando  el  robo,  hur- 
to ó  extravío,  y  acompañando  nota  expresiva 
de  las  series  y  números  de  los  títulos  extra- 
viados, época  de  su  adquisición  y  título  por 
el  cual  se  adqTurieron. 

La  Junta  sindical,  en  el  mismo  día  de  Bol- 
sa ó  en  el  inmediato,  fijará  aviso  en  el  tablón 
de  edictos;  anunciará  al  abrirse  la  Bolsa  la  de- 
nuncia hecha,  y  avisará  á  las  demás  Juntas 
de  síndicos  de  la  Nación  participándoles  dicha 
denuncia. 

A  falta  de  Junta  sindical  del  Colegio  de 
agentes  ó  de  corredores  de  comercio,  el  des- 
poseído denunciará  el  robo,  hurto  ó  extravío 
en  la  forma  que  previene  este  artículo  al  juez 
de  primera  instancia  de  su  domicilio,  cuya 
autoridad  dará  conocimiento  por  exhorto  y  en 
la  forma  dicha  á  la  Junta  sindical  del  Colegio 
de  ag'entes  de  Madrid. 

■  Las  denuncias  á  que  se  contrae  este  articu- 
lo se  insertarán  á  costa  del  denunciante  en  la 
Gaceta  oficial  de  Manila  y  en  uno  ó  dos  de  los 
periódicos  locales  de  más  circulación,  á  juicio 
del  juez  '.» 

«Árt.  561.  Si  el  denunciante  acudiere  direc- 
tamente á  la  Junta  sindical  de  Madrid,  ó  de 
otras  Bolsas,  necesitará,  para  que  la  denun- 
•  cía  tenga  efecto,  ponerla  en  conocimiento  del 
juez  de  su  domicilio  para  que  éste  ratifique  la 
prohibición  de  negociar  ó  enajenar  los  títulos. 
Si  el  auto  que  recayere  no  se  pusiese  en  cono- 
cimiento de  la  Junta  sindical  en  el  correo  in- 
mediato al  en  que  el  denunciante  dio  el  aviso, 
anulará  la  Junta  el  anuncio  pasados  que  fue- 
ren los  nueve  días  de  la  llegada  del  correo  al 
lugar  de  la  residencia  de  la" Junta  sindical,  y 
será  válida  la  enajenación  de  los  títulos  que 
se  hiciere  po.sterioriormente  '.» 


*  La  posibilidad  de  que  en  Filipinas  pudieran  ser  ro- 
bados ó  extraviados  títulos  cotizables,  y  la  necesidad  de 
dar  forma  d  que  el  desposeído  pueda  impedir  su  enajena- 
ción ó  transmisión,  no  habiendo  en  aquellos  pueblos  ni 


Art.  566.  (Igual  al  de  la  Península,  sin  otra 
diferencia  que  las  palabras  «Banco  Español 
Filipino»,  en  vez  de  «Banco  de  España».) 

Art.  572.  («Eín  cualquier  punto  de  las  islas 
Filipinas  ó  de  doce  en  los  de  fuera  de  ellas», 
dice  este  artículo,  que  es  copia  del  de  la  Pe- 
nínsula en  todo  lo  demás.) 

Art.  579.  (Sólo  difiere  del  de  la  Península 
en  la  redacción  de  la  regla  2.",  que  para  Fili- 
pinas dice  asi:) 

«2.*  El  auto  ó  decreto  que  ordene  la  su- 
basta se  fijará  en  los  sitios  de  costumbre,  in- 
sertándose su  anuncio  en  la  Gaceta  de  Manila 
y  en  dos  de  los  diarios  de  más  circulación  del 
puerto  donde  se  verifique  el  acto,  si  los  hu- 
biere. 

El  plazo  que  se  señale  para  la  subasta  no 
podrá  ser  menor  de  veinte  días.» 

Art.  590.  (Igual  al  de  la  Península,  pero  el 
de  Ultramar  dice  «escribano  piil)lico»,  en  don- 
de el  de  la  Península  dice  «notario».) 

Art.  609.  «Los  capitanes,  arráeces  ó  pa- 
trones deberán  ser...»  Continúa  como  el  de  la 
Península  '. 

Art.  610.  «Serán  inherentes  al  cargo  de  ca- 
pitán, arráez  ó  patrón  de  buque  las  facultades 
siguientes...»  En  lo  demás  como  el  de  la  Pe- 
nínsula. 

Art.  612.  (Sólo  difieren  del  de  la  Península 
sus  regias  4."  y  8.*  que  en  el  de  Filipinas  dice 
así  la) 

«4."  Hacer,  antes  de  recibir  carga,  con  los 
oficiales  de  la  tripulación  y  dos  peritos,  si  lo 
exigieren  los  carg-adores  y  pasajeros,  un  re- 
conocimiento del  buque  para  conocer  si  se  ha- 
lla estanco  con  el  aparejo  y  máquinas  en  buen 
estado  y  con  los  pertrechos  necesarios  para 
una  buena  navegación,  conservando  certifi- 
cación del  acta  de  esta  visita,  firmada  por  to- 
dos los  que  la  hubieren  hecho,  bajo  su  respon- 
sabilidad. 

Los  peritos  serán  nombrados,  uno  por  el  ca- 
pitán del  buque  y  otro  por  los  que  pidan  su  re- 
conocimiento, y  en  caso  de  di.icordia  nombra- 
rá un  tercero  la  autoridad  de  Marina  del  puer- 
to ó  la  que  ejerciere  sus  funciones. 

8.*  (Ig'ual  á  la  de  la  Península  sustituyendo 
la  ])alabra  España  por  Filipinas)  '^. 

Art.  665.  (Igual  al  de  la  Península,  pero  en 
el  párrafo  segundo  no  dice  «juez  ó  Tribunal», 
sino  solamente  «Tribunal».) 

Art.  738.  (Igual  en  todo  menos  en  su  nú- 
mero 5.°,  que  dice  así:  «5."  Nombre  y  domie:- 


Bolsa,  ni  Junta  sindical  de  agentes,  ni  de  corredores  de 
comercio  ante  quien  poder  hacer  la  denuncia,  motivó  el 
que  se  biíscara  una  forma  supletoria  que  armonizase  'o 
preceptuado  en  los  arts.  a59  y  5fíl  del  Cod.  de  Com.  de  la 
Península  con  los  intereses  de  los  deposeidos  que  pudiera 
halier  en  Filipinas.  (La  Comisión.) 

*  La  Comisión  ha  introducido  en  los  arts.  60,9 y  610  la 
palabra  ^arráeces,*  no  ir/norando  que  en  las  provincias 
de  Oceania  aún  se  da  ese  nombre  á  no  pocos  patrones, 
mestizos  ó  indios,  que  mandan  embarcaciones  dedicadas 
al  comercio  de  cabotaje,  (La  Comisión.) 

2  Las  miles  de  islas  que  forman  las  provincias  espolió- 
las de  Oriente,  contienen  sinnúmero  de  ensenadas  y  segu- 
ros puertos  de  anclaje,  en  los  que  no  existen  autoridnde.t 
marítimas  propiamente  dichas,  no  siendo  extraño  al  r>- 
gistrar  un  rol  ver  que  en  no  pocos  puntos  de  escala  lo  au- 
torizan tenientes  de  barrio,  ó  castellanos  de  visitas  ó  ran- 
cheras, consideración  que  ha  motivado  la  variante  q>te 
registra  el  art.  6I¿.  (Ija  Comisión.) 
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lio  del  capitán».  El  de  la  Península  dice:  «nom- 
bre, apellido  y  domicilio  del  capitán.»  Es,  sin 
duda,  omisión  de  copia.) 

Art.  766.  (Son  exactamente  ig-iiales  este 
articulo  y  el  de  la  Península,  pero  su  párrafo 
segundo  dice:  La  misma  obligación  tendrán 
los  aseguradores...»  y  el  de  la  Península  dice 
«asegurados».  En  uno  ó  en  otro  hay  errata.) 

«Art.  793.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  el  asegurador  gozará  del 
término  de  seis  meses  para  conducir  las  mer- 
cancías á  su  destino,  si  la  inhabilitación  hu- 
biere ocurrido  en  los  mares  que  circundan  á 
Filipinas  desde  los  puertos  de  China,  en  el  mar 
de  su  nombre  á  los  del  Mar  Amarillo  y  estre- 
chos de  la  Sonda  y  Malaca,  y  un  año  si  hubie- 
re ocurrido  en  otro  punto  más  lejano,  cuyo 
plazo  se  comenzará  á  contar  desde  el  día  en 
que  el  asegurado  le  hubiere  dado  aviso  del 
siniestro.» 

Art.  798.  (Difiere  su  viltimo  párrafo  del  de 
la  Península  y  dice  asi:) 

«Para  usar  de  esta  acción  tendrá  el  mismo 
plazo  señalado  en  el  art.  804,  repuntándose 
viajes  cortos  los  que  se  hicieren  á  las  costas 
de  Filipinas  y  puertos  de  China,  en  el  mar  de 
su  nombre,  escalas  en  el  Mar  Amarillo  y  puer- 
tos en  el  estrecho  de  Malaca,  Océano  Indico, 
Mar  Rojo,  continente  é  islas  europeas.» 

«Art.  804.     No  será  admisible  el  abandono: 

1."  Si  las  pérdidas  hubieren  ocurrido  antes 
de  emprender  el  viaje. 

2."  Si  se  hiciere  de  una  manera  parcial  ó 
condicional,  sin  comprender  en  él  todos  los  ob- 
jetos asegurados. 

3.°  Si  no  se  pusiese  eu  conocimiento  de  los 
aseguradores  el  propósito  de  hacerlo  dentro 
de  los  cuatro  meses  siguientes  al  día  en  que 
el  asegurado  haya  recibido  la  noticia  de  la  pér- 
dida acaecida,  y  si  no  se  formalizara  el  aban- 
dono dentro  de  diez,  contados  de  igual  mane- 
ra, en  cuanto  á  los  siniestros  ocurridos  en  los 
puertos  de  Filipinas,  China,  mar  de  su  nom- 
bre, escalas  en  el  Mar  Amarillo,  y  puertos  eu  el 
estrecho  de  Malaca,  Océano  Indico,  Mar  Rojo 
y  continentes  é  islas  europeas.» 

Art.  813.  (En  el  párrafo  segundo  dice  «Tri- 
bunal competente»  eu  lugar  de  «juez  ó  Tribu- 
nal competente».) 

Art.  835.  (Dice  «dominios  españoles»  eu  lu- 
gar «de  España».) 

Art.  846.  (Sólo  difiez-e  del  de  la  Península, 
en  que  su  regla  3.",  dice  «Filipinas»  y  no  «Es- 
paña».) 

Arts.  853,  857  y  869.  (En  vez  de  «juez  ó 
Tribunal»,  dicen  solamente  «Tribunal».  Eu  lo 
demás,  son  iguales  á  los  de  la  Península.) 

Art.  881.  (Su  niim.  4.°,  en  vez  de  «notario», 
dice  «escribano  piiblico».) 

Art.  889.  (Es  igual  al  de  la  Península,  pero 
en  su  núm.  2.",  se  refiere  el  de  Filipinas  al  ar- 
tículo 869  y  no  al  871  á  que  se  refiere  el  de  la 
Península.  Hay  errata,  sin  duda,  en  el  de  Fi- 
lipinas.) 

Art.  918.  (En  el  párrafo  segundo,  en  lugar 
de  «notario»  dice  «escribano  piiblico».) 

Arts.  930,  938  y  940.  (Dicen  «Tribunal»,  en 
vez  de  «juez  ó  Tribunal».) 

«Art.  945.    La  responsabilidad  de  los  agen- 


tes de  Bolsa  ó  comisionados  de  ventas,  corre- 
dores de  comercio  ó  intérpretes  de  buques,  en 
las  oblig-aciones  que  inter%'eng'an  por  razón  de 
su  oficio,  prescribirá  á  los  tres  años.»  ] 

«Art.  950.     Las  acciones  procedentes  de  le-  ' 
tras  de  cambio  se  exting'uirán  á  los  tres  años 
de  su  vencimiento,  hayanse  ó  no  protestado. 

Igual  regla  se  aplicará  á  las  libranzas  y  pa- 
g'arés  Sk  comercio,  cheques,  talones,  demás 
documentos  de  giro  ó  cambio,  y  á  los  dividen- 
dos, cupones,  asi  como  el  importe  de  amorti- 
zación de  obligaciones  emitidas  conformg  á 
este  Código.» 

Art.  953.  (Los  casos  que  cita  son  los  8."  y 
14  del  art.  612.) 

«Art.  955.  En  los  casos  de  g-uerra,  epide- 
mia oficialmente  declarada,  revolución  ó  tras- 
tornos g'eológicos  de  g-randes  consecuencias, 
el  gobernador  general  de  Filipinas  podrá, 
previo  acuerdo  en  .Junta  de  autoridades,  sus- 
pender la  acción  de  los  plazos  señalados  por 
este  Código  para  los  efectos  de  las  operaciones 
mercantiles,  determinando  los  puntos  ó  plazas 
donde  se  estime  conveniente  la  suspensión, 
cuando  ésta  no  haya  de  ser  general  en  todo  el 
Archipiélag'o  filipino.  El  acuerdo  de  suspen- 
sión deberá  comunicarse  inmediatamente  por 
el  cable  al  Ministro  de  Ultramar  para  ser  so- 
metido á  la  sanción  del  Gobierno.  Caso  de  ro- 
tura ó  interrupción  del  cable,  se  empleará  la 
forma  más  rápida  posible. 

Para  la  mejor  inteligencia  y  aplicación  de 
este  Códig'o,  se  reputarán  españoles  toda  per- 
sona que,  seg'ún  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía, g-oce  de  tal  consideración.»  (Gacs.  20 
Octubre  á  14  Diciembre  1888.) 

CÓDIGO  PENAL.  Al  publicarse  á  fines  del  pa- 
sado siglo  la  obra  que  inicia  la  gran  revolu- 
ción verificada  en  el  derecho  penal  en  los  tiem- 
pos modernos  ',  era  tal  el  atraso  en  que  Espa 
ña  vivía  respecto  de  esta  tan  importante  ma- 
teria, que  bien  puede  asegurarse  que  las  le- 
yes de  Partida  eran  las  mejores  entre  las  que 
á  la  sazóu  servían  de  norma  á  los  Tribunales 
de  justicia  para  sentenciar  las  causas  crimina- 
les sometidas  á  su  jurisdicción.  Tan  duras  y 
tan  injustas  eran  las  que  con  posterioridad  ha- 
blan venido  dictándose  -. 

Pero  tan  pronto  como  las  nuevas  ideas  filo- 
sóficas lograron  imponerse  á  los  hombres  cul-, 
tos  de  todos  los  países,  no  pudo  nuestra  Na- 
ción evadirse  á  la  necesidad  de  reformar  su 
legislación  penal,  y  las  Corles  de  Cádiz  de  1812 
primero,  y  las  de  1820  después,  iniciaron  tan  di- 
fícil empresa.  Ni  las  vinas  ni  las  otras  adelanta- 
ron gran  cosa.  Las  de  1812  porque,  restableci- 
do eu  1814  elrégimen  absoluto, fueron  declara- 


'  Aludimos  al  bien  escrito  libro  de  C't^sar  Becario,, 
-  Baste  decir  que  la  C'lebre  pragmática  del  señor  Rey 
V.  Felipe  V sobre  robos  en  Madrid,  condenaba  d  pena  dé 
muerte  á  todos  los  que  resultasen  autores  de  este  delito^ 
cualquiera  que  fuese  la  cantidad  y  el  valor  del  objeto  ro- 
bado. (Ley  3.",  tít.  XIV,  lib.  XII,  Kot.  Hecop.) 
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das  en  vigor  las  peuas  que  por  excesivas  y  ar- 
bitrarias habiau  sido  suprimidas;  las  de  1820, 
porque  no  bien  habia  sido  publicado  el  Códi- 
go de  1822,  pi-imero  que  ha  tenido  España, 
cuando  fué  derogado  en  1823,  al  ser  restable- 
cido de  nuevo  el  régimen  absoluto.  Y,  dicho 
sea  en  honor  de  sus  autores,  el  Código  de  1822, 
si  bien  tenia  grandes  defectos,  era  uno  de  los 
mejores  de  aquel  tiempo,  pudiendo  sostener 
la  comparación  con  todos  los  que  entonces 
existían,  y  aun  en  algiinas  cosas  ser  consi- 
derado superior.  El  solo  hecho  de  proclamar 
principios  tan  notables  como  el  de  la  remisi- 
bilidad  de  la  pena  por  el  mjsmo  Tribunal  que 
la  impone  y  la  indemuizacióu  á  los  inocentes 
por  los  perjuicios  de  las  causas  á  que  se  vie- 
ren sometidos,  bastan  A  justificar  nuestro  an- 
terior aserto. 

Anulado  el  Código  de  1822,  se  hicieron  dis- 
tintas tentativas  para  publicar  otros  en  1826  y 
1829.  Ninguno  de  los  dos  llegó  á  regir;  pero 
nombrada  en  1843  una  numerosa  Comisión  de 
juriscon.sulLos  para  la  redacción  de  un  Código 
que  estuviese  en  armonía  con  los  adelantos  de 
la  época,  y  terminado  que  fué  su  trabajo,  fué 
aprobado  por  las  Cortes  y  sancionado  por  la 
Corona  en  19  de  Marzo  de  1848,  mandándose 
por  R.  D.  del  mismo  día  que  se  observara  co- 
mo ley  del  Reino,  desde  1.°  de  Julio  de  dicho 
año.  Así  sucedió,  hasta  que  por  R.  O.  de  9  de 
Junio  de  1850  se  dispuso  la  refundición  eu  el 
expresado  Código  de  la  ley  provisional  dicta- 
da para  su  ejecución,  y  la  publicación  de  una 
segunda  edición  de  los  mismos,  en  la  cual  se 
coordinaran  y  rectificaran  los  artículos  acla- 
rados ó  modificados  por  las  Reales  órdenes  y 
decretos  dictados  por  el  Gobierno  en  uso  de  la 
autorización  que  al  efecto  le  había  sido  con- 
cedida, estableciéndose  por  R.  D.  de  30  dei 
mismo  mes  que  dicha  segunda  edición  seria 
la  iinica  oficial  y  legal  para  todos  los  efectos 
de  justicia  *, 


De  buen  grado  reproduciriamoa  aquí  la  serie  de  ar- 
tículos que  en  el  segundo  amaestre  de  1850  publicamos  en 
la  Revista  de  los  Tribunales  y  de  la  Administración, 
con  el  objeto  de  examinar  criticamente  la  reforma  hecha 
del  Código  en  1850;  pero  el  deseo  de  no  alargar  demasia- 
do esta  introducción  y  de  no  calir  de  nuestro  plan,  nos 
nace  desistir  de  esta  idea.  Diremos,  no  obstante,  que  en 
el  primero  de  los  artículos  expresados  (p.  e)  nos  lamen- 
tábamos de  la  reforma  misma  y  de  cómo  se  hizo,  porque 
con  ella  degeneró  la  admirable  obra  de  nuestro  Código. 
•  El  Código  penal  de  hoy,  decíamos,  no  es  ya  ni  la  sombra 
del  Código  de  1848;  es,  d  nuestro  modo  de  ver,  una  obra 
enteramente  nueca,  aunque  fundada  sobre  las  ruinas  y 
con  los  escombros  de  la  antigua..  Por  más  que  veamos  su 
fofnia  exterior  primitiva,  anadiamos,  ¡qué  importa,  si 
lía  sido  minada  en  lo  mds  hondo  de  sus  cimientos! 

En  el  segundo  articulo  y  sucesivos  indicábamos  uno  por 
vno  los  inconcententes  de  la  reforma  y  de  sus  disposicio- 
nes más  fundamentales,  ó  sea  de  las  que  sirven  de  base  á 
la  penalidad  de  todos  los  delitos,  demostrando  práctica- 


El  Código  de  1850  constaba  de  506  artículos, 
y  estaba  dividido  en  tres  libros,  de  los  cuales 
el  primero  definía  el  delito  y  determinaba  las 
personas  responsables  del  mismo,  describía  las 
penas,  sus  efectos  y  la  manera  de  cumplirlas, 
señalaba  la  responsabilidad  civil  y  la  relación 
entre  el  delito  y  la  pena,  y  fijaba  la  responsa- 
bilidad eu  que  incurrían  respectivamente  los 
delincuentes,  los  cómplicesy  los  encubridores. 
El  libro  segundo  distinguía  entre  delitos  gra- 
ves, menos  graves  y  faltas,  se  ocupaba  de  los 
delitos  graves  y  menos  g^-aves,  y  fijaba  las  pe- 
nas en  que  incurrían  los  que  los  llevaban  á 
cabo.  El  libro  tercero  hablaba  de  las  faltas  y 
determinaba  las  penas  á  que  se  hacían  acree- 
doi'es  los  que  las  cometieran. 

El  Código  de  1850  rigió  sin  interrupción  has- 
ta que  promulgada  la  Constitución  de  1869, 
fué  necesario  poner  en  armonía  sus  disposi- 
ciones con  las  de  la  ley  fundamental.  A  este 
fin  respondieron  principalmente  las  reformas 
eu  el  mismo  introducidas  eu  1870.  Sin  embar- 
g"0,  justo  es  decir  que  no  todas  las  innovacio- 
nes eu  aquel  entonces  verificadas  tuvieron 
este  propósito.  Faltaríamos  á  la  verdad  si  no 
declarásemos  que  muchas  estuvieron  inspira- 
das exclusivamente  eu  los  adelautamientos 
realizados  en  punto  á  derecho  penal  eu  los  úl- 
timos tiempos.  Cuáles  obedecieron  á  uno  y 
cuáles  á  otro  motivo,  es  lo  que  nos  propone- 
mos decir  con  la  posible  brevedad. 

A  consecuencia  de  los  diferentes  principios 
políticos  que  á  la  sazón  dominaban,  desapare- 
ció el  tít.  I  del  lib.  II  del  Código,  ó  sea  el  re- 
ferente á  los  delitos  contra  la  relig'ión,  en  vez 
del  cual  se  dedicó  en  el  Códig-o  reformado  una 
sección  (la  3."  del  cap.  I,  titulo  II  del  lib.  II) 
á  los  delitos  relativos  al  libre  ejercicio  de  los 
cultos;  se  añadieron  dos  secciones  en  el  mismo 
capítulo  II,  del  tit.  II,  destinadas  á  garantir 
y  regular  el  ejercicio  de  los  derechos  indivi- 
duales, reconocidos  á  los  españoles  por  la  Cons- 
titución del  Estado,  y  finalmente  se  introdujo 
en  el  libro  tercero  la  novedad  de  que  en  vez 
de  los  dos  títulos  de  que  antes  constaba,  fué 
dividido  eu  cuatro,  de  los  cuales  el  primero 
trata  exclusivamente  de  las  faltas  de  impren- 
ta, que  hasta  1870  eran  objeto  de  leyes  espe- 
ciales. 

Entre  las  reformas  que,  respondiendo  á  los 
adelantamientos  realizados  eu  dereclio  penal, 
se  llevaron  al  Código ,  figuran  las  siguien- 
tes: 1.^  Supresión  del  principio  en  cuya  virtud 


mente  aquellos  inconvenientes,  muchos  délos  cuales  des- 
aparecieron con  la  reforma  de  1870. 
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«á  tanto:)  delitoií  correspondían  tantas  pcnaxr> , 
en  vez  del  cual,  cuando  un  delincuente  ha 
sido  condenado  por  diversos  delitos,  uo  ha- 
biendo posibilidad  de  que  cumpla  á,  la  vez  las 
diferentes  penas  que  por  ellos  le  hayan  sido 
impuestas,  sufre  Integra  la  más  grave,  sin  que 
todas  las  restantes  puedan  exceder  del  triplo 
de  la  principal.  2."  Supresión  de  las  penas  per- 
petuas, pues,  si  bien  se  conservan  las  de  ca- 
dena y  reclusión,  sólo  es  en  el  nombre,  porque 
cuando  el  reo  las  haya  cumplido  durante  trein- 
ta años,  deberá  ser  indultado,  siempre  que  por 
su  conducta  no  deba  contiuiiar  privado  de  li- 
bertad; y  cuando  á  un  reo  de  varios  delitos  se 
le  haya  impuesto  por  uno  de  ellos  la  pena  de 
cadena  perpetua,  no  podrá  prolongarse  su  cas- 
tigo por  los  restantes  por  un  plazo  mayor  de 
diez  años.  De  modo  que  la  duración  máxima 
de  las  penas  de  cadena  ó  reclusión  perpetuas 
es  de  cuarenta  años.  3.*  Supresión  de  la  pena 
de  argolla,  á  que  eran  condenados  todos  los 
coreos  de  un  delito  cuando  por  su  comisión 
se  habia  impuesto  á  alg'uno  de  los  autores  la 
de  muerte.  4.*  Supresión  de  la  vigilancia  de 
la  autoridad  A  que  quedaban  sujetos  todos  los 
que  hablan  sufrido  alguna  condena,  cuando 
recobraban  la  libertad.  5.^  Supresión  del  ti- 
tulo VI  del  lib.  II  (arts.  258  á  266)  sobre  va- 
gos y  mendigos,  que  castigaba  como  delitos 
ciertos  hechos  de  penalidad  peligrosísima  y 
poco  conveniente  '. 

Además  de  todas  estas  innovaciones,  son 
también  de  notar,  entre  otras  menos  impor- 
tantes, la  distinta  definición  que  el  art.  4.°  da 
de  la  conspiración;  la  supresión  del  último  pá- 
rrafo de  dicho  artículo,  que  declaraba  exen- 
to de  toda  pena  al  que,  desistiendo  de  la  cons- 


*  Mendicid.ad. — Ni  es  siemiire  posible  decir  guien  es 
vago  y  guíen  no,  ni  jniede  d  las  veces  ser  más  injusto  cas- 
tigar el  habito  de  pedir  limosna.  En  hora  buena  gue  la  ley 
sea  in/texible  en  el  castigo  del  robo,  hurto,  estafa  y  de  to- 
dos los  delitos  de  gue  la  vagancia  suele  ser  causa;  pero  el 
que  tiene  hambre,  el  gue  jiecssita  pan  para  su  mujer  y 
para  sus  hijos,  puede  llegar  á  no  reparar  en  el  medio  de 
satisfacer  estas  necesidades  si  se  le  prohibe  implorar  la 
caridad  piiblica,  cuando  por  desgracia  tan  grandes  va- 
dos ofrecen  nuestras  leyes  de  policía  y  de  beneficencia,  en 
lo  gue  de  ellas  es  objeto,  sin  gue  los  Gobiernos  gtie  en  Es- 
paña se  suceden  se  cuiden  mucho  de  facilitar  los  medios  de 
crear  grandes  asilos  de  mendicidad  donde  fuera  recogido 
el  itnneneo  número  de  pobres  gue  pulula  por  todas  las  ca- 
lles de  las  grandes  poblaciones,  acodando  d  los  transeún- 
tes y  presentando  á  su  vista  las  deformidades  de  sus  mien- 
bros  para  excitar  más  la  lástima  y  la  compasión.  Felicite- 
mos, pues,  al  legislador  de  1870  por  la  prudencia  con  que 
procedió  borrando  el  titulo  a  gue  queda  hecha  referencia, 
y  muy  especialmente  el  art.  263  del  mismo,  gue  castigaba 
con  arresto  mayor  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autori- 
dad por  tiempo  de  un  año  al  mendigo  gue  sin  licencia  de 
la  misma  pidiera  habitualmente  limosna;  licen-  ia,  gue,  si 
en  mttchos  casos  nada  significaba,  en  otros  no  podía  ser 
más  bochornosa  paraciertos  desgraciados;y démosle  tam- 
bién nuestros  plácemes  por  haber  reducido  la  vagancia  á 
la  consideración  de  circunstancia  agravante  de  la  respon- 
sabilidad criminal,  cuajido  dicha  cualidad  concurra  en  el 
autor  de  un  delito. 


piración  ó  proposición  para  cometer  wn  delito, 
las  revelase  á  la  autoridad  pública,  y  la  de- 
claración de  que,  lo  mismo  la  proposición  que 
la  conspiración,  son  sólo  punibles  en  la  actua- 
lidad en  los  casos  en  que  la  ley  las  pena  espe- 
cialmente. 

El  Código  penal  de  1870  no  tardará  en  ser 
reformado.  Cuando  se  publicó  hallábanse  en 
todo  su  apogeo  las  doctrinas  de  la  escuelajde 
Roeder,  á  las  cuales  rindió  el  legislador  uu 
culto  que  sólo  resultaba  externo  y  de  pui-a 
apariencia,   y   que  se  manifestaba^califlcando 
ciertas  penas  con  el  consolador  apelativo  de 
co;'í"ecci'oJiaZe.s-,nuHca  justificado  en  la  realidad  ^ 
de  su  aplicación.  A  la  vez  se  conservaban  las  i 
aflictivas,  ideadas,  á  lo  que  parece,  con  el  ex-  - 
elusivo  ó  principal  designio  de  hacer  sufrir  al 
culpable  expiación  ó  tortura  proporcionada  al 
mal  que  causó  con  el  delito.  ,>' 


La  necesidad  de  acomodar  las  disposiciones 


del  Códig'o  á  los  principios  que  proclama  la  ? 
Constitución  de  1876,  y  de  ajustar  el  ejercicio 
de  la  acción  punitiva  ó  reglas  fáciles  y  senci- 
llas que  permitan  más  discreto  y  menos  redu- 
cido empleo  al  arbitrio  del  juzgador,  exig-en 
innovaciones  de  importancia  en  el  Código,  ó 
que  sea  sustituido  por  otro. 

Con  este  último  fin  se  han  presentado  en  los 
últimos  años  proyectos  diversos,  ninguno  de 
los  cuales  ha  alcanzado  la  categoría  de  ley. 

El  predominio  del  elemento  experimental  y 
positivo,  en  la  resolución  de  los  problemas  so- 
ciales y  políticos,  y  por  lo  tanto  de  los  que 
plantea  y  decide  el  derecho,  ha  de  librarnos, 
cuando  la  reforma  se  acometa,  de  romanticis- 
mos perjudiciales,  que  no  hace  muchos  años  ^ 
presentaban  al  criminal  como  un  ser  extra via-r^ 
do  y  desvalido,  al  que  se  debían  todo  linaje  ' 
de  atenciones   y   delicadezas,    la   instrucción  , 
moral  y  literaria,  y  hasta  el  recreo  y  solaz  del 
cuerpo  y  del  espíritu. 

La  nueva  escuela  italiana,  llaTnada  impro-'- 
píamente  antropológica,  pugna  en  sus  bases 
fundamentales  con  las  que  proclaman  y  acep-  ' 
tan  la  religión  y  la  filosofía;  pero  ha  determi-  , 
nado  un  movimiento  de  reacción  provechosa,- 
convirtiendo  hacia  los   hombres  honrados  la 
compasión  malsana  que  se  venia  dispensan-., 
do  á  los  asesinos,  á  los  ladrones,  á  los  estu- 
pradores y  á  los  falsarios. 

Para  el  delincuente  podrá  ser  importantí- 
simo cuanto  se  refiera  á  su  enmienda  ó  reden- 
ción; pero  el  interés  del  cuerpo  social,  mucho 
más  respetable,  pide  que  se  le  ampare  eficaz- 
mente contra  todo  atentado  que  amenace  su 
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existencia,  su  integridad  ó  sus  dercqlios;  com- 
prendiendo que  en  estos  tiempos  revueltos  en 
que  surge  con  pavorosos  caracteres  la  lucha 
de  clases,  acaso  se  hallará  en  la  severidad  del 
castigo,  el  remedio  más  seguro  contra  la  g'ro- 
seria  del  insulto  y  la  brutalidad  del  atropello. 
Fuero  Juzgo. 
Contiene  muchas  disposiciones  de  carácter 
penal,  diseminadas  en  varias  leyes;  y  además 
el  lib.  VI  trata  especialmente  de  los  «mal  fe- 
chos et  de  las  penas  et  de  los  tormentos»,  el 
Vil  «de  los  furtos  é  de  los  engannos»  y  el  VIII 
«de  las  fuerzas  é  de  los  dauuos  é  de  los  que- 
brantamientos». 

Fuero  Viejo  de  Castilla. 
El  tit.  VI  del  lib.  I  señala  las  penas  en  que 
incurren  «los  que  quebrantan  palacio  ó  guer- 
ta,  ó  molino,  ó  cavaña,  ó  era,  ó  monte  de  fijo- 
dalgo  ó  testamento  de  jues».  El  tit.  I  del  lib.  II 
habla  «de  las  muertes,  é  de  los  encartados,  é 
de  las  leridas  é  denuestos».  El  tit.  II  «de  los 
que  fuerzan  las  mujeres»;  el  tit.  III  «de  los 
furtos  que  se  ficieren  en  Castiella»,  y  el  tit.  V 
«de  los  daños».  Además,  el  tit.  V  del  lib.  I,  que 
se  ocupa  «de  la  amistad  6  del  desafiamiento 
de  los  tíjosdalgo»,  contiene  prescripciones  es- 
peciales sobre  «muertes ,  heridas  é  desonra 
dellos». 

Fuero   Real. 

El  lib.  IV  de  este  Código  está  dedicado  al 
derecho  penal,  y  contiene  numerosas  disposi- 
ciones sobre  herejes  y  judíos,  denuestos  y  des- 
honras, fuerzas  y  daños,  penas,  adulterios  é 
incestos,  clérigos  que  abandonan  la  orden,  so- 
domitas, ladrones,  falsarios,  vendedores  de 
hombres  libres,  homicidios,  violadores  de  se- 
pulturas, rieptos  y  desafios,  etc.,  etc. 

Siete  Partidas. 
La  Partida  7.*  «fabla  de  todas  las  acusacio- 
nes é  maleficios,  que  los  homes  facen,  é  que 
pena  merecen  haber»,  y  contiene  muchas  dis- 
posiciones sobre  traiciones,  rieptos,  lides,  eu- 
faniados,  falsedades,  oniecillos,  libelos  y  des- 
honras, fuerzas,  treg'uas  y  seguranzas,  robos 
y  furtos,  daños  y  engaños,  adulterios,  inces- 
tos y  sacrilegios,  rapto  de  vírgenes,  monjas  ó 
viudas,  lujuria  contra  natura,  alcahuetes,  adi- 
vinos, agoreros  y  sorteros,  herejes,  judíos, 
moros,  suicidas,  blasfemos,  tormentos,  penas 
y  perdones.» 

Novísima  Recopilación. 

El  lil).  XII  se  ocupa  «de  los  delitos  y  sus  pe- 
nas y  délos  juicios  criminales»,  y  dedica  los  31 
primeros  títulos  á  hablar  de  los  judios,  moros, 
herejes,  descomulgados,  adivinos,  hechiceros, 
blasfemos,  perjuros,  traidores,  falsarios,  deser- 
tores del  Real  servicio,  atentados  y  desaca- 
tos, tumultos,  asonadas  y  conmociones  popu- 
lares, asociaciones  ilícitas,  máscaras  y  disfra- 
ces, hurtos,  robi.sy  fuerzas,  gitanos,  bandidos, 
receptores  de  malhechores,  armas  prohibidas, 
duelos  y  desafíos,  homicidios  y  heridas,  usu- 
ras y  logros,  jueg'os  prohibidos,  injurias,  adul- 
terios, riifianes,  alcahuetes,  incestos,  estu- 
pros, sodomía  y  bestialidad  y  vagancia. 


Código  penal  9  Julio  1822. 

Ya  hemos  dicho  en  la  introducción  de  este 
articulo  el  concepto  que  nos  merece  el  Códig'o 
penal  de  1822.  Contiene  un  titulo  preliminar 
y  dos  partes.  El  titulo  preliminar  habla  de  los 
delitos  y  culpas,  de  los  delincuentes  y  culpa- 
bles y  de  los  que  responden  de  las  acciones  de 
otros,  de  las  penas,  sus  efectos  y  modo  de  eje- 
cutarlas, del  modo  de  graduar  los  delitos  se- 
gún las  circunstancias  agravantes  y  atenuan- 
tes, de  la  obligación  de  denunciar  los  delitos 
y  entregar  los  delincuentes,  de  los  reos  ausen- 
tes y  contumaces,  de  las  rebajas  de  penas  á  los 
que  se  arrepienten  ó  enmienden,  de  la  )n-es- 
cripción  de  los  delitos  y  culpas,  de  la  indem- 
nización á  los  inocentes  por  los  perjuicios  de 
las  causas  criminales  á  que  se  vieren  someti- 
dos y  de  los  delitos  especiales.  La  parte  pri- 
mera se  ocupa  de  los  delitos  contra  la  socie- 
dad, y  la  segunda  de  los  delitos  contra  los  par- 
ticulares. 

Ley  19  Marzo  1848. 

Se  publica  el  proyecto  de  t'oillgo  |ipnnl  y  se  inanda 

que  se  observe  como  ley  cuando  el  Gobierno  disponga. 

«Doña  Isabel  II,  etc.  Sabed:  que  las  Cortes 
han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  sig'uiente: 

Artículo  1.°  El  proyecto  de  Código  penal 
presentado  por  el  Gobierno  y  la  ley  provisio- 
nal que  para  su  aplicación  le  acompaña,  se 
publicarán  desde  luego  y  se  observarán  como 
ley  en  la  Península  é  islas  adyacentes  desde 
el  día  que  señale  el  Gobierno  dentro  de  los 
cuatro  meses  siguientes  á  la'  fecha  de  la  san- 
ción Real. 

Art.  2."  El  Gobierno  propondrá  á  las  Cor- 
tes dentro  de  tres  años,  ó  antes  si  lo  estimare 
conveniente,  las  reformas  ó  mejoras  que  de- 
ban hacerse  en  el  Código,  acompañando  las 
observaciones  que  anualmente  por  lo  menos 
deberán  dirigirle  los  Tribunales. 

Art.  3."  El  Gobierno  hará  por  si  cualquie- 
ra reforma,  si  fuere  urgente,  dando  cuenta  á 
las  Cortes  tan  pronto  como  sea  posible. 

Art.  4."  El  Gobierno  adoptará  las  disposi- 
ciones convenientes  para  la  ejecución  de  esta 
ley. 

Por  tanto:  mandamos,  etc. — Palacio  á  19  de 
Marzo  de  3848. —Yo  la  Reina.— El  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  Lorenzo  Arrazola  '.>  (C.  /j., 
t.  43,  p.  205.) 

R.  D.  22  Septiembre  1848. 
Resolviendo  varias  dudas  ocurridas  en  la  aplicación  del 
Código,  en  sus  referencias  d  reglamentos,  d  disposición 
nc3  del  Código   civil,  d  determinada  ley  ó  legislación, 
etcétera,  etc.  2. 

«Artículo  l.*^  Siempre  que  el  Códig-o  penal 
se  refiere  á  disposiciones  de  reglamentos  como 


*  Por  un  Real  decreto  de  igual  fecha  se  uñando  q"e  el 
Códi(;o  penal  se  observase  como  ley  en  la  Pe?tiJisula  é  islas 
adyacentes  desde  el  din  1.°  de  Julio  de  aquel  año.  Rigió 
hasta  que  por  otro  decreto  de  7  de  Junio  de  1850  se  hi- 
cieron en  él  reformas  fundamentales  que  dieron  motivo  á 
una  nueva  edición,  dispuesta  por  R.  O.  de  !)  del  mismo 
mes. 

^  Publicamos  este  Real  decreto  á  pesar  de  referirse  al 
Código  de  1848,  porque  es  indudable  que  muchas  de  las 
reglas  que  en  él  se  fijan  tienen  aplicación  al  Código  vi- 
gente; d  cuyo  efecto  indicamos 2>or  nótalos  artículos  de 
este  último,  cuyas  prevenciones  co7icuerdan  con  las  á  qtta 
hace  relación  el  decreto. 
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en  la  circunstancia  22  del  art.  10  ',  si  éstos  for- 
man el  todo  ó  parte  de  alguna  lev  anterior, 
regirán  como  tales  hasta  que  se  publiquen 
otros,  conforme  á  lo  que  se  dispone  en  la  nofa 
segunda  de  la  ley  11,  tit.  II,  lib.  III  de  la  No- 
vísima Recopilación. 

Art.  2.°  Cuando  el  Código  se  refiere  á  re- 
glamentos que  hayan  de  publicarse,  relativos 
íl  objetos  sobre  los  cuales  no  se  hubiere  de- 
terminado en  leyes  vi  otros  reglamentos  ante- 
riores, mientras  aquéllos  no  se  publiquen,  los 
Tribunales  no  harán  innovación  alg'una  cou- 
sidei'áudose  las  disposiciones  del  Código  en 
esta  parte  como  un  beneficio  que  la  ley  pro- 
mete conceder  más  adelante. 

Art.  3."  Siempre  que  el  Código  penal  se 
refiere  á  disposiciones  del  Código  civil  hasta 
tanto  que  éste  se  publique,  se  entenderán  las 
referencias  á  la  legislación  civil  actual,  y  en 
su  defecto  á  lo  que  se  halle  establecido  por  la 
jurisprudencia  general  conforme  á  lo  que  se 
refiere  en  la  ley  6.",  tít.  II,  Part.  1.*  Si  tam- 
poco hubiese  jurisprudencia  fija  sobre  el  caso, 
se  entenderá  consignada  la  disposición  del  Có- 
digo para  cuando  la  ley  establezca  lo  conve- 
niente. 

Art.  4.°  Cuando  el  Código  se  refiere  á  de- 
terminada ley  ó  á  la  legislación  en  general,  se 
entiende  la  referencia  á  la  misma  ley  ó  legis- 
lación, tal  como  la  jurisprudencia  y  la  costum- 
bre la  han  inter)n-etado  ó  entendido,  siguien- 
do el  principio  de  que  la  costumbre  en  Espa- 
ña tiene  fuerza  de  ley,  aun  contra  ésta  misma 
en  ciertos  casos,  según  lo  dispone  la  6.''  del 
tit.  II,  Part.  l.-"^  ya  citada  ■^. 

Art.  5.°  Cuando  el  Código  penare  un  he- 
cho que  por  ser  susceptible  de  diferentes  gra- 
dos de  culpabilidad  según  su  extensión  ó  efec- 
tos le  califica  de  delito  y  de  falta,  los  Tribu- 
nales, para  su  persecución  y  aplicación  délas 
penas  respectivas,  consultarán  la  extensión  ó 
efectos  en  cada  caso,  procediendo  según  sus 
resultados.  A  esta  clase  de  hechos  correspon- 
den las  disposiciones  contenidas  en  el  art.  203 
y  en  el  núm.  2."  del  48ó  del  Código  ^  en  los 
cuales  se  castiga  el  deterioro  do  estatuas,  pin- 
turas ú  otros  objetos  de  artes  como  delito  y 
como  falta,  teniendo  presente  que  la  exten- 
sión de  que  es  susceptible  e!  hecho  exige  esa 
latitud;  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 476,  será  delito  aquél  si  el  deterioro  excede 
de  5  duros,  y  falta  si  no  excede  de  esta  can- 
tidad. 

Art.  6."  Definido  una  vez  en  el  Código  un 
delito,  cualidad  ó  circunstancia,  siempre  que 
el  mismo  Código  hablare  de  aquél  ó  de  éstas, 
se  entederán  definidos  en  los  propios  términos. 

Art.  7.°  Cuando  el  Código  señala  una  pena 
que  consiste  en  la  pérdida  de  un  derecho  no 
concedido  aún  por  la  ley,  tal  como  el  de  per- 
tenecer al  consejo  de  familia,  los  Tribunales, 
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•  Diclia  cir<unslancia  era  la  de  ejecutar  el  delito  con 
armas  jirohilndas,  la  cual  ha  desaparecido  en  el  Cédiqo 
de  1870.  ■^ 

^  El  Código  civil  condena  la  costumbre  conií'a  ley. 
Véase  su  art.  S." 

^  Lo  que  dispone  este  articulo  resj^ecto  de  los  que  cita 
del  Códino  antiguo,  tiene  perfecta  aplicación  dio  que  pre- 
ceptúan los  J7e  y  5S6  del  Código  de  1S70. 


en  los  casos  qiie  ocurran,  la  impondrán  según 
el  Códig'o  la  señala  en  consideración  á  que 
cuando  el  derecho  se  conceda,  no  deberán  dis- 
frutar de  él  los  que  sabedores  de  la  penalidad 
cometieren  el  delito  á  que  se  impone  la  pena. 
Art.  8."  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
dará  cuenta  á  las  Cortes  del  presente  decreto 
en  la  próxima  legislatura. — Dado  en  Palacio 
á  22  de  Septiembre  de  1848.» 

H.  D.  29  Septiemtire  1818. 

Es  sobre  jurisdicción  de  los  cónsules  y  vice- 
cónsules en  el  extranjero,  y  se  halla  iusei'to 
en  Cuerpo  consular  español. 

E.  D.  27  Octubre  1848. 

Sobre  Tribioiales  de  aguas.  Xo  se  entienden  suprimidos 

por  el  Código. 

«En  vista  de  las  razones  que  de  acuerdo  con 
la  Comisión  de  Códigos  me  ha  dirigido  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  vengo  en  declarar, 
qne  ni  por  el  nuevo  Código  penal,  ni  por  la 
ley  provisional  dada  para  su  ejecución,  se  en- 
tiendan suprimidos  los  Juzgados  privativos  de 
de  riego  de  Valencia,  Murcia  y  cualesquiera 
otros  puntos  donde  se  hallen  establecidos  ó  se 
establecieren,  los  cuales  deberán  continuar, 
como  hasta  aquí,  limitados  á  la  policía  de  las 
aguas  y  al  conocimiento  de  las  cuestiones  de 
heclio  entre  los  inmediatamente  interesados 
en  el  riego,  conforme  al  art.  7."  del  R.  D.  de 
10  de  Junio  del  año  próximo  pasado,  debiendo  . 
observarse  en  las  Ordenanzas  y  reg'lamentos 
que  se  publicaren  en  lo  sucesivo  lo  dispuesto 
sobre  el  particular  en  el  art.  505  del  Código 
penal '. — Dado  en  Palacio  á  27  de  Octubre  de 
1848,  etc.» 

E.  D.  7  Jtiuio  1830. 
Reforma  del  Código  penal  de  18-18. 
(Extracto.)  Considerando  el  Gobierno  de 
urgente  necesidad  reformar  varias  disposicio- 
nes del  Código  penal,  en  uso  de  la  autoriza- 
ción que  le  dio  la  ley  de  19  de  Marzo  de  1848, 
decretó  muehrs  y  g'raves  modificaciones  v  en- 
miendas á  los  arts.  2.»,  4.°,  7.",  9.°,  10,  16,  19, 
22,  24,  25,  28,  48,  49,  52,  62,  71,  76,  79,  82,  84, 
110,  125,  126,  comprendidos  en  el  lib.  I;  al  168, 
179,  170,  186,  187,  189  y  demás  del  capitulo  de 
Atentado.'!  y  desacatos  y  otros  muchos  del  li- 
bro II,  V  varios  también  del  lib.  III.  (C.  L.,  to- 
mo 50,  p.  199.) 

E.  0.9  Junio  1850. 
Nueva  edición  del  Código,  ó  sea  Código  de  1850. 
(Grac.  y  .JusT.)  Extracto. — Se  mandó  ha- 
cer inmediatamente  una  2.^  edición  del  Códi- 
go penal,  incorporando  en  ella  bajo  un  mismo 
contexto  y  numeración  ,  las  aclaraciones  y 
adiciones  contenidas  en  Reales  órdenes  y  de- 
cretos publicados  por  el  Gobierno  en  uso  déla 
autorización  dada  al  mismo  jior  la  ley  de  19  de 
Marzo  de  1848;  y  se  dispuso  que  esta  edición 
reformada  fuese  la  única  oficial,  y  que  en  lo 
sucesivo  las  aclaraciones  y  adiciones  que  se 
hicieren  se  verificasen  sin  alterarla  numera- 
ción, debiendo  en  su  caso  repetirse  cada  ar- 
ticulo tantas  veces  cuantas  fuese  indispensa- 


i 


*     Ver  en 
Junio  de  187 


Aguas  los  arts.  242  á  247  de  la  ley  de  13  de 
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ble,  y  disting'uiéndose  los  adicionados  cou  las 
notas  ordinales  de  2.°,  3.°,  etc.  (C.  L.,  t.  50, 
pág.  226.) 

Esta  2.^*  edición  del  Código  penal  vino  ri- 
giendo hasta  que  por  virtud  de  la  ley  de  17-18 
de  Junio  de  1870,  se  publicó  en  30  de  Agosto 
del  mismo  año  una  nueva  edición  reformada. 

E.  o.  26  Abril  1851. 
bohre  arrestos  por  la  policía, 
«De  conformidad  con  lo  expuesto  por  el  Con- 
sejo Real,  la  Reina  ha  tenido  á  bien  resolver 
que  se  recuerde  á  los  g'obernadores  de  provin- 
cia la  puntual  observancia  del  art.  22  de  la 
Keal  cédula  de  19  de  Agosto  de  1827,  que  no 
está  derogado,  y  en  el  cual  se  previene  que  las 
personas  arrestadas  por  la  policía,  sea  cual 
fuere  la  causa,  serán  entregadas  á  los  Tribu- 
nales y  jueces  de  sus  respectivos  fueros  en  el 
término  de  tres  días  á  más  tardara  Madrid 
26  de  Abril  de  1851,  etc.» 

H.D.  aCJunio  1852. 
Delitos  de  contrahando  y  defraudación, 

(Se  inserta  en  Contrabando.) 

R.  D.  18  Mayo  1853. 

Resolviendo  qué  fakas  pueden  castigarse 
gubernativamente,  y  cuáles  exigen  las  forma- 
lidades del  juicio. —Se  halla  inserto  en  Faltas. 

R.  D.  9  Octubre  1853. 
Abono  de  la  mitad  de  tiempo  de  prisión  ~, 

«Art.  1."  A  los  reos  que  en  lo  sucesivo 
fueren  sentenciados  á  penas  correccionales,  se 
les  abonará  para  el  cumplimiento  de  sus  con- 


'  Modificado  lo  dispuesto  enla  presente  Real  ordenpor 
lo  viandado  en  el  art.  4."  de  la  Constitución  del  Estado, 
el  cual  preceptúa  que  todo  detenido  será  puesto  en  liber- 
tad ó  entregado  d  la  autoridad  judicial  dentro  de  las 
veinticuatro  lloras  siguie7ttes  al  acto  de  la  detención. 

^  «¿Kstá  vigente  este  decreto?  En  el  preámbulo  de- 
cía el  Ministro  á  la  Reina  que  la  antigua  jiráctíca  de  te- 
ner en  cuenta  el  tie^npo  de  prisión  sufrida,  debía  resta- 
blecerse como  medio  de  templanza  de  la  severidad  de  los 
principios  científicos  bajóla  forma  de  Real  graciayúni- 
camente  basta  tanto  que  un  buen  Código  de  ¡jroce- 
dimiento  criminal  baga  desaparecer  el  grave  mal 
qiie  se  lamenta  por  las  vías  legales  ordinarias. 

Fublicóse  en  1872  la  ley  provisional  de  Enj.  crim.;  pero 
ésta  nada  ha  establecido  sobre  lo  que  es  objeto  del  decre- 
to, y  estando  todavía  por  resolver  la  cuestión  de  si  ka  lle- 
nado el  vacío  que  se  dejaba  sentir,  y  sieiido  además  pro- 
visional y  no  rigiendo  sino  muy  limitadamente  páralos 
delitos  de  penas  correccionales,  creemos  que  el  decreto 
está  vigente.*  Así  decíamos  en  nuestro  Diccionario  de  la 
Jiirisprudencia  penal,  aílo  1 87 4,  teniendo  en  cuenta  tres 
fallos  del  T.  ü.  de  2á  de  Mayo  de  J87Í  y  24  de  Septiembre 
y  ae  de  Noviembre  de  1872,  en  los  cuales  nada  se  decía 
explícitamente  sobre  este  particular,  sino  que  el  abono  de 
la  mitad  del  tiempo  déla  prisión  sufrida  no  tiene  lugar 
•  en  los  casos  exceptuados  por  el  art.  2.^  del  decreto  inser- 
to, y  que  la  infracción  del  mismo  no  se  halla  comprendida 
enninguno  de  los  casos  del  art.  4.®  de  la  ley  de  casación, 
entonces  vigente,  de  18  de  .Junio  de  1870.  Otro  fallo  poste- 
rior de  30  de  Diciembre  de  187H  resolvió  ya  este  punto 
concretamente  en  el  sentido  de  que  el  R.  D.  de  ¡i  de  Octu- 
bre de  1853,  ya  se  califique  de  ley  penal  ó  de  procedimien- 
to, está  derogado  por  el  art.  626  del  Código  penal  que  de- 
clara derogadas  todas  las  leyes  penales  generales  anterio- 
res á  su  promulgación,  y  la  disposición  final  de  la  ley  de 
Enj.  crim.  que  establece  la  'íuisma  derogación  de  todas  las 
leyes.  Reales  decretos,  reglamentos,  órdenes  y  fueros  en 
que  se  hubieren  dictado  reglas  del  Enj .  crim.  para  los  jue- 
ces y  Tribunales  del  fuero  <  omún. 

Creíase  ya  que  este  fallo  del  T.  S.  ponía  término  á  toda 
dificultad  y  á  toda  duda,  pero  no  conforme  el  Gobiei-no 
con  tal  jurisjirudencia,  en  R.  D.  de  2  de  Noviembre  de 
187S  declaró  que  el  enunciado  decreto  de  1853  se  hallaba 


denas  la  mitad  del  tiempo  que  hubiesen  per- 
mauecido  presos,  quedando  á  su  favor  cual- 
quiera fracción  de  días  que  resulte  en  la  re- 
baja. 

Este  beneficio  será  extensivo  á  los  senten- 
ciados á  prisión  por  via  de  sustitución  y  apre- 
mio para  el  pago  de  multas. 

Art.  2."  No  podrán  gozar  de  la  Real  gracia 
otorg'ada  por  este  decreto: 

1.°  Los  reincidentes  en  la  misma  especie 
de  delito. 

2."  Los  que  por  cualquier  otro  delito  hayan 
sido  condenados  á  pena  igual  ó  superior  á  la 
que  nuevamente  se  les  imponga. 

3."  Los  reos  ausentes  que  llamados  en  le- 
gal forma  no  se  hubiesen  presentado  volunta- 
riamente. 

4."  Los  reos  de  robo,  hurto  y  estafa  que  ex- 
ceda de  5  duros. 

5.'^  Los  reos  de  robo,  hurto  y  estafa  que  no 
exceda  de  5  duros,  en  quienes  concurran  cir- 
cunstancias notables  de  agravación. 

Art.  3.°  Los  Tribunales  harán  aplicación 
de  las  anteriores  disposiciones  al  final  de  las 
sentencias,  que  habrán  de  dictar  con  sujeción 
al  Código  y  ley  provisional;  y  los  fiscales  las 
tendrán  presentes  para  exponer  lo  que  con- 
venga en  sus  censuras. 

Dado  en  Palacio  á  9  Octubre  de  1853.— E.stá 
rubricado  de  la  Real  mano.— El  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  José  de  Castro  y  Orozco.» 

R.  O.  4  Enero  1854. 
Sobre  la  pena  de  prisión  correccional. 

Se  mandó  por  esta  Real  orden  que  «los  reos 
condenados  á  arresto  mayor  sujetos  á  trabajo 
forzoso,  y  los  que  deben  sufrir  la  prisión  co- 
rreccional por  via  de  sustitución  y  apreinio 
por  tiempo  tan  escaso  que  haya  de  consumirse 
probablemente  en  su  traslación  al  punto  don- 
de deba  sufrir  estas  penas,  las  extingan  en  las 
cárceles  de  las  cabezas  de  partido  en  los  tér- 
minos prevenidos  por  el  Código  para  los  con- 
denados á  la  pena  de  arresto  mayor  sin  traba- 
jo forzoso;  sin  perjuicio  de  que  por  el  Gobier- 
no se  adopten  las  disposiciones  convenientes 
para  sujetarlos  al  mismo  en  la  forma  que  fue- 
se posible  según  los  casos  y  circunstancias;  y 
que  cuando  Tos  jueces  acuerden  la  extinción 
de  la  pena  en  la  forma  referida,  den  cuenta  de 
su  resolución  á  las  Audiencias  respectivas.» 

R.  O.  26  Junio  1863. 

Estableció  que  la  parte  penal  de  las  Orde- 
nanzas de  montes  forma  parte  de  la  excepción 
contenida  en  el  art.  7.»  del  C.  P.,  y  que  éste 
rige  sola  y  exclusivamente  para  castigar  los 
delitos  que  se  cometen  en  los  de  dominio  par- 
ticular.—V.  Montes. 


en  vigor,  y  mandó  de  conformidad  que  se  abonara  á  los 
reos  que  venían  sufriendo  penas  correccionales  la  mitad 
del  tiempo  de  prisión  sufrida. 

Promulgada  la  nueva  ley  de  Enj.  crim.  de  14  de  Sep- 
tiembre de  1882,  otra  vez  se  ha  suscitadola  cuestión  sobre 
si  el  decreto  de  1853  está  en  vigor;  pero  hoy  no  puede  con- 
siderarse racional  la  duda,  y  creemos  que  sigue  vigente, 
como  lo  creyó  también  la  Fiscalía  del  T.  S.  en  la  exposi- 
ción de  15  de  Septiembre  de  1883,  inserta  en  Enjuicia- 
miento cniMiNAL.  Véase  el  núm.  75  de  la  misma  y  el  ar- 
ticulo Abono  de  phisiún  suebiua. 
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R.  O.  13  Enero  1861. 
Formalidades  que  dehen preceder  d  la  declaración  de  de- 
mencia de  los  penados. 

(Grac.  y  Just.)  El  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  dice  con  esta  fecha  al  de  la  Gober- 
nación lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  k  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  la  Real  orden  que,  con  fecha  12 
de  Octubre  último,  comunicó  V.  E.  á,  este  Mi- 
nisterio, consultando  qué  formalidad.es  debe- 
rán preceder  á  la  declaración  de  la  demencia  ' 
en  los  penados  para  los  efectos  del  art.  88  del 
•  Código  penal  '^  y  de  qué  modo  deben  dictar  los 
Tribunales  sentenciadores  la  confirmación  de 
esta  demencia. 

En  su  virtud,  y  atendiendo  á  que  dichas  for- 
malidades no  pueden  ser  otras  que  las  mismas 
que  se  requieren  para  absolver  ó  condenar  á 
un  procesado;  á  que  del  mismo  modo  que  se 
prueba  la  locura  ó  demencia  del  que  cometió 
un  delito  para  declararle  exento  de  responsa- 
bilidad criminal,  debe  probarse  y  decidirse  la 
que  le  exime  del  cumplimiento  de  la  condena 
impuesta,  ha  tenido  á  bien  mandar  S.  M.,  de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  se  diga  á  V.  E.,  como  de 
su  Real  orden  lo  ejecuto,  que  para  hacer  la 
declaracióu  de  que  se  trata  se  observen  las 
disposiciones  siguientes: 

1.*  Los  confinados  que  se  supong'a  en  es- 
tado de  dementes  serán  constituidos  en  obser- 
vación, instruyéndose  al  efecto  por  la  coman- 
dancia del  presidio  en  que  aquéllos  se  encuen- 
tren un  expediente  informativo  de  los  hechos 
y  motivos  que  hayan  dado  lugar  á  la  sospecha 
de  la  djemencia,  en  el  que  se  consigne  el  pri- 
mer juicio  ó  la  certificación  de  dos  facultati- 
vos, por  lo  menos,  que  los  hayan  examinado  y 
observado. 

2."  Consignada  asi  la  gravedad  de  la  sos- 
pecha, el  comandante  del  presidio  dará  cuenta 
inmediatamente,  con  copia  literal  del  expe- 
diente instruido,  al  regente  de  la  Audiencia 
de  que  procedan  los  confinados,  sin  perjuicio 
de  ponerlo  en  conocimiento  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Establecimientos  penales. 

3."  El  regente  de  la  Audiencia  pasará 
aquel  expediente  á  la  Sala  de  justicia  senten- 
ciadora, la  cual,  con  preferencia,  oirá  al  fiscal 
y  al  acusador  particular  de  la  causa,  si  le  hu- 
biere, hasta  la  última  instancia,  y  dándose  in- 
tervención y  audiencia  al  defemsor  del  pena- 
do, ó  nombrándosele  de  oficio  para  este  caso 
si  no  le  tuviere,  acordará  la  instrucción  más 
amplia  y  formal  de  los  hechos,  y  el  estado  físi- 
co y  moral  de  los  pacientes,  por  los  mismos 
medios  legales  de  prueba  que  se  hubiesen  em- 
pleado si  el  incidente  ocurriera  durante  el  se- 
guimiento de  la  causa;  comisionando  al  efecto 
al  juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
se  hallen  los  confinados  por  conducto  del  re- 
gente del  territorio  de  la  Audiencia,  para  que 
puedan  vigilar  el  cumplimiento. 

4.*     Y  últimamente,  sustanciado  este  inci- 


*  El  texto  de  la  Gaceta  decía  denuncia;  pero  debe  leer- 
se demencia, 

2  El  art.  68  que  arriba  se  cita  es  en  el  Código  de  1870 
el  101. 


dente  en  juicio  contradictorio,  si  hubiese  opo- 
sición, y  en  forma  ordinaria  si  no  la  hubiese, 
y  después  de  oir  las  declaraciones  juradas  de 
los  peritos  en  el  arte  de  curar,  y  en  su  caso  de 
la  Academia  de  Medicina  y  Cirugía,  se  dictará 
el  fallo  que  proceda  de  si  ha  ó  no  lugar  á  de- 
clarar la  demencia,  el  cual  se  comunicará  al 
comandante  del  presidio  para  la  traslación  del 
penado  demente  al  establecimiento  de  Benefi- 
cencia que  corresponda  y  su  coló  ación  en  la 
habitación  solitaria  que  previene  el  citado  ar- 
ticulo 88  '  del  Código  penal  vigente;  todo  sjn 
par  juicio  de  cumplir  con  lo  que  en  el  mism"o 
articulo  se  dispone,  si  en  cualquier  tiempo  el 
demente  recobrase  su  juicio.  —  De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  13  de  Enero  de  1864.»  {Ga- 
ctta  del  20.) 

B.  O.  13  Enero  1861. 

Declaró  lo  que  debe  entenderse  por  lugar  habitado  en  la 

aplicación  del  Código. 

(Grac.  y  Just.)  «He  "dado  cuenta  á  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en  este  i 
Ministerio  con  motivo  de  la  consulta  elevada  ' 
por  ese  Tribunal  acerca  de  lo  que  debe  eníen- ! 
derse  por  lugar  habitado  en  la  aplicación  del  I 
Código  penal  al  delito  de  robo.  En  su  virtud.. 

S.  M.,  oído  el  parecer  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  y  de  conformidad  con  lo  expuesto 
por  el  mismo,  ha  tenido  á  bien  resolver  que  es ; 
y  se  entiende  lugar  habitado  aquel  que  sirve  ' 
de  morada  á  una  persona,  aun  cuando  el  mo- 
rador falte  de  él  accidental  y  momentánea- 
mente ^. — De  Real  orden,  etc. — Madrid  13  de 
Enero  de  1864.»  (Gaceta  del  20.) 

E.  D.  17  Mayo  1865. 
Delitos  y  contravenciones  sobre  montes. 

Por  este  decreto  se  publicó  el  reg'lamento  ] 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  montes  de  24  de  j 
Mayo  de  1863.  El  tit.  XI  trata  de  la  policía  de  í 
los  montes  públicos,  y  es  necesario  consultar-] 
le  en  todo  lo  relativo  á  la  ])enalidad  de  los  de- j 
Utos  é  infracciones  de  las  Ordenanzas  de  mon- 
tes, teniendo  presente  que  la  parte  penal  de] 
las  mismas  ha  sido  reformada  en  8  de  Mayo  j 
de  1884.— V.  Montes. 

E.  o.  11  Abril  1866. 

Sobre  el  art.  2."  del  Código:  Rebaja  ó  conmutación 

de  2>enas. 

(Grac.  y  Just.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.)  haj 
tenido  á  bien  mandar  que  cuando  las  Salas  de 
Justicia  de  las  Audiencias  expongan  lo  con- 
veniente con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  pá- 
rrafo último  del  art.  2.»  del  Código  penal  ^ 
propongan  siempre,  no  sólo  la  rebaja  ó  con- 
mutación de  pena  que  á  su  juicio  proceda  en  , 
el  caso  objeto  de  la  exposición,  sino  el  grado 
y  extensión  en  que  deba  comprenderse,  de- 
biendo al  mismo  tiempo  acompañar  á  la  expo- 
sición copia  certificada  de  la  sentencia  que 
haya  dado  ocasión  á  la  consulta. — De  Real 
orden,  etc.— Madrid  14  de  Abril  de  1866.— 
Calderón  y  Collantes.— Sr.  Regente  de  la  Au- 
diencia de  Albacete.  > 


*     Va  hemos  dicho  que  con  el  articulo  que  se  cita  con- 
cuerda el  101  del  Código  de  1870. 

2  Viase  el  art.  S23  del  Código  vigente. 

3  Dicho  párrafo  no  ha  sufrido  alteración  alguna  al 
ser  modificado  el  Código  en  el  año  1870. 


CÓDIGO  PENAL.  (Cód.  de  1870.— Lib.  I,  tit.  1.) 


907 


R.  O.  16  Marzo  1868. 
Ui^cordando  el  cumplimiento  de  la  H.  O.  de  22  de  Octubre 
de  ist¡2,  que  establece  reglas  para  perseguir  los  delitos 
^;  de  incendio. 

(Grac.  y  Just.)  «He  dado  cuenta  á  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  de  una  expo.sición  elevada  á 
este  Ministerio  por  los  directores  de  varias 
Compañías  de  seg'uros,  en  solicitud  de  que  se 
rcprodu7xa  la  Real  orden  circular  de  22  de  Oc- 
tuljre  de  1862,  dictando  reglas  para  perseg'uir 
y  castigar  los  delitos  de  incendio  ',  y  enterada 
S.  M.,  ha  tenido  á  bien  disponer  que  se  re- 
cuerde á,  V...,  como  de  su  Real  orden  lo  ejecu- 
to, el  exacto  cumplimiento  do  aquella  sobera- 
na disposición. — Dios,  etc. — Madrid  16 de  Mar- 
zo de  1868. — Roncali.— Sres.  Regente  y  Fiscal 
de  la  Audiencia  de...>  (Gac.  20  Marzo.) 

Ley  27  Marzo  1868. 
Vagancia. 

(Grao,  y  Just.)  Definió  los  vag-os,  señaló 
las  penas  aplicables  al  delito  de  vagancia,  y 
estableció  el  procedimiento  que  debía seg'uirse 
para  castigarlo  "-.  (Gac.  28  Marzo.) 

R.  O.  28  Marzo  1868. 
Prevenciones  para  la  aplicación  de  la  ley  anterior. 
Encareció  al  Ministerio  fiscal  la  necesidad 
de  penetrarse  del  espíritu  y  tendencias  previ- 
soras de  la  anterior  ley,  para  que  el  interés 
individual  no  log'rara  debilitar  los  efectos  de 
la  misma. 

Reg.  27  Mayo  1868, 

Para  la  ejecución  de  la  ley  de  pesas  y  medi- 
das del  sistema  métrico  de  Í9  de  Julio  de  1849. 

(Véase  en  Pesas  y  Medidas  el  tít.  III  de  di- 
cho reglamento  señalando  las  penas  en  que 
incurren  los  contraventores  de  las  disposicio- 
nes dictadas  sobre  el  particular.) 

D.  19  Octubre  1868. 
Derogando  la  ley  de  27  de  Marzo. 

(Grac.  y  Just.)  c... Quedan  derogadas  en 
todas  sus  partes  las  disposiciones  que  contie- 
ne la  ley  de  27  de  Marzo  de  1868  sobre  vagan- 
cia, y  restablecido  el  art.  2.58  del  Códig-o  pe- 
nal, tal  como  estaba  antes  de  que  fuese  varia- 
do por  la  citada  ley. — Madrid  19  de  Octubre 
de  1868. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Antonio  Romero  Ortiz.»  (Gac.  21  Octubre.) 

CÓDIGO  PENAL  REFORMADO 

mandado  publicar  provlNlonitlnienlfí.  on  virtud 

de  aiit4irlziii>ion  (*4»iic«'4llfla  al  (¿whicrno 

por  la  ley  do  19  de  Junio  de  tS30. 


Ley. — «D.  Francisco  Serrano  y  Domínguez, 
Regente  del  Reino  por  la  voluntad  de  las  Cor- 
tes Soberanas,  á  todos  los  que  las  presentes 
vieren  y  entendieren,  salud:  Las  Cortes  Cons- 
tituyentes de  la  Nación  española,  en  uso  de  su 
soberanía,  decretan  y  sancionan  lo  siguiente: 

Articulo  único.     Se  autoriza  al  Ministro  de 


'    V.  Enjuiciamiento  criminal. 

"^  Esta  ley  fui  derogada  por  el  D.  de  19  de  Octubre  de 
18(18;  y  luego  en  la  reforma  de  1870  no  aparece  la  vagan- 
cia entre  los  delitos^  pero  si  entre  las  circunstancias 
agravantes  generales.  Nos  parece  más  justo  este  princi- 
pio^ aunque  también  con  él  hay  el  inconveniente  de  agra- 
var demasiado  la  penalidad  en  ciertos  delitos  y  casos. 


Gracia  y  Justicia  para  plantear  como  ley  pro- 
visional el  adjunto  proyecto  reformando  el  Có- 
digo penal. 

La  Comisión  nombrada  por  las  Cortes  para 
informar  sobre  esta  autorización,  propondrá 
dictamen  definitivo  acerca  de  la  reforma,  el 
cual  se  discutirá,  oon  preferencia  á  otros  asun- 
tos, tan  pronto  como  las  Cortes  reanuden  sus 
sesiones. 

De  acuerdo  de  las  Cortes,  se  comunica  al 
Regente  del  Reino  para  su  promulgación  como 
ley. 

Palacio  de  las  Cortes  17  de  Junio  de  1870. — 
Manuel  Ruiz  Zorrilla,  presidente. — Manuel  de 
Llano  y  Persi,  diputado  secretario.— Francis- 
co Javier  Carratalá,  diputado  secretario. — 
Julián  Sáncliez  Ruano,  diputado  secretario.— 
Mariano  Riiis  Montaner,  diputado  secretario. 

Por  tanto: 

Mando  á  todos  los  Tribunales,  Justicias, 
jefes,  gobernadores  y  demás  autoridades,  así 
civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
quiera clase  y  dignidad,  que  lo  guarden  y  ha- 
gan guardar,  cumplir  y  ejecutar  en  todas  sus 
partes. 

Madrid  18  de  Junio  de  1870. — Francisco  Se- 
rrano.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Eu- 
genio Montero  Ríos. 

DECRETO 

Usando  de  la  autorización  concedida  al  Go- 
bierno ])or  la  ley  de  17  de  Junio  último,  y 
eonformáudome  con  el  parecer  del  Consejo  de 
Ministros, 

Como  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  único.  El  Código  penal,  reforma- 
do y  aprobado  por  la  lej'  de  17  de  Junio  últi- 
mo, se  observará  en  la  Península  ó  islas  ad- 
yacentes, desde  su  publicación  oficial,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  28  de  Noviembre 
de  1837. 

Dado  en  Madrid  á  .30  de  Agosto  de  1870.— 
El  Ministro  de  Hacienda,  interino  de  Gracia  y 
Justicia,  Laureano  Figuerola. 

LIBRO  PRIMERO. 

Disposiciones  generales  sobre  los  delitos  y  faltas, 
las  personas  responsables  y  las  penas. 

De  lo*  delitos  y  fnltaH  y  <le  Iin  rlrrunstanolns 
queexlnirn  de  responsahllldad  rrliillnal,  I» 
ateni'iaii  o  la  agratan. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— De  los  delitos  y  faltas. 

Articulo  1."  Son  delitos  ó  faltas  las  accio- 
nes y  omisiones  voluntarias  penadas  por  la  ley. 

Las  acciones  y  omisiones  penadas  por  la  ley 
se  reputan  siempre  voluntarias,  á  no  ser  que 
conste  lo  contrario. 

El  que  cometiere  voluntariamente  un  delito 
ó  falta,  incurrirá  en  responsabilidad  criminal, 
aunque  el  mal  ejecutado  fuere  distinto  del  que 
se  habla  propuesto  ejecutar  '. 


*  Insertamos  este  articulo  rectiñcado  conforme  al  R.  D, 
de  1.°  Enero  187 1.  Al  disponer  que  las  acciones  ú  omisio- 
nes penadas  por  la  ley  se  reputan  siempre  voluntarias,  á. 
no  ser  que  conste  lo  contrarío,  no  es  su  objeto  dejar  tan 
importante  punto  d  la  discreción  y  arbitrio  de  los  jueces. 
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Art.  2."  En  el  caso  eu  que  un  Tribunal  ten- 
g'a  conocimiento  de  algún  hecho  que  estime 
dig'no  de  represión  y  que  no  se  halle  penado 
por  la  ley,  se  abstendrá  de  todo  procedimien- 
sobre  él  y  expondrá  al  Gobierno  las  razones 
que  le  asistan  para  creer  que  debiera  ser  obje- 
to de  sanción  penal. 

Del  mismo  modo  acudirá  al  Gobierno  expo- 
niendo lo  conveniente,  sin  perjuicio  de  ejecu- 
tar desde  luego  la  sentencia,  cuando  de  la  ri- 
gurosa aplicación  de  las  disposiciones  del  Có- 
digo, resultare  notablemente  excesiva  la  pena, 
atendidos  el  grado  de  malicia  y  el  daño  causa- 
do por  el  delito  K 

Art.  3.**  Son  punibles,  no  sólo  el  delito  con- 
sumado, sino  el  frustrado  y  la  tentativa. 

Hay  delito  frustrado  cuando  el  culpable 
practica  todos  los  actos  de  ejecución  que  de- 
berían producir  como  resultado  el  delito,  y  sin 
embargo,  no  lo  producen  por  causas  indepen- 
dientes de  la  voluntad  del  agente. 

Hay  tentativa  cuando  el  culpable  da  princi- 
]>io  á  la  ejecución  del  delito  directamente  por 
hechos  .exteriores,  y  no  practica  todos  los  ac- 
tos de  ejecución  que  debieran  producir  el  de- 
lito, por  causa  ó  accidente  que  no  sean  su  pro- 
pio y  voluntario  desistimiento. 

Art.  4.*^  La  conspiración  y  la  proposición 
para  cometer  un  delito,  sólo  son  punibles  en 
los  casos  en  que  la  ley  las  pena  especialmente. 

La  conspiración  existe  cuando  dos  ó  más 
personas  se  conciertan  para  la  ejecución  del 
delito  y  resuelven  ejecutarlo. 

La  proposición  existe  cuando  el  que  ha  re- 
suelto cometer  un  delito  propone  su  ejecución 
á  otra  ú  otras  personas  "-. 

Art.  5.*^  Las  faltas  sólo  se  castigan  cuando 
han  sido  consumadas. 


sino  establecer  el  principio  que  el  art.  S."*  viene  á  desenvdl- 
ver,  Ajando  \mo  por  uno  todos  los  casos  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad, sin  ¡'Cr juicio  de  aquellos  otros  que  por  con- 
sideraciones es2>eciales  producen  igual  resultado.  (V.  Cir- 
cunstancias.) Pero  téngase  en  cuenta  que  «eí  principio 
legal  consignado  en  este  articulo  está  esencialmente  subor- 
dinado al  establecido  en  el  581...  marcándose  asi  la  dife- 
rencia esencial  entre  actos  voluntarios  penados  p>or  la  ley, 
ejecutados  con  malicia,  y  los  verificados  sin  ella,  pero 
con  imprudencia.*  (Sent.  2  Junio  1873.) 

1  Ver  la  nota  al  art.  22  y  la  R.  O.  de  14  Abril  de  1866. 

2  Según  el  Código  de  1848,  la  conspiración  y  la  propo- 
sición para  cometer  un  delito,  sólo  eran  penables  en  los 
casos  en  que  la  ley  las  castigaba  especialmente.  Modifica- 
do este  articulo  al  efectuarse  la  reforma  de  1850,  decía- 
mos en  la  2.*  edición  que  la  nueva  redacción  que  se  le  ha- 
bía dado  era  uno  de  los  mayores  lunares  que  tema  lutestro 
Código.  Medítese  seriamente,  añadíamos,  sobre  este  ptmt.o, 
sobre  lo  que  se  dispone  eti  el  último  párrafo  del  artículo, 
sobre  lo  que  ordeyía  el  último  tamb/thi  del  62,  ylos  hombres 
versados  en  la  ciencia  7\o  podían  menos  de  deducir  las 
inas  tristes  consecuencias.  No  es  posible  considerar,  por 
regla  general,  peiiables  la  conspiración  y  la  proposición, 
sin  poner  en  gran  jieligro  la  iiiocencia;  no  es  posible  dejar 
de  borrar  el  último  párrafo  de  este  articulo  que  parece 
escrito  para  dar  pábulo  á  la  inmoralidad, para  facilitar 
las  acusaciones  injustas,  para  autorizar  la  formación  de 
procesos  basados  sobre  la  simple  palabra  de  algúti  malva- 
do, sin  hecho  ostensible  que  constituya  la  menor  señal  del 
delito;  no  es  j^osible,  por  último,  que  continúe  viva  la  dis- 
posicióíi  del  segundo  párrafo  del  art.  62,  tan  relacionado 
con  el  presente,  el  cual,  en  multitud  de  casos,  viene  á  dar 
por  resultado  el  castigo  de  la  simple  conspiración  con  la 
misma  pena  que  el  delito  consumado. 

Si  esto  decíamos  en  1S68,  relativamente  á  la  reforma 
del  Código  de  1850,  no  escasearemos  nuestros  aplausos  á 
los  legisladores  de  1870,  que  redactaron  el  presente  ar- 
ticulo en  su  forma  primitiva  y  suprimieron,  como  era  ló- 
gico, el  párrafo  2.*^  del  art.  62,  hoy  67, 


Se  exceptúan  las  faltas  frustradas  contra 
las  personas  ó  la  propiedad  *. 

Art.  6.*^  Se  reputan  delitos  graves  los  que 
la  ley  castiga  con  penas  que  en  cualquiera  de 
sus  g'rados  sean  aflictivas. 

Se  reputan  delitos  menos  graves  los  que  la 
ley  reprime  con  penas  que  en  su  grado  máxi- 
mo sean  correccionales. 

Son  faltas  las  infracciones  á  que  la  ley  seña- 
la penas  leves. 

Art.  7.''  No  quedan  sujetos  á  las  disposicio- 
nes de  este  Código  los  delitos  que  se  hallen  pe- 
nados por  leyes  especiales  ^. 


*    El  segundo  párrafo  de  este  articulo  fué  adicionado 

por  el  decreto  de  /.**  de  Enero  de  1871. 

2  Delitos  no  sujetos  A  las  disposiciones  del  Código. 
Dice  el  art.  7.**  de  una  ma7iera  muy  vaga,  que  no  están  su- 
jetos d  las  disposiciones  de  este  Código  los  delitos  que  se 
hallen  penados  por  leyes  especiales.  ¿V cuáles  soíi  estos 
delitos?  El  legislador  debía  haber  expresado  ujia  por  una 
las  leyes  á  que  se  refiere,  y  asi  se  habrían  evitado  muchas 
dztdas.  De  otro  modo  desaparece  ó  está  en  continuo  peli- 
gro la  integridad  del  Código...  Estas  remisiones  vagas  é 
indeterminadas  que  algwias  veces  se  hacen  en  los  cuerpos 
del  derecho^  dice  Benthan,  bastan  por  si  solas  pira  viciar 
la  bondad  de  U7i  Código,  porque  todo  lo  que  no  se  halla  en 
el  cuer2?o  de  la  misma  ley  no  es  ley.  ^Reiinanse,  dice,  dos 
cantidades,  U7ia  finita  y  otra  inpnita,  y  la  suma  de  ellas 
será  infinita;  esta  es  una  demostración  matemática...» 

Indicaremos,  pues,  siquiera  sea  someramente,  las  prin- 
cipales leyes  especiales  que  rigen  sobre  materia  pe7ial. 

Contrabando. — Los  delitos  de  cont7-abando  y  de  de- 
fraudación á  la  Hacienda,  no  sujetos  á  las  disposiciones 
del  Código  pe7ial,  son  y  han  sido  inucho  tiempo  hace,  ob- 
jeto peculiar  de  la  legislaciÓ7i  flsc'd.  Están  definidos  y  cla- 
sificados en  los  arts.  17  al  20  del  R.  D.de  2o  Junio  de  1852. 
Véase  Contrabando  y  defííauuación. 

Delitos  electorales.— 6'c  ^yeiian  en  la  ley  de  26  de  Ju7iio 
de  1830  y  en  el  decreto  de  adaptación  de  5  de  Noviembre 
siguiente.— \.  Elecciones. 

Delitos  militares Ver  los  arts.  321  al  325,  329,  330^ 

343  y  347  á  361  de  la  ley  orgá7iicá  del  Poder  judicial,  in- 
serta en  Justicia;  el  Código  de  Justicia  militar  de  27  de 
Septiembre  de  18.90,  cuyo  tratado  segundo  dedicado  á  las 
•'leyes  pe7iales*,  habla  de  los  delitos  y  de  las  2je7ias  (ar- 
tículos 171  á  339),  y  el  Código  penal  de  la  Mari7ia  de  24 
de  Agosto  de  1888. 

Faltas  de  que  pueden  conocer  las  autoridades  ad- 
ministrativas.—K¿ase  eí  arí.  ff25  del  Código  y  los  cita- 
dos en  la  nota  al  mistno. 

Delitos  y  faltas  de  imprenta.—^  pesar  de  estar  cas- 
tigados €71  el  tít.  I  del  lib.  JJI  y  otros  artículos  del  lib.  II 
del  Código,  eran  objeto  de  penalidad  especial  hasta  la 
ley  de  policía  de  la  pjrensa  de  26  de  Julio  de  1883.-  V.  Li- 
bertad DE  imprenta. 

Lej'es  sanitarias. —Xas  contravenciones  á  lasleye^ sa- 
7iitarias  no  están  sujetas  á  las  disposiciones  del  Código 
penal.  Hay  que  estar  á  lo  preve7iido  en  la  ley  de  Sa7ii- 
dad  de  28  de  Noviembre  de  1855  (arts.  81  d  8$)  y  en  las 
Ordenanzas  de  Farmacia  (art.  73),  en  que  se  contienen 
muy  importa7ites  medidas  de  salud  pública.— Y .  Farma- 
cia: Sanidad, 

Montes.— A'o  es  aplicable  el  Código  penal  á  los  delitos 
y  contr avene i07ies  en  montes  públicos,  y  rige  por  consi- 
guiente la  pai^te  penal  de  las  Ordena7tzas  de  1833,  en  la 
forma  que  determina  el  Real  decreto  reglamento  de  17  de 
Mayo  de  1865,  reformada  en  8  de  Mayo  de  1SS4. — Véase 
Montes. 

Orden  público. — Cuando  se  suspenden  las  garantías 
C07if>tituci07iales,  se  aplica  la  ley  de  orden  público  de  23 
de  Abril  de  1870,  inserta  eyi  Orden  publico. 

Propiedad  intelectual.— ¿os  aí'/a.  45  á  49  de  la  ley 
de  10  de  Enero  de  1879,  determi7ian  la  penalidad  en  que 
incurren  los  defraudadores  de  esta  propiedad.— Y.  Pro- 
piedad intelectual. 

TToyiieáaá  industrial.— Se  regida  por  la  ley  de  30  de 
Julio  de  1878,  que  contiene  disposiciones  pe7iales  en  sus 
articidos  49  á  52. — V.  Propiedad  industrial. 

Caza  y  pesca.— S"e  r/(/e  la  penalidad  de  las  infraccio- 
7ies  de  caza  por  los  arts.  44  á  54  d&la  ley  de  10  de  Enero 
de  1879,  qup  queda  inserta  en  Caza.  Respecto  á  la  pesca, 
hay  que  estar  al  R.  D.  de  3  de  Mayo  de  18S4  y  á  los  arti- 
cuios  15  y  16  del  de  10  de  Agosto  de  1876,  cuya  penalidad 
es  mayor  que  la  establecida  en  el  art.  615  del  Código  pe- 
7ial.  Él  castigo  de  las  infracciones  de  caza  es  de  la  compe- 


i 
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CAP.  II.— De  i.as  circunstancias  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad CllIMÍNAL '. 

Art.  8."  No  delinquen,  y  por  consig'uiente 
están  exentos  de  responsabilida  ci-iminal: 

1."  El  imbécil  y  el  loco,  á  no  ser  que  éste 
liaya  obrado  en  un  intervalo  de  razón. 

Cuando  el  imbécil  ó  el  loco  hubiere  ejecuta- 
do un  hecho  que  la  ley  calificare  de  delito  gra- 
vo, el  Tribunal  decretará  su  reclusión  en  uno 
de  los  hospitales  destinados  á  los  enfermos  de 
aquella  clase,  del  cual  no  podrá  salir  sin  pre- 
via autorización  del  mismo  Tribunal. 

Si  la  ley  calificare  de  delito  menos  grave  el 
hecho  ejecutado  por  el  imbécil  ó  el  loco,  el 
Tribunal,  seg'úu  las  circunstancias  del  hecho, 
practicará  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior, 
ó  entregará  el  imbécil  ó  loco  á  su  familia,  si 
ésta  diese  suficiente  fianza  do  custodia. 

2."     El  menor  de  nueve  años. 

3."  El  mayor  de  nueve  años  y  menor  de 
quince,  á  no  ser  que  haya  obrado  con  discer- 
nimiento. 

El  Tribunal  híirá  declaración  expresa  sobre 
este  punto  para  imponerle  pena,  ó  declararle 
irresponsable. 

Cuando  el  menor  sea  declarado  irresponsa- 
ble, en  conformidad  con  lo  que  se  establece  en 
este  número  y  en  el  que  precede,  será  entre- 
gado á  su  familia  con  encargo  de  vigilarlo  y 
educarlo.  A  falta  de  persona  que  se  encarg'ue 
de  su  vigilancia  y  educación,  será  llevado  á 
un  establecimiento  de  beneficencia  destinado 
á  la  educación  de  huérfanos  y  desamparados, 
de  donde  no  saldrá  sino  al  tiempo  y  con  las 
condiciones  prescritas  para  los  acogidos. 

4.°  El  que  obra  en  defensa  de  su  persona 
ó  derechos,  siempre  que  concurran  las  circuns- 
tancias sig'uientes: 

Primera.     Agresión  ilegitima. 
Segunda.     Necesidad  racional  del  medio 
empleado  para  impedirla  ó  repelerla. 

Tercera.  Falta  de  provocación  suficiente 
por  parte  del  que  se  defiende. 

5."  El  que  obra  en  defensa  de  la  persona  ó 
derechos  de  su  cónyuge,  sus  ascendientes, 
descendientes  ó  hermanos  legítimos,  natura- 
les ó  adoptivos,  de  sus  afines  en  los  mismos 
grados,  y  de  sus  consang'uineos  hasta  el  cuar- 
to civil,  siempre  que  concurran  la  primera  y 
seg'unda  circunstancias  prescritas  en  el  núme- 
ro anterior,  y  la  de  que,  eu  caso  de  haber  pre- 


"  tencia  de  lo»  Tribunales,  conforme  á  la  ley  de  1879  y  á  la 
jurisprudencia. 

Bandolerismo. — La  ley  de  8  de  Enero  de  1877  sobre 
secuestro  de  personas  con  objeto  de  robo,  queda  inserta 
en  el  tomo  /,  páq.  1.079. 

Protección  de  niños.  — Lít  ley  de  SG  de  Julio  de  187S, 
inserta  más  adelante,  señala  las  penas  en  que  incurren 
los  que  dedican  niños  d  trabajos  peligrosos. 

Servicio  militar  y  naval.— /-/a  ley  de  quintas  de  11  de 
Julio  de  1885,  inserta  en  Servicio  militar,  contiene  dis- 
posiciones penales  contra  sus  infractores  en  el  cap.  X  VIH; 
la  de  reclutamiento  y  reemplazo  de  la  Marina  de  17  de 
Agosto  del  mismo  año,  en  el  cap.  XII.  -V.  Marina  de 
Guerra. 

Ver  además  las  disposiciones  penales  de  los  reglamen- 
tos y  ordenanzas  vigentes  sobre  varias  contribuciones,  en 
Contribución  industrial:  Territorial:  De  consu- 
mos: Renta  de  aduanas:  Sello,  etc. 

*  Véanse  en  las  págs.  500  y  sigs.  de  este  tomo  los  artícu- 
los especiales  Circunstancias:  Circunstancias  eximen- 
tes, donde  insertamos  la  jurisprudencia  del  T.  S.  sobre 
tilas. 


cedido  provocación  de  parte  del  acometido,  no 
hubiere  tenido  participación  en  ella  el  defen- 
sor. 

6."  El  que  obra  en  defensa  de  la 'persona  ó 
derechos  de  un  extraño,  siempre  que  concu- 
rran la  primera  y  la  segunda  circunstancias 
prescritas  en  el  núm.  4.°  y  la  de  que  el  defen- 
sor no  sea  impulsado  por  venganza,  resenti- 
miento ú  otro  motivo  ilegitimo. 

7."  El  que  para  evitar  un  mal  ejecuta  un 
hecho  que  produzca  daño  eu  la  propiedad  aje- 
na, siempre  que  concurran  las  circunstancias 
siguientes: 

Primera.  Realidad  del  mal  que  se  trata  de 
evitar. 

Segunda.  Que  sea  mayor  que  el  causado 
para  evitarlo. 

Tercera.  Que  no  haya  otro  medio  practi- 
cable y  menos  perjudicial  para  impedirlo. 

8."  El  que  en  ocasión  de  ejecutar  un  acto 
licito  con  la  debida  diligencia,  causa  un  mal 
por  mero  accidente,  sin  culpa  ni  intención  de 
causarlo. 

9."  El  que  obra  violentado  por  una  fuerza 
irresistible. 

10.  El  que  obra  impulsado  por  miedo  insu- 
perable de  un  mal  ig'ual  ó  mayor. 

11.  El  que  obra  en  cumplimiento  de  un  de- 
ber ó  en  el  ejercicio  legitimo  de  uu  derecho, 
oficio  ó  cargo. 

12.  El  que  obra  en  virtud  de  obediencia 
debida. 

1.3.  El  que  incun-e  en  alguna  omisión,  ha- 
llándose impedido  por  causa  legitima  ó  insu- 
pei-able  '. 

CAP.  III.-De  las  circunstancias  que  atenúan  la 
responsabilidad  criminal  =. 

Art.  9."    Son  circunstancias  atenuantes: 

1."  Las  expresadas  en  el  capitulo  anterior, 
cuando  no  concurriereu  todos  los  requisitos 
necesarios  para  eximir  de  responsabilidad,  en 
sus  respectivos  casos. 

2.''^  La  de  ser  el  culpable  menor  de  diez  y 
ocho  años. 

'A.'^  La  de  no  haber  tenido  el  delincuente 
intención  de  causar  uu  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  produjo. 

4.^^  La  de  haber  precedido  inmediatamente 
provocación  ó  amenaza  adecuada  de  parte  del 
ofendido. 

S."'  La  de  haber  ejecutado  el  hecho  en  vin- 
dicación próxima  de  una  ofensa  g-rave,  causa- 
da al  autor  del  delito,  su  cónyuge,  sus  ascen- 
dientes, descendientes,  hermanos  legítimos, 
naturales  ó  adoj  tivos,  ó  afines  en  los  mismos 
grados. 

6.*  La  de  ejecutar  el  hecho  en  estado  de 
embriag'uez,  cuando  ésta  no  fuere  habitual 
ó  posterior  al  proyecto  de  cometer  el  delito. 

Los  Tribunales  resolverán,  con  vista  de  las 
circunstancias  de  las  personas  y  de  los  hechos, 


'  Sobre  todos  los  números  de  este  articulo  es  necesario 
tftier  mtíy  preséntela  circunstancia  primera  del  art.  5.** 
y  lo  dispuesto  en  el  87. 

— El  núm.  3."  (edad  nueve  á  quince  años)  tiene  una 
relación  muy  intima  con  el  art.  85;  véase. 

2  Ver  en  la  página  512  el  artículo  especial  Circuns- 
tancias atenuantes. 
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cuando  hava  de  considerarse  habitual  la  em 
briaguez. 

7."  La  de  obrar  por  estímulos  tan  podero- 
sos que  iiflturalmente  hayan  producido  arre- 
bato y  obcecación. 

8.''  Y  últimamente,  cualquiera  otra  circuns- 
tancia de  ig-ual  entidad  y  análoga  á  las  ante- 
riores '. 

CAP.  IV.— De  las  circujjstancus  QrE  .\gravan  la 

RESPONSABILIDAD   CRIMINAL  ''. 

Art.  10.     Son  circunstancias  agravantes: 
1.*     Ser  el  agraviado  cónyuge  ó  ascendien- 
te, descendiente,  hermano  legítimo,  natural  ó 
adoptivo,  ó  afín  en  los  mismos   grados   del 
oleusor. 

Esta  circunstancia  la  tomarán  en  considera- 
ción los  Tribunales  para  apreciarla  como  agra- 
vante ó  íiteiiuante,  segnin  la  naturaleza  y  los 
efectos  del  delito. 

2.^  Ejecutar  el  hecho  con  alevosía. 
Hay  alevo.sla  cuando  el  culpable  comete 
cualquiera  de  los  delitos  contra  las  per.sonas, 
empleando  medios,  modos  ó  formas  en  la  eje- 
cución que  tiendan  directa  y  especialmente  á 
asegurarla,  sin  riesgo  para"  su  persona,  que 
proceda  de  la  defensa  que  pudiera  hacer  el 
ofendido. 

3.'^  Cometer  el  delito  mediante  precio,  re- 
compensa ó  promesa. 

•  4.*^  Ejecutarlopormedio  de  inundación,  in- 
cendio, veneno,  explosión,  varamiento  de  nave 
ó  averia  causada  de  propósito,  descarrilamien- 
to de  locomotora,  ó  del  uso  de  otro  artificio 
ocasionado  á  grandes  estragos. 

5."  Realizar  el  delito  por  medio  de  la  im- 
prenta, litografía,  fotografían  otro  medio  aná- 
logo que  facilite  la  publicidad. 

Esta  circunstancia  la  tomarán,  en  considera- 
ción los  Tribunales  para  apreciarla  como  agra- 
vante ó  atenuante,  según  la  naturaleza  y  los 
efectos  del  delito. 

6.^  Aumentar  deliberadamente  el  mal  del 
delito  causando  otros  males  innecesarios  para 
su  ejecución. 

7."     Obrar  con  premeditación  conocida. 

8."     Emplear  astucia,  fraude  ó  disfraz. 

9.^  Abusar  de  superioridad,  ó  emplear  me- 
dio que  debilite  la  defensa. 

10.  Obrar  con  abuso  de  confianza. 

11.  Prevalerse  del  carácter  público  que  ten- 
ga el  culpable. 

12.  Emplear  medios  ó  hacer  que  concui-ran 
circunstancias  que  añadan  la  ignominia  á  los 
efectos  propios  del  hecho. 

13.  Cometer  el  delito  con  ocasión  de  incen- 
dio, naufragio  ú  otra  calamidad  ó  desgracia. 

14.  Ejecutarlo  con  auxilio  de  gente  arma- 
da ó  de  personas  que  aseguren  ó  proporcionen 
la  impunidad. 

15.  Ejecutarlo  de  noche  ó  en  despoblado,  ó 
en  despoblado  y  en  cuadrilla  ^. 
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•  Sobre  In  circunstancia  /."  de  este  articulo  debe  ad- 
vertirse la  relacióii  que  tiene  con  el  art.  87.  La  8."  tiay  que 
compararla  con  el  núm.  3."  del  art.  S.",  y  mucho  más  con 
el  último  párrafo  del  art.  86.  Consúltense  también  los  ar- 
tículos 78  ni  87. 

*  Véase  el  articulo  especial  Circunstancias  agra- 
vantes. 

^    Insertamos  este  número  IB  con  arreglo  d  la  redacción 


Esta  circunstancia  la  tomarán  en  considera- 
ción los  Tribunales  según  la  naturaleza  y  ac- 
cidentes del  delito. 

16.  Ejecutarlo  en  desprecio  ó  con  ofensa  de 
la  autoridad  pública. 

17.  Haber  sido  castigado  el  culpable  ante- 
riormente por  delito  á  que  la  ley  señale  igual 
o  mayor  pena,  ó  ¡lor  dos  ó  más  delitos  á  que 
aquélla  señale  pena  menor. 

Esta  circunstancia  la  tomarán  en  considera- 
ción los  Tribunales,  según  las  circunstancias 
de  delincuente  y  la  naturaleza  y  los  efectos 
del  delito.  ^ 

18.  Ser  reincidente. 

Hay  reincidencia  cuando  al  ser  juzgado  el 
culpable  por  un  delito,  estuviere  ejecutoria- 
mente condenado  por  otro  comprendido  en  el 
mismo  titulo  de  este  Código. 

19.  Cometer  el  delito  en  lugar  sagrado,  en 
los  palacios  de  las  Cortes  ó  del  jefe  de  Estado 
o  en  la  presencia  de  éste,  ó  donde  la  autori- 
dad publica  se  halle  ejerciendo  sus  funciones. 

20.  Ejecutar  el  hecho  con  ofensa  ó  despre- 
cio  del   respeto  que  por  la  dignidad,  edad  ó 
sexo  mereciere-el  ofendido,  ó  en  su  morada 
cuando  no  haya  pro\ocado  el  suceso.  ' 

21.  Ejecutarlo  con  escalamiento. 

Hay  escalamiento  cuando  se  entra  por  una 
Via  que  no  sea  la  destinada  al  efecto. 

22.  Ejecutarlo  con  rompimiento  de  pared, 
techo  ó  pavimento,  ó  con  fractura  de  puertas 
o  ventanas. 

23.  Ser  vago  el  culpable. 

Se  entiende  por  vago  el  que  no  posee  bie- 
nes o  rentas  ni  ejerce  habitalmente  profesión, 
arte  ú  oficio,  ni  tiene  empleo,  destino,  indus- 
tria, ocupación  licita  ó  algún  otro  medio  legi- 
timo y  conocido  de  subsistencia,  por  más  que 
sea  casado  y  con  domicilio  fijo  '. 

TITULO  II 

De  lu«  personas  rc8pnn<inbli>8  de  los  ilelltos 
y  fultus. 

CAPITULO  PRIMERO.-De  las  personas  responsa- 
bles CRI.UINAL.MENTE  DE  LOS  DELITOS  V  FALTAS. 

Art.  II.  Son  responsables  criminalmente  de 
los  delitos: 

1."     Los  autores. 

2."    Los  cómplices. 

3.°     Los  encubridores. 

Son  responsables  criminalmente  de  las  faltas: 

1."     Los  autores. 

2."    Los  cómplices.  , 

Art.  12.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior  los  delitos  y  faltas  que  se 
cometan  por  medio  de  la  imprenta,  grabado  ú 
otro  medio  mecánico  de  pnblicación.De  dichos  í 
delitos  responderán  criminalmente  sólo  los 
autores. 

Art.  13.     Se  consideran  autores: 


queledio  el  D.  de  1."  de  Enero  de  1871,  interpretado  por 
el  J.  b.en  la  sentencia  de  6  de  Noviembre  de  1880  y  en  otras 
posteriores  que  sancionan  la  misma  doctrina. -V.  Cir- 
cunstancias AGRAVANTES. 

'  Uso  de  armas  prohihidas.— Entre  la.s  circunstan- 
cias agranantes  no  se  encuentra  la  2Í  del  Código  de  18B0, 
de  hacer  uso  de  armas  pro/tibidas  por  los  reglamentos,  la 
que  Tin  sido  suprimida  y  no  puede  por  tanto  apreciarse  sin 
incurrir  en  error  de  derecho  iSent.  3  Junio  1S72.) 
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1."  Los  que  toman  parte  directa  en  la  eje- 
cución del  hecho. 

2."  Los  que  fuerzan  ó  inducen  directa- 
iiieute  á  otros  h  ejecutarlo. 

3."  Los  que  cooiierau  á  la  ejecución  del 
hecho  por  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubiere 
efectuado. 

Art.  14.  Sin  embarg-o  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  solamente  se  reputarán  au- 
tores de  los  delitos  mencionados  en  el  art.  12 
los  que  realmente  lo  hayan  sido  del  escrito  ó 
estampa  publicados.  Si  éstos  no  fueren  cono- 
cidos ó  no  estuvieren  domiciliados  en  España, 
ó  estuvieren  exentos  de  responsabilidad  cri- 
minal, con  arreglo  al  art.  8.°  de  este  Código, 
se  reputarán  autores  los  directores  de  la  pu- 
blicación que  tampoco  se  hallen  en  ninguno 
de  los  tres  casos  mencionados.  En  defecto  de 
éstos  se  reputarán  autores  los  editores  tam- 
bién conocidos  y  domiciliados  en  España  y  no 
exentos  de  responsabilidad  criminal  según  el 
articulo  anteriormente  citado,  y  en  defecto  de 
éstos  los  impresores. 

Se  entiende  por  impresores  para  el  efecto 
de  este  articulo  los  directores  ó  jefes  del  esta- 
blecimiento en  que  se  haya  impreso,  grabado 
ó  publicado  por  cualquiera  otro  medio,  el  es- 
crito ó  estampa  criminal. 

Art.  15.  Son  cómplices  los  que,  no  hallán- 
dose comprendidos  en  el  art.  13,  cooperan  á 
la  ejecución  del  hecho  por  actos  anteriores  ó 
simultáneos. 

Art.  16.  Son  encubridores  los  que,  con  co- 
nocimiento de  la  perpetración  del  delito,  sin 
haber  tenido  participación  en  él  como  auto- 
res ni  cómplices,  intervienen  con  posteriori- 
dad á  su  ejecución  de  alguno  de  los  modos  si- 
guientes: 

1.°  Aprovechándose  por  si  mismos  ó  auxi- 
liando á  los  delincuentes  para  que  se  aprove 
chen  de  los  efectos  del  delito. 

2."  Ocultando  ó  inutilizando  el  cuerpo,  los 
efectos  ó  los  instrumentos  del  delito  para  im- 
pedir su  descubrimiento. 

3.°  Alberg'ando,  ocultando  ó  proporcio- 
nando la  fuga  al  culpable,  siempre  que  con- 
curra alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

Primera.  La  de  intervenir  abuso  de  fun- 
ciones públicas  de  parte  del  encubridor. 

Segunda.  La  de  ser  el  delincuente  reo  de 
traición,  regicidio,  parricidio,  asesinato,  ó 
reo  conocidamente  habitual  de  otro  delito. 

4."  Deneg'ando  el  cabeza  de  familia  á  la 
autoridad  judicial  el  permiso  para  entrar  de 
noche  en  su  domicilio,  á  fin  de  aprehender  al 
delincuente  que  se  hallare  en  él. 

Art.  17.  Están  exentos  de  las  penas  im- 
puestas á  los  encubridores  los  que  lo  sean  de 
sus  cónyug-es,  de  sus  ascendientes,  descen- 
dientes, hermanos  legítimos,  naturales  y  adop- 
tivos, ó  afines  en  los  mismos  grados,  con  sólo 
la  excepción  de  los  encubridores  que  se  halla- 
ren comprendidos  en  el  uúm.  1.°  del  articulo 
anterior. 

CAP.  II.— De  las  personas  responsables  civilmen- 
te   I>E    LOS   DELITOS  V  FALTAS  '. 

Art.  18.     Toda  persona  responsable  criml- 


*    Aqui  sólo  se  trata  de  Ins  personas  civilmente  reapon- 


nalmente  de  un  delito  ó  falta,  lo  es  también 
civilmente. 

Art.  19.  La  exención  de  l-esponsabilidad 
criminal  declarada  en  los  mims.  1.",  2.",  3.", 
7."  y  10  del  art.  S."  no  comprende  la  de  la  res- 
ponsabilidad civil,  la  cual  se  hará  efectiva  con 
sujeción  á  las  reg'las  siguientes: 

Primera.  En  los  casos  1.°,  2."  y  3."  son  i-es- 
ponsables  civilmente  por  los  hechos  que  eje- 
cutare el  loco  ó  imbécil  y  el  menor  de  nueve 
años,  ó  el  mayor  de  esta  edad  y  menor  de 
quince  que  no  haya  obrado  con  discernimien- 
to, los  que  los  tengan  bajo  su  potestad  ó  guar- 
da legal,  á  no  hacer  constar  que  no  hubo  por 
su  parte  culpa  ni  negligencia. 

No  habiendo  persona  que  los  tenga  bajo  su 
potestad  ó  guarda  legal,  ó  siendo  aquélla  in- 
solvente, responderán  con  sus  bienes  los  mis- 
mos locos,  imbéciles  ó  menores,  salvo  el  bene- 
ficio de  competencia  en  la  forma  que  establez- 
ca la  ley  civil. 

Segunda.  En  el  caso  del  núin  7."  son  res- 
ponsables civilmente  las  personas  en  cuyo  fa- 
vor se  haya  precavido  el  mal  á  proporcióu  del 
beneficio  que  hubieren  reportado. 

Los  Tribunales  señalarán,  según  su  pru- 
dente arbitrio,  la  cuota  proporcional  de  que 
cada  interesado  deba  responder. 

Cuando  no  sean  equitativamente  asigna- 
bles, ni  aun  por  aproximación,  las  cuotas  res- 
pectivas, ó  cuando  la  responsabilidad  se  ex- 
tienda al  Estado  ó  á  la  mayor  parte  de  una 
población,  y  en  todo  caso,  siempre  que  el  daño 
se  hubiere  causado  con  el  asentimiento  de  la 
autoridad  ó  de  sus  agentes,  se  hará  la  indem- 
nización en  la  forma  que  establezcan  las  leyes 
ó  reglamentos  especiales. 

Tercera.  En  el  caso  del  núm.  10  responde- 
rán principalmente  los  que  hubiesen  causado 
el  miedo,  y  subsidiariamente  y  en  defecto  de 
ellos,  los  que  hubiesen  ejecutado  el  hecho,  sal- 
vo, respecto  á  estos  últimos,  el  beneficio  de 
competencia. 

Art.  20.  Son  también  responsables  civil- 
mente, en  defecto  de  los  que  lo  sean  criminal- 
mente, los  posaderos,  taberneros  y  cuales- 
quiera personas  ó  empresas,  por  los  delitos 
que  se  cometieren  en  los  establecimientos  que 
dirijan,  siempre  que  por  su  parte  ó  la  de  sus 
dependientes  haya  intervenido  infracción  de 
los  reglamentos  g'enerales  ó  especiales  de  po- 
licía. 

í5on  además  responsables  subsidiariamente 
los  posaderos  de  la  restitución  de  los  efectos 
robados  ó  hurtados  dentro  de  sus  casas  á  los 
que  se  hospedaren  en  ellas,  ó  de  su  indemni- 
zación, siempre  que  éstos  hubiesen  dado  anti- 
cipadamente conocimiento  al  mismo  pasade- 
ro, ó  al  que  lo  sustituya  en  el  carg'o,  del  de- 
pósito de  aquellos  efectos  en  la  hospedería,  y 
además  hubiesen  observado  las  prevenciones 
que  los  dichos  posaderos  ó  sus  sustitutos  les 
hubiesen  hecho  sobre  cuidado  y  vigilancia  de 
los  efectos.  No  tendrá  lugar  la  responsabili- 
dad en  caso  de  robo  con  violencia  ó  iutimida- 


saHefi.  Lo  que  es  la  responsabilidad  civil  lo  dice  después 
el  tit.  IV,  arts.  121  d  128. 
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ción  en  las  personas,  á  no  ser  ejecutado  por 
los  dependientes  del  posadero. 

Art.  21.  La  responsabilidad  subsidiaria  que 
se  establece  en  el  artículo  anterior,  será  tam- 
bién extensiva  á  los  amos,  maestros,  personas 
y  empresas  dedicadas  il  cualquier  g-énero  de 
industria,  por  los  delitos  ó  faltas  en  que  hu- 
biesen incurrido  sus  criados ,  discípulos,  ofi- 
ciales, aprendices  ó  dependientes  en  el  desem- 
peño de  sus  obligaciones  ó  servicio  '. 

TITULO  m 

De   las  penas. 

CAPÍTULO  PEIMEEO.— De  las  penas  en  general. 

Art.  22.  No  será  castigado  ningún  delito 
ni  falta  con  pena  que  no  se  halle  establecida 
por  ley  anterior  á  su  perpetración  ^. 

Art.  23.  Las  leyes  penales  tienen  efecto  re- 
troactivo en  cuanto  favorezcan  al  reo  de  un 
delito  ó  falta,  aunque  al  publicarse  aquéllas 
hiibiere  recaído  sentenci»a  firme  y  el  condena- 
do estuviere  cumpliendo  la  condena. 

Art.  24.  El  perdón  de  la  parte  ofendida  no 
exting'ue  la  acción  penal.  Esto  no  se  entiende 
respecto  á  los  delitos  que  no  pueden  ser  per- 
seguidos sin  previa  denuncia  ó  consentimien- 
to del  agraviado. 

La  responsabilidad  civil,  en  cuanto  al  inte- 
rés del  condonante,  se  extingue  por  su  renun- 
cia expresa. 

Art.  25.     No  se  reputarán  penas: 

1.°  La  detención  y  la  prisión  preventiva  de 
los  procesados. 

2."  La  suspensión  de  empleo  ó  cargo  piibli- 
co  acordada  durante  el  proceso  ó  para  ins- 
truirlo. 

3.°  Las  multas  y  demás  correcciones  que 
en  uso  de  las  atribuciones  gubernativas  ó  dis- 
ciplinarias impongan  los  superiores  á  sus  su- 
bordinados ó  administrados. 

4."  Las  privaciones  de  derechos  y  las  re- 
paraciones que  en  forma  penal  establezcan  las 
leyes  civiles. 

CAP.  II.— De  la  clasificación  de  las  penas. 

Art.  26.  Las  penas  que  pueden  imponerse 
con  arreglo  á  este  Código,  y  sus  diferentes 
clases,  son  las  que  comprende  la  siguiente 


'  Responsabilidad  civil  subsidiaria. — Es  necesario 
Ajarse  bien  en  las  palabras  del  art.  21  del  Código,  para 
no  darle  una  interpretación  violenta.  La  responsabilidad 
Subsidiaria  de  que  trata,  ha  de  ser  «por  las  faltas  co- 
metidas en  el  desempeño  de  sus  obligaciones  ó  ser- 
vicio». Un  criado  de  labranza  infringiendo  las  Ordenan- 
zas, va  al  monte  por  leña;  trata  el  giíarda  de  prenderle  y 
aquél  con  el  hacha  le  mata.  Suponie7ido  que  el  ajno  le  to- 
lerase, le  mandase  que  fuese  al  monte  y  cortase  leña,  con 
infracción  délos  reglamentos,  el  amo,  á  pesar  de  todo , 
no  podra  ser  condenado  d  la  res ponsahil idad  subsidiaria 
de  que  trata  el  art.  21  por  el  delito  de  homicidio  que  co- 
metió stt  criado.  Esta  condenación  seria  injusta,  seria  has- 
ta inicua. 

En  la  Audiencia  de  Burgos  ocurrió  ttn  caso  enteramen- 
te igual  al  que  ponemos  por  ejemplo;  el  juez  inferior  con- 
denó al  amo  á  la  responsabilidad  subsidiaria;  pero  la 
Audiencia  revocó  tan  injusta  condenación.  Otra  cosa  se- 
ria si  la  causa  de  la  condena  hubiere  sido  por  los  daños 
que  el  criado  hiciera  en  el  monte;  entonces,  á  no  dudarlo, 
habría  sido  aplicable  la  disposicióji  del  art.  21. 

^  Es  un  principio  de  eterna  justicia  que  la  ley  no  tiene 
efecto  retroactivo.  Pero  en  lo  penal  ha  querido  que  leten- 
ga  en  cuanto  favorezca  al  reo.  Esta  esla  letra  y  el  espíri- 
tu de  los  arts.  2.",  22  y  23. 


Escala  general. 

Penas  aflictivas. 
Muerte. 

Cadena  perpetua. 
Reclusión  perpetua. 
Relegación  perpetua. 
Extrañamiento  perpetuo. 
Cadena  temporal. 
Reclusión  temporal. 
Releg'ación  temporal. 

Extrañamiento  temporal.  j 

Presidio  mayor. 
Prisión  mayor. 
Confinamiento. 

Inhabilitación  absoluta  perpetua. 
Inhabilitación  absoluta  temporal. 
Inhabilitación  es-j  1     Cargo   público, 

peeialperpetvia.(  Iderecho  de  sufragio 

Inhabilitación es-l  '  ¡activo  y  pasivo, 

pecial temporal. I  'profesión   ú  oficio. 

Penas  correccionales. 

Presidio  correccional. 
Prisión  correccional. 
Destierro. 
Reprensión  piiblica. 

Suspensión  de  cargo  público,  derecho  de  su- 
fragio activo  y  pasivo,  profesión  ii  oficio. 
Arresto  mayor. 

Penas  leves. 
Arresto  menor. 
Reprensión  privada. 

Penas  covitínes  á  las  tres  clases  anteriores. 
Multa. 
Caución. 

Penas  accesorias. 

Degradación. 

Interdicción  civil. 

Pérdida  ó  comiso  de  los  instrumentos  y  efec- 
tos del  delito. 

Pago  de  costas. 

Art.  27.  La  multa,  cuando  se  impusiere 
como  pena  principal,  se  reputará  añictiva  si 
excediere  de  2.500  pesetas;  correccional  si  no 
excediere  de  2.500  y  no  bajare  de  125.  y  leve 
si  no  llegare  á  125  pesetas. 

Art.  28.  Las  penas  de  inhabilitación  y  sus- 
pensión para  cargos  piiblicos  y  derechos  de 
sufragio  son  accesorias  en  los  casos  en  que,  no 
imponiéndola!;  especialmente  la  ley,  declara 
que  otras  penas  las  llevan  cousig'o. 

Las  costas  procesales  se  entienden  impues- 
tas por  la  ley  á  los  criminalmente  responsables 
de  todo  delito  ó  falta  '. 


CAP.  III.— De  la  duración   y  efectos  de  la  pena 
SECCIÓN  PBIMEEA.— Duración  de  las  penas, 

Art.  29.     Los  condenados  á  las  penas  de  ca^ 
dena,  reclusión  y  relegación  perpetuas  y  á, 


A 


*  Cost&s.— No  es  procedente  imponer  á  U7i  procesado 
por  dos  ó  mis  delitos  todas  las  costas  de  la  causa,  si  es 
sólo  condenado  por  uno  de  ellos.  Si  en  su  mayor  parte  es- 
declarado  inocente,^  en  su  mayor  parte  debe  ser  absuelto- 
de  las  costas.  (Sent.  25  Octubre  1871.) 
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la  de  extrañamiento  perpetuo,  serán  indulta- 
dos iV  los  treinta  años  de  cumplimiento  de  la 
condena,  á  no  ser  que  por  su  conducta  ó  por 
otras  circunstancias  f^raves,  no  fuesen  dignos 
del  indulto,  ajuicio  del  Gobierno. 

Las  penas  de  cadena,  reclusión,  releg'ación 
y  extrañamiento  temporales  durarán  de  doce 
años  y  un  día  á  veinte  años. 

Las  de  presidio  y  prisión  mayores  y  la  de 
confinamiento  durarán  de  seis  años  y  un  día  á 
doce  años.- 

Las  de  inhabilitación  absoluta  é  inhabilita- 
ción especial  temporales  durarán  de  seis  años 
y  un  día  á  doce  años. 

Las  de  presidio  y  prisión  correccionales  y 
destierro  durarán  de  seis  meses  y  un  día  á 
seis  años. 

La  de  suspensión  durará  de  un  mes  y  un  día 
á  seis  años. 

La  de  arresto  mayor  durará  de  un  mes  y  un 
día  á  seis  meses. 

La  de  arresto  menor  durará  de  uno  á  treinta 
días. 

La  de  caución  durará  el  tiempo  que  deter- 
minen los  Tribunales. 

Art.  30.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior no  tiene  lug-ar  respecto  de  las  penas  que 
se  imponen  como  accesorias  de  otras,  en  cuyo 
caso  tendrán  las  penas  accesorias  la  duración 
que  respectivamente  se  halle  determinada  por 
la  ley. 

Art.  3!.  Cuando  el  reo  estuviere  preso,  la 
duración  de  las  penas  temporales  empezará  á 
contarse  desde  el  día  en  que  la  sentencia  con- 
denatoria hubiere  quedado  firme. 

Cuando  el  reo  uo  estuviere  preso,  la  dura- 
ción de  las  penas  que  consistan  en  privación 
de  libertad  empezará  á  contarse  desde  que 
aquél  se  halle  á  disposición  de  la  autoridad 
judicial  para  cumplir  su  condena. 

La  duración  de  la.s  penas  de  extrañamiento, 
confinamiento  y  destierro  no  empezará  k  con- 
tarse sino  desde  el  día  en  que  el  reo  hubiei-e 
empezado  á  cumplir  la  condena. 

Cuando  el  reo  entablare  recurso  de  casa- 
ción, y  fuere  desechado,  no  se  le  abonará  en 
la  pena  el  tiempo  transcurrido  desde  la  senten- 
cia de  que  recurrió  hasta  la  sentencia  que  des- 
echó el  recurso. 

SEC.  2."^ — Efectos  de  las  penas  según  su  naturaleza 
respectiva. 

Art.  32.  La  pena  de  inhabilitación  absolvi- 
ta  perpetua  producirá  los  efectos  siguientes: 

1."  La  privación  de  todos  los  honores  y  de 
los  cargos  y  em])leos  públicos  que  tuviere  el 
penado,  aunque  fueren  de  elección  popular. 

2."  La  privación  del  derecho  de  elegir  y 
ser  elegido  para  cargos  públicos  de  elección 
popular. 

'ó.°  La  incapacidad  para  obtener  los  hono- 
res, cargos,  empleos  y  derechos  mencionados. 

4."  La  pérdida  de  todo  derecho  á  jubila- 
ción, cesantía  ü  otra  pensión  por  los  empleos 
que  hubiere  servido  con  anterioridad,  sin  per- 
juicio de  la  alimenticia  que  el  Gobierno  podrá 
concederle  por  servicios  eminentes. 

No  se  comprenden  en  esta  disposición  los  de- 
Touo  II. 


rechos  ya  adquiridos  al  tiempo  de  la  condena 
por  la  viuda  é  hijos  del  penado  '. 

Art.  33.  La  pena  de  inhabilitación  absolu- 
ta temporal  producirá  los  efectos  siguientes: 

1.°  La  privación  de  todos  los  honores  y  de 
los  empleos  y  carg-os  públicos  que  tuviere  el 
penado,  aunque  fueren  de  elección  popular. 

2."  La  privación  del  derecho  de  elegir  y  de 
ser  elegido  para  cargos  públicos  de  elección 
popular  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

.3.°  La  incapacidad  para  obtenerlos  hono- 
res, empleos,  cargos  y  derechos  mencionados 
en  el  núm.  1.",  igualmente  por  el  tiempo  déla 
condena. 

Art.  34.  La  inhabilitación  especial  perpe- 
tua para  cargos  públicos  producirá  los  efectos 
siguientes: 

1."  La  privación  del  cargo  ó  empleo  sobre 
que  recayere  y  de  los  honores  anejos  á  él. 

2.°  La  incapacidad  de  obtener  otros  aná- 
logos. 

Art.  35-  La  inhabilitación  especial  perpe- 
tua para  el  derecho  de  sufragio  privará  per- 
petuamente al  penado  del  derecho  de  elegir  y 
ser  eleg'ido  para  el  cargo  público  de  eleccióa 
popular  sobre  que  recayere. 

Art.  36.  La  inhabilitación  especial  tempo- 
ral para  cargo  público  producirá  los  efectos 
siguientes: 

1."  La  privación  del  cargo  ó  empleo  sobre 
que  recayere  y  de  los  honores  anejos  á  él. 

2."  La  incapacidad  de  obtener  otros  aná- 
logos durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  37.  La  inhabilitación  especial  tempo- 
ral para  el  derecho  de  sufragio  privará  al  ])e- 
nado  del  derecho  de  elegir  y  ser  elegido  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena  para  el  cargo 
público  de  elección  popular  sobre  que  re- 
cayere. 

Art.  38-  La  suspensión  de  un  cargo  públi- 
co inhabilitará  al  penado  para  su  ejercicio  y 
para  obtener  otro  de  funciones  análogas  por 
el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  39.  La  suspensión  del  derechio  de  su- 
fragio inhabilitará  al  penado  igualmente  para 
su  ejercicio  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Art-  40.  Cuando  la  pena  de  inhabilitación 
en  cualquiera  de  sus  clases,  y  la  de  suspensióa 
recayeren  en  personas  eclesiásticas,  se  limita- 
rán sus  efectos  á  los  cargos,  derechos  y  hono- 
res que  uo  tuvieren  por  la  Iglesia  y  á  la  asig- 
nación que  tuvieren  derecho  á  percibir  por 
razón  de  su  carg'o  eclesiástico. 

Art.  41.  La  inhabilitación  perpetua  especial 
para  profesión  ú  oficio  privará  al  penado  per- 
petuamente de  la  facultad  de  ejercerlos. 

La  tem]ioral  le  privará  igualmente  por  el 
tiempo  de  la  condena. 

Art.  42-  La  suspensión  de  profesión  ii  oficio 
in-oducirá  los  mismos  efectos  que  la  inhabili- 
tación temporal  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena. 

Art.  43-  La  interdicción  civil  privará  al 
penado,  mientras  la  estuviera  sufriendo,  de 
los  derechos  de  patria  potestad,  tutela,  cura- 
duría, participación  en  el  consejo  de  familia. 


'     Sobre  este  articulo  y  demás  que  hablan  de  la  ¡letia  d* 
inhabilitación,  véase  la  nota  al  art.  45. 
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de  la  autoridad  marital,  de  la  administración 
de  bienes  y  del  derecho  de  disponer  de  los  pro- 
pios por  actos  entre  vivos.  Éxceptúanse  los 
casos  en  que  la  ley  limita  determinadamente 
sus  efectos. 

Art.  44.  La  pena  de  canción  producirá  la 
oblig'ación  del  penado  de  presentar  uu  fiador 
abonado  que  haya  de  responder  de  que  aquél 
no  ejecutará  el  mal  que  se  tratarede  precaver, 
y  haya  de  obligarse  á  satisfacer,  si  lo  causare, 
la  cantidad  que  hubiere  fijado  el  Tribunal  en 
la  sentencia. 

El  Tribunal  determinara,  según  su  pruden- 
te arbitrio,  la  duración  de  la  fianza. 

Si  no  la  diere  el  penado,  incurrirá  en  la  pena 
de  destierro. 

Art.  45.  Los  sentenciados  á  las  penas  de 
inhabilitación  para  cargos  públicos,  derecho 
de  sufragio,  profesión  ú  oficio,  perpetua  ó  tem- 
poralmente, podrán  ser  rehabilitados  en  la 
forma  que  determina  la  ley  '. 

Art.  46.  La  gracia  de  indulto  no  produci- 
rá la  reliabilitación  para  el  ejercicio  de  los  car- 
gaos públicos  y  el  derecho  de  sufragio,  si  en  el 
indulto  no  se  concediere  especialmente  la  reha- 
bilitación "■'. 

Art.  47.  Las  costas  comprenderán  los  de- 
rechos é  indemnizaciones  ocasionados  en  las 
actuaciones  judiciales,  ya  consistan  en  canti- 
dades fijas  ó  inalterables  por  hallarse  antici- 
padamente determinadas  por  las  leyes,  regla- 
mentos ó  Reales  órdenes,  ya  no  estén  sujetas 
á  Arancel. 

Art.  48.  El  importe  délos  derechos é indem- 
nizaciones que  no  estuvieren  señalados  anti- 
cipadamente en  los  términos  prescritos  en  el 
articulo  anterior,  se  fijarán  por  el  Tribunal  en 
la  forma  que  establezca  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 

Art.  49.  En  el  caso  en  que  los  bienes  del 
penado  no  fueren  bastantes  á  cubrir  todas  las 
responsabilidades  pecuniarias,  se  satisfarán 
por  el  orden  siguiente: 

1."  Ba  reparación  del  daño  causado  é  in- 
demnización de  perjuicios. 

2.°  La  indemnización  al  Estado  por  el  im- 
porte del  papel  sellado  y  demás  gastos  que  se 
hubiesen  hecho  por  su  cuenta  en  la  causa. 

S.°     Las  costas  del  acusador  privado. 

4.°  Las  demás  costas  procesales,  incluso  las 
de  la  defensa  del  procesado,  sin  preferencia 
entre  los  interesados. 

5."     La  multa. 

Cuando  el  delito  hubiere  sido  de  los  que  sólo 
pueden  perseguirse  á  instancia  de  parte  se  sa- 
tisfarán las  costas  del  acusador  ])rivado  con 
preferencia  á  la  indemnización  del  Estado  ^. 


*  La  inhahilifación,  como  la  suspensión,  son  penas  cu- 
yos efectos  se  determinan  expresamente  en  este  Códifjo. 
Cuandtí  son  temporales,  dicen  siTs  arfs.  S3,  .36  al  S9,  41  y 
42,  que  su  duración  se  limita  al  tiempo  de  la  condena:  y 
siendo  así,  la  rehabilitación  de  que  habla  este  articulo,  debe 
entenderse,  como  su  letra  t/  su  espíritu  lo  dicen,  respecto 
déla  perpetua;  pues  concluido  el  tiempo  de  la  temporal, la 
pena  no  existe  ya,  y  creemos,  por  lo  tanto,  que  la  rehabili- 
tación es  innecesaria. 

~  Sobre  concesión  de  indultos,  sus  efectos,  etc.,  véase  la 
ley  provisional  de  18  de  Junio  de  1870,  d  continuación  del 
Código. 

^  ¿ínbre  costas  en  los  juicios  criminales  ténf/anse  pre- 
sentes los  arts.  lil,  122  y  239  d  2411  de  la  ley  de  Enj.  crim. 


Art.  50.  Si  el  sentenciado  no  tuviere  bie- 
nes para  .satisfacer  las  responsabilidades  pe- 
cuniarias comprendidas  en  los  núms.  1.",  3.° 
y  5."  del  articulo  anterior,  quedará  sujeto  á 
una  responsabilidad  personal  subsidiaria,  á  ra- 
zón de  un  día  por  cada  5  pesetas,  con  sujeción 
á  las  reglas  sig'uientes: 

1."  Cuando  la  pena  principal  impuesta  se 
hubiere  de  cumplir  por  el  reo  encerrado  en  uu 
establecimiento  penal,  continuará  en  el  mismo, 
sin  que  pueda  exceder  esta  detención  de  la 
tercera  parte  del  tiempo  de  la  condena,  y  ¿n 
ningún  caso  de  vm  año. 

2."  Cuando  la  pena  principal  imimesta  no 
se  hubiere  de  cumplir  por  el  reo  encerrado  en 
im  establecimiento  penal  y  tuviere  fijada  su 
duración,  continuará  sujeto,  por  el  tiempo  s  ■• 
ñalado  en  el  número  anterior,  á  las  mismas 
privaciones  en  que  consista  dicha  pena. 

3.^  Cuando  la  pena  principal  impuesta  fue- 
re la  de  reprensión,  multa  ó  caución,  el  reo  in- 
solvente sufrirá  en  la  cárcel  de  partido  una 
detención,  que  no  podrá  exceder  en  ningún 
caso  de  seis  meses,  cuando  se  hubiese  procedi- 
do por  razón  de  delito,  ni  de  quince  días,  cuan- 
do hubiese  sido  por  falta. 

Art.  51.  Iva  responsabilidad  personal  sub- 
sidiaria por  insolvencia  no  se  impondrá  al  con- 
denado á  pena  superior  en  la  escala  general  á 
la  de  presidio  correccional. 

Art.  52.  La  responsabilidad  personal  qi\e 
hubiese  sufrido  el  reo  por  insolvencia,  no  le 
eximirá  de  la  reparación  del  daño  causado  y 
de  la  indemnización  de  perjuicios,  si  llegare  á 
mejorar  de  fortuna;  pero  si  de  las  demás  res- 
ponsabilidades pecuniarias  comprendidas  en 
los  núms.  3."  y  5."  del  art.  49  K 

SEC.  3.* — Penas  que  llevan  consigo  otras 
accesorias. 

Art.  53.  La  pena  de  muerte,  cuando  no  se 
ejecutare  por  haber  sido  indultado  el  reo,  lle- 
vará consig'o  la  de  inhabilitación  absoluta  per- 
petua, si  no  se  hubiese  remitido  especialmente 
en  el  indulto  dicha  pena  accesoria. 

Art.  54.  La  i)ena  de  cadena  perpetua  lle- 
vará consigo  las  siguientes: 

1.*  Degradación,  en  el  caso  de  que  la  pena 
principal  de  cadena  perpetua  fuere  impuesta 
á  un  empleado  público  por  abuso  cometido 
en  el  eJ3rcicio  de  su  cargo,  y  éste  fuere  de  los 
que  confieren  carácter  permanente. 

2.*     La  interdicción  civil. 


^     Indemnización  de  perjuicios. — Hablan  de  la  res- 
ponsabilidad civil   los  ('    ts.  18  al  21,  24,  48  á  52  y  121  á 
128  del  Códif/o,  y  100  y  siguientes  (í-e  la  ley  de  Enj.  crim.  Se 
ha  suscitado  la  duda  de  si  pueden  los  Tribunales  decretar 
de  oficio  la  indemnización  de  perjuicios,  ó  si  es  necesaria    , 
la  reclamación  de  parte.  La  práctica  constante  de  núes-  ,, 
tros  Tribunales  ha  sido  la  de  decretar  dicha  indemniza- 
ción de  oficio  ó  por  excitación  fiscal,  Ttabif-ndo  adquirido 
tal  costumbre  la  categoría  de  ley  por  el  art.  108  de  la  vi- 
gente de  Enj.  crim.;  precepto  conforme  á  los  arts.  18  y  24  ^ 
del  Código,  qtte  sinkacer  distinción  entre  el  Ministerio  fls-  -j 
cal  y  los  particulares,  disponen  que,  ejercitada  sólo  la  % 
acción  penal,  se  entenderá  utilizada  del  mismo  modo  la 
civil,  á  no  ser  que  el  dallado  ó  perJMdi^ado  la  renuncie  ó  . 
se  reservase  expresamente.  V  además  tiene  á  su  favor  la 
sanción  del  T.  S.,  que  la  abona,  entre  otros,  en  sus  fallos 
de  20  de  .Junio,  9  de  .Julio  y  21  de  Diciembre  de  1874.  (Ga- 
cetas 12  Septiembre  y  6  Octubre  del  mi.smo  año  y  14 
Febrero  187-3.) 
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2."  S¡  el  delito  ejecutatio  tuviere  señalada 
pena  menor  que  la  correspondiente  al  que  se 
habia  propuesto  ejecutar  el  culpable,  se  im- 
pondrá A  éste,  también  en  su  g-rado  máximo, 
la  pena  correspondiente  al  primero. 

3.*  Lo  dispuesto  en  la  reg-la  anterior  no 
tendrá  lugar  cuando  los  actos  ejecutados  por 
el  culpable  constituyeren  además  tentativa  ó 
delito  frustrado  de  otro  hecho,  si  la  lev  casti- 
gara estos  actos  con  mayor  pena,  en  cuyo  caso 
se  impondrá  la  correspondiente  á  la  tentativa 
ó  al  delito  frustrado  en  su  g-rado  máximo. 

Art.  66.  A  los  autores  de  \\n  delito  frustra- 
do se  impondrá  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para  el 
delito  consumado. 

La  misma  regla  se  observará  respecto  á  los 
autores  de  faltas  frustradas  contra  las  perso- 
nas ó  la  propiedad  '. 

Art.  67.  A  los  autores  de  tentativa  de  deli- 
to se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos  grados 
á  la  señalada  por  la  ley  para  el  delito  consu- 
mado. 

Art.  68.  A  los  cómplices  de  un  delito  con- 
sumado se  impondrá  la  pena  .inmediatamente 
inferior  en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para 
el  delito  consumado. 

Art.  69.  A  los  encubridores  de  un  delito 
consumado  se  impondrá  la  pena  inferior  en 
dos  grados  á  la  señalada  por  la  ley  para  el  de- 
lito consumado. 

Art.  70.  A  los  cómplices  de  un  delito  frus- 
trado se  impondrá  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para 
el  delito  frustrado. 

Art.  71.  A  los  encubridores  de  un  delito 
frustrado  se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos 
grados  á  la  señalada  por  la  ley  para  el  delito 
frustrado. 

Art.  72.  A  los  cómplices  de  tentativa  de  de- 
lito se  impondrá  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para  la 
tentativa  de  delito. 

Art.  73.  A  los  encubridores  de  tentativa  de 
delito  se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos  g'ra- 
dos  á  la  señalada  por  la  ley  para  la  tentativa 
de  delito. 

Art.  74.  Exceptúanse  de  lo  dispuesto  en 
los  arts.  (i9,  71  y  7H,  los  encubridores  compren- 
didos en  el  núm.  3."  del  art.  IG,  en  quienes 
concurra  la  ciri-unstancia  prijnera  del  mismo 
numero,  á  los  cuales  se  impondrá  la  pena  de 
inhabilitación  (lerpetua  especial,  si  el  delin- 
CTiente  encubierto  fuere  reo  de  delito  grave,  y 
la  de  inhabilitación  especial  temporal,  si  lo 
fuere  de  delito  menos  grave. 

Art.  75.  Las  disposiciones  generales  con- 
tenidas en  los  arts.  66  y  sig-nientes  hasta  el  74 
inclusive,  no  tendrán  lugar  en  los  casos  en  que 
el  delito  frustrado,  la  tentativa,  la  complicidad 
ó  el  encubrimiento  se  hallen  especialmente  pe- 
nados por  la  ley. 

Art.  76.  Para  graduar  las  penas  que  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  66  y 
sig'uiontes  hasta  el  73  inclusive,  corresponde 
imponer  á  los  autores  de  delito  frustrado  y  de 


Aunqiio  el  condenado  obtuviere  indulto  de 
la  pena  principal,  sufrirá  la  de  inhabilitación 
perpetua  absoluta,  si  no  se  hubiere  remitido 
esta  pena  accesoria  en  el  indulto  de  la  prin- 
cipal. 

Art.  55.  La  pena  de  reclusión  perpetua  lle- 
vará consigo  la  de  inhabilitación  perpetua  ab- 
soluta, cuya  pena  sufrirá  el  condenado,  aun- 
que se  le  hubiere  indultado  de  la  principal,  si 
en  el  indulto  no  se  le  hubiere  remitido  aquélla. 

Art.  56.  Las  penas  de  relegación  perpetua 
y  extrañamiento  perpetuo  llevarán  consigo  la 
misma  que  la  reclusión  perpetua,  debiendo  de 
aplicarse  á  ella  las  disposiciones  del  anterior 
articulo. 

Art.  57.  La  pena  de  cadena  temporal  lle- 
vará consigo  las  sig-uicntes: 

1.*  Interdicción  civil  del  penado  durante 
la  condena. 

S.''    Inhabilitación  absoluta  perpetua. 

Art.  58.  La  pena  do  presidio  mayor  lleva- 
rá consig'o  la  de  inhabilitación  absoluta  tem- 
poral en  toda  su  extensión. 

Art.  59.  La  pena  de  presidio  correccional 
llevará  consigo  la  suspensión  de  todo  cargo 
público,  profesión,  oficii  ó  derecho  de  sufragio. 

Art.  60.  Las  penas  de  reclusión,  relegación 
y  extrañamiento  temporales  llevarán  consigo 
la  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda 
su  extensión. 

Art.  61.  La  pena  de  confinamiento  llevará 
consigo  la  de  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral, durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  62.  Las  penas  de  prisión  mayor  y  co- 
rreccional y  arresto  mayor  llevarán  consig-o  la 
de  suspensión  de  todo  carg'o  y  del  derecho  de 
sufragio,  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  63.  Toda  pena  que  se  impusiere  por 
un  delito  llevará  consigo  la  pérdida  de  los 
efectos  que  de  él  proviniesen  y  de  los  instru- 
mentos con  que  se  hubiere  ejecutado. 

Los  unos  y  los  otros  serán  decomisados,  á  no 
ser  que  pertenecieren  á  un  tercero  no  respon- 
sable del  delito. 

Los  que  se  decomisaren  se  venderán,  si  son 
de  licito  comercio,  aplicándose  su  producto  á 
cubrir  las  responsabilidades  del  penado,  ó  se 
inutilizarán  si  son  ilícitos. 

CAP.  IV.— De  t>\  aplicación  de  las  penas. 

SEC.  1." — Reglas  para  la  aplicación  de  las  penas  A 
los  autores  de  delito  consumado,  de  delito  frustra- 
do y  tentativa,  y  á,  los  cómplices  y  encubridores. 

Art.  64.  A  los  autores  de  un  delito  ó  falta 
se  impondrá  la  pena  que  ])ara  el  delito  ó  falta 
que  hubieren  cometido  se  hallare  señalada  por 
la  ley. 

Siempre  que  la  ley  señalare  generalmente  la 
pena  de  xin  delito,  se  entenderá  que  la  impone 
al  delito  consumado. 

Art.  65.  En  los  casos  en  que  el  delito  eje- 
cutado fuere  distinto  del  que  se  habia  pro- 
puesto ejecutar  el  culpable,  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

I."  Si  el  delito  ejecutado  tuviera  señalada 
pena  mayor  que  la  correspondiente  al  que  se 
habla  propuesto  ejecutar  el  culpable,  se  im- 
pondrá á  éste  en  su  grado  máximo  la  pena  co- 
rrespondiente al  segundo. 


*    El  segu  táo  párrafo  de  este  articulo  ha  sido  añadido 
al  mismo  por  el  decreto  de  1°  de  Enero  de  1871. 
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tentativa  y  á  los  cómplices  y  eueubridox-es,  se 
observarán  las  reglas  sig'uientes: 

I.''  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  fuere 
lina  sola  é  indivisible,  la  inmediatamente  in- 
ferior será  la  que  siga  en  niunero  en  la  escala 
gradual  respectiva  á  la  pena  indivisible. 

2.^  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  se 
conipong-a  de  dos  penas  indivisibles  ó  de  una 
ó  más  divisibles,  impuestas  en  toda  su  exten- 
sión, será  inmedi.atameute  inferior  la  que  sig'a 
en  número  en  la  escala  g'radual  respectiva  á 
la  menor  de  las  penas  impuestas. 

3.^  Cuando  la  jiena  señalada  a!  delito  se 
compong'a  de  una  ó  dos  indivisibles  y  del  gra- 
do máximo  de  otra  divisible,  la  pena  inmedia- 
tamente inferior  se  compondrá  de  los  grados 
medio  y  mínimo  de  la  propia  pena  divisible  y 
del  máximo  de  la  que  la  sig'a  en  número  en  la 
respectiva  escala  gradual. 

4.^  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  se 
componga  de  varios  grados,   correspondien- 


tes á  diversas  penas  divisibles,  la  inmediata- 
mente inferior  se  compondrá  del  grado  que 
siga  al  mínimo  de  los  que  constituyan  la  pena 
impuesta  y  de  los  otros  dos  más  inmediatos, 
que  se  tomarán  de  la  propia  pena  impuesta  si 
los  hubiere,  y  en  otro  caso  de  la  pena  que  siga 
eu  número  en  la  respectiva  escala  gradual. 

5.^  Cuando  la  ley  señalare  la  pena  al  deli- 
to eu  una  forma  especialmente  no  prevista  eu 
las  cuatro  reglas  anteriores,  los  Tribunales, 
procediendo  por  analogía,  aplicarán  las  penas 
correspondientes  á  los  autores  de  delito  friift- 
trado  y  tentativa  y  á  los  cómplices  y  encubri- 
dores '. 

Art.  77.  Cuando  la  pena  señalada  al  delito 
estuviere  incluida  en  dos  escalas,  se  hará  la 
graduación  prevenida  en  el  articulo  preceden- 
te, p^'  la  escala  que  comprenda  las  penas  con 
que  estén  castigados  la  mayor  parte  de  los  de- 
litos de  la  sección,  capitulo  ó  titulo  donde  esté  j 
contenido  el  delito. 


TABLA  DEMOSTRATIVA  DE  LO  DISPUESTO  EN  ESTE  CAPITULO 


l.er  caso. 


PENA 

señalada  para 

el  delito. 


Miierte. 


PENA 

correspondiente  al 

aiitor  del  delito 
frustrado  y  cómpli- 
ce del  delito 
consumado. 


Cadena  perpetua 


Cadena  per-J 
p  e  t  u  a     á, Cadena  temporal 
muerte.        ) 


I. 


3.er  caso 


|Cadena  tem-l 
'  poral  en  su' 
'i  g'radomáxi-. 
I  moa  muerte' 


4.°  caso.. 


Presidio  ma-] 
yor  eu  suj 
grado  má- 
I  xinio  á  ca- 
i  denatenipo- 
ral  en  su] 
grado  medio] 


I 


Presidio  mayor 
en  su  g-rado  má- 
ximo á  cadena 
temporal  en  su 
grado  medio. 

Presidio  correc- 
cioualensugra- 
do  máximo  á 
presidio  mayor 
en  su  grado  me- 
dio. 


PENA 

correspondiente  al  autor 
de  tentativa  de  delito  con- 
sumado, al  encubridor  del 
propio  delito,  y  A  los  cóm- 
plices del  delito  frustrado. 


Cadena  temporal. 


Presidio  mavor. 


PENA 

correspondiente 
al  encubridor  de 
delito  frustrado 
y  A  los  cómplices 
de  tentativa. 


Presidio    ma- 
yor. 

Presidio  co- 
rreccional. 


PENA 

correspon- 
diente   al   en- 
cubridor de 
tentativa     de 
delito. 


Presidio  co- 
rreccional. 

Arresto  ma 
vor. 


Arresto  mayor 
Presidio  correccional!  en   su  grado 
'\  en  su  grado  máximo  á|  máximo  ápre- 
presidio  mayor  en  su    sidio   corree-,  ^^^  ^^ 
grado  medio.  |  cíonal    en  su       „,„j;- 

grado  medio.  I  -^  ^^^^^'^ 


Multa  y  ar- 
resto mayor 
en  sus  ffra- 


Arresto   mavor  en    su  íMulta  v  grado] 


sidio   correccional 
su  grado  medio. 


dio  del  arres -^ 
to  mavor. 


Multa. 


SEC.  2.*— Reglas  para  la  aplicación  de  las  penas,  en 
consideración  á  las  circunstancias  atenuantes  y 
agravantes. 

Art.  78.  Las  circunstancias  atenuantes  ó 
agravantes  se  tomaráu  en  consideración  para 
disminuir  ó  aumentar  la  pena  en  los  casos  y 
conforme  á  las  reglas  que  se  prescriben  en 
esta  sección. 

Art.  79.  No  producen  el  efecto  <ie  aumen- 
tar la  pena  las  circunstancias  agravantes  que 
por  si  mismas  constituyeren  un  delito  espe- 
cialmente penado  por  la  ley,  ó  que  ésta  haya 
expresado  al  describirlo  y  penarlo. 

Tampoco  lo  producen  aquellas  circunstan- 
cias agravantes  de  tal  manera  inherentes  al 


delito,  que  sin  la  concurrencia  de  ellas  no  pu- 
diera cometerse.  1 

Art.  80.  Las  circunstancias  agravantes  ó? 
atenuantes  que  consistieren  eu  la  disposición 
moral  del  delincuente,  en  sus  relaciones  par- 
ticulares con  el  ofendido,  ó  en  otra  causa  per- 
sonal, servirán  para  agravar  ó  atenuar  la  res- 
ponsabilidad sólo  de  aquellos  autores,  cómpli- 
ces ó  encubridores  en   quieues  concurrieren. 

Las  que  consistieren  en  la  ejecución  mate- 


*  Xos  parecen  insuficientes  las  reglas  de  este  articulo 
para  todos  los  casos  de  ascenso  y  descenso  gradual  de  pe- 
nas, que  no  estén  comprendidas  en  las  escalas  graduales 
del  art.  32.  Véase  al  fin  del  Código  lo  que  decimos  sobre 
este  punto  y  las  escalas  graduales. 
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lial  del  hecho  ó  en  los  medios  empleados  para 
icalizarlo, servirán  para  agravar  ó  atenuar  la 
responsabilidad  únicamente  de  los  que  tuvie- 
ren conocimiento  de  ellas  en  el  momento  de  la 
acción  ó  de  su  cooperación  para  el  delito. 

Art.  81.  En  los  casos  en  que  la  ley  señalare 
una  sola  pena  indivisible,  la  aplicarán  los  Tri- 
bunales sin  consideración  á  las  circunstancias 
atenuantes  ó  ag-ravautes  que  concurran  en  el 
hecho. 

En  los  casos  en  que  la  ley  señalare  una  pena 
compuesta  de  dos  indivisibles,  se  observarán 
para  su  aplicación  las  siguientes  reglas: 

1.*  Cuando  en  el  hecho  hubiere  concurrido 
sólo  alguna  circunstancia  agravante,  se  apli- 
cará la  pena  mayor. 

2.^  Cuando  en  el  hecho  no  hubieren  concu- 
iTldo  circunstancias  atenuantes  ni  agravan- 
tes, se  aplicará  la  pena  menor. 

3.^  Cuando  en  el  hecho  hubiere  concurri- 
do alg'una  circunstancia  atenuante  y  ninguna 
agravante,  .se  aplicará  la  pena  menor. 

4."  Cuando  en  el  hecho  hubieren  concurri- 
do circunstancias  atenuantes  y  ¡igra  vantes,  las 
compensarán  racionalmente  por  su  número  é 
importancia  los  Tribunales,  para  aplicar  la 
pena  á  tenor  de  las  reglas  precedentes,  seg'ún 
el  resultado  que  diere  la  compensación. 

Art.  82.  En  los  casos  en  que  la  pena  seña- 
lada por  la  ley  contenga  tres  g'rados,  bien  sea 
una  sola  pena  divisible,  bien  sea  compuesta 
de  tres  distintas,  cada  una  de  las  cuales  forma 
un  grado,  con  arreg-lo  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  97  y  98,  los  Tribunales  observarán 
para  la  aplicación  de  la  pena,  según  haya  ó 
no  circunstancias  atenuantes  ó  agravantes, 
las  reglas  siguientes: 

1."  Cuando  en  el  hecho  no  concurrieren 
circunstancias  ag-ravantes  ni  atenuantes,  im- 
pondrán la  pena  señalada  por  la  ley  en  su  gra- 
do medio. 

2.^^  Cuando  conciirriere  sólo  alguna  cir- 
cunstancia atenuante,  la  impondrán  en  el  gra- 
do mínimo. 

3.^  Cuando  concurriere  sólo  alguna  cir- 
cunstancia agravante,  la  impondrán  en  el  gra- 
do máximo. 

i.^  Cuando  concurrieren  circunstancias  ate- 
nuantes y  agravantes,  las  compensarán  racio- 
nalmente para  la  designación  de  la  pena,  gra- 
duando el  valor  de  unas  y  otras. 

5.*  Cuando  sean  dos  ó  más,  y  muy  califica- 
das las  circunstancias  atenuantes  y  no  concu- 
rra ninguna  agravante,  los  Tribunales  impon- 
drá la  pena  inmediatamente  inferior  á  la  se- 
ñalada por  la  ley,  en  el  grado  que  estimen 
correspondiente,  segiin  el  número  y  entidad 
de  dichas  circunstancias  ". 

6.''  Cualquiera  que  sea  el  número  yentidad 
de  las  circunstancias  agravantes,  los  Tribu- 
nales no  podrán  imponer  pena  mayor  que  la 
designada  por  la  ley  en  su  grado  máximo. 

7."  Dentro  de  los  límites  de  cada  grado, 
los  Tribunales  determinarán  la  cuantía  de  la 


*  Por  muchas  que  seati  las  circunstancias  atenuantes 
que  concurran,  y  ¡jor  muí/  calificadas  que  sean,  no  tiene 
lugar  lo  dispuesto  en  esta  regla  í."^  si  concurre  una  sola 
agravante.  (Sent.  9  Febrero  1874.) 


pena,  en  consideración  al  número  y  entidad  de 
las  circunstancias  agravantes  y  atenuantes  y 
á  la  mayor  ó  menor  extensión  del  mal  pro- 
ducido por  el  delito. 

Art.  83.  En  los  casos  en  que  la  pena  seña- 
lada por  la  ley  no  se  compong'a  de  tres  gra- 
dos, los  Tribunales  aplicarán  las  reglas  con- 
tenidas en  el  articulo  anterior,  dividiendo  en 
tres  períodos  iguales  el  tiempo  que  compren- 
da la  pena  impuesta,  formando  un  grado  de 
cada  uno  de  los  tres  periodos. 

Art.  84.  En  la  aplicación  de  las  multas,  los 
Tribunales  podrán  recorrer  toda  la  extensión 
en  que  la  ley  permita  imponerlas,  consultando 
para  determinar  en  cada  caso  su  cuantía,  no 
sólo  las  circunstancias  atenuantes  y  agravan- 
tes del  hecho,  sino  principalmente  el  caudal  ó 
facultades  del  culpable. 

Art.  85.  Cuando  no  concurrieren  todos  los 
requisitos  que  se  exigen  en  elcasodelniím.S." 
del  art.  8."  para  eximir  de  responsabilidad,  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  art.  579. 

Art.  86.  Al  menor  de  quince  años,  nrayor 
de  nueve,  que  no  esté  exento  de  responsabili- 
dad por  haber  declarado  el  Tribunal  que  obró 
con  discernimiento,  se  le  impondrá  una  pena 
discrecional,  pero  siempre  inferior  en  dos  gra- 
dos, por  lo  menos,  á  la  señalada  por  la  ley  al 
delito  que  hubiere  cometido  '. 

Al  mayor  de  quince  años,  y  menor  de  dieül- 
ocho,  so  aplicará  siempre,  en  el  grado  que  co- 
rresponda, la  pena  inmediatamente  inferior  á, 
la  señalada  por  la  ley. 

Art.  87.  Se  aplicará  la  pena  inferior  en  uno 
ó  dos  grados,  á  la  señalada  por  la  ley,  cuando 
el  hecho  no  fuere  del  todo  excusable  por  falta 
de  alguno  de  los  requisitos  que  se  exigen  para 
eximir  de  responsabilidad  criminal  en  los  res- 
pectivos casos  de  que  se  trata  en  el  art.  8.°, 
siempre  que  concurriere  el  mayor  número  de 
ellos,  imponiéndola  en  el  grado  que  los  Tribu- 
nales estimaren  correspondiente,  atendido  el 
número  y  entidad  de  los  requisitos  que  falta- 
ren ó  concurrieren. 

Esta  disposición  se  entiende  sin  perjuicio  de 
la  contenida  en  el  art.  85. 

SEC.  3.* — Disposiciones  comunes  á  las  dos  secciones 
anteriores. 

Art.  88.  Al  culpable  de  dos  ó  más  delitos  ó 
faltas  se  impondrán  todas  las  penas  correspon- 
dientes á  las  diversas  infracciones  para  su 
cumplimiento  simultáneo,  si  fuera  posible,  por 
la  naturaleza  y  efectos  de  las  mismas. 

Art.  89.  Cuando  todas  ó  algunas  de  las  pe- 
nas correspondientes  á  las  diversas  infraccio- 
nes no  pudieran  ser  cumplidas  simultánea- 
mente por  el  condenado,  se  observarán  res- 
pecto á  ellas  las  reg'las  sig'uientes: 

1.^  En  la  imposición  de  las  penas  se  segui- 
rá el  orden  de  su  respectiva  gravedad,  para 
su  cumplimiento  sucesivo  por  el  condenado, 


1  Para  que  los  Tribunales  hagan  esta  declaración  no 
han  de  atenerse  solamente  al  dictamen  facultativo,  por 
más  que  sea  un  dato  muy  atenditíle,  sino  tamljién  á  los 
antecedentes  y  circunstancias  del  hecho  y  condiciones  del 
procesado,  para  llenar  cumplidamente  la  misión  que  la 
ley  ha  dejado  d  su  recto  criterio,  y  ateniéndose  d  todo 
esto  el  Tribunal,  no  puede  sostenerse  que  infringe  el  ar- 
tículo. (Sent.  7  Abril  187G. — Gac.  ■¿  Agosto.) 
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eu  cuanto  sea  {Kisible,  por  haber  obtenido  in- 
dulto de  las  iirimcramente  impuestas  ó  por 
haberlas  ya  cumplido. 

La  gravedad  respectiva  de  las  penas  para 
la  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  se  determinará  con  arreglo  A  la  si- 
guiente escala: 

Muerte. 

Cadena  pepetua. 

Cadena  teuiporal. 

Eeclusiüu  perpetua. 

Reclusión  temporal. 

Presidio  mayor. 

Prisión  mayor. 

Presidio  correccional. 

Prisión  correccional. 

Arresto  mayor. 

Releg'aciüu  perpetua. 

Relegación  temporal. 

Extrañamiento  perpetuo. 

Extrañamiento  temporal. 

Confinamiento. 

Destierro. 

2.^  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  la  regla 
anterior,  el  máximum  de  duración  de  la  con- 
dena del  culpable  no  podrá  exceder  del  triple 
de  tiempo  por  que  se  le  impusiere  lamásgrave 
de  las  penas  eu  que  haya  incurrido,  dejando 
de  imponérsele  las  que  procedan,  desde  que 
las  ya  impuestas  cubrieren  el  máximum  del 
tiempo  predicho. 

En  ningún  caso  podrá  dicho  máximum  ex- 
ceder de  cuarenta  años. 

Para  la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  esta 
regla  se  computará  la  duración  de  la  pena 
perpetua  en  treinta  años. 

Art.  90.  Las  disposiciones  del  articulo  an- 
terior no  son  ai)licables  en  el  caso  de  que  un 
solo  hecho  constituya  dos  ó  más  delitos,  ó 
cuando  el  uno  de  ellos  sea  medio  necesario 
para  cometer  el  otro. 

En  estos  casos  sólo  se  impondrá  la  pena  co  - 
rrespondiente  al  delito  más  grave,  aplicándola 
eu  su  g'rado  máximo  '. 

Art.  91.  Siempre  que  los  Tribunales  impu- 
sieron una  pena  que  llevare  consigo  otras  por 
disposición  de  la  ley,  según  lo  que  se  prescri- 
be en  la  sección  tercera  del  capitulo  anterior, 
condenarán  también  expresamente  al  reo  en 
estas  últimas. 

Art.  92.  En  los  casos  en  que  la  ley  señala 
una  pena  inferior  ó  superior  eu  uno  ó  más 
grados,  á  otra  determinada,  se  observarán 
para  su  graduación  las  reglas  prescritas  en 
los  arts.  76  y  77. 

La  pena  inferior  ó  superior  se  tomará  de  la 
escala  gradual  en  que  se  halle  comprendida  la 
pena  determinada. 

Cuando  haya  de  aplicarse  una  pena  superior 
á  la  de  arresto  mayor  se  tomará  de  la  escala 
en  que  se  hallen  comprendidas  las  penas  seña- 
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*  La  disposición  del  art.  90  es  excepción  del  art.  88^ 
pues  si  conforme  d  éste,  al  culpable  de  dos  ó  más  delitos 
han  de  imponerse  todas  tas  penas  correspondientes  á  las 
diversas  infracciones,  según  el  SO,  produciendo  un  hecho 
dos  ó  mas  delitos,  ó  siendo  uno  de  ellos  medio  necesario 
para  cometer  el  otro,  no  se  impone  sino  la  pena  corres- 
pondiente al  mas  grave  en  su  grado  máximo.  Véase  lo  que 
decimos  en  Dispako  de  armas. 


ladas  para  los  delitos  más  graves  de  la  misma 
especie  que  el  castigado  con  arresto  mayor. 

Los  Tribunales  atenderán  para  hacer  la 
aplicación  de  la  pena  inferior  ó  superior  á  las 
siguientes 

Escalas   graduales. 

ESCALA  NTJM.   1.° 

Muerte. 

Cadena  perpetua. 

Cadena  temporal. 

Presidio  mayor.  j. 

Presidio  correccional. 

Arresto. 


1.° 
o_o 

3." 
4.° 
5.0 
6." 


1.0 

2." 
3." 
4.« 
5.° 
6.» 


L° 
2.» 

3." 
4.° 
5.» 
6.° 


1.° 
2.0 

i." 
b." 
6.0 


1.° 
'>  o 


1.» 


ESCALA  NIJM.    2.° 

Muerte. 

Reclusión  perpetua. 
Reclusión  temporal. 
Prisióu  mayor. 
Prisión  correccional. 
Arresto. 

ESCALA  NtJM.   3.° 

Relegación  perpetua. 
Relegación  temporal. 
Continamiento. 
Destierro. 
Reprensión  pública. 
Caucióu  de  conducta. 

ESCALA   NÚM.  4.° 

Extrañamiento  perpetuo. 
Extrañamiento  temporal. 
Confinamiento. 
Destierro. 
Reprensión  pública. 
Caución  de  conducta. 

ESCALA   NÚM.  5.° 

Inhabilitación  absoluta  perpetua. 
Inhabilitación  absoluta  temporal. 

iCargos  públicos  ,  de  de- 
o  . .     ,   '     recho  de  sufragio  ac- 

Suspensión  de      ^.^^  ^  pasivo,  profe- 

f    siónú  oficio. 

ESCALA  KtlM.  6.° 

Inhabilitación!  .  .       ... 

especial  per-  p,^^.^^  ^^^.^^  público,  de- 
V^^^»' I     recho  de  sufragio  ac- 
tivo y  pasivo ,  profe- 
sión ú  oficio. 


Inhabilitación 
especial  tem- 
poral. .. 


3.°    Suspensión  de 


ICargo  público,  derecho 
'     de   sufragio   activo  y 

I 


pasivo,  profesión  ú  ofi- 
cio. 

Art.  93.  La  multa  se  considerará  como  la 
última  pena  de  todas  las  escalas  graduales  an- 
riores. 

Cuando  se  hubiere  impuesto  en  este  concep- 
to, la  responsabilidad  subsidiaria  correspon- 
diente á  ella  por  insolvencia  del  culpable,  es- 
tablecida eu  el  art.  50,  no  podrá  exceder  del 
tiempo  de  duración  correspondiente  á  la  pena 
inmediatamente  superior  de  la  escala  respec- 
tiva. 

Art.  94.    Eu  los  casos  en  que  la  ley  señala 
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uua  pena  superior  á  otra  determinada,  siu  de- 
signar e.specialmeute  cuál  sea,  si  no  hubiere 
[pena  superior  en  la  escala  respectiva,  o  aqué- 
lla lüese  la  de  muerte,  se  considerarán  como 
inmediatamente  superiores  las  sig'uientes: 

1.*  Si  la  pena  determinada  fuese  la  de  ca- 
dena ó  reclusión  perpetuas  ó  inhabilitación 
absoluta  ó  inhabilitación  especial  p<'rpetuas, 
las  mismas  penas,  con  la  cláusula  de  que  el 
penado  no  goce  del  beneficio  establecido  en 
el  art.  29  de  este  Código,  sino  á  los  cuarenta 
años. 

2."  Si  fuere  la  de  relegación  perpetua,  la 
de  reclusión  perpetua. 

3.'"'  Si  fuere  la  de  extrañamiento  perpetuo, 
la  de  relegación  perpetua. 

Art.  95.  Cuando  sea  necesario  elevar  ó  ba- 
jar la  pena  de  multa  uno  ó  más  grados,  se  au- 


mentará ó  se  rebajará  respectivamente  por 
cada  uno  la  cuarta  parte  del  máximum  de  la 
cantidad  determinada  en  la  ley;  y  para  reba- 
jarla, se  hará  uua  operación  inversa. 

Ig'uales  reglas  se  seguirán  respecto  de  las 
multas  que  no  consistan  en  cantidad  fija,  sino 
proporcional. 

Art.  96.  Cuando  las  mujeres  incurrieren  en 
delitos  que  este  Código  castiga  con  las  penas 
de  cadena  perpetua  ó  temporal  ó  con  las  de 
presidio  mayor  ó  correccional,  se  les  impon- 
drán respectivamentcjas  de  reclusión  perpe- 
tua ó  temporal,  prisión  mayor  ó  correccional. 

Art.  97.  En  las  penas  divisibles,  el  periodo 
legal  de  su  duración  se  entiende  distribuido 
en  tres  partes,  que  forman  los  tres  grados,  mí- 
nimo, medio  y  máximo  '  de  la  manera  que  ex- 
presa la  siguiente 


TABLA  DEMOSTRATIVA 
de  la  duración  de  las  penas  divisibles  y  del  tiempo  que  abraza  cada  uno  de  sus  grados. 


PENAS. 


TIEMPO 
que  comprende 
toda  la  pena. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado   mínimo. 


TIEMPO 

q\ie  comprende  el 

grado  medio. 


dia,  á  14:  años  y 
8  meses. 


Cadena,  reclusión,  re-  t-.     n     -  De  12  años  v  un 

legación  y  extrañaPZ    Von'  '-"''    -"•■"    ''  "'  """^  " 
Jiento  temporales  .)  '^^^'  ^  -°  ^"°«- 
,t 

Presidio  y  prisión  ma- 
yores y  coiífinamien- 
to iDe  6  años  y  un  De  6  años  y  iin 

Inhabilitación  ahsolu-¡  dia,   á  12  años,    dia,  á  8  años 
ta   é    inhabilitación 
especial  tetnporcd.. . 

Las  de  presidio,  pri-i-^     „  ii^,..  v/  ii.v.ov^o  _,  >.i. 

sión   correccional  w    ^ .  "  ™eses  y  un)  ¿^      ^  ^  años  v 
'....í;^,...^  i  día,  a  6  »""=  ' 


destien 


anos. 


La  de  svspensión P/;  ""  '"^l  >'  "^^ 

■'  I  día,  a  6  anos. 

I 

La  de  arresto  mayor. .P^  ^"^  "^«^  J'  "" 
"        I  día,  á  6  meses. 

La  de  arresto  menor.  .De  uno  á  30  dias. 


De  6  meses  y  un 
dia,  á  2 
4  meses. 


De  un  mes  y  un 
dia,  á  2  años. 


De  14  años,  8  me 
sesyun  día,  ál7 
años  y  4  meses. 


De  8  años  y  un 
dia,  á  10  años. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  máximo. 


Del7años,4me- 
ses  y  un  dia,  á 
20  años. 


De  10  años  y  un 
dia,  á  12  años. 


De  2  años,  4  me-  De  4  años,  2  me- 
ses y  un  dia,  á  4    ses  y  un  dia,  á 


años  y  2  meses. 

De  2  años   y  un 
dia,  á  4  años. 

„  .  ,-,  i  De  2  meses  y  un 

Deunoá2meses.^  dia,  á  4  meses. 

De  uno  á  10  dias.  De  11  á  20  dias. 


6  años. 

De  4  años  y  un 
dia,  á  6  años. 

De  4  meses  y  un 
dia,  á  (5  meses. 

De  21  A  30  dias. 


Art.  98.  En  los  casos  en  que  la  ley  señala- 
re una  pena  compuesta  de  tres  distintas,  cada 
una  de  éstas  formará  un  grado  de  penalidad; 
la  más  leve  de  ellas  el  mínimo;  la  siguiente  el 
medio,  y  la  más  grave  el  máximo. 

Cuando  la  pena  señalada  no  tenga  una  de 
las  formas  previstas  especialmente  en  este 
libro,  se  distribuirán  los  grados,  aplicando  por 
analogía  las  reglas  fijadas. 

CAP.  V.— De  la  e,iecución  de  las  penas  y  de  su 

CUMPLIMIENTO  '. 

SECCIÓN  1.* — DieposlcÁones  generales. 

Art.  99.  No  podrá  ejecutarse  pena  alguna 
sino  en  virtud  de  sentencia  firme. 


*  El  complemento  de  este  capitulo  está  en  las  disposi- 
ciones dictadas  sobre  cumplimiento  de  las  penas  de  priva- 
ción de  libertad.  Véanse  en  Presidios,  seíialadamente,  los 
Reales  decretos  de  15  Abril  1886,  11  Agosto  1888,  1." 
Abril  168»  y  10  Febrero  ISSO. 


Art.  100.  Tampoco  puede  ser  ejecutada 
pena  alguna  en  otra  forma  que  la  prescrita 
por  la  ley,  ni  con  otras  circunstancias  ó  acci- 
dentes que  los  expresados  en  su  texto. 

Se  observará  también  además  de  lo  que  dis- 
pone la  ley,  lo  que  se  determine  en  los  regla- 
mentos especiales  para  el  gobierno  de  los  es- 
tablecimientos en  que  deben  cumplirse  las  pe- 
nas acerca  de  la  naturaleza,  tiempo  y  demás 
circunstancias  de  los  trabajos,  relaciones  de 
los  penados  entre  si  y  con  otras  personas,  soca- 
rros que  puedan  recibir  y  régimen  alimenticio. 

Los  reglamentos  dispondrán  la  separación 
de  sexos  en  establecimientos  distintos,  ó  por 
lo  menos  en  departamentos  diferentes. 


'  La  pena  de  multa  no  se  halla  comprendida  en  este 
articulo.  Humecto  de  las  demás  penas,  la  disposición  del 
mismo  está  terminante,  y  mucho  más  con  la  demostración 
üe  la  tabla  que  le  acompaña. 
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Art.  101.  Cuando  el  delincuente  cayere  en 
locura  ó  en  imbecilidad  después  de  pronun- 
ciada sentencia  firme,  se  suspenderá  la  ejecu- 
ción tan  sólo  en  cuanto  á  la  pena  personal,  ob- 
servándose en  sus  casos  respectivos  lo  estable- 
cido en  los  párrafos  segundo  v  tercero,  núme- 
ro 1.°  del  art.  8." 

En  cualquier  tiempo  en  que  el  delincuente 
recobrare  el  juicio  cumplirá  la  sentencia,  á  no 
ser  que  la  pena  bubiera  prescrito,  con  arreglo 
á  lo  que  se  establece  en  este  Códig-o. 

Se  observarán  también  las  disposiciones  res- 
pectivas de  esta  sección,  cuando  la  locura  ó 
imbecilidad  sobreviniere  hallándose  el  senten- 
ciado cumpliendo  la  sentencia  '. 

SEC.  2.*— Penas  principales  '^. 

Art.  102.  La  pena  de  muerte  se  ejecutará 
en  garrote  sobre  un  tablado. 

La  ejecución  se  verificará  á  las  veinticuatro 
horas  de  notificada  la  sentencia,  de  día,  con 
publicidad,  y  eu  el  lugar  destinado  general- 
mente al  efecto,  ó  eu  el  que  el  Tribunal  de- 
termine, cuando  haya  causas  especiales  para 
ello. 

Esta  pena  no  se  ejecutará  en  días  de  fiesta 
religiosa  ó  nacional. 

Art.  103.  Hasta  que  haya  en  las  cárceles 
xm  lugar  destinado  para  la  ejecución  pviblica 
de  la  pena  de  muerte,  el  sentenciado  á  ella, 
que  vestirá  hojia  negra,  será  conducido  al  pa- 
tíbulo en  elcarruaje  destinado  al  efecto,  ó  don- 
de uo  lo  hubiere  en  carro. 

Art.  104.  El  cadáver  del  ejecutado  queda- 
rá expuesto  en  el  patíbulo  hasta  una  hora  an- 
tes de  oscurecer,  en  la  que  será  sepultado,  en- 
tregándolo á  sus  parientes  ó  amigos  para  este 
objeto,  si  lo  solicitaren.  El  entierro  no  podrá 
hacerse  con  pompa. 

Art.  105.  Xo  se  ejecutará  la  pena  de  muer- 
te en  la  mujer  que  se  halle  euciuta,  ni  se  le 
notificará  la  sentencia  en  que  se  le  imponga 
hasta  qiiehayan pasado  cuarenta  días  después 
del  alumbramiento. 

Art.  106.     Las  penas  de  cadena  perpetua  y 


*  Las  formalidades  que  deben  observarse  para  la  de- 
claración  de  la  demencia  en  los  penados  son  las  estableci- 
das por  R.  O.  de  13  de  Enero  de  ISH4,  que  queda  inserta 
en  su  luc:ar  cronolnt)ico  de  este  articulo. 

2  Sobre  cum}>Umiento  de  condtnas  deben  tenerse  pre- 
sentes los  arts.  7  al  V  !/  ''3  al  SO  df  la  ley  de  prisiones  de 
26  de  Julio  de  1849  y  demás  disposiciones  que  se  insertan 
en  Presidios. 

— Por  R.  O.  de  4  de  Junio,  circulada  en  IS  de  Agosto 
de  184.9,  se  dispuso  que  cuando  la  jurisdicción  inilitar  im- 
ponga la  pena  de  muerte  en  garrote  vil,  sea  la  7jiisma  la 
que  lleve  d  ejecución  la  sentencia,  sin  otro  requisito  queel 
de  dar  aviso  á  la  Audiencia  territorial  j^ara  que  ponga  á 
eu  disposición  al  ejecutor  de  la  justicia  con  los  instrumen- 
tos necesarios  para  llevar  á  efecto  las  penas.  Este  parece 
ser  también  el  sentido  que  inspira  el  art.  637  del  Código 
de  Justicia  militar  y  el  92  del  C.  P.  de  la  jtJarina. 

Por-  Otra  R.  O.  de  8  de  Julio  de  1863,  circulada  en  31 
del  mismo  mes,  se  dispuso  que  ^cuando  un  juez  de  prime- 
ra instancia  reciba  ejecutoria  de  una  sentencia,  debe  po- 
nerlo en  conocimiento  de  la  autoridad  superior  civil  del 
punto  en  que  se  halle,  seílalando  dia  y  horm  de  la  ejecu- 
ción; y  que  á  esta  autoridad  corresponde  pedir  á  la  supe- 
rior militar  del  mismo  el  auxilio  que  considere  necesario, 
asi  como  indicar,  si  lo  creyese  oportuno,  las  instrucciones 
particulares  que  deba  observar  la  tropa  mientras  dure  el 
acto  á  que  se  destina,  no  teniendo  relacitm  con  la  Orde- 
nanza-.— r.  también  en  su  lugar  de  este  articulo  la  O.  de 
Sde  Febrero  de  1874  y  las  disposiciones  quese  insertanen 
Ejecución  de  la  pena  de  muerte. 


ttmptiral  se  cumplirán  en  cualquiera  de  los 
puntos  destinados  á  este  objeto,  en  África, 
Canarias  ó  Ultramar  '. 

Art.  107.  Los  sentenciados  á  cada  temporal 
ó  perpetua  trabajarán  en  beneficio  del  Estado; 
llevarán  siempre  una  cadena  al  pie,  pendiente 
de  la  cintura;  se  emplearán  en  trabajos  duros 
y  penosos,  y  no  recibirán  auxilio  alg-uno  de 
fuera  del  establecimiento. 

Sin  embargo,  cuando  el  Tribunal,  consultan- 
do la  edad,  salud,  estado  ó  cualesquiera  otras 
circunstancias  personales  del  delincuente,  cre- 
yere que  éste  debe  cumplir  la  pena  en  traba- 
jos interiores  del  establecimiento,  lo  expresa- 
rá asi  en  la  sentencia. 

Art.  108.  Los  sentenciados  á  cadena  tempo- 
ral ó  perpetua  no  podrán  ser  destinados  á 
obras  de  particulares  ni  á  las  públicas  que  se 
ejecutaren  por  empresas  ó  contratas  con  el  Go- 
bierno. 

Art.  109.  El  condenado  á  cadena  temporal 
ó  perpetua  que  tuviere  antes  de  la  sentencia 
sesenta  años  de  edad,  cumplirá  la  condena  eu 
una  casa  de  presidio  mayor. 

Si  los  cumpliere  estando  ya  sentenciado,  se 
le  trasladará  á  dicha  casa  presidio,  en  la  que 
permanecerá  durante  el  tiempo  prefijado  en 
la  sentencia. 

Art.  lio.  La  reclusión  perpettia  y  la  tempo- 
ral se  cumplirán  en  establecimientos  situados 
dentro  ó  fuera  de  la  Península. 

Los  condenados  á  ellas  estarán  sujetos  á 
trabajo  forzoso  en  beneficio  del  Estado,  den- 
tro del  recinto  del  establecimiento. 

Art.  III.  Las  penas  de  relegación  jierpetua 
y  temporal  se  cumplirán  en  Ultramar  en  los 
puntos  para  ello  destinados  por  el  Gobierno. 

Los  relegados  podrán  dedicarse  libremente, 
bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad,  á  su  profe- 
sión ú  oficio,  dentro  del  radio  á  que  se  extien- 
dan los  limites  del  establecimiento  penal. 

Art.  112.  El  sentenciado  á  extrañamiento 
será  expulsado  del  territorio  español  para 
siempre,  si  fuese  perpetuo;  y  si  fuese  tempo- 
ral, por  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  113.  Las  penas  de  jiresidio  se  cumpli- 
rán en  los  establecimientos  destinados  para  ■. 
ello,  los  cuales  estarán  situados,  para  el  pre- 
sidio mayor  dentro  de  la  Península  é  islas  Ba- 
leares ó  Canarias,  y  para  el  correccional  den- 
tro de  la  Península. 

Los  condenados  á  presidio  estarán  sujetos 
á  trabajos  forzosos  dentro  del  establecimiento 
eu  que  cumplan  la  condena. 

Art.  114.  El  producto  del  trabajo  de  los  pre- 
sidiarios será  destinado: 

1.°  Para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
civil  de  aquéllos,  proveniente  del  delito. 

2.°  Para  indemnizar  al  establecimiento  de 
los  gastos  que  ocasionaren. 

3."  Para  proporcionarles  alguna  ventaja  ó 
ahorro  durante  su  retención,  si  lo  mereciesen, 
y  para  formarles  un  fondo  de  reserva,  que  se 
les  entregará  á  su  salida  del  presidio,  ó  á  sus 
herederos,  si  fallecieren  en  él. 

Art.  115.     Las  penas  de  prisión  se  cumpli- 


*    Inserto  este  articulo  conforme  á  la  rectificación  he- 
cha en  el  mismo  por  decreto  en  1."  de  Enero  de  1871, 


■k^ 


CÓDIGO  PENAL.  (Cód.  de  1870.-Lib.  I,  tit.  IV.) 


921 


I  áii  en  los  establecimientos  destinados  pai-a 
ello,  los  cuales  estai-An  situados,  para  la  pri- 
sión mayor,  dentro  de  la  Península  é  islas 
ISaleares  ó  Canarias,  y  para  la  correccional 
dentro  del  territorio  de  la  Audiencia  que  la 
hulnere  impuesto. 

Los  condenados  á  prisión  no  ])odrán  salir 
(U'l  establecimiento  en  que  la  sufran  durante 
<  I  tiempo  de  su  condena,  y  se  ocuparán,  para 
MI  propio  beneficio,  en  trabajos  de  su  elec- 
ción, siempre  que  fueren  compatibles  con  la 
iliseiplina  reglamentaria.  Estarán,  sin  embar- 
;;ii,  sujetos  á  los  trabajos  del  establecimiento 
liasta  hacer  efectivas  las  responsabilidades  se- 
ii'iladas  en  los  nfims.  1 ."  y  2."  del  artículo  an- 
lirior:  también  lo  estarán  los  que  no  tengan 
olicio  ó  modo  de  vivir  conocido  y  honesto. 

Art.  116.  Los  sentenciados  á  confinamien- 
to serán  conducidos  á  un  pueblo  ó  distrito  si- 
tuado en  las  islas  Balearos  ó  Canarias,  en  el 
cual  permanecerán  en  completa  libertad  bajo 
la  \  ig-ilancia  de  la  autoridad. 

Los  Tribunales,  para  el  sei"ialamiento  del 
punto  en  que  deba  cumplirse  la  condena,  ten- 
ilrán  en  cuenta  el  oficio,  profesión  ó  modo  de 
\  ivir  del  sentenciado,  con  objeto  de  que  pue- 
da adquirir  su  subsistencia. 

Los  que  fueren  útiles  por  su  edad,  salud  y 
liuena  conducta,  podrán  ser  destinados,  con 
su  anuencia,  por  el  Gobierno  al  servicio  mi- 
litar. 

El  sentenciado  á  destierro  quedará  privado 
de  entrar  en  el  punto  ó  puntos  que  se  desig- 
nen en  la  sentencia  y  en  el  radio  que  en  la 
misma  se  señale,  el  cual  comprenderá  una 
distancia  de  2.5  kilómetros  al  menos  y  250  á  lo 
más  del  punto  designado. 

Art.  117.  El  sentenciado  á  reprensión  pftbli- 
ca  la  recibirá  ¡lersonalmente  en  audiencia  del 
Tribunal,  á  puerta  abierta. 

El  sentenciado  á  reprensión  privada  la  re- 
cibirá personalmente  en  audiencia  del  Tribu- 
nal, á  presencia  del  secretario  y  á  puerta  ce- 
rrada. 

Art.  118.  El  arresto  mayor  se  suíVirá  en  la 
casa  pública  destinada  á  este  fin  en  las  cabe- 
Jias  de  partido. 

Lo  dispuesto  en  e!  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 115,  es  aplicable  en  sus  casos  respecti- 
vos á  los  condenados  á  esta  pena. 

Art.  119.  El  arresto  menor  se  sufrirá  en  las 
casas  de  Ayuntamiento  ú  otras  del  público,  ó 
en  la  del  mismo  penado,  cuando  así  se  detcr-' 
mine  en  la  sentencia,  sin  poder  salir  de  ellas 
en  todo  el  tiempo  de  la  condena. 

SEC.  3.**— Penas  accesorias. 

Art.  120.  El  sentenciado  á  degradación 
será  despojado  por  un  alguacil,  en  audiencia 
pública  del  Tribunal,  del  uniforme,  traje  ofi- 
cial, insignias  y  condecoraciones. 

El  despojo  se  hará  á  la  voz  del  presidente, 
que  lo  ordenará  con  esta  fórmula:  «Desiiojad  á 
(el  nombre  del  sentenciado)  de  sus  insignias  y 
condecoraciones,  de  cuyo  uso  la  ley  le  declara 
indigno:  la  ley  le  degrada  por  haberse  él  de- 
gradado á  sí  mismo  '». 


*    t obre  degradación  de  eclesiásticos  If'ntjase  presente 


TITULO    IV 
Do  la  rCN|ionN»lillliliid  civil. 

Art.  121.  La  responsabilidad  civil  estable- 
cida en  el  cap.  II,  tlt.  II  de  este  libro,  com- 
prende: 

1.°     La  restitución. 

2."    La  reparación  del  daño  causado. 

3."    La  indemnización  de  ¡¡erjuicios. 

Art.  122.  La  restitución  deberá  hacerse  de 
la  misma  cosa,  siempre  que  sea  posible,  cou 
abono  de  deterioros  ó  menoscabos,  á  regula- 
ción del  Tribunal. 

Se  hará  la  restitución  aunque  la  cosa  se 
halle  en  poder  de  un  tercero,  y  éste  la  haya 
adquirido  por  un  medio  legal,  salva  su  repe- 
tición contra  quien  corres]ionda. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  en  el  caso 
de  que  el  tercero  haya  adquirido  la  coKa  en  la 
forma  y  con  los  requisitos  establecidos  por  las 
leyes  para  hacerla  irreivindicable. 

Art.  123.  La  reparación  se  hará  valorán- 
dose la  entidad  del  daño  por  regulación  del 
Tribunal,  atendido  el  precio  de  la  cosa,  siera- 
l)re  que  fuere  posible,  y  el  de  afección  del 
agraviado. 

Art.  124.  La  indemnización  de  perjuicios 
comprenderá,  no  sólo  los  que  se  hubieren  cau- 
sado al  agraviado,  sino  también  los  que  se 
hubieren  irrogado  por  razón  del  delito  á  su 
familia  ó  á  un  tercero. 

Los  Tribunales  regularán  el  importe  de  esta 
indemnización  en  los  mismos  términos  preve- 
nidos para  la  reparación  del  daño  en  el  articu- 
lo precedente  '. 

Art.  125.  La  obligación  de  restituir,  repa- 
rar el  daño  é  indemnizar  los  perjuicios  se 
transmite  á  los  herederos  del  responsable. 

La  acción  para  repetir  la  restitución,  repa- 
ración é  indemnización,  se  transmite  igual- 
mente á  los  herederos  del  jierjudicado. 

Art.  126.  En  el  caso  de  ser  dos  ó  más  los 
responsables  civilmente  de  un  delito  ó  falta, 
los  Tribunales  señalarán  la  cuota  de  que  deba 
responder  cada  uno. 

Art.  127.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  los  autores,  los  cómplices 
y  los  encubridores,  cada  uno  dentro  de  su  res- 
pectiva clase,  serán  responsables  solidaria- 
mente entre  sí  por  sus  cuotas  y  subsidiaria- 
mente por  las  correspondientes  á  los  demás 
responsables. 


lo  que  disponen  los  arts.  B.°  y  S."  del  F.  D.  de  n  de  Octu- 
bre de  lft36,  que  establece  el  modo  de  proceder  los  jueces 
y  Tríbu7iales  en  las  causas  contra  eclesiásticos  por  delitos 
atroces  y  graves. 

liespecto  d  degradación  militar,  deberán  observarse 
las  formalidades  que  tiene  establecidas  el  art.  640  del 
(Jódigo  de  justicia  militar,  ó  el  101  del  de  la  Marina;  y  si 
sólo  se  trata  de  la  privación  de  empleo,  gradan  y  condeco- 
raciones, latí  que 2>reiiene  la  H.  O.  de  2.9  de  .Junio  de  lS5fi^ 
circulada  por  Gracia  y  Justicia  en  23  de  Mayo  de  Í8$2, 
y  el  art.  647  de  dicho  Código  de  justicia  milititar.— Véa- 
se Dkgkadaciün. 

í  Los  jueces  y  Tribunales  deben  fijar  expresamente  la 
cantidad  de  la  indemnización,  sin  la  excusa  de  que  es  di- 
fícil graduarla.  Vn  juez  del  territorio  de  la  Aud inicia  de 
Burgos  se  concretó  d  decir  en  una  causa  qrte  condenaba 
a)  reo  á  la  indemnización  irrcgulable  en  concGj)to 
del  Tribunal.  La  Audiencia,  al  determinar,  coma  debía, 
en  su  fallo  el  imi'orte  de  dicha  indemnización,  encargó 
muy  acerladamenle  al  indicado  juez  que  en  lo  sucesivo 
cumpliera  con  lo  que  ee  prescribe  en  este  artículo. 
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La  responsabilidad  subsidiaria  se  hará,  efec- 
tiva primero  en  los  bienes  de  los  autores,  des- 
pués en  los  de  los  cómplices,  y  por  último  en 
los  de  los  encubridores. 

Tanto  en  los  casos  en  que  se  haga  efectiva 
la  responsabilidad  solidaria,  como  la  subsidia- 
ria, quedará  á  salvo  la  repetición  del  que  hu- 
biere pagado  contra  los  demás  por  las  cuotas 
correspondientes  á  cada  uno. 

Art.  128.  El  que  por  titulo  lucrativo  hu- 
biere participado  de  los  efectos  de  un  delito  ó 
falta,  está  oblig-ado  al  resarcimiento  hasta  la 
cuantía  en  que  hubiere  participado. 

TITULO  V 

De  U\H  peniiM  on  que  Ineiii'ren  Ion  que  qiiehran. 
tan  Ijin  NenfeiiolnM  y  Iom  que  durante  una  con- 
dena delinquen  ile  nue«o. 

CAPITULO  PBIMEEO.— De  las  penas  en  que  incu- 
rren LOS  QUE  QUEBRANTAN  LAS  SENTENCIAS  '. 

Art.  129.  Los  sentenciados  que  hubieren 
quebrantado  su  condena  sufrirán  una  agrava- 
ción en  la  pena,  con  sujeción  á  lo  que  se  dis- 
pone en  las  reglas  siguientes: 

1.*  Los  sentenciados  á  cadena  ó  reclusión 
cumplirán  sus  respectivas  condenas, haciéndo- 
les sufrir,  por  un  tiempo  que  no  excedei'á  de 
tres  años,  las  mayores  privaciones  que  auto- 
ricen los  reglamentos,  y  destinándolos  á  los 
trabajos  más  penosos. 

Si  la  pena  fui;re  perpetua,  no  gozarán  del 
beneficio  que  concede  el  art.  2!)  hasta  qvie 
hayan  cumplido  la  agravación  en  la  pena  que 
se  les  hubiere  impuesto. 

Si  fuere  temporal,  y  la  agravación  de  pena 
no  pudiere  cumplirse  dentro  del  término  seña- 
lado en  la  anterior  condena,  continuarán  su- 
jetos á  ella  hasta  extinguir  el  tiempo  de  la 
agravación. 

2."  Los  sentenciados  á  relegación  ó  extra- 
ñamiento, serán  condenados  á  prisión  correc- 
cional, que  no  podrá  exceder  de  tres  años,  de- 
biendo los  relegados  sufrirla  en  el  punto  de  la 
releg'ación  si  fuere  posible,  y  en  el  más  inme- 
diato si  no  lo  fuere,  y  los  extrañados  en  uno 
de  los  establecimientos  penales  del  Reino. 

Cumplidas  estas  condenas,  continuarán  su- 
friendo las  anteriores. 

3.*  Los  sentenciados  á  presidio,  prisión  ó 
arresto  sufrirán  un  recargo  de  la  misma  pena, 
que  no  podrá  exceder  de  la  sexta  parte  del 
tiempo  que  les  faltare  para  cumplir  su  primi- 
tiva condena. 

4.*  Los  sentenciados  á  confinamiento  serán 
condenados  á  prisión  correccional,  que  no  po- 
drá exceder  de  dos  años;  y  cumplida  esta  con- 
dena, extinguirán  la  de  confinamiento. 

5.*  Los  desterrados  serán  condenados  á 
arresto  mayor,  cumplido  el  cual,  extinguirán 
la  pena  de  destierro. 

6.*  Los  inhabilitados  para  cargo,  derecho 
de  sufragio,  profesión  ó  oficio,  que  los  obtu- 


*  El  delito  de  quebrantamiento  de  condena  comprendi- 
do en  este  capitulo,  queda  sujeto  u  la  jurisdicción  ordi- 
naria, y  está  derogada  la  Ordenanza  general  de  presidios 
en  lo  concerniente  rí  los  recargos  que  imponia  á  los  confi- 
nados incursos  en  este  delito.  (R.  0. 17  Febrero  1^51,  cir- 
culada en  líi  de  Marzo  por  Gracia  y  Justicia,  y  varias 
decísiu7ies  de  competencia  por  el  T.  S.J 


vieren  ó  ejercieren,  cuando  el  hecho  no  cons- 
tituya un  delito  especial,  serán  condenados  al 
arresto  mayor  y  multa  de  100  á  1.000  pesetas.  . 

7.*     Los  suspensos  de  cargo,  derecho  de  su-  r 
fragio,  profesión  i'i  oficio  que  los  ejercieren, 
sufrirán  un  recargo  por  ig'ual  tiempo  al  de  su 
primitiva  coiulena  y  una  multa  de  50  á  500  pe- 
setas, j 

Art.  130.  Las  agravaciones  prescritas  en  el  ' 
articulo  anterior,  respecto  á  los  que  sufran '^ 
privación  de  libertad,  no  se  aplicarán  á  los  que 
se  fugaren  de  los  establecimientos  penales  ó 
de  sus  destacamentos,  sin  violencia,  intimida- 
ción, ni  resistencia,  sin  fractura  de  puertas  ó 
ventanas,  paredes,  techos  ó  suelos,  sin  usar 
ganzúas  ó  llaves  falsas,  sin  escalamiento  y  sin 
ponerse  de  acuerdo  con  otros  penados  ó  de- 
pendientes del  establecimiento. 

El  quebrantamiento  de  la  sentencia,  cuaudo 
no  concurran  una  ó  más  de  estas  circunstan- 
cias, será  corregido  con  la  cuarta  parte  de  la 
pena  respectivamente  señalada  en  el  art.  129. 

CAP.  II. — De  las  PENAS  en  que  incurren  los  que  des- 
pués DE  haber  sido  CONDENADOS  POR  SENTENCIA  FIR- 
ME NO  CUMPLIDA,  Ó  DURANTE  EL  TIE.MPO  DE  SU  CONDE- 
KA,  DELINQUEN  DE  NUEVO. 

Art.  131.  Los  que  cometieren  algún  delito 
ó  falta  después  de  haber  sido  condenados  por 
sentencia  tirme  no  empezada  á  cumplir,  ó  du- 
rante el  tiempo  de  su  condena,  serán  castiga- 
dos con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

1."  Se  impondrá  en  su  grado  máximo  la 
pena  señalada  por  la  ley  al  nuevo  delito  ó  falta. 

2.'''  Los  Tribunales  observarán,  en  cuanto 
sean  aplicables  á  este  caso,  las  disposiciones 
comprendidas  en  el  art.  88  y  regla  1."  del  ar- 
tículo 89  de  este  Código. 

3.*  El  penado  comprendido  en  este  artícu- 
lo será  indultado  á  los  setenta  años  si  hubiere 
ya  cumplido  la  condena  primitiva,  ó  cuando 
llegare  á  cumplirla  después  de  la  edad  sobre- 
dicha, á  no  ser  que  por  su  conducta  ó  por  otras 
circunstancias  no  fuere  digno  de  la  gracia, 

í.r>  TITULO    VI  ¡f 

Uo  la  extinción  de  la  reüpuaiiubilldad  penal  K 

Art.  132.  Las  responsabilidad  penal  se  ex- 
tingue: 

1.°  Por  la  muerte  del  reo  en  cuanto  á  las 
penas  personales  siempre,  y  respecto  á  las  pe- 
cuniarias, sólo  cuando  á  su  fallecimiento  no 
hubiere  recaído  sentencia  firme. 

2."     Por  el  cumplimiento  de  la  condena. 

3."  Por  amnistía,  la  cual  extingue  por  com- 
pleto la  pena  y  todos  sus  efectos. 

4.°     Por  indulto. 


•  El  Código  primitivo  nada  estableció  sobre  prescrip- 
ción de  la  acción  penal.  íiegún  la  ley  5.**,  tít.  Vil,  Parti- 
da 7.',  el  delito  de  falsedad  podía  acusarse  hasta  los  vein- 
te afíos.  El  de  adulterio,  sólo  dentro  de  cinco  ailos,  ó  de 
sesenta  dias  contados  desde  el  diva  icio,  si  ha  tenido  lugar; 
y  las  injurias  dentro  de  un  año  y  no  más  (Leyes  3.*,  y  4.*, 
tit.  XVII,  Part.  7.',  y  Ü2,  tit.  IX,  Part.  7.").  íieoún  la 
ley  3.»,  tit.  11,  lib.  X  del  Fuero  Juego  y  4.^,  tit.  XI,  lib.  II\ 
del  Fuero  Heal,  los  pleitos  criminales  no  demandados  ni 
determinados  en  treinta  afíos,  no  podían  serlo  después, 
por  impedirlo  este  tiempo.  Hoy  los  arts.  IS2  á  136  nos  di- 
cen cuando  prescribe  ó  se  extingue  la  responsabilidad  pe. 
nal,  cuándo  prescriben  los  delitos  y  las  faltas,  y  cuándo 
las  penas. 
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í  U  indultado  uo  podrá  habitar  por  el  tiempo 
i]iu>,  á  uo  haberlo  sido,  debería  durar  la  con- 
dena, en  el  lugar  en  que  viva  el  ofendido,  sin 
v\  consentimiento  de  éste;  quedando  en  otro 
líiso  sin  efecto  el  indulto  acordado. 

'>.°  Por  el  perdón  del  ofendido,  cuando  la 
|i(iia  se  haya  impuesto  por  delitos  que  uo  pue- 
dan dar  lugar  á  procedimiento  de  oficio. 

Ci.°     Por  la  prescripción  del  delito. 

7."    Por  la  prescripción  de  la  pena. 

Art.  133.  Los  delitos  prescriben  álos  vein- 
te años,  cuando  señalare  la  ley  al  delito  la 
pena  de  muerte  ó  de  cadena. perpetua. 

A  los  quince,  cuando  señalare  cualquiera 
otra  pena  aflictiva. 

A  los  diez,  cuando  señalare  penas  correccio- 
nales. 

Exceptúanse  los  delitos  de  calumnia  é  inju- 
ria, y  los  comprendidos  en  el  art.  582  de  este 
Código;  de  los  cuales  los  primeros  prescribi- 
rán al  año,  los  seg'undos  á  los  seis  meses  y  los 
últimos  á  los  tres  meses  '. 

Las  faltas  jjrescriben  a  los  dos  meses. 

Cuando  la  pena  señalada  sea  compuesta,  se 
estará  á  la  mayor  para  la  aplicación  de  las  re- 
glas comprendidas  en  los  párrafos  primero,  se- 
gundo y  tercero  de  este  articulo. 

El  término  de  la  prescripción  comenzará  á 
correr  desde  el  día  en  que  se  hubiere  cometido 
el  delito;  y  si  entonces  no  fuere  conocido,  des- 
de que  se  descubra  y  se  empiece  á  proceder 
judicialmente  para  su  averiguación  y  castigo. 

Esta  prescripción  se  interrumpirá  desde  que 
el  procedimiento  se  dirija  contra  el  culpable, 
volviendo  á  correr  de  nuevo  el  tiempo  de  la 
prescripción,  desde  que  aquél  termine  sin  ser 
condenado,  ó  se  paralice  el  procedimiento,  á 
no  ser  por  rebeldía  del  cul|iable  procesado. 

Art.  134.  Las  penas  impuestas  por  senten- 
cia firme  prescriben: 

Las  de  muerte  y  cadena  perpetua,  álos  vein- 
te años. 

Las  demás  penas  aflictivas,  A  los  quince  años. 

Las  penas  correccionales,  á  los  diez  años. 

Las  leves,  al  año. 

El  tiempo  de  esta  prescripción  comenzará  á 
correr  desde  el  día  en  que  se  notifique  perso- 
nalmente al  reo  la  sentencia  firme,  ó  desde  el 
quebrantamiento  de  la  condena  si  hubiera  ésta 
comenzado  á  cumplirse. 

Se  interrumpirá,  quedando  sin  efecto  el  tiem- 
po transcurrido  para  el  caso  en  que  el  reo  se 
presentare  ó  sea  habido,  cuando  se  ausentare 
á  país  extranjero,  con  el  cual  España  no  haya 
celebrado  tratados  de  extradición,  ó  teniéndo- 
los, no  estuviere  comprendido  en  ellos  el  deli- 
to, ó  cuando  cometiere  uno  nuevo  antes  de 
completar  el  tiempo  de  la  prescripción,  sin  per- 
juicio de  que  ésta  pueda  comenzar  á  correr  de 
nuevo. 

Art.  135.  La  responsabilidad  civil  nacida  de 
delitos  ó  faltas  se  extinguirá  del  mismo  modo 
que  las  demás  oblig-acioues,  con  sujeción  á  las 
reglas  de  derecho  civil. 


*    Este  párrafo  lo  inseríamos  conforme  á  la  redacción 
dada  al  mismo  por  D,  de  1.*  de  Enero  de  1871. 


LIBRO  SEGUNDO 
Delitos  y  sus   penas. 

TITULO  1 

Delitos  contraía  sicgiiridnti  exterior  del  ENtuilo 

CAPÍTULO  PBIMEKO.— DELrros  UE  traición. 

Art.  136.  El  español  que  indujere  á  una  po- 
tencia extranjera  á  declarar  guerra  á  España, 
ó  se  concertare  con  ella  para  el  mismo  fin,  será 
castigado  con  la  pena  de  cadena  perpetua  á 
muerte,  si  llegare  á  declararse  la  g'uerra,  y  en 
otro  caso  con  la  de  cadena  temporal  en  su  gra- 
do medio  á  la  de  cadena  perpetua. 

Art.  137.  Será  castigado  cou  la  pena  de  ca- 
dena perpetua  á  muerte: 

1."  El  español  que  facilitare  al  enemigo  la 
entrada  en  el  Reino,  la  toma  de  una  plaza, 
puesto  militar,  buque  del  Estado  ó  almacenes 
de  boca  ó  guerra  del  mismo. 

2."  El  español  que  sedujere  tropa  españo- 
la ó  que  se  hallare  al  servicio  de  España,  para: 
que  se  pase  á  las  filas  enemigas  ó  deserte  de 
sus  banderas,  estando  en  campaña. 

S."  El  español  que  reclutareeu  Españagen- 
te  para  hacer  la  g'uerra  á  la  patria,  bajo  las 
banderas  de  una  potencia  enemiga. 

Los  delitos  frustrados  de  los  hechos  compren- 
didos en  los  números  anteriores,  serán  casti- 
gados como  si  fueren  consumados,  y  las  tenti- 
vas  con  la  pena  inferior  en  un  grado. 
■  Art.  138.  Será  castigado  con  la  pena  de  ca- 
dena tenijioral  en  su  grado  máximo  á  muerte: 

1."  El  español  que  tomare  las  armas  contra 
la  patria,  bajo  banderas  enemig-as. 

2."  El  español  que  reclutare  en  España 
gente  para  el  servicio  de  una  potencia  enemi- 
ga, en  el  caso  de  que  no  fuese  para  que  aquélla 
tome  parte  directa  en  laguerra  contra  España. 

3."  El  español  que  suministrare  á  las  tro- 
pas de  una  potencia  enemiga  caudales,  armas, 
en'barcaciones,  efectos  ó  municiones  de  boca 
ó  guerra,  ü  otros  medios  directos  y  eficaces 
para  hostilizar  á  España  ó  favoreciere  el  pro- 
greso de  las  armas  enemigas  de  un  modo  no 
comprendido  en  el  artículo  anterior. 

4."  El  español  que  suministrare  al  enemigo 
planos  de  fortalezas  ó  de  terrenos,  documentos 
ó  noticias  que  conduzcan  directamente  al  mis- 
mo fin  de  hostilizar  á  España  ó  de  favorecer  el 
progreso  de  las  armas  enemig'as. 

5."  El  español  que  en  tiemiio  do  guerra  im- 
pidiere que  las  tropas  nacionales  reciban  los 
auxilios  expresados  en  el  uúm.  3."  ó  los  datos 
y  noticias  indicados  en  el  4." 

Art.  139.  La  conspiración  para  cualquiera 
de  los  delitos  expresados  en  los  tres  artículos 
anteriores,  se  castigará  con  la  pena  de  presi- 
dio mayor,  y  la  proposición  para  los  mismos 
delitos,  con  la  de  presidio  correccional. 

Art.  140.  El  extranjero  residente  en  terri- 
torio español  que  cometiere  alguno  de  los  de- 
litos comprendidos  en  los  artículos  anteriores, 
será  castigado  con  la  pena  inmediatamente 
inferior  á  1  a  señalada  en  éstos,  salvo  lo  esta- 
blecido por  tratados  ó  por  el  derecho  de  gen- 
tes acerca  de  los  funcionarios  diplomáticos. 

Art.  141.  Los  que  cometieren  los  delitos  ex- 
presados  cu  los  artículos   anteriores  contra 
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una  potencia  aliada  de  España,  eu  el  caso  de 
hallarse  eu  campaña  coutra  el  enemigo  co- 
mún, serán  castigados  con  las  penas  inferio- 
res en  un  grado  á  las  respectivamente  seña- 
ladas. 

Art.  142.  Incurrirán  en  la  pena  de  cadena 
perpetua  á  muerte  los  Ministros  de  la  Corona 
que,  con  infracción  del  art.  74  de  la  Constitu- 
ción *,  autorizaren  decreto: 

1."  Enajenando,  cediendo  ó  permutando 
cualquiera  parte  del  territorio  español. 

2.°  Admitiendo  tropas  extranjeras  en  el 
Reino. 

3."  Ratificando  tratados  de  alianza  ofensi- 
va, que  hayan  producido  la  guerra  de  España 
con  otra  potencia. 

Art.  143.  Serán  castigados  cou  la  pena  de 
cadena  temporal  en  su  grado  medio  á  cadena 
perpetua,  los  mencionados  en  el  articulo  ante- 
rior, que  con  infracción  del  art.  74  de  la  Cons- 
titución ',  autorizaren  de"creto: 

1.°  Ratificando  tratados  de  alianza  ofensi- 
va, que  no  hayan  producido  la  guerra  de  Es- 
paña con  otra  potencia. 

2."  Ratificando  tratados  en  que  se  estipu- 
lare dar  subsidios  á  una  potencia  extranjera. 

CAP.  II.— Delitos  que  comprometen  la   paz  ó   la 

INDEPENDENCIA    DEL    ESTADO. 

Art.  144.  El  ministro  eclesiástico  que  en  el 
ejercicio  de  su  cargo  publicare  ó  ejecutare  bu- 
las, breves  ó  despachos  de  la  Corte  pontificia 
ú  otras  disposiciones  ó  declaraciones  que  ata- 
caren la  paz  ó  la  independencia  del  Estado  ó 
se  opusieren  á  la  observancia  de  sus  leyes,  ó 
l)rovocaren  su  inobservancia,  incurrirá"  en  la 
pena  de  extrañamiento  temporal. 

El  lego  que  las  ejecutare,  incurrirá  en  la  de 
jirisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas  "•'. 

Art.  145.  El  que  introdujere,  publicare  ó 
ejecutare  en  el  Reino  cualquiera  orden,  dispo- 
sición ó  documento  de  un  Gobierno  extranje- 
ro que  ofenda  la  independencia  ó  seguridad 
del  Estado,  será  castigado  con  las  penas  de 
prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas,  á  no  ser 
que  de  este  delito  se  sigan  directamente  otros 
más  graves,  en  cuyo  caso  será  penado  como 
autor  de  ellos. 

Art.  146.  En  el  caso  de  cometerse  cualquie- 
ra de  los  delitos  comprendidos  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  por  un  funcionario  del  Es- 
tado, abusando  de  su  carácter  ó  funciones,  se 
le  impodrá,  además  de  las  penas  señaladas  en 
ellos,  la  de  inhabilitación  absoluta  perpetua. 

Art.  147.  El  que  con  actos  ileg'ales,  ó  que 
no  estén  autorizados  competentemente,  provo- 
care ó  diere  motivo  á  vina  declaración  de  gue- 
rra contra  España  por  parte  de  otra  potencia, 
ó  expusiere  á  los  españoles  á  experimentar 


*  Con  el  art.  74  que  se  cita  de  la  Constitución  de  18S9 
concuerda  el  55  de  la  de  187S. 

-  Nuestras  leyes  exigen  que  se  presenten  al  Gobierno  y 
obtentan  el  pase  ó  exequátur  del  mismo,  antes  de  su  pu- 
blicación y  rtsOf  todas  las  bulas,  breves,  rescriptos  y  d'  $• 
pachos  de  la  curia  romana,  en  cuanto  no  se  opongan  d 
las  ref/alias,  concordatos,  costumbres,  leyes  y  derechos 
de  la  Nacióji,  ó  no  íntroduzCít7i  en  ella  novedades  perju- 
diciales, etc. — V.  Exequátur. 


vejaciones  ó  represalias  en  sus  personas  ó  en 
sus  bienes,  será  castigado  con  la  pena  de  re- 
clusión temporal  si  fuere  funcionario  del  Esta- 
do, y  no  siéndolo,  con  la  de  prisión  mayor. 

Si  la  guerra  no  llegare  á  declararse,  ni  á  te- 
ner efecto  las  vejaciones  ó  represalias,  se  im- 
pondrán las  penas  respectivas  en  el  grado  in- 
mediatamente inferior. 

Art.  148.  Se  impondrá  la  pena  de  reclusión 
temporal  al  que  violare  tregnia  ó  armisticio 
acordado  entre  la  Nación  española  y  otra  ene- 
miga, ó  entre  sus  fuerzas  beligerantes  de  n^ar 
ó  tierra. 

Art.  149.  E!  funcionario  público  que  abu- 
sando de  su  cargo  comprometiere  la  dignidad 
ó  los  intereses  de  la  Nación  española  de  un 
modo  que  no  esté  comprendido  en  este  capi- 
tulo, será  castigado  con  las  penas  de  prisión 
mayor  é  inhabilitación  perpetua  para  el  cargo 
que  ejerciere. 

Art.  150.  El  que  sin  autorización  bastante 
levantare  tropas  en  el  Reino  para  el  servicio 
de  una  potencia  extranjera,  cualquiera  que 
sea  el  objeto  que  se  proponga,  ó  la  nación  á 
quien  intente  hostilizar,  será  castigado  con  las 
penas  de  prisión  mayor  y  multa  de  5.000  á 
50.000  pesetas. 

El  que  sin  autorización  bastante  destinare 
buques  al  corso,  será  castigado  con. las  penas 
de  reclusión  temporal  y  multa  de  2.500  á  25.000 
pesetas. 

Art.  151.  El  que  eu  tiempo  de  guerra  tuvie- 
re correspondencia  con  país  enemig'o  ú  ocupa- 
do por  sus  tropas,  será  castigado: 

1."  Con  la  pena  de  prisión  mayor,  si  la  co- 
rrespondencia se  siguiere  en  cifras  ó  sig'aos 
convencionales. 

2."  Con  la  de  prisión  correccional,  si  se  si- 
guiere en  la  forma  común  y  el  Gobierno  la  hu- 
biere prohibido. 

3."  Con  la  de  reclusión  temporal,  si  en  ella 
se  dieren  avisos  ó  noticias  de  que  pueda  apro- 
vecharse el  enemig'o,  cualquiera  que  sea  la 
forma  de  la  correspondencia,  y  aunque  no  hu- 
biere precedido  prohibición  del  Gobierno. 

En  las  mismas  penas  incurrirá  el  que  ejecu- 
tare los  delitos  comprendidos  en  este  articulo, 
aunque  dirija  la  correspondencia  por  país  ami 
go  ó  neutral  para  eludir  la  ley. 

Si  el  culpable  se  propusiere  servir  al  enemi- 
go con  sus  avisos  ó  noticias,  se  observará  lo  ■■; 
dispuesto  en  los  arts.  137  y  138. 

Art.  152.  El  español  culpable  de  tentativa 
para  pasar  á  pais  enemigo,  cuando  lo  hubiei'e 
prohibido  el  Gobierno,  será  castigado  con  las 
penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  150  á  1.500 
pesetas. 

CAP.  III.— Delitos  contra  el  derecho  gentes.     • 

Art.  153.  El  que  matare  á  un  Monarca  ó 
jefe  de  otro  Estado,  residentes  eu  España,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  temporal 
en  su  grado  máximo  á  muerte. 

El  Ciue  produjere  lesiones  g'raves  á  las  mis- 
mas personas,  será  castigado  con  la  pena  dei,. 
reclusión  temporal,  y  con  la  de  prisión  mayo)^: 
si  las  lesiones  fueren  leves. 

En  la  última  de  dichas  penas  incurrirán  lo3 
que  cometieren   contra  las  mismas  personas 


i 
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cualquiera  otro  atentado  de  hecho  uo  com- 
prendido en  los  párrafos  anteriores. 

Avt.  154.  El  qtie  violare  la  inmunidad  per- 
sonal ó  el  domicilio  de  un  Monarca  ó  del  jefe 
de  otro  Estado,  recibidos  en  España  con  ca- 
rácter oficial,  ó  el  de  un  representante  de  otra 
potencia,  serA  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional. 

Cuando  los  delitos  comprendidos  en  este  ar- 
ticulo y  en  el  anterior  no  tuvieran  señalada 
.una  penalidad  reciproca  en  las  leyes  del  país 
i,  que  correspondan  las  personas  ofendidas,  se 
impondrá  al  delincuente  la  pena  que  seria  pro- 
pia del  delito,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  este  Código,  si  la  ¡lersona  ofendida  no  tu- 
viere el  carácter  oficial  mencionado  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

CAP.    IV. — DFLITOS  de  riRATERIA, 

Art.  155.  El  delito  de  piratería  cometido 
contra  españoles  ó  subditos  de  otra  nación  que 
no  se  halle  en  g'uerra  con  España,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  cadena  temporal  á  cade- 
na perpetua. 

Cuando  el  delito  se  cometiere  contra  subdi- 
tos no  beligerantes  de  otra  nación  que  se  halle 
en  guerra  con  España,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  mayor. 

Art.  156.  Incurrirán  en  la  pena  de  cadena 
perpetua  á  muerte  los  que  cometan  los  delitos 
de  que  se  trata  en  el  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo anterior,  y  en  la  pena  de  cadena  tempo- 
ral á  cadena  per|)etua  los  que  cometan  los  de- 
litos de -fine  habla  el  párrafo  segundo  del  mis- 
mo articulo: 

1."  Siempre  que  hubieren  apresado  alguna 
embarcación  al  bordaje  ó  haciéndola  fuego. 

2."  Siempre  que  el  delito  fuere  acompaña- 
do de  asesinato  ú  homicidio  ó  de  alguna  de  las 
lesiones  desig-nadas  en  los  arts.  429  y  430  y  en 
los  números  1."  y  2."  del  431. 

3."  Siempre  que  fuere  acompañado  de  cual- 
quiera de  los  atentados  contra  la  honestidad 
señalados  en  el  cap.  II,  tit.  IX  de  este  libro. 

4."  Siempre  que  los  piratas  hayan  dejado 
algunas  personas  sin  medio  de  salvarse. 

5.°    En  todo  caso  el  capitán  ó  patrón  piratas. 

TITl  liO  H 

nelIfoN  rontrn  lit  ConHtldielón. 

CAPITULO  PRIMERO.— Delitos  de  lesa  majestad, 

CONTRA  LAS  CORTES,  EL  CONSEJO  DE  MINISTROS,  Y  CON- 
TRA LA  FORMA  DE  GOBIERNO. 

SECCIÓN  PRIMERA.— Delitos  de  lesa  majestad. 

Art.  157.  AI  que  matare  al  Rey  se  le  impon- 
drá la  pena  de  rclusión   perpetua  á  mueile. 

Art.  158.  El  delito  frustrado  y  la  tentativa 
de  delito,  de  que  trata  el  articulo  anterior,  se 
castig'ará  con  la  pena  de  reclusión  temporal  en 
su  grado  máximo  á  muerte. 

La  conspiración,  con  la  de  reclusión  tem- 
poral. 

Y  la  proposición,  con  la  de  prisión  mayor. 

Art.  159.  Se  castigará  con  la  pena  de  reclu- 
sión temporal  á  reclusión  perpetua: 

1.°  Al  que  privare  al  Rey  de  su  libertad 
personal. 

2."     Al  que  con  violencia  ó  intimidacióugra- 


ves  le  obligare  á  ejecutar  un  acto  contra  su 
voluntad. 

8."  Al  qtie  le  causare  lesiones  g'raves,  no 
estando  comprendidas  en  el  párrafo  primero 
del  art.  158. 

Art.  160.  En  los  casos  de  los  números  2."  y 
3."  del  articulo  anterior,  si  la  violencia,  la  in- 
timidación ó  las  lesiones  no  fueren  graves,  se 
impondrá  al  culpable  la  pena  de  reclusión 
temporal. 

Art.  161.  Se  impondrá  también  la  pena  de 
reclusión  temporal: 

1."  Al  que  injuriare  ó  amenazare  al  Rey 
en  su  presencia. 

2."  Al  que  invadiere  violentamente  la  mo- 
rada del  Rey. 

Art.  162.  Incurrirá  en  las  penas  de  prisión 
mayor  y  multa  de  500  á  5.000  pesetas  el  que 
injuriare  ó  amenazare  al  Rey  ¡lor  escrito  y  con 
publicidad  fuera  de  su  presencia. 

Las  injurias  y  amenazas  inferidas  en  cual- 
quiera otra  forma,  serán  castig'adas  con  la 
pena  de  prisión  correccional  en  su  grado  me- 
dio á  prisión  mayor  en  su  grado  mínimo,  si 
fueren  graves,  y  con  la  de  arresto  mayor  en 
su  g'rado  medio  á  prisión  correccional  en  su 
grado  minimo,  si  fueren  leves  '. 

Art.  163.  El  que  matare  al  inmediato  suce- 
sor á  la  Corona,  ó  al  Regente  del  Reino,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  temporal 
en  su  grado  máximo  á  muerte. 

El  delito  frustrado  y  la  tentativa  se  casti- 
garán con  la  pena  de  reclusión  temporal  á 
muerte. 

La  conspiración,  con  la  de  prisión  mayor  en 
sus  grados  medio  y  máximo. 

Y  la  proposición,  con  la  de  prisión  correc- 
cional en  su  g'iado  máximo  á  prisión  mayor 
en  su  g'rado  mínimo. 

Art.  164.  Los  delitos  de  que  se  trata  en  los 
artículos  precedentes  de  esta  sección,  con  ex- 
cepción de  los  comprendidos  en  el  anterior  ar- 
tículo, cometidos  contra  el  inmediato  sucesor 
á  la  Corona,  el  consorte  del  Rey  ó  el  Regente 
del  Reino,  serán  castigados  con  las  penas  in- 
feriores cu  un  grado  á  las  señaladas  en   ella. 

SEC.  2.*  — Delitos  contra  las  Cortes  y  sus  individuos, 
y  contra  el  Consejo  de  Ministros. 

Art.  165.  Serán  castig'ados  con  la  pena  de 
relegación  temporal  en  su  grado  máximo  á  re- 
legación perpetua  los  individuos  de  la  familia 
del  Rey,  los  Ministros,  las  autoridades  y  de- 
más funcionarios,  así  civiles  como  militares, 
que  cuando  vacare  l¡i  Corona  o  el  Rey  se  im- 
posibilitare de  cualquier  modo  para  el  g-obier- 
no  del  Estado,  impidieren  á  las  Cortes  reunir- 
se, ó  coartaren  su  derecho  para  nombrar  tutor 
al  Rey  menor,  ó  para  elegir  la  Regencia  del 
Reino,  ó  no  obedecieren  á  la  Regencia,  des- 
pués de  haber  ésta  prestado  ante  las  Cortes 
juramento  de  guardar  la  Constitución  y  las 
leyes. 

Art.  166.  Incurrirán  en  la  pena  de  relega- 
ción temi)oral  los  Ministros: 

1."     Cuando  el  Rey  uo  cumpliere  con  el  pre- 


'     Téngase  muy  en  cuenta  para  calificar  laa  injuriat  I» 
ditpuesto  en  loi  art».  47 1  y  472. 
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cepto  constitucional  de  reunir  las  Cortes  todos 
los  años,  convocándolas  á  más  tardar  para  el 
dia  1."  de  Febrero. 

2.°  Cuando  el  Rey  no  cumpliere  con  el  pre- 
cepto constitucional  de  tenerlas  reunidas  á  lo 
menos  cuatro  meses  cada  año,  sin  incluir  en 
este  tiempo  el  qtie  invirtieren  en  su  constitu- 
ción. 

3."  Cuando  estuviere  reunido  uno  de  los 
Cuerpos  colegisladores  sin  estarlo  el  otro,  ex- 
cepto el  caso  en  que  el  Senado  se  constituya 
en  Tribunal. 

4.°  Cuando  firmaren  Real  decreto  de  diso- 
lución de  uno  ó  de  ambos  Cuerpos  colegisla- 
dores que  no  teng-a  la  convocatoria  de  las  Cor- 
tes para  dentro  de  tres  meses. 

5."  Cuando  firmaren  decreto  suspendiendo 
las  Cortes,  sin  consentimiento  de  éstas,  más 
de  una  vez,  en  una  legislatura. 

Art.  167.  Los  que  invadieren  violentamen- 
te ó  con  intimidación  el  palacio  de  cualquiera 
de  los  Cuei>pos  coleg-isladores,  serán  castig-a- 
dos  con  la  pena  de  relegación  temporal,  si  es- 
tuvieren las  Cortes  reunidas. 

Art.  168.  Incurrirán  en  la  pena  de  confina- 
miento los  C|ue  promovieren,  dirigieren  ó  pre- 
sidieren manifestaciones  ii  otra  clase  de  re- 
uniones al  aire  libre  en  los  alrededores  del  pa- 
lacio de  cualquiera  de  los  Cuerpos  colegisla- 
dores, cuando  estén  abiertas  las  Cortes. 

Serán  considerados  como  promovedores  y 
directores  de. dichas  reuniones  ó  manifestacio- 
nes, los  que  por  los  discursos  que  en  ellas  pro- 
nunciaren, impresos  que  publicaren  ó  en  ellas 
repartieren,  por  los  lemas,  banderas  vi  otros 
signos  que  ostentaren,  ó  por  cualesquiera 
otros  hechos,  deban  ser  considerados  como 
inspiradores  de  los  actos  de  aquéllas. 

Art.  169.  Los  que  sin  estar  comprendidos 
en  el  articulo  anterior  tomaren  parte  en  las 
reimioues  al  aire  libre  de  que  en  el  mismo  se 
trata,  serán  castigados  con  la  pena  de  des- 
tierro. 

Art.  170.  Los  que,  perteneciendo  auna  fuer- 
za armada,  intentaren  penetrar  en  el  palacio 
de  cualquiera  de  los  Cuerpos  colegisladores 
para  presentar  en  persona  y  cole^^tivaniente 
peticiones  á  las  Cortes,  incurrirán  en  la  pena 
de  releg'ación  temporal. 

Art.  171.  Los  que  sin  pertenecer  á  una  fuer- 
za armada,  intentaren  penetrar  en  el  palacio 
de  cualquiera  de  los  Cuerpos  colegisladores 
para  presentar  en  persona  y  colectivamente 
peticiones  á  las  Cortes,  incurrirán  en  la  pena 
de  confinamiento. 

El  que  sólo  intentare  penetrar  en  ellos  para 
presentar  en  persona  individualmente  una  ó 
más  peticiones  incurrirá  en  la  de  destierro. 

Art.  172.  Incurrirán  también  en  la  pena  de 
confinamiento  los  que,  perteneciendo  á  una 
fuerza  armada,  presentaren  ó  intentaren  pre- 
sentar colectivamente,  aunque  no  fuei-e  en  per- 
sona, peticiones  á  cualquiera  de  los  Cuerpos 
colegisladorep. 

En  igual  pena  incurrirán  los  que,  formando 
parte  de  una  fuerza  armada,  las  presentaren 
ó  intentaren  presentar  individualmente,  no 
siendo  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  instituto, 
en  cuanto  tengan  relación  con  éste. 


Las  penas  señaladas  en  este  articulo  y  en  el 
170  se  impondrán  respectivamente  en  su  gra- 
do máximo  á  los  que  ejercieren  mando  en  la 
fuerza  armada. 

Art.  173.  El  que  injuriare  gravemente  á  al- 
guno de  los  Cuerpos  colegisladores  hallándose 
en  sesión  ó  á  alguna  de  sus  Comisiones  en  los 
actos  públicos  en  que  los  representan,  será 
castigado  con  la  pena  de  releg'ación  temporal. 
Cuando  la  injuria  fuere  menos  grave,  la  pe- 
na será  la  de  confinamiento. 

Art.  174.  Incurrirán  también  en  la  pena  de 
confinamiento : 

1."  Los  que  perturbaren  g-ravemente  el  or- 
den de  las  sesiones  en  los  Cuerpos  colegisla- 
dores. 

2.°  Los  que  injuriaren  ó  amenazaren  en 
los  mismos  actos  á  algiin  diputado  ó  senador. 
3."  Los  que  fuera  de  las  sesiones  injuria- 
ren ó  amenazaren  á  un  sonador  ó  diputado 
por  las  opiniones  manifestadas  ó  por  los  votos 
emitidos  en  el  Senado  ó  en  el  Cong-reso. 

4."  Los  que  emplearen  fuerza,  intimidación 
ó  amenaza  grave  para  impedir  á  un  diputado 
ó  senador  asistir  al  Cuerpo  colegislador  á  que 
pertenezca,  ó  por  los  mismos  medios  coarta- 
ren la  libre  manifestación  de  sus  opiniones  ó 
la  emisión  de  su  voto. 

En  los  casos  previstas  en  los  núms.  2.",  3." 
y  4."  de  este  articulo,  la  provocación  al  duelo 
se  reputará  amenaza  grave. 

Art.  175.  Cuando  la  perturbación  del  orden 
de  las  sesiones,  la  injuria, laamenaza,  la  fuer- 
za ó  la  intimidación  de  que  habla  el  articulo 
precedente  no  fueren  graves,  el  delincuente 
sufrirá  la  pena  de  destierro  y  multa  de  125  á 
1.250  ptas. 

Art.  176.  Las  penas  señaladas  en  los  artí- 
culos 168  y  siguientes  hasta  el  175  inclusive, 
se  impondrán  en  su  grado  máximo  cuando  los 
reos  fueren  reincidentes. 

Art.  177.  El  funcionario  público  que  cuan- 
do estén  abiertas  las  Cortes  detuviere  ó  pro- 
cesare á  un  diputado  ó  senador,  á  no  ser  ha-  . 
liado  infraganti,  sin  permiso  del  respectivo 
Cuerpo  colegislador,  incurrirá  en  la  pena  de 
inhabilitación  temporal  especial. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  juez  que, 
ciiando  hubiere  dictado  sentencia  contra  un 
senador  ó  diputado,  en  proceso  seguido  sin  el 
permiso  á  que  se  refiere  el  párraRi  anterior, 
llevare  á  efecto  dicha  sentencia  sin  que  el 
Cuerpo  colegislador  á  que  pertenezca  el  pro- 
cesado hubiere  autorizado  su  ejecución. 

También  serán  castig'ados  con  la  misma  pe- 
na de  inhabilitación  temporal  especial  los  fun- 
cionarios administrativos  ó  judiciales  que  de- 
tuvieren aun  senador  ó  diputado  hallados  in- 
fraganti sin  dar  cuenta  á  las  Cortes  inmedia- 
tamente cuando  estuvieren  abiertas,  ó  dej.aren 
también  de  dar  cuenta  á  las  Cortes,  tan  luego 
como  se  reunieren,  del  arresto  de  cualquiera 
de  sus  individuos  que  hubieren  ordenado,  ó 
del  proceso  que  contra  cualquiera  de  aquéllos 
hubiere  incoado  durante  la  suspensión  de  las 
sesiones  '. 


*    Se  exige  la  previa  resolución  y  permiso  del  Senado 
ó  dñl  Congreso  para  Drocesar  ó  arrestar  respectivamente     í 
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Art.   178.     Incurrirán  en  la  pena  de  releg'a- 

ción  temporal: 

1.°  Los  que  invadieren  violentamente  ó 
con  intimirlaeión  el  local  donde  esté  constitui- 
do y  deliberando  el  Consejo  de  Ministros. 

2.°  Los  que  coartaren  ó  por  cualquier  me- 
dio pusieren  obstáculos  A  la  libertad  de  los  Mi- 
nistros reunidos  en  Consejo. 

Art.  179.  Incurrirán  en  la  pena  de  confina- 
miento: 

1."  Los  que  calumniaren,  injuriaren  ó  ame- 
nazaren o-ravemente  á  los  Ministros  constitui- 
dos en  Consejo. 

2.°  Los  que  emplearen  fuerza  ó  intimida- 
ción graves  para  impedir  á  un  Ministro  con- 
currir al  Consejo. 

Art.  180.  Cuando  la  calumnia,  la  injuria, 
la  amenaza,  la  fuerza  ó  la  intimidación,  de 
qne  se  habla  en  los  artículos  precedentes,  no 
fueren  g-raves,  se  impondrá  al  culpable  la  pena 
en  el  obrado  mínimo. 

La  provocación  al  duelo  se  reputará  siem- 
pre amenaza  grave. 

SEC.  3.* — Delitos  contra  la  forma  de  Gobierno. 

Al  t.  181.  Son  reos  de  delito  contra  la  forma 
de  Gobierno  establecida  por  la  Constitución, 
los  que  ejecutaren'cnalqniera  clase  de  actos  ó 
hechos  encaminados  directamente  á  conseguir 
por  la  fuerza  ó  fuera  de  las  vias  leg'ales  uno 
de  los  objetos  signiientes: 

1.°  Reemplazar  el  Gobierno  monárquico 
constitucional  por  un  Gobierno  monárquico 
absoluto  ó  republicano. 

2.°  Despojar  en  todo  ó  en  parte  á  cualquie- 
ra de  los  Cuerpos  colegisladores,  al  Rey,  al 
Regiente  ó  á  la  Reg'eneia  de  las  prerrogativas 
y  facultades  que  les  atribuye  la  Constitución. 

3."  Variar  el  orden  leg-itimo  de  sucesión  á 
la  Corona,  ó  privar  á  la  dinastía  de  los  dere- 
chos que  la  Constitución  le  otorga. 
^  4."  Privar  al  padre  del  Rey,  ó  en  su  defec- 
to á  la  madre,  y  en  defecto  de  ambos  al  Con- 
sejo de  Ministros,  de  la  facultad  de  gober- 
nar provisionalmente  al  Reino  hasta  que  las 
Cortes  nombren  la  Reg'eneia,  cuando  el  Rey  se 
imposibilitare  para  ejercer  su  autoridad  ó  va- 
care la  Corona,  siendo  de  menor  edad  el  inme- 
diato sucesor. 

Art.  182.  Delinquen  también  contra  la  for- 
ma de  Gobierno: 

1."  Los  que  en  las  manifestaciones  políti- 
cas, en  toda  clase  de  reuniones  públicas  ó  en 
sitios  de  numerosa  concurrencia  dieren  vivas 
ú  oti'os  gritos  que  provocaren  aclamaciones 
directamente  encaminadas  á  la  realización  de 
cualquiera  de  los  objetos  determinados  en  el 
articulo  anterior. 

2."  Los  que  en  dichas  reuniones  y  sitios 
pronunciaren  discursos  ó  leyeren  ó  repartie- 
ren impresos  ó  llevaren  lemas  y  banderas  que 
provocaren   directamente  á  la  realización  de 


úun  senador  ó  dipufafto^  d  no  ser  hallarlos  infr.iganti, 
é  cuando  estén  cerradas  las  Cortes,  jiero  en  estos  casos 
debe  darse  cuenta  lo  más  pronto  posible  ni  respectivo 
Cuerpo  para  su  conocimiento  y  resolución.  (Art.  41  de  la 
Constitución.)  Ver  Autorización  paka  procksak  k 

SENADORKS  V  DIPUTADOS  A  COUTES. 


los  objetos  meuciouados  eu  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  183.  Delinquen  además  contra  la  for- 
ma de  Gol)ierno  los  funcionarios  públicos  qiie 
dieren  cumplimiento  á  mandato  ú  orden  que 
el  Rey  dictare  en  ejercicio  de  su  autoridad, 
sin  estar  firmado  per  el  Ministro  á  quien  co- 
rresponda. 

Art.  184.  Los  que  se  alzaren  públicamente 
en  armas  y  en  abierta  hostilidad  para  perpe- 
trar cualquiera  de  los  delitos  previstos  en  el 
art.  181,  serán  castigados  con  las  penas  si- 
guientes: 

1.°  Los  que  hubieren  promovido  el  alza- 
miento ó  lo  sostuvieren  ó  lo  dirigiereu  ó  apa- 
recieren como  sus  principales  autores,  con  la 
pena  de  reclusión  temporal  en  su  grado  máxi- 
mo á  muerte. 

2."  Los  que  ejercieren  un  mando  subalterno, 
con  la  de  reclusión  temporal  á  muerte,  si  fue- 
ren personas  constituidas  en  autoridad  civil  ó 
eclesiástica,  ó  si  hubiere  habido  combate  entre 
la  fuerza  de  su  mando  y  la  fuerza  pública  fiel 
al  Gobierno,  ó  aquélla  hubiere  causado  estra- 
gos en  las  propiedades  de  los  particulares,  de 
los  pueblos  ó  del  Estado,  cortado  las  líneas  te- 
legráficas ó  las  vias  férreas,  ejercido  violen- 
cias graves  contra  las  personas,  exigido  con- 
tribuciones ó  distraído  los  caudales  públicos  de 
su  leg-ítima  inversión. 

Fuera  de  estos  casos,  -se  impondrá  al  culpa- 
ble la  pena  de  reclusión  temporal. 

3."  Los  meros  ejecutores  del  alzamiento, 
con  la  pena  de  prisión  mayor  en  su  grado  me- 
dio á  reclusión  temporal  en  su  grado  míuimo, 
en  los  casos  lu'evistos  en  el  líárrafo  primero 
del  número  anterior,  y  con  la  de  prisión  mayor 
eu  to<la  su  extensión,  eu  los  comprendidos  en 
el  párrafo  seg'undo  del  propio  número. 

Art.  185.  Los  que  sin  alzarse  en  armas  y  en 
abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno,  come- 
tieren alguno  de  los  delitos  provistos  eu  el 
mencionado  art.  181,  serán  castigados  con  la 
pena  de  prisión  mayor. 

Art.  186.  El  que  cometiere  cualquiera  de 
los  delitos  comprendidos  en  el  art.  182,  será 
castigado  con  la  pena  de  destierro. 

Art.  187.  El  funcionario  público  responsa- 
ble del  delito  previsto  en  el  art.  183,  sufrirá  la 
pena  de  inhabilitación  temporal  especial. 

SEC.  4.* — Disposición  común  A  las  tres  secciones 
anteriores. 

Art.  188.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  que 
comprende  este  ca]iítnlo  se  entiende  sin  per- 
juicio de  lo  ordenado  en  otros  de  este  Código 
que  señalen  mayor  pena  á  cualquiera  de  los 
hechos  en  aquéllos  castigados. 

CAP.    II.— De  los  DELITOS    COMETIDOS    CON 

OCASIÓN  DEL  E.IERCICIO  DE  LOS  DERECHOS  INDIVIDU.VLES 

GARANTIZADOS   POR  LA  CONSTITUCIÓN. 

SECCIÓN  1."— Delitos  cometidos  por  los  particula- 
res con  ocasión  del  ejercicio  de  los  derechos  indi- 
viduales garantizados  por  la  Constitución. 

Art.  189.  No  son  reuniones  ó  manifestacio- 
nes pacificas: 

1."  Las  que  se  celebraren  con  infracción 
de  las  disiiosiciones  de  policía  establecidas  con 
carácter  general  ó  permanente  en  el  lugar  en 
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que  la  reunión  ó  manifestación  teng'a  efecto. 
2."     Las  reuniones  al  aire  libre  ó  manifesta- 
ciones políticas  que  se  celebraren  de  noche. 

'¿.°  Las  reuniones  ó  manifestaciones  &  que 
concurriere  xin  número  considerable  de  ciuda- 
danos con  armas  de  fuego,  lanzas,  sables,  es- 
padas ú  otras  armas  de  combate. 

4."  Las  reuniones  ó  manifestaciones  que  se 
celebraren  con  el  fin  de  cometer  alguno  de  los 
delitos  penados  en  este  Código,  ó  las  en  que 
estando  celebrándose,  se  cometiere  alguno  de 
los  delitos  penados  en  el  tit.  III,  lib.  II  del 
mismo. 

Art.  190.  Los  promovedores  y  directores 
de  cualquiera  reunión  ó  manifestación  que  se 
celebrare  sin  haber  puesto  por  escrito  en  co- 
nocimiento de  la  autoridad,  con  veinticuatro 
horas  de  anticipación,  el  objeto,  tiempo  y  lu- 
gar de  la  celebración,  incurrirán  en  la  pena 
de  arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250  pe- 
setas. 

Art.  191.  Los  promovedores  y  directores  de 
cualquiera  reunión  ó  manifestación  compren- 
dida en  alguno  de  los  casos  del  art.  189,  incu- 
rrirán en  la  pena  de  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y  medio,  y  multa  de  125  á 
1.250  pesetas. 

Art.  192.  En  los  casos  de  los  artículos  pre- 
cedentes si  la  reunión  ó  manifestación  no  hu- 
biere llegado  á  celebrarse,  la  pena  personal 
será  la  inmediatamente  inferior  en  grado. 

Art.  193.  Para  la  observancia  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  se  reputarán 
como  directores  de  la  reunión  ó  manifestación 
los  que,  por  los  discursos  que  en  ellas  pronun- 
ciaren, por  los  impresos  que  hubieren  publi- 
cado ó  hubieren  en  ellas  repartido,  por  los  le- 
mas, banderas  ú  otros  signos  que  en  ellas 
hubieren  ostentado,  ó  por  cualesquiera  otros 
hechos  aparecieren  como  inspiradores  de  los 
actos  de  aquéllas. 

Art.  194.  Los  meros  asistentes  A  las  re- 
uniones ó  manifestaciones  comprendidas  en 
los  núms.  1.°,  2.°  y  primer  caso  del  4."  '  del  ar- 
tículo 189,  serán  castigados  cou  la  pena  de 
arresto  mayor. 

Art.  195.  Incurrirán  respectivamente  en  las 
penas  inmediatamente  superiores  en  grado, 
los  promovedores,  directores  y  asistentes  á 
cualquiera  reunión  ó  manifestación,  si  no  la 
disolvieren  á  la  segunda  intimación  que  al 
efecto  hicieren  las  autoridades  ó  sus  agentes. 
Art.  196.  Los  que  concurrieren  á  reuniones 
ó  manifestaciones  llevando  armas  de  fuego, 
lanzas,  espadas,  sables  ü  otras  armas  blancas 
de  combate,  serán  castigados  con  la  pena  de 
prisióu  correccional  eu  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Art.  197.  Los  asistentes  á  reuniones  ó  ma- 
nifestaciones, que  durante  su  celebración  co- 
metieren alguno  de  los  delitos  penados  eu  este 
Código,  incurrirán  en  la  pena  correspondiente 
al  delito  que  cometieren,  y  podrán  ser  apre- 
hendidos en  el  acto  por  la  autoridad  ó  sus 
agentes,  ó  en  su  defecto  por  cualquiera  de  los 
demás  asistentes. 


1  Las  palabras  «y  primer  caso  del  4."» 
agregadas  al  presente  articulo  por  el  D.  de  /.' 
de  1S71. 


han  sido 
de  Enero 


Art.  198  '.     Se  reputan  asociaciones  ilícitas: 
1.°    Las  que  por  su  objeto  ó  circunstancias 
sean  contrarias  á  la  moral  pública. 

2.°  Las  que  teng'au  por  objeto  cometer  al 
guno  de  los  delitos  penados  en  este  Código 

Art.  199  *.  Incurrirán  en  la  pena  de  prisióu 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  y, 
multa  de  125  á  1.250  pesetas: 

1.°  Los  fundadores,  directores  y  presiden- 
tes de  asociaciones  que  se  establecieran  y  es-, 
tuvieran  comprendidas  en  alguno  de  los  nú- 
meros del  artículo  anterior. 

Si  la  asociación  no  hubiere  llegado  á  esta-- 
blecerse,  la  pena  personal  será  la  inmediata-, 
mente  inferior  en  g'rado. 

2."  Los  fundadores,  directores  y  presiden- 
tes de  asociaciones  que  se  establecieren  sin 
haber  puesto  en  conocimiento  de  la  autoridad 
local  su  objeto  y  estatutos  con  ocho  días  de 
anticipación  á  su  primera  reunión,  ó  veinti- 
cuatro horas  antes  de  la  sesión  respectiva,  el 
lugar  en  que  hayan  de  celebrarse  éstas,  auu¡ 
en  el  caso  en  que  lleg'are  á  cambiarse  por  otri 
el  primeramente  eleg'ido. 

3.°     Los  directores  ó  pi-esidentes  de  asocia 
ciones  que  no  permitieran  á  la  autoridad  ó  á 
sus  ag'entes  la  entrada  ó  la  asistencia  á  las  se- 
siones. 

4."  Los  directores  ó  presidentes  de  asocia- 
ciones que  no  levanten  la  sesión  á  la  segunda 
intimación  que  con  este  objeto  hagan  la  auto- 
ridad ó  sus  agentes. 

Art.  200.  Incurrirán  en  la  pena  de  arresto 
mayor: 

1."  Los  meros  individuos  de  asociaciones 
comprendidas  en  el  art.  198. 

Cuando  la  asociación  no  hubiere  llegado  á. 
establecerse,  las  penas  serán  reprensión  públi- 
ca y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

2.°  Los  meros  asociados  que  cometieren  el 
delito  comprendido  en  el  núni.  3."  del  artículo 
anterior. 

3."  Los  meros  asociados  que  uo  se  retirtíílt 
de  la  sesión  á  la  segunda  intimación  que  la 
autoridad  ó  sus  ag-entes  hag'an  para  que  las 
sesiones  se  suspendan. 

Art.  20!.  Incurrirán  en  las  penas  inmedia- 
tamente superiores  en  grado  á  las  respectiva- 
mente señaladas  en  los  dos  artículos  anterio- 
res, los  fundadores,  directores,  presidentes  é 
individuos  de  asociaciones  que  vuelvan  á  cele- 
brar sesión,  después  de  haber  sido  suspendida 
por  la  autoridad  ó  sus  agentes,  mientras  que 
la  judicial  no  haya  dejado  sin  efecto  la  sus- 
pensión ordenada. 

Art.  202.  Incurrirán  en  la  pena  de  prisióu 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas  los  que  fundaren 
establecimientos  de  enseñanza  que  por  su  ob- 
jeto ó  circunstancias  seau  contrarios  ala  moral 
pública. 

Art.  203.  Incurrirán  eu  la  pena  de  arresto 
mayor:  _    ..- 

1.°  Los  autores,  directores,  editores  ó  im-^. 
presores,  en  sus  respectivos  casos,  de  publica- 
ciones clandestinas. 


'    V.  Asociación  y  heunióh. 
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Se  entienden  por  tales  las  que  no  lleven  pie 
de  imprenta  ó  le  lleven  supuesto. 

2."  Los  directores,  editores  ó  impresores, 
también  en  sus  respectivos  casos,  de  publica- 
ciones periódicas,  que  no  hayan  puesto  en  co- 
nocimiento de  líi  autoridad  local  el  nombre 
del  director,  antes  de  salir  aquélla  A  luz. 

Kn  la  misma  pena  incurrirán  los  menciona- 
dos en  este  articulo  cuando  no  pusieren  en  co- 
nocimiento de  la  autoridad  local,  antes  de  sa- 
lir A  luz  la  publicación  periódica,  el  nombre 
del  editor  si  aquélla  lo  tuviere. 

SECCIÓN  2."- De  los  delitos  cometidos  por  los  fun- 
cionarios públicos  contra  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos individuales  sancionados  por  la  Constitu- 
ción '. 

Art.  204.  El  funcionario  público  que  arro- 
gándose atribuciones  judiciales  impusiere  al- 
gún castigo  equivalente  á  pena  personal,  in- 
currirá: 

1."  En  la  pena  de  inhabilitación  absoluta 
temporal,  si  el  castigo  impuesto  fuere  equiva- 
lente á  pena  aflictiva. 

2."  En  la  pena  de  suspensión  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo,  si  fuere  equivalente  á 
pena  correccional. 

3.°  En  la  de  suspensión  en  sus  g-rados  mí- 
nimo y  medio  si  fuere  equivalente  A  pena  leve. 

Art.  205.  Si  la  pena  arbitrariamente  im- 
puesta se  hubiere  ejecutado,  además  de  las 
determinadas  en  el  articulo  anterior,  se  apli- 
cará al  funcionario  culpable  la  misma  peua 
impuesta  y  eu  el  mismo  grado. 

No  habiéndose  ejecutado  la  pena,  se  le  apli- 
cará la  inmediatamente  inferior  en  grado,  si 
aquélla  no  hubiere  tenido  efecto  por  causa  in- 
dependiente de  su  voluntad. 

Art.  206.  Cuando  la  pena  arbitrariamente 
impuesta  fuere  pecuniaria,  el  funcionario  cul- 
pable será  eastig'ado: 

1."  Con  la  de  inhabilitación  absoluta  tem- 
poral y  multa  del  tanto  al  triplo,  si  la  pena 
por  él  impuesta  se  hubiere  ejecutado. 

2.°  Con  la  de  suspensión  en  sus  grados 
medio  y  máximo  y  multa  de  la  mitad  al  tanto, 
si  no  se  hubiere  ejecutado  por  causa  indepen- 
diente de  su  voluntad. 

3.°  Con  la  de  suspensión  en  sus  grados  mí- 
nimo y  medio,  si  no  se  hubiere  ejecutado  por 
revocación  voluntaria  del  mismo  funcionario. 

Art.  207.  Las  autoridades  y  funcionarios 
civiles  y  militares,  que  aun  hallándose  en  sus- 
penso las  g'arautias  constitucionales,  estable- 
cieren una  i)cnalidad  distinta  de  la  prescrita 
previamente  por  la  ley  para  cualquier  g-énero 
de  delitos,  y  los  que  la  aplicaren,  incurrirán 
respectivamente,  y  según  los  casos,  en  las  pe- 
nas señaladas  en  los  tres  artículos  anteriores. 

Art.  208.  La  autoridad  judicial  que  entre- 
gare indebidamente  una  causa  criminal  á  otra 


•  Sohre  lo  qttc  disponen  los  arts.  204  al  214  de  esta 
lección,  véase  lo  prevenido  en  los  ar/s.  4.°  y  5."  de  la 
Constitución  del  Estado  de  íS7t;:  sobre  lo  qne  jireceptúnn 
los  arts.  2 15  al  217,  véase  lo  mandado  en  los  e,",  7.°,  y  n." 
de  la  misma;  sohre  lo  que  prescriben  los  arts.  218  al  220, 
véase  el  art,  7.°;  sobre  lo  que  mandan  los  arts.  221  y  1'22, 
véase  el  art.  .i.";  sobre  lo  que  disponen  los  arts.  ¿23  al 
227,  véase  el  art.  SB;  /  sobre  lo  que  preceptúa  el  art.  228, 
véase  el  art.  10 

Tomo  II. 


autoridad  ó  funcionario  militar  ó  administrati- 
vo que  ilegalmente  se  la  reclamare,  será  cas- 
tigada con  la  pena  de  suspensión  eu  su  gi-ado 
medio  y  máximo. 

Serán  castig'ados  con  la  pena  inmediatamen- 
te superior  en  grado,  la  autoridad  ó  funciona- 
rio militar  ó  administrati\'o  que  insistiere  en 
la  exig'eneia  de  la  entrega  indebida  de  la  cau- 
sa obligando  á  la  autoridad  judicial,  después 
de  haberle  hecho  ésta  presente  la  ilegalidad 
de  la  reclamación. 

Art.  209.  Si  la  persona  del  reo  hubiere  si- 
do también  exigida  y  entreg'ada,  las  penas  se- 
rán en  sus  respectivos  casos  las  inmediata- 
mente superiores  en  grado  á  las  señaladas  en 
el  articulo  anterior. 

Art.  210.  El  funcionario  público  que  detu- 
viere A  un  ciudadano,  A  no  ser  por  razón  de 
delito,  no  estando  en  suspenso  las  g'arantias 
constitucionales,  incurrirá  en  las  penas  de 
multa  de  125  á  1.250  pesetr.s,  si  la  detención 
no  hubiere  excedido  de  tres  días;  en  la  de  sus- 
pensión en  sus  grados  mínimo  y  medio,  si  pa- 
sando de  este  tiempo,  no  hubiere  llegado  á 
quince;  en  la  de  suspensión  en  su  grado  máxi- 
mo á  inhal)ilitación  absoluta  temporal  en  su 
g-rado  medio,  si  no  habiendo  bajado  de  quince 
dias,  no  hubiere  llegado  A  un  mes;  en  la  de 
prisión  correccional  en  su  grado  niAximo  á 
prisión  mayor  en  su  grado  mínimo,  si  hubiere 
pasado  de  un  mes  y  no  hubiere  excedido  de 
un  año,  y  en  la  de  prisión  mayor  en  su  grado 
medio  A  reclusión  temporal  en  toda  su  exten- 
sión, si  hubiere  pasado  de  un  año  '. 

Art.  211.  El  funcionario  público  que  dilata- 
re el  cumplimiento  de  un  mandato  judicial 
para  que  se  ponga  en  libertad  á  un  preso  ó 
detenido  que  tuviere  A  su  disposición,  será 
castigado  con  las  penas  inmediatamente  su- 
periores en  grado  A  las  señaladas  en  el  articu- 
lo anterior,  en  yroporcióu  al  tiempo  de  la  di- 
lación. 

Art.  212.  lucurrirA  respectivamente  en  las 
penas  superiores  en  grado  á  las  señaladas  en 
el  art.  210  el  funcionario  público,  que  no  sien- 
do autoridad  judicial,  y  no  estando  en  suspen- 
so las  garantías  constitucionales,  detuviere  á 
un  ciudadano  por  razón  de  delito  y  no  lo  pu- 
siere á  disposición  de  la  autoridad  judicial,  en 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la  eu  que 
se  hubiere  hecho  la  detención. 

Art.  213.  Incurrirán  también  eu  las  mismas 
penas,  en  sus  respectivos  casos: 

1."  El  alcaide  de  cárcel  ó  cualquiera  otro 
funcionario  público  que  recibiere  en  calidad 
de  detenido  á  cualquier  ciudadano  y  dejare 
transcurrir  veinticuatro  horas  sin  ponerlo  en 
conocimiento  de  la  autoridad  judicial. 

2.°  El  alcaide  de  cárcel  ó  cualquiera  otro 
funcionario  público  que  no  pusiere  en  lil)ertad 


»  Aunque  se  cometa  el  delito  de  que  trata  este  articulo 
en  el  concepto  y  para  el  fin  de  emplear  coacción  ó  intimi- 
dación para  las  elecciones,  no  puede  calificarse  como  elec- 
toral, puesto  qne  no  se  halla  comprendido  en  las  disposi- 
ciones de  la  leu  ''«  -"  í^^  Agosto  de  1870,  y  debe  proceder- 
se  de  oficio,  como  cuando  se  trata  de  cualquiera  otro  deli- 
to común,  ó  por  simple  denuncia;  infringiéndose  dicho  ar- 
ticulo si  se  exige  la  prestación  de  fianza  del  art.  178  de 
la  leu  electoral.  (Sent.  IH  Noviembre  1876.— Gao.  '£i 
Enero  1877.)-V.  Eleccionks. 
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al  detenido  que  uo  hubiere  sido  constituido  en 
prisión  en  las  setenta  y  dos  horas  siguientes 
á  la  en  que  aquél  hubiere  puesto  la  detención 
en  couocimiento  de  la  autoridad  judicial. 

3."  El  alcaide  de  cárcel  ó  cualquier  otro 
funcionario  público  que  recibiere  en  calidad 
de  preso  k  un  ciudadano,  á  no  ser  en  virtud 
de  mandamiento  judicial,  ó  lo  retuviere  en 
prisión  después  de  las  setenta  y  dos  horas  de 
haberle  sido  entregado  en  tal  concepto,  ó  ha- 
bérsele notificado  el  auto  de  prisión,  sin  que 
durante  este  tiempo  le  hubiere  sido  notificado 
también  el  auto  ratificando  aquél. 

4."  El  alcaide  de  cárcel  ó  cualquier  otro 
funcionario  público  que  ocultare  un  preso  á  la 
autoridad  judicial. 

5."  El  alcaide  de  cárcel  ó  jete  de  estableci- 
miento penal  que  sin  mandato  de  autoridad 
judicial  tuviere  á  un  preso  ó  sentenciado  inco- 
municado ó  en  lug'ar  distinto  del  que  le  co- 
rresponda. 

6."  El  alcaide  de  cárcel  ó  jefe  de  estableci- 
miento penal  que  impusiere  á  los  presos  ó  sen- 
tenciados privaciones  indebidas  ó  usare  con 
ellos  de  un  rig'or  innecesario. 
•  7."  El  alcaide  de  cárcel  ó  jefe  de  estableci- 
miento penal  que  negare  á  un  detenido  ó  pre- 
so ó  á  quien  le  representare  cei'tificación  de  su 
detención  ó  prisión,  ó  que  no  diere  curso  á 
cualquiera  solicitud  relativa  á  su  libertad. 

8."  El  jefe  de  establecimiento  penal  que 
retuviere  á  un  ciudadano  en  el  establecimien- 
to después  de  tener  noticia  oficial  de  su  indul- 
to ó  después  de  haber  extinguido  su  condena. 

Art.  214.  Incurrirán  en  la  pena  de  suspen- 
sión en  siis  g-rados  mínimo  y  medio: 

1."  La  autoridad  judicial  que  no  pusiere 
en  libertad  ó  uo  constituyere  en  prisión  por 
auto  motivado  al  ciudadano  detenido,  dentro 
de  las  setenta  y  dos  horas  sig'uientes  á  la  en 
que  aquél  hubiere  sido  puest*-ásu  disposición. 

2.°  La  autoridad  judicial  que  no  ratificare 
el  auto  de  prisión  ó  no  lo  dejare  sin  efecto  den- 
tro de  las  setenta  y  dos  horas  siguientes  á  la 
en  que  aquél  hubiere  sido  dictado. 

3."  La  autoridad  judicial  que,  fuera  de  los 
casos  expresados  en  los  dos.  números  anterio- 
res, retuviere  en  calidad  de  preso  al  ciudada- 
no cuya  soltura  proceda. 

4."  La  autoridad  judicial  que  decretare  ó 
ju'olong'are  indebidamente  la  incomunicación 
de  un  preso. 

5."  El  escribano  ó  secretario  de  .Juzgado  ó 
Tribunal  que  dejare  transcurrir  el  término 
fijado  en  el  núm.  1."  de  este  articulo  sin  noti- 
ficar al  detenido  el  auto  constituyéndole  en 
prisión  ó  dejando  sin  efecto  la  detención. 

6."  El  escribano  ó  secretario  de  Tribunal  ó 
Juzgado  que  dilatare  indebidamente  la  notifi- 
cación de  auto  alzando  la  incomunicación  ó 
poniendo  en  libertad  á  un  preso. 

7.°  El  escribano  ó  secretario  de  Ti-ibunal  ó 
.Juzgado  que  dilatare  dar  cuenta  á  éstos  de 
cualquiera  solicitud  de  un  detenido  ó  ¡ireso  ó 
de  su  re]iresentante  relativa  á  su  libertad. 

Cuando  la  demora  á  que  se  refieren  los  nú- 
meros anteriores  hubiere  durado  más  de  un 
mes  y  no  hubiere  excedido  de  tres,  incurrirán 
los  culpables  en  sus  respectivos  casos  en  la 


pena  de  suspensión  en  su  g'rado  máximo  á  in- 
habilitación absoluta  temporal  en  su  grado 
medio  y  multa  de  125  á  1.250  ptas;  y  si  hubiere 
excedido  de  dicho  tiemi)o,  en  la  de  inhabilita- 
cióu  absoluta  temporal  en  su  grado  máximo  á 
inhabilitación  absoluta  perpetua  y  multa  de 
500  á  5.000  ptas. 

Art.  2!5.  Incurrirán  en  las  penas  de  sus- 
pensión eu  sus  grados  mínimo  y  medio  y  mul- 
ta de  125  á  1.250  pesetas: 

1."  El  funcionario  público  que  no  siendo 
autoridad  judicial  y  uo  estando  en  suspeijso 
las  garantías  constitucionales,  entrare  eñ  el 
domicilio  de  un  español  ó  extranjero  sin  su 
consentimiento,  á  no  ser  en  los  casos  y  con  los 
requisitos  previstos  en  los  párrafos  primero  y 
cuarto  del  art.  5."  de  la  Constitución  '. 

2."  El  funcionario  público  que  no  siendo 
autoridad  judicial  y  no  estando  tampoco  en 
suspenso  las  g'arantías  constitucionales, regis- 
trare los  papeles  de  uu  ciudadano  ó  extranjero 
y  efectos  que  se  hallaren  en  su  domicilio,  á  no 
ser  que  el  dueño  hubiere  prestado  su  consen- 
timiento. 

Si  no  devolviere  al  dueño  inmediatamente 
despixés  del  reg'istro  los  papeles  y  efectos  re- 
gistrados, la  pena  será  la  inmediatamente  su- 
perior eu  grado. 

Si  los  sustrajere  y  se  los  apropiare,  será  cas- 
tigado como  reo  de  delito  de  robo  con  violen-  , 
cia  en  las  personas. 

3.°     El  funcionario  público  que  con  ocasión 
del  registro  de  papeles  y  efectos  de  un  ciuda- 
dano, cometiere  cualquiera  otra  vejación  in- 
justa contra  las  personas  ó  daño  innecesai'io' 
en  sus  bienes. 

Si  los  delitos  penados  en  los  tres  números 
anteriores  fueren  cometidos  de  noche,  las  pe- 
nas serán  las  de  suspensión  en  sus  grados  me- 
dio y  máximo,  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas, 
salvo  lo  dispuesto  en  los  párrafos  segundo  y 
tercero  del  número  2.°,  respecto  álos  cuales  la 
pena  será  la  inmediatamente  superior  en  gra- 
do alas  en  ellos  señaladas.  c, 

Art.  216  -.     La  autoridad  judicial  que  fueva^S^ 
de  los  casos  previstos  en  los  párrafos  primero"-^ ! 
y  cuarto  del  art.  5.°  de  la  Constitución,  y  no  es- ' 
tando  en  suspenso  las  garantías  constitucio- 
nales, entrare  de  noche  eu  el  domicilio  de  un 
español  ó  extranjero  sin  su  consentimiento, 
incurrirá  en  la  pena  de  sus])ensión  en  sus  gra- 
dos mínimo  y  medio,  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

Art.  217.  En  la  misma  pena  incurrirá  la  au- 
toridad judicial  que  registrare  de  noche  en  el 
donncilio  de  un  español  ó  extranjero  sus  pape- 
les y  efectos  á  no  ser  con  su  consentimiento. 

Árt.  218.  El  funcionario  público  que  no 
siendo  autoridad  judicial  detuviere  la  corres- 
pondencia privada  confiada  al  correo  ó  recibi- 
da y  cursada  á  su  destino  por  la  primera  esta- 
ción telegráfica  en  que  se  hubiere  entregado, 


'  Antes  del  D.  de  1."  de  Enero  de  1871  c:f,aba  el  Código 
?n.?  párrafos  primero  >/  tercero.  ( 'on  los  primero  y  cuar- 
to de  la  Constitución  de  ISfín,  coneuerdan  los  arts.  e.  V 
ft."  delavioentede  1876.— "V.  Allanamik.n  i  o. 

2    Los  arts,  2 ir,,  222  y  225,  se  insertan  con  las  córrete 
dones  y  enmiendas  hechas  en  los  mismos  por  el  D.  de  1. 
de  Enero  de  1S71, 
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incnrrirá  en  la  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  219.  El  funcionai-io  público  que  no 
siendo  autoridad  judicial  abriere  la  correspon- 
dencia ¡irivada  confiada  al  correo,  incurrirá 
en  la  pena  de  .su.spen.sión  en  su.s  grados  medio 
y  niAximo  y  multa  de  250  A  2.500  pesetas. 

Art.  220.  El  funcionario  público  que  la  sus- 
trajere, será  castigado  con  la  pena  de  inhabi- 
litación absoluta  temporal  en  sus  grados  mí- 
nimo y  medio  y  multa  de  500  á  5.000  pesetas. 

Art.  221.  El  funcionario  público  que  estan- 
do en  .suspenso  las  garantías  constitucionales 
desterrare  A  un  ciudadano  á  una  distancia  ma- 
yor de  250  kilómetros  de  su  domicilio,  á  no  ser 
en  virtud  de  sentencia  judicial,  incurrirá  en  la 
pena  de  multa  de  125  á  1.2.50  pesetas. 

El  funcionario  público  que  no  estando  en 
suspenso  las  garantías  constitucionales  com- 
peliere  á  un  ciudadano  á  mudar  de  domicilio 
ó  residencia,  será  castigado  con  la  pena  de 
destierro  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  222  '.  El  funcionario  público  que  de- 
portare ó  extrañare  del  Reino  aun  ciudadano, 
á  no  ser  en  virtud  de  sentencia  firme,  será 
castigado  con  la  pena  de  confinamiento  y  mul- 
ta de  500  á  5.000  |)esetas. 

Art.  223.  El  Ministro  de  la  Coronaqueman- 
dare  ])agar  un  impuesto  del  Estado  no  votado 
ó  atitorizado  ¡lor  las  Cortes  será  castigado  con 
la  penado  inhabilitación  absoluta  temporal  y 
jnulta  de  500  á  5.U00  iiesetas. 

Art.  224.  La  autoridad  que  mandare  pagar 
un  impuesto  provincial  ó  municipal,  no  apro- 
bado legalinente  por  la  respectiva  Diputación 
provincial  ó  Ayuntamiento,  será  castig'ado 
con  la  pena  de  suspensión  en  su  g-rado  máxi- 
mo á  inhabilitación  absoluta  temporal  en  su 
grado  mínimo  y  multa  de  2.50  á  2.500  pesetas. 

Art.  225  '.  J/O.s-  funcionarios  públicos  que 
exigieron  á  los  contribuyentes  para  el  Esta- 
do, la  provincia  ó  el  municipio  el  pago  de  im- 
puestos no  autorizados,  según  su  clase  respec- 
tiva, por  las  Cortes,  la  Diputación  provincial 
ó  el  Ayuntamiento,  incurrirán  en  la  pena  de 
suspensión  en  sus  grados  medio  y  máximo  á 
inhabilitación  ab-:oluta  temporal  en  su  grado 
medio  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  efectiva,  la 
milita  será  del  tanto  al  triplo  de  la  cantidad 
cobrada. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  empleando 
el  apremio  ú  otro  medio  coercitivo,  la  pena 
será  la  de  inhabilitación  absoluta  temporal,  y 
la  multa  sobredicha. 

Art.  226.  Si  el  importe  cobrado  no  hubiere 
entrado,  según  su  clase,  en  las  Cajas  del  Te- 
.soro,  de  la  provincia  ó  del  municipio,  por  cul- 
pa del  que  la  hubiere  exigido,  será  éste  casti- 
gado, como  estafador,  con  el  g-rado  máximo 
de  la  pena  que  como  tal  le  corresponda. 
,  Art.  227.  Las  autoridades  que  presten  su 
auxilio  y  cooperación  á  los  funcionarios  men- 
■  ciouados  en  los  dos  artículos  anteriores,  incu- 
rrirán en  las  penas  de  inhabilitación  absoluta 
temporal  en  sus  grados  mínimo  y  medio,  y 
multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

En  el  caso  en  que  se  hubieren  lucrado  de  las 


Véase  la  nota  anterior. 


cantidades  cobradas,  serán  castigados  como 
coautores  del  delito  penado  en  el  articulo  an- 
terior. 

Art.  228.  El  funcionario  público  que  expro- 
piare de  sus  bienes  á  un  ciudadano  ó  extran- 
jero para  un  servicio  ú  obra  pública,  á  no  ser 
en  virtud  de  sentencia  ó  mandamiento  judi- 
cial, y  con  los  requisitos  prevenidos  en  las  le- 
yes, incurrirá  en  las  penas  de  suspensión  en 
sus  grados  medio  y  máximo  y  multa  de  250  á 
2.500  pesetas  *. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  lo  per- 
turbare en  la  posesión  de  sus  bienes,  á  no  ser 
en  virtud  de  mandato  judicial. 

Art.  229.  Serán  castigados  con  las  penas  de 
suspensión  en  sus  grados  mínimo  y  medio  y 
multa  de  125  á  1.250  pesetas: 

1."  El  funcionario  público  que  no  estando 
en  suspenso  las  garantías  constitucionales, 
prohibiere  ó  impidiere  á  un  ciudadano,  no  de- 
tenido ni  preso,  concurrir  á  cualquiei'a  re- 
unión ó  manifestación  pacifica 

2."  El  funcionario  público  que  en  el  mismo 
caso  1»  impidiere  ó  prohibiere  formar  parte  de 
cualquiera  asociación,  á  no  ser  alg'una  de  las 
comprendidas  en  el  art.  198  de  este  Código. 

3."  El  funcionario  público  que  en  el  mismo 
caso  de  los  artículos  anteriores  prohibiere  ó 
impidiere  á  un  ciudadano  dirig-ir,  solo  ó  en 
unión  con  otros,  peticiones  á  las  Cortes,  al 
Rey  ó  á  las  autoridades. 

Art.  230.  El  funcionario  piíblico  qiie  impi- 
diere por  cualquier  medio  la  celebración  de 
una  reunión  ó  manifestación  pacificas  de  que 
tuviere  conocimiento  oficial,  ó  la  fundación  de 
cualquiera  asociación  que  no  esté  comprendi- 
da en  el  art.  198  de  este  Código,  ó  la  celebración 
de  sus  sesiones,  á  no  ser  las  en  que  se  hubiere 
cometido  alguno  de  los  delitos  penados  en  el 
tít.  III,  lib.  II  del  mismo,  incurrirá  en  la  pena 
de  suspensión  «n  sus  grados  medio  y  máximo 
y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  231.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
suspensión  en  su  grado  máximo  á  inhabilita- 
ción a))Soluta  temporal  en  su  grado  mínimo  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas: 

1."  El  funcionario  público  que  ordenare  la 
disolución  de  alguna  reunióu  ó  manifestación 
pacífica. 

2."  El  funcionario  pi'iblico  que  ordenai-e  la 
suspensión  de  cualquiera  asociación  no  com- 
prendida en  el  art.  198  de  este  Código. 

Art.  232.  El  funcionario  público  que  no  pu- 
siere en  conocimiento  de  la  autoridad  judicial, 
en  las  veinticuatro  horas  siguientes  al  hecho, 
la  suspensión  de  una  asociación  ilícita  ó  la  de 
la  sf  sión  de  cualquiera  otra  asociación  que  hu- 
biera acordado  y  las  causas  que  hayan  moti- 
vado la  suspensión  ordenada,  íncurrii-á  en  la 
pena  de  suspensión  en  sus  grados  medio  y  má- 
ximo y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  233.  Incurrirán  en  las  mismas  penas 
el  funcionario  público  que  ordenare  la  clausu- 


1  Los  tiirTjiinos  de  eate  articulo  Jian  querlado  profunda- 
mente modificados  por  el  10  y  otros  de  la  Constitución  y 
por  el  G.°  de  la  ley  de  presupuestos  de  ÍX  de  Julio  de  1877 
(V.  en  Aprrmios)  atribwiendo  á  los  alcaldes  ciertas  fun- 
cione^t  que  antes  desemp  fíatmn  los  jueces  municipales. 
(Si'itt.  Sí  Enero  1801,  inserta  en  E.kproi'IACIóh  ilegai,.^ 
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ra  ó  disolución  de  cualquier  establecimiento 
privado  de  enseñanza,  íi  no  ser  por  motivos 
racionalmente  suficientes  de  higiene  ó  morali- 
dad, y  el  que  no  pusiere  en  conocimiento  de  la 
autoridad  judicial  dicha  clausura  ó  disolución 
en  las  veinticuatro  horas  siguientes  de  haber 
sido  llevada  <á  efecto. 

Art.  234.  Incurrirá  en  la  pena  de  destierro 
en  sus  grados  mínimo  y  medio  el  funcionario 
piiblico  que,  sin  haber  intimado  dos  veces  con- 
secutivas la  disolución  de  cualquiera  reunión 
ó  manifestación,  ó  la  suspensión  de  las  sesio- 
nes de  una  asociación,  empleare  la  fuerza  para 
disolverla  ó  suspenderla,  á  no  ser  en  el  caso 
de  que  hubiere  precedido  ag'resión  violenta 
por  parte  de  los  reunidos,  manifestantes  ó  aso- 
ciados. 

Si  del  empleo  de  la  fuerza  hubieren  resulta- 
do lesiones  leves  á  alguno  ó  algunos  de  los 
concurrentes,  la  pena  será  la  de  destierro  en 
sus  grados  medio  y  máximo  y  la  misma  multa. 

Si  las  lesiones  fueren  graves,  la  pena  será 
la  de  confinamiento  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  y  multa  de  500  á  5.000  pesetas. 

Si  hubiere  resultado  muerte,  la  pena  será  la 
de  confinamiento  en  su  grado  máximo  á  rele- 
gación temporal  y  multa  de  1.-250  á  12.500  pe- 
setas. 

Art.  235.  El  funcionario  público,  que  una 
vez  disuelta  cualquiera  reunión,  manifesta- 
ción, ó  suspendida  cualquiera  asociación  ó  su 
sesión,  se  negare  á  poner  en  conocimiento  de 
la  autoridad  judicial,  que  se  lo  reclamare,  las 
causas  que  hubieren  motivado  la  disolución  ó 
suspensión,  será  castigado  con  la  pena  de  in- 
habilitación absoluta  temporal  v  la  multa  de 
250  á  2.500  pesetas. 

SEC.  3."— Delitos  relativos  al  litre  ejercioio 
de  los  cultos. 

Art.  236.  Incurrirá  en  la  pena  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas,  el  qvie  por  medio 
de  amenazas,  violencias  ú  otros  apremios  ile- 
gítimos forzare  á  un  ciudadano  á  ejercer  actos 
religiosos  ó  á  asistir  á  futiciones  de  un  culto 
que  no  sea  el  suyo. 

Art.  237.  Incurrirá  en  las  mismas  penas  se- 
ñaladas en  el  articulo  anterior,  el  que  impidie- 
re, por  los  mismos  medios,  á  un  ciudadano 
practicar  los  actos  del  culto  que  profese  ó  asis- 
tir á  sus  funciones. 

Art.  238.  Incurrirán  en  la  pena  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correc- 
cional en  su  grado  mínimo  y  multa  de  125  á 
1.250  pesetas:  ^ 

1."  El  que  por  los  medios  mencionados  en 
el  articulo  anterior  forzare  á  un  ciudadano  á 
practicar  los  actos  religiosos  ó  á  asistir  á  las 
funciones  del  culto  que  éste  profese. 

2."  El  que  por  los  mismos  medios  impidie- 
re á  un  ciudadano  observar  las  fiestas  religio- 
sas de  su  culto. 

3."  El  que  por  los  mismos  medios  le  impi- 
diere abrir  su  tienda,  almacén  ú  otro  estable- 
cimiento, ó  le  forzare  á  abstenerse  de  traba- 
jos de  cualquiera  especie  en  determinadas 
fiestas  religiosas. 


'  Lo  prescrito  en  este  artículo  y  lox  anterio- 
res, se  entiende  sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes generales  ó  locales  de  orden  público  v  po- 
licía. "  '■ 

Art.  239.  Incurrirán  en  las  penas  de  prisión 
mayor  en  siis  grados  mínimo  y  medio  los  que 
tumultuariamente  impidieren,"  perturbaren  ó 
hicieren  retardar  la  celebración  de  los  actos 
de  cualquier  culto  en  el  edificio  destinado  ha- 
bitualmente  para  ello,  6  en  cualquier  otro  sitio 
donde  se  celebraren. 

Art.  240.  Incurrirán  en  las  penas  deprisión 
correccional  en  sus  grados  medio  v  máximo  j 
multa  de  250  á  2.500  pesetas: 

1."  El  que  con  hechos,  palabras,  gestos  ó 
amenazas  ultrajare  al  ministro  de  cualquier 
culto,  cuando  se  hallare  desempeñando  sus 
funciones. 

2.°  El  que  por  los  mismos  medios  impidie- 
re, perturbare  ó  interrumpiere  la  celebración 
de  las  funciones  religiosas  en  el  lugar  desti- 
nado habitualmente  á  ellas  ó  en  "cualquier 
otro  en  que  se  celebraren. 

3."  El  que  escarneciere  públicamente  algu- 
no de  los  dogmas  ó  ceremonias  de  cualquiera 
religión  que  tenga  prosélitos  en  España. 

4.°  El  que  con  el  mismo  fin  profanare  pú- 
blicamente imágenes,  vasos  sagrados  ó  cua- 
lesquiera otros  objetos  destinados  al  culto. 

Art.  241.  El  que  en  un  lugar  religioso  eje- 
cvitare  con  escándalo  actos  que,  sin  estar  com- 
prendidos en  ninguno  de  los  artículos  anterio- 
res, ofendieren  el  sentimiento  religioso  de  los 
concurrentes,  incurrirá  en  la  pena  de  arresta 
mayor  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

SEC.  4." — Disposición  común  á  las  tres  secciones 
anteriores. 

Art.  242.  Lo  dispuesto  en  este  capitulo  se 
entiende  sin  perjuicio  de  lo  ordenado  en  otros 
de  este  Código  que  señalen  mayor  ¡lena  á cual- 
quiera de  los  hechos  comprendidos  en  las  tres 
secciones  anteriores. 

Delitos  contra  el    orden   público. 

CAPITULO  PRIMERO.— Rebelión  ^. 

Art.  243.  Son  reos  de  rebelión  los  que  se 
alzaren  públicamente  y  en  abierta  hostilidad 
contra  el  Gobierno  para  cualquiera  de  los  ob- 
jetos siguientes: 

1."  Destronar  al  Rey,  deponer  al  Regente 
ó  Regencia  del  Reino,  ó  privarles  de  su  liber- 
tad personal  ú  obligarles  á  ejecutar  un  acto 
contrario  á  su  voluntad. 

'  2."  Impedir  la  celebración  de  las  eleccio- 
nes para  diputados  á  Cortes  ó  senadores  en 
todo  el  Reino,  ó  la  reunión  legítima  de  las 
mismas. 

3."     Disolver  las  Cortes  ó  impedir  la  delibe- 


*■  Insertamos  con  las  correspondientes  enmiendas  ios 
párrafos  ultimo  del  art  8.?S  y  2."  del  •24íI,  modificados 
por  el  decreto  de  1  °  de  Enero  de  187 1. 

■'    En  las  causas  de  rebelión  y  sedición,  ó  sea  por  cons- 
piraciones ó  maquinaciones  directas  contra  la  Constitu- 
ción, etc.,  se  procede  con  arreglo  á  la  ley  de  20-23  de 
Abril  de  IftTO  sobre  orden  piiblico:  pero  las  penas  son  las  ' 
de  este  Código. — V.  Orden  pí'HLICO. 
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ración  de.  alguno  de  los  Cuerpos  Colegislado- 
res ó  arrancarles  algniua  resolución. 

4.°  Ejeciitar  cualquiera  de  los  delitos  pre- 
vistos en  el  art.  16.5. 

5.°  Sustraer  el  Reino  ó  parte  de  él  ó  alg'iin 
cuerpo  de  tropa  de  tierra  ó  de  mar,  ó  cualquie- 
ra otra  clase  de  tuerza  armada,  de  la  obedien- 
cia al  supremo  Gobierno. 

6."  Usar  y  ejercer  por  si  ó  despojar  á  los 
Ministros  de  la  Corona  de  sus  facultades  cons- 
titucionales, ó  impedirles  ó  coartarles  su  libre 
ejercicio. 

Art.  244.  Los  que  induciendo  y  determi- 
nando á  los  rebeldes,  hubieren  promovido  ó 
sostuvieren  la  rebelión,  y  los  caiidillos  princi- 
pales de  ésta,  serán  castig'ados  con  la  pena  de 
reclusión  temporal  en  su  g'rado  máximo  á 
muerte. 

Art.  245.  Los  que  ejercieren  un  mando  su- 
balterno en  la  rebelión,  incurrirán  en  la  pena 
de  reclusión  temporal  á  muerte,  si  se  encon- 
traren en  alguno  de  los  casos  previstos  en  el 
párrafo  primero  del  núm.  2."  del  art.  184;  y 
con  la  de  reclusión  temporal  si  no  se  encon- 
traren incluidos  en  ninguno  de  ellos. 

Art.  246.  Los  meros  ejecutores  de  la  rebe- 
lión serán  castigados  con  la  pena  de  prisión 
mayor  en  sii  grado  medio  á  reclusión  tempo- 
ral en  su  g'rado  mínimo,  en  los  casos  previstos 
en  el  párrafo  jirimero  del  núm.  2.°  del  art.  184; 
y  con  la  de  prisión  mayor  en  toda  su  extensión 
no  estando  en  el  mismo  comprendidos. 

Art.  247.  Cuando  la  rebelión  no  hubiere 
llegado  á  oi'g'anizarse  con  jefes  conocidos,  se 
reputarán  por  tales  los  que  de  hecho  dirig'ie- 
ren  á  los  demás  ó  llevaren  la  voz  por  ellos  ó 
firmaren  los  recibos  ú  otros  escritos  expedidos 
á  su  nombre  ó  ejercieren  otros  actos  semejan- 
tes en  representación  de  los  demás. 

Art.  248.  Serán  castig'ados  como  rebeldes 
con  la  pena  de  prisión  mayor: 

1."  Los  que  sin  alzarse  contra  el  Gobierno 
cometieren  por  astucia  ó  por  cualquier  otro 
medio  alg'uno  de  los  delitos  comprendidos  en 
el  art.  243. 

2.°  Los  que  sedujeren  tropas  ó  cualquiera 
otra  clase  de  fuerza  armada  de  mar  ó  de  tierra 
para  cometer  el  delito  de  rebelión. 

Si  llegare  á  tener  efecto  la  rebelión,  los  se- 
ductores se  reputarán  promovedores  y  sufri- 
rán la  pena  señalada  en  el  art.  244. 

Art.  249.  La  conspiración  para  el  delito  de 
rebelión  será  castigada  con  la  pena  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo. 

La  proposición  será  castig'ada  con  la  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo  y  medio. 

CAP.  II.— Sedición  '. 

Art.  250.  Son  reos  de  sedición  los  que  se 
alzan  pública  y  tumultuariamente  para  conse- 
guir por  la  fuerza,  ó  fuera  de  las  vías  leg'ales, 
cualquiera  de  los  objetos  siguientes: 

1."  Impedir  la  promulgación  ó  la  ejecución 
de  las  leyes  ó  la  libre  celebración  de  las  elec- 
ciones populares  en  alg'una  provincia,  circuns- 
cripción ó  distrito  electoral. 

2.°     Impedir  á  cualquiera  autoridad,  corpo- 


ración oficial  ó  funcionario  público  el  libre 
ejercicio  de  sus  funciones  ó  el  cumplimiento 
de  sus  providencias  administrativas  ó  judi- 
ciales. 

3."  Ejercer  algxm  acto  de  odio  ó  venganza 
en  la  persona  ó  bienes  de  alguna  autoridad  ó 
de  sus  agentes. 

4."  Ejercer,  con  un  objeto  político  ó  social, 
alg'úu  acto  de  odio  ó  de  venganza  contra  los 
particulares  ó  cualquiera  clase  del  Estado. 

5."  Despojar,  con  un  objeto  político  ó  so- 
cial, de  todos  ó  de  parte  de  sus  bienes  propios 
á  alg'una  clase  de  ciudadanos,  al  Municipio,  A 
la  provincia  ó  al  Estado,  ó  talar  ó  destruir  di- 
chos bienes  '. 

Art.  251.  Los  que  induciendo  y  determi- 
nando á  los  sediciosos  hubieren  promovido  ó 
sostenido  la  sedición  y  los  caudillos  principa- 
les de  ésta,  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  temporal,  si  se  encontraren  en  al- 
guno de  los  casos  previstos  en  el  párrafo  pri- 
mero del  núm.  2."  del  art.  184;  y  con  la  de  pri- 
sión mayor  si  no  se  encontraren  incluidos  en 
ning'uno  de  ellos. 

Art.  252.  Los  meros  ejecutores  de  la  sedi- 
ción, serán  castigados  con  la  pena  de  prisión 
correccional  en  íu  grado  medio  y  máximo  en 
los  casos  previstos  en  el  párrafo  primero  del 
núm.  2."  del  art.  184  citado;  y  con  la  de  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo  y  medio,  no 
estando  en  el  mismo  artículo  comprendidos. 

Art.  253.  Lo  dispuesto  en  el  art.  247  es  apli- 
cable al  caso  de  sedición  cuando  ésta  no  hu- 
biere llegado  á  organizarse  con  jefes  cono- 
cidos. 

Art.  254.  La  conspiración  para  el  delito  de 
sedición  será  castigada  con  la  pena  de  arres- 
to mayor  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo. 

Art.  255.  Serán  castig'ados  con  la  pena  de 
prisión  correccional  en  su  g'rado  medio  y  má- 
ximo los  que  sedujeren  tropas  ó  cualquiera 
otra  clase  de  fuerza  armada  de  mar  ó  de  tierra 
para  cometer  el  delito  de  sedición. 

Si  llegare  á  tener  efecto  la  sedición,  los  se- 
ductores se  reputarán  promovedores  y  sufri- 
rán la  pena  á  éstos  señalada  en  el  art.  251. 

Art.  256.  En  el  caso  de  que  la  sedición  no 
hubiere  llegado  hasta  el  punto  de  embarazar 
de  un  modo  grave  el  ejercicio  de  la  autoridad 
pública,  y  no  hubiere  tampoco  ocasionado  la 
perpetración  de  otro  delito  grave,  los  Tribu- 
nales rebajarán  de  uno  á  dos  grados  las  penas 
señaladas  en  los  artículos  de  este  capitulo. 

CAP.  III.— DisrosicioNES  comunes  A  los  dos  capítu- 
los antetiokes 

Art.  257.  Luego  c(ue  se  manifieste  la  rebe- 
lión ó  sedición,  la  autoridad  gubernativa  inti- 
mará hasta  dos  veces  á  los  sublevados  que  in- 
mediatamente se  disuelvan  y  retiren,  dejando 


Véase  la  nota  al  epígrafe  del  capitulo  anterior. 


*  El  tumulto  ó  sedición  que  impide  la  libre  celebración 
de  elecciones  municipales,  no  permitiendo  que  se  formase 
la  Mesa  ni  que  pudieran  entrar  los  electores  en  el  lugar 
designado  al  efecto,  se  halla  definido  en  el  art.  -JñO  del  Có' 
digo  penal  rigente,  conforme  lo  expresa  el  mim.  1.^  del 
mismo,  ti  por  tanto,  su  persecución  y  castigo  debe  sujetar- 
se á  las  prescripciones  del  citado  Código.  (Sent.  üy  Sep- 
tiembre 1874.) 
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pasar  entre  una  y  otra  intimación  el  tiempo 
uecesario  para  ello. 

Si  los  sublevados  no  se  retiraren  inmediata- 
mente después  de  la  segunda  intimación,  la 
autoridad  liarsi  uso  de  la  fuerza  pública  para 
disolverlos. 

Las  intimaciones  se  harán  mandando  on- 
dear al  frente  de  los  sublevados  la  bandera 
nacional  si  fuere  de  día,  y  si  fuere  de  noche, 
requiriendo  la  retirada  á  toque  de  tambor, 
clarín  ú  otro  instrumento  á  propósito. 

Si  las  circunstancias  no  permitieren  hacer 
uso  de  los  medios  indicados,  se  ejecutarán  las 
iutimaeiones  por  otros,  procurando  siempre 
la  mayor  publicidad. 

No  serán  necesarias  respectivamente  la  pri- 
mera ó  la  seg'unda  intimación  desde  el  mo- 
mento en  que  los  rebeldes  ó  sediciosos  rom- 
pieren el  fueg'o. 

Art.  258.  Cuando  los  rebeldes  ó  sediciosos 
se  disolvieron  ó  sometieren  á  la  autoridad  le- 
gítima, antes  de  las  intimaciones  ó  á  conse- 
cuencia de  ellas,  quedarán  exentos  de  toda 
pena  los  meros  ejecutores  de  cualquiera  de 
aquellos  delitos,  y  también  los  sediciosos  com- 
prendidos en  el  art.  251,  si  no  fueren  emplea- 
dos públicos. 

Los  Tril)unales  en  este  caso  rebajarán  á  los 
demás  culpables  de  uno  á  dos  g'rados  las  pe- 
nas señaladas  en  los  dos  capítulos  anteriores. 

Art.  259.  Los  delitos  particulares,  cometi- 
dos en  una  reljelión  ó  sedición,  ó  con  motivo 
de  ellas,  serán  castig'ados  res]iectivamente, 
segiin  las  disposiciones  de  este  Código. 

Cuando  no  puedan  descubrirse  sus  autores, 
serán  penados  como  tales  los  jefes  principales 
de  la  rebelión  ó  sedición. 

Art.  260.  Las  autoridades  de  nombramien- 
to directo  del  Gobierno  que  no  hubiesen  resis- 
tido á  la  rebelión  ó  sedición  por  todos  los  me- 
dios que  estuvieren  á  su  alcance,  sufrirán  la 
pena  de  inhabilitación  absoluta  temporal  á 
perpetua. 

Las  que  no  fueren  de  nombramiento  directo 
del  Gobierno  sufrirán  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  máximo  á  Inhabilitación  absoluta 
temporal  en  su  grado  medio. 

Art.  261.  Los  empleados  que  continuaren 
desempeñando  sus  cargos  bajo  el  mando  de 
los  alzados,  ó  que  sin  habérseles  admitido  la 
renuncia  de  su  empleo,  lo  abandonaren  cuan- 
do haya  peligro  de  rebelión  ó  sedición,  incu- 
rrirán en  la  pena  de  inhabilitación  especial 
temporal. 

Art.  262.  Los  que  aceptaren  empleos  de 
los  rebeldes  ó  sediciosos  serán  castig'ados  con 
la  pena  de  inhabilitación  absoluta  temporal 
para  cargos  públicos  en  su  grado  mínimo. 

CAP.  IV.— De  los  atentados  contra  la  autoridad 

Y  SDS  Ar,ENTK.S,  RESISTENCIA  Y  DESOBEDIENCIA'. 

Art.  263.     Cometen  atentado: 

1.°  Los  que  sin  alzarse  públicamente  em- 
plearen fuerza  ó  intimidación  para  alguno  de 
ios  objetos  señalados  en  los  delitos  de  rebelión 
y  sedición. 


*  Véase  en  el  t.  I,  pág.  738.  la  jurisprudencia  estable- 
cida sobre  atentados,  desacatos,  resistencias  y  desobe- 
diencia!, 


2.°  Los  que  acometieren  á  la  autoridad  ó  á; 
sus  agentes,  ó  emplearen  fuerza  contra  ellos^ 
ó  los  intimidaren  gravemente,  ó  les  hicieren 
resistencia  también  g'rave,  cuando  se  hallaren 
ejerciendo  las  funciones  de  sus  cargos  ó  con 
ocasión  de  ellas. 

Art.  264.  Los  atentados  comprendidos  en 
el  artículo  anterior,  serán  castigados  con  las 
penas  de  prisión  correccional  en  su  grado  me- 
dio, á  prisión  mayor  en  su  grado  mínimo  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas,  siempre  que 
concurra  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1."  Si  la  agresión  se  verificare  á  mano  ar- 
mada. 

2."     Si  los  reos  fueren  funcionarios  públicos. 

3.*  Si  los  delincuentes  pusieren  manos  en 
la  autoridad. 

4.*  Si  por  consecuencia  de  la  coacción,  la 
autoridad  hubiere  accedido  á  las  exigencias 
de  los  delincuentes. 

Sin  estas  circunstancias  la  pena  será  de  pri- 
sión correccional  en  su  g-rado  mínimo  al  me- 
dio, y  multa  de  150  á  1.500  pesetas. 

Se  iiupondrá  la  pena  señalada  en  el  párrafo 
anterior  en  su  grado  máximo  á  los  culpables, 
cuando  hubieren  puesto  manos  en  las  perso- 
nas que  acudieren  en  auxilio  de  la  autoridad, 
ó  en  sus  agentes,  ó  en  los  funcionarios  pvi- 
blicos. 

Art.  265.  Los  que  sin  estar  comprendidos 
en  el  art.  263,  resistieren  á  la  autoridad  ó  á 
sus  agentes,  ó  los  desobedecieren  gravemenLe. 
en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  sus  cargos, 
serán  castigados  con  las  penas  de  arresto  ma- 
yor y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 
CAP.  V.— De   los  desacatos,  insultcs,  injurias  y 

AMENAZAS  A  LA  AUTORIDAD,  Y  DE  LOS  INSULTOS,  INJU- 
RIAS Y  AMENAZAS  Á  SUS  AGENTES  Y  Á  LOS  DEMÁS  FUN- 
CIONARIOS   PÚBLICOS  '. 

Art.  266.     Cometen  desacato: 

1."  Los  que,  hallándose  un  Ministro  de  la 
Corona  ó  una  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ó  con  ocasión  de  éstas,  los  calum- 
niaren, injuriaren  ó  insultaren  de  hecho  ó  de 
palabra  en  su  presencia  ó  en  escrito  que  les 
dirigieren,  ó  los  amenazaren. 

2."  El  funcionario  público  que,  hallándose 
su  superior  jerárquico  en  el  ejercicio  de  su 
carg'o,  lo  calumniare,  injuriare  ó  insultare  de 
hecho  ó  de  palabra  en  su  presencia  ó  en  escri- 
to que  le  dirigiere,  ó  le  amenazare. 

Por  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  dos 
números  anteriores,  la  publicación  en  la  pren- 
sa periódica  de  los  escritos  en  ellos  menciona- 
dos, no  constituirá  por  sí  sola  delito  de  de- 
sacato. 

Art.  267.  Cuando  la  calumnia,  insulto,  in- 
juria ó  amenaza,  de  que  habla  el  artículo  pre- 
cedente, fueren  graves,  el  delincuente  sufrirá 
la  pena  de  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo  y  medio  y  multa  de  150  á  1.500  pe- 
setas. 

Si  fueren  menos  graves,  la  pena  será  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  ju'isión 
correccional  en  su  g'rado  mínimo  y  multa  de 
125  á  1.250  pesetas. 


*     Véase  la  nota  anterior. 
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!  Art.  268.  La  provocación  al  duelo,  aunque 
¡  sea  embozada  ó  con  apariencias  de  privada, 
;  se  reputará  amenaza  grave  para  los  efectos 
I  del  articulo  anterior. 

Art.  269.  Lo.s  que,  hallándcse  un  Ministro 
de  la  Corona  ó  una  autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  éstas,  los  ca- 
lumniaren, injuriaren,  insultaren  de  hecho  ó 
de  palabra,  fuera  de  su  presencia,  ó  en  escrito 
que  no  estuviere  il  ellos  dirig-ido,  serán  casti- 
.^ados  con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Art.  270.  Se  impondrá  también  la  pena  de 
arresto  mayor  á  los  que  injuriaren,  insultaren 
ó  amenazaren  de  hecho  ó  de  palabra  á  los  tun- 
clonarios  públicos  ó  á  los  agentes  de  la  auto- 
ridad en  su  presencia  ó  en  escrito  que  se  les 
dirig'iere. 

CAP.  VI.— Desórdenes  públicos. 

Art.  271.  Los  que  causaren  tumulto  6  tur- 
baren gravemente  el  orden  en  la  audiencia  de 
un  Tribunal  ó  Juzg-ado,  en  los  actos  pi'iblicos 
propios  de  cualquiera  autoridad  ó  corpora- 
cióu,  en  alg'ún  Colegio  electoral,  oficinas  ó  es- 
tablecimiento público;  en  espectáculos  ó  so- 
lemnidades ó  reunión  numerosa,  serán  castiga- 
dos con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do á  prisión  correccional  en  su  g'rado  mínimo 
y  multa  de  150  á  1.500  pesetas  '. 

Art.  272.  Los  que  turbaren  gravemente  el 
orden  público  para  causar  injuria  ú  otro  mal  á 
alguna  persona  particular,  incurrirán  en  la 
pena  de  arresto  mayor. 

Si  este  delito  tuviere  por  objeto  impedir  á 
alg'una  persona  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos,  se  impondrá  al  culpable  la  citada 
pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo. 

Art.  273.  Se  impondrá  también  la  pena  de 
arresto  mayor,  á  no  corresponder  una  supe- 
rior con  arreglo  á  otros  artículos  del  Código, 
á  los  (|Ui^  dieren  gritos  provocativos  de  rebe- 
lión ó  sedición  en  cualquiera  reunión  ó  asocia- 
ción ó  en  lugar  público,  ii  ostentaren  en  los 
mismos  sitios  lemas  ó  banderas  cjue  provoca- 
ren directamente  á  la  alteración  del  orden  pú- 
blico. 

Art.  274.  Los  que  extrajeren  de  las  cárce- 
les ó  de  los  establecimientos  penales  á  alguna 
persona  detenida  en  ellos,  ó  la  proporcionaren 
la  evasión,  serán  castig'ados  con  la  pena  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo,  si  emplearen 
al  efecto  la  violencia  ó  intimidación  ó  el  sobor- 
no, y  con  la  pena  de  arresto  mayor  si  se  valie- 
ren de  otros  medios. 

Si  la  evasión  del  detenido  se  verificare  fuera 
de  dichos  establecimientos,  sorprendiendo  á 
los  encargados  de  conducirlos,  se  aplicarán  las 
mismas  penas  en  su  grado  mínimo. 

Art.  275.  Los  que  causaren  desperfectos  en 
los  caminos  de  hierro  ó  en  las  lineas  telegrá- 
ficas ó  interceptaren  las  comunicaciones  ó  la 
correspondencia  serán  castigados  con  la  pena 
de  prisióu  correccional  en  su  grado  mínimo  al 
medio. 

Art.  276.    A  los  que  destruyeren  ó  deterio- 


'    No  debe  confundirse  este  delito  con  la  falta  del  ar- 
ticulo 58S. 


raren  pinturas,  estatuas  ú  otro  monumento 
público  de  utilidad  ú  ornato,  se  les  aplicará  la 
pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  medio  á 
prisión  correccional  en  su  grado  niinimo  '. 

CAP.  VII.— Disposiciones  cojiunes  á  los  tees 

CAPÍTULOS  ANTEKIOUES. 

Art.  277.  Para  los  efectos  de  los  artículos 
comprendidos  en  los  tres  capítulos  preceden- 
tes, se  reputará  autoridad  al  que  por  si  solo  ó 
como  individuo  de  alguna  Corporación  ó  Tri- 
bunal ejerciere  jurisdicción  propia. 

Se  reputarán  también  autoridades  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal. 

Art.  278.  En  el  caso  de  hallarse  constitui- 
do en  autoridad  civil  ó  religiosa  el  que  come- 
tiere cualquiera  do  los  delitos  expresados  en 
los  tres  capítulos  anteriores,  será  castigado 
con  el  máximo  de  la  respecti^■a  pena  y  con  la 
inhibilitacióu  absoluta  temporal. 

Art.  279.  Los  ministros  de  una  religión  que 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  provocaren  á 
la  ejecución  de  cualquiera  de  los  delitos  com- 
prendidos en  los  tres  capítulos  anteriores,  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  destierro,  si  sus 
provocaciones  no  surtieren  efecto,  y  con  la  de 
confinamiento  mayor  si  le  produjeren,  á  no  sei' 
que  correspondiere  por  otros  artículos  del  Có- 
digo, mayor  pena  al  delito  cometido. 

TITITLO  IV 

■lo  InH  íulNcilatles. 

CAPITULO  PRIMERO.— De  la  falsificación  déla 

FIKMA  Ó  ESTAMPILLA  UEAL,  FIEMA  DE    LOS   MINISTROS, 
SELLOS  Y  MARCAS. 

SECCIÓN  1.»— De  la  falsificación  de  la  firma  ó  es- 
tampilla Real  y  firmas  de  los  Ministros. 

Art.  280.  El  que  falsificare  la  firma  ó  es- 
tampilla del  Rey  ó  del  Regente  del  Reino,  ó  la 
firma  de  los  Ministros  do  la  Corona,  será  cas- 
tig'ado  con  la  pena  de  cadena  temporal. 

Art.  281.  El  que  falsificare  la  firma  ó  es- 
tampilla de!  jefe  de  una  potencia  extranjera  ó 
la  firma  de  sus  Ministros,  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  mayor  si  hubiere  hecho  el 
culpable  uso  en  España  de  la  firma  ó  estam- 
pilla falsificadas,  y  con  la  de  presidio  correc- 
cional en  su  grado  medio  al  máximo,  cuando 
hubiere  hecho  uso  de  ellas  fuera  de  España. 

Art.  282.  El  que  á  sabiendas  usare  firma  ó 
estam]iilla  falsa  de  las  clases  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores,  incurrirá  en  la  pena 
inmediatamente  inferior  en  grado  á  la  señala- 
da en  los  mismos  para  los  falsificadores. 

SEC.  2."^ — De  la  falsificación  de  sellos  y  marcas. 

Art.  283.  El  que  falsificare  el  sello  del  Es- 
tado, será  castigado  con  la  pena  de  cadena 
temporal. 

El  que  á  sabiendas  usare  el  sello  falso  del 
Estado,  será  castigado  con  la  pena  inmediata- 
mente inferior  en  grado  á  la  seiíalada  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  284.  El  que  falsificare  el  sello  del  Es- 
tado de  una  potencia  extranjera  y  usare  de  él 


'  No  confundir  este  delito  con  la  falta  que  castiga  el 
art.  BSB.  Fííase  el  art.  6.°  riel  II.  D.  de  22  de  Septiembre 
de  1848,  y  lo  que  pernota  decimos  del  mismo. 
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en  España,  será  castigado  con  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  y  con  la  de  presidio  correccional 
en  su  grado  medio  al  máximo,  si  hubiere  he- 
cho uso  de  él  fuera  del  Reino. 

Art.  285.  El  que  constándole  la  falsedad 
de  los  sellos  de  que  se  trata  en  los  dos  artícu- 
los anteriores,  y  sin  haber  tenido  parte  en  su 
falsificación,  se  sirviere  de  ellos  ó  los  usare, 
será  castigado  con  la  pena  inmediata  inferior 
á  la  señalada  en  los  referidos  artículos  para  los 
falsificadores. 

Art.  286.  La  falsificación  de  las  marcas  y 
sellos  de  los  fieles  contrastes,  será  castigada 
con  las  penas  de  presidio  mayor  y  multa  de 
250  á  2.500  ptas. 

Art.  287.  Con  la  ]iena  señalada  en  el  ar- 
ticulo anterior,  serán  castigados  los  que  á  sa- 
biendas expusieren  á  la  venta  objetos  de  oro 
ó  plata  marcados  con  sellos  falsos  de  con- 
traste. 

Art.  288.  La  falsificación  de  los  sellos  usa- 
dos por  cualquiera  autoridad.  Tribunal,  Cor- 
poración oficial  ú  oficina  pública,  será  casti- 
gada con  las  penas  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  mínimo  y  medio  y  multa  de  150 
á  1.50O  pesetas. 

El  solo  uso  de  esta  clase  de  sellos,  á  sabien- 
das de  que  son  falsos,  se  castigará  con  igual 
pena,  si  tuviere  por  objeto  el  lucro  con  per- 
juicio de  los  fondos  públicos;  en  otro  caso  se 
impondrá  al  culpable  la  pena  inmediatamente 
inferior  en  grado. 

Art.  289.  La  falsificación  de  los  sellos, 
morcas  y  contraseñas  de  que  se  usa  en  las 
oficinas  del  Estado  para  identificar  cualquiera 
objeto  ó  para  aseg'urar  el  pago  de  impuestos, 
será  castigada  con  las  penas  de  presidio  co- 
rreccional en  sus  grados  mínimo  y  medio  y 
multa  de  150  á  1.500  ptas. 

Art.  290.  Si  las  falsificaciones  de  que  tj"a- 
tan  los  dos  articulos  anteriores  se  hubieren 
verificado  sin  emplear  timbre,  ni  sello,  ni  otro 
instrumento  mecánico  propio  para  la  falsifica- 
ción, se  impondrá  al  culpable  la  pena  inme- 
diatamente inferior  en  grado  á  las  señaladas 
para  aqtiellos   delitos. 

Art.  291.  La  falsificación  de  sellos,  marcas, 
billetes  ó  contraseñas  que  usen  las  Empresas 
ó  establecimientos  industriales  ó  de  comercio, 
sei'á  castigada  con  las  penas  de  presidio  co- 
rreccional en  sus  grados  mínimo  y  medio  '. 

Art.  292.  Será  castig-ado  con  la  pena  de 
arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas 
el  que  expendiere  objetos  de  comercio,  susti- 
tuyendo en  ellos  la  marca  ó  el  nombre  del  fa- 
bricante verdadero  por  la  marca  ó  nombre  de 
otro  fabricante  supuesto. 

Art.  293.  Incurrirá  también  en  la  pena  de 
arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas 
el  que  hiciere  desaparecer  de  cualquiera  se- 
llo, billete  ó  contraseña  la  marea  ó  signo  que 
indique  haber  ya  servido  ó  sido  inutilizado 
para  el  objeto  de  su  expendición. 

El  que  usare  á  sabiendas  de  esta  clase  de 


*  Parala  aplicación  de  este  articulo  debe  consultarse 
lo  dispuesto  en  el  Jt.  D.  de  20  de  Koviemhre  de  1850  y  en  la 
ley  de  30  de  Julio  de  JS78,  insertos  en  Propiedad  indus- 
trial. 


sellos  ó  contraseñas  incurrirá  en  la  multa  de 
125  á  1.250  pesetas. 

CAP.  H.— De  la  falsificación  de  moneda. 

Art.  294.  El  que  fabricare  moneda  falsa  de 
un  valor  inferior  á  la  legitima,  imitando  mo- 
neda de  oro  ó  de  plata  que  tenga  curso  legal 
en  el  Reino,  será  castig'ado  con  las  penas  de 
cadena  temporal  en  su  grado  medio  á  cadena 
perpetua  y  multa  de  2.500  á  25.000  pesetas,  y 
con  la  de  presidio  mayor  y  multa  de  250  á 
2.500  pesetas  si  la  moneda  falsa  imitada  fueíe 
de  vellón. 

Art.  295.  El  que  cercenare  moneda  legiti- 
ma será  castigado  con  las  penas  de  presidio 
mayor  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas  si  la  mo- 
neda fuere  de  oro  ó  plata,  y  con  la  de  presidio 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  y 
multa  de  125  á  1.250  ptas.,  si  fuere  de  vellón. 

Art.  296.  El  que  fabricare  moneda  falsa 
del  valor  de  la  legitima,  imitando  moneda  que 
tenga  curso  legal  en  el  Reino,  será  castigado 
con  las  penas  de  presidio  correccional  en  sus 
g'rados  medio  y  máximo  y  multa  de  250  á 
2.500  pesetas. 

Art.  297.  El  que  fabricare  moneda  falsa 
imitando  moneda  que  no  tenga  curso  leg'al  en 
el  Reino,  será  castigado  con  las  penas  de  pre- 
sidio correccional  en  sus  grados  medio  y  má- 
ximo y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  298.  El  que  cercenare  moneda  legiti- 
ma que  no  tenga  curso  leg-al  en  el  Reino,  será 
castigado  con  las  penas  de  presidio  correccio- 
nal en  sus  grados  mínimo  y  medio  y  multa  de 
500  á  5.000  pesetas. 

Art.  299.  Las  penas  señaladas  en  los  ar- 
ticulos anteriores  se  impondrán  en  sus  res- 
pectivos casos  á  los  que  introdujeren  en  el 
Reino  moneda  falsa. 

Con  las  mismas  penas  serán  castigados  tam- 
bién los  expendedores  de  moneda  falsa,  cuan- 
do exista  connivencia  entre  ellos  y  los  falsifi- 
cadores ó  introductores. 

Art.  300.  Los  que  siu  la  connivencia  de 
que  habla  el  artículo  precedente  expendieren 
monedas  falsas  ó  cercenadas  que  huliieren  ad- 
quirido, sabiendo  que  lo  eran,  para  ponerlas 
en  circulación,  serán  castigados  con  las  pe- 
nas de  presidio  correccional  en  sus  grados  me- 
dio y  máximo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  301.  El  que  habiendo  recibido  de  bue- 
na fe  moneda  falsa  la  expendiere  dcsptiés  de 
constarle  su  falsedad,  será  castigado,  si  la  ex- 
pendición excediere  de  125  pesetas,  con  la 
multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de  la  mo- 
neda. 

Art.  302.  Serán  castigados  como  reos  de 
tentativa  de  los  delitos  de  expendición  de  mo- 
neda aquellos  en  cuyo  poder  se  encontraren 
monedas  falsas  que  por  su  uiimero  y  condicio- 
nes se  infiera  razonablemente  que  están  des- 
tinadas á  la  expendición. 

CAP.  III.— De  la  falsificación  deüilletesdebas-'Í 

CO,  DOCUMENTOS  DE  CliEDITO,  PAPEL  SELLADO,  SELLOS^ 
DE  TELÉGRAFOS  V  CORREOS  Y  DEMÁS  EFECTOS  TIMBRA- 
DOS, CUYA  EXPENDICIÓN  ESTÉ  RESERVADA  AL  ESTADO. 

Art.  303.  Los  que  falsificaren  billetes  de 
Banco  ti  otros  títulos  al  portador,  ó  sus  cupo- 
nes, ctiya  emisión  hubiere  sido  autorizada  poi' 
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una  le^-  del  Reino,  ó  los  que  los  introdujeren, 
serán  castigados  con  las  penas  de  cadena  tem- 
poral en  sil  grado  medio  ;l  cadena  perpetua  y 
multa  de  2.500  á  2.5.000  pesetas. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  los  que  los 
expendieren  en  connivencia  con  el  falsificador 
ó  introductor. 

Art.  304.  Los  que  sin  estar  en  relación  con 
los  falsificadores  ó  introductores  adquirieren 
para  ponerlos  en  circulación  billetes  de  Banco 
ú  otros  títulos  al  portador,  ó  sus  cupones,  sa- 
biendo que  eran  falsos,  serán  castigados  con 
la  pena  de  cadena  temporal. 

Art.  305.  Serán  castigados  también  con 
la  pena  de  cadena  temporal  los  que  falsifica- 
ren en  España  billetes  de  Banco  ii  otra  clase 
de  títulos  al  portador  ó  sus  cupones,  cuya 
eniisión  esté  autorizada  por  una  ley  de  un  país 
extranjero  ó  por  una  disposición  que  tenga  en 
el  mismo  fuerza  de  ley. 

Art.  306.  Los  que  habiendo  adquirido  de 
buena  fe  billetes  de  Banco  ii  otros  títulos  al 
portador  ó  sus  cupones,  comprendidos  en  los 
arts.  303  y  305,  los  expendieren,  sabiendo  su 
falsedad,  serán  castig'ados  con  las  penas  de 
presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  307.  Los  que  falsificaren  ó  introduje- 
ren en  el  Reino  títulos  nominativos  li  otros  do- 
cumentos de  crédito,  que  no  sean  al  portador, 
cuya  emisión  esté  autorizada  en  virtud  de  una 
ley,  serán  castig-ados  con  las  penas  de  cadena 
temporal  y  multa  de  2.500  á  5.000  pesetas. 

Art.  308.  Los  que  falsificaren  títulos  nomi- 
nativos ú  otra  clase  de  documentos  de  crédito 
que  no  sean  al  portador,  cuya  emisión  esté 
autorizada  por  una  ley  de  un  país  extranjero 
ó  por  una  disposición  que  tenga  en  el  misino 
fuerza  de  ley,  serán  castigados  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  á  cadena 
temporal  en  su  grado  mínimo. 

Art.  309.  El  que  á  sabiendas  negociare  ó 
de  cualquier  otro  modo  se  lucrare,  con  perjui- 
cio de  tercero,  de  un  titulo  falso  de  los  com- 
prendidos en  los  dos  artículos  precedentes,  in- 
currirá en  las  penas  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  medio  y  mínimo  y  multa  de  150 
á  1.500  pesetas. 

Art.  310.  El  que  presentare  enjuicio  algún 
título  nominativo  al  portador  ó  sus  cupones, 
coustándole  su  falsedad,  incurrirá  en  las  pe- 
nas de  presidio  correccional  en  sus  grados 
medio  y  mínimo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  311.  El  que  falsificare  papel  sellado, 
sellos  de  telégrafos  ó  de  correos,  ó  cualquiera 
otra  clase  de  efectos  timbrados,  cuya  expendi- 
ción  esté  reservada  al  Estado,  será  castigado 
con  la  pena  de  presidio  mayor. 

Igual  pena  se  impondrá  á  los  que  los  intro- 
dujeren en  el  territorio  español  ó  á  los  que  los 
expendieren  en  connivencia  con  los  falsifica- 
dores ó  introductores. 

Art.  312.  Los  que  sin  estar  en  relación  con 
los  falsificadores  ó  introductores,  adquirieren 
á  sabiendas  pajiel,  sellos  ó  efectos  falsos  de  la 
clase  mencionada  en  el  artículo  anterior  para 
expenderlos,  serán  castigados  con  la  pena  de 
presidio  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas. 


Art.  313.  Los  que  habiendo  adquirido  de 
buena  fe  efectos  públicos  do  los  comprendidos 
en  el  artículo  anterior,  los  expendieren,  sa- 
biendo su  falsedad,  incurrirán  en  la  pena  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo. 

Los  que  meramente  los  usaren,   teniendo 
conocimiento  de  su  falsedad,  incurrirán  en  la 
multa  del  quinto  al  décuplo  del  valor  del  pa- 
pel ó  efectos  que  hubieren  usado. 
CAP.  IV. -De  la  falsificación  df,  uocumentos. 

SECCIÓN  PEIMEE.\. -De  la  falsificación  de  tlocn- 
niontos  pút)liccs,  oficiales  y  de  comercio,  y  de  los 
despachos  telegráficos. 

Art.  314.  Será  castig'ado  con  las  penas  de 
cadena  temporal  y  multa  de  500  á  5.000  pese- 
tas, el  funcionario  público  que  abusando  de 
su  oficio  cometiere  falsedad: 

1."  Contrahaciendo  ó  fingiendo  letra,  fir- 
ma ó  rúbrica. 

2."  Suponiendo  en  un  acto  la  intervención 
de  personas  que  no  la  han  tenido. 

3."  Atribuyendo  á  las  que  han  intervenido 
en  él  declaraciones  ó  manifestaciones  diferen- 
tes de  las  que  hubieren  hecho. 

4."  Faltando  á  la  verdad  en  la  narración 
de  los  hechos. 

5."    Alterando  las  fechas  verdaderas. 

6."  Haciendo  en  documento  verdadero  cual- 
quiera alteración  ó  intercalación  que  varíe  su 
sentido. 

7."  Dando  copia  en  forma  fehaciente  de  un 
documento  supuesto,  ó  manifestando  en  ella 
cosa  contraria  ó  diferente  de  la  que  conteng'a 
el  verdadero  original. 

8."  Intercalando  cualquiera  escritura  eu 
un  protocolo,  reg'istro  ó  libro  oficial. 

Será  castigado  también  con  la  pena  señala- 
da en  el  párrafo  primero  de  esto  articulo,  el 
ministro  eclesiástico  que  incurriere  en  alguno 
de  los  delitos  comprendidos  en  los  números 
anteriores,  respecto  á  actos  ó  documentos  cjue 
puedan  producir  efectos  en  el  estado  de  las 
personas  ó  en  el  orden  civil. 

Art.  315.  El  particular  que  cometiere  en  do- 
cumento público  li  oficial  ó  en  letras  de  cam- 
bio ú  otra  clase  de  documentos  mercantiles  al- 
guna de  las  falsedades  designadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  será  castigado  con  las  penas 
de  presidio  mayor  y  multa  de  500  á  5.000  pe- 
setas. 

Art.  316.  El  que  á  sabiendas  ]iresentare  en 
juicio  ó  usare,  con  intención  do  lucro,  un  do- 
cumento falso  de  los  comprendidos  eu  los  ar- 
tículos precedentes,  será  castigado  con  la 
pena  inferior  en  dos  grados  á  la  señalada  á 
los  falsificadores. 

Art.  317.  Los  funcionarios  pviblicos  cucar- 
gados  del  servicio  de  los  telégrafos,  que  su- 
pusieren ó  falsificaren  un  despacho  telegráfi- 
co, incurrirán  en  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal en  sus  grados  medio  y  máximo. 

El  que  hiciere  uso  del  despacho  falso  con  in- 
tención de  lucro  ó  deseo  de  perjudicar  á  otro, 
será  castigado  como  el  autor  de  la  falsedad. 

SECCIOX  2."— Do  la  falsificación  de  documentos 
Xirivadus. 

Art.  318.     El  que  con  perjuicio  de  tercero  ó 
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con  áuiíiio  de  causárselo  cometiere  eu  docu- 
mento privado  alguna  de  las  falsedades  desig- 
nadas en  el  art.  314,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  presidio  correccional  eu  sus  grados  mí- 
nimo y  medio  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 
Art.  319.  El  que  sin  haber  tomado  parte  en 
la  falsificación,  presentare  eu  juicio  ó  hiciere 
uso,  con  intención  de  lucro  ó  con  perjuicio  de 
tercero  y  á  .sabiendas,  de  un  documento  falso 
de  los  comprendidos  en  el  articulo  anterior, 
incurrirá  eu  la  pena  inferior  en  un  grado  á  la 
señalada  á  los  falsificadores. 

SECCIÓN  Sri'-De  la  falsificación  de  cédulas  de  ve- 
cindad y  certificados. 

Art.  320.  El  funcionario  público  que  abu- 
sando de  su  oficio  expidiere  una  cédula  de  ve- 
ciudad  bajo  un  nombre  supuesto,  ó  la  diere  en 
blanco,  será  castigado  con  las  penas  de  pri- 
sión correccional  en  sus  grados  mÍL.mo  y  me- 
dio 6  inhabilitación  especial  temporal. 

Art.  321.  El  qiie  hiciere  una  cédula  de  ve- 
cindad falsa,  será  castigado  con  las  penas  de 
arresto  mayor  eu  su  grado  máximo  á  prisión 
correccional  eu  su  grado  minimo  y  multa  de 
125  á  1.250  pesetas. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  al  que  en 
una  cédula  de  vecindad  verdadera  mudare  el 
nombre  de  la  persona  á  cuyo  favor  hubiere 
sido  expedida,  ó  de  la  autoridad  que  la  hubie- 
re expedido,  ó  que  alterare  en  ella  alguna  otra 
circunstancia  esencial. 

Art.  322.  Él  que  hiciere  uso  de  la  cédula  de 
vecindad  de  que  se  trata  eu  el  artículo  ante- 
rior, será  castigado  con  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

Eu  la  misma  pena  incurrirán  los  que  hicie- 
ren uso  de  una  cédula  de  vecindad  verdadera 
expedida  á  favor  de  otra  persona. 

Art.  323.  El  facultativo  que  librare  certifi- 
cado falso  de  enfermedad  ó  lesión  con  el  fin  de 
eximir  á  una  persona  de  algún  servicio  públi- 
co, será  castigado  con  las  penas  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correc- 
cional en  su  grado  mínimo  y  multa  de  125  á 
á  1.250  pesetas. 

Art.  324.  El  funcionario  público  que  libra- 
re certificación  falsa  de  méritos  ó  servicios,  de 
buena  conducta,  de  pobreza  ó  de  otras  cir- 
cunstancias análogas,  será  castigado  con  las 
penas  de  suspensióu  en  sus  grados  medio  y 
máximo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  325.  El  particular  que  falsificare  uua 
certificación  de  la  clase  designada  en  los  ar- 
tículos anteriores,  será  castigado  con  la  pena 
de  arresto  mayor. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  que  hiciere 
uso  á  sabiendas  de  la  certificación  falsa. 

CAP.  V.— Disposiciones  comunes  á  los  cuatro 
capítulos  amteriokes. 

Art.  326.  El  que  fabricare  ó  introdujere  cu- 
ilos,  sellos,  marcas  ó  cualquiera  otra  clase  de 
útiles  é  instrumentos  destinados  conocidamen- 
te á  la  falsificación  de  que  se  t'i-ata  en  los  ca- 
pítulos precedentes  de  este  título,  será  casti- 
gado con  las  mismas  penas  pecuniarias  y  con 
las  personales  inmediatamente  inferiores  en 
grado  A  las  respectivamente  señaladas  á  los 
falsificadores. 


Art.  327.  El  que  tuviere  en  su  poder  cual- 
quiera de  los  útiles  ó  instrumentos  de  que  se 
habla  en  el  articulo  anterior  y  no  diere  descar- 
go siiflciente  sobre  su  adquisición  ó  conserva- 
ción, será  castigado  con  las  mismas  penas  pe- 
cuniarias y  las  personales  inferiores  en  dos 
grados  á  las  correspondientes  á  la  falsificación 
para  que  aquéllos  fueren  propios. 

Art.  328.  El  funcionario  que  para  ejecutar 
cualquiera  falsificación  en  perjuicio  del  Esta- 
do, de  una  corporación  ó  de  un  particular  de 
quien  dependa,  hiciere  uso  do  los  útiles  ó  ins- 
trumentos legítimos  que  le  estuvieren  confia- 
dos, incurrirá  en  las  mismas  penas  pecunia- 
rias y  personales  que  correspondan  á  la  false- 
dad cometida ,  imponiéndoselas  en  su  g'rado 
máximo,  y  además  en  la  de  inhabilitación  ab- 
soluta temporal  en  su  grado  máximo  á  inhabi- 
litación absoluta  perpetua. 

Art.  329.  Los  que  sin  estar  comprendidos 
en  el  artículo  anterior  se  apoderaren  de  los 
útiles  ó  instrumentos  legítimos  que  en  el  mis- 
mo se  expresan  é  hicieren  uso  de  ellos  para 
ejecutar  cualquiera  falsificación  en  perjuicio 
del  Estado,  de  una  corporación  ó  de  un  par- 
ticular á  quien  pertenecieren,  inctirrirán  ea 
las  mismas  penas  pecuniarias  y  en  las  perso- 
nales inmediatamente  inferiores  en  grado  que 
correspondan  á  la  falsedad  cometida. 

Art.  330.  Cuando  sea  estimable  el  lucro 
que  hubieren  reportado  ó  se  hubieren  propues- 
to los  reos  de  falsificación  penados  en  este  ti- 
tulo, se  les  impondrá  una  multa  del  tanto  al 
triplo  del  lucro,  á  no  ser  que  el  máximo  de  ella 
sea  menor  c|ue  el  mínimo  de  la  señalada  al  de- 
lito, eu  cuyo  caso  se  les  aplicará  ésta. 

CAP.  VI. — De  la  ocultación  fraudulenta  de  bie- 
nes ó  de  industria,  del  falso  testimonio  y  de  la 

acusación  V  DENUNCIAS  FALSAS. 

Art.  331.  El  que  requerido  por  el  competen- 
te funcionario  administrativo  ocultare  el  todo 
ó  parte  de  sus  bienes  ó  el  oficio  ó  la  industria 
que  ejerciere  con  el  propósito  de  eludir  el  pago 
de  los  impuestos  que  por  aquéllos  ó  por  ésta 
debiere  satisfacer,  incurrirá  en  wiia.  multa  del 
tanto  al  quíntuplo  del  importe  de  los  impues- 
tos que  debiera  haber  satisfecho,  sin  que  en 
ningún  caso  pueda  bajar  de  125  pesetas. 

Art.  332  '.  El  que  en  causa  criminal  diere 
falso  testimonio  en  contra  del  reo,  será  casti- 
g'ado: 

1."  Con  la  pena  de  cadena  temporal  eu  su 
grado  máximo  á  cadena  perpetua,  si  el  reo  hu- 
biere sido  condenado  en  la  causa  a  la  pena  de, 
muerte  y  ésta  se  hubiere  ejecutado. 

2.°  Con  la  pena  de  cadena  te,\\\\  oral,  si  el 
reo  hubiere  sido  condenado  en  la  causa  á  la 
de  cadena  perpetua  y  la  hubiere  empezado  á 
sufrir. 

3."  Con  la  pena  de  presidio  mayor,  si  el  reo 
hubiere  sido  condenado  en  la  causa  á  la  de 
cadena  perpetua  y  no  la  hubiere  empezado  á 
sufrir. 

4.°    Con  la  pena  de  presidio  correccional  en 


í 


*  Téngase  presente  él  art.  715  de  la  ley  de  Enjuicia' 
miento  criminal,  según  el  cual  «o  es  punible  la  co?it  radie- 
ción  de  los  testigos  entre  la  declaración  del  sumario  y  la 
prestada  en  el  acto  del  juicio  oral. 
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?<ii  fi'rado  máximo  á  presidio  m.ayor  en  su  gra- 
do medio,  si  el  reo  hubiere  sido  condenado  en 
1,1  causa  á  cualquiera  otra  pena  afiictiva  y  la 
hubiere  empezado  á  sufrir. 

.')."  Con  la  pena  de  presidio  correccional  en 
..u  u'rado  medio  á  la  de  presidio  mayor  en  su 
í;rudo  niininio,  si  el  reo  hubiere  sido  condena- 
do en  la  causa  á  cualquiera  otra  pena  aflictiva 
y  no  la  hubiere  empezado  ¡I  sufrir. 

G.*^  Con  las  penas  de  presidio  correccional 
en  sus  g-rados  medio  y  máximo  y  multa  de  250 
.'i  2.500  pesetas,  si  el  reo  hubiere  sido  condena- 
do en  la  causa  á  pena  correccional  y  la  hv.bie- 
11'  empezado  á  sufrir. 

1.°  Con  las  penas  de  presidio  correccional 
111  sus  grados  mínimo  y  medio,  y  multa  de  150 
á  1.500  pesetas,  si  el  reo  hubiere  sido  condena- 
do en  la  causa  A  pena  correccional  y  no  la  hu- 
biere empezado  á  sufrir. 

8."  Con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas, 
si  el  reo  hubiere  sido  condenado  á  una  pena 
leve  y  l.i  hubiere  empezado  á  sufrir. 

9.°  Con  las  penas  de  arresto  mayor  y  mul- 
ta de  125  á  1.250  pesetas,  si  el  reo  hubiere  sido 
condenado  á  pena  leve  y  no  la  hubiere  empe- 
zado á  sufrir. 

Art.  333  '.  El  que  en  causa  criminal  diere 
falso  testimonio  en  favor  del  reo,  será  castiga- 
do con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su  g,ia- 
do  máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado 
medio  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas,  si  la  cau- 
sa fuere  por  delito,  y  con  la  de  arresto  mayor 
si  fuere  por  falta. 

Art.  334  '.  Al  que  en  causa  criminal  por 
delito  diere  falso  testimonio  que  no  perjudique 
ni  favorezca  al  reo,  se  le  impondrá  la  pena  de 
arresto  mayor  en  sus  g'rados  mínimo  y  medio. 
Art.  335.  El  falso  testimonio  en  causa  ci- 
vil será  castigado  con  las  penas  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo  á  presidio  correc- 
cional en  su  grado  medio  y  multa  de  250  á 
2.500  pesetas. 

Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere  de 
50  duros,  las  penas  serán  la  de  arresto  mayor 
y  multa  de  125  á  1.250  pesetas  -. 

Art.  336  Las  penas  de  los  artículos  prece- 
dentes son  aplicables  en  su  grado  máximo  á 
los  peritos  que  declaren  falsamente  en  juicio. 
Art.  337.  Siempre  que  la  declaración  falsa 
del  testig'o  6  perito  fuere  dada  mediante  cohe- 
cho, las  penas  serán  las  inmediatas  superiores 
en  grado  á  las  respectivamente  desig'uadas  en 
los  artículos  anteriores,  imiioniéndose  además 
la  multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de  la  pro- 
mesa ó  dádiva. 

Esta  última  sei'á  decomisada  cuando  hubie- 
ra llegado  á  entregarse  al  sobornado. 

Art.  338.  Cuando  el  testigo  ó  perito,  sin 
faltar  sustancialmeute  á  la  verdad,  la  altera- 


ren con  reticencias  ó  inexactitudes,  las  penas 
serán: 

1."  Multa  de  150  á  1.500  pesetas,  si  la  fal- 
sedad recayere  en  causa  sobre  delito. 

2."  De  125  á  1.250  pesetas,  si  recayere  eu 
juicio  sobre  falta  ó  en  neg'ocio  civil. 

Art.  339.  El  que  presentare  á  sabiendas 
testigos  ó  documentos  falsos  en  juicio,  será 
castigado  como  reo  de  falso  testimonio. 

Art.  340.  Se  comete  el  delito  de  acusación 
ó  denuncia  falsa  imputando  falsamente  á  al- 
g'una  persona  hechos  que  si  fueren  ciertos, 
constituirían  delito  de  los  que  dan  lugar  á  pro- 
cedimiento de  oficio,  si  esta  imputación  se  hi- 
ciere ante  funcionario  administrativo  ó  judi- 
cial, que  por  razón  de  su  cargo  debiera  proce- 
der á  su  averig'uación  ó  castigo. 

No  se  procederá,  sin  ombarg'o,  contra  el 
denunciador  ó  acusador  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia firme  ó  auto,  también  firme,  de  sobre- 
seimiento del  Tribunal  que  hubiere  conocido 
del  delito  imputado. 

Este  mandará  proceder  de  oficio  contra  el 
denunciador  ó  acusador,  siempre  que  de  la 
causa  principal  resultaren  méritos  bastantes 
para  abrir  el  nuevo  proceso  '. 

Art.  341.  El  reo  de  acusación  ó  denuncia 
falsa,  será  castigado  con  la  pena  de  presidio 
correccional  eu  sus  grados  medio  y  má.ximo, 
cuando  el  delito  imputado  fuere  grave;  con  la 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo 
y  medio,  si  fuera  el  delito  imputado  monos 
grave,  y  con  la  de  arresto  mayor,  si  la  impu- 
tación hubiere  sido  de  una  falta,  imponiéndo- 
se además  en  todo  caso  una  multa  de  250  á 
2.500  pesetas. 

CAP.  VII.— De  la  usurpación  de  funciones,  cali- 
dad Y  títulos  y  uso  indebido  de  no.mbhes,  trajes, 
insignias  y  condecoraciones. 

Art.  342.  El  que  sin  titulo  ó  causa  legítima 
ejerciere  actos  propios  de  una  autoridad  ó  fun- 
cionario público,  atribuyéndose  carácter  ofi- 
cial, será  castigado  con  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional en  sus  g'rados  mínimo  y  medio. 

Art.  343.  El  que  atribuyéndose  la  cualidad 
de  profesor  ejerciere  públicamente  actos  pro- 
pios de  una  facultad  que  no  pueda  ejercerse 
sin  titulo  oficial,  incurrirá  en  la  pena  de  arres- 
to mayor  eu  su  grado  máximo  á  prisión  co- 
rreccional en  su  grado  mínimo  '-. 

Art.  344.  El  que  usurpare  carácter  que  ha- 
bilite para  el  ejercicio  de  los  actos  propios  de 
los  ministros  de  un  culto  que  tenga  prosélitos 
en  España  ó  ejerciere  dichos  actos,  incurrirá 
en  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  g'rado  má- 
ximo á  prisión  correccional  en  su  gi-ado  mí- 
nimo. 

Art.  345.  El  que  usare  y  públicamente  se 
atribuyere  títulos  de  nobleza  que  no  lo  perte- 


*     Vfase  la  nota  anterior. 

^  Para  que  exista  el  delito  de  este  articulo,  es  necesa- 
rio  que  se  de  en  pleito  ó  causa  civil,  ó  sea  en  negocio  ju- 
dicial que  se  ventile  contradictoriamente;  de  manera  que 
no  existirá  diclio  delito  tratándose  de  asuntos  de  juris- 
dicción voluntaria  ó  expediente  meramente  instructivo. 
Asi  lo  tiene  repetidamente  declarado  el  T.  S.,  como  vere- 
mos en  Falso  testimonio. 


*  Es  aplicable  este  artiado  al  procesado  que  en  sus  de- 
claraciones imputad  otro  el  delito  por  ipte  es  acusado, 
aunque  sea  para  atenuar  su  propia  rulpn.hilidad.  iSen- 
tencia  15  Junio  lbT¿.)—  Ver  mcis  docíí-ína  en  ACUSACIÓN, 
tovio  I,  p.  Í7I>. 

•¿  Ejercer  sin  Ululo  actos  de  una  profesión  que  lo  exi- 
ja, es  sólo  falta  (art.  6.11,  par.  1.").  La  diferencia  que 
existe  entre  dicfta  disposición  y  la  de  este  articulo,  está 
en  que  aquí  se  trata,  además,  de  fingirse  profesor.  ~y .  In- 
trusos. 
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necieran,  inciii-rirá  en  Ja  multa  de  250  á  2.500 
pesetas. 

Art.  346.  El  que  usare  públicamente  un 
nombre  supuesto,  incurrirá  en  las  penas  de 
arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y  medio 
y  multa  de  125  k  1.250  pesetas. 

Cuando  el  uso  del  nombre  supuesto  tuviere 
por  objeto  ocultar  algún  delito,  eludir  una 
pena  ó  causar  algún  perjuicio  al  Estado  ó  á 
los  particulares,  se  impondrá  al  culpable  las 
penas  de  arresto  mayor  en  sus  grados  medio 
y  máximo  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  articulo,  el 
uso  de  nombre  supuesto  podrá  ser  autorizado 
temporalmente  por  la  autoridad  superior  ad- 
ministrativa, mediando  justa  causa. 

Art.  347.  El  funcionario  pViblico  que  en  los 
actos  propios  de  su  cargo  atribuyere  á  cual- 
quiera persona,  en  connivencia  con  ella,  títu- 
los de  nobleza  ó  nombre  que  no  le  pertenezcan, 
incurrirá  en  la  multa  de  150  á  1.500  pesetas. 

Art.  348.  El  que  usare  pública  é  indebida- 
mente uniforme  ó  traje  propios  de  un  carg'o 
que  no  ejerciera,  ó  de  una  clase  A  que  no  per- 
teneciera, ó  de  un  estado  que  no  tuviera,  ó  in- 
sig'nias  ó  condecoraciones  que  no  estuviera 
autorizado  para  llevar,  será  castigado  con 
la  pena  de  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

titi;lo  V 

Oe  In  Infriicrlón  fie  liis  l<-yi>H  Nobre  Inliiiniiiclo- 
ii('»4^  fie  lii  \í«>liiclófi  flr  N<'|»iilttiras  y  fie  los  tlc- 
IIIUM  Cf*nlrii  Ru  .miliifl  pfibllCH. 

CAPITULO  PRIMERO.- De  la  infracción  de  las 

LEYES    SOUliE   INIlUiMACIONES   Y    DE   LA   VIOLACIÓN    DE 
SEPULTÜltAS. 

Art.  349.  El  que  practicare  ó  hubiere  he- 
cho practicar  una  inhumación,  contraviniendo 
Á  lo  dispuesto  por  las  leyes  ó  reglamentos  res- 
pecto al  tiempo,  sitio  y  demás  formalidades 
prescritas  para  las  inhumaciones,  incurrirá  en 
las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  150  á 
1.500  pesetas. 

Art.  350.  El  que  violare  los  sepulcros  ó  se- 
pulturas, practicando  cualesquiera  actos  que 
tiendan  directamente  á  faltar  al  respeto  debi- 
do á  la  memoria  de  los  muertos,  será  conde- 
nado con  las  penas  de  arresto  mayor  y  multa 
de  125  á  1.250  pesetas. 

CAP.  II.— De  los  delitos  contea  la  salud 

PÚULICA  '. 

Art.  351.  El  que  sin  hallarse  competente- 
mente autorizado  elaborare  sustancias  noci- 
vas á  la  salud,  ó  productos  químicos  que  pue- 
dan causar  g-randes  estragos,  para  expender- 
los, ó  los  despachare,  ó  vendiere,  ó  comerciare 
con  ellos ,  será  castigado  con  las  penas  de 
arresto  mayor  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  352.  El  que  hallándose  autorizado 
para  el  tráfico  de  sustancias  que  puedan  ser 
nocivas  á  la  salud,  ó  productos  químicos  de  la 
clase  expresada  en  el  articulo  anterior,  los 
despachare  ó  suministrare,  sin  cumplir  con  las 


*  Por  lo  mucho  qi  ''  se  relacionan  con  las  disposiciones 
de  este  capitulo,  deben  tenerse  presentes:  respecto  del  ar- 
ticnlo,  .351  el  núm.  8.°  del  art.  696,  y  en  cuanto  al  art.  .353. 
el  núm.  1."  del  &!>5.  En  lo  que  se  refiere  al  art.  356,  debe- 
mos advertir  que  puede  tener  gran  conexión  con  lo  que  él 
manda^  lo  prevenido  en  el  432. 


formalidades   prescritas   en   los   reglamentos' 
respectivos ,  será  castigado  con  las  penas  de 
arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  353.  Los  farmacéuticos  que  despacha- 
ren medicamentos  deteriorados  ó  sustituyeren 
unos  por  otros,  ó  los  despacharen  sin  cumplir 
con  las  formalidades  prescritas  en  las  leyes  y 
reglamentos,  serán  castig-ados  con  las  penas 
de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  pri- 
sión con-eccional  en  su  grado  mínimo  y  multa 
de  125  á  1.250  pesetas. 

Si  por  efecto  del  despacho  del  medicamento 
hubiere  resultado  la  muerte  de  una  persona, 
se  impondrá  al  culpable  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional en  sus  grados  medio  y  máximo  y  la 
multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  354.  Las  disposiciones  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores  son  aplicables  á  los  que  tra- 
fiquen con  las  sustancias  ó  productos  expre- 
sados en  ellos  y  á  los  dependientes  de  los  far- 
macéuticos cuando  fueren  los  culpables. 

Art.  355.  El  que  exhumare  ó  trasladare  los 
restos  humanos  con  infracción  de  los  regla- 
mentos y  demás  disposiciones  de  sanidad,  in- 
currirá en  la  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  356.  El  que  con  cualquiera  mezcla  no- 
civa á  la  salud  alterare  las  bebidas  ó  comes- 
tibles destinados  al  consumo  público ,  ó  ven- 
diere géneros  corrompidos,  ó  fabricare  ó  ven- 
diere objetos  cuyo  uso  sea  necesariamente 
nocivo  á  la  salud,  será  castigado  con  las  pe- 
na-s  de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á 
prisión  correccional  en  su  grado  mínimo  y  mul- 
ta de  125  á  1.250  pesetas. 

Los  géneros  alterados  y  los  objetos  nocivos- 
serán  siempre  inutilizados. 

Art.  357.  Se  impondrá  también  la  pena  se- 
ñalada en  el  articulo  anterior: 

1.°  Al  que  escondiere  ó  sustrajere  efectos 
destinados  á  ser  inutilizados  ó  desinfectados, 
con  objeto  de  vendevloss  ó  comprarloH  '. 

2.°  Al  que  arrojare  en  fuente,  cisterna  ó 
rio,  cuya  agua  sirva  de  bebida,  algún  objeto 
que  haga  al  agua  nociva  para  la  salud. 

TITILO   VI 

lie  IOí4  jficgojs  y  i'ifa.*4  -. 

Art.  358.  Los  banqueros  y  dueños  de  ca- 
sas de  juego  de  suerte,  envite  ó  azar,  serán 
castigados  con  las  penas  de  arresto  mayor  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas;  y  en  caso  de  rein- 
cidencia, con  las  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á  prisión  correccional  en  su  g-rado 
mínimo  y  doble  multa. 

Los  jug-adores  que  concurrieren  á  las  casas 
referidas,  con  las  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do mínimo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

En  caso  de  reincidencia,  con  las  de  arresto 
mayor  en  su  g'rado  medio  y  doble  multa. 

Árt.  359.  Los  empresarios  y  expendedores 
de  billetes  de  loterías  ó  rifas  no  autorizadas 
serán  castigados  con  la  pena  de  arresto  mayor 
en  sus  grados  mínimo  y  medio  y  multa  de  125 
á  1.250  pesetas  ■'. 


i 


•  lUctiflcado,  según  está  inserto,  por  D.  de  1 
ro  de  187 í. 

-  La  jurisprudencia  establecida  sobre  estos 
insertamos  en  JuEGus  riiOHiBiDOS  y  Lotería 

3    Este  precepto  no  es  aplicable  á  las  rifas  no 


de  Ene- 


delitos  la     ' 

Y   RIFAS. 

autorizar    J 
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Los  que  en  el  jueg'o  ó  rifa  usaren  de  medios 
fraudulentos  para  asegurar  la  suerte,  serán 
castig'ados  como  estafadores. 

Art.  360.  El  dinero  ó  efectos  y  los  instru- 
mentos y  útiles  destinados  al  juego  ó  rifa,  cae- 
rán en  comiso. 

TITILO   VII 

De  IO0  delItoN  de  Ion  oniplondoM  públicos  en  el 
ejercicio  de  hum  cai'gos. 

CAPITULO  PRIMERO.— Prevaricactón. 

Art.  361.  El  juez  que,  á  sabiendas,  dictare 
sentencia  injusta  contra  el  reo,  en  causa  cri- 
miual  por  delito,  incurrirá  en  la  pena  impues- 
ta por  la  sentencia,  si  ésta  se  hubiere  ejecu- 
tado, y  además  en  la  de  inhabilitación  tempo- 
poral  absoluta  en  su  g'rado  máximo  á  inhabili- 
tación perpetua  absoluta. 

Art.  362.  El  juez  que,  á  sabiendas,  dictare 
sentencia  injusta  en  contra  del  reo,  cuando 
ésta  no  hubiere  llegado  á  ejecutarse,  será  cas- 
tigado con  la  pena  inmediatamente  inferior 
en  g'rado  á  la  que  en  la  sentencia  injusta  hu- 
biere impuesto  siendo  el  delito  grave,  y  con  la 
inmediatamente  inferior  en  dos  grados  á  la 
que  hubiere  impuesto,  si  el  delito  fuere  menos 
grave. 

En  todos  los  casos  de  este  articulo  se  impon- 
drá también  al  culpable  la  pena  de  inhabilita- 
ción temporal  especial  en  su  grado  máximo  á 
inhabilitación  perpetua  especial. 

Art.  363.  Si  la  sentencia  injusta  se  dictare 
á  sabiendas  contra  el  reo  en  juicio  sobre  falta, 
las  penas  serán  las  de  arresto  mayor  é  inhabi- 
litación temporal  especial  en  su  g-rado  máxi- 
mo il  inhabilitación  perpetua  especial. 

Art.  364.  El  juez  que,  A  sabiendas,  dictare 
sentencia  injusta,  en  causa  criminal  á  favor 
del  reo,  incurrirá  en  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y  medio  é  inha- 
bilitación temporal  especial  en  su  grado  má- 
ximo á  inhabilitación  perpetua  especial,  si  la 
causa  fuere  por  delito  gra\-e;  en  la  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correccio- 
nal en  su  g'rado  mínimo  é  igual  inhabilitación, 
si  la  causa  fuere  por  delito  menos  grave,  y  en 
la  de  arresto  mayor  en  su  g'rado  mínimo  y 
suspensión,  si  fuere  por  falta. 

Art.  365.  El  juez  que,  á  sabiendas,  dictare 
sentencia  injusta  en  causa  civil,  incurrirá  en 
las  penas  de  arresto  mayor  en  su  g'rado  medio 
¿  prisión  correccional  en  su  grado  mínimo 
é  inhabilitación  temporal  especial  en  su  grado 
máximo  ix  inhabilitación  perpetua  especial. 

Art.  366.  El  juez  que,  por  negligencia  ó 
ignorancia  inexcusables,  dictare  en  causa  ci- 
vil ó  criminal  sentencia  manifiestamente  injus- 
ta, incurrirá  en  la  pena  de  inhaliilitación  tem- 
poral especial  en  su  grado  máximo  á  inhabili- 
tación especial  perpetua. 

Art.  367.     El  juez  que,  á  sabiendas,  dictare 


das  después  del  decreto  ley  de  20  de  Abril  de  1875.  (Sen- 
tencia 23  Diciembre  1889.)  En  el  Apéndice  de  1892,  pá- 
gina 3o  t,  hay  una  importante  dficisián  de  competencia  á 
favor  de  la  Administración,  declarand.o  que  el  castigo  de 
las  rifas  no  autorizadas  está  exclusivamente  reservado  á 
la  Administración  (R.  D.  2'2  Mayo  1892)  No  puede  concor- 
darse esta  doctrina  con  la  del  T.  S.  que  queda  indicada. 
V.  Lotería  v  rifas. 


providencia  interlocutoria  injusta,   incurrirá 
en  la  pena  de  suspensión. 

Art.  368.  El  juez  que  se  neg'are  á  juzgar 
so  pretesto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó  silen- 
cio de  la  ley,  será  castigado  con  la  pena  de 
suspensión. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  juez  culpable 
de  retardo  malicioso  en  la  administración  de 
justicia. 

Art.  369.  El  funcionario  público  que,  á  sa- 
biendas, dictare  ó  consultare  providencia  ó 
resolucióu  injusta  eu  negocio  contencioso-ad- 
ministrativo,  ó  meramente  administrativo,  in- 
currirá en  la  pena  de  inhabilitación  temporal 
especial  en  su  grado  máximo  á  inhabilitación 
perpetua  especial. 

Con  la  misma  pena  será  castig'ado  el  funcio- 
nario público  que  dictare  ó  consultare,  por  ne- 
gligencia ó  ignorancia  inexcusables,  provi- 
dencia ó  resolución  manifiestamente  injusta 
en  negocio  conteucioso-administrativo  ó  me- 
ramente administrativo. 

Art.  370.  El  funcionario  público  que,  fal- 
tando á  la  oblig'ación  de  su  cargo  dejare  ma- 
liciosamente de  promover  la  persecución  y 
castigo  de  los  delincuentes,  incurrirá  en  la 
pena  de  inhabilitación  temporal  especial  en  su 
g'rado  máximo  á  iuhabilitacióa  perpetua  es- 
pecial. 

Art.  371.  Será  castigado  con  una  multa  de 
250  á  2.500  pesetas  el  abog'ado  ó  procurador 
que,  con  abuso  malicioso  de  su  oficio  ó  negli- 
gencia ó  ignorancia  inexcusables,  perjudicare 
á  su  cliente  ó  descubriere  sus  secretos,  habien- 
do de  ellos  tenido  conocimiento  eu  el  ejerci- 
cio de  su  ministerio. 

Art.  372.  El  abogado  ó  procurador  que, 
habiendo  llegado  á  tomar  la  defensa  de  una 
parte,  defendiere  después,  sin  su  consenti- 
miento, á  la  contraria  en  el  mismo  negocio,  ó 
la  aconsejare,  será  castigado  con  las  penas  de 
inhabilitación  temporal  especial  y  multa  de  125 
á  1.250  pesetas. 
CAP.  II.— Infidelidad  en  la  custodia  de  presos. 

Art.  373.  El  funcionario  piiblico  culpable 
de  connivencia  en  la  evasión  de  un  preso  cu- 
ya conducción  ó  custodia  le  estuviere  confia- 
da, será  castigado: 

1.°  En  el  caso  de  que  el  fugitivo  se  hallare 
condenado  por  ejecutoria  en  alguna  pena,  con 
la  inferior  á  ésta  en  dos  grados  y  con  la  de  in- 
habilitación temporal  especial  en  su  grado 
máximo  á  inhabilitación  perpetua  especial. 

2.°  Con  la  pena  inferior  en  tres  grados  á  la 
señalada  por  la  ley  al  delito  por  el  cual  se  ha- 
llare procesado  el  fugitivo,  si  no  se  le  hubiere 
condenado  por  ejecutoria,  y  con  la  de  inhabi- 
litación especial  temporal. 

Art.  374.  El  particular  que  halláudose  en- 
cargado do  la  conducción  ó  custodia  de  un 
preso  ó  detenido,  cometiere  alguno  de  los  de- 
litos expresados  en  el  artículo  precedente,  se- 
rá castigado  con  las  penas  inmediatamente 
inferiores  en  grado  á  las  señaladas  al  funcio- 
nario público. 

CAP.  III.— Infidelidad  en  la  custodia   de  docu- 
mentos. 

Art.  375.     El  funcionario  público  que  sus- 


942 


CÓDIGO  PENAL.  (Cód.  de  1870.— Lib.  II,  tit.  VIL) 


tvajere,  destruyere  ú  ociiltare  documentos  ó 
papeles  que  le  estuvieren  confiados  por  razón 
de  su  cargo,  será  castigado: 

1."  Con  las  penas  de  prisión  mayor  y  mul- 
ta de  250  á  2.500  pe.setas,  siempre  que  riel  he- 
cho resultare  g-rave  daño  de  tercero  ó  de  la 
c;iusa  pública. 

2."  Con  las  de  prisión  correccional  en  sus 
g'rndos  mínimo  y  medio  y  multa  de  125  A  1.250 
pesetas,  cuando  no  fuere  g-rave  el  daño  de 
tercero  ó  de  la  causa  pública. 

En  uno  y  otro  caso  se  impondrá  además  la 
pena  de  inhabilitación  temiioral  espfecial  eu  su 
grado  miximo  á  inhabilitacióu  perpetua  es- 
pecial. 

Art.  376.  El  funcionario  público  que  te- 
niendo á  su  cargo  la  custodia  de  papeles  ó 
efectos  sellados  por  la  autoridad,  quebranta- 
re los  sellos  ó  consintiere  en  su  quebranta- 
miento, será  castigado  con  las  penas  de  pri- 
sión correccional  en  stis  g'rados  mínimo  y  me- 
dio, inhabilitación  temporal  especial  ensu  g'ra 
do  máximo  á  inhabilitación  perpetua  especial 
y  multa  rie  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  377.  El  funcionario  público  qvie  no  es- 
tando comprendido  en  el  articulo  anterior 
abriere  ó  consintiere  abrir  sin  la  autorización 
comperfente  papeles  ó  documentos  cerrados 
cuya  custodia  le  estuviere  confiada,  incurrirá 
en  las  penas  de  arresto  mayor,  inhabilitación 
temporal  especial  y  multa  de  125  á  1.250  pe- 
setas. 

Las  penas  designadas  en  los  tres  artículos 
anteriores  son  aplicables  también  á  los  ecle- 
siásticos y  á  los  particulares  encarg'ados  acci- 
dentalmente del  despacho  ó  custodia  de  docu- 
mentos ó  papeles  por  comisión  del  Gobierno,  ó 
de  funcionarios  á  quienes  hubieren  sido  con- 
fiados aquéllos  por  razón  de  su  cargo. 

CAP.  IV. — De  la  violación  de  skcueto.s. 

Art.  378.  El  funcionario  público  que  reve- 
lare los  secretos  de  que  tenga  conocimiento 
por  razón  de  su  oficio  ó  entregare  indebida- 
mente papeles  ó  copia  do  papeles  que  teng-a  á 
su  carg'o  y  no  deban  ser  publicados,  incurrirá 
en  las  penas  de  suspensión  en  su  grado  míni- 
mo y  medio  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Si  de  la  revelación  ó  de  la  entrega  de  pape- 
les resultare  grave  daño  para  la  causa  públi- 
ca, las  penas  serán  de  inhabilitación  especial 
temporal  en  su  grado  máximo  á  inhabilitacióu 
especial  perpetua  y  prisión  correccional  en 
sus  grados  medio  y  máximo. 

Art.  379.  FA  funcionario  público  que  sa- 
biendo, por  razón  de  su  carg'o,  los  secretos  de 
un  particular  los  descubriere,  incurrirá  en  las 
penas  de  suspensión,  arresto  mayor  v  multa 
de  125  á  1.250  pesetas. 

CAP.  V. — Desobediencia  y  denegación  de  auxilio. 

Art.  380.  Los  funcionarios  jnrtieiales  ó  ad- 
ministrativos que  se  neg'aren  abiertamente  á 
dar  el  debido  cumplimiento  á  sentencias,  de- 
cisiones ú  órdenes  de  autoridad  superior,  dic- 
tadüs  dentro  de  los  limites  de  su  respectiva 
compotencia  y  revestidas  de  las  formalidades 
legales,  incurrirán  en  las  penas  de  inhabilita- 
ción temporal  especial  en  su  g-rado  máximo  á 


inhabilitacióu  perpetua  especial  v  multa  de 
150  á  1.500  pesetas. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo'i! 
anterior,  no  incurrirán  en  responsabilidad  cri- 
minal los  funcionarios  públicos  por  no  dar 
cumplimiento  á  uu  mandato  administrativo 
que  constituya  una  infracción  manifiesta,  clara 
y   terminante  de  im  precepto    constitucional. 

Tampoco  incurrirán  en  responsabilidad  cri- 
minal los  funcionarios  públicos  constituidos 
en  autoridad  que  no  den  cumplimiento  á  un 
mandato  de  ig'ual  clase,  eu  el  que  se  infrinja, 
manifiesta,  clara  y  terminantemente  cual(f«ie<  i 
ra  otra  ley.  í; 

Art.  381.  El  funcionario  que  habiendo  sus-'' 
pendido  por  cualquier  motivo  que  no  fuere  de 
los  expresados  en  el  segundo  párrafo  del  ar- 
ticulo anterior,  la  ejecución  de  las  órdenes  de 
sus  superiores,  las  desobedeciere  después  que 
aquéllos  hubieren  desaprobado  la  suspensión, 
sufrirá  la  pena  de  inhabilitación  perpetua  es- 
pecial y  prisión  correccional  en  sus  grados  mí- 
nimo y  medio. 

Art.  382.  El  funcionario  pviblico  que  reque- 
rido por  autoridad  competente  no  prestare  la 
debida  cooperación  para  la  administración  de 
justicia  II  otro  servicio  público,  incurrirá  en 
la  pena  de  suspensión  en  sus  grados  mínimo 
y  medio  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Si  de  su  omi.sión  resultare  grave  daño  para 
la  causa  pública  ó  á  un  tercero,  las  penas  se- 
rán de  inhabilitación  perpetua  especial  y  mul- 
ta de  150  á  1.500  pesetas. 

Art.  383.  El  que  rehusare  ó  se  negare  á, 
desempeñar  un  cargo  piiblico  de  elección  po- 
pular, sin  presentar  ante  la  autoridad  que  co- 
rresponda excusa  legal  ó  después  que  la  ex- 
cusa fuere  desatendida,  incurrirá  en  la  multa 
de  150  á  1.500  pe.setas. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  Jurado  que 
voluntariamente  dejare  de  desempeñar  su  car- 
g'o sin  excusa  admitida,  y  el  perito  y  el  testigo 
que  dejaren  también  voluntariamente  de  com- 
parecer ante  un  Tribunal  á  prestar  sus  decla- 
raciones, cuando  hubieren  sido  oportuuamen-' 
te  citados  al  efecto. 


I 


CAP.   VI.— ANTICrPACIÓlf,  PROLONGACIÓN  Y  ABANDONO] 
DE    FUNCIONES   PÚBLICAS. 

Art.  384.  El  que  entrare  á  desempeñar  un 
empleo  ó  cai-go  público  sin  haber  prestado  en 
debida  forma  el  juramento  ó  fianza  requerida 
por  las  leyes,  quedará  suspenso  del  empleo  ó 
cargo  hasta  que  cumpla  con  las  formalidades 
respectivas  é  incurrirá  en  la  multa  de  125  á. 
1.250  pesetas. 

Art.  385.  El  funcionario  público  que  conti- 
nuare ejerciendo  su  empleo,  carg'o  ó  comisión 
después  que  debiere  cesar  conforme  á  las  lo- 
yes,  reglamentos  ó  disposiciones  especiales  de| 
su  ramo  respectivo,  será  castigado  con  las  pe- j 
ñas  de  inhabilitación  especial  temporal  en  su 
grado  mínimo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  386.  Él  funcionario  culpable  de  cual- 
quiera de  los  delitos  penados  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores  que  hubiere  |)ercibido  algu- 
nos derechos  ó  emolumentos  por  razón  de  stt 
cargo  ó  comisión  antes  de  poder  desempeñar- 
lo ó  después  de  haber  debido  cesar  en  él,  será 
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;i domas  condenado  á  restituirlos  con  la  multa 
del  10  al  50  por  100  de  su  importe. 

Art.  387.  El  funcionario  piibüco,  que  sin 
liabérsele  admitido  la  renuncia  de  su  destino, 
1(1  abandonare,  con  daño  de  la  causa  pública, 
yi'rá  castig'ado  con  la  pena  de  suspensión  en 
sus  grados  medio  y  máximo. 

Si  el  abandono  de  destino  se  hiciere  para  no 
impedir,  no  perseg'uiró  no  castigar  cualquiera 
de  los  delitos  comprendidos  en  los  títulos  I 
y  II  del  lib.  II  de  este  Código,  se  impondrá  al 
culpable  la  pena  de  prisión  correccional  en  su 
;iiado  mínimo  al  medio,  \  la  de  arresto  mayor 
si  tuviere  por  motivo  el  no  impedir,  no  perse- 
guir ó  no  castigar  cualquiera  otra  clase  de 
delito. 

.  CAP.  VII.— USURrACIÚN    DE  ATRIBUCIONES   Y  NOMBRA- 
MIENTOS ILEGALES. 

Art.  388.  El  funcionario  público  que  inva- 
diere las  atribuciones  del  poder  legislativo,  ya 
dictando  reglamentos  ó  disposiciones  genera- 
les excediéndose  en  sus  atribuciones,  ya  de- 
rogando ó  suspendiendo  la  ejecución  de  una 
ley,  incurrirá  en  la  pena  de  inhabilitación  tem- 
poral especial  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas. 

Art.  389.  El  juez  que  se  abrogare  atribucio- 
nes propias  de  las  autoridades  administrati- 
vas ó  impidiere  á  éstas  el  ejercicio  legitimo  de 
las  suyas,  será  castigado  con  la  pena  de  sus- 
pensión. 

En  la. misma  pena  incurrirá  todo  funciona- 
rio del  orden  administrativo  que  se  abrogase 
atribuciones  judiciales  ó  impidiere  la  ejecu- 
ción de  una  providencia  ó  decisión  dictada  por 
juez  competente. 

Art.  390.  El  funcionario  público  que  legal- 
mente  requerido  de  inhibición  continuare  pro- 
cediendo, antes  que  se  decida  la  contienda 
jurisdiccional,  será  castigado  con  la  multa  de 
125  á  1.2.50  pesetas  '. 

Art.  391.  Los  funcionarios  administrativos 
ó  militares  que  dirigieren  órdenes  ó  intimacio- 
nes á  una  autoridad  judicial  relativas  á  causas 
ó  negocios  cuyo  conocimiento  ó  resolución  sean 
de  la  exclusiva  competencia  do  los  Tribunales 
de  justicia,  incurrirán  en  las  penas  de  suspen- 
sión en  sus  grados  mínimo  v  medio  y  multa 
de  250  á  2.500  pesetas. 

Art.  392.  El  eclesiástico  que  requerido  por 
el  Tribunal  competente,  rehusare  remitirle  los 
autos  pedidos  para  la  decisión  de  un  recurso 
de  fuerza  interpuesto,  será  castig'ado  con  la 
pena  de  inhabilitación  temporal  esiieeial  -. 


*  Snhre  rompetenc/a  entri'.  las  aufor/'dades ^ptátcialf.n, 
'  Tigen  las  dispnsiciones  de  la  leu  orfjánica  provisional  del 
Poder  judicial  de  IS7o,  reprodxtridaa  en  los  arts.  72  á  115 
de  la  leu  de  Enj.  civil  y  19  d  51  de  la  de  Enj.  crim. 

—  Cuando  la  competencia  es  entre  las  autoridades  ju- 
diciales y  las  administrativas,  delyen  observarse  las  dis- 
posiciones del  R.  D.  de  ft  de  Septiembre  de  18S7  y  lo  pre- 
venido en  los  artículos  desde  el  2ftfl  al  2íí7  de  la  ley  orfjá- 
nica citada  del  Poder  judicial  y  116  á  124  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil,  aplicables  también  á  los  juicios  crimina- 
les por  el  art.  51  déla  ley  ie  Enj.  crim. 

2  Para  la  mejor  aplicación  de  este  articulo,  tener  pre- 
tente  el  las  de  la  ley  de  Enj.  civil. 

— Además  pueden  consultarse  también  sobre  abusos  de 

los  eclesiásticos  los  arts.  144  de  este  Código,  que  impone  la 

pena  de  extraíiamiento  temporal  al  que  publicase  ó  ejecu- 

'  tase  bulas,  breves  ó  despachos  de  la  Corte  romana  que  ata- 

^eít  la  paz  ó  la  independencia  del  Estado,  ó  se  opongan 


La  reincidenciase  castigará  cou  la  de  inha- 
bilitación perpetua  especial. 

Art.  393.  El  funcionario  público  que  á  sa- 
biendas propusiere  ó  nombrare  para  carg'o  pú- 
blico persona  en  quien  no  concurran  los  requi- 
sitos legales,  será  castigado  con  la  pena  de 
suspensión  y  multa  de  125  á  1.2.50  pesetas. 

CAP.  VIII.— Abusos  contra  la  honestidad. 

Art.  394.  El  funcionario  piiblico  que  soli- 
citare á  lina  mujer  que  tenga  pretensiones 
pendientes  de  su  resolución,  ó  acerca  de  las 
cuales  tenga  que  evacuai'  informe  ó  elevar 
consulta  á  su  superior,  será  castig'ado  con  la 
pena  de  inhabilitación  temporal  especial. 

Art.  395.  El  alcaide  que  solicitare  á  una 
mujer  sujeta  á  su  guarda,  será  castigado  con 
la  pena  de  prisión  correccijual  en  sus  grados 
medio  al  máximo. 

Si  la  solicitada  fuere  esposa,  hija,  hermana 
ó  afín  en  los  mismos  grados  de  persona  que  tu- 
viere bajo  su  guarda,  la  pena  será  prisión  co- 
rreccional en  sus  grados  mínimo  al  medio. 

En  todo  caso  incurrirá  además  en  la  de  in- 
habilitación temporal  especial  en  su  grado  má- 
ximo á  inhabilitación  perpetua  especial. 

CAP.  IX.— Cohecho  '. 

Art.  396.  El  funcionario  público  qiie  reci- 
biere por  si  ó  por  persona  intermedia  dádiva 
ó  presente,  ó  aceptare  ofrecimientos  ó  prome- 
sas por  ejecutar  un  acto  relativo  al  ejercicio 
de  su  cargo,  que  constituya  delito,  será  casti- 
gado con  las  penas  de  presidio  correccional  en 
su  grado  mínimo  al  medio  y  multa  del  tanto  al 
triplo  del  valor  de  la  dádiva,  sin  perjuicio  de 
la  pena  correspondiente  al  delito  cometido  por 
la  dádiva  ó  promesa,  si  lo  hubiere  ejecutado. 

Art.  397.  El  funcionario  público  que  reci- 
biere por  sí  ó  por  pei'sona  intermedia,  dádiva 
ó  presente,  ó  aceptare  ofrecimiento  ó  prome- 
sa por  ejecutar  un  acto  injusto,  relativo  al  ejer- 
cicio de  su  cargo,  que  no  constituya  delito,  y 
que  lo  ejecutare,  incurrirá  en  la  jjena  de  pre- 
sidio correccional  en  su  grado  míiiimo  y  medio 
y  multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de  la  dá- 
diva: si  el  acto  injusto  no  llegare  á  ejecutarse, 
se  impondrán  las  penas  de  arresto  mayor  en 
su  gi'ado  máximo  á  presidio  correccional  en 


d  la  observancia  de  las  leyes.  El  art  314,  que  castiga  en  su 
último  párrafo  con  la  multa  de  500  á  5.000  pesetas  al  mi- 
nistro eclesiástico  que  incurra  en  alguno  de  los  delitos  de 
falsedad,  respecto  d  actos  6  ftocumentos  que  puedan  pro- 
ducir efectos  en  el  estado  de  las  personas  ó  en  el  orden  ci- 
vil: el  37  7,  que  hace  extensivas  á  los  eclesiásticos  las  penas 
que  los  arts.  375  y  siguiente  imponen  á  los  funcionarios 
públicos  por  la  destrucción  ó  sustracción  de  papeles,  que- 
brantamiento de  sellos,  apertura  de  documentos  cerrados 
y  otros. 

'  Hasta  por  ejecutar  un  acto  licito  debido  esta  justa- 
mente proliibido  á  los  empleados  piihlicos  el  recibir  dádi- 
vas ó  aceptar  promesas;  hasta  la  sim/ile  admisión  de  re- 
galos se  considera  delito,  cuando  se  les  hace  en  considera- 
ción d  su  cargo;  y  lo  mismo  deberá  ser  cuando  se  hagan  á 
sus  esposas  ó  hijos,  siempre  que  se  conozca  hay  el  objeto 
de  defraudar  la  disposición  penal.  Los  empleados  públi- 
cos deben  ser  probos  sobre  todo,  y  por  severa  que  sea  la 
ley  en  las  diferentes  disposiciones  de  este  capitulo,  cree- 
mos que  lo  es  con  razón;  que  es  harto  vergonzoso  el  que  un 
empleado  reciba  dádivas,  etc.,  y  son  también  harto  graves 
los  delitos  comprendidos  en  todo  el  titulo,  aun  sin  la  cir- 
cunstancia del  cohecho  que  les  hace  tan  repugnantes  y 
odioso». 
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su  grado  rainimo  y  multa  del  tauto  al  duplo 
del  valor  de  la  dádiva. 

Art.  398.  Cuando  la  dádiva  recibida  ó  pro- 
metida tuviere  por  objeto  abstenerse  el  fun- 
cionario público  de  un  acto  que  debiera  prac- 
ticar en  el  ejercicio  de  los  deberes  de  su  car- 
go, las  penas  serán  las  de  arresto  mayor  en  su 
g-rado  medio  al  máximo  y  multa  del  tauto  al 
triplo  del  valor  de  aquélla. 

Art.  399.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  pre- 
cedentes tendrá  aplicación  á  los  jurados,  arbi- 
tros, arbitradores,  peritos,  hombres  buenos  ó 
cualesquiera  personas  que  desempeñaren  un 
servicio  público. 

Art.  400.  Las  personas  responsables  crimi- 
nalmente de  los  delitos  comprendidos  en  los  ar- 
tículos anteriores,  incurrirán,  además  do  las 
penas  en  ellos  impxiestas,  en  la  de  inhabilita- 
ción es])ecial  temporal. 

Art.  401.  El  funcionario  público  que  admi- 
tiere regalos  que  le  fueren  presentados  en  con- 
sideración á  su  oficio,  será  castig'ado  con  la 
suspensión  en  sus  grados  mínimo  y  medio  y 
reprensión  pública. 

Art.  402.  Los  que  con  dádivas,  presentes, 
ofrecimientos  ó  promesas  corrompieran  á  los 
funcionarios  públicos,  serán  castigados  con 
las  mismas  penas  que  los  empleados  soborna- 
dos, menos  la  de  inhabilitación. 

Art.  403.  Cuando  el  soborno  mediare  en 
causa  criminal  en  favor  del  reo,  por  parte  de 
su  cónyug'e,  ó  de  algún  ascendiente,  descen- 
diente, hermano  ó  afín  en  los  mismos  grados, 
sólo  se  impondrá  al  sobornante  una  multa 
equivalente  al  valor  de  la  dádiva  ó  promesa. 

Art.  404.  En  todo  caso  las  dádivas  ó  pre- 
sentes serán  decomisados. 

CAP.  X.— Malversación  de  caudales  públicos. 

Art.  405.  El  funcionario  público  que,  por 
razón  de  sus  funciones,  teniendo  á  su  cargo 
caudales  ó  efectos  públicos,  los  sustrajere  ó 
consintiere  que  otros  los  sustraigan,  será  cas- 
tig'ado: 

1."  Con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su 
g-rado  máximo  á  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  si  la  sustracción  no  excediere 
de  50  pesetas. 

2.°  Con  la  de  presidio  correccional  *n  sus 
grados  medio  y  máximo,  si  excediere  de  50  y 
no  pasare  de  2.500  pesetas. 

3.°  Con  la  de  presidio  mayor  si  excediere 
de  2.500  y  no  pasare  de  50.000  pesetas. 

4.°  Con  la  de  cadena  temporal  si  excediere 
de  .50.000. 

En  todos  los  casos  con  la  de  inhabilitación 
temporal  especial  en  su  grado  máximo  á  inlia- 
bilitación  perpetua  absoluta. 

Art.  406.  El  funcionario  público  que  por 
abandono  ó  negligencia  inexcusables  diere 
ocasión  á  que  se  efectuare  por  otra  persona  la 
sustracción  de  caudales  ó  efectos  públicos  de 
que  se  trata  en  los  núms.  2.",  3."  y  4."  del  ar- 
tículo anterior,  incurrirá  en  la  pena  de  multa 
equivalente  al  valor  de  los  caudales  ó  efectos 
sustraídos. 

Art.  407.  El  funcionario  que  con  daño  ó 
entorpecimiento  del  servicio  público  aplicare 
á.  usos  propios  ó  ajenos  los  caudales  ó  efectos 


puestos  á  su  carg'o,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  inhabilitación  especial  temporal  y  mul- 
ta del  20  al  50  por  100  de  la  cantidad  que  hu- 
biere distraído. 

No  verificándose  el  reintegro,  se  le  impon- 
drán las  penas  señaladas  en  el  art.  405. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  siu 
dnño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
incurrirá  en  las  penas  de  suspensión  y  multa 
del  5  al  25  por  ciento  de  la  cantidad  distraída. 

Art.  408.  El  funcionario  público  que  diere 
á  los  caudales  ó  efectos  que  administrareuua 
aplicación  pública  diferente  de  aquella  á  que 
estuvieren  destinados,  incurrirá  en  las  penas 
de  inliabilitación  temporal  y  una  multa  del  5 
al  50  por  100  de  la  cantidad  distraída,  si  de 
ello  resultare  daño  ó  entorpecimiento  del  sei-- 
vicio  á  que  estuvieren  consig'nados,  y  en  la  de 
suspensión  si  no  resultare. 

Art.  409.     El  funcionario  público  que  de- 
biendo hacer  un  pago,  como  tenedor  de  fon-  ; 
dos  del  Estado,  no  lo  hiciere,   será  castig-ado 
con  las  penas  de  suspensión  y  multa  del  5  al 
25  por  100  de  la  cantidad  no  satisfecha. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  funcionario 
público  que,  requerido  con  orden  de  autori- 
dad competente,  rehusare  hacer  entrega  de 
una  cosa  puesta  bajo  su  custodia  ó  adminis- 
tración. 

La  multa  se  graduará  en  este  caso  por  el 
valor  de  la  cosa,  y  no  podrá  bajar  de  125  pe- 
setas. 

Art.  410.  Las  disposiciones  de  este  capitulo 
son  extensivas  á  los  que  se  hallaren  encarga- 
dos por  cualquier  concepto  de  fondos,  rentas 
ó  efectos  provinciales  ó  municipales,  ó  perte- 
necientes á  un  establecimiento  de  instrucción 
ó  beneficencia,  y  á  los  administradores  ó  de- 
positarios de  caudales  embarg-ados,  secues- 
trados ó  depositados  por  autoridad  pública, 
aunque  pertenezcan  á  particulares. 

CAP    XI.— Fraudes  y  exacciones  ilegales. 

Art.  411.  El  funcionario  público  que  inter- 
viniendo por  razón  de  su  cargo  en  alguna  co- 
misión de  suministros,  contratas,  ajustes,  ó  li- 
quidaciones de  efectos  ó  haberes  públicos  so 
concertare  con  los  interesados  ó  especulado- 
res, ó  usare  de  cualquiera  otro  artificio  para 
defraudar  al  Estado,  incurrirá  en  Jas  penas 
de  presidio  correccional,  en  sus  grados  medio 
y  máximo,  é  inhabilitación  temporal  especial 
"en  su  grado  máximo  á  inhabilitación  perpetua 
especial. 

Art.  412.  El  funcionario  público  que  direc- 
ta ó  indirectamente  se  interesare  en  cualquie- 
ra clase  de  contrato  ú  operación  en  que  deba 
intervenir  por  razón  de  su  cargo,  será  casti- 
gado con  las  penas  de  inhabilitación  temporal 
especial  y  multa  del  10  al  50  por  100  del  valor 
del  interés  que  hubiere  tomado  en  el  negocio. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peritos, 
arbitros  y  contadores  particulares  respecto  de 
los  bienes  ó  cosas  en  cuya  tasación,  partición 
ó  adjudicación  hubieren  intervenido,  y  á  loa 
tutores,  curadores  y  albaceas  respecto  de  los 
pertenecientes  á  sus  pupilos  ó  testamentaria.s. 

Art.  413.  El  funcionario  público  que  exi- 
giere directa  ó  indirectamente  mayores  dere- 
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tai-  comprendido  eu  el  articulo  anterior,  ma- 
tare á  alguna  persona,  concurriendo  alguna 
de  las  circunstancias  siguientes: 

1.''     Con  alevosía. 

2/     Por  precio  ó  promesa  remuneratoria. 

3.*  Por  medio  de  inuudacióu,  incendio  ó 
veneno. 

4.^     Con  premeditación  conocida. 

5.*  Con  ensañamiento,  aumentando  delibe- 
rada é  inhumanamente  el  dolor  del  ofendido. 

El  reo  de  asesinato  será  castigado  con  la 
pena  de  cadena  temporal  en  su  grado  máximo 
á  muerte. 

CAP.  III.— Homicidio  •. 

Art.  419.  Es  reo  de  homicidio  el  que,  sin 
estar  comprendido  en  el  art.  417,  matare  á 
otro,  no  concurriendo  alguna  de  las  circuns- 
tancias enumeradas  eu  el  articulo  anterior. 

El  reo  de  homicidio  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  temporal. 

Art.  420.  Cuando  riñendo  varios  y  acome- 
tiéndose entre  si  confusa  y  tumultuariamente, 
hubiere  resultado  muerte  y  no  constare  .su  au- 
tor, pero  sí  los  que  hubieren  causado  lesiones 
graves,  serán  éstos  castigados  con  la  pena  de 
prisión  mayor. 

No  constando  tampoco  los  qué  hubieren  can- 
sado  lesiones  graves  al  ofendido,  se  impondrá 
á  todos  los  que  hubieren  ejercido  violencias 
en  su  persona  la  de  prisión  correccional  en 
sus  grados  medio  y  máximo. 

Art.  421.  El  que  prestare  auxilio  á  otro 
para  que  se  suicide  será  castigado  con  la  pena 
do  prisión  mayor;  si  se  lo  prestare  hasta  el 
punto  de  ejecutar  él  mismo  la  muerte,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusióu  temporal. 

CAP.  IV.— Disposiciones  comunes  á  los  tres  capítu- 
los anteriorks. 

Art.  422.  Los  Tribunales,  apreciando  las 
circunstancias  del  hecho,  podrán  castigar  el 
delito  frustrado  de  parricidio,  a.sesinato  y  ho- 
micidio, con  una  pena  inferior  eu  un  grado  á 
la  que  debiera  corresponderle  según  el  art.  66. 

Podrán  también  rebajar  en  un  grado,  s'egüu 
las  circunstancias'  del  hecho,  la  pena  corres- 
pondiente á  la  tentativa,  según  el  art.  67. 

Art.  423.  El  acto  de  disparar  un  arma  de 
fuego  contra  cualquiera  persona,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  prisión  correccional  eu  sus 
grados  mínimo  y  medio,  si  no  hubiereu  con- 
currido en  el  hecho  todas  las  circunstancias 
necesarias  para  constituir  delito  frustrado  ó 
tentativa  de  parricidio,  asesinato,  homicidio 
ó  cualquier  otro  delito  á  que  esté  señalada 
una  pena  superior  por  alguno  de  los  artículos 
de  este  Códig'o  -. 

CAP.  V. — Infanticidio  ". 
Art.  424.     La  madre  que  por  ocultar  su  des- 
honra matare  al  hijo,  que  no  haya  cumplido 
tres  días,  será  castigada  con  la  pena  de  pri- 


etos que  los  que  le  estuvieren  señalados  por 
i'azón  de  su  cargo,  será  castigado  con  una 
multa  del  duplo  al  cuadruplo  de  la  cantidad 
exigida. 

El  ctxlpable  habitual  de  este  delito  incurrirá 
además  en  la  pena  de  inhabilitación  temporal 
especial. 

Art.  414.  El  funcionario  público,  que  .abu- 
sando de  su  cargo,  cometiere  alguno  de  los 
delitos  expresado-i  en  el  cap.  IV,  sección  se- 
gtmda,  título  XIII  de  este  libro,  incurrirá, 
además  de  las  penas  allí  señaladas,  en  la  de 
inhabilitación  temporal  especial  eu  su  g'rado 
máximo  á  inhabilitación  perpetua  especial. 


CAP.  XII.- 


-Negociaciones  prohibidas  A  los 

EMPLEADOS. 


Art.  415.  Los  jueces,  los  funcionarios  del 
Ministerio  fiscal,  los  jefes  militares,  guberna- 
tivos ó  económicos  de  una  provincia  ó  distri- 
to, con  excepción  de  los  alcaldes,  que  duran- 
te el  ejercicio  de  sus  carg-os,  se  mezclaren  di- 
recta ó  indirectamente  en  operaeionesde  agio, 
tráfico  ó  üTanjería,  dentro  de  los  limites  de  su 
jurisdicción  ó  mando,  sobre  objetos  que  no 
fueren  producto  de  sus  bienes  propios,  serán 
castigados  con  las  penas  de  suspensión  y  mul- 
ta de  250  á  2.500  pesetas. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  los  que 
impusieren  sus  fondos  en  acciones  de  Banco  ó 
de  cualquiera  empresa  ó  compañía,  con  tal 
que  no  ejerzan  en  ellas  cargo  ni  Intervención 
directa,  administrativa  ó  económica. 

CAP.  XIII.— Disposición  general. 
Art.  416.  Para  los  efectos  de  este  título  y 
de  los  anteriores  del  presente  libro,  se  repu- 
tará funcionario  público  todo  el  que  por  dis- 
posición inmediata  de  la  ley,  ó  por  elección 
popular  ó  por  nombramiento  de  autoridad 
competente,  participe  del  ejercicio  de  funcio- 
nes públicas  '. 

TITULO  Tin 

Df^lltos  contra  la»  pcr»«onns. 

CAPÍTULO  PEIMERO.— Parricidio. 
Art.  417.  El  que  matare  á  su  padre,  madre 
ó  hijo,  sean  legítimos  ó  ilegítimos,  ó  á  cual- 
quiera otro  de  sus  ascendientes  ó  descendien- 
tes, ó  á  su  cónyuge,  será  castigado,  como  pa- 
rricida, con  la  pena  de  cadena  perpetua  á 
muerte. 

CAP.  II.— Asesinato  ^. 
Art.  418.     Es  reo  de  asesinato  el  que,  sin  es- 


'  Con  referencia  al  Código  de  1S50,  se  decia  i>or  los  se- 
ñores Zünir/a  y  Castro  y  Orozco  en  su  Cóiiigo  reforma- 
do, que  respecto  del  articulo  .'¡ni  (iqaal  en  sustancia  al 
4te  d  que  esta  nota  hace  relación),  no  debía  olvidarse  lo 
que  dispone  el  «.»  del  R.  D.  de  22  de  Septiembre  de  1848, 
sobre  que  •definido  una  vez  en  el  Codicio  un  delito,  cuali- 
dad ó  circunstancia,  siempre  que  el  m'ismo  Cihliqo  hablare 
de  aquél  6  de  éstas,  se  entenderán  definidos  en  los  propios 
términos.'  Sin  embart/o  del  mucho  respeto  que  merece  la 
opinión  de  dichos  seilores,  cree/nos  que  la  disposición  del 
presente  articulo  debe  entenderse  sola  y  crclusivamente 
•  para  los  efectos  de  este  titulo.,  pues  que  así  lo  dice 
él  mismo  bien  terminantemente. 

Los  maestros  de  primera  ensellanza  ejercen  fanciones 
públicas  conforme  á  este  articulo.  (Sent.  7  Mayo  1874.) 
También  las  ejercen  los  escribanos  de  actuaciones.  (Sen- 
tencia 14  Noviembre  1S74.) 

^  Toda  la  doctrina  legal  establecida  sobre  este  delito 
TO.MO  II. 


y  sus  circunstancias,  queda  inserta  en  Asesinato,  f  orno  7, 
pdq.  709. 

•'  Ver  el  articulo  Honmoio ,  dondeinsertamoslos pun- 
tos resueltos  por  la  jurisprudencia  del  T.  S. 

*  Ver  la  jurisprudencia  aplicable  d  eslo'í  delitos  en 
Disparo  de  arma  é  Infanticidio.  Además  en  el  artícu- 
lo Disparo  dk  arma  exponemos  nuestro  juicio,  contrario 
d  la  doctrina  del  T.  S ,  acerca  de  este  delito, 
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sión  correccioual  eu  sus  grados  medio  y  má- 
ximo. 

Los  abuelos  maternos  que  para  ocultar  la 
deshonra  de  la  madre  cometieren  este  delito, 
con  la  de  prisión  mayor. 

Fuera  de  estos  casos,  el  que  matare  á  un 
recién  nacido  incurrirá,  seg'ún  los  casos,  en 
las  penas  del  pai-ricidio  ó  del  asesinato. 

CAP.  VI.-Abokto  «. 

Art.  425.  El  que  de  propósito  causare  un 
aborto  será  castigado: 

1."  Con  la  pena  de  reclusión  temporal  si 
ejerciere  violencia  en  la  persona  de  la  mujer 
embarazada. 

2."  Con  la  de  prisión  mayor  si,  aunque  no 
la  ejerciera,  obrare  sin  consentimiento  de  la 
mujer. 

3."  Con  la  de  prisión  correccional  en  sus 
g-rados  medio  y  máximo,  si  la  mujer  lo  con- 
sintiera. 

Art.  426.  Será  castigado  con  prisión  co- 
rreccional en  sus  grados  mínimo  y  medio  el 
aborto  ocasionado  violentamente,  cuando  no 
haya  habido  propósito  de  causarlo. 

Árt.  427.  La  mujer  que  causare  su  aborto, 
ó  consintiere  que  otra  persona  se  lo  cause, 
será  castigada  con  prisión  correccional  en  sus 
grados  medio  y  máximo. 

Si  lo  hiciere  para  ocultar  su  deshonra,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y  medio. 

Art.  428.  El  facultativo  que  abusando  de 
su  arte  causare  el  aborto  ó  cooperare  á  él  in- 
currirá respectivamente,  en  su  grado  máximo, 
en  las  penas  señaladas  en  el  art.  -425. 

El  farmacéutico  que  sin  la  debida  prescrip- 
ción facultativa  expendiere  un  abortivo,  incu- 
rrirá en  las  penas  de  arresto  mayor  y  multa 
de  125  á  1.250  pesetas. 

CAP.  VII.— Lesiones  '. 

Art.  429.  El  que  de  propósito  castrare  á 
otro  será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
temporal  á  perpetua. 

Art.  430.  Cualquiera  otra  mutilación  eje- 
cutada ingualmente  de  propósito,  se  castiga- 
rá con  la  pena  de  reclusión  temporal  -. 

Ar.  431.  El  que  hiriere,  golpeare  ó  maltra- 
tare de  obra  á  otro,  será  castigado  como  reo 
de  lesiones  g'raves: 

1.'^  Con  la  pena  de  prisión  mayor,  si  de  re- 
sultas de  las  lesiones  quedare  el  ofendido  im- 
bécil, impotente  ó  cieg'O. 

2."  Con  la  de  prisión  correccional  eu  sus 
grados  medio  y  máximo,  si  de  resultas  de  las 
lesiones  el  ofendido  hubiere  perdido  un  ojo  ó 
algún  miembro  princijial,  ó  hubiere  qiiedado 
impedido  de  él,  ó  inutilizado  para  el  trabajo  á 
que  hasta  entonces  se  hubiere  habitualmente 
dedicado. 

3."  Con  la  pena  de  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y  medio,  si  de  resultas  de 


'  Lajiirisprudencia  sobre  estos  delitos  véase  en  Abor- 
to y  Lesh;)Nes. 

'^  Cuando  la  Tmttilación  es  voluntaria,  con  objeto  de  li- 
brarse del  servicio  militar,  se  castiga  conforme  d  los  ar- 
tículos 43i;  y  4S7,  sem'tn  los  ItiS  y  mu  de  la  ley  de  11  de 
Julio  de  1SS5,  inserta  en  Servicio  militar. 


las  lesiones  el  ofendido  hubiere  quedado  defor- 
me, ó  perdido  un  miembi'o  no  principal,  ó  qiie- 
dado  inutilizado  de  él,  ó  hubiere  estado  inca- 
pacitado para  su  trabajo  habitual  ó  enfermo 
por  más  de  noventa  días. 

•4."  Con  la  de  arresto  mayor  en  su  g-rado 
máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo,  si  las  lesiones  hubieren  producido  al 
ofendido  enfermedad  ó  incapacidad  para  el 
trabajo  por  más  de  treinta  días. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  contra  alguna  de  las 
personas  que  menciona  el  art.  417  ó  con  algu- 
na de  las  circunstancias  señaladas  en  el  át- 
tículo  418,  las  penas  serán  las  de  reclusión 
temporal  en  sus  g'rados  medio  y  máximo  en  el 
caso  núm.  1.°  de  este  artículo,  ia  de  prisión  co- 
rreccional en  su  grado  máximo  á  prisión  ma- 
yor en  su  grado  mínimo,  eu  el  caso  del  nú- 
mero 2.°,  la  de  prisión  correccional  en  sus 
yrados  medio  y  máximo,  en  el  caso  del  míme- 
ro  3.",  y  la  de  prisión  correccional  en  sus  gra- 
dos mínimo  y  medio  en  el  caso  del  núm.  4° 
del  mismo  '. 

Xo  e.stán  comprendidas  en  el  páiTafo  ante- 
rior las  lesiones  que  al  hijo  causare  el  padre, 
excediéndose  en  su  corrección. 

Art.  432.  Las  penas  del  artículo  anterior 
son  aplicables  respectivamente  al  que  sin  áni- 
mo de  matar  causare  á  otro  alguna  de  las  le- 
siones graves,  administrándole  á  sabiendas 
sustancias  ó  bebidas  nocivas,  ó  abusando  de  su 
credulidad  ó  flaqueza  de  espíritu. 

Art.  433.  Las  lesiones  no  comprendidas  eu 
los  artículos  precedentes  que  ¡iroduzcan  al 
ofendido  inutilidad  para  el  trabajo  por  ocho 
días  ó  más,  ó  necesidad  de  la  asistencia  de  fa- 
cultativo por  igual  tiempo,  se  reputarán  me- 
nos g'raves  y  serán  penadas  con  el  arresto  ma- 
yor ó  el  destierro  y  multa  de  125  á  1.250  pese- 
tas, según  el  prudente  arbitrio  de  los  Tribu- 
nales. 

Cuando  la  lesión  menos  grave  se  causare 
con  intención  manifiesta  de  injuriar,  ó  con  cir 
cunstancias  ignominiosas,  se  impondrá,  ade- 
más del  arresto  mayor,  una  multa  de  125  i. 
1.250  pesetas. 

Art.  434.  Las  lesiones  menos  graves  infe- 
ridas á  padres,  ascendientes,  tutores,  curado- 
res, maestros  ó  personas  constituidas  en  dig-  _ 
nidad  ó  autoridad  pública,  serán  castig'adas| 
siempre  con  prisión  correccional  en  sus  grados* 
mínimo  y  medio. 

Art.  435.  Cuando  en  la  riña  tumultuaria, 
definida  en  el  art.  420,  resultaren  lesiones  gra- 
ves y  no  constare  quiénes  las  hubieren  causíi- 
do,  se  impondrá  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior á  la  correspondiente  á  las  lesiones  causa- 
das, á  los  que  aparezcan  haber  ejercido  cual- 
quiera violencia  en  la  persona  del  ofendido. 

Art.  436.  El  que  se  mutilare  ó  el  que  pres- 
tare su  consentimiento  para  ser  mutilado  con 
el  fin  de  eximirse  del  servicio  militar,  y  fuere 
declarado  exento  de  este  servicio  por  efecto 
de  la  mutilación,  incurrirá  en  la  pena  de  pre- 
sidio correccional  eu  sus  grados  medio  y  má- 
ximo. 


I 


-I 


*     J^a»  palabras  qu^  van  de  cursiva  han  sido  adicionabas 
das  por  el  citado  decreto  de  /.^  de  Enero  de  lti71. 
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Art.  437.  El  que  imitilizare  á  otro  con  su 
«onsentimioiito  ¡laní  el  objeto  mencionado  en 
el  articulo  anterior,  incurrirá  en  la  pena  de 
presidio  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Si  lo  hubiere  hecho  mediante  precio,  la  pena 
será  la  inniediatanieure  .superior  á  la  señalada 
en  el  párrafo  anterior. 

Si  el  reo  de  este  delito  fuere  padre,  madre, 
cóayug'e,  lierniano  ó  cuñado  del  mutilado,  la 
pena  será  la  de  arresto  mayor  en  su  s'rado 
medio  á  [¡risiún  correccional  eu  su  grado  mí- 
nimo '. 

C.\P.  VIII.— Disposición  general. 

Art.  438.     El  marido  que  sorprendiendo  en 

adulterio  á  su  mujer,  matare  en  el  acto  á  ésta 
ó  al  adúltero,  ó  les  causare  alguna  de  las  le- 
siones graves,  será  castigado  con  la  pena  de 
destierro. 

Si  les  causare  lesiones  de  otra  clase,  queda- 
l'á  exento  de  pena. 

Estas  reglas  son  aplicables  en  ig'uales  cir- 
cunstancias á  los  padres  respecto  de  sus  hijas 
menores  de  veintitrés  años  y  sus  corruptores, 
mientras  aquéllas  vivieren  en  la  casa  paterna. 

El  beneficio  de  este  articulo  no  aprovecha  á 
los  que  hubieren  promovido  ó  facilitado  la 
prostitución  de  sus  mujeres  ó  hijas. 

CAP.  IX. -Duelo. 

Art.  439.  La  autoridad  que  tuviere  noticia 
de  estarse  concertando  un  duelo,  procederá  á 
la  detenci(in  del  provocador  y  á  la  del  retado, 
si  éste  hubiere  aceptado  el  desafio,  y  no  los 
pondrá  en  libertad  hasta  que  den  palabra  de 
honor  de  desistir  de  su  propósito. 

El  que  faltando  deslealmente  á  su  palabra, 
provocare  de  nuevo  á  su  adversario,  será  cas- 
tigado con  las  llenas  de  inhabilitación  tempo- 
ral absoluta  para  cargos  públicos  y  conrtna- 
aniento. 

El  que  aceptare  el  duelo  en  el  mismo  caso 
será  castiüado  con  la  de  destierro. 

Art.  440.  El  que  matare  en  duelo  á  su  ad- 
versario, será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
mayor. 

Si  le  causare  las  lesiones  señaladas  en  el  nú- 
mero 1."  del  art.  4:11,  con  la  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  medio  y  máximo' 

En  cualquiera  otro  caso  se  impondrá  á  los 
conibatiente.s  la  pena  de  arresto  mayor,  aun- 
que no  resulten  lesionados. 

Art.  441.  En  lugar  de  las  jienas  señaladas 
en  el  articulo  anterior,  se  impondrá  la  de  con- 
finamiento en  caso  de  homicidio,  la  de  destie- 
rro en  el  de  lesiones  comprendidasen  el  nú- 
mero 1."  del  art.  4:!!,  y  la  do  50  á  óOO  pesetas 
de  multa  en  los  demás  casos: 

1.°  Al  lu-ovocado  á  desafio  que  se  batiere 
por  no  haber  obtenido  de  su  adversario  exiili- 
caeión  de  los  motivos  del  duelo. 

2."  Al  desafiado  que  se  batiere  por  haber 
deslieehado  su  adversario  las  exulicaciones  su- 
ficientes ó  satisfacción  decorosa  que  le  hubiere 
pedido. 

3.°    Al  injuriado  que  se  batiere  por  no  ha- 


Véase  la  nota  al  art.  ISO. 


ber  podido  obtener  del  ofensor  la  explicación 
suficiente  ó  satisfacción  decorosa  que  le  hubie- 
re pedido. 

Art.  442.  T>as  penas  señaladas  en  el  art.  440 
se  aplicarán  en  su  grado  máximo: 

1."  Al  que  provocare  el  duelo  sin  explicar  á 
su  adversario  los  motivos,  si  éste  lo  exig'iere. 

2."  Al  que  habiéndolo  provocado,  aunque 
fuere  con  causa,  desechare  las  explicaciones 
suficientes  ó  la  satisfacción  decorosa  que  le 
haya  ofrecido  su  adversario. 

3."  Al  que  habiendo  hecho  á  su  adversario 
cualquiera  injuria,  se  negare  á  darle  explica- 
ciones suficientes  ó  satisfacción  decorosa. 

Art.  443.  El  que  incitare  á  otro  á  provocar 
ó  aceptar  un  duelo,  será  castigado  resjiectiva- 
mente  con  las  penas  señaladas  en  el  art.  440  si 
el  duelo  se  lleva  á  efecto. 

Art.  444.  El  que  denostare  ó  desacreditare 
públicamente  á  otro  por  haber  rehusado  un 
duelo,  incurrirá  en  las  penas  señaladas  para 
las  injurias  graves. 

Art.  445.  Los  padrinos  de  un  duelo  del  que 
resultaren  muerte  ó  lesiones,  serán  respecti- 
vamente castigados  como  autores  de  aquellos 
delitos  con  premeditación,  si  hubieren  promo- 
vido el  duelo  ó  usado  cualquier  género  de  ale- 
vosía en  su  ejecución  ó  en  el  arreg'lo  de  sus 
condiciones. 

Como  cómplices  de  los  mismos  delitos,  si  lo 
hubieren  concertado  á  muerte  ó  con  ventaja 
conocida  de  algumo  de  los  combatientes. 

Licurrirán  en  las  penas  de  arresto  inayor  y 
multa  de  250  á  2.500  pesetas,  si  no  hubieren 
hecho  cuanto  estuvo  de  su  parte  para  conci- 
liar los  ánimos  ó  no  hubieren  procurado  con- 
certar las  condiciones  del  duelo  de  la  manera 
menos  pelig'rosa  posible  para  la  vida  de  los 
combatientes. 

Art.  446.  El  duelo  que  se  verificare  sin  la 
asistencia  de  dos  ó  más  padrinos  mayores  de 
edad  por  cada  parte,  y  sin  que  éstos  hayan 
eleg'ido  las  armas  y  arregiado  todas  las  demás 
condiciones,  se  castigará: 

1."  Con  prisión  corrreccional,  no  resultan- 
do muerte  ó  lesiones. 

2.°  Con  las  penas  generales  de  este  Códi- 
go, si  resultare,  pero  nunca  podrá  bajarse  de 
la  prisión  correccional. 

Art.  447.  Se  impondrán  también  las  penas 
generales  de  este  Código  y  además  las  de  in- 
habilitación absoluta  temporal: 

1."  Al  que  provocare  ó  diere  causa  á  un 
desafio  )u-opnniéiidose  un  interés  pecuniario 
ó  tm  objeto  inmoral. 

2.°  Ál  combatiente  que  cometiere  la  alevo- 
sía de  faltar  á  las  condiciones  concertadas  pol- 
los padrinos. 

TITULO    IX 

Delitos  contrn  In  iKincHtldacl. 

CVPITULO  PRIMERO.  — AliULTERIO  '. 

Art.  448.  El  adulterio  será  castigado  ron 
la  pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados 
medio  y  máximo. 


'  Hay  doctrina  del  T.  S.  sobre  los  efectos  civiles,  sohre 
el  error  en  calificar  como  udullerio  frustrado  lo  que  es 
lentatica,  sobre  lioinicidio    causado  en  el  acto  del  adulte- 
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Cometen  adulterio  la  mujer  casada  que  ya- 
ce con  varón  que  uo  sea  su  marido  y  el  que 
yace  con  ella,  sabiendo  que  es  casada,  aunque 
después  se  declare  nulo  el  matrimonio. 

Art.  449.  Xo  se  impondrá  pena  por  delito 
de  adulterio  sino  en  virtud  de  querella  del  ma- 
rido ag'raviado. 

Este  no  podrá  deducirla  sino  contra  ambos 
culpables,  si  uno  y  otro  vivieren,  y  nunca  si 
hubiere  consentido  el  adulterio  ó  perdonado  á 
cualquiera  de  ellos  '. 

Art.  450.  El  marido  podrá  en  cualquier 
tiempo  remitir  la  pena  impuesta  á  su  consorte. 

En  este  caso  se  tendrá  también  por  remitida 
la  pena  al  adúltero  '. 

Art.  451.  La  ejecutoria  en  causa  de  divor- 
cio por  adulterio,  surtirá  sus  efectos  plena- 
mente en  lo  penal  cuando  fuere  absolutoria. 

Si  fuere  condenatoria  será  necesario  nuevo 
juicio  para  la  imposición  de  las  penas. 

Art  452.  El  marido  que  tuviere  manceba 
dentro  de  la  casa  conyug-al  ó  fuera  de  ella  con 
escándalo,  será  castigado  con  la  pena  de  pri- 
sión correccional  en  su  grado  mínimo  y  medio. 

La  manceba  será  castig-ada  con  la  de  des- 
tierro. 

Lo  dispuesto  en  los  arts.  449  y  4.50,  es  apli- 
cable al  caso  de  que  se  trata  en  el  presente. 

CXV.  II. — Violación  T  abusos  deshonestos  2. 

Art.  453.  La  violación  de  una  mujer  será 
castig'ada  con  la  pena  de  reclusión  temporal. 

Se  comete  violación  yaciendo  con  la  mujer 
eij  cualquiera  de  los  casos  sig'uientes: 

1."  Cuando  se  usare  de  fuerza  ó  intimi- 
dación. 

2."  Cuando  la  mujer  se  hallare  privada  de 
razón  ó  de  sentido  por  cualquiera  causa. 

3."  Cuando  fuere  menor  de  doce  años  cum- 
plidos, aunque  no  concurriere  ning-uua  de  las 
circunstancias  expresadas  en  los  demás  nú- 
meros anteriores. 

Art.  454.  El  que  abusare  deshonestamente 
de  persona  de  uno  ú  otro  sexo,  concurriendo 
cualquiera  de  las  circunstancias  expresadas 
en  el  articulo  anterior,  será  castigado  según 
la  gravedad  del  hecho  con  la  pena  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo. 

CAP.  III.— Delitos  de  escándalo  PÚBLiro. 

Art.  455.  El  que  hallándose  unido  en  ma- 
trimonio religioso  indisoluble  abandonare  á 
su  consorte  y  contrajere  nuevo  matrimonio 
según  la  ley  civil  con  otra  persona,  ó  vicever- 
sa, aunque  el  matrimonio  religñoso  que  nueva- 
mente contrajere  no  fuere  indisoluble,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo  y  reprensión  pública. 

Art.  456.  Incurrirán  en  la  pena  de  arresto 
mayor  y  reprensión  pública  los  que  de  cual- 


rio.  sobre  actos  indicativos  de  este  delito,  sobre  culpabili- 
dad en  rebeldía  y  sobre  amaticebamiento  ó  adulterio  del 
marido.  '  onsúltese  en  el  tomo  /,  páfi.  191 ,  y  ver  además 
el  articulo  especial  Delito  kkustrÁdo. 

'  Sobre  i  itcligeiicia  de  estos  arti  ulos  véase  el  R.  D.  de 
25  de  Febrero  de  lUSÍi.  concediendo  un  indulto  é  inserto 
más  adelante,  y  nuestra  nota  al  mismo. 

''     Ver  los  articulos  Abusos  deshunestos:  Violació!»: 

ESTCPRO:  CORliLPCIÓN  DE  MENORES:  KAPTO. 


quier  modo  ofendieren  el  pudor  ó  las  buenas 
costumbres  con  hechos  de  grave  escándalo  ó 
transcendencia,  no  comprendidos  expresa- 
mente en  otros  artículos  de  este  Código. 

Art.  457.  Incurrirán  en  la  pena  de  multa 
de  12.T  á  1.250  pesetas  los  que  expusieren  6 
proclamaren,  por  medio  de  la  imprenta  y  con 
escándalo,  doctrinas  contrarias  á  la  moral  pá- 
blica. 

C.\P.  IV.— Estupro  v  corrupción  de  menores. 

Art.  458.  El  estupro  de  una  doncella  ma- 
yor de  doce  años  y  menor  de  veintitrés,  co-' 
metido  por  autoridad  pública,  sacerdote,  cria- 
do, doméstico,  tutor,  maestro  ó  encarg-ado  por 
cualquier  título  de  la  educación  ó  guarda  de 
la  estuprada,  se  castigará  con  la  pena  de  pri- 
sión correccional  en  sus  grados  míuimo  y 
medio. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  cometie- 
re estupro  con  su  hermana  ó  descendiente, 
aunque  sea  mayor  de  veintitrés  años. 

El  estupro  cometido  por  cualquiera  otra 
persona  con  una  mujer  mayor  de  doce  años  y 
menor  de  veintitrés,  interviniendo  engaño,  se 
castigará  con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Con  la  misma  pena  se  castigará  cualquier 
otro  abuso  deshonesto  cometido  por  las  mis- 
mas personas  y  en  iguales  circunstancias. 

Art.  459.  El  que  habitualmente  ó  con  abu- 
so de  autoridad  ó  confianza,  promoviere  ó  fa- 
cilitare la  prostitución  ó  corrupción  de  meno- 
res de  edad  para  satisfacer  los  deseos  de  otro, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y  medio  é  inhabi- 
litación temporal  absoluta,  sifuereautoridad'. 

CAP.  V.— Eapto  ^. 

Art.  460.  El  rapto  de  una  mujer,  ejecuta- 
do contra  su  voluntad  y  con  miras  deshones- 
tas, será  castigado  con  la  pena  de  reclusióu 
temporal. 

En  todo  caso  se  Impondrá  la  misma  pena,  si 
la  robada  fuere  menor  de  doce  años. 

Art.  461.  El  rapto  de  una  doncella  menor 
de  veintitrés  años  y  maj-or  de  doce,  ejecutado 


*  Hay  que  fijarse  bien  en  las  palabras  «habitnalmen- 
te  ó  con  abuso  de  autoridad  ó  confianza>  y  «promo- 
ver ó  facilitar  la  corrupción  de  menores  de  edad...» 
No  concurriendo  estas  circun-^tancias,  no  existe  el  delito 
que  castiga  este  articulo.  Como  hemos  indicado  en  lapa- 
labra  Alcahuete,  parérenos  que  la  ley  debiera  ser  má» 
am/dia  en  su  sanción,  comprendiendo  el  hecho  de  ocupar- 
se habitualmente  una  persona  enpromover  la  prostitución 
ó  corrupción  de  mujeres  mayores  ó  menores  de  edad,  casa- 
das, viudas  ó  solteras,  imponiendo  mayor  ó  menor  pena^ 
según  los  casos  y  circunstancias.  El  infame  tráfico  del 
alcahuete  ó  rufián,  que  tan  duramente  castigaban  nues- 
tras antiguas  leyes,  no  debía  dejarle  sin  pena  nuestro 
Código. 

Puede  darse  el  caso  de  que  un  honrado  padre  que  haya 
sufrido  tan  inmenso  agravio,  indignado  contra  la  perso- 
na que  haya  corrompido  d  su  hija,  se  desahogue  en  un 
momento  criticollamándola  lo  que  es;  y  aunque  la  impu- 
tación sea  verdad  y  tenga  pruebas  ó  sea  notoria,  si  se  ve 
demandado  por  injuria  no  podrá  eximirse  de  pena,  por- 
que la  alcahuetería  no  es  delito.  El  marido  agraviado,  no 
sólo  no  podrá  tampoco  perseguir  judicialmente  á  la  per- 
sona que  apartó  del  buen  camino  a  su  esposa,  sino  que  ni 
aun  en  causa  sobre  "dulterio,  podrá  pedir  que  se  la  casti- 
gue como  cómplice,  según  toemos  visto  en  Adulterio, 
porque  el  T.  S.  ha  establecido  qu»  la  affcitn  penal  en  este  ^ 
delito  se  limita  d  los  dés  culpables  y  no  cabe  ampliarlíí  f 
por  motivos  de  complicidad.  \ 

■^     Véase  el  artículo  especial  Eapto.  ^ 
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con  sil  auuencia,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo 
y  medio. 

Art.  462.  Los  reos  de  delito  de  rapto  que  no 
dieren  razón  del  paradero  de  la  persona  roba- 
da ó  explicación  satisfactoria  sobre  su  muerte 
ó  desaparición,  sercáu  castigados  con  la  pena 
de  cadena  perpetua. 

CAP.  VI.— Disposiciones  comitnes  á  los   capítulos 

ANTEIilOKES. 

Art.  463.  No  puede  procederse  por  causa 
de  estupro  sino  á  instancia  de  la  ag'raviada,  ó 
de  sus  padres,  ó  abuelos,  ó  tutor  '. 

Para  proceder  en  las  causas  de  violación  y 
«n  las  de  rapto  ejecutado  con  miras  deshones- 
tas, bastará  la  denuncia  de  la  persona  intere- 
sada, de  sus  padres,  abuelos  ó  tutores,  aunque 
no  formalicen  instancia. 

Si  la  persona  agraviada  careciere,  por  su 
edad  ó  estado  moral,  de  personalidad  para  com- 
parecer en  juicio,  y  fuere  además  de  todo  pun- 
to desvalida,  careciendo  de  padres,  abuelos, 
hermanos,  tutor  ó  curador  que  denuncien,  po- 
drán verificarlo  el  procurador  sindico  ó  el  fis- 
cal, por  fama  pública. 

En  todos  los  casos  de  este  articulo,  el  per- 
dón expreso  ó  presunto  de  la  parte  ofendida, 
extinguirá  la  acción  penal  ó  la  pena,  si  ya  se 
hubiere  impuesto  al  culpable. 

El  perdón  no  se  presume  sino  por  et' matri- 
monio de  la  ofendida  con  el  ofensor. 

Art.  464.  Los  reos  de  violación,  estupro  ó 
rapto  serán  también  condenados  por  vía  de  in- 
demnizacióu: 

1.°  A  dotar  á  la  ofendida  si  fuere  soltera  ó 
viuda. 

2.°  A  reconocer  la  prole,  si  la  calidad  de  su 
«rigen  no  lo  impidiere. 

'¿.°     Eu  todo  caso  á  mantener  la  prole. 

Art.  485.  Los  ascendientes,  tutores,  cura- 
dores, maestros  y  cualesquiera  personas  que 
cou  abuso  de  autoridad  ó  encargo  cooperaren 
•como  cómplices  á  la  perpetración  de  los  deli- 
tos comprendidos  en  los  cuatro  capítulos  pre- 
cedentes, serán  penados  como  autores. 

Los  maestros  o  encarg'ados  en  cualquier  ma- 
nera de  la  educación  ó  dirección  de  la  juven- 
tud, serán  además  condenados  á  la  inhabilita- 
ción temporal  especial  en  su  grado  máximo  á 
inhabilitación  perpetua  especial. 

Art".  466.  Los  comprendidos  en  el  artículo 
precedente,  y  cualesquiera  otros  reos  de  co- 
rrupción de  menores  en  interés  de  tercero,  se- 
rán condenados  en  las  penas  de  interdicción 
del  derecho  de  ejercer  la  tutela  y  ser  miem- 
bros del  consejo  de  familia. 

TITULO  X 

Ue  los  dcIKoH  contra  el  honor. 

CAPITULO   PRIMEBO.-Calumnia  2. 

Art.  467.    Es  calumnia  la  falsa  imputación 


de  un  delito  de  los  que  dan  lugar  lugar  á  pro- 
cedimientos de  oficio. 

Art.  468.  La  calumnia  propagada  por  es- 
crito y  con  publicidad,  se  castigará  con  las  pe- 
nas de  prisión  correccional  en  sus  grados  mí- 
nimo y  medio  y  multa  de  500  á  5.0U0  pesetas 
cuando  se  imputare  un  delito  grave,  y  con  las 
de  arresto  mayor  y  multa  de  250  á  2.500  pese- 
tas, si  se  imputare  un  delito  menos  grave. 

Art.  469.  Xo  propagándose  la  calumnia  con 
publicidad  y  por  escrito,  será  castigada: 

1."  Con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas, 
cuando  se  imputare  un  delito  g'rave. 

2."  Con  el  arresto  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo y  multa  de  125  á  1.250  pesetas,  cuando  se 
imputare  un  delito  menos  grave. 

Art.  470.  El  acusado  de  calumnia  quedará 
exento  de  toda  pena,  probando  el  hecho  cri- 
minal que  hubiere  imputado. 

La  sentencia  en  que  se  declare  la  calumnia, 
se  publicará  en  los  periódicos  oficiales,  si  el 
calumniado  lo  pidiere. 

CAP.  II.— Injurias'. 

Art.  471.  Es  injuria  toda  expresión  proferi- 
da ó  acción  ejecutada  en  deshonra,  descrédito 
ó  meuosiirecio  de  otra  persona. 

Art.  472.     Son  injurias  graves: 

1.°  La  imputación  de  un  delito  de  los  que 
no  dan  lug'ar  á  procedimiento  de  oficio. 

2."  La  de  un  vicio  ó  falta  de  moralidad, 
cuyas  consecuencias  puedan  perjudicar  con- 
siderableiueute  la  fama,  crédito  ó  interés  del 
agraciado. 

'i."  Las  injurias  que  por  su  naturaleza,  oca- 
sión ó  circunstancias  fueren  tenidas  en  el  con- 
cepto público  por  afrentosas. 

4.°  Las  que  racionalmente  merezcan  la 
calificación  de  graves,  atendido  el  estado, 
dignidad  y  circunstancias  del  ofendido  y  del 
ofensor. 

Art.  473.  Las  injurias  graves,  hechas  por 
escrito  y  con  publicidad,  serán  castigadas  con 
la  pena  de  destierro  en  su  grado  medio  al 
máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas. 

No  concurriendo  aquellas  circunstancias,  se 
castigarán  con  las  penas  de  destierro  en  su 
grado  mínimo  al  medio  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

Art.  474.  Las  injurias  leves  serán  castiga- 
das con  las  penas  de  arresto  mayor  eu  su  gra- 
do mínimo  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas, 
cuando  fueren  hechas  por  escrito  y  con  publi- 
cidad. 

No  concurriendo  estas  circunstancias,  se  pe- 
narán como  faltas  'K 


1  El  padre  no  tiene  personalidad  para  representar  á 
la  hija  mayor  de  23  años,  aun  cuando  el  delito  se  cometie- 
ra antes  de  vuniplírlos; 2)ues  debe  promover  la  quereUala 
propia  ofendida.  (Seut.  lü  Octubre  lb90,  inserta  en  Es- 
tupro.) 

"     Ver  los  arts.  332  al  341  i¡ue  tratan  del  falso  testimo- 


nio y  de  la  acusación  y  denuncia  falsas,  y  el  articulo  In- 
juria Y  calumnia,  (/onde  insertamos  la  jurisprudencia. 

•  Las  injurias  al  Rey  se  castigan  en  el  art.  182:  las 
hechas  al  inmediato  sucesor  d  la  Corona,  al  consorte  del 
Bey  ó  íií  líeqente  del  Reino  en  el  164:  las  causadas  al  Se- 
nado ó  Congreso  de  los  diputados,  hallándose  en  sesión,  ó 
d  alguna  de  sus  comisiones  en  los  actos  públicos  en  que  re- 
presentan d  los  respectiros  Cuerpos  colrgisladores,  en  el 
173  y  en  el  180;  las  inferidas  d  al, /un  dipulailo  iS  senador 
durante  las  sesiones  ó  fuera  de  las  mismas  por  las  opi- 
niones que  hubieren  manifestado  ó  los  cotos  que  hubiesen 
emitido,  en  el  174. 

La  jurisprudencia  sobre  el  delito  de  injuria,  véase  en. 
Injuria  v  calumnia. 

'^     Véase  el  núvi.  1."  del  art.  G05. 
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Ai-t.  475.  A 1  acusado  de  injuria  no  se  admi- 
tirá prueba  sobre  la  verdad  de  las  imputacio- 
nes, sino  cuando  éstas  fueren  dirigidas  contra 
empleados  púljlicos  sobre  hechos  coucernicu- 
tes  al  ejercicio  de  su  cargo. 

En  este  caso  será  absuelto  el  acusado  si  pro- 
bare la  verdad  de  las  imputaciones. 

CAP.  III.— Disposiciones  gexeiíales. 

Avt.  476.  Se  comete  el  delito  de  calumnia  ó 
injuria,  no  sólo  manifiestamente,  sino  por  me- 
dio de  alegorías,  caricaturas,  emblemas  6  alu- 
siones. 

Art.  477.  La  calumnia  y  la  injuria  se  repu- 
tarán hechas  por  escrito\v  con  publicidad 
cuando  se  propagaren  por  inedio  de  papeles 
impresos,  litog-rafíados  ó  grabados,  por  carte- 
les ó  pasquines  fijados  en  los  sitios  públicos,  ó 
por  papeles  manuscritos  comunicados  á  más 
de  diez  personas. 

Art.  478.  El  acusado  de  calumnia  ó  injuria 
encubierta  ó  equivoca,  que  rehusare  dar  en 
juicio  explicación  satisfactoria  acerca  de  ella, 
será  castig-ado  como  reo  de  calumnia  ó  injuria 
manifiesta. 

Art.  479.  Los  directores  ó  editores  de  los 
periódicos  en  que  se  hubieren  propag-ado  las 
calumnias  ó  injurias,  insertarán  en  ellos  den- 
tro del  término  que  señalen  las  leves  ó  el  Tri- 
bunal en  su  defecto,  la  satisfacció"n  ó  senten- 
cia condenatoria,  si  lo  reclamare  el  ofendido. 
Art.  480.  Podrán  ejercitar  la  acción,  de  ca- 
lumnia ó  injuria  los  ascendientes,  descendien- 
tes, cónyug-e  y  hermano  del  difunto  agravia- 
do,siempre  que  la  calumnia  óinjuriatranscen- 
diere  á  ellos,  y  en  todo  caso  el  heredero. 

Art.  481.  Procederá  asimismo  .la  acción  de 
calumnia  ó  injuria  cuando  se  havan  hecho  por 
medio  de  publicaciones  en  país  extranjero. 

Art.  482.  Nadie  podrá  deducir  acción  de 
calumnia  ó  injuria  causadas  en  juicio,  sin 
previa  licencia  del  juez  ó  Tribunal  que  de  él 
conociere. 

Nadie  será  penado  por  calumnia  ó  injuria 
sino  A  querella  de  la  parte  ofendida,  salvo 
ciiando  la  ofensa  se  dirija  contra  la  autoridad 
pública,  corporaciones  ó  clases  determinadas 
del  Estado,  y  lo  dispuesto  en  el  cap.  V  del  ti- 
tulo III  de  este  libro. 

El  culpable  de  injuria  ó  de  calumnia  contra 
particulares,  quedará  relevado  de  la  pena  im- 
puesta mediando  perdón  de  la  parte  ofendida. 
Para  los  efectos  de  este  articulo  se  reputan 
autoridad  los  soberanos  y  principes  de  nacio- 
nes amigas  ó  aliadas,  los  agentes  diplomáticos 
de  las  mismas  y  los  extranjeros  con  carácter 
publico  que  .-n-gim  los  tratados  debieren  com- 
prenderse en  esta  disposición. 

Para  proceder  en  los  casos  expresados  en  el 
párrafo  anterior,  ha  de  preceder  excitación 
especial  del  Gobierno  '. 


á  conce'hrla  ó  á  iieíjarlasencUnnmilé  y  gin  fmidarse  eñ 
co«sj,;fra«ü«M  que  agraren  la  imjmiación.  (Doctrina 
del  C.  de  E.  en  un  S.  D.  S.  de  16  Agisto  1866.) 


TITILO  XI 

Oclilos  contra  elevado  cItII  de  las  personas. 

CAPITULO  PRIMEEO.-SuPO.siciÓN  de  partos 

V    USriiPACIO.N-   1>EL   ESTADO   CIVIL. 

Art.  483.  La  suposición  de  partos  v  la  sus- 
titución de  un  niño  por  otro,  serán  castigadas 

%°n    '!f -''-,'^."*'*  '^^  presidio  mayor  v  multa  de 
2oO  á  2.0OO  pesetas. 

Las  mismas  penas  se  impondi-án  al  que  ocul- 
tare o  expusiere  un  hijo  legitimo  con  ánima 
de  hacerle  perder  su  estado  civil.  \ 

Art.  484.  El  facultativo  ó  funcionario  pú-' 
bhco  que,  abusando  de  su  profesión  ó  caro'o 
cooperare  á  la  ejecución  de  alguno  de  los  de- 
litos expresados  en  el  artículo  anterior,  incu- 
rrirá en  las  penas  del  mismo,  v  además  eu  la 
de  inhabilitación  temporal  especial. 

Art.  485.  El  que  usurpare  el  estado  civil 
de  otro,  será  castigado  con  la  pena  de  prisidi» 
mayor. 

CAP.  II.— Celeukacióx  de  .matrimonios  ilegales. 

Art.  486.  El  que  contrajere  segundo  ó  ulte- 
rior matrimonio  sin  hallarse  legitmiamente  di- 
suelto el  anterior,  Gerá  castigado  con  la  pena 
de  prisión  mayor. 

Art.  487.  El  que  con  algún  impedimento 
dirimente  no  dispensable  contrajere  matrimo- 
nio, será  castigado  con  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional en  sus  grados  medio  y  máximo. 

Art.  488.  El  que  contrajer'e  matrimonio 
mediando  algún  iin  pedimento  dis¡)ensable,  será, 
castigado  con  unamulta  de  12.')  á  1.2,50  pesetas. 

Si  por  c'álpa  suya  no  revalidare  el  matrimo- 
nio, previa  dispensa,  en  el  término  que  los 
Iribunales  designen,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados 
medio  y  máximo,  de  la  cual  quedará  relevado 
cuando  quiera  que  se  revalide  el  matrimonio. 

Art.  489.  El  menor  que  contrajere  matri- 
monio sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ó- 
de  las  personas  que  para  el  efecto  iiagaii  su.s 
veces,  será  castigado  con  prisión  correccioual 
en  sus  grados  mínimo  y  medio  '. 

El  culpable  deberá  ser  indultado  desde  que 
los  padres  ó  las  personas  á  quienes  se  refiere 
el  párrafo  anterior  aprobaren  el  matrimonio 
contraído. 

Art.  490.  La  viuda  que  se  casare  antes  de 
los  trescientos  un  días  desde  la  muerte  de  sa 
marido,  ó  antes  de  su  alumbramiento  si  hubie- 
re quedado  encinta,  incurrirá  en  las  penas  de 
arresto  mayor  y  multa  de  120  á  1.250  pesetas. 

En  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer  cuyo 
matrimonio  se  hubiese  declarado  nulo,  si  se 
casare  antes  de  su  alumbramiento  ó  de  haber- 
se cumplido  trescientos  un  días  después  de  su 
separación  legal  ''. 


'  ^ose  concibe  que  este  delUo  pueda  ser  perseguido- 
sino  a  instancia  o  por  denuncia  del  mismo  padre  ó  de  la» 
demás  personas  que  conforme  d  la  ley  deben  prestar  el  con- 
sentii/iiento. 

■^  Sabemos  que  en  el  territorio  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos fui  procesada  una  infeliz  por  lo  dispuesto  en  este  ar- 
ticulo; tambini  lo  fué  el  párroco  que  autorizó  el  matrimo- 
nio. Ambos,  sm  embargo,  iirocedieron  de  buena  fe;  2iues  ni 
la  viuda  ni  el  cura  sabían  que  incurrían  en  delito.  Bueno- 
fuera  que  disposiciones  como  ésta  se  hiciesen  conocer  de 
una  manera  más  pública,  para  que  llegasen  d  noticia  de 
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Art.  491.  El  adoiitautc  que  siu  previa  dis- 
pensa civil  contrajere  iMatriuioiiio  con  sns  hi- 
jos ó  descendientes  adoptivos,  será  castigado 
con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Art.  492.  El  tutor  ó  curador  que  antes  de 
la  aprobación  legal  de  sus  cuentas,  contrajere 
matrimonio  ó  prestare  su  consentimiento  para 
que  lo  contraigan  sus  hijos  ó  descendientes 
con  la  persona  que  tuviere  ó  hubiere  tenido  en 
guarda,  á  no  ser  que  el  padre  de  ésta  hubiere 
autorizado  debidamente  este  matrimonio,  será, 
castigado  con  las  penas  de  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  medio  y  máximo  y  multa  de 
125  á  1. 250  pesetas. 

Art.  493.  El  juez  municipal  que  autorizare 
matrimonio  prohibido  por  la  ley  ó  para  el  cual 
haya  algún  impedimento  no  dispensable,  será 
castigado  con  las  penas  de  suspensión  en  sus 
grados  medio  y  máximo  y  multa  de  250  á  2.500 
pesetas. 

Si  el  impedimento  fuere  dispensable,  las  pe- 
nas serán  destierro  en  su  grado  mínimo  y  mul- 
ta de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  494.  En  todos  los  casos  de  este  capi- 
tulo el  contrayente  doloso  será  condenado  á 
dotar  según  su  posil)ilidad  á  la  mujer  que  hu- 
biere contraído  matriniouio  de  buena  fe. 


TITULO  XII 

De  los  dvlUos  conlrn  la  lllier<ail  y  seguridad. 

CAPITULO  PRIMERO.— Detenciones  ilegales  '. 

Art.  495.  El  particular  que  encerrare  ó  de- 
tuviere á  otro  privándole  de  su  libertad,  será 
castigado  con  la  pena  de  prisión  mayor. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  propor- 
cionare lugar  para  la  ejecución  del  delito. 

Si  el  culpal)le  diere  íiliertad  al  encerrado  ó 
detenido  dentro  de  los  tres  dias  de  su  deten- 
ción, siu  haber  logiado  el  objeto  que  se  propu- 
siere, ni  haberse  comenzado  el  procedimiento, 
las  penas  serán  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y  medio  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

Art.  495.  El  delito  de  que  se  trata  en  el  ar- 
ticulo anterior  será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  temporal: 

1."  Si  el  encierro  ó  detención  hubieren  du- 
rado más  de  veinte  dias. 

2.°  Si  se  hubiere  ejecutado  con  simulación 
de  autoridad  pública. 

3."  Si  se  hubieren  causado  lesiones  graves 
á  la  persona  encerrada  ó  detenida  ó  se  le  hu- 
biere amenazado  de  muerte. 

Art.  497.  El  que  fuera  de  los  casos  permi- 
tidos por  la  ley  aprehendiere  á  una  persona 
para  presentarla  á  la  autoridad,  será  castig'a- 
do  con  las  penas  de  arresto  menor  y  multa  de 
125  á  1. 250  pesetas. 

CAP.  II.— Sustracción  de  menores. 
Art.  498.     La  sustracción  de  un  menor  de 
siete  años  será  castigada  cou  la  pena  de  cade- 
na temporal. 


Art.  499.  En  la  misma  pena  incurrirá  el 
que,  hallándose  encargado  de  la  persona  de 
un  menor,  no  lo  presentare  á  sus  padres  ó 
guardadores  ni  diere  explicación  satistáctoria 
acerca  de  su  desaparición. 

Art.  500.  El  que  indujere  á  un  menor  de 
edad,  itero  mayor  de  siete  años,  á  que  aban- 
done la  casa  de  sus  padres,  tutores  ó  encarga- 
dos de  su  jiersona,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

CAP.  III.— Abandono  de  niños. 

Art.  501.  El  abandono  de  un  niño  menor  de 
siete  años  será  castigado  con  las  penas  de 
arresto  mayor  y  umita  de  125  á  1250  pesetas. 

Cuando  por  las  circunstancias  del  abandono 
se  hubiere  ocasionado  la  muerte  de  un  niño, 
será  castigado  el  culpable  con  la  pena  de  pri- 
sión correccional  en  sus  grados  medio  y  máxi- 
mo; si  sólo  se  hubiere  puesto  en  peligro  su 
vida,  la  pena  será  la  misma  prisión  correccio- 
nal en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

Lo  d¡spue!L.to  en  los  dos  párrafos  anteriores 
se  entenderá  sin  pei-.iuicio  de  castigar  el  hecho 
como  corresponda  cuando  constituyere  otro 
delito  más  grave  K 

Art.  502.  El  que  teniendo  á  su  cargo  la 
crianza  ó  educación  do  un  menor  lo  entregare 
á  un  establecimiento  público  ó  á  otra  persona, 
sin  la  anuencia  de  la  que  se  lo  hubiere  coníia- 
do  ó  de  la  autoridad  en  su  defecto,  será  casti- 
gado cou  una  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 


todos,  dando  benigna  aplicación  al  principio  de  que  la 
ignorancia  de  Ixs  lenes  no  excusa  de  su  cuynplimiento. 
(Código  civil,  art.  2.°) 

»  Cuando  la  detención  ilegal  se  cómele  por  empleados 
públicos,  hay  que  estar  á  lo  que  se  disi¡one  en  los  artícu- 
los 204  al  •J14. 


CAP 


IV.— Disposición  común  A  los  tres  capítulos 

PREÍ'EDENTES. 


Art.  503.  El  que  detuviere  ilegalmente  á 
cualquiera  persona,  ó  sustrajere  un  menor  de 
siete  años,  y  no  diere  razón  de  su  paradero  ó 
no  acreditare  haberlo  dejado  eu  libertad,  será 
castigado  con  la  pena  de  cadena  temporal  eu 
su  grado  máximo  á  cadena  perpetua. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  abando- 
nare ui;  niño  menor  de  siete  años  si  no  acre- 
ditare que  lo  dejó  abandonado  sin  haber  co- 
metido otro  delito. 

CAP.  V.— Allanamiento  df,  morada  ^ 

Art.  504.  El  particular  que  entrare  en  mo- 
rada ajena  contra  la  voluntad  de  su  morador, 
será  castigado  cou  arresto  mayor  y  multa  de 
125  á  1.250  pesetas. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  con  violencia  ó  inti- 
midación, las  penas  serán  prisión  correccional 
en  su  grado  medio  y  máximo  y  multa  de  125  á 
1.2.50  1  (\sefas. 

Art.  505.  La  disposición  del  artículo  ante- 
rior no  es  aplicable  al  que  entra  en  la  morada 
ajena  para  evitar  un  mal  grave  á  sí  mismo,  á 


'  Incurre  en  el  delito  de  este  articulo  el  que  ei-pone  á 
un  recién  nacido  á  la  puerta  de  una  casa,  de  noche,  sm 
precauciones  para  evitar  que  sea  recogido  sin  consecuen- 
cias, si  las  tiene.  (Sent.  2i  Noviembre  l!-7tí.) 

El  dejar  de  llevar  al  asilo  de  ej:positoH  ó  a  lugar  seguro 
d  un  menor  de  siete  años  d  quien  se  encuentre  perdido  ó 
abandonado,  es  falta  según  el  párrafo  10  del  art.  603. 

i  La  jurisprudencia  sobre  este  delito  queda  inserta  en 
el  t.  I,p.  461!. 

El  altanainiento  cometido  por  empleado  publico,  abu- 
sando de  autoridad,  se  castigaen  el  niim.  1."  del  art.  SIS. 
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los  moradores  ó  á  un  tercero,  ui  al  que  lo  hace 
para  prestar  algún  servicio  á  la  humanidad  ó 
íi  la  justicia. 

Art.  506.  Lo  dispuesto  en  este  capitulo  no 
tiene  aplicación  respecto  de  los  caíés,  taber- 
nas, ]>osadas  y  demás  casas  públicas  mientras 
estuvieren  abiertas. 

■     CAP.  VI. — De  las  amenazas  y  coacciones  <. 

Art.  507.  El  que  amenazare  k  otro  con  cau- 
sar al  mismo  ó  á  su  familia  en  sus  ¡¡ersonas, 
honra  ó  propiedad,  un  mal  que  constituya  de- 
lito, será  castig'ado: 

1.°  Con  la  pena  inmediatamente  inferior 
eu  grado  á  la  señalada  por  la  ley  al  delito  con 
que  amenazare,  si  se  liubiere  hecho  la  amena- 
za exigiendo  una  cantidad  ó  imponiendo  cual- 
quiera otra  condición,  aunque  no  sea  ilícita,  y 
el  culpable  hubiere  conseguido  .su  propósito,  y 
con  la  pena  inferior  en  dos  grados  si  no  lo  hu; 
hiere  conseguido. 

La  pena  se  impondrá  en  su  grado  máximo 
si  las  amenazas  se  hicieren  por  escrito  ó  por 
medio  de  emisario. 

2.°  Con  las  penas  de  arresto  mayor  y  mul- 
ta de  12.5  á  L250  pesetas,  si  la  amenaza  no 
fuere  condicional. 

Art.  508.  Las  amenazas  de  un  mal  que  no 
constituya  delito,  hechas  en  la  forma  expresa- 
da en  el  núm.  1."  del  articulo  anterior,  serán 
castigadas  con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Art.  509.  En  todos  los  casos  de  los  dos  ar- 
ticules anteriores,  se  podrá  condenar  además 
al  amenazador  á  dar  caución  de  no  ofender  al 
amenazado,  y  eu  su  delecto  á  la  pena  de  des- 
tierro. 

Art.  510.  El  que  sin  estar  legitiniamente 
autorizado  impidiere  á  otro  con  violencia  ha- 
cer lo  que  la  ley  no  prohibe  ó  le  compeliere  á 
efectuar  lo  que  no  quiera,  sea  justo  ó  injusto, 
será  castigado  con  las  penas  de  arresto  mayor 
y  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  511.  El  que  con  violencia  se  apoderare 
de  una  cosa  perteneciente  á  su  deudor  para 
hacerse  pago  con  ella,  será  castigado  con  las 
penas  de  arresto  mayor  en  su  g'rado  mínimo  y 
una  multa  equivalente  al  valor  de  la  cosa, 
pero  que  eu  ningún  caso  bajará  de  125  pe- 
setas. 

CAP.    VII. — DE.SCUBRI,Mn;NTO    Y    BEVELACKJN    DE 
SECUEIOS. 

Art.  512.  El  que  para  descubrir  los  secretos 
de  otro  se  apoderare  de  sus  papeles  ó  cartas  y 
divulgare  aquéllos,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  prisión  correccional  en  sus  g'rados  míni- 
mo y  medio  y  multa  de  125  á  1.25U  pesetas. 

Si  no  los  divulgare,  las  penas  serán  arresto 
mayor  y  multa  de  125  á  1.250  pesetas  -. 


*  Sobre  las  amenazas  hechas  d  diputados  ó  senadores, 
véase  el  art.  174. 

— También  hay  amenazas  que  se  castiyan  como  faltasen 
el  art.  604. 

— Pava  que  tenga  lugar  la  aplicaciÓ7i  de  este  artículo, 
es  indispensable  que  las  amenazas  se  dirijan  intencional- 
mente,  proponiéndose  algún  ¡hi  licito  ó  ilicito,  y  no  sean 
efecto  inmediato  de  un  altercado  ó  acaloramiento.  (.Sen- 
tencia 4  Julio  1874.J— Coí!.sií/^'.s-<?  el  núm.  3."  del  articulo 
€04  y  su  nota.  Véase  más  jtirisjtrudencia  en  el  articulo 
Coacciones  y  amenazas. 

2    Cuando  este  delito  se  cometa  por  empleado  público 


Esta  disposición  no  es  aplicable  á  los" mari- 
dos, padres,  tutores  ó  quienes  hagan  sus  ve- 
ces, en  cuanto  á  los  papeles  ó  cartas  de  sus 
mujeres,  hijos  ó  menores  que  se  hallen  bajo  su 
dependencia. 

Art.  513.  El  administrador,  dependiente  ó 
criado  que  en  tal  concepto  supiere  los  secretos 
de  su  principal  y  los  divulg-are,  será  castigado 
con  las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  125 
á  1.250  pesetas. 

Art.  514.  El  encargado,  empleado  ú  obrero 
de  una  fábrica  ú  otro  establecimiento  indus- 
trial que  con  perjuicio  del  dueño  descubriere 
los  secretos  de  su  industria,  será  castigado 
con  las  penas  de  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y  medio  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas. 

TlTttO  XIH 

De  los  delitos  i-ontra  In  proplrdad. 

CAPITULO  I. -Be  los  bohos  '. 

Art.  515.  Son  reos  del  delito  de  robo  los  que 
con  ánimo  de  lucrarse  se  apoderan  de  las  co- 
sas muebles  ajenas  con  violencia  ó  intimida- 
ción en  las  personas  ó  empleando  fuerza  en  las 
cosas  ■^. 

Art.  516.  El  culpable  de  robo  con  violencia 
ó  intimidación  eu  las  personas  será  castig'ado: 

1."  Con  la  pena  de  cadena  perpetua  á  muer- 
te, cuando  con  motivo  ó  con  ocasión  del  robo, 
resultare  homicidio. 

2."  Con  la  pena  de  cadena  temporal  eu  su 
grado  medio  á  cadena  perpetua,  cuando  el 
robo  fuere  acompañado  de  violación  ó  mutila- 
ción causada  de  propósito,  ó  con  su  motivo  ú 
ocasión  se  causare  alg'una  de  las  lesiones  pe- 
nadas eu  el  número  1.°  del  art.  431,  ó  el  roba- 
do fuere  detenido  bajo  rescate  ó  por  más  de 
un  día. 

y."  Con  la  pena  de  cadena  temporal,  cuan- 
do, con  el  mismo  motivo  ú  ocasión,  se  causa- 
re alguna  de  las  lesiones  penadas  en  el  núme- 
ro 2."  del  articulo  mencionado  en  el  número 
anterior. 

4."  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  á  cadena  temporal  en  su  grado 
mínimo,  cuando  la  violencia  ó  intimidación 
que  hubiere  concurrido  en  el  robo,  hubiere 
tenido  una  g'ravedad  manifiestamente  innece- 
saria para  su  ejecución,  ó  cuando  en  la  per- 
petración del  delito  se  hubieren  por  los  delin- 
cuentes inferido  á  personas,  no  responsables 
del  mismo,  lesiones  comprendidas  en  los  nú- 
meros 3.°  y  4.°  del  citado  articulo  431. 

5."  ^  Con  la  pena  de  pre.údio  correccional 
á  presidio  mayor  en  su  grado  medio  en  los  de- 
más casos. 

Art.  517.  Si  los  delitos  de  que  tratan  los 
números  3.°,  4.''  y  5.°  del  articulo  anterior  hu- 


abusando  de  su  cargo,  hay  que  estar  ú  lo  disj^uesto  enlos 
arts.  S7S  y  37». 

—El  descubrimiento  de  secretos  de  un  litigante  hecho 
por  su  abogado  ó  procurador  se  castiga  en  el  art.  37 1. 

'    La  jurisprudencia^sobre  este  delito  véase  en  Huiíto 

Y  nono. 

-  Jnsertamos  el  presente  articulo  'con  las  correcciones 
hechas  al  mismo  por  el  D.  de  i."  de  Enero  de  187 1. 

•^  Antes  decía  prisión  correccional  á  presidio  ma- 
yor; pero  el  D.  de  1."  Enero  1871  dispuso^  que  se  sustitu- 
yera la 2>alabra  prisión  por  la  de  iircsidio. 


^ 
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liicien  sido  ejecutados  eii  despoblado  y  eu 
rundvilla,  se  impondrá  á  los  culpables  la  pcua 
ni  el  grado  iiiáxiino. 

Al  jefe  de  la  cuadrilla,  si  estuviere  total  ó 
IKircialmeiite  armada,  se  impondrá,  en  los  mis- 
mos casos,  la  pena  superior  inmediata. 

Alt.  518.  Hay  cuadrilla,  cuando  coucxirren 
á  un  robo  más  de  tres  malhechores   armados. 

Los  malhechores  presentes  á  la  ejecución  de 
un  robo  en  despoblado  y  eu  cuadrilla,  serán 
castigados  como  autores  de  cualquierca  de  los 
atentados  cometidos  por  ella,  si  no  constare 
(lUc  procuraron  impedirlo. 
U  Se  presume  haber  estado  presente  á  los  aten- 
tados cometidos  por  una  cuadrilla,  el  malhe- 
chor que  anda  habitualmeute  en  ella,  salvo  la 
prueba  en  contrario. 

Art.  519.  La  tentativa  y  el  delito  frustrado 
de  robo,  cometidos  con  el  delito  mencionado 
en  el  número  1.°  del  art.  516,  serán  castigados 
con  la  pena  de  cadena  temporal  eu  su  grado 
máximo  á  cadena  perpetua,  á  no  ser  que  el 
homicidio  cometido  la  mereciere  mayor  según 
las  disposiciones  de  este  Código. 

Art.  520.  El  que  para  defraudar  á  otro  le 
obligare  con  violencia  ó  intimidación  á  suscri- 
bir, otorgar  ó  entregar  una  escritura  pública 
ó  documento,  será  castigado  como  culpable  de 
robo  con  las  penas  respectivamente  señaladas 
eu  este  capitulo. 

Art.  521  '.  Los  que  cou  armas  robaren  eu 
casa  habitada  ó  edifício  público,  ó  destinado 
al  culto  religioso,  serán  castig'ados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  eu  su  grado  medio  á  cade- 
na temporal  en  su  grado  mínimo,  si  el  valor 
de  los  efectos  robados  excediere  de  500  pese- 
tas, y  se  introdujeren  los  malhechores  en  la 
casa  ó  edificio  donde  el  robo  tuviere  higar  ó 
en  cualquiera  de  sus  dependencias,  por  uno 
de  los  medios  siguientes: 

1.°     Por  escalamiento. 

2."  Por  rompimiento  de  pared,  techo  ó  sue- 
lo ó  fractura  de  puerta  ó  ventana. 

3."  Haciendo  uso  de  llaves  falsas,  ganzúas 
ú  otros  instrumentos  semejantes. 

4."  Con  fractura  de  puertas,  armarios,  ar- 
cas XI  otra  clase  de  muebles  ú  objetos  cerrados 
ó  sellados,  ó  su  sustracción  para  ser  fractura- 
dos ó  violentados  fuera  del  lugar  del  robo. 

5."  Con  nombre  supuesto  ó  simulación  de 
autoridad. 

Cuando  los  malhechores  no  llevaren  armas 
y  el  valor  de  lo  robado  excediere  de  500  pese- 
tas, se  impondrá  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior. 

La  misma  regla  se  ob.servará  cuando  los 
malhechores  llevaren  armas,  pero  el  valor  de 
lo  robado  no  excediere  de  500  pesetas. 

Cuando  uo  llevaren  armas  ni  el  valor  de  lo 
robado  excediere  de  500  pesetas,  se  impondrá 
á  los  culpables  la  peua  señalada  en  los  dos  pá- 
rrafos anteriores  en  su  grado  mínimo  '■'. 


*  Los  números  4.^  y  .5.**  del  presente  artículo  se  inser- 
tan con  la  nueca  redacción  dada  á  los  ■mismos  por  decre- 
to de  1."  de  Enero  de  l&lt. 

*  Tenitnáo  en  cuenta  la  retjla  4  "*  del  art.  76  del  Códioo 
penalf  la  pena  inmediatamente  inferior  á  la  de  iiresidio 
mayor  eu  su  grado  medio  á  cadena  temporal  eu  su 
grado  mínimo,  que  impone  este  artículo,  es  la  de  presi- 


Art.  522.  Cuando  los  delitos  de  que  se  ha- 
bla ene)  artículo  anterior  hubieren  sido  ejecuta- 
dos en  despoblado  y  en  cuadrilla,  ó  los  efectos 
robados  fuesen  cosas  destinadas  al  culto  reli 
gloso,  se  impondrá  á  los  culpables  la  peua  eu 
el  grado  máximo  '. 

Art.  523.  Secousiderarácasahabitada,  todo 
albergue  que  constituyere  la  morada  de  una 
ó  más  person.as,  aunque  se  encontraren  acci- 
dentalmente auseutes  de  ella,  cuando  el  robo 
tuviere  lugar. 

Se  considerarán  dependencias  de  casa  habi- 
tada ó  de  edificio  público  ó  destinado  al  culto 
sus  patios,  corrales,  bodegas,  graneros,  paja- 
res, cocheras,  cuadras  y  demás  departamentos 
ó  sitios  cercados  y  contiguos  al  edificio  y  en 
comunicación  interior  con  el  mismo  y  con  el 
cual  formen  un  solo  todo. 

No  estarán  comprendidas  en  el  párrafo  au- 
terior  las  huertas  y  demás  terrenos  destinados 
al  cultivo  ó  á  la  producción,  aunque  estén  cer- 
cadas, contig'Tias  al  edificio  y  eu  comunicación 
interior  con  el  mismo. 

Art.  524.  Cuando  el  robo  de  que  se  trata 
en  el  art.  521  se  hubiere  efectuado  en  una  de- 
pendencia de  casa  habitada,  edificio  público  ó 
destinado  al  culto  religioso,  introduciéndose 
los  culpables  saltando  un  muro  exterior,  y  se 
hubiere  limitado  la  sustracción  á  semillas  ali- 
menticias, frulios  ó  leñas,  y  el  valor  de  las  co- 
sas robadas  no  excediere  "de  25  pesetas,  se  im- 
pondrá á  los  culpables  la  pena  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  medio  á  presidio  correccional 
en  su  grado  mínimo  "^. 

Art.  525.  El  robo  cometido  en  lugar  no 
habitado  ó  en  un  edificio  que  no  sea  de  los 
comprendidos  en  el  párrafo  primero  del  articu- 
lo 521,  si  el  valor  de  los  objetos  robados  ex- 
cediere de  500  pesetas,  se  castigará  con  la 
pena  de  presidio  correccional  en  sus  grados 
medio  y  máximo,  siempre  que  concurra  algu- 
na de  las  circunstancias  siguientes: 

1."     Escalamiento. 

2.°  Rompimiento  de  paredes,  techos  ó  sue- 
los ó  fractura  de  puertas  ó  ventanas  exte- 
riores ^. 

3."  La  de  haber  hecho  uso  de  llaves  falsas, 
ganzúas  li  otros  instrumentos  semejantes  para 
entrar  eu  el  lugar  del  robo. 

4."  Fractura  de  puertas,  armarios,  arcas  ú 
otra  clase  de  muebles  ú  objetos  cerrados  ó  se- 
llados. 

5."  Sustracción  de  los  objetos  cerrados  ó 
sellados  de  que  trata  el  párrafo  anterior,  auu- 


dio  correccional  en  su  grado  medio  A  presidio  mayor 
en  el  minimo,  y  la  inferior  d  ésta  la  de  arresto  mayor 
en  su  grado  medio  A  presidio  correccional  en  su  gra- 
do minimo.  Esto  supuesto,  la  pena  correspondiente  al 
robo  de  que  trata  el  último  párrafo  del  art.  iai,  cuando 
el  reo  es  mayor  de  quince  ojTos  y  menor  de  dieciocho,  es, 
según  dicho  'artículo,  el  segundo  párrafo  del  H6  y  la  regla 
J."  del  76",  arresto  mayor  en  su  grado  medio.  (Sen- 
tencias 15  Octubre  y  14  Febrero  1872  y  1."  Marzo  1873.) 

'  Adicionado  este  articulo  d  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
decreto  de  I."  Enero  187 1. 

kúlo  es  aplicable  concurriendo  copulativamente  las  dos 
circutistanciaa  de  despoblado  y  cuadrilla.  (Seut.  27  Fe- 
brero 1873.) 

2  Adicionado  este  artictdo  por  el  decreto  de  1."  Enero 
de  1871,  en  la  forma  que  lo  insertamos. 

■>  Las  palabras  ó  ÍTuctnra.  de,  que  dejamos  subrraya- 
das,  han  sido  añadidas  por  el  D.  de  I."  de  Enero  de  1871. 
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que   se  fiactiueii  fuera  del  lugar   del  robo. 

Cuando  el  valor  de  los  objetos  robados  no 
excediere  de  ,')ÜÜ  pesetas,  se  impondrá  la  pena 
inniediatauíciite  inferior  '. 

Art.  526.  En  los  casos  del  articulb  ante- 
rior, el  robo  que  no  excediere  de  25  pesetas 
se  castigará  con  arresto  mayor  en  sus  grados 
medio  y  máximo. 

Si  las  cosas  robadas  fueren  de  las  mencio- 
nadas en  el  art.  524,  se  castigará  con  la  pena 
inmediatamente  inferior. 

Art.  527.  El  robo  de  que  se  trata  en  los  ar- 
tículos 524,  525  y  526,  se  castigará  con  la  pena 
inmediatamente  superior,  si  el  culpable  fuere 
dos  ó  más  veces  reincidente. 

Art.  528.  El  que  tuviere  en  su  poder  gan- 
zíias  II  otros  instrumentos  destiuades  especial- 
mente para  ejecutar  el  delito  de  robo  y  no  die- 
re el  descargo  suliciente  sobre  su  adquisición 
ó  conservación,  será  castigado  con  la  pena  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  presidio 
correccional  en  su  grado  minimo. 

En  igual  pena  incurrirán  los  que  fabricaren 
dichos  instrumentos.  Si  fueren  cerrajeros,  se 
les  aplicará  la  pena  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  medio  y  máximo. 

Art.  529.     Se  entenderán  llaves  falsas: 

1."  Los  instrumentos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior. 

2."  Las  llaves  legitimas  sustraídas  al  pro- 
pietario. 

"ó."  Cualesquiera  otras  que  no  sean  las  des- 
tinadas por  el  propietario  para  la  apertura  de 
la  cerradura  violentada  por  el  culpable. 

CAP.  II.— De  los  hurtos. 

Art.  530.     Son  reos  de  hurto: 

1.°  Los  que  con  ánimo  de  lucrarse,  y  sin 
violencia  ó  intimación  en  las  personas  ni  fuer- 
za en  las  cosas,  toman  las  cosas  muebles  aje- 
nas sin  la  voluntad  de  su  dueño. 

2."  Los  que  encontrándose  una  cosa  perdi- 
da, y  sabiendo  quién  es  su  dueño,  se  la  apro- 
piaren con  intención  de  lucro. 

3."  Los  dañadores  que  sustrajeren  ó  utili- 
zaren los  frutos  ú  objeto  del  daño  causado, 
salvo  los  casos  previstos  en  los  arts.  G06,  ni'i- 
mero  1.";  G07,  niims.  1.",  2."  y  3.";  (JOS,  núme- 
ro 1.";  610,  nfim.  1.";  611,  613,  segundo  párra- 
fo del  617  y  618. 

Art.  531.  Los  reos  de  hurto  serán  casti- 
gados: 

1."  Con  la  pena  de  jiresidio  correccional  en 
sus  g'rados  medio  y  máximo,  si  el  valor  de  la 
cosa  hurtada  excediere  de  2,500  pesetas. 

2.°  Con  la  pena  de  presidio  correccional  en 
sus  g'rados  mínimo  y  medio,  si  no  excediere 
de  2.500  pesetas  y  pasare  de  500. 

3."  Con  arresto  mayor  en  su  g'rado  medio  á 
presidio  correccional  en  su  grado  mínimo,  si 
no  excediere  de  500  y  pasare  de  100. 

4."  Con  el  arresto  mayor  en  toda  su  exten- 
sión si  no  excediere  de  100  y  pasare  de  10. 

B."  Con  arresto  mayor  en  sus  grados  míni- 
mo y  medio  si  no  excediere  de  10  pesetas,  ó 


*  Es  decir,  H  arresto  mayor  en  su  grado  máj'imo  á  pre- 
sidio correccional  en  sw  grado  minimo.  (Sent.  22  de  Mar- 
zo lb71.) 


aunque  exceda,  siempre  que  no  jiase  de  20, 
cuando  el  hurto  consista  en  semillas  alimenti- 
cias, frutos  ó  leñas  '. 

Art.  532.  Será  también  castigado  con  U 
pena  de  arresto  mayor  en  sus  grados  miuimi 
y  medio: 

El  que  empleando  violencia  ó  intimadacióBP 
en  las  personas  ó  fuer/.a  en  las  cosas  entrare 
á  cazar  ó  pescar  en  heredad  cerrada  ó  campo, 
vedado.  '■•,' 

El  que  en  heredad  ó   campo  de  las  mismasí' 
condiciones  cazare  ó  pescare  sin  permiso'del 
dueño,  valiéndose  de  medios  prohibidos  por 
las  Ordenanzas. 

Cuando  concurrieren  simultáneamente  laS' 
circunstancias  expresadas  en  los'  dos  párrafos^j 
anteriores,   el   culpable  será  castigado  con  laí^.' 
pena  de  arresto  ma,\or  en  su  grado  máximo  ', 

Art.  533.  El  hurto  se  castigará  con  las  pe- 
nas iumediataniente  stiperiorcs  en  grado  alas 
res|iectivamcnte  señaladas  en  los  dos  artícu- 
los anteriores: 

1."  Si  fuere  cosas  destinadas  al  culto,  ó  sd' 
cometieren  en  acto  religioso,  ó  eu  edificio  des- 
tinado á  celebrarlos. 

2."  Si  fuere  doméstico  ó  interviniere  gravef 
abuso  de  confianza. 

3."  Si  el  culpable  fuere  dos  ó  más  veces  re- 
incidente ■-. 

CAP.  III.— De  la  usuiíPAciÓN. 

Art.  534.  Al  que  con  violencia  ó  intimida- 
ción en  las  personas  ocupare  una  cosa  inmue- 
ble ó  usurpare  un  derecho  real  de  ajena  per- 
tenencia, se  impondrá,  además  de  las  penas., 
en  que  incurriera  por  las  violencias  que  cau- 
sare, una  multa  del  50  al  100  por  100  de  la  uti- 
liilad  que  haya  reportado,  no  bajando  de  125 
pesetas. 

Si  la  utilidad  no  fuere  estimable,  se  impon- 
drá la  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  535.  El  que  alterare  términos  ó  lindes 
de  los  pueblos  ó  heredades  ó  cualquiera  clase 
de  señales  destinadas  á  fijar  los  límites  de  pre- 
dios contiguos,  será  castigado  con  una  multa, 
del  50  al  100  por  100  de  la  utilidad  que  haya, 
reportado  o  debido  reportar  |>or  ello. 

Si  no  fuere  estimable  la  utilidad,  se  le  im-. 
pondrá  la  multa  de  125  á  1.250  pesetas.  .'; . 

CAP.  IV.— De1''raudacione.s. 
SECCIÓN  PRIMERA. -Alzamiento,  quiebra  é  insol- 
vencia punibles. 

Art.  536.     El  que  se  alzare  con  stis  bienes 


»  Insertamos  el  párr.  5.^  del  art.  531  y  el  art.  532,  fot 
covio  han  quedado  redactad.os  i)or  la  ley  de  n  de  Jm- 
lio  de  JS'ii}  que  los  lia  modificado,  introducii^ndo  una  inr 
novación  iiujiortantisima  en  el  Código,  pues  con  arreglo 
ü  ella  debe  calificarse,  en  todo  caso,  como  delito,  el  hur^ 
to,  aunque  su  importe  no  llegue  d  10  pesetas,  y  sea  de  sw*- 
tancias  alimenticias,  frutos  y  leñas.  Es  lógica,  por  tanto, 
la  derogación  que  por  la  misma  ley  se  ha  decretado  di^ 
núm.  1  °  del  art.  VOS. 

—  Es  también  de  gran  transcendencia  la  reforma  por- 
que afecta,  d  la  ve::  que  d  la  penalidad,  á  la  competencia^ 
abrogando  la  regla  'J.*^  y  en  parte  la  3.^  del  art.  131  del 
reglamento  de  17  de  Mayo  18(iñ,  sobre  montes. — V.  HuRTO.  . 

-  El  ser  el  hurto  doméstico  ó  intervenir  grave  abuso  dt 
confianza,  son  palabras  correlativas  y  envuelven  unti 
rnisma  idea.  El  hurto  doméstico  presupone  siempre  el 
abitso  de  confianza,  y  no  se  limita  al  local  en  que  se  verifl' 
ca  la  sustracción,  stno  que  es  extensivo  d  las  relaciones 
personales  existentes  entre  el  autor  y  el  ofendido,  (Senr 
tencia  4  Julio  Ib71.)—V.  Hurto.  ; 
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en  iicrjuicio  de  sus  acreedores,  será  castigado 
i-uii  las  penas  de  presidio  mayor,  si  fuere  co- 
incii'iante,  y  con  la  de  presidio  correccional  en 
su  yrailo  máximo  á  presidio  mayor  en  su  g-ra- 
ilii  medio,  si  no  lo  fuere. 

Art.  537.  El  quebrado  que  fuere  declarado 
(■11  insolvencia  fraudulenta  con  arreglo  al  Có- 
d'i'd'o  de  Comercio,  será  castigado  con  la  pena 
lie  presidio  correccional  en  su  grado  máximo, 
á  presidio  mayor  en  su  g'rado  medio. 

Art.  538.  Él  quebrado  que  fuero  declarado 
en  insolvencia  culpable  por  alguna  de  las  cau- 
sas comprendidas  en  el  art.  1.005  del  Código 
lie  Comercio  incurrirá  en  la  pena  de  prisión 
ciiireccioMal  en  sus  grados  rninimo  y  medio. 

Art.  539.  En  ios  casos  de  los  dos  artículos 
precedentes,  si  la  pérdida  ocasionada  á  los 
.ureedores  no  llegare  al  10  por  100  de  sus  res- 
]irclivos  créditos,  se  impondrán  al  quebrado 
las  penas  inmediatamente  inferiores  eu  grado 
á  la  señalada  en  dichos  artículos. 

Cuando  la  pérdida  excediere  del  ."lO  por  100, 
sr  impondrán  eu  su  grado  máximo  las  penas 
señaladas  en  los  dos  mencionados  artículos. 

Art.  540.  Las  penas  señaladas  eu  los  tres 
artículos  anteriores  son  aplicables  á  los  comer- 
ciantes, aunque  no  estén  matriculados,  si  ejer- 
cieren liabitualmento  el  comercio. 

Art.  541.  Serán  penados  como  cómplices  del 
delito  de  insolvencia  fraudulenta,  los  que  eje- 
cutaren cualquiera  de  los  actos  que  se  deter- 
minan en  el  art.  1.010  del  Código  de  Comercio. 

Art.  542.  Incurrirá  en  la  pena  de  arresto 
mayor  en  su  gradomáximo  áprisión  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo,  el  conctirsado  no  co- 
merciante, cuya  insolvencia  fuere  resultado 
en  todo  ó  en  parte  de  alguno  de  los  hechos  si- 
guientes: 

1."  Haber  hecho  gastos  domésticos  ó  per- 
siinales  excesivos  y  descompasados  con  rela- 
ciiin  á  su  fortuna,  atendidas  las  circustancias 
de  su  rango  y  familia. 

i!.'^  Haber  sufrido  en  cuakpiiera  clase  de 
juego  pérdidas  que  excedieren  de  lo  que  por 
via  do  recreo  a\enturare  en  entretenimientos 
(le  esta   clase  un  padre  de  familia  arreglado. 

■'!."  Haber  tenido  pérdidas  en  apuestas  cuan- 
tiosas, compras  y  ventas  simuladas  ú  otras 
operaciones  de  agiotaje,  cuyo  éxito  dependa 
exclusivamente  del  azar. 

4.°  Haljer  enajenado  con  depreciación  nota- 
ble, bienes  cuyo  precio  estuviere  adeudando. 

5."  Retardo  eu  haber  dejado  de  presentar- 
se en  concurso,  cuando  su  pasivo  fuere  tres 
veces  mayor  que  su  activo. 

Art.  543.  Incurrirá  en  la  pena  de  presidio 
correccional  en  su  grado  máximo,  á  presidio 
mayor  en  su  g'rado  mínimo,  el  concursado,  no 
comerciante,  cuya  insolvencia  fuere  resultado 
en  todo  ó  en  parte,  de  alguno  de  los  hechos  ai- 
guientes: 

1."  Haber  incluido  gastos,  pérdidas  ó  deu- 
das supuestas  vi  ocultado  bienes  ó  derechos  eu 
el  estado  de  deudas,  relación  de  bienes  ó  me- 
morias que  haya  presentado  á  la  autoridad  ju- 
dicial. 

-.°  Haberse  apropiado  ó  distraído  bienes 
ajenos  que  le  estuvieren  encomendados  en  de- 
pósito, comisión  ó  administración. 


3."  Habersimulado  enajenación  ó  cualquier 
gravamen  de  bienes,  deudas  ú  obligaciones. 

4."  Haber  adquirido  por  titulo  oneroso  bie- 
nes á  nombre  de  otra  persona. 

5."  Haber  anticipado  en  perjuicio  de  lo.s 
acreedores  jiago  que  no  fuere  exigible  sino  en 
época  posterior  á  la  declaración  del  concurso. 

a."  Haber  distraído  con  posterioridad  á  la 
declaración  en  concurso,  valores  correspon- 
dientes á  la  masa. 

Art.  544.  Es  aplicable  á  los  dos  anteriores 
artículos,  la  disposición  contenida  en  el  ;>:i9. 

Art.  545.  Serán  penados  como  cómplices 
del  delito  de  insolvencia  fraudulenta,  cometi- 
da por  el  deudor  no  dedicado  al  comercio,  los 
que  ejectitaren  cualquiera  do  los  actos  si- 
guientes: 

1."  Confabularse  con  el  concursado  para 
suponer  crédito  contra  él  ó  para  aumentarlo, 
alterar  su  naturaleza  ó  fecha  con  el  tin  de  an- 
teponerse en  la  graduación  con  perjuicio  de 
otros  acreedores,  aun  cuando  esto  se  verilicaro 
antes  de  la  declaracn'm  del  concvuso. 

2."  Haber  auxiliado  a!  concursado  para 
ocultar  ó  sustraer  sus  bienes. 

3.°  Ocultar  á  los  administradores  del  con- 
curso la  existencia  de  bienes  que  pertenecien- 
do .á  éste,  obren  en  poder  del  culjiable,  ó  en- 
tregarlos al  concursado  y  no  á  dichos  adminis- 
tradores. 

4."  Verificar  con  el  concursado  conciertos 
particulai-es  en  perjuicio  de  otros  .acreedores. 

Art.  546.  Las  penas  señaladas  en  este  ca- 
pítulo se  impondrán  en  su  grado  máximo  al 
medio,  al  quebrado  o  concursado  que  no  resti- 
tuyere el  depósito  miserable  ó  necesario. 

SECCIÓN  2.*^ — Estafas  y  otros  engaños  *. 

Art.  547.  El  que  defraudare  á  otro  en  la 
sustancia,  cantidad  ó  calidad  de  las  cosas  que 
le  entregare  en  virtud  de  un  título  obligatorio, 
será  castigado: 

1."  Con  la  pena  de  arresto  mayor  eu  sus 
grados  mínimo  y  medio  si  la  defraudación  no 
excediere  de  100  pesetas. 

2.*^'  Con  la  de  arresto  mayor  en  su  grado 
medio  á  presidio  correccional  en  su  grado  mí- 
nimo, excediendo  de  100  pesetas  y  no  pasando 
de  2.500. 

3."  Con  la  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y  medio,  excediendo  de  2.500 
pesetas. 

Art.  548.  Incurrirá  en  las  penas  del  artícu- 
lo anterior: 

1."  El  que  defraudare  á  otro,  usando  de 
nombre  fingido,  atribuyéndose  poder,  influen- 
cia ó  cualidades  supuestas,  aparentando  bie- 
nes, crédito,  comisión,  empresa  ó  negociaciones 
imaginarias,  ó  valiéndose  de  ctialquiera  otro 


*  Sobre  apraciación  del  abuso  de  confianza  en  la  fisía- 
fa  ver  en  Cikcunstanci  AS  AGUA  YANTES  laiienlenciade  30 
de  Diciembre  de  lS7l,pdg.  622. 

—  Ln  2>remedita  ion  es  de  fnl  manera  inherente  d  los  de* 
litas  de  estafa  y  falsificación,  que  no  piidíendo  ejecutarse 
sin  aií  concurrencia,  se  infrinije  el  párrafo  senundo  del 
articulo  7ÍÍ  del  Codiíjo,  apreciándola  como  circunstancia, 
ariravante.  (Sent.  lu  Junio  lb74.— Gac.  ¡¿4  Agosto,  pA- 
gina  109.J 

\'er  más  jurisprudencia  sobre  este  delito  en  el  articula 
Estafa. 
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eug'año  semejante  que  uo  sea  de  los  expresa- 
dos eu  los  casos  siguientes  ': 

2.°  Los  plateros  y  joyeros  que  cometieren 
defraudación,  alterando  eu  su  calidad,  ley  ó 
¡oso  los  objetos  relativos  á  su  arte  6  comercio. 

3.°  Los  traficantes  que  defraudaren  usan- 
do de  pesos  y  medidas  faltas  en  el  despacho  de 
los  objetos  de  su  tráfico  ^. 

4.°  Los  que  defraudaren  con  pretexto  de 
supuestas  remuneraciones  A  empleados  piibli- 
cos,  sin  perjuicio  de  la  acción  de  cakunnia  que 
á  éstos  corresponda. 

A  los  comprendidos  en  los  tres  números  an- 
teriores se  le  impondrán  las  penas  eu  su  grado 
máximo. 

5.°  Los  cjue  en  perjuicio  de  otro  se  apro- 
piaren ó  distrajeren  dinero,  efectos  ó  cual- 
quiera otra  cosa  mueble  que  hubieren  recibi- 
do en  depósito,  comisión  ó  administración,  ó 
por  otro  título  que  produzca  obligacióu  de.en- 
tregarla  ó  devolverla,  ó  negaren  haberla  re- 
cibido. 

Las  penas  se  impondrán  en  el  grado  máxi- 
mo, en  el  caso  de  depósito  miserable  ó  nece- 
sario. 

G.°  Los  que  cometieren  alguna  defrauda- 
ción abusando  de  firma  de  otro  en  blanco,  y 
extendiendo  con  ella  algtin  documento  en  per- 
juicio del  mismo  ó  de  un  tercero. 

7.°  Los  que  defraudaren  haciendo  suscri- 
bir á  otro  con  engaño  algún  documento. 

8.°  Los  que  en  el  jueg'o  se  valieren  de  frau- 
de para  asegurar  la  suerte. 

1>.°  Los  que  cometieren  defraudación  sus- 
trayendo, ocultando  ó  inutilizando  en  todo  ó 
en  parto  algiin  proceso,  expediente,  docvimen- 
to  ú  otro  pa]iel  de  cualquiera  clase. 

Cuando  se  cometiere  el  mismo  delito  sin  áni- 
mo de  defraudar,  se  impondrá  á  sus  autores 
tina  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  549.  Los  delitoc  expresados  en  los  nxi- 
meros  anteriores  serán  castig'ados  con  la  pena 
respectivamente  superior  en  un  grado,  si  los 
culpables  fueren  dos  ó  más  veces  reincidentes 
en  el  mismo  ó  semejante  especie  de  delito. 

Art.  550.  El  ciue  fingiéndose  dueño  de  una 
cosa  inmueble  la  enajenare,  arrendare,  grava- 
re ó  empeñare,  será  castigado  con  la  pena  de 
arresto  mayor  eu  sus  grados  mínimo  y  medio 
y  ttna  mtilta  del  tanto  al  triplo  del  importe  del 
perjuicio  que  hubiere  irrog'ado. 

En  la  mi.'sma  pena  incurrirá  el  que  dispusie- 
re de  una  cosa  como  libre,  sabiendo  que  estaba 
gravada. 

Art.  551.  Incurrirán  eu  las  penas  señaladas 
eu  el  articulo  jjrecedente: 

1."  El  dueño  de  una  cosa  mueble  qtie  la 
sustrajere  de  quien  la  tenga  Icgitimaniente  en 
su  poder  con  perjuicio  del  mismo  ó  de  un  ter- 
cero. 

2."  El  que  otorgare  en  perjuicio  de  otro  tiu 
contrato  simulado. 


*  Ocultar  el  verdadero  nombre  y  apellido  á  la  aitio- 
ridad  ó  2}ersona  que  tenga  derecho  á  exigir  que  se  matii- 
fleste,  es  falta,  según  el  art.  500. -Y.  Ai'ELLIeo  de  fa- 
milia. 

2  1.a  simjüe  tenencia  de  medidas  ó  pesos  falsos,  y  el  uso 
de  los  no  contrastados,  por  parte  de  los  traficantes,  son 
faltas,  según  el  m'im.  .3  '^  dd  art.  51í2.  Ver  también  el  Keal 
decreto  de  S2  de  Septiembre  de  1S48. 


Art.  552.  Incurrirán  asimismo  en  las  penas 
señaladas  en  el  art.  550  los  que  cometieren  al- 
guna defraudación  de  la  propiedad  literaria  ó 
industrial  '. 

Art.  553.  El  que  abusando  de  la  imperici 
ó  pasiones  de  un  meuor,  le  hiciere  otorgar  e  f 
su  perjuicio  alguna  obligación  ,  descargo 
transmisión  de  derecho  por  razón  de  préstam 
de  dinero,  crédito  ii  otra  cosa  mueble,  bie 
aparezca  el  préstamo  claramente,  bien  se  hall  ni 
recubierto  bajo  otra  forma,  será  castigado  co 
las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  del  ,10  a  í¡, 
50  por  100  del  valor  de  la  obligacióu  que  hi  k 
bier.a  otorgado  el  menor. 

Art.  554.  El  que  defraudare  ó  perjudicar 
á  otro,  usando  de  ctialquier  engaño  que  uo  s  gi 
halle  exijresado  eu  los  artículos  anteriores  da  3 
esta  sección,  será  castigado  con  una  multa  di 
tanto  al  duplo  del  perjuicio  que  irrogare;  y  ei 
caso  de  reincidencia,  con  la  del  duplo  y  arre; 
to  mayor  eu  su  grado  medio  al  máximo  ^. 


f 


!'!■■ 


CAP.  V.- 


-De  las  maquinaciones  para  alterar  el 
precio  de  las  cu.sas. 


Art.  555.     Los  que  solicitaren  dádiva  ó  pro^ 
mesa  para  no  tomar  parte  en  una  subasta  pi^  '' 
blica,  y  los  que  intentaren  alejar  de  ella  á  loiBl 
postores  por  medio  de  amenazas,  dádivas,  pro-i 
mesas  ó  cualquier  otro  artificio,  con  el  fin  del  " 
alterar  el  precio  del  remate,  serán  castig'adosj  ' 
con  una  multa  del  10  al  50  por  100  del  valor  det  i^' 
la  cosa  subastada,  á  no  merecerla  mayor  por 
la  amenaza  ú  otros  medios  que  emplearen.     -; 

Art.  556.  Los  que  se  colig'areu  con  el  fin  dé' 
encarecer  ó  abaratar  abusivamente  el  preció'  '"Ji 
del  trabajo  ó  regular  sus  condiciones,  serán 
castigados,  siempre  que  la  coligación  hubiere' 
comenzado  á  ejecutarse,  con  la  pena  de  arres- 
to mayor. 

Esta  pena  se  impondrá  en  su  grado  máximo 
á  los  jefes  y  promovedores  de  la  coligación  y 
á  los  que  para  asegurar  su  éxito  emplearen 
violencias  ó  amenazas,  &  no  ser  que  por  ellas 
merecieren  mayor  pena. 

Art.  557.  Los  qvie  exparciendo  falsos  rumo- 
res ó  usando  de  cualquier  otro  artificio,  consi 
gtiieren  alterar  los  precios  naturales  qtte  re 
sultarian  de  la  libre  concurrencia  eu  las  mer 
canelas,  acciones,  rentas  públicas  ó  privadas, 
ó  cualesquiera  otras  cosas  que  fueren  objeto 
de  contratación,  serán  castigados  con  las  pe 
ñas  de  arresto  mayor  y  multa  de  500  á  5.000 
pesetas. 

Art.  558.  Cuando  el  fraude  expresado  en  el 
articulo  anterior  recayere  sobre  cosas  alimen 
ticias  ú  otros  objetos  de  primera  necesidad,  la 
pena  se  impondrá  en  su  grado  máximo. 


*  Sobre  propiedad  literaria  debe  tenerse  presente  lo 
ley  de  10  de  Enero  de  ¡SIS,  inserta  en  Propiedad  inte 
LECTUAL.  Allí  se  establecen  los  derechos  de  los  autores 
su  duración  y  efectos,  y  se  señalan  las  penas  en  que  incu 
rren  los  defraudadores. 

üobre  propiedad  iiidustrial  deben  consultarse  el  Rea 
decreto  de  no  de  Noviembre  de  1850  que  se  refiere  á  las  de 
fraudaci07tes  de  marcas  y  distintivos  de  fábricas  y  pro 
ductos  itidustriales,  y  la  ley  de~30  de  Julio  de  1678  sobr. 
privilegios  de  industria. 

2  Xo  se  hallan  comprendidos  en  las  prescripciones  de 
art.  554  los  que  conecten  las  faltas  expresamente  penada- 
en  los  nnms.  4.*^  y  5.^  del  art.  503. 
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P.ava  la  imposición  de  esta  pena  bastará  que 
ji  coligación  haya  comenzado  k  ejecutarse. 

CAP.  VI.— De  las  cusas  re  préstamos  sobre 

PRENDAS. 

1  Art.  559.  Será  castigado  con  la  multa  de 
00  á  5.000  pesetas  el  que  hallándose  dedicado 
,  la  industria  de  préstamos  sobre  prendas, 
'neldos  ó  salarios,  no  llevare  libros,  asentando 
n  ellos  sin  claros  ni  entrerrenglonados  las 
antidades  prestadas,  los  plazos  ó  intereses, 
o.s  nombres  y  domicilios  de  los  que  las  reci- 
tan, la  naturaleza,  calidad  y  valor  de  los  ob- 
etos  dados  en  prenda,  y  las  demás  circunstan- 
ias  que  exigen  los  reg'lamentos  '. 

Art.  560.  El  prestamista  que  no  diere  res- 
guardo de  la  prenda  ó  seguridad  recibida  será 
;ast¡gado  con  una  multa  del  duplo  al  qulntu- 
)Io  de  su  valor. 

CAP.  VII.—  Del  incendio  y  otros  estragos^. 

Art.  561.  Serán  castig-ados  con  la  pena  de 
ladena  temporal  en  su  grado  máximo  á  per- 
)etua: 

1."  Los  que  incendiaren  arsenal,  astillero, 
llmacén,  fábrica  de  pólvora  ó  de  pirotcenia 
nilitar,  parque  de  artillería,  archivo  ó  museo 
•eneral  del  Estado. 

2.°  Los  que  incendiaren  un  tren  de  viajeros 
in  marcha  ó  un  buque  fuera  de  puerto. 

'i."  Los  que  incendiaren  en  poblado  un  al- 
nacén  de  materias  inflamables  ó  explosivas. 

4.°  Los  que  incendiaren  un  teatro  ó  una 
glesia  ú  otro  edificio  destinado  á  reuniones, 
•.uando  se  hallare  dentro  una  concurrencia 
lunierosa  ^. 

Art.  562.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
ladena  temporal  á  perpetua  los  que  incendia- 
•en  edificio,  alquería,  choza,  albergue  ó  buque 
;n  puerto,  sabiendo  que  dentro  de  ellos  se  ha- 
lal)an  una  ó  más  personas  '. 

Art.  563.  Se  impondrá  la  pena  de  cadena 
temporal: 

1.°  A  los  que  incendiaren  un  edificio  públi- 
co, si  el  valor  del  daño  causado  excediere  de 
i2.500  pesetas. 

2."  A  los  que  incendiaren  una  casa  habita- 
da ó  cualquiera  edificio  en  que  habitualmeute 
se  reúnan  diversas  personas  ignorando  si  ha- 
bía ó  no  gente  dentro,  ó  un  tren  de  mercancías 
en  marcha,  si  el  daño  causado  en  los  casos  men- 
cionados excediere  también  de  2.500  pesetas. 

Art.  564.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
presidio  mayor: 

1."  Los  que  cometieren  cualquiera  de  los 
delitos  conprendidos  en  el  artículo  anterior,  si 
el  valor  del  daño  causado  no  excediere  de 
2.500  pesetas. 


Aunque  no  conocemos  el  reglamento  eíípecial  sobre  el 
asunto  de  este  capitulo ,  se  ve  bien  que  sus  disposiciones 
son,  además  de  penales,  reglamentarias  de  precisa  obser- 
vancia. Acaso  quiera  aludir  <i  ellas  el  art.  1.757  del  Códi- 
go civil. 

Consultar  la  jurisprudencia  en  los  arííciííos  Incen- 
dio y  DAXÍ.IS 

y  cuando  á  consecuencia  del  incendio  del  arsenal,  as- 
tillero, fábrica,  teatro,  iglesia,  etc.,  perezcan  las  perso- 
nas que  hay  dentro,  mo  será  el  reo  del  incendio,  reo  tam- 
bién de  asesinato,  conforme  alart.41Sf  Aparte  de  la  com- 
petencia para  conocer  délos  delitos  contra  el  orden  públi- 
co, téngase  también  en  cuenta,  en  lo  que  sea  aplicable,  el 
decreto  de  21  de  Enero  de  1874. 


2.°  Los  que  incendiaren  en  poblado  un  edi- 
ficio, no  destinado  á  habitación  ni  reunión,  si 
el  valor  del  daño  causado  excediere  de  2.500 
pesetas. 

Art.  565.  Cuando  el  daño  causado  en  el  nú- 
mero 2.°  del  artículo  anterior  no  excediere  de 
2.500  pesetas,  pero  pasare  de  250,  se  impondrá 
al  culpable  la  pena  de  presidio  coi'reccional 
en  sus  grados  medio  y  máximo. 

Si  no  excediere  de  250  pesetas  se  le  impon- 
drá la  pena  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y  medio. 

Art.  566.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  su  g-rado  medio,  cuando  el 
daño  causado  excediere  de  2.500  pesetas: 

1.°  Los  que  incendiaren  un  edificio  desuna- 
do  á  habitación  en  lugar  despoblado. 

2."  Los  que  incendiaren  mieses,  pastos, 
montes  ó  plantíos. 

Art.  567.  Cuando  el  daño  causado  en  los 
casos  del  artículo  anterior  no  excediere  de 
2.500  pesetas  y  pasare  de  250,  la  pena  será  la 
de  presidio  correccional  en  su  grado  medio  á 
presidio  mayor  en  su  g-rado  mínimo. 

Art.  568.  Si  no  lleg'are  á  250  pesetas,  se 
impondrá  la  pena  inferior  en  un  grado,  si  el 
incendio  se  hubiere  causado  en  edificio,  y  la 
inferior  en  dos,  si  hubiere  sido  de  mieses,  pas- 
tos, montes  ó  plantíos. 

Art.  569.  Cuando  en  el  incendio  de  mieses, 
pastos,  montes  ó  plantíos  hubiere  habido  peli- 
gro de  propagación,  por  hallarse  otros  conti- 
nuos á  los  incendiados,  se  impondrá  la  pona 
superior  en  un  grado  de  la  correspondiente  al 
delito. 

Art.  570.  El  incendio  de  cosas  no  compren- 
didas en  los  artículos  anteriores  será  casti- 
gado: 

1.°  Con  la  pena  de  arresto  mayor  en  sus 
grados  medio  y  máximo,  no  excediendo  de  50 
pesetas  el  daño  causado. 

2."  Con  la  de  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo  á  presidio  correccional  en  su  g'rado 
mínimo,  si  el  daño  causado  excediare  de  50 
pesetas  y  no  pasare  de  500. 

3.°  Con  la  de  presidio  coiTCccional  en  sus 
g'rados  mínimo  y  medio,  si  el  daño  causado  ex- 
cediere de  500  pesetas  y  no  pasare  de  2.500. 

4."  Y  con  la  de  presidio  correccional  en  sus 
gradios  medio  y  máximo,  si  excediere  de 2.500 
pesetas. 

Art.  571.  En  caso  de  aplicarse  el  incendio 
á  chozas,  pajares  ó  cobertizos  deshabitados,  ó 
á  cualquier  otro  objeto  cuyo  valor  no  excedie- 
re de  250  pesetas,  en  tiempo  ó  con  circunstan- 
cias que  manifiestamente  excluyan  todo  pcli- 
g'ro  de  propagación,  el  culpable  no  incurrirá 
en  las  penas  señaladas  en  este  cajiítulo,  pero 
si  en  las  que  mereciere  por  el  daño  que  causa- 
re con  arreglo  á  las  disposiciones  del  capitulo 
siguiente. 

Art.  572.  Incurrirán  respectivamente  eu 
las  penas  de  este  capítulo,  los  que  cansaron 
estragos  por  medio  de  inmersión  ó  varamiento 
de  nave,  inundación,  explosión  de  una  mina  ó 
máquina  de  vapor,  levantamiento  do  los  rails 
de  una  vía  férrea,  cambio  malicioso  de  las  se- 
ñales empleadas  en  el  servicio  de  éstas  para 
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la  seguridad  de  los  trenes  en  marcha,  destro- 
zos de  los  hilos  y  postes  telegráficos,  y  en  g-e- 
lieral  de  cualquiera  otro  agente  ó  medio  de 
destrucción  tan  poderoso  como  los  expresados. 

Art.  573.  El  culpable  de  un  incendio  ó  es- 
tragos en  bienes  ajenos  no  se  exiinirA  de  las 
penas  impuestas  en  este  cai)itulo  aunque  para 
cometer  el  delito  hubiere  incendiado  ó  destrui- 
do bienes  de  su  pertenencia. 

Art.  574.  Si  las  cosas  incendiada.'!  pertene- 
cieren exclusivamente  al  incendiario,  se  le  im- 
pondrá la  pena  de  arresto  mayor  en  su  g-rado 
máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado 
niinimo,  si  el  incendio  hubiere  sido  causado 
con  propósito  de  defraudar  los  derechos  de 
tercero  ó  de  causarle  )ierjuicio,  ó  si  aun  sin 
este  projjósito,  se  le  bxibicre  realmente  causa- 
do, 6  bien  si  la  cosa  incendiada  hubiere  sido 
Un  edificio  en  lug-ar  poblado  '. 

CAP.  VIII. -De  los  daños  =. 

Art.  575.  Son  reos  de  daño,  y  están  sujetos 
A  las  penas  de  este  capitulo,  los  que  en  la  pro- 
piedad ajena  causaren  alguno  que  no  se  halle 
comprendido  en  el  anterior. 

Art.  576.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
prisión  correccional  en  su  grado  miuinio  y 
medio  los  que  causaren  daños  cuyo  importe 
excediere  de  2.500  pesetas: 

1.°  Con  la  mira  de  impedir  el  libre  ejerci- 
cio de  la  autofidad  ó  eu  venganza  de  sus  de- 
terminaciones, bien  se  cometiere  el  delito  con- 
tra empleados  públicos,  bien  contra  particula- 
res, que  como  testigos  ó  de  cualquiera  otra 
manera  hayan  contribuido  ó  puedan  contri- 
buir á  la  ejecución  ó  aplicación  de  las  leyes. 

2."  Produciendo  ])or  cualquier  medio  infec- 
ción ó  cnntagio  en  g'anados.    . 

3."  Empleando  sustancias  venenosas  ó  co- 
rrosivas. 

4."    En  cuadrilla  ó  despoblado. 

5.°    En  un  archivo  ó  registro. 

6."  En  puentes,  caminos,  paseos  ú  otros 
objetos  de  uso  público  ó  comunal. 

7."     Arruinando  al  perjudicado. 

Art.  577.  El  que  con  alguna  de  las  circuns- 
tancias expresadas  en  el  articulo  anterior, 
causare  daño  cuyo  importe  exceda  de  .óO  pese- 
tas, pero  no  pase  de  2.500,  será  castigado  con 
la  pena  de  arresto  mayor. 

Art.  578.    El  incendio  y  destrucción  de  pa- 

Í)eles  ó  documentos  cuyo  valor  fuere  estima- 
)le,  se  castigai-á  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes de  este  capitulo. 

Si  no  fuere  est  iniable,  con  las  penas  de  arres- 
to mayor  eu  su  g'rado  máximo  á  prisión  co- 


*  También  puede  ser  imprudencia  temeraria,  conf or- 
al art.  581. 

-  JTay  que  d/afinguir  los  dalio^  que  se  comprenden  en 
todo  este  capitulo  de  los  queporuo  importar  cincuenta  pe- 
Betas  se  califican  como  faltan,  que  son  los  siquient^s: 

Los  catisados  en  monumentos  de  ornato  y  utilidnd  pú- 
blicn,  en  paseos,  parques,  arboledas,  etc.,  caritigadosen  el 
arl.r.Sü. 

Destruyendo  clioza,  albergue,  vallado,  etc.,  en  el  nú- 
mero 2.**  del  art.  filo. 

Enaguas  (Jo  otro,  apj  oveckándolas  ó  distrayéndolas 
de  su  curso,  en  el  art.  618. 

En  arholedns,  en  el  art.  617,  y  Í09  cansados  por  gana- 
dos, en  los  arts.  Vil  al  r,I3. 

Los  causados  por  otros  medios,  en  el  art.  619. 


rreccional  en  su  grado  medio  y  multa  de  25QJ 
á  2.500  pesetas.  ¡m 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entieudB 
cuando  el  hecho'  no  constituya  otro  delito  mw» 
g-rave.  j 

Art.  579.    Los  daños  no  comprendidos  en  I 
artículos  anteriores,  cuyo  importe  pase  de 
pesetas,  serán  castig'ados  con  la  multa  del  tai 
to  al  triplo  de  la  cuantía  á  que  ascendiere: 
no  bajando  nunca  de  75  pesetas. 

Esta  determinación  no  es  aplicable  á  los  da' 
ños  causados  por  el  g-anado  y  los  demás  jj' 
deben  calificarse  de  faltas,  con  arreglo  & 
que  se  establece  en  el  lib.  III. 

Las  disposiciones  del  presente  capitulo  sólo 
tendrán  lugar  cuando  al  hecho  no  corresponda 
mayor  pena,  al  tenor  de  lo  determinado  en  el 
articulo  5.'J0. 

CAP.  IX.— Disposiciones  generales. 

Art.  580.    Están  exentos  de  responsabilidad, 
criminal,  y  sujetos  únicamente  á  la  civil,  poi 
los  hurtos,  defraudaciones  ó  daños  que  recís 
procamente  se  causaren: 

1."     Los  cónyuges,  ascendientes  y  descei 
dientes  ó  afines  en  la  misma  linea. 

2."     El  consorte  viudo,  res'iecto  de  las  co.saí 
de   la   pertenencia   de   su    difunto    cónyuge,  j 
mientras  no  hayan  pasado  á  poder  de  otro. 

3."  Los  hermanos  y  cuñados  si  viviereí 
juntos. 

La  excepción  de  este  articulo  no  es  aplica-^' 
ble  á  los  extraños  que  participaren  del  delito^ 

TITULO  XIV 

Déla  Inipriitlencla  temeraria. 

Art.  581.  El  que  por  imprudencia  temera- 
ria ejecutare  un  hecho  que  si  mediare  malicia 
constituiría  un  delito  grave,  será  castigado 
con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  má- 
ximo á  prisión  correccional  en  su  g-rado  míni- 
mo, y  con  arresto  mayor  eu  sus  grados  míni- 
mo y  medio  si  constituyere  uu  delito  menos 
grave. 

Al  que  con  infracción  de  los  reglamentos 
cometiere  un  delito  por  simple  imprudencia 
negligencia,  se  impondrá  la  pena  de  arrestj| 
mayor  en  sus  g-rados  medio  y  máximo. 

Én  la  aplicación  de  estas  penas  procederán 
los  Tribunales  según  su  prudente  arbitrio,  sin 
sujetarse  á  las  reglas  prescritas  en  el  art.  82. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  no  ten- 
drá lugar  cuando  la  pena  señalada  al  delito 
sea  igual  ó  menor  que  las  contenidas  en  el  pá- 
rrafo primero  del  mismo,  en  cuyo  caso  los 
Tribunales  aplicarán  la  inmediata  á  la  que 
corresponda,  eu  el  grado  que  estimen  conve- 
niente '. 

TITILO  XV 
Dlsposlrloncs  generales. 

Art.  582.  Los  que  provocaren  directamen- 
te por  medio  de  la  imprenta,  el  grabado  ú  otro 
medio  mecánico  de  publicación,  ala  perpetra- 
ción de  los  delitos  comprendidos  en  este  Códi- 


•  Cuando  la  imprudencia  es  simple,  sin  infracción  de 
los  reglamentos,  se  castiga  como  falta  por  el  parr.  3."  del 
art.  605.— Ver  el  articulo  es^jcc/a¡ imprudencia. 
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go,  iucurriván  en  la  pena  inferior  ea  dos  gra- 
dos ;V  la  señalada  al  delito. 

Art.  583.  Si  k  la  pro\'nca('ión  hubiere  se- 
S"nido  la  iierpetración  del  delito,  la  pena  de  la 
])rovocaeinn  .será  la  inmediatamente  inferior 
en  grado  ¡I  la  que  para  aqnél  esté  señalada. 

LIBRO  TERCERO 
De  las  faltas  y  sus  penas. 

TITlTIiO  J'RIMERO. 

'  nn  las  rnlta.4  ilc  Imprenta  y  contra  el  orden 
piibllcí». 

CAPITULO  PHIMEEO.-De  las  faltas  de  imprenta 

Art.  584.  Incurrirán  en  la  pena  de  25  á  125 
pesetas  de  mulla: 

1."  El  director  de  un  periódico  en  el  cual 
se  hubieren  anunciado  hechos  falsos,  si  se  ne- 
gare «á  insert.ar  ii'ratis,  dentro  del  término  de 
tres  dias,  la  contestación  que  le  dirija  la  per- 
sona ofendida,  ó  cualquiera  otra  autorizada 
para  ello,  rectificándolos  ó  explicándolos,  con 
tal  que  la  rectificación  no  excediere  en  exten- 
sión del  doble  del  suelto  ó  noticia  falsa. 

En  el  caso  de  ausencia  ó  muerte  del  ofendi- 
do, tendrán  is'ual  derecho  sus  hijos,  padres, 
hermanos  y  herederos. 

2.°  Los  que  por  medio  de  la  imprenta,  li- 
tografía ú  otro  medio  de  publicación,  divul- 
garen maliciosamente  hechos  relativos  á  la 
vida  privada  que,  sin  ser  injuriosos,  puedan 
producir  perjuicios  ó  graves  disgustos  en  la 
familia  á  que  la  noticia  se  refiera. 

3."  Los  que  por  los  mismos  medios  publi- 
caren maliciosamente  noticias  falsas  de  las 
■que  pueda  resultar  algt'in  peligM'O  para  el  or- 
den lu'iblico  ó  daño  á  los  intereses  ó  al  crédito 
•del  Estado. 

4."  Los  que  en  igual  forma,  sin  cometer 
delito,  provocaren  á  la  desobediencia  de  las 
leyes  y  de  las  autoridades  constituidas,  hicie- 
ren la  apología  de  acciones  calificadas  por  la 
ley  de  delito,  ti  ofendieren  á  la  moral,  á  las 
l)uenas  costumbres  ó  á  la  decencia  pública. 

5."  Los  cjue  publicaren  maliciosamente  dis- 
posiciones, acuerdos  ó  documentos  oficiales 
sin  la  debida  autorización,  antes  que  hayan 
tenido  publicidad  oficial. 

CAP.  II.— Faltas  contra  el  oiíden  púülico. 

Art.  585.  Los  que  apedrearen  ó  mancha- 
ren estatuas  ó  pinturas'  ó  causaren  un  daño 
cualquiera  en  las  calles,  parques,  jardines  ó 
paseos,  en  el  alumbrado  ó  en  objetos  de  orna- 
to ó  pública  utilidad  ó  recreo,  aun  cuando 
pertenecieren  á  particulares,  serán  castigados 
con  la  multa  del  duplo  al  cuadruplo  del  valor 
del  daño  causado,  si  el  hecho  no  estuviere 
comprendido  por  su  gravedad  en  el  lib.  II  de 
este  Código  '. 

En  la  misma  pena  inenrrirán  los  qtie  de 
ctialquier  modo  infringieren  disposiciones  dic- 
tadas sobre  ornato  de  las  poblaciones. 

Art.  586.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  de  uno  á  diez  dias  y  multa  de  5  á  50 
pesetas: 


'     Ver  la  nota  al  arl.  27ff. 


1.°  Los  que  perturbaren  los  actos  de  un 
culto  ti  ofendieren  los  sentimientos  religiosos 
de  los  concurrentes  á  ellos  de  un  modo  no  pre- 
visto en  la  sección  tercera,  cap.  II,  tit.  II  del 
lib.  II  de  este  Código. 

2."  Los  que  con  la  exhibición  de  estampas 
ó  grabados,  ó  con  otra  clase  de  actos  ofendie- 
ren la  moral  y  las  buenas  costumbres  sin  co- 
meter delito. 

Art.  587.  Serán  castig'ados  con  la  pena  de 
Uno  á  cinco  dias  de  arresto  ó  multa  de  5  á  50 
pesetas,  los  que  dentro  de  población  ó  en  sitio 
público  ó  frecuentado  dispararen  armas  de 
fuego,  cohetes,  petardos  ú  otro  proyectil  cual- 
quiera que  produzcan  alarma  ó  peligro. 

Art.  588.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  uno  á  quince  dias  de  arresto  y  multa  de  25 
á  75  pesetas: 

1.°  Los  que  turbaren  levemente  el  orden 
en  la  Audiencia  ó  .Tuzg'ado,  en  los  actos  pú- 
blicos, en  espectáculos,  solemnidades  ó  reunio- 
nes numerosas  '. 

2.°  Los  subordinados  del  orden  civil,  que 
faltaren  al  respeto  y  sumisión  debidos  á  sus 
superiores,  cuando  el  hecho  no  tuviere  seña- 
lada mayor  pona  en  este  Código  ó  en  otras 
leyes. 

Art.  589.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
5  á  25  pesetas  y  reprensión: 

1."  Los  que  promovieren  ó  tomaren  parte 
activa  en  cencerradas  ú  otras  reuniones  tu- 
multuosas, con  ofensa  de  alg'una  persona  ó 
con  perjuicio  ó  menoscabo  del  sosiego  público. 

2."  Los  que  en  rondas  ii  otros  esparcimien- 
tos nocturnos  turbaren  el  orden  piiblico  sin 
cometer  delito. 

'<S.°  Los  que  causaren  perturbación  ó  escán- 
dalo con  su  embriaguez. 

4."  Los  que  sin  estar  comprendidos  en  otras 
disposiciones  de  este  Código  turbaren  leve- 
mente el  orden  piiblico,  usando  de  medios  que 
racionalmente  deban  producir  alarma  ó  per- 
turbación. 

5."  Los  que  faltaren  al  respeto  y  conside- 
ración debida  á  la  autoridad  ó  la  desobedecie- 
ren levemente,  dejando  de  cumplir  las  órdenes 
particulares,  que  les  dictare,  si  la  falta  de  res- 
peto ó  desobediencia  no  constituyeran  delito. 

6."  Los  que  ofendieron  de  un  modo  que  no 
constituya  delito  á  los  agentes  do  la  autoridad 
cuando  ejerzan  sus  funciones  y  los  que  en  el 
mismo  caso  los  desobedecieren. 

7.°  Los  que  no  prestaren  á  la  autoridad  el 
auxilio  que  reclamare  en  caso  de  delito,  de 
incendio,  naufragio,  inundación  li  otra  cala- 
midad, pudiendo  hacerlo  sin  jierjuicio  ni  ries- 
go personal. 

Art.  590.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
25  á  75  iiesetas  los  que  ocultaren  su  verdade- 
ro nombre,  vecindad,  estado  ó  domicilio  á  la 
autoridad  ó  funcionario  público  que  se  lo  pre- 
guntare por  razón  de  su  cargo. 

Art.  591.  Serán  castigados  con  la  peua  de  5 
á  25  pesetas  de  multa: 

1."  Los  que  ejercieren  sin  titulo  actos  de 
una  profesión  que  lo  exija'-. 


•     Verla  nota  al  art.  27 í. 

-     Ver  la  nota  al  art.  343,  y  consúltense  también  los  ar- 
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2.°  Los  que  salieren  de  máscara  en  tiempo 
uo  permitido,  contraviuieudo  á  las  disposicio- 
nes de  la  autoridad. 

3.°     Los  que  usaren  armas  sin  licencia. 

TITCJLO  II 

De  las   faltas  contra   los   Intoresos   generales 
y  régimen  de  las  poblaciones. 

Art.  592.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  uno  á  diez  días  de  arresto  ó  multa  de  5  á 
50  pesetas: 

1."  Los  que  se  negaren  á  recibir  en  pag-o 
moneda  legitima. 

2.°  Los  que  habiendo  recibido  de  buena  fe 
moneda  falsa  la  expendieren  en  cantidad  me- 
nor de  125  pesetas  y  mayor  de  25,  después  de 
constarles  su  falsedad. 

.3."  Los  traficantes  ó  vendedores  que  tuvie- 
ren medidas  ó  pesos  dispuestos  con  artificio 
para  defraudar,  ó  de  cualquiera  modo  infrin- 
gieran las  reglas  establecidas  sobre  contraste 
para  el  gremio  á  que  pertenezcan  '. 

4."  Los  que  defraudaren  al  público  en  la 
venta  de  sustancias,  ya  sea  en  cantidad,  ya  en 
calidad,  por  cualquier  medio  no  penado  ex- 
presamente ^. 

5.°  Los  traficantes  ó  vendedores  á  quienes 
se  aprehendieren  sustancias  alimenticias  que 
no  tengan  el  peso,  medida  ó  calidad  que  co- 
rresponda. 

Art.  593.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  cinco  á  quince  días  de  arresto  y  multa  de 
2o  á  75  pesetas. 


tiCuloa  CURANDKRO.S  é  INTRUSOS  EN  LA  CIENCIA  DE  CU- 
RAR, donde  insertamos  ó  aludimos  á  disposiciones  cuyo 
exacto  cumplimiento  evitará  intrusiones  en  las  Faculta- 
des de  Jurisprudencia,  Medicina,  Cirugia  y  Farmacia. 

Aplicado  este  articulo  enjuicio  de/altas  á  un  albañil 
que  en  la  fachada  de  una  casa  quitó  una  reja  pequeña, 
sustituyéndola  con  otra  mayor,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación el  Ministerio  fiscal,  y  el  T.  S.,  en  sent.  de  20  de 
Marzo  de  1884,  declaró  no  haber  lugar  d  él,  resolviendo 
asi  que  se  requiere  la  dirección  de  arquitecto  ó  maestro 
de  of)ras  con  titulo  profesional  hasta  para  las  obrav  más 
insignificantes  de  albaíiileria.  Hemos  insertado  dicho  fa- 
llo en  la  palabra  Arquitecto; pero  en  taparte  doctrinal 
del  articulo  defendemos  que  es  completamente  libre  el 
ejercicio  de  la  arquitectura,  no  tratándose  de  edificios 
públicos  ó  monitmentales,  con  arreglo  d  las  leyes  de  la 
Kov.  Recop.  y  al  R.  D.  de  5  de  Mayo  de  187 1  que  asi  lo 
declaran.  Extensamente  exponemos  los  fundamentos  de 
nuestra  opinión  en  dicho  articulo,  t.  I,  p.  HSfí,  bajo  el  epí- 
grafe «Facultades  de  los  arqiiitectos  y  maestros  de 
obras»,  y  en  la  p.  687,  ó  sea  á  seguida,  bajo  el  otro  epí- 
grafe «Síaestros  de  obras  sin  título  profesional,  ala- 
rifes, aparejadores  ó  albaiiiles». 

*  Téngase  presente  lo  dispuesto  en  el  art.  548,  número 
H.°  y  en  'el  R.  D.  de  22  Septiembre  1848. 

■^  El  Consejo  Real,  decidiendo  una  competencia  entre 
el  intendente  de  rentas  de  Cádiz  y  el  alcalde  de  aquella 
capital  sobre  conocimiento  del  hecho  que  el  regidor  de 
mercados  le  había  denunciado,  consistente  en  haber  ha- 
llado faltas  de  peso  las  porciones  de  sal  que  los  f  reidores 
de  pescados  habían  comprado  en  el  alfolí,  declaró  por 
R.  D.  de  1.°  de  Mayo  de  18,'iO  que  correspondía  á  la  Ad- 
ministración el  conocimiento  del  hecho,  porque  ni  la  sal 
se  reputa  como  mantenimiento,  ni  los  agentes  oficiales  que 
tiene  la  Hacienda  para  su  venta  se  consideran  tampoco 
traficantes.  Respetando  nosotros  esta  decisión,  que  nunca 
consideramos  acertada  en  los  términos  en  que  fué  dicta- 
da, debemos  hacer  mérito  de  otra,  d  nuestro  juicio  de 
más  solidez,  que  resolvió  que  el  uso  de  medidas  falsas 
para  la  expendiciñn  de  sal  en  el  estanco  público,  consti- 
tuyeuna  falta,  de  las  penadas  en  el  lib.  III  de  dicho  Có- 
digo, y  que  por  lo  mismo  al  alcalde  (hoy  al  juez  munici- 
pal) comj'Cte  tu  conocimiento  con  apelación  al  juez  de 
primera  instancia,  aunque  el  estanquero  gozaba  además, 
á  la  sazón,  fuero  militar,  por  ser  cabo  del  batallón  pro- 
vincial  de  Albacete.  Esta  decisión  es  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Juiticia,  dictada  en  14  de  Abril  de  1860. 


1."  Los  que  esparcieron  falsos  rumores  ó 
usaren  de  cualquier  otro  artificio  ilícito  para 
alterar  el  precio  natural  de  las  cosas  si  el  he- 
cho no  constituyere  delito. 

2.0     Los  que  infringieren  las  reglas  de  po- 
licía dirigidas  á  asegurar  el  abasteeiraieutov 
de  las  poblaciones. 

Art.  594.  Los  que  en  sitios  ó  establecimien- 
tos públicos  promovieren  ó  tomaren  parte  ea 
cualquiera  clase  de  juegos  de  azar  que  no  fue- 
ren de  puro  pasatiempo  y  recreo,  incurrirán 
en  la  multa  de  5  á  25  pesetas.  -. 

Art.  595.     Serán  castigados  con  la  pena  AeM 
cinco  á  quince  días  de  arresto  y  multa  de  25  áfl 
75  pesetas,  en  los  casos  no  comprendidos  en  el 
libro  II:  ij 

1 . "     Los  farmacéuticos  que  expendieren» 
medicamentos  de  mala  calidad.  ' 

2."  Los  dueños  ó  encargados  de  fondas, 
confiterías,  panaderías  ú  otros  establecimien- 
tos análogos,  que  expendieren  ó  sirvieren  be- 
bidas ó  comestibles  adulterados  ó  alterados, 
perjudiciales  á  la  salud  ó  uo  observaren  en  el 
uso  y  conservación  de  las  vasijas,  medidas  y 
xxtiles  destinados  al  servicio,  las  reglas  esta- 
blecidas ó  las  precauciones  de  costumbre , 
cuando  el  hecho  no  constituya  delito. 

Art.  596.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
5  á  25  pesetas  y  reprensión: 

1."  Los  que  se  bañaren  faltando  á  las  re- í 
glas  de  decencia  ó  de  seguridad  establecidas  ' 
por  la  autoridad. 

2.°  Los  que  infringieren  las  disposiciones 
sanitarias  de  policía  sobre  prostitución. 

3."     Los  que  infringieren  las  reglas  dicta-  . 
das  por  la  autoridad  en  tiempos  de  epidemia  6 
contagio. 

4."    Los  que  infringieren  los  reglamentos, 
ordenanzas  y  bandos  sobre  epidemia  de  ani- ^ 
males,  extinción  de  langosta  ú  otra  plaga  se-« 
mejante.  ^ 

5."  Los  que  infringieren  las  disposiciones 
sanitarias  dictadas  por  la  Administración  so- 
bre conducción  de  cadáveres  y  enterramien- 
tos, en  los  casos  no  previstos  en  el  libro  II  de 
este  Código.  ^m 

6.°  Los  que  profanaren  los  cadáveres,  CC'9| 
menterios  ó  lugares  de  enterramiento,  porhe-^ 
chos  ó  actos  que  no  constitu^-an  delito. 

7.°  Los  que  arrojaren  animales  muertos, 
basuras  ó  escombros  en  las  calles  ó  en  los  si- 
tios públicos  donde  esté  prohibido  hacerlo  ó 
ensuciaren  las  fuentes  ó  abrevaderos. 

8."  Los  que  infringieren  las  reglas  ó  ban- 
dos de  policía  sobre  la  elaboración  de  sustan- 
cias fétidas  é  insalubres  ó  las  arrojaren  á  las 
calles. 

9.°     Los  que  de  cualquier  otro  modo  que  no 
constituya  delito  infringieren  los  reglamen- 
tos, ordenanzas  ó  bandos  sobre  higiene  públi- 
ca, di'Jtados  por  la  autoridad  dentro  del  círcu 
lo  de  sus  atribuciones. 

Art.  597.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  uno  á  cinco  días  de  arresto  ó  multa  de  5 
á  50  pesetas: 

1."  Los  que  dieren  espectáculos  públicos 
ó  celebraren  cualquiera  clase  de  reuniones  sin 
obtener  la  debida  licencia  ó  traspasando  lo8 
límites  de  la  que  les  fuere  concedida. 
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á."  Los  que  abrieren  establecimientos  de 
cualquiera  clase  sin  licencia  de  la  autoridad, 
«sando  fuere  necesaria. 

Art.  598.  Serán  castig'ados  con  las  penas 
(le  cinco  A  diez  días  de  arresto  ó  multa  de  25 
\  T.T  pesetas: 

L"  Los  que  apagaren  el  ahlnibrado  públi- 
co ó  del  exterior  de  los  edificios  ó  el  de  los 
portales  ó  escaleras  de  los  mismos. 

2."  Los  que  faltaren  A  las  reglas  estableci- 
das para  el  alumbrado  público,  donde  este 
servicio  se  hiciere  por  los  particulares. 

Art.  599.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  5  á  .50  pesetas  de  multa  ó  reprensión: 

1."  Los  facultativos  que  notando  en  una 
persona  á  quien  asistieren  ó  eu  un  cadáver 
señales  de  envenenamiento  ó  de  otro  delito, 
no  dieren  parte  á  la  autoridad  inmediatamen- 
te, siempre  que  por  las  circunstancias  no  in- 
currieren en  responsabilidad  mayor. 

2."  Los  encargados  de  la  guarda  ó  custo- 
dia de  un  loco  que  lo  dejaren  vagar  por  las  ca- 
lles y  sitios  públicos  sin  la  debida  vigilancia. 

3."  Los  dueños  de  animales  feroces  y  da- 
ñinos que  los  dejaren  sueltos  ó  eu  disposición 
de  causar  mal. 

4."  Los  que  infringieren  los  reglamentos, 
ordenanzas  ó  bandos  relativos  á  carru.ajes  pú- 
blicos. 

5."  Los  que  corrieren  caballerías  ó  carrua- 
jes por  las  calles,  paseos  y  sitios  públicos,  con 
peligro  de  los  transeúntes  ó  con  infracción  de 
las  ordenanzas  y  bandos  de  buen  g-obierno. 

6."  Los  que  obstruyeren  las  aceras,  calles 
y  sitios  públicos  con  actos  ó  artefactos  de  cual- 
quiera especie. 

7."  Los  que  arrojaren  á  la  calle  ó  sitio  pú- 
blico agua,  piedras  ii  otros  objetos  que  puedan 
causar  daño  á  las  personas  ó  en  las  cosas,  si 
el  hecho  no  tiiviere  señalada  mayor  pena  por 
su  intensidad  ó  circunstancias. 

8.°  Los  que  tuvieren  en  los  parajes  exte- 
riores de  su  morada  sobre  la  calle  ó  vía  públi- 
ca objetos  que  amenacen  causar  daños  á  los 
transeúntes. 

Art.  600.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
5  á  50  pesetas: 

1°  Los  dueños  de  fondas,  posadas  y  demás 
establecimientos  destinados  á  hospedaje,  que 
dejaren  de  dar  á  la  autoridad  los  partes  y  no- 
ticias prevenidos  por  los  reglamentos,  orde- 
nanzas ó  bandos  en  el  tiempo  y  forma  que  es- 
tuvieren prevenidos. 

2.°  Los  criados  de  servicio,  mozos  y  de- 
pendientes que  no  conservaren  con  la  debida 
formalidad  la  cartilla  de  informes  ó  dejaren 
de  cumplir  las  prevenciones  establecidas  para 
garantía  y  seguridad. 

Art.  601.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
25  á  75  pesetas: 

1.°  Los  que  contravinieren  á  las  reglas  es- 
tablecidas para  evitar  la  propagación  del  fue- 
go en  las  máquinas  de  vapor,  calderas,  hornos 
estufas,  chimeneas  ú  otros  Ingai-es  semejan- 
tes, ó  construyeren  esos  objetos  con  infracción 
de  los  reglamentos,  ordenanzas  ó  bandos,  ó  de- 
jaren de  limpiarlos  ó  cuidarlos  con  peligro  de 
incendio. 

2.°    Los  que  infringiendo  las  órdenes  de  la 
Touo  II. 


autoridad,  descuidaren  la  reparación  de  edi- 
ficios ruinosos  ó  de  mal  aspecto. 

3."  Los  que  infring'iereu  las  reg'las  de  se- 
guridad concernientes  al  depósito  de  materia- 
les, apertura  de  pozos  ó  excavaciones. 

4."  Los  que  infringieren  los  reglamentos, 
ordenanzas  ó  bandos  de  la  autoridad  sobre 
elaboración  y  custodia  de  materias  inflamables 
ó  corrosivas  ó  productos  químicos  que  pviedan 
causar  estragos. 

Do  Ins  fnltas  contra  las  personas. 

Art.  602.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
ai'resto  menor  los  que  causaren  lesiones  que 
imiñdan  al  ofendido  trabajar  de  uno  á  siete 
días  ó  hagan  necesaria  por  el  mismo  tiempo  la 
asistencia  facultativa. 

Si  concurriere  la  circunstancia  de  ser  padre, 
hijo,  marido  ó  tutor  el  ofensor,  se  aplicará  el 
grado  máximo  de  la  pena,  sean  cualesquiera 
las  circunstancias  que  concurran. 

Art.  603.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
cinco  á  quince  días  de  arresto  y  re|)rensión: 

1."  Los  que  causaren  lesiones  que  no  im- 
pidan al  ofendido  dedicarse  á  sus  trabajos  ha- 
bituales ni  exijan  asistencia  facultativa. 

2."  Los  maridos  que  maltraten  á  sus  muje- 
res, aun  cuando  no  les  causaren  lesiones  de 
las  comprendidas  eu  el  párrafo  anterior. 

3."  Las  mujeres  desobedientes  á  sus  mari- 
dos que  les  maltrataren  de  obra  ó  de  palabra. 

4."  Los  cónyug'es  que  escandalizaren  eu 
sus  disensiones  domésticas  después  de  haber 
sido  amonestados  por  la  autoridad,  si  el  hecho 
no  estuviere  comprendido  en  el  libro  II  de  este 
Código. 

5."  Los  padres  de  familia  que  abandona- 
ren sus  hijos,  no  procurándoles  la  educación 
que  requieran  su  clase  y  sus  facultades  per- 
mitan. 

6."  Los  tutores,  curadores  ó  encargados 
de  un  menor  de  quince  años,  que  desobedecie- 
ren los  preceptos  sobre  instrucción  primai'ia 
obligatoria,  ó  abandonaren  el  cuidado  de  su 
persona. 

7."  Los  hijos  de  familia  que  faltaren  al  res- 
pecto y  sumisión  debidos  á  sus  padres. 

8."  Los  pupilos  que  cometieren  ig'ual  falta 
hacia  sus  tutores. 

9."  Los  que  encontrando  abandonado  un 
menor  de  siete  años,  con  peligro  de  su  exis- 
tencia, no  lo  presentaren  á  la  autoridad  ó  á  su 
familia. 

10.  Los  que  en  la  exposición  de  niños  que- 
brantaren las  reglas  ó  costumbres  establecidas 
en  la  localidad  respectiva,  y  los  que  dejaren 
de  llevar  al  asilo  de  expósitos  ó  á  lugar  segu- 
ro á  cualquier  niño  que  encontraren  abando- 
nado '. 

11.  Los  qvie  no  socorrieren  ó  auxiliaren  á 
una  persona  que  encontraren  en  despoblado 
herida  ó  en  peligro  de  perecer,  cuando  pudie- 
ren hacerlo  sin  detrimento  propio,  á  no  ser  que 
esta  omisión  constituya  delito. 


*    Los  hecho$  penados  en  este  artículo  constituyen  deli' 
to  en  los  casos  previstos  en  los  arts.  501  y  .'íO'j. 
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12.  Los  que  en  la  riña  definida  en  el  articu- 
lo 420  de  este  Código  constare  que  hubiesen 
ejercido  cualquiera  violencia  en  la  persona  del 
ofendido,  siempre  que  A  éste  no  se  le  hubiesen 
inferido  más  que  lesiones  meuos  g'raves  y  no 
fuere  conocido  el  autor  '. 

Art.  604.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  uno  á  cinco  días  de  arresto  ó  multa  de  5  á 
50  pesetas: 

1."  Los  que  golpearen  ó  maltrataren  á  otro 
de  obra  ó  de  palabra  sin  causarle  lesión. 

2."  Los  que  sin  hallarse  comprendidos  eu 
otras  disposiciones  de  este  Códig'o,  amenaza- 
ren á  otro  con  armas  ó  las  sacaren  en  riña, 
como  no  sea  eu  justa  defensa. 

3.°  Los  que  de  palabra  y  eu  el  calor  de  la 
ira  amenazaren  á  otro  con  causarle  un  mal 
que  constituya  delito,  y  por  sus  actos  posterio- 
res demostraren  que  persistieron  eu  la  idea 
que  significaron  con  su  amenaza,  siempre  que 
por  las  circunstancias  el  hecho  no  estuviere- 
comprendido  en  el  libro  II  de  este  Código  '-. 

4.°  Los  que  de  palabra  amenazaren  á  otro 
con  causarle  un  mal  que  no  constituya  delito. 

5."  Los  que  causaren  á  otro  una  coacción 
ó  vejación  injusta,  no  penada  en  el  libro  II  de 
este  Código. 

Art.  605.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
5  á  25  pesetas  y  reprensión: 

1."  Los  que  injuriaren  livianamente  á  otro 
de  obra  ó  de  palabra,  si  reclamare  el  ofendido, 
cuyo  perdón  exting'uirá  la  pena. 

2."  Los  que  requeridos  por  otros  para  evi- 
tar un  mal  mayor  dejaren  de  prestar  el  auxi- 
lio reclamado,  siempre  que  no  hubiere  de  re- 
sultarles perjuicio  alguno. 

3.°  Los  que  por  simple  imprudencia  ó  por 
negligencia,  sin  cometer  infracción  de  los  re- 
glamentos, causaren  un  mal,  que  si  mediare 
malicia  constituiría  delito  ó  falta. 

TITILO  IV. 

De  la»  taHan  contra  la  propiedad. 

Art.  606.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  menor,  si  el  hecho  no  estuviere  penado 
en  el  libro  II  de  este  Códig'o: 

l.°  Los  que  por  cualquiera  de  los  medios 
señalados  en  el  art.  5.30  cometieren  hurto  por 
valor  menor  de  10  pesetas,  ó  20  siendo  de  sus- 
tancias alimenticias,  frutos  ó  leñas,  no  siendo 
dos  ó  más  veces  reincidentes  ■'. 

2.°  Los  que  por  interés  ó  lucro  interpreta- 
ren sueños,  hicieren  pronósticos  ó  adivinacio- 


»  Añaáido  este  párrafo  al  art.  603  por  el  decreto  de  /.** 
4»  Enero  de  1871. 

2  ¿Hay  ó  no  errata  en  la  redacción  de  este  articulo? 
¿Tía  querido  decir,  covio  dice,  «que  persistieron  en  la 
idea»  ó  <qne  no  persistieron  en  la  idea...?»  Para  nos- 
otros hay  errata,  aunque  no  la  encontramos  entre  las  mu- 
chas que  rectificó  el  decreto  de  1°  de  Enero  de  1871;  y  opi- 
namos asi,  porque  de  esta  manera  aparecerá  mejorada  la 
letra  del  antiguo  núm.  12  del  art.  485,  y  porque  el  recto  y 
buen  sentido  vioral  y  jurídico  rechazarían  si  no  la  alie- 
nación hecha  en  el  mismo  articulo.  Hay,  pues,  errata,  ó  si 
no  el  núm.  3.°  del  art.  604  del  Códig'o  penal  reformado 
sancionaría  un  absurdo.  De  manera  que,  en  nuestro  con- 
cepto, la  amenaza  de  un  mal  que  constituya  delito,  hecha 
de  palabra  y  en  el  calor  de  la  ira,  es  falta,  si  después  del 
calor  de  la  ira  no  se  persiste  en  la  amenaza;  si  se  persiste 
debe  ser  delito.  Pero  no  dice  esto  el  art.  604. 

^  Este  párrafo  1."  del  art.  606  ha  sido  derogado  por  la 
ley  de  17  de  Julio  de  1876. 


nes  ó  abusaren  de  la  credulidad  pública  de 
otra  manera  semejante. 

Art.  607.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
uno  á  quince  días  de  arresto  menor: 

1."  Los  que  entraren  en  heredad  ó  campo 
ajeno  para  coger  frutos  y  comerlos  eu  el  acto. 

2."  Los  que  en  la  misma  forma  cogieren 
frutos,  mieses  ú  otros  productos  forestales 
para  echarlas  en  el  acto  á  caballerías  ó  ga- 
nados. 

3."  Los  que  sin  permiso  del  dueño  entra- 
ren eu  heredad  ó  campo  ajeno  antes  de  haber 
levantado  por  completo  la  cosecha,  para  apro- 
vechar el  espig-ueo  ü  otros  restos  de  aquélla. 

4."  Los  que  entraren  en  heredad  ajena  ce- 
rrada ó  eu  la  cercada,  si  estuviere  manifiesta 
la  prohibición  de  entrar. 

Art.  608.  Serán  castigados  con  la  multa  do 
5  á  25  pesetas: 

1.°  Los  que  entraren  á  cazar  ó  pescar  en 
heredad  cerrada  ó  campo  vedado  sin  permiso 
del  dueño. 

2.°  Los  que  con  cualquier  motivo  ó  pretex- 
to atravesaren  plantíos,  sembrados,  viñedos  ú 
olivares. 

3."  Los  que  [lara  cazar  ó  pescar  en  terreuo 
de  dominio  pviblico  ó  de  comi'in  aprovecha- 
miento emplearen  alguno  de  los  medios  prohi- 
bidos por  las  Ordenanzas  '. 

Art.  609.  Por  el  solo  hecho  de  entrar  en  he- 
redad murada  y  cercada  sin  permiso  del  due- 
ño, incurrirá  en  la  multa  de  3  pesetas. 

Art.  610.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
25  á  75  pesetas: 

1."  Los  que  llevando  carruajes,  caballe- 
rías ó  animales  dañinos  cometieren  alg-uno  de 
los  excesos  previstos  en  los  dos  artículos  an- 
teriores, si  por  razón  del  daño  no  merecieren 
pena  mayor. 

1."  Los  que  destruyeren  ó  destrozaren  cho- 
za, alberg'ue,  setos,  cercas,  vallados  li  otras 
defensas  de  las  propiedades. 

'i.°  Los  que  causaren  daño  arrojando  desde 
fuera  piedras,  materiales  ó  proyectiles  de  cua- 
quiera  clase. 

Art.  611.  El  dueño  de  ganados  que  entra- 
ren en  heredad  ajena  y  causaren  daño  que 
exceda  de  5  pesetas,  será  castigado  con  la 
multa  por  cada  cabeza  de  ganado: 

1."  De  75  cents,  de  peseta  á  dos  pesetas  y 
25  céntimos  si  fuere  vacuno. 

2."  De  50  cents,  de  peseta  á  tina  peseta  j 
50  céntimos  si  fuere  caballar,  mular  ó  asnal. 

3.°  De  25  á  75  cents,  de  peseta  si  fuere  ca- 
brio y  la  heredad  tuviere  arbolado. 

4.°  Del  tanto  del  daño  á  un  tercio  más  si 
fuere  lanar  ó  de  otra  especie  no  comprendida 
en  los  niimeros  anteriores.  Esto  mismo  se  ob- 
servará si  el  ganado  fuere  cabrio  y  la  here- 
dad no  tuviere  arbolado  "-. 

Art.  612.     Los  dueños  de  ganados  compren- 


>  Insertamos  el  párrafo  3."  de  este  articulo  tal  como 
ha  quedado  redactado  después  de  la  reforma  introduci- 
da en  el  mismo  por  la  ley  de  17  de  Julio  de  1876. 

-  Los  arts.  611  y  612  quedan  redactados  según  la  re- 
forma hecha  por  decreto  del  Regente  del  Reino  de  1.°  dé 
Enero  de  1871.  En  el  612  nos  parece  que  hay  errata:  la 
palabra  sítío  del  párr.  primero,  creemos  que  debe  ser  uno, 

—Sobre  estas  faltas  ver  la  jurisprudencia  que  inserta- 
mos en  DaSos. 
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didos  en  los  núms.  1.°,  2.°  y  3.°  del  articulo 
anterior,  que  entraren  sin  causar  daño  en  he- 
redad ajena,  ó  causando  sino  inferior  ;l  5  pe- 
setas, sin  permiso  del  dueño,  incurrirán  en  la 
multa  de  medio  real  por  cabeza. 

Si  la  heredad  fuei-e  cercada  ó  tuviere  viñe- 
dos, olivares,  sembrados  ú  otros  plantíos,  ó 
hubiere  reincidencia,  se  impondrá  la  multa 
señalada  en  el  articulo  anterior,  según  los  ca- 
sos que  comprende  '. 

Art.  613.  Si  los  g'anados  se  introdujeren  de 
propósito  ó  por  abandono  ó  neglig'encia  de  los 
dueños  ó  granaderos,  además  de  pagar  las 
multas  expresadas  en  los  artículos  anteriores, 
sufrirán  los  dueños  y  ganaderos  en  sus  res- 
pectivos casos  de  uno  á  treinta  días  de  arres- 
to, si  no  les  correspondiera  mayor  pena  como 
reos  de  hurto  ó  daño  por  voluntad  ó  impru- 
dencia. 

Si  reincidieran  por  tercera  vez  en  el  térmi- 
no de  treinta  días,  serán  juzgados  y  penados 
como  reos  de  hurto  ó  daño  comprendidos  eu 
el  libro  TI. 

Art.  614.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  menor  ó  multa  de  5  á  125  pesetas  los 
que  ejecutaren  incendio  do  cualquiera  clase, 
que  no  esté  penado  eu  el  libro  II  de  este  Có- 
digo. 

Art.  615.  Serán  castigados  con  la  multa  de 
5  á  25  pesetas: 

1.°  Los  que  infringieren  los  reglamentos  ó 
bandos  de  buen  gobierno  sobre  quema  de  ras- 
trojos ú  otros  productos  forestales. 

2.°  Los  que  infringieren  las  Ordenanzas  de 
caza  y  pesca. 

Art.  616.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  de  uno  á  cinco  días  ó  multa  de  5  á  25 
pesetas,  los  que  causaren  un  daño  de  los  com- 
prendidos en  este  Código,  cuyo  importe  no  ex- 
ceda de  50  pesetas. 

Art.  617.  Los  que  cortaren  árboles  en  he- 
redad ajena,  cansando  daño  que  no  exceda  de 
50  pesetas,  serán  castig'ados  con  la  multa  del 
duplo  al  cuadruplo  del  daño  causado,  y  si  éste 
no  consistiere  en  cortar  árboles,  sino  en  talar 
ramaje  ó  leña,  la  multa  se  entenderá  del  tanto 
al  duplo  del  daño  caiisado. 

Si  el  dañador  comprendido  en  este  articulo 
sustrajere  ó  utilizare  los  frutos  ú  objetos  del 
daño  causado,  y  el  valor  de  éste  no  excediere 
de  10  pesetas,  ó  20  siendo  de  semillas  alimen- 
ticias, frutos  ó  leñas,  sufrirá  la  pena  de  cinco 
á  quince  días  de  arresto. 

Art.  618.  Los  que  aprovechando  aguas  que 
pertenezcan  á  otros  ó  distrayéndolas  de  su 
curso  causaren  daño  cuyo  importe  no  exceda 
de  50  pesetas,  incurrirán  en  la  multa  del  duplo 
al  cuadruplo  del  daño  causado. 

Art.  619.  Los  que  intencionalmente,  por 
negligencia  ó  por  descuido  cansaren  un  daño 
cualquiera  no  penado  en  este  libro  ni  eu  el  an- 


*  El  que  posee  una  finca  no  estlá  obligado  á  presentar 
los  títulos  de  projiiedad  para  exigir  la  responsabilidad 
por  las  faltas  que  se  cometan  contra  ía  •misma  y  estén  pe- 
nadas en  el  Código,  siendo  además  pública  la  acción  que 
Ímede  ejercer  todo  ciudadano,  según  dispone  el  art.  2.**  de 
a  ley  de  Enj.  crim.,  y  más  especialmente  los  guardas  ju- 
rados, que  de  no  hacerlo  faltarían  al  cuTnpli miento  de  sus 
deberes.  (Sf^nt.  31  Enero  1876.— Sao.  31  Mayo.¡—V.  el 
art.  448  del  Cód.  civil. 


terior,  serán  castigados  con  la  multa  del  me- 
dio al  tanto  del  daño  causado,  si  fuere  estima- 
ble, y  no  siéndolo,  cou  la  multa  de  5  á  75  pe- 
setas. 

TlTUr.O   V 

UlHpnslclone.<«  coniiincs  n  lux  rulta.«. 

Art.  620.  En  la  aplicación  de  las  penas  de 
este  libro,  procederán  los  Tribunales  següu 
su  prudente  arbitrio,  dentro  de  los  límites  de 
cada  una,  atendiendo  á  las  circunstancias  del 
caso. 

Art.  621.  Los  cómplices  en  las  faltas  serán 
castigados  con  la  misma  pena  que  los  autores 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  622.     Caerán  siempre  en  comiso: 

1."  Las  armas  que  llevare  el  ofensor  al  co- 
meter un  daño  ó  inferir  una  injuria,  si  las  hu- 
biere mostrado. 

2."  Las  bebidas  y  comestibles  falsificados, 
adulterados  ó  pervertidos  siendo  nocivos. 

3."  Las  monedas  ó  efectos  falsificados, 
adulterados  ó  averiados  que  se  expendieren 
como  leg'ítimos  ó  buenos. 

4."  Los  comestibles  en  que  se  defraudare 
al  público  en  cantidad  ó  calidad. 

5."     Las  medidas  ó  pesos  falsos. 

6.°  Los  enseres  que  sirvan  para  juegos  ó 
rifas. 

7."  Los  efectos  que  se  empleen  para  adivi- 
naciones ú  otros  eng'años  semejantes. 

Art.  623.  El  comiso  de  los  instrumentos  y 
efectos  de  las  faltas  expresadas  en  el  articulo 
anterior  lo  decretarán  los  Tribunales  á  su 
prudente  arbitrio,  según  los  casos  y  circuns- 
tancias. 

Art.  624.  Los  penados  con  multas,  que  fue- 
ren insolventes,  serán  castigados  con  un  día 
de  arresto  por  cada  5  pesetas  de  que  deban 
responder. 

Cviando  la  responsabilidad  no  llegare  á  5  pe- 
setas, serán  castigados,  sin  embargo,  coa  un 
día  de  arresto. 

Por  las  otras  responsabilidades  pecuniarias 
en  favor  de  tercero,  serán  castigados  también 
con  un  día  de  arresto  por  cada  5  pesetas. 

Art.  625.  En  las  Ordenanzas  nuinicipales  y 
demás  reglamentos  g-enerales  ó  particulares 
de  la  Administración  qwe  se  publicaren  en  lo 
sucesivo,  y  en  los  bandos  de  policia  y  buen 
gobierno  que  dictaren  las  autoridades,  no  se 
establecerán  penas  mayores  que  las  señaladas 
en  este  libro,  aun  cuando  hayan  de  imponerse 
en  virtud  de  atribuciones  g'ubernativas,  á  no 
ser  que  se  determinare  otra  cosa  por  leyes  es- 
peciales. 

Conforme  á  este  principio,  las  disposiciones 
de  este  libro  no  excluj'en  ni  limitan  las  atri- 
buciones que  por  las  leyes  municipales  ó  cua- 
lesquiera otras  especiales  competan  A  los  fun- 
cionarios de  la  Administración,  para  dictar 
bandos  de  policía  y  buen  g-obierno,  y  para  co- 
rregir gnbei'nativamente  las  faltas  en  los  ca- 
sos en  que  su  represión  les  esté  encomendada 
por  las  mismas  leyes  '. 

*  Para  la  mejor  inteligencia  de  este  articulo,  véanse 
Ayuntamientos:  GoniERNO  Y  administhaoión  ue  las 
PKOviNciAs:  Akuesto:  Bandos  de  roLicÍA:  Caza  t  pes- 
ca: CÉDULAS    PERSONALES:    FALTAS:  MONTES;  MULTAS: 

Impuestos...:  Rifas,  etc. 
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Art.  626.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
penales  g-euerales  anteriores  á  la  promulga- 
ción de  este  Códig'o,  salvo  las  relativas  á  los 
delitos  no  sujetos  á  las  disposiciones  del  mis- 
mo, con  arreg-lo  á  lo  prescrito  en  el  art.  1." 

Madrid  17  de  Junio  de  1870.»  (C.  L.,  t.  103, 
pág.  905.) 

Ley  24  Mayo-18  Junio  1870. 

Ejercicio  de  la  gracia  de  indulto:  Efectos  de  la  pena  de 
interdicción  civil. 

(Grac.  y  Just.)  «D.  Francisco  Serrano  y 
Doming'uez,  Regiente  del  Reino,  etc.. 

Art.  2."  Publicará  igualmente  como  le- 
yes... los  pro^-ectos  presentados  asimismo  A 
las  Cortes...  y  sobre  el  ejercicio  de  la  gracia 
de  indulto... 

Art.  4."  Haííta  que  se  publique  el  Código 
civil  se  observarán  como  complementarias  de! 
art.  41  del  penal  las  reglas  siguientes  sobre  los 
efectos  civiles  de  la  pena  de  interdicción  ': 

Primera.  Si  el  penado  con  la  interdicción 
civil  fuese  soltero  y  estuviere  emancipado  se 
le  proveerá,  según  su  edad,  de  curador  ejem- 
plar II  ordinario,  á  fin  de  que  administre  sus 
bienes  y  aplique  los  productos  en  la  parte  ne- 
cesaria á  cubrir  sus  obligaciones. 

Segunda.  Lo  mismo  se  observará  si  el  pe- 
nado fuere  casado  y  se  hallare  separado  de  su 
cónyug'e  por  sentencia  de  divorcio. 

Tercera.  El  nombramiento  de  curador,  en 
los  casos  á  que  se  refieren  las  dos  reglas  ante- 
riores, se  hará  con  sujeción  á  lo  prescrito  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Cuarta.  Si  el  penado  estuviere  casado  y  no 
separado  por  sentencia  de  divorcio  de  su  mu- 
jer, se  encargará  ésta  de  la  administración  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyug'al. 

Si  la  mujer  del  penado  fuere  cíe  menor  edad, 
se  la  proveerá  de  curador;  habiendo  de  ser 
preferidos  para  este  cargo  sucesivamente  el 
padre,  madre,  abuelos,  hermanos  y  parientes 
más  próximos  de  la  menor. 

Quinta.  Los  bienes  del  penado  que  corres- 
pondan á  la  clase  de  los  comprendidos  en  el 
art.  1.401  de  la  ley  de  Enj.  civil  no  podrán  ser 
enajenados,  hipotecados,  empeñados  ni  grava- 
dos sino  en  la  forma  y  con  las  solemnidades 
establecidas  en  los  arts.  1.402  y  siguientes  de 
la  misma  ley  "-'. 

Sexta.  Lo  dispuesto  en  la  regla  anterior  se 
observará  también  respecto  á  los  bienes  de  la 
misma  clase  de  la  mujer  del  penado  que  fuere 
menor  de  edad. 

Séptima.  La  esposa  que  fuere  mayor  de 
edad  podrá  disponer  libremente  de  los  bienes 
de  cualquiera  clase  que  le  pertenezcan. 

Octava.  Los  hijos  del  penado,  menores  de 
edad,  estarán  sometidos  al  poder  de  su  madre; 
y  si  no  la  tuvieren,  á  la  autoridad  del  tutor  ó 


>  El  art.  41  del  Código  de  1850  concuerda  con  el  43  del 
vigente  de  1870.— Sobre  la  tutela  de  los  condenados  á  la 
pena  de  interdición,  véanse  los  arts.  200  y  228  d  230  con 
otros  del  Código  civil,  por  virtud  del  ciial  ha  de  haber 
quedado  derogado  el  art.  4."  de  la  ley  arriba  inserta. 

2  1,08  articidos  que  se  citan  con'  uerdan  con  los  2.011  y 
sucesivos  de  la  vigente  ley  de  Enj.  civil. 


curador,  que  será  el  mismo  que  fuere  nombra- 
do liara  el  padre. 

Novena.  El  penado  que  estuviere  desem- 
peñando el  cargo  de  tutor  ó  curador  cesará  eu 
sus  funciones,  y  se  proveerá  de  nuevo  guar- 
dador al  menor  ó  incapacitado. 

Décima.  Cesará  también  el  penado  en  la 
administración  de  bienes  ajenos  que  tuviere  á 
su  cargo  por  cualquier  otro  concepto  '...» 

I.EY  ■•ROVINIOIIAI. 

estableciendo   ro{£l»N   pnra   p|   pjcrelpio   de  la 
grarla  do  Indulto. 

Cap.  I.  De  los  que  pueden  ser  indultados.— Cap.  II. 
Clases  y  efectos  del  indulto.— Cap.  III.  Procedi- 
miento para  solicitar  y  conceder  la  gracia  de  in- 
dulto. 

CAPITULO  I.— De  los  que  pueden  ser  indultados 

«Artículo  1."  Los  reos  de  toda  clase  de  deli- 
tos podrán  ser  indultados,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  esta  ley,  de  todo  6  parte  de  la 
pena  en  que  por  aquéllos  hubiesen  incurrido. 

Art.  2."  Se  exceptúan  de  lo  establecido  en 
el  artículo  anterior: 

1.**  Los  procesados  criminalmente  que  no 
hubieren  sido  aún  condenados  por  sentencia 
firme. 

2."'  Los  que  no  estuvieren  á  disposición 
del  Tribunal  sentenciador  para  el  cumplimien- 
to de  la  condena. 

3.°  Los  reincidentes  en  el  mismo  ó  eu  otro 
cualquiera  "delito  por  el  cual  hubiesen  sido 
condenados  por  sentencia  firme.  Se  exceptúa, 
sin  embargo,  el  caso  en  que  á  juicio  del  Tri- 
bunal sentenciador,  ó  del  Consejo  de  Estado, 
hubiese  razones  suficientes  de  justicia,  equi- 
dad ó  conveniencia  pública  para  otorgarles  la 
gracia. 

Art.  3."  Lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior no  será  aplicable  á  los  penados  por  deli- 
tos comprendidos  en  los  caps.  I  y  II,  tít.  II, 
lib.  II,  y  ca|)s.  I,  II  y  III,  tít.  III  del  mismo  li- 
bro del  Código  penal  últimamente  reformado. 

CAP.  II. — De  las  clases  y  efectos  del  indulto. 

Art.  4."  El  indulto  podrá  ser  total  ó  par- 
cial. Será  indulto  total  la  remisión  de  todas 
las  penas  á  que  hubiese  sido  condenado  y  que 
todavía  no  hubiese  cumplido  el  delincuente. 

Será  indulto  parcial  la  remisión  de  alguna 
ó  algunas  de  las  penas  impuestas,  ó  de  parte 
de  todas  las  en  que  hubiese  incurrido  y  no  hu- 
biese cumplido  todavía  el  delincuente. 

Se  reputará  también  indulto  parcial  la  con- 
mutación de  la  pena  ó  penas  impuestas  al  de- 
lincuente en  otras  menos  g'raves. 

Art.  5.°  Será  nula,  y  no  producirá  efecto  S 
ni  deberá  ejecutarse  por  el  Tribunal  á  quien  * 
corresponda,  la  concesión  del  indulto  en  que 
no  se  hiciese  mención  expresa  á  lo  menos  de 
la  pena  principal  sobre  que  reca!g-a  la  g'racia. 

Art.  6."  El  indulto  de  la  pena  principal  lle- 
vará consigo  el  de  las  accesorias  que  con  ella 
se  hubiesen  impuesto  al  penado,  á  excepción 
de  las  de  inhabilitación  ¡lara  cargos  públicos 
y  derechos  políticos  y  sujeción  á  la  vig-ilancia 
de  la  autoridad,  las  cuales  no  se  tendrán  por 


*     El  art.  5.°,  conclusión  de  esta  I 
Y  derechos  enajenados. 


y,  véase  en  OkíCIOS 
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comprendidas  si  de  ellas  no  se  hubiese  hecho 
mención  especial  en  la  concesión. 

Tampoco  se  compi-enderá  nunca  en  ésta  la 
indemnización  civil. 

Art.  7."  Podrá  concederse  indulto  de  las 
penas  accesorias,  con  exclusión  de  las  princi- 
pales y  viceversa,  á  no  ser  de  aquellas  que 
sean  inseparables  por  su  naturaleza  y  efectos. 

Art.  8."  El  indulto  de  pena  pecuniaria  exi- 
mirá al  indultado  del  pago  de  la  cantidad  que 
aún  no  hubiese  satisfecho;  pero  no  compren- 
derá la  devolución  de  la  ya  pag'ada,  á  no  ser 
que  asi  se  determinare  expresamente.     • 

Art.  9."  No  se  podrá  conceder  indulto  del 
pag'o  de  los  g'astos  del  juicio  y  costas  procesa- 
les que  no  correspondieren  al  Estado;  pero  si 
(le  la  i)ena  subsidiaria  que  el  penado  insolven- 
te hubiere  de  sufrir  por  este  concepto. 

Art.  10.  Si  el  penado  hubiere  fallecido  al 
tiempo  ó  después  de  existir  causas  bastantes 
para  la  concesión  de  su  indulto,  podrá  relevar- 
.se  á  sus  herederos  de  la  pena  accesoria  de 
multa,  cou  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 8."  y  9.0 

Art.  11.  El  indulto  total  se  otorgará  á  los 
penados  tan  sólo  en  el  caso  de  existir  á  su  fa- 
vor razones  de  justicia,  equidad  ó  utilidad  pvi- 
blica,  á  juicio  del  Tribunal  sentenciador  y  del 
Consejo  de  Estado. 

Art.  12.  En  los  demás  casos  se  concederá 
tan  sólo  el  parcial,  y  con  preferencia  la  con- 
mutación de  la  pena  impuesta  en  otra  menos 
grave  dentro  de  la  misma  escala  gradual. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  podrá  también  conmutarse  la  pena 
en  otra  de  distinta  escala  cuando  haya  méri- 
tos suficientes  para  ello,  ajuicio  del  Tribunal 
sentenciador  ó  del  Consejo  de  Estado,  y  el  pe- 
nado además  se  conformare  con  la  conmuta- 
ción. 

Art.  1.?.  Conmutada  la  pena  principal,  se 
entenderán  también  conmutadas  las  acceso- 
rias por  las  que  correspondan,  según  las  pres- 
cripciones del  Código,  á  la  que  hubiere  de  su- 
frir el  indultado. 

Se  exceptúa,  sin  embarg'o,  el  caso  en  que 
se  hubiese  dispuesto  otra  cosa  en  la  concesión 
de  la  gracia. 
m  Art.  14.  La  conmutación  de  la  pena  queda- 
rá sin  efecto  desde  el  día  en  que  el  indultado 
deje  de  cumplir  por  cualquier  causa  depen- 
diente de  sil  voluntad  la  pena  á  que  por  la 
conmutación  hubiere  quedado  sometido. 

Art.  15.  Serán  condiciones  tácitas  de  todo 
indulto: 

1."  Que  no  cause  perjuicio  á  tercera  per- 
sona ó  no  lastime  sus  derechos. 

2.-''  Que  el  penado  haya  de  obtener,  antes 
de  g'ozar  de  la  gracia,  el  perdón  de  la  parte 
ofendida  cuando  el  delito  por  que  hubiese 
sido  condenado  fuere  de  los  que  solamente  se 
persiguen  á  instancia  de  parte. 

Art.  16.  Podrán  además  imponerse  al  pe- 
nado en  la  concesión  de  la  g-racia  las  demás 
condiciones  que  la  justicia,  la  equidad  ó  la 
utilidad  pViblica  aconsejen. 

Art.  17.  El  Tribunal  sentenciador  no  dará 
cumplimiento  á  ninguna  concesión  de  indulto 
cuyas  condiciones  no  hayan  sido  previamente 


cumplidas  por  el  penado,  salvas  las  que  por  su 
naturaleza  no  lo  permitan. 

Art.  18.  La  concesión  del  indulto  es  por  su 
naturaleza  irrevocable  con  arreglo  á  las  cláu- 
sulas con  que  hubiere  sido  otorgado. 

CAP.  III.— Del  procedimiento  para  solicitar  y 

CONCEDER  LA  GRACIA  DE  INDULTO. 

Art.  19.  Pueden  solicitar  el  indulto  los  pe- 
nados, sus  parientes  ó  cualquiera  otra  perso- 
na en  su  nombre,  sin  necesidad  de  poder  es- 
crito que  acredite  su  representación. 

Art.  20.  Puede  también  proponer  el  indul- 
to el  Tribunal  sentenciador  ó  el  Tribunal  Su- 
premo, ó  el  fiscal  de  cualquiera  de  ellos,  con 
arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  el  i)árrafo  ter- 
cero, art.  2."  del  Código  penal,  y  se  disponga 
además  en  las  leyes  de  precediiniento  y  casa- 
ción criminal. 

La  propuesta  será  reservada  hasta  que  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  con  su  vista  de- 
crete la  formación  del  oportuno  expediente. 

Art.  21.  Podrá  también  el  Gobierno  man- 
dar formar  el  oportuno  expediente,  con  arre- 
g'lo  á  las  disposiciones  de  esta  ley,  para  la  con- 
cesión de  indultos  que  no  hubiesen  sido  solici- 
tados por  los  particulares  ni  propuestos  por 
los  Tribunales  de  justicia. 

Art.  22.  Las  solicitudes  de  indulto  se  diri- 
girán al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  por  con- 
ducto del  Tribunal  sentenciador,  del  jefe  del 
establecimiento  ó  del  gobernador  de  la  pro- 
vincia en  que  el  penado  se  halle  cumpliendo 
la  condena,  según  los  respectivos  casos. 

Art.  23.  Las  solicitudes  de  indulto,  inclu- 
sas las  que  directamente  se  presentaren  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  se  remitirán  á  in- 
forme del  Tribunal  sentenciador. 

Art.  24.  Este  pedirá  á  su  \  ez  informe  sobre 
la  conducta  del  penado  al  jefe  del  estableci- 
miento en  que  aquél  se  halle  cumpliendo  la 
condena,  ó  al  gobernador  de  la  provincia  de 
su  residencia,  si  la  pena  no  consistiese  en  la 
privación  de  la  libertad,  y  oirá  después  al  fis- 
cal y  á  la  parte  agraviada,  si  la  hubiere. 

Art.  25.  El  Tribunal  sentenciador  hará 
constar  en  su  informe,  siendo  posible,  la  edad, 
estado  y  profesión  del  penado,  su  fortuna,  si 
fuere  conocida,  sus  méritos  y  antecedentes,  si 
el  penado  fué  con  anterioridad  procesado  y 
condenado  por  otro  delito,  y  si  cumplióla  pena 
impuesta  ó  fué  de  ella  indultado,  por  qué  cau- 
sa y  en  qué  forma,  las  circunstancias  agra- 
vantes ó  atenuantes  que  hubiesen  concurrido 
en  la  ejecución  del  delito,  el  tiempo  de  prisión 
preventiva  que  hubiese  sufrido  durante  la 
catisa,  la  parte  de  la  condena  que  hubiere 
cumplido,  su  conducta  posterior  á  la  ejecuto- 
ria, y,  especialmente,  las  pruebas  ó  indicios  de 
su  arrepentimiento  que  se  hubiesen  observa- 
do, si  hay  ó  no  parte  ofendida,  y  si  el  indulto 
perjudica  el  derecho  de  tercero,  y  cualesquie- 
ra otros  datos  que  puedan  servir  para  el  me- 
jor esclarecimiento  de  los  hechos,  concluyen- 
do por  consignar  su  dictamen  sobre  la  justi- 
cia ó  conveniencia  y  forma  de  la  concesión  de 
la  gracia. 

Art.  2G.  El  Tribunal  sentenciador  remitirá 
cou  su  informe  al  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
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cia  la  hoja  histórico-penal  y  el  testimonio  de  la 
seuteucia  ejecutoria  del  penado,  con  los  de- 
más documentos  que  considere  necesarios  para 
la  justificación  de  los  hechos. 

Art.  27.  Los  Tribunales  Supremo  ó  senten- 
ciador que  de  oficio  propong'an  al  Gobierno  el 
indulto  de  un  peiiado,aconi imanarán  desde  lue- 
go con  la  propuesta  el  informe  y  documentos 
á  C£ue  se  refieren  los  artículos  anteriores. 

Art.  '-S.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
remitirá  después  el  expediente  al  Consejo  de 
Estado  para  que  la  Sección  de  Gracia  y  Justi- 
cia del  mismo  informe  á  su  vez  sobre  la  justi- 
cia, equidad  ó  conveniencia  de  la  concesión 
del  indulto. 

Art.  29.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores,  podrá  conceder.se  la 
conmutación  de  la  pena  de  muerte  y  las  im- 
puestas por  los  delitos  comprendidos  en  los 
caiiltulos  I  y  II,  tít.  II,  lib.  II  y  capítulos  I," 
II  y  III,  tít.  III  del  mismo  libro  del  Código 
penal  últimamente  reformado,  sin  oir  previa- 
mente al  Tribunal  sentenciador  ni  al  Consejo 
de  Estado. 

Art.  30.  La  concesión  de  los  indultos,  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  se  hará  en  decreto 
motivado  y  acordado  en  Consejo  de  Ministros, 
que  se  insertará  en  la  Gaceta. 

Art.  31.  La  aplicación  de  la  gracia  habrá 
de  encomendarse  indispensablemente  al  Tri- 
bunal sentenciador. 

Art.  32.  La  solicitud  ó  propuesta  de  indul- 
to no  suspenderá  el  cumplimiento  de  la  sen- 
tencia ejecutoria,  salvo  el  caso  en  que  la  pena 
impuesta  fuese  la  de  muerte,  la  cual  no  se  eje- 
cutará hasta  que  el  Gobierno  haya  acusado  el 
recibo  de  la  solicitud  ó  propuesta  al  Tribunal 
sentenciador. 

Palacio  de  las  Cortes  24  de  Mayo  de  1870. — 
Manuel  Kuiz  Zorrilla,  presidente. — Manuel  de 
Llano  y  Persi,  diputado  secretario. — Julián 
Sánchez  Ruano,  diputado  secretario. — Fran- 
cisco Javier  Carratalá,  diputado  secretario. — 
Mariano  Rius,  diputado  secretario. 

Madrid  18  de  Junio  de  1870. — El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Eugenio  Montero  Ríos.» 
(Gac.  24  Junio.— C.  L.,  t.  103,  p.  901.J 

D.  6  Julio  1870. 

Pasando  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  los  expe- 
dientes de  indulto  por  contrabando  y  defraudación, 
aplicando  la  ley  de  IS  de  Junio  último. 

(Hac.)  «Artículo  1."  Desde  la  publicación 
de  este  decreto  será  aplicable  la  ley  provisio- 
nal de  18  de  Junio  de  1870  á  las  peticiones  y 
expedientes  de  indulto  por  delito  de  contra- 
bando y  defraudación,  correspondiendo  al  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  la  iniciativa,  trá- 
mite y  terminación  de  los  mismos. 

Art.  2."  Los  expedientes  en  curso  en  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda  y  las  solicitudes  que  se 
hallan  á  informe  de  las  Audiencias  se  remiti- 
rán al  de  Gracia  y  Justicia  para  los  efectos  de 
la  ley. 

Art.  3."  Quedan  derogados  los  decretos  y 
órdenes  que  se  opongan  al  presente. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  5  de  Julio  de  1870. 
Francisco  Serrano. — El  Ministro  de  Hacienda, 
Laureano  Figuerola.>  (Gac.  8  Julio.) 


Ley  org.  jud.  15  Septiembre  1870. 

Se  inserta  esta  ley  en  Justicia.  Los  arts.  245 
al  259  tratan  de  la  responsabilidad  de  los  jue- 
ces y  magistrados  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. Los  arts.  321  al  351,  determinan  la 
competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  de 
las  especiales  en  lo  criminal. 

D.  17  Septiembre  1870. 

Reglas  para  la  aplicacióii  de  las  rebajas  de  pena  con 
arreglo  al  art.  23  del  Código  penal  reformado,  en  l^s 
casos  en  que  por  ser  menor  tenga  efecto  retroactivo"  a 
favor  del  reo  ya  condenado  ejecutoriamente:  Sobre- 
seimiento en  ciertas  causas,  etc. 

(Grac.  y  Just.)  «Como  Regente  del  Reino, 
y  conformándome  con  lo  expuesto  por  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Conforme  á  lo  prevenido  en  el 
art.  23  del  Código  penal  reformado,  se  proce- 
derá desde  lueg'o  á  aplicar  á  los  reos  de  deli- 
tos ó  faltas  que  estén  sufriendo  las  condenas 
que  se  les  hayan  impuesto  por  sentencia  eje- 
cutoria dictada  con  arreglo  á  la  legislación 
vigente  hasta  la  promulgación  de  aquél,  las 
disposiciones  del  mismo  que  los  favorezcan. 

Art.  2.°  Se  entenderá  que  las  disposiciones 
del  Código  reformado  favorecen  al  reo  en 
comparación  con  la  legislación  anterior: 

1."  Cuando  en  el  Códig'o  reformado  se  se- 
ñale para  el  delito  ó  falta  de  que  be  trate  una 
pena  comprendida  en  una  escala  g'radual  infe- 
rior de  las  que  el  mismo  Código  establece;  y 
de  menor  duración  que  la  correspondiente  por 
la  legislación  anterior  á  la  impuesta  al  reo  en 
la  sentencia  ejecutoria. 

2."  Cuando  en  el  Código  reformado  se  se- 
ñale una  pena  que,  estando  comprendida  en 
la  misma  escala  gradual  que  la  impuesta  en 
la  sentencia,  sea  de  menor  duración  que  ésta. 

3."  Cuando  en  el  Códig-o  reformado  se  se- 
ñale una  pena  que,  siendo  de  igual  duración 
qiw,  la  impuesta  en  la  sentencia,  esté  compren- 
dida en  una  escala  gradual  inferior. 

4."  Cuando  en  el  Código  reformado  se  se- 
ñale una  pena  que,  siendo  de  menor  duración 
que  la  impuesta  en  la  sentencia,  esté  com- 
prendida en  una  escala  gradual  superior  á 
aquella  en  que  figure  esta  última. 

Art.  'i.°  En  los  casos  de  los  núms.  1.°,  2." 
y  3."  del  artículo  precedente,  se  aplicará  al  reo 
el  beneficio  que  por  la  menor  duración  de  la 
pena  por  mejorar  en  la  escala  gradual,  ó  por 
las  dos  ventajas  á  la  vez  resulte  á  favor  del 
mismo. 

En  el  caso  del  núm.  4."  se  aplicará  el  bene- 
ficio expresado  en  el  mismo;  pero  si  el  reo  no  se 
conformare  con  la  alteración  producida  en  la 
naturaleza  de  la  pena  por  pasar  á  una  escala 
gradual  superior  y  dedujere  en  tal  sentido  re- 
clamación dentro  del  término  de  quince  días, 
se  dejará  sin  efecto  la  anterior  resolución,  y 
se  dispondrá  que  el  reo  cumpla  su  condena  tal 
y  como  le  hubiese  sido  impuesta  en  la  senten- 
cia ejecutoria. 

Art.  4."  En  el  caso  de  que  el  reo  hubiese 
obtenido  indulto  parcial  ó  conmutación  de  su 
condena  con  anterioridad  á  la  publicación  del 
Código  reformado,  no  se  sustituirá  la  pena  que 
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esté  sufriendo  por  la  coiTespoiidicnte  al  delito 
señalado  en  el  mismo  Código,  sino  cuando  ésta 
sea  menos  gvave  que  aquélla,  atendidas  su 
naturaleza  y  duración,  conforme  á  las  reglas 
comprendidas  en  el  mencionado  <art.  2.° 

Art.  5."  El  beneficio  establecido  en  el  ar- 
'tleulo  29  del  Código  reformado  en  favor  de  los 
reos  condenados  á  penas  perpetuas,  se  enten- 
derá también  concedido  á  los  que  habiendo 
sido  condenados  á  diez  años  de  presidio  con  re- 
tención de  conformidad  con  la  legislación  anti- 
gua, se  hallen  todavía  cumpliendo  su  condena 
en  cualquiera  de  los  establecimientos  penales 
del  Reino. 

Art.  6."  La  aplicación  de  las  rebajas  de 
condena  y  demás  beneficios  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores,  se  acordará  por  los 
Tribunales  y  Juzgados  que  hubiesen  dictado 
las  sentencias  ejecutorias  en  que  dichas  con- 
denas hubiesen  sido  impuestas. 

Art.  7.°  Al  efecto,  los  jefes  de  los  estable- 
cimientos penales,  dentro  de  los  quince  días 
siguientes  al  de  la  publicación  de  este  decreto, 
remitirán  á  los  presidentes  de  las  Audiencias 
donde  radiquen  los  Tribunales  ó  Juzg-ados 
sentenciadores,  una  relación  exacta  de  los  pe- 
nados que  en  dichos  establecimientos  se  halla- 
ren sufriendo  condena,  con  expresión  del  deli- 
to que  hubiesen  cometido,  pena  que  se  les  hu- 
biese impuesto,  fecha  de  la  sentencia.  Sala  que 
la  hubiese  dictado,  día  en  que  cada  reo  hubiese 
empezado  á  cumplir  su  condena,  indultos  que 
hubiese  obtenido  y  tiempo  que  al  empezar  á 
regir  el  Código  reformado  le  faltase  para  ex- 
tinguir dicha  condena. 

Art.  8."  Recibidas  estas  relaciones  por  los 
presidentes  de  las  Audiencias,  formarán  á  su 
tenor  y  remitirán  á  los  Tribunales  ó  Juzgados 
que  hubiesen  dictado  las  sentencias  ejecuto- 
rias, ó  que  legalmente  las  sustituyan,  un  esta- 
do de  las  causas  que  respectivamente  les  co- 
rrespondan, á  fin  de  que  procedan  desde  lueg'o 
á  aplicar  el  beneficio  concedido  en  el  art.  23 
del  Códig-o  en  las  causas  en  que  así  corres- 
ponda. 

Los  Tribunales  y  Juzgados  sentenciadores 
pasarán  dicho  estado  al  representante  del  Mi- 
nisterio fiscal,  quien  propondrá,  en  vista  del 
mismo  y  de  los  antecedentes  necesarios,  lo  que 
estime  procedente.  La  Sala  ó  el  Juzgado  res- 
pectivo dictará  en  seg'uida  providencia  moti- 
vada, declarando  si  ha  lugar  ó  no  á  la  aplica- 
ción del  beneficio  establecido  en  el  art.  23  del 
Código  penal  reformado,  y  determinándolo  en 
caso  afirmativo.  De  esta  providencia  se  expe- 
dirá certificación  y  se  remitirá  al  jefe  del  esta- 
blecimiento penal  que  corresponda  para  que, 
haciéndose  saber  al  interesado,  proceda  á  su 
inmediato  cumplimiento,  caso  de  no  habe-  re- 
clamación en  contrario  con  arreglo  al  nüm.  4." 
del  art.  2." 

Art.  9.°  Los  interesados  que  se  sintieren 
agraviados  por  la  providencia  expresada  en  el 
articulo  precedente,  podrán  reclamar  ante  el 
Tribunal  ó  Juzgado  que  la  hubiere  dictado 
dentro  del  término  de  quince  días,  á  contar 
desde  aquel  en  que  hubiesen  sido  enterados. 
El  Tribunal  ó  .Juzg-ado,  oyendo  nuevamente 
al  representante  del  Ministerio  fiscal,  resolve- 


rá lo  que  estime  procedente.  Contra  esta  reso- 
lución no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  10.  Los  jefes  de  establecimientos  pe- 
nales remitirán  á  los  presidentes  de  las  Au- 
diencias, juntamente  cou  las  relaciones  expre- 
sadas en  el  art.  7.°,  un  informe  detallado  acer- 
ca de  la  conducta  de  cada  uno  de  los  reos  con- 
denados á  la  pena  de  diez  años  de  presidio 
con  retención  que  la  hubieren  sufrido  por  más 
de  treinta  años:  en  vista  de  este  informe,  y 
oyendo  previamente  al  representante  del  Mi- 
nisterio fiscal  y  á  la  parte  agraviada  si  la  hu- 
biese, la  Sala  respectiva  acordará  si  ha  ó  no 
lugar  á  proponer  al  Gobierno  la  concesión  de 
indulto.  En  el  primer  caso,  hará  dicha  Sala 
desde  luego  la  propuesta,  observándose  lo  dis- 
puesto en  el  art.  27  y  siguientes  de  la  ley  pro- 
visional sobre  el  ejercicio  de  aquella  g-racia. 

Art.  11.  Los  Tribunales  ó  jueces  que  estu- 
vieren conociendo  de  causas  formadas  por  he- 
chos que  en  la  legislación  anterior  hubiesen 
sido  calificados  de  delitos  y  en  el  Código  refor- 
mado lo  estén  de  faltas,  sobreseerán  en  aqué- 
llas, remitiéndolas  desde  luego  al  Juzgado 
municipal  correspondiente  para  que  proceda 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  dicho  Códi- 
g'o,  poniendo  inmediatamente  en  libertad  á  los 
procesados  que  estéu  constituidos  en  prisión 
jjreventiva. 

Art.  12.  Los  Tribunales  y  jueces  sobresee- 
rán desde  luego  en  las  causas  pendientes  por 
hechos  que,  estando  calificados  de  delitos  en 
la  legislación  anterior,  hayan  dejado  de  serlo 
en  el  Código  reformado,  y  declararán  exentos 
de  la  pena  impuesta  á  los  reos  de  los  mismos 
que  la  estuvieren  sufriendo,  expidiendo  desde 
luego  las  correspondientes  certificaciones  para 
que  se  lleve  á  efecto  dicho  exención. 

Art.  13.  Sin  perjuicio  délo  prescrito  en  los 
artículos  anteriores,  para  que  los  Tribunales  y 
Juzg-ados  procedan  de  oficio  á  la  aplicación  de 
las  rebajas  de  condena  y  demás  beneficios  que 
sean  procedentes,  los  interesados  podrán  soli- 
citarla dirigiendo  las  correspondientes  instan- 
cias á  dichos  Tribunales  ó  Juzgados  senten- 
ciadores. 

Art.  14.  Las  costas  y  gastos  á  que  dé  lugar 
la  ejecución  de  este  decreto  serán  de  oficio. 

Madrid  17  de  Septiembre  de  1.S70. —Francis- 
co Serrano.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Eugenio  Montero  Ríos.»  (C.  L.,  1. 104, p.  1169.) 

0. 17  Octubre  1870. 

Lot  recaudadores  de  contribuciones  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  son  aj/entea  de  la  autoridad  para  todos  los  efec- 
tos del  C'ódiyo  penal,  y  por  lo  tanto  deben  perseguirse 
de  oficio  los  delitos  que  contra  ellos  se  cometan. 

(Hac.)  «S.  A.  el  Regente  del  Reino...  se  ha 
servido  declarar  que  los  agentes  de  la  recau- 
dación de  contribuciones  son,  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  agentes  de  la  autoridad  á 
todos  los  efectos  del  Código  penal,  y  por  con- 
siguiente, que  los  insultos, injuriasy  amenazas 
que  se  les  infieran  en  aquel  (ejercicio  deben  ser 
perseguidos  de  oficio,  bastando  para  ello,  si 
de  dichos  delitos  no  tuviera  el  Juzgado  cono- 
cimiento por  otros  medios,  que  se  le  dé  de  ofi- 
cio la  Administración  económica,  ó  el  mismo 
funcionario  contra  quien  se  cometieren,  siendo 
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al  propio  tiempo  la  voluntad  de  S.  A  que  se 
circule  esta  resolución  á  todos  los  jefes  de  las 
Administraciones  económicas' 

De  la  propia  orden,  etc.-Madrid  17  de  Oc- 
tubre de  18<0.-Fig-aerola.-Rr.  Director  -e 


O.  22  N  oviembre  1870. 

nosju.uadosporlajurisdiccínaeGuer,f¿:^^^ 
(Guerra.)     (Para  que  en  el  ramo  de  Guerra 
pudiera  tenerh.c^ar  la  inmediataapli  ación  del 
Codig-o  penal  ordinario,  reformado  v  aproba 
do  como  ley  provisional  por  la  de  17  de^Ji°nfo 

me  T  l'n  "Í°'°'''"'  q^^e correspondiera  coníbr 
me  á  las  disposiciones  legales  vio-entes  sin 
menoscabo  del  fuero  militar,  ó  selderdereclo 
penal  militar,  el  Regente  del  Reino,  de  confo  - 
midadconlo  propuesto  acerca  del  particular - 
por  el  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  mand- 
observar  .siete  reglas  que  considerárnosla  sin 
importancia  práctica;  puesto  que  el  Código  de 
justicia  militar  determina  ta.xati^•ameme  los 

eu  los  aits.  22,  1<2,  1  d,  175,  181,  207,216y263.) 

O.  12  Diciembre  1870. 

Ind^ato:  La  ley  de  18  de  Jun!o  na  derogado  el  decreto  de 
isee.  Inteligencia  del  art.  32. 

ción  de  V  VT;!  :^^  V'^""  ''«  ''-^  comunica- 
f ó  ,  !■  j  ^•'  ^^""^^  ^°del  corriente,  manifes- 
tando dudar  si  el  art.  12  del  R.  D.  de  7  de  Di 
ciembre  de  1866  está  ó  no  vigente  de.spués  de 
la  pu)>  icación  de  la  ley  proWsional  de  18  de 
Juuioullimo,  establecien'do  reglaspara  el  ejer- 
cicio de  la  gracia  de  iudulto.^l- Recente  d¿I 
Reino  ha  tenido  á  bien  disponer  se  df|a  á  y  I 

í-  yue  la  mencionada  ley  provisional  de' 
i-og-o  las  disposiciones  de  dicb¿  R  D  y  ,?„: 
con,s.guieute  las  contenidas  en  el  art''lo  'as 
cuales,  como  se  indica  en  su  párrafo  2  '"  teñían 
uu  carácter  provisional  y  mientras  se  éstaWe 
cia  la  casación  criminal  estable- 

p.oWsiSi;;Í;e^:^ySí^-PetMaley 
muerte  hasta  q'ue  el  ¿obiStv^a^Soí 
recibo  de  la  solicitud  ó  propuesta  derTribuna 
sentenciador,  se  entiende  que  éste  es    a  Sala 
del  Supremo  que  conoce  de  los  recursos  de  ea 
sacion  criminal,  los  cuales  deben  se  •  adm  ti 

ao,  poi   tanto,  ejecutarse  las  sentencias  tan 
luego  como   a  mencionada  Sala  devueha  los 

De'n^''"  ^"'J.'^'r^  P^"-^  -^«e  efecto  °' 

De  orden  de  S.  A.  lo  traslado  á  V.  E.  para 

inouna    no  devuelva  en  ningún  caso  á  las 
Audiencias,  para  su  ejecución"  las  causas  de 

L''^lrLne".Í^'°*;''%"'"'"-^P'^"^  hastían' 
to  que  este  Ministerio  le  acuse  el  recibo  de  la 

qu'dlXn  Tre:^  ""'''  """''l''^'  '^  «^'^  "eltlio' 
-Dios  o'"arde  rv'^lf  cualquiera  que  éste  sea. 
10^  T#  ■  f  ^  ^-  ^-  muchos  años.— Madrid 
12  de  Diciembre  de  :870.-Eugenio  Montero 


..«cí-r:^.— --^-f^^_...^^. 


fc°'rf'm'^''''''^''TJ''^  Tribunal  Supremo.. 
(^- J-,.,t.  XU5,  pag.yOT.) 

D.  14  Diciembre  1870. 
^"ct!fe!Íón7e'^TZ°?  ^'  '" P'""  ^'  "»'«'•"'  '^tendtda  la 

da  á'^etf;  V ""'T-^  •  "^'''''"^ '-''  propuesta  eleva- 
Trih.uf.f  i^  "'''"'■'".P"''  '^  Sala  tercera  del 
liibunal  Supremo,  de  acuerdo  con  el  fiscal 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  82  de  la  lev 
provisional  sobre  el  establecimiento  del  recu¿ 
so  de  casación  en  los  juicios  criminales  para" 
la  conmutación  de  la  pena  de  muerte  á  que  ha 
W  T  1"'""^°  PO'-  la  Audiencia  de  Mallorca 
José  Terol  en  causa  sobre  robo  con  homicidio 
é  incendio,  por  la  de  cadena  perpetua: 

IxesuJtando  que  procesado  el  Terol  junta- 
mente con  Mig-uel  Llabrés,  su  compañero  y  tal 
)  ez  director  del  crimen,  pidió  el  promotor,  v  el 
juez  impuso  también  á  éste,  la  pena  capital:  y 
que  solicitada  por  el  fiscal  la  confirmación  de 
la  sentencia,  la  Sala  segunda  de  la  expresada 
Audiencia,  considerándole  autor  tan  solo  ñor 
convencimiento,  le  impuso  la  de  cadena  per- 

Resultando  que  la  averiguación  del  delito 
y  sus  circunstancias,  asi  como  el  que  aquél  no 
quedase  impune,  se  debió  á  la  declaración  e" 
pontánea  heclia  por  Terol  de  cuanto  habla 
ocurrido  pues  nadie  los  vio,  nadie  los  sorpren- 
dió ui  daba  noticias  de  quiénes  fueran  sus  au- 

Resultando  que  en  virtud  de  esta  volutaria  - 
confesión  y  demás  datos  del  proceso  se  le  ha 
impuesto  la  ultima  pena  al  paso  que  suco-reo 
l^labrés,  manteniéndose  constantemente  ne°-a- 
tivo  en  sus  declaraciones,  ha  logrado  que  se  le 
.en  encie  á  la  de  cadena  perpetua,  según  la 
regla  4o    hoy  ya  derog-ada)  de  la  lev  provisio  ■ 
nal  para  la  ejecución  del  Código  penal  de  1850- 
Considerando  que  si  el  Código  no  admite  la 
conducta  de   Terol  como  circunstancia  ate- 
nuante comprendida  en  sus  artículos,  la  equi- 
dad la  levanta  para  presentarla  como  digna 
de  estimación  para  el  indulto,  sobre  todo  ai 
meditar  que  por  su  mera  confesión  amenaza 
su  cabeza  la  ultima  pena,  que  tanto  ha  queri- 
do economizar  el  legislador,  manifestándose 
en  las  recientes  disposiciones  tan  solicito  para 
a  vida  del  hombre,  que  cualquiera  circuns- 
tancia que  sea  compatible  con  la  realizacióu 
de  la  justicia  ba.sta  para  el  ejercicio  del  dere- 
cho de  gracia: 

Considerando  que  aquí  existe  esta  circuns- 
tancia porque  parece  duro  y  consecuencia  la- 
mentable de  la  inflexibilidad  de  la  lev  que 
suba  al  patíbulo  un  reo  por  sus  declaVacio- 
nes,  que  prestaron  un  servicio  á  la  justicia, 
y  se  salve  quedando  sólo  en  cadena  perpetua 
el  mayor  delincuente,  ó  al  menos  el  ig-ualmeu- 
te  autor,  por  su  obstinada  negativa: 

Considerando  que  conviene  crear  estímulos 
para  ayudar  á  los  Tribunales  en  la  investiga- 
ción de  los_  hechos,  y  que  .serla  una  lección  de 
íatal  enseñanza  para  lo  sucesivo  que  no  olvi- 
darían los  criminales,  si  se  viera  ejecutado  el 
lerol,  que  no  ha  sig-nificado  tanta  maestría  en 
la  perversidad  al  comparecer  ante  la  justicia, 
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dtíclai-audo  su  crimen,  para  purgarle;  y  libre 
de  la  muerte  á  Llabrés,  á  quien  üuicameute 
abona  eu  la  causa  su  persistente  propósito  de 
mentir  para  evitar  la  confesión  que  le  hubiera 
igualado  eu  la  responsabilidad  á  su  coreo: 

Y  teniendo  presente  lo  dispuesto  eu  los  artí- 
culos 2i)  y  30  de  la  ley  provisional  establecien- 
do reglas  para  el  ejercicio  de  la  gracia  de  in- 
dulto; 

Como  Regente  del  Reino,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  y  accediendo  á  lo  pro- 
puesto por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Su- 
premo, 

Vengo  en  conceder  al  repetido  José  Terol 
el  indulto  de  la  última  pena  á  que  se  halla  sen- 
tenciado, conmutándosela  por  la  inmediata  de 
cadena  perpetua. 

Madrid  li  do  Diciembre  de  1870.— Francis- 
co Serrano. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Eugenio  Montero  Ríos.»  (Gac.  Itl  Diciembre.) 

D.  1.»  Enero  1871. 

Ilacíenáo  correcciones  á  varios  artículos  del  Código,  y 
riiandandu  que  éste  se  aplique  con  sujeción  á  dichas 
correcciones  *. 

(Grao,  y  Just.)  ^Exposicióii. — Señor:  La 
edición  oficial  de  la  reforma  del  Código  penal, 
autorizado  por  las  Cortes  Constituyentes  por 
la  ley  promulgada  eu  18  de  Junio  del  año  que 
acaba  de  transcurrir,  contiene  erratas  de  co- 
pia y  de  imprenta,  y  aun  omisiones  que,  si 
bien  no  alteran  de  un  modo  g'rave  y  esencial 
el  sistema  desenvuelto  en  la  reforma  del  Códi- 
go ni  las  principales  prescripciones  que  éste 
contiene,  pueden  influir,  no  obstante,  en  la  ad- 
ministración de  justicia  y  eu  la  inteligencia 
con  que  los  Tribunales  interpretan  y  aplican 
los  preceptos  legales 

(Continúa  el  Ministro  exponiendo  la  necesi- 
dad de  hacer  las  correcciones  de  las  erratas 
indicadas,  sin  perjuicio  de  dar  cuenta  á  las 
Cortes.  Dice  asi  el  decreto:) 

DECRETO 

Como  Regente  del  Reino,  á  propuesta  del 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  del 
Consejo  de  Ministros, 

Vengo  eu  decretar: 

Articulo  1."  Por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  se  procederá  á  hacer  una  edición  del 
Código  penal  vigente  cou  las  siguientes  co- 
rrecciones: 

En  el  párrafo  primero  del  art.  I.°  se  suprimi- 
rá el  segundo  artículo  las. 

En  el  párrafo  tercero  se  añadirá  á  continua- 
ción de  la  palabra  delito  las  siguientes:  ó  falta. 

En  el  art.  5.°  se  añadirá  el  siguiente  párra- 
fo: Se  exceptúan  las  faltas  frustradas  contra 
las  personas  ó  la  propiedad. 

En  la  segunda  circunstancia  del  art.  10  se 
sustituirá  el  verbo  efectuar  con  el  de  ejecutar. 

En  la  décimaquinta  circunstancia  del  mismo 
artículo  se  añadirán  la  siguientes  palabras:  ó 
en  despoblado  y  en  cuadrilla. 


*  En  el  texto  dejamos  hechas  cuidadosamente  las  co- 
rrecciones d  que  se  refiere  este  decreto,  que  iitsertamos, 
6in  embaryo,  para  que  pueda  hacer  quieyi  guste  la  compro- 
bación. 


En  el  art.  106  las  palabras  la  pena  de  cade- 
na perpetua  serán  sustituidas  con  las  de  las 
penas  de  cadena  perpetua  y  temporal. 

En  el  art.  133  el  párrafo  Exceptiíanse  los  de- 
litos de  calumnia  é  injuria,  de  los  cuales  el 
primero  prescribirá  al  año  y  el  segundo  á  los 
seis  vieses,  será  sustituido  con  el  siguiente: 
Exceptúanse  los  delitos  de  calumnia  é  injuria 
y  los  comprendidos  en  el  art.  582  de  este  Códi- 
go; de  los  cuales  los  primeros  ^^rescribirán  al 
año,  los  segundos  á  los  seis  meses  y  los  últimos 
á  los  tres  meses. 

En  el  art.  66  se  añadirá  el  siguiente  párrafo: 
La  misma  regla  se  observará  respecto  á  los  au- 
tores de  faltas  frustradas  contra  las  personas 
ó  la  propiedad. 

Eu  el  art.  194  á  las  palabras  En  los  níimeros 
1.°  y2.°,  se  añadirán  las  siguientes:  primer 
caso  del,  continuando  después  lo  que  eu  dicho 
articulo  se  lee. 

Eu  el  núm.  1.°  del  art.  215,  la  palabra  tercero 
será  reemplazada  por  la  de  cuarto. 

Lo  mismo  se  hará  en  el  art.  216. 

Eu  el  art.  222  se  suprimirá  la  palabra  mayor. 

En  el  art.  225  al  articulo  los,  con  que  empie- 
za, se  añadirán  las  palabras  funcionarios  pú- 
blicos. 

En  el  art.  238,  último  párrafo,  las  palabras 
los  artículos  anteriores  serán  sustituidas  por 
las  este  articulo  y  los  anteriores. 

En  el  número  2."  del  art.  243,  después  de 
las  palabras  diputados  á  Coi-tes,  se  añadirán 
las  ó  senadores. 

El  núm.  1."  del  art.  357  se  redactará  dclsi- 
g'uiente  modo:  1."  Al  que  escondiere  ó  sustra- 
jere efectos  destinados  á  ser  inutilizados  ó  des- 
infectados con  objeto  de  venderlos  ó  com- 
pirarlos. 

En  el  penúltimo  párrafo  del  art.  431  se  supri- 
mirán las  palabras  del  mismo  cou  que  conclu- 
ye, añadiéndose  las  siguientes:  la  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo 
en  el  caso  del  núm.  8.",  y  la  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y  medio  en  el 
caso  del  núm.  4.°  del  mismo. 

El  art.  515  se  redactará  en  la  siguiente  for- 
ma: Son  reos  del  delito  de  robo  los  que  con  áni- 
mo de  lucrarse  se  apoderan  de  las  cosas  m,ue- 
bles  ajenas  con  violencia  ó  intimidación  en  las 
personas  ó  empleando  fuerza  en  las  cosas. 

En  ernúm.  5.°  del  art  516  la  palabra  prisión 
será  sustituida  con  la  de  jíresidio. 

En  el  art.  521  se  suprimirá  el  núm.  4."  y  los 
dos  siguientes  párrafos  redactándolos  en  la 
forma  siguiente:  4.°  Con  fractura  de  puertas, 
armarios,  arcas  ú  otra  clase  de  muebles  ú  ob- 
jetos cerrados  ó  sellados,  ó  su  sustracciónpara 
ser  fracturados  ó  violentados  fuera  del  lugar 
del  robo. 5."  Connombre  supuestoó  simulación 
de  autoridad. 

Cuando  los  malhechores  no  llevaren  armas 
y  el  valor  de  lo  robado  excediere  de  500  pese- 
tas, se  impondrá  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior. 

La  misma  regla  se  observará  cuando  los 
-malhechores  Iteraren  armas,  pero  el  valor  de 
lo  robado  no  excediere  de  500  pesetas. 

Cuando  no  llevaren  armas  ni  el  valor  de  lo 
robado  excediere  de  500  pesetas,  se  impondrá 
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á  los  culpables  la  pena  señalada  en  los  dos  pá 
rrafos  anteriores  en  su  grado  mínimo. 

Eu  el  art.  522,  después  de  las  palabras  y  en 
cuadrilla,  se  añadirán  las  ó  los  efectos  roba- 
dos fuesen  cosas  destinadas  al  culto  religioso, 
continuando  después  el  articulo  como  está  re- 
dactado. 

En  el  art.  524  las  palabras  frutas,  semillas, 
caldos,  animales  ü  otros  objetos  destinados  á 
la  alimentación,  serán  reemplazadas  por  las 
áe>  sem días  alimenticias,  frutos  ó  leñas,  y  la 
palabra  prisión  por  la  de  presidio. 

En  el  mim.  2."  del  art.  525  ¿e  añadirán  á 
continuación  de  la  palabra  suelos  las  ó  fractu- 
ra de. 

En  el  uúm.  .5."  del  art.  531,  á  continuación 
de  la  palabra  condenado,  se  añadirán  las  por 
delitos  de  robo  ó  hurto  ó. 

Eu  el  art.  532  se  suprimirán  las  palabras  fue- 
re dos  ó  más  veces  reincidente,  sustivéndolas 
con  las  sig-uientes:  hubiese  sido  condenado  por 
delitos  de  robo  ó  hurto,  ó  dos  veces  por  falta 
de  hurto. 

En  el  art.  603  se  añadirá  al  final  lo  siguiente: 
12.  Los  que  en  la  riña  definida  en  el  art.  420 
de  este  Código  constare  que  hubiesen  ejercido 
cualquiera  violencia  en  la  persona  del  ofendi- 
do, siempre  que  á  éste  no  se  le  hubiese?!  in- 
ferido más  que  lesiones  menos  graves  y  no 
fuere  conocido  el  autor. 

El  art.  611  se  redactará  del  sig-uiente  modo: 
El  dueño  de  ganados  que  entraren  en  here- 
dad ajena  y  causaren  daño  que  exceda  de  5 
pesetas,  .verá  castigado  con  la  inulta  por  cada 
cabeza  de  ganado: 

1.°  De  0'75  de  peseta  á  2  pesetas,  y  0'25  si 
fuere  vacuno. 

2.°  De  0'50  de  peseta  á  1  peseta,  y  0'50  si 
fuere  caballar,  mular  ó  a.'snal. 

3.0  De  0'25  de  peseta  á  0'75  si  fuere  cabrio 
y  la  heredad  tuviere  arbolado. 

4.°  Del  tanto  del  daño  á  un  tercio  más  si 
fuere  lanar  ó  de  otra  especie  no  comprendida 
en  los  números  anteriores.  Esto  mismo  se  ob- 
servará si  el  ganado  fuere  cabrio  y  la  heredad 
no  tuviere  arbolado. 

En  el  art.  612  se  suprimirán  las  palabras  de 
cualquiera  clase,  reemplazándolas  con  las  si- 
g-uientes: comprendidos  en  los  núms.  1.°,  2.° 
y  3.°  del  artículo  anterior,  añadiendo  después 
de  la  palabra  ajena  las  siguientes:  ó  causando 
sino  inferior  á  5  pesetas. 

Se  suprimirán  también  las  palabras  en  toda 
su  extensión  con  que  concluye  el  segundo 
párrafo  del  mismo  articulo,  remplazándolas 
con  las  siguientes:  señalada  en  el  a?-tículo  an- 
terior según  los  casos  que  comprende. 

Art.  2."  Los  Juzgados  y  Tribunales  aplica- 
rán desde  luego  el  Código  penal  vigente  con 
sujeción  á  las  cori-eccioues  mencionadas  eu 
el  articulo  anterior. 

Art.  3."  De  lo  dispuesto  en  este  decreto  se 
dará  cuenta  á  las  próximas  Cortes  inmediata- 
mente que  se  reúnan. 

Madrid  1."  de  Enero  de  1871.— Francisco  Se- 
rrano.—El  Ministro  de  Gracia  v  Justicia,  Eu- 
genio Montero  Ríos.»  (Gac.  21 'Enero.) 
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Ley  15  Febrero  1673. 

Se  definen  los  delitos iwliticos  para  los  efectos  del  punto 
ó  local  en  que  deben  sufrir  la  detención  y  prisión  los 
procesados. 

(Pres.  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repú- 
blica.) cLa  Asamblea  Nacional,  eu  uso  de  su 
Soberanía,  decreta  y  sanciona  la  siguiente 
ley: 

Articulo  1."  Los  procesados  por  delitos  po- 
líticos sulrirán  la  detención  y  prisión  en  lo- 
cales distintos  ó  completamente  separados  de 
los  que  ocupen  los  procesados  por  delitos  co» 
muñes. 

Art.  2.°  Se  consideran  como  delitos  políti- 
cos para  los  efectos  de  esta  ley: 

1.°  Los  comprendidos  en  las  disposiciones 
del  libro  II  del  Código  penal  reformado  que  á 
continuación  se  expresan: 

Titulo  I,  capítulos  I,  II  y  III. 

Titulo  II,  capitulo  I  en  todas  sus  secciones, 
capitulo  II  en  sus  secciones  1.^  y  3.",  y  artí- 
culos 229,  230,  231,  232  y  234  en  la  sección  2.» 
del  mismo  capítulo. 

Título  III,  capítulos  I,  II  y  III. 

Capítulos  IV  y  V  en  todos  aquellos  casos  en 
que  por  carácter  de  la  autoridad  ofendida  ó 
del  acto  oficial  con  cuyo  motivo  se  haya  co- 
metido el  delito  pueda"  éste  ser  considerado 
como  político. 

2.°  Todos  los  delitos  comprendidos  en  el 
Código  penal  cometidos  por  medio  de  la  pren- 
sa en  cualquiera  de  las  manifestaciones  de  és- 
ta, á  excepción  de  los  que  se  persigan  á  ins- 
tancia de  parte. 

3.°  Los  hechos  conexos  é  incidencias  de 
delitos  políticos  que  los  Tribunales  apreciarán 
por  su  naturaleza  y  circunstancias  especiales 
de  cada  uno  de  ellos;  su  tendencia,  objeto  y 
relación  que  tuvieran  con  el  delito  principal, 
debiendo  desde  luego  calificarse  como  políti- 
cos por  regla  general,  tratándose  del  delito  de 
rebelión,  la  sustracción  de  caudales  públicos, 
la  exacción  de  armas,  municiones  y  caballos, 
la  interrupción  de  las  lineas  terreas  y  telegráfi- 
cas, la  detención  de  la  correspondencia  y  de- 
más que  tengan  íntima  é  inmediata  relación  ó 
sea  un  medio  natural  y  frecuente  de  preparar, 
realizar  ó  favorecer  el  delito  principal. 

Art.  3.°  El  Gobierno  queda  autorizado 
para  habilitar,  dentro  del  término  preciso  de 
dos  meses  desde  la  publicación  de  esta  ley,  lo- 
cales desahogados,  higiénicos  y  seguros  don- 
de los  compi-eudidos  en  estas  disposiciones 
puedan  sufrir  su  detención  y  prisión,  siempre 
con  absoluta  separación  de  los  procesados  por 
delitos  comunes. 

Art.  4."  Toda  autoridad  gubernativa,  mi- 
litar ó  judicial  que  faltare  al  cumplimiento  de 
esta  ley  será  castigada  como  autor  de  deten- 
ción arbitraria. 

Lo  tendrá  entendido  el  Poder  Ejecutivo 
para  su  impresión  ,  ijublicación  y  cumpli- 
miento. 

Palacio  de  la  Asamblea  Nacional  15  de  Fe- 
brero de  1873. — Cristino  Martos,  Presidente, 
etcétera.»  (Gac.  18  Febrero.) 

Ley  9  Agosto  1873. 
Abolición  de  la  gracia  de  indulto. 
Por  esta  ley  quedó  abolida  la  gracia  de  in- 
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dulto  de  todas  las  peuas,  á  excepción  de  la  de 
muerte,  pudieudo  sólo  concederse  la  conmuta- 
ción de  las  penas  perpetuas  conforme  al  ar- 
tículo 29  del  Código,  y  el  indulto  de  la  de 
muerte  sólo  por  una  ley  '.  (Gac.  12  Agosto.) 

Ley  16  Septiembre  1873. 

Dispuso  que  se  aplicasen  con  todo  rigor  las 
Ordenanzas  generales  del  ejército  y  Armada 
en  los  delitos  militares,  derogando  alg'unos 
artículos  de  ésta,  pero  sus  disposiciones  fue- 
ron sustituidas  por  las  del  R.  D.  de  5  de  Abril 
de  1875,  y  en  la  actualidad  por  el  Código  de 
justicia  militar. 

O.  14  Octubre  1873. 

Mandó  que  los  individuos  de  tropa  penados 
por  la  jurisdicción  ordinaria  no  puedan  per- 
manecer sin  cumplir  sus  condenas  en  las  pri- 
siones militares,  sino  en  las  cárceles  y  presi- 
dios destinados  al  efecto... 

Fué  derogada  por  la  orden  de  31  de  Enero 
do  1875. 

D.  12  Enero  1874. 

Restableciendo  la  ley  de  24  de  Slayo  de  1870  para  el  ejer- 
cicio de  la  gracia  de  indulto. 

(Grac.  y  Ju.st.)  «El  Gobierno  de  la  Repú- 
blica decreta: 

Articulo  1."  Se  restablece  en  toda  su  fuer- 
za y  vigor  la  ley  de  24  Mayo  de  1870,  \inra  el 
ejercicio  de  la  gracia  de  indulto,  quedando  en 
su  consecuencia  derog'ada  la  de  9  de  Agosto 
de  1873. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
reclamaría  con  toda  urgencia  de  la  Comisión 
encargada  del  Congreso  de  los  Diputados,  los 
expedientes  sobre  indulto  que  obran  en  la  Se- 
cretaría para  tramitarlos  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  restablecida,  á  la  cual  que- 
dan ig'ualmeute  sometidas  todas  las  causas 
pendientes... 

Madrid  12  de  Enero  de  1874.— El  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repiiblica,  Francis- 
co Serrano. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Cristino  Martos.>  (Gac.  13  Enero.) 

D.  21  Enero  1874. 

Queae  consideren  delitos  contra  el  orden  público,  el  levan- 
tamiento de  los  ratls  de  los  ferrocarrilfs,  cortaduras 
de  puentes  y  otros  contra  la  seguridad  de  dichas  vias, 
castíg'indose  en  consejo  de  guerra  con  arreg'o  á  la  ley 
de  orden  público  y  con  las  penas  de  muerte  ó  las  que 
procedan. 

(Guerra.)  «...Haciendo  uso  de  las  faculta- 
des de  que  se  halla  revestido  el  Gobierno  de  la 
República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros y  á  propuesta  del  de  la  Guerra,  decre- 
ta lo  siguiente. 

Artículo  1."  El  levantamiento  de  los  ralis 
de  los  ferrocarriles,  la  interceptación  de  la  via 
por  cualquier  medio,  las  cortaduras  de  puen- 
tes, el  ataque  á  los  trenes  A  mano  armada,  la 
destrucción  ó  deterioro  de  los  efectos  destina- 
dos A  la  exiilotación  y  todos  los  demás  daños 
causados  en  las  vías  férreas  que  puedan  per- 
judicar á  la  seguridad  de  los  viajeros  ó  mer- 
cancías se  reputarán  delitos  contra  el  orden 


•    Esta  ley  fui  derogada  por  el  decreto  ley  de  i2  de 
Enero  de  1814. 


público,  y  se  castigarán,  según  los  casos,  con 
la  pena  de  muerte  ó  las  demás  prevenidas  en 
los  caps.  I  y  II,  tít.  III,  lib.  II  del  C.  P. 

Art.  2.°  Los  reos  de  estos  delitos  serán  en- 
tregados inmeditamente  después  de  su  apre- 
hensión, con  las  diligencias  sumarias  que  se 
instruirán  en  el  acto,  á  la  autoridad  militar 
correspondiente,  para  que,  sometiéndolos  al 
consejo  de  guerra  prevenido  en  la  ley  vigen- 
te de  orden  público,  se  les  imponga  el  condig- 
no castigo,  ejecutándose  desde  luego  el  fallo 
que  recaiga. 

Art.  3.°  Cada  uno  de  los  individuos  que 
pertenezcan  á  la  partida  que  haya  cometido 
cualquiera  de  los  delitos  expresados  en  el  ar- 
ticulo 1.°  será  responsable  de  los  mismos,  apli- 
cándosele en  tal  concepto  la  pena  á  que  se  hu- 
biere hecho  acreedor. 

Art. 4."  Las  disposiciones  que  precedensou 
aplicables  á  todos  los  reos  de  los  delitos  á  que 
las  mismas  se  refieren,  sin  distinción  de  fuero, 
clase  ni  condiciones. 

Madrid  21  de  Enero  de  1874.— El  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  Francis- 
co Serrano. — El  Ministro  de  la  Guerra,  Juan 
de  Zavala.»  (Gac.  22  Enero,  y  rectificación  de 
la  del  23.) 

0.9  Febrero  1874. 

Dictando  algu7ias  disposiciones  para  la  ejecución  de  la 
pena  de  vittprte,  ájín  de  evitar  que  un  acto  tan  solevmt 
se  convierta  en  ocasión  de  solaz  y  entretenimiento. 

(GuAC.  y  JusT.)  «Derogada  la  ley  que  abo- 
lía la  gracia  de  indulto,  y  asumido  por  el  Po- 
der Ejecutivo  de  la  República  la  facuMífcd  de 
concederle,  en  los  crímenes  castigados  con 
pena  capital,  la  inexorable  necesidad  ha  im- 
puesto al  Gobierno  el  penoso  deber  de  acor- 
dar el  cumplimiento  de  algunas  sentencias  en 
casos  en  que  ni  el  deseo  más  pro[iic¡o,  ni  la 
más  ardiente  misericordia,  ni  las  unánimes 
disposiciones  de  todos  los  encargados  del  Po- 
der han  logrado  hallar  la  menor  circunstan- 
cia sobre  qué  fundar  el  ejercicio  de  la  gra- 
cia de  indulto,  la  cual,  por  lo  mismo  que  pro- 
cede de  la  más  alta  y  mag'nltíca  prerrogativa, 
no  ha  de  usarse  nunca  con  escándalo  de  la 
opinión  y  abandono  y  menosprecio  de  la  jus- 
ticia. 

El  Gobierno  hubiera  querido  resolver  favo- 
rablemente todos  los  casos  sometidos  á  su  exa- 
men; así  comenzaría  la  obra  lenta  de  la  aboli- 
ción de  la  pena  capital,  siguiendo  en  esto  el 
derrotero  que  le  marcan  Estados  en  los  cuales 
aquélla  ya  no  existe,  y  naciones  que  paso  á 
paso,  sin  alarma  y  sin  peligros,  persiguen  de 
luia  manera  franca  este  fin  humano  y  pro- 
gresivo. 

Pero  sobre  que  la  gravedad  de  ciertos  deli- 
tos no  lo  consiente  y  lo  veda  el  carácter  de  sus 
circuni^tancias  esenciales  y  constitutivas,  for- 
zoso es  declarar  con  sinceridad  y  entereza  que 
no  está  la  sociedad  española  preparada  al  be- 
neficio de  esa  reforma;  que  faltan  en  nues- 
tro sistema  penitenciario  estímulos  eficaces  de 
arrepentimiento,  y  quizá  medios  suficientes 
y  análog-os  de  corrección  y  de  castigo;  que  no 
han  permitido  los  tiempos  ni  han  querido  nues- 
tras desdichas  que  adelante  la  educación  de 
nuestro  pueblo  en  proporción  á  los  estímulos 
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empleados  para  iiupiilsarla,  ui  logre  el  punto 
de  madurez  que  ya  otros  pueblos  alcanzaron, 
ni  marche  á  compás  del  progreso  de  las  ideas, 
ui  sig-a  de  tan  cerca  como  fuere  preciso  el  mo- 
vimiento de  los  hechos  sociales.  Y  como  el  de- 
recho penal  se  funda  eu  la  ciencia,  pero  tam- 
bién se  modifica  y  se  ha  modificado  siempre 
por  el  poder  de  las  circunstancias,  jamás  to- 
man forma  sus  esencias,  ui  realidad  sus  abs- 
tracciones, ni  encarnación  en  la  ley  positiva  sus 
principios,  sino  en  el  grado  y  por  la  medida 
que  las  públicas  necesidades  exigen  y  que  en 
cada  lugar  y  tiempo  permiten  y  aconsejan  las 
condiciones  de  vida  social  á  todo  legislador 
previsor  y  discreto.  Por  eso  no  tiene  todavia 
aplicación  posible  en  la  vida  legal  de  la  socie- 
dad española  la  más  pura  y  elevada  noción  de 
la  pena;  ni  la  tendi-á  mientras  el  sentido  moral 
no  se  levante,  y  el  respeto  al  principio  de  aii- 
toridad  no  se  afirme,  y  el  amor  á  la  ley  y  la 
veneración  á  la  justicia  no  penetren  en  el  alma 
del  hombre  iluminada  por  el  sentimiento  reli- 
gioso, entibiado  en  España  por  la  intolerancia, 
y  que,  asi  como  ha  sucedido  en  otros  pueblos 
cultos,  ha  de  vivificarse  y  exaltarse  en  nos- 
otros al  calor  de  la  libertad  de  conciencia. 

Por  eso  los  legisladores  y  los  Gobiernos,  en 
la  materia  penal  más  que  en  otra  alguna,  han 
de  consultar  la  opinión  y  someterse  á  las  cir- 
cunstancias; y  en  estos  momentos  cualquier 
aspiración  á  la  lenidad  directa  ó  indirecta,  lle- 
varla la  más  profunda  alarma  á  todas  las  cla- 
ses sociales  sin  distinción  de  escuelas  ni  de 
partidle:  que  tales  y  tan  costosas  han  .;ido  las 
experiencias  recientes,  tantos  y  tan  profundos 
los  sacudimientosque  ha  sufridoesta  sociedad, 
y  han  sido  tan  frecuentes  y  tan  graves  y  tan 
terribles  las  manifestaciones  del  crimen,  que 
la  opinión  pública,  presa  del  sobresalto  y  so- 
brecogida del  espanto,  sólo  vislumbra  remedio 
á  tamaños  males  en  la  aplicación  severa  de  las 
leyes,  cuya  autoridad  hade  restablecerse enér- 
g'icamente  para  enfrenar  de  una  vez  los  actos 
de  rebeldía  contra  ellas,  y  extirpar  los  hábitos 
de  desobediencia  hasta  reemplazarlos  con  el 
de  la  más  perfecta  sumisión  á  la  autoridad  y  á 
las  leyes:  para  que  así  satisfecha  por  el  ejer- 
cicio de  un  rigor  saludable  el  ansia  legitima 
de  castigo,  aplacado  el  justo  temor  y  desvane- 
cido el  natural  recelo,  se  repongan  los  desqui- 
ciados fundamentos  del  orden,  recobre  la  so- 
ciedad su  asiento  y  nepan  todos  los  hombres 
de  bien  que  no  necesitan  buscar,  en  imposibles 
retrocesos  ni  en  insensatas  reacciones,  precur- 
soras de  nuevas  catástrofes,  el  bienestar  de 
sus  personas  y  la  seguridad  de  su  hacienda, 
sino  que  dentro  de  la  República  encontrarán 
siempre  el  amparo  de  las  leyes  y  la  protección 
y  la  defensa  del  Gobierno. 

Mas  si  esta  necesidad  que  tanto  apremia  y 
que  á  tanto  obliga  exige  el  puntual  cumpli- 
miento de  las  leyes,  y  muy  principalmente  de 
las  leyes  penales ,  no  significa  que  dejen  de 
adoptarse  ciertas  medidas  para  impedir  que  la 
opinión  vulgar  y  extraviada  convierta,  cou 
notorio  escándalo,  un  acto  tan  solemne  como 
la  ejecución  de  la  pena  capital  en  motivo,  si 
no  de  manifiesta  alegría,  de  indiscreta  curio- 
sidad por  lo  menos,  muy  cercana  á  la  indife- 


rencia que  de  nada  se  impresiona,  ó  que  toma 
el  aterrador  espectáculo  como  ocasión  de  solaz 
y  entretenimiento. 

Bien  quisiera  el  cjue  suscribe  alzar  poderoso 
valladar  contra  estos  inconvenientes  redu- 
ciendo el  hecho  á  un  acto  de  pura  justicia,  sin 
aparato  y  sin  publicidad,  con  lo  cual  no  intro- 
duciría peligrosa  innovación; antes,  porelcon- 
trario,  seg'uiria  el  noble  ejemplo  de  cultas  y 
poderosas  naciones,  como  Inglaterra,  Prusia 
y  la  mayoría  de  los  Estados  septentrionales  de 
la  República  norteamericana;  pero  á  este  co-j. 
mienzo  apenas  susceptible  y  nada  aventurado 
de  abolición  se  oponen  abiertamente  las  dispo- 
siciones del  C.  P.  y  de  la  ley  de  Enj.  criiu.,  que 
se  derivan  de  muy  distinto  sistema  y  se  inspi- 
ran en  muy  diversos  principios. 

Este  rig'orisino  legal,  que  hace  de  la  publici- 
dad condición  esencial  é  inexcusable  de  la  lU- 
tima  pena,  impide  asimismo  ^■ariar  la  hora  de 
las  ejecuciones,  de  tal  suerte  que  los  inconve- 
nientes descritos  pudieran  evitarse  eu  todo  ó 
en  parte,  á  ejemplo  délo  que  acontece  en  otros 
paises,  en  donde  experiencias  repetidas  y  mi- 
nuciosas han  patentizado  la  absoluta  inefica- 
cia de  la  publicidad  en  las  ejecuciones  capita- 
les para  producir  los  efectos  preventivos  y  de 
intimidación  á  que  la  ley  aspira. 

Es,  por  tanto  inexcusable  atenerse  á  las  le- 
yes, respetarlas  y  cumplirlas,  si  bien  adoptan- 
do algunas  medidas  que,  sin  pugnar  con  aqué- 
llas, pongan  remedio  á  inconvenientes  que  sou 
el  cortejo  obligado  de  una  perversión  del  sen- 
tido moral  en  ciertas  esferas  sociales,  ó  que 
proceden  de  costumbres  y  prácticas  contrarias 
á  las  tendencias  de  la  misma  ley,  que  procura 
ahorrar  al  delincuente  sufrimientos  innecesa- 
rios; y  al  espíritu  moderno,  que  va  disipando 
paulatinamente  preocupaciones  de  otros  tiem- 
pos, y  corrigiendo  desvarios  lamentables  que 
suelen  ser  patrimonio  de  todas  las  muche- 
dumbres. 

Descuella  entre  éstos  el  tristísimo  de  conver- 
tir en  romería  el  acto  de  una  ejecución  capi- 
tal, mostrando  los  concurrentes  á  él,  eu  lugar 
del  recogimiento  á  que  su  gravedad  convida, 
la  alegría  salvaje  de  una  fiesta  sazonada  con 
los  alicientes  y  estímulos  que  la  especulación 
más  grosera  no  vacila  en  ofrecer  al  pueblo, 
desprestig-iando  asi  la  augusta  serenidad  de 
la  justicia  en  uno  de  sus  momentos  más  terri- 
bles, y  contribuyendo  á  defraudar  las  esperan- 
zas que  la  ley  funda  en  la  eficacia  preventiva 
de  la  pena  capital. 

Y  estos  inconvenientes  se  agravan  por  la 
sensible  circunstancia  de  verificarse  las  ejecu- 
ciones á  gran  distancia  del  lugar  en  que  el  reo 
está  recluso,  cou  lo  cual  además  se  ag-ravan 
la  mortificación  y  el  sufrimiento  de  aquel  des- 
graciado que  difícilmente  podrá  abstraerse 
del  público  que  le  sigue  y  le  rodea  fatig'oso  y 
anhelante,  sin  mostrar  acaso  el  más  leve  sín- 
toma de  conmiseración,  ó  revelando  quizá  im- 
pulsos de  mal  reprimida  crueldad;  tormento 
moral  cujos  efectos  deplorables  apenas  alcan- 
zará á  moderar  en  aquel  ánimo  conturbado  el 
dulce  consuelo  de  la  resignación  cristiana. 

A  evitar  dichos  inconvenientes  se  dirigen 
las  instrucciones  que  doy  á  V.  S.  I.,  esperau- 
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do  de  su  notorio  celo  que  las  ejecute  con  pun- 
tualidad y  decisión. 

Ante  todo  cuidará  V.  S.  I.  de  disponer  que 
la  ejecución  se  lleve  á  efecto  en  el  punto  más 
próximo  posible  al  que  ocupe  el  reo  en  capilla. 

En  sefrundo  luo'ar,  reclamará  la  interven- 
ción de  la  autoridad  civil  á  fin  de  que  por  to- 
dos los  medios  que  estén  á  su  alcance  impida 
que  en  el  sitio  de  la  ejecución  ni  en  el  trayec- 
to que  haya  de  i-ecorrer  el  reo  se  dispong'an 
puestos  de  bebidas  ó  de  comestibles,  ni  circu- 
len los  vendedores  de  unos  y  otros  efectos, 
procurando  evitar  por  estos  medios  y  por  los 
demás  que  le  sug-iera  su  prudencia,  que  infun- 
dan en  la  muchedumbre  que  concurre  á  es- 
tos actos  sentimientos  ajenos  á  la  dignidad  de 
im  pueblo  culto,  contrarios  ;l  la  majestad  de  la 
justicia  é  incompatibles  con  el  re^og'imiento  y 
el  respeto  que  debe  inspirar  el  espectáculo  de 
la  muerte. 

Sírvase  V.  S.  I.  comunicar  estas  instruccio- 
nes á  los  jueces  de  primera  instancia  á  quie- 
nes fuera  cometido  ó  correspondiera  el  cum- 
plimiento de  las  sentencias  capitales. 

Madrid  9  de  Febrero  de  1874.— Martos.— 
Señor...»  (Gac.  10  Febrero.) 

O.  17  Febrero  187Í. 

Circular  previniendo  que  d  los  expedientes  de  indulto  de 
pena  capital  se  agregue  un  extracto  de  las  resultancias 
del  proceso. 

(Grac.  y  Just.)  «Al  preparar  los  expedien- 
tes de  indulto  de  pena  capital  que  se  someten 
á  la  decisión  del  Consejo  de  Ministros,  se  ha 
observado  por  lo  comiin  falta  de  datos  bastan- 
tes á  ilustrar  el  juicio  y  producir  una  resolu- 
ción con  las  condiciones  de  acierto  y  seg'uri- 
dad  que  asunto  de  esta  naturaleza  requiere. 

En  efecto,  los  elementos  que  deben  servir 
de  criterio  al  Gobierno  se  reducen  k  la  certi- 
ficación de  sentencia  emanada  del  Tribunal 
Supremo  en  el  recurso  de  casación  que  pro- 
cede por  ministerio  de  la  ley  en  todos  los  ca- 
sos de  pena  capital,  y  al  consiguiente  informe 
de  la  Sala  de  lo  criminal  en  vista  dw  Ijs  ante- 
cedentes mismos  que  obran  en  el  expediente 
de  recurso.  Mas  el  remedio  de  la  casación  es 
de  carácter  esencialmente  extraordinario,  y 
atiende  en  primero  y  principal  término,  según 
nuestro  derecho,  á  los  intereses  generales  de 
la  ley  y  á  uniformar  la  jurisprudencia;  y  de 
aquí  resulta  que  los  elementos  del  juicio  en 
todo  recurso  de  casación  se  reducen  conside- 
rablemente, y  se  limitan  mucho  en  punto  á  los 
hechos  que  sirven  para  fundar  la  sentencia 
cuando  la  pronuncian  Tribunales  de  derecho 
por  deberse  aplicar  la  antigua  legislación,  ó 
respecto  de  los  que  aprecia  el  Jurado  al  dictar 
su  veredicto. 

Pero  en  el  ejercicio  del  derecho  de  gracia 
media  una  especie  de  juicio  moral  y  de  equi- 
dad, en  el  cual  la  misericordia  templa  los  ri- 
gores de  la  ley,  y  la  benignidad  aprecia  favo- 
rablemente circunstancias  y  datos  muchas  ve- 
ces extraños  al  hecho  en  sí,  pero  ligados  Inti- 
mamente con  la  per.sona  del  cílilpable,  que  no 
6on  ni  pueden  ser  tomados  en  cuenta  por  quieu 
desempeña  el  oficio  de  juez;  circunstancias  y 
datos  que  por  lo  mismo  no  figuran  entre  los 


antecedentes  del  recurso,  aunque  consten  en 
el  proceso  ó  se  deduzcan  de  sus  anteceden- 
tes... 

En  su  consecuencia,  el  Ministro  que  suscri- 
be considera  oportuno  que  á  dichos  expedien- 
tes se  agregue  siempre  un  extracto  de  las  re- 
sultancias del  proceso,  hecho  bajo  la  respon- 
saliilidad  del  secretario  de  Sala  ó  del  Tribu- 
nal del  Jurado  que  actuase  en  cada  causa,  y 
visado  por  el  presidente  del  Tribunal  respec- 
tivo. De  este  modo  se  completarán  los  antece- 
dentes, y  el  Gobierno  podrá  aspirar  al  mejor 
acierto  en  sus  resoluciones... 

Madrid  17  de  Febrero  de  1874.— Martos.— 
Señor  Presidente  de  la  Audiencia  de...»  (Ga- 
ceta 18  Febrero.) 

O.  1."  Abril  1874. 

Dictando  resolución  sobre  las  penas  con  que  han  de  casti- 
garse Ins  delitos  de  resistencia  á  la  guardia  civil  cuan- 
do producen  desafuero. 

Declaró  y  circuló  esta  orden,  de  acuerdo 
con  lo  informado  por  el  Consejo  Supremo  de 
la  Guerra,  qTTe  «la  resistencia  A  la  guardia  ci- 
vil, como  instituto  armado,  desde  el  momento 
que  produce  desafuero  y  se  somete  al  conoci- 
miento de  los  Tribunales  de  guerra,  no  puede 
ser  castigada  por  la  legislación  común,  ni  del 
Código  penal,  ni  de  la  Nov.  Rec.  '....  (Gac.  23 
Abril.) 

O.  7  Mayo  1874. 

Reprodujo  la  de  14  de  Octubre  de  187.3  so- 
bre la  forma  y  lugar  en  que  deben  cumplir  sus 
condenas  los  soldados  sentenciados  por  la  ju 
risdicción   ordinaria.   Ya  hemos  dicho  que  la 
orden  de  1873  está  derogada. 

O.  31  Enero  1875. 

Derogando  las  de  14  de  Octuhre  de  ¡873  y  7  de  Mayo  de 
1874^    y  disponiendo  que  los  individuos  del  ejército  y 
Armada  cumplan  las  condenas  en  los  cuarteles  ó  pristo-  ■ 
nes  militares,  aunque  sean  juzgados  por  la  jurisdicción 
ordinaria  '^. 

(Grac.  y  Just.)  «El  Rey,  y  en  su  nombre 
el  Ministerio  Regencia, 

Ha  tenido  á  bien  ordenar  que  se  observen 
las  disnosiciones  siguientes: 

Articulo  1.°  Se  derogan  las  órdenes  de  14 
de  Octubre  de  1873  y  7  de  Mayo  de  1874,  en  las 
cuales  se  dispuso  que  los  condenados  por  los 
Tribunales  del  fuero  común  á  pena  de  arresto 
ó  prisión  subsidiaria  que  pertenecieren  al 
ejército  ó  Armada  al  tiempo  de  sufrir  la  con- 
dena, la  cumplieran  en  los  establecimientos 
señalados  en  los  arts.  50,  118  y  119  del  Código 
penal. 

Art.  2.°  Los  individuos  del  ejército  y  de  la 
Armada  que  deban  cumplir  penas  de  las  ex- 
presadas en  el  articulo  anterior  impuestas  por 
la  jurisdicción  ordinaria,  bien  porque  hubie- 
ren sido  juzgados  antes  de  ser  militares,  ó  por- 
que lo  hubieren  sido  en  causa  que  produzca 


*  Según  el  art.  7.°  del  Código  de  justicia  tnilitar^  la 
jurisdicción  de  este,  orden  conoce  de  las  caiisas  contra 
cualquiera  persona,  que  se  instrui/an...  4.''  por  delitos 
de  insulto  a  centinelas,  salvaguardia  u  f^'Crza armada,  en 
cuya  expresión  se  hallan  comprendidos  los  individuos  de 
la  guardia  civil. 

2  Ver  los  art.  G41  y  siguientes  del  Código  de  justicia 
militar f  y  S5  d  S9  del  penal  de  la  Marina. 
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desafuero,  exting-uirán  la  condena  en  los  cuar- 
teles ó  prisiones  militares  de  las  poblaciones 
donde  se  encuentren  los  Cuerpos  ó  institutos 
á.  que  pertenezcan. 

Art.  3."  Para  el  debido  cumplimiento  de  la 
sentencia,  el  juez  á  quien  corresponda  su  eje- 
eiicinn  remitirá  al  capitán  «general  del  distrito 
donde  se  halle  el  sentenciado  testimonio  de  la 
ejecutoria  en  la  forma  acostumbrada,  y  la  ex- 
presada autoridad  militar  acusará  el  recibo 
de  aquel  documento,  dispondrá  que  se  cúm- 
plalo que  en  él  se  ordena,  y  remitirá  al  Juzga- 
do, Inego  que  se  haya  exting'uido  la  condena, 
certificación  en  que  esto  se  haga  constar,  para 
que  se  una  á  la  causa  y  surta  en  ella  los  efec- 
tos á  que  haya  lus'ar  en  derecho. 

De  orden  del  Ministerio  Regencia  lo  digo 
á  V...,  etc.— Madrid  31  de  Enero  de  1875.— 
Cárdenas.- Señor...»  (Gac.  2  Febrero.) 

E.  O.  13  Febrero  1875. 

Determinando  dónde  deben  sufrirlas  penan  los  militares^ 
según  sil  gravedad,  asi  como  la  prisión  preventiva:  Pri- 
vación del  nso  de  uniforme:  Ejecución  de  la  condena  de 
muerte^. 

(Guerra.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  te- 
nido á  bien  resolver  lo  siguiente: 

Articulo  1."  Los  militares  é  individuos  de 
los  Cuerpos  auxiliares  del  ejército  en  activo 
servicio  sufrirán  la  detención  ó  prisión  pre- 
ventiva durante  el  proceso,  aunque  éste  se  si- 
ga por  los  Tribunales  ordinarios  en  los  casos 
de  exclusiva  competencia,  en  los  castillos,  pri- 
siones militares  y  calabozos  de  los  cuarteles, 
segnin  su  clase,  franqueándolos  á  los  jueces 
para  la  práctica  de  todas  las  diligencias,  y 
cumpliéndose  sus  autos  ó  providencias  de  pri- 
sión, incomunicación  y  demás  que  exijan  los 
procedimientos. 

Art.  2."  Todo  oficial  del  ejército  ó  asimila- 
do á  empleo  de  tal,  condenado  á  más  de  seis 
años  de  i)risión  ó  á  presidio  por  tiempo  que  no 
exceda  de  seis  años,  si  no  se  le  impone  ade- 
más la  privación  de  empleo,  será  propuesto 
para  el  retiro  ó  licencia  absoluta,  seg'ún  co- 
rresponda, no  abonándole  más  tiempo  que  el 
servido  liasta  el  día  en  que  cometió  el  delito. 

Art.  3.°  El  oficial  separado  del  servicio  en 
virtud  de  condena  ó  por  providencia  guberna- 
tiva, como  incorregible  ó  perjudicial,  no  ten- 
drá derecho  á  uso  de  uniforme. 

Art.  i.°  Toda  persona  condenada  á  muerte 
por  fallo  de  un  consejo  de  g'uerra  será  pasada 
por  las  armas. 

Art.  5."  Los  oficiales  del  ejército  y  sus  asi- 
milados de  los  Cuerpos  auxiliares  cumplirán 
las  demás  penas: 

Primero.  Las  de  cadena,  extrañamiento, 
reclusión,  relegación,  presidio  mayor  y  confi- 
namiento que  lle\an  consigo  la  privación  de 
empleo,  y  las  de  prisión  mayor,  ó  sea  por  más 
de  seis  años  y  presidio  correccional  que  produ- 
cen la  separación  del  servicio,  conforme  al  ar- 
ticulo 2.°  que  precede,  en  los  establecimientos 
públicos  ó  puntos  que  designa  el  Código  penal 
ordinario. 

Segundo.     La  de  prisión  correccional,  cuya 


*     Véase  la  nota  anterior. 


duración  no  excede  de  seis  años,  arresto  y  pri- 
sión por  insolvencia  de  multa  cuando  no  se  les 
condene  además  á  privación  de  empleo  ó  sepa- 
ración del  servicio,  en  las  prisiones  militares, 
fuertes  ó  castillos  que  designe  el  capitán  ge- 
neral del  distrito  respectivo,  suspensos  de  sus 
empleos  y  con  el  goce  de  sueldo  señalado  á 
esta  situación. 

Tercero.  La  de  destierro  en  los  puntos  que 
designen  las  sentencias  en  situación  de  reem- 
plazo. 

Art.  6.°     Los  individuos  de  tropa  que  se  ha- 
llen sobre  las  armas,  ó  en  servicio  activo,  cum-  ■ 
plirán  las  mismas  penas: 

Primero.  Las  de  cadena,  extrañamiento, 
reclusión,  presidio  mayor  y  prLsión  mayor  en 
los  eetablecimientos  piiblicos  ó  puntos  que  de- 
signe el  Código  penal  ordinario;  y  las  de 
presidio  ó  prisión  correccional  en  los  estable- 
cimientos que  correspondan  á  su  actual  resi- 
dencia. 

Segundo.  La  de  relegación  en  Ultramar 
sirviendo  en  el  respectivo  ejército  hasta  cum- 
plir el  tiempo  de  su  empeño,  siendo  entregados 
á  la  autoridad  respectiva  después  de  obtenida 
su  licencia  absoluta,  para  que  extingan  el  res- 
to de  su  condena  conforme  al  art.  111  del  Có- 
digo penal. 

Tercero.  La  de  confinamiento  en  los  Cuer- 
pos de  disciplina  correspondientes  al  ejército 
de  la  Península  ó  de  Ultramar  en  que  se  ha- 
llen sirviendo  hasta  terminar  su  empeño;  y 
después  serán  también  entreg-ados  á  la  autori- 
dad civil  para  que  extingan  su  condena  si  no 
la  tuvieren  ya  cumplida. 

Cuarto.  Las  de  arresto,  cuya  duración  no 
excede  de  seis  meses,  y  la  prisión  por  insol- 
vencia de  multa,  en  los  calabozos  de  los  cuar- 
teles ó  prisiones  militares  de  las  poblaciones 
donde  se  encuentren  los  Cuerpos  ó  institutos 
á  que  pertenezcan. 

Quinto.  La  de  destierro  en  regimiento  de 
guarnición  en  otro  distrito. 

Art.  7."  Todo  individuo  de  tropa,  proce- 
dente de  las  quintas,  que  pase  á  cumplir  una 
pena  fuera  de  las  filas,  cuando  le  corresponda 
salir  del  establecimiento  penal  por  indulto  ó 
extinción  de  la  condena,  será  destinado  al 
Cuerpo  de  disciplina  que  corresponda,  según 
se  halle  en  la  Península  ó  Ultramar,  á  termi- 
nar su  total  empeño,  contándole  el  tiempo 
como  si  hubiere  continuado  sirviendo  en  el 
ejército.  El  eng-anchado  ó  reeng'auchado  reci- 
birá su  licencia  absoluta  con  la  fecha  del  dia 
en  que  se  le  notifique  la  sentencia. 

Se  exceptúan  los  que  hayan  permanecido 
sin  interrupción  en  presidio  siete  ó  más  años 
por  una  sola  ó  varias  condenas,  los  cuales  no 
volverán  á  ing'resar  en  el  servicio,  conforme 
al  art.  95  de  la  ley  do  reemplazos  de  1856  y 
R.  O.  de  7  de  Agosto  de  1852. 

Art.  8."  Para  que  tenga  efecto  el  destino  á 
un  Cuerpo  de  disciplina  que  previene  el  arti- 
culo precedente,  el  comandante  del  estableci- 
miento penal,  en  lugar  de  dar  la  licencia  al 
penado,  lo  pondl-á  á  disposición  de  la  autori- 
dad militar  superior  del  punto,  con  copia  de  la 
filiación,  en  la  que  conste  el  tiempo  que  ha 
permanecido  en  el  establecimiento  y  motivo 
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de  su  baja,  libreta  de  ajustes  y  alIKnces  que 
puedan  resultar  A  su  favor.  La  autoridad  mi- 
litar lo  agregará  á  un  Cuerpo  de  las-uarnición, 
y  dará  cuenta  al  capitán  o-eneral  del  distrito 
para  que  dispong'a  la  traslación,  por  los  pues- 
tos de  la  guardia  civil,  al  punto  que  so  halle 
el  Cuerpo  de  disciplina,  debiendo  ser  alta  en' 
él  en  la  primera  revista  de  comisario  con  la 
fecha  de  su  baja  en  el  establecimietito  penal 
conforme  á  la  Real  orden  de  12  de  Diciembre 
de  1854. 

Art.  0."  Para  el  debido  cumplimiento  de  la 
sentencia,  conforme  á  los  artículos  anteriores, 
el  juez  ordinario  á  quien  corresponda  su  eje- 
cución remitirá  al  capitán  general  ó  jefe  del 
Juzgado  de  guerra  del  distrito  donde  se  halle 
el  sentenciado  testimonio  de  la  ejecutoria.  La 
expresada  autoridad  militar  acusará  el  recibo 
de  aquel  documento,  dispondrá  que  se  cuni])la 
lo  que  en  él  se  ordena,  y  lo  devolverá  al  Juz- 
gado luego  que  haya  extinguido  la  condena  ó 
de  entregar  el  reo  á  la  autoridad  civil,  segiin 
proceda,  con  certificación  en  que  se  haga  asi 
constar  para  que  se  una  á  la  causa  y  surta  en 
ella  los  efectos  á  que  haya  lugar  en  derecho. 

Si  procede  la  entrega  del  reo,  porque  deba 
ser  baja  definitivamente  ó  temporal  en  el  ejér- 
cito, tendrá  aquélla  lugar  después  de  degra- 
dado, privado  de  su  empleo  ó  separado  del  ser- 
vicio según  determine  ó  corresponda  por  la 
sentencia. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  13  de  Febre- 
ro de  1875.— Jovellar.— Sr.    Capitán  general 

de »  (Gac.  22  Febrero.) 

K.  D.  15  Marzo  1875. 
Aplicación  del  art.  2."  del  Código 2>enal pornotable exce- 
so de  pena. 

(GuAC.  Y  JusT.)  «Visto  el  expediente  ins- 
truido con  motivo  de  la  exposición  elevada  al 
Ministerio  de  Gracia  Justicia  por  la  Sección 
auxiliar  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audien- 
cia de  esta  corte,  proponiendo  en  virtud  de  lo 
que  dispone  el  párrafo  segundo  del  art.  2."  del 
Código  penal,  que  á  Asunción  González  Cos- 
teguera  se  la  redujese  á  un  año  de  prisión  co- 
rreccional, sin  abono  del  tiempo  que  ha  sufri- 
do de  prisión  ¡n-eventiva,  la  pena  de  diez  y  sie- 
te años,  cuatro  meses  y  un  día  de  reclusióu 
temporal  que  se  le  impuso  en  causa  por  sus- 
tracción de  menor,  suposición  de  parto  y  sus- 
titución de  una  niña  por  otra: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
tuvo  en  cuenta  para  proponer  la  minoración 
de  la  pena  expresada  que  la  González  Coste- 
guera  al  delinquir  sólo  se  propuso  tener  como 
laija  suya  la  niña  sustraída,  creyendo  que  su 
madre  no  la  sacaría  do  la  Inclusa,  lo  cual  dis- 
minuye notablemente  la  criminalidad  del  he- 
cho: 

Considerando  que  por  la  causa  expresadaes 
equitativa  la  minoración  de  la  pena,  por  más 
que  conste  la  voluntariedad  con  que  se  come- 
tió el  delito. 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley,  es- 
tabhíciendo  reglas  para  el  ejercicio  de  l¿  gra- 
cia de  indulto: 

Visto  lo  expuesto  por  dicha  Sala  sentencia- 
dora, y  de  conformidad  con  el  parecer  de  mi 
Consejo  de  Ministros; 
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Vengo  en  conceder  á  Asunción  González 
Costeguera  indulto  de  la  mitad  de  la  condena 
que  se  le  impuso  por  la  causa  de  que  va  hecha 
mención. 

Dado  en  Palacio  á  15  de  Marzo  de  1875.— Al- 
fonso.—El  Ministro  deGraciay  Justicia, Fran- 
cisco de  Cárdenas.»  (Gac.  19  'Marzo.) 

H.  0. 13  Mayo  1875 

Se  declara  que  los  reos  del  delito  de  secues- 
tro de  personas  están  comprendidos  en  el  ar- 
tículo 8.°  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821  y  de- 
ben ser  juzgados  jior  la  jurisdicción  deGuerra. 
Hoy  rige  la  ley  de  8  de  Enero  de  1877. 
Ley  17  Julio  1876. 

Reformando  el  párr.  S.",  art.  63t,  deroi/ando  el  532  y  el 
párrafo  t."  del  606,  y  sustituyendo  con  otro  el  párrafo 
final  del  608. 

(Grao,  y  Just.)     «D  Alfonso  XII,  etc. 

Art.  1."  El  párr.  5."  del  art.  531  del  Códi- 
go penal  vigente  se  redactará  en  la  forma  si- 
guiente: (Es  como  queda  inserto  en  .•su  lugar.) 

Art.  2.°  Queda  derogado  el  art.  5.32  del  mis- 
mo Código  y  sustituido  con  el  siguiente:  (Como 
queda  inserto  en  su  lugar.) 

Art.  3.°  Queda  derogado  el  párr.  1."  del 
art.  606. 

Art.  4.°  Queda  derogado  el  párrafo  flnal 
del  art.  608,  el  cual  será  sustituido  por  el  si- 
guiente: (Es  el  que  queda  inserto  en  su  lugar.) 

Por  tanto,  etc.— Dado  en  Palacio  á  17  de  Ju- 
lio de  1876.— Yo  el  Rey.— El  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  Cristóbal  Martín  de  Herrera.» 
(Gac.  19  Julio.) 

Ley  8  Enero  1877. 
Penalidad  para  los  secuestradores... 

(Grac.  y  JusT.j  Por  esta  ley  se  dictan  las 
reglas  á  qué  ha  de  ajustarse  la  penalidad  en 
los  casos  de  secuestros,  señalando  la  pena  de 
cadena  perpetua  á  muerte  á  los  secuestrado- 
res, ajustándose  á  lo  dispuesto  en  el  caj).  IV 
del  tít.  III  y  capítulos  III  y  IV  del  tít.  I  del 
Código  penal  vigente  '.  Está  inserta  en  el  ar- 
tículo Bandolerismo,  tomo  I,  p.  1.079. 

Ley  2  Octubre  1877. 

Es  la  municipal  vigente.  Sus  arts.  179  y  si- 
guientes hablan  de  la  dependencia  y  respon- 
sabilidad de  los  concejales  y  sus  agentes. 

Se  inserta  en  Ayuntamientos. 

Ley  26  Julio  1878. 

Penas  en  que  incitrren  los  que  dediquen  ó  permitan  á  niños 
menores  de  dieciséis  años,  ejercicios  peligrosos  de  equi- 
librio, fuerza  ó  dislocación. 

(Grac.  Just.)  LEY.— «D.  Alfonso  XII, 
etcétera,  sabed;  que  las  Cortes  han  decretado 
y  Nos  sancioTiado  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  Incurrirán  en  las  penas  de  pri- 
sión correccional  en  su  grado  mínimo  y  medio 
y  multa  de  125  á  1.250  pesetas,  señaladas  eu 
el  art.  501  del  Códig'o  penal: 

Primero.  Los  que  hagan  ejecutar  á  niños 
ó  niñas  menores  de  dieciséis  |años  cualquiera 
ejercicio  peligroso  de  equilibrio,  de  fuerza  ó 
de  dislocación. 


*    Notable  es  la  omisión  de  no  expresar  de 
pero  deberá  entenderse  indudablemente  del  l,° 


.  de  no  expresar  de  qvé  librO} 
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Segundo.  Los  que  ejerciendo  las  profesio- 
nes de  acróbatas,  gimnastas,  funámbulos,  bu- 
zos, domadores  de  fieras,  toreros,  directores 
de  circos,  ú  otras  análog'as,  empleen  en  las  re- 
presentaciones de  esa  especie  niños  ó  nifip.s 
menores  de  dieciséis  años  que  no  seau  hijos  ó 
descendientes  suyos. 

Tercero.  Los  ascendientes  que  ejerciendo 
las  profesiones  expresadas  en  el  número  ante- 
rior empleen  en  las  representaciones  á  sus  des- 
cendientes menores  de  doce  años. 

Cuarto.  Los  ascendientes,  tutores,  maes- 
tros ó  encargados  por  cualquier  título  de  la 
guarda  de  un  menor  de  dieciséis  años  que  le 
entreguen  g-ratuitamente  á  individuos  que 
ejerzan  las  profesiones  expresadas  en  el  nú- 
mero segundo,  ó  se  consagren  habituahnente 
á  la  vagancia  ó  mendicidad.  Si  la  entreg'a  se 
verificase  mediando  precio,  recompensa  ó  pro- 
mesa, la  pena  señalada  se  impondrá  siempre 
en  su  grado  máximo. 

En  uno  y  otro  caso  la  condena  llevará  con- 
sigo para  los  tutores  ó  curadores  la  destitución 
de  la  tutela  ó  curaduría,  pudiendo  los  padres 
ser  privados  temporal  ó  perpetuamente,  á  jui- 
cio del  Tribunal  sentenciador,  de  los  derechos 
de  patria  potestad. 

Qiiinto.  Los  que  induzcan  á  un  menor  de 
dieciséis  años  á  abandonar  el  domicilio  de 
sus  ascendientes,  tutores,  curadores  ó  maes- 
tros para  seguir  á  los  individuos  de  las  profe- 
siones indicadas  en  el  número  seg'undo,  ó  á  los 
que  se  dediquen  habitualmeute  á  la  vag-ancia 
6  mcndii'idad. 

Art.  2.°  Todo  el  que  ejerza  una  de  las  pro- 
fesiones expresadas  en  el  artículo  anterior  de- 
berá ir  siempre  provisto  de  los  documentos 
que  acrediten  en  forma  legal  la  edad,  filiación, 
patria  é  identidad  de  los  menores  de  veinti- 
cinco años  que  emplee  en  sus  espectáculos, 
cuidando  excrupulosamente  las  autoridades 
locales  de  exigir  la  presentación  de  los  expre- 
sados documentos  antes  de  conceder  la  licen- 
cia necesaria  para  la  celebración  de  aquellos 
espectáculos. 

La  no  presentación  de  dichos  documentos 
siempre  que  los  exijan  las  autoridades  ó  sus 
agentes,  será  castigada  como  falta  con  arre- 
glo al  art.  509  del  Código  penal. 

Art.  3."  Los  gobernadores  de  las  provin- 
cias eu  las  capitales  de  las  mismas  y  los  alcal- 
des en  los  demás  pueblos  que  toleraren  la  in- 
fracción de  cualquiera  de  las  disposiciones  de 
esta  ley,  ó  no  le  ]iougan  en  conocimiento  de  la 
autoridad  judicial  competente  tan  pronto  conTo 
haya  podido  llegar  á  su  conocimiento,  serán 
castigados  con  las  penas  marcadas  en  el  ar- 
ticulo 382  del  Código  penal. 

Art.  4."  Los  ag-entes  consulares  de  España 
en  el  extranjero  deberán  denunciar  en  el  más 
breve  plazo  posible  á  las  autoridades  españo- 
las toda  infracción  de  la  presente  ley  cometida 
en  perjuicio  de  sus  compatriotas,  ó  á  las  auto- 
i'ldades  de  los  países  en  que  ejerzan  sus  fun- 
ciones, si  eu  ellos  estuviesen  previstos  y  pena- 
dos los  hechos  á  que  se  refieren  los  artículos 
antei-iores. 

En  ambos  casos  adoptarán  las  medidas  ne- 
cesarias para  que  regresen  á  España  tau  pron- 


to como  sfea  posible,  y  sean  entregados  á  sus 
padres,  tutores  y  curadores,  y  á  falta  de  éstos 
á  las  autoridades  locales  del  pueblo  de  su  na- 
cimiento, los  niños  ó  niñas  de  origen  español 
menores  de  dieciséis  años  á  que  esta  ley  se  re- 
fiere. 

■  Art.  5."  La  imposición  de  las  penas  seña- 
ladas eu  los  artículos  precedentes  se  entende- 
rá siempre  sin  perjuicio  de  las  demás  que  co- 
rrespondan á  los  que  en  ellas  incurran  por  de- 
litos y  faltas  previstos  }'  penados  anteriormen- 
te en  el  Código  penal. 

Por  tanto:  mandamos  á  todos  los  Tribuna- 
les, etc. — Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Loren- 
zo á  26  de  .Julio  de  1878.— Yo  el  Rey.— El  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  Fernando  Calde- 
rón Collantes.»  (Gac.  28  Julio.) 

B.  O.  17  Junio  1879. 

Responsahilidades  pecuniarias  del  penado:  sobre  la  pre- 
lación  del  art.  4ÍÍ  del  Código  penal:  reintegro  de  los  so- 
corros prestados  del  fondo  de  jyresos  pobres. 

(Grac.  y  Just.)  «Visto  el  expediente  ins 
truído  en  este  Ministerio  con  motivo  de  una 
comunicación  elevada  por  el  fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo  transcribiendo  otra  del  de  la  Au 
diencia  de  Valladolid,  en  que  consulta  si  el 
fondo  de  presos  pobres  tiene  ó  no  derecho  á 
reintegrarse  del  importe  de  los  socorros  sumi- 
nistrados á  los  penados  durante  la  prisión  pre- 
ventiva con  preferencia  á  la  Hacienda  y  los 
curiales  que  hayan  intervenido  en  la  causa, 
como  en  sentido  afirmativo  lo  ha  declarado  en 
alg'ún  caso  la  referida  Audiencia. 

Considerando  que  el  art.  49  del  Código  pe- 
nal vig-ente,  corroborado  por  el  125  de  la  ley 
de  Enj.  crim.,  contiene  disposiciones  claras  y 
precisas  sobre  el  orden  con  que  deben  satisfa- 
cerse las  responsabilidades  pecuniarias  de  los 
penados  en  el  caso  de  que  sus  bienes  no  sean 
bastantes  para  cubrirlas  todas: 

Considerando  que  en  el  orden  de  prelación 
que  los  citados  textos  legales  establecen,  no 
se  encuentra  en  manera  alg'una  designado  el 
reintegro  del  importe  de  los  socorros  suminis- 
trados del  fondo  de  presos  pobres  á  los  pena- 
dos durante  la  prisión  preventiva,  y  por  con- 
siguiente, esta  responsabilidad  no  puede  ser 
satisfecha  con  preferencia  á  las  taxativamente 
marcadas  por  los  referidos  artículos,  cu.yos 
preceptos  derogan  las  disposiciones  anteriores 
sobre  este  particular  dictadas: 

S.  M.  el  Rey  fQ.  D.  G.),  de  acTierdo  con  lo 
informado  por  la  Sala  de  gobierno  del  Tribu- 
nal Supremo,  ha  tenido  á  bien  declarar  que  en 
el  caso  de  que  los  bienes  del  penado  no  sean 
bastantes  para  cubrir  todas  las  responsabili- 
dades pecuniarias  que  se  les  impong-an,  se  sa- 
tisfagan con  arreglo  y  entera  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  49  del  C.  P.,  en  cuyo  orden 
de  prelación  no  se  halle  incluido  el  reintegro 
de  los  socorros  suministrados  del  fondo  de  pre- 
sos pobres  á  los  penados  durante  la  prisión 
preventiva. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  17  de  Junio  de 
1879.— Aurioles.— Sr.  Presidente  y  Fiscal  de  la. 
Audiencia  de...»  (Gac.  21  Junio.) 
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E.  D.  2  Noviembre  1879. 

Sobre  abono  de  la  vütad  del  tiempo  de  la  prisión  sitfrida 

d  los  sentenciados  apenas  correccionales  '. 

(GuAC.  Y  JusT.)  ^Exposición. — Señor:  Las 
disposiciones  varias  que  en  los  últimos  tiem- 
pos se  lian  dictado,  relativas  al  enjuiciamiento 
en  materia  criminal,  dieron  lug-ar  á  que  los 
Juzgados  y  Tribunales  dudaran,  con  más  ó 
menos  fundamento,  de  si  se  hallaba  ó  no  vi- 
líeute  el  memorable  y  humanitario  R.  D.  de  9 
de  Octubre  de  1853,  por  el  que  se  mandaba  que 
;l  los  reos  que  fuesen  sentenciados  á  penas  co- 
rreccionales se  les  alionase  para  el  ciim|ilimien- 
to  de  sus  condenas  la  mitad  del  tiempo  (jue  hu- 
biesen permanerido  en  prisión  preventiva.  La 
diversidad  de  opiniones  sobre  el  particular,  se 
ha  reflejado  de  tal  modo  en  las  sentencias,  que 
mientras  en  unas  .se  aplicaban  los  beneficios 
del  mencionado  Real  decreto,  en  otras  no  se 
otorgaban;  resultando  de  aquí  una  desigual- 
dad por  todo  extremo  deplorable  eu  la  .suerte 
de  los  condenados  que  se  hallaban  en  identi- 
dad de  casos  y  circunstancias... 

La  ciencia  afirma,  la  razón  y  el  buen  senti- 
do apruelian,  y  la  práctica  ha  sancionado,  que 
en  materia  penal  las  disposiciones  legislativas 
deben  tener  efecto  retroactivo  en  todo  lo  que 
favorezcan  á  los  procesados  ó  reos,  y  que  al 
mismo  tiempo  debe  adoptarse  un  procedimien- 
to sencillo  y  rápido  para  que  la  tardanza  en  la 
aplicación  de  los  beneficios  de  la  ley  uo  venga 
en  muchos  casos  á  hacerlos  estériles  y  comple- 
tamente ineficaces. 

Confiar  á  la  sola  iniciativa  de  los  interesa- 
dos el  promover  aquella  aplicación,  seria  muy 
ocasionado  á  que  la  inmensa  mayoría  de  los 
penados,  ignorantes  por  lo  común  y  acaso  ne- 
g'ügentes,  no  pudieran  aprovechar  la  gracia 
que  el  expresado  R.  D.  de  9  de  Octubre  les 
otorg-a,  y  que  refluyera  únicamente  en  favor 
de  los  más  celosos  de  su  derecho,  viniendo, 
por  esta  otra  manera,  á  producirse  una  nue- 
va desigualdad,  análoga  á  la  anterior  apun- 
tada, que  el  poder  público  no  puede  ni  debe 
consentir.  Los  Tribunales  que  han  conocido  de 
las  respecti\'as  causas  son  solamente  llamados 
á  aplicar  la  medida  de  ciue  se  trata,  teniendo 
como  tienen  á  su  disposición  los  datos  bastan- 
tes y  medios  de  reclaiíiar  y  obtener  de  quien 
corresponda  los  demás  que  consideren  necesa- 
rios para  llevarla  á  efecto.  Esto  no  obsta,  como 
ya  se  deja  indicado,  para  que  los  mismos  inte- 
resados pidan  desdo  luego,  y  por  .su  propia 
gestión  oblengan,  la  rebaja  en  el  tiempo  de  su 
condena  por  encontrarse  comprendidos  en  las 
disposiciones  del  R.  D.  de  9  Octubre  de  1853... 

REAL  DECRETO 

Atendiendo  á  las  razones  expuestas  por  mi 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo 
con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretal-  lo  sig'uientc: 

Artículo  1."  A  los  reos  sentenciados  á  pe- 
nas correccionales  que  actualmente  se  hallen 
cumpliendo  su  condena,  se  computará  para  la 
extinción  de  la  misma  la  mitad  del  tiempo  que 
durante  la  causa  hubiesen  estado  presos,  en 


Véase  la  nota  inserta  en  la  p.  !)05,  /."  columna. 
Tomo  II. 


conformidad  y  con  entera  sujeción  á  las  dispo- 
siciones del  R.  D.  de  9  de  Octubre  de  1853. 

Art.  2.°  El  Tribunal  sentenciador  respecti- 
vo procederá  desde  luego  y  sin  demora  á  ha- 
cer la  computación  á  que  se  refiere  el  articulo 
anterior,  y  acordará,  con  audiencia  del  fiscal, 
la  rebaja  de  las  condenas  impuestas  que  sea 
procedente. 

Art.  3."  Si  para  la  más  pronta  y  exacta 
aplicación  de  e,ste  R.  D.  y  del  de  9  de  Octubre 
ya  citado  considerasen  lo.s  Tribunales  absoluta- 
mente necesario  obtener  algunos  datos  de  los 
jefes  de  los  establecimientos  penales,  podrán 
reclamarlos  directamente,  encargándoles  la 
brevedad  posible  en  el  cumplimiento  de  este 
servicio. 

Art.  4.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 2.°,  podrán  los  penados  mismos,  ú  otra 
persona  en  su  nombre,  solicitar  ante  el  Tribu- 
nal sentenciador  la  rebaja  de  su  condena,  al 
tenor  de  lo  establecido  eu  el  R.  D.  de  9  de  Oc- 
tubre antes  citado. 

Art.  5.°  Contra  los  acuerdos  que  los  Tribu- 
nales dicten,  concediendo  ó  negando  la  com- 
putación y  consiguiente  rebaja  mencionada, 
uo  se  dará  recurso  alg'uno. 

Dado  en  Palacio  á  2  de  Noviembre  de  1879. 
Alfonso.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Pedro  Nolasco  Aurioles.»  (Gac.  4  Noviembre.) 
R.  O.  31  Mayo  18S1. 

Es  sobre  penalidad  de  las  rifa.'t  fraudulen- 
tas, las  cuales  sólo  pueden  perseguirse  admi- 
nistrativamente con  arreglo  al  D.  de  20  de  Ju- 
nio de  1852.  Se  inserta  con  otras  disposiciones 
en  Rifas. 

Ley  15  Julio  1882. 

Autorizó  al  Gobierno  para  redactar  y  publi- 
car conforme  á  ciertas  bases  las  leyes  de  orga- 
nización y  procedimientos  y  los  Códig-os  pena- 
les militares.  La  base  12."  dispuso  que  éstos  se 
adaptasen  en  lo  posible  al  derecho  común,  y  la 
13.^  determinó  los  casos  en  que  sería  aplicable 
el  Código  peual  ordinario  á  los  acusadores 
ante  la  jurisdicción  especial. 

Ley  provincial  29  Agosto  1882. 
Faltas  gubernativas:  Corrección  por  los  gobernadOTes... 

Se  inserta  en  Gobiehno  y  administración 
DE  i.AS  PROviNCiA.s.  Sus  arts.  130  y  siguientes 
hablan  de  la  dependencia  y  responsabilidad  de 
las  diputados  y  agentes  de  la  administración 
provincial. 

Los  arts.  22  y  66,  de  la  facultad  concedida  á 
los  gobernadores  para  reprimir  con  multas 
hasta  500  pesetas  los  actos  contrarios  á  la  mo- 
ral ó  á  la  decencia  pública,  las  faltas  de  obe- 
diencia ó  de  respeto  á  su  autoridad,  y  las  que 
en  el  ejercicio  de  sus  cargos  cometan  los  fun- 
cionarios y  corporaciones  dependientes  de  la 
misma. 

B.  D.  8  Alayo  1884. 
Aprueba  la  reforma  de  la  legislación  penal  de  montes  es- 
tablecida por  las  Ordenanzas  de  22  Diciembre  de  1833. 

Este  decreto  se  inserta  en  la  palabra  Mon- 
tes, cuyo  art.  40  atribuye  á  los  gobernadore.s 
y  alcaldes,  según  los  casos,  el  conocimiento  de 
las  denuncias,  imposición  y  exacción  de  mul- 
tas y  demás'  responsabilidades,  salvo  en  los 
casos  siguientes: 
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«De  los  daños  cansarlos  en  los  montes  públi- 
cos, cnyo  importe  exceda  de -2.500  pesetas,  co- 
noceráii  los  Tribnuales  de  justicia,  con  ai-re- 
g-lo  á  las  prescripciones  del  Código  penal.» 
(Art.  40,  res'la  3.") 

«Cuando  la  infracción  de  un  precepto  de  las 
leves  y  disposiciones  vigentes  que  tengan  pe- 
nalidad señalada  haya  sido  el  medio  de  perpe- 
trar un  delito  definido  en  el  Código  penal,  se 
reservará  su  castigo  á  los  Tribunales.»  (Art.  40, 
regla  4.") 

Circular  27  Julio  1884. 
Excitando  el  celo  del  Ministerio  fiscal  para 
que  persiga  las  provocaciones  á  la  rebelión  y 
sedición  y  los  abusos  de  la  prensa.— V.  Liber- 
tad DE  IMI'IIENTA. 

Ordenanzas  de  Aduanas  de  19  Noviembre  1884. 

Contienen  disposiciones  penales  sus  artícu- 
los 239  á  288.— V.  Renta  de  aduaxas. 

Circ.  3  Noviembre  1887. 
EJSCitando  el  celo  del  ilinlsterio  fiscal  á  que  promueva  la 
acción  pública  para  el  cas'irio  de  los  fabricantes,  expen- 
dedores íf  introductores  fraudulentos  de  alcoholes  im- 
puros, daiiinos  fi  la  salud, 

(Fiscalía  del  T.  S.)  <'Circiilar.—'FA  Real 
decreto  de  27  de  Octubre  último  prohibe  la 
circulación  y  venta  en  todo  el  Reino  de  los  al- 
coholes destinados  á  la  bebida,  cualquiera  que 
seau  su  clase  y  procedencia,  si  no  fueren  per- 
fectamente puros  ó  bien  rectificados.  Para  que 
lo  ordenado  en  este  Real  decreto  se  guarde  y 
cumpla  con  la  fidelidad  que  exige  la  conserva- 
ción de  la  salud  pública,  se  propone  el  Gobier- 
no ejercer  una  exquisita  viirilancia  sobre  la 
fabricación  y  venta  en  Esiaña  de  los  alcoholes 
industriales"  y  sobre  los  procedentes  del  ex- 
tranjero que  "se  presentasen  en  las  Aduanas  á 
fin  de  introducirlos  en  el  Reino... 

Conforme  al  art.  3.^6,  la  circulación  y  venta 
de  alcoholes  destinados  á  la  bebida  que  no  re- 
únan las  condiciones  de  pureza  requeridas 
por  la  ciencia  para  admitirlos  al  íonsumo,  siu 
peligro  de  la  salud,  asi  conii->  la  fabricación  y 
venta  de  alcoholes  industriales,  burlando  la 
vigih-ficia  de  la  autoridad,  constituyen  verda- 
deros delitos,  que  después  de  la  publicación 
del  R.  D.  de  2Í  de  Octubre,  deben  calificarse 
con  toda  severidad  como  actos  ejecutados  con 
malicia,  rechazando  cualquiera  pena  más  leve 
á  pretexto  de  imprudencia  temeraria. 

Cumple  al  Ministerio  fiscal,  representante  de 
la  ley,  promover  la  formación  de  causas  crimi- 
nales y  ejercitar  la  acción  pública  para  que 
sean  castigados  los  faliricantes  y  expendedo- 
res, y  asimisüio  los  importador  js  fraudulentos 
de  alcoholes  impuros  destinados  al  general 
consumo  como  una  de  tantas  bebidas  espiri- 
tuosas... 

Madrid  3  de  Noviembre  de  1887.— El  Fiscal 
del  Tribunal  Supremo,  Manuel  Colmeiro.— 
Sr.  Fiscal  de  la  Audiencia  de...»  (Gac.  4  No- 
viembre.) 

R.  D.  12  Enero  IffiS. 
Indulto  de  penas  excesivas. 

(Grac.  y  Just.)  «Vistas  las  exposiciones 
elevadas  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo y  la  Audiencia  de  Ciudad  Real,  en  que, 
usando  de  las  facultades  que  les  concede  el 


art.  2."  del  Código,  proponen  que  las  distintas 
penas  impuestas  <á  Francisco  Romero  Veláz- 
quez  por  varios  robos,  en  su  mayor  parte  de 
gallinas,  y  que  suman  cincuenta  y  un  años, 
tres  meses  y  veintiún  dias  de  presidio  correc- 
cional, cinco  meses  de  arresto  y  1.500  pesetas 
de  multa,  se  conmute  por  doce  años  del  mis- 
mo presidio  correccional,  y  que  las  á  que  por 
iguales  delitos  fué  condenado  RomAn  FerníVu- 
dez  Navarro,  y  que  ascienden  á  treinta  y  nue- 
ve años,  cuatro  meses  y  nueve  dias  de  dicho 
presidio,  se  reduzcan  á  once  años: 

Considerando  que  si  los  varios  delitos  de- 
que aqui  se  trata  hubieran  sido  objeto  de  un 
solo  procedimiento ,  la  pena  imponible,   con 
arreglo  al  art.  89  del  Código,  no  hubiera  po- 
dido exceder  del  triplo  de  la  más  grave: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley  de 
18  de  Junio  de  1870,  que  reguló  el  ejercicio  de 
la  gracia  de  indulto: 

De  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Sala 
sentenciadora,  con  lo  consultado  por  el  Conse- 
jo de  Estado  y  con  el  parecer  de  mi  Consejo 
de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  conmutar  las  penas  de  cincuenta 
y  un  años,  tres  meses  y  veintiún  dias  de  pre- 
sidio correccional,  cinco  meses  de  arresto  y 
1.500  pesetas  de  multa,  y  treinta  y  nueve  años, 
cuatro  meses  y  nueve  días  del  mencionado 
presidio,  impuestas  á  Francisco  Romero  Ve- 
lázquez  y  Román  Fernández  Navarro,  por  doce 
y  once  años,  respectivamente,  de  la  misma 
pena. 

Dado  en  Palacio  á  12  de  Enero  de  1888.— 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez.»  (Gac.  5  Fe- 
brero.) 

B.  D.  9  Abril  1888. 
Prelación  que  ha  de  obseri-arse  en  el  cumplimiento  de  di- 
versas condenas  cuando  se  dé  el  caBO,  no  previsto  expU- 
citament.e  en  el  Código,  de  que  los  reos,  estando  sufrien- 
do una,  sean  sentenciados  á  otra  li  oirás  de  más  grave- 
dad por  delitos  cometidos  antes  de  empezar  á  extinguir 
la  primera. 

(Grac.  y  Just.)  ^Exposición.  —Señom: 
Los  casos  que  el  Código  penal  prevé  de  acu- 
mulación de  penas,  los  resuelve  claramente 
en  sus  arts.  88,  89  y  131;  pero  no  se  ocupa  del 
que  con  más  frecuencia  se  presenta  en  la  prác- 
tica, cual  es  el  de  que  un  reo  esté  cumpliendo 
una  condena,  y  durante  este  tiempo  sea  nue- 
vamente sentenciado  por  delitos  cometidos 
antes  de  comenzar  á  extinguir  aquella  pena 
ó  penas  más  graves  que  la  que  está  sufriendo. 

Así  es  que  no  se  ha  resuelto  si  estas  penas 
deben  extinguirse  por  el  orden  de  fechas  de 
las  sentencias  ó  con  arreglo  á  la  escala  del  ar- 
ticulo 89  del  Código,  por  más  que  de  hecho  en 
la  práctica  se  hagan  cumplir  las  penas  confor- 
me al  orden  con  que  llegan  los  partes  que  de 
ellas  envían  los  Tribunales  á  la  Dirección  ge- 
neral de  Establecimientos  penales. 

El  ISIinistro  que  suscribe  considera  este  pro- 
cedimiento contrario  á  la  ley,  porque  no  es 
justo,  y  además  ofrece  gravísimos  peligros  é 
inconvenientes,  que  al  culpable  á  quien  se  im- 
ponga una  condena  de  cadena  temporal,  por 
ejemplo,  cuando  esté  cumpliendo  otra  de  pri- 
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sión  con-eccional,  disfrute  de  la  menor  dureza 
de  ésta  el  tiempo  que  le  faltare  para  exliii- 
guirla,  estando  ya  bajo  la  presión  de  una  sen- 
tencia firme  que  le  impone  pena  mucho  más 
grave. 

Además,  tanto  en  los  Códigos  modernos 
como  en  los  inspirados  en  el  antiguo  derecho, 
se  ve  consignado  siempre  el  principio  de  que 
toda  pena  mayor  absorbe  la  menor.  Doctrina 
admitida  en  nuestro  Código  penal  y  definida 
como  precepto  en  los  ya  citados  arts.  89  y  131, 
de  los  que  lógicamente  se  deduce  que  siempre 
que  haya  acumulación  de  condenas,  deben 
cumplirse  por  el  orden  que  indica  la  escala 
del  primero  de  estos  dos  artículos,  y,  por  lo 
tanto,  que  cuando  el  reo  esté  e-xti'nguiendo 
una  pena  menos  grave  que  la  que  por  cual- 
quier concepto  después  le  impusieren,  debe 
interrumpirse  el  cumplimiento  de  la  primera 
y  comenzar  el  de  la  segunda,  á  cuya  termina- 
ción volverá  á  extinguir  el  tiempo  que  le  fal- 
tare de  aquélla... 

REAL    DECRETO 

En  atención  á  las  razones  expuestas  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo 
con  mi  Consejo  de  Ministros;  eñ  nombre  de 
mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como 
Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.°  El  orden  de  prelación  para  el 
cumplimiento  de  las  condenas  que  simultánea- 
mente se  impongan  á  un  mismo  reo,  debe  se- 
ñalarle el  Tribunal  respectivo;  pero  si  las  cir- 
cunstancias no  han  permitido  hacer  este  se- 
ñalamiento, el  Ministerio  de  Gracia  v  Justicia 
seguirá  el  establecido  en  el  art.  89  del  Código 
penal. 

Art.  2."  Cuando  un  reo  esté  cumpliendo 
una  pena  y  se  le  impusiere  otra  más  grave,  se 
suspenderá  desde  luego  el  cumplimiento  de 
aquélla  para  que  extinga  ésta,  dejando  el  res- 
to de  la  suspendida  para  que  la  cumpla  al  ter- 
minar la  de  mayor  gravedad. 

Art.  .3."  Siempre  que  se  haga  uso  de  lo 
preceptuado  en  este  decreto,  se  pondrá  inme- 
diatamente en  conocimiento  del  Tribunal  ó 
Tribunales  que  hubieren  sentenciado  al  reo. 

Dado  en  Palacio  á  9  de  Abril  de  1888.— Ma- 
ría Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. »  (Gaceta  14 
Abril.) 

Ley  delJur.ado  20.\l)ril  18SS. 
Autorizan  la  imposición  de  multas,  como  co- 
rrecciones ó  penas  especiales,  los  arts.  14,  30, 
31.  A:fí,  52,  59  y  105.— V.  En.iuiciamientü  cri- 
minal. 

Códigos  penal  de  la  Marina  y  de  Jasticia  Militar. 
Estos  Códigos,  de  24  Agosto  1888  v  25  Ju- 
iiio-27  Septiembre  1890  respectivamente,  de- 
terminan cuándo  es  aplicable  el  penal  común 
á  los  reos  que  juzga  la  Marina  (arts.  7."  v  9.») 
y  á  los  que  juzgan  los  Tribunales  de  guerra 
(arts.  22,  172,  174,  175,  181,  207,  216  y  2G3). 
Código  civiL 

Este  Código,  en  los  artículos  que  vamos  á 
enumerar,  se  remite  expresamente  á  la  res- 
ponsabilidad que  establece  el  penal.  Son  los 


siguientes:  .50,  sobre  matrimonio  celebrado 
entre  personas  que  tenían  prohibición  de  con- 
traerlo; 1.35,  sobre  reconocimiento  de  hijos  en 
casos  de  violación,  estupro  y  rapto;  1.092,  so- 
bre obligaciones  civiles  que  nazcau  de  delitos 
y  faltas;  1.305,  sobre  nulidad  de  contratos,  por 
ser  ilícita  su  causa;  1.406,  sobre  ganancias  ob- 
tenidas por  el  marido  ó  la  mujer  en  el  juego, 
etcétera,  y  1.956,  sobre  prescripción  de  cosas 
muebles  hurtadas  ó  robadas.  Además  pueden 
imponerse  arrestos  que  no  excedan  de  un  mes 
á  los  hijos  y  á  los  pupilos,  conforme  á  los  ar- 
tículos 156  á  158  y  269. 

Rs.  Ds.  25  Febrero  y  22  Abril  1889. 
Indulto  d  un  reo  de  adulterio. — Id.  de  abandono  de  niñot. 

(Grac.  y  Just.)  «Visto  el  expediente  ins- 
truido con  motivo  de  la  instancia  elevada  por... 
pidiendo  que  se  indulte  á  su  hermano  D...  de 
la  pena  de  tres  años,  seis  meses  y  veintiún 
días  de  prisión  correccional  que  la  Audiencia 
de...  le  impuso  en  causa  por  el  delito  de  adul- 
terio: 

Considerando  que  la  parte  agraviada  perdo- 
na, y  que  si  bien  este  perdón,  por  no  haberse 
hecho  extensivo  á  la  adúltera,  no  pudo  surtir, 
como  en  otro  caso  y  con  arreglo  al  art.  450  del 
Código  hubiese  surtido,  el  efecto  de  remitir  la 
pena,  debe  ser  decisivo  para  la  concesión  de 
la  gracia  solicitada,  porque  deja  á  salvo  el  de- 
recho del  ofendido,  según  previene  la  condi- 
ción segunda,  art.  15  de  la  ley  de  18  de  Junio 
de  1870: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley 
provisional  antes  citada,  que  reguló  el  ejerci- 
cio de  la  gracia  de  indulto: 

De  acuerdo  con  el  informe  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, con  lo  consultado  por  el  Consejo 
de  Estado  y  con  el  parecer  de  mi  Consejo  de 
Ministros; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regiente  del  Reino, 

Veng'o  en  indultar  áD...  del  resto  de  la  pena 
de  tres  años,  seis  meses  y  veintiún  días  de  pri- 
sión correccional  que  le  fué  impuesta  en  la 
causa  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Dado  en  Palacio  á  25  de  Febrero  de  1889  '. — 
María  Cristina. — El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, José  Canalejas  x  Méndez.»  (Gac.  1." 
Marzo.) 

— (Guac.  y  Just.)  «Vista  la  exposición  ele- 
vada por  la  Audiencia  de  Palencia,  en  que, 
usando  de  las  facultades  que  le  concede  el  ar- 
ticulo 2.''  del  Código,  propone  que  la  pena  de 
diecisiete  años,  cuatro  meses  y  un  día  de  ca- 
dena impuesta  á  Pedro  Santiag'o  Pérez  encau- 
sa por  el  delito  de  abandono  no  probado  de  un 


*  Confesamos  con  nuestra  acostumbrada  ingenuidad 
que  no  alcannamos  ti  comprender  la  eficacia  práctica  de 
este  indulto,  pues  si  se  hace  depender  de  la  condición  2.*, 
art.  15  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870,  éste  no  exige  otra 
cosa  que  la  necesidad  del  perdón  del  marido,  y  ya  se  ha 
obtenido  en  el  caso  actual  según  C07isig7ia  el  decreto  arri- 
ba inserto.  Por  lo  demás,  del  atento  e.ramen  de  los  artícu- 
los 449  if  450  del  C  P.  aparece  indudable  que  el  marido 
no  puede  entablar  la  querella  de  adulterio  contra  uno 
solo  de  los  culpables,  ni  perseguir  el  delito  cuando  hubie- 
re ¡perdonado  á  alguno  de  ellos;  pero  no  hay  prohibición 
que  le  impida  remitir  la  pena  impuesta  al  adúltero,  aun- 
que no  dispense  el  mismo  beneficio  d  la  esi>osa  infiel.  Lo 
que  no  puede  hacer  es  remitir  la  pena  impuesta  á  ésta  y 
mnntencrla  respecto  del  varón  culpable. 
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niño,  se  conmvite  por  la  de  ocho  años  y  un  día 
de  prisión  mayor: 

Resultando  que  para  ocultar  la  deshonra  de 
una  hija  soltera,  que  habia  dado  á  luz  un  niño, 
el  reo,  de  acuerdo  con  la  madre  de  la  criatu- 
ra, cogió  á  ésta  con  objeto  de  llevarla  A  la 
Casa  de  Maternidad  de  Falencia,  sin  que  el 
niño  haya  aparecido  en  parte  alguna,  y  menos 
en  la  Casa  de  Maternidad,  á  donde  dijo  que  lo 
habia  llevado: 

Considerando  que  la  gravísima  pena  im- 
puesta en  esta  clase  de  delitos  se  funda  en  la 
presunción  racional  de  que  su  autor  ha  come- 
tido un  infanticidio,  y  que  en  el  supuesto  de 
que  el  Santiago  Pérez  hubiere  asesinado  á  su 
nieto,  \'  el  hecho  estuviera  probado,  como  se 
trata  de  un  niño  recién  nacido,  se  le  habría 
aplicado  el  i)árrafo  segundo  del  art.  424,  que 
castiga  con  la  pena  de  prisión  mayor  el  infan- 
ticidio cometido  por  los  abuelos  maternos  para 
ocultar  la  deshonra  de  la  hija: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  si  por 
el  parricidio  probado  no  se  hubiere  impuesto 
al  reo  más  i^ena  que  la  de  prisión  mayor,  no 
es  justo  que  por  el  infanticidio  presunto  sufra 
otra  más  g'rave  en  calidad  y  doble  en  dura- 
ción: 

Vista  la  lej'  provisional  de  18  de  Junio  de 
1870,  que  reguló  el  ejercicio  de  la  gracia  de 
indulto; 

De  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Sala 
sentenciadora,  con  lo  consultado  por  el  Con- 
sejo de  Estado,  y  con  el  parecer  de  mi  Conse- 
jo de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso XIII,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  conmutar  la  pena  de  diecisiete 
años,  cuatro  meses  y  tin  día  dé  cadena  iin- 
puesta  á  Pedro  Santiago  Pérez  por  la  de  ocho 
años  V  un  día  de  prisión  niavor. 

Dado  en  Palacio  á  22  de  Abril  de  1889.— 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, José  Canalejas  y  Méndez.»  (Gac.  24 
Abril.) 

Ley  26  Junio  y  E.  D.  5  Noviembre  1890. 
Elecciones. 

La  ley  es  la  de  sufragio  universal  para  la 
elección  de  diputados  á  Cortes.  Su  titulo  VI, 
que  lleva  por  epígrafe  De  la  sanción  penal 
(arts.  8f)  á  lOSt),  es  también  aplicable  á  los  ac- 
tos y  omisiones  que  puedan  tener  lugar  con 
motivo  de  las  elecciones  de  senadores,  confor- 
me al  art.  5.°  adicional  de  la  propia  ley;  y  á  las 
de  diputados  provinciales  v  concejales,  por 
virtud  del  art.  .55  del  R.  D.  Él  art.  104  de  aqué- 
lla mantiene  para  los  abusos  electorales  los 
conceptos  del  C.  P.  relativos  á  los  delitos  con- 
sumados, frustrados  y  tentativas,  las  partici- 
paciones de  los  diversos  responsables,  las  cir- 
cunstancias modificativas  y  la  gradación  de 
las  penas. 

Otras  disposiciones. 

La  materia  de  este  artículo  está  ligada  muy 
estrechamente  con  la  que  es  objeto  de  los  ti- 
tulados Enjuiciamiento  crimin.4l,  Justicia 
y  Presidio.?.  En  Enjuiciamiento  criminal 
insertamos  todas  las  leyes  y  disposiciones  dic- 
tadas para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 


que  el  C.  P.  establece. — En  Ju.sticia  las  que 
organizan  los  Tribunales  que  han  de  exigirla. 
Y  en  Presidios  las  que  clasifican  las  cárceles 
y  establecimientos  penitenciarios  y  determi- 
nan sobre  cumplimiento  en  ellos  de  las  penas 
señaladas  en  el  Código. 

Jurisprudencia. 

Algunas  notas  de  jurisprudencia  quedan  in- 
sertas para  aclarar  el  texto  del  C.  P.,  y  otras 
más  hemos  de  poner  todavía  en  la  sección  doc- 
trinal que  va  á  continuación;  pero  la  doctrina 
especial  establecida  por  el  T.  S.  sobre  cada- 
uno  de  los  delitos  en  particular,  consúltese  eu 
Aborto,  Acusación  falsa.  Adulterio,  Alla- 
namiento, Asesinato,  A.sociación  ilícita, 
Atentado,  "Autor  de  delito.  Circunstan- 
cias, Coacciones  yamenazas.  Cohecho,  Com- 
plicidad, Contrabando,  Corrupción  de  me- 
nores. Cultos,  Daños,  Detención  ilegal, 
Disparo  de  arma.  Estafa,  Estupro,  Falsi- 
ficación, Falso  te.stimonio.  Homicidio,  Hur- 
to, Imprudencia,  Incendio,  Infanticidio, 
Injuria,  Juegos  prohibidos.  Lesiones,  Lla- 
ves FALSAS,  Malversación  de  caudales, 
Parricidio,  Prevaricación,  Quebranta- 
miento de  condena,  Rapto,  Rebelión,  Ri- 
fáis, Robo,  Sedición,  Suposición  de  parto. 
Violación,  etc.,  etc. 

Lo  mismo  que  los  delitos  han  de  consultarse 
también  los  artículos  sobre  las  diferentes  pe- 
naií,  como  Arresto,  Cadena,  Confinamien- 
to, Destierro,  Extrañamiento,  Inhabili- 
tación, etc. 


Cada  uno  de  los  delitos  que  son  objeto  del 
Código  penal  y  de  las  penas  con  que  son  cas- 
tigados, se  tratan  especialmente  en  sus  res- 
pectivos lugares  y  allí  se  contiene  también  la 
jurisprudencia,  como  lo  dejamos  indicado. 

Aqui  vamos  á  dedicar  unas  cuantas  páginas 
á  examinar  el  Código,  bajo  el  punto  de  vista 
también  práctico,  ó  sea  sobre  la  manera  de 
aplicar  las  penas  que  establece,  en  sus  diver- 
sas formas  y  combinaciones,  teniendo  en  cuen- 
ta las  reglas  especiales  que  en  él  se  contienen 
y  los  principios  generales  del  derecho. 

El  Código  establece  en  el  art.  26  una  escala 
general  de  las   penas,  clasificada   en  penas 
aflictivas,  penas  correccionales,  penas  leves, 
penas  comunes  á  las  clases  anteriores  y  penas  . 
accesorias,  determinando  su  duración  y  efec- 
tos y  reglas  de  aplicación  y  ejecución  en  los 
artículos  sucesivos  hasta  el  120.  El  art.  92  nos j 
da  formadas  las  escnía.s  graduales  de  las  pe^  j 
ñas  simples,  ó  como  están  denominadas  en  ell 
art.  26;  pero  no  nos  parecen,  ni  son  realmentej 
bastantes  para  todos  los  casos  de  ascenso  ; 
descenso  gradual,  conforme  á  las  reglas  esta-.'! 
blecidas,  puesto  que  no  comprenden  las  penas  ] 
fraccionadas  y  compuestas,  ni  alcanzan  á  re- 
solver todas  las  dudas  de  las  reglas  del  art.  76. 
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II. — ¿Cómo  se  formjín  las  escalas  graduales  de  penas 
fraccionadas  y  de  penas  compuestas  que  se  seña- 
lan en  una  lornia  no  prevista  en  las  reglas  del  ar- 
ticulo T6Í 

Las  penas  comprendidas  cu  la  escala  g-eue- 
ral  del  art.  26  son,  digámoslo  asi,  simples  ó 
siu  composición  ni  fraccionamiento;  pero,  como 
dejamos  dicho,  el  Código  las  emplea  pródiga- 
mente en  formas  compuestas  y  fraccionándo- 
las. Hemos  hecho  de  estas  penas  un  estudio 
práctico,  y  formado  sesenta  escalas  graduales 
de  ascenso  y  de.scenso,  que  daremos  á  conti- 
nuación. Antes,  sin  embargo,  debemos  expli- 
car los  fundamentos  de  las  mismas  escalas  y 
las  dificultades  que  es  necesario  resolver  para 
su  formación. 

A  excepción  de  la  multa,  todas  las  penas 
aflictivas  ó  correccionales  que  emplea  el  Códi- 
g'o  penal  y  que  comprende  la  escala  general 
del  art.  26,  se  hallan  incluidas  en  alguna  ó 
más  de  las  seis  escalas  graduales  del  art.  92,  ó 
sea  en  esos  seis  distintos  grupos  de  penas,  for- 
mados para  regularizar  el  ascenso  y  descenso 
de  las  mismas,  en  los  casos  en  que  la  ley  espe- 
cialmente ó  por  reg'la  g-eneral  señala  la  supe- 
rior ó  inferior  en  uno  ó  más  g'rados  á  otra  de- 
terminada; como  sucede  respecto  del  delito 
frustrado,  de  la  tentativa,  de  la  complicidad  y 
del  encubrimiento,  de  dos  ó  más  circunstan- 
cias atenuantes  muy  calificadas,  etc.,  etc. 

La  multa,  aunque  no  aparece  en  ninguna  de 
las  seis  escalas  graduales,  se  considera,  por 
disposición  del  art.  93,  como  la  iiltima  pena  de 
todas  las  escalas,  lo  cual  equivale  á  estar  co- 
locada al  final  de  cada  una  de  ellas. 

Las  escalas  del  art.  92  déjase  conocer  bien, 
recorriendo  la  penalidad  del  lib.  II,  que  no 
son  por  si  solas  bastantes  para  todos  los  ca- 
sos. Emjo^ea  el  Código  las  penas  con  mucha  va- 
riedad, formando  de  ellas  múltiples  y  capri- 
chosas combinaciones.  Unas  veces  las  señala 
simples,  es  decir,  conforme  aparecen  en  la  es- 
cala general,  como  arresto  mayor,  prisión  co- 
rreccional, destierro,  presidio  mayor, etc.,  etc.; 
otras  las  señala  dobles,  imponiendo  conjunta- 
mente dos  ó  más  simples,  como  arresto  y  mul- 
ta; otras  alternativas,  dejando  la  elección  en- 
tre dos  ó  más  al  buen  juicio  y  prudente  arbi- 
trio de  los  Tribunales,  como  arresto,  destieri-o 
ó  multa;  otras  fraccionadas,  limitándose  á 
fijar  uno  ó  dos  grados  determinados  de  cierta 
pena,  y  aun  de  cierta  fracción  ó  combinación 
de  pena,  como  «arresto  mayor  en  su  g-rado 
máximo»,  «prisión  correccional  en  sus  grados 
mínimo  y  medio»,  «grado  máximo  del  arresto 
mayor  en  sus  g-rados  mínimo  v  medio,  etc.»  v, 


por  último,  otras  veces  las  emplea  compuestas 
de  dos  ó  más,  ya  en  toda  su  extensión  ó  ya 
fraccionadas,  como  cadena  temporal  á  perpe- 
tua, arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  pri- 
sión correccional  en  su  grado  mínimo,  etc. 

De  tan  variada  y  múltiple  combinación,  re- 
sulta que  no  pueden  servir  por  sí  solas,  como 
dejamos  dicho,  las  escalas  del  art.  92  en  todos 
los  distintos  casos  de  aplicación.  Bastarán,  si, 
tratándose  de  las  que  llamamos  penas  dobles, 
porque  no  obstante  que  se  apliquen  simultá- 
neamente, como  que  no  se  refunden,  descen- 
derá y  ascenderá  cada  una  según  las  escalas; 
y  bastarán  lo  mismo  en  el  caso  de  penas  alter- 
nativas, porque  hecha  la  elección,  queda  re- 
ducida á  una  sola,  que  seguirá  el  orden  regu- 
lar. Pero,  ¿puede  decirse  lo  mismo  de  las 
ochenta  y  más  penas  fraccionadas  ó  compues- 
tas? Vamos  á  verlo. 

■  ■I. —Reglas  para  la  formación  de  escalas  de  penas 
fraccionadas  y  conii)uestas. 

El  Código  en  sus  arts.  64  al  75  nos  dice  las 
reglas  á  que  han  de  atenerse  los  Tribunales 
para  la  aplicación  de  las  penas  á  los  autores 
de  delito  consumado,  de  delito  frustrado  y  ten- 
tativa, y  á  los  cómplices  y  encubridores;  y  se- 
gún estas  reglas,  tomando  por  base  la  pena 
señalada  al  delito,  es  necesario  descender 
en  la  penalidad  uno,  dos,  tres  y  aun  cuatro 
grados. 

Se  desciende  un  grado  de  pena  para  el  au- 
tor del  delito  frustrado  y  cómplice  del  consu- 
mado. 

Se  desciende  dos  grados  para  el  autor  de 
tentativa  de  delito  consumado,  encubridor  de 
delito  también  consumado,  y  para  los  cómpli- 
ces de  delito  frustrado. 

Se  desciende  tres  grados  para  el  enciibridor 
de  delito  frustrado  y  para  los  cómplices  de  ten- 
tativa. 

Y  se  desciende  cuatro  grados  para  castigar 
al  encubridor  de  tentativa  de  delito. 

Pero  todavía  este  descenso,  arreglado  á  los 
arts.  66  al  73,  y  aun  mejor  al  64  hasta  el  75, 
no  obsta  á  otros  descensos,  por  razón  de  las 
circunstancias,  ya  por  concurrir  dos  ó  más 
atenuantes  muy  calificadas,  art.  82,  núm.  5.°, 
ó  ya  por  lo  dispuesto  en  los  arts.  85,  86  y  87; 
de  modo  que  si  al  encubridor  de  tentativa  de 
delito  se  le  impone  una  pena  inferior  en  cua- 
tro g-rados  á  la  señalada  por  la  ley  para  el 
autor  de  delito  consumado,  si  dicho  encubri- 
dor no  tiene  dieciocho  años,  habrá  que  descen- 
der otro  grado  más,  y  dos  más  por  lo  menos 
si  es  menor  de  quince  años,  conforme  á  dichos 
artículos. 
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Esto  supuesto,  no  dándonos  el  art.  92  del 
Códig-o  formadas  sino  escalas  graduales  de  las 
penas  simples,  no  siendo  tan  previsoras  y  com- 
pletas como  serla  conveniente  las  reglas  que 
establece  el  art.  76  para  ascender  ó  descender 
en  los  casos  de  penas  fraccionadas  y  compues- 
tas, y  antes  bien  siendo  sumamente  defectuo- 
sas ó  insuficientes,  vamos  á  examinarlas  una 
por  una,  y  según  su  espíritu  y  la  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo,  darlas  formadas, 
para  facilitar  asi  el  estudio  y  aplicación  del 
Código.  De  otro  modo  es  difícil,  complicado 
y  expuesto  á  errores  el  descenso  en  uno,  dos, 
tres,  cuatro,  cinco  y  aun  seis  grados,  que  pue- 
den tener  lugar,  como  hemos  dicho,  pero  que 
es  ilusorio  respecto  de  las  penas  más  bajas  de 
cada  escala,  porque,  acabada  esta,  hay  siem- 
pre que  recurrir  á  la  multa,  iiltima  de  todas 
ellas. 

iV.— Defectos  é  inconvenientes  de  las  reglas  del  ar- 
ticulo 76:  Svi  recta  aplicación. 

Las  reglas  del  art.  76  no  han  previsto  mul- 
titud de  casos  de  descenso  de  penas.  Son  cin- 
co estas  reglas,  y  en  rigor  sólo  cuatro,  porque 
la  última  es  general  de  analogía. 

La  1.*  regla  provee  al  caso  de  que  la  pena 
señalada  al  delito  sea  una  sola  é  indivisible. 

En  esta  regla  debieran  suprimirse  las  pala- 
bras é  indivisible,  porque  abundan  con  perjui- 
cio, y  la  regla  es  del  mismo  modo  aplicable  al 
descenso,  sea  divisible  ó  indivisible  la  pena 
impuesta. 

¿Cuál  es,  pues,  hoy  la  regla  aplicable  al  des- 
censo, de  pena  divisible?  En  rigor  no  hay  nin- 
guna, aunque  parezca  serlo  la  2.";  pero  por 
analogía  lo  son  la  1.*  y  2.",  y  además  el  ar- 
ticulo 79  nos  da  formadas  las  escalas. 

La  2.^  provee  para  el  caso  de  que  la  pena 
se  componga  de  dos  penas  indivisibles,  ó  de 
una  ó  más  divisibles  impuestas  en  toda  su  ex- 
tensión. 

No  sabemos  lo  que  en  esta  2.*  regla  quiere 
decir  la  ley  en  las  palabras  una  ó  más  divisi- 
bles. Comprendemos  la  composición  de  dos  pe- 
nas indivisibles,  como  dice,  ó  de  dos  ó  más  di- 
visibles, ó  de  una  indivisible  con  otra  divisi- 
ble; pero  no  la  de  una  sola  divisible,  porque 
si  es  sola  no  tiene  composición,  es  simple.  Es, 
pues,  muy  viciosa  la  redacción,  y  por  serlo 
deja  una  porción  de  vacíos.  Lo  que  induda- 
blemente quiso  decir  el  legislador  es,  que  cuan- 
do la  pena  señalada  al  delito  se  componga  de 
dos  penas  indivisibles  ó  de  una  divisible  con 
otra  ó  dos  indivisibles,  ó  de  dos  ó  más  divisi- 
bles, será  inmediatamente  inferior  la  que  .ñga 
en  número  en  la  escala  gradual  respectiva  á 


la  menor.  La  ley  no  recordamos  que  imponga, 
penas  compuestas  de  dos  ó  más  divisibles,  y 
sí  las  emplea  de  los  otros  modos  indicados,  sin, 
que  haya  regla  aplicable  como  no  sea  esta^ 
que  lo  es  en  efecto  por  analogía. 

La  3.^  regla  sirve  para  cuando  la  pena  se 
componga  de  una  ó  dos  indivisibles  y  del  gra- 
do máximo  de  otra  divisible. 

También  esta  regla  nos  parece,  y  realmente 
es,  defectuosa.  Se  refiere  á  la  composición  de* 
una  ó  dos  penas  indivisibles  con  el  grado  má- 
ximo de  otra  divisible,  y  nos  deja  sin  resolver 
el  caso  de  que  no  sea  sólo  el  grado  máximo, 
sino  también  el  medio  el  que  abrace  la  com- 
posición. La  pena  de  cadena  temporal  en  su 
grado  medio  á  cadena  perpetua  '  no  está  com- 
prendida en  esta  regla,  y  no  puede  menos  de 
regirse  por  ella.  Por  eso,  pues,  debió  decirse: 
Cuando  la  pena  señalada  al  delito  se  compon- 
ga de  una  ó  dos  indivisibles  y  del  grado  máxi- 
mo ó  del  medio  y  máximo  de  otra  divisible,  la 
j)ena  inmediatamente  inferior  se  compondrá 
de  tres  grados,  que  serán  el  medio  y  mínimo 
de  la  propia  pena  divisible  y  el  máximo  de  la 
que  siga  en  orden  en  la  respectiva  escala  gra- 
dual, ó  en  su  caso  sólo  el  7ni7iimo  de  la  prime- 
ra y  el  medio  y  máximo  de  la  última.  Asi  no 
habría  dificultad,  y  mucho  menos  si  se  añadie- 
se otro  ejemplo  del  tercer  caso  en  la  tabla  de- 
mostrativa del  art.  77. 

La  4."  regla  es  para  cuando  la  pena  se  com- 
ponga de  varios  grados  correspondientes  á 
diversas  penas  divisibles,  en  cuyo  caso  se 
forma  la  penalidad  inmediata  con  los  tres  gra- 
dos inferiores  de  la  misma  pena  y  de  la  in- 
ferior. 

Tiene  esta  regla  una  palabra  equivoca  que 
ofrece  ancho  campo  á  la  duda  y  que  debiera 
sustituirse  con  otra  determinativa. «Dice  asi: 
«Cuando  la  pena  señalada  al  delito  se  com- 
ponga de  varios  grados...»  Creemos  que  la  pa- 
labra varios  es  aquí  equivalente  á  tres  ó  más 
grados,  porque  de  este  modo  el  artículo  guar- 
da entre  sí  y  con  otros  consonancia,  y  no  ofre- 
ce la  dificultad  de  si  comprende  en  su  letra  y 
espíritu  á  las  penas  compuestas  de  solos  dos 
grados.  De  todos  modos,  para  nosotros  esta 
dificultad  no  existe,  pues  la  locución  varios: 
expresa  en  su  acepción  más  propia  y  más  co- 
mún y  frecuente  un  número  plural  indetermi- 
nado mayor  de  dos;  de  manera  que  la  regla  4.*  ^ 
sólo  es  aplicable  por  su  letra  y  por  su  espíritu  ¿ 
á  las  penas  compuestas  de  tres  ó  más  grados,fljB 


ysie. 


Se  impone  esta  pena  en  los  arts.  136,  143,  294,  303 
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eí  las  que  iudistintaineute  se  desciende  para 
buscar  la  pena  inferior  á  los  tres  grados  tam- 
bién inferiores,  como  lo  iudicau  uuesti'as  es- 
calas del  grupo  4." 

Pero  porque  la  regla  4."  uo  sea,  como  es  eu 
si,  aplicable  á  las  penas  compuestas  de  dos 
grados,  uo  se  deduce  que  deje  de  serlo  proce- 
diendo por  analogía;  y,  en  efecto,  aplicando 
el  orden  de  descenso  de  dicha  regla  y  aun  de 
la  tercera,  buscaremos  siempre  la  pena  inme- 
diata inferior  descendiendo  dos  grados,  como 
se  desciende  tres  en  las  compuestas  de  varios 
grados,  ó  sea  de  tres  ó  más  grados.  Asi  lo  ha- 
cemos en  niiestras  escalas  núms.  35  á  42,  de 
acuerdo  también  cou  la  constante  jurispru- 
dencia del  T.  S.  '. 

La  regla  5."  establece  que  cuando  la  ley  se- 
ñalare la  pena  al  delito  en  una  forma  especial- 
mente no  prevista  en  las  cuatro  reglas  ante- 
riores, los  Tribunales,  procediendo  por  analo- 
gía, aplicarán  las  penas  correspondientes  á 
los  autores  de  delito  frustrado  y  tentativa  y  á 
los  cómplices  y  encubridores.  Esta  reg'la  de 
proceder  por  analogía,  nos  parece  ó  demasia- 
do estrecha  ó  demasiado  ancha  para  aplicarla 
á  las  demás  formas  de  penalidad  que  emplea 
el  Código,  fraccionadas  unas  y  subfracciona- 
das  otras,  que  no  tienen  fácil  cabida  en  las  re- 
glas anteriores.  Tales  formas  de  penalidad 
constituidas  ó  con  nn  solo  grado  de  pena,  ó 
con  dos  ó  tres  sub fraccionadas,  son  demasiado 
anómalas;  y  además  de  la  dificultad  para  su 
descenso,  ofrecen  también  confusión,  uo  for- 
mando escalas  con  mucho  detenimiento,  tanto 
más  siendo  tan  frecuente  su  aplicación  en  el 
Código  reformado.  Ahora  bien:  ¿cómo  se  des- 
ciende en  estas  penas  fraccionadas  y  Gtibfrac- 
cionadas? 


1  He  aquí  la  jurisprudencia  establecida  jior  el  T.  8. 
en  varios  fallos  sobre  penalidad  covipiiesta  de  tres  gra- 
dos; escalas  19  á  23: 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  arresto  mayor  en 
grado  medio  á  presidio  correccional  en  su  grado  niinimo, 
es  el  arresto  mayor  ensu  grado  mínimo  y  multa  (Sent.  6 
Junio  1872.) 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio  correccio- 
nal en  su  grndo  medio  á  2>residio  m.ayor  en  el  mínimo,  es 
el  arresto  viaifor  en  su  grado  m^dio  á  presidio  correccio- 
nal en  el  grado  mínimo.  (Sent.  16  Diciembre  1872,  inser- 
ta en  Robo.) 

La  pena  inmediatamente  inferior  á  la  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio  á  cadena  temporal  en  su  grado 
mínimo,  es  la  de  presidio  correccional  en  su  grado  medio 
d  presidio  mayor  en  el  mínimo.  (Sent.  15  Octubre  1872, 
inserta  en  Robo.) 

Sinido  la  pena  señalada  en  el  primer  párrafo  del  ar- 
trculo  521  la  de  presidio  mayor  en  su  grado  medio  á  ca- 
dena temporal  en  su  grado  mínimo,  la  inmediatamente 
inferior  en  grado,  según  la  regla  4.^  del  art.  7S,  es  la  de 
presidio  correccional  en  su  grado  medio  á  presidio  ma- 
yor en  el  mínimo.  (Dos  sentencias  de  22  Marzo  1871.) 

Constantev\ente  viene  estableciendo  esta  misma  doctri- 
na aplicnhle  á  las  escalas  del  grupo  G.°  (núms.  35  á42). 
He  aquí  varios  fallos; 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio  correc- 


La  regla  de  analogía  la  aplicamos  nosotros 
descendiendo  no  grado  por  grado  de  pena, 
sinopeíía  por  pena, áhnacav  siempre  el  misino 
grado  ó  la  misma  fracción,  eu  la  pena  inferior 
según  las  escalas  del  art.  92,  procurando  que 
la  penalidad  no  pierda  su  forma  primitiva, 
para  que  guarde  siempre  la  proporción  con- 
veniente '. 

Hemos  procurado  examinar  con  diligente 
cuidado  las  reglas  del  art.  76  y,  cou  efecto,  en 
su  aplicación  á  la  formación  de  escalas  de  des- 
censo, se  ocurren  dudas  muy  racionales  que 
hacen  vacilar  hasta  al  más  práctico  criminalis- 
ta. Aun  siendo  muy  claras  y  terminantes,  la 
tarea  de  formar  las  escalas  graduales  de  todas 
las  penas  seria  siempre  enojosa;  pero  uo  nos 
sería  menos  útil  ni  nos  ofrecería  las  dificulta- 
des que  prácticamente  han  tocado  los  Tribu- 
nales en  el  descenso  de  una  á  otra  pena,  y  coa 
que  nosotros  tropezamos  también  al  querer 
formar  escalas. 

A  pesar  de  todo,  viéndonos  en  la  imprescin- 
dible necesidad  de  decir  lo  que  nos  parece 
sobre  el  ascenso  y  descenso  de  las  penas  frac- 
cionadas y  compuestas  á  que  no  alcancen  las 
indicadas  cuatro  reglas,  y  teniendo  eu  cuenta 
la  de  analogía,  que  fija  la  5.''',  y  la  doctrina 
consigniada  por  el  T.  S.  en  sus  siempre  respe- 
tables fallos,  hemos  creído  preferible  á  todo, 
el  trabajo  de  entresacar  del  Código  dichas  pe- 
nas una  por  una;  no  sólo  con  el  objeto  de  pre- 
sentarlas reunidas  y  clasificadas  en  sus  varia- 
das combinaciones,  como  es  necesario  en  el  es- 
tudio á  que  deben  entregarse  el  abog'ado  y  el 


cional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  es  el  arresto  mayor 
en  sus  grados  medio  y  indxivio.  (Sent.  5  Febrero  1874,  in- 
serta en  Robo.) 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio  correccio- 
nal en  su  grado  medio  y  máximo  es  el  mínimo  del  presidio 
correccional,  y  máximo  del  arresto  mayor,  compuesta  de  ■ 
dos  grados  como  agüella  de  que  se  rebaja.  (Sent.  2"J  Mar- 
zo 1873,  inserta  í'nRoBO.) 

La  pe7ia  inmediatamente  inferior  al  arresto  mayor  en 
sus  grados  medio  y  máximo  es  multa  ó  arresto  mayor  ev 
su  grado  mínimo.  (Sent.  8  Marzo  1873.) 

*     Eti  sus  fallos  establece  el  T,  S.  la  doctrina  siguiente: 

La  pena  inferior  al  presido  correccional  en  su  grado 
medio  es  el  arresto  mayor  en  su  grado  medio,  y  la  infe- 
rior en  dos  grados,  multa.  (Sents.  .5  Julio  lí^2,  1.**  Fe- 
brero y  26  jfarzo  1873,  inserta  en  Hono.) 

La  pena  inferior  en  dos  grados  al  presidio  correccional 
en  su  grado  medio,  es  la  multa  ó  el  arresto  mayor  en  su 
grado  mínimo.  (Sent.  1.°  Marzo  1873,  inserta  en  Robo.) 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio  correccio- 
nal en  su  grado  medio  es  el  mismo  presidio  correccional  en 
su  grado  mínimo,  y  no  la  compuesta  de  éste  y  de  los  otros 
dos  de  la  pena  inmediatamente  inferior  en  grado,  todavez 
que  esta  combinación  debe  hacerse  cuando  la  pena  señala- 
da al  delito  onste  de  varios  grados,  según  lo  dispone  la 
regla  4.^^  del  art.  76,  y  no  cuando  conste  de  uno  solo, 
como  en  el  caso  presente.  (Sent.  13  Junio  1872,  inserta  en  * 
Robo.) 

Como  se  ve,  entre  el  último  fallo  y  los  anteriormente  ci- 
tados hay  una  notoria  contradicción,  y  optando  por  la 
doctrina  de  los  fallos  citados  en  los  dos  párrafos  prime- 
ros de  esta  nota,  veremos  prácticamente  en  el  articulo 
Robo  cuál  sistejna  es  el  que  más  se  acomoda  al  espíritu, 
de  la  ley. 
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juez,  sino  tambiéu  animados  de  la  idea  de 
formar  para  todas  ellas  la  escala  correspon- 
diente '. 

Para  facilitar  este  trabajo  hemos  distribuido 
todas  las  penas  y  sus  distintas  combinaciones 
en  nueve  clases  ó  gy-upos,  conteniendo  entre 
todos  sesenta  escalas,  á  saber: 

En  el  grupo  1."  se  comprenden  las  seis.escalas 
que  nos  da  formadas  el  art.  92,  las  cuales  son 
fundamentales  y  sirven  necesariamente  de 
base  y  g'uia  pitra  las  demás. 

En  el  2."  grupo  las  penas  compuestas  de  dos 
ó  más  divisibles  ó  indivisibles,  pero  señaladas 
en  toda  su  extensión. 

En  el  3.°,  las  compuestas  de  una  ó  dos  indi- 
visibles y  del  g-rado  máximo,  ó  del  medio  y 
máximo  de  otra  divisible. 

En  el  4.*^,  las  formadas  con  tres  ó  más  grados 
de  dos  penas,  subdividiéudolas  bajo  la  misma 
regla,  en  tres,  cuatro  ó  cinco  g-rados. 

En  el  5.°,  las  penas  subfraccionadas  de  tres 
ó  más  grados. 

En  el  6.'\  las  formadas  de  dos  grados  de  una 
ó  dos  penas. 

En  el  7.",  las  subfraccionadas  de  dos  grados. 

En  el  8.°,  las  que  sólo  se  forman  con  un  gra- 
do de  pena. 

Y  en  el  9.°,  las  subfraccionadas  de  un  solo 
grado. 

PRIMER  GRUPO 
Escalas  graduales  del  art.  92  del  Código,  y 

que  en  tal  concepto  son  fundamentales  ''. 
Escala  núm.  I 
Muerte. 

Cadena  perpetua. 
Cadena  temporal. 
Presidio  mayor. 
Presidio  correccional. 
Arresto  ^. 

Escala  núm.  2 
Muerte. 

Reclusión  perpetua. 
Reclusión  temporal. 
Prisión  mayor. 
Prisión  correccional. 
Arresto. 


*  Esto  mismo  hicimos  en  nuestra  Revista  de  los  Tri- 
biinales  y  de  la  Administración,  tonto  fie  1S5Ú,  seijundo 
semestre,  re/triéndonos  entonces  d  la  reforma  que  acababa 
de  hacerse  del  Código,  donde  no  eran  tantas  las  penas 
fraccionaitas  y  compuestas  que  se  empleabaii,  y  otras  dis- 
tintas las  reylas  de  descenso. 

■^  Conforme  d  lo  dispuesto  en  el  art.  .93,  en  los  casos  en 
que  la  ley  séllala  una  pena  inferior  ó  superior  en  uno  ó 
más  grados  o  otra  determinada,  se  observarán  para  su 
graduación  las  reglas  prescritas  en  los  arts.  76  y  77. 

La  pena  inferior  ó  superior  se  toma  de  la  escala  gradual 
en  que  se  halle  comprejidida  la  2>cna  determinada. 

Cuando  haya  de  aplicarse  una  pena  superior  á  la  de 
arresto  mayor,  se  tomará  de  la  escala  í.^  ó  2.^,  según  la 
en  que  se  hallen  comprendidas  las  penas  señaladas  para 
los  delitos  miis  grares  de  la  misma  especie. 

■'  La  nualta  es  la  ñltinia  pena  en  todas  las  esca- 
las.— La  jKulta  no  se  hace  fígurar  en  las  escalas;  pero 


Suspensión  de. 


Escala  núm.  3. 

Relegación  ])erpetua. 
Relegación  temporal. 
Confinamiento. 
Destierro. 
Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 

*. 

Escala  núm.  4. 

Extrañamiento  perpetuo. 

Extrañamiento  temporal. 

Confinamiento. 

Destierro. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  5. 

Inhabilitación  absoluta  perpetua. 

Inhabilitación  absoluta  temporal. 

iCargos  públicos  ,  de  de- 

r,        „     . .      j  '     recho  de  sufragio  ac- 

Suspeusion  de ;     *•   „  •  *• 

^  tivo  y  pasivo,  proíe- 

I     sióu  ú  oficio. 
Escala  núm.  6. 

Inhabilitación  espe-lPara  carg-o  público,  de- 
dal perpetua )     recho  de  sufragio  ac- 

Inhabilitación   espe-j     tivo  y  pasivo,  profe- 

cial  temporal f     sión  ii  oficio. 

iCarg'o  piiblico,  derecho 
1     de   sufragio    activo  y 
■j     pasivo,  profesión  úofi- 
f     ció. 

SEGUNDO  GRUPO 

Penas  comptiestas  de  dos  ó  más  penas  divisi- 
bles ó  indivisibles,  en  toda  su  extensión,  que 
en  su  descenso  se  rigen  por  la  regla  2."  del 
art.  70  '. 

Escala  núm.  7. 

Cadena  perpetua  á  muerte  -. 

Cadena  temporal.  * 

Presidio  mayor. 

Presidio  correccional. 

Escala  núm.  8. 

Reclusión  perpetua  á  muerte. 

siempre  se  considerará  como  la  última  2>ena  de  todas  la8 
escalas  graduales,  teniendo  presente  que  ^cuando  se  hu- 
biere impuesto  en  este  concepto,  la  resronsabilidad  subsi- 
diaria  correspondiente  á  ella  por  insolvencia  del  culpa- 
ble, establecida  en  el  art.  50,  no  podrá  exceder  del  tiem- 
po de  duración  correspondiente  á  la  pena  inmediata- 
mente superior  de  líi  escala  respectiva»  (art.  &3). 

Cuando  sea  necesario  elevar  ó  bajar  la  pena  de  multa 
uno  ó  más  grados,  se  alimentará  ó  se  rebajará  respec- 
tivamente por  cada  nno  la  cuarta  parte  del  máximum 
de  la  cantidad  determinada  en  la  ley¡  y  para  rebajar- 
la, se  hará  una  operación  inversa. 

/(VHOÍes  reglas  se  seguirán  respecto  de  las  multas  que  no 
consistan  en  cantidad,  lija,  sino  proporcional  (art.  i)5}. 

En  la  aplicación  de  las  Tiiultas  tos  Tribunales  pueden 
recorrer  toda  la  extensión  en  que  la  ley  permite  imponer- 
las, consultando,  para  determinar  en  cada  caso  su  cuan- 
tía, no  sólo  las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes 
dí'l  hecho,  sino  principalmente  el  caudal  ó  facultades  del 
Cldpable  (art.  84). 

La  multa,  cuando  se  impone  como  pena  principal,  se 
rejiuta  aflictiva,  si  excede  de  2.5U0  pesetas;  correccio- 
nal, Si  no  excede  de  2.500  jjesetas;  y  leve,  si  no  llegare  á 
125  pesetas  (art.  27).  Esta  regla  no  deben  olvidarla  los 
Tribunales  y  jueces  como  taxativa  del  ia  ■  ximo  de  las  mul- 
tas, según  la  gravedad  del  delito  o  el  jue:¡  que  las  im- 
ponga. .  - 

*  Tener  presente,  sobre  la  multa,  lo  que  decimos  en  la 
nota  anterior. 

2  Es  la  de  la  tabla  demostrativa  del  art.  77.  Verla  en 
lapág.  916, 
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Keclu.sión  temporal. 
Prisión  mayor. 
Prisión  correccional. 
Arresto. 

Escala  núm.  9. 
Cadena  temporal  á  cadena  perpetua. 
Presidio  mayor. 
Presidio  correccional. 
Arresto. 

Escala  núm.  10. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  á  inhabilita- 
ción absoluta  per¡)etua. 
Inhabilitación  especial  temporal. 

[Cargos  ¡mblicos,  de  de- 
o              ■  •     j  )     reclio  de  sufragio  ac- 

Suspensión  de ^.^.^  ^.  pasivo,  profe- 

'     sión  ú  oñcio. 

Escala  núm.  II. 
Reclusión  temporal  á  reclusión  perpetua. 
Prisión  mayor. 
Prisión  correccional. 
Arresto. 

Escala  núm.  12. 

Reclusión  temporal  A  muerte. 
Prisión  mayor. 
Prisión  correccional. 
Arresto. 

TERCER  GRUPO 
Penas  compiiextaa  de  una  ó  don  indivisibles  y 
del  grado  máximo  (ó  del  medio  y  máximo) 
de  otra  divisible,  que  en  su  descenso  se  rigen 
por  la  regla  3.^  del  art.  76  '. 
Escala  núm.  13. 
Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á  cade- 
na perpetua  "^. 
Presidio  mayor  en  su  grado  máximo  á  cadena 

temporal  en  su  g-rado  medio. 
Presidio  correccional  en  su  g'rado  máximo  á 

prc:  Idio  mayor  en  su  grado  medio. 
Arresto  m.ayor  en  su  grado  má.ximo  á  presidio 

correccional  eu  su  grado  medio. 
Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  14. 
Cadena    temporal    en    su  grado    máximo   á 

muerte. 
Presidio  mayor  en  su  grado  máximo  á  cadena 
temporal  en  su  grado  medio. 
(Se   sigue  descendiendo  como   en  la  ante- 
rior; es  el  tercer  caso  de  la  tabla  demostrativa 
del  art.  77.) 

Escala  núm.  15. 
Inhabilitación  absoluta  temporal  en  su  grado 
máximo  á  inhabilitación  absoluta  perpe- 
tua '■>. 
Supresión...  en  su  grado  máximo  á  inhabili- 
tación absoluta  temporal  en  su  grado 
medio. 
Multa  á  suspensión...  en  su  grado  medio. 

*  Según  decimos  en  el  iidrr.  IV,  es  aplicahle,  por  ana- 
logia,  la  regla  s.'^  á  la  pena  en  cuya  composición  entran 
■Zas  grados  medio  y  m  'ximo  de  una  pena  divisible  con  otra 
indtvisilde  No  recordamos  qiíe  haya  otra  en  todo  el  Códi- 
go que  la  última  que  figura  en  este  grupo,  ó  sea  en  la  esca- 
ianúm.  18. 

Esta  escala  es  como  la  demostrativa  3.°-  del  a?  t.  77. 
Otra  pena  análoga  á  esta,  pero  que  se  refiere  d  la  in- 
^Jiabilítación  especial,  es  objeto  de  la  escala  2G.  Véase, 


Escala  núm.  16. 

Reclusión  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte. 

Prisión  mayor  en  su  grado  máximo  á  reclu- 
sión temporal  en  su  grado  medio. 

Prisión  correccional  en  su  grado  máximo  á 
prisión  mayor  en  su  g'rado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisióa 
correccional  en  su  grado  medio. 

Multa  ó  arresto  mayor  en  su  grado  medio. 
Escala  núm.  17. 

Relegación  temporal  en  su  grado  máximo  á 
relegación  perpetua. 

Confinamiento  en  su  grado  máximo  á  relega- 
ción temporal  en  su  grado  medie. 

Destierro  en  su  grado  máximo  á  confinamiento 
en  su  grado  medio. 

Reprensión  pública  á  destierro  eu  su  grado 
medio. 

Escala  núm  18. 

Cadena  temporal  eu  su  grado  medio  á  cadena  , 
perjietua. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio  á  cadena 
temporal  en  el  minimo. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á  pre- 
sidio mayor  eu  el  minimo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á  presidio 
correccional  eu  el  minimo. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  minimo. 

CUARTO  GRUPO 

Penas  compuestas  de  tres  ó  más  grados  de  dos 
penas,  que  en  su  descenso  se  rigen  por  la 
regla  J."  del  art.  76  '  y  -. 

Escala  núm.  19. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
correccional  en  su  grado  medio. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  medio. 
Escala  núm.  20. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  el  medio. 

Arresto  mayor  eu  su  g'rado  máximo  á  presidio 
correccional  en  el  grado  medio. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  21. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio  á  cadena 
temporal  en  su  grado  mínimo. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á  pre- 
sidio mayor  en  el  minimo. 

Arrosto  mayor  eu  su  g'rado  medio  á  presidio 
correccional  eu  el  mínimo. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  minimo. 

Escala  núm.  22. 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á  reclusióa 
temporal  eu  su  grado  mínimo. 

Prisión  correccional  en  su  grado  medio  á  pri- 
sión mayor  en  el  minimo. 

Arresto  mayor  eu  su  grado  medio  á  prisión  co- 
rreccional en  el  minimo. 

Multa  á  arresto  mavor  eu  su  grado  mínimo. 


»  Las  escalas  10  d  la  23  son  de  penas  de  tres  grados. 
Las  contenidas  en  los  núms.  24  á  27  son  de  penas  compueS' 
tas  de  cuatro  grados.  Las  escalas  2S  y  29  son  de  cinco 
grados. 

-  La  escala  yiúm.  19  eslamisma  escala  núm.  10,  que 
respecto  n  ésta  sirve  jfara  el  ascenso.  L  i  escala  20  es  del 
mismo  modo  igual  á  la  13; y  la  21  igual  d  la  13, 
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Escala  núm.  23. 

Suspensión  eu  su  gi-ado  máximo  de á  inha- 
bilitación absoluta  temporal  eu  su  gra- 
do medio. 

Multa  á  suspensión  de eu  su  grado  medio. 

Escala  núm.  24.  (De  cuatro  grado.'')  '. 

Arresto  mayor  á  prisión  correccional  eu  su 
grado  mínimo. 

Multa. 

Escala  núm.  25. 

Confluamieuto  en  su  grado  máximo  á  relega- 
ción temporal. 

Destierro  eu  su  grado  máximo  á  confinamien- 
to en  su  grado  medio. 

Kepreusióu  pública  á  destierro  eu  su  grado 
medio. 

Caución. 

Multa, 

Escala  núm.  26. 

Inhabilitación  temporal  especial  en  su  grado 
máximo  á  inhabilitación  perpetua  es- 
pecial. 

Suspensión...  en  su  grado  máximo  á  inhabili- 
tación temporal  especial  en  su  grado 
medio. 

Multa  á  suspensión  en  su  grado  medio. 
Escala  núm.  27. 

Suspensión  eu  sus  grados  medio  y  máximo  á 
inhabilitación  absoluta  temporal  en  su 
grado  medio  -. 

Multa  á  suspensión  en  su  g'rado  mínimo. 

Escala  núm.  28.  (De  cinco  grados.) 

Presidio  correcciouel  á  presidio  mayor  eu  su 
grado  medio. 

Arresto  mayor. 

Multa. 

Escala  núm.  29. 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á  reclusióu 
temporal. 

Prisión  correccional  en  su  g'rado  n-idio  á  pri- 
sión mayor  en  su  grado  mínimo. 

Ai'resto  mayor  eu  su  grado  medio  á  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo. 

Multa  á  arresto  mr:yor  eu  su  g'rado  mínimo. 

QUINTO  GRUPO 

Penas  subfraccionadas,  de  las  compuestas  de 
tres  ó  más  grados,  compre^ididas  en  el  gru- 
po 4.°  Se  desciende  conforme  á  la  regla  5."  ^. 

Escala  núm.  30  (De  tres  grados.)    - 
Grado  mínimo  del  presidio  correccional  en  su 
grado  medio  a!  presidio  mayor  en  el  mí- 
nimo *. 


*  Virase  la  nota  2  ala  escala  13. 

"  Asi  dice  el  arf.  225  del  Código,  y  sin  duda  que  sohra 
la  dicción  <y  máximo*  puesto  que  si  comprende  desde  el 
grado  medio,  está  igualmente  comprendido  el  máximo. 

^  Las  penas  compuestas  de  tres  grados  de  dos  penas 
te  dividen  en  lirados,  sin  descomponer  los  tres  d'  que  se 
componen,  cjnforme  d  la  doctrina  del  T.  i'.  Consiguiente- 
mente las  cuatro  penas  comprendidas  en  este  grupo  5.° 
(escalas  30  á  33),  en  vez  de  la  complicada  denominación 
que  arriba  las  damos,  y  que  realmente  tienen,  son  cada 
una  un  solo  grado  de  pena  simple,  üu  división  en  grados 
puede  verse  en  la  tabla  sinóptica. 

*  Ssta  escala  es  ni  más  ni  menos,  por  lo  que  decimos  en 
la  nota  anterior,  la  que  aparece  bajo  el  núm.  5.i.  ¡mes  el 
grado  minimo  del  ¡presidio  correccional  en  su  grado  me- 


Grado  minimo  del  arresto  mayor  eu  su  grado 
medio  á  presidio  correccional  en  el  mi- 
nimo. 

Multa  (ó  sea  grado  minimo  de  multa  á  arresto 
mayor  en  su  grado  mínimo.) 

Escala  núm.  31.  (De  tres  grados.) 
Grado  máximo  del  presidio  correccional  en  su 
grado  medio  al  presidio  mayor  en  el 
mínimo  '. 
Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  su  grado 
medio  á  presidio  correccional  eu  el  mi»^ 
nimo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  minimo  (ó  sea  gra- 
do máximo  de  multa  á  arresto  mayor  en 
su  grado  mínimo.) 

Escala  núm.  32.  (De  tres  grados.) 
Grado  máximo  del  presidio  correccional  eu  su 
grado  máximo  á  presidio  mayor  eu  su 
grado  medio  '^. 
Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á  presidio  correccional  eu  el 
g'rado  medio. 
Arresto  mayor  eu  su  grado  medio  (ó  sea  gra- 
do máximo  de  multa  á  arresto  mayor  en 
su  grado  medio). 

Escala  núm.  33.  (De  tres  grados.) 

Grado  máximo  del  presidio  mayor  eu  su  grado 
medio  á  cadena  teiuporal  en  su  grado 
mínimo  ^. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  eu  su 
grado  medio  á  presidio  mayor  eu  el  mí- 
nimo. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  eu  su  gra- 
do medio  á  presidio  correccional  eu  el 
mínimo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  (ó  sea  gi-a- 
do  máximo  di  la  multa  á  arresto  mayor 
eu  su  grado  mínimo). 

Escala  núm.  34.  (De  cinco  grados.) 
Grado  máximo  del  presidio  correccional  á  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio  ''. 
Grado  máximo  del  arresto  mayor. 
Multa. 

SEXTO  GRUPO 

Penas  fraccionadas  que  se  forman  con  dos 
grados  de  una  pena  ó  de  dos  distintas  pe- 
nas ^  y  '''. 

Escala  núm.  35. 

Confinamiento  en  sus  grados  minimo  y  medio. 
Destierro  en  sus  g'rados  medio  y  máximo. 
Keprensióii  pública  á  destierro  en  su  grado 

minimo. 
Caución. 


dio  al  presidio  mayor  en  el  minimo,  es  el  presidio  correc- 
cional en  sil  grado  medio. 

*  Esta  escala  es  jjor  lo  tanto  la  misma  escala  núm.  56, 
3    Esta  escala  es,  ni  más  ni  menos,  la  que  lleva  el  nú- 
mero 57. 

•^    Es  la  misma  escala  núm.  58. 

*  El  presidio  correccional  al  presidio  mayor  en  su  gra- 
do medio  se  compone  de  cinco  grados  de  dos  pettas.  ■'  w  du- 
ración es  desdr  seis  ineses  y  ttn  dia  á  diez  años.  El  grado 
máximo,  que  es  la  penalidad  de  la  escala  34,  comprende 
desde  seis  aíios,  diez  Ineses  y  un  dia  á  diez  años. 

^     Véase  la  nota  2  d  la  escala  13. 

*  Además  de  las  penas  compuestas  de  dos  grados  qu» 
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Escala  núm.  36. 

De.stierro  eu  sus  grados  mluimo  al  medio. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta.  , 

Escala  núm.  37. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  eu  sus  gra- 
dos mínimo  y  medio. 
Suspensión  en  sus  grados  medio  y  máximo. 
Multa  á  suspensión  en  su  g'rado  mínimo. 

Escala  núm.  38. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Presidio  correccional  eu  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y  má- 
ximo. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  39. 

Presidio  mayor  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

Presidio  correccional  eu  sus  grados  medio  y 
máximo. 

Arresto  mayor  eu  su  grado  máximo  á  presi- 
dio correccional  eu  el  mínimo. 

Arresto  mavor  en  sus  grados  mínimo  v  medio. 

Multa  '. 

Escala  núm.  40. 

Prisión  mayor  en  sus  grados  medio  y  máximo. 

Prisión  correccional  en  su  g'rado  máximo  á 
prisión  mayor  en  el  mínimo. 

Prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Arresto  mayor  eu  sus  grados  medio  y  má- 
ximo. 

Multa  á  arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  41. 

Eeclusióu  temporal  en  sus  grados  medio  y  má- 
ximo. 

Prisión  mayor  en  su  g'rado  máximo  á  reclu- 
sión temporal  en  el  mínimo. 

Prisión  mayor  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 

Prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo. 


aparecen  por  cabeza  de  las  escalas  7itims,  35  á  42,  seilala 

el  C'ód/'fio  671  esta  misma  forma  las  siguientes: 

Arresto  en  sus  grados  mínivio  y  medio.  (  V.  Escala  mi- 
mero  41.) 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  y  máximo  (V.  Escalas 
núvis.  38  y  40, 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  d  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo  (  V.  Escala  núm,.  41), 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  presidio  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo  (  V.  Escala  núm.  39). 

Destierro  en  sus  grados  medio  y  máximo  (V.  Escala  mi- 
mero  35). 

Presidio  correccional  en  sus  gradosminimo  ymedio  (  Véa- 
se Escala  niim.  38). 

Presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo  (  Véa- 
se Escala  núm.  3ít). 

Prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  (  V.  Es- 
cala núm.  40). 

Prisión  correccional  en  su  grado  máximo  áprisión  mayor 
en  el  mínimo  (V.  Escala  núm.  40). 

Prisión  mayor  en  sus  grados  mínimo  ymedio  (V.  Escala 
núm.  41). 

Suspensión  en  sus  grados  medio  y  máximo  (V.  Escala  nú- 
mero 37). 

Suspensión  en  sus  grados  mínimo  y  medio  (  V.  Escala  nú- 
mero  4'2), 
^     En  la  nota  3."  á  la  escala  núm.  1.°  decimos  que  la 


Arresto  mayor  en  su  g'rado  máximo  á  prisión 

correccional  eu  el  mínimo. 
Arresto  major  en  sus  grados  mínimo  y  medio. 
Multa. 

Escala  núm.  42. 

Suspensión  eu  su  grado  máximo  á  inhabilita- 
ción absoluta  temporal  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Suspensión  en  sus  grados  mínimo  y  medio  *. 

Multa. 

SÉPTIMO  GRUPO 

Penas  subfraccionada.'i  da  las  formadas  con 
dos  grados  de  una  pena  ó-de  dos  distintas 
penas  '^. 

Escala  núm.  43. 

Grado  mínimo  del  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo  á  prisión  correccional  eu  su 
gr.ado  mínimo. 

Grado  mínimo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
mínimo  v  medio. 

Multa. 

Escala  núm.  44. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en  su 
grado  máximo  á  presidio  mayor  en  el 
mínimo. 

Grado  máximo  del  presidio  correcccional  eu 
sus  grados  mínimo  y  medio. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo. 

Arresto  mayor  eu  su  grado  mínimo  (ó  sea  gra- 
do máximo  de  multa  á  arresto  mayor  en 
su  g'rado  mínimo.) 

Escala  núm.  45. 

Grado  máximo  de  prisión  correccional  en  sua 
grados  mínimo  al  medio. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo. 

Grado  máximo  de  multa  á  arresto  mayor  en 
su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  46. 

Grado  máximo  de  prisión  correccional  eu  sua 
grados  medio  al  máximo. 

Grado  máximo  de  arresto  mayor  eu  su  grado 
máximo  á  prisión  correccional  en  el  mí- 
nimo. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  eu  sus  gra- 
dos mínimo  y  medio. 

Multa. 


vena  de  multa  es  la  última  de  todas  las  escalas  graduales 
y  exponemos  la  doctrina  sobre  la  manera  de  elevar  o  ba- 
jar  la  referida  pena  con  arreglo  a  los  arts.  84,  tíJ,  3i  y 

**i  ^Cuando'se  impone  la  suspensión  como  pena  inferior 
á  la  inhabilitación,  será  absoluta  ó  especial  según  lo  que 
wa  la  inhabilitación,  teniendo  en  cuenta  el  articulo  en  que 
sesenáu-   'I  ío»  generales  26,  28,  2S,  38,  39,  40,  42  y  97. 

■'Como  se  ve,  las  penas  de  las  escalas  de  este  gru¡io  7." 
son  fracciones  de  las  penas  del  grupo  lí."  La  43  corres- 
pondT¡onla41;la44\onla38;  la  45  con  la  40,  y  la  4S 

""la  et'ála  del  GVS.ÍÍO  máximo  de  arresto  mayor  eu 
su  grado  máximo  k  prisión  correccional  en  el  mlni- 
tvi/í   ae  rnntiene  en  el  mim.  41!.  . 

La  del  Qrs.do  máximo  del  presidio  correccional  en 
«US  grados  mínimo  y  medio  se  contiene  en  el  num.  44, 
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Penas  fraccionadas  que  sólo  comprenden  un 
grado  de  las  penas  divisibles  '. 

Escala  nüm.  47 

Arresto  mayor  en  su  grado  minimo. 
Multa. 

Escala  núm.  48. 

Arresto  maj-or  en  su  grado  medio. 
Multa. 

Escala  núm.  49. 

Arresto  mayor  eu  su  grado  máximo. 
Multa. 

Escala  núm.  50. 

Cadena  temporal  eu  su  grado  máximo. 
Presidio  mayor  en  su  grado  máximo. 
Presidio  correccional  en  su  grado  máximo. 
Arresto  mayor  eu  su  grado  máximo. 

Escala  núm.  51. 

Confinamiento  eu  su  grado  mínimo. 
Destierro  en  su  grado  miuinio. 
líeprensión  púljlica. 
Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  52. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos 

públicos  cu  su  grado  minimo. 
Suspensión...  eu  su  grado  miuimo. 

Escala  núm.  53. 

Inhabilitación  especial  temporal  en  su  grado 

miuimo. 
Suspensión...  en  su  grado  minimo. 

Escala  núm.  54. 

Relegación  temporal  eu  su  grado  máximo. 
Confinamiento  en  su  grado  máximo 
Destierro  eu  su  grado  máximo. 
Reprensión  pública. 
Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  55. 

Presidio  correccional  cu  su  grado  medio. 
Arresto  mayor  eu  su  grado  medio. 
Multa. 

Escala  núm.  56. 

Presidio  mayor  eu  su  grado  minimo. 
Presidio  correccional  en  su  grado  mínimo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  57. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio. 
Presidio  correccional  eu  su  grado  medio. 
Arresto  mayor  eu  su  grado  medio. 
Multa. 

Escala  núm.  58. 
Cadena  temporal  en  su  grado  mínimo. 


'  Otras  cuatro  penas  fraccionadas  emplea  el  Códiqo 
i¡ve  se  /arman  con  vu  solo  qrado  de  pena,  y  son-  Cojifina- 
Duento  en  su  grado  máximo,  comprendido  ya  en  la  es- 
cala 54;  Destierro  en  su  grado  minimo,  contenido  en  la 
fscdto  5/;  Destierro  en  su  t/rado  máximo,  escala  B4;  u 
Jr-risión  mayor  en  su  grado  medio,  que  es  análoga  ala 


Presidio  mayor  en  su  grado  mínimo. 
Presidio   correccional  eu  su  grado  minimo. 
Arresto  mayor  eu  su  grado  mínimo. 

•   NOVENO  GRUPO 

Penas  subfraccionadas  de  las  del  grupo  8." 
Escala  núm.  59. 

Grado  máximo  del  confinamiento  eu  su  grado 
máximo. 

Grado  máximo  del  destierro  eu  su  grado  má- 
ximo. 

Reprensión  pública. 

Caución. 

Escala  núm.  60. 

Grado  máximo  de  la  relegación  temporal  en 

su  grado  máximo. 
Grado  máximo  del  confinamiento  eu  su  grado 

máximo. 
Grado   máximo   del   destierro    eu    su   grado 

máximo. 
Reprensión  pública. 
Caución  de  conducta. 


Formadas  ya  las  escalas  graduales  de  des- 
censo de  las  penas,  eu  las  múltiples  combina- 
ciones que  el  Código  las  señala,  diremos  por 
fin  que,  cuando  la  pena  señalada  al  delito  es- 
tuviere incluida  en  dos  escalas,  se  hará  la  gra- 
dación por  la  escala  que  comprenda  las  pe- 
nas con  que  estén  castigados  la  mayor  parte 
de  los  delitos  de  la  sección,  capitulo  ó  título 
donde  esté  contenido  el  delito,  como  lo  esta- 
blece el  art.  77  del  Código,  y  lo  repite  respec- 
to del  arresto  el  92. 

V.— Escalas  de  ascenso. 

La  misma  gradación  de  descenso  es  la  del 
ascenso;  y  consiguieuteraeute  eu  las  escalas 
que  dejamos  formadas  ha  de  buscarse  la  pena 
superior  á  otra  determinada,  teniendo  en 
cuenta,  lo  mismo  que  hemos  dicho  para  el  des- 
censo, que  cuando  la  pena  señalada  estuviere 
incluida  en  dos  ó  más  escalas  debe  hacerse  la 
gradación  por  la  escala  que  comprenda  las  pe- 
nas cou  que  estén  castigados  la  mayor  parte 
de  los  delitos  de  la  sección,  en  primer  térmi- 
no, después  del  capítulo,  y  últimamente  del  ti- 
tulo donde  esté  contenido  el  delito.  (Artícu- 
los 77  y  92.) 

Cuando  la  pena  señalada  no  tuviere  supe- 
rior en  la  escala,  deberá  ascenderse  segihi  la 
forma  de  pena,  conforme  á  las  reglas  del  ar- 
tículo 76  y  explicaciones  contenidas  en  el  pá- 
rrafo tercero. 

Cuando  la  pena  determinada  de  que  sea  ne- 
cesario ascender  tuviese  por  superior  la  de 
muerte,  no  se  impone  ésta,  pues  que  sólo  ha 
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de  «aplicarse  cuando  especial  y  señaladamen- 
te la  imponga  la  ley;  y  en  este  caso  se  obser- 
varán las  reglas  siguientes: 

l.'^  Si  la  pena  determinada  fuese  la  de  ca- 
dena ó  reclusión  perpetiias  ó  inhabilitación 
absoluta,  ó  inhabilitación  especial  perpetua, 
serán  superiores  las  mismas  penas,  con  la 
cláusula  de  que  el  penado  no  goce  del  benefi- 
cio establecido  en  el  art.  2!)  del  Código,  sino  á 
los  40  años. 

2."  Si  la  pena  fuere  la  relegación  perpetua 
será  superior  la  reclusión  jterpetua. 

3."  Si  fuere  la  de  extrañamiento  perpetuo 
sei-á  superior  la  do  relegación  perpetua.  (Ar- 
ticulo 94.) 

Los  casos  de  ascenso  son  muy  limitados, 
toda  vez  que  no  hay  disposición  general  del 
Código  que  eleve  las  penas.  Los  de  descenso 
son  tan  frecuentes,  porque  la  regla  general 
para  el  castigo  de  los  delitos  frustrados,  ten- 
tativas, complicidad  y  encubrimiento,  etc.,  es 
descender  uno,  dos  ó  más  grados  de  la  pena 
señalada  para  el  delito  consumado. 

TI. — División  en  grados  de  las  penas  simples,  com- 
puestas y  fraccionadas,  y  tiempo  que  abraza  cada 
uno  de  sus  grados. 

En  los  capítulos  anteriores  hemos  indicado 
las  dificultades  que  ofrece  el  C.  P.  en  la  apli- 
cación de  sus  disposiciones  para  el  descenso  y 
ascenso  de  las  penas.  Ahora  vamos  á  indicar 
las  que  nos  han  ocurrido  sobre  su  duración  ó 
división  en  grados. 

La  tabla  demostrativa  de  la  duración  de  las 
penas  divisibles  y  del  tiempo  que  abraza  cada 
uuo  de  sus  grados,  nos  la  da  formada  el  C.  P. 
á  continuación  del  art.  97;  pero  esta  tabla,  li- 
mitada á  las  penas  simples,  no  puede  bastar 
por  si  sola  para  conocer  la  duración  de  las 
compuestas  y  de  las  fraccionadas  en  sus  dis- 
tintos grados,  siendo,  como  son,  tantas  y  tan 
variadas  las  formas  en  que  el  Código  las  em- 
plea, según  hemos  demostrado  y  acabamos  de 
enumerar  en  los  capítulos  anteriores. 

Cierto  que  el  Código  en  sus  arts.  81,  83,  84, 
97  y  98,  ha  tratado  de  dar  reglas  para  deter- 
minar los  tres  grados  de  las  penas  cuando  és- 
tas se  emplean  en  combinación  con  otras,  ó 
fraccionadas;  pero  no  abrazan  dichas  reglas  ni 
todos  ni  los  más  principales  casos  de  composi- 
ción, ni  los  de  fraccionamiento,  y  los  Tribuna- 
les las  han  venido  aplicando  con  distinto  cri- 
terio, y  aun  el  mismo  Tribunal  Supremo  ha 
llegado  á  vacilar  alguna  vez.  No  hay,  pues, 
regla  que   sea  de  lleno  aplicable  á  la  pena 


compuesta  del  grado  máximo  de  una  divisible 
y  otra  indivisible  ';  ni  para  la  de  un  grado  de 
pena  divisible  y  dos  indivisibles  -;  ni  para  la 
combinación  de  una  divisible  en  toda  su  ex- 
tensión con  otra  indivisible  ^,  ó  de  una  divisi- 
ble cou  dos  indivisibles  >;  ni  para  la  compues 
ta  de  cuatro  y  cinco  grados  de  dos  penas  di- 
visibles ■■;  ni  para  la  de  tres  grados  de  dos  pe- 
nas igualmente  divisibles  ";  formas  y  combi- 
naciones que  hay  que  someter,  siu  embargo, 
á  una  de  las  reglas  de  división  del  art.  83  ó 
del  98,  por  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo 
del  último.  Algunas,  sin  embargo,  no  caben, 
ni  por  analogía  siquiera,  en  el  molde  de  di- 
chas reglas. 

Para  cada  pena  hemos  formado  una  tabla 
demostrativa  del  tiempo  de  su  duración  en  sus 
diferentes  combinaciones  y  en  cada  uno  de  sus 
grados,  procurando  amoldarlas  á  los  artículos 
citados,  y  en  cuanto  ha  habido  posibilidad,  á 
la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo.  Al  formar  nosotros  estas  tablas,  á 
las  cuales  nos  remitimos  en  todo,  tratamos  de 
informarnos  de  si  se  había  publicado  ya  algún 
trabajo  análogo  sobre  la  base  del  Código  de 
1870,  y  nada  eucontramos  que  nos  alentase  en 
tan  árida  tarea,  la  cual  acometimos,  sin  em- 
bargo, porque  la  considerábamos  útil,  y  por- 
que para  nuestro  particular  viso  era  como  el 
croquis,  como  el  plano  indispensable  de  la  pe- 
nalidad, ])ara  comprender  con  más  prontitud 
y  con  más  facilidad  las  importantes  doctrinas 
del  Tribunal  Supremo  que  sirven  de  funda- 
mento á  sus  fallos  de  casación. 

He  aquí  ahora  el  trabajo  do  división  á  que 
aludimos,  contenido  ya  en  la  tercera  y  cuarta 
edición  de  esta  obra,  y  que  sabemos  ha  sido 
muy  bien  recibido  por  nuestro's  ilustrados  com- 
pañeros: 


*  Eji  este  caso  tístán,  entre  otras,  la  cadena  temporal 
en  sil  (frndn  máximo  á  la  perpetua  (penalidad  20);  la  in~ 
habilitación  en  su  grafio  máximo  d  la  perpetua  (pen.  31), 
etcétera,  á  las  que  nin(}unaretjta  creemos  aplicable. 

2  En  este  caso  se  tiallan  la  cadena  temporal  en  su  gra- 
do máximo  d  muerte,  y  la  reclusión  temporal  en  su  grado 
máximo  á  muerte;  y  si  no  de  lleno,  por  analogía,  es  apli- 
cable el  párrafo  primero  del  art.  .'is.  (Pen.  21  y  62.) 

'•'  La  cadena  temporal  d  cadena  perpetua,  la  inhabili- 
tación temporal  á  la  perpetua,  p  la,  reclusión  temporal  á 
la  perpetua,,  tampoco  tienen  forma-  preoista  para  su  divi- 
sión; pero  dividiendo  en  dos  grados  la  pena  divisible,  y 
dejando  para  el  máximo  la  indivisible,  creemos  que  se 
llena  el  objeto  y  pensamiento  de  la  ley   (Pen.  17.) 

'*  Esta  pena,  coma  la  de  la  nota  2,  está  dentro  de  la  re- 
gla del  art.  ;i8. 

'■*  Todo  el  tiempo  que  comprenden  los  cuatro  ó  cinco 
grados,  se  divide  en  tres  períodos  iguales,  conforme  al 
art.  x-1. 

f^  Esta  combinación  de  pena  compuesta  de  tres  grados 
de  dos  ¡tenas  distintas,  pudiera  dividí rse,  lo  mismo  que  la 
anterior,  en  tres  periodos  iguales,  conforme  al  art.  83; 
pero  el  T.  S.  ha  encontrado  mayor  analogía  en  la  regla 
del  art.  ^^S,  y  ¿ste  es  el  que  viene  considerando  aplicable. 
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TABLA  SINÓPTICA  GENERAL 

déla  duración  de  las  penas  en  todas  las  formas  y  combinaciones  en  que  las  señala  el  Código  penal 
reformado  de  1870,  y  de  su  división  en  grados. 


PENAS 


1.=" 
Arresto  mayor  ' . . 

At'í-e.tto   mayor 
grado  minimo  . 

Arresto   mayor 
grado  medio . . , 


TIEMPO 

qne  comprende 

tocia  la  pena. 


De  un  mes  y  un 
dia  á  6  meses. 

|De  un  mes  y  un 
i  día  k  2  meses. 


TIEMPO 

que  comprende  el 
grado  mínimo. 


I 


I 


!De  2  meses  y  un' 
dia  á  4  meses. 


De  uno  á  dos  me- 
ses. 

De  un  mes  y  un 
día  á  un  mes  y 
10  días. 

De  2  meses  y  un 
día  á  2  meses  y 
20  días. 


Arresto    mayor   en 
grado  máximo. . . . 


1,,     A  (De  4  meses  y  un 

•'"P/.^fr"'  •'  ''^    día  á  4  meses  v 


día  á  6  meses. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  medio. 


5.* 


I 


.«fDe 


Arresto  mayor  en  sus\Ue,  un  mes  y  un 
grados  mínimo  y  m,e-l  día  á  4  meses. 
dio ) 

1 
Arresto  mayor  en  ««.«(De  2  meses  y  un 

grados  medio  y  má-'!  día  á  6  meses. 


De  un  mes  y  un 

dia  á  2  meses. 


De  2  meses  y  un 
día  á  3  meses  y 
10  días. 


De  2  meses  y  un 
día  á  4  meses. 

De  im  mes  y  11 
días  á  un  mes  v 
20  días. 

De  2  meses  y  21 
días  á  3  meses  v 
10  días. 

De  4  meses  y  21 
días  á  5  meses  v 
10  días. 


De  2  meses  y  uu 
día  á  3  meses. 


De  3  meses  y  11 
días  á  4  meses  v 
20  días. 


7.^ 
w  á  ximo 


i 


Grado    máximo    deí.p^  3  ^^^^^      ^^ 
arresto  mayor  en  stis^  ¿.^  ^  ^  ^^^^^ 
grados  mínimo  y  m,e- 
dio 


8." 


De  3  meses  y  un 
día  á  3  meses  y 
10  días. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  máximo. 


De  3  meses  y  11 
días  á  3  meses  v 
20  días. 


De  4  meses  y  un 
día  á  6  meses. 

De  un  mes  y  21 
días  á  dos  me- 
ses. 

De  tres  meses  y 
11  días  á  cuatro 
meses. 

De  5  meses  y  '11 
días  á  seis  me- 
ses. 


De  3  meses  y  un 
día  á  4  meses 


De  4  meses  y  21 
dias  á  seis  me 
ses. 


De  tres  meses  y 
21  días  á  cuatro 
meses. 


)De  uu  mes  y  un 
dia  á  10  meses. 


.         ,  ,   ^-  JDe  uu  mes  v  un 

Arresto   mayor  a  pri-[  ¿¡^  ^  g  ^^¿^     4 

sion  correccional  en!  j-^gggg 

su  grado  minimo ....  1 

Q  ^  I  '„ 

.        ■  \-r^  iDe  un  mes  v  un 

Arresto  mayor  a  prt-IDe  un  mes  y  uul   di^  á  2  ariosv20 


De  10  meses  y  un 
día  á  uu  -año  y 
7  meses. 


dia  á  6  años. 


I 


sión  correccional  en  su[ 
grado  máximo. 

10. 

Arresto  mayor   en    sidj^^  ^  ^^^^^  ^  ^^^^ 
grado  medio  apriswn\  ^.^  .  ,  ^.^^^  ^.  ^ 
(o  presidio)  correccio-l   ^^^^^ 
nal  en  su  grado  mi 
nimo  '^ 

II. 

Arresto  mayor  en  «i'^e  4  meses  v  un 
grado  máximo  a  priA  ¿.^  ¡^  ,  ^-^^  ^  ^ 
swn  (ó  presidio)  co-l  j^„ggg 
rreccional  ensugrado 
mínimo 


días. 


El  arresto  mayor 
en  su  grado  me- 
dio. 


'De  4  meses  y  un 
día  á  un  año. 


De  un  año,  7  me 
ses  y  un  día,  á  2 
años  y  4  meses 


De  2  años  y  21 
dias  á  4  años  ^ 
10  dias. 


■'     dias  á  6  años. 


4  años  V  11 


El  arresto  mayor 
en  su  grado  má- 
ximo. 


De  un  año  y  un 

'  dia  á  uu  año  y  8 
'  meses. 


La  prisión  co 
rreccional  en  su 
grado  mínimo. 


De  un  año,  8  me- 
ses y  un  día  á  2 
años  y  4  meses. 


»    Esta  nota  y  todas  las  que  sueesiramentf  se  van  indicando  hasta  la  13,  «n  lai  áifertntet  ptnas  »  forma»  de  penali- 
dad que  son  objeto  de  la  preíeiíte  Tabla,  comUUiitise  al  final  dé  la  misma. 
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12. 

ArreM'O  mayor  en  su 
grado  máximo  á  pri- 
sión (ó  presidio)  co- 
rreccional en  su  gra- 
do medio  ^ 


TIEMPO 

que  comprende 

toda  la  pena. 


De  4  meses  y  uu 
día  á,  4  años  y  2 
meses. 


13.  [El   presidk)   co 

del\  rreccional  en  su  _,„  „  „  iDe 

vado    minimo   I^«6mesesyun> 


Grado  máximo 
arresto  mai/or  en  su 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  mínimo. 


El  arresto  mayor 
en  sn  grado  má- 
ximo. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  medio. 


La  prisión  co- 
rreccional en  su 
grado  miuimo. 


un   ano ,   un 
mes  V  H  dias  á 


TIEMPO 

que  comprendió  el 

grado  máximo. 


grado  medio  á  presi 

din  correccional  en  el 

mínimo 


14. 


(De6  meses  V  un'  diaáunaño,un    ^^^^  ^^-^   8  meses 
^  ■  mes  y  10  días.     /  ' 


día  á  2  años  y  4 
meses. 


Grado  mínimo   del 
arresto  7nayor  en  snVDe  4  meses  y  uu 
grado  máximo  á  pri-l  día  á  uu  año. 
sión    correccional    en[ 
su  grado  mínimo  ...  .\ 


15. 

Grado  n^áximo  del 
arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á  pri- 
sión correccional  en  el 
mínimo 


16. 
Cadena  temporal. 


De  uu  año,  8  me- 
ses y  un  día  á  2 
años  y  4  meses. 


De  4  meses  y  un 
día  á  6  meses  y 
20  dias. 


De  uu  año,  8  me- 
ses y  un  día  á  un 
año,  10  meses  y 
20  días. 


De  12  años  y  un  Df,  ^'f'^^I  ^'^ 

día  á  20  añ¿s.     \  f ''''•  ^  ^^  ^"""^  ^ 
I  8  meses. 


17. 


(De  12  años  y  uulp,    .,,•,    . 
Cadenatemporal  á per-l  día  á  cadena)  j,  i-  anos/ un 
petua  *  . .    :. . .)  perpetua.  |  ^^^'  ^  ^^  auos 


18.  ¡De  14  años,  8  me- 

Cadena  temporal  en  su)  ses  y  un  día   ái    ,      .  , 

grado  medio  á  cadena)  cadena  perpe-/  '''   «^^^^na 

perpetua^ f  tua.  | 


i/El 
d 

temporal. 


y  20  dias. 


De  6  meses  y  21 
dias  á  9  meses  y 
10  dias. 


La  prisión  co- 
rreccional en  su 
grado  medio. 


De  uu  años, 8 me 
ses  y  21  días  á  2 
años  y  4  meses 


De  9  meses  y  11 
días  á  un  año 


Deun  ano  10  me-  p^  o  años,  unmes 
ses  y  21  días  á  2    ^   n   ¿¡as  á  2 
anos    uu  mes  y    ^^-^^      ^  ^^^^^^ 
10  días.  •' 


De  14  años,  8  me- 
ses y  un  día  á  17 
años  V  4  meses. 


De  17  años,  4  me 
ses  y  un  día  á  20 
años. 


De  16  años  y  un) 
día,  á  20  años. 


Cadeua  perpetua 


grado   medio  El  grado   máxi-j 

mo  de  la  cadena  Cadena  perpetua 
temporal. 


19.  (De  17  años,  4  me-P^  ^^  '''"'^,:  ^  "\«„ 

Grado  máximo  de  ca-'  ses  y  un  dia  A  20    '^^^  ""' ""  "'*  '^  ^" 
dena  temporal  ' '  años.  j 


ses 

años,  2  meses  y 

20  dias. 


De  18  años,  8  me 
ses  y  un  día  á  20  Cadeua  perpetua 
años. 


20.  Desde  17  años,  4i„    ^r.    -       , 

Cadena  te^nporal  en  su]  meses  y  un  diaf^-'''  ^ '  '"'"hI  Tf^ 
grado  máximo  á  la\  á  cadena  perpe-/  ses  y  un  ala  a  ib 
perpetua  ' f  tua.  *"°s  ^  ^  "''^'^s- 

I  I 

21  J 

Cadena  temporal  en  suP^sde  17  años  4  Cadena  temporal(cadena    perpe-ÍT^,,^^.^ 
^rarfo  máximo  á  muer-    "leses  y  un  dia    en  su  grado  má-  jMuerte. 

•^  \  á  muerte.  - - 


Del8anos,2me-ljjg  ^g  ^ños ,  un 
ses  y  21  dias  A  ^^^^  ^.  ^g  dias  ;V 
19  anos,  un  mes  oo  ai'ios. 
V  10  dias.  1 


te  « 


22. 


Cadena  perpetua  á' Cadena  perpetua 


muerte  '. 


23. 

Confinamiento. 


á  muerte. 


De  6  años   y  un 
día  á  12  años. 


Cadena  perpetua 
(según  las  re- 
glas del  articu- 
lo 81). 

De  6  años  y  un 
día  íl  8  años. 


Cadena  perpetual 
(según    las   re-' 


/Muerte. 


glas  del  articu- 
lo 81). 

De  S  años  á  un  I  De  10  años  y  un 
día  á  10  años.        dia  4  12  años 
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24. 


TIEMPO 

qne  comprende 

toda  la  pena. 


Confinamiento    en    su  De  6  años  y 
grado  mínimo í  día  á  8  años 


TIEMPO 

qiie   comprende    el 

grado  mínimo. 


De  6  años   y  un 

'     día  á  6  años  y  8 

meses. 


día  á  JO  años. 


25. 

Confinamiento  en  sush 
grados  mínimo  y  me-l 
'dio''" \ 

26.  I  I  . 

Confinamiento    en    swlDe  10  años  v  unl^*^  ^°  ^^}°^J  ^" 
■    •  ?._--'       !  día  a  10  anos  v 


ÍDe  G  años  y  im 
día  á  7  años  y 
f  4  meses. 


grado  mciximo I  día  jí  12  años. 


8  meses. 


27. 


Grado  máximo  del  con-JDe  11  años,  4  me-P*;  ^^  Z^""*' ,^,™^, 
finamiento  en  su  ara-!  ses  v  undía  ál2',  f?"  i'  ^^'^ '^''"^  ^ 
do  máximo \  años.  /  11  anos,  6 meses 


TIEMPO 

q\ie    comprende    el 

grado  medio. 


y  20  días. 


28. 


Confinamiento    en    siií-r,     -,/,     -  t-,    -i/>     - 

grado  máximo  á  rele-P^^  1°  i^""!  ^  ""jD/  10  anos_y  uu 
gación  temporal. ...  ^^''^^  ''^  20  anos.  día  A  1.3  anos  y 
"  ^  )  (4  meses. 

29.  I 

Inhabilitación  en  su  grado  Do  6  años  y  unjDe  6  años  y  un 
mínimo j  día  á  8  años.       j  día  ;l  6  años  y  8 


30. 


meses. 


Inliahilitación...  en  «!/.«/_      „     -  't^     „      .. 

orados  minimo  y  me-pZ     .V\°^-^'  "")°f.  ^-  'í"°-  ^  ''"; 
^£¿p  10  I  día  á  10  anos,     i  día  a  7  anos  y  4 

)  '  meses. 

31.  'I 

Inhabilitación...  en  sj/ÍDe  10  años  y  unl-p,    ..^    _ 
grado  máximo  á  itiha-}  día  A  inhabilita-Píl  •^"  ''*."°*^  /  ^" 
bilitación...perpetua^A  clon  perpetua,  j       ''■  anos. 


I  De  6  años  y  un 
I  día  á  inhabilita- 
.  ción  perpetua. 


32. 

Inhabilitación  absoluta 
temporal  á  perpetua  " 

33.  I 

Presidio,   prisión  correc-ÍDe  6  meses  y  un 
cional  y  destierro  '"-. . .   J  dia  á  6  años. 

Pre.údio   coVrec«onaí!D^^,^fe'®-'  ^"'; 
en  su  grado  minimo  ».     ^'^  ^  ^  ""'^"^  i'  •* 


35 

Pre.s-j  dio   c¿rrecc/onaZ*^°  '"  ''^"°^' ^  me- 

en  su  grado  medio  <^. .  I  «^«  ^  "»  "^'^  '^  "^ 
"  '  anos  y  2  meses. 

36.  ! 

Presidio  correccionall'D&  G  meses  y  un 
en  sus  grados  minimol  dia  á  4  años  y  2 
y  medio  '" I  meses. 

37. 

Presidio  correccionallD&  2  años,  4  me- 
e/i su  grado  medio  al/   ses  y  uu  día  á  6 


jDe  G  años  y  un 
I  día  A  9  años. 

De  6  meses  y  un 
'  día  A  2  años  y  4 

'  meses. 

De  6  meses  y  un 
día  A  un  año,  un 
mes  y  10  días. 

De  2  años,  4  me- 
ses y  uu  día  á  2 
años, Unieses  y 
10  días. 

De  6  meses  y  un 
día  A  un  año,  8 
meses  y  20  días. 

De  2  años,  4  me- 
ses y  uu  dia  A  3 
años,  6  meses  v 
20  días. 


De  6  años,  8  me- 
ses y  uu  día  A  7 
años  y  4  meses. 

De  7  años,  4  me- 
ses y  un  día  A  8 
años  y  8  meses. 

De  10  años,  8  me- 
ses y  uu  dia  A 11 
años  y  4  meses. 

Dolíanos,  6  me 
ses  y  21  días  A 
11  años,  9  meses 
y  10  días. 


De  13  años, 4  me 
ses  y  un  dia  A  IG 
años  y  8  meses. 

De  6  años,  8  me- 
ses y  un  dia  A  7 
años  y  4  meses. 

De  7  años,  4  me 
sos  y  un  dia  A  8 
años  y  8  meses. 


De  11  años  y  un 
dia  A  1'2  años. 


TIEMPO 

que    comprende   el 

grado  máximo 


De  9  años  y  un 
dia  A  12  años. 

De  2  años,  4  me 
ses  y  un  dia  á  4 
años  y  2  meses. 

De  1  año,  uu  mes 
y  11  diasAlaño, 

8  meses  y  20  días 

De  2  años,  11  me- 
ses y  11  días  A 
3  años,  6  meses 
y  20  dias. 

De  un  año,  8  me- 
ses y  21  dias  A 
2  años,  11  meses 
y  10  dias. 

De  3  años,  6  me-i 
ses  y  21  días  A  4( 
años,  9  meses  yí 
10  días.  ' 


De  7  años,  4  me 
ses  y  un  día  A  8 
años. 

De  8  años,  8  me 
ses  y  uu  dia  A  10 
años. 

De  11  años,  4  me- 
ses y  uu  dia  A 
12  años. 

De  11  años,  9  me- 
ses y  11  días  A 
12  años. 


De  16  años,  8  me 
sesyuu  día  A  20 
años. 

De  7  años,  4  me 
ses  y  uu  día  á 
8  años. 

De  8  años,  8  me 
ses  y  un  diaá  10 
años. 


La  inhabilitación 
perpetua. 


Inhabilitación 
perpetua. 

De  4  años,  2  me 
ses  y  uu  dia  á  6 
años. 

De  un  año,  8  me 
ses  y  21  dias  A  2 
años  y  4  meses. 

De  3  años,  G  me- 
ses y  21  días  A 
4  años  y  2  me 
ses. 

De  2  años  ,  11 
meses  y  11  dias 
A  4  años  y  2  me- 
ses. 

De  4  años,  9  me 
ses  y  11  dias  A 


6  seis  años. 
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.  4  me 
dia  á  8 


2  me 
día  á,8 


Presi  d  i  o  correccional 
en  su  grado  máximo  ''. 

39. 

Presidio    correccioncdlDe  2  años 
en  su  grado  medio  á'  ses  y  uu 
presidio  mayor  en  el[  años. 
mínimo  *^ ) 

«•  l'n    .     - 

Presidio     correccional]^^'  ^  anos 

en  su  grado  máximo  á\  ses  y  iiu 

presidio  mayor  en  su 

grado  mínimo 

4[.  ', 

Presidio     correccionall^^  4  anos,  2  me 
en  su  grado  máximo  d[  ses  y  uu  diaá  10 
presidio  mayor  en  su 
grado  medio  '^ 

Pre.siíZ/o  coíT6ccio?iaía(De  6  meses  y  un 
presidio  mayor  en  su'  ^^^  .^  {q  años. 
grado  medio  > ' ) 


PENAS 


38. 


TIEMPO 

qne  comprende 

toda  la  pena. 


De  4  años 
ses  y  un 
años. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  mínimo. 


De  4  años,  2  me- 

día  Te  ^«i*  y ""  '^'^  ^  * 

anos,  9 

10  dias. 


1  años,  9  meses  y 


anos. 


anos. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  medio. 


El  o-i-ado  medio 
del  presidio  co 
vrecclonal. 


De  4  años,  2  me 
ses  y  un  dia  á  5 
años,  5  meses  v 
10  días. 


El  grado  máximo 
del  pi'esidio  co- 
rreccional. 


De  6  meses^'  un 
dia  á  3  años  y  8 
meses. 


43. 

Grado  mínimo  del  pre- 
sidio  correccional   en\ 
su  grado  medio  á  pre-. 
sidio  mayor  en  el  mi 
nimo  '•"' 


_     _     _        .         IDe  2  años,  4  me- 
De2  anos  4rae-\  ses  v  un  día  A  2 
ses  y  un  día  á  4    ^ñns,   U   meses 
anos  y  2  meses.'  ^  iq  días. 


44.  jDe    2    años,    11 

Grado  máximo  cZeí  pí-e-    meses  y  11  dias 
sidio   correccional   en\  á4añosy2me- 
sus  grados  mínimo  yi  ggg_ 
medio I 


45. 

Grado  máximo  del  pre- 
sidio correccional  en 
sus  grados  medio  al 
máximo 


De  2  años,  11  me- 
ses y  11  días  á 
3  años,  4  meses 
V  7  dias. 


De  4  años,  9  me-  De  4  anos  9  me- 
ses y  11  dias  á  6  ses  y  11  días  á  5 
años.  •'!""«'  2  meses  y 

f  7  dias. 


I 


46. 

Grado  máximo  del  pre 
sidio   correccional  en 
su  grado  medio  á  pre- 
sidio mayor  en  el  mi-\ 
nimo 

47. 

Grado  máxinjo  del  pre- 
sidio correccioncd  en\ 
su  grado  máximo  ál 
presidio  mayor  en  el\ 
mínimo 

48. 

Grado  máximo  del  pre- 
sidio correccional  en 
s,u  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  su 
grado  medio. ...... 

T0.MO  II.     • 


I 


De  G  años  y  un 
dia  á  8  años. 


De  6  años  y  un 
día  á  6  años  y  8 
meses. 


De  6  años,  8  me  ] 
ses  y  21  días  á  S\ 
años. 


I 


De  8  años  y  un 
dia   á   10   años. 


De  6  años,  8  me- 
ses y  21  dias  á  7 
años,  un  mes  y 
24  días. 


De  8  años   v  un 


(El   grado   nití-j  dia  á  Sanos  y  8 
dio  del  presidio!  meses. 
mayor. )  | 


De  4  años,  9  me- 
ses y  11  dias  á  5 
años,  4  meses  v 
20  días. 

El  g-rado  máxi- 
mo del  presidio 
correccional. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  m.lximo. 


De  5  años,  5  me-/r,„  r    - 
ses  y  11  días  á  6  ^^^'^^^o^ 
años,  8  meses  v 
y  20  días. 


De  ñ  años,  4  me 
ses  y  21  días  á  6 
años. 

El  grado  mínimo 
del  presidio  ma 
vor. 


8  me- 
ses y  21  dias  á 
8  años. 


El  grado  miiiimo 
del  presidio  ma 
yor. 


De  3  años,  8  me- 
ses y  un  día  á  6 
años  y  10  meses. 

De  2  años,  11  me- 
ses y  11  dias  á 
3  años,  6  meses 
y  20  días. 


De  3  años,  4  me- 
ses y  8  días  á  3 
años,  9  meses 
3  dias. 


El  grado  medio 
del  presidio  ma 
yor. 


De  6  años,  10  me 
ses  y  un  día  á 
10  años. 

De  3  años,  6  me- 
ses y  21  dias  á 
4  años,  y  2  me- 
ses. 


a  3 

is  y[ 


De  3  años,  9  me- 
ses y  4  días  á  ¿ 
años  y  2  meses 


De  5  años,  2  me 


JK  ■■)  anos,  ¡i  un;  i  p,     .     _         „ 

ses  y  8  días  á  J^e  o  anos   7  me- 

años,  7  meses  y    «<;«  ^  °  ''''''«  '^  ^ 
4  días. 


De  G  años,  8  me 
ses  y  uu  día  á  7 
años  y  4  meses. 


De   7   años ,    un 
mes  y  25  días  á 


anos. 


De  7  años,  4  me 
ses  y  un  dia  á  8 
años. 


\  se 
7  años,  G  meses    ^^j-, 

y  2<  días 


De  7  años,  6  me- 
\  ses  V  28  días  á  8 


De  8  años,  8  me- 
ses y  un  dia  á  9 
años  y  4  meses. 


De  9  años,  9  me- 
ses y  un  día  á  10 

ario-;. 
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PENAS 


49. 

Grado  máximo  del  pre- 
sidio correccional  á 
presidio  mayor  en  su 
grado  medio 


TIEMPO 

que  comprende 

toda  la  pena. 


TIEMPO 

qne  comprende  el 
grado   mínimo. 


De  6  años,  10  me 
ses  y  uu  día  á  10 
años. 

De  6  años  y  un 
día  á  12  años. 


50. 
Presidio:  Prisión  mayor. 

51. 

Prisión  mayor  en  susfDe  6  años  y  un 
grados  minimo  y  me-i  día  á  10  anos. 

■52.' 1 

Prisión  mayor  en  SMsfDe  8   años  y  un 
grados  medio  y  máxi-i  día  á  12  años. 
mo 1 

I 


De  6  años,  10 me- 
ses y  un  dia  á  7 
años,  10 meses  y 
20  días. 

De  6  años  y  un 
dia  á  8  años. 

De  6  años  y  un 
dia  á  7  años  y  4 


dio. 


53. 


(De  10 


Prisión   mayor   en  su','-'^,  ^'^   ^3*°?  ^  ^^'^ 

grado  máximo  ^ \  "'*  ^  ^'-  3-"os. 

I 
54. 


iDe  8  años  y  un 
dia.á  9  años  y  4 
1  meses. 

I 

¡De  10  años  y  un 
día  A  10  años  y  8 
'  meses. 

I  Prisión  mavor  en 


Prisión  mayor   en  sm  De  8  años   y  uu  ^    >      ,. 
'■      '        '     '   dia  á  14   años  y    «^  S''''^°  ™edio 


grado  medio  á  reclu- 
sión temporal  en  el[ 
•mínimo  " | 

55. 

Prisión  mayor  en  su 
grado  medio  á  reclu 
sión  temporal  en  toda^ 
su  extensión  '^ 

56. 

Presidio  mayor  en  sui 
grado  medio  á  cadena 
temporal  en  su  grado\ 
mínimo  '•' , 

57.  ] 

Grado  máximo  del  pre-j 
sidio  mayor  ensu  gra-\ 
do  medio  d  cadena  tem- 
poral en  su  grado  mí- 
nimo   


58. 
Reclusión  temporal.. . , 

59. 

Reclusión  temporal 
sus  grados  medio 
mdxitno  '" 


8  meses. 


,De  8  años  y  un 
dia  á  20  años. 


De  8  años  y  im 
dia  á  14  años  y 
8  meses. 


De  12  años  y  un 
día  á,  14  años  y 
8  meses.  (Grado 
minimo  de  laca- 
dena  temporal.) 


De   12  años  y  un 
dia  á  20  años. 


(8  años  y  un  dia 
á  10  años) 


De  8  años  y  un 
dia  á  12  años. 


De  8  años  y  un 
día  á  10  años. 
(Grado  medio 
del  presidio  ma- 
yor.) 

De  12  años  y  un 
dia  á  12  años, 
10  meses  y  20 
días. 


De  12  años  y  uní 
dia  á  14  años  y) 
8  meses. 


TIEMPO 

qne  comprende  el 
grado  medio. 


TIEMPO 

qne  comprende  el 

grado  máximo. 


De  7  años,  10  niB-  T^    o    -       ,^ 
ses  y  21  diasá^^'' 8  anos,  11  me 

afloiumesesy    foVño'       '' 
lOdias.  1  l"a"os. 


De  8  años  y  un 'De  10  años  y  un 
dia  á,  10  años.       día  á  12  años. 

De  7  años,  4  me-  De  8  años,  8  me 
ses  y  un  día  á  8    ses  y  uu  día  á  10 
años  y  8  meses,    años. 

De  9  años,  4  me-  De  10  años,  8  me- 
sesyundia,  á  10,  ses  y  un  dia  á 
años  y  8  meses,  i  12  años. 

De  10  años,  8  me-  De  11  años,  4me- 
sesyundlaáll  ses  y  un  dia  á 
años  y  4  meses.    12  años 


Prisiónmayor  en 
su  g-rado  máxi- 
mo (10  añosyun 
dia  á  12  años). 


De  12  años  y  un 
día  á  16  años. 


De  10  años  y  uu 
dia  á  12  años. 
(Grado  máximo 
del  presidio  ma 
yor.) 

De   12  años,   10 
meses  y  21  dia.' 
á  13  años,  9  me 
ses  y  10  días. 


Reclusión  tempo 
ral  en  su  grado 
mínimo  (12  años 
y  un  dia    á  14 
años  y  8  meses) 


De  16  años  y  un 
dia  á  20  años. 


De  12  años  y  un 
dia  á  14  años  y 
8  meses.  (Grado 
minimo  de  cade 
na.) 

De  13  años,  9  me- 
ses y  11  días  á 
14  años  y  8  me 
ses. 


60. 

Reclusión  temporal 
reclusión  perpetua  ' 

61. 

Reclusión  temjJoral 
muerte  * 


Da  14  años,  8  me-P®  ^^  *"°?:  ^ ff: 
;  ses  y  un  día  á  16 

años,  5  meses  v 

10  días. 


ses  y  uu  dia  á  20 
años. 

De  12  años  y  un 
día  á  reclusión 
perpetua 

De  12  años  y  uu 
dia  á  muerte. 


62. 

Reclusión  temporal 
su  grado  máximo 
muerte  " 


j^jiDe  17  años, 4  me- 
'¿i  ses  y  un    dia  á 
I  muerte. 


(De  12   años  y  un 
día  á  16  años. 

De  12  años  y  un 
dia  á  20  años. 

De  17  años,4me- 


De  14  años,  8nie-iT-.„ -.r.    -        . 

',,     JDe  1<  anos,  4  me- 

17  .^^^r  A     .■  ses   V  un  dia  á 
17  anos  y  4  me-,  go  años, 
ses.  1 


I 


De  16  años,  5  me  ,T^    -.o    -       n 
sesvlldiásál8p''^S«"í'«;.2me 

año's,  2  meses  y>  ■^'^'■''  >'  ^1  ^las   é 
20  días. 


De  16  años  y  un 
dia  á  20  años. 


ses  y 
20  años. 


Reclusión  perpe 
tua. 


^tuí ''°"  l'^^'P^ÍMuerte. 


ses  y 
20  años 


-  un  dia  á  R^^lusión  perpe-j^j^^^.^^ 

ios.  )   "^^'^^ 
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TIEMPO 

que  comprouLÍe 

toda  la  pona. 


63. 

Reclusiótí   pm-petiia  á 
muerte  '■' 


64. 
Relegación  temporal. 


65. 

Relegación  temporal  en 
su  grado  máximo. . 


Reclusión  pei-pc 
tua  á  muerte. 


De  12   años  y  un 
día  iV  20  años. 


TIEMPO 

q\ie  coinprontle 
el  grado  mínimo. 


Reelusiüu  perpe- 
tua. 

Do  12  años  y  un 
día  á  14  años  y 
8  meses. 


„    .,„    _       ,  De  17  años,  4  me- 

De  17  anos,  4  me-    g^^     ^^^  ¿¡^  ^  ^y 

ses  y  un  día  á    ^^-^    g  meses  y 

20  anos.  |  20  diks. 


66.  Ir>     10      -  I  De  19  años,   un 

Grado  máximo delare-r^^  ^-^   '"i*}"?;   ""    mes  v  11  dias  :V 

[  mes  y  11  días  A    19  años,  4  meses 

/  V  25  días. 


legación  temporal  en 
su  grado  máximo .... 

67. 

Relegacióntemporal  en 
su  grado  máximo  are- 
legación  perpetua  ''. . . 


Suspensión. 


68. 


69. 

Suspensión  en  los  gra- 
dos mínimo  y  7nedio.. 

70. 

Saspe7isión  en  los  gra 


20  años. 


De  17  años, 4  me-i 
ses  y  un  día  á 
relegación  per-/ 
petua. 

De  Tin  mes  y  un 
día  á  6  años. 


De  17  años,  4  me- 
ses y  uu  día  á  18 
años  y  8  meses. 

De  un  mes  .y  un 
día  á  2  años. 


De  un  mes  y  un 

día  á  4  años. 


[De  un  mes 
día  i'i  un  año. 


TIEMPO 

qno  comprende  el 

grado  medio. 


TIEMPO 

que  comprende  el 

grado  má.ximo. 


Reclusión  perpe-(Muerte. 
tua.  \ 


De  14 años,  8  me- 
ses y  un  día,  ál7 
años  V  4  meses. 


De  17  años,  4  me- 
ses y  uu  día  á 
20  años. 


De  18  anos  2  me- j5e  19   años,   uu 
ses  y  21  días  á    .^^^      j^  ¿¡^^  ^ 
19  anos,  un  mes    go  años. 
y  10  días.  I 

De  19  años,4  me.ij)o  19  aflos,8  me 
ses  y  26  días  á  ^^^  ^.  ^^  ¿j^^  , 
19  anos, 8  meses  o,^  ' 
V  13  días. 


De  18  años,  8  me 

ses  y  un  día  á  20 
años. 

De  2  años  y  un 
día  á  4  años. 


(  anos. 


Relegación    per 
petua. 

De  4  años  y  uu 
día  á  ü  años. 


vuni^"''".^,""', *'"*:;  De  2  año 
ío   4    se_sy21dlasa2    ^^     ,  ^^ 
'     '  anos,  8  meses  y       - 


meses  y  20  días. f  ^q  ¿j^^g 


'De  2  años  v  uu 


i^ 


dos  medio  y  máximo. \  "'"•  '*  "  anos. 


71. 


anos  y  un 
día  á  3  años  y  4 
meses. 


i  De  4  años   y  un 


Suspensión  ín  su  grado] ^      .      „ 

máximo  á  inhabilita- -^^     ,'^"°'l  •"^',  '^^'^j   día  ¿5  años  y  4 
ciónabsolutatemporal]  "^^'^  "■  °  anos.       (   meses 
en  su  grado  mínimo. . 


De  4  años  y  uu 
día  á  10  años. 


72. 

Suspensión,  en  sugrado 
7náximo  á  inlinhilita- 
ció  n  absoluta  te  inporah 
en  su  grado  medio  '■'.  I 

Suspensión  en  sus  gra  \ 
dos  medio  y  máximo  á  De  2  años  y  uu 
inhábil  dar  ion  absolu-l  día  á  10  año: 
ta  temporal  en  su  gra- 
ilo  meíl'io    


El  g'rado  míixi- 
mo  déla  suspen- 
sión. (De  4  años 
y  uu  día  k  G 
años.) 


De  2  años   y  un 
día  á  4  años  y  8 

meses. 


De  3  años,  4  me 
ses  y  un  día  á  4 
años  y  8  meses. 


De  5  años ,  4  me 
ses  y  un  día  á  6 
años  y  8  meses 


os,  8  me 
días  k  4 


años. 


De  4  años,  8  me- 
ses y  un  día  á  6 
anos. 


De  G  años,  8  me- 
ses y  un  día  &  8 
años. 


El  grado  mínimo  El   grado   medio 


de  la  iuhabili- 
tacióu  .  (  De  G 
años  y  uu  día  á 
8  años.) 


do   la    iuliabili 
tación .     (  De    8 
años  y  un  día  á 
10  años.) 


De  4  años,  8  me-  De  7  años,  4  me 
ses  y  un  día  á  7    ses  y  uu  día   á 

años  V  4  meses.  I   10  años. 

I 


Notas  á  la  anterior  Tabla  sinóptica. 

«  Arr.^xlo  mayor  (niim.  1.°).  Ponemos  en  primer  ter- 
mino la  división  un  grados  del  Arresiu  inaijor  en  ttida 
FU  extensión  tal  como  aparece  hecha  en  la  Tabla  de- 
mostrativa del  art.  97  del  Código,  y  la  tomamos 
como  base  im  todas  las  combinaciones  de  la  misma 
pena,  por  más  que  no  esté  hecha  con  exactitud,  pues- 
to que  abrazando  desde  uu  mes  y  un  día  hasta  seis 
meses,  la  parte  divisible  en  los  tres  grados,  minimo, 
medio  V  máximo,  son  los  cinco  meses  de  que  consta, 
dividida  cíin  exactitud  matemática,  como  lo  fístáil 
todas  las  demás  penas,  obtendríamos  este  resultado: 
Orado  mínimo,  desde  \\n  mes  y  un  día,  á  dos  meses  y 


veinte  dias:  Grado  medio,  desde  dos  meses  y  veintiún 
dias,  á  cuatro  meses  y  diez  días:  Grado  máximo,  desde 
cuatro  meses  y  once  dias,  A  seis  meses.  ¿Por  qué  no 
se.  ha  hecho  asi  la  división?  No  lo  sabemos...  pero 
mientras  no  se  reformo  el  art.  97  ó  su  tabla,  hay  que 
aplicarle  como  está  escrito. 

=  Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á  prisión  (ó  prt't 
dio)  rorreccioncil  en  su  ijrado  minimo  (núm.  10).  La  di- 
visión de  esta  pena  en  grados,  la  bacomos  con  arre- 
glo á  la  doctrina  del  T.  W.,  consignada  en  sn  senten- 
cia do  Iñde  Marzo  de  1S71.  La  división,  nrre  jlandono. 
al  art.  83,  daría  este  resultado:  Gradomín  mo,  dj>  (lo* 
meses  y  un  día,  A  diez  meses  y  veinte  dias 
di<'.  do  diez  meses  y  veintiún  dias 


-rudo  me- 
fí  un   año,  siete 
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meses  y  diez  días:  Grado  máximo,  de  un  año,  siete  me- 
ses y  once  días,  á  dos  años  y  cnatro  meses.  La  dife- 
rencia, como  se  ve,  es  notable. 

^  Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  (ó  -pre- 
sidio) correccional  en  su  grado  medio  (nñm.  ]2).  La  di- 
visión de  esta  pena  la  hacemos  también  como  la  an- 
terior, sujetándonos  á  la  doctrina  del  T.  S.  Si  nos 
arreglamos  al  art.  83  del  Código,  nos  dará  este  resul- 
tado: Grado  mínimo,  de  cuatro  meses  y  nn  día,  á  un 
año,  siete  meses  y  diez  días:  Grado  medio,  de  un  año, 
siete  meses  y  once  días,  á  dos  años,  diez  meses  y 
veinte  días;  (jtrado  máximo,  de  dos  años,  diez  meses  y 
veintiún  días,  á  cuatro  años  y  dos  meses. 

*  Cadena  temporal  á  pei'pe fuá  (núm.  17).  Esta  pena 
no  tiene  forma  prevista  para  su  división  en  grados, 
y  ni  es  aplicable  la  regla  del  art.  81,  ni  la  del  82,  ni  la 
del  83,  ni  la  del  98,  ni  hay  analogía  con'  ellas.  Paré- 
cenos  que  lo  mks  acertado  es  dividir  el  periodo  de  la 
cadena  temporal  en  dos  partes  iguales  para  el  míni- 
mo y  medio,  dejando  la  perpetua  para  el  m^iximo. 

^  Para  la  división  de  la  pena  núm.  18,  nos  atene- 
mos á  la  misma  regla  de  la  anterior. 

"  Uti  (jrado  de  pena  simple.  Hacemos  la  división  de 
las  penas  núms.  19,  24,  26,  29,  34,  35,  38,  53  y  65,  con 
arreglo  al  art.  83  que  es  de  lleno  aplicable. 

■^  Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á  la  perpetua 
(núm.  20).  Es  aplicable  á  esta  penalidad  lo  que  deja- 
m.os  dicho  del  mim.  17,  en  la  nota  4.*  (Ver  también  la 
nota  11.) 

*  La  penalidad  del  núm.  21  se  compone  de  tres:  ca- 
dena temporal  en  su  grado  máximo,  cadena  perpe- 
tua y  muerte,  y  es  aplicable  de  lleno  el  art.  98.  En  el 
mismo  caso  están  las  de  los  n\uns-  61  y  62. 

o  La  penalidad  del  núm.  22  se  com^pone  de  dos  pe- 
nas indivisibles,  y  se  rige  consiguientemente  por  las 
disposiciones  del  art.  81. 

En  el  mismo  caso  está  la  penalidad  núm.  63. 

^^  La  penalidad  compuesta  de  dos  grados  de  una 
pena,  ó  de  dos  grados  de  penas  distintas,  debe  re- 
girse por  lo  dispuesto  en  el  art.  83  que  consideramos 
de  lleno  aplicable:  asi  hacemos  la  división  de  los  nú- 
meros 25,  36,  40,  51,  52,  59,  69,  70  y  71. 

"  Los  arts.  81,  82,  ^*3  y  98,  no  preven  las  formas  de 
penalidad  comiírendidas  bajo  los  nvims.  31  y  32,  con- 
sistentes en  inhabilitación...  en  su  grado  máximo  d  in- 
habilitacióji  jyerpefua,  6  inhabilitación  absoluta  tem- 
poral á  la  perpetua;  por  lo  que,  para  su  división  en 
grados,  b\iscando  en  lo  posible  la  analogía  como  en 
el  caso  de  la  pena  núm.  17  A  que  se  refiere  la  nota  4.*, 
dividimos  el  período  de  inhabilitación  temporal  en 
dos  partes  iguales  para  el  mínimo  y  medio,  dejando 
la  perpetua  para  el  máximo.  En  el  mismo  caso  está 
la  pena  delniíin.  60. 

*'^  La  duración  de  la  pena  de  presidio  correccional 
es  igual  que  la  de  prisión  correccional  y  destierro,  y 
por  eso  la  aplicación  de  esta  tabla  sirve  lo  mismo 
para  una  que  para  otra  pena,  sin  más  diferencia  que 
la  superior  á  la  prisión  correccional  es  la  prisión  ma- 
yor, y  la  superior  al  destierro  el  confinamiento. 

*^  Tres  grados  de  dos  penas  distintas  (nrim.  39).  Hace- 
mos la  división  arreglándonos  á  lo  establecido  en  el 
art.  98,  y  á  la  sentencia  de  15  de  Marzo  de  1871.  En  el 
mismo  caso  están  las  penas  de  los  núms  41,  54,  56  y  72. 
—Véase  la  nota  2. 

**•  Penalidad  compuesta  de  cinco  grados,  de  dos  pe- 
nas distintas  núms.  44  y  55).  Su  aplicación  ha  de  ve- 
rificarse subdividióndose  en  tres  períodos  iguales 
con  sujeción  al  art.  83,  y  á  la  doctrina  así  consigna- 
da en  sentencia  de  3  de  Mayo  de  1873. 

*^  La  penalidad  delniím.  43  es  en  rigor  el  presidio 
correccional  en  su  grado  medio,  como  se  ve  en  la 
pena  núm.  39,  y  su  división  es  consiguientemente  la 
misma  que  la  del  núm.  35. 

Advertencias  generales  sobre  la  Tabla. 


1.*  Cuando  itna  penalidad  se  compone  de  dos  dis 
tÍ7itas,  como  las  que  en  la  Tabla  anterior  se  señalan 
con  los  núms.  8  á  15^  28,  5i,  89  á  43,  46,  48,  49,  54 
á  57,  7/,  72  y  75,  aera  para  los  efectos  Ugales,  ó  la 
mayor.,  ó  la  menor,  según  el  tiempo  que  comprenda 
el  grado  en  que  se  aplique.  Así,  por  ejemplo,  la  pe- 
nalidad 73  que  se  compone  de  dos  graS.os.  de  suS' 
pensión  y  otros  don  de  inhabilitación,  será  suspen- 
sión si  fe  impone  por  tiempo  que  no  exceda  de  seis 
aiXos;  y  será  inhabilitacióu  si   excede  de  los  seis 


años.  En  la  sentencia  deberá  expresarse  no  sólo  el 
tiempo,  sino  la  pena  correspondiente. 

2.*  Cuando  las  penas  tienen  una  misma  duración 
también  se  corresponden  en  sus  grados,  y  sirven  la» 
tablas  de  unas  i)^^<^  ^<^s  otras.  La  eadeiia,  reclu- 
sión, relegación  y  extrañamiento,  todas  duran  d& 
doce  á  veinte  años, 

3.*  También  son  iguales  el  presidio  y  prisión- 
mayores,  el  con  finamiento  y  la  inhabilitación  {Q  años- 
y  un  día  á  12  años). 

4.*  También  lo  son  el  presidio  y  prisión  correo*^ 
Clónales  y  el  destierro  (6  meses  y  un  día  á  6  años). 

Así  cuando  una  forma  de  penalidad  no  se  encuen- 
tre en  una  tabla,  puede  consultarse  la  análoga  e» 
d%ir  ación. 

Confirmación  de  la  Tabla  sinóptica. 

Aunque  la  Tabla  sinóptica  que  dejamos  in- 
serta la  hicimos  con  mucho  detenimiento  y  la 
comprobamo.s  repetidas  veces  y  por  distintos 
procedimientos,  antes  de  insertarla  en  el  Dic- 
cionario  de  Juyñsjyrii delicia  penal  que  publi- 
camos en  1874:,  tuvimos  de  nuevo  que  repasar- 
la en  1888,  con  motivo  de  atenta  carta  de  uii 
digno  suscritor  que  creía  haber  encontrado 
en  ella  alg'unas  inexactitudes  ó  errores.  Nues- 
tra satisfacción  fué  grande,  cuando,  repetida 
la  comprobación,  hallamos  bien  nuestro  traba- 
jo; y  mayor  todavía  cuando  nuestras  explica- 
ciones dejaron  completamente  satisfecho  á  tan 
ilustrado  compañero. — He  aquí  las  cartas: 

«Excmo.  Sr.  D.  Marcelo  Martínez  Alcubilla. 
Valladolid  1."  de  Febrero  de  1888. 

Muy  señor  mío  y  de  toda  mi  consideración  y 
respeto:  Aunque  sin  título  aI«'uno  que  poder 
hacer  valer  para  dirigirme  á  V.,  espero  sabrá 
dispensarme  la  libertad  que  me  tomo,  permi- 
tiéndome llamar  su  atención  acerca  de  lo  que 
luego  expresaré,  por  lo  mismo  que  su  grau 
ilustración  é  indiscutible  competencia  en  todos- 
Ios  ramos  del  Derecho,  le  harán  seguramente 
desear  que  sus  importantísimas  obras  se  hallen 
exentas  de  todo  defecto,  en  cuanto  sea  posible. 

He  observado  al  examinar  el  Cuadro  sinóp- 
tico de  penas  de  su  Diccionario,  que  las  que 
se  hallan  bajo  los  núms.  13,  14  y  15  (págs.  596 
á  602  del  t.  II,  4.*  edición),  no  se  ajustan  en 
la  duracióu  que  se  las  señala,  al  tiempo  que 
debían  comprender.  Así  en  !a  pena  núm.  13  se 
dice:  <^Grado  máximo  del  arresto  inaijor  en  stt. 
grado  medio  á  presidio  correccional  en  ait 
grado  mínimo.  t>  Y  en  la  casilla  ó  columna  deí 
tiempo  que  comprende  toda  la  pena,  se  marea 
con  relación  á  la  misma:  «El  pres^idio  corree- 
cioncd  en  sa  grado  mínimo  (de  seis  meses  y  un 
día  á  dos  años  y  cuatro  meses.)»  Eu  las  otras 
dos  que  cito,  basta,  como  en  ésta,  la  simple 
lectura,  para  comp^render  que  se  ha  padecido^ 
un  error  de  imprenta  ó  una  inadverteneiaj 
nada  extrañable. 

En  la  edición  anterior  de  su  obra  (págs.  224 
A  430,  3.^  edición)  se  hallan  dichas  penas  dala 
misma  manera  que  eu  la  actual. 
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Ciertamente  que  semejantes  erratas,  debi- 
das probaljlemeute  iV  la  imprenta,  ni  siquiera 
son  dig-nas  de  mención  en  una  obra  de  las  pro- 
porciones é  importancia  de  su  Diccionario; 
pero  por  lo  mismo  que  tiene  importancia  tan 
grande  y  justa,  como  es  una  obra  que  casi 
puede  considerarse  texto  legal,  povque  mu- 
chos Juzgados  y  Tri))unales  no  miran  otra 
para  dictar  gran  número  de  fallos,  y  el  pensar 
que  pudieran  existir  en  ella  algunos  otros 
errores  por  el  estilo  de  los  mencionados,  son 

»los  motivos  que  me  han  determinado  á  moles- 
tar su  atención,  á  fin  de  que,  si  lo  tiene  por 
conveniente,  ponga  en  el  último  tomo  las  co- 
rrecciones que  ju/.guo  oportunas. 

Con  este  motivo  tiene  el  honor  de  ofrecerse 
de  V.  afectísimo  S.  S.  Q.  S.  M.  B.-X>.  O.  de  í/.» 

A  esta  carta,  que  recibimos  en  los  momen- 
tos en  que  más  prisa  teníamos  y  en  que  más 
preocupados  estábamos  con  la  terminación  del 
tomo  VIII  y  iiltimo  de  la  cuarta  edición  del 
Diccionario  contestamos  al  Sr.  O.  de  U.  en 
6  del  mismo  mes  de  Febrero,  diciendo  que 
le  agradecíamos  su  advertencia,  que  á  la  sim- 
ple lectura  de  su  carta  nos  parecía  que  tenía 
razón,  y  que  mviy  pronto  repasaríamos  nuestro 
trabajo,  en  el  cual  habíamos  empleado  toda 
nuestra  atención  y  el  más  exquisito  esmero;  y 
en  su  caso  haríamos  las  rectificaciones  que 
fuesen  de  hacer  para  no  dar  ocasión  á  errores 
en  la  aplicación  de  la  ley  penal. 

En  efecto,  dimos  á  este  asunto  toda  la  pre- 
ferencia que  requería,  hicimos  la  comproba- 
ción de  la  Tabla,  y  en  1."  de  Mayo  dijimos  á 
nuestro  estimado  compañero  y  amigo  de  Valla- 
dolid:  que  la  Tabla  estaba  bien,  en  concepto 
nuestro;  que  para  convencerse  de  ello  bastaba 
fijarse  en  que  la  pena  núm.  13  consistía  en  el 
grado  máximo  de  la  pena  uúm.  10;  que  la  pena 
núm.  14  es  el  g'rado  müiinio,  y  la  niim.  15  el 
grado  máximo  de  la  ntim.  II;  y  que  con  las  ex- 
plicaciones que  dábamos  de  nuestro  trabajo 
en  la  pág.  595,  cap.  VI,  y  en  la  nota  segunda 
de  las  contenidas  en  la  pág.  602  i,  se  conven- 
cería, como  el  autor  del  Diccionario  estaba 
convencido,  de  que  no  había  error  en  ello. 

El  Sr.  O.,  sin  pórdida  de  momento,  nos  dio 
la  contestación  sig'uientc: 

«Excmo  Sr.  D.  Marcelo  Martínez  Alcubilla. 

Valladolid  3  de  Mayo  de  1888. 

Muy  señor  mío  y  respetable  compañero: 
Recibí  ayer  su  favorecida,  6  inmediatamente 
examiné  la  Tabla  en  donde  haliia  notado  los 
errores  que  en  un  principio  creí  existían.  Y 
con  efecto,  en  vista  de  la  suya  al  poco  tiempo, 
y  aun  á  pesar  de  mi  obcecación,  me  convencí 
de  que  el  equivocado  era  yo  y  de  que  las  pe- 
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ñas  marcadas  en  los  números  13,  14  y  15  están 
perfectamente  divididas  y  que  su  redacción  es 
clara,  aunque  me  pareció  confusa  cuando  por 
primera  vez  las  examiné.  Y  en  verdad  qua  sí 
el  g'rado  máximo  ó  mínimo,  ])or  ejemiilo,  del 
arresto  mayor  puede  constituir  una  penalidad 
divisible  en  tres  grados,  lo  propio  sucedo  con 
las  penalidades  especiales,  núms.  1:5,  1-1  y  15, 
en  que  se  trata  del  grado  máximo  ó  mínimo, 
do  penas  anteriormente  señaladas,  cuyo  gra- 
do máximo  ó  mínimo  debe  dividirse  en  los  tres 
grados  en  que,  acertadamente,  s(í  hace  en  su 
DiccioNAiuo.  Digo  esto  únicamente  para  que 
vea  que  si  estoy  conforme,  como  no  podía  me- 
nos de  estarlo,  con  sus  manifestaciones,  es  con 
conocimiento  de  causa. 

Siento  muchísimo  que  una  lamentable  equi- 
vocación mía  haya  sido  causa  de  ocupar  su 
ilustrada  atención,  haciéndole  perder  uu  tiem- 
po precioso  que  tanto  necesita  para  sus  múlti- 
ples y  arduas  tareas.  Pero  al  mismo  tiempo 
me  cong'ratulo  de  que  su  obra  no  tonga  el  pe- 
queño defecto  que  había  señalado,  aunque  en 
nada  haría  desmerecer  su  indiscutible  valor  y 
g'randísima  importancia,  y  de  que  mi  equivo- 
cación me  haya  proporcionado  el  honor  de  ver- 
me favorecido  por  las  suyas,  y  el  gusto  de  po- 
der ofrecerme  de  V.  respetuoso  y  afectísimo 
compañero,  ofrecimiento  que  reitero  poniendo 
á  su  disposición  mi  inutilidad  S.  S.  Q.  S.  M.  B. — 
D.  O.  de  U.o 

Tal  es,  pues,  la  correspondencia  que  medió 
en  1888  sobre  punto  tan  importante;  pudiendo 
tener  nuestros  lectores  la  más  completa  segu- 
ridad de  que  en  cuantas  ocasiones  hemos  com- 
probado la  Tabla  con  los  fallos  del  Tribuual 
Supremo,  la  hemos  encontrado  conforme. 

Vil.  — La  pena  de  muerte:  casos  limitados  en  que  se 
impone. 

Es  la  pena  de  muerte  la  más  g'rave  que  im- 
pone el  Códig'o,  y  se  llama  también  peHa  capi- 
tal ó  ejecución  capital.  Hablan  de  tan  terrible 
pena  los  arts.  26,  53,  89  y  103  á  101  del  Código 
penal,  así  como  la  ley  de  Enj.  criminal  en  sus 
arts.  947  á  953  y  989. 

Nuestros  legisladores,  siguiendo  las  corrien- 
tes de  la  opinión,  tributando  á  las  doctrinas  de 
ilustres  publicistas  el  respeto  que  se  merecen, 
é  inspirándose  en  los  principios  de  la  ciencia 
y  en  sus  propios  sentimientos,  han  discutido 
ya  sobro  la  abolicióu  de  la  jjena  de  muerte; 
pero  todavía  no  han  creído  que  es  llegado  el 
momento  de  decretarla.  Sin  poner  en  duda  la  le- 
gitimidad de  esta  pena,  oponiendo  al  principio 
de  la  inviolabilidad  de  la  vida,  el  principio  de 
la  legítima  defensa  de  la  sociedad,  han  cou,- 
siderado  con  razón  la  pena  de  muerte  como  la 
considera  Rossi,  un  medio  de  justicia  extre- 
mo, peligroso,  de  que  no  se  puede  hacer  uso 
sino  con  g'ran  circunspección,  y  en  caso  de 
verdadera  necesidad,  prei)arando  así  gradual_ 
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mente  el  camino  para  su  abolición  cuando  sea 
compatible  con  el  bien  público. 

Por  eso  nuestro  Código  trata  de  economizar 
tanto  la  pena  de  muerte;  pues  se  observa  que 
no  la  señala  en  caso  alguno  sola,  sino  compues- 
ta con  otra  li  otras,  para  imponerla  únicamen- 
te cuando  por  las  circunstancias  de  agrava- 
ción que  hayan  concurrido  en  el  delito  sea 
inevitable  su  aplicación.  De  manera  que  no  se 
señala  la  pena  de  muerte  para  ningún  delito 
por  g-rave  y  horrible  que  sea;  ni  para  el  parri- 
cidio, ni  para  el  asesinato,  ni  para  el  delito  de 
lesa  majestad,  siendo  necesario  para  que  se 
imponga,  que  en  los  crímenes  más  calificados 
concurran  circunstancias  de  agravación  sin 
ninguna  atenuante. 

La  forma  y  los  casos  en  que  nuestro  Código 
impone  la  pena  de  muerte  son  los  sig'uientes: 
Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á  miier- 

te,  en  los  arts.  138  y  418. 
Cadena  perpetua  á  m,uerte,  en  los  arts.  136, 

137, 142,  417  y  516. 
Reclusión  temporal   en  su  grado  ináximo  d 

muerte,  en  los  arts.  153,  158,  163,  184,  nú- 
mero 1.°,  y  244. 
Reclusión  temporal  á  muerte,  en  los  arts.  163, 

184  y  244. 
Y  reclusión  perpetua  á  muerte,  en  el  art.  153. 

Ha  habido,  pues,  en  nuestro  Código  toda  la 
moderación  que  podía  desearse  para  evitar  la 
frecuencia  de  ejecuciones  capitales  qixe  ve- 
nían á  dar  fuerza  á  los  argumentos  de  los  abo- 
licionistas, y  tanto  más  se  hace  resaltar  esta 
moderación,  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto 
en  los  arts.  947  á  953  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  según  los  cuales  se  considera 
admitido  de  derecho  el  recurso  de  casación  en 
las  causas  que  se  imponga  la  pena  de  muerte, 
debiendo,  si  no  es  apreciado,  implorarse  de 
oficio  la  gracia  de  indulto  cuando  algún  moti- 
vo de  equidad  lo  aconseje,  ó  cuando  por  algu- 
na circunstancia  pueda  hacerse  acreedor  á 
ella  el  sentenciado. 

Y  en  verdad  que  más  allá  no  se  podía  hoy 
llevar  la  transacción  con  el  principio  abolicio- 
nista. Se  ha  concedido  cuanto  podía  conceder- 
se; más  todavía,  teniendo  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias del  país,  sus  costumbres,  su  his- 
toria legislativa  y  su  estadística  criminal.  Y 
es  que,  como  decía  el  Ministro,  autor  de  la  ley 
de  18  de  Junio  de  1870,  en  su  preámbulo,  ante 
los  grandes  respetos  que  merece  la  vida  hu- 
mana, ante  el  peligro  de  que  por  mala  inteli- 
gencia de  la  ley  se  pueda  imponer  y  ejecutar 
una  pena  terrible  é  irreparable,  ante  la  posi- 


bilidad de  que  un  reo,  por  despecho,  por  horror 
ala  vida,  por  alcanzar  una  celebridad  funesta, 
por  desesperación,  por  un  verdadero  vértigo, 
no  quiera  interponer  el  recurso  de  casación,  ó 
que  por  indisculpable  omisión  de  sus  represen- 
tantes deje  de  utilizar  los  términos  señalados 
para  acudir  al  Tribunal  Supremo,  se  ha  pres- 
cindido del  rig'orismo  de  los  principios,  y  con- 
sultando sólo  motivos  humanitarios ,  se  ha 
abierto  por  ministerio  de  la  ley  un  procedí*- 
miento  excepcional,  en  el  que  se  han  escogi- 
tado todo  g'énerode  precauciones,  para  que  en 
el  caso  triste  de  que  la  sociedad  teng-a  que 
ejeicitar  el  derecho  de  castigar,  llevándolo 
hasta  su  último  límite  que  es  la  pena  de  muer- 
te, no  quede  el  menor  recelo  de  que  se  ha  lle- 
vado también  hasta  su  último  limite  el  uso  de 
los  medios  con  que  cuenta  para  averiguar  la 
verdad  y  realizar  la  justicia. 
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ciones anteriores;  p.  932. 
Tít.  III.  — Delitos  contra  el  orden  piiblico;  p.  932. 
—Cap.  i.— Kebelión;  p.  932. 

—  Cap.  II.— Sedición;  p.  933. 

—  Cap.  III.— Disjjosiciones  comunes  á.  los  dos  capí- 

tulos anteriores;  p.  933. 

— Cap.  IV.  De  los  atentados  contra  la  autoridad  y 
sus  agentes,  resisteniia  y  desobediencia;  p.  934. 

— Cap.  V. — De  los  desacatos,  insultos,  injurias  y 
amenazas  á  la  autoridad,  y  de  los  insultos,  inju- 
rias y  amenazas  á  sus  agentes  y  á  los  demás  fun- 
cionarios públicos;  p.  934. 

— Cap.  VI.— Desórdenes  públicos;  p.  935. 

—Cap.  VII. — Disposiciones  comunes  á  los  tres  capí- 
tulos anteriores;  p.  935. 
Tít  IV. — De  las  lalsedades;  p.935. 

—  Cap.  I.— De  la  falsificación  de  la  firma  ó  estampi- 

lla Real,  firma  de  los  Ministros,  sellos  y  marcas; 
p.935. — Sec.  1.*  De  la  falsificación  déla  firma  ó 
estampilla  Real  y  firmas  de  los  ministros;  p.  935, 
Sec.  2.'*  De  la  falsificación  de  sellos  y  marcas;  pá- 
gina 935. 

—  Cap.  II. — De  la  falsificación  de  moneda;  p.  936. 

— Cap.  III. — De  la  falsificación  de  billetes  de  Ban- 
co, documentos  de  crédito,  papel  sellado,  sellos 
de  telégrafos  y  correos,  y  demás  efectos  timbra- 
dos, cuya  expendición  esto  reservada  al  Estado; 
página  936. 

—  Cap.  IV.—De  la  Falsificación  de  documentos;  p.  937. 

Sec.  1.*  De  la  falsificación  de  documentos  públi- 
cos, oficiales  y  de  comercio,  y  de  los  despachos 
telegráficos;  p.  937.— Sec.  2.*  De  la  falsificación 
de  documentos  privados;  p.  937.— Sec.  3."^  De  la 
falsificación  de  cédulas  de  vecindad  y  ceítifica- 
dos;  p.938. 

—Cap.  V.— Disposiciones  comunes  á  los  cuatro  ca- 
pítulos anteriores;  p.  938. 

—Cap.  VI.— De  la  ocultación  fra\idulenta  de  bienes 
ó  de  industria,  del  falso  testimonio  y  de  la  acu- 
sación y  denuncias  falsas;  p.  938. 

— Cap.  VII. — De  la  usurpación  de  funciones,  calidad 
y  títulos  y  uso  indebido  de  nombres,  trajes,  in- 
signias y  condecoraciones;  p.  939. 
Tít.  %.  -De  la  infracción  de  las  leyes  sobre  inhuma- 
ciones, de  la  violación  de  sepulturas  y  de  los  de- 
litos contra  la  salud  pública;  p.  940. 

—  Cap.  I.— De  la  infracción  de  las  leyes  sobre  inhu- 

maciones y  de  la  violación  de  sepulturas;  p.  940. 

—Cap.  II.— De  los  delitos  contra  la  salud  pública; 
página  940. 
Tít.  Wi.— De  los  juegos  y  rifas;  p.  940. 
Tít.  %'C3  —De  los  delitos  de  los  empleados  públicos 
en  el  ejercicio  de  sus  cargos;  p.  941. 

— Cap.  I.- Prevaricación;  p   941. 

— Cap.  II. — Infidelidad  en  la  custodia  de  presos;  pá- 
gina 941. 

—Cap.  III.  — Infidelidad  en  la  cxistodia  de  documen- 
tos; p.941. 

—  Cap.  IV.—De  la  violación  de  secretos;  p.  942. 

— Cap.  V. — Desobediencia  y  denegación  de  auxilio; 
página  942. 


—  Cap.  VI.— Anticipación,  prolongación  y  abando- 

no de  íunciones  pViblieas;  p.  942. 
—Cap.  VII.— Usurpación  de  atribuciones  y  nombra- 
mientos ilegales;  p.  943. 

—  Cap.  VIII. — Abusos  contra  la  honestidad;  p.  943. 
— Cap.  IX.— Cohecho;  p  943. 

— Cap.  X. — Malversacii')n  de  caudales  públicos;  p.944. 

—  Cap.  XI.— Fraiides  y  exacciones  ilegales;  p.  944. 

—  Cap.  XII.  — Negociaciones   prohibidas  á  los   em- 

pleados; p.  945. 

—  Cap.  XIII.— Disposición  general;  p.  945. 
Tit.  Víll. — Delitos  contra  las  personas;  p.  945, 

—  Cap.  i.— Parricidio;  p.  945. 

—  Cap.  IJ .  -  Asesinato;  p.  945. 

—  Cap.  III.— Homicidio;  p,  945. 

—  Cap.  IV. — Disposiciones  comunes  á  los  tres  capí- 

tulos anteriores;  p.  945. 

—  Cap.  V.— Infanticidio;  p.  945. 

—  Cap.  VI.— Aborto;  p.  946. 

—  Cap.  VTI.— Lesiones;  p.  946. 

— Cap.  VIH. — Disposición  general;  p.  947. 

—  Cap.  IX.- Duelo;  p.  'J47. 

Tít.  IX.— Delitos  contra  la  honestidad;  p,  947. 
—Cap.  I.— Adulterio;  p.  947.  .;:íf5 

—Cap.  II.  — Violación  y  abusos  deshonestos;  p.  948. 

—  Cap.  III.  — Delitos  de  escándalo  público;  p.948.     '¡^ 

—  Cap.  IV. — Estupro  y  corruxjción  de  menores;  p.948. 

—  Cap.  V.— Rapto;  p.  948. 

—Cap.  VI.— Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
anteriores;  p.  949. 
Tit.  5t.— De  los  delitos  contra  el  honor;  p.  949,  '¿^^ 
-Cap.  I — Calumnia;  p.  949.  ^ 

—  Cap.  II.  — Injurias;  p.  949.  j 

—  Cap.  III.— Disposiciones  generales;  p.  950. 

Tit.  XI.— Delitos  contra  el  estado  civil  de  las  perso- 
nas; p.  950. 
—Cap.  i.— Suposición  de  partos  y  usurpación  del  es- 
tado civil;  p.  950. 

—  Cap.  II.— Celebración   de   matrimonios  ilegales; 

página  950. 
Tit.  X*l. — De  los  delitos  contra  la  libertad  y  seguri- 
dad; p.  951. 

—  Cap.  i.— Detenciones  ilegales;  p.  951. 

— Cap.  II. — Sustracción  de  menores;  p.  951, 
— Cap.  III. — Abandono  de  niños;  p.  951. 

—  Cap.  IV. — Disposición  común  á  los  tres  capítulos 

precedentes;  p.  951. 

—  Cap.  V.— Allanamiento  de  morada;  p.  951. 

— Cap.  VI.— De  las  amenazas  y  coacciones;  p.  952. 

—Cap.  VII.— Descubrimiento  y  revelación  de  secre- 
tos; p.  592. 
Tit.  Xlll.— De  los  delitos  contra  la  propiedad;  pá- 
gina 952. 

— Cap.  I.— De  los  robos;  p.  952. 

— Cap.  II.— De  los  hurtos;  p.  954. 

— Cap.  III — De  la  usurpación;  p.  954. 

—  Cap.  IV.— Defraudaciones.- Sec.  1.*  Alzamiento, 

quiebra  ó  insolvencia  punibles;  p.  954.— Sec.  S.*- 
Estafas  y  otros  engaños;  p.  955. 
— Cap.  V. — De  las  maquinaciones   para  alterar  el 
precio  de  las  cosas;  p.  956. 

—  Cap.  VI.— De  las  casas  de  préstamos  sobre  pren- 

das; p.  957. 

—  Cap.  Vil. "Del  incendio  y  otros  estragos;  p.  957, 
—Cap.  VIII.— De  los  daños;  p.  958. 

— Cap    IX.— Disposiciones  generales;  p.  958. 
Tit.  XI*',-  De  la  imprudencia  temeraria;  p.958. 
Tit.  XV.— Disposiciones  generales;  p.958. 

LIBRO  TERCERO.— De  las  faltas  y  sus  jfenas. 
Tit.  I De  las  faltas  de  imprenta  y  contra  el  orden 

público;  p.  9-"p9. 
—Cap.  I.— De  las  faltas  de  imprenta;  p.  959. 
—Cap.  II.— De  las  faltas  contra  el  orden  público; 

pág.  959. 
Tit.  II.— De  las  faltas  contra  los  intereses  generales 

y  régimen  de  las  poblaciones;  p.  960. 
Tit.  III.  — De  las  faltas  contra  las  personas;  p.  961, 
Tit.  IV.—De  las  faltas  contra  la  propiedad;  p.  962. 
Tit.  V.— Disposiciones  comunes  alas  faltas;  p.  963. 

Disposición  final;  p.  964. 

Dl«poHlci«ncs  posterloros. 

Leyes,  decretos  y  órdenes  sobre  indiilto,  interdic- 
ción, civil,  aplicación  del  Código,  rectificación  de 
erratas,  delitos  políticos  y  contra  el  orden  público, 
ejecución  de  la  pena  de  muerte  y  de  otras,  modifica- 
ción de  artículos,  protección  de  niños  menores  de 
dieciséis  años,  responsabilidades  pecuniarias,  abono 
de  prisión  sufrida,  alcoholes  nocivos,  etc.,  etc.;  pá- 
ginas 964  á  980. 
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Repertorio  alfabético. 

Abandono:  He  destino  ó  fiineiones  públicas;  arts.  387 

y  116.— De  educación  de  los  hijos;  603.— De  niños:  501 

á  503  y  603  ';  26  Julio  1>)78. 
Abastos;  593. 
Abogados:  abusos,  etc.;  371,  872  y  379. 

Abono  de  prisión  sufrida V.  Prisión. 

Aborto  (delito  de;:  425  á  428. 

Abuelos.— V.  Infanticidio:  Parentesco:  Parricidio. 

Abuso  de  superioridad;  10,  núm.  9.°— De  confianza; 

Ídem  núm.  10. 
Abusos  de  eclesiásticos;  144,  279,  314,  314,  373,  375  y  392. 
Abusos  deshonestos;  394,  395  y  454. 
Acción  penal:  No  la  extingue  el  perdón  de  la  parte  en 

los  delitos  que  se  persiguen  de  oficio;  21 Sobre  su 

preserijición;  132. 
Acciones  y  omisiones  voluntarias;  1.°  y  siguientes. 
Actos  públicos:  Turbar  gravemente  el  orden  en  ellos; 

£^l  í   Sil  ¿i O. 

Acusación  ó  denuncia:  Pena  de  la  calumniosa,  etc.;  338 

a  342. 
Adioinaciones  y  otros  abusos  de  credulidad;  606. 
Adopción:  Impedimento  para  el  matrimonio;  491. 
Adulterio;  138,  448  á  4.52. 
Aguas;  618. 

Alcoholes  impuros;  3  Noviembre  1887. 
Alevosía;  )ü,  niim.  2."  y  418  y  431,  núm.  4." 
Alimentos  á  hijos  ilegítimos;  464. 
Alumbrado  público;  598. 

Mzamiento,  quiebra  é  insolvencia  punibles;  536  á  546. 
Allanamiento  de  viorada;2lo  y  504  A  506.— De  la  del  Eey ; 
161.— De  las  Cortes;   167.— Del   Consejo   de  Minis- 
tros; 178. 
Amancebamiento:  452. 

Amenazas  y  coacciones:  507  á  511  y  604,  núms.  3."  y  4.» 
ídem  que  constitiiyen  desacatos  íi  diputados,  se- 
nadores, autoridades,  etc.;  174, 175, 179, 180,  266,  á  270. 
Al  Rey;  161  y  162.— V.  Autoridad. 
Amos:  Eesponsabilidad  subsidiaria;  21. 
Amnistía;  132. 
Animales  dañinos;  599  y  610. 
Anticipación  de  funciones  públicas;  384  y  386. 
Apoderamiento,  con  violencia,  de  cosa  del  deudor,  et- 
cétera; 511. 
Aprendices:  21. 
Apuestas;  b^. 

Arbitrio  jv.á.icia.\  para  el  castigo  de  las  faltas;  620. 
Arboles:  Cortarlos  en  heredad  .ajena,  haciendo  daño; 

6:7. — V.  Daños. 
Archiveros:  Infidelidad  en  la  custodia  de  documen- 
tos; 375  á  377. 
Argolla  (Pena  de):  suprimida;  p.  649  del  t.  I. 
Armas:  Su  uso  sin  Ucencia;  591  y  604.-Dispararlas, 
segúji  los  casos;  123  y  587.— Llevarlas  en  el  robo;  521 
y  siguientes,  etc.— En  las  manifestaciones   ó  re- 
uniones; i96. 
Armisticio.— V.  Tregua. 
Arrebato  y  obcecación;  9.°,  núm.  7.°    " 
Arresto  maiior:  26,  29,  62,  89,  97,  118  y  134. 
Arresto  menor:  26,  29;  97,  118  y  134. 
Asesinato:  16,  418  y  424. 
Asociaciones  ilícitas:  Sociedades  secretas;  198  á  203.— 

V.  Reuniones. 
Astucia,  fraude  y  disfraz;  10,  núm.  8.° 
Atentados  contra  la  autoridad,  desacatos,   y  otros 

desórdenes  públicos;  263  y  siguientes. 
Autores  de  delito.  Su  responsabilidad,  etc.;  13  14,  64. 

67,  127  y  465. 
Autoridad  pública:  atentados,  resistencia,  desobe- 
diencia, desacatos,  insultos  y  amenazas;  263  A  279. 
Falta  de  respeto  y  obediencia;  5S8  y  5S9— Sus  debe- 
res en  caso  de  alteración  del  orden  público;  260. — 
Delinquir  ante  la  autoridad;  10,  núm.  19. — Estupro; 
468.  ^     ' 

Auxilio  de  gente  armada;  10,  núm.  14. 
Bandos:  Penalidad  que  en  ellos  piiede  establecerse; 

625. 
Banqueros  y  dueños  de  casas  de  juego;  358. 
Baños:  Quebrantar  las  reglas  de  decenci 

dad;  596. 
Bienes:  Ocultación  punible;  381  y  siguientes. 
Bigamia;  455  y  186. 
Billetes  de  Banco:  falsificación;  803  y  siguientes. 


cía  y  seguri- 


<  Los  números  de  este  índice  alfabético  se  refieren  á  los 
artículos  del  Código,  aun  cuando  no  se  exprese.  Las  leyes, 
decretos  y  órdenes  se  indican  por  su  fecha  y  están  dentro 
del  artículo  en  su  lugar  cronológico,  antes  ó  después  del 
Código. 


Balas:  Ejecutar  ilegalmente  bulas,  breves,  rescrip- 
tos, etc.;  144  á  146. 

Cadáveres  (Delitos  de  exhumación  ó  violación  de  se- 
pulcros, etc.);  350,  355  y  596,  núms.  5."  y  6." 

Cadena  2>erpetua;  26,  29,  51,  89,  94,  96,  106  á  109  y  134. 

Cadena  temporal;  26,  29,  57,  89,  97, 106  k  109  y  131. 

Calumnia:  Lo  que  es,  penas,  etc.;  167  á  170  v  133.-I 
418  4  452.  f  ,  ,  í 


-ídem. 


Calles  y  plazas:  Faltas  de  policía;  596,  núm.  7.°;  599, 
núms.  5.°  á  8.°  ¡r  ,        ,  ,         , 

Cargos  públicos:  Anticipación,  prolongación  y  aban- 
dono; 384  á,  387. — De   elección   popular,   rehusar   su 

aceptación;  383. 
Carruajes  públicos;  599  y  610. 
Casa  habitada:  Cuál  es;  523  y  E.  O.  18  Enero  1861. 
Casas  de  préstamos;  559  á  560.  J 

Castigos  arbitrarios:  Impuestos  por  funcionarios  y 

autoridades;  204  y  siguientes. 
Castración  (Delito);  429. 
Caución  (Pena);  26,  29,  44,  50  y  509. 

Co2a  y  j«sca:  Infracciones;  582,  608  y  615;  nota  al  ar- 
ticulo 7.°,  pág.  908. 
Cédulas  personales  (Falsificación);  320  á  325. 
Cencerradas:  Tomar  parte  en  ellas;  589. 
Certificados:  Falsificación;  320  y  siguientes. 
Circunstanciasen  los  delitos;  eximentes;8.'' -Atenuan- 
tes y  agravantes:  9.°,  10,  78  á  98  y  580. 
Coacciones  personales;  507  á  511  y  604. 
Código  civil:  Aplicación  del  penal  cxiando  se  refiere 
á  disposiciones  del  civil;  art.  3.°  del  E.  D.  22  Sep- 
tiembre 1818,  p.  903. 
Cohecho;  Abuso  ü  omisión  de  empleado  por  dádiva  6 

promesa;  396  á  101. 
C'oíí'í/ac/OKes:  Para  encarecer  ó  ab.iratar  abusivamen- 
te el  precio  de  las  cosas;  556. 
CoTnerfiantes;  .540. 
Comiso:  En  casos  de  delito;  26  y  63.— En  las  faltas;  622 

y  623. 
Cómplices:  Quiénes  lo  son,  etc.;  11,  15,  68,  70,  72,  76,  77, 

127,  465  y  541.— De  faltas;  62i. 
Concursados:  .512,  543,  514,  545,  546  y  621. 
Confesión:  Cuando  hay  dos  reos  de  muerte  y  uno  es 
confeso,  debe  igualárseles  la  pena;  D.  11  Diciem- 
bre 1870. 
Confinamiento  (Pena);  26,  29,  61,  89,  90,  97,  116  y  129. 
Conspiración  para  el  delito;  4.°,  139,  15s.  163,  249  y  254. 
Constitución  (delitos  contra  la);  157  y  siguientes. 
Contrabando:  Nota  al  art.  7.°,  p.  908. 
Contratos  simulados  en  perjuicio  de  tercero;  651. 
Correspondencia  (Interceptación  ó  apertura  de);  218 

á  220. 
Corrupción  de  menores;  459  y  468  á  466. 
Cortes  (Delitos  contra  las);  165  y  siguientes. 
Costas  y  gastos  del  juicio;  26  y  47  á  52. 
Costumbres:  Ofensas  graves  al  pudor  y  alas  costum- 
bres; 156,  1.57,  581,  núm.  4."  y  586,  núm.  2.» 
Criados,- 21,  458  y  600. 

cuadrilla;  10,  circunst.  15,  517,  518,  522  y  576. 
Ciiiíos;  Delitos  relativos  á  su  libre  ejercicio;  236  á  212. — 

Faltas;  586. 
Da¡\os:  Delitos;  5.30,  .575  á  580.-Faltas;  .585.  610,  611  y 
619. — Irretponsabilidad;  8.**,  núms.  7  y  8  y  85. — Re- 
p.aración:  121,  123  y  125. 
Deber  (Cumiílimiento  de);  Como  exención  de  respon- 
sabilidad; 8.°,  núm  11. 
Defensa:  Propia  y  de  sus  bienes  j^  de  parientes,  etc.; 

exención  de  responsabilidad;  b." 
Defraudaciones  y  estafas;  336  á  646,  547,  649,  554,  580,  592: 

593,  606  y  622. 
Degradación;  26,  54  y  120.— De  eclesiásticos  y  militar; 

nota  al  art.  120. 
Delito  y  falta.  — Apreciación  de  los  hechos  que  son 
susceptibles  de  diferentes  grados  de  culpabilidad; 
E.  D.  22  Septiembre  1848.— Su  definición,  etc.;  1."  á 
7.**. — Consumado,  frustrado  y  tentativa;  3.**  y  5.*', 
66,  158,  163,  122  y  519. 
Delitos  cometidos  de  nuevo  durante  una  condena; 
131. 
— Electores;  26  Junio  y  5  Noviembre  1890. 
— Militares;  7.**  y  su  nota. 
—Políticos:  Se  definen;  15  Febrero  1873. 
— No  sujetos  á  las  disposiciones  del  Código;  7."  y  su. 
nota. 
—  Graves  y  menos  graves;  6.° 
—Privados;  21. 
Demejicia  después  del  delito  y  después  de  la  senten- 
cia; 101  y  E.  O.  de  13  de  Enero  de  1861.— Dejar  vagar 
á  un  loco   por  las  calles  y  sitios  públicos  sin  vigi- 
lancia; 599,  núm.  2.° 
Denegación  de  auxilio  á  la  autoridad;  380  á  382. 
Denuncia  calumniosa;  438,  418  y  452. 
Dependientes;  21. 
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Deportación;  222. 

Liepósito:  54H,  iiúni.  5.° 

Depósito  necesario...  Pena  del  quebrado  que  no  le 
restituye;  546, 

Derecho  de  gentes:  Atentados  contra  monarcas  ex- 
tranjeros ó  sus  representantes,  piratería,  etc.;  153 
y  154. 

Derechos  individuales  (Delitos  contra);  189  y  sigts. 

Derechos:  La  jirivacióu  establecida  en  forma  penal 
por  las  lei'es  civiles  no  se  reputa  pena;  25. 

Desacatos  y  desobediencia.— V.  Autoridad. 

Desobediencia;  380  y  siguientes. 

Desórdenes  públicos;  271  á,276  y  588. 

Despoblado;  10,  nvim.  15,  517  y  522. 

Destierro  (Pena);  26,  29,  30,  89,  97,  116,  129  y  134. 

Destrurciún  ó  alteración  de  mojones  ó  señales  desti- 
nadas A  fijar  los  términos  de  los  pueblos  ó  pre- 
dios; 635. 

Detenciones  ilegales;  495  á  497.  503,  210  y  si^ts.;  221  y 
222. — Preventivas;  25. — De  senadores  y  dix^utados; 
177. 

Dignidad  (Desprecio);  10,  nvim.  20. 

Discípulos;  21. 

Disfraz. — V.  Astucia, 

Disparo  de  armas;  423  y  587. 

Divorcio:  Kfectos  de  la  ejecutoria  para  lo  penal;  451. 

Í>ofUíHe/i/os  (Infidelidad  en  la  custodia  de);  375  á  377, 
Falsificación.— V.  Falsedades. 

Dote  de  la  estuprada,  etc.;  464.— De  la  mujer  que  hu- 
biera contraído  de  buena  fe  matrimonio  ilegal;  494. 

Duelo  ó  desafio;  439  á  447,  174,  180  y  268. 

Duración  de  las  penas;  29  á  31.— Tabla  de  la  división 
en  grados  y  su  duración;  p.  990. 

Eclesiásticos:  Disposiciones  especiales  sobre  delin- 
cuencia y  penalidad:  40,  144,  279,  314,  373,  375  y  392. 

Edad:  Su  influencia  en  la  atenuación  ó  gravación  de 
las  penas;  S,  9,  10,  19,  86,  109  y  131. 

Edificios  ruinosos;  601. 

Efecto  retroactivo;  2,  22  y  23;  17  Septiembre  1870, 

Ejecución  de  las  penas. — V.  Penas. 

Elecciones  (Delitos);  250  y  271;  26  Junio  1890,  5  Noviem- 
bre ídem. 

Embriaguez:  Circunstancia  atenuante;  9.^*,  núm.  6.° — 
Ca\isando  escándalo;  589,  núm.  3.° 

Emigración  punible;  152 

Empefío  de  cosa  ajena  fingiéndose  dueño;  550. 

Empleados  públicos:  Delitos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,  etc.;  204 á 235,  261  y  361  á  4l5. — Quiénes  se  re- 
putan empleados  para  los  efectos  de  la  ley;  416. 

Enmiendas  en  el  Código;  1.°  Enero  1871. 

Encubridores  de  delito:  Quiénes  son,  su  pena,  etc.;  16, 
17,  69,  71,  73  A  77. 

Ensañamiento;  10,  núm.  6.",  127,  418  y  431,  núm.  4.** 

Escalamiento;  10,  niim.  21,  521  y  525. 

Escalas  graduales:  Doctrina  sobre  su  formación,  res- 
pecto de  todas  las  penas  simples,  compuestas  y 
fraccionadas;  92  y  p.  981. — Escalas  1.*  á  la  60;  ps.984 
¿988. 

Escándalo  piiblico  (Delitos  de);  455  á  457. 

Estado  (Delitos  contra  eli;  136 á  156.— Civil. — V.  Supo- 
sición. 

Estafas  y  otros  engaños;  547  á  554. 

Estragos:  .561  y  siguientes. 

Estupro;  458  y  463. 

£xnt"c;o»fiSÍlegales:  Por  empleados:  223  ¿227  y  411  á414. 

Exequátur:  Sobre  ejecución  de  bulas,  breves,  etc.,  sin 
los  requisitos  legales;  144  y  su  nota. 

Exhumaciones  de  cadáveres  humanos,  etc.;  349  y  350. 

Exposiciones  de  niños,   qiiebrantando  los  reglamen- 
tos; 603,  núms.  9.^  y  10, 
—De  los  Tribunales  al  Gobierno;  2." 

Expropiación  ilegal  por  fiincionario  público;  228. — 
V.  Posesión. 

Extinción  de  responsabilidad;  132  á  135. 

Extranjeros;  140. 

Extrañamiento  perpetuo;  26,  29,  56,  89,  90,  94  y  112,— 
Temporal;  26,  29,  60,  í-9,  90,  97  y  112. 

Facnlfativos:  Abusos  de  profesión;  323,  428  y  4S4.— Fal- 
tas; 599. 

ií'aisedaí/es  en  elecciones  populares;  199  á  201.— De  la 
firma  ó  estampilla  del  Rey;  280  á  282.— De  sellos  y 
marcas;  2'*3  A  293.— De  marcas  ó  sellos  particula- 
res; 291. — De  moneda;  294  á  302.  — De  billetes  de  Ban- 
co, papel  del  Estado  y  sellado;  303  á  313. — De  docu- 
mentos públicos,  oficiales  y  de  comercio;  314  á  317. 
De  documentos  privados;  318.— De  cédulas  de  ve- 
cindad y  certificados;  320  A  325. —Disposiciones  co- 
munes; 326  A  3.30. 

Ealso  testimonio;  332  y  siguientes. 

Faltas:  Definición;  1.°— Castigo;  5.",  6.*^  y  66.— Pres- 
cripción; 123.  — Faltas  de  imprenta;  584.  — Faltas 
contra  el  orden  público;  585  á  591. — Faltas  contra 


los  intereses  generales  y  régimen  de  las  poblacio- 
nes; 592  A  601. —Faltas  contra  las  personas;  602  A  605. 
—Faltas  contra  la  propiedad; 606  A  619.— Disposicio- 
nes comiines  A  las  faltas;  62U  A  626. 

Favia  pública;  463. 

Farmacéuticos;  595. 

Ferrocarriles:  Es  delito  contra  el  orden  público  el 
ataqtie  A  trenes,  levantamiento  de  losraiis,  corta- 
duras de  piientes,  etc.,  penalidad  y  competencia; 
decreto  21  Enero  1874,  en  relación  con  el  art.  572. 

Finqirse  autoridad,  funcionario,  profesor,  etc.;  342 
A  348. 

Fondas,  confiterías,  panaderías,  tabernas,  etc.:  Fal- 
tas de  adulteración  de  comestibles  y  bebidas,  etc.; 
595 Otras  faltas;  600. 

Forma  de  Gobierno  (Delitos  contra  la);  181  A  187. 

Fraudes  y  exacciones  ilegales;  411  á  414. 

Fuerza  irresistible;  10,  núm.  9. ''—Armada;  10,  núm.  14, 
170  A  172. 

Fuga  de  presos:  connivencia;  274,  373  y  374. 

Ganados:  Daños  en  heredades;  611,  612  y  613, 

Ganzúas. — V.  Llaves, 

Gobierno.— Y.  Forma  de... 

Guardia  civil  (Resistencia  A  la);  1.'*  Abril  1874. 

Guerra:  Responsabilidad  por  su  provocación,  etc.; 
136,  138,  143,  147  y  151. 

Heridas. — V.  Lesiones, 

Higiene:  Reglamentos  y  bandos;  595,  niim.  9.** 

Homicidio  (con  circunstancias  más  ó  menos  graves); 
419  A  422.— V."  Infanticidio:  Parricidio:  Asesinato: 
Robo. 

Honor  (delitos  contra);  467  y  siguientes. 

Honestidad.— Y .  Abusos:  Adulterio. 

Hospitales:  reclusión  de  enajenados;  8.°,  núm,  1.° 

Hurtos;  20,  530  A  533  y  606. 

Ignominia;  10,  núm.  12. 

Imbecilidad;  H.",  núm.  1  °;  19  y  101. 

Imprenta:  Responsabilidad,  agravación  de  delitos,  et- 
cétera; 7  y  su  nota;  10,  circunstancia  5."^;  12,  14,  203, 
457  y  5s2  A  584. 

Imprudencia;  581  y  605. 

ImpueHos.—Y .  Exacciones. 

Incntdios  etc.;  561  A  564  y  614,  circunstancia  agravan- 
te lU,  núms,  4.''  y  13;  418  y  431,  601,  614  y  615. 

Indemnización  de  perjuicios:  Lo  que  comprende,  su 
regulación,  acción  para  reclamar,  etc.;  121  A  124  y 
siguientes  y  su  nota. 

Indultos; -HoM,  ^ol,  132  y  213,  núm.  8.^— Ley  24Mayo-18 
Junio  1870;  5  Julio,  12  y  14  Diciembre  1870;  12  Enero 
y  17  Febrero  lfe7"4:  15  Marzo  1875;  2o  Febrero  y  22  Abril 
18>s9. 

Infanticidio  ó  muerto  de  un  recien  nacido;  424. 

Infidelidad  en  la  custodia  de  presos;  373  y  374,— De  do- 
cumentos; 375  A  377. 

Inhabilitación  (pena  de);  26,  28,  29,  32,  33,  40,  45,  46,  90  y 
129.— Kfectos  de  la  inhabilitación  y  suspensión; 
nota  al  art.  44. 

Injurias;  470  A  482  y  605.— Siendo  al  Rey;  161  y  162^— 
Siendo  A  los  Cuerpos  colegisladores  ó  Ministros;  173, 
176,  179  y  ISO.— Sobre  la  concesión  de  licencia  para 
perseguir  las  causadas  eu  juicio;  482  y  su  nota. — 
Lesiones  para  injuriar;  493. 

Insignias  ó  condecoraciones:  Su  uso  indebido  y  de 
uniforme  ó  traje  propios  de  cargos  que  no  se  ejer- 
cen, etc.;  348. 

Insolvencia  punible.— V.  Quiebra. 

Intención  criminal;  9.'',  núm.  3.** 

Interdicción  civil:  Lo  que  es,  etc.;  26,  43,  54,  5í  y  466; 
ley  24  Mayo  18  Junio  1870,  art.  4,° 

Intervalos  de  TAzón;  8.° 

Intrusos  en  el  ejercicio  de  profesiones  que  exigen  ti- 
tulo; 343  y  591.  ^    ,,^       .„, 

Inundación,  incendio  y  veneno;  10,  num.  4.   ;  418  y  ■feíl. 

Juegos  prohibidos:  Casas,  jugadores;  358  A  3bO,  542 
y  594. 

Jííradí)-?;  responsabilidad;  383  ^,  ■,- 

Juzgados  de  Guerra:  Aplicación  por  ellos  del  Cócligo 
penal;  22  Noviembre  1870,  14  Octubre  1873,  i  Mayo 
1874,  31  Enero  y  13  Febrero  1875. 

Lesa  majestad  (delito  de);  157  á  164. 

Lesiones  corporales:  Castrar,  mutilar,  herir,  golpear, 
maltratar  de  obra;  429  A  438,  602  y  603. 

Let¡es  especiales;  7.*'  y  su  nota. 

Libertad  de  enseñanza:  Abusos;  202. 

/wW/u-ías  administrativas;  597. 

Lindrs  de  los  pueblos  y  heredades  (alteración  de);  5íi&. 

Locura  ó  demencia;  8.«,  19  y  101.— V.  Demencia. 

7,oírí-K/í  no  autorizadas;  359  y  360. 

7.w(/íf/-  habitado:  Lo  que  por  tal  se  entiende;  5¿o  y  Real 
nrdon  13  Enero  1664.- Sagrado;  10,  núm.  19. 

Lujo;  542.  ^. 

Llaves  falsas,  ganzúas,  etc.;  521,  525,  528  y  o<áy. 
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Maestros:  responsabilidad;  21,  Í5&y  465. — Lesiones;  434. 

Madres. — V.  Infanticidio. 

Malversación  de  caudales  piiblicos;  405  á410. 

Manceba  de  hombre  casado,  con  escándalo;  452. 

Manifestaciones  pimibles;  168. 

Maquinaciones  para  alterar  el  precio  de  las  cosas;  555 

k  55tí;  falta,  593. 
Marcas  industriales;  291  y  su  nota;  552  y  su  nota. 
Máscaras;  591. 

Matrimonios  ilegales;  455  y  486  á  494.— Faltas;  603. 
Medicamentos  deteriorados,  etc.,  etc.;  353,  y  núm.  1.° 

del  art.  595. 
Médicos:  Aborto. — V.  Facultativos. 
Mendicidad:  Pedir  habitualmente  limosna  sin  licen- 
cia de  la  autoridad;  p.  902,  nota. 
Menor:  Abuso  de  su  impericia  ó  pasiones,  haciéndole 
otorgar  alguna  obligación,  descargo,  etc.,  etc.;  553. 
— V.  Matrimonios:  SxTstracción:  Circunstancia  ate- 
nuante: Abandono  de  niños,  etc. 
Militares:  Cumplimiento  de  condenas  impuestas  por 
.  la  jurisdicción  ordinaria;  14  Octubre  l?i73;  7  Mayo 
1874;  31  Enero  y  13  Febrero  1875  y  las   que  se   citan 
por  nota. 
Miedo;  8.°,  núm.  10;  19. 
Ministerio    fiscal    (Desacato   al);    277.  —  Hepresenta- 

ción;  463. 
Ministro  eclesiástico;  144, 279  y  458. 
3íinistros  de  la  Corona:  í)elitos  por  y  contra;  142,  165 

y  siguientes;  178,  179,  223,  266  y  269. 
Mona7-cas  extranjeros.  — V.  Derecho  de  gentes. 
Moneda  (Falsificac:ión  de,  etc.);  294  á  302. — Kehusar  la 

legítima,  y  expender  la  falsa,  etc.;  592. 
Montes  (Delitos  en);  7  y  nota. 

Muerte  del  reo:  Extingue  la  responsabilidad;  132. 
Molerte  (Pena  de):   Sus  efectos,  ejecución,  etc.;  26,  53, 

89  y  102  á  105;  9  Febrero  1874. 
^Prescripción;  134. 

—Cuando  la  jurisdicción  militar  imponga  la  pena 
de  muerte  en  garrote,  á  ella  le  toca  la  ejecución,  et- 
cétera; nota  de  l.i  p.  920. 
— Sobre  reclamación  de  fuerza  armada  que  auxilie 
para  la  ejecución;  nota  citada  de  la  p.  920. 
— Expedientes  de  indulto;  17  Febrero  1874.— V.  Con- 

fesi»')n. 
Mujeres. — V.  Sexo. 

Mu'Uus  {Pena,  de);  25,  26,  27,  49,  50,  84,  93,  95  y  624.— Véa- 
se Faltas. 
Mutilación;  430  y  516,  núm.  2.° 
Neglif/cncia  culpable;  581,  605,  núm.  3.°,  y  613. 
Neffociaciones  prohibidas  á  los  empleados;  415. 
Niños. — V.  Abandono:  Exposición  de... 
Nocturnidad;  10,  núm.  16;  216  á  217. 

A''om&ra?íií'eníos  ilegales  (Proponerlos  ó  hacerlos):  ar- 
ticulo 393. 
Nombre  supuesto;  346  y  521. 
Obediencia  debida;  10,  núm.  12. 
Ofensa  grave;  9.",  núm.  5.° 
Oficiales:  2i. 

Ordenanzas  militares;  5  Abril  1875. 

Orden  público  (Delitos  contra  el),  rebelión,  sedición, 
levantamiento  de  rails  de  ferrocarriles,  cortadu- 
ras de  puentes,  etc.,  etc.;  243  á  279  y  D.  21  Eidero 
1874.— Faltas;  585  y  siguientes. 
Parentesco:  Influencia  en  la  penalidad;  8.**,  núm.  5.°; 
10,  núm.  1.";  417,  424,  431,  434,  437,  438,  458,  465,  480 
y  580. 
Parricidio;  16  y  332,  417,  422  y  438. 
Partos.— Y.  Suposición, 
Pastori.."-. — V.  Daños. 

Paíría  potestad:  Corrección  del  hijo  por  el  padre;  431. 
Penas:  Su  clasificación,  duración  y  efectos,  reglas  de 
aplicación,  etc.;  22  á  120. — Orden  de  cumjilimiento; 
9  Abril  1888.— Formación  de  escalas  graduales;  pá- 
gina 9S1. — División   en  grados  de  todas  las  penas; 
pág  989  y  siguientes. — V.  Prescripción:  Penas  arbi- 
trarias; 204  y  siguientes. 
Perdón:  Cuándo  es  eficaz;  24,  1R2,  463  y  4'^2. 
Periódicos:  Rectificación  do  calumnias;  479. 
Personas  responsables  criminalmente;  11  y  12. — ídem 

civilmente;  18  y  siguientes. 
Pesas  y  medidas  fraudulentas;  592. 
Piratería;  155  á  156. 
Posaderos:  20  y  600. 

Posesión:  Perturbar  á  uno  en  la  posesión  de  sus  bie- 
nes; 228. 
Precio:  Recompensa  ó  promesa;  10,  núm.  3.°;  418,  431, 

556  y  siguientes. — V.  Cohecho. 
Premedttiirivn;  10,  núm.  7.**,  418  y  431,  núm.  4.** 
Presrrijir/ún  de  las  penas  y  delitos:  Cuándo  tiene  lu- 
gar; 132  á  135. 
Presidio  correccional:  ídem  mayor;  26,  29,  58,  59,  89,  90, 
97  y  113. 


Presos. — V.  Fuga. 

Prestamistas;  559  y  560. 

Prevaricación  de  jueces,  empleados  públicos,  aboga- 
dos y  procuradores,  asesores,  arbitros,  etc.,  etc.: 
361  á  372. 

Principe  de  Asturias:  Atentados  contra;  163  y  164. 

Prisión:  Abono  en  algunos  casos  de  la  mitad  de  la 
prisión  sufrida,  etc.;  31,  par.  4.°;  R.  D.  9  Octubre 
•1853  y  su  nota;  R.  D.  2  Noviembre  1879. 

Prisión  correccional;  26,  89,  90,  97  y  115.— ídem  mayor: 
26  29,  62,  89,  90,  97  y  115.— Preventiva;  25. 

Pí'isiones  ilegales. — V.  Detención. 

Procesiones  ci%-icas. — V.  Reuniones  públicas. 

Profanación  de  cadáveres,  cementerios  ó  lugares  de 
enterramiento;  596. 

Profesiones:  Ejercerla  sin  título  fingiéndose  profesor;    ' 
343.— Sin  fingirse  profesor;  591. 

Prolo7igación  de  funciones;  385  y  siguientes. 

Propiedad  (Delitos  contra  la).— V.  Robos:  Hurtos: 
Usurpación:  Defraudaciones. 

Propiedad  literaria  é  industrial  (Delito  de  defrauda- 
ción de  la);  552. 

Proposición  para  cometer  un  delito;  4.*^— V.  Conspi- 
ración. 

Prostitución:  Infracción  de  reglas  de  policía;  596,  2.** — 
Pena  al  que  promueve  ó  facilita  la  prostitución  de 
■    menores;  459.— Beneficio  que  seniega  á  los  que  pros- 
tituyen á  sus  mixjeres  é  bijas;  43'5, 

Prorocación;  9.°,  nvtni.  4.°;  582  5'  583. 

Publicidad:  Circunstancia  agravante;  10,  núm.  5.° 

Quebrantamiento  de  condena;  129  y  130. 

Quiebra  ó  insolvencia  punibles;  536  á  546. 

MaiAo  de  mujer;  460  á  466. 

Rebelión;  243  á  249  y  257  á  262. 

Recaudadores  de  contribuciones:  Son  agentes  de  la 
autoridad;  17  Octubre  1870. 

Reclusión;  26,  29,  55,  56,  60,  89,  90,  94,  97  y  110. 

Reconocimiento  de  hijos;  464. 

Reyente  del  Reino:  Atentados  contra  él;  163. 

Regicidio;  16  y  157  á  164. 

Reglamentos:  Aplicación  del  Código  cuando  se  refiere 
á  sus  disposiciones;  625,  y  arts.  1."  y  2.**  del  R.  D.  22 
Septiembre  1848. 

Rehabilitación  en  derechos,  cargos,  etc.,  perdidos  en 
virtud  de  pena;  45  y  46. 

Reincidencia:  10,  números;  17  y  18. 

Relegación;  26,  29,  56,  60,  89,  90,  94,  97  y  111. 

Religión  (Delitos  contraía). — V.  Cultos. 

Reo  de  muerte. — V.  Muerte. 

Reparación  del  daño;  121,  123  y  125, 

Reprensión;  26,  50,  92  y  1 17. 

Resistencia  y  desobediencia;  265. 

Responsabilidad  civil  proviniente  del  delito;  18  A  21, 
121  á  128  y  135. 

Resjionsabilidades  pecuniarias;  49yR.  0. 17  Junio  1879. 

Restitución;  121, 122  y  125. 

Reuniones  públicas;  168,  169, 198  á  2a3  y  597. 

Reyes:  Muerte  de  Monarcas  extranjeros;  153, — Inmu- 
nidad; 154. 

Rifas;  359  y  360;  31  Mayo  1881. 

Riña  confusa  y  tumultuaria;  420,  435  y  603, 

Robos;  515  á  529. —Responsabilidad  de  los  posade- 
ros; 20. 

Rondas  nocturnas;  589. 

Rumores  falsos;  557  y  593. 

Sacerdote. — V.  Ministro  eclesiástico. 

Sai  (Defraudación  en  la  venta  de  la);  482  y  nota  al 
mismo. 

Salud  pública  (Elaboración  ó  venta  de  sustancias 
nocivas),  etc.;  351  á  357  y  432.— Alcoholes  impuros;  3 
Noviembre  1887.— Véase  además  la  nota  al  art.  7 

Secretos:  Violación  y  descubrimiento;  371,  378,  379y 
512  á  514. 

Secuestradores:  í3  Mayo  1875  y  8  Enero  l^-77. 

Sedición;  250  á  262. 

Seguridad  del  Estado;  136  y  siguientes. 

Sentencia  firme;  10,  núm.  18,  99,  131.— Injusta,— V,  Pre- 
varicación. 

Se.ro:  Influencia  en  la  responsabilidad  y  pena;  10,  nú- 
mero 20,  9Q  y  105. 

Servicio  militar;  436  y  437. 

Síndicos;  463. 

5o6omo;396á  404. 

Sociedades  secretas. — V.  Asociaciones. 

Soltura  de  presos;  274. 

Subastas  (Fraudes  en  las):  Maquinando  alterar  el 
precio  de  las  cosas,  etc.;  555. 

Suicidio;  421.  ^  , 

Suposición  de  partos;  483  y  siguientes.— De  nombres. 
V.  Usurpación. 

Suspensión  (Pena):  Lo  que  es,  su  duración  y  electos; 
25,  26,  28,  29,  38  á  40, 42,  90,  97  y  134. 
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— De  empleados  públicos:  Cuándo  no  se  reputa  pe- 
na; 25. 

SiiStancias  no civeis]  432.— Defectuosas;  592. — Adultera- 
das; 595  y  .^96. 

Sustracción  de  menores;  498  A  500  y  503. 

Taberneros;  20. 

Tentativa  de  delitos;  3,  67,  72,  73,  1.52,  158,  163,  422  y  519. 

Testigos;  3K3  — V.  Falso  testimonio. 

Traición  y  tentativa  contra  la  independencia  ó  in- 
tegridad del  Estado;  16  y  136  á  143. 

Tratados;  140,  142  y  143. 

Tregiía  ó  armisticio:  Violación;  148. 

Tribunales. — V.  Exposiciones. 

Tumultos. — V.  Orden  público. 

Tutores:  Cosas  que  les  están  prohibidas;  412  y  492. — 
Lesiones  á...;  434.— Estupros;  458  y  465.— Abandono 
piinible;  602. 

Usurpación:  De  funciones  públicas,  autoridad, profe- 
sión, carácter  sacerdotal,  títulos  de  nobleza,  nom- 
bres, uniforme  ,  traje,  insignias  y  condecoracio- 
nes; .342  á  34.9. 
— De  atribuciones;  38.9  á  393. — Do  cosa  inmueble  ó  de 
un  derecho  real;  534. — V.  Estado  civil. 

Variancia:  Vago;  10,  núm.  23. — ídem  ley  27  Marzo  1868 
y  19  Octubre  id. 

reiie?w;  10,  418,  431  y  432. 

Venganzas:  Daños  á.  la  atitoridad  en  venganza;  nota 
de  la  pág.  958  y  art.  576. 

Violación  C  fuerza  de  miijer;  453  y  464  á  466  y  516,  nú- 
mero 2.»— De  secretos;  371,  378  y  379.— De  tregua.— 
V.  Tregua. 

Violejicias;  510  y  511. — V.  Robo. 

Viuda  que  casa  antes  del  perlod.'  legal,  490. 


Xo  obstante  que  hemos  in.sei'tcado  lutegro  el 
Código  penal,  cou  adiciones,  notas  y  estudios 
prácticos  sobre  el  mismo,  tratamos  en  los  co- 
rrespondientes artículos  de  esta  obra  de  cuan- 
do tiene  relación  con  la  materia  penal,  ya  en 
lo  que  se  refiere  á  los  delitos  como  respecto  de 
las  penas.  No  hemos  de  repetir,  por  ser  tantos, 
los  aludidos  artículos;  pero  eu  todos  los  asun- 
tos de  justicia  conviene,  sobre  todo,  consultar 
las  palabras  Enjuiciamiento    civil:  Enjui- 

CiAMlENTO     CRIMINAL:     CONSTITUCIÓN:    ArAN- 

CELB.s:  Jurisdicción:  Ju.sticia,  etc. 

CÓDIGO  PENAL  DE  ULTRAMAR.  El  Código 
penal  de  1870,  vigente  en  la  Península,  se  hizo 
extensivo  á  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  por  el 
R.  O.de  23  de  Mayo  de  1879. 

Hasta  esa  lecha  uo  gormaron  aquellas  lejanas 
provincias  de  los  beneficios  de  la  codificación 
en  materia  penal,  y  los  juicios  criminales  se 
seguían  por  los  trámites  señalados  en  la  R.  C. 
de  30  de  Enero  de  1855  y  en  nuestras  antiguas 
leyes,  cuyo  rigor,  en  punto  á  penalidad,  miti- 
gaba el  arbitrio  judicial,  única  regla  á  que  se 
sometía  la  imposición  del  castigo.  (V.  Arbi- 
trio JUDICIAL.) 

Y  no  es  que  el  Gobierno  no  reconociera  ya 
muchos  años  antes  la  necesidad  de  reformar 
la  legislación  penal  de  Ultramar,  sino  que  no 
puso  en  el  asunto  toda  la  atención  que  su  im- 
portancia exigía.  Sólo  asi  se  concibe  que  des- 
pués de  haberse  nombrado  en  1866  una  Comi- 
sión con  el  encargo  de  proponer  en  término 
breve  la  reforma  penal,  se  sucedieran  otras 
cuatro  ó  cinco  Comisiones  distintas,  sin  que 


viéramos  resultados.  No  los  dio  la  Comisión 
nombrada  en  29  de  Septiembre  de  1866  ni  la 
de  10  del  mismo  mes  de  1869,  ni  la  de  20  de 
Noviembre  de  1872,  ni  la  de  30  de  Diciembre 
de  1873. 

La  nombrada  eu  9  de  Febrero  de  1874  puso 
su  trabajo  en  manos  del  Ministro  al  cabo  de 
cinco  años,  y  el  proyecto  que  sometió  á  la 
aprobación  del  Gobierno  llegó  á  ser  bien  pron- 
to la  lej'  positiva  que  ha  sustituido  en  tan  de- 
licado asunto  á  las  incertidumbres  de  la  juris- 
prudencia y  de  la  práctica. 

El  Código  penal  de  23  de  Mayo  de  1879,  vi- 
gíente en  Cuba  y  Puerto  Rico,  no  se  diferencia 
esencialmente  del  de  17  de  Junio  de  1870  que 
rige  en  la  Península.  Siendo  iguales  sus  prin- 
cipios fundamentales,  su  plan  y  su  método,  no 
podemos  aplaudir  el  rutinario  procedimiento 
empleado  al  plantear  la  reforma,  haciendo  un 
texto  distinto  para  las  Antillas,  texto  cuyo  ar- 
ticulado no  concuerda  con  el  del  Códig'o  déla 
Península,  como  si  uo  quisieran  concederse  á 
nuestras  colonias  las  ventajas  de  la  codifica- 
ción, más  que  á  cambio  de  la  diversidad  legis- 
lativa, contra  el  espíritu  que  informa  el  ar- 
ticulo 89  de  la  Constitución,  en  el  cual  se  fun- 
da el  citado  decreto  de  1879. 

Pudo  y  debió  llevarse  el  Código  penal  de 
1870  á  Cuba  y  Puerto  Rico,  como  recientemen- 
te se  ha  llevado  á  las  mismas  provincias  el 
Código  de  Comercio  de  1885  (V.  Código  de 
Comercio  en  ultramar  y  Código  civil),  ó 
como  eu  1865  se  extendió  á  Ultramar  la  ley  de 
Enj.  civil  de  5  de  Octubre  de  1855  (Véase  En- 
juici.\MiBNTO  civil);  y  declararse,  por  consi- 
guiente, que  no  tenían  observancia  eu  aque- 
llas islas  los  preceptos  que  no  se  reproducen 
en  el  Código  de  1879;  que  las  multas  que  seña- 
lan ciertos  artículos  se  entenderían  impuestas 
en  la  cantidad  que  especifica  la  edición  de  Ul- 
tramar en  cada  caso;  y  respecto  á  los  artículos 
que  lo  exigieran,  que  se  considerasen  adicio- 
nados en  los  términos  que  reclamase  la  orga- 
nización especial  de  aquellas  colonias  y  las  re- 
laciones de  señor  á  siervo  y  de  patrono  á  li- 
berto; dando  como  adicional  lo  que  es  hoy  el 
cap.  III  del  tlt.  XIII,  lib.  II,  sobre  apropiación 
de  esclavos  ajenos  y  fuga  de  esclavos,  úni- 
ca novedad  sustancial  que  el  Código  tiene,  y 
cuya  inclusión  en  el  texto  pudiera  y  hasta  de- 
biera haberse  evitado,  teniendo  en  cuenta  que 
al  hacerse  la  reforma,  se  hallaba  la  esclavitud 
suprimida  en  Puerto  Rico  y  herida  mortalmeu- 
te  en  Cuba,  de  la  cual  no  tardó  en  desapare- 
cer por  la  ley  de  13  de  Febrero  de  1880. 
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Este  hecho  importantisimo ,  vino,  á  dejar 
sin  efecto  el  citado  capitulo ,  como  auuló 
igualmente  otra  porción  de  prescripciones  que 
se  hallan  diseminadas  eu  varios  parajes  del 
Código;  y  que  á  decir  verdad,  sólo  sirven  para 
poner  á  descubierto  los  vicios  ú  inmoralidades 
de  la  sociedad,  sin  alterar  las  condiciones  in- 
trínsecas del  delito  á  que  afectan.  Nos  refe- 
rimos á  la  dureza  especial  que  se  despliega 
con  los  esclavos  que  cometen  ciertos  delitos 
contra  la  honestidad,  en  la  persona  de  sus  due- 
ñas, ó  de  las  mujeres,  hijas  ó  parientes  desús 
señores;  delitos  cuya  expresión  con  tales  cir- 
cunstancias pudo  evitar  el  legislador,  estable- 
ciendo como  agravante  eu  todo  caso  la  de  ser 
el  ofensor  esclavo  del  ofendido  ó  de  sus  pa- 
rientes inmediatos. 

Tampoco  podemos  pasar  en  silencio  la  nove- 
dad consistente  en  consignar  como  circuns- 
tancia agravante  la  de  ejecutarse  el  delito 
contra  un  blanco  por  uno  que  no  Jo  sea.  Nos- 
otros por  lo  menos  hubiéramos  añadido  «-ó  vi- 
cerersa»,  pues  aunque  se  ve  claro  que  el  ob- 
jeto es  reprimir  severamente  los  atentados  de 
que  suelen  ser  víctima  los  europeos  por  las 
razas  de  color,  la  sola  expresión  del  concepto 
que  envuelve  dicha  disposición,  es  un  grave 
inconveniente  que  puede  aumentar  el  mal; 
además  de  que  asi  se  cercena  el  principio  de 
igualdad  ante  la  ley,  más  respetable  que  nun- 
ca, cuaudo  entraña  el  reconocimiento  de  la 
unidad  de  la  especie  humana. 

Esto  escribíamos  el  año  1886  para  la  cuarta 
edición  del  Diccion.\rio.  De  entonces  acá  el 
mal  se  ha  agravado,  pues  el  C.  P.  de  la  Pe- 
nínsula se  ha  hecho  extensivo  á  las  islas  Fili- 
pinas por  el  mismo  inconveniente  y  en  cierto 
modo  antipatriótico  sistema;  y  son  ya  tres  los 
textos  promulgados  para  definir  y  castigar  las 
acciones  y  omisiones  punibles  en  todo  el  te- 
rritorio español,  independientemente  de  los 
que  ordenan  la  materia  con  relación  al  ejérci- 
to y  á  la  marina.  Cinco  Códigos  penales  rigen, 
pues,  y  simultáneamente  eu  España:  el  de 
1870,  para  la  Península;  el  de  1879,  para  Cuba 
y  Puerto  Rico;  el  de  1886,  para  Filipinas;  el 
de  1888,  para  la  Armada,  y  el  de  1890,  para  el 
ejército  de  tierra. 

Parando  la  atención  por  breve  espacio  en  el 
del  Archipiélago  filipino,  observaremos  que 
el  procedimiento  seguido  para  formarle  é  im- 
ponerle parece  condenado  por  la  misma  Comi- 
sión codificadora  de  las  provincias  de  Ultra- 
mar que  le  redactó. 

Al  elevar  ésta  su  trabajo  al  Gobierno,  decía 


que  no  hay  dificultad  para  la  aplicación  del 
Código  penal  de  la  Península,  que  pueda  fun- 
darse eu  la  multitud  de  razas  ui  en  la  diferen- 
cia de  color  de  los  que  viven  en  aquellas  leja- 
nas colonias;  y  las  reformas  hechas  en  el  texto 
de  1870  están  reducidas  á  autorizar  la  pena  de 
sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad,  á  se- 
ñalar como  establecimientos  donde  deben  cum- 
plirse las  de  privación  de  libertad  «las  casas 
reales  ó  Tribunales  de  los  pueblos,  las  de  las 
capitales  de  provincia  y  los  presidios  de  Ma- 
nila, Cavite,  Zamboanga  é  islas  Marianas»;  á 
fijar  otro  limite  á  las  penas  pecuniarias,  mo- 
tivado por  el  distinto  valor  de  la  moneda,  y  á 
modificar  lo  referente  á  los  delitos  contra  la 
religión  (See.  3.^,  cap.  II,  tít.  II,  lib.  II,  ar- 
tículos 219  á  227),  para  mantener  la  suprema- 
cía de  la  del  Estado,  y  asegurar,  no  obstante, 
el  respeto  á  las  prácticas  de  otros  cultos  y  la 
tolerancia  hacia  las  ceremonias  relig'iosas  en 
los  cementerios. 

Pues  si  á  esto  se  contraen  las  diferencias, 
¿puede  justificarse  por  virtud  de  ellas  una 
nueva  edición  del  Código  de  1870?  ¿No  hubie- 
ra sido  más  discreto  y  político,  y  hasta  más  fá- 
cil y  llano,  acordar  por  virtud  de  una  disposi^ 
ción  especial  esas  alteraciones,  manteniendo, 
en  lo  demás,  la  integridad  del  texto?  ¿No  se 
cumpliría  de  esta  suerte  con  mayor  eficacia  el 
pensamiento  unificador,  y  se  facilitaría  la  obra 
de  la  jurisprudencia  permitiendo  que  ésta  re- 
caiga sobre  la  aplicación  de  la  misma  lej'  y  no 
sobre  la  que  deben  tener  leyes  que  sólo  se  dis- 
tinguen, á  las  veces,  eu  la  numeración  de  su 
articulado?  Declaramos  una  vez  más,  con 
nuestra  franqueza  de  siempre,  que  no  se  sir- 
ven así  los  intereses  del  país;  encontramos  el 
verdadero  obstáculo  que  se  opone  á  la  unidad 
jurídica  de  allende  y  aquende  los  mares,  en  la 
subsistencia  del  Ministerio  de  Ultramar;  y 
evocamos  de  nuevo,  ante  los  personajes  que 
vienen  dirigiéndole  ó  que  en  lo  sucesivo  han 
de  regirle,  el  ejemplo  dado  con  el  Código  civil, 
que  tan  hondas  é  importantes  novedades  esta- 
blece en  las  venerandas  instituciones  del  de- 
recho privado,  y  que  tan  sencillamente  se  ha 
hecho  aplicable  á  todas  las  provincias  de  Ul- 
tramar siu  reforma  ni  alteración  alguna. 

Advertiremos,  para  concluir,  que  el  Código 
de  Filipinas  es  muy  stiperior  al  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  en  el  sentido  de  no  contener  dis- 
posición alguna  fundada  en  la  esclavitud,  que 
en  nuestras  posesiones  de  Oceanía  no  se  ha 
conocido  jamás;  ni  en  la  diferencia  de  color 
entre  el  culpable  y  el  ofendido.  La  raza  del 
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primero,  ó  sea  la  circunstancia  de  ser  el  reo 
indígena,  mestizo  ó  chino,  lian  de  tenerla  eu 
cuenta  los  Tribunales  para  atenuar  ó  agravar 
las  penas  según  su  prudente  ai'bitrio;  equi- 
tativa disposicióu  que  contrasta  con  la  del  nú- 
mero 22,  art.  10  del  Código  de  las  Antillas,  y 
que  ha  servido  al  T.  S.  para  templar  el  rigor 
de  la  ley  eu  el  vínico  caso  que  conocemos  de 
aplicacióu  de  tal  circunstancia  '. 

E.  D.  23  Mayo  1879. 

Mandando  publicar  y  observar  en  Ion  territorios  jitrisdic- 
cionales  de  las  islas  de  l^iiba  y  ■•ni-rl»  IS¡<?«  el  €'ó- 
dlgo  pennl  ilc  Ih  PenínNiiln  con  las  madi/icaciones 
hechas  en  él,  asi  como  tma  ley  pruvlMloual  de  Ka- 
juleliftiiilontu  orliuiniil. 

(Ultr^ar.)     «a  propuesta  del  Ministro  de 
Ultramar,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 


Véase  ííi  Sent.  de  8  Julio  isfio,  p.  528  de  este  tomo. 


nistros,  y  en  virtud  de  la  autorización  qiio 
otorga  A  mi  Gobierno  el  art.  89  de  la  Couslitu- 
ción  de  la  Monarquía, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
•  Articulo  1."  El  Código  penal  refoi-mado  de 
17  de  Junio  de  1870,  se  publicará  y  observará 
desde  su  publicación  eu  los  territorios  juris- 
diccionales de  las  islas  de  Cuba  y  de  Puerto 
Rico,  con  las  modificaciones  propuestas  por  la 
Comisión  que  ha  tenido  este  encarg-o. 

Art.  2."  Del  mismo  modo  se  publicará  y  ob- 
servará en  las  islas  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  la  ley  provisional  de  Enj.  crim.  para 
la  aplicación  de  dicho  Códig-o,  con  las  altera- 
ciones propuestas  por  la  citada  Comisión. 

Art.  3.°  El  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Cor- 
tes de  este  decreto  y  de  las  leyes  modificadas 
que  por  el  mismo  se  aplican  á  las  povincias  de 
Ultramar. 

Dado  en  Palacio  á  2.3  de  Mayo  de  1879.— Al- 
fonso.— El  Ministro  de  Ultramar,  Salvador  de 
Albacete.» 
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Libro  primero. 

DISPOSICIONEí^i   GENERA- 
LES  SOBRE  LOS   DELITOS  Y 
FALTAS,   LA-!    PER- 
SONAS RESPONSABLES  Y 
LAS   PENAS. 

TIT.  J.  —  De  los  ddifos  y 
faltas  y  de  las  circunstan- 
cias que  eximen  de  respon- 
sabilidad criminal,  la  ate- 
núan ó  la  agravan. 
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y  faltas. 
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Artículos  del  Código  penul  de  Cuba  y  Puerto  Hice 
que  no  cojicuerd.in  literalmente  con  los  que  rigen 
en  la  Península,  y  que  no  tienen  correspondiente 
en  el  Código  penal  de  1S70. 

Arf.  8."  A  las  circunstancias  eximentes  del 
de  la  Península  agrega  la  siguiente  que  tiene 
el  núm.  6." 

«G."  El  esclavo  que  obra  en  defensa  de  svi 
amo,  y  el  liberto  maiumiitido  graciosamente 
en  la  de  su  patrono,  y  uno  y  otro  cuando 
obran  también  en  defensa  de  los  cóuyug-es, 
ascendientes,  descendientes  ó  hermanos  de  los 
expresados  amo  y  patrono,  siempre  que  eu 
todos  los  casos  concurran  la  primera  y  segun- 
da circunstancias  prescritas  en  el  núm.  4.°  de 
este  articulo,  y  la  de  que,  en  caso  do  haber 
precedido  provocación  de  parte  del  acometido, 
no  hubiere  en  ella  tenido  participación  el  de- 
fensor. 

Art.  9.°  AdemAs  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes del  Código  peninsular  contiene  otras 
dos,  insertas  bajo  los  núms.  G."  y  d.° 

«G.*  La  de  haber  ejecutado  el  hecho  un  es- 
clavo en  vindicación  próxima  de  una  ofensa 
grave  causada  ;i  sus  amos  ó  patronos,  cónyu- 
ge, ascendientes,  descendientes  ó  hermanos  de 
éstos,  bien  sean  legítimos,  naturales,  adopti- 
vos ó  afines  en  los  mismos  grados... 

9."  La  de  obrar  el  esclavo  por  excitación 
de  su  amo.» 

Art.  10.  En  la  circunstancia  I.-''  se  ha  supri- 
mido el  párrafo  segundo  del  Código  de  la  Pe- 
nínsula. La  IG  (15  de  la  Península)  dice:  «Eje- 
cutarlo de  noche,  ó  en  despol)lado  ó  en  cua- 
drilla.» La  20  (19  de  la  Península)  dice  así: 

«20.*  Cometer  el  delito  en  lugar  sagrado, 
en  el  palacio  del  gobernador  general,  ó  en  la 
presencia  de  éste,  ó  donde  la  autoridad  piibli- 
ca  se  hallare  ejerciendo  sus  funciones.» 

Además  son  nuevas  las  circunstancias'  si- 
guientes: 

«2.-''  Ser  el  agraviado  amo  ó  patrono  del 
ofensor,  ó  cónyuge,  ascendiente,  descendien- 
te ó  hermano  legítimo  de  aquéllos. 

22."^  Ejecutar  el  hecho  contra  un  blanco  por 
uno  que  no  lo  fuere. 

Esta  circunstancíala  tomarán  en  considera- 
ción los  Tribunales  según  la  naturaleza  v  ac- 
cidentes del  delito. 

2G.'''  Ejecutarlo  haciendo  uso  de  armas  pro- 
hibidas por  los  reglamentos.» 

Art.  14.     El  núm.  íi.",  circunstancia  2.-'',  dice: 

«.Seguifia.  La  de  ser  el  delincuente  reo  de 
traición,  regicidio,  parricidio,  asesinato,  aten- 
tado contra  la  vida  del  gobernador  general,  ó 
reo  conocidament(>,  habitual  de  otro  delito.» 

El  núm.  4."  del  de  la  Península  no  está  en 
el  texto  de  Ultramar. 

«Art.  15.  Están  exentos  de  las  penas  im- 
puestas á  los  encubridores  los  que  lo  sean  de 
sus  cónyuges,  de  sus  ascendientes,  descen- 
dientes, hermanos  legítimos,  natnralesy  adop- 
tivos, ó  afines  en  los  mismos  grados,  y  también 
los  esclavos  y  libertos  respecto  de  sus  amos  y 
patronos,  cónyuge  y  demás  parientes  de  éstos 
en  los  grados  indicados,  con  sólo  la  excepción 
de  los  encubridores  que  se  hallaren  compren- 
didos en  el  núm.  1.»  del  artículo  anterior.» 
Tomo  II. 


Art.  17.  En  la  regla  1."^  además  de  potestad 
ó  ¡iiinnla  legal,  dice  «ó  dominin>->. 

Art.  19.  Antes  de  la  palabra  criados  del  tex- 
to de  la  Península,  dice  e.sclai;os. 

Art.  24.  A  la  escala  general  de  penas,  aña- 
de, entre  las  accesorias  la  de  «sujeción  á  la 
vigilancia  de  la  autoridad». 

«Art.  25.  La  multa,  cuando  se  impusiere 
sola,  se  reputará  pena  añictiva,  si  excediere 
de  6.2.')0  pesetas;  correccional,  si  no  excedie- 
re de  G.250  y  no  bajare  de  325;  y  leve,  si  no 
llegare  á  325  pesetas.» 

«Art.  42.  La  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  produce  en  el  penado  las  obligacio- 
nes siguientes: 

I.''  Fijar  su  domicilio  y  dar  cuenta  de  él  á 
la  autoridad  inmediatamente  encargada  de  su 
vigilancia,  no  pudiendo  cambiarlo  sin  conoci- 
miento y  permiso  de  la  misma  autoridad,  dado 
por  escrito. 

S.''  Observar  las  reglas  de  inspección  que 
aquélla  le  prefije. 

3.-''  Adoptar  oficio,  arte,  industria  ó  profe- 
sión, si  no  tuviere  medios  propios  y  conocidos 
de  subsistencia. 

Siempre  que  un  penado  quede  bajo  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad,  se  dará  conocimiento 
de  ello  al  Gobierno  y  al  gobernador  general.» 
Art.  49.     «A  razón  de  un  dia  por  cada  12  pe- 
setas y  media»  dice  el  Código  de  Ultramar. 

Art.  52.  Además  do  la  pena  de  inhabilita- 
ción, impone  la  de  sujeción  del  reo  á  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad  por  el  tiempo  de  su  vida. 
Art.  53.  A  las  penas  accesorias  que  enume- 
ra el  Código  de  la  Península  añade  la  de  «su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  autoridad  duran- 
te la  vida  del  penado»,  á  la  cual  se  refiere 
también  el  pári-afo  final. 

«Art.  54.  Las  penas  de  reclusión  perpetua^ 
relegación  perpetua  y  extrañamiento  perpe- 
tuo llevarán  consigo  las  de  inhabilitación  per- 
petua absoluta  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  por  el  tiempo  de  su  vida,  las  cuales 
sufrirá  el  condenado,  aunque  so  le  hubiere  in- 
dultado de  la  principal,  si  en  el  indulto  no  se 
le  hubieren  remitido.» 

Art.  55.  A  las  penas  accesorias  que  enume- 
ra el  de  la  Península,  añade  la  de  «sujeción  á 
la  vigilancia  de  la  autoridad  durante  la  vida 
del  penado». 

Art.  56.  «...Y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  por  igual  tiempo  déla  condena  prin- 
cipal, que  empezará  á  contarse  desde  el  cum- 
plimiento de  la  misma»,  añade  el  texto  del 
Código  de  Ultramar. 

Art.  58.  «...Y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  durante  el  tiempo  de  la  condena  y 
otro  tanto  más,  que  empezará  á  contarse  des- 
de el  cumplimiento  de  aquélla»,  añade  el  texto 
vigente  en  Cuba  y  Puerto  Rico. 

Art.  59.  Adicionado  eu  los  mismos  térmi- 
nos que  el  anterior. 

Art.  63.  Pena  vienor,  dice,  acaso  por  error, 
la  regla  1.-'  donde  el  art.  G5  del  Código  penin- 
sular dice  peiiii  mtit/or. 

Art.  64.  Suprimidas  las  palabras  eontra  las 
persoiiiis  ó  la  propiedad. 

Art.  102.     La  exposición  del  cadáver  ha  de 
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durar  cuatro  horas,  pasadas  las  cuales  será 
sepultado. 

Art.  104.  Xo  dice  «en  África,  Canarias  ó 
Ultramar»,  sino  «con  exclusión  de  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico». 

Arf.  108.  «Dentro  ó  fuera  de  las  Islas  de  Cu- 
ba y  Puerto  Rico»,  dice  el  párrafo  primero. 

Art.  109.  Xo  dice  en  Ultramar,  sino  «fuera 
de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico». 

Art.  III.  «Dentro  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Rico  y  sus  inmediatas,  y  para  el  co- 
rreccional dentro  de  las  islas  de  Cuba  y  Puer- 
to Rico  respectivamente»,  dice  el  párrafo  pri- 
mero de  este  artículo. 

Art.  113.  «Dentro  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Rico  y  sus  inmediatas»,  dice  en  el  pá- 
rrafo primero  este  articulo. 

Art.  114.  «En  las  islas  inmediatas»,  dice  su 
párrafo  primero,  sin  aludir  á  las  Baleares  y 
Canarias. 

Art.  117.  Al  texto  del  Código  de  la  Penínsu- 
la, añade: 

«Los  aprendices,  colonos  y  esclavos  la  su- 
frirán en  la  casa  de  su  maestro,  patrono  ó  se- 
ñor, en  los  mismos  términos  que  expresa  el 
párrafo  anterior.» 

Art.  119.  Contiene  un  niim.  4."  que  dice:  «la 
manumisión  forzosa». 

Art.  127.  La  multa  del  núm  6.",  es  de  250  á 
2.500  pesetas;  la  del  niím.  7.",  de  150  á  1.500  pe- 
setas. Además  tiene  una  regla  8."  que  dice  así: 

«S."''  Los  sometidos  á  la  vig'ilancia  de  la  au- 
toridad, que  faltaren  á  las  reglas  que  deben 
observar,  serán  condenados  al  arresto  mayor, 
cumplido  el  cual  continuarán  sujetos  á  la.  vi- 
gilancia de  la  autoridad  hasta  extinguir  esta 
pena.» 

Art.  131.  El  párrafo  cuarto  no  contiene  las 
palabras  «y  los  comprendidos  en  el  art.  582  de 
de  este  Código»  ni  «y  los  ixltimos  á  los  tres  me- 
ses», en  el  mismo  párrafo. 

Arts.  140  y  141.  El  que  citan  de  la  Constitu- 
ción es  el  55. 

Arts.  142  v  143.  La  multa  que  señalan  es  de 
625  á  fi. 250  pesetas. 

Art.  148.  La  multa  del  párrafo  primero  es 
de  12.500  á  125.000  pesetas;  v  la  del  segundo 
de  6.250  á  62.500. 

Art.  150.  La  milita  que  establece  es  de  375 
á  3.750  jiesetas. 

Art.  160.  La  milita  que  impone  es  de  1.250 
á  12.500  iiesetas. 

«Art.  163.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
relegación  temporal  en  su  grado  máximo  á  re- 
legación perpetua  los  individuos  de  la  familia 
del  Rey,  los  Ministros,  las  autoridades  y  de- 
más funcionarios,  así  civiles  como  militares, 
que,  cuando  vacare  la  Corona  ó  el  Rey  se  im- 
posibilitare de  cualquier  modo  para  el  g'obiei'- 
no  del  Estado,  no  obedecieren  á  la  Reg'encia, 
después  de  haber  ésta  prestado  el  juramento 
que  la  Constitución  exig'e,  ó  al  Consejo  de  Mi- 
nistros, mientras  que,  con  arreglo  á  la  misma, 
gobierne  provisionalmente  el  Reino.» 

«Art.  164.  Incurrirán  en  la  pena  de  confina- 
miento los  que,  perteneciendo  á  una  fuerza  ar- 
mada, dirigieren  colectivamente,  aunque  no 
fuere  en  persona,  peticiones  á  cualesquiera  de 
los  Cuerpos  Colegisladores. 


En  igual  pena  incurrirán  los  que,  formando 
parte  de  una  fuerza  armada,  las  dirigieren  in- 
dividualmente, no  siendo  con  arreglo  á  las  le- 
yes de  su  instituto,  en  cuanto  tengan  relación 
con  éste. 

Las  penas  señaladas  en  este  articulo  se  im- 
pondrán respectivamente  en  su  g-rado  máxi- 
mo á  los  que  ejercieren  mando  en  la  fuerza 
armada.» 

«Art.  165.  Incurrirán  también  en  la  pena  de 
confinamiento: 

1.°  Los  que  injuriaren  ó  amenazaren  á  un 
senador  ó  diputado  por  las  opiniones  manifes- 
tadas ó  por  los  votos  emitidos  en  el  Senado  ó 
en  el  Congreso. 

2."  Los  que  emplearen  fuerza,  intimidación 
ó  amenaza  grave  para  impedir  á  un  diputado 
ó  senador  asistir  al  Cuerpo  Colegislador  á  que 
pertenezca,  ó  por  los  mismos  medios  coartaren 
la  libre  manifestación  de  sus  opiniones  ó  la 
•emisión  de  sus  votos. 

En  los  casos  previstos  en  ios  dos  números 
anteriores  de  este  artículo,  ia  provocación  al 
duelo  se  reputará  amenaza  g-rave.» 

Art.  166.  Xo  contiene  referencia  á  la  per- 
turbación  del  orden  de  las  sesiones,  y  ia  mul- 
ta que  señala  es  de  325  á  3.250  pesetas. 

«Art.  167.     Las  penas  señaladas  en  les  tres 

artículos  anteriores »  (Sigue  como  el  17G  de 

ia  Península.) 

«Arf.  169.  Son  reos  de  delito  contra  la  for- 
ma de  Gobierno  establecida  por  la  Constitu- 
ción, los  que  ejecutaren  cualquiera  clase  de 
actos  ó  hechos  encaminados  directamente  á 
conseg'uir  por  la  fuerza  uno  de  los  objetos  si- 
g'uientes: 

1."  Reemplazar  el  Gobierno  monárquico 
constitucional  por  un  Gobierno  monárquico 
absoluto  ó  republicano. 

2."  Despojar  en  todo  ó  en  parte  al  Rey,  á  ia 
Regencia  ó  á  las  Cortes  de  las  prerrogativas  y 
facultades  que  les  atribuye  la  Constitución. 

3."  Variar  el  orden  leg'ítimo  de  sucesión  á 
ia  Corona,  ó  privar  á  la  dinastía  de  los  dere- 
chos que  la  Constitución  le  otorga. 

4."  I^rivar  al  Consejo  de  Ministros  de  la 
facultad  de  gobernar  provisionalmente  el  Rei- 
no hasta  que  la  Reg-encia  preste  el  juramento 
conforme  á  la  Constitución. 

Art.  171  Delinquen  además  contra  la  forma 
de  Gobierno  los  funcionarios  piiblieos  que  die- 
ren cum]ilimiento  á  mandato  que  el  Rey  dicta- 
re, en  ejercicio  de  su  autoridad  constitucional, 
no  refrendado  por  Ministro  responsable.» 

Art.  177.  El  párrafo  3.",  no  dice  un  número 
considerable,  sino  «im  cierto  número  de  indi- 
viduos con  armas  de  fuego,  lanzas,  sables,  es- 
padas, machetes  ó  cualesquiera  otras  armas 
análogasy>. 

Arts.  178  y  179.  La  multa  que  fijan  es  de 
325  á  3.250  pesetas. 

Art.  184.  «Armas  de  fuego,  lanzas,  sables, 
espadas,  machetes  ó  cualesquiera  otras  armas 
análogas »  dice  este  artículo. 

Arts".  187  V  188.  La  multa  que  fijau  es  de  325 
á  3.250  pesetas. 

«Art.  190.  Incurrirán  en  la  pena  de  arresto 
mayor  y  multa  de  500  á  5.000  pesetas  ios  que 
fundaren  v  dirigieren  establecimientos  de  en- 
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señaliza  con  infracción  de  las  leyes  vig'cute.s 
en  la  materia.  ^ 

Art.  191.  Después  ác,  publicaciones  ¡^eriódi- 
cas,  dice  el  mim.  2."  «que  no  hayan  cumplido 
los  preceptos  de  la  ley  especial  de  imprenta», 
con  cuyas  palabras  termina  el  artículo. 

«Art.  192.  El  funcionario  j)úblico  que,  sin 
estar  autorizado  ])or  una  ley,  impusiere  alg'iin 
castig'o  equivalente  á  pena  personal,  arrogiln- 
dose  atribuciones  judiciales,  incurrirá...»  (Si- 
gue como  el  204  de  la  Península.) 

«Art.  198.  El  funcionario  público  que  detu- 
viere á  ««<(  ^jcr.soíirt  sin  estar  autorizado  por 
una  ley,  á  no  ser  por  razón  de  delito...»  (Si- 
gue como  el  210  del  Código  peninsular,  pero 
la  multa  que  establece  es  de  o25  á  3.250  pe- 
setas.) 

Art.  200.  Dice  una  persona,  donde  el  212 
del  Código  peninsular  dice  un  ciudadano. 

Art.  201.  Dice  una  persona  ó  cualquiera 
persona  donde  el  213  de  la  Península  dice  un 
ciudadano  ó  cualquier  ciudadano.  Además  el 
texto  de  Ultramar  añade  el  siguiente  párrafo 
final: 

<Lo  dispuesto  en  los  niimeros  1.°,  2.°,  3.°  y 
5."  no  tendrá  aplicación  cuando  el  alcaide  de 
cárcel,  el  jefe  de  establecimiento  penal,  ó  el 
funcionario  público  obre  en  cumplimiento  de 
una  orden  de  autoridad  civil  ó  militar,  dicta- 
da en  ejercicio  de  atribuciones  conferidas  por 
una  ley.» 

Art.  202.  También  sustituye  la  palabra  per- 
S07ia  á  la  de  ciudadano,  v  las  multas  que  fija 
son  de  325  á  3.250  y  de  i;2d0  á  12.500  pesetas. 

«Art.  203.  Inctirrirán  en  las  penas  de  sus- 
pensión en  sus  g-rados  mínimo  y  medio  j' mul- 
ta de  325  á  3.250  pesetas: 

1.°  El  funcionario  público  que,  no  siendo 
autoridad  judicial,  y  no  estando  en  suspenso 
las  garantías  constitucionales,  entrare  en  el 
domicilio  de  un  español  ó  extranjero  sin  su 
consentimiento,  á  no  ser  en  los  casos  y  en  la 
forma  expresamente  previstos  en  las  leyes. 

2."  El  funcionario  público  que,  sin  estar 
atttorizado  por  una  ley,  no  siendo  autoridad 
judicial,  y  no  estando  tampoco  en  suspenso 
las  garantías  constitucionales,  registrare  los 
papeles  de  un  español  ó  extranjero  y  efectos 
que  se  liallaren  en  su  domicilio,  á  no  ser  que 
el  dueño  hubiere  prestado  su  consentimiento. 

Si  no  devolviere  al  dueño  inmediatamente 
después  del  reg'istro  los  papeles  y  efectos  re- 
g'istrados,  la  pena  será  la  inmediatamente  su- 
perior en  g'rado. 

Si  los  delitos  penados  en  los  dos  números 
anteriores  fueren  cometidos  de  noche,  las  pe- 
nas serán  las  de  suspensión  en  sus  grados  me- 
dio y  máximo  y  multa  de  025  á  (i. 250  pesetas, 
salvo  lo  dispuesto,  en  el  párrafo  segundo  del 
número  2.",  respecto  á  los  cuales  la  pena  será 
la  inmediatamente  superior  en  grado  á  las  en 
ellos  señaladas.» 

Art.  204.  Contiene  tres  ¡lárrafos  que  res- 
pectivamente los  forman,  el  inicial  del  artícu- 
lo 215,  el  núm.  3.°,  inciso  primero,  y  el  inciso 
3."  del  nrim.  2.°  del  propio  artículo,  pero  la 
multa  que  señala  es  de  .325  á  3.250  pesetas. 

Art.  205.  No  dice  fuera  de  los  casos  previs- 
tos en  el  art.  5.°,  etc.,  sino  «fuera  de  los  casos 


previstos  y  con  el  quebrantamiento  de  las 
formas  establecidas  en  las  leyes...»  señalando 
la  inulta  de  325  á  3.250  pesetas. 

«Art.  206.  En  la  misma  ])ena  incurrirá  toda 
autoridad  que  registrjire  en  el  domicilio  de  uu 
español  ó  extranjero  sus  papeles  y  efectos  á 
no  ser  en  presencia  del  interesado  ó  de  un  in- 
dividuo de  su  familia,  y  en  su  defecto,  de  dos 
testigos  de  la  misma  localidad. 

Art.   207.     El   funcionario  público  que,   no 
siendo  autoridad  judicial,  detuviere  la  corres-  . 
pondencia  privada  confiada  al  correo,  incurri- 
rá en  la  multa  de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  208.  La  multa  que  impone  es  de  625  á. 
6.250  pesetas. 

Además  dice:  «En  la  misma  pena  incurrirá 
también  el  funcionario  público  que  abriere  la 
correspondencia  telegráfica  entregada  para 
re])artir  á  domicilio.» 

Art.  209.  La  multa  qvie  impone  es  de  1.250 
á  12.500  pesetas. 

Art.  210.  En  vez  de  un  ciudadano,  dice  una 
persona,  exige  para  que  el  hecho  sea  punible, 
que  el  ciudadano  que  lo  ejecuta  no  se  halle 
autorizado  por  una  ley,  y  las  multas  que  es- 
tablece son:  en  el  caso  1.°,  de  325  á  3.2,50  pese- 
tas, y  en  el  2.°,  de  G25  á  6.250. 

«Art.  211.  El  funcionario  público  que,  siu 
estar  autorizado  por  una  ley,  deportare  ó  ex- 
trañare del  territorio  del  Reino  á  una  persona, 
á  no  ser  en  virtud  de  sentencia  firme,  será 
castigado  con  la  pena  de  confinamiento  y  mul- 
ta de  1.250  á  12.500  pesetas. 

Art.  212.  La  autoridad  que  mandare  pagar 
un  impuesto  general,  provincial  ó  municipal 
no  aprobado  legalmcnte,  será  castigada  con 
la  pena  de  suspensión  en  su  g'rado  máximo  á 
inhabilitación  ab.soluta  temporal  en  su  grado 
mínimo  y  multa  de  625  á  G.250  pesetas.» 

Art.  213.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  215.  Suprimidas  las  palabras  «en  sus 
grados  mínimo  y  medio».  La  multa  que  esta- 
blece es  de  325  á  3.250  pesetas. 

«Art.  216.  El  funcionario  público  que  expro- 
piare de  sus  bienes  á  alguna  persona,  á  no  ser 
en  virtud  de  mandato  de  autoridad  competen- 
te i)or  causa  de  utilidad  pública  y  previa  la 
correspondiente  indemnización,  incurrirá  en 
las  penas  de  suspensión  en  sus  grados  medio 
y  máximo  y  multa  de  625  á  6.250  pesetas. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  la  pertur- 
bare en  la  posesión  de  sus  bienes,  á  no  ser  en 
virtud  de  auto  judicial  ó  mandato  de  autori- 
dad competente  dictado  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto expresamente  en  las  leyes.» 

Art.  217.  La  multa  que  señala  es  de  325  á 
3.250  pesetas;  en  vez  de  ciudadano,  dice  per- 
sona; en  vez  de  manifestación  pacifica,  dice 
«manifestación  que  fuere  lícita  con  arreglo  á 
las  leyes»,  y  a!  final  añade  las  palabras  «salvo 
que  les  estuviere  vedado  por  las  leyes». 

Art.  218.  «El  funcionario  público  que  no  es- 
tando autorizado  por  una  ley  ni  hallándose  en 
suspenso  las  garantías  constitucionales,  impi- 
diere...» (sigue  como  el  230  de  la  Península, 
pero  la  multa  que  impone  es  de  625  á  6.250  pe- 
setas.) 

«Art.  219.    Será  castigado  con  la  pena  de 
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suspensión  eu  .su  grado  máximo  á  inhabilita- 
ción ab.soluta  temporal  en  .su  g'rado  mínimo  j- 
multa  de  G25  il  6.2,50  peseta.s  el  fuucionario  pii- 
blico  que,  no  estando  autorizado  por  una  ley 
y  no  hallándose  en  suspenso  las  g-arantlas 
"con.stitucionales,  ordenare  la  disolución  de  al- 
guna reunión  ó  manifestación  pacifica  ó  la 
suspensión  de  cualquiera  asociación  no  com- 
prendida en  el  art.  186  de  este  Código.» 

Art.  220.  La  multa  que  impone  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Arf.  221.  Después  de  las  palabras  higiene 
ó  moralidad,  dice:  «ii  otras  causas  expresa- 
mente previstas  en  las  leyes». 

Art.  222.  La  multa  del  párrafo  tercero  es  de 
1.250  á  12.500  pesetas,  y  la  del  cuarto,  de  3.125 
&  .31.250  pesetas. 

Art.  223.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

•  SEC.  3." — Delitos  por  violación  del  precepto  consti- 
tucional en  materia  de  religión  y  culto. 

Art.  224.  Los  que  con  violencia,  vias  de  he- 
cho, amenazas  ó  tumulto  impidan,  interrum- 
pan ó  perturben  las  funciones,  actos,  ceremo- 
nias ó  manifestaciones  de  la  religión  del  Es- 
tado, serán  castigados  con  la  pena  de  prisión 
correccional  y  multa  de  65  á  650  pesetas,  si  el 
delito  se  hubiere  cometido  en  las  iglesias,  ca- 
pillas ó  sitios  destinados  al  culto,  y  con  la  de 
arresto  mayor  á  prisión  correccional  en  su 
grado  mínimo  y  multa  de  50  á  500  pesetas  cuan- 
do se  cometiere  en  cualesquiera  otros  lugares. 

Art.  225.  El  que  con  el  fin  de  ofender  la  re- 
ligión católica  hollare,  arrojare  al  suelo  ó  de 
otra  manera  profanare  las  Sagradas  Formas 
de  la  Eucaristía,  será  castigado  con  la  pena  de 
prisión  mayor. 

Art.  226.  Los  cjue  en  ofensa  de  la  religión 
del  Estado,  hollaren,  destruyeren,  rompieren 
ó  profanaren  los  objetos  sag'rados  ó  destinados 
al  culto,  ya  lo  ejecuten  en  las  iglesias,  ya  fue- 
ra de  ellas,  incurrirán  eu  la  pena  de  prisión 
correccional. 

Art.  227.  El  que  con  ánimo  deliberado  haga 
escarnio  de  la  religión  católica  de  palabra  ó 
por  escrito,  ultrajando  públicamente  sus  dog- 
mas, ritos  ó  ceremonias,  será  castig-ado  con  la 
pena  de  arresto  mayor  á  prLsión  correccional 
en  su  grado  mínimo,  si  el  hecho  hubiere  tenido 
lugar  en  las  iglesias  ó  con  ocasión  de  los  ac- 
tos del  culto,  y  con  arresto  mayor,  si  el  delito 
se  hubiere  cometido  eu  otros  sitios  y  sin  oca- 
sión de  dichos  actos. 

Art.  228.  El  que  practiqtte  fuera  del  recin- 
to destinado  á  los  cultos  que  no  sean  el  de  la 
religión  católica,  ceremonias  ó  manifestacio- 
nes piiblicas  propias  de  los  mismos,  incurrirá 
en  la  pena  de  confinamiento. 

Para  los  efectos  de  este  articulo  se  reputará 
como  recinto  análogo  al  eu  que  se  celebren  los 
cultos  disidentes,  el  de  los  respectivos  cemen- 
terios. 

Art.  229.  Al  que  maltratare  de  obra  á  un 
ministro  de  lá  religión  católica  cuando  se  ha- 
llare cumpliendo  los  oficios  de  su  ministerio, 
se  le  impondrá  la  pena  de  prisión  correccional. 

El  que  le  ofendiere  eu  ig'uales  circunstan- 
cias con  palabras  ó  ademanes  será  castigado 


con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  g'rado  me- 
dio á  prisión  correccional  en  su  g'rado  mínimo.» 

Art.  230.  La  multa  que  establece  es  de  625 
á  6.250  pesetas,  y  en  vez  de  unciudadano,  dice 
cualquier  persona. 

Art.  231.  En  vez  de  un  ciudadano,  dice  cual- 
quier persona. 

Art.  232.  La  multa  que  señala  es  de  300  á 
3.000  jjesetas:  en  vez  de  un  ciudadauo,  dice 
cualquier  persona.  El  párrafo  final  empieza  así: 
«Lo  prescrito  en  el  párrafo  anterior  se  entien- 
de sin  perjuicio...»  (Sigue  como  el  438  del  Có- 
digo ])cninsular.)  "' 

«Art.  233.  Los  que,  empleando  los  medios 
enumerados  en  el  art.  224,  impidan  ó  turben 
dentro  de  los  recintos  y  cementerios  respecti- 
vos el  ejercicio  y  las  ceremonias  de  un  culto 
distinto  del  católico,  serán  castigados  con  la 
pena  de  arresto  maj-or. 

Art.  234.  El  que  maltratare  de  obra  á  un 
'ministro  de  nn  culto  que  no  sea  el  católico 
cuando  se  hallare  ejerciendo  sus  funciones, 
será  castigado  con  la  pena  de  arresto  mayor 
en  sus  grados  medio  y  máximo  á  prisión  co- 
rreccional en  el  grado  mínimo. 

La  ofensa  de  palabra  eu  iguales  circunstan- 
cias será  castigada  con  la  pena  de  arresto 
mayor. 

Art.  235.  El  que  escarneciere  públicamen- 
te alguno  de  los  dog'mas  ó  ceremonias  de  cxial- 
quiera  religión  que  tenga  prosélitos  eu  Espa- 
ña, será  castigado  con  la  multa  de  325  á  3.250 
pesetas.» 

Art.  237.  El  núm.  1."  dice:  «Proclamar  la 
independencia  de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 
Rico  ó  de  cualquiera  de  ellas.»  Los  seis  res- 
tantes concuerdan  literalmente  cou  los  del  ar- 
tículo 24o  del  Códig'o  peninsular. 

«Art.  238.  Los  que  induciendo  y  determi- 
nando á  los  rebeldes  hubieren  promovido  ó 
sostuvieren  la  rebelión  y  los  caudillos  princi- 
pales de  ésta  para  el  objeto  comprendido  eu 
el  núm.  1.°  del  artículo  anterior,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  cadena  perpetua  á  muer- 
te, y  con  la  de  reclusión  temporal  en  su  grado 
máximo  á  muerte  eu  los  demás  casos. 

Art.  239.  Los  que  ejercieren  un  mando  su- 
balterno en  la  rebelión  para  cometer  el  delito 
á  que  se  refiere  el  núm.  1.°  del  art.  237,  incu- 
rrirán en  la  pena  de  cadena  perpetua  á  muer- 
te, si  fuéi-en  personas  constituidas  en  autori- 
dad civil  ó  eclesiástica. 

Art.  240.  Los  que  ejercieren  un  mando  su- 
balterno en  la  rebelión  que  teng'a  por  objeto 
cometer  alg-tiu  delito  previsto  en  los  demás  nú- 
meros del  art.  237,  incurrirán  en  la  pena  de 
reclusión  temporal  eu  su  grado  máximo  á 
muerte,  y  en  la  de  reclusión  temporal,  si  no  se 
encontraren  incluidos  en  ninguno  de  ellos. 

Art.  241.  Los  meros  ejecutores  de  la  rebe- 
lión seráu  castigados  con  la  pena  de  reclusión 
temporal  en  toda  su  extensión,  eu  los  casos 
previstos  eu  el  párrafo  primero  del  nvim.  2." 
del  art.  172,  y  con  la  de  prisión  mayor  eu  su 
g-rado  medio  á  reclusión  temporal  en  su  gra- 
do mínimo,  no  estando  en  el  mismo  compren- 
didos.» 

Art.  245.  Al  final  no  dice  ciudadanos,  sino 
personas. 
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«Art.  252.  Lo.s  Tribunales  rebajarán  de  uno 
A  dos  grados  las  penas  señaladas  en  los  dos 
capitulos  anteriores  á  los  rebeldes  y  sedicio- 
sos que  se  disolviereu  ó  sometieren  á  la  auto- 
ridad legitima  á  las  primeras  intimaciones, 
siempre  que  no  fueren  empleados  públicos. 

Art.  257.  Las  penas  de  prisión  mayor  y  co- 
rreccional que  se  imponí;-an  ¡lor  los  delitos 
comprendidos  en  los  capitulos  1  y  II,  se  cum- 
plirán en  establecimientos  situados  dentro  ó 
fuera  de  las  islas  de  Cuba  ó  Puerto  Rico.» 

Art.  259.  Las  multas  que  impone,  son:  en  el 
párrafo  inicial,  de  625  á  6.250  pesetas;  y  en  el 
4.",  de  375  á  3.750  pesetas.  No  figura  en  este 
articulo  el  párrafo  último  del  art.  264  del  Có- 
digo peninsular. 

«Art.  260.  Se  impondrá  la  pena  señalada  en 
el  último  párrafo  del  articulo  anterior,  en  su 
g'rado  máximo,  á  los  culpables  cuando  emplea- 
ren la  fuerza  ó  la  intinndación  de  que  habla 
el  núm.  1."  del  art.  258,  para  el  objeto  señala- 
do en  el  núm.  6."  del  art.  237,  ó  cuando  hubie- 
ren puesto  mano  en  las  personas  que  acudie- 
ren en  auxilio  de  la  autoridad,  ó  en  sus  agien- 
tes, ó  en  funcionarios  públicos.» 

Art.  261.  La  multa  que  establece  es  de  325 
á  3.250  pesetas. 

Art.  262.  No  contiene  el  párrafo  final  del 
art.  2ri(;  que  rige  en  la  Península. 

Art.  263.  La  multa  del  párrafo  primero  es 
de  375  á  3.750  pesetas;  y  la  del  segundo,  de 
325  á  3.250. 

Art.  267.  La  multa  que  impone  es  de  375  á 
3.750  pesetas,  y  contiene  un  segundo  párrafo 
que  dice: 

«En  las  mismas  penas  Incurrirán  los  que 
causaren  tumulto  ó  turbaren  gravemente  el 
orden  en  las  haciendas  ó  en  los  ingenios,  ne- 
gándose al  trabajo,  desobedeciendo  ó  resis- 
tiendo á  las  personas  encargadas  de  su  direc- 
ción o  administración.» 

Arts.  277  y  280.  En  vez  de  E.spaña  dice  «te- 
rritorio español». 

Ari.  282.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
G.250  pesetas. 

Arts.  284  y  285.  La  multa  que  señalan  es 
de  375  á  3.750  pesetas. 

Arts.  288  y  289.  La  multa  que  imponen  es 
de  325  á  3.250  i)esetas. 

Art.  290.  Las  multas  que  impono  son  res- 
pectivamente de  6.250  á  62.500  pesetas;  v  de 
625  á  6.250. 

«Art.  291.  El  que  cercenare  moneda  legíti- 
ma será  castigado  con  las  penas  de  presidio 
mayor  y  multa  de  625  á  6.250  ])esetas.» 

Art.  292  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  293.  La  de  este  artículo  es  de  325  á 
3.250  pesetas. 

Art.  294.   La  de  éste,  de  625  á  6.250  pesetas. 

Art.  295.  En  vez  de  Remo  dice  islas  de 
Cuba  11  Puerto  Rico. 

Art.  296.  La  multa  que  señala  es  de  325  á 
3.250  pesetas. 

Art.  297.  Añade  al  texto  del  art.  301  de  la 
Península  la  palabra  verdadera. 

Art.  299.  Después  de  la  palabra  introduie- 
reu,  dice:  «en  l;is  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico»: 


la  multa  que  establece  es  de  6.250  á  62.500  pe- 
setas. 

Art.  301.  En  vez  de  España,  dice  «islas  de 
Cuba  ó  Puerto  Rico.»  Además  contiene  un  se- 
gundo párrafo  que  dice: 

«En  la  misma  incurrirán  los  que  la  introdu- 
jeren estando  en  relación  con  los  falsifica- 
dores.» 

Arts.  302  y  303.  La  multa  del  302  es  de  625 
á  6.250  pesetas;  y  la  del  303,  de  6.250  á  62.500. 

Art.  304.  Después  de  las  palabras  fuerza 
de  ley,  dice  y  «los  que  los  introdujeren  en  con- 
nivencia con  los  falsificadores»;  terminando 
como  el  .'i08  de  la  Península. 

Arts.  305  y  306.  La  multa  del  305  es  de  375 
á  3.750  pesetas,  y  la  del  306  de  325  á  3.250. 

Art.  307.  En  vez  de  territorio  español,  dice 
«Cuba  y  Puerto  Rico». 

Art.  308.  La  multa  que  señala  es  de  375  á 
3.750  i)esetas. 

Art.  309.  Al  final,  á  continuación  de  la  pa- 
labra papel,  añade  verdadero. 

Arts.  310  y  313.  Las  multas  que  establecen 
son  de  1.250  á  12.500  pesetas. 

Art.  314.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Arts.  316  á  318.  Todos  estos  artículos,  ade- 
más de  las  cédulas  de  vecindad,  se  refieren  á 
los  pasaportes,  y  los  317  y  31b  establecen  de 
multa  de  325  á  .3.250  pesetas. 

Arts.  319  y  320.  Las  multas  que  establecen 
son  de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  327.     En  vez  de  125  dice  «325  pesetas.» 

Art.  328.  La  multa  del  núm.  6."  es  de  625 
á  6.250;  la  del  7.°,  de  375  á  3.750;  la  del  8."  y 
del  !)."  de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  329.  La  multa  que  fija  es  de  375  á  3.750 
pesetas. 

Art.  331.  La  multa  del  párrafo  primero  es 
de  625  á  6.250  pesetas;  el  lindte  de  la  demanda 
á  que  se  refiere  el  seg'undo  es  625  pesetas,  y  la 
multa  que  fija  el  mismo  la  antes  expresada. 

Art.  334.  La  multa  que  fija  el  núm.  I."  es 
de  375  á  3.750  pesetas,  y  la  que  establece  el  2.°, 
de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  337.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  340.  No  dice  «en  España»  sino  «en  el 
jiais». 

Arts.  341  á  344.  La  multa  del  341  es  de  625 
á  6.250  pesetas;  las  del  42,  de  325  á  3.250  y  de 
375  á  3.750;  la  del  343,  de  375  á  3.750,  y  la  del 
344,  de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  345.     La  multa  es  de  375  á  3.750  ptas. 

Art.  346.     La  multa  es  de  325  á  3.250  ptas. 

Art.  347.     La  multa  es  de  625  á  6.250  ptas. 

Art.  348.     La  multa  es  de  325  á  3.250  ptas. 

Art.  349.  Párrafo  1."  La  multa  es  de  325 
á  3.250  pesetas. 

Párrafo  2."  La  multa  es  de  625  á  6.2.50  pe- 
setas. 

Art.  351.     La  multa  es  de  325  á  3.250  ptas. 

Art.  352.  La  multa  que  ñja  es  de  325  á  3.250 
pesetas. 

Art.  354.  .  La  multa  del  párrafo  1."  es  de 
625  á  6.250  pesetas,  y  la  del  segundo  de  325 
á  3.250. 

Art.  355.  La  multa  que  fija  es  de  325  á  8.250 
pesetas. 
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Art.  367.  La  multa  que  inipoue  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  368.     La  mtilta  es  de  325  á  3.250  ptas. 

Arts.  371  á  373.  Las  multas  del  art.  371  sou: 
en  el  párrafo  1.°,  de  625  á  6.250  pesetas,  v  en 
el  2.",  de  325  á  3.250;  la  del  372,  de  625  á  6.250 
pe.setas,  y  la  del  373,  de  325  á  3.250. 

Arts.  374  y  375.  La  multa  que  impone  es  de 
.325  ft  3.250  pesetas. 

Art.  376.  La  multa  que  señala  es  de  375  á 
3.750  pesetas. 

Arts.  378  v  379.  Las  multas  del  378  son  325 
á  3.250  pesetas  en  el  párrafo  1.",  y  375  á  3.750 
en  el  seg-undo.  La  que  impone  el  art.  375  es  de 
375  á  3.750. 

Arts.  380  y  381.  La  multa  que  establecen  es 
de  325  ;l  3.250  pesetas. 

Art.  384.  La  multa  que  fija  es  de  375  á  3.750 
peseta.s. 

Arts.  386  y  387.  Las  multas  que  imponen 
sou  resijcctivameute  de  325  á  3.250  pesetas  y 
de  625  á  6.250. 

Art.  389.  La  multa  que  señala  es  de  325  á 
3.250  pesetas. 

«Art.  401.  El  empleado  público  que  por  ra- 
zón de  sus  funciones,  teniendo  á  su  carg-o  cau- 
dales ó  efectos  públicos,  los  sustrajere  ó  con- 
sintiere que  otros  los  sustraigan,  será  casti- 
gado: 

1."  Con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  si  la  sustracción  no  excediere 
de  125  pesetas. 

2.°  Con  la  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  medio  y  máximo  si  excediere  de  125  y 
no  pasare  de  6.250  pesetas. 

3."  Con  la  de  presidio  mayor  si  excediera 
de  6.250  y  no  pasare  de  125.000  pesetas. 

4."  Con  la  de  cadena  temporal  si  excediere 
de  125.000  pesetas. 

En  todos  los  casos,  con  la  de  inhabilitación 
temporal  especial  en  svi  grado  máximo  á  in- 
habilitación ¡lerpetua  absoluta.» 

Art.  405.  El  limite  mínimo  de  la  multa  esta- 
blecida en  su  párrafo  final  es  325  pesetas. 

Art.  411.  La  multa  que  impone  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

«Art.  415.  El  esclavo  qtie,  concurriendo  al- 
guna de  las  circunstancias  enumeradas  en  el 
articulo  anterior,  matare  á  su  señor,  ó  al  cón- 
yuge de  éste,  ó  á  cualquiera  de  los  ascendien- 
tes ó  descendientes  del  mismo,  que  vivan  en 
su  compañía,  será  castig'ado  con  la  pena  de 
cadena  perpetua  á  muerte. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  liberto  que 
mate  á  su  patrono,  concurriendo  alg'uua  de 
aquellas  circunstancias.» 

«Art.  417.  El  esclavo  que,  sin  concixrrir  al- 
guna de  las  circunstancias  numeradas  en  el 
art.  414  matare  á  su  señor,  ó  al  cónyuge  de 
éste,  ó  á  cualquiera  de  los  ascendientes  ó  des- 
cendientes del  mismo  cjue  vivan  en  su  compa- 
ñía, ó  á  la  persona  encarg'ada  por  el  amo  de 
su  g'obierno,  custodia  ó  dirección,  será  casti- 
g'ado con  la  pena  de  reclusión  temporal  en  su 
grado  medio  á  reclusión  perpetua. 

Con  la  misma  pena  será  castigado  el  homi- 
cidio cometido  por  un  liberto  en  la  persona  de 
su  patrono.» 


Art.  426.  La  multa  que  señala  es  de  325  á 
3.250  ptas. 

Art.  429.  Al  texto  del  art.  431  del  Código 
peninsular,  añade: 

«No  lo  están  tampoco  las  que  por  via  de  co- 
rrección causaren  á  los  esclavos  sus  amos  ó  las 
personas  bajo  cuyo  gobierno  estuvieren,  siem- 
pre que  aquélla  no  exceda  el  limite  del  casti- 
go que  autoricen  los  reglamentos.» 

«Art.  430.  Si  el  dueño  causare  ó  hiciere 
causar  á  un  esclavo  las  lesiones  comprendi- 
das en  los  núms.  1.°  y  2.°  del  artículo  ante-^ 
rior,  la  responsabilidad  civil  á  que  debe  ser 
condenado  segi'iu  el  art.  17  se  hará  extensiva 
á  la  manumisión  forzosa  del  ofendido,  y  íi  la 
obligación  de  alimentarle  durante  su  vida. 

Si  las  lesiones  que  el  dueño  le  causare  ó  le 
hiciere  causar  fueren  de  las  comprendidas  en 
los  núms.  3."  y  4.°  del  articulo  precedente,  la 
responsabilidad  civil  se  hará  extensiva  á  la 
enajenación  forzosa  del  esclavo  á  persona  con 
la  cual  no  esté  el  autor  del  delito  ligado  con 
vinculo  de  parentesco  dentro  del  cuartogrado.»^ 

Art.  432.  La  multa  que  impone  es  de  325  á. 
3.250  ptas. 

Después  de  autoridad   pi'iblica, 
patronos,   mayordomos  ó  mayo- 


Art.   433 

dice:  «amos 
rales». 

Art.  440. 
3.250  ptas. 

Art.  444. 

«Arf.  448. 


La  multa  que  señala  es  de  .325  A 


La  multa  es  de  625  á  6.250  ptas. 
El  adulterio  cometido  por  el  es- 
clavo con  la  mujer  de  su  dueño  ó  por  el  liber- 
to con  la  de  su  patrono,  será  castigulo  con  la 
pena  de  prisión  mayor.» 

«Art.  454.  El  esclavo  que  violare  á  una 
mujer  en  cuya  servidumbre  estuviere  consti- 
tuido, ó  á  la  esposa,  hija  ó  nieta  do  su  dueño, 
ó  á  mujer  de  la  familia  de  cualquiera  de  ellos 
que  estuviere  dentro  del  cuarto  grado  de  pa- 
rentesco y  cpie  viviere  en  su  compañía,  será 
castig'ado  con  la  pena  de  reclusión  temporal 
en  su  g'rado  medio  á  reclusión  perpetua.» 

Art.  455.  Al  texto  del  454  del  Código  pe- 
ninsular, añade: 

«Si  el  abuso  deshonesto  de  que  habla  el  pá- 
rrafo anterior  fuere  cometido  por  el  esclavo 
contra  tina  persona  de  la  familia  de  su  dueño, 
dentro  del  cuarto  g'rado  de  parentesco,  la  pena 
será  la  de  prisión  correccional  en  su  grado 
máximo  á  prisión  mayor  en  sus  grados  míni- 
mo y  medio.» 

«Árt.  458.  Incurrirán  en  la  pena  de  multa 
de  3'25  á  3. '250  pesetas  los  que  expusieren  ó 
proclamaren  con  publicidad  y  escándalo,  doc- 
trinas contrarias  á  la  moral  pública.» 

«Art.  460.  Si  el  estupro  fuere  cometido  por 
el  esclavo  en  la  persona  de  la  dueña,  hija  ó 
nieta  de  su  dueño,  ó  en  mujer  de  la  familia  de 
cualquiera  de  ellos  que  estuviere  dentro  del 
cuarto  g'rado  de  parentesco,  y  viviere  en  su 
compañía,  la  pena  será  la  de  prisión  correc- 
cional en  su  g'rado  máximo  á  prisión  mayor 
en  sus  grados  mínimo  y  medio»  '. 

«Art.  461.  El  abuso  deshonesto  cometido  por 
el  esclavo,  interviniendo  engaño,  en  persona 
mayor  de  doce  años,   y  menor  de  veintitrés 


'    Beciiftcado  por  Ji.  D.  de  20  de  Agosto  de  1880. 
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pertenecieute  á  la  familia  de  su  dueño,  dentro 
del  cuarto  grado  de  pareutesco,  será  castig'a- 
do  con  la  pena  de  prisión  correccional  en  los 
grados  mínimo  y  medio.» 

«Art.  464-.  Si  el  delito  previsto  en  el  articu- 
lo anterior  fuere  cometido  por  un  esclavo  en 
la  persona  de  su  dueña,  ó  en  la  esposa,  bija  ó 
nieta  de  su  dueño,  ó  en  mujer  de  la  familia  de 
cualquiera  de  ellos  que  estuviere  dentro  del 
cuarto  grado  de  parentesco  y  viviere  en  su 
compañía,  será  castigado  con  la  pena  de  re- 
clusión temporal  eu  su  grado  medio  á  reclu- 
sión perpetua.» 

Art.  465.  Añade  al  texto  del  art.  4G1  del  Có- 
dig"0  peninsular: 

«Este  mismo  delito,  ejecutado  por  un  escla- 
vó contra  cuíiljuiera  de  las  personas  mencio- 
nadas en  el  articulo  anterior,  será  castigado 
con  la  pena  de  prisión  correccional  eu  su  gra- 
do máximo  á  prisión  mayor  eu  su  grado  mí- 
nimo.» 

Art.  468.  Está  suprimido  eu  él  el  núm.  3." 
del  4G1  del  Código  peninsular;  y  en  cambio  tie- 
ne como  núui.  2.°  el  sig'uiente: 

«A  emanciparla  si  estuviere  eu  svi  servi- 
dumbre.» 

Art.  469.  «Los  ascendientes,  tutores,  cura- 
dores, dueños,  patronos,  maestros...»  (sigue 
como  el  4G.5  del  Código  peninsular.) 

Art.  472.  Las  multas  que  impone  en  los  dos 
casos  que  comprende,  son  respectivamente  de 
1.250  á  12.500  y  de  625  á  6.250. 

Art.  473.  La  multa  de  su  núm.  1.°  es  de  625 
á  6.250  pesetas  y  la  del  2."  de  325  á  3.250. 

Arls.  477  y  478.  La  multa  del  primer  párra- 
fo del  art.  477  es  de  625  á  6.250  pesetas;  y  la 
del  párrafo  segundo  del  propio  artículo,  como 
la  del  art.  478,  de  325  á  3.250. 

Art.  487.  La  multa  que  señala  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  492.     La  multa  esde  325  á3.250  pesetas. 

«Art.  493.  El  que  en  un  matrimonio  ilegal, 
pero  válido  según  las  disposiciones  de  la  Igle- 
sia, hiciere  intervenir  al  párroco  por  sorpresa 
ó  engaño,  será  castigado  con  la  pena  de  pri- 
sión correccional. 

Si  le  hiciere  intervenir  con  violencia  ó  inti- 
midación, será  castigado  con  la  de  prisión 
menor.» 

Art.  495.     La  multa  es  de  325  á  3.250 pesetas. 

Art.  497.     La  multa  es  He  325  á  3.250pesetas. 

♦  Art.  498.  La  autoridad  eclesiástica  ó  civil 
que  autorizare  matrimonio  prohibido  por  la 
ley,  ó  para  el  cual  haya  alg'iiu  impedimento  no 
dispensable,  será  castigada  con  las  penas  de 
suspensión  en  sus  grados  medio  y  máximo  y 
multa  de  625  á  6.250  pesetas. 

Si  el  impedimento  fuere  dispensable,  las  pe- 
nas serán  destierro  eu  su  grado  mínimo  y 
multa  de  325  á  3.250  pesetas.» 

Art.  500.  El  particular  que  encerrare  ó  de- 
tuviere á  otro  ó  eu  cualquiera  forma  le  priva- 
re de  su  libertad,  salvo  lo  dispiiesto  en  el  ar- 
ticulo 502,  será  castigado  con  la  pena  de  pri- 
sión mayor.» 

(Sigue  como  el  495  del  Código  peninsular, 
pero  la  multa  del  párrafo  4.°  es  de  325  á  3.250 
pesetas.) 

«Art.  502.     El  que,.fuera  de  los  casos  permi- 


tidos por  la  ley,  ó  siu  niot¡\o  racioual,  apre- 
hendiere ó  detuviere  á  una  persona  ¡lara  pre- 
sentarla á  la  autoridad,  será  castigado  cou 
las  penas  de  arresto  menor  y  multa  de  325  á 
3.250  pesetas. 

No  tiene  aplicacióu  este  artículo  á  los  que 
aprehendieren  colonos  ó  siervos  ajenos,  que 
estuvieren  prófug-os,  para  entregarlos  á  sus 
dueños  ó  á  la  autoridad  en  los  casos  que  de- 
terminan los  reglamentos,  siempre  que  veri- 
ficaren la  entrega  en  el  término  de  setenta  y 
dos  horas,  á  contar  desde  la  captura. 

Se  reputarán  prófugos  aquellos  de  cuya  fu- 
ga se  hubiere  dado  conocimiento  por  sus  due- 
ños ó  patronos  á  la  autoridad  local,  publicán- 
dose por  los  periódicos,  ó  que  se  encuentren 
á  tres  leguas  de  distancia  de  las  haciendas  en 
que  sirvan,  sin  papel  de  su  amo,  mayoral  ó 
mayordomo,  ó  cou  papel  cuyo  plazo  de  licen- 
cia hava  terminado.» 

Arts'.  505,  506,  507,  509,  512  y  515.  La  mul- 
ta que  imponen  es  de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  516.  El  límite  mínimo  de  la  multa  es 
325  pesetas. 

Arts.  517,  518  y  519.  La  multa  que  señalan  es 
de  325  á  3.250  pesetas. 

«Art.  522.  Si  los  delitos  de  ciue  tratan  los 
núms.  3.°,  4."  y  5.°  del  artículo  anterior  hu- 
bieren sido  ejecutados  en  despoblado  ó  eu 
cuadrilla  ó  asaltando  un  tren  en  marcha,  ó  in- 
troduciéndose en  los  departamentos  de  viaje- 
ros, ó  sorprendiéndoles  de  cualquier  manera 
dentro  de  los  coches,  se  impondrá  á  los  culpa- 
bles la  pena  en  el  grado  máximo.» 

(Sigue  como  el  517  del  Código  peninsular.) 

Art.  526.  El  valor  de  lo  robado  se  fija  para 
los  efectos  de  este  articulo  no  eu  500,  sino  en 
1.250  pesetas. 

Art.  528.  Su  párrafo  segundo  menciona  las 
tiendas  entre  las  dependencias  de  casa  habi- 
tada. 

Arf.  529.  Fija  como  límite  al  valor  de  lo  ro- 
bado, 75  pesetas. 

Art.  530.  El  valor  de  lo  robado  se  íija  para 
los  efectos  de  este  artículo  eu  1.250  pesetas. 

Art.  531.  Vuelve  á  establecer  como  límite 
la  cantidad  de  75  pesetas. 

Art.  536.  El  limite  que  fija  el  núm.  1."  es 
6.250  pesetas;  el  2.°,  1.250;  el  3.",  250;  el  4.», 
25,  el  b.",  menos  de  25  ó  50,  tratándose  de  se- 
millas alimenticias,  frutos  ó  leñas. 

CAP.  III.— De  la  apropiación  be  los  esclavos 

AJENOS,  Y  DE  LA  FUGA   DE  LOS  ESCLAVOS. 

(Comprende  este  capitulo  los  arts.  539  á  544, 
que  carecen  de  aplicación,  pues  la  esclavitud 
se  abolió  en  Cuba  por  la  ley  de  13  de  Febrero 
de  18«0,  V  el  patronato  porR.  D.  de  7  de  Octu- 
bre de  1886.) 

Art.  545.  El  límite  señalado  en  el  párrafo 
primero  es  325  pesetas.  La  multa  del  segun- 
do, de  325  á  3.250  pesetas. 

Art.  546.  Señala  la  misma  multa  <iue  el  an- 
terior. 

Art.  549.  Al  texto  del  538  del  Código  penin- 
sular, añade: 

«Los  quebrados  que  no  hubieren  llevado  los 
libros  de  contabilidad  en  la  forma  y  con  todos 
los  requisitos  que  se  prescriben  en  la  sección 
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2.^  del  titulo  II,  libro  I  del  Código  de  Comer- 
cio, cuaudn  de  sus  defectos  y  omisiones  haya 
resultado  perjuicio  á  tercero",  y  los  que  uo  hu- 
bieren hecho  la  mauifestación' de  quiebra  en 
el  término  y  forma  que  se  prescriben  en  su  ar- 
tículo 1.017,  serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  mayor.» 

Art.  558.  El  limite  que  fiia  el  nüm.  1."  es  de 
250  pesetas;  el  2.°,  de  6.250,  y  el  3.°,  de  esta 
cantidad  arriba. 

Art.  559.  La  multa  que  establece  su  párra- 
fo ñnal  es  de  :!25  á  3.250  pesetas. 

Arts.  568  y  570.  La  multa  es  de  1.250  á 
12.500  pesetas. 

Art.  574.  La  cantidad  que  señala  como  li- 
mite para  los  efectos  de  la  penalidad  es  G.250 
pesetas. 

Art.  575.  Además  de  la  diferencia  indicada 
en  cuanto  al  anterior,  tiene  un  tercer  número 
que  dice  asi: 

«3.°  Los  que  incendiaren  ingenios,  caña- 
verales II  otras  plantaciones  análogas,  si  el 
daño  causado  escediere  de  6.250  pesetas.» 

Art.  576.  Cuando  el  daño  causado  en  los 
números  2."  y  3."  del  articulo  anterior  no  ex- 
cediere de  6.250  pesetas,  pero  pasare  de  650, 
se  impondrá  al  culpable  la  pena  de  piesidio 
correccional  en  sus  grados  mcíiio  y  máximo. 
Si  uo  excediere  de  650  pesetas,  se  le  impon- 
drá la  pena  de  presidio  correccional  en  sus 
g'rados  mínimo  y  medio. 

Arts.  577  á  579.  El  limite  del  art.  577  es 
6.2.50  pesetas;  el  del  art.  578,  6.2.".0  pesetas 
como  máximo  y  650  como  mínimo;  y  el  del 
579,  650  pesetas. 

Art.  581.  El  límite  fijado  en  el  núni.  1."  es 
de  125  pesetas;  el  máximo  del  núnr.  2.",  1.250; 
el  máximo  del  núm.  3.°,  6.250,  y  el  fijado  en  el 
núm.  4.'^'.  6.250  pesetas. 

Art.  582.  El  valor  de  las  chozas,  pajares  ó 
cobertizos  no  ha  de  pasar  de  625  pesetas. 

Arfa.  587  y  588.  El  587  habla  de  los  daños 
que  exceden  do  6.250  pesetas,  y  el  588  de  los 
que,  pasando  de  125,  no  lleguen  á  6.250. 

Art.  589.  La  multa  qiAi  impone  es  de  625  á 
6.250  pesetas. 

Art.  590.  Las  cantidades  que  expresa  el  pá- 
rrafo primero  son  125  v  200  pesetas. 

Arts.  594  á  699.  Los  arts.  591,  595,  597  y 
599,  fijan  la  multa  de  15  á  125  pesetas;  el  artí- 
culo 596  la  de  75  á  200  pesetas,  y  el  598  la  de 
70  á  200  pesetas. 

Arts.  600  á  607.  Los  arts.  600,  605  y  607, 
señalan  la  multa  de  15  á  125  pesetas.  Además 
el  600  fija  como  limite  máximo  de  la  expeudi- 
ción  de  moneda  falsa  .325  pesetas,  y  como  limi- 
te mínimo  70.  Los  arts.  601,  603  y  606  imponen 
la  multa  de  70  á  200  pesetas,  v  ios  arts.  602  v 
601  la  de  15  á  70. 

Art.  608.  Establece  la  multa  de  15  á  125  pe- 
setas, y  su  núm.  2.°  dice  así: 

«2.°  Los  criados  de  servicio,  mozos  y  de- 
pendientes que  dejaren  de  cumplirlas  preven- 
ciones establecidas  por  la  autoridad  pública 
para  garantía  y  seg'uridad.» 

Art.  609.  La  multa  que  fija  es  de  70  á  200 
pesetas,  y  su  núm.  1."  castiga,  no  sólo  á  los 
que  construyeren,  sino  á  los  que  colocaren  los 


objetos  á  que  se  refiere  con  infracción  de  los 
reglamentos. 

Arf.  610.  Igual  su  párrafo  primero  al  del 
art.  602  del  Código  peninsular.  El  párrafo  se- 
gundo dice: 

«.Si  concurriere  la  circunstancia  de  ser  hijo, 
pupilo  ó  esclavo  el  ofensor,  se  aplicará  el  gra- 
do máximo  de  la  pena,  sean  cualesquiera  las 
circunstancias  que  concurran.» 

Art.  612.  La  multa  que  impone  es  de  15  á, 
125  pesetas. 

«Art.  613.     Serán  castigados  eon  la  multa  de  • 
15  á  125  pesetas  y  reprensión: 

1.°  El  director  de  un  periódico  en  el  cual 
se  hubieren  anunciado  hechos  falsos,  si  se  ne- 
gare á  insertar  gratis,  dentro  del  término  de 
tres  días,  la  contestación  que  le  dirija  la  p'er- 
sona  ofendida,  ó  cualquiera  otra  autorizada 
para  ello,  rectificándolos  ó  explicándolos,  con 
■tal  de  c¿ue  la  rectificación  no  excediere  en  ex- 
tensión del  doble  del  suelto  ó  noticia  falsa. 

En  el  caso  de  ausencia  ó  muerte  del  ofendi- 
do, tendrán  igual  derecho  sus  hijos,  padi-es, 
hermanos  y  herederos, 

2."  Los  que  por  medio  de  la  imprenta,  lito- 
grafía II  otro  medio  de  publicación,  divulga- 
ren maliciosamente  hechos  relativos  á  la  vida 
privada  que,  sin  ser  injuriosos,  puedan  produ- 
cir perjuicios  ó  graves  disgustos  en  la  familia 
á  que  la  noticia  se  refiera. 

3."  Los  que  injuriaren  livianamente  á  otro 
de  obra  ó  de  palabra,  si  reclamare  el  ofendido, 
cuyo  perdón  extinguirá  la  pena. 

4."  Los  que,  requeridos  por  otros  para  evi- 
tar un  mal  mayor,  dejaren  de  prestar  el  auxi- 
lio reclamado,  siempre  que  no  hubiera  de  re- 
sultarles perjuicio  alguno. 

5."  Los  que,  por  simple  imprudencia  ó  por 
negligencia,  siu  cometer  infracción  de  los  re- 
glamentos, causaren  un  mal  que,  si  mediare 
malicia,  constituiría  delito  ó  falta.» 

Art.  614.  Suprimido  en  él  el  uúm.  1."  del 
art.  606  del  Códig'o  peninsular. 

Arfs.  616  á  618.  La  multa  del  616  es  de  15 
á  125  pesetas;  y  al  final  del  párrafo  2.°  uo  dice 
viñedos  ú  olivares;  la  del  617,  de  10  pesetas;  y 
la  del  618,  de  70  á  200  pesetas. 

«Art.  619.  El  dueño  de  g-aüados  que  entra- 
ren en  heredad  ajena  y  causaren  daño  que  ex- 
ceda de  15  pesetas,  será  castig'ado  con  la  mul- 
ta por  cada  cabeza  de  ganado: 
1.°  De  2  á  5  pesetas,  si  fuere  vacuno. 
2."  De  una  á  3  pesetas,  si  fuere  caballar, 
mular  ó  asnal. 

3."  De  0'50  á  2  pesetas,  si  fuere  cabrio  y  la 
heredad  tuviere  arbolado.» 

4."  (Como  el  del  art.  611  del  Código  penin- 
sular.) 

Art.  620.  En  lugar  de  medio  real,  dice  «50 
céntimos  de  peseta.» 

Arts.  622  y  623.  La  multa  del  622  es  de  15 
á  325  pesetas,  y  la  del  623,  de  15  á  70. 

Art.  624.  La  multa  que  señala  es  de  15  á  70 
pesetas,  no  excediendo  el  daño  de  125. 

Art.  625.  Sólo  contiene  el  párrafo  1."  del 
articulo  617  del  Código  peninsular,  pero  el 
daño  no  ha  de  exceder  de  125  pesetas. 

Art.  626.  El  daño  no  ha  de  pasar  de  125  pe- 
setas. 
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Art.  627.     La  multa  que  señala  al  flual  es  de 

1.^  á  -JOii  pesetas. 

Art.  632.     En  el  arresto  subsidiario,  se  com 
puta  i-ail.i  dia  por  lá  pesetas  de  multa. 

«Art.  633.  Las  disposiciones  de  este  libro 
no  excluyen  ni  limitan  las  atribuciones  que 
por  las  leyes  municipales  ó  cualesquiera  otras 
especiales  competan  á  los  funcionarios  de  la 
Administración,  para  dictar  bandos  de  policía 
y  buen  gobu'riio,  y  para  corregir  gubernativa- 
mente las  faltas  en  los  casos  cu  que  su  repre- 
sión les  esté  encomendada  por  las  mismas  le- 
yes y  decretos. 

DISPOSICIÓN    FINAL 

Art.  634.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
penales  generales  anteriores  ;l  la  promulga- 
ción de  este  Código,  salvo  las  relativas  á  los 
delitos  no  sujetos  á  las  disposiciones  del  mis- 
mo, con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  7.°  y 
el  R.  D.  de  21)  de  Septiembre  de  1866,  mandan- 
do observar  el  proyecto  de  ley  sobre  la  repre- 
sión y  castigo  del  tráfico  negrero.» 

Al  Código  penal  de  Cuba  y  Puerto  Rico, 
acompañaba  una  ley  provisional  para  la  apli- 
cación de  sus  disposiciones.  No  la  reproduci- 
mos porque  ha  sido  derogada  y  sustituida  por 
la  de  19  Octubre  1888,  que  es,  con  breves  mo. 
dificaciones,  la  de  14  de  Septiembre  de  1882 
vigente  en  la  Península. -V.  Enjuiciamiento 

CRIMINAL  EN  ULTRAMAR. 

E.D.  30  Mayo  1879. 
Protección   de    niños. 
Mandó  observar  en  Cuba  y  Puerto  Rico  la 
ley  de  26  Julio  1878  (p.  975)  con  alguuas  modi- 
ficaciones. (Gac.  28  Julio.) 

E.  D.  20  Agosto  18S0. 

(ULTRA.MAR.)  Extructo.  —  Determinó  este 
decreto  cómo  debían  considerarse  redactados 
los  artículos  232,  244,  460  y  616  del  Código  pe- 
nal de  Cul)a  y  Puerto  Rico.  Quedan  insertos  ó 
indicados,  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  eu 
este  decreto. 

B.  D.  20  Julio  1882. 
Declarando  vigentes  en  Cuba  y  Puerto  Rico  lo3  arts.  12, 
J4,  682  y  583  del  Código  de  la  Prnínsnla  sobre  delitos 
cometidos  i¡or  medio  de  la  imprenta,  ij  mandando  hacer 
una  7nteva  tdición  del  de  esas  islas, 

(Ultramar.)  «Artículo  1.°  Se  declaran 
vigentes  eu  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico 
los  arts.  12,  14,  582  y  583  del  Código  penal  de 
la  Península  de  30  de  Agosto  de  1870. 

Art.  2.°  Se  hará  una  nueva  edición  oficial 
del  Código  penal  de  Cuba  y  Puerto  Rico  de  23 
de  Mayo  de  1879,  en  el  que  se  incluirán  los  ar- 
tículos citados  en  el  lugar  correspondiente. 

Art.  3.°  Mi  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Cortes  del  presente  decreto.»  (Gac.  28  Julio.) 

B.  D.  i  Septiembre  1S84. 
Mandando  publicar  para  que  rija  en  l''lllplnRH  el  Códi- 
go penal  y  la  ley  provisional  para  su  aplicación. 

«Articulo  1.°  El  Código  penal  vigente  en  la 
Península  y  reformado  por  la  Comisión  de  Co- 
dificación de  las  provincias  de  Ultramar  se 
publicará  en  las  islas  Filiiiiuas  y  regirá  eu 
ellas  desde  la  fecha  que  se  designe  al  intento. 


Art.  2."  De  igual  manera  y  á  la  vez  que 
dicho  Código  se  publicará  y  regirá  la  ley  pro- 
visional de  Enjuiciamiento  criminal  que  acom- 
paña al  mismo. 

Art.  3.°  El  Gobierno  dai'á  cuenta  á  las  Cor- 
tes del  i^resente  decreto. 

Dado  en  Gijón  á  4  de  Septiembre  de  1884. — 
Alfonso.  — El  Ministro  de  Ultramar,  Manuel 
Aguirre  deTejada.»  (Gac.  19  Diciembre IS8t}.) 

E.  O.  17  Diciembre  1896. 
Mandando  que  se  lleve  á  efecto  el  anterior  decreto, 

(Ultramar.)  «...S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y 
eu  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  se 
ha  servido  disponer  se  lleve  á  efecto  el  Real 
decreto  de  4  de  Septiembre  de  1684,  publicán- 
dose inmediatamente  en  la  Gaceta  de  Manila 
el  Código  penal  y  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  que  con  dicho  decreto  so  reijútierou, 
debiendo  regir  ambas  leyes  á  los  cn:i  i-o  meses 
de  su  publicación  en  todo  el  territorio  de  las 
islas  Filipinas,  con  excepción  de  las  Marianas 
y  Batanes,  en  las  cuales  regirá  á  los  seis 
meses  '. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  17  de  Diciem- 
bre de  1886.— Balaguer.— Sr.  Gobernador  ge- 
neral de  las  islas  Filipinas.» 

(A  continuación  publicó  la  Gaceta  de  19  Di- 
ciembre 1886  la  «Exposición  de  la  C'o>n¿t<ión 
codificadnra  de  laa  ¡provincias  de  Ultramar*, 
el  'Códiyo  penal  de  las  idas  Filipinas»  y  la 
^ley  2^rovisional  para  la  aplicación  de  las  dis- 
po.'iiciones  del  viismo».) 

B.  D.12  Agosto  Khl. 
Haciendo  extensiva  á  todas  las  posesiones  españolas  en 
flirumar  la  ley  provisional  de  18  de  Junio  de  1810  so- 
bre el  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto. 

(Ultramar.)  «...Vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

Se  hace  extensiva  á  las  islas  de  Cuba, 
Puerto  Rico,  Filipinas  y  demás  posesiones  es- 
pañolas en  Ultramar  la  ley  provisional  do  18 
de  Junio  de  1870,  vigente  en  la  Península 
para  el  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto,  con 
las  modificaciones  que  aparecen  eu  su  articu- 
lado, que  se  publica  á  continuación,  y  que 
han  sido  introducidas  de  acuerdo  con  lo  in- 
formado por  el  C.  de  E.  y  la  Comisión  de  Co- 
dificación de  Ultramar... 

Dado  en  San  Ildefonso  á  12  de  Agosto  de 
1887.- Maria  Cristina.— El  Ministro  de  Ultra- 
mar, Víctor  Balaguer.» 

l,cy  pr«vl.nlunnl  de  18  de. Junio  de  1870,  estableciendo 

reglas  para  el  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto  cotí  las 

m'odilicaciones  convenientes  para  su  aplicación  d  las 

provincias  de  Ultramar. 

Las  modificaciones   introducidas  en  la  ley 


'  El  Código  de  Filii>inas  'fui  publicado  en  la  Gaceta 
de  Manila,  correspondiente  d  los  días  13  y  14  de  Mayo 
de  1887,  1/  según  la  11.  O.  de  17  de  Diciembre  de  1886, 
rige  en  Filipinas  desde  15  de  .Julio,  y  en  las  Marianas  y 
Batanes  desde  15  de  Septiembre  del  mismo  año.  Si  bien 
los  Códigos  penales  de  1848  y  1850  fueron  tenidos  como 
doctrina  respetable  en  las  islas  Filipinas  en  lodo  lo  que  se 
refiere  á  la  definición  de  los  liechos  que  constituyen  delito 
y  apreciación  de  circunstan  ias,  la  violación  de  esta  doc- 
trina no  puede  legitimar  recurso  alguno  de  casación  en  el 
fondo.'  (Sent.  2Ó  Enero  1890  declarando  no  haber  lu- 
gar A  recurso  de  casación  interiniesto  contra  auto 
de  sobreseimiento  de  la  Audiencia  de  Manila  por  m- 
l'raccióu  del  Código  penal  de  1850. -Gac.  22  Julio.) 
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de  1870  para  extender  su  imperio  á  Ultramar 
son  tan  insignificantes,  que  lian  podido  hacer- 
se sin  necesidad  de  alterar,  como  caprichosa- 
mente se  ha  alterado,  el  articulado  de  la  mis- 
ma. La  nueva  edición  que  de  ella  se  hace  con- 
cuerda literalmente  con  la  que  rige  en  la  Pe- 
nínsula, hasta  el  art.  10  inclusive.  El  11  de  la 
de  Ultramar,  está  formado  con  el  texto  de  los 
11  y  12  de  la  Península,  por  lo  cual  ya  no  co- 
rresponde el  uvimero  de  los  artículos  restan- 
tes, y  los  12  á  17  de  Ultramar,  son  respectiva- 
mente los  13  íl  18  de  la  Península.  El  18  de 
aquélla  reproduce  el  contenido  del  19  de  ésta, 
y  además  añade:  «No  se  cursarán,  sin  embar- 
go, solicitudes  de  indulto  colectivas  ó  por  re- 
misión de  firmas  en  causa  no  propia.  Se  prohi- 
ben asimismo  las  de  clases  ó  Corporaciones 
oficiales  y  las  de  funcionarios  públicos  en  los 
términos  que  previene  el  R.  D.  de  1."  de  Julio 
de  1867  aplicado  á  Ultramar  por  R.  O.  de  13 
de  Agosto  del  mismo  año.»  Los  arts.  19,  20  y 
2.5  á  28  reproducen  los  20,  21  y  2G  á  2'J  de  la  ley 
déla  Península,  salvo  que  dicen  «Ministerio  y 
Sección  de  Ultramar»,  donde  ésta  expresa 
«Ministerio  y  Sección  de  Gracia  y  Justicia». 
El  art.  31  reproduce  el  texto  del  32  de  la  Pe- 
nínsula y  los  arts.  21  á  21:,  29  y  30  dicen  asi: 

«Art.  21.  Las  solicitudes  de  indulto  se  diri- 
girán al  Ministro  de  Ultramar  por  conducto  de 
las  Audiencias  y  de  los  gobernadores  gene- 
rales. 

En  el  caso  de  que  el  penado  exting-a  la  con- 
dena en  los  establecimientos  penitenciarios  de 
la  Península  ó  en  los  de  nuestros  presidios  do 
África,  deberá  el  jefe  del  establecimiento  cur- 
sar la  instancia  al  Ministro  de  Ultramar. 

Art.  22.  Toda  solicitud  deinduUo  irá  acom- 
pañada de  un  informe  reservado  del  jefe  del 
establecimiento  en  que  el  penado  se  halle  cum- 
pliendo la  condena,  ó  del  gobernador  de  la 
provincia  de  su  residencia  si  la  pena  no  con- 
sistiera en  la  privación  de  libertad  sobre  la 
conducta  del  penado. 

Asi  el  gobernador  de  la  provincia  como  el 
jefe  del  establecimiento  penal,  ó  el  agente  di- 
plomático ó  consular  en  sus  respectivos  casos, 
deberán  proveer  dentro  del  plazo  de  quince 
días  al  penado  que  lo  reclame  para  los  efectos 
del  indulto,  del  informe  reservado  á.  que  se 
refiere  este  articulo. 

Art.  23.  Las  solicitudes  de  indulto,  incluso 
las  que  directamente  se  presentaren  al  Minis- 
terio de  Ultramar,  se  remitirán  á  informe  del 
Tribunal  sentenciador,  el  cual  oirá  al  fiscal,  ó 
á  la  liarte  agraviada,  si  la  hubiere,  á  no  ser 
que  lleven  ya  unidos  dichos  informes. 

Art.  24.  El  Tribunal  sentenciador,  después 
de  oir  al  fiscal  y  á  la  parte  agraviada,  si  la 
hubiere,  emitirá  su  informe,  haciendo  constar 
en  él,  siendo  posible, la  edad,  estado  y  profe- 
sión del  penado;  cu  fortuna,  si  fuere  conocida, 
sus  méritos  y  antecedentes;  si  el  jienado  fué 
con  anterioridad  ¡u'ocesado  y  condenado  por 
otro  delito;  y  si  cumplió  la  pena  impuesta  ó 
fué  de  ella  indultado,  por  qué  causa  y  en  qué 
forma;  las  circunstancias  agravantes  ó  ate- 
nuantes (jue  hubiesen  concurrido  eu  la  ejecu- 
ción del  delito:  el  tiempo  de  prisión  preventi- 
va que  hubiere  sufrido  durante  la  causa;  la 


parte  de  la  condena  que  hubiere  cumplido;  su 
conducta  posterior  á  la  ejecutoria,  especial- 
mente, las  pruebas  ó  indicios  de  su  arrepen- 
timiento que  se  hubiesen  observado,  si  hay  ó 
no  parte  ofendida,  y  si  el  delito  perjudica  al 
dereclio  de  tercero,  y  cualesquiera  otros  datos 
que  puedan  servir  para  el  mejor  esclarecimien- 
nto  de  los  hechos,  concluyendo  por  consignar 
su  dictamen  sobre  la  justicia  ó  conveniencia  y 
forma  de  la  concesión  de  la  gracia. 

Este  informe  deberá  emitirse  por  el  Tribu-_, 
nal  sentenciador  en   un  plazo   que  no  podrá  ' 
exceder  de  treinta  días,  á  contar  desde  la  fe- 
cha en  que  reciba  la  orden  de  despacharle. 

Art.  29.  La  concesión  de  los  indultos  se- 
hará  en  decreto  motivado  y  acordado  en  Con- 
sejo de  Ministros,  que  se  insertará  en  la  Gace- 
ta de  Madrid  y  en  las  de  la  Habana,  Puerto 
Rico  ó  Manila  en  los  respectivos  casos. 

El  alzamiento  de  la  cláusula  de  retención  se 
concederá  por  Real  orden  motivada,  mientras 
subsistan  los  efectos  de  esta  pena  en  los  terri- 
torios de  Ultramar. 

Art.  30.  La  aplicación  de  la  gracia  habrá 
de  encomendarse  indispensablemente  al  Tri- 
bunal sentenciador. 

Eu  cuanto  lo  consientan  las  di.sposicioues 
vigentes  sobre  casación  en  materia  criminal, 
los  gobernadores  generales  conservarán  las 
facultades  que  les  reconocen  la  R.  O.  de  29  de 
Mayo  de  1855  y  siguientes  y  Real  decreto  or- 
gánico de  9  Junio  de  1878.»  (Gac.  19  Agosto.) 

CÓDIGOS  PENALES  MILITARES:  DE  JUSTICIA 
MILITAR:  DE  LA  MARINA.  La  ley  de  15  de  Julio 
de  1882,  autorizó  al  Gobiruo  de  S.  M.  para  re- 
dactar y  publicar  las  leyes  de  organización, 
atribuciones  y  procedimientos  de  los  Tribuna- 
les militares,  y  los  Códigos  penales  para  el 
ejército  y  Armada  (art.  1.")  disponiendo,  res- 
pecto de  estos  últimos,  que  además  de  inspi- 
rarse en  las  Ordenanzas,  se  adaptaran  en  lo 
posible  á  las  prescripciones  de  la  ley  común 
(base  12.").  El  Gobierno  hizo  uso  de  la  atitori- 
zación,  y  por  R.  D.  de  17  de  Noviembre  de 
1881,  S.  M.  D.  Alfonso  XII  aprobó  y  mandó 
observar  el  Código  penal  para  el  ejército,  que 
en  virtud  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1890  fué 
derogado  por  el  de  Justicia  militar,  publicado 
con  R.  D.  de  27  de  Septiembre  del  propio  año, 
y  cuyo  tratado  II  está  dedicado  á  las  leyes 
penales.  (Arts.  171  á  339.) 

Por  consecuencia  de  la  autorización  citada 
de  15  de  Julio  1882,  se  aprobó  y  mandó  obser- 
var también  el  Código  penal  de  la  Marina  por 
R.  D.  de  24  Agosto  1888.— V.  Jurisdicción  mi- 
litar: Marina  de  guerra. 

COFRADÍAS  Y  OTRAS  ASOCIACIONES  PIADO- 
SAS. Llámansecofradías  las  asociaciones  que 
se  forman  competentemente  autorizadas  para 
un  fin  religioso  ó  para  obras  de  piedad.  Para 
que  su  establecimiento  sea  legitimo  han  de  ser 
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autorizadas  con  aprobación  del  Gobierno  y  del 
obispo  diocesano,  sin  cuyos  requisitos  deben 
impedirlas  bajo  su  responsabilidad  las  justi- 
cias de  los  pueblos,  conforme  A  la  ley  6.",  títu- 
lo II,  lib.  I,  y  ley  12,  tlt.  XII,  lib.  XII,  Xoví- 
siraa  Recopilación. — Según  lo  que  se  despren- 
de de  esta  última  ley,  se  han  conocido  en  Es- 
paña otras  asociaciones  gTemiales  ó  políticas, 
sin  fin  II  objeto  religioso,  cometiéndose  con 
este  motivo  grandes  abusos,  á  que  se  quiso  po- 
ner remedio  exigiendo  para  su  establecimiento 
autorización  expresa  del  Gobierno  dada  en  to- 
da forma,  y  previniendo  á  las  justicias  que  no 
consientan  ni  toleren  las  que  carezcan  de  di- 
cho requisito.  He  aquí  las  disposiciones  dicta- 
das sobre  este  asunto: 

Ley  12,  tlt,  XII,  lib.  XII,  Nov.  Recop. '. 

«...Revocamos  todas  y  cualesquier  cofradías 
y  cabildos  que  desde  el  año  G4  acá  se  han  he- 
cho en...  nuestros  reinos,  salvo  las  que  han 
sido  hechas  y  después  acá  se  hubieren  hecho 
solamente  por  causas  pías  y  espirituales,  y  pre- 
cediendo nuestra  licencia  y  autoridad  del  pre- 
lado, y  quede  aquí  adelante  no  se  hagan  otras, 
salvo  en  la  manera  susodicha,  so  g'randes  pe- 
nas. Y  otrosí  defendemos  y  mandamos,  que  en 
las...  heclins  hasta  el  año  de  (i4,  no  se  habien- 
do hecho  como  dicho  es...  que  no  se  junten  ni 
alleguen  los...  cofrades  de  ellas,  antes...  las 
deshagan  y  j-evoquen  por  ante  el  escribano 
públicamente  cada  y  cuando  por  la  justicia  or- 
dinaria... les  fuere  mandado  ó  fueren  requeri- 
dos por  cualqiiier  vecino,  donde  sopeña  que, 
cualquier  que  lo  contrario  hiciere,  muera  por 
ello,  y...  sus  bienes...  sean  confiscados  para 
nuestra  cámara  y  fisco...» 

Ley  13,  título  y  libro  citados. 
«...Las  cofradías  que  hay  en  estos  reinos  de 
oficiales  se  deshagan  y  no  las  haya  de  aquí 
adelante  aunque  estén  por  Nos  confirmadas.» 
(Año  de  1652.) 

Ley  6.»,  tlt.  II,  lib.  L 

«Mando,  que  á  consecuencia  délo  dispuesto 
en  la  ley  13,  tít.  XII,  lib.  XII,  todas  las  cofra- 
días de  oficiales  ó  gremios  se  extingan,  encar- 
gando muy  particularmente  á  las  Juntas  de 
caridad,  que  se  erijan  en  las  cabezas  de  obis- 
pado ó  de  partidos  ó  provincias,  las  conmuten 
ó  sustituyan  en  montes  píos,  y  acopios  de  ma- 
terias para  las  artes  y  oficios,  que  faciliten  las 
manufacturas  y  trabajos  á  los  artesanos,  fo- 
mentando la  industria  popular. 

Que  las  cofradías  erigidas  sin  autoridad  real 
ni  eclesiástica  queden  también  abolidas  por 
defecto  de  autoridad  legitima  en  su  fundación, 
según  lo  iirevenido  en  la  ley  12  del  mismo  tí- 
tulo y  libro,  destinando  su"  fondo  ó  caudal  al 
propio  objeto  que  el  de  las  gremiales. 

Que  las  aprobadas  por  la  jurisdicción  real  y 
eclesiástica  sobre  materias  ó  cosas  espiritua- 


'  Z).  Enricjue  IV en  Toledo,  ano  14fí2,  pet.  3e  y  Santa 
María  de  Nieva,  aflo  1473,  pet.  31,  y  D.  Carlos  I  en  Ma- 
drid, aflo  1534,  pet.  iS. 


leso  piadosas  puedan  subsistir, reformando  los 
excesos,  gastos  superfinos  y  cualesquiera  otro 
desorden, y  |)rescribiendo  nuevas  Ordenanzas, 
que  se  remitan  al  Consejo  para  su  examen  y 
aprobación. 

Que  las  Sacramentales  subsistan  también 
por  el  sagrado  objeto  de  su  instituto,  y  nece- 
sidad de  auxiliar  á  las  parroquias;  con  tal  que, 
si  no  se  hallaren  aprobadas  por  las  jurisdiccio- 
nes real  y  eclesiástica,  se  aprueben,  arreglán- 
dose antes  las  Ordenanzas  convenientes  coa 
aprobación  del  Consejo,  trasladándolas  todas, 
y  fijándolas  eu  las  iglesias  parroquiales. 

Y  últimamente,  que  las  cofradías  que  se  ha- 
llen actualmente  toleradas  con  sólo  la  autori- 
dad del  ordinario,  auiume  atendido  el  literal 
contexto  de  la  citada  lev  12  se  debían  declarar 
abolidas  pomo  haber  intervenido  el  Keal  asen- 
so en  su  erección,  con  todo  será  bien  someter- 
las al  nuevo  examen  de  las  Juntas  de  caridad, 
jsara  que  procuren  reunirías  á  las  Sacramen- 
tales de  parroquias,  destinando  á  socorro  de 
los  pobres  el  caudal  ó  fondo  de  las  que  se  de- 
ban suprimir. 

Y  para  obviar  ig'uales  contravenciones  en  lo 
sucesi\o  y  renovar  la  observancia  de  las  leyes 
del  Reino  en  esta  parte,  jn^oliibo  por  punto  ge- 
neral la  fundación  ó  ereccióndecofradias,con- 
g'regaciones  ó  hermandades,  en  que  no  inter- 
venga la  aprobación  real  y  eclesiástica:::  y 
mando  que  se  expida  la  Keal  cédula  corres- 
pondiente á  conseguir  la  reforma,  extinción  y 
respectivo  arreglo  de  las  cofradías  erigidas  eu 
las  provincias  y  diócesis  del  Reino  é  islas  ad- 
yacentes; y  que  se  comunique  á  ins  ordinarios 
eclesiásticos  y  exentos  órdenes  circulares  para 
que  procedan  de  acuerdo  con  las  Juntas  gene- 
rales de  caridad  y  magistra<los  seculares,  en 
asuntos  de  tanta  gravedad  é  importancia.» 
(Año  de  1183.) 

Resolución  9  Mayo  1778. 

Aparece  por  nota  á  la  ley  anterior,  y  dice 
textualmente: 

«Por  resolución  á  consulta  del  Consejo  de  9 
de  Mayo  de  1778  se  sirvió  S.  M.  aprobar  una 
instrucción  formada  para  el  g'obierno  y  direc- 
ción de  la  Junta  general  de  caridad  estableci- 
da en  Madrid,  removiendo  dudas  por  medio  de 
los  sólidos  principios  adoptados  en  ella,  y  para 
que  pudiese  ser  modelo  en  el  resto  del  Reino, 
compuesta  de  21  capítulos,  de  los  cuales  los 
cuatro  últimos  respectivos  á  cofradías  son  del 
tenor  sig'uiente: 

«En  cuanto  á  cofradías,  ó  están  fundadas 
conforme  á  la  ley  3.-'',  tít.  XIV,  lib.  VIH  de  la 
Recopilación  ó  no  '. 

XVIII.  En  el  caso  de  no  estar  fundadas 
conforme  á  la  citada  ley,  como  cuerpos  ilíci- 
tos, á  la  autoridad  pública  pertenece  abolir- 
las;  basta  la  inaterial  inspección  de  faltarles 
los  debidos  requisitos  en  su  origen  ilegal,  y 
este  es  uno  de  los  encargos  de  la  .Junta,  agre- 
g-ando  sus  haberes  á  los  pobres,  con  preferen- 
cia en  el  socorro  á  los  individuos  existentes 
de  tales  cofradías  que  deben  abolirse  por  esta 
causa. 


'■     Es  la  ley  12,  tit.  XII,  lib.  XII,  Nov.  Recop. 
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XIX.  Si estáu  fundadas  coala  debida  auto- 
rización real  y  eclesiástica  conforme  á  las  le- 
j-es,  el  concurso  de  ambas  autoridades  reunido 
en  la  .Junta  de  caridad,  puede  y  debe  suprimir 
las  superfluas,  pties  de  él  depende  su  toleran- 
cia ó  abolición,  y  esta  se  hace  precisa  cuando 
son  muchas  y  su  multiplicidad  distrae  á  los 
fieles  de  las  parroquias  y  les  empobrece  con 
muchas  exacciones. 

XX.  Esta  abolición  aumentará  la  concu- 
rrencia de  los  fieles  á  su  parroquia  y  librará  á 
los  vasallos  de  un  peso  iutoleraíále,  haciéndose 
pobres  muchas  familias  con  las  comilonas  y 
gastos  superfinos  que  hacen  en  estas  cofra- 
días, especialmente  cuando  llegan  á  ser  oficia- 
les en  ellas,  en  que  suele  sobresalir  la  vanidad 
más  que  la  devoción;  de  manera  que  con  ella 
lograrán  los  vecinos  de  Madrid  y  su  jurisdic- 
ción tanto  auxilio  como  si  se  les  remitiesen 
todos  los  tributos,  y  es,  á  la  verdad,  un  soco- 
rro de  los  mayores  que  se  pueda  dar  á  las  fa- 
milias, libertándolas  de  caer  en  pobreza  y  po- 
niéndolas en  estado  de  dar  socorro  para  alivio 
de  los  pobres. 

XXI.  No  se  han  de  comprender  en  esta  ge- 
neralidad las  Sacramentales,  por  haberlas  pre- 
servado el  Consejo  al  tiempo  de  erigirla  .Jun- 
ta, aunque  no  se  ha  de  confundir  la  devoción 
con  la  vanidad  en  g'astos  superfluos.» 

O.  del  Regente  18  Noviembre  1841 . 
^tie  cesen  las  que  no  estén  nutorizadas  por  el  Gobierno. 

(Grac.  y  Just.)  «El  Regente  del  Reino  ha 
tomado  en  consideración  lo  expuesto  por  va- 
rias autoridades  acerca  del  abuso  que  en  mu- 
chos puntos  del  Reino  se  hace  de  las  cofradías 
y  asociaciones  formadas  bajo  la  advocación 
de  algún  nombre  sagrado  li  otro  objeto  piado- 
so, sin  haber  obtenido  la  autorización  legal 
competente,  y  aun  con  manifiesta  tendencia  á 
menguar  el  respeto  debido  á  las  leyes,  reba- 
jando los  vínculos  de  obediencia  para  con  el 
Gobierno  que  la  Nación  se  ha  dado. 

Ya  de  muy  antig-uo  los  legisladores  españo- 
les habian  previsto  este  exceso,  y  para  conte- 
nerle dictaron  disposiciones  severas,  que  se 
hallan  vigentes  en  la  actualidad,  comprendi- 
das en  la  Nov.  Recop.  Estas  providencias  son 
aplicables  á  los  casos  denunciados  ahora,  y, 
por  tanto,  es  obligación  de  todas  las  autorida- 
des velar  por  su  exacto  cumplimiento,  dispo- 
niendo que  cesen  desde  lueg'o  todas  las  cofra- 
diasy  cualesquiera  otras  asociaciones  religúo- 
sas,  ya  originarias  de  España  ó  ya  del  extran- 
jero, que  no  hubiesen  obtenido  autorización 
del  Gobierno.  Para  este  fin  se  ha  servido  man- 
dar S.  A.  que  se  recuerde  á  las  autoridades, 
así  judiciales  como  gubernativas,  lo  dispuesto 
en  las  leyes  6.",  tít.  II,  lib.  I,  y  12,  tit.  XII, 
lib.  XII  de  la  Nov.  Recop.,  que  son  relativas 
á  la  matcvia. — De  orden  de  S.  A.,  etc. — Ma- 
drid 18  de  Noviembre  de  1841. >  (C.  L.,  t.  27, 
pág.  790.) 

E.  O.  8  Febrero  1842. 
Sobre  disolución  de  las  cofradías  ilegales. 

(Gr.\c.  y  Jus.)  «No  siendo  posible  al  Go- 
bierno en  sus  muchas  y  graves  atenciones  re- 
visar los  estatutos  y  constituciones  de  las  in- 
numerables cofradías  fundadas  en  casi  todas 


las  iglesias  de  la  Monarquía,  y  mucho  menos 
conocer  la  iniuediata  utilidad  que  la  conser- 
vación de  algunas  puede  traer  á  las  poblacio- 
nes en  cjue  se  hallan,  se  ha  servido  S.  A.  el 
Regente  del  Reino  mandar  que  los  prelados 
diocesanos,  de  acuerdo  con  los  jefes  políticos 
de  las  respectivas  jirovincias  en  que  estén  en- 
clavadas las  diócesis,  propongan  á  este  Minis- 
terio las  cofradías  que  deban  suprimirse,  te- 
niendo en  consideración  que  linicament''  se 
han  de  conservar  aquellas  que  sean  conformes 
á  las  disposiciones  canónicas  y  civiles  que  ri-j_ 
gen  en  la  materia,  pudiendo  entretanto  am- 
bas autoridades  permitir  la  continuación  de 
aquellas  que  estimen  necesarias  y  convenien- 
tes por  su  institución  y  piadosos  objetos,  y 
que  no  seau  contrarias  á  lo  dispuesto  en  uno  y 
otro  derecho. — De  orden  de  S.  A.,  etc. — Ma- 
drid 8  de  Febrero  de  1842.»  (C.  L.,  t.  28,  p.  52.) 

B.  D.  17  Abril  1854. 
Más  sobre  disolución  de  cofradías  ilefiales. 

(Gr.\c.  y  Just.)  «Estando  dispuesto  por  la 
ley  12,  tit.  XII,  lib.  XII  de  la  Nov.  Recop.  y 
por  la  6.",  tít.  II,  lib.  I  de  la  misma,  que  las 
cofradías  ó  hermandades  erigidas  sin  la  au- 
torización competente  sean  disiieltas,la  Reina 
(y.  D.  G.)  se  ha  servido  mandar  que  en  el  tér- 
mino de  un  mes  remita  V.  S.  á  este  Ministerio 
una  nota  de  las  que  en  esa  diócesis  se  encuen- 
tran eií  este  caso  para  resolver  lo  conveniente 
en  justa  observancia  de  la  ley. — De  Real  or- 
den, etc.— Madrid  17  de  Abril  de  1854.— Señor 
Obispo  de...»  (C.  L.,  t.  61,  p.  521.) 

E.  O.  23  Noviembre  laM. 

Pidiendo  noticia  de  todas  las  congregaciones  piadosas  y 

prohibiendo  que  funcionen  las  no  autorizadas. 

(Grac.  y  Just.)  «Por  las  leyes  del  Reino  y 
repetidas  Reales  disposiciones,  se  halla  preve- 
nido desde  muy  antiguo,  y  viltimainente  por 
la  R.  O.  de  17  cíe  Abril  de  este  año,  que  no  se 
consienta  ni  tolere  que  en  las  ig-lesias  se  esta- 
blezca ni  funcione  ninguna  cofradía  ni  otra 
asociación  ni  congregación  piadosa,  cuyos  es- 
tatutos no  hubiesen  merecido  previamente  la 
aprobación  de  S.  M.  y  obtenido  la  Real  cédula 
que  al  efecto  se  expide  con  las  formalidades 
de  costumbre.  De  las  noticias  reunidas  recien- 
temente en  este  Ministerio  aparece,  no  obs- 
tante, que  sin  tales  requisitos  funeionan  en  al- 
gunos pueblos  diferentes  congregaciones  de 
este  género,  y  queriendo  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
que  sin  excusa  alg'una  se  cumpla  y  lleve  á 
efecto  cual  corresponde  cuanto  en  la  materia 
previenen  las  indicadas  disposiciones,  se  ha 
servido  S.  M.  mandar: 

1."  Que  los  prelados  y  ordinario  diocesanos 
remitan  con  toda  brevedad  al  Ministerio  de 
mi  cargo  un  estado  circunstanciado  de  todas 
las  congregaciones  piadosas  que  legítima- 
mente establecidas  existen  en  todas  y  cada 
una  de  las  parroquias  de  sus  respectivas  dió- 
cesis, expresando  en  las  diferentes  casillas, 
según  el  orden  que  se  indica,  el  nombre  de  la 
provincia  civil,  el  del  pueblo  y  el  de  la  parro- 
quia en  que  se  haya  establecido  cada  congre- 
gación, el  título  y  la  advocación  de  esta  mis- 
ma, la  fecha  de  la  R.  C.  de  la  aprobación  de 
sus  estatutos  (de  los  cuales  se  acompañará  con 
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la  contestación  un  ejemplar  impreso,  puesto 
que  según  se  ordena  en  las  Rs.  Cs.  respectivas 
de  aprobación,  deben  tenerlos  en  aquella  for- 
ma), y  el  número  de  congregantes  ó  individuos 
que  en  el  dia  pertenecen  á  cada  congregación. 
También  se  manifestará  si  cada  una  de  éstas 
funciona  regularmente  con  arreglo  á  sus  esta- 
tutos, ó  si  por  el  contrario  no  funciona,  por 
qué  razón  y  desde  qué  época. 

2.°  Es  la  voluntad  de  S.  M.  que  los  ordina- 
rios diocesanos  hagan  las  prevenciones  más 
terminantes  y  precisas  á  los  curas  párrocos 
de  sus  diócesis,  á  fin  de  que  bajo  su  inmediata 
y  más  estrecha  responsabilidad  prohiban  des- 
de luego  en  sus  iglesias  el  ejercicio  de  cual- 
quier acto  propio  de  congregación  á  todas 
aquellas  que  no  estén  legítimamente  estable- 
cidas, ó  que  no  cumplan  las  prescripciones  de 
sus  respectivos  estatutos,  y  las  condiciones  de 
la  R.  C.  de  su  aprobación,  ó  que  no  hubiesen 
obtenido  ésta;  dando  cuenta  al  diocesano  para 

10  que  ])rocediese. 

3."  Que  los  gobernadores  civiles  vigilen  el 
exacto  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo anterior;  dando  parte  á  este  Ministe- 
rio.» (Bol.  ofic.  de  Granada,  núni.  152.) 

E.  D.  15  Febrero  1867. 
Véanse  los  arts.  24  al  27  do  este  decreto,  y 
también  el  23  de  la  R.  C.  de  3  Enero  de  1854 
en  el  articulo  Concordatos. 

Otras  disposiciones. 

Además  de  las  insertas  hay  que  tener  pre- 
sentes otras,  á  saber: 

En  Desamortiz.^ción  son  de  consultar  los 
arts.  1.",  3.0  y  6.»  de  la  ley  de  2  de  Septiembre 
de  1841  declarando  en  venta  todas  las  fincas, 
derechos  y  acciones...  de  las  cofradías  con  ex- 
cepción de  los  bienes  procedentes  de  adquisi- 
ciones particulares  parausos  privativos  de  sus 
individuos;  el  art.  1."  de  la  lej-  de  1."  de  Mayo 
de  1855  declarando  nuevamente  en  estado  de 
venta  los  bienes  pertenecientes...  á  cofradías; 
disposición  reproducida  en  el  art.  9."  de  la  de 

11  Julio  de  1856,  y  aclarada  con  referencia  á 
la  excepción  establecida  en  la  de  1841,  por  el 
uüm.  6.°  de  la  prden  de  28  de  Enero  de  1869. 

En  Asociación  es  de  ver  la  ley  de  30  de 
Junio  de  1887  sobre  ejercicio  de  ese  impor- 
tante derecho  constitucional,  y  cuyas  pres- 
cripciones son  aplicables  á  las  cofradías,  como 
se  deduce  de  los  arts.  1."  72.",  que  solamente 
exceptúan  de  ellas  las  asociaciones  de  la  reli- 
gión católica,  autorizadas  en  España  por  el 
Concordato,  ó  sea  las  casas  de  religiosos  y  re- 
ligiosas comprendidas  en  los  arts.  29  y  30  del 
mismo. 

Y  en  CÓDIGO  civil  han  de  tenerse  presentes 
los  arts.  35  á  39  del  mismo  referente  á  las  per- 
sonas jurídicas. 


Tan  g'rande  llegó  á  ser  el  abuso  de  las  co- 
fradías, y  tan  inmenso  su  número,  que  e'  ilus- 
tre Campomanes  no  pudo  menos  de  alzar  con- 
tra ellas  su  ilustrada  voz,  en  sus  discursos  so- 
bre el  fomento  de  la  industria  popular  y  sobre 
escuelas  patrióticas.  Decía  que  eran  muchas 
las  fundadas  contra  las  leyes  y  que  podían  dar 
un  caudal  considerable  para  enseñar  3^  mante- 
ner á  los  pobres,  en  vez  de  convertir  sus  fon- 
dos y  contribuciones  ileg'ales  en  comilonas  y 
otros  g'astos  superfinos  ó  viciosos  en  gran  par- 
te. Entonces  se  trataba  en  el  Consejo  de  redu- 
cirlas y  darlas  éste  y  otros  destinos  útiles,  y 
se  dictaron  á  poco,  en  efecto,  la  resolución  de 
9  de  Mayo  de  1788  y  la  que  es  hoy  ley  6.'',  ti- 
tulo ir,  lib.  I  de  la  Nov.  Rec.  '. 

Hoy,  además  de  dichas  leyes  y  de  los  Reales 
decretos  y  órdenes  que  quedan  insertos,  es 
necesario  tener  en  cuenta  lo  mandado  en  la 
Real  cédula  de  3  de  Enero  de  1854  y  en  el  Real 
decreto  de  15  de  Febrero  de  1867,  ambos  so- 
bre arreglo  parroquial.  La  primera  de  dichas 
dos  disposiciones  determina  en  el  art.  23  que 
las  cofradías,  en  debida  forma  establecidas  au 
las  parroquias  y  sus  anejos,  estén  sujetas  á  los 
párrocos  en  todo  lo  concerniente  al  tiempo  y 
modo  de  celebrar  las  funciones  religiosas,  sin 
perjuicio  de  lo  que  respecto  de  su  régimen  in- 
terior prevengan  sus  estatutos  legítimamente 
aprobados.  Y  el  decreto  de  1867  reconoce  la 
necesidad  de  establecer  bases  g-enerales  para 
la  organización  de  estas  asociaciones,  estan- 
do entre  tanto  á  las  constituciones  ó  estatutos 
de  cada  una,  cuya  aprobación,  según  deja- 
mos dicho,  corresponde  al  Gobierno. 

También  ha  de  tenerse  presente  la  legisla- 
ción sobre  asociaciones  y  reuniones  públicas 
que  queda  inserta  en  el  tomo  I. 

En  Ultramar,  según  la  ley  25,  tít.  IV,  lib.  I  de 
la  Recop.  de  Indias,  no  podían  fundarse  co- 
fradías sin  que  precediera  Real  licencia  y  au- 
torización del  prelado  eclesiástico,  y  se  pre- 
senten previamente  sus  Ordenanzas  en  el  Con- 
sejo. Y  tampoco  podían  juntarse,  ni  auu  des- 
pués de  su  aprobación,  sin  que  estuviera  pre- 
sente uno  de  los  ministros  reales,  conforme  á- 
lo  dispuesto  en  dicha  ley,  en  el  art.  13  de  la 
Ordenanza  de  intendentes  de  1786  y  su  con- 
cordante el  61 -de  la  de  1803.  Hoy  rige  la  de  30 
de  Junio  de  1887,  hecha  extensiva  á  Ultramar 
por  R.  D.  de  12  de  Junio  de  1888. 

Sobre  administración  y  cuentas   de  cofra- 


'  E.ristian  en  la  Puninsula  el  aüo  1770,  según  las  noM- 
ciaa  reíonidas  por  el  Consejo  de  Castilla,  •¿b.¡r¿7  cofra- 
días, y  sus  gastos  anuales  ascendían  d  11.687. tíl8  reales.. 


1022 


días,  obras  pías ,ytoi;íü;;;¡r7i;^ü;¡7¡; 

d.erou  reglas  en  circular  de  15  de  Octubr;  de 
180D    1  por  R.  O.  de  27  de  Mavo  de  1822  se 

'i:  os'd  '  '7  "^>-°'-^--«  de  cofradías  hacer 
ga  os  de  refrescos  ú  otros  semejantes  contra 
lo  mandado  por  los  cánones 

COGNACIÓN.    El  parentesco  de  consanguini- 
dad por  la  linea  femenina  entre  los  descen- 

*  .V  4ib  aei  o.  F.  Incurren  en  él  los  fun- 
cionarios públicos  y  cualquiera  persona  que 
desempeñe  un  servicio  público,  haciendo  ó  de- 

Zui:  ""■  '''^T  ""*°  °  "-''•''  -«d-"te 
le'  h  cierf  ■°™''"'  "^  •■«"'''«"do  regalos  que  se 
es  hicieren  en  consideración  .1  su  oficio  Ade- 
nitis de  los  funcionarios,  incurren  también Íi 
dicho  delito  los  sobornantes. 

cio^ioí^'  "^^  r  *^-  '""''""^  diferentes  disposi- 
ciones relativas  al  delito  de  cohecho:  lo,  ár- 
lenlos 300,  núm.  2.o,  .,  331,  castig-an  al  ofic'l 
que  exija  o  admita  dádivas  en  consideración 
á  sus  servicios;  el  334,  nüm.  6.",  al  individuo 

y  U  ,.34  prohibe  invalidar  las  notas  que  pro 
veng-an  del  delito  de  cohecho.  Dispolido"^  es 
con       ,  ,       ,^^  ^^  ,^^  citados^rts.  sS 

331  y  3o4  formula  el  C.  P.  de  la  Marina  en  los 

el  doliTÍ  '"J:"-'7'-»d«nc¡a  establecida  sobre 
ei  cielito  de  cohecho: 


COGNA^IÓN^-COHECHO. 


tenores  dio  principio  la  p1?p„Í^°Í  *^'?^  directos  y  ex- 
y  I)en.acio  en  el  arí  396  hÍ?  ?/  r"  '^^'  ''«1*'°  deünido 
l*l._G„cs.  de  la  Sala  2.«,''p.  n6.',^°-  '^''"*-  ^  Marzo 

au^sel  art.  401  en  ve.  m^í'f^'colt'tlal    '"''  "^ 

Eljuezmunicipalde  Sipro  ;„.>.      ",■''"""'• 
genozas  en  causa  criminar  n„r^''-"*''^  Primeras  dili- 
hiendo  mandado  se  remffií     >  '^'"""«'^  graves,  v  lia- 
de  primera  ins?anci¡?S    ^/e  °a;lo*"'''°  ^'  ^''^g-d» 
«n  pliego  cerrado  que  oonten¡„  »■    P"'°/"  «1  <">rreo 
luego  á  excitación  de  José  Nm-^i  ''fP'"^'<'''^e;  pero 
ao6  reales,  reclamó  dicho  plIcE^o  ?!'„"'  9"-'"°  ^<'"^^'> 
Correos,  al  cual  dijo  que  las  dMitl,      °"'"'*'''"'lor  de 
nidas  se  iban  A  reducir  A  juicio  iffí'."'"  "''  ^^  -^oíite- 
devolución  de  los  doc^men  n,   ^l^         ".'  ^  °''*"^°  '» 
rio  y  condenado  como  reo  deuirm^''''''^  "^  secreta- 
do en  los  arts.  401.  y  402  del  C   p  '  .*"  P^^i^to  y  peua- 
terio    fiscal   recurso    de    casació,,      1"»"''°  ''^  Minis- 
hecho  perseguido  estaba  comf^ndn"""''"  ,""«    <'^ 
T.  S.  casa  y  anula  el  fallo  immLn"^"  °  ""  ^'  396-  El 

caso  el  art.  401,  que  castiírr.f' ¡  '""'"  ■*'  Presente 
que  admite  re'gllos  qx'*  !e  iteren"'""'''""  ^'"''"«0 
consideración  &  su  oficio  L.I  "  Presentados  en 
era  cometer  un  delito  y  p-oPrlotrnt^f''  "/  Propósito 
do  el  mismo  por  aplirkí;/,;,  iÍ  1  ?",  "'  ^®  "^a  mfringi- 
taber  sido  a¿licado..7s¿nt  7  M  "''íi''  ^^  ^96  por  no 
Sala  2.",  1. 11,  p.  45.)     *      "'•  ^  *f "yo  1881— Gaci.  de  la 


Jurisprudencia. 

elenc„br,„ue,Uo  4el  Zuio  ^^'ÍSX,^^''  ^'  "'"^^o  ^ 

lol*  ^d°ef  ^\''¿"'el  Its-ptro^dr"  T''^^  «'  -"- 
practicando  un  registro  er,L  ""  Publico  que 

en  ella  contrabando  *cletahaco'1fei,^r''.°'^'^''"'i° 
del  hecho  á  la  autoridad  ]^Z^■  \  "'•'^  *"  ^ar  parte 
exige  al  dueño.  >fo  puedeTosteife-  cierta  suma  que 
Clonarlo  se  Hmitar.a  en  In,  co„,-  ■/''  T\^  ^^"^^  fun- 
Bimple  participación  de  encubrdor"  « '^  """f"  * '* 
^e  con  posterioridad  de  sus  efecios  n?*"'"''^'?^'*''^'^"- 
tervención  y  aquiescencia  „„í,'  r°rqu6  sm  su  in- 
zarse  el  acto.  (.Sent  3  N"v^-«  ''!''""''■  Pedido  reali- 
Enero,  p.  2.)  noviembre  de  18S0. -Gac.  25 

liacionl\?s^se^?res™tó  en  en"  "bV^S^P'"  "«  bi-«3 
con  objeto 'de  extender  uS  acT^  Castelvispal 

c.alde  y  concejales  con  dar  ma  oi  f„"«"''>=''ido  al  al- 
elo de  la  loca  idad  si  no  lo  p  t  "í"™^^  «»  perjui- 
locualnoaccedi^eron.apá'recíend^nr'^"  ^"^  ''r'''^'  '^ 
forme  .-I  continuación  del  tct '„„''-'"-  "  "' '"" 
ser  cierto  lo  que  en  ésta  ;»„,„'  ?,"  !'  ,sentido  de  no 
existía  finca  .alguna  rrtstiC  ™í">'  « '*''■'' "^  <'«  lue  no 
considerarse  e/ajenab  e  ÍLíruid  '""'  ""«  •'"''¡"'^ 
agente,  la  Audiencia  d¿  Z^lll  ''  ".f"',»'  """'ra  el 
hecho  era  una  simí.lp  'taragoza  declaró  que  el 
penada  elp'icfalmeS  t  'en°^rcódi^  '^  cohec^o.^lo 
procesado.  Kl  Ministerio  fiscal  iíiíef'  ^  '^^^o'""  al 

lasent¿¿cia;!ect-r?fi.í:c^tris^t.a"rerar't°.3^Xl'a"íí." 


i4  Ulclenibro  I9ÍA|       f 

"rm^di;::::;^^"*?""™^^'^-^"'''' 

ci.a  de  un'n"^^'^  '^¡^  «-«dad  por  la  asisten- 
dió  certificación  tací,ntt-  ^í*  ""  '"'■^rro,  y  expi- 
neumonia  traumática  Contenido'''"'"  """tHa 
hecho,  interpuso  recurso  de  cL°/°""  ''""  de  co- 
inirzngidos  los  arts  398  401v5cíí"*"  ",*5"'1°  ""mo 
alegando  que  el  hpchn^„      ^  ?•  •  """i-  1-    del  C  P 

el  caso  de  quefo  fuera,sólo°seHa  aff-'1'/"  ^  1"«^" 
lo  401;  y  el  T.  S.  casa  y  .anuHlVL^t  "•■"'"  "'  artícu- 
los hechos  que  se  declaran  nmb  1  '"""''  Porque  de 
el  acusado  recibiera    a  cTnt,'d»d  V"  "^^^sta  que 

como  empleado  público  íf  I"**  '<=   entregaron 

por  objeto  la  ejecución  ;i6U"a''c?o*^  ''V'^''  *"-¡«-° 
sil  cargo  que  constituy.a  de  fto  a  ""^  f  ejercicio  de 
ni  para  abstenerse  rlp  v,t  '":'."°  '^  que  fue.se  injusto 
de  los  deberé? d"'^su''c^gS'"'''L1?*"%^"  ^'  ^^"«¡'¡0 
esenciales  que  neoesariame'nLdpK^"  ^"^  elementos 
que  exista  el  delito  de  coTecho  .  ríe"  t'^írT?-"-'-'!"''» 
1881  --Gacs.  de  la  Sala  2.-,  de  i&^<'^«°*p"^Diciembre 

.leiz"'"  •«*'•  ^-'«''•-  'íe  co;Lc.o;„;.„  „,,,„,,  ,„ 

remitido  el  procesado  2.0bore.aes-?n''''''°  ''«  '''''«'' 
que  lo  hacía  para  que  suavíint  ,  ' ''^l^'esAndole 
aspereza  que  hubiese  p^rí'"^''  alguna  que  otra 
cuando  lograra  la  poseí^Pó,?  f",  S°l°cación,  y  que 
la  cantidad,  no  PueSe  cTufiearsp"''"""  -triplicaWa 
í;a^ecohecho.(Sent.  ^Sí^^^^Síi^^-'-e-ati. 

S    Enero   isss. 
estafa. 

Véase  en  Falsedades. 

«amcHíe  «ue  ha  tenido  queantrhtíf^'^'  ^"Pon'enrlo  f,d- 
che  una  solicitud  del  */  Ló  '«^  ?»  ."  ri"  '"'"  ''  '^''^P"- 
comprendida  en  el  art  ¿M,'u"n  4o'fj'l?i.'''">  ''»*<^ra 
Cuba  V  Puerto  Rico,  siend¿anUcr1hu'}  ^"t'"'  "«"«'  "« 
especal  del  4¡0,  cuya  reUrmciaeJ-     "°  '"  >'^»'^''1ad 

error  ,„ateriJl  '^,^í ^X ^!^;}^ar  "  '"  ''"^'''' 

tra¿iónntr,?:ifu"°pi°  ie^Lío"^?*^  ^  ^  ^-j"--- 

que^creía  le  hab  a  sido  ¡mm,p  í  ''''■"*  "^^  ^^  «""ta 
13-PidelLasa,  empleado  ni,'  ■**  ''"'"°  sindico;  y 
veces  al  inter^.sado  n«eve  o  -'""A  "'''^'^  diferentes 
texto  de  que  habFa  tenido  nZlJ''  "'■"■,  ^"J"  "I  Pre- 
seguir  el  pronto  y  f^^^l:^!^!^^^^^^^^^^^ 


delitos  frustrados  de  falsedad   y 
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oia  de  Santos.  Seguida  cansa  á  Lasa,  la  sentenció  la 
Audiencia  de  la  Habana,  declarando  que  el  reo  era 
autor  de  un  cobecho  frustrado,  comprendido  en  el 
art.  394  del  Código  penal  de  Ultramar,  y  condenán- 
dole á.  la  miTlta  de  500  pesetas  y  á,  dos  años  y  un  día 
de  suspensión  de  cargo  público,  dereclio  de  sufragio 
y  profesión.  El  Ministerio  fiscal  interpuso  contra  el 
anterior  fallo  recurso  de  casación,  fundado  en  la 
regla  56,  caso  3.°  de  la  ley  provisional  para  la  apli- 
cación del  citado  Código,  designando  como  infrin- 
gidos: 

1.°  Los  arts.  394  y  396  del  Código  penal  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  por  su  indebida  aplicación,  puesto  qxie 
los  hechos  declarados  probados  no  constituyen  el 
delito  de  cohecho,  el  cual  no  puede  existir  siu  que 
haya  entrega,  ofrecimiento  ó  promesa  de  dádiva;  y 

2.*^  Los  arts.  558,  núm.  4.°  del  559,  y  el  410,  en  rela- 
ción con  el  3."  del  mismo  Código,  por  no  haber  sido 
aplicados,  puesto  q\ie  los  hechos  de  autos  son  cons- 
titutivos de  un  delito  friistrado  de  fraude  y  exacción 
ilegal  penado  en  dichos  artículos: 

El  T,  S.  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida,  esti- 
mando las  infracciones  alegadas,  en  virtud  de  la 
doctrina  que  en  resumen  dejamos  consignada  en  el 
epígrafe  *  (Sala  2,*^,  sent.  19  Enero  1885.— tíac.  16  Sep- 
tiembre, p.  68.) 

5  :%ovleiiibre  líiíiS.  Exigencia  de  cantidad  por 
funcionario  público  no  constitutiva  de  cohecho  sino  de  es- 
tafa. 

Véase  en  Estafa. 

*0  Enero  I^SG.  Gratificación  d  tm  guarda  jurado 
por  no  denunciar  una  corta  fraudulenta  ¿le  leñas:  Sobre 
8i  el  guarda  es  funcioiiario  público. 

Condenado  el  guarda  José  Llansas  como  autor  de 
cohecho,  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  los  arts.  398  y  412  del  Código  penal.  El  Tribu- 
nal Supremo  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  aceptada  por  el  guarda  parti- 
cular jurado  José  Llansas  la  gratificación  ofrecida 
por  el  pastor  Matías  Montón  para  que  no  denunciara 
á  la  autoridad  haberle  sorprendido  con  un  haz  de 
leña,  tomado  de  la  propiedad  que  guardaba,  este  he- 
cho por  si  solo,  con  relación  al  guarda,  constituye 
un  verdadero  delito  de  cohecho,  previsto  y  penado 
en  el  art.  398  del  Código;  pues  equiparados  por  el  re- 
glamento de  8  de  Noviembre  de  1h49  los  guardas 
particulares  jurados  en  su  carácter,  facultades  y 
condiciones  á  los  guardas  muníciíjales,  cuyas  cir- 
cunstancias deben  asimismo  reunir  y  sernombrados 
como  éstos  por  el  alcalde  del  piieblo  donde  radi- 
qxien  las  i^ropiedades  que  han  de  custodiar,  que  es  el 
que  además  les  recibe  el  juramento  y  les  facilita 
gratuitamente  el  título,  á  no  dudarlo,  esos  guardas 
reúnen  las  condiciones  precisas  que  el  art,  416  del 
Código  reqiiiere,  para  qiie  deban  ser  considerados 
fxmcionarios  públicos  á  los  efectos  legales.»  (Sala  2.^, 
sent.  29  Enero  1886.— üac.  11  Anosto;  p.  10.) 

IS  Octubre  iSSO.  Aceptación  de  cantidad  en  consi- 
deración al  ejercicio  del  cargo. 

Formada  causa  al  alcalde  de  la  Vega  por  haber 
recibido  cantidad  de  una  persona  á  quien  habla 
concedido  cierto  aprovechamiento  comunal,  fué  pe- 
nado por  la  Audiencia  de  Orense  como  responsable 
del  delito  de  cohecho.  Interpuesto  recurso  fundado 
en  el  caso  1.''  del  art.  849  de  la  ley  de  Enj.  criminal, 
citando  como  infringidos  el  art  1.'^  del  C.  P.,  en  re- 
lación con  el  398  y  con  el  26  de  la  ley  municipal  de 
1877,  el  T.  S.  declara  no  haber  lugar  al  lecurso: 

«Considerando  que  el  hecho  atribuido  al  recurren- 
te de  haber  recibido  550  pesetas  para  permitir  que 
los  ganados  del  presbítero  D.  Ángel  Escudero  pas- 
tasen, como  pastaron,  en  la  sierra  denominada  Teso 
y  Piatesta,  es  realmente  constitutivo  de  un  delito 
de  cohecho,  ya  se  considere  biijo  el  aspecto  que  lo 
hace  la  Sala  sentenciadora,  ya  se  aprecie  que  dicha 
autorización  significaba  implícitamente  un  privile- 
gio concedido  al  referido  presbítero  con  perjuicio 
de  otros  vecinos,  aim  cuando  se  hiciera  una  salve- 
dad nominal  á  favor  de  éstos  en  el  permiso,  ó  siquie- 
ra no  fuese  masque  por  }iaber  admitido  ei  regalo 
que  se  le  hizo  en  consideración  á  su  oficio...»  (Sala 
2.*^,  sent.  18  Octubre  1886.— Gac.  9  Enero  1S87,  p.  15.) 


*  Esta  sentencia  es  muy  importante,  no  solamente  por 
re/tolrer  im  caso  diidofto  relativo  á  la  calificación  de  jm 
hecho  crtiiunal  como  cohecho  6  como  estafa^  sino  tumbién 
por  manifestar  y  rectificar  cierto  error  material  cometi- 
ólo en  la  redacciÓ7i  del  Código  penal  de  Cuba  y  Puerto 
Rico. 


tí  IVovIcmbrc  ISSl.  Oferta  de  dinero  formulada 
cerca  de  la  mujer  de  un  gobernador  para  que  su  marido 
consienta  el  juego  ilicito.  Multa  aplicable  á  esta  tentati- 
va de  cohecho. 

Supuesta  la  naturaleza  del  delito  de  cohecho,  es 
evidente  que  el  acto  de  dirigirse  el  procesado  á  la 
mujer  de  un  gobernador  «para  que  interesase  á  su 
marido  á  fin  de  que  consistiese  el  juego,  mediante 
la  entrega  de  cierta  cantidad,  que  se  obligaba  A  en- 
tregarle por  decenas  ó  quincenas  adelantadas,  era 
una  manera  natural  de  buscar  una  inteligencia  con 
el  gobernador,  á  quien  se  quería  cohechar,  y  consti- 
tuyen un  medio  propio,  directo  y  adecuado  para  la 
realización  del  intentado  delito,  característico  de 
la  tentativa  que  define  el  articulo  3."  del  Código,  y 
no  de  simple  proposición,  que  por  su  naturaleza 
está  concretada  á  la  asociación  que  un  delincuente 
busca,  exponiendo  á  la  persona  cuyo  auxilio  requie- 
re su  criminal  proyecto.» 

Habiendo  ofrecido  al  reo  como  cantidad  mínima 
de  una  vez  la  de  10.000  pesetas,  la  multa  impuesta  al 
al  reo  en  esta  cuantía,  no  arguye  error  en  la  pena- 
lidad. (Sent.  a2  Noviembre  1887.— Gac.  10  Enero  1888.) 

»  Tovlcnibrt»  19^^.  Dádivas  y  promesas  á  indivi- 
duos del  resguardo  de  Aduanas  por  permitir  la  sustrac- 
ción^ sustitución  de  géneros  detenidos  en  una  oficina. 

Véase  esta  sentencia  en  Renta  de  Aduanas. 

91  lionero  ISOO.  Agentes  de  la  autoridad  que  dejan 
de  consumar  detenciones  en  esperanza  de  dádiva. 

Es  aplicable  el  art.  398  del  Código  penal  á  los  guar- 
dias de  seguridad  que  dejan  de  consumar  la  deten- 
ción de  hombres  sospechosos,  ante  la  promesa  que 
éstos  hicieron  de  que  les  entregarían  cierta  cantidad, 
fuese  ó  no  legal  la  detención,  pues  es  lo  cierto  que 
los  agentes  faltaban  á  sus  deberes  por  la  dádiva  quo 
esperaban.  (Sen.  21  Enero  1890.  — Gac.  )i2  Julio.) 

tO  !%»vlonibre  I900.  Dádivas  á  agentes  de  la  au- 
toridad: responsabilidad  del  sobornante  aunque  no  logre 
su  intento. 

«...El  elemento  esencial  del  delito  de  cohecho  que 
define  el  art.  402  en  su  referencia  al  396  del  Código 
penal,  le  constituye  la  dádiva  con  ánimo  de  corrom- 
per al  funcionario  público,  exigiendo  actos  relati- 
vos al  ejercicio  del  cargo  que  constituyan  delito.» 

Estos  elementos  existen  en  el  hecho  de  entregar  á 
un  guardia  civil  dinero  y  efectos  porque  no  diera  par- 
te de  cierta  resistencia  de  que  había  sido  objeto  ó  lo 
hiciera  en  forma  que  no  resultara  perjuicio  á  uno  de 
los  que  la  cometieron;  soborno  comprendido  en  el 
art.  402.  (Sent.  29  Noviembre  1890,  casando  y  anulan- 
do la  recurrida  que  absolvió  á  la  procesada  bajo  el 
fundamento  de  que  para  la  aplicación  del  art.  402,  es 
indispensable,  además  de  la  dádiva,  oferta  ó  prome- 
sa, que  con  ella  se  haya  realizado  la  corrupción  del 
funcionario.  (Sent.  29  Noviembre  1890. — Qacs.  14  y  21 
Abril.) 

R.  Ik.  lO  Julio  moi.  En  las  causas  d  guardas  ju- 
rados por  el  delito  de  cohecho  no  debe  x>romover  compe- 
tencia la  Advunistración. 

Se  decide  una  contienda  de  jurisdicción  á  favor  de 
la  autoridad  judicial  y  se  establece  que  en  la  causa 
seguida  á  un  guardajurado  por  haber  dejado  de  de- 
nunciar hechos  punibles  mediante  cierta  recompen- 
sa pecuniaria,  ni  la  Administración  piiede  atribuir- 
se el  conocimiento  del  hecho  ni  la  resolución  de  cues- 
tión alguna  previa,  (fl.  D.  16  Julio  1891.  — Gac.  21  id.) 

lO  Jimio  l^m.  Cohecho  cometido  por  un  celador  de 
policía  exigiendo  t/  percibiendo  cantidad  pomo  denunciar 
la  reventa  de  billetes  de  una  lotería  extranjera. 

Véase  esta  sentencia  en  el  Apéndice  de  1892,  p.  72. 

COLACIÓN  DE  BENEFICIO.  Es  la  concesión 
de  un  beneficio  hecha  canónicamente  por  el 
qne  tiene  poder  para  ello  A  un  cléríg'o  capaz 
de  poseerlo.  Es  propio  y  exclusivo  de  los  obis- 
pos dar  la  cOiación  é  institución  canónicas  de 
las  dig'nidades,  canono'las  y  beneficios  de  to- 
das clases,  seg'úu  se  dispone  en  el  R.  D.  de  5 
de  Noviembre  de  1852,  inserto  en  Concorda- 
tos.—  Véase  también  Beneficio:  Capella- 
nías, etc. 
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COLACIÓN —COLECCIÓN  LEGISLATIVA. 


COLACIÓN  DE  BIENES.  El  acto  en  viitud  del 
cual  los  descendientes  llevan  á  la  masa  común 
de  la  herencia  de  su  padre  ó  ascendiente,  los 
bienes  que  de  él  han  recibido  para  que,  con- 
tándoseles como  parte  de  su  legitima,  se  haga 
la  división  con  la  debida  ig'ualdad,  sin  perju- 
dicar á  las  legitimas  de  los  demás  herederos. 
Tratan  de  la  colación  de  bienes,  la  ley  6.",  ti- 
tulo III,  lib.  V  del  Fuero  Viejo,  la  14,  tit.  VI, 
libro  III  del  Fuero  Real,  el  tit.  XV  de  la  Par- 
tida B.",  y  las  2'),  26  y  2í)  de  Toro.  Hoy  la  ins- 
titución hállase  regulada  por  los  arts.  1.035  á 
1.050  del  Código  civil,  como  veremos  en  Par- 
tición DE  nERBNCi.i,  donde  exponemos  la  doc- 
trina sobre  este  importante  asunto. 

COLADA.  Equivalente  en  algunas  provin- 
cias á  paito  ó  tráiiítito  para  los  ganados  entre 
dos  términos  ó  pueblos.  El  art.  570  del  Código 
civil,  referente  á  las  vías  pastoriles,  nada  dice 
específicamente  de  las  coladas,  aunque  alude 
A  ellas  al  hablar  de  las  servidumbres  de  paso 
para  ganados,  conocidas  con  los  nombres  de 
cañada,  cordel,  vereda  ó  cualquiera  otro,  y 
manda  que  se  rijan  por  las  Ordenanzas  y  re- 
glamentos del  ramo,  y,  en  su  defecto,  por  el 
uso  y  costumbre  del  lugar.  La  colada  está  de- 
finida en  el  art.  8.°  del  R.  D.  do  :!  de  Marzo 
de  1877,  inserto  en  Ganadería. — V.  Cañadas. 

COLECCIÓN  LEGISLATIVA.  Llámase  así  la 
colección  de  leyes.  Reales  decretos  y  órdenes, 
reglamentos,  instrucciones  y  circulares  del 
Gobierno  y  de  las  Direcciones  generales,  de 
los  antiguos  fallos  del  Consejo  de  Estado,  y 
hoy  del  T.  de  lo  C.  A.  y  los  del  T.  S.  Se  man- 
dó formar  con  este  nombre  por  R.  O.  de  6  de 
Marzo  de  1846,  pero  es  continuación  de  la  lla- 
mada de  decretos,  que  se  viene  publicando 
desde  1814.  Se  han  dictado  varias  resoluciones 
encaminadas  á  mejorar  esta  publicación  ofi- 
cial, pero  falta  mucho  para  que  lleg-ue  á  ser  lo 
que  debiera,  según  hacemos  ver  en  la  intro- 
ducción de  este  Diccionario. 

R.  o.  6  Marzo  1SÍ6. 

(Grac.  y  Just.)  Manda  que  desde  el  día  1.° 
del  año  de  la  fecha  se  publique  por  el  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia  la  Colección  legislati- 
va de  España,  en  lugar  de  la  de  decretos,  so- 
bre las  bases  que  establece,  que  no  se  trans- 
criben iinr  haber  sido  reformadas  en  6  de  Ju- 
nio de  1856.  (C.  L.,  t.  36,  p.  425.) 

R.  D.  6  Junio  1856. 

Medidas  j^ara  la  publicación  de  la  Colección 

legislativa. 

(Grac.  y  Just.)  «Articulo  1.°  Cada  uno 
de  los  Ministerios  pasará  al  de  Gracia  y  Justi- 
cia, inmediatamente  después  de  su  expedición, 
copia  por  duplicado  de  todas  las  leyes,  regla- 


mentos, instrucciones,  decretos  y  Reales  ór- 
denes de  interés  general,  provincial  ó  munici- 
pal correspondientes  á  sus  ramos  respectivos, 
haciéudolo  desde  luego  de  las  expedidas  des- 
de 1.°  de  Enero  del  corriente  año  hasta  la  fe- 
cha de  este  decreto  que  no  se  hayan  publicado 
en  la  Gaceta  oficial. 

Lo  mismo  observarán  con  sus  circulares 
cada  una  de  las  autoridades  y  Cuerpos  con- 
trales  facultados  para  expedirlas,  y  también 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  el  Conten- 
cíoso-administrativo  con  las  decisiones  y  sen- 
tencias motivadas  sobre  asimtos  de  su  compe-  " 
tencia. 

Art.  2."  Cuando  en  alguno  de  los  Ministe- 
rios ó  Cuerpos  centrales,  no  se  hubiese  expe- 
dido en  todo  un  mes  disposición  alguna  de  las 
(jue  comprende  el  articulo  anterior,  se  pasará 
al  de  Gracia  y  Justicia,  el  día  1."  del  signiien- 
te,  una  nota  que  asi  lo  exprese  para  que  sirva 
■de  comprobante  en  el  Neg'ociado  que  tiene  á 
su  cargo  la  publicación  de  la  Colección,  legis- 
lativa. 

Art.  3."  Los  oficiales  eucarg'ados  en  cada 
una  de  las  Secretarias  del  despacho  y  en  las 
dependencias  centrales  de  la  remisión  de  las 
notas  y  copias  de  que  tratan  los  artículos  an- 
teriores, serán  responsables  de  toda  demora  ú 
omisión  en  que  incurran,  á  cuyo  efecto  se  dará 
parte  á  su  respectivos  jefes  tan  luego  como  se 
note  la  falta. 

Art.  4.°  En  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia se  llevará  un  registro  de  todos  los  docu- 
mentos que  deban  insertarse  en  la  Colección, 
legislativa,  ordenándolos  y  numerándolos,  si 
fuera  posible,  por  fechas. 

Se  foliarán  los  libros  que  se  destinen  á  este 
registro  y  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia se  publicarán  los  folios  primero  y  último 
de  cada  uno  de  ellos,  y  todos  los  intermedios 
por  el  subsecretario  del  mismo  Ministerio; 
adoptándose  además  las  formalidades  que  es- 
timen oportunas  para  aseg'urar  la  integ'ridad 
y  autenticidad  de  los  documentos  expresados. 

Art.  5."  De  todos  los  que  se  reúnan  en 
cada  mes,  se  pasará  á  la  imprenta  un  ejemplar 
autorizado  con  el  sello  del  dicho  Ministerio. 

Art.  Q."  En  cada  uno  de  estos  documentos 
se  pondrá,  por  el  Neg'ociado  cjue  entiende  en 
la  publicación,  el  epígrafe  y  numeración  que 
corresponda  remitiéndolos  á  la  imprenta  sin 
demora  para  que  se  proceda  á  la  impresión 
desde  luego  con  sujeción  á  las  siguientes  pre- 
venciones: 

1.^  Se  colocarán  los  documentos  en  la  Co- 
lección por  el  orden  que  indique  su  número 
respectivo,  expresándose  éste. 

2.*^  En  la  margen  superior  de  las  páginas 
de  la  izquierda  se  indicará  el  trimestre  á  que 
los  números  contenidos  en  las  mismas  perte- 
nezcan, y  en  igual  [sitio  de  las  de  la  derecha 
el  año. 

3.*  Al  principio  de  cada  uno  de  estos  nú- 
meros se  expresará  el  dia  y  mes  de  su  fecha, 
el  de  su  publicación  y  el  epígrafe  que  corres- 
ponda. 

I.*  La  Colección  legislativa  de  España  se 
imprimirá  ó  repartirá  por  números  ó  entregas 
mensuales. 
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5.*  Los  de  cada  trimestre  .se  reunirAu  en 
■uno  ó  más  tomos,  ig'uales  en  tamaño  il  los  pu- 
blicados hasta  el  día. 

Art.  1."  Cada  uno  de  los  tomos  llevará  dos 
Índices,  el  uno  cronológ-ico  y  el  otro  alfabéti- 
co. En  aquél  se  clasificarán  las  disposiciones 
por  Ministerios,  dando  el  primer  lugar  á  las 
leyes,  el  segundo  á  las  disposiciones  del  Go- 
bierno y  el  tercero  á  las  circulares  de  las  auto- 
ridades y  Cuerpos  centrales. 

Después  do  los  Índices  se  colocarán  por  se- 
parado y  por  orden  de  fechas ,  las  decisiones 
y  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia y  las  del  Contencioso-adniiiiistrativo. 

Art.  8.°  En  el  mes  siguiente  á  la  termina- 
ción de  cada  tomo,  se  reunirán  los  documentos 
aún  no  comunicados  que  les  correspondan,  si 
alg'unos  hubiere,  y  se  incluiráu  en  él  por  su- 
plemento. 

Art.  9."  Se  procederá  desde  lueg'o  á  la  re- 
fundición de  los  Índices  cronológicos  y  alfa- 
béticos de  los  tomos  correspondientes  á  los 
diez  años  que  lleva  de  publicación  la  Colección 
leginlativa,  y  reduciéndolos  auno  solo,  se  im- 
primirán por  separado  para  que  formen  en  lo 
sucesivos  en  su  clase  una  serie  de  tomos  dis- 
tintos de  los  que  la  Colección  abraza. 

De  diez  en  diez  años  se  practicará  la  misma 
operación  con  los  Índices  de  los  tomos  que  se 
publiquen  en  dichos  periodos. 

Art.  10.  La  imprenta  remitirá  al  Negocia- 
do respectivo  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia los  ejemplares  que  el  Gobierno  prefije  de 
los  números  de  la  colección  impresos  en  los 
mismos  quince  días  de  cada  mes  para  su  inme- 
diata distribución. 

Art.  11.  La  fecha  de  la  publicación  de  las 
leyes  eu  la  Gaceta  es  la  iiuica  que  debe  tener- 
Be  presente  para  la  aplicación  de  las  mismas  y 
para  sus  citas  oficiales. 

Art.  12.  La  Colección  legislativa  de  Espa- 
ña se  declara  propiedad  del  Estado,  oficial  y 
única  auténtica,  y  se  prohibe  la  publicación 
de  otra  cualquiera. 

Art.  13.  Niiigúu  periódico  podrá  conservar 
ni  tomar  el  carácter  ni  la  denominación  de 
oficial,  excepto  la  Gaceta,  los  Boletines  de  los 
Miuisteiios  y  los  de  los  Gobiernos  de  provin- 
cia.— Dado  en  Palacio  á  6  de  Junio  de  1856.» 
(C.  L.,  t.  68,  p.  390.) 

R.  O.  31  Julio  1878. 

Dictando  reglas  para  la  susrn'ción  y  venia  de  tomo»  de  la 
Colección  legislativa. 

(GuAC.  Y  JusT.)  «Demostrados  por  la  ex- 
periencia los  inconvenientes  que  ofrece  para 
la  buena  administración  de  la  Colección  legis- 
lativa y  sentencias  del  Consejo  de  Estado  y 
Tribunal  Supremo  el  admitir  suscriciones  por 
años  ó  semestres,  siendo  como  es  incierto  el 
número  de  tomos  que  han  de  salir  á  luz  en 
cada  uno  de  estos  períodos,  asi  como  el  de  ha- 
ber de  entenderse  para  el  servicio  de  suscri- 
ción  y  venta  con  los  promotores  fiscales,  S.  M. 
el  Rey  (Q.  D.  G.),  á  fiu  de  aumentar  los  pro- 
ductos de  este  ramo  y  de  simplificar  su  régi- 
men, se  ha  dignado  disponer  lo  siguiente: 

Artículo  1."  La  Colección  legislativa  de 
España,  asi  como  las  sentencias  del  Consejo 
Tomo  II. 


de  Estado  y  Tribunal  Supremo,  se  publcaráa 
eu  tomos  de  50  pliegos  próximamente. 

Art.  2.°  El  precio  de  cada  tomo  será  para 
los  suscritores  5  pesetas  en  Madrid,  y  5  pese- 
fas  50  céntimos  en  provincias.  Los  tomos  suel  ■ 
tos  se  venderán  á  5  pesetas  50  céntimos  en  Ma- 
drid y  6  pesetas  en  provincias. 

Art.  H.°  Los  suscritores  á  dicha  publica- 
ción deberán  tener  siempre  adelantado  el  im- 
porte de  un  tomo. 

Art.  4.°  Habrá  en  Madrid  un  agente  gene- 
ral de  suscrición  y  venta  de  las  expresadas 
obras,  quien  deberá  prestar  la  fianza  necesa- 
ria para  garantir  los  fondos  que  por  virtud  de 
su  carg'o  obren  en  su  poder. 

Art.  5."  El  agente  de  la  suscrición  y  venta 
satisfará  al  contado  al  precio  de  17  rs.  tomo 
los  que  reciba  del  administrador  de  la  Colec- 
ción legislativa,  y  éste  ingresará  mensuahnen- 
te  en  la  Caja  de  la  Administración  económica 
de  la  provincia  las  sumas  que  reciba  del  agente. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  .31  de  Julio  de 
1876.  — Martin  de  Herrera.— Sr.  Ordenador  de 
pagos  de  este  Ministerio.»  (Gac.  12  Agosto.) 

R.  O.  8  Febrero  1886. 
Compilación  legislativa  de  Ultramar. 

Conocemos  esta  R.  O.  por  la  referencia  que 
á  ella  contiene  la  de  29  de  Enero  de  18S8  que 
insertamos  después,  según  la  cual  mandó  «que 
se  haga  una  compilación  de  las  leyes  y  dispo- 
siciones vig-eutes  de  todos  los  ramos  de  la  Ad- 
ministración del  Estado  eu  las  provincias  de 
I^ltramar»,  confiriendo  el  eucarg'o  á  D.  Ma- 
nuel Fernández  Martín. 

Leyes  de  Enj.  civil,  de  Enj.  crim.  y  de  lo  Contenciosd 
administrativo. 

Publicación  de  sentencias  en  la  C.  L, 

Las  sentencias  de  casación  y  las  de  no  admi- 
sión del  recurso  por  infracción  de  ley  se  pu- 
blican en  la  Gaceta  é  insertan  en  la  C.  L.  (Ley 
de  Enj.  civil,  art.  1.793.  ídem  de  Enj.  crimi- 
nal, ai-ts.  888,  905  y  932.) 

La  ley  de  lo  contencioso  administrativo  de 
13  de  Septiembre  de  1888,  exige  que  las  sen- 
tencias y  autos  de  excepción  dilatoria  pronun- 
ciados por  el  Tribunal  superior  ó  central  se 
publiquen  en  la  Gaceta  (art.  99).  Nada  dice  de 
que  se  comprendan  en  la  C.  L.\  pero  amplian- 
do la  disposición,  previene  el  Regí,  de  29  de 
Diciembre  de  1890  que  se  inserten  en  ella  (ar- 
ticulo 133). 

R.  O.  Ü9  Enero  1888. 
Disponiéndola  publicación  de  una  Compilación  legis- 
lativa del  Gobierno  y  Administración  civil  de  Ul- 
tramar. 

(Ultramar.)  «Con  el  fin  de  comenzar  á 
cumplir  desde  luego  en  cuanto  es  ¡josible  la 
Real  orden  comunicada  de  8  de  Febrero  de 
1886,  mandando  que  se  haga  una  compilación 
de  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  de  todos  los 
ramos  de  la  Administración  del  Estado  cu  las 
provincias  de  Ultramar,  y  confiriendo  este  en- 
cargo á  D.  Manuel  Fernández  Martin;  S.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  ha  dignado  disponer  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1.°    Desde  el  mes  de  Abril  próximo 
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se  publicará  por  este  Ministerio  ima  Compila- 
do nlegidativa  delGobiernn  y  Administración 
civil  de  Ultramar,  en  la  cual  se  incluirán  to- 
das las  leyes,  reg-lamentos,  instrucciones,  de- 
cretos, Reales  órdenes  y  órdenes  de  interés 
general,  provincial  ó  municipal  que,  exiiedi- 
dos  por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros, por  el  Ministerio  de  Ultramar  y  su  Direc- 
ción de  Gracia  y  Justicia,  y  por  los  goberna- 
dores generales  y  autoridades  superiores  de 
las  provincias  ultramarinas,  se  refleyan  á  los 
indicados  objetos  y  se  publiquen  en  las  Gace- 
tas de  Madrid,  de  la  Habana,  de  Puerto  Rico 
y  de  Manila. 

En  dicha  compilación  se  incluirán  además, 
con  la  separación  conveniente,  como  apéndi- 
ces, ó  eu  la  forma  que  parezca  más  adecuada: 
1."  Los  tratados  y  convenios  internaciona- 
les que  España  celebre  con  las  demás  nacio- 
nes y  se  publiquen  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

2."  Las  sentencias  y  autos  que  dicten  y  pu- 
bliquen en  la  misma  Gaceta  las  Salas  del  Tri- 
bunal Supremo  eu  asuntos  civiles,  criminales 
y  de  competencia  procedentes  de  Ultramar,  y 
eu  los  juicios  de  residenciade  sus  autoridades. 
3.°  Los  Reales  decretos  sentencias  dictados 
á  consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleitos 
coutencioso-administrativos  procedeutes  de 
las  proviucias  de  Ultramar. 

4.°  Extractos  de  los  documeutos  relativos 
á  la  propiedad  industrial  en  aquellas  provin- 
cias publicados  en  las  Gacetas  de  la  Habana, 
de  Pacrto  Rico  y  de  Manila, 

5."  Referencias  estadísticas  de  todos  los 
datos  de  esta  especie  que  aparezcan  eu  dichas 
Gacetas  ultramarinas  y  en  la  de  Madrid  rela- 
tivos á  aquellos  territorios. 

6."  Extractos  circunstanciados  de  todos  los 
Reales  decretos  y  órdenes  de  nombramiento  y 
Reparación  de  los  empleados  en  todos  los  ra- 
mos y  dependencias  de  la  Administración  de 
Ultramar. 

Art.  2.°  La  publicación  será  trimestral,  co- 
menzando desde  1."  de  Enero  de  1886;  pero  se 
publicarán  sin  interrupción  y  á  medida  que 
vayau  estando  preparados  para  la  imprenta 
los  tomos  correspondientes  á  los  trimestres 
de  1886  y  1887,  hasta  llegar  al  trimestre  que 
se  halle  en  curso  al  aparecer  el  último  de 
aquéllos. 

Art.  3."  Cada  uuo  de  los  tomos  tendrá  las 
páginas  que  necesiten  para  dar  cabida  en  él  á 
todas  las  leyes,  reg'lamentos,  instrucciones  dic- 
tados por  el  Gobierno  supremo  ó  por  las  auto- 
ridades superiores  de  Ultramar  dentro  del  tri- 
mestre á  que  corresponda,  y  á  todos  los  trata- 
dos, sentencias,  decretos  sentencias,  extractos 
relativos  á  la  propiedad  industrial  y  referen- 
cias estadísticas  que  hayan  ap.xrecido  en  la 
Gaceta  de  Madrid,  Habana,  Puerto  Rico  y 
Manila  durante  el  mismo  trimestre. 

Art.  4."  Cada  uno  do  los  tomos  llevará  tres 
índices:  uuo  cronológico,  otro  por  territorios, 
segiiu  que  las  disposiciones  teng-an  carácter 
general,  se  refieran  á  todos  los  territorios  his- 
pano ultramarinos  ó  á  uno  ó  varios  de  ellos, 
y  otro  alfabético. 

Art.  5.°    Al  fin  de  cada  año  se  refundirán 


los  índices  de  los  tomos  que  le  corresponden 
en  el  último. 

La  misma  operación  deberá  practicarse  por 
quinquenios,  imprimiéndose  entonces  estos 
índices  refundidos  en  tomos  separados  y  for- 
mando con  ellos  serie  especial. 

Art.  6.°  La  confección  de  la  obra  correrá  á 
cargo  de  D.  Manuel  Fernández  Martín,  con 
arreglo  á  la  R.  O.  de  8  de  Febrero  de  1886, 
auxiliado  por  los  empleados  del  Ministerio  que 
designe  el  subsecretario,  pero  la  impresión  y 
administración  de  aquélla  se  harán  por  el  Mi- 
nisterio de  Ultramar. 

Art.  7."  Todo  lo  referente  á  la  publicación 
de  la  Compilación  legislativa  estará  bajo  la 
inmediata  inspección  de  la  Subsecretaría,  la 
cual  establecerá,  oyendo  á  la  Habilitación  del 
Ministerio,  las  condiciones  económicas  de  aqué- 
lla, precios  do  suscrición,  etc.,  etc. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  29  de  Enero  de 
1888. — Balaguer. — Sr.  Subsecretario  de  este 
Ministerio  '.»  (Gac.  7  Febrero.) 


*  Si  hemos  de  decir  con  lla7ie::ct  nuestra  opinión  sobre 
el  asunto  de  esta  Real  orden,  no  podemos  de  Tiincjnna  ma- 
nera darla  nuestra  humilde  aprobación,  por'  muchos  mo- 
tivos. 

En  primer  luffar,  no  nos  parece  bien  que  una  medida  de 
tanta  importayicia  como  la  de  mandar  publicar  una  Com- 
pilación legislativa  del  Gobierno  y  Administración 
civil  de  V\tramAr,  se  disponga  imr  Real  orden.  El  por 
qué  no  nos  parece  bien,  lo  decimos  en  el  articulo  Real 

DECftETO:  EÉAt,  ORDEN. 

En  segundo  lugar,  no  nos  parece  correcto  el  nombre, 
pues  cuanto  más  se  discurre  sobre  el.  menos  se  comprende 
el  por  qué  sellama  Compilación  del  Gobierno  y  Adminis- 
tración civil,  dudando  cuál  es  lo  que  se  va  á  compilar,  si 
el  Gobierno  y  la  Administración,  ó  qué,  y  si  además  de  la 
Administración  civil  ha  de  comprender  también  la  Admi- 
nistración militar,  la  económica,  etc. 

En  tercer  lugar,  aun  suponiendo  correcto  el  nombre  en 
si,  no  nos  lo  parece  con  relación  á  la  materia;  porque  una 
Compilación  legislativa,  si  ha  de  ser  lo  que  da  d-  enten- 
der, debiera  abrazar,  por  materias  ó  por  otro  método  ú 
orden  cualquiera,  toda,s  las  leyes  y  disposiciones  dictadas 
hasta  hoy  ó  que  estén  vigentes  sobre  los  distintos  ramos 
del  Gobierno,  de  la  Administración  y  de  la  Justicia,  lo 
cual  ya  merecia  denominarse  compilación,  y  también,  si 
se  quiere,  los  honores  del  aplauso. 

En  ctmrto  lugar,  tampoco  nos  parece  correcto  que  en  la 
Real  orden  se  guarde  completo  silencio  sobre  la  autoridad 
que  ha  de  tener  la  Compilación,  ni  para  qué  se  hace,  ni 
con  qué  fondos,  y  otras  cosas  mas,  relacionadas  con  la 
Constitución  y  las  leyes  de  contabilidad  y  presupuestos. 
V  en  tiltimo  lugar,  nos  parece  también  poco  correcta  y 
poco  laudable  la  creación  de  la  Compilación,  porque  ya 
que  ha  de  costar  acaso  mucho  al  presupuesto  de  la  Nación, 
podría  habérsela  dado  un  carácter  más  genertil  maudan- 
d.o  comprender  todas,  absolutamente  todas  las  leyes  y  dis- 
posiciones generales  vigentes  y  las  sentencias  y  autos  de 
las  tres  Satas  del  T.  S.  en  asuntos  civiles,  criminales  y  de 
competencias,  y  no  sólo  las  relativas  á  los  procedentes  de 
Ultramar ,  porque  todas,  ó  la  cuasi  totalidad  de  las  reso- 
luciones judiciales,  son  de  interés  y  aplicación  inmediata 
á  las  pronuncias  ultramarinas,  rigiendo  allí  las  mismas 
leges  civiles,  y  con  escasas  diferencias  todas  las  penales  y 
admitiistrativas  de  la  Península. 

Como  en  la  Gaceta  de  Madrid  se  publica  cuasi  todo  lo 
que  se  quiere  que  contenga  esa  Compilación  de  legislación 
ultramarina,  lo  que  el  buen  orden  frigia  es  que  en  sección 
aparte  se  mandase  comprender  también  todas  las  disposi- 
ciones de  interés  general,  provincial  y  municipal  que  en 
las  Gacetas  de  thtlm,  de  Puerto  Rico  y  de  Manila  publi- 
can los  gobernadores  generales  de  aquellas  prooincias,  y 
así  no  liabria  necesidad  de  la  Compilación  que  se  manda 
pniblica-r... 

Nos  hacemos  cargo  por  el  primer  párrafo  de  la  Real 
orden  que  comentamos,  que  la  de  8  de  Febrero  de  l/iSO  á 
que  se  alude,  tenia  un  objeto  importante;  «¡lacer  una 
Compilación  de  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  en 
todos  los  ramos  de  la  Administración  del  Estado  eu 
las  provincias  de  Ultramar-,  y  lo  que  ahora  se  manda 
es  otra  cosa  completamente  distinta,  que  no  es,  como  se 
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Ley  de  presupuestos 29  .Tanio  1890. 
Productos  de    las  jniblicacíonss   oficiales, 

«Art.  30.  Los  productos  de  las  publicacio- 
nes que  se  cditeu  por  cuenta  del  Estado,  ya 
sean  Boletines  oficialen,  Coleccionéis  legidati- 
vatt,  lilaros,  mapas,  estadisticas  ú  obras  cientí- 
ficas, cualquiera  que  sea  la  forma  eu  que  aqué- 
llos se  rccaudeu,  iugresarán  eu  el  Tesoro  pú- 
blico.»   

La  Colección  de  decretos  desde  1814  á  1845 
inclusive  consta  de  45  tomos;  y  continuando  la 
misma  numeración  la  Colección  legislaticn, 
lleg-amos  el  año  18í)2,  al  t.  149.— Además  de 
estos  tomos,  hay  otros  10  de  las  épocas  consti- 
tucionales de  1810  y  1820  y  tres  apéndices  y 
muchos  tomos  de  sentencias  y  decisiones  del 
Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo. 

En  la  introducción  á  esta  obra,  ]).  13  del  t.  I, 
hemos  expuesto  el  'Plan  de  una  reforma  im- 
portante en  la  publicación  de  las  disposicio- 
nes legislativas^  y  creemos  que  es  muy  nece- 
sario hacer  alg'o  para  salir  del  caos  en  que  nos 
encontramos  respecto  de  la  materia.  Lo  con- 
trario es,  como  áiee  un  economista,  complicar 
las  leyes  para  sujetarlas  después  á  las  inter- 
pretaciones y  comentarios  de  los  juristas,  ó  bus- 
car una  enfermedad  para  necesitar  de  médico. 
Y  no  se  teng'a  la  dolencia  por  mal  liviano  é 
insignificante,  digno  solamente  de  desdén  ó  me- 
nosprecio. Es  muy  grave  el  daño  que  causa  la 
colección  de  las  disposiciones  y  sentencias  tal 
como  viene  haciéndose,  sin  obedecer  á  un  sis- 
tema científico,  ó  siquiera  racional  y  práctico 
que  facilite  el  estudio  de  tantos,  tan  comple- 
jos y  tan  variados  documentos,  de  cuyo  res- 
pectivo vigor  se  duda,  y  cuya  individual  bus- 
ca suele  ser  empresa  ardua,  laboriosa  y  de 
éxito  muy  iuseguro. 

Si  bajo  este  concepto  la  Colección  legislati- 
va es  de  utilidad  problemática  y  en  todo  caso 
remotísima,  no  ofrece  mayores  ventajas  por  la 
autoridad  que  pueda  reconocerse  á  sus  ele- 
mentos integrantes.  El  R.  D.  de  6  de  Junio  de 
1856  la  declara,  es  cierto,  oficial  y  única  au- 
téntica, pero  no  creemos  que  estos  privilegios 
teng'an  la  virtud  de  comunicar  á  los  documen- 
tos compilados  otra  eficacia  que  la  que  les 


dicc^liara  cumplir  aquHla,  ai  no  para  dejar  de  cumplirla. 
Lo  qu^  se  mandaba  en  la  de  S  de  Febrero  de  í.^Sfí  era  muy 
útil  y  muy  difícil:  lo  que  ahora  se  manda  no  hace  falta 
para  nada,  para  nada  útil... 

Con  razón  nos  lamentamos  en  los  artículos  preliminares 
del  Diccionario  (t.  I,  pdf/s.  7  á  12)  del  desorden  que  reina 
en  lo  que  se  refiere  d  la  leqislacion  ultramarina;  y  la  nue- 
va Coni]iüación,  lejos  de  poner  el  conveniente  remedio, 
creemos  que,  si  se  publica,  ha  de  venir  á  producir  mayor 
confusión.  Para  evitar  estos  dislates,  estas  inconvenien- 
cias notorias  que  ocasionan  ciertas  disposiciones  emana- 
das del  Ministerio  de  Ultramar,  ya  lo  decimos  en  el  Uujar 
citado,  sería  acaso  procedente  la  supresión  del  'menciona- 
do departamento. 


Otorgue  la  puntualidad  con  que  reproduzcan 
los  textos  que  inserta  la  Gaceta.  Por  la  ley  da 
2S  de  Noviembre  de  1837  y  por  el  R.  D.  de  9 
de  Marzo  de  1851,  como  ahora  por  el  art.  1." 
del  Cód.  civil,  es  dicho  periódico  el  medio  úni- 
co de  promulgar  las  leyes;  y  por  lo  tanto,  la 
letra  de  las  mismas,  mientras  autorizadamen- 
te no  se  rectifique,  debe  ser  la  que  aparezca 
en  tal  publicación. 

Los  testos  reproducidos  en  la  Colección  le- 
gislativa, no  tienen,  pues,  autoridad  ó  fuerza 
por  si  mismos;  y  los  centros  administrativos 
les  arrebatan  con  frecuencia  el  prestigio  que 
podría  imprimirles  el  asentimiento  unánime 
de  los  funcionarios  del  Estado  y  de  las  perso- 
nas particulares,  ya  haciendo  ediciones  que 
llaman  oficiales  de  las  leyes  y  reglamentos 
que  expiden,  ya  consignando  en  ellas  que  sus 
ejemplares  son  los  únicos  que  deben  reputarse 
como  auténticos  '. 

La  declaración  de  única  y  oficial  formula- 
da en  el  citado  R.  D.  de  1856  á  favor  de  la  Co- 
lección legislativa  no  ha.  sido  siquiera  respe- 
tada y  mantenida  por  todos  los  Ministerios; 
pues  el  de  la  Guerra  publica  por  consecuencia 
de  la  R.  O.  de  29  de  Noviembre  de  1884,  la  Co- 
lección legi-üativa  del  Ejército,  que  es  tam- 
bién única  y  oficial,  seg'ún  dicha  disposición, 
y  que  comprende  todas  las  que  desde  esa  fecha 
se  van  dictando  referentes  al  ramo  de  Guerra. 

COLECCIÓN  LEGISLATIVA  DEL  EJÉRCITO.     Se 

creó  por  R.  O.  de  2.4  de  Noviembre  de  1884 
con  el  fin  de  formar  una  compilación  de  las 
disposiciones  militaros.  Contiene,  no  sólo  las 
leyes,  decretos,  Reales  órdenes,  acordadas  del 
Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina  y  de- 
más resoluciones  de  carácter  general,  relati- 
vas á  la  organización  del  ejército,  á  los  debe- 
res y  derechos  de  su  personal  y  á  la  adminis- 
tración y  contabilidad  de  todos  los  servicios  de 
Guerra,  sino  también  las  disposiciones  que  los 
directores  de  las  armas,  dentro  de  sus  atribu- 
ciones, juzguen  oportuno  circular  para  el  des- 
arrollo y  mejor  inteligenciado  aquéllas.  Desde 
su  publicación  se  declaró  única  -  pul)licacióa 
de  carácter  oficial  en  cuanto  á  las  resolucio- 
nes que  eu  ella  se  inserten  que  dejarán  de  pu- 
blicarse en  los  Memoriales,  Revistas,  Boleti- 
nes, etc. 

COLECTOR  DE  EXPOLIOS  Ó  VACANTES.     Véa- 
se EXPOLIÜS. 


'  Sirva  de  ejemplo  la  edición  del  Cidieo  de  justicia 
militar,  publicada  por  el  Depósito  de  la  t'««''™,-      ^  „. 

■J  Pero  esto  debe  entenderle  respetaMo  el  carácter  Ofl- 
cial  de  la  Gaceta  de  Madrid  y  O.  h. 
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COLEGIOS -COLERA  MORBO. 


COLEGIATA.  Iglesia  coleg-ial  ó  servida  por 
canónigos  seculares  ó  regulares.  Consiiltense 
los  arts.  21  al  23  y  32  del  Concordato  de  1851, 
las  Rs.  Os.  de  30  de  Abril  y  18  de  Octubre  de 
1852,  el  R.  D.  de  23  de  Abril  de  1853  y  otras 
disposiciones  que  se  insertan  en  el  articulo 
Concordatos. 

COLEGIO.  Comunidad  de  personas  que  vi- 
Ten  en  una  casa  de.stinada  á  la  enseñanza  de 
ciencias,  artes  ú  oficios,  bajo  el  gobierno  de 
ciertos  superiores  y  reglas  (Dic.  de  la  Acad.). 
Tanilúén  puede  significar  el  conjunto  de  per- 
sonas de  una  misma  profesión  que,  sin  vivir 
en  comunidad,  observan  ciertas  constitucio- 
nes, como  el  Colegio  de  abogados,  el  de  car- 
denales, etc. 

COLEGIO  DE  ABOGADOS.  V.  Abogado,  en 
cuyo  articulo  se  baila  cuidadosamente  compi- 
lada la  legislación  vig-ente  en  la  materia,  in- 
cluso los  estatutos  de  los  Coleg'ios. 

COLESIO  DE  AGENTES  DE  CAMBIO  Y  BOLSA. - 

V.  Código  de  Comercio. 

COLEGIO  DE  CARDENALES  Ó  SACRO  COLEGIO. 

El  conjunto  ó  entidad  corporativa  que  for- 
man colectivamente  los  cardenales  de  la  Igle- 
sia romana,  y  que  ha  sustituido  al  Colegio 
apostólico  desde  el  establecimiento  de  la  Igle- 
sia cristiana. 

Según  la  última  organización  dada  al  mis- 
mo por  Sixto  V,  á  ejemplo  y  como  recuerdo 
del  Consejo  de  Moisés  ó  Sanhedriu,  el  Sacro 
Colegio  debe  componerse  de  70  cardenales, 
presididos  inmediatamente  por  uu  deán,  que 
lo  es  siempre  el  obispo  de  Ostia,  al  cual  va  in- 
herente la  prerrogativa  de  consagrar  al  Papa 
electo,  si  ya  no  fuese  obispo  consagrado,  y  co- 
ronarle. Siu  embargo,  no  siempre  se  halla  com- 
pleto el  personal  del  Colegio  cardenalicio;  pues 
al  arbitrio  y  prudencia  del  Sumo  Pontífice  está 
proveer  ó  no  las  vacantes  que  forman  el  nú- 
mero total. 

COLEGIO  DE  LORETO.  Llámase  asi  el  que 
para  la  enseñanza  de  huérfanas  pobres  esta- 
bleció en  esta  corte  Felipe  II  en  1581.  Feli- 
pe IV  varió  su  objeto,  destinándolo  á  la  ense- 
ñanza de  huérfanas  de  militares,  magistrados 
y  empleados  de  la  Real  Casa  y  Patrimonio. 

COLEGIO  ELECTORAL.  Cuerpo  ó  conjunto  de 
personas  que  tienen  derecho  á  votar  en  las 
elecciones  para  senadores,  diputados,  Ayun- 
mientos,  etc.— V.  Elecciones. 

COLEGIO  NAVAL  MILITAR.  Aunque  desde  el 
aigío  pasado  venia  reconociéndose  la  necesi- 


dad de  su  planteamiento,  no  se  hizo  tentativa 
alguna  práctica  para  conseguirlo  hasta  el  año 
1825  en  que  se  mandó  establecer  el  Colegio 
naval  ó  de  marina  de  la  Carraca,  trasladado  á 
Sevilla  á  poco  de  su  creación,  bien  que  en  uno 
ni  otro  punto  llegara  á  instalarse,  en  honor  de 
la  verdad;  pues  los  alumnos  ó  cadetes  conti- 
nuaron haciendo  privadamente  sus  estudios 
que  aprobaban  en  los  Departamentos,  siendo 
destinados  inmediatamente  á  navegar,  y  pro- 
movidos á  alféreces  de  navio  en  virtud  de 
nuevo  examen,  al  terminar  el  período  de  na- 
vegación que  era  de  seis  años.  Sin  embargo, 
el  Colegio,  que  se  llamaba  de  San  Telmo,  sub- 
sistió en  el  nombre  hasta  Febrero  de  18U  ea 
que  fué  suprimido,  creándose  en  su  lugar  el 
que  se  denominó  7iaijal  militar,  para  los  jóve- 
nes que  se  dedicaban  á  los  varios  ramos  de  la 
marina. 

Debió  organizarse  dicho  Colegio  en  el  mis- 
mo edificio  del  extinguido  de  San  Telmo;  pero 
no  fué  asi,  porque  en  D.  de  23  de  Junio  del 
mismo  año  1841,  se  dispuso  cfue  se  establecie- 
se en  Sevilla,  y  por  R.  D.  de  23  de  Enero  de 
1844,  en  el  Departamento  de  marina  que  seña- 
lase al  efecto  el  Ministro  del  ramo,  el  cual  fijó 
para  residencia  definitiva  del  Colegio,  la  nue- 
va población  de  San  Carlos  de  la  isla  de  León. 

Desde  1."  de  Enero  de  1856,  hasta  su  supre- 
sión en  1868,  se  vino  rigiendo  por  el  regla- 
mento de  27  de  Julio  de  1855,  y  modificacio- 
nes en  el  mismo  introducidas  por  Rs.  Os.  de  8 
de  Noviembre  de  1856  y  14  de  Enero  de  1857. 

En  la  actualidad,  los  guardias  marinas  ha- 
cen sus  estudios  á  bordo  de  una  fragata  del  Es- 
tado, desde  que  por  D.  de  10  de  Septiembre  de 
1869  se  croó  la  llamada  Escuela  naval  flo- 
tante.—Véase  esta  palabra. 

COLEGIO  DE  PROCURADORES.  V.  Procura- 
dores. 

COLEGIO    DE   SORDOMUDOS    Y    DE    CIEGOS. 

V.  Sordomudos  y  ciegos:  Beneficencia. 

COLEGIOS  DE  SEGUNDA  ENSEÑANZA.     En  el 

articulo  Instrucción  pública,  se  hallará  re- 
unida toda  la  legislación  vig-ente  sobre  los 
mismos;  la  ley  de  1857,  el  reglamento  para  su 
ejecución  y  demás  disposiciones  que  rigen  so- 
bre la  materia.— Véase  también  Seminarios. 

CÓLERA  MORBO.  V.  Epidemias,  en  cuyo  ar- 
ticulo se  inserta  la  recopilación  do  las  instruc- 
ciones que  deben  observar  los  gobernadores 
de  provincia  y  las  autoridades  locales  para 
prevenir  el  desarrollo  de  epidemias  ó  minorar 
sus  efectos. 


COLMENARES.— COLLAZO. 


COLMENARES.     V.  Abejas. 

COLONIAS  AGRÍCOLAS.  La  ley  vigente  de  3 
de  Junio  de  18tíb,  protegiendo  el  estableci- 
miento de  colonias  agrícolas  ó  nuevas  pobla- 
ciones para  reducir  á  cultivo  terrenos  baldíos 
y  realengos  del  Estado,  etc.,  se  halla  inserta, 
con  otras  disposiciones,  en  el  artículo  Bal- 
díos, tomo  I. 

COLONIAS  PENITENCIARIAS.  Guando  lospriu- 
Cipios  de  la  escuela  punitiva  llamada  correc- 
cional cautivaron  con  su  novedad  la  atención 
de  pensadores  yjuriseonsultos,  se  promulgó  eu 
España  la  ley  de  21  de  Octubre  de  1868  inspi- 
rada eu  ellos,  haciendo  nueva  clasificación  de 
los  estableciuiientos  penales,  y  comprendien- 
do entre  éstos  las  Colonias  penitenciarias. 
Nunca  tuvo  la  ley  realidad  práctica  en  la  apli- 
cación de  este  término;  y  el  proyecto  nobilísi- 
mo de  emplear  los  brazos  de  los  reclusos  en 
fertilizar  tierras  yermas,  concediéndoles  aca- 
so la  propiedad  de  las  mismas,  y  convirtieudo 
la  población  penal  eu  sencillo  patriarcado  y 
los  terrenos  incultos  é  Inhospitalarios  eu  gér- 
menes copiosos  de  bienestar  y  riqueza,  no  se 
ha  visto  sancionado  por  la  autoridad  incon- 
trastable del  éxito. 

Derogada  la  ley  de  1868  por  la  de  23  de  Ju- 
lio de  1878,  se  juzgó  por  muchos  cou  funda- 
mento que  la  idea  de  la  colonización  peual, 
sino  condenada  ó  desechada  en  absoluto,  ha- 
blase aplazado  por  tiempo  indefinido;  pero  ha 
reaparecido  recientemente,  acaso  por  el  resul- 
tado de  los  acuerdos  adoptados  en  los  Congre- 
sos penitenciarios  de  Stockolmo  y  Roma;  y  la 
renovada  manifestación  de  ella  se  halla  en  el 
R.  D.  de  26  de  Enero  1889,  que  creó  eu  la  isla 
de  Miudoro  (Filipinas)  una  colonia  penitencia- 
ria agrícola,  con  el  propósito  de  aliviar  las  cár- 
celes de  la  Península  de  la  carga  excesiva 
que  las  abrumaba,  y  de  arrancar  á  aquellos 
feracísimos  terrenos  preciados  frutos;  creyén- 
dose además  que  la  colonización  peual  sería 
avanzada  segura  de  la  colonización  libre  que 
tanto  se  necesita. 

Enamorados  nuestros  gobernantes  de  la 
idea,  promulgaron  muy  poco  tiempo  después 
otras  varias  disposiciones  que  en  ella  se  inspi- 
ran, á  saber:  la  R.  O.  20  de  Febrero  deleitado 
año  1889  invitando  á  las  Corporaciones  pro- 
vinciales y  miinicipales  á  manifestar  si  dispo- 
nen de  terrenos  para  aprovechar  las  ventajas 
del  sistema;  el  R.  D.  de  22  de  Septiembre  si- 
guiente determinando  los  principios  á  que  ha 
de  obedecer  la  arquitectura  penitenciaria  en 
las  diversas  construcciones,  y  singularmente 
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en  las  colonias;  y  el  R.  D.  de  23  de  Diciembre 
declarando  organizada  como  colonia  peniten- 
ciaria la  población  penal  de  Ceuta.— V.  Pre- 

.SIDIOS. 

COLUSIÓN.  Criminal  inteligencia  entre  dos 
ó  más  para  lograr  un  objeto  cou  perjuicio  de 
otro,  ó  con  el  designio  de  encubrir  un  fraude, 
etcétera.  La  palabra  colusión  no  envuelve  la 
idea  concreta  de  un  delito  determinado,  sino 
que  es  una  enunciativa  genérica  de  dolo,  de 
falsedad,  de  estafa,  de  defraudación,  de  pre- 
varicacióu  ó  de  cohecho,  segúu  los  casos  y 
circunstancias  que  en  ellos  concurran  de  per- 
sonas y  cosas. 

COLLACIÓN.  Territorio  ó  parte  de  vecinda- 
rio que  pertenece  á  cada  parroquia  en  parti- 
cular. Antiguamente  las  collaciones  tenían  su 
alcalde  pedáneo. 

COLLAR.  Insignia  y  distintivo  de  la  Presi- 
dencia del  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  Hay 
dos  collares,  ó  sea  un  gran  collar  de  oro  es- 
maltado para  los  actos  más  solemnes,  y  un 
collar  pequeño  para  el  uso  diario,  ambos  con 
los  atributos  de  la  justicia,  y  pendiente  la  me- 
dalla que  usa  la  alta  magistratura. 

El  gran  collar  consta  de  18  eslabones  esmal- 
tados, 16  unidos  y  dos  sueltos:  nueve  contie- 
nen eu  su  centro  un  libro,  atravesado  poruña 
espada  con  esta  inscripción:  Justicia  y  I^ey; 
y  los  restantes  contienen  también  en  su  centro 
un  peso,  un  haz  de  mimbres,  las  fasces  roma- 
nas y  uu  hacha,  de  la  parte  inferior  pende  otro 
eslabón,  formado  por  dos  culebras  esmaltadas 
de  verde,  y  en  el  centro  uu  ojo  cou  una  ráfa- 
ga, de  las  cuales  pende  uu  escudo  de  armas 
reales.  Pesa  18  onzas,  dos  ochavas  y  tres  to- 
mines; es  de  ley  de  22  quilates,  y  su  valor  in- 
trínseco y  hechura  es  de  60.000  reales. 

El  collar  pequeño,  para  el  uso  diario,  se 
compone  de  una  medalla  de  oro  con  las  armas 
de  España,  esmaltadas,  en  el  anverso,  y  en  el 
reverso  la  palabra  y  atributos  de  justicia,  tam- 
bién esmaltadas;  de  una  corona  de  oro  esmal- 
tada, unida  á  la  parte  superior  de  la  medalla 
y  de  un  collar  de  oro  y  esmalte  azul  que  se 
une  á  dicha  corona. 

Ambos  collares  son  propiedad  del  Estado  y 
se  transmiten  á  los  sucesores  eu  la  Presideu- 
cia  del  Supremo  Tribunal. — Ver  en  Justicia 
los  arts.  209  y  210  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870. 

COLLAR  DE  CARLOS  111.  La  más  alta  jerar- 
quía de  esta  Real  y  distinguida  Orden. — Véase 
Ordenes  reales. 

COLLAZO.    Persona  dada  eu  señorío  junta- 
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COMADRE.— COMISIONES. 


mente  cou  la  tierra  en  cuya  virtud  pagaba  al 
señor  cierto  tributo. 

COMADRE.  La  mujer  que  tiene  al  niño  bau-_ 
tizando  M\  la  pila  bautismal. — V.  Parentesco. 
También  se  llama  comadre  &.  la  mujer  que  tie- 
ne por  oficio  a.s¡stir  á  los  partos,  ó  prestar  su 
auxilio  pericial  á  las  parturientas,  pero  entién- 
dase que  no  es  licita  la  práctica  remunerada 
de  este  servicio  á  titulo  de  comadre  si  no  se 
posee  el  profesional  correspondiente.  (Seut.  21 
Marzo  1891,  Ap.  de  1892,  p.  101.)— V.  Parte- 
ras ó   MATRONAS. 

COMANDA.  En  Aragón  es  la  escritura  pii- 
büca  de  depósito  de  efectos  ó  dinero,  quedan- 
do el  comanditario  obligado  á  devolverlos 
cuando  sean  pedidos.  Siendo  el  depósito  gra- 
tuito no  puede  pactarse  rédito;  pero  ha  solido 
hacerse  el  fraude  de  establecer  la  comanda  á 
plazo  fijo,  y  asi  se  embebía  el  rédito  en  el  ca- 
pital. 

COMANDANTE.  Aunque  la  enunciativa  de 
comandante  es  g-enérica  para  todo  el  que  man-, 
da,  y  en  su  acepción  militar  para  todo  el  que 
manda  un  cuerpo  de  ejército  ó  una  porción  de 
tropa,  ó  un  buque  de  guerra,  su  significación 
concreta  es  la  de  jefe  de  batallón  ó  escuadrón. 
Comandante  de  armas  es  el  que  tiene  el  man- 
do de  una  plaza,  y  comandante  general  el  jefe 
superior  militar  de  una  provincia. — V.  Ejér- 
cito. 

COMANDITA.  Compañía  mercantil  eu  que 
uno  ó  varios  aportan  capital  determinado  al 
fondo  común  para  estar  á  las  resultas  de  las 
operaciones  sociales,  dirigidas  exclusivamen- 
te por  otros  con  nombre  colectivo. 

Tratan  de  las  compañías  eu  comandita  los 
arts.  122,  145  á  150,  160  á  169,  218  á,  238  y  otros 
del  Código  de  Comercio. 

COMENDADOR.  Caballero  que  tiene  enco- 
mienda en  las  Ordenes  militares. — Véase  esta 
palabra. 

COMERCIANTE.  El  tit.  I  del  Código  de  Co- 
mercio dice  quiénes  son  comerciantes,  quiénes 
tienen  capacidad  legal  para  ejercer  el  comer- 
cio y  quiénes  no,  etc.  El  nuevo  Código  se  dis- 
tingue esencialmente  del  de  1829  en  lo  relativo 
á  la  calificación  de  comerciantes  y  de  los  actos 
mercantiles.— V.  Código  de  comercio,  artícu- 
los 1."  á  15  y  sus  notas. 

COMERCIO.  V.  Código  db  comercio:  Li- 
bertad   DE    COMERCIO:    FeRIAS   Y  MERCADOS: 

Harinas  y  granos:  Renta  de  Aduanas:  Vi- 
Kos:  Abastos. 

COMICIOS.     Asambleas  ó  Juntas  del  pueblo 


en  Roma  para  elegir  sus  magistrados  y  tratar 
de  los  negocios  públicos.  Había  comicios  por 
curias  (comitia  curiata),  comicios  por  ceutu- 
riar  (comitia  centuriata),  y  comicios  por  tri- 
bus. (Adam. — Antigüedades  romanas.) 

COMISARIO.  El  que  tiene  poder  ó  facultad 
de  otro  para  ejecutar  alg'una  orden  ó  entender 
en  alg'ún  neg'ocio. 

COMISARIO  DE  GUERRA.  Fiinciouario  encar- 
gado de  fiscalizar  é  intervenir  las  operaciones 
de  la  gestión  y  contabilidad  de  la  Hacienda 
militar. — V.  Ejército  (Administración  mili- 
tar): Revistas  administrativas. 

COMISARIO  FISCAL.  Funcionario  encargado 
de  la  defensa  de  la  Administración  en  determi- 
nados asuntos  contenciosos.  Véase  el  art.  2J 
de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  y  el  56 
de  su  reglamento. 

COMISARIO  DE  VIGILANCIA.  Empleado  del 
Gobierno  encargado  del  ramo  de  protección 
y  seguridad  pública.  Hoy  se  denomina  inspec- 
tor de  vigilancia.  —  V.  Vigil.\ncia. 

COMISARIO  GENERAL  DE  CRUZADA.  Funcio- 
nario ó  dignidad  eclesiástica  encargado  de  la 
administración  de  los  fondos  de  la  Bula  de 
Cruzada.  Fué  suprimido  este  carg'O  por  Real 
decreto  de  6  de  Abril  de  1851. — V.  Cruzada. 

COMISARIO  TESTAMENTARIO.  Aquel  á  quien 
comete  alg-uno  la  facultad  de  hacer  testamen- 
to en  su  nombre.  El  Código  civil  no  permite 
esta  comisión. — V.  Testamentos. 

COMISARIOS  REALES.  Personas  nombradas 
de  Real  orden  para  defender  en  los  Cuerpos 
Colegisladores  los  proyectos  de  ley  que  el  Go- 
bierno somete  A  su  deliberación.  Hoy  no  exis- 
te semejante  cargo. 

COMISIÓN.  Facultad  ó  encargo  que  se  da  á 
alguna  persona  para  hacer  alg'uua  cosa.  El  nú- 
mero de  individuos  nombrados  para  entender 
eu  algún  negocio,  preparar  un  trabajo  y  exa- 
minar ó  dilucidar  alg'uua  cuestión. 

COMISIÓN  CENTRAL  DE  LIQUIDACIÓN  y  cobran- 
za de  atrasos,  de  rentas  y  contribuciones.     Fué 

creada  por  R.  D.  de  G  de  Septiembre  de  1850 
y  suprimida  por  otro  de  22  de  Abril  de  1853,  en 
el  que  se  dispuso  á  la  vez  que  las  Direcciones 
respectivas  volvieran  á  ejercer  eu  los  ramos 
de  su  cargo  las  funciones  que  les  competían 
para  la  liquidación,  cobranza,  formalización, 
compensación  y  declaración  do  insolvenc.ade 
los  atrasos  hasta  fin  de  1819. — V.  Compensa- 
ciones: Hacienda. 

COMISIÓN  DE  APREMIO.     V.  Apremios. 


COMISIÓN  GENERAL  DE  CODIFICACIÓN.  (1875.) 
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COMISIÓN  GENERAL  DE  CODIFICACIÓN.  Aun- 
que desde  principios  del  .siglo  pa.sado  se  entre- 
vio ya  la  necesidad  de  dar  dirección  de  verda- 
deros Códigos  á  las  leyes  civiles,  mercantiles, 
penales  y  de  procedimientos,  los  trabajos  hc- 
clios  en  este  sentido  durante  el  mismo  no  pro- 
dujeron resultado  alguno,  porque  la  realiza- 
ción de  tan  importante  reforma  estaba  reser- 
vada á  tiempos  posteriores.  Tampoco  consi- 
guieron adelantar  gran  cosa  en  la  materia  las 
loables  tentativas  hechas  con  igual  objeto  du- 
rante las  dos  breves  épocas  en  que  el  régimen 
constitucional  imperó  entre  nosotros  al  comen- 
zar el  presente  siglo,  pues  los  sucesos  políti- 
cos de  1814  y  1823  vinieron  á  detener  el  pro- 
greso verificado  en  el  camino  de  la  codifica- 
ción, y  ;l  destruir  lo  poco  que  para  llevarla  á 
cabo  se  había  conseguido  Jiacer. 

Veinte  años  habían  transcurrido  sin  dar  un 
niievo  paso  para  obtener  la  ejecución  de  obra 
tan  deseada  como  difícil,  cuando  al  cabo  de 
ellos  fué  creada  por  R.  D.  de  19  de  Agosto 
de  1843  la  primera  Comisión  general  de  Códi- 
gos. E  injusticia  grande  sería,  liablando  de  la 
misma,  poner  en  duda  los  valiosos  servicios 
por  ella  prestados  al  pais.  Redactó  el  Código 
penal,  dejó  bastante  adelantado  el  proyecto 
del  civil,  y  por  lo  que  toca  á  las  leyes  de  pro- 
cedimientos y  de  organización  del  poder  judi- 
cial, hizo  importantes  trabajos  que  después 
han  servido  de  mucho  á  los  que  han  contiuua- 
do  tan  ardua  tarca. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  estimó  que  la 
Comisión  no  habla  procedido  con  toda  la  acti- 
vidad.que  era  de  desear,  y-  atribuyéndolo  al 
número  excesivo  de  sus  vocales  (ascendían  á 
lít),  al  régimen  interior  de  sus  secciones,  et- 
cétera, etc.,  la  declaró  disuelta  por  R.  D.  de 
31  de  Enero  de  1846,  sustituyéndola  en  Sep- 
tiembre del  mismo  año  por  lina  formada  de 
seis  individuos  que  habían  pertenecido  k  la 
anterior.     < 

Esta  segunda  Comisión,  que  en  rigor  debe 
considerarse  como  una  continuación  de  la  pri- 
mera, terminó  el  proyecto  de  Código  civil  y 
fué  disuelta  en  18  de  Agosto  de  1854.  Pero 
cuando  esto  sucedió  existía  ya  otra  especial, 
que  había  sido  creada  en  14  de  Enero  de  aquel 
año,  con  el  encargo  de  proponer  las  reformas 
que  convenía  hacer  en  la  instrucción  sobre 
procedimientos  civiles  de  30  de  Septiembre  de 
1853,  al  cual  se  agregó  sucesivamente  en  el 
año  1855,  el  de  revisar  el  proyecto  de  Código 
civil  ya  terminado,  el  de  formular  un  proyec- 
to de  ley  de  hipotecas  ó  de  aseguración  de  la 


propiedad  territorial,  y  por  r'iltimo,  el  de  re- 
formar y  perfeccionar  el  C.  P.  La  ley  de  En- 
juiciamiento civil  de  1855  es,  sin  embargo,  el 
único  trabajo  que  se  la  debe.  Fué  suprimida 
por  decreto  de  1."  de  Octubre  de  185G,  organi- 
zándose en  su  reemiilazo  otra,  compuesta  de 
siete  vocales,  que  redactó  la  ley  hipotecaria 
publicada  en  8  de  Febrero  de  1861. 

Subsistió  dicha  Comisión  hasta  1869,  en  Oc- 
tubre de  cuyo  año  recibió  el  nombre  de  Comi- 
sión legislativa,  y  fué  dividida  en  dos  seccio- 
nes, encargada  la  una  de  redactar  los  proyec- 
tos de  legislación  civil,  y  la  otra  de  formular 
los  de  legislación  penal. 

La  vida  de  la  Comisión  legislativa  uo  pudo 
ser  más  efímera,  piies  fué  disuelta  por  R.  D. 
de  11  de  Julio  de  1872,  en  que  se  dispuso  que 
en  lo  sucesivo  se  nombraran  comisiones  espe- 
ciales para  la  redacción  de  cada  uno  de  los 
proyectos  de  codificación  óde  leyes  de  impor- 
tancia. 

Por  R.  D.  de  10  de  Mayo  de  1875  fué  resta- 
blecida, sin  embargo,  la  Comisión  general  de 
codificación,  con  el  encargo  de  preparar  y  re- 
dactar los  proyectos  de  ley  ó  de  decreto  y  cua- 
lesquiera otros  sobre  legislación  civil  y  penal 
que  el  Gobierno  le  encomiende.  He  aquí  el 

E.  D.  10  Mayo  187.5. 
Creando  una  Comisión  de  14  vocales  encargada  deprepa- 
rar  y  redactar  los  protjectos  de  ley  y  de  decreto  y  cua- 
lesquiera otros  trabajos  sobre  legislación  civil  g  penal, 

(Grac.  y  Just.)  «En  atención  alas  razones 
que  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Se  crea  una  Comisión  que,  con 
el  titulo  de  Comisión  general  de  codificación, 
prepare  y  redacte  los  proyectos  de  ley  ó  de 
decreto,  y  cualesquiera  otros  trabajos  sobre 
legislación  civil  y  penal  que  la  encomiende  el 
Gobierno. 

Art.  2.°  La  Comisión  general  de  codifica- 
ción se  compondrá  de  catorce  vocales,  y  se  di- 
vidirá en  dos  secciones  de  siete  individuos 
cada  una,  las  cuales  se  denominarán  primera 
y  segunda.  El  cargo  de  vocal  de  esta  Comisióu 
será  honorífico  y  gratuito  '. 

Art.  3.°  Cada  Sección  teudrá  un  presiden- 
te, que  lo  será  uno  de  sus  individuos,  nombra- 
do por  el  Gobierno.  La  Comisión  general, 
cuando  se  reúna  en  pleno,  será  convocada  y 
presidida  por  el  jiresidente  de  la  Sección  que 
haya  redactado  y  aprobado  el  proyecto  que 
deba  discutirse  eii  ella.  El  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  podrá  asistir  euaudo  lo  juzgue  con- 
veniente á  la  Comisión  general  ó  á  las  Seccio- 
nes, y  siempre  que  lo  verifique  presidirá  las 
sesiones  á  que  concurra. 


*  El  D.  de  2  Febrero  1S80  anunció  una  medida  legisla- 
tiva para  declarar  abonables  en  la  clasificación  pasiva, 
de  los  vocales  de  la  Comisión  de  Códigos  los  servicio» 
prestados  en  tal  concepto. 
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Art.  4.  La  Sección  primera  redactará  los 
proyectos  y  los  iufonnes  que  el  GTobieruo  le 
eucomiende  sobre  materias  do  derecho  civil 
org-anización  judicial  y  procedimientos  civiles' 
La  Sección  seg-uuda  redactará  los  mismos  pro- 
yectos ó  informes  cuando  se  refieran  al  dere- 
cho penal  ó  al  Enjuiciamiento  criminal.  La 
Couusióu  g-eueral  en  pleno  revisará  y  aproba- 
rá definitivamente  los  trabajos  de  las  Seccio- 
nes '. 

Art.  5.0  El  Ministro  de  Gracia  v  Justicia  se 
entenderá  directamente  con  los  presidentes  de 
las  Secciones  á  que  correspondan  los  trabajos 
que  á  la  Comisión  encomiende,  v  al  hacerlo 
podrá  dictar  las  instrucciones  ó  bases  á  que 
éstos  deberán  ajustarse  y  el  orden  de  prefe- 
rencia con  que  se  hayan  de  desempeñar.  El 
presidente  convocará  la  Sección  luego  que 
haya  recibido  las  órdenes  del  Gobierno;  le 
dará  cuenta  de  ellas  y  de  las  instrucciones  que 
se  le  hayan  comunicado;  nombrará  uno  ó  más 
ponentes  que  preparen  el  trabajo,  v  señalará 
á  su  tiempo  el  día  en  que  se  ha  va  de  empezar 
la  discusión,  avisándolo  con  oportunidad  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia.  Aprobado  el 
proyecto  por  la  Sección,  el  presidente  de  ella 
convocará  ala  Comisión  general  en  pleno  para 
su  revisión  y  aprobación  definitiva,  poniéndo- 
se de  acuerdo  con  el  presidente  de  la  otra  Sec- 
ción para  señalar  los  días  en  que  havan  de  ce- 
lebrarse las  sesiones  -. 

Art.  6.0  Los  presidentes  de  las  Secciones 
podrán  reclamar  directamente  de  los  Tribuna- 
les y  de  las  dependencias  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  las  noticias  ó  documentos 
que  juzguen  convenientes  para  el  mejor  des- 
einjieño  de  su  cometido.  Con  el  mismo  objeto 
se  pondrán  desde  luego  á  su  disposición  las 
actos,  los  proyectos  y  los  demás  trabajos  de  las 
anteriores  Comisiones  de  codificación. 

Art.  7. o  Cada  una  de  las  Secciones  tendrá 
un  secretario,  dotado  con  el  sueldo  de  G..500 
pesetas,  y  los  auxiliares  que  se  consideren  ne- 
cesarios para  el  servicio  de  la  Comisión.  Unos 
y  otros  serán  nombrado-s  por  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  -^ 
_  Art.  8.°  Los  secretarios  asistirán  á  las  se 
siones  de  sus  Secciones  respectivas  con  voz, 
pero  sin  voto;  redactarán  las  actas,  consignan- 
do en  ellas  las  opiniones  razonadas  de  los  vo- 
cales y  los  acuerdos  adoptados,  y  desempeña- 
rán los  demás  trabajos  que  les  encarguen  los 
presidentes.  Cuando  la  Comisión  se  reúna  en 
pleno,  ejercerá  las  funciones  de  secretario  el 
que  lo  sea  de  la  Sección  que  hava  presentado 
el  proyecto  que  se  discuta...  Dado  en  Palacio 
á  10  de  Mayo  de  1875.— Alfonso.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Francisco  de  Cárdenas.» 
(Gac.  15  Mayo.) 

E.  D.  2  Febrero  1880. 

Queda  inserto  en  la  pág.  549.  Preparó  el  Có- 

»  Este  último  inciso  quedó  derogado  j>orlo  dispuesto 
en  el  articulo  I."  del  R.  D.  de  2  Febrero  1880  (p.  551  de 
este  tomo). 

=  El  caso  único  en  que  se  verifican  las  reuniones  de  la 
comisión  en  pleno,  es  el  determinado  en  el  art.  S."  del  ci- 
tado a.  D  de  1880. 

^  Las  circunstancias  para  desempeñar  el  carao  de  se- 
cretario son  las  determinadas  en  el  art.  6.°  del  reeetido 
decreto.  '^ 


digo  civil  y  reformó  la  organización  de  la  Co- 
misión de  Códigos. 

COMISIÓN  DE  CODIFICACIÓN  DE  LAS  PROVIN- 
CIAS DE  ULTRAMAR.  Desde  que  se  publicó 
el  Código  penal  de  la  Península,  el  Gobierno 
se  preocupó  con  la  idea  de  llevar  la  misma 
reforma  á  las  provincias  de  Ultramar,  que- 
riendo poner  término  á  la  anarquía  que  rei- 
naba en  tan  importante  asunto.  Con  este  mo- 
tivo se  han  creado  diferentes  Comisiones  des- 
de 1866  á  1887. 

La  que  se  creó  en  9  de  Febrero  de  1874  re- 
cibió el  encarg-o  de  aplicar  á  las  islas  de  Cuba 
y  Puerto  Rico  el  C.  P.  de  la  Península,  refor- 
mado en  17  de  Junio  de  1870,  haciendo  en  él  las 
modificaciones  necesarias  para  suplanteamien  • 
to.  Esta  Comisióu  dio  fin  á  su  tarea  en  1879,  y 
por  R.  D.  de  23  de  Mayo  del  mismo  año  se  pu- 
blicó y  mandó  observar  en  dietas  islas,  con 
las  modificaciones  propuestas  por  la  misma. 
En  breves  palabras  hemos  dicho  lo  que  nos 
parece  el  Código  asi  reformado  y  no  hemos  de 
repetir  aquí  nuestro  juicio. 

No  habiéndose  hecho  extensiva  por  enton- 
ces la  reforma  á  las  islas  Filipinas,  en  donde 
venía  siendo  tan  necesaria  como  en  Cuba  y 
Puerto  Rico,  el  Gobierno  quiso  proveer  á  esta 
necesidad  haciendo  al  propio  ti&mpo  extensi- 
vo el  encargo  á  la  reforma  de  la  legislación 
civil.  A  este  efecto  dictó  el  sig-uiente 

E.  D.  9  Abril  1880. 
Ampliando  el  encarno  de  la  Comisión  de  legislación  de 
l'ltramar  y  disponiendo  que  sedenomine  i'oiniülon  de 
oxlllicucloo  de  liis  proTlncla.x  de  Lllr»iuar. 

(Ultr.\mar.)  o...Articnlol.°  LaComisióu' 
creada  por  decreto  de  9  de  Febrero  de  1874 
para  proponer  en  el  C.  P.  de  la  Península  las 
reformas  conducentes  á  su  planteamiento  en 
Cuba  y  Puerto  Rico,  ampliará  sus  tareas  con 
el  fiu  de  estudiar  y  significar  las  modificacio- 
nes convenientes  en  la  legislación  común  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  asi  como  en  la  de  Filipi- 


Al  crear  esta  Comisión,  indicaba  el  Sr.  Ministro  en 
la  exposición,  que  hace  falta  y  es  urgente  mejorar  otros 
puntos  sustanciales  de  la  legislación  común  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  y  <llevar  á  Filipinas,  con  la  patriótica  pru- 
dencia indispensable,  las  reformas  de  carácter  jurídico 
que  tanto  ha  menester  el  Archipiélago..  En  materia  civil 
dice,  como  en  materia  criminal,  se  halla  el  Archipiélago 
d  inmensa  distancia  de  los  preceptos  que  el  moderno  aná- 
lisis ha  fijado  como  base  de  una  buena  legislación.  Las 
Partidas  y  la  Noi-isima,  los  Autos  acordados  y  las  reso- 
luciones gubernativas,  y  en  último  término  las  decisiones 
de  un  criterio,  aunque  ilustrado,  discrecional,  rii/en  alli 
en  la  sustancia  y  en  el  procedimiento,  produciendo  con  su 
numero,  con  su  diversidad,  y  d  veces  con  su  deficiencia 
un  estado  de  imperfección  en  la  administración  de  Justi- 
cio, á  que  urge  poner  remedio. 

Es  preciso  fijar  el  Enjuiciamiento  civil,  para  lo  que  ya 
existe  como  base  la  ley  vigente  en  la  Feninsula  y  en  las 
Antillas,  y  en  materia  penal  no  puede  pasarse  ya  sin  de- 
terminar legalmente  un  Código  y  una  ley  de  proceder- 
porqué  no  bastcB^ue  los  juzgadores  tengan  como  doctrina 
V  como  norma,  según  está  sucediendo,  los  promiili/ados 
para  la  Península  en  1850.  que  por  muchos  conceptos  no 
llenan  las  condiciones  necesarias. 
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uas,  tanto  eu  materia  civil  como  eu  materia 
criminal. 

Art.  2."  Dicha  Comisión,  de  la  que  será  vo- 
cal nato  el  director  general  de  Gracia  y  Justi- 
cia del  Ministerio  de  Ultramar,  se  aumentará 
con  el  niimero  de  individuos  que  se  considere 
necesario  para  realizar  los  nuevos  trabajos 
que  por  el  presente  decreto  se  le  enconuen- 
dau,  y  se  denominará  en  lo  sucesivo  «Comi- 
sión de  codificación  en  las  provincias  de  Ul- 
tramar». 

Dado  en  Palacio  á  9  de  Abril  de  1880.— Al- 
f'ojiso.— El  Ministro  de  Ultramar,  Cayetano 
Sánchez  Bustillo.»   (Gac.  11  Abril.) 

E.  D.  2.5  Febrero  1SS7. 
Reorganizando  la  Comisión   de   codificación  de  las  pro- 
vincias de  Ultramar, 

(Ultramar.)  «A  propiiesta  del  Ministro  de 
Ultramar  ',  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.°  Se  reorganiza  la  Comisión  de 
codificación  de  las  provincias  de  Ultramar 
fijánilose  en  14  el  número  de  sus  vocales,  y 
siendo  uno  de  ellos  el  director  g'eueral  de  Gra- 
cia y  Justicia  del  Ministerio  -. 

Art.  2."  Los  individuos  de  la  Comisión  se- 
rán precisamente  letrados  residentes  en  Ma- 
drid y  de  notoria  competencia  en  materias  ju- 
rídicas, debiéndose  procurar  que  una  parte 
de  los  nombramientos  de  vocales  recaiga  eu 
personas  de  conocimientos  acreditados  en  los 
diferentes  ramos  de  la  leg'islación  ultrama- 
rina. 

Art.  V>.°  El  Ministro  de  Ultramar  podrá 
agregar  temporalmente  á  la  Comitión  un  nú- 
mero de  magistrados  de  las  Audiencias  de 
Cuba,   Puerto  Rico  ó  Filipinas,  según  lo  exi- 


*  En  el  preámbulo  de  este  decreto  trazaba  el  Sr.  Mi- 
nistro la  historia  de  las  Comisiones  codi/tcadoras  de  Ul- 
tramar en  la'  siguientes indabras: 

'Por  R.  D.  de  29  de  Septiembre  de  1S66  se  dispriso  acer- 
tadamente la  creación  de  una  Comisión  comijuesta  de  sie- 
te vocales,  con  encarno  de  estudiar  y  proponer  al  Gobier- 
no las  reformas  que  fuera  oportuno  hacer  en  la  oscura  y 
deficiente  legislación  penal  de  las  provincias  ultramari- 
nas, y  esta  Comisión,  si  bien  no  terminó  la  obra  d  su  sa- 
ber encomendada,  dejó  importantes  trabajos  preparato- 
rios, que  lia7i  sido  datos  útiles  para  las  Comisiones  pos- 
ferio  res. 

Lanecesidad,  cada  día  viás  sentida,  de  continuar  en 
este  importante  trabajo  de  ir  llevando  d  aquellas  provin- 
cias los  Códigos  de  la  Península  con  las  modificaciones 
necesarias,  aconsejó  la  publicación  del  decreto  de  9  de  Fe- 
brero de  1S74  creando  otra  Comisión  con  igual  objeto, 
cuyo  decreto  fué  reformado  por  otro  de  ¡*  de  Abril  de  1880, 
dejando  al  arbitrio  del  Gobierno elnúmero  de  individuos 
que  la  habían  de  componer  y  dando  mayor  ensanche  d  la 
esfera  de  su  acción,  puesto  que  debia  abarcar  toda  la  le- 
gislación común,  no  sólo  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  sino  tam- 
bién de  las  islas  Filipinas...» 

2  En  el  artictdo  que  dedicamos  á  la  legislación  de  Ul- 
tramar (t.  I,  p.  7),  concluimos  diciendo,  y  hemos  de  re- 
petirlo  aquí  otra  vez  con  el  deseo  de  dejarnos  oír  por  los 
señores  Ministros  de  Gracia  y  Justicia  y  de  Ultramar,  lo 
conveniente  que  seria  que  en  vez  de  dos  Comisiones  de  co- 
dificación hubiese  solamente  una  para  la  Península  y  Ul- 
tramar, orifanízündose  con  vocales  no7nbrados  por  los  dos 
Ministerios,  2^ara  que  de  este  ntodo  la  Comisión  pensara 
siempre  y  estudiara  en  todos  los  casos  la  manera  de  que  las 
leyes  con  wn  mismo  artictdado  resj'ondieran,  n  ser  posible, 
alas  necesidades  de  todas  las  provincias  españolas.  Como 
comprendevws  que  son  graves  los  inconvenientes  que  ofre- 
ce el  plan  que  viene  siguiéndose,  creemos  que  de  este  modo 
podría  ponerse  remedio  al rnal. — V.  Enjuciiamikn'I'O  cui- 

MINAL. 


jan  los  trabajos  de  que  aquella  se  esté  ocu- 
pando y  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 13  del  Real  decreto  de  3  de  Diciembre 
último. 

Art.  -1.°  El  Gobierno  nombrará  de  entre 
los  individuos  de  la  Comisión  un  presidente, 
un  vicepesideute  y  un  secretario. 

Art.  5.°  Estos  carg-os,  asi  como  el  de  los 
demás  vocales  de  la  Comisión  serán  honorí- 
ficos y  gratuitos  '. 

Art.  6."  Corresponde  á  la  Comisión  de  co- 
dificación estudiar  y  redactar  los  proyectos  de 
Códigos  que  hayan  de  regir  en  las  provincias 
de  Ultramar,  informar  cuando  lo  disponga  el 
Ministro  sobre  la  interpretación  é  incidencias 
de  aplicación  de  dichos  Códigos  y  proponer  ó 
indicar  cualquier  punto  de  la  legislación  co- 
mún ultramarina  que  á  su  juicio  conveug'a  re- 
formar. 

Arts.  7."  á  9."  (Se  refieren  á  la  organiza- 
ción de  la  Secretaria  de  la  Comisión  y  pago 
de  haberes.) 

Dado  en  Palacio  á  25  de  Febrero  de  1887.— 
Maria  Cristina.  —  El  Ministro  de  Ultramar, 
Víctor  Balag'uer.»  (Gac.  3  Marzo.) 

E.  D.  28  Marzo  1890. 
Secretario  de  la   Comisión. 
(Ult.)     «...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1."     El  cargo   de   secretario  de  la 
Comisión  de  codificación  de  las  provincias  de 
Ultramar,  será  desempeñado   por  el  jefe  del 
Negociado  de  asuntos   civiles  y  reformas  le- 
gislativas de  la  Dirección  general  de  Gracia 
y  Justicia  del   Ministerio  de  Ultramar,  auxi- 
liado por   el  personal  afecto  al  mismo  Nego- 
ciado...» (Gac.  3  Abril.) 

COMISÍÓN  GENERAL  DE  HACIENDA  EN  EL  EX- 
TRANJERO.   V.  Hacienda  pública. 

COMISIÓN  INSPECTORA  DE  LA  DEUDA.     Fué 

creada  por  el  art.  43  de  la  ley  de  20  de  Febre- 
ro de  1850,  que  concuerda  con  el  20  de  la  que 
hoy  rige,  fecha  25  de  Junio  de  1870.  Se  compo- 
ne la  Comisión  de  tres  senadores  y  tres  dipu- 
tados encargados  de  reconocer  y  examinar  los 
libros  y  cajas  de  la  Dirección  del  ramo,  y  de 
presentar  anualmente  á  las  Cortes  un  informe 
proponiendo  las  mejoras  que  estimen  conve- 
veuientes.—V. Deuda  pítblica: Hacienda  pú- 
blica. 

COMISIÓN  DE  LEGISLACIÓN  EXTRANJERA.  De- 
nomínase asi  á  una  Comisión  creada  por  Real 
decreto  de  12  de  Febrero  de  1884,  encargada 
de  constituir  y  fomentar  una  Biblioteca  de  le- 
yes, Códigos,  tratados,  jurisprudencia  extran- 
jera y  obras  de  leg'islación,  y  de  facilitar  todo 
cuanto  se  refiera  al  progreso  del  derecho  in- 
ternacional y  leg'islación  extranjera.  El  decre- 
to citado  con  su  importante  preámbulo  dicen 
asi: 

'  Sobre  desempetio  del  cargo  de  secretario,  tníiise  «í 
R.  D.  que  insertamos  d  continuación. 
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COMISIÓN  DE  LEGISLACIÓN  EXTRANJERA. 


(Grao,  y  Ju.st.)  « Exposición.  — Señor:... 
Desde  que  los  progresos  en  la  iiivestigacióu  y 
estudio  de  las  ciencias  sociales  liau  relegado 
al  olvido  tantas  utopias  de  organización  in- 
ternacional, nadie  entiende  que  el  ideal  de  la 
humanidad  sea  la  paz,  pero  sí  el  derecho,  y  en- 
tre los  fines  positivos  aunque  lejanos  hacia  los 
que  los  Gobiernos  tienen  deber  de  ayudar  á 
caminar  á  los  pueblos,  está  el  de  la  concordia 
universal  de  las  naciones  sobre  la  regulación 
de  sus  intereses  privados.  Aun  en  la  esfera  Ja 
esa  relación  meramente  individual,  no  merece 
el  nombre  científico  de  ideal,  sino  el  de  utopia, 
la  identidad  de  leyes  en  las  diversas  fraccio- 
nes independientes  del  género  humano;  pero 
si  puede  perseguirse  y  alcanzarse  la  unidad 
de  los  principios  para  resolver  los  conflictos 
entre  legislaciones  diferentes,  y  no  existe  obra 
más  fecunda  y  positiva  de  progreso  que  aque- 
lla que  la  juepare  y  facilite...  Cou  tal  pensa- 
miento, el  Jlinistro  que  suscribe  ha  creído  po- 
der allegar  algunos  medios,  modestos,  pero 
indudablemente  titiles  al  fin,  organizando  en 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  una  Biblio- 
teca de  leyes.  Códigos  y  jurisprudencia  ex- 
tranjera, y  creando  una  Comisión  con  carácter 
oficial  que  responda  á  las  establecidas  en  otras 
naciones  do  Europa,  asi  para  constituir  y  fo- 
mentar la  Biblioteca,  como  para  facilitar  todo 
cuaulo  se  refiera  á  progresos  del  derecho  in- 
ternacional y  legislación  comparada. 

Ni  es  siquiera  anticiparse  á  necesidades  del 
porvenir  ó  mero  espíritu  de  emTilación  con  paí- 
ses vecinos  lo  que  mueve  á  este  Ministerio  á 
proponer  A  V.  M.  este  decreto:  la  frecuencia  y 
facilidad  en  las  comunicaciones,  el  desarrollo 
'de  intereses  mercantiles  6  industriales,  las 
grandes  empresas  que  confiadas  en  la  progre- 
siva sensalez  del  pueblo  y  de  los  partidos  se 
establecen  entre  nosotros,  originan  en  la  prác- 
tica dudas  y  dificultades,  ya  para  apreciar  ca- 
pacidad jurídica  en  los  extranjeros  cou  arre- 
glo al  estatuto  personal,  ya  para  determinar 
competencias,  ya  ])ara  calificar  las  formas  y 
solemnidades  de  documentos  otorgados  en  ex- 
trañas naciones,  cuya  inscripción  se  solicita  ó 
cuya  validez  se  contiende  ante  los  Tribunales 
españoles,  ya,  por  último,  para  decidir  sobre 
cumplimiento  de  sentencias  de  Tribunales  de 
otros  países.  El  magistrado,  el  registrador,  el 
hombre  de  ley,  encuentran  con  dificultad  tex- 
tos con  la  precisa  autenticidad  y  los  medios 
expeditos  de  asegurarse  que  no  hau  sido  alte- 
rados por  ulteriores  reformas,  y  como  ese  ver- 
dadero servicio  público  requiere  cuidado  in- 
teligente y  asiduo,  conviene  encomendarlo 
á  una  Comisión  permanente,  que  procure  el 
cambio  internacional  de  obras  y  textos  legis- 
lati\os,  forme  catálogos  y  disponga  traduccio- 
nes é  impresiones  de  Códigos  ó  leyes  que  juz- 
gue convenientes... 

REAL    DECRETO 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  mi  Mi- 
uislro  de  Gracia  y  Justicia  y  con  el  parecer 
del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo   1.°     Se  crea  en   el  Ministerio  de 


Gracia  y  Justicia  una  Biblioteca  especial  de 
Códigos,  textos  legales  y  jurisprudencias  de 
los  países  extranjeros  y  de  España,  tratados 
internacionales,  comentarios,  obras  de  legis- 
lación comparada  y  de  Derecho  positivo  y  De- 
recho internacional  público  y  privado. 

Art.  2."  Para  la  organización  y  constante 
fomento  de  la  expresada  Biblioteca,  se  consti- 
tuirá una  Comisión  permamente  que  se  llama- 
rá de  Legi.slacAón  extranjera,  compuesta  de 
un  presidente,  que  lo  será  el  subsecretario  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  debiendo  for- 
mar parte  de  la  misma  el  subdirector  de  los 
Registros  civil  y  de  la  propiedad  y  del  Nota- 
riado, el  secretario  de  la  Comisión  de  Códigos, 
dos  oficiales  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia y  un  catedrático  de  la  Universidad  de  Ma- 
drid; y  se  invitará  á  que  propongan  un  vocal 
para  completar  la  Condsión  á  la  Junta  de  go- 
bierno del  Colegio  de  Abogados,  á  la  del  Co- 
legio Notarial,  á  la  Sociedad  Económica  de 
Amigos  del  País,  á  la  Academia  de  Jurispru- 
dencia, al  Ateneo  científico  y  á  la  Institución 
libre  de  enseñanza,  desig'uando  otros  tres  vo- 
cales libremente  el  Ministro. 

Art.  3."  La  Comisióu  de  Legislación  ex- 
tranjera cumplirá  los  deberes  y  ejercerá  las 
atribuciones  siguientes: 

1.'''  Proponer  y  dirigir  las  obras  que  hayan 
de  ejecutarse  para  la  instalación  de  la  Biblio- 
teca y  material  indispensable  para  su  organi- 
zación. 

2."  Clasificar  las  obras  cjue  existen  en  la 
actual  Biblioteca,  llevando  á  efecto  la  enaje- 
nación: ó  destinando  al  cambio  las  que  concep- 
túe innecesarias  ó  ajenas  á  su  especial  índole. 

'i.^  Realizar  el  cambio  internacional  de 
obras  y  textos  leg'ales,  comunicándose  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Estado  con  los  Gobier- 
nos extranjeros,  y  directamente  con  las  Aca- 
demias, Sociedades  é  Institutos  científicos  de 
las  diferentes  naciones. 

4.'''  Aumentar  por  adquisiciones,  denativos 
ó  cambios  el  caudal  de  obras,  ya  directamente, 
ya  por  medio  de  los  representantes  diplomáti- 
cos y  consulares  por  conducto  del  Ministerio 
de  Estado,  adquiriendo  noticias  de  los  trabajos 
legislativos  y  publicaciones  propias  de  esto 
instituto  que  se  verifiquen  en  países  extran- 
jeros. 

S.'*  Proponer  al  Ministerio  la  traducción  é 
impresión  de  Códigos  y  textos  legales  que  con- 
ceptúe de  preferente  interés,  y  una  vez  a  or- 
dada  de  Real  orden,  cuidar  de  la  exactitud  del 
trabajo  y  de  su  remuneración. 

6.''  Publicar  el  Catálogo  y  las  adiciones  al 
mismo  que  se  insertarán  anualmente  en  la 
Gaceta  ¿le  Madrid,  con  una  sucinta  Memoria 
de  las  alteraciones  en  los  Códigos  y  legislacio- 
nes extranjeras  de  que  haya  adquirido  noticia 
cierla  la  Comisión. 

7.^  Redactar  el  reglamento  interior  de  la 
Biblioteca,  que  será  aprobado  de  Real  orden. 

Dado  en  Palacio  á  12  de  Febrero  de  1884.— 
Alfonso.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Franci&co  Silvela.»  (jSac.  13  Febrero.) 

Conforme  auna  R.  O.  de  29  de  Septiembre  de 
1885,  la  Biblioteca  de  legislación  extranjera 
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quedó  abierta  al  público  desde  el  dia  2  de  Oc- 
tubre inmediato. 

COMISIONES  DE  CODIFICACIÓN  MILITAR.    Por 

K.  D.  de  29  de  Mar^so  de  1880  se  dispuso  que 
uua  Comisión,  jjoinpuesta  de  tres  generales  y 
tres  jurisconsultos,  preparara  los  proyectos  de 
organización  y  procedimientos  militares.  El 
encargo  de  la  Comisión  que  la  ley  de  15  de 
Julio  de  1882  llama  «de  codiücación  militar» 
fué  ampliado  por  el  art.  1."  de  esta  disposición, 
que  confió  al  propio  Cuerpo  la  redacción  de 
los  Códigos  penales  para  el  ejército  y  Armada. 
Dictadas  las  leyes  orgánica  y  de  procedi- 
miento udUtar  de  10  de  Marzo  de  1881,  el  Có- 
digo penal  del  ejército  de  17  de  Noviembre  del 
mismo  año  y  la  ley  de  Euj.  militar  de  29  de 
Septiembre  de  1886,  creóse  otra  Comisión  por 
R.  D.  de  2  de  Noviembre  de  1887  con  el  encar- 
go do  informar  al  Ministro  de  la  Guerra  acer- 
ca de  las  reformas  que  conviniese  introducir 
eu  los  referidos  textos.  Entretanto  la  Comi- 
sión primitiva  formó  el  C.  P.  de  la  Marina  de 
guerra  que  se  promulgó  por  R.  D.  de  24  de 
Agosto  de  1888,  y  la  creada  en  2  de  Noviembre 
de  1887  elaboró  el  proyecto  que  sirvió  de  base 
al  Código  de  justicia  militar  de  27  de  Septiem- 
bre de  1890. 

La  que  redactó  el  de  la  Marina  ha  sido  di- 
suelta por  R.  D.  de  5  de  Febrero  de  1890  que 
en  su  lugar  creó  otra  para  que  formara  los 
proyectos  de  C.  P.  de  la  Marina  mercante  y 
de  leyes  orgánica  de  Tribunales  y  de  Enjui- 
ciamiento criminal  del  ramo.  (Gac.  6  Febrero.) 

La  composicióu  de  dicha  Comisión  háse  mo- 
dificado por  otro  R.  D.  de  5  Marzo  de  1891, 
cuyo  texto  es  el  siguiente: 

«Articulo  único.  La  Comisión  creada  por 
R.  D.  de  5  de  Febrero  de  1890  la  compondrán 
en  lo  sucesivo:  el  almirante  de  la  Armada, 
presidente;  dos  vocales  de  la  clase  de  contra- 
almirantes con  destino  en  Madrid  compatible 
con  esto  cargo;  uno  presidente  de  Sala  ó  ma- 
gistrado del  T.  S.;  otro  ministro  togado  del 
Cuerpo  jurídico  de  la  Armada,  y  un  jefe  del 
Cuerpo  general  ó  auditor  de  Marina,  secretario. 

Dado  en  Palacio  á  5  de  Marzo  de  1891.»  (Ga- 
ceta 7  Marzo.) 

—V.  Jurisdicción  militar:  Marina. 

COMISIÓN  PARA  EL  ESTUDIO  DE  ASUNTOS 
MERCANTILES.  Fué  creada  por  el  K.  D.  de  7 
de  Enero  de  1886  que  insertamos  en  Código 

DE  COMERCIO. 

COMISIONES  DE  EVALUACIÓN  DE  LA  RIQUEZA. 

Fueron  creadas  por  el  art.  -17  del  R.  U.  de  23 
de  Mayo  de  1815,  cuyo  inmediato  cumplimien- 
to ordenó  el  8."  de  la  R.  O.  de  8  de  Agosto  de 
1848.  Su  organización  y  funciones  se  citan  en 


otros  preceptos,  que  registramos  cuidadosa- 
mente bajo  la  palabra  Comisiones  eu  el  suma- 
rio alfabético  de  Contribución  territorial. 
En  el  procedimiento  de  apremio  administrati- 
vo desempeñan  funcioues  importantes  coil 
arreglo  á  la  R.  O.  de  18  de  Enero  de  1877  y  á 
los  arts.  25  y  28  de  la  Inst.  de  apremios  de  12 
de  Mayo  de  1888. 

COMISIONES  INVESTIGADORAS  DE  MEMO- 
RIAS, ETC.  V.  Memoria.s:  Aniversarios  y 
Obras  pías. 

COMISIONES  MILITARES.  Estos  terribles  Tri- 
bunales fueron  establecidos  por  R.  O.  de  13  de 
Enero  de  1824:,  y  conocían  ejecutiva  y  sumaria- 
mente de  los  delitos  políticos,  que  en  aquella 
época  lo  eran  los  actos  más  indiferentes,  si  su 
autor  era  conocido  ó  tildado  como  liberal.  Por 
R.  O.  de  26  de  Agosto  de  1828  se  mandó  ce- 
saran estos  Tribunales, de  nuevo  restal)Iecidos 
en  18  de  Marzo  de  1831,  para  morir  eu  29  de 
Julio  de  1834. 

Por  D.  de  18  de  Julio  de  1874,  al  declarar 
en  estado  de  sitio  todas  las  provincias  de  la 
Península  é  islas  adyacentes,  y  mandar  que 
los  capitanes  generales  reasumieran  y  ejercie- 
ran duraíite  el  período  excepcional  las  facul- 
tades extraordinarias  que  en  dicho  estado  les 
marcan  las  Ordenanzas,  se  constituyerou  Co- 
misiones militares  permanentes,  para  conocer 
eu  consejo  de  guerra  de  todos  los  delitos  de 
conspiración,  rebelión,  sedición  y  cuautos  ten- 
dieran á  ayudar  á  los  rebeldes  ó  á  alterar  el 
orden  público;  pero  fueron  suprimidas  por 
R.  D.  de  13  de  Marzo  de  1875. 

COMISIONES  REGIAS  DE  AGRICULTURA.  Véa- 
se Consejo  superior  de  agricultura. 

COMISIONISTA.  Es  uno  de  los  agentes  auxi- 
liares del  comercio.  Sus  derechos  y  obligacio- 
nes se  rigen  por  los  arts.  244  á  280  del  Código 
de  Comercio  y  por  los  378,  379  y  468,  que  ha- 
blan de  los  comisionistas  de  transportes,  letras 
de  cambio  y  pagarés;  preceptos  todos  que  han 
modificado  eu  algo  la  antigua  legislacióu sobre 
este  punto,  como  puede  verse  eu  la  nota  que 
ponemos  al  tit.  III,  lib.  II  del  Cód.  (p.  778  de 
este  tomo).  Aunque  es  un  mandatario,  no  le 
es  aplicable  la  doctrina  del  derecho  civil  sobre 
mandato  y  tiene  derecho  á  una  retribucióu  ó 
premio  de  comisión  que  se  fijará,  según  el  ar- 
ticulo 277,  con  arreglo  al  uso  y  práctica  mer- 
cantil de  la  plaza  donde  se  cumpliere  la  comi- 
sión. (Seiit.  15  Enero  1867.)— F.l  comisionista 
debe  sujetarse  en  el  desempeño  de  su  cnearg'O 
á  las  instrucciones  que  haya  recibido  de  su  co- 
miteute  y  comunicar  puntunlraente  á  éste  las 
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noticias  convenientes  para  que,  con  el  debido 
conocimiento,  pueda  confirmar,  reformar  ó 
modificar  sus  órdenes;  quedando,  por  su  par- 
te, si  asi  lo  verificase,  enteramente  exento  de 
toda  responsabilidad  en  los  accidentes  y  re- 
sultados de  la  negociación.  (Sent.  11  Mayo 
1871.) — V.  Código  de  comercio. 

COMISO.  Pena  de  perdimiento  de  alguna 
cosa,  ó  del  género  en  que  se  trafica  con  infrac- 
ción de  las  leyes  fiscales,  ó  de  las  caballerías, 
carruajes  ó  buques  donde  se  transportan  ó  ha- 
llaren efectos  de  contrabando,  en  ciertos  ca" 
sos,  ó  de  los  instrumentos  que  provengan  de 
un  delito  ó  falta,  ó  de  los  instrumentos  con 
que  se  ejecuta. 

Sobre  el  comiso  que  tiene  lugar  por  razón 
de  algún  delito  ó  falta,  remitimos  á  nuestros 
lectores  k  los  arts.  63,  622  y  623  del  Código  pe- 
nal, que  integro  se  halla  inserto  en  este  tomo. 

En  cuanto  al  que  tiene  lugar  por  razón  de 
contrabando  y  fraude,  hay  que  estar  á  lo  or- 
denado en  el  R.  D.  de  20  de  Junio  de  1852,  en 
el  reglamento  sobre  cobranza  y  administración 
del  impuesto  de  consumos  y  en  las  Ordenan- 
zas de  Aduanas,  cuyas  disposiciones  se  inser- 
tan respectivamente  en  Contrabando  y  de- 
FEAUDAciÓN,  en  Contribución  de  consumos 
y  en  Renta  de  Aduanas,  las  cuales,  si  no  han 
desterrado,  han  limitado  mucho  la  pena  de  co- 
miso, que  rara  vez  se  impone. 

COMISO  EN  LOS  CENSOS.    V.  Censos. 
COMISORIO.     V.  Compraventa  y  Pacto  co- 

MISOIIIO. 

CÓMITRE.  Cabdillo  de  mar,  so  el  almiran- 
te. Habla  de  los  cómitres,  como  deben  ser  fe- 
chos, é  que  poderlo  han,  la  ley  4.^,  tit.  XXIV, 
Part.  2.=^ 

COMODATO.  Es  una  de  las  especies  del  prés- 
tamo y  consiste  en  entregar  á  otro  gratuita- 
mente una  cosa  no  fuugible  ó  que  no  se  consu- 
me por  el  primer  uso,  para  que  la  utilice  por 
algún  tiempo  y  después  la  devuelva.  Es,  pues, 
comodato  el  préstamo  que  se  hace  de  un  ca- 
ballo, de  un  coche,  de  un  libro,  etc.,  cuando  no 
media  precio,  pues  mediando  éste  seria  alqui- 
ler ó  arrendamiento.  El  que  da  la  cosa  en  co- 
modato se  llama  comodante,  y  el  que  la  recibe 
comodatario.  Este  último  queda  obligado  á 
cuidar  de  la  cosa,  á  servirse  de  ella  sólo  para 
el  uso  para  que  se  le  ha  dado,  á  abonar  los 
gastos  que  exijan  su  uso  y  conservación  y  á 
devolverla  en  el  buen  estado  en  que  la  recibió, 
salvo  si  se  perdiese  ó  empeorase  sin  su  culpa, 
para  lo  cual  en  ciertos  casos  siempre  es  bueno 


proveerse  de  un  certificado  que  así  lo  acredi- 
te. (Leyes  2.»,  3.»,  7.»,  8.»y  9.",  tit.  II,  Part.  5.») 

El  concepto  que  hemos  dado  del  comodato 
y  las  reglas  que  dejamos  expuestas  y  por  las 
cuales  ha  venido  gobernándose,  se  hallan  re- 
producidos en  los  arts.  1.740  y  1.741  á  1.752 
del  Código  civil.— V.  Préstamo. 

El  T.  8.  tiene  declarado:  que  la  entrega  á 
otro  de  títulos  de  la  Deuda  á  calidad  de  rein- 
tegro y  reservándose  el  dueño  el  derecho  al  per- 
cibo de  los  cupones  y  el  de  otro  tanto  más  por 
razón  de  intereses  no  es  préstamo  comodato, 
por  faltar  al  título  de  constitución  el  requisito 
de  ser  gracioso.  (Sent.  25  Enero  1889.— Gace- 
tas  1.°  y  2  Jimio.) 

COMPADRE.  El  que  saca  de  pila  á  un  hijo  ó 
hija  de  otro,  ó  es  padrino  de  él  ó  de  ella  en  la 
Confirmación.— V.  Padrino:  Parentesco. 

COMPAÑÍA.  Contrato  en  que  dos  ó  más  po- 
nen en  común  sus  bienes  ó  industria  con  ob- 
jeto de  hacer  alguna  ganancia,  la  cual  se  dis- 
tribuirá en  la  forma  convenida.  Se  perfeccio- 
na por  el  consentimiento  de  los  contrayentes, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1.*,  tit.  X, 
Part.  5.",  y  al  principio  general  proclamado 
en  la  base  20  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888, 
y  formulado  en  los  arts.  1.254,  1.258  y  1.262 
del  Código  civil.  Consiguientemente  puede  ser 
justificado,  no  solamente  por  documentos  pú- 
blicos ó  privados,  sino  también  por  los  demás 
medios  de  prueba  que  el  derecho  reconoce. 
(Sent.  11  Enero  1865.) 

Los  socios  quedan  obligados  á  cumplir  las 
condiciones  estipuladas.  Se  disuelve  la  com- 
pañía por  la  muerte  de  algún  socio,  salvo  pac- 
to en  contrario,  y  por  los  demás  medios  indi- 
cados en  Contratos.— Véase  esta  palabra  y 
los  artículos  Código  de  Comercio:  Bancos: 
Sociedades. 

COMPAÑÍA  MERCANTIL.  Hemos  hablado  de 
las  Compañías  mercantiles  en  la  pág.  882  de 
este  tomo,  y  á  lo  que  allí  decimos  remitimos  á 
nuestros  lectores.  Hablan  de  este  asunto  los 
arts.  116  á  238  del  Código  de  Comercio,  y  al- 
gucos  más,  según  puede  verse  en  la  palabra 
Compañías,  del  sumario  alfabético  con  que 
cerramos  el  articulo  Códiho  de  Co.mercio. 

COMPAÑÍA  TRANSATLÁNTICA.  Esta  poderosa 
Empresa  celebró  con  el  Estado  el  año  1886  un 
contrato  que  fué  aprobado  en  Consejo  de  Mi- 
nistros el  día  17  de  Noviembre  y  que  se  pu- 
blicó en  la  Gaceta  de  28  de  Junio  de  1887.  Por 
él  se  confió  á  la  Compañía  la  prestación  de  los 
servicios  postales  marítimos,  y  con  arreglo  á 
ciertas  bases  la  conducción  de  funcionarios  y 


compañía  de  jesús. 
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fuerzas  militares  á  nuestras  provincias  de  Ul- 
tramar. La  ley  de  26  de  Junio  de  1887  (Gace- 
ta 28  id.)  autorizó  al  Gobierno  para  incluir  en 
presupuesto  créditos  destinados  á  satisfacer 
los  gastos  de  los  servicios  postales  y  para  esta- 
blecer una  expedición  marítima  al  río  de  la 
Plata. 

Con  posterioridad  se  han  suscitado  dudas 
sobre  interpretación  y  cumplimiento  del  con- 
venio, que  han  sido  resueltas  porRs.  Os.  de  3 
y  15  de  Febrero  de  1890.  (Gacs.  18  Marzo  y  21 
Febrero  id.) 

La  tarifa  de  pasajes  por  la  linea  de  Fernan- 
do Poo,  fué  aprobada  por  R.  O.  de  12  Abril 
18'JO  (Gac.  20  id.),  y  las  que  rigen  para  las  An- 
^tillas  han  sido  definitivamente  sancionadas 
'por  Rs.  Os.  de  21  y  27  de  Julio  de  1891.  (Ga- 
cetas 4  y  5  Agosto.) 

COMPAÑÍA  DE  JESÚS.  Fué  fundada  en  1534 
por  Ignacio  do  Loyola,  español,  de  noble  lina- 
je, nacido  en  1491  en  la  provincia  de  Guipúz- 
coa '.  En  1540  el  Papa  Paulo  III  confirmó  la 
fundación  de  la  Orden,  cuyas  constituciones 
fueron  redactadas  en  1564  por  Diego  LAinez, 
también  español,  sucesor  de  San  Ignacio  en 
el  generalato  de  la  Compañía.  Tres  son  los 
prirffcipios  á  que  principalmente  responde  la 
organización  de  los  jesuítas:  la  obediencia,  la 
ejecTición  absoluta,  y  la  vigilancia  de  los  infe- 
riores por  los  superiores,  y  supremamente  por 
el  general,  que  es  elegido  por  el  Consejo  de 
asistentes,  y  reside  en  Roma  ^. 

La  historia  ha  justificado  los  muy  poderosos 
motivos  que  aconsejaron  al  piadoso  Rey  Car- 
los III  la  expulsión  de  los  jesuítas,  acordada 
en  R.  D.  de  27  de  Febrero  de  1767  al  que  si- 
guió la  Pragmática  sanción  de  2  de  Abril  del 
mismo  año  (ley  3.*,  tlt.  XXVI,  libro  I  de  la 
Nov.  Recop.),  en  que  se  mandó,  de  acuerdo 
con  la  consulta  del  Consejo  de  Castilla,  en  ex- 
traordinario, y  de  una  Junta  de  consejeros  de 
Estado  nombrados  ad  hoc,  que  fueran  extra- 
ñados de  todos  los  dominios  de  España,  Indias, 
islas  Filipinas  y  adyacentes  los  i-egulares  de 


«  Sobre  la  fundación  é  liiHoria  de  la  Compañía  en  sus 
primeros  aüon,  vt'amfe  lafi  obras  del  P.  Pedro  de  Rivade- 
neyra,  que  escribió  las  vidas  de  San  Ignacio  de  Loyola, 
Diego  JAinez,  San  Francisco  fie  Bnrja,  SalmerÓJi  y  otros 
jesuítas  célebres.  Además  un  Tr.atado  en  el  cual  se  da 
razón  del  instituto  de  la  religión  de  la  Compañía  de 
.Jesús  y  otro  Tratado  délas  persecuciones  que  ha  te- 
nido la  '^ompañía  de  Jesús.  (Tomo  fío  de  la  Biblioteca 
de  Autores  Españoles.  En  él  están  algunas  de  las  obras 
citadas;  se  da  noticia  de  las  demis  en  el  discurso  preli-mi- 
nar  por  D.  Vicente  de  la  Fuente.) 

2  El  P.  Mariana  en  el  Discurso  de  las  cosas  de  la 
Compañía  (Colección  de  Autores  Españoles,  tomo  3í), 
habla  del  gobierno  de  la  Congregación,  do  los  yerros 
muchos  y  graves  que  en  íl  intervienen,  de  los  incon- 
venientes que  de  ellos  resultan  y  de  los  medios  para 
repararlos  ó  atajarlos. 


la  Compañía,  sacerdotes,  coadjutores  ó  legos, 
ocupándose  todas  sus  temporalidades  con  in- 
clusión de  sus  bienes,  muebles  y  raíces,  efec- 
tos y  reutas  eclesiásticas  que  poseían  en  el 
Reino,  sin  perjuicio  de  sus  cargas  y  mente  de 
sus  fundadores  '. 

Noticiada  que  fué  la  anterior  resolución  al 
Papa  Clemente  XIII  en  una  carta,  modelo  de 
moderación  y  de  atenta  delicadeza,  contestó 
este  Pontífice  en  términos  muy  diferentes,  lla- 
mando á  los  que  hablan  contribuido  á  adop- 
tarla, irreligiosos  y  enemigos  de  Dios,  y  lle- 
gando á  amenazar  al  Rey  con  el  vaticinio  de 
la  condenación  de  su  alma. 

El  Monarca  español,  bastante  ilustrado  para 
advertir  la  diferencia  que  existe  entre  respe- 
tar el  dogma  de  la  religión  que  profesaba  y 
tolerar  los  abusos  á  su  augusta  sombra  co- 
metidos, pasó  al  Consejo  la  carta  de  Su  Santi- 
dad, mandándole  que  informase  á  la  mayor 
brevedad;  y  es  un  escrito  tan  notable  la  con- 
sulta evacuada  por  el  Consejo  á  las  veinticua- 
tro horas  de  pedida,  y  se  sostienen  en  ella  con 
tanta  valentía  los  derechos  del  Rey  y  los  fue- 
ros de  la  Nación,  que  no  podemos  renunciar 
á  insertarla  íntegra  en  este  lugar.  Dice  asi: 

«Señor:  En  papel  de  D.  Manuel  de  Roda  al 
conde  de  Aranda,  presidente  del  Consejo,  del 
día  de  ayer  29  de  este  mes,  se  digna  V.  M.  re- 
ginitir  al  extraordinario  el  Breve  de  Su  Santi- 
dad de  16  del  corriente,  en  que  se  interesa  á 
favor  de  los  regulares  de  la  Compañía  del 
nombre  de  Jesús,  á  fin  de  qne  se  revoque  el 
Real  decreto  de  su  extrañamiento,  ó  qué  á  lo 
menos  se  suspenda  la  ejecución,  reduciendo  á 
términos  contenciosos  esta  materia;  cuyo  Bre- 
ve manda  V.  M.  se  vea  por  los  Ministros  que 
componen  el  extraordinario  para  acordar  la 
respuesta  que  debe  darse  á  Su  Santidad. 

Habiendo  sido  convocados  en  este  dia,  con 
asistencia  de  los  fiscales  de  V.  M.  en  la  posada 
del  conde  de  Aranda,  se  leyó  con  la  Real  or- 
den el  citado  Breve,  que  está  á  mayor  abun- 
damiento traducido  para  completa  inteligen- 
cia de  todos.  Los  fiscales  expusieron  de  pala- 
bra la  estimación  del  asunto;  y  cou  unanimi- 
dad de  dictamen  ha  procedido  el  Consejo,  sin 
que  por  la  brevedad  se  tuviese  por  necesario 
que  los  fiscales  extendiesen  por  escrito  su  res- 
puesta, por  ser  idéntica  con  el  dictamen  del 
Consejo. 

En  primer  lugar,  ha  advertido  que  las  ex- 
presiones del  Breve  carecen  de  aquella  corte- 


•  El.  Consejo  extraordinario  se  compuso  del  conde  dé 
Aranda,  presidente  del  Consejo  de  Castilla,  D.  Pedro  Ro- 
dríguez ('ítjitpoiiinnes,  fiscal  del  mismo,  y  de  los  consejero» 
D.  }f.'¡jtfei  l/rir/a  de  Xava,  D.  Pedro  Ric  y  Ejea  y  Ti.  Lni$ 
del  Valle. —  lia  Junta  que  se  nombró  para  dar  dictamen 
sobrt:  la  consulta  de  e.e pulsión  evacuada  por  dicho  Conse- 
jo, á  que  se  adhirió  coinpletani''nte ,  la  compusieron  lot 
cnns'j-ros  de  Estntio  duque  de  .Alba,  D.  .Taime  Masones  dé 
Lima  Fe.  .Joaq'tín  Lleta,  confesor  del  Rey,  y  lo»  minis- 
tros Griiualdi,  Jlázquis,  ¿Tuniain  y  Boda, 
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sania  de  espíritu  y  moderación  que  se  dube  :\ 
un  Rey  como  el  de  España  é  Indias,  y  á  un 
Principe  de  altas  calidades,  qtie  admira  el  uni- 
verso en  V.  M.,  y  liace  el  ornato  de  nuestra 
patria  y  siglo.  Merecía  el  Breve  que  se  le  hu- 
biese denegado  la  admisión,  reconoeióndose 
antes  su  copia;  porque  siendo  temporal  la  cau- 
sa de  que  se  trata,  no  hay  potestad  en  la  tie- 
rra qiie  pueda  pedir  cuenta  ;V  V.  M.  de  sus  ac- 
ciones, cuando  V.  M.,  por  un  acto  de  respeto, 
dio  con  fecha  31  de  Marz»  noticia  A  Su  Santi- 
dad de  la  providencia  que  había  tomado  como 
Rey,  en  términos  concisos  y  atentos. 

Bien  se  hace  el  cai-g-o  el  Consejo  que  por  ser 
la  primera  que  se  recibe  del  Papa  en  este 
asunto,  ha  sido  cordura  admitir  la  Carta  ó 
Breve,  para  apartar  con  esta  providencia, 
cuanto  sea  posible,  todo  pretexto  de  resenti- 
miento con  la  Corte  Romana. 

Contienen  las  cláusulas  de  la  Carta  de  Su 
Santidad  muchas  personalidades  para  captar 
la  benevolencia  de  V.  M.:  disimuladamente  se 
mezclan  otras  expresiones  con  que  el  Ministro 
de  Roma,  en  boca  de  Su  Santidad,  quiere  cen- 
surar una  providencia,  cuyos  antecedentes  ig- 
nora, é  ingerirse  en  una  causa  impropia  de  su 
conocimiento  y  de  que  V.  M.  prudentemente 
ha  dado  á  Su  Santidad  aquella  noticia  de  ur- 
banidad y  atención  que  corresponde. 

El  contestar  sobre  los  méritos  de  la  causa 
seria  caer  en  el  inconveniente  y  abismo  de 
comprometer  la  soberanía  y  majestad,  que 
sólo  á  Dios  es  responsable  de  sus  acciones. 

No  extraña  el  Consejo  que  el  Papa,  noticio- 
so de  la  determinación  tomada  en  España  con- 
tra los  reg'ulares  de  la  Compañía,  pusiese  su 
íutercesióu  A  su  favor,  ya  porqiie  se  sabe  la 
gi-an  mano  y  poder  de  estos  reg'ulares  en  la 
Curia  romana,  ya  por  la  declarada' protección 
del  cardenal  Torreg-iani,  secretario  de  Estado 
de  Su  Santidad,  intimo  confidente  y  paisano 
del  g'eneral  de  la  Compañía  Lorenzo  Ricci,  su 
confesor  y  director;  pero  es  muy  reparable  el 
tono  que  se  toma  en  esta  Carta,  nada  propio 
de  la  mansedumbre  apostólica. 

Preténdese  con  exclamaciones  ponderar  el 
mérito  de  la  Compañía  y  el  haber  debido  su 
fundación  á  San  Ignacio  y  San  Francisco  Xa- 
vier (bien  que  éste  no  profesó  en  ella);  pero  al 
mismo  tiempo  se  omite  el  gran  número  de  es- 
pañoles virtuosos  y  doctos  como  el  obispo 
Er.  Melchor  Cano,  el  arzobispo  de  Toledo  don 
Francisco  Silíceo,  el  obispo  de  Albarracin  La- 
n\iza,  y  el  célebre  Benito  Arias  Montano  y 
otros  iiisig-nes  sujetos  de  aquellos  tiempos,  que 
se  opusieron  k  su  establecimiento  constante- 
mente, con  presagios  nada  favorables  á,  este 
CueriJO,  y  en  ellos  se  debe  contar  á  San  Fran- 
cisco de  Borja,  su  tercer  g-eneral,  que  empezó 
á  discernir  en  el  espíritu  de  la  Compañía,  y  en 
el  orgullo  que  le  daban  sus  inmódicos  privile- 
gios, consecuencias  muy  perniciosas  para  lo 
sucesivo;  y  en  verdad  que  éste  es  un  testimo- 
nio irreprensible  y  doméstico. 

Su  sucesor  el  g'eneral  Claudio  Aguaviva, 
redujo  el  gobierno  A  un  tota!  expotismo:  y  con 
pretexto  de  método  de  estudios,  abrió  la  puer- 
ta á  la  relajación  de  las  doctrinas  morales,  á 
lo  que  se  llama  probabilismo;  relajación  que 


tomó  tanta  fuerza,  que  ya  á  mediados  del  siglo 
anterior  no  la  pudo  remediar  el  P.  Tirso  Gon- 
zález. El  P.  Luis  Molina  alteró  la  doctrina  teo- 
lógica, apartándose  de  San  Agustín  y  Santo 
Tomás,  de  que  se  han  seguido  "escándalos  no- 
tables. El  P.  Juan  Arduiíio  llevó  el  escepticis- 
mo hasta  mudar  las  doctrinas  sagradas,  cuyo 
sistema  propagó  el  P.  Sáez  Berruyer  estable- 
ciendo la  doctrina  antitrinitaria  del  arrianis- 
mo.  En  la  China  y  Malhahar  hau  hecho  com- 
patibles á  Dios  y  á  Belial,  sosteniendo  los  ritos 
gentílicos  y  rehusando  la  obediencia  á  las  de- 
cisiones pontificias.  En  el  Japón  y  en  las  In-  . 
días  han  perseguido  á  los  mismos  obispos  y  á 
las  otras  Ordenes  religiosas  con  un  escándalo 
que  no  se  podría  borrar  de  la  memoria  de  los 
hombres;  y  en  Europa  han  sido  el  centro  y 
punto  de  reunión  de  los  tumultos,  rebeliones 
y  regicidios. 

Estos  hechos  notorios  al  orbe  no  se  ven  ex- 
tendidos en  el  Breve  pontificio,  ni  las  califica- 
ciones más  solemnes  de  todos  los  reinos  que 
los  han  declarado  cómplices  en  ellos.  El  mis- 
mo P.  .luán  de  Mariana  escribió  un  tratado, 
en  el  que  manifiesta  la  corrupción  de  la  Com- 
pañía desde  que  se  adoptó  el  sistema  del  g'ene- 
ral Aguaviva  y  se  opuso  á  él  con  los  PP.  San 
chez,  Acosta  y  otros  célebres  españoles,  pero 
sin  otro  fruto  que  hacerse  victimas  de  la  ver- 
dad. 

De  lo  dicho  se  infiere  (por  más  que  se  predi- 
quen en  la  carta  escrita  á  nombre  de  Su  San- 
tidad las  alabanzas  del  instituto),  que  nada 
hay  más  distante  de  los  verdaderos  hechos',  que 
es  imposible  disimular  por  ser  tan  públicos,  ni 
creer  que  todo  el  orbe  se  engañe  y  todas  las 
edades,  y  que  sólo  los  jesuítas  tienen  razón 
hablando  en  causa  propia.  Prelados,  cabildos, 
Ordenes  regulares ,  Universidades  y  otros 
Cuerpos  se  han  mantenido  en  estos  reinos  con 
perpetuas  alteraciones  nacidas  de  la  conducta 
de  los  jesuítas;  no  habiendo  Orden  alguna  que 
se  haya  disting'uido  tanto  en  sostener  estas 
opiniones,  haciendo  causa  común  entresipara 
predominar  los  demás  Cuerpos  ó  dividirlos  en 
facciones. 

Asi  se  dio  á  conocer  la  Compañía  desde  que 
se  fundó,  y  asi  se  hallaba  cuando  V.  M.  se  sir- 
vió, por  su  R.  D.  de  27  de  Febrero  de  este  año, 
mandarla  extrañar  de  sus  dominios. 

Por  más  exag-eracioues  que  se  digan  de  su 
instituto,  los  árboles  se  deben  conocer  de  su 
fruto;  y  el  que  produce  una  facción  tan  abier- 
ta, más  es  espíritu  anti-evangélico,  que  regla 
ajustada  á  bien  vivir. 

No  obstante  que  el  Consejo  extraordinario 
podía,  examinando  las  máximas  del  instituto, 
probar  la  contrarié iad  de  muchas  al  derecho 
natural,  como  es  la  privación  de  defensa  á  los 
subditos  y  la  esclavitud  de  su  entendimiento; 
al  derecho  divino,  cual  es  estar  privada  entre 
estos  regulares  la  corrección  fraterna  y  abier- 
ta la  revelación  de  la  peniten.;ia  á  los  saperio- 
res;  al  derecho  canónico,  como  es  la  elección 
de  los  superiores  por  capricho  del  general  sin 
hacerse  canónicamente  como  lo  manda  el  Con- 
cilio y  las  exenciones  exorbitantes  de  la  juris- 
dicción episcopal ,  con  perturbación  de  los 
mismos  párrocos;  al  derecho  real,  como  es  el 
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estar  impedidos  los  subditos  de  los  recursos  de 
protección  contrasus  superiores, y  la  exención 
de  Congregaciones  ocultas  y  perjudiciales, 
con  otras  muchas  cosas  A  este  modo;  sin  em- 
bargo, se  abstuvo  de  entrar  en  esta  materia 
para  evitar  que  la  Corte  Romana  tomase  de 
allí  pretexto  de  queja. 

Prosigue  el  Breve  pontificio  ponderando  la 
falta  deestos  operarios  y  sus  inéi-itos,  especial- 
mente en  las  misiones  de  infieles,  que  uno  y 
otro  puede  merecer  cuidado  A  Su  Santidad.  No 
faltan  operarios;  pues  como  V.  M.  manifestó 
en  la  Real  pragmática  sanción  de  2  do  este 
mes,  los  hay  abundantes  en  el  clero  secular  y 
regular  de  estos  reinos,  reinando  la  mayor  ar- 
menia y  uniformidad  y  un  esmero  A  ]iorfIa  en 
atender  al  bien  e.spiritual  de  las  almas,  como 
se  e¡3tA  experimentando  en  el  mes  que  ha  corri- 
do desde  la  intimación  de  la  providencia,  sin 
que  su  falta  se  eche  de  menos  para  los  minis- 
terios espirituales,  hallAndose  por  otro  lado  el 
Gobi(n-no  civil  libre  ya  de  aqviellas  zozobras, 
rumores  é  inquietudes  que  ocasionaba  el  es- 
píritu de  facción  de  estos  reg'ulares. 

Menos  se  puede  decir  que  harán  falta  en 
misiones  para  convertir  infieles,  cuando  de 
Chile  consta  que  toleran  la  superstición  del 
Muguiduní;  en  Filipinas  rebelan  los  indios  A 
favor  de  los  ing-leses,  y  en  todas  las  Indias 
como  en  Paraguay,  Mogol,  Maynas,  Orinoco, 
Californias,  Ynialba,  Sonora,  Primecia,  Na- 
yati,  Taranulares,  y  otras  naciones  de  indios, 
se  van  apoderando  de  la  soberanía,  y  tratan 
como  enemig'os  A  los  españoles,  privándoles  de 
todo  comercio  y  enseñándoles  especies  horri- 
bles contra  el  servicio  de  V.  M. 

Todo  esto  lo  ignora  el  Pontífice,  porque  con 
su  artificio  han  hallado  medios  de  desflgnirar 
la  verdad,  que  ni  aun  podían  haber  percibido 
los  mismos  del  Consejo  extraordinario,  á  no 
hallar  la  evidencia  en  los  mismos  documentos 
de  los  jesuítas. 

El  abandono  espiritual  de  sus  misiones  lo 
confiesan  ellos  mismos  en  su  tiltima  correspon- 
dencia y  profanación  del  sigilo  de  la  confesión, 
y  la  codicia  con  que  se  hacen  con  los  bienes. 
En  fin,  por  sus  mismos  papeles  resulta,  que  en 
Uruguay  salieron  á  campaña  con  ejércitos 
formados  á  oponerse  A  los  de  la  Corona,  y 
ahora  intentaban  en  España  mudar  todo  el 
Gobierno  A  su  modo,  enseñando  y  poniendo  en 
práctica  las  doctrinas  mAs  horribles.  Abun- 
dando en  estos  reinos  tanto  número  de  cléri- 
gos .y  religiosos,  de  los  fieles  y  timoratos,  se 
convence  que  los  jesuítas  tienen  .fascinada  á 
la  Corte  de  Roma,  figurAndose  solos  y  únicos 
para  la  conversión  de  infieles  y  salud  de  las 
almas,  contra  lo  mismo  que  se  está  tocando. 

Si  fueren  litiles  é  indispensables,  ¿qué  Go- 
bierno habría  tan  insensato  que  los  ex])eliese? 
¡Pero  si  por  el  contrario  ni  son  necesarios  ni 
convenientes,  antes  notoriamente  nocivos! 
¿Quién  los  puede  tolerar  sin  exponer  á  ruina 
cierta  el  Estado? 

No  son  tan  reparables  en  el  Breve  las  ilacio- 
nes- cuanto  los  antecedentes  voluntarios  de 
que  Sí;  deducen:  esto  mismo  prueba  que  Su 
Santidad  se  halla  preocupado  de  su  ministro, 


en  quien  tiene  librado  su  Gobierno,  agobiado 
de  sus  años  y  achaques. 

La  misma  experiencia  desengañará  A  Su 
Santidad  y  tranquilizará  su  Anin^o;  lo  que  en 
el  día  no  se  logrará  con  razones  por  la  grande 
influencia  del  cardenal  ministro  y  del  sobrino, 
adictos  á  la  Compañía:  entrar,  pues,  en  disen- 
siones sobre  que  producen  encuentros,  ningún 
efecto  probable  producirá  á  este  negocio. 

Insensiblemente  el  Breve  prejiara  dos  me- 
dios de  defensa  á  los  jesuítas,  fundando  el  uno 
en  que  el  delito  de  pocos  no  debe  dañai-  á  su 
Orden  en  común,  y  el  otro  se  fija  en  la  indefen- 
sión por  no  haber  sido  oídos.  En  el  primero 
funda  la  revocación  del  decreto  de  extraña- 
miento, y  en  la  indefensión  la  subsidiaria  de 
que  se  sus]3enda  la  ejecución  y  admitan  defen- 
sas: comparando  el  decreto  de'V.  M.  al  del  Rey 
Asnero  contra  los  israelitas:  esta  es  en  re- 
sumen toda  la  sustancia  del  Breve  pontificio. 

Cuando  se  discurre  con  generalidad  de  las 
materias  y  disimulan  sus  particulares  circuns- 
tancias, no  es  difícil  traerlas  al  aspecto  que  se 
desea;  no  asi  cuando  sin  prevención  se  busca 
la  verdad. 

El  admitir  un  Orden  regular,  mantenerle  en 
el  Reino  ó  el  espelerle  de  él  es  un  acto  provi- 
dencial y  meramente  de  gobierno;  porque  nin- 
gún Orden  regular  es  intlispeusablemente  ne- 
cesario en  la  Iglesia,  al  modo  que  lo  os  el  clero 
secular  de  obispos  y  párrocos;  pues  si  lo  fueran 
lo  hubiera  establecido  Jesucristo,  cabeza  y 
fundador  de  la  universal  Iglesia;  antes  como 
materia  variable  de  disciplina,  las  Ordenes  re- 
gulares se  suprimen,  como  la  de  los  templa- 
rios y  claustrales  en  España,  ó  se  reforman, 
como  las  de  los  calzados,  ó  varían  en  las  cons- 
tituciones, que  nada  tienen  de  común  con  el 
dogma,  ni  con  la  moral,  y  se  reducen  A  unos 
establecimientos  píos,  ó  en  objeto  de  esta  na- 
turaleza útiles  mientras  se  cumplen  bien,  per- 
judiciales cuando  degeneran. 

Si  uno  ú  otro  jesuíta  estuviese  únicamente 
culpado  en  la  encadenada  serie  de  bullicios  y 
conspiraciones  pasadas,  no  seríajusto  ni  legal 
el  extrañamiento;  no  hubiera  habido  una  ge- 
neral conformidad  de  votos  para  su  expulsión 
y  ocupación  de  temporalidades  y  prohibición 
de  su  restablecimiento;  bastaría  castig'ar  los 
culpados  como  se  estaba  haciendo  en  los  cóm- 
plices, y  se  ha  ido  continuando  por  la  autori- 
dad ordinaria  del  Consejo.  Conque  no  es  cier- 
to el  supuesto  de  qiie  por  e!  delito  de  pocos  se 
espele  al  común.  El  particular  de  la  Compañía 
no  puede  nada;  todo  es  el  g'obierno,  y  esta  es 
la  masa  corrompida  de  la  cual  dependen  todas 
las  acciones  de  los  individuos,  máquinas  inde- 
fectibles de  la  voluntad  de  los  superiores. 

El  punto  de  audiencia  ya  le  toca  el  Consejo 
extraordinario,  en  sti  consulta  de  29  de  Enero, 
afirmando  que  en  tales  causas  no  tiene  lug-ar, 
porque  se  procede  no  con  jurisdicción  conten- 
ciosa, sino  por  la  tuitiva  y  económica,  con  la 
cual  se  hacen  tales  extrañamientos  y  ocupación 
de  temporalidades,  sin  ofender  en  un  ápice  la 
inmunidad,  aun  en  el  concepto  más  escrupuloso 
conformo  á  nuestras  leyes.  En  este  Breve  ss 
declama  i)or  la  audiencia-  en  Francia  se  negó 
jurisdicción  A  los  Parlamentos  por  la  Corte 
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Romana,  y  aun  á  ello  alude  el  Breve,  buscan 
do  jueces,  obispos  y  religiosos  eu  quienes  pue- 
de influir  aquél  su  ministerio   á  su  arbitrio 
hasta  exponer  el  Reino  á  convulsión.  El  arzo- 
bispo de  Manila,  el  obispo  de  Avila  y  el  P.  Pi- 
nillos,  obispos  son  y  relig-iosos:  todos  han  con- 
venido en  la  autoridad  Real  para  tomar  esta 
providencia,  y  aun  en  la  necesidad  de  ella  sin 
haber  visto  más  que  las  obras  anónimas  impre- 
sas clandestinamente:   ^,Qué  dirían  actuados 
de  tanto  cúmulo  sistemático  de  excesos  en  la 
Compañia?   ^Qué  seguridad  tendrá  V.  M.  ni 
principe  alguno  católico  si   las  causas  de  in- 
fidencia en  los  eclesiásticos  exentos  dependie- 
sen de  la  Corte  Romana,  en  contradicción  del 
Gobierno  político  y  del  juicio  de  obispos  y  re- 
ligiosos, haciéndoles  jueces  en  causa  propia? 
Con  estas  máximas  pereció  la  Monarquía  de 
los  godos  en  España  y  el  Imperio  del  Oriente. 
Antonio  Pérez  en  sus  advertencias  políticas, 
hablando  de  los  regulares,   previene  que  ja- 
más  han  dejado  de  tener  muy  grande  parte 
en  las  conjuraciones  y  rebeliones  que  siempre 
cubren  con  nombres  falsos  de  religión;  y  asi 
avisa  el  gran  cuidado  que  debe  tenerse  con 
éstos.  Y  para  que  V.  M.  vea  y  se  persuada 
que  aun  los  religiosos  y  eclesiásticos  piensan 
asi,    Fr.  Juan  Márquez  dice   que  nada  más 
debe  temer  un  Soberano  que  á  las  ■comunida- 
des poderosas:  ¿cuál  ha  llegado  á  tan  alto  gra- 
do de  poder  como   la  Compañía?  ¿Ni  cuál  ha 
abusado  tan  abiertamente  de  él  combatiendo 
á  los  Monarcas,  obispos  y  á  los  mismo.".  Papas? 
No  es  sola  la  complicidad  en  el  motín  de  Ma- 
dnd  la  causa  del  extrañamiento  como  el  Breve 
lo  da  á  entender;  es  el  espíritu  de  fanatismo 
y  sedición,   la  falsa  doctrina  v  el  intolerable 
orgullo  que  se  ha  apoderado  de  este  Cuerpo. 
Este  orgullo,  esencialmente  nocivo  al  Reino 
y  á  la  prosperidad,  contribuye  al  engrandeci- 
miento del  ministerio  de  Roma;  v  así' se  ve  la 
parcialidad  que  tiene  eu  toda  su  correspon- 
dencia secreta  y  reservada  al  cardenal  Torre- 
giani  para  sostener  á  la  Compañía  contra  el 
poder  de  los  Reyes.  El  Soberano  que  sucum- 
biere serla  la  víctima  de  ésta,  á  pesar  de  las 
mayores  protestaciones  de  la  Curia  romana 
Por  todo  lo  cual.  Señor,  es  de  unánime   pa- 
recer, con  los  fiscales  el  Consejo  extraordina- 
rio, que  V.  M.   se  digne  maular  concebir  su 
respuesta  al  Breve  en  términos  muy  sucintos, 
sm  entrar  de  modo  alguno  eu  lo  principal  de 
la  causa,  ni  en  contestaciones,  ni  en  admitir 
negociación,  ni  en  dar  oídos  á  nuevas  instan- 
cias; pues  se  obraría  eu  semejante  conducta 
contra  la  ley  del  silencio  decretado  en  la  prao-- 
mática  sanción  de  2  de  este  mes,  una  vez  que 
se  adoptasen  discusiones  sofisticas  fundadas 
en  ponderaciones  y  generalidades  cuales  con- 
tiene el  Breve;  pues  sólo  se  hacen  recomenda- 
bles por  venir  puestas  en  el  nombre  de  Su 
Santidad.  A  este  efecto  acompaña  el  Consejo 
extraordinario,  con  esta  consulta,  la  minuta 
para  que  se  forme  idea  cabal  del  concepto- 
entiende  asimismo  el  Consejo  que  al  Ministro' 
de  V.  M.  residente  en  Roma  se  le  debe   ente- 
rar de  las  reflexiones  contenidas  en  esta  con 
sulta,  con  una  copia  literal  del  Breve  (el  cual   i 
no   habrá  comunicado   el  cardenal  secretario 
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de  Estado)  para  su  particular  inteligencia,  á 
fin  de  que  se  halle  instruido  en  las  máximas 
de  la  Corte  para  no  dar  oídos  á  negociación 
alguna,  y  que  haga  conocer  indirectamente, 
usando  de  prudencia,  disimulo  y  firmeza,  ser 
el  presente  asunto  únicamente  dependiente  de 
la  autoridad  Real  y  que  el  negocio  está  deter- 
minado para  siempre.— Madrid  30  de  Abril 
de  1767.» 

Duro  es  el  juicio  que  forma  de  este  docu- 
mento y  de  la  expulsión  de  los  jesuítas  un 
escritor  contemporáneo.  '  Pero  si  los  ]>rece- 
dentcs  de  la  cuestión  no  justificasen  la  medida 
de  Carlos  III,  el  tiempo  ha  venido  á  demostrar 
la  legitimidad  de  su  conducta,  y  la  de  otros 
monarcas  de  Europa. 

Clemente  XIV,  después  de  meditar  profun- 
damente sobre  el  particular,  se  vio  precisado 
á.  poner  remedio  á  tantos  males  como  en  el 
mundo  ocasionaba  la  Compañia  de  Jesús,  y  la 
declaró  suprimida,  anulando  y  derogando' to- 
dos sus  oficios,  revocando  todos  sus  estatutos, 
usos,  costumbres  y  constituciones, y  aboliendo 
todos  sus  privilegios. 

Pero  la  actitud  enérgica  en  que  la  Sede  Pon- 
tificia, representada  por  Clemente  XIV,   se 
llegó  á  colocar  respecto  de  los  jesuítas,  fué 
contrariada  de  allí  á  poco  por  el  Papa  Pío  VII, 
4  quien  plugo  renovar  la  institución  religiosa 
á  que  venimos  refiriéndonos,  siquiera  la  Bula 
«soUicitudo  omnium»,  en  que  se  acordó  dicha 
renovación,  fuese  resistida  por  muchos  Esta- 
dos, entre  los  cuales  no  figuró  seguramente 
España,  donde  en  29  de  Junio  de  1815  se  dio 
un  decreto  restableciendo  la  extinguida  Com- 
pañia eu  algunos  pueblos,  y  otro  eu3de  Mayo 
de  1816,  ampliando  el  restablecimiento  á  todos 
los  demás  que  la  habían  tenido,  hasta  que  ea 
4  de  Julio  de  1835  se  declaró  otra  vez  extin- 
guida por  la  Reina   Gobernadora,   aplicando 
sus  bienes  al  crédito  público. 

De  nuevo,  sin  embargo,  volvieron  á  esta- 
blecerse en  España  individuos  de  la  Orden, 
dando  lugar  á  que  en  12  de  Octubre  de  1868 
se  decretara  la  supresión  de  la  misma  en  la 
Península  é  islas  adyacentes,  y  se  mandase  que 
en  el  término  de  tres  días  quedaran  cerrados 
todos  sus  colegios  é  institutos  con  ocupación 
de  temporalidades  en  la  forma  prevenida  eu 
este  punto  por  el  R.  D.  de  4  de  Julio  de  1835, 
á  cuyas  disposicioues  se  añadió  la  de  que  los 
individuos  déla  extinguida  Compañía  no  pu- 
dieran volver  á  reunirse  en  cuerpo,  ni  comu- 


•_  Mf.nfndei  Pelai/o:  Historia  de  los  heterodoxos  es- 
paúole-s.  Consúltese  para  elconoriiniento  áe  las  fuentesiH 
estudio;  pero  en  ella  están  juzgadot  los  hechos  con  mucha 
pasión. 
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nidad,  ni  usar  el  traje  de  la  Orden,  ni  tener 
dependencia  alguna  de  los  superiores  de  la 
misma  que  existieran  dentro  ó  fuera  de  Espa- 
ña, quedando  los  que  no  estuviesen  ordenados 
in  sacris  sujetos  en  todo  á  la  jurisdicción  civil 
ordinaria. 

A  pesar  de  las  terminantes  prescripciones 
de  este  decreto,  no  sabemos  que  su  cumpli- 
miento fuera  mucho  tiempo  una  verdad;  pues 
no  había  transcurrido  sino  bien  poco  cuando, 
á  favOT  sin  duda  de  los  principios  de  libertad 
de  asociación  proclamados  en  la  Constitución 
de  1869,  los  mietnbros  de  la  Gompañia  de  Je- 
sús volvían  á  agitarse  entre  nosotros  al  frente 
de  sus  autig'uos  colegúos  ó  de  otros  nuevos, 
acreditando  una  vez  mils  su  uunca  desmenti- 
da actividad  en  la  rapidez  con  que  han  lleva- 
do á  cabo  en  la  ciudad  de  Oriluiela  (provincia 
de  Alicante)  el  planteamiento  de  uno  de  pri- 
mera y  segunda  enseñanza,  que  han  estable- 
cido en  el  mag'no  y  artístico  edificio  que  fué 
convento  de  Santo  Domingo  y  más  tarde  céle- 
bre Universidad,  en  que  figuró  como  catedrá- 
tico D.  Joaquín  María  López,  renombrado  ju- 
risconsulto y  una  de  las  mayores  glorias  de  la 
tribuna  española. 

Otros  monasterios  y  conventos  suntuosos 
ha  construido  la  Orden  en  España,  donde  ha 
vuelto  A  recobrar  uua  grau  influencia. — Véa- 
se Monasterios  y  convbnto.s. 

compañías  de  ferrocarriles.  V.  CÓDIGO 
DE  Comercio:  Ferrocarriles. 

COMPARECENCIA.  «El  acto  de  comparecer 
ante  una  autoridad  ó  juez  eu  virtud  de  un  de- 
recho que  asiste  ó  en  cumplimiento  de  alguna 
orden  ó  mandato. 

La  ley  de  Enj.  civil  habla,  en  varios  articu- 
les, de  comparecencias  para  juicios  verbales, 
para  los  de  desahucio,  para  los  actos  de  conci- 
liación y  de  una  manera  más  genérica  para 
todos  los  juicios;  poro  no  es  nuestro  ánimo  tra- 
tar aquí  del  orden  de  estas  comparecencias,  de 
las  formalidades  que  en  las  mismas  han  de  ob- 
servarse y  de  todo  lo  demás  que  es  relativo  á 
ellas.  Xuestro  propósito  es  solamente  indicar, 
ya  qiie  no  dilucidar,  esta  importante  cuestión: 

¿Tiene  obligación  de  comparecer  ante  la  au- 
toridad gubernativa,  ó  ante  un  juez,  la  perso- 
na á  quien  se  cite  para  este  objeto? 

Necesariamente  tenemos  que  hacer  distin- 
ción entre  la  autoridad  judicial  y  la  autoridad 
administrativa,  entre  los  asuntos  penales  y 
los  civiles,  entre  las  partes  y  los  testigos,  etc. 
No  liay  que  olvidar  que  un  llamamiento  forzo- 
so ante  la  autoridad  puede  ser  la  infracción 
Tumo  II. 


notoria  del  art.  9."  de  la  Constitución,  que 
consigna  el  principio  de  que  ningún  español 
puede  ser  compelido  á  mudar  de  domicilio  ó 
residencia,  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
las  leyes  prescriben,  y  que  el  abuso  puede  es- 
tar comprendido  en  la  sanción  del  C.  P. 

Comparecencias  en  materia  penal. 

«Es  evidente  que  toda  persona  de  cualquier 
clase,  fuero  y  condición  que  sea,  está  obligada 
á  comparecer  ante  el  juez  que  conozca  de  uua 
causa  criminal  si  se  le  llama  á  declarar  como 
testigo.  No  hay  excusa,  no  hay  excepción,  como 
no  sea  la  de  imposibilidad,  que  deberá  justifi- 
carse. Asi,  terminantemente,  lo  establece  el 
decreto  de  las  Cortes  de  11  de  Septiembre  de 
1820,  restablecido  por  otro  de  30  de  Agosto  de 
1836,  y  asi  lo  declara  el  art.  410  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  no  habiendo  más  ex- 
cepciones á  esta  regla  general  que  las  que  se 
hacen  en  el  411  y  siguientes. 

Pero  si  el  juez  que  cita  es  de  otro  distrito, 
¿hay  la  misma  obligación  de  comparecer  qun 
cuando  se  trata  del  juez  de  nuestro  domicilio? 
¿No  podrán  decir  los  testigos  citados  que  no 
pueden  prestarse  á  hacer  un  viaje,  largo  tal 
vez,  que  trae  gastos,  incomodidades  y  pertur- 
bación en  la  familia,  por  más  que  estén  dis- 
puestos á  declarar  ante  el  juez  de  su  domicilio':' 
¿No  tienen  este  objeto  los  exhortes,  suplicato- 
rios y  despachos  de  que  hablan  la  ley  citada 
de  11  de  Septiembre  de  1820  y  los  arts.  313, 
316,  317,  320  y  otros  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal  de  1872?» 

Esto  decíamos  en  la  3."  edición.  Hoy  sobre 
este  punto  hay  que  estar  á  lo  que  disponen  los 
arts.  410  á  412,  422,  702,  722  y  otros  de  la  ley 
de  Enj.  criminal  de  1882,  según  los  cuales  no 
se  considera  obligatoria  la  comparecencia  de 
los  testigos  ante  juez  de  otro  territorrio  en  el 
periodo  de  sumario,  á  no  ser  en  los  casos  ta- 
xativamente marcados  eu  el  art.  422.  Pero  al 
juicio  oral  es  siempre  precisa,  fuera  de  las  ex- 
cepciones á  que  alude  el  art.  702  y  siguiente; 
bien  que  los  testigos  tendrán  derecho  á  la  in- 
demnización que  les  concede  el  722. 

Cuando  no  se  trata  de  testigos,  sino  de  acu- 
sados, con  doble  motivo  es  obligatoria  la  com- 
parecencia, y  en  el  acto  del  juicio  inexcusa- 
ble. Respecto  de  los  Jurados,  véase  el  art.  52 
de  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888  y  el  38;!  del 
Código  penal. 

Comparecencias  en  materia  civil. 

En  los  juicios  civiles  no  se  oblig-a  á  las  par- 
tes por  regla  general  á  que  coniparczcau  anto 
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el  juez,  ui  por  si  ui  por  procurador,  y  cous- 
taiido  estar  hecho  en  forma  el  emplazamiento, 
etcétera,  se  procede  adelante  en  rebeldía,  en 
la  forma  que  previenen  los  arts.  312,  527  y  528, 
1.596,  1.4G2,  729  y  otros,  principalmente  los 
comprendidos  en  el  titulo  «cZe  los  juicios  en  re- 
beld{ai>,  que  son  los  762  á  789. 

Pero  la  ley  establece  qne  todo  litigante  está 
oblig-ado  A,  declarar  bajo  juramento  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  etc.  (art.  579),  y  para 
este  efecto  hay  precisión  de  comparecer  ante 
el  juez,  bajo  la  pena,  si  no  lo  hiciere,  de  ser 
tenido  por  confeso,  procediéndose  como  dicen 
los  arts.  583  al  593. 

La  persona  citada  para  un  acto  de  concilia- 
ción tiene  también  oblig-ación  de  comparecer 
en  el  día  y  hora  señalados,  y  no  comparecien- 
do ni  manifestando  causa  justa  para  no  com- 
parecer, debe  dar  el  juez  por  terminado  el  acto, 
condenándole  en  las  costas  (art.  469). 

Si  alguna  de  las  partes  intenta  valerse  de 
testigos  para  sus  pruebas  y  no  comparecen 
espontáneamente,  ¿podrá  el  juez  compelerlos 
como  en  los  juicios  criminales?  Lo  regular  es 
que  los  testigos  se  presenten  sin  excitación 
del  juez,  mas  si  no  lo  hacen,  es  indudable,  en 
nuestro  concepto,  que  el  juez,  á  petición  de 
parte,  debe  acordar  la  cita  para  que  compa- 
rezcan. Si  á  pesar  déla  cita  no  comparecen 
todavía,  podrá  el  juez  apercibirles  ó  conmi- 
narles á  que  lo  hagan  si  no  tienen  motivo 
de  excusa.  Podrá  en  su  caso  imponerles  algu- 
na corrección  ó  los  apremios  que  estime  con- 
venientes y  hasta  podrá  ordenar  que  sean  con- 
ducidos al  Juzgado  por  la  fuerza  piiblica  con- 
forme al  art.  643  de  la  ley  de  Enj.  civil.  Cuan- 
do una  persona  citada  en  forma  para  que 
comparezca  ante  un  juez  á  declarar,  como 
testigo,  en  asunto  civil,  no  comparece,  comete 
\xna  desatención,  una  falta  de  consideración  y 
respeto  á  la  autoridad  de  aquél ;  y  si  no  se 
calificase  asi  á  la  primera  cita,  no  podrá  me- 
nos de  serlo  á  la  segunda,  con  conminación 
ó  sin  ella.  ¿Qué  hacer  en  este  caso?  ¿Quedará 
desairada  la  autoridad  judicial?  ¿Podrá  usar 
de  la  jurisdicción  disciplinaria?  ¿Sei-á  por  lo 
menos  una  falta  comprendida  en  el  núm.  5." 
del  art.  589  del  Código  penal  '?  Creemos  que 
en  el  caso  indicado  el  juez  puede  hacer  com- 
parecer al  testigo  aun  á  viva  fuerza  á  instan- 
cia de  parte  é  imponerle  la  corrección  de  que 
habla  el  art.  440  de  la  ley,  ó  conminarle  por  lo 


'  Véase  en  el  1. 1,  p.  755,  la  sent.  de  8  Marzo  1SS7,  núme- 
ro XIX,  letra  h,  reputando  simple  falta  la  n'gativa  d 
constituirse  en  un  Juzgado  municipal  á  la»  tris  de  la  ma- 
ñana. 


menos,  si  no  concurre,  con  pasar  certificación 
ó  testimonio  al  juez  competente  para  conocer 
del  hecho,  cuya  importancia  puede  ser  tal  que 
atraiga  al  testigo  la  responsabilidad  exigible 
al  reo  de  denegación  de  auxilio,  conforme  al 
art.  383  del  Código  penal. 

Que  descuelle  siempre  en  el  juez  mucha  pru- 
dencia; que  guarde  la  consideración  debida  á 
las  personas  según  su  clase,  categoría,  sexo, 
etcétera;  que  pase  por  alto  también  las  simples 
omisiones  y  doblemente  en  asuntos  de  .leve 
cuantía;  que  tome  en  cuenta  las  excusas  que 
se  aleguen;  pero  que  no  se  diga,  como  lo  he- 
mos oído,  que  el  juez  carece  de  la  convenien- 
te jurisdicción  disciplinaria,  en  caso  de  desobe- 
diencia marcada,  con  daño  y  desprestig'io  de 
la  autoridad  qiie  ejerce. 

Conipnrecencia  nnlp  loa  Trihiinaics  contenclo- 
so-adiiilnÍNtrativos. 

En  lo  Contencioso-administrativo  hablan  de 
la  comparecencia  de  las  partes  en  juicio  los 
arts.  248  y  siguientes  y  el  377  del  Reg.  de  29 
de  Diciembre  de  1890;  y  de  la  de  los  testigos 
los  arts.  398  y  sucesivos;  inspirados,  como  los 
anteriores,  en  las  disposiciones  de  la  ley  de 
Enj.  civil  que  sustancial. ó  literalmente  repro- 
ducen. 

Comparecencia»!  ante  la  autoridad 
gubernativa. 

Rara  vez  la  autoridad  g-ubernativa,  princi- 
palmente la  superior  de  la  provincia,  hace  lla- 
mamientos para  ante  sí,  como  no  sea  á  fun- 
cionarios dependientes  de  la  misma.  Lo  que 
acostumbra  hacer  y  es  más  propio  de  sus  fun- 
ciones, es  convocaciones  ó  convocatorias  pa- 
ra tratar  algún  asunto  de  interés,  y  todo  el 
que  es  citado  recibe  un  honor  ó  una  distinción, 
á  que  debe  corresponder  asistiendo.  Pero  con 
motivo  de  orden  público,  suelen  hacerse  llama- 
mientos y  conminaciones  á  particulares,  y  cla- 
ro es  que  la  debida  obediencia  exige  no  faltar, 
y  la  autoridad  tiene  el  medio  de  hacerse  obe- 
decer. La  ley,  sin  embargo,  ha  prevenido  el 
caso,  que  llegó  á  ser  frecuente  y  ocasión  de 
escándalos,  de  arrancar  de  su  domicilio  á  los 
ciudadanos  y  mantenerlos  fuera  de  él  en  los 
días  de  elecciones,  y  estableció  una  pena  para 
el  funcionario  que  asi  abuse,  primero,  en  el 
art.  7.°  de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1864,  y  des- 
pués de  derogada  ésta,  en  el  175  de  la  electo- 
ral de  20  de  Agosto  de  1870,  las  prevenciones 
de  cuyo  artículo  están  confirmadas  por  otros 
varios  de  los  comprendidos  en  la  sec.  2.*,  ca- 
pitulo II,  tít.  II,  lib.  II  del  C.  P.  del  mismo 
año.  Hoy  es  preciso  estar  al  art.  93  de  la  ley 
de  sufragio  universal  de  26  de  Junio  de  1890 
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aplicalsle  k  las  elecciones  provinciales  y  muni- 
cipales por  el  art.  58  del  R.  D.  de  adaptación 
de  5  de  Noviembre  sig'uiente. 

COMPENSACIÓN.  La  extinción,  pago  ó  des- 
cuento que  se  hace  de  una  deuda  con  otra  en- 
tre dos  personas  que  reúnen  la  cualidad  de 
acreedores  y  deudores  recíprocamente  y  por 
su  propio  derecho. 

Para  que  teng-a  lugar  en  derecho  la  com- 
pensación, es  necesario  que  las  dos  deudas 
sean  ciertas  y  liquidas,  y  consistan  en  una 
cantidad  de  dinero,  ó  en  cosas  fungibles  déla 
misma  especie  y  aun  de  la  misma  calidad. 

No  pueden  retenerse  á  pretexto  de  compen- 
sación las  cosas  depositadas,  ni  las  dadas  en 
comodato,  ni  los  alimentos  que  se  debeu.  Tam- 
poco puede  nadie  tomar  por  si  cosa  de  otro 
para  hacerse  pago,  ni  á  calidad  de  prenda, 
no  mediando  el  consentimiento  del  dueño.  Ni 
debe  confundirse  la  compensacióu  con  la  re- 
tención ni  con  la  mutua  petición. 

Si  bien  es  cierto  que  la  compensación  es  uno 
de  los  medios  de  extinguirse  las  obligaciones, 
es  necesario  para  que  tenga  lugar,  que  la  deu- 
da sea  cierta  y  de  fácil  prueba. 

Todas  estas  circunstancias  y  algunas  otras, 
exigidas  por  las  leyes  20  y  21,  tlt.  XIV,  Partida 
5.'"^,  han  sido  objeto  de  expresa  y  fiel  reproduc- 
ción en  el  Código  civil,  que  enumera  la  com- 
pensación entre  los  medios  de  exting'uirse  las 
obligaciones  (art.  1.15G),  determinándolos  re- 
quisitos precisos  para  que  se  aplique  en  los  ar- 
tículos 1.195  A  1.202.  Véanse  también  los  151, 
1,143  y  1.200. 

Jurisprudencia. 

19  Junio  I909.     Requisitos  déla  compensación. 

«Para  que  la  compensación  pueda  tener  lugar  es 
requisito  esencial,  entre  otros,  que  la  deuda  tjue  se 
trata  de  oponer  sea  cierta  y  liquida. >  No  sióndolo 
no  se  infringen  por  la  sentencia  que  la  desestima, 
las  leyes  20  y  21,  tlt.  XIV,  Part,  5.* 

11  Ifarxo  IS?^.  Deuda  canfesada  en  documento  pri- 
vado: no  es  cierta  ó  de  fácil  prueba  *. 

Teniendo  en  cuenta  el  T.  S.  la  ley  20,  tit.  XTV,  Par- 
tida S.*,  la  119,  tlt.  XVIII,  Part.  3.'^.  y  el  art.  290  de  la 
ley  de  Euj.  civil,  establece  qiie  no  es  compensable  la 
deuda  confesada  en  documento  privado  por  una  per- 
sona que  ya  había  fallecido,  no  obstante  el  cotejo 
de  la  firma  que  aparecía  semejante  -X  otras  indubi- 
tadas, según  dictamen  pericial.  Los  fundamentos  de 
este  fallo  denegando  el  recurso  de  casación  contra 
sentencia  que  asi  lo  declara,  son: 

«Que  sólo  tiene  lugar  la  compensación  de  deuda 
cierta  y  líquida  cuya  certeza  debe  probarse,  según 
la  ley  20  del  tit.  XIV,  Part.  S.**,  dentro  do  un  breve 
término,  cual  es  el  de  diez  días;  por  lo  que  claramen- 
te se  deduce  que  la  certeza  do  la  deuda  coiupensable 
debe  necesariamente  ser  do  fá-cil  é  inmediata  prueba: 


'  El  mismo  T  S.  tiene  estohlecida  una  doctrina  gene- 
ral aplicable  en  nuestro  concepto  á  la  compensación,  á  sa- 
ber: que  ni  en  el  orden  lógico  ni  en  eljuridico  cabeaflrmar 
que  el  préstamo  hecho  por  un  acreedor  d  su  deudor,  cons- 
tituye prueba  eficaz  de  hallarse  paqadas  obligaciones 
anteriores,  procedentes  de  un  negocio  distinto  y  pendientes 
de  liquidación.  (Sent.  2G  Enero  1889. — Qac.  2  Junio.) 


•  Que  cuando  la  deuda  que  ha  de  compensarse  se 
halla  consignada  en  do<iumentos  de  carácter  priva- 
do, según  la  ley  119,  tit.  XVITI,  Part.  3.*^,  si  no  hubie- 
se sido  reconocida  bajo  juramento,  debe  ser  probada 
por  dos  buenos  testigos,  sin  que  baste  el  cotejo  del 
docuniento  con  otro  semejante;  «mas  si  dijere  que  lo 
quiere  probar,  dice  la  ley,  mostrando  otra  carta 
que  es  verdaderamente  escrita  por  mano  de  aquél, 
q\ie  es  semejante  en  todo  á  la  letra,  en  tal  caso  como 
éste  decimos  que  debe  ser  oido  fueras  ende  si  pudie- 
re probar  por  dos  testigos  bonos  et  sin  sospecha  que 
el  otro  fizo  esta  carta  ó  que  la  mandó  escribir»,  con 
cuyas  palabras  están  conformes  repetidas  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo. 

•  Que  ai^n  supuesto  que  la  prueba  de  peritos  revi- 
sores pudiese  considerarse  suficiente,  sólo  prevalece 
el  dictamen  de  éstos,  y  hará  prueba  cuando  apre- 
ciándolo la  Sala  sentenciadora  se  hubiere  conforma- 
do con  él  á  lo  que  no  se  halla  obligada,  según  expre- 
samente lo  determina  el  art.  290,  refiriéndose  al  juez 
que  haya  de  apreciar  dicha  clase  de  prueba  *.»  (T.  S., 
Sent.  17  Marzo  1873.— Gac.  23  id.,  p.  18.) 

5  Febrero  lí^^l.  Jdem  en  documento  privado  no  re- 
conocido por  el  deudor  ^. 

Conforme  á  lo  ordenado  en  la  ley  20,  tit.  XIV,  Par- 
tida 5.*,  no  es  compensable  la  deuda  contenida  en 
documento  privado  no  reconocido  por  el  deudor  y 
cuya  legitimidad  no  acredita  el  que  intenta  la  com- 
pensación. (Sent.  5  Febrero  1881. — Gacs.  de  la  Sala  1.*, 
pág.  112.) 

lO  Octubre  I^SI.  Actos  que  constituyen  esta  mane- 
ra de  desatar  la  deuda. 

El  convenio  hecho  por  documento  privado  y  ele- 
vado á  escritura  pública,  en  virtud  del  cual,  uno  de 
los  contratantes  hace  suyos  los  valores  en  papel  del 
Estado  que  tiene  del  otro  en  pago  de  saldo  que  re- 
sulta á  su  favor  como  consecuencia  de  liquidación 
que  ambos  practican,  constituye  la  compensación  ó 
manera  de  pagamiento,  porque  se  desata  la  obligación  de 
la  dehda  que  un  orne  debe  á  otro,  que  define  y  autoriza 
la  ley  20,  tit.  XIV,  Part.  5.*^  (Sent.  19  Octubre  1831.— 
Gac.  de  1882,  t.  I,  p.  38.) 

ZZ  Enero  18)1*4.  Procede  la  compensación  tratando^ 
se  de  cantidades  liquidas,  pero  no  de  créditos  de  natura- 
leza distinta. 

En  pleito  sobre  devolución  de  50  acciones  del  Ban- 
co y  los  dividendos  hechos  hasta  la  fecha,  excepcio- 
nó  el  dem.andaUo  la  compensación  con  el  valor  de 
dos  acciones  de  una  Sociedad  minera  que  el  actor  le 
era  en  deber. 

Condenado  el  demandado  en  definitiva,  aunque 
con  reserva  de  su  derecho,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, alegando  la  infracción  de  las  leyes  20  y  21, 
tit.  XIV,  Part.  5.^,  al  no  estimar  compensables  los 
créditos  de  ambas  partes  litigantes.  Y  el  T.  S.  decla- 
ra haber  lugar  á  él  en  parte: 

«Considerando  que  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Juan  Francisco  Gómez  Villaboa,  objeto  del  pleito, 
abraza  dos  extremos,  uno  el  do  la  devolución  de  50 
acciones  del  Banco  de  España,  su  valor  nominal  500 
pesefcas  cada  una,  y  otro  el  abono  do  los  dividendos 
correspondientes  á  las  mismas... 

Que  si  bien  respecto  al  primer  extremo,  ó  sea  la  de- 
volución de  las  50  acciones,  no  procede  la  compensa- 
ción alegada  por  el  demandado  como  fundamento 
para  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  en  la  forma 
que  viene  xjropuesta,  porque  siendo  aquélla  una  deu- 
da especifica,  no  puede  computarse  legalmente  con 
otra  de  distinta  clase-,  cabe  respecto  al  abono  de 
los  dividendos,  pues  habiendo  de  consistir  el  pago 
de  éstos  en  dinero  y  en  cantidad  liquida,  puede  y 
debe  compensarse  esta  deuda  con  la  que  á  su  favor 
ostenta  el  demandado  de  40.000  pesetas,  precio  de  dos 
acciones  mineras  que  abouó  por  el  demandante...» 
(Sent.  22  Enero  1884.— G.tcs.  de  la  Sala  1.",  1. 1,  p.  168.) 


*  El  Código  civil  no  exige  determinadamente  que  las 
deudas  sean  ciertas,  pero' la  existencia  indudable  de  las 
mismas  es  supuesto  preciso  de  todas  las  disposiciones  que 
sobre  compensación  dicta  en  los  arts.  1.195  á  1.202,  que 
tampoco  exigen  prueba  determinada  para  acreditar  la 
certeza,  por  lo  que  deberá  so meAer se  la  apreciación  á  lo 
que  precejytúan  los  arts.  1.214  y  siguientes,  y  seilalada' 
mente  los  1.248 y  í.280,  inciso  último. 

2  Tampoco  es  esto  posible  por  él  art.  1.190,  núm.  2.»  del 
Código. 
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«»  Febrero  1884.  Casos  en  que  procede  la  compen- 
sacióti. 

Declara  el  T.  S.  no  haber  lugar  A  tin  reonrso  de  ca- 
sación en  que  se  citaban  como  infringidas  las  leyes 
20,  21  y  27,  tit.  XIV,  Part.  5.»,  que  prohiben  la  com- 
pensación con  las  cosas  encomendadas  en  guarda: 

«Considerando...  qr.e  la  sentencia  no  infringe  las 
leyes  qne  se  invocan...  porque  la  Sociedad  demanda- 
da no  tenia  en  guarda  ó  depósito  los  25.210  pesos  que 
adeudaba  k  Ensell  y  Sturgis,  sino  en  cuenta  corrien- 
te, como  queda  expuesto,  y  la  compensación  proce- 
de legalraente  cuando  uno  es  al  mismo  tiempo  deu- 
dor y  acreedor  de  otro  por  cantidades  de  dinero 
líquidas  exigibles,  y  no  declaradas  por  la  ley  excep- 
tuadas de  la  compensación  '.•  (Sala  1.',  Sent.  23  Fe- 
brero 1884.— Gac.  2  Agosto,  p.  39.) 

— La  misma  doctrina  sobre  qtie  demandante  y  de- 
mandado han  de  ser  A  la  vez  y  reciprocamente  acree- 
dor y  deudor  par.a  que  proceda  la  compensación. 
(Sent.  11  Marzo  1886.— Gac.  21  Junio.) 

SI  DIrlenilire  1883.  Créditos  litigiosos:  Imposición 
de  las  costas  de  primera  ÍTistancia  á  un  litigante  no  teme- 
rario, 

D.  José  Gironella  y  su  mujer  entablaron  demanda 
contra  D.  Elviro  Sans  para  que  se  le  condenase  á  en- 
tregarles 5.000  pesetas,  importe  de  un  legado,  á  cuya 
pretensión  opuso  el  demandado  la  compensación, 
titulándose  acreedor  de  los  actores,  lo  cual  negaron 
éstos,  consignando  que  pendía  pleito  sobre  pago  del 
crédito  qne  contra  ellos  se  atribnia  D.  Elviro.  Este 
además  alegó  y  probó  tener  satisfechas  á  la  Hacien- 
da 500  pesetas  por  los  derechos  de  transmisión  de  do- 
minio correspondientes  al  legado;  y  en  su  virtud,  la 
Audiencia  de  Barcelona  estimó  la  demanda,  aunque 
mandando  deducir  de  la  cantidad  reclamada  las  re- 
feridas 500  pesetas,  é  impuso  al  demandado  las  cos- 
tas de  la  primera  instancia.  D.  Elviro  interpuso  re- 
curso de  casación,  por  conceptuar  infringidas  las 
leyes  y  doctrinas  relativas  á  la  compensación,  y  la  8.*, 
tit.  XXII,  Part.  3.»  sobre  costas.  El  T.  S.  estima  este 
último  motivo  de  casación  y  desestima  los  otrost 

«Considerando  qne...  existiendo  como  existe  pleito 
sobre  pago  dellegado  hecho  por  doña  Catalina  Rudo 
é,  Francisco  Saus,  causante  de  D.  Elviro  Saus,  no  es 
compensable  tal  crédito  en  la  actualidad  por  no  po- 
derse reputar  líquido  y  exigible  hasta  qne  recaiga 
resolución  íirme  en  aquel  litigio  -:... 

Considerando  que  estimada  por  el  fallo  la-preten- 
«ión  del  demandado,  hoy  recurrente,  en  lo  relativo 
al  abono  de  las  500  pesetas  que  habia  satisfecho  !i  la 
Hacienda  no  ha  debido  ser  calificado  de  litigante  te- 
merario, y  por  consiguiente  la  sentencia  recurrida 
al  atribxiirle  semejante  carácter  é  imponerle  las  cos- 
tas, infringe  la  ley  y  doctrina  legal  que  se  invocan 
en  el  motivo  3.°,  según  las  cuales  no  puede  conde- 
narse en  las  costas  de  dicha  instancia  al  litigante 
qne  vence  en  todo  ó  en  parte,  ó  á  aquel  á  quien  se  ab- 
suelve, de  ninguna  de  las  reclamaciones  de  su  ad- 
Tersario.-  (Sala  1.',  sent.  81  Diciembre  188.5.— Gac.  2 
Airil  tuse,  p.  262.) 

COMPENSACIÓN  ADMINISTRATIVA.  V.  Ha- 
cienda PÚBLICA. 

COMPETENCIA.  Equivalente  ájuri.sdicción, 
poder,  autoridad  y  atribuciones.  En  este  sen- 
tido se  dice  competencia  de  los  Tribunales, 
competencia  de  la  Administración,  competen- 
cia de  los  jueces  municipales,  competencia  del 
Tribunal  Supremo,  competencia  del  Consejo 
de  Estado,  etc. 

En  otro  sentido,  la  voz  competencia  se  usa 
también  figurada  ó  elípticamente  en  la  acep- 
ción de  contienda  ó  cuestión,  sobreentendién- 
dose bastante,  que  las  competencias  en  este 


*  Esta  es  también  la  doctrina  que  impera  en  los  ar- 
ticulos  l.lf*ñ  ij  1  200  del  Código  civil. 

*  La  doctrina  de  e^ta  sentencia  es  aplicable  también 
hoy  por  viriiid  del  orí.  I.ÍSS,  númí.  3."  y  4.°  díl  Código 
€ivil. 


sentido  son  cuestiones  ó  contiendas  de  cDnipe- 
tencia. 

De  la  competencia  de  los  Tribunales  trata  el 
titulo  VII  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial, que  contiene  cuatro  capítulos,  en  los 
cuales  se  habla  de  la  competencia  en  lo  civil  y 
en  lo  criminal,  de  las  jurisdicciones  especiales, 
y  de  las  cuestiones  de  competencia  (arts.  298  4 
398).  La  mayor  parte  de  estas  disposiciones  se 
hallan  reproducidas  en  los  arts.  51  á  115,  ley 
de  Enj.  civil,  y  8."  á  51  de  la  de  Enj.  crim. — 
V.  Enjuiciamiento  civil:  Enjuiciamiento 
criminal:  Ju.sticia:  Tribunal  Supremo,  etc. 

De  la  comp.etcncia  de  la  Administración  he- 
mos hablado  en  general  en  el  articulo  Admi- 
nistración pública,  que  puede  consultarse, 
asi  como  los  demás  allí  citados. 

COMPETENCIAS.  (Cuestiones  6 contiendas.)    Las 

competencias,  en  su  segunda  acepción  ó  como 
contiendas  de  jurisdicción  y  atribuciones,  pue- 
den ser  ó  positivas  ó  negativas,  y  unas  y  otras 
suscitarse  ó  entre  dos  autoridades  administra- 
tivas, ó  entre  la  Administración  y  un  Tribunal 
ó  Juzg-ado,  ó  entre  dos  Juzgados  ó  Tribunales 
de  un  mismo  orden,  ó  entre  jueces  ó  Tribuna- 
les de  distinto  orden. 

Délas  competencias  éntrela  Administración 
y  los  Tribunales  vamos  á  tratar  en  artículo 
especial,  á  continuación  de  éste. 

Las  que  se  suscitan  entre  los  jueces  y  Tri- 
bunales son  objeto  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial  de  1870,  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil  y  de  la  de  Enjuiciamiento  crimiual. 

Hasta  la  publicación  de  la  ley  orgánica,  las 
cuestiones  de  competencia  en  materia  civil  se 
sustanciaban  y  determinaban  con  entera  suje- 
ción á  lo  dispuesto  en  el  tit.  II  (arts.  82  á  119) 
de  la  ley  de  Enj.  civil  de  1855,  y  en  materia 
criminal  con  sujeción  al  decreto  de  las  Cortes 
de  19  de  Abril  de  1813,  restablecido  por  otro 
de  30  de  Agosto  de  1836.  Publicada  en  30  de 
Septiembre  de  1870  la  referida  ley  org'ánica, 
vinieron  á  establecer  las  reglas  para  la  sustan- 
ciación  los  arts.  352  al  398,  teniendo  siempre 
presente  lo  que  sobre  la  competencia  en  lo 
civil  y  en  lo  criminal  determinan  los  arts.  298 
á351. 

La  nueva  ley  de  Enj.  civil  de  1881  dedica  un 
titulo  á  las  competencias  y  á  las  cue.stiones  de 
jurisdicción  (arts.  51  á  124)  y  otro  título  dedi- 
ca también  á  lo  mismo  la  de  Enj.  crimiual  de 
1882  (arts.  8.°  á  51),  de  manera  que  á  est:>3 
disposiciones  hay  que  atenerse,  asi- para  do- 
terminar  la  competencia  en  lo  civil  y  en  lo  cri- 
miual, como  para  promover  las  cuestiones  de 
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jurisdicción.  Nos  remitimos,  por  tanto,  á  los 
artículos  Enjuiciamiento  civil  y  Enjuicia- 
miento CRIMINAL. 

COMPETENCIAS  ENTRE  LA  ADMINISTRACIÓN 
Y  LOSTRIBUNALES  Y  RECURSOS  DE  QUEIA  CON- 
TRA LA  ADMINISTRACIÓN.  (Conflictos  jurisdiccio- 
nales.) En  Admini.stración  pública  hemos 
indicado  que  por  bien  definidas  que  estén  apa- 
rentemente las  atribuciones  respectivas  de  la 
Administración  y  de  los  Tribunales,  no  siem- 
pre es  fácil  distinguir  los  limites  entre  unas  y 
otras,  y  aún  es  frecuente  que  se  confundan, 
aconteciendo  entonces,  dado  el  sistema  que 
rige  para  resolver  cuestiones  de  esta  índole, 
ó  que  cada  orden  aspira  A  conocer  del  mismo 
asunto,  ó  que  los  dos  se  declaran  incompeten- 
tes. En  el  primer  caso  resulta  una  competen- 
cia postíjyc!  y  en  el  segundo  negativa. 

Para  sustanciar  estas  contiendas  fué  nece- 
sario establecer  reglas  que  se  determinaron 
primeramente  en  el  R.  D.  de  6  de  Junio  de 
1844,  las  cuales  se  consideraron  provisionales 
hasta  que  se  realizase  la  creación  de  un  alto 
Cuerpo  consultivo  á  quien  someter  el  conoci- 
miento de  estos  asuntos. 

Creóse  por  la  ley  de  6  de  Julio  de  1845  el 
Consejo  Real,  y  siendo  ya  llegado  el  caso 
enunciado  de  dictar  reglas  permanentes,  se 
publicó  el  R.  D.  de  4  de  Junio  de  1847,  que  es- 
tableció las  que  habían  de  observarse  en  lo 
sucesivo,  habiéndose  oído  para  ello  al  Tribu- 
nal Supremo,  al  Consejo  Real  y  al  de  Minis- 
tros. 

En  1863  se  refundieron  dichas  reglas  en  el 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  go- 
bierno y  administración  de  las  provincias,  y  á 
pesar  de  haber  cesado  el  imperio  de  la  ley 
para  el  cual  se  dictó,  vino,  no  ob.stante,  ri- 
giendo el  mismo  reglamento  sobre  este  impor- 
tantísimo a.sunto  hasta  la  publicación  del  Real 
■decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  es 
hoy  el  vigente  y  fundamental,  aunque  á  la  vez 
hay  necesidad  de  tener  presente  la  ley  de  lo 
contencioso  administrativo  de  13  de  Septiem- 
bre de  1888,  el  reglamento  para  su  ejecución 
de  29  de  Diciembre  de  1890,  el  art.  45  de  la  ley 
orgánica  del  Consejo  de  Estado,  la  también 
orgánica  del  Poder  judicial  (arts.  286  á  289), 
la  de  Enj.  civil  (arts.  116  á  124)  y  la  deEnj.  cri- 
minal (art.  51). 

Por  disposición  terminante  de  dichas  leyes, 
corresponde  al  Rey  decidir  las  competencias 
positivas  y  negativas  entre  las  autoridades 
administrativas  y  los  Tribunales  ordinarios 
y  especiales,  y  sólo  los  gobernadores  de  pro- 


vincia y  en  su  caso  el  Tribunal  de  lo  conten- 
cioso administrativo,  pueden  promoverlas,  no 
pudieudo  hacerlo  ninguna  otra  autoridad  ad- 
ministrativa, ni  las  judiciales  tampoco. 

Cuando  las  autoridades  administrativas  se 
excedan  de  sus  atribuciones  ó  invadan  las  de 
los  Tribunales  ó  Juzgados,  el  medio  de  evitar 
el  exceso  ó  extralimitación  no  es  la  provoca- 
ción de  competencia.  Las  partes  interesadas, 
además  de  poder  hacer  la  oportuna  reclama- 
ción de  declinatoria  ante  la  autoridad  admi- 
nistrativa, asi  en  la  esfera  activa  como  en  la 
contenciosa,  pueden  recurrir  á  la  autoridad 
judicial  competente  para  que  promueva  el  re- 
curso de  queja,  como  puede  hacerlo  también  el 
juez  ó  Tribunal  á  excitación  del  Ministerio 
fiscal,  ó  de  oficio,  conforme  á  los  arts.  290  á 
297  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  ó  sea 
á  su  cap.  VIII,  del  tít.  VI,  cuyo  epígrafe  es: 
De  los  recursos  de  queja  promovidos  por  las 
autoridades  judiciales  contra  la  Administra- 
ción por  exceso  de  atribuciones.  De  manera 
que  la  Administración  puede  suscitar  compe- 
tencia y  requerir  de  inhibición  á  los  jueces  y 
Tribunales,  y  éstos,  si  bien  no  tienen  ese  re- 
curso, están  en  el  deber  de  sostener  su  juris- 
dicción, ó  sea  las  atribuciones  que  la  Consti- 
tución y  las  leyes  les  confieren  contra  los  ex- 
cesos de  las  autoridades  administrativas,  por 
medio  de  recurso  de  queja,  que  elevarán  al 
Gobierno. 

He  aquí  las  disposiciones  del  R.  D.  de  8  de 
Septiembre  de  1887,  sus  concordantes  y  las  de- 
más vigentes: 

B.  D.  6  Junio  1844. 

(Grac.  y  Just.)  (Estableció  reglas  ])rovi- 
siouales  para  decidir  las  contiendas  de  juris- 
dicción y  atribuciones  entre  las  autoridades 
administrativas  \'  los  jueces  y  Tribunales, 
mientras  se  realizaba  la  creación  de  un  alto 
Cuerpo  consultivo  á  quien  compitiera  enten- 
der en  esta  clase  de  asuntos.) 

B.  D.  4  Junio  1847. 

Competencias  entre  las  autoridades  judiciales  y  adminis- 
trativas: Reglas  para  dirimirlas. 

(Grac.  y  Just.)  «Permitiendo  ya  el  estado 
de  nuestra  Administración  establecer  reg'las 
generales  y  permanentes  para  sustanciar  y 
dirimir  las  competencias  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales 
y  administrativas,  y  habiendo  oído  al  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia,  al  Consejo  Real  y 
al  de  Ministros,  he  venido  en  decretar  lo  si- 
guiente...» 

(Xo  insertamos  el  articulado  del  decreto  por 
ser  innecesario  habiendo  de  estarse  al  de  8  de 
Septiembre  de  1887;  pero  he  aquí  la  concor- 
dancia: 

El  art.  1.°  del  decreto  de  1847  concuerda  con 
el  I."  del  de  1887.— El  2.°  con  el  2."— El  3."  con 
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Art.  59.  Igual  al 10. 

Art.  60.  Concuerda  con  el II   '. 

Ai-t.  61.  Concuerda  con  los 12  á  14-  '^. 

Art.  62.  Es  igual  al 15. 

Art.  63.  Concuerda  con  el 16   •*. 

Art.  64.  Idein  con  el 17. 

Art.  65.  ídem  con  el 18. 

Art.  66.  ídem  cou  el 19. 

Art.  67.  ídem  cou  el 20. 

Art.  68.  ídem  cou  el 21. 

Art.  69.  ídem  cou  el 22. 

Art.  70.  ídem  cou  el 23. 

Art.  71.  ídem  con  el 24  y  25. 

Art.  72.  ídem  cou  el "   26. 

Art.  73.  ídem  con  el 27. 

El  D.  de  1887  contiene  adem;Vs  otro  artícu- 
lo, el  28,  quees  relativo  á  las  competencias  ne- 
gativas y  no  tiene  concordante  en  el  Kegla- 
mento  de  1863. 

Circular  7  Febrero  1867. 

Sobi'e  sustanciación  y  curso  de  las  competencias, 

(El  fiscal  del  T.  S.  encargó  á  los  fiscales  y 

promotores  fiscales  que  en  las  competencia» 

suscitadas  por  la  Admiuistración  se  atuviesen 

á  las  regias  dictadas  para  su  sustauciación.) 

O.  6  Abril  1S70. 

Declarando  que  sólo  los  gobernadores  civiles  pueden 

provocar  competencias  en  asuntos  de  Hacienda, 

(Se  dispone  por  regia  general  que  los  go- 
bernadores civiles  de  las  provincias  son  los 
únicos  que  tienen  la  facultad  para  provocar 
competencias  eu  los  asuntos  de  Hacienda.) 
(C.  L.,  t.  103,  p.  422.) 

Ley  org.  del  P.  J.  15  Septiembre  1870. 
(Esta  ley  se  inserta  en  Ju.sticia.  El  tlt.  VI, 
que  trata  de  las  atribuciones  de  los  Juzg-ados 
y  Tribunales,  dedica  su  cap.  VII  A  las  compe- 
tencias promovidas  por  la  Administración,  y  esta- 
blece (arts.  286  á  289)  que  sólo  los  gobernado- 
res pueden  suscitarlas,  y  que  no  puedeu  ha- 
cerlo los  Juzg-ados  y  Tribunales.  Él  cap.  VIII 
trata  de  los  recursos  de  queja  promovidos  pol- 
las autoridades  judiciales  contra  las  adminis- 
trativas por  exceso  de  atribuciones;  compren- 
de los  arts.  290  á  298,  y  establecen  que  las  au- 
toridades judiciales  sostendrán  las  atribucio- 
nes que  la  Constitución  y  las  leyes  les  confieren 
contra  los  excesos  de  la  Administracióu,  por 
medio  de  los  recursos  de  queja,  cuya  tramita- 
ción señalan. )-V.  Enjuiciamiento:  Justicia. 

Ley  16  Diciembre  1876. 

Reformó  las  leyes  provincial  y  municipal. 
La  disposición  6.^  del  art.  2,°,  dice: 

«Corresponde  al  Re3-  decidir  las  competen- 
cias de  jurisdicción  y  atribuciones  entre  las 
autoridades  administrativas  y  los  Tribunales 
ordinarios  y  especiales.  Las  Comisiones  2»'o- 


el  3."  — El  4.«  cou  el  6.°— El  5.«  con  el  7.°  — El 
6."  con  el  8.°— El  7.»  con  el  9.°— El  8.»  con  el 
10.— El  9.0  con  el  II.— El  10  con  los  12,  13  y  14.— 
El  11  con  el  15.— El  12  con  el  16.— El  13  con  el 
17.— El  14  cou  el  18.— El  15  con  el  19.— El  16 
con  el  20.— El  17  con  el  21.— El  18  con  el  22.— 
El  19  con  los  23  y  24.  — El  20  con  el  26.— Y  el  21 
con  el  27.  Hay,  sin  embargo,  diferencias  que 
son  g-eneralmente  las  mismas  que  existen  en- 
tre los  arts.  52  á  73  del  reglamento  de  25  de 
Septiembre  de  1863,  y  los  del  R.  D.  de  8  de 
Septiembre  de  1887.) 

R.  O.  23  Marzo  ia50. 
Que  se  oiga  alas  Comisiones  provinciales  en  la  sustancia- 
ción de  las  competencias. 

«...Y  conformándose  S.  M.  con  el  parecer  de 
la  Dirección  de  lo  Contencioso,  se  ha  servido 
mandar  que  los  gobernadores,  al  entablar 
competencias  cou  cualquiera  otra  autoridad 
cou  el  carácter  admiuistrativo  de  que  en  el 
dia  están  investidos,  oigan  previamente  al 
Consejo  provincial.» 

Keglamento  25  Septiembre  1863. 
Este  reglamento  estableció  reglas  para  sus- 
tanciar y  dirimir  las  competencias  de  jurisdic- 
ción y  atribuciones  eutre  las  autoridades  judi- 
ciales y  administrativas,  y  ha  venido  rigien- 
do bástala  publicación  del  E.  D.  de  8  de  Sep- 
tiembre de  1887.  Dichas  regias  se  contenían 
en  los  arts.  52  á  73,  reproducción  casi  literal 
de  los  artículos  del  D.  de  4  de  .lunio  de  1847, 
y  concordantes  también  con  las  hoy  vigentes 
del  D.  do  18S7.  He  aquí  la  concordancia  entre 
los  arts.  52  á  73  del  Regi.  de  1863  y  los  del 
E.  D.  de  1887: 
Begl.  de  1863.  R.  D.  8  Sept.  1887. 

Art.  52.  Igual  al. -.  I.° 

Art.  53.  ídem  al 2.° 

Art.  54.  Concuerda  con  el 3.°  '. 

Art.  55.  ídem  con  el 6.°  -. 

Art.  66.  Ig-ual  al 7.° 

Art.  57.  ídem  al 8.° 

Art.  58.  Concuerda  con  el 9.°  ^. 


*  El  art.  54  del  Regí,  de  1S63  colocaba  entre  las  excep- 
ciones...^2°  los  pleitos  deromercio  durante  la  primera  ins- 
tancia, y  los  juicios  que  se  siguen  attte  los  alcaldes  como 
jueces  de  paz.  Esta  excepción  no  aparece  en  el  D.  de  ISSTy 
porque  liog  los  pleitos  de  comercio  se  siguen  ante  la  juris- 
dicción ordinaria,  y  en  los  juicios  ante  los  jueces  munici- 
pales, pueden  suscitarse  competencias. 

-  Los  arts.  4.°  y  5.^  del  D.  de  18íí7  contienen  impor- 
tantes disposiciones  nuevas  que  no  figuraban  ni  en  el  re- 
glamento de  /,s«3  ni  en  el  D.  de  1847.  Trata  el  4."  de  re- 
solver dificultades  y  marcar  los  efectos  de  las  cuestiones 
previas,  que  han  de  resolverse  en  los  plazos  que  estable- 
cej  pues  transcurridos  sin  resolverse,  deberán  los  jueces  ó 
Tribunales  continuar  el  procedimiento. 

El  art.  6."  establece  dos  novedades:  que  los  gobernado- 
res, para  hacer  los  requerimientos  á  los  jueces  o  Tribuna- 
les, deben  oír  previamente  á  las  Comisiones  provinciales; 
y  que  los  requerimientos  en  las  causas  criminales,  duran- 
te el  sumario,  deben  hacerse  á  los  jueces  de  instrucción, 
porque  ejercen  funciones  propias,  lo  cual  no  sucederá  asi 
cuatido  procedan  por  deleyación  conforme  al  párrafo  se- 
gundo  y  siguientes  del  art.  303  de  la  ley  de  Enj.  criminal^ 
en  cuyo  caso  el  requerimiento  deberá  hacerse  al  juez  ó 
Tribunal  delegante. 

^  Es  igual  el  art.  5S  al  párrafo  primero  del  art.  9.° 
del  decreto; pero  éste  atiade  un  segundo  párrafo  que  es 
muy  importante,  disponiendo  que  los  jueces  de  instruc- 
ción puedan  seguir  practicando  las  diligencias  más  ur- 
gentes y  necesarias  2>ara  la  comprobación  del  hecho,  abs- 
teniéndose  en  todo  caso  de  dictar  auto  de  proc':samiento  ó 
de  detención.  Algo  es  ya  esto,  ¿pero  es  bastante? 


^  Vna  adición  se  hace  en  el  art.  11:  que  la  vista  debe- 
rá celebrarse  dentro  de  tercero  dia. 

'■'  Los  arts.  tt.  i:t  y  14  del  D.  de  ÍS87  son  concordan- 
tes con  el  SI  del  reglamento,  pero  mity  expresivos  sobre  la 
sustanciación  de  la  apelación  y  desistimiento,  etc. 

3  Aunque  son  sustancialinente  iguales  estos  artículos, 
hay  una  importante  diferencia.  El  art.  C3  del. reglamento 
hablaba  de  exhorto  al  gobernador,  el  tO  del  decreto 
dice  oficiará  al  gobernador.  Esa  misma  diferencia  exis- 
te entre  los  arts,  64  y  13.  Nos  parea  muy  acertada  Xa 
modificación. 
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vinciales  serán  siempre  consultadas  sobre  las 
providencias,  declarando  la  competencia  ó  iu- 
competencia  eu  estos  conflictos.» 

Ley  de  Enj.  civil  8  Febrero  1881. 
Recursos  de  queja  contra  autoridades  administrativai, 
(Están  dedicados  á  este  asunto  los  artícu- 
los 116  á  124,  reconociendo  la  exclusiva  com- 
petencia de  los  gobernadores  para  suscitar 
competencias  positivas  ó  negativas  á  los  Tri- 
bunales por  exceso  de  atribuciones.  Los  Jun- 
gados y  Tribunales  en  cambio  tienen  el  medio 
de  sostener  su  jurisdicción  y  atribuciones  con- 
tra las  invasiones  de  las  autoridades  adminis- 
trativas elevando  al  Gobierno  recursos  de  queja 
eu  la  forma  que  se  establece.) 

Ley  de  proced.  administ.  31  Diciembre  1831. 
La  base  21  de  esta  ley  declaró  que  los  dele- 
gados de  Hacienda  eu  las  provincias  eran  las 
únicas  autoridades  facultadas  para  provocar 
competencias  á  los  Tribunales  en  las  eues,tio- 
nes  referentes  á  dicho  ramo.  Esta  ley  está  de- 
rogada por  disposiciones  posteriores,  y  princi- 
palmente por  la  siguiente  ley  y  el  Real  decre- 
to de  28  de  Noviembre  de  1883. 

Ley  provincial  29  Agosto  1882. 

«Art.27.  Corresponde...  á  los  gobernadores 
como  atribución  exclusiva  provocar  compe- 
tencias á  los  Juzgados  y  Tribunales  de  todos 
los  órdenes  cuando  invadan  las  atribuciones 
de  la  Administración.» 

Ley  de  Enj.  crina.  14  Septiembre  1882. 

El  art.  51  de  esta  ley  se  remite  á  las  dispo 
siciones  de  la  de  Enj.  civil  de  1881,  en  cuanto 
A  las  competencias  que  la  Administración  sus- 
cite á  los  jueces  y  Tribunales. 

K.  D.  28  Noviembre  1883. 
Competencias  en  asuiitos  de  la  Hacienda  piiblica. 
Declaró  que  con  arreg'lo  al  art.  27  de  la  ley 
provincial,  la  facultad  de  provocar  competen- 
cias á  los  Tribunales  en  asuntos  de  Hacienda 
corresponde  á  los  gobernadores. 

H.  D.  3  Mayo  1887. 

Declarando  que  es  procedente  el  recurso  de  alzada  con- 
tra las  providencias  de  los  gobernadores  desistiendo  de 
las  competencias  que  siíscitan  á  los  Tribunales, 

(Prb.sidbncia.)  «...Vengo  en  decretarlo  si- 
guiente: 

Articulo  1.°  Las  providencias  de  los  gober- 
nadores desistiendo  de  las  cuestiones  de  com- 
petencia que  suscitan  á  las  autoridades  judi- 
ciales se  entenderán  apelables  dentro  del  pla- 
zo de  diez  días  para  ante  el  Ministerio  del  cual 
dependa  el  asunto  concreto  que  haya  dado 
orig'en  al  requerimiento. 

Art.  2."  Los  recursos  de  alzada  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior  serán  resueltos, 
previo  informe  evacuado  en  el  preciso  término 
de  un  mes  de  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  por  los  Minis- 
terios respectivos  en  el  plazo  improrrogable 
de  dos  meses,  entendiéndose  que  una  vez 
transcurrido  sin  resultado,  quedará  firme  é 
irrevocable  el  desistimiento  del  gobernador,  y 
en  liberta'd  los  Tribunales  para  sustanciar  y 
fallar  en  derecho  el  negocio  á  ellos  sometido 


y  que  haya  motivado  el  requerimiento  inhi- 
bitorio. 

Art.  3.°  Quedan  derogadas  las  disposicio- 
nes que  se  opong-an  al  presente  decreto  '. 

Dado  en  Palacio  á  3  de  Mayo  de  1887.— Ma- 
ría Cristina. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.»  (Gaceta 
14  Mayo.) 

K.  D.  8  Septiembre  1887. 
Dictando  reglas  para  la  resolución  de  las  competencias 
de  jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  autoridades 
adviinistrativas  y  los   Tribunales  ordinarios  y  espe~ 
cíales, 

(Prbs.  del  Cons.  de  Min.)  "Exposición. — 
Señora:  El  reglamento  de  25  de  Septiembre  de 
1863  dado  para  la  ejecución  de  la  ley  relativa 
al  gobierno  y  administración  de  las  provin- 
cias, y  que  apenas  liizo  más  que  transcribir 
las  prescripciones  del  Real  decreto  de  4  de  Ju- 
nio de  1847  en  lo  concerniente  á  las  competen- 
cias entre  la  Administración  y  los  Tribunales, 
es  la  única  disposición  por  que  éstas  se  rig-on, 
á  pesar  de  las  diferentes  leyes  que  sobre  la 
administración  y  gobierno  referidos  se  han 
inxblicado  posteriormente,  de  la  distinta  org-a- 
nización  dada  á  las  Diputaciones  provinciales 
y  de  las  reformas  introducidas  en  los  Trilnina- 
les  de  justicia  por  las  leyes  de  Enjuiciamiento 
civil  y  criminal,  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial de  1870  y  la  adicional  á  la  misma  de  1882. 

Por  estos  motivos,  la  aplicación  estricta  y 
literal  de  los  preceptos  del  expresado  regla- 
mento da  lugar  á  dudas  y  á  diversidad  de  ju- 
risprudencia sobre  varios  extremos,  lo  cual  no 
es  imputable,  por  tanto,  á  las  Corporaciones 
y  Tribunales  encargados  de  aplicar  dichos 
preceptos,  sino  al  estado  déla  legislación  sobre 
el  particular. 

Es  preciso,  pues,  armonizar  las  disposicio- 
nes del  reglamento  de  que  se  trata,  con  la  si- 
tuación legal  respectiva  de  las  autoridades  á 
quienes  afecta,  y  este  es  el  principal  objeto 
que  el  Gobierno  se  propone  al  dictar  nuevas 
reglas  para  la  sustanciación  y  decisión  de  las 
competencias,  modificando  ó  aclarando  alg'U- 
nos  artículos  en  el  sentido  aconsejado  por  la 
razón  y  la  experiencia. 

Principio  g-eneral,  seg'ún  dicho  reg-lamento, 
es  la  prohibición  impuesta  á  los  gobernadores 
de  suscitar  contiendas  de  competencia  en  ma- 
teria criminal  con  sólo  dos  excepciones,  á  sa- 
ber: cuando  expresamente  haya  encargado  la 
ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración  el 
castigo  del  delito  ó  falta  de  que  se  trate,  ó 
cuando  exista  alguna  cuestión  administrativa, 
sin  cuya  previa  resolución  no  sea  posible  fa- 
llar el  juicio. 

Es  evidente  que  eu  el  primero  de  ambos  ca- 
sos la  competencia  de  la  Administración  para 
conocer  del  asunto  ha  de  ser  definitiva  y  abso- 
luta, pero  también  es  de  toda  evidencia  que 
lio  debe  suceder  otro  tauto  en  el  segundo 

RE.A.L   DECRETO 

...Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1."    Corresponde  al  Rey  decidir  las 


'  iEstá  hoy  vigente  este  decreto?  Nosotros  creemos  que 
ha  quedado  derogado  por  el  de  8  de  Septiembre  del  mismo 
a/io. 
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competencias  de  atribuciones  y  de  jurisdiccióu 
que  ocui-ran  entre  las  autoridades  administra- 
tivas y  los  Tribunales  ordinarios  y  especiales. 

Art.  2."  Sólo  los  gobernadores  de  provin- 
cia podrán  promover  cuestiones  de  competen- 
cia, y  únicamente  las  suscitarán  para  recla- 
mar el  conocimiento  de  los  negocios  que,  en 
virtud  de  disposición  expresa,  corresponda  á 
los  mismos  g'obernadores,  á  las  autoridades 
dependientes  de  ellos  ó  A  la  Administración 
priblica  en  general.  Las  partes  interesadas  po- 
drán deducir  ante  la  autoridad  administrativa 
las  declinatorias  que  creyesen  convenientes. 

Art.  3."  Los  g-obernadores  no  podrán  sus- 
citar contiendas  de  competencia:  primero,  en 
los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo 
del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por  la 
ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó 
cuando  en  virtud  de  la  misma  ley  deba  deci- 
dirse por  la  autoridad  administrativa  alguna 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo 
que  los  Tribunales  ordinarios  ó  especiales  ha- 
yan de  pronunciar;  segundo,  en  los  juicios  fe- 
necidos por  sentencia  firme,  y  en  aquellos  que 
sólo  pendan  de  recurso  de  casación  ó  de  revi- 
sión ante  el  Tribunal  Supremo  ';  tercero,  por 
no  haber  precedido  la  autorización  correspon- 
diente para  perseguir  en  juicio  á  los  enqjlea- 
dos  en  concepto  de  tales;  cuarto,  por  falta  de 
la  que  deben  conceder  los  mismos  gobernado- 
res, con  arreg'lo  á  las  leyes,  cuando  se  trate 
de  pleitos  en  que  litiguen  los  pueblos  ó  esta- 
blecimientos públicos.  En  los  dos  últimos  ca- 
sos pi'eeedentes  quedarán  expeditos  á  los  in- 
teresados los  recursos  á  que  pueda  dar  mar- 
gen la  omisión  do  dichas  formalidades. 

Art.  4."  Cuando  la  contieiula  de  competen- 
cia se  fundare  en  la  existencia  de  una  cuestión 
previa  administrativa,  resuelta  que  sea  ésta 
por  la  autoridad  á  cine  corresponda,  se  devol- 
verán los  autos  al  juez  ó  Tribunal  competen- 
te, para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho, 
declarando  no  haber  lugar  á  la  continuación 
del  juicio  si  la  decisión  administrativa  envol- 
viera falta  de  legitimidad  del  procedimiento, 
y  continuándolo  en  caso  contrario  en  el  estado 
en  que  quedó  al  establecerse  la  competencia. 
La  autoridad  administrativa  llamada  á  resol- 
ver la  cuestión  previa  la  decidirá  en  el  plazo 
que  las  leyes  ú  otras  disposiciones  hayan  esta- 
blecido. Cuando  no  exista  plazo  prefijado,  la 
cuestión  previa  habrá  de  resolverse  en  el  tér- 
mino máximo  de  seis  meses,  á  no  ser  que  los 
trámites  marcados  en  las  leyes  y  reglamentos 
exigiesen  un  período  más  larg'o.  Transcurri- 
do dicho  plazo,  el  .Juzgado  ó  Tribunal  que  an- 
tes conocía  del  asunto,  reclamará  los  autos  al 
gobernador  y  continuará  el  procedimiento  en 
la  forma  legal. 

Art.  5."  Los  g'obernadores,  oídas  las  Comi- 
siones provinciales,  harán  los  requerimientos 


*  Aquellos  qiie  sóln  pendan  de  recurso  de  casación 
é  de  revisión  ante  el  Tribunal  Supremo.  Entiéndanse 
hien  estas  palabras.  Basta  que  se  haya  dictado  sentencia 
en  segunda  instancia,  cuando  no  haya  contra  ella  otro  re- 
curso que  el  de  casación,  para  que  no  pueda  suscitarse 
competencia,  esté  ya  ó  no  esté  conociendo  del  recurso  de 
casación  el  Tribunal  Supremo.  Esta  novedad  no  j^uede 
menos  de  merecer  la  aprobación  de  todos  los  que  aman  la 
independencia  de  los  Tribunales. 


de  inhibición  á  los  jueces  ó  Tribunales  que  es- 
tén conociendo  del  asunto,  y  sólo  cuando  unos 
ú  otros  procedan  por  deleg'ación  se  dirigirán 
aquéllos  al  Tribunal  delegante.  Por  tanto,  los 
jueces  de  instrucción  deberán  sostener,  en  su 
caso,  las  cuestiones  de  competencia  que  pro- 
muevan los  gobernadores,  mientras  los  proce- 
sos se  encuentren  en  el  período  de  sumario  *. 

Art.  6.°  Así  los  jueces  y  Tribunales,  oído 
el  Ministerio  fiscal,  ó  á  excitación  de  éste,  co- 
mo los  gobernadores,  oídas  las  Comisiones  pro- 
vinciales, se  declararán  incompetentes,  aun- 
que no  interveng'a  reclamación  de  autoridad 
exti'aña,  cuando  se  someta  á  su  decisión  al- 
gún neg'ocio  cuyo  conocimiento  no  les  perte- 
nezca. 

Art.  7.°  El  Ministerio  fiscal,  asi  en  la  juris- 
dicción ordinaria  como  en  las  especiales,  y  en 
todos  los  grados  de  cada  una  de  ellas,  inter- 
pondrá de  oficio  declinatoria  ante  el  juez  ó 
Tribunal  respectivo,  siempre  que  estÍ7ue  que 
el  conocimiento  del  negocio  pertenece  á  la  Ad- 
ministración, salvo  lo  dispuesto  en  el  número 
segundo  del  art.  3."  Cuando  el  juez  ó  Tribu- 
nal no  decretare  la  inhibición,  el  Ministerio 
fiscal  lo  comunicará  al  gobernador,  pasándole 
sucinta  relación  de  las  actuaciones  y  copia  li- 
teral del  escrito  en  que  propuso  1?.  declinatoria. 

Art.  8.°  Siempre  que  el  gobernador  requie- 
ra de  inhibición  á  un  Tribunal  ó  .Juzgado  or- 
dinario ó  especial,  manifestará  indispensable- 
mente las  razones  que  le  asistan  y  el  texto  de 
la  disposición  legal  en  que  se  apoye  para  re- 
clamar el  conocimiento  del  nejocio. 

Art.  9.°  El  Trilniual  ó  Juzgado  requerido 
de  inhibición,  lueg'o  que  reciba  el  oficio,  sus- 
penderá todo  procedimiento  en  el  asunto  á 
que  se  refiera,  mientras  no  contienda  por  de- 
sistimiento del  gobernador  ó  por  decisión 
Real,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se 
actuare. 

Sin  embargo,  los  jueces  de  instrucción  po- 
drán seguir  practicando  las  diligencias  más 
urgentes  y  necesarias  para  la  comprobación 
del  hecho,  absteniéndose  en  todo  caso  de  dic- 
tar auto  de  procesamiento  ni  de  detención. 

Art.  10.  Sin  pérdida  de  tiempo,  el  requeri- 
do acusará  recibo  del  oficio  al  gobernador  y 
comunicará  el  asunto  al  Ministerio  fiscal  por 
tres  días  á  lo  más  y  por  ig'ual  término  á  cada 
una  de  las  partes. 

Art.  II.  Inmediatamente  se  citará  al  Minis- 
terio fiscal  y  á  las  partes  para  la  vista,  que 
deberá  celebrarse  dentro  de  tercero  día.  Veri- 
ficada ésta,  el  requerido  dictará  auto  en  otro 
plazo  ig'ual,  declarándose  competente  ó  incom- 
petente '. 

Art.  12.  Dentro  de  tres  días  podrá  inter- 
ponerse el  recurso  de  apelación,  que  debe- 


*  El  art.  303  de  la  ley  de  Enj.  crim.  determina  explíci- 
tamente cuándo  ejercen  los  jueces  de  instrucción  atribu- 
ciones propias  en  la  formación  de  los  sumarios. 

•  Por  Rs.  Ords.  de  5  de  Mayo  y  2¡¡de  .Julio  de  1S52,  ex- 
pedidas por  Gracia  y  Justicia,  se  mandó  recordar  muy 
particularmente  á  todos  los  Tribunales  y  Ju::gados  el  de- 
ber que  les  impone  este  articulo,  de  fundar  en  hecho  y  en 
derecho  los  fallos  en  que  se  declaren  competentes  ó  incom- 
petentes. La  falta  de  cumplimiento  de  esta  disposición  es 
un  vicio  sustancial  de  la  tramitación.  (Decis.  2.5  Diciem- 
bre 1847.) 
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i'A  adiiiilirsc  libremente:  primero,  contra  los 
autos  dictados  por  los  jueces  municipales,  pa- 
ra ante  los  de  instrucción  ó  de  primera  instan- 
cia, scg'ün  e!  asnuto  fuese  criminal  ó  civil;  se- 
g'uudo,  contra  los  dictados  por  los  jueces  de 
instrucción  para  ante  las  Audiencias  ó  Salas 
de  lo  criminal;  tercero,  contra  los  dictados  por 
los  jueces  de  primera  instancia,  para  aute  las 
Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias  territoria- 
les; contra  los  autos  pronunciados  por  las  Au- 
diencias ó  Salas  de  lo  criminal,  por  las  Salas 
de  lo  civil  do  las  Audiencias  territoriales  y 
por  el  Tribunal  Supremo,  si  éste  fuera  el  re- 
querido, en  los  casos  eu  que  pueda  serlo,  no 
se  da  recurso  alguno.  Si  el  requerido  es  un 
Tribunal  especial,  sólo  habrá  lugar  á  la  ape- 
lación cuando  teug'a  superior  jerárquico  que 
pueda  conocer  de  diclio  recurso. 

Art.  13.  Admitida  la  apelación  cuando  pro- 
ceda, se  citará  y  emplazará  en  el  acto  al  Mi- 
nisterio fiscal  y  las  partes  para  que  compa- 
rezcan dentro  del  término  de  diez  días  ante  el 
Tribunal  que  haya  de  conocer  del  recurso,  re- 
mitiéndose desde  luego  los  autos  á  dicho  Tri- 
bunal. 

Art.  14.  Si  transcurriere  el  término  del  em- 
plazamiento sin  que  coni|)arezca  el  apelante, 
se  lo  tendrá  por  desistido,  sin  necesidad  de 
instancia  contraria,  se  ie  impondráu  las  cos- 
tas de  la  apelacióny  se  devolverán  los  autos  al 
inferior.  Si  compareciere  en  el  expresado  tér- 
mino, se  sustanciará  el  articulo  por  los  pro- 
pios trámites  establecidos  para  la  primera  ins- 
tancia. Contra  el  auto  que  recaig'a  no  se  da 
recurso  alguno. 

Art.  15.  El  requerido  que  se  declare  incom- 
petente por  auto  firme,  remitirá  los  autos  den- 
tro del  segundo  dia  al  gobernador,  haciendo 
extender  al  escribano,  actuario  ó  secretario  ju- 
dicial, en  uu  libro  destinado  al  efecto,  certifi- 
cación de  la  remesa. 

Art.  16.  Cuando  el  requerido  se  declare 
competente  por  auto  firme,  oficiará  inmediata- 
meue  al  gobernador  para  que  deje  expedita  su 
jurisdicción,  ó  de  lo  contrario  teng'a  por  forma- 
da la  competencia.  Al  oficio  se  acompañarán 
los  dictámenes  emitidos  por  el  Ministerio  fiscal 
en  cada  instancia,  y  los  autos  con  que  eu  cada 
una  .se  liaya  terminado  el  articulo. 

Art.  17.  El  gobernador,  oída  la  Comisión 
provincial,  y  dentro  de  los  tres  días  siguientes 
á  la  recepción  del  oficio,  dirigirá  nueva  comu- 
nicación al  requerido,  insistiendo  ó  no  eu  esti- 
marse competente. 

Art.  18.  Si  el  gobernador  desistiese  de  la 
competeucia,  quedará,  sin  más  tránútes,  expe- 
dito al  requerido  el  ejercicio  de  su  jurisdicción. 
Art.  19.  Si  insistiese  el  gobernador,  ambos 
contendientes  remitirán  directamente  por  el 
primer  correo  al  presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros las  actuaciones  que  ante  cada  cual  se 
hayan  instruido,  haciendo  poner  al  oficial  pú- 
blico á  quien  respectivamente  corresponda,  la 
certificación  prevenida  en  el  art.  15,  y  dándo- 
se mutuo  aviso  de  la  remesa,  sin  ulterior  pro- 
cedimiento. 

Art.  20.  El  presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros acusará  á  los  contendientes  el  recibo 
del  expediente  y  de  los  autos  que  le  hayan  re- 


mitido, y  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  á  su 
recepción  los  pasará  al  Consejo  de  Estado. 

Art.  21.  El  Consejo  de  Estado,  oyendo  á  la 
Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia,  la  cual 
dará  al  asunto  la  instrucción  que  crea  necesa- 
ria, consultará  la  decisión  motivada  que  esti- 
me procedente  dentro  de  dos  meses,  contados 
desde  el  día  en  que  se  le  pasen  las  actuaciones. 
Art.  22.  El  Consejo  de  Estado  remitirá  la 
consulta  original  al  presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  acompañada  de  todas  las  diligencias 
relativas  á  la  contienda. 

Al  mismo  tiempo  dirigirá  copias  literales  de 
la  consulta  al  Ministro  de  la  Gobernación,  y  al 
Ministro  ó  Ministros  de  quienes  dependan  los 
otros  jueces  y  autoridades  con  quienes  se  haya 
seguido  la  competencia. 

^  rt.  23.  Si  el  Ministro  de  la  Gobernación  y 
el  Ministro  ó  Ministros  de  quienes  dependan 
los  otros  jueces  y  autoridades  esluviese:i  cou- 
formes  con  la  decisión  consultada,  lo  niíuiifes- 
taráu  al  presidente  del  Consejo  de  Ministros. 
Art.  24.  Cuando  alguno  de  los  Ministros 
indicados  en  los  artículos  anteriores,  antes  de 
emitir  su  opinión  y  con  objeto  de  instruirse, 
considerase  necesario  reclamar  el  expediente 
y  los  autos  originales  (^ue  hayan  sido  objeto  de 
ia  competencia,  podrá  pedirlos  al  presidente 
del  Consejo  de  Ministros,  dentro  del  término  de 
un  mes. 

Art.  25.  Si  alguno  de  los  Ministros  no  estu- 
viese eonforme  con  la  decisión  consultada,  lo 
manifestará  al  presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros para  que  la  someta  á  la  resolución  de 
dicho  Consejo. 

Art.  26.  La  decisión  que  el  Rey  adopte,  á 
propuestadel  Consejode  Ministros,  ódesupre- 
sidente,  será  irrevocable;  se  extenderá  moti- 
vada y  en  forma  de  Real  decreto,  refrendada 
por  el" referido  presidente,  y  para  su  cumpli- 
miento se  conumicará  á  los  contendientes  y  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  27.  Los  términos  señalados  en  este  de- 
creto serán  fatales  é  improrrogables. 

Art.  28.  Sólo  los  gobernadores  podrán  pro- 
mover contiendas  de  competencia  para  sepa- 
rarse del  conocimiento  de  los  negocios  que  no 
estén  encomendados  por  disposición  expresa  á 
la  Administración.  En  la  sustanciación  y  deci- 
sión de  las  competencias  negativas,  se  ob.ser- 
varán  las  prescripciones  que  para  las  positivas 
establece  este  decreto. 

Dado  en  San  Sebastián  á  8  de  Septiembre  de 
18«7.—Maria  Cristina.- El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.> 
(Gac.  12  Septiemcre.) 

Ley  13  Septiembre  1888. 

Competencias  coit  los  TrihunaUs  de  lo  Contencioso-admi- 

nistrativo. 

Esta  lev  de  locontencioso-administrativo,  eu 
sus  arts.'lOl  y  102,  establece  que  el  Tribunal 
de  lo  Contencioso,  admitida  que  sea  una  de- 
manda, puede  requerir  de  inhibición  á  cual- 
quiera otro  que  estuviese  entendiendo  eu  el 
negocio,  y  que  los  jueces  y  Tribunales  no  po- 
drán suscitar  competencias  á  aquel  Tribunal, 
pero  si  elevar  al  Gobierno  recurso  de  qiieja. 

La  manera  de  proceder  eu  estas  contiendas 
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se  determiua  en  dichos  artículos  y  en  los  504  á- 
513  del  reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890. 

V.  JüIlISDlCClÓN  CONTENCIOSO-ADMINISTRATI- 

VA,  en  donde  se  insertan  la  ley  y  el  reg-lamen- 
to  con  otras  disposiciones. 

Seg-úu  se  desprende  del  avt.  508  del  citado 
reglamento,  este  procedimiento  .se  entiende 
también  para  los  Tribunales  provinciales  de  lo 
contencioso  y  los  locales  de  Ultramar  '. 

Jurisprudencia  '^. 


He  aquí  una  indicación  de  los  pantos  resueltos 

por  la  jurispradencia  y  que  hemos  procurado  com- 
pilar cuidadosamente: 

!•— Autoridad  que  puede  suscitar  competencia. 

II  —Al  requerimiento  debe  preceder  audiencia  de  la 
Comisión  provincial. 

III-~E1  requerimiento  debe  referirse  á  negocio  de- 
terminado y  concreto. 

IV.— Cita  de  la  disposición  legal  y  razonamiento. 

V.— A  quién  debe  dirigirse  el  requerimiento:  Jueces 
de  instrucción:  Delegados. 

VI.— Efectos  del  requerimiento  inhibitorio. 

VII-— Audiencia  del  Ministerio  fiscal  y  partes:  Vista 
pública. 

VIII.— Autos  judiciales:  Sus  efectos. 

IX.— Nueva  audiencia  de  la  Comisión  provincial. 

X- — Desistimiento  del  gobernador. 

XI.— Competencias  en  juicios  criminales:  Cuestiones 
previas. 

XII.— Competencias  en  los  juicios  verbales. 

XIII.— Competencias  en  pleitos  fenecidos. 

XIV.— Falta  do  autorización  para  procesar. 

XV.— Falta  de  reclamación  gubernativa. 

XVI.— Cuestiones  sobre  derechos  civiles. 

XVII.— Sólo  puede  disputarse  á  los  Tribunales  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  contenciosa. 

XVIII.— A  quién  compete  corregir  los  vicios  de  sus- 
tanciación. 

XIX. — Sumisión  de  las  partes. 

XX.— Remesa  de  actuaciones  al  Gobierno. 

XXI.— Efectos  de  la  declaración  de  estar  mal  susci- 
tada ó  formada  la  competencia:  Procedimien- 
to posterior. 

XXII — Competencias  con  el  Tribunal  Supremo. 

XXIII.— Recursos  de  queja. 

i.— Aulorldnil  que  piicilc  ■iiarltiir  lu  «■onipcten- 
elu.  iArt.  ü.",  I{.  D.  s  Septiembre  1»S7.; 

*0  »Iu)o  ISJU  y  utrns  Sólo  los  gobernadores  de 
provincia  inieden  suscitar  competencias. 

Son  muchas  las  competencias  que  se  han  declara- 
do mal  lormadas  por  no  haber  sido  promovidas  con 
sujeción  al  art.  5B  del  Reg.  de  1SU3,  igual  al  2.»  del 
uÁi     1  "  J'i"'o  '!«  ^i^"!'  i  '^■°  también  del  de  18S1. 

bolo  los  gobernadores  podrán  promover  contiendas 
de  competencia,  y  consecuente  con  este  principio 
han  declarado  el  Consejo  Real  y  de  Estado,  en  mul- 
titud de  casos,  no  ya  sólo  que  no  pueden  promover- 

,«o/f-''""-'í."^'^  *""■"'  '"  í"-  P<^S-  S03  del  Apéndice  de 
1  .;.  "?  uooernailores  rw  pueden  tuscitar  competencias  d 
loa  Jribunales  de  lo  Contencioso  ÍR.  D.  -¿3  Marzo  1«92). 

An  esta  Sección  de  Jurisprudencia  solo  damos  cabida 
d  las  decisiones  referentes  li  la  suslanciación  de  las  com- 
petencias y  los  casos  en  que  pueden  promoverse,  reservan- 
do para  otros  artículos  la  inserción  de  las  decisiones  de- 
clarando en  qué  casos  debe  conocer  la  Administración,  ó 
en  cuales  otros  ha  de  entender  privativamente  la  justicia. 
Véase   Academias  pkovinciales  de   bellas  artes- 

AGUAS:  ALLANAMIE.NTO  DE  MOHADA:  AYUNTAMIENTOS- 
CONTKATÜS:  HUUTO:    INTEKDICTOS:    MONTES    PÚULICOS- 

ruLicsí  municipal:  Sebvidumuues  y  tantos  otro». 


las  ni  los  Tribunales,  ni  las  Diputaciones  y  Consejos 
de  provincia,  ni  las  autoridades  militares,  ni  los  co- 
mandantes de  Marina,  ni  el  diputado  general  do 
Álava,  ni  ninguna  otra  autoridad  que  no  sea  la  del 
jefe  político,  hoy  gobernador,  sino  que  las  suscita- 
das de  otro  modo  están  mal  formadas  y  no  ha  lugar 
&  decidirlas.  (Decis.  26  Mayo,  2B  Junio  y  29  Julio  lí*16. 
Ib  y  23  Febrero  18tó,  21  Octubre  1849,  17  Marzo  mh2,  13 
Jubo  1853,  .5  Marzo,  13  Agosto,  10  y  17  Diciembre  l«6tj, 
10  Jumo  1857,  2  Enero  Itím,  3  Agosto  1867  y  11  Marzo  y 
2  Julio  1869.) 

—Hoy,  sin  embargo,  conforme  á  la  ley  de  lo  con- 
tencioso, los  Tribunales  Contencioso-administrati- 
vos  pueden  suscitarla   á   los  ordinarios. -V.  JLBIS- 

DICCIÓN  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 

«S  Febrero  fS<*3  y  otrnu.  Con  arreglo  &  la  basa 
24,  ley  de  SI  Diciembre  de  1881,  los  delegados  de  Ha- 
cienda y  no  los  gobernadores  eran  las  autoridades  á, 
quienes  correspondía  suscitar  competencias  á  los 
1  ribunales  en  asuntos  económicos  (decis.  27  Febrero 
1.883).  Pero  promulgada  la  ley  provincial  de  -29  Agos- 
to de  1882,  es  artibución  exclusiva  de  los  gobernado- 
res el  promover  competencias,  habiendo  quedado  de- 
rogada la  citada  base  24.  (Decis.  28  Agosto,  27  No- 
viembre y  20  Diciembre  1883  y  25  Diciembre  1886  '.) 

"•— -*^'  requerlnilento  dclie  prcce<lcr  auilloncla 
<lc  la  (oiiiiftion  |>rut  liirinl  ^, 

i*  .tlHyo  líitss  y  otniM.  Con  arreglo  al  R.  D.  de  4 
de  Junio  de  1847  y  al  Heg.  de  18<i3,  no  era  necesario 
oír  4  los  Consejos  provinciales  para  suscitar  compe- 
tencias, y  asi  se  declaró  en  varias  decisiones. 

!«  Oetuliro  íítSS  y  otros.  Audiencia  déla  Comi- 
sión provincial  pura  hacer  el  requerimiento. 

Visto  el  art.  5."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
se  declara  mal  formada,  que  no  ha  lugar  á  decidirla 
y  lo  acordado,  una  competencia  suscitada  por  el 
gobernador  de  Guadalajara  al  juez  instructor  de 
Atienza,  porque  «al  requerir  el  gobernador  de  Gu;i- 
dalaj.ara  lo  hizo  sin  haber  oido  á  la  Comisión  pro- 
vincial.. (R.  D.  12  Octubre  X888.— Gac.  20  id.) 

I-Es  vicio  sustancial  el  no  preceder  al  requeri- 
miento inhibitorio  la  audiencia  de  la  Comisión  pro- 
vincial. (R.  D.  9  Noviembre  1888.— Gac.  17  íd.-Idem 
otros  decretos  de  16  Febrero  y  23  Marzo  1889,  insertos 
en  Gacs.  5  y  31  Marzo.) 

—Aun  cuando  el  gobernador  promueva  la  compe- 
tencia 4  excitación  de  la  Diputación  provincial,  no 
puede  prescmdirse  de  dar  audiencia  á  la  Comisión 
provincial,  y  su  falta  es  vicio  sustancial.  (R.  D.  i  da 
Mayo  1889.— Gac.  2a  id.) 

—No  puede  prescindirse  de  la  consulta  de  la  Comisión 
provincial,  sobre  el  /"ondo,  para  hacer  el  requerimiento. 
Asi  se  establece  declarando  mal  formada  la  compe- 
tencia en  que  la  Comisión  provincial  se  limitó  A  pe- 
dir antecedentes,  y  nada  consultó  sobre  el  fondo  d« 
la  cuestión  principal  acerca  del  requerimiento,  que 
es  en  su  espíritu  rectamente  interpretado  lo  que  exi- 
ge el  art.  5."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887. 
(R.  D.  2  Julio  1891.— Gac.  s  id.) 

—En  el  Apéndice  de  1892,  pág.  307,  pueden  verse 
otras  decisiones  que  confirman  la  misma  doctrina. 

■■■.—El  requerimiento  debe  refcrlr.-ie  u  negocio 
detvriulnudo  y  coucrcto. 
tS  Febrero  ItKiU.  Visto  el  art. 57  del  Reg.  de  25  de 
Septiembre  de  1863,  se  establece:  <Que  según  el  texto 
del  citado  artículo,  el  requerimiento  que  la  autori- 
dad gubernativa  dirige  á  la  judicial  ha  de  referirse 
á  negocio  determinado,  sin  que  uno  solo  pueda  ha- 
cerse extensivo  k  varios  asuntos  en  que  los  Tribuna- 
les se  hallen  entendiendo.  (R.  D.  de  28  Febrero  1884. 
Gac.  19  Marzo.) 

—  La  misma  doctrina  en  R.  D.  de  8  de  Febrero  de 
1885  declarando  mal  suscitada  una  competencia  pro- 
movida por  el  gobernador  de  Navarra  al  juez  de  Es- 
tella.  (Gac.  16  ¿'ebrero.) 

5  Octubre  ■S»t4.  «No  habiendo  expresado  el  go- 
bernador con  la  procisión  debida  el  asunto  en  que 


'  El  R.  D.  de  28  de  Noviembre  de  1883  declaró  con  ca- 
rácter general  que  los  delegados  de  Hacienda  no  pueden 
suscitar  competencias. 

'  Hoy  es  terminante  lo  establecido  eñ  el  R.  D.  de  8  de 
Septiembre  de  1887,  que  exige  audiencia  de  la  Comisión 
provincial  para  hacer  el  requerimiento  (art.  5.°)  y  nueva 
audiencia  para  insistir  ó  no  en  él  (art.  12). 
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requería  de  los  on  que  se  hallaba  entendiendo  el 
Juzgado,  no  puede  estimarse  legalmente  planteado 
.el  conflicto,  puesto  que  la  inhibición  propuesta  ha  de 
referirse  á,  un  negocio  determinado.»  (R.  D.  B  Octu- 
bre 18S4.-Gac.  i6-  id.) 

19  Jiinlu  l^90.  No  se  entiende  ciimplido  el  ar- 
ticulo 5."  del  11.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887,  en 
tanto  no  se  hagan  por  el  gobernador  especial  y  de- 
terminado requerimiento  para  cada  asunto  en  con- 
creto, de  los  qwe  conozca  la  autoridad  judicial.  (Real 
decreto  17  Junio  1S90.— Gac.  22  Junio,) 

14  Enoro  i^fli.  Otro  caso  igual  reiterando  la 
doctrina  de  que  cada  asunto  judicial  en  que  se  sus- 
cite competencia  por  la  Administración,  ha  de  ser 
objeto  de  un  requerimiento,  existiendo  en  caso  con- 
trario vicio  sustancial  que  impide  decidirla.  (R.  D.  14 
Enero  1891.— Üac.  11  id.) 

lV.~CHu  (lo  la  «llMpONlclón  lcj;ol  y  razonamiento. 

*í*  Mayo  flM.'vO  yofrns.  Es  uji  vicio  sustancial  el 
no  citar  el  texto  de  la  disposición,  sin  que  baste  Íia- 
oerlo  despiiés  en  la  comunicación  que  se  eleve  al  Go- 
bierno, porqiie  no  se  consigue  entonces  el  objeto. 
(Decís.  S8  Mayo  1856,  10  Junio  1857, 11  Febrero  1868,  U 
Febrero  1869  y  6  Julio  1872.) 

SI  nirloniliro  ISSÍ  y  otras  «Las  citas  déla  Real 
orden  de  8  de  Maj'O  de  1839  y  del  art.  89  de  la  ley  mu- 
nicipal no  son  bastantes  para  tener  por  cumplido  el 
art.  57  del  Reg.  de  25  Septiembre  de  18(i3,  puesto  que 
aquellas  disposiciones  se  limitan  á  consignar  el  pre- 
cepto general  de  que  contra  las  providencias  que  la 
Administración  adopte  en  asuntos  de  su  competencia 
no  pueden  admitirse  interdictos.*  (R.  D.21  Diciem,bre 
1877,  Gac.  2  Enero  I878.~R.  D.  31  Agosto  1878,  Gac.  X7 
Septiembre. ) 

— Se  repite  la  misma  doctrina  en  decisiones' de  19 
de  Abril  de  1878,  28  de  Junio  de  1879,  11  de  Abril,  10 
de  Junio  y  17  de  Septiembre  de  1881  y  19  de  Junio  1885. 

lO  ftlirll  l**^^.    C'áfti  de  un  bando  militar. 

Aleganilo  un  bando  del  capitán  general  del  ejér- 
cito del  Norte,  fecha  30  de  Noviembre  de  1870,  el  go- 
bernador de  Santander  suscitó  competencia  á  la 
Audiencia  de  Burgos.  El  Grobierno  la  declara  mal 
suscitada  y  que  no  ha  lugar  decidirla: 

«Considerando  que  el  gobernador  al  requerir  de  in- 
hibición á  la  Sala  que  conocía  del  asunto  objeto  de 
la  presente  contienda  do  competencia,  no  sólo  no 
citó  Integra  la  disposición  de  30  de  Noviembre  en 
que  apoyaba  su  requerimiento,  como  debía  haberlo 
hecho,  por  tratarse  de  un  bando  que  no  se  ha  publi- 
cado en  la  Gaceta  de  Madrid,  sino  que  faltando  ó,  lo 
prevenido  en  el  art.  57  del  Reg.  de  25  de  Septiembre 
de  1863,  dejó  de  consignar  en  el  oficio  de  requeri- 
miento el  texto  literal  de  la  regla  2.*^  del  bando  que 
invocaba,  omisión  que  constituye  un  vicio  sustan- 
cial del  procedimiento  que  impide  la  decisión  del 
conflicto  suscitado.»  (R.  D.  19  Abril  1878.— G'accía  7 
Mayo.) 

IG  IVovIonibrc  iH9H.  Omisión  de  la  cita  en  que  debe 
fundarse  el  requerimiento^ 

Cuando  el  gobernador  civil,  al  requerir  de  inhibi- 
ción é,  un  Juzgado  ó  Tribunal,  se  limita  á  exponer 
las  razones  que  le  asisten  para  reclamar  el  conoci- 
miento del  asunto,  dejando  de  mencionar  las  leyes  ó 
disposiciones  en  que  se  apoye,  constituj'e  esta  omi- 
sión un  vicio  que,  mientras  no  sea  debidamente  sub- 
sanado, impide  la  decisión  del  conflicto...  (R.  D.  16 
Noviembre  1878.— Gac.  J."^  Diciembre.) 

— La  misma  doctrina  en  decisiones  de  26  y  27  Junio 
de  1880  y  1.°  Julio  1885. 

•O  Junio  •«SO.     Citas  vagas  i  indeterminadas. 

«La  obligación  que  tienen  los  gobernadores  de 
citar  el  texto  de  la  disposición  en  que  apoyen  su 
competencia  para  reclamar  un  negocio  en  que  estén 
entendiendo  los  Tribunales  de  justicia  no  queda 
cumplida  sólo  con  citar  de  una  manera  vaga  y  gené- 
rica toda  la  legislación  que  rija  en  la  materia,  sino 
que  debe  citarse  el  artículo  expreso  de  la  lej'  ó  de  la 
Real  orden  que  atribuya  A  la  Administración  el  co- 
nocimiento del  caso  especial  de  que  se  trate. >  (Real 
decreto  26  Junio  1880.  — Gac.  29  Agosto.) 

— La  misma  doctrina  en  R,  D.  de  17  Diciembre  1881. 

tO  Dlolcnibrí^  INÍHO.  «Está  ya  declarado  con  re- 
petición que  el  art  67  del  reglamento  de  25  de  Sep- 
tiembre de  1863...  no  queda  cumplido   con  aólo  citar 


una  ley  ó  reglamento  cuando  éstos  contienen  varios 
artículos  ó  disposiciones,  sino  que  es  necesario  que 
se  exprese  el  texto  del  artículo,  en  virtud  del  cual, 
por  pertenecer  el  asunto  A  las  atribuciones  de  la 
Administración,  se  reclama  para  ésta  el  conocimien- 
to del  mismo.»  (R.  D.  20  Diciembre  1880. — Gac.  5  Enero 
de  1881.) 

— La  misma  doctrina  en  Rs.  Ds.  de  24  Abril  y  2  Di- 
ciembre 1881,  30  Enero  y  25  Julio  1884,  y  9  Abril  1887. 

R.  «.  4  Ulclcuibre  iííSS.  El  requerimiento  de 
inhibición  en  el  cual  se  citan  solamente  resoluciones 
recaídas  en  casos  particulares,  así  en  Reales  decre- 
tos A  consulta  del  Consejo  de  Estado,  como  en  sen- 
tencias dictadas  por  el  T.  S,,  y  de  una  manera  gene- 
ral las  leyes  de  aguas  y  puertos  y  la  de25de  Septiem- 
bre de  18G3,  no  llena  los  requisitos  exigidos  por  el 
art.  57  del  reglamento  de  la  referida  fecha,  sobre  cita 
de  la  disposición  legal  que  atribuya  A  la  autoridad 
re(|uirentG  el  conociiuiento  del  asunto.  (R.  D.  4  Di- 
ciembre 1883.- Gac.  11  id.) 

tS  Febrero  lítííO.  No  basta  en  el  requerimiento 
manifestar  las  razones  que  asistan  A  la  autoridad 
gubernativa  para  reclamar  el  conocimiento  del  ne- 
gocio, sino  que  es  necesario  citar  la  disposición  ex- 
Í)resa  que  la  atrilíuye  tal  conocimiento.  (R.  D,  de  25 
l'ebrero  1889.- Gac.  ¿3  Marzo.) 

—  Otro  caso  igual  en  R.  D,  de  20  Mayo  1889. 

flO  Abril  lí»í»».  No  se  cumple  el  art.  8.°  delR.  D. 
de  8  de  Septiembre  de  1887  «con  sólo  citar  las  dispo- 
siciones que  facultan  A  los  gobernadores  para  pro- 
mover cuestiones  de  competencia,  sino  que  os  indis- 
pensable la  cita  del  texto  legal  en  virtud  del  que 
corresponda  el  conocimiento  del  asunto  A  los  mis- 
mos gobernadores,  ó  A  las  autoridades  que  de  elLjs 
dependan  ó  A  la  Administración  pública  en  gene- 
ral.» (R.  D.  16  Abril  18S9,  declarando  mal  suscitada 
otra  competencia.  — G«c.  6  Mayo.) 

1%  plolenibre  IHÍ*».  «Con  arreglo  A  la  jurispru- 
dencia establecida,  no  se  entiende  cumplido  el  texto 
del  art.  8."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887  con  l-a, 
cita  en  globo  de  leyes.  Reales  decretos,  reglamentos 
ó  instrucciones  que  constan  de  diversos  artículos  sin 
manifestar  expresamente  cuál  do  estos  últimos  es 
el  aplicable,  pues  de  lo  contrario  no  se  llenaría  el 
objeto  de  dicho  art.  8.'^,  que  no  es  otro  sino  dar  á  co- 
nocer al  Juzgado  la  disposición  concreta  en  que  la 
autoridad  gubernativa  apoya  su  requerimiento.» 
(R.  D.  12  Diciembre  1889.  — Gac.  I.'^  Febrero  1800.) 

Z  Julio  mOl.    Razonamiento  del  oficio  inhibitorio. 

Se  declara  mal  formada,  que  no  ha  lugar  A  deci- 
dirla y  lo  acordado,  la  competencia  suscitada  por 
el  gobernador  de  Segovía  al  Juzgado  de  la  capital, 
porque  el  gobernador,  limitAndose  tan  sólo  A  citar 
disposiciones  legales,  no  ha  alegado  razón  alguna 
en  el  oficio  de  requerimiento  al  Juzgado  para  justi- 
ficar su  competencia,  con  infracción  manifiesta  del 
art  8."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887.  (R.  D.  2 
Julio  1891.— Gac.  12  id.) 

—Igual  decisión  en  R,  D.  de  3  de  Mayo  de  1890  on 
competencia  suscitada  por  el  gobernador  de  Cuen- 
ca. (Gac.  20  id.) 

—  Otra  decisión  igual  en  otra  competencia  en  quo 
el  gobernador  se  limitó  A  citar  resoluciones  recaí- 
das en  casos  particulares  (otras  competencias)  y  va- 
gamente disposiciones  que  contienen  varios  artícu- 
los. (R.  D.  20  Marzo  1890.— Gac.  25  id.) 

W. — .%.€|iilén  debe  illrl{t¡lr<>!(e  el  rri|(ierl<iilcn(o: 
JiieceM  de  InMtriicelón:  UelegndoM. 

ff  Abril  IMSO.  Es  vicio  sustancial,  conformo  al 
art.  57  del  Reg.  de  25  de  Septiembre  de  1863,  dar- 
se por  requerido  el  juez  que  ha  dejado  de  enten- 
der en  el  negocio  por  haber  admitido  la  apelación, 
pues  en  vez  de  darse  por  requerido  debió  contestar 
al  gobernador  que  estando  el  asunto  bajo  la  juris- 
dicción del  Tribunal  superior,  con  el  mismo  habla 
de  ventilar  la  contienda  de  competencia.  (R.  D.  9 
Abril  1879.— Gac.  21  Mayo.) 

— La  misma  doctrina  en  R.  D.  15  Diciembre  1884. 

í»  Junio  IM90.  «Es  condición  necesaria  para 
que  exista  verdadero  conflicto  de  jurisdicción,  la  de 
que  al  tiempo  de  ser  requerido  de  inhibición  un  Tri- 
bunal ó  Juzgado  se  halle  entendiendo  en  el  asunto  A  quo 
el  requerimiento  se  refiere.»  (R.  D.  28  Junio  1879.— 
Gac.  10  Julio.) 

4  Apow(o  l««l.  Confirmado  un  auto  restitiito- 
rio  por  la  Audiencia  de  Valencia,  se  devolvieron  laa 
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nctnaciones  al  inferior,  y  en  este  estado  el  gnberna- 
clor  de  Alicante  requirió  de  inhibición  A  la  Sala  de 
1..  civil  de  dicha  Audiencia,  promoviéndose  contien- 
da de  jurisdicción,  que  se  declara  mal  formada  y 
que  no  ha  lugar  á  decidirla: 

•  Considerando:  Que  no  pudo  ser  requerido  el  Tri- 
bunal que  no  conocía  del  negocio,  ni  debió  trami- 
tarse el  incidente  de  competencia,  sino  limitarse  á 
poner  en  conocimiento  del  gobernador  que  los  autos 
radicaban  en  el  Juzgado  de  Mouóvar  para  que  á  éste 
se  hiciera  en  forma  el  requerimiento....  (E.  D. 4 Ases- 
to ISSl — Uac.  3  Septiembre.) 

«O  Moplloiiiltro  I«|«|.    La  competencia  debe  enten- 
derse con  el  jiir:  ü  Tribunal  que  está  conociendo,  aunque  ' 
haya  diclado  sentencia. 

Seguida  causa  contra  el  alcalde  de  Carcedo  de  En- 
redo por  detención  ilegal,  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Burgos  dictó  sentencia  condenato- 
ria en  17  de  Agosto  de  18S0,  y  habiendo  sido  requeri- 
da de  inhibición  en  18  del  mismo  mes  por  el  gober- 
nador de  la  provincia,  resolvió  el  día  23  no  haber  lu- 
gar á  decidir  sobre  la  competencia,  porque  en  la 
causa  sólo  tenia  facultad  para  entender  el  T.  S. 
para  ante  el  cual  había  preparado  el  acusado  recur- 
so de  casación;  y  con  el  objeto  de  que  pudiera  for- 
malizarle, acordó  la  Sala  en  2  de  Octubre  que  se  ex- 
pidiese testimonio  de  la  sentencia  dictada. Elevado 
el  expediente  de  competencia  al  Gobierno,  se  decla- 
ra mal  formada  y  que  no  ha  lugar  á  decidirla: 

•  Considerando:  1."  Que  si  bien  la  Sala...  había  dic- 
tado sentencia  en  la  causa  contra  el  alcalde  de  Car- 
cedo  de  Buredo,  no  era  ésta  firme  cuando  se  le  hizo 
por  el  gobernador  de  la  provincia  el  requerimiento 
de  inhibición,  y  además  estaba  todavía  conociendo 
délos  antns,  toda  vez  que  indebidamente  proveyó 
después  de  requerida  al  escrito  en  que  se  preparaba 
el  recurso  de  casación: 

2.°  Que  debiendo  dirigirse  el  requerimiento  al 
Xribuual  ó  Juzgado  que  conozca  de  los  autos  al 
tiempo  en  que  aquél  se  hace,  es  indudable  que,  mien- 
tras la  sentencia  recaída  no  tenga  el  carácter  de  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  conoce  del  asun- 
to la  autoridad  que  ha  de  proveer  á  los  escritos  en 
que  se  preparen  ó  interpongan  los  recursos  que  con- 
tra dicha  sentencia  conocían  las  leyes: 

8.°  Que  encontrándose  en  este  caso  la  Sala  re- 
querida, debió  dictar  auto  motivado  declarándose 
competente  ó  incompetente;  y  al  limitarse  á  proveer 
que  no  había  lugar  á  resolver  la  cuestión  de  compe- 
tencia por  haber  dejado  ya  de  conocer  en  el  asunto 
el  Iribunalre-iuerido,  prescindió  de  lo  dispuesto  en 
el  art.eodel  Reg.  de2o  de  Septiembre  de  186:^  ante- 
riormente citado..  (H.  D.  19  Septiembre  18Sl.-(?a- 
ceta  3  Octubre.) 

3  Junio  IS»t3  y  otras.  Jueces  de  instrucción  fEra 
a  estos  o  a  las  Audiencias  d  quienes  debía  dirinirse  el  re- 
querimiento'^ 

La  doctrina  de  que  los  jueces  instructores  no  po- 
dían sostener  cuestiones  de  competencia  en  las  cau- 
sas cuyos  sumarios  instruían,  se  fundaba  en  que 
Sido  puede  abandonar  y  sostener  la  jurisdicción  el 
juez  que  la  tiene  para  conocer  del  fondo  del  asun- 

1°'  í.^^ii?/  '"■/o-i'^r  "^i  '^"'^  ^«S-  <>«  25  de  Septiem- 
bre de  1863  y  4."  de  la  ley  adi"ion.al  á  la  orgánica 
del  Poder  judicial,  se  ha  establecido  en  muchas  de- 
cisionesde  competencia,  de  22  de  Noviembre  de  18'S3 
31  de  Marzo,  23  y  28  de  Mayo  y  5  de  Octubre  de  1884 
y  J  de  Enero  y  5  de  Agosto  de  1885. 

La  declariición  más  expresiva  y  fundada  sobre  la 
materia,  es  la  dictada  en  la  competencia  que  susci- 
tó el  gobernador  de  Madrid  á  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  la  causa  formada 
al  jele  de  Orden  público,  D.  José  Oliver,  por  haber 
penetrado  violentamente  en  la  Universidad  central 
desconociendo  y  desacatando,  en  unión  de  los  Guar- 
dias que  le  acompañaban,  la  autoridad  del  rector 
é  hiriendo  á  algunos  estudiantes.  La  Sala  dictó  auto 
declarando  que  aljuez  de  instrucción  de  la  Universi- 
dad correspondía  conocer  de  la  competencia,  puesto 
que  la  causa  estaba  en  sumario,  y  conocía  con  juris- 
dicción exclusiva.  El  juez  tramitó  la  competencia  y, 

'  Fué  una  cuestión  dudosa  la  de  si  los  jueces  instructo- 
res podían  o  no  sostener  competencias  con  la  Administra- 
ción en  los  juicios  criminales.  Pero  toda  incerlidumhre 
ha  desaparecido  desde  que  el  R.  D.  de  8  de  ¡septiembre  de 
1.SS7  declara  en  su  art.  5."  la  /'acuitad  de  los  jueces  para 
sostener  las  competencias  mientras  las  causas  estén  en 
sumario. 


COMPETENCIAS (Jtiri.iprudenciu.) 


declarándose  competente  é  insistiendo  el  goberna 
dor  en  el  requerimiento,  se  elevaron  las  actuacio 
nes  al  LTobierno,  que  declara  mal  formada  la  compe- 
tencia, que  no  ha  lugar  d  decidirla  y  le  acordado,  por- 
que á  quien  correspondía  haber  sostenido  aquélla 
no  era  al  juez  de  instrucción,  sino  á  la  Sala  de  la 
Audiencia,  con  vista  de  los  art.  57  y  párrafo  segundo 
del  59  del  Reg.  de  25  de  Septiembre  de  ISM,  de  la  ley 
adicional  á  la  orgánica  del  Poder  judicial  y  de  la  de 
i-nj.  cnm.  (R.  I).  3  Junio  1885.— Giic.  tí  Ji/n/o.) 

<«l>loli>nibre<8f<9>.  Es  un  vicio  sustancial  que 
impide  decidir  la  competencia  el  dirigir  el  requeri- 
miento á  la  Audiencia  de  lo  criminal,  porque  según 
el  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1«87,  á  los  jueces  de 
instrucción  corresponde  entender  en  las  competen- 
cias que  suscita  la  Administración  mientras  se  hal'e 
el  proceso  en  el  periodo  de  sumario.  (R.  D.  26  Diciem- 
bre 1887.— Gac.  2."/  id.) 

•  *t  Enero  f  SS».    Juicios  en  apelación. 

Los  requerimientos  deben  hacerse  aljuez  ó  Tribu- 
nal que  esté  conociendo  en  el  asunto,  y  consiguien- 
temen-te  en  caso  de  apelación  admitida  en  ambos 
efectos  debe  hacerse  al  que  conozca  de  ella,  que  es 
el  que  tiene  facultad  para  sustanciarla,  sin  que  pue- 
da subsanar  la  falta  ó  vicio  sustancial,  el  encargo 
hecho  por  el  Tribunal  que  conoce  de  la  apelación  al 
juez  inferior  para  que  sustancie  la  competencia  y 
resuelva  sobre  la  inhibición.  ÍR.  D.  18  Enero  1889.— 
Gac.  ■je  id.) 

—Otro  caso  análogo  decidido  por  R.  D.  de  20  de 

Abril  de  1891  declarando  mal  formada  una  compe- 
tencia por  haberla  sustanciado  el  juez  municipal  y 
no  el  instructor  que  conocía  de  los  autos  en  apela- 
ción, (liac.  23  id.) 

3  Hu>o  l^»0.  Las  competencias  suscitadas  á  las 
Audiencias  y  sostenidas  por  éstas,  mientras  las  cau- 
sas están  en  sumario  no  procede  decidirlas  por  mal 
formadas.  (Rs.  Ds.  3  Mayo  y  17  Junio  1890  y  otroi 
muchos.) 

«O  Aiirll  ISOI.  Jueces  delefados:  Ko  debe  dirigirse 
d  ellos  el  requerimiento, sino  al  Tribunal  delegante. 

Se  declara  mal  formada  y  que  no  ha  lugar  á  deci- 
dir una  competencia  suscitada  á  juez  instructor  que 
conocía  en  el  sumario  por  delegación,  porque  en  tal 
concepto  carecía  de  jurisdicción  en  el  proceso,  aun- 
que éste  estuviera  en  el  periodo  de  sumario,  y  está 
terminante  el  art.  5."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre 
de  1887.  (R.  D.  20  Abril  1891. -Gac.  24  id.) 

t  Julio  IMOI.  Más  sobre  competencia  de  jueces  de- 
legados: Inteligencia  del  art.  SOS  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 

Denunciados  como  constitutivos  de  delito  ciertos 
hechos  que  se  atribuían  A  un  alcalde  y  concejales,  la 
Audiencia  de  Lerma  se  declaró  competente  para 
instruir  el  sumario  por  tratarse  de  un  Ayuntamien- 
to y  delegó  en  el  juez  instructor  de  la  circunscrip- 
ciÓR.  El  gobernador  de  Burgosrequirió  de  inhibición 
al  Juzgado,  contestándose  por  éste  que  se  encontra- 
ba instruyendo  el  sumario  á  que  el  requerimiento  se 
referia,  por  delegación  déla  Audiencia,  k  la  cual  de- 
bía dirigirse  si  lo  creía  conveniente.  En  vista  de  esto 
el  gobernador  reprodujo  su  requerimiento  á  la  Au- 
diencia, la  que,  á  su  vez,  hizo  presente  á  la  Autori- 
dad gubernativa  que  dicho  requerimiento  debía  ha- 
cerlo al  juez  de  instrucción,  por  hallarse  en  sumario 
la  causa,  y  obrar  el  mismo  juez  por  delegación  de 
aquella  Sala,  con  jurisdicción  propia  é  independien-  ' 
te,  según  el  final  del  párrafo  tercero  del  art.  303  de 
la  ley  de  Enj.  crim.;  y  vuelto  á  dirigir  el  requerimien- 
to de  inhibición  al  Juzgado,  éste  sustanció  el  con- 
flicto dictando  auto,  por  el  que  se  declaró  compe-  ■ 
tente,  alegando  las  razones  que  creyó  oportunas. 
Comunicado  al  gobernador,  oída  la  Comisión  pro- 
vincial, insistió  en  su  requerimiento. 

Visto  el  art.  5."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
se  declara  mal  suscitada  la  competencia,  y  que  no  ha  lu- 
gar á  decidirla: 


«  Asi  como  antes  del  R.  D.  de  S  de  Septiembre  de  1887 
los  requerimientos  en  las  causas  criminales  debian  hacer- 
se á  las  Audiencias,  según  el  Cjnsejo  de  Estado,  i/  no  d  los 
jueces  de  instrucción,  y  era  vicio  sustancial  que  impedia 
decidirla  competenciael  entenderseel  requerimiento  con 
los  referidos  jueces,  desde  dicho  decreto  deben  hacerse  los 
requerimientos,  durante  el  sumario,  á  los  jueces  de  ins- 
trucción, y  de  lo  contrario  se  declarará  mal  formada  la 
competencia,  como  te  re  en  las  decisiones  que  siguen. 
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«Considerando:  1.°  Que  siiscitada  la  presente  con- 
tienda de  competencia  al  juez  de  instrucción,  que 
sólo  conocía  del  sumario  como  delegado  de  la  Au- 
diencia, á,  quien  con  arreglo  á  la  ley  correspondía 
instruirle,  es  indudable  que  radicando  la  jurisdic- 
ción en  el  Tribunal  delegante,  A  éste  debió  dirigirse 
el  requerimiento,  sustanciándose  por  el  mismo  el 
conflicto: 

2.'*  Que  el  párrafo  tercero  del  art.  303  de  la  lej'  de 
Enj.  crim.,  invocado  por  la  Audiencia  para  mani- 
festar al  gobernador  que  debía  dirigirse  al  Juzgado 
de  instrucción  en  la  competencia  que  promovía,  sólo 
se  refiere  al  nombramiento  de  jueces  especiales,  y  de 
ninguna  manera  á  los  que  por  sus  superiores  son  de- 
legados para  ia  práctica  de  algunas  diligencias,  lo 
cual  demuestra  que  la  referida  Audiencia  indujo  con 
error  evidente  ¡I  la  autoridad  gubernatis'a  A  que  hi- 
ciera un  requerimiento  contrario  A  la  ley,  por  ser 
dirigido  A  funcionario  que  para  su  conocimiento  ca- 
recía de  jurisdicción.  (R.  D.  2  Julio  189Í. -Gac.  17  id.) 

TI.— Kfecto  del  rec|uerlinlciito  Inhibitorio. 

fli  Af^OMlo  1*5*.  El  efecto  que  surte  el  requeri- 
miento de  inhibición  es  la  suspensión  instantánea 
de  toda  actiiación  (^diligencia  que  no  conduzcan  á 
sustanciar  el  incidente  de  competencia,  siendo  apli- 
cable en  otro  caso  el  art.  309  del  C.  P.  (D.  11  Agos- 
to 1852.) 

30  !%ovlomhre  1953  y  otra».  Como  el  objeto  del 
art.  68  del  Reg.  de  1863  es  impedir  la  adopción  de 
toda  providencia  desde  que  por  la  provocación  del 
conflicto  se  hace  dudosa  la  jurisdicción,  no  puede 
■  menos  de  considerarse  extensiva  al  requirente  esta 
disposición,  en  los  casos  en  que  lo  permita  la  mate- 
ria de  la  disjtuta,  y  que  ésta  no  sea  de  naturaleza 
urgente.  Es  decir,  que  los  gobernadores  ó  autorida- 
des administrativas  deben  suspender  también  todo 
procedimiento  en  el  asunto,  siendo  nulo  si  no  todo 
lo  actuado.  fDs.  30  Noviembre  1853,  25  Julio  1868,  10 
Diciembre  1869  y  2  Noviembre  1875.) 

Í5  Junio  IHÍO.  «Según  so  ha  declarado  repeti- 
das veces,  son  nulas  é  ineficaces  cuantas  diligencias 
referentes  al  fondo  del  asunto  se  practiquen  por 
cualquiera  de  las  dos  autoridades  contendientes, 
una  vez  provocada  y  aceptada  la  competencia.» 
(Doctrina  consignada  decidiendo  con  acordado  una 
competencia  entre  el  gobernador  de  Málaga  y  el 
jnez  de  Campillos.  R.  D.  15  Junio  1879.— Gac.  5  Julio.) 

<0  Enoro  iS^I.  Nulidad  de  actuaciones  judiciales 
i  iíidecisión  de  rpcursto  de  casación,  por  lo  dispitesto  en  el 
art.  58  del  regla,mpnto. 

Doña  Teresa  Sola  y  doña  Teresa  Iglesias  entabla- 
ron interdicto  de  recobrar  contra  D.  Salvador  Co- 
rrons,  y  sustanciado  sin  aiidiencia  del  despojante, 
se  dictó  auto  r'estitutorio,  después  del  cual  compa- 
reció el  demandado  en  los  autos  y  propuso  la  decli- 
natoria de  jurisdicción  en  favor  de  la  Administra- 
ción activa.  Pendiente  el  asunto  de  seña'anaionto 
de  día  para  la  vista,  el  gobernador  de  Barcelona  re- 
quirió de  inhibiíñón  al  Juzgado  de  Tarrasa  que  co- 
nocía de  él,  y  habiendo  declarado  la  autoridad  ju- 
dicial no  haber  lugar  ni  A  la  declinatoria  propuesta 
por  Corrons,  ni  A  la  inhibitoria  deducida  por  el  go- 
bernador, apeló  el  demandado  para  ante  la  Audien- 
cia, que  deaostimó  la  inhibición  y  declaró  haber  lu- 
gar á  la  declinatoria.  Doña  Teresa  SolA  y  dofia  Te- 
resa Iglesias  interpusieron  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  y  el  T.  S., 

«Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 5S  del  Reg.  de  25  de  Septiembre  de  1863  »...  el 
requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el  goberna- 
dor civil  produce  en  el  Tribxmal  ó  Juzgad  >  requeri- 
do el  efecto  de  suspender  todo  procedimiento  en  el 
asunto  A  que  se  refiera,  siendo  desde  entonces  ilegal 
y  nxilo  el  que  no  conduzca  A  sustanciar  el  incidente 
de  competencia:...» 

Declara  no  haber  lugar  á  decidirle  y  manda  que 
"se  libre  certificación  A  la  Audiencia  de  Barcelona 
con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido; 
para  que  devolviendo  los  autos  al  Juzgado  de  Ta- 


•  El  art.  f)S  del  Retj.  de  1803,  está  copiado  literalmen- 
te  en  (ti  párra''o  primero,  art.  fi.°  dpi  R.  D.  de  8  de  Sep- 
tiembre de  1SS7,  pero  es  importante  la  adición  que  éste 
contiene  en  el  segundo  párrafo  de  qup  los  júncea  de  ins- 
truc'ión  piipdm  senuir  prar.ticajido  las  diligencias  más 
urgentes  y  necesarias  para  la  comprobación  del  Jiprho, 
absteniéndose  en  todo  caso  de  dictar  auto  de  procesa- 
miéixto  ni  de  detención^ 


rrasa  disponga  que  por  el  mismo,  y  teniendo  prf>  u- 
te  su  estado,  se  sustancie  con  arreglo  A  dnrecho, 
hasta  terminarlo,  el  incidente  de  competi^ueia  pro- 
movido por  el  gobernador  civil  y  lo  acordado.»  ("Sen- 
tencia  del  T.  S.,  29  Enero  1881.— Gaceíaa  de  la  Sala  1.*, 
pAg.  105.) 

«O  Foliroro  lASV.  El  conflicto  jurisdiccional  en- 
tre la  Administración  y  la  autoridad  judicial,  sólo 
puede  terminar  por  desistimiento  del  gobernador  ó 
por  decisión  del  Crobierno,  según  el  art.  58  del  regla- 
mento de  25  de  Septiembre  de  1863,  debiendo  durar 
entre  tanto  la  suspensión  de  los  procedimientos 
acordada  con  arreglo  al  mismo  artículo;  y  por  mAa 
que  el  gobernador  no  haya  cumplido  con  el  ar- 
tículo 64,  que  le  ordena  insista  ó  desista  de  la  com- 
petenc'a  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que 
el  juez  le  comunica  que  mantiene  la  suya,  la  cir- 
cunstancia de  haber  resuelto  fuera  de  ese  plazo  no 
autoriza  al  juez  para  levantar  la  suspensión  del  jui- 
cio origen  de  la  contienda,  bajo  el  concepto  de  que 
el  gobernador  ha  desistido  de  ella,  porqiie  declara- 
ciones de  esta  índole  no  pixeden  suponerse;  y  por 
consiguiente  son  nulas  las  actuaciones  practicadas 
con  posterioridad  al  alzamiento  de  la  suspensión, 
(R.  D.  20  Febrero  18S2.-t;ac.  28  id.) 

Vil, — Aiicllonela  del  fflnlstcrlo  OmchI  y  partea: 
VInIii  púlillt'». 

4  y  I»  Febrero  l#*aí  y  otrns  El  no  haberse  cele- 
brado la  vista  del  artículo  de  competencia  se  ha  de- 
clarado en  varias  consultas  ser  un  vicio  sustancial 
de  la  tramitación.  {Dec.  i  y  18  Febrero  IHi?,  25  Marzo 
y  7  Octubre  1857,  y  15  Enero  1869.J 

II  *««»p(ii*nihre  |m.>0  y  otras  Cuando  no  se  oye 
A  alguna  do  las  partes,  aunque  hayan  promovido 
ellas  el  requerimiento,  está  mal  formada  la  compe- 
tencia, y  no  ha  lugar  A  decidirla.  fDec.  11  Septiem- 
bre 1850,  18  Octubre  id.,  8  Octubre  1851,  25  Marzo  1857, 
21  Febrero  1867  y  15  Enero  1869.) 

— La  misma  doctrina  en  Reales  decretos  de  12  y  30 
de  Marzo  y  26  de  Noviembre  de  1879  y  19  de  Abril 
de  1878. 

I«  Octiihro  l*NO  y  otras.  Visto  el  art.  60  del  re- 
glamento de  25  de  Septiembre  de  1863,  se  declara  mal 
form-ida  una  competencia: 

«Considerando  que  en  la  sustanciación  de  esta 
competencia  no  consta  que  el  juez  citara  A  las  par- 
tes y  al  Ministerio  fiscal  con  señalamiento  de  día 
para  la  vista  del  incidente,  ni  tampoco  qiie  este 
acto  se  celebrara,  omisiones  qxie  mientras  no  sean 
debidamente  subsadas  impiden  la  decisión  del  con- 
ficto.» {Real  decreto  19  Abril  1878,  Gac.  fí  Mayo.  -  Real 
decreto  15  Junio  1878,  Gac  7  Atfosto.  —  U.  T).  16  Julio 
1878,  Gac.  14  Aqo^fo.—U,  D.  31  Agosto  1878,  dar.  ífí  Sep^ 
tiembre.~U.  D.  12  Marzo  1879,  Qac.  27  Abril,— nobles 
decretos  5  Enero,  24  y  26  Junio,  16  y  17  Julio  y  16  Oc- 
tubre 1880.) 

— La  simple  citación  de  las  partes  para  vista  pú- 
blica no  es  bastante  para  que  se  considere  cumplido 
el  art.  60  del  reglamento  de  1863,  sino  qiie  ademAs  es 
preciso  que  la  vista  se  celebre.  (R.  D.  29  Marzo  1881, 
Qac.  15  Abril. -n.  D.  20  Mayo  1S81,  Gac.  fí  Junio.) 

—La  misma  doctrina  en  Rs.  Ds.  de  25  Abril  18S[,  27 
Noviembre  18S0,  16  Diciembre  1884,  2  Enero  18S5  y 
otros. 

R.  D.  30  Jtiilo  msi.  Audiencia  del  Ministerio  fiscal. 
El  .Juzgado  de  Segovia  sin  oir  al  Ministerio  fiscal, 
dictó  auto  declarando  no  haber  lugar  A  estimar 
como  requerimiento  de  competencia  una  comunica- 
ción del  gobernador  para  que  conociera  de  cierta 
demanda.  Elevado  el  conflicto  A  la  Superioridad,  se 
declara  mal  formada  esta  contienda  de  competen- 
cia negativa  porqiie  al  dejar  de  oir  al  Ministerio 
fiscal,  se  cometió  un  vicio  en  su  sustanciación.  (Real 
decreto  30  Julio  1887.— 9ac.  20  Agosto.) 

•  4  Octubre  l««*ft.  Necesidad  de  la  vista  pública  y 
de  la  remesa  de  actuaciones. 

DeclArase  mal  formada  una  competencia  promo- 
vida por  el  gobernador  de  Cádiz  al  coni't.ndaiite  ge- 
neral de  Ceuta,  como  autoridad  jiidicial  de  la  jilaza, 
considerando  lo  di'spuesto  en  los  arts.  11  y  19  del 
R.  D.  dM  s  Septiembre  18S7: 

«Considerando...:  Que  la  legislación  que  regula  los 
trámites  de  las  competencias  determina  de  una  ma- 
nera precisa  que  debe  celebrarse  la  vista  del  inci- 
■  dente,  cuyo  trámite  no  se  ha  cumplido  en  este  caso, 
lo  cual  constituye  un  vicio  en  el  procedimiento  quo 
impido  resolver  el  conflicto: 
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Y  que  la  autoridad  judicial,  si  bien  ha  remitido 
las  actuaciones  del  sumario  en  el  cual  se  ha  suscita- 
do la  competencia,  no  ha  acompañado  las  que  se 
relacionan  con  la  discusión  de  la  cuestión  jurisdic- 
cional, lo  cual  impide  examinar  si  se  han  observado 
los  trámites  establecidos,  y  apreciar  las  razones  en 
que  dicha  autoridad  y  los  que  han  debido  ser  oídos 
«n  el  expediente,  fundan  su  competencia. >  (K.  D.  24 
Octubre  ISSS.—Gac.  27  id,} 

Otro  nenl  tloeroto  de  Igual  fcrlia  declarando 
mal  formada  la  competencia  porqiie  el  Juzgado  <ha 
dejado  de  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  10,  toda  vez 
que  no  comunicó  el  asunto  A  cada  una  de  las  partes 
por  término  de  tres  días  para  que  expusieran  lo  que 
á  su  derecho  vieren  corresponderlos,  como  lo  hizo 
en  cuanto  al  Ministerio  fiscal.»  (R.  D.  24  Octubre  1888. 
^Gac.  28  id.) 

n.  O.  H  Octubre  1«S».  Se  declara  mal  formada 
una  competencia,  que  no  ha  lugar  A  decidirla,  y  lo 
acordado,  porqite  «la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña  ha  dejado  de  cumplir  en  la  sus- 
tanciación  de  esta  competencia  lo  dispuesto  en  el 
artículo  transcrito,  puesto  que  no  comunicó  el  espe- 
diente á  la  parte  denunciante,  lo  cual  constituye  un 
vicio  sustancial  en  el  procedimiento  que  impide  por 
ahora  la  resolución  del  conflicto.»  (R.  D.  8  Octubre 
1889 Gac.  10  Noviembre  ) 

— Otro  caso  exactamente  igual  al  anterior  en  Real 
decreto  de  la  misma  fecha,  publicado  en  la  Gaceta 
de  11  de  Noviembre. 

Bl.  I>.  H  Ootiilirc  iSít».  Citación  y  vista  pública: 
Instrucción  de  autos. 

Visto  el  art.  11  del  R  D.  de  1887,  se  declara  mal  for- 
mada una  competencia,  que  no  ha  lugar  á  decidirla, 
y  lo  acordado,  porque  «al  sustanciar  este  incidente 
de  competencia  el  juez,  sin  tener  presente  la  disposi- 
ción anteriormente  transcrita,  dejó  de  citar  alas  par- 
tes y  Ministerio  hscal,  con  señalamiento  de  día  para 
la  vista,  y  dictó  el  auto  declarándose  competente,  sin 
que  hubiera  tenido  lugar  dicha  vista  pública;  y  el 
juez  comunicó  también  los  autos  ¿i  los  que  no  eran 
partes  en  el  juicio,  y  sin  otra  razón  que  la  de  que  esos 
mismos  A  quienes  oyó  en  este  incidente,  tenían  tam- 
Tiién  reclamaciones  en  otros  autos  contra  el  deudor 
ejecutado,  sin  tener  presente  que  no  puede  hacerse 
extensivo  \\n  requerimiento  de  inhibición  más  que 
al  asunto  ó  pleito  en  que  se  promueve  ciiestión  ¡u- 
risdiccional.»  {R.  D.  8  Octubre  1839..— Gar.  13  No- 
viembre.) 

a.,  n.  lO  Junio  f  AOO.  Se  declara  mal  formada  la 
competencia  porqiie  el  Juzgado  ha  omitido  cumplir 
lo  dispuesto  en  el  citado  artículo  dejando  de  cele- 
brar la  diligencia  de  vista,  lo  cual  envuelve  un  vicio 
sustancial  en  el  procedimiento  que  impide  la  resolu- 
ción del  conflicto.  (R.  D.  16  Junio  1890.  — Gac.  24  Julio.) 

■30  Septiembre  tSOO  Falta  de  la  citación  debida 
al  Ministerio  fiscal:  Lo  que  corresponde  á  las  autoridades 
contendientes. 

Vistos  los  arts.  11  y  17  del  Real  decreto  de  8  de  Sep- 
tiembre de  18S7,  declara  el  Gobierno  mal  formada  una 
competencia,  que  no  ha  lugar  á  decidirla,  y  lo  acor- 
dado: 

•  Considerando:  1.°  Que  si  bien  hasta  el  presente, 
en  las  diligencias  que  se  instruyen  por  el  Juzgado, 
no  hay  mAs  partes  reconocidas  que  la  del  Ministerio 
fiscal,  A  óste  sólo  debió  citarse  para  la  vista  del  ar- 
ticulo de  competencia;  y  si  bien  es  verdad  que  el 
juez  mandó  citar  para  aquel  acto  al  fiscal  munici- 
pal, delegado  al  efecto  por  el  de  la  Audiencia,  es  lo 
cierto  que  el  funcionario  citado  alegó  justa  causa 
pura  no  intervenir  en  el  asunto,  con  lo  cual  quedó 
sin  cumplir  el  precepto  del  art.  11  del  Real  decreto 
de  8  de  Septiembre  de  18S7,  puesto  que  no  se  citó  al 
fiscal  de  la  Audiencia,  como  en  tal  caso  debió  hacer- 
In  el  JiTzgado. 

2.**  Que  sean  los  que  quieran  los  vicios  que  en  la 
Eustanciación  de  las  competencias  se  cometan  pop 
una  de  las  autoridades  contendientes,  no  toca  á  la 
otra  corregirlos  ni  enmendarlos,  sino  al  superior  je- 
rArquico  de  ambas;  ni  puede,  por  lo  tanto,  negarse 
ningxma  de  las  citadas  autoridades,  bajo  tales  pre- 
textos, A  llenar  y  cumplir  por  su  parte  los  trAmites 
y  requisitos  que  las  disposiciones  vigentes  lea  se- 
ñalan. 

a.**  Que,  por  lo  tanto,  al  dejar  el  gobernador  de 
insistir  ó  desistir  en  su  requerimiento,  bajo  pretexto 
de  que  el  Juzgado  no  había  celebrado  la  vista  de 
este  incidente,  dejó  de  cumplir  lo  preceptuado  en  el 


articulo  17  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  d© 
1887.»  (R.  D.  29  Septiembre  1890.— Gac.  6  Octubre.) 

VIH.— Autos  juillcinles:  siih  efectos. 

11  Harxo  l%53y  15  Enero  1SA9.  Ks  vicio  sus- 
tancial la  no  inserción  en  el  oficio  de  los  dictAme- 
nes  fiscales.  tDecs.  11  Marzo  ia57  y  15  Enero  1869.) 

15  Enero  ISftO-  La  inhibición  del  juez  ó  Tribunal 
obsta  á  la  C07Uinuación  de  la  competencia. 

<Es  condición  indispensable  para  que  se  sustancie 
en  segunda  instancia  el  artículo  de  competencia, 
que  se  haya  apelado  por  las  partes  ó  el  Ministerio 
fiscal  del  auto  en  que  el  juez  ó  Tribunal  de  primera 
instancia  se  hubiese  declarado  competente  ó  incom- 
petente. 

En  el  caso  de  que  no  exista  apelación  debe  tener- 
se como  firme  el  auto  de  primera  instancia  recaído 
en  el  incidente  de  competencia,  ya  se  sostenga  la 
jurisdicción  ordinaria,  ój'a  se  abandone  el  conoci- 
miento del  asunto  A  favor  de  la  Administración, 
puesto  qvLñ  así  se  deduce  natural  y  lógicamente  del 
mencionado  art.  61...»  (R.  D.  1.5  Enero  1880.— Gac.  i8 
Abril.) 

— Otro  caso  en  R.  D.  de  30  de  Diciembre  de  1580. 
(Gac.  14  Abril  188Í.) 

&  Octubre  1^84.  «De  la  misma  manera  que  al  de- 
sistir la  autoridad  gubernativa  de  la  comi)etencia, 
queda  expedita  la  jurisdicción  del  req\ierido,  cuan- 
do óste  se  inhibe  en  favor  de  la  Administración, 
abandona  aquélla  y  no  puede  recobrarla  de  nuevo 
para  conocer  del  asunto  de  que  se  ha  inhibido.»  (Real 
decreto  5  Octubre  1884.— Gac.  21  id.) 

Zé  Octubre  lí*Sí*.  Providencias  de  los  jueces  en  lo» 
expedientes  de  competencia, 

«Considerando:  1.**  Que  una  vez  dictado  el  auto  en 
que  el  Juzgado  de  Algeciras  sostuvo  su  jurisdicción 
y  no  interpuesta  apelación,  adquirió  el  carActer  de 
firme  y  no  pudo  el  Juzgado  inhibirse  después  del  co- 
nocimiento del  asunto,  siendo  nulo  el  auto  que  dic- 
tó en  ese  sentido.  (R.  D.  24  Octubre  1888.— Gac.  3  ^"0- 
viembre.) 

■í*  Julio  ISSO.  Se  declara  mal  formada  la  compC' 
tencia  con  vista  del  art.  16  del  decreto. 

«Considerando:  1.°  Que  una  vez  declarado  compe- 
tente el  Tribunal  requerido,  no  puede  volver  sobre 
el  auto  firme  en  que  asi  lo  consigne,  pues  de  otro 
modo  se  mermarían  las  facultades  soberanas  que 
atribuj'en  al  Rey  la  decisión   de  las   competencias: 

2.**  Que  los  Tribunales  requeridos  no  tienen  facul- 
tades para  declarar  que  existen  faltas  en  el  probe- 
dimiento  observado  para  su,scitar  las  competencias, 
siquiera  puedan  señalarlas  para  rechazar  el  reque- 
rimiento. (R.  D.  18  Julio  1889.-Gac.  1.'^  Agosto.} 

ITL. — üiueva  audiencia  de  la  Conil»l6n 
provincial. 

La  audiencia  del  Consejo  provincial,  hoy  de  la  CO' 
misión  provincial^  es  circunstancia  esencial  ó  indis- 
pensable en  ei  caso  A  que  se  refiere  el  art.  61  del  Re- 
glamento, y  su  omisión  es  un  vicio  sustancial  de  la 
tramitación  que  impide  decidir  la  competencia.  (De- 
cisiones 20  Agosto  1852,  22  Junio  1853,  25  Marzo  1857,  7 
Diciembre  1.8íj9,  26  Junio  1872  y  6  Marzo  1873.) 

f  I  lllclenibro  líüíí'.  «Sef^ún  el  art.  64  del  regla- 
mento, para  insistir  el  gobernador  en  su  requeri- 
miento de  inhibición,  está  obligado  A  oír  previa- 
mente A  la  Comisión  provincial,  como  trAmite  indis- 
pensable para  la  sustanciación  de  la  competencia; 
y  por  tanto,  la  omisión  de  tal  requisito  constituya 
un  vicio  sustancial  que  impide  la  resolución  del  con- 
flicto.» ÍR.  D.  21  Diciembre  1877,  Gac.  1.°  Enero  1878.— 
R.  D.  19  Abril  1878,  Gac.  28  Abril.-:Si.  D.  29  Noviem- 
bre 1884,  Gac.  19  Diciembre.) 

t>  %brll  lí*í*3.  La  audiencia  do  la  Comisión  pro- 
vincial, orden.ida  en  el  art.  64  del  Reg.  de  25  de  Sep- 
tiembre de  1863,  ha  de  verificarse  después  de  haber 
recibido  el  gobernador  el  exhorto  de  la  autoridad 
judicial  A  quien  requirió  de  inhibición  y  con  vista 
de  las  razones  alegadas  por  la  misma,  sin  que  pueda 
sustituir  ese  trAmite  el  dictamen  de  la  Comisión  emi- 
tido antes  de  suscitarse  el  conflicto.  (R.  D.  27  Abril 
1883.— Gac.  11  Mayo.) 

—La  misma  doctrina  en  los  Rs. -Ds.  de  25  de  Di- 
ciembre de  1886,  21  Octubre  188S  y  U  Marzo  18S9. 

IB  Febrero  l*i»AO.    Visto  el  art.  17  del  R.  D.  de  8 

de  Septiembre  do  1887,  se  declara  mal  formada  la 
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competencia  surgida  entre  el  gobernador  de  León  y 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid;  que 
no  ha  lugar  A  decidirla  y  lo  acordado,  porque  «al  in- 
sistir el  gobernador  en  su  requerimiento  dejó  do  oír 
á  la  Comisión  provincial,  según  previene  la  disposi- 
ción antes  citada,  y  la  omisión  de  este  requisito 
constituye  wn  vicio  en  la  tramitación  de  esta  com- 
petencia que  impide  por  ahora  la  resolución  del  con- 
flicto.» (R.  D.  16  Febrero  í8S9.—Qac.  3  Marzo.) 

B  Junio  i»OI.  Otro  caso  declarando  mal  forma- 
da la  competencia  surgida  entre  el  gobernador  de 
Almería  y  el  juez  de  Vera,  por  haber  insistido  aquél 
en  su  requerimiento  sin  oir  previamente  A  la  Comi- 
sión provincial,  y  faltando,  por  tanto,  al  art.  17  del 
E.  D.  de  8  de  Septiembre  de  lb87.  (R.  B.  6  Junio  1891,— 
Gac.  11  id.) 

— Otros  casos  ¡guales  en  Rs.  Ds.  de  9  Abril  y  6  Ju- 
nio 1891. 

X. — DeMlstlnklcnto  del  gobernailor. 

7  HarKO  I908.  Desde  que  el  gobernador  desiste 
ele  su  competencia  respecto  á  un  asunto,  no  hay  tér- 
minos hábiles  para  volverlo  á  reclamar,  quedando 
expedita  la  jurisdicción  del  requerido  para  seguir 
conociendo  del  negocio.  (Decis.  7  Marzo  1866.) 

— La  misma  doctrina  en  Rs.  Dees,  de  18  de  Jimio 
de  1878,  9  de  Febrero  de  1880, 15  de  Abril  y  20  de  Junio 
de  1881  y  13  de  Mayo  de  1882. 

R.  O.  30  AgONfo  E93A.  Contra  el  desistimiento  del 
gobernador  no  cabe  rectirso  al  Gobierno  *. 

Entablado  interdicto  de  recobrarpor  el  alcalde  de 
Alpera  contra  varios  vecinos  de  la  villa  por  haber 
distraído  de  su  curso  ciertas  aguas,  el  juez  de  Al- 
mansa  fué  requerido  de  inhibición  por  el  goberna- 
dor de  Albacete,  el  cual,  posteriormente,  se  declaró 
incompetente.  De  esta  resolución  se  alzó  el  referido 
alcalde  ante  el  Gobierno,  pidiendo  se  ordenase  al 
gobernador  sostuviese  la  contienda  ó  la  promoviese 
de  nuevo.  De  conformidad  con  el  dictamen  de  la 
Sección  de  Gobernación,  se  desestima  el  recurso  in- 
terpuesto, por  los  siguientes  motivos: 

•Él  art.  65  del  reglamento...  previene  que  «si  el  go- 
bernador desistiese  de  la  competencia,  quedará  sin 
más  trámites  expedito  el  ejercicio  de  su  jurisdicción 
ítl  requerido,  y  proseguirá  conociendo  del  negocio». 

De  esta  declaración  y  de  las  facultades  privativas 
que  corresponden  al  gobernador  para  promover  con- 
tiendas de  atribuciones,  se  deduce  fácilmente  que, 
una  vez  apartada  dicha  autoridad  del  conocimiento 
del  asunto,  cesa  el  conflicto  y  no  puede  volverse  A 
suscitar  por  la  misma  causa,  en  razón  al  carácter 
firme  y  ejecutorio  que  tienen  las  providencias  de 
desistimiento. 

No  cabe,  pues,  recurso  alguno  administrativo  ante 
el  Gobierno;  por  lo  cual,  y  sin  perjuicio  de  la  excep- 
ción de  la  incompetencia  que  puede  dediicir  el  Ayun- 
tamiento ante  los  Tribunales  en  eljuicio  entablado, 
de  donde  pueda  resultar  un  conflicto  negativo  de 
Atribuciones,  opinan  las  Secciones  que  es  improce- 
dente la  apelación  interpuesta.»  Y  así  se  resuelve. 
(R.  O.  30  Agosto  1878.— Gac.  10  Septiembre.) 

•O  Ahrll  l«^t .  Es  imposible  decidir  el  conflicto  an- 
,tfS  de  resolver  la  alzada  contra  acuerdo  del  gobernador 
desistiendo  de  la  competencia. 

Apelada  para  ante  el  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción una  providencia  del  gobernador  de  Liigo  desis- 
tiendo de  la  competencia  que  había  suscitado  al 
juez  municipal  de  Valle  de  Oro,  se  elevaron  al  Go- 
bierno los  autos  y  expediente  déla  contienda  juris- 
diccional. De  conformidad  con  el  dictamen  del  Con- 
cejo de  Estado,  y  vistos  los  arts.  64  y  65  del  Reg.  de 
2o  de  Septiembre  de  1^63,  se  declara  que  no  ha  lugar 
A  resolver  el  conflicto,  considerando: 

«Que  interpretados  por  la  jiirisprudencia  dichos 
artículos  en  sentido  de  que  procede  la  apelación 
contra  el  acuerdo  en  que  los  gobernailores  desistan 
de  la  competencia,  es  indudable  que  hasta  tanto  que 
dicho  recurso  se  decida  no  puede  decirse  legalmente 
que  la  autoridad  administrativa  ha  insistido  ó  no 
«n  estimarse  competente. 

Y  quo  pendiente  la  apelación  interpxaesta  mien- 


*  Esta  misma  doctrina  se  reproduce  en  oíra.'»  dos  Rea- 
les órdenes  de  19  y  20  de  Jtinio  de  1880; pero  f.stá  en  abier- 
ta contradicción  con  la  que  S"  ha  establecido  posterior- 
vtente,  y  de  la  cual  presentamos  á  continuación  algunos 
ejemplos » 


tras  no  sea  confirmado  ó  revocado  el  acuerdo  del 
gobernador,  el  conflicto  no  se  halla  en  estado  de  de- 
cisión definitiva.»  (R.  D.20Abrill882.— Gac.  1.°  Julio.) 

«4  Febrt^ro  1884.  Cuando  el  desistimiento  del 
gobernador  es  apelado,  continiia  el  conflicto  hasta 
su  decisión,  ^jorque  obrando  los  gol)ernadores  como 
delegados  del  poder  central,  no  podía  éste  dejar 
abandonada  al  libre  criterio  de  los  mismos  una  cues- 
tión tan  grave  como  la  de  jurisdicción.  {R.  D.  21  Fe- 
brero 1884.— tíac.  20  Marzo.) 

31  .llrtrzo  1884.  La  apelacióti  del  desistimiento  del 
gobernador  no  causa  efecto  si  no  se  hace  ante  el  Ministro 
comjyetente. 

Entablado  interdicto  de  recobrar  la  posesión  de 
una  finca  vendida  por  el  Estado,  el  gobernador  de 
León  requirió  de  inhibición  al  juez  de  Valencia  de 
Don  Juan,  que  se  declaró  competente;  y  comunica- 
da esta  resolución  al  gobernador,  desistió  el  mismo 
de  su  competencia.  Apelada  la  providencia  de  desis- 
timiento para  ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
este  Centro  la  revocó,  mandando  al  gobernador  que 
insistiese  enla  competencia.  El  gobernador  requirió 
nuevamente  al  Juzgado,  y  tramitado  el  conflicto, 
declara  el  Gobierno,  con  vista  del  art.  65  del  Reg.  de 
25  de  Septiembre  de  1863,  que  no  ha  lugar  á  decidirle, 
por  estar  ya  teminado  en  virtud  del  desistimiento 
del  gobernador: 

«Considerando:  1.*'  Que  suscitado  el  presente  con- 
flicto por  el  gobernador  de  la  provincia,  A  instancia 
de  D.  Saturnino  Ruiz  Prieto,  la  autoridad  requiren- 
te,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  disistió 
de  su  requerimiento,  y  apelada  esta  providencia  an- 
te el  Ministerio  de  la  Gobernación,  fué  revocada  por 
dicho  Centro,  mandando  al  gobernador  insistir  en 
la  competencia: 

2.*»  Que  siendo  la  materia  que  ha  dado  lugar  al 
conflicto  la  venta  de  una  finca  procedente  de  bienes 
nacionales,  la  apelación  que  de  la  providencia  de 
desistimiento  dictada  por  el  gobernador  se  interpu- 
siera debió  haberse  tramitado  y  resuelto  por  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  qxio  es  el  Centro  administrati- 
vo á  quien  la  ley  encomienda  todo  lo  relativo  A  las 
ventas  de  bienes  nacionales  y  sus  incidencias: 

3.°  Que  al  resolver  el  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción sobre  un  asunto  y  materia  que  no  era  de  sus 
atribuciones  obró  con  notoria  incompetencia,  y  por 
lo  mismo  la  resolución  dictada  en  4  de  Mayo  de  1888 
no  puede  apreciarse  para  considerar  subsistente  el 
conflicto: 

4.°  Que,  por  lo  tanto,  hay  únicamente  que  apre- 
ciar en  el  presente  caso  la  providencia  de  desisti- 
miento del  gobernador,  la  cual  puso  término  á  la 
contienda  ,  toda  vez  que  al  insistir  de  nuevo  lo  hizo 
en  virtud  de  mandato  de  un  Centro  que  carecía  de 
atribuciones  para  ello.»  (R.  D.  31  Marzo  18S4,— Gac.  16 
Abril.) 

— La  misma  doctrina  en  R.  D.  <lo  5  fio  .%hrll  de 
■881,  con  la  sola  diferencia  de  que  la  providencia 
de  desistimiento  apelada  para  ante  el  Ministerio  de 
la  Gobernación,  debió  serlo  para  ante  el  de  Fomen- 
to, por  tratarse  de  un  asunto  de  aguas.  (Oaceta  30 
Mayo.) 

R.  n.  fl."»  Mayo  1883^-  Los  gobernadores  no  pueden 
requerir  de  inhibición  después  de  haber  desistido  del  re- 
querimiento. 

El  gobernador  de  Almería  suscitó  compotencia  al 
juez  de  la  capital  que  conocía  de  un  interdicto,  de- 
sistió de  ella,  yal  llevarse  A  efecto  el  auto  res  ti  tuto- 
rio  recaído  en  el  juicio,  requirió  de  nuevo  al  juee 
para  que  se  inhibiera  de  su  conocimiento.  El  Gobier- 
no declara  que  no  ha  podido  suscitarse  la  contien- 
da, vistos  los  arts.  65  del  Reg.  de  25"de  Septiembre  de 
iH'iS  y29,  párrafo  segundo  de  la  ley  provincial,  y  con- 
siderando: «Que  el  reglamento  y  la  jurisprudencia 
no  autorizan  A  los  gobernadores  para  provocar  se- 
gunda vez  la  competencia  cuando  antes  desistieron 
de  ella;  que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  29  de 
la  ley  provincial  los  gobernadores  no  pueden  revo- 
car ni  modificar  las  resoluciones  que  adopten  acer- 
ca de  las  competencias  A  favor  de  la  Administra- 
ción y  «que  del  literal  contexto  del  citado  art.  29  de 
la  ley  provincial  no  puede  deducirse  que  la  prohibi- 
ción impuesta  A  los  gobernadores  de  modificar  ó  re- 
vocar las  resoUiciones  que  adopten  acerca  de  las 
competencias  tenga  aplicación  única  y  exclixsiva- 
mente  A  las  que  dicten  sosteniendo  las  que  corres- 
jjpndan  A  la  Administración  y  no  Alas  qup  Acuerdan 
en  contrario  sentido,  puesto  quo  si  tal  hubiera  sido 
el  pensamiento  del  legisIador,.ea  rez  de  referirse  la 
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prohibiciÓQ  k  todas  las  resoluciones,  sin  distinción, 
adoptadas  en  las  competencias  á  favor  de  la  Admi- 
nistración, se  habría  limitado  á  las  resoluciones 
que  se  dictaran  sosteniendo  la  que  compete  á  la  Ad- 
ministración.» íR.  D.  15  Mayo  1887.— Gac.  20  id.) 

R.  O.  ÍO  Enoro  1S8S.  Desestímienio  del  gober- 
nador. 

Bevocando  á  instancia  de  parte  una  providencia 
de  desistimiento  del  gobernador  de  Córdoba,  se  le 
ordena  que  insista  en  la  competencia  sxiscitada  al 
Juzgado  de  Pozoblanco,  con  motivo  de  unos  inter- 
dictos de  recuperar  deducidos  contra  ciertos  acuer- 
dos municipales.  (Gac.  i.°  Febrero.) 

1 S  Knoro  i»í*0.  Apelaciones  contra  los  desistiynien- 
tos  de  los  gobernadores. 

El  gobernador  de  Málaga  requirió  de  inliibición 
al  iuez  de  Marbella  en  un  interdicto  sometido  al 
mismo  en  27  de  Junio  de  1887;  y  habiéndose  declara- 
do competente  el  juez,  el  gobernador  desistió  de  su 
requerimiento.  Apelada  esta  providencia  de  la  auto- 
ridad provincial,  fuá  revocada  por  R.  O.  de  21  de 
Agosto  de  1888  dictada  sin  oir  A  la  Sección  de  Estado 
y  Gracia  y  Justicia  del  C.  de  E.,  mandándose  al  go- 
bernador que  insistiera  en  su  requerimiento.  Obede- 
cida esta  determinación  y  elevados  los  anteceden- 
tes A  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  se  de- 
clara mal  formada  la  competencia  y  que  no  ha  Uigar 
á  decidirlo,  visto  el  art.  %°  del  R.  D.  3  Mayo  18S7: 

«Considerando:  1.**  Que  el  sxistant-iar  la  apela- 
ción interpuesta  contra  la  providencia  de  desisti- 
miento dictada  por  el  gobernador  de  la  provincia 
de  Málaga,  dejó  de  oirse  á  la  Sección  de  Estado  y 
Gracia  del  C.  de  E.,  recayendo  en  tal  recurso,  sin 
llenar  los  trámites  establecidos,  la  R.  O.  de  21  de 
Agosto  último,  que  revocó  la  providencia  apelada  y 
mandó  al  gobernador  insistir  en  la  competencia  en- 
tablada. 

2.°  Que  la  omisión  del  espresado  requisito,  como 
trámite  establecido  para  la  sustanciación  de  estos 
conflictos,  constituye  un  vicio  sustancial,  que  impi- 
de por  ahora  la  resolución  del  mismo  '.>  (R.  D.  18 
Enero.— Gac  5  Febrero.) 

R.  O.  •■  Febrpro  líUSO.  Desisthnientos  de  los  go- 
bernadores en  cuesttoíies  de  propiedad. 

Entablada  demanda  por  D.  Pedro  Pantaleón  Cor- 
tel  contra  el  Ayuntamiento  de  Mora  de  Rubielos,  A 
fin  de  que  se  declarase  ser  del  demandante  cierto 
trozo  de  terreno  inculto,  cuya  propiedad  le  negaba 
la  Corporación  municipal,  el  gobernador  de  Terxael 
requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  que  se  declaró 
competente,  después  de  lo  cual  la  autoridad  guber- 
nativa desistió  de  su  requerimiento.  El  alcalde  ape- 
ló contra  el  desistimiento  y  tramitado  el  recurso  y 
pasado  á  informe  de  la  Sección  de  Gracia  y  Justicia 
del  C.  de  E.,  dice  ésta  que  no  tiene  aplicación  el  ar- 
ticulo 3.°  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  ls87,  puesto 
que  las  cuestines  previas  á  que  el  mismo  se  refiere, 
son  aquéllas  de  las  que  pueda  depender  el  fallo  de 
los  Tribunales  en  los  iw'cios  criminales,  recuerda  lo 
dispiiesto  en  los  arts.  36  y  40  del  Reg.  de  17  de  Mayo 
de  l'-Go,  y  concluye  proponiendo  que  se  confirme  el 
acuerdo  de  desistimiento  del  gobernador.  Y  asi  se 
resuelve  ^.  (R.  O.  21  Febrero  1889.— Gac.  4  Marzo.) 

R.  gt  í4  Ocdiltro  iSS»  Tnsitencia  en  el  requeri- 
miento después  de  haber  desistido. 

«El  texto  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887,  y  la 
jurisprudencia  establecida  acerca  de  la  interpreta- 
ción del  art.  18  y  la  del  65  del  Reg.  de  2o  de  Septiem- 


*  El  interdicto,  motivo  del  conflicto,  se  incoó  el  27  de 
Junio  de  /S87,  como  ha<;emos  constar  en  el  e.vtracto:  y  sin 
duda,  aunque  la  Gaceta  tío  lo  diC'?t  tuvo  lugarel  requeri- 
miento inhibitorio  antes  de  que  comenzara  á  regir  el  Real 
decreto  de  S  de  Se.i>iiembre  del  mismo  año.  Asi  lo  creemos, 
pues  de  lo  contrario  no  alen nzariamos  d  comprender  Cie- 
rno puede  invocarse  en  la  decisión  y  para  fundarla  el 
R.  D.  de  3  de  Mayo  también  de  18S7,  qu"  introdujo  una 
novedad  funesta  en  la  sustanciación  de  las  contiendas  de 
competencia  y  debió  quedar  abrogado  por  el  de  S  de  Sep- 
tiembre. Véase  la  nota  siguiente. 

2  Eítta  Real  orden  revela  que  en  sentir  del  C.  de  E.  y  del 
Qobíprnn,  sigue  en  vigor  el  D.  de  3  de  Mai/o  de  /."ís?,  no 
obstante  la  publicación  del  de  8  de  Septiembre  del  mismo 
ailo,  dpi  ru  il,  a  nuestro  juicio,  se  desprendía,  según  las  re- 
glas de  interpretación  legal^  que  el  desistimiento  de  íoff 
gobernadores  deja  expedito  al  requerido,  sin  más  trámi- 
tes, el  ejercicio  de  su  jurisdicción. 


bre  de  1863,  no  autorizan  al  gobernador  para  susci- 
tar nuevamente  la  competencia,  una  vez  que  hubie- 
re desistido  de  la  que  promovió  anteriormente... 

Si  los  gobernadores  no  pueden  modificar  ó  revocar 
sus  resoluciones  cuando  declaran  derechos,  menos 
pueden  revocarlas  ó  volver  sobre  ellas,  cuando  ade- 
más esta  declaración  ha  sido  confirmada  por  la  au- 
toridad superior...»  (R.  D.  8  Octubre  lSS9.—Gac.  3  No- 
viembre.) 

XI.— ronipetonclafl  on  Ion  juicios  crimínale*: 
Cuestiones  previas. 

25  Julio  IS07.     Causas  contra  alcaldes. 

Para  que  pueda  suscitarse  competencia  en  los  jui- 
cios criminales  por  existir  una  cuestión  previa  de  la 
cual  dependa  el  fallo  de  los  Tribunales,  es  necesario 
que  la  decisión  de  ésta  corresponda  exclusivamente 
á  la  Administración,  conforme  al  párr.  1."  del  art.  ñt 
del  reglamento.  La  circunstancia  de  haber  obrado 
un  alcalde,  en  virtud  de  mandato  del  gobernador, 
no  debe  tenerse  en  cuenta  en  una  cuestión  de  com- 
petencia. I R.  D.  -2o  Julio  18t37,  decidiendo  una  compa- 
tencia entre  el  gobernador  de  Cáceres  y  el  jaez  d« 
Granadilla.) 

3  %go>«tn  lAB?.  Cuestiones  sobre  calificación  de  los 
hechos  putiibles  como  delitos  ó  como  faltts. 

Existiendo  lan  hecho  punible,  ofreciéndose  dudas 
sobre  su  calificación,  ó  sea  sobre  si  es  delito  ó  falta, 
ó  sobre  si  debe  castigarse  por  leyes  comunes  ó  espe- 
ciales, sólo  la  autoridad  judicial  encargada  señala- 
damente de  la  averiguación  y  castigo  de  los  actos 
punibles  debe  decidir  sobre  aquélla  y  la  legislación 
que  le  sea  aplicable  dentro  del  orden  judicial.  (Real 
decreto  3  Agosto  1867,  en  competencia  entre  el  go- 
bernador de  la  provincia  de  Toledo  y  el  juez  priva- 
tivo del  Cuerpo  de  artillería.) 

■J  Julio  t^SS.  No  es  procedente  suscitar  competencia 
cuando  la  Administración  ha  pasado  el  tanto  de  culpa  so- 
bre el  hecho  objeto  del  procedimiento. 

Se  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  una  compe- 
tencia entre  el  gobernador  de  Granada  y  el  juez  de 
Baza  que  instruía  causa  criminal  contra  D.  Maria- 
no Lapierre,  perito  nombrado  por  el  Estado,  por  ha- 
berle pasado  la  Administración  el  tanto  de  culpa 
contra  el  mismo  por  falsedad  ó  inexactitudes,  etc., 
con  vista  del  art.  54  del  Reg.  de  25  de  Septiembre  de 
1863  y  314  del  Código  penal: 

Considerando...  «que  aparece  resuelta  la  cuestión 
previa  que  en  el  presente  caso  pudiera  existir,  pues- 
to que  la  Administración  en  primer  término  por  el 
acuerdo  de  la  Dirección  general  de  propiedades,  y 
posteriormente  por  la  R.  O...  declaró  que  habla  mo- 
tivos para  proceder  criminalmente  contra  Lapierre, 
quien  se  halla  hoy  sujeto  al  procedimiento  criminal, 
precisamente  por  haber  remitido  la  Administración 
económica  de  la  provincia  de  Granada  el  correspon- 
diente tanto  de  culpa  al  Juzgado».  (Oac.  5  Octubre.) 

H  AjsosCo  i^íltí.  Detención  ilegal:  Declarando  qut 
no  ha  debido  suscitarse  una  competencia. 

Competencia  promovida  entre  la  Audiencia  de 
Burgosy  el  gobernador  de  la  provincia  en  causa  con- 
tra el  alcalde  de  Castil  de  Leuces,  en  virtud  de  que- 
rella de  dos  vecinos  de  Abajas,  á  quienes  prendió  y 
entregó  á  la  Guardia  civil,  como  indocumentados, 
para  que  los  condujera  A  disposición  del  goberna- 
dor, quien  los  retiivo  en  la  cárcel  siete  días.  Vistos 
los  arts.  4.**  de  la  Constitución,  210  y  212  del  C.  P.  y  54 
del  Reg.  de  25  de  Septiembre  de  1863,  se  declara  que 
no  ha  debido  suscitarse  la  competencia,  atento  á 
que  los  hechos  que  la  han  motivado  pueden  consti- 
tuir delito  y  á  que  no  existe  cuestión  alguna  previ.a 
que  la  Administración  deba  resolver.  (R.  D.  8  Ago»- 
to  1887.— Gac.  22  Agosto.) 

1 0  Aepllenipre  ISSÍ.  SLilversacióti  de  fondos  mu- 
nicipales. 

Se  decide  competencia  A  favor  de  la  Administra- 
ción, estableciendo: 

Que  tratándose  de  la  inversión  de  fondos  muni- 
cipales, mientras  la  Administración  no  censure  y 
apruebe  las  cuentas  de  ingresos  y  gastos,  existe  una 
cuestión  previa  administrativa  que  resolver,  y  de  la 
cual  puede  depender  el  fallo  que  en  su  día  dicten  los 
Tribunales  del  fuero  común.  íR.  D.  16  Septiembre 
1887.- Gac.  23  ¿d.í 
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t4  Octubre  1SS8.  Abusos  de  los  Ayuntamientos  y 
asociados  en  el  reparto  de  arbitrios  é  impuestos. 

«El  (lereclio  que  concede  el  art.  198  de  la  ley  muni- 
cipal A  los  vecinos  y  hacendados  del  pueblo  para 
acudir  A  los  Tribunales  no  puede  ejercitarse  simul- 
táneamente eu  un  nuevo  asunto  ante  la  autoridad 
administrativa  y  la  autoridad  judicial,  cuando  la  re- 
solución de  la  primera  puede  influir,  como  ciiestión 
previa,  en  el  fallo  judicial.'  {R.  D.  24  Octubre  18S8.— 
Qac,  3  Noviembre.) 

flO  Febpopo  iSS».  Asuntos  que  no  radican  en  la 
provincia  del  gobernador  requirente. 

No  puede  suscitar  competencia  el  gobernador  de 
una  provincia  sobre  asuntos  que  radican  en  territo- 
rio que  no  está  bajo  la  acción  administrativa  del  go- 
bernador requireñte.  Así  se  establece  en  el  caso  si- 
guiente: 

Concedida  la  mina  «Abundante*  por  el  goberna- 
dor de  Oviedo  y  transferida  á  la  Real  Compañía  As- 
turiana, pidió  ésta  la  suspensión  de  los  trabajos  de 
otro  registro  colindante  llamado  «Virgen»,  situado 
ya  en  la  provincia  de  Lugo  y  que  comprendía  terre- 
nos de  la  anterior.  Estimada  tal  pretensión  por  el 
gobernador  de  Oviedo,  la  Sociedad  «Bec,  Aranda  y 
Compañia»,  dueña  da  la  mina  -Virgen»,  acudió  al 
Juzgado  del  Oeste  de  la  corte  pidiendo  que  la  in- 
demnizase la  «Real  Asturiana»  daños  y  perjuicios. 
El  gobernador  de  Madrid  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado,  y  formalizada  competencia,  se  declara 
mal  suscitada  y  que  no  ha  lugar  á  decidirla,  con  vis- 
ta del  art.  2."  del  R.  D.  de  8  Septiembre  de  1887.  (Real 
decreto  16  Febrero  1889.— (?ac.  26  id.) 

S  Utclenibre  l^^9.  Contiendas  ya  decididas* 
«Decidida  una  competencia  á  favor  de  la  autori- 
dad judicial,  á  ésta  incumbe  llevar  á  cumplido  efec- 
to su  sentencia,  fijar  el  alcance  y  extensión  de  la 
misma,  y  corregir  y  evitar  cualquier  extralimita- 
ción  que  al  verificarlo  pudiera  cometerse.»  Así  se  es- 
tablece en  el  caso  siguiente: 

De  orden  del  alcalde  de  Corgo  se  procedió  á  relle- 
nar una  zanja  abierta  por  D.  Benito  Rodríguez,  y 
que  según  dicha  autoridad,  impedía  el  paso  por  un 
camino.  Rodríguez  propuso  interdicto  con  ese  moti- 
vo, y  dictado  auto  restitutorio,  el  gobernador  de 
Lugo  suscitó  contienda  de  com;petencia,  que  fué  de- 
cidida á  favor  de  la  autoridad  ^)udicial  por  R.  D.  de 
4  de  Febrero  de  1889.  El  actor  pidió  que  se  llevara  á 
efecto  el  fallo  y  se  repusieran  las  cosas  al  ser  y  esta- 
do que  antes  tenían,  y  noticioso  del  caso  el  alcalde 
de  Corgo,  ordenó  á  un  alguacil  que  acompañado  de 
dos  guardias  civiles  requiriese  A  la  Comisión  del 
Juzgado  para  q\ie  se  abstuviera  de  hacer  obras  en 
el  camino.  El  alguacil  ctimplió  el  mandato,  y  ade- 
más allanó  la  zanja  ó  cauce  abierto  por  disposición 
del  Tribunal.  Procesados  el  alcalde  y  el  alguacil  ó 
portero  del  Ayuntamiento,  el  gobernador  requirió 
de  inhibición  al  Juzgado  instructor  de  Lugo,  y  for- 
mada nueva  competencia,  declara  el  Gobierno  que 
no  ha  debido  suscitarse,  vistos  los  artículos  2.°  de  la 
ley  orgánica  judicial  y  3.**  y  2fí  del  R.  D.  de  8  de  Sep- 
tiembre de  18■^7,  y  los  capítulos  4.°,  tít.  III,  y  7.'*,  tí- 
tulo VII,  lib.  II  del  Cód.  penal.  (R.  D.  5  Diciembre 
1889.— Gac.  27Enero  189ü.) 

19  Marzo  li^OI.    Providencias  de  los  gobernadores. 

«Las  providencias  que  dicten  los  gobernailores  en 
los  expedientes  de  competencia,  sólo  puoden  ser  re- 
vocadas por  la  Superioridad,  y  en  manera  alguna 
por  los  gobernadores  mismos.»  (R.  D.  17  Marzo  1891. — 
Qac.  29  id.) 

11  Mnrxo  INOt.    Falsedades  y  exacciones  ilegales. 

Tratándose  de  perseguir  delitos  de  falsedades  y  de 
exacciones  ilegales,  no  está  encomendado  á  los  fun- 
cionarios de  la  Administración  el  castigo  de  tales 
hechos,  ni  existe  tampoco  cuestión  alguna  previa 
que  deba  resolverse  por  la  Administración,  y,  por  lo 
tanto,  no  se  encuentra  el  presente  caso  en  ninguno 
de  los  dos  en  que  por  excepción  pueden  los  goberna- 
dores suscitar  contiendas  de  competencia  en  los 
juicios  crimínales.  (.R.  D.  17  Marzo  1891. — Gac.  29  id.) 

19  Marzo  I^OI.     Exacción  ilegal  ó  estaba. 

No  ha  debido  suscitarse  la  contienda  de  compe- 
tencia promovida  con  motivo  de  la  causa  criminal 
seguida  á  un  alcalde  y  un  diputado  provincial  por 
haber  recaudado  de  Ins  contribuyentes  de  un  pueblo 
el  25  jior  IW  del  descubierto  que  por  contribución  te- 
rritorial, industrial  y  empréstito  tenían  con  la  Ha- 
Touo  II. 


cienda,  y  sobre  la  base  de  que  el  abono  de  dicha  can- 
tidad produciría  la  condonación  del  75  por  100  res- 
tante; pues  ya  constituya  el  hecho  exacción  ilegal 
ó  estafa,  no  hay  competencia  en  la  Administración 
para  conocer  de  ól  ni  depende  el  fallo  judicial  de 
ninguna  cuestión  previa.  (R.  D.  17  Marzo  1891.  Ga- 
ceta  30  id.) 

XII  — Coinpetencln  rn  Ion  jiilcloN  vorbalen. 

Hay  varias  resoluciones  declarando  mal  formadas 
ó  que  no  han  debido  suscitarse  competencias  en  los 
juicios  verbales;  pero  hoy  el  R.  D.  de  8  de  Septiembre 
de  1887  no  contiene  esta  prohibición,  y  pueden  susci- 
tarse y  se  suscitan. 

XIII — Competencias  en  pleitus  fenecidos. 

II  Agosto  iS.»«  y  30  Marzo  IAA3._  En  el  mismo 
caso  que  los  pleitos  están  las  causas  criminales  sobre 
delitos  ó  faltas,  porque  la  razón  de  respeto  á  la  cosa 
juzgada  que  ha  motivado  la  disposición  de  este  pá- 
rrafo 3.**  para  los  asuntos  civiles,  es  todavía  de  ma- 
yor gravedad  tratándose  de  materias  criminales. 
(Decís.  11  Agosto  185*2  y  30  Marzo  1853.) 

t*  .%brll  iSi59.  En  el  mismo  caso  está  también  lo 
convenido  en  los  actos  de  conciliación  cuando  sobre 
ello  no  se  interpone  en  tiempo  oportuno  el  iinico  re- 
curso que  permite  el  art.  217  de  la  ley  de  Enj.  civil, 
á  la  cual  no  puede  menos  de  darse  los  caracteres  de 
ejecutoria  K  (D.  22  Abril  18.57,  núm.  49.) 

ÍS  Febrero  y  í  Septieiiibro  iít59.  Las  senten- 
cias dictadas  en  los  juicios  sumarios  de  posesión,  no 
producen  la  cosa  juzgada;  ni  por  lo  tanto  pueden 
evitar  que  se  pror»ueva  competencia  administrati- 
va, puesto  que  no  hay  verdadero  juicio  fenecido. 
(Decis,  28  Febrero  y  2  Septiembre  1857.) 

XIV.— Falta  de  autorización  para  procesíar. 

Como  que  el  fundamento  de  los  párrafos  4.°  y  5.** 
del  art.  54  del  Reg.  de  1863  está  en  la  naturaleza  mis- 
ma de  las  cuestiones  de  competencia,  que  tienen  sólo 
por  objeto  ventilar  el  punto  de  d  quién  toca  conocer  del 
negocio  sobre  que  recaen,  ó  atraerá  su  conocimiento 
la  autoridad  que  la  promueve  el  de  un  asunto  en  que 
supone  que  entiende  indebidamente  otra,  el  Consejo 
Real,  en  varias  decisiones,  ha  declarado  mal  forma- 
das todas  las  que  directa  ó  indirectamente  se  han 
fundado  en  la  falta  de  autorización  para  procesar  6 
para  litigar.  (Hay,  entre  otras,  la  de  31  Julio  1847,  25 
Agosto  1849  y  11  Marzo  1857.) 

X.V.  —  Falta  de  reelainaelón  fcubernativa  en 
pleitos  con  el  Knlado. 

lO  Abril  tH7ti.  «La  reclamación  gubernativa 
previa  A  la  judicial  en  asuntos  de  interés  del  Estado, 
es  un  trámite  semejante  al  acto  conciliatorio,  y  por 
tanto  la  omisión  de  tal  requisito  no  puede  ser  invo- 
cada como  fundamento  de  la  competencia  de  la  Ad- 
ministración, según  se  ha  declarado  repetidas  veces.» 
(R.  D.  19  Abril  1878.— Gac.  5  Mayo.) 

— Esta  doctrina  es  muy  antigua:  la  vemos  ya  con- 
signada en  una  decisión  de  competencia  de  30  de 
Enero  de  1865  y  se  ha  repetido  en  otras  muchas,  y 
entre  ellas  en  la  de  10  de  Agosto  de  1879.  Está  además 
el  caso  virtualmente  comprendido  en  el  núm.  4."  del 
art.  3."  del  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de  1887.— Véase, 
no  obstante,  un  caso  de  contradicción  de  este  crite- 
rio en  R.  O.  de  21  de  Febrero  de  1889,  y  la  rectiüca- 
ción  déla  misma  en  R.  D.  de  18  de  Noviembre  del 
mismo  año,  ambos  insertos  en  Montes. 

XVI.— Cuestiones  sobre  derechos  civiles, 

R  O.  I«  Marxo  iWSO.  Reconocido  por  sentencia 
firme  el  derecho  de  los  condes  de  Fuentes  á  percibir 
la  pensión  de  cierto  censo  del  Ayuntamiento  de  Gea, 
se  negó  dicha  Corporación  á  incluir  en  el  presupues- 
to las  sumas  vencidas  y  no  pagadas,  por  creer  no 
estaba  obligado  al  abono  de  atrasos;  pero  el  acuerdo 
que  tal  resolvió  fué  revocado  en  alzada  por  R.  O.  de 
27  de  Agosto  de  1878.  Ocurridas  cuestiones  acerca  del 
número  de  pensiones  adeudadas,  entabló  demanda 
el  representante  de  los  condes  ante  el  Juzgado  co- 
rrespondiente, sin  embargo  de  lo  cual,  invocando  la 
Real  orden  mencionada,  acudió  al  gobernador  da 
Teruel  para  que  requiriese  de  inhibición  á  la  auto- 


1     Ver  en  esta  Sección  de  Jurisprudencia  el  núm.  XXIIl 
sobrt  recursos  de  queja. 
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rielad  judicial.  Denegada  esta  solicitud,  apeló  el  re- 
clamante al  Gobierno,  que  desestima  el  recurso  aten- 
diendo á  los  fundamentos  siguientes: 

«...Lo  que  se  ventila  en  la  actualidad  ante  los  Tri- 
bunales de  justicia  por  los  condes  de  Fuentes  y  el 
Ayuntamiento  de  Gea,  son  derechos  puramente  civi- 
les, y  por  tanto,  de  su  exclusiva  competencia;  no  pu- 
diendo  invocarse  la  R.  O.  de  27  de  Agosto  de  1878  para 
reíjuerirles  de  inhibición,  puesto  que  no  tuvo  otro 
objeto  que  hacer  cumplir  al  Ayuntamiento  con  lo 
preceptuado  en  el  art.  Itó  de  la  ley  municipal,  en 
-vista  de  la  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
«ondenAndoIe  al  pago  de  cierta  cantidad;  pero  sin 
«ntrar  en  el  examen,  ni  menos  definir  los  derechos 
civiles  de  los  condes  de  Fuentes  y  del  Ayuntamiento 
de  Gea,  porque  no  le  competía  hacerlo  ni  prejuzgar 
las  cuestiones  que  ambas  partes  pudieran  promover 
ante  los  Tribunales  de  justicia  acerca  del  número  de 
pensiones  adeudadas  y  su  importe.»  (E.  O.  12  Marzo 
1880.— Gac.  30  id.) 

^''Sl.— Sólo  puede  <ll«>pii(ar«ie  el  ejercicio  de  la 
jiirlNdiccIon  cunlenelONn. 

i,'",  "'í'„",",'5'**-  ^'^^  reglas  contenidas  en  el  ar- 
tículo .52  del  Eeg.  de  1863  y  siguientes,  hasta  el  73,  no 
son  aplicables  cuando  lo  que  se  dispute  á  un  Tribu- 
nal ó  Juzgado  no  sea  el  ejercicio  de  su  jurisdicción 
contenciosa.  Asi  lo  vino  á  entender  el  Consejo  Eeal 
«n  una  competencia  que  se  suscitó  por  el  jefe  politi- 
ce al  juez  de  Castellón,  reclamándole  como  suya 
privativa  la  facultad  de  rubricar  los  libros  de  co- 
mercio, pues  se  declaró  que  no  había  lugar  A  decidir 
este  conflicto,  porque  lo  que  en  él  se  disputaba  aun 
Iribunal  no  era  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tenciosa. (Dec.  12  Julio  1849. -a  Z,.,  núm.  S7.) 

XTUI.  — .%   quién  compele  corregir   los   vicios 
de  siiHlnnclaclún. 
lO  IVoTlembre  y  4    Diciembre   ISO».    En  las 

contiendas  de  competencia  los  gobernadores  y  los 
jueces  deben  atenerse  alas  prescripciones  del  regla- 
mento de  2o  de  Septiembre  de  1863.  En  el  caso  de|ue 
alguna  de  dichas  autoridades  contendientes  pres- 
cinda de  algún  trámite  ó  incurra  en  al^ún  vicio  ú 
omisión,  únicamente  toca  corregirla  al  Gobierno 
bupremo,  encargado  de  decidir  la  contienda  á  con- 
sulta del  C.  de  E.  en  pleno;  nunca  á  la  otra  autori- 
dad contendiente,  que  sólo  tiene  este  carácter  que 
pertenece  á,  un  orden  distinto  y  carece  de  atribucio- 
nes para  ello.  (Decreto  á  consulta  del  C.'de  E  de  4 
Dicrembre  1869;  id.  de  It)  Noviembre  del  mismo  año, 
y  otros.)  ' 

í»  Junio  ISAS.  Se  establece,  decidiendo  sobre 
competencia  provocada  por  el  gobernador  de  Ta- 
rragona, que  el  gobernador  no  puede  requerir  de  in- 
hibición A  la  autoridad  judicial  dos  veces  en  el  mis- 
mo asunto  bajo  el  concepto  de  que  su  primer  re- 
querimiento fué  defectuoso,  por  no  haber  citado  el 
texto  legal,  lo  cual  sólo  corresponde  declarar  al  Po- 
der regulador  que  ha  de  decidir  el  conflicto;  que 
son  por  lo  tanto,  ineficaces  cuantas  diligencias  se 
funden  en  el  segundo  requerimiento  para  decidir  la 
competencia.  (19  Junio  1883.) 

XIX.— .«nmlslén  do  las  partes, 

O  niclemhre  i«te3  y  oirás.  La  sumisión  délas 
partes  no  puede  hacerse  valer  en  las  contiend.is  de 
competencia  entre  las  autoridades  judiciales  v  ad- 
ministrativas, porque  estas  cuestiones  son  de  orden 
publico,  y  no  e^  prorrogable  la  jurisdicción  de  un 

?R  n  "i  \?  ?¿¿?.'"''-''-  ^  Diciembre  1863, 17  Junio  1866  y 
16  Octubre  1867.)  ^ 

'X.'K..—Ken\eHa  de  las  actuaciones  al  Presiden- 
te del  t'onsejo  de  .llinUIros. 

í«  .Marzo  líiSS  y  13  Enero  l«te».  Deben  remi- 
tirse originales  las  actuaciones  al  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  no  bastando  remitir  copias, 
siendo  un  vicio  sustancial  lo  contrario.  (Decretos  11 
Marzo  1857  y  15  Enero  1869.) 

XXI.  — Kfeclos  de  la  declaración  de  extar  mal 
anscltada  una  competencia:  procedimlentu 
posterior. 
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ción  de  haber  sido  mal  suscitada  una  competencia 
por  deíeotos  en  el  requerimiento  de  inhibición,  en- 
vuelve la  nulidad  de  todo  lo  actuado  con  posterio- 
ridad por  las  autoridades  contendientes,  y  confor- 
me á  esta  doctrina,  el  juez,  al  recibir  el  oficio  en  que 
el  gobernador  le  manifiesta  que  insiste  en  el  reque- 
rimiento, debe  sustanciar  de  nuevo  el  incidente 
dando  el  oportuno  traslado  al  Ministerio  fiscal  y  é, 
las  partes  y  proveyendo  nuevo  auto  motivado,  de- 
clarándose competente  ó  incompetente.  (H.  D.  15 
Enero  1880.— Gac.  16  Marzo.)  •.       ^    ^^ 

«3  Junio  ISSO.  Al  declararse  mal  formada  la 
competencia,  queda  nulo  lo  actuado  desde  que  se 
han  cometido  las  faltas  que  motiven  la  declaración 
y,  por  consiguiente,  si  al  tramitarse  de  nuevo  el  con- 
flicto, el  gobernador,  después  de  requerir  de  inhibi- 
ción al  Juzgado,  insiste  en  el  requerimiento  ó  se 
aparta  de  él  sin  que  la  autoridad  judicial  le  haya 
remitido  exhorto  manifestAndole  que  se  declara 
competente,  adolece  el  procedimiento  de  una  omi- 
sión que  impide  resolver  el  conflicto.  {R.  D.  23  Junio 
1880.— Gac.  31  Agosto.) 

La  misma  doctrina  en  E.  D.  de  20  de  Abril  de  1881, 

(Goc.  8  Mayo.) 

XXII.— Competencias  con  el  T.  S. 

tá  Junio  ISSS.  Las  cuestiones  Ae  competencia  con 
el  Tribunal  Su¡iremo  están  autorizadas  por  la  ley,  pues 
hasta  que  el  recurso  de  casación  se  decida,  no  puede  ale- 
garse la  cosa  juzgada  en  el  pleito.  Facultades  exclusivas 
de  los  Ayuntamientos  para  acordar  las  medidas  de  poli- 
cía sanitaria  que  juzguen  oportunas,  etc. 

En  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  Cádiz  y  mon- 
sieur  Marcos  Lépman,  vencido  el  Ayuntamiento,  in- 
terpuso recurso  de  casación,  y  acudió  también  al 
gobernador  para  que  suscitase  competencia  al  Tri- 
bunal Supremo.  Hizolo  asi  el  gobernador  dirigiendo 
á  dicho  Tribunal  el  oportuno  requerimiento,  el  cual 
con  audiencia  del  fiscal  dictó  auto  declarándose 
competente  alegando  que  la  naturaleza  especial  de 
la  jurisdicción  que  ejerce  aquella  Sala,  limitada  en 
la  decisión  de  los  recursos  de  casación  A  resolver 
SI,  dados  los  hechos  del  pleito,  la  sentencia  que  le 
puso  término  infringe  alguna  ley  ó  doctrina  oportu- 
namente citadas  por  el  recurrente,  hace  legalmente 
imposible  la  interposición  de  contiendas  jurisdic- 
cionales, puesto  que  es  exclusiva  de  la  misma  la  re- 
ferida jurisdicción:  que  el  R.  D.  de  4  do  Junio  de  1847 
y  el  Eeg.  de  2-5  de  Septiembre  de  1863  disponen,  en 
consonancia  con  la  doctrina  anterior,  que  en  los 
pleitos  fenecidos  por  sentencia  pasada  eu  autoridad 
de  cosa  juzgada  no  podían  los  gobernadores  susci- 
tar contiendas  de  compotencias:  en  que  todas  las 
leyes  vigentes  al  publicarse  las  referidas  disposicio- 
nes concedían  el  carácter  de  cosa  juzgada  á  las  sen- 
tencias de  las  Audiencias,  aunque  contra  ellas  se 
entablen  recursos  de  casación:  que  el  art.  1."  del 
R.  p.  de  1847  y  el  art.  61  del  Eeg.  de  2.5  de  Septiembre 
de  1863  disponen  lo  conveniente  sobre  la  providencia 
de  los  Tribunales  en  estas  contiendas  jurisdicciona- 
les, ya  se  promuevan  en  la  primera,  en  la  segunda 
6  en  la  tercera  instancia,  sin  ocxiparse  del  caso  de 
hallarse  pendiente  el  pleito  de  recurso  de  casación: 
que  la  ley  del  Poder  judicial  al  establecer  la  nomen- 
clatura de  las  resoluciones  judiciales,  llamando  sen- 
tencia firme  solamente  á  aquella  contra  la  ciKtl  no 
se  da  recurso  ordinario  ni  extraordinario,  no  modi- 
fica la  esencia  de  dichas  resoluciones,  ni  las  dispo- 
siciones referidas,  ni  el  espíritu  de  las  mismas  para 
los  efectos  de  las  contiendas  jurisdiccionales  entre 
los  Tribunales  ordinarios  y  'la  Administración;  y 
por  último,  que  pendiente  la  decisión  del  recurso  de 
casación  en  este  negocio,  no  puede  el  gobernador 
de  Cádiz  suscitar  contiendas  de  competencia  '. 

Insistiendo  el  gobernador  en  el  requerimiento,  se 
decide  el  conflicto  A  favor  de  la  Administración: 

Considerando:  1."  Que  si  bien  es  doctrina  consa- 
grada por  nuestro  derecho  constituido  la  de  que  en 
el  recurso  de  casación  no  es  licito  al  Tribunal  que 
de  él  conoce  apreciar  los  hechos  discutidos  en  el 
pleito,  es  también  principio  inconcuso  que  no  se  da 
ni  puede  admitirse  el  recurso  mecionado  sino  con- 


fj  Enero  iS^O.    Vistos  los  arts.  59  y  60  del  re* 

lamento  de  2i)  de  Septiembre  de  1863,  se  declara  mal 
formada  una  competencia,  que  no  ha  lugar  A  deci- 
dirla, y  lo  acordado,  estableciendo:  Que  la  declara- 


f< 


*  Ademis  de  estos  razonamientos  en  quti  funda,  su  com- 
petencia el  T.  S.,  la  nueva  ley  de  Enj.  civil  en  el  núm.  (?.* 
del  art.  J.B92  ofrece  otro  que  nos  parece  ya  decisivo.  Véa- 
se al  fin  del  articulo  nuestra  opinión  concreta  sobre  el 
asunto. 
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tra  las  sentencias  definitivjis,  y  en  manera  alguna 
contra  las  que  se  han  declarado  ya  firmes: 

2.°  Que  las  sentencias  deñnitivas  contra  las  dia- 
les se  interpone  lan  recurso  ordinario  ó  extraordina- 
rio no  pueden  menos  de  quedar  en  suspenso  duran- 
te la  sustanciación  del  recurso,  toda  vez  que  el  fallo 
puede  ser  en  su  día  anulado  ó  revocado;  y  por  lo 
tanto  no  cabe  estimar  en  tal  caso  que  el  litigio  está 
fenecido  por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  circunstancia  que  sólo  concurre  cuando  se 
lia  declarado  sentencia  firme: 

íí.**  Que  con  arreglo  A  la  doctrina  expuesta,  el  go- 
bernador de  la  provincia  de  Cádiz  pudo  suscitar 
la  presente  contienda  de  competencia,  puesto  que 
€11  el  caso  de  que  se  trata  no  concurre  la  excepción 
consignada  en  el  art,  54,  núm.  3."  del  Reg.  do  25  de 
Septiembre  de  1863...-  (R.  D.  15  Junio  lb78.— Gac,  6 
Afjosto.) 

£5  Dtelonibrp  lAAB.  Competencias  al  Tribunal  Su- 
premo: La  viisma  doctrina  de  la  decisión  anterior. 

Demandado  el  Banco  de  España  en  el  Juzgado  de 
Aróvalo  por  un  ex-recaudador  sobre  liquidación  y 
abono  en  cuenta  de  ciertas  partidas,  y  seguido  el 
pleito  en  dos  instancias,  en  las  cuales  fué  condena- 
do el  Banco,  interpuso  éste  recurso  de  casación. 
Cuando  el  T.  S.  conocía  del  asunto,  el  gobernador 
de  Avila  requirió  de  inhibición  k  dicho  Tribunal,  que 
oído  el  fiscal  se  declaró  competente,  porque  se  tra- 
taba de  un  asunto  puramente  civil,  y  porque  en  los 
recursos  de  casación  conoce  siempre  de  sentencias 
firmes,  etc. 

Elevado  el  expediente  al  Gobierno,  decide  la  com- 
petencia á  favor  de  la  autoridad  judicial,  por  ser 
un  asunto  puramente  civil  en  que  la  Hacienda  no 
tiene  interés,  pero  coiisignantlo  que  según  estaba  ya 
declarado  en  el  Real  decreto  decisión  de  15  de  Junio 
de  1878,  pueden  suscitarse  competencias  al  T.  S.  en 
los  recursos  de  casación,  porque  no  son  firmes  las 
sentencias  contra  las  cuales  se  ha  interpuesto  recur- 
so, ya  que  quedan  en  suspenso  durante  la  sustancia- 
ción, y,  por  tanto,  el  gobernador  de  Avila  ha  podi- 
do suscitar  la  presente  contienda.  (R.  D.  25  Diciem- 
bre 1886.— (?ac.  5  Enero  1S87.) 

XILIII — Recursos  de  qiipjn. 

3  AgONto  f@B3.  Cuando  un  juez  ó  autoridad  en- 
tienda que  la  Administración  se  excede  en  algún 
asunto  de  sus  propias  atribuciones  ó  invade  su  ju- 
risdicción, en  vez  de  provocar  y  mantener  desagra- 
dables contestaciones  que  turban  la  buena  armonía 
que  debe  existir  entre  las  autoridades  públicas,  sin 
conducir  á  la  resolución  del  conflicto, ^nede  acudir 
á  los  superiores  jerárquicos  con  un  recurso  de  abuso 
de  poder  ó  de  incompetencia,  según  los  casos.  (Real 
decreto  3  Agosto  1867  en  autos  de  competencia  en- 
tre el  gobernador  de  la  provincia  de  Toledo  y  el 
juez  privativo  del  Cuerpo  de  artillería.) 

ao  %hrll  lí^í*!.  Con  motivo  de  multa  impuesta 
por  el  gobernador  de  Valencia  por  sustracción  de  le- 
ñas, el  Juzgado  de  Enguera  se  dirigió  al  goberna- 
dor manifestándole  que  debía  dejar  expedita  la  ju- 
risdicción del  Tribunal  y  dictó  después  auto  decla- 
rándose competente  y  requiriendo  al  gobernador 
para  que  se  apartase  del  conocimiento  del  asunto. 
Propuesto  y  seguido  el  conflicto  en  esta  forma,  se 
declara  que  no  ha  lugar  A  decidirle,  y  lo  acordado, 
con  vista  de  los  arts.  2S6,  2S7  y  2S8,  y  cap.  VIII,  titu- 
lo VI  de  la  ley  orgánica  judicial,  y  art.  57  del  regla- 
mento de  25  de  Septiembre  de  1863: 

«Considerando  que...  la  autoridad  judicial  no  pue- 
de suscitar  competencias  á  la  Administración,  y  si 
sólo  promover  recursos  de  queja...  Que  en  el  presen- 
te caso  no  puede  decirse  que  haya  verdadera  com- 
petencia, toda  vez  que  no  ha  sido  iniciada  por  el  go- 
bernador... Y  que  tampoco  existe  recurso  de  queja 
planteado  y  seguido  con  arreglo  A  la  forma  y  proce- 
dimiento establecidos  en  la  ley  orgánica  judicial, 
t  t.  VI,  cap.  VIII..  ÍR.  D.  20  Abril  1881. -Gac.  13  Mayo.) 

10  Dlelonihi'O  iítSI  No  pued''.  suscitarse  competen- 
ci.i  para  disjnitar  el  conocimiento  de  un  recurso  de  queja. 

A  consecuencia  de  haber  penetrado  ganados  de 
Antonio  Lloret  en  finca  particular,  se  celebró  juicio 
tle  faltas  contra  el  dueño  do  las  reses,  y  fué  multado 
éste  por  el  Juzgado  de  primera  instancia,  á  la  vez 
<\ne  el  alcalde  de  Plá  del  Panadés  impuso  al  culpa- 
bli  otra  multa  considerando  que  con  el  hecho  per- 
seguid )  había  violado  una  circular  del  gobernador 
de  Barcelona  relativa  al  caso.  Lloret  acudió  al  Juz- 
gado con  recurso  de   queja  contra  el  alcalde,  y  el 


juez  mandó  formar  el  oportuno  expediente  para  que 
suspendiera  la  ejecución  de  la  providencia  y  remi- 
tiera las  actuaciones  A  la  Superioridad;  pero  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  vez  de  estimar  la  queja, 
mandó  proceder  criminalmente  contra  el  alcalde. 
El  gobernador  de  la  provincia  requirió  de  inhibición 
a  la  Sala  de  lo  criminal,  y  formalizada  competencia 
se  declara  que  no  ha. debido  suscitarse: 

•  Considerando:  1."  Que  el  presente  conflicto  se  ha 
suscitado  con  motivo  del  recurso  de  queja  incoado 
por  las  autoridades  judiciales  A  instancia  de  Anto- 
nio Lloret  para  reclamar  el  conocimiento  de  un 
asunto  en  que  se  hallaba  entendiendo  una  autori- 
dad administrativa,  como  lo  era  el  alcalde  de  Plá. 
del  Panadés: 

2.°  Que  en  tal  concepto,  dirigido  el  requerimien- 
to del  gobernador  para  que  la  jurisdicción  ordinaria 
se  inhibiera  de  conocer  en  el  expresado  recurso  de 
queja,  no  puede  estimarse  que  lo  fuera  también  res- 
pecto A  las  actuaciones  que  en  causa  criminal  se 
mandaron  instruir  contra  el  referido  alcalde: 

3.°  Que  no  se  estimó  procedente  el  mencionado 
recurso  de  queja  porla  Sala  respectiva  de  la  Audien- 
cia, y  así  por  esta  circuntaucia,  como  por  ser  dicho 
recurso  el  medio  legal  que  se  concede  A  los  Tribuna- 
les de  justicia  para  reclamar  el  conocimiento  de  un 
negocio  en  que  se  hallen  entendiendo  las  autorida- 
des administrativas,  es  indudable  que  no  estaba  en 
las  facultades  d-d  gobernador  requerir  de  inhibición 
sobre  una  cuestión  de  competencia,  cuyo  conoci- 
miento y  decisión  me  estA  recomendado  por  la  ley.» 
(R.  D.  10  Diciembre  1881.— Gac.  14  id.) 

lí  Knoro  I^OO.  Interjyosición  simultánea  del  re^ 
curso  de  queja  y  de  la  competencia. 

Se  declara  mal  formada  una  competencia,  que  no 
ha  lugar  A  decidirla  y  lo  acordado,  estableciendo 
que,  interpuestos  simultáneamente  los  recursos  de 
competencia  y  de  queja,  debe  tener  preferencia  la 
sustanciación  del  primero,  y  que  respecto  al  examen 
y  resolución  del  segundo,  sólo  tendrá  lugar  en  el 
caso  do  decidirse  la  competencia  A  favor  de  la  auto- 
ridad judicial.  Así  se  establece,  vistos  princiiialmen- 
te  los  arts.  288,  290,  292,  293,  294,  295,  296  y  297  de  la  ley 
orgAnica  del  Poder  judicial,  los  arts.  2."  y  ÍO  del  Real 
decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887  y  el  R.  D.  de  10  de 
Diciembre  de  1881,  y  considerando: 

«(¿ue  la  doctrina  que  contiene  el  R.  D  de  10  de  Di- 
ciembre de  1881  no  declara  la  identidad  de  objeto  y 
fines  de  los  recursos  de  queja  y  competencia,  sino 
que  declara  que  éste  no  puede  interponerse  para 
arrancar  A  los  Tribunales  el  conocimiento  délas  di- 
ligencÍJio  que  preceden  á  la  interposición  de  aquél  *.» 
(R.  D.  22  Enero  1890.— Gac  O  Febrero.) 

lÁ  íflayo  I^OO.  Recurso  de  queja  contra  una  Real 
orden  dictada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  reduciendo 
él  descuento  del  sueld^q  de  un  militar  de  la  mitad  á  la  ter- 
cera parte  para  alimentos  señalados  en  sentencia  firme  á 
su  mujer,  la  que  tenía  entablada  demanda  de  divorciar 
Estimase  el  recurso:  Inteligencia  del  art.  1.451  de  la  ley 
de  Enj.  civil. 

Contra  una  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra  reduciendo  A  la  tercera  parte  el  dea- 
cuento  de  la  mitad  del  sueldo  de  un  militar  señala- 
do en  sentencia  firme  para  alimentos  de  su  mujer, 
que  había  entablado  demanda  de  divorcio,  elevó  la 
Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  de  Madrid  recur- 
so de  queja,  al  que  se  declara  haber  lugar,  dejando 
sin  efecto  la  indicada  Real  orden:  Considerando... 

«De  la  misma  manera  que  estA  prohibido  A  las  au- 
toridades administrativas  provocar  contiendas  de 
competencia  A  las  judiciales  en  lospleitos  fenecidos 
por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
por  iguales  fundamentos  deben  abstenerse  las  mis- 
mas autoridades  de  dictar  disposiciones  que  impi- 
dan la  ejecución  de  las  sentencias,  ó  de  cualquier 
modo  entorpezcan  la  acción  de  los  Tribunales. 

»Que  aparte  esta  razón  que  en  el  presente  caso  ex- 
cusa otra  cualquiera,  no  parece  que  debe  aplinarse 
A  un  juicio  de  alimentos  lo  dispuesto  en  el  art.  1.451 
de  la  ley  de  Enj.  civil,  que  sólo  es  aplicable  A  los  em- 
bargos de  sueldos  civiles  ó  militares. 

*Que  ya  se  atienda  A  uno  ó  á  otro  de  los  anteriores 
fundamentos,  procede  derogar  la  disposición  del 
Ministerio  de  la  Guerra,  que  en  el  presente  conflicto 
ha  venido  A  entorpecer  la  ejecución  de  una  senten- 
cia firme  de  un  Tribunal  de  justicia. 


i    El  A*.  D.  de  10  de  Diciembre  1S81  68  el  inserto  en  ests 
mismo  grupo. 
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•  Que  para  restablecer  la  biiena  doctrina  y  evitar 
en  lo  sucesivo  nuevos  conflictos  de  la  Índole  del  pre- 
sente, por  el  Ministerio  de  Gracia  3'  Justicia  deberá 
proponerse  á.  la  resolución  de  mi  Consejo  de  Minis- 
tros una  disposición  en  la  que  se  fije  de  una  manera 
clara  y  terminante  la  interpretación  del  citado  ar- 
tículo 1.451  de  la  ley  de  Enj.  civil  en  cuanto  á  la  pro- 
porción de  las  retenciones  de  sueldos  en  casos  como 
el  presente,  extensiva  á  prevenir  que  ninguna  auto- 
ridad administrativa  podrá  contrariar  ni  poner  obs- 
táculos á  la  ejecución  de  las  sentencias  firmes  de  los 
Tribimales,  ni  interpretar  disposiciones  legales,  para 
lo  cual  no  es  ni  puede  considerarse  competente  la 
Administración.»  (R.  D.  de  15  Mayo  1890. — Crac.  17  Ju- 
lio.)—V.  Retención  de  sueldos. 


Reglas  de  siiHtanclaclón. 

La.s  reglas  qiie  debeu  ob.servarse  en  la  sus- 
tanciación  de  las  competencias  administrati- 
vas están  bien  expresas  y  terminantes  en  el  de- 
creto vigente  de  8  de  Septiembre  de  1887,  cuya 
observancia  es  tan  precisa,  que  la  mAs  peque- 
ña falta  ó  desvio  de  ellas  constituye,  seg'úu 
constante  doctrina  de  jurisprudencia,  un  vicio 
sustancial  que  impide  la  decisión.  Por  eso  no 
vamos  !Í  hacer  sino  simples  indicaciones  de  lo 
que  corresponde  en  la  sustanciación  de  com- 
petencias á  los  gobernadores,  á  los  Juzgados  y 
Tribunales  y  al  Gobierno. 

Lo  que  corresponde  á  los  gobernadores. 

Ya  hemos  visto  que  sólo  los  gobernadores  de 
provincia  pueden  suscitar  competencias  A  los 
Juzgados  ó  Tribunales  para  reclamar  el  cono- 
cimiento de  los  negocios  que,  en  virtud  de  dis- 
posición expresa,  corresponda  á  los  mismos 
gobernadores,  á  las  autoridades  dependientes 
de  ellos  ó  á  la  Administración  '. 

No  pueden  los  gobernadores  suscitar  com- 
petencias en  los  juicios  criminales,  salvo  en 
dos  casos:  si  el  castigo  del  delito  ó  falta  les 
estA  reservado  por  disposi3ión  expresa,  ó  si 
hay  alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa 
el  fallo  que  hayan  de  dictar  los  Tribunales. 
Tampoco  pueden  suscitarlas  en  los  pleitos  fe- 
necidos por  sentencia  firme  y  en  aquellos  que 
sólo  pendan  de  recurso  de  casación  ó  de  revi- 
sión ante  el  Tribunal  Supremo,  ni  por  falta  de 
autorización  para  litigar  ni  para  procesar  en 
su  caso  (art.  3.°). 

Para  suscitar  competencias  los  gobernado- 
res, han  de  oir  previamente  á  las  Comisiones 
provinciales  (art.  4.°),  manifestar  las  razones 
que  le  asistan  y  citar  el  articulo  ó  texto  con- 
creto de  la  disposición  legal  en  que  se  apoyen 
(art.  8."),  no  bastando  referirse  en  general  á 
una  ley  ó  á  un  reg-lamento. 

Mientras  las  causas  estAn  en  sumario,  el  re- 


*  Tamhién  en  ftu  caso  puede  suscitar  competencias  á  los 
Tribunales  y  ./uzt/ados  el  Tribunal  de  lo  Contencioso.  - 
Véase  la  ley  de  13  de  Ssptiembra  de  1S88. 


querimiento  debe  dirigirse  á  los  jueces  de  ins- 
trucción que  conocen  de  ellas  con  jurisdic- 
ción propia  durante  ese  trámite.  Cuando  al- 
guna vez  ejerzan  jurisdicción  delegada,  como 
sucede  en  los  sumarios  contra  ciertas  auto- 
ridades, el  requerimiento  entonces  debe  diri- 
girse al  juez  ó  Tribunal  delegante  (art.  5."). 

Cuando  reciba  el  gobernador  contestación 
del  juez  ó  Tribunal  requerido  y  se  declare  éste 
competente  en  la  forma  que  establece  el  ar- 
ticulo 16,  aquella  autoridad  oirA  de  nuevo  A  la 
Comisión  provincial  y  dictarA  providencia  in 
sistiendo  ó  no  en  la  competencia  ó  en  estimar- 
se competente.  Si  no  se  estima  competente,  ofi- 
ciarA  al  juez,  sin  mAs  trámites,  desistiendo  del 
requerimiento.  Y  si  se  estima  competente,  le 
oficiarA  insistiendo  en  el  requerimiento  y  remi- 
tiendo por  el  primer  correo  las  diligencias  al 
presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Las  providencias  que  dictan  los  gobernado- 
res desistiendo  de  las  cuestiones  de  competen- 
cia ¿son  apelables?  Xosotros  creemos  que  fué 
poco  pensado  el  D.de  3  de  Mayo  de  1887,  y  que 
al  modificarse  las  reglas  de  sustanciación  de 
competencias  por  el  R.  D.  de  8  de  Septiembre 
del  mismo  año,  quedó  sin  efecto  ó  abrogado. 
De  otro  modo  no  sería  una  verdad  lo  estableci- 
do en  el  art.  2.",  ni  tampoco  el  art.  18.  A  los 
gobernadore.s  exclusivamente  compete  la  facul- 
tad de  suscitarcompetencias:  su  desistimiento, 
sin  más  trámite.i,  deja  expedito  el  ejercicio  de 
la  jimsdiRión  al  requerido. 

Lo  que  corresponde  á  los  jueces  ó  Tribunales. 

Los  jueces  ó  Tribunales  que  sean  requeri- 
dos deben,  luego  que  reciban  el  oficio  de  re- 
querimiento, suspender  todo  procedimiento  en 
el  asunto,  so  pena  de  nulidad,  salvo  en  las  cau- 
sas criminales,  en  que  podrán  practicar  las  di- 
ligencias mAs  urgentes  y  nece.sarias  para  la 
comprobación  del  delito,  absteniéndose  de  dic- 
tar autos  de  procesamiento  ni  de  detención. 
En  seguida  acusarAu  el  recibo  del  oficio  al  g'o- 
beruador  requirente,  comunicarAn  el  asunto  al 
Ministerio  fiscal  por  sólo  tres  dias  A  lo  mAs,  y 
por  ig'ual  tiempo  á  cada  una  de  las  partes,  y 
dictarán  auto  declarAndose  competentes  ó  in- 
competentes. Este  auto  es  apelable  en  la  forma 
que  determinan  los  arts.  15,  16,  12,  13  y  14  del 
decreto,  los  cuales  determinan  los  trAmites  de 
la  apelación. 

Si  el  auto  no  es  apelado,  ó  en  su  caso,  cuan- 
do sea  firme,  si  es  declarAndose  competente, 
oficiará  el  juez  ó  Tribunal  inmediatamente  al 
gobernador  para  que  deje  expedita  su  jurisdic- 
ción, ó  de  lo  contrario,  tenga  por  formada  la 
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conipeteiicia.  Al  oficio  acompañará  copia  de 
los  dictámenes  del  Ministerio  fiscal  eu  cada 
instancia,  y  de  los  autos  dictados.  Y  si  el  juez 
ó  Tribunal  se  declara  incompetente,  remitirá 
ios  autos  dentro  del  segundo  día  al  g'oberna- 
dor,  extendiendo  el  actuario  la  certificación 
que  dice  el  art.  15. 

Tengan  muy  en  cuenta  los  jueces  ó  Tribu- 
nales,-eu  los  casos  de  cuestiones  previas,  la 
nueva  disposición  contenida  en  el  art.  4."  del 
decreto,  pues  la  autoridad  administrativa  tie- 
ne plazo  para  resolverlas,  y  pasado,  deben 
aquéllos  reclamar  los  autos  y  continuar  el  pro- 
cedimiento. 

Lo  que  correspoide  n!  Qvbierno. 

Cuando  el  presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros reciba  las  actuaciones  de  competencia, 
acusará  el  recibo  á  los  contendientes,  y  dentro 
de  los  dos  dias  sig'uieutes  á  la  recepción,  las 
pasará  al  Consejo  de  Estado.  Este  Cuerpo, 
oyendo  á  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Jus- 
ticia, consultará  la  decisión  que  estime  proce- 
dente dentro  de  dos  meses,  contados  desde  el 
día  en  que  se  le  pasen  las  actuaciones,  remi- 
tiendo la  consulta  al  presidente  del  Consejo,  y 
copias  literales  de  la  misma  al  Ministro  de  la 
Gobernación  y  al  Ministro  ó  Ministros  de  quie- 
nes dependan  los  jueces  y  autoridades  con 
quienes  se  haya  seguido  la  competencia.  Es- 
tos manifestarán  su  conformidad  ó  no  confor- 
midad, y  en  todo  caso  se  someterá  la  decisión 
á  S.  M.  á  propuesta  del  Consejo  de  Ministros, 
que  se  comanica  á  los  contendientes  y  se  in- 
serta en  la  Gaceta. 

II 

iPnedc  la   tilnilniMtrnclón  niiarllar  competcn- 
c-iu  al  Tribunal  Supremo? 

Si  á  la  letra  de  la  ley  nos  atenemos  \  corres- 
pondiendo á  la  Administración  provocar  com- 
petencias á  los  Tribunales  y  Juzgados  de  to- 
dos los-  órdenes,  como  se  ha  añadido  en  el  ar- 
ticulo 27  de  la  de  29  de  Agosto  de  1882,  siendo 
Tribunal,  como  lo  es,  el  Tribunal  Supremo, 
parece  quedebe  estarcomprendidoen  la  regla, 
cuando  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  inva- 
da atribuciones  administrativas  ó  conozca  en 
asuntos  que  estén  reservados  y  sean  propios 
de  la  Administración.  De  manera  que  cuando 
el  Tribunal  Supremo  conozca  de  las  apelacio- 
nes de  que  trata  el  par.  4."  del  art.  280  de  la 


1  Decíamos  esto  en  la  4.^  edición  del  Diccionario, 
cuando  re;iían  los  arts.  32  d  73  del  reglamento  de  I8H3,  ¡lor 
no  haberse  publicado  aún  el  1{,  D.  de  S  de  Septiembre 
de  1887,  y  no  debemos  omitirlo,  porque  quién  sabe  si  po- 
drá tener  tod-aria  influencia  para  evitar  novedades  peli- 
grosas volviendo  á  lo  antiyuo. 


ley  orgánica  del  Poder  judicial  ó  en  vínica  ins- 
tancia de  las  causas  contra  cardenales,  obis- 
pos, consejeros  de  Estado,  directores,  g'oberna- 
dores,  principes  de  la  familia  Real,  Ministros 
de  la  Corona,  presidentes  de  las  Cámaras,  ma- 
gistrados, etc.,  de  que  tratan  los  arts.  281  á  284 
de  la  misma  ley,  estará  en  su  derecho  la  Admi- 
nistración provocando  competencia  á  la  Sala 
correspondiente  ó  al  Tribunal  pleno  en  su  caso, 
siempre  que  el  hecho  objeto  de  la  causa  esté 
comprendido  en  la  excepción  del  art.  54  del  re- 
glamento. Pero  si  esto  nos  parece  conforme 
con  la  ley,  porque  de  Ueuo  puede  ocurrir  tener 
que  oponer  al  procedimiento  del  Tribunal  Su- 
premo cualquiera  cuestión  previa,  estando  co- 
nociendo como  Tribunal  de  primera  ó  segunda 
instancia,  ¿sucederá  lo  mismo  cuando  conozca 
de  los  recursos  de  casación? 

Nosotros  hemos  meditado  profundamente 
sobre  esto;  hemos  fijado  nuestra  consideración 
sobre  los  fundamentos  del  R.  D.  de  15  de  Ju- 
nio de  1878,  que  decide  la  competencia  susci- 
tada por  el  gobernador  de  Cádiz  al  Tribunal 
Supremo,  que  conocía  en  un  recurso  de  casa- 
ción; y  creemos  con  el  más  profundo  conven- 
cimiento, que  cuando  el  Tribunal  Supremo  esté 
conociendo  de  dichos  recursos,  no  es  legal  ni 
es  conveniente  promoverle  competencia;  que 
haciéndolo  no  se  interpretan  bien  ni  el  regla, 
mentó  de  1863,  ni  el  art.  286  de  la  ley  orgáni- 
ca, ni  el  27  de  la  provincial;  que  no  llegan  tan 
allá  los  derechos  ni  los  altos  deberes  de  la  Ad- 
ministración, y  que  se  exagera  y  hasta  se  con- 
tradice y  conculca  el  principio  del  interés  pú- 
blico y  de  la  independencia  de  los  altos  pode- 
res del  Estado. 

El  Tribunal  Supremo,  en  los  recursos  de  ca- 
sación, está,  digámoslo  asi,  sobre  más  elevada 
esfera.  Es  un  poder  soberano.  No  está  en  rigor 
llamado,  como  el  art.  76  de  la  Constitución 
dice,  á  aplicar  las  lej'es  en  los  juicios  civiles  y 
criminales,  sino  á  examinar  con  un  criterio  su- 
perior é  independiente,  si  las  leyes  han  sido 
bien  ó  mal  aplicadas,  ó  más  bien  á  determinar 
si  una  ley  concreta  ó  doctrina  legal  que  se  su- 
pone infringida  lo  ha  sido  ó  no.  En  esta  juris- 
dicción limitada,  en  que  el  mismo  Tribunal  Su- 
premo no  puede  salirse  de  la  esfera  que  le  tra- 
za el  que  formula  el  recurso,  nadie,  absoluta- 
mente nadie,  ni  la  Administración  tampoco, 
puede  interponerse  para  provocar  competen- 
cias. La  competencia  en  este  caso  extremo, 
después  de  tramitadas  dos  instancias,  y  de  ha- 
berse dictado  el  fallo  definitivo,  que  es  ya  fir- 
me en  todo  lo  que  taxativamente  no  sea  ob- 
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jeto  del  recurso,  nos  parece  hasta  un  atentado 
&  la  respetabilidad  y  á  la  independencia  de  la 
Justicia.  Tan  elevado  está  el  Tribunal  Supre- 
mo en  estas  funciones  extraordinarias  que  la 
ley  le  otorga,  que  él  solo,  exclusivamente  él,  es 
el  llamado  íi  conocer  y  á  definir  en  su  caso  y  lu- 
gar, si  por  razón  de  la  materia  ha  habido  abu- 
so, ó  exceso,  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción conociendo  en  asunto  que  no  sea  de 
la  competencia  judicial.  Asi  lo  dice  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1881,  en  el  par.  6.°  del 
art.  1 .692,  y  creemos  que  tan  terminante  dis- 
posición se  ha  puesto  en  ella  como  correctivo 
de  lo  que  sucedió  en  1878,  arrancándole  el  co- 
nocimiento del  recurso  de  casación  de  que  es- 
taba conociendo. 

No  hemos  de  decir  más  sobre  este  asunto, 
porque  creemos  que  bastan  las  brevísimas  con- 
sideraciones apuntadas  para  convencerse  de 
que  no  se  respeta  tanto  como  debe  respetarse 
la  alta  institución  de  la  Justicia,  cuando  por 
un  gobernador  de  provincia,  aunque  lo  hag'a 
en  nombre  de  la  Admiuistración,  puede  dispu- 
tarse al  primer  Tribunal  del  Estado  el  conoci- 
miento de  ua  asunto  que  se  lleva  á  él  sola  y 
exclusivamente  para  que  examine  si  la  sen- 
tencia definitiva  que  se  ha  dictado  en  un  asun- 
to y  en  última  instancia,  por  el  Tribunal  que 
ha  conocido  de  ella,  ha  infringido  ó  no  la  ley  ó 
doctrina  legal  que  sea  motivo  del  recurso  de 
casación.  Esto,  la  ley  lo  dice,  es  facultad  ex- 
clusiva del  Tribunal  Supremo. 

Si  la  jasticia,  como  dijo  el  Rey  Sabio  «es  una 
de  las  cosas  por  que  mejor  é  más  enderezada- 
mente se  mantiene  el  mundo»,  cuide  mucho  la 
Administración  pública  de  que  sea  muy  res- 
petada y  de  que  esté  revestida  del  más  alto 
pres'.igio. 


Esto  decíamos  cuando  se  publicó  el  decreto 
de  15  de  Junio  de  1878  decidiendo  la  competen- 
cia suscitada  al  Tribunal  Supremo  por  el  go- 
bernador de  Cádiz,  habiéndolo  reproducido  en 
la  4.*  edición  de  esta  obra.  No  tardó  mucho  en 
promoverse  otro  conflicto  semejante.  Conocía 
el  Tribunal  Supremo  en  uu  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Banco  de  España  en  pleito 
que  le  promovió  un  ex  recaudador  de  contri- 
buciones del  partido  de  Arévalo,  y  el  goberna- 
dor de  Avila  le  requirió  de  inhibición.  Al  deci- 
dirse este  conflicto  por  R.  D.  de  25  de  Diciem- 
bre 1886,  de  nuevo  insistió  el  Consejo  de  Esta- 
do en  la  doctrina,  que  aceptó  el  Gobierno,  de 
que  podía  suscitarse  competencia  al  Tribunal 
Supremo  en  los  recursos  de  casación,  y  lo  hizo 


abroquelado  con  argumentos  como  éste:  que 
en  los  reciirsos  de  casación  quedan  en  suspen- 
so las  sentencias  y  no  son,  por  consiguiente, 
firmes,  ni  menos  sentencias  pasadas  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada...!.'  Necesariamente,  al 
insertar  en  el  Apéndice  á  esta  óbrala  decisión 
indicada,  habíamos  de  combatir  tan  errónea 
doctrina,  y  lo  hicimos  en  los  términos  si- 
guientes: 

«Conocida  nuestra  opinión  sóbrela  transcen- 
dental doctrina  contenida  en  el  Real  decreto 
de  15  de  Junio  de  1878,  la  misma  tiene  que  ser 
también  sobre  la  que  se  reproduce  en  el  pro- 
pio sentido  en  el  de  25  de  Diciembre  de  1886. 
Pero  hemos  de  añadir  algunas  palabras  más 
para  dejarnos  comprender  mejor. 

Es  cierto  que  la  letra  del  núm.  3."  del  artí- 
culo 51  del  reglamento  de  25  de  Septiembre 
de  1863  prohibe  á  los  gobernadores  suscitar 
contiendas  de  competencia  en  los  pleitos  fene- 
cidos por  sentencia  pasada  eu  autoridad  de 
cosa  juzgada;  pero  aparte  de  que  esto  era  in- 
necesario que  se  declarase,  debe  tenerse  pre- 
sente que  tal  disposición  reglamentaria  está 
tomada  literalmente  del  art.  4."  del  R.  D.  de 
4  de  Junio  de  1847,  y  que  cuando  se  dictó  este 
decreto  no  se  conocían  los  recursos  de  casa- 
ción, y  si  sólo  los  de  nulidad  en  lo  civil  con 
arreglo  á  los  arts.  68,  69,  y  facultad  5.*  del  90 
del  reglamento  provisional  de  1835,  que  atri- 
buían al  Tribunal  Supremo  conocer  de  los  re- 
cursos de  nididad,  que  según  lo  que  establez- 
can las  leyes  se  interpusieren  de  las  sentencias 
ejecutorias  dadas  por  las  Audiencias;  con  cuyo 
sentido  está  conforme  el  R.  D.  de  4  de  Noviem- 
bre de  1838,  que  también  estableció  haber  lu- 
gar al  recurso  de  nulidad  contra  las  ejecutorias 
de  dichos  Tribunales,  cuando  eu  las  seutaucias 
de  vista  ó  revista  se  hayan  infringido  las  leyes 
de  Enjuiciamiento.  De  manera,  que  al  dictar- 
se dicho  decreto  de  1847,  no  siendo  posible 
tener  eu  cuenta  la  diferencia  leg'al  que  de  las 
sentencias  hace  el  art.  668  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  de  1870,  se  denominaban 
ejecutorias  las  sentencias  de  las  Audiencias 
contra  las  cuales  se  interponía  recurso  de  nu- 
lidad, y  no  era  por  tanto  procedente  la  con- 
tienda de  competencia  en  tal  estado. 

Pero  aparte  de  esta  consideración,  que  es 
muy  importante,  y  hasta  prescindiendo  de  ella 
si  se  quiere,  parécenos  que  la  excepción  del 
número  3."  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de 
Septiembre  de  1863,  que  es  el  fundamento  de 
la  doctrina  del  Consejo  de  Estado,  no  tiene  en 
si  el  sentido  que  se  la  quiere  darj  y  aunque  le 
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tuviera,  no  podría  tampoco  ser  aplicable  <l  los 
pleitos  fallados  en  segunda  instancia  con  arre- 
glo á  la  ley  de  Enjtiiciamicnto  y  pendientes  de 
recurso  de  casación. 

Que,  en  efecto,  no  tiene  el  sentido  lato  que 
el  Consejo  le  da,  parócenos  demostrado  con 
sólo  fijarse  en  la  estructura  misma  de  la  frase. 
Allí,  en  los  arts.  53  y  54,  no  se  dice  afirmati- 
vamente y  como  regla  general  que  los  gober- 
nadores podrán  promover  contienda  de  com- 
petencia en  todos  los  pleitos,  mientras  no  es- 
tén fenecidos  por  sentencia  pasada  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  sino  negativamente  y 
como  una  de  las  excepciones,  que  no  podrán 
suscitarlas...  «3.°,  en  los  pleitos  fenecidos  por 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da.i^  Y  esto  no  lo  negamos  nosotros,  y  esto  es 
evidente,  y  esto  es  justísimo.  Pues  no  faltaba 
más  que  pudieran  abrirse  de  nuevo  los  juicios 
fenecidos,  como  en  algunos  casos  en  la  anti- 
gua jurisprudencia,  lo  cual  seria  un  escánda- 
lo, y  no  puede  suceder  conforme  á  los  princi- 
pios inconcusos  del  derecho  público  constitu- 
cional, y  á  lo  terminantemente  dispuesto  en  el 
articulo  243  de  la  Constitución  de  1812,  com- 
prendido en  su  tit.  V,  que  es  ley  vigente,  con- 
forme á  la  de  7-16  de  Septiembre  de  1837,  y 
según  el  cual,  «ni  las  Cortes  ni  el  Rey  podrán 
ejercer  en  nlngim  caso  las  funciones  judi- 
ciales, avocar  causas  pendientes  ni  mandar 
abrir  juicios  fenecidos^.  De  entender  asi  la 
disposición  enunciada  á  entenderla  como  el 
Consejo  de  Estado  la  entiende  en  su  informe 
acepta(ip  por  el  Gobierno,  hay,  como  se  ve, 
mucha  diferencia.  Lo  primero  es  verdad  in- 
concusa y  obedece  á  la  regla  general  consigna- 
da en  los  arts.  53  y  57  del  reg'lamento,  de  que 
las  cuestiones  de  atribuciones  y  jurisdicción 
sólo  pueden  promoverlas  los  gobernadores 
para  reclamar  algún  negocio  que  comprendan 
pertenecerles  y  en  que  se  halle  entendiendo  un 
Tribunal  ó  Juzgado.  Lo  segundo  envuelve  un 
error  notorio,  puesto  que  quiere  hacerse  de 
una  excepción  la  regla  general  y  deducirse 
que  no  prohibiéndolo  el  reglamento,  están 
muy  en  su  lugar  las  contiendas  de  competen- 
cia con  el  Tribunal  Supremo  cuando  conoce 
de  los  recursos  de  casación. 

Pero  vayamos  más  adelante.  Lo  que  sirve 
en  todo  caso  de  fundamento  para  doctrina  tan 
peligrosa  como  la  que  impugnamos,  es  un  sim- 
ple articulo  reglamentario,  y  las  disposiciones 
reglamentarias  es  notorio  que  no  pueden  en 
caso  alguno  prevalecer  contra  la  ley.  Pues 
bien:  las  leyes  rituales  de  los  juicios,  garantía 


de  todos  los  derechos,  garantía  eficaz  de  la 
justicia,  contienen  reglas  inflexibles  que  no  se 
armonizan  con  dicho  articulo.  El  13  de  la  ley 
de  bases  para  el  enjuiciamiento  civil  de  13  de 
Mayo  de  1855,  dispojie  que  no  haya  en  los 
pleitos  más  de  dos  instancias.  El  403  de  la  vi- 
gente ley  de  1881,  establece  que  la  sentencia 
dictada  en  la  segunda  termina  el  pleito,  y  no 
se  da  contra  ella  otro  recurso  que  el  de  casa- 
ción, dentro  de  los  términos,  en  los  casos  y  en 
la  forma  que  se  determinan  en  el  tit.  XXI  de 
esta  ley  '. 

En  este  citado  título  se  declara  que  el  cono- 
cimiento de  los  recursos  de  casación  corres- 
ponde exclusivamente  al  Tribunal  Supremo 
(art.  1.G8G);  y  que  sólo  habrá  lugar  á  dicho 
recurso  en  los  siete  casos  que  enumera  el  ar- 
tículo 1.692,  y  entre  ellos...  «6.°,  cuando  por 
razón  de  la  materia  haya  habido  abuso,  exce- 
so ó  defecto  eu  el  ejercicio  de  la  jurisdicción, 
conociendo  en  asunto  que  no  sea  de  la  compe- 
tencia judicial,  ó  dejando  de  conocer  cuando 
hubiere  el  deber  de  hacerlo»;  y  tras  el  rigor 
de  muchas  otras  prescripciones  rituarias,  con- 
cluye diciendo  el  art.  1.745:  «si  el  Tribunal  es- 
timase que  en  la  sentencia  se  ha  cometido  la 
infracción  de  ley  ó  doctrina  en  que  se  funde 
el  recurso,  declarará  haber  lugar  á  él,  y  casa- 
rá la  secuencia,  dictando  acto  continuo,  y  por 
separado,  la  sentencia  que  corresponda  sobre 
la  cuestión  objeto  del  pleito,  ó  sobre  los  extre- 
mos respecto  de  los  cuales  haya  recaído  la  ca- 
sación». 

¿No  está  bien  claro,  sin  género  alg'uno  de 
duda  para  los  que  conocen  el  Derecho,  que  las 
sentencias  definitivas  de  las  Audiencias  soa 
las  que  ponen  término  á  los  pleitos,  y  que  di- 
chas sentencias  constituyen  la  verdad  jurídica 
si  no  se  casan  ó  anulan  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, único  que  tiene  el  poder  de  hacerlo,  en  los 
términos,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  de- 
termina el  tit.  XXI  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.^ 

¿Cómo,  pues,  han  de  poder  suscitarse  con- 
tiendas de  competencia  al  Tribunal  Supremo, 
si  ningún  otro  poder,  por  elevado  que  sea, 
puede  arrogarse  la  facultad  de  anular  las  sen- 


1  Deduce  el  Consejo  de  Estado  que  debiendo  quedar  en 
suspenso  la  sentencia  desde  que  se  interpone  el  recurso  de 
casación,  está  allanado  el  camino  para  la  competencia^ 
pero  carece  de  toda  fuerza  esta  consideración  por  lo  que 
arriba  decimos,  y  tanto  viás  atendiendo  á  lo  dispuesto  en 
los  arts.  J.704  y  1.786  de  la  ley  de  Enj.  civil,  según  los 
cuales  la  Audiencia  puede  llevar  adelante  el  procedió/lien' 
to  y  ejecutar  la  sentencia,  con  tal  que  quede  garantido  el 
derecho  del  que  interpone  el  recurso,  prestando  /tanza  la. 
parte  que  lia  yanado  el  pleito,  de  que  responderá  de  cuan- 
to hubiere  recibido  si  se  declarase  la  casación. 
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teiicias  dictadas  en  la  segunda  instancia  pol- 
las Audiencias,  ni  en  la  forma  que  la  ley  orde- 
na, ni  en  otra  alguna? 

¡Hasta  qué  extremo  llega  nuestra  ceguedad! 
¡Hasta  qué  punto  damos  al  olvido  los  princi- 
pios más  rudimentarios  del  Derecho! 

Pero  no  discurramos  más  sobre  este  punto, 
ni  invoquemos   de  nuevo  la  importantísima 
disposición  contenida  en  el  uiim.  6.°  del  artí- 
culo 1.G92  de  la  ley  de  Enj.  civil,  que  para 
algo  se  ha  escrito.  La  Administración,  se  dirá, 
encuentra  siempre  libre  su  acción  para  obrar, 
y  supuesto  lo  establecido  en  el  repetido  nú- 
mero 3.",  artículo  54  del  reglamento  de  1863, 
y  supuesta  también  la  decisión  de  la  xom- 
peteucia  á  su  favor,  no  debe  encontrar  obs- 
táculo  alguno  en  su  marcha.   Si  se  han  ter- 
minado ya  las  dos  instancias  del  pleito,  si  se 
ha  dictado  sentencia  en  la  segunda,  y  ésta, 
según  las  ritualidades  del  enjuiciamiento,  es 
firme  y  ejecutoria  (mientras  no  se  case  y  anu- 
le por  el  Tribunal  Supremo  que  es  exclusiva- 
mente quien  tiene  jurisdicción  para  hacerlo, 
en  la  forma  que  hemos  visto  se  halla  estable- 
cida), esto  no  significa  nada  para  la  Adminis- 
tración, porque  en  su  omnímodo  poder  hará 
tabla  raga  del  asunto,  y  determinará  lo  que 
crea  más  justo,  inás  acertado  ó  más  conve- 
niente!!! 

Esta  es  en  resumen  la  teoría  qiue  viene  á 
sustentarse  y  sirve  de  fundamento  á  los  Rea- 
les decretos  de  1.5  de  Junio  de  1878  y  prime- 
ros considerandos  del  de  25  de  Diciembre  de 
1886;  teoría  errónea,  contra  la  cual,  obede- 
ciendo á  muy  intimas  co  ivicciones,  no  pode- 
mos menos  de  protestar,  en  nombre  de  los  sa- 
grados fueros  de  la  Justicia  y  de  la  integridad 
é  independencia  de  los  Tribunales;  teoría 
atrevida  y  peligrosa,  con  la  que  se  desconoce 
de  lleno  el  carácter  y  la  naturaleza  del  recur- 
so extraordinario  de  casación,  y  que  no  es  da- 
ble aplicar  sin  infringir  la  Constitución  y  las 
leyes  que  dejamos  citadas  y  sin  socavar  los 
principios  más  esenciales  en  que  descansa  hoy 
nuestro  procedimiento  judicial. 

No  deberíamos  haber  añadido  un  sola  pala- 
bra á  nuestro  primer  artículo;  pero  ya  que  lo 
hemos  hecho,  concluiremos  nuestras  breves 
consideraciones  declarando  que  puede  ser  un 
caso  de  grave  responsabilidad  legal  para  los 
Ministros  queautorizan  estas  peligrosas  trans- 
gresiones, esta  tan  notoria  usurpación  de  las 
atribuciones  del  más  alto  Tribunal  del  Estado; 
y  más  diremos,  que  alcanza  también  gran  par- 
te de  responsabilidad  moral  á  los  mismos  ma- 


gistrados del  Tribunal  Supremo,  cuando  con- 
sienten que  se  les  arranque  el  conocimiento  de 
un  recurso  de  casación,  sin  acudir  respetuosa- 
mente al  Gobierno  haciéndole  presente  el  rudo 
golpe  que  sufre  la  administración  de  Justicia, 
si  el  Ministro  que  la  representa  en  el  Gobierno 
no  sale  á  su  defensa  en  los  términos  que  auto- 
riza el  reglamento  de  competencias,  en  sus 
arts.  69  á  71,  para  obtener  la  reparación  con- 
veniente contra  las  extralimitaciones  del  Po- 
der administrativo  '.» 


Con  leal  franqueza  expusimos  nuestra  opi- 
nión en  contra  de  las  doctrinas  que  sustenta- 
ban el  Consejo  de  Estado  y  el  Gobierno  res- 
pecto á  tan  importante  asunto,  en  las  dos 
únicas  ocasiones  que  se  nos  ofrecieron.  Pocos 
meses  después  de  nuestro  último  artículo,  pu- 
blicóse el  R.  D.  de  8  de  Septiembre  de   1887 
reformando  las  reglas  de  susíanciacióu  de  las 
competencias   administrativas;  y  habiéndose 
establecido  en  su  art.  3.°  que  los  gobernado- 
res no  podrán  suscitar  contiendas  de  competencia... 
en  los  juicios  que  sólo  pendan  de  recursos  de  casa- 
ción ó  de  revisión  ante  el  Tribunal  Supremo,  está 
ya  decidida  la  gran  cuestión   de  una  manera 
terminante.  Esta  disposición  merece  elogios  y 
no  hemos  de  escaseárselos  al  ilustrado  y  recto 
Ministro  que  refrendó  el  decreto,  felicitándo- 
nos á  la  vez  de  haber  sino  nosotros  los  inicia- 
dores de  esta  medida,  con  la  que  se  contribu- 
ye á  conservar  el  prestigio  del  más  elevado 
Tribunal  del  Estado,  y  se  evita  el  escándalo 
consiguiente  á  que  se  otorgue  á  la  Aílmiuis- 
tración,  por  medio  de  las  competencias,  la  fa- 
cultad de  anular  las  sentencias  dictadas  en  iil- 
tima  instancia  por  las  Audiencias,  cuando  esto 
sólo  puede  hacerlo  el  referido  Tribunal  Supre- 
mo en  los  términos,  en  los  casos  y  en  la  forma 
que  determina  el  tít.  XXI,  lib.  II  de  la  ley  de 
Enj.  civil. 

III 

«9on  applablPH  las  proridpnolavi  de  duslstl- 
•uleplo  d(!  loM  goheraailores? 

El  art.  65  del  Regí,  de  1863  y  el  14  del  Real 
decreto  de  4  de  Junio  de  1847  establecen  que, 
si  el  gobernador  desistiese  de  la  competencia, 
quedará  sin  más  trámites  expedito  al  requerido 


'  Sabemos  la  teoría  en  que  descansa  el  art.  52  del  re- 
glamento de  25  de  Septiembre  de  ISfía,  y  no  es  nuestro  áni- 
mo discutir  hoy  este  asunto.  Pero  si  diremos,  que  aunque 
sea  al  Rey  á  quien  corresponda  decidir  las  contiendas  de 
competencia  entre  la  Administración  y  los  Tribunales 
esta  es  realmente  una  ficción,  pues  teniendo  en  cuenta  ló 
establecido  en  los  arts.  4S,  49,  so  y  54  de  la  Constituciún 
quien  decide  las  competencias  es  el  Poder  administrativo 
y  de  él  es  la  responsabilidad. 
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el  ejercicio  de  su  jurisdiccióu.  Parece  bastan- 
te explícita  esta  disposición,  y  sin  embarg-o 
venia  la  jurisprudencia  entendiendo  y  apli- 
cando contradictoriamente  este  articulo,  unas 
veces  considcraudo  el  desistimiento  como  de- 
finitivo y  sin  apelación,  y  otras  otorgando  al- 
zada ante  el  Gobierno.  Cuando  parecía  lógico 
que  se  confirmara  el  vigor  de  aquella  tan 
conveniente  regla,  vino  el  R.  D.  de  3  de  Mayo 
de  1887  á  declarar  apelables  las  providencias 
de  desistimiento  dictadas  por  los  goberna- 
dores. 

A  los  pocos  meses  se  publicó  el  R.  D.  de  8 
de  Septiembre  modificando  las  reglas  de  sus- 
tauciación de  competencias, y  ésteguardü com- 
pleto silencio  sobre  el  particular.  ¿Qué  signi- 
fica este  silencio  sobre  asunto  tan  importante? 
Para  nosotros  significa  la  derogación;  pues  lo 
que  contradice  lo  contenido  en  el  nuevo  de- 
creto no  rige,  y  doblemente  al  considerar  que 
si  sólo  los  gobernadores  de  provincia  pueden 
promover  las  cuestiones  de  competencia,  sólo 
á  ellos  toca  también  el  desistimiento,  atenién- 
dose á  las  reg-his  establecidas,  de  tal  modo  que 
el  desistimiento  deja  expedita  sin  más  trámi- 
tes su  jurisdicción  al  requerido.  Como  esto  no 
es  verdad,  cuando  alzíVndose  alguno  de  la  pro- 
videncia de  desistimiento  del  gobernador  haya 
de  continuar  en  suspenso  el  procedimiento  ju- 
dicial, necesario  es  convenir  en  que  no  fué  ló 
gica  ni  conveniente  la  reforma  del  T>.  de  3  de 
Mayo,  y  en  que  híjlcon  el  silencio  del  de  8  de 
Septiembre  se  ha  querido  que  quede  deroga- 
da. Aplaudimos  sin  reserva  esta  novedad. 

ConcliiKlón, 

No  podemos  en  manera  alguna  estar  confor- 
mes en  que  después  de  tantos  años  de  expe- 
riencia y  de  tantos  abusos  como  se  han  senti- 
do y  que  han  censurado  todos  los  partidos  en 
la  oposición,  siga  concediéndose  á  la  Adminis- 
tración con  tan  inconveniente  latitud  la  facul- 
tad de  suscitar  competencias  en  los  juicios  cri- 
minales, ya  invocando  la  necesidad  de  que  se 
resuelva  alguna  cuestión  previa,  ya  por  falta 
de  autorización  para  perseguir  en  juicio  á  los 
empleados  en  concepto  de  tales.  La  resolución 
de  estos  y  otros  importantísimos  puntos  debie- 
ra reservarse  siempre  A  los  Tribunales,  #)ien 
de  oficio,  ó  íi  instancia  de  parte,  ó  por  excita- 
ción fiscal,  y  siempre  con  la  necesaria  inter- 
vención de  éste,  y  con  las  apelaciones  ó  recur- 
sos convenientes  y  responsabilidad  exigible 
en  caso  de  abuso  con  arreglo  al  art.  .389  del 
Cód.  penal.  Así  se  conseguiría  el  objeto  sin  esos 
peligrosos   conflictos  jurisdiccionales;   asi   se 


aumentaría  el  prestigio  que  se  debe  á  la  alta 
institución  de  la  Justicia,  y  así  se  evitarían  los 
gravísimos  males  é  inconvenientes  que  deja- 
mos apuntados  en  los  artículos  Ayuntamien- 
tos ,  AUTORIZ.iCIÓN  PAR.\  PUOCESAR  y  GO- 
BIERNO Y  ADMINISTRACIÓN  DE  LAS  PROVINCIAS. 

COMPETENCIAS  ADMINISTRATIVAS  EN  ULTRA- 
MAR. Las  que  se  suscitan  entre  los  jueces  y 
Tribunales  y  las  autoridades  administrativas, 
se  deciden  también  por  el  Gobierno,  con  in- 
forme del  Consejo  de  Administración,  cou 
arreglo  al  art.  25  del  R.  D.  de  4  de  Julio  de 
18G1,  y  31  del  de  23  de  Septiembre  de  1888. 
V.  Gobierno  y  administración  de  i.as  pro- 
vincias DE  Ultramar. 

CÓMPLICE:  COMPLICIDAD.  Son  cómplices  los 
que  no  habiendo  concurrido  al  delito  como 
autores  «cooperan  á  la  ejecución  del  hecho 
por  actos  anteriores  ó  simultáneos»  (Cód.  pe- 
nal, art.  15).  Los  actos  del  cómplice  y  del  au- 
tor no  se  diferencian  cronológicamente,  ó  sea 
por  razón  del  tiempo  en  que  se  practican,  sino 
por  razón  de  su  importancia  ó  eficacia  con  re- 
lación al  fin  criminal.  Uno  y  otro  intervienen 
en  el  delito  con  actos  anteriores  ó  simultíhieos 
al  mismo;  pero  la  participación  del  autor  es 
capital  y  decisiva  y  la  del  cómplice  es  mera- 
mente auxiliar.  El  uno  toma  parte  directa  en 
la  ejecución',  ó  fuerza  ó  induce  á  ella,  ó  la 
hace  posible  con  actos  indispensables,  mien- 
tras que  el  otro  secunda  la  iniciativa  del  pri- 
mero, facilita  el  resultado  ó  ayuda  para  que 
se  logre. 

La  menor  gravedad  del  concurso  del  cóm- 
plice tiéuela  el  Código  en  cuenta,  por  regla 
general,  parala  determinación  de  la  pena,  que 
debe  ser  la  inmediatamente  inferior  en  grado 
á  la  señalada  para  el  autor  (arts.  68,  70,  72  y 
76).  Sin  eml)argo,  la  transcendencia  de  la  ac- 
ción criminal  ó  su  insigniflcancia,  autorizan 
excepciones  ó  desviaciones  de  este  principio 
(art.  75),  ora  con  el  fin  de  asegurar  con  más 
rígida  sanción  cierta  clase  de  atentados,  ora 
por  la  dificultad  ó  imposibilidad  de  aplicar  la 
expresada  regla  cuando  es  leve  la  pena  seña- 
lada á  la  acción  li  omisión  punible.  Por  el  pri- 
mer fundamento  la  ley  castiga  con  penas  es- 
peciales la  complicidad,  que  consiste  en  facili- 
tar la  prostitución  ó  corrupción  de  menores 
para  satisfacer  los  deseos  de  otro  (art.  459); 
dispone  que  se  castigue,  como  si  fueran  auto- 
res, A  los  cómplices  de  los  delitos  de  violación, 
abusos  deshonestos,  escándalo  público,  estu- 
pro, corrupción  y  rapto,  que  sean  ascendien- 
tes, tutores,  curadores  o  maestros  de  los  ofen- 
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didos  (art.  465),  y  manda  que  los  malhechores 
presentes  á  la  ejecución  de  un  robo  en  despo- 
blado y  eu  cuadrilla  que  no  procuren  impedir 
los  atentados  de  la  misma,  serán  castigados 
como  autores  (art.  518).  Por  el  seg'undo,  los 
cómplices  de  las  faltas  son  castig'ados  como 
los  autores,  aunque  aplicándose  la  pena  eu  el 
grado  mínimo  (art.  625). 

A  una  fundada  duda  dan  origen  las  disposi- 
ciones del  Código,  no  resuelta  de  modo  termi- 
nante por  la  jurisprudencia,  siquiera  ésta  haya 
marcado  la  inclinación  de  la  ley.  Dice  el  ar- 
tículo 80  del  Cód.  penal  que  las  circunstancias 
modificativas  cuyos  fundamentos  sean  aplica- 
bles á  determina-dos  reos,  atenuarán  ó  agrava- 
rán solamente  la  responsabilidad  de  aquellos 
en  quienes  concurran.  Inspirándose  en  este 
criterio,  la  muerte  de  un  hombre  ejecutada 
por  otros  dos,  de  los  cuales  uno  solamente  ten- 
ga con  la  víctima  parentesco  de  los  especifi- 
cados en  el  art.  417,  se  califica  de  delito  de  pa- 
rricidio, respecto  del  ascendiente,  descendien- 
te ó  cónyuge,  y  de  homicidio  ó  asesinato  en 
cuanto  al  extraño.  Pero,  ¿y  si  éste  se  ha  limi- 
tado á  cooperar  como  cómplice  á  la  ejecución 
del  delito,  se  calificará  el  hecho  en  cuanto  á  él 
de  parricidio  ó  de  homicidio  ó  asesinato?  Como 
la  acción  principal  del  autor  es  la  determina- 
tiva del  delito,  y  la  calificación  hecha  por  con- 
secuencia de  ella  es  la  que  debe  regular  la  del 
cómplice  y  la  del  encubridor  en  su  caso,  nos- 
otros entendemos  que  la  complicidad  en  el  pro- 
puesto, seria  la  correspondiente  al  delito  de 
parricidio.  En  cuanto  al  encubrimiento,  el  Tri- 
bunal Supremo  lo  ha  declarado  asi  terminan- 
temente en  su  sent.  de  9  de  Noviembre  de  1882, 
estableciendo  que  el  encubridor  no  puede  ser- 
lo de  otro  delito  que  el  cometido  por  el  autor, 
y  si  éste  ha  matado  á  un  hijo  suyo,  el  extraño 
que  interviene  con  posterioridad  será  encu- 
bridor de  parricidio,  aunque  ningún  parentes- 
co tuviera  con  la  víctima  (V.  Encubri.miento). 

El  Código  de  justicia  militar  se  remite  al  or- 
dinario eu  cuanto  á  la  calidad  y  responsabili- 
dad de  autores,  cómplices  y  encubridores  (ar- 
tículo 174).  El  de  la  Marina  de  guerra  viene  á 
reproducir  los  conceptos  de  la  complicidad  en 
el  art.  24,  del  que  son  complemento  los  28,  29, 
76  y  sigs.  Según  este  Código,  la  complicidad 
toma  manifestaciones  especialisimas  en  los  de- 
litos de  traición  (art.  120),  rebelión  (134),  sedi- 
ción (141)  y  falsificación  (295). 

He  aquí  algunos  casos  de  jurisprudencia: 


Jurisprudencia. 

B  iVovIeinbre  tHH3,  La  excitación  d  cometer  un  de- 
lito no  constituye  siempre  la  complicidad,  ni  meno8  el  con'- 
cepto  de  autor. 

Condenado  José  Ginel  como  cómplice  del  homici- 
dio cometido  por  su  hijo,  A  quien  indirectamente  y 
tiempo  atrás,  indujo  diciéndole  que  era  necesario 
aclarar  á  los  Jiménez  (al  interfecto  y  otros  hermanos- 
cuñados  del  homicida],  y  que  si  no  tenia...  él  los  ma- 
taría, interpuso  el  padre  recurso  de  casación  contra, 
la  sentencia,  que  el  T.  S.  casa  y  anula: 

«Considerando  que.,  la  excitación  que  en  estado- 
de  embriaguez  dirigió  á  su  h  jo,  á  consecuencia  de  la- 
cual  éste  se  apercibió  y  salió  á  la  calle  con  una  arma 
blanca,  si  hiibiera  podido  imprimirle  la  cualidad  d& 
autor,  verificándose  el  delito  por  tal  motivo  y  cuan- 
do subsistiera  todavía  la  influencia  decisiva  del  es- 
tímulo ó  inducción,  carece  de  valor  jurídico  para^ 
conferirle  la  de  cómplice  de  un  hecho  que  ni  facilita 
ni  auxilió  con  acto  alguno,  y  que  su  hijo  ejecutó  por 
móviles  en  realidad  desconocidos,  despxiés  de  lograr 
con  consejos  prudentes  restablecer  la  armonía  en- 
tre el  procesado  y  sus  cuñados,  á  pesar  de  lo  que  an- 
tes oyera  en  contrario  sentido  á  su  padre. ..>  (Senten- 
cia 6  Noviembre  18S3. —Gacs.  de  la  Hala  2.*  de  1884, 
t.  Ij  pág.  21^ 


13  .Harzo  lí**4  y  otras.  Casación  de  fallos  que 
consideran  como  de  complicidad  actos  que  no  la  constitu- 
yen, ó  que  no  se  expresa  en  qué  concepto  concurrieron  á  la- 
perpetración  del  delito. 

A  consecuencia  de  unas  pa'abras  habidas  entre 
Narciso  Pardo  y  su  primo  Jorge,  cuando  aquél  y  su 
hermano  Miguel  se  encaminaban  con  los  obreros  al 
trabajo,  los  hermanos  Jorge  y  Saturnino  se  acerca- 
ron al  lugar  en  que  se  hallaban  sus  primos,  y  des- 
pués de  preguntar  Saturnino  al  Narciso  <qué  tenia 
qiie  decir  de  su  hermano  Jorge>,  disparó  contra  él 
una  escopeta  y  una  pistola  estando  el  agredido  in- 
clinado para  segar,  mientras  Jorge,  que  se  hallaba 
al  lado  de  su  hermano,  proferia  amenazas.  Las  heri- 
das causadas  á  Narciso  le  produjeron  la  muerte,  y 
calificada  ésta  de  asesinato,  de  autor  k  Saturnino 
Pardo,  y  responsable  en  concepto  de  cómplice  Jor- 
ge, interpusieron  ambos  recurso  de  casación,  que  no 
fué  estimado  en  cuanto  al  primero,  pero  sí  respecto 
del  segundo,  en  estos  términos: 

«Considerando...  que  si  Jorge  dio  origen  á  la  pri- 
mera cuestión,  y  más  después  acompañó  á  aqiiél  (su 
hermano)  y  estuvo  presente  á  la  perpetración  del 
crimen,  vertiendo  algunas  palabras  amenazadoras- 
que  no  se  dice  cuáles  eran  ni  á  quién  se  dirigían,  á> 
estos  hechos,  en  verdad,  aislados  y  sin  otros  antece- 
dentes que  los  expliquen,  no  puede  dárseles,  sin  gra- 
ve peligro  de  error,  grande  importancia,  ni  suponer 
por  ellos  participación  ó  cooperación  en  el  hecho 
criminal,  que  es  lo  que  determina  legalmente  la  com- 
plicidad en  un  delito...»  i,Sent.  13  Marzo  1SS4.— Gace- 
tas  de  la  Sala  2.°-,  t.  II,  pág.  93.) 

—  La  misma  doctrina  en  sents.  20  Marzo  16&5,  26 
Enero  y  2  Abril  18S6.  (Gacs.  14  Octubre  1885  y  16  Junio, 
4  y  II  Agosto  1886.) 

— Otro  caso  análogo  en  sent.  de  ■«  «le  Wovlenibpe 
de  lílí*3  casando  y  anulando  la  recurrida  que  con- 
denó á  Jovino  Sánchez  como  cómplice  de  la  muerte 
que  cometió  José  de  la  Paz  en  la  persona  de  Sanda- 
lio  Pagan,  á  quien  .Jovino  esperaba  con  ánimo  de 
vengar  cierto  agravio,  y  al  que  intentó  pegar;  no 
apreciando  que  estuviera  de  acuerdo  con  Paz  y  sí 
que  éste  le  había  excitado  á  que  se  vengara.  (Sent.  12 
Noviembre  1887.— G'ac.  4  Enero  1838.) 

— Otro  en  sent.  de  4  Uicli'iithre  1999^  casando 
y  anulando  también  la  recurrida  y  consignando  «que 
es  elemento  preciso  y  necesario  para  la  responsabi- 
lidad por  complicidad,  el  que  con  conocimiento  del 
hecho  punible  se  ayude  á  su  realización  por  actos 
antei^res  ó  simultáneos». 

Consiguientemente,  estableciéndose  en  la  senten- 
cia que  al  acudir  el  ofendido  á  voces  de  auxilio  que 
se  le  reclamaba,  fué  acometido  primero  por  el  recu- 
rrente, y  después  por  otro,  que  le  hirió,  aparece  con 
claridad  una  independencia  de  actos  que  no  permito 
calificar  á  dicho  reciirrente  de  cómplice  de  la  lesión. 
(Sent,  4 Diciembre  1889.  — Gac.  25  Julio  1890.) 

—La  misma  doctrina  en  sent.  de  ÍS  l>lol*»iiibPO 
t^MO^  según  la  cual,  para  que  haya  complicidad  en 
un  delito,  es  condición  esencial  que  exista  relación  en- 
tre los  actos  del  autor  principal  y  los  ejecutados  por 
la  persona  á  quien  se  califica  de  cóniplice,  y  además- 
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qiie  en  los  de  éste  haya  intención  de  ayudar  ó  coad- 
yuvar física  ó  moralmente  A  la  comisión  del  delito. 
(Sent.  a8  Diciembre  18i9.-tíuf.  'JO  Julio  1S90.) 

t  Jnalo  l!*S«.  Otro  error  ie  derecho  por  haber  esti- 
mado como  actos  inductivos  de  complicidad  los  ejecutados 
por  el  recurrente,  jurídicamente  distintos  é  independien- 
tes de  los  cometidos  por  el  autor  de  un  asesinato^ 

Durante  la  guerra  carlista  fué  detenido  por  Juan 
Casadeinont,  Dalmacio  Kabasa,  por  haber  salido  do 
una  ciudad  bloqueada  por  los  rebeldes.  El  propio  Ca- 
sademont,  que  se  titula  alfcrez  y  estaba  k  las  órde- 
nes del  llamado  capitán  Pascual  Guivas,  detuvo  íl 
otras  varias  personas  que  fueron  puestas  en  libertad, 
pero  en  cambio  Rabasa  fué  muerto  por  disposición 
de  Guivas.  Condenado  Casademont  como  cómplice 
de  este  asesinato,  interpuso  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidos  los  arts.  15  y  418  del  C.  P.,  y 
el  T.  S.  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida: 

«Considerando  que  la  parte  que  de  \ina  manera 
mediata  y  por  modo  indirecto  toma  el  cómplice  en 
la  ejecución  del  delito  supone  siempre  que  el  autor 
y  el  cómplice  obran  de  acuerdo  y  dirigen  sus  actos 
al  mismo  fin,  por  más  que  la  cooperación  y  procedi- 
miento de  ejecución  sean  distintos  en  uno  y  en  otro: 

Considerando  que  la  única  cooperación  que  en  la 
comisión  del  delito  atribuye  la  sentencia  recurrida 
á  Juan  Casademont  é  Isern,  y  por  la  cual  lo  califica 
y  pena  como  cómplice,  es  la  de  haber  detenido  al  ase- 
sinado Dalmacio  R.abasa  cxiando  venia  por  la  carre- 
tera de  Fornells  de  la  Selva,  ciudad  que  estaba  blo- 
quead.a  por  la  fuerza  rebelde  que  mandaba  el  cabe- 
cilla -Pascual  Guivas,  á  cuyas  órdenes  estaba  Casa- 
demont, pero  como  álosdetenidos  que  quebrantaban 
el  bloqueo  no  les  imponían  otro  castigo  que  el  de  una 
multa,  según  la  sentencia,  y  no  aparezca  de  los  lie- 
chos  probados  acuerdo  previo  á  la  detención  de  Ra- 
basa entre  el  jefe  Guivas  y  su  subalterno  Casade- 
mont para  ejecutar  el  asesinato  de  aquél,  han  do  es- 
timarse la  detención  y  el  asesinato  como  hechos  in- 
dependientes, y  no  puede  alcanzar  responsabilidad 
alguna  en  este  delito  al  qiie  sólo  tomó  parte  en  1.a 
detención..  (Sala  2,",  sent.  7  Junio  1866.— Oac.  14  Sep- 
tiembre, j^ág.  180.  j 

Además  de  la  doctrina  expuesta,  véase  en  Adulte- 
rio la  sent.  de  3  de  Junio  de  1874,  declarando  que  la 
acción  penal  que  concede  la  ley  al  marido  agravia- 
do contra  los  adúlteros,  no  puede  extenderse,  por 
razón  de  complicidad,  á  tercera  persona;  en  Asesi- 
nato, las  de  29  de  Diciembre  de  18S3,  13  de  Diciembre 
de  1887,  3  Junio  1889  y  26  Mayo  1890,  expuestas  bajo  el 
núm.  VII,  sobre  calificación  de  actos  de  concurso 
como  determinantes  de  los  conceptos  de  autor  y 
cómplice;  en  Autor  de  delito  todas  las  que  allí  com- 
prendemos y  que  sirven  para  distinguir  los  actos 
propios  del  autor  y  del  cómplice;  en  Homicidio  las 
de  29  Diciembre  1884,  21  Junio  1889  y  10  Julio  1890,  que 
también  arrojan  mucha  luz  sobre  la  materia;  en 
Falsedades  la  de  30  Diciembre  18S9  sobre  califica- 
ción de  la  cooperación  como  constitutiva  de  los  con- 
ceptos de  autor;  y  en  Robo  la  do  23  Noviembre  1887  de- 
clarando bien  calificado  de  cómplice  al  que  dio  áni- 
mo á  los  autores  y  los  describió  la  casa  donde  habían 
de  dar  el  golpe;  la  de  23  Marzo  1889  declarando  que  la 
circunstancia  especial  de  cometerse  el  robo  con  ar- 
mas no  es  g,plicable  á  los  cómplices  y  encxibridores 
qife  la  desconocían;  y  la  de  26  Abril  1090  establecien- 
do que  está  bien  calificada  de  cómplice  del  robo  con 
homicidio,  la  persona  que  se  concertó  con  el  autor 
para  robar  y  le  facilitó  medios  de  instalarse  en  casa 
de  la  víctima. 

COMPRAVENTA.  Contrato  bilateral  de  apll- 
caciüu  t'recueutishna,  al  que  el  Cod.  civil  de- 
dica el  tlt.  IV  del  lib.  IV,  subdividiendo  la 
materia  ea  ocho  capltulo.s,  y  alg'Uiios  de  éstos 
en  seccioues.  El  cap.  I  habla  de  la  naturaleza 
y  forma  de  este  contrato  (arts.  1.4-15  A  1.456). 
El  II,  de  la  capacidad  para  comprar  ó  vender 


(arts.  1.457  á  1.459).  El  III,  de  los  efectos  del 
contrato  cuando  se  ha  perdido  la  cosa  vendi- 
da (art.  1.460).  El  IV,  de  las  obligaciones  del 
vendedor  (entrega  de  la  cosa  y  saneamiento) 
(arts.  1.4GI  A  1.499).  El  V,  de  las  del  compra- 
dor (arts.  1.500  A  1.505).  El  VI,  de  la  resolu- 
ción de  la  venta,  y  sing'ularmente  de  los  re- 
tractos convencional  y  legal  (arts.  1.506  á, 
1.525).  El  VII,  de  la  transmisión  de  créditos  y 
deinAs  derechos  incorporales  (arts.  1.526  á 
1.536)  '.  Y  el  VIII,  contiene  una  disposicióu 
general  para  salvar  el  imperio  de  la  ley  hipo- 
tecaria en  cuanto  A  la  venta  de  bienes  iurauo- 
bles  (art.  1.537).  Sin  someternos  rigurosamen- 
te á  este  orden,  aunque  teniéndole  presente, 
vamos  á  examinar  el  contenido  jurídico  de  la 
compraventa  por  el  derecho  común  y  por  las 
prescripciones  del  Cód.  de  Coin.,  que  dedica  é^ 
la  materia  los  arts.  325  á  345. 

I.  -Concepto  y  novibre  de  este  contrato. 

«Por  el  contrato  de  compra  y  venta,  uno  do. 
los  contratantes  se  obliga  A  entregar  una  cosa, 
determinada,  y  el  otro  A  pagar  por  ella  uu. 
precio  cierto,  en  dinero  ó  sig'no  que  lo  repre- 
sente.» Asi  dice  el  art.  1.445  del  Cód.  civil, 
comprendiendo  en  la  defluición  los  dos  actoa 
que  integran  el  convenio:  la  enajenación  de  la 
cosa  objeto  de  él  (venta),  y  la  adquisición  de> 
la  misma  por  precio  determinado  (compra). 

El  resultado  ó  síntesis  de  ambos  términos 
constituye  la  compraventa,  nombre  con  el  que 
propiamente  se  designa  el  contrato  en  laa 
obras  de  los  prActicos  y  en  las  declaraciones 
de  la  jurisprudencia,  aunque  los  Códigos  sue- 
len mantener  la  independencia  de  expresióu 
de  los  dos  actos  que  le  integran.  En  efecto;  laa 
leyes  de  Partida  dedican  el  tít.  V  de  la  5."  A 
tratar  «de  las  vendidas  é  de  las  compras»,  de- 
finiendo solamente  la  vendida,  de  la  que  dicea 
que  es  «manera  de  pleyto  que  usan  los  oines... 
con  consentimiento  é  por  precio  cierto  en  que 
se  avienen»  (ley  1.''').  El  Cód.  de  Com.  de  1829 
indicaba  la  materia  bajo  este  título:  «de  las 
compras  y  ventas»  (arts.  359  y  siguientes),  pa- 
labras fundidas  en  una  por  el  de  1885  que  hoy 
rige,  al  regular  la  compraventa  mercantil  (ar- 
tículos 325  A  345).  El  Cód.  civil,  presciudienda 
de  este  antecedente  y  aceptando  los  otros  dos, 
ordena  el  contrato  de  comjyra  y  renta,  princi- 
piando por  definirle  con  mAs  propiedad  que 
la  ley  de  Partida. 

La  compraventa  es  mercantil  cuando  recae 
sobre  bienes  muebles  con  objeto  de  reveuder- 
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los  y  cou  áuimo  de  lucrarse  en  la  revcuta  (Có- 
digo de  Com.,  art.  325).  Sin  embarg-o ,  aun 
ciiaudo  tales  in-opósitos  inspiren  la  enajena- 
ción, no  se  reputan  mercantiles  las  ventas, 
compras  y  reventas  de  objetos  destinados  al 
consumo  del  comprador,  y  las  que  coucortareu 
los  propietarios,  labradores,  granaderos  y  ar- 
tesanos, y  las  personas  no  comerciantes,  de 
los  frutos  ó  productos  de  la  industria  ó  gran- 
jeria respectiva,  ó  del  resto  de  los  acopios  he- 
chos para  el  uso  propio  (art.  326). 

tt.— Naturaleza  déla  compraventa. 

El  contrato  de  compraventa  es  esencialmen- 
te consensual,  ó  lo  que  es  igual,  se  perfeccio- 
na entre  comprador  y  vendedor,  y  obliga  á 
lino  y  otro  desde  que  convienen  en  la  cosa  y 
en  el  precio  (Cód.  civil,  art.  1.450).  Este  mis- 
mo carácter  t.enia  por  la  ley  6.*,  tit.  V,  Parti- 
da 5.";  y  el  nuevo  texto,  al  asignársele  expre- 
samente, autorizando  cou  sanción  solemnisi- 
ma  las  declaraciones  de  la  jurisprudencia,  no 
se  limita  á  reproducir  en  este  punto  la  base  20 
de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888  y  la  declara- 
ción que  ya  habla  formulado  en  el  art.  1.258. 
Cierto  que,  conforme  á  estas  disposiciones,  to- 
dos los  contratos  son  consensúales  en  el  senti- 
do de  que  la  simple  coincidencia  de  voluntades 
crea  el  vinculo  jurídico;  pero  en  algunos,  las 
relaciones  que  de  su  naturaleza  derivan,  no  se 
establecen  ó  producen  mientras  no  medie  la 
material  entrega  de  la  cosa  objeto  de  la  con- 
vención, y  asi  lo  consigua  terminantemente, 
respecto  del  depósito,  el  art.  1.758,  y  de  la 
prenda,  el  1.863.  Como  consecuencia  de  la  ín- 
dole jurídica  de  la  compraventa,  desde  que  se 
perfecciona  puede  ser  compelido  el  vendedor 
&  la  entrega  de  la  cosa  (arts.  1.096  y  1.452);  se 
extingue  su  obligación  cuando  aquélla  se  per" 
diere  sin  culpa  del  obligado  (arts.  1.182y  1.452)' 
y  pertenecen  al  comprador  todos  los  frutos 
•(art.  1.468).  Sin  embargo,  se  entienden  hechas 
bajo  condición  suspensiva,  ó  son  rescindibles 
é.  voluntad  de  las  partes  las  ventas  concerta- 
das por  vía  de  ensayo  ó  á})>-ueba,  y  las  en  que 
hubiese  mediado  señal  ó  arras  (arts.  1.453  y 
1.454,  y  ley  7.^,  tít.  V,  Part.  5.»).  Análogas 
disposiciones  contienen  los  arts.  327  y  328  del 
Código  de  Comercio;  pero  el  343  declara  res- 
pecto de  la  señal  ó  arras,  que  se  entienden  á 
cuenta  del  precio  y  eu  prueba  de  la  ratifica- 
ción del  contrato,  salvo  pacto  eu  contrario. 

Las  disposiciones  del  cita,do  Código  mercan- 
til se  fundan  también  en  el  supuesto  de  que 
la  compraventa  es  contrato  consensual,  y  por 
eso  imputan  al  comprador  los  daños  y  menos- 


cabos que  sobrevinieren  á  las  mercaderías, 
perfecto  el  contrato,  siempre  que  el  vendedor 
tenga  los  efectos  á  disposición  del  adquireute, 
salvo  la  culpa  ó  negligencia  de  aquél  y  los  ca- 
sos fortuitos  aplicables  solamente  á  determi- 
nadas ventas  (arts.  333  y  334). 

Itt.—Forjna. 

El  carácter  consensual  de  este  contrato,  que 
dejamos  explicado  bajo  el  número  anterior, 
ocasionó,  como  consecuencia  necesaria,  otra 
declaración  fundamental  de  la  doctrina,  á  sa- 
ber: que  la  compraventa  se  hallaba  sometida 
al  texto  geueral  de  la  ley  1.^,  tit.  I,  lib.  X,  No- 
vísima Recopilación,  y  ligaba  á  las  partes  de 
cualquier  modo  que  se  concertaran  ó  que  pa- 
reciera que  habían  querido  obligarse.  El  Códi- 
go civil  reitera  el  principio  de  consensualidad 
de  la  compraventa  en  el  art.  1.450;  en  el  1.455 
habla  de  los  gastos  «de  otorgamiento  de  escri- 
tura», y  en  el  1.462  se  refiere  al  caso  de  que  se 
haga  la  venta  «mediante  escritura  pxiblica»;  y 
eu  vista  de  estos  textos  y  de  otros  que  aduci- 
remos después,  ocurre  preguntar:  ¿será  nece- 
saria escritura  pública  para  la  celebración  de 
la  compraventa?  ¿Lo  será  en  su  caso  cuando  el 
contrato  teuga  por  objeto  bienes  inmuebles? 

No  hay  en  el  título  dedicado  á  la  compra- 
venta ninguna  disposición  especial  que  exija 
la  escritura,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  con 
la  donación  (art.  633);  pero  el  art.  1.280,  excep- 
ción del  1.278  y  caso  de  aplicación  inmediata 
del  1.279,  declara  que  deben  constar  en  docu- 
mento público  los  contratos  que  tengan  por 
objeto...  la  transmisión  de  derechos  reales  so- 
bre bienes  inmuebles.  Cuando  éstos  se  venden, 
la  enajenación  se  hace  con  el  fin  de  transmitir 
el  dominio  de  los  mismos  al  comprador,  y  como 
el  dominio  es  el  derecho  real  por  excelencia, 
parece  obvio  que  la  venta  de  bienes  inmue- 
bles ha  de  formalizarse  necesariamente  en  es- 
critura pública;  pero  si  las  partes  convienen 
en  ella  de  otro  modo,  uo  por  eso  la  estipula- 
ción será  ineficaz,  pues  podrán  compelerse  á 
llenar  aquella  formalidad  (art.  1.279),  y  entre- 
tanto valdrá  lo  convenido  como  promesa  áe 
venta,  exigible  en  los  términos  que  previene 
el  art.  1.451.  En  todo  caso,  siempre  que  el  pre- 
cio exceda  de  1.500  pesetas,  habrá  de  solemni- 
zarse la  enajenación  por  documento,  aunque 
sea  privado,  en  armonía  con  lo  que  prescribe 
el  nüm.  6."  del  citado  art.  1.280,  que  sirve  de 
aplicación  concreta  á  la  regla  de  apreciación 
de  prueba  testifical  formulada  en  el  art.  1.248. 
Las  ventas  de  inmuebles  no  inscritas  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  uo  perjudican  á  terce- 


COMPRAVENTA. 


1069 


ro,  cuyos  derechos  quedan  asegurados  por  los 
arts.  25  y  27  de  la  ley  hipotecaria. 

El  Cód.  de  Comercio  no  contiene  disposición 
alguna  sobre  la  forma  en  quehaj-a  de  celebrar- 
se la  compraventa;  pero  se  remite  al  derecho 
comiin  eu  cuanto  á  los  contratos  en  general 
(art.  .50)  y  exige,  como  el  Cód.  civil,  aunque 
indirectamente,  prueba  escrita  para  acreditar 
aquellos  cuya  cuantía  exceda  de  1.500  pese- 
tas (art.  51). 

IV.—  Capacidad  para  comprar  ó  vender. 

Por  regla  general,  todas  las  personas  auto- 
rizadas para  obligarse,  es  decir,  todas  las  que 
pueden  consentir  válidamente,  conforme  al 
art.  1.263,  pueden  celebrar  el  contrato  do 
compraventa  (art.  1.457). 

Por  altas  razones  de  moralidad  estil  prohi- 
bido al  tutor  ó  protutor,  al  albacea,  al  emplea- 
do público,  á  los  funcionarios  judiciales  y  fis- 
cales, y  á  los  abog-ados  y  procuradores,  res- 
pecto de  los  bienes  A  que  afecte  el  cumplimien- 
to de  su  misión,  cargo  ú  oficio  (art.  1.459); 
prohibición  ya  establecida  en  las  leyes  4.^  y 
5.»,  tlt.  V,  Part.  5.";  1.»,  tit.  XII,  lib".  X;  4.*, 
tit.  XIV,  lib.  V,  y. 3.»,  tit.  XI,  lib.  VII,  Novísi- 
ma Recopilación,  y  en  el  art.  14  del  Código 
de  Comei'cio.  El  derecho  antiguo  también  pro- 
hibía que  los  clérigos  vendieran  y  compraran 
las  cosas  con  voluntad  de  ganar  en  ellas  (ley 
46,  tit.  VI,  Part.  1.*),  disposición  que  supone- 
mos implícitamente  mantenida  por  el  art.  13, 
niim.  3."  del  Cód.  de  Com.,  en  relación  con  el 
cap.  I  de  reforma,  sesión  22  del  Concilio  de 
Trento,  que  manda  á,  los  clérigos  «huir  de  los 
negocios  seculares».  El  citado  Código  mercan- 
til no  permite  tampoco  que  los  agentes  media- 
dores del  comercio  adquieran  para  si  los  efec- 
tos de  cuya  negociación  estuvieren  encarga- 
dos (art.  96,  núm.  4."). 

El  marido  y  la  mujer  no  podrán  venderse 
bienes  recíprocamente,  sino  en  caso  de  sepa- 
ración de  haberes  convencional  ó  judicial  (Có- 
digo civil,  art.  1 .458).— V.  Bienes  de  la  socie- 
dad CONVUriAL. 

V.— Entrega  de  la  cosa  objeto  del  contrato:  Tradición. 

La  obligación  princi|ial  que  ha  de  cumplir 
el  vendedor  consiste  en  entreg-ar  al  compra- 
dor la  cosa  que  al  mismo  enajenó  (Cód.  civil, 
art.  1.461),  ó,  lo  que  es  igual,  en  ponerla  eu  su 
poder  y  conferirle  su  posesión  (art.  1.462)  para 
que  la  goce  y  emplee  á  su  arbitrio  (art.  348); 
á  cuyo  fin  debe  dársela  como  se  hallaba  al 
perfeccionarse  el  contrato  (art.  1.468)  «ó  quita 
i  librede  todo  embargo», según  decíala  ley  32, 


tit.  V,  Part.  5.*,  asegurándole  su  pacifica  te- 
nencia, sanándola  de  los  vicios  ó  defectos  ncv.U 
tos  que  la  empeoren  (art.  1.474)  y  nn  osigien- 
do,  por  razón  de  la  entreg-a,  gasto  alguno  al 
comprador,  salvo  estipulación  en  contrario 
(art.  1.465  del  Código  civil,  y  3.38  del  de  Co- 
mercio). 

Cuando  no  se  ha  fijado  plazo  para  la  entre- 
ga, podrá  exigirse  que  ésta  se  verifique  desde 
lueg'o,  conforme  al  principio  general  del  ar- 
tículo 1.113  del  Código  civil;  pero  si  la  venta 
fuere  mercantil,  el  vendedor  dispone  de  vein- 
ticuatro horas  para  poner  las  cosas  á  disposi- 
ción  del  comprador  (Cód.  de  Com.,  art.  337). 

Esto  no  obstante,  el  vendedor  no  está  obli- 
gado á  entregar  la  cosa  vendida  si  el  compra- 
dor no  le  abonó  el  precio,  á  no  ser  que  se  esti- 
pulara término  para  el  pago  ó  se  hubiere  con- 
venido en  un  aplazamiento  (arts.  1.466  y  1.467 
Cód.  civil  y  ley  46,  tit.  XXVIII,  Part.  3.''). 

La  entrega  de  la  cosa  ó  sea  de  su  pose- 
sión al  adquirente  (art.  1.469),  ha  venido  lla- 
mándose tradición,  que  los  romanistas  divi- 
dían en  material,  simbólica, ft/'eyi  manu,longct 
manu  y  constitidum  possesorium.  Sin  repro- 
ducir el  Código  civil  todos  estos  términos,  re- 
cuerda la  mayor  parte  de  ellos  en  los  artícu- 
los 1.462  á  1.464,  siquiera  sus  preceptos  fun- 
den la  tradición,  más  que  en  el  acto  de  la  tan- 
gible entrega  déla  cosa,  en  la  intención  de  las 
partes  de  transferirla.  De  las  tradiciones  real, 
simbólica  y  brevi  manu  hablan  los  arts.  1.463 
y  1.464  al  aludir  á  la  traslación  de  los  bienes 
á  poder  del  comprador  en  el  instante  de  la 
venta,  á  la  dación  de  las  llaves,  á  la  entrega 
de  los  títulos  y  al  caso  en  que  el  comprador 
tuviera  ya  en  su  poder  la  cosa  comprada,  pox» 
algún  motivo  distinto  de  la  venta.  Pero  la  vo- 
luntad de  las  partes  prevalece  sobre  estas  ma- 
nifestaciones externas  de  la  tradición;  pues  el 
otorg'amiento  de  la  escritura  equivale  á  la  en- 
trega de  la  cosa,  casi  siempre  en  los  bienes 
corporales  y  siempre  en  los  incorporales  (ar- 
tículos 1.462  y  1.464). 

Si  se  venden  inmuebles  y  resultan  de  distin- 
ta cabida  que  los  consig'nados  en  el  contrato, 
se  resuelve  la  dificultad  por  las  reglas  que  es- 
tablecen los  arts.  1.469  á  1.472.  La  preferencia 
para  adquirir  la  propiedad  de  cosas  vendidas 
dos  ó  más  veces,  se  regula  por  el  ai-t.  1.473, 
que  se  inspira  en  la  ley  50,  tit.  V,  Part.  5.*,  y 
reproduce,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  ins- 
cripción, la  doctrina  que  estableció  el  T.  S. 
en  sus  sentencias  de  17  de  Abril  de  1879,  26  de 
Febrero  v  24  de  Octubre  de  1883. 
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VI. —  Saneamiento:  Saneamiento  por  eviccion. 

Es  el  .saneamietito  una  condición  aneja  al 
coutratode  compraventa,  establecidapara  ase- 
gurar al  comprador  la  posesión  pacífica  y 
tranquila-de  la  cosa  que  le  ha  sido  entregada, 
tal  y  como  se  hizo  objeto  de  la  enajenación,  ó 
sea  sin  vicio  ó  defecto  oculto  que  la  empeore. 
Se  produce,  pues,  la  obligación  desanear:  1.°, 
cuando  se  inquieta  al  comprador  en  la  pose- 
sión de  la  cosa  que  adquirió,  y  2.°,  cuando  se 
advierten  en  ella  vicios  ó  defectos  ocultos  (ar- 
ti.culo  1.474). 

En  toda  venta  civil  ó  mercantil  el  vendedor 
responde  de  eviccióu,  salvo  pacto  en  contra- 
rio concertado  de  buena  fe  (Cód.  civil,  artícu- 
los 1.475  y  1.476:  Id.  de  Comercio,  art.  315). 
Consiste  la  evicción  en  la  obligación  impuesta 
al  vendedor  de  sanear  la  cosa  cuando  el  com- 
prador fuere  privado  de  ella  total  ó  parcial- 
mente por  sentencia  firme  y  en  virtud  de  un 
derecho  anterior  á  la  compra  (Cód.  civil,  ar- 
ticulo 1.475).  Para  que  la  evicción  se  aplique 
es  indispensable  que  el  comprador  no  haya  re- 
nunciado á  ella;  que  haya  recaído  ejecutoria 
y  que  se  notificara  la  demanda  al  vendedor 
(arts.  1.477,  1.480  á  1.482).  Este  requisito  ha 
sido  siempre  antecedente  indispensable  de  la 
obligación  de  sanear,  terminantemente  exigi- 
do por  las  leyes  32  y  36,  tit.  V,  Part.  5.*  El 
saneamiento  ha  de  comprender  no  solamente 
la  restitución  del  precio  y  de  los  frutos  de  la 
cosa  adjudicados  al  tercer  reclamante,  sino 
la  de  las  costas,  gastos,  daños  é  intereses  cau- 
sados al  comprador  (art.  1.478). 
VII.—  Saneamiento  por  defectos  ó  gravámenes   ocultos. 

No  todo  vicio  ó  gravamen  oculto  de  la  cosa 
vendida  concede  al  comprador  el  derecho  de 
exigir  su  saneamiento.  Solamente  puede  fun- 
darlo en  los  defectos  que  la  hagan  impropia 
para  el  uso  á  que  se  la  destina  ó  que  la  dismi- 
nuyan de  tal  modo,  que  de  haberlos  conocido 
el  comprador,  no  la  habría  adquirido  ó  habría 
dado  menos  precio  por  ella  (Cód.  civil,  articulo 
1.484).  Como  se  ve,  en  este  seg'undo  caso  hay 
que  apreciar  el  elemento  intencional,  ó  sea  un 
estado  de  conciencia  de  muy  difícil  justifica- 
ción la  generalidad  de  las  veces,  y  sometido  á 
las  prescripcionesde  losarts.  1.214  ysig'uientes 
de  dicho  Código,  y  sus  concordantes  de  la 
ley  de  Enj.  civil.  El  daño  por  vicios  manifies- 
tos ó  aparentes,  y  por  los  que  el  comprador 
debía  conocer  por  su  profesión  ú  oficio,  y  el  de 
que  adolezcan  las  mercaderías  que  haya  exa- 
minado A  su  propio  contento  ó  placer,  sólo 
á  sí  mismo  debe  imputárselo,   á  no  ser   que 


afecte  á  animales  ó  ganados  y  sea  de  tal  natu- 
raleza, que  no  basten  los  conocimientos  peri- 
ciales para  su  descubrimiento  (Cód.  civil,  ar- 
tículos 1.484  y  1.495;  ídem  mercantil,  art.  336). 
En  todo  caso,  nunca  hay  obligación  de  indem- 
nizar los  defectos  de  animales  y  ganados  que 
se  adquieran  en  subasta  ó  feria,  ni  de  las  ca- 
ballerías vendidas  como  de  desecho  (Cód.  civil, 
art.  1.493). 

Para  reclamar  contra  los  perjuicios  del  gra- 
vamen ó  defecto  oculto,  las  leyes  63  á  66,  ti- 
tulo V,  Part.  5.*,  establecieron  dos  clases  de 
acciones:  la  llamada  redhibitoria  para  «desfa- 
cer la  vendida»,  y  la  quanti  minoris  pai-a  re- 
bajar el  precio  en  proporción  á  la  depreciación. 
Una  y  otra  subisten  eu  el  derecho  vigente, 
aunque  las  funde  bajo  la  primera  de  sus  anti- 
guas denominaciones  (art.  1.496);  pues  el  com- 
prador puede  optar  entre  desistirvdel  contrato 
ó  rebajar  del  precio  una  cantidad  proporcional 
al  demérito  (Cód.  civil,  arts.  1.483,  1.486  y 
1.499;  Cód.  de  Comercio,  art.  336). 

Las  consecuencias  del  vicio  redhibitorio,  im- 
putables al  vendedor,  son  las  especificadas, 
según  los  casos,  en  los  arts.  1.486  á  1.489, 
1.497  y  1.498  del  Cód.  civil,  y  336  del  mercan- 
til. El  plazo  de  duración  de  las  acciones  redhi- 
bitorias  es  de  seis  meses  (Cód.  civil,  artícu- 
lo 1.490),  que  se  reduce  á  cuarenta  días  cuan- 
do haya  de  dirigirse  contra  la  enajenación  de 
animales  (Id.,  art.  1.496);  á  treinta  cuando  la 
compraventa  sea  mercantil  (Cód.  de  Com,  ar- 
tículo 342),  y  á  cuatro  cuando  haya  de  recaer 
sobre  mercancías  enfardadas  ó  embaladas,  y 
no  proceda  de  caso  fortuito,  vicio  propio  de  la 
cosa  ó  fraude  (Id.,  art.  336). 

mtl.— Precio  en  la  compraventa. 

Paralela  á  la  obligación  impuesta  al  vende- 
dor de  entregar  la  cosa  objeto  del  contrato,  es 
la  que  tiene  el  comprador  de  satisfacer  su  pre- 
cio ',  ó  sea  de  entregar  á  cambio  una  cantidad 
en  dinero  ó  sig-no  que  lo  represente.  El  signo 
que  hoy  representa  el  dinero,  es,  aunque  de 
admisión  voluntaria,  el  billete  de  Banco,  que 
el  Estado  acepta  en  toda  clase  de  cobros  (De- 
creto ley  19  Marzo  1874,  art.  9.°),  y  que  tiene 
el  concepto  de  moneda  legal  corriente  (Real 
decreto  sentencia  20  Junio  1881). 

El  precio  ha  de  ser  cierto,  lo  cual  ocurre 
siempre  que  se  designe  su  cuantía,  ó  cuando 
se  fije  con  relación  á  otra  cosa,  ó  cuando  se 


*  Para  el  cumplimiento  de  estas  obligaciones  re  -ipro- 
cas,  el  derecho  ha  sancionado  dos  acciones^  respectiva- 
mente llamadas  empti  y  venditi,  y  de  las  que  hablamot 
en  el  t.  I,p.  ISS. 
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•deje  su  determiuación  al  arbitrio  de  uu  tcrce- 
TO,  nunca  de  uno  de  los  contratantes  (Cód.  ci- 
vil, arts.  1.447  á  1.449);  disposiciones  puntual- 
mente tomadas  de  la  ley  9.*,  tlt.  V,  Part.  5." 
No  es  pi-eciso  que  consista  únicamente  en  di- 
nero, pues  ptiede  ser  parte  en  numerario  y 
parte  en  especie,  calificándose  entonces  el  con- 
trato, según  las  circunstancias,  de  venta  ó  de 
permuta  (Id.,  art.  1.446  y  sent.  26  Enero  1883). 
Cuando  no  se  desiste  del  contrato  y  lian 
mediado  arras,  éstas  forman  parte  del  precio 
■(Cód.  civil,  art.  1.454  y  de  Comercio,  art.  343)_ 
El  comprador  ha  de  abonarlo  en  el  tiempo  y 
lugar  fijados  en  el  contrato  (Cód.  civil,  articu- 
lo 1.500);  y  si  se  constituye  en  mora,  queda 
obligado  al  pago  de  intereses  (Id., art.  1.501,  y 
Cód.  de  Comercio,  art.  ."541).  Sin  embargo, 
puede  suspender  la  entrega  del  precio,  sin  in- 
currir en  responsabilidad,  cuando  fuere  per- 
turbado en  la  posesión  de  la  cosa  comprada,  y 
cuando  tenga  fundado  temor  de  serlo  (articu- 
lo 1.502);  y  pedir  rebaja  en  los  casos  de  los  ar- 
tículos 1.469,  1.486,  1.488  y  1.499. 

,iX. —  Kulidad,   rescisión  y  resoJución  del  contrato  de 
compraventa. 

Además  de  los  motivos  de  ineficacia  ó  revo- 
cación de  los  contratos,  que  afectan  al  de  com- 
praventa, como  á  todos  los  demás,  y  que  se 
hallan  especificados  en  los  arts.  1.290  á  1.314 
del  Cód.  civil,  hay  otros  que  dimanan  de  la  Ín- 
dole misma  del  que  es  objeto  de  nuestro  exa- 
men, y  solamente  á  él  son  aplicables.  Es  nulo 
el  contrato  de  compraventa  por  consecuencia 
del  principio  general  del  art.  4.",  cuando  el 
tercero  á  quien  se  somete  la  designación  del 
precio  no  lo  señala  (Cód.  civil,  art.  1.447); 
cuando  se  deja  su  determinación  al  arbitrio  de 
uno  de  los  contratantes  (1.449);  cuando  se  con- 
cierta con  personas  que  tienen  prohibición  de 
celebrarlo  (1.458  y  1.459);  cuando  al  perfeccio- 
narse se  habla  perdido  totalmente  la  cosa  ob- 
jeto de  él  (1.4G0);  cuando  ésta  resulte  enajena- 
da á  otro  comprador  con  anterioridad,  y  el 
primer  adquirente  tomó  posesión  de  ella  ó  la 
inscribió  A  su  nombre  en  el  Registro  (1.473),  y 
cuando  se  hagan  objeto  del  convenio,  gana- 
dos ó  animales  que  padezcan  enfermedad  con- 
tagiosa ó  que  resulten  inútiles  para  su  desti- 
no (1.494).  Además,  es  nulo  el  pacto  celebrado 
de  mala  fe  para  eximir  al  vendedor  de  respon- 
der de  la  eviccióu  (1.476). 

Los  casos  de  rescisión  y  resolución  de  la 
compraventa,  son  los  siguientes:  el  de  pérdida 
ódevoluciónduplicada  de  lasarras, cuando  ha- 
biendo mediado  éstas,  desisten  del  contrato  el 


comprador  ó  el  vendedor  (1.454);  el  de  pérdida 
parcial  de  la  cosa  enajenada  si  el  comprador 
no  opta  por  reclamar  la  parte  existente  (1.460); 
el  de  no  pago  del  precio  en  la  venta  al  conta- 
do, ó  el  de  insolvencia  del  comprador  en  la 
concertada  á  plazo  (1.466  y  1.467);  los  do  de- 
fecto ó  exceso  en  la  cabida  ó  en  la  calidad  de 
los  bienes  inmuebles,  expresados  como  objeto 
de  la  transferencia  (1.469  á  1.471);  el  de  pérdi- 
da, por  razón  de  evisción^  de  una  parte  de  la 
cosa  (1.479);  el  de  resultar  ésta  gravada  cou 
servidumbre  no  aparente  (1.483)  ó  con  vicio 
redhibitorio  (1.486,  1.489,  1.497,  1^498  y  1.499); 
el  de  temor  fundado  de  que  se  pierdan  la  cosa 
y  el  precio  (1.503);  el  de  no  prestarse  el  com- 
prador á  recibir  aquélla  ó  á  entregar  éste 
(1.505),  y  el  de  retracto  convencional  ó  legal, 
á  cuya  materia  dedicaremos  el  examen  que  se 
merece  en  el  articulo  Retracto. 

La  compraventa  mercantil  puede  rescindir- 
se si  el  vendedor  no  entrega  en  el  plazo  esti- 
pulado los  efectos  vendidos  (Cód.  de  Comercio, 
arts.  329  y  3.30);  si  se  pierden  ó  deterioran 
por  accidente  imprevisto  ó  sin  culpa  del  ven- 
dedor (331);  si  el  comprador  rehusare  sin  jus- 
ta causa  el  recibo  de  los  mismos  (332);  si  los 
entregados  no  son  como  se  estipuló  en  calidad 
■  ó  cantidad  (336),  ó  si  adolecen  de  vicio  inter- 
no (342). 

El  derecho  antig'uo  autorizaba  además  la 
rescisión  por  lesión  enorme  ó  enormísima;  so- 
bre lo  cual  no  contiene  el  Cód.  civil  otras  in- 
dicaciones que  las  de  los  arts.  1.469  á  1.471, 
aparte  de  las  aplicables  il  todos  los  contratos, 
objeto  délos  arts.  1.291,  nüms.  1.»  y  2.°, y  1.296. 

X. — Pactos  y  condiciones. 

En  las  ventas  pueden  ponerse  las  condicio- 
nes que  los  contrayentes  estimen,  siendo  con- 
formes á  las  leyes  y  buenas  costumbres;  pero 
los  pactos  más  frecuentes  y  peculiares  de  es- 
tos contratos  son; 

El  de  retro  vendendo,  que  consiste  en  esti- 
pular que  devolviendo  el  vendedor  el  precio 
recibido  haya  de  recobrar  la  cosa.  (Cód.  civil, 
arts.  1.507  y  siguientes.) 

Este  pacto  no  debe  confundirse  con  el  lla- 
mado comisorio,  prohibido  por  la  ley  12,  titu- 
lo XIII,  Part.  5.^  y  por  el  art.  1.884  del  Cód. 
civil,  y  que  consiste  en  la  convención  de  que 
no  pagando  el  deudor  al  tiempo  estipulado  se 
quede  el  acreedor  con  la  cosa  empeñada  en 
pago  de  su  crédito.  El  pacto  de  retroventa  con- 
siste en  la  reserva  que  hace  el  vendedor  do  po- 
der rescatar  la  cosa  vendida  dentro  del  plazo 
establecido.— V.  Retuacto. 
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El  de  la  ley  comisoria  tiene  lugar  cuando  el 
pago  del  precio  no  es  al  contado,  y  consiste  eu 
estipular  que  no  pagándole  hasta  cierto  día 
se  deshaga  la  venta.  No  hay  que  confundirle 
tampoco  con  el  comisorio,  de  que  acabamos  de 
hablar.  Hállase  incidental  per04  expresamen- 
te autorizado  por  el  art.  1.504. 

El  de  adición  ó  señalamiento  de  día  consiste 
en  la  condición  de  que  si  dentro  del  tiempo 
que  se  señala  hubiere  otra  persona  que  dé  al 
vendedor  ó  sus  herederos  mayor  precio,  y  el 
comprador  no  la  quisiere  por  el  tanto,  pueda 
dejarse  sin^fecto  la  venta  primera.  Pactos  son 
éstos  que  tienen  un  objeto  muy  laudable  y 
que  algunas  veces  pueden  ser  muy  convenien- 
tes en  las  ventas.  El  de  adición  ó  señalamiento 
de  día  no  es  objeto  de  alusión  expresa  en  el 
Cód.  civil,  pero  indudablemente  se  halla  auto- 
rizado por  la  disposición  general  de  su  artícu- 
lo 1.255. 

Jurisprudencia. 

I. — Carácter  DE  la  compraventa  y  requisitos  para 

su  PERFECCIÓN. 

14  nlclonibre  1^03  y  otrn«B.  Como  contrato  con- 
sensual  no  necesita  de  escritura  pública  para  su  validez. 

El  contrato  de  compraventa  es  esencialmente  con- 
•ensual,  queda  perfecto  y  obligatorio  por  el  simple 
consentimiento  de  los  contrayentes  en  la  cosa  y  en 
el  precio;  confiere,  por  lo  tanto,  k  nno  y  otro  el  de- 
recho de  exigirse  su  cumplimiento  desde  que  media 
tal  concierto,  y  no  exige  para  su  validez  y  eficacia 
escritura  pública,  como  las  partes  no  lo  pacten  ex- 
presamente, subordinando  á-  esa  formalidad  la  sub- 
■istencia  de  lo  convenido  ^  (Sents.  14  Uiciembre  1863, 
11  Abril  1864,  8  Febrero  1867,  10  Julio  1869,  24  y  27  Octu- 
bre 1873,  1.°  Marzo  1881,  7  Julio  1883,  7  Febrero  y  4  Ju- 
lio 1884,  9  Noviembre  1886,  30  Mayo  1890  y  10  Julio 
de  1889.) 

f  5  Junio  ISOI.  Compraventa  y  promesa  de  venta, 
Bl  contrato  por  virtud  del  cual  después  de  liqui- 
dado un  crédito  el  deudor  da  en  pagfo  un  inmueble  de 
•u  propiedad,  obligándose  á  formalizar  por  escritu- 
ra pública  la  cesión  cuando  lo  exija  el  acreedor,  que 
desde  luego  entra  k  percibir  los  productos  de  la  fin- 
ca y  á  pagar  las  contribuciones,  es  venta  perfecta  y 
consumada  y  no  declaración  de  deuda  y  promesa  de 
venta.  (Sent.  15  Junio  1891.— Gac,  14  Agosto.) 


II. 


-Entrega  de  la  cosa  al  comprador. 


tS-Uayo  ISSa.  Requisitos  para  tener  el  señorío  de 
la  cosa  comprada  judicialmente. 

Para  que  uno  pueda  llamarse  dueño  de  ciertas  fin- 
cas que  haya  comprado  en  público  remate,  es  indis- 
pensable, según  los  arts.  988  y  989  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento fivin,  que  se  haya  otorgado  la  escritura 
de  venta,  previa  la  consignación  del  precio,  y  entre 
tanto  que  esto  no  se  verifica  no  pasa  al  comprador 
el  señorío  de  la  cosa,  ni  aun  la  mera  posesión;  no 
siendo  titulo  bastante  para  oponerse  en  tercería  de 
dominio,  el  tener  aprolntdo  el  remate,  porque  esto 
no  declara  la  pertenencia  de  la  cosa  vendida  ni  se 


«  El  art.  1.450  del  Cód.  civil  declara  perfeccionada  la 
vfnfa  entre  el  comprador  y  el  vendedor  por  el  simple  con- 
tcntlmiento  en  la  cosa  y  en  el  precio;  disposición  que  debe 
armonizarse  con  los  ?iüms.  1.^  y  6.°,  art.  1.2S0,  según  los 
cuales,  deben  constar  en  documento  publico  los  actos  y 
contratos  que  tienen  por  objeto  la  tratismisión  de  dere- 
chos reales  sobre  bienes  inmuebles;  y  por  escrito,  aunque 
tem.  privado,  todos  los  contratos  en  que  la  cuantía  de  lat 
prestaciones  exceda-  de  1.5oo  pesetas. 

■  Concuerdan  con  los  artt.  1.509,  1.510  y  1.514  de  la 
ley  vigente  de  1881. 


entiende  por  ello  haberle  sido  adjudicada  al  rem.a- 
tante.  (T.  S.,  sent.  23  Mayo  1873.— Gac.  29  Julio.) 

Cl  Fclircro  ISÍít.  Decisión  de  las  cuestiones  á  que 
da  htgar  el  contrato  por  la  escritura  en  que  consta. 

Inventariado  en  575.000  rs.  un  almacén,  al  efecto 
de  venderle  á  D.  Antonio  Gil,  se  verificó  la  venta  en 
500,000  rs.  El  comprador  pidió  qne  la  heredera  del 
vendedor  le  abonase  los  perjuicios  que  se  le  habían, 
irrogado  con  las  equivocaciones  de  que  adolecía  el 
inventario;  y  absuelta  la  parte  demandada,  inter- 
puso la  actora  recurso  de  casación,  que  desestima  el 
Tribunal  Supremo: 

«Considerando  que  en  la  escritura  de  5  de  Agosto 
de  18*31  se  expresó  con  claridad  y  precisión  que  la 
venta  del  establecimiento  se  hacía  por  la  cantidad 
líqiiida  y  determinada  de  500.000  rs.,  A  pesar  de  que 
el  inventario  formado  por  los  dos  interesados  ligar- 
te y  Gil  arrojase  mayor  suma;  por  lo  que,  y  no  for- 
mando parte  ese  inventario  de  la  escritura,  no  pue- 
de dársele  valor  alguno  sobre  ésta,  porque  de  otro 
modo  se  irí-a  contra  la  voUmtad  deliberada  de  los 
contratantes,  consignada  en  un  documento  público, 
único  legal  y  decisivo  para  la  cuestión, >  (Sent.  21  Fe> 
brero  1878.— Gacs.  de  la  Sala  1.*,  t.  I,  p.  109.) 

í«  Ololcnibre  l^$3  y  o(rn.  Cosas  que  ae  entienden 
enajenadas  con  el  inmueble  objeto  de  la  venta. 

En  Se7it.  de  28  de  Diciembre  de  1883  se  establece  que, 
otorgada  una  escritura  de  venta  judicial,  y  no  con- 
signiíudose  en  ella  que  la  enajenación  se  extiende  á. 
una  habitación  de  la  que  el  dueño  ha  dispuesto 
siempre  con  independencia  del  resto  de  la  finca,  por 
estar  en  cierto  modo  separada  de  ésta,  la  sentencia 
que  declara  tal  cuarto  propiedad  del  comprador,  in- 
fringe la  ley  del  contrato,  las  doctrinas  legales  re- 
ferentes á.  su  inteligencia,  y  la  ley  114,  tit.  XVITT, 
Part.  3  *  sobre  valor  probatorio  de  las  escritxiras  pú- 
blicas. (Gacs.  de  la  Sala  I.*'  de  1884,  t.  I,  p.  100.) 

—El  Consejo  de  Estado  en  R.  D.  S!.  de  4  de  Mayo  de 
1868  ha  declarado  que,  con  arreglo  á.  la  ley  28,  tit.  V, 
Part.  5.*,  el  comprador  de  una  cosa  la  hace  suya  con. 
todo  lo  que  á  la  misma  pertenece  y  está  unido,  in- 
clusos sus  frutos,  mientras  que  expresamente  no  se 
pacte  lo  contrario  ó  se  pruebe  corresponder  á  otro, 

III.— Precio  de  la  venta:  varias  cuestiones  sobre 
entrega  y  pago. 

9  Enero  1^494  y  otrn.  Falta  de  pago  del  precio  en 
el  tiempo  y  forma  convenidos. 

La  falta  sólo  es  motivo  de  rescisión  del  contrato 
de  compraventa  cuando  asi  se  pacta  expresamente. 
(Sent.  8  Enero  1874.— Gac.  27  id.) 

—La  misma  doctrina.  fSent.  1.°  Abril  1874. — Gaceta 
28  Mayo. 

4Í  ,\'o»'lenibro^  iftflí*.  Intereses  de  mora  por  no  pa- 
gar el  precio  de  la  venta. 

«Si  bien  es  cierto...  que  el  comprador  que  no  satis- 
face el  precio  en  el  plazo  convenido,  queda  obliga- 
do por  la  mora  al  pago  de  intereses,  esto  se  entien- 
de relativamente  al  caso  en  qae  dicho  comprador 
haya  recibido  la  cosa  vendida  por  no  ser  justo  que 
se  aproveche  de  sus  frutos  ó  rentas,  á  la  vez  que  re- 
tiene el  precio...  *.  (Sala  1.*,  Sent.  27  Noviembre  1878. 
Gac.  21  Enero  1879,  pág.  1.) 

30  Junio  ií»8t.  Cuestión  acerca  de  si  la  distracción, 
del  precio  de  la  venta  judicial  ó  de  parte  de  él  que  sehalla 
consignado  en  poder  del  actuario,  perjudica  al  compra- 
dor ó  al  vendedor. 

La  consignación  que  de  orden  del  juez  hizo  el  com- 
prador del  precio  de  la  venta  en  poder  del  actuari-^, 
no  es  depósito,  sino  pago,  puesto  que  el  juez  obraba 
en  nombre  del  dueño;  y  la  pérdida  ó  disminución  do 
dicho  precio  ó  de  parte  de  él,  no  es  imputable  al  ad- 
quirente,  sino  al  ejecutado  en  cuya  representación 
se  verificó  la  venta.  iSent.  30  Junio  18^2.  — Gacs.  de  ia 
Sala  1  '^j  tomo  II,  pág.  150.) 

ZS  Knoro  i**»».  Precio  cierto.  Lo  es  en  la  venta  de 
minas  el  importe  de  lo  adeudado  á  la  Hacienda  por  canon 
de  superficie. 

Declarada  nula  la  venta  de  una  mina  por  lo  que 
sus  dueños  adeudaban  como  canon  de   superficie, 


*  Entendemos  que  la  equitativa  doctrina  de  esta  senten- 
cia será  aplicabl^^después  del  Cód.  civil,  y  podrá  servir 
de  explicación  á  »u  art.  1.501,  núm.  3.° 
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fanclAndose  la  nulidad  en  que  tal  cesión  no  se  había 
hecho  por  precio,  interpusieron  los  compradores  re- 
curso de  casación  por  conceptuar  infrinfrido  el  con- 
trato, y  el  art.  *¿i  del  decreto  ley  de  ^9  Diciembre 
1868.  El  T.  S.  casa  y  anula  la  sentencia,  «porque  elim- 
orte  de  los  atrasos  representa  y  demuestra  la  ver- 
ad  y  certeza  de  un  precio  dado  desde  luego  por  los 
compradores  con  arreglo  á  lo  estipulado,  en  prove- 
cho de  los  vendedores,  que  con  el  abandono  de  las 
minas  no  se  hubieran  librado  del  pago  de  los  descu- 
biertos que  se  perseguían  en  el  expediente  de  apre- 
mio.» (Sala  1.^,  sent.  26  Enero  1868. —  Gac.  4  Mayo,  x>á- 
gina  135.) 

4  Julio  l^í*©.  Cesión  del  derecho  d  percibir  él  pre- 
cio de  venta  de  un  ferrocarril:   Consignación  y  pago. 

Transmitido  al  acreedor  de  una  empresa  ferrovia- 
ria, vendedora  de  su  linea,  el  derecho  de  percibir  el 
precio  integro  déla  enajenación  de  la  misma  y  subro- 
gado asi  el  acreedor  en  lugar  de  la  Compañía,  es  efi- 
caz la  transmisión  que  A  su  vez  hizo  dicho  acreedor 
de  parte  de  su  derecho  al  precio,  á  una  razón  social 
qxie  luego  fué  declarada  en  quiebra;  y  la  sentencia 
que  A  la  vez  que  condena  al  comprador  al  abono  del 
mismo,  ordena  la  consignación  ó  depósito  de  su  im- 
porte en  la  Caja  general,  hasta  tanto  que  se  resuel- 
ve lo  procedente  sobre  su  entrega  definitiva,  no  con- 
tiene términos  contradictorios,  sino  que  adopta  el 
temperamento  más  á  propósito  para  conciliar  todos 
los  intereses.  (.Sent.  4  Julio  1889. — Gac.  28  Agosto.) 

■V.— Cosas  vendidas  dos  veces.  Ídem  compradas  con 

DINERO  AJENO. 

15  Octubre  tíií*  y  otras.  Propiedad  de  cosas  ven- 
didas á  dos  personas  en  diferentes  tiempos:  Preferencia 
de  la  que  ka  iíiscrito  su  derecho. 

«Según  la  ley  50,  tít.  V  de  la  Partida  5.*,  si  se  ven- 
de una  cosa  á  dos  personas  diferentes,  en  tiempos 
distintos,  la  adquiere  el  que  primero  la  compró, 
pagó  el  precio  y  se  posesionó  de  la  misma.»  (Sent.  12 
Octubre  lti7S.— Gac.  4  Noviembre,  pág.  66.) 

— «No  estando  inscrita  en  el  Registro  la  escritura  de 
venta  de  una  finca,  y  habiéndolo  sido  oportunamen- 
te otra  posterior  con  el  mismo  objeto,  la  "sentencia 
que  declara  n\\\o  este  iiltimo  contrato  con  su  ins- 
cripción en  el  Registro  3'  manda  su  cancelación  y 
que  se  inscriba  el  primero,  infringe  los  arts.  23,  36  y 
38  de  la  ley  hipotecaria.»  (Sent.  17  Abril  1879.— Gaceía 
30  Junio,  pág.  189.) 

—  La  misma  doctrina  ensents.de  26  Febrero  1883 
(Gacs.  de  la  Sala  1.",  tomo  II,  pág.  100)  y  24  Octubre 
del  mismo  año  (Gacs.  de  1884,  Sala  1.*^,  tomo  I,  pági- 
na 17)  ». 

Resol.  &  Marzo  I«ft6.  Negativa  de  inscripción  de 
venta,  porque  consta  que  el  vendedor  adquirió  la  finca 
con  dinero  de  sus  hijos. 

Por  escritxxra  otorgada  en  Viella  el  día  8  de  Julio 
de  1870,  Francisca  Paba  vendió  á  Francisca  Pedarrós 
la  mitad  de  una  casa  nombrada  de  Campi,  con  la 
mitad  de  un  huerto  anejo,  expresándose  en  la  escri- 
tura que  la  compradora  adquiría  la  finca  con  el  con- 
sentimiento de  su  marido,  AndrésPedarrós,  y  con  di- 
nero propio  de  los  hijos  de  su  primer  matrimonio. 

Anotada  esta  escritura  en  el  Registro  de  Viella, 
por  falta  de  previa  inscripción  á  favor  de  la  vende- 
dora, se  hizo  constar  en  la  anotación  la  procedencia 
del  precio  en  la  forma  dicha,  circunstancia  que  se 
omitió  en  la  inscripción  de  conversión  de  esa  anota- 
ción verificada  en  Mayo  de  1871. 

Por  otra  escritura  de  30  de  Marzo  del  pasado  año^ 
la  Francisca  Pedarrós  vendió  esa  misma  finca  á  su 
hijo  José  Pedarrós  y  Pedarrós,  y  presentado  el  dociT- 
mento  en  el  referido  Registro,  no  fué  admitida  su 
inscripción  por  haber  comprado  la  finca  la  actual 
transferente  con  dinero  propio  de  los  hijos  de  su  pri- 
mer matrimonio. 

promovido  el  expediente  gubernativo  que  previe- 
ne el  art.  57  del  reglamento,  y  desestimado  por  el 
juez  delegado  y  la  Presidencia  de  la  Audiencia,  la  Di- 
rección en  última  alz.ada  confirma  la  negativa  en 
estos  términos: 

«Vista  la  ley  49,  tít.  V  de  la  Part.  5.": 

Visto  el  art.  20  de  la  ley  hipotecaria: 

Vista  la  sentencia  del  T.  S.  de  1.2  de  Diciembre 
de  1882: 


*     Concuerdan  con  las  declaraciones  de  estas  sentencias 
las  del  art.  1.473  del  Cod.  civil. 
Tomo  II. 


Considerando  que  con  arreglo  á  la  ley  de  Partida 
citada,  la  cosa  comprada  con  dinero  ajeno  es  de 
aquel  que  hizo  la  compra  en  su  nombre,  salvo  si  los 
dineros  fuesen  de  un  menor  á  quien  tuviese  en  su 
guarda  el  comprador;  en  cuj'o  caso  gana  el  señorío 
de  la  cosa  el  referido  menor: 

Considerando  que  mientras  Francisca  Pedarrós  no 
pruebe  que  al  otorgar  el  contrato  de  8  de  Julio  de 
1870  no  tenia  bajo  su  potestad  á  los  hijos  con  cuyo 
dinero  compraba  una  parte  de  la  finca  que  nos  ocu- 
pa, hay  que  presumir  lo  contrario,  dado  que  la  pro- 
pia manifestación  de  la  compradora  induce  á  sospe- 
char que  trataba  de  reconocer  el  derecho  que  sus 
hijos  adquirían  sobre  la  finca: 

Considerando  que  tomada  razón  en  el  Registro  de 
esa  manifestación  y  existiendo  elterminante  precep- 
to de  la  ley  de  Partida,  es  forzoso  estimar  como  con- 
dueños A  los  hijos  de  Francisca  Pedarrós,  ínterin 
ésta  no  destruya  el  efecto  legal  de  su  declaración 
con  pruebas  encaminadas  á  demostrarque  no  es  per- 
tinente al  caso  el  indicado  precepto,  y  por  tanto,  que 
al  declarar  la  procedencia  del  precio  no  se  propuso 
comprar  la  finca  para  sus  hijos: 

Considerando  que  sentadas  estas  premisas,  es  ló- 
gico deducir  que  son  dueños  de  la  finca  los  hijos  de 
Francisca  Pedarrós,  y  habiendo  otorgado  ésta  la 
venta  sin  el  concurso  de  aquéllos,  dicha  enajenación 
no  es  inscribible  como  verificada  contra  el  terminan- 
te precepto  del  art.  20  de  la  ley  hipotecaria; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la 
providencia  apelada  en  cuanto  declara  que  no  pro- 
cede inscribir  el  documento  qiie  ha  dado  origen  al 
presente  recurso.»  (Resol.  5  Marzo  1886. — Gac.  2  Abril.) 

Resol.  10  DIrlenihre  I*l«í  Compra  con  dinero 
ajeno:  ídem  por  el  mando  con  bienes  dótales  de  la  mitjer. 

La  ley  49,  tít.  V,  Part.  5."  «á  la  regla  general  de  que 
la  cosa  comprada  con  dinero  ajeno  debe  ser  de  aquel 
que  fizn  la  comi)ra  en  su  nombre,  agrega  entre  otras 
excepciones  la  de  si  tales  dineros  fueren  de  la  dote 
de  alguna  mujer,  é  su  marido  con  voluntad  della 
ficiese  la  compra,  en  cuyo  caso  gana  el  señorío  do  la 
cosa  la  mujer  cuyos  eran  los  dineros». 

No  constando  la  voluntad  de  la  mujer  de  adquirir 
para  si  la  cosa  comprada,  no  es  de  aplicar  la  excep- 
ción de  la  ley,  y  debe  reputarse  la  finca  enajenada 
como  propia  del  marido;  pero  no  procede  inscribirla 
á  nombre  de  éste  si  el  mismo  solicitó  del  registrador 
que  la  inscribiera  al  de  su  mujer  *.  (Resol.  16  Diciem,- 
bre  1887.— GftC.  lü  Marzo  1888.) 

9-1  Mayo  ISSO.  Perjuicios  y  gastos  judiciales  impu- 
tables  y  no  imputables  al  vendedor  de  la  cosa  enajenada 

dos  veces. 

Vendida  una  cosa  dos  veces,  el  vendedor  debe  in- 
demnizar al  comprador  que  no  la  pudo  adquirir  los 
daños  y  menoscabos  que  le  hubiese  inferido,  con 
arreglo  á  la  ley  50,  tít.  V,  Part.  S.*^;  entre  los  cuales 
no  pueden  contarse  los  gastos  judiciales  hechos  por 
dicho  comprador  en  pleitos  que  siguió  para  que  se 
declarase  la  validez  y  eficacia  de  su  adquisición^ 
porque  tales  desembolsos  no  se  derivan  inmediata  y 
necesariamente  del  hecho  imputado  al  vendedor, 
sino  de  actos  propios  y  voluntarios  de  dicho  com- 
prador, «cuyas  consecuencias  no  deben  afectar  á  su 
colitigante  ni  á  sus  sucesores,  con  tanta -mayor  ra- 
zón cuanto  que  fueron  desestimadas  las  pretensio- 
nes de  aqiiél  y  absueltos  los  demandados,  y  su  con- 
dena constituiría  un  verdadero  contrasentido  ^.» 
(Sala  l.*^,  sent.  24  Mayo  1889.— Gacs.  í7  y  18  Agosto,  pá- 
gina 71.) 

V.— Ventas  celebradas  con  pacto  de  retro. 

t^  Noviembre  IA33.  Vendedor  d  retro  que  conser- 
va  en  precario  la  finca  enajenada:  Desahucio. 

Contra  el  vendedor  de  un.a  casa  con  el  pacto  de  re- 
tro, que  se  reservó  disfrutarla  sin  renta  durante  el 
tiempo  señalado  para  retraerla,  procede  demanda 
de  desahucio,  si  transcurrido  el  término  se  resiste  á 
dejarla,  por  suponerse  que  el  vendedor  posee  cuan- 
do más  á  título  de  arrendatario.  (T.  S-,  Sent.  25  No- 
viembre 1873.) 


*     Véase  el  art.  1.337,  núm.  4.^  del  Código  civil. 

-  La  doctrina  relativa  d  los  perjuicios  que  debe  abo- 
nar el  vendedor  en  casos  como  el  de  autos  inspira  hoy  ío* 
arts.  1.100,  1.107  y  1.473  del  Cód.  civil. 
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ti  Abril  IStSO.  Tratismisibilidad  del  derecho  de  re- 
tracto. 

El  dereclio  del  vendedor  para  adquirir  de  nuevo 
la  linca  vendida  con  entrega  del  precio  dentro  del 
plazo  marcado,  está  comprendido  éntrelos  que  pue- 
den ser  objeto  de  contratación,  así  como  el  que  so- 
bre la  misma  finca  adquirió  el  comprador,  y  uno  y 
otro  transmitirse  por  título  oneroso  ó  lucrativo,  si 
no  ha  mediado  pacto  en  contrario  ni  existe  ley  que 
lo  prohiba.  (Sala  1.»,  sent.  17  Abril  1879.— Gac.  30  de 
Junio,  pág.  1S8.) 

Í4  Ocluliro  l)*SI.  Una  vez  perfeccionado  el  contra- 
to, la  cosa  objeto  de  él  perecí  para  el  comprador  aun 
cuando  la  venta  se  hai/a  celebrado  con  pacto  de  retro. 

Así  lo  establece  el  T.  S.  al  casar  y  anular  una  sen- 
tencia, considerando  sustancialmente:  que  perfec- 
cionada la  venta,  el  pro  ó  el  daño  que  después  vi- 
niese á  la  cosa  vendida,  es  del  comprador:  y  al  de- 
clarar la  Sala  sentenciador.a  que  la  fábrica  objeto 
de  la  en.ajenación  destruida  por  un  incendio  casual 
pereció  para  el  vendedor,  infríngela  ley  23,  tít.  V, 
Part.  5."  '.  (Sent  24  Octubre  18S1. —Gaceías  do  la  Sala 
1.»  de  18S2,  t.  I,  p.  42.) 

SI  !*oTleiiibpe  ISSS.  Sobre  si  tiene  obligación  el  re- 
tratjente  de  consignar  el  precio. 

Ni  la  ley  42,  tít.  V,  Part.  5.",  ni  la  doctrina  del  Tri- 
bunal Supremo,  exigen  que  cuando  el  comprador  de 
la  cosa  enajenada  con  pacto  de  retro  se  niega  á  re- 
cibir el  precio,  se  halle  obligado  el  vendedor  A  con; 
signarlo  dentro  del  plazo  señalado  para  retraer,  si 
ha  de  conservar  su  derecho.  (Sent.  21  Noviembre  1882. 
Gacetas  de  la  Sala  1."  de  1883,  t.  I,  p.  43.) 

14i  llnrzo  iítBS.  Diferencia  entre  el  pacto  de  retro  y 
el  pacto  comisorio:  El  pacto  de  retro  no  obsta  d  que.  el 
vendedor  ejercite  con  éxito  la  acción  rescisoria  de  lesión 
enorme. 

Don  Jerónimo  de  Tapia  vendió  una  finca  que  valia 
127.000  pesetas  en  35.CKX),  reservándose  el  derecho  de 
retr.aer  por  término  de  un  año.  Transcurrido  éste  sin 
ejercit.ar  la  acción  de  retro,  solicitó  que  se  decl.arase 
nulo  el  contrato,  y  subsidiariamente  rescindido  por 
lesión  enorme.  Desestimada  su  demanda,  interpuso 
Tapia  recurso  de  casación  que  el  T.  S.  estima,  consi- 
derando que  «cuando  se  pacta  de  una  manera  explí- 
cita que  si  el  vendedor  devuelve  en  cierto  plazo  el 
precio  que  recibió,  tendrá  derecho  á  recuperar  la 
cosa  vendida,  se  celebra  expresamente  un  contrato 
de  venta  á  retro,  y  no  nn  préstamo  con  pacto  comi- 
sorio, prohibido  por  derecho»,  y  que  la  sentencia  re- 
ciirrida  infringe  las  leyes  y  doctrinas  que  establecen 
la  rescisión  de  la  venta  por  lesión  enoroie,  porque  el 
comprador  no  intentó  siquiera  probar  que  fuera  el 
precio  justo  el  que  entregó  al  vendedor,  y  éste  había 
acreditado  que  enajenó  por  3.5.00  '  pesetas  bienes  que 
ambos  contrayentes  estimaron  en  más  del  doble». 
(Sent.  16  Marzo  1883.— Giiceías  de  la  Sala  1.',  t.  II,  pá- 
gina 127.) 

—La  misma  doctrina  sobre  diferencia  entre  el  pac- 
to de  retro  y  el  comisorio  en  sent.  de  29  de  Enero  de 
1888.  (Gac.  20  Abril.) 

í»  lHolembro  ISSl.  Preferencia  en  el  derecho  de 
retraer  conforme  al  contrato. 

Enajenada  una  finca  con  pacto  de  retro,  estipulan- 
do que  si  el  vendedor  transmítS.a  su  derecho  de  re- 
traer serian  preferidos  en  igualdad  de  circunstan- 
cias los  compradores,  el  vendedor  cedió,  en  efecto, 
su  derecho  de  retrocomprar,  y  en  uso  de  él,  solicitó 
y  obtuvo  el  cesionario  el  retracto.  El  T.  S.  declara 
que  la  sentencia  que  le  concedió  infringe  el  princi- 
pio pacta  siint  servanda,  por  no  haberse  dado  aviso  á 
los  compradores  á  fin  de  que  pudieran  hacer  efecti- 
va la  convenida  preferencia.  (,Gac.  8  Agosto  18SB,  p.  8 ) 

fli  Junio  HHí^í.  Validez  del  requerimiento  y  consig- 
nación del  precio  anteriores  á  la  ferlia  en  que  puede  retro- 
comprarse  la  finca  según  lo  convenido. 

Habiéndose  pactado  que  la  retroventa  hubiera  de 
tener  lugar  precisamente  en  un  día  sin  que  antes  se 
hallara  obligado  el  comprador  á  acceder  á  ella,  la 
sentencia  que  declara  válidos  y  eficaces  el  requeri- 
miento al  mismo  y  la  consignación  del  precio  efec- 
tuados con  anterioridad  á  tal  fecha,  no  infringe  la 


1  Creemos  que  subsiste  la  doctrina  de  este  fallo  por 
virtud  de  lo  prevenido  en  los  arts.  1.460  y  1.452  del  Códi- 
go civil. 


ley  del  contrato:  apareciendo  que  tales  diligencias 
se  practicaron  con  objeto  de  hacer  saber  al  compra- 
dor que  había  sido  depositado  el  precio  y  el  vende- 
dor se  proponía  hacer  uso  de  su  derecho  el  día  con- 
venido, y  no  con  el  fin  de  anticipar  el  ejercicio  de 
tal  acción.  (Sent.  11  Junio  1887.— Wíic.  13  Septiembre.) 

í  .Abril  §í*8S.  Prescripción  del  derecho  de  retrocom- 
prar,  conforme  al  usalge  omnes  causse,  vigente  en  Cata/- 
luna. 

Cuando  no  se  ha  fijado  tiempo  para  ejercitar  el  re- 
tracto, prescribe  á  los  treinta  años  conforme  al  usat- 
ge  omnes  causw,  vigente  en  Cataluña.  (Sent.  2  Abril 
IfííS.-Gac.  5  Junio.) 

Ropiol  í  Knoro  fl*»1^»-  Cuestión  sobre  si  es  6  ?io 
inscrihilile  la  escritura  de  retrocesión  otorgada  por  tm 
viudo  resretto  de  fincas  que  se  le  vendieron  cuando  era 
casado  y  de  las  cuales  se  le  adjudicó  la  mitad... 

Kevoca  la  Dirección  general  una  negativa  del  re- 
gistrador de  Arévalo  á  inscribir  cierta  escritiira  por 
la  cual  D  Bartolomé  Barbero  retrovendió  á  doña 
Plácida  Lozano  36  fincas  qite  ésta  le  había  vendido 
á  carta  de  gracia  cuando  él  estaba  casado,  y  de  las 
cuales  se  le  adjudicó  solamente  la  mitad  en  la  testa- 
mentaría de  su  mujer.  He  aquí  los  fundamentos  de 
la  resolución: 

.Vistos  el  art.  20  de  la  ley  hipotecaria,  el  377  y  380 
de  la  ley  de  Enj.  oivil  y  la  sentencia  del  T.  S  de  10  de 
Abril  de  l>-58: 

Considerando  que  las  fincas  objeto  de  este  recurso 
se  encontraban  en  poder  de  D.  Bartolomé  Barbero 
con  el  carácter  de  pr'^indivisas,  y  por  lo  t.anto,  sin 
liquid.ar  definitivamente,  cuya  circunstancia  le  ha- 
cia conservar  su  condición  de  albacea  testamenta- 
rio de  su  esposa  doña  Agttstina  Tabanera,  al  menos 
para  las  operaciones  referentes  á  las  expresadas 
fincas: 

Considerando  que,  á  mayor  abundamiento,  loa  he- 
rederos de  doña  Agustina  se  comprometieron  en  la 
partición  de  la  herencia  á  otorgar  la  escritura  de 
retracto  sin  otro  requisito  que  el  previo  aviso  de 
D  Bartolomé,  con  quien  únicamente  había  de  en- 
tenderse la  vendedora  de  las-fincas  doña  Plácida 
Lozano: 

Considerando  que  alegadas  estas  razones  ante  el 
juez  de  Arévalo,  éste  dictó  providencia  mandando 
que  los  herederos  de  doña  Agustina  otorgaran  la  es- 
critura de  retroventa,  bajo  apercibimiento  de  que 
de  no  verificarlo  lo  li.aría  D  Bartolomé  Barbero,  la 
cual  providencia  fué  consentida  por  los  citados  he- 
rederos, que  concurrieron  únicamente  para  consig- 
nar en  acta  notarial  los  motivos  por  que  se  negaban, 
al  otorgamiento  de  la  escritura  de  retro  venta,  mo- 
tivos que  podrán  servir  de  fundamento  para  ulte- 
riores reclamaciones  contra  D.  Bartolomé:  pero  de 
ninguna  manera  para  negarse  al  otorgamiento  de 
una  escritura  á  que  venían  obligados  sin  otro  requi- 
sito que  el  aviso  de  D.Bartolomé  Barbero. 

Considerando  que  las  providencias  dictadas  en 
actos  de  iurisdicción  voluntaria  que  so  hacen  firmes 
obligan  á  cuantos  teniendo  conocimiento  legal  de 
las  mismas  en  tiempo  hábil  no  han  interpuesto  con- 
tra ellas  recurso  alguno:  _ 

Considerando  que  D.  Bartolomé  Barbero  adquirió 
la  capacidad  necesaria  para  otorgar  la  escritura  de 
retroventa  por  la  totalidad  de  las  fincas  en  virtud 
de  la  citJida  providencia.»  (Resol.  2  Enero  1889.— Ga- 
ceta  as  Febrero.) 

RcKiil  ÍS  Mayo  tSSO.  Derecho  del  comprador  á 
retro  na  ni  que  .«c  haga  constar  en  el  Registro  la  consolida- 
ción de  su  dominio,  ruando  ha  transcurrida  el  plazo  se- 
ñalado para  la  prescripción  de  la  acción  de  retracto. 

.Si  con  arreglo  á  la  ley  42,  tít.  V,  Part.  5.',  la  ac- 
ción de  retroventa  era  personal;  si  los  contratantes 
pactaron  que  la  retroacción,  en  su  caso,  hubiera  de 
verificarse  antes  de  transcurrir  el  plazo  señalado 
para  la  prescripciónde  acciones,  y  si  tal  plazo  era  el 
de  20  años  para  las  personales  según  la  legislación 
vigente  entonces,  es  incuestionable  que  al  terminar- 
se~é3tos  sin  haberse  realizado  la  retroventa  consoli- 
dó el  comprador  su  dominio,  y  tiene  perfecto  dere- 
cho á  que  asi  se  haga  constar  en  el  Registro  por  me- 
dio de  la  correspondiente  nota  marginal...»  (Kesolu- 
ción  28  Mayo  1889.- Gac.  20  Julio.) 

:»0  iOopro  l«nO.  Alteración  del  precio,  posterior  al 
contrato  de  compraventa.  El  plazo  para  el  retracto  con- 
vencional, 4del>c  contarse  desde  la  fecha  del  primitivo  con- 
venio o  desde  la  novación^ 

.Siendo  el  precio  un  requisito  tan  indispensable 
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en  toda  compraventa  que  por  la  sola  conformidad 
de  las  partes  acerca  de  ól  y  de  la  cosa  .vendida,  se 
períecciona  el  uontrato,  es  evidente  que  el  coiivenio 
por  el  cual  so  aumente  ó  disminuya  el  precio  que 
antes  se  hubiera  estipulado,  constituye  una  inno- 
vación esencial  del  contrato  primeramente  cele- 
brado.» 

Consiguientemente,  y  respetado  al  introducirla  el 
pacto  de  retro,  el  túriuino  de  la  prescripción  de  la 
acción  de  retracto  debe  contarse  dtsde  la  fechii  de 
la  innovación  y  no  desdo  el  primitivo  contrato.  (Sen- 
tencia 30  Enero  1«90.— 6'ac.  7  Abril,) 

RcMol  ai  •liill»  l**01.  Veyídedor  á  retro  que  sigue 
ocupando  ln  finen  como  a)'i't>.ntlatcirto  á  condición  de  que 
la  venta  se  considerará  ó  fiará  firme  é  irrevocable  si  el 
transmitente  deja  de  abollar  durante  cierto  plazo  el  pre- 
cio del  arriendo. 

En  2  de  Octubre  de  1R84  D.  Josó  María  de  Xammar, 
D.  Juan  CiirboucU  y  D.  Miguel  Bachs  otorgaron  dos 
escrituras.  Por  una  de  ellas  Xammar  dio  á  los  otros 
dos  á  cartas  de  gracia  y  en  pago  de  cierto  crédito 
una  pieza  de  tierra;  y  por  la  otra  Carbonell  y  Bachs 
se  la  dejaron  en  arrendamiento  á  Xammar,  esti- 
pulando que  si  el  arrendatario  dejase  transcurrir 
tres  años  sin  pagar  el  precio  del  arriendo,  queda- 
ría firme  la  enajenación  A  favor  de  los  arrendado- 
res; bastando  para  acreditar  el  no  pago,  la  falta  de 
inscripción  del  pago  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
Parece  que  Xammar  enajenó  su  derecho  de  retraer; 
y  habiendo  dejado  pasar  tres  afios  sin  pagar  la  )tf^u- 
sión,  fué  lanzado  do  la  finca  en  juicio  de  desábrelo. 
Carbonell  y  Bachs,  invocando  el  art.  i6  de  la  ley  hi- 
potecaria, solicitaron  del  registrador  de  GranoÜers 
que  extendiese  nota  marginal  á  fin  de  acreditar  la 
adquisición  definitiva  y  perpetua  de  la  finca  en  cues- 
tión. No  admitió  el  registrador  la  cancelación  que 
se  interesaba,  por  observar  los  siguientes  defectos 
insiabsanables;  primero,  no  haberse  fijado  plazo  en 
la  venta  k  carta  de  gracia;  segundo,  ser  contrario  k 
la  naturaleza  de  dicho  contrato  el  pacto  estipulado 
en  el  arrendamiento;  tercero,  hallarse  cancelada  la 
inscripción  de  éste;  y  cuarto,  aparecer  inscrito  el 
derecho  de-retraer  k  nombre  de  persona  distinta  del 
vendedor.  Entabladp  recurso  gubernativo  contra 
esta  calificación  y  elevado  un  alzada  k  la  Dirección 
general,  este  Centro  declara  procerlente  la  nota  mar- 
ginal pretendida.  He  aquí  los  principales  fundamen- 
tos de  la  resolución: 

«Considerando  que  no  hay  inconveniente  legal  al- 
guno en  que  el  vendedor  de  i;na  finca  á.  pacto  de 
retro  quede  en  poder  de  ella  en  calidad  de  arrenda- 
tario, si  tal  es  la  voluntad  del  comprador,  asi  como 
tampoco  es  r  reciso  ijue  los  dns  contratos  de  compra 
y  arrendamiento  figuren  en  un  mismo  instrumentó 
público... 

Considerando  que  si  bien  en  la  lie  compra  se  esti- 
puló la  retroventa  sin  someterla  á  plazo  ó  condi- 
ción, en  la  de  arrendamiento  se  hizo  depender  el  de- 
recho del  vendedor  k  readquirir  el  fundo,  de  una  con- 
dición Ilícita,  ó  sea  la  de  que  pagase  en  la  forma 
estipulado  el  precio  del  arriendo... 

Considerando  que  el  contrato  es  ley  para  los  otor- 
gantes... 

Considerando  que,  aunque  en  el  caso  del  recurso 
no  necesitaba  el  registrador  para  poner  la  nota 
marginal  que  se  le  pide  más  que  determinar  por  si 
mismo  si  habían  ó  no  transcurrido  los  tres  años  en 
la  forma  que  queda  dicho,  existe  la  circunstancia 
de  haberse  dictado  sentencia  de  desahucio  contra 
D.  Josó  María  Xammar,  por  no  haber  pagiixlo  en  tres 
años  la  renta  estipulada,  y  esta  sentencia,  inscrita 
en  el  Registro,  prueba  A  mayor  abundamiento  que 
se  cumplió  la  condición  llamada  k  convertir  en  defi- 
nitivo y  perpetuo  el  dominio,  antes  revocable,  de  los 
Sres.  Carbonell  y  Bachs: 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  pasado  á  ter- 
cero el  derecho  de  retraer  que  correspondió  al  señor 
Xammar  es  indiferente  al  resolver  el  presente  recur- 
so, ya  que  siendo  principio  inconcuso  de  nuestro 
sistema  hipotecario  que  cíianto  en  el  Registro  cons- 
ta perjudica  á  tercero,  claro  es  que  no  puedo  preten- 
der el  que  contrató  con  el  citado  Sr.  Xammar,  sea 
en  ól  definitivo  é  incondicional  derecho  el  que  en  el 
transmitente.  Rogún  el  mismo  Registro,  venia  afecto 
á,  una  condición  resolutoria: 

Considerando  qno  no  destruye  la  fuerza  do  este 
argumento  la  razón  de  que  la  inscripción  del  arren- 
damiento en  qn  '  osa  condición  rosnlutoria  aparecía, 
ha  sido  cancelada  por  virtud  de  la  sentencia  do  des- 
ahucio, pxies  os  notorio  qno  esa  cancelación  no  pue- 
de borrar  el  asiento  del  ílrgiytro,  el  cual  por  conte- 


ner una  circunstancia  referente  en  realidad  á  la 
anterior  inscripción  de  la  venta  á  retro,  subsiste 
en  cuanto  k  ese  extremo,  y  sobre  todo  contiene  un 
dato  que  heclio  público,  mediante  el  Registro,  debe 
perjiídicar  á  tercero.»  (Resol.  27  Julio  1801.— Gac.  13 
Nooiembre.) 

VI— Otros  pactos  lícitos. 

31  KiKTo  lf>iAI.  Retención  de  parte  del  precio  en  po- 
der del  comprador. 

Es  licito  y  eficaz  por  lo  tanto  el  pacto  de  retención 
de  una  parte  del  precio  en  poder  del  comprador  has- 
ta que  el  vendedor  constituya  iina  hipoteca  especial 
sobre  la  cosa  vendida.  [Sent.  31  Enero  1881.  — Gacs.  de 
la  Sala  1.^,  t.  I,  p.  106.) 

— Otra  declaración  semejante.  (Sent.  18  Abril  1890. 
Gac.  20  Agosto.) 

í-1  FoBiroro  •«#*■.  Pacto  de  que  el  comprador  j^ogue 
el  precio  cuando  lo  tenga  por  conveniente. 

Absuelto  el  comprador  de  una  finca  de  la  demanda 
en  que  se  le  reclamaba  su  precio,  que  él  se  comj'ro- 
metió  á  pagar  «cuando  le  pareciese  conveniente», 
obligándose  entre  tanto  á,  satisfacer  al  vendedor 
15.000  rs.  anuales,  declara  elT.  S.,  desestimando  el  re- 
curso de  casación  inl-erpuesto  contra  la  sentencia 
absolutoria,  que  el  aplazar  el  pago  para  cuando  el 
comprador  lo  tuviese  por  conveniente  no  es  contra- 
rio ala  natiraleza  dol  contrato,  y  oliliga  al  vende- 
dor mientras  el  comprador  ctxmpla  por  su  parte  la 
obligación  de  pagar  el  interés  convenido  *.  (Gacs.  de 
la  Sala  I.'',  t.  I,  p.  l56.) 

■  4  I>|pleiiibre  l****ft.  Pacto  de  que  el  comprador 
pierda  intereses  y  mejoras  si  no  paga  el  precio  dentro  de 
cierto  plazo,  etc. 

....El  precepto  de  la  ley  38,-tít.  V,  Part.  5.*.  no  se 
opone  k  que  pueda  válidamente  pactarse,  como  ha 
sucedido  en  este  caso,  que  el  comprador  pierda  los 
intereses  abonados,  mejoras  realizadas  y  cuantos 
gastos  haya  hecho  en  la  finca,  si  no  paga  la  totali- 
dad del  precio  y  no  firma  la  escritura  de  voñta  en  el 
plazo  que  se  señale.»  (Sala  1.",  sent,  14  Diciembre 
188-í.— Gac.  27  Marzo  íSS9,p.  117.) 

Vil.— Casos  DE  rescisión  de  la  compuaventa:  Ídem 

DE   NULIDAD. 

lí'  Mnrzíft  lAHI  y  otras.  Vicios  redhibitorios:  Cuati- 
do  son  ó  no  indemnizables:  Casos  en  que  procede  la  resci- 
sión. 

La  indemnización  á  que  alude  la  ley  U,  tit.  V,  Par- 
tida 5.",  no  tiene  lugar  ciiando  se  establece  en  el 
contrato  el  pacto  expreso  de  que  la  venta  se  verifica 
en  el  estado  en  que  la  finca  se  encuentre,  y  sea  acep- 
tado este  pacto  por  el  comprador  2.  (T.  S.,  senten- 
cia 17  Marzo  1864.) 

— El  vendedor  está,  obligado  á  manifestar  los  vi- 
cios ó  defectos  de  la  cosa  vendida  y  las  cargas  ó  gra- 
vámenes que  sobre  sí  tenga,  pues  los  que  ha  oculta- 
do y  que  afectan  á  la  propiedad  ó  menoscaban  el 
dominio,  autorizan  al  comprador  para  pedir  la  res- 
cisión del  contrato  con  el  abono  de  daños  y  perjui- 
cios, conforme  á  la  ley  6S,  tít.  V,  Part.  5."  (Sents.  2 
Octubre  18(37  y  24  Junio  1870.) 

■  O  •li'inlo  ■****  Vetita  de  cosas  indivisas  estando 
pendiente  el  juicio  de  división. 

Es  nula  esta  venta  cuando  no  media  el  consenti- 
miento de  todos  los  condueños,  conforme  á  la  ley  55, 
tlt.  V,  Part.  5.*  '.  (Sent.  16  Junio  1883.-  Gaceías  de  la 
Sala  i."-,  t.  II,  p.  262.) 

1 1  nirtvIoinUrc  ■*»**».  Compraventa  nula  por  no  ha- 
berse cumplido  la  condición  á  que  se  hallaba  subordi- 
7iada. 

Declarada  la  nulidad  de  la  venta  por  entender  el 
Tribunal  sentenciador  que  su  eficacia  se  hallaba  so- 
metida k  la  condición  de  que  la  finca  había  de  ren- 
dir determinada  renta,  y  resultar  que  no  la  produ- 


1  El  Cód.  civil  declara  que  el  término  en  las  obligacio- 
nes se  entenderá  establecido  en  beneficio  de  acreedor  y 
deudor  (art.  Í.127):  pero  cuando  ha  quedado  a  voluntad 
del  último,  los  Tribunales  deben  fijar  suduraoón  (1.12S). 

■i  La  misma  doctrina  prevalece  en  el  art.  l.4Hr,,  párra- 
fo 2.°  del  Cód.  civil.  ,,.,,,      ... 

^  Véase  el  art.  1.291, núm.  ■í.'*  del  Cód.  riod,  sobreven- 
ía de  hienet  litigiosos. 
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cia,  la  obligación  carece  de  existencia  jurídica  y  es 
improcedente  la  declaración  de  que  el  vendedor  obró 
con  dolo  y  engaño  y  la  condena  de  daños  y  perjui- 
cios impiiesta  por  tales  conceptos.  (Sent.  14  Noviem- 
hre  1885.     ünr.  i3  de  Febrero  de  18S6.) 

6  Ahrll  ■**#*«  y  otriiM.  Rescisión  de  venta  por  lesión 
enorme:  Renuncia  de  la  acción  rescisoria. 

Conforme  A  las  leyes  56,  tít.  V,  Part.  5.'^,  y  2.*,  titu- 
lo I,  lib.  10,  Nov.  Recop,,  son  rescindibles  las  ventas 
hechas  por  menos  de  la  mitad  del  justo  precio  de  la 
cosa  objeto  del  contrato  *.  (Sent.  6  Abril  1886.  -Gace- 
ta 4  Agosto.) 

—Otro  caso  en  Sent.  13  Mayo  1889.  (Gac.  15  Agosto.) 

— Es  válida  la  renuncia  de  la  acción  rescisoria,  y 
para  su  eficacia,  la  legislación  navarrano  exige  que  se 
haga  bajo  juramento.  (Sent.  18  Diciembre  1888.  — Ga- 
rcía 27  ^í>WÍ  1889.) 

R.  n.  H  ÍO  Febrero  IS«S.  Declarada  la  nulidad 
de  la  venta,  y  habiendo  aprovechado  los  frutos  el  compra- 
dor comn  pof^eedor  de  buena  fe,  no  tiene  derecho  al  rein- 
tegro de  los  gastos  de  conservació7i  de  la  finca. 

Comprada  por  el  duque  de  la  Torre  una  finca  pro- 
cedente del  Patrimonio  de  la  Corona  y  declarada 
nula  la  enajenación,  pidió  el  duque  que  se  le  abona- 
ra una  cantidad  importante,  que  representaba  los 
R:astos  de  conservación  del  inmueble.  Denegada  su 
solicitud  en  vía  gubernativa,  también  se  deniega  en 
la  contenciosa,  vista  la  ley  41,  tít.  XXVIII,  Parti- 
tla  S.^,  y  la  R.  O.  4  Noviembre  1872... 

«Considerando  que  con  arreglo  al  contexto  de  las 
disposiciones  légrales  antes  citadas,  el  poseedor  de 
Ituena  fe  hace  suyos  los  frutos  de  la  finca  vendida,  y 
por  lo  tanto,  de  cuenta  del  mismo  son  los  gastos 
ocasionados  para  obtenerlos..  >  (R.  D.  S.  20  Febrero 
ÍS88.— Gítc.  8  Junio.) 

RoMol.  I«*  Mti>o  ■****©.  Venta  de  cosa  censida:  La 
r.rcu7)>itanr)a  de  jio  avisttr  el  sef\or  útil  al  directo,  tío  es 
omisión  que  arguya  nulidad  é  impida  inscribir  la  veyíta. 

Consigna  la  Dirección  que  no  hay  disposición  al- 
guna del  derecho  que  castigue  con  la  nulidad  la 
enajenación  del  dominio  útil  otorgada  sin  conoci- 
miento del  señor  directo;  que  por  el  contrario,  la  va- 
lidez de  la  enajenación  A  que  no  precede  el  aviso,  se 
deduce  del  art.  38  de  la  ley  hipotecaria,  y  que  el  Tri- 
bunal Supremo  inspiró  en  esta  misma  doctrina  su 
Sent.  de  18  Noviembre  1864,  por  lo  cual  no  puede  ne- 
garse la  inscripción  de  la  escritura,  fundada  en  esa 
omisión  ^.  (Resol.  16  Mayo  1889.— Gac.  17  Julio.) 

tt  Abril  IfiiOO.  Rescisióji  del  contrato  por  la  no  en- 
trega de  la  cosa  objeto  del  mismo  al  comprador  que  ha 
pagado  el  precio. 

Celebrada  la  venta  sin  pleito  ni  postura  y  sobre  la 
base  de  que  la  finca  enajenada  se  hallaba  libre  de 
toda  carga  y  gravamen,  y  habiendo  pagado  el  precio 
los  compradores,  es  indudable  la  obligación  del  ven- 
dedor de  ponerlos  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la 
finca,  y  no  habiéndolo  hecho  entonces  ni  podido  ha- 
cerlo después  por  hallarse  en  posesión  un  tercero,  y 
lian  en  duda  sus  derechos  dominicales,  asiste  á  los 
compradores  que  pagaron  el  precio  estipulado,  el  de 
reclamar  la  rescisión  del  contrato  con  la  devolución 
de  lo  entregado  y  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios; y  habiendo  faltado  el  vendedor  á  dicho  con- 
trato en  un  punto  tí.n  capital,  no  puede  invocar- 
lo contra  los  que  lo  cumplieron,  y  está  en  su  lugar  la 
sentencia  que  declara  rescindido  el  contrato.  (Sen- 
tencia 12  Abril  1890.  -Gacs.  8  y  12  Agosto.) 

*'■■■■ — iNSCHirCIÓN    DE     ESCRITURAS    DE    VENTA   EN    EL 

Reííistuo  de  la  propiedad. 

Re^ol.  It  nlclembre  t^HTl.  Inscripción  de , fincas 
'i  favor  del  comprador:  Imposibilidad  de  verificarla  si 
no  aparece  otrad  nombre  del  vendedor. 

Por  virtud  del  art.  20  de  la  ley,  no  constando  ins- 
crita la  finca  vendida  á  favor  del  vendedor,  ni  de  la 
personado  qnien  el  mismo  la  adquirió,  no  procede 
inscribirla  á  nombre  del  comprador,  (Resol.  12  Di- 
fiiembre  1887.— Gac.  27  Febrero  1888.) 


1  Hoy  no  subsiste  este  motivo  de  rescisión.  Véas^  la 
doctrina  que  dejamos  expuesta  bajo  el  núm.  IX  de  tapar- 
te do'^trinal. 

'^  F>tta  es  también  la  doctrina  que  impera  en  el  Código 
civil,  cuyo  art.  1.63.9  amplia  la  duración  del  derecho  de 
retracto  cuando  no  se  ha  dado  él  aviso  previo  para  poder 
eje-rritar  el  de  tanteo. 


Noviembre  1889. — 


— Otro  caso  análogo:  Resol. 
Gac.  19  Diciembre.) 

ni'MOl.  tO  .lunlo  IftWft.  Negativa  de  itiscripción 
del  dominio  pleno,  por  constar  inscrita  solamente  la  nuda 
propiedad  á  nombre  del  vendedor. 

Don  Eugenio  de  Miranda  enajenó  una  finca,  res- 
pecto de  la  cual  se  había  reservado  el  iisufructo  el 
padre  del  vendedor.  El  registrador  de  Aviles  se  negó 
á  inscribir  la  escritura  de  enajenación  y  la  Direc- 
ción general  confirma  en  recurso  de  alzada  la  nega- 
tiva, mientras  no  se  haga  constar  que  al  vendedor 
corresponde  el  dominio  pleno;  vistos  los  arts.  16  y  20 
de  la  ley  hipotecaria  y  considerando  «que  sólo  cons- 
ta inscrita  á  favor  del  vendedor  la  nuda  propiedad 
y  que  mientras  no  aparezca  puesta  al  margen  de  la 
inscripción  de  la  nuda  propiedad  la  nota  que  exige 
el  art.  16  de  la  ley,  ni  puede*  tenerse  por  inscrito  el 
dominio  pleno,  ya  que  la  inscripción  es  vohmtaria, 
ni  el  registrador  tiene  atribvaciones  para  extender 
de  oficio  dicha  nota,  aunque  obre  en  su  archivo  la 
partida  de  defunción  del  iisufructuario».  (Resol.  20 
Junio  188S.— Gac.  2  Agosto.) 

Resol.  lO  Octubre  1S«0.  Inscripción  de  venta 
judicial. 

Para  la  inscripción  de  una  escritura  otorgada  en 
virtud  de  mandamiento  judicial  por  la  persona  que 
en  el  Registro  tiene  inscrita  la  finca  á  su  favor,  no 
es  necesario  acompañar  testimonio  de  la  diligencia 
aprobando  el  remate  ó  insertarlo  en  la  escritura, 
por  no  exigirlo  el  art.  20  de  la  ley.  (Resol.  10  Octubre 
1889. -Gac.  17  Noviembre.) 

Reivnl.  i»  IWovIenilirc  ■«*»?».  Venta  judicial  de 
bienes  hereditarios:  Es  defecto  insubsanable  que  obsta  d  la 
inscripción,  el  no  haberse  otorgado  la  escritura  d  nombre 
de  todos  los  herederos  del  ejecutado 

Entablada  demanda  verbal  por  Manuel  Marqués 
García  contra  D.  Bernardo  Sánchez  y  dictada  sen- 
tencia condenatoria,  se  siguió  apremio  contra  el  de- 
naandado,  embargándose  varias  fincas  del  mismo. 
Después  de  esto  falleció  el  deudor,  y  habiendo  orde- 
nado el  Juzgado  que  se  adjudicaran  los  bienes  á  su 
adversario,  se  otorgó  escritura  de  venta  por  el  juez 
en  nombre  de  la  parte  demandada,  á  favor  de  Mar- 
qués García. 

Presentado  el  documento  al  registrador  de  Infies- 
to,  fué  denegada  su  inscripción,  entre  otros  defectos, 
por  el  de  «no  haberse  seguido  el  procedimiento  de 
apremio  con  todos  los  hijos  del  deudor,  toda  vez  que 
son  varios».  Marqués  recurrió  gubernativamente  con- 
tra la  anterior  calificación,  y  confirmada  por  el  juez 
delegado  y  por  el  presidente  de  la  Audiencia  de 
Oviedo,  apeló  á  la  Dirección  general,  que  resuelve 
en  el  mismo  sentido:... 

«Considerando  qne  aceptada  la  herencia  pordichoa 
herederos,  es  obvio  que  todos  ellos  deben  ostentar  la 
representación  de  su  causante,  y  puesto  que  la  dicha 
escritura  de  venta  tiene  por  objeto  el  pago  de  una 
deuda  del  testador,  pago  qiie  ha  de  hacerse  con  fin- 
cas del  caudal  relicto  que  no  han  sido  adjudicadas  á 
ningún  heredero  en  particular,  lo  legal  es  que  con- 
curran al  otorgamiento  todoslosqne  aparecen  como 
condueños  del  expresado  inmueble: 

Considerando  que  de  lo  dicho  se  infiere  que  la  es- 
critura origen  de  este  recurso,  adolece  de  un  vicio 
que  la  invalida  desde  el  momento  en  que  figura  ena- 
jenando las  fincas  en  su  totalidad  el  que  á  lo  sumo 
tendrá  en  ellas  una  participación  proporcional  á  su 
haber  como  heredero.»  (.Resol.  19  Noviembre  1889. — 
Gac.  15  Diciembre.) 

— Véase  Accn'tN  jurídica  y  señaladamente  las  sen- 
tencias que  por  nota  indicamos  en  la  p.  131  del  t.  I, 
Cesión,  Enajenación  en  fraude,  Evicción,  Contra- 
tos, etc.,  etc. 

COMPROMISO.  Es  la  sumisión  de  las  partes 
al  juicio  de  Arbitros  ó  de  amig-ables  compone- 
dores para  la  resolución  de  una  cuestión  dudo- 
sa. En  la  parte  doctrinal  de  Enjuiciamiento 
CIVIL  dedicamos  alo:ún  examen  al  juicio  arbi- 
tral. 

COMPULSA.  Copia,  trasunto  ó  traslado  de 
alguna  escritura,  instrumento  ó  autos,  sacado 
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judicialmente  y  cotejado  con  su  orig'inal. 
Cuando  se  presentan  enjuicio  documentos  pú- 
blicos, sacados  sin  citación,  tiene  lugar  á  ins- 
tancia de  parte  el  cotejo  con  su  original.  Para 
llevarlo  A,  cabo  en  el  término  de  prueba  se  re- 
quiere niaudamiento  compulsorio.  (Arts.  597, 
ley  de  Enj.'  civil,  y  .360  del  reglamento  de  lo 
contencioso-administrativo.) 

Cuando  sea  necesario  practicar  compulsa  ó 
cotejos  en  oficinas  del  Estado,  téngase  en 
cuenta  la  R.  O.  de  30  de  Mayo  de  1852,  inserta 
en  el  articulo  Archivos,  t.  I,  p.  606. 

COMUNERO.    V.  Condominio. 
COMUNES.     V.   Aprovechamientos:   Bie- 
nes: Montes:  Pastos:  Propios. 

COMUNICACIONES  OFICIALES.  Tienen  este 
carácter  Ins  oficios  y  demás  correspondencia 
entre  autoridades  sobre  asuntos  propios  del 
servicio.  Los  alcaldes  de  una  misma  provincia 
pueden  comunicarse  de  oficio  entre  si  directa- 
mente; mas  para  entenderse  con  los  de  otras 
provincias,  tienen  que  practicarlo  por  conduc- 
to de  sus  respectivos  gobernadores  (arts.  113, 
par.  3.0,  y  lU,  par.  11  de  la  ley  de  2  de  Octu- 
bre de  1877),  debiendo  tener  presente  que  no 
se  puede  usar  papel  continuo  en  dichas  comu- 
nicaciones, ni  en  documento  alguno  de  la  Ad- 
ministración, sino  de  hilo  corto,  escrito  á,  me- 
dia margen;  salvo  en  los  casos  en  que,  con 
arreglo  á  lo  que  está  mandado,  deba  usarse 
papel  sellado. 

He  aquí  lo  dispuesto  sobre  este  asunto: 
R.  o.  15  Junio  184H. 

(Guerra.)  Que  las  dependencias  del  Minis- 
terio de  la  Guerra  usen  en  lo  sucesivo  en  sus 
comunicaciones  oficiales  de  un  membrete  im- 
preso que  manifieste  la  autoridad  ó  corpora- 
ción que  escribe;  con  lo  cual  desajtarecerá  la 
capiichosa  variedad  de  timljres  que  se  ven  en 
las  comunicaciones  diariamente. 

H.  O.  .5  Julio  1816. 
(GoB.)  Se  resuelve  que  mientras  el  papel 
llamado  continuo  no  reciba  las  mejoras  que 
reclama  su  actual  fabricación  no  se  emplee  en 
documentos  públicos  y  oficiales  y  en  la  corres- 
pondencia del  Ministerio  de  la  Goljernación. 

B.  O.  9  Diciembre  1851. 
Comunicaciones  de  los  contratistas  de  obras  públicas. 

(Hac.)     « Sobre   si   los   contratistas    de 

obras  públicas  lian  de  dirigirse  de  oficio  eu  las 
comunicaciones  que  tengan  necesidad  de  pa- 
sar para  cumplimiento  y  buen  servicio  de  sus 
contratas,  ó  han  de  usar  del  papel  del  se- 
llo 4." ,  se  ha  servido  S.  M.  declarar  que  los 

contratistas  de  todos  los  ramos  de  la  Adminis- 
tración púljlica  están  eu  el  caso  de  entenderse 
de  oficio  con  las  autoridades  y  oficinas  de  que 
dependan,  en  todo  lo  que  tenga  relación  con 
los  servicios  que  se  hallan  á  su  cargo,  excepto 


cuando  hag'an  reclamaciones  al  Gobierno  con- 
tra las  resoluciones  ó  disposiciones  de  sus  je- 
fes.—De  Real  orden,  etc. — Madrid  9  de  Di- 
ciembre de  1851.»  (G.  L.,  t.  54,  p.  517.) 

E.  O.  31  Diciembre  1851. 
Se  extiendan  en  papel  corto  de  tnedia  margen. 

(Pres  del  Cons.  de  Mjn.)  «La  Reina  (que 
Dios  guarde)  se  ha  servido  mandar  que  todas 
las  comunicaciones  que  en  lo  sucesivo  se  diri- 
jan por  los  Ministerios  á  las  autoridades,  cor- 
poraciones y  personas  particulares  dentro  y 
fuera  de  la  corte,  y  por  las  mismas  autorida- 
des y  corporaciones  de  unas  á  otras,  y  á  cual- 
quiera de  los  Ministerios,  se  extiendan  en  pa- 
pel corto  y  á  media  margen,  salvo  aquellas  eu 
que  i)or  su  naturaleza,  y  con  arreg'lo  á  las  dis- 
posiciones vigentes,  debe  usarse  del  sellado. 
Madrid  31  de  Diciembre  de  1851.»  (C.  L.,  t.  54, 
]).  108.) 

Jurisprudencia. 

31  llarxu  l^ft4  y  olrtiH.  A'u  /¿a  lugar  á  presurnir  in- 
juria en  lab  palabras  que  las  autoridades  empleen  en  las 
comunicaciones  oficiales,  por  ser  ellas  secretas  por  natu- 
raleza. 

Así  lo  establece  el  Consejo  de  Estado  al  denegar 
la  autorización  solicitada  para  procesar  á,  xm  funcio- 
nario. Considerando; 

«Que  las  comunicaciones  oficiales  que  median  en- 
tre las  autoridades  y  funcionarios  públicos  son  por 
su  naturaleza  reservadas,  y  que  por  lo  tanto  no  ha 
lugar  generalmente  á  presumir  en  ellas  el  delito  tle 
injuria;  aunque  su  contenido  se  hag.a  público  inde-- 
bidamente: 

Y  que  las  palabras  más  ó  menos  inconvenientes 
consignadas  eu  el  informe  dirigido  .il  gobernador 
de  la  provincia  por  el  director  del  lazareto  no  cons- 
tituyen el  delito  de  injuria,  porque  habiendo  sido 
estampadas  en  un  documento  oficial,  no  puede  de- 
cirse que  éste  tratase  de  desconceptuar  ni  ofender 
la  autoridad  de  la  Comandancia  de  Marina,  toda  vez 
que  el  director  del  lazareto  no  hizo  público  dicho  do- 
cumento.» (Decis.  31  Marzo  1864.) 

— Otra  resolución  idéntica  y  en  idénticos  términos 
formulada  recayó  en  otro  expediente  sobre  autori- 
zación, por  K.  O.  de  6  de  Febrero  de  1862,  confirman- 
do la  negativa  para  procesar  á  un  investigadorde 
propiedades  y  derechos  del  Estado,  por  el  contenido 
de  un  oficio  dirigido  al  alcalde,  que  éste  hizo  públi- 
co sin  necesidad.  (Gac.  23  Febrero  ISHa.)  Y  en  el  mis- 
mo sentido  pueden  consultarse  las  de  21  de  Marzo  y 
25  de  Octubre  de  1839, 18  de  Junio  de  1862  y  21  de  Abril 
de  18I3I  '. 

También  habrán  de  tenerse  presentes  los  re- 
glamentos de  losrespectivos  Ministerios, sobre 
el  modo  de  comunicarse  entre  si  las  depen- 
dencias, y  éstas  con  los  Tribunales;  reglamen- 
tos formados  por  virtud  de  la  ley  de  19  de  Oc- 
tubre de  1889.— V.  Procedimiento  adminis- 
trativo. 

COMUNIDAD.  El  común  de  algún  pueblo, 
provincia  ó  reino,  ó  junta  ó  congregación  de 
personas  que  viven  unidas  y  bajo  ciertas  cons- 
tituciones y  reglas,  como  los  conventos,  cole- 
gios, etc. 

COMUNIDAD  DE  BIENES  Ó  CONDOMINIO.  «Hay 
comunidad,  cuando  la  propiedad  de  una  cosa 


*  El  T.  S.  ha  venido  d  sancionar  análoga  doctrina: 
pero  aunque,  por  regla  general,  los  inforrm.'i  de  las  auto- 
ridades no  se  reputan  injuriosos  no  pti''il''n  turnos  de  ser- 
lo cuando  se  dan  con  notoria  malicia  y  contienen  concep- 
tos ofensivos.  iSent.  24  Enero  1889.)— V.  Injurias. 
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ó  de  uu  derecho  pertenece  pro  indiviso  á  va,- 
riiis  personas.»  Asi  dice  el  art.  392  del  Código 
civil,  empleando  el  adjetivo  varíaíi  con  alguna 
incorrección,  pues  para  que  se  produzca  la  co- 
munidad no  es  necesario  que  la  cosa  indivisa 
tenga  varios  dueños,  sino  que  basta  con  que 
pertenezca  á  más  de  uno. 

La  base  10  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888 
dispuso  que  se  mantuviera  el  concepto  de  la 
copropiedad  con  arreglo  A  los  fundamentos 
capitales  del  derecho  patrio.  Los  que  éste  san- 
cionaba para  ordenar  la  materia  se  reducían 
A  tres:  1."  Declaración  de  que  ningún  condue- 
ño está  obligado  á  permanecer  en  la  comuni- 
dad, pues,  por  el  contrario,  puede  pedií-  la  di- 
visión de  la  cosa  comunera,  ó  la  venta  de  ésta 
y  distribución  del  precio,  si  no  fuera  suscepti- 
ble de  fraccionarse  sin  perder  su  existencia  ó 
cambiar  su  naturaleza  (leyes  1.*,  2."  y  10,  tí- 
tulo XV,  Part.  6.-^).  2.»  Facultad  de  cada  con- 
dómino para  vender  ó  enajenar  su  porción, 
suerte  ó  participación  (ley  55,  tlt.  V,  Part.  5.*). 
Y  o.°  Obligación  de  todos  ellos  de  contribuir 
proporcionalmeute  al  pago  de  los  gastos  he- 
phos  en  beneficio  de  la  compañía  (ley  2G,  titu- 
lo XXXII,  Part.  3."). 

El  Cód.  civil,  que  dedica  el  tlt.  III  del  li- 
bro II  á  la  comunidad  de  bienes,  orig'eu  funes- 
tísimo de  dificultades  y  pleitos,  mantiene  pun- 
tualmente los  tres  fundamentos  cardinales 
q'ie  dejamos  enunciados  (arts.  393,  395,  399, 
400  y  404);  pero  antepone  á  la  aplicación  de 
los  mismos  y  de  los  demás  preceptos  que  for- 
mula, un  principio  todavía  má^  respet<able,  á 
saber:  que  la  libertad  de  estipulación  entre 
los  partícipes,  regula  sus  respectivos  dere- 
chos y  obligaciones.  Por  eso  declara  que  las 
prescripciones  del  citado  título  sólo  regirán  á 
jfalta  de  contratos  (arts.  392  y  396)  y  que  los 
acuerdos  de  la  mayoría  serán  obligatorios 
para  todos  los  partícipes  (398),  comprendiendo 
que  la  misión  del  legislador  en  puntos  refe- 
rentes á  la  conveniencia  privada,  y  que  pue- 
den ser  objeto  de  la  voluntad  contingente  de 
los  hombres,  debe  reducirse  á  suplirla  cuando 
no  la  han  expresado.  Ya  el  art.  589  del  Código 
mercantil  proclamó  este  criterio  al  ordenar  la 
propiedad  comunera  de  los  buques. 

El  civil  no  se  ha  limitado  á  consignar  los 
fundamentos,  sino  que  ha  deducido  también 
las  consecuencias  y  dado  la  norma  para  evi- 
tar dudas  ó  para  resolver  las  que  se  susciten; 
y  por  eso  especifica  cómo  han  de  contribuir  á 
las  obras  de  la  casa  comunera  los  dueños  de 
sus  diferentes  pisos  (art.  396);  dice  que  no  po- 


drá hacer  alteración  en  la  cosa  indivisa  nin- 
guno de  los  condueños,  aunque  la  novedad 
pueda  resultar  ventajosa  para  todos  (397);  dic- 
ta las  reglas  á  que  ha  de  ajustarse  la  división, 
aplicando  á  ella  las  relativas  á  la  délas  heren- 
cias (arts.  402  á  404  y  406),  objeto  de  los  ar- 
tículos 1.051  y  siguientes,  y,  consecuente  con 
la  doctrina  de  que  las  ser\idumbres  son  indivi- 
sibles (art.  535)  y  la  hipoteca  inseparable  de  los 
bienes  sobre  que  se  impone(art.  1.876  y  artícu- 
lo 105  de  la  ley  hipotecaria),  reserva  al  tercero 
que  tenga  hipoteca,  servidumbre  ú  otro  dere- 
cho real  sobre  la  cosa  comunera,  la  integridad 
del  que  le  asistiese  antes  de  hacerse  la  parti- 
ción (art.  405). 

Ya  dijo  la  ley  de  Partida  que  teniendo  cada 
uno  lo  suyo  separadamente,  lo  aliña  y  aprove- 
cha mejor,  y  por  eso  el  Cód.  civil  procura  fa- 
cilitar la  distribución  de  la  cosa  indivisa  en- 
tre sus  diversos  dueños;  pero  la  conservacióu 
integra  de  la  misma  ])uede  favorecer  en  oca- 
siones la  unidad  ó  los  intereses  de  las  familias 
ó  de  las  empresas  argrícolas,  mercantiles  é 
industriales,  ó  el  engrandecimiento  déla  pro- 
piedad, y  por  eso  aiitorizael  pacto  de  mantener- 
la indivisión  durante  cierto  tiempo  (art.  400)  y 
permite  que  se  adjudique  la  cosa  común  á 
uno  solo  de  los  coherederos  cuando,  de  re- 
partirla, hubiera  de  desmerecer  mucho  (arti- 
culo 1.062). 

A  veces  la  indivisión  se  impone  como  forzo- 
sa consecuencia  de  una  voluntad  superior  á 
la  de  los  partícipes.  Por  eso  obliga  á  los  here- 
deros respecto  de  los  cuales  la  haya  estable- 
cido el  testador  (art.  1.051),  y  á  los  censatarios 
cuando  el  censualista  no  consiente  la  distri- 
buci()u  de  la  finca  censida  (art.  1.618). 

A  fin  de  disminuir  los  casos  de  copropiedad, 
el  derecho  antiguo  y  el  vigente  han  autoriza- 
do el  retracto  de  comuneros,  objeto  de  los  ar- 
tículos 1.522,  1.524  y  1.525  del  Código  civil,  y 
de  los  1.618  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento.— V.  Retk.\c'to. 

Cada  condómino  posee  la  cosa  indivisa  asu- 
miendo ó  representando  la  personalidad  de 
todos  los  otros,  y  de  aquí  que  la  prescripción 
ganada  por  uno  de  ellos  aproveche  á  los  de- 
más (art.  1.933). 

Jurisprudencia. 

14  Vlayo  i^tt?.  Comunero  que  hace  obras  en  la  cosa 
indioisa  sin  avisar  á  los  otros  participes:  ñesponsabi- 
lidad. 

Contra  sentencia  que  declaró  la  olira  hecha  por 
un  condómino  propia  de  todos  sin  conc&derle  abono 
de  los  gastos  que  suponía  su  ejecución,  por  no  haber 
dado  aviso  A  sus  compañeros  para  llevarla  á  cabo,, 
interpuso  recurso  de  casación  el  autor  de  lamejora- 
El  T.  S.  declara  no  haber  lugar: 
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«Considerando  qne,  según  lo  dispuesto  en  la  26,  ti- 
tulo XXXIÍ  de  la  Part.  3.^,  el  que  hace  obras  en  la 
cosa  í'oniún  á  mala  fe,  no  haciéndolo  saber  á  sus 
compañeros,  incurre  en  la  responsabilidad  de  perder 
las  n)isioiíes  que  hubiera  hecho,  y  debo  quedar  lo 
obrado  ¡isi  para  todos  los  condóminos '...>  (Sent.  J4 
Mayo  lhü7. —  Cae.  i 7  id.) 

3  \n¥li'iiilti'r  tS30.  Cowpañia  formada  para  rema- 
tar una  finca  á  favor  de  todos  íoá  asociados. 

Muchos  veL-inos  de  Puente  Caldelas  se  asociaron 
para  rematar  una  tinca  que  se  subastaba,  estable- 
ciendo que  aim  cuando  fuera  uno  solo  el  rematante, 
seria  extensivo  el  remate  á  todos  los  asociados.  Don 
Domingo  Antonio  del  Peso,  expresamente  adherido 
al  contrato,  hizo  postura  y  obtiivo  la  adjudicación; 
pero  habiéndose  negado  á  dar  á  los  consocios  la  par- 
ticipación convenida,  entablaron  demanda  contra 
él  para  que  se  declarase  la  finca  de  la  pertenencia 
de  todos.  Estimada  esta  solicitud,  interpuso  Peso  re- 
curso de  casación  que  el  T.  S.  desestin^a:  consideran- 
do que  constando  la  obligación  del  recurrente,  al 
declararle  la  Sala  sujeto  al  convenio  no  ha  infringi- 
do el  principio  y  doctrina  de  que  los  contratos  bila- 
terales sólo  se  perfeccionan  por  el  consentimiento 
de  ambas  partes,  ni  la  ley  del  contrato,  ni  la  10,  ti- 
tulo V,  Part.  5.*  (T.  S.,  sent.  3 Noviembre  1>>70,  nVime- 
ro  51  de  la  C.  L.) 

Z7  .Ua]io  IM94.  Pleitos  sobre  la  cosa  poseída  en  co- 
mtiti:  l'ersonalidod  délos  condóminos  p  tra  litigar  unos 
por  otros  S'U  necesidad  de  poder  especial. 

«Según  la  ley  21,  tít.  XXII  de  la  Part.  3.",  toda  per- 
sona A,  quien  pertenezca  ó  posea  en  comunidad  ó  so 
uno  cualquiera  cosa  ó  heredad,  y  que  hubiere  movi- 
do demanda  sobre  ella  contra  otro  tercero,  el  juicio 
que  fiíese  dado  en  favor  aprovecha  á  sus  compañe- 
ros, sin  qne  les  empezca  el  adverso  ó  contrario. 

Dicho  principio  jurídico  está  en  armonía  y  guar- 
da consonancia  con  la  disposición  consignada  en  la 
ley  10,  tlt.  V  de  la  Part.  3.",  por  la  qne  se  autoriza  á 
los  aparceros  ó  compañeros  de  la  heredad  ó  cosa  que 
les  pertenezca  comunalmente  para  demandar  y  res- 
ponder unos  por  otros,  maguer  non  tuviesen  carta  de 
personería  en  el  pleito  que  hubiesen  movido  sobre 
aquélla.»  (Sent. 27  Mayo  ly74,  casando  y  anulando  una 
que  absolvi(i  á  los  demandados  de  demanda  enta- 
blada por  uno  de  los  condueños  para  que  se  dejase  á 
disposición  de  los  mismos  la  finca  común,  fundándo- 
se el  fallo  en  que  el  actor  carecía  de  personalidad  y 
de  acción  para  promover  el  litigio. —  GVtc.  2fi  Julio, 
pág.  43.) 

t*  Julio  1^99  Error  legal  consistente  en  dar  por 
terminado  un  contrato  de  arrendamiento  á  Í7i8tanc¿a  de 
uno  solo  de  los  condueños. 

Don  Sandalio  Gómez,  dueño  proindÍTÍso  conD.  An- 
tonio Ayuso,  del  coto  redondo  del  Pego...,  entabló 
demanda  de  desahucio  contra  uno  de  los  arrendata- 
rios, que  lo  era  por  escritura  de  15  de  Majo  de  18G>S, 
fundando  su  acción  en  que  había  dejado  de  satisfa- 
cer parte  de  la  renta,  omisión  que  según  lo  pactado 
dejaba  libre  la  finca  y  ú  disposición  de  los  condómi- 
nos. Estimada  la  demanda,  interpuso  el  demandado 
recurso  de  casación  por  infracción,  entre  otras,  tle 
la  ley  21,  tlt.  XXII  de  la  Part.  3.",  y  de  la  doctrina  de 
que  para  la  disolución  ó  renovación  de  los  contratos 
se  necesita  el  consentimiento  de  todos  los  que  inter- 
vinieron en  su  celebración.  El  T.  S.  casa  y  anala  la 
sentencia  recurrida: 

«Considerando  que  habiéndose  celebrado  el  con- 
trato de  15  de  Mayo  de  1808  entre  los  dos  dueños  pro- 
indiviso  del  término  coto  redondo  del  Pego,  con  la 
concesión  de  varios  renteros  del  mismo,  no  puede 
darse  por  terniinado  sino  por  la  voluntad  de  ambos 
condueños,  porque  uno  y  otra  tienen  ígualfís  dere- 
chos...» {Sent.  12Julio  ló77.— G'ac.  2o  Septiembre yp. 2^0.) 

lí*  i%<tvloiiil>i*e  lí»íf>.  Nulidad  de  venta  de  parte 
determinada  por  el  dueño  de  cosa  indivisa. 

«Según  tiene  declarado  reiteradamente  este  Tri- 
bunal Supremo,  la  facultad  concedida  A  los  condue- 
ños de  nna  finca  para  qne  puedan  vender  lo  que  en 
ella  les  corresponda,  no  legitima  la  ventalle  I:i  par- 
te fija  y  determinada  que  el  vendedor  designa  á  su 


*  El  Cód.  civil  no  contiene  disposición  concordante  con 
la  ley  de.  Partidaarriba  citada,  pero  declara  en  absoluto 
el  derecho  de  todo  copropietario  para  obligar  d  los  par- 
ticipes á  contribuir  ú  los  gastos  de  conservación  de  la  cosa 
comunera  {art.  395), 


arbitrio,  sino  la  de  aquella  que  le  pertenezca  luego 
que  se  haga  la  división.»  (Sent.  18  Noviembre  J879. — 
Gac.  19  Diciembre.) 

KONul.  2  Octulirc  lí»S4.  Inscripciones  del  suelo  y 
del  vuelo  en  el  Begistro  de  la  xjropiedad. 

Dueño  D.  José  Q,uilez  de  12.000  cepas  de  viña  pues- 
tas en  una  tierra  de  doña  Josefa  Soriano,  A  quien 
pagaba  un  terraje  de  siete  por  una,  vendió  las  cepas 
á  D.  Maximino  Rodríguez,  previa  licencia  de  doña 
Josefa,  y  por  escritura  de  27  de  Noviembre  de  1883 
las  readquirió  á  título  de  compra.  Presentada  dicha 
escritura  al  registrador  de  Yecla,  íué  denegada  la 
inscripción  por  no  haber  obtenido  Martínez  licencia 
de  la  dueña  directa.  Contra  tal  calificación  recurrió 
gubernativamente  el  notario  autorizante  del  docu- 
mento, en  súplica  de  que  se  declarase  que  el  mismo 
se  hallaba  ajustadoálasprescripcionesiegales. Con- 
firmada la  negativa  del  registrador  en  dos  instan- 
cias y  apelada  la  providencia  dictada  en  la  segunda 
para  ante  la  Dirección  general,  este  Centro  resuelve 
así; 

«Vistas  las  resoluciones  de  12  de  Junio  de  1863,  28 
de  Febrero  y  23  de  Marzo  de  1664,  4  de  Noviembre  de 
1S67  y  22  de  Julio  de  1874: 

...Considerando  que  del  certificado  de  las  inscrip- 
ciones relativas  á  la  viña  de  que  se  trata,  lejos  de 
deducirse  que  doña  Josefa  Soriano  Cobos  tiene  el 
dominio  directo,  y  el  vendedor  el  útil  en  la  acepción 
jurídica  de  estas  palabras,  sólo  resulta  inscrita  é. 
favor  del  último  la  posesión,  no  de  una  viña,  nombre 
que  comprendería  el  suelo  y  el  vuelo,  sino  de  12.000 
cepas  de  viña  puestas  en  tierra  propia  de  doña  Jo- 
sefa Soriano  Cobos,  sin  que  ésta  baya  inscrito,  ni  la 
propiedad,  ni  la  posesión,  ni  siquiera  el  dominio  di- 
recto, ya  que  en  las  aludidas  inscripciones  sólo  se 
menciona  su  propiedad  en  la  tierra  y  el  derecho  á 
percibir  del  fruto  la  pensión  de  siete,  una: 

Considerando  que  bajo  este  supuesto  no  incumbe 
al  registrador  velar  por  la  realización  de  derechos 
ni  siquiera  mencionados  y  que  la  misma  interesada 
no  ha  cuidado  de  asegurar  solicitando  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  la  proinedad; 

Considerando,  además,  que  es  doctrina  inconcusa 
sentada  por  esta  Dirección  en  las  citadas  resolucio- 
nes que  á  la  misma  inscripción  del  vitelo  ha  de  pre- 
ceder siempre  la  del  suelo,  sin  cuyo  previo  requisito 
no  es  posible  extender  aquélla; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la 
providencia  apelada  y  la  nota  del  registrador,  de- 
clarando que  la  escritura  de  venta  que  ha  dado  ori- 
gen al  recurso  no  es  inscribible  por  no  estar  el  terre- 
no previamente  inscrito  á  favor  de  quien  corres- 
ponda. 

Madrid  2  de  Octubie  de  1884.»  (Gac.  3 i  id.) 

C4  Uttyn  l!S»HO.  División  de  la  casa  poseída  en  co- 
mún, cuando  puede  practicarse  oin  daño  de  la  (inca. 

Declarada  divisible  por  sentencia  uua  casa  de  Avi- 
la, interpusieron  algunos  de  los  comlueños  recurso 
de  casación  por  infracción  de  las  leyes  2.'*,  tit.  IV, 
lib.  III  del  Fuero  Real,  y  10,  tít.  XV,  Part.  6.-S  y  de 
la  sentencia  de  19  de  Abril  de  1881.  El  T.  S.  dech^ra 
no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  si  la  ley  del  Fuero  Real,  como 
la  de  Partida  que  se  citan,  dada  la  facultad  que  to- 
dos tienen  de  pedir  la  división  de  la  casa  poseída  en 
común,  la  limitan  en  aquellos  casos  en  que  la  divi- 
sión no  puede  hacerse  sin  daño  ó  grande  menosca- 
bo, y  que  en  el  presente  la  Sala  sentenciadora,  apo- 
yándose en  el  dictamen  pericial,  aprecia  que  puede 
dividirse  la  finca  sin  perjuicio  notable  de  ninguno 
de  los  dueños  ': 

Considerando  que,  en  este  supuesto,  la  sentencia 
no  infringe  las  mencionadas  leyes,  ni  tampoco  la 
doctrina...»  (Sent.  24  Mayo  1SS6.— Gac.  12  Agosto.) 

19  lllclemhro  iSftS  Conjunto  de  usos  y  aprovecha- 
mientos en  un  monte,  constitutivo  de  verdadero  condomi- 
nio por  traducirse  enla  facultad  de  hacer  en  la  finca  cuan- 
to permita  su  condición  y  las  reglas  que  arderían  la  pro- 
piedad comuTiera. 

Por  laudo  arbitral  de  1639  pronunciado  para  fijar 
los  derechos  de  los  Municipios  de  Borja  y  Ainzón  en 
los  montes  de  Ambel,  se  declaró  que  consistían  en 
«pacer,  abrevar,  amalladar,  acubillar,  asestar,  pa- 
rizonar,  coralizar,  fogarizar,  con  sus  ganados  grue- 
sos y  menudos  en  los  términos  de  la  villa  de   Ambel 


*     Véanse  los  arts.  40 í  11  1.062  del  Cód.  civil,  inspira- 
dos en  el  criterio  que  proclama  esta  sentencia. 
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y  en  cualquiera  parte  de  ellos,  así  de  día  como  de 
noche...  y  también  los  derechos  de  hacer  leña  seca  y 
verde  de  rama  de  las  carrascas,  cortando  de  ellas  y 
dejando  escobella,  é  indistintamente  respecto  á  la 
otra  leña  de  pie  y  de  rama,  llevílndosela  para  sus 
propios  usos,  y  asimismo  de  carbonear  y  llevar  car- 
bón, cazar  cualquiera  caza,  de  cualquier  género  y 
especie  y  en  todas  formas. ..> 

Vendidos  los  montes  de  Ambel  por  el  Estado,  Bor- 
la y  Ainzón  solicitaron  que  se  condenase  al  otro  pue- 
blo á  entregarles  parte  de  las  láminas  intransferi- 
bles de  la  Deuda  que  había  recibido  en  equivalencia 
del  80  por  100  del  precio  de  la  enajenación;  alegando 
los  demandantes  que  eran  condóminos  de  dichas 
tierras.  Denegada  su  solicitud  en  dos  instancias,  in- 
terpusieron recurso  de  casación,  al  cual  declara  el 
T.  S.  haber  lugar: 

«Considerando  que  el  conjunto  de  lisos  y  aprove- 
chamientos que  el  laudo  arbitral  de  1639,  de  confor- 
midad con  las  sentencias  precedentes  y  con  las  re- 
soluciones judiciales  y  administrativas  posteriores, 
reconoce  y  sanciona  á  favor  de  la  ciudad  de  Borja  y 
déla  villa  de  Ainzón,  sobre  los  montes  comprendi- 
dos en  la  jurisdicción  de  la  de  Ambel,  con  excepción 
de  la  dehesa  Boalar  y  Ported,  constituyen  un  verda- 
dero dominio  compartidcrcon  la  misma  villade  Am- 
bel y  el  monasterio  de  Veruela,  y  limitado  por  las 
servidumbres  que  en  el  mismo  laudo  se  expresan  á 
favor  de  otros  pueblos,  porque  tal  conjunto  de  dere- 
chos es  el  poder  de  hacer  en  los  montes  en  cuestión 
cuanto  permiten  la  naturaleza  de  la  cosa  y  las  leyes 
que  regulan  la  propiedad  comunal;  y  por  lo  tanto, 
que  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  de  la  deman- 
da A  la  villa  de  Ambel,  en  el  concepto  de  no  tener 
Borja  y  Ainzón  condominio,  sino  algunas  servidum- 
bres especiales,  infringe  la  ley  I.",  tít.  XXVIII,  Par- 
tida 3.",  según  la  cual,  señorío  es  el  poder  de  hacer  en 
la  cosa  lo  que  se  quisiere  según  Dios  j' según  fuero,  y  la 
ley  1.^,  tít.  XXXI,  Part.3.'',  que  deñne  la  servidumbre 
como  derecho  que  se  tiene  en  cosa  ajena  á  pro  de  otro 
edificio  ó  heredad  ó  de  una  persona,  lo  ciial  supone 
siempre  la  limitación  del  derecho  al  servicio  espe- 
cial que  una  cosa  inmueble  puede  prestar  á  otra,  ó 
al  tiempo  de  la  vida  de  la  persona  que  lo  disfruta,  y 
que  tal  servicio  no  se  obtenga  en  cosa  propia  como 
uno  de  los  varios  que  completan  el  total  aprovecha- 
miento que  corresponde  al  dueño.»  (Sala  1.°^,  sent.  17 
Diciembre  IS^S.-  Gac.  27  Abril  1889,  p,  130.) 

COMUNIDADES  DE  PUEBLOS.  La  ley  muni- 
cipal autoriza  á  los  Ayuntamientos  para  for- 
mar asociaciones  y  comiiuidades  á  fin  de  pro- 
veer á  la  construcción  y  reparación  de  cami- 
nos y  guardería  rural,  aprovechamientos  ve- 
cinales y  otros  objetos  de  su  exclusivo  inte- 
rés; y  manda  al  Gobierno  que  cuide  de  prote- 
ger, por  medio  de  sus  delegados,   las  asocia- 


cioues  y  comunidades  de  Ayuntamientos  para 
fines  de  seguridad,  instrucción,  asistencia,  po- 
licía, construcción  y  conservación  de  cami- 
nos, aprovechamientos  vecinales  \\  otros  ser- 
vicios de  índole  análoga.  Estas  comunidades 
se  rigen  por  Juntas,  cuya  organización  deter- 
minan los  arts.  80  y  81. — V.  Ayuntamientos. 

COMUNIDADES  DE  REGANTES.  V.  Aguas  y 
señaladamente  las  disposiciones  citadas  bajo 
la  indicación  Cornicnídades  del  sumario  alfa- 
bético, t.  I,  p.  402. 

COMUNIDADES  DE  CASTILLA.  Las  Juntas 
que  en  tiempos  de  Carlos  I  seguían  el  parti- 
do contrario  al  Gobierno.  También  se  usa  esta 
frase  para  significar  el  imponente  levanta- 
miento de  los  pueblos  de  Castilla,  desconten- 
tos por  las  tropelías  de  los  flamencos,  en  cuyas 
manos  quedaron  los  destinos  de  la  nación 
cuando  Carlos  I  marchó  á  Aquisgrán  para  co- 
ronarse Emperador  de  Alemania.  Con  ayuda 
déla  nobleza  logró  Carlos  sofocar  la  rebelión, 
venciendo  en  el  campo  de  Villalar  en  1521  al 
ejército  de  los  comuneros,  y  decapitando  á  sus 
jefes  Padilla,  Bravo  y  Maldonado.  La  historia 
ha  inmortalizado  estos  tres  nombres,  en  los 
cuales  ve  el  pueblo  como  xin  símbolo  de  las  li- 
bertades locales;  nombres  que  el  Congreso  es- 
pañol ha  escrito  con  letras  de  oro  en  lápidas 
de  mármol  colocadas  en  su  salón  de  sesiones 
y  consagradas  á  españoles  ilustres. 


COMUNIDADES   RELIGIOSAS. 

Ríos  Y  CONVENTOS. 


V.   ;Monaste- 


COMUNISMO.     Una  de  las  formas  que  puede 
revestir  la  propiedad.  Lo  contrario  de  propie- 
¡  dad  individual.— V.  Socialismo. 
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